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HABER  Á UNO  POR  CONFESO.  Reputar  y declarar 
por  confeso  al  que  después  de  notificada  la  de- 
manda, no  comparece  dentro  del  término  pres- 
crito por  la  ley.  Y.  Confesión  y Rebeldía. 

HÁBIL.  El  que  es  capaz  ó tiene  las  calidades 
necesarias  para  alguna  cosa,  como  para  testar, 
ser  heredero  ó legatario,  ejercer  algún  cargo, 
poseer  un  beneficio,  etc. 

* HABILITACION  PARA  COMPARECER  EN  JUICIO.  La 
autorización  que  concede  el  juez  para  este  efec- 
to á ciertas  personas  que  no  tienen  representa- 
ción propia  para  ello,  por  hallarse  sujetas  á la 
potestad  de  otra  ó por  el  respeto  que  le  deben  y 
que  tienen  la  misión  de  representarlas  en  jui- 
cio , cuando  estas  no  quieren  ó no  pueden  ha- 
cerlo. 

Y en  efecto , según  el  art.  1351  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  necesitan  habilitación 
para  comparecer  en  juicio:  el  hijo  de  familia, 
mayor  ó menor  de  edad,  y la  mujer  casada  que 
se  encontraren  en  alguno  de  los  casos  si- 
guientes: 

1."  Hallarse  el  padre  ó marido  ausentes,  sin 
que  haya  fundada  esperanza  de  su  próxima 
vuelta  (esto  es,  no  existiendo  motivo  atendible 
para  esperar  su  regreso  ¿tiempo  oportuno,  para 
evitar  los  perj uicios  que  pudieran  seguirse  al 
hijo  ó mujer  de  no  promoverse  el  juicio  ó de  no 
seguirse  el  promovido  con  la  urgencia  que  re- 
clama el  negocio  deque  se  trata).  Requiérese 
asimismo,  que  el  padre  ó marido  se  hallen  en 


i países  cuya  distancia  no  les  permita  nombrar 
otras  personas  que  los  representen,  ó que  resi- 
dan en  punto  donde  no  se  les  pueda  emplazar  ó 
que  emplazados,  no  comparecieren. 

2. "  Ignorarse  el  paradero  del  padre  ó marido 
y su  próxima  vuelta,  y no  permitir  la  urgencia 
del  negocio  esperarlo  ilimitadamente. 

3. °  Negarse  el  padre  ó marido  á.  representar 
en  juicio  al  hijo  ó mujer,  porque  no  es  justo  que 
estas  personas  experimenten  perjuicios,  cuando 
por  prevenciones  indebidas  ó rencillas  injustas, 
se  niegan'  los  padres  ó maridos  á prestarles  la 
protección  y defensa  que  les  deben. 

Mas  según  el  art.  135f>,  conforme  con  nuestras 
anteriores  disposiciones  legales,  no  necesitan 
de  habilitación  el  hijo  ni  la  mujer  casada  para 
litigar  con  su  padre  ó marido.  No  requiere  tam- 
poco la  ley  la  vénia  que,  según  la  ley  de  Partida, 
debia  pedir  el  hijo  al  juez  para  litigar  con  su 
padre.  V.  Autorización  para  litigar , Comparecen- 
cia enjuicio , Hijo  de  familia  y Mujer  cansada. 

Solo  en  los  casos  expuestos  y respecto  de  las 
personas  indicadas,  procede  la  habilitación  por 
ser  esta  un  remedio  extraordinario,  que  solo 
dehe  concederse  cuando  sea  absolutamente  in- 
dispensable á falta  de  otros  ordinarios. 

Además,  la  habilitación  solo  puede  concederse 
con  justa  causa,  esto  es,  con  conocimiento  de 
causa  legítima , necesaria  y beneficiosa  al  me- 
nor ó á la  mujer. 

Es,  pues,  necesario,  conforme  al  art.  1352, 


que  concurra  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1. *  Ser  demandado  el  que  la  solicitare;  lo 
cual  se  funda,  en  que  no  pudiendo  en  tal  caso 
dilatarse  ó suspenderse  el  juicio  por  el  deman- 
dado, es  necesario  suplir  lo  que  impide  al  me- 
nor ó ála  mujer  presentarse  á defenderse. 

2. a  Seguírseles  grave  perjuicio  de  no  promo- 
ver la  demanda  para  que  se  pide  la  habilitación:  - 
tal  seria,  por  ejemplo,  si  estuviere  para  espirar 
la  prescripción  de  la  acción  que  van  á oponer  ó 
hubiera  que  entregarse  cosas  que  no  pueden 
conservarse. 

Fuera  de  los  casos  expuestos  en  los  uúms.  1." 
y 2.a,  no  puede  otorgarse  la  habilitación. 

Es  juez  competente  para  conceder  habilita- 
ción, á fin  de  comparecer  en  juicio,  el  del  do- 
micilio del  que  la  solicitare : art.  1350  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ratificado  por  el 
art.  309,  núm.  8.°  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  y que  se  funda  en  que  allí  es  mas 
fácil  de  acreditarse  por  el  solicitante  y de  apre- 
ciarse por  el  juez  los  motivos  en  que  se  funda  la 
petición. 

Para  conceder  la  habilitación,  se  oirá  siempre 
al  promotor  fiscal  del  juzgado:  art.  1353,  que  es 
una  consecuencia  de  lo  prescrito  en  general  en 
el  1208,  regla  2.a,  sobre  que  debe  oirse  á este 
funcionario  siempre  que  los  actos  de  jurisdic- 
ción voluntaria  se  refieran  á persona  ó cosa, 
cuya  protección  ó defensa  competan  á las  auto- 
ridades constituidas. 

Aunque  nada  dice  aquí  la  ley  sobre  el  proce- 
dimiento que  debe  seguirse  para  que  recaiga  el 
auto  sobre  la  habilitación,  es  consiguiente  que 
el  interesado  acompañe  á su  escrito  los  docu- 
mentos en  que  se  funde  y se  le  admita,  si  es 
necesario,  información  sumariade  testigos  sobre 
los  hechos  que  trata  de  probar;  siendo  aplicables 
á estas  actuaciones  las  reglas  generales  del  ar- 
tículo 1208,  según  lo  prescrito  en  el  1209. 

Cuando  la  habilitación  se  conceda  á un  menor 
de  edad , se  le  proveerá  de  curador  para  pleitos 
de  la  manera  prevenida  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, art.  1354;  porque  la  habilitación  se  li- 
mita á remover  el  obstáculo  que  impide  al  me- 
nor ser  defendido  judicialmente,  pero  deja  á 
este  en  las  mismas  condiciones  consiguientes  á 
su  estado  de  minoría. 

Cuando  fueren  mayores  de  edad  el  liíjo  de  fa- 
milia ó mujer  casada,  á quienes  se  concediere 
la  habilitación , como  á pesar  de  ello  pudieran 
encontrar  oposición  para  el  otorgamiento  del 
poder  para  pleitos  por  parte  del  funcionario  que 
ha  de  autorizarlo , dispone  el  art.  1355  de  la  ley, 
que  en  el  auto  en  quq  se  les  concediere  aquella, 
se  les  autorizará  para  que  otorguen  poder  á pro- 
curador, y so  les  mandará  dar  testimonio  del 


mismo  auto  para  que  .ejecuten  dicho  nombra- 
miento. En  el  poder  deberá  expresarse  que  se 
otorga  en  virtud  de  habilitación  j udicial , para 
que  no  se  pueda  oponer  la  falta  de  personalidad 
para  comparecer  en  juicio  al  hijo  ó á la  mujer. 

Cuando  se  pidiere  la  habilitación  por  negarse 
el  padre  ó marido  á representar  en  juicio  al  hijo 
ó á la  mujer  para  la  defensa  de  sus  derechos,  se 
sustanciará  la  demanda  en  via  ordinaria:  ar- 
tículo 1357.  Esto  se  funda,  según  dice  el  Sr.  Gó- 
mez de  la  Serna  en  los  Motivos  de  esta  ley,  en 
que  habiendo  en  tal  caso  una  verdadera  colisión 
de  derechos , no  hay  nada  que  la  exima  de  las 
condiciones  de  un  juicio  ordinario;  pero  no  hay 
duda  que,  como  observa  el  Sr.  Ortiz  de  Zúñiga, 
puede  haber  casos  en  que  procediendo  el  marido 
de  mala  fe , oponga  obstáculos  infundados  para 
impedir  que  su  mujer  ejercite  sus  derechos,  oca- 
sionándola graves  perjuicios  con  esta  dilación, 
mucho  mas  si  se  atiende  á que  en  el  caso  de 
la  ley , deberá  seguirse  en  todos  sus  trámites 
un  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía  por  ver- 
sar sobre  un  derecho  inestimable  que  afecta 
además  al  estado  civil  de  las  personas.  Por  tan- 
to considera  aquel  autor  mas  equitativo  que  la 
negativa  del  padre  ó del  marido  se  discutie- 
ra en  comparecencia  verbal  ó en  otro  juicio  su- 
marísimo.  Pero  en  tales  casos,  si  á pesar  de  la 
oposición  del  padre  ó del  marido,  otorgara  el 
juez  al  menor  ó á la  mujer  la  habilitación  por 
considerar  aquella  infundada,  no  deberá  obligar 
á aquellos  á que  representen  á estos;  porque  se- 
ria de  temer  que  no  Id  verificasen  con  el  celo  y 
buena  voluntad  que  reclaman  los  intereses  de 
dichas  personas. 

También,  según  el  art.  1358,  debe  seguirse  la 
sustanciad on  de  un  juicio  ordinario,  cuando  an- 
tes de  haberse  otorgado  la  demanda  que  se  haya 
pedido  por  ausencia  ó ignorarse  el  paradero  del 
padre  ó marido , comparecieren  estos  oponién- 
dose: art.  1357,  pár.  2.a  Si  en  estos  mismos  casos 
comparecen  aquellos  oponiéndose  después  de 
concedida  la  habilitación,  se  hará  contencioso  el 
expediente  y sustanciará  en  via  ordinaria:  articu- 
lo 1358.  Pero  en  este  caso,  previene  dicho  artículo, 
que  mientras  se  sustancia  debidamente  (el  juicio 
contencioso  entre  ei  padre  é hijo,  6 entre  el  mari- 
do y la  mu  jer)  seguirá  surtiendo  todos  sus  efectos 
la  habilitación.  Esto  se  funda,  en  que  en  tal  caso, 
el  acto  de  j urisdiccion  voluntaria  está  terminado 
y concedida  la  habilitación,  y no  hay  motivo  al- 
guno para  dejar  desairada  la  providencia  del 
juez  que  la  concedió  en  vista  de  lo  expuesto  en 
su  apoyo,  y porque,  hasta  que  en  el  juicio  con- 
tencioso se  aleguen  razones  y pruebas  suficien- 
tes para  hacer  ver  que  no  debió  concederse 
aquella,  hace  presumir  su  procedencia  la  sen- 
tencia del  juez  que  la  otorgó,  y no  es  justo  que 
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se  suspenda  el  procedimiento  para  que  se  dió. 
Así,  pues,  mientras  se  sigue  el  juicio  relativo  á la 
habilitación,  se  podrá  proceder  al  promovido  so- 
bre el  asunto  principal  para  que  se  pidió  esta.  * 
HABILITAR.  Dar  á alguno  por  capaz  y apto  para 
alguna  cosa,  como  para  regir  por  sí  su  hacienda 
ó servir  algún  empleo. 

HABITACION.  El  derecho  de  habitar  ó morar  en 
casa  ajena  sin  pagar  alquiler.  El  que  tenga  este 
derecho,  podrá  conservarle  durante  su  vida,  si 
no  se  le  ha  limitado  el  tiempo;  morar  en  la  casa 
con  st^amiiia;  arrendarla  ó alquilarla  á perso- 
nas de  buena  vecindad,  y no  pierde  su  derecho 
sino  por  su  muerte  ó renuncia  en  vida.  Mas  de- 
berá usar  de  la  casa  con  buena  fe,  guardarla  sin 
deterioro  por  su  culpa,  y dar  buenos  fiadores  de 
que  la  restituirá  á su  dueño  ó á sus  herederos  en 
su  muerte  ó cumplido  el  tiempo  de  su  derecho: 
ley  27,  tít.  31,  Part.  3." 

Este  derecho  se  diferencia  del  uso  y del  usu- 
fructo. Se  diferencia  del  uso,  porque  el  usuario 
no  puede  dar  la  casa  en  arriendo , y puede  per- 
der su  derecho,  no  solo  por  muerte  ó renuncia, 
sino  también  por  destierro  perpétuo,  por  el  no 
uso  y por  cesión  á un  tercero.  Se  diferencia  del 
usufructo,  porque  no  comprende  mas  que  la  fa- 
cultad de  vivir  en  la  casa  ajena , solamente  con 
respecto  á la  necesidad  que  se  tenga  de  ella;  de 
modo,  que  si  una  parte  de  la  casa  fuere  bastante  , 
para  el  que  tiene  el  derecho  de  habitación  , po-  ' 
dria  el  propietario  ocupar  por  sí  ó alquilar  la  otra 
parte ; al  paso  que  el  usufructo  se  extiende  á 
toda  la  casa,  de  manera,  que  el  usufructuario 
puede  disfrutarla  ó arrendarla  toda,  sin  tener  en 
consideración  su  necesidad  particular.  V.  Uso  y 
Usufructo . 

El  derecho  de  habitación  se  constituye  por 
contrato  ó concesión,  por  ultima  voluntad , por  . 
prescripción,  y por  el  juez  en  los  juicios  diviso- 
rios. Se  extingue  por  muerte  ó remisión,  como 
ya  se  ha  dicho. 

* HACENDADOS  FORASTEROS.  Hállanse  compren- 
didos en  la  calificación  de  hacendados  forasteros 
con  casa  abierta  para  los  efectos  del  art.  11  de  la 
ley  de  23  de  Febrero  de  1870  (V.  .Ayuntamien- 
tos), todos  los  que  en  un  distrito  tengan  una  ca- 
sa habitación  en  1a.  que  residan  algunas  tempo-  ' 
radas,  sean  estas  cortas  ó largas ; y son  hacen- 
dados forasteros  sin  casa  abierta,  cuando  no 
tienen  ninguna  ó poseen,  tan  solo  alguna  que 
sirva  conocida  y únicamente  para  vivienda  de 
los  guardas  ó empleados  de  la  finca:  fíeal  órden 
de  26  de  Abril  de  1871 . 

Por  Real  órden  de  30  de  .Tunio  de  1871  se  ha 
resuelto  que  bajo  la  palabra  hacendados  debe 
comprenderse  lo  mismo  á los  dueños  de  las  fin- 
cas que  á los  colouos , y que  por  consiguiente  ■ 
las  limitaciones  del  25  por  100  prescritas  en  la  i 


órden  de  la  Regencia  de  10  de  Setiembre  de 
1870,  y circular  de  31  de  Enero  último,  deben 
entenderse  extensivas  á todos  los  que  bajo  cual- 
quier concepto  estén  sujetos  á la  coutribucion 
territorial. 

Por  Real  órden  de  31  de  Enero  de  1871,  nú- 
mero 1.",  se  prescribió  que  á los  hacendados  fo- 
rasteros sin  casa  abierta  en  el  distrito  municipal 
no  se  les  impondrá  el  repartimiento  vecinal  sino 
con  relación  á las  dos  terceras  partes  del  25  por 
100  de  la  cuota  que  por  contribución  territorial 
paguen  al  Tesoro,  según  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 11  de  la  ley  de  23  de  Febrero  de  1870. 

Para  cuanto  se  refiere  á la  Administración 
económica  municipal  y á los  derechos  y obliga- 
ciones que  de  ella  emanan  respecto  á los  resi- 
dentes , tienen  La  consideración  los  hacendados 
forasteros,  de  propietarios,  por  las  fincas  que  la- 
bren, ocupen  ó administren  los  administrado- 
res, apoderados  ó encargados  de  ios  propieta- 
rios forasteros , ya  sea  que  por  su  cuantía  y á 
nombre  de  estos  se  hallen  al  frente  de  algún  es- 
tablecimiento agrícola,  industrial  ó mercantil 
abierto  en  el  distrito  , ya  se  limiten  á ia  co- 
branza y recaudación  de  rentas:  art.  26  de  la  ley 
municipal  de  1870.  * 

HACIENDA  PÚBLICA.  El  cúmulo  délos  bienes  del 
Estado,  y la  administración  de  ellos.  V.  Estado, 
Fisco  y Jurisdicción  de  Hacienda . 

HAGIMIENTO  DE  RENTAS.  El  arrendamiento  de 
las  rentas  públicas  hecho  á pregón. 

HALLAZGO.  El  acto  de  encontrar  alguna  cosa, 
ó porque  se  busca  ó solicita,  ó porque  la  casua- 
lidad la  ofrece;  y también  la  misma  cosa  encon- 
trada. El  que  halla  y ocupa  una  cosa  que  carece 
de  dueño,  la  hace  suya  propia  y adquiere  su  do- 
.minio:  ley  5.%  tít.  28,  Part.  3."  La  ley  atribuye  la 
propiedad  de  las  cosas  de  esta  clase  al  primer 
ocupante,  por  evitarle  la  pena  que  tendria  en 
verse  privado  de  un  objeto  que  esperaba  retener 
para  sí;  por  precaver  los  combates  con  los  con- 
currentes succesivos;  por  introducirla  seguridad 
en  la  posesión  y en  los  goces,  y por  prevenir  la 
opresión  continua  e-u  que  estaria  el  débil  si  no 
se  adjudicase  al  primer  ocupante  la  cosa  que 
á nadie  pertenece,  pues  entonces  seria  del  mas 
fuerte. 

Por  el  hallazgo,  pues,  unido  á la  ocupación, 
hacemos  nuestras  las  cosas  que  nunca  han  te- 
nido dueño,  como  por  ejemplo,  las  piedras  pre- 
ciosas y las  demás  que  encontramos  en  la  ribera 
dei  mar;  y las  que  habiéndole  tenido,  han  sido 
echadas  ó desamparadas  por  él  con  la  intención 
de  no  contarlas  mas  por  suyas,  ya  sean  muebles 
ó raíces:  leyes  5/,  48,  49  y 50,  tít.  28,  Part.  3.a 

+ Según  el  art.  4.°  de  lá  ley  de  11  de  Abril  de 
1849,  son  dei  primer  ocupante  Ids  arenas  aurífe- 
ras y cualesquiera  otras  producciones  minerales 
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de  los  rios  y placeres,  si  no  se  hacen  tales  ope- 
raciones en  establecimientos  fijos. 

Corresponde,  sin  embargo,  al  Estado  todo  lo 
(pie  siendo  producto  del  mar,  sea  arrojado  por 
este  á la  costa  y no  tenga  dueño  conocido  ( ar- 
tículo 6.°  de  la  ley  de  3 de  Agosto  de  1866),  y los 
demás  bienes  y objetos  que  se  indican  en  el  ar- 
tículo 1.’  de  la  ley  de  9 de  Mayo  de  1835,  pro- 
mulgada el  16  del  mismo  mes,  y que  se  ha  ex-  ' 
puesto  en  el  artículo  de  esta  obra  Estado.  V.  Bie- 
nes mostrencos,  Agua  y Marina.  * 

¿Adquiriremos  por  el  hallazgo  las  cosas  arro- 
jadas en  naufragio,  las  arrebatadas  por  los  bru-  | 
tos,  las  desamparadas  por  miedo  de  enemigos  ó : 
ladrones,  las  que  se  encuentran  perdidas  sin  sa-  j 
berse  su  dueño,  el  tesoro  escondido  cuyo  dueño 
ya  no  se  sabe  quién  es,  y las  minas  de  metales  ó 
cualesquiera  otras ? 

Las  cosas  arrojadas  al  mar  por  temor  de  nau- 
fragio ó de  piratas,  son  siempre  del  propietario, 
y no  del  que  las  saca  ó las  encuentra  en  la  pla- 
ya, pues  no  las  echó  aquel  cou  el  ánimo  de  que 
ya  no  fuesen  suyas,  sino  por  librarse  de  un  ries- 
go que  le  amenazaba.  Lo  mismo  debe  decirse  de 
las  arrebatadas  por  las-ñeras  y de  las  abandona- 
das por  miedo  de  ladrones  ó enemigos,  pues 
nunca  se  presume  que  el  dueño  pierda  la  espe- 
ranza de  recobrarlas,  y mucho  menos  que  forme 
la  intención  de  que  ya  no  se  cuenten  en  el  nú- 
mero de  sus  bienes:  leyes  49  y 50,  tít.  28,  Parti- 
da 3.",  y ley  7.a,  tít.  9.”,  Part.  5/ 

Las  cosas  perdidas  cuyo  dueño  se  ignore,  de- 
ben manifestarse  por  el  que  las  halle  al  subdele- 
gado de  bienes  mostrencos  y vacantes,  ó ai  al- 
calde del  pueblo,  quien  depositándolas  en  perso- 
na idónea,  las  hará  pregonar  ios  dias  de  mercado 
por  espacio  de  catorce  meses,  y las  entregará  á 
su  dueño,  si  se  presentare  dentro  de  dicho  tér- 
mino, sin  mas  costas  que  las  causadas  en  su 
custodia  ó manutención;  mas  si  ning'uuo  las  re- 
clamase en  dicho  tiempo,  las  mandará  vender  y 
aplicar  su  producto  á la  construcción  y conser- 
vación de  caminos  ( leyes  2.a,  4.a,  5.a  y 6.a,  tít.  22, 
lib.  10,  Nov,  Recop.);  bien  que  habiéndose  su- 
primido la  subdelegacion  general  de  mostrencos 
y sus  dependencias,  debe  hacerse  ahora  la  ma- 
nifestación de  las  cosas  perdidas  y halladas  ante 
la  justicia  ordinaria,  y aplicarse  ei  producto,  en 
defecto  del  dueño,  á la  caja  de  amortización,  con 
arreglo  á la  ley  de  9 de  Mayo  de  1835.  Y.  Bienes 
mostrencos  y Estado. 

El  tesoro  pertenece  al  que  lo  encuentra  en  su 
casa  ó heredad,  sea  que  lo  haya  buscado  de  pro- 
pósito, sea  que  se  le  presente  por  aventura;  mas 
el  encontrado  casualmente  en  casa  ó heredad  aje- 
na, se  divide  por  mitad  entre  el  hallador  y el 
dueño  de  la  heredad  ó casa,  ora  el  dueño  sea  el 
Estado  ó el  común  de  algún  pueblo;  ora  lo  sea 


alguna  persona  particular . lev  45,  tít.  28,  Parti- 
dcTd.b  y ley  de  9 de  Mayo  de  1835,  art.  1."  Dicese 
casualmente,  pues  si  ei  descubiimiento  no  fuese 
efecto  de  la  casualidad , sino  de  excavaciones  ó 
registros  hechos  de  intento , todo  el  tesoro  per- 
tenecería al  dueño  del  terreno  : d.  ley  45,  tít.  28, 
Part.  3.a  Algunos  autores  han  incurrido  en  el 
error  de  creer  que  la  le^  3.  , tit.  22,  lib.  10,  Noví- 
sima Recop.,  corrigió  la  ley  45,  tít.  28,  Part.  3.a, 
y que  según  ella  debe  ser  del  Rey  el  tesoro  sin 
dueño,  dándose  solo  la  cuarta  parte  al  que  lo 
hubiese  encontrado;  mas  la  atenta  lectujj^  de  la 
ley  recopilada,  manifiesta  bastante  que  su  obje- 
to no  es  otro  sino  excitar  la  denuncia  de  los 
bienes  pertenecientes  al  Rey  con  el  premio  de 
la  cuarta  parte  de  ellos;  de  modo  que  si  sabien- 
do uno  que  en  terreno  real  existe  un  tesoro  ó ha 
sido  buscado  y encontrado  por  un  tercero  que 
Lo  calla,  ó habiéndolo  él  encontrado  por  medio 
de  excavaciones  ó registros  hechos  de  propósito, 
diere  cuenta  de  ello  á la  autoridad,  tendrá  de- 
recho á percibir  la  cuarta  parte  de  lo  que  se  ha- 
llare ó se  hubiese  hallado ; pero  si  él  mismo  lo 
encuentra  por  casualidad,  hará  suya  la  mitad  y 
la  otra  mitad  será  para  el  Rey.  En  este  sentido 
entiende  Gregorio  López  dicha  ley  recopilada 
en  la  glosa  7.a  de  la  citada  ley  45,  tít.  28,  Part,  3.*; 
y como  quiera  que  sea,  la  disposición  de  esta 
ley  45,  se  halla  confirmada  por  la  ley  de  9 de 
Mayo  de  1835.  V.  Estado  y Tesoro. 

Las  minas  se  rigen  por  leyes  particulares  que 
pueden  verse  en  la  palabra  Minas. 

HARINAS.  Y.  Granos. 

HECHA.  En  algunas  partes  el  tributo  ó censo 
que  se  paga  por  el  riego  de  las  tierras. 

HECHICERO,  V.  Adivino. 

HECHO.  Esta  voz  aisladamente  tomada,  tiene 
en  jurisprudencia  diversas  acepciones  que  es 
preciso  recorrer. 

I.  Un  hecho  puede  ser  objeto  de  una  obliga- 
ción, pues  que  podemos  obligarnos  por  medio 
de  un  contrato  á hacer  ó dejar  de  hacer  alguna 
cosa.  Mas  para  que  la  obligación  sea  válida,  es 
necesario  que  el  hecho  reúna  las  circunstancias 
siguientes:  1.a,  que  sea  posible , impossibilium 
cnim  milla  est  obligatio,  como  dice  la  ley  85,  D.  de 
regulis  jvris ; 2.a,  que  no  sea  contrario  á las  le- 
yes ni  á las  buenas  costumbres;  pacta  enim  quos 
contra  leges  co  ns  ti  tu  ¿i  o nesgue , tel  contra  bonos 
mores  fiunt,  nullam  vim  haber e induhitaii  juris 
est,  como  dice  la  ley  6.a,  C.  de  pactis , y como 
sienta  igualmente  la  ley  28,  tít.  11,  Part.  5.a; 

3. *,  que  esté  bien  determinado  y preciso  de  ma- 
nera que  no  quepa  incertidumbre  sobre  las 
circunstancias  necesarias  para  su  ejecución; 

4. a,  que  la  persona  en  cuyo  favor  se  ha  contraí- 
do la  oblig-acion  de  ejecutarlo,  tenga  un  interés 
ó utilidad  apreciable  en  su  ejecución;  porque 
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como  en  el  caso  de  que  no  existiese  este  interés, 
la  ejecución  del  hecho  no  causaría  perjuicio  al 
estipulante,  y no  daría  por  consiguiente  lugar 
al  resarcimiento  de  daños  y perjuicios,  podría 
la  obligación  ser  violada  impunemente  y seria 
por  lo  tanto  nula  y de  ningún  efecto.  Mas  si  los 
hechos  en  que  no  se  tiene  interés  apreciable,  no 
pueden  ser  objeto  de  las  obligaciones , pueden 
ser,  sin  embargo,  carga  ó condición  de  ellas.  Así, 
pues,  si  tu  te  convinieres  conmigo  en  venir  á 
estudiar  leyes  á Madrid , esta  convención  será 
nula,  porque  yo  no  tengo  ningún  interés  apre- 
ciable en  su  cumplimiento;  pero  si  convenimos 
en  que  te  daré  quinientos  reales  en  el  caso  ó 
con  la  condición  de  que  vengas  á estudiar  á 
Madrid,  mi  obligación  será  válida,  aunque  yo 
no  tenga  interés  alguno  en  tu  venida. 

II.  Los  hechos,  no  solamente  pueden  ser  ob-  : 
jeto  de  las  obligaciones,  sino  también  causa  ú 
origen  de  ellas.  Mas  es  necesario  distinguir  en-  | 
tre  los  hechos  lícitos  y los  ilícitos.  Los  hechos 
lícitos  producen  los  cuasi-contratos,  y de  ellos 
pueden  resultar  obligaciones  así  en  favor  como 
en  perjuicio  del  autor  de  los  mismos  hechos.  Los 
hechos  ilícitos  son  delitos  ó cuasi-delitos , y ¡ 
siempre  obligan  al  que  los  ha  cometido  á repa- 
rar el  daño  que  hubiere  causado,  sin  que  jamás 
puedan  producir  obligación  á favor  suyo.  Véase 
Cuasi  - contrato , Cuasi-delito , Delito , Culpa  y 
daño. 

III.  La  obligación  de  hacer  ó no  hacer  una  : 
cósase  reduce  á la  satisfacción  de  daños  y per- 
juicios cuando  el  deudor  se  resiste  á ejecutarla, 
porque  nadie  puede  ser  forzado  precisamente  á 
un  hecho,  aunque  pueda  serlo  á la  dación  ó en- 
trega de  una  cosa;  pues  de  otro  modo  quedaría 
infringida  la  libertad  natural  dei  hombre  y se 
le  sujetaría  á cierta  especie  de  servidumbre, 
como  dice  Antonio  Gómez;  tomo  2.°  Variar,  ca- 
pitulo 10,  núm.  22.  De  aquí  el  axioma  de  dere- 
cho: Nenio  potest  prcedse  cogi  ad  factura.  V.  Ohli-  ■ 
gacion  de  hacer  ó no  hacer. 

IV.  En  virtud  del  derecho  de  propiedad  que 
cada  uno  tiene  sobre  sus  fundos,  puede  hacer  en 
ellos  lo  que  quisiere,  con  tal  que  no  cause  daño 
ni  perjuicio  á tercero:  leyes  13  y 14,  tít.  32,  Par- 
tida 3.*,  y aun  cuando  cause  daño  á tercero,  po- 
drá uno  hacer  en  sus  fundos  lo  que  le  acomo- 
de, con  tal  que  lo  haga  por  necesidad  ó utilidad 
y no  por  el  placer  de  causar  daño:  ley  19,  tít.  32, 
Part.  3.*  V.  Agua. 

V.  La  palabra  hecho , considerada  como  sinó- 
nima de  acción,  acto,  cosa  hecha,  es  simple  ó com-  i 
puesta.  Es  simple,  cuando  expresa  un  acto  pu- 
ramente material , desnudo  de  toda  calificación 
moral.  Si  se  dice,  por  ejemplo,  que  Pablo  entró 
en  su  casa,  que  abrazó  á sus  hijos,  que  tomó  un 
libro  y que  luego  volvió  á salir,  se  expresan 
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cuatro  hechos  que  todos  son  simples.  El  hecho 
es  compuesto,  cuando  contiene  la  materialidad 
del  acto,  y la  calificación  que  este  acto  debe  te- 
ner en  sus  relaciones  con  la  moral  ó con  la  ley. 
Así,  cuando  se  dice  que  Pablo  ha  robado  un  ca- 
ballo, se  enuncia  un  hecho  compuesto;  porque 
la  palabra  robo  expresa  al  mismo  tiempo  un  he- 
cho material  de  apoderamiento  y sustracción,  y 
y una  intención  culpable  de  despojar  al  poseedor 
de  la  cosa  robada,  infringiendo  ei  derecho  de 
propiedad. 

EL  conjunto  de  muchos  hechos  simples  ó com- 
puestos puede  presentarnos  por  su  combinación 
y por  consecuencia  moral  ó legal,  un  hecho  ge- 
neral y principal,  que  no  teniendo  materialidad 
sino  en  los  hechos  elementales  de  que  se  dedu- 
ce, debe  llamarse  hecho  moral.  Pablo , por  ejem- 
plo, pretende  ser  hijo  legitimo  de  Pedro  y de 
María;  y no  pudiendo  probar  su  filiación  con  la 
partida  de  nacimiento  ó bautismo,  justifica  y 
demuestra  su  posesión  de  estado  con  una  mul- 
titud de  hechos  que  todos  reunidos  indican  la 
relación  de  filiación  y parentesco  que  tiene  con 
la  familia  á que  dice  pertenecer,  y el  tribunal 
en  su  vista  le  declara  hijo  legítimo  de  Pedro  y 
de  María.  Aunque  la  filiación  de  Pablo  haya  sido 
en  el  órden  de  la  naturaleza  un  hecho  simple  y 
físico,  no  es  en  este  caso  sino  un  hecho  moral 
que  se  ha  deducido  de  muchos  hechos  simples 
ó compuestos  , y que  no  existe  sino  como  una 
consecuencia  legal  de  las  pruebas  ó justifica- 
ciones. 

VI.  La  palabra  hecho  significa  también  el  caso 
ó la'especie  de  que  se  trata  en  una  discusión  ó 
litigio,  y el  hecho  entonces  es  exposición  de  las 
circunstancias  de  que  se  compone  el  negocio 
contencioso  : en  cuya  acepción  suele  llamarse 
punto  de  hecho , por  oposición  á yunto  de  derecho, 
Vil  punto  de  hecho,  en  un  proceso,  consiste  asi- 
mismo en  lo  que  se  ha  ejecutado  y muchas  ve- 
ces en  lo  que  se  ha  dejado  de  ejecutar,  y el  pun- 
to de  derecho,  en  la  aplicación  y acomodamiento 
de  la  ley  ó de  las  reglas  de  la  justicia  al  punto 
de  hecho. 

En  los  escritos,  informes  y alegatos,  debe  la 
exposición  del  hecho  preceder  á la  de  los  medios 
de  derecho ; ser  sencilla , clara  y analítica,  y li- 
mitarse á los  hechos  que  tienen  relación  estre- 
cha con  el  objeto  de  la  causa;  porque  si  se  pre- 
senta recargada  de  hechos  extraños , fatiga  y 
distrae  la  atención  del  juez  y manifiesta  que  el 
abogado  no  tiene  limpieza  ni  precisión  en  las 
ideas , ó que  no  ha  hecho  mas  que  un  exámen 
superficial  del  negocio  que  indiscretamente  ha 
tomado  á su  cargo. 

Vil.  La  voz  hecho  se  toma  á veces  en  sentido 
contrapuesto  á derecho-,  y así  se  usa  de  la  expre- 
sión de  hecho,  para  denotar  que  en  una  causa  se 

2 


HE 


10  — 


procede  arbitrariamente  por  via  de  fuerza  y con- 
tra lo  prescrito  en  el  derecho. 

HECHO  AJENO.  Todo  lo  que  se  hace,  dice  ó es- 
cribe por  una  persona  con  respecto  á otra;  lo 
cual  se  llama  en  jurisprudencia  res  Ínter  alios 
acta.  Es  principio  de  derecho,  que  el  hecho  ajeno, 
no  puede  perjudicarnos  , ni  producir  obligación 
á cargo  nuestro,  Nenio  ex  alterius  Jacto prcegr ava- 
ri debet.  Esta  regla  sin  embargo , admite  algu- 
nas excepciones:  tales  son  los  casos  en  que  un 
tutor  obra  por  el  menor,  un  marido  por  la  mu- 
jer, un  socio  por  toda  la  sociedad , etc.  Y.  Con- 
trato, al  fin,  Promesa  y Acción  perjudicial. 

* HECHO  FALSO  [Publicación  de  un).  Y.  Liber- 
tad de  imprenta.  * 

HECHOS  JUSTIFICATIVOS.  Todos  aquellos  hechos 
que  pueden  servir  para  probar  la  inocencia  de 
un  acusado.  Tales  son,  por  ejemplo; 

1. °  La  imposibilidad  de  haber  cometido  el 
delito.  Tal  3eria  el  caso  de  que  el  acusado  se  hu- 
biese hallado  al  tiempo  de  la  acción  en  paraje  \ 
lejano  de  aquel  eu  que  se  verificó.  Si  acusado 
uno,  v,  gr.,  de  haber  hecho  uu  robo  en  Madrid 
el  dia  primero  del  año  quisiese  probar  que  este 
mismo  dia  se  encontraba  en  Zamora,  se  le  ha- 
bría de  admitir  esta  prueba,  la  cual  podría  ha- 
cerse tanto  por  instrumentos  como  por  testigos,  ; 

2. °  La  oferta  que  hiciere  el  acusado,  de  pro- 
bar que  el  delito  de  que  se  trata  se  ha  cometido 
por  otra  persona,  debe  también  admitírsele  como 
que  es  de  un  hecho  justificativo. 

3. °  Otro  tanto  debe  decirse  del  caso  en  que  el 
acusado  ofrezca  justificar,  que  el  robo  que  se  le 
imputa  no  se  ha  verificado,  sino  que  es  supuesto; 
que  la  persona  que  se  dice  asesinada  vive  toda- 
vía; que  la  muerte  por  envenenamiento  de  que 
se  le  acusa,  no  ha  sido  sino  efecto  de  enferme- 
dad natural  ó de  otra  causa  en  que  no  ha  tenido 
parte;  que  el  homicidio  que  se  le  atribuye,  ha 
sido  realmente  un  suicidio. 

4. ”  La  demencia  es  igualmente  un  hecho 
justificativo,  cuando  existia  al  tiempo  del  delito 
imputado  al  acusado ; porque  no  siendo  libre  la 
acción  de  un  demente,  no  puede  tampoco  ser 
criminal.  Lo  propio  ha  de  decirse  de  la  acción 
que  uno  comete  hallándose  dormido,  ó en  estado 
de  delirio,  ó privado  del  uso  de  su  razón  de 
cualquiera  manera  independiente  de  su  volun- 
tad. Y.  Locura  y Embriaguez. 

5. °  Es  asimismo  un  hecho  justificativo  el  ha- 
ber sido  forzado  el  acusado  á cometer  la  acción 
por  alguna  violencia  material  á que  no  haya 
podido  resistir,  ó por  alguna  órden  de  las  que 
legalmente  estaba  obligado  á obedecer  y ejecu- 
tar, debiendo  comprenderse  en  la  violencia  ma- 
terial las  amenazas  y el  temor  fundado  de  un 
mal  inminente  y tau  grave  que  baste  para  inti- 
midar á un  hombre  prudente  y dejarle  sin  ar- 
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bitrio  para  obrar.  Y.  Miedo,  Violencia  y Obe- 
diencia. 

* El  art.  30,  pár.  2.°  de  la  Constitución  de  1869, 
prescribe  que  el  mandato  del  superior  no  eximi- 
rá de  responsabilidad  en  los  casos  de  una  infrac- 
ción manifiesta,  clara  y terminante  de  una  pres- 
cripción constitucional.  En  los  demás  casos,  solo 
eximirá  á los  agentes  que  no  ejerzan  auto- 
ridad. * 

6. °  Es  también  un  medio  eficaz  de  justifica- 
ción la  necesidad  de  repeler  á un  injusto  agre- 
sor. V.  Defensa  y Excusa. 

7. “  La  prueba  de  la  vida  licenciosa  y disoluta 
de  una  mujer  que  acusa  á uno  de  haberla  viola- 
do, debe  ser  admitida  como  de  un  hecho  justi- 
ficativo. 

8. °  Cuando  eu  poder  de  un  acusado  se  en- 
cuentran las  cosas  robadas,  puede  alegar  como 
hecho  justificativo  que  las  ha  comprado  de  bue- 
na fe. 

9. °  Si  á un  particular  se  ocupan  documentos 
que  llevan  el  carácter  de  una  conspiración  con- 
tra el  Rey  ó contra  el  Estado , puede  proponer 
como  hecho  justificativo  la  prueba  de  que  estos 
documentos  han  sido  depositados  en  su  casa  sin 
noticia  suya,  ó que  se  le  han  entregado  por  tal 
ó tal  persona  sin  manifestarle  su  contenido. 

10.  Si  con  tu  espada,  tu  cuchillo  ó tu  esco- 
peta se  ha  cometido  un  homicidio,  y puedes  pro- 
bar que  habías  prestado  ó perdido  estas  armas 
muchos  dias  antes  de  la  perpetración  del  cri- 
men, tendrás  un  hecho  que  te  justifique. 

1 1 . Tendráslo  también  si  pruebas  que  los  tes-- 
tigos  han  sido  sobornados,  ó que  tienen  tachas 
que  invalidan  sus  disposiciones. 

12.  Es  por  último  una  justificación  el  acre- 
ditar que  son  falsos  en  el  todo  ó en  alguna  parte 
esencial  los  instrumentos  presentados  en  el-  pro- 
ceso, ó que  en  los  autos  ó diligencias  se  han 
añadido  después  de  su  formación  ó verificación 
algunas  líneas  ó palabras  trascendentales. 

HERBAJE.  El  conjunto  de  yerbas  que  se  cría 
en  los  prados  y'dehesas;  cierto  derecho  que  co- 
bran los  pueblos  por  el  pasto  de  los  ganados  fo- 
rasteros en  sus  términos  concejiles  y por  el  ar- 
rendamiento de  los  pastos  y dehesas;  y un  tri- 
buto que  en  la  Corona  de  Aragón  se  pagaba  á 
los  Reyes  al  principio  de  su  reinado  por  razou  y 
á proporción  de  los  ganados  mayores  y menores 
que  cada  uno  poseía. 

HERB AJERO.  El  que  toma  ó da  eu  arrenda- 
miento las  yerbas  de  prados  ó dehesas. 

HERBOLARIO.  El  que  sin  principios  científicos 
se  dedica  á recoger  yerbas  y plantas  medicina- 
les para  venderlas. 

Ninguna  persona  podía  vender  yerbas  secas 
ni  frescas  sin  tener  licencia  para  ello  de  la  Junta 
superior  de  farmacia,  quien  no  se  la  concedía 
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sin  prévío  eximen  'de  su  idoneidad,  prescri- 
biéndole al  mismo  tiempo  el  catálogo  de  las  que 
había  de  vender.  El  contraventor  incurría  en  las 
multas  que  la  J unta  estimaba  conducentes,  cuya 
exacción  había  de  hacerse  pronta  y ejecutiva- 
mente por  el  juez  del  reo  en  caso  de  resistencia 
á su  pago,  respondiendo  además  de  los  daños  y 
perjuicios  que  hubiere  ocasionado  á la  salud  pú- 
blica, debiéndosele  formar  causa  en  este  caso 
por  la  justicia  ordinaria:  ley  8.*,  arts.  13,  14,  15 
y 16,  tít.  13,  lib.  8.a,  Nov.  Recop. 

* Por  las  nuevas  Ordenanzas  aprobadas  en 
Real  decreto  de  18  de  Abril  de  1860,  se  declaró* 
libre  la  venta  al  público  de  las  plantas  medici- 
nales indígenas  que  constituyen  la  industria 
especial  de  los  herbolarios  ó yerberas. 

Así  es  que  estos  pueden  vender  por  mayor  ó 
menor,  frescas  ó secas,  en  puestos  fijos  ó ambu- 
lantes, las  plantas  medicinales  indígenas  com- 
prendidas en  el  catálogo  3.°  de  las  Ordenanzas 
de  farmacia,  que  ha  de,  ser  revisado  periódica- 
mente por  la  Comisión  que  en  ellas  se  establece 
formada  por  el  presidente  de  la  Academia  cen- 
tral de  Medicina,  cuatro  médicos  y cuatro  far- 
macéuticos. 

Las  plantas  medicinales  no  comprendidas  en 
el  catálogo  que  se  declaran  activas  , no  pueden 
venderlas  los  herbolarios  sino  por  mayor,  esto 
es,  en  cantidades  ó pesos  de  cada  sustancia, 
cuyo  valor  no  baje  de  20  rs.,  y sin  ninguna  pre- 
paración , ni  aun  la  de  pulverización.  Los  far- 
macéuticos pueden  venderlas  al  por  menor. 

Si  la  yerba  fuese  venenosa  no  pueden  vender- 
la á nadie  ni  en  cantidad  ning-una,  sin  exigir 
una  nota  fechada  y firmada  por  persona  co- 
nocida y responsable,  que  exprese  con  todas 
sus  letras  la  cantidad  pedida  y el  uso  á que  se 
destina. 

En  las  yerberías  y puestos  de  herbolarios  no 
se  podrá  vender  artículo  alguno  de  la  clase  de 
alimentos,  condimentos  ó bebidas:  art,  70  de 
las  Ordenanzas. 

La  corrección  gubernativa  de  estas  infraccio- 
nes consistirá  en  reprensión  privada  ó pública, 
multa  de  5 á 15  duros  y arresto  de  uno  á quince 
dias : art.  75  de  id.  * 

HEREDAD.  Porción  de  terreno  cultivado;  y an- 
tiguamente hacienda  de  campo , bienes  raíces  ó 
posesiones,  como  también  herencia. 

* Según  el  art.  607  del  Código  penal  de  1870, 
son  castigados  con  la  pena  de  uno  á quince  dias 
de  arresto  menor:  l.°,  los  que  entraren  en  here- 
dad ó campo  ajeno  para  coger  frutos  y comerlos 
en  el  acto:  2.“,  los  que  en  la  misma  forma  co- 
gieren frutos,  raieses  ú otros  productos  flores- 
tales para  echarlos  en  el  acto  á caballerías  ó ga 
nados;  3.°,  los  que  sin  permiso  del  dueño  entra- 
ren en  heredad  ó campo  ajeno  antes  de  haber 


levantado  por  completo  la  cosecha,  para  aprove- 
char el  espigueo  ú otros  restos  de. aquella;  4.“,  los 
que  entraren  en  heredad  ajena  cerrada  ó en  la 
cercada,  si  estuviere  manifiesta  la  prohibición 
de  entrar. 

Por  el  solo  hecho  de  entrar  en  heredad  mura- 
da y cercada,  sin  permiso  del,,dueño,  se  incurre 
en  la  multa  de  tres  pesetas:  art.  609. 

Los  qne  llevando  carruajes , caballerías,  ó ani- 
males dañinos  cometieren  alguno  de  los  excesos 
previstos  en  los  artículos  anteriores  (608  y 609; 
el  608  se  ha  expuesto  en  el  articulo  Caza  y pesca), 
serán  castigados  con  la  multa  de  25  á 75  pesetas, 
si  por  razón  del  daño  no  merecieren  pena  mayor: 
en  igual  pena  incurren  los  que  destruyeren  ó 
destrozaren  choza,  albergue,  cotos,  cercas,  va- 
llados u otras  defensas  de  las  propiedades ; y los 
que  causaren  daño  arrojando  desde  fuera  pie- 
dras, materiales  ó proyectiles  de  cualquiera  cla- 
se. Y.  Caza  y pesca. — Daño  causado  .por  los  ga- 
nados.— Aguas. — Arboles  y Propiedad.  * 

HEREDAMIENTO.  Hacienda  de  campo;  y anti- 
guamente herencia. 

HEREDAR.  Adquirir  alguna  herencia  por  dis- 
posición testamentaria  ó legal.  Antiguamente 
significaba  también  darle  á uno  heredades,  po- 
sesiones ó bienes  raíces ; nombrar  ó instituir 
uno  á otro  por  su  heredero;  y adquirir  la  pro- 
piedad ó dominio  de  algún  terreno. 

HEREDERO.  En  lo  antiguo  se  llamaba  asi  el 
propietario  de  alguna  heredad;  y todavía  en  al- 
gunas partes  se  conserva  esta  significación ; de 
snerte  que  cuando  se  dice  que  tal  ó tal  camino 
es  camino  de  herederos,  se  quiere  dar  á enten- 
der qpe  es  una  servidumbre  de  camino  que  tie- 
nen mútuaraente  las  heredades  de  un  distrito 
para  que  sus  dueños  puedan  pasar  libremente 
de  unas  á otras.  Esta  significación  nos  viene  del 
Derecho  romano.  Justiniano  nos  enseña  en  su 
Instituía,  tít.  de  Mceredum  qualitate  et  differen- 
tia , que  la  expresión  acto  de  heredero  es  lo  mismo 
que  acto  de  propietario  , dando  por  razón  que  los 
antiguos  llamaban  herederos  á los  dueños  ó se- 
ñores: veleres  enim  Jmredes  pro  dominis  apellábanl-, 
sobre  cuyo  texto  observa  Cuyacio  que  heres  sale 
de  herus,  amo  ó dueño. 

HEREDERO.  El  que  por  disposición  testamen- 
taria ó legal  sucede  en  los  derechos  que  tenia 
un  difunto  al  tiempo  de  su  muerte.  La  voz  here- 
dero, se  deriva,  según  unos,  de  la  latina  herus, 
que  significa  señor  ó amo;  y según  otros,  del 
verbo  hareo,  que  significa  estar  junto  ó pegado 
á otro,  porque  el  heredero  está  próximo  á la  per- 
sona á quien  hereda  como  su  pariente  ó muy 
amigo.  Asi  es  que  en  latín  unos  escriben  heres 
y otros  Aceres. 

I.  El  heredero  representa  la  persona  del  di- 
funto, y aun  ambos  se  consideran  como  una 
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misma  persona:  TImres  censetur  cum  de  fundo  una 
eademque  persona : «Segunt  derecho,  dice  la  ley 
13,  tít.  9.°,  Part,  7.*,  como  una  persona  es  con- 
tada la  del  heredero  et  la  de  aquel  á quien 
heredó.» 

II.  La  calidad  de  heredero  no  puede  tener 
otro  origen  que  la  voluntad  del  hombre  ó la  di 3-  | 
posición  de  la  ley;  y de  aquí  viene  la  división 
general  de  herederos  en  testamentarias  ó insti- 
tuidos, y legítimos  ó abintestato.  Los  herederos  , 
testamentarios  se  subdividen  en  forzosos  ó nece- 
sarios y voluntarios  ó extraños ; y pueden  ser  li- 
bres y absolutos,  fiduciarios  ó fideicomisarios, 
propietarios  ó usufructuarios,  universales  ó par- 
ticulares. Los  herederos  legítimos  ó abintestato 
pueden  subdividirse  en  herederos  por  parentesco, 
herederos  por  matrimonio , y herederos  anómalos. 
Así  los  testamentarios  como  los  legítimos  pueden 
ser  puros  y simples  ó beneficiarios. 

III.  Para  que  uno  pueda  tomar  la  calidad  de 
heredero  de  una  persona  se  necesita  el  concurso 
de  dos  circunstancias:  1.*,  que  el  difunto  haya 
podido  trasmitir  su  succesion  A sus  herederos; 

2.a,  que  ios  herederos  puedan  recoger  la  succe- 
sion del  difunto.  En  cuanto  A la  primera  cir- 
cunstancia, -puede  verse  la  palabra  Testamento: 
trataremos  ahora  de  la  segunda. 

TV.  Puede  ser  heredero,  por  testamento  ó 
abintestato,  todo  individuo  ó cuerpo  que  no  esté 
comprendido  en  alguna  de  las  excepciones  esta- 
blecidas por  la  ley;  todo  individuo,  sea  hombre 
ó mujer,  clérigo  ó lego,  libre  ó esclavo,  padre  ó 
hijo  de  familias,  mayor  ó menor,  cuerdo  ó loco, 
mudo,  sordo  ó ciego,  natural  ó extranjero;  todo 
e.uerpo  ó comunidad , como  una  ciudad , villa  ó 
concejo,-  un  establecimiento,  y la  nación  ó el 
Estado:  ley  2.%  tit.  3.°  Part.  6.',  y leyes  30,  31  y 
32,  tít.  l.\  Part.  6.a 

V.  La  ley  excluye  de  la  succesion  A algunos  | 
por  incapaces  y á otros  por  indignos.  La  incapa- 
cidad y la  indignidad  proceden  de  causas  muy 
diferentes.  La  incapacidad  viene  de  la  naturaleza 

ó de  la  ley:  de  la  naturaleza  como  en  el  caso  del 
que  sale  muerto  del  vientre  de  su  madre ; de  la 
ley , como  en  el  caso  del  condenado  A muerte 
civil.  La  indignidad  proviene  de  la  falta  de  cum- 
plimiento de  un  deber  hácia  la  persona , la  honra 
ó la  memoria  del  difunto  A quien  se  pretende 
heredar.  El  incapaz  no  puede  adquirir  ni  recibir 
la  herencia ; el  indigno , capaz  de  lo  uno  y de  lo 
otro , no  puede  conservar  la  herencia  que  ha  re- 
cibido ó adquirido.  Indignus,  dice  Cuyacio,  est 
capax  jure.,  incapax  effectu : incapax  vero  est  inca- 
pax jure  et  effectu. 

VI.  Son  incapaces  de  heredar  los  siguientes:  ■ 

1.  El  que  no  habia  sido  concebido  al  tiempo 

de-abrirse  la  succesion , porque  el  que  no  existe 
ni  aun  en  el  vientre  de  su  madre , no  puede  te- 


ner ni  ejercer  derechos:  Non  enlis  nuiles  sunt 
qualitates,  como  advierte  Antonio  Gómez,  lib.  l.% 
variar.,  cap.  I.°,  núm.  9.  Véase,  sin  embargo,  lo 
que  sobre  este  punto  se  dice  mas  adelante  en  el 
artículo  Hijo  postumo. 

2. °  El  hijo  abortivo;  esto  es,  aquel  en  quien 
no  concurren  las  circunstancias  de  haber  nacido 
vivo  todo,  de  haber  vivido  A lo  menos  veinti- 
cuatro horas  naturales,  de  haber  sido  bautizado 
y de  haber  nacido  en  tiempo  que  podía  vivir  na- 
turalmente: ley  13  de  Toro.  V.  Abortivo. 

3. ’  El  condenado  A deportación  ó destierro 
perpétno,  ó A trabajar  por  toda  su  vida  en  las 
minas  ú otras  labores  del  Rey,  porque  estas 
penas  llevan  consigo  la  muerte  civil:  ley  4.*,  ti- 
tulo 3.“,  Part.  6.*  Mas  como  por  Real  pracmática 
de  12  de  Marzo  de  1771  se  prohibieron  las  con- 
denas á trabajos  forzados  por  mas  tiempo  que 
el  de  diez  años  y cesó  en  su  consecuencia  la 
muerte  civil;  y como  por  otra  parte  según  la 
ley  4.’  de  Toro,  aun  el  condenado  A muerte  civil 
puede  hacer  testamento , de  que  se  infiere  que 
también  puede  ser  heredero,  y ademAs  se  ha 
abolido  por  la  Constitución  de  1837  la  pena  de 
confiscación  de  que  solian  ir  acompañadas  di- 
chas condenas,  no  debe  caber  duda  de  que  ya 
no  tiene  lugar  en  el  dia  esta  incapacidad  de 
adquirir  herencias  por  testamento  ó abintes- 
tato. 

4. °  El  hereje  declarado  por  sentencia,  el  que 
se  hace  bautizar  dos  veces  A sabiendas,  y el 
apóstata  que  siendo  cristiano  se  torna  moro  ó de 
otra  secta:  ley  4.*,  tít.  3.4,  Part.  6.a  * Declarada 
en  la  Constitución  de  1869  la  libertad  de  cultos, 
no  se  aplica  ya  en  el  dia  esta  incapacidad.  * 

5. a  Las  cofradías,  colegios  y cualesquiera 
otras  corporaciones  erigidas  contra  derecho  ó 
contra  la  voluntad  del  Rey:  ley  4.a,  tít.  3.°,  Par- 
tida 6.a 

6. a  Los  religiosos  profesos  de  ambos  sexos, 
como  así  estA  declarado  por  ia  ley  10,  tít.  5.°,  li- 
bro 3.°  del  Fuero  Real  en  cuanto  á las  "succesio- 
nes  testamentarias,  y por  la  ley  17,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Recop.,  en  cuanto  A las  succesiones  abin- 
testato, con  la  diferencia  de  que  según  la  ley 
del  Fuero  Real  podían  dejarse  los  bienes  por 
testamento  A los  conventos  ó monasterios,  y se- 
gún la  ley  recopilada,  no  podían  los  religiosos 
ni  sus  conventos  ó monasterios  con  título  de  re- 
presentación ni  bajo  otro  concepto  reclamar  las 
herencias  abintestato.  Por  la  ley  15 , tít.  20,  li- 
bro 10,  Nov.  Recop.,  y por  Real  cédula  de  30  de 
Mayo  de  1830  se  declararon  nulas  las  mandas 
que  fueren  hechas  en  la  enfermedad  de  que  uno 
muere,  A su  confesor,  fuese  clérigo  ó religioso,  ó 
A deudo  de  ellos  ó A su  Iglesia  ó religión.  V.  Re- 
ligioso. 

* Por  el  art-  38  de  la  ley  de  22  de  Julio  de  1837, 
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sancionada  en  19  del  mismo  mes,  se  concedió  ' 
que  gozaran  de  la  testamentifaccion , de  la  ca- 
pacidad para  adquirir  entre  vivos  ó extestamento 
ó abintestato,  y de  los  demás  derechos  civiles 
que  corresponden,  los  eclesiásticos  seculares,  los  . 
religiosos  secularizados  y exclaustrados  de  am- 
bos sexos  desde  que  salieron  de  los  conventos,  y 
las  monjas  que  continuasen  en  los  que  queda- 
ren abiertos  desde  8 de  Marzo  de  1836.  Por  sen  - 
tencia  de  8 de  Octubre  de  1860  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  se  declaró  que  los  arts.  30, 

35  y 41  del  Concordato  de  17  de  Octubre  de  1851 
no  derogaron  el  38  citado  de  la  ley  de  29  de  Julio 
de  1837,  que  concedió  á los  regulares  el  derecho 
de  succesion  en  los  bienes  hereditarios. 

Posteriormente  por  Real  decreto  dé  25  de  Julio 
de  1868,  expedido  con  acuerdo  de  Su  Santidad, 
se  declaró  que  las  religiosas  profesas  no  pudie- 
ran en  adelante  adquirir  individualmente  bienes 
de  ninguna  especie,  en  la  inteligencia  de  que 
serian  nulas  y de  ningún  valor  ni  efecto  todas 
las  adquisiciones  que  hicieren  ilegalmente;  pero 
se  dejó  á salvo  el  derecho  de  las  comunidades 
para  adquirir  y poseer  según  las  leyes  canóni- 
cas y según  los  convenios  celebrados  por  la  San- 
ta Sede.  Mas  últimamente  se  dispuso  por  decre- 
to de  15  de  Octubre  del  mismo  año,  quedara 
derogado  en  todas  sus  partes  el  de  25  de  Julio 
citado , autorizando  á las  comunidades  religio- 
sas para  adquirir  y poseer  bienes  contra  lo  dis- 
puesto en  las  leyes,  y se  restableciese  en  su 
fuerza  y vigor  el  art.  38  de  la  ley  de  29  de  Julio 
de  1837,  que  concedió  individualmente  á las 
monjas  profesas  este  derecho. 

No  pueden  ser  tampoco  herederos  en  bienes 
raíces  é inmuebles,  los  monasterios  y conventos: 
art.  15  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  resta- 
blecida por  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836  y 
decreto  de  15  de  Octubre  de  1868  citado. 

Tampoco  pueden  adquirir  bienes  inmuebles 
las  manos  muertas:  ley  de  11  de  Octubre  citada. 
Mas  la  ley  de  20  de  Junio  de  1849,  les  permitió 
adquirir  los  bienes  que  se  les  dejasen  para  in- 
vertir su  producto,  y la  de  l.°  de  Mayo  de  1855 
autorizó  á los  establecimientos  de  beneficencia, 
y en  su  consecuencia  á los  hospitales  para  ad- 
quirir bienes  raíces,  á condición  de  convertirlos 
en  efectos  públicos.  Véanse  las  sentencias  del 
Tribunal  Supremo  de  7 de  Octubre  de  1852 , de 
23  de  Febrero  de  1857,  de  29  de  Octubre  de  1863, 
de  28, de  Setiembre  de  1861,  de  13  de  Abril  de  1863, 
de  21  de  Noviembre  de  1865  y de  30  de  Abril 
de  1866.  Respecto  de  la  Iglesia,  tiene  el  derecho 
de  adquirir  por  cualquiera  título  legítimo  y de 
retener  y usufructuar  toda  especie  de  bienes  y 
valores:  art.  41  del  Concordato  de  16  de  Marzo 
de  1851,  y 3.°  del  convenio  celebrado  con  la  San- 
ta Sede  en  25  de  Agosto  de  1859.  Véase  también 
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la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  11  de 
Diciembre  de  1861.  * 

7. "  Los  traidores  declarados  por  sentencia  y 
sus  hijos  varones,  los  cuales  no  pueden  recibir 
herencia , ni  mandas  de  sus  parientes  ni  de  los 
extraños  por  testamento  ni  abintestato ; pero  las 
hijas  pueden  heredar  la  cuarta  parte  de  los  bie- 
nes de  sus  padres : leyes  1.a  y 2.‘,  tit.  2.",  part.  7.a, 
y leyes  1.*  y 2.”,  tít.  7.",  lib.  12,  Nov.  Recop.  En 
el  dia  ninguna  pena  es  trascendental  á la  fami- 
lia del  que  la  sufre,  ni  aun  en  los  delitos  de 
traición  ó lesa  majestad,  según  el  art.  305  (que 
rige  como  decreto)  de  la  Constitución  de  1812 ; y 
además  está  abolida  la  confiscación  según  el  ar- 
ticulo 10  de  la  Constitución  de  1837;  por  lo  cual 
ha  cesado  ya  la  incapacidad  para  heredar  de  que 
aquí  se  trata.  V.  Hijos  de  traidores. 

* Actualmente,  según  el  art.  125  del  Código 
penal  de  1870,  se  trasmite  la  obligación  de  res- 
tituir , reparar  el  daño  é indemnizar  los  perjui- 
cios á los  herederos  del  responsable  á ellos  por 
delito.  Respecto  de  la  responsabilidad  penal,  se- 
gún el  art.  132,  se  extingue  por  la  muerte  del 
reo  en  cuanto  á las  penas  personales  siempre,  y 
respecto  á las  pecuniarias,  solo  cuando  á su  fa- 
llecimiento no  hubiere  recaído  sentencia  firme.* 

8. “  Los  hijos  ilegítimos  tienen  también  inca- 
pacidad para  heredar  á ciertas  personas  y en 
ciertos  casos,  como  se  verá  en  los  diferentes  ar- 
tículos de  la  palabra  Hijos. 

VIL  Son  indignos  de  heredar: 

1. °  Los  herederos  forzosos  que  han  sido  des- 
heredados por  alguna  délas  justas  causas  que 
designa  el  derecho  y que  se  enumeran  en  la 
palabra  Desheredación.  Mas  esta  indignidad  pue- 
de considerarse  bajo  cierto  punto  de  vista  como 
verdadera  incapacidad  con  respeeto  á la  succe- 
sion  del  desheredante,  la  cual  pasa  á los  llama- 
dos por  este  ó á sus  herederos  legítimos. 

2. "  El  heredero  testamentario  ó abintestato 
que  por  obra,  consejo  ó culpa  hubiese  causado 
ó contribuido  á causar  la  muerte  de  la  persona 
de  cuya  succesion  se  trata:  ley  4.a,  tít.  9.°,  lib.  3.% 
Fuero  Real,  y ley  13,  tít.  7.°,  Part.  6.*  Como  para 
incurrir  en  este  caso  de  indignidad  es  indispen- 
sable que  haya  intervenido  acto  criminal,  culpa 
ó consejo , parece  claro  que  no  debe  excluirse 
como  indigno  el  que  ha  dado  la  muerte  al  difun- 
to, por  la  necesidad  de  una  legítima  defensa. 
Tal  es  á lo  menos  la  opinión  de  Voet,  sobre  el 
Digesto , tít.  de  his  quee  ut  indignis  auferuntur, 
núm.  7.°  El  indulto  y la  prescripción  extin- 
guen la  pena  merecida  por  el  delito,  pero  no 
extinguen  la  indignidad;  y asi  es,  que  aun- 
que el  heredero  homicida  obtuviere  el  perdón 
de  au  crimen,  ó prescribiere  la  pena  designada 
por  las  leyes , no  por  eso  podrá  reclamar  la  he- 
rencia que  había  perdido. 
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3. ”  El  varón  mayor  de  veinticinco  años  , que 
instruido  de  la  muerte  alevosa  ó injusta  dada  á 
la  persona  á quien  hereda , no  tratare  de  ven- 
garla en  juicio,  poniendo  querella  ó acusación 
antes  de  tomar  posesión  de  la  herencia  si  la 
muerte  acaeció  por  obra  ó consejo  de  algún  in- 
dividuo de  la  familia  del  difunto,  y dentro  de 
cinco  años  si  fué  causada  por  personas  extrañas: 
leyes  4.*  y 5.a,  tít.  9.°,  lib.  3.”,  Fuero  Real;  leyes 
13  y 15,  tít.  7.“,  Part.  6.a,  y ley  11,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Eecop.  Mas  no  puede  oponerse  la  falta  de 
acusación  ó querella  á los  ascendientes  y des- 
cendientes del  homicida,  ni  á sus  hermanos 
* consanguíneos  ó afines , á no  ser  por  delito  ó 
falta  cometidos  por  los  unos  contra  las  personas 
de  los  otros,  ni  á los  cónyuges,  á no  ser  por  delito 
ó falta  cometidos  por  el  uno  contra  la  persona 
del  otro  ó las  de  sus  hijos,  ó por  los  comprendi- 
dos en  los  arts.  448,  452,  455  y 486  del  Código 
penal  (esto  es,  los  de  adulterio , amancebamien- 
to, abandono  de  consorte  ó bigamia),  porque  las 
leyes  2.*,  tít.  l.°,  Part.  7.a;  3.a,  4.a  y 5.a,  tít.  2.°, 
Part.  3.a,  y los  arts.  3.”  y 4.°  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal , prohíben  á estas  perso- 
nas el  acusarse  unas  á otras;  * de  suerte  que 
si  el  homicida  de  la  persona  de  cuya  succe- 
sion  se  trata,  fuese  descendiente , ó ascen- 
diente ó hermano,  mujer,  etc.,  del  heredero,  no 
podrá,  este  acusarle , ni  de  consiguiente  ser  de- 
clarado por  falta  de  acusación  indigno  de  la  he- 
rencia. Así  piensa  Gregorio  López  en  la  glosa  8.a 
de  la  ley  13,  tít.  7.“,  Part.  6.a,  fundándose  en  la 
autoridad  de  varios  comentadores  del  Derecho 
Romano;  y así  se  halla  establecido  en  el  Código 
civil  de  Francia:  art.  728.  Tampoco  puede  opo- 
nerse al  heredero  la  falta  de  acusación  ó quere- 
lla, si  no  se  supiere  quién  era  el  matador  ó si 
este  no  se  hallase  en  la  tierra,  ley  5.a,  tít.  9.°,  li- 
bro 3.°  Fuero  Real , y ley  11 , tít.  20 , lib.  10,  No- 
vísima Recop,,  ó si  otro  se  hubiese  anticipado  á 
denunciar  ó acusar  al  homicida;  Gregorio  López, 
d.  glosa  8.a  Si  el  difunto  perdonó  al  homicida, 
¿deberá,  sin  embargo,  perseguirle  el  heredero? 
Ni  el  deber  de  hijo  ni  el  celo  y solicitud  de 
heredero,  dice  la  ley  divus  Marcas,  2°,  D.  de 
sen.  cons.  Sitian.,  deben  provocar  el  castigo  de  i 
aquellos  á quienes  absolvió  el  difunto:  Nec  píelas 
Jiliinec  solicitado  heredis  obtinere  debel , ul  ad 
pcenam  vocentur  quos  absolvit  dominas  ipse. 

4. '  El  heredero  testamentario  que  abriese  el 
testamento  antes  de  acusar  á los  matadores  del 
testador,  sabiendo  quiénes  son;  mas  no  si  lo 
ignora  ó es  aldeano  necio:  ley  13,  tít.  7.°,  Part.  6.a. 
Gregorio  López  quiere  que  no  baste  la  apertura 
del  testamento  para  incurrir  en  indignidad,  sino 
que  además  sea  necesaria  la  adición  de  la  he- 
rencia. Si  la  opinión  de  Gregorio  López  es  razo- 
nable, hablando  en  general,  lo  será  mucho  mas 


cuando  el  heredero  no  supiere  su  institución 
hasta  después  de  la  apertura  del  testamento,  la 
cual  naturalmente  debe  de  succeder  en  el  caso 
de  que  el  testamento  sea  cerrado. 

5. °  El  que  tuviere  acceso  con  la  mujer  del 
que  le  instituyó  heredero:  ley  13,  tít.  7.°,  Part.  6.a. 
Gregorio  López  añade  que  también  seria  indig- 
no el  que  tuviese  acceso  con  la  hija  ó nuera  del 
testador,  fundándose  en  la  ley  9.a,  tít.  26,  Parti- 
da 4.a,  que  así  lo  establece  con  respecto  á la  suc- 
cesiou  de  los  feudos.  La  ley  no  dice  si  el  acceso 
ha  de  haberse  cometido  en  vida  del  testador  que 
lo  ignoró  ó después  de  su  muerte;  pero  Gregorio 
López  cree,  que  como  la  ley  habla  indistinta- 
mente, debe  aplicarse  á los  dos  tiempos.  La  ley 
hace  mención  aquí  solamente  del  heredero  tes- 
tamentario: ¿habrá  de  aplicarse  su  disposición 
igualmente  al  heredero  legítimo?  La  razón  es  la 
misma;  y la  injuria  que  en  este  caso  hace  un 
extraño  al  que  le  nombró  su  heredero , no  es 
mayor  que  la  que  haría  con  tal  acción  un  hijo  á 
su  padre,  un  padre  á su  hijo,  y un  hermano  á 
su  hermano  que  respectivamente  les  dejasen  sus 
bienes  abintestato. 

6. ”  El  que  acusare  de  falso,  y sostuviere  su 
acusación  hasta  sentencia,  aunque  fuese  como 
procurador  ó abogado,  el  testamento  en  que  fué 
instituido  heredero  y que  por  fin  se  declara  le- 
gítimo, á no  haberlo  acusado  por  mandato  ó en 
beneficio  del  Rey , ó en  favor  de  algún  huérfano 
de  quien  fuese  tutor  ó curador:  ley  13,  tít.  7.°, 
Part.  6.a.  Gregorio  López  quiere  que  para  incur- 
rir en  esta  indignidad  haya  de  tener  el  heredero 
mas  de  veinticinco  años  de  edad , y que  baste 
para  evitarla  el  desistir  de  la  acusación  de  fal- 
sedad antes  de  la  sentencia  de  la  última  ins- 
tancia. 

7. "  El  que  prestare  su  nombre  á un  testador 
para  que  le  instituya  heredero  con  el  objeto  de 
recibir  la  herencia  y pasarla  después  al  que  por 
derecho  es  incapaz  de  heredar : ley  13,  tít.  7.°, 
Part.  6.a.  Luego  que  se  descubre  el  fraude,  que- 
da sin  efecto  la  disposición  testamentaria;  y 
tanto  el  heredero  fiduciario  como  el  fideicomi- 
sario, esto  es,  tanto  el  heredero  instituido  como 
el  que  por  su  interposición  ha  de  percibir  los 
bienes  hereditarios,  deben  quedar  privados  de 
la  succesion;  este  último  como  incapaz,  y aquel 
como  culpable  de  un  fraude  que  le  hace  indig- 
no. Mas  si  el  fideicomisario  delatare  ó descubrie- 
re este  fideicomiso  tácito  ó secreto,  tendrá  dere- 
cho cuando  menos  á la  mitad  de  los  bienes  de 
la  herencia,  como  dispone  la  ley  14,  tít.  7.“,  Par- 
tida 6.a 

8.  El  mayor  de  diez  y ocho  años  que  sabien- 
do que  su  padre  ú otro  ascendiente  se  halla  en 
estado  de  demencia  ó imbecilidad,  le  deja  aban- 
donado y permite  que  le  recoja  y cuide  un  ex- 
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traño;  quien  si  le  tuviere  en  su  casa  hasta  su 
fallecimiento,  habrá  derecho  en  premio,  á los 
bienes  de  la  succesion , con  exclusión  de  loá  he- 
rederos; así  en  el  caso  de  que  el  difunto  hubiese 
hecho  testamento  antes  de  su  imbecilidad  ó lo- 
cura, como  en  el  de  que  muriese  intestado:  leyes 
5.*,  6/  y 17,  tít.  7.“,  Part.  6.a,  y glosa  10  de  Gre- 
gorio López.  Si  nadie  hubiere  recogido  y cuida- 
do al  imbécil  ó demente , todavía  serán  los  hijos 
mas  indignos  de  succederle,  y habrán  de  ser 
con  mas  razón  privados  de  la  herencia:  Gregorio 
López,  glosa  9.a  de  d.  ley  5.a,  tit.  7.°,  Part.  6.a 

9. °  El  mayor  de  diez  y ocho  años  que  tenien- 
do derecho  por  testamento  ó abintestato  á la 
succesion  de  alguno  que  se  halla  cautivo,  no 
quiere  redimirle  pudiendo  hacerlo,  y le  deja 
morir  en  poder  de  los  enemigos ; en  cuyo  caso 
se  destinarán  los  bienes  hereditarios  á la  reden- 
ción de  cautivos:  leyes  6.a,  11  y 17,  tít.  7.°,  Par- 
tida 6.a  Gregorio  López  dice  que  la  indignidad 
del  heredero  tiene  lugar,  no  solo  cuando  no  qui- 
so redimir  á la  persona  de  cuya  succesion  se 
trata,  que  se  hallaba  en  poder  de  enemigos  ó de 
ladrones  ó de  piratas,  sino  también  cuando  no 
quiso  librarla  de  la  cárcel  en  que  había  sido 
puesta  por  el  juez  ó de  la  pena  en  que  había  in- 
currido con  tal  que  la  pena  ó la  cárcel  fuese  re- 
dimible por  dinero. 

10.  El  que  hubiese  causado  ó procurado  cau- 
sar á su  hermano  de  hecho  ó por  acusación  la 
pérdida  de  la  vida  ó de  miembro  ó de  la  mayor 
parte  de  los  bienes;  pues  ni  en  el  caso  de  que 
este  muera  intestado  ni  en  el  de  que  haya  insti- 
tuido á una  persona  infame , podrá  reclamar  los 
derechos  que  á la  herencia  tendría  sin  aquellas 
muestras  de  ingratitud  ó aversión : ley  12,  títu- 
lo 7.a,  Part,  6.a 

11.  El  que  esperando  heredar  á uno  por  tes- 
tamento ó abintestato,  le  impidiere  hacer  testa- 
mento ó mudar  el  ya  hecho , usando  con  él  de 
violencias  é amenazas,  ó intimidando  al  escri- 
bano ó á los  testigos,  y el  que  sirviéndose  de  los 
mismos  medios  obligare  á otro  á testar  en  su 
favor:  leyes  26  y 27,  tít.  l.°,  Part.  6.a 

12.  El  padre  ó madre  que  expusiere  ó permi- 
tiere que  sea  expuesto  su  hijo  legítimo  ó natu- 
ral, pues  por  solo  el  hecho  de.  la  exposición  pier- 
de la  patria  potestad  y todos  los  derechos  que 
en  vida  ó muerte  tuviese  sobre  el  hijo  y sus 
bienes:  ley  1.a,  tit.  22,  lib.  4.°,  del  Fuero  Real-, 
ley  4.a,  tít.  20,  Part.  4.a,  y ley  5.a,  art.  25,  tít.  37, 
lib.  7.a,  Nov.  Recop.  Mas  esta  indignidad  se  en- 
tiende solo  de  la  succesion  abintestato;  pues  el 
testamento  del  hijo  4 favor  de  sus  padres  se- 
ria una  prueba  de  que  había  perdonado  esta 
inj  uria. 

13.  La  madre  y demás  parientes  del  huérfa- 
no menor  de  catorce  años,  que  viendo  á este  sin 


tutor  testamentario  y no  queriendo  serlo  legí- 
timo ninguno  de  ellos,  dejaren  de  pedir  oportu- 
namente al  juez  el  nombramiento  de  tutor  dati- 
vo que  tenga  probidad  y facultades  para  res- 
ponder de  la  administración  de  la  tutela:  ley  12, 
tít.  16,  Part.  6.a  Esta  indignidad,  del  mismo 
modo  que  la  anterior , debe  entenderse  igual- 
mente con  respecto  á la  succesion  del  huérfano 
que  muriese  sin  testamento,  como  advierte  di- 
cha ley  12. 

YIII.  Tales  son  los  incapaces  y los  indignos 
de  suceeder  según  las  leyes. 

El  incapaz  se  considera,  ya  para  toda  especie 
de  succesiones , ya  para  la  succesion  de  que  se 
trata,  según  los  casos,  como  si  no  existiese.  Mas 
hay  una  diferencia  muy  notable  entre  los  here- 
deros forzosos  y los  extraños:  los  primeros  pue- 
den adquirir  la  herencia,  con  tal  que  estén  libres 
de  incapacidad  al  tiempo  de  la  muerte  de  la 
persona  de  cuya  succesion  se  trata,  y los  segun- 
dos no  pueden  adquirir  la  herencia,  sino  están 
exentos  de  incapacidad  en  tres  tiempos,  esto  es, 
al  de  su  institución  ó nombramiento,  al  de  la 
muerte  de  dicha  persona,  y al  de  la  aceptación 
ó adición  de  la  herencia:  ley  22,  tít.  3.“,  Part.  6.a 
La  succesion  que  correspondería  al  incapaz,  si 
no  lo  fuese,  pertenece  por  serlo  al  substituto  si  le 
hay;  en  su  defecto  , al  que  tenga  el  derecho  de 
acrecer,  y por  falta  de  uno  y otro  al  heredero 
abintestato:  d.  ley  22,  tít.  3.“,  Part.  6.a  V.  Acre- 
cencia y Heredero  substituto. 

Los  incapaces  de  heredar  son  incapaces,  ge- 
neralmente hablando,  con  respecto  á todas  las 
succesiones , excepto  algunos  que  solamente  lo 
son  con  respecto  á succesiones  determinadas. 
Aquellos  se  llaman  simpliciter  incapaces,  y estos 
incapaces  secundum  quid.  Mas  ios  indignos  nun- 
ca son  indignos  de  heredar  á todas  y cualesquie- 
ra personas , sino  solamente  á aquellas  contra 
quienes  han  cometido  los  actos  que  constituyen 
la  indignidad. 

IX.  La  herencia  de  que  se  priva  al  indigno, 
corresponde  al  fisco  en  los  casos  núm.  2",  3.a, 
4.a,  5.a,  6.”,  7.°  y 11,  según  la  ley  13,  tit.  7.a,  Par- 
tida 6.a,  y las  leyes  26  y 27,  tít.  1.a,  Part.  6/  Pero 
habiéndose  abolido  la  confiscación  y no  ha- 
biendo ya  pena  alguna  que  sea  trascendental  á 
la  familia  deL  que  la  sufre,  parece  que  debe 
considerarse  derogada  indirectamente  la  dispo- 
sición de  estas  leyes  en  cuanto  4 la  aplicación 
que  hace  al  fisco  de  la  herencia  que,  al  indigno 
se  quita. 

X.  Es , pues , ahora  necesario  arreglar  el  or- 
den de  las  succesiones  que  pierden  los  indignos, 
del  mismo  modo  hasta  cierto  punto  que  el  de  las 
que  ao  pueden  adquirir  los  incapaces.  Si  el  in- 
digno es  heredero  extraño  instituido  por  testa- 
mento , la  herencia  de  que  se  le  excluye  perte- 


HE 


HE 


— 16  — 


necerá  al  substituto  si  le  hay,  en  su  defecto  al 
que  tenga  el  derecho  de  acrecer,  y por  falta  de 
uno  y otro  al  heredero  abintestato  del  testador. 

SL  el  indigno  es  heredero  legitimo,  pasará,  la  suc- 
cesiou  al  que  después  del  indigno  fuere  llamado 
por  la  ley  para  succeder  al  que  muere  sin  testa- 
mento, sin  que  los  hijos  del  indigno  puedan 
venir  en  representación  de  su  padre,  ya  porque 
no  se  representan  las  personas  vivas,  ya  porque 
el  indigno  no  puede  ser  representado  vivo  ni 
muerto,  pues  que  en  este  caso  es  un  hombre  sin 
derechos.  Así  es,  que  si  un  hijo  único  que  uno 
deja  es  declarado  indigno  de  la  succesionde  su 
padre  y tiene  hijos,  vendrán  estos  hijos  del  in- 
digno por  su  propio  derecho  á ia  succesion  de  su 
abuelo,  como  parientes  mas  próximos  del  difun- 
to; no  debiendo  recaer  sobre  ellos  la  indignidad 
de  su  padre,  pues  que  siendo  personales  las 
faltas,  deben  serlo  también  las  penas.  Mas  si  dos 
hermanos  succeden  á su  padre  difunto,  y uno  de 
ellos  es  declarado  indigno,  no  podrán  los  hijos 
de  este  tomar  parte  alguna  en  la  succesion  de  su 
abuelo,  sino  que  su  tio  heredará  por  entero  como 
pariente  mas  inmediato,  sin  que  ellos  tengan 
derecho  á sér  admitidos  como  representantes  de 
su  padre. 

XI.  Como  los  efectos  de  la  indignidad  son 
puramente  relativos  á la  succesion  de  la  persona 
contra  quien  se  ha  cometido  la  falta,  culpa  ó de- 
lito, es  consiguiente  que  aunque  los  hijos  del 
indigno  no  puedan  representar  á su  padre  en  la 
succesion  de  su  abuelo,  como  se  ba  dicho,  podrán 
sin  embargo  representarle,  si  hubiese  muerto, 
en  la  de  su  bisabuelo  que  falleciere  después, 
porque  el  mismo  padre , si  viviera , no  seria  in- 
digno con  respecto  á esta  succesion , sino  solo 
con  respecto  á la  del  abuelo  padre  suyo, 

XII.  Ya  que  los  hijos  del  indigno  que  vienen 
á la  succesion  por  su  propio  derecho  y sin  el  au- 
xilio de  la  representación , no  deben  ser  exclui- 
dos por  la  culpa  ó el  delito  de  su  padre,  ¿tendrá 
este  padre  sobre  los  bienes  de  esta  succesion  el 
usufructo  que  la  ley  concede  á los  padres  sobre 
los  bienes  de  sus  hijos?  Es  un  principio  que  la 
herencia  una  vez  aceptada  deja  de  ser  herencia 
y pasa  á ser  patrimonio  del  heredero , heredilas 
adita  non  est  amplias  heredüas , sed  patrimonium 
heredis;  y de  consiguiente , siendo  propios  de  los  i 
hijos  los  bienes  que  por  su  propio  derecho  ad- 
quirieron de  la  succesion  de  su  abuelo,  parece 
que  el  padre  debe  tener  sobre  ellos  el  usufructo 
legal.  La  ley  francesa , sin  embargo , no  quiere 
que  el  padre  pueda  reclamar  en  caso  alguno  el 
usufructo  sobre  esta  especie  de  bienes : Código 
civil,  art.  730.  La  disposición  que  adopta  la  ley 
francesa,  es  con  efecto  muy  justa,  muy  consi- 
guiente consigo  misma,  muy  conforme  con  los 
principios  del  derecho, y debe  ahora,  según  mi 


opinión , seguirse  también  entre  nosotros  como 
arreglada  al  espíritu  de  nuestra  legislación.  El 
que  en  virtud  de  prohibición  legal  no  puede  ha- 
cer ni  lograr  directamente  una  cosa,  no  puede 
tampoco  hacerla  ni  obtenerla  por  medios  indi- 
rectos: así  es  que  el  incapaz  de  heredar  á una 
persona  no  puede  percibir  su  herencia  por  me- 
dio de  otras  personas  interpuestas,  según  se 
echa  de  ver  eu  la  ley  13,  tít.  7.  , Part.  6.*,  que 
mas  arriba  se  ha  citado , y no  solo  no  puede  el 
incapaz  percibir  la  herencia  por  medio  de  per- 
sonas interpuestas;  pero  ni  aun  adquirir  de  mo- 
do alguno  el  usufructo  de  ella,  según  establece 
Antonio  Gómez  en  el  núm.  17  de  su  comentario 
á la  ley  9.‘  de  Toro;  donde  después  de  sentar 
que  puede  el  abuelo  instituir  heredero  á su  nie- 
to nacido  de  un  hijo  espurio , incestuoso  ó de 
condenado  ayuntamiento  , sostiene  que  el  nieto 
ganará  y conservará  tanto  el  usufructo  como  la 
propiedad , con  exclusión  de  su  padre  que  ¡se  con- 
sidera incapaz  de  uno  y otro.  Del  mismo  modo, 
pues,  el  que  por  indignidad  no  puede  percibir 
directamente  los  bienes  hereditarios  de  su  pa- 
dre, no  debe  tampoco  disfrutarlos  cuando  hayan 
pasado  á poder  de  su  hijo , y todavía  es  mas 
fuerte  la  razón  que  milita  para  excluir  del  usu- 
fructo al  indigno,  que  la  que  hay  para  excluir 
al  incapaz,  pues  que  la  indignidad  es  efecto  de 
un  hecho  propio,  al  paso  que  la  incapacidad  no 
procede  aquí  sino  de  un  hecho  ajeno.  El  objeto 
de  la  ley  que  excluye  al  indigno,  es  privarle 
absolutamente,  no  solo  de  la  propiedad  sino 
también  y aun  mas  principalmente  del  usufruc- 
to de  dichos  bienes , por  evitar  á la  sociedad  el 
escándalo  de  ver  á un  hombre  complacerse  y 
gozarse  con  los  despojos  de  una  persona  contra 
quien  ha  pecado  ó delinquido;  y en  tanto  grado 
es  tan  completa  privación  el  objeto  de  la  ley, 
que  para  que  nunca  pueda  llegar  el  caso  de  que 
el  indigno  recoja,  ni  aun  por  las  vías  indirec- 
tas y remotas,  ios  bienes  de  su  víctima,  manda 
que  desde  luego  de  la  apertura  de  la  succesion 
se  apliquen  estos  al  fisco,  envolviendo  en  exclu- 
sión de  ellos  al  indigno  y á toda  su  descenden- 
cia. Ya,  pues,  que  ahora,  en  virtud  de  los  nuevos 
principios  que  se  han  proclamado,  ó por  mejor 
decir,  en  virtud  de  los  principios  primitivos  de 
nuestra  antigua  legislación  que  se  han  resta 
blecido,  como  se  encuentra  en  la  ley  7.1,  tít.  l.°, 
libro  6.“  del  Fuero  Juzgo,  queremos  que  ningu- 
na pena,  ni  aun  la  de  la  indignidad,  recaí-" 
ga  sobre  los  hijos  del  culpable,  no  será  justo 
ni  moral,  que  concediendo  k este  el  usufructo 
sobre  los  bienes  de  la  succesion  que  ha  desmere- 
cido, hagamos  casi  enteramente  ilusoria  la  ley 
que  con  tanta  razón  se  los  quita;  la  cual  debe 
subsistir  en  todos  sus  efectos  con  respecto  al 
padre,  sin  sufrir  mas  modificaciones  que  las  que 
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convengan  á los  hijos  para  no  ser  postergados  ' 
al  fisco. 

XIII.  La  indignidad  ha  de  probarse  por  el  j 
que  la  alega  contra  la  persona  á quien  trata  de 
excluir  de  la  herencia  por  esta  causa,  y es  ma- 
teria por  lo  tanto  de  uDa  acción  judicial.  Esta 
acción  es  puramente  civil , pues  que  no  tiene 
por  objeto  sinola  adquisición  de  bienjes:  debe 
introducirse  ante  el  juez  del  domicilio  del  here- 
dero, por  ser  acción  personal,  fundada  sobre  un 
hecho  personal;  bien  que  si  la  cuestión  de  in- 
dignidad se  suscitare  incidentalmente  en  un 
juicio  sobre  petición  ó partición  de  herencia,  se 
habrá  de  fallar  por  el  juez  que  conociere  de  la 
demanda  principal:  no  se  extingue  sino  por  el 
trascurso  de  tiempo  que  es  necesario  para  pres-  j 
cribir  las  acciones  de  su  clase,  y puede  ejercerse 
por  todos  los  llamados  á recoger  los  derechos  de 
que  el  indigno  debe  quedar  despojado,  de  suerte 
que  puede  acaecer  que  un  hijo  indigno  se  vea 
excluido  por  un  colateral  hasta  el  décimo  grado, 
por  un  hijo  ilegítimo , por  el  cónyuge  sobrevi- 
viente, y aun  por  el  fisco. 

XIV.  El  indigno  declarado  está  oblig-ado  á , 
restituir  con  los  bienes  hereditarios  todos  los 
frutos  y rentas  que  hubiere  percibido  desde  la  j 
apertura  de  la  succesion,  como  asimismo  los  in- 
tereses de  las  cantidades  que  hubiere  cobrado 
por  crédito  del  difunto  ó por  venta  de  cosas  de 
la  herencia,  pues  es  poseedor  de  mala  fe,  y debe 
ser  tratado  como  tal:  ley  1 .*,  cod.  de  Ais  quid,  ut 
indig.,y  ley  18,  D.  de  his  qu<e  ut  indig.  aufer.  Si 
era  deudor  del  difunto,  su  deuda,  extinguida 
por  confusión  en  todo  ó en  parte,  renacerá  con- 
tra él ; y si , por  el  contrario,  era  acreedor,  su 
crédito  renacerá  igualmente  en  beneficio  suyo, 
pues  que  debe  quedar  en  la  misma  posición  que 
si  nunca  hubiera  sido  heredero. 

Mas  si  el  indigno,  antes  de  la  declaración  de  ■ 
su  indignidad,  ó á lo  menos  antes  de  la  cuntes-  ' 
tacion  del  pleito,  vendió,  donó  ó hipotecó  algu- 
nos de  los  bienes  hereditarios,  ó pleiteó  y tran- 
sigió con  algún  tercero  sobre  ellos,  ¿podrá  el  que 
le  excluye  de  la  succesion  mirar  como  nulos  to- 
dos estos  actos  y otros  semejantes?  En  cuanto  á 
los  actos  y contratos  celebrados  á título  oneroso 
y de  buena  fe  por  personas  que  ignoraban  la 
indignidad  del  sugeto  con  quien  trataban,  no 
hay  duda  de  que  deben  ser  mantenidos  por  él 
excluyente,  salvo  su  derecho  para  pedir  al  ex- 
cluido, si  hubiere  lugar,  la  correspondiente  in- 
demnización, porque  el  indigno  excluido  era  he- 
redero hasta  su  exclusión , y disponía  de  cosas 
que  todavía  le  pertenecían  como  á tal.  En  cuan- 
to á las  enajenaciones  á título  gratuito,  puede 
decirse  que  las  donaciones  hechas  antes  de  la  i 
sentencia  de  indignidad,  pueden  revocarse  por 
el  que  la  ha  obtenido  á su  favor,  no  obstante  la  , 
Tomo  ni. 


buena  fe  de  los  donatarios,  en  virtud  de  la  regla 
resoluto  jure  dañéis,  resohitur  jus  accipientis , la 
cual  es  aplicable  á los  donatarios,  porque  tratan 
de  hacer  una  ganancia,  certant  de  lucro  captan- 
do, y ;no  á los  adquirentes  por  título  oneroso, 
porque  tratan  de  evitar  una  pérdida,  certant  de 
damno  vitando.  Sin  embargo,  es  preciso  recono- 
cer, que  la  distinción  que  en  ciertos  casos  debe 
hacerse  entre  los  que  combaten  por  evitar  una 
pérdida  y los  que  combaten  por  hacer  una  ga- 
nancia, no  encuentra  en  la  presente  especie  una 
aplicación  muy  exacta;  porque  en  realidad,  el 
que  ha  excluido  al  indigno,  recoge  por  esta  ex- 
clusión un  derecho  que  no  poseía,  hace,  por 
consiguiente,  una  ganancia , y se  halla  por  lo 
mismo,  bajo  este  aspecto,  en  una  posición  seme- 
jante á la  de  los  donatarios,  quienes  tienen  ade- 
más sobre  él  la  ventaja  de  la  posesión:  etinpari 
causa  melior  est  conditio  possidentis.  Como  quiera 
que  sea,  si  la  donación  se  hubiese  hecho  por  el 
indigno  por  razón  de  matrimonio  del  donatario, 
seria  entonces  menos  capaz  de  revocación,  por- 
que habiéndose  procedido  tal  vez  en  vista  de  la 
donación  á la  celebración  dei  matrimonio,  no 
debería  dejarse  burlada  la  confianza  de  los  es- 
posos y de  sus  familias,  que  suponemos  de  bue- 
na fe,  sin  que  por  eso  dejase  de  tener  recurso 
el  heredero  contra  el  indigno  para  el  resarci- 
miento, 

XV,  Como  el  heredero  representa  la  persona 
de  aquel  á quien  succede,  según  se  ha  sentado 
mas  arriba,  llamándose  por  eso  succesor  in  uni- 
versum  jus  quod  quis  tempore  mortis  haiuit,  es 
consiguiente  que  pasen  á él  los  derechos  activos 
y pasivos  que  tenia  el  difunto  al  tiempo  <le  su 
muerte,  esto  es,  así  los  bienes,  créditos,  dere- 
chos y acciones  que  tenia  este  á Su  favor,  como 
las  obligaciones  y deudas  que  tenia  contra  sí. 

Esta  es  la  regla  general,  pero  regla  que  no 
carece  de  excepciones  importantes.  No  todos  los 
derechos  absolutamente  ni  todas  las  obligacio- 
nes del  difunto  se  trasmiten  á su  heredero. 

Hay,  con  efecto,  derechos  tan  inherentes  á la 
persona,  que  se  acaban  y extinguen  con  ella. 
Tales  son  los  derechos  de  usufructo,  de  uso  y de 
habitación;  siendo  de  notar,  sin  embargo,  que  si 
un  usufructuario  cediese  áotro  el  ejercicio  de  su 
derecho,  y el  cesionario  llegase  á morir  antes 
que  el  cedente,  continuarían  los  herederos  de 
aquel  con  el  goce  de  dicho  ejercicio  durante  la 
vida  de  este  último,  como  se  decide  en  la  ley  8.", 
Dig.  de  commodo  et periculo  rei  venditce.  Tales  son 
también  los  privilegios  personales  del  difunto, 
que  no  estaban  fundados  sino  en  el  favor  parti- 
cular debido  á su  persona , sin  relación  alguna 
con  sus  bienes,  como  por  ejemplo,  el  beneficio 
de  competencia;  pero  no  los  privilegios  que  tie- 
nen por  objeto  la  conservación  de  los  bienes  mas 
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bien  que  el  favor  á la  persona,  pues  estos  pasan 
á los  herederos,  como  v.  gr.,  el  beneficio  de  la 
restitución  de  los  menores  , el  del  Senado-con- 
sulto Veleyano  y el  del  Senado-consulto  Macedo- 
niano,  cuya  causa  principal  es  la  lesión  que  su- 
fren los  menores,  las  mujeres  y los  hijos  de  fa- 
milia. V.  Privilegio.  Tales  son  asimismo  el  dere- 
cho de  un  donador  para  revocar  la  donación  por 
causa  de  ingratitud;  el  de  un  marido  para  in- 
tentar contra  su  mujer  la  acción  de  adulterio;  el 
de  un  injuriado  para  pedir  satisfacción  de  la  in- 
juria. Véase,  no  obstante,  lo  que  se  dice  en  los 
artículos  Donación  é Injuria. 

Así  como  hay  derechos  que  se  extinguen  con 
la  persona  del  difunto , hay  igualmente  obliga- 
ciones que  se  acaban  del  mismo  modo  y no  pa- 
san á los  herederos.  Tales  son  las  obligaciones 
que  consisten  en  servicios  que  exigen  industria, 
ciencia  ó habilidad  en  la  persona  que  ha  de 
prestarlos : ojficia  industralia  ad  heredem  noni 
sunl  transitoria,  como  dice  Gregorio  López  en  la 
glosa  3.a  de  la  ley  2.a,  tít.  8°,  Part.  5.a  Tales  son 
también  las  obligaciones  penales  que  provienen 
de  delito  ó cuasi-delito,  las  cuales  no  pasan  á 
los  herederos  sino  solo  en  el  caso  de  que  se  hu- 
biese entablado  y contestado  el  pleito  en  vida 
del  ofensor  y del  ofendido.  V.  Acción  penal  y 
Acusado  * y la  adición  al  núm.  7."  del  pár.  6.°  de 
este  artículo.  * 

XVI.  No  solo  tiene  que  llenar  el  heredero  las 
obligaciones  de  la  persona  á quien  succede,  me- 
nos las  que  se  extinguen  con  ella,  sino  entre- 
gar también  k los  interesados  los  legados  y 
mandas  hechas  por  el  difunto,  y cumplir  las 
cargas  y gravámenes  que  este  le  hubiere  im- 
puesto, con  tal  que  no  le  disminuyan  su  legíti- 
ma, en  caso  de  tener  derecho  á ella  por  ser  des- 
cendiente ó ascendiente.  V.  Legados. — Legitima 
y Albacea. 

* Por  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia dada  en  27  de  Setiembre  de  1845,  se  ha  de- 
clarado que  el  heredero  universal  tiene  derecho 
con  preferencia  al  succesor  legítimo  sobre  las 
mandas  y legados  que  no  pueden  tener  efecto 
por  cualquier  impedimento  legal,  con  arreglo  á 
la  legislación  de  Partida  sin  que  se  entienda  esta 
derogada  por  la  ley  1.a,  tít.  18,  lib.  10  de  la  No- 
vísima Recop.  que  reconoce  la  validez  de  las 
mandas  y legados  que  se  dejan  en  los  testa- 
mentos en  que  falta  la  institución  del  heredero, 
disponiendo  que  pase  la  herencia  al  succesor 
abintestato , pues  esta  ley  recopilada  solo  tuvo 
por  objeto  derogar  la  disposición  de  Partida  que 
anulaba  el  testamento  en  que  no  había  institu- 
ción de  heredero , para  que  tuviesen  efecto  los 
legados,  pero  no  la  disposición  qué  prefiere  el 
heredero  testamentario  al  legítimo  para  percibir 
aquellos  legados.  Decidióse  también  por  la  mis- 


ma sentencia  que  pertenecen  asimismo  á la  masa 
hereditaria  cuando  se  invaliden  por  haberse  des- 
tinado á la  fundación  de  vinculaciones  sin  ob- 
servarse los  requisitos  que  exigen  las  leyes,  sin 
que  se  entienda  tampoco  derogada  dicha  doctri- 
na por  la  ley  12,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Nov.  Re- 
copilación que  declara  nulas  y de  ningún  valor 
ni  efecto  las  vinculaciones,  mejoras  y prohibi- 
ciones dé  enajenar  que  en  adelante  se  hicieren 
sin  real  facultad  , y con  derecho  á los  parientes 
inmediatos  del  fundador  ó testador  para  recla- 
marlas. Esta  última  cláusula  de  la  ley  no  quiere 
decir  que  herede  en  el  legado  con  que  se  fundó 
indebidamente  vínculo  y que  se  invalidó , el  pa- 
riente mas  cercano  con  preferencia  al  heredero 
universal , sino  que  los  parientes  inmediatos  del 
fundador  hereden  en  dicho  legado  en  su  caso  y 
lugar,  esto  es,  cuando  no  hubiese  heredero  uni- 
versal, y en  competencia  con  la  persona  nom- 
brada para  succeder  en  el  mayorazgo  que  se  in- 
validó, Hé  aquí  el  contenido  de  la  sentencia  ci- 
tada resolutoria  de  ambas  cuestiones.  En  los 
autosseguidos  porD.  Victoriano N.,  conD.  Gon- 
zalo N.  y doña  Rosalía  N.,  sobre  mejor  derecho  á 
la  casa  que  dejó  á su  fallecimiento  doña  Alfon- 
sa  N.j  pendiente  ante  nos  por  recurso  de  nulidad 
interpuesto  por  D.  Gonzalo  y doña  Rosalía,  de  la 
sentencia  de  revista  pronunciada  por  la  Audien- 
cia de  esta  corte  en  6 de  Mayo  de  1844,  por  la 
cual,  supliendo  y enmendando  la  de  vista,  de- 
claró que  dicha  casa  correspondía  al  D.  Victoria- 
no, sin  perjuicio  del  mejor  derecho  de  otro  pa- 
riente que  acreditase  la  mayor  proximidad  con 
la  doña  Alfonsa,  vistos:  considerando  que  la 
ley  12,  tít.  17,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.  se  propu- 
so como  objeto  único  poner  coto  ála  indefinida 
amortización  de  la  propiedad , á cuyo  fin  previ- 
no que  hubiese  de  preceder  para  su  .validez  la 
oportuna  solicitud  del  interesado , y el  subsi- 
guiente real  permiso : considerando  que  las  pa- 
labras de  dicha  ley  «con  derecho  á los  parientes 
inmediatos...  para...  succeder  libremente»  en  los 
bienes  amortizados  sin  aquellos  requisitos,  no 
pueden  entenderse  sino  en  su  caso  y lugar,  por- 
que no  se  dirigían  á crear  una  nueva  legislación 
en  punto  á succesiones,  ni  á derogar  incidental- 
mente  la  que  antes  existia:  considerando,  que 
según  esta,  cuando  hay  institución  de  heredero 
universal , quedan  en  la  masa  hereditaria  los 
legados  y mandas  que  hayan  caducado  : consi- 
derando ser  esta  la  inconcusa  doctrina  de  la  ma- 
teria fundada  en  leyes  terminantes  de  las  Parti- 
das y no  derogadas  por  la  ley  1.a,  tít.  18,  lib.  10 
de  la  Nov.  Recop.:  considerando  en  fin,  que  se- 
mejante doctrina  y leyes  en  que  se  apoya  han 
sido  desatendidas  por  la  citada  sentencia  de  re- 
vista, fallamos  que  há  lugar  al  expresado  re- 
curso de  nulidad  interpuesto  de  ella,  por  lo  cual 
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la  debemos  declarar  y declaramos  nula , de  nin- 
gún valor  y efecto  legal , y mandamos  se  de- 
vuelvan los  autos  á la  Audiencia  para  los  efectos 
expresados  en  el  art.  18  del  decreto  de  4 de  No- 
viembre de  1838,  cancelándose  la  obligación 
otorgada  para  los  mencionados  D.  Gonzalo  y 
doña  Rosalía : sentencia  de  27  de  Setiembre 
de  1845. 

Tiene  también  el  heredero  la  obligación  de 
inscribir  el  testamento  en  que  es  instituido,  en 
el  Registro  de  la  propiedad ; pero  cuando  hay 
cuestión  litigiosa  acerca,  de  la  validez  ó nulidad 
del  mismo  testamento,  no  ha  llegado  todavía  á 
constituirse  el  heredero  en  el  deber  de  hacer 
dicha  inscripción,  y por  faltar  á ello  no  se  infrin- 
gen los  arts.  396  de  la  ley  Hipotecaria,  y 333  del 
Reglamento  para  su  ejecución,  ni  las  pragmáti- 
cas antiguas  sobre  esta  materia , ni  la  Instruc- 
ción de  29  de  Julio  de  1830,  ni  finalmente,  los 
Reales  decretos  de  23  de  Mayo  de  1845  y de  26  de 
Noviembre  de  1852:  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de  28  de  Diciembre  de  1868. 

Según  el  art.  34  del  Reglamento  citado  los  he- 
rederos y legatarios  no  podrán  inscribir  á su  fa- 
vor bienes  inmuebles  ó derechos  reales  que  no 
hubiesen  inscrito  sus  causantes.  Los  bienes  ó de- 
rechos que  se  hallen  en  este  caso,  se  inscribirán 
á nombre  del  difunto,  antes  de  serlo  á favor  de 
la  persona  á quien  se  hayan  adjudicado.  Esta 
inscripción  se  hará  á costa  de  la  testamentaría 
6 abintestato,  y á petición  de  cualquiera  de  los 
interesados,  ó del  representante  del  ministerio 
fiscal,  si  la  herencia  estuviere  vacante.  No  será 
necesaria  la  prévia  inscripción  á favor  del  cau- 
sante, en  cuanto  á los  bienes  raíces  y derechos 
reales  que  este  hubiere  adquirido  antes  del  dia 
1."  de  Enero  de  1863,  siempre  que  así  se  haga 
constar  por  los  medios  expresados  en  el  art.  20 
de  la  ley.  * 

XVII.  Debe  asimismo  el  heredero  abintestato 
hacer  el  entierro , exequias,  funerales  y demás 
sufragios  que  se  acostumbren  en  el  pais,  con 
arreglo  á la  calidad,  caudal  y circunstancias  del 
difunto;  y en  caso  de  no  cumplir  con  esta  obli- 
gación, debe  ser  compelido  á ello  por  su  propio 
juez,  sin  que  por  dicha  omisión  y para  el  efecto 
referido  pueda  mezclarse  ninguna  justicia  ecle- 
siástica ni  secular  en  hacer  inventario  de  los 
bienes  hereditarios,  los  cuale.s  deben  entregarse 
al  heredero  íntegros,  sin  deducción  alguna:  ley 
14,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Recop.  La  misma  obliga- 
ción tiene  el  heredero  testamentario  en  caso  de 
que  el  testador  nada  hubiese  dispuesto  sobre  este 
asunto.  V.  Albacea.  La  ley  36  de  Toro  (ley  13,  tí- 
tulo 20,  lib.  10,  Nov.  Recop.)  dispone,  que  cuan- 
do el  comisario  encargado  por  el  difunto  no  hizo 
testamento  por  haber  pasado  el  tiempo  designa- 
do, ó por  no  haber  querido,  ó por  haber  muerto 


sin  usar  de  esta  facultad,  el  heredero  abintestato, 
que  es  quien  ha  de  percibir  entonces  la  heren- 
cia, haya  de  invertir  la  quinta  parte  de  ella,  no 
siendo  descendiente  ni  ascendiente  por  el  alma 
del  testador  dentro  del  año  contado  desde  el 
fallecimiento  de  este  mismo,  debiendo  compe- 
lerle á ello,  en  caso  de  morosidad,  la  justicia 
ordinaria.  ¿Habrá  de  considerarse  como  regla 
general  esta  disposición  de  la  ley  36  de  Toro,  de 
manera  que  siempre  que  uno  muera  intestado 
por  no  haber  hecho  testamento  por  sí , ni  dado 
comisión  para  que  otro  lo  haga  por  él,  esté 
obligado  el  heredero  abintestato  que  no  sea  des- 
cendiente ó ascendiente,  á emplear  el  quinto  de 
los  bienes  hereditarios  por  el  alma  del  difunto? 
La  disposición  de  la  ley  de  Toro  debe  limitarse 
al  caso  de  que  habla,  ya  porque  toda  disposición 
gravosa  debe  reducirse  mas  bien  que  extender- 
se,  ya  porque  quien  da  poder  á otro  para  testar, 
manifiesta  su  voluntad  de  que  disponga  del 
quinto  en  beneficio  de  su  alma,  como  está  man- 
dado por  las  leyes  32  y 36  de  Toro ; lo  que  ni  se 
ordena  ni  se  presume  en  otros  casos.  V.  Fune- 
rales. 

XVIII,  Como  el  heredero,  sea  testamentario  ó 
abintestato  , se  considera  una  misma  persona 
con  el  difunto,  tiene  que  satisfacer  las  deudas 
que  este  dejó  y entregar  las  mandas  que  hizo 
aun  cuando  importen  mucho  mas  que  los  bienes 
hereditarios;  y no  puede  sacar  de  estos  lo  que  el 
difunto  le  debía,  ni  tampoco  está  en  el  caso  de 
pagar  á los  mismos  lo  que  él  debía  al  difunto, 
porque  todas  sus  deudas  activas  y pasivas  que- 
dan extinguidas  por  la  confusión  que  se  verifica 
de  derecho  entre  sus  bienes  y los  de  la  persona 
á quien  succede.  Mas  para  evitarle  estos  males, 
le  concede  la  ley  dos  beneficios,  4 saber:  el  de 
deliberación  y el  de  inventario ; por  el  primero 
puede  usar  de  cierto  plazo  para  averiguar  los 
bienes  y deudas  de  la  herencia,  y resolver  en  su 
vista  si  le  conviene  mas  admitirla  ó repudiarla; 
y por  el  segundo,  puede  hacer  constar,  mediante 
instrumento  legítimo,  los  bienes  en  que  consiste 
la  herencia,  para  no  quedar  obligado  sino  en 
cuanto  importaren.  V.  Aceptación  de  herencia. — 
Beneficio  de  deliberación  y Beneficio  de  inven- 
tario. 

XIX.  Aunque  el  heredero  es  representante 
del  difunto,  no  se  reviste  de  esta  calidad  hasta 
que  acepta  la  herencia,  sea  pura  y simplemente 
por  palabras  ó por  hechos , sea  á beneficio  de 
inventario;  pero  una  vez  aceptada,  cualquiera 
que  sea  la  época  de  la  aceptación , se  reputa  he- 
redero, y por  consiguiente  propietario  y aun 
poseedor  de  los  bienes  hereditarios  desde  la 
muerte  del  difunto,  pues  los  efectos  de  la  acep- 
tación se  retrotraen  al  dia  de  dicha  muerte.  Las 
consecuencias  de  este  principio  son  importantes, 
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según  puede  verse  en  los  artículos  Aceptación  de 
herencia  y Beneficio  de  inventario. 

XX.  Como  el  heredero  se  reputa  heredero 
desde  el  fallecimiento  de  la  persona  á quien  he- 
reda, según  se  acaba  de  sentar;  porque  desde 
aquel  punto  quedan  sin  dueño  los  bienes  que 
este  deja  y deben  pasar  á las  personas  llamadas 
por  la  ley  ó por  la  voluntad  del  testador,  impor- 
ta mucho  averiguar  y fijar  el  momento  preciso 
de  dicho  fallecimiento , para  saber  quién  es  el 
heredero;  especialmente  cuando  en  un  mismo 
acontecimiento  perecen  dos  ó mas  personas  que 
la  disposición  testamentaria  ó legal  llama  res- 
pectivamente á succederse  la  una  á la  otra.  Véa- 
se Muerte  simultánea.  También  interesa  mas  de 
una  vez  en  materia  de  succesiones  fijar  la  época 
del  nacimiento.  V.  Nacimiento  y Nacimiento  si- 
multáneo. 

XXI.  Puede  el  heredero  testamentario  ó legí- 
timo apoderarse  por  sí  mismo  de  la  herencia  que 
se  hallare  vacante:  ley  11,  tít.  6.”,  Part.  6.a  Pero 
si  otro  poseyere  los  bienes  que  la  constituyen,  ó 
le  disputare  la  calidad  de  heredero , deberá,  el 
que  se  tiene  por  tal  pedir  al  juez,  con  presenta- 
ción de  los  correspondientes  documentos,  que  le 
declare  heredero  y le  ponga  en  posesión  de  los 
bienes  hereditarios,  V.  Herencia. 

Dicen  algunos  autores,  y entre  ellos  Febrero, 
apoyándose  en  la  ley  3.*,  tít.  34,  lib.  11,  Noy.  Re- 
copilación, que  el  que  entra  en  la  herencia  sin  au- 
torización judicial  , habiendo  otros  coherederos, 
pierde  por  el  hecho  mismo  el  derecho  á ella.  Mas 
lo  que  dispone  la  ley  es,  que  si  habiendo  descen- 
dientes ú otros  parientes  que  por  testamento  ó 
abintestato  tienen  derecho  de  heredar  los  bienes 
que  dejó  el  difunto,  se  apoderare  algún  tercero 
de  ellos  bajo  pretexto  de  que  se  hallan  vacantes 
y de  que  los  herederos  no  han  tomado  corporal- 
mente su  posesión,  pierda  cualquier  derecho 
que  en  ellos  tuviere , y no  teniéndolo  los  resti- 
tuya con  otros  tantos  en  castigo  de  su  osadía. 

XXII.  Cuando  hubiere  dos  ó mas  herederos, 
cada  uno  de  ellos  tiene  derecho  á pedir  que  se 
divida  la  herencia  para  disfrutar  independien- 
temente la  parte  que  le  corresponda;  cada  uno. 
debe  contribuir  en  proporción  de  su  haber  here- 
ditario al  resarcimiento  de  los  gastos  que  du- 
rante la  prohibición  se  hubieren  hecho  para  la 
conservación  ó defensa  de  la  herencia,  y cada 
uno  es  responsable  proporcionalmente  de  las 
deudas  del  difunto,  de  modo  que  el  que  se  viere 
reconvenido  por  el  todo  de  una  deuda  puede 
obligar  al  acreedor  á que  dirija  también  su  ac- 
ción contra  los  otros,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  hipoteca  que  este  tuviere  sobre  alguna  finca 
determinada,  y sin  que  por  eso  dejen  de  estar 
obligados  todos  hipotecariamente  por  el  todo  de. 
la  deuda.  V.  Partición  de  herencia. 


[ 


El  heredero  puede  ser  demandado,  para  la  en- 
trega ó pago  de  delegados,  ante  el  juez  de  su 
domicilio,  ó ante  el  del  lugar  donde  hubiese 
empezado  á pagarlos , ó donde  estuviese  la  ma- 
yor parte  de  los  bienes  del  testador,  ó donde  se 
hallare  la  cosa  legada,  ó donde  el  testador  hu- 
biese mandado  que  se  hiciese  el  pago:  ley  48, 
tít.  9.°,  Part.  6.’;  mas  en  materia  de  deudas  se  le 
tiene  que  demandar,  generalmente  hablando, 
ante  el  juez  de  su  propio  domicilio. 

HEREDERO  INSTITUIDO  Ó TESTAMENTARIO.  La  per- 
sona que  nombra  el  testador  para  que  después 
de  su  muerte  le  succeda  en  sus  bienes,  acciones 
y derechos.  Los  herederos  instituidos  ó testa- 
mentarios, excluyen  siempre  & los  legítimos  ó 
abintestato,  con  tal  que  sea  válida  su  institu- 
ción: Quandiu  possit  valere  testamentum,  landiu 
legitinms  non  admititur:  ley  89,  D.  de  reg.  jur. 
El  testador  no  siempre  es  libre  en  instituir  he- 
rederos á cualesquiera  personas ; pues  si  tuviere 
descendientes  ó ascendientes  legítimos  en  línea 
recta,  está  obligado  á dejarles  todos  sus  bienes; 
menos  cierta  parte  determinada  de  que  puede 
disponer,  á no  ser’que  los  desherede  en  virtud  de 
alguna  de  las  justas  causas  que  señalan  las  le- 
yes; de  aquí  viene  la  división  de  herederos  tes- 
tamentarios, en  forzosos  y extraños. 

HEREDERO  FORZOSO  Ó NECESARIO.  El  que  no  pue- 
de ser  excluido  de  la  herencia  por  el  testador 
sin  causa  legal : tales  son  todos  y solos  los  pa- 
rientes del  testador  por  línea  recta,  esto  es,  los 
descendientes  y ascendientes  legítimos,  sin  li- 
mitación de  grados,  y en  algunos  casos  lo  son 
también  los  ilegítimos,  como  se  verá  mas  abajo. 
Dícese  forzoso  y necesario , porque  el  testador  no. 
puede  prescindir  de  nombrarle  heredero,  y bajo 
cierto  aspecto  se  llama  también  legítimo,  por- 
que la  ley  prohíbe  que  se  le  prive  de  la  herencia. 

I.  El  hombre  puede  en  general  disponer  li- 
bremente de  sus  bienes ; pero  la  ley  le  limita 
esta  facultad  en  ciertos  casos,  y no  quiere  que. 
el  que  tiene  descendientes  ó ascendientes  pueda 
dar  á extraños  toda  su  fortuna,  y desconocer  así 
las  obligaciones  que  le  impone  la  naturaleza,  á 
no  ser  que  aquellos  le  hubiesen  dado  motivo 
para  ello,  pues  solo  entonces  podrá  desheredar- 
los. V.  Desheredación. 

II.  Los  hijos,  pues,  y demás  descendientes 
legítimos  del  testador  tienen  derecho  á todos  los 
bienes  del  mismo,  excepto  á la  quinta  parte,  de 
la  cual  puede  disponer  el  padre  ó la  madre  en  su 
testamento,  según  le  parezca,  y los  padres  y 
demás  ascendientes  tienen  derecho  á todos  los 
bienes  de  los  hijos  que  mueren  sin  descendien- 
tes, á excepción  del  tercio,  de  que  pueden  dis- 
poner á su  arbitrio  los  mismos  hijos:  ley  1.*,  tí- 
tulo 5.  , lib.  4.°  del  Fuero  Juzgo;  ley  1.a,  tít.  6.°, 
lib.  3.“  del  Fuero  Real,  y leyes  6.a  y 28  de  Toro,  ó 
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sea  leyes  1.*  y 8.a,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Eecop. 
Así  los  ascendientes  en  la  institución  de  sus 
descendientes  como  estos  en  la  de  aquellos  de- 
ben seguir  el  mismo  órden  que  se.  halla  estable- 
cido para  las  succesiones  abintestato.  "V.  Aseen- 
dientes  .—Descendientes . — Ilij os . — Padres . ■ — L egí- 
tima. — Quinto  y Tercio. 

III  Los  ascendientes  tienen  facultad  para  de- 
jar á uno  ó mas  de  sus  descendientes,  además 
de  lo  que  corresponda  por  su  parte  ó legítima, 
la  quinta  ó la  tercera  parte  de  sus  bienes,  ó una 
y otra  juntamente;  lo  cual  se  llama  mejorar,  y 
produce  una  disminución  proporcional  en  las 
legítimas:  ley  1.‘,  tít.  5.°,  lib.  4."  del  Fuero  Juz- 
go; ley  9.a,  tít.  5.°,  lib.  3.°  del  Fuero  Real;  leyes 
213  y 214  del  Estilo,  y leyes  17,  18  y 19  de  Toro. 

V.  Mejora. 

IV.  Ni  los  ascendientes  á los  descendientes, 
ni  estos  á aquellos  pueden  imponer  graváraen 
ni  condición  alguna  en  sus  legítimas  ó porcio 
nes  que  les  corresponden;  pero  bien  pueden  ha- 
cerlo en  el  quinto  6 tercio  , si  lo  dejan  á ellos, 
así  como  pudieran  dejarlo  á los  extraños:  ley  17, 
tít.  1.®,  ley  11,  tít.  4.°,  y leyes  4.a  y 7.a,  tít.  11, 
Part.  6.a 

Y.  No  pudiendo  gravarse  las  legítimas  de  los 
descendientes,  es  claro  que  los  gastos  de  entier- 
ro y misas  y las  mandas  graciosas  deben  sacarse 
del  quinto  de  la  herencia,  y no  del  cuerpo  de 
ella,  aunque  el  testador  baya  mandado  lo  con- 
trario, según  que  así  lo  dispone  la  ley  30  de  Toro, 
y como  la  disposición  de  esta  ley  se  dirige  prin- 
cipalmente á precaver  que  se  perjudique  á los 
herederos  forzosos  en  la  parte  de  herencia  que 
les  corresponde , siendo  tan  forzosos  y legítimos 
herederos  los  ascendientes  de  sus  descendientes, 
como  estos  de  aquellos,  se  sigue  por  necesidad 
que  cuando  los  ascendientes  sean  herederos  de 
sus  descendientes,  ha  de  observarse  con  ellos 
esta  misma  regla,  sin  otra  diferencia  que  la  de 
haberse  de  sacar  del  tercio  de  la  hacienda  los 
gastos  del  funeral  y los  legados,  como  lo  advier- 
te el  Sr.  Covarrubias,  cap.  18,  de  testara.,  pár.  3.°, 
núm.  4.a  Y.  Funerales. 

VI.  Como  prescindiendo  de  las  mejoras,  no 
pueden  los  padres  dar  á un  hijo  mas  que  á otro, 
es  consiguiente  que  los  hijos  ú otros  descen- 
dientes legítimos  que  sean  herederos,  tienen  que 
traer  á colación  y partición  los  bienes  que  reci- 
bieron del  caudal  paterno  ó materno  en  vida  de 
sus  padres,  para  que  aumentándose  con  ellos  la 
masa  de  la  herencia,  se  haga  la  división  con  la 
debida  igualdad  entre  todos  los  herederos.  Mas 
los  ascendientes  no  tienen  esta  obligación  , por- 
que nada  lian  dispuesto  las  leyes  sobre  este  pun- 
to, y así  es  que  aunque  un  hijo  6 nieto  haya 
dado  en  vida  á su  padre,  á su  madre  ó á un 
abuelo  algunos  bienes,  y nada  á otro  ascendiente 


que  esté  en  igual  grado , lo  mismo  heredará  el 
uno  que  el  otro.  V.  Colación. 

VII,  Si  el  hijo  casado  y su  mujer  hubiesen 
hecho  pacto  recíproco  de  succederse  raútuameute 
faltando  alguno  de  los  dos,  creen  algunos  auto- 
res que  los  ascendientes  quedarían  excluidos  de 
la  herencia;  pero  no  puede  sostenerse  tan  absur- 
da opinión,  porque  semejante  pacto  no  es  capaz 
de  destruir  los  efectos  de  la  ley  6.a  de  Toro  que 
manda  dejar  á los  ascendientes  los  bienes  de  los 
descendientes  que  mueren  sin  hijos,  como  que 
es  un  pacto  que  no  pudieron  celebrar  marido  y 
mujer  en  perjuicio  de  sus  padres  6 abuelos,  así 
como  tampoco  podrían  celebrarlo  en  perjuicio 
de  sus  hijos  ó nietos. 

VIII.  Dispútase  con  calor  sobre  si  el  substituto 
pupilar  nombrado  por  el  padre  al  hijo  impúber 
excluirá  á la  madre  de  este,  como  disponía  la 
ley  12,  tít.  5.",  Part.  6.a,  y parece  mucho  mas  pro- 
bable la  opinión  que  lo  niega,  pues  no  pudiendo 
el  hijo  privar  á su  madre  ni  á otro  ascendiente 
de  lo  que  tiene  que  darles  en  virtud  de  la  ley  G.a 
de  Toro,  menos  podrá  privarlos  el  padre  cuando 
hace  testamento  á nombre  del  mismo  hijo.  Véa- 
se Substitución  'pupilar. 

TX.  No  solamente  son  herederos  forzosos  los 
hijos  legítimos,  sino  también  los  hijos  naturales 
legitimados  por  subsiguiente  patrimonio,  pues 
que  estos  no  se  diferencian  de  los  legítimos:  los 
legitimados  por  el  Rey  deben  ser  nombrados  he- 
rederos cuando  no  hay  legítimos,  con  preferen- 
cia á los  ascendientes,  y los  no  legitimados  pue- 
den ser  preferidos  también  á los  ascendientes 
por  el  padre,  y deben  serlo  por  la  madre.  Los 
hijos  espurios  tienen  derecho  á ser  preferidos  del 
. mismo  modo  por  la  madre  á los  ascendientes 
cuando  no  hay  hijos  legitimes,  á menos  que 
sean  adulterinos.  Pero  así  los  naturales  como  los 
espurios , cuando  quedan  excluidos  de  la  heren- 
cia, pueden  reclamar  de  sus  padres  ó madres  los 
alimentos:  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  13,  Part.  4.a;  ley  2.a, 
tít.  6.°,  lib.  3.°  del  Fuero  Real,  y leyes  9.a,  10  y 12 
de  Toro.  V.  Hijos  ilegítimos  en  sus  diferentes 
artículos.  V.  Legitima. 

HEREDERO  EXTRAÑO  Ó VOLUNTARIO.  El  que  nom- 
bra libremente  el  testador  para  que  le  succeda  en 
sus  bienes  después  de  su  muerte  ; ó todo  indivi- 
duo á quien  el  testador  nombra  heredero,  sin 
estar  obligado  á ello. 

I.  Como  el  testador  solo  está  obligado  á ins- 
tituir herederos  á sus  descendientes  y en  defec- 
to de  ellos  á sus  ascendientes,  es  claro  que  todos 
los  herederos  que  no  se  encuentren  en  ninguna 
de  estas  dos  líneas , ó clases,  serán  herederos 
extraños  ó voluntarios.  Tales  son,  por  lo  tanto, 
así  los  parientes  colaterales  del  testador  como 
los  que  ninguna  relación  de  parentesco  tuvieren 
con  él:  dáse  á unos  y k otros  la  denominación 
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de  extraños , porque  el  testador  no  tiene  obliga- 
ción de  nombrarlos  herederos,  y la  de  volúnta- 
nos, porque  se  les  instituye  en  su  caso  volunta- 
riamente y no  en  fuerza  de  la  ley:  ley  1.a,  tít.  6.“, 
lib.  3.”  del  Fuero  Real,  y leyes  2.a  y 12,  tít.  7.“, 
Part.  6.‘  Hay,  sin  embargo , algún  caso  en  que 
los  hermanos  tienen  derecho  de  invalidar  la  ins- 
titución de  un  heredero  que  hubiese  sido  nom- 
brado en  perjuicio  de  los  mismos.  V.  Deshereda- 
ción y Hermanos. 

Puede,  pues,  el  testador  que  no  tiene  herede- 
ros forzosos,  ó que  los  ha  desheredado  con  justa 
causa,  nombrar  por  herederos  á cualesquiera 
personas , sean  ó no  sean  sus  parientes , como 
también  á cualesquiera  corporaciones , con  tal 
que  no  sean  incapaces  de  heredar.  Son  incapa- 
ces de  heredar  las  personas  y cuerpos  que  se 
designan  en  el  artículo  Heredero , núm.  6.°  Véa- 
se también  Amortización  eclesiástica,  al  fin. 

II.  El  testador  debe  instituir  al  heredero  en 
testamento  y no  en  codieilo;  mas  si  le  nombrare 
en  codieilo  mandando  ó rogando  á los  que  de 
cualquier  modo  hayan  de  heredarle  que  le  en- 
treguen la  herencia,  estarán  estos  obligados  á 
entregársela,  sacando  para  sí  la  cuarta  trebeliá- 
niea:  ley  7.*,  tít.  3.“,  Part.  6.a  Dicen  algunos  au- 
tores , que  aun  cuando  no  haya  dicho  manda- 
miento ó encargo , deben  los  herederos  testa- 
mentarios ó legítimos  entregar  los  bienes  here- 
ditarios al  heredero  nombrado  en  el  codieilo, 
porque  si  bien  la  institución  de  heredero  hecha 
en  codieilo  no  vale  como  institución  directa, 
quieren  que  á lo  menos  valga  como  fideicomiso; 
pero  esta  opinión,  que  entre  otros  sienta  Febre- 
ro, se  opone  á la  letra  y al  espíritu,  no  solamen- 
te de  dicha  ley  7.*,  como  es  fácil  conocer,  sino 
también  de  la  ley  8.*  que  la  subsigue,  en  la  cual 
se  previene  que  no  pueda  el  testador  substituir 
en  codieilo  otro  heredero  al  nombrado  en  testa- 
mento, ni  aun  para  el  caso  de  morir  este  antes 
de  obtener  la  herencia.  No  es,  sin  embargo,  ab- 
solutamente necesario  que  el  testador  exprese 
en  el  testamento  el  nombre  de  su  heredero,  pues 
basta  decir  eu  este  instrumento  que  instituye 
por  heredero  al  sugeto  que  designará  en  el  codi- 
eilo (ley  8.’,  tít.  3,°,  Part.  6.*);  y aun  puede  re- 
servar también  dicha  designación  para  alguna 
memoria  testamentaria,  con  tal  que  después  no 
haya  duda  de  haber  sido  extendida  esta  por  el 
testador,  según  opinión  común  de  los  autores. 
V.  Codieilo  y cuarta  trebeliánica. 

III.  Tampoco  es  indispensable  designar  al 
heredero  por  su  nombre  y apellido,  pues  puede 
igualmente  designarle  el  testador  por  señales  ó 
demostraciones  ciertas  y determinadas  que  no 
dejen  duda  de  cuál  es  la  persona  á quien  quiere 
instituir , con  tal  que  estas  señales  ó demostra- 
ciones no  consistan  en  injurias  ó dicterios  espe- 


ciales de  tal  naturaleza  que  mas  parezca  que  el 
testador  so  propone  deshonrar  é infamar  á una 
persona  que  no  dejarle  sus  bienes,  como  si  la 
designase  con  la  denominación  de  traidor  ó he- 
reje: leyes  6.a  y 10,  tít.  3.“,  Part.  6.a 

IV.  El  testador  debe  designar  al  heredero  por 
sí  mismo,  sin  que  pueda  dejarlo  al  arbitrio  de 
un  tercero,  ni  dar  comisión  á otro  para  que  le 
instituya;  y aun  cuando  confiera  facultad  á uno 
para  hacer  testamento  en  su  nombre,  tiene  que 
designarle  la  persona  del  heredero,  si  es  que 
quiere  tenerlo:  ley  11,  tít.  3.°,  Part.  6.*,' y ley  31 
de  Toro.  V.  Comisario  testamentario.  No  obstante, 
cuando  preguntarlo  por  el  escribano  ú otra  per- 
sona no  sospechosa  si  instituye  por  su  heredero 
á tal  sugeto  determinado,  respondiere  que  sí, 
valdrá  la  institución,  aunque  no  pronuncie  su 
nombre,  con  tal  que  se  halle  todavía  en  su  jui- 
cio: ley  11,  tít.  3.°,  Part.  6.a  Algunos  autores  aña- 
den que  la  respuesta  afirmativa  debe  haberse 
dado  de  viva  voz  y no  por  señas;  mas  habiendo 
seguridad  de  que  el  testador  entiende  lo  que  se 
le  pregunta,  no  parece  que  deba  desecharse  la 
respuesta  que  diere  por  señas  en  caso  de  no  po- 
derla dar  por  palabras. 

V.  Hace  nula  la  institución  el  error  del  tes- 
tador sobre  la  persona  del  heredero;  pero  no  el 
error  en  el  nombre  ó sobrenombre,  cuando  por 
otra  parte  no  dudare  de  la  persona:  leyes  12 
y 13,  tít.  3.°,  Part.  6.*  También  el  error  en  la  ca- 
lidad de  la  persona  es  causa  de  nulidad  de  su 
institución,  cuando  la  institución  se  ha  hecho 
por  razón  de  esta  calidad.  Así  es,  que  si  uno 
instituye  su  heredero  á otro  por  creerle  hijo, 
hermano  ó primo  suyo,  no  siéndolo  en  realidad, 
habrá  de  quedar  sin  efecto  dicha  institución; 
pero  si  le  instituyere  llamándole  hijo  ó hermano, 
no  por  creer  que  lo  es,  sino  por  amistad  ó cariño, 
la  institución  será  válida,  aunque  no  sea  hijo  ni 
hermano  suyo  el  instituido : dichas  leyes  12  y 13, 
tít.  3.°,  Part.  6.a 

VI.  El  testador  puede  hacer  la  institución  por 
cualesquiera  palabras  que  manifiesten  su  volun- 
tad de  dejar  á cierta  persona  sus  bienes;  y aun 
valdrá  la  institución,  aunque  la  cláusula  que  la 
contenga  sea  imperfecta  gramaticalmente  con- 
siderada, cómo  si  el  testador  dijere:  Pedro  López 
sea  heredero  sin  añadir  mió , ó bien  Pedro  López 
heredero,  omitiendo  sea,  ó ya  Pedro  López  sea  sin 
poner  mi  ni  heredero,  porque  se  presume  que 
estas  faltas  proceden  de  la  enfermedad  con  que 
se  hallaba  gravado  el  testador  y no  de  otras  cau- 
sas: ley  6.*,  tít.  3.°,  Part.  6." 

VII.  Puede  el  testador  hacer  el  estableci- 
miento de  heredero  pura  y absolutamente  ó bajo 
condición.  V.  Condición  en  sus  diferentes  ar- 
tículos. 

VIII.  Puede  también  el  testador  instituir  he- 
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redero  á uno  hasta  cierto  tiempo  ó desde  cierto 
tiempo,  en  cuyo  caso  pertenecerá  la  herencia  al 
heredero  instituido  hasta  el  tiempo  ó desde  el 
tiempo  que  se  le  hubiere  señalado , y al  herede- 
ro abintestato,  ó al  que  tal  vez  se  hubiere  substi- 
tuido por  todo  el  tiempo  en  que  el  testamentario 
no  deba  tenerla.  Dice,  por  ejemplo,  el  testador 
que  nombra  heredero  á Pedro  hasta  fin  de  Di- 
ciembre de  1850  ó hasta  que  muera  su  abuelo,  ó 
bien  desde  la  muerte  de  su  abuelo  ó desde  l.°  de 
Enero  de  1851  en  adelante  : en  el  primer  caso, 
tendrá  Pedro  la  herencia  desde  la  muerte  del 
testador  hasta  fin  de  Diciembre  de  1850  ó hasta 
el  fallecimiento  del  abuelo  de  que  se  trata,-  y 
desde  cualquiera  de  estas  respectivas  épocas  en 
adelante  será  la  herencia  del  heredero  abintes- 
tato del  testador,  si  este  no  hubiese  dispuesto 
otra  cosa;  pero  en  el  segundo  caso,  el  heredero 
abintestato  del  testador  disfrutará  la  herencia 
respectivamente  hasta  la  muerte  de  dicho  abue- 
lo ó hasta  l.°  de  Enero  de  1851 , en  cuya  época 
deberá  entregarla  á Pedro , que  es  el  heredero 
testamentario.  No  era  así  entre  los  Romanos; 
según  sus  leyes , se  consideraba  simple  y abso- 
luta la  institución  á dia  ó desde  dia  cierto , te- 
niéndose por  nulo  el  señalamiento  de  tiempo,  de 
suerte  que  el  instituido  ad  dietn  vel  ex  die  entra- 
ba en  la  herencia  luego  que  se  abría  la  succe- 
sion  y la  retenia  para  siempre,  porque  el  que 
una  vez  era  heredero,  no  podía  ya  dejar  de  serlo, 
y porque  nadie  podía  morir  en  parte  testado  y 
en  parte  intestado  en  cuanto  á los  bienes  ni  en 
cnanto  al  tiempo:  Semel  iteres , semper  Aeres:  Nenio 
pro  parte  testatus,  et  pro  parte  intestatus  decedere 
potest.  La  legislación  de  las  Partidas  adoptó  es- 
tos principios  con  todas  sus  consecuencias;  y así 
es  que  por  la  ley  15,  tít.  3.°,  Part.  6.a,  .se  dispuso 
que  si  uno  establecía  á otro  por  su  heredero 
hasta  tal  dia  ó desde  tal  tiempo  en  adelante , to- 
mase luego  el  heredero  á la  muerte  del  testador 
la  herencia  en  que  habia  sido  instituido , sin  es- 
perar el  dia  ni  el  tiempo  asignado.  Mas  la  legis- 
lación recopilada,  y especialmente  la  ley  1.a,  tí- 
tulo 18,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  ha  dado  disposicio- 
nes que  destruyen  la  base  dé  los  indicados  prin- 
cipios de  las  leyes  de  los  Romanos  y de  las  Par- 
tidas, y se  ha  levantado  sobre  sus  ruinas  una 
nueva  jurisprudencia  que  admite  y quiere  se 
ejecuten  á la  letra  las  instituciones  de  herederos, 
ora  sean  por  tiempo  ó sin  tiempo , ora  por  parte 
ó por  el  todo  de  la  herencia.  Es  por  tanto  muy 
de  extrañar,  que  al  cabo  de  trescientos  años  que 
lleva  ya  de  existencia  esta  doctrina , vengan 
ahora  escritores,  incluso  el  Febrero  Novísimo, 
que  apoyándose  en  dicha  ley  15,  tít.  3.°,  Part.  6.a, 
digan  que  en  el  nombramiento  de  heredero  des- 
de cierto  dia  es  válida  la  institución  de  heredero 
y que  no  lo  es  la  designación  del  plazo,  de  modo 


que  el  heredero  entrará,  según  ellos,  en  la  he- 
rencia como  si  tal  cláusula  no  existiese. 

IX.  Puede  el  testador  nombrar  uno,  dos  ó 
mas  herederos,  y repartirles  la  herencia  del  modo 
que  mejor  le  parezca ; pues  cuando  no  hay  here- 
deros forzosos , tiene  la  libertad  de  distribuir  sus 
bienes  entre  las  personas  y en  la  forma  que  mas 
le  acomode:  ley  16,  tít.  3.°,  Part.  6.a 

Era  un  axioma  general  entre  los  Romanos  que 
Cuando  se  instituía  uno  ó mas  herederos  se  les 
debía  dejar  y distribuir  toda  la  herencia  de  modo 
que  nada  sobrase  de  ella ; porque  nadie  podía 
morir  en  parte  testado  y en  parte  intestado : lía 
dividendo,  est  hereditas , ne  quid  ex  tolo  asse  super- 
sit.  Seguíase  de  aquí:  l.°,  que  el  heredero  único 
instituido  en  una  parte  de  la  herencia,  se  la  lle- 
vaba toda;  de  suerte  que  si  el  testador  deja- 
ba, v.  gr.,  30,000  monedas  de  oro,  ó cuatro  viñas 
ó seis  olivares , ó doce  casas , ó todas  estas  cosas 
juntas,  y nombraba  á Ticio  heredero  de  la  mitad 
ó del  cuarto  ó del  tercio  de  esta  hacienda  ó solo 
de  una  casa  ó de  un  olivar  ó de  dos  viñas  ó de 
cuatro  ó seis  mil  monedas , sin  disponer  de  las 
restantes  á favor  de  otra  persona , Ticio  se  lleva- 
ba absolutamente  por  cierta  especie  de  derecho 
de  acrecencia  ó atracción  todas  las  monedas, 
viñas,  olivares  y casas,  sin  que  nada  pasase  á 
los  herederos  abintestato;  2.°,  que  si  habiendo 
sido  instituidos  dos  ó mas  herederos  en  partes 
señaladas,  quedaba  todavía  vacante  alguna  por- 
ción de  herencia,  se  les  habia  de  aplicar  este 
sobrante  á los  mismos  herederos  instituidos  en 
proporción  de  la  parte  que  á cada  uno  se  hu- 
biese asignado;  de  manera  que  si  el  testador 
i dejó  40,000  monedas  y nombró  á Virgilio  here- 
dero de  la  mitad  y á Horacio  de  la  cuarta  parte 
de  ellas,  debían  dividirse  las  10,000  que  restaban 
entre,  ambos  coherederos,  llevándose  Virgilio 
7,500  y 2,500  Horacio,  sin  que  tampoco  los  here- 
deros abintestato  tuviesen  derecho  alguno  á re- 
coger este  sobrante. 

Todas  estas  disposiciones,  consecuencias  nece- 
sarias del  citado  axioma,  se  encuentran  estable- 
cidas del  mismo  modo  que  en  el  derecho  romano, 
en  las  leyes  de  las  Siete  Partidas,  y especial- 
mente en  las  leyes  14,  15  y 17,  tít.  3.°,  Part.  3.a; 
y aunque  han  caducado  ya  completamente  por 
ser  contrarias  á nuestras  instituciones  y costum- 
bres, que  tan  diferentes  son  de  las  romanas,  á 
nuestra  jurisprudencia,  y á los  principios  sen- 
tados en  la  ley  1.*,  tít.  18,  lib.  19  de  la  Nov,  Re- 
copilación (según  la  cual  es  válido  el  testamento 
aunque  no  haya  institución  de  heredero,  en 
cuyo  caso  debe  pasar  la  succesion  al  heredero 
legítimo,  de  modo  que  ya  puede  morir  uno  en 
parte  testado  y en  parte  intestado),  se  conside- 
ran y citan  todavía  como  vigentes  en  algunas 
obras  modernas,  y aun  en  la  del  Febrero  Noví- 
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simo,  que  por  lo  mismo  que  en  virtud  de  su  an- 
tigua reputación  anda  en  manos  de  todos , es 
capaz  de  inducir  en  graves  errores  ó,  los  princi- 
piantes. 

X.  No  hay  mas  regla  ni  axioma  en  el  dia 
para  las  disposiciones  testamentarias  entre  ex- 
traños, que  la  voluntad  del  testador:  Dicat  t esta- 
tor el  erit  lex.  La  voluntad  del  testador  es  la  que 
debemos  escudriñar  y no  los  principios  del  de- 
recho romano  para  distribuir  los  bienes  que 
deja,  y entre  las  leyes  de  las  Partidas  nonos 
pueden  servir  ahora  de  guia  en  esta  materia,  sino 
aquellas  que  se  acomodan  mas  bien  con  dicha 
voluntad  que  con  los  citados  principios. 

Así  es,  que  si  el  testador  instituye  á uno  ó 
mas  herederos  en  la  mitad,  v.  gr.,  ó en  los  dos 
tercios  de  sus  bienes , ó tal  vez  solo  en  los  raíces 
6 solo  en  los  muebles,  sin  disponer  de  los  que 
restan,  no  gozarán  ya  dichos  herederos  del  de- 
recho de  atracción  para  llevarse  toda  la  heren- 
cia, sino  que  percibirán  tan  solo  las  partes  que 
„ respectivamente  se  les  hubieren  señalado,  y las 
restantes  pasarán  á los  herederos  abintestato; 
pues  por  el  hecho  de  no  disponer  el  testador  sino 
de  cierta  parte  de  sus  bienes  á favor  de  extra- 
ños, manifiesta  bastante  ser  su  voluntad  que 
los  demás  queden  á favor  de  las  personas  llama- 
das por  la  ley  á succederle,  de  modo  que  puede 
decirse  que  tácitamente  las  instituye.  Esta  doc- 
trina se  deduce  tan  inmediata  y necesariamente 
de  la  citada  ley  1.',  tít.  18,  lib.  10,  Noy.  Recop., 
y es  por  otra  parte  tan  equitativa  y razonable, 
que  no  deja  de  causar  admiración  el  que  haya 
en  el  dia  quien  la  califique  de  mera  opinión  de 
jurisconsultos  y manifieste  adherirse  á los  prin- 
cipios del  derecho  romano,  cuya  aplicación  se- 
ria ahora  injusta  y ridicula.  El  derecho  de  acre- 
cer no  tiene  ya  lugar  sino  cuando  dimana,  de  la 
voluntad  del  testador.  V.  Acrecencia  ó acreci- 
miento. 

XI.  Cuando  el  testador  puede  dividir  la  he- 
rencia en  cuantas  partes  quisiere ; como  no  es 
ya  costumbre  acomodarse  á la  división  en  doce 
onzas  ó partes,  adoptada  por  el  derecho  roma- 
no y por  las  leyes  de  las  Partidas,  de  que  se  ha 
hablado  en  el  artículo  As,  pues  que  ya  no  se 
dejan  las  herencias  por  onzas  ni  por  libras;  y 
como  habiendo  cesado  el  antiguo  axioma  de  que 
nadie  podía  morir  testado  é intestado  á un  mis- 
mo tiempo,  no  hay  mas  regla  para  la  aplicación 
de  una  herencia  que  el  exámen  de  la  voluntad 
del  testador;  parece  inútil  y aun  perjudicial  re- 
correr esa  multitud  de  casos  que  se  figuran  y 
deciden  los  romanistas  conforme  á principios  y 
reglas  que  ya  no  existen;  casos  unos  que  deci- 
dirá con  prontitud  y facilidad  cualquiera  que 
no  esté  preocupado  con  doctrinas  romanas;  y 
casos  otros  que  ni  ocurren  ni  es  fácil  que  ocur- 


ran, y que  si  ocurrieran  probarían  tal  vez  el 
desarreglo  en  que  se  hallaba  el  testador  con  res- 
pecto á sus  facultades  intelectuales. 

XII.  Si  el  testador  nombra  dos,  tres,  cuatro 
ó mas  herederos  sin  designar  á cada  uno  la  par- 
te que  quiere  dejarle,  es  claro  que  todos  ellos 
quedan  instituidos  con  igualdad,  y que  cada 
uno  debe  percibir  tanta  parte  como  cualquiera 
otro  de  sus  compañeros,  ley  17,  tít.  3.",  Part.  G.'; 
y si  á cada  uno  señala  su  parte,  es  claro  tam- 
bién que  cada  uno  deberá  llevar  la  parte  que  se 
le  hubiere  asignado  y no  mas ; de  modo  que  si 
algo  sobrare  del  total  de  la  herencia  será  para 
los  herederos  abintestato,  y si  algo  faltare  para 
cubrir  la  asignación  hecha  se  decrecerá  ó dis- 
minuirá proporcional  mente  á los  herederos  ins- 
tituidos. 

Puede  suceder  con  efecto  que  un  testador  poco 
exacto  en  sus  cálculos,  dividiendo  su  herencia 
en  partes  alícuotas,  señale  á sus  herederos  mas 
partes  que  las  que  componen  un  todo,  como  si 
deja  por  ejemplo  á Pedro  la  mitad,  á Juan  la 
tercera,  y á Diego  la  cuarta  parte  de  sus  bienes; 
en  cuyo  caso  habrá  de  rebajarse  á prorata  á cada 
uno  de  los  herederos  el  excedente  que  resulta, 
procediendo  por  la  regla  de  proporción  ó de  tres. 
Suponiendo,  v.  gr.,  que  la  herencia  importa 
12,000  rs.,  cuya  mitad  son  6,000,  la  tercera  par- 
te 4,000,  y la  cuarta  3,000,  que  en  todo  compo- 
nen 13,000,  se  formará  la  cuenta  de  esta  suerte: 
si  13,000  me  dan  12,000,  ¿cuántos  me  darán 
6,000,  cuántos  4,000  y cuántos  3,000?  Me  resul- 
tan 5,538  rs.  16  mrs.  á favor  de  Pedro  por  su 
mitad,  3,692  rs.  10  mrs.  á favor  de  Juan  por  su 
tercera  parte,  y 2,769  rs.  8 mrs.  á favor  de  Diego 
por  su  cuarta.  El  mismo  resultado  se  obtiene 
haciendo  la  cuenta  de  est*_otro  modo:  se  dividen 
los  12,000  rs.  en  trece  partes,  y salen  én  cada  una 
923  rs.  y mrs.;  se  multiplica  esta  cantidad  por 
seis,  que  es  la  mitad  correspondiente  al  primer 
heredero;  luego  por  cuatro,  que  es  la  tercera 
parte  perteneciente  al  segundo;  y últimamente, 
por  tres,  que  es  la  cuarta  parte  señalada  al  ter- 
cero. Si  la  herencia  fuere  de  100,000  rs.,  dare- 
mos por  cualquiera  de  los  dos  métodos  46,153 
reales  29  mrs.  al  heredero  de  la  mitad,  30,769  rs. 
8 mrs.  al  heredero  del  tercio,  y 23,076  rs.  31  mrs, 
al  heredero  del  cuarto. 

XIII.  Instituyendo  el  testador  á uno  por  su 
heredero  en  la  parte  que  dice  tenerle  señalada 
en  su  codicilo  ó testamento  anterior,  si  no  se 
encontrase  en  uno  ni  en  otro  tal  señalamiento, 
no  se  considerará  instituido  tal  heredero ; y lo 
propio  habrá  de  decirse  en  el  caso  de  que  algu- 
no fuese  nombrado  heredero  en  la  misma  parte 
en  que  el  testador  supone  haber  sido  instituido 
él  mismo  por  otra  persona,  si  luego  resulta  que 
uo  existe  esta  institución.  Mas  si  el  testador  se 
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refiere  en  la  institución  á tiempo  futuro,  dicien- 
do que  instituye  á Pedro,  v.  gr.,  en  la  parte  que 
le  señalará  en  codiciio  ú otro  instrumento,  y 
después  no  resulta  señalamiento  alguno  ó no 
aparece  codiciio , se  entenderá  instituido  Pedro 
en  toda  la  herencia.  Tal  es  la  opinión  de  algu- 
nos autores;  pero  como  el  testador  no  manifies- 
ta intención  de  dejar  á Pedro  todos  sus  bienes, 
sino  solamente  una  parte  de  ellos,  no  parece 
muy  justo  adjudicárselos  todos  por  no  haber  se- 
ñalamiento especial;  y quizá  se  presentarán  cir- 
cunstancias que  hagan  creer  que  si  el  testador 
omitió  después  el  señalamiento  que  había  anun- 
ciado , fué  mas  bien  por  dejar  á Pedro  sin  nada 
que  por  dejarle  toda  la  herencia.  Si  el  testador 
instituyese  por  sus  herederos  á dos  ó mas  per- 
sonas , reservando  para  el  codiciio  la  designa- 
ción de  partes  que  quería  se  diese  á cada  uno, 
y después  no  hiciese  codiciio  ú omitiese  en  él 
la  designación , habría  de  dividirse  entonces  la 
herencia  entre  todos  ellos  por  iguales  partes. 

XIV.  Cuando  el  testador  establece  varios  he- 
rederos, tres,  por  ejemplo,  instituyendo  á cada 
uno  de  ellos  en  todos  sus  bienes,  se  entiende 
que  los  instituye  con  igualdad,  y cada  uno  por 
lo  tanto  percibirá  la  tercera  parte  de  la  heren- 
cia: ley  19,  tít.  3.”,  Part.  6.“ 

XV.  Nombrando  el  testador  sus  herederos  en 
esta  forma : Instituyo  á Pedro  por  mi  heredero  en 
la  mitad  de  mis  bienes,  y á Juan  en  la  otra  mitad , 
y á Diego  en  la  misma  parte  que  á Juan,  no  se 
dividirá  la  herencia  en  tres  partes  iguales  sino 
que  Pedro  llevará  la  mitad  de  toda  la  herencia, 
y Juan  y Diego  la  otra  mitad  por  iguales  partes, 
pues  parece  quiso  el  testador  que  estos  dos  se 
considerasen  unidos  como  una  sola  persona. 

XYI.  Si  el  testador  nombrase  varios  herede- 
ros , con  designación  de  partes  á unos  y á otros 
sin  ella,  llevarán  aquellos  las  partes  que  se  les 
hubieren  designado,  y estos  percibirán  con 
igualdad  entre  sí  el  resto  de  la  herencia:  ley  17, 
tít.  3.°,  Part.  6.* 

Si  el  testador  hubiese  instituido  cuatro  here- 
deros, señalando  á uno  de  ellos  la  mitad  de  la 
herencia  y á otro  la  otra  mitad,  sin  asignar  par- 
te alguna  á los  dos  restantes,  llevarán  aquellos 
la  mitad  de  la  herencia  y no  mas,  y estos  la 
otra  mitad,  debiendo  unos  y otros  distribuírsela 
entre  sí  por  iguales  partes;  de  suerte  que  cada 
uno  sacará  la  cuarta  parte  de  los  bienes  heredi- 
tarios, como  si  todos  hubieran  sido  instituidos 
con  igualdad:  d.  ley  17,  tít.  3.°,  Part.  6.a 

XVII.  Si  el  testador  nombrase  á uno  por  he- 
redero de  todos  sus  bienes,  y después  á otro, 
mandando  que  este  lleve  el  resto  de  su  herencia, 
todo  se  lo  llevará  el  primero  y nada  el  segundo, 
poique  nada  le  queda  que  heredar,  á no  ser  que 
el  primero  tenga  incapacidad  legal  para  succe- 
Tomo  m. 


der,  y el  testador  dijere  que  instituye  al  segun- 
do en  la  parte  que  no  pudiere  haber  el  primero, 
pues  entonces  será  del  segundo  toda  la  heren- 
cia: ley  19,  tít.  3.°,  Part.  6.* 

XVIII.  Estableciendo  el  testador  muchos  he- 
rederos, al  uno  simplemente  por  sí  mismo  y á 
los  otros  de  un  modo  colectivo,  aquel  se  enten- 
derá instituido  en  la  mitad  de  la  herencia,  y 
todos  los  demás  en  la  otra  mitad,  que  dividirán 
entre  sí  por  partes  iguales.  Si  dice,  pues,  el  tes- 
tador, instituyo  herederos  á Pedro  y d los  hijos 
de  Juan ; ó bien,  instituyo  á Pedro , y también 
instituyo  á Diego  y Francisco,  Pedro  recibirá  la 
mitad  de  los  bienes  hereditarios,  y la  otra  mitad 
será  para  los  hijos  de  Juan  en  el  primer  ejem- 
plo, y para  Diego  y Francisco  en  el  segundo; 
porque  las  personas  conjuntas  no  ocupan  mas 
lugar  que  el  de  una  sola.  Esta  doctrina,  sin  em- 
bargo, no  tendrá  lugar  cuando  por  alguna  frase 
ó palabra  ó cláusula  ó disposición  se  venga  en 
conocimiento  de  que,  á pesar  de  la  conjunción, 
quiso  el  testador  que  todos  le  heredasen  con 
igualdad.  Asi  piensan  varios  autores,  y entre  ellos 
Antonio  Gómez,  lib.  l.°,  Var.  cap.  2.°,  núm.  3."; 
pero  siendo  regla  general  prescrita  por  la  citada 
ley  17,  tít.  3.°,  Part.  6.”,  que  cuando  el  testador 
establece  muchos  herederos  sin  designación  de 
partes,  hayan  de  percibirlas  iguales,  y que  si 
quiere  darlas  á unos  mayores  que  á los  otros, 
debe  señalarlas  y expresarlas,  parece  inferirse 
por  una  consecuencia  rigurosa,  que  mientras 
no  haya  este  señalamiento  deben  ser  iguales  to- 
dos los  herederos  instituidos,  sin  que  para  que 
no  lo  sean  basten  conjeturas  fundadas  en  algún 
descuido  de  redacción  ó en  la  poca  exactitud 
con  que  á veces  se  explican  los  testadores  ó los 
que  reducen  á escrito  sus  disposiciones. 

XIX.  Suscitan  los  autores  no  pocas  cuestio- 
nes sobre  los  casos  en  que  ios  herederos  deben 
entenderse  llamados  á succeder  al  testador  si- 
multáneamente, y los  casos  en  que  deben  enten- 
¡ derse  llamados  por  órden  succesívo.  No  entrare- 
mos en  el  exáinen  circunstanciado  de  tantos 
casos  como  imaginan , ni  de  otros  muchos  que 
todavía  imaginar  pudieran , pues  unos  se  pre- 
sentan de  fácil  resolución  á todo  hombre  que  se 
halle  dotado  de  sentido  común,  y otros  no  pare- 
cen sino  partos  de  cabezas  enfermizas  y pasadas 
ya  de  sutilezas  y cavilosidades.  La  regla  gene- 
ral es,  que  todos  los  herederos  se  entienden  lla- 
mados á succeder  simultáneamente  ó á un  mis- 
mo tiempo  al  testador  que  los  instituye,  teng’an 
ó no  tengan  relaciones  de  parentesco  entre  si 
mismos  unos  con  otros;  y solo  habrán  de  here- 
dar por  órden  succcsivo , esto  es,  unos  después 
de  la  muerte  de  los  otros,  cuando  los  términos 
en  que  está  concebida  la  institución  no  dejan 
, duda  de  que  el  testador  asi  lo  quiere,  y cuando 
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la  succesion  simultánea  de  todos  los  instituidos 
es  imposible,  por  no  existir  todavía  algunos  de 
ellos. 

XX.  El  testador,  no  solamente  puede  nom- 
brar primeros  herederos , sino  también  segun- 
dos; esto  es,  después  de  haber  nombrado  here- 
deros, puede  substituirles  otros  para  que  perci- 
ban la  herencia  en  defecto  de  los  instituidos  en 
primer  lugar.  En  este  caso,  el  primero  se  llama 
substituido , y el  segundo  substituto.  V.  Substitu- 
ción. 

XXI.  Puede  hacerse  la  institución  de  here- 
dero, no  solo  directamente,  sino  también  de  un 
modo  indirecto,  rogando  el  testador  al  estableci- 
do por  heredero  que  restituya  la  herencia  á otro. 
En  este  caso,  se  llama  fiduciario  el  encargado  de 
restituir  la  herencia,  y fideicomisario  el  que  ha 
de  recibirla  de  él,  V.  Fideicomiso. — Substitución 
fideicomisaria  y Heredero. 

HEREDERO  LEGITIMO  Ó ABINTESTATO.  El  llamado 
por  la  ley  á la  succesion  de  un  difunto  cuando 
no  hay  heredero  testamentario.  No  hay  heredero 
testamentario:  l.°,  cuando  el  difunto  murió  sin 
hacer  testamento;  2°,  cuando,  aunque  lo  hizo, 
no  guardó  las  solemnidades  requeridas  por  de- 
recho; 3.°,  cuando  después  de  haberlo  hecho  le- 
galmente, se  anuló  el  testamento,  ó se  revocó  ó 
rescindió  ó quedó  sin  efecto  por  alguna  razón,  á 
lo  menos  en  cuanto  á la  institución  de  heredero; 

4. °,  cuando  habiendo  hecho  testamento  en  debi  ■ 
da  forma,  omitió  en  éL  la  institución  de  heredero; 

5. “,  cuando  habiendo  hecho  testamento  y nom- 
brado heredero,  este  no  quiere  aceptar  la  heren- 
cia, ó por  causa  de  incapacidad  no  puede  reci- 
birla, ó es  privado  de  ella  por  indignidad:  ley  1.a, 
tít.  13,  Part.  6.a,  y ley  1.a,  tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Re- 
copilación. V.  Heredero,  núm.  6 y siguientes 
hasta  el  14  inclusive.  Dícese  legitimo  el  heredero 
que  viene  á la  succesion  en  defecto  de  testamen- 
tario, porque  es  ILamado  por  disposición  de  la 
ley  y no  del  hombre;  y se  denomina  abintestato, 
porque  la  persona  á quien  suceede  no  hizo  tes- 
tamento, ó si  lo  hizo,  es  lo  mismo  que  si  no  lo 
hubiese  hecho,  á lo  menos  en  cuanto  á la  insti- 
tución de  heredero. 

No  habiendo,  pues,  ó faltando  el  heredero  tes- 
tamentario , quiere  la  ley  que  perciban  la  he- 
rencia por  el  órden  y según  las  reglas  que  luego 
se  expresarán , las  personas  siguientes:  l.°,  los 
descendientes;  2°,  los  ascendientes;  3.“,  los  pa- 
rientes colaterales  hasta  el  cuarto  grado  inclu- 
sive; 4.°,  los  hijos  naturales  por  lo  respectivo  á la 
succesion  del  padre;  5.”,  el  cónyuge  que  sobre- 
vive; 6.°,  los  colaterales  desde  el  quinto  hasta  el 
décimo  grado  inclusive;  7.°,  el  fisco,  ó sea  el  Es- 
tado. Mas  para  que  las  personas  contenidas  en- 
los  seis  primeros  números  que  preceden,  puedan 
recoger  y conservar  la  herencia,  se  requiere  que 


no  sean  incapaces  ni  indignas  de  succeder  al 
difunto.  V.  Heredero,  núm.  6 y siguientes. 

Primer  orden  de  succesion : descendien  tes . 

I.  Los  primeros  que  deben  heredar  al  difunto 
intestado,  son  sus  descendientes  legítimos , sin 
limitación  de  grados,  sin  distinción  de  varones  ó 
hembras,  ni  de  emancipados  ó hijos  de  familia, 
ni  de  nacidos  ó solo  concebidos , y aunque  pro- 
cedan de  diferentes  matrimonios,  pues  que  todos 
están  unidos  con  el  mismo  vínculo  á su  padre  ó 
á su  madre:  leyes  1.a,  2.a  y 20,  tít.  2.°,  lib.  4.°  deL 
Fuero  Juzgo;  leyes  1.a,  3.a,  7.a  y 8.a,  tít.  6.°,  lib.  3.” 
del  Fuero  Real ; ley  3.a,  tít.  13,  Part.  6.a,  y ley  6.a 
de  Toro.  V.  Hijo  pdstumo. 

II.  Mas  aunque  vengan  á la  succesion  todos 
los  descendientes  sin  limitación  de  grados , con 
tal  que  entre  ellos  y el  difunto  no  medie  otra 
persona,  esto  es,  con  tal  que  no  tengan  padre  ó 
madre  que  esté  en  grado  mas  próximo  ai  difun- 
to, no  todos,  empero,  han  de  percibir  igual  parte 
de  la  herencia.  Deben,  con  efecto , distinguirse 
tres  casos,  pues  ó concurren  solo  descendientes 
del  primer. grado,  que  son  los  hijos,  ó solo  délos 
grados  ulteriores,  que  son  los  nietos,  biznietos  y 
demás,  ó juntamente  del  primero  y de  los  ulte- 
riores. Si  solo  hay  hijos,  succeden  -por  cabezas, 
esto  es,  por  sus  propias  personas,  y se  hacen 
tantas  partes  de  la  herencia  cuantos  son  los  mis- 
mos hijos ; de  suerte  , que  si  un  padre  ó madre 
que  tiene  cuatro  hijos,  deja  una  hacienda  de 
cuarenta  mil  pesos,  cada  uno  de  los  hijos  perci- 
birá diez  mil.  Si  solo  hay  nietos  ó biznietos,  no 
succeden  por  sus  propias  personas,  sino  por  tron- 
cos 6 estirpes,  esto  es,  en  lugar  y representación 
de  las  personas  de  sus  padres  y abuelos,  que  si 
vivieran  vendrían  á la  succesion;  y así  no  se  ha- 
cen tantas  partes  de  la  herencia  cuantos  son  los 
nietos  ó biznietos,  sino  cuantos  son  los  troncos  ó 
estirpes;  de  manera,  que  si  una  persona  que  ha- 
biendo tenido  cuatro  hijos  que  le  precedieron  en 
la  muerte,  deja  del  primero  cuatro  nietos,  del 
segundo  tres,  del  tercero  dos  y del  cuarto  uno, 
no  se  dividirá  la  herencia  de  los  cuarenta  mil 
pesos  del  ejemplo  de  arriba  en  diez  partes  igua- 
les, sino  solo  en  cuatro,  debiendo  llevar  diez  mil 
pesos  el  único  descendiente  del  cuarto  hijo,  diez 
mil  los  dos  del  tercero,  diez  mil  los  tres  del  se- 
gundo, y otros  diez  mil  los  cuatro  del  primero, 
en  el  concepto  de  que  los  del  primero,  segundo 
y tercero  han  de  subdívidir  luego  entre  sí  por 
personas  su  respectiva  cuarta  parte,  y el  del 
cuarto  gozará  enteramente  de  la  suya  por  ser 
único.  Si  concurren  juntamente  hijos  y nietos  ó 
biznietos,  los  hijos  succeden  por  cabezas , y los 
nietos  ó biznietos  -por  estirpes  ó troncos',  de  modo, 
que  en  el  ejemplo  propuesto  de  la  herencia  de 
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los  cuarenta  mil  pesos  y de  los  cuatro  hijos,  si 
viven  dos  de  estos  y han  fallecido  los  otros  dos, 
dejando  el  uno  por  su  parte  tres  hijos,  v.  gr.,  y el 
otro  cinco,  se  darán  diez  mil  pesos  á cada  uno 
de  los  hijos  vivos,  diez  mil  á los  tres  que  dejó  el 
un  hijo  muerto,  y otros  diez  mil  á los  cinco  que 
dejó  el  otro,  con  la  indicada  calidad  de  subdivi- 
sión por  individuos:  ley  3.a,  tít.  13,  Part.  6.’  Véa- 
se Representación  y Colación  de  tienes. 

III.  Hemos  dicho  que  los  primeros  que  deben 
heredar  á un  difunto  intestado,  son  sus  descen- 
dientes, amigue  procedan  de  diversos  matrimonios. 
Si  muere,  pues,  un  hombre  dejando  dos  hijos, 
uno  de  su  primer  matrimonio  y otro  del  segun- 
do, ambos  tendrán  ios  mismos  derechos  á su 
suecesion,  pues  que  es  uno  mismo  el  vínculo 
que  los  enlaza  con  su  padre ; pero  cada  uno  de 
ellos  succederá  por  sí  solo  ó.  su  madre  respecti- 
va: ley  4.’,  tít.  5.*,  lib.  4.”  del  Huero  Juzgo,  y ley 
12,  tít.  6.",  lib.  3.°  del  Fuero  Real.  Cásase  Juan, 
v,  gr.,  con  María,  y de  ella  tiene  á Pedro;  se  casa 
en  segundas  nupcias  con  Antonia,  y de  ella  tie- 
ne á José;  Pedro  será  heredero  único  de  María,  y 
José  lo  será  de  Antonia;  mas  Pedro  y José  divi- 
dirán entre  sí  por  iguales  partes  la  herencia  de 
Juan,  que  es  su  padre  común. 

IV.  Los  descendientes  del  primer  grado,  esto 
es,  los  hijos,  son  siempre  llamados  á la  suecesion 
por  cabezas,  como  parientes  mas  próximos  del 
difunto;  y los  descendientes  de  los  grados  ulte- 
riores, cuales  son  los  nietos,  biznietos  y demás, 
son  llamados  por  troncos  ó estirpes,  como  repre- 
sentantes de  sus  padres  ó abuelos,  así  en  el  caso 
de  que  concurran  solos  en  grados  iguales  ó des- 
iguales por  haber  muerto  préviamente  todos  los 
hijos  y aun  algunos  nietos  del  difunto,  como  en 
el  de  que  concurran  juntamente  yen  unión  con 
algunos  hijos  que  sobrevivan ; de  modo,  que  la 
representación  tiene  lugar  hasta  lo  infinito  en  la 
línea  recta  de  descendientes.  Esta  doctrina  es 
una  consecuencia  necesaria  de  las  disposiciones 
de  la  ley  3.",  tít.  13,  Part.  6.a,  que  mas  arriba  se 
han  explicado,  y está  admitida  sin  contradicción 
por  todos  los  autores.  ¿Mas  podrá  darse  algún 
caso  en  que  los  descendientes  del  segundo , ter- 
cero y demás  grados  sean  llamados  también  por 
cabezas  como  los  del  primero?  ¿Podrán  los  nie- 
tos succeder  alguna  vez  por  su  propio  derecho 
al  difunto  del  mismo  modo  que  los  hijos?  Dos 
casos  se  presentan  en  que  tal  suecesion  puede 
verificarse:  1,°,  el  de  indignidad;  2.°,  el  de  re- 
nuncia. Muere,  por  ejemplo,  un  hombre  dejando 
dos  hijos,  y ambos  á dos  son  declarados  indignos 
de  succederle;  los  hijos  de  los  indignos  vendrán 
por  su  propio  derecho  á la  suecesion  de  su  abue- 
lo, y se  la  partirán  por  cabezas,  aunque  se  ha- 
llen en  segundo  grado.  Renuncia  un  hijo  único  la 
herencia  de  su  padre,  los  hijos  del  renunciante 


vendrán  igualmente  á la  suecesion  de  su  abuelo 
por  sus  propias  personas  como  parientes  mas 
inmediatos,  aunque  sea  también  segundo  el  gra- 
do en  que  se  hallan.  Ni  el  renunciante  ni  el  in- 
¡ digno  pueden  ser  representados,  pues  que  ni  el 
uno  ui  el  otro  tienen  derechos  que  sus  hijos 
• pueden  hacer  valer;  y asíes  que  si  estos  últi- 
mos vienen  á la  herencia,  no  vendrán  por  repre- 
sentación de  sus  padres,  sino  por  ser  los  parien- 
tes mas  próximos  en  su  linea  descendente,  por 
no  haber  otros  hijos  del  difunto,  pues  si  los  hu- 
biera, estos  y no  tales  nietos  serian  los  herede- 
ros. V.  Heredero,  núms.  9,  10,  II  y 12,  y Repre- 
sentación. 

V.  Los  descendientes  legitimados  por  subsi- 
guiente matrimonio,  succeden  juntamente  con  los 
legítimos,  como  que  se  consideran  y colocan  en 
esta  clase:  ley  1.a,  tít.  13,  Part.  4.a  Mas  los  legiti- 
mados por  privilegio  del  Rey . aunque  lo  sean  para 
heredar  á sus  padres  y abuelos , no  succederán 
sino  cuando  no  haya  legítimos  ni  legitimados 
por  subsiguiente  matrimonio , á quienes  debe 
quedar  ilesa  su  legítima;  bien  que  en  la  suece- 
sion de  los  demás  parientes  serán  iguales  á los 
legitimos:  ley  12  de  Toro,  ó 7.a,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Recop.  V.  Hijo  legitimado. 

VI.  Los  hijos  naturales,  cuando  no  hay  legí- 
timos ni  legitimados,  succeden  á su  madre  en  to- 
dos sUs  bienes , aunque  esta  deje  ascendientes 
legítimos;  ley  11,  tít.  13,  Part.  6.a,  y glosa  3.‘  de 
Gregorio  López , ley  9.a  de  Toro,  y ley  de  16  de 
Mayo  de  1835,  * y sin  que  obste  para  ello  que  se 
ignore  el  nombre  del  padre:  sent.  del  Tribunal 
Supremo  de  16  de  Octubre  de  1864.  * 

Los  mismos  hijos  naturales  succeden  á su  pa- 
dre, á falta  de  legítimos  y legitimados,  solo  en 
la  sexta  parte  de  la  herencia  que  deben  partir 
eou  su  madre  (leyes  8.a  y 9.a,  tít.  13,  Part.  6.a); 
pues  si  bien  mauda  la  ley  de  16  de  Mayo  de  1835 
que  los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos 
y sus  descendientes  succedan  á su  padre  eu  toda 
la  herencia , no  es  aplicable  esta  disposición  al 
primer  órden  de  succeder  que  ahora  nos  ocupa, 
sino  al  cuarto  de  que  luego  hablaremos.  Véa- 
I se  cuarto  orden  de  suecesion  en  este  mismo  ar- 
\ tículo,  é Hijo  natural. 

VII.  Los  hijos  espurios  jamás  heredan  al  pa- 
dre, ley  10,  tít.  13,  Part.  6.a;  pero  no  habiendo 
descendientes  legítimos  ni  naturales,  succeden 
á la  madre,  como  no  sean  nacidos  de  dañado  y 
punible  ayuntamiento  ó habidos  de  clérigo  de 
órden  sagrado  ó de  fraile  ó monja  profesos: 
ley  9.a  de  Toro.  V.  Hijo  espurio. 

VIII.  Los  hijos  adoptivos  no  succeden  al  adop- 
tante sino  cuando  este  no  tuviere  hijos  ni  ascen- 
dientes legítimos  ó naturales.  V . Adopción,  Adop- 
ción especial  y Arrogación. 

—Y.  Hijos  en  todos  sus  artículos. 
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Segundo  órden  de  succesion:  ascendientes . 

I.  . No  habiendo  descendientes  que  deban  he- 
redar, según  lo  expresado  en  la  explicación  del 
primer  órden  de  succesion,  entran  á succeder  al 
difunto  intestado  sus  ascendientes  legítimos  sin 
distinción  de  sexo,  con  absoluta  exclusión  de 
sus  colaterales  aunque  sean  hermanos:  ley  2.a, 
tít.  2.a,  lib.  4.a  del  Fuero  Juzgo;  ley  1.‘,  tít.  6.a, 
lib.  3.a  del  Fuero  Beal;  ley  4.*,  tít.  13,  Part.  f>.5,  y 
leyes  6.*  y 7.a  de  Toro,  ó 1.*  y 2.1,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Recop. 

II.  El  ascendiente  mas  cercano  excluye  siem- 
pre al  mas  remoto,  porque  entre  ascendientes  no 
se  succede  por  representación  como  entre  des- 
cendientes, sino  por  la  proximidad  de  parentes- 
co. Así  es  que  si  el  difunto  deja  padre  y madre, 
ambos  heredarán  por  partes  iguales ; pero  si  deja 
padre  solo  ó madre  sola,  herederá  el  sobrevivien- 
te todos  los  bienes,  sin  que  nada  lleven  los  abue- 
los del  muerto.  De  la  misma  manera,  si  á falta 
de  padre  y madre  queda  un  abuelo  por  una  línea 
y un  bisabuelo  por  la  otra,  será  toda  la  herencia 
del  abuelo,  con  exclusión  absoluta  del  bisabue- 
lo: ley  4.*,  tít.  13,  Part.  f>.*  V.  Representación. 

TIL  Mas  aunque  no  tiene  lugar  la  represen- 
tación entre  ascendientes,  sin  embargo,  cuando 
por  una  de  las  dos  líneas  paterna  ó materna  hay 
mas  número  de  personas  que  por  la  otra,  distan- 
tes todas  del  difunto  eu  igual  grado,  se  hace  la 
división  de  la  herencia  por  lineas , de  modo  que 
la  mitad  va  á la  linea  paterna  y la  otra  mitad  á 
la  materna.  Así  es  que  si  el  difunto  dejare  su 
abuelo  solo  por  parte  de  madre  y su  abuelo  y 
abuela  por  parte  de  padre,  percibirá  el  abuelo 
materno  la  mitad  de  los  bienes  del  nieto,  y el 
abuelo  y la  abuela  paternos  tomarán  la  otra  mi- 
tad, que  dividirán  luego  entre  sí  por  iguales  par- 
tes: ley  4.*,  tít.  13,  Part.  6.’  V.  Succeder  por  lineas. 

IY.  La  ley  10,  tít.  6.°,  lib.  3.a  del  Fuero  Real 
disponía,  que  en  la  succesion  intestada  de  los 
descendientes  muertos  sin  posteridad  volviesen 
los  bienes  al  tronco  ó raíz  de  donde  habían  sali- 
do, esto  es,  que  concurriendo  en  igual  grado 
ascendientes  de  ambas  líneas  se  llevasen  los  de 
la  paterna  los  bienes  que  el  difunto  había  reci- 
bido por  parte  de  padre  y los  de  la  materna  los 
bienes  que  aquel  había  recibido  por  parte  de 
madre,  dividiéndose  igualmente  entre  unos  y 
otros  los  bienes  que  hubiese  adquirido  por  otras 
vias.  Pero  la  ley  6.a  do  Toro  ha  destruido  esta 
disposición,  y quiere  que  los  ascendientes  succe- 
dan  indistintamente  á los  descendientes  en  to- 
dos sus  bienes  de  cualquier  calidad  que  sean , esto 
es , ora  procedan  los  bienes  de  parte  de  los  pa- 
dres ó de  las  madres , ora  sean  profecticios  ó ad- 
venticios, ora  castrenses,  cnasi-castrenses  ó de 
otra  clase,  salvo  en  las  ciudades,  villas  y luga- 


res donde,  según  el  fuero  déla  tierra,  se  acos- 
tumbran tornar  los  bienes  al  tronco  ó la  raíz  á 
la  raíz.  Y.  Sienes  troncales . 

V,  Succediendo  el  padre  y la  madre  al  hijo 
de  familia  intestado , dividirán  por  iguales  par- 
tes los  bienes  hereditarios  , con  la  diferencia  de 
que  el  padre  conservará  durante  su  vida  el  usu- 
fructo legal  que  tenia  en  los  bienes  del  hijo,  y la 
madre  entretanto  solo  disfrutará  la  propiedad 
de  los  que  le  tocaron.  Así  lo  decidía  el  derecho 
romano,  y así  lo  resuelven  Antonio  Gómez  y el 
doctor  Llamas  en  sus  comentarios  á la  ley  6.a 
de  Toro. 

VI.  Como  por  regla  general  es  recíproca  la 
succesion  entre  ascendientes  y descendientes, 
succederán  á los  hijos  ilegítimos  sus  padres  y 
demás  ascendientes  en  la  misma  forma  que  aque- 
llos succeden  á estos.  Así  es  que  el  padre  succe- 
de rá  al  hijo  natural  no  legitimado  solo  en  la  sexta 
parte  de  la  herencia ; y la  madre  en  el  resto  de 
ella:  ley  8.a,  tít.  13,  Part.  6.a  Si  el  padre  hubiese 
muerto  antes  que  el  hijo  natural,  todos  los  bienes 
de  este  pasarán  á la  madre;  y habiendo  fallecido 
la'  madre , él  padre  natural  no  adquirirá  sino  la 
sexta  parte,  y las  otras  cinco  sextas  pasarán  á 
los  herederos  de  parte  de  la  madre:  ley  12,  tít.  13, 
Part.  6.a  Como  los  hijos  espurios  jamás  heredan 
al  padre,  es  consiguiente  que  tampoco  el  padre 
debe  succederles  á ellos  en  caso  alguno;  y por  el 
contrario,  como  heredan  á la  madre  del  mismo 
modo  que  los  naturales,  es  claro  que  también  la 
madre  debe  heredarlos  á ellos  en  su  caso  con  ex- 
clusión del  padre.  Con  respecto  á la  succesion  de 
los  hijos  adoptivos , falla  la  regla  de  reciprocidad, 
pues  si  bien  el  adoptado  succede  al  adoptante  en 
el  caso  indicado  mas  arriba,  no  por  eso  el  adop- 
tante succede  al  adoptado:  ley  5.a,  tít.  21,  lib-  4.a 
del  Fuero  Real. 

Tercer  órden  de  succesion:  colaterales  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive. 

I.  No  habiendo  dejado  el  difunto  intestado 
descendientes  ni  ascendientes  que  le  hereden, 
entran  en  la  succesion  los  parientes  colaterales, 
sin  distinción  de  sexo:  leyes  3.a  y 9.a,  tit.  2.a,  li- 
bro 4.a  del  Fuero  Juzgo;  ley  1.a,  tít.  6.a,  lib.  3.° 
del  Fuero  Real;  leyes  4.a  y 5.a,  tít.  13,  Part.  6.a,  y 
ley  7.a  de  Toro. 

II.  El  pariente  de  grado  mas  próximo  es  pre- 
ferido por  regla  general  en  la  succesion  ó todos 
los  demás;  y concurriendo  varios  de  un  mismo 
grado , todos  heredarán  por  partes  iguales.  Esta 
regla,  sin  embargo,  sufre  algunas  modificacio- 
nes que  luego  veremos. 

III.  Eutran  , pues,  los  colaterales  á succeder 
al  difunto  por  el  órden  siguiente  de  preferencia: 

1.a  Los  hermanos  bilaterales  ó de  ambos  la- 
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dos  del  difunto  (que  también  se  llaman  herma- 
nos carnales  ó enteros)  y sus  hijos;  aquellos  por 
cabezas,  mas  estos  por  estirpes  cuando  concur- 
ren con  sus  tíos,  y por  cabezas  cuando  están  so- 
los ; pues  en  la  línea  trasversal  la  representación 
solo  tiene  lugar  en  los  sobrinos  cuando  concur- 
ren con  sus  tios.  Así  que,  habiendo  hermanos 
bilaterales,  excluyen  á todos  los  demás  parien- 
tes , aun  á los  hermanos  unilaterales , y se  di- 
viden la  herencia  entre  sí  por  iguales  partes: 
habiendo  al  mismo  tiempo  hermanos  bilaterales 
é hijos  de  uno  ó mas  hermanos  de  la  misma  cla- 
se que  hubiesen  fallecido  antes  de  la  apertura  de 
iasuccesion,  succederán  aquellos  por  sus  pro- 
pias personas , y estos  por  las  de  sus  padres  lle- 
vando solo  la  parte  de  herencia  que  al  padre 
muerto  correspondiera  si  viviese;  y en  caso  de 
haber  muerto  todos  los  hermanos  bilaterales  de- 
jando hijos,  estos  succederán  por  cabezas  y no 
por  estirpes  á su  tio  ó tia.  y repartirán  su  heren- 
cia con  igualdad  según  el  número  de  personas, 
sin  atender  á si  en  una  rama  hay  mas  ó menos 
que  en  otra,  excluyendo  absolutamente  á los 
hermanos  unilaterales  y á los  tios  del  difunto  á 
quien  se  hereda,  aunque  los  hermanos  unilate- 
rales se  hallen  en  grado  mas  próximo  que  ellos, 
y los  tios  del. difunto  en  grado  igual:  leyes  5.a 
y 8.a,  tít.  2.°,  lib.  4,"  del  Fuero  Juzgo;  ley  13,  tí- 
tulo 6.°,  lib.  3.°  del  Fuero  Real;  ley  5.a,  tít.  13, 
Part.  6.a,  y ley  8.a  de  Toro. 

Aunque  los  hijos  de  dos  ó mas  hermanos, 
cuando  concurren'por  sí  solos,  dividen  entre  sí  la 
herencia  por  cabezas  y no  por  estirpes,  según  aca- 
bamos de  decir,  opinan,  sin  embargo,  algunos 
autores  romanistas,  y entre  los  nuestros  el  doc- 
tor D.  Sancho  de  Llamas , que  en  el  caso  de  que 
haya  algún  tio  del  difunto  ó algún  hermano  uni- 
lateral de  este  mismo,  deben  dividir  dichos  hijos 
la  herencia  por  estirpes  y no  por  cabezas,  del  mis- 
mo modo  que  cuando  concurren  con  sus  tios, 
porque  como  no  excluyen  de  ia  herencia  al  tio  ó 
medio  hermano  del  difunto  sino  por  representa- 
ción de  sus  padres,  pues  de  otra  manera  no  po- 
drían excluir  á parientes  mas  próximos  ó igua- 
les á ellos  en  grado,  parece  consiguiente,  que 
ya  que  se  sirven  dei  privilegio  de  representación 
para  excluir,  se  sirvan  también  de  él  para  suc- 
ceder  y dividir.  Respetamos  mucho  esta  opinión, 
especialmente  al  ver  entre  sus  defensores  á Cu- 
yacio,  á Vinio  y al  Sr.  Llamas;  pero  no  nos 
resolvemos  á seguirla,  ya  porque  entre  otras  la 
citada  ley  5.a,  tít.  13,  Part.  6.a,  confiere  absolu- 
tamente y sin  excepciones  á los  hijos  de  quienes 
hablamos  el  derecho  de  dividir  entre  sí  la  he- 
rencia por  cabezas  y no  por  estirpes , ya  por  la 
inmensa  diferencia  que  hay  entre  concurrir  con 
parientes  que  participan  de  la  succesion  y con- 
currir con  parientes  que  son  excluidos  de  ella,  y 


á quienes  nada  puede  aprovechar  que  los  cita- 
dos hijos  hereden  por  estirpes  y no  por  jy;rsonas; 
ya  porque  no  están  tan  estrechamente  enlazados 
en  la  representación  los  efectos  de  excluir  y di- 
vidir que  repugne  á su  naturaleza  la  subsisten- 
cia del  uno  sin  la  del  otro;  ya  en  fin,  porque  to- 
davía puede  disputarse  si  en  realidad  los  hijo3 
que  nos  ocupan  succeden  cuando  están  solos 
mas  bien  por  representación  que  por  su  propio 
derecho , no  siendo  extraño  que  por  su  propio 
derecho  excluyan  al  tio  y medio  hermano  del 
difunto  , pues  vemos  la  preferencia  que  da  siem- 
pre la  ley  á la  línea  de  los  descendientes. 

2. °  No  habiendo  al  tiempo  de  la  apertura  de 
la  succesion  hermanos  bilaterales  ni  hijos  su- 
yos, son  admitidos  los  hermanos  unilaterales  ó 
de  un  lado  , ora  sean  consanguíneos,  ora  uteri- 
nos, y sus  hijos,  en  la  misma  forma  que  los  her- 
manos bilaterales  y los  hijos  de  estos;  de  modo 
que  también  los  unilaterales  succederán  por  ca- 
bezas, y los  hijos  de  los  muertos  por  estirpes 
cuando  concurran  con  sus  tios  y por  cabezas  si 
estuviesen  solos.  Mas  si  concurrieren  hermanos 
consanguíneos  ó sus  hijos  con  hermanos  uterinos 
ó sus  hijos,  aquellos  heredaráu  los  bienes  pro- 
cedentes de  parte  de  padre , y estos  los  pro- 
cedentes de  parte  de  madre,  debiendo  unos  y 
otros  partir  con  igualdad  los  bienes  que  el  di- 
funto hubiese  adquirido  por  sí;  ley  5.a,  tít.  2.°, 
lib.  4.°  del  Fuero  Juzgo:  ley  12,  tít.  6.",  lib.  3.“ 
del  Fuero  Real:  ley  6.a,  tít.  13,  Part.  6.a 

3. °  En  defecto  de  hermanos  bilaterales  y uni- 
laterales y de  hijos  ríe  unos  y otros,  son  llama- 
dos á ¡a  succesion  los  demás  parientes  colatera- 
les por  su  órden  y grado , de  modo  que  el  mas 
próximo  excluye  siempre  al  mas  remoto,  y los 
de  un  mismo  grado  heredan  por  cabezas,  sin 
distinción  de  sexo,  ui  de  línea,  ni  de  mayor  ó me- 
nor conjunción  con  el  difunto,  ni  de  bienes  pa- 
ternos ó maternos;  pues  ni  el  derecho  de  repre- 
sentación ni  ia  ventaja  dei  doble  vínculo  de 
parentesco,  esto  es,  el  estar  unido  al  difunto 
por  parte  de  padre  y madre , ni  ninguna  otra 
prelacion  pasan  de  los  hermanos  y sus  hijos. 
V.  Doble  vínculo  de  parentesco  y Representación. 

Mas  ¿hasta  qué  grado  llega  el  derecho  de 
succeder  abintestato  los  parientes  colaterales? 
La  ley  6.a.  tít.  13,  Part.  6.a,  lo  extendió  hasta  el 
décimo;  y después  la  ley  1.a,  tít.  11,  lib,  2.",  y la 
6.a,  tít.  22,  lib.  10,  Nov,  Recop.  en  los  arts.  7.° 
y 8."  de  la  Instrucción  de  26  de  Agosto  de  1786 
que  la  acompaña,  lo  limitaron  al  cuarto.  Dispu- 
tóse luego  sobre  si  este  grado  cuarto  había  de 
entenderse  según  la  computación  civil  ó según 
la  canónica.  Unos  abrazaron  la  civil,  que  es  la 
que  debe  seguirse  en  los  actos  civiles,  cual  es  el 
de  la  succesion  hereditaria;  y otros  prefirieron 
la  canónica,  fundados  en  inducciones  sacadas  de 
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la  Real  cédula  de  25  de  Setiembre  de  1798,  que  I 
supone  que  las  succesiones  intestadas  se  extien- 
den mas  allá  del  cuarto  grado , y en  una  senten- 
cia dada  el  15  de  Julio  de  1802  por  el  superin- 
tendente general  de  mostrencos  que  agudicé  á 
parientes'del  quinto  grado  civil  los  bienes  de  un 
intestato.  A esta  última  opinión  se  inclinó  el  pa- 
vorde D.  Juan  Sala  en  sus  instituciones,  y la 
adoptó  mas  resueltamente  el  doctor  D.  Sancho 
Llamas  en  su  comentario  á la  ley  8/  de  Toro, 
número  46.  Posteriormente , el  Real  decreto  de 
31  de  Diciembre  de  1829  y la  Instrucción  de  7 de 
Marzo  de  1831  acerca  del  impuesto  gradual  sobre 
las  succesiones,  vinieron  á cortar  estas  dispu- 
tas , mandando  que  no  heredasen  sino  los  pa- 
rientes colaterales  dentro  del  cuarto  grado,  que 
ios  grados  habian  de  regularse  por  el  órden  ci- 
vil y no  por  el  canónico,  y que  no  habiendo  pa- 
rientes de  esta  clase  succediese  la  real  Hacien- 
da. Pero  por  fin  la  ley  de  16  de  Mayo  de  1835 
sobre  adquisiciones  por  el  Estado  ba  restableci- 
do la  succesion  de  los  parientes  colaterales  basta 
el  décimo  grado  civil  con  arreglo  á la  citada 
ley  6.*,  tít.  13,  Part.  6.a;  con  la  diferencia  empero 
de  que  haciendo  dos  clases  de  los  parientes  co- 
laterales, una  hasta  el  cuarto  grado  y otra  desde 
el  quinto  al  décimo  inclusive , quiere  que  la  pri- 
mera venga  á heredar  por  el  órden  establecido 
hasta  aquí  según  las  leyes  vigentes,  y no  admite 
á ¡asegunda  sino  después  de  los  hijos  naturales 
legalmente  reconocidos  y sus  descendientes,  por 
lo  respectivo  á la  succesion  del  padre,  y después 
del  cónyuge  del  difunto  no  separado  por  divor- 
cio, como  mas  abajo  veremos.  Succeden , pues, 
ahora  en  este  tercer  órden  de  succesion  al  difunto 
intestado . k falta  de  hermanos  enteros  y medios 
y de  hijos  de  unos  y otros , los  demás  parientes 
colaterales  hasta  el  cuarto  grado  inclusive.  La 
citada  Instrucción  de  7 de  Marzo  de  1834  mandó 
tener  presente:  que  en  las  líneas  colaterales  no 
hay  'primer  grado  civil,  y que  de  consiguiente  en 
el  segundo  están  únicamente  los  hermanos  de  la 
persona  á quien  se  trata  de  succeder  ó heredar; 
en  el  tercero  los  sobrinos,  hijos  de  hermanos;  y 
los  tíos  ó hermanos  de  los  padres ; y en  el  cuarto 
los  hermanos  de  los  abuelos  paternos  y mater- 
nos, los  nietos  de  los  hermanos  y los  primos  que  . 
son  hijos  de  los  hermanos  de  los  padres  ó de  las  . 
madres.  - ¡ 

4."  Por  lo  que  hace  á los  parientes  ilegítimos, 
han  de  observarse  las  reglas  que  siguen. 

Al  hijo  natural  que  muere  intestado  sin  des- 
cendientes y sin  madre,  le  succeden  sus  herma- 
nos de  parte  de  madre , con  exclusión  de  los  que 
solamente  lo  son  por  parte  de  padre,  porque 
aquellos  son  ciertos  y estos  dudosos:  ley  12,  tí- 
tulo 13,  Part.  6."  La  ley  no  distingue  de  herma- 
nos; pero  algunos  autores,  entre  ellos  Gregorio 


López,  en  la  glosa  2.a,  quieren  que  si  el  difunto 
tiene  por  parte  de  madre  hermanos  legítimos  y 
naturales,  sean  aquellos  preferidos  á estos;  y 
otros  con  Antonio  Gómez  pretenden  que  natura- 
les y legítimos  deben  concurrir  á un  mismo 
tiempo  y heredar  por  iguales  partes,  por  hallar- 
se todos  en  un  mismo  grado.  La  opinión  de  Gre- 
gorio López  parece  mas  conforme  á los  princi- 
pios legales:  l.°,  porque  si,  como  luego  veremos, 
cuando  por  no  tener  el  difunto  hermanos  de 
parte  de  madre  le  succeden  los  hermanos  de 
parte  de  padre,  han  de  ser  preferidos  entre  estos 
los  legítimos  á ios  naturales,  ¿qué  razón  hay 
para  que  no  lo  sean  también  entre  los  hermanos 
de  parte  de  madre,  cuando  son  estos  los  que 
concurren  á la  herencia?  2.°,  porque,  asi  como 
en  la  succesion  á la  madre  no  se  admiten  los 
lujos  naturales  sino  á falta  de  legítimos,  es  con- 
siguiente que  tampoco  en  la  succesion  á un 
hermano  natural  se  admitan  los  hermanos  natu- 
rales cuando  hay  hermanos  legítimos:  Ubicumque 
desuccesione  fraterna  trac latu/r,  illc/rater  prmfer- 
tur  qui  pluribus  nexibus  erit  conjunctus,  scilicet 
nexu  natura  et  nexu  jv/ris.  La  preferencia  que  se 
concede  á los  legítimos  sobre  los  naturales  se 
funda  en  la  necesidad  que  hay  de  evitar  las 
uniones  vagas  é ilegítimas  para  conservar  en  la 
sociedad  la  moralidad  y el  buen  órden;  y así  es 
que  una  vez  que  ha  sido  adoptada  por  la  ley,  no 
debe  negarse  sino  cuando  la  ley  expresamente 
la  niegue.  Si  el  difunto  deja  hermanos  naturales 
enteros  y hermanos  naturales  medios,  esto  es, 
hermanos  de  parte  del  mismo  padre  y de  la  mis- 
ma madre  y hermanos  de  la  misma  madre  pero 
(le  diverso  de  padre,  serán  preferidos  los  enteros 
á los  medios,  de  modo  que  no  heredarán  estos 
sino  en  defecto  de  aquellos  como  así  está  orde- 
nado con  respecto  á los  hermanos  bilaterales  le- 
gítimos por  razón  del  doble  vínculo  de  parentes- 
co, según  se  ha  dicho  mas  arriba,  y así  lo  sien- 
tan Gregorio  López  en  la  glosa  3.‘  de  la  ley  12, 
tít.  13,  Part.  6.",  y Antonio  Gómez  en  la  ley  9.‘ 
de  Toro,  núm.  50. 

Al  natural  que  no  deja  descendientes  ni  ma- 
dre ni  hermanos  legítimos  ni  naturales  de  parte 
de  madre,  le  succeden  los  hermanos  de  parte  de 
padre,  y entre  ellos  son  preferidos  los  legítimos 
á los  naturales:  ley  12,  tít.  13,  Part.  6." 

Los  hijos  naturales  no  succeden  á los  hijos  le- 
gítimos ni  á los  demás  parientes  por  parte  de  su 
padre,  pero  succeden  á los  de  parte  de  su  madre 
que  mueran  intestados,  siendo  parientes  mas 
inmediatos:  ley  12,  tít.  13,  Part.  6.a  ¿Qué  será, 
pregunta  Gregorio  López , si  tal  hermano  legíti- 
mo y natural  por  parte  de  padre  no  tuviese  otros 
hermanos  legítimos  y naturales  por  parte  de 
padre  ó uterinos  por  parte  de  madre?  ¿Le  succe- 
derá  en  tal  caso  el  hermano  natural  de  parte  de 
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padre?  Parece  que  sí,  responde,  así  como  el  mis- 
mo legítimo  succederia  al  natural,  debiendo  ser 
recíproca  la  suecesion. 

Los  espurios  de  cualquiera  clase  que  sean  uo 
succeden  á los  parientes  de  su  padre , ni  estos  á 
ellos,  porque  no  succediendo  á su  padre  ni  su 
padre  á los  mismos , es  consiguiente  que  tampo- 
co y mucho  menos  hereden  á los  parientes  del 
padre.  Tampoco  los  espurios  ele  dañado  ayunta- 
miento succeden  á sus  hermanos  y parientes  por 
línea  materna,  por  la  propia  razón  de  que  ni 
ellos  succeden  á su  madre  ni  su  madre  á ellos; 
pero  los  demás  espurios  que  tienen  derecho  de 
heredar  á su  madre , así  como  esta  lo  tiene  de 
heredarlos  á ellos,  succederán  á sus  hermanos  y 
demás  colaterales  por  parte  de  madre,  y de  con- 
guiente  dichos  colaterales  suceederán  recípro- 
camente á dichos  espurios. 

Los  hijos  adoptivos  no  succeden  á los  hijos  ni 
á los  demás  parientes  del  adoptante , ni  tampo- 
co los  hijos  y parientes  del  adoptante  succeden 
á los  hijos  adoptivos:  ley  9.a,  tit.  16,  Part.  4.a 
V.  Adopción. 

Cuarto  orden  de  suecesion:  hijos  naturales  con 
respecto  al  padre. 

I.  No  dejando  el  padre  intestado  descendien- 
tes ni  ascendientes  legítimos  de  ningún  grado 
ni  parientes  colaterales  hasta  el  cuarto  inclusi- 
ve que  dehan  heredarle  conforme  á lo  dicho  en 
los  tres  órdenes  de  suecesion  que- preceden,  le 
succederán  entonces  los  hijos  naturales  legal- 
mente reconocidos  y sus  descendientes,  sin  per- 
juicio del  derecho  preferente  que  tienen  los 
mismos  para  succeder  á la  madre:  ley  16  de 
Mayo  de  1835.  El  reconocimiento  puede  hacerse 
por  el  padre  mediante  instrumento , ó por  el 
juez  en  juicio  contradictorio.  V.  Hijo  natural. 

II.  Antes  los  hijos  naturales  nunca  succe- 
dian  al  padre  intestado  que  moria  sin  descen- 
dientes legítimos,  sino  en  la  sexta  parte  de  la 
herencia  que  todavía  debían  partir  con  su  ma- 
dre, y el  resto  de  los  bienes  iba  á los  ascendien- 
tes ó á los  parientes  colaterales  según  los  casos, 
como  se  ha  indicado  mas  arriba.  Mas  la  ley  de 
16  de  Mayo  de  1835  ha  mejorado  la  condición  de 
estos  hijos;  pues  si  bien  los  deja  en  el  mismo 
estado  y sin  aumento  de  derechos  mientras  haya 
ascendientes  ó parientes  trasversales  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive,  en  cuyo  caso  continua-  ! 
rán  percibiendo  solamente  la  sexta  parte,  quiere  ■ 
sin  embargo  que,  faltando  dichos  ascendientes 

y colaterales , entren  á succeder  al  padre  como 
legítimos  herederos,  con  preferencia  á la  mujer 
del  mismo  padre  y á los  colaterales  de  este  que 
se  hallen  fuera  del  cuarto  grado.  V,  Estado , ar- 
tículo 2.° 


III.  Parece  consecuencia  necesaria  de  esta 
nueva  disposición,  en  virtud  del  principio  de 
reciprocidad,  que  así  como  cuando  el  hijo  na- 
tural tiene  derecho  de  heredar  al  padre  en  la 
sexta  parte,  lo  tiene  también  el  padre  de  heredar 
en  la  misma  parte  al  hijo  natural,  del  mismo 
modo  ahora  puede  sentarse  , que  siempre  que  el 
hijo  natural  llegare  á revestirse  del  derecho  de 
succeder  á su  padre  en  toda  la  herencia,  adqui- 
rirá igualmente  el  padre  ipso  f acto  el  derecho 
reciproco  de  succeder  en  toda  la  herencia  al  hijo 
natural  en  los  mismos  casos  y en  la  propia 
forma. 

(¿v.in lo  orden  de  suecesion:  cónyuge  que  sobrevive. 

I.  Después  de  los  descendientes,  ascendien- 
tes, colaterales  hasta  el  cuarto  grado,  é hijos 
naturales  legalmente  reconocidos , viene  á la 
suecesion  intestada  el  cónyuge  no  separado  por 
demanda  de  divorcio  contestada  al  tiempo  del 
fallecimiento , entendiéndose  que  á su  muerte 
deberán  volver  los  bienes  raíces  de  abolengo  á 
los  colaterales:  ley  de  16  de  Mayo  de  1835. 

II.  Entre  los  antiguos  Romanos,  era  conside- 
rada la  mujer  como  hija  de  familia  bajo  la  po- 
testad del  marido;  y así,  muerto  el  marido,  le 
suceedia  como  hija  y heredera  legítima  y no 
como  mujer.  Dejaron  después  las  mujeres  de  ser 
consideradas  como  hijas  de  familias,  y perdie- 
ron de  consiguiente  su  derecho  á heredar  á los 
maridos,  porque  solamente  los  agnados  y cog- 
nados se  tenian  por  capaces  de  heredarse  unos 
á otros.  Establecióse  luego  por  un  edicto  preto- 
rio que  en  defecto  de  toda  cognación  ó parentela, 
el  cónyuge  sobreviviente  succediese  al  difunto 
en  todos  los  bienes  que  dejase.  Mas  como  bajo 
este  sistema  raras  veces  llegaba  el  caso  de  que 
los  cónyuges  se  heredasen,  mandó  Justimano 
que  fuesen  admitidos  con  los  demás  herederos, 
con  tal  que  fueran  pobres  y el  difunto  rico,  de- 
biendo llevar  la  cuarta  parte  de  la  herencia  si 
los  herederos  eran  tres  ó menos,  y una  parte 
igual  á la  de  cada  uno  de  estos  si  eran  mas  de 
tres;  con  la  diferencia  de  que  concurriendo  el 
cónyuge  con  hijos  del  difunto,  tomaba  su  parte 
solo  en  cuanto  al  usufructo,  y concurriendo  con 
herederos  extraños  la  percibía  plenamente  en 
cuanto  al  usufructo  y á la  propiedad. 

III.  Nuestras  leyes  han  mirado  también  por 
la  suerte  del  marido  y de  la  mujer  en  lo  respec- 
tivo á su  reciproca  suecesion.  «El  marido,  dice 
el  Fuero  Juzgo  (ley  11,  tít.  2.“,  lib.  4.°),  deve  aver 
la  buena  (herencia)  de  la  muier,  é la  muier 
deve  aver  la  buena  del  marido  quando  non  ay 
otro  pariente  fasta  séptimo  grado.  La  ley  6.a,  tí- 
tulo 13,  Part.  6.a,  quiere  que  no  teniendo  el  di- 
funto parientes  hasta  el  grado  décimo,  succeda 
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la  mujer  al  marido  y el  marido  k la  mujer  en 
todos  sus  bienes. 

IV.  Se  ha  dudado  con  harto  fundamento  so- 
bre si  tanto  la  ley  del  Fuero  Juzgo  como  la  de 
la  Partida  quedaron  derogadas  por  la  ley  de 
Enrique  III  (ley  1.',  tit.  22,  lib.  10,  Nov.  Recop.), 
pues  en  ella  se  ordena  que  si  el  que  muere  sin 
testamento  no  deja  herederos  de  los  que  suben 
ó descienden  de  línea  derecha  ó de  travieso , to- 
dos los  bienes  sean  para  la  Cámara  del  Rey. 
Como  en  esta  ley  no  se  hace  mención  alguna 
del  marido  ni  de  la  mujer,  han  opinado  algu- 
nos autores  que  debia  entenderse  derogado  el 
derecho  que  las  mujeres  y maridos  tenían  de 
succederse  mutuamente;  mas  otros,  ai  contrario, 
por  el  hecho  mismo  de  no  haberse  quitado  ex- 
presamente un  derecho  tan  formal  y terminan- 
temente concedido,  le  han  creído  siempre  en 
vigor;  y mas  al  observar  la  vaguedad  de  la  ley 
enriqueña  que  habla  de  meros  parientes  sin  li- 
mitación de  grados  ni  expresión  de  calidades. 
Parece  también  favorable  k esta  última  opinión 
la  Real  cédulasie  9 de  Octubre  de  1766  (nota  1.a 
del  tit.  22,  lib.  10,  Nov.  Recop. ) que  hablando  de 
los  bienes  mostrencos  dispone  que  los  bienes  de 
los  que  mueren  sin  testamento  y no  dejan  here- 
deros conocidos,  se  adjudiquen  á la  Real  Cámara 
con  arreglo  k la  citada  ley  de  Enrique  III  y k la 
dicha  ley  6 tít.  13,  Part,  6.a;  pues  no  era  regular 
que  la  Real  cédula  fundase  el  derecho  de  la  Real 
Cámara  k los  bienes  de  los  que  no  dejaban  he- 
rederos, conocidos  en  una  ley  que  quería  dero- 
gar, porque  daba  la  preferencia  k estos  bienes  i 
al  cónyuge  sobreviviente.  Sin  embargo,  no  pa- 
rece que  podía  ya  sostenerse  esta  opinión , des- 
pués que  por  Real  decreto  de  31  de  Diciembre 
de  1829  é instrucción  de  7 de  Marzo  de  1831  acer- 
ca del  impuesto  gradual  sobre  las  succesíones, 
se  estableció  absolutamente  que  no  habiendo 
parientes  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  civil 
la  real  hacienda  fuese  !a  .heredera. 

Como  quiera  que  sea,  la  ley  de  16  de  Mayo  de 
1835  ha  venido  á desvanecer  toda  incertidumbre 
sobre  este  punto , disponiendo  que  4 falta  de  las 
personas  capaces  de  suceeder  k los  intestados 
con  arreglo  4 las  leyes  vigentes , y después  de 
los  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  y sus 
descendientes  por  lo  respectivo  á la  succesion 
del  padre,  entre  k heredar  el  cónyuge  viudo  en 
los  términos  que  mas  arriba  se  han  indicado, 
con  preferencia  k los  colaterales  que  se  hallen 
fuera  del  cuarto  grado.  Como  la  ley  ordena  que 
los  bienes  raíces  de  abolengo  que  hereda  el  cón- 
yuge viudo  han  de  volver  4 su  muerte  á los  co- 
laterales de  la  persona  de  quien  los  heredó , es 
evidente  que  no  hereda  en  rigor  sino  el  usufruc- 
to de  ellos;  que  hereda  plenamente  en  usu- 
fructo y propiedad  los  demás  bienes  raíces  que 


no  son  de  abolengo,  y que  hereda  igualmente 
con  la  misma  plenitud  de  dominio  los  bienes 
muebles. 

V.  Es*ta  succesion  recíproca  del  marido  y de 
la  mujer  no  priva  á la  viuda  que  queda  sin  me- 
dios de  subsistir,  del  derecho  que  tiene  á la 
cuarta  parte  de  los  bienes  de  su  marido,  con  tal 
que  no  pase  de  cien  libras  de  oro  aun  cuando  el 
marido  deje  hijos,  con  arreglo  k la  ley  7.",  títu- 
lo 13,  Part.  6.*,  V.  Cuarta  marital. 

VI.  En  Aragón,  el  cónyuge  que  sobrevive, 
tiene  el  derecho  de  usufructo,  llamado  viudedad, 
sobre  los  bienes  raíces  del  que  antes  fallece,  y 
le  conserva  durante  su  vida  ó mientras  se  man- 
tenga sin  contraer  nuevo  matrimonio , aunque 
el  difunto  haya  dejado  descendientes,  ascen- 
dientes ó parientes  colaterales , quienes  tienen 
solo  la  propiedad  y no  adquieren  el  usufructo 
hasta  que  el  viudo  ó viuda  muere  ó se  casa  ó 
renuncia  mediante  pacto. 

Sexto  órdende  succesion. : colaterales  desde  el  quin- 
to hasta  el  décimo  grado  inclusive. 

I.  Se  ha  insinuado  mas  arriba  que  los  pa- 
rientes colaterales  se  dividen  en  dos  fracciones; 
la  primera  comprende  4 los  que  se  hallan  den- 
tro del  cuarto  grado,  y la  segunda  4 los  que  se 
encuentran  desde  el  quinto  hasta  el  décimo  in- 
clusive, computados  civilmente  al  tiempo  de 
abrirse  la  succesion.  Aquella  viene  4 heredar 
después  de  los  descendientes  y ascendientes,  y 
esta  no  entra  en  turno  sino  cuando  no  hay  des- 
cendientes ni  ascendientes,  ni  colaterales  de  la 
primera  fracción,  ni  hijos  naturales  reconocidos 
por  el  padre,  ni  cónyuge  que  sobreviva:  ley  16 
de  Mayo  de  1835.  Los  parientes  que  están  fuera 
del  grado  décimo,  no  tienen  derecho  41a  suc- 
cesion r porque  supone  la  ley  que  no  se  profesan 
afecto  recíproco  de  familia  parientes  tan  remo- 
tos. EL  Código  francés  extiende  las  succesíones 
intestadas  4 los  colaterales  hasta  el  duodécimo 
grado. 

Séptimo  orden  de  succesion:  el  fisco. 

I.  No  habiendo  parientes  basta  el  grado  dé- 
cimo inclusive,  ni  quedando  viuda  ó viudo  que 
hereden  al  difunto  intestado,  le  succcde  en  últi- 
mo lugar  el  Estado  en  todos  los  bienes  que  de-, 
jare:  Fiscus  pos  i omnes:  ley  6.a,  tít.  13,  Part.  6."; 
leyes  1.*  y 6.*,  tít.  22,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  y ley 
de  16  de  Mayo  de  1835.  Lo  que  no  pertenece  á 
persona  alguna  en  particular  debe  pertenecer 
efectivamente  al  cuerpo  de  la  sociedad  que  re- 
presenta la  universidad  ó conjunto  de  los  ciu- 
dadanos. V.  Estado. 

—V éase  Heredero  y Herencia. 
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HEREDERO  ABSOLUTO  Ó UBRE  Y HEREDERO  GRAVADO. 

Heredero  libre  ó absoluto  es  el  llamado  á la  suc- 
ce6Íon  sin  restricción  ni  condición  alguna,  de 
suerte  que  puede  disponer  de  los  bienes  here- 
ditarios como  mejor  le  parezca  sin  obligación  de 
entregarlos  ó devolverlos  á otra  persona , y he- 
redero gravado  es  aquel  á quien  se  confiere  de-  i 
recho  de  disfrutar,  durante  su  vida  ó por  cierto 
tiempo,  de  los  bienes  comprendidos  en  la  insti- 
tución , con  obligación  de  dejarlos  á su  muerte 
ó después  del  tiempo  que  se  le  hubiere  prefijado 
para  su  goce,  á la  persona  llamada  para  substi-  ! 
tuirle:  de  modo  que  heredero  gravado  viene  á 
ser  lo  mismo  que  heredero  fidiiciario. 

HEREDERO  FIDUCIARIO.  El  encargado  por  el  tes- 
tador de  restituir  á otro  la  herencia  que  le  ha 
dejado;  como  cuando  dice  el  testador  por  ejem- 
plo: «Instituyo  por  mi  heredero  á Diego  Rodrí- 
guez, y le  ruego,  quiero  ó mando  que  entregue 
desde  luego,  ó pasado  tanto  tiempo,  mis  bienes 
á Pedro  García.»  Diego  Rodríguez  es  aquí  here- 
dero fiduciario , y Pedro  García  heredero  fideico- 
misario. V.  Fideicomiso  y Substitución  fideicomi- 
saria. 

HEREDERO  FIDEICOMISARIO.  La  persona  á quien 
el  heredero  fiduciario  está,  encargado  por  el  di- 
funto de  restituir  desde  luego  ó pasado  alguu 
tiempo  el  todo  ó parte  de  la  herencia.  Llámase 
también  heredero  oblicuo,  porque  no  percibe 
directa  é inmediatamente  del  testador  los  bienes 
de  la  herencia,  sino  mediante  la  interposición 
de  otra  persona.  V.  Fideicomiso  y Substitución 
fideicomisaria. 

HEREDERO  PROPIETARIO,  La  persona  á quien  se 
deja  solo  la  propiedad  de  los  bienes  hereditarios 
sin  el  usufructo. 

HEREDERO  USUFRUCTUARIO.  El  instituido  por  el 
testador  para  que  goce  del  producto  de  los  bie- 
nes que  le  deja,  ó haga  uso  de  estos  por  el  tiem- 
po de  su  vida  ú otro  que  señale,  después  del 
cual  ha  de  consolidarse  el  usufructo  con  la  pro- 
piedad y pasar  á otros  nombrados  que  se  llaman 
herederos  propietarios. 

HEREDERO  SUBSTITUTO.  El  sugeto  nombrado  por 
el  testador  para  q.ue  perciba  la  herencia  en  de- 
fecto del  instituido  en  primer  lugar.  V.  Substi- 
tución. 

HEREDERO  PRESUNTIVO.  El  que  se  encuentra  en 
el  grado  mas  próximo  de  parentesco,  y que  por 
esta  razón  se  presume  ha  de  ser  heredero  de 
derecho. 

HEREDERO  UNIVERSAL.  El  que  succede  al  difunto 
en  todos  sus  bienes  y derechos. 

HEREDERO  PARTICULAR  Ó PARCIAL.  El  que  no  suc- 
cede al  difunto  sino  en  cierta  cuota  ó en  cierta 
especie.de  bienes. 

HEREDERO  PURO  Y SIMPLE  Y HEREDERO  BENEFICIARIO. 

Heredero  puro  y simple  es  el  que  acepta  la  lie- 
Tomo  iii. 


I reacia  pura  y simplemente,  y que  por  tanto 
queda  obligado  á pagar  todas  las  deudas  del  di- 
| funto,  aun  cuando  importen  mas  que  los  bienes 
¡ heredados;  á diferencia  del  que  la  acepta  con 
beneficio  de  inventarío,  y que  suele  llamarse 
heredero  beneficiario , el  cual  no  responde  de  las 
deudas  sino  hasta  la  concurrencia  del  valor  de 
los  bienes  de  que  se  compone  la  succesion.  Véa- 
se Aceptación  de  herencia. 

HEREDERO  PUTATIVO.  El  que  presentándose  de 
buena  ó mala  fe  con  la  calidad  de  heredero  sin 
serlo  realmente,  se  apodera  de  una  licencia  y la 
disfruta  y aun  dispone  de  ella,  como  si  efectiva- 
mente le  perteneciese.  V.  Herencia. 

HEREDEROS  SUYOS,  NECESARIOS  Y EXTRAÑOS.  An- 
tiguamente se  llamaban  herederos  suyos  los  hi- 
jos, nietos  y biznietos  del  testador  que  se  halla- 
ban en  su  poder  al  tiempo  del  testamento.  Dába- 
seles  este  nombre,  porque  los  nudos  déla  patria 
potestad  unen  tan  estrechamente  al  padre  y al 
hijo,  que  el  patrimonio  del  primero  se  considera, 
aun  en  vida  del  mismo,  como  patrimonio  del 
segundo;  de  modo  que  después  de  la  muerte  del 
padre,  puede  decirse  que  el  hijo  hereda  su  pro- 
pia hacienda,  y que  por  tanto  es  heredero  de  sí 
mismo.  Herederos  necesarios  eran  los  esclavos 
instituidos  por  sus  señores,  los  cuales  quedaban 
libres  por  el  hecho  de  la  instituciou  ,.y  obligados 
á ser  herederos  y pagar  de  sus  propios  bienes, 
adquiridos  antes  ó después  de  la  muerte  del  tes- 
tador, todas  sus  deudas  y mandas,  no  alcanzan- 
do los  de  la  herencia,  que  no  podían  repudiar 
por  muy  cargada  que  estuviese  de  obligaciones. 
Herederos  extraños  se  llamaban  todos  los  demás 
que  no  eran  suyos  ni  necesarios , los  cuales  tenían 
libertad  para  aceptar  ó repudiar  las  succesiones 
que  se  les  deferian  por  testamento  ó abintestato; 
de  manera  que  aun  los  hijos  emancipados  eran 
tenidos  por  herederos  extraños,  en  atención  á 
que  no  estaban  bajo  la  patria  potestad:  ley  21, 
tít.  3.°,  Part-,  6.‘  Ahora  pueden  llamarse  necesa- 
rios los  herederos  forzosos,  no  en  el  sentido  que 
los  esclavos,  pues  no  es  heredero  el  que  no  quie- 
re, sino  en  cuanto  necesariamente  han  de  ser 
instituidos  ó desheredados,  porque  así  lo  dispone 
la  ley.  La  denominación  de  extraños  no  tiene  al 
presente  tanta  latitud,  pues  no  comprende  á los 
hijos  emancipados,  los  cuales  son  herederos 
forzosos  como  los  que  están  todavía  en  poder  del 
padre.  V.  Heredero  forzoso  y Heredero  extraño. 

HEREDEROS  ANÓMALOS  0 IRREGULARES.  Los  que 
hacen  las  veces  de  herederos  sin  haber  sido  ins- 
tituidos ni  llamados  como  tales;  como  por  ejem- 
plo , el  fideicomisario  universal , el  legatario  de 
todos  los  bienes,  el  fisco  que  succedió  en  los  del 
que  falleció  sin  dejar  parientes  ni  cónyuge,  el 
monasterio  ó convento  que  heredó  en  represen- 
tación de  un  religioso,  los  testamentarios  uni- 
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versales  á quienes  el  difunto  cometió  la  distri-  j 
bucion  de  todos  sus  bienes.  Todos  ellos  hacen 
veces  de  herederos,  y están  obligados  como  los 
otros  á satisfacer  las  cargas  de  la  herencia ; pero 
no  representan  la  persona  del  difunto.  Entre  los 
herederos  anómalos  no  hay  en  el  dia  quien  he- 
rede abintestato  sino  el  fisco. 

HEREDEROS  DE  SANGRE  Ó PDR  PARENTESCO.  Los 
llamados  por  la  ley  á la  suceesion  de  un  difunto 
intestado  en  virtud  de  los  vínculos  de  parentes- 
co que  los  unian  con  el  mismo.  Y.  Heredero  le- 
gitimo. 

HEREDEROS  POR  MATRIMONIO.  Los  cónyuges  que 
se  heredan  mútuamente  cuando  no  dejan  des- 
cendientes ni  ascendientes  ni  colaterales  hasta 
el  cuarto  grado  inclusive.  V.  Heredero  legitimo , 
en  el  quinto  órden  de  suceesion. 

HEREDITARIO,  Lo  que  pertenece  á la  herencia 
ó se  adquiere  por  ella,  y lo  que  por  su  natura-  : 
leza  tiene  que  pasar  á la  persona  de  nuestros 
herederos. 

HEREJÍA.  Véase  Apostíisia. 

HEREJE.  Véase  Apóstata. 

HERENCIA.  La  suceesion  en  los  bienes  y dere- 
chos que  tenia  alguno  al  tiempo  de  su  muerte; 
y el  conjunto  de  los  mismos  bienes  y derechos 
que  deja  el  difunto,  deducidas  las  deudas:  ley  8.a, 
tít.  33,  Part.  7.a  Hereditas  nihil  alisid  est  quam 
civilis  succesio  in  imiversw/n  jus  qsiod  defunclus 
halndt:  ley  24, 1).  de  veri,  signif. 

I.  La  reunión  ó conjunto  de  todos  los  bienes 
y derechos  de  la  suceesion  no  forma  una  heren- 
cia propiamente  dicha  sino  antes  de  la  adición 
del  heredero  presuntivo;  porque  después  de  ha 
adición  todo  el  patrimonio  del  difunto  se  con- 
funde con  el  de  suceesor  y pierde  el  nombre  de 
herencia:  Hereditas  adita  non  est  amplius  Acredi- 
tas, sed  patrimoninm  heredis. 

II.  Aunque  la  herencia  comprende  todos  los 
bienes  muebles  é inmuebles  del  difunto . se  la 
considera,  sin  embargo,  como  cosa  puramente 
incorporal,  porque  no  es  de  su  esencia  el  que  se 
encuentren  bienes  en  ella:  Hereditas , etiám  sine 
sallo  corpore , juris  intellectum  habet,  como  dice  la 
ley  50,  D.  de  petit.  hered.  Así  es  que  el  hombre 
que  nada  deja  al  morir,  no  deja  por  eso  de  tener 
una  herencia  como  el  mas  rico  propietario.  Sí- 
guese de  aquí  que  no  se  han  de  confundirlos 
bienes  de  un  difunto  con  su  herencia:  llámanse 
bienes  todo  lo  que  resta  después  de  pagadas  las 
deudas , bona  intelliguntsir  cujusque  quee  dedsicto 
cere  alieno  supersvnt,  como  dice  la  ley  39,  .11.  de 
verb.  signif.-,  pero  la  herencia  comprende  tanto 
lo  pasivo  como  lo  activo,  tanto  las  deudas  y obli- 
gacibnes  como  los  créditos  y derechos. 

III.  Se  ha  disputado  sobre  si  la  herencia  re- 
presenta la  persona  del  difunto  ó la  del  heredero 
presuntivo,  y Voet  hace  sobre  este  punto  uua 
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distinción  muy  exacta.  ^La  herencia  todavía  no 
aceptada,  dice,  no  pertenece  á nadie,  nullius  in 
bonis  est,  ni  en  cuanto  á la  propiedad  ni  en  cuan- 
to á la  posesión  ; y por  eso  deciden  las  leyes  ro- 
manas que  no  puede  haber  robo  de  una  cosa  he- 
reditaria, pues  que  en  la  sustracción  de  una  eosa 
de  esta  especie  no  se  encuentra  la  circunstancia 
que  caracteriza  propiamente  al  robo,  esto  es, 
contrectatio  rei  aliente  invito  domino  f 'acta ; bien 
que  no  por  esta  razón  queda  sin  castigo  tal  sus- 
tracción, que  se  llama  expoliación  ó expilacion 
de  herencia.  V.  Expilacion.  Sin  embargo,  conti- 
núa Voet,  la  herencia  todavía  no  aceptada  re- 
presenta la  persona  del  difunto  en  todo  lo  que  es 
derecho,  y en  este  sentido  es  verdad  lo  que  sien- 
ta Jnstmiano  en  sus  Instituías , lib.  2.”,  tít.  14, 
pár.  2.°:  Nondum  adita  hereditas  persona  vicem 
sus  tiñe  t,  non  heredis  fu  inri,  sed  defuncti.  Mas  en 
todo  lo  que  es  de  hecho,  es  decir,  en  todo  lo  que 
requiere  el  ministerio  y la  intervención  real  de 
la  persona  de  un  propietario,  la  herencia  repre- 
senta la  persona  del  heredero  aparente  á quien 
se  ha  deferido.  Esta  distinción  se  funda  en  la  ley 
61  del  Digesto  de  adqsñr.  rer.  dom.  que  la  esta- 
blece formalmente:  Hereditas , dice,  in  mnttis 
partibiís  juris  pro  domino  habetscr...;  in  Ais  sane 
in  qsiibus  factim  persone  operceoe  substantia  desi- 
derátum-.... heves  expeelandus  est. 

IV.  La  herencia  se  adquiere,  ó por  un  acto 
que  expresa  la  voluntad  del  testador,  ó por  dis- 
posición de  la  ley  que  presume  y supone  dicha 
voluntad  cuando  el  difunto  murió  sin  expresarla 
en  debida  forma.  De  aquí  viene  la  división  de  la 
herencia  en  testamentaria  y legítima;  de  modo, 
que  herencia  testamentaria  es  la  que  se  confiere 
por  testamento,  y legitima  ó abintestato , la  que 
se  confiere  por  la  ley:  proemio  y ley  3.a,  tít.  13, 
Part.  6.a  V.  Heredero  legitimo  y Heredero  testa- 
mentario. 

V.  Para  adquirir  la  herencia,  sea  legítima  ó 
testamentaria , es  necesario  tener  capacidad 
cuando  menos  al  tiempo  de  la  muerte  de  la  per- 
sona de  cuya  suceesion  se  trata,  pues  el  herede- 
ro, cualquiera  que  sea  el  tiempo  en  que  se  re- 
viste de  la  calidad  de  tal,  se  entiende  que  succe- 
dió  al  difunto  desde  su  fallecimiento:  Heves  jam 
tune  a mor  te  successise  defámelo  mielligitur:  ley  54, 
D.  de  acquir.  vel  a-miU,  hered.  Y para  conservar 
la  herencia  una  vez  adquirida,  es  necesario  que 
el  heredero  no  se  haya  hecho  indigno  de  ella; 
pues  en  caso  de  indignidad,  ó no  será  admitido 
á la  posesión  de  los  bienes  hereditarios,  ó será 
despojado  de  ellos  si  ya  los  tuviere.  V.  Here- 
dero. 

VI.  La  razón  y la  equidad  exigen  igualmente 
que  aquel  á quien  se  defiere  una  herencia, 
sea  por  testamento  ó abintestato,  tenga  libertad 
de  aceptarla  ó repudiarla,  y así  nadie  es  here- 
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dero  si  no  quiere  serlo:  Nemo  in-oitus  heves.  Véa- 
se Aceptación.— Beneficio  de  deliberación  y Bene- 
ficio de  inventario. 

VIL  Puede  el  heredero,  sea  testamentario  ó 
legítimo,  apoderarse  por  sí  mismo  de  la  herencia 
que  se  hallare  yacente,  sin  que  nadie  la  posea: 
ley  11,  tít.  6.°,  Part.  6.a  Mas  si  otro  poseyere  los 
bienes  que  la  constituyen,  ó le  disputare  la  cali- 
dad de  heredero,  deberá,  el  que  se  tiene  por  tal 
pedir  al  juez,  con  presentación  de  los  correspon- 
dientes documentos,  que  1c  declare  heredero  y 
le  ponga  en  posesión  de  la  herencia;  y de  todos 
modos  será  conveniente  que  así  lo  haga  en  mu- 
chos casos,  aun  cuando  no  concurra  ninguna  de 
aquellas  circunstancias. 

Si  habiendo  descendientes  ú otros  parientes 
que  por  testamento  ó abintestado  tienen  derecho 
de  heredar  los  bienes  que  dejó  el  difunto,  se 
apoderare  de  ellos  algún  tercero  sin  autorización 
de  juez  competente,  bajo  pretexto  de  que  se  ha- 
llan vacantes  y de  que  los  herederos  no  han  to- 
mado corporalmente  su  posesión,  perderá  cual- 
quier derecho  que  en  ellos  tuviere,  y no  teniendo 
ninguno,  los  habrá  de  restituir  con  oíros  tan- 
tos, ó bien  su  estimación,  en  castigo  de  su  osa- 
día; y la  justicia  del  pueblo  donde  esto  acaecie- 
re, informada  que  sea  de  la  verdad,  pondrá  en 
posesión  pacífica  de  dichos  bienes  á los  citados 
herederos,  procediendo  en  todo  sumariamente 
sin  figura  de  juicio,  y hará  ejecución  de  la  indi- 
cada pena  con  las  costas  y daños  y perjuicios 
que  por  dicha  razón  se  hubiesen  ocasionado:  ley 
3.",  tít.  32,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

El  heredero  testamentario  ó legítimo  puede 
pedir  al  j uez  solamente  la  posesión  de  los  bienes 
hereditarios,  ó juntamente  la  posesión  y la  pro- 
piedad de  ellos;  pero  será  mas  conveniente  que 
pida  solo  la  posesión,  por  ser  mejor  la  condición 
del  que  posee  una  cosa  que  la  del  que  la  deman- 
da: ley  1.",  tít.  14,  Part.  6.a  La  acción  con  que  se 
pide  la  posesión,  se  llama  interdicto ; y la  acción 
con  que  se  pide  la  propiedad,  se  llama  petición  de 
herencia. 

VIII.  El  que  pide  como  heredero  legitimo, 
debe  justificar  su  parentesco  con  el  difunto, 
acompañando  las  partidas  de  bautismo,  casa- 
miento y otros  cualesquiera  papeles  concernien- 
tes al  objeto,  y solicitando  á mayor  abunda- 
miento que  se  le  reciba  información  de  testigos 
sobre  ello;  mas  no  está  obligado  á probar  que 
no  hay  otra  persona  en  grado  mas  próximo  que 
él,  á no  ser  contra  otro  pariente  que  se  presen- 
tare, como  justamente  asientan  Voet,  Tiraquelo, 
Mascardo  y Covarrubias. 

El  que  pide  como  heredero  testamentario,  debe 
presentar  el  testamento  en  debida  forma,  y no 
está  obligado  á probar  que  este  testamento  no  ha 
sido  revocado  por  otro  posterior,  pues  solo  el  que 


quiere  prevalerse  de  una  revocación  es  á quien 
pertenece  acreditarla. 

Así  el  heredero  legitimo  que  justifica  su  paren- 
tesco con  el  difunto,  como  el  hereder-o  testamen- 
tario que  presenta  un  testamento  perfecto  y aca- 
bado que  no  está  raido  ni  cancelado  ni  tiene  otro 
vicio  visible  en  parte  sustancial,  debe  ser  puesto 
en  posesión  de  los  bienes  hereditarios  que  tenia 
el  difunto  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  proce- 
diéndose sumariamente  sin  figura  de  juicio,  y 
sin  que  pueda  impedirlo  la  oposición  que  alguno 
hiciere,  A no  ser  que  el  opositor  alegue  mejor 
derecho  y ofrezca  probarlo  sin  dilaciones,  pues 
en  este  caso  ha  de  oir  y admitir  el  juez  las  razo- 
nes y pruebas  de  los  dos  pretendientes,  y entre- 
gar la  herencia  al  que  muestre  mejor  derecho,  ó 
bien  á los  dos,  si  los  dos  lo  tuvieren  igual:  leyes 
2.a  y 3.a,  tít.  14,  Part.  6.a;  ley  3.a,  tít.  34,  lib.  11, 
Nov.  Recop.,  y Antonio  Gómez  en  la  ley  45  de 
Toro,  núm.  128  y siguientes. 

Sin  embargo,  si  el  heredero  es  un  menor  de 
catorce  años  que  pide  la  posesión  de  los  bienes 
de  su  padre  ó abuelo,  debe  dársele  desde  luego 
y mantenerle  en  ella  hasta  dicha  edad,  sin  que 
entretanto  se  le  pueda  mover  pleito  sobre  su 
filiación,  el  cual  habrá  de  reservarse  para  cuan- 
do haya  llegado  á la  pubertad  ; pero  si  pidiere 
: también  la  propiedad  de  los  bienes  hereditarios, 
¡ habrá  de  examinarse  sin  demora  y fallarse  la 
! oposición  antes  de  la  entrega  de  dichos  bienes: 
ley  2.a,  tít.  14,  Part.  6.a  Mas  para  que  el  hijo  de 
j quien  se  trata  sea  puesto  en  posesión  de  ia  lie- 
j renda  de  su  padre  ó abuelo,'  es  preciso  que  sea 
j tenido  y reputado  por  hijo  ó nieto  del  difunto  á 
j quien  quiere  heredar,  aunque  esta  calidad  no 
1 conste  de  un  modo  indudable  por  pruebas  com- 
pletas; y una  vez  puesto  en  dicha  posesión,  no 
ha  de  ser  privado  de  ella  hasta  que  se  justifique 
á su  tiempo  que  no  es  tal  hijo  cual  se  titula,  y 
aun  en  este  caso  no  tendrá  que  restituir  los  ali- 
mentos que  hubiese  percibido  de  los  bienes  he- 
reditarios, á no  ser  que  hubiese  procedido  rnali- 
¡ ciosamente  sabiendo  que  no  era  hijo,  como  ase- 
gura Gregorio  López  en  la  glosa  19  de  dicha  ley. 

' V.  Interdicto  de  adquirir. 

IX.  La  petición  de  herencia  es  acción  mixta, 
esto  es,  acción  en  parte  real  y en  parte  personal: 
es  real  con  respecto  á las  cosas  en  que  el  difunta 
tenia  un  derecho  adquirido  al  tiempo  de  su 
muerte,  porque  la  propiedad  que  es  el  funda- 
mento de  toda  acción  de  esta  especie,  pasó  di- 
rectamente del  difunto  á su  heredero ; y es  per- 
sonal con  respecto  á las  cosas  que  hayan  aumen- 
tado la  herencia  desde  la  apertura  de  la  succe- 
sion;  porque  no  habiendo  trasmitido  el. difunto  á 
su  heredero  derecho  alguno  de  propiedad  sobre 
ellas,  no  puede  tener  este  último  acción  para  re- 
cobrarlas sino  contra  la  persona  que  por  el  he- 
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clio  de  su  administración  se  ha  ligado  hác-ia  61 
con  un  cuasi-con trato. 

Puede  intentarse  la  acción  petitoria  de  heren- 
cia: l.°,  contra  el  que  posee  la  herencia  con  jus- 
to título  y buena  fe,  como  si  la  hubiese  adquiri- 
do, v.  gr.,  de  persona  que  creía  ser  dueño  de 
ella,  ó hubiese  sido  instituido  heredero  en  testa-  ; 
mentó  revocado  después  sin  su  noticia;  2.“,  con- 
tra el  que  la  posee  de  mala  fe,  con  título  6 sin  él, 
como  si  la  hubiese  adquirido  de  quien  sabia  no 
ser  su  dueño,  ó si  además  de  constarle  que  no 
tiene  derecho  en  ella,  no  pudiere  manifestar  ra- 
zón cierta  para  poseerla.  El  poseedor  de  buena  fe 
gana  la  herencia  por  la  prescripción  de  diez  años 
entre 'presentes  y veinte  entre  ausentes,  y el  po- 
seedor de  mala  fe  la  gana  por  la  prescripción  de 
treinta  años;  de  suerte,  que  el  verdadero  herede- 
ro que  no  usare  de  sil  acción  dentro  de  dicho 
tiempo,  pierde  por  su  negligencia  los  derechos 
que  tenia,  salvo  si  fuese  menor  de  veinticinco 
años,  contra  el  cual  no  corre  la  prescripción  du-  ; 
rante  la  menor  edad:  ley  7,",  tít.  14,  Part.  6.* 

EL  poseedor  vencido  en  juicio  debe  restituir  al 
heredero:  l.°,  todas  las  cosas  hereditarias;  2.°,  los 
frutos  de  ellas.  Mas  con  respecto  á estos  dos 
objetos  de  restitución  hay  diferencias  muy  no-  , 
tables  entre  el  poseedor  de  buena  fe  y el  posee-  ! 
dor  de  mala  fe. 

En  cuanto  á las  cosas  hereditarias , todo  po- 
seedor está  obligado  á restituirlas  con  todas  las 
otras  cosas  que  adquirió  por  razón  de  ellas,  y 
rescatar  para  su  devolución  las  que  tal  vez  hu- 
biere enajenado;  con  la  diferencia  de  que  siendo 
poseedor  de  buena  fe  , solo  está  obligado  á dar 
el  precio  que  recibió  por  las  enajenadas  en  caso 
de  que  no  pueda  redimirlas  por  un  precio  igual 
ó menor;  pero  siendo  poseedor  de  mala  fe,  debe 
dar  el  mayor  precio  que  hubieran  podido  tener 
en  caso  de  que  no  las  pueda  redimir  de  modo 
alguno:  ley  5.\  tit.  14,  Part.  6.‘ 

El  poseedor  de  mala  fe  tiene  que  responder  del 
daño,  pérdida  ó muerte  que  sufrieren  las  cosas 
hereditarias  por  culpa  suya  ó sin  ella  después 
de  la  contestación  del  pleito , como  asimismo  del 
daño,  pérdida  ó muerte  que  por  su  culpa  hubie- 
ren sufrido  dichas  cosas  antes  de  la  contestación; 
pero  el  poseedor  de  buena  fe  no  está  obligado  á 
responder  del  daño , muerte  ó pérdida  que  tuvie- 
ren sin  culpa  suya  las  cosas  hereditarias  durante 
el  pleito,  ni  del  que  hubiesen  tenido  antes  del 
pleito  por  culpa  suya  ó sin  ella:  ley  6.*,  tit.  14, 
Part.  6.* 

En  cuanto  á los  frutos,  el  poseedor  de  buena 
fe  no  está  obligado  á restituir  los  frutos  consumi- 
dos ni  su  estimación,  sino  solo  los  existentes  ai 
principio  del  pleito  ó al  tiempo  de  la  sentencia, 
sacando  en  este  caso  los  gastos  de  la  labor  y re- 
colección; ni  tampoco  es  responsable  de  los  fru-  • 


tos  que  pudiera  haber  recogido  y dejó  de  recoger 
por  su  pereza  ó negligencia  en  el  cultivo  ó cui- 
dado de  los  bienes;  pero  el  poseedor  de  mala  fe, 
no  solo  está  obligado  á restituir  todos  los  frutos 
que  hubiere  percibido  desde  que  empezó  á dis- 
frutar de  la  herencia,  ora  los  haya  consumido, 
ora  los  tenga  todavía  en  especie,  sino  también 
los  frutos  que  hubiera  podido  recoger  y no  reco- 
gió por  su  pereza  ó descuido;  bien  que  podrá 
deducir  los  gastos  hechos  en  mejoras  y repara- 
ciones de  las  fincas  y en  la  recolección  de  los 
frutos:  ley  4.‘,  tít.  14,  Part.  6.a 

X.  Hemos  hablado  de  los  medios  que  tiene  el 
heredero  testamentario  ó legítimo  para  entrar 
en  la  posesión  de  la  herencia  y para  obtener  su 
propiedad , yá  se  presente  desde  luego  así  que 
se  abra  la  succesion,  ya  no  se  presente  sino  mu- 
cho después,  con  tal  que  lo  haga  antes  que  el 
tenedor  de  los  bienes  hereditarios  haya  adquiri- 
do su  dominio  por  la  prescripción.  Mas  es  nece- 
sario que  volvamos  á la  época  de  la  apertura  de 
la  succesion,  para  saber  quó  es  lo  que  debe  prac- 
ticar entonces  la  autoridad  judicial. 

Todos  los  bienes  de  los  que  mueren  abinteatato 
deben  entregarse  íntegros  sin  deducción  alguna 
á los  parientes  que  deben  heredarlos  según  .el 
órden  de  succeder  establecido  por  las  leyes, 
siendo  de  cargo  de  estos  hacer  el  entierro,  exe- 
quias y demás  sufragios  que  se  acostumbren  en 
el  pais  con  arreglo  á la  calidad,  caudal  y cir- 
cunstancias del  difunto;  y solo  en  el  caso  de  no 
cumplir  con  esta  obligación  los  herederos  se  les 
compelerá  á ello  por  sus  propios  jueces,  sin  que 
por  dicha  omisión  y para  el  efecto  referido  se 
mezcle  ninguna  justicia  eclesiástica  ni.secular 
en  hacer  inventario  de  los  bienes  de  la  herencia: 
ley  14,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Recop. 

Cuando  uno  muere  sin  testamento,  y deja  he- 
rederos menores  ó dementes  ó pródigos  declara- 
dos sin  tutor  ni  curador , ó ausentes  cuyo  pronto 
regreso  no  se  espera,  ó no  se  sabe  si  tiene  ó no 
tiene  personas  que  por  derecho  hayan  de  succe- 
derle,  debe  el  juez  tomar  las  medidas  oportunas 
para  evitar  la  ocultación  ó extravio  que  pudiera 
verificarse  de  los  bienes  hereditarios  en  perjui- 
cio de  los  herederos,  dando  comisión  á un  al- 
guacil y al  escribano  para  que  pasen  á la  casa 
del  difunto,  y después  de  enterados  de  su  falle- 
cimiento y de  la  identidad  de  su  persona  por  in- 
formación de  testigos,  recojan  las  llaves  de  co- 
fres, arcas,  papeleras  y demás  trastos  donde 
estén  sus  papeles  y efectos  de  valor,  reúnan  los 
muebles  en  alguna  pieza  en  que  estén  bien  cus- 
todiados, secuestren  todos  los  bienes;  y en  caso 
de  haber  sido  repentino  el  fallecimiento,  hagan 
examinar  el  cadáver  por  módico  y cirujano  que 
declaren  si  la  muerte  fué  natural  ó violenta  para 
proceder  á lo  que  corresponda. 
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Practicadas  estas  diligencias,  se  nombra  de- 
fensor de  los  herederos  ausentes  cuya  pronta  ve- 
nida no  se  espera,  y curador  para  pleitos  de  los 
menores,  dementes  ó pródigos,  que  no  tieneD 
tutor  ó curador,  <5  que  aunque  le  tengan  no 
puede  servirse  aquí  de  su  ministerio  por  hallarse 
interesado  en  la  misma  succesion  ó por  haber 
de  litigar  con  él  sobre  cuentas  ó malversación 
de  la  tutela;  y con  citación  del  defensor  y del 
curador  y de  los  demás  interesados,  se  procede  á 
la  confección  del  inventario  y á la  tasación  y re- 
partimiento de  los  bienes  de  la  herencia  en  la 
forma  que  se  expresa  en  los  artículos  Inventa- 
rio .—Beneficio  de  inventario. — Tasación  y Parti- 
ción de  herencia.  * Véanse  las  disposiciones  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y demás  porque  hoy 
se  rige  esta  materia  en  el  artículo  de  esta  obra 
Juicio  de  abin  tes  tato.  * 

No  habiendo  herederos  conocidos  del  difunto, 
se  nombra  defensor  de  la  herencia  yacente  ó va- 
cante; y se  llama  con  término  perentorio  á los 
que  se  crean  con  derecho  á ella,  como  igual- 
mente álos  acreedores,  por  medio  de  edictos  que 
se  lijan  en  los  parajes  públicos  del  pueblo,  y aun 
se  insertan  en  los  periódicos  y se  remiten  con 
requisitorias  á los  lugares  donde  se  sabe  ó cree 
que  hay  parientes  suyos  para  que  se  fijen  allí 
también  y llegue  á su  uoticia.  Si  alguno  se  pre- 
senta deduciendo  su  derecho,  se  le  admiten  sus 
documentos  y la  información  que  ofreciere  en 
su  caso  con  citación  del  defensor  de  la  herencia: 
se  comunica  luego  á este  traslado  de  todo ; y si  | 
se  conforma  con  la  pretensión  ó se  vencen  las 
dificultades  que  tal  vez  opusiere,  se  declara  al 
pretendiente  heredero  del  difunto,  y se  manda 
darle  la  posesión  de  sus  bienes,  con  obligación  ; 
de  hacer  por  su  alma  los  sufragios  correspon-  • 
dientes  á su  calidad  y haberes,  y de  dar  cuenta 
al  juez  de  haberlo  practicado. 

Según  la  instrucción  de  26  de  Agosto  de  1786 
(ley  6.‘,  tít.  22,  lib.  10,  Nov.  Recop.),  cuando  al- 
guno moria  sin  hacer  testamento  y sin  dejar  pa- 
rientes conocidos  dentro  del  cuarto  grado,  en- 
tendía de  la  succesion  abintestato,  que  corres- 
pondía entonces  al  fisco,  la  superintendencia  ó 
subdelegaron  general  de  mostrencos  por  medio  ■ 
de  los  jueces  subdelegados  de  la  misma  y con 
apelación  al  superintendente  general.  Yéase  Bie-  i 
nes  abintestados . Pero  habiendo  quedado  abolida  ¡ 
la  jurisdicción  especial  de  mostrencos  con  la  | 
subdelegacion  general  y sus  dependencias  por  '■ 
el  art.  20  de  la  ley  de  16  de  Mayo  de  1835 , cor-  j 
responde  ahora  el  conocimiento  de  estos  asuntos,  ! 
como  el  de  todos  los  demás  que  no  estén  excep- 
tuados, á la  real  jurisdicción  ordinaria  y por  io 
■ tanto  á los  jueces  de  primera  instancia  con  ape- 
lación á las  Audiencias  territoriales,  con  arreglo 
á la  Real  cédula  de  9 de  Octubre  de  1766  (nota  1.* 


del  tít.  22,  lib.  10,  Nov.  Recop.)  y al  reglamen- 
to provisional  de  justicia  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 

En  los  casos,  pues,  en  que  ahora  pertenezca 
al  fisco  la  succesion  intestada,  que  es  cuando  no 
hay  descendientes,  ni  ascendientes,  ni  colatera- 
les hasta  el  décimo  grado  , ni  cónyuge  sobrevi- 
viente, habrá  de  acudir  el  representante  del 
Estado  (que  es  el  promotor  fiscal  en  primera  ins- 
tancia), de  acuerdo  con  el  director  ó subdelega- 
do de  los  ramos  de  amortización,  k solicitar  ante 
el  juez  competente  la  segura  custodia,  inventa- 
rio, justiprecio  de  los  bienes,  y su  posesión  sin 
perjuicio  de  tercero,  que  se  le  dará  en  la  forma 
ordinaria,  corriendo  después  el  juicio  universal 
sus  ulteriores  trámites.  V.  Estado. 

Cuando  ei  juicio  tiene  por  objeto  distribuir  en- 
tre los  herederos  instituidos  y los  legatarios  los 
bienes  que  dejó  el  testador,  se  llama  juicio  de 
testamentaria;  y cuando  tiene  por  objeto  distri- 
buir los  bienes  hereditarios  entre  los  parientes  y 
demás  llamados  por  la  ley  á suceeder  al  que  mu- 
rió sin  disposición  testamentaria  , se  llama  juicio 
abintestato.  En  uno  y otro  caso  es  juicio  univer- 
sal , y si  hay  acreedores,  concurren  á él  para.que 
se  les  haga  la  graduación  y el  pag’o  de  sus  cré- 
ditos. V.  Partición  de  herencia  y Graduación  de 
acreedores.  * Véanse  las  disposiciones  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y demás  por  que  hoy  se  ri- 
je  esta  materia  en  los  artículos  de  esta  obra, 
Juicio  abintestato  y Testamentaria.  * 

HERENCIA  PROFEGTICIA.  La  que  se  deja  al  hijo 
que  todavía  está  bajo  la  patria  potestad,  por  res- 
peto y consideración  al  padre.  Ño  la  puede  acep- 
tar el  hijo  sino  con  otorgamiento  del  padre,  y 
sigue  la  naturaleza  de  los  bienes  pro  ficticios . 

HERENCIA  ADVENTICIA.  La  que  se  deja  al  hijo 
que  está  en  la  patria  potestad  por  la  madre  ó 
cualquier  otra  persona  con  la  intención  de  que 
la  adquiera  para  sí  y no  para  el  $adre.  Puede 
el  hijo  admitirla  y tenerla  sin  fcaasentimiento 
del  padre;  y este  puede  también  entrar  en  ella 
á nombre  y por  ausencia  del  hijo,  y adquiere  el 
usufructo  para  sí  por  razón  de  la  patria  potestad , 
como  el  de  los  demás  bienes  adventicios. 

HERENCIA  YACENTE.  Aquella  en  que  no  ha  en- 
trado todavía  el  heredero  testamentario  ó abin- 
testato, ó en  que  no  se  han  hecho  aun  las  parti- 
ciones en  caso  de  haber  varios  herederos:  Here- 
ditas  yacens  dicitur  quee  nondum  adita  est:  ley  1.a, 
I).  de  saces.,  y ley  5.a,  D.  ut  in  poss.  legal.  Dicese 
yacente,  porque  mientras  no  la  acepta  ó entra  en 
ella  el  heredero,  parece  que  descansa,  jacet. 

HERENCIA  VACANTE.  El  conjunto  de  los  bienes 
del  difunto  intestado  que  no  tiene  herederos 
descendientes,  ascendientes  ni  trasversales , ni 
cónyuge  sobreviviente  que  le  sueceda;  ó que  si 
los  tiene,  no  se  presentan  ni  se  sabe  si  existen» 
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Lo  que  resta  después  de  pagadas  las  deudas,  se  I 
aplica  al  fisco,  con  destino  antiguamente  á la 
construcción  y conservación  de  caminos  ú otras 
obras  públicas  de  regadíos  y policía  ó fomento 
de  industria,  y ahora  al  pago  de  la  deuda  pú- 
blica, como  uno  de  los  arbitrios  que  es  de  la 
caja  de  amortización.  \ . Estado  y Herencia, 
al  fin. 

HERIDA.  Propiamente  es  la  disolución  6 rom- 
pimiento de  continuidad  en  las  partes  blandas 
del  cuerpo  humano  , hecha  con  algún  instru- 
mento; pero  en  medicina  legal  se  entiende  bajo  j 
este  nombre  toda  lesión  hecha  con  violencia  en 
las  partes  duras  ó blandas  del  cuerpo;  por  ma- 
nera, que  entre  las  heridas,  no  solo  se  cuenta  la 
solución  de  continuidad,  sino  también  las  con- 
tusiones, fracturas,  dilaceraciones,  lujaciones, 
compresiones,  torsiones,  quemaduras  y cuales-  . 
quiera  golpes  capaces  de  perturbar  las  acciones 
vitales,  animales  y naturales. 

Las  heridas  suelen  dividirse  en  heridas  mor- 
tales y heridas  no  mortales.  Las  mortales  se  sub-  ■ 
dividen  en  absolutamente  mortales , á pesar  de 
todos  los  auxilios  del  arte;  y ordinariamente 
mortales,  pero  que  pueden  dejar  de  serlo  con  la 
aplicación  de  los  auxilios  del  arte.  La  clase  de 
las  no  mortales  se  subdivide  también  en  dos  ór- 
denes, ó,  saber:  en  heridas  curables,  pero  con  le- 
sión de  funciones,  y heridas  curables  sin  nin- 
guna lesión  consecutiva. 

De  las  heridas  absolutamente  mortales,  unas 
matan  repentinamente,  y otras  tardan  en  quitar 
la  vida  mas  ó menos  tiempo.  Las  heridas  ordina- 
riamente mortales  no  libertan  por  lo  regular  á 
los  heridos  de  la  muerte.  Los  facultativos  deben 
proceder  con  sumo  cuidado  y circunspección  en 
declarar  una  herida  mortal  por  lo  común,  porque 
si  muere  el  enfermo,  se  impondrá  al  reo  la  mis- 
ma pena  que  si  se  hubiese  declarado  la  herida 
mortal  de  necesidad. 

Las  heridssque  no  son  mortales  por  su  natu- 
raleza, pueden  serlo  por  un  acaso  ó accidente,  ó 
por  falta  de  auxilio.  Hay  efectivamente  muchas 
heridas  qu.e  no  son  peligrosas  por  sí  mismas, 
pero  que  producen  la  muerte  por  causa  ó culpa 
del  enfermo,  ó por.  algunos  errores  del  cirujano 
en  su  curación;  por  culpa  ó causa  del  enfermo, 
cuando  no  observa  el  régimen  que  le  prescribe 
el  facultativo,. ó cuando  tales  heridas  recaen  en 
sugetos  enfermizos  ó de  mal  hábito ; por  error, 
omisión  ó falta  de  luces  del  cirujano,  cuando  no 
tomó  las  precauciones  necesarias  para  prevenir 
ó corregir  los  síntomas  y accidentes. 

Las  heridas  mas  leves  se  hacen  á veces  muy 
peligrosas  por  algunas  causas  particulares.  Un 
golpe  ligero  recibido  en  la  pierna  por  un  sugeto 
cacoqulmico,  suele  tener,  tan  fatales  resultas, 
que  es  necesario  recurrir  á la  amputación;  heri- 


das poco  considerables'  hechas  en  el  dedo  con  un 
cortaplumas,  han  producido  y comunicado  la 
gangrena  á.  la  mano  y al  antebrazo;  y se  ve  tam- 
bién, que  por  poco  daño  que  se  haga  en  los  pe- 
chos á una  mujer  que  tenga  disposición  al  cán- 
cer, se  siguen  las  consecuencias  mas  funestas; 
al  paso  que  por  otra  parte  se  han  presenciado  en 
los  ejércitos  curaciones  prodigiosas  de  heridas 
que  penetraban  y ofendían  las  visceras  mas 
principales,  pareciendo  por  lo  mismo  que  no 
había  ninguna  esperanza  de  remedio. 

I Los  facultativos,  pues,  llamados  á hacer  de- 
í claraciones  quirúrgicas  deben  examinar  las  he- 
ridas con  la  mayor  escrupulosidad  antes  de  re- 
solver si  han  sido  verdaderamente  causa  de  la 
muerte,  ceguera,  impotencia  y otras  resultas  ó 
desgracias  á que  están  expuestos  los  heridos,  ya 
porque  si  se  origina  su  fallecimiento,  no  por  la 
herida,  sino  por  otra  causa,  no  debe  ser  respon- 
sable de  este  el  agresor,  y ya  porque  quedando 
el  herido  con  lesión  de  alguna  parte  ó miembro 
que  le  impida  ganar  lo  necesario  para  su  sus- 
tento y el  de  su  familia,  deberá  el  juez  con- 
denar al  ofensor  á la  competente  indemniza- 
ción . 

Puede  succeder  que  se  hagan  las  heridas  con 
premeditación,  en  un  arrebato  de  cólera,  por  ca- 
sualidad ó en  propia  defensa.  Según  nuestras 
leyes  recopiladas,  el  que  hería  á otro  por  ase- 
chanzas, era  tratado  como  homicida,  aunque  el 
herido  no  muriese:  ley  3,s,  tít.  21,  lib.  12,  Noví- 
sima Recop.  El  que  hacia  una  herida  con  arca- 
buz ó pistolete,  era  tenido  por  alevoso,  y perdía 
! todos  sus  bienes,  la  mitad  para  el  fisco  y la  otra 
mitad  para  el  herido:  ley  12,  d.  tít.  21,  lib.  12, 
Nov.  Recop.  En  los  demás  casos  en  que  las  heri- 
das no  eran  mortales  ó calificadas  como  las  re- 
feridas, se  imponían  las  penas  de  presidio,  des- 
tierro y multas,  según  las  circunstancias  y la 
mayor  ó menor  gravedad  del  delito.  Cuando  se 
hace  una  herida  casualmente,  sin  culpa  alguna, 
no  sé  incurre  en  pena,  porque  el  caso  fortuito 
no  se  presta  ni  en  los  delitos  ni  en  los  contratos; 
pero  si  hubo  culpa,  se  tieneu  que  satisfacer, 
cuando  menos,  los  perjuicios  ocasionados,  como 
los  gastos  de  curación  y la  pérdida  de  trabajo. 
Si  herimos  á un  injusto  agresor  por  nuestra  pro- 
pia defensa,  no  hacemos  mas  que  usar  de  nues- 
tro derecho.  Y.  Homicidio. 

* El  Código  penal  de  1870  comprende  con  1¿ 
palabra  lesiones  las  mutilaciones  , heridas  ó gol- 
pes que  no  ocasionan  la  muerte  del  ofendido.  El 
art.  429  trata  de  la  castración , y los  430,  436  y 
437  de  la  mutilación,  los  cuales  se  exponen  en  el 
artículo  de  esta  obra  Mutilación.  En  los  arts.  431 
al  435,  se  distinguen,  para  la  penalidad,  las  le- 
siones ó heridas  en  graves  y én  menos  graves. 

Conforme  al  art,  431,  el  que  hiriere,  golpeare 
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ó maltratare  de  obra  á otro,  será  castigado  como 
reo  de  lesiones  graves: 

1. a  Con  la  pena  de  prisión  mayor,  si  de  resul- 
tas de  las  lesiones  quedare  el  ofendido  imbécil, 
impotente  ó cié^o  (lo  cual  debe  entenderse  cuan- 
do no  se  causó  con  toda  intención  la  impotencia 
ó ceguera,  sino  solo  el  hecho  de  la  lesión  , pues 
de  lo  contrario,  se  aplicaría  la  penalidad  de  los 
arts.  429  y 430  citados). 

2. °  Con  la  de  prisión  correccional  en  sus  gra- 
dos medio  y máximo,  si  de  resultas  de  las  lesio- 
nes el  ofendido  hubiere  perdido  un  ojo  ó algún 
miembro  principal,  ó hubiere  quedado  impedido 
de  él,  ó inutilizado  para  el  trabajo  á que  hasta 
entonces  se  hubiere  habitualmente  dedicado. 
(Téngase  por  repetida  sobre  esta  disposición  la 
observación  expuefeta  sóbrela  anterior.)  Si  el  he- 
rido quedase  inutilizado  de  los  dedos  índice,  anu- 
lar ó auricular  de  la  mano  izquierda,  deberá 
aplicarse  al  que  le  hirió  la  disposición  expuesta: 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  21  de  Marzo 
de  1874.  Véase  también  la  de  30  de  Octubre  , 
de  1872. 

3. “  Con  la  pena  de  prisión  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y medio,  si  de  resultas  de  las  le- 
siones el  ofendido  hubiere  quedado  deforme,  ó 
perdido  un  miembro  principal,  ó quedado  inuti- 
lizado de  él,  ó hubiere  estado  inutilizado  para  su 
trabajo  habitual,  ó enfermo  por  mas  de  noventa 
dias. 

Las  lesiones  que  producen  los  defectos  de  in- 
duración en  el  pómulo  y dificultad  de  flexión 
del  dedo  pulgar  que  no  privan  al  lesionado  de 
trabajar,  no  se  hallan  comprendidas  entre  las 
consignadas  en  ios  núms.  2.”  y 3.°  del  art.  431, 
porque  no  resulta  pérdida  de  miembro  alguno, 
deformidad,  inutilidad  ni  otros  perjuicios  de  los 
expresados  en  el  propio  artículo:  sentencia  de  24 
de  Diciembre  de  1872. 

4.°  Con  la  de  arresto  mayor  en  su  grado  má- 
ximo á prisión  correccional  en  su  grado  mínimo, 
si  las  lesiones  hubiesen  producido  al  ofendido 
enfermedad  ó incapacidad  para  el  trabajo  por 
mas  de  treinta  dias.  Para  que  sea  aplicable  esta 
disposición,  no  es  necesario  que  concurran  los 
dos  hechos  de  resultar  de  la  lesión  enfermedad  é 
imposibilidad  para  el  trabajo  por  mas  de  treinta 
dias,  sino  que  hasta  que  resulte  uno  de  ellos.  Así 
lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  sentencias  de  7 de  Julio  y 28  de  Abril  de  1873, 
en  la  última  de  las  cuales  consignó,  que  cuando 
resulta  que  el  lesionado  necesitó  asistencia  fa- 
cultativa por  espacio  de  treinta  y seis  dias,  pero 
pudo  trabajar  á los  diez  y nueve,  el  delito  come- 
tido se  halla  comprendido  en  el  pár.  4.°  del  ar- 
tículo 431  del  Código  penal,  que  disyuntivamen- 
te consigna  una  ú otra  circunstancia. 

Si  el  hecho  se  ejecutare  contra  alguna  de  las 


personas  que  menciona  el  art,  411  (esto  es,  pa- 
dre, madre  ó hijo.,'  sean  legítimos  ó ilegítimos, 
ó cualesquiera  otros  ascendientes  ó descendien- 
tes, ó cónyuge)  ó con  alguna  de  las  circunstan- 
cias señaladas  en  el  art.  418  (esto  es,  con  alevo- 
sía, precio  ó recompensa,  inundación,  incendio  ó 
veneno,  premeditación  conocida  ó ensañamien- 
to) las  penas  serán  las  de  reclusión  temporal  en 
sus  grados  medio  y máximo  en  el  caso  del  nú- 
mero l.°  de  este  art.  431,  y la  de  prisión  correc- 
cional en  su  grado  máximo  á prisión  mayor  en 
su  grado  mínimo  en  el  caso  del  núm.  2.°;  la  de 
prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y máxi- 
mo , en  el  caso  del  núm.  3.";  y la  de  prisión  cor- 
reccional en  sus  grados  mínimo  y medio  en  el 
caso  del  número  4.a  del  mismo:  pár.  4.°  del  ar- 
tículo 431. 

No  están  comprendidas  en  el  párrafo  anterior 
las  lesiones  que  al  hijo  causare  el  padre,  exce- 
diéndose en  su  corrección  (pár.  5.°  del  art.  431); 
en  tal  caso  el  juez  le  impondrá  la  penalidad  co- 
mún ó determinada  en  I03  núms.  1.”  al  4.a  de  di- 
cho artículo,  mas  sin  la  agravación  del  pár.  5.° 

Las  penas  del  artículo  anterior  son  aplicables 
respectivamente  al  que  sin  ánimo  de  matar, 
causare  á otro  alguna  de  las  lesiones  graves,  ad- 
ministrándole á sabiendas  sustancias  ó bebidas 
nocivas,  ó abusando  de  su  credulidad  ó flaque- 
za de  espíritu:  art.  432.  Tal  sucedería  si  se  em- 
plearan filtros  ó fluidos  magnéticos  ó se  le  ater- 
rara con  visiones  espiritistas,  de  suerte  que  se 
perturbara  su  entendimiento  ó se  le  inutilizara 
para  el  trabajo,  lodo  ello  con  intención  de  cau- 
sar este  mal,  mas  no  por  error  ó por  impruden- 
cia; pero  sin  intención  de  matar,  pues  si  hubo 
tal  intención  se  penaria  el  hecho  como  homici- 
dio ó asesinato  frustrado. 

Las  lesiones  no  comprendidas  eu  los  artículos 
precedentes  que  produzcan  al  ofendido  inutili- 
dad para  el  trabajo  por  ocho  dias  ó mas,  ó nece- 
sidad de  la  asistencia  de  facultativo  por  igual 
tiempo,  se  reputarán  menos  graves  y serán  pe- 
nadas con  el  arresto  mayor,  ó el  destierro  y mul- 
ta de  12o  á 1,250  pesetas,  según  el  prudente  ar- 
bitrio de  los  tribunales:  pár,  l.°  del  art.  433. 
Esta  disposición  se  refiere  á las  lesiones  menos 
graves.  Para  su  castigo  se  imponen  dos  penas 
distintas,  puesto  que  respecto  del  destierro  y 
multase  usa  de  la  partícula  conjuntiva  y , no 
obstante  que  eu  el  texto  del  Código  de  I80O  se 
usaba  de  la  disyuntiva  o.  El  juez  debe  aplicar 
una  ú otra  teniendo  en  cuenta  la  mayor  ó me- 
nor gravedad  del  hecho,  y el  estado , clase  y 
profesión  del  ofensor  y del  ofendido,  etc.,  pues 
si  las  aplicara  indistintamente  resultarían  las 
penas  desproporcionadas:  v.  gr.,  la  multa  y el 
destierro  podrían  ser  penas  muy  leves  impues- 
tas á delincuentes  que  gozaran  de  bienes  cons  - 
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siderables  de  fortuna,  mientras  que  serian  gra- 
vísimas para  otros  que  carecieran  de  bienes  ó cu- 
ya subsistencia  dependiera  de  residir  en  pun- 
tos determinados. 

Según  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  eu  sentencia  de  23  de  Abril  de  1873,  la3 
lesiones  que  tardan  en  curarse  siete  dias  y al- 
gunas horas,  sin  que  lleguen  á completarse  los 
ocho  ó mas  que  el  citado  art.  433  fija  expresa  y 
terminantemente  para  que  constituyan  delito 
hechos  de  esta  clase,  no  pueden  ser  comprendi- 
das en  el  referido  artículo.  Tampoco  pueden  ser- 
lo en  el  602,  que  castiga  como  falta  con  la  pena 
de  arresto  menor  á los  que  causaren  lesiones 
que  impidan  al  ofendido  trabajar  de  uno  á siete 
dias  ó hagan  necesaria  por  el  mismo  tiempo  la 
asistencia  facultativa,  porque  este  artículo.,  de- 
fine y castiga  como  falta  toda  lesión  que  necesi- 
te asistencia  facultativa  de  uno  á siete  días  sola- 
mente. En  la  duda  de  á cuál  de  los  dos  artículos 
deben  aplicarse  las  horas  que  median  desde  la 
conclusión  del  séptimo  dia  hasta  la  terminación 
del  octavo , de  las  que  ninguno  de  ellos  se  hace 
mérito,  es  mas  legal  y procedente  interpretarla  y 
decidirla  en  cuanto  sea  mas  favorable  para  el  pro- 
cesado ; porque  en  materia  de  procedimiento 
criminal  así  lo  prescribe  el  Código;  y en  este 
concepto,  no  habiendo  durado  las  lesiones  ocho 
dias  completos,  no  debe  el  hecho  reputarse  como 
delito.  Por  tanto  el  juez  que  declara  falta  un  he- 
cho de  esta  clase  no  incurre  en  error  de  de- 
recho. 

No  incurre  una  Audiencia  en  dicho  error  de 
derecho  cuando  califica  y castiga  como  delito  de' 
lesiones  menos  graves,  penado  en  el  art.  433, 
el  hecho  de  haber  inferido  el  procesado  una  he- 
rida' incisa  al  ofendido  en  riña  provocada  por 
este,  para  cuya  curación  se  invirtieron  diez  y 
siete  dias,  sin  aceptar  como  justificada  la  mera 
creencia  que  emitieron  los  médicos  forenses,  de 
que  la  lesión  hubiera  podido  curarse  en  siete 
días,  si  el  ofendido  no  hubiese  trabajado  en  su 
oficio , hablado  en  demasía  y salido  á la  calle; 
que  lejos  de  hacerlo  así  aquella,  fijándose  por  lo 
contrario,  en  que  los  facultativos  prestaron  su 
declaración,  no  á la  raíz  del  suceso,  sino  un  mes 
después  de  obtenerse  la  sanidad,  y asimismo, 
en  que  no  aseguraron  como  cosa  cierta,- sino  du- 
bitativamente que  el  herido  hubiera  sanado  den- 
tro délos  siete  primeros  di  as,  no  dió  importancia 
ni  valor  alguno  á lo  que  solo  aventuraron  estos 
como  posibilidad , por  lo  cual  la  Sala  no  incur- 
r-i¿>  en  el.  error  de  derecho  mencionado  al  dejar 
de  aceptar  tal  declaración  tardía  é indetermina- 
da, ni  infringió  con  esto  el  art.  602  del  Código 
penal,  toda  vez  que  habiendo  durado  las  lesio- 
nes diez  y siete  dias , no  pudo  considerarse  el 
hecho  como  constitutivo  de  falta  y sí  de  delito: 
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sentencia  del  Tribunal  Superior  de  17  de  Marzo 
de  1875. 

Cuando  la  lesión  menos  grave  se  causare  con 
intención  manifiesta  de  injuriar  ^ó  con-circuns- 
tancias  ignominiosas,  se  impondrá,  además  del 
arresto  mayor,  una  multa  de  125  á 1,250  pese- 
tas: pár.  2.°  del  art.  433.  En  el  Código  de  1850  se 
imponían  conjuntamente  en  este  caso  el  destier- 
ro y la  multa.  Háse  agravado,  pues,  la  penalidad 
en  ambos  casos  de  los  dos  párrafos  del  art,  433 
por  el  Código  de  1870. 

has  lesiones  menos  graves  inferidas  á padres, 
ascendientes,  tutores,  curadores,  maestros  ó per- 
sonas constituidas  en  dignidad  ó autoridad  pú- 
blica, serán  castigadas  siempre  con  prisión  cor- 
reccional en  sus  grados  mínimo  y medio : ar- 
tículo 434.  La  agravación  de  la  pena  que  hace 
este  articulo,  á semejanza  del  pár.  5.°  del  ar- 
tículo 431,  se  funda  en  la  mayor  gravedad  del 
delito  por  la  falta  de  respeto  debido  á las  perso'- 
nas  en  él  mencionadas. 

Cuando  en  la  riña  tumultuaria,  definida  en  el 
art.  420,  resultaren  lesiones  graves  y no  cons- 
tare quiénes  las  hubieren  causado,  se  impon- 
drá la  pena  inmediatamente  inferior  á la  corres- 
pondiente á las  lesiones  causadas  á los  que  apa- 
rezcan haber  ejercido  cualquier  violencia  en  la 
persona  del  ofendido:  art.  435.  El  art.  420  define 
la  riña  tumultuaria,  aquella  en  que  tomaren 
parte  varios,  acometiéndose  entre  sí  confusa  y 
tumultuariamente.  Fúndase  esta  disposición  en 
que  no  constando  el  autor  de  cada  una  de  las  le- 
siones, se  presume  que  aquellos  que  ejercieron 
violencia  en  la  persona  del  ofendido  causaron 
dichas  heridas ; pero  como  solo  existe  una  pre- 
sunción para  atribuir  al  delincuente  la  consu- 
mación de  aquellas  lesiones,  no  se  le  impone 
toda  la  pena  señalada  por  la  ley  á los  que  cau- 
saren la  clase  de  heridas  cuya  perpetración  se 
le  atribuye,  por  ignorarse  quién  fué  el  verdade- 
ro autor  de  ellas , sino  que  se  le  aplica  la  inme- 
diatamente inferior.  Cuando  las  lesiones  causa- 
das fueren  menos  graves  y no  constare  quién 
fué  su  autor  por  haberse  inferido  también  en 
riña  entre  varios,  confusa  y tumultuaria,  los  que 
aparecieren  haber  ejercido  cualquier  violencia 
en  la  persona  del  ofendido,  serán  castigados 
con  la  pena  de  cinco  á quince  dias  de  arresto  y 
reprensión , según  se  dispone  en  el  art.  603,  nú- 
mero 12  del  Código  penaL  sobre  faltas. 

El  art.  438  del  Código  contiene  una  disposi- 
ción general  que  exime  de  las  penas  impuestas 
á las  lesiones  menos  graves  y atenúa  las  de  las 
graves  respecto  de  ciertas  personas  en  deter- 
minados casos;  la  cual  se  ha  expuesto  en  los 
artículos  de  esta  obra  Adulterio  y Cormpcion 
de  Menores. 

Los  que  causaren  lesiones  que  impidan  al 
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ofendido  trabajar  de  uno  á siete  dias  ó hagan 
necesaria  por  el  mismo  tiempo  la  asistencia  fa- 
cultativa, serán  castigados  con  la  pena  de  arres- 
to menor.  Si  concurriere  la  circunstancia  de  ser 
padre,  hijo,  marido  ó tutor  el  ofensor,  se  apli- 
cará el  grado  máximo  de  la  pena , sean  cuales- 
quiera las  circunstancias  que  concurran:  ar- 
tículo 602. 

Serán  castigados  con  la  pena  de  cinco  á quin- 
ce dias  de  arresto  y reprensión , los  que  causaren 
lesiones  que  no  impidan  al  ofendido  dedicarse  á 
sus  trabajos  habituales  ni  exijan  asistencia  fa- 
cultativa; los  maridos  que  maltrataren  á sus 
mujeres,  aun  cuando  no  les  causaren  lesiones 
de  las  comprendidas  en  el  caso  anterior;  y las 
mujeres  desobedientes  á sus  maridos  que  los 
maltrataren  de  obra  ó de  palabra. 

Acerca  de  la  pena  impuesta  al  que  causare  le- 
siones en  desafío,  véase  el  artículo  de  esta  obra 
Duelo. 

Las  lesiones  graves  inferidas  á un  Monarca  ó 
jefe  de  otro  Estado  residente  en  España,  es  cas- 
tigada por  el  art  153  expuesto  en  el  de  esta  obra 
Delilos  contra  el  derecho  de  gentes. 

Las  lesiones  causadas  al  Soberano  de  la  Na- 
ción, se  penan  en  los  arts.  159  y 160  del  Código, 
expuestos  en  el  de  esta  obra  Lesa  Majestad  (deli- 
tos de).  Y.  Disparo  de  arma  de  fuego  y Homi- 
cidio. * 

HERIDO.  El  que  ha  recibido  alguna  herida, 
golpe , contusión  ú otro  daño  en  su  cuerpo  por 
mano  ajena.  Luego  que  el  juez  tenga  noticia  de 
haber  algún  hombre  herido,  pasará  con  el  escri- 
bano, cirujano  y testigos  al  lugar  donde  se  ha- 
llare, y mandará  al  facultativo  que  le  reconozca 
para  declarar  sobre  su  estado,  y al  escribano  que 
ponga  fe  y diligencia  de  las  heridas  que  tuviese, 
la  cual  se  llama  fe  de  livores,  etc.  En  seguida 
recibirá  declaración  al  herido  con  j uramento,  en 
caso  de  hallarse  despejado  y capaz  de  hacerla, 
preguntándole  quién  le  hirió,  con  qué  instru- 
mento, en  qué  ocurrencia,  quiénes  se  halla- 
ban presentes,  y en  fin,  las  demás  circunstan- 
cias que  estime  convenientes  para  averiguar  la 
verdad. 

Si  el  herido  está  en  despoblado  ó en  la  calle, 
se  le  trasladará  á su  casa  ó al  hospital,  encar- 
gando se  le  asista  con  el  mayor  cuidado,  y aper- 
cibiéndole que  si  no  hace  cuanto  le  ordenen  los 
facultativos,  serán  de  su  cuenta  y riesgo  los  da- 
ños que  le  sobrevengan.  También  ha  de  encar- 
gar el  juez  á estos  que  le  comuniquen  cualquie- 
ra novedad  que  ocurra. 

Si  cuando  va  el  juez  á tomar  declaración  al 
herido  no  le  halla  capaz  de  hacerla,  debe  en- 
cargar al  cirujano  y asistentes  le  avisen  luego 
que  lo  esté,  para  pasar  sin  dilación  á tomársela; 
y aun  convendrá  que  él  mismo  le  visíte  con  fre- 
Tomo  iii. 


HE 

cuencia,  en  compañía  del  escribano  y cirujano, 
tanto  para  evitar  los  fraudes  que  suelen  hacerse, 
como  para  que,  no  encontrándole  en  disposición 
de  declarar,  mande  al  escribano  lo  ponga  por 
diligencia,  y al  cirujano  que  exprese  conjura- 
mento lo  que  hubiere  advertido  sobre  ello. 

En  caso  de  morir  el  herido,  hará  el  juez  decla- 
ren los  facultativos  si  la  muerte  provino  de  las 
heridas;  habiendo  discordia,  se  nombrará  un 
tercero,  y en  caso  necesario  se  abrirá  el  cadáver. 
Si  el  herido  sana,  liarán  los  facultativos  declara- 
ción de  sanidad,  con  expresión  del  día. 

No  ha  de  olvidarse  el  juez  de  aprehender  el 
arma  ó instrumento  con  que  se  hizo  la  herida, 
pues  pudiendo  ser  habido  ha  de  andar  con  los 
I autos  como  parte  instrumental  del  delito.  Antes 
i si  era  arma  blanca  ó de  fuego,  habían  de  recono- 
cerla dos  maestros  armeros,  y declarar  si  era  de  las 
prohibidas,  pues  en  este  caso  habia  otro  delito  que 
agravaba  el  principal.  Además,  dicha  arma  ha  de 
reseñarse  y depositarse,  y mostrarse  después  al 
reo  confeso  para  que  la  reconozca.  También  con- 
j vendrá,  para  mayor  justificación , que  se  depo- 
site la  ropa  exterior  del  difunto  ó herido,  y que 
la  reconozcan  dos  sastres,  quienes  han  de  decla- 
rar con  qué  instrumento  se  hizo  la  rotura,  y co- 
tejar el  agujero  de  la  ropa  con  la  herida,  po- 
niendo aquella  sobre  esta,  por  si  corresponde. 
V.  Cirujano.  * Véase  las  disposiciones  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872  porque  hoy 
se  rige  esta  materia  en  los  artículos  de  esta  obra 
Cuerpo  de  delito,  Instrucción  y Juicio  criminal.* 
HERMAFR0D1TA.  El  que  reúne  en  sí  los  dos 
sexos,  siendo  á un  mismo  tiempo  hombre  y mu- 
jer. Esta  palabra  se  compone  de  las  griegas  Mer- 
mes, que  significa  Mercurio,  y Aphrodile , que 
equivale  á Yénus,  quienes  tuvieron  un  hijo  así 
llamado  por  la  reunión  de  los  dos  nombres,  y 
convertido  después  en  varón  y hembra.  Llámase 
también  andrógeno , que  denota  igualmente  la 
persona  que  participa  de  ambos  sexos. 

I.  Hay  muchos  autores,  especialmente  teólo- 
gos y jurisconsultos,  que  sostienen  la  existencia 
de  verdaderos  hermafroditas,  y en  apoyo  de  su 
opinión  nos  cuentan  varios  casos,  entre  elios  el 
de  cierta  monja  de  un  monasterio  de  liorna,  que 
convertida  en  hombre  y echada  dei  claustro,  re- 
cibió luego  el  órden  sacerdotal , y fué  canónigo 
de  la  iglesia  de  Santa  María  de  la  misma  ciudad, 
donde  murió  en  23  de  Mayo  de  1626;  y otro  toda- 
vía mas  curioso  y terminante  de  dos  hermafro- 
ditas que  habiendo  contraído  matrimonio  entre 
sí  como  marido  y mujer,  aparecieron  luego  pre- 
ñados ambos.  Si  queréis,  añaden,  ver  hermafro- 
ditas, id  A la  Florida  en  América,  y allí  los  en- 
contrareis en  abundancia  destinados  á servir  de 
jumentos,  porque  son  muy  robustos  y despre- 
ciados. 
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Otros,  sin  embargo,  tienen  por  fabulosa  y por 
una  suposición  gratuita  la  existencia  de  verda- 
deros hermafroditas,  esto  es,  de  personas  que 
siendo  á un  mismo  tiempo  varones  y hembras, 
hayan  concebido  y hecho  concebir;  y la  niegan 
formalmente  los  filósofos  como  Aristóteles,  Al- 
berto Magno,  Valmont  de  Bomaire,  Buffon,  el 
abate  Herbás,  y los  mas  célebres  anatomistas 
modernos. 

II,  Las  personas  calificadas  con  el  nombre 
de  hermafroditas,  lejos  de  ser  á un  tiempo  hom- 
bres y mujeres,  no  son  por  lo  común  ni  lo  uno 
ni  lo  otro,  pues  no  sirven  para  la  generación 
ni  como  varones  ni  como  hembras;  y si  se  hallan 
hermafroditas  que  tengan  un  sexo  dominante, 
son  muy  imperfectos  los  órganos  del  sexo  opues- 
to, Si  la  naturaleza  tiene  á veces  sus  extravíos  y 
aberraciones  en  la  producción  del  hombre,  ja- 
más ha  llegado  á formar  un  compuesto  ó agre- 
gado perfecto  de  ios  órganos  y atributos  de  ara- 
bos sexos;  jamás  ha  confundido  para  siempre 
sus  verdaderos  sellos;  jamás  deja  de  manifestar 
por  fin  el  carácter  que  los  distingue;  y si  de 
cuando  en  cuando  los  oculta  bajo  cierto  aspecto 
en  la  infancia,  los  declara  de  un  modo  induda- 
ble en  la  edad  de  la  pubertad.  Testigo  de  esta 
verdad  la  supuesta  muchacha  italiana,  que  en 
tiempo  de  Constantino  se  volvió  varón,  según 
nos  cuenta  un  padre  de  la  Iglesia.  Testigo  María 
Germain,  que  después  de  haber  saltado  un  foso, 
se  vió  de  repente  convertida  en  hombre,  desapa- 
reciendo como  por  encanto  el  sexo  bajo  que  ha- 
bía sido  conocida.  Mas  si  las  mujeres  se  hau  con- 
vertido algunas  veces  en  hombres,  nunca  ios 
hombres  se  han  convertido  en  mujeres;  no  por 
la  razón  que  da  el  buen  Cardenal  de  Lugo  de  que 
la  naturaleza  siempre  aspira  á lo  mas  digno, 
sino  porque  hallándose  en  algunos  niños,  por  su 
conformación  irregular,  colocados  de  tal  manera 
los  órganos  viriles  que  se  ocultan  hasta  cierto 
punto  á la  vista  y los  hacen  parecer  hembras, 
llegan  por  fin  á desarrollarse,  y tal  vez  ¿presen- 
tarse de  improviso , descubriendo  el  carácter 
verdadero  del  sexo  en  virtud  de  algún  esfuerzo 
extraordinario  .cuando  se  ha  logrado  arribar  á 
esa  edad  de  pubertad  que  produce  tan  asombro- 
sas revoluciones. 

III.  Tiene , no  obstante,  la  naturaleza  juegos 
y caprichos  bien  singulares  sobre  las  partes  na- 
turales, como  nos  demuestra  el  ejemplo  del 
pretendido  hermafrodita  que  se  vió  en  París  en 
ei  año  de  1765,  Fruto  esta  persona  del  matrimo- 
nio de  Juan  Bautista  Grand-Jean  y Claudina 
Cordier,  fué  bautizada  como  niña  en  Grenoble 
el  año  de  173 2 bajo  el  nombre  de  Ana  Grand- 
Jean,  y se  casó  como  varón  en  Chambery  el  año 
de  1761  con  Francisca  Lambert.  El  sexo  mas 
aparente  de  este  ser  extraordinario  en  los  pri- 


meros momentos  de  su  existencia,  fué  ei  sexo 
femenino:  vió  siempre  con  indiferencia  á toda 
mujer  hasta  la  edad  de  catorce  años;  y entonces 
empezó  á experimentar  el  instinto  del  placer  y 
sintió  nacer  en  su  corazón  pasiones  que  no  per- 
tenecían al  sexo  de  que  se  le  creia:  resolvióse 
por  fin  á tornar  el  traje  conveniente  al  sexo  que 
dominaba  en  él,  y abrazó  el  estado  de  marido  á 
que  su  edad  y sus  facultades  engañosas  le  lla- 
maban. Mas  por  circunstancias  extraordinarias 
mandaron  prender  los  magistrados  de  León  al 
supuesto  hermafrodita;  pusiéronle  en  un  cala- 
bozo con  grillos  , y acabaron  por  condenarle  á 
las  penas  de  exposición  , azotes  y destierro  per- 
petuo por  profanación  del  sacramento  del  ma- 
trimonio. En  virtud  de  su  apelación,  fué  trasla- 
dado á París , donde  se  observó  que  todo  el  con- 
junto de  Grand-Jean  parecía  ser  una  mezcla  de 
los  dos  sexos , ambos  en  la  misma  imperfección; 
y considerando  por  fin  el  Parlamento  que  el 
acusado  mismo  había  sido  engañado  por  la  na- 
turaleza, y que  habiendo  procedido  de  buena  fe 
no  había  profanado  el  sacramento  del  matrimo- 
nio , revocó  por  decreto  de  10  de  Enero  de  1765 
la  sentencia  del  tribunal  de  León  en  cuanto  á 
las  penas  pronunciadas  contra  Ana  Grand-Jean, 
declaró  empero  nulo  y abusivo  el  matrimonio 
que  había  contraido  con  Francisca  Lambert,  y 
le  mandó  volver  á tomar  el  traje  de  mujer. 

IV.  Hay,  pues,  personas  en  quienes  los  órga- 
nos genitales  presentan  una  conformación  tan 
irregular  que  es  difícil  fijar  el  sexo  á que  perte- 
necen; y hay  también  otras  en  quienes  faLtan 
absolutamente  órganos  genitales  propios  del  uno 
ó del  otro  sexo,  de  modo  que  no  se  las  puede 
calificar  de  varones  ni  de  hembras.  En  el  pri- 
mer caso  se  dice  aparente  ei  hermafrodismo,  y 
en  el  segundo  se  llama  neutro.  El  hermafrodis- 
mo aparente , considerado  en  el  sexo  masculino, 
no  suele  ser  otra  cosa  que  un  hipospadias  com- 
plicado : sucede  con  efecto  no  pocas  veces  en  el 
hipospadias , que  el  escroto  está  dividido  en  dos 
partes  de  manera  que  simula  bastante  bien  los 
grandes  labios  de  la  yulva  y la  entrada  de  la 
vagdna,  y si  al  mismo  tiempo  se  lian  quedado 
los  testículos  tras  del  anillo  inguinal , y la  ver- 
ga tiene  poco  volúmen  y parece  un  largo  clíto- 
ris,  es  todavía  mas  fácil  equivocarse.  En  la  mu- 
jer puede  inducir  á engaño  la  excesiva  dimen- 
sión del  clitoris  , el  cerramiento  de  la  vulva  por 
una  membrana  mas  ó menos  gruesa,  y otras 
irregularidades  que  se  encuentran  alguna  vez 
en  sus  órganos,  y mas  que  esta  conformación 
suele  ir  acompañada  de  alta  estatura,  voz  fuer- 
te , remos  muy  musculosos , piel  velluda  y há* 
bitos  varoniles.  Ei  hermafrodismo  neutro  produ- 
ce impotencia  absoluta  ; y las  personas  que  lo 
padecen,  deben  condenarse  al  celibato.  El  her- 


m 


— 45 


IIE 


mafrodismo  aparente  puede  no  producir  impo-  i (lera  tal  persona,  responde,  se  hallaría  en  la 
tencia  alguna  ó producir  impotencia  absoluta  ó naturaleza  como  la  planta  que  encierra  en  sí 

respectiva,  según  sea  la  irregularidad  de  la  misma  el  pistilo  y los  estambres,  y no  merecería 

conformación  de  los  órganos.  mas  ser  castigado  por  esta  superabundancia  de 

V.  Cuando  el  hermafrodismo  aparente  no  pro-  órganos  generadores  que  el  hombre  regular  en 

duce  impotencia,  puede  el  hermafrodita  con-  un  pueblo  de  hermafroditas. 

traer  válida  y lícitamente  matrimonio,  con  ar-  HERMANDAD.  La  relación  de  parentesco  que 
reglo  al  sexo  que  en  él  prevalezca,  esto  es,  como  hay  entre  hermanos;  la  cofradía  ó junta  forma- 

varon  si  prevalece  el  sexo  masculino,  y como  da  para  ejercitarse,  en  obras  de  piedad;  la  liga, 

mujer  si  prevalece  el  sexo  femenino.  Mas  no  alianza  ó confederación  entre  varias  personas,  y 

puede  contraer  matrimonio  ni  válida  ni  licita-  la  misma  gente  aliada  y confederada ; y anti- 
mente conforme  ai  sexo  que  en  él  es  mas  débil  guamente , hablando  de  bienes,  lo  mismo  que 

ó menos  pronunciado,  pues  entonces  contraería  sociedad  ó compañía  en  la  acepción  de  convenio 

con  persona  del  mismo  sexo  que  él.  Y si  ambos  ó contrato.  V.  Cofradía. 

sexos  fueren  iguales,  sin  que  ninguno  de  ellos  HERMANDAD  Ó SANTA  HERMANDAD.  Una  especie 
prevalezca  sobre  el  otro,  podrá  entonces  contraer  de  confraternidad  ó asociación  formada  entre  los 

matrimonio  á su  arbitrio,  sea  como  varón , sea  pueblos  con  el  fin  de  refrenar  los  enormes  deli- 

como  mujer,  con  tal  que  renuncie  para  siempre  ! tos  que  se  cometían  fuera  de  poblado,  y aun  de 
al  otro  sexo,  y jure  primero  que  jamás  hará  uso  impedir  las  vejaciones  de  los  poderosos.  En  cada 

en  adelante  sino  del  sexo  que  una  vez  ha  elegí-  pueblo  se  elegían  dos  alcaldes,  uno  por  el  esta- 
do; de  modo  que  ni  aun  muerto  el  primer  cón-  do  noble  y otro  por  el  general,  á quienes  esta- 

yuge  ha  de  poder  variar  ni  casarse  lícitamente  ban  subordinados  los  oficiales  menores  , llama- 

con  arreglo  al  otro  sexo ; bien  que  si  así  se  casa-  dos  cuadrilleros,  por  la  cuadrillad  compañía  que 

se,  seria  válido  el  matrimonio,  pues  que  no  hay  formaban.  Estos  cuadrilleros  perseguían  á los 

ley  civil  ni  eclesiástica  que  lo  anule:  Baldo , in  l.  delincuentes , y los  presentaban  á ios  alcaldes, 

quceritur.  10,  D.  de  statu  hominunv,  Sánchez,  de  quienes  los  juzgaban  siguiendo  en  la  sustaneia- 

iiiatrimonio , iib.  7.”,  disp.  106;  Pirring,  lib.  4.°,  cion  y decisión  de  las  causas  los  mismos  trámi- 

decretal.,  tít.  15,  núm.  3.";  Iteiffenstuel,  ilid.  nú-  tes  que  los  jueces  ordinarios.  Los  crímenes  cuyo 

mer.o  22;  Rosignol , in  unicers.  de  matr.;  Gutier-  conocimiento  les  correspondía,  eran  los  siguien- 

rez,  de  matr.  disp.  119;  Silvester,  v.  hermaphro-  tes:  hurtos  y robos  de  bienes;  raptos  y violencias 

düus;  y Ferraris,  ilid.  de  mujeres;  muertes  y heridas  á traición;  in- 

VI.  La  ley  10,  tít.  1.”,  Part.  6.%  dice  que  no  cendios  de  casas,  viñas,  mieses  y colmenares; 

puede  ser  testigo  en  los  testamentos  el  herma-  cárceles  privadas  ó prisiones  hechas  de  propia 


frodita  que  se  incline  mas  á la  naturaleza  de 
mujer  que  de  hombre,  porque  en  los  testamentos 
no  pueden  ser  testigos  las  mujeres;  pero  en  to- 
dos los  demás  actos  y pleitos  puede  ser  testigo 
el  hermafrodita,  cualquiera  que  sea  el  sexo  que 
en  él  predomine,  según  la  ley  17,  tít.  16,  Par- 
tida 3.’,  porque  pueden  serlo  igualmente  las 
mujeres. 

VIL  La  ignorancia  y la  credulidad  han  der- 
ramado en  otro  tiempo  la  sangre  de  los  reputa- 
dos hermafroditas:  los  átenienses  los  arrojaban 
al  mar,  y los  Romanos  al  Tiber;  y en  otras  partes 
han  ahorcado  ó quemado  ó enterrado  vivos  á los 
que  habian  abusado  del  estado  irregular  de  sus  i 
órganos.  El  hermafrodita  debe  acomodarse  al 
sexo  que  en  él  predomina,  y adoptar  el  traje  y 
las  costumbres  que  según  este  le  corresponden. 

Sí  así  no  lo  hiciere,  merece  ser  castigado  por 
haber  engañado  á sus  conciudadanos  y hecho 
traición  á la  naturaleza  ; pero  la  pena  de  seme- 
jante delito  debe  consistir  mas  bien  en  el  opro- 
bio que  en  los  suplicios.  Mas  ¿podría  condenarse  1 
á muerte  , pregunta  un  célebre  filósofo,  al  ver- 
dadero hermafrodita  que  pudiese  engendrar  con 
una  mujer  y concebir  con  un  hombre?  Si  exis- 


autoridad;  y algunos  otros  delitos,  con  tal  que 
se  cometiesen  fuera  de  las  poblaciones , y aun  á 
veces  aunque  se  cometiesen  dentro  de  ellas  si 
los  malhechores  se  salían  al  campo  con  las  co- 
sas ó personas  robadas;  bajo  el  concepto  de  que 
se  tenia  por  despoblado  todo  lugar  sin  cerca  que 
no  llegaba  á treinta  vecinos,  y de  que  los  jueces 
de  la  Hermandad,  no  solo  procedían  contra  los 
autores  de  estos  crímenes,  sino  también  contra 
los  que  hubieren  mandado  cometerlos,  ó los 
hubiesen  aprobado  después  de  cometidos:  le- 
yes 2.a.  11  y 12,  tít.  35,  lib.  12,  Hov.  Recop. 

Esta  asociación,  quefué  establecida  en  tiempo 
de  la  anarquía  feudal,  tenia  el  objeto  político  de 
resistir  á la  opresión  de  la  nobleza,  reprimir 
ciertos  crímenes  que  las  justicias  señoriales  per- 
mitían , y aumentar  el  poder  del  trono  que  no 
tenia  bastante  fuerza  para  contener  las  violen- 
cias y agitaciones  intestinas  causadas  por  los 
señores.  De  aquí  es  que  los  Reyes  sancionaron 
su  establecimiento , le  concedieron  privilegios, 
y la  tomaron  por  instrumento  de  su  autoridad. 
Pero  por  fin  degeneró  de  su  primitivo  instituto, 
abusó  de  su  jurisdicción  y facultades,  comenzó 
á proceder  de  un  modo  misterioso,  rápido  y vio- 
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lento,  y vino  á convertirse  en  instrumento  de 
rapacidad  y opresión. 

Todavía  se  habían  conservado  hasta  estos  til- 
timos  tiempos  las  santas  , reales  y viejas  Her- 
mandades, denominadas  de  Ciudad-Real,  Tala- 
yera y Toledo;  pero  por  ley  de  7 de  Mayo  de 
1835  quedaron  extinguidas  con  sus  tribunales 
privilegiados,  y cesó  la  exacción  del  derecho  de 
asadura  mayor  y menor,  y demás  que  se  perci- 
bían para  atender  á los  gastos  de  dichos  estable- 
cimientos. 

HERMANDAD  DE  VIÑEROS.  Asociación  formada 
por  los  propietarios  de  viñas  con  objeto  de  sacar 
el  mayor  beneficio  posible  de  los  vinos  de  su 
cosecha. 

Como  en  las  ordenanzas  de  estas  asociaciones 
Be  habian  introducido  muchos  errores  en  per- 
juicio de  los  progresos  de  la  industria  viñera, 
de  la  mejora  de  los  vinos  y de  la  libertad  de  su 
comercio , se  mandó  por  Real  decreto  de  25  de 
Febrero  de  1834  lo  siguiente : «l.°  Quedan  extin- 
guidas las  hermandades,  gremios  y montes  pios 
de  viñeros  en  todo  el  reino , y en  plena  libertad 
la  circulación,  compra  y venta  de  vinos  de 
cualquiera  clase  que  sean  por  mayor  y menor, 
pagando  los  derechos  legítimamente  estableci- 
dos. 2.”  En  su  consecuencia,  los  cosecheros  y tra- 
tantes son  absolutamente  libres  de  estipular  en 
dichas  compras  y ventas  lo  que  mas  les  conven- 
ga, en  órden  al  tiempo,  precio,  modo,  cantidad 
y demás  circunstancias  de  sus  contratos,  cuales- 
quiera que  sean  los  usos , costumbres  y orde- 
nanzas que  lo  impidan,  las  cuales  quedan  abo- 
lidas desde  la  publicación  de  la  presente  ley. 
3.”  Quedan  asimismo  anulados  y abolidos  los 
impuestos  que  perciban  las  hermandades,  aun- 
que estuviesen  autorizados  por  sus  ordenanzas 
ó de  otro  modo,  y cualesquiera  que  fuese  el  ob- 
jeto de  su  concesión.  4.°  No  se  obligará  á los  co- 
secheros y tratantes  á pagar  los  atrasos  proce- 
dentes de  los  impuestos  expresados  en  el  artícu- 
lo anterior,  sino  en  cuanto  las  hermandades 
resulten  deudoras  á cuerpos  ó particulares , en 
cuyo  caso  cobrarán  solo  la  parte  que  sea  nece- 
saria para  cubrir  sus  obligaciones,  prorateán- 
dola entre  los  cosecheros  y tratantes  á pro- 
porción de  sus  atrasos  respectivos.  5."  En  las 
ciudades  capitales  de  provincia  en  que  quieran 
tener  un  monte  de  socorros  para  beneficio  y fo- 
mento de  la  agricultura,  pero  sin  privilegio  ni 
gracias  opuestas  á la  libertad , tráfico  y circula- 
ción de  los  productos  de  la  industria  y del  suelo 
se  formarán  para  organizarlos  los  reglamentos 
convenientes,  remitiéndolos  ai  ministerio  de 
vuestro  cargo  (al  de  la  Gobernación),  para  su 
exámen  y mi  real  aprobación  si  la  merecieren.» 
V.  Gremio. 

HERMANOS,  Los  que  han  nacido  de  un  mismo 


\ padre  y de  una  misma  madre;  ó de  un  mismo 
padre,  pero  no  de  una  misma  madre;  ó de  una 
misma  madre,  pero  no  de  un  mismo  padre.  Los 
1 primeros  se  llaman  hermanos  carnales;  los  se- 
gundos hermanos  consanguíneos  ó de  padre;  y 
los  tercéros  hermanos  uterinos  ó de  madre.  Los 
hermanos  carnales  se  designan  también  con  el 
nombre  de  hermanos  enteros  ó bilaterales;  y los 
que  solo  son  consanguíneos  ó solo  uterinos,  con 
el  de  medios  hermanos  ó unilaterales.  A la  cla- 
se de  los  hermanos  carnales  pertenecen  los  ge- 
melos ti  mellizos,  que  son  los  nacidos  de  un  mis- 
mos parto.  V.  Gemelos. 

Estas  denominaciones  convienen,  no  solo  á los 
hermanos  legítimos , sino  también  á los  habidos 
I fuera  de  matrimonio;  pero  cuando  se  habla  de 
hermanos , se  entienden  los  legítimos,  á no  ex- 
presarse ó inferirse  lo  contrario.  Bajo  el  nombre 
de  hermanos  se  comprenden  también  las  her- 
manas. 

Los  hermanos  gozan  del  beneficio  de  competen- 
cia; de  suerte  que  no  pueden  reconvenirse  unos 
á otros  en  mas  de  lo  que  pudieren.  V.  Beneficio 
de  competencia. 

El  hermano  está  obligado  á dar  alimentos  á 
su  hermano  pobre,  que  no  tuviere  ascendientes 
ni  descendientes  que  se  hallen  con  facultades 
para  dárselos.  Y.  Alimentos,  pár.  1.*,  núm.  3.° 

Los  hermanos  son  herederos  legítimos  del 
hermano  que  muere  intestado  sin  descendientes 
ni  ascendientes.  Y.  Heredero  legitimo , tercer  ór- 
den de  succesion. 

Pero  no  son  herederos  forzosos  por  testamen- 
to; y así  es  que  el  testador  que  no  tiene  deseen-  - 
dientes  ni  ascendientes,  puede  dejar  sus  bienes  á 
extraños , sin  hacer  mención  de  sus  hermanos, 
ó desheredándolos  con  razón  ó sin  ella.  Solo  en 
un  caso  podrán  estos  oponerse  al  testamento 
como  inoficioso  , y es  cuando  el  heredero  insti- 
tuido fuese  persona  de  mala  vida  ó infame  de 
hecho  ó de  derecho;  pues  probándose  entonces 
el  defecto  del  instituido,  se  anillaría  la  institu- 
cion,  y heredarían  los  hermanos  como  herede- 
ros legítimos  ó abintestato.  Mas  si  estos  hubie- 
sen maquinado  en  algún  modo  la  muerte  del 
hermano,  si  le  hubiesen  acusado  de  un  crimen 
digno  de  la  péxxlida  de  la  vida  ó de  aigun  miem- 
bro, ó si  le  hubiesen  hecho  perder  ó procurado 
que  perdiese  la  mayor  parte  de  sus  bienes,  no 
solo  podrían  quejarse  de  la  institución  de  una 
persona  infame , sino  que  ni  aun  podrían  here- 
darle abintestato.  V.  Desheredación  y Heredero , 
núm.  YII,  10. 

Los  hermanos  se  hallan  entre  sí  mismos  en 
segundo  grado  de  parentesco  por  el  derecho  ci- 
vil, y en  primer  grado  por  el  canónico.  V.  Grado. 

No  puede  un  hermano  acusar  á otro  sobre  cosa 
por  que  deba  morir  ó perder  miembro  ó ser  des* 
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terrado,  á no  ser  sobre  grande  traición  contra  ! 
el  Rey  ó el  reino,  ó sobre  ofensa  contra  su  per- 
sona, como  si  intentare,  v.  gr.,  causarle  muerte, 
pérdida  de  miembro  ó gran  deshonra:  ley 
4.a,  tít.  2.",  Part.  3.a,  y ley  2.a,  tít.  l.°,  Part.  7.a 
* Véase  el  art.  157  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  de  1872,  expuesto  en  el  artículo  de  esta 
obra  Denuncia.  Véase  en  el  artículo  Acusación  j 
el  derecho  que  hoy  rige.  * 

No  puede  ser  apremiado  un  hermano  á depo- 
ner 6 declarar  como  testigo  contra  otro  herma- 
no en  causa  ó pleito  que  toque  á su  persona  ó á 
su  fama  ó á la  mayor  parte  de  sus  bienes;  pero 
si  espontáneamente  declarare  sin  apremio  al- 
guno, valdrá  su  testimonio  como  si  ninguna  re- 
lación tuviese  con  él:  ley  11,  tít.  16,  Part.  3.a 

No  pueden  los  hermanos  ser  testigos  unos  por 
otros,  mientras  vivan  juntos  bajo  el  poder  del 
padre;  pero  luego  que  cada  uno  viva  y tenga  ■ 
sus  bienes  con  separación  é independencia,  bien 
podrá  testificar  el  uno  contra  el  otro  ; ley  15,  tí- 
tulo 16,  Part.  3.a;  y por  consiguiente  también 
uno  á favor  de  otro.  En  los  pleitos  ajenos,  pue- 
den atestiguar  los  hermanos,  aunque  estén  j un- 
tos bajo  la  patria  potestad,  y merecerán  la  mis- 
ma fe  que  si  no  tuviesen  relación  entre  sí  mis- 
mos: ley  16,  tít.  16,  Part.  3.a 

El  hermano  mayor  de  veinticinco  años  es  tutor 
legítimo  de  su  hermano  menor  de  catorce  que 
queda  en  la  orfandad  y sin  tutor  testamenta- 
rio, ni  madre  ó abuela  que  quieran  serlo:  leyes 
9.a  y 10,  tít.  16,  Part.  6.a  V.  Tutor. 

El  que  matare  á su  hermano  incurría  en  la 
pena  de  parricida  según  la  ley  12,  tít.  8.“,  Parti- 
da 7.",  * mas  no  según  el  Código  penal  de  1870. 
V.  Parricida,  Encubrimiento  y Hurto.  * 

El  que  sabiendo  que  su  hermano  trata  de  ; 
atentar  á la  vida  del  padre  no  lo  descubriere  [ 
para  evitarlo , debía  ser  desterrado  por  cinco  ¡ 
años:  ley  12,  tít.  8.”,  Part.  7.a 

* Ni  el  Código  penal  de  1848  ni  los  reformados 
en  1850  y 1870  penan  este  hecho  en  ninguna  de 
sus  prescripciones,  por  lo  que  parece  que  se  está 
en  el  caso,  respecto  de  esta  omisión , de  practicar 
lo  prescrito  en  el  art.  2.°  del  mismo;  esto  es,  que 
cuando  un  tribunal  tenga  conocimiento  de  al- 
gún hecho  que  estime  digno  de  reprensión  y 
que  no  se  halle  penado  por  la  ley,  se  abstendrá 
de  todo  procedimiento  sobre  él  y expondrá  al 
G-obierno  las  razones  que  le  asistan  para  creer 
que  debiera  ser  objeto  de  sanción  penal.  * 

HERMANOS  CARNALES.  Los  que  lo  son  de  padre 
y madre;  que  también  se  llaman  enteros  ó bila- 
terales. Cuando  una  persona  muere  intestada 
sin  descendientes  ni  ascendientes , le  succeden 
sus  hermanos  carnales  con  absoluta  exclusión 
de  los  medios  hermanos;  ¿tendrán  el  mismo  de- 
recho cu  las  sucoesinnes  téstame  u tari  as'/  linos 


quieren  que  si  el  testador  instituye  genérica  y 
simplemente  herederos  á sus  hermanos,  de  los 
cuales  unos  son  enteros  y otros  medios,  se  ad- 
mitan solamente  los  enteros;  porque  es  de  pre- 
sumir que  tendría  la  intención  de  disponer  con 
arreglo  á lo  establecido  por  derecho  en  las  suc- 
cesiones  intestadas,  y que  profesaría  mayor 
afecto  á los  enteros  que  á los  medios.  Así  lo  sien- 
ta Gómez  en  la  ley  8.a  de  Toro,  núm.  9."  Mas 
otros  sostienen  que  en  el  citado  caso  deben  suc- 
ceder  todos  los  hermanos  sin  distinción,  presu- 
miendo que  así  lo  quiso  el  testador  por  el  hecho 
de  no  excluir  á ninguno;  pues  si  hubiera  que- 
rido que  solo  á falta  de  hermanos  enteros  suc- 
cediesen  los  medios,  era  muy  regular  que  lo 
hubiese  expresado  nombrando  á estos  por  sus- 
titutos de  aquellos.  Si  el  difunto  no  tenia  mas 
que  un  hermano  entero,  es  claro  que  llamando 
en  plural  á sus  hermanos  , se  entenderían  insti- 
tuidos también  los  medios. 

HERMANOS  CONSANGUÍNEOS  Y UTERINOS.  Se  lla- 
man hermanos  consanguíneos  los  que  no  lo  son 
sino  de  parte  de  padre,  y uterinos  los  que  no  lo 
son  sino  de  parte  de  madre;  de  modo  que  por 
eso  se  llaman  unos  y otros  medio3  hermanos. 
En  las  succesiones  intestadas  de  los  que  muereu 
sin  descendientes  ni  ascendientes,  son  exclui- 
dos los  medios  hermanos  por  los  enteros  y los 
hijos  de  estos.  Pero  no  habiendo  hermanos  en- 
teros ni  hijos  de  estos,  perciben  la  herencia  los 
medios  con  exclusión  de  los  demás  parientes;  y 
si  concurren  hermanos  consanguíneos  ó sus  hi- 
jos con  hermanos  uterinos  ó sus  hijos,  aquellos 
se  llevarán  los  bienes  paternos,  y estos  los  ma- 
ternos , partiéndose  los  demás  entre  todos  ellos 
con  la  debida  igualdad.  V.  Heredero  legitimo,  en 
el  tercer  orden  de  succesion,  y Hermanos. 

HERMANOS  LEGÍTIMOS  Y NATURALES.  Legítimos 
son  los  que  han  nacido  de  legítimo  matrimonio; 
y naturales  los  habidos  fuera  de  éi  de  padres 
que  podian  casarse  eutre  si  mismos.  Guando 
una  persona  muere  intestada  sin  parientes  legí- 
timos, le  succeden  los  hermanos  naturales  por 
parte  de  madre , con  absoluta  exclusión  de  los 
de  parte  de  padre.  Si  el  intestado  es  natural  y 
no  tiene  descendientes  ni  madre,  le  heredarán 
los  hermanos  y sus  hijos  por  este  orden:  1.",  los 
de  parle  de  madre,  debiendo  ser  preferidos  los 
que  de  estos  sean  legítimos,  y los  naturales  en- 
teros á los  naturales  medios , según  algunos  in- 
térpretes; 2°,  los  de  parte  de  padre,  debiendo 
ser  preferidos  los  legítimos , según  la  ley.  Véa- 
se Heredero  legitimo  en  el  tercer  orden  de  suc- 
cesion, núm.  111,4/'  Hermanos  é Hijos  ilegítimos 
en  sus  diferentes  artículos. 

HERRADOR.  El  que  tiene  por  oficio  ajustar  y 
clavar  las  herraduras  á las  caballerías  en  los 
cascos  de  pies  ó manos.  V.  A limitar. 
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HERRAMIENTAS.  Los  instrumentos  de  hierro  ó ' 
acero  con  que  trabajan  los  artesanos  en  las  obras  . 
de  sus  oficios.  Se  consideran  privilegiadas , como  ■ 
los  libros  y las  armas,  en  los  juicios  ejecutivos;  . 
y así  es  que  no  puede  trabarse  ejecución  en 
ellas,  por  ser  precisas  para  adquirir  el  alimento 
diario:  ley  19,  tít.  31,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  y ar- 
tículo 951  de  la  ley  de  Enjuiciamiento.  V.  Juicio 
ejecutivo. 

HIDALGO  Ó HIJO-DALGO.  El  que  por  su  sangre  y 
linaje  es  de  una  clase  distinguida,  ó el  noble 
por  linaje : ley  3.a,  tít.  12,  Part.  2.a 

Son  varias  las  opiniones  sobre  el  origen  de 
esta  voz.  Unos  la  traen  de  la  palabra  latina  itá- 
lico, diciendo  que  no  solamente  los  italianos  que 
durante  la  dominación  romana  venían  á España 
en  numerosás  colonias , sino  también  aquellos 
españoles  á quienes  por  los  grandes  servicios 
qué  hacían  á los  conquistadores  se  les  comuni- 
caba el  derecho  que  los  primeros  tenían  de  no 
pagar  tributos , llegaron  á ser  conocidos  con  la 
denominación  de  itálicos,  que  luego  por  corrup- 
ción vino  á parar  en  hidalgo , de  suerte  que  por 
itálico  y después  por  hidalgo  se  entendían  mas 
bien  los  inmunes  de  tributos  que  los  proceden- 
tes de  Italia.  Otros  afirman  que  hidalgo  es  lo 
mismo  que  hijo  de  godo ; y efectivamente  solo  los 
Godos  y sus  descendientes,  después  del  abati- 
miento de  los  Romanos,  gozaban  la  inmunidad 
de  pechos  y tributos  y otras  distinciones  que 
como  vencedores  se  habían  arrogado;  pero  mu- 
chas vueltas  hubo  de  dar  la  expresión  hijo  de 
godo  para  trasformarse  en  hidalgo , á no  ser  que 
se  diga  que  los  Godos  despojaron  ó,  los  Romanos 
de  esta  denominación  y se  la  apropiaron  ellos, 
así  como  se  habían  apropiado  la  cosa  significa- 
da. Mas  la  ley  2.a,  tít.  21,  Part.  2.a,  quiere  que 
hidalgo  ó hijo-daigo  signifique  hijo  de  bien,  esto 
es , hombre  de  riqueza  ó arraigo , porque  la  pa- 
labra algo  se  tomaba  antiguamente  por  bienes, 
hacienda  ó caudal.  Elegíase  en  lo  antiguo,  se- 
gún dicha  ley,  para  caballeros  encargados  de 
defender  la  tierra , á los  cazadores  como  hechos  á 
pasar  trabajos  en  el  monte ; á los  carpinteros, 
herreros  y pedreros,  por  el  hábito  de  herir  y gol- 
pear y su  fortaleza  de  manos;  y á los  carniceros, 
por  su  costumbre  de  matar  y derramar  sangre; 
mas  habiéndose  observado  que  tales  hombres, 
en  lugar  de  vencer  á los  enemigos,  eran  venci- 
dos de  ellos,  fué  preciso  buscar  hombres  pundo- 
norosos, que  aunque  menos  fuertes,  se  avergon- 
zasen mas  de  huir  en  las  batallas , y así  se  pre- 
firió y escogió  á los  de  buen  linaje  y que  tuvie- 
ran algo,  llamándolos  por  esta  razón  fijos-dalgo. 

El  hidalgo  se  considera  tanto  mas  hidalgo, 
cuanto  mas  antigua  es  su  hidalguía,  cuanto  mas 
se  remonta  y pierde  su  origen  en  la  noche  de  los 
tiempos,  cuanto  mas  indefinida  es  la  línea  de 


' progenitores  que  se  distinguieron  por  sus  virtu- 
des y servicios  al  Estado;  pero  para  ser  legítima 
! y verdadera  hidalguía,  debe  subirá  lo  menos 
¡ basta  los  bisabuelos:  ley  2.a,  tít.  11,  Part.  2.a 
Aquel  cuyos  cuatro  abuelos  paternos  y maternos 
son  hidalgos,  se  dice  hidalgo  de  cuatro  costados. 

La  hidalguía  se  trasmite  por  el  padre  mas  bien 
que  por  la  madre;  de  modo  que  siendo  el  padre 
hidalgo,  aunque  no  lo  sea  la  madre,  lo  será  el 
• hijo;  y al  contrario,  aunque  la  madre  sea  hija- 
dalgo  , si  no  lo  es  el  padre,  no  lo  será  tampoco 
el  hijo,  porque  el  hijo  sigue,  en  cuanto  á las 
honras  y dignidades,  la  condición  del  padre-, 
ley  3.a,  tít.  21,  Part.  2.a  Cuando  solo  el  padre  sea 
hidalgo  y no  la  madre,  será  hidalgo  el  hijo, 
como  se  ha  dicho,  pero  no  será  tenido  por  noble, 
como  observa  la  misma  ley , pues  para  ser  noble 
no  basta  que  el  padre  sea  hidalgo,  sino  que  es 
necesario  que  lo  sea  también  la  madre.  Síguese 
de  aquí,  que  la  nobleza  es  superior  á la  hidal- 
guía; pero  comunmente  se  confunde  una  con 
otra,  y lo  mismo  se  entiende  ahora  por  hidalgo 
que  por  noble. 

Aunque  no  es  hidalgo  propiamente  dicho  sino 
el  que  lo  es  por  linaje , hay  empero  hidalgos  de 
privilegio,  que  son  los  que  han  obtenido  la  no- 
bleza ó hidalguía  por  compra  ó merced  real.  Mas 
entre  los  hidalgos  de  privilegio  y los  hidalgos 
de  linaje  no  hay  otra  diferencia  sino  que  la  hi- 
dalguía comienza  en  los  primeros  por  concesión 
ó gracia  del  Rey,  y se  trasmite  y continúa  en  103 
segundos  por  descender  de  los  primeros ; de 
suerte  que  hidalgo  de  privilegio  es  el  que  ad- 
quiere la  hidalguía  por  sí  mismo,  é hidalgo  de 
sangre  ó de  linaje  el  que  la  hereda  del  hidalgo 
de  privilegio.  Y.  Noble. 

HIDALGUÍA.  La  nobleza  que  viene  á los  hom- 
bres por  linaje,  ó la  calidad,  estado  y condición 
civil  del  hidalgo:  ley  3.a,  tít.  21,  Part.  2.a  V.  No- 
bleza. 

HIJASTRO.  El  hijo  que  trae  cualquiera  de  los 
casados  al  nuevo  matrimonio,  ó sea  el  hijo  ha- 
bido de  otro  cónyuge  y no  del  que  ahora  tiene 
la  mujer  ó el  marido.  Dícese  hijastro  con  respecto 
al  marido  de  su  madre  ó á la  mujer  de  su  padre.  ' 
Llámase  también  alnado  y entenado,  que  es  lo  mis- 
mo que  decir  alibi  natus,  ex  alterius  thoro  natus. 

V.  Madrastra  y Padrastro. 

HIJO.  Hablando  en  general,  es  el  engendrado 
de  macho  y hembra  con  respecto  á sus  padres; 
pero  ahora  nos  contraemos  al  engendrado  de 
hombre  y mujer.  Decimos  engendrado  y no  naci- 
do , porque  desde  que  el  hombre  se  halla  en  el 
seno  materno  existe  ya  de  algún  modo;  la  ley 
por  lo  tanto  fija  en  ét  sus  ojos  protectores,  vela 
en  su  conservación  y desarrollo,  y le  asegura 
sus  intereses  civiles,  teniéndole  por  nacido  para 
todo  lo  que  le  fuere  útil,  y cuando  llega  efecti- 
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vamente  á nacer,  se  cuenta  en  el  número  de  los 
hombres  y goza  de  los  derechos  asegurados  por 
la  ley,  con  tal  que  su  nacimiento  sea  natural  y 
no  abortivo : leyes  3."  y 5.*,  tít.  23,  Part.  4.a,  y 
ley  13  de  Toro.  V.  Abortivo  é Hijo  postumo. 

La  palabra  hijo  viene  de  la  latinarías,  que 
gradualmente  se  pronunció  por  nuestros  padres 
filio , filo , fijo,  hasta  que  vino  á parar  en  hijo ; y 
la  palabra  filius,  según  algunos  gramáticos,  trae 
su  orígeu  de  film,  que  significa  hilo,  ó porque 
el  hijo  sale  del  padre  como  hilo,  ó porque  la  na- 
turaleza suele  reproducir  en  los  hijos  la  fisono- 
mía, los  rasg-os,  las  inclinaciones,  el  carácter  y 
el  genio  del  padre  ó de  la  madre:  Dicitur  á filo 
filius,  quod  ipse  ex  paire  progenitore  veluíi  filum 
quoddam  Aucitur,  vel  quod  soepius  filii  faciem  for- 
mamque  patris  aut  malris  referre  soleant,  como 
dice  Juan  Calvino  en  su  Lexicón  juridicum. 

Bajo  la  denominación  de  hijos  se  comprenden 
también  las  hijas,  así  como  bajo  la  denominación 
de  hermanos  se  comprenden  igualmente  las  her- 
manas: ley  1.a,  tít.  2.°,  lib.  4.°  del  Fuero  Juzgo, 
y así  como  bajo  la  palabra  hombre  se  contiene 
la  mujer:  ley  0.a,  tít.  33,  Part.  7.a  Así  que  nunca 
deben  excluirse  las  hijas  de  las  disposiciones  de 
la  ley  ó del  hombre,  sino  cuando  claramente 
aparezca  que  la  voluntad  del  hombre  ó de  la_ley 
fué  el  excluirlas,  y aun  en  los  mayorazgos  es 
indispensable  su  exclusión  expresa  y terminan- 
te para  que  no  succedan,  sin  que  basten  conje- 
turas ni  inducciones  por  claras  que  parezcan. 
Mas  por  ei  contrario,  bajo  la  denominación  de 
hijas  no  se  comprenden  los  hijos , pues  es  claro 
que  por  el  hecho  de  nombrar  solamente  á aque- 
llas se  quiere  excluir  á estos. 

Hablando  con  todo  rigor  y propiedad,  no  se 
entienden  por  hijos  sino  los  descendientes  de 
alguno  que  se  hallan  en  primer  grado  con  él; 
pero  en  un  sentido  mas  extenso  y general  ó por 
interpretación,  se  comprenden  á veces  bajo  el 
nombre  de  hijos  todos  los  descendientes  de  al- 
guno sin  limitación  de  grados,  lo  cual  no  suce- 
de cuando  se  trata  de  cosas  que  pueden  perjudi- 
carles, sino  solo  cuando  se  trata  de  su  bien:  Filii 
apellatione  omnes  liberes  intelligimus ; liberonm 
avAern  appdlatioue  nepotes,  et  pronepotes,  cceleri- 
que  qui  ex  his  descendunt,  continentur . J -asta  Ínter - 
pretatione  recipiendum  est,  ni  appellatione  filii, 
sicuti  fidiam  familias  contineri  [soepe  respoudimus, 
iía  et  nepos  videatur  comprehendi : el  patris  nomi- 
ne avus  queque  demonstrar-i  intelligatur:  11.  84, 
201  y 220,  D.  de  verb.  sig-níf. 

* Aunque  por  el  derecho  romano  que  rig’e  en 
Cataluña,  lo  mismo  que  por  el  de  Castilla,  bajo 
la  palabra  hijos  se  entienden  comprendidos  los 
nietos  en  materia  succesoria,  este  principio  deja 
de  tener  aplicación  cuando  el  testador  establece 
llamamientos  para  los  hijos  exclusivamente;  por 


lo  que,  cuando  el  testador  instituyó  por  su  he- 
redero universal  á uno  de  sus  hijos,  previniendo 
que  si  este  muriese  sin  ellos,  substituía  é instituía 
á los  demás  sus  hijos  ó hijas  que  tuviese  y dejase 
el  día.  de  su  muerte,  no  á todos  juntos,  sino  uno 
después  del  otro,  de  grado  en  grado  y según  el 
órden  de  progenitura,  la  sentencia  que  deelara 
corresponder  la  herencia  á la  única  hija  que  vi- 
vía al  fallecimiento  sin  hijos  del  primer  insti- 
tuido, y no  á la  nieta  de  otra  hermana  muerta 
antes,  no  infringe  las  leyes  84,  201  y 220  del  Di- 
gesto,  ni  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre  - 
mo sobre  esta  materia,  porque  no  puede  apre- 
ciarse en  este  caso  la  significación  que  en  otros 
se  da  al  llamamiento  de  hijos:  sentencia  de  2 de 
Julio  de  1873.  * 

Así  como  no  deben  ser  tenidos  por  hijos  los 
abortivos,  no  deben  tampoco  ser  reputados  por 
tales  los  monstruosos  que  nacieren  sin  forma 
humana  y con  la  cabeza  ú otros  miembros  prin- 
; cipales  de  bestia:  ley  5 ‘,  tít.  23,  Part.  4.a  Véase 
Monstruo. 

Los  hijos  son  legítimos  ó ilegítimos.  Son  y se 
llaman  legítimos  los  que  nacen  de  matrimonio 
legítimo  ó al  menos  putativo  á debido  tiempo; 
todos  los  demás  se  llaman  ilegítimos.  Los  ilegíti- 
mos se  dividen  en  naturales  y espurios:  natura- 
les son  los  nacidos  de  hombre  y mujer  que  al 
tiempo  de  la  concepción  ó del  nacimiento  podían 
casarse  sin  dispensa;  y espurios  todos  los  demás 
ilegítimos  que  no  son  naturales , esto  es , los  in- 
cestuosos, que  son  los  habidos  entre  parientes  que 
no  podían  casarse  sin  dispensa;  los  adulterinos , 
que  son  los  habidos  de  personas  ligadas  con 
otras,  á io  menos  una.  por  el  vínculo  del  matri- 
monio; los  sacrilegos , que  son  los  habidos  de 
personas  que  estaban  ligadas , á lo  menos  una, 
con  profesión  religiosa  ó con  Orden  sacro , y los 
nanceres,  que  son  los  de  mujeres  prostitutas. 

Los  hijos  de  legítimo  matrimonio  se  dicen  á 
veces  legítimos  y naturales  en  contraposición  á 
los  hijos  adoptivos,  porque  aquellos  son  hijos  por 
la  naturaleza  y por  la  ley,  al  paso  que  estos  no 
son  hijos  del  adoptante  por  naturaleza,  sino  solo 
por  la  voluntad  del  adoptante  y por  la  ley  que 
permite  la  adopción. 

Los  hijos  legítimos  pueden  hallarse  consti- 
tuidos bajo  la  patria  potestad  , ó bien  fuera  de 
ella:  en  el  primer  caso  se  llaman  hijos  de  fami- 
lias , y en  el  segundo  hijos  emancipados . 

Los  hijos  ilegítimos  se  llaman  también  en  ge- 
neral bordes  y bastardos-,  pero  la  denominación 
de  bastardos  se  aplica  en  sentido  mas  estricto, 
así  como  la  de  espurios  á los  hijos  de  padres  que 
no  podían  contraer  matrimonio  entre  sí  cuando 
los  procrearon.  La  de  espurios  además  se  contrae 
por  algunas  leyes  ó,  los  hijos  de  mujeres  solteras 
ó viudas  y de  padres  inciertos  y no  conocidos, 


Hl 


— 48 


Hl 


V.  Bar  tardo  y Espurio.  Los  hijos  adulterinos,  los  j 
incestuosos  y los  sacrilegos  se  comprenden  á 
veces  por  las  leyes  bajo  el  dictado  de  fornecinos , 
así  como  bajo  el  de  espurios  y bastardos.  \ . For- 
necino. Los  adulterinos  se  dicen  notos  por  equi- 
vocación de  una  ley.  V.  Hijo  adulterino. 

Los  hijos  ilegítimos,  á lo  menos  los  de  ciertas  ‘ 
clases,  pueden  legitimarse  por  subsiguiente  ma-  ¡ 
trimonio  ó por  rescripto  ó privilegio  del  Rey.  ¡ 
Hijo  legitimado. 

Los  hijos  pueden  nacer  viviendo  su  padre,  ó 
después  de  su  fallecimiento ; y en  este  caso  se 
llaman  pos  Unimos.  V.  Hijo  posthumo. 

Cuando  se  habla  de  hijos  en  general , no  se 
entiende  ordinariamente  sino  de  los  hijos  legí- 
timos de  ambos  sexos  , porque  lo  que  caracteri- 
za la  calidad  de  hijo  es  el  haber  nacido  de  pa- 
dres unidos  por  matrimonio  legítimo;  y así  es 
que  si  se  quiere  comprender  ó mencionar  á los 
lujos  ilegítimos , se  les  suele  dar  alguna  califi- 
cación que  los  designe,  principalmente  cuando 
se  trata  de  suecesiones  y de  otros  derechos  de 
familia. 

Los  derechos  y deberes  que  las  leyes  natura- 
les y positivas  lian  establecido  entre  los  hijos  y 
las  personas  k quienes  estos  deben  su  existen- 
cia, no  son  unos  mismos  con  respecto  á todos 
las  hijos , sino  que  vacian  y son  mas  ó menos 
extensos,  según  la  respectiva  clase  en  que  los 
hijos  se  hallaren  de  legítimos,  legitimados,  na- 
turales ó espurios,  como  se  verá  en  los  siguien- 
tes artículos  que  les  conciernen.  Mas  todos  los 
hijos,  de  cualquier  clase  que  sean , tienen  dere- 
cho á que  las  personas  que  los  han  puesto  en  el 
mundo  les  den  la  crianza  y subsistencia  que  les 
fuere  indispensable ; y ellos  por  su  parte  están 
obligados  á amar  y respetar  á sus  padres  y á sus 
madres , á hacerles  honor , servicio  y favor  por 
cuantos  medios  pudieren,  y aun  á proveerles  de 
alimentos  en  caso  necesario,  como  expresamen- 
te se  dispone  en  el  proemio  y leyes  del  tít.  19, 
fiart.  4.a  \ . Alimentos , Madre  y Padre  y Patria 
potestad. 

HIJO  LíGÍTIMQ,  El  nacido  de  matrimonio  legí- 
timo, esto  es,  de  matrimonio  celebrado  con  ar- 
reglo á las  leyes  y cánones , y por  consiguiente  i 
válido  y verdadero:  el  habido  de  matrimonio  pu- 
tativo , esto  es , de  matrimonio  celebrado  en  faz 
de  la  iglesia  con  impedimento  dirimente  que 
iguorabau  ambos  cónyuges , ó al  menos  uno  de 
ellos ; y el  que  habiendo  nacido  de  padre  y ma- 
dre que  no  estaban  casados  entre  sí,  se  legítima 
después  por  el  subsiguiente  matrimonio:  ley  1.* 
tít.  13,  Part.  4.a 

*Bajo  la  denominación  de  hijos  legítimos  y de 
legítimo  matrimonio  nacidos,  se  comprenden 
siempre  los  legitimados  por  subsiguiente  matri- 
monio (aunque  fueren  incestuosos,  porque  el 


matrimonio  celebrado  con  la  dispensa  apostólica 
los  legitima),  y merecen  igual  concepto  para 
toáoslos  efectos  civiles,  porque,  como  dice  la 
ley,  aunque  estos  fijos  atales  non  son  legítimos 
cuando  nascen,  tan  gran  fuerza  ha  el  matrimo- 
nio, que  luego  que  el  padre  e la  madre  son  ca- 
sados, se  facen  por  ende  los  fijos  legítimos.  La 
legitimación  se  retrotrae  al  acto  anterior  al  na- 
cimiento legitimado;  ficción  que  produce  la  ver- 
dad legal:  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de 
17  de  Junio  y 24  de  Abril  de  1861,  de  12  de.  No- 
viembre de  1864  y de  20  de  Junio  de  1865. 

Por  la  lev  de  18  de  Junio  de  1870  estable- 
ciendo el  matrimonio  civil,  se  dispuso  (art.  2.") 
que  el  matrimonio  que  no  se  celebrase  con  ar- 
reglo á las  disposiciones  de  la  misma  no  produ- 
ciría efectos  civiles  con  respecto  á las  personas 
y bienes  de  los  cónyuges  y de  sus  descendientes. 
No  trató  de  ¡afectar  esta  disposición  en  manera 
alguna,  ni  le  era  posible  en  verdad,  al  carácter  de 
legitimidad  del  matrimonio  canónico , en  el  or- 
den espiritual,  y aun  en  el  puramente  social. 
Así  se  declara  terminantemente  en  el  párrafo  10 
capitulo  l.°  del  preámbulo  de  la  ley  mencionada 
en  que  se  lee:  «Podrá  negar  la  ley  civil  al  matri- 
monio exclusivamente  canónico  la  protección 
que  el  Estado  otorga  alas  uniones  en  que  ha  im- 
preso el  sello  de  su  legitimidad.  Podrá,  en  su  con- 
secuencia, no  reconocer  en  los  que  lo  celebren, 
ni  en  sus  descendientes  los  derechos  meramente 
civiles  que  proceden  del  estado  matrimonial, 
porque  en  la  esfera  civil  ha  de  encerrarse  necesa- 
riamente su  acción.  Pero  no  podrá  privar  en  el 
órden  espiritual  de  los  efectos  de  la  legitimidad. 
Esto  equivaldría  á legislaren  nombre  del  Estado 
sobre  materias  religiosas:  esto  seria  una  tiranía 
odiosa.» 

No  obstante  estas  terminantes  declaraciones, 
habiéndose  consultado  á la  Dirección  general 
de  los  Registros  civil  de  la  propiedad  y del  no- 
tariado acerca  de  la  manera  con  que  habían  de 
inscribirse  en  el  Registro  civil  los  hijos  naci- 
dos de  matrimonio  solamente  canónico  con- 
traído con  posterioridad  á la  ley  vigente  de  dicho 
Registro  , se  resolvió  por  S.  M.  que  los  hijos 
habidos  de  matrimonio  solamente  canónico  de- 
bían inscribirse  en  el  Registro  bajo  la  denomi- 
nación de  hijos  naturales:  Real  órden  de  11  de 
Enero  de  1872. 

Semej an te  disposición  lastim aba profun d ain e n - 
te  la  dignidad  del  matrimonio  católico,  susci- 
tando continuas  perturbaciones  en  la  familia  y 
en  la  sociedad.  El  Gobierno  no  pudo  permane- 
cer indiferente  ante  ellas,  y aunque  se  ocupaba 
con  preferencia  en  la  reforma  de  la  ley  de  Ma- 
trimonio civil,  atendiendo  al  incesante  clamor 
de  la  opinión  pública,  mas  acentuado  cada  día, 
uo  pudo  menos  de  anticipar  una  resolución  que 
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pusiera  en  armonía  el  estado  legal  de  los  hijos  güimos  y gozan  de  los  efectos  civiles  meneio- 

de  matrimonio  cristiano  con  el  que  les  reconocía  nados  los  habidos  en  matrimonio  celebrado  con 

indisputablemente  la  conciencia,  pública.  arreglo  4 las  disposiciones  de  la  ley  de  matri- 

Así  fué  que  por  decreto  de  22  de  Enero  de  rnouio  civil  de  1870,  según  se  declara  expresa- 

1875,  se  derogó  la  Real  órden  de  11  de  Enero  ci-  mente  en  el  art,  2.'’  de  la  misma.  Pero  debe  te- 
tada y cuantas  disposiciones  se  opusieran  al  nerse  presente,  que  según  el  espíritu  de  esta 

mismo,  disponiendo  que  los  hijos  procedentes  ley,  y aun  según  las  palabras  de  su  preámbulo, 

de  matrimonio  exclusivamente  canónico,  cuya  si  bien  no  exige  el  legislador  la  concurrencia 

inscripción  en  el  Registro  civil  fuera  competen-  forzosa  é imprescindible  de  la  legitimidad  canó- 

temente  solicitada,  fuesen  inscritos  como  hijos  nica  y de  la  civil  en  el  matrimonio,  ha  dernos- 

legítimos,  siempre  que  se  hiciera  constar  legal-  trado  lo  conveniente  que  seria  la  posibilidad  de 

mente  el  matrimonio  de  sus  padres ; que  los  re-  esa  concurrencia,  así  corno  la  celebración  del 

feridos  hijos  inscritos  hasta  entonces  como  hi-  matrimonio,  aun  respecto  de  los  que  no  fueren 

jos  naturales  se  inscribieran  desde  luego  á ins-  católicos,  según  los  ritos  de  las  religiones  posi- 

tancia  departe  como  legítimos,  rectificándose,  ti  vas  que  profesen,  y que  no  violen  las  reglas 

para  este  efecto,  los  asientos  que  de  ellos  se  hu-  universales  de  la  moral  y del  derecho.  De  todos 

hieran  verificado ; y que  se  considerasen  para.  modos,  quien  contrajere  únicamente  matrimo- 

todos  los  efectos  civiles  como  hijos  legítimos  nio  civil  sin  sujetarse  4 los  preceptos  de  la 

desde  el  día  de  su  nacimiento  los  de  matrimo-  Iglesia , será  considerado  por  los  católicos  como 

nio  exclusivamente  canónico  que  en  virtud  de  viviendo  en  concubinato  mas  ó menos  legal, 

lo  dispuesto  en  dicho  decreto  obtuvieran  su  ins-  pero  nunca  en  santo  matrimonio.  V.  Matrimonio 

cripcion  en  el  Registro  con.  aquella  cualidad:  civil.  * 

arts.  l.°,  3.°  y 6.°  I.  No  solo  se  tiene,  pues,  por  hijo  legítimo  el 

Posteriormente,  por  decreto  de  9 de  Febrero  que  nace  de  matrimonio  válido,  sino  también  el 

de  1875,  modificando  la  ley  de  matrimonio  civil,  que  nace  de  matrimonio  nulo  por  razón  de  im- 

respecto  á los  matrimonios  canónicos,  se  dispu-  pedimento  dirimente,  con  tal  que  el  matrdmo- 

so,  que  el  matrimonio  contraido  ó que  se  con-  nio  se  hubiese  contraido  solemnemente  infacie 

trajere  con  arreglo  á los  sagrados  cánones  pro-  Ecclesim,  y que  ambos  cónyuges  ó á lo  menos  el 

ducirá  en  España  todos  los  efectos  civiles  que  le  uno  de  ellos  tuviesen  buena  fe  creyendo  que 

reconocían  las  leyes  vigentes  hasta  la  publica-  carecían  de  impedimento.  La  buena  fe,  al  me- 

cion  de  la  provisional  de  18  de  Junio  de  1870;  que  nos  de  parte  de  uno  de  los  cónyuges,  no  solo 

los  matrimonios  canónicos  celebrados  desde  que  debe  existir  al  tiempo  de  la  celebración  del  raa- 

empezó  á regir  dicha  ley  hasta  el  dia,  surtirán  trimonio,  sino  que  debe  continuar  al  tiempo  de 

los  mismos  efectos  desde  la  época  de  su  celebra-  la  procreación  de  los  hijos,  pues  si  antes  de  este 

acto  llegare  á cesar  por  saber  ambos  cónyuges 
el  impedimento  dirimente,  será  ya  ilegítima  la 
prole.  Si  dudando  ambos  cónyuges  sobre  la  exis- 
tencia del  impedimento  y sin  hacer  las  debi- 
contraigan  matrimonio  canónico,  el  cual  se  regi-  das  diligencias  para  averiguar  la  verdad  pasan 
rá  exclusivamente  por  los  sagrados  cánones  y las  á contraer  y consumar  el  matrimonio  y después 
leyes  civiles  que  estuvieron  en  observancia  hasta  se  descubre  el  impedimento,  serán  ilegítimos 

que  se  puso  en  ejecución  la  referida  ley;  salvo  los  hijos  procreados  de  tal  matrimonio,  porque 

solo  de  esta  derogación  las  disposiciones  conte- 
nidas en  el  capítulo  5."  de  la  misma  ley  (arts.  44 
al78},las  cuales  continuarán  aplicándose,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  legal  en  que  se  haya  ce- 
lebrado el  contrato  de  matrimonio:  art.  1."  y S."  serán  legítimos,  aunque  se  haya  movido  y pen- 

En  dicho  decreto  se  imponen,  sin  embargo,  va-  diere  pleito  sobre  el  valor  del  matrimonio,  con 

rias  penas  á los  que  no  soliciten  la  inscripción  tal  que  hubiesen  sido  concebidos  antes  de  la 

del  matrimonio  canónico  en  el  Registro  civil.  De  sentencia.  Estas  disposiciones  se  hallan  estable- 

todas  estas  disposiciones  nos  haremos  cargo  en  cidas  en  ol  Derecho  canónico  y adoptarlas  en  la 

los  artículos  de  esta  obra  Inscripción  y Matrimo-  ley  3.*,  tít.  3.°,  y en  la  ley  1.*,  tít.  13,  Part.  4.” 

nio  canónico.  Aquí  solamente  nos  cumple  decir,  , El  capítulo  cim  ínter,  $ui  filii  sint  legitimi  de 
que  según  las  disposiciones  expuestas,  en  el  dia  ! las  Decretales,  dice  lo  siguiente:  Curainter  L. ... 

son  hijos  legítimos  y se  consideran  tales  para  el  ! virum  et  T mulierem,  divortii  sentcntia  como- 

goce  de  los  efectos  civiles  los  habidos  en  inatri-  nice  sit  prolata,  filii  eorvm  non  debent  exinde  sus- 
monio  canónico.  tiñere  jacíuram,  cwtfi párenles  corwm publico,  sine 

Asimismo  se  consideran  actualmente  hijos  le-  contr  adíe  done  Ecclesite  ínter  se  contraxisse  uoscan  - 
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habría  entonces  ignorancia  afectada,  la  cual  se 
equipara  á la  ciencia.  Mas  si  la  duda  no  sobre- 
viene sino  después  de  contraído  y consumado  el 
matrimonio,  los  hijos  concebidos  durante  ella 


cion,  sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos 
por  consecuencia  de  ellos  por  terceras  personas; 
y que  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870 , queda  sin 
efecto  en  cuanto  á los  que  hayan  contraido  ó 


m 


- 50 


lil 


(u>",  idcogwe  sanciinus  ul  filii  eoruni  quos  (inte  di - 
xotUVjM  kabuerunt . el  qui  concepti  fuerant  ante 
latam  senlentiam , non  minies  /tabean  tur  legitimi, 
et  r/v.od  in  bona  paterna  hereditario  jure  succe- 
(iant,  etdepareatum  Jacul latibus  nutrían  tur.  Véa- 
se Matrimonio  putativo.  * Véase  en  Matrimonio 
civil  los  arts.  94  al  97  de  la  ley  por  que  se  rige 
sobre  este  punto.  * 

II.  Para  que  el  Lijo  sea  tenido  por  legítimo 
es  necesario  quesea  fruto  del  matrimonio,  ora 
sea  este  legítimo,  ora  putativo:  para  que  sea 
considerado  como  fruto  del  matrimonio,  basta  . 
que  haya  sido  concebido  durante  el  mismo  ma- 
trimonio:  y se  reputa  haber  sido  concebido  du- 
rante el  matrimonio  si  nace  á ios  seis  meses  y . 
un  día  cuando  menos  después  de  celebrado,  y á 
los  diez  meses  cuando  mas,  sin  tocar  ni  un  solo 
dia  del  undécimo  , después  de  disuelto , con  tal 
que  loa  consortes  viviesen  juntos:  ley  4.",  tít.  23, 
Part.  4.*  Esta  disposición  está  fundada  por  la  | 
citada  ley  en  la  doctrina  de  Hipócrates,  quien  ] 
según  las  observaciones  déla  medicina,  estable-  | 
ció  que  el  tiempo  mas  largo  de.  la  gestación  ó 
preñez  es  de  diez  meses , y el  mas  corto  de  sets. 
Así , pues,  el  que  nace  desde  el  dia  exclusive  en 
que  se  cumplen  ciento  y ochenta  dias  después 
de  la  celebración  del  matrimonio  hasta  el  dia 
inclusive  en  que  se  cumplen  trescientos  después 
de  su  disolución  ó separación,  nace  á debido 
tiempo,  es  hijo  legítimo,  y tiene  por  padre  al  ma- 
rido de  su  madre , según  el  axioma  Paterisest 
quem  nuptite  demonslrant:  presunción  legal  que, 
se  apoya  tanto  en  la  cohabitación  de  los  cónyu- 
ges como  en  la  fidelidad  que  se  han  prometido. 

* La  disposición  de  la  ley  4.a,  tít.  23,  Part.  4.” 
sobre  el  tiempo  en  que  debe  nacer  el  hijo,  para 
que  se  tenga  por  legítimo  ha  sido  ratificada  por 
la  ley  de  .Matrimonio  civil  de  18  de  Junio  de  1870, 
puesto  que  en  su  cap.  5.“,  sec.  2.',  art.  56, 
aplicable  cualquiera  que  sea  la  forma  legal  en 
que  se  haya  celebrado  el  contrato  de  matrimo- 
nio, según  el  art.  5.°  del  decreto  de  9 de  Febre- 
ro de  1875,  se  previene,  que  se  presumirán  hijos 
Legítimos  los  nacidos  después  de  los  ciento  y 
ochenta  dias  siguientes  á la  celebración  del 
matrimonio,  y antes  de  los  trescientos  siguien- 
tes á su  disolución  ó á la  separación  de  los  cón- 
yuges. En  el  preámbulo  de  dicha  ley  se  enun- 
cian los  fundamentos  de  esta  disposición  que 
hemos  expuesto  en  el  artículo  de  esta  obra  A bor- 
livo,  tomo  1.»,  pág.  110,  col.  1/  al  fin.  * 

III.  Esta  presunción  legal  de  que  el  hijo  na- 
cido á debido  tiempo  es  hijo  del  marido  de  su 
madre,  no  se  destruye  ni  aun  por  confesión  ó 
convicción  de  adulterio,  ya  porque  puede  suce- 
der que  una  mujer  sea  adúltera,  y los  hijos  sin 
embargo  pertenezcan  al  marido,  ya  porque  la 
confesión  que  una  mujer  hiciere  de  su  infideli- 


dad. no  se  mira  sino  como  efecto  de  odio  ó de 
demencia,  y no  puede  perjudicar  á tercero,  á no 
ser  que  se  pruebe  que  durante  el  tiempo  tras- 
currido desde  el  dia  trescientos  hasta  el  ciento 
ochenta  antes  del  nacimiento  del  hijo,  esto  es, 
durante  los  cuatro  primeros  meses  de  los  diez 
anteriores  al  parto,  se  hallaba  el  marido,  por 
causa  de  ausencia  ó de  impedimento  absoluto, 
en  la  imposibilidad  física  de  cohabitar  con  su 
mujer:  ley  9.’\  tít . 14,  Part.  3.  , y ley  4.  , tít.  23, 
Part.  4.%  con  las  glosas  de  Gregorio  López.  Su- 
pongamos. por  ejemplo,  que  tu  sales  de  tu  pue- 
blo el  20  de  Diciembre  de  1839;  que  permaneces 
ausente  los  cuatro  meses  que  siguen,  esto  es, 
Enero,  Febrero,  Marzo  y Abril  de  1840:  que  vuel- 
ves el  10  de  Mayo,  y que  antes  de  seis  meses 
después  de  tu  regreso,  v.  gr. , el  dia  l.°  de  No- 
viembre pare  tu  mujer:  es  claro  que,  según  la 
regla  dada,  podrás  dejar  de  reconocer  como  tuyo 
al  hijo;  pues  para  que  fuese  tuyo,  seria  preciso 
que  hubiera  sido  procreado,  ó bien  antes  de  tu 
partida,  lo  que  es  imposible,  porque  entonces  el 
preñado  habría  durado  mas  de  diez  meses,  ó 
bien  después  de  tu  vuelta,  lo  que  también  es 
imposible,  porque  en  tal  caso  resultaría  un  pre- 
ñado de  menos  de  seis  meses.  Mas  para  que  la 
ausencia  constituya  una  imposibilidad  física,  es 
indispensable  que  el  marido  haya  estado  siem- 
pre á tal  distancia  de  la  mujer  que  no  hayan 
podido  reunirse  y verse  en  un  mismo  punto. 

* Conforme  al  pár.  2.°  del  art.  56  ya  expuesto 
de  la  ley  de  Matrimonio  civil,  contra  la  presun- 
ción consignada  en  el  pár.  1.a  del  mismo  artícu- 
lo, no  se  admitirá  otra  prueba  que  la  imposibili- 
dad física  del  marido  para  tener  acceso  con  su 
mujer  en  los  primeros  ciento  veinte  dias  de  los 
trescientos  que  hubieren  precedido  alnacimiento 
del  hijo.  Lo  cual  se  funda,  en  que  en  tal  caso 
nacería  el  hijo  ante3  de  los  seis  meses  cumpli- 
dos, contados  desde  la  cohabitación. 

Según  el  art.  57,  el  hijo  se  presumirá  legítimo 
aunque  la  madre  hubiere  declarado  contra  su 
legitimidad , ó hubiere  sido  condenada  como 
adúltera.  «El  misterio  en  que  se  envuelve  la  ge- 
neración, se  lee  en  el  preámbulo  de  dicha  ley, 
misterio  que  la  misma  madre  no  puede  pene- 
trar; el  peligro  de  que  el  marido  ofendido  en  su 
houra  pudiera  abusar  de  la  debilidad  de  su  mu- 
jer culpable,  arrancándole  una  confesión  que  no 
se  podía  saber  si  tenia  de  verdadera  mas  que  el 
reconocimiento  de  la  falta  cometida , y el  dere- 
cho sagrado  del  inocente  hijo,  cuyo  estado  civil 
no  debe  hallarse  á merced  de  las  pasiones  de  sus 
padres,  son  las  razones  que  j ustifícan  esta  dispo- 
sición.» La  condenación  de  la  madre  como  adúl- 
tera, no  basta  para  probar  que  el  hijo  era  pro- 
ducto del  adulterio,  puesto  que- pudo  serio  del 
marido.  * 
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Suelen  asimilarse  á la  ausencia  la  detención  ó i 
el  arresto  de  uno  de  los  cónyuges  ó de  arabos, 
cuando  consta  que  no  pudieron  verse  y aproxi- 
marse, ora  por  razón  del  estado  de  incomunica- 
ción en  que  se  hallaban,  ora  por  la  distancia  de 
sus  prisiones  respectivas.  Mas  nunca  deben  los 
jueces  admitir  ligeramente  semejante  causa 
contra  la  legitimidad  de  un  hijo,  pues  que  pu- 
dieron dejarse  seducir  ios  guardas  ó carceleros 
y permitir  la  entrevista  de  los  cónyuges,  como 
acreditan  mas  de  mil  ejemplos,  sin  que  sea  sufi- 
ciente prueba  de  lo  contrario  la  declaración  del 
alcaide,  quien  siempre  está  interesado  en  hacer 
ver  que  nunca  deja  de  cumplir  con  su  obligación. 

El  ejemplo  de  la  ausencia  puede  aplicarse  con 
la  misma  exactitud  al  caso  de  impedimento  ab- 
soluto. Si  se  prueba  que  al  tiempo  de  la  concep- 
ción. esto  es,  en  los  cuatro  primeros  meses  de 
ios  diez  anteriores  al  parto,  no  pudo  el  marido 
cohabitar  con  la  mujer  por  impotencia,  enfer- 
medad ú otra  causa  que  le  hubiese  sobrevenido, 
el  hijo  así  nacido  no  deberá  considerarse  fruto 
del  matrimonio:  Mihi  videlur  quod  eí  Sccevola 
probat,  si  constet  maritum  aliquandiu  cum  uxore 
non  concubuisse,  mfirmitaie  interveniente , vel  alia 
causa;  vel  si  ea  valetadine  paler  familias  fnit,  ut 
{¡enerare  non  possil , kunc  qui  in  domo  natus  est, 
licet  vicinis  scientibus,  filium  non  esse:  ley  6.a, 
D.  de  l 'ds  qui  sui  vel  alicnijuris  mnt. 

IV.  Aunque  el  hijo  nacido  antes  de  cumplir- 
se los  ciento  ochenta  dias  desde  la  celebración 
del  matrimonio,  no  es  realmente  hijo  legítimo, 
porque  si  bien  nace  en  el  matrimonio,  no  nace 
de  él,  pues  se  supone  concebido  antes  y no  des- 
qmes  de  celebrado  el  contrato,  no  podrá  sin  em- 
bargo el  marido  desconocerle  y rechazarle  como 
ajeno  en  los  casos  siguientes:  1.",  si  antes  del 
matrimonio  tuvo  conocimiento  de  la  preñez, 
pues  entonces  se  presume  que  el  hijo  es  suyo, 
no  debiendo  suponerse  moralmente  que  hubiese 
querido  á sabiendas  casarse  con  una  mujer  que 
se  hallaba  en  cinta  por  obra  de  otro;  2.°,  si  antes 
ó después  del  nacimiento  hubiese  reconocido  su 
paternidad  por  instrumento  auténtico  ó privado, 
ó por  cualesquiera  otros  actos  serios  y delibera- 
dos, pues  es  máxima  de  derecho  que  los  padres 
pueden  establecer  la  legitimidad  de  sus  hijos, 
pero  no  quitársela  después  de  establecida;  3.°,  si 
el  hijo  no  nació  vital,  ó sea  cumplido  y vividero, 
como  dice  la  ley,  pues  si  su  organización  no  es 
bastante  perfecta  para  que  pueda  vivir,  se  pre- 
sume que  nació  antes  de  término,  y que  por 
consiguiente  pertenece  al  marido.  V.  Abortivo 
y Edad. 

* La  ley  de  Matrimonio  civil  consigna  en  su 
artículo  57,  que  se  presumirá  ilegítimo  el  hijo 
nacido  en  los  ciento  ochenta  dias  siguientes  á la 
celebración  del  matrimonio,  á no  ser  que  con- 


curriere alguna  de  las  circunstancias  siguien- 
tes: i.3,  haber  sabido  el  marido  antes  de  casarse 
el  embarazo  de  su  mujer;  2.a,  haber  consentido, 
estando  presente,  que  se  pusiera  su  apellido 
en  la  partida  de  nacimiento  del  hijo  que  su  mu- 
jer hubiese  dado  á luz;  3.",  haberlo  reconocido 
como  suyo  expresa  ó tácitamente,  entendiéndo- 
se que  lo  reconoció  como  suyo  si  dejó  tras- 
currir dos  meses,  á contar  desde  que  tuvo  noticia 
del  nacimiento,  sin  hacer  la  reclamación:  ar- 
' tículo  58. 

El  marido  ó sus  herederos  podrán  desconocer 
la  legitimidad  del  hijo  que  la  mujer  de  aquel 
hubiere  dado  á luz  después  de  trascurridos  tres- 
cientos dias  de  la  disolución  del  matrimonio  ó de 
la  separación  legal  efectiva  de  los  cónyuges; 
pero  el  hijo  y su  madre  podrán  también  justifi- 
car en  tal  caso  la  paternidad  del  marido:  art.  59; 
pues  podria  suceder  que  el  marido  hubiera  te- 
nido acceso  con  la  mujer  aun  después  de  sepa- 
rado el  matrimonio,  ó que  se  verificase  alguno 
de  los  casos  de  partos  ocurridos  después  de  los 
trescientos  dias.  Véase  el  artículo  de  esta  obra 
zl  borlivo. 

La  legitimidad  del  hijo  podrá  probarse,  según 
el  art.  61 , por  uno  de  los  siguientes  medios: 
,1."  Por  la  partida  de  su  nacimiento  , consignada 
en  el  Eegist.ro  civil.  Esta  es  la  prueba  directa  de 
la  legitimidad  del  hijo,  pues  no  puede  menos  de 
constar  en  ella  si  este  ha  nacido  ó no  de  ma- 
trimonio. Puede,  sin  embargo,  faltar  este  docu- 
mento por  haberlo  destruido  la  acción  del  tiem- 
po ó por  cualquiera  otra  causa  extraordinaria.  En 
esta  situación  debe  admitirse  como  bastante  la 
prueba  que  resulta,  según  se  declara  en  el 
núm.  2."  del  art.  61,  de  la  posesión  constante  del 
estado  de  legitimidad;  pues  cuando  todos  los 
interesados  en  sil  contra  lo  han  consentido,  es 
de  deducir  racionalmente  que  el  hijo  lo  posee 
con  justicia.  Si  por  las  circunstancias  del  caso 
no  fuere  posible  este  medio  de  prueba,  puede 
probarse  la  legitimidad  , según  se  consigna  en 
el  art.  61,  núm.  3.°,  por  medio  de  testigos,  con 
tal  que  hubiere  un  principio  de  prueba  docu- 
mental ó indicios  que  constaren  desde  luego, 
siendo  estos  tales,  que  con  la  prueba  testifical 
bastaren  para  probar  la  legitimidad.  No  basta- 
rá, pues,  la  sola  prueba  testifical,  cuyo  valor  es 
hoy  controvertido  por  los  mas  eminentes  publi- 
cistas. 

Finalmente,  el  art.  62  declara,  que  es  impres- 
criptible la  acción  que  compete  al  hijo  para  re- 
clamar su  legitimidad,  y se  trasmitirá  á sus  he- 
rederos, sí  hubiere  muerto  antes  del  quinto  año 
de  su  mayor  edad,  ó después  dejando  entablada 
la  acción.  Esta  disposición  se  funda,  según  el 
preámbulo  de  la  ley  de  Matrimonio  civil,  en  que 
la  prescripción  no  puede  tener  por  objeto  mas 
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qne  las  cosas  corporales  ó incorporales  que  son 
objeto  fie  contratación.  Pero  el  estado  civil  no 
está  en  el  comercio  ni  depende  de  la  voLnntad 
délos  individuos  á quienes  interesa;  no  pue- 
de , por  consiguiente , perderse  por  prescrip-  ¡ 
cion.  * 

; V.  He  dicho  que  el  hijo  nacido  antes  de  cum-  j 
plirse  los  ciento  ochenta  dias  desde  la  celebra-  ' 

; cion  del  matrimonio  no  es  en  realidad  hijo  legi- 
timo, por  mas  que  algunos  se  esfuercen  en  ha-  ■: 
cérnosle  pasar  por  hijo  de  está  clase,  pues  no 
basta  para  ser  legítimo  el  haber  nacido  dentro 
del  matrimonio,  sino  que  además  es  necesario 
el  haber  nacido  á debido  tiempo,  esto  es . en 
tiempo  que  induzca  presunción  de  que  fué  con- 
cebido también  dentro  del  matrimonio;  de  suer- 
te, que  la  legitimidad  procede  mas  bien  de  la 
época  de  la  concepción  que  de  la  del  nacimien- 
to, como  clara  y necesariamente  se  deduce  de  la 
ya  citada  ley  4.*,  tít.  23,  Part.  4.',  en  la  cual  se 
establece:  «que  la  criatura  que  nasciere  fasta  en 
los  siete  meses,  que  solo  que  tenga  su  nasci- 
miento  un  dia  del  seteno  mes,  que  es  compiida  ■ 
et  vividera,  et  debe  ser  tenida  tal  criatura  por 
legítima  fiel  padre  et  de  la  madre  que  eran  ca-  I 
Sados  et  vivien  en  uno  á la  sazón  que  la  con- 
cibió.» Si  pues  el  padre  y la  madre  no  estaban, 
casados  y vivían  en  uno  al  tiempo  de  la  concep- 
ción, es  evidente  que  el  hijo  no  será  legitimo, 
aunque  el  nacimiento  se  haya  verificado  estando 
ya  casados  y viviendo  en  uno  el  padre  y la  ma- 
dre; será,  si  se  quiere,  hijo  del  marido  y de  su  1 
mujer,  pero  no  será  hijo  del  matrimonio,  que  es 
el  Vínico  medio  de  conferir  la  verdadera  legiti- 
midad, I; 

VI.  ¿Cuál  será,  pues,  La  condición  ó calidad 
que  corresponde  y debe  asignarse  ai  hijo  conce-  ; 
bido  antes  del  matrimonio  y nacido  después  de  j 1 
celebrado  este?  La  de  hijo  legitimado  tácitamen- 
te por  el  matrimonio  de  su  padre  y de  su  madre, 
con  tal  que  sea  capaz  de  esta  especie  de  legiti-  i 
raacion.  Si  el  hijo  concebido  y nacido  fuera  de  ' 
matrimonio  se  legitima  después  por  el  matrimo-  I 
nio  subsiguiente  de  sus  padres,  el  que  tínica-  ¡ 
mente  ha  sido  concebido  fuera  del  matrimonio  , 
quedará  legitimado  por  el  solo  hecho  de  su  cele- 
bración, pues  que  eu  este  caso  el  matrimonio 

es  posterior  tan  solo  á la  concepción , al  paso  que 
en  aquel  lo  es  á la  concepción  y al  nacimiento: 
con  ia  diferencia  de  que  el  hijo  nacido  antes  de 
celebrado  el  matrimonio,  necesita  ser  reconocido 
para  adquirir  la  legitimación , y el  nacido  des- 
pués sale  a la  luz  del  muudo , revestido  ya  de  la 
calidad  de  legitimado;  calidad  que  no  se  le  pue- 
de quitar  sino  por  sentencia  de  juez,  pues  que 
se  encuentra  en  posesión  de  ella. 

VII.  Mas  si  el  hijo  es  de  la  clase  de  aquellos 
que  son  incapaces  de  legitimación  por  subsi- 


guiente matrimonio,  no  quedará  legitimado  tá- 
citamente por  el  hecho  de  nacer  dentro  del  ma- 
trimonio Que  después  de  su  concepción  hubiesen 
celebrado  entre  sí  su  padre  y su  madre,  aunque 
el  padre  con  su  silencio  diere  á entender  que  le 
pertenece,  y aun  cuando  de  un  modo  positivo 
le  reconozca  por  suyo.  Asíes  que  si  el  padre  y la 
madre  se  hallasen  á la  época  de  la  concepción 
en  la  imposibilidad  de  casarse  por  razón  de  im- 
pedimento dirimente:  si  Pedro , por  ejemplo , ha- 
biéndose quedado  viudo  de  Alaría,  se  casa  dos, 
tres  ó cuatro  meses  después  con  Antonia,  y esta 
pare  al  mes  de  casada  un  hijo  que  Pedro  admite 
como  suyo,  no  será  legítimo  este  hijo,  ni  tam- 
poco podrá  reputarse  tácitamente  legitimado  por 
el  matrimonio,  porque  no  puede  ser  hijo  de  Pe- 
dro sin  ser  adulterino,  y los  hijos  adulterinos  no 
pueden  ser  legitimados  por  este  medio. 

VIII.  No  faltan,  sin  embargo,  autores  graví- 
; simos,  como  Sánchez,  Molina  y Covarrubias,  que 
tienen  al  hijo  por  capaz  del  beneficio  de  legiti- 
mación cuando  su  padre  y su  madre,  de  los  cua- 
les el  uno  se  hallaba  casado  con  otra  persona  en 
el  momento  de  su  concepción,  se  encuentran 
libres  ambos  al  tiempo  de  su  nacimiento,  y con 
mas  razón  si  en  esta  última  época  están  legíti- 
mamente unidos  entre  sí  con  el  vinculo  del  ma- 
trimonio. Pretenden  estos  autores  que  para  fijar 
el  estado  riel  hijo  no  debemos  atender  al  tiempo 
de  su  concepción,  sino  en  cuanto  le  sea  venta- 
joso, y que  si  le  fuere  mas  útil  que  se  tome  en 
cuenta  el  tiempo  de  su  nacimiento,  áesta  época 
únicamente  y no  á la  de  la  concepción  habremos 
de  atenerlos.  Fúndanse  para  establecer  esta 
doctrinar^  A)  en  las  leyes  7.*  y 26,  Dig.  de  statn 
ftomimm,  según  las  cuales  el  hijo  concebido  no 
se,  reputa  nacido  sino  cuando  lo  exige  su  interés; 
•,2.°i  en  la  ley  5.*  del  mismo  título,  por  la  cual 
para  que  un  hijo  nazca  ingenuo  basta  que  su 
madre  sea  libre  al  tiempo  de  su  nacimiento, 
aunque  hubiese  sido  esclava  al  tiempo  de  su 
concepción  , y viceversa:  lo  que  demuestra  según 
ellos,  que  el  estado  del  hijo  no  se  determina  irre- 
vocablemente por  la  condición  que  tenían  sus 
padres  al  tiempo  de  su  concepción  , sino  al  con- 
trario, por  la  del  tiegigo  de  sil  nacimiento,  si  es 
que  así  le  conviene : en  la  ley  11,  Cód.  de  na- 
turalibus  Hberis , la  cual  en  su  última  parte  for- 
malmente establece,  que  en  las  cuestiones  sobre 
el  estado  de  los  hijos  se  mire  al  tiempo  del  parto, 
excepto  solo  aquellos  casos  en  que  la  utilidad  de 
la  condición  de  los  mismos  hijos  exijjj^que  se 
atienda  al  tiempo  de  su  concepción  £47,  en  la 
ley  11  de  Toro,  que  quiere  se  digan  hijos  natu- 
rales aquellos  cuyos  padres,  al  tiempo  que  na- 
cieren ó fueren  concebidos,  podían  casar  justa- 
mente con  sus  madres;  de  que  deducen  que 
puede  atenderse  indiferentemente,  para  fijar  el 
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estado  de  los  hijos,  al  tiempo  de  su  coneepciou 
ó al  de  su  nacimiento. 

Pero  ninguna  de  estas  leyes  puede  aplicarse 
ai  caso  que  nos  ocupa,  ni  destruye  la  proposición 
sentada  de  que  el  hijo  adulterino  es  incapaz  de 
legitimación  por  matrimonio. — La  inducción  que 
se  quiere  sacar  de  las  leyes  7.a  y 26  del  Digesto 
de  statu- /lomimtm,  carece  absolutamente  de  fuer- 
za, pues  como  estas  leyes  se  limitan  á declarar 
que  el  hijo  meramente  concebido  no  debe  repu- 
tarse nacido  sino  cuando  así  lo  exija  su  interés, 
pero  no  declaran  ni  pueden  declarar  que  no  se 
le  tenga  por  concebido , es  claro  que  no  impiden 
que  para  determinar  su  calidad  y saber  si  ha 
podido  ser  ó no  ser  legitimado  se  tome  en  cuenta 
la  condición  que  tenían  sus  padres  al  tiempo  de 
su  concepción,- pues  que  de  su  concepción  mis- 
ma es  de  donde  nace  el  obstáculo  que  se  opo- 
ne á su  legitimación.  La  legitimación  es  un  fa- 
vor de  la  ley,  y la  ley  no  ha  querido  extenderlo 
k los  hijos  que  son  fruto  de  un  comercio  adulte- 
rino.— La  ley  5.a  del  Digesto  de  statu  hominum 
no  tiene  relación  directa  con  la  cuestión.  El  es- 
tado de  ingenuidad  de  un  hijo  no  depende  sino 
de  la  libertad  de  su  madre;  y si  acaece  que  una 
mujer  que  era  esclava  en  el  momento  de  la  con- 
cepción , se  encuentra  libre  al  tiempo  del  parto, 
es  muy  natural  que  para  fijar  el  estado  del  hijo 
se  mire  á la  época  que  le  sea  mas  favorable, 
mientras  que  la  capacidad  de  ser  legitimado 
depende  esencialmente  de  la  calidad  del  comer- 
cio á que  el  hijo  debe  su  existencia,  de  modo 
que  si  este  comercio  fuere  adulterino,  no  podrá 
ya  en  adelante  dejar  de  serlo.  — La  ley  11  del 
Cód.  de  naturalib.  líber,  no  establece  de  modo  al- 
guno el  principio  que  se  lia  creído  ver  en  ella  de 
que  para  saber  si  un  hijo  nacido  exdammto  com- 
plexa es  capaz  de  legitimación  se  haya  de  tomar 
en  cuenta  el  tiempo  de  su  nacimiento  y no  el  de 
su  concepción,  pues  solo  tiene  por  objeto  el  de- 
cidir que  un  hijo  concebido  en  concubinato  y 
nacido  antes  ó dentro  del  matrimonio  queda  le- 
gitimado por  esta  unión,  y aun  quiere  Justinia- 
no  que  para  que  esta  legitimación  tenga  lugar 
haya  podido  el  marido  casarse  con  la  madre  al 
tiempo  del  concubinaje,  es  decir,  al  tiempo  de 
la  concepción  del  hijo;  de  suerte  que  la  regla 
que  prescribe  atender  á la  época  del  parto  y no 
á la  de  la  concepción  para  fijar  el  estado  de  los 
hijos,  lejos  de  ser  general , se  reduce  y contrae 
precisamente  al  caso  de  que  los  padres  hubieran 
podido,  al  tiempo  de  la  concepción,  contraer  en- 
tre sí  legitimo  matrimonio. —Por  fin,  nuestra 
ley  11  de  Toro,  que  está  enlazada  con  la  10  que 
la  precede,  se  limita  á declarar  cuáles  son  y de- 
ben decirse  hijos  naturales  para  poder  heredar 
al  padre  con  prelacion  á los  ascendientes  legíti- 
mos de  este,  y no  extiende  el  beneficio  de  la  legi- 


timacion  á otros  hijos  que  á los  que  antes  podian 
j ser  legitimados  por  derecho  romano,  canónico  y 
! real  de  las  Partidas  , como  veremos  en  su  lugar. 

IX.  Algunos  de  los  autores,  y entre  ellos  el 
doctor  D.  ¡Sancho  de  Llamas,  en  su  comentario  á 
la  ley  11  de  Toro,  que  contra  Sánchez  Molina  y 
Oovarrubias  niegan  como  nosotros  al  hijo  con- 
cebido de  adulterio  y nacido  en  tiempo  en  que 
ya  sus  padres  podian  casarse  la  capacidad  de  set- 
legitimado  por  el  subsiguiente  matrimonio  que 
estos  contrajeren  después  del  nacimiento;  sos- 
tienen, sin  embargo,  por  no  sé  qué  especie  de 
anomalía  en  sus  doctrinas,  que  si  el  matrimonio 
se  hubiese  contraido  por  los  padres  antes  del 
nacimiento  del  hijo  que  habían  procreado  en 
adulterio  , este  hijo  nacería  legitimo , no  legiti- 
mado como  quiera,  sino  legítimo,  propio  y rigu- 
rosamente legítimo,  como  si  hubiera  sido  con- 
cebido dentro  de  legítimo  matrimonio : de  ma- 
neraque  según  ellos,  el  matrimonio  subsiguien- 
te á la  concepción  y al  nacimiento  no  produce 
la  legitimación  ni  mejora  de  modo  alguno  la 
condición  del  hijo  adulterino;  pero  el  matrimo- 
nio subsiguiente  á la  mera  concepción,  aunque 
■ no  preceda  mas  que  de  un  solo  mes,  de  un  solo 
dia,  de  una  sola  hora,  de  un  solo  minuto  al  na- 
cimiento , tiene  la  virtud  de  presentar  en  el  mun- 
do al  recien  nacido  limpio  y libre  de  la  mancha 
contraída  en  la  concepción  y revestido  de  todas 
las  calidades  y derechos  de  la  legitimidad. 

Alegan  estos  autores  en  apoyo  de-  su  opinión, 
que  el  hijo  concebido  de  adulterio  y nacido  cuan- 
do sus  padres  habían  contraido  matrimonio,  no 
puede  considerarse  legitimado  ni  natural,  y que 
i de  consiguiente  debe  ser  tenido  por  legítimo. 
No  es  legitimado , dicen,  por  el  subsiguiente  ma- 
trimonio, porque  esta  legitimación  supone  que 
el  matrimonio  ha  sido  posterior  al  uacimiento, 
como  que  por  eso  se  llama  subsiguiente,  y en  el 
caso  de  la  disputa  el  matrimonio  de  los  padres 
no  ha  sido  subsiguiente  sino  precedente  y ante- 
rior al  nacimiento  del  hijo.  No  es  natural,  con- 
tinúan, porque  para  ser  naturales  los  hijos  se 
requiere,  según  la  ley  11  do  Toro,  que  los  padres 
tengan  aptitud  para  casarse  al  tiempo  de  la  con- 
cepción ó al  del  nacimiento,  y.  en  nuestro  caso 
uo  tienen  aptitud  para  casarse,  pues  que  ya  es- 
tán casados.  Convendremos  desde  luego  en  que 
el  hijo  de  que  se  trata  no  puede  llamarse  legiti- 
mado, pero  no  precisamente  porque  el  matrimo- 
: nio  de  sus  padres  sea  anterior  al  nacimiento, 
sino  porque  ni  en  el  caso  de  anterioridad  ni  en 
el  de  posterioridad  es  capaz  de  legitimación, 
pues  si  lo  fuera,  quedaría  legitimado  por  el  ma- 
trimonio, el  cual  si  no  era  subsiguiente  al  naci- 
miento, lo  seria  á la  concepción.  Convendremos 
también  en  que  tampoco  es  hijo  natural,  porque 
lo  mismo  importa  aquí  que  lo  sea  como  que  no 
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in  qpa*  aunque  realmente  pueda  sostenerse  que 
¡°  2 ’r.nes  par.  que  lo  sea  no  exige  la  ley  amo 
oue  al  tiempo  del  nacimiento  se  haya  removido 
el  impedimento  que  al  de  la  concepción  teman 
los  padres  para  casarse,  y se  ha  removido  con 
efecto  cuando  los  suponemos  legítimamente  ca- 
sados. Mas  ¿qué es  lo  que  se  sigue  de  que  el  lujo 
de  quien  hablamos  no  sea  Datural  ni  legitimado. 
¡Lo  que  se  sigue  no  es  que  nace  legitimo  . como 
i quieren  dichos  autores,  sino  que  permanece  en 
| su  ciase  de  ilegítimo,  pues  que  filé  concebido 
( en  la  ilegitimidad  y no  sobreviene  un  aconteci- 
miento que  le  exima  de  esta  mancha. 

Ningún  hijo,  replican,  aunque  haya  sido  con- 
cebido de  adulterio  puede  reputarse  ilegitimo 
antes  de  nacer,  porque  nadie  es  capaz  de  una 
calidad  mientras  no  exista;  y si  al  tiempo  de  na- 
cer se  hallan  sus  padres  legítimamente  casados, 
puede  ya  decirse  que  nace  de  legítimo  matrimo- 
nio, y es  por  lo  tanto  hijo  legitimo,  pues  que  la 
ley  l.'\  tit.  13,  Part.  4.a,  llama  hijos  legítimos  á 
los  qué  nacen  de  padre  y madre  que  están  casa- 
dos verdaderamente  según  manda  la  santa  Igle- 
sia, y la  ley  12  de  Toro  llama  igualmente  legí- 
timos á los  que  han  nacido  de  legítimo  matri- 
monio. Tal  es  la  doctrina  que  se  ven  forzados  á 
sentar  por  sostener  la  legitimidad  de  los  hijos 
concebidos  de  adulterio  y nacidos  después  de 
casados  sus  padres.  No  seria  necesario  impug_ 
narla,  si  no  se  hallase  establecida  en  obras  de 
tanto  crédito;  supérfiuo  seria  recordar,  si  no 
fuese  por  esta  razón,  que  el  hombre  existe  des- 
de que  se  halla  engendrado;  que  la  concepción 
es  la  que  le  imprime  el  sello  de  la  legitimidad  ó 
ilegitimidad,  pues  que  la  calidad  de  legítimo  ó 
ilegítimo  depende  precisamente  del  estado  de 
sus  padres  al  tiempo  de  la  concepción;  que  des- 
de entonces  empieza  la  ley  á considerarle  capaz 
ó incapaz  de  ciertos  derechos;  que  nunca  se 
atiende  al  tiempo  del  nacimiento  para  sacar  di- 
rectamente de  él  la  legitimidad  ó ilegitimidad 
del  hijo  sino  para  calcular  el  tiempo  de  la  con- 
cepción y saber  por  el  estado  de  los  padres  en 
aquella  época  cuál  es  la  condición  que  al  hijo 
ha  de  asignarse,  y cuál  su  capacidad  para  ser  ó 
no  ser  legitimado;  supérfiuo  seria,  repito,  re- 
cordar estas  verdades  legales,  porque  todas  ellas 
son  conocidas  de  todos.  Es  cierto  que  la  ley 
llama  hijo  legítimo  al  que  nace  de  legítimo  ma- 
trimonio ó de  padre  y madre  legítimamente  ca- 
sados; pero  no  nácele  legitimo  matrimonio  el 
que  no  ha  sido  concebido  dentro  de  él.  Es  nece- 
sario tener  bien  presente  esta  verdad  para  no 
equivocarse;  una  cosa  es  nacer  de  matrimonio, 
y otra  cosa  es  nacer  en  matrimonio;  nacer  de 
matrimonio  es  lo  mismo  que  ser  fruto  de  él,  esto 
es,  haber  sido  concebido  después  que  el  padre 
y la  madre  estaban  casados ; y nacer  en  matri- 


monio no  es  mas  que  salir  un  hijo  á luz  estando 
su  madre  casada,  aunque  haya  sido  procreado 
antes  del  casamiento  por  el  mismo  marido  de  la 
madre  ó por  otro  hombre  diferente.  Solo  el  que 
ha  sido  concebido  dentro  del  matrimonio  es  pro- 
piamente hijo  legítimo,  y nunca  lo  es  en  prin- 
cipio el  que  ha  sido  concebido  fuera  de  él  (bien 
que  si  es  capaz  de  legitimación  podrá  quedar 
legitimado  por  el  matrimonio  de  sú  padre  y de 
su  madre  y entrar  en  la  clase  de  los  hijos  legíti- 
mos), según  se  ha  demostrado  mas  arriba,  nú- 
1 mero  5.",  con  arreglo  á la  ley  4.a,  tit.  23,  Part.  4.a 
Por  lo  tanto  el  hijo  adulterino  nunca  será  hijo 
legítimo  aunque  nazca  dentro  del  matrimonio 
de  su  padre  y de  su  madre. 

X.  Lo  que  se  ha  dicho  del  hijo  adulterino  no 
es  aplicable  al  hijo  incestuoso , pues  hay  una  di- 
ferencia muy  n otahlfT ehtre’el  uno  y el  otro.  Iil 
hijo  incestuoso  queda  legitimado  por  el  matri- 
monio que  sus  padres  contrajeren  con  dispensa 
del  Papa,  y entra  por  consiguiente  en  la  clase  y 
en  los  derechos  de  hijo  legítimo,  porque  la  dis- 
pensa del  Papa  purga  el  vicio  del  incesto.  Antes 
se  hallaban  divididas  sobre  este  punto  las  opi- 
niones de  los  autores;  pero  sobrevino  después 
decisión  real  que  ha  debido  fijarlas,  como  se 
verá  en  el  articulo  Hijo  incestuoso. 

XI.  Si  no  es  legítimo  el  hijo  nacido  antes  de 
tiempo,  esto  es,  antes  de  entrar  en  el  séptimo 
mes  desde  la  celebración  del  matrimonio , tam- 
poco lo  es  el  nacido  después  de  tiempo , esto  es, 
después  de  haber  entrado  en  el  mes  undécimo 

I desde  la  disolución  del  matrimonio,  como  se  ha 
indicado  mas  arriba:  «Si  la  nascenciade  la  cria- 
tura, dicela  ley  4.a,  tit.  23,  Part.  4.a,  tañe  un 
dia-  del  onceno  mes  después  de  la  muerte  del 
padre , non  debe  ser  contado  por  su  fijo.» 

La  ley,  como  se  ve,  está  terminante ; el  hijo 
que  nace  pasados  diez  meses , ó sea  trescientos 
dias  completos,  desde  la  muerte  del  marido, 
aunque  no  nazca  mas  que  un  solo  dia  dentro 
del  mes  undécimo,  es  ilegítimo,  ilegítimo  de 
derecho,  pues  que  la  ley  lo  decide,  y no  debe 
ser  contado  entre  los  hijos  del  marido  de  su  ma- 
dre; porque  se  presume  que  no  pudo  ser  conce- 
, bido  dentro  del  matrimonio,  sino  después  de  su 
disolución,  y por  consiguiente  no  se  le  puede 
aplicar  la  regía  Pciter  is  est  tpneni  nnptice  denions- 
tuint.  Síguese  de  aquí,  que  si  las  personas  in- 
teresadas en  impugnar  la  legitimidad  de  un 
hijo  hacen  ver  que  el  nacimiento  se  verificó  des- 
pués de  haber  trascurrido  trescientos  dias  des- 
de el  fallecimiento  del  pretendido  padre,  es  ya 
mótil  é impertinente  toda  prueba  que  el  mismo 
hijo  ó su  tutor  ó su  madre  quisieren  hacer  sobre 
prolongación  de  la  preñez  y retardación  de  par- 
to. El  legislador  sabia  muy  bien  las  opiniones 
¡ de  los  físicos  sobre  el  tiempo  k que  puede  ex- 
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tenderse  la  duración  de  la  preñez,  y adoptando 
por  fin  el  principio.de  que  no  puede  pasar  de 
diez  meses,  tiró  una  línea  y fijó  con  mano  re- 
suelta y rígida  este  término  para  la  legitimidad 
de  los  Hijos  sin  concederles  ni  un  solo  dia  mas. 
Si  nosotros  saltamos  esta  barrera , caeremos  en 
la  arbitrariedad;  si  damos  un  dia,  dos  dias, 
euatro  dias  después  de  los  trescientos,  ¿dónde 
nos  detendremos?  Si  damos  trescientos  quince, 
¿qué  razón  habrá,  para  no  dar  cuatrocientos  y 
todos  los  que  se  pidan?  Sin  embargo,  aunque 
la  ley  parece  haber  cerrado  la  puerta  á toda  in- 
terpretación, aunque  los  partos  legítimos  poste- 
riores á los  diez  meses,  si  es  que  los  hay,  serán 
mucho  mas  raros  que  las  flaquezas  de  las  muje- 
res, suelen  los  tribunales  mostrarse  algún  tan- 
to indulgentes  á favor  de  los  hijos  ultradiezme- 
sinos,  admitiendo  pruebas  contra  la  presunción 
de  su  ilegitimidad , y tomando  en  cuenta  la  con- 
ducta de  la  madre,  el  estado  de  su  salud  y las 
causas  internas  ó externas  que  hubiesen  podido 
influir  en  que  la  g'estacion  se  haya  prolongado 
mas  allá  del  término  ordinario.  V.  Paternidad. 

XII.  La  mujer  que  á la  muerte  de  su  marido 
se  sintiere  ó creyere  en  cinta,  tiene  un  medio 
seguro  para  que  el  hijo  que  pariere  sea  reputa- 
do por  hijo  legítimo  del  matrimonio,  aunque  el 
parto  no  llegue  á verificarse  siuo  mucho  después 

s de  haber  trascurrido  los  diez  meses  de  la  gesta- 
] cion.  Este  medio  consiste  en  denunciar  la  preñez 
| álos  parientes  de  su  marido  difunto  para  que 
I puedan  asegurarse  de  ella  y tomar  las  precau- 
\ dones  convenientes  á evitar  todo  fraude  con  ar- 
reglo á las  formalidades  establecidas'  por  la  ley 
ó por  la  costumbre  de  la  tierra.  Mas  si  el  parto 
se  verificare  dentro  de  los  diez  meses  desde  la 
muerte  del  marido,  será  tenido  por  legítimo  el 
hijo  que  naciere  , aunque  no  se  hubiese  denun- 
ciado la  preñez  á los  parientes  de  aquel,  con  tal 
que  se  pruebe  la  realidad  del  parto  y la  identi- 
dad del  hijo : ley  3.a,  tít.  6.°,  lib.  3.^  del  Fuero 
Real , y ley  17,  tít.  6.°,  Part.  6.a  Y,  Hijo  postumo. 

XIII.  Sucede  no  pocas  veces  que  apenas  ha 
fallecido  el  marido  cuando  ya  la  viuda  presuro- 
sa corre  á segundas  nupcias,  y antes  de  los  diez 
meses  desde  el  fallecimiento  pare  un  hijo  que, 
según  las  reglas  relativas  >i  ia  duración  posible 
de  la  gestación,  puede  suponerse  fruto  tanto  de! 
primer  matrimonio  como  del  segundo.  Supon- 
gamos, por  ejemplo,  que  la  mujer  se  vuelve  á 
casar  un  mes  después  de  la  muerte  de  su  mari- 
do, y que  pare  á los  siete,  á ios  ocho  y aun  á 
los  nueve  meses  de  la  celebración  del  segundo 
matrimonio,  ¿á  cuál  de  los  dos  maridos  habrá 
de  atribuirse  la  paternidad?  ¿Al  primero  ó al  se- 
gundo? La  resolución  de  esta  cuestión  suele  ser 
tan  difícil  como  delicada ; casi  siempre  se  pre- 
senta una  in certidumbre  absoluta,  y así  es  que 


¡ los  autores,  para  determinar  el  estado  del  hijo, 
se  han  visto  en  la  necesidad  de  imaginar  una 
multitud  de  sistemas  mas  ó menos  especiosos  y 
mas  ó menos  arbitrarios.  Trátase  mas  arriba  de 
este  punto  con  alguna  extensión  en  el  artículo 
Año  de  hoto  ó viudedad. 

XIV.  Hemos  dicho  al  principio  que  son  y se 
llaman  hijos  legítimos  los  que  nacen  de  legíti- 
mo matrimonio  á debido  tiempo.  Mas  cuando  se 
ignora  quiénes  son  los  padres,  ¿cómo  sabremos 
si  los  hijos  nacieron  á debido  tiempo  y de  ma- 
trimonio legítimo?  ¿Cómo  calificaremos  á los 
expósitos?  ¿Los  tendremos  por  legítimos  ó por 
ilegítimos?  Muchos  jurisconsultos  los  han  teni- 
do siempre  por  legítimos , apoyándose:  1 en  la 
ley  Mérito , 51, 1),  pro  socio , y en  el  cap.  Estote, 

j 2.",  de  reg.  jur.,  donde  se  establece  que  en  caso 
■ de  duda  debe  adoptarse  la  opiuion  que  excluye 
i toda  presunción  de  delito,  pues  que  el  delito  no 
se  presume  si  uo  se  prueba;  2.°,  en  el  cap.  La - i 
tor,  5.a,  y en  el  cap.  JPervenit , 11,  qui  filii  sint  \ 
legitimi,  donde  se  impone  al  adversario  la  carga 
de  probar  que  el  hijo  es  ilegítimo ; 3.°,  en  el  ca- 
pítulo Ex  tenore  14.  quijil.  sint  legit.,  y en  la  ley 
Nuper , Cod.de  naturalib.  líber.,  donde  en  caso 
de  duda  se  fija  la  presunción  á favor  de  la  prole; 
4.”,  en  que  no  solo  por  pudor  y miedo  de  infa- 
mia suelen  exponerse  los  hijos,  sino  también 
por  la  necesidad  é indigencia  de  los  padres,  por 
algún  peligro  que  amenaza,  ó por  otra  causa 
que  á ello  impele,  como  nos  demuestran  varios 
ejemplos.  Otros  autores,  por  el  contrario,  han  en- 
señado que  deben  ser  considerados  como  ilegí- 
timos, sosteniendo  que  para  calificarlos  ha  de 
atenderse  á la  causa  universal  de  la  exposición, 
la  cual  suele  verificarse  en  los  ilegítimos  y rara 
vez  en  los  legítimos.  Vino  por  fin  á cortar  esta 
disputa  el  Sr.  1).  Cárlos  IV  en  la  Real  cédula  de 
23  de  Enero  de  1794  (.ley  4.a,  tít.  37,  lib.  7.",  No- 
vísima Itecop.),  ordenando  «que  todos  los  expó- 
sitos de  ambos  sexos,  existentes  y futuros,  así 
los  que  hayan  sido  expuestos  en  las  inclusas  ó 
casas  de  caridad  , como  ios  que  lo  hayan  sido  ó 
! fueren  en  cualquier  otro  paraje,  y no  tengan 
padres  conocidos,  sean  tenidos  por  legitimados 
por  la  real  autoridad  y por  legítimos  para  todos 
los  efectos  civiles  generalmente  y sin  excepción, 
no  obstante  que  en  alguna  ó algunas  reales  dis- 
posiciones se  hayan  exceptuado  algunos  casos, 
ó excluido  de  la  legitimación  civil  para  algunos 
efectos:»  V.  Exposición  de  parto. 

XV.  Los  hijos  legítimos  están  bajo  la  patria 
potestad  hasta  que  esta  se  extingue  por  cual- 
quiera de  los  modos  designados  en  las  leyes; 
tienen  derecho  á ser  alimentados  y educados 
por  sus  padres  según  su  rango  y facultades,  así 
como  tienen  obligación  de  alimentar  y socorrer 
á los  mismos  padres  que  se  hallaren  en  caso  de 
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necesidad;  succeden  á los  padres  en  las  honras, 
son  sus  herederos  forzosos  por  testamento  en  las 
cuatro  quintas  partes  de  los  bienes  que  dejaren, 
y sus  herederos  legítimos  abintestato  en  todos 
los  bienes,  con  exclusión  de  cualesquiera  otras 
personas,  así  como  los  padres  son  herederos  for- 
zosos de  tos  hijos  por  testamento  en  los  dos  ter- 
cios de  los  bienes  y abintestato  en  todos,  cuando 
los  hijos  mueren  sin  posterioridad.  V.  Alimen- 
tos.— Padre. — Madre. — Patria  potestad. — Herede- 
ro forzoso . — Heredero  ley  i ti  mu . — Ley  i tima.  — B au 
tismo. — nacimiento  y Paternidad. 

HIJO  ILEGÍTIMO.  Fique  no  ha  nacido  de  legi- 
timo matrimonio;  Proemio  y ley  1.a,  tít.  15,  Par- 
tida 4. * Esta  definición  es  diminuta,  pues  que 
siendo  así  que  no  solo  es  hijo  legítimo  el  que 
nace  de  matrimonio  legítimo;  sino  también  el 
que  nace  de  matrimonio  putativo  contraido  de 
buena  fe  en  faz  de  la  Iglesia , como  se  ha  dicho 
en  el  artículo  Hijo  legitimo , se  deduce  por  ne- 
cesaria ilación  que  hijo  ilegitimo  será  el  que  no 
ha  nacido  de  matrimonio  legítimo  ó al  menos 
putativo  contraido  de  buena  fe  con  arreglo  álas 
leyes.  Todavía  es  de  observar  que  la  definición 
seria  mas  exacta  si  en  lugar  de  la  palabra  naci- 
do se  usase  de  la  palabra  concebido ; porque  si 
bien  es  cierto  que  para  llamarse  nacido  de  ma- 
trimonio es  necesario  haber  sido  concebido  en  el 
matrimonio  mismo,  como  se  ha  demostrado  mas 
arriba  en  el  articulo  Hijo  legítimo , hay  no  pocos 
autores  que  han  afectado  no  percibir  esta  nece- 
sidad y han  incurrido  por  ello  en  graves  equi- 
vocaciones. Será,  pues,  mas  claro  y exacto 
decir,  que  Hijo  ilegitimo  es  el  que  ha  sido  con- 
cebido fuera  de  matrimonio.  * Presúmese  que 
es  hijo  ilegítimo  el  nacido  en  los  ciento  ochen- 
ta dias  siguientes  á la  celebración  del  matri- 
monio, á no  ser  que  el  marido  lo  reconozca  ex- 
presa 6 tácitamente;  reconocimiento  que  se 
presume  cuando  concurran  alguna  de  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  el  art.  58  de  la  ley  de 
Matrimonio  civil,  expuesto  en  la  adición  al  pár- 
rafo II  del  artículo  de  esta  obra  Hijo  legitimo.  * 
El  hijo  ilegítimo  se  llama  también  bastardo , 
según  es  de  ver  en  la  ley  9.a  de  Toro,  la  cual 
comprende  á todos  los  hijos  habidos  fuera  de 
matrimonio  bajo  la  denominación  común  y ge- 
nérica de  bastardos  ó ilegítimos , usando  de  am- 
bas palabras  como  sinónimas  ó expresivas  de 
un  mismo  significado.  Sin  embargo,  unos  auto- 
res aplican  exclusivamente  el  nombre  de  bas- 
tardos á los  hijos  habidos  de  padres  que  no  po- 
dían casarse  entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción 
ni  al  del  nacimiento;  otros  á ios  que  un  hombre 
casado  procrea  en  mujer  viuda  ó soltera;  algu-  í 
nos  á los  habidos  de  personas  ligadas  con  profe-; 
sion  religiosa  ó con  órdeu  sacro;  no  pocos  á los; 
nacidos  de  soltera  que  ni  es  concubina,  ni  inu- 


I jer  pública,  ó á los  nacidos  de  estupro,  ó á los 
meramente  naturales ; y no  faltan  quienes  lo 
contraen  á los  que  el  noble  tiene  en  mujer  ple- 
beya ó el  plebeyo  en  mujer  ilustre;  de  suerte 
que  la  palabra  bastardo  se  ha  hecho  tan  vaga  é. 
incierta,  que  para  entender  á los  autores  ó ó 
cualesquiera  persona  que  hablen  ó escriban  so- 
bre los  hijos  bastardos,  es  indispensable  averi- 
guar primero  cuáles  son  los  hijos  á quienes  dan 
• esta  calificación.  Lo  mas  común  empero  es  11a- 
' mar  bastardos  en  general  á los  hijos  ilegítimos 
de  cualquiera  especie  que  sean  y en  especial  á 
los  hijos  de  padres  que  no  podían  contraer  ma- 
trimonio entre  sí  al  tiempo  de  la  concepción  ni 
al  del  nacimiento.  V.  Bastardo.  f~~  h 

Dícese  también  nol/io  el  hijo  ilegítimo.  "ÚVot/io  j 
es  palabra  griega,  que  significa  propiaménttr^ 
todo  lo  que  no  es  conforme  al  órden,  y se  aplica 
al  hijo  que  no  ha  nacido  de  legítimo  matrimo- 
nio, como  enseñan  Julio  Polux,  Suidas,  Ilesi- 
quio,  Escrevelio  y Marco  Eabio,  y en  este  senti- 
do la  usaron  Homero  en  sullíada,  Píndaro,  Plu- 
tarco y Dionisio  Areopagita,  siendo  también  así 
como  la  entiende  el  Diccionario  de  la  lengua 
castellana  por  la  Academia.  Muchos , sin  embar- 
go, la  toman  en  una  acepción  mas  reducida; 
unos  la  aplican  á los  espurios,  excluyendo  á los 
naturales;  otros  tan  solo  á los  naturales;  algu- 
nos la  limitan  los  que  nacen  de  padres  conoci- 
dos y hábiles  para  contraer  matrimonio,  sin  que 
hayan  vivido  en  concubinato;  estos  á los  habidos 
de  estupro  entre  hombre  noble  y mujer  plebeya, 
aquellos  á los  que  el  hombre  casado  procrea  en 
mujer  viuda  ó soltera,  y finalmente,  la  ley  1.*, 

! tít.  15,  Part.  4.a,  dice  que  notos  se  llaman  los  que 
! nacen  de  adulterio,  ó sea  de  mujer  casada  y hom- 
| bre  que  no  es  su  marido,  porque  parece  que  son 
¡ hijos  conocidos  del  marido  y no  lo  son.  El  compi- 
¡ ¡ador  de  dicha  ley  de  Partida,  así  como  el  de  la 
í glosa  magna  de  las  Decretales,  cap.  10  de  rénnni., 
de  donde  aquella  doctrina  se  tomó,  supusieron 
erróneamente  que  la  palabra  griega  not/ms  sig- 
nificaba conocido  como  la  palabra  latina  notas 
escrita  sin  h.  Se  ve,  pues,  que  la  palabra  notho 
es  todavía  mas  vaga  é incierta  que  la  palabra 
| bastardo,  en  el  uso  que  de  ellas  hacen  los  ju- 
j ristas. 

Los  hijos  ilegítimos  se  dividen  en  naturales  y 
espurios,  y los  espurios  se  subdividen  en  inces- 
: tuosos,  adulterinos,  sacrilegos  y manceres. 

Todos  los  hijos  ilegítimos,  aun  los  incestuosos, 

; adulterinos  y sacrilegos,  podían  antiguamente, 
según  el  Fuero  Juzgo,  heredar  en  delecto  de  le- 
gítimos todos  los  bienes  del  padre,  con  preferen- 
cia á los  demás  parientes,  porque  aunque  frutos 
■del  crimen,  quedaron  purgados  por  el  bautismo: 

; licet  siul  scelerate  concepti,  sunt  lamen  unda 
•sac.ri  baptismatis  ezpiair.  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  5.°, 
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lib.  3.“,  Fuero  Juzgo.  Mas  por  leyes  posteriores 
se  han  restringido  y modificado  los  derechos 
de  tales  hijos  según  sus  respectivas  clases,  como 
se  dice  en  su  lugar.  Véanse  los  artículos  si- 
guientes. 

HIJO  NATURAL.  El  hijo  habido  fuera  de  matri- 
monio  de  personas  que  podían  casarse  entre  si  al 
tiempo  de  la  concepción  ó al  del  nacimiento:  ley 
11  de  Toro. 

I.  Según  el  derecho  r9.mq.p0,  no  era  hijo  na- 
tural sino  precisamente  el  nacido  de  concubina 
que  fuese  única  y sola  y habitase  en  calidad  de 
tal  en  la  misma  casa  del  padre,  siendo  ambos 
libres  6 solteros  y pudiendo  contraer  entre  sí  le- 
gítimo matrimonio : Nov.  18,  cap.  5.“;  Nov.  89, 
cap.  12;  leyes  10  y 11,  C.  de  naiuraUbus  líber  is,  y 
ley  1.a,  D.  de  concubin.  El  hijo  que  no  era  habido 
ex  concubinato,  sino  ex  furtivo  accessu  aui  stupro 
de  virgen  ó viuda  honesta,  las  cuales  no  podían 
ser  concubinas,  no  se  decía  natural  sino  bastar- 
do; y el  habido  de  mujer  pública  no  se  denomi- 
naba natural  ni  bastardo,  sino  nancer.  V.  Con- 
cubina. 

Según  el  derecho  de  las  Partidas,  que  ‘en  esta 
parte  sigue  la  disposición  del  romano,  se  en- 
tiende igualmente  por  hijo  natural  el  procreado 
en  barragana  ó concubina  libre  ó soltera,  que 
sea  una  sola  y no  virgen  ni  viuda  honesta,  por 
hombre  también  soltero  que  al  tiempo  de  la  con- 
cepción pudiese  casarse  con  ella:  ley  2.",  tít.  14, 
Part.  4.a;  ley  1.a,  tít.  15,  d.  Part.  4.a,  y ley  8.a, 
tít.  13,  Part.  6.a  Solo  hay  una  diferencia  entre  el 
derecho  romano~y  el  de  las  Partidas,  la  cual 
consiste,  en  que  la  circunstancia  que  el  primero 
exige  de  que  la  concubina  haya  de  habitar  en 
la  casa  del  que  la  tiene,  no  se  encuentra  expre- 
samente señalada  en  el  segundo.  V.  barra- 
gana. 

Mas  la  ley  11  de.Toi'o  (ley  1.a,  tit.  5.°,  lib.  10, 
Nov.  Recop.)  dispone  que  el  hijo  se  diga  natural 
cuando  al  tiempo  que  naciere  ó fuere  concebido 
podía  casarse  su  padre  con  su  madre  j ustamente 
sin  dispensa,  con  tal  que  el  padre  lo  reconozca 
por  su  hijo,  aunque  no  haya  tenido  la  mujer  de 
quien  lo  engendró  en  su  casa  ni  sea  una  sola.  No 
es  ya,  pues,  necesario  puraque  el  hijo  se  diga  na- 
tural, que  nazca  de  concubina,  ni  que  esta  viva 
en  la  misma  casa  con  el  padre , ni  que  sea  una 
sola,  ni  que  pertenezca  á la  clase  de  las  que 
pueden  ser  concubinas,  ni  que  precisamente  al 
tiempo  de  la  concepción  haya  de  haber  en  los 
padres  aptitud  para  casarse,  con  tal  que  si  no  la 
hay  entonces , la  haya  después  al  tiempo  del 
nacimiento;  de  manera,  que  e_n_..el  día  es,  y se_ 

11  aína  hijo  natural,  el  habido  de  padre  y madre  ■ 
que  ai  tiempo  de  la  concepción  ó del  parto  po- 
dían contraer  entre  sí ; sin  dispensa  ; legitimo 
matrimonio,  con  tal  que  el  padre  le  reconozca 
Tomo  ui. 


pqr  sujo_  ó.  haya-tenido,  -en-  su . e asa  41a.  mad¿‘e . 

II.  De  esta  disposición  de  la  ley  11  de  Toro 
infieren  los  autores  como  consecuencia  necesa- 
ria; l.°,  que  si  al  tiempo  de  la  concepción  están 
el  padre  y la  madre,  ó el  uno  de  los  dos,  ligados 
en  matrimonio  con  otras  personas,  y al  tiempo 
del  parto  se  hallan  ya  expeditos  para  casarse 
entre  sí  por  haber  muerto  sus  consortes,  el  hijo 
del  adulterio  será  hijo  pa  tu  val,  porque  se  verifi- 
ca que  en  uuo  de  los  dos  tiempos  han  podido  los 
padres  contraer  matrimonio  sin  dispensa;  2.°,  que 
por  el  contrario , si  los  padres  al  tiempo  dé  la 
concepción  sé  hallan  ligados  con  uno  de  aque- 
llos "impedimentos  dirimentes  que  solo  se  re- 
mueven por  dispensa,  v.  gr.,  el  de  parentesco, 
aunque  al  tiempo  del  parto  se  hallen  habilita- 
dos para  contraer  matrimonio  en  virtud  de  la 
dispensa  que  hayan  obtenido  del  impedimento, 
no  podrá  llamarse  natural  el  hijo  del  incesto, 
porque  se  verifica  que  en  ninguno  de  los  dos 
tiempos  han  podido  casarse  sin  dispensa  los  pa- 
dres, y qué  de  consiguiente , no  ha  habido  en 
ellos  la  aptitud  exigida  por  la  ley. 

Estas  dos  consecuencias  parecen,  con  efecto, 
legítimas,  y se  deducen  inmediata  y necesaria- 
mente de  la  disposición  de  la  ley;  ¿pero  no  pa- 
rece también  que  envuelven  el  absurdo  de  su- 
poner que  el  adulterio  es  un  crimen  mucho  mas 
ligero  que  el  incesto,  pues  que  hacen  al  hijo 
adulterino  de  mejor  condición  que  al  incestuo- 
so? El  hijo  adulterino,  según  ellas,  el  hijo  habi- 
do por  un  hombre  casado  en  una  mujer  casada, 
podrá  ser  hijo  natural,  podrá  por  lo  tanto  tener 
derecho  de  heredar  todos  los  bienes  de  su  padre 
y de  su  madre,  y la  madre  y el  padre  podrán 
reconocerle  y hacer  alarde  de  su  crimen,  de  un 
crimen  que  tantos  agravios  y tantas  alarmas 
produce  en  la  sociedad,  y que  la  ley  castiga  con 
severas  penas,  mientras  que  el  hijo  habido  entre 
dos  primos  hermanos,  entre  dos  primos  segun- 
dos ó entre  dos  primos  terceros , quedará  para 
siempre  sumido  en  la  ignominia,  sin  poder  arri- 
bar á la  clase  de  hijo  meramente  natural  y sin 
derecho  de  heredar  á su  padre,  aunque  la  culpa 
de  que  es  fruto,  culpa  que  á nadie  tal  vez  causó 
agravio  ni  alarma,  se  haya  lavado  con  la  dis- 
pensa pontificia.  Si  estas  doctrinas  son  conforme 
á la  ley  11  de  Toro,  ¿podrá  decirse  que  lo  son 
igualmente  al  buen  sentido  y á la  moral?  Por  eso 
la  comisión  especial  de  las  Górtes  encargada  en 
1820  del  proyecto  de  Código  civil,  excluyó  el 
tiempo  del  nacimiento  para  la  calificación  de  los 
hijos,  y propuso  que  solo,  se  tuviesen  por  natu- 
rales los  ilegítimos  que  fuesen  habidos  de  per- 
sonas no  impedidas  de  contraer  matrimonio  en- 
tre sí  por  razón  de  su  estado  ni  por  parentesco  al 
tiempo  de  la  concepción,  restableciendo  así  en  el 
fondo  la  disposición  de  las  citadas  leyes  de  las 
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Partidas  y de  los  Códigos  romanos.  V.  Hijo  adul- 
terino é Hijo  incestuoso. 

I1J.  Para  que  el  hijo  sea  tenido  por  natural, 
no  basta  que  el  padre  y la  madre  hayan  podido 
casarse  entre  sí  justamente  sin  dispensa  en  la 
época,  de  la  concepción  ó del  nacimiento,  sino 
que  además  es  necesario,  como  ya  se  ha  insi- 
nuado con  arreglo  k la  ley  11  de  Toro,  que  el 
padre  le  reconozca  por  suyo,  lista  condición  del 
reconocimiento  no  se  exigía  en  el  derecho  ro- 
mano ni  en  el  de  las  Partidas,  ni  tampoco  era  en 
ellos  indispensable , pues  habiendo  de  vivir  la 
concubina  en  la  casa  y compañía  del  concubi- 
nario,  ó estar  ligada  con  este  de  numera  que  no 
se  dudase  que  era  sn  concubina,  se  presumía  por 
la  ley  que  el  hijo  nacido  de  la  concubina  era  hijo 
del  concubínario,  y esta  presunción  era  bastante 
para  fijar  su  estado.  Mas  como  la  ley  11  de  Toro 
extendió  el  beneficio  de  la  naturalidad  aun  á los 
hijos  de  mujeres  que  no  sean  propiamente  con- 
cubinas ó no  conste  que  lo  sean,  cesó  la  presun- 
ción que  el  derecho  inducía,  y filé  necesario  es- 
tablecer en  su  lugar  el  reconocimiento  del  pa- 
dre, como  lo  observa  el  Sr.  Covarrubias  ( parte 

2. *  de  matrimonio,  cap.  8.',  pár.  4.°,  núm.  14);  de 
que  se  infiere,  que  estando  la  concubina  en  casa 
del  concubínario,  y siendo  conocida  como  tal 
concubina  , no  seria  necesario  este  reconoci- 
miento. 

Puede  el  padre  hacer  el  reconocimiento  del 
hijo  natural  por  instrumento  auténtico  ó feha- 
ciente. Se  tiene  por  instrumento  auténtico  ó fe- 
haciente. al  efecto:  l.°,  la  partida  de  bautismo  en 
que  el  padre  hubiese  hecho  expresar  su  nombre 
concurriendo  por  sí  personalmente  ó por  escrito 
ó por  persona  fidedigna  y de  satisfacción  á de- 
clarar su  paternidad,  aunque  algunos  dicen  que 
los  libros  parroquiales  no  presentan  sino  prueba 
semiplena;  2.“,  toda  carta  ó escritura  hecha  ante 
escribano  público  ó extendida  por  la  mano  mis- 
ma del  padre  , y confirmada  en  ambos  casos  por 
tres  testigos , en  la  cual  manifieste  ser  suyo  el 
hijo  de  que  se  trata  (ley  7.a,  tít.  15,  Part.  4.") 

3.  , el  testamento  en  que  el  padre  instituyere  por 
su  heredero  al  hijo  natural,  expresando  que  lo 
hubo  de  tal  mujer  (ley  (1.*,  tít.  15,  Part.  4.a);  4.",  el 
acta  autorizada  por  el  magistrado,  justicia  ó 
concejo  del  pueblo,  con  asistencia  del  escriba- 
no , en  que  constare  la  declaración  de  paterni- 
dad hecha  por  el  padre  (Ley  5.a,  tít.  lo,  Part.  4.a) 
Las  citadas  leyes  5.a,  6.a  y 7.a,  tít,  15,  Part. 

no  hablan  precisamente  de  reconocimiento  sino 
de  legitimación , porque  entonces  se  tenían  por 
legítimos  los  hijos  que  uno  declaraba  ser  suyos 
por  cualquiera  de  dichos  medios,  pues  como  en 
aquel  tiempo  se  permití  an  los  matrimonios  clan- 
destinos, se  suponía  que  el  que  declaraba  haber 
tenido  tal  hijo  de  tal  mujer  confesaba  de  un 
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modo  indirecto  que  estaba  casado  con  ella,  y asi 
era  que  todos  los  demás  hijos  habidos  en  la 
misma  mujer  se  consideraban  igualmente  legí- 
timos , aunque  no  se  nombrasen  en  el  instru- 
mento. Pero  como  en  el  dia  no  hay  matrimonios 
clandestinos,  y no  existen  otros  medios  de  legi- 
timar á los  hijos  que  los  de  subsiguiente  matri- 
monio y concesión  real,  lo  que  antes  se  llama- 
ba legitimación  por  testamento  , por  escritura  y 
por  presentación  á la  corte  del  Rey  ó al  concejo 
del  pueblo  no  es  ahora  otra  cosa  que  un  mero 
reconocimiento. 

El  reconocimiento  hecho  por  cualquiera  de  los 
modos  indicados  es  un  reconocimiento  legal;  y 
lo  es  también  y surte  los  mismos  efectos  que  el 
voluntario  el  que  resulta  de  una  acción  inten- 
tada en  justicia  contra  el  padre,  cuando  en  las 
querellas  de  estupro,  probado  el  delito,  manda 
el  juez  , si  ha  habido  prole,  que  el  reo  la  reco- 
nozca por  suya,  supliendo  la  sentencia  el  reco- 
nocimiento en  caso  de  que  el  reo  no  quiera 
hacerlo. 

* Según  se  ha  declarado  por  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  no  es  necesario  que  el  reco- 
nocimiento del  padre  sea  expreso,  bastando  que 
conste  por  alguno  de  los  medios  de  prueba  que 
el  derecho  establece , de  suerte  que  no  quede  lu- 
gar á duda  sobre  la  certeza  de  este  hecho:  sen- 
tencias de  8 de  Febrero  de  1853,  13  de  Junio  de 
1862,  24  de  Febrero  y 9 de  Octubre  de  1865, 11  de 
Junio  de  1870,  y 5 de  Enero  .20  de  Abril  de  1871 
y 23  de  Marzo  de  1872. 

La  calidad  de  hijo  natural  debe  fundarse  pre- 
cisamente en  el  reconocimiento  del  padre,  síd 
que  sea  necesario  el  de  la  madre  para  la  decla- 
ración de  tal  hijo  , según  la  ley  11  de  Toro. 
El  reconocimiento  del  padre  debe  ser  espontá- 
neo y legalmente  probado.  En  el  caso  de  omi- 
sión ó resistencia  de  dicho  reconocimiento,  ha 
de  fundarse  la  calidad  de  hijo  natural  ó su  filia- 
ción en  la  declaración  solemne  de  una  ejecuto- 
ria: sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  16  de 
Abril  y 28  de  Junio  de  1864,  Háse  declarado 
también,  que  no  basta  para  justificar  la  filia- 
ción del  hijo  la  simple  partida  de  bautismo.  El 
reconocimiento  de  hijo  natural  puesto  por  nota 
en  un  libro  sacramental  después  de  haber  tras- 
currido tiempo  desde  que  se  extendió  la  par- 
tida de  bautismo,  y verificado  sin  un  precep- 
to legal  de  la  autoridad  competente,  es  un  acto 
lluramente  civil  para  cuya  justificación  no  se 
hallan  establecidos  los  libros  sacramentales:  sen- 
tencia de  16  de  Abril  de  1864.  Cuando  los  nota- 
rios otorguen  escrituras  públicas  de  reconoci- 
mientos de  hijos  naturales,  lo  harán,  si  lo  exigen 
los  interesados,  en  protocolo  reservado,  según  el 
art.  35  de  la  ley  del  Notariado  de  1862.  * 

El  reconocimiento  hecho  antes  del  nacimiento 
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Ljdel  hijo  tiene  tanto  valor  como  el  hecho  después 
jdel  nacimiento,  porque  el  hijo  concebido  se 
i reputa  nacido  siempre  que  se  trata  de  suinterés. 

No  solamente  el  mayor  de  edad,  sino  también 
el  menor  puede  reconocer  al  hijo  natural;  por- 
qtte-su  reconocimiento  no  es  mas  que  la  repara- 
ción de  una  especie  de  delito,  y los  menores  no 
están  exentos  de  la  responsabilidad  de  los  actos 
.criminales  que  cometen. 

i Libre  de  reconocer  ó no  reconocer  á su  hijo 
r natural,  no  puede  el  padre,  aunque  sea  menor, 
; revocar  el  reconocimiento  que  legalmente  hu- 
biere hecho.  Este  reconocimiento,  en  efecto,  no 
es  una  liberalidad  propiamente  dicha,  sino  la 
declaración  de  un  hecho  á la  cual  confiere  la  ley 
ciertas  ventajas;  pero  una  vez  hecha  esta  decla- 
ración de  paternidad,  adquiere  el  hijo  el  estado 
de  filiación  de  que  ya  no  puede  ser  despojado. 

El  reconocimiento  de  nn  hijo  natural  hecho 
por  el  padre  sin  aprobación  de  la  madre,  no  tiene 
efecto  sino  con  respecto  al  padre,  porque  no 
puede  permitirse  á un  hombre  el  atribuir  hijos 
naturales  á la  mujer  que  le  pluguiere  escoger  y 
deshonrar  de  este  modo  á una  familia;  ni  tam- 
poco ei  reconocimiento  hecho  por  la  madre  sin 
aprobación  del  padre  puede  surtir  efecto  sino 
con  respecto  á la  madre,  porque  también  seria 
injusto  el  permitir  que  una  madre  pudiese  ha- 
cer recaer,  según  su  capricho  una  odiosa  pater- 
nidad sobre  un  hombre  inocente. 

Todo  reconocimiento  de  parte  del  padre  6 de  la 
madre,  y aun  toda  reclamación  de  parte  del  hijo, 
podrán  contradecirse  por  las  personas  que  ten- 
gan interés  eTT  ello.  El  hijo,  como  primer  intere- 
sado, puede  combatir  el  reconocimiento  que  de 
él  hicieren  un  hombre  ó una  mujer  que  tuviese 
por  extraños , haciendo  ver  que  ni  el  uuo  podía 
ser  su  padre  ni  la  otra  su  madre.  La  madre  pue- 
de rechazar  también  el  reconocimiento  de  parte 
del  pretendido  padre,  porque  no  debe  dejarse 
al  arbitrio  de  cualquier  aventurero  el  hacerse 
pasar  por  padre  del  hijo  de  una  soltera  ó viuda 
opulenta  que  hubiese  tenido  la  desgracia*  de 
faltarse  á sí  misma.  El  padre  igualmente  puede 
repudiar  el  reconocimiento  que  tal  vez  en  algún 
caso,  aunque  raro,  hiciese  por  especulación  una 
pretendida  inadre.  En  fin , todo  reconocimiento 
hecho  contra  verdad  puede  combatirse  por  cual- 
quiera individuo  á quien  perjudique. 

IV.  El  hijo  natural  tiene  derecho  á que  le 
den  alimentos  y educación,  no  s'ólo  su  padre  y 
bu  madre,  sino  también  sus  abuelos  y demás 
ascendientes  por  ambas  líneas:  ley  5.‘,  tít.  19, 
Part.  4/ La  ley  habla  solo  de  aquellos  hijos  «que 
nascen  de  las  mujeres  que  tienen  los  bornes  por 
amigas  manifiestamente  como  en  lugar  de  mu- 
jeres, non  habiendo  entre  ellos  embargo  de  pa- 
rentesco ó de  órden  de  religión  ó de  casamiento;» 


pero  en  el  dia  debe  aplicarse  su  disposición,  se- 
gún opina  Gregorio  López  en  la  glosa  4.a,  á todos 
los  hijos  que  la  ley  11  de  Toro  califica  de  natu- 
rales, con  tal  que  se  hallen  reconocidos  en  de- 
bida forma.— Como  la  Obligación  de  darse  ali- 
mentos los  descendientes  y ascendientes  es  recí- 
proca, según  la  ley  2.a,  tít.  19,  Part.  4.a,  se  sigue 
He  este  principio  que  si  el  padre  y la  madre , y 
los  abuelos  paternos  y maternos  tienen  obliga- 
ción de  dar  alimentos  por  su  orden  á sus  hijos  y 
demás  descendientes  naturales , tambieu  los  hi- 
jos y descendientes  naturales  están  obligados 
del  mismo  modo  á dar  alimentos  en  caso  nece- 
sario á su  padre  y madre,  á sus  abuelos  paternos 
y matemos.  V.  Alimentos. 

* El  derecho  que  la  ley  8.a,  tít.  13,  Part.  6.a, 
concede  al  hijo  natural  para  reclamar  alimentos 
con  arreglo á la  cuantía  de  la  herencia  del  padre, 
se  halla  limitado  al  caso  de  que  este  en  su  testa- 
mento non  se  acordase.de  tal  fijo,  pues  cuando 
muriere  intestado  sin  hijos  legítimos,  la  misma 
ley  da  el  derecho  al  natural  para  heredar  ]a  sex- 
ta parte  de  los  bienes  paternos,  si  bien  con  la 
obligación  de  dividirla  con  la  madre.  La  expre- 
sada ley  no  puede  entenderse  derogada  ni  mo- 
dificada en  esta  parte  por  las  de  Toro , las  cuales 
no  contienen  disposición  alguna  relativa  á los 
derechos  del  hijo  natural  en  la  succesion  intes- 
tada del  padre;  y por  consiguiente  debe  suplirse 
el  silencio  de  estas  leyes  con  lo  dispuesto  para 
este  caso  especial  por  las  de  Partida,  guardando 
lo  que  en  ellas  fuese  determinado , según  asi  se 
previene  en  la  ley  1 .a  de  Toro,  ó sea  la  3.a,  tít.  2.”, 
lib.  3.”  de  la  Nov.  Recop.,  que  establece  el  órdeu 
que  en  las  leyes  debe  observarse  para  la  decisión 
de  los  pleitos.  Tampoco  se  ha  alterado  la  dispo-, 
sicion  de  dicha  ley  de  Partida  por  la  de  16  de! 
Mayo  de  1835,  antes  al  contrario,  ha  respetado 
esta  el  órden  de  succeder  abintestato  anterior- 
mente establecido  , concretándose  solo  á resta- 
blecer y crear  otros  diversos  para  el  caso  exclu- 
sivo de  que  el  que  fallezca  intestado  no  deje  per- 
sonas  capaces  de  heredarle  con  arreglo  á las 
leyes  vigentes:  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  30  de  Marzo  de  1868.  * 

V.  El  hijo  natural  no  tiene,  en  cuanto  á la 
herencia  de  su  padre,  el  mismo  derecho  que  en 
cuanto  á la  de  su  madre;  nunca  es  heredero  for- 
zoso del  padre  por  testamento,  pero  en  algún 
caso  lo  es  abintestato;  mas  faltando  hijos  legí- 
timo's , es  heredero  forzoso  de  la  madre,  así  abin- 
testato  como  por  testamento,  según  vamos  á ver. : 

* Por  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  10 
de  Julio  de  1846,  se  ha  declarado  que  no  basta 
probar  por  medio  de  testigos  ser  hijo  natural  de 
una  mujer  que  hizo  testamento  instituyendo  he- 
redero á un  extraño,  y declarando  que  no  lo 
tiene  forzoso,  para  pedir  la  nulidad  de  la  insti- 


ÍII 


Til 


tuciüii  y reclamar  para  si  la  herencia,  pues  di- 
cha prueba  testifical  se  halla  contradicha  pol- 
la declaración  de  la  testadora  de  que  no  tenia 
herederos  forzosos.  * 

VI.  Habiendo  hijos  legítimos  6 legitimados 
por  subsiguiente  matrimonio,  queda  excluido  el 
hijo  natural,  así  de  la  herencia  materna  como 
de  la  paterna.  Pero  en  tal  caso  podrá  el  padre  ó 
la  madre  dejarle  por  via  de  alimentos  en  plena 
propiedad  el  quinto  de  sus  bienes  y no  mas  ( le- 
yes 9.a  y 10  de  Toro);  y no  solo  podrá,  sino  que 
i iehíTji  dejárselo,  cuando  menos  en  la  parte  que 
sea  necesaria  para  sus  alimentos;  de  manera 
que  si  le  dejase  el  quinto  y además  luciere  algu- 
nos legados,  se  deduciráu  y entregarán  efecti- 
vamente los  legados  á los  legatarios  en  caso  de 
que  el  quinto  alcance  para  ellos  y los  alimentos 
del  hijo;  masen  caso  contrario,  se  rebajarán 
del  quinto  solamente  los  gastos  del  funeral  y se 
anularán  los  legados,  porque  el  débito  de  los 
alimentos  tiene  preferencia  sobre  las  mandas. 

VIL  Si  el  padre  careciese  de  hijos  ó descen- 
dientes legítimos,  podrá  instituir  heredero  á su 
hijo  natural  en  todos  sus  bienes  ó en  la  parte 
que  quisiere  de  ellos,  aunque  tenga  ascendien- 
tes legítimos  (ley  10  de  Toro,  ó ley  6.a  titulo  20, 
lib.  10,  Nov.  Recop.j;  y si  nada  le  dejare,  será 
cargo  de  ios  herederos  el  consignarle  alimentos, 
cuya  regulación  habrá  de  hacerse  á juicio  de 
hombres  buenos:  ley  8.a,  tít.  13,  Part.  6.a 

Si  ia  madre  carece  de  hijos  ó descendientes 
legítimos,  debe  instituir  heredero  á su  hijo  na- 
tural, aunque  tenga  padre  ó madre  ó ascen- 
dientes legítimos  (ley  9.a  de  Toro,  ó ley  5.a,  títu- 
lo 20,  lib.  10,  Nov.  Recop.j;  de  modo  que  si  le 
desheredare  injustamente  ó le  omitiere  en  su 
■ testamento,  podrá  el  hijo  natural  usar  de  los 
i mismos  remedios  legales  que  los  hijos  legítimos. 

VIH.  Muriendo  intestado  el  padre,  le  succode 
el  hijo  natural,  á falta  de  hijos  y descendientes 
legítimos,  solo  en  la  sexta  parte  de  la  herencia 
que  debe  partir  con  su  madre  (leyes  8.a  y 9.a,  tí- 
tulo 13,  Part.  (i.''),  y á falta  de  descendientes  y 
ascendientes  legítimos  y de  parientes  colatera- 
les hasta  el  cuarto  grado  inclusive  , le  succederá 
en  toda  herencia  como  heredero  legítimo  con 
prulacion  & .dt.ymda  y 4 los  colaterales  del  quin- 
to y demás  grados' ulteriores:  ley  de~L6  de  Mayo 
de  1835.  J 


Muriendo  intestada  la  madre,  le  succede  el 
lujo  natural,  á falta  de  hijos  y descendientes 
eguimos,  aunque  aquella  deje  padre  ó madre  ú 
otros  ascendientes  legítimos;  porque  no  habien- 
do legítimos  descendientes,  son  los  naturales 
tere  eios  luizosos  de  la  madre  ex  testamento  y 
abmies  tato:  ley  y,"  de  Toro 


-Véase  Heredero  legitimo,  en  el  primer  órden 
de  Buccesion,  uum.  VI;  en  el  segundo,  núm.  Vi; 
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I eu  el  tercero,  núm.  TU,  4.  ; y en  el  cuarto,  nu- 
! meros  I.  II  y III.  Véase  también  Hijo  legitimado. 

HIJO  ESPURIO.  En  sentido  riguroso  es  el  nacido 
' de  mujer  soltera  ó viuda,  sin  que  conste  del  pa- 
dre,  según  la  ley  1.a,  tít.  15,  Part..  4.a,  y la  ley  11, 

I tít.  13,  Part.  6.a;  y en  sentido  lato  es  todo  hijo 
! nacido  de  adulterio,  de  incesto  ó de  sacrilegio, 

1 según  la  ley  3.a,  tít.  14.  Part  4.a,  y la  ley  1.a,  tí- 
tulo 15,  Part.  4.a  Mas  ahora  con  arreglo  al  espí- 
ritu de  la  ley  11  de  Toro,  se  llama  espurio  el  hijo 
ilegitimo  que  no  puede  contarse  entre  los  hijos 
naturales,  esto  es,  el  hijo  habido  fuera  de  ma- 
trimonio de  personas  que  no  podían  casarse  en- 
I tre  sí  al  tiempo  déla  concepción  ni  al  del  naci- 
miento, v el  nacido  de  mujer  soltera  ó viuda  y 
de  padre  incierto  y no  conocido  por  haber  tenido 
la  mujer  ayuntamiento  con  muchos.  V.  lís- 
purio. 

I.  Según  la  acepción  de  laley  de  Toro , puede 
un  mismo  hijo  ser  natural  y espurio:  será  natu- 
ral, si  sus  padres,  que  no  podían  casarse  entre  sí 
al  tiempo  de  la  concepción  , pudieron  hacerlo  al 
tiempo  del  nacimiento;  y será  espurio,  si  en  nin- 
guno ele  los  dos  tiempos  tenían  aptitud  sus  pa- 
dres para  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio. 

Si  tú,  por  ejemplo,  estando  casado  con  María, 

‘ procreas  un  hijo  en  Antonia,  que  está  casada 
con  Pedro,  será  reputado  natural  este  hijo  en  el 
caso  de  que  por  muerte  de  Pedro  y de  María  es- 
téis libre  tú  y Antonia  para  casaros  cuando  naz- 
ca ; pero  si  en  esta  última  época  viven  tu  esposa 
María  y Pedro,  marido  de  Antonia,  quedará  el 
hijo  en  la  clase  de  espurio , sin  poder  adquirir  la 
de  natural,  porque  Antonia  y tú  no  habéis  po- 
dido casaros  al  tiempo  de  su  concepción  ni  al  de 
I su  nacimiento. 

II.  El  hijo  espurio  se  suele  decir  también 
bastardo,  como  igualmente  fornecino.  V.  Bastar - 

. do,  Fornecino  é Hijo  ilegUitno. 

Los  hijos  espurios  se  subdividen  en  incestuosos 
ó habidos  entre  parientes,  adulterinos  ó proce- 
dentes de  adulterio  , sacrilegos  ó nacidos  de  clé- 
rigos de  orden  sacro,  frailes  ó monjas  profesas, 
y mauceres  ó hijos  de  soltera  ó viuda  que  se  pros- 
tituye á muchos. 

Los  hijos  incestuosos , los  adulterinos  habidos  . 
entre  casado  y soltera,  y los  sacrilegos,  se  lla- 
man hijos  de  vedado  ayuntamiento,  ex  damnalo 
caita-,  y los  adulterinos  habidos  entre  mujer  ca- 
sada y hombre  que  no  es  su  marido,  esté  ó no 
esté  casado  con  otra,  se  denominan  hijos  de  ve- 
dado y punible  ayuntamiento,  ex  damnato  el  pu- 
nibili  coiiu. 

III.  Así  el  padre  como  la  madre  están  obliga- 
dos á criar  y alimentar  á todos  sus  hijos  de  cual- 
quiera clase  que  sean,  y por  consiguiente  á los 
espurios:  1.",  porque  todas  las  cosas  del  mundo 
se  mueven  á criar  y guardar  lo  que  nace  de  ellas; 
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2.°,  por  el  amor  que  naturalmente  tienen  los  pa- 
dres á sus  hijos,  y 3.°,  porque  así  lo  exigen  el 
derecho  natural  y el  positivo:  ley  2.“,  tít.  19, 
Part.  4.a,  y Gregorio  López  en  la  glosa  1.a  de  di- 
cha ley. 

No  solamente  el  padre  y la  madre  tienen  la 
obligación  de  criar  y alimentar  á los  hijos  espu- 
rios, sino  también  los  ascendientes  de  parte  de 
madre  en  su  caso  y lugar,  pero  no  los  de  parte 
de  padre , si  no  quisieren,  porque  la  madre  siem- 
pre es  cierta , y no  así  el  padre.  Con  efecto , la 
ley  5.a,  tít.  19,  Part.  4.a,  después  de  establecer 
que  los  ascendientes,  así  de  parte  de  padre  como 
de  madre,  están  obligados  á criar  á sus  descen- 
dientes legítimos  ó naturales,  ó como  ella  se  ex- 
presa, á los  que  nacen  de  mujeres  de  bendición 
ó de  mujeres  libres  que  tienen  los  hombres  por 
amigas,  prosigue  diciendo:  «Mas  los  que  nascen 
de  las  otras  mujeres,  así  como  de  adulterio,  ó ie 
incesto,  ó de  otro  fornicio  , los  parientes  que  su- 
ben por  la  liña  derecha  de  parte  del  padre  non 
son  tenudos  de  los  criar  si  non  quisieren ; fueras 
ende  si  lo  ñcieren  por  su  mesura , moviéndose 
naturalmente  á criarlos  et  á facerles  alguna  mer- 
ced , así  como  farian  á otros  ^extraños , porque 
non  mueran;  mas  los  parientes  que  suben  por 
liña  derecha  de  parte  de  la  madre,  también  ella 
como  ellos  tenudos  son  de  los  criar  si  hobieren 
riqueza  con  que  lo  puedan  facer.  F.t  esto  es  por 
esta  razón,  porque  la  madre  siempre  es  cierta 
del  fijo  que  nasce  della  que  es  suyo,  lo  que  non 
es  el  padre  de  los  que  nascen  de  tales  mujeres.» 

Cuando  el  padre  ó la  madre  están  obligados  á 
dar  alimentos  á un  hijo  espurio,  no  le  pueden 
mandar  en  vida  ó en  muerte  mas  de  la  quinta 
parte  de  sus  bienes,  de  la  cual  podrá  el  hijo  dis- 
poner cómo  y cuando  le  pareciere.  Así  lo  esta- 
blece la  ley  10  de  Toro  (ley  (>.“,  tít.  20,  lib.  10, 
Nov.  Recop.),  y los  términos  en  que  está  conce- 
bida, dan  lugar  á varias  cuestiones. — Primera: 
¿Cuál  es  el  caso  en  que  los  padres  no  pueden 
mandar  al  hijo  espurio  sino  hasta  la  quinta  par- 
te de  sus  bienes  y no  mas?  El  caso  en  que  exis- 
tan hijos  legítimos,  á quienes  pertenecen  las 
cuatro  quintas  partes  de  los  bienes  de  sus  padres, 
como  advierten  Gregorio  López  en  la  glosa  3.* 
de  dicha  ley  10,  tít.  13,  Part.  6.a,  y Antonio  Gó- 
mez en  la  ley  10  de  Toro,  núm.  40,  y como  se 
deduce  de  esta  misma  ley  10  en  que  se  indica 
que  los  padres  podian  disponer  de  este  quinto 
en  favor  de  su  alma,  lo  cual  no  sucede  sino 
cuando  hay  hijos  legítimos,  pues  no  habiéndo- 
los pueden  disponer  del  tercio  como  quieran  si 
hay  ascendientes,  y de  todo  en  defecto  de  unos 
y otros. — Segunda:  ¿Cuándo  están  obligados  el 
padre  y la  madre  á dar  alimentos  al  hijo  espu- 
rio? Cuando  el  hijo  no  tiene  bienes  con  que  po- 
der alimentarse,  ni  disposición  para  adquirirlos 


por  medio  de  su  industria,  al  paso  que  los  tienen 
los  padres,  y el  hijo  no  ha  cometido  contra  estos 
ninguno  de  aquellos  actos  de  ingratitud  que 
hacen  á los  hijos  indignos  de  los  beneficios  de 
sus  padres:  ley  6.a,  tít.  19,  Part.  4.a—  Tercera: 
Cuando  el  hijo  espurio  tiene  medios  para  man- 
tenerse, ¿podrán  el  padre  y la  madre  suminis- 
trarle los  alimentos  que  permite  la  citada  ley  10 
de  Toro?  En  cuanto  á la  madre,  todos  convienen 
en  que  puede  suministrárselos;  pero  en  cuanto  al 
padre,  sostienen  unos  que  no  puede,  fundáudose 
en  la  ley  10,  tít.  13,  Part.  6.a,  la  cual  establece 
que  el  espurio  no  es  capaz  de  recibir  cosa  algu- 
na del  padre  por  testamento  ni  abintestato  ni  por 
donación;  y otros  afirman  que  puede , apoyán- 
dose en  la  ley  9.a,  tit.  5.a,  lib.  3."  del  Enero  Real, 
en  la  cual  se  concede  al  padre  la  facultad  de  dis- 
poner del  quinto  de  sus  bienes  en  favor  de  ex- 
traños, de  que  deducen  que  con  mayor  razón 
podrá  disponer  de  él  en  favor  de  sus  hijos  espu- 
rios aunque  no  lo  necesiten.  Gregorio  López  en 
la  glosa  3.a  de  dicha  ley  de  Partida  abraza  esta 
última  opinión,  que  en  efecto  parece  mas  razo- 
nable y mas  conforme  al  espíritu  de  las  leyes  de 
Toro,  que  tanto  hau  mejorado  la  condición  de  los 
hijos' ilegítimos. — Cuarta:  Cuando  el  hijo  espu- 
rio no  necesita  sino  de  parte  del  quinto  para 
mantenerse,  ¿tendrá  derecho  de  exigir  el  quinto 
integro  por  razón  de  alimentos?  No  siendo  el  ob- 
jeto de  la  ley  señalar  el  quinto  como  cantidad 
fija  para  los  alimentos  del  espurio  sino  solo  como 
máximum,  que  no  ha  de  traspasarse  en  caso  de 
haber  legítima  prole,  es  consiguiente  que  si 
basta  parte  del  quinto  no  ha  de  exigirse  el  todo.  — 
Quinta:  Cuando  por  el  contrario,  no  es  suficiente 
el  quinto  para  los  alimentos  que  necesita  el  hijo 
espurio,  ¿deberá  asignársele  mayor  cantidad? 
Habiendo  hijos  legítimos,  lio  se  le  puede  dar 
mayor  cantidad  que  el  valor  del  quinto,  pues 
que  la  ley  lia  fijado  el  quinto  como  máximum, 
porque  los  otros  cuatro  quintos  pertenecen  por 
derecho  á los  hijos  de  aquella  clase;  pero  si  no 
los  hay,  se  le  debe  y puede  aumentar  la  canti- 
dad progresivamente  hasta  el  tercio,  según  la 
necesidad  en  caso  de  haber  ascendientes,  y has- 
ta la  parte  que  sea  suficiente  en  caso  de  no  ha- 
berlos. Como  quiera  que  sea,  nunca  pueden  de- 
jar de  completarse  los  alimentos  naturales,  que 
son  los  indispensables  para  la  conservación  de 
la  vida,  con  tal  que  quien  los  debe  se  halle  con 
medios  para  darlos  á todas  aquellas  personas  á 
quienes  los  debe. — Serla:  Cuando  existen  cinco 
6 mas  hijos  legitimos,  ¿se  deberá  ó podrá  toda- 
vía dar  el  quinto  al  espurio?  Si  los  legítimos  tie- 
nen igual  necesidad  que  el  espurio  del  quinto 
para  su  decente  manutención,  no  se  deberá  ni 
podrá  dejai’  el  quinto  al  espurio  en  perjuicio  de 
ios  Legítimos,  porque  seria  entonces  aquel  de 
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mejor  condición  que  estos;  y así  la  porción  que 
se  asigne  al  espurio  no  ha  de  ser  superior  á la 
que  perciba  cualquiera  de  los  legítimos;  mas  si 
por  el  contrario  los  legítimos  no  tienen  igual 
necesidad  que  el  espurio,  habrá  de  dejarse  el 
quinto  á este  en  cuanto  le  sea  indispensable 
para  la  conservación  de  su  vida,  sin  que  por  eso 
pueda  decirse  que  se  le  hace  de  mejor  condición, 
pues  que  es  mejor  no  haber  menester  socorros 
que  tener  necesidad  de  ellos. — ¡Séptima.  ¿De  qué 
modo  deben  dejarse  los  alimentos  al  espurio? 
Pueden  dejársele  en  bienes  raíces  con  su  plena 
propiedad,  ó bien  en  el  usufructo  de  ciertos  bie- 
nes, ó bien  en  una  prestación  anual;  si  se  le  ■ 
han  dejado  en  plena  propiedad,  podrá  disponer  I 
de  ellos  en  vida  ó muerte  como  inas  le  acomode 
y trasmitirlos  á sus  herederos  por  testamento  ó 
abintestato;  y si  se  le  han  dejado  en  usufructo  ó 
legado,  anuo  ú otra  prestación,  se  acabarán  y 
extinguirán  con  su  muerte  sin  que  pasen  á los 
herederos.  V.  Alimentos. 

IV.  Los  hijos  espurios  son  incapaces  de  suc- 
ceder  por  testamento  ó abintestato  al  padre,  di- 
recta ó indirectamente,  baya  ó no  haya  hijos 
legítimos,  ley  10,  tit.  13,  Part.  6.a;  sin  perjuicio 
ilel  derecho  que  tienen  á los  alimentos,  según 
se  ha  dicho  en  el  núm.  III  que  precede.  Tampo- 
co son  capaces  de  heredar  á la  madre  por  testa- 
mento ni  abintestato  cuando  esta  tiene  descen- 
dientes legítimos,  en  cuyo  caso  solo  podrá  la 
misma  dejarles  en  vida  ó en  muerte  hasta  la 
quinta  parte  de  sus  bienes  de  que  podría  dispo- 
ner por  su  alma.  Mas  no  teniendo  la  madre  hi- 
jos ó descendientes  legítimos  ni  naturales  aun- 
que tenga  padre  ó madre  ó ascendientes  legíti- 
mos, serán  los  espurios  sus  herederos  forzosos 
ex  ¿estímenlo  y abintestato , salvo  si  fueren  hijos 
de  damnado  y punible  ayuntamiento , es  decir, 
de  ayuntamiento  por  el  cual  la  madre  incurría 
en  pena  de  muerte  natural  (que  era  cuando  es- 
tando casada  cometía  adulterio  voluntariamente 
y á sabiendas,  * pues  aunque  el  Código  penal  vi- 
gente no  impone  esta  pena,  siuo  otra  mas  mi- 
tigada, existe  la  causa  que  tuvo  la  ley  civil  para 
excluir  de  la  succesiou  á los  hijos  de  uniones  tan 
inmorales,  y la  declaración  de  la  capacidad  ó in- 
capacidad para  succederes  de  la  competencia  de 
dicha  ley  civil  * ) ó si  lo  fueren  de  ayuntamiento 
sacrilego , esto  es,  de  clérigo,  fraile  ó monja 
profesos,  pues  entonces  no  podrán  heredar  á la  ; 
madre  por  testamento  ni  abintestato,  bien  que  , 
podrá  esta  en  el  primer  caso  mandarles  en  vida 
ó muerte  hasta  la  quinta  parte,  de  sus  bienes  de 
que  podría  disponer  por  su  alma,  y en  el  segun- 
do nada  mas  que  los  alimentos;  leyes  9.a  y 10  de 
Toro , leyes  4.',  5.a  y 6.*  tit.  20,  lib.  10,  Nov.  He-  ’ 
copilacion  , y ley  5.%  tit.  19,  Part.  4.*  V.  Herede- 
ro legitimo,  en  el  primer  órdeu  de  succesion,  ' 


núm.  VII;  en  el  segundo,  núm.  VI;  y en  el  ter- 
cero, núm.  ITT,  4."  al  fin.  Véase  también  / lijo 
incestuoso.  — Hijo  adulterino. — Hijo  sacrilego  é 
Hijo  maneen. 

Como  á veces  los  padres  por  amor  que  tienen 
á sus  hijos  espurios  ó ilegítimos  de  cualquiera 
clase  que  sean,  tratan  y buscan  medios  de  de- 
jarles mas  de  lo  que  el  derecho  les  permite,  ha 
dispuesto  la  ley  á fin  de  evitarlo,  que  si  uno, 
después  de  dejar  á su  hijo  ilegítimo  cuanto  le- 
galmente puede  dejarle,  manda  en  su  testamen- 
to á los  herederos  que  le  restituyan  tanta  canti- 
dad, expresando  que  se  la  dió  secretamente 
para  guardarla  por  él  un  pariente  suyo , ó que 
la  recibió  de  los  frutos  de  tal  heredamiento  pro- 
pio del  hijo  ó de  su  madre,  ó que  pertenece  á 
este  por  cualquier  otro  título  que  indique,  no 
estarán  obligados  los  herederos  á entregársela 
en  virtud  de  esta  profesión  ó declaración , por 
presumirse  que  el  difunto  usó  de  este  medio  en 
fraude  de  la  ley  para  hacer  bien  al  hijo;  bien 
que  acreditando  el  hijo  la  verdad  de  la  deuda, 
habrán  de  entregarle  entonces  los  herederos 
cuanto  probare  que  se  le  debe : ley  3.a,  tit,  14. 
Part.  3.a 

HIJO  INCESTUOSO,  El  habido  en  parienta;  ley 
1.a,  tít.  15,  Part.  4.a;  esto  es,  el  nacido  de  perso- 
¡ ñas  que  no  podían  contraer  matrimonio  entre  si 
por  hallarse  ligadas  con  vínculo  de  parentesco. 
Llámase  nefario  cuando  es  habido  entre  ascen- 
j dientes  y descendientes,  como  entre  un  padre 
y una  hija;  y simplemente  incestuoso , cuando 
es  habido  entre  parientes  colaterales,  como  en- 
tre un  primo  y una  prima  carnal,  entre  un  tío  y 
una  sobrina. 

I.  El  hijo  incestuoso,  aunque  sea  nefario, 
sigue  la  condición  de  los  demás  espurios  en  ge- 
neral , tanto  por  lo  que  hace  á los  alimentos 
como  en  lo  relativo  á succesiones;  y así  es  que 
succede  á su  madre  como  heredero  forzoso  por 
testamento  y abintestato  á falta  de  descendien- 
tes legítimos  y naturales  con  exclusión  de  los 
ascendientes,  pero  nunca  succede  al  padre  por 
testamento  ni  abintestato;  bien  que  tiene  dere- 
cho á que  este  le  crie  y alimente  , como  lo  tiene 
también  con  respecto  á la  madre,  la  cual  ha- 
biendo hijos  legítimos  podrá  dejarle  hasta  la 
quinta  parte  de  sus  bienes:  leyes  9.*  y 10  de 
Toro,  ley  5.*,  tít.  19,  Part.  4.a,  y ley  10,  tít.  13, 
Part.  6.*  V.  Hijo  espurio  y Alimentos. 

No  faltan,  sin  embargo,  algunos  autores  que 
aun  en  el  caso  de  no  haber  hijos  legítimos  ex- 
cluyen de  la  materna  succesion  al  hijo  inces- 
tuoso, fundados  en  la  ley  11,  tít.  13,  Part.  6.*,  y 
en  la  ley  3.a,  tít,  18,  Part.  '7.a,  suponiendo  que  la 
primera  niega  absolutamente  al  incestuoso  el 
derecho  de  heredar  á la  madre,  y que  la  segun- 
da quiere  se  imponga  á esta  por  el  incesto  la 
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pena  de  muerte,  en  cuyo  caso  no  podría  ser  su 
heredero  el  hijo  de  tal  crimen,  según  la  ley  9.* 
de  Toro.  Pero  no  es  verdad  que  la  citada  ley  11, 
tít.  13,  Part.  6.“,  niegue  absolutamente  al  inces- 
tuoso el  derecho  de  heredar  á su  madre;  lo  que 
le  niega  es  el  derecho  de  heredarla  en  unión  : 
con  los  legítimos:  «Todo  fijo,  dice , debe  here-  j 
dar  en  los  bienes  de  su  madre  en  uno  con  los  otros  1 
fijos  legítimos  que  nasceu  della,  quier  sea  legí- 
timo ó non,  fueras  ende  si  fuese  tal  fijo  como  el  j 
que  llaman  en  latin  encestuoso.»  ¿Puede  estar  ¡ 
mas  claro?  Esta  ley  admitía  simultáneamente  1 
en  la  succesion  de  la  madre  á los  hijos  legítimos 
y á los  ilegítimos , menos  á los  incestuosos  y á 
otros;  mas  la  ley  9.‘  de  Toro,  solo  en  defecto  de 
legítimos  admite  á los  ilegítimos,  entre  los  cua- 
les se  cuentan  los  incestuosos , pues  que  no  es- 
tán entre  los  que  la  misma  exceptúa.  Tampoco 
es  verdad  que  la  ley  3. s,  tít.  18,  Part.  7.',  impu- 
siera á la  mujer  que  cometía  incesto  la  pena  de 
muerte; lo  que  le  imponia  érala  pena  de  adulte- 
rio, y la  pena  de  adulterio  en  la  mujer,  según 
la  ley  15,  tit.  17,  Part.  7.‘,  no  era  la  de  muerte,  I 
sino  la  de  azotes  y reclusión  en  un  monasterio..  • 
V.  Incesto. 

II.  El  hijo  incestuoso,  como  ya  se  ha  insi-  : 
nuado  en  el  artículo  Hijo  natural,  tiene  una  ¡ 
desventaja  sobre  el  hijo  adulterino,  según  la  ley 
11  de  Toro,  ó por  mejor  decir,  según  las  conse- 
cuencias que  de  ella  deducen  los  intérpretes;  y 
es  que  el  adulterino  se  convierte  en  hijo  natu- 
ral si  logra  nacer  á tiempo  en  que  su  padre  y 
su  madre  por  muerte  de  sus  respectivos  consor- 
tes se  hallan  en  aptitud  de  contraer  entre  sí 
legítimo  matrimonio , al  paso  que  el  incestuoso 
siempre  se  queda  con  la  calidad  de  incestuoso 
sin  poder  adquirir  la  de  natural , aunque  al 
tiempo  de  su  nacimiento  estén  sus  padres  habi- 
litados con  dispensa  para  casarse.  Y.  Hijo  natu- 
ral,  núm.  II,  é Hijo  adulterino. 

III.  Mas  si  el  hijo  adulterino  tiene  sobre  el 
incestuoso  la  ventaja  de  poder  trasformarse  en 
natural,  el  hijo  incestuoso  tiene  sohre  el  adul- 
terino la  de  ser  legitimado  por  el  subsiguiente  ■ 
matrimonio  que  sus  padres  contrajeren  con  la 
competente  dispensa,  y de  entrar  por  consi- 
guiente en  la  clase  y en  los  derechos  de  hijo  le- 
gítimo, porque  la  dispensa  purga  el  vicio  del 
incesto.  Es  cierto  que  los  autores  no  han  estado 
acordes  sobre  este  punto ; que  la  ley  1.a.  tít.  13, 
Part.  4.",  que  es  la  que  habla  sobre  la  legitima- 
ción de  ios  hijos  por  subsiguiente  matrimonio,  ¡ 
no  la  concede  sino  á lo.s  hijos  habidos  de  bar-  ! 
ragana,  esto  es,  de  soltero  y soltera  libres  de 
impedimento  para  casarse  entre  sí;  y que  los  i 
tribunales  han  fallado  muchas  veces  contra  la  j 
legitimación  de  los  hijos  incestuosos  por  este  i 
inedio  del  matrimonio  celebrado  con  dispensa:  j 


— Hl 

Incestuosi , dice  Gregorio  López  ( en  la  glosa  9." 
de  d.  ley  1.“,  tít.  13,  Part.  4.‘,  aunque  solo  apo- 
yado en  la  opinión  de  Baldo),  non  tegitimaniiir 
per  suíseiuens  matrimouium , licet  ex  dispensa- 
lione  Papce  sit  contractual.  Pero  muchos  autores 
gravísimos  han  abrazado  la  opinión  de  que  si 
la  dispensa  del  parentesco  concedida  por  la  com- 
petente autoridad  produce  el  efecto  de  habilitar 
á los  padres  para  contraer  legítimo  matrimonio, 
debe  producir  también  el  efecto  de  habilitar  ó 
los  hijos  antes  habidos  para  ser  legitimados  por 
el  mismo  matrimonio,  porque  siendo  tan  legíti- 
mo el  matrimonio  celebrado  entre  parientes 
después  de  removido  el  impedimento  como  el 
celebrado  entre  personas  extrañas,  no  hay  ra- 
zón para  negar  al  primero  la  virtud  que  tiene  el 
segundo  de  legitimar  á los  hijos  nacidos  antes 
de  su  celebración.  El  impedimento  queda  des- 
truido con  respecto  á los  padres;  ¿por  qué  no 
ha  de  quedarlo  también  con  respecto  á los  hijos? 
Por  el  matrimonio  de  personas  extrañas  se,  con- 
sideran habidos  dentro  de  él  los  hijos  que  lo 
precedieron;  ¿por  qué  no  habrían  de  reputarse 
igualmente  habidos  dentro  del  matrimonio  de 
parientes  los  hijos  que  estos  hubieron  antes, 
ya  que  por  la  dispensa  dejó  de  existir  el  obs- 
táculo que  á ello  se  oponía? 

Cualquiera  que  sea  la  fuerza  de  estas  razones, 
ya  no  es  dudable  el  partido  que  en  esta  cuestión 
debe  seguirse.  Ha  triunfado  por  fin  la  opiuiou 
que  quiere  sean  admitidos  á legitimación  por 
subsiguiente  matrimonio  celebrado  con  dispen- 
sa los  hijos  incestuosos  habidos  entre  parientes 
colaterales:  y en  este  sentido  ha  decidido  el  Rey 
varios  casos  á solicitud  de  partes  interesadas. 
Tenemos  á la  vista  dos  Reales  cédulas  que  con- 
firman esta  verdad,  expedida  la  una  por  D.  Cár- 
los  IV  en  fi  de  Julio  de  1803,  y la  otra  por  doña 
Isabel  II  y en  su  nombre  por  la  Reina  Goberna- 
dora en  11  de  Enero  de  1837.  En  la  primera  se 
declara:  que  doña  María  Antonia  González  Ye- 
bra,  natural  de  Ponferrada,  en  la  provincia  de 
León,  habida  por  I).  José  González  Balcarcel, 
estando  viudo,  en  doña  Teresa  González  Yebra, 
soltera,  parientes  afines  y consanguíneos  en 
grado  prohibido,  debia  considerarse  legitimada 
por  el  subsiguiente  matrimonio  que  contraje- 
ron sus  padres  con  dispensación  apóstolica,  y 
que  por  consiguiente  no  necesitaba  de  la  Real 
cédula  de  legitimación  por  privilegio  ó rescrip- 
to que  solicitaba.  En  la  segunda  se  hace  igual 
declaración  á favor  de  doña  Ramona  de  la  Vega 
y Caamaño,  natural  de  Santa  Eulalia  de  Araño 
en  la  provincia  de  Santiago,  habida  por  I).  Juan 
de  la  Veg-a  y Calo , estando  viudo , en  doña  Ma- 
ría Luisa  Caamaño,  soltera,  hermana  de  su  di- 
funta mujer;  por  haber  contraido  después  el 
D.  Juan  y la  doña  María  legítimo  matrimonio, 
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previa  la  correspondiente  dispensa.  Como  arn-  ; 
bas  cédulas  son  muy  poco  conocidas , y deben  ; 
contribuir  á fijar  la  jurisprudencia  de  los  tribu- 
nales que  tan  varia  se  ba  mostrado  en  punto  tan 
importante,  creemos  hacer  un  servicio  al  públi-  | 
co  trasladándolas  literalmente  k continuación,  ¡ 
no  obstante  su  pesadez.  Son  como  siguen: 

Primera  cédula.—' 'El  Rey  por  cuanto  por  par-  ! 
te  de  vos,  D.  José  Alvares  Lougedo,  vecino  de 
Lombíllo.  de  los  Barrios  de  Salas,  partido  de  \ 
Ponferrada  en  la  provincia  de  León,  me  filé  he- 
día relación  que  vuestra  mujer  doña  María  An- 
tonia González  Yebra,  fué  habida  por  D.  José  j 
González  Balcarcel,  estando  viudo,  en  doña  Te- 
resa González  Yebra,  soltera,  parientes  afines  y 
consanguíneos  en  grado  prohibido,  pero  legiti- 
mada por  subsecuente  matrimonio  de  ambos 
con  dispensación  apostólica,  por  Bula  de  veinti- 
séis de  Enero  de  mil  setecientos  sesenta  y seis, 
absolviéndoles  de  las  penas  y censuras  que  me- 
recieron por  razón  de  la  cópula  anterior,  é ins- 
tituida por  heredera  de  su  padre  con  otro  hijo 
de  este , nacido  y procreado  durante  matrimo- 
nio , en  el  testamento  que  otorgó  en  el  lugar  de 
Campo  á primero  de  Setiembre  de  mil  setecien- 
tos setenta  y nueve  ante  el  escribano  José  Fer-  ■ 
nandez  Vidal;  que  el  insinuado  hijo  legítimo,  ! 
llamado  D.  Antonio  Pedro  González  Yebra,  ha 
demandado  ahora  judicialmente  á vosotros  los 
referidos  actuales  marido  ó mujer  para  que  le 
restituyáis  todos  los  bienes  que  esta  hubo  de 
la  herencia  de  su  padre,  por  decir  que  le  per- 
tenecen libremente  como  hijo  único  legitimo  | 
y consiguientemente  único  universal  heredero  ! 
de  sus  padres;  y que  de  esta  inesperada  no- 
vedad, que  miráis  como  causa  de  un  total  tras- 
torno en  vuestra  honrada  familia,  os  puede  re- 
sultar, no  solo  la  privación  de  dichos  bienes 
patrimoniales  de  dicha  mujer,  que  llevó  en 
dote  al  matrimonio,  sino  del  propio  lustre  y 
esplendor  de  vuestro  nacimiento  que  creisteis 
conservar  casándoos  con  mujer  de  igual  calidad, 
y no  os  será-  fácil , por  la  nota  con  que  trata  de 
afearla  su  propio  hermano , proporcionar  á los  : 
cinco  hijos  que  hoy  teneis  y demás  que  podéis 
tener  en  adelante  los  enlaces  que  corresponden  I 
á su  nobleza:  suplicándome  en  esta  atención  y 
en  la  de  que  un  suceso  tan  raro  y extraño  pue- 
de ser  también  causa  de  grandes  turbaciones  en 
la  paz  que  ha  reinado  hasta  aquí  en  el  matrimo- 
nio y en  la  familia,  fuese  servido  de  conceder  á 
la  referida  doña  María  Antonia  González  Yebra 
legitimación  absoluta,  no  solo  para  el  goce  de  la 
nobleza  y prerogativas  de  la  sangre  de  sus  pa- 
dres, sino  también  para  poder  continuar  en  el 
goce  libré  de  sus  bienes  y herencias,  y para  to- 
dos los  demás  efectos  civiles,  dejándola  en  el 
ser  de  verdadera  hija  legítima,  según  entendió 


su  padre  haber  quedado  á virtud  de  la  cláusula 
de  dicha  dispensación  apostólica  y del  matrimo- 
nio contraído  después  con  su  madre;  ó como  la 
merced  fuere.  Y vista  esta  instancia  de  or- 
den inia  en  mi  Consejo  de  la  camara,  con  un  tes- 
timonio de  la  licencia  matrimonial  obtenida  por 
dichos  D.  José  González  Balcarcel  y doña  Teresa 
González  Yebra  en  veintinueve  de  Mayo  de  mil 
setecientos  sesenta  y siete,  por  la  cual  el  provi- 
sor del  Obispado  de  Astorga,  vicario  general  en 
sede  vacante , con  arreglo  á la  Bula  pontificia 
que  les  había  sido  concedida  en  veintiséis  de 
Enero  de  mil  setecientos  sesenta  y seis  , declaró 
entre  otras  cosas  «por  legítimos  y de  legítimo 
matrimonio  los  hijos  y generación  que  durante 
él  hubieren  y procrearen,  y los  habidos  y pro- 
creados por  razón  de  dicha  cópula;»  con  otro 
testimonio  del  testamento  otorgado  por  el  mis- 
mo D.  José  González  Balcarcel  en  el  lugar  de 
Campo  á primero  de  Setiembre  de  mil  setecien- 
tos setenta  y nueve  ante  el  escribano  José  Fer- 
nandez Vidal , entre  cuyas  cláusulas  dice:  «Ins- 
tituyo y nombro  por  mis  únicos  y universales 
herederos  á I).  Antonio  Pedro  y á doña  María 
Antonia  González  Yebra,  mis  hijos  legítimos  y de 
la  referida  doña  Teresa  mi  mujer  por  iguales 
partes ;»  con  otro  testimonio  en  relación  de  la 
hijuela  formada  á dicha  doña  María  Antonia 
González  Yebra  para  pago  del  haber  que  la  cupo 
en  la  herencia  de  su  padre,  y aprobada  por  el 
Corregidor  que  á la  sazón  era  en  la  villa  de  Pon- 
ferrada  en  auto  que  proveyó  en  ella  á veinte  y 
nueve  de  Marzo  de  mil  setecientos  ochenta  y 
tres  ante  el  escribano  Manuel  González  Vareta; 
con  la  fe  de  vuestros  desposorios  en  la  parroquia 
de  San  Martin  de  la  villa  de  Salas  de  los  Bar- 
rios en  el  dia  dos  de  Julio  de  mil  setecientos  no- 
venta y uno,  sin  nota  ni  particularidad  alguna; 
y con  lo  informado  sobre  todo  por  mi  actual  Cor- 
regidor de  la  propia  villa  de  Ponferrada,  prin- 
cipalmente sobre  el  indicado  pleito  incoado  en 
su  juzgado  por  el  mencionado  D.  Antonio  Pedro 
González  Yebra,  el  cual  sigue  por  su  parte  con 
el  mayor  calor  apelando  y mejorando  las  provi- 
dencias interlocntorias  del  mismo  Corregidor  al 
tribunal  superior:  y por  resolución  inia,  á con- 
sulta del  citado  mi  Consejo  de  la  cámara,  de  pri- 
mero de  Junio  próximo  , he  venido  en  declarar, 
que  d vuestra  mujer  doña  María  Antonia  Gonzá- 
lez } eirá  no  la  falta  circunstancia  alguna  para, 
ser  verdadera  hija  legitima  de  I),  José  González 
Balcarcel  y doña  Teresa  González  Yebra  por  el 
subsiguiente  matrimonio  de  estos  con  la  dispensa- 
ción apostólica  que  precedió,  y qve  por  consiguien- 
te no  hay  necesidad,  de  expedir  la  Real  cédula  de 
legitimación  que  solicitáis , sino  esta  en  que  se  de- 
cíale esto  mismo;  mandando  al  propio  tiempo 
que  se  sobresea  en  los  autos  que  se  expresan  y se 
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archiven,  previniéndose  al  mencionado  D.  An- 
tonio Pedro  González  Yebra  que  se  contenga  y 
abstenga  de  promover  unas  especies  que  aman- 
cillan el  distinguido  nacimiento  de  su  hermana 
y el  de  su  crecida  familia,  y la  exponen  á la 
turbación  de  la  paz  de  su  matrimonio.  Por  tanto, 
por  la  presente,  usando  de  mi  suprema'potestad, 
declaro  ser  verdadera  hija  legítima  de  D,  José 
González  Balcarcel  y de  doña  Teresa  González 
Yebra  la  referida  doña  María  Antonia  González 
Yebra,  actual  mujer  de  vos  el  nominado  D.  José 
Al-varez  Lougedo,  sin  embargo,  de  que  la  hu- 
bieron hallándose  el  D.  José  viudo  y la  doña  Te- 
resa soltera , respecto  no  faltarla  circunstancia 
alguna  para  ser  considerada,  tenida  y reputada 
por  tal  hija  legítima  para  heredar  y gozar  de 
todos  los  demás  efectos  civiles , por  el  subsi- 
guiente matrimonio  de  aquellos  con  la  dispen- 
sación apostólica  que  precedió,  sin  necesidad 
por  consecuencia  de  otra  habilitación  ni  del  res- 
cripto regio  establecido  por  derecho  para  su  le- 
gitimación; en  cuya  virtud  declaro  también  que 
ui  ahora  ni  en  tiempo  alguno  se  pueda  poner  ni 
ponga  á la  referida  doña  María  Antonia  Gonzá- 
lez Yebra  ni  k los  hijos  que  al  presente  tiene , y 
que  en  adelante  tuviere,  ni  que  contra  ella  y 
ellos  se  pueda  decir  ni  alegar  mácula,  defecto, 
tacha,  obstáculo,  ni  otro  impedimento  para  el 
goce  y disfrute,  así  de  las  herencias  que  hasta 
aquí  la  hayan  correspondido  por  sus  padres  ú 
otros  ascendientes , y que  puedan  corresponder- 
ía en  lo  succesivo  por  cualquiera  motivo  , como 
de  los  demás  efectos  civiles  que  también  la  cor- 
responden, y de  que  gozan  los  demás  hijos  na- 
cidos y procreados  de  legítimo  matrimonio  en 
estos  mis  reinos;  para  lo  cual  mando  se  sobresea 
en  los  autos  promovidos  sobre  su  ilegitimidad 
por  el  expresado  D.  Antonio  Pedro  González  Ye- 
bra, y se  archiven  para  que  en  ningún  tiempo 
puedan  volver  á tener  curso,  bien  en  el  juzgado 
de  mi  corregidor  de  la  villa  de  Ponferrada  si  en  la 
actualidad  permaneciesen  en  él  prosiguiéndose 
su  substanciación  , ó bien  en  el  tribunal  supe- 
rior territorial  si  se  hallaren  en  él  por  efecto  de 
alguna  apelación , á los  cuales  respectivamente 
mando  que  provean  y den  las  órdenes  conve- 
nientes á que  así  se  ejecute,  poniéndose  por  fe 
y diligencia  á continuación  de  esta  mi  cédula, 
para  que  en  todo  tiempo  conste  su  cumplimien- 
to, y no  se  pueda  ir  ni  pasar  contra  su  tenor,  por 
ser  así  mi  voluntad.  Y'  asimismo  mando  á mi 
corregidor  de  la  villa  de  Ponferrada  haga  saber 
y prevenga  al  mencionado  D.  Antonio  Pedro 
González  Yrebra,  que  en  lo  succesivo  se  absten- 
ga y contenga  de  promover  contra  la  referida  su 
hermana  doña  María  Antonia  González  Yebra, 
actual  mujej-  de  vos  el  nominado  D.  José  Aíva- 
rez  Lougedo  especies  que  amancillen  su  distin- 
Tomo  iii. 


guido  nacimiento  y el  de  vuestra  crecida  fami- 
lia, y la  exponen  á la  turbación  de  la  paz  de 
vuestro  matrimonio;  de  cuya  notificaciou  en 
persona  ha  de  constar  igualmente  por  otro  tes- 
timonio de  escribano  público,  puesto  á conti- 
nuación de  esta  mi  cédula.  Y últimamente,  man- 
do al  mi  gobernador  y los  de  mi  Consejo  Real, 
presidentes  y oidores  de  mis  Audiencias  y Chan- 
cillerías  y otros  cualesquier  mis  jueces  y justi- 
cias de  estos  dichos  mis  reinos  y señoríos  que  la 
guarden  y cumplan  , hagan  guardar  y cumplir 
como  en  ella  se  expresa.  Pecha  en  Madrid  á seis 
de  Julio  de  mil  ochocientos  y tres. — Yo  el  Rey.— 
i Por  mandado  del  Rey  nuestro  señor:  Juan  Igna- 
cio de  Ayestarán. 

. Cédula  segunda. — La  Reina,  y en  su  nombre 
doña  María  Cristina  de  Borbon,  regente  y gober- 
nadora del  Reino:  Por  cuanto  por  parte  de  don 
J uan  de  la  Vega  y Calo , capitán  retirado  de 
ejército  , y vecino  de  Santa  Eulalia  de  Araño  en 
la  provincia  de  Santiago,  se  me  hizo  presente, 
que  habiendo  fallecido  su  primera  mujer  doña 
Micaela  Ramona  Caamaño  en  doce  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  seis,  dejando  un  niño  nacido 
en  su  matrimonio,  que  después  falleció  también, 
le  recogieron  para  su  educación  sus  abuelos  ma- 
ternos D.  Pedro  Teluro  Caamaño  y doña  María 
; Rosa  Pardo,  vecinos  de  la  parroquia  de  San  Vi- 
cente de  Cespon.  con  cuyo  motivo  el  exponente 
tuvo  ocasión  de  entablar  estrechas  relaciones  de 
amistad  y cariño  con  doña  María  Luisa,  soltera, 
bija  segunda  de  los  mismos  y hermana  de  su 
. difunta  mujer  : que  para  aquietar  sus  concien- 
cias determinaron  contraer  matrimonio,  á cuyo 
efecto  acudieron  al  muj'  reverendo  Arzobispo  de 
Santiago,  solicitando  que  en  atención  4 la  inco- 
municación con  la  Santa  Sede  de  resultas  de  la 
guerra  de  la  Independencia  tuviese  á bien  dis- 
pensarles el  parentesco  que  tenían  en  el  primer 
■ grado  de  afinidad:  que  aquel  prelado  en  cuatro 
de  enero  de  mil  ochocientos  nueve  decretó  lo 
siguiente:  «Aunque  por  los  informes  que  hemos 
¡ tomado  resultan  ser  ciertos  los  motivos  que  estos 
interesados  nos  lian  expuesto  en  su  primera  sú- 
plica, y por  ello  y por  la  interceptación  de  la 
comunicación  con  el  Sumo  Pontífice,  desde  lue- 
go por  lo  que  á nos  toca  les  dispensamos  para 
que  puedan  válida  y lícitamente  contraer  ma- 
¡ trimonio , sin  embargo,  teniendo  presente  que  el 
: excelentísimo  señor  Nuncio  de  su  Santidad  le 
representa  en  estos  reinos  de  España,  acudan 
i á s.  E.:»  que  á pesar  de  que  así  lo  hicieron  y le 
' reiteraron  tercera  y cuarta  súplica  en  solicitud 
de  la  dispensa,  las  cuales  fueron  apoyadas  por 
aquel  prelado,  atestando  tanto  él  como  su  provi- 
sor la  certeza  de  las  graves  causas  que  expo- 
nían, no  pudieron  conseguirlo  por  efecto  de  los 
trastornos  de  dicha  guerra  hasta  trece  de  octu- 
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bre  de  mil  ochocientos  trece,  por  rescripto  del 
citado  muy  reverendo  Nuncio  de  su  Santidad, 
cometido  al  expresado  muy  reverendo  Arzobispo, 
quien  á su  consecuencia  en  treinta  y uno  del 
mismo  mes,  en  virtud  de  las  facultades  apostó  - 
Sicas  que  se  le  concedían  y las  demás  que  le  com- 
petían, les  concedió  la  dispensa  del  impedimen- 
to del  primer  grado  de  afinidad,  y contrajeron 
matrimonio  en  seis  de  Noviembre  siguiente:  que 
en  este  intermedio  por  efecto  de  la  fragilidad 
humánalos  expresados  D.  Juan  de  la  Aega  y 
Oalo,  viudo,  y doña  María  Luisa  Caamaño,  sol- 
tera, tuvieron  y procrearon  dos  hijas  doña  Ra- 
mona y doña  Joaquina,  que  ambos  reconocieron 
por  suyas,  la  primera  que  nació  en  veinticinco 
de  mayo  de  mil  ochocientos  diez,  y fué  bautiza- 
da en  el  siguiente  en  la  parroquia  de  San  Vicen- 
te de  Cespon,  y la  segunda  en  veintiocho  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  doce,  y bautizada  en 
dicho  dia  en  la  misma  parroquia:  que  por  la 
circunstancia  de  no  expresarse  en  la  indicada 
dispensa  del  parentesco  cosa  alguna  acerca  de 
la  legitimidad  de  los  hijos  procreados  antes  del 
matrimonio,  á pesar  de  no  haber  omitido  esta 
circunstancia  en  las  preces,  y deseosos  dichos 
cónyuges  de  conseguir  la  tranquilidad  de  sus 
conciencias , acudieron  de  nuevo  al  mismo  muy 
reverendo  Arzobispo  de  Santiago  solicitando  hi- 
ciese en  su  favor  y en  el  de  sus  dos  hijas  las  de- 
claraciones que  estimase  oportunas,  recordán- 
dole al  efecto  las  reiteradas  gestiones,  sacrificios 
y perseverancia  con  que  por  el  espacio  de  mas 
de  cuatro  años  de  penas,  disgustos  y amarguras 
habían  anhelado  la  dispensa,  y aquel  prelado 
en  treinta  y uno  de  Diciembre  del  mismo  año 
de  mil  ochocientos  trece  decretó  lo  que  sigue: 
«En  atención  á lo  que  se  nos  representa',  atesta- 
mos y certificamos,  para  que  conste  donde  con- 
venga, ser  cierto  lo  expuesto  en  este  memorial, 
y no  siendo  justo  que  por  las  circunstancias  po- 
líticas que  por  tanto  tiempo  siguen  afligiendo  á 
la  nación  sufran  estos  interesados  los  perjuicios 
que  recelan , en  virtud  de  las  mismas  facultades 
apostólicas  que  nos  están  concedidas,  y mas  que 
nos  competen  en  cuanto  valemos  y podemos, 
aprobamos  el  matrimonio  que  han  contraido 
ante  el  cura  párroco  de  Santa  Eulalia  de  Araño; 
declaramos  legítima  la  prole  concedida  y mas 
que  se  conciba,  y á mayor  abundamiento  man- 
damos que  dicho  matrimonio  y dispensa  se  ha- 
yan y consideren  celebrado  y concedida  para 
todos  los  efectos  así  civiles  como  eclesiásticos 
desde  el  Enero  de  mil  ochocientos  nueve  en  que 
se  la  hemos  concedido  por  primera  vez  aunque 
bajo  la  aprobación  y consentimiento  del  exce- 
lentísimo Sr.  Nuncio  de  su  Santidad  en  los  rei- 
nos de  España,  como  representante  en  ellos  de 
nuestro  muy  santo  padre  Pío  séptimo:»  Y que 
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siendo  la  mayor  de  dichas  sus  dos  hijas , como 
primogénita  “succesora  en  todos  los  vínculos  y 
mayorazgos  que  posee  el  exponente  D.  Juan  de  la 
Vega  y Calo,  su  padre,  y de  los  que  la  corres- 
ponden por  su  difunta  madre  doña  María  ¡Luisa 
Caamaño,  y sin  embargo,  de  no  haber  duda  de  la 
legitimidad  de  ambas,  eu  fuerza  de  la  retroacción 
que  da  la  ley  al  subsiguiente  matrimonio,  y por 
otras  razones  legales  que  en  unión  de  las  vicisitu- 
des de  la  guerra  de  aquella  época  favorecían  la 
causa  de  dichas  sus  hijas,  y mediante  haber  muer- 
to él  hijo  de  su  primer  matrimonio  y no  tener  mas 
| hijos  ni  esperanza  de  ellos,  no  obstante  haber  pa- 
1 sado  á terceras  nupcias,  por  la  avanzada  edad  de 
i ambos  cónyuges  y sus  achaques  habituales,  me 
suplicó  tuviese  á bien,  no  solo  conceder  la  apro- 
bación de  la  dispensa  referida,  con  ios  mismos 
efectos  retroactivos  al  Enero  de  1809,  sino  quitar 
cualquiera  otro  obstáculo  que  aun  pueda  ocurrir 
de  nuevo,  declarando  ser  legítimas -y  de  legiti- 
mo matrimonio  á las  mencionadas  sus  dos  hijas 
doña  Ramona  y doña  Joaquina  de  la  Vega  y 
Caamaño,  en  virtud  del  subsiguiente  contraido 
I in  /acia  Ecclesim,  para  que  como  tales  succedan 
i en  todos  los  vínculos  y mayorazgos  y demás  de- 
¡ rechos  y acciones  que  por  cualquiera  titulo  ó 
j razón  las  pertenezcan  por  fallecimiento  de  sus 
¡ padres,  sin  diferencia  alguna  que  los  demás  hi- 
| jos  habidos  durante  y constante  matrimonio, 
í Vista  esta  instancia  en  la  extinguida  sección  de 
i Gracia  y Justicia  del  Consejo  Real  de  España  é 
i Indias,  con  los  testimonios  de  las  partidas  de 
j bautismo,  casamiento,  atestados  y dispensa  que 
se  acompañaron  á ella,  cuyos  documentos  com- 
¡ prueban  la  certeza  de  los  hechos  expuestos;  lo 
| informado  en  su  razón  por  la  Audiencia  de  Ga- 
licia, y los  demás  datos  que  aparecen  del  expe- 
diente formado  en  su  consecuencia,  especial- 
mente un  testimonio  unido  á él  de  una  Real  cé- 
dula fecha  en  Madrid  á (i  de  Julio  de  1803,  por  la 
■ que  el  señor  Rey  D.  Garlos  IV  declaró  entre 
otras  cosas,  á consulta  de  la  exting'uida  Cámara 
de  Castilla,  que  no  necesitaba  legitimarse  doña 
María  Antonia  González  Yebra,  que  la  hubieron 
sus  padres  siendo  solteros,  respecto  de  su  subsi- 
guiente matrimonio  con  dispensación  apostólica 
de  parentesco;  y finalmente,  una  exposición  de 
¡ vos  el  licenciado  D.  Tomás  José  Romero  de  Mier, 

. marido  de  la  referida  doña  Ramona,  liijo  mayor 
i *EeE  expresado  D.  Juan  de  la  Vega  y Calo  y de  su 
legítima  mujer  doña  María  Luisa  Caamaño,  di- 
funta , en  que  solicitasteis  me  sirviese  hacer 
igual  declaración  en  favor  de  vuestra  esposa  que 
la  que  contiene  la  Real  cédula  indicada  del  se- 
. ñor  Rey  D.  Cárlos  TV,  y que  únicamente  mi  real 
gracia  de  legitimación  fuera  extensiva  á si  lie- 
¡ ffaia  eE  caso  de  que  aparezca  alg'una  fundación 
. .vincular  que  exija  que  los  succesores  en  ella 
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sean  procreados,  habidos  y nacidos  durante  y 
constante  matrimonio,  en  cuyo  caso,  atendidas 
las  urgencias  del  Estado , ofrecíais  contribuir 
con  la  mitad  del  servicio  que  deberia  pagar 
vuestra  esposa  si  necesitare  de  la  verdadera  le- 
gitimación por  no  haber  contraido  matrimonio  j 
sus  padres;  y por  resolución,  á consulta  do  dicha  ; 
sección  de  Gracia  y Justicia  del  Consejo  Real  de 
10  de  Setiembre  próximo  pasado,  conformándo- 
me con  su  dictámen , he  tenido  á bien  declarar 
que  la  expresada  doña  Ramona  de  la  Vega  y 
Caamaño,  vuestra  esposa,  no  necesita  mi  Real 
rescripto  de  legitimación,  por  estar  ya  legiti-  I 
mada  por  el  subsiguiente  matrimonio  de  sus 
padres,  ni  por  consiguiente  debe  satisfacer  los 
2,200  rs.  vn.  designados  por  el  servicio  de  esta 
gracia  para  la  Hacienda  pública  en  el  arancel 
vigente,  por  no  ser  concesión  de  ella,  sino  de- 
claración de  no  ser  necesaria ; pero  al  mismo 
tiempo  he  tenido  á bien  resolver,  que  la  dispen- 
sa que  habéis  solicitado  de  la  cláusula  de  las 
fundaciones  que  excluyan  expresamente  á los 
hijos  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio,  . 
no  puede  tener  arbitrio  por  ning'un  servicio, 
porque  seria  contraria  á la  mente  y determinada 
voluntad  de  los  fundadores,  que  debe  observar- 
se. Por  tanto,  por  la  presente  mi  Real  cédula 
declaro  ser  hija  legitima  de  D.  Juan  de  la  Vega  y 
Calo  y de  doña  María  Luisa  Caamaño , ya  difunta, 
la  referida  doña  Ti, amona  de  la  Vega  y Caamaño , 
actual  mujer  de  vos  el  licenciado  D.  Tomás  José 
Romero  de  Mier,  sin  embargo  de  que  la  hubieron 
hallándose  el  D.  Juan  viudo  y la  doña  María  f 
Luisa  soltera , respecto  de  no  faltarla  circunstan- 
cia alguna  para  ser  considerada,  tenida  y reputada 
por  tal  hija  legitima  para  heredar  y gozar  de  todos  ! 
los  demás  efectos  civiles  por  el  subsiguiente  matri- 
monio de  aquellos , con  la  competente  dispensación 
de  parentesco , que  se  retrasó  involuntariamente 
por  los  trastornos  y vicisitudes  de  la  guerra,  sin 
necesidad  por  consecuencia  de  dicha  habilitación , 
ni  del  rescripto  regio  establecido  por  derecho  para 
su  legitimación , con  la  única  excepción  de  que 
esta  mi  Real  declaración  no  es  extensiva  á la 
dispensa  de  las  cláusulas  de  las  fundaciones  que 
excluyan  expresamente  y no  de  otro  modo  á los 
hijos  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio, 
porque  seria  contraria  á la  mente  y determinada 
voluntad  de  los  fundadores,  que  debe  observar- 
se. En  su  consecuencia,  declaro  también,  que 
ahora  ni  en  tiempo  alguno  se  pueda  poner  ni 
ponga  á la  referida  vuestra  mujer  doña  Ramona 
de  la  Vega  y Caamaño,  ni  á los  hijos  legítimos 
que  al  presente  tenga  ó en  lo  sucesivo  tuviere, 
ni  que  contra  ella  y ellos  se  pueda  decir  ni  ale- 
gar mácula,  defecto,  tacha  ni  obstáculo  ni  otro 
impedimento  por  razón  del  nacimiento  de  la  di- 
cha doña  Ramona  para  el  goce  y disfrute,  así  de 


los  vínculos  y mayorazgos,  derechos  y acciones 
que  hasta  aquí  le  hau  correspondido  ó debido 
corresponder  de  sus  padres  ú otros  ascendientes 
y que  puedan  correspondería  eu  lo  sucesivo  por 
cualquiera  motivo,  como  de  los  demás  efectos 
civiles  de  que  gozan  los  hijos  nacidos  y procrea- 
dos de  legítimo  matrimonio,  sin  otra  excepción 
mas  que  la  que  queda  referida;  para  lo  cual 
mando  se  sobresea  eu  cualesquiera  autos  que 
estén  ya  promovidos  ó se  promovieren  en  ade- 
lante sobre  ilegitimidad  de  la  citada  vuestra  es- 
posa doña  Ramona,  bien  por  sus  parientes  ó poi 
otra  persona  extraña,  y so  archiven,  para  que  en 
ningún  tiempo  puedan  tener  curso  en  el  tribu- 
nal ó juzgado  donde  pendieren,  á cuyos  minis- 
tros y jueces  respectivamente  mando  que  dicten 
las  providencias  convenientes  para  que  así  se 
ejecute,  poniéndose  á continuación  de  esta  mi 
cédula  por  diligencia,  para  que  en  todo  tiempo 
conste  su  cumplimiento  y no  se  pueda  obrar 
contra  su  tenor.  Y también  mando  al  presidente 
y magistrados  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
á los  regentes  y ministros  de  las  Audiencias , á 
los  jueces  de  primera  instancia  y alcaldes  cons- 
titucionales del  reino,  y á los  demás  tribunales 
ó jueces  de  cualquiera  otra  jurisdicción  que  la 
civil  ordinaria  que  fueren  requeridos  con  esta 
mi  Real  cédula  ó su  traslado  auténtico,  que  la 
g-uarden  y cumplan  y hagan  guardar,  cumplir 
y ejecutar,  arreglando  sus  providencias  á su  li- 
teral y expreso  tenor,  y préviamente  se  ha  de 
tomar  razón  de  ella  en  ia  Contaduría  general  de 
valores , la  cual  expresará  los  derechos  que  se 
hayan  satisfecho  por  su  expedición , sin  cuya 
formalidad  no  tendrá  valor  ni  efecto.  Dado  en 
Palacio  á once  de  Enero  de  mil  ochocientos 
treinta  y siete. — Yo  la  Reina  Gobernadora. — El 
secretario  de  Estado  y fiel  despacho  de  Gracia  y 
Justicia,  José  Tandero  Corchado,  etc. 

* Además  báse  consignado  por  jurisprudencia 
establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  que  decla- 
rados legítimos  los  hijos  incestuosos  por  una  ley 
del  reino,  cualquiera  que  sea  la  situación  de  la 
madre,  de  diclia  ley  nacen  sus  derechos  legíti- 
mos: sentencia  de  12  de  Diciembre  de  1865.  * 

IV.  Si  el  hijo  incestuoso  naciere  después  que 
su  padre  y su  madre  se  hubiesen  casado  con 
dispensa,  se  reputará  legítimo,  ó mas  bien  legi- 
timado por  el  matrimonio  subsiguiente  á la  con- 
cepción y anterior  al  nacimiento;  pues  si  na- 
ciendo antes  del  matrimonio,  queda  legitimado 
cuando  este  se  verifique,  es  claro  que  con  mu- 
cha razón  lo  quedará  naciendo  después.  He  dicho 
legitimado , mas  bien  que  legitimo , porque  la  le- 
gitimidad ó ilegitimidad  no  procede  del  naci- 
miento, sino  precisamente  de  la  concepción;  y 
el  que  una  vez  ha  sido  concebido  de  vedado 
ayuntamiento,  ex  damnato  complexa,  no  puede 
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ya  verse  limpio  de  la  inancha  de  su  ilegitimidad 
sino  por  la  legitimación  , especialmente  por  la 
que  le  resulta  del  matrimonio  de  sus  padres,  si 
fuere  capaz  de  ella,  siendo  indiferente  al  efecto 
que  el  matrimonio  se  contraiga  antes  ó después 
de  su  nacimiento. 

V.  Si  el  padre  y la  madre  se  casaren  de  bue- 
na fe  sin  dispensa,  por  ignorar  ambos  ó el  uno 
de  ellos  que  estaban  ligados  con  el  vínculo  del 
parentesco,  ¿quedará  legitimado  por  este  matri- 
monio putativo  el  hijo  que  anteriormente  hubie- 
ron del  incesto?  Es  regla  general  establecida  en 
la  ley  3.\  tít.  3.°,  y en  la  ley  2.%  tit.  15,  Part.  4.\ 
que  el  matrimonio  putativo,  esto  es,  el  contraído 
de  buena  fe  por  ignorar  ambos  cónyuges  ó el 
uno  de  ellos  el  impedimento  que  tenían  para 
casarse  entre  sí,  produce  el  efecto  de  hacer  legí- 
timos á los  hijos  habidos  en  él  mientras  dure  la 
ignorancia  y consiguiente  buena  fe  de  los  dos  ó 
dei  uno  de  los  consortes.  He  aquí  deducen  mu- 
chos autores,  que  si  uno  tiene  un  hijo  fuera  de 
matrimonio  en  una  parienta  suya,  y después  se 
casa  con  ella  de  buena  fe  sin  noticia  del  paren- 
tesco que  los  liga,  será  legítimo  aquel  hijo  por 
razón  del  subsiguiente  matrimonio;  porque  no 
hay  razón,  dicen,  para  que  un  mismo  matrimo- 
nio putativo  tenga  la  virtud  de  hacer  que  naz- 
can los  hijos  con  la  calidad  de  legítimos,  y no 
tenga  la  de  legitimar  á los  hijos  ilegítimos  na- 
cidos antes,  especialmente  si  se  atiende  á la 
máxima  de  que,  en  caso  de  duda,  se  ha  de  se- 
guir la  opinión  mas  benigna.,  y mas  cuando  se 
trata  de  hacer  bien  á los  hijos.  No  faltan,  sin 
embargo,  autores  no  menos  graves  que  opinan 
lo  contrario,  sosteniendo  que  el  matrimonio  pu- 
tativo puede  muy  bien  dar  la  calidad  de  legíti- 
mos á los  hijos  que  de  él  nacieren , sin  que  por 
eso  se  siga  que  la  da  también  á los  que  anterior- 
mente á él  hubiesen  nacido;  porque  la  buena  fe 
que  fácilmente  se  presume  en  los  que  contraen 
matrimonio  público,  debe  surtir  naturalmente 
sus  efectos  con  respecto  á la  prole  futura,  y no 
puede  extenderlos  á la  prole  que  se  procreó  de 
mala  fe  con  menosprecio  de  las  leyes  divinas  y 
humanas:  Conlrahens  rnairimonium,  dice  el  Car- 
denal de  Palermo,  dal  operam  rei  licita , ideo  ia  - 
norantia  sua  excnsahir:  sed  (idmillens  virum  sinc 
Matrimonio,  dal  operam  rei  il Licita',  et  e.r  r/uo  data 
Juit  opera  rei  illicitce,  nihil  prodes  ignorantia. 
V.  Matrimonio  putativo  y Ma  trimonio  civil  (de  su 
nulidad). 

¿Puede  ser  legitimado  por  rescripto  del 
principe,  ó sea  por  concesión  del  Rey,  el  hijo 
incestuoso?  Según  la  Novela  89,  cap.  9.°  y 15  y 
según  la  ley  9.’,  tít.  18,  Part.  3.\  y la  ley  4.%  ti- 
tulo 15,  Part.  4.*,  solo  se  admiten  á la  gracia  de 
legitimación  por  rescripto  del  príncipe,  los  hijos 
habidos  en  concubina  con  quien  podía  el  padre 


i casarse  al  tiempo  de  la  concepción ; quedau, 

| pues,  excluidos  de  este  beneficio  los  hijos  habi- 
1 dos  en  incesto.  Mas,  aunque  según  la  ley  no 
puedan  legitimarse  por  rescripto  sino  los  hijos 
propiamente  naturales,  sientan  los  autores,  y 
especialmente  Gregorio  López  y Oovarrubias, 
que  por  la  costumbre  se  lia  introducido  también 
la  legitimación  real  de  los  demás  hijos  ilegíti- 
mos, y por  lo  tanto,  de  los  incestuosos.  Indicios 
1 da  de  esta  costumbre,  en  cuanto  á los  hijos  de 
¡ los  caballeros  profesos  de  las  órdenes  de  clérigos 
y de  casados,  la  Real  cédula  de  21  de  Diciembre 
de  1800  sobre  gracias  al  sacar,  en  la  cual  se  fija 
. el  servicio  con  que  ha  de  contribuirse  por  las  le- 
gitimaciones extraordinarias  de  dichos  hijos; 
pero  ui  en  la  citada  cédula,  ni  en  el  Real  decreto 
de  5 de  Agosto  de  1818  que  la  sustituyó,  se  hace 
mención  alguna  de  los  hijos  incestuosos,  á no 
ser  que  los  supongamos  comprendidos  entre  los 
hijos  habidos  por  sus  padres  siendo  solteros,  por 
cuya  legitimación  para  heredar  y gozar  se  fija 
en  el  art.  15  de  dicho  decreto  la  cantidad  de  dos- 
cientos ducados  de  vellón  por  cada  hijo  ó hija: 

; para  ejercer  oficios  de  república  indistintamen- 
I te,  la  de  ciento  cincuenta  ducados,  y para  oficio 
i determinado,  como  abogado,  escribano,  procu- 
rador ú otro  de  esta  clase,  la  de  ciento.  La  ley 
de  14  de  Abril  de  1838  autoriza  al  Rey  para  legi- 
timar á los  naturales,  según  los  define  la  ley  1.*, 
tít.  5.°,  lib.  10,  Nov.  Reeop.;  mas  según  la  defi- 
nición que  nos  da  esta  ley,  nunca  podrán  ser 
hijos  naturales  los  incestuosos,  al  paso  que  po- 
drán serlo  los  adulterinos , como  es  de  ver  mas 
arriba  en  los  artículos  Hijo  natural,  núm.  II,  é 
Ilijo  adulterino . núm.  VI.  ¿Habrán  querido, 
pues,  las  Córtes  de  1838  hacer  de  mejor  condi- 
ción al  hijo  adulterino  que  al  incestuoso?  ¿Ha- 
brán querido  que  se  presente  h la  sociedad  e) 
escándalo  de  ver  legitimados  por  el  Rey  A los 
hijos  habidos  en  doble  adulterio  por  un  hombre 
casado  ó una  mujer  casada  que  han  faltado  á la 
fe  conyugal,  y habrán  sido  al  mismo  tiempo  tan 
escrupulosas  que  hayan  temido  mancillar  las 
costumbres  públicas  con  la  legitimación  real  de 
los  hijos  habidos  entre  un  tio  y una  sobrina,  y 
aun  entre  dos  primos  terceros,  aunque  medie 
dispensa  pontificia?  Está  muy  bien  que  nunca 
puedan  ser  legitimados  de  modo  alguno  los  hi- 
i jos  habidos  entre  ascendientes  y descendientes 
en  línea  recta,  y aun  entre  hermanos;  pero  ya 
que  se  abra  la  puerta  á la  legitimación  de  otros 
hijos  que  no  sean  de  soltero  y soltera,  no  es  jus- 
to cerrarla  á la  de  los  hijos  entre  parientes, 
cuando  el  parentesco  pueda  dispensarse  por  el 
Papa.  V.  Hijo  adulterino,  núm.  X m.— Hijo  legi- 
timado y Legitimación. 

VII.  La  ley  2.a,  tít.  17,  Part.  4.\  denomina 
incestuosos,  no  solamente  á los  hijos  habidos  en 
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palíenlas,  sino  también  á los  habidos  en  mou-  ! 
jas:  «Non  son  en  poder  del  padre,  dice,  los  hijos 
que  son  llamados  en  lalin  incesiuosi,  que  quier 
tanto  decir  como  aquellos  que  han  los  omes  de 
sus  parientas  fasta  el  cuarto  grado,  ó en  sus  cu- 
fiadas, ó eu  las  mujeres  religiosas.»  Del  mismo 
modo  la  ley  1.a,  tít.  29,  lib.  12,  Nov.  Recop.,  dice 
que  el  incesto  se  comete  con  parienta  hasta  cuar- 
to grado,  ó con  comadre  , ó con  cuñada,  ó con 
■mujer  religiosa  profesa.  La  razón  es , según  in- 
dica Gregorio  López  en  la  glosa  1.a  de  la  ley  1.a, 
tít.  19,  Part.  7.a,  que  la  religiosa  profesa  tiene  la  ■ 
investidura  de  esposa  de  Jesucristo  que  es  nues- 
tro padre.  Sin  embargo,  en  el  lenguaje  de  la 
jurisprudencia  no  se  llaman  incestuosos  sino 
los  hijos  habidos  entre  parientes:^  y los  hijos  de 
las  monjas  se  distinguen  con  la  denominación 
de  sacrilegos.  Y.  Inceslo. 

HIJO  ADULTERINO.  El  habido  de  adulterio : ley 
1,',  tít.  15,  Part.  4." 

1.  ¿Y  qué  es  adulterio?  Según  las  leyes  mo- 
sáicas  {Levil.,  cap.  20,  v.  10,  y Deuter.,  cap.  22, 
v.  22),  según  las  romanas  (ley  6.a,  pár.  l.“,  ley 
34,  pár.  l.°,  D.,  y ley  18,  Cod.  ad  leg.  jul.  de 
adult.),  y según  las  de  las  Partidas  (ley  1.a,  títu- 
lo 17,  Part.  7.a),  no  es  otra  cosa  que  el  concúbito 
ó acceso  de  un  hombre  con  una  mujer  que  se 
halla  casada  con  otro:  Concubilus  cwm  allerius 
uxore : Alieni  thori  violado:  «Yerro  que  orne 
face  á sabiendas  (como  dice  nuestra  citada  ley 
de  Partida),  yaciendo  con  mujer  casada  ó des- 
posada con  otro.»  * Conforme  con  esta  disposi- 
ción se  declara  en  el  art.  448,  pár.  2.°  del  Código 
penal  de  1870,  que  cometen  adulterio  la  mujer 
casada  que  yace  con  varón  que  no  sea  su  mari- 
do, y el  que  yace  con  ella  sabiendo  que  es  casa- 
da, aunque  después  se  declare  nulo  el  matrimo- 
nio. * No  comete,  pues,  adulterio  segun  estas 
leyes  el  casado  que  yace  con  mujer  soltera  ó 
viuda,  quid  adulterinm  non  nisi  in  nuptlam  com- 
mititur ; ui  el  casado,  viudo  ó soltero  que  yace 
con  mujer  casada,  creyéndola  soltera  ó viuda: 
ley  5.a,  tít.  17,  Part.  7.a,  quia  adnlterium  sitie  dolo 
malo  non  commiiiUtir , 1.  4.a.,  D.  ad  leg.  Jul.  de 
adult. ; ui  la  mujer  casada  que  con  justa  causa  se 
creyere  viuda  y se  casare  con  otro:  d.  ley  5.a,  tí- 
tulo 17,  Part.  7.a  Síguese  de  aquí  que  según  las 
citadas  leyes  no  es  hijo  adulterino  sino  el  pro- 
creado por  hombre  de  cualquiera  estado  que  sea 
en  mujer  casada  con  otro. 

Mas  como  la  doctrina  evangélica  exige  del 
marido  la  misma  fidelidad  que  de  la  mujer,  y 
condena  igualmente  el  adulterio  en  ambos  sexos,  ' 
se  tiene  por  adulterio  en  el  derecho  canónico,  no 
solamente  el  acceso  de  un  hombre  de  cualquie- 
ra estado  con  una  mujer  casada,  sino  también 
el  de  un  hombre  casado  con  una  mujer  soltera 
ó viuda:  Adullerium  no  bis  est,  dicen  los  cano- 


nistas, concubilus  ínter  personas  non  conjuges, 
quarum  saltem  altera  est  matrimonio  juncia.  De 
aquí  viene  la  división  del  adulterio  en  doble  y 
sencillo:  adulterio  simple  ó sencillo  es  el  que  se 
comete  entre  una  mujer  casada  y un  hombre 
soltero  ó viudo,  ó bien  entre  un  hombre  casado 
y una  mujer  viuda  ó soltera;  y adulterio  doble 
es  el  que  se  comete  entre  un  hombre  y una  mu- 
jer que  respectivamente  se  hallan  Casados  con 
otras  personas.  Será,  pues,  hijo  adulterino , se- 
gún el  derecho  canónico,  el  ilegítimo  habido  de 
personas  ligadas,  á lo  menos  una,  con  el  víncu- 
lo del  matrimonio  al  tiempo  de  la  concepción. 

También  en  nuestro  derecho  patrio  se  califica 
de  adulterino  al  hijo  habido  por  hombre  casado 
en  mujer  que  no  lo  es:  pues  si  bien  la  citada  ley 
1.a,  tít.  17,  Part.  7.a,  que  de  propósito  habla  del 
adulterio,  dice  que  este  es  yerro  que  orne  face  tí 
sabiendas  yaciendo  con  mujer  casada  con  otro,  nos 
encontramos  con  que  la  ley  2.a,  tít.  15,  Part.  4.a, 
supone  expresamente  fechos  en  adulterio  los  hi  - 
jos  que  uu  casado  hiciese  en  barragana;  y por 
Real  órden  de  25  de  Octubre  de  1777  (nota  1.a, 
tít.  28,  lib.  12,  Nov.  Recop.),  se  comunicó  al  Su- 
premo Consejo  una  resolución  del  Rey,  eu  que 
se  establece  entre  otras  cosas,  que  los  hijos  del 
segundo  matrimonio  contraído  por  un  hombre 
casado  viviendo  su  primera  mujer  son  verdade- 
ramente adulterinos,  aunque  se  tengan  por  le- 
gítimos por  la  buena  fe  de  la  madre,  y succedau 
á sus  padres.  * Del  pár.  3."  dei  art.  85  de  la  ley 
de  Matrimonio  civil  puede  deducirse  que  es 
adulterio  el  concúbito  dei  marido  con  mujer  de 
cualquiera  estado,  puesto  que  en  él  se  determi- 
na, que  qirocede  el  divorcio  por  adulterio  del 
marido  con  escándalo  público  ó con  el  abando- 
no completo  de  la  mujer,  ó cuando  el  adúltero 
tuviere  á su  cómplice  en  la  casa  conyugal.  * 

Fuerza  es  por  lo  tanto  decir,  que  no  solo  por 
el  derecho  canónico,  sino  también  por  el  dere- 
cho real,  se  considera  hijo  adulterino,  así  el  ha- 
bido por  hombre  casado  en  mujer  viuda  ó solte- 
ra, como  el  engendrado  por  hombre  soltero, 
viudo  ó casado  eu  mujer  casada  con  otro.  Mas 
no  se  crea  por  eso,  como  erróneamente  sienta 
algún  autor,  que  la  condición  del  hijo  adulteri- 
no habido  en  mujer  casada  es  igual  á la  del  ha- 
bido en  mujer  soltera,  sin  que  haya  diferencia 
en  los  derechos  ó privaciones  del  uno  y del  otro; 
pues  la  hay,  y no  pequeña,  como  veremos  en  el 
discurso  de  e3te  artículo. 

II.  El  hijo  adulterino,  habido  entre  casado  y 
soltera,  se  llama  hijo  de  vedado  ayuntamiento, 
ex  damnalo  complexa , así  como  el  hijo  incestuo- 
so y el  sacrilego,  y el  hijo  adulterino  habido 
entre  mujer  casada  y hombre  que  no  es  su  ma- 
rido se  denomina  hijo  de  vedado  y punible 
ayuntamiento,  ex  davina to  el  punibiti  cotnplexu, 
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porque  la  casada  y uo  ia  viuda  ú soltera  incur- 
ría antiguamente  por  el  adulterio  en  pena  de 
muerte  natural.  V.  Adulterio.  Este  ultimo  es 
designado  en  la  ley  1.',  tít.  lo,  Part.  4.  . con  el 
epíteto  de  noto,  porque  no  siendo  del  marido  pa- 
rece que  lo  es.  V.  Hijo  ilegitimo. 

III.  El  hijo  adulterino,  ya  proceda  de  mujer 
casada,  ya  de  soltera  ó viuda,  tiene  derecho  4 
que  su  padre  y su  madre  y sus  ascendientes  por 
parte  de  madre  en  su  caso  y lugar,  le  crien  y 
alimenten  , como  lo  tiene  todo  espurio  con  arre- 
glo á lo  dicho  en  el  articulo  Hijo  espurio,  nú- 
mero III. 

Los  hijos  adulterinos  eran  entre  los  Romanos 
los  mas  odiosos  de  todos;  y aun  Justiniano  en 
el  cap.  15  de  la  Novela  89  prohibió  k los  padres 
y á las  madres  darles  alimentos;  bien  que  los 
intérpretes  entienden  esta  prohibición  solo  de 
los  alimentos  civiles  y no  de  los  naturales,  pues  \ 
la  prohibición  de  estos  últimos  hubiera  equiva- 
lido 4 condenar  k muerte  á estas  criaturas  ino- 
centes ó k condenar  al  público  4 tomarlas  4 su 
cargo.  La  dureza  de  la  disposición  de  Justiniano 
se  mitigó  por  el  derecho  canónico  en  el  cap.  5.“ 
de  eo  qui  duxit  in  matrirn.  quam  poli,  per  adult., 
donde  hablando  el  Pontífice  Clemente  III  de 
ciertos  hijos  procedentes  de  adulterio,  declaró 
que  sus  padres  estaban  obligados  4 darles  ali-  ; 
meatos  con  respecto  4 sus  facultades;  y Grego- 
rio López  se  inclina  4 que  la  ley  5.a,  tít.  19,  Par- 
tida 4.a,  va  de  acuerdo  con  el  derecho  canónico. 
Se  ha  de  tener  presente,  sin  embargo,  lo  que  se  1 
dice  mas  arriba  en  el  núm.  III  del  artículo  Hijo 
espurio,  y en  la  palabra  Alimentos. 

IV.  El  hijo  adulterino,  procedente  de  hombre 
casado  y mujer  soliera  ó rinda,  es  heredero  for- 
zoso de  su  madre  por  testamento  y abintestato, 
cuando  no  hay  descendientes  legítimos  ni  natu- 
rales, aunque  haya  ascendientes;  y en  caso  de 
haber  descendientes  de  dichas  clases,  no  podrá 
heredar  4 su  madre  por  testamento  ni  abintes- 
tado, pero  podrá  la  madre  en  vida  ó en  muerte 
dejarle  hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes,  de 
la  cual  podría  disponer  por  su  alma,  ley  9.a  de 
Toro,  ó ley  5.a,  tít.  20,  lib,  10,  Nov.  Recop.  Este 
quinto  que  la  madre  puede  dejar  al  hijo  adulte- 
rino, como  4 cualquiera  otro  espurio,  no  es  pre- 
cisamente por  razón  de  alimentos , sino  por  ra- 
zón de  succesion  testamentaria;  pues  si  fuese 
por  razón  de  alimentos  podría  reclamarlo  el  hijo, 
en  caso  de  que  la  madre  no  se  lo  dejase;  de 
suerte  que  la  ley  no  ha  hecho  mas  que  limitar 
4 la  madre  la  cantidad  en  que  puede  instituir 
heredero  4 un  hijo  espurio  cuando  tiene  hijos 
legítimos  ó naturales;  y así  es  que  puede  dejar-  ' 
se  el  quinto  4 dicho  hijo,  aunque  sea  rico.  Asi 
lo  advierten  Velazquez  de  Avendaño  y Tello  Fer-  : 
irnndez  en  sus  glosas  4 la  ley  9."  de  Toro.  Mas  j 


no  puede  succeder  al  padre  por  testamento  ni 
abintestato,  ni  recibir  cosa  alguna  de  él  por 
manda  ó donación  , lev  10.  tit.  13,  Part.  6.a;  y por 
consiguiente  tampoco  podrá  heredar  a sus  pa- 
rientes paternos;  bien  que  la  disposición  de  esta 
ley  se  entiende  solo  de  las  herencias,  mandas, 
y donaciones  que  el  padre  hiciere  ó dejare  al 
hijo  adulterino  voluntaria  y espontáneamente 
por  mera  liberalidad,  y no  de  lo  que  le  diere 
ó dejare  en  virtud  de  la  obligación  que  tiene 
de  criarle  y darle  alimentos,  con  arreglo  4 lo 
prescrito  en  las  leyes  2.a  y 5.a,  tít.  19,  Parti- 
da 4.a,  y en  la  ley  10  de  Toro,  la  cual  le  permite 
dejarle  basta  la  quinta  parte  de  sus  bienes.  To- 
davía pasa  mas  adelante  Antonio  Gómez  en  la 
glosa  14  de  dicha  ley  10  de  Toro,  pues  si  bien 
reconoce  que  el  hijo  de  casado  y soltera  es  in- 
capaz de  succeder  á su  padre  abintestato,  cree 
sin  embargo,  que  puede  succederle  por  testa- 
mento, como  cualquier  extraño,  no  habiendo 
legítimos;  y la  misma  opinión  siguen  Palacios 
Rubios  en  los  comentarios  de  la  ley  9.a  de  Toro, 
núm.  27,  y Soto,  lib.  4.°  de  jusl.  etjur.  qucesl.  5.a, 
art.  l.°,  que  sienta  que  en  semejante  caso  puede 
el  padre  darle  todos  sus  bienes ; T taque  ormia 
sua  bona  potosí  Mi  pdter  daré. 

V.  El  hijo  adulterino,  procedente  de  mujer 
casada  y hombre  casado,  viudo  ó soltero,  no  pue- 
de heredar  4 su  padre  ni  4 su  inadre  por  testa- 
mento ni  abintestato,  aunque  no  concurran  des- 
cendientes legítimos  ni  naturales,  ley  10,  tít.  13, 
Part.  6.a,  y ley  9.a  de  Toro  ; lo  cual  así  se  halla 
establecido  en  odio  del  adulterio.  Pero  bien  pue- 
de la  madre  en  vida  ó en  muerte  mandarle  hasta 
la  quinta  parte  de  sus  bienes,  y no  mas,  de  la 
que  podia  disponer  por  su  alma;  y de  la  tal  par- 
te, después  que  la  hubiere,  podrá  disponer  en 
su  vida  ó al  tiempo  de  su  muerte  el  dicho  lujo 
adulterino  como  quisiere  ; ley  9.a  de  Toro.  Esta 
ley  9.a  de  Toro  uo  se  sirve  precisamente  de  la 
voz  adulterino  para  designar  al  hijo  de  que  ha- 
blamos, sino  de  la  frase  hijo  de  dañado  y punible 
ayuntamiento  de  parte  de  la  madre ; mas  como 
luego  quiere  que  entonces  se  entienda  dañado 
y punible  ayuntamiento  cuando  por  él  incurrie- 
re la  madre  en  pena  de  muerte  natural , y por 
otra  parte  según  las  leyes  1.a  y 3.a,  tit.  4.°,  lib.  3.a 
del  Fuero  Juzgo,  I.",  tít.  7.°,  lib.  4.°  del  Fuero 
Real,  l.“,  tít.  21  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  y 
SI  y 82  de  Toro,  entonces  incurría  la  madre  en 
pena  de  muerte  natural  cuando  estando  casada 
cometia  adulterio,  es  claro  que  el  hijo  de  quien 
trata  la  ley  9.a  de  Toro , es  el  habido  entre  mujer 
casada -y  hombre  que  no  es  su  marido.  * Ya  he- 
mos dicho  en  el  artículo  Hijo  espúreo,  que  aun 
cuando  no  se  impone  en  el  dia  por  el  Código 
penal  vigente  4 la  mujer  adúltera  la  pena  de 
muerte  sino  otra  mas  mitigada,  debe  entenderse 
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como  subsistiendo  la  prohibición  de  heredar  á 
la  madre  los  hijos  habidos  en  tal  unión  , por  la 
ilegitimidad  é inmoralidad  de  su  procedencia  y 
porque  la  ley  civil  es  la  competente  para  decla- 
rar la  capacidad  ó incapacidad  de  las  personas 
para  las  succesiones.  * Con  respecto  al  padre,  no 
tiene  este  hijo  mas  derecho  que  á la  prestación 
de  alimentos.  V.  Hijo  espurio  y Heredero  legiti- 
mo, en  el  primer  órden  de  succesion,  núm.  VII; 
en  el  segundo,  núm.  VI  y en  el  tercero,  nú- 
mero III,  4 ° 

VI.  El  hijo  adulterino,  ora  sea  de  mujer  sol- 
tera ó viuda  y hombre  casado  , ora  de  mujer  ca- 
sada y hombre  que  no  es  su  marido,  será  hijo 
natural  y gozará  por  consiguiente  de  las  venta- 
jas y derechos  de  los  hijos  naturales  si  aL  tiempo 
de  su  nacimiento  se  hallaren  su  padre  y su  ma- 
dre libres  y expeditos  para  contraer  entre  sí  le- 
gítimo matrimonio  sin  dispensa,  con  tal  que  el 
padre  le  reconozca  por  suyo.  Así  lo  deducen  los 
intérpretes,  y especialmente  Palacios  Rubios, 
que  como  ministro  asistió  á las  Córtes  de  Toro, 
Velazquez  Avendaño  y D.  gancho  de  Llamas  y 
Molina,  de  la  ley  11  de  las  mismas  Córtes,  en 
la  cual  efectivamente  se  establece  por  regla  ge- 
neral «que  entonces  se  digan  ser  los  fijos  natu- 
rales cuando  al  tiempo  que  nacieren  ó fueren 
concebidos,  sus  padres  podían  casar  con  sus 
madres  justamente  sin  dispensación,  etc.»  Si 
estando,  pues,  tú  casado  con  Antonia  procrea- 
res un  hijo  en  María  casada  con  Diego,  y en  la 
época  del  parto  os  encontráseis  tú  y María  en 
aptitud  para  casaros  por  haber  muerto  anterior- 
mente Diego  y Antonia,  nacerá  el  hijo  revestido 
del  carácter  de  hijo  natural , á pesar  de  haber 
sido  concebido  en  el  adulterio  , y como  tal  dis- 
frutará los  derechos  concedidos  por  la  ley  á los 
hijos  naturales;  mas  si  al  tiempo  del  parto  vivie- 
sen todavía  Diego  y Antonia  ó cualquiera  de  los 
dos,  el  hijo  conservará  todas  las  ventajas  de  Dijo 
adulterino  por  la  razón  de  no  haber  estado  en- 
tonces María  y tú  en  aptitud  de  casaros  el  uno 
con  el  otro. 

Un  mismo  hijo,  concebido  en  adulterio  de  mu- 
jer casada,  es  incapaz  de  heredar  á su  padre  y á 
su  madre  por  testamento  y abintestado,  como 
habido  de  vedado  y punible  ayuntamiento,  con 
arreglo  á la  ley  10,  tít.  13,  Part.  G.',  y á la  ley  9.a 
de  Toro,  de  que  se  acaba  de  hablar  en  el  núm.  V 
que  precede ; y si  nace  á tiempo  deque  su  madre 
por  muerte  de  su  marido  puede  contraer  matri- 
monio sin  dispensa  con  su  padre,  será  heredero 
forzoso  de  su  madre  tanto  por  testamento  como 
abintestato  en  defecto  de  hijos  ó descendientes 
legítimos,  lo  podrá  ser  de  su  padre  por  testa- 
mento en  todos  los  bienes  y lo  será  abintestato 
en  la  sexta  parte  de  ellos  en  el  mismo  caso  de 
falta  de  hijos  legítimos,  y aun  le  succederá  en 


toda  la  herencia  como  heredero  legítimo  ó ab- 
intestato en  defecto  de  descendientes  y ascen- 
| dientes  legítimos  y de  parientes  colaterales  has- 
j ta  el  cuarto  grado  inclusive,  conforme  á las  le- 
j yes  9.a,  10  y 11  de  Toro  y demás  citadas  en  el 
i artículo  Hijo  natural,  de  cuya  calidad  queda  re- 
vestido: de  suerte  que  la  fortuna  ó la  desgracia 
del  hijo  adulterino  en  esta  parte  depende  preci- 
i sámente  de  que  la  adúltera  lo  dé  á luz  después 
i ó antes  de  la  muerte  de  su  marido.  No  deja  de 
parecer  á primera  vista  ridicula  esta  doctrina,  y 
aun  hay  autores  que  la  han  calificado  de  tai; 
pero  no  por  eso  es  menos  cierta,  ni  está  por  eso 
menos  claramente  contenida  en  las  leyes  9.a,  10 
( y 11  de  Toro,  á las  cuales,  como  que  se  hallan 
i vigentes  en  el  día,  tienen  que  arreglar  los  jue- 
¡ ces  sus  decisiones,  cualesquiera  que  sean  las 
contradicciones,  inconsecuencias,  ó faltas  de 
principios , si  es  que  las  hay,  en  que  incurrieran 
los  redactores  de  los  acuerdos  de  aquellas  Córtes. 

Como  el  hijo  concebido  en  el.  adulterio  no 
puede  revestirse  de  la  calidad  de  hijo  natural 
j sino  en  el  caso  de  que  al  tiempo  del  nacimiento 
! pueda  su  padre  casarse  con  su  madre  sin  dispen- 
sa, es  evidente  que  si  los  adúlteros  maquinaron 
la  muerte  de  sus  cónyuges  respectivos  ó se  die- 
I ron  palabra  de  casarse  después  de  su  falleci- 
j miento  ó de  hecho  se  casaron  á sabiendas  en 
vida  de  ellos,  no  sea  natural  el  hijo;  aunque  al 
nacer  encuentre  á sus  padres  libres  de  sus  pri- 
meros matrimonios  en  razón  de  haber  fallecido 
los  cónyuges  con  quienes  estaban  ligados,  por- 
! que  á pesar  de  esta  libertad  no  pueden  sin  dis- 
pensa contraer  entre  sí  legdtimo  matrimonio  ; y 
, así  habrá  de  quedar  el  hijo  en  su  clase  de  adul- 
terino y con  las  desventajas  propias  de  tal  esta- 
i do:  ley  19,  tít.  2.°,  Part.  4.a  y ley  11  de  Toro, 
combinadas. 

Como  para  que  un  hijo  ilegítimo  sea  tenido 
por  natural  no  basta  que  su  padre  haya  podido 
¡ casarse  con  su  madre  sin  dispensa  en  la  época 
! de  la  concepción  ó del  nacimiento,  sino  que 
además  se  requiere  su  reconocimiento  de  parte 
del  padre  , según  se  halla  establecido  por  regla 
general  en  la  ley  11  de  Toro , es  claro  que  el  hijo 
adulterino  no  será  ni  podrá  llamarse  nunca  hijo 
natural,  aunque  al  tiempo  de  su  nacimiento  se 
hallaren  sus  padres  en  aptitud  de  casarse  entre 
sí  siu  dispensa , si  su  padre  no  le  reconoce  por 
suyo  en  la  forma  que  mas  arriba  se  ha  expresa- 
do en  el  artículo  Hijo  natural,  núm.  III.  Mas 
¿no  será  una  especie  de  escándalo  el  recocimien- 
| to  del  desgraciado  fruto  de  un  crimen?  ¿No  se- 
ria preferible  la  condición  de  un  hijo  obscuro  y 
sin  padres  conocidos  á la  de  un  hijo  pública- 
mente reconocido  como  procedente  de  un  adul- 
¡ t.erio?  ¿Sufrirá  por  otra  parte  la  moral  que  un  de- 
I lincuente  pueda  dar  y adquirir  para  si  derechos 
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con  la  confesión  de  un  delito  que  no  tanto  le  j 
deshonra  á él  mismo  como  á una  tercera  perso-  | 
na  y á su  familia?  Lo  cierto  es  que  coudificul-  j 
tad  se  eucuentra  legislación  que  permita  ó no  ■ 
prohíba  expresamente  á los  padres  ei  reconocí-  : 
miento  de  los  hijos  habidos  en  adulterio,  sin  que 
por  eso  queden  exonerados  de  la  obligación  na-  ¡ 
tural  de  darles  alimentos,  pues  que  la  paterni- 
dad puede  constar  sin  necesidad  del  reconocí-  ( 
miento. 

VII.  El  hijo  adulterino,  ya  proceda  de  mujer 
casada  y hombre  soltero,  ya  de  mujer  casada  6 
soltera  y hombre  casado , no  se  legitima  por  el 
subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres.  Así  se  j 
halla  establecido  en  el  derecho  romano,  corno  es 
de  ver  por  las  Instituciones:  Iib.  l.°,  tít.  10,  pár-  . 
rafo  13,  por  el  Código,  lib.  5.°,  tít.  27,  leyes  10 
y 11,  por  la  Novela  12,  cap.  4.”,  por  la  Novela  89, 
capa  8.°,  y por  la  Novela  117,  cap.  2.",  donde 
constantemente  se  exige  para  la  legitimación 
por  el  subsiguiente  matrimonio  la  circunstan-  i 
cía  de  que  los  padres  hayan  carecido  de  im- 
pedimento dirimente  al  tiempo  de  su  ilícito 
comercio.  Por  eso  sientan  los  romanistas  sin 
hesitación  alguna  que  los  hijos  adulterinos  son 
incapaces  de  legitimación.  Así  está  decidido 
igualmente  en  el  derecho  canónico,  pues  en 
el  cap,  6."  de  la  decretal  qui  Jilnsinl  legitinú  de- 
clara expresamente  Alejandro  III  que  el  conce- 
bido de  adulterio,  aunque  después  se  casen  sus 
padres  por  haber  muerto  la  mujer  del  adúltero 
ó el  marido  de  la  adúltera,  queda,  sin  embargo, 
en  la  clase  de  espurio  y no  pasa  á la  de  legiti- 
mado: Si  aiitem  vir,  vívenle  uceare  sua,  aliam  cog- 
noveril,  et  ex  eaprolem  suscepeHt,  licel  post  mor- 
iera urcoris  emulen  duxerit,  nikilomiuus  spurins  . 
erit  filias....,  quoniam  malrimonium  legitimm 
ínter  se  contrajere  non  potuerunt.  Así  lo  resolvió 
por  fin  la  legislación  de  las  Partidas  adoptan- 
do la  disposición  del  derecho  civil  y canónico:  . 
«Otrosí  decimos,  dice  la  ley  2.",  tít.  15,  Part.  4.a. 
que  si  alguno  que  hobiese  mujer  á bendiciones, 
ficiese  fijos  en  barragana  viviendo  su  mujer, 
que  estos  fijos  atales  non  serien  legítimos,  ma- 
guer después  desto  se  muriese  la  mujer  velada 
et  casase  él  con  la  barragana:  et  eso  es,  porque 
fueron  fechos  en  adulterio.»  Aunque  la  ley  ha- 
bla solamente  de  los  hijos  de  hombre  casado  v 

mujer  soltera,  es  indisputable  que  debe  enten"-  ' 
derse  también,  y con  mucha  mayor  razón,  de  ' 
los  hijos  de  hombre  casado  ó soltero  y mujer  ca-  ' 
sada,  corno  que  el  adulterio  de  mujer  casada  es 
delito  mas  grave  que  el  de  mujer  soltera, 

\ III.  lias  si  .cuando  nace  el  hijo  concebido  i 
en  adulterio  se  encuentran  sus  padres  en  apti- 
tud de  contraer  entre  si  legítimo  matrimonio  por 
iaber  muerto  anteriormente  el  marido  de  la 
madre  ó la  mujer  del  padre,  ó el  uno  y la  otra 


en  caso  de  que  arabos  estuviesen  casados,  ¿se 
reputará,  entonces  por  lo  menos  capaz  de  legi- 
timación, y quedará  efectivamente  legitimado 
por  el  subsiguiente  matrimonio  si  sus  padres 
llegaren  á contraerlo?  No:  el  hijo  concebido  de 
adulterio  no  puede  ser  legitimado  por  el  subsi- 
guiente matrimonio  , aunque  sus  padres  estén 
hábiles  para  contraerlo  al  tiempo  del  nacimien- 
to, porque  es  necesario  que  lo  hayan  estado  al 
tiempo  de  la  concepción.  Con  efecto,  todas  las 
leyes  del  derecho  romano  que  en  el  precedente 
número  hemos  citado  convienen  en  no  dar  lu- 
gar á la  legitimación  de  los  hijos  por  el  subsi- 
guiente matrimonio  sino  en  el  caso  de  que  el 
padre  pudiera  casarse  con  la  madre  al  tiempo  en 
que  los  procrearon  : Cujas  matrimonium  non  est 
legibns  inéerdictum ; eam  lamen  cum  qua  patera*, 
habere  connvMum ; cujas  malrimonium  minime  le - 
gibus  intcrclictum  fuerat)  cui  onmino  liceí  copula- 
ría tales  son  las  expresiones  de  que  se  sirven  di- 
chas leyes  para  designar  la  calidad  que  debía 
tener  la  madre  con  respecto  al  padre  en  la  época 
de  la  concepción.  También  el  derecho  canónico 
exige  como  circunstancia  necesaria  para  dicho 
beneficio  de  legitimación  que  el  padre  y la  ma- 
dre hayan  sido  libres  al  tiempo  de  la  concepción 
para  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio  si 
hubiesen  querido  celebrarlo , según  se  ve  por  el 
cap.  6.°  qvA  filii  sint  legiümi  que  mas  arriba 
se  ba  copiado.  La  ley  2.a,  tít.  15,  Part.  4.a,  cuyo 
texto  se  baila  trascrito  igualmente  en  el  número 
que  precede,  después  de  sentar  que  los  hijos 
concebidos  de  adulterio  permanecen  siempre  en 
su  estado  de  ilegítimos , aunque  sus  padres  ha- 
yan contraido  matrimonio,  removido  el  impedi- 
mento, manifiesta  el  fundamento  de  esta  reso- 
lución diciendo  es  porque  fueron,  fechos  en  adul - 
leño;  y como  esta  razón  subsiste  y se  verifica, 
tanto  en  ei  caso  de  que  los  padres  hayan  tenido 
aptitud  para  casarse  al  tiempo  del  nacimiento 
como  en  el  de  que  hayan  carecido  de  ella,  se  in- 
fiere que  en  uno  y otro  caso  quiere  la  ley  que  se 
atienda  exclusivamente  al  tiempo  de  la  concep- 
ción y que  los  hijos  concebidos  en  adulterio  sean 
por  este  solo  hecho  incapaces  de  legitimarse  por 
el  subsiguiente  matrimonio.  ¿Qué  importa  que 
el  hijo  adulterino  nazca  después  ó antes  de  la 
muerte  de  la  mujer  de  su  padre  ó del  marido  de 
su  madre?  ¿Dejará  por  eso  de  haber  sido  conce  - 
bido  en  adulterio?  ¿Qué  importa  que  la  adúltera 
haya  parido  estando  ya  viuda  ó hallándose,  to- 
davía casada?  ¿Es  que  por  parir  mas  tarde  ó mas 
temprano  dejará  de  ser  adúltera?  ¿Qué  importa 
que  la  mujer  del  adúltero  muera  antes  del  parto 
de  la  adúltera?  ¿Es  que  por  la  anticipación  de  la 
muerte  de  una  mujer  inocente  consigue  el  adúl- 
tero lavar  la  mancha  de  su  infidelidad  y ha- 
cer que  su  hijo  no  sea  lo  que  es?  ¿Daremos  á los 
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adúlteros  la  facultad  de  ennoblecer  el  origen 
del  fruto  de  su  crimen  con  solo  que  queden  li- 
bres de  sus  consortes  en  el  intervalo  del  adulte- 
rio al  parto?  ¿Daremos  interés  al  marido  en  la 
muerte  de  su  mujer  y á la  mujer  en  la  muerte 
de  su  marido?  No:  los  legisladores  no  han  in- 
currido en  semejante  falta:  ellos  han  considera- 
do el  matrimonio  como  la  única  fuente  de  la  le- 
gitimidad, y solo  han  sido  indulgentes  con  los 
hijos  nacidos  de  soltero  y soltera , concediéndo- 
les la  legitimación  mediante  el  subsiguiente 
matrimonio  de  sus  padres,  porque  han  supues- 
to que  estos  en  la  época  de  su  ilegítima  unión 
tenían  intención  de  casarse  entre  sí.  que  la  vio- 
lencia de  la  pasión  reciproca  del  uno  por  el  otro 
les  hizo  sucumbir  á la  tentación  de  adelantarse 
al  casamiento,  que  este  comercio  ilícito  es  una 
especie  de  anticipación  del  matrimonio  que  se 
proponían  entonces  contraer  y que  efectivamen- 
te han  contraído  después,  y que  por  consi- 
guiente los  hijos  nacidos  de  aquel  comercio  de- 
ben ser  mirados  como  fruto  anticipado  de  este 
matrimonio  y como  si  hubiesen  nacido  de  él: 
mas  como  no  han  podido  los  legisladores  hacer 
las  mismas  suposiciones  con  respecto  á ios  adúl- 
teros quienes  al  tiempo  de  cometer  el  adulterio 
no  podian  casarse  sin  incurrir  en  crimen  y en 
las  penas  que  les  están  prescritas,  de  allí  es  que 
ni  han  concedido  ni  querido  conceder  el  benefi- 
cio de  legitimación  por  subsiguiente  matrimo- 
nio á los  hijos  nacidos  de  casado  y soltera  ó de 
ambas  personas  casadas  con  otras,  siendo  indi- 
ferente que  nazcan  antes  ó después  de  quedar 
sus  padres  en  libertad  para  casarse  entre  sí,  pues 
que  la  calidad  de  adulterinos  que  los  hijos  lle- 
van consigo  se  contrajo  por  la  concepción  y no 
se  borra  por  el  tiempo  del  nacimiento. 

IX.  Opinan,  sin  embargo,  algunos  autores, 
que  para  que  el  hijo  se  legitime  por  subsiguien-  ! 
te  matrimonio  no  es  preciso  que  los  padres  ha-  ¡ 
yan  tenido  aptitud  para  casarse  al  tiempo  de  la 
concepción,  sino  que  basta  que  la  tengan  al 
tiempo  del  parto;  de  modo  que  si  un  hombre 
casado  tiene  relaciones  ilícitas  con  una  soltera, 
y después  fallece  su  mujer  antes  que  la  adúltera 
llegue  á parir , el  hijo  concebido  de  tal  adulterio 
se  legitimará,  según  ellos,  por  el  matrimonio 
que  contrajeren  sus  padres.  Tal  es  el  dictámen 
del  Sr.  Covarrubias  (de  matrim.  p.  2.°,  cap.  8.“, 
pár.  2.°,  núm.  2.°),  de  Sánchez  (lib.  8.°,  disp.  7.% 
núm.  19),  de  Molina  (tomo  1.°,  trac.  2.°,  dejust, 
etjure,  disp.  172,  núm.  4."),  de  Reiffenstuel  (li- 
bro 4.°,  decretal.,  tit.  17,  núm.  39),  de  Ponce  (li- 
bro 11,  cap.  3.“.  núm.  2.°),  y de  algunos  otros. 
Pero  las  razones  en  que  se  apoj-an  casi  no  son 
dignas  de  los  honores  de  la  refutación  sino  por 
el  respeto  que  se  merecen  tan  distingmidos  au- 
tores. Pothier  mismo,  el  juiciosísimo  juriscon- 
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sulto  Porthier,  que  toca  ligeramente  esta  cues- 
tión y la  decide  contra  los  hijos  adulterinos, 
dice  en  su  Tratado  de  las  succesiones  (cap.  l.°, 
sec.  2.1,  pár.  5.“)  que  ni  aun  la  hubiera  propues- 
to si  no  hubiese  visto  que  Lebrun  era  de  un  pa- 
recer contrario  al  suyo.  Alucinados  en  efecto 
aquellos  autores  por  su  deseo  filantrópico  de  fa- 
vorecer á los  frutos  desgraciados  del  adulterio, 
acumulan  principios  sacados  de  las  leyes  roma- 
nas que  no  son  aplicables  al  caso,  y aun  los  van 
á buscar  en  leyes  donde  precisamente  se  niega 
ó no  se  concede  la  legitimación  por  matrimo- 
nio al  ilegítimo  que  no  haya  nacido  de  soltero  y 
soltera,  arrancando  y separando  del  cuerpo  de 
ellas  trozos  ó períodos  que  en  su  aislamiento 
quedan  desnaturalizados , como  si  no  supiesen 
que  para  entender  é interpretar  una  ley  es 
menester  leerla  toda.  Resuelve  Justiniano  en 
la  ley  11,  Codigo  de  naturalibus  liberis , con 
motivo  de  las  controversias  de  los  jurisconsul- 
tos sobre  ciertos  casos  que  ahora  seria  largo 
enumerar  y son  relativos  á la  legitimidad  de  los 
hijos  nacidos  de  concubinato,  que  en  las  cuestio- 
nes sobre  el  estado  de  los  hijos  en  dichos  casos  se 
atienda  á la  condición  de  los  padres  eu  el  tiempo 
del  nacimiento  y no  en  el  de  la  concepción,  á no 
ser  que  sea  mas  favorable  á los  hijos  el  mirar 
mas  bien  al  tiempo  de  su  concepción  que  al  de 
su  nacimiento:  El  generad  ter  definimos , dice,  et 
quodsuper  kujusmodi  casibvs  variábala;: , deJUd- 
tione  certa  concia  dimus , ut  semper  in  hujusmodi 
qua.'stionibus,  in  quibiis  de  slatu  liberorwm  est  dii- 
bitatio,  non  concepliouis,  sed  parlas  lempas  inspi- 
ciatur;  e hoc  favor e f ácimas  liberorum , vteditio - 
nis  tenipus  statuanms  esse  inspeclandum : exceptis 
Ms  tant'wnmodo  casib-us,  in  quibv.s  conceplionetn 
magis  aprobari  infantium  conditionis  vAililas  ex- 
poslulal.  Y aprovechándose  los  dichos  autores  de 
estas  palabras  de  Justiniano  para  sostener  su 
opinión,  y tomándolas  como  regla  general  para 
todos  los  casos,  las  aplican  á los  hijos  adulteri- 
nos,  y pretenden  que  según  ellas  adquieren  es- 
tos la  capacidad  de  ser  legitimados  por  subsi- 
guiente matrimonio  si  sus  padres  se  hallan  en 
aptitud  de  casarse  entre  sí  al  tiempo  de  su  naci- 
miento, sin  observar  que  la  misma  ley  en  que 
se  establece  esta  regla,  exige  al  principio  para 
la  legitimación  la  aptitud  de  los  padres  para  ca- 
sarse al  tiempo  de  la  concepción  , que  no  esta- 
blece la  citada  regla  sino  para  los  casos  en  que 
se  suscitaba  duda  entre  los  jurisconsultos  sobre 
la  legitimidad  de  los  hijos,  y que  nunca  se  sus- 
citó, ni  pudo  suscitarse  antes  ni  después  de  di- 
cha ley,  duda  alguna  sobre  si  los  hijos  concebi- 
dos de  adulterio  podian  legitimarse  por  el  sub- 
siguiente matrimonio  de  sus  padres  que  estu- 
viesen ó no  estuviesen  libres  para  casarse  en  la 
¡ época  del  nacimiento,  porque  ni  las  leyes  ante- 
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riores  ni  las  posteriores  concedieron  jamás  el 
beneficio  de  la  legitimación  por  matrimonio  sino  i 
á los  hijos  habidos  de  concubina  que  no  podía  j 
ser  una  mujer  casada  ni  ser  tenida  por  un  hom-  j 
bre  casado.  No  son  mas  a propósito  parasu  obje-  ¡ 
to  las  demás  leyes  romanas  que  aducen,  como 
ya  se  ha  hecho  ver  mas  arriba  en  el  artículo  j 
Hijo  legitimo,  núm.  VIH.  Nías  aun  cuando  tales  j 
no  fuesen  las  disposiciones  de  las  leyes  de  los  ; 
fiomanos,  no  podríamos  prescindir  de  atenernos 
ála  ley  1.*,  tít.  13,  Parí,  ■i.",  que  solo  admite  la  1 
legitimación  por  subsiguiente  matrimonio  en 
los  hijos  concebidos  de  soltero  y soltera,  y á la 
ley  2.\  tít.  15  de  la  misma  Part.  4.*,  que  absolu- 
tamente y sin  distinción  de  casos  la  niega  en  los 
hijos  habidos  de  casado  y soltera  , y con  mas  ra- 
zón en  los  habidos  de  soltero  y casada,  por  so- 
lo el  hecho  de  haber  sido  concebidos  en  adul-  ' 
terio. 

Diráse  tal  vez,  que  la  ley  11  de  Toro  que  quie- 
re se  tengan  por  hijos  naturales  aquellos  cuyos 
padres  al  tiempo  que  nacieren  ó fueren  conce-  . 
bidos,  podían  casar  justamente  con  sus  madres,  ; 
ha  causado  un  trastorno  en  la  legislación  de  las 
Partidas  sobre  legitimación  por  matrimonio,  pues  ! 
que  trasformándose  ya  en  virtud  de  ella  los  hijos 
adulterinos  en  hijos  naturales  cuando  al  tiempo 
de  su  nacimiento  se  hallan  los  padres  en  aptitud 
ile  casarse  entre  sí  por  haber  muerto  sus  cótiyu-  . 
ges  respectivos,  y siendo  precisamente  los  hijos 
naturales  los  que  tienen  el  derecho  de  quedar 
legitimados  por  el  matrimonio  de  sus  padres,  es 
consiguiente  que  los  hijos  adulterinos  adquieran 
cuando  pasan  á la  clase  de  naturales  los  mismos 
derechos  de  que  gozan  estos  y se  revistan  por  lo 
tanto  de  igual  capacidad  para  ser  legitimados. 
Bien  parece  á primera  vista  que  este  raciocinio 
tiene  alguna  fuerza;  pero  no  es  masque  espe- 
cioso, pues  que  gira  sobre  un  supuesto  falso.  No 
a todo  natural , por  su  calidad  de  natural  preci- 
samente, concede  la  ley  el  beneficio  de  la  legi- 
timación , sino  al  engendrado  de  soltero  y solte- 
ra: «Otrosí,  dice  la  ley  1.*,  tít.  13,  Part.  4.\  son  i 
legítimos  los  fijos  que  orne  lia  en  la  mujer  que  I 
tiene  por  barragana  (esto  es,  en  mujer  soltera,  ¡ 
siendo  el  hombre  también  soltero,  porque  no 
podía  haber  barragan ia  ó concubinato  sino  entre 
solteros),  si  después  desso  se  casa  con  ella;  ca 
maguer  estos  fijos  atales  non  son  legítimos  ' 
cuando  nascen , tan  grand  fuerza  ha  el  matri-  i 
monio  que  luego  que  el  padre  et  la  madre  son  ! 
casados  se  facen  por  ende  los  fijos  legítimos.» 

Si  alguna  vez  se  ha  sentado  que  los  hijos  natu-  ; 
rales  se  legitimaban  por  el  subsiguiente  matri- 
monio de  sus  padres,  era  porque  según  la  ley  8.*, 
tit.  13,  Part.  6.a,  no  se  entendía  por  hijo  natural 
sino  el  engendrado  de  padre  que  al  tiempo  de  la 
procreación  no  tuviese  mujer  legítima  y de  ma- 


dre que  no  tuviese  marido.  Ahora  todavía,  no 
obstante  los  términos  en  que  está  concebida  la 
ley  11  de  Toro,  hay  intérpretes  de  nota,  y entre 
ellos  Antonio  Gómez,  que  lejos  de  reconocer 
como  naturales  á los  hijos  adulterinos  que  nacen 
cuando  sus  padres  están  ya  libres  para  casarse 
entre  sí,  establecen  en  sus  comentarios,  sin  nin- 
gún género  de  hesitación,  que  hijo  natural  era 
en  lo  antiguo,  según  la  legislación  romanayde 
las  Partidas,  el  habido  por  hombre  soltero  en 
concubina  también  soltera,  tenida  como  tal  con- 
cubina en  casa  del  hombre,  y que  ahora,  según 
la  ley  de  Toro,  lo  es  el  habido  por  hombre  solte- 
ro en  mujer  también  soltera,  aunque  no  vivan 
en  concubinato,  con  tal  que  puedan  casarse  sin 
dispensa  , suponiendo  que  la  ley  de  Toro  apenas 
ha  introducido  en  la  calificación  de  los  hijos 
naturales  otra  novedad  que  la  de  suprimir  la 
necesidad  del  concubinato  y de  la  vivienda  de  la 
madre  en  casa  del  padre.  Pero  sea  lo  que  se 
quiera  del  verdadero  sentido  de  esta  famosa  ley 
taurina,  tantas  veces  y por  tantos  interpretada, 
y quizá  no  todavía  bien  entendida , y concedien- 
do como  en  el  articulo  Hijo  natural  hemos  con- 
cedido que  efectivamente  hace  naturales  á los 
hijos  concebidos  de,  adulterio  que  nacen  á tiem- 
po en  que  sus  padres  se,  hallan  libres  para  con- 
traer matrimonio,  no  podemos  convenir  en  que 
ni  aun  después  de  adquirido  de  este  modo  el  es- 
tado de  naturalidad  adquieran  tales  hijos  por  el 
mismo  hecho  la  capacidad  de  ser  legitimados 
por  el  matrimonio  de  su  padre  con  su  madre.  La 
ley  de  Toro  no  les  confiere  tal  beneficio;  deja 
intactas  las  disposiciones  del  Derecho  romano, 
del  canónico  y del  español  sobre  este  punto,  y 
se  reduce  á darles  cuando  mas  la  calidad  de  na- 
turales para  poder  heredar  al  padre  por  testa- 
mento con  antelación  á los  ascendientes  legíti- 
mos de  este,  según  la  ley  10  que  la  precede ; de 
manera  que  la  ley  11  de  Toro  aumenta  el  núme- 
ro de  los  hijos  naturales,  pero  no  extiende  el 
beneficio  de  la  legitimación  á otros  hijos  que  á 
los  que  anteriormente  lo  disfrutaban. 

Parece  casi  imposible,  que  en  vista  de  todas 
estas  consideraciones  haya  defensores  de  la  legi- 
timación de  los  hijos  adulterinos,  aun  en  el  caso 
de  quedar  convertidos  en  naturales;  y con  efec- 
to, no  todos  están  seguros  de  la  certeza  de  su 
dictámen  que  realmente  no  estriba  sino  sobre 
débiles  fundamentos,  como  creemos  haber  de- 
mostrado. 111  mismo  Sr.  Covarrubias,  que  es  uno 
de  sus  rnas  fuertes  campeones,  habiendo  exami- 
nado después  las  razones  con  que  la  impugna  el 
jurisconsulto  D.  Francisco  Sarmiento,  en  sus 
Cuestiones  selectas  de  Derecho,  iib.  1.°,  cap,  5.°, 
núm.  10,  duda  y vacila  sobre  la  verdad  de  la 
opinión  que  él  había  abrazado  y llamado  común, 
y aconseja  á sus  lectores  que  procedan  con  cau- 
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tela  en  este  punto,  de  modo  que  puede  decirse 
que  se  retracta.  a 

X.  Mas  ¿qué  diremos  del  hijo  concebido  en 
adulterio  que  nace  á tiempo  en  que  sus  padres, 
habiendo  muerto  sus  cónyuges,  se  encuentran 
ya  ligados  entre  sí  con  legítimo  matrimonio? 
¿Le  calificaremos  de  legitimo,  pues  que  nace  de 
padres  verdaderamente  casados?  ¿Le  considera- 
remos como  legitimado , pues  que  el  matrimonio 
se  ha  contraído  después  de  la  concepción  , aun- 
que no  antes  del  nacimiento?  ¿Le  tendremos,  al 
contrario,  por  meramente  natural,  pues  que  nace 
cuando  ya  se  ha  removido  el  impedimento  que 
los  padres  tenian  para  casarse?  Habiendo  senta- 
do y probado  mas  arriba  el  principio  de  que  para 
que  haya  lugar  á la  legitimación  de  un  hijo  ile- 
gítimo, es  preciso  que  sus  padres  hayan  tenido 
capacidad  para  casarse  entre  sí  en  la  época  de  la 
concepción  , sin  que  baste  tenerla  en  1a.  del  na- 
cimiento , no  podemos  dar  la  calidad  de  legítimo 
ni  de  legitimado  al  concebido  de  adulterio,  aun- 
que nazca  dentro  del  matrimonio;  pero  puede  y 
debe  dársele  la  de  natural , porque  si  es  tal  cuan- 
do al  nacer  encuentra  á sus  padres  en  aptitud 
para  casarse,  con  mas  razón  lo  será  cuando  ya 
los  encuentra  casados.  V.  Bijo  legitimo,  espe- 
cialmente en  los  números  Vil,  VIII  y IX. 

XI.  Es  por  lo  visto  regla  general,  que  el  ma- 
trimonio no  puede  legitimar  á los  hijos  habidos 
de  comercio  adulterino.  Pero,  ¿admitirá  excep- 
ción esta  regla  en  el  caso  de  que  una  de  las  par- 
tes haya  ig-norado  que  la  otra  estaba  casada  en 
la  época  de  su  trato?  Un  hombre  casado,  v.  gr., 
tiene  hijos  en  una  soltera,  la  cual,  ignorandy  el 
estado  de  su  amante,  cree  vivir  con  él  en  simple 
concubinato,  mientras  que  realmente  comete  ver- 
dadero adulterio;  muere  1a.  mujer  legítima , y el 
amante  viudo  se  casa  con  su  concubina:  ¿queda- 
rán legitimados  dichos  hijos  por  este  matrimo- 
nio? En  rigor,  y atendida  la  regla  general,  no 
pueden  quedarlo  ; mas  la  buena  fe  de  la  madre, 
¿no  será  capaz  de  mudar  su  condición  y de  ha- 
cer que  sean  mirados  como  naturales  y suscep- 
tibles de  legitimación  , aunque  en  verdad  sean 
adulterinos?  Sí,  responden  con  admirable  segu- 
ridad algunos  escritores;  la  buena  fe  de  la  ma- 
dre, que  no  creía  cometer  adulterio,  hará  que 
sus  hijos  se  legitimen  por  el  matrimonio  que  el 
padre  contraiga  después  con  ella,  porque  así 
está  expresamente  resuelto  en  el  derecho  canó- 
nico, capítulo  Ex  tenor e,  14,  gui  fdii  sin  hgiti - 
mi,  y así  lo  sostiene  la  opinión  común  de  los 
doctores.  Sin  embargo,  esta  cuestión  ha  sido  de- 
batida con  calor  entre  los  jurisconsultos , y los 
ha  tenido  y tiene  todavía  divididos. 

Los  partidarios  de  la  Opinión  afirmativa  se  apo- 
yan en  el  citado  capítulo  Ex  lenore  de  las  Decre- 
tales, según  el  cual  la  buena  fe  de  una  de  las 


partes  que  se  ha  casado  en  faz  de  la  Iglesia  con 
la  otra,  sin  saber  que  esta  se  hallaba  casada, 
basta  para  legitimar  á los  hijos  que  nazcan  del 
matrimonio.  La  misma  declaración  se  contiene 
en  Leal  órden  de  25  de  Octubre  de  1777  (nota  1."; 
tit.  28,  lib.  12,  Nov.  Recop.),  donde  hablando  del 
hombre  que  se  casa  segunda  vez  viviendo  la 
primera  mujer,  se  dice,  entre  otras  cosas,  que 
invierte  el  órden  de  la  succesion  y de  la  legiti- 
midad establecida  por  las  leyes  civiles,  en  cuan- 
to precisa  con  su  dolosa  malicia  á que  los  hijos 
del  segundo  matrimonio , siendo  verdaderamente 
adulterinos , se  tengan  por  legítimos  par  la  buena 
fe  de  la  madre , y succedan  á sus  padres.»  Basilio 
Ponce  es,  entre  todos,  el  que  mejor  desenvuelve 
las  consecuencias  de  esta  decisión.  Conviene 
desde  luego,  en  que  la  legitimación  por  matri- 
monio subsiguiente  es  una  ficción  que  da  efecto 
retroactivo  al  matrimonio,  y como  toda  ficción 
supone  términos  hábiles  , concede  la  necesidad 
de  que  los  padres  sean  capaces  de  casarse  en 
ambos  tiempos,  esto  es,  en  el  tiempo  de  la  cele- 
bración del  matrimonio  y en  el  tiempo  á que  se 
retrotrae;  pero  sostiene  que  lo  son  por  la  buena 
fe,  y que  debiendo  mirarse  el  matrimonio  como 
celebrado  en  tiempo  de  la  concepción  de  los  hi- 
jos, porque  tal  es  el  efecto  que  produce  la  ficción, 
es  consiguiente  que  hayan  de  ser  considerados 
estos  como  legítimos,  pues  que  es  incontestable 
que  lo  serian  en  caso  de  que  realmente  el  matri- 
monio se  hubiera  contraido  entonces.  Si  se  le 
opone  que  no  pudo  celebrarse  el  matrimonio  en 
la  época  de  la  concepción  de  los  hijos  por  razón 
del  impedimento  dirimente  con  que  entonces  se 
hallaban  ligados  los  adúlteros,  responde  que  esto 
es  efectivamente  cierto  y verdadero  en  el  fondo, 
pero  no  según  la  opinión  común  que  basta  por 
sí  sola  para  hacer  que  sean  mirados  como  hábi- 
les los  que  en  realidad  son  incapaces.  Si  se  hu- 
biese contraido  el  matrimonio  según  esta  opi- 
nión pública . los  hijos,  dice,  serian  legítimos, 
¿por  qué,  pues,  no  lo  han  de  ser  igualmente 
cuando  la  misma  opinión  hace  subir  el  matri- 
monio á la  época  de  la  concepción  ? Si  se  le  ob- 
jeta que  el  que  comete  á sabiendas  un  delito 
queda  responsable  de  todos  sus  resultados,  bá- 
jalos ó no  previsto,  contesta  que  la  máxima  no 
es  verdadera  cuando  la  perpetración  del  delito 
va  acompañada  de  ignorancia  invencible,  y que 
por  la  ficción  que  da  efecto  retroactivo  al  matri- 
monio cesa  de  ser  ilícito  el  acto,  pues  que  se  le 
supone  posterior  á la  celebración  de  aquel  con- 
trato. 

Los  partidarios  de  la  opinión  negativa,  entre 
quienes  se  cuentan  el  Cardenal  de  Palermo,  Gu- 
tiérrez, Covarrubias,  Fajardo,  Molina,  Sarmiento 
y Pothier  se  fundan  en  razones  que  desenvuelve 
muy  bien  en  la  alegación  47  M.  d'Aguesseau. 
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«¡i  Cuál  es,  dice  este  gran  magistrado  francés, 
la  razón  del  capítulo  Ex  tenor» ? Dos  son  los  mo- 
tivos principales  de  su  decisión:  l.",  el  nombre 
de  matrimonio  , nombre  tan  pioderoso  que  su 
sombra  misma  basta  para  purificar  en  favor  de 
los  hijos  el  principio  de  su  nacimiento — , 2.  , la 
buena  fe  de  los  que  han  contraido  semejante 
enlace....  Veamos  si  estos  dos  motivos  tienen  al- 
guna aplicación  á la  legitimación  per  su Isequens 
matrimonium  de  los  hijos  que  son  fruto  de  una 
unión  siempre  criminal. 

«I."  No  hay  matrimonio,  ni  aun  putativo:  de 
modo,  que  no  tenemos  ningún  título  colorado 
que  acompañe  á esta  especie  de  prescripción.  El 
nacimiento  de  los  hijos  no  ha  sido  posterior,  sino 
anterior  á la  celebración  del  matrimonio,  y no 
procede  sino  de  un  origen  impuro. 

»2.°  Sobre  la  buena  fe  pueden  hacerse  dos 
reflexiones  importantes: 

»La  primera  es  que  esta  buena  fe  es  poco  pro- 
bable en  personas  que  cometen  un  delito;  la  pre- 
sumiremos fácilmente  en  aquellos  que,  contra- 
yendo matrimonio  público,  se  entiende  que 
quieren  y creeu  recibir  un  sacramento  y no  ha- 
cer un  sacrilegio;  pero  no  en  ios  que  menospre- 
cian las  leyes  divinas  y humanas  viviendo  en 
concubinato. 

>;La  segunda  es  que  esta  pretendida  buena  fe 
no  los  excusa,  porque  empezando  como  empie- 
zan por  cometer  un  delito,  deben  imputarse  to- 
das sus  consecuencias.  Y aquí  es  donde  creemos 
oportuno  desenvolver  este  gran  principio,  que 
ha  sido  perfectamente  explicado  por  el  juicioso 
Cardenal  de  Palermo,  y que  antes  lo  habia  sido 
ya  por  Bartolo,  y aun  si  queremos  subir  mas 
arriba,  por  Papiniano. 

»Hácese  este  gran  canonista  la  objeción  del 
matrimonio  putativo,  y responde  manifestando 
la  diferencia  que  hay  entre  uno  y otro  caso: 
(¿uia  contraiteiis  malrimonium,  dat  operan  re.i  li- 
cita, ideo  ignorantia  sua  excusalur : sed  advútens 
virum  sine  matrimonio , dat  operam  reí  illicüce , 
ideo  ignoran  lia  sua  non  esl  probabais,  nec  debel 
iude  conseguí  pramium;  etdanti  operam  reí  illici- 
l(e  imputantur  omnia  qnce  sequuntur  prceter  vo- 
lunta tem  suam. 

Bartolo  Labia  dicho  antes:  (¿uandocumqv.e 
coilas  fit  sme  colore  matrimonii , tune  indis  tíñete 
punitur  secundnm  ilhul  quod  est  inveníate , non 
smmluu  id  quod puiabat,  quoniam  dabal  ab  ini- 
lio  operam  rei  illicita. 

»Y  Papiniano,  de  quien  el  uno  y el  otro  toma- 
ron estas  máximas  tan  sanas  en  sí  mismas,  dis- 
tingue expresamente , cuaudo  se  trata  de  cas  ■ 
tigai  un  incesto,  entre  el  caso  en  que  baya  ha- 
bido a lo  menos  la  apariencia  de  un  matrimonio 
que  pueda  hacer  presumir  la  buena  fe,  y el  caso 
en  que,  por  el  contrarío,  el  crimen  que  se  ha  co- 
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metido  contiene  una  doble  injuria  hecha  ala  ley 
y á.  naturaleza,  porque  vmltmi  inlerest  errare 
illnd  matrimoniara  conlrahatur,  an  contumacia 
juris  et  sanguinis  contumelia  concurrant-,  lev  38, 

¡ pár.  l.°,  ]).  ad  legem  Juliam  de  adulleriis. 

¿Así  que  no  puede  presumirse  buena  fe;  toda 
j presunción  cesa  para  los  culpables,  y aun  cuan- 
' do  la  hubiese,  no  debe  servir  do  excusa,  porque 
ddbat  operam  rei  illicitai. 

«¿Qué  do  podríamos  decir  todavía  si  nos  fue- 
ra dable  extendernos  aquí  sobre  este  punto?  Po- 
dríamos recordaros  la  ley  de  aquel  legislador 
griego  que  castigaba  con  doble  pena  los  críme- 
nes cometidos  en  la  embriaguez. 

¿En  efecto,  lodo  se  reduce  á este  simple  racio- 
cinio: la  ley  puede  recompensar  la  inocencia,  tal 
cual  se  halla  en  el  que  contrae  de  buena  fe,  por 
error  de  hecho,  un  matrimonio  prohibido;  pero 
que  la  ley  recompense  á una  persona  que  ha 
querido  hacer  un  mal  menor  que  el  que  podia 
haber  hecho,  es  por  cierto  una  cosa  que  no  pue- 
j de  oirse. 

»Añadamos  todavia  dos  reflexiones:  una  es  que 
no  se  Irata  aquí  de  castigar,  sino  de  no  exten- 
der una  gracia,  un  beneficio  de  la  ley;  la  otra  es 
que  la  legitimación  per  subsequens  malrimonium 
no  es  verdaderamente  favorable  á la  sociedad,  si 
se  medita  bien  sobre  sus  consecuencias.  La  legi- 
timación no  se  otorgó  por  las  primeras  leyes 
sino  para  lo  pasado,  y tiene  la  propiedad  de  sos- 
tener, fomentar  y multiplicar  el  concubinato 
con  la  esperanza  que  da  de  poder  un  dia  confe- 
rir un  estado  á los  hijos.» 

En  fuerza  de  tan  sólidas  razones,  obtuvo  M.  d' 
Aguesseau  la  célebre  sentencia  de  4 de  Junio  de 
JG97.  por  la  cual  se  declaró  que  el  matrimonio 

■ subsiguiente  de  Tiberio  Fiorelli , conocido  bajo 

■ el  nombre  de  Scaramouche,  con  María  Lluval,  no 
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habia  legitimado  á una  hija  que  antes  habían 
tenido  ambos  estando  él  casado  con  otra  sin  que 
ella  ni  el  público  lo  supiesen. 

Parece,  pues,  mas  probable  la  opinión  que 
niega  la  legitimación  por  subsiguiente  matri- 
monio á los  hijos  habidos  de  comercio  adulteri- 
no, aunque  el  uno  de  los  adúlteros  ignorase  al 
tiempo  de  su  amistad  ilícita  que  el  otro  estaba 
casado.  Esta  opinión  es  también  mas  conforme 
á las  leyes  romanas,  canónicas  y españolas  que 
arriba  hemos  citado  en  el  núm.  VII.  Todas  ellas 
dicen  de  vn  modo  absoluto  y general  que  los  hijos 
concebidos  en  adulterio  no  pueden  legitimarse 
por  el  matrimonio  subsiguiente  de  sus  padres. 
¿Por  qué,  pues,  nosotros  hemos  de  reducir  y es- 
trechar los  límites  de  una  decisión  que  uo  lo3 
tiene,  contrayéndola  precisamente  al  caso  de 
que  ambos  adúlteros  obrasen  de  mala  fe  y su- 
piese el  adúltero  libre  al  tiempo  de  su  trato  He— 

| gílimo  que  su  cómplice  estaba  ligado  en  matri- 
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moDÍo  con  otra  persona?  ¿Por  qué  hemos  de  ha- 
cer una  distinción  que  no  hacen  las  leyes?  Las 
leyes  conceden  el  beneficio  de  la  legitimación 
solo  á los  hijos  habidos  entre  solteros,  y no  á los 
habidos  entre  casado  y soltera  ó entre  soltero  y 
casada.  ¿Qué  importa  que  cuando  una  soltera 
tiene  relaciones  ilícitas  con  un  casado,  sepa  ó 
ignore  el  estado  de  su  cómplice?  ¿Es  que  por  la 
ignorancia  ó la  ciencia  de  la  adúltera  se  cambia 
ó permanece  el  estado  del  adúltero,  y este  deja 
por  eso  de  ser  casado  ó continúa  en  serlo?  Basta 
que  los  hijos  sean  ex  conyvgato  ei  soluta , y no  ex 
soluto  et  soluta,  para  que  no  puedan  ser  legiti- 
mados. La  ignorancia  y la  buena  fe  podrán  ser- 
vir para  librar  del  castigo  al  que  creía  cometer 
una  simple  fornicación  cuando  cometía  un  adul- 
terio; pero  ¿cómo  han  de  alegarse  para  dar  á una 
unión  criminal,  ó á lo  menos  ilícita,  los  efectos 
civiles  que  la  ley  no  concede  sino  á las  uniones 
legítimas  ó á lo  menos  reputadas  por  tales?  Los 
hijos  habidos  de  matrimonio  clandestino,  esto 
es,  de  matrimonio  no  autorizado  por  la  Iglesia, 
que  antiguamente  fué  válido  en  España  basta  la 
admisión  del  Concilio  de  Trento,  no  eran  legíti- 
mos si  se  descubría  después  la  existencia  de  al- 
gún impedimento  dirimente  que  debiese  anular 
el  enlace,  aunque  los  padres  ó alguno  de  ellos 
manifestasen  que  no  sabían  el  impedimento, 
porque  sospechaba  la  ley  por  solo  el  liecbo  de  la 
clandestinidad,  que  no  lo  habían  querido  saber, 
según  se  baila  dispuesto  en  la  ley  2.a,  tít.  15, 
Part.  4."  Si  no  bastaban,  pues,  la  ignorancia  y la 
buena  fe  de  ambos  cónyuges  para  la  legitimidad 
de  los  hijos  tenidos'  en  matrimonio  clandestino, 
que  en  el  caso  propuesto  parece  debía  considerar- 
se como  matrimonio  putativo,  pues  que  el  matri- 
monio clandestino  no  era  nulo  por  ser  clandesti- 
no, ¿cómo  podremos  admitir  sin  violentar  la  letra 
y el  espíritu  de  las  leyes  la  ignorancia  y la  buena 
fe  del  uno  ó de  ambos  adúlteros  para  la  legiti- 
mación de  los  hijos  habidos  en  el  adulterio?  La 
ley  que  rechaza  la  ignorancia  que  alegan  de  su 
impedimento  los  cónyuges  unidos  en  matrimo- 
nio clandestino,  ¿dejará  de  rechazar  con  mas  ra- 
zón la  ignorancia  que  uno  de  los  dos  adúlteros 
alegue  sobre  el  matrimonio  del  otro  ? 

El  argumento  que  sacan  los  adversarios  del 
capítulo  Ex  tenore  de  las  Decretales,  y de  la  Real 
órden  de  25  de  Octubre  de  1777,  contenida  en  la 
nota  1.a,  tít.  28,  lib.  12,  Noy.  Recop.,  que  son 
todo  el  fundamento  de  la  opinión  que  han  abra- 
zado, no  tiene  por  cierto  la  fuerza  que  se  le  ha 
querido  dar,  y aun  podríamos  decir  que  no  es 
muy  á propósito.  ¿Qué  paridad  ni  comparación 
hay  entre  una  mujer  que  cree  contraer  legítimo 
matrimonio  casándose  con  un  hombre  que  ella 
ignora  estar  e,asado  con  otra  (que  es  el  caso  del 
capítulo  Ex  tenore  y de  dicha  Real  órden],  y una 


1 mujer  que  tieue  con  un  hombre  un  comercio 
que  sabe  muy  bien  es  criminoso,  aunque  ignore 
que  es  adulterino  (que  es  el  caso  de  la  presente 
cuestión)?  En  el  caso  de  dicho  capítulo  y de  di- 
cha Real  órden , la  mujer  que  se  casa  con  un 
hombre  casado  teniéndole  por  soltero , es  del 
todo  inocente,  pues  está  persuadida  de  que  con- 
trae un  matrimonio  legitimo.  La  ley  le  toma  en 
cuenta  la  buena  intención  que  tiene  de  dar  hi- 
jos legítimos  al  Estado,  y cree  justo  recompen- 
sarla confiriendo  á los  hijos  nacidos  de  este  ma- 
trimonio, aunque  nulo,  los  títulos  y derechos  de 
los  hijos  legítimos.  En  la  especie  de  la  presente 
cuestión , por  el  contrario,  la  mujer  que  tiene 
trato  ilícito  con  un  hombre  que  ella  ignora  que 
está  casado,  no  es  por  cierto  inocente,  pues 
aunque  crea  que  no  comete  con  él  mas  que  una 
simple  fornicación  y no  un  adulterio , sabe  que 
su  comercio  está  reprobado  por  la  ley,  la  cual 
no  solo  prohibe  el  adulterio,  sino  también  lafor- 
: nicacion.  Está  mujer,  con  su  conducta  rei  ülici- 
la>  operam  dabat , y la  ignorancia  en  que  estaba 
del  matrimonio  de  su  cómplice,  no  es  una  igno- 
rancia inculpable  capaz  de  impedir  que  su  co- 
mercio deba  ser  considerado,  no  cual  se  le  pre- 
sentaba en  su  opinión  ó creencia,  sino  cual  era 
efectivamente,  esto  es,  como  un  comercio  adul- 
terino, cuyo  vicio  no  puede  subsanarse  por  el 
matrimonio  legítimo  que  los  dos  contraigan  des- 
pués entre  sí.  No  hay,  pues,  semejanza  ni  pari- 
dad alguna  entre  el  caso  del  capítulo  Ex  tenore 
' y el  de  la  presente  cuestión,  como  hace  ver 
M.  d’Aguesseau  en  el  fragmento  que  se  ha  tras- 
crito con  el  texto  del  Cardenal  Palermo. 

XII.  Si  la  mujer  de  quien  yo  he  tenido  un 
hijo  estaba  casada,  pero  creia  con  fundamento 
que  su  marido  no  existia  por  haber  recibido 
pruebas  bastantes  de  su  muerte,  ¿ podrá  legiti- 
marse el  hijo  por  el  matrimonio  que  yo  contrai- 
ga con  ella  después  de  la  muerte  de  su  marido? 
Pothier  hace  esta  pregunta  en  su  tratado  de  suc- 
cesiones,  cap.  l.°,  sec.  2.a,  y se  inclina  á la  opi- 
nión afirmativa,  dando  por  razón  que  la  procrea- 
ción del  hijo  en  semejante  hipótesis  no  es  adul- 
terina, pues  que  sin  mala  fe  no  se  comete  adulte- 
rio: Adullerium  sitie  dolo  malo  non  commiltitur : 
ley  43,  cap.  11,  pár.  12;  ley  12,  D.  ad  leg.  ful.  de 
adult.  Tal  vez  habrá  quien  crea  que  algunas  de 
las  razones  alegadas  en  la  cuestión  que  se  lia, 
ventilado  en  el  núm.  XI  que  precede,  pueden 
aplicarse  igualmente  á la  cuestión  que  abora 
nos  ocupa,  y que  si  la  buena  fe  de  uno  de  los 
padres  no  puede  hacer  capaces  de  legitimación 
por  subsiguiente  matrimonio  á los  hijos  habidos 
en  adulterio,  tampoco  podía  darles  tal  capacidad 
la  buena  fe  de  ambos.  Pero  aquí,  como  la  buena 
fe  no  se  funda  precisamente  en  una  mera  igno- 
rancia, mas  ó menos  imputable,  de  la  existencia 
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de  un  matrimonio,  sino  en  ¡as  pruebas  positivas 
de  que  tal  matrimonio  no  existe,  debemos  con- 
siderar á la  madre  como  si  realmente  se  hallase 
en  estado  de  libertad  para  casarse,  pues  que  po- 
dría efectivamente  casarse  si  quisiese,  suponien- 
do, como  suponemos,  que  lia  adquirido  pruebas 
fidedignas  de  la  muerte  de  su  marido,  quien  al 
presentarse  vivo  no  podría  acusar  de  adulterio  á 
su  mujer,  aunque  la  encontrase  casada  con  otro, 
como  así  lo  dispone  expresamente  la  ley  f>.\  tí- 
tulo 17,  Part.  7.a  La  mujer  es  viuda  en  su  opinión 
y en.  la  del  público,  opinión  legítima  y bien 
fundada,  y el  hombre  que  con  ella  traba  relacio- 
nes es  también  viudo  ó soltero;  estas  relaciones, 
pues,  no  pueden  tener  el  concepto  de  adulteri- 
nas, sino  que  deben  reputarse  de  la  misma  clase 
que  las  habidas  entre  personas  solteras  ó libres, 
y los  hijos  que  fueren  fruto  de  ellas,  se  legiti- 
marán de  consiguiente  por  el  matrimonio  que 
los  padres  contrajeren  entre  sí  después  de  la 
muerte  real  del  marido  de  la  madre. 

XIII.  ¿Puede  el  hijo  adulterino  ser  legitimado 
por  rescripto  del  príncipe,  esto  es,  por  concesión 
del  Rey?  Ño  puede  serlo  según  el  derecho  roma- 
no, ni  tampoco  según  el  derecho  de  las  Partidas. 
La  Novela  89,  cap.  9."  y 15,  exige  para  dicha  le- 
gitimación que  los  iiijos  sean  naturales,  esto  es, 
nacidos  de  concubina  con  quien  el  padre  hubiera 
podido  casarse  al  tiempo  de  su  concepción.  La 
ley  9.*,  tít.  18,  Part.  3.’,  y la  ley  4.a,  tít.  15,  Par- 
tida 4.a,  solo  presentan  como  capaces  de  esta 
gracia  á los  hijos  habidos  en  barraganas;  y lo 
mismo  hace  ia  ley  17,  tít.  6.°,  lib.  3.”  del  Fuero 
Real.  Gregorio  López,  sin  embargo,  en  la  glo- 
sa 1.'  de  dicha  ley  9.a  y en  la  glosa  8.a  de  dicha 
ley  4.%  indica  que  el  Rey  puede  legitimar,  no 
solamente  á los  hijos  habidos  en  barragana,  sino 
también  k los  adulterinos,  á los  incestuosos  y á 
¡os  sacrilegos.  De  este  parecer  son  también  Co- 
varrubias  y otros  autores.  Además,  la  Realcé- 
dula  de  21  de  Diciembre  de  1800  sobre  gracias 
al  sacar,  colocó  entre  ellas  las  legitimaciones 
de  los  hijos  ilegítimos  de  personas  casadas,  de 
clérigos  y de  caballeros  profesos  de  las  Ordenes: 
«Las  Legitimaciones  extraordinarias,  dice  eu  su 
art,  25,  para  heredar  y gozar  de  la  nobleza  de 
sus  padres  á hijos  de  caballeros  profesos  de  las 
0)  dones , de  clérigos  y de  casados , sirvan  con  mil 
ducados  de  vellón , siendo  la  legitimación  para 
solo  heredar  y obtener  oficios;  pero  compren- 
diendo la  circunstancia  de  gozar  de  la  nobleza 
de  sus  padres,  con  treinta  mil  reales,  entendién- 
dose en  uno  y otro  caso  por  cada  hijo  ó hija 
que  lo  solicite.»  Has  es  muy  de  notar  que  en  la 
nueva  tarifa  de  los  servicios  con  que  se  debe 
contribuir  por  las  gracias  al  sacar,  aprobada  en 
Real  decreto  de  5 de  Agosto  de  1818  que  se  halla 
vigente,  se  omitió  la  legitimación  délos  hijos 
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de  clérigos  yd e casados,  quedando  solo  la  de  hijos 
de  cala  lie-ros  profesos  de  las  Ordenes , como  puede 
verse  en  su  art.  21,  que  por  lo  demás  está  conce- 
bido en  iguales  términos  que  el  25  de  la  Real 
cédula  de  21  de  Diciembre  de  1800;  de  lo  cual  se 
deduce  que  el  Rey  D.  Fernando  VII  quiso  cerrar 
!a  puerta  á toda  solicitud  y concesión  de  legiti- 
maciones de  hijos  de  clérigos  y de  casados.  Por 
último,  en  virtud  dula  ley  de  14  de  Abril  de  1838 
formada  en  Cortes,  tiene  autoridad  el  Rey  para 
resolver  todas  las  instancias  sobre  legitimaciones 
de  los  hijos  naturales,  según  los  define  la  ley  1.*, 
tít.  5.",  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.;  y como  esta 
ley  que  es  precisamente  la  famosa  ley  11  de 
Toro,  dice  ser  hijos  naturales  aquellos  cuyos 
padres  podían  al  tiempo  de  su  concepción  ó al 
de  su  nacimiento  casar  con  sus  madres  justa- 
mente sin  dispensación,  parece  consiguiente 
que  podrá  el  Rey  legitimar  á los  hijos  concebi- 
dos en  adulterio  que  nacieren  á tiempo  en  que 
sus  padres  por  muerte  de  sus  cónyuges  podían 
ya  contraer  entre  sí  legítimo  matrimonio;  pues 
que  la  ley  no  exige  en  los  padres  la  aptitud  para 
casarse  sino  en  uno  de  los  dos  tiempos,  con  tai 
empero  que  el  padre  los  reconozca  por  suyos, 
como  quiere  la  misma  ley.  Hay,  no  obstante, 
mucho  que  decir  sobre  este  punto,  porque  toda- 
vía se  disputa  entre  los  jurisconsultos  quiénes 
sean  los  que  han  de  entenderse  por  hijos  natu- 
rales con  arreglo  á la  ley  11  de  Toro , y no  fal- 
tan autores  graves  que  excluyan  de  esta  califi- 
cación á los  adulterinos,  aunque  hayan  nacido 
en  tiempo  en  que  sus  padres  teniau  libertad 
para  casarse,  insistiendo  siempre  en  la  necesi- 
dad de  la  soltería  ó libertad  de  padre  y madre  al 
tiempo  déla  procreación  de  los  hijos.  Véanselos 
números  VI  y IX  de  este  mismo  artículo  liácia 
el  fin:  Hijo  natural  y Legitimación. 

HIJO  SACRILEGO.  El  habido  de  personas  que  al 
tiempo  de  la  concepción  estaban  ligadas,  á lo 
menos  una,  con  profesión  religiosa,  ó con  Orden 
sacro;  esto  es,  el  hijo  de  fraile  ó de  freile  profe- 
sos, el  de  monja  también  profesa,  y el  de  cléri- 
go ordenado  in  sacris.  Llámase  sacrilego  por  ser 
fruto  de  un  sacrilegio  (pues  sacrilegio  es  el  co- 
mercio ilícito  de  un  fraile  ó clérigo  de  Orden 
sacro  con  una  monja  úotra  mujer  cualquiera,  y 
el  de  un  hombre  cualquiera  con  una  monja), 
aunque  con  mas  propiedad  podrían  llamarse  así 
el  clérigo,  el  fraile,  la  monja  y sus  cómplices 
que  cometen  este  crimen. 

* Téngase  presente,  con  aplicación  al  Matri- 
monio civil,  que  por  el  art.  5.°  de  la  ley  sobre 
el  mismo  , se  prohíbe  absolutamente  contraer 
matrimonio  á los  católicos  ordenados  in  sa- 
ri is  ó ligados  por  voto  solemne  de  castidad,  á 
no  ser  que  unos  y otros  hubieren  obtenido  la 
correspondiente  licencia  canónica.  Por  decre- 


to  de  1."  de  Mayo  de  1873,  restringiendo  el  sen- 
tido de  esta  disposición,  se  permitió  en  su  ar- 
tículo 8."  aquel  prohibido-cousorcio,  con  arreglo 
4 la  ley  de  Matrimonio  civil,  cuando  los  contra- 
yentes declarasen  haber  abjurado  de  la  fe  cató- 
lica, manifestándolo  por  escrito  ante  la  autori- 
dad judicial.  Mas  por  el  art.  6.”  del  decreto  de  9 
de  Febrero  de  1875  se  ha  restablecido  el  genuino 
y verdadero  sentido  de  1a.  prohibición , dispo- 
niéndose en  su  artículo  6.°,  que  los  que  estuvie- 
sen ordenados  in  sacris , ó ligados  con  voto  so  - 
lemne de  castidad  en  alguna  Orden  religiosa 
canónicamente  aprobada,  aunque  aleguen  ha- 
ber abjurado  de  la  fe  católica,  no  se  considera- 
rán legítimamente  casados  desde  la  fecha  del 
citado  decreto,  pero  quedando  á salvo  en  todo 
caso  los  derechos  consiguientes  á la  legitimidad 
de  los  hijos  habidos  ó que  nacieren  dentro  délos 
trescientos  dias  siguientes  á la  fecha  de  dicho  de- 
creto, los  de  la  potestad  paterna  y materna  y los 
adquiridos  hasta  dicha  fecha  por  consecuencia  de 
la  sociedad  conyugal  que  habrá  de  disolverse.  * 

I.  El  hijo  de  clérigo  in  sacris,  ó de  fraile  ó de 
freile  ó de  monja  profesos,  no  puede  succeder 
por  testamento  ni  abintestato  á su  padre  ni  á su 
madre  ni  á sus  parientes  paternos  ó maternos, 
ni  tampoco  haber  de  unos  ni  de  otros  cosa  algu- 
na por  via  de  manda,  donación  ó contrato:  le- 
yes 4.’  y 5.a,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Recop.  Esta  pro- 
posición exige  que  nos  detengamos  algún  tanto 
en  demostrarla.,  porque  no  todos  los  intérpretes 
han  querido  entender  de  un  mismo  modo  las 
leyes  en  que  se  apoya. 

En  las  Córtes  de  Soria  de  1380  se  hizo  presente 
al  Rey  I).  Juan  I por  los  procuradores — «que  en 
algunas  ciudades,  villas  y lugares  tienen  cartas 
y privilegios,  que  los  hijos  de  los  clérigos  que 
hubieren  en  sus  barraganas,  que  hereden  sus 
bienes  é de  otros  cyalesquier  sus  parientes,  así 
como  si  fuesen  nacidos  de  legítimo  matrimonio: 
é que  por  esta  razón  que  dan  ocasión  para  que 
otras  buenas  “mujeres,  así  viudas  como  vírgenes, 
sean  sus  barraganas:»  — y en  su  consecuencia 
se  le  pidió  que  revocase  y anulase  semejantes 
cartas  y privilegios.  Accedió  el  Rey,  con  efecto,  á 
tan  justa  demanda  en  estos  términos:  «Nos  pla- 
ce é tenemos  por  bien  que  los  fijos  de  clérigos 
habidos  en  sus  barraganas , que  non  hayan  nin 
hereden  los  bienes  de  los  dichos  sus  'padres , nin  de 
otros  parientes,  nin  hayan  cualquier  manda  ó 
donación,  ó véndida  que  les  sea  fecha,  agora  nin 
de.  aquí  adelante.»  De  aquella  petición  y de  esta 
respuesta  se  formó  la  ley  llamada  de  Soria,  prin- 
cipiándola de  este  modo:  « Por  non  dar  ocasión 
que  las  mujeres  así  viudas  como  vírgenes  sean 
barraganas  de  clérigos  si  sus  hijos  heredasen 
sus  bienes  y de  sus  padres  ó parien  tes,  ordenamos 
y mandamos,  etc.»  Si  atendemos  á las  palabras 
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de  la  petición  de  las  Córtes  y de  la  respuesta  del 
Rey,  parece  que  los  hijos  de  los  clérigos  sola- 
mente quedan  excluidos  de  la  herencia  paterna-, 
pero  si  tomamos  en  cuenta  las  palabras  del  prin- 
cipio de  la  ley  de  Soria,  corno  se  halla  redactada 
en  la  ley  22,  tít.  3.°,  lila . 1."  de  las  Ordenanzas 
reales  de  Montalvo,  en  la  ley  6.a,  tít.  8.",  lib.  5.° 
de  la  Nov.  Recop.,  y aun  en  la  ley  4.a,  tít.  22, 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  no  deja  de  parecer  pro- 
bable que  quedan  también  excluidos  de  la  he- 
rencia materna.  Lo  cierto  es , q ue  en  vista  de  la 
ley  de  Soria  se  han  suscitado  dudas  sobre  si  los 
hijos  de  los  clérigos  pueden  heredar  los  bienes  de 
sus  madres.  Algunos  intérpretes  sostienen  que 
no  pueden,  fundándose  en  que  el  motivo  de  la 
ley,  según  está  recopilada,  es  el  mismo  y tiene 
la  misma  fuerza,  tanto  respecto  de  los  bienes  de 
la  madre  como  del  padre.  El  ilustrador  de  las 
leyes  añadidas  al  Fuero  Real  que  van  impresas 
al  principio  del  tomo  primero  de  la  edición 
de  1781  opina  del  mismo  modo  en  su  advertencia 
sobre  la  ley  27:  «La  petición  8.a,  dice,  del  orde- 
namiento que  el  Rey  D.  Juan  fizo  en  las  Córtes 
de  Soria,  Era  de  1418  años  (año  1380).  estrecha 
mas  á estos  fijos  de  clérigos  en  que  non  pueden 
haber  cosa  alguna  de  padre,  nin  de  madre,  nin 
de  pariente  que  haya,  nin  por  compra,  nin  en  do- 
nación , nin  en  otra  manera  alg-una,  según  mas 
largo  por  ellas  verás.»  Otros,  por  el  contrario, 
afirman  que  pueden  los  hijos  de  clérigos  heredar 
ios  bienes  de  sus  madres,  porque  siendo  penal 
y odiosa  la  ley  de  Soria,  debe  limitarse  en  cuan- 
to sea  posible,  y resolverse  toda  duda  en  favor 
de  ios  hijos , contrayendo  su  exclusión  á los  bie- 
nes de  los  padres.  En  este  sentido,  se  nos  pre- 
senta por  fin  la  misma  ley  por  razón  de  las  alte- 
raciones que  se  hicieron  en  su  texto  al  insertarla 
en  la  ley  4.a,  tít.  20,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  donde 
se  ordena,  «que  los  tales  hijos  de  clérigos  no 
hayan  ni  hereden,  fii  puedan  haber  ni  heredar 
los  bienes  de  sus  padres  clérigos , ni  de  otros  pa- 
rientes de  parte  del  padre  ni  hayan  ni  puedan 
gozar  de  cualquier  manda  ó donación,  ó véndida 
que  les  sea  hecha  por  los  susodichos.» 

Mas  cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que 
deba  darse  á la  ley  de  Soria,  ya  se  quiera  excluir 
en  su  virtud  á los  hijos  de  clérigos  de  la  heren- 
cia paterna  y materna  ó solo  de  la  paterna,  no 
se  adelanta  mucho  en  ninguna  de  las  dos  hipóte- 
sis á favor  de  dichos  hijos,  pues  la  ley  9.a  de  Toro, 
que  también  se  halla  inserta  en  la  Nov.  Recopi- 
lación junto  k la  de  Soria,  y es  la  ley  5.a,  tít.  20, 
lib.  10,  quiere  que  lo  dispuesto  por  la  ley  de  So- 
ria acerca  de  la  exclusión  absoluta  de  los  hijos 
de  los  clérigos  de  los  bienes  de  sus  padres  y pa- 
rientes paternos,  se  extienda  á los  mismos  hijos 
de  clérigos,  como  igualmente  á los  de  frailes, 
freiles  y monjas  profesas,  con  respecto  áios  bie- 
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nes  de  sus  madres  y de  sus  parientes  maternos.  . 

Eu  efecto,  establece  ia  ley  9.*  de  Toro  como  , 
reg-la  general , que  los  hijos  ilegítimos  de  cual—  . 
quier  calidad  que  sean,  naturales  ó espuiios,  . 
succedan  en  defecto  de  legítimos  á sus  madres  j 
por  testamento  y abintestato;  y luego  exceptúa 
de  esta  regla:  1.*,  á los  hijos  que  fueren  de  dam-  ¡ 
nado  y punible  ayuntamiento , por  el  cual  la 
madre  incurriere  en  pena  de  muerte  natural,  ¡ 
esto  es  á los  hijos  procedentes  de  adulterio  de  | 
mujer  casada;  2°,  k los  hijos  de  clérigos  ó frai-  ! 
les  ó freiles  ó monjas  profesas,  con  respecto  á i 
los  cuales  manda  que,  aunque  la  madre  no  in- 
curra  por  el  tal  ayuntamiento  en  pena  de  muer- 
te, se  guarde  lo  contenido  en  la  ley  que  hizo  el 
señor  Rey  D.  Juan  el  primero  en  la  ciudad  de 
.Soria,  que  habla  sobre  la.  succesion  de  los  hijos 
de  los  clérigos.  Forzoso  es  reconocer  una  de  dos 
cosas,  ó que  la  ley  de  Toro  supuso  que  por  la 
del  Iíey  D.  Juau  en  Soria  se  privaba  á los  hijos 
de  los  clérigos  de  la  succesion  de  sus  madres, 
como  tal  vez  se  suponia  entonces  comunmente, 
ó que  quiso  que  lo  dispuesto  en  ella  sobre  la 
succesion  de  los  hijos  de  los  clérigos  en  cuanto 
á los  bienes  de  sus  padres,  se  entendiese  tam- 
bién dispuesto  sobre  la  succesion  de  los  hijos  de 
los  clérigos,  frailes,  freiles  y monjas  en  cuanto 
á los  bienes  de  sus  madres;  porque  á no  ser  este 
el  sentido  de  la  ley,  su  disposición  seria  vana  é 
ilusoria.  Asi  es  que  Antonio  Gómez  no  duda  en 
sentar  (núru.  15)  que  la  ley  9 de  Toro  dispone 
expresamente  que  los  citados  hijos  no  puedan 
succeder  A sus  madres:  ella  trata,  dice,  sobre  la 
succesion  de  los  hijos  á.  sus  madres,  y en  la  úl- 
tima parte  prescribe  que  si  los  hijos  que  esta 
tiene  son  de  clérigo  6 fraile , etc.,  debe  obser- 
varse lo  que  se  ordena  en  la  ley  de  Soria : es  así 
que  en  la  ley  de  Soria  se  ordena  que  tales  hijos 
no  succedan  á su  padre;  luego  la  ley  de  Toro 
quiere  abiertamente  que  del  propio'  modo  no 
succedan  k su  madre.  Lo  mismo  inculcan,  en 
sus  comentarios  á esta  ley,  Cifuentes,  núm.  4.°: 
Palacios  Rubios,  núm.  37;  Tello,  núm.  34 ; Ye  - 
lazquez  de  Avendaño,  núms.  l.°  y 2.®.  y Covar- 
rubias  añade  en  la  segunda  par  ti,  de  matrimonio, 
cap.  8.  , pár.  5.“,  núm.  17 , que  así  se  observa  en 
la  práctica,  impugnando  á Gregorio  López, 
quien  en  la  glosa  5.*  de  la  ley  3.*,  tít.  21,  Parti- 
da 4.  , manifiesta  creer , fundado  en  errores  y 
equivocaciones,  que  ni  por  la  ley  de  Soria  ni  por 
la  de  Toro  se  excluye  al  hijo  de  clérigo  de  la 
succesion  de  su  madre,  á no  ser  que  esta  sea 
casada  ó bien  parienta  ó pública  concubina  del 
clérigo;  bien  que  luego  al  fin  de  la  glosa  5.*  de 
la  ley  11,  tít.  13,  Part.  6.',  tratando  de  si  los  hi- 
jos de  los  clérigos  están  excluidos  de  la  succe- 
sion de  los  parientes  de  parte  de  madre,  afirma 
que  no  lo  están,  dando  por  razón  que  la  ley  9.* 


de  Toro  los  excluye  solo  de  la  succesion  de  la 
madre  y no  la  de  los  parientes  paternos. 

Pues  que  los  hijos  délos  clérigos,  frailes,  fre.i- 
les  y monjas  profesas  quedan  excluidos  de  la 
succesion  testada  é intestada  de  sus  madres  pol- 
la extensión  que  lia  dado  la  ley  de  Toro  á la  dis- 
posición de  la  de  Soria,  ¿podrán  percibir  alguna 
parte  de  los  bienes  de  sus  madres,  ya  que  no  sea 
por  título  de  herencia,  á lo  menos  por  via  de 
legado,  contrato  ó donación  entre  vivos?  ¿Podrán 
ser  herederos  por  testamento  ó abiutestato  de 
los  parientes  de  parte  de  madre?  La  respuesta 
negativa  á estas  dos  preguntas  es  una  conse- 
cuencia de  la  extensión  dada  por  la  ley  de  Toro 
á la  de  Soria.  Dispone  la  ley  soriana , tratando 
de  la  succesion  de  los  hijos  de  clérigos  á sus  pa- 
padres,  que  no  puedan  heredar  los  bienes  de 
sus  padres  ni  de  sus  parientes  paternos  ni  reci- 
bir de  unos  ni  de  otros  cosa  alguna  por  via  de 
manda,  donación  ú contrato;  es  así  que  la  ley 
taurina  quiere  que  lo  contenido  en  la  soriana  se 
guarde  general  é indefinidamente  con  respecto 
á los  mismos  liijos  de  clérigos,  y á los  de  frailes, 
freiles  y monjas  cuando  se  trata  de  succesion  á 
las  madres;  luego  no  podrán  tales  hijos  haber 
cosa  alguna  por  título  general  ni  particular  de 
los  bienes  de  su  madre  ni  de  sus  parientes  ma- 
ternos. Así  lo  sostienen  con  extensión  Antonio 
Gómez  en  su  comentario  á la  ley  9.a  de  Toro, 
núm.  50,  y el  doctor  Llamas  en  su  comentario  á 
la  misma  ley,  núm.  85  y siguientes,  contra  Gre- 
gorio López,  que  en  la  ley  11,  tit.  13,  Part.  6.a, 
glosa  o.‘,  al  fin,  pretende  que  á lo  menos  deben 
ser  capaces  dichos  hijos  de  succeder  á los  pa- 
rientes de  parte  de  madre.  La  opinión  de  Grego- 
rio López  ha  sido  adoptada  por  Avendaño  en  la 
glosa  10  á la  ley  9.a  de  Toro,  núms.  16  y 17,  y 
por  Aeevedo  en  la  ley  1.a,  tít.  8.°,  lib.  5.°  de  la 
Nov.  Recop.,  núm.  33. 

II.  lis  de  observar  por  lo  visto,  que  los  hijos 
; sacrilegos  son  de  peor  condición  que  los  adulte- 
■ rinos  de  mujer  casada,  pues  á estos  se  les  con- 
¡ cede  la  gracia  de  poder  percibir  de  sus  madres 
j hasta  la  quinta  parte  de  sus  bienes , y á los  otros 
i se  les  priva  de  toda  parte  de  los  bienes  de  sus 

madres,  de  suerte  que  nada  pueden  percibir  de 
ellas  ni  aun  por  título  de  legado , donación  ó 
contrato.  En  efecto,  los  hijos  sacrilegos  han  sido 
siempre  mirados  con  mas  odiosidad,  no  solo  pol- 
las constituciones  del  derecho  canónico,  sino 
también  por  las  leyes  del  reino,  como  consta 
del  Concilio  Toledano  9.°,  cap.  10,  y cap.  cuan 
multo 3 15,  qnce-st.  8.’,  y advierte  Covarrubias  in 
epit/iome  de  sponmlibus , 2.‘  parte,  cap.  8.°,  pár- 
rafo 5.°,  núm.  17, 

III.  Si  los  hijos  sacrilegos  no  pueden  suc- 
ceder á sus  padres  ni  á sus  madres,  ni  á los 
parientes  paternos  ni  maternos , como  se  ha 
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demostrado , es  consiguiente  que  tampoco  los  ' 
padres  y madres  ni  sus  parientes  podrán  succe-  ¡ 
der  abintestato  á los  hijos  sacrilegos;  porque 
siempre  se  entiende  recíproca  la  succesion,  y 
por  tanto  la  denegación  ó privación  de  succe- 
sion , mientras  la  ley  no  disponga  otra  cosa, 
como  sostiene  Antonio  Gómez  en  el  comentario 
de  la  ley  9.a  de  Toro,  núm.  50. 

IV.  Aunque  los  hijos  sacrilegos  no  tengan 
derecho  de  percibir  ni  puedan  percibir  cosa  al- 
guna de  sus  padres  ni  de  sus  madres  ú otros 
cualesquiera  parientes  por  razón  de  herencia, 
legado,  donación  ó contrato,  no  por  eso  pueden 
los  padres  y madres  abandonarlos;  antes,  por  el 
contrario,  deben  procurarles  la  lactancia  y dar- 
les los  alimentos  precisos  y naturales,  como 
que  esta  obligación  es  de  rigurosa  y perfecta 
justicia,  de  derecho  natural  propiamente  dicho; 
y el  que  la  deja  de  cumplir,  permitiendo  que 
un  hijo  suyo  de  cualquiera  clase  y condición 
perezca  de  necesidad,  incurre  en  las  penas  de- 
signadas en  el  artículo  Exposición  de  parió.  Y ; 
no  solo  durante  la  infancia  de  los  hijos,  sino  j 
también  en  la  edad  posterior  siempre  que  se  ! 
hallaren  en  la  indigencia,  deben  socorrerlos  los 
padres  en  la  forma  expresada  en  el  artículo  A ii-  ; 
vientos.  Las  leyes  que  prohíben  á los  padres  dar  j 
ó dejar  alg’o  á tales  hijos  por  vía  de  herencia, 
manda  ó donación , se  entienden  solo  de  lo  que 
voluntariamente  se  les  da  ó se  les  deja  por  mera 
liberalidad,  pero  no  de  lo  que  se  les  deja  ó se 
les  da  por  necesidad  en  virtud  de  la  obligación  ¡ 
natural  que  tiene  todo  padre  y toda  madre  de 
atender  á la  crianza  y subsistencia  de  sus  hijos. 

El  clérigo  está  obligado  á dar  alimentos  k sus  ■ 
hijos  sacrilegos,  no  solo  de  sus  bienes  patrimo-  i 
niales,  sino  también  de  los  frutos  de  su  beoefi-  ; 
ció,  como  generalmente  afirman  los  canonistas. 
Los  frailes  y las  monjas  deben  darlos  de  aque-  1 
líos  bienes  de  que  pudieren  disponer;  y si  nada 
tuvieren  , recae  la  obligación  de  criar  y alimen-  j 
tar  á tales  hijos  en  los  ascendientes  de  parte  de  I 
la  madre  y no  en  los  de  parte  de  padre , con  ar-  j 
reglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  5.a,  tít.  19,  Partí-  i 
da  4.a  Y.  Hijo  espurio. 

Y.  Algunos  autores  han  discurrido  medios 
para  que  el  padre  y la  madre  puedan  dejar,  sin 
perjuicio  del  derecho  y de  su  conciencia,  algo 
mas  que  los  alimentos  al  hijo  sacrilego  y á cual- 
quiera otro  espurio.  Uno  de  ellos  es  que  iusti- 
tuyan  simplemente  por  heredero  á un  amigo 
suyo  que  sea  capaz,  sin  gravarle  expresa  ni  tá- 
citamente con  la  restitución  á favor  del  hijo  in- 
capaz; pues  entonces,  si  el  amigo  instituido 
quiere  restituir  la  herencia  ó parte  de  ella  al 
hijo  de  que  se  trata,  podrá  entregársela  justa- 
mente y el  hijo  recibirla,  porque  como  los  bie- 
nes hereditarios  después  de  la  adición  se  hacen  . 
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patrimonio  del  heredero  , no  podrá  decirse  que 
el  hijo  los  recibe  de  su  padre  6 de  su  madre,  sino 
de  un  extraño  á quien  no  le  está  prohibido  suc- 
ceder  y de  quien  puede  tomar  loque  le  diere. 
Otro  medio  es  que  el  padre  ó la  madre  institu- 
yan heredero  al  mismo  hijo  bajo  la  condición 
de  si  fuere  legitimado  por  concesión  del  Rey,  pues 
entonces,  cumplida  la  condición  y obtenida  la 
legitimación  real,  podrá  gozar  el  hijo  de  la  he- 
rencia. Si  estos  medios  son  válidos  y legítimos, 
no  será  difícil  hacer  siempre  ilusoria  la  dispo- 
sición de  la  ley,  que  no  por  cierto  en  odio  de  la 
inocente  prole,  sino  en  odio  y abominación  del 
delito  y por  evitar  ia  corrupción  de  las  costum- 
bres, priva  de  las  ventajas  de  los  hijos  legítimos 
á los  que  no  son  sino  fruto  de  un  comercio  sa- 
crilego y criminal. 

Todavía  mas:  los  autores  han  sido  ingeniosí- 
simos para  hacer  llegar  á manos  de  los  hijos  sa- 
crilegos y demás  espurios  los  bienes  que  sus 
padres  y sus  madres  no  pueden  darles.  Si  el 
clérigo,  dicen,  ú otra  cualquier  persona  tiene 
un  hijo  ó hija  incapaz  de  recibir  sus  bienes  por 
título  universal  ó particular , puede  donar  estos 
bienes  como  quiera  ó bien  dejarlos  en  testamen- 
to á la  mujer  dei  hijo  á al  marido  de  la  hija;  y 
así  la  hija  ó el  hijo,  no  obstante  su  incapacidad, 
disfrutarán  de  ellos  eu  paz  y sosiego.  Matrimo- 
nio se  trataba  ante  nuestra  Santa  Madre  la  Igle- 
sia entre  un  hijo  espurio  de  un  clérigo  por  una 
parte  y una  hija  legítima  de  un  secular  por  otra, 
y fué  convenido  entre  ellos  que  el  padre  clérigo 
hiciese  donación  simple  de  ciertos  bienes  al  pa- 
dre ó á la  madre  de  la  esposa  ó mujer  del  es- 
purio ó directamente  á la  misma  mujer  ó es- 
posa; bubo  luego  pleito  sobre  este  negocio,  y 
Antonio  Gómez,  como  asesor  del  juez  recusado, 
decidió  y falló  que  era  válida  la  disputada  do- 
nación, según  nos  lo  cuenta  él  mismo  en  el  nú- 
mero 17  de  su  comentario  á la  ley  9/  de  Toro. 

Y no  solamente  á su  nuera  ó á su  yerno  puede 
donar  ó dejar  el  clérigo  ú otro  padre  ilegítimo 
sus  bienes,  sino  también  á sus  nietos,  esto  es, 
á los  hijos  legítimos  de  su  hijo  espurio,  sea  que 
el  hijo  espurio  viva,  sea  que  se  haya  muerto,  y 
tanto  en  el  caso  de  que  los  nietos  se  hallen  to- 
davía bajo  la  patria  potestad  del  hijo  espurio 
como  eu  el  de  que  estén  fuera  de  ella,  con  tal 
que  si  el  hijo  vive  no  hag'a  la  donación  ó insti- 
tuya herederos  á los  nietos  por  contemplación 
al  hijo  sino  por  los  mismos  nietos.  Así  lo  afirma 
Covarrubias , de  matrim.,  cap.  8.  , pár.  5.  , nu- 
mero 14;  Cifuentes  en  ¡a  ley  9.*  de  Toro,  núm.  7."; 
Gómez  en  la  misma  ley,  núm.  17;  Matienzo  en 
la  ley  6.a,  tít.  8.",  lib.  5."  de  la  Recop.,  glosa  8,\ 
núm.  24;  Dueñas,  regid.  36,  lirnilat.  2.a:  Mostazo 
de  causis  piis.  lib.  8.“,  cap.  12,  núm.  5<i,  y Parla- 
dorio’  lib.  1.a,  qv.o  lidian.  cap.  1(3,  dando  por  ra- 
il 
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zon  que  los  nietos  no  se  comprenden  bajo  el 
nombre  genérico  de  hijos  sino  solo  en  io  favora- 
ble. Disputan  luego  los  autores  si  en  el  caso  de 
que  el  nieto  favorecido  por  el  abuelo  exista  bajo 
la  potestad  de  su  padre  espurio,  tendrá  reunidos 
en  su  persona  la  propiedad  y el  usufructo  de 
los  bienes  que  por  el  abuelo  se  le  donaron  ó de- 
jaron, é si  por  el  contrario  tendrá  solo  la  propie- 
dad, y el  padre  ganará  el  usufructo  , pues  que 
todo  padre  goza  del  usufructo  sobre  los  bienes 
de  los  hijos  que  están  bajo  su  patria  potestad;  y 
comunmente  resuelven  que  el  padre  espurio  no 
adquiere  para  sí  el  usufructo  de  estos  bienes, 
pues  que  es  incapaz  de  haberlo  por  su  propia 
persona  y por  interposición  de  otra,  sino  que 
antes  bien  lo  hace  suyo.el  nieto,  por  presumirse 
que  el  abuelo  testador  ó donador  así  lo  quiso 
para  que  la  donación  ó institución  fuese  valede- 
ra, como  enseña  Antonio  Gómez  en  el  citado 
uúm.  17  de  su  comentario  á la  ley  9.J  de  Toro. 

A. un  pasan  mas  adelante  algunos  doctores, 
diciendo  que  el  padre  clérigo  no  tiene  necesi- 
dad de  esperar  á que  sn  hijo  sacrilego  haya  pro- 
le, sino  que  desde  luego  puede  instituir  herede- 
ro válidamente  á su  nieto  futuro,  ora  exista  ya 
en  el  vientre  de  su  madre,  ora  no  se  halle  toda- 
vía concebido:  Aguila  ad  Rojas  de  Incompatib., 
p.  1."  cap.  6.°,  núm.  140,  y Parladorio,  differenl. 
ñ.\  pár.  2.°,  núm.  4.° 

VI.  Según  se  lia  expresado  en  la  definición, 
para  que  el  hijo  de  clcrig'o,  fraile,  freile  ó monja 
sea  sacrilego,  es  necesario  que  haya  sido  conce- 
bido después  de  la  profesión  religiosa  de  la  mon- 
ja, fraile  ó freile  ó de  la  promoción  del  clérig’o 
áórden  sagrado,  esto  es,  al  subdiaconado  cuan-  | 
do  menos.  ¿Cuál  será,  pues,  la  calificación  que 
habrá  de  darse,  y el  derecho  que  corresponderá 
al  hijo  de  cualquiera  de  dichas  personas  que 
hubiere  sido  concebido  antes  de  la  indicada  pro- 
fesión religiosa  ó recibimiento  de  órden  sacro, 

Y naciere  después  de  estos  acontecimientos?  La 
calificación  y los  derechos  de  tal  hijo  depende- 
íán  precisamente  del  estado  en  que  al  tiempo 
de  su  concepción  se  hallaren  su  padre  y su  ma- 
dre, sin  que  nada  pueda  influir  en  sus  derechos 
ni  en  su  calificación  el  estado  que  tenga  el  pa- 
dre ó la  madre  al  tiempo  del  nacimiento.  Si  la 
monja,  por  ejemplo,  y el  que  con  ella  tuvo  re- 
laciones, podian  contraer  entre  sí  legitimo  ma- 
trimonio sin  dispensa  en  la  época  de  la  procrea- 
ción del  hijo,  tendrá  este  hijo  la  calidad  de  hijo 
natural,  aunque  nazca  después  de  la  profesión 
de  su  madre  y gozará  por  consiguiente  de  todos 
los  derechos  que  la  ley  concede  á los  hijos  de 
esta  clase;  de  modo  que  además  de  sus  capaci- 

ades  y derechos  con  respecto  al  padre,  será 

ie  red  ero  forzoso  de  la  madre  monja  por  testa- 
mento y abintestato,  en  caso  de  que  esta  no 


tenga  hijos  legítimos  ó legitimados  por  subsi- 
guiente matrimonio,  aunque  tenga  padre  y 
madre,  con  arreglo  a lo  dicho  inas  arriba  en  el 
artículo  Hijo  natural-  Mas,  ¿cómo,  se  dirá  tal 
vez,  ha  de  heredar  este  hijo  por  testamento  y 
abintestato  á su  madre  monja,  si  esta  en  su  pro- 
fesión hizo  voto  solemne  de  pobreza;  renuncian- 
do los  bienes  temporales  que  le  pertenecían,  ó 
disponiendo  de  ellos  en  testamento  a favor  de 
otras  personas,  é inhabilitándose  para  poder  ha- 
cer adquisiciones  en  lo  succesivo,  sin  acordar- 
se del  hijo  que  llevaba  en  el  vientre,  sea  por  no 
haberse  percibido  de  su  preñez,  sea  por  otra 
causa?  R1  hijo  de  la  monja  en  tal  caso  quebran- 
taría y anularía  con  el  hecho  de  su  nacimiento 
la  renuncia  y el  testamento  de  su  madre,  y re- 
cobraría los  derechos  que  esta  hubiese  abdica- 
do; porque  si  el  hijo  pos t Mimo , que  es  el  nacido 
después  de  la  muerte  de  su  padre,  rompe  al 
nacer  el  testamento  en  que  había  sido  preterido 
ú olvidado,  estuviese,  ó no  concebido  antes  dei 
otorgamiento  de  la  disposición  de  última  volun- 
tad, seg un  la  ley  20,  tít.  l.\  Part.  6.a.  con  mas 
razón  el  hijo  concebido  antes  de  la  profesión  re- 
ligiosa de  su  madre  y nacido  después  de  ella, 
romperá  el  testamento  ó renuncia  materna  en 
que  no  se  haya  hecho  mención  de  él;  pues  si  la 
muerte  natural  del  testador,  por  la  que  se  con- 
firma el  testamento,  no  impide  que  este  se  re- 
voque por  el  nacimiento  del  póstumo,  menos 
lo  deberá  impedir  la  profesión  religiosa  que 
aunque  también  confirme  el  testamento,  no  es 
una  muerte  natural  sino  meramente  civil  para 
ciertos  efectos, 

VII.  La  ley  9.a  de  Toro  comprendió  entre  los 
hijos  que  llaman  sacrilegos  y que  son  por  lo 
tanto  incapaces  de  recibir  cosa  alguna  de  sus 
padres,  madres  y parientes,  no  solamente  á los 
hijos  de  clérigos,  frailes  y monjas  profesas,  sino 
también  á los  hijos  de  los  freiles,  esto  es,  de  los 
caballeros  profesos  de  las  Ordenes  militares  de 
Alcántara  y Calatrava;  porque  como  estos  caba- 
lleros hacían  voto  absoluto  y perpetuo  de  casti- 
dad, quedaban  inhábiles  para  contraer  matri- 
monio, del  mismo  modo  que  los  demás  religio- 
sos, y no  siendo  menor  delito  en  unos  que  en 
otros  la  infracción  del  voto  solemne  que  en  todos 
era  igual,  no  había  razón  para  que  los  hijos  ile- 
gítimos de  los  freiles  fuesen  de  mejor  condición 
que  los  de  los  clérigos,  frailes  y monjas. 

He  insinuado  que  freiles  eran  en  la  citada  ley 
los  caballeros  profesos , pues  aunque  los  clérigos 
de  las  mismas  órdenes  se  llaman  también  frei- 
les, estaban  ya  comprendidos  en  ella  como  clé- 
rigos; y *ie  añadido  de  las  Ordenes  Militares  de 
Alcántara  y Cala  Ira:  a , pues  aunque  también 
existia  la  de  Santiago  y Montesa,  permitíase 
contiaer  matrimonio  á los  caballeros  de  la  de 
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Santiago  por  la  Bula  do  Alejandro  III  de  1105,  y ' nascen  de  ellas.»  Uu  antiguo  autor  cree  que  se 
la  de  Montesa  no  pertenecía  á la  corona  de  Cas-  dicen  mdnceres  los  hijos  que  nacen  de  virgen  ó 
tilla,  sino  á la  de  Aragón,  que  se  gobernaba  por  viuda  noble  y de  padre  plebeyo.  El  nombre  de 
distintas  leyes.  mancer  es  bárbaro,  según  afirma  Oonano,  y no 

Mas  posteriormente,  Paulo  III,  en  su  Bula  de  : puede  ser  descifrado  sino  por  aquellos  de  cuya 
1540,  en  virtud  de  instancia  del  Emperador  Cár-  lengua  se  lia  tomado.  La  citada  ley  de  Partida 
los  Y,  extendió  á ios  caballeros  profesos  de  las  sienta,  sin  embargo,  que  se  compone  de  las  pa- 
Ordenes  de  Calatrava  y Alcántara  la  concesión  labras  latinas  mama  y sedas,  y que  significa 
hecha  á los  de  Santiago,  permitiéndoles  que  el  pecado  infernal,  aunque  mas  abajo  dice,  que  se- 
voto  solemne  que  antes  hacían  de  castidad  abso-  gun  otros  mancer  es  lo  mismo  que  mancillado, 
luta  se  limitase  al  de  la  observancia  de  ella  fue-  Los  hijos  de  esta  clase  son  tos  que  en  el  Derecho 
ra  de  matrimonio,  y como  por  esta  concesión  romano  se  llaman  valgo  qumsiti,  k vulgo  concepti, 
quedó  removido  el  impedimento  que  por  razón  esto  es,  hijos  adquiridos  ó concebidos  de  padre 
del  voto  absoluto  tenían  antes  para  casarse  los  incierto  , nijos  que  una  mujer  se  procura  ó con- 
caballeros  profesos  de  las  Ordenes , cesó  el  moti-  cibe  prostituyéndose  á todos  y cualesquiera  horn- 
vo  de  la  disposición  de  la  ley  9.a  de  Toro  con  bres  que  se  le  presentan,  hijos  del  público  ó del 
respecto  á sus  hijos,  los  cuales  ya  no  debían  vulgo , hijos  de  mancebía  ó burde-1.  Estos  sou  los 
seguir  la  suerte  de  los  de  clérigos,  frailes  y hijos  vulgo  qieasiti,  y nunca  se  han  llamado  ni 
monjas  profesas.  De  aquí  es  que  al  trasladar  la  ' se  llaman  entre  nosotros  vulgarmente  quesilos, 
ley  9.a  de  Toro  á la  Recopilación  de  leyes  hecha  como  ios  denomina  cierto  traductor  de  una  obra 
de  órden  de  Felipe  II  en  el  año  de  1576  (que  aho-  de  Derecho  romano:  quesito,  en  nuestra  lengua, 
ra  forma  la  ley  5.’,  tit.  20.  lib.  10,  Nov.  Recop. ;.  no  es  mas  que  diminutivo  de  queso.  Estos  hijos 
se  suprimió  la  palabra  freiles,  para  dar  á en-  habidos  ó concebidos  de  padre  incierto,  vulgo 
tender  que  sus  hijos  quedaban  excluidos  de  la  queestli,  se  oponen  á los  hijos  habidos  de  legíti- 
incapacídad  á que  la  ley  de  Toro  los  había  con-  mo  matrimonio,  ex  jas  lis  nuptiis  qu&siti , y tie— 
denado.  Hoy,  pues,  los  hijos  de  los  freiles,  ó neu  cognados  y no  aguados,  esto  es,  parientes 
sea  de  los  caballeros  profesos  de  las  Ordenes  mi-  por  parte  de  madre  y no  por  la  de  padre, 

litares,  no  deben  ya  contarse  entre  los  sacrilegos  I.  El  hijo  mancer  era  tenido  por  impuro  en- 

por  solo  el  hecho  de  ser  hijos  de  freiles,  sino  en-  tre  los  judíos,  y no  podia  ser  admitido  en  la 
T.re  los  legítimos  ó naturales  ó incestuosos  ó adul-  Ig'lesia,  según  el  cap.  23  del  Deuteronomio, 
termos,  según  la  condición  ó estado  de  sus  pa-  vers.  2.":  Non  ingredietur  mancer,  hoc  est,  de 
dres  y madres  al  tiempo  de  la  concepción  ó del  na-  scortg  natas , in  Ecclesiant Do'mvhí,  usgue  ad  de- 
cimiento , con  arreglo  á las  disposiciones  legales  cimam  generationem. 

explicadas  en  los  artículos  que  autecedeu,  á no  II.  Como  el  hijo  mancer  se  considera  sin  pa- 
ser  que  fuesen  habidos  eu  monja  profesa,  pues  dre,  pues  que  prostituyéndose  su  madre  á mu- 
entonces  serian  sacrilegos  por  razón  de  la  madre.  chos  hombres  no  es  posible  distinguir  al  que  le 
VIII.  ¿Podrá  el  hijo  sacrilego  ser  legitimado  ha  procreado,  es  consiguiente  que  no  pueda  de- 
por  privilegio  ó rescripto  del  Rey?  En  el  dia,  con  ducir  derechos  contra  ninguno  de  ellos:  y así  es 

arreglo  á la  ley  de  14  de  Abril  de  1838,  no  pue-  de  peor  condición  en  cuanto  al  padre  que  los 

den  ser  legitimados  por  el  Rey  sino  los  hijos  demás  espurios.  Mas  como  la  madre  siempre  es 

naturales , según  los  define  la  ley  1.a,  tít.  5.°,  cierta,  tiene  el  hijo  mancer  con  respecto  á ella 

lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  esto  es,  los  hijos  ilegí-  los  mismos  derechos  que  los  otros  espurios.  Yéa- 
tiraos  de  personas  que  al  tiempo  de  la  concep-  se  Hijo  espurio. 

cion  ó al  del  nacimiento  podían  contraer  entre  III.  El  hijo  mancer  es  incapaz  de  legitima- 
sí  legitimo  matrimonio  sin  dispensa;  y como  no  ( cion  por  subsiguiente  matrimonio;  pues  aim- 
puede  suponerse  que  los  padres  de  los  hijos  sa-  ' que  la  madre  llegue  á casarse  con  alguno  de 
crüegos  puedan  contraer  entre  sí  matrimonióle-  aquellos  hombres  que  tuvieron  comercio  Licito 

gítimo  en  alguno  de  los  dos  tiempos,  de  ahí  es  con  ella,  nunca  podrá  saber  si  este  hombre  es 

que  los  hijos  sacrilegos  no  entrarán  nunca  en  efectivamente  quien  le  procreó.  El  fundamento 

la  clase  de  hijos  naturales , y que  de  consiguien-  ! de  la  legitimación  es  una  ficción  del  derecho 
te  no  podrán  ser  legitimados  por  concesión  real.  : por  la  cual  se  supone  que  un  hijo  ilegítimo  na- 
V.  Hijo  adulterino , núrn.  XIII.  ■ ció  dentro  del  matrimonio  contraido  por  su  pa- 

HIJO  MANCER.  El  hijo  espurio  nacido  de  rame-  dre  y su  madre,  para  cuyo  efecto  se  retrotrae  el 
ra  pública;  ex  scorto  natas.  «Los  que  son  llama-  matrimonio  al  tiempo  de  la  procreación  del  hijo; 
dos  manceres,  dice  la  ley  1.”,  tít.  15,  Part.  4.*,  j y como  no  puede  fingirse  matrimonio  de  un 
nascen  de  las  mujeres  que  están  en  la  putería,  hombre  con  una  ramera  en  la  época  misma  en 
et  danse  á todos  cuantos  á ellas  vienen:  et  por  fiue  & todos  se  entregaba,  no  hay  lugar  tampoco 
ende  non  pueden  saber  cuyos  fijos  son  los  que  á suponer  que  el  hijo  de  tales  tratos  es  Iruto  del 
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matrimonio  que  con  ella  contrae  después  un 
hombre  cualquiera.  Así  es  que  el  derecho  roma- 
no le  excluyó  expresamente  de  la  legitimación 
por  matrimonio,  y el  de  las  Partidas  le  excluye 
implícitamente  en  cuanto  solo  admite  á legiti- 
mación & los  hijos  habidos  en  concubina  con 
quien  podía  el  padre  casarse  at  tiempo  de  la 
concepción:  ley  1.*,  tít.  13,  Part.  4.  Es  cierto  que 
una  prostituta  puede  casarse  ; pero  su  matrimo- 
nio no  puede  retrotraerse  al  tiempo  de  su  pros- 
titución ni  su  marido  puede  reconocer  como 
suyos,  & lo  menos  en  perjuicio  de  tercero,  á los 
hijos  que  ella  tenia  en  su  comercio  ilícito  con 
todos.  E!  marido  no  puede  reconocer  por  hijos 
propios  ni  legitimar  sino  á los  hijos  habidos  de  < 
mujer  que  él  tenia  por  suya;  ¿y  cómo  habia  de 
tener  por  suya  á la  que  era  de  todos  los  que  A 
ella  querían  acercarse? Si  hubiese,  pues,  uit  hom- 
bre tan  insensato  que  se  propusiera  reconocer  ó 
hubiera  reconocido  ya  por  suyo  el  fruto  del  ra- 
merisino  ó prostitución  de  una  mujer,  podría 
oponerse  y combatir  tal  reconocimiento  cual- 
quier interesado  á quien  perjudicase.  V.  Hijo 
natural , núm.  III. 

IV.  .Mas  ya  que  el  hijo  de  prostituta  no  puede 
ser  legitimado  por  subsiguiente  matrimonio, 
¿podrá  serlo  á lo  menos  por  concesión  del  Rey? 
Tampoco  admiten  las  leyes  romanas  ni  las  de  las 
Partidas  á la  gracia  de  la  legitimación  por  res- 
cripto real  sino  á ios  hijos  de  concubina  con 
quien  podía  casarse  el  concabinario  en  la  época 
de  la  concepción:  Novela  89,  cap.  9.°  y 15;  ley  9.a, 
tit,  18,  Parí.  3.",  y ley  4.a,  tít.  15,  Part.  4.a  Sin 
embargo,  como  por  la  costumbre  se  ha  introdu- 
cido la  legitimación  real  de  los  hijos  espurios, 
según  lo  dicho  cu  ios  artículos  Hijo  incestuosa, 
núm.  VI,  é -Hijo  adulterino , núm.  XIII,  no  pa- 
rece debe  negarse  á los  mauceres.  Pero  esta  le- 
gitimación no  puede  producir  efecto  alguno  con 
respecto  al  padre,  pues  que  le  suponemos  in- 
cierto y desconocido;  ni  tampoco  puede  surtir 
efectos  muy  notables  con  respecto  á la  madre, 
pues  el  hijo  inaucer,  esté  ó no  esté  legitimado, 
tiene  siempre  derecho  á la  crianza  y alimentos 
de  parte  de  ella,  y no  concurriendo  hijos  legí- 
timos ni  naturales,  es  heredero  forzoso  por  testa- 
mento y abiutestato  de  la  misma,  con  arreglo  á 
lo  que  mas  extensamente  se  expresa  en  el  ar- 
ticulo Hijo  espurio.  Solo  servirá,  pues,  la  legiti- 
mación para  limpiar  de  alguna  manera  la  man- 
cha del  origen  del  nacimiento,  para  gozar  de 

nobleza,  ó para  obtener  ó ejercer  empleos , car-  ! 
gos  ó profesiones  de  que  estuviesen  excluidos 
los  ilegítimos. 

HIJO  LEGITIMADO.  El  hijo  habido  fuera  de  ma- 
trimonio que  por  alguno  de  ios  medios  estable- 
cidos por  la  ley  ha  pasado  k la  clase  de  los  hijos 
legítimos. 
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I.  Puede  un  hijo  ilegítimo  ser  legitimado  de 
dos  maneras:  l.°.  por  subsiguiente  matrimo- 
nio; 2.“,  por  concesión  real,  ó como  suele  decir- 
se, por  rescripto  del  príncipe. 

Hijo  legitimado  por  matrimonio. 

II.  El  hijo  habido  fuera  (le  matrimonio  se  le- 
gitima por  el  matrimonio  que  el  padre  y la  ma- 
dre contrajeren  entre  sí  según  la  ley:  ley  2.a.  tí- 
tulo 6.“,  lib.  3."  del  Fuero  Real,  y ley  1.a.  tít.  13, 
Part.  4.a 

Mas  no  todo  hijo  ilegítimo  puede  legitimarse 
por  el  subsiguiente  matrimonio  de  sus  padres. 
Las  leyes  no  conceden  esta  capacidad  sino  a.1 
hijo  de  soltero  y soltera  que  podían  casarse  en- 
tre sí  al  tiempo  en  que  le  dierou  el  ser;  porque 
el  fundamento  de  la  legitimación  es  la  ficción 
de  que  el  hijo  fue  procrearlo  en  legitimo  matri- 
monio, y no  puede  fingirse  matrimonio  en  la 
época  de  la  procreación  sino  entre  personas  que 
podían  entonces  contraerlo.  Asi  que,  son  inca- 
paces de  ser  legitimados  por  este  medio:  1.°,  el 
hijo  adulterino , ya  proceda  de  padre  casado  y 
madre  soltera,  ya  de  madre  casada  y padre  sol- 
tero ó casado;  2 ".  el  hijo  incestuoso  á no  ser  que 
el  matrimonio  se  verifique  con  la  correspondien- 
te dispensa  del  parentesco;  3.°.  el  hijo  sacrilego; 
4F,  el  hijo  mancer,  esto  es,  el  hijo  de  ramera. 
V.  Hijo  adulterino,  núm.  VII  y sig.;  Hijo  inces- 
tuoso, núm.  III  y sig.:  Hijo  sacrilego,  núm.  VIII; 
Hijo  mancer,  núm.  III. 

La  existencia  de  un  matrimonio  intermedio 
no  es  obstáculo  para  la  legitimación,  pues  que 
la  ley  no  exige  para  que  sea  legitimado  el  hijo 
de  soltero  y soltera  sino  que  estos  lleguen  á con- 
traer entre  sí  legítimo  matrimonio.  Así  es  que  si 
habiendo  tenido  tú  siendo  soltero  un  hijo  natu- 
ral en  Antonia  también  soltera,  te  casaste  luego 
con  María,  y muerta  María,  tu  mujer  legítima, 
te  vuelves  h casar  con  Antonia,  el  hijo  de  Anto- 
nia quedará  legitimado  por  el  matrimonio  que 
al  fin  contraes  con  ella.  Así  lo  sostienen  con 
mucha  razón,  entre  otros  distinguirlos  autores. 
Gregorio  López  en  la  glosa  9.a  de  la  ley  l.\  tí- 
tulo 13,  Part.  4.a,  y Antonio  Gómez  en  los  núme- 
ros 59  y 60  de  sus  comentarios  á la  ley  12  de  Toro. 

El  hijo  capaz  de  recibir  el  beneficio  ele  la  le- 
gitimación queda  legitimado  ipso  jure,  en  fuerza 
del  mismo  derecho , por  solo  el  hecho  del  matri- 
monio de  sus  padres;  «ca  tan  grand  fuerza  ha  el 
matrimonio,  como  dice  la  ley  1.a.  tít.  13,  Part.  4.a, 
que  luego  que  el  padre  et  la  madre  sou  casados, 
se  facen  por  ende  los  fijos  legítimos.»  Tanta  vis. 
esl  matrimonii,  ut  qui  antea  sunt  geniti,  posteon- 
tractum  malrimonmm  legidmi  kaheantur , como 
dice  la  decretal  de  Alejandro  III,  cap.  6.a,  Extra, 
qui Jilii  sint  legillm.  Sin  embargo,  siendo  ne- 
cesario el  reconocimiento  del  padre  para  que  un 
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hijo  sea  tenido  por  natural  según  la  ley  11  de 
Toro , parece  que  con  mas  razón  lo  será  para,  que 
quede  legitimado,  á no  ser  que  ya  hubiese  sido  : 
reconocido  el  hijo  como  natural.  En  Aragón  se  I 
suele  hacer  el  reconocimiento  del  hijo  por  el  pa- 
dre y la  madre  al  tiempo  de  casarse  estos , y se 
inserta  la  fe  ó partida  de  bautismo  en  la  de  ma- 
trimonio. 

Nosolo  quedan  legitimados  por  el  subsiguiente 
matrimonio  de  sus  padres  los  hijos  capaces  de 
este  beneficio  que  existen  al  tiempo  de  su  cele- 
bración, sino  también  los  que  ya  hubieseu  muer- 
to dejando  descendientes;  en  cuyo  caso  estos 
descendientes  se  reputarán  legitimados  por  el 
matrimonio  de  sus  abuelos,  como  prueba  Anto- 
nio Gómez  en  los  núms.  61  y 62  de  sus  comenta- 
rios á la  ley  12  de  Toro. 

III.  El  hijo  legitimado  por  el  subsiguiente 
matrimonio  de  sus  padres  tiene  los  mismos  de- 
rechos que  si  hubiese  nacido  de  este  matrimonio, 
como  que  efectivamente  se  considera  nacido 
dentro  de  él;  y no  adquiere  la  legitimidad  sino 
desde  el  momento  de  su  celebración  , según  se 
infiere  claramente  de  la  ley  Id,  tít.  13,  Part.  4.* 

La  legitimación,  pues,  no  surte  ni  puede  surtir 
efecto  sino  desde  que  se  contrae  el  matrimonio, 
y por  consiguiente  no  tiene  ni  puede  tener  efec- 
to retroactivo.  Esa  retroacción  del  matrimonio 
al  tiempo  de  la  concepción  del  hijo,  de  que  mas 
arriba  hemos  hablado,  no  es  mas  que  una  ficción 
de  derecho  inventada  solo  con  el  objeto  de  esta- 
blecer la  necesidad  de  la  aptitud  de  los  padres 
para  casarse  en  aquella  época,  y no  con  el  de 
asegurar  desde  entonces  la  legitimidad  del  hijo, 
pues  esto  podría  traer  resultados  absurdos  y 
quizá  funestos  que  no  pueden  admitirse.  Sígue- 
se de  estos  principios: 

l.°  Que  el  hijo  legitimado  no  tiene  derecho 
alguno  como  legitimado  á las  succesiones  de  los 
parientes  que  hubiesen  fallecido  antes  del  ma- 
trimonio que  haproducido  su  legitimación,  aun-  ! 
que  al  tiempo  de  la  muerte  de  estos  parientes 
estuviera  ya  procreado  y aun  hubiera  nacido; 
pues  que  por  su  legitimación  posterior  á la 
apertura  de  las  succesiones'  no  puede  ya  quitar 
á terceras  personas  un  derecho  que  legítima- 
mente habían  adquirido.  Supongamos,  por  ejem-  | 
pío,  que  fallecen  los  abuelos  paternos  de  un  hijo  ' 
natural  no  legitimado,  y que  no  pudiendo  ó no  i 
queriendo  ser  heredero  su  padre  por  causa  de  . 
incapacidad  ó indignidad  ó renuncia,  pasa  la  ' 
herencia  á otros  hijos  ó parientes  colaterales  de 
los  abuelos  ó del  padre;  cásase  después  el  padre 
con  la  madre,  y el  hijo  natural  queda  legitima- 
do: ¿podrá  este  hijo  ya  legitimado  reclamar  la 
herencia  de  sus  abuelos  y despojar  de  ella  ó del 
derecho  á ella  á los  que  por  incapacidad  ó indig- 
nidad ó renuncia  de  su  padre  la  adquirieron, 


bajo  pretexto  de  que  su  legitimación  hade  retro- 
traerse y considerarse  anterior  á la  muerte  de 
sus  abuelos,  pues  que  entonces  estaba  ya  en  el 
vientre  de  su  madre  ó había  nacido?  No  : el  hijo 
de  quien  hablamos  no  era  mas  que  hijo  natural 
al  tiempo  de  la  apertura  de  la  snccesion  de  sus 
abuelos  y corno  meramente  natural  no  tenia  de- 
recho ni  era  llamado  á ella  en  defecto  de  su  pa- 
dre: si  después  lia  sido  legitimado,  tendrá  de- 
recho á las  succesiones  que  se  abran  después, 
pero  no  á.  las  que  se  abrieron  antes  y que  ya 
pasaron  ó deben  pasar  á las  personas  que  en- 
tonces eran  llamadas  por  la  ley. 

2.°  Que  el  hijo  legitimado  se  reputará  primo- 
génito entre  los  hijos  del  matrimonio  que  ha 
producido  su  legitimación,  pero  no  entre  los  hi- 
jos de  un  matrimonio  anterior,  aunque  natural- 
mente lo  sea;  de  manera,  que  existiendo  hijos 
legítimos  habidos  antes  de  la  legitimación,  no 
adquirirá  los  derechos  personales  que  van  inhe- 
rentes á la  prelacion  riel  nacimiento.  Pablo,  por 
ejemplo,  tiene  de  Isabel  un  hijo  natural;  cásase 
después  con  .lulia,  de  quien  tiene  hijos  legíti- 
mos, y muerta  Julia,  se  casa  en  segundas  nup- 
cias con  Isabel,  legitimando  al  hijo  que  tuvo  de 
ella;  este  hijo  no  será  tenido  por  primogénito  en 
perjuicio  de  los  hijos  de  Julia,  porque  el  derecho 
de  primogenitura  estaba  ya  radicado  en  estos,  y 
él  no  puede  entrar  á gnzar  de  los  beneficios  y 
prerogativa.s  de  hijo  legítimo,  sino  desde  el  tiem- 
po de  su  legitimación,  que  no  debe  retrotraerse 
al.  de  su  nacimiento;  de  suerte,  que  si  hay  un 
mayorazgo  ú otro  cualquier  derecho  trasmisible 
por  érden  de  primogenitura,  pertenecerá  de  pre- 
ferencia á los  hijos  de  Julia,  y solo  á falta  de 
ellos  y de  sus  descendientes,  pasará  al  hijo  legi- 
timado de  Isabel.  Lo  mismo  ha  de  decirse  aun 
en  el  caso  de  que  los  hijos  de  Julia  sean  también 
legitimados  y hayan  nacido  después  que  el  de 
Isabel ; porque  para  determinar  el  derecho  de 
primogenitura  en  sus  efectos  legales,  no  debe- 
mos atenernos  á la  época  del  nacimiento,  sino  á 
la  del  matrimonio.  No  faltan,  sin  embargo,  al- 
gunos autores  que  pretenden  la  preferencia  del 
hijo  legitimado  para  la  primogenitura.  y que  en 
concurrencia  de  hijos  legítimos  nacidos  después 
que  él,  aunque  antes  de-  la  legitimación,  quieren 
se  le  confieran  los  derechos  inherentes  á la  pre- 
lacion del  nacimiento;  pero  su  opinión,  que  no 
puede  ajustarse  con  ios  términos  de  las  leyes  ni 
con  los  principios  verdaderos  y no  fingidos,  no 
encuentra  ya  en  el  dia  partidarios. 

3.°  Que  si  el  hijo  capaz  de  legitimación  mu- 
rió antes  del  matrimonio  de  sus  padres,  y por 
ello  no  pudo  ser  legitimado,  lo  serán  sus  hijos  y 
descendientes,  y se  aprovecharán  de  este  bene- 
ficio por  el  derecho  de  representación  , corno  ya 
se  ha  indicado  mas  arriba 
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4. °  Que  el  hijo  legitimado,  como  que  se  con- 
sidera nacido  dentro  del  matrimonio,  y adquiere 
por  lo  tanto  la  caiidad  de  legítimo,  queda  sujeto 
A la  patria  potestad  como  los  demás  legítimos,  es 
heredero  forzoso  de  su  padre  y de  su  madre  y de 
sus  ascendientes  paternos  y maternos  en  su  caso 
y lugar  por  testamento  y abintestato,  snccede  á 
los  demás  parientes  con  arreglo  á las  leyes,  y en 
suma  tiene  los  mismos  derechos  y obligaciones 
que  los  demás  hijos  legítimos,  sin  distinción  al- 
guna: ley  2.',  tít.  13,  Part.  4.a  Y.  Hijo  legítimo.— 
Heredero  forzoso  y Heredero  legitimo  ó abiu- 
testato. 

5. °  Que  las  donaciones  entre  vivos  que  el  pa- 
dre hubiese  hecho  de  todos  sus  bienes  ó de  gran 
parte  de  ellos  por  no  tener  hijos  legítimos  ni  es- 
peranza de  tenerlos,  quedan  revocadas  de  dere- 
cho por  la  legitimación  del  hijo  natural  en  vir- 
tud del  subsiguiente  matrimonio;  porque  si  se 
revocan  por  sobrevenirle  al  donador  hijos  legí- 
timos de  mujer  con  quien  casare  después,  como 
establece  la  ley  8.*,  tít.  4.”,  Part.  5.*,  también  de- 
berán revocarse  por  la  legitimación  que  el  ma- 
trimonio produce  á favor  del  hijo  natural,  pues 
que  en  este  caso  puede  decirse  igualmente  que 
le  sobreviene  al  donador  un  hijo  legítimo,  en 
razón  de  que  el  hijo  natural  legitimado  se  con- 
sidera nacido  dentro  del  matrimonio. 

IV.  ¿Puede  el  hijo  repudiar  la  legitimación 
que  le  produce  el  matrimonio  de  sus  padres?  Se- 
gún el  derecho  romano,  no  puede  hacerse  la 
legitimación  sin  el  consentimiento  de  los  hijos 
(ley  11, 1),  de  Jtis  qui  sui  reí  alieni  jnris  san l); 
porque  si  bien  la  legitimación  es  para  ellos  un 
beneficio,  no  deja  de  ser  también  una  carga, 
pues  de  hombres  independientes  pasan  á ser 
hijos  de  familia  y á sujetarse  á la  patria  potes- 
tad, en  cuya  virtud  deben  adquirir  para  el  padre 
cuando  antes  adquirían  para  sí  mismos.  Como 
esta  razón  subsiste  entre  nosotros,  no  parece 
justo  que  desechemos  la  disposición  romana  que 
eu  ella  se  funda.  Ko  faltarán  además  algunos 
casos  en  que  se  trate  de  legitimar  fraudulenta- 
mente á un  hijo  natural,  no  por  su  interés,  sino 
por  el  de  personas  á quienes  no  deba  el  sér. 
Puede  suceder  también  que  la  madre,  con  objeto 
de  dar  á.  su  hijo  las  ventajas  inherentes  ¿la  le- 
gitimidad, y de  adquirir  el  goce  de  bienes  que  á 
este  se  hubiesen  donado  ó legado,  contraiga 
matrimonio  para  legitimarle  con  un  hombre  que 
no  sea  el  padre.  En  semejantes  casos,  es  claro 
que  el  hijo  podrá  atacar  y destruir  el  reconoci- 
miento que  de  su  filiación  se  hiciere,  para  im- 
pedir la  legitimación.  V.  Legitimación, 

Mijo  legitimado  por  el  Rey. 

V,  Hemos  hablado  hasta  aquí  del  hijo  legiti-  ¡ 


mado  por  subsiguiente  matrimonio;  pasemos  al 
legitimado  por  concesión  del  Rey. 

El  Rey  puede  legitimar  a un  hijo  ilegítimo: 
ley  17,  tít.  G.°,  lib.  3."  del  Fuero  Real;  ley  4.*, 
tít.  15,  Part.  4.a,  y ley  de  14  de  Abril  de  1838. 

La  ley  9.2,  tít.  18,  Part.  3.a,  y la  ley  4.a,  tít.  15, 
Part.  4.a,  así  como  las  ieyes  romanas,  no  admiten 
á todo  ilegítimo  h la  gracia  de  legitimación  por 
rescripto  del  Rey,  sino  solo  á los  hijos  habidos 
en  concubina  con  quien  podía  el  padre  casarse 
al  tiempo  de  la  concepción.  Mas  por  muy  justa 
que  sea  esta  regla,  parece  haber  prevalecido  la 
opinión  de  ios  autores  que  lian  sostenido  la  legi- 
timación de  todos  los  demás  hijos  ilegítimos,  sin 
excluir  á los  incestuosos,  ni  á los  adulterinos,  ni 
h los  sacrilegos,  ni  á ningún  otro  de  los  espurios. 
La  legitimación  de  estos  hijos,  dicen,  no  es  con- 
traria á los  principios,  porque  teniendo  el  sobe- 
rano la  potestad  de  abrogar  las  leyes  civiles, 

| tiene  por  consecuencia  necesaria  la  de  relajarlas, 
conceder  dispensa  de  ellas,  y modificar  su  apli- 
cación. Si  les  opones  que  la  legitimación  es  una 
imagen  del  matrimonio  y que  no  puede  por  lo 
tanto  tener  lugar  eu  los  casos  en  que  el  padre  y 
la  madre  eran  incapaces  de  casarse  entre  sí  al 
tiempo  de  la  concepción  de  los  hijos,  te  respon- 
den. que  en  el  órden  de  la  naturaleza  todos  los 
hijos  nacen  iguales,  que  la  distinción  de  legíti- 
mos é ilegítimos  no  se  ha  introducido  sino  por 
las  leyes  civiles,  y que  así,  no  hay  razón  que 
impida  al  soberano  derogar  esta  distinción  cuan- 
do lo  crea  conveniente.  Lo  cierto  es  que  la  Real 
cédula  de  21  de  Diciembre  de  1800  sobre  gracias 
al  sacar,  supone  ia  posibilidad  de  la  legitimación 
real  de  los  hijos  de  clérigos,  de  casados  y de  ca- 
balleros profesos  de  las  Órdenes,  pues  que  fija  el 
servicio  pecuniario  con  que  en  su  caso  ha  de 
contribuirse  por  la  legitimación  de  cada  uno  de 
los  hijos  de  dichas  clases;  bien  que  en  el  Real 
decreto  de  5 de  Agosto  de  1818,  que  es  el  que 
rige  sobre  las  citadas  gracias,  no  se  hace  men- 
ción alguna  de  ios  hijos  de  clérigos  ni  de  los  de 
casados.  Por  fin,  la  ley  de  Córtes  de  14  de  Abril 
de  1838,  da  facultad  al  Rey  para  resolver  las  ins- 
tancias sobre  legitimaciones  de  los  hijos  natu- 
rales, según  los  define  la  ley  1.a,  tít.  5.“,  lib.  10, 
Nov.  Recop.,  ó sea  la  ley  11  de  Toro,  es  decir,  de 
los  hijos  ilegítimos  de  aquellas  personas  que 
podían  casarse  entre  sí  sin  dispensa  en  la  época 
de  la  concepción  ó del  nacimiento,  con  tal  que 
el  padre  los  reconozca  por  suyos. 

Podra,  pues,  el  Rey  legitimar  ahora  segun  esta 
ley  de  14  de  Abril  de  1838:  l.°,  al  hijo  de  soltero 
y soltera  que  no  tuviesen  entre  sí  relaciones  de 
parentesco  en  grado  prohibido;  2.°,  al  hijo  adul- 
terino  de  personas  casadas  que  al  tiempo  del  na- 
cimiento se  hubiesen  hallado  en  aptitud  para  ca- 
sarse entre  sí,  por  haber  muerto  los  cónyuges 
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con  quienes  respectivamente  estaban  ligadas  al 
tiempo  de  la  concepción.  Pero  no  podrá  legiti- 
mar: l.°,  al  hijo  de  soltero  y soltera  que  fuesen 
parientes  en  grado  prohibido;  porque  como  estos 
parientes  nunca  pueden  casarse  sin  dispensa, 
nunca  podrá  el  hijo  adquirir  la  consideración  de 
natural  en  el  sentido  de  la  ley  11  de  Toro  y de  la 
ley  do  14  de  Abril  de  1838;  de  lo  cual  resulta  la 
anomalía  de  que,  pudieudo  como  puede  ser  legi- 
timado este  hijo  por  el  subsiguiente  matrimonio 
de  sus  padres,  celebrado  con  dispensa  del  impe- 
dimento, no  pueda  serlo  por  rescripto  del  Hoy, 
cuando  por  el  contrario,  el  rescripto  del  Rey  no 
debía  recaer  sino  sobre  hijos  que  no  se  legitima- 
sen por  matrimonio:  2.°,  ni  al  hijo  adulterino  de 
padres  que  maquinaron  la  muerte  de  sus  respec- 
tivos cónyuges  ó de  uno  de  estos , ó se  dieron 
palabra  de  casarse  después  que  el  casado  que- 
dara viudo,  ó de  hecho  se  casaron  á sabiendas 
estando  todavía  enlazado  alguno  de  ellos  con 
otra  persona;  porque  como  los  adúlteros  que  se 
hallan  en  alguno  de  estos  tres  casos,  no  pueden 
jamás  contraer  entre  si  legítimo  matrimonio  sin 
dispensa,  aunque  lleguen  á quedar  libres  de  sus 
anteriores  enlaces,'  es  claro  que  tampoco  el  hijo 
que  concibieron  en  adulterio,  podrá  nunca  pasar 
á la  condición  de  los  naturales,  según  los  en- 
tiende la  ley  11  de  Toro,  aunque  al  nacer  en- 
cuentre ya  libres  á sus  padres:  3.°,  ni  al  hijo  ile- 
gítimo de  clérigo  ordenado  in  sacris,  ni  al  de 
fraile  profeso , ni  al  de  monja  profesa,  porque 
ninguno  de  estos  hijos  puede  nunca  revestirse 
de  la  calidad  de  hijo  natural,  respecto  de  que  ni 
la  monja,  ni  el  fraile  ni  el  clérigo  pueden  en 
tiempo  alguno  casarse  sin  dispensa.  V.  Hijo  in- 
cestuoso, núm.  VI;  Hijo  adulterino,  uúm.  XIII; 
Hijo  sacrilego,  núm.  VIII;  Hijo  maucer,  núm.  IV. 
Las  legitimaciones  que  el  Rey  no  puede  otorgar 
por  sí  solo,  quedan  reservadas  á las  Córtes  con 
el  Rey. 

VI.  Para  que  la  carta  real  de  legitimación 
concedida  á un  espurio  sea  válida  y no  pueda 
calificarse  de  subrepticia,  es  necesario  en  primer 
lugar,  según  convienen  todos  los  autores,  que 
la  calidad  de  hijo  se  haya  expresado  en  la  súpli- 
ca; porque  es  mas  difícil  otorgar  esta  gracia  ai 
lujo  espurio  que  al  meramente  natural  de  solte- 
ro y soltera. 

¿Bastará,  empero,  decir  en  general  que  el  hijo 
es  bastardo  ó espurio,  nacido  de  vedado  ayunta- 
miento, sin  expresar  que  es  incestuoso  ó adul- 
terino? Baldo,  Juan  Andrés,  Decio  y Juan  Anto  - 
nio de  San  Jorge  sostienen  la  afirmativa,  fun- 
dándose en  el  principio  de  que,  como  el  género 
contiene  las  especies,  lo  que  se  dice  de  aquel  se 
entiende  también  de  estas:  Cogilaimn  in  genérale 
referlur  tltl  spceialia.  Pero  Antonio  de  Butrio,  Oo- 
varrubias  y M.  d Aguesscau  han  abrazado  la 


j opinión  que  lo  niega,  porque  cuanto  mas  odioso 
sea  el  delito  en  la  persona  del  padre,  mas  di- 
fícil será  limpiar  la  mancha  en  la  persona  del 
hijo. 

Y si  el  hijo  procede  de  doble  adulterio,  es  de- 
cir, de  dos  personas  casadas  con  otras,  ¿quedará 
válidamente  legitimado  cuando  en  la  súplica  se 
le  calificó  simplemente  de  hijo  adulterino?  01- 
drado,  Juan  Antonio  de  San  Jorge  , Decio  y Co- 

varrubias  responden  que  la  legitimación  es  su- 
brepticia; porque  el  Rey  ha  podido  creer  que 
el  adulterio  era  simple,  y es  muy  probable  que 
habría  puesto  mas  dificultad  en  otorgar  la  gra- 
cia si  hubiera  sabido  que  el  hijo  debía  el  sér  á 
una  doble  violación  de  la  fe  conyugal.  Angelo 
y otros  objetan  que  jamás  se  comete  adulterio 
propiamente  tal  por  parte  del  hombre,  y que 
así,  por  solo  el  hecho  de  manifestar  al  Rey  que 
. el  espurio  a cuyo  favor  se  pide  la  legitimación, 
. es  adulterino,  se  da  bastante  á entender  que  su 
madre  lia  violado,  para  darle  la  vida,  el  vínculo 
que  la  ligaba  con  su  esposo.  Mas  esta  objeción 
no  está  fundada  con  respecto  á nosotros  sino  en 
un  falso  principio.  Es  cierto  que  según  el  Dere- 
cho romano  solo  se  cometía  adulterio  cuando 
una  mujer  casada  se  abandonaba  á un  hombre 
libre  ó casado:  PropHe adalterium  in  nupta  com- 
mittitur  propter  par Imn  ex  altero  conceptual,  dice 
la  ley  G.",  pár.  1.",  D.  ad  ley.  jul  de  adul.  Pero 
entre  nosotros  el  comercio  de  un  hombre  casado 
con  una  mujer  soltera  no  es  menos  adulterino 
que  el  de  una  mujer  casada  con  un  hombre  sol- 
tero, según  se  echa  de  ver  eu  la  ley  2.a,  til.  15, 
Part.  4.a,  que  llama  fechos  en  adulterio  á los  hi- 
jos que  un  casado  hiciese  en  barragana.  Hay, 
pues',  doble  adulterio  cuando  el  hombre  y la 
mujer  están  ligados  en  matrimonio  con  otras 
personas;  y como  el  yerro  es  mas  grave  en  este 
caso  que  cuando  el  uno  de  los  adúlteros  es  libre 
ó soltero,  no  parece  debe  dudarse  que  la  omisión 
de  la  circunstancia  del  doble  adulterio  en  la 
súplica  liará  subrepticia  la  carta  de  legitimación. 

Es  de  advertir  empero,  que  como  ahora  se  for- 
ma expediente  instructivo  en  el  competente,  juz- 
gado de  primera  instancia  y en  la  Audiencia 
| territorial,  según  luego  veremos,  cuando  algu- 
no solicita  la  legitimación  real  de  algún  hijo, 
bastará  que  la  especie  de  su  ilegitimidad  resulte 
de  las  diligencias  practicadas  ó documentos  que 
obren  en  el  expediente,  aunque  no  se  baya  ex- 
presado en  la  súplica,  para  que  el  rescripto  del 
Rey  no  se  tenga  por  subrepticio. 

VII.  Exigía  el  Derecho  romano  en  segundo 
lugar  (cap.  2."  de  la  Nov.  74,  y cap.  9."  do  la 
Eovela  88),  para  la  validez  de  la  legitimación 
por  rescripto  que  el  padre  careciese  de  hijos  le- 
gítimos; porque  no  tenia  por  justo  que  los  frutos 
de  la  disolución  y de  la  licencia  se  introdujesen 
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en  una  familia  y se  confundiesen  con  los  de  una 
unión  legítima  y pura.  También  nuestra  legis- 
lación exige  esta  circunstancia;  pues  que  la  ley 
5.',  tít.  t>.",  lilj.  3.®  del  Fuero  Real,  solo  al  hom- 
bre que  no  tuviere  hijos  de  bendición  permite 
adoptar  4 un  extraño  y legitimar  ai  Lijo  que  hu- 
biese habido  en  barragana.  Por  eso  Gregorio 
López  en  Ja  glosa  2.a  de  la  ley  3(1,  tít.  18,  Parí.  3.'. 
y en  la  glosa  .V  de  la  ley  32,  tít.  9.°,  Part. 
afirma  que  habiendo  hijos  legítimos  no  puede 
ser  legitimado  por  rescripto  el  espurio  ni  aun  el 
natural.  Sientan,  sin  embargo,  los  autores  que- 
puede  el  Rey  conceder  la  legitimación  aun  en 
concurrencia  de  hijos  legítimos,  y que  será  vá- 
lida la  concesión,  con  tal  que  en  la  súplica  se 
haya  hecho  presente  la  existencia  de  estos  hijos, 
pero  que  en  el  caso  de  haberse  callado  esta  cir- 
cunstancia, se  tendrá  por  nula  y de  ningún 
efecto  la  gracia , como  obtenida  por  obrepción  6 
subrepción. 

Háse  preguntado  con  este  motivo , si  la  carta 
de  legitimación  obtenida  por  un  padre  que  no 
tiene  mas  hijos  que  los  naturales  6 espurios  que 
ha  legitimado,  caducará  y quedará  sin  efecto 
en  el  caso  de  que  le  sobrevengan  hijos  legíti- 
mos Los  autores  se  han  dividido  en  sus  res- 
puestas; unos  han  sostenido  que  la  superven- 
ción de  hijos  legítimos  debe  hacer  caduca  la  le- 
gitimación de  los  naturales  ó espurios,  porque 
en  el  caso  propuesto  la  gracia  del  Rey  ha  venido 
á parar  ad  casvni  á quo  incipert  non  potest;  otros 
por  el  contrario  han  contestado,  que  habiéndo- 
se consumado  la  legitimación  por  rescripto  en 
tiempo  hábil,  no  debe  revocarse  por  un  aconte- 
cimiento que  hubiera  impedido  su  concesión  en 
el  principio , apoyándose  en  la  regla  de  que  non 
enl  novnm  %l  q-uw  semel  utüiter  constituía  sv/nt, 
durent,  lic.it  Ule  casus  extitmt  a quo  incipcre  non 
possunt,  como  dice  la  ley  85,  pár.  1."  Dig.  de  re 
ffulis  juris ; la  cual  tiene  lugar  especialmente, 
cuando  del  acto  hecho  en  tiempo  útil  resulta  un 
derecho  adquirido  en  beneficio  de  alguna  per 
sona.  Los  primeros  tenían  á su  favor  la  ley  5.a, 
tít.  6.°,  lib.  3.°,  y las  leyes  l.’y  7.a,  tít.  21,  lib.  4.” 
del  Fuero  Reai,  las  cuales  anulan  ó dejan  sin 
efecto  las  adopciones  y legitimaciones  por  la  su- 
pervención de  hijos  legítimos;  y los  segundos 
se  veian  apoyados  por  la  ley*}/,  tít.  15,  Part.  4.", 
la  cual  deja  subsistente  la  legitimación  por  res- 
cripto, pues  que  ordena  que  los  legítimos  par- 
tan la  herencia  con  los  legitimados.  Mas  tratóse 
de  este  asunto  en  las  Cortes  de  Toro;  disputóse 
con  calor  sobre  si  Labia  de  regir  la  disposición 
de  las  citadas  leyes  del  Fuero  Real  , ó la  de  la 
ley  de  Partida;  y después  de  largas  altercacio- 
nes convinieron  todos  en  que  por  la  superven- 
ción de  hijos  legítimos  no  se  revocase  ni  tarnpo 
co  se  mantuviese  en  todos  sus  efectos  la  legi- 


| timacion  real,  acordando  por  fin,  que  el  hijo 
' legitimado  por  privilegio  del  Rey  no  pueda  suc- 
cederpor  testamento  ni  abiutestato  á su  padre 
ni  á su  madre  ni  á sus  abuelos  con  los  hijos  le- 
gítimos ó legitimados  por  subsiguiente  matri- 
monio que  Ies  sobrevinieren,  á no  ser  en  la 
quinta  parte  de  los  bienes  que  quisieren  dejarle, 
pero  que  la  succesicu  á los  demás  parientes  y 
en  las  honras  y preeminencias  sea  igual  á los 
nacidos  de  legítimo  matrimonio. 

VIH.  Puraque  se  otorgase  y fuese  válida  la 
legitimación  por  rescripto,  era  necesario  en 
. tercer  lugar  por  el  derecho  romano  que  el  padre 
se  hallase  en  Ja  imposibilidad  física,  moral  ó 
¡ legal  de  casarse  con  la  madre  de  sus  hijos  natu- 
¡ rales:  física,  como  si  la  madre  habia  fallecido; 

¡ moral , como  si  se  habia  hecho  indigna  del  títu- 
l lo  de  esposa;  y legal,  como  si  rlespues  del  na- 
cimiento de  los  hijos  habla  sobrevenido  algún 
impedimento  dirimente  entre  los  padres:  Novela 
89,  cap.  9."  Entre  nosotros  no  se  deduce  ley  al- 
guna que  requiera  esta  condición;  pero  los  au- 
tores la  establecen  afirmando  que  no  puede 
recurrirse  al  medio  de  la  legitimación  por  res- 
cripto, mientras  pueda  echarse  mano  de  la  le- 
gitimación por  subsiguiente  matrimonio;  de 
1 modo  que  existiendo  este  último  medio,  no  pro- 
ducirá efecto  alguno  la  gracia  de  la  legitima- 
; cion , á no  ser  que  el  Rey  la  otorgue  con  todo 
j conocimiento  de  que  el  padre  podía  legitimar  al 
! hijo  casándose  con  la  madre.  Así  opinan  Grego- 
i rio  López  en  la  glosa  8/  de  la  ley  4.a,  tít.  15,  Par- 
I tida  4.a,  Teilo  en  el  núm.  8.°  de  su  comentario 
J á la  ley  12  de  Toro,  y el  doctor  Llamas  y Molina 
j en  el  núm.  45  del  suyo  á la  misma  iey. 

IX.  El  padre  es  quien  debe  pedir  en  su  caso 
la  legitimación  real,  como  supone  la  iey  4.a,  tí- 
\ tulo  15,  Part.  4.a,  sea  por  sí  mismo,  sea  por  me- 
dio de  procurador;  mas  no  puede  pedirla  sin  el 
consentimiento  expreso  ó tácito  del  hijo,  porque 
ningún  hijo  ilegítimo  puede  ser  legitimado  de 
modo  alguno  contra  su  voluntad,  como  estahle- 
¡ ce  el  cap.  11  de  la  Novela  89  y afirman  común  - 
mente  los  autores , especialmente  Gregorio  Lo  - 
¡ pez  en  la  glosa  2.a  de  la  ley  9.a,  tít.  18,  Part.  3.a, 
y en  la  glosa  1.a  de  la  ley  4.a,  tít.  15,  Part.  4.a,  y 
el  doctor  Llamas  en  su  comentario  á la  ley  12 
de  Toro.  Si  el  hijo  es  impúber,  se  presume  que 
consiente,  pues  que  la  legitimación  se  tiene  por 
ventajosa  para  el  mismo;  pero  en  llegando  á la 
pubertad  puede  reclamar  contra  ella,  y si  guar- 
da silencio  se  entiende  que  la  ratifica. 

También  el  mismo  hijo,  después  de  ia  muerte 
del  padre , puede  pedir  su  legitimación  , acredi- 
tando que  el  padre  no  dejó  hijos  legítimos,  que 
le  reconoció  por  su  hijo  natural,  que  le  institu- 
yó heredero  y manifestó  deseo  de  que  fuese  le- 
gitimado: ley  0.a,  tít.  15,  Part.  4.a  Todavía  aña- 
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den  algunos  autores  que  puede  hacerse  la  legi- 
timación á petición  del  hijo  Contra  la  voluntad 
del  padre;  pero  que  entonces  no  conseguirá  los 
derechos  de  succesion  á la  herencia  paterna, 
sino  solamente  las  preeminencias  y honras  de 
legítimo. 

X.  El  que  solicitaba  la  legitimación  debía  an- 
tes acudir  directamente  á la  Audiencia  territorial, 
presentando  en  ella  la  solicitud  para  el  Rey  y los 
documentos  en  quelafunde,y  la  Audiencia  debe- 
remitirla  al  juez  de  primera  instancia  compe- 
tente. * Hoy  acude  directamente  el  interesado  al 
Gobierno,  pues  no  puede  llevarse  á efecto  la  ins- 
trucción del  expediente  sino  en  virtud  de  Real 
órden.  El  ministerio  de  Gracia  y Justicia,  si  es 
procedente  la  solicitud,  expide  la  Real  órden  ne- 
cesaria para  que  se  instruya  el  expediente,  co- 
municándola al  Presidente  de  la  Audiencia  á cu- 
yo territorio  corresponde  ei  juzgado  donde  debe 
recibirse  la  información.  * El  juez  de  primera 
instancia  abrirá  un  expediente  informativo;  oirá 
por  via  de  instrucción  sin  figura  de  juicio  á las 
personas  ó corporaciones  que  puedan  tener  inte- 
rés en  el  asunto  y al  promotor  fiscal;  admitirá  las 
justificaciones  que  los  interesados  ofrecieren; 
las  recibirá,  en  su  caso  de  oficio,  y devolverá  á la 
Audiencia  el  expediente  original  con  su  infor- 
me. La  Audiencia,  oyendo  al  fiscal,  examinará  si 
el  expediente  se  halla  debidamente  instruido; 
no  estándolo,  ampliará  convenientemente  la  ins- 
trucción; y cuando  esta  se  halle  completa,  ele- 
vará igualmente  original  el  expediente  al  Go- 
bierno con  la  censura  fiscal,  informando  por  su 
parte  lo  que  se  le  ofrezca  y parezca:  ley  de  14  y 
lieal  órden  de  19  de  Abril  de  1838,  * y arts.  1335 
ai  1346  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se 
exponen  en  el  artículo  de  esta  obra  (iradas  al 
sacar.  * 

XI.  La  gracia  de  legitimación  no  se  concede 
gratis,  sino  por  cierto  servicio  pecuniario  que 
debe  prestar  el  pretendiente.  El  Real  decreto  de 
5 de  Ag'osto  de  1818,  sobre  gracias  al  sacar,  dice 
en  su  art.  15:  «La  legitimación  á hijo  ó hija, 
que  lo  hubieron  sus  padres  siendo  solteros,  para 
heredar  y gozar , servirá  con  doscientos  ducados 
de  vellón  cada  hijo  ó hija;  pero  si  la  legitima- 
ción es  solo  para  ejercer  oficios  de  república, 
servirá  indistintamente  con  ciento  cincuenta- 
ducados;  ó si  es  para  oficio  determinado,  como 
abogado,  escribano,  procurador  ú otro  de  esta 
clase,  servirá  con  cien  ducados.»  El  mismo  Real 
decreto  dice  en  su  art.  21:  «La  legitimación  ex- 
traordinaria para  heredar  y gozar  de  la  nobleza 
de  sus  padres  á hijos  de  caballeros  profesos  de 
las  Ordenes,  servirá  con  mil  ducados  de  veilon, 
siendo  la  legitimación  para  solo  heredar  y obte- 
ner oficios ; pero  comprendiendo  la  circunstan- 
cia de  gozar  la  nobleza  de  sus  padres,  con  trein- 
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ta  mil  reales;  entendiéndose  en  uno  y otro  caso 
por  cada  hijo  ó hija  que  lo  solicite.»  La  Real  cé- 
dula de  21  de  Diciembre  de  1800,  que  era  la  que 
antes  regia  sobre  este  asunto,  incluía  con  los 
hijos  de  caballeros  profesos  de  las  Ordenes  á los 
hijos  de  clérigos  y de  casados ; pero  los  excluyó  ú 
omitió  después  el  Real  decreto  de  5 de  Agosto 
de  1818,  como  hemos  visto,  sin  duda  porque  se 
quiso  cerrar  la  puerta  ó las  legitimaciones  de 
los  hijos  sacrilegos  y de  los  adulterinos.  Mas 
como  ahora,  por  consecuencia  del  tenor  de  la 
ley  de  Cortes  de  14  de  Abril  de  1838,  pueden  ser 
legitimados  por  rescripto  los  adulterinos  que 
por  haber  nacido  á tiempo  en  que  sus  padres  se 
hallaban  libres  para  casarse  entre  sí  sin  dispen- 
sa , tienen  la  calidad  de  naturales , parece  pues- 
to en  el  órden  que  los  consideremos  otra  vez  co- 
locados para  el  servicio  pecuniario  por  la  gracia 
de  la  legitimación  entre  los  hijos  de  los  caballe- 
ros profesos  de  las  Órdenes. 

EL  Gobierno  no  puede  relevar  á los  que  obten- 
gan la  g-racia  de  la  legitimación  del  pago  del 
servicio  ó derechos  señalados  en, los  aranceles  ó 
tarifas  vigentes  (que  son  los  del  Real  decreto 
de  5 de  Ag’osto  de  1818)  sin  el  concurso  de  las 
! Córtes : ley  de  14  de  Abril  de  1838. 

XII.  El  hijo  legitimado  por  el  Rey  adquiría 
todos  los  derechos  de  hijo  legítimo,  según  las 
leyes  4/  y 9/,  tít.  15.  Part.  4.‘,  y la  ley  9.*,  tit.  18, 
Part.  3.a,  era  heredero  forzoso  de  sus  padres  por 
testamento  y abintestato  , en  unión  con  los  hijos 
habidos  de  legítimo  matrimonio;  y tenia  todos 
los  honores  y preeminencias  de  los  hijos  legíti- 
mos. Mas  ahora , según  la  ley  12  de  Toro,  ó sea 
ley  7.3,  tít.  20,  lili.  10,  Xov.  Recop.,  aunque  haya 
sido  legitimado  para  heredar  los  bienes  de  su 
padre  ó madre  ó de  sus  abuelos,  si  después  el 
padre  ó la  madre  ó los  abuelos  tuvieren  hijos  ó 
nietos  legítimos  ó legitimados  por  subsiguiente 
matrimonio,  no  podrá  succeder  con  ellos  por 
testamento  ni  abintestato  en  los  bienes  de  dichos 
sus  ascendientes,  y solo  será  capaz  de  suceder 
en  lo  que  estos  quieran  dejarle  de  la  quinta  par- 
te de  sus  bienes. 

Aunque  parece  que  la  ley  12  de  Toro  no  ex- 
cluye al  hijo  legitimado  por  el  Rey  del  derecho 
: de.  succeder  á sus  ascendientes  con  los  hijos 
! legítimos  ó legitimados  por  matrimonio  sino  en 
I el  caso  de  que  estos  sobrevinieren  después  de  su 
legitimación  real,  no  se  crea  por  eso,  como  han 
creído  Palacios  Rubios  y algunos  otros  autores, 

¡ que  le  deja  el  derecho  de  succcdcrles  con  los 
| legítimos  ó legitimados  por  matrimonio  que  ya 
! existían  al  tiempo  en  que  fuó  legitimado.  Si  el 
legitimado  por  el  Rey  no  puede  succeder  con  los 
legítimos  que  nacen  después,  menos  podrá  sue- 
! ceder  con  los  que  nacieron  antes;  porque  el  de1 
i rocho  de  estos  á su  legítima  estaba  ya  adquirido 
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y arraigado  en  sus  personas,  ai  paso  que  el  de 
aquellas  no  existia  ni  podía  existir,  pues  que  no 
habían  nacido.  La  ley  de  Toro  supone  que  el  hijo 
natural  no  ha  sido  ni  podido  ser  legitimado  por 
el  Rey,  á lo  menos  para  heredar,  habiendo  en  la 
época  de  la  legitimación  hijos  legítimos  ó legi- 
timados por  subsiguiente  matrimonio,  pues  que 
según  el  derecho  romano  y el  español  solo  el 
padre  que  no  tenia  hijos  de  bendición  podia  pe- 
dir ia  legitimación  real  de  sus  hijos  naturales; 
y así  es  que  se  limita  y contrae  precisamente  al 
caso  en  que  podia  haber  alguna  duda,  esto  es, 
al  caso  en  que  los  hijos  legítimos  ó legitimados 
por  matrimonio  sobrevengan  después  de  otorga- 
da la  legitimación  del  natural  por  el  Rey,  deci- 
diendo que  ni  aun  en  este  caso  puede  el  legiti- 
mado por  concesión  real  perjudicar  á los  hijos 
legítimos  en  su  legítima,  ó sea  en  las  cuatro 
quintas  partea  de  la  herencia  que  les  corres- 
ponden. 

Sientan,  sin  embargo,  comunmente  los  auto- 
rea,  que  el  hijo  legitimado  por  el  Rey  entrará  á 
participar  de  la  herencia  de  sua  ascendientes  en 
unión  con  los  legítimos,  si  el  Rey  en  su  privile- 
gio le  habilita  expresamente  para  succeder  con 
los  hijos  legítimos  sin  diferencia,  tanto  en  el  caso 
de  que  hagan  nacido  antes  de  la  legitimación  como 
enelde  que  nazcan  después ; porque  el  Rey,  dicen, 
puede  en  la  plenitud  de  su  soberanía  disminuir 
la  legítima  de  los  legítimos.  Pero  si  el  Rey  ae 
contenta  con  legitimarle  simplemente  sin  la  in- 
dicada expresión , se  presume  q ue  no  quiere  per- 
judicar á loa  legítimos  nacidos  ó por  nacer,  aun- 
que tenga  noticia  de  su  existencia,  y que  así  no 
le  concede  ia  legitimación  sino  piara  heredar  en 
defecto  de  los  legítimos  ó para  limpiar  la  man- 
cha del  nacimiento  ó para  otros  efectos  : de  mo- 
do que  siempre  se  supone  eu  el  privilegio  la 
cláusula  de  sin  perjuicio  de  Los  legítimos , aunque 
se  haya  omitido,  como  entre  otros  enseñan  Ace- 
vedo  y Llamas  en  sus  comentarios  á la  ley  12  de 
Toro,  núms,  32  y 33. 

En  resúmen  , los  hijos  legitimados  por  el  Rey- 
tienen  derecho  y deben  ser  admitidos  ¿ la  suc- 
cesion  de  sus  padres  por  testamento  y abintes- 
tado, si  hubiesen  sido  legitimados  para  este  fin 
y estuvieren  solos;  pero  habiendo  hijos  legíti- 
mos ó legitimados  por  subsiguiente  matrimonio, 
cualquiera  que  sea  el  tiempo  en  que  nacieron, 
no  podrán  perjudicarles  en  sus  legítimas.  Es  por 
último  de  advertir  aquí,  que  como  el  ejercicio 
de  la  soberanía  está  dividido  ahora  entre  las  Cúr- 
tes  y la  Corona,  no  parece  que  puede  ya  el  Rey 
por  si  solo  disminuir  las  legítimas  de  los  hijos 
habidos  ó considerados  como  habidos  de  matri- 
monio, ni  por  consiguiente  hacer  participantes 
de  ellas,  en  unión  con  estos,  á los  hijos  natura- 
les , sin  que  baste  al  efecto  la  autorización  de 
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que  se  halla  revestido  por  la  ley  de  14  de  Abril 
de  1838  piara  resolver  las  instancias  sobre  legiti- 
maciones, pues  esta  facultad  no  ha  de  ejercerse 
sino  con  arreglo  á las  leyes,  y nunca  eu  detri- 
mento de  los  derechos  que  las  leyes  confieren  á 
los  hijos  legítimos  6.  tenidos  por  tales. 

En  defecto  de  hijos  y descendientes  legítimos, 
debe  ser  preferido  el  legitimado  por  el  Rey  á los 
ascendientes  en  la  succesion  de  sus  padies  , así 
por  testamento  como  abintestato,  supuesto  el 
caso  de  que  haya  sido  legitimado  para  heredar, 
como  sostienen  Covarrubias  (iib.  4.°.  Variar. 
cap.  21),  Dueñas  freg.  350),  Pérez  (en  la  ley  22, 
tít.  3.",  Iib.  l.°  Ordenata.,  col.  163),  Matienzo  (en 
la  ley  10,  tít.  8.°,  Iib.  ñ.“,  Nov.  Recop.),  Cifuentes 
(en  la  ley  12  de  Toro,  núm.  2.°)  y Gómez  en  la 
misma  ley,  núm.  66.  En  efecto,  como  la  ley  12 
de  Toro  no  excluye  al  legitimado  por  el  Rey  de 
la  succesion  de  sus  padres  sino  cuando  hubiere 
descendientes  legítimos,  se  infiere  con  razón 
que  no  habiendo  tales  descendientes  quiere  dar 
al  legitimado  los  mismos  derechos  que  corres- 
pondían á los  legítimos  con  preferencia  á los  as- 
cendientes. 

Aunque  el  hijo  legitimado  por  el  Rey  no  puede 
succeder  por  testamento  ni  abiutestato  á su  pa- 
dre, ni  á su  madre,  ni  á sus  abuelos  con  los  hijos 
legítimos  ó legitimados  por  subsiguiente  matri- 
monio , sino  en  el  quinto  que  le  quisieren  dejar; 
es  empero  igual  á ellos  en  la  nobleza  y demás 
honores  civiles,  así  como  en  el  derecho  de  suc- 
ceder por  testamento  y abintestato  á los  demás 
parientes:  «Pero  en  todas  las  otras  cosas,  con- 
cluye diciendo  la  ley  12  de  Toro,  ansi  en  succe- 
der álos  otros  parientes,  como  en  honras  é pree- 
minencias que  han  los  hijos  legítimos,  manda- 
mos que  en  ning-una  cosa  difieran  de  los  fijos 
nascidos  de  legítimo  matrimonio.»  Esta  última 
disposición  de  la  ley  de  Toro  , por  lo  que  hace  á 
la  nobleza  y preeminencias,  se  entiende  solo  con 
el  hijo  natural  legitimado  pero  no  con  el  espu- 
rio; pues  con  respecto  á este  se  halla  derogada 
por  las  leyes  5/  y 6.\  tít.  5-.°,  lib.  10  , Nov.  Reco- 
pilación. 

La  legitimación  surte  sus  efectos  desde  que  se 
expide  la  real  gracia:  «Si  cabe  su  ruego  (de  los 
padres  que  piden  la  legitimación  de  sus  hijos), 
dice  la  ley  4.3,  tít.  13,  Part.  4.',  et  los  legitimanj 
son  deudo  en  adelante  legítimos.»  No  tiene,  pues, 
efecto  retroactivo  la  legitimación  real,  á no  ser 
que  otra  cosa  se  disponga  en  el  rescripto,  como 
dice  Gregorio  López. 

HIJO  POSTHUMO.  El  que  nace  después  de  la 
muerte  de  su  padre:  ley  20,  tít.  l.°,  Part.  6.'. 
Compórtese  esta  voz  de  la  partícula  post  y de  la 
dicción  humus , y se.  ha  adoptado  para  designar 
al  hijo  nacido  después  de  muerto  ó enterrado  su 
padre,  post  huniatvnt  palrem.  En  un  sentido  mas 
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extenso  é impropio,  se  ha  llamado  también  así 
el  nacido  después  del  último  testamento  de  su 
padre,  como  añade  la  citada  ley  20,  tít.  l.°,  Par- 
tida 6."  V.  Poslkmm. 

I,  El  hijo  posthumo  tiene  los  mismos  dere- 
chos que  el  hijo  nacido  antes  de  la  muerte  de  su 
padre;  y mientras  existe  en  el  vientre  de  su  ma- 
dre, se  le  considera  nacido  para  los  efectos  del 
derecho  siempre  que  se  trata  de  su  bien  ó utili- 
dad y particularmente  para  las  succesiones:  Qzii 
sunlin  útero , pro  jam  natis  habentur,  quoties  de 
eorum  commodis  et  ulilitate  agiiur:  «Demientra 
que  estoviere  la  criatura  en  el  vientre  de  su  ma- 
dre, dice  la  ley  3.’,  tít.  23,  Part.  4.",  toda  cosa 
que  se  faga  ó se  diga  á pro  della,  aprovéchase 
ende,  bien  assi  como  si  fuese  nascida;  mas  lo 
que  fuesse  dicho  6 fecho  á daño  de  su  persona  ó 
de  sus  cosas  nol  empesce. » 

II.  Si  el  difunto  cuya  mujer  queda  en  cinta 
dejare  otros  hijos,  podrán  estos  proceder,  si  qui- 
sieren , á la  partición  de  la  herencia  de  su  padre, 
destinando  al  hijo  que  está  por  nacer  la  porción 
que  le  corresponda;  y haciendo  que  se  le  nom- 
bre tutor  que  defienda  sus  derechos.  Pero  será 
mas  conveniente  diferir  la  partición  hasta  des- 
pués del  nacimiento  del  posthumo,  ya  por  razón 
de  la  incertidumbre  que  hay  de  que  nazca  con 
las  circunstancias  necesarias  para  ser  heredero, 
ya  porque  puede  suceder  que  la  viuda  dé  á luz 
dos  gemelos. 

Si  el  difunto  no  hubiese  dejado  otros  hijos,  de- 
ben sus  herederos  y la  viuda  formar  inventario 
de  los  bienes  de  la  herencia  , según  las  reglas 
expresadas  en  el  artículo  Beneficio  de  inventario ; 
y la  viuda  e3  quien  ha  de  tener  y conservar  di- 
chos bienes:  ley  3.',  tít.  6.°,  lib.  3.“  del  Fuero 
Real.  Por  la  ley  16,  tít.  6.a,  Parí.  6.%  se  halla  or- 
denado, que  mientras  se  dudare  sobre  el  estado 
de  preñez  en  que  quedó  la  viuda,  no  pueda  el 
hermano  ni  otro  pariente  del  difunto  entrar  en 
la  herencia,  sino  que  debe  esperar  al  parto  ó á 
que  se  desvanezca  toda  sospecha  de  preñez. 

Si  por  alguna  justa  razón  determinare  el  juez 
que  los  bienes  de  la  herencia  pasen  durante  la 
preñez  en  depósito  ó secuestro  á poder  de  otra 
persona,  se  habrán  de  señalar  y dar  á la  viuda 
sobre  ellos,  aunque  haya  gananciales,  alimen- 
tos correspondientes  á la  calidad  de  las  personas 
y proporcionados  á ia  cantidad  de  los  bienes, 
porque  en  este  caso  se  supone  que  se  dan  los 
alimentos  no  tanto  á la  viuda  como  al  hijo  que 
lleva  en  el  vientre. 

Estos  alimentos  no  deberán  denegarse,  ni  tam- 
poco cesar  después  de  concedidos,  aunque  haya  ! 
personas  interesadas  que  contesten  y disputen 
la  legitimidad  del  posthumo,  antes  bien  habrán 
de  aumentarse  durante  el  pleito  á proporción  de 
las  necesidades  del  mismo  posthumo;  porque  en 


una  contestación  de  esta  naturaleza  se  presume 
que  el  hijo  es  legitimo  y que  la  mujer  no  ha  sido 
infiel  á su  marido  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrario.  V.  Herencia , núm.  VIII,  al  fin. 

III.  Los  parientes  mas  inmediatos  del  difun- 
to, cuya  viuda  queda  realmente  ó dice  que  que- 
da en  cinta , tienen  derecho  á tomar  precaucio- 
nes para  evitar  una  suposición  de  parto  ó cual- 
quier otro  engaño.  La  ley  3.*,  tít.  6.a.  lih:  3.a  del 
Fuero  Real  dice  que  el  alcalde  á solicitud  de  los 
parientes  debe  poner  dos  mujeres  buenas  á lo 
menos  que  asistan  al  nacimiento  del  hijo  con  luz 
y siu  mas  concurrencia  que  la  de  la  partera  ó 
comadre , la  cual  ha  de  ser  bien  reconocida  para 
que  no  pueda  cometer  fraude.  Mas  la  ley  17,  tí- 
tulo 6.”,  Part.  6.",  dicta  medidas  mas  minuciosas 
y severas.  Según  ella,  la  viuda  que  se  sintiere 
en  cinta  debe  hacerlo  saber  de  quince  en  quince 
dias  á los  parientes  mas  próximos  de  su  marido 
hasta  que  envien  personas  que  se  aseguren  de 
su  estado ; y pueden  con  efecto  comisionar  á 
cinco  buenas  mujeres  que  le  reconozcan  el  vien- 
tre de  manera  que  no  se  lo  toquen  contra  su  vo- 
luntad , como  asimismo  pedir  al  juez  que  la  pon- 
ga en  alguna  casa  honesta  donde  more  y sea 
vigilada  hasta  que  para.  Treinta  dias  antes  del 
parto  debe  la  viuda  dar  otro  aviso  á los  parientes 
para  que  envien  otra  vez  mujeres  expertas  que 
le  reconozcan  el  vientre.  Sí  en  la  habitación  hu- 
biere muchas  entradas,  deben  cerrarse  todas  no 
: dejando  mas  que  una,  en  cuya  puerta  pueden 
aquellos  poner  tres  hombres  y tres  mujeres  con 
dos  compañeros  y dos  compañeras  que  ia  guar- 
den : siempre  que  saliere  de  la  casa  ó habitación 
para  el  baño  ú otro  cualquiera  objeto,  deben  los 
guardadores  registrar  el  paraje  á que  se  dirige 
para  impedir  que  haya  en  él  mujer  preñada, 
niño  escondido  ú otra  cosa  capaz  de  causar  en- 
gaño; y cuando  quisiere  entrar  alguna  perso- 
na en  la  casa  ó habitación  donde  se  hallare  la 
viuda,  dóbenla  reconocer  de  manera  que  no  pue- 
da resultar  fraude.  Cuando  la  viuda  experimen- 
tare las  señales  de  la  aproximación  del  parto, 
debe  avisar  otra  vez  á los  parientes  para  que 
envien  á reconocerla  de  nuevo  y guardarla  si 
quisieren ; y estando  ya  con  los  dolores , no  ha 
de  haber  en  la  habitación  hombre  alguno,  mas 
pueden  concurrir  hasta  diez  mujeres  buenas  que 
sean  libres,  y hasta  seis  sirvientas  que  no  estén 
ninguna  de  ellas  preñada,  y otras  dos  mujeres 
expertas  que  la  ayuden  á parir , debiendo  haber 
por  la  noche  en  el  aposento  tres  luces  á lo  menos 
para  precaver  el  fraude  que  pudiera  cometerse 
en  la  obscuridad;  y por  fin  luego  que  nazca  la 
criatura,  debe  mostrarse  á los  parientes  del  ma- 
rido si  la  quisieren  ver, 

«Seyendo  guardadas  estas  cosas,  concluye  di- 
ciendo la  ley  de  Partida,  en  la  mujer  de  que 
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fuese  dubda  si  era  preñada  ó non , heredará  el 
fijo  que  nasciese  delia  después  de  la  muerte  de 
su  marido  los  bienes  dól.  Et  si  esta  mujer  sobre- 
dicha de  que  fuese  dubda  si  era  preñada  ó non, 
non  se  quisiere  dejar  catar  el  vientre,  ó -non 
quisiese  que  la  guardasen  así  como  sobredicho 
es,  ó en  otra  manera  que  fuese  guisada  et  usarla 
en  el  logar  do  vive , maguer  pariese  et  viviese  el 
fijo,  non  le  entregaríen  de  los  bienes  del  muer- 
to , á menos  de  seer  probado  que  la  criatura  nas- 
ciera  della  en  tiempo  que  podiera  ser  fijo  ó fija 
de  su  marido.»  De  estas  últimas  palabras  en  que 
se  halla  concebida  la  ley,  aparece:  1.",  que  para 
evitar  la  sospecha  de  suposición  de  parto  no  se 
han  de  observar  precisamente  las  precauciones 
que  la  ley  contiene , sino  cualesquiera  otras  que 
se  acostumbren  en  elpais;  y aun  bastarán  las 
que  dicte  la  prudencia  del  juez,  según  las  cir  ■ 
cunstancias  á petición  de  los  interesados;  2.°,  que 
observándose  estas  ú otras  precauciones  exigi- 
das por  los  parientes  del  difunto,  el  hijo  será 
tenido  por  legítimo,  aunque  nazca  pasados  diez 
meses  desde  el  fallecimiento;  3.",  que  resistién- 
dose la  viuda  ai  reconocimiento  de  su  vientre  ó 
á la  custodia  de  su  persona,  no  por  eso  perderá 
el  hijo  su  derecho  á los  bienes  paternos,  con  tai 
que  se  pruebe  que  nació  de  ella  y á debido  tiem- 
po, esto  es,  dentro  de  diez  meses  desde  la  muer- 
te del  marido.  Todavía  añaden  los  autores,  que 
si  ia  viuda  dejare  de  denunciar  su  preñez  á los 
parientes  del  marido  por  ignorancia  ó inadver- 
tencia y no  por  malicia,  no  le  perjudicará  esta 
omisión  á ella  ni  á su  hijo.  V.  Hijo  legitimo. 
ni.  XI,  XII  y XIII. 

IV.  Si  á los  ojos  de  cierta  secta  de  filósofos  y 
fisiologistas  no  es  el  feto  masque  una  parte  de 
las  entrañas  de  la  madre  , pars  viscerum  ■matris, 
á los  del  legislador,  por  ei  contrario,  es  un  ente 
que  vive,  una  persona  que  luego  tendrá  necesi- 
dad de  bienes,  y que  por  lo  tanto  se  considera 
ya  con  suficiente  capacidad  para  adquirirlos,  á 
lo  menos  de  derecho.  Por  eso  el  hijo  concebido 
se  reputa  nacido  cuando  se  trata  de  su  interés; 
y por  eso  la  ley,  para  que  un  hijo  pueda  sncce- 
der  á sus  padres,  no  exige  que  haya  nacido  an- 
tes de  la  apertura  de  la  succesion,  sino  que  tiene 
por  bastante  el  que  en  esta  época  se  halle  con- 
cebido, con  tai  que  después  nazca  vivo,  viva  por 
lo  menos  veinticuatro  horas  naturales  contadas 
desde  su  total  salida  dei  vientre  de  ia  madre,  sea 
bautizado,  y salga  á Luz  en  tiempo  en  que  pue- 
da vivir  naturalmente,  esto  es,  á Í03  seis  meses 
y un  dia  cuando  menos  después  de  celebrado  el 
matrimonio,  y á los  diez  meses  cuando  mas  sin 
tocar  ni  un  solo  dia  del  undécimo  después  de 
disueito;  pues  faltando  alguna  de  estas  cuatro 
circunstancias,  no  se  tendrá  el  parto  por  natu- 
ral y legítimo:  ley  4.a,  tít.  23,  Part.  4.a,  y ley  13 


de  Toro,  ó sea  ley  2.a,  tít,.  n.\  lib.  10,  Noy.  Reco- 
pilación. V.  Abortivo,  Hijo  legitimo  y Paler- 
j nidad. 

V.  El  posthumo  , pues,  que  nace  y reúne  di- 
chas circunstancias , es  heredero  forzoso  de  su 
padre  por  testamento  y abintestato ; y si  fué 
pretendo  ú omitido  en  la  disposición  de  última 
voluntad  que  hizo  su  padre,  por  no  estar  enton- 
ces todavía  concebido  ó por  otra  cualquiera  ra- 
zan, quebrantará  y dejará  sin  efecto  el  testa- 
mento , y percibirá  toda  la  herencia  estando 
solo,  ó 'la  parte  que  le  correspondiere  habiendo 
otros  lujos  legítimos:  leyes  17  y 19,  tít.  2.°,  li- 
bro 4.°  del  Fuero  Juzgo;  ley  3.a,  tít.  6.a,  lib.  3.“ 
del  Fuero  Real:  ley  20,  tít.  l.°,  y ley  16,  tít.  6.“. 
Part.  6.a,  y ley  13  de  Toro. 

VI.  lias  ¿quedará  el  testamento,  en  este  caso, 
absolutamente  nulo , como  si  el  padre  no  lo  hu- 
biese otorgado?  ¿Se  conservarán  por  el  contra- 
rio, las  mandas  y mejoras  que  en  él  se  hubiesen 
hecho?  Es  regla  general  establecida  por  el  dere- 
cho romano  y por  el  nuestro,  que  cuando  se 
quebranta  el  testamento  por  causa  de  preteri- 
ción ó desheredación  , se  conservan  los  legados 
y demás  disposiciones  que  no  sean  institución 

; de  heredero.  Ex  causa  ex  hereda  tionis  vel  prmteri- 
lionis  ( dice  la  Auténtica  Ex  causa,  Código  de  lí- 
ber. prmter.  et  exher. ) irrilum  est  testamentum 
quantum  ad  inslitntiones,  cmte/ra  namque  firma 
\ permaneni.  Lo  mismo  se  expresa  en  la  Nove- 
la 115,  cap.  3.°.  donde  después  de  decir  el  Empe- 
rador Justiniano  que  no  es  permitido  al  padre 
ni  á la  madre  ni  á los  ascendientes  preterir  ó 
desheredar  á sus  hijos  ó nietos  sino  por  las  jus- 
tas causas  que  en  seguida  enumera,  concluye 
disponiendo  que  si  los  padres  no  observan  loque 
deja  prevenido  se  rescindirá  el  testamento  en 
cuanto  á la  institución  de  herederos  y succede- 
rán  los  hijos  abintestato,  pero  que  si  en  tal  tes- 
tamento se  hubiesen  dejado  legados  ó fideicomi- 
sos, ó se  hubiese  dado  libertad  á esclavos,  ó se 
hubiesen  nombrado  tutores,  todas  estas  cosas  y 
demás  permitidas  por  las  leyes  habrán  de  cum- 
plirse y ejecutarse, , como  que  en  esta  parte  no 
queda  rescindido  el  testamento.  Nuestras  leyes 
de  Partidas  siguen  al  derecho  romano:  «Otrosí 
decimos  (dice  la  ley  7.a,  tít,  8.a,  Part,  6.a),  que 
como  quier  que  el  fijo  ó el  nieto  que  fuese  des- 
heredado en  el  testamento  lo  quebrantase  por 
alguna  de  las  razones  sobredichas  (esto  es,  por 
causa  de  desheredación  sin  justo  motivo,  ó por 
causa  de  preterición  , como  añade  Gregorio  Ló- 
pez en  las  glosas  1.a  y 7.a)  con  todo  eso  las  man- 
das que  fueren  hi  escripias  et  las  libertades  que 
fueren  hi  mandadas  ó otorgadas  á los  siervos, 
non  se  menguan  nin  se  desatan  por  esta  razón.» 
Por  fin  ia  ley  24  de  Toro,  que  es  la  ley  8.a,  tít.  6.a, 
bb.  10,  Nov.  Recop.,  ordena  que;  «Cuando  ei 
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testamento  se  rompiere  ó anulare  por  causa  de 
preterición  ó exheredacion , en  el  cual  oviere 
mejoría  de  tercio  6 quinto , no  por  eso  se  rompa, 
ni  menos  deje  de  valer  el  dicho  tercio  é quinto, 
como  si  el  dicho  testamento  no  se  rompiese.» 

Algunos  autores,  y entre  ellos  el  doctor  Lla- 
mas, pretenden  que  la  disposición  de  todas  estas 
leyes  debe  aplicarse  solo  á la  preterición  de  los 
hijos  hecha  por  la  madre , y no  á la  hecha  por  el 
padre ; de  suerte,  que  si  la  madre  pretiere  ú omi- 
te al  hijo,  el  hijo  romperá  ó rescindirá  su  testa- 
mento en  cuanto  á la  institución  de  heredero,  y 
no  en  cuanto  á las  mandas,  mejoras  y demás; 
pero  si  es  el  padre  quien  hace  la  preterición,  el 
hijo  preterido  romperá  y anulará  todo  el  testa- 
mento, así  en  cnanto  á la  institución  del  here- 
dero nombrado,  como  en  cuanto  á los  legados  y 
demás  cosas  que  en  él  se  contuvieren,  rúndan- 
se: l.\  en  las  leyes  1.*  y 17,  lib.  28,  tít.  3.°  del 
Digesto,  en  las  cuales  se  calibea  de  nulo  y de 
ningún  valor  el  testamento  en  que  el  padre  hu- 
biese preterido  ú omitido  al  hijo  que  estaba  bajo 
su  potestad,  y se  exime  por  consiguiente  al  hijo 
preterido  de  la  manumisión  de  los  siervos  y de 
ia  entrega  de  los  legados;  2.°,  en  la  ley  10,  tít.  7.“, 
y en  la  ley  l.1,  tít.  8.°,  Part.  0.a,  en  las  cuales  se 
declara  que  non  rale  nin  es  nada , el  por  ende  pues 
que  non  debe  valer  non  se  puede  quebran  tar  el  tes- 
tamento en  que  el  padre  estableciese  algún  ex- 
traño ú otro  pariente  por  su  heredero,  no  ha- 
ciendo mención  de  su  hijo.  Mas  las  disposiciones 
de  la  Auténtica  y de  la  Novela  que  hémos  citado, 
según  las  cuales  el  testamento  en  que  sin  causa 
justa  se  desheredan,  pretieren  ú omiten  los  hijos 
es  irrito  en  cnanto  á la  institución,  pero  no  en 
cuanto  á las  demás  cosas  contenidas  en  el  mis- 
mo, son  absolutas  y sin  excepción  alguna,  com- 
prenden también  la  preterición  hecha  por  el  pa- 
dre, pues  que  Smcinms,  dice,  non  licere  pernios 
’patri  reí  rnalri,  avo  vel  avia,  proavo  reí  proavia 
suiim  filium  vel  Jiliam,  vel  costeros  Jiberos  pr ate- 
riré aut  exheredes  in  sno  facere  testamento , nisi 
forsan  probabuntur  ingrati,  etc.,  son  posteriores 
y derogan  por  consiguiente  á las  del  Digesto,  y 
aun  se  hallan  corroboradas  por  el  derecho  preto- 
rio y por  la  ley  2.',  Cod.  de  bon.  posses.  contra 
tabulas,  que  concediendo  á los  hijos  de  familia 
preteridos  el  que  puedan  pedir  ia  posesión  de  los 
bienes  contra  el  testamento , da  bastante  á en- 
tender que  tenia  por  válido  el  testamento  en  que 
el  hijo  de  familia  habia  sido  preterido.  Por  lo  que 
hace  á las  leyes  de  Partida  en  que  se  apoyan  los 
adversarios,  puede  decirse  que  solo  quieren  sea 
tenido  por  nulo  el  testamento  en  cuanto  á la 
institución,  pues  que  no  hacen  mención  de  las 
mandas , y que  si  efectivamente  establecen  su 
completa-  nulidad  en  cuanto  á los  dos  extremos, 
están  derogadas  en  esta  parte  por  la  ley  24  de 


Toro  que  mas  arriba  se  ha  copiado.  Es  también 
favorable  á esta  doctrina  la  ley  1.a,  tít.  18,  lib.  10, 
Nov.  llecop.,  en  la  cual  se  dispone  que  el  testa- 
mento ordenado  en  la  forma  y con  las  calidades 
que  el  derecho  requiere,  valga  en  cuanto  á las 
mandas  y demás  cosas  en  él  contenidas,  aun- 
que el  testador  no  haya  nombrado  heredero  al- 
guno, y aunque  el  nombrado  no  quisiese  acep- 
tar la  herencia;  la  ley  da  validez  al  testamento 
; por  el  solo  hecho  de  haberse  otorgado  con  la  so- 
í lemnidad  que  la  misma  prescribe,  y quiere,  por 
regla  general,  que  se  cumpla  en  cuanto  cum- 
plirse pueda,  así  como  según  el  derecho  preto- 
rio, entre  los  Romanos  se  reputaba  por  válido 
i todo  testamento  que  se  halLaba  autorizado  cou 
los  sellos  de  siete  testigos;  debe,  pues,  llevarse  á 
efecto  en  cuanto  á legados  y mejoras,  y rescin- 
I dirse  6 modificarse  solamente  en  cuanto  á la 
institución  de  herederos  el  testamento  en  que  el 
padre  hubiese  preterido  á un  hijo.  Esta  opinión 
ha  sido  adoptada  por  Gregorio  López  en  las  glo- 
■ sas  i.*  y 7.a  de  la  ley  7.a,  tít.  8.c,  Part.  6.a;  por 
! Antonio  Gómez,  en  su  comentario  á la  ley  24  de 
, Toro,  mim.  3.“;  por  Tedio,  en  el  suyo  á la  misma 
ley,  uúm.  2.°  ; por  Yelazquez  de  Avendaño,  id., 
núm.  l.°;  por  Acebedo  y Matienzo,  en  la  ley  8.a, 
¡ tít.  f>.“,  lib.  5.0  de  la  Nueva  Recopilación;  por 
' Covarrubias.  in  cap.  llainutius,  pár.  6.°,  núme- 
ro 4.°,  de  testamentis;  por  Ayllon,  ad  Gom.  1 Va- 
riar., cap.  11.  núm.  2-",  y por  otros  muchos. 

Sentada  y probada  ya  la  regla  general  de  que 
por  causa  de  preterición  del  hijo  hecha  por  el 
padre  se  anula  el  testamento  solamente  en  cuan- 
to á la  institución  de  heredero  y no  en  cuanto 
á los  legados  y demás  disposiciones  que  con- 
tenga, parece  natural  y sencillo  aplicarla  indis- 
: tintamente,  tanto  al  caso  de  que  ia  preterición 
recaiga  sobre  el  hijo  postlmmo  que  no  se  hallaba 
mas  que  concebido  en  la  época  de  la  muerte  de] 
padre,  como  al  de  que  recaiga  sobre  el  hijo  que 
ya  entonces  habia  nacido.  Vemos,  sin  embargo, 
no  sin  alguna  sorpresa,  que  algunos  de  los  mis- 
mos autores  que  sostienen  como  regía  general 
la  conservación  de  los  legados  y mejoras  cuando 
se  quebranta  ó anula  el  testamento  por  preteri- 
ción del  hijo,  la  limitan  luego  al  hijo  ya  nacido, 
y la  desechan  con  respecto  al  hijo  pósthumo  y 
I aun  al  nacido  cuya  existencia  ignoraba  el  padre 
al  tiempo  de  otorgar  su  testamento;  porque  debe 
presumirse,  según  dicen,  que  si  ei  padre  hubie- 
; se  sabido  ó pensado  que  tenia  ó dejaba  procrea- 
do un  hijo,  no  habría  hecho  mandas,  sino  que 
i de  todo  habría  dispuesto  en  favor  suyo.  ¡Rara 
! presunción  por  cierto!  Nos  presentan  un  padre 
haciendo  mandas  cuando  tiene  un  hijo  conoci- 
do, y presumen  que  no  las  haría  en  perjuicio  de 
i un  hijo  ignorado.  ¡Son  válidas  las  mandas  que 
hace  un  padre,  aun  cuando  tiene  hijos  á quienes 
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ama  tiernamente,  con  tal  que  no  les  disminuyan  j 
rus  legítimas;  y no  quieren  que  lo  sean  cuando 
tiene  hijos  á quienes  ni  ama  ni  aborrece , pues  j 
que  ignora  su  existencia!  No  nos  detendremos  ¡ 
en  combatir  esta  excepción  con  que  Antonio  Go-  j 
mez  trata  de  limitar  y ceñir  Ja  citada  ley  24  de 
Toro;  ley  absoluta  y general ; ley  que  no  se  con- 
trae á hijos  nacidos  ó por  nacer,  í\  hijos  sabidos 
6 ignorados,  sino  que  abraza  todas  y cualesquie- 
ra pretericiones;  ni  tampoco  iremos  en  pos  de  las  j 
restricciones  que  k esta  misma  excepción  ponen  ¡ 
otros  autores,  pues  que  nos  parece  que  absoluta- 
mente y del  todo  debe  desecharse.  Todavía  com- 
binando la  ley  20,  tít.  1.*,  con  la  l.htít.  8.°.  Par- 
tida 6.*,  resultan  razones  mas  fuertes  en  favor  de 
la  conservación  de  los  legados  cuando  quebranta 
el  testamento  por  preterición  el  hijo  posthumo, 
que  cuando  lo  anula  por  la  propia  causa  el  hijo 
que  al  tiempo  de  su  otorgamiento  había  ya  na- 
cido. Pero  es  supérfluo  buscar  nuevos  argumen- 
tos para  probar  que  el  hijo  postbuino  no  rompe 
6 rescinde  el  testamento  paterno  en  que  ha  sido 
preterido  sino  por  lo  que  hace  á su  legítima, 
pues  que  tenemos  una  ley  que  expresamente  así 
lo  decide;  ley  que  no  ha  sido  tornada  en  cuenta 
por  ninguno  de  los  autores  que  liemos  recorrido,  1 
y que  á nuestro  modo  de  ver  corta  toda  disputa. 
Tai  es  la  ley  11),  tít.  2.°,  lita.  4."  del  Fuero  Juzgo, 
en  la  cual  se  establece,  entre  otras  cosas  , que  si 
el  marido  que  muere  dejando  la  mujer  preñada, 
hubiese  dispuesto  de  todos  sus  bienes  á favor  de 
otras  cualesquiera  personas  por  creerse  sin  hi- 
jos, tomará  el  posthumo  las  tres  cuartas  partes 
de  dichos  bienes,  y la  otra  parte  que  resta  se 
destinará  á las  personas  referidas;  (¿u mu- vir  pra- 
va/tus  serle  fatati,  f<ctu  gravidam  cvmfdiis  re- 
linqnit  nxarcm,  ev/m,  qni  nascelur  poslmodum  enm 
ccekris  qui  mii  sunt.  fieri  censenms  heredan.  Q.ttod 
si  nv.sqmm  forte  reliq-ueril  sobolem,  et  suam  qui- 
l mslibel  do'/merit  facultalem , quarta  rerum  eis 
porlio  dividendo,  $trr-etv,r;  tres  vero  partes,  qu-ce 
siipersunt,  posihiimvs  aboque  dv.bio  sortietur . Acó-  ! 
mudando,  pues,  esta  ley  á los  tiempos  presentes  ' 
en  que  el  padre  que  tiene  hijos  nacidos  ó conce-  : 
bidos  no  puede  disponer  por  testamento  en  per- 
juicio de  ellos  sino  solo  de  la  quinta  parte  de  sus 
bienes,  percibirá  el  posthumo  siendo  único,  ó en 
unión  con  los  demás  hijos  si  los  hubiere , las 
cuatro  quintas  partes  de  la  herencia  paterna , y 
la  otra  quinta  se  repartirá  entre  las  personas 
agraciadas  por  el  difunto,  en  proporción  de  lo  | 
que  á cada  uno  se  hubiere  dejado,  hecha  la  de-  j 
duccion  de  los  gastos  que  corresponden  al  quinto  ' 
y se  indican  en  el  articulo  Legítima. 

^ posthumo  no  puede  ser  desheredado, 
pues  para  ello  se  requiere  haber  llegado  á la 
edad  de  diez  años  y medio,  y haber  incurrido  en 
alguna  de  las  causas  que  prescribe  la  ley.  Así, 


pues,  si  mi  padre  llevase  su  capricho  al  extremo 
de  desheredar  al  hijo  que  su  mujer  llevaba  en  el 
vientre,  la  desheredación  seria  nula  y el  hijo  al 
nacer  quebrantaría  el  testamento  paterno  en  este 
punto,  dejándolo  empero  salvo  y estable  en  los 
demás  que  contuviese,  según  aparece  ele  las  le- 
ves romanas  y españolas  que  en  el  numero  an- 
terior quedan  citadas. 

VIII.  111  posthumo  es  heredero  como  cual- 
quiera otro  legítimo,  no  solamente  de  su  padre, 
sino  también  faltando  el  padre , de  su  abuelo, 
bisabuelos  y demás  ascendientes,  con  tal  que 
hubiese  nacido  ó estuviese  k lo  menos  concebido 
en  vida  del  abuelo,  bisabuelo  ú otro  ascendiente 
de  cuya  s ucc.e si on  se  trata;  pues  si  todavía  no 
existiese  ni  aun  en  el  vientre  de  su  madre  al 
tiempo  de  la  apertura  de  la  succesion,  no  podría 
reemplazar  al  difunto,  ni  recoger  sus  bienes,  ni 
adquirir  ni  ejercer  sus  derechos,  ni  seria  tam- 
poco pariente  suyo,  porque  la  nada  no  es  capaz 
de  nada,  y el  que  no  existe  no  puede  tener  cali- 
dades: Non  antis  nidia  sunt  qualitales.  Esta  doc- 
trina se  halla  expresamente  consignada  en  el 
derecho  romano:  Licet  post  mortem  avi  natus  sit, 
dice  Justiniano  (. Instit .,  lib.  3.“,  tít.  1.®,  pár,  8.g) 
hablando  del  nieto)  lamen  avo  vivo  conceptúo, 
morluo  paire  ejus....,  snus  [avi)  hceres  eficitur. 
Plañe  si  el  conceptas  et  natus  fuerit  post  mortem 
avi,  morluo  paire  suo....,  snus  //reres  avo  non  etás- 
tet,  quia  mi  llo  jure  cognationis  palrem  sui  patris 
tetigil.  La  ley  6.a,  tít.  3.",  lib.  28  del  Dig.,  había 
ya  establecido  anterior  mente  que  el  nieto  no  pu- 
diera succeder  abintestado  k su  abuelo  sino  en  el 
caso  de  que  al  tiempo  del  fallecimiento  de  este 
se  hallase  ya  concebido:  sed  J/cec  itd,  dice,  si  avi 
rnortis  tempere  in  útero  ve-pos  fuit ; cwterum  si 
postea  conceptas  fuit,  Marcellus  scriMtnec  vtsmim 
nec  ut  uepotem,  aul  cognatum  acl  Juereditatem  vel 
bovoru'M  possessinnem  posse  admití.  La  ley,  en 
efecto,  defiere  la  succesion  de  un  difunto  á sus 
parientes  mas  próximos,  y la  defiere  precisa- 
mente en  el  acto  de-  fallecer  el  difunto,  porque 
no  quiere  que  los  bienes  de  la  herencia  perma- 
nezcan sin  dueño  ni  que  su  propiedad  quede  en 
suspenso  indefinidamente;  la  defiere,  pues,  no  á 
los  parientes  futuros,  sino  k los  parientes  que 
existan  ai  tiempo  de  su  apertura,  esto  es,  al 
tiempo  de  la  muerte  del  que  la  deja;  á los  pa- 
rientes que  sean  capaces  de  recogerla  en  el  acto, 
y no  á los  que  puedan  venir  dentro  de  uno,  de 
dos,  de  diez  ó de  treinta  años,  aunque  si  existie- 
sen al  tiempo  de  la  apertura  tuvieran  mejor  de- 
recho. Este  principio  nos  viene  ya  desde  la  ley 
de  las  Doce  Tablas:  Non  ómnibus  simul  agnatis, 
dice  Cayo,  dal  (ex  XII Tabularum  hereditatem,  sed 
ns  qui  tune  cum  certa  m est  aliguen  intestato  de- 
cess/sse,  próximo  grada  sunt;  y se  encuentra  san- 
cionado por  Justiniano  en  sus  Instituciones, 
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lib.  3.a,  tit  l.°,  par.  7.a:  Cura  autem  quaritnr , ¡ 
dice,  an  quis  suus  Aceres  exisíere  possit,  eo  tempere  \ 
qucerendum  esi,  que  certmn  est  aliquem  sine  testa- 
mento clecessisse.  Vérnosle  también  adoptado  en 
el  Código  civil  de  Francia,  cuyo  art.  725  estable- 
ce, que  para  succeder  es  necesario  existir  al 
tiempo  de  la  apertura  de  la  succesion,  y que  es 
por  tanto  incapaz  de  succeder  el  que  todavía  no 
ha  sido  concebido.  Sostiénele,  por  fin,  Antonio 
Gómez  en  el  lib.  i."  de  sus  varias  resoluciones, 
cap.  l.“,  núins.  8 y 9,  afirmando  que  está  admi- 
tido por  la  opinión  común  de  los  doctores. 

Asi,  pues,  si  Pedro  renuncia  la  succesion  de 
su  padre,  ó es  excluido  de  ella  por  causa  de  in- 
dignidad, ó es  desheredado  por  justa  causa,  pa- 
sará la  herencia,  en  defecto  de  otros  hijos  del 
difunto,  á sus  ascendientes  ó colaterales;  y si 
Pedro  después  tiene  un  hijo  que  no  estaba  toda- 
vía concebido  en  la  época  de  la  apertura  de  la 
succesion,  no  podrá  este  hijo  pedir  los  bienes 
hereditarios  de  su  abuelo  á las  personas  que  los 
obtuvieron;  aunque  la  línea  de  los  descendien- 
tes, cualquiera  que  sea  el  grado  en  que  estos  se 
hallen , se  prefiere  siempre  á los  ascendientes  y 
colaterales;  porque  aquellas  personas  obtuvie- 
ron los  bienes  de  un  modo  irrevocable  como  pa- 
rientes mas  próximos  que  entonces  eran  del  di- 
funto, como  parientes  que  ia  ley  llamaba,  no 
para  entregarles  la  herencia  en  depósito  y ad- 
ministración hasta  que  con  el  tiempo  naciese  un 
succesor  de  mejor  línea,  sino  para  dársela  de 
presente  en  plena  propiedad  sin  condiciones  y 
sin  sujeción  á la  eventualidad  de  acontecimien- 
tos posteriores.  Decir  como  dicen  algunos  auto- 
res, que  el  derecho  que  tienen  los  parientes  mas 
próximos  al  abrirse  la  succesion  es  un  derecho 
incierto  hasta  tauto  que  se  sepa  con  seguridad 
que  no  ha  de  haber  otro  pariente  de  igual  ó ma- 
yor prerogativa,  ó que  aun  cuando  sea  real  y 
verdadero  lo  revocará  y se  les  quitará  por  el  he- 
cho de  nacer  un  descendiente  la  ley  que  da  á 
los  descendientes  las  herencias  de  los  ascen- 
dientes, es  querer  dar  á todas  ó á casi  todas  las 
succesiones  el  carácter  de  provisionales  é inte- 
rinas, hacer  precaria  la  posesión  de  los  bienes 
que  las  constituyen,  revestir  á los  herederos  de 
la  triste  calidad  de  propietarios  amovibles,  po- 
nerles siempre  ala  vista  el  peligro  de  quedar 
reducidos  á la  clase  de  herederos  cesantes , con- 
trariar el  espíritu  de  las  leyes  que  por  dar  esta- 
bilidad y firmeza  á la  propiedad  han  inventado  . 
el  sistema  de  las  prescripciones,  y crear  dere- 
chos en  un  tiempo  para  destruir  derechos  legal- 
mente adquiridos  en  otro. 

Mas  aunque  los  nietos  y demás  descendientes 
hayan  sido  concebidos  después  de  la  muerte  de 
los  abuelos,  pasan,  sin  embargo,  á ellos  todos 
aquellos  derechos  que  pertenecen  ó están  acor- 


dados mas  bien  á la  familia  que  á las  personas. 
Tales  son:  l.°,  los  honores,  dignidades,  patro- 
natos y demás  prerogativas  y derechos  que  no 
forman  propiamente  la  herencia;  2.“,  los  con- 
tratos en  que  son  llamados  por  el  abuelo  sus 
descendientes,  como  el  enfiteusis;  3.°,  los  retrac- 
tos legítimos  ó de  abolengo;  pues  si  el  abuelo 
deja  entre  sus  bienes  una  casa  que  después  el 
hijo  llegare  á vender,  podrá  retraerla  ó tomarla 
por  el  tanto  el  nieto,  cualquiera  que  sea  la  épo- 
ca en  que  hubiere  nacido;  4.a,  la  substitución 
fideicomisaria,  en  que  el  testador  que  tie- 
ne, v.  gr.,  dos  hijos  los  instituye  herederos  con 
el  gravamen  de  que  á la  muerte  del  uno  se  en- 
tregue la  herencia  al  otro;  pues  si  el  que  muera 
primero  dejare  hijos,  estos  excluirán  al  substi- 
tuto y se  llevarán  la  herencia  de  su  abuelo,  aun- 
que su  concepción  haya  sido  posterior  al  falle- 
cimiento del  mismo  abuelo  que  hizo  la  substi- 
tución (ley  10,  tit.  4.°,  Part.  ü.’);5.°,  la  succesion 
en  los  mayorazgos,  hayan  sido  constituidos  por 
contrato  entre  vivos  ó por  última  voluntad;  pues 
si  el  fundador  llama,  v.  gr.,  al  hijo,  y después  al 
nieto,  y asi  á los  demás  descendientes  por  órden 
succesivo,  todos  habrán  de  ser  admitidos  por  su 
órden  al  mayorazgo,  aunque  nacidos  y conce- 
bidos después  de  la' muerte  del  fundador. 

IX.  Se  ha  dicho  al  principio  de  este  artículo 
que,  no  solo  se  llama  posthumo  el  que  nace  des 
pues  de  la  muerte  de  su  padre,  sino  también, 
en  un  sentido  mas  extenso  é impropio,  el  que 
nace  después  que  el  padre  hizo  su  último  testa- 
mento, según  sienta  la  ley  20,  tít.  1.a,  Parti- 
da 6.1 

El  hijo  que  nace  después  que  su  padre  hizo 
testamento,  rompe  y rescinde  el  testamento  si 
en  él  fué  preterido  ú omitido  (ley  20,  tít.  1.", 
Part.  6.a, } con  tal  que  reúna  en  su  nacimiento  las 
circunstancias  de  nacer  vivo  todo,  de  parto  na- 
tural y legítimo,  vivir  veinticuatro  horas,  y ser 
bautizado , como  exige  la  ley  13  de  Toro  para 
que  no  tenga  la  calidad  de  abortivo.  Pero  si  na- 
ciere y muriere  también  en  vida  de  su  padre, 
recobra  ipso  jure  su  antiguo  valor  y fuerza  el 
testamento  por  el  hecho  de  la  muerte,  ya  sean 
extraños  ó forzosos  los  herederos  que  en  él  hu- 
bieren sido  instituidos;  porque  habiendo  sido 
válido  en  su  principio  el  testamento  vuelve  na- 
turalmente á su  anterior  estado,  removida  la 
causa  do  su  quebrantamiento  ó rescisión.  Esta 
doctrina  está  admitida  comunmente  por  nues- 
tros autores,  como  apoyada  en  la  razón  y en  la 
ley  12,  tít.  3.°,  lib.  28  del  Digesto,  que  dice  así: 
Posl/tumus  prwteritus,  vico  teslaiore nalus decessit: 
liceljuris  scrupvdosilate , uimiaqve  suUililate  les- 
(amentwM  ruplum  videatur,  allamen  si  signatnm 
fuerit  testamenhm,  bomrum  possessionem  secun- 
dum  tabulas  accipere  Aceres  ser  ip  tus  potes  l,  renique 
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obtinebit,  ui  el  dicus  Hadrúums  el  Imperalor  nos- 
ter  rescripscruñ  1. 

HIJO  DE  BENDICION,  El  hijo  habido  de  legítimo 
matrimonio. 

HIJO  DE  GANANCIA.  El  hijo  habido  de  barraga- 
na  ó concubina.  «El  nombre  de  barragana  se 
tomó  (según  dice  la  ley  l.J,  tít.  14.  Part.  4.  ) de 
dos  palabras,  de  barra  que  es  de  arábigo,  que 
quier  tanto  decir  como  fuera,  el  gana  que  es  de 
ladino  (de  romance  ó castellano  antiguo)  que  es 
por  ganancia',  «et  estas  dos  palabras  ayuntadas 
en  una  quieren  tanto  decir  como  ganancia  que 
es  fecha  de  fuera  de  mandamiento  de  Egdesia: 
et  por  eude  los  que  nascen  de  tales  mujeres  son 
llamados  fijos  de  ganancia. » Es,  pues,  hijo  de  ga- 
nancia, no  cualquiera  ilegitimo,  sino  precisa- 
mente el  hijo  natural,  habido  entre  soltero  y 
soltera  que  podían  casarse  entre  sí  ai  tiempo  de 
la  concepción,  porque  entre  personas  que  tenian 
impedimento  dirimente  de  matrimonio  no  podía 
haber  barraganía. 

HIJO  DE  FAMILIAS.  El  hijo  que  se  halla  bajo  la 
potestad  de  su  padre:  ley  12,  tít.  17,  Part.  4.a 
V.  Bienes  adventicios. — Comparecencia  y Patria 
potestad. 

HIJO  EMANCIPADO.  El  hijo  que  ha  salido  de  la 
potestad  de  su  padre.  * Y.  E Mancipación , donde 
se  lia  expuesto  cuando  se  reputa  emancipado  el 
hijo.  Además,  según  el  art.  67  de  la  ley  de  Ma- 
trimonio civil,  se  reputa  como  emancipado  el 
hijo  para  la  administración  y usufructo  de  los 
bienes  adquiridos  por  el  mismo  con  su  trabajo 
ó industria,  si  no  viviese  en  compañía  del  padre 
y en  su  defecto  de  la  madre.  El  hijo  emancipado 
tiene  la  obligación  de  tributar  respeto  y reve- 
rencia á sus  padres:  art.  70  de  dicha  ley.  * 

HIJO  ADOPTIVO.  El  que  uno  ha  prohijado  ó re- 
cibido como  hijo  suyo,  aunque  naturalmente  no 
lo  sea,  dándole  ciertos  derechos  civiles  de  hijo 
legítimo,  en  la  forma  establecida  por  las  leyes: 
tít.  16,  Part.  4.'  V,  Adopción. — Adopción  especial 
y Arrogación. 

HIJOS  DE  TRAIDORES,  Según  la  ley  2.",  tít.  2.“, 
Part.  7.*,  y la  ley  1.*,  tít,  7.'1,  lib.  12,  Nov.  Reco- 
pilación, todos  los  hijos  varones  dei  que  hubiere 
hecho  traición  al  Rey  ó al  reino  quedaban  nota- 
dos con  la  mancha  de  infamia  perpétua,  de  ma- 
nera que  nuuca  podían  tener  honra  de  caballe- 
ría, dignidad  ni  oficio  público,  ni  percibir  he- 
rencias ó mandas  de  parientes  ó extraños ; y las 
hembras  solo  podían  heredar  hasta  la  cuarta 
parte  de  los  bienes  de  su  madre : « et  esto  es , di- 
ce la  citada  ley  2.*,  porque  non  debe  hume  as- 
mar  (juzgar  ó presumir)  que  las  mujeres  finie- 
sen traición,  uin  se  metiesen  á esto  tan  de  lige- 
ro á ayudar  á su  padre  como  los  varones ; et  por 
ende  non  deben  sofrir  tan  grand  pena  como 
ellos.» 


I Mas  ¿cuáles  eran  los  hijos  que  por  la  traición 
I del  padre  incurrían  en  dichas  incapacidades? 
i ¿Eran  los  hijos  nacidos  antes  del  delito,  ó los 
nacidos  después?  Si  atendemos  á las  primeras 
palabras  de  la  ley,  parece  que  debian  serlo  unos 
v otros , pues  que  la  ley  dice  «todos  sus  fijos;»  y 
si.  solo  tomamos  en  cuenta  las  últimas  en  que  se 
da  razón  de  la  pena,  no  parece  que  podían  en- 
tenderse sino  los  hijos  que  ya  vivían  al  tiempo 
de  la  traición  y podían  tener  parte  en  ella.  Sin 
embargo,  la  ley  6.*,  tít.  27,  Parí.  2.%  después  de 
imponer  la  pena  de  muerte , confiscación  de  bie- 
í ues  y demolición  de  sus  casas  al  que  hiciese  trai- 
] cion  eu  que  el  Rey  fuese  muerto  ó preso,  y de 
| condenar  á destierro  perpétuo  del  reino  á sus 
j descendientes,  declaró  que  esta  pena  del  des- 
; tierro  no  debía  aplicarse  á los  hijos  procreados 
antes  de  la  perpetración  del  delito , sino  solo  k 
los  que  el  traidor  tuviere  después  en  caso  de 
conservar  ia  vida,  dando  por  razón  de  esta  dife- 
rencia que  siempre  que  se  impusiera  pena  á los 
¡ hijos  por  razón  del  padre  se  había  de  entender 
j precisamente  de  los  hijos  habidos  después  dei 
crimen  y no  de  los  habidos  antes , porque  aque- 
llos y no  estos  procedían  de  sangre  inficionada: 
«Pero  esto  non  se  entiende,  dice  la  ley,  délos 
fijos  que  hobieren  fechos  ante  que  errasen,  mas 
: de  los  que  después  ficicsen  seyendo  ellos  (los 
¡ traidores)  de  tan  mala  ventura  que  fincasen  vi- 
! vos;  ca  los  derechos  que  fallaron  los  antiguos  de 
| España  en  todas  las  cosas  allí  do  pusieron  pena 
; á los  fijos  por  razón  del  padre,  siempre  guarda- 
ron  esto  que  non  hobiesen  pena  los  que  ante 
¡ habían  quel  fecho  malo  fieiesen  , fueras  ende  si 
i fuesen  aparceros  con  él  en  el  yerro:  et  k los 
otros  que  metieron  en  la  pena  fué  porque  los 
ficiera  después  que  estaba  pozoñado  del  mal  que 
: liabie  fecho  temiéndose  que  en  alg’una  sazón 
! recudirien  á aquello  mismo.»  En  vista  de  tal  de- 
claración, parece  que  no  debia  haber  duda  de 
• que  los  hijos  que  por  causa  de  la  traición  del 
i padre  incurrían  en  las  incapacidades  á que  los 
condenaba  la  ley  2.a,  tít.  2.",  Part,  7.a,  eran  los 
habidos  después  del  crimen  y no  los  concebidos 
antes. 

Las  dos  citadas  leyes,  esto  es,  la  2.a,  tít.  2.% 

¡ ^art-  " \ Y b.'\  tít.  27,  Part,  2.’,  presentaban 
: todavía  alg-unas  dificultades  y cuestiones  con 
respecto  al  punto  que  nos  ocupa ; pero  es  ya  ex- 
cusado ventilarlas  y decidirlas.  En  el  dia  niD- 
| ouna  pena  es  trascendental  á la  familia  del  que 
: la  sufre,  ni  aun  eu  los  delitos  de  traición  ó lesa 
majestad,  según  el  art.  305  (que  rige  como  de 
¡ cueto)  de  la  Constitución  de  1812;  y además  está 
abolida  la  confiscación  por  el  art.  10  de  la  Cons- 
¡ ütucion  de  1837:  de  manera  que  han  cesado  ya 
i tanto  la  infamia  de  que  antes  quedaban  cubier- 
j tos  los  hijos  de  los  traidores,  como  la  incapaci- 
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dad  que  tenían  para  heredar  y recibir  legados. 
Este  principio  de  que  «nadie  sino  el  delincuente 
debe  haber  pena»  estaba  ya  consignado  en  la 
ley  8.",  tít.  l.%  lib.  6.”  del  Fuero  Juzgo:  «Todos 
los  pecados , dice , deven  seguir  á aquellos  que 
los  faceu.  Assi  que  el  padre  non  sea  penado  por 
el  fíio,  ni  el  íiio  por  el  padre  , ni  la  muier  por  el 
marido,  ni  el  marido  por  la  muier,  ni  el  ermano 
por  el  ermano,  ni  el  vizino  por  ei  vizino , ni  el 
pariente  por  el  pariente  non  sea  penado;  mas 
aquel  solo  sea  penado  que  fizier.  el  pecado  y el 
pecado  muera  con  él;  é susfiios  ni  sus  ercderos 
non  sean  tenudos  por  ende.  Omnia  crimina,  dice 
el  texto  latino,  sitos  sequantur  asidores,  nec  pater 
pro  filio,  nec  films  pro  paire,  nec  uxorpro  marito, 
nec  maritus  pro  uxore,  nec  fraler  pro  fratre,  nec 
vicinus  pro  vidno , nec  propinqims  pro  propiuquo, 
ullam,  calumniam  pertimescant:  sed  illesolus  ju- 
dicetur  culpalilis  qui  culpanda  cowmisit , et  cri- 
men cumillo  qui  fecerií,  moriatar ; nec  successores, 
aut  hceredcs  pro  factis  parentim  ullim  pericuhm 
pertimescant. 

HIJUELA.  El  instrumento  que  se  da  á cada  uno 
de  los  herederos  del  difunto  por  donde  constan 
los  bienes  y alhajas  que  les  tocan  en  la  partición 
de  la  herencia;  y también  el  conj  unto  de  los  mis- 
mos bienes  que  tocan  á cada  uno. 

HIPOTECA.  Por  hipoteca  entendemos  un  dere- 
cho real  que  tiene  el  acreedor  sobre  los  bienes 
del  deudor  que  se  hallan  sujetos  por  la  ley  ó por 
el  hombre  al  pago  ó cumplimiento  de  la  deuda  ú 
obligación  contraída.  El  contrato  por  el  cual  uno 
sujeta  sus  bienes  para  seguridad  del  cumpli- 
miento de  una  obligación  propia  ó ajena.  La 
misma  cosa  6 finca  que  queda  ligada  y afecta  á 
la  seguridad  y saneamiento  del  crédito  ú obli- 
gación. 

Naturaleza  de  la  hipoteca,  causas  que  la  producen 
y sus  efectos. 

I.  La  voz  hipoteca  es  griega,  y gramatical- 
mente significa  suposición  en  el  sentido  que  esta 
palabra  tiene  en  latin,  según  el  cual  suppositio  es 
la  acción  y efecto  de  poner  una  cosa  debajo  de 
otra  ó de  substituirla  ó añadirla  ó empeñarla;  de 
suerte  que  atendiendo  k La  etimología,  hipoteca 
viene  á ser  lo  mismo  que  cosa  puesta  para  apo- 
yar, sostener  y asegurar  una  obligación:  Rypo- 
theca  a-ulem,  dice  CaLviuo  (en  su  Lexicón  juris), 
vi  ipsa  suppositionem  significat ; ut  sit  res  obliga- 
tioni  supposita,  nihilquein  eo  verbo,  nisi  supposi- 
tio et  nexus  intelligalur. 

II.  La  hipoteca  se  confunde  á veces  con  la 
prenda,  no  solo  por  los  autores,  sino  también  por 
las  leyes;  y así  es  que  el  Código  de  las  Partidas 
trata  promiscuamente  de  una  y otra  designándo- 
las con  el  nombre  común  de  peños  en  el  tít.  Id  de 
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la  Partida  o.‘  La  hipoteca  y la  prenda  convienen 
con  efecto:  l.°,  en  que  ambas  se  conceden  k los 
acreedores  para  mayor  seguridad  de  sus  crédi- 
tos; 2.",  en  que  así  la  una  como  la  otra  consisten 
en  un  derecho  sobre  una  cosa  para  el  caso  de 
que  no  se  pague  la  deuda;  3.”,  en  que  ninguna 
de  las  dos  puede  empeñarse  á otro  acreedor  en 
perjuicio  del  primero.  Pero  se  diferencian.  l.“,  en 
que  la  prenda  consiste  regularmente  en  cosas 
muebles,  y la  hipoteca  en  raíces;  2.”,  en  que  la 
hipoteca  se  constituye  sin  tradición,  pues  que  la 
cosa  hipotecada  queda  en  poder  del  deudor;  y la 
prenda  no  se  constituye  sino  mediante  tradición, 
pues  que  la  cosa  empeñada  6 prometida  eu  pren- 
da se  entrega  al  acreedor.  Inter  pignus  et  hypo- 
thecam  dijptrentia  est,  dice  Justiniano  (Inst.  li- 
bro 4.°,  tít.  6.°,  pár.  7.°),  nam  pigmris  apdlalione 
eamproprie  rem  contineri  dicimus  quw  simul  etiam 
traditur  creditori,  máxime  si  mo bilis  sit:  at  eam 
qum  sinc  traditione  nuda  conventione  tenetur,  pro- 
gne hypotecoe  appellatione  contineri  dicimus. 

■ 111.  La  hipoteca,  según  se  infiere  de  su  defini- 
ción, es  un  derecho  en  la  cosa  sobre  que  se  cons- 
¡ tituye.  pus  in  re,  un  derecho  real  que  consiste 
en  dar  facultad  al  acreedor  para  hacer  vender, 
en  defecto  de  pago,  la  cosa  hipotecada.  No  es  este 
derecho,  como  lo  es  el  de  las  servidumbres,  una 
fracción  ó desmembramiento  de  la  propiedad, 
pues  que  no  limita  ni  restringe  su  goce  en  ma- 
nos del  propietario:  es  solamente  un  derecho 
real  en  cuanto  1a.  finca  hipotecada  está  ligada  y 
! afecta  ai  pago  del  crédito  que  la  sigue  como  si 
fuera  su  sombra,  como  cosa  que  va  pegada  ó in- 
herente á ella. 

* Rindiendo  tributo  á estos  principios,  la  nue- 
va ley  Hipotecaria  declara  que  son  las  hipote- 
■ cas  rigorosas  cargas  reales,  y por  lo  tanto,  si  es- 
tán consignadas  en  escritura  pública  ó documen- 
to auténtico  é inscritas  en  el  reg’istro,  producen 
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el  efecto  de  sujetar  directa  é inmediatamente  los 
bienes  sobre  que  se  imponen  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones  para  cuya  seguridad  se  cons- 
tituyen, pudiendo  realizarse  los  créditos  hipote- 
carios, no  obstante  cualquier  derecho  posterior 
adquirido  sobre  loa  mismos  bienes  hipotecados  y 
cualquiera  que  sea  su  poseedor:  arts.  2.°,  3.°  y 
105  de  la  ley  y 102  del  reglamento. 

Por  el  hecho  de  poseería  debe  el  tercero,  aun 
cuando  solo  tenga  el  dominio  directo  ó el  útil, 
en  cuyo  caso  se  dirigirá  la  acción  contra  am- 
bos, pagar  el  crédito  ó desamparar  la  finca, 
respondiendo,  caso  contrario,  de  los  réditos  des- 
de el  requerimiento,  de  las  costas  judiciales  y de 
los  plazos  del  capital  é intereses  que  vayan  ven- 
ciendo y no  satisfaga  el  deudor:  arts.  130  y 132 
de  la  ley.  V.  Acción  hipotecaria. 

Si  para  el  pago  de  alguno  de  los  plazos  del  ca- 
pital ó de  los  intereses  fuere  necesario  enajemir 
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la  finca  hipotecada  y aun  quedaren  por  vencer 
otros  plazos  de  la  obligación,  se  verificará  la  . 

venta  y se  trasferirá  la  finca  al  comprador,  con 
la  hipoteca  correspondiente  á la  parte  del  crédi-  . 
to  que  no  estuviere  satisfecha,  la  cual,  con  los 
intereses,  se  deducirá  dci  precio. Mas  si  el  com- 
prador no  quisiere  la  finca  con  esta  carga,  se 
depositará  su  importe  con  los  intereses  que  le 
corresponden,  para  que  sea  pagado  el  acreedor 
ai  vencimiento  de  los  plazos  pendientes:  ar- 
tículo 131  de  la  ley. 

Al  vencimiento  del  plazo  para  el  pago  de  la 
deuda,  el  acreedor  podrá  pedir  que  se  despache 
mandamiento  de  ejecución  contra  todos  los  bie- 
nes hipotecados,  estén  ó no  en  poder  de  uno  ó 
varios  terceros  poseedores  ; pero  estos  no  podrán 
ser  requeridos  al  pago,  sino  después  de  haberlo  - 
sido'el  deudor  y no  haberlo  realizado.  Cada  uno 
de  los  terceros  poseedores,  si  se  opusiere , será 
considerado  corno  parte  en  ei  procedimiento  res- 
pecto de  los  bienes  hipotecados  que  posea,  y se 
entenderán  siempre  con  el  mismo  y el  deudor 
todas  las  diligencias  relativas  al  embargo  y ven- 
ta de  dichos  bienes,  debiendo  el  tercer  poseedor 
otorgar  la  escritura  de  venta  ú otorgarse  de  ofi- 
cio en  su  rebeldía.  Será  juez  ó tribunal  compe- 
tente para  conocer  del  procedimiento  ejecutivo 
el  que  lo  fuere  respecto  dei  deudor;  sin  que  en 
ningún  caso  se  suspenda  por  las  reclamaciones 
de  un  tercero,  sino  estuvieren  fundadas  en  un 
título  anteriormente  inscrito;  ni  por  la  muerte 
del  deudor  ó del  tercer  poseedor,  ni  por  la  de- 
claración de  quiebra,  ni  por  el  concurso  de  j 
acreedores  de  cualquiera  de  ellos:  art.  133  de  ! 
la  ley. 

El  requerimiento  al  pago  se  hará  al  deudor  ó 
tercer  poseedor  en  la  forma  ordinaria  con  inter- 
vención de  notario  ó por  mandato  judicial:  si  el  ¡ 
deudor  está  ausente  en  el  lugar  ó pueblo  donde  ! 
radique  la  finca,  según  el  órden  establecido  en  ! 
el  art.  955  de  la  ley  de  linj  uiciamiento  civil:  si  el  ! 
ausente  fuere  el  tercer  poseedor,  se  le  hará  en  los  I 
mismos  términos  ó por  medio  del  inquilino  6 i 
arrendatario,  pudiendo  fijarse  en  el  requirimien-  1 
to  el  plazo  fatal  é improrogable  de  diez  días,  ! 
para  verificar  el  pago.  Si  el  tercer  poseedor  pa-  1 
gare  el  crédito  hipotecario,  se  subrogará  al  i 
acreedor , si  no  se  hubiere  descontado  su  impor-  ] 
te  del  precio  en  que  haya  adquirido  la  finca:  ar-  ' 
tículos  103,  104  y 105  del  reglamento  hipotecario. 

Si  el  tercer  poseedor  de  la  finca  hipotecada  ¡ 
pagare  el  crédito  hipotecario,  se  subrogará  en 
lugar  del  acreedor,  y podrá  exigir  su  reembolso  : 
del  deudor,  si  ya  no  se  le  hubiere  descontado  su 
importe  dei  precio  en  que  haya  adquirido  la  fin-  , 
ca.  art.  105  del  reglamento.  V.  Tercer  poseedor. 

1Y.  La hipoteca  es  indivisible  por  su  naturale-  ! 

za,  v subsiste  por  entero  en  cada  uno  de  los  hie-  ! 
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nes  ora  vados , y en  cada  Parte  esos  mismos 
bienes:  lol&cstiii  t totain  (j/U&libet  parte.  Mas 
la  indivisibilidad  no  es  de  esencia  en  el  contrato 
y se  sujeta  á las  modificaciones  que  pacten  los 
interesados.  En  el  caso  de  que  sea  mas  de  una 
finca  la  hipotecada,  no  responden  cada  una  de 
ellas  de  todo  ei  crédito,  sino  que  el  crédito  se 
reparte  necesariamente  entre  las  fincas;  de  ma- 
nera que  io  que  en  realidad  se  hace  es  convertir 
un  crédito  en  varios  créditos,  y una  hipoteca  en 
varias  hipotecas ; pero  cada  una  de  estas  será 
indivisible  respecto  á la  parte  de  crédito  de  que 
responda.  Si  no  pudiera  dividirse  el  crédito  en 
razón  á ser  una  sola  la  finca,  ó esta  se  hubiera 
dividido  en  varias  después  del  contrato,  no  po- 
drá el  deudor  exigir  la  liberación  de  ninguna 
parte  de  los  bienes  hipotecados  , cualquiera  que 
sea  la  que  haya  satisfecho  del  crédito:  art.  125 
de  la  ley. 

Si  han  convenido  las  partes  en  la  distribución 
podrán  acordarla  en  el  mismo  título  que  se  deba 
inscribir  ó en  otro  instrumento  público,  ó en 
una  simple  solicitud  al  registrador  firmada  ó ra- 
tificada ante  él  por  los  interesados:  art.  100  del 
reglamento. 

V.  La  hipoteca  es  un  contrato  accesorio  que 
ha  de  unirse  á otro  principal  al  que  garantiza: 
no  se  concibe  por  lo  tanto  garantía  sin  cosa  ga- 
rantizada. De  aquí  que  antes  de  que  exista  una 
obligación  aun  cuando  su  cumplimiento  no  haya 
de  ser  inmediato,  nó  pueda  contituirse  la  hipo- 
teca, y que  si  la  obligación  se  rescinde,  se  anu- 
la, ó deja  de  subsistir  por  cualquier  causa,  la  hi- 
poteca se  extingue.  Esto  no  obsta  para  que  aun 
cuando  la  obligación  principal  no  sea  exigible 
civilmente,  lo  sea  la  hipoteca,  porque  esta  pue- 
de garantizar  lo  mismo  una  obligación  natural 
cuyo  cumplimiento  se  eluda  excepción  ando  una 
falta  de  capacidad  de  la  persona  que  la  contrajo 
y cuyo  defecto  no  alcanza  al  tercero  que  hipote- 
care para  asegurar  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación. 

Como  la  hipoteca  es  una  obligación  accesoria, 
los  defectos  de  que  adolezca  no  perjudican  á la 
principal,  así  es  que  pudo  muy  bien  no  ser  váli- 
da desde  el  principio,  ó anularse  ó rescindirse, 
ó remitirse,  y quedar  subsistente  la  obligación 
garantizada;  porque  si  lo  accesorio  no  puede  vi- 
vir sin  lo  principal,  lo  principal  tiene  existencia 
independiente  de  io  accesorio.  * 

VI.  La  hipoteca  puede  tener  lugar  por  cual- 
quiera especie  de  deuda  ú obligación,  como  v.  gr, , 
por  la  que  resulta  del  mútuo  ó préstamo,  de  la 
dote,  de  la  compra  y venta,  del  arrendamiento 
o del  mandato;  así  por  la  obligación  pura  y sim- 
ple ó absoluta  como  por  la  condicional  ó á dia 
cierto,  con  tal  que  se  cumpla  la  condición;  así 
por  la  que  se  contrae  de  presente  ó se  contrajo 
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ya  en  tiempo  pasado  como  por  la  que  se  piensa 
contraer  en  lo  futuro;  no  solo  por  todo  el  impor- 
te de  la  deuda,  sino  también  por  una  parte  de 
ella;  tanto  por  la  obligación  civil  como  por  la 
meramente  natural,  y en  fin  , sea  por  la  propia 
ó por  la  ajena:  Res  hypothecce  dari  posse  scien- 
dum,  est  (dice  la  ley  5.’,  tít.  l.°,  lib.  20,  del  Dig.), 
pro  quacumque  obligadme ; sive  mutua  pecunia 
datar,  sive  dos,  sive  emptio  vel  venditio  contraha- 
tur,  vel  etian  locado  et  conductio,  'vel  mandalum; 
et  sive  pura  est  obligado , vel  in  dieta,  vel  sub  con- 
ditione,  et  sive  in  prwsenti  contracta ; sive  etiam 
prcecedat;  sed  et  futuras  obligationis  nomine  dari 
possunt;  sed  et  non  ( solum ) solvendce  ornáis  pecu- 
nia causa,  verum  etian  departe  ejus ; et  vel  pro 
civili  olligadone  vel  honoraria,  vel  tantum  nata- 
rali:  sed  ( et)  in  conditiomli  olligadone  non  alias 

obligantm nisi  candido  extilerit Daré  autem 

quis  kypothecam  potest , sive  pro  sua  olligadone, 
sive  pro  aliena.  V.  Fianza,  cuya  doctrina  puede 
aplicarse  respectivamente  á la.  hipoteca,  bien 
cuando  el  hipotecante  sea  el  mismo  deudor,  ó 
bien  cuando  lo  sea  un  tercero. 

Conforme  á la  legislación  anterior  á la  lej'  hi- 
potecaría ha  sido  doctrina  corriente  que  cuan- 
do se  constituye  hipoteca  por  una  deuda  ú obli- 
gación que  no  se  ha  contraido  todavía , pero 
que  se  piensa  contraer  mas  adelante,  no  se  en- 
tendiera constituida  la  hipoteca  sino  desde  el 
día  en  que  realmente  se  contrajese  la  deuda, 
porque  sin  que  haya  deuda  no  puede  haber  hi- 
poteca. Asi  es,  que  si  hoy  dia  primero  de  Abril 
te  hipoteco  mi  casa  por  una  cantidad  de  cien 
mil  reales  que  has  de  prestarme,  y tú  no  me 
haces  el  préstamo  hasta  el  primero  de  Agosto 
siguiente,  no  tendrá  lugar  la  hipoteca  sino  des- 
de el  primero  de  Agosto,  porque  no  habiendo  yo 
empezado  á ser  tu  deudor  por  dicha  cantidad, 
sino  desde  el  dia  en  que  la  he  recibido,  uo  ha 
podido  nacer  antes  la  hipoteca,  pues  que  no  hay 
hipoteca  sin  deuda.  En  consecuencia  de  esta 
doctrina,  para  la  validez  de  la  hipoteca  es  nece- 
sario que  yo  haya  sido  dueño  de  la  casa,  no 
precisamente  al  tiempo  de  obligarla,  sino  al 
tiempo  de  contraer  la  deuda  por  la  entrega  y 
recibo  del  dinero ; porque  como  tú  no  hablas  po- 
dido adquirir  el  derecho  de  hipoteca,  sino  en 
este  último  tiempo,  es  bastante  que  en  este  mis- 
mo tiempo  me  hubiese  pertenecido  la  casa  para 
poder  trasferirte  el  mencionado  derecho. 

* La  nueva  ley  Hipotecaria,  contiene  una  dis- 
posición que  ha  parecido  á algunos  rechazar  es- 
ta doctrina  y exigir  que  el  que  constituya  la 
hipoteca,  tenga  derecho  para  constituirla  según 
el  Registro,  en  el  momento  que  la  hipoteca , y 
si  no  lo  tuviese,  la  hipoteca  constituida  no  con- 
valecerá, aunque  el  hipotecante  adquiriese  des- 
pués este  derecho  (art.  126);  de  manera  que  no 


solo  seria  necesario  que  el  constituyente  fuera 
dueño  de  la  finca  al  tiempo  de  otorgar  la  hipo- 
teca, sino  que,  aun  siéndolo,  les  parecia,  según  la 
letra  del  artículo,  que  habia  de  tenerla  registra- 
da á su  nombre.  Mas  contra  esto  suministra  ro- 
bustos argumentos,  el  atento  exámea  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  20  de  la  ley. 

Y en  efecto , báse  dado  la  interpretación  ex- 
puesta al  art.  126  citado,  en  un  caso  práctico 
'por  un  registrador,  denegándose  la  inscripción 
de  una  hipoteca  de  una  finca  constituida  por  el 
comprador  de  esta  inmediatamente  que  la  com- 
pró, á favor  de  un  préstamo  que  habia  recibido 
con  antelación  á la  compra  de  dicha  finca.  El 
registrador  se  fundó  para  la  negativa  menciona- 
da, en  la  disposición  del  art.  126  citado.  Habién- 
dose recurrido  hasta  á la  Dirección  general  de  los 
Registros  civil  y de  la  propiedad  y del  notaria- 
do, se  revocó  dicha  negativa,  deduciéndose  de 
los  considerandos  de  su  declaración,  que  el  com- 
prador de  una  finca,  como  dueño  que  es  de  ella 
en  virtud  del  titulo  de  compra,  puede  hipote- 
carla en  el  acto,  aunque  no  esté  inscrita  enton- 
ces á su  favor.  La  Dirección  se  fundó  en  los  con- 
siderandos'siguientes:  l.°  Que  la  negativa  del 
registrador  indicado  á inscribir  la  escritura  de 
hipoteca  de  dicha  finca  á la  seguridad  del  prés- 
tamo referido,  se  fundaba  en  el  equivocado  con- 
cepto de  que  el  verdadero  dueño,  como  no  tenga 
inscrito  su  título  de  dominio  en  los  libros  del 
Registro,  no  puede  hipotecar,  y si  lo  efectúa,  la 
nulidad  del  acto  es  tan  esencial,  que  no  puede' 
jamás  convalecer,  aunque  después  aparezca  ins- 
crito el  expresado  dominio.  2.°  Que  los  buenos 
principios  y el  texto  literal  de  otros  artículos  de 
la  propia  ley  citada  por  el  Registrador,  y con  es- 
pecialidad el  20  de  la  misma,  rechazan  de  consu- 
no semejante  interpretación , que  conduciría 
basta  el  extremo  de  limitar  uno  de  los  mas  prin- 
cipales efectos  del  dominio , alterando  esencial- 
mente las  prescripciones  del  derecho  civil,  y con- 
virtiendo á una  ley  modal,  como  es  en  muchas 
partes  la  hipotecaria,  en  sustantiva  de  derechos 
■ desconocidos  hasta  el  dia  en  la  legislación  posi- 
tiva. 3.°  Que  el  legislador  no  pudo  referirse,  ni 
se  refirió  en  efecto  en  el  artículo  citado,  al  ver- 
dadero dueño,  sino  al  que  careciendo  de  este  tí- 
tulo, por  mas  que  estuviere  en  espectativa  del 
mismo,  hipotecaba  lo  que  no  era  suyo;  cuya  hi- 
poteca, si  bien  nula  en  su  origen,  convalecía  con 
arreglo  á laa  prescripciones  del  derecho  común, 
si  el  constituyente  adquiría  con  posterioridad  el 
dominio  ó señorío  de  la  cosa  hipotecada.  Véase 
la  órden  de  1."  de  Octubre  de  1874.  Véase  el  ar- 
tículo de  esta  obra  Inscripción  en  el  Registro  de 
la  propiedad.  * 

En  la  hipoteca  por  deuda  ú obligación  condi- 
' cional  inscrita,  es  necesario  distinguir  entre  la 
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condición  suspensiva  y la  condición  resolutoria 
Si  la  condición  es  resolutoria,  no  suspende  el 
efecto  de  la  obligación  ni  el  de  la  hipoteca;  pero 
en  caso  de  cumplirse  ó realizarse,  todo  se  inva- 
lida ó anula,  tanto  la  obligación  como  la  hipo- 
teca, y las  cosas  vuelven  al  mÍ3mo  estado  que 
tenían  antes.  Si  la  condición  es  suspensiva,  de 
la  clase  de  aquellas  que  se  llaman  casuales  ó 
mixtas , deja  suspenso  el  efecto  de  la  hipoteca  y 
el  de  la  obligación  principal ; pero  cuando  llega 
á cumplirse , tiene  efecto  retroactivo  tanto  para 
la  una  como  para  la  otra;  y si  falta,  falta  igual- 
mente para  las  dos.  L03  misinos  principios  de- 
ben aplicarse  al  caso  de  que  la  condición  sus- 
pensiva pertenezca  á la  clase  de  aquellas  que 
se  llaman  potestativas,  con  tal  que  lo  sea  de  par- 
te del  acreedor;  pero  si  es  puramente  potestativa 
de  parte  del  deudor,  ni  la  hipoteca  ni  la  obliga- 
ción principal  tendrán  efecto  ni  por  consiguien- 
te grado,  sino  desde  el  día  en  que  realmente 
haya  obligación. 

Supongamos  que  yo  he  hecho  una  estipula- 
ción bajo  una  condición  suspensiva,  habiéndo- 
seme dado  hipoteca  para  su  seguridad;  que  pen- 
diente ia  condición  ha  hipotecado  el  deudor 
pura  y simplemente  la  misma  cosa  á otra  perso- 
na que  le  ha  prestada  dinero,  y que  por  fin  se 
cumple  la  condición  de  que  mi  estipulación  de- 
pendía: ¿quién  debe  tener  la  prioridad  de  hipo- 
teca, yo  ó el  otro  acreedor  prestamista?  El  ju- 
risconsulto Gayo,  que  se  hace  esta  pregunta  en 
la  ley  11,  tit,  4.°,  lib.  20  del  Digesto,  la  decide  á 
favor  mió,  porque  en  virtud  del  efecto  retroac- 
tivo de  la  condición,  me  encuentro  realmente 
revestido  de  la  calidad  de  primer  acreedor,  como 
si  mi  estipulación  hubiera  sido  pura  y simple: 
cum  cnim  semel  conditio  extitit,  perinde  baletm' 
ac  si  illo  leinpore  quo  slipulatío  interposita  est , 
sine  condifáone /acta  esset. 

Por  el  contrario,  en  el  principio  de  esta  misma 
ley  11,  supone  Gayo  que  tú  y yo  nos  hemos  con- 
venido en  que  si  yo  te  presto  cierta  cantidad  me 
quedará  hipotecada  tu  casa,  que  después  hipo- 
tecas tú  la  misma  casa  á otra  persona  que  te 
hace  un  préstamo,  y que  por  fin  yo  te  entrego 
la  cantidad  que  te  había  prometido;  y decide  en 
este  caso,  del  mismo  modo  que  Papiniauo  en  la 
ley  1.  , pár.  1 . , del  mismo  título,  que  no  soy  yo 
quien  tiene  la  prioridad  de  hipoteca,  aunque 
mi  convención  sea  la  primera,  sino  el  que  te 
entregó  primero  real  y efectivamente  ia  suma 
que  te  prestaba.  La  razón  es  muy  sencilla;  no 
hay  hipoteca  sin  obligación  principal,  ni  con- 
trato de  préstamo  sin  entrega  de  dinero  ú otra 
cosa  fuDgible;  y como  estaba  en  tu  arbitrio  re- 
cibir ó no  recibir  la  cantidad  que  yo  te  había 
prometido,  tu  Obligación  de  restituírmela  de- 
pendía, como  la  hipoteca,  de  una  condición  pu- 
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: rítmente  potestativa  de  tu  parte;  de  manera  que 
: ni  la  Obligación  ni  la  hipoteca  han  existido,  sino 
I desde  el  día  en  que  yo  te  entregué  la  prometida 
i cantidad,  y no  te  la  entregué  sino  después  de 
; haberte  hecho  su  préstamo  el  otro  acreedor.  El 
| cumplimiento  de  la  condición  «si  yo  le  presto 
; tal  cantidad»  no  puede  tener  efecto  retroactivo 
i al  dia  de  la  convención , como  en  los  casos  ordi- 
narios, pues  que  esto  seria  suponer  que.  ha  ha- 
bido obligación  procedente  de  un  préstamo  en 
: un  tiempo  en  que  nada  se  habia  prestado.  Quam- 
diu  mansit  in  potes  tale  ejus  qui  pignus  constituit 
(dice  Cuyacio ai  ley.  9.*,  pár.  1,°,  tít.  4.°,  lib.  20, 
Digesto)  ut  res  non  esset  pignori  nexa,  non  potes t 
videri  pignus  consütulum.  Toda  esta  doctrina  es 
muy  conforme  á las  leyes  27  y 32,  tit.  13,  Parti- 
da 5.a,  que  efectivamente  resuelven  estas  cues- 
tiones en  el  mismo  sentido. 

Mas  esta  última  decisión  debe  restringirse 
i con  todo  cuidado  al  caso  de  que  la  condición  sea 
puramente  potestativa  de  parte  del  deudor,  de 
modo  que  solo  dependa  de  su  voluntad  y no  de 
la  otra  persona  interesada.  Prometes  tú,  por 
ejemplo,  cierta  dote  á una  mujer  que  se  casa; 
oblígase  el  esposo  en  el  contrato  matrimonial  á 
restituírtela  después  de  la  muerte  de  su  mujer; 
y para  seguridad  de  su  obligación  te  hipoteca 
sus  bienes;  algún  tiempo  después  constituye 
hipoteca  sobre  ellos  á favor  de  un  tercero;  y pos- 
I teriormente  le  entregas  tú  la  dote  que  habías 
prometido.  Dueño  era  por  cierto  el  marido  de 
= no  recibirla;  ¿diráse  por  eso  que  tu  hipoteca  solo 
debe  tener  efecto  desde  el  dia  en  que  el  marido 
recibió  la  dote?  No,  responde  la  ley  1.*,  tít.  4.“, 
lib.  20  del  Digesto , porque  no  podía  el  marido 
rehusar  la  prometida  dote  cuando  tú  se  la  en- 
tregabas, sin  dejar  indotada  á su  mujer  y sin 
privarla  del  derecho  que  tiene,  durante  el  matri- 
monio, de  aprovecharse  con  él  ríelos  frutos  é 
1 intereses  de  los  bienes  dótales.  La  misma  dispo- 
sición ha  sido  adoptada  por  la  ley  33,  tít.  13, 
Part.  5.‘ 

* Aun  cuando  según  la  actual  ley  Hipotecaria, 
el  primer  caso  en  que  se  ofrezca  hipotecar  si  se 
presta  unacantidad,  hade  resolverse  en  el  mismo 
sentido  que  los  jurisconsultos  romanos  lo  resol- 
• vieron,  porque  la  promesa  de  hipotecar  no  es  hi- 
. poteca  inscribible,  y por  lo  tanto,  no  grava  la  fin- 
caque  lia  de  hipotecarse  en  lo  futuro:  en  el  segun- 
do caso,  hade  tenerse  presente  que  la  preferencia 
lia  de  contarse  por  la  fecha  de  la  inscripción,  y 
por  lo  tanto,  que  si  la  hipoteca  del  marido  ofre- 
ciendo devolver  la  dote  prometida,  se  inscribiese, 
será  preferida,  aun  cuando  recibiere  la  dote  des- 
pués de  haber  otorgado  en  favor  de  un  tercero 
otra  hipoteca. 

La  constituida  para  la  seguridad  de  una  obli- 
gación futura  ó sujeta  á condiciones  suspensivas 
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inscritas,  surtirá  efecto  contra  tercero  desde  su 
inscripción,  si  la  obligación  llega  á contraerse  ó 
la  hipoteca  á cumplirse ; pero  si  la  condición 
fuere  resolutoria,  surtirá  la  hipoteca  su  efecto 
en  cuanto  al  tercero,  hasta  que  se  haga  constar 
en  el  registro  el  cumplimiento  de  la  condición 
en  la  forma  que  se  consigna  en  el  articulo  Ins- 
cripción. Véanse  los  párrafos  de  este  artículo,  VII 
número  nono,  y X número  undécimo. 

La  hipoteca  constituida  á favop-de  un  crédito 
que  devengue  interés,  asegura  igualmente  estos 
intereses  contra  el  hipotecario,  pero  en  perjuicio 
de  tercero  tan  solo  los  dos  últimos  años  trascur- 
ridos y la  parte  vencida  de  la  anualidad  corrien- 
te, siempre  que  la  estipulación  y cuantía  resul- 
ten de  la  inscripción  misma:  arta.  114  y 145  de 
la  ley.  V.  Aecion  hipotecaria. — Acreedor  hipoteca- 
ño  . — Inscripción . 

Bienes  que  pueden-  hipotecarse. 

VIL  Cosas  que  pueden  hipotecarse  en  general.— 
Siendo  la  constitución  de  hipoteca  una  especie 
de  enajenación,  puesto  que  el  acreedor  adquiere 
el  derecho  de,  si  el  deudor  no  le  paga,  vender  la 
cosa  hipotecada,  con  arreglo  á estas  doctrinas, 
la  ley  romana  había  establecido  el  principio  de 
que  podía  hipotecarse  todo  loque  podia  venderse: 
(puod  emptionem  venditionemque  recipit,  etiampig- 
norationem  redpere potest  (ley  9.a.  tít.  1”,  lib.  2.°, 
Digesto). 

Sancionada  por  la  ley  Hipotecaria  la  diferen- 
cia entre  prenda  é hipoteca , dispuso  en  su  ar- 
ticulo 105  que  solo  podrían  ser  hipotecados: 
l.°,  los  bienes  inmuebles;  2.",  los  derechos  reales 
enajenables  con  arreglo  á las  leyes,  impuestos 
sobre  los  bienes  inmuebles. 

Mas  no  todas  las  cosas  inmuebles  y derechos 
reales  pueden  hipotecarse  libre  y absolutamen- 
te; muchas  hay  que  solo  son  susceptibles  de  este 
gravámen  con  ciertas  limitaciones. 

VIII.  Cosas  que  pueden  hipotecarse  con  restric- 
ción.— Primero.  El  edificio  construido  en  suelo 
ajeno,  el  cual  si  se  hipoteca  por  el  que  lo  cons- 
truyó, será  sin  perjuicio  del  derecho  del  propie- 
tario del  terreno,  y entendiéndose  sujeto  á tal 
gravámen  solamente  el  derecho  que  el  mismo 
qué  edificó  tuviese  sobre  lo  edificado:  caso  1."  del 
art.  107. 

Suponemos  que  esta  primera  restricción  se  re- 
fiere á lo  edificado  en  suelo  ajeno  contra  la  vo- 
luntad ó sin  conocimiento  del  dueño,  no  cuando 
uno  presta  el  suelo  y otro  la  construcción  , que- 
dando el  edificio  común,  ó con  obligación  en  el 
constructor  de  satisfacer  un  tanto  por  los  pro- 
ductos ó intereses  del  valor  del  terreno.  La  ley 
41,  tít.  28,  Part.  3.',  dispone,  que  el  que  edifica  á 

buena  fe  en  suelo  ajeno,  pierde  el  edificio,  con 
obligación  en  el  dueño  del  terreno  de  abonarlos 


gastos  de  construcción  al  edificante.  La  ley  42 
del  mismo  título  y Partida,  resuelve , que  quien 
edifica  con  mala  fe  en  terreno  ajeno,  esto  es,  sa- 
biendo que  es  ajeno,  pierde  el  señorío  de  lo  que 
edificó,  sin  derecho  á reclamar  del  dueño  del 
terreno  los  gastos  de  la  construcción. 

Es  decir,  que  en  ambos  casos  no  tiene  dominio 
: sobre  la  casa  edificada,  y por  lo  tanto,  no  es  con- 
| cebible  fácilmente  la  aplicación  de  este  artículo. 

Porque  para  poder  hipotecar  el  constructor  la 
| construcción,  es  necesario  que  la  inscriba;  para 
que  la  inscriba,  es  necesario  que  conste  que  el 
terreno  era  suyo;  si  tal  consta,  el  contrato  cele- 
brado con  el  constructor,  que  en  el  registro  apa- 
recía cou  derecho  para  ello,  no  puede  invalidar- 
se respecto  al  hipotecario,  aunque  después  se 
anule  ó resuelva  el  derecho  de  aquel  por  recla- 
mación del  dueño  del  terreno,  en  virtud  de  títu- 
lo no  inscrito  ó de  causa  que  no  resulte  clara- 
mente del  mismo  registro;  luego  si  al  acreedor 
se  le  hipotecó  el  edificio  y el  terreno,  ambos  res- 
ponderán á su  crédito  en  perjuicio  del  dueño. 

Supongamos  que  hipoteca  el  edificio,  constan- 
¡ . do  que  el  suelo  es  ajeno:  la  hipoteca  será  com  - 
pletamente  nula,  y el  registrador  no  la  inscribi- 
! rá,  porque  como,  bien  sea  constructor  de  buena 
; ó de  mala  fe,  no  ba  adquirido  el  dominio  de  la 
construcción  , no  puede  hipotecarla.  Quizá  se 
í afirme,  que  siendo  constructor  de  buena  fe,  el 
derecho  que  tiene  de  cobrar  el  importe  de  la 
construcción,  es  un  derecho  real,  un  derecho 
refaccionario;  cosa  difícil  de  sostener  si  se  atien- 
de á las  circunstancias  que  ha  de  reunir  para 
; estimarse  tal  y para  que  alcance  la  garantía  de 
' la  hipoteca.  Solo  en  tal  caso,  declarado  así  é íns- 
; crito  este  derecho  real,  podría  hipotecarlo ; pero 
aun  así  la  hipoteca  recaería  sobre  el  derecho 
real,  no  sobre  el  edificio  que  no  le  pertenecía,  y 
por  lo  tanto,  no  tendría  cabida  el  caso  1.“  del 
art.  107. 

Segundo.  El  derecho  de  percibir  los  frutos  en 
el  usufructo,  pero  quedando  extinguida  la  hipo- 
teca cuando  concluya  el  mismo  usufructo  por  un 
hecho  ajeno  á la  voluntad  del  usufructuario.  Si 
concluyese  por  su  voluntad,  subsistirá  la  hipo- 
teca hasta  que  se  cumpla  la  obligación  asegura- 
da, ó hasta  que  venza  el  tiempo  en  que  el  usu- 
fructo habria  naturalmente  concluido  á no  me- 
diar el  hecho  que  le  puso  fin:  caso  2.”  del  ar- 
tículo 107.  * 

El  fundamento  de  esta  restricción  ha  de  bus- 
carse en  las  leyes  de  Partida,  que  á su  vez  se 
apoyaron  en  el  derecho  romano.  Según  este,  en 
el  derecho  de  usufructo  hay  que  considerar  dos 
cosas:  l.°,  el  derecho  mismo  inherente  á la  per- 
sona del  usufructuario;  2.°,  la  utilidad  ó emolu- 
mento de  este  derecho,  que  consiste  en  la  per- 
cepción de  los  frutos  de  la  cosa  sujeta  al  usu- 
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fructo.  El  derecho  mismo  de  usufructo  no  puede 
pasar  de  una  persona  á otra,  personam  usufruc- 
tuara non  egrediktr;  y así  no  puede  enajenarse, 
ni  por  consiguiente  darse  en  hipoteca:  de  modo, 
que  sí  se  enajenase  por  el  usufructuario,  queda- 
ría extinguido  y se  consolidaria  6 reuniría  con 
la  propiedad,  como  dispone  la  ley  24 ,■  tí C.  31, 
Part.  3.a  Mas  la  utilidad  ó emolumento  puede  i 
separarse  de  la  persona  del  usufructuario,  en  i 
quien  reside  el  derecho,  y es  capaz,  por  lo  tanto, 
de  enajenación  y de  hipoteca.  El  extraño  ¿quien 
se  vende  6 cede  el  usufructo,  no  goza  de  él  como 
de  uu  derecho  subsistente  en  su  persona,  sino  á 
nombre  y solo  durante  la  vida  de  aquel  en  cuya 
cabeza  se  lia  constituido;  el  usufructuario  con- 
serva siempre  el  derecho,  y el  comprador  ó ce- 
sionario-no  adquiere  mas  que  su  ejercicio.  Véase 
la  ley  1.',  tit.  24,  lib.  8."  del  Digesto,  y la  glosa 
5.1  de  Gregorio  López  á la  ley  24,  tít.  31  de  la 
Part.  3.a  Puede  hipotecarse,  pues,  el  usufructo 
mientras  dure,  y cuando  el  usufructo  cese,  ce- 
sará igualmente  la  hipoteca.  Sin  embargo,  no 
cesará  la  hipoteca  por  la  adquisición  que  el  usu- 
fructuario hiciere  de  la  propiedad,  aunque  se 
extingue  entonces  el  usufructo  por  la  consolida- 
ción; pues  además  de  que  no  debe  pender  de  la 
voluntad  del  usufructuario  el  hacer  ilusoria  por 
su  hecho  la  hipoteca  que  lia  dado,  no  es  preci- 
samente el  derecho  mismo  de  usufructo  el  que 
se  halla  hipotecado,  sino  el  derecho  ó la  facultad 
de  percibir  los  frutos;  derecho  y facultad  que 
subsiste  siempre  en  la  persona  del  deudor  que 
ha  adquirido  la  propiedad.  En  el  caso  de  que  por 
abuso  úotra  razón  se  quitaren  al  usufructuario 
los  bienes  en  que  goza  del  usufructo,  dándosele 
en  su  lugar  cierta  cantidad  que  supla  sus  emo-  ! 
lumentos,  el  acreedor  que  tenia  hipoteca  sobre 
el  usufructo,  debe  ser  preferido  en  cuanto  á di- 
cha cantidad  á los  demás  acreedores,  pues  que 
la  cantidad  representa  en  tal  caso  el  derecho  de 
usulructo  en  mano  del  usufructuario.  Si  el  usu- 
fructo se  vendiere  á instancia  de  los  acreedores 
del  usufructuario,  no  cesará  por  la  muerte  del 
comprador,  sino  por  la  del  usufructuario  expro- 
piado, ó por  las  mismas  causas  que  debían  pro- 
ducir su  extinción;  y el  comprador  trasmitirá  á 
sus  herederos  el  disfrute  por  el  tiempo  que  res- 
tase, si  llegare  á morir  antes  que  la  extinción  se 
verifique. 

* A pesar  de  estas  razones,  tenemos  la  expresión 
de  este  caso  como  contraria  al  espíritu  de  la  mo- 
derna legislación , enemiga  de  sutilezas  y de 
distinciones  metafísicas,  que  á fuerza  de  adel- 
gazarlo, vienen  á quebrar  el  precepto  legal  en  su 
esencia.  Siéntase  respecto  á usufructo,  que  el 
erecho  de  usufructo  no  puede  hipotecarse,  pero 
sí  el  derecho  de  percibir  los  frutos  del  usufructo. 
Ahora  bien,  si  la  hipoteca  se  considera  enajena- 


ción, equivale  á enajenar  el  derecho  de  percibir 
los  frutos,  que  en  realidad  es  enajenar  el  usu- 
fructo. Cierto  que,  como  hemos  visto  antes,  há- 
cense  sutiles  distinciones  entre  el  derecho  de 
usufructo  ineuajenable  y el  ejercido  del  usufruc- 
to, ó sea  el  derecho  de  percibir  los  frutos,  enaje- 
nable; pero  ateniéndonos  á la  esencia  y realidad 
de  las  cosas,  ¿qué  diferencia  existe  entre  lo  uuo 
y lo  otro?  Si  al  usufructuario  que  hipoteca  su 
derecho  de  percibir  los  frutos,  no  satisface  la 
deuda  y se  le  ejecuta  y se  le  vende  el  derecho  de 
percibir  los  frutos,  ¿qué  le  queda  del  usufructo? 
Las  obligaciones  de  reparar  el  fundo,  de  devol- 
verlo, salva  su  sustancia,  y de  pagar  las  contri- 
buciones. 

No  se  diga  que  la  ley  20,  tít.  31,  Part.  3.a,  sus- 
tenta la  misma  doctrina;  porque  prescindiendo 
de  que  la  ley  Hipotecaria  ha  variado  caprichosa- 
mente el  derecho,  amoldándolo  á sus  prescrip- 
ciones, prescindiendo  de  opiniones  de  comenta- 
ristas, la  de  Partidas  no  autoriza  la  venta  ni  em- 
peño del  derecho  de  percibir  los  frutos,  sino  los 
frutos  que  el  usufructuario  hace  suyos  por  la 
percepción.  «E  este  a quien  es  otorgado  tal  uso- 
fruto,  gana  todos  los  frutos....  e puedese  aprove- 
char de  los  frutos....  e venderlos  si  quisiere.»  Y 
en  esto  no  hay  dificultad.  Si  los  frutos  son  suyos 
por  la  percepciou  de  ellos,  lo  mismo  es  que  los 
consuma,  que  los  dé,  que  los  empeñe;  la  enaje- 
nación de  aquellos  productos  anuales  y renova- 
bles no  le  impiden  su  derecho  de  percibir  en  lo 
sucesivo,  y en  realidad  ni  entonces,  porque  el 
dinero  de  la  venta  no  es  mas  que  los  frutos  con- 
vertidos en  dinero,  en  una  materia  equivalente 
y que  le  es  mas  útil. 

No  deja  también  de  haber  cierta  especie  de 
contradicción  entre  el  permiso  de  hipotecar  el 
derecho  de  percibir  los  frutos,  y la  prohibición 
de  hipotecar  los  frutos  y rentas  pendientes,  con 
separación  del  precio  que  los  produzca;  porque 
aquello  y no  otra  cosa  es  lo  que  sucede  en  el 
presente  caso.  El  usufructuario  no  es  dueño  de 
la  fiuca,  luego  la  finca  no  la  hipoteca  ni  puede 
hipotecarla;  el  derecho  de  percibir  los  frutos,  se 
reduce  á aprovecharse  de  ellos ; hipotecar  este 
derecho,  es  hipotecar  los  frutos,  impedir  su  ena- 
jenación, obligarlos  á la  seguridad  de  la  deuda; 
de  modo,  que  en  último  término  resulta,  que  lo 
que  se  hipoteca  son  los  frutos,  separadamente 
del  predio  que  los  produce. 

También  carece  de  fuerza  la  razón  de  que  el 
extraño  á quien  se  cede  el  percibo  de  los  frutos, 
no  goza  de  ellos  en  virtud  de  un  derecho  sub- 
sistente en  su  persona,  sino  á nombre  y solo  du- 
lante  la  vida  de  aquel  en  cuya  cabeza  se  ha 
constituido ; porque  lo  mismo  sucedería  si  el 
usufructuario,  siéndole  permitido,  cediese,  no 
el  derecho  de  percibir  los  frutos , sino  el  mismo 


derecho  de  usufructo;  en  tauto  lo  disfrutarla  el 
cesionario  en  cuanto  viviese  el  cedente.  Metafi- 
sico  empeño  es  buscar  distinción  en  causas  .que 
producen  idénticos  efectos. 

Ni  se  dig'a  que  la  adquisición  de  la  propiedad 
de  los  frutos  de  la  cosa  ajena  es  la  base  en  que 
descansa  el  derecho  del  usufructuario  para  hi- 
potecar el  que  tiene  de  percibir  los  frutos  del 
usufructo;  porque  es  poseedor  de  la  cosa  ajena 
que  los  produce,  y por  la  percepción  adquiere  la 
propiedad  de  los  frutos  pendientes  al  tiempo  en 
que  comienza  el  usufructo,  y tiene  derecho  á los 
que  nazcan  mientras  subsiste  la  servidumbre, 
si  bien  solo  irá  adquiriendo  la  propiedad  de  los 
futuros  por  la  percepción,  como  sostienen  los  se- 
ñores Perez  Pedrero  y Sidró  en  su  Repertorio  de 
la  legislación  hipotecaria,  uno  de  los  mejores  tra- 
bajos que  existen  en  la  materia;  porque  si  la 
adquisición  de  frutos  es  la  base  del  derecho  de 
hipotecar,  y la  adquisición  la  realiza  á medida 
que  los  percibe,  no  pueden  entenderse  hipoteca- 
dos hasta  que  se  adquieren,  hasta  que  se  perci- 
ben; nú  hay  derecho  real  hasta  la  adquisición;  se 
hipoteca  cosa  que  ha  de  poseerse  y no  se  posee, 
y que  cuando  lleg'a  á poseerse,  no  es  ya  bien  in- 
mueble, sino  mueble. 

O el  derecho  de  percibir  los  frutos  ha  de  sepa- 
rarse completamente  del  acto  material  de  perci- 
birlos, y entonces  no  existe  diferencia  ninguna 
con  el  derecho  de  usufructo,  que  en  realidad  no 
es  mas  que  ese  mismo  derecho  de  percibir  los 
frutos,  ó si  se  basa  en  la  p'ercepcion  de  frutos,  se 
cae  en  los  inconvenientes  sobredichos. 

Pongamos  un  ejemplo  mas  palpable:  la  ley 
prohibe  enajenar  los  alimentos  legados  para  que 
no  quede  sin  subsistencia  el  alimentista.  Este, 
empleando  la  sutileza  que  combatimos,  enajena 
el  derecho  de  percibir  la  pensión,  y esta  pensión 
hasta  su  muerte  la  percibe  y aprovecha  el  com- 
prador. Al  alimentista,  ¿qué  le  queda  para  su 
subsistencia?  ¿Se  ha  defraudado  ó no  la  voluntad 
del  que  le  concedió  ó legó  los  alimentos?  En  vano 
será'alegar  que  el  derecho  personal  no  se  ha  ena- 
jenado; que  el  comprador  percibe,  no  en  virtud 
de  un  derecho  propio,  sino  en  cabeza  del  vende- 
dor; que  el  derecho  de  aquel  depende  del  de  este, 
de  lo  que  viva:  resultado,  que  por  la  enajenación 
del  derecho  de  percibir  la  pensión , habrá  que- 
dado el  alimentista  en  idénticas  condiciones  que 
si  hubiera  vendido  ei  derecho  á los  alimentos: 
sin  nada. 

Y aun  es  mayor  la  injusticia  que  en  sí  en- 
cierra la  ley  Hipotecaria  al  prevenir,  de  acuer- 
do con  los  comentadores,  que  queda  extinguida 
la  hipoteca  solo  cuando  concluya  el  mismo  usu- 
fructo por  un  hecho  ajeno  á la  voluntad  del 
usufructuario;  porque  si  concluyere  por  su  vo- 
luntad , subsistiría  la  hipoteca  hasta  que  se 


cumpliese  la  obligación  asegurada,  ó hasta  que 
venciese  el  tiempo  en  que  el  usufructo  habría 
naturalmente  concluido , á no  mediar  el  hecho 
que  le  puso  fin.  Con  esta  disposición  se  perjudica 
notablemente  al  propietario,  que  tiene  un  dere- 
cho inconcuso  á adquirir  y consolidar  el  usu- 
fructo, en  el  momento  que  la  servidumbre  cese, 
sea  cualquiera  el  motivo  por  que  se  extinga.  Ex- 
, tinguida  ya,  ¿en  virtud  de  qué  motivo  se  prolon- 
gan sus  efectos  como  si  subsistiese?  Y no  es  va- 
ledera la  razón  que  excusa  el  precepto  de  la  ley; 
el  que  el  acreedor  diese  el  dinero  bajo  las  condi- 
ciones naturales  de  la  existencia  de  la  servidum- 
bre, ni  la  de  que  el  derecho  del  acreedor  hipote- 
cario no  debo  estar  á merced  de  la  voluntad ‘del 
deudor  que  de  esta  manera  quiera  perjudicarle; 
porque  entre  las  condiciones  naturales  de  la  ex- 
tinción del  usufructo,  se  hallan  las  que  depen- 
den de  la  voluntad  del  deudor,  y el  acreedor  que 
le  prestó  ya  sabe  que  aquella  garantía  que  reci- 
be es  precaria,  temporal  é incierta;  que  depen- 
de del  capricho  del  acreedor;  que  depende  de 
; la  duración  de  su  vida,  quizá  mas  breve  que  la 
hora  que  siga  al  contrato;  y si  con  estas  condi- 
ciones, á sabiendas  le  prestó  , se  sujeta  á todas 
estas  contingencias.  Enhorabuena  equivalga  es- 
to á prestarle  sin  garantías,  sciente  et  vulente 
nulla  fU  injuria ; lo  sabia  y lo  quiso,  no  hay  in- 
justicia. Siempre  tendrá  la  garautia  material  de 
los  frutos,  de  la  que  no  puede  privársele  sin  una 
falta  moral  del  deudor,  que  no  debe  presumirla, 
ó quiso  aventurarse  á sufrirla. 

Descendamos  aun  mas  al  terreno  de  la  prácti- 
ca; la  cantidad  prestada  es  por  dos  años ; el  deu- 
dor no  posee  otros  bienes  que  el  usufructo  é 
hipoteca  el  derecho  de  percibir  los  frutos  que 
produce;  no  paga  y el  acreedor  hipotecario  eje- 
cuta y pide  ia  venta ¿de  qué?  ¿De  los  frutos? 

Entonces  lo  que  se  ha  hipotecado  son  los  frutos, 
y los  frutos,  como  cosa  mueble,  no  pueden  hipo- 
tecarse. ¿Del  derecho  de  percibirlos?  Entonces  el 
usufructuario  queda  despojado  de  todo  lo  que 
constituye  ia  esencia  y utilidad  del  derecho  de 
lisufructo  que  se  dice  que  le  queda.  Renuncie 
por  lo  tanto  su  usufructo;  hay  que  pagar  con- 
tribuciones, hay  que  hacer  reparos  menores, 
¿quién  los  satisface?  -El  propietario  no,  porque 
si  dura  el  usufructo,  son  de  cuenta  del  usufruc- 
tuario. El  usufructuario  tampoco;  porque  como 
uo  tiene  interés  en  que  se  conserve  íntegra  la 
sustancia  de  la  cosa,  ni  bienes  de  donde  pagar 
los  desperfectos,  nada  hace  ni  hay  medio  de 
obligarle. 

El  fiador  se  negará  con  razón,  porque  si  pres- 
tó la  fianza,  fué  bajo  la  condición  implicita  de 
que  concluido  el  usufructo  {y  por  la  renuncia 
se  había  concluido)  se  concluiría  la  fianza;  bajo 
la  condición  implícita  de  que  si  ei  usufructuario 
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no  cumplía  con  los  deberes  impuestos  por  la  ley 
y la  cosa  usufructuada  se  deterioraba  por  su 
culpa,  pudiera  privársele  del  usufructo,  salván- 
dose la  fianza.  ¿Pagará  el  acreedor  adquirente? 
Entonces  lo  que  habla  adquirido  no  era  el  dere- 
cho de  percibir  los  frutos,  sino  las  obligaciones 
del  sufructuario  inseparables  por  peisoualtsimas 
de  la  persona  del  usufructuante;  y si  había  ad- 
quirido las  obligaciones,  por  fuerza  halda  de 
haber  adquirido  los  derechos. 

Tercero.  Del  caso  que  marca  con  este  núme- 
ro el  art.  107.  ó sea  la  mera  propiedad,  nos  ocupa- 
mos en  el  lugar  correspondiente,  ó saber,  cuando 
se  entiende  ampliada  la  hipoteca. 

Cuarto.  Los  bienes  anteriormente  hipoteca- 
dos, aunque  lo  estén  con  el  pacto  de  no  volver- 
los á hipotecar  siempre  que  quede  á salvo  la 
prelacion  que  tuviese  para  cobrar  su  crédito 
aquel  á cuyo  favor  esté  constituida  la  primera 
hipoteca:  art.  107. 

Aun  cuando  por  la  ley  27,  tit.  13,  Part.  5.*, 
estaba  mandado  que  aquel  que  recibiese  la  cosa 
en  prenda  tuviese  derecho  preferente  que  el  otro 
que  la  recibiese  después,  sancionando  el  prin- 
cipio fundamental  en  materia  hipotecaria,  de 
í¡vÁ  prius  est  tempore,  potior  est,  jure,  con  cuya 
disposición  se  salvaban  siempre  los  derechos  é 
intereses  del  primer  hipotecario,  no  se  creyó  bas- 
tante esta  sanción,  y en  la  ley  10  dei  mismo  ti- 
tulo y Partida,  se  estableció  que  no  pudieran  hi- 
potecarse las  cosas  que  ya  lo  estuvieren  espe- 
cialmente, á no  ser  que  interviniese  el  consen- 
timiento del  primer  acreedor,  ó que  fuesen  de 
tanto  valor  que  bastase  para  pagar  ambos  cré- 
ditos; pues  de  otro  modo  tendrá  el  deudor  que 
hipotecar  otra  cosa  á favor  del  segundo  é incur- 
rirá además  en  pena  arbitraria  por  el  esteliona- 
to ó eDgaño. 

No  existiendo  entonces  registros  donde  cons- 
taren las  hipotecas  que  sucesivamente  fueren 
gravándola  propiedad,  y organizada  rudimen- 
tariamente la  fe  pública,  necesarias  eran  las 
precauciones  que  la  ley  de  Partida  establecía 
para  asegurar  el  préstamo  del  primer  acreedor^ 
sabiéndose  por  este  medio  los  gravámenes  que 
sucesivamente  se  iban  imponiendo  en  la  finca, 
y asegurándose  también  el  segundo  hipotecan- 
te de  que  el  valor  de  la  finca  era  suficiente  para 
satisfacer  el  primer  empeño  y garantizar  el 
suyo;  esto  unido  á la  saucion  criminal  contra 
el  deudor  que  engañase  á los  acreedores,  su- 
plían en  cuanto  era  posible  la  publicidad  que 
ahora  proporciona  el  registro. 

Pero  el  establecimiento  de  los  oficios  de  hipo- 
tecas viuo  á modificar  aquellas  precauciones  de 
la  ley  de  Partida  y la  actual  ley  Hipotecaria  con 
sus  Registros  y el  priucipio  fundamental  de  que- 
los  gravámenes  que  en  ellos  no  consten,  no 


, pueden  perjudicar  á tercero,  á hacerlas  innece- 
sarias. Ya  de  antiguo  la  jurisprudencia  y la  prác- 
tica de  consuno  sancionaron  que  era  facultativo 
j en  el  deudor  hipotecar  y rehipotecar  la  finca 
sin  permiso  de  los  acreedores  primeios,  pero 
I aun  conservaba  su  fuerza  este  pacto  prohibito- 
' rio,  por  lo  que  la  nueva  ley  ha  creído  necesario 
! declarar  expresamente  su  ineficacia. 

! a pretexto  de  que  ese  pacto  era  completamente 
! inútil  para  el  primer  acreedor,  lo  prohibe  el  ar- 
tículo 107  de  la  ley.  Aun  cuando  esta  afirmación 
i no  es  rigorosamente  cierta,  pues  los  segundos 
! acreedores  son , y la  práctica  nos  lo  lia  enseñado, 
rémovas  constantes  en  el  juicio  ejecutivo,  pre- 
tendiendo  tener  derecho  á intervenir  en  las  ta- 
| saciones,  de  las  que  puede  resultar,  según  sean 
i mas  ó menos  altas,  que  cobren  ó no  su  crédito, 

I puede  aceptarse,  porque  en  el  fondo  obedece  á 
I su  principio  generador;  lo  que  no  se  comprende 
| es  el  aditamento  de  que  pueda  rehipotecarse  la 
j finca,  «siempre  que  quede  á salvo  la  prelacion 
i que  tuviere  para  cobrar  su  crédito  el  primer  hi- 
■ potecario  ;»  lo  que  parece  indicar  que  puede  ha- 
! ber  casos  en  que  la  segunda  hipoteca  prevalezca 
1 sobre  la  primera,  ó que  la  prelacion  de  esta  se 
: deba  á que  el  deudor  y el  segundo  acreedor  con- 
| vengan  en  ella.  Y como  esto  no  es,  resulta  que 
la  adición  es  redundante  cuando  menos. 

Quinto.  Los  derechos  de  superficie,  pastos, 
aguas,  leñas  y otros  semejantes  de  naturaleza 
real,  siempre  que  quede  á salvo  el  de  los  demás 
partícipes  eu  la  propiedad:  art.  107. 

, No  teniendo  en  cuenta  que  el  hipotecante  an- 
tes de  hipotecar  tiene  que  justificar  su  dominio 
en  la  cosa  hipotecada,  y que  nadie  puede  obli- 
gar ios  bienes  de  otros,  ni  traspasar  á terceros 
mas  derechos  que  los  que  el  mismo  tenga  en  la 
cosa,  cuyos  dos  principios  hacen  inútil  el  pre- 
cepto legal,  nada  puede  objetársele. 

Separados  en  los  derechos  de  superficie,  los 
dominios  directo  y útil,  ó dividido  el  ejercicio 
del  útil  entre  varias  personas,  es  evidente  que 
cada  uno  solo  podrá  hipotecar  aquella  porción 
que  le  pertenezca,  aquel  derecho  real  que  tenga 
adquirido.  El  que  edifica  en  terreno  arrendado 
ó en  terreno  cedido , reservándose  el  dueño  sus 
derechos  sobre  la  superficie,  adquiere  el  domi- 
nio útil  sobre  el  edificio  por  el  tiempo  y con  las 
condiciones  pactadas , y claro  es  que  si  hipoteca 
. este  derecho,  en  tanto  subsistirá,  en  cuanto  por 
él  no  trascurso  del  plazo  y por  el  cumplimiento 
de  las  condiciones  , siga  en  el  dominio  útil  del 
edificio,  sin  que  por  su  contrato  pueda  obligarse 
ni  disminuirse  ni  afectarse  de  modo  alguno  el 
da  rumio  del  derecho  superficiario.  A su  vez  el 
dueño  de  la  superficie  pueda  hipotecarlo  igual- 
mente, pero  solo  el  derecho  que  tenga  sin  que 
se  extienda  al  dominio  útil  del  constructor  del 
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edificio.  Lo  mismo  sucede  en  los  derechos  de 
pastos,  leñas,  etc.,  el  copartícipe  en  ellos  solo 
puede  hipotecar  el  que  tenga,  pero  sin  que  su  [ 
contrato  afecte  en  lo  mas  mínimo  ni  al  dueño 
directo  del  terreno  que  sufre  la  servidumbre  de 
pastos,  leñas,  etc.,  ni  á los  demás  copartícipes 
en  esos  derechos.  De  la  prevención  del  artículo 
«siempre  que  quede  á salvo  el  derecho  de  los 
demás  partícipes  á la  propiedad,»  repetimos  lo 
dicho;  cuando  menos  es  redundante  é inútil. 

Sexto.  Los  ferro-carriles,  canales , puentes  y 
otras  obras  destinadas  al  servicio  público,  cuya  ■ 
explotación  haya  concedido  el  Gobierno  por  diez  . 
años  ó mas  y los  edificios  y terrenos  que  no  es- 
tando directa  y excesivamente  destinados  al  re- 
ferido servicio,  pertenezcan  al  dominio  particu- 
lar, si  bien  se  hallen  agregados  á aquellas 
obras,  pero  quedando  pendiente  la  hipoteca,  en 
el  primer  caso,  de  la  resolución  del  derecho  del 
concesionario:  art.  107. 

Inútil  es  también  esta  prevención  de  la  ley, 
por  la  razón  que  hemos  repetido:  es  axiomático 
que  nadie  puede  trasmitir  ni  obligar  mas  dere- 
chos que  los  que  tiene,  y por  lo  tanto,  con  el 
precepto  especial  y sin  el  precepto  especial  la 
hipoteca  sobre  obras  públicas  se  resolvería  en 
cualquier  tiempo  que  se  resolviere  el  derecho  del 
concesionario. 

Las  obras  públicas,  los  ferro-carriles,  por  ejem- 
plo, aun  cuando  se  concedan  en  su  construcción 
y explotación  á las  empresas,  no  pierden  su  ca- 
rácter de  públicas;  de  aquí  que  las  concesiones 
no  son  perpétuas,  sino  temporales,  por  regla 
general  de  noventa  y nueve  años.  La  adminis- 
tración compensa  con  la  autorización  que  les 
confiere  para  explotarlos,  los  beneficios  que  los 
capitales  allí  empleados  habían  de  reportar  á los 
accionistas , y además  de  los  fondos  del  Estado 
destina  un  1 por  100  anual  para  la  amortización 
del  capital  adelantado  por  los  particulares,  que- 
dando á los  cien  años  de  propiedad  absoluta  j 
del  Gobierno.  Planes  y disposiciones  que  no  ten-  1 
drán  efecto,  pero  que  son  el  estado  actual  y 
legal  de  estas  obras.  Separado  por  lo  tanto  el 
derecho  de  una  propiedad  que  pertenece  al  Go- 
bierno 6 llamémosle  dominio  directo , del  de- 
recho de  explotación  ó dominio  útil  que  perte- 
nece á las  compañías,  es  evidente  que  estas  solo 
pueden  hipotecar  el  derecho  real  de  explotar  el 
camino,  el  derecho  útil,  y que  seria  ocioso  que- 
rer sujetar  la  propiedad  que  no  les  pertenece,  á 
los  efectos  de  aquella  hipoteca,  ni  prolongarla 
mas  allá  de  los  noventa  y nueve  años,  ó de 
aquel  tiempo  en  que  deban  gozar  de  este  dere- 
cho según  la  concesión;  porque  los  convenios 
entre  hipotecantes  é hipotecarios  no  pueden  al- 
terar ni  modificar  en  lo  mas  mínimo  los  dere- 
chos de  propiedad  del  Gobierno.  Concedidos  los 
Tomo  li!. 
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ferro -carriles  bajo  la  condición  resolutoria  de 
que  perderán  los  concesionarios  sus  derechos 
trascurrido  cierto  plazo,  cumplida  la  condición, 
se  resuelve  su  derecho  y forzosamente  todos  los 
gravámenes  que  sobre  él  tuvieren  impuestos. 

La  única  cuestión  que  se  presenta  es  la  de  si 
se  resolviere  el  derecho  del  concesionario,  no 
por  el  trascurso  del  tiempo  sitio  por  no  cumplir 
las  condiciones  de  la  concesión,  se  resolvería  el 
derecho  del  hipotecario,  aun  cuando  no  consta- 
ren individualmente  en  el  registro  estas  condi- 
ciones. Partiendo  del  principio  de  que  en  el  re- 
gistro, aun  cuando  no  se  individualicen  las  cau- 
sas de  rescisión  ó resolución,  siempre  se  hace 
constar  que  quedan  sujetas  las  concesiones  á las 
prescripciones  de  las  leyes  de  ferro -carriles,  y á 
que  los  arts.  34  y 37  tieuen  por  bastante  que 
consten  en  el  registro  claramente  tas  musas  á que 
las  acciones  rescisorias  y resolutorias  deban  su 
origen,  y claramente  consta  la  causa,  cuando  no 
se  sujetaren  á las  prescripciones  legales;  creemos 
que  entonces  no  caduca  la  hipoteca,  sitio  que  se 
regirá  por  la  ley  de  quiebras  aplicada  á los  fer- 
ro-carriles tanto  en  la  ley  de  3 de  Junio  de  1855, 
como  en  la  de  13  de  Noviembre  de  1869,  según 
cuyo  art.  4."  los  acreedores  de  una  compañía 
tienen  como  garantía  en  los  casos  de  caducidad 
los  rendimientos  líquidos,  y lo  que  produzcan 
las  obras  veudidas  en  pública  subasta. 

Cierto  que  en  este  caso  aun  cuando  caduca  el 
derecho  del  concesionario,  es  solamente  en  el 
derecho  de  explotación  que  el  Gobierno  no  se 
apropia , sino  que  permite  se  traspase  á otro  con 
el  valor  de  las  obras,  mientras  no  han  trascur- 
rido los  noventa  y nueve  años. 

Sétimo.  Los  bienes  pertenecientes  á personas 
que  no  tienen  la  libre  disposición  de  ellos , solo 
pueden  hipotecarse  en  los  casos  y con  las  forma- 
lidades que  prescriben  las  leyes  para  su  enaje 
nación:  art.  107. 

Nace  esta  disposición,  que  en  nuestro  concep- 
to es  también  inútil,  por  ser  consecuencia  lógi- 
ca de  'los  principios  generales  de  derecho;  de 
considerarse  la  hipoteca  una  especie  de  enaje- 
cion  y estar  prohibida  la  enajenación  de  bienes 
de  menores,  incapacitados,  de  mujer  casada,  re- 
servables,  concursados  ó de  quiebra,  y los  que 
pertenecen  á los  que  sufren  la  pena  de  interdic- 
ción de  bienes. 

Bienes  de  menores  é incapacitados.— El  art.  1401 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  exige  licencia  judi- 
cial para  la  venta  de  bienes  de  los  menores  é in- 
capacitados; se  necesitará  porto  tanto  licencia 
del  juez  para  hipotecarios,  como  respecto  á los 
pupilos  expresamente  lo  manda  la  ley  8.*,  tít.  13, 
Part.  0.’  «Otrosí  decimos  que  aquel  que  tiene  en 
guarda  los  bienes  de  algún  huérfano  si  oviese 
de  menester  empeñar  alguna  cosa  dellos..  ■ que 
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lo  puede  facer  de  las  cosas  muebles..-.,  mas  las  | 
otras  cosas  que  son  raíz  non  las  puede  empeñar 
,sin  otorgamiento  del  judgador.»  Si  el  menor  es 
hijo  de  familia,  el  padre  es  el  que  ha  de  exigir 
la  licencia  judicial  para  hipotecar  los  bienes, 
pero  no  puede  hacerlo  por  sí,  por  impedirlo  el  ¡ 

art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  según  el  cual  solo 
puede  trasmitir  el  dominio  , y por  lo  tanto  hi- 
potecarlo el  que  tenga  este  derecho  según  el  re- 
gistro, y porque  según  los  arts.  68  y 69  de  la  de 
Matrimonio  civil  solo  tiene  el  padre  en  los  bie- 
nes peculiares,  excepto  el  profecticio,  la  admi- 
nistración y usufructo,  y ni  esta  puede  hipote- 
carse, según  hemos  dicho , ni  en  los  actos  de 
administración  cabe  el  de  hipotecar  una  finca: 
doctrina  que  respecto  á enajenaciones  ha  apli- 
cado la  Dirección  general  del  registro  de  la  pro- 
piedad por  su  acuerdo  de  25  de  Setiembre  de 
1873,  dirigido  a!  presidente  de  la  Audiencia  de 
Valladolid.  V.  Peculios. 

Bienes  dótales  y parafernales. — La  mujer  casa- 
da también  necesitaba  la  licencia  del  marido 
para  hipotecar  sus  bienes,  según  la  ley  11,  tí- 
tulo 1.",  lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  y el  marido  no 
podia  hipotecar  los  bienes  dótales  inestimados 
ni  los  inmuebles  parafernales,  cuyo  dominio  se  | 
hubiere  retenido  su  mujer,  sin  licencia  de  esta;  j 
por  prohibirlo , aquello  la  ley  7.’,  y esto  la  17.',  | 
lít,  11,  Part.  4.' 

Hoy  pueden  hipotecarse  los  bienes  dótales  con 
el  consentimiento  expreso  de  ambos  cónyuges 
mayores  y si  alguno  de  ellos  fuere  menor,  con  li-  j 
cencía  judicial:  los  bienes  propios  del  marido  j 
hipotecados  ya  á la  seguridad  de  la  dote,  pue-  ; 
den  hipotecarse  con  solo  dejar  subsistente  la  : 
hipoteca  legal  anterior,  De  esta  materia  se  trató  ! 
ya  en  el  artículo  Boles , y nos  ocuparemos  tam- 
bién al  enumerar  las  hipotecas  legales. 

Bienes  reservadles. — Al  viudo  ó viuda  que  pase  : 
¡í  segundas  nupcias  le  prohíbe  la  ley  7.a,  tít.  4.°,  ¡ 
lib.  10  de  la  Nov.  Recop.,  enajenar  sus  bie.nes; 
por  consiguiente  ui  hipotecarlos,  salvo  si  se  ob-  ¡ 
tuviere  licencia  judicial  por  ser  menores  los  hi- 
jos. Siendo  estos  mayores,  no  pueden  vender  los 
padres  sus  bienes,  por  considerarse  aquellos 
emancipados,  según  el  art.  64  de  la  ley  de  Ma- 
trimonio civil. 

Bienes  de  concurso  ó quiebra. — Los  concursados 
y quebrados  quedan  inhibidos  de  derecho,  de  la 
administración  de  sus  bienes,  y son  nulos  los 
actos  que  de  ella  y de  dominio  hagan:  arta.  1035 
y 1036  del  Código  de  comercio.  Si  fuera  necesa- 
rio hipotecar  algunos  bienes  habrán  de  hacerlo 
con  licencia  judicial  los  depositarlos  ó síndicos: 
art.  1083  de  id.;  y en  los  comunes,  prévio  el  con- 
sentimiento de  las  mayorías  mercantiles,  según 
el  arl.  554  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  que  así 
lo  dispone  para  las  ventas  y que  creemos  exten-  j 


sivoála  hipoteca,  si  tales  fueran  las  circuns- 
tancias que  la  hicieren  necesaria. 

Bienes  de  condenados  a interdicción  civil. — En- 
tre los  efectos  de  la  interdicción  se  explica  en  el 
art.  43  del  Código  penal  en  1870,  el  de  privar  al 
penado  de  la  administración  de  bienes  y del  de- 
recho de  disponer  de  los  propios  por  actos  entre 
vivos.  Si  el  penado  fuese  soltero  ó emancipado 
ó casado  separado  de  su  mujer,  se  le  proveerá 
de  curador,  que  podrá  hipotecar  con  licencia  ju- 
dicial. Si  estuviese  casado,  será  la  mujer  la  que 
administre,  y si  esta  fuese  menor,  el  curador. 
La  hipoteca  de  estos  bienes  y la  de  los  de  la  mu- 
jer menor  del  penado,  ha  de  hacerse  con  las 
solemnidades  que  establece  el  art.  1402  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  para  los  bienes  de  menores  é 
incapacitados:  ley  de  18  de  Junio  de  1870.  Véa- 
se Interdicción  civil. 

Bienes  vinculares. — Los  actuales  poseedores  de 
bienes  vinculares  solo  podrán  hipotecar  la  parte 
que  les  corresponda  como  libres,  prévía  la  divi- 
sión de  bienes  del  vinculo  entre  el  poseedor  y 
el  inmediato  succesor,  con  todas  las  formalida- 
des previstas  en  el  decreto — ley  de  27  de  Setiem- 
bre—-11  de  Octubre  de  1820,  restablecido  por  el 
Real  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836,  y en  la  ley 
de  19  de  Agosto  de  1841. 

Octavo.  El  derecho  de  hipoteca  voluntaria, 
pero  quedando  pendiente  la  que  se  constituye 
sobre  él,  de  la  resolución  del  mismo  derecho: 
artículo  107.  4 

Como  según  ios  principios  sentados  es  capaz 
de  hipoteca  todo  derecho  que  uno  tiene  en  la 
cosa  de  otx‘0,  y la  misma  hipoteca  es  un  derecho 
de  esta  clase,  se  sigue  necesariamente  que  pue- 
de también  hipotecarse  el  mismo  derecho  de 
hipoteca:  Pignus  pignori  dari  potest,  dice  un 
axioma  romano.  Así  es  que  puede  el  acreedor 
hipotecario  dar  hipoteca  á su  acreedor  sobre  la 
hipoteca  que  él  tiene  en  los  bienes  de  su  deudor; 
pero  luego  que  le  fuere  satisfecho  su  crédito, 
queda  extinguido  el  derecho  de  hipoteca  con 
respecto  á los  dos  acreedores,  porque  el  primero 
no  pudo  dar  al  segundo  su  derecho,  sino  mien- 
tras él  lo  tuviese;  y habrá  por  lo  tanto  de  pa- 
garle su  deuda  ó darle  otra  hipoteca  que  sea 
suficiente  para  cubrirla:  ley  1.a,  tít.  24,  lib,  8.” 
del  Código,  y ley  35,  tít,  13,  Part.  5.a 

* El  hipotecario  que  constituya  subhipoteca 
sobre  su  derecho  de  hipoteca,  no  puede  perjudi- 
car al  hipotecante;  por  lo  tanto,  la  subhipoteca 
no  puede  extenderse  á mas  ni  en  mas  que  en  lo 
que  consiste  la  hipoteca,  yen  el  momento  en 
que  el  derecho  del  primer  hipotecario  muere 
por  satisfacerle  su  crédito  el  hipotecante  , con- 
Muye  igualmente  el  derecho  del  subhipotecario 
que  dependía  de  la  existencia,  de  aquel. 

«De  otro  modo  acontecería,  dice  la  Comisión 
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en  su  exposición  de  motivos,  que  un  acto  ajeno 
al  dueño  de  la  cosa  viniera  á hacer  mas  grave 
su  situación  y que  la  hipoteca  constituida  sobre 
otra  hipoteca,  esto  es,  sobre  una  cosa  incorpo- 
ral, sobre  un  derecho,  se  convertiría  en  mía  hi- 
poteca constituida  directa  é indirectamente  so- 
bre una  cosa  corporal,  sobre  una  propiedad 
inmueble.» 

Si  el  subhipotecario  pagase  la  cantidad  ga- 
rantizada por  la  primera  hipoteca , entonces  se 
subrogaría  en  lugar  del  hipotecante  y subsisti- 
ría la  sublnpoleea  que  por  el  pago  había  adqui- 
rido la  calidad  de  primera  hipoteca,  radicando 
y pesando,  no  ya  sobre  el  derecho  real  de  hipo- 
teca, sino  sobre  la  finca  hipotecada. 

Observaráse  que  el  artículo  limita  la  facultad 
de  hipotecar  el  derecho  de  hipoteca  á la  volun- 
taria; ei  legislador  no  ha  querido  que  las  hipo- 
tecas legales,  instituidas  para  el  beneficio  de 
personas  jurídicas  ó desvalidas  ó de  iutereses  á 
que  el  derecho  dispensa  una  protección  especial, 
pudieren  burlarse,  quedando  estos  desampara- 
dos. Razón  es  suficiente  cuando  se  trata  de  bie- 
nes de  menores  ó de  mujeres;  pero  que  no  nos 
parece  de  gran  fuerza,  cuando  se  refiere  á otras 
personas  jurídicas  como  el  Estado,  ó á particu- 
lares como  los  aseguradores.  Además  se  nota 
un  vacío  en  la  ley;  por  este  articulo,  unido  á la 
exposición  de  motivos,  se  infiere  que  no  puede 
hipotecarse  el  derecho  de  hipoteca  legal,  y sin 
embargo,  en  el  art.  108,  al  enumerarse  los  bie- 
nes que  no  se  pueden  hipotecar,  fínicamente 
expresa  el.  derecho  de  percibir  los  frutos  en  el 
usufructo  concedido  á los  padres  y cónyuge,  y 
nada  dice  de  las  hipotecas  legales,  debiendo 
haberse  consignado  esta  prohibición. 

Nono.  Los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retro- 
venta  ó á carta  de  gracia , si  el  comprador  ó su 
causa-habiente  limita  la  hipoteca  á la  cantidad 
que  deba  recibir  en  caso  de  resolverse  la  venta, 
dándose  conocimiento  del  contrato  al  vendedor, 
á fin  de  que  si  retrajese  los  bienes  antes  de 
cancelarse  la  hipoteca,  no  devuelva  el  precio  sin 
conocimiento  del  acreedor,  á no  preceder  para 
ello  precepto  judicial,  ó si  el  vendedor  ó su  cau- 
sa-habiente hipoteca  lo  que  valgan  los  bien  es  mas 
de  lo  que  deba  percibir  el  comprador  si  se  resol- 
viese la  venta;  pero  en  este  caso  el  acreedor  no 
podrá  repetir  contra  los  bienes  hipotecados , sin 
retraerlos  préviamente  en  nombre  del  deudor  en 
el  tiempo  en  que  este  tenga  derecho,  y antici- 
pando la  cantidad  que  para  ello 'fuere  necesario: 
art.  107  de  la  ley. 

El  poseedor  de  bienes  sujetos  á condiciones 
resolutorias  pendientes,  podrá  hipotecarlos  ó 
enajenarlos,  siempre  que  quede  á salvo  el  dere- 
cho de  los  interesados  en  dichas  condiciones, 
haciéndose  en  la  inscripción  expresa  reserva  del 


referido  derecho.  Si  la  condición  resolutoria 
pendiente  afectase  á la  totalidad  de  la  cosa  hipo- 
tecada, no  se  podrá  esta  enajenar  para  hacer 
efectivo  el  crédito , sino  cuando  dicha  condición 
deje  de  cumplirse  y pase  el  inmueble  al  dominio 
absoluto  del  deudor,  pero  los  frutos  á que  este 
tenga  derecho  se  aplicarán  desde  luego  al  pago 
del  crédito.  Cuando  la  condición  resolutoria  afec- 
te únicamente  á una  parte  de  la  cosa  hipotecada, 
deberá  esta  enajenarse  judicialmente  con  la 
misma  condición  resolutoria  á que  esté  sujeto  el 
dominio  del  deudor,  y aplicándose  al  pago,  ade- 
más de  los  frutos  á que  este  tenga  derecho,  el 
precio  de  la  venta.  Si  antes  de  que  este  se  con- 
suma, adquiriese  el  deudor  el  dominio  absoluto 
de  la  cosa  hipotecada,  podrá  el  acreedor  repetir 
contra  ella  y solicitar  su  enajenación  para  el 
pago.  Las  mismas  disposiciones  son  aplicables  á 
los  bienes  poseídos  en  Cataluña  con  cláusula  de 
substitución  pendiente  á favor  de  personas  que 
no  hayan  consentido  la  hipoteca  de  dichos  bie- 
nes: art.  109. 

En  la  ley  primitiva,  los  bienes  inmuebles  ven- 
didos con  pacto  de  retro-venta  estaban  incluidos 
eütre  las  cosas  no  hipotecables:  fundóse  la  Comi- 
sión codificadora  en  que  en  los  bienes  vendidos 
con  pacto  de  retro-venta,  el  comprador  solo  tenia 
un  dominio  revocable.  El  Ministro  que  la  refor- 
mó, pensó  otra  cosa,  en  nuestro  concepto  bien 
pensada , y declaró  que  podían  hipotecarse  en 
los  términos  mencionados. 

Ya  según  nuestra  legislación  antigua  opina- 
ban los  comentadores  por  la  validez  de  la  hipote- 
ca de  los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retroven- 
ta.  * Puedes  constituir  hipoteca  sobre  un  predio 
que  vendiste  á carta  de  gracia  ó con  el  pacto  de 
redención  ó retracto,  llamado  de  retrovendendo , 
pues  que  puedes  recobrarlo  restituyendo  el  pre- 
cio, y el  que  tiene  acción  para  recobrar  una 
cosa  se  entiende  que  tiene  la  misma  cosa:  Js  qui 
acdoneni  kabet  ad  rem  recuperandarn , rem  ipsau 
haber e videtur.  El  pacto  de  redención  ó retracto 
no  supone  precisamente  la  idea  de  una  reventa 
ó retrocesión  de  la  propiedad,  sino  mas  bien  la 
idea  de  una  condición  resolutoria  potestativa  de 
parte  del  vendedor:  y el  hecho  del  retracto,  aun- 
que de  parte  dei  comprador  se  llama  vulgar- 
mente retro-venta , no  es  propiamente  una  nueva 
compra-venta,  ni  puede  decirse  que  el  vendedor 
vuelve  á comprar  la  cosa  que  había  vendido, 
sino  que  la  recobra  simplemente  del  comprador 
en  virtud  del  derecho  que  se  había  reservado;  y 
así  es  que  no  está  sujeto  al  derecho  de  alcabala, 
según  se  ha  declarado  por  Real  órden  de  11  de 
Julio  de  1833.  El  vendedor,  en  efecto,  no  se  pri- 
vó absolutamente  de  la  cosa  que  no  vendía  sino 
bajo  cierta  condición;  continuó  siendo  propie- 
tario de  ella  , y en  el  acto  del  rescate  ó redención 
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la  recupera  franca  y líbre  de  todas  las  cargas  é 
hipotecas  con  que  tal  vez  la  hubiese  gravado  el 
comprador.  Es,  pues,  evidente  que  puedes  hipo- 
tecar el  predio  así  vendido,  aun  antes  de  ejercer 
el  retracto. 

Décimo.  Los  bienes  litigiosos,  si  la  demanda 
origen  del  pleito  se  ha  anotado  preventivamente 
ó si  se  hace  constar  en  la  inscripción  que  el  acree- 
dor tenia  conocimiento  del  litigio,  pero  en  cual- 
quiera de  los  dos  casos  la  hipoteca  quedará  pen- 
diente de  la  resolución  del  pleito,  sin  que  pueda 
perjudicar  los  derechos  de  los  interesados  en  el 
mismo,  fuera  del  hipotecante:  art.  107,  pár- 
rafo 10. 

En  este  párrafo  se  limita  la  facultad  de  hipo- 
tecar los  bienes  litigiosos,  si  se  anota  preventi- 
vamente la  demanda,  ó si  se  hace  constar  en  la 
inscripción  que  el  acreedor  se  halla  enterado 
del  pleito ; mas  para  que  el  registrador  pueda 
hacer  constar  que  el  acreedor  se  halla  enterado, 
es  necesario  que  conste  en  la  escritura,  y si 
consta  en  la  escritura,  han  podido  hipotecarse 
los  bienes  sin  restricción  alguna.  Mas  claro  : el 
que  haya  de  constar  que  el  acreedor  sabe  la  ca- 
lidad de  litigiosos  de  los  bienes  hipotecados , no 
es  circunstancia  que  restringe  la  facultad  de 
hipotecar,  sino  circunstancia  que  ha  de  tener  la 
inscripción  ; no  afecta  á la  capacidad  de  los  bie- 
nes hipotecables,  sino  que  simplemente  impone 
una  condición  al  registrador. 

En  el  caso  de  que  no  conste  en  la  escritura,  el 
registrador  no  puede  hacer  constar  que  los  bie- 
nes son  litigiosos , ni  si  lo  sabe  ó no  el  hipoteca- 
rio ; sí  se  hipotecan  como  libres , el  rigor  de  los 
principios  exige  que  perjudique  esta  inscripción 
al  litigante  que  los  demande  , porque  no  utilizó 
el  medio  de  anotar  preventivamente  la  demanda 
que  le  concede  la  ley  para  poner  á salvo  su  de- 
recho. Se  encuentra  el  litigante  en  el  mismo  caso 
que  el  que  posee  un  censo  y no  lo  inscribe;  si  la 
finca  se  vende  como  exenta  de  todo  gravámen, 
le  quedará  acción  contra  el  vendedor  civil  y cri- 
minal, pero  la  venta  quedará  firme. 

En  la  ley,  según  su  primitiva  redacción , los 
bienes  litigiosos,  estaban  incluidos  entre  ios  no 
hipotecables.  Fundóse  la  Comisión  para  ex- 
cluirlos en  que  mientras  están  en  tela  de  jui  - 
cio, no  puede  considerarse  á ninguno  de  los 
contendientes  con  derecho  ni  para  enajenar- 
los ni  hipotecarlos;  pero  posteriormente  el  Mi- 
nistro que  aconsejó  la  reforma,  los  incluyó  en- 
tre las  cosas  hipotecables,  puesto  que  el  domi- 
nio revocable  y el  derecho  real  que  se  tiene 
en  la  cosa,  si  bien  dudoso,  tienen  su  precio  y 
pueden  servir  de  garantía,  si  el  que  lo  toma, 
sabe  la  extensión  del  derecho  que  adquiere;  y 
si  bien  la  cosa  litigiosa  no  es  enajenable,  no  hay 
inconveniente  en  enajenar  el  derecho  que  se 
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cree  tener  en  la  cosa  y la  esperanza  fundada  en 
él  de  que  los  tribunales  lo  declaren  á favor  del 
hipotecante. 

Sienes  á ([%e  se  extiende  Id  hipoteca  aun  cuando 
no  se  hayan  hipotecado  expresamente. 

IX.  La  hipoteca  se  extiende  á las  accesiones 
naturales,  á las  mejoras,  á los  frutos  pendien- 
tes y rentas  no  percibidas  al  vencer  la  obliga- 
ción, y al  importe  de  las  indemnizaciones  con- 
cedidas ó debidas  al  propietario  por  los  asegu- 
radores de  los  bienes  hipotecados  (art.  110),  y 
por  ello  se  entenderán  hipotecados  juntamente 
con  la  finca,  aunque  no  se  mencionen  en  el  con- 
trato, siempre  que  correspondan  al  propietario: 

l.°  Los  objetos  muebles  colocados  permanen- 
temente en  un  edificio  , bien  para  su  adorno  ó 
comodidad,  ó bien  para  el  servicio  de  alguna 
industria , aunque  su  colocación  se  haya  veri- 
ficado después  de  constituida  la  hipoteca. 

2 ° Las  mejoras  que  consistan  en  nuevas 
plantaciones , obras  de  riego  ó desagüe , obras 
de  reparación,  seguridad,  trasfo lunación,  como- 
didad, adorno  ó elevación  de  los  edificios,  y 
cualesquiera  otras  semejantes,  que  no  consistan 
en  agregación  de  terrenos,  excepto  por  accesión 
natural,  ó en  nueva  construcción  de  edificios 
donde  antes  no  los  hubiere. 

3. °  Los  frutos  que  al  tiempo  en  que  deba  ha- 
cerse efectiva  la  obligación  hipotecaria,  estuvie- 
ren pendientes  de  los  árboles  ó plantas,  ó ya  co- 
gidos, pero  no  levantados  ni  almacenados. 

4. °  Las  rentas  vencidas  y no  pagadas,  cual- 
quiera que  sea  la  causa  de  no  haberse  hecho 
efectivas  y las  que  se  hayan  de  pagar  hasta  que 
el  acreedor  sea  satisfecho  de  todo  su  crédito. 

5. "  Las  indemnizaciones  concedidas  ó debi- 
das al  propietario  de  los  inmuebles  hipotecados, 
bien  por  la  aseguración  de  estos  ó de  los  frutos, 
siempre  que  haya  tenido  lugar  el  siniestro  des- 
pués de  constituida  la  hipoteca,  ó bien  por  la 
expropiación  de  terrenos,  edificios,  arbolados  ú 
otros  objetos  colocados  sobre  ellos.  Si  dichas  in- 
demnizaciones se  hicieren  antes  del  vencimien- 
to de  la  deuda  hipotecaria,  se  depositará  su 
importe  en  la  forma  que  convengan  los  intere- 
sados, y si  no  se  convinieren,  en  la  Caja  de  depó- 
sitos y por  disposición  del  juez,  hasta  que  la 
obligación  se  cancele:  art.  111  de  la  ley  y 95  del 
reglamento. 

Cuando  la  finca  hipotecada  pasare  á manos  de 
un  tercer  poseedor,  no  será  extensiva  la  hipote- 
ca á los  muebles  colocados  permanentemente  en 
los  edificios,  ni  á las  mejoras  que  no  consistan  en 
obias  de  reparación,  seguridad  ó trasformacion, 
siempre  que  unos  ú otras  se  hayan  costeado  por 
el  nuevo  dueño,  ni  á los  frutos  pendientes  y 
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rentas  vencidas  que  sean  de  la  pertenencia  del 
mismo:  art.  112. 

El  dueño  de  las  accesiones  ó mejoras  que  no 
se  entiendan  hipotecadas,  según  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  podrá  exigir  su  importe 
ó retener  los  objetos  en  que  consistan,  si  esto 
pudiere  hacerse  sin  menoscabo  del  valor  del 
resto  de  la  finca;  mas  en  el  primer  caso,  no  po- 
drá detener  el  cumplimiento  de  la  obligación 
principal  bajo  el  pretexto  de  hacer  efectivo  su 
derecho;  pero  habrá  de  cobrar  todo  lo  que  le 
corresponda  con  el  precio  de  la  misma  finca, 
cuando  se  enajene  para  pagar  el  crédito  ; aun- 
que La  cantidad  restante  no  alcance  para  cubrir 
el  crédito  hipotecario.  Mas  si  las  accesiones  y 
mejoras  pudieren  separarse  sin  menoscabo  de 
la  finca  y el  dueño  hubiere  optado,  sin  embar- 
go, por  no  llevárselas,  se  enajenarán  con  sepa- 
ración del  predio,  y su  precio  tan  solo  quedará 
á disposición  del  referido  dueño:  art.  113  de  la 
ley  y 96  del  reglamento. 

Nuestras  antiguas  leyes  se  hallan  conformes 
con  las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria.  *Así 
es,  que  según  ellas,  la  hipoteca  una  vez  consti- 
tuida subsiste  siempre  hasta  la  extinción  de  la 
deuda,  aunque  la  cosa  hipotecada  mude  de  esta- 
do, ora  empeorándose,  como  si  fuese  un  edificio 
y se  derribase,  ora  mejorándose,  como  si  fuese 
tierra  calva  y se  plantase  de  árboles  ó majuelos: 
ley  15,  tít.  19,  Part.  5.”  Y no  solamente  subsiste,  á 
pesar  de  dicha  mudanza  de  estado,  sino  que  se 
extiende  á todas  las  mejoras  que  á la  cosa  hipote- 
cada sobrevinieren  por  obra  del  deudor  ó del 
acreedor  ó de  la  naturaleza  6 por  aventura  ó acci- 
dente: ley  15,  tít.  13,  Part.  5."  Así,  pues,  la  hipote- 
ca establecida  sobre  un  campo  ó terreno  se  ex- 
tenderá á los  aumentos  ó mejoras  que  el  terreno 
ó campo  recibiere  por  aluvión,  por  avulsión,  por 
agregación  de  isla  formada  en  rio  próximo  ó de 
álveo  que  el  rio  dejare  seco,  por  plantación  de 
viña  ó de  olivar  ó de  otro  arbolado  cualquiera, 
por  desmonte  ó descuaje,  por  desecación  de  la- 
guna ó lago  que  en  él  hubiese,  por  estableci- 
miento de  jardín  ó de  prado,  pero  no  por  la 
reunión  de  otro  campo,  aunque  los  dos  se  com- 
prendan dentro  de  un  cercado;  y la  hipoteca  es- 
tablecida sobre  un  edificio  se  extenderá  á los 
aumentos  que  en  el  mismo  edificio  se  hicie- 
ren, ya  añadiendo  nuevas  obras  á los  costados, 
ya  abriendo  escavaciones  y construyendo  debajo 
de  tierra,  ya  principalmente  levautando  uno  ó 
mas  pisos  sobre  los  que  ya  tuviere , mas  no  á 
una  casa  ú otra  fábrica  que  el  deudor  adquirie- 
se y agregase  á la  hipotecada.  Si  las  mejoras  se 
hubiesen  bocho  por  un  tercer  poseedor  de  buena 
fe,  no  quedarían  sujetas  á la  hipoteca  y el 
acreedor  no  podría  en  su  caso  despojarle  de  la 
cosa  hipotecada,  sin  abonarle  primero  los  gas- 


tos que  manifiestamente  aparecieren  hechos  en 
beneficio  de  ellas  como  dispone  la  ley  15,  tít.  13, 
Part.  5."  La  hipoteca,  por  fin,  se  extiende  también 
á los  frutos  que  se  hallaren  pendientes  al  tiem- 
po que  el  deudor  en  su  caso  enajenare  á un  ter- 
cero la  cosa  hipotecada,  pero  no  á los  frutos 
sembrados  ó producidos  después  que  la  cosa  es- 
tuviere en  poder  del  tercero:  ley  16,  tít.  13,  Par 
tida  5.* 

* El  fundamento  cardinal  de  considerarse  hi- 
potecadas las  accesiones  naturales,  las  mejoras, 
los  frutos  y rentas  no  percibidas,  estriba  en  que 
estas  agregaciones  son  parte  de  la  finca,  y en  la 
presunción  de  que  tal  fué  la  voluntad  del  dueño 
de  la  cosa  al  constituir  el  derecho  real,  y la  in- 
teligencia que  al  acto  dió  ei  hipotecario  al  reci- 
bir la  cosa  como  garantía.  Justo  es  también,  que 
puesto  que  si  la  finca  se  empeora,  sufra  sus  efec- 
, tos  el  hipotecario,  que  no  tiene  acción  á recla- 
mar la  ampliación  de  la  hipoteca,  obtenga,  si 
mejora,  el  beneficio  de  asegurar  con  las  mejoras 
su  crédito. 

Mas  cuando  pasa  la  finca  á un  tercero,  encon- 
trándose en  pugna  ambos  principios,  el  de  la 
accesión  de  la  cosa  agregada  á la  cosa  principal, 
con  la  presunta  voluntad  del  dueño,  puesto  que 
no  puede  presumirse  que  el  tercero  mejorará  la 
finca  en  beneficio  del  hipotecario,  con  quien 
ninguna  relación  le  une,  ni  con  quien  ha  con- 
tratado, la  ley  sacrifica  aquel  á este,  atendiendo 
á que  la  voluntad  es  el  fundamento  de  todas  las 
obligaciones,  y á que  si  prefiriera  el  principio 
de  accesión  , el  daño  seria  social  y la  ventaja 
nula  para  el  hipotecario.  El  tercero,  mientras 
tuviere  pendiente  la  hipoteca  , nada  mejoraría. 
Itespecto  á las  cosechas  y rentas,  si  el  dueño  ar- 
rendador tiene  un  crédito  privilegiado  contra 
todos  los  acreedores,  del  que  responden  especial- 
mente los  frutos,  ¿cómo  podría  negarse  esa  pre- 
ferencia al  dueño  que  ni  siquiera  ha  arrendado? 
Desde  el  momento  que  compró,  los  frutos  le  per- 
tenecen por  el  dominio,  y en  realidad  aquellos 
frutos  no  existían  cuando  se  hipotecó  la  finca,  y 
no  se  concibe  fácilmente  cómo  la  cosa  propia 
puede  producir  frutos  para  garantía  de  obliga- 
ciones ajenas. 

Justo  es,  que  cuando  la  finca  se  aumenta  por 
agregaciones  no  naturales,  estas  agregaciones 
se  consideren  hipotecadas.  El  dueño  adquiere  el 
dominio  del  terreno  de  aluvión,  porque  se  consi- 
dera idéntica  la  finca  que  se  sabe  se  ha  aumen- 
tado, pero  no  cuál  sea  el  aumento  recibido;  la 
misma  razón  milita  respecto  ai  hipotecario;  ra- 
1 dica  su  derecho  real  en  la  finca;  si  esta  se  au- 
menta , la  finca  es  la  misma;  el  derecho  real 
abraza  lojnismo  el  aumento  que  el  terreno  pri- 
mitivo, inseparable  y único.  Pero  cuando  la  fin- 
ca se  ha  extendido  por  compra  ó herencia  de.  un 
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terreno  adjunto,  hay  dos  fincas  divididas  por  los 
limites  antiguos,  la  separación  está,  marcada  por 
una  línea,  por  un  surco:  de  cualquier  manera 
que  sea,  no  hay  identidad  de  finca. 

Y si  se  hipotecase  la  parte  pro  indiviso  que  en 
una  finca  tuviese  un  condueño,  y luego  adqui- 
riese el  resto,  ¿se  entendería  hipotecada  toda  la 
finca,  puesto  que  no  habia  separación  de  fincas, 
ni  limites,  ni  el  hipotecante  tenia  parte  deter- 
minada, ni  había  hipotecado  por  lo  tanto  esta  6 
la  otra,  ni  habia  materialmente  agregación  de 
terrenos V Entonces,  en  nuestro  concepto,  que- 
daría hipotecada  toda  la  ñuca,  mientras  que  el 
dueño  no  la  dividiese:  dividida  la  hipoteca,  ha- 
bría de  reducirse  á cualquiera  de  las  dos  partes, 
quedando  la  otra  libre. 

Extiéndese  la  hipoteca  á las  indemnizaciones 
concedidas  al  propietario,  porque  reemplazan  á 
la  cosa  hipotecada  las  cantidades  que  se  dan  por 
seguro,  y porqué  si  se  reciben  en  virtud  de  ex- 
propiación, siendo  el  fin  de  la  hipoteca  conceder 
facultad  de  vender  la  finca  para  el  cobro  del 
crédito  al  hipotecario,  y privándole  de  esta  fa- 
cultad el  Estado,  nada  mas  conforme  á la  justi- 
cia que  el  crédito  ó la  parte  del  crédito  que  ase- 
guraba la  ÜDCa,  ó la  parte  de  la  finca  vendida, 
se  amortice  con  el  precio  de  ella. 

Nada  prevenían,  las  antiguas  leyes  acerca  del 
seguro;  pero  no  es  de  extrañar,  puesto  que  si  se 
conocía,  apenas  en  casos  rarísimos  tenia  aplica- 
ción, ni  era  conocido  con  la  extensión  que  se  le 
ha  dado  en  los  modernos  tiempos  ; pero  el  espí- 
ritu de  aquellas  leyes  lo  comprende  sin  duda  al- 
guna, y no  cabe  duda  que  el  deudor  que  tiene 
asegurada  una  cosa,  la  asegura  para  aumentar 
su  crédito,  para  que  la  cantidad  sustituya  á la 
cosa  asegurada  si  la  pierde , y que  el  acreedor, 
quizá  por  el  seguro  se  ha  resuelto  al  préstamo, 
libre  de  la  preocupación  de  perderlo,  aunque 
pereciese  la  cosa. 

Aun  cuando  nuestra  legislación  no  impone, 
como  la  de  Baviera,  la  obligación  al  deudor  de 
asegurar  los  bienes  hipotecados,  hemos  visto  en 
la  práctica  permitirse  al  acreedor,  negándose  á 
ello  el  hipotecante,  que  pagase  el  seguro  de 
cuenta  y cargo  del  hipotecario  ; parécenos  muy 
puesto  en  razón,  ya  que  la  ley  que  garantiza  su 
derecho  aL  hipotecario,  le  dehe  conceder  ios  me- 
dios legítimos  de  que  este  derecho  no  se  esteri- 
lice, con  daño  propio  y sin  beneficio  ajeno.  Res- 
pecto á los  intereses  que  aseguran  la  hipoteca, 
forma  de  asegurarlos  y de  hacer  efectiva  la 
hipoteca,  pueden  verse  los  artículos  Acción  hipo- 
tecaria, Acreedor  hipotecario  y Cesión  de  crédito 
hipotecario. 

Si  se  hipotecase  la  mera  propiedad,  se  entien- 
de, que  si  el  usufructo  se  consolidase  con  ella  en 
la  persona  del  propietario,  la  hipoteca  se  exten  - 
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• derá  también  al  mismo  usufructo , como  no  se 
haya  pactado  lo  contrario:  caso  3.  del  art.  107.% 

Así  como  puede  hipotecarse  el  usufructo,  pue- 
I de  también  hipotecarse  la  nuda  propiedad;  y sí 
habiéndose  hipotecado  la  nuda  propiedad,  se 
consolidare  ó reuniere  después  el  usufructo  con 
ella,  quiere  el  derecho  romano  que  se  extienda 
por  el  mismo  hecho  la  hipoteca  al  usufructo  y 
cubra  la  plena  propiedad  , así  como  la  hipoteca 
constituida  sobre  un  fundo  se  extiende  ai  alu- 
vión que  lo  aumenta:  Si  mida  proprietas  pignori 
¡ data  sil  (dice  la  ley  18,  pár.  1.*,  tít.  7.°,  lib.  13  del 
! Digesto),  usufructus,  qui  postea  adereverit,  pig- 
nori erit;  eadem  causa  est  alluvionis.  La  ley  15, 
tít.  13,  Parí.  3.a,  dispone  que  se  extienda  la  hi- 
poteca al  aluvión  y á cualesquiera  mejoras  que 
el  fundo  hipotecado  tuviere  por  obra  del  deudor, 
ó del  acreedor,  ó de  la  naturaleza,  ó por  aventu- 
ra, ó de  otra  guisa-,  y Gregorio  López,  en  su  glo- 
sa 6.a,  opina  sin  duda,  que  según  dicha  ley,  la 
hipoteca  sobre  la  nuda  propiedad  se  extiende 
también  al  usufructo  que  le  acreciere  por  conso- 
lidación, considerando  en  este  caso  la  accesión 
del  usufructo  como  una  mejora  que  sobreviene 
á la  nuda  propiedad  del  fundo,  pues  que  para 
desarrollar  la  ley  de  Partida  que  nos  ocupa, 
aduce  la  ley  si  convenerit , párrafo  si  nuda  D.  de 
jrign.  act.,  que  es  precisamente  la  ley  18,  pár.  I.", 
tít.  l.°,  lib.  13  del  Digesto. 

* Hacen  notar  los  Sres.  Perez  Pedrero  y Mur- 
ga, en  la  obra  citada,  que  este  caso,  lejo3  de  ser 

■ de  restricción  de  hipoteca,  como  supone  la  ley, 
es  de  extensión  de  la  primeramente  constituida; 
por  consiguiente,  debería  formar  parte,  no  del 
art.  110  que  trata  de  hipotecas  restringidas,  sino 
del  art.  109  que  enumera  las  ampliaciones  de  la 
hipoteca,  que  se  presumen,  aunque  no  se  pacten 
expresamente. 

Los  fundamentos  de  esta  disposición  en  nues- 
tras antiguas  leyes,  ya  los  hemos  expuesto,  y el 
límite  de  esta  extensión  de  hipoteca,  que  es  la 
expresa,  prévia  y contraria  voluntad  de  los  con- 
tratantes, obedece  á los  principios  generales  del 
derecho. 

No  nos  satisface  la  razón  que  aduce  la  Comi- 
sión codificadora  para  defender  este  precepto 
legal  de  que  debe  con  razón  presumirse,  á no 
estar  pactado  lo  contrario,  que  si  el  mero  propie- 

■ tario,  al  constituirse  la  hipoteca,  hubiese  tenido 
el  derecho  de  percibir  los  frutos  de  su  finca,  ha- 

¡ ^na  también  extensiva  á ellos  la  hipoteca, 

; siéndole  como  le  era  beneficioso  que  en  tal  caso 
el  acreedor  pudiese  dirigir  su  acción  ejecutiva 
contra  los  frutos  antes  que  contra  la  propiedad; 
porque  si  el  deudor  también  hubiera  hipotecado 
el  derecho  de  percibir  los  frutos  , el  acreedor  no 
dirigiría  su  acción  contra  los  frutos  antes  que 
contra  la  propiedad,  sino  contra  la  propiedad  y 


los  frutos.  Larga  rs  nuestra  práctica,  y jamás 
hemos  visto  hipoteca  del  derecho  de  percibir  los 
frutos  en  los  que  gozaban  de  la  propiedad  de  la 
finca  hipotecada , excluyéndola  de  la  hipoteca. 

No  dice  el  artículo  si  hipotecado  ese  derecho 
de  percibir  los  frutos  del  usufructo,  y consoli- 
dándose aquel  en  el  usufructuario  por  la  adqui- 
sición de  la  propiedad,  se  entiende  esta  hipote- 
cada igualmente;  pero  debemos  resolver  la  cues- 
tión negativamente,  porque  supuesta  la  separa- 
ción y distinción  del  derecho  de  usufructo  y del 
derecho  de  percibir  los  frutos  del  usufructo,  la 
propiedad  no  se  ha  consolidado  á este,  que  es  lo 
único  que  estaba  hipotecado,  sino  á aquel  que 
no  estaba  hipotecado,  y porque,  y estimárnosla 
como  principalísima,  si  no  única  razón , el  de- 
recho de  percibir  los  frutos,  derecho  accesorio, 
hipotecado,  no  puede  atraer  á sí  é imponer  su 
cualidad  á lo  principal,  que  es  la  propiedad. 
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Cosas  que  no  pueden  hipotecarse. 


X.  No  pueden  hipotecarse:  Primero.  Los  bie- 
nes muebles:  art.  106  de  la  ley  Hipotecaria.  Lo 
mismo  los  bienes  muebles  que  los  inmuebles 
pueden  servir  de  garantía  á una  obligación,  pero 
siendo  diversa  su  naturaleza,  fijos  é,  inmobles 
los  unos , que  no  pueden  desaparecer,  que  no 
se  poseen  por  el  acreedor,  mientras  que  los 
otros  son  susceptibles  de  ocultación,  varían  de 
dueño  con  la  mayor  facilidad , y reteniéndo- 
los el  acreedor  en  su  poder  puede  evitar  oculta- 
ciones y nuevos  gravámenes  sobre  ellos,  nece- 
sario era  que  en  la  forma  de  hacer  constar  esos 
gravámenes  obedeciesen  á distintos  sistemas. 
La  ley  l.“,  tít.  13,  Part.  5.",  confundiendo  las  ga- 
rantías muebles  y las  inmuebles,  las  llamó  peño 
ó prendas : « Peño , es  propiamente  aquella  cosa 
que  un  orne  empeña  á otro  apoderándole  de  ella, 
é mayormente  cuando  es  mueble.»  La  práctica 
distinguió  dejando  el  nombre  de  prenda  al  em- 
peño de  la  cosa  mueble,  y aplicando  el  de  hipo- 
teca para  la  inmueble.  La  ley  Hipotecaria,  al 
negar  que  pueda  constituirse  hipoteca  sobre 
cosa  mueble,  no  le  niega  la  capacidad  de  servir 
de  garantía  á otra  obligación;  solo  previene  que 
los  contratos  de  prenda  no  se  rigen  por  las  dis- 
posiciones de  la  ley  Hipotecaria,  que  se  ciñe 
únicamente  á establecerlas  sobre  los  bienes  in- 
muebles; que  los  gravámenes  que  pesan  sobre 
estos  son  los  únicos  que  se  ba  propuesto  que 
consten  en  el  Registro;  puesto  que  la  posesión  en 
que  el  acreedor  se  halle  de  la  prenda , es  sufi- 
ciente para  impedir  que  sin  bu  conocimiento  se 
graven  fructuosamente  á otro  acreedor  los  bie- 
nes que  en  bu  poder  tenga  empeñados. 

¡Segundo.  Los  frutos  y rentas  pendientes  con 


separación  del  predio  que  los  produzca:  pár.  l.° 
del  art.  108. 

Los  frutos  y rentas  del  predio  que  las  produ- 
ce, se  lian  considerado  muebles  ó inmuebles 
según  que  estaban  adheridas  ó no  á la  tierra 
formando  parte  de  ella  ó cuerpo  distinto  é inde- 
pendiente. Siendo  este  un  principio  universal- 
mente  reconocido,  y habiendo  establecido  la  ley 
Hipotecaria  en  su  art.  106  que  solo  podrán  hipo- 
tecarse las  cosas  inmuebles  y los  derechos  rea- 
les, no  habia  necesidad  de  expresar  este  caso  en 
la  ley. 

Tercero.  Los  objetos  muebles  colocados  per- 
manentemente en  los  edificios,  bien  para  su 
adorno  ó comodidad , bien  para  el  servicio  de 
alguna  industria,  á no  ser  que  se  hipotequen 
juntamente  con  dichos  edificios:  pár.  2.11  del  ar- 
tículo 108. 

Las  mismas  reglas  que  en  el  caso  anterior  tie- 
nen aplicación  al  actual.  Todos  los  objetos  mue- 
bles que  forman  un  todo  íntegro  con  la  cosa 
raíz,  que  se  hallan  adheridos  á ella,  que  sepa- 
rándolos dejan  imperfección  ó perturban  el  uso 
del  edificio,  se  consideran  raíces  según  la  ley 
29,  tít.  5.°,  Part.  5.“  Pero  como  la  cualidad  de 
raíces  no  es  condición  de  su  naturaleza,  sino 
adquirida  por  el  destino  á que  se  dedican;  sepa- 
rándolos del  edificio  donde  se  hallan  incrusta- 
dos, recobran  su  naturaleza  mueble,  perdiendo 
la  capacidad  de  ser  hipotecados.  La  prohibición 
expresa  de  hipotecarlos  es  redundante,  por  ha- 
llarse comprendidos  en  el  art.  106  que  solo  per- 
mite hipotecar  las  cosas  inmuebles. 

Cuarto.  Los  oficios  públicos:  pár.  3.“  del  ar- 
tículo 108, 

Aun  después  de  reconocida  la  diferencia  entre 
prenda  é hipoteca  y haberse  establecido  las  con- 
tadurías de  hipotecas,  se  consideraban  los  oficios 
públicos  como  bienes  raíces  y se  registraban 
como  tales  según  lo  prevenido  en  la  ley  3.',  tí- 
tulo 16,  lib.  10  de  la  Nov.  Recop. 

Mandada  la  reversión  y despojados  los  oficios 
públicos  de  su  carácter  de  propiedad  privada, 
la  ley  Hipotecaria,  en  su  art.  4.°,  expresamente 
los  declara  bienes  muebles,  y por  lo  tanto  no 
era  tampoco  necesario  que  ahora  singularmente 
se  consignase  su  incapacidad  de  ser  hipote- 
cados, puesto  que  estaban  comprendidos  en  la 
prohibición  general  de  hipotecarse  los  bienes 
muebles. 

Quinto.  Los  títulos  de  la  deuda  del  Estado, 
de  las  provincias  ó de  los  pueblos,  y las  obliga- 
ciones y acciones  de  Banco,  empresas  ó compa- 
ñías de  cualquiera  especie:  pár.  4.°  del  art.  108. 

También  están  declarados  bienes  muebles  se- 
gún el  art.  4."  de  la  ley,  y por  lo  tanto  como  tales 
era  claro,  sin  necesidad  de  expresarlo,  que  no 
podian  ser  hipotecados. 
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¿Podrán  hipotecarse  las  obligaciones  hipote- 
carias emitidas  por  las  sociedades  de  ferro  car- 
riles? breemos  que  sí;  declaradas  inscribibles 
por  la  lie  al  órden  de  20  de  Febrero  de  1867,  han 
de  ser  hipotecables,  pues  que  io  uno  es  conse- 
cuencia de  lo  otro. 

Sexto.  El  derecho  real  en  cosas  que  aun  cuan- 
do se  deban  poseer  en  lo  futuro  no  estén  aun 
inscritas  A favor  del  que  tenga  el  derecho  á po- 
seerlas: pár.  5.”  del  art.  108. 

La  ley  7.a,  tít.  13,  Part.  5.a,  dispuso  que  el  que 
tenia  derecho  á alguna  cosa,  la  podia  empeñar 
aunque  no  tuviese  el  dominio  de  ella;  que  si  al- 
guno esperando  tener  el  señorío  de  alguna  cosa 
la  empeñase  antes  que  lo  tuviese  y lo  adquirie- 
se después  de  haberla  empeñado,  quedaba  la 
finca  tan  obligada  , como  si  hubiera  tenido  su 
señorío  y posesión  cuando  la  obligó;  que  si  al- 
guno empeñase  á otro  cosa  ajena,  no  entregán- 
dosela, y el  acreedor  supiese  que  era  ajena,  aun 
cuando  después  el  deudor  la  adquiriese,  no  pu- 
diera reclamársela  el  acreedor ; mas  si  este  la 
tuviese  en  su  poder,  podría  retenerla,  cuando  la 
adquiriese  el  deudor,  hasta  que  cobrase  lo  que 
había  dado  por  ella;  y que  si  cuando  recibió  la 
cosa  á pellos,  creía  que  era  del  deudor,  y este 
la  adquiriese  después,  podría  reclamarla  de 
cualquier  poseedor,  como  si  hubiese  sido  del 
deudor  al  empeñarla. 

Por  esta  ley  se  ve,  que  por  regla  general,  po- 
dia hipotecarse  la  cosa  sobre  la  que  se  tenia  de- 
recho ó esperanza  de  adquirirla. 

Y aun  cuando  la  ley  13,  tít.  5.",  Part.  5.a,  pro- 
hibió  enajenar  la  esperanza  que  uno  puede  tener 
de  heredar  los  bienes  de  otro,  y por  lo  tanto  de 
hipotecarla,  puesto  que  no  podia  hipotecarse 
mas  que  los  bienes  susceptibles  de  enajenación, 
esta  ley  no  se  ha  de  mirar  como  contradictoria 
de  aquella,  sído  como  excepción.  Podia,  según 
la  ley  7.a,  tít.  13,  hipotecarse  toda  esperanza  de 
adquirir  ciertos  bienes,  excepto  la  esperanza  de 
heredar  los  bienes  de  cierta  y determinada  per- 
sona designándola  con  su  nombre;  porque  la 
razón  que  militaba  para  que  no  pudiera  enaje- 
narse aquella  esperanza,  á saber:  «que  los  com- 
pradores de  tal  esperanza  non  ayan  razón  de  se 
trabajar  de  muerte  de  aquellos  cuyos  son  los 
bienes,  por  cobdicia  de  los  aver,»  milita  igual- 
mente respecto  á los  que  babiun  dado  dinero  en 
mutuo,  para  cobrarlo  de  los  bienes  que  heredare 
ei  deudor. 

EL  art,  108,  no  solo  prohíbe  hipotecar  la  espe- 
ianza;  no  solo  prohíbe  hipotecar  las  cosas  que 
se  tenga  derecho  á poseer,  aunque  se  careciese 
de  dominio  sobre  ellas,  sino  también  aquellas 
en  que  teniendo  ya  ese  derecho  reaL,  aun  no 
están  inscritas  á su  nombre.  El  heredero,  desde 
el  momento  en  que  acepta  ó no  se  abstiene  de 
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la  herencia,  es  dueño  de  ella:  el  legatario  de 
especie  desde  que  muere  el  testador  adquiere  el 
dominio;  el  succesor  de  la  parte  reservable  de 
un  mayorazgo  la  adquiere  en  el  momento  que 
se  le  declare  el  derecho;  pero  ninguno  de  ellos 
tiene  ia  posesión;  y aun  cuando  la  tuviese,  nin- 
guno de  ellos  ha  inscrito  los  bienes  en  su  nom- 
bre; ninguno  de  e.llos  puede  hipotecarlos  con 
arreglo  á este  artículo,  corroborado  por  el  126 
antes  trascrito.  Yéase  lo  expuesto  en  el  pár,  V, 
apartes  2.°,  3.”  y 4.° 

Séptimo.  Las  servidumbres,  ámenos  que  se 
hipotequen  juntamente  con  el  predio  dominante, 
exceptuándose  en  todo  caso  la  de  aguas,  la  cual 
podrá  ser  hipotecada:  pár.  6.°  del  art.  108.  * 

Parece  claro  que  no  puede  hipotecarse  un  de- 
recho de  servidumbre  como  objeto  principal; 
pues  para  que  la  hipoteca  diese  seguridad  al 
acreedor,  seria  necesario  que  en  defecto  de  pago 
se  pudiese  vender  la  servidumbre  y trasferirla  á 
favor  de  otro  predio;  y como  toda  servidumbre 
se  ha  establecido  en  favor  de  un  predio  determi- 
nado, no  puede  trasferirse  á otro,  sin  que  se 
destruya  la  misma  servidumbre  y se  forme  otra 
nueva.  Es  cierto  que  el  que  hipoteca  un  predio 
que  tiene  una  servidumbre  á su  favor,  hipoteca 
por  este  mismo  hecho  la  servidumbre,  pero  no 
la  hipoteca  como  cosa  principal,  sino  como  acce- 
soria; y si  luego  el  deudor  la  remite,  puede  el 
acreedor  hacerla  continuar  para  que  no  se  dis- 
minuya el  valor  de  la  hipoteca,  á fin  de  que  el 
predio  pueda  ser  vendido  en  su  caso  con  la  ser- 
vidumbre de  que  goza,  como  dispone  formal- 
mente la  ley  16,  tít.  1.a,  lib.  8.°  del  Digesto.  Sin 
embargo,  el  derecho  romano  que  desecha  la  hi- 
poteca de  las  servidumbres  urbanas  por  la  ley  11, 
tít.  l.°,  lib.  20  del  Digesto,  admite  lueg-o  por  la 
siguiente  ley  12  la  de  las  rústicas.  Dijo  el  juris- 
consulto Pomponio,  que  si  tu  acreedor  tiene  un 
predio  rústico  vecino  al  tuyo,  puedes  hacer  con 
él  la  convención  de  que  mientras  no  le  pagues 
la  deuda  gozará  sobre  tu  predio  de  tal  ó tal  ser- 
vidumbre, como  por  ejemplo,  del  derecho  de  sen- 
da, camino,  carrera  ó acueducto,  y que  si  no  le 
pagas  dentro  de  cierto  día,  podrá  vender  la 
servidumbre  á otro  propietario  que  sea  también 
vecino.  El  derecho  romano  adoptó  esta  decisión 
propter  utilitaiem  contraen tium , formando  con 
ella  la  citada  ley  12,  tít.  14,  lib.  20  del  Digesto. 
El  Código  de  las  Partidas,  hablando  de  la  enaje- 
nación de  las  servidumbres,  establece  que  ni  las 
rústicas  ni  las  urbanas  pueden  venderse  ni  ena- 
jenarse sin  el  predio  á cuyo  favor  están  consti- 
tuidas, á no  ser  que  lo  consienta  ei  dueño  del 
predio  sirviente,  ó que  la  servidumbre  sea  de 
aguapara  regar.  «Debiendo  servidumbre  una 
casa  ó una  heredad  ¿ otra,  dice  la  ley  12,  tít.  31, 
Part.  3.  , el  señor  de  la  servidumbre  non  la  pue- 


de  vender  nin  enajenar  apartadainiente  sin  aque- 
lla cosa  á quien  pertenesce,  porque  la  servidum- 
bre es  de  tal  natura  que  non  se  puede  apartar 
de  la  heredat  ó del  edeficio  en  que  es  puesta, 
fueras  ende  si  lo  consentiese  el  señor  cuyo  here- 
damiento ó casa  sirve,  ó si  la  servidumbre  fuese 
de  agua  que  naciese  de  una  heredat  et  regase  á 
otra;  ca  este  ó.  quien  debiesen  tal  servidumbre, 
bien  podrie  el  agua  que  fuese  ya  venida  á su 
heredat  otorgarla  á otro  para  regar  campo  ó 
viña  que  fuese  cerca  de  aquella  suya.»  Siendo 
así,  pues,  que  el  que  no  puede  enajenar  una 
cosa  no  la  puede  tampoco  hipotecar,  es  consi- 
guiente que  el  dueño  del  predio  dominante  no 
puede  hipotecar  sin  el  mismo  predio  la  servi- 
dumbre que  le  está  afecta,  sea  rústica  ó urbana; 
que  podrá,  no  obstante,  hipotecarla,  cualquiera 
que  ella  sea,  con  el  consentimiento  del  dueño 
del  predio  sirviente;  y que  aun  sin  este  consen- 
timiento podrá  hipotecarla  servidumbre  de  agua 
de  riego. 

Octavo.  El  derecho  á percibir  los  frutos  en  el 
usufructo  concedido  por  las  leyes  ó fueros  espe- 
ciales á los  padres  ó madres  sobre  los  bienes  de  ¡ 
sus  hijos  y al  cónyuge  superviviente  sobre  los 
del  difunto:  pár.  7.”  del  art.  108. 

Cuáles  sean  los  usufructos  legales  de  los  pa- 
dres, madres  y cónyuges  puede  verse  en  el  ar- 
ticulo Usufructo. 

Los  intérpretes  han  considerado  estos  usufruc- 
tos como  alimenticios  concedidos  por  la  ley  para 
la  manutención  de  toda  la  familia  „y  que,  como 
los  alimentos  no  pueden  ser  enajenados,  ni  mo- 
tivo de  transacción,  porque  se  frustraría  el  objeto 
de  quien  los  señaló,  quedando  los  alimentistas  y 
usufructuarios  sin  subsistencia  y sin  poder  aten- 
der á las  obligaciones  de  la  familia. 

Pero  ¿.se  halla  comprendido  en  la  prohibición 
el  usufructo  legal  que  el  decreto  de  11  de  Octu- 
bre de  1820  concede  á los  poseedores  de  la  mitad  . 
de  las  vinculaciones  reservadas  á los  succesores? 
Parécenos  que  no:  este  usufructo  no  se  lo  ha 
concedido  la  ley  á los  poseedores  por  razón  de  ¡ 
piedad,  por  razón  de  alimentos,  sino  en  virtud 
de  la  voluntad  del  fundador  que  así  lo  habia 
dispuesto  y para  no  herir  su  derecho  adquirido. 

Si  tienen  usufructo  sobre  esos  bienes,  nolo  tienen 
sobre  bienes  de  sus  hijos  , sino  sobre  bienes  de 
su  succesor  que  puede  no  ser  su  hijo , bienes  en 
los  cuales  sus  derechos  no  provienen  de  la  pa- 
ternidad , sino  del  derecho  de  sangre.  Los  frutos 
de  esos  bienes  nunca  han  sido , aun  cuando  la 
ley  desvinculadora  nada  dijese,  patrimonio  de 
los  succesores , sino  en  la  parte  que  les  corres- 
ponda de  alimentos,  que  nunca  se  pierde,  aun- 
que hipotecase  el  derecho  de  percibir  los  frutos 
el  poseedor  actual. 

Por  ello  creemos  que,  salvos  siempre  los  ali- 
Tqmo  iii. 


mentos  y pensiones  que  hayan  de  deducirse  de 
tales  frutos,  puede  hipotecarse  el  derecho  de 
percibirlos  por  los  poseedores  de  los  bienes , hi- 
poteca que  concluirá  resolviéndose  por  la  muer- 
te el  derecho  del  hipotecante.  La  cuestión  de  la 
hipoteca  del  derecho  de  percibir  los  frutos  la  lie- 
mos tratado  ya  mas  detenidamente  al  tratar  de 
los  bienes  que  han  de  hipotecarse  con  ciertas 
restricciones. 

Noveno.  El  uso  y la  habitación:  pár.  8.“  del 
art.  108. 

El  uso  y la  habitación  no  son  derechos  enaje- 
nables: luego  ni  tampoco  hipotecables,  porque, 
como  hemos  dicho,  la  hipoteca  es  á manera  de 
enajenación.  * 

Ei  derecho  de  uso,  aunque  tiene  mucha  afini- 
dad con  el  de  usufructo,  no  es  por  su  naturaleza 
susceptible  de  hipoteca,  porque  como  su  ejerci- 
cio está  circunscrito  y limitado  á las  necesida- 
des del  usuario,  no  puede  pasarse  á otra  persona 
ni  presenta  por  consiguiente  seguridad  alguna 
al  acreedor.  Sin  embargo,  como  este  derecho 
puede  tener  mas  ó menos  extensión,  según  el 
título  que  lo  constituya  ó según  la  cosa  sobre 
que  recaiga,  no  habría  razón  para  que  el  usua- 
rio no  pudiese  hipotecarlo  en  el  caso  de  que  se 
le  permitiera  por  el  título  su  libre  enajenación 
ó en  el  de  que  el  uso  absorbiese  todos  los  frutos 
de  la  cosa  sobre  que  estuviese  constituido;  por- 
que entonces  este  derecho  se  asemejaría  en  todo 
ó casi  todo  al  derecho  de  usufructo. 

* Aun  cuando  nos  parece  fundada  la  prohibi- 
ción respecto  al  uso  con  las  limitaciones  ante- 
dichas, pues  si  se  pudiera  hipotecar  y vender, 
ya  no  era  cierto  que  se  fundase  en  servidumbre, 
en  las  necesidades  del  usuario  , que  no  podían 
satisfacerse  , no  tanto  respecto  de  la  habitación. 
Permitiendo  la  ley2v,  tít.  31,  Part.  3.a,  que  el  que 
tenga  la  servidumbre  de  habitación  pueda  arren- 
dar la  casa  gravada,  esto  es,  no  disfrutarla  per- 
sonalmente , no  debería  haber  inconveniente  en 
que  vendiere  ó hipotecare  el  ejercicio  de  ese  de- 
recho, pues  que  en  último  término , la  venta  ó 
la  hipoteca  se  reducen  á recibir  de  una  vez  el 
importe  de  los  frutos  civiles  de  la  casa,  como  si 
se  arrendare  por  larguísimo  tiempo  cobrando 
adelantado. 

Décimo.  Las  minas  mientras  no  se  haya  ob- 
tenido el  título  de  la  concesión  definitiva,  aun- 
que estén  situadas  en  terreno  propio:  pár.  9.” 
del  art.  108. 

Con  arreglo  al  art.  2.a  de  la  ley  de  Minas  de 
6 de  Julio  de  1859  y 6.°  de  las  bases  de  29  de  Di- 
ciembre de  1808,  la  propiedad  de  las  substancias 
minerales  y ei  subsuelo  de  todo  el  territorio  es- 
pañol pertenecen  al  Estado.  Mientras  no  recaiga 
la  concesión  en  favor  del  registrador,  no  adquie.  . 
re  este  el  dominio,  y aun  entonces  solo  mien- 
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tras  pague  el  cánon  que  se  le  impone,  revocable 
por  lo  tanto. 

Mas  la  disjtosicion  de  la  ley  Hipotecaria  se 
halla  en  la  actualidad  modificada.  La  ley  del  59 
prevenia  en  su  art.  3."  que  la  explotación  de  las 
substancias  minerales  aplicables  á la  construc- 
ción, á la  agricultura  ó á las  artes,  que  estu- 
vieren en  terrenos  de  propiedad  privada  queda- 
sen para  la  explotación  particular,  estando 
facultado  el  Gobierno  para  concederla  & cual- 
quiera en  determinados  casos,  si  el  dueño  del 
terreno  no  se  obligare  á explotar  en  el  término 
que  el  Gobierno  le  designare. 

Lo  mismo  prevenia  con  ligeras  diferencias, 
acerca  de  la  autoridad  que  había  de  hacer  la 
concesión,  la  ley  de  4 de  Marzo  de  1868  refor- 
mando la  del  59. 

Bajo  el  imperio  de  esta  legislación  se  publicó 
la  ley  Hipotecaria  del  61  y reformada  en  1868. 

Pero  el  art.  7.a  del  decreto  ley  de  29  de  Diciem- 
bre de  1868,  establece  que  las  substancias  mine- 
rales de  naturaleza  terrosa,  las  piedras  silíceas, 
las  pizarras,  el  yeso  y en  general  todos  los  ma- 
teriales de  construcción,  cuyo  conjunto  forma 
las  canteras , que  se  encuentren  en  terrenos  de 
propiedad  privada  quedan  cedidas  por  el  Estado 
al  dueño  de  la  superficie,  quien  podrá  conside- 
rarlas como  propiedad  suya  y utilizarlas  en  la  for- 
ma y tiempo  que  estime  oportunos,  sin  queque- 
de  sometido  á las  formalidades  y cargas  que  se  es- 
tablecen para  las  demás  minas,  y sin  estar  suje- 
ta su  explotación  á la  intervención  administra- 
tiva, sino  en  lo  que  se  refiere  á la  seguridad  de 
las  labores. 

Parece  de  lo  dicho  que  para  explotar  tales 
substancias  no  senecesita concesión  ninguna  del 
Estado,  y que  los  derechos  que  este  le  atribula 
cu  el  subsuelo  se  han  consolidada  por  su  renun- 
cia con  los  del  dueño  superficiario.  Si  esto  es 
cierto  las  minas  de  esta  clase  podrán  hipotecar- 
se libremente  como  cualesquiera  otros  bienes  de 
propiedad  particular. 

Respecto  á las  otras  minas  seguirá  la  prohibi- 
ción, puesto  que  hasta  que  no  recae  la  conce- 
sión del  gobernador,  solo  tienen  los  registrado- 
res derecho  de  preferencia,  que  puede  perderse 
por  varias  causas;  y por  lo  tanto,  no  radica  en 
ellos  ningún  derecho  real,  únicos  que  pueden  ser 
objeto  de  obligación  é inscripción  hipotecarias. 

Undécimo.  En  la  ley  primitiva  del  61,  la  pro- 
hibición de  hipotecar  se  extendía  también  á los 
bienes  litigiosos,  y á los  sujetos  á condiciones  re- 
solutorias; respecto  á los  últimos  se  alzó  la  pro- 
hibieron por  una  decisión  de  la  Dirección  del 
Registro  de  22  de  Febrero  de  1864,  y sobre  am- 
bos se  establecieron  en  la  reforma  las  variacio- 
nes de  que  ya  hemos  hablado  en  el  párrafo  VIII, 
núm.  10  y en  el  párrafo  IX,  aparte  17. 


No  incluye  tampoco  la  ley  entre  las  cosas  in- 
hipotecables  las  que  no  pueden  venderse.  * Eam 
rem  quam  quis  emere  non  potest,  quid  commevciwm 
ejics  non  est,  jure  pignoris  accipere  non  potest-, 
ley  ].*,  tít.  3.”,  iib.  20  del  Digesto,  que  repite  la 
ley  8.a,  tít.  19,  lib.  3.°  del  Fuero  Real.  «Toda  cosa 
que  es  defendida  por  la  ley  que  non  se  pueda 
vender,  defendemos  que  non  se  pueda  empennar, 
et  aquellas  cosas  que  se  pueden  vender,  aque- 
llas se  puedan  empennar.»  Según  estos  princi- 
pios no  eran  capaces  de  hipoteca  las  cosas  lla- 
madas sagradas,  religiosas  ó santas,  sino  siendo 
accesorias  de  otros  bienes  susceptibles  de  ena- 
jenación; ni  tampoco  las  temporales  de  la  Igle- 
sia, sino  en  caso  de  grave  necesidad,  como  por 
cubrir  una  deuda  de  la  misma  Iglesia  que  no 
puede  pagarse  de  otro  modo,  por  redimir  de 
cautiverio  á los  parroquianos  que  no  tuviesen 
con  que  librarse;  por  dar  de  comer  á los  pobres 
en  tiempo  de  hambre,  por  aumentar  el  cemen- 
terio y por  utilidad  de  la  Iglesia  ó del  reino:  ley 
3.a,  tít.  13,  ley  15,  tít.  5.“,  Part.  5.a,  leyes  del  tí- 
tulo 14,  Par,“l.a;  leyes  1.",  2.a,  3.a  y 4.a,  tít.  5.°, 
lib.  1.°,  Nov.  Recop.  y otras;  ni  las  cosas  de  uso 
público,  como  plazas,  calles,  ejidos,  rios,  puer- 
tos y fuentes  que  son  del  Estado  ó de  algún  con- 
cejo : ley  15,  tít.  5.a,  Part.  5.‘;  ni  las  cosas  perte- 
necientes á mayorazgos,  fideicomisos  ni  otra 
vinculación  de  que  el  poseedor  no  pudiese  dis- 
poner libremente. 

* Aun  cuando  no  se  haya  prohibido  expresa- 
mente la  hipoteca  de  ellas , no  se  inscribirán  en 
el  Registro , lo  que  equivale  á la  prohibición; 
porque  estando  á cargo  de  los  registradores  el 
calificar  la  capacidad  de  los  otorgantes,  y sien- 
do nulas  las  hipotecas  constituidas  por  los  que  no 
sean  dueños,  desecharían  las  en  que  se  hipote- 
casen cosas  cuyo  dominio  y facultad  de  enaje- 
nación no  radicaba  en  ios  hipotecantes,  ni  esta- 
rían inscritas  á su  nombre. 

» Si  algunas  de  las  cosas  declaradas  inhipote- 
cables  se  hubiesen  hipotecado  legítimamente 
antes  de  la  promulgación  de  la  ley,  se  regirán 
por  la  legislación  anterior  en  justo  respeto  de 
los  derechos  adquiridos:  art.  135  de  la  ley. 

Diversas  especies  de  hipoteca. 

XI.  Antes  de  exponer  las  graves  reformas 
introducidas  por  la  ley  Hipotecaria  respecto  á 
las  clases  y efectos  de  las  hipotecas,  convenien- 
te será  exponer  el  derecho  antiguo,  con  cuyo 
copioso  caudal  de  doctrina  pueden  aun  hoy  ha- 
cerse útiles  aplicaciones.  * 

Derecho  antiguo. 

XII . Si  consideramos  la  hipoteca  solamente  en 
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cuanto  ¿sus  efectos,  podremos  decir  que  no  hay 
mas  que  una  sola  hipoteca  sin  especies;  porque 
los  efectos  de  toda  hipoteca  se  reducen  á dar  al 
acreedor  el  derecho  de  hacer  vender  los  bienes 
hipotecados  y ser  pagado  del  producto  de  su 
venta.  Mas  si  la  consideramos  con  respecto  al 
modo  de  constituirse,  distinguíanse  antes  tres  es- 
pecies; á saber:  hipoteca  legal,  hipoteca  judicial 
é hipoteca  convencional , porque,  ó bien  se  cons- 
tituía por  la  ley,  ó bien  por  el  juez,  ó bien  por 
convención,  como  ya  se  ha  indicado  mas  arriba, 
según  la  ley  1.a,  tit.  13,  Part,  5."  Era  además  ge- 
neral ó especial,  según  que  se  constituía  sobre 
todos  los  bienes  del  deudor  ó solamente  sobre 
algunos  bienes  señalados;  como  también  'prin- 
cipal ó subsidiaria,  según  que  se  estableciera  en 
primer  lugar  para  la  seguridad  del  crédito  6 
solo  en  segundo  lugar  por  si  no  fuese  suficiente 
la  primera;  y por  fin  , podía  ser  simple  6 privile- 
giada, seg'un  que  su  preferencia  dependiese 
del  tiempo  ó fecha  de  su  constitución  ó de  la  ' 
causa  por  que  se  habia  constituido. 

Algunos  solian  dividir  la  hipoteca  en  necesa- 
ria y voluntaria,  y luego  subdividian  la  nece- 
saria en  tácita  y expresa,  y la  voluntaria  en 
pública  y privada.  Hipoteca  necesaria  era  la  que 
se  constituía  sin  intervención  del  deudor,  y vo- 
luntaria era  la  que  se  constituía  con  su  consen- 
timiento. La  necesaria,  ó bien  era  tácita,  que  se 
constituía  por  la  ley,  ó bien  expresa , que  se  cons- 
tituía por  el  juez.  La  voluntaria,  ó bien  era  públi- 
ca, que  se  formaba  por  escritura  otorgada  ante 
escribano  público  ó por  documento  escrito  de 
mano  del  deudor  y firmado  por  tres  testigos , ó 
privada,  que  se  establecía  entre  los  mismos  in- 
teresados  sin  escritura  pública  y sin  la  concur- 
rencia y firma  de  tres  testigos.  Todavía  subdivi- 
dian la  privada  en  testamentaria  y convencio- 
nal, llamando  testamentaria  á la  que  se  constituía 
en  testamento,  y convencional  á la  que  se  cons- 
tituía por  contrato  celebrado  entre  las  partes 
sin  asistencia  de  escribano.  Pero  en  el  día  no  ■ 
hay  hipoteca  privada;  porque  no  puede  consti- 
tuirse entre  los  interesados  obligación  ni  acción 
hipotecaria,  sino  en  escritura  otorgada  ante  es- 
cribano público  y registrada  en  el  oficio  de  hi- 
potecas, como  luego  veremos:  y por  otra  parte 
aparece  de  las  definiciones  que  la  calificación  de  ' 
necesaria  se  aplicaba  á la  hipoteca  legal  y á la 
judicial , la  de  tácita  k la  legal,  y la  de  expresa 
á la  judicial;  de  suerte  que  en  último  resultado 
la  división  fundamental  de  la  hipoteca  era  en 
legal,  judicial  y convencional,  que  también  se 
llamaba  expresa  por  contraposición  á la  legal  ó 
tácita. 

XIII.  Hipoteca  legal. — Todas  las  hipotecas  son 
legales  en  cuanto  la  ley  arregla  la  forma  y con- 
diciones de  su  establecimiento;  pero  se  llamaba 
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particularmente legal\&  que  sin  estipulación  de 
las  partes  ni  condenación  judicial  resultaba  pre- 
cisamente de  la  ley.  Dábasele  también  el  epíteto 
de  tácita,  porque  no  era  el  juez  ni  el  deudor 
quien  la  constituía,  sino  solo  la  fuerza  de  la  ley. 
que  tenia  dispuesta  preventivamente  esta  ga- 
rantía á favor  de  personas  que  necesitaban  de  su 
especial  protección  6 que  presentaban  una  razón 
conocida  de  preferencia  en  el  pago  de  sus  crédi- 
tos. La  ley,  en  efecto,  constituía  hipoteca  por  sí 
misma,  ó porque  así  lo  exigía  la  calidad  de  las 
personas,  ó porque  interesaba  en  ello  el  bien  del 
Estado,  ó por  razón  de  algún  beneficio  notable 
que  una  persona  habia  hecho  k otra,  ó porque 
presumía  que  tal  era  ó debía  ser  la  voluntad  del 
deudor. 

XIV.  Por  razón  de  la  calidad  de  las  personas, 
constituía  la  ley  hipoteca  tácita: 

l.°  A favor  del  marido  en  los  bienes  de  la 
mujer  ó de  cualquiera  otra  persona  que  por  ella 
le  prometiese  dote , desde  que  se  hacia  la  pro- 
mesa hasta  su  cumplimiento:  ley  23,  tit.' 13, 
Part.  5.a  Entre  el  marido  y la  mujer  y su  familia 
debían  reinar  la  armonía  y la  confianza,  y no 
seria  conforme  á este  principio  que  el  marido 
tomase  las  precaucioues  severas  de  un  acreedor 
ordinario  para  asegurarse  la  entrega  de  la  dote 
prometida;  por  eso  la  ley,  mirando  por  el  interés 
del  marido  y del  matrimonio,  habia  otorgado 
esta  hipoteca  en  los  bienes  del  promitente,  con 
el  fin  de  que  la  dote  no  fuera  ilusoria. 

2°  A favor  de  la  mujer  en  los  bienes  del  ma- 
rido para  la  repetición  de  la  dote  y de  los  bienes 
parafernales  que  le  hubiere  entregado  (ley  23, 
tit.  13,  Part.  5.a,  y ley  17,  tit.  11,  Part.  4.’),  como 
igualmente  para  la  de  los  bienes  que  la  mujer 
adquiriere  durante  el  matrimonio  por  donación, 
herencia  ó legado,  con  tal  que  el  marido  se  hu- 
biese obligado  á tenerlos  como  aumento  de  dote 
(Nov.  97,  cap.  2.°,  y doctr.  de  nuestros  prácticos); 
y asimismo  para  la  de  las  arras  ó donación  prop- 
ter  miptias  que  el  marido  al  tiempo  del  casa- 
miento le  hubiese  ofrecido  (ley  29,  Cod.  de  jure 
dotiuni ; Gregorio  López,  en  la  glosa  2.a  de  la  ley 
23,  tít.  13,  Part.  5.a,  y Antonio  Gómez,  en  la  ley 
53  de  Toro,  núms.  41  y 78) ; y últimamente , por 
razón  de  los  alimentos  que  el  marido  debe  darle 
(Gutiérrez,  de  matrim.,  part.  1.a,  cap.  45,  núm.  5, 
y Cur.  filíp.,  lib.  2.”,  cap.  3.°,  núm.  20);  mas  no 
para  la  repetición  de  los  bienes  parafernales  que 
la  mujer  hubiese  administrado  por  sí  ó por  otro 
sin  entregarlos  al  marido,  ni  tampoco  para  la  de 
la  mitad  que  le  corresponde  de  los  bienes  ga- 
nanciales: Covarr.,  lib.  1 ,°;  Variar.,  cap.  l.“,  nú- 
mero 5.  y Castillo,  dealim.,  cap.  66.  Disputábase 
entre  los  autores  sobre  el  tiempo  en  que  empe- 
zaba la  hipoteca  por  razón  de  la  dote;  unos  le 
daban  efecto  desde  el  día  de  la  celebración  del 
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matrimonio,  hubiérase  entregado  la  dote  antes 
ó después;  otros  desde  el  dia  de  la  entrega,  y no 
faltaba  quien  se  le  conferia  desde  el  dia  de  la 
promesa.  Si  examinamos  con  atención  las  pala- 
bras de  la  ley,  parece  que  no  competía  esta  hi- 
poteca sino  desde  que  el  marido  recibía  la  dote 
prometida:  «Los  bienes  del  marido , dice  la  ley 
23,  tít.  13,  Part.  5.',  fincan  obligados  á la  mujer 
por  razón  de  la  dote  que  resalió  con  ella.»  Toda- 
vía está  mas  clara  y terminante  la  ley  17,  tít.  11, 
Part.  4.’,  en  la  cual  se  sienta  que,  «luego  que  el 
marido  recibe  Id  dote  ó las  otras  cosas  que  son 
llamadas  paraferna,  son  obligados  por  ende  á la 
mujer  todos  sus  bienes,  también  los  que  ha  es- 
tonce, como  los  que  avrá  después.»  La  hipoteca 
por  razón  de  las  arras  ó donación  propter  nup- 
tias,  empezaba  desde  la  celebración  del  matri- 
monio (ley  29,  Cod.  dejur.  dotiim),  á no  ser  que 
se  constituyeren  después,  en  cuyo  caso  empeza- 
ría la  hipoteca  en  el  dia  de  la  constitución  de 
las  arras:  Cur.  filíp.,  lib.  2.“,  com.  Urr.,  cap.  3.°, 
núm.  27. 

3. °  A favor  de  los  hijos:  l.°  En  los  bienes  pa- 
ternos para  el  recobro  de  los  bienes  adventicios 
cuya  administración  y usufructo  pertenece  al 
padre  durante  la  patria  potestad;  y si  habiendo 
enajenado  el  padre  los  bienes  adventicios,  no 
fueren  suficiente  los  paternos  para  su  reintegro, 
podían  los  hijos  demandarlos  á cualquier  posee- 
dor á quien  se  hubiesen  enajenado,  con  tal,  em- 
pero, que  renunciasen  la  herencia  paterna;  pues 
siendo  herederos,  estaban  obligados  á la  obser- 
vancia y cumplimiento  de  todos  los  contratos 
legítimos  de  su  padre:  ley  24,  tít.  13,  Part.  5.’ — 

2.°  Eu  los  bienes  del  padre  ó de  la  madre  que, 
habiendo  enviudado,  pasó  á segundas  nupcias, 
para  la  repetición  de  los  bienes  que  el  mismo 
padre  ó madre  que  se  volvió  á casar  hubiese  ad- 
quirido del  cónyuge  difunto  por  testamento  ó 
abintestato,  legado,  arras,  donación,  fideicomiso 
ú otro  título  lucrativo,  y cuya  propiedad  debió 
reservar  en  dicho  caso  para  los  hijos  del  primer 
matrimonio:  ley  26,  tít.  13,  Part.  5.a,  con  las  glo- 
sas de  Gregorio  López,  y ley  7.a,  tít.  4.”,  lib.  10, 
Nov.  Recop, — 3.°  En  los  bienes  de  la  madre  viu- 
da que  teniendo  su  tutela  se  volvía  á casar,  y en 
los  del  nuevo  marido  su  padrastro,  para  la  res- 
ponsabilidad de  la  tutela,  hasta  que  proveyén- 
doseles de  nuevo  tutor  ó curador,  se  les  rindiese 
cuenta  de  la  administración  de  los  bienes  de  su 
pertenencia  (ley  26,  tit.  13,  Part.  5.a);  y así,  para 
librarse  de  esta  obligación,  el  que  trataba  de 
casarse  con  una  viuda  tutora  de  sus  hijos,  debía 
hacer  que  se  les  nombrase  curador  y diese  cuen- 
ta con  pago  de  sus  bienes  antes  de  pasar  á con- 
traer el  matrimonio. 

4.  A favor  de  los  huérfanos  menores  de  vein- 
ticinco años  y de  sus  herederos:  1.”  En  los  bie- 
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nes  de  sus  tutores  y curadores,  y en  los  de  ios 
fiadores  y herederos  de  los  mismos  tutores  y cu- 
radores, por  las  resultas  de  la  tutela  ó cúratela, 
desde  el  dia  en  que  la  tomaron  ó debieron  to- 
marla, hasta  que  les  hubiesen  dado  cuentas  con 
entrega  de  bienes  y pago  del  alcance  líquido  y 
de  los  perjuicios  causados  por  mala  versación: 
ley  23,  tít.  13,  Part.  5.a,  y ley  21,  tít.  16,  Part.  6.a, 
con  las  glosas  de  Gregorio  López.  2.  En  las 
cosas  compradas  para  si  por  los  tutores  ó cura- 
dores con  dinero  ie  los  menores;  pues  aunque 
es  regla  general  que  la  cosa  comprada  con  dine- 
ro ajeno  debía  ser  del  que  hizo  la  compra  en  su 
nombre  y no  del  dueño  del  dinero , tenían  aquí 
los  menores  en  el  citado  caso  la  elección  de  to- 
mar la  cosa  comprada  ó bien  el  dinero , según 
quisieren:  ley  49,  tít.  5,°,  y ley  30,  tít.  13,  Parti- 
da 5."  V.  Tutor. 

5.°  A favor  de  los  huérfanos  menores  de  ca- 
torce años  en  las  cosas  que  otro  les  hubiere 
comprado  de  los  bienes  que  les  pertenecian,  bas- 
ta que  se  les  pagase  todo  el  precio:  ley  25,  tít.  13, 
Part.  5.a 

XV.  Por  causa  del  interés  común  ó del  Esta- 
do concedía  la  ley  hipoteca  tácita: 

1. °  Al  fisco:  l.“  En  las  cosas  que  se  vendían  ó 
permutaban  por  razón  de  la  alcabala:  ley  9.a,  tí- 
tulo 9.°,  lib.  1.a,  Nov.  Recop. — 2.”  En  todos  los 
bienes  de  los  que  le  debieren  algún  tributo  has- 
ta que  lo  satisfaciesen:  ley  25,  tít.  13,  Part.  5.a — 

3. ”  En  todos  los  bienes  de  los  que  le  estuvieren 
obligados  por  contrato,  desde  que  lo  hicieron 
hasta  que  lo  cumpliesen:  ley  25,  tít.  13,  Part.  5.*— 

4. °  En  todos  los  de  los  recaudadores  y tesoreros 
de  las  rentas  y derechos  que  le  perteneciesen , y 
en  los  de  los  administradores  de  las  cosas  de  su 
propiedad,  por  las  resultas  de  la  gestión  de  sus 
encargos  ú oficios:  ley  6.*,  tít.  19,  lib.  3.°  del 
Fuero  Real,  y leyes  23  y 25,  tít.  13,  Part.  5.a 
V.  Fisco. 

2. a  A la  Iglesia,  por  los  diezmos  en  las  cosas 
de  que  se  deben:  ley  26,  tít.  20,  Part.  1."  Los  au- 
tores sentaban  comunmente  que  competía  tam- 
bién hipoteca  tácita  á los  pueblos  en  los  bienes 
de  los  que  manejaban  los  caudales  públicos,  por 
los  alcances  que  les  resultaren;  y á los  hospitales 
y demás  establecimientos  de  caridad  ó benefi- 
cencia, en  los  bienes  de  sus  administradores,  por 
razón  asimismo  de  la  administración  ; porque 
sin  duda  consideraban  á los  administradores  de 
los  caudales  de  los  pueblos  y establecimientos 
de  beneficencia  como  revestidos  de  la  calidad  de 
tutores  ó curadores , y á los  establecimientos  y 
pueblos  como  pupilos  ó menores  de  edad. 

X\I.  Por  causa  del  beneficio  notable  que  el 
acreedor  hubiere  hecho  al  deudor,  tenia  consti- 
tuida hipoteca  legal  á su  favor: 

1.  El  que  prestó  dinero  para  construir  de 
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nuevo,  ó bien  para  reparar  una  casa  ú otro  edi- 
ficio, en  la  misma  casa  ó edificio  construido  ó 
reparado,  para  el  recobro  de  su  préstamo,  de- 
biendo hacerse  constar  la  inversión  del  dinero 
en  dicho  objeto:  ley  26,  tít.  13,  Part.  5.a,  con  la 
glosa  10  de  Gregorio  López. 

2. “  El  que  prestó  dinero  para  guarnecer  (esto 
es,  proveer  y equipar),  ó para  reparar  ó compo- 
ner alguna  nave,  en  la  misma  nave  reparada  ó 
equipada  y provista,  hasta  reintegrarse  de  sus 
desembolsos:  ley  26,  tít.  13,  Part.  5.”  V.  Nave. 

3. '  Según  algunos  autores,  el  que  prestó  di- 
nero para  comprar  algún  oficio,  tenia  tácita  hi- 
poteca en  él.  ¿Mas  por  qué  no  habría  de  decirse 
lo  mismo  del  que  daba  dinero  para  la  adquisi- 
ción de  cualquiera  otra  cosa? 

XVII.  Por  la  presunta  voluntad  del  deudor, 
se  concedía  hipoteca  tácita  por  la  ley; 

3.°  Al  dueño  de  la  casa  alquilada,  en  todas 
las  cosas  propias  del  inquilino  que  se  encontra- 
ren en  ella,  así  para  el  cobro  del  alquiler  que  se 
le  debiere,  como  para  la  indemnización  de  los 
perjuicios  ó deterioros  causados  por  el  inquilino 
en  la  misma  casa:  ley  9.%  tít,  17,  lib.  3.°  del  Fue- 
ro Real,  y ley  5.‘,  tít.  8.°,  Part.  5." 

2. "  Al  dueño  de  las  heredades , como  viñas, 
huertas,  olivares  ú otros  predios  rústicos  arren- 
dados, en  las  cosas  que  el  arrendatario  hubiese 
introducido  en  ellos  con  noticia  del  mismo  due- 
ño, y en  los  frutos  allí  nacidos,  no  solo  para  el 
cobro  de  la  renta  ó precio  del  arrendamiento, 
sino  también  para  el  reintegro  de  los  daños  ó 
deterioros:  ley  5.*,  tit.  8.",  Part.  5.a,  y ley  6.a,  ti- 
tulo 11,  lib.  10,  Nov.  Recop.  V.  Arrendatario. 

3. ”  Al  legatario , en  los  bienes  del  testador 
para  la  repetición  de  la  cosa  ó cantidad  legada: 
ley  26,  tít.  13,  Part.  5.a  Esta  hipoteca  empezaba 
desde  el  dia  del  fallecimiento  del  testador,  y no 
desde  el  dia  en  que  dejó  la  manda. 

4. a  A los  acreedores,  por  razón  de  operaciones 
mercantiles  de  la  mujer  casada,  mayor  de  veinte 
años,  que  ejerciere  el  comercio  con  autorización 
expresa  de  su  marido,  dada  en  escritura  pública, 
ó bien  estando  separada  legítimamente  de  su 
cohabitación;  con  la  diferencia  de  que,  en  el  pri- 
mer caso,  estaban  obligados  á las  resultas  del 
tráfico  los  bienes  dótales  de  la  mercadera  y todos 
los  derechos  que  ambos  cónyuges  tuviesen  en  la 
comunidad  social;  y en  el  segundo,  lo  estaban 
solamente  los  bienes  de  que  la  mujer  tuviese,  la 
propiedad,  usufructo  y administración  cuando 
se  dedicó  al  comercio,  los  dótales  que  se  le  res- 
tituyesen por  sentencia  legal  y los  que  adqui- 
riese posteriormente:  art.  5.“  del  Código  de  co- 
mercio. 

XVIII.  El  acreedorqueteniahipotecalegalso- 
bre  todos  los  bienes  del  deudor , podía  ejercer  su 
derecho,  así  en  los  bienes  presentes  como  en  los 


futuros,  sin  distinción  alguna  de  los  muebles, 
raíces,  semovientes,  derechos  y acciones;  esto 
es,  así  en  los  bienes  que  ya  pertenecían  al  deu- 
dor al  tiempo  en  que  empezó  la  hipoteca,  como 
en  los  que  adquirió  después  y en  los  que  adquie- 
re hasta  el  entero  cumplimiento  de  la  obligación 
principal.  Así  es  que  la  acción  hipotecaria  de  la 
mujer,  por  ejemplo  , sobre  los  bienes  de  su  ma- 
rido para  el  recobro  de  la  dote  y de  los  bienes 
parafernales  que  al  mismo  marido  se  hubiesen 
entregado,  no  solo  podia  ejercerse  sobre  los  bie- 
nes que  ya  tenia  el  marido  al  tiempo  del  casa- 
miento ó del  recibo  de  la  dote  ó de  la  paraferna, 
y sobre  los  que  adquirió  durante  el  matrimonio, 
sino  también  sobre  los  que  adquiriere  después 
de  dísuelto  por  cualquiera  causa  el  enlace  con- 
yugal hasta  que  se  verificase  la  completa  resti- 
tución de  la  dote  y de  los  citados  bienes  parafer- 
nales; y del  mismo  modo  la  acción  de  los  meno- 
res podia  ejercerse  sobre  los  bienes  que  tenia  el 
tutor  ó curador  en  la  época  de  la  aceptación  de 
la  tutela  ó curaduría,  sobre  los  que  adquirió 
mientras  duraba  su  cargo , y sobre  los  que  ad- 
quiriere después  de  acabado  este  mientras  fuese 
deudor  de  alguna  cosa  por  resultas  de  su  admi- 
nistración. Es  cierto  que  algunos  autores  ex- 
cluían de  la  obligación  hipotecaria  los  bienes 
que  el  marido  ó el  tutor  adquirían  después  de 
disuelto  el  matrimonio  ó de  acabada  la  tutela; 
pero  esta  opinión  no  podia  sostenerse  como  con- 
traria que  es  á la  letra  expresa  de  las  leyes,  las 
cuales  constituían  la  hipoteca  tácita  en  los  bie- 
nes que  tuviere  el  deudor  desde  que  contraía  la 
obligación  hasta  que  cumplía  y pagaba  lo  que  de- 
bía. «Los  bienes  de  los  guardadores  de  los  huér- 
fanos que  son  menores  de  veinticinco  años,  dice 
la  ley  23,  tít.  13,  Part.  5.a,  fincan  todavía  obliga- 
dos á aquellos  que  los  tienen  en  guarda,  desde 
el  dia  que  comenzaron  á usar  del  oficio  de  la 
guarda  fasta  que  les  den  cuenta  et  recabdo  de 
las  cosas  que  tovieren  dellos.»  «Luego  que  el 
marido  recibe  la  dote  ó las  otras  cosas  que  son 
llamadas  paraferna,  dice  la  ley  17,  tít.  11,  Par- 
tida 4.a,  son  obligados  por  ende  á la  mujer  todos 
sus  bienes,  también  los  que  ha  estonce  como  los 
que  habrá  después.»  «Todos  los  bienes  de  la  ma- 
dre (que  siendo  tutora  se  vuelve  á casar),  dice 
la  ley  26 , tít.  13,  Part.  5.a,  fincan  entonce  obli- 
gados ¿ sus  fijos,  et  aun  los  de  aquel  con  quien 
casa,  fasta  que  hayan  guardador,  et  que  les  den 
cuenta  et  recabdo  de  lo  suyo.»  Otras  leyes  pu- 
dieran acumularse  todavía  en  apoyo  de  esta  ver- 
dad, pero  bastan  las  citadas  para  ejemplo,  y aun 
es  suficiente  la  ley  5.a  de  dicho  título  13,  Par- 
tida 5.a,  según  la  cual  quería  el  legislador  que 
en  la  hipoteca  general  quedasen  comprendidas 
indefinidamente  todas  las  cosas  que  tuviere  el 
deudor  al  tiempo  de  la  constitución  de  la  hipo- 
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teca  y las  que  adquiriere  después,  sin  limitación 
de  ¿pocas  y sin  otra  excepción  que  la  de  las  co- 
sas que  no  podían  hipotecarse. 

El  que  no  tenia  hipoteca  legal  sino  en  ciertas 
cosas  determinadas,  es  claro  que  solo  en  ellas 
podía  ejercer  su  derecho  hipotecario  y no  en  las 
demás  que  poseyere  el  deudor,  aunque  las  hipo- 
tecadas se  perdieren  6 la  hipoteca  se  desvane- 
ciese ó extinguiese  de  otro  modo.  Asi  es  que  el 
que  prestó  alguna  cantidad  para  reparar  una 
casa  ó embarcación , no  podía  perseguir  como 
acreedor  hipotecario,  sino  la  casa  ó embarcación 
reparada  con  su  dinero  ; y si  la  casa  se  destruía 
6 la  nave  se  perdia  en  un  naufragio,  solo  tenia 
contra  su  deudor  acción  personal  para  el  rein- 
tegro del  préstamo  que  le  había  hecho. 

La  hipoteca  tácita  ó legal  uo  tenia  menos  fuer- 
za y eficacia  que  la  expresa  ó convencional;  y 
así  los  acreedores  que  se  presentaban  en  con- 
curso con  cualquiera  de  ellas  no  debían  ser  pre- 
feridos porque  su  hipoteca  era  tácita  ó expresa, 
sino  ó bien  por  razón  de  la  prioridad  de  la  cons- 
titución de  su  hipoteca,  ó bien  por  razón  del  pri- 
vilegio de  que  gozaban. 

XIX.  Hipoteca  judicial.  ■ — Hipoteca  judicial 
era  la  que  se  constituía  por  el  juez  en  los  bienes 
del  deudor,  poniendo  al  acreedor  en  posesión  de 
ellos  por  la  via  de  asentamiento  ó por  la  via  eje- 
cutiva, para  que  quedase  satisfecho  de  su  cré- 
dito. «La  segunda  manera  de  peños,  dice  la  ley 
1.a,  tít.  13,  Part.  5.",  es  quando  los  juzgadores 
mandan  entreg-ar  á alguna  de  las  partes  en  los 
bienes  de  su  contendor  por  mengua  de  respuesta 
ó por  razón  de  rebeldía  ó por  juicio  que  es  dado 
entre  ellos  ó por  cumplir  el  mandamiento  del 
Rey.» 

lista  hipoteca  se  decía  necesaria , porque  no  se 
constituía  por  voluntad  del  deudor  sino  por  man- 
damiento ó apremio  judicial ; y también  se  decía 
expresa , porque  se  constituía  por  palabras  ex- 
presas y positivas  del  juez,  á diferencia  de  la  hi- 
poteca tácita  que  por  solo  la  fuerza  de  la  ley  se 
hallaba  establecida  á favor  de  ciertos  acreedores. 

Dividíase  esta  hipoteca  en  pretoria  y propia- 
mente judicial.  Pretoria  era  cuando  el  juez, 
por  contumacia  del  demandado  que  no  quería 
comparecer  ó responder  á la  demanda,  ponia 
en  posesión  de  todos  ó departe  de  sus  bienes  al  i 
acreedor  para  que  pudiese  reintegrarse  de  su 
crédito,  seg-un  se  establece  en  las  leyes  del  tí- 
tulo 8.“,  Part.  3.a,  y del  tlt.  3.°,  lib.  11 , Nov.  Re- 
copilación. Llamábase  pretoria,  no  porque  la  die- 
ron el  pretor  entre  los  Romanos,  pues  que  podían 
darla  cualesquiera  jueces,  sino  porque  fué  in- 
traducida por  el  derecho  pretorio,  esto  es,  por 
el  edicto,  según  resulta  de  la  ley  26,  tít.  7 0 li- 
bro 13  de  la  ley  2.a,  tít.  4.”,  lib.  42  del  Digesto, 
y de  las  leyes  1.a y 2.a,  tít,  22,  lib.  8.”  del  Código. 
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Propiamente  judicial , era  cuando  el  juez,  des- 
pués de  haber  seguido  los  trámites  del  juicio 
ejecutivo  en  virtud  de  instrumento  que  trae  apa- 
rejada ejecución,  ponia  al  acreedor  en  posesión 
de  los  bienes  del  deudor  que  habian  sido  ejecu- 
tados. 

XX.  Entre  1 a hipoteca  j udicial  en  su  acepción 
mas  extensa,  es  de  notar  la  diferencia  importan- 
tísima de  que  en  la  primera  no  quedaba  obliga- 
da la  cosa  hasta  que  se  entregaba  al  acreedor,  y 
sí  en  la  segunda , otorgada  la  hipoteca  por  las 
partes  y aun  no  efectuada  la  entrega;  de  suerte, 
que,  según  dicen  las  Partidas,  si  ei  deudor  hipo- 
tecare á otro  la  cosa  que  el  juez  ha  mandado  en- 
tregar, pero  no  la  ha  entregado  todavía  al  acree- 
dor demandante,  será  preferido  en  ella  el  acree- 
dor á quien  la  lia  hipotecado  el  mismo  deudor, 
y no  el  acreedor  á quien  la  ha  mandado  en- 
tregar el  juez:  ley  13,  tít.  13,  Partida  3.’:  re- 
sultando de  aquí,  que  la  hipoteca  judicial  no  se 
constituía  precisamente  por  el  mandamiento 
que  expedia  el  juez  para  que  la  cosa  demanda- 
da se  entregase  al  acreedor  que  la  demanda  ó 
ejecuta,  sino  por  el  mandamiento  y la  tradi- 
ción, como  se  dispone  también  en  el  derecho 
romano:  Sciendum  est,  dice  la  ley  26  . tít.  7.° , li- 
bro 13  del  Digesto,  nU  jusstt  magis  tratas pignus 
constituitur,  non  alias  constituí , nisi  ventumfue- 
rit  in  possessionera.  Todavía  quiere  Gregorio  Ló- 
pez, en  la  glosa  1."  de  dicha  ley  13,  tít.  13,  Par- 
tida 5.a,  que  la  posesión  hubiese  de  darse  y to- 
marse real  y verdaderamente  por  actos  positivos, 
no  siendo  suficiente  la  tradición  llamada  de  lar- 
ga mano,  que  es  la  que  se  hace  demostrando 
desde  lejos  la  cosa  que  está  á la  vista. — Síguese 
igualmente  de  dicha  ley  13,  tít,  13,  Part.  5.a,  que 
la  hipoteca  judicial  mas  propiamente  podia  lla- 
marse prenda  que  hipoteca-,  pues  que  no  se  cons- 
tituía sino  mediando  entrega  de  la  cosa,  como 
la  prenda,  al  paso  que  la  hipoteca  se  constituye 
sin  entrega.  Deduce  de  la  misma  ley  el  autor  de 
la  Curia  filípica  (lib.  2.°,  com.  terrest.,  cap.  3.a, 
núm.  36)  la  doctrina  general  de  que  si  después 
de  vendida  una  cosa  y antes  de  entregada  al 
comprador,  la  hipotecare  el  vendedor  á un  ter- 
cero, será  válida  la  hipoteca  y preferido  por  ella 
el  tercero  al  comprador  en  la  cosa  así  vendida  é 
hipotecada. 

La  hipoteca  pretoria  no  producia  á favor  del 
acreedor  demandante  los  mismos  efectos  que  la 
hipoteca  propiamente  judicial.  En  la  hipoteca 
pretoria , por  el  hecho  de  darse  al  acreedor  de- 
mandante la  posesión  de  los  bienes  de  su  deu- 
dor se  entendia  que  se  daba  igualmente  á todos 
los  demás  acreedores,  de  suerte  que  por  esta  po- 
sesión no  adquiria  aquel  ningún  derecho  de  pre- 
ferencia sobre  los  otros:  Cura  unas  ex  creditori- 
bus>  dice  la  ley  12,  tít,  5.",  lib.  42  del  Digesto, 
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postula l in  bona  debitoris  se  mita,  quaritnr  utrum 
solus  is  qui  petit,possidere  polest?  an  cum  unuspe- 
tit,  et prcetor  permisit,  ómnibus  creclitoribns  adi- 
tus  sil' ? et  commodim  dicitur,  cum  prcelor  permi- 
serit,-nom  tam- persona;  soliv.s  piden  lis  qmm  ere - 
ditoribus  et  in  rcm  permissum  videri.  Nec  videlur 
libera  persona  adquirere  alii:  quia  nec  sibi  quid- 
quam  adquirit,  cui  prcetor  permiltit ; sed  aliquid 
ex  ordine  facit:  ed  ideo  cceteris  quoqiic  prodest.  La 
misma  disposición  se  contiene  y explica  con 
mas  extensión  en  la  ley  10,  tít.  72,  lib.  7.”  del 
Código.  Mas  en  la  hipoteca  propiamente  judicial, 
el  acreedor  que  ejecutaba  primero  y entraba  en 
la  posesión  de  los  bienes  del  deudor  era  preferi- 
do á los  demás , por  razón  de  la  prioridad  de 
tiempo  en  la  constitución  de  su  hipoteca:  Si  et 
jure  judien (um,  dice  la  ley  10,  tít.  4.",  lib.  20  del 
Digesto,  et  pignus  in  causa  judicati  ex  auctoritate 
ejus  quijubere  potuit,  captum  est,  privüegiis  tem- 
poris  fore  potiorem  heredem  eju-s,  in  cujas  persona 
pignus  constitutum  est.  Cree  Fornerio  que  en 
esta  ley  se  quiere  decir,  que  el  acreedor  ó el  he- 
redero del  acreedor  á quien  el  deudor  ha  consti- 
tuido hipoteca  debe  ser  preferido  al  acreedor  que 
después  ha  sido  puesto  por  el  juez  en  posesión 
de  los  bienes;  pero  aunque  esta  preferencia  sea 
verdadera  en  el  fondo,  no  la  estima  Cuyacio  ob- 
jeto de  esta  ley,  en  la  cual  según  ál  no  se  trata 
sino  de  asentar  que  el  acreedor  ó el  heredero  del 
acreedor  que  ha  sido  puesto  por  sentencia  judi- 
cial  en  posesión  de  los  bienes  del  deudor  ejecu- 
tado tiene  mejor  derecho  por  la  prioridad  de 
tiempo  en  los  bienes  así  ocupados  que  los  demás 
acreedores  que  concurran  después.  Como  quiera 
que  fuera,  la  ley  2.*,  tít.  18,  lib.  8.°  del  Código, 
está  bien  clara  y terminante  á favor  de  la  pre- 
ferencia que  obtenía  el  acreedor  á quien  prime- 
ro se  daba  la  posesión  de  los  bienes  del  deudor 
en  el  juicio  ejecutivo:  Si  decreto prcetoris....,  dice,  1 

in  possessionem  fundí prius  inducti  estis,  quam 

adversarias  ves  lev  in  causam  judicati  ejusdem  fun- 
dí pignus  occupaverit;  jussu  ejus , qui  jure  senten- 
tiani  exequebatur,  témpora  poliores  estis-,  nam  cum 
de  pignore  -atraque  pars  contendí t,  prmvalet  jure, 
qui  prcevenit  lempore.  Estas  disposiciones  de  las 
leyes  romanas  fueron  adoptadas  por  nuestros  es- 
critores, y especialmente  por  Gregorio  López  en 
la  glosa  3."  de  La  ley  13,  tít.  13,  Part.  5.a,  por  Gu- 
tiérrez dejuram.  confirm,  Part.  1.a,  cap.  46,  y por 
la  Curia  filípica  lib.  2.“,  com.  terr.,  cap.  3.°,  nú- 
mero 37. 

Mas  aunque  la  hipoteca  pretoria  no  produjese 
á favor  del  acreedor  demandante  los  mismos 
efectos  que  producía  la  hipoteca  propiamente 
judicial , pues  que  la  posesión  de  los  bienes  en 
la  primera  no  le  confería  derecho  hipotecario 
con  prelaeion  á los  demás  acreedores  entonces 
existentes , al  paso  que  se  lo  confería  con  dicha 


prelaeion  en  la  segunda;  sin  embargo,  no  por 
eso  la  hipoteca  pretoria  era  de  menos  fuerza  que 
la.  judicial  con  respecto  al  acreedor  que  la  bahía 
obtenido,  si  es  que  tratamos  de  comparar  una 
con  otra.  De  aquí  es  que  concurriendo  por  una 
parte  hipoteca  pretoria  y por  otra  parte  hipoteca 
judicial,  se  había  de  dar  preferencia  á cualquie- 
ra de  las  dos  que  fuese  primera  en  tiempo,  esto 
es,  á la  que  antes  se  hubiese  ganado,  ora  fuese  la 
judicial,  ora  la  pretoria,  y por  la  regla  general 
de  que  no  habiendo  privilegio,  se  lia  de  atender 
en  las  hipotecas  á la  mayor  antigüedad  de  su 
constitución:  Prcemlet  jure,  qui  prcevalet  lempore. 
Etiam  in pignoribns  pmtoriis,  qui  prior  est  tem- 
pere prior  est  jure,  como  dice  la  glosa  de  dicha 
ley  2.a,  tít.  18,  lib.  8.°  del  Código  de  Justiniano. 

Es,  por  úliimo,  de  advertir  que  ni  la  hipoteca 
pretoria  ni  la  judicial  extinguían  ni  modifica- 
ban la  fuerza  de  las  hipotecas  tácitas  ó conven- 
cionales que  anteriormente  se  hallaren  consti- 
tuidas. 

XXI.  Hipo  teca  convencional. — La  hipoteca  con- 
vencional cmla,  que  se  establecía  por  voluntad  de 
las  partes  obligando  el  deudor  todos  sus  bienes  ó 
parte  de  ellos  para  seguridad  del  pago  de  la  deu- 
da ó del  cumplimiento  del  contrato;  ó como  dice 
la  ley  1.a,  tít.  13,  Part.  5.a,  es  la  que  fazen  los 
homes  entre  sí  de  su  voluntad,  empeñando  de 
sus  bienes  unos  á otros  por  razón  de  alguna  cosa 
que  deban  dar  ó facer.»  Decíase  también  volun- 
taria, porque  en  ella  solo  intervenía  el  consenti- 
miento del  que  la  constituía,  y ñola  fuerza  de  la 
ley  ni  el  apremio  del  juez;  y asimismo  se  deno- 
minaba expresa , porque  se  establecía  por  pala- 
bras ciertas  y positivas  del  deudor,  á diferencia 
de  la  tácita  que  provenia  solo  de  la  ley  sin  que 
los  Interesados  la  estipulasen. 

XXII.  Podia  hipotecar  sus  bienes  el  que  po- 
dia  enajenarlos;  y por  el  contrario, el  queno po- 
dia enajenarlos,  no  podía  tampoco  hipotecarlos: 
ley  2.a,  tít.  13,  Part.  5.a,  y ley  10,  tít.  33,  Part.  7.a 
La  razón  era  que  la  constitución  de  hipoteca  se 
consideraba  como  una  especie  de  enajenación 
por  causa  del  derecho  que  se  daba  al  acreedor  so- 
bre los  bienes  hipotecados. 

El  dueño  de  los  bienes  q ue  tenia  su  libre  admi- 
nistración podia  hipotecarios  por  sí  mismo  ó por 
medio  de  su  apoderado  ó procurador , dándole  al 
efecto  poder  especial:  ley  11,  pár.  7.a,  tít.  7.°,  li- 
bro 13  del  Digesto.  Mas  si  el  procurador  ó apode- 
rado constituía  por  sí  la  hipoteca  sin  mandato  ni 
noticia  del  dueño  de  los  bienes,  no  adquiría  el 
acreedor  derecho  hipotecario  sobre  ellos,  aunque 
bien  podia  demandar  al  dueño  la  cantidad  pres- 
tada á su  apoderado  é invertida  en  su  utilidad. 
Era,  no  obstante,  válida  la  constitución  de  hi- 
poteca, si  el  dueño  la  aprobaba  ó confirmaba 
después,  ó estando  presente,  callaba  sin  contra- 
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decirla  (ley  9.%  tít.  13,  Parí.  5.";,  ó sabiéndola 
entonces  ó posteriormente,  guardaba  silencio  en 
fraude  del  acreedor:  ley  2.a,  tít.  16,  lib.  8.  del 
Código. 

Como  solo  podía  hipotecar  sus  bienes  el  que 
podía  traspasar  4 otro  sudominio,  nobastabaser 
dueño  de  ios  bienes  para  poder  hipotecarlos,  sino 
que  además  se  necesitaba  tener  la  libre  admi- 
nistración de  ellos  y capacidad  para  enajenarlos. 

Así  que,  el  hijo  de  familias  no  podía  hipotecar 
los  bienes  de  su  peculio  adventicio,  cuya  admi- 
nistración y usufructo  pertenecía  al  padre,  y 
menos  los  del  peculio  profecücio  en  que  el  padre 
tenia  la  plena  propiedad;  pero  podía  hipotecar 
los  de  sus  peculios  castrense  y cuasi- castrense,  te- 
niendo edad  competente  para  obligarse.  El- hijo 
emancipado  no  podía  hipotecar  sus  bienes  raí- 
ces, sino  con  decreto  del  juez  hasta  que  cumplie- 
re la  edad  de  veinticinco  años,  pues  aunque  te- 
níala administración  de  ellos,  no  tenia  todavía 
capacidad  para  enajenarlos;  pero  si  era  comer- 
ciante con  ¡as  circunstancias  que  exige  el  Código 
de  comercio,  podia  hipotecar  libremente  los  bie- 
nes inmuebles  de  su  pertenencia  para  seguridad 
del  as  obligaciones  mercantiles  que  contrajese. 

El  menor  que  no  había  llegado  A la  edad  de  la 
pubertad  no  podia  hipotecar  sus  bienes;  y ni  aun 
su  tutor  hipotecar  los  inmuebles  sino  por  causa 
justa  y con  decreto  del  juez:  ley  8.a,  tít.  13,  Par- 
tida 5.*  Mas  habiendo  cumplido  dicha  edad,  po- 
dia hipotecarlos  con  otorgamiento  de  sn  curador 
si  le  tuviere,  ó por  sí  mismo  si  no  le  tuviere,  de- 
biendo siempre  intervenir  la  autoridad  del  juez. 

Tampoco  la  mujer  casada  podia  constituir  hi- 
poteca ni  aun  sobre  los  bienes  parafernales  cuya 
administración  se  Labia  reservado , sino  con  li- 
cencia de  su  marido,  pues  que  sin  ella  no  podia 
celebrar  contratos.  Pero  si  era  mayor  de  veinte 
años,  y ejercía  el  comercio  con  autorización  ex- 
presa de  su  marido,  dada  en  escritura  pública, 
ó bien  estando  separada  legítimamente  de  su 
cohabilitacion , podía  hipotecar  para  seguridad 
de  las  obligaciones  que  contrajese  como  comer- 
ciante, en  el  primer  caso,  sus  bienes  propios,  los 
dótales,  y todos  los  derechos  que  ambos  cónyu- 
ges teiiian  en  la  comunidad  social,  pero  no  los 
bienes  inmuebles  propios  del  marido,  ni  los  que 
perteneciesen  en  común  4 ambos  cónyuges;  4 no 
ser  que  en  la  escritura  de  autorización  se  le  hu- 
biese dado  expresamente  esta  facultad ; y en  el 
segundo  caso,  solamente  los  bienes  de  que  ella 
tuviese  la  propiedad,  usufructo  y administra- 
ción cuando  se  dedicó  al  comercio,  los  dótales 
que  se  le  hubieran  restituido  por  sentencia  le- 
gal, y los  que  adquiriese  posteriormente. 

XXIII.  El  que  sobre  los  bienes  que  quería  hi- 
potecar solo  tenia  un  derecho  suspendido  por  una 
condición  ó resoluble  en  cierto  caso  ó sujeto  4 res- 


cisión, no  podia  constituir  en  ellos  sino  una  hi- 
poteca subordinada  4 las  mismas  condiciones  ó 
4 la  misma  rescisión;  porque  nadie  puede  dar  4 
otro  mas  derechos  que  los  que  é,l  tiene;  y cuan- 
do se  resuelve  ó extingue  el  derecho  del  que  da, 
se  extingue  ó resuelve  también  el  derecho  del 
que  recibe:  Nenio  plus  jnris  in  alium  treisferre 
potest,  quam  ipse  habet ; resoluto  jure  dantis,  re- 
solvitvr  jus  accipientis.  Asíes,  que  el  legatario 
4 quien  se  habia  hecho  un  legado  condicional, 

' no  podia  constituir  sobre  la  cosa  legada,  sino 
; una  hipoteca  sujeta  en  sus  efectos  al  cumpli- 
miento de  la  condición.  Así  es  también  que  el 
donatario  4 quien  por  hallarte  tú  sin  prole  le 
habías  hecho  donación  de  parte  de  tus  bienes, 
no  podia  constituir  sobre  los  bienes  donados, 
sino  una  hipoteca  que  se  resolvía  y extinguía 
en  el  caso  de  que  te  sobreviniese  algún  hijo, 
pues  que  en  el  mismo  caso  se  resolvía  y extin- 
guía en  fuerza  de  la  ley  el  derecho  que  tenia  en 
ellos.  Así  es,  por  Ün,  que  el  que  poseía  los  bie- 
nes de  una  herencia  en  virtud  de  un  testamen- 
to inoficioso,  no  podia  constituir  sobre  ellos  sino 
una  hipoteca  que  habia  de  quedar  rescindida  al 
mismo  tiempo  qué  se  rescindiese  el  testamento 
por  la  querella  de  inoficiosidad;  y lo  mismo  ha- 
bia de  decirse  del  que  tratare  de  hipotecar  al- 
guna finca  que  el  que  se  la  enajenó  pudiere  re- 
clamar por  causa  de  dolo,  error,  lesión  enorme 
ó violencia. 

XXIV.  Podia  constituirse  la  hipoteca  conven- 
cional pura  y absolutamente  ó bajo  condición,  y 
hasta  cierto  tiempo  ó desde  cierto  tiempo  deter- 
minado; ley  17,  tít.  13,Part.  5.*;  como  igualmente 
por  cualquiera  especie  de  contrato,  deuda  ú 
obligación ; y así  en  el  título  mismo  de  la  obli- 
gación ó contrato  principal  que  la  motivara 
como  en  un  acto  ó instrumento  anterior  ó pos- 
terior. 

La  ley  6.a,  tít.  13,  Part.  5.a,  dice  que  puede 
constituirse  la  hipoteca  convencional  por  los 
mismos  interesados  hallándose  presentes,  ora 
estén  los  bienes  en  el  mismo  lugar  ó en  otro  , ó 
bien  por  apoderados  ó por  cartas,  con  escritura 
publica  ó sin  ella.  Pero  según  las  leyes  1.a,  2.a  y 
3.a,  tít.  16,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  no  podia  ya  cons- 
tituirse hipoteca  convencional  sino  en  escritu- 
ra otorgada  ante  escribano  público;  y aun  para 
que  surtiese  sus  efectos  era  indispensable  que 
la  escritura  que  la  contenia  se  registrase  dentro 
de  cierto  término  en  el  oficio  de  hipotecas  del 
partido  judicial  ó distrito  en  que  se  hallasen  si- 
tos los  bienes  que  se  hipotecasen;  de  modo  que 
si  se  omitía  el  registro  ó toma  de  razón,  no  se 
tenian  por  hipotecados  los  bienes,  y el  contrato 
ú obligación  principal  para  cuya  seguridad  se 
constituíala  hipoteca,  quedaba  en  la  clase  de 
meramente  personal. 
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De  esta  misma  disposición  de  las  leyes  del  tí- 
tulo 16,  lib.  10,  Nov,  Recop.,  se  deduce  que  ya 
no  bastaba  empeñar  y entregar  al  acreedor  el 
título  ó escritura  de  propiedad  para  que  la  finca 
se  entendiese  hipotecada,  como  quería  la  ley  14, 
tít.  13,  Part.  5.a;  pues  que  era  necesario  para  que 
hubiese  constitución  de  hipoteca,  el  otorga- 
miento de  escritura  pública  y su  toma  de  razón 
en  .el  registro. 

Podían  los  contrayentes  poner  eri  la  constitu- 
ción de  hipoteca  los  pactos  y condiciones  que 
les  acomodaren,  con  tal  que  no  fuesen  contra- 
rias á las  leyes  ni  á las  buenas  costumbres.  Está 
prohibido  por  la  ley  y es  por  consiguiente  nulo 
el  pacto  de  que  no  pagándose  la  deuda  dentro 
de  cierto  término  adquiera  el  acreedor  la  pro- 
piedad de  la  cosa  hipotecada  como  si  la  hubie- 
se comprado  por  la  cantidad  del  préstamo;  pero 
está  permitido  el  pacto  de  que  no  pagándose  la 
deuda  en  el  plazo  asignado  sea  del  acreedor  la 
cosa  hipotecada  como  vendida  y comprada  en 
aquel  precio  que  estimasen  hombres  buenos: 
ley  41.  tít.  5.°,  y ley  12,  tít.  13,  Part.  5.* 

XXV.  Podia  uno  hipotecar,  ó bien  en  gene- 
ral todos  sus  bienes,  ó bien  en  especial  algunos 
bienes  determinados:  ley  7.*,  tít.  19,  lib.  3.°  del 
Fuero  Real,  y leyes  5.a  y 6.a,  tít.  13,  Part.  5." 

Cuando  uno  hipotecaba  generalmente  todos  sus 
bienes,  se  entendían  hipotecados,  no  solamente 
los  bienes  presentes,  esto  es,  los  que  tenia  al 
tiempo  del  contrato,  sino  también  los  futuros, 
esto  es,  los  que  adquiría  después  hasta  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  principal  que  había 
contraido:  ley  7.a,  tít.  19,  lib.  3.°  del  Fuero  Real, 
y ley  5.a,  tít.  13,  Part.  5.a  Mas  no  quedaban  com- 
prendidos en  la  hipoteca  general  los  bienes  que 
no  podían  hipotecarse,  ó que  se  supone  que  na- 
die quiere  hipotecar. 

Aunque  por  el  hecho  de  hipotecar  una  perso- 
na todos  sus  bienes , se  enteudian  hipotecados, 
no  solamente  los  muebles  é inmuebles,  sino  tam- 
bién los  derechos,  créditos  y acciones,  pues  que 
también  las  acciones,  créditos  y derechos  se 
comprenden  bajo  la  denominación  general  de 
bienes,  opinaban  sin  embargo  los  autores,  que 
si  la  hipoteca  se  constituía  precisamente  en  los 
bienes  muebles  é inmuebles,  no  quedaban  en- 
tonces comprendidos  en  ella  los  derechos,  accio- 
nes y créditos,  porque  las  cosas  incorporales 
formaban  tercera  especie,  de  bienes,  distinta  de 
las  de  muebles  y raíces;  bien  que  si  alguno  hi- 
potecaba todos  sus  bienes  y luego  anadia  los 
muebles  é inmuebles,  no  creían  algunos  auto- 
res que  por  la  mención  de  estas  especies  debía 
restringirse  la  locución  general  que  las  prece- 
día. Ha  de  tenerse  además  muy  presente,  que 
Los  derechos,  créditos  y acciones  podían  redu- 
cirse y se  reducían  efectivamente  en  muchos 
Tomo  iu. 


casos  á la  clase  de  muebles  é inmuebles  según 
su  objeto. 

El  que  hipotecaba  sus  bienes  habidos  y.  por 
haber,  dejaba  también  hipotecado  por  el  mismo 
hecho  el  dinero  que  tomaba  prestado  de  un  ter- 
cero; de  modo  que  aunque  al  tiempo  de  hacerse 
uso  del  derecho  de  hipoteca  existiesen  las  mis- 
mas monedas  prestadas,  era  preferido  en  ellas 
al  prestamista  el  acreedor  hipotecario  anterior 
eu  tiempo;  porque  en  el  mutuo  pasa  el  dinero 
al  dominio  del  mutuatario.  Asi  io  sienta  la  Curia 
filípica,  citando  k varios  autores,  en  el  lib.  2.”, 
com.  terr.,  cap.  3.°,  núm.  7.°;  y así  lo  resuelve 
formalmente  la  ley  34,  tít.  1.’,  lib.  20  del  Diges- 
to: Creditor , dice,  pignoré accepit  h deUtore  quid- 
quid  in  bonis  habet , habiturusve  esset;  qumsituvi 
es¿,  an  corpora  pecunice,  quam  ídem  debitar  ab 
alio  mutuam  accepit,  cum  in  bonis  ejus /acta  siiit, 
obligata  credilore  pignorís  esse  ca¡perint.¿  Respon- 
dí i {ScoivoLa}  cospisse.  Q.uid  ! añade  en  sus  notas 
Cíothofredo,  in  illis  cor  por  ibas  pecunice  quee  extat, 
nnm prteferiur  is  qui  earndeditt  an potius  ante- 
rior creditor ? an  potius  simal  admittentur?  An- 
terior prce/ertur-,  namjure  singulari  depositoribus 
id  privilegii  datuni  esl. 

Cuando  uno  hipotecaba  especialmente  alguna 
cosa  determinada , solo  esta  cosa  y no  otra  que- 
daba hipotecada  con  sus  frutos  y accesiones:  ley 
7.a,  tít.  19,  lib.  3.a  del  Fuero  Real,  y leyes  15  y 
16,  tít.  13,  Part.  5.a 

La.  cosa  especialmente  hipotecada  debía  asig- 
narse ó por  su  nombre,  ó por  señales,  ó por  me- 
dida ó de  otro  cualquier  modo,  para  que  se  su- 
piese ciertamente  cuál  era  y no  se  confundiese 
con  otra:  ley  6.a,  tít.  13,  Part.  5.a  Gregorio  López 
añade  que  esta  designación  conviene  al  deudor 
y al  acreedor;  al  deudor,  para  que  si  al  fundo 
hipotecado  se  agregare  después  otro  nuevo  for- 
mándose de  los  dos  uno  solo,  no  quede  compren- 
dido el  nuevo  en  la  hipoteca  por  no  haberse 
expresado  bien  los  linderos  ó la  cabida  del  anti- 
guo; y al  acreedor,  para  que  si,  per  el  contrario, 
del  fundo  hipotecado  se  hicieren  dos,  no  pueda 
perderse  el  derecho  de  hipoteca  en  uno  de  ellos. 

No  solo  podia  el  deudor  hipotecar  especialmen- 
te una  de  sus  fincas,  sino  dos  ó mas  y aun  todas 
las  que.  poseía,  con  tal  que  nominalmente  las 
designase  y expresase  una  por  una;  en  cuyo 
caso  todas  y cada  una  de  ellas  quedaban  sujetas 
á la  hipoteca  especial. 

El  que  hipotecaba  sil  tienda  ó almacén,  se  en- 
tendía que  ios  hipotecaba  con  las  mercaderías 
que  hubiese  en  ellos  siendo  propias  del  deudor; 
y si  vendía  las  mercaderías  y las  reemplazaba 
con  otras,  se  entendían  hipotecadas  las  que  se 
encontraren  al  tiempo  de  hacerse  uso  del  dere- 
cho de  hipoteca:  ley  34,  tít.  1.a,  lib.  20  del  Di- 
gesto. 
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La  ley  3.',  tít.  16,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  quiso  1 
que  para  evitar  estelionatos,  pleitos  y perjuicios 
¿ los  compradores  é interesados  en  los  bienes  hi- 
potecarlos, se  tomase  razón  en  el  oficio  de  hi- 
potecas de  todos  los  instrumentos  que  contuvie- 
sen especial  y expresa  hipoteca  ó gravámen  de  ■ 
bienes  raíces,  y disponía  al  mismo  tiempo,  que  . 
Los  bienes  gravados  ó hipotecados  se  designasen 
con  expresión  de  sus  nombres,  cabidas,  sitúa-  ; 
cion  v linderos;  que  por  bienes  raíces,  además  : 
de  casas,  heredades  y otros  de  esta  calidad  in-  . 
herentes  al  suelo,  se  entendiesen  también  los 
censos,  oficios  y otros  derechos  perpétuos  que 
pudiesen  admitir  gravámen  ó constituir  hipote- 
cas; y que  omitiéndose  el  registro  y toma  de  ra- 
zón, no  hiciesen  fe  los  instrumentos  en  juicio  ni 
fuera  de  él  para  el  efecto  de  perseguir  las  hipo- 
tecas ni  para  que  se  entendiesen  gravadas  las 
fincas.  Síguese  de  estas  disposiciones:  l.°,  que  la 
ley  consideraba  de  poco  ó de  ningún  efecto  la 
hipoteca  general  que  el  deudor  constituía  por 
convención  sobre  todos  sus  bienes;  pues  que  por 
el  hecho  de  no  exigir  su  registro , suponía  que 
no  podia  haber  estelionatos,  ni  pleitos  ni  perjui- 
cios entre  compradores  é interesados  en  los  bie- 
nes generalmente  hipotecados , y que  estos  por 
lo  tanto  no  llevaban  consigo  el  gravámen  de  la 
hipoteca  cuando  pasaban  á terceras  manos;  y 
veíamos  efectivamente  en  la  práctica  que  los 
tribunales  apenas' tomaban  en  cuenta  la  consti- 
tución de  hipoteca  general  hecha  por  conven- 
ción, suponiéndola  por  lo  regular  como  una 
cláusula  rutinaria  de  los  escribanos;  2 que  de- 
biendo designarse  los  bienes  hipotecados  con 
expresión  de  sus  nombres,  cabidas,  situación  y 
linderos , no  eran  capaces  de  esta  clase,  de  hipo- 
tecas los  bienes  futuros,  pues  que  era  imposible 
declarar  de  antemano  las  indicadas  circunstan- 
cias; bien  que  es  preciso  advertir,  que  uo  deben 
reputarse  por  bienes  futuros  sino  aquellos  en 
que  el  deudor  no  tiene  derecho  alguno  de  los 
que  constituyen  la  propiedad  , ni  puro  y simple 
ni  condicional  ó á dia  cierto;  3.*,  que  tampoco 
eran  susceptibles  de  hipoteca  especial  conven- 
cional los  bienes  muebles,  pues  que  la  ley  solo 
hacia  mención  de  los  inmuebles  y de  los  dere- 
chos considerados  como  tales  inmuebles;  4.“,  que 
esta  ley  introdujo  en  nuestro  sistema  hipoteca- 
rio la  especialidad  y la  publicidad-,  es  decir,  que 
la  voluntad  de  la  ley  era  que  no  se  pudiesen 
perseguir  por  el  acreedor  las  cosas  que  le  esta- 
ban hipotecadas  por  contrato ; á lo  menos  en 
caso  de  perjuicio  de  un  tercer  posedor;  sino 
cuando  la  hipoteca  recaía  especialmente  sobre 
una,  dos  ó mas  cosas  determinadas,  y se  hizo 
además  notoria  por  medio  del  registro,  de  mo- 
do que  pudiera  enterarse  de  su  existencia  la 
peisona  que,  tratando  de  celebrar  algún  con- 


trato con  el  dueño,  tuviese  interés  en  conocerla. 

Aunque,  como  acabamos  de  decir,  no  eran 
capaces  de  hipoteca  especial  convencional  los 
bienes  futuros,  por  ser  imposible  que  se  hiciese 
en  ellos  la  designación  que  exigía  la  ley  , pare- 
cía, sirx  embargo,  que  en  caso  de  que  el  deudor 
careciese  de  bienes  ó que  los  bienes  que  tenia  no 
eran  suficientes  para  la  seguridad  del  crédito, 
podia  consentir  en  que  cada  una  de  las  cosas  in- 
muebles que  adquiriere  en  lo  succesivo  quedase 
hipotecada  para  dicha  seguridad  á medida  de  la 
adquisición;  en  cuyo  caso,  no  solo  había  de  to- 
marse razón  de  la  escritura  en  que  se  constitu- 
yese la  hipoteca,  sino  que  al  tiempo  de  la  ad- 
quisición de  los  bienes  había  de  hacerse  también 
su  designación  en  la  forma  prevenida  por  la  ley. 

El  que  hipotecaba  una  finca  estaba  obligado 
á cuidarla  y usarla  como  un  diligente  padre  de 
familias;  y si  por  su  culpa  ó negligencia  sufría 
la  finca  tal  pérdida  ó deterioro  que  llegaba  á 
quedar  insuficiente  para  cubrir  la  obligación 
principal , tenia  derecho  el  acreedor  á pedirle  un 
suplemento  de  hipoteca , ó bien  la  satisfacción 
del  crédito;  auuque  no  hubiere  llegado  el  dia  de 
su  vencimiento ; porque  toda  persona  que  esté 
obligada  á otra,  debe  responderle  de  los  daños  y 
perj  uicios  que  por  su  culpa  ó descuido  le  causare. 

La  ley  10,  tít.  13,  Part.  5.\  prohibía  al  deudor 
bajo  pena  arbitraria,  el  hipotecar  á un  segundo 
acreedor  la  cosa  que  ya  hubiese  hipotecado  á 
otro  k no  ser  que  el  primero  prestase  su  consen- 
timiento , ó qué  el  valor  de  la  cosa  fuera  supe- 
rior al  importe  del  primer  crédito,  como  ya  se  ha 
indicado.  Mas  es  de  añadir,  que  esta  disposi- 
ción de  la  ley  no  impedia  el  que  el  deudor 
hipotecase  al  segundo  acreedor  la  misma  fin- 
ca que  tenia  hipotecada  por  todo  su  valor  ó 
mas  al  primero  , con  tal  que  el  segundo  cotivi  - 
nlese  en  ello  á sabiendas,  aunque  el  primero  lo 
ignorase  ó lo  resistiese,  pues  que'el  objeto  de  la 
ley  no  era  otro  que  el  de  evitar  todo  estelionato 
ó engaño.  Si  en  el  propuesto  caso  llegaba  á ex- 
tinguirse por  el  pago  de  la  deuda  ó de  otro  modo 
la  hipoteca  del  primer  acreedor,  surtiría  enton- 
ces todo  su  efecto  la  del  segundo. 

XXVI.  Hipoteca  general  e hipoteca  especial.— 
Hipoteca  general  era  la  que  abrazaba  todos  los 
bienes  del  deudor,  no  solamente  los  que  tenia  al 
tiempo  de  establecerse  la  hipoteca,  sino  también 
los  que  adquiría  después  hasta  el  pago  de  la  deu- 
da ó cumplimiento  de  la  obligación  principal,  in- 
cluyéndose en  ellos  los  frutos  que  producían  co- 
mo parte  que  son  de  los  fundos  ó cosas  hipoteca- 
das, y sin  otras  excepciones  que  las  de  aquellas 
cosas  que  no  podían  hipotecarse  ó que  se  presume 
que  nadie  quiere  hipotecar,  de  modo  que  no 
puede  trabarse  ejecución  en  ellas.  Hipoteca  espe 
cial  era  la  que  se  establecía  sobre  alg-una  ó al- 
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gnu  as  cosas  expresamente  designadas,  y no  so- 
bre todos  los  bienes.  Mas  adelante  veremos  los 
efectos  que  se  concedían  á una  y otra. 

Las  caliñcacioues  de  hipoteca  general  y espe- 
cial podían  aplicarse  á toda  clase  de  hipotecas,  ; 
esto  es,  4 la  hipoteca  legal,  á la  judicial}''  á la  con- 
vencional. La  hipoteca  tácita  ó legal  era  con 
efecto  unas  veces  general , y comprendía  toda 
clase  de  bienes,  así  muebles  como  raíces,  dere- 
chos y acciones,  por  ejemplo,  la  que  tenia  la 
mujer  en  los  bienes  de  sn  marido  para  la  resti- 
tución de  ia  dote,  y el  menor  en  los'  del  tutor  ó 
curador  por  las  resultas  de  la  administración  de 
la  tutela  ó cúratela;  y otras  veces  era  particular 
ó especial,  cuando  estaban  señalados  por  la  ley 
bienes  determinados  sobre  que  debia  recaer, 
como  por  ejemplo,  la  que  tenia  el  prestamista 
en  la  casa  ó nave  reparada  con  el  dinero  presta- 
do, y el  dueño  de  la  casa  ó heredad  arrendada 
en  las  cosas  del  arrendatario  que  se  encontraren 
en  ella  para  el  cobro  del  arriendo  ó alquiler.  La 
hipoteca  judicial  podía  ser  también  general  ó 
especial,  según  que  se  destinasen  para  pago  del 
acreedor  ó acreedores  todos  los  bienes  del  deu- 
dor ó solo  algunas  cosas  determinadas;  bien  que 
nunca  se  extendía  á los  bienes  futuros,  pues  que 
no  había  hipoteca  judicial  sin  tradición.  Era  i 
asimismo  general  6 especial  la  hipoteca  conven- 
cional ó voluntaria,  segim  que  el  deudor  obli- 
gaba á la  satisfacción  de  la  deuda  todos  sus  bie- 
nes ó solamente  algunos  que  expresamente  desig- 
naba; bien  que  por  efecto  de  la  especialidad  y 
publicidad  que  la  ley  3.a,  tít.  16,  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.  babia  establecido  como  bases  del 
sistema  hipotecario  convencional,  puede  decir- 
se que  esta  hipoteca  no  podía  ya  ser  sino  es- 
pecial. 

XXVII.  Hipoteca  principal  é hipoteca  subsidia- 
ria-,— Hipoteca  principal  era  la  que  se  constituía 
primariamente  ó en  primer  lugar  para  seguridad 
de  una  deuda  ú obligación;  é hipoteca  subsidia- 
ria la  que  se  establecía  secundariamente  ó en  se- 
gundo lugar  para  el  mismo  objeto,  por  si  no 
fuese  suficiente  la  principal.  Es  claro  que  en  se- 
mejante caso  no  podía  el  acreedor  perseguir  la 
hipoteca  subsidiaria  sin  haber  hecho  antes  ex- 
cusión de  la  principal ; es  decir,  sin  haber  visto 
que  la  finca  obligada  primeramente  no  era  bas- 
tante para  cubrir  el  importe  de  la  deuda. 

XXVIIÍ.  Hipoteca  simple  é hipoteca  privilegia- 
da.— Hipoteca  simple  ú ordinaria  es  la  que  no  da- 
ba al  acreedor  otra  preferencia  sobre  los  demás  ¡ 
de  su  misma  clase  que  la  de  la  fecha  ó día  de  su 
constitución,  según  la  regla  de  que  el  primero  j 
en  tiempo  lo  es  también  en  el  derecho:  Qui  prior  ; 
est  te-mpore,  potior  estjure.  Hipoteca  privilegiada  ¡ 
era,  por  el  contrario,  laque  no  seguía  el  órden 
de  antigüedad  ó de  fechas  cuando  había  concur-  ¡ 


reneia  de  acreedores  hipotecarios,  sino  que  daba 
derecho  al  acreedor  para  ser  preferido  4 todos  los 
demás,  aunque  fueran  anteriores,  porque  el  pri- 
vilegio tenia  su  fundamento  en  la  causa  de  la 
obligación.  La  diferencia,  pues,  que  había  entre 
Las  hipotecas  simples  y las  privilegiadas  consis- 
tía en  que  las  primeras  seguían  en  la  distribu- 
ción de  bienes  del  deudor  común,  el  órden  de 
sus  fechas  respectivas,  yendo  siempre  la  mas 
antigua  delante  de  todas  las  demás;  al  paso  que 
la  prelacion  de  las  segundas  no  dependía  del 
órden  del  tiempo,  sino  de  la  naturaleza  deL  pri- 
vilegio que  las  acompañaba  y el  acreedor  hipo- 
tecario privilegiado  se  adelantaba  siempre  ó casi 
siempre  á todos  los  hipotecarios  simples. 

XXIX.  Algunos  autores  confundieron  por 
equivocación  las  hipotecas  privilegiadas  con  los 
privilegios  propiamente  dichos,  sin  observar  que 
hay  acreedores  simples  y acreedores  privilegia- 
dos, no  solo  en  la  clase  de  los  hipotecarios,  sino 
también  en  la  délos  personales.  Hay  mucha  dife- 
rencia de  no  tener  mas  que  un  privilegio  personal 
á tener  una  hipoteca;  pues  los  que  tienen  hipote- 
ca, sea  tácita  ó expresa,  sea  simple  ó privilegia- 
da, son  preferidos  á todos  tos  acreedores  persona- 
les privilegiados:  eos  qui  acceperunt  pignora,  dice 
la  ley  9.a,  tít.  18,  lib.  8.°  del  Código ,cuminrernac- 
tionem  habeant,  privilegias  ómnibus  quee  persona - 
liJms  aclionibus  competani,  prceferri  constat.  El 
derecho  de  hipoteca  se  prefiere  á todos  los  privi- 
legios personales,  como  el  derecho  real  se  pre- 
fiere al  personal,  pues  que  verdaderamente  el 
derecho  de  hipoteca  es  un  derecho  real,  un  de- 
recho en  la  cosa,  jus  in  re.  La  hipoteca,  cu  efec- 
to, desposee  de  algún  modo  al  deudor,  distrae 
de  su  patrimouio  hasta  cierto  punto  la  cosa  hi- 
potecada, y por  consiguiente  los  simples  privi- 
legiados no  podían  contarla  entre  los  bienes  del 
deudor  común,  mientras  no  fueran  satisfechos 
Los  créditos  hipotecarios.  Solo  había  tres  excep- 
ciones á esta  regla:  la  primera  era  por  los  gastos 
funerarios;  la  segunda  por  los  gastos  de  la  últi- 
ma enfermedad;  y la  tercera  por  los  gastos  de 
justicia.  Estas  tres  especies  de  créditos,  que  se 
llaman  créditos  personales  singularmente  privile- 
giados, se  preferían  á las  hipotecas,  por  exigir- 
lo así  el  bien  público;  pero  una  vez  satisfe- 
chos hacían  lugar  á las  deudas  hipotecarias,  y 
no  venían,  sino  detrás  de  estas,  los  privilegios 
sin  hipoteca. 

XXX.  No  se  ha  de  confundir  tampoco  la  hipo- 
teca privilegiada  con  el  derecho  de  dominio,  co- 
mo se  observa  en  algunos  autores,  quienes  colo- 
cando entre  los  acreedores  hipotecarios  privile- 
giados á los  dueños  de  las  cosas  que  se  hallaban 
entre  los  bienes  dei  deudor,  hacían  embarazosa  y 
complicada  la  explicación  de  las  hipotecas  y de 
los  privilegios.  Encontrábanse  á veces  en  poder 
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del  deudor  algunas  cosas  que  no  le  pertenecían, 
ó que  todavía  no  había  hecho  suyas  de  un  modo 
irrevocable,  yes  claro  que  los  verdaderos  due- 
ños podian  reclamarlas  ó reivindicarlas,  no  á 
título  de  hipoteca  ó de  privilegio,  sino  á titulo 
de  dominio,  y que  por  consiguiente  les  debían 
ser  entregadas  desde  luego,  sin  que  ningún  de- 
recho pudiesen  alegar  sobre  ellas  los  acreedores 
del  concurso,  por  antiguos  y piivilegiados  que 
fueran.  Tales  eran: 

].“  Las  cosas  depositadas  no  fungibles,  ó que 
siendo  fungibles,  se  habian  entregado  al  deudor 
cerradas  ó selladas  para  que  como  depositarlo 
las  custodiase  y no  para  que  las  usase:  ley  9.', 
tit.  3.",  y ley  11,  tít.  14,  Part.  5.a 

2. °  Las  cosas  dadas  al  deudor  en  arrenda- 
miento ó administración,  como  asimismo  las 
dadas  en  confianza  para  que  se  tuviesen  á dis- 
posición de  su  dueño,  pues  que  la  'persona  á 
quien  estaban  confiadas  no  tenia  en  ellas  dere- 
cho de  dominio,  y se  asimilaba  al  depositario, 

3. "  Las  cosas  dadas  en  comodato,  esto  es,  las 
cosas  que  siendo  de  aquellas  que  pueden  usarse 
sin  destruirse,  como  uu  caballo,  uu  coche  ó un 
tonel,  se  habian  prestado  al  deudor  para  que  se 
sirviese  de  ellas  por  cierto  tiempo  ó para  cierto 
fin  y las  restituyese  después  á su  dueño. 

4. °  Las  cosas  dótales,  aunque  se  hubiesen 
entregado  apreciadas  al  marido;  pues  que  se 
entendía  que  la  mujer  conservaba  en  ellas  natu- 
ralmente su  dominio,  mientras  existiesen  hasta 
ser  pagada;  sin  que  los  demás  acreedores  del  ma-  j 
rido  pudiesen  valerse  de  la  sutileza  del  derecho 
que  las  suponía  trasladadas  por  la  estimación 
al  dominio  del  mismo  marido:  In  rebus  dotalibus, 
dice  la  ley  30,  tít.  12,  lib.  5.*  del  Código,  sive  mo- 
Mlibiís,  sive  imnobilibus,  sen  se  movenlibvs  (si  ta- 
vien  exlanl),  sive  <e$Hruatce,  site  incestimala  sini, 
mulierem  in  Ais  vindicandis  omnem  habere  posl 
disolutum  rnalrimonium  prmrogativam  ( ’jmemus ),  ! 
eí  neminem  creditorera  mariti,  qui  anteriores  sunt, 
posse  sibi  potiorem  causavi  in  Ais  per,  hypothecam 
vindicare , cu  ni  eoidem,  res  et  ab  initio  uxoris  fue- 
rint,  et  naluraliter  in  ejus  permanserint  dominio. 
Non  enin,  quod  legum  subtilitate  transitas  earum 
in  patrimonium  mariti  videatur  jieri , ideo  rei  ve-  ¡ 
ritas  dele ta  vel  confusa  est. 

5. °  Las  cosas  compradas  al  contado  y todavía 
no  pagadas,  pues  aunque  el  comprador  las  tu- 
viese ya  en  su  poder  no  adquiría  su  dominio  has- 
ta que  pagase  el  precio:  ley  46,  tít.  28,  Part.  3.a 

b.°  Las  cosas  compradas  al  fiado , si  todavía 
no  se  hubieren  entregado  al  comprador,  pues 
no  se  le  trastería  el  dominio,  sino  por  la  entrega; 
ó si,  aunque  se  le  hubiesen  entregado,  se  estipu- 
ló en  el  instrumento  de  la  venta  que  el  compra- 
dor no  fuera  considerado  como  dueño  de  ellas 
hasta  la  satisfacción  del  precio,  sino  que  las  tu- 


Hí 

viese  como  poseedor  precario  ó en  arrendamien- 
to por  cierto  precio  anual  que  se  prefijaba,  pues 
cualquiera  puede  poner  en  sus  contratos  las 
condiciones  que  le  convengan;  ó si  fuesen  cosas 
de  menor,  de  Iglesia,  del  fisco,  de  república  6 
concejo,  pues  la  tradición  de  ellas  no  traspasaba 
el  dominio  al  comprador  hasta  que  se  verificase 
el  pago , según  sientan  Gregorio  López  en  la 
glosa  4.a,  de  la  ley  46,  tít.  28,  Part.  3.a,  y la  Cu- 
ria filípica  en  el  lib.  2.",  Comerc.  terr.,  cap.  12, 
núm.  9.°;  ó si  luego,  después  de  compradas  y ad- 
quirida la  posesión,  huyere  ó quebrare  el  com- 
prador. de  manera  que  evidentemente  se  conocía 
que  procedió  con  dolo,  pues  en  tal  caso  se  tenian 
por  no  fiadas  y se  entendía  que  el  vendedor  con- 
servaba su  dominio,  como  citando  varios  auto- 
res lo  afirma  la  Curia  filípica  en  el  indicado  lu- 
gar, núm.  11. 

7.°  Las  cosas  que  expresa  el  artículo  Gradua- 
ción de  acreedores  en  el  comercio,  bajo  la  primera 
clase. 

XXXI.  Entregados  á sus  dueños  los  bienes  que 
no  pertenecen  al  deudor,  y satisfechos  después 
los  créditos  personales  singularmente  privilegia 
dos,  entraba  luego  en  la  distribución  de  los  bienes 
del  deudor  común  , la  clase  de  los  acreedores  que 
tenian  hipoteca  privilegiada;  y como  acontece 
con  frecuencia  que  unos  mismos  bienes  están 
hipotecados  á varios  acreedores  de  esta  clase, 
importaba  mucho  saber  quiénes  eran  los  que 
inerecian  preferencia,  la  cual  dependía  mas  bien 
de  la  causa  del  privilegio,  que  del  órden  del 
tiempo.  Tenian,  pues,  privilegio  ó derecho  de 
ser  preferidos  á los  demás  acreedores  hipoteca- 
rios los  siguientes : 

1. "  La  Iglesia  debía  ser  preferida  á todos  los 
acreedores,  por  privilegiados  que  fueran,  para 
el  cobro  del  diezmo  en  los  frutos  de  que  se  debía, 
leyes  6."  y 26,  tít.  20,  Part.  1.a 

2. °  El  dueño  de  la  casa  alquilada  era  prefe- 
rido en  las  cosas  propias  del  inquilino  que  se 
encontraren  en  ella,  y el  dueño  de  la  heredad 
arrendada  en  las  cosas  introducidas  en  ella  con 
su  noticia  por  el  arrendatario  ó colono  y en  los 
frutos  allí  nacidos , así  para  el  cobro  del  alqui- 
ler ó renta  que  se  le  debiere,  como  para  el  rein- 
tegro de  los  daños  ó deterioros  causados  en  la 
casa  ó heredad  por  culpa  del  inquilino,  colono 
ú arrendatario:  ley  5.a,  tít.  8.“,  Part.  5.a,  y ley  6.*, 
tít.  11,  lib,  10,  Nov.  Recop.,  de  modo  que  ni  aun 
el  crédito  fiscal,  ni  el  dotal,  ni  otro  ninguno, 
aunque  fueran  anteriores  en  tiempo,  podrán 
alegar  mejor  derecho  en  los  bienes  mencionados; 
porque  estos  eran  prenda  natural  del  dueño  del 
predio,  y los  frutos  además  no  se  hacian  propios 
del  arrendatario  ó colono  hasta  que  pagaba  el 
precio  del  arriendo. 

El  dueño  directo  debía  ser  también  preferido 
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á cualesquiera  otros  acreedores  en  los  frutos  de 
la  cosa  enfitéutica  para  el  cobro  de  su  pensión  ó 
canon  , como  se  deduce  de  dicha  ley  6.’,  tít.  11, 
lib.  10,  Nov.  Reeop.,  pues  que  se  halla  en  el  mis- 
mo caso  que  el  dueño  de  las  cosas  dadas  en 
arrendamiento,  y aun  lo  habría  de  ser  igual- 
mente en  la  misma  cosa  enfitéutica  para  el  cobro 
del  laudemio  y de  la  renta  ó cánon,  pues  que 
conserva  en  ella  cierta  parte  del  dominio  y tiene 
derecho  de  recuperarlo  por  entero  cuando  se  le 
dejan  de  pagar  las  pensiones  por  tres  años. 

El  acreedor  de  censo  reservativo  debía  gozar 
asimismo  de  igual  derecho  de  prelacinn  sobre  la 
cosa  gravada  y sus  frutos  para  el  cobro  de  sus 
pensiones;  pues  si  bien  el  censatario  tiene  el 
dominio  directo  y útil  de  la  finca,  no  lo  tiene 
sino  sujeto  al  pago  del  censo. 

3.*  El  que  prestó  dinero  para  reparar  ó con- 
servar una  nave  ó casa  ú otro  edificio,  ó para 
proveer  la  nave  de  armas  ó subsistencias  ú otras 
cosas  que  le  fueren  necesarias,  ó para  pagar  el 
trasporte  de  mercaderías  ó efectos  ó el  alquiler 
del  edificio  ó almacén  en  que  están  ó han  estado 
custodiadas,  era  preferido  en  la  nave,  en  la  casa 
ó en  las  mercaderías  respectivamente  á cual- 
quier otro  acreedor  que  ya  anteriormente  tuvie- 
se hipoteca  sobre  ellas ; porque  es  muy  justo  que 
aquel  por  quien  la  cosa  existe  ó se  mantiene  ó 
se  libra  de  pérdida  ó deterioro  ó se  pone  en  es- 
tado de  producir  utilidad,  sea  mas  atendido  en 
ella  para  el  pago  de  su  crédito  que  los  demás 
acreedores,  aunque  sean  anteriores  en  la  hipo- 
teca; leyes  26,  28  y 29,  tít.  13 , Part.  5.’  Si  el  que 
prestó  dinero  para  los  indicados  objetos  tenía 
privilegio  de  prelacion,  es  claro  que  con  mas 
razón  le  había  de  tener  el  que  prestó  sus  mate- 
riales, sus  servicios , sus  obras  ó trabajo  perso- 
:-'1 , sus  géneros  ó efectos,  sus  almacenes,  sus 
caballerías,  carros  ú otros  medios  de  trasporte. 

El  acreedor  de  que  tratamos,  se  llama  acree- 
dor refaccionario  ó ref accionista,  porque  contri- 
buye á la  refacción,  reparación  ó conservación 
de  la  finca;  y si  concurrían  simultáneamente 
varios  refaccionarios  que  en  épocas  diversas 
prestaron  cantidades  para  este  objeto,  no  se  ha- 
bían de  graduar  y pagar  por  órden  de  antigüe- 
dad de  sus  créditos,  sino  al  contrario,  por  órden 
inverso;  de  manera  que  había  de  empezarse  el 
pago  por  el  último  y acabar  retrocediendo  en  el 
primero;  porque  el  último  es  quien  evitó  por  fin 
la  pérdida  ó deterioro  de  la  finca  y procuró  su 
conservación  en  beneficio  de  todos  en  cuanto 
alcanzase  su  valor. 

Hemos  dicho  que  el  crédito  refaccionario  tenia 
prelacion  sobre  cualesquiera  otros  créditos  hipo- 
tecarios, aunque  le  precediesen  en  tiempo;  mas 
la  ley  que  había  fijado  esta  regla,  le  pone  luego 
dos  excepciones,  igualando  con  él  á los  créditos 


dótales  y á los  fiscales,  y concediendo  la  prefe- 
rencia entre  los  tres  al  que  fuere  mas  antiguo; 
de  suerte  que  concurriendo  la  dote  ó el  fisco  y 
el  crédito  refaccionario,  había  de  pagarse  prime- 
ro el  crédito  refaccionario,  si  se  contrajo  antes 
que  empezase  la  hipoteca  del  fisco  ó de  la  dote, 
y Por  el  contrario,  si  esta  hipoteca  tuvo  principio 
antes  de  haber  adquirido  la  suya  el  acreedor 
refaceionista,  el  crédito  de  la  dote  ó del  fisco  se- 
ria el  primero  que  debiera  satisfacerse;  ley  29, 
tít.  13,  Part.  5.“. 

De  estas  disposiciones  nacía  una  cuestión  no 
fácil  de  resolver.  Supongamos  que  en  un  con- 
curso se  presentaban  tres  créditos  suecesivos,  el 
primero  y el  tercero  refaccionarios  y el  segundo 
fiscal : el  fiscal  cedía  al  primer  refaccionario  , y 
vencía  al  segundo;  al  mismo  tiempo  que  por  la 
naturaleza  de  la  refacción  el  segundo  refaccio- 
nario vencía  al  primero.  ¿Diremos,  pues,  que  el 
fisco,  por  el  hecho  de  vencer  al  segundo  refac- 
cionario, debia  vencer  también  al  primero,  se- 
gún la  regla  de  que  si  vinco  vincentem  te,  multo 
magis  vincere  te  debeo;  y que  por  consiguiente 
habia  de  ser  preferido  á los  dos  en  el  pago?  El  fis- 
co no  podía  privar  de  sus  efectos  directa  ni  indi- 
rectamente á un  privilegio  que  existia  antes  que 
el  suyo,  ni  anteponerse  á él  cuando  la  ley  le 
posponía.  ¿Anonadarla  tal  vez  por  su  interposi- 
ción entre  los  dos  créditos  refaccionarios,  yaque 
no  el  privilegio  del  primero , á lo  menos  el  del 
segundo,  eclipsándolo,  digámoslo  así,  y estor- 
bando el  ejercicio  de  la  prelacion  que  este  por  su 
naturaleza  tenia  sobre  aquel?  Ni  el  fisco  ni  otro 
acreedor  privilegiado  vence  ni  puede  vencer  á 
otro  acreedor  de  la  misma  ó de  diferente  clase, 
sino  cuando  le  haya  de  vencer  en  su  propio  be- 
neficio, y pues  que  aquí  no  habría  de  obtener  el 
fisco  la  victoria  sino  en  utilidad  ajena,  parece  que 
debia  considerarse  como  si  no  existiera , y que 
quedando  de  consiguiente  solos  los  acreedores 
refaccionarios,  tendida  expedito  el  segundo  su 
derecho  de  preferencia  sobre  el  primero.  Lo  mis- 
mo debe  decirse  de  la  dote,  si  se  encontraba  en 
el  mismo  caso  en  que  suponemos  al  fisco. 

4.”  El  que  prestó  dinero  á otro  para  la  adqui- 
sición de  una  cosa  con  la  condición  de  que  le 
quedase  especialmente  hipotecada  hasta  el  co- 
bro del  préstamo , debia  ser  preferido  en  ella  á 
los  acreedores  anteriores  á quienes  el  mutua- 
tario hubiese  obligado  todos  sus  bienes  presen- 
tes y futuros;  ley  30,  tít.  13,  Part.  5.",  Gregorio 
López  añade  en  la  glosa  4.'’  y sostiene  la  Guria 
' filípica,  iib.  2.“,  Com.  terr.,  cap.  12,  núm.  16, 
que  no  solo  debia  ser  preferido  en  dicho  caso  el 
prestamista  ó mutuante  á los  acreedores  ante- 
riores que  tenían  hipoteca  convencional,  sino 
también  á los  que  la  tenían  legal  ó tácita,  sin 
exceptuar  al  fisco  ni  á la  mujer  por  su  dote;  por- 
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que  la  finca  no  pasó  á los  bienes  del  mutuata 
rio  sino  con  la  responsabilidad  del  préstamo,  y 
así  efectivamente  lo  quiere  la  ley  tit.  18, 
lib  8 0 del  Código.  La  misma  prelacion  que  es- 
taba concedida 'al  prestamista,  competía  igual- 
mente al  vendedor  al  fiado  que  puso  la  condi- 
ción de  que  la  cosa  vendida  le  había  de  estar 
hipotecada  hasta  el  pago  del  precio,  pues  que 
milita  igual  razón  á favor  del  uno  que  á favor 


del  otro. 

ñ.°  El  menor,  con  cuyo  dinero  hubiese  uno 
comprado  alguna  cosa  para  sí,  era  preferido  en 
ella  á los  acreedores  á quienes  el  comprador  tu- 
viese hipotecados  todos  sus  bienes  habidos  y por 
haber;  de  modo  que  podía  reivindicar  la  finca 
como  suya  ó bien  reclamar  el  dinero,  según  mas 
le  acomodare : ley  49,  tít.  5.",  y ley  30,  tít.  13, 


Part.  5." 

6."  La  mujer  era  preferida  por  su  dote  en  los 
bienes  de  su  marido,  y el  fisco  por  sus  créditos 
en  los  bienes  de  sus  deudores,  á los  acreedores 
anteriores  que  tenían  hipoteca  legal,  y á los 
posteriores  que  la  tuviesen  legal  ó convencio- 
nal, ora  fuera  esta  general , ora  especial;  pero  no 
álos  anteriores  que  la  tuvieran  convencional, 
fuese  especial  ó general:  «Tal  priviilejo  ha  el 
debdo  de  la  cámara  del  Rey,  dice  la  ley  33,  tít.  13, 
Part.  5.a,  et  otrosí  lo  que  debe  el  marido  ála  mu- 
jer por  dote,  que  maguer  estos  debdos  sean  pos- 
tremeros, primeramiente  debe  seer  entregada 
la  cámara  del  Rey  en  los  bienes  de  su  debdor 
que  otro  ninguno  ¿ quien  debiese  algo;  et  otrosí 
la  mujer  en  los  bienes  de  su  marido;  fueras 
ende  en  un  caso,  si  el  debdo  primero  fuese  so- 
bre peño  que  oviese  alguno  empeñado  señala- 
damiente,  ó si  o viese  obligado  por  palabra  todos 
sus  bienes;  ca  entonce  tal  debdo  como  este  que 
fuese  primero , ante  debe  seer  pagado  quel  pos- 
tremero de  la  cámara  del  Rey  nin  el  de  la  dote 
de  la  mujer.»  Mas  esta  preferencia  del  fisco  y de 
la  mujer  no  podía  perjudicar  á los  acreedores 
anteriores  ó posteriores  que  por  la  naturaleza 


de  sus  créditos  tuvieren  hipoteca  mas  privile 
giada,  como  es  de  observar  por  lo  que  se  lleví 
dicho. 

Cuando  concurrían  el  crédito  fiscal  y el  dotal 
debia  ser  preferido  el  mas  antiguo,  como  se  de 
duce  de  las  leyes  27,  29  y 33,  tit,  13,  Part.  5.",  ; 
está  expresamente  resuelto  en  el  derecho  roma 
no.  Dotis  tuce,  dice  la  ley  9.a,  tít.  12,  lib.  5.°  de 
Código , potiorem  causam  magis  es.se  conve  ni  ¿ 
quam  reipublica  cui  postea.  ídem  marilus  obnoxia 
factus  est.  Qmmvis  ex  causa  dotis,  añade  la  le1 
2.*,  tit.  73,  lib.  7."  del  mismo  Código,  vir  quon 
dam  tuus  tibí  sit  conde-innatas , tdmem  si  prius 
quarn  resepas  tibí  obligar  entur,  cura  fisco  contraxit 
jus  fisci  causam  tuavi  prmvenit.  Siendo  ambo 
créditos  iguales  en  el  tiempo,  sin  que  constas* 
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| cuál  era  el  primero , la  causa  de  la  dote  se  repu- 
1 taha  de  mejor  condición  que  la.del  fisco,  según 
la  regla  85,  tít.  17,  lib.  50  del  Digesto:  1%  amli- 
guis  pro  dotibus  respondere  melius  est. 

Es  de  advertir  aquí,  que  la  mujer  no  tenia 
■ privilegio  de  prelacion  sobre  los  demás  acreedo- 
1 res  por  sus  bienes  parafernales,  aun  cuando  ho- 
í hieran  sido  entregados  al  marido,  Gregorio  Ló- 
pez en  la  glosa  4.a  de  la  ley  17,  tít.  11,  Part.  4.a; 
ni  por  las  arras  6 donación  propier  nuptias,  á 
no  ser  que  se  le  hubiesen  dado  ó prometido 
: como  aumento  de  la  dote  (ley  12,  tit.  18,  lib,  8.°, 
del  Código,  ley  29,  tít.  13,  Part.  5.a,  y glosa  2.a 
de  Gregorio  López);  ni  tampoco  lo  tenia  el  mari- 
do por  la  dote  que  le  había  sido  prometida  y no 
entregada:  Gregorio  López  en  la  glosa  1.*  de  la 
ley  23,  tít.  13,  Part.  5.a 

7.°  El  acreedor  que  perseguía  y alcanzaba  al 
deudor  que  huia  con  sus  bienes,  prendiéndole 
ó haciéndole  prender  y presentándole  al  juez, 

: tenia  derecho  á ser  preferido  por  su  crédito,  en 
todo  cuanto  se  le  encontrare,  á los  demás  acree- 
dores, los  cuales  habian  de  contentarse  con  lo 
que  sobrare:  ley  10,  tít.  15,  Part.  5.a  Este  acree- 
dor, con  efecto,  podía  asimilarse  al  refacciona- 
rio; pues  así  como  sin  la  refacción  ó reparación, 
se  perdería  para  todos  la  casa  ó nave  hipotecada, 
del  mismo  modo  sin  la  vigilancia  y las  diligen- 
cias del  acreedor  que  persigue  y logra  prender 
al  deudor  prófugo,  se  perderian  para  todos  los 
acreedores  los  bienes  que  este  llevaba  consigo. 
La  ley  concedía  esta  preferencia  en  general  á 
dicho  acreedor  sóbrelos  demás,  sin  distinguir 
de  clases  ; pero  algunos  autores,  y entre  ellos  el 
de  la  Curia  filípica,  lib.  2.°,  Com.  ter.,  cap.  12, 
j núm.  GG,  la  reducían  precisamente  al  caso  de 
que  los  demás  acreedores  no  sean  de  mejor  con- 
dición por  su  acción , anterioridad  ó privilegio. 

8.0  Si  comprando  el  deudor  alguna  finca  hu- 
biera pactado  con  él  el  vendedor,  en  la  misma 
escritura  de  venta,  que  hubiese  de  quedar  hi- 
potecada especialmente  á cierto  acreedor  del 
comprador,  era  preferido  en  ella  este  acreedor  á 
los  acreedores  hipotecarios  del  comprador  que 
le  precedían  en  tiempo;  pues  que  la  finca  así 
vendida  no  pasó  al  dominio  del  comprador,  sino 
gravada  de  dicha  hipoteca  especial. 

XXXII,  Después  de  los  acreedores  que  tenían 
hipoteca. privilegiada,  debían  ser  satisfechos  de 
sus  créditos  los  acreedores  que  tenían  hipoteca 
simple,  graduándose  el  lugar  de  su  prelacion  res- 
pectiva, en  caso  de  concurrir  dos  ó mas,  por  el 
de  la  fecha  de  la  constitución  de  cada  hipoteca; 
de  suerte  que  el  crédito  hipotecario  mas  anti- 
guo había  de  ser  preferido  al  que  lo  era  menos, 
sin  distinción  de  hipoteca  legal,  judicial  ó con- 
vencional , según  la  regla  general  de  que  el 
primero  en  tiempo,  lo  es  también  en  derecho: 
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Qui  prior  est  tempere,  potior  es t jure.  «Guisada 
cosa  es  et  derecha,  dice  la  ley  27,  tít.  13,  Part.  5.’, 
que  el  que  rescibe  primeramiente  la  cosa  en  pe- 
ños, que  mayor  derecho  haya  en  ella  quel  otro 
que  la  rescibe  después.» 

Aunque  esta  regla  de  prioridad  parece  tan 
sencilla,  no  dejaban  de  presentarse  á veces  al- 
gunas dudas  al  hacer  su  aplicación;  y así,  era  ne- 
cesario para  disolverlas  tomar  en  cuenta  las  ob- 
servaciones siguientes: 

1. *  Concurriendo  do9  ó mas  hipotecas  cons- 
tituidas en  un  mismo  dia,  se  había  de  atender 
entonces  para  fijar  su  respectiva  antigüedad  á 
la  diferencia  de  las  horas,  de  modo  que  la  cons- 
tituida á las  diez  de  la  mañana  se  calificaría  de 
mas  antigua  que  la  constituida  á las  once;  no 
constando  las  horas,  habia  de  estarse  al  órden 
con  que  las  escrituras  de  su  constitución  se  hu- 
bieran extendido  en  el  libro,  registro  ó protoco- 
lo del  escribano,  de  suerte  que  la  anterior  en  el  ' 
órden  se  reputaba  también  anterior  en  el  tiem- 
po , por  presumirse  que  se  habia  otorgado  antes 
que  la  que  venia  después;  y si  en  nn  mismo  ins- 
trumento se  hubiesen  hipotecado  los  bienes  á 
dos  acreedores  diferentes,  primero  al  uno  y des- 
pués al  otro,  se  tenia  por  acreedor  hipotecario 
mas  antiguo  el  que  primero  se  encontrare  nom- 
brado, porque  primero  es  en  tiempo  el  que  lo  es 
en  órden  de  escritura.  Así  lo  sientan  comun- 
mente sin  hesitación  alguna  los  autores ; pero, 
¿se  habia  de  abandonar  así  al  descuido,  á la 
indiferencia,  á la  poca  exactitud  ó al  capricho 
de  un  escribano  el  punto  importantísimo  de  la 
prioridad  ó posterioridad  de  un  crédito  en  que 
podia  estar  envuelta  la  suerte  de  una  familia? 

Cuando  no  podia  averiguarse  cuál  de  los  dos  ■ 
créditos  hipotecarios  era  anterior  ó posterior, 
ambos  se  consideraban  iguales  en  derecho,  y 
ambos  debían  pagarse  á prorata : leyes  10  y 16, 
pár.  8 °,  tít,  l.°,  lib.  20  del  Digesto,  y Curia  filíp.,  : 
lib.  2.”,  C.  T.,  cap.  12,  núm.  41. 

2. ‘  Como  la  regla  de  la  prioridad  de  tiempo 
no  hacia  diferencia  entre  hipotecas  legales , j u- 
diciales  ni  convencionales , era  claro  que  el 
acreedor  hipotecario  primero  en  tiempo  era  pre- 
ferido á todos  los  anteriores,  ora  viniese  con  hi- 
poteca convencional,  judicial  ó legal,  y los  otros 
asimismo  con  cualesquiera  de  ellas,  ora  se  pre- 
sentase con  hipoteca  general  y los  otros  con  es- 
pecial, ora  él  con  especial  y los  otros  con  gene- 
ral; y entendiéndose  q ue  en  la  hipoteca  pretoria, 
cuaudo  esta  se  constituía  á favor  de  cualquiera  j 
de  los  acreedores,  quedaba  constituida  por  el 
mismo  hecho  á favor  de  todos,  todos  ellos  se 
consideraban  iguales  en  el  tiempo,  y todos  te- 
nían, por  consiguiente,  hipoteca  de  igual  dere- 
cho: leyes  13  y 27,  tít.  13,  Part.  5.",  con  las  glosas 
de  Gregorio  López;  leyes  2.'  y 6.1,  tít.  18,  lib,  8."  j 


del  Código,  y leyes  2.*  y 11,  tit.  4.°,  lib.  20  del 
Digesto. 

3.*  El  acreedor  hipotecario  de  cualquiera  cla- 
se anterior  en  tiempo,- no  solo  habia  de  ser  pre- 
ferido al  posterior  por  su  deuda  principal , sino 
también  por  sus  pensiones,  intereses  y demás 
acciones  y derechos  inherentes  ó accesorios  á 
ella.  Así  lo  resuelve  el  derecho  romano  en  las 
leyes  13  y 18,  tít.  4.°,  lib.  20  del  Digesto,  y asilo 
afirman  nuestros  autores,  especialmente  el  de 
la  Curia  filíp.,  lib.  2.°,  Com.  ter.,  cap.  12,  nú- 
mero 48. 

4/  La  hipoteca  condicional  se  reputaba  an- 
terior, y se  preferia  por  lo  tanto  á la  hipoteca 
pura  posterior,  aunque  la  condición  no  se  cum  - 
pliese  sino  después  de  haberse  constituido  la 
hipoteca  pura,  con  tal  que  la  condición  fuera 
casual  ó mixta,  y no  meramente  potestativa  de 
parte  del  deudor ; porque  la  condición  casual  ó 
mixta,  cuando  llega  á cumplirse,  se  retrotrae  al 
tiempo  de  la  constitución  de  la  hipoteca:  ley  32, 
tít.  13,  Part.  5.’  Supongamos,  pues,  que  yo  te 
ofrecía  mil  pesos  bajo  la  condición  de  que  te  ca- 
sases con  Fulgencia  ó de  que  llegase  á España 
dentro  de  cierto  tiempo  una  embarcación  que 
esperaba  de  América,  hipotecándote  mi  casa 
para  el  pago  de  dicha  cantidad,  y que  pendiente 
la  condición , hipotecaba  la  misma  casa  á un 
tercero  para  seguridad  de  una  obligación  que 
habia  contraido  con  él;  si  por  fin  tú  te  casabas 
. con  Fulgencia  ó llegaba  la  embarcación  dentro 
\ del  término  designado,  tú  tendrías , y no  el  ter- 
¡ cero,  la  prioridad  de  la  hipoteca  sobre  mi  casa, 
porque  la  condición  del  casamiento  ó de  la  ve- 
nida del  buque,  condición  casual  y no  potesta- 
tiva de  mi  parte,  se  retrotraía  á la  época  de  la 
promesa  hipotecaria  que  te  hice.  Mas  si  habién- 
donos convenido  tú  y yo  en  que  si  tú  me  pres- 
tabas cierta  cantidad,  te  quedaba  hipotecada  mi 
casa  para  su  restitución,  é hipotecaba  yo  luego 
la  misma  casa  á otra  persona  que  me  hacia  ud 
préstamo,  y tú  después  me  entregabas  la  canti- 
dad que  me  habías  prometido,  no  serias  tú  por 
cierto  quien  tuviera  la  prioridad  de  hipoteca  so- 
bre mi  casa,  aunque  tu  contrato  habia  sido  el 
primero,  sino  la  persona  que  ine  entregó  real  y 
efectivamente  antes  que  tú  la  suma  que  yo  le 
habia  pedido;  porque  siendo  yo  árbitro  de  recibir 
ó no  recibir  tu  dinero  hasta  el  acto  de  la  entre- 
ga, la  condición  del  préstamo  era  puramente 
potestativa  de  mi  parte,  y no  podia  por  lo  tanto 
retrotraerse  al  tiempo  de  mi  promesa  hipoteca- 
ria, en  el  cual  no  existia  todavía  obligación  que 
sirviese  de  fundamento  á la  hipoteca:  leyes  27, 
32  y 33,  tít.  13,  Part.  5." 

5.*  La  deuda  hipotecaria  anterior  cuyo  plazo 
no  habia  cumplido  todavía , se  prefería  á las 
deudas  hipotecarias  posteriores  de  plazo  ya  cuín- 
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piído,  porque  para  fijar  la  prioridad  no  se  aten- 
día al  tiempo  del  plazo  de  la  paga,  sino  al  de  la 
fecha  de  la  obligación  contraida,  ó sea  al  de  la 
constitución  de  la  hipoteca;  y así,  en  concurso  de 
acreedores,  no  había  de  ser  postergado  el  acree- 
dor de  hipoteca  anterior  á los  de  hipotecas  pos- 
teriores, por  la  razón  de  que  no  hubiese  llegado 
el  plazo  de  la  deuda  de  aquel  y hubiese  llegado 
el  de  la  de  estos.  Así  lo  sostienen  nuestros  auto- 
res, y entre  ellos  el  de  la  Curia  filípica,  lib.  2.°, 
Cuín,  ter.,  cap.  12,  núm.  44,  fundados  en  el  de- 
recho romano:  Qneesitum  est,  dice  la  ley  14,  títu- 
lo l.°,  lib.  20  del  Digesto,  si  nondum  dies  pensio - 
nis  venil,  an  el  medio  tenipore  per sequi  pignora 
permiUendum  sil.  El  puto,  dmdam  pignoris  per- 
secutionevi,  quia  interes t mea',  elila  Celsus  scribil. 

6. "  Si  se  habia  hipotecado  una  misma  cosa  á 
dos  acreedores  diferentes  por  dos  distintos  deu- 
dores que  no  eran  sus  dueños,  era  preferido  en 
ella  el  acreedor  que  la  poseía,  aunque  fuera  el 
segundo;  mas  si  el  que  no  era  dueño  de  la  cosa 
la  hipotecare  á un  acreedor,  y el  verdadero  due- 
ño á otro,  tendrá  prelacion  el  acreedor  á quien 
el  dueño  la  habia  hipotecado,  ya  fuera  el  último 
6 el  primero  eu  el  órden  del  tiempo:  ley  32,  títu- 
lo 13,  Part.  5.a 

7. ’  El  deudor  que  habia  hipotecado  una  tinca 
sucesivamente  á dos  ó mas  acreedores , podia 
conferir  á un  tercero  el  derecho  y preferencia 
del  primer  acreedor,  pagando  al  primero  su 
deuda  con  la  cantidad  que  al  efecto  le  prestare 
el  tercero,  y subrogando  á este  en  el  lugar  de 
aquel:  mas  si  el  segundo  acreedor  pagare  al  ter- 
cero la  cantidad  prestada,  succederia  en  su  de- 
recho, aunque  con  él  nada  pactase,  y también 
el  primer  acreedor  podia  ceder  su  derecho  hipo- 
tecario k cualquiera  persona,  fuera  ó no  acree- 
dora del  deudor,  la  cual  en  tal  caso  tendría  en 
la  finca  la  misma  prelacion  que  si  se  la  hubiese 
hipotecado  antes  que  k los  otros  el  mismo  dueño: 
ley  34,  tít.  13,  Part.  5,* 

8. *  Para  que  un  crédito  hipotecario  que  se 
presentaba  como  anterior  en  tiempo , fuera  pre- 
ferido á otros  que  aparecían  posteriores,  era  ne- 
cesario que  su  anterioridad  ó prioridad  constase 
plenamente  de  un  modo  que  no  dejase  lugar  á 
La  duda,  Asi  era  que  la  hipoteca  pública,  esto  es, 
la  que  se  constituye  por  escritura  otorgada  ante 
escribano  público  ó por  documento  escrito  y fir- 
mado de  mano  del  deudor  y corroborado  con  las 
firmas  de  tres  testigos  fidedignos  que  las  hagan 
con  sus  manos  mismas  y no  por  medio  de  otros, 
se  preferia,  aunque  posterior,  á la  hipoteca  pri- 
vada, esto  es,  k la  establecida  entre  los  mismos 
interesados  sin  escritura  de  escribano  público  ó 
sin  documento  que  contenga  las  firmas  del  deu- 
dor y de  los  tres  testigos,  por  razón  del  peligro 
que  habia  de  que  en  los  instrumentos  privados 


se  cometiesen  fraudes  dándoles  con  antedatas 
una  antigüedad  que  no.tenian.  ley  31,  tít.  13, 
Part.  5/  Querían  ademas  los  autores  que  tuviese 
fuerza  de  instrumento  público  para  probar  la 
anterioridad  de  un  crédito  hipotecario:  l.°,  la 
confesión  que  hicieren  los  acreedores  posteriores 
de  escritura  pública,  de  que  era  verdadero,  en 
cuanto  á su  contenido  y su  fecha,  el  documento 
privado  que  se  presentaba  por  el  acreedor  que 
se  decía  mas  antiguo,  pues  que  tal  confesión  he- 
cha por  adversarios  desvanecía  todo  recelo;  y 
2.°,  el  reconocimiento  judicial  que  de  su  docu- 
mento privado  hubiere  hecho  el  deudor  antes  de 
contratar  en  escritura  pública  con  los  demás 
acreedores,  pues  que  tal  reconocimiento  daba 
fecha  segura  á la  obligación  hipotecaria  que  el 
deudor  tenia  ya  contraida.  Mas  no  tienen  ya  lu- 
gar en  el  dia  estas  doctrinas  ni  otras  que  sientan 
sobre  este  punto  ios  autores  , porque  ya  no  hay 
hipoteca  privada,  ni  puede  ya  constituirse  obli- 
gación ni  acción  hipotecaria  por  convención, 
sino  en  escritura  otorgada  ante  escribano  pú- 
blico y registrada  en  el  oficio  de  hipotecas. 

Aun  cuando  concurriendo  dos  deudas  hipote- 
carias, se  probaren  ambas  con  escrituras  otor- 
gadas ante  escribano  público,  no  por  eso  se  ha- 
bia de  preferir  ciegamente  laprimeraá  [asegun- 
da por  razón  de  su  anterioridad,  sino  que  ade- 
más habia  de  constar  para  la  preferencia,  según 
pretenden  los  autores,  que  la  cosa  6 cantidad 
de  que  respectivamente  procedían  fué  entregada 
real  y efectivamente  al  deudor;  de  suerte,  que  si 
la  primera  deuda  resultaba  solo  por  coufesion  del 
deudor,  y la  segunda  por  la  entrega  de  la  cosa  ó 
cantidad  ante  el  escribano  y testigos  del  instru- 
mento, tenia  entonces  prelacion  la  segunda  so- 
bre la  primera,  y el  acreedor  posterior  de  cosa 
entregada  era  graduado  y pagado  antes  que  el 
acreedor  anterior  de  deuda  confesada.  Matienzo, 
sin  embargo,  en  la  glosa  1.a,  núm.  11,  de  la  ley 
7.a,  tít.  16,  lib.  5."  de  la  Recopilación  , asegura 
que  no  estaba  en  práctica  tal  preferencia. 

9. a  Aunque  el  legatario  tenia  hipoteca  tácita 
en  los  bienes  de  la  herencia  por  razón  de  su  le- 
gado, según  la  ley  26,  tít.  13,  Part.  5.a,  no  ha  de 
inferirse  de  aquí  que  debía  ser  preferido  á los 
acreedores  personales  del  difunto,  pues  que  el 
legado  y la  hipoteca  recaían  sobre  los  bienes  de 
la  herencia,  y no  hay  herencia  sino  deducidas 
las  deudas  de  cualquiera  clase  que  sean,  según 
la  ley  8.a,  tít.  33,  Part.  7.a  Así  es,  que  como  dice 
la  ley  7.a,  tít.  6.”,  Part.  6.a,  «non  es  temido  el 
heredero  (que  aceptó  la  herencia  con  beneficio 
de  inventario)  de  dar  ó de  pagar  las  mandas  que 
fizo  el  fazedor  del  testamento , fasta  que  sean 
pagadas  todas  las  deudas  primeramente  que  el 

! finado  debia.» 

10.  Como  en  derecho  son  de  mejor  condición 
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los  que  tratan  de  evitar  su  daño  que  los  que  in- 
tentan adquirir  lucro  , sentaban  comunmente 
los  autores,  que  la  deuda  procedente  de  con- 
trato oneroso  posterior,  se  preferia  á la  que  di- 
manaba de  contrato  lucrativo  anterior,  aunque 
esta  fuera  hipotecaria  y aquella  no:  Curia  filíp., 
lib.  2.°,  Cora.  Terr.,  cap.  12,  núm.  62. 

11.  Si  un  procurador  ó apoderado  mió,  sin 
poder  especial  ni  bastante,  contraia  en  mi  nom- 
bre una  obligación  hipotecaria  queyo  ratificaba 
después  al  cabo  de  algún  tiempo,  ¿tendría  el 
acreedor  su  derecho  de  hipoteca  en  mis  bienes 
desde  el  dia  del  contrato,  en  perjuicio  de  otros 
acreedores  que  por  convención  mia  ó por  la  ley 
hubiesen  adquirido  hipoteca  en  ellos  durante  el 
tiempo  intermedio  entre  el  contrato  de  mi  apo- 
derado y mi  ratificación  , ó lo  tendría  tan  solo 
desde  el  dia  de  mi  ratificación  y no  antes?  Es 
indudable  que  no  lo  tendría  sino  desde  el  dia  de 
la  ratificación.  Bien  es  cierto  que  las  ratificacio- 
nes tienen  efecto  retroactivo,  según  la  regla  de 
derecho  Rati/uiMtio  mandato  comparatur , y que 
por  consiguiente,  habiendo  yo  ratificado  la  obli- 
gación contraida  por  mi  apoderado,  era  lo  mis- 
mo que  si  yo  le  hubiese  dado  poder  ó mandato 
especial  para  contraería;  mas  este  efecto  retro- 
activo solo  tenia  lugar  con  respecto  á mí  y al 
acreedor,  y no  podia  tenerlo  en  perjuicio  de  las 
terceras  personas  que  habían  adquirido  en  el 
tiempo  intermedio  hipoteca  sobre  mis  bienes; 
porque  no  teniendo  calidad  alguna  para  hipote- 
carlos el  que  contrajo  en  mi  nombre,  no  queda- 
ron hipotecados  hasta  el  momento  de  mi  ratifi- 
cación, y por  lo  tanto,  yo  los  hipotequé  válida- 
mente álos  acreedores  intermedios,  quienes  ad- 
quirieron sobre  ellos  un  derecho  irrevocable,  de 
que  yo  no  podia  ya  privarlos,  ratificando  un 
contrato  que  era  dueño  de  no  ratificar. 

XXXIII.  Así  la  hipoteca  simple  como  la  privi- 
legiada era  á veces  general,  según  hemos  visto, 
y en  tal  caso  abrazaba,  no  solo  los  bienes  pre- 
sentes del  deudor,  sino  también  los  futuros.  ¿Mas 
se  seguía  de  aqui  que  habiendo  dos  hipotecas  de 
fechas  diferentes  tuviese  también  preferencia  la 
primera  sobre  los  bienes  que  el  deudor  habla  ad- 
quirido después  de  la  constitución  de  la  segun- 
da? ¿O  habian  de  concurrir  por  ventura  ambas 
á dos  sobre  estos  nuevos  bienes?  Gregorio  López, 
en  la  glosa  1.*  de  la  ley  27,  tít.  13,  Part.  o.5,  cree 
mas  común  la  opinión  de  Bartolo  de  que  efecti- 
vamente el  primer  acreedor  de  hipoteca  general 
habia  de  ser  preferido  al  segundo,  aun  en  los  bie- 
nes adquiridos  por  el  deudor  después  de  la  exis- 
tencia de  ambos  créditos.  La  razón  es,  aunque 
no  nos  la  manifiesta  Gregorio  López,  que  una 
vez  hipotecados  á un  acreedor  por  la  convención 
ó por  la  ley  los  bienes  presentes  y futuros,  no 
pueden  ya  hipotecarse  á otro  en  perjuicio  del 
Tomo  ni- 


primero;  y que  por  consiguiente,  si  bien  parece 
que  en  los  bienes  que  entran  en  el  dominio  del 
deudor  después  de  la  existencia  de  ambos  cré- 
ditos, ambos  adquieren  á un  mismo  tiempo  ei 
derecho  de  hipoteca,  pues  que  no  puede  quedar 
realmente  hipotecada  una  cosa  sino  desde  el  dia 
en  que  pertenece  al  deudor,  debe,  sin  embargo, 
ser  preferido  el  primero  al  segundo  y el  segun- 
do al  tercero,  porque  el  segundo  acreedor  no  lia 
podido  adquirir  sü  derecho  de  hipoteca  sino 
solamente  sobre  los  bienes  que  queden  sobran- 
| tes  después  de  satisfecho  completamente  el  cré- 
dito del  primero. 

Mas  ya  que  buscábamos  la  solución  de  esta 
duda  entre  los  romanistas,  justo  será  que  vea- 
I mos  si  en  efecto  la  decisión  de  Bartolo,  adoptada 
por  Gregorio  López,  es  conforme  ó contraria  al 
derecho  romano.  Supone  el  jurisconsulto  Ulpia- 
no,  en  la  ley  7.*,  tít.  4.",  lib.  20  del  Digesto,  que 
yo  te  he  hipotecado  los  bienes  que  pudiere  ad- 
quirir en  lo  sucesivo,  que  además  be  hipotecado 
especialmente  á Ticio  cierta  heredad  bajo  la 
; condición  de  que  llegare  á ser  mia,  y que  des- 
pués he  logrado  efectivamente  hacerme  propie- 
tario de  ella;  y siguiendo  el  parecer  de  Marcelo, 
decide  que  los  dos  acreedores,  esto  es,  tú  y Ticio, 
teneis  derecho  de  venir  por  concurrencia  sobre 
el  precio  de  esta  misma  heredad,  sin  que  impor- 
te que  yo  la  baya  comprado  con  dinero  sujeto  á 
la  hipoteca  general  que  te  habia  constituido  so- 
bre todos  mis  bienes,  porque  de  que  una  cósase 
baya  comprado  y pagado  con  dinero  hipotecado, 
no  se  sigue  que  solo  por  esta  razón  queda  hipo- 
tecada la  misma  cosa:  Si  Ubi  qu.e  habiturus 
sum,  obligaverim,  et  Tillo  specialiter  fundvm,  si  in 

MF.UM  DO  MI  NI  tí  M PERVENERIT:  VIOX  domilliHM  ejUS 

acqnisiero ; putat  Marcelus,  concurrerg  utrumquk 
creditorem  in  pignoue:  non  enim  muUum  facit, 
quod  de  sito  nummos  debilor  dederii ; quipp e curtí 
res  ex  minmis  pignoratis  empía,  non-  sil  pignórala 
oh  hoc  solum  quod  pecunia  pignórala  erat.  La  ra- 
zón de  esta  decisión  de  la  ley  consiste  en  que, 
sí  bien  era  válida  desde  el  principio  la  obligación 
hipotecaria  que  yo  contraje  á tu  favor  y al  de 
Ticio,  no  habia  podido  surtir  efecto  ni  produci- 
ros derecho  de  hipoteca  sobre  mis  bienes  futu- 
ros sino  desde  el  dia  de  su  adquisición,  porque 
yo  no  pude  trasferir  derecho  alguno  sino  sobre 
las  cosas  que  me  pertenecían  ; y corno  en  el  dia 
i eñ  que  adquirí  la  heredad  de  que  se  trata,  reca- 
. yeron  sobre  ella  simultáneamente  la  hipoteca 
especial  de  Ticio  y la  tuya  general,  es  consi- 
guiente que  ambas  fueran  iguales  en  derecho, 
pues  que  ambas  lo  eran  eu  tiempo:  Ooncurrunl 
jure  qv.i  concvrrunl  leinpore.  Es  cierto  que  Acur- 
ro y Cuyacio  han  sentado  que  en  el  caso  de  esta 
ley  las  dos  hipotecas  habian  sido  constituidas  á 
un  mismo  tiempo;  pero  no  hay  en  el  texto  pala- 
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bra  alguna  que  indique  esta  circunstancia,  la 
cual  no  dejaría  de  ser  bastante  extraordinaria, 
pues  que  cualquiera  intervalo  entre  las  dos  con- 
venciones impediría  su  simultaneidad  ; y de  to- 
dos modos,  la  disposición  de  la  ley  es  tan  apli- 
cable al  caso  de  que  se  hubiesen  constituido  en 
diversos  tiempos  las  dos  hipotecas,  como  al  de 
que  se  hubiesen  constituido  en  uno  mismo,  se- 
gún dice  la  glosa:  Corte  videtur  ídem  etsi  dúersis 
temporihis-,  cum  tuno  guando  pervenerit  in  smm 
dominiim,  incipüit  fandus  utrique  oMigari. 

En  el  mismo  sentido  decide  la  cuestión,  aun- 
que implícitamente,  de  un  modo  bastante  claro 
y en  un  caso  en  que  se  hallan  sucesivamente 
constituidas  las  dos  hipotecas,  la  ley  28,  tit.  18, 
lib.  49  del  Digesto:  Si,  qni  mi/d  obligaverat  qll-e 
habist,  iiabiturusque  essüt,  cum  fisco  contraxerii : 
sciendunt  est  in  re  postea  adquisita  fiscumpotiorem 
esse  dolara,  Papinianmn  respondisse:  qmd  etcons- 
litiUim  est:  prmeenit  enim  causam  pigmris  Jiscas. 
Así  que,  en  el  texto  de  esta  ley,  que  es  igual- 
mente de  Ulpiano , el  fisco  es,  aunque  último 
acreedor,  quien  tiene  el  primer  lugar  hipotecario 
en  los  bienes  adquiridos  después  de  la  obliga- 
ción contraida  en  su  favor ; pero  esto  depende  de 
que  en  el  concurso  de  dos  hipotecas  de  la  misma 
fecha,  el  fisco  que  tenia  hipoteca  general  en  los 
bienes  de  sus  deudores,  gozaba  también  en 
ellos  de  preferencia  privilegiada;  mientras  que 
por  los  bienes  adquiridos  antes  de  la  constitu- 
ción de  su  hipoteca  le  eran  preferidos  los  acreedo- 
res anteriores  de  hipoteca  convencional , como 
claramente  se  infiere  de  este  misino  texto.  Aho- 
ra bien:  si  quitas  el  fisco  y pones  en  el  lugar  que 
él  ocupaba  k un  acreedor  particular,  no  tendría 
este  por  cierto  prelacion  alguna  sobre  el  primer 
acreedor  en  cuanto  á los  bienes  adquiridos  des- 
pués de  la  constitución  de  la  segunda  hipoteca, 
pero  á lo  menos  vendría  con  él  por  concurrencia 
de  hipoteca  sobre  estos  nuevos  bienes. 

Resulta,  pues,  que  los  jurisconsultos  romanos, 
en  el  caso  de  dos  hipotecas  creadas  succesiva- 
mente  sobre  los  bienes  futuros,  admitían  la  con- 
currencia de  las  mismas  sobre  los  bienes  que  el 
deudor  adquiría  después  de  hallarse  ambas  cons- 
tituidas; y así  lo  reconoce  Pothier,  añadiendo 
que  esta  doctrina  era  conforme  á los  principios 
que  regían  sobre  la  materia. 

Derecho  nuevo. 

* XXXIV.  La  hipoteca  es  un  derecho  excep- 
cional que  debe  su  fuerza  al  derecho  civil,  y asi 
no  tiene  lugar , sino  en  los  casos  y según  las 
formas  establecidas  por  la  ley. 

Las  hipotecas  son  voluntarlas  ó legales. 

Hipoteca  voluntaria  es  la  convenida  entre  par- 
tes ó impuesta  por  disposición  del  dueño  délos 


bienes  sobre  que  se  constituya:  art.  138  de  la 
ley  Hipotecaria. 

Hipoteca  legal  es  la  que  establece  la  ley  Hipo- 
tecaria en  su  art.  168  en  favor  de  ciertos  acree- 
dores: art.  157. 

Las  antiguas  hipotecas  judiciales  fueron  mo- 
dificadas por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  subs- 
tituyendo la  via  de  asentimiento,  que  en  últi- 
mo "término  era  una  verdadera  hipoteca  judicial, 
con  el  procedimiento  en  rebeldía,  según  el  cual 
el  juez  puede  decretar  contra  el  declarado  rebel- 
de el  embargo  de  los  bienes  inmuebles  de  su 
propiedad  para  asegurar  las  resultas  del  juicio, 
produciendo  este  embargo  la  incapacidad  en  el 
dueño  de  enajenar  ó gravar  la  propiedad  em- 
bargada. 

Entre  las  hipotecas  judiciales  han  de  contar- 
se también  los  embargos  preventivos,  los  de  los 
juicios  ejecutivos,  los  del  procedimiento  de  apre- 
mio y ejecución  de  sentencias,  la  fianza  de  los 
curadores , hipotecaria  substituida  á la  antigua 
personal. 

Estas  hipotecas  judiciales  son  en  su  esencia 
distintas;  unas  permanentes,  como  la  de  la  tute- 
la; otras  temporales  mientras  dura  el  juicio,  y 
en  su  objeto  todas  tienden  á hacer  efectivo  el 
fallo  que  recaiga  ó ha  recaído  en  los  tribunales. 

La  ley  Hipotecaria  cambia  el  nombre  de  estas 
hipotecas  en  el  de  anotaciones  preventivas,  y 
en  nuestro  concepto,  sin  fundamento  bastante, 
da  este  nombre  k los  asientos  que  por  motivos 
completamente  distintos  y con  efectos  completa- 
mente diversos,  se  extienden  en  el  registro  cuan- 
do los  títulos  inscribibles  son  defectuosos.  Véa- 
se ri  notación  preven  tiva. 

XXXV.  De  la  hipoteca  voluntaria. — Solo  pue- 
den constituir  hipoteca  voluntaria  los  que  ten- 
gan la  libre  disposición  de  sus  bienes,  ó en  caso 
de  no  tenerla  se  hallan  autorizados  para  ello  con 
arreglo  k las  leyes,  y pueden  constituirla  por  sí  ó 
por  medio  de  apoderado  con  poder  especial  ante 
notario  público:  arts.  139  y 140  de  la  ley  Hipote- 
caria. 

Parece  extraño  que  siendo  la  hipoteca  especie 
de  enajenación  haya  personas  que  sin  tener  la 
libre  disposición  de  sus  bienes,  puedan  sin  em- 
bargo hipotecarlos  por  autorización  de  la  ley. 
Opinan  algunos  que  la  ley  ha  querido  referirse 
k las  hipotecas  constituidas  en  testamento  y 
cuentan  entre  ellas  las  siguientes:  1.”  Los  meno- 
res de  doce  y catorce  años  que  no  pueden  enaje- 
nar sus  bienes , y sin  embargo,  pueden  consti- 
tuir hipoteca  sobre  ellos  en  testamento  ó codi- 
cilo,  cuyo  otorgamiento  les  permite  la  ley  13, 
tít.  i.  , Part.  G,".  2.°  Los  hijos  de  familia  que  no 
pueden  disponer  de  sus  bienes  adventicios  por 
contratos  entre  vivos,  y sin  embargo  , les  es  líci- 
to hipotecarlos  en  parte  por  testamento.  3.°  La 
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mujer  casada  que  se  halla  en  igual  caso.  4.°  El 
condenado  á la  pena  de  interdicción  civil,  á 
quien  está  prohibido  todo  contrato  entre  vivos, 
mas  no  testar,  y por  ello  ni  el  hipotecar  sus  bie- 
nes en  e3a  forma  según  el  art.  43  del  Código  pe- 
nal de  1870. 

No  nos  satisface  esta  opinión:  en  nuestro  con- 
cepto la  ley  no  se  refiere  á las  disposiciones  tes- 
tamentarias; porque  el  que  tiene  facultad  para 
hipotecar  por  testamento , tiene  también  facul- 
tad de  disponer  libremente  de  sus  bienes:  en 
nuestro  concepto,  al  decir  la  ley  que  pueden 
constituir  hipoteca  voluntaria  los  que  se  hallen 
‘autorizados  por  las  leyes,  auu  cuando  no  tengan 
la  libre  disposición  de  sus  bienes,  se  refiere  á los 
que  por  esta  razón  necesitan  requisitos  especia- 
les para  hipotecar  por  contratos  entre  vivos, 
como  los  necesitarían  para  enajenar. 

Tales  son : 1."  Los  menores  de  doce  y catorce 
años,  que  no  pueden  enajenar  sus  bienes  y que 
para  hipotecarlos  necesitan  que  sus  tutores  ó 
curadores,  en  representación  suya,  obtengan  li- 
cencia judicial.  2."  Los  hijos  de  familia  menores 
de  veinticinco  años  que  no  tienen  la  libre  dispo- 
sición de  sus  bienes,  pero  que  podrán  hipote- 
carlos por  medio  de  sus  padres  y con  licencia  ju- 
dicial. 3.°  La  mujer  casada,  con  licencia  de  su 
marido  y además  con  la  del  juez  si  fuere  menor, 
según  el  art.  188  de  la  ley  Hipotecaria.  4.”  La 
mujer  ó representante  legal  del  condenado  á la 
pena  de  interdicción  civil,  con  la  misma  licencia 
del  juez. 

La  hipoteca  constituida  por  un  tercero  sin  po- 
der bastante,  podrá  ratificarse  por  el  dueño  de 
los  bienes  hipotecados;  pero  no  surtirá  efecto, 
sino  desde  la  fecha  eu  que  por  una  nueva  ins- 
cripción se  subsane  la  falta  cometida:  art.  142  de 
la  ley. 

Para  que  las  hipotecas  voluntarias  puedan  per- 
judicar á tercero  se  requiere:  l.°  Que  se  hayan 
constituido  ó mandado  constituir  en  escritura 
pública.  2.°  Que  la  escritura  se  haya  inscrito  en 
el  registro:  art.  146. 

Aun  cuando  esto  es  lo  expresamente  dispues- 
to, no  basta  que  la  hipoteca  se  haya  mandado 
constituir  por  escritura  pública,  sino  se  ha  lle- 
vado á efecto  el  mandato:  se  necesita , no  solo 
este,  sino  que  la  escritura  pública  se  haya  otor- 
gado , porque  si  se  extendiera  en  un  papel  pri- 
vado, despreciando  el  mandato  judicial,  no  seria 
inscribible , y por  lo  tanto,  ni  produciría  efecto 
alguno  contra  tercero. 

XXXVI.  De  las  hipotecas  legales. — Antigua- 
mente, como  hemos  visto  aL  consignar  la  legisla- 
ción que  antes  regia,  la  hipoteca  legal  era  un 
gravámen  real,  pero  tácito;  iba  incrustado  en 
la  cosa,  mas  no  constaba  en  ninguna  parte  ex- 
presamente. 


No  era,  pues,  posible  que  continuasen  de  esta 
manera  sin  chocar  abiertamente  con  los  dos 
principios  cardinales  de  la  ley,  la  especialidad  y 
la  publicidad.  No  habia  publicidad,  porque  eran 
consecuencia,  no  de  un  pacto  expreso,  sino  de 
una  disposición  general  de  la  ley,  que  conside- 
raba obligados  los  bienes  de  ciertas  personasque, 
se  hallaban  en  casos  especiales,  que  uo  se  ano- 
taban en  los  oficios:  no  habia  especialidad,  por- 
que la  hipoteca  gravitaba  sobre  todos  los  bienes 
habidos  y por  haber  del  obligado,  y á veces  tras- 
cendía hasta  á I03  bienes  particulares  de  sus 
herederos;  no  sobre  fincas  determinadas. 

La  ley  Hipotecaria  cambió  este  derecho,  de 
manera  que  hoy  hipoteca  legal,  realmente  no  es 
tal  hipoteca  en  el  sentido  antiguo  de  un  gravá- 
men oculto  que  persigue  á la  finca;  sino  que 
simplemente  significa  el  derecho  que  tienen 
ciertas  personas  á que  se  les  preste  por  otras 
una  hipoteca  especial  y expresa,  derecho  que 
mientras  no  se  realiza,  en  nada  limita  la  liber- 
tad de  la  finca.  Muchas  son  las  precauciones 
que  la  ley  ha  tomado  para  hacer  fructífera  esta 
variación,  mas  á pesar  de  ello,  creemos  que  mu- 
chas veces  quedarán  indefensos  los  intereses  de 
las  mujeres  y de  los  huérfanos.  Nada  equivale  á 
la  hipoteca  legal. 

Y aun  en  algunas  de  las  hipotecas  legales  la 
ley  lia  sido  inconsecuente  con  esos  mismos  prin- 
cipios como  haremos  ver. 

De  las  varias  hipotecas  legales  reconocidas 
por  nuestras  antiguas  leyes  solo  quedau  las  de 
las  mujeres  casadas,  hijos,  menores  ó incapaci- 
tados, Estado,  provincias,  pueblos  y asegurado- 
res: arts.  157  y 168  de  la  ley;  de  todos  los  que,  en 
general,  hablamos  en  los  artículos  Acreedor  hi- 
potecario y Acreedor  hipotecario  'privilegiado. 

Las  personas  á cuyo  favor  establece  esta  ley 
hipoteca  legal,  no  tendrán  otro  derecho  que  el 
de  exigir  la  constitución  de  una  hipoteca  esper 
cial  suficiente  para  la  garantía  de  su  derecho 
} sobre  cualesquiera  bienes  inmuebles  ó derechos 
■ reales  hipotecables  de  que  pueda  disponer  el 
obligado  á prestarla:  arts.  158  y 160  de  la  ley. 

Mas  no  basta  para  que  la  hipoteca  legal  se 
considere  constituida  y surta  los  efectos  de  las 
voluntarías,  el  que  se  tenga  derecho,  se  reclame 
y se  acuerde  por  el  juez,  sino  que  es  necesaria  la 
inscripción  del  título  en  cuya  virtud  se  consti- 
tuya: arts.  159  y 161  de  la  ley  Hipotecaria. 

Mientras  está  pendiente  de  cumplimiento  la 
obligación  que  se  debiera  haber  asegurado,  pue- 
de exigirse  la  hipoteca,  aunque  haya  cesado  la 
causa  que  le  diese  fundamento;  así  es,  que  si 
concluyese  el  matrimonio  por  muerte  de  la  cón- 
yuge, y el  marido  no  hubiera  otorgado  la  hipo- 
teca en  seguridad  de  los  bienes  de  ia  mujer,  los 
herederos  de  esta  podrán  exigirle  hipoteca  en 
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seguridad  de  la  devolución:  artículo  160  de  id. 

Y tan  preferente  y privilegiado  se  considera 
este  derecho,  rjue  en  cualquier  tiempo  en  que 
llegasen  á ser  insuficientes  las  hipotecas  legales 
inscritas,  han  de  ampliarse  hasta  que  garanti- 
cen suficientemente  los  valores  de  que  debe  res- 
ponder el  hipotecante:  art.  163  de  id. 

Como  toda  hipoteca  necesita  el  requisito  de  la 
inscripción  para  su  validez,  seria  de  temer  que 
á menudo  las  personas  á cuyo  favor  hubiera  de 
prestarse,  por  incuria  ó por  ignorancia,  no  cum- 
pliesen con  tan  preciso  requisito.  Para  prevenir 
este  riesgo,  todo  notario  ante  quien  se  otorgue 
instrumento  público  del  cual  resulte  derecho  de 
hipoteca  legal  á favor  de  alguna  persona,  adver- 
tirá. á quienes  corresponda,  si  concurrieren  al 
acto,  de  la  obligación  de  prestarla  y del  derecho 
de  exigirla,  expresando  haberlo  hecho  así  eu  el 
mismo  instrumento:  art.  116  del  reglamento. 

Si  la  persona  á cuyo  favor  resultare  el  derecho 
de  hipoteca  legal,  fuere  mujer  casada,  hijo  me- 
nor de  edad  ó pupilo,  el  notario  dará  además 
conocimiento  al  registrador  del  instrumento 
otorgado,  por  medio  de  oficio,  en  el  cual  liará 
una  sucinta  reseña  de  la  obligación  contraída  y 
de  los  nombres,  calidad  y circunstancias  de  los 
otorgantes,  y del  que  el  registrador  le  acusará 
el  recibo:  art.  117  del  reglamento. 

Si  trascurrieren  los  treinta  dias  siguientes  al 
otorgamiento  de  las  escrituras  á que  se  refieren 
los  dos  artículos  anteriores,  sin  constituirse  la 
hipoteca  correspondiente,  y estas  fueren  délas 
que  con  arreglo  á la  ley  pueden  ó deben  pedirse 
por  personas  que  no  hayan  intervenido  eu  el 
uclo  ó contrato  que  las  cause,  el  registrador  pon- 
drá el  hecho  en  conocimiento  de  dichas  personas 
u del  Ministerio  fiscal  en  el  caso  de  que  este  deba 
ejercitar  aquel  derecho  con  arreglo  á la  ley, 
acusando  el  ministerio  fiscal  el  recibo:  art.  118 
de  id. 

Para  constituir  ó ampliar  judicialmente  y á 
instancia  de  parte  cualquiera  hipoteca  legal , se 
procederá  con  sujeción  á las  reglas  siguientes: 

1.  El  que  teuga  derecho  á exigirla,  presen- 
tará un  escrito  en  el  juzgado  del  domicilio  del 
obligado  á prestarla,  pidiendo  que  se  constituya 
la  hipoteca,  fijaudo  la  cantidad  por  que  deba 
constituirse,  y señalando  los  bienes  que  puedan 
ser  gravados  con  ella,  ó por  lo  menos,  el  registro 
donde  deban  constar  inscritos  los  que  posea  la 


misma  persona  obligada. 

*•’  A este  eseritu  acompañará  precisamei 
el  tíiuio  ó documento  que  produzca  el  derec 
de  hipoteca  legal,  y si  fuere  posible,  una  certi 
caciun  del  registrador  en  que  consten  todos 
bienes  hipotecabas  que  posea  el  demandado. 

3.  El  juez  en  su  vista,  mandará  compara 
á su  presencia  á todos  los  interesados  en  laco: 


¡ titucion  de  la  hipoteca,  á fin  de  que  se  aveugan, 
si  fuere  posible,  en  cuanto  al  modo  de  verifi- 
carla. 

4 » Si  se  avinieren  , mandará  el  juez  consti- 
| tu  ir  la  hipoteca  eu  los  términos  que  se  hayan 

] convenido. 

5/  si  no  se  avinieren,  ya  sea  en  cuanto  á la 
obligación  de  hipotecar,  6 ya  en  cuanto  á la 
cantidad  que  deba  asegurarse  ó la  suficiencia  de 
. la  hipoteca  ofrecida,  se  dará  traslado  del  escrito 
| de  demanda  al  demandado  , y seguirá  el  juicio 
los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en 
¡ los  arts.  342  al  350  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
. civil:  art.  165. 

En  los  casos  en  que  el  juez  de  primera  instan- 
cia deba  proceder  de  oficio  para  exigir  la  cons- 
titución de  una  hipoteca  legal,  dispondrá  que  el 
registrador  correspondiente  le  remita  la  ccrtifi 
cacion  prevenida  en  la  regla  seg’imda  antes  in  - 
í dicada  ; en  su  vista  , mandará  comparecer  al 
obligado  á constituir  la  hipoteca,  y con  sil  au- 
diencia y la  del  promotor  fiscal,  seguirá  después 
el  juicio, por  los.  trámites  que  quedan  prescritos; 
todo  sin  perjuicio  de  las  regias  establecidas  en 
el  art.  194  sobre  hipotecas  por  bienes  reserva- 
bles,  y en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobre 
fianzas  de  los  tutores  y curadores.  No  será  apli- 
cable este  procedimiento  á la  hipoteca  legal  á 
favor  del  Estado,  de  las  provincias  ó de  los  pue- 
blos, sino  cuando  los  reglamentos  administrati- 
vos no  establecieren  otro  para  exigirla:  arts.  166 
y 167. 

Hipoteca  do  ¿al. — Una,  y puede  decirse  que  la 
principal  de  las  hipotecas  legales,  es  la  que  la 
i ley  le  concede  á la  mujer  casada,  que  en  su  vir- 
| tud,  tiene  derecho  según  el  art.  179  de  la  ley  y 
120  del  reglamento: 

1. °  A que  el  marido  le  hipoteque  é inscriba 
en  el  registro  los  bienes  inmuebles  y derechos 
reales  que  reciba  como  dote  estimada,  ó con  la 
obligación  de  devolver  su  importe. 

2. °  A que  se  inscriban  en  el  registro,  si  ya  uo 
lo  estuvieren,  en  calidad  de  dótales  ó paraferna- 

; les,  ó por  el  concepto  legal  que  tuvieren , todos 
los  demás  bienes  inmuebles  y derechos  reales 
que  el  marido  reciba  como  inestimados,  y deba 
devolver  eu  su  caso. 

3.0  A que  el  marido  asegure  con  hipoteca  es- 
pecial suficiente  todos  los  demás  bienes  no  com- 
prendidos en  los  párrafos  anteriores  y que  se  le 
entreguen  por  razón  de  matrimonio,  cuya  hipo- 
teca se  constituiría  en  la  misma  carta  dotai  ó en 
escritura  pública  separada:  art.  169  de  la  ley. 

En  toda  escritura  dotai  se  hará  necesariamen- 
te mención  de  la  hipoteca  que  se  haya  consti- 
tuido ó se  trate  de  constituir,  en  instrumento 
separado,  ó bien  de  la  circunstancia  de  no  que- 
¡ ^ar  asegurada  la  dote  en  dicha  forma,  por  care- 
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cer  el  marido  de  bienes  hipotecables.  En  este  ¡ que  entregue  á su  marido,  se  hará,  constar  en  el 


último  caso,  declarará  el  marido  bajo  juramen- 
to que  carece  de  dichos  bienes,  y se  obligará  á 
hipotecar  los  primeros  inmuebles  que  adquiera, 
en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  186 
de  la  ley. 

La  mujer  mayor  de  edad  que  sea  dueña  de  los 
bienes  que  hayan  de  darse  en  dote  y tenga  la  li- 
bre disposición  de  ellos,  podrá  no  exigir  al  ma- 
rido la  obligación  establecida  en  el  párrafo  que 
antecede,  pero  en  tal  caso  deberá  enterarle  de  su 
derecho  el  escribano,  y expresarlo  asi  en  la  es- 
critura, bajo  su  responsabilidad:  art.  121  del  re- 
glamento. 

El  marido  á cuyo  favor  no  estuvieren  inscritos 
los  bienes  inmuebles  pertenecientes  á ia  dote 
estimada  de  su  mujer,  no  podrá  ejercer  respecto 
á ellos  ningún  acto  de  dominio  ni  de  adminis- 
tración: art.  122  de  id. 

Para  que  pueda  pretender  y lograr  estas  ven- 
tajas, es  necesario  que  la  dote  se  haya  consti- 
tuido por  medio  de  escritura  pública  , porque  si 
no,  los  derechos  de  la  mujer  son  mas  limitados. 

La  dote  confesada  por  el  marido  cuya  entrega 
no  constare,  ó constare  solo  por  documento  pri- 
vado, no  surtirá  mas  efecto  que  el  de  las  obliga- 
ciones personales;  mas  si  la  mujer  tuviere  á su 
favor  dote  confesada  por  el  marido  antes  de  la 
celebración  del  matrimonio,  ó dentro  del  primer 
año  de  él,  podrá  exigir  en  cualquier  tiempo  que 
el  mismo  marido  se  la  asegure  con  hipoteca, 
siempre  que  haga  constar  judicialmente  la  exis- 
tencia de  los  bienes  dótales  ó la  de  otros  seme- 
jantes ó equivalentes  en  el  momento  de  deducir 
su  reclamación:  arts.  170  y 171  de  la  ley  Hipote- 
caria. 

Aun  cuando  esta  escritura  de  dote  confesada 
se  tachare  de  hecha  en  fraude  de  los  acreedores, 
el  registrador  tiene  que  inscribirla,  si  no  consta 
en  fraude  del  título  ó de  sentencia  j udicial,  como 
lo  resolvió  la  Dirección  del  registro  al  consul- 
tarle esta  duda. 

Los  bienes  inmuebles  ó derechos  reales  que  se 
entreguen  como  dote  estimada,  se  inscribirán  á 
nombre  del  marido  en  el  registro  de  la  propie- 
dad, en  la  misma  forma  que  cualquiera  otra  ad- 
quisición de  dominio,  pero  expresándose  en  la 
inscripción  la  cuantía  de  la  dote  de  que  dichos 
bienes  hagan  parte , la  cantidad  en  que  hayan 
sido  estimados,  y la  hipoteca  dotal  que  sobre 
elLos  quede  constituida. 

Al  tiempo  de  inscribir  la  propiedad  de  tales 
bienes  á favor  del  marido,  el  registrador  inscri- 
birá de  oficio  la  hipoteca  dotal  que  sobre  ellos  se 
constituya  en  el  registro  correspondiente. 

Cuando  la  mujer  tuviere  inscritos  como  de  su 
propiedad  los  bienes^  inmuebles  que  hayan  de 
constituir  dote  inestimada,  ó los  parafernales 


j registro  ia  cualidad  respectiva  de  uno3  ú otros 
i bienes,  poniendo  una  nota  que  lo  exprese  asi  al 
■ márgen  de  la  misma  inscripción  de  propiedad. 

; Si  dichos  bienes  no  estuvieren  inscritos  á fa- 
| vor  de  la  mujer,  se  inscribirán  en  la  forma  ordi- 
naria, expresando  en  la  inscripción  su  cualidad 
de  dótales  ó parafernales. 

La  hipoteca  legal  constituida  por  el  marido  á 
¡ favor  de  su  mujer,  garantizará  la  restitución  de 
los  bienes  ó derechos  asegurados  solo  en  los  ca- 
sos en  que  dicha  restitución  deba  verificarse 
conforme  á las  leyes  y con  las  limitaciones  que 
estas  determinan,  y dejará  de  surtir  efecto  y 
podrá  cancelarse,  siempre  que  por  cualquiera 
causa  legítima  quede  dispensado  el  marido  de  la 
| obligación  de  restituir. 

La  cantidad  que  deba  asegurarse  por  razón  de 
dote  estimada,  no  excederá  en  ningún  caso  del 
importe  de  la  estimación;  y si  se  redujere  el  de 
la  misma  dote  por  exceder  de  la  cuantía  que  el 
derecho  permite,  se  reducirá  igualmente  la  hi- 
poteca en  la  misma  proporción,  prévia  la  cance- 
lación parcial  correspondiente. 

Cuando  se  constituya  dote  inestimada  en  bie- 
nes no  inmuebles,  se  apreciarán  estos  con  el 
único  objeto  de  fijar  la  cantidad  que  deba  ase- 
gurar la  hipoteca,  para  el  caso  de  que  no  sub- 
sistan los  mismos  bienes  al  tiempo  de  su  resti- 
tución; mas  sin  que  por  elio  pierda  dicha  dote 
sai  calidad  de  inestimada,  si  fuere  calificada  así 
en  la  escritura  dotal : arts.  172  al  177  de  la  ley 
hipotecaria. 

La  hipoteca  legal  por  razón  de  arras  y dona- 
ciones esponsalicias,  solo  tendrá  lugar  en  el 
caso  de  que  unas  ú otras  se  ofrezcan  por  el  ma- 
rido como  aumento  de  la  dote.  Si  se  ofrecieren 
sin  este  requisito,  solo  producirán  obligación 
personal,  quedando  al  arbitrio  del  marido  ase- 
gurarla ó no  con  hipoteca:  art.  178.  La  razón  de 
esto  es  obvia;  siendo  el  donante  el  marido.,  no 
puede  obligársele  á que  asegure  la  donación; 
Ubre  es  para  hacerla  en  los  términos  y con  las 
garantías  que  estime  convenientes  , puesto  que 
el  derecho  que  concede  no  se  lo  impone  la  ley, 
sino  que  es  nacido  de  su  espontánea  voluntad. 
Si  á pesar  de  esto  se  le  exige  hipoteca,  cuando 
las  ofrece  como  aumento  de  dote,  es  porque  exi- 
giendo la  ley  que  toda  dote  se  garantice  hipote- 
cariamente, al  dar  á las  donaciones  el  carácter 
dota!,  implícitamente  conviene  en  hipotecar  á 
su  seguridad. 

Si  el  marido  ofreciere  á la  mujer  arras  y dona- 
ción esponsalicia,  solamente  quedará  obligado 
á constituir  hipoteca  por  las  unas  ó por  la  otra, 
á elección  de  ia  misma  mujer,  ó á la  suya,  si 
ella  no  optase  en  el  plazo  de  veinte  dias  que  la 
ley  señala,  contando  desde  el  en  que  se  hizo  la 
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proinesa'íart.  179!;  disposición  inútil,  porque  no 
pudiendo  percibir  la  mujer  mas  que  arras  ó do- 
nación esponsalicia,  cae  de  su  peso  que  no  se 
le  lia  de  hipotecar,  para  asegurarle  lo  que  no 
puede  adquirir.  No  es  necesario  advertir  que  en 
el  caso  de  elección  solo  tendrá  que  hipotecar  si 
lo  hubiere  ofrecido  según  queda  dicho. 

El  marido  no  podrá  ser  obligado  á constituir 
hipoteca  por  los  bienes  parafernales  de  su  mu- 
jer, sino  cuando  estos  le  sean  entregados  para 
su  administración  por  escritura  pública  y bajo 
fe  de  escribano. 

Para  constituir  esta  hipoteca,  se  apreciarán 
los  bienes  ó se  fijará  su  valor  por  los  que,  con 
arreglo  á esta  ley,  tienen  la  facultad  de  exigirla 
y de  calificar  su  suficiencia:  art.  180  de  id. 

Entiéndese  por  bienes  aportados  al  matrimo- 
nio, para  los  efectos  del  párrafo  último  del  nú- 
mero 1.”  del  art.  168,  aquellos  que  bajo  cualquier 
concepto , con  arreglo  á fueros  ó costumbres  lo- 
cales, traiga  la  mujer  á la  sociedad  conyugal,  ; 
siempre  que  se  entreguen  al  marido  por  escri- 
tura pública  y bajo  fe  de  notario,  puraque  los 
administre,  bien  sea  con  estimación  que  cause 
venta,  ó bien  con  la  obligación  de  conservarlos 
y devolverlos  á la  disolución  del  matrimonio. 

Cuando  la  entrega  de  los  bienes  de  que  trata 
el  párrafo  anterior  constare  solamente  por  con- 
fesión del  marido , no  podrá  exigirse  la  consti- 
tución de  la  hipoteca  dotal,  sino  en  los  casos  y 
términos  prescritos  en  el  art.  171:  art.  181  de  id. 

La  constitución  de  hipoteca  é inscripción  de 
bienes  de  que  trata  el  art.  169,  solo  podrán  exi- 
girse por  la  misma  mujer,  si  estuviere  casada  y 
fuere  mayor  de  edad. 

Si  no  hubiere  contraído  aun  matrimonio,  ó 
habiéndolo  contraído  fuere  menor,  deberán  ejer- 
citar aquel  derecho  en  su  nombre  y calificar  la 
suficiencia  de  la  hipoteca  que  se  constituya , el 
padre,  la  madre,  ó el  que  diere  la  dote  ó los 
bienes  que  se  deban  asegurar. 

A falta  de  estas  personas,  y siendo  menor  la 
mujer,  esté  ó no  casada,  deberá  pedir  que  se 
hagan  efectivos  los  mismos  derechos,  el  cura- 
dor, si  lo  hubiere:  art.  182  de  id. 

. Cuando  el  ministerio  fiscal  tuviere  noticia  de 
haberse  entregado  dote  al  marido  de  alguna 
huérfana  y menor  de  edad,  sin  la  hipoteca  cor- 
respondiente, habiendo  bienes  en  que  consti- 
tuirla, y teniendo  ella  curador,  pondrá  el  hecho 
en  conocimiento  del  juez  que  le  haya  discernido 
el  cargo  para  que  adopte  las  providencias  cor- 
respondientes; mas  no  teniendo  curador,  acudi- 
rá el  mismo  de  oficio  ó á instancia  de  cualquiera, 
al  tribunal  para  que  compela  al  marido  á la 
constitución  de  la  hipoteca,  procediendo  aquel 
de  oficio  y en  la  forma  establecida  en  el  art.  1G6 
de  la  ley, 


Los  jueces  municipales  tendrán  también  obli- 
gación de  excitar  el  celo  de  los  promotores  fis- 
cales, á fin  de  que  cumplan  lo  preceptuado  en 
el  párrafo  anterior:  arta.  183  déla  ley  y 131 
del  reglamento. 

El  curador  de  la  mujer  podrá  pedir  la  hipote- 
ca dotal , aunque  exista  la  madre  ó el  que  haya 
dado  la  dote,  si  no  lo  hicieren  una  ni  otro,  den- 
tro de  los  treinta  dias  siguientes  á la  entrega  de 
la  dote. 

También  deberá  el  curador  calificar  y admitir 
la  hipoteca  ofrecida,  sise  negaren  á hacerlo  la 
misma  madre  ó la  persona  que  haya  dado  la 
dote : art.  184  de  la  ley. 

Pedida  judicialmente  la  hipoteca  dotal  por 
cualquiera  de  las  personas  indicadas  en  el  se- 
gando párrafo  deL  art.  182,  se  observarán  para 
su  calificación  y admisión  las  reglas  siguientes: 

1/  Si  la  dote  fuere  dada  por  el  padre,  por  la 
madre,  ó por  ambos,  ó se  constituyere  con  bie- 
nes propios  de  la  hija,  la  calificación  y admi- 
sión de  la  hipoteca  corresponderán  , en  primer 
lugar,  al  padre,  en  su  defecto,  á la  madre,  y por 
falta  de  ambos,  al  curador. 

2. '1  Si  la  dote  ó bienes  que  deban  asegurarse 
fueren  dados  por  cualquiera  otra  persona,  cor- 
responderán á esta  la  calificación  y admisión  de 
la  hipoteca,  y solo  cuando  ella  no  las  hiciere, 
después  de  requerida,  podrán  ejercitar  igual 
derecho  el  padre,  ó la  madre  en  su  defecto,  y el 
curador,  á fíílta  de  ambos. 

3. ’  El  que  deba  calificar  la  hipoteca  podrá 
oponerse  á su  admisión,  bien  por  considerar 
insuficientes  los  bienes  ofrecidos  en  garantía, 
ó bien  por  cualquiera  otra  causa  que  pueda 
afectar  á su  validez;  mas  si  la  oposición  no 
fuere  fundada,  el  juez  lo  declarará  así  y ad- 
mitirá la  hipoteca.  Si  el  marido  careciere  de 
bienes  con  que  constituir  la  hipoteca  de  que 
trata  el  núm.  3.°  del  art.  169,  quedará  obligado 
á constituirla  sobre  los  primeros  inmuebles  ó 
derechos  reales  que  adquiera;  pero  sin  que  esta 
obligación  pueda  perjudicar  á tercero  mientras 
no  se  inscriba  la  hipoteca.  Cuando  el  marido  no 

■ hubiere  constituido  hipoteca  dotal  y comenzare 
á dilapidar  sus  bienes,  quedará á salvo  á la  mu- 
jer el  derecho  que  le  conceden  las  leyes  para 
exigir  que  los  que  subsistan  de  su  dote  se  le 
entreguen,  se  depositen  en  lugar  seguro,  úse 
pongan  en  administración:  arts.  185,  186  y 187 
de  la  ley  Hipotecaria. 

Los  bienes  dótales  que  quedaren  hipotecados 
6 inscritos  con  dicha  cualidad,  según  lo  dis- 
puesto en  los  números  1."  y 2.”  del  art.  169,  no 
se  podrán  enajenar,  gravar,  ni  hipotecar  en  los 
casos  en  que  las  leyes  lo  permitan,  sino  en  nom- 
bre y con  el  consentimiento  expreso  de  ambos 
cónyuges,  y quedando  á salvo  á la  mujer  el  de- 
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recho  de  exigir  que  su  marido  le  hipoteque  otros 
bienes,  si  los  tuviere,  en  sustitución  de  los  ena- 
jenados, ó los  primeros  que  adquiera,  cuando 
carezca  de  ellos  al  tiempo  de  verificarse  la  ena- 
jenación, ó de  imponerse  el  gravámen. 

Si  cualquiera  de  los  cónyug'es  fuere  menor 
de  edad,  se  observarán  en  la  enajenación  de 
dichos  bienes  las  reglas  establecidas  para  este 
caso  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Si  la  mujer  fuere  la  menor,  el  juez  ó tribunal 
que  autorice  la  enajenación  cuidará  de  que  se 
constituya  la  hipoteca  de  que  trata  el  párrafo 
primero  de  este  artículo , y hasta  que  esto  tenga 
lug'ar  no  permitirá  que  se  consume  el  contrato: 
art.  188  de  la  ley  y 132  del  reglamento. 

La  adición  hecha  á este  artículo  en  la  reforma 
de  1870  y que  marcamos  cou  letra  cursiva,  ha 
resuelto  negativamente  la  cuestión  de  si  por 
este  artículo  se  había  ó no  derogado  la  ley  61  de 
Toro  que  prohíbe  que  la  mujer  salga  fiadora  de 
su  marido,  ni  se  obligue  mancomunadamente 
con  él.  Si  la  mujer  solo  puede  enajenar,  gravar 
ó hipotecar  sus  bienes  en  los  casos  que  las  leyes 
lo  permitan,  no  permitiendo  la  61  de  Toro  su 
fianza  ni  su  obligación  mancomunada  con  el 
marido,  es  consiguiente  que  no  pueda  hipote- 
car sus  bienes. 

Los  bienes  propios  del  marido,  hipotecados  á 
la  seguridad  de  la  dote,  podrán  enajenarse, 
gravarse,  ó hipotecarse  por  el  mismo  marido 
sin  los  requisitos  expresados  en  el  párrafo  pri- 
mero del  artículo  anterior,  siempre  que  esto  se 
haga  dejando  subsistente  la  hipoteca  legal  cons- 
tituida sobre  ellos  con  la  prelacion  correspon- 
diente á su  fecha. 

Cuando  dicha  hipoteca  haya  de  extinguirse, 
reducirse,  subrogarse  ó posponerse,  será  indis- 
pensable el  consentimiento  de  la  mujer,  y se 
aplicará  lo  dispuesto  en  el  artículo  precedente. 

La  mujer  podrá  exigir  la  subrogación  de  su  hi- 
poteca en  otros  bienes  del  marido , en  cualquier 
tiempo  que  lo  crea  conveniente,  desde  que  haya 
consentido  por  escrito  en  la  enajenación  ó gra- 
vámen de  los  inmuebles  afectos  á su  dote,  6 
como  condición  prévia  para  prestar  dicho  con- 
sentimiento: arts.  189  al  190  de  la  ley. 

Si  la  mujer  aun  no  hubiera  contraido  matri- 
monio, 6 habiéndolo  contraido  ó no,  fuera  me- 
nor de  edad,  podrá  ejercitar  este  derecho  en  su 
nombre  el  padre  , la  madre , el  que  diera  la  dote 
6 el  curador  en  sus  respectivos  casos:  art.  190. 

Como' los  bienes  pertenecientes  á la  dote  ines- 
timada y los  parafernales  que  se  hallen  inscri- 
tos con  esta  calidad,  realmente  quedan  en  el 
dominio  de  la  mujer,  única  reconocida  por  due- 
ña según  el  Registro,  podrán  enajenarse  con 
arreglo  al  derecho  comuu,  quedando  á salvo 
á la  mujer  el  derecho  de  que  su  marido  le  hi- 


poteque otros  bienes  que  tenga  ó tuviere  eñ 
lo  sucesivo,  sin  perjuicio  de  la  restitución  de  la 
dote  ó parafernales  cuando  proceda : art.  191. 

A veces  la  dote  no  consiste  en  un  capital  dado, 
sino  en  rentas  ó pensiones  perpétuas;  si  se  ena- 
jenaren, se  ha  de  asegurar  su  devolución  cons- 
tituyendo hipoteca  por  el  capital  que  las  mismas 
pensiones  ó rentas  representen , capitalizadas  al 
interés  legal , que  hoy  dia  es  el  de  6 por  100  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  14  de  Mar- 
zo de  1856.  Si  fueren  temporales,  la  regla  que 
se  sigue  es  distinta;  ó estas  pensiones  tempo- 
rales pueden  6 deben  subsistir  después  de  la 
disolución  del  matrimonio,  como  por  ejemplo, 
las  vitalicias,  ó han  de  concluir  ó pueden  con- 
cluir antes  de  la  disolución ; si  lo  primero,  se 
constituirá  hipoteca  por  la  cantidad  en  que  con- 
vengan los  cónyuges,  ó el  juez  en  caso  de  disi- 
dencia; si  lo  segundo,  la  ley  nada  dice,  y es  de 
inferir  que  pueden  enajenarse  sin  necesidad  de 
; hipoteca,  puesto  que  no  han  de  devolverse:  ar- 
tículo 193.  T.  Acreedor  hipotecario. 

Hipoteca  por  bienes  reservadles. — De  nada  ser- 
viría la  obligación  de  reservar  en  los  padres  si 
la  ley  no  hubiese  establecido  el  medio  de  ejecu- 
tar la  oblig'acion  en  favor  de  los  hijos.  Reducida 
la  hipoteca  legal  que  les  concedían  las  antiguas 
leyes,  al  derecho  de  reclamar  una  hipoteca  es- 
pecial , se  han  marcado  para  llevar  á efecto  este 
derecho,  requisitos  especiales,  siempre  que  los 
bienes  reservables  sean  muebles,  pues  si  fuesen 
inmuebles  bastará  con  que  en  la  inscripción  de 
dominio  se  haga  constar  la  calidad  de  reserva- 
bles  por  medio  de  una  nota  marginal:  art.  141 
del  reglamento. 

La  hipoteca  por  los  bienes  muebles  se  consti- 
tuirá de  la  manera  siguiente  : l.°  El  padre  pre- 
sentará al  juez  ó tribunal  el  inventario  y tasa- 
. cion  pericial  de  ios  bienes  que  deba  asegurar, 
con  una  relación  de  lo  que  ofrezca  en  hipoteca, 
acompañada  de  los  títulos  que  prueben  su  do- 
minio sobre  ellos,  y de  los  documentos  que 
acrediten  su  valor  y su  libertad  ó los  graváme- 
nes á que  estén  afectos.  El  inventario  ó tasación 
serán  los  que  judicial  ó extrajudicialmente  se 
hubieren  practicado , y si  no  existiesen  de  esta 
especie,  los  que  el  padre,  ó en  su  caso  la  madre, 
forme  por  sí,  haciendo  constar  el  valor  de  los 
bienes  cou  testimonio  de  la  adjudicación  que  de 
ellos  se  le  hubiese  hecho,  y en  su  defecto,  por 
certificación  de  peritos  ó por  capitalización , al 
tipo  que  se  acostumbre  en  cada  lugar.  Los  títu- 
los de  dominio  de  los  bienes  que  ofrezcan  en  hi- 
poteca el  padre  ó la  madre  serán  por  lo  menos 
los  de  su  última  adquisición  ú otros  fehacientes, 
si  en  estos  no  consta  su  valor,  y una  certifica- 
ción del  registrador  de  su  propiedad  y cargas. 
2.°  Si  el  juez  ó tribunal  estimare  exactas  las  re- 
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laciones  de  bienes  y suficiente  la  hipoteca  ofre- 
cida, dictará  providencia,  mandando  extender 
un  acta  en  el  mismo  expediente,  en  la  cual  se 
declaren  los  inmuebles  rcservahles,  á fin  de  ha- 
cer constar  esta  cualidad  en  sus  inscripciones 
de  dominio  respectivas,  y se  constituya  la  hipo  - 
teca por  su  valor  y por  el  de  los  demás  bienes  ¡ 
sujetos  á reserva , sobre  los  mismos  inmuebles  y j 
los  de  la  propiedad  absoluta  del  padre  que  se  ¡ 
ofrezcan  en  garantía.  3.°  Si  el  juez  ó tribunal  I 
dudare  de  la  suficiencia  de  la  hipoteca  ofrecida 
por  el  padre,  podrá  mandar  que  este  practique 
las  diligencias  ó presente  los  documentos  que  | 
juzgue  convenientes,  á fin  de  acreditar  aquella  I 
circunstancia.  4.°  Si  la  hipoteca  no  fuera  sufi-  j 
cíente  y resultare  tener  el  padre  otros  bienes  so-  ¡ 
bre  qué  constituirla,  mandará  el  juez  ó tribunal  } 
extenderla  á los  que,  á su  juicio,  basten  para  ! 
asegurar  el  derecho  del  hijo.  Si  el  padre  no  tu-  | 
viere  otros  bienes,  mandará  el  juez  constituir  la  ! 
hipoteca  sobre  los  ofrecidos , pero  expresando  en  j 
la  providencia  que  son  insuficientes,  y decla- 
rando la  obligación  en  que  queda  el  mismo  pa-  j 
dre  de  ampliarla  con  los  primeros  inmuebles  j 
que  adquiera.  5.°  El  acta  de  que  trata  el  uúrne-  ¡ 
ro  2.°,  expresará  todas  las  circunstancias  que  ! 
deba  contener  la  inscripción  de  hipoteca,  y será 
firmada  por  el  padre,  autorizada  por  el  secreta-  . 
rio  y aprobada  por  el  juez  ó tribunal.  6 Me-  ; 
diante  la  presentación  en  el  registro  de  una  co-  i 
pia  de  esta  acta  y del  auto  de  su  aprobación  ju-  ¡ 
dicial,  se  harán  los  asientos  é inscripciones  cor-  j 
respondientes,  para  acreditar  la  cualidad  reser-  i 
vable  de  los  bienes  que  lo  sean,  y llevar  á efecto  j 
la  hipoteca  constituida,  bajo  la  responsabilidad 
del  juez  aprobante  que  debe  cuidar  de  ello:  ar- 
tículos 194  y 198  de  la  ley,  y 134  y 135  del  regla-  j 
mentó  hipotecario. 

Si  trascurrieren  noventa  dias,  contados  desde  i 
que  por  haberse  contraído  segundo  6 ulterior  ! 
matrimonio  adquieran  los  bienes  el  carácter  de  ' 
reservables,  y si  estos  se  adquiriesen  después  de 
celebrarse  el  segundo  matrimonio,  desde  el  dia  j 
de  su  adquisición,  sin  presentar  el  bigamo  al 
tribunal  el  expediente  de.  hipoteca,  podrán  re- 
clamar su  cumplimiento  los  hijos  exclusiva- 
mente, si  fueren  mayores,  si  menores,  los  tuto- 
res y curadores  habiéndolos,  y en  su  defecto  los 
parientes,  cualquiera  que  sea  su  grado,  ó el 
albaceadel  cónyuge  premuerto,  prefiriéndose, 
caso  de  ser  muchos  los  que  pidieren  la  constitu- 
ción de  la  hipoteca , al  que  primero  hubiese  re- 
clamado: tal  disponen  los  arts.  195,  196  y 197  de 
la  ley  y 136  del  reglamento;  pero  como  es  caso 
probable,  y mas,  atendidas  nuestras  costumbres, 
que  en  muchos  casos  estas  personas  no  reclamen, 
quedarán  en  todos  ellos  desamparados  por  com- 
pleto los  intereses  de  los  menores. 


Si  el  padre  ó la  madre,  cuando  recaiga  en  ella 
la  patria  potestad,  carecen  de  bienes  que  hipote- 
car , ha  de  procederse,  sin  embargo  , á la  ins- 
trucción del  expediente  con  e!  único  fin  de  que 
se  decrete  la  reserva  y su  cuantía  y laobligacion 
del  padre  á hipotecar  los  primeros  inmuebles 
que  adquiera,  haciéndose  constar  su  calidad  en 
el  registro,  por  medio  de  nota  marginal  en  la 
inscripción  de  la  propiedad;  sin  que  el  marido 
de  la  madre  casada  eu  segundas  nupcias  tenga 
que  garantizar  por  los  bienes  reservables  de  la 
madre  como  mandaba  la  ley , en  virtud  ue  las 
alteraciones  hechas  por  la  del  Matrimonio  civil: 
arts.  199  de  la  ley  y 134  del  reglamento  liipot. 

Dispone  el  art.  137  del  reglamento  que  cuando 
la  madre,  y el  segundo  marido  en  su  caso,  de- 
ban constituir  la  hipoteca,  se  han  de  practicar 
en  nombre  de  ambos  todas  las  diligencias  para 
la  formación  del  expediente,  firmando  uno  y 
otro  el  inventario  de  los  bienes  reservables  y la 
relación  de  los  que  ofrezcan  en  garantía  notifi- 
cándose á los  dos  las  providencias  que  se  dicten: 
de  este  precepto  parece  inferirse  que  hay  algún 
caso  en  que  el  segundo  marido  está  obligado  á 
hipotecar  por  los  bienes  que  su  segunda  esposa 
posea  con  la  calidad  de  reservables,  y verdadera- 
mente no  encontrarnos  cuál  pueda  ser,  teniendo 
en  cuenta  que, según  queda  dicho,  el  art.  134  del 
reglamento  exime  de  tal  obligación  en  los  ca- 
sos en  que  los  arts.  200,  201  y núrn.  3.°  del  168 
de  la  ley  disponían  que  hipotecase  sus  bienes  el 
padrastro. 

Extendida  el  acta  de  constitución  de  hipoteca 
y aprobada  judicialmente,  se  darán  ai  padre  ó 
madre  dos  copias  autorizadas  de  ella  y del  auto 
de  aprobación  para  que  deje  una  eu  poder  del 
registrador  y devuelva  la  otra  inscrita  al  tribu- 
nal. Si  los  hipotecantes  se  negaren  á recibir  las 
copias  ó no  devolvieran  la  una  con  la  nota  de 
inscripción  á los  treinta  dias  de  habérseles  entre- 
gado aquellas  , el  juez  las  remitirá  de  oficio, 
mandando  al  registrador  hacer  en  su  virtud  la 
inscripción:  art.  138  del  reglamento. 

Hipoteca  por  bienes  peculiares . — Los  padres  que 
contraigan  segundas  ó ulteriores  nupcias  tienen 
i obligación  de  constituir  hipoteca  especial  para 
seguridad  de  los  bieues  no  inmuebles  del  pecu- 
lio que  administren  y usufructúen,  pues  respecto 
álos  inmuebles,  basta  con  que  se  inscriban  á fa- 
; vor  de  los  hijos  con  expresión  de  la  circunstancia 
; de  ser  peculiares:  arts.  202  de  la  ley  y 134  y 143 
del  reglaineuto  hipotecario. 

Dice  la  ley.  que  se  entenderá  que  el  padre  no 
puede  constituir  la  hipoteca  cuando  carezca  de 
bienes  inmuebles  hipotecadles,  prevención  ocio- 
sa, pues  no  es  fácil  imag-inar  cómo  había  de  en- 
tenderse lo  contrario.  Si  los  bienes  que  poseyese 
j fueran  insuficientes,  constituirá  sobre  ellos  la 
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hipoteca,  sin  perjuicio  de  ampliarla  á los  que 
adquiriese  en  lo  futuro,  caso  de  que  se  le  exi- 
giere: art.  203  de  la  ley. 

Si  los  hijos  fuesen  mayores  de  edad,  solo  ellos 
podrán  exigir  la  inscripciou  de  bienes  y la  cons- 
titución de  la  hipoteca  en  la  forma  ordinaria, 
pero  si  fuesen  menores  podrán  pedirlas  en  su 
nombre  las  personas  de  quienes  procedan  los 
bienes  en  que  consista  el  peculio,  los  herederos 
ó albaceas  de  estos,  los  ascendientes  del  menor; 
la  madre  si  estuviese  legalmente  separada  de  su 
marido ; estando  en  todo  caso  oblig'ado  á pedirlas 
el  curador  del  hijo , sin  que,  si  alguno  de  los 
antedichos  se  le  anticipare,  pueda  decidirse  el 
expediente  sin  dársele  conocimiento:  arts.  204, 
205  y 206  de  la  ley. 

Es  de  notar  que  aquí,  como  cuando  se  trata  de 
bienes  reservables,  se  dan  atribuciones  al  alba- 
cea  de  un  testador,  que  no  son  rigorosamente 
nacidas  ni  de  sus  facultades  generales  para  el 
cumplimiento  de  cargas  piadosas,  ni  del  encar- 
go expreso  del  testador  y que  se  impone  obliga- 
ción al  curador  del  hijo  para  exigir  la  fianza  del 
padre , sin  que  se  determine  cómo  puede  tener 
lugar  este  caso.  Regla  general  es  que  áquien  tie- 
ne padre,  no  se  le  da  tutor  ni  curador.  Por  con- 
siguiente hemos  de  acudir  á los  casos  de  excep- 
ción, que  son  aquellos  en  que  por  incompatibi- 
lidad del  padre  se  nombra  al  hijo  un  curador  ad 
litem ; pero  esta  clase  de  curadores  nombrados 
para  solo  representarle  en  actuaciones  judicia- 
les determinadas,  ni  tienen  facultades  para  in- 
miscuirse en  los  negocios  del  pupilo , ni  por  re- 
gla general  han  de  estar  enterados  del  estado 
que  alcancen.  Si  se  trata,  como  parece  que  debe 
ser,  de  curador  ad  bono,,  solo  se  nos  alcanza  que 
puede  tener  esto  lugar  cuando  los  huérfanos 
quedasen  desamparados  totalmente  de  su  padre, 
ó cuando  este  se  hallare  asimismo  bajo  curadu- 
ría, en  cuyo  caso,  aun  cuando  él  personalmente 
no  adminístraselos  bienes  peculiares,  los  admi- 
nistraría el  curador  en  su  nombre  y representa- 
ción, y por  lo  tanto,  en  tal  concepto,  tendría 
que  prestar  hipoteca  suficiente  para  el  objeto. 

Hipoteca  por  razón  de  tutela  ó curaduría. — Gra- 
vaba los  bienes  de  los  tutores  y curadores  la  hi- 
poteca legal  sobre  todos  sus  bienes,  que  substi- 
tuyó por  la  hipoteca  especial  el  art.  214  de  la 
ley,  debiendo  constituirla  con  sujeción  á lo  dis- 
puesto en  el  tit.  3.°,  parte  2.’  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil. 

Mas  como  esta  hipoteca  puede  llegar  á ser  in- 
suficiente por  la  deterioración  de  los  bienes  ó 
aumento  de  los  del  menor,  faculta  el  art.  215  al 
juez  ó tribunal  para  exigir,  á su  prudente  arbi- 
trio, una  ampliación  de  fianza , que  podría  pe- 
dirse por  cualquier  persona  y aun  decretarse  de 
oficio  en  todo  tiempo,  con  las  mismas  formali- 
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dades  que  se  constituyó  la  hipoteca  principal, 
sin  perjuicio  de  que,  si  el  juez  no  creyese  proce- 
dente dicha  ampliación,  atienda  á salvar  los  in- 
tereses del  pupilo  por  los  medios  que  crea  opor- 
tunos y disponga  el  depósito  ó imposición  de  fon- 
dos sobrantes  del  menor,  según  previene  el  ar- 
tículo 1272  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

Para  decretar  la  hipoteca,  en  el  mismo  expe- 
diente de  discernimiento  del  cargo  de  tutores  ó 
curadores  que  no  estuviesen  relevados  de  fianzas, 
se  justificará  el  importe  délos  bieuesmueblesdel 
pupilo  y la  renta  de  los  inmuebles,  se  gradua- 
rá en  su  vista  el  importe  de  la  fianza,  la  propie- 
dad de  los  bienes  que  se  ofrezcan  en  hipoteca,  su 
libertad  de  cargas  y su  valor  por  capitalización, 
al  tipo  que  se  acostumbre  en  cada  lugar,  por  los 
recibos  de  la  contribución  territorial  del  último 
, año  ó por  certificación  de  peritos.  Oido  el  pro- 
motor ó el  curador  á pleitos  en  su  caso,  si  el  juez 
juzga  suficientes  las  fincas,  se  constituirá  la  hi- 
poteca por  acta  firmada  por  el  tutor  ó curador 
ante  el  secretario  y que  aprobará  el  juez  en  auto 
separado.  Se  entregarán  dos  copias  al  tutor, 
quien,  inscritas,  dejará  una  en  el  registro  y 
devolverá  la  otra  al  juzgado,  siu  que  hasta  en- 
tonces se  le  pueda  discernir  el  cargo. 

De  otras  hipotecas  legales. — Las  direcciones  ge- 
nerales; los  gobernadores  délas  provincias  y los 
alcaldes  deberán  exigir  la  constitución  de  hipo- 
tecas especiales,  sobre  los  bienes  de  los  que  ma- 
nejen fondos  públicos  ó contraten  con  el  Estado, 

: las  provincias  ó los  pueblos,  en  todos  los  casos  y 
en  la  forma  que  prescriban  los  reglamentos  ad- 
ministrativos: art.  217. 

Respecto  á la  preferencia  que  tengan  sobre  los 
demás  acreedores,  como  igualmente  sobre  cuan- 
to concierne  á la  hipoteca  legal  que  concede  la 
ley  á los  aseguradores  y compañías  de  seguros 
mútuos,  véase  la  doctrina  expuesta  en  los  ar- 
tículos Acreedores  hipotecarios  privilegiados  é 
■ Inscripción.  * 

Efectos  de  la  hipoteca  según  el  derecho  antiguo . 

* XXXVII.  Después  de  tratar  el  Sr.  Escriche 
de  las  diversas  especies  de  hipotecas,  expone  los 
efectos  de  la  hipoteca  en  general,  con  arreglo  á 
nuestro  derecho  antiguo,  muchas  de  cuyas  dis- 
posiciones han  sido  derogadas  total  ó parcial- 
mente por  las  de  la  nueva  ley  Hipotecaria.  Por 
esta  causa,  al  exponer  aquellas  prescripciones, 
no  obstante  haber  sido  adoptadas  por  la  nueva 
ley  algunas  de  ellas  y las  doctrinas  que  son  su 
consecuencia,  sustituimos  el  tiempo  presente,  de 
que  usa  el  autor,  con  el  tiempo  pasado,  á fin  de 
evitar  que  puedan  entenderse  vigentes  las  de- 
rogadas, pues  respecto  de  las  que  hoy  rigen, 
pueden  fácilmente  consultarse  en  los  párrafos 
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respectivos  de  este  artículo,  donde  se  hallan  ex- 
puestas, haciéndose  acerca  de  ellas  las  aplica- 
ciones á que  se  presta  el  espíritu  de  la  ley,  de 
la  doctrina  enunciada  sobre  las  antiguas.  Así, 
pues,  corresponden  especialmente,  mas  6 menos. 

¡i  las  disposiciones  y doctrinas  enunciadas  aquí 
por  el  autor,  las  de  los  párrafos  siguientes  del 
presente  artículo;  á las  del  pár.  XXX  Vil!,  apar- 
te h”,  las  del  párrafo  IV,  donde  se  expone  el  ar- 
ticulo 125  déla  ley  Hipotecaria,  y las  del  párra- 
fo XLIV.  núm.  4;  á las  del  pár.  XXXIX,  las  del 
pár.  III,  aparte  ó."  ;arts.  130  y 132  de  la  ley  Hipo- 
tecaria!, y el  pár.  IV  citado  ; ó las  del  pár.  XL  y 
del  XLI,  aparte  1.".  las  del  pár.  III,  apartes  ó.“  y 
7.“;  á las  del  pár.  XLT,  apartes  2"  y 3.°,  las  del  pár- 
rafo IX,  aparte  1.",  núm.  3.°,  y apartes  12  y 13:  y á 
las  del  pár.  XLH,  las  del  pár.  III,  apartes  5.  , 6,  y 
7.°  Véase  también  lo  expuesto  en  el  pár.  XLIV  so- 
bre la  extinción  de  las  hipotecas  según  la  ley 
Hipotecaría  y en  los  párrafos  XXXIV  al  XXXVI 
sobre  las  diversas  especies  de  hipotecas.  * ' 
XXXVIII.  Era  efecto  de  la  hipoteca,  cual- 
quiera que  fuera  su  especie,  obligar  al  pago  de 
toda  la  deuda  la  cosa  hipotecada  y cada  una  de 
sus  partes.  De  aquí  era  que  si  tu  deudor  enaje- 
naba una  parte  de  la  finca  que  te  había  hipote- 
cado, tenias  derecho  de  hipoteca  por  el  total  de 
tu  crédito,  tanto  sobre  la  parte  enajenada,  como 
sobre  la  que  conservaba  en  su  dominio.  De  aquí 
era  igualmente,  que  si  fallecía  tu  deudor  dejan- 
do, v.  gr.,  cuatro  herederos,  entre  quienes  se 
dividía  la  cosa  hipotecada,  podrías  ejercer  por 
entero  tu  acción  hipotecaria  en  la  parte  de  cada 
uno  de  ios  cuatro.  Por  eso  se  dice  que  la  hipote- 
ca est  Iota  in  (oto,  et  iota  in,  qualibet  parte,  y en 
eso  también  la  obligación  hipotecaria  se  dife- 
rencia de  la  obligación  personal,  la  cual  se  divi- 
de entre  los  herederos  del  deudor:  Áctio  quidem 
personalis,  dice  la  ley  2.*,  tít.  32,  lib.  8.°  del  Có- 
digo, ínter  heredes  [debitoris ) pro  singulis  purtio- 
nibus  qimsita  scindíiur,  •pujmris  (tu te m jure  mul- 
lís obliga  lis  rebus,  (pías  diver  si  possident,  cum 
ejus  vindicalio  non  persouam  obligo t sed  reta  se- 
qnalur:  qui  possident,  Lenentes  non  pro  modo  sin- 
gularum  rervm  su bs tandas  couveuiuniur,  sed  in 
solidnm ; nivel  totum  debitum  reddant,  vel  eo,  quod 
deiinent  cedant.  Dividíase  asimismo  entre  los  he- 
rederos del  acreedor  la  acción  persoual,  y per- 
manecía indivisa  la  hipotecaria:  Manijes  ti  et  in- 
dubitati  juris  est,  dice  la  ley  1.a,  tít.  32,  lib.  8.° 
del  Código,  defuncto  creditore  mullís  reliclis  he- 
redibus , actionem  quidem  personalem  ínter  eos  er 
legeXII  Tabularum  dividí;  pit/ims  vero  in  solidnm 
W vi  caique  teneri;  de  lo  cual  se  sigue,  que  si  á uno 
de  ellos  se  hubiere  pagado  su  parte  de  crédito, 
podían  sin  embargo  los  demás  hacer  vender  toda 
la  cosa  hipotecada  para  ei  cobro  de  las  suyas, 
ofreciendo  al  deudor  lo  satisfecho  á su  coherede- 
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i ro,  como  declara  la  Ley  li,  pár.  4.“,  tit.  7.“,  li- 
bro 13  del  Digesto. 

XXXIX.  Como  el  objeto  de  la  hipoteca  es  ase- 
gurar al  acreedor  el  pago  de  su  crédito  con  el 
producto  de  la  venta  de  la  cosa  hipotecada  cuan- 
do ei  deudor  no  se  lo  satisiacia  a debido  tiempo, 

! era  consiguiente  que  él  acreedor  tuviese  dere- 
! chode  perseguir  la  cosa  hipotecada,  cualesquie- 
ra que  fueran  las  personas  en  cuyo  poder  se 
! encontrare;  y de  este  derecho  nacía  la  acción 
j hipotecaria.  Podía  ejercerse  , pues,  esta  acción, 

! no  solamente  contra  el  deudor  y sus  herederos 
| mientras  poseyeren  la  cosa , sino  también  contra 
j cualquier  tercero  á quien  se  hubiese  enajenado; 
ley  11,  tít.  13,  Part.  5.* 

Esta  regla  tenia  lugar  en  la  hipoteca  especial , 
ora  fuese  legai , ora  convencional,  como  igual- 
mente en  la  hipoteca  general  cuando  era  legal; 
de  modo  que  en  todos  estos  casos  podia  perse- 
guirse la  cosa  hipotecada,  aunque  se  hallase  en 
manos  de  un  tercer  poseedor.  Así  se  infiere  de 
dicha  ley  14,  con  sus  glosas,  tít.  13,  Part.  ;V, 
que  concede  este  derecho  sin  distinguir  de  hipo- 
tecas; de  la  ley  17,  tít.  II,  Part.  4.a,  que  declara 
obligados  á la  restitución  de  la  dote  y parafer- 
na  de  la  mujer  lodos  los  bienes  del  marido  á 
quien  quier  que  pasen-,  declaración  que  puede 
considerarse  aplicable  á los  demás  casos  de  la 
hipoteca  tácita;  de  la  ley  37,  tít.  13,  Part.  ñ.’,  que 
si  bien  permite  al  deudor  que  tiene  hipotecados 
todos  sus  bienes  dar  libertad  h algún  siervo  , es 
solo  cuando  los  otros  bienes  que  le  quedan  son 
suficientes  para  el  pago  de  la  deuda;  del  prin- 
cipio general  que  establece  que  cuando  enaje- 
namos nuestras  cosas,  no  traspasamos  su  domi- 
nio sino  con  las  cargas  que  les  serian  inherentes 
permaneciendo  en  nuestro  poder:  Alienado  enm 
fil,  cum  sua  causa  dominium  ad  alium  transferi- 
mus . quee  esset  futura , si  apud  nos  ea  res  mm- 
sisset:  idque  todo  jure  civili  fía  se  habet , prceter- 
quem  si  aliquid  nomiualvm  sit  constitutum:  ley 
67,  tít.  1.",  lib.  18  del  Digesto;  yen  fin,  de  la 
máxima  de  derecho  que  no  permite  al  deudor 
empeorar  con  sus  actos  ó contratos  la  condición 
de  su  acreedor:  Bebitorem  ñeque  vendenlem,  ne- 
\ que  donan tem,  ñeque  leganlem,  vel  jideicomissum 
relinquenlem , posee  deteriórete  /acere  creditoris 
condi tione m , certissimum  est.  linde  si  tibí  obliga- 
tam  revi  probare  posse  confidis , pignora  perseguí 
debes:  ley  15,  tít.  14,  lib.  8.°  del  Código.  Mas  en 
la  hipoteca  general  constituida  por  convención, 
no  podía  perseguirse  ninguna  de  las  cosas  hi- 
potecadas que  hubieren  pasado  á terceras  ma- 
nos, con  arreglo  á la  ley  3.a,  tít.  16,  lib.  10,  No- 
vísima Recop. 

XL,  No  podia  el  acreedor  ejercer  su  acción 
hipotecaria  contra  el  tercer  poseedor  de  las  co- 
sas hipotecadas,  sin  reconvenir  primero  al  deu- 
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dor  en  uso  de  la  acción  personal  que  tenia  con- 
tra él  y hacer  excusión  en  sus  bienes;  pues  si 
pudiere  cobrar  el  deudor  todo  su  crédito,  debe 
dejar  estar  en  paz,  como  dice  la  ley,  al  tercer  po- 
seedor de  dichas  cosas:  ley  14,  tít.  13,  Part.  5.' 

Había,  sin  embargo,  algunos  casos  en  que  el 
acreedor  podia  omitir  la  excusión  de  los  bienes 
del  deudor  y hacer  uso  desde  luego  de  su  acción 
hipotecaria  contra  el  tercer  poseedor: 

1."  Cuando  el  deudor  enajenaba  la  cosa  hipo- 
tecada después  de  habérsele  movido  pleito  sobre 
ella  por  el  acreedor:  ley  14,  tít.  13,  Part.  5.a 

2°  Cuando  el  deudor  se  habia  obligado  á con- 
servar en  su  poder  la  cosa  hipotecada  sin  enaje- 
narla mientras  subsistiese  la  deuda,  y á pesar  de 
este  pacto  la  enajenó  después;  porque  en  este 
caso  se  consideraba  nula  la  enajenación  y sub- 
sistente la  finca  en  poder  del  deudor:  ley  67,  tí- 
tulo 5.',  Part.  5.a 

3. "  Cuando  el  deudor  habia  dado  al  acreedor 
de  la  deuda  la  posesión  real  ó ficta  de  la  cosa 
hipotecada,  entregándole  los  títulos  de  propie- 
dad ó constituyéndose  por  inquilino  , arrendata-  ‘ 
rio,  tenedor  ó poseedor  precario  de  ella  en  nom- 
bre del  acreedor,  y después  la  enajenó  ai  tercero: 
Gregorio  López,  gl.  5.‘  de  la  d.  ley  14,  tít.  13, 
Part.  5.a;  y Cur.  filip.,  part.  2.a  Juic.  ejec.,  pár- 
rafo 11,  núm.  12. 

4. °  Cuando  el  deudor  habia  hecho  cesión  de 
bienes,  ó se  hallaba  ausente,  ó estando  presente  1 
no  podia  ser  reconvenido,  ó era  notorio  que  se 
encontraba  en  estado  de  insolvencia:  Gregorio 
López  en  la  cit.  gl.  5.a 

XLI.  El  tercer  poseedor,  contra  quien  diri- 
giera el  acreedor  su  acción  hipotecaria,  debía 
restituir  la  cosa  hipotecada:  pues  que  no  pasó  á 
sus  manos  sino  con  este  gravámen,  ó satisfacer 
la  cantidad  que  importare  la  deuda;  y el  acree- 
dor no' podia  resistirse  á la  aceptación  del  pago 
que  en  su  caso  se  le  ofreciere  , antes  bien  habia 
de  ceder  al  tercer  poseedor  sus  derechos  si  se  los 
demandare:  ley  18,  tít.  13,  Part.  5/  Mas  para 
forzar  al  tercer  poseedor  á elegir  uno  de  estos 
dos  medios,  era  preciso  que  el  acreedor  probare 
dos  cosas:  1.a,  que  la  cosa  que  reclamaba  le  habia 
sido  hipotecada;  2.',  que  el  que  se  la  hipotecó 
tenia  entonces  el  dominio  de  ella,  ó que  á lo 
menos  podia  hipotecarla:  d.  ley  18.  Si  el  tercer 
poseedor  , creyendo  de  buena  fe  que  la  cosa  hi- 
potecada era  suya,  hubiese  hecho  en  ella  algu- 
nas mejoras,  podia  retenerlas  en  su  poder  hasta 
que  el  acreedor  le  reintegrase  de  los  gastos  que 
manifiestamente  apareciesen  invertidos  en  uti- 
lidad de  la  misma  cosa:  ley  15,  tít.  13,  Part.  5.a 

El  acreedor,  no  solo  tenia  derecho  para  el  cobro 
de  su  crédito  á la  misma  cosa  hipotecada,  sino 
también  á los  frutos  que  habia  pendientes  en 
ella  al  tiempo  de  la  enajenación;  pero  no  á los 


frutos  que  habian  sido  sembrados  ó concebidos 
durante  la  posesión  del  tercero  á quien  la  cosa 
fué  enajenada:  ley  16,  tít.  13,  Part.  5.a 

Si  el  deudor,  después  de  la  constitución  de  la 
hipoteca,  hubiese  concedido  á una  persona  el 
usufructo  de  la  cosa  h ipotecada,  y 'enajenado  á 
otra  la  propiedad , podia  el  acreedor  intentar  la 
acción  hipotecaria  así  contra  el  propietario  de  la 
finca  como  contra  el  usufructuario;  y del  mismo 
modo,  si  se  hubiese  dado  la  finca  en  enfiteusis, 
podia  proceder  el  acreedor,  no  solo  contra  el  que 
tenia  el  dominio  directo,  sino  también  contra  el 
que  tuviere  el  dominio  útil;  porque  todos  estos 
derechos  son  capaces  de  hipoteca  y disminuyen 
el  valor  de  las  heredades  sobre  que  recaen,  y el 
deudor  no  puede  empeorar  la  condición  de  su 
acreedor  enajenando  la  propiedad  de  la  cosas 
hipotecadas  ó los  diversos  derechos  que  ia  cons- 
tituyen. 

XLII.  No  se  entregaba  al  acreedor  la  cosa  hi- 
potecada, sino  que  se  vendía  en  pública  subasta 
y con  su  precio  se  le  hacia  pago  de  la  deuda,  á 
no  ser  que  al  tiempo  de  la  constitución  de  la 
hipoteca  ó después,  hubiera  consentido  el  dueño 
en  que  se  la  quedase  ó la  tomara  por  su  justo 
valor:  ley  41,  tít.  5.°,  y ley  12,  tít,  13,  Part.  5.‘ 

El  acreedor,  en  efecto,  armado  de  su  titulo 
ejecutivo,  ó procurándoselo  si  do  lo  tenia,  pedia 
directamente  ejecución  contra  ia  cosa  hipotecada 
siguiéndola  hasta  sentencia  de  remate;  y decla- 
rada esta  en  cosa  juzgada,  mandaba  el  juez  á su 
solicitud  sacar  la  finca  á pública  subasta;  se  ta- 
saba y pregonaba  por  treinta  dias  útiles;  se  fija- 
ban cédulas  en  los  sitios  públicos  por  tres  veces, 
de  nueve  en  nueve  dias  útiles,  que  con  los  tres 
de  la  fijación  componen  los  treinta;  se  admitían 
las  posturas  y mejoras,  con  tal  que  excediesen 
de  las  dos  terceras  partes  de  la  tasa,  haciéndose 
saber  á los  postores  anteriores  y al  deudor;  se 
celebraba  el  remate,  y declarado  en  cosa  juzga- 
da, y dado  el  cuarto  pregón,  depositaba  el  com- 
prador el  precio  y se  le  ponia  en  posesión  de  la 
finca,  otorgando  el  juez  á su  favor  en  nombre 
del  deudor  venta  judicial  en  forma.  No  habien- 
do comprador  que  ofreciese  á lo  menos  las  dos 
terceras  piarles  de  la  tasa,  podia  el  acreedor  pe- 
dir que  se  le  adjudicase  la  ñuca  en  pago  de  Ja 
deuda  por  el  valor  que  se  le  hubiere  dado,  de- 
volviendo el  exceso  que  resultare. 

Extinción  de  la  hipoteca  según  el  derecho  antiguo. 

XLIH.  La  hipoteca  se  extingue:  l.°,  por  la 
pérdida  de  la  cosa  hipotecada;  2.',  por  la  con- 
fusión ó consolidación;  3.“,  por  ia  resolución  del 
derecho  del  que  la  ha  constituido;  4.°,  por  la  ex- 
tinción de  la  obligación  principal;  5.°,  por  la 
renuncia  ó remisión  expresa  ó tácita  que  de 


ella  hiciere  el  acreedor;  6.°,  por  la  prescripción. 

1."  Cuando  pereceó  se  pierde  la  cosa  hipóte 
cada,  es  claro  que  se  extingue  con  ella  la  hipo- 
teca; porque  siendo  la  hipoteca  uu  derecho  en  la 
cosa,  un  accidente,  un  accesorio  de  ella,  no 
puede  subsistir  sin  su  principal.  Mas  como  la 
hipoteca  recae  sobre  toda  la  cosa  y cada  una  de 
sus  partes,  de  ahí  es  que  si  la  cosa  perece  solo 
en  parte  y no  del  todo,  lo  que  se  conservare  que- 
dará todavía  hipotecado  á la  totalidad  de  la  deu- 
da. Si  es,  por  ejemplo,  uu  edificio  y se  destruye 
por  efecto  de  un  huracán,  de  una  inundación  ó 
de  un  incendio,  ó por  cualquiera  otra  causa  cul- 
pable ó inculpable,  continuarán  siempre  hipo- 
tecados el  área  ó suelo,  y aun  los  escombros  ó 
materiales,  mientras  parezcan  destinados  para 
la  reconstrucción  del  edificio:  ley  15,  tít.  13,  y 
leyes  28  y 31,  til.  5.",  Part.  5.a 

2. "  La  hipoteca  se  extingue  por  la  confusión 
ó consolidación,  cuando  ei  acreedor  adquiere  la 
cosa  que  le  estaba  hipotecada;  porque  la  hipóte 
ca  es  necesariamente  un  derecho  que  tenemos 
en  la  cosa  de  otro  para  seguridad  de  lo  que  se 
nos  debe,  y no  puede  una  misma  cosa  pertene- 
cer y servir  á la  vez  de  caución  á una  misma 
persona. 

Mas  para  que  la  confusión  produzca  la  extin- 
ción de  hipoteca,  es  necesario  que  la  adquisi- 
ción sea  irrevocable;  pues  si  el  acreedor  no  ad-  | 
quiere  sino  de  un  modo  revocable  la  cosa  hi-  , 
potecada,  y llegare  con  efecto  á verificarse  la  : 
revocación,  recobrará  entonces  su  fuerza  el  de- 
recho de  hipoteca.  Si  después  que  yo  he  compra- 
do, por  ejemplo , una  casa,  usa  sobre  ella  dei 
retracto  de  abolengo  un  pariente  del  vendedor; 
si  después  que  se  me  ha  donado  un  olivar,  se  , 
revoea  la  (lunación  por  supervención  de  hijos;  si  ¡ 
después  que  lie  adquirido  una  viña  con  el  pacto  ! 
de  relrovendendo,  la  redime  el  que  me  la  vendió 
con  esta  reserva;  en  todos  estos  casos  y otros  se- 
mejantes renacerá  la  hipoteca  que  yo  tenia  so- 
bre estas  fincas , porque  la  adquisición  que  yo 
habia  hecho  de  ellas  se  ha  revocado  en  virtud  de 
una  causa  anterior  á mi  contrato  de  adquisición. 

3. °  La  hipoteca  se  extingue  por  la  resolución 
u extinción  del  derecho  del  que  la  ha  constitui- 
do,  según  los  axiomas  de  que  la  resolución  del 
derecho  del  que  ha  dado  una  cosa  lleva  consigo 
la  resolución  del  derecho  del  que  la  ha  recibido, 
y de  que  nadie  puede  traspasar  á otro  mas  dere- 
chos que  los  que  él  tiene:  Resoluto  jure  dantis, 
resolviturjus  accipienlis:  Nenio  pl  us  juris  in  alium 
con/erre  potest,  quam  ipse  habel. 

Mas  para  entender  bien  esta  regla  y aplicarla 
con  exactitud,  es  preciso  hacer  distinción  entre 
la  resolución  necesaria  y la  resolución  volunta- 
ria, y entre  la  resolución  voluntaria  que  no 
puede  imputarse  sino  indirectamente  á la  vo- 


luntad del  poseedor  de  una  finca,  y la  resolu- 
ción voluntaria  que  es  efecto  directo  é inmedia- 
to de  la  mera  voluntad  del  poseedor, 

Siempre  que  la  resolución  ó extinción  del  de- 
recho que  el  poseedor  de  una  finca  tenia  en  ella, 
es  efecto  de  una  causa  necesaria  é inherente  al 
acto  ó contrato  de  adquisición  de  la  finca,  no 
puede  dudarse  que  se  resuelve,  extingue  y des- 
j vanece  la  hipoteca  que  el  poseedor  ha  constitui- 
do en  la  misma  finca  durante  el  tiempo  de  su 
posesión.  Por  eso  la  hipoteca  constituida  sobre 
una  heredad  por  una  persona  que  no  tiene  en 
ella  mas  que  el  usufructo,  queda  extinguida 
por  la  muerte  del  usufructuario  y por  cualquie- 
ra otra  de  las  causas  que  hacen  cesar  el  usufruc- 
to, como  establece  la  ley  8.",  tít.  6.”,  lib.  20  del 
Digesto.  Por  eso  la  hipoteca  constituida  por  un 
heredero  sobre  una  cosa  legada  bajo  condición  á 
un  tercero , se  desvanece  tan  pronto  como  se 
cumple  la  condición,  según  dispone  formalmen- 
te la  ley  13,  pár.  l.“,  tít.  1.a,  lib,  20  del  Digesto, 
Por  eso  la  hipoteca  constituida  por  un  donatario 
sobre  los  bienes  donados,  pierde  sus  efectos 
desde  el  momento  en  que  la  donación  queda  re- 
vocada por  la  supervención  de  hijos  ai  donador. 

Cuando,  por  el  contrario,  la  resolución  del  de- 
recho del  poseedor  de  una  finca  es  efecto  directo 
é inmediato  de  su  voluntad,  permanece  entou- 
ces  y se  conserva  en  ella  la  hipoteca  constituida 
por  ói,  porque  no  debe  estar  en  su  mano  el  qui- 
tar á terceras  personas  por  mera  voluntad  los 
derechos  que  legítimamente  han  adquirido.  Com- 
pras, por  ejemplo,  una  heredad  bajo  la  condi- 
ción de  que  si  en  el  término  de  tres  meses  te 
llegare  á desagradar,  podrás  deshacer  el  contra- 
to: la  das  luego  durante  dicho  tiempo  en  hipo- 
teca á tus  acreedores;  y por  fin  arrepentido  de 
tu  adquisición  la  restituyes  al  vendedor.  ¿Sub- 
sistirá la  hipoteca  que  has  constituido,  no  obs- 
tante la  resolución  del  derecho  que  tenias  en  la 
heredad?  Subsistirá,  responde  la  ley  3.a,  tít.  6.°, 
lib.  20  del  Digesto,  porque  no  está  en  tu  arbitrio 
anonadar  con  tu  hecho  la  obligación  que  has 
contraído  á favor  de  un  tercero.  La  Ley  4 del  mis- 
mo título,  y los  párs,  1 y 8.°  de  las  leyes  21  y 42, 
tít.  I.",  lib.  21,  nos  presentan  otra  especie  ó caso 
de  igual  naturaleza.  Después  de  haber  comprado 
Ticio  una  heredad,  la  obliga  en  hipoteca  á uno  de 
sus  acreedores;  apercíbese  luego  de  que  es  mal 
saua  y pestilencial;  y usando  de  la  acción  red- 
i liibitoria,  compele  ai  vendedor  á su  recobro  y á 
: la  restitución  del  dinero;  hácese  sobre  este  caso 
la  misma  pregunta  que  sobre  el  precedente  en 
cuanto  á la  subsistencia  de  la  hipoteca,  y las 
citadas  leyes  deciden  la  cuestión  de  la  misma 
mnneia.  Revócase  una  donación  por  causa  de 
ingratitud ; los  bienes  que  el  donatario  ha  hipo- 
tecado antes  de  intentarse  la  acción  contra  él. 
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¿vuelven  al  donador  libres  de  todo  gravamen? 
La  ley  7.“,  tit.  56,  lib.  8.°  del  Código,  resuelve 
que  no;  la  hipoteca  subsiste  en  ellos  á favor  de 
los  acreedores  del  donatario.  Abandona  un  en- 
fiteuta  el  predio  enfitéutico  al  dueño  directo; 
¿quedará  extinguida  por  este  abandono  la  hipo- 
teca que  el  enfiteuta  constituyó  á favor  de  sus 
acreedores  durante  la  enfiteusis?  Este  abandono  I 
es  absolutamente  voluntario  de  parte  del  que  le 
hace;  su  objeto  directo  é inmediato  es  resolver 
la  enfiteusis,  devolver  el  predio  al  dueño  direc- 
to , y extinguir  el  cánon  ó censo  anual  inheren- 
te á su  posesión;  continuará  por  lo  tanto,  aun 
después  del  abandono,  la  hipoteca  constituida 
por  el  enfitéuta.  Se  objetará  sin  duda,  que  pa- 
rece muy  duro  para  el  dueño  directo,  para  el 
donador,  y para  el  vendedor  contra  quien  se 
usa  de  la  acción  redliibitoria  ó de  la  reserva  de 
rescindir  la  venta,  el  verse  obligado  á mantener 
una  carga  en  cuya  imposición  no  ha  tenido  par- 
te; y que  habiendo  salido  de  sus  manos  libre  la 
heredad,  debe  asimismo  volver  á ellas  libre  de 
todo  gravámen.  Mas  estas  consideraciones  no  se  I 
tienen  por  bastante  fuertes  para  producir  de  de- 
recho la  extinción  de  las  hipotecas  constituidas 
por  el  enfiteuta,  por  el  donatario  y por  el  com- 
prador eu  los  supuestos  casos;  y solo  sirven  para 
dar  al  vendedor,  al  donador  y al  dueño  directo 
la  acción  de  compeler  al  comprador,  al  donata- 
rio y al  enfiteuta  á exonerar  la  finca  y devolver- 
la libre  de  toda  carga:  ley  43,  pár.  8.°,  y ley  21, 
pár.  l.°,  tít.  l.°,  lib.  21,  del  Digesto. 

Cuando  en  fin  la  resolución  del  derecho  del 
poseedor  de  la  cosa  no  es  sino  un  efecto  indirec- 
to y remoto  de  su  voluntad,  se  extingue  enton- 
ces absolutamente  la  hipoteca,  como  en  el  caso 
de  resolverse  el  citado  derechq  en  virtud  de  causa 
necesaria.  Asi  es,  que  si  habiendo  estipulado 
un  vendedor  que  en  el  caso  de  presentársele 
deutro  de  cuatro  meses  quien  le  ofrezca  mayor 
precio,  ha  de  quedar  nula  la  venta,  se  pone 
entretanto  el  comprador  en  posesión  de  la  cosa 
que  cou  este  pacto  le  ha  sido  vendida,  y la  obli- 
ga en  hipoteca  á su  acreedor,  y antes  de  cum- 
plirse los  cuatro  meses  ofrece  un  tercero  mayor 
precio,  de  modo  que  la  primera  venta  queda 
nula,  se  resolverá  igualmente  y quedará  sin 
efecto  la  hipoteca  constituida  por  el  primer  com- 
prador: ley  4.*,  pár.  3.",  tít.  2.",  lib.  18,  y ley  3.*, 
tit.  6.°,  lib,  20  del  Digesto.  Así  es , que  si  un  en- 
íileuta  incurre  en  comiso  de  su  heredad  por  no 
pagar  el  cánon,  se  desvanecen  las  hipotecas  que 
antes  de  su  expulsión  hubiere  impuesto  eu  ella: 
ley  31,  tít.  l.°,  lib.  20  del  Digesto.  Asi  es  también 
que  revocándose  una  donación  entre  vivos  por 
inejecución  de  las  cargas  ó condiciones  con  que 
se  ha  hecho,  los  bienes  donados  habrán  de  vol- 
ver al  donador  libres  de  las  hipotecas  con  que 


los  hubiere  gravado  el  donatario.  Así  es,  por 
último , que  si  uno  hipoteca  á su  acreedor  una 
heredad  que  acaba  de  comprar,  y el  vendedor 
después  obtiene  la  rescisión  de  la  venta  por  fal- 
ta de  pago  del  precio  ó por  causa  de  lesión,  se 
resolverá  también  la  hipoteca. -Es  cierto  que  en 
estos  cuatro  casos  podía  el  poseedor  de  la  cosa 
evitar  la  resolución  de  sus  derechos,  tomando  á 
su  cargo  en  el  primero  la  puja  ó mejora  de  pre- 
cio, pagando  en  el  segundo  los  réditos  ó pensio- 
nes que  debia,  cumpliendo  en  el  tercero  las 
condiciones  ó cargas  con  que  se  le  había  hecho 
la  donación , y satisfaciendo  en  el  cuarto  ei  pre- 
cio convenido  ó el  suplemento  necesario  para 
cubrir  el  verdadero  valor  de  la  cosa;  mas  en 
ninguno  de  ellos  se  propone  directamente  anu- 
lar su  contrato  ni  manifiesta  que  el  deseo  de  re- 
solver sus  derechos  sea  el  móvil  de  su  conduc- 
ta, en  la  cual  quizá  no  influye  siuo  la  falta  de 
medios  ó la  esperanza  de  hacer  sucumbir  á su 
adversario. 

4. °  Como  la  hipoteca  es  un  accesorio,  y lo  ac- 
cesorio no  puede  subsistir  sin  lo  principal,  es 
claro  que  extinguida  de  cualquiera  modo  la 
deuda  ú obligación  para  cuya  seguridad  estaba 
constituida,  debe  cesar  y extinguirse  al  mismo 
tiempo  la  hipoteca,  sin  que  pueda  sobrevivir  á 
la  deuda:  ley  38,  tít.  13,  Part.  5.' 

Mas  como  la  hipoteca  es  indivisible  en  sus 
efectos,  es  necesario  para  que  se  verifique  su 
extinción,  que  la  deuda  ú obligación  principal 
se  haya  extinguido  por  entero  ; pues  si  solo  se 
pagase,  por  ejemplo,  una  parte  de  la  deuda,  la 
hipoteca  continuaría  sin  alteración  por  el  resto 
sobre  toda  ó todas  las  fincas  que  le  estaban  su- 
jetas: ley  19,  tít.  1.”,  lib.  20  del  Digesto;  y ley  43, 
tít.  13,  Part.  ñ.1 

Si  estando  hipotecada  una  misma  cosa  á dos 
acreedores  diferentes,  se  diere  al  primero  eu 
pago  por  el  deudor,  tendrá  facultad  el  segundo 
para  recobrarla  del  primero  pagándole  la  deuda, 
y podrá  ejercer  en  ella  su  derecho  hipotecario: 
ley  46,  tít.  13,  Part.  5.‘ 

Si  un  fiador  constituye  hipoteca  sobre  sus 
bienes  para  seguridad  de  su  obligación,  y des- 
pués llega  á ser  heredero  del  deudor  ó el  deudor 
de  él,  quedará  extinguida  la  fianza  por  la  con- 
fusión, porque  nadie  puede  ser  fiador  de  sí  mis- 
mo; pero  continuará  subsistiendo  ia  hipoteca, 
pues  que  por  el  hecho  de  haberse  constituido 
para  seguridad  de  la  obligación  procedente  de 
la  fianza,  se  supone  constituida  también  para 
seguridad  de  la  obligación  ó deuda  principal 
que  permanece  siempre:  ley  38,  pár.  5.“,  tít.  3.°, 
lib.  46  del  Digesto. 

5. °  Aunque  la  hipoteca  no  puede  sobrevivir 
á la  obligación  principal,  por  no  ser  mas  que 
un  accesorio  de  ella,  puede  por  el  contrario  sub- 
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sistir  la  obligación  principal  y quedar  extinguí 
da  la  hipoteca.  Así  sucede  cuando  el  acreedor 
hace  renuncia  ó remisión  de  su  derecho  de  hi- 
poteca, sin  perdonar  al  mismo  tiempo  la  deuda, 
jjsta  remisión  ó renuncia  puede  ser  expresa  o 
tácita:  será  expresa  cuando  se  verifica  por  me- 
dio de  algún  acto  en  que  el  acreedor  formal- 
mente manifiesta  que  renuncia  ó remite  el  de- 
recho que  tiene  sobre  la  cosa  hipotecada;  y será 
tácita,  cuando  se  deduce  ó infiere  de  ciertos 
hechos,  como  por  ejemplo,  cuando  el  acreedor, 
libre  de  miedo,  fuerza  ó engaño,  cancela  ó rom- 
pe ó devuelve  al  deudor  la  escritura  de  la  cons- 
titución de  hipoteca:  ley  40,  tít.  Id,  Part.  5.a 

También  se  entiende  que  hace  renuncia  tácita 
de  su  derecho  de  hipoteca  el  acreedor  que  presta 
su  consentimiento  para  que  el  deudor  enajene 
la  cosa  hipotecada,  ó que,  no  habiendo  interve- 
nido en  la  enajenación,  la  aprueba  ó ratifica  des- 
pués, sin  reservarse  su  derecho:  Si  in  veuditione 
pignoris  consenserit  creditor . dice  la  ley  4.a,  pár- 
rafo l.“,  tít.  G.",  lib.  20  del  Digesto,  vel  ui  debitar 
fume  rem  permuteL,  vel  donet,  vel  in  dotem  del , 
dicendum  erit  pignus  liberan:  nisi  salva  causa 

pignoris  sui  cunseusii  vel  venditioni  vel  cceteris ; 

Sed  et  si  non  concesseral  pignus  venundari,  sed  " 
ralam  habvÁl  vendilionem , idem  erit  prolandum. 

Y aun  la  ley  158,  tit.  17,  lib,  50  del  mismo  Di- 
gesto, coloca  esta  disposición  entre  las  reglas 
del  derecho:  Creditor,  qui  permiltit  rem  venire, 
pignus  diuitlil.  La  razón  es  que  como  el  deudor 
no  tiene  necesidad  del  consentimiento  del  acree- 
dor para  enajenar  sus  bienes  con  el  gravámen 
de  las  hipotecas,  no  puede  suponerse  pedido  ni 
dado  para  otro  fin  sino  para  que  resulte  remitido 
el  derecho  hipotecario,  lías  si  la  enajenación 
consentida  ó aprobada  por  el  acreedor  se  anulase 
ó rescindiese  ó revocase  ó resolviese  por  cual- 
quiera causa,  se  conservaría  ó resucitaría  el  de- 
recho de  hipoteca,  porque  se  presume  que  el 
acreedor  no  consintió  en  la  extinción  de  su  de- 
recho sino  en  vista  de  una  enajenación  válida  y : 
subsistente  de  la  cosa  que  le  estaba  hipotecada, 
y porque  así  como  el  deudor  recobra  su  antiguo 
derecho,  debe  también  el  acreedor  recobrar  el 
suyo:  ley  4.a,  pár.  2.“,  y ley  10,  tít.  6.°,  lib.  20  del  ' 
Digesto. 

Ticio  que  tenia  hipotecados  todos  sus  bienes 
presentes  y futuros,  enajenó  una  de  sus  fincas 
con  permiso  del  acreedor,  y luego  la  volvió  á 
adquirir  por  efecto  de  un  nuevo  contrato,  como 
por  compra  ó donación,  ó bien  por  succesion  ó : 
legado : esta  finca  que  volvió  asi  á formar  parte 
de  los  bienes  del  deudor,  ¿recayó  también  por 
el  mismo  hecho  en  el  gravámen  de  la  hipoteca 
general?  Grande  controversia  hubo  sobre  esta 
cuestión  entre  los  jurisconsultos  romanos:  pre- 
tendían unos  que  el  derecho  hipotecario  del 


i acreedor  sobre  esta  finca  se  renovaba  por  el  he- 
: cho  de  su  retorno  á manos  del  deudor , porque 
I este  retorno  debía  reputarse  y era  en  realidad 
' una  nueva  adquisición,  pues  que  la  finca  no 
volvia  á manos  del  deudor  por  haber  estado  ya 
: en  días,  sino  que  este  la  adquiría  como  cual- 
quiera otra  que  nunca  hubiere  sido  suya;  mas 
i otros  sostenían  por  el  contrario  que  el  acreedor, 
por  el  hecho  de  haber  consentido  ó aprobado  la 
¡ enajenación  de  la  citada  finca,  habia  renuncia- 
! do  su  derecho  de  hipoteca  sobre  ella  de  un  modo 
! absoluto  y definitivo.  .Tustiniano  cortó  la  con- 
tienda sancionando  la  opinión  de  estos  últimos: 
Nobis  antevi  visvm  esl,  dice  en  la  ley  11,  tít.  26, 
lib.  8.°  del  Código,  eum  qui  semel  consensit  alie - 
nationi  hgpolhecce,  et  hoc  modo  suum  jus  respuit, 
indigmm  esse  eamdem  rem-,  ñipóle  ab  initio  ei 
suppositam,  vindicare,  vel  tenentem  inquietan. 
Nuestros  autores,  y especialmente  el  de  la  Curia 
filípica,  lib.  2.°,  com.  terr.,  y cap.  3.“,  núm.  5,°, 
han  adoptado  esta  decisión,  aunque  la  razón  que 
da  Justiniano  puede  calificarse  de  falsa,  y se 
presenta  por  cierto  con  mas  fuerza  la  de  los  ad- 
versarios, como  que  apenas  hay  persona  que 
enterada  de  la  cuestión  no  la  resuelva  natural- 
mente con  arreglo  á las  ideas  que  estos  mani- 
festaban. 

Finalmente,  según  la  ley  12,  tít.  6.°,  lib.  20 
del  Digesto,  si  un  primer  acreedor  hipotecario 
presta  su  consentimiento  para  que  el  deudor  hi- 
poteque á otro  acreedor  la  cosa  hipotecada,  se 
entiende  que  renuncia  de  un  modo  absoluto  su 
derecho  de  hipoteca  y no  solamente  su  prioridad, 
de  suerte  que  en  el  caso  de  haber  otros  acreedo- 
res intermedios , podrán  también  estos  aprove- 
charse de  esta  renuncia:  porque  como  el  deudor 
no  necesita  del  consentimiento  del  primer  acree- 
dor para  constituir  á favor  de  otro  nuevo  una 
hipoteca  que  no  habría  de  tener  lugar  sino  des- 
pués de  la  primera,  no  parece  que  el  primer 
acreedor  presta  su  consentimiento  sino  con  in- 
tención de  remitir  su  hipoteca:  Paulus  responda, 
dice  la  ley,  Sempronium  anliquiorem  cr  editor err 
consentientem,  enm  debilor  eamdem  rem  iertio  cre- 
ditori  obligar  et,  jus  suum  pignoris  remississe  vi- 
deri,  non  etiam  terlium  in  locum  ejus  successisse:  et 
ideo  medii  creditoris  meliorem  causam  ejfectam. 
Mas,  aunque  esta  sea  la  regla  general,  es  nece- 
sario, sin  embargo,  examinar  en  cada  caso  por 
las  circunstancias  la  verdadera  intención  que 
tuvo  el  primer  acreedor  al  consentir  la  consti- 
tución de  la  segunda  hipoteca,  pues  tal  vez  qui- 
so ceder  al  nuevo  acreedor  tan  solo  su  derecho 
de  prioridad  y no  su  derecho  hipotecario;  en 
cuyo  caso,  satisfecha  la  deuda  del  segundo,  po- 
drá el  primero  perseguir  la  cosa  hipotecada, 
como  establece  la  ley  12,  pár.  4.°,  tít.  4.°,  lib-  20 
del  Digesto. 
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6.”  La  hipoteca  se  extingue  por  la  prescrip- 
ción; de  suerte  que  el  acreedor  que  no  hace  uso 
de  su  acción  hipotecaria  dentro  del  tiempo  mar- 
cado por  la  ley,  pierde  su  derecho  de  hipoteca  y 
no  puede  ya  reclamar  la  cosa  hipotecada  para 
ei  pago  de  su  deuda.  Y ¿cuál  es  el  tiempo  mar- 
cado por  la  ley  para  reclamar  la  cosa  hipoteca- 
da? La  ley  27,  tít.  29,  Part.  3.'.  y la  ley  39,  tít.  13, 
Part  5.",  hacen  distinción  entre  el  caso  de  que  la 
cosa  liipoteca'da  se  halle  en  manos  del  mismo 
deudor  ó de  sus  herederos,  y el  caso  de  que  haya 
pasado  á las  de  un  tercer  poseedor  á quien  se 
hubiese  enajenado.  Si  el  acreedor  á quien  fué 
hipotecada  la  cosa  no  la  demandare  al  tercer 
poseedor  de  buena  fe  dentro  del  término  de  diez 
años  estando  presente  en  la  tierra,  ó dentro  de 
veinte  hallándose  en  otra  parte,  no  podrá  de- 
mandársela después;  y sabieudo  el  tercer  po- 
seedor que  la  cosa  estaba  hipotecada,  podrá  pe- 
dírsela el  acreedor  dentro  del  término  de  treinta 
años;  mas  en  el  caso  de  que  la  cosa  hipotecada 
permanezca  ó se  encuentre  en  poder  del  deudor 
ó de  su  heredero  ó de  alguno  á quien  el  mismo 
deudor  la  hubiese  hipotecado  posteriormente, 
tendrá  entonces  el  acreedor  para  reclamarla  el 
término  de  cuarenta  años.  Así,  pues,  según  las 
citadas  leyes  de  las  Partidas,  se  prescribe  ó ex- 
tingue la  acción  hipotecaria  por  diez  años  entre 
presentes  y veinte  entre  ausentes  con  respecto 
al  tercer  poseedor  de  buena  fe ; por  treinta  años 
entre  presentes  ó ausentes  con  respecto  al  tercer 
poseedor  de  mala  fe,  y por  el  espacio  de  cua- 
renta años  con  respecto  al  deudor  ó su  heredero 
ó á otro  cualquiera  que  poseyere  la  cosa  en  nom- 
bre del  deudor.  Pero  la  ley  63  de  Toro,  que  es  la 
ley  5.a,  tít.  8.°,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  señala  in- 
distinta y generalmente  ¿ la  acción  hipotecaria 
ia  duración  de  treinta  años , sin  hacer  diferen- 
cia alguna  entre  el  caso  de  que  la  cosa  hipote- 
cada permanezca  en  poder  del  deudor  ó de  sus 
herederos,  y el  caso  de  que  haya  pasado  á poder 
de  cualquier  extraño  que  la  posea  con  buena  ó 
mala  fe.  La  prescripción  empieza  á correr  desde 
el  dia  en  que  el  deudor  se  constituye  en  mora  y 
puede  interrumpirse  por  los  mismos  actos  que 
cualquiera  otra  prescripción. 

Extinción  de  la  hipoteca  según  el  derecho  nuevo. 

+ XLIV.  Aun  cuando  la  mayor  parte  de  las 
doctrinas  sentadas  por  el  autor  subsisten  por 
hallarse  fundadas  en  la  naturaleza  de  la  hipote- 
ca, lian  sufrido  sin  embargo  modificaciones  que 
es  preciso  tener  en  cuenta  al  aplicarlas  á los  ca- 
sos que  ocurran. 

1 Extinción  de  la  hipoteca  por  la  pérdida  de  la 
cosa  hipotecada. — Si  perece  ,1a  cosa  hipotecada, 
perece  la  hipoteca,  mas  si  fuere  edificio  no  per- 


manecerán hipotecados  los  escombros  ó ma- 
teriales aunque  parezcan  destinados  para  la 
reconstrucción  del  edificio.  Los  escombros  ó ma- 
¡ teriales,  al  derrumbarse  el  edificio,  se  han  con- 
j vertido  en  muebles,  y por  lo  tanto  han  perdido 
¡ su  capacidad  hipotecable , pudiendo  por  lo  tan- 

■ to  el  dueño  disponer  de  ellos  libremente.  Un 
! caso  hay,  sin  embargo,  en  que  nos  inclinamos  á 

creer  que  se  entenderán  hipotecados,  y es,  cuan- 
do el  dueño  no  los  hubiese  enajenado,  y perma- 
|‘  neciesen  en  el  área  ó suelo  hipotecado  al  tiempo 
en  que  deba  hacerse  efectiva  la  obligación;  se- 
, mejanza  de  lo  que  dispone  el  pár.  3.°  del  art.  III 
i de  la  ley  Hipotecaria,  que  declara  hipotecados 
| los  frutos  que  al  tiempo  en  que  deba  hacer- 
| se  efectiva  la  obligación  hipotecaria  estéu  ya 
! cogidos,  si  no  están  aun  levantados  ni  almace- 
; nados. 

: 2.“  Extinción  déla  hipotecapor  confusión  ó con- 

solidación.— Indiscutible  es  que  para  que  la  con- 
! solidacion  produzea  la  extinción  de  la  hipoteca, 
i es  necesario  que  la  adquisición  de  la  finca 
; gravada  sea  irrevocable,  mas  los  ejemplos  de 
: revocabilidad  que  se  citan  por  el  autor  hoy  no 
: tienen  lugar. 

¡ El  art.  38  de  la  ley  Hipotecaria  dispone:  que 
! no  se  anularán  en  perjuicio  de  tercero  los  con- 
‘ tratos  inscritos  por  acciones  rescisorias  ó reso- 
lutorias, cuya  causa  no  conste  expresamente  de 

■ la  inscripción;  y por  ello  ni  por  el  retracto  de 
abolengo,  ni  por  la  supervenencia  de  hijos,  ni 
por  el  pacto  de  retrovendendo,  ni  por  otra  cau- 
sa alguna.  Cuando  este  pacto  consta  del  Regis- 
tro , produce  sus  efectos  respecto  á la  hipoteca 
en  los  términos  que  dijimos  al  tratar  de  los 
bienes  hipotecables  con  las  restricciones  com- 

; prendidas  en  los  arts.  107  y 109  de  la  ley. 

3.”  Extinción  de  hipoteca  por  resolución  del  de- 
recho del  queda  ha  constituido. — En  los  principios 
de  derecho  que  expone  el  autor,  se  fundan  las 
disposiciones  1.*,  2.",  4.a,  5.a,  6.a,  8.a,  9.‘  y 10  deL 
art.  107,  que  sentado  aquel,  hubieran  podido 
omitirse. 

Respecto  á los  casos  en  que  se  resuelve  ó no 
la  hipoteca,  según  se  resuelve  el  derecho  del 
hipotecante,  por  su  voluntad  ó por  la  ley,  exis- 
ten modificaciones  de  la  doctrina  consignada 
por  el  autor. 

Difícil  es  resolver  si  en  la  actualidad  podrá 
ó no  hipotecarse  la  cosa  legada  bajo  condición 
suspensiva;  nos  inclinamos  á ia  afirmativa,  por- 
que si  bien  para  el  legatario  tiene  la  condición 
tal  carácter,  respecto  al  heredero,  afecta  mas 
la  naturaleza  de  resolutoria.  Para  el  legatario 
mientras  no  se  cumple  la  condición  ni  cede  ni 
viene  el  dia,  ni  ha  adquirido  derecho  real  en  la 
cosa  específica  que  así  se  le  ha  legado  ni  por 
consiguiente  puede  reclamarla;  y como  el  do- 


minio  no  puede  estar  incierto  y en  alguna  per- 
sona ha  de  radicar,  por  fuerza  hade  ser  esta 
persona  el  heredero,  rigiéndose  entonces  los 
efectos  de  la  hipoteca  por  las  disposiciones  de 
los  arls.  107  y 101)  de  la  ley  Hipotecaria. 

Ya  advertimos  que  la  supervenencia  de  los 
hijos,  á no  hacerse  constar  esta  eventualidad  al 
inscribir  la  donación  como  causa  para  rescin- 
dirla, no  Ja  deja  sin  efecto  respecto  á tercero,  y 
por  lo  tanto  la  hipoteca  impuesta  sobre  los  bie- 
nes donados,  aunque  estos  volviesen  á poder  de 
donante  por  la  supervenencia,  volverian  con  el 
gravamen  de.  la  hipoteca. 

En  el  ejemplo  que  se  cita  de  venta  de  una 
heredad  bajo  condición  de  que  si  en  el  término 
de  tres  meses  no  agradase  al  comprador,  podrá 
deshacer  el  contrato,  siendo  la  mencionada  una 
condición  resolutoria,  se  seguirá  lo  dispuesto  en 
los  arta.  107  y 109  de  la  ley. 

Cuando  la  finca  enfitéutica  cae  en  comiso  por 
no  pagar  el  cánon,  en  rigor  de  derecho  parece 
que  no  debiera  conservarse  la  hipoteca,  ni  aun 
atendidos  los  principios  de  la  ley  Hipotecaria; 
el  gravámen  de  la  enfiteusis  consta  en  el  Regis- 
tro y el  que  presta  sobre  una  finca  enfiteuticada, 
sabe  que  el  dominio  del  dueño  útil  es  revocable 
y dependiente  de  que  se  pague  la  pensión,  y 
por  lo  tanto,  que  si  cae  en  comiso,  se  pierde  y 
con  él  la  garantía  que  le  prestaba;  si , pues,  á 
sabiendas,  se  contentó  con.  aquella  garantía, 
debía  resolverse  su  derecho,  en  el  momento  que 
se  resuelve  el  del  hipotecante,  según  liabian 
resuelto  el  derecho  romano  y aceptado  nuestros 
comentadores.  Sin  embargo,  el  art.  118  de  la 
ley,  previene  que  cuando  un  predio  dado  en 
enfiteusis  caiga  en  comiso  con  arreglo  á las  le- 
yes, pasará  al  dueño  deL  dominio  directo  con 
las  hipotecas  y gravámenes  reales  que  le  hu- 
biese impuesto  el  enfiteuta. 


La  rescisión  de  una  venta  por  falta  de  pago 
del  precio,  si  no  consta  en  la  inscripción  haber- 
se aplazado  el  pago , y por  lo  tanto  que  se  debe 
(ó  por  lesión),  no  resuelve  la  hipoteca  impuesta 
por  el  vendedor,  como  terminantemente,  dispo- 
nen las  reglas  3/ y 5.1  del  art.  38  de  la  ley  Hipo- 
tecaria; pues  aunque  en  el  primer  caso  el  do- 
minio no  se  ha  trasladado  al  hipotecante , como 
por  el  Registro  aparece  dueño,  basta  esto  para 
que  no  perjudique  al  tercero  hipotecario  la  re- 
solución del  derecho  del  comprador,  según  lo 
prevenido  en  el  párrafo  primero  del  art.  34. 


4.  Extinción  de  U i hipoteca  pot  extinción  de 
la  obligación  principal. — Certísima  es  la  doctrina 
de  que  extinguida  la  obligación  principal,  cesa 
la  accesoria  de  hipoteca;  hay  que  advertir,  sin 
embargo,  que  si  la  hipoteca  que  garantiza  la 
deuda  esta  distribuida  entre  varias  fincas,  y se 

paga  una  parte  de  la  deuda  y se  aplica  esta  par- 


j 


te  de  pago  á la  parte  de  la  deuda  que  grava  una 
finca  entre  las  varias  que  se  hallan  afectas  á la 
seguridad  del  crédito,  la  hipoteca  que  pesaba 
sobre  aquella  finca,  queda  resuelta  respecto  á 
tercero,  de  modo  que  en  ella  el  segundo  hipote- 
cario es  preferido  al  primero  aun  cuando  á este 
no  se  le  hubiera  pagado  el  resto  del  crédito. 
Fúndase  esto,  como  hemos  notado  antes,  en  que 
la  ley  considera  que  existen  tantas  hipotecas 
como  fincas  hipotecadas,  y tantos  créditos  como 
fracciones  se  lian  hecho  del  principal  al  divi- 
dirlo éntrelas  fincas  hipotecadas;  de  modo  que 
cuando  se  paga  una  fracción  del  crédito  que 
grava  una  de  las  fincas,  lo  que  se  hace  es  amor- 
tizar un  crédito  completo  é independiente,  y 
por  lo  tanto,  extinguir  la  hipoteca  que  para  ga- 
rantizar ese  crédito  tan  solo  pesaba  sobre  aque- 
lla finca.  Si  la  parte  de  deuda  que  se  pagare  no 
cubriere  la  totalidad  de  la  parte  del  crédito  que 
garantiza,  entonces  la  doctrina  general  tiene 
exacta  aplicación;  la  finca  á que  se  aplique  el 
pago  continuará  gravada  en  su  totalidad  á la 
seguridad  del  resto  de  la  fracción  de  crédito  á 
que  está  afecta,  sin  que  pueda  reducirse  la  hi- 
poteca á proporción  del  pago  hecho. 

No  aparece  con  completa  claridad  si  en  el  caso 
propuesto  de  estar  dividida  una  hipoteca  entre 
varias  fincas,  y pag-arse  la  parte  de  crédito  de 
que  responde  una  de  ellas,  quedará  afecta  al 
resto  del  crédito  de  que  responden  las  demás 
fincas,  ó libre  enteramente;  autoriza  esta  dada 
el  art.  120,  que  dispone  que  fijada  en  la  inscrip- 
ción la  parte  de  crédito  de  que  deba  responder 
cada  uno  de  los  bienes  hipotecados,  no  se  podrá 
repetir  contra  ellos  con  perjuicio  de  tercero , sino 
por  la  cantidad  á que  respectivamente  estén 
afectos,  y si  inclusio  tenias , exclusio  alternes  % de- 
biérase  inferir  que  cuando  no  hay  perjuicio  de 
tercero,  se  podrá  repetir  contra  cada  uno  de  los 
bienes  hipotecados,  por  mayor  cantidad  á la 
que  estén  respectivamente  afectos.  Parece  con- 
firmarse esta  interpretación  por  el  art.  122  que 
dispone,  que  la  hipoteca  subsistirá  íntegra  mien- 
tras no  se  cancele  sobre  la  totalidad  de  los  bie- 
nes hipotecados,  aunque  se  reduzca  la  obliga- 
ción garantizada  y sobre  cuaquiera  parte  de  los 
mismos  bienes  que  se  conserven. 

Nuestra  opinión  es  que  la  finca  afecta  á una 
parte  del  crédito,  cuando  se  paga  esta  parte  de 
crédito,  adquiere  la  capacidad  de  ser  libre,  pero 
que  queda  hipotecada  hasta  tanto  que  por  la 
cancelación  se  realiza  la  libertad : fundámonos 
para  pensar  así  en  las  palabras  de  ese  mismo 
art.  122:  «la  hipoteca  subsistirá  íntegra  mientras 
no  se  cancele  sobre  la  totalidad  de  los  bienes  hi- 
potecados;» de  donde  se  deduce  que  en  el  mo- 
mento en  que  se  cancele , la  hipoteca  no  subsis- 
te íntegra;  en  que  el  objeto  de  la  división  del 


crédito  entre  las  varias  tincas  que  se  hipotecan, 
precisamente  es  el  de  que  la  masa  de  fincas 
cuya  circulación  impiden  los  gravámenes  se  dis- 
minuya; y en  que  el  art.  124  expresamente  de- 
clara que  «dividida  ia  hipoteca  constituida  para 
la  seguridad  de  un  crédito  entre  varias  fincas 
y pagada  la  parte  del  mismo  crédito  con  que 
estuviese  gravada  alguna  de  ellas,  se  podrá 
exigir  por  aquel  á quien  interese , la  cancelación 
parcial  de  la  hipoteca  en  cuanto  á la  misma  fin- 
ca, y que  si  la  parte  de  crédito  pagada  se  pudie- 
se aplicar  á la  liberación  de  una  ó de  otra  de  las 
fincas  gravadas , por  no  ser  inferior  al  importe 
de  la  responsabilidad  especial  de  cada  una,  el 
deudor  elegirá  la  que  haya  de  quedar  lihre.» 
Esta  prescripción  demuestra  que  si  bien  el  pago 
de  parte  de  la  cantidad  adeudada,  faculta  al 
dueño  para  liberar  una  finca  que  responda  por 
igual  ó menor  cantidad,  no  está  liberada  hasta 
que  el  gravámen  se  cancele. 

Puede  objetarse  que  si  la  parte  de  la  finca  que 
excede  á la  parte  del  crédito  que  garantiza,  que- 
da hipotecada  al  resto  del  crédito  que  no  garan- 
tiza cuando  aquella  parte  se  paga,  resultan  dos 
inconvenientes:  uno  el  de  ser  una  especie  de 
hipoteca  tácita  ya  que  produce  efectos  sin  cons- 
tar en  el  registro,  cosa  aborrecida  por  la  ley; 
otro , que  debería,  según  el  principio  fundamen- 
tal de  quiprius  est  lempore  potior  esl  jure,  con- 
ceder prelacion  al  acreedor  anterior  sobre  el  pos- 
terior, puesto  que  era  mas  antigua  la  hipoteca 
de  aquel  que  la  de  este,  y sin  embargo  lo  con- 
tradice el  art.  121  que  declara  la  prelacion  sobre 
el  primer  hipotecario  á los  que,  después  de  ins- 
crita la  hipoteca,  hayan  adquirido  algún  dere- 
cho real  en  las  mismas  fincas. 

Ciertamente  que  tal  parece,  pero  la  ley  no  se 
contradice,  ni  contradice  nuestra  opinión:  hade 
tenerse  presente  que  sus  disposiciones  solo  ha- 
cen relación  á tercero,  pero  que  entre  los  otor- 
gantes no  innova  el  derecho  civil.  El  que  hipo- 
teca varías  ñacas , solo  constituye  una  hipoteca: 
mientras  estén  en  su  poder  ó libreineute  le  per- 
tenezca la  hipoteca,  siguiendo  su  naturaleza, 
afecta  todas  las  partes,  y cada  una  de  las  partes 
de  la  finca  en  virtud  de  su  indivisibilidad;  pero 
respecto  al  tercero , cada  finca  es  hipoteca  inde- 
pendiente, y responde  solo  de  aquella  cantidad 
que  consta  en  el  registro.  ¿Permanece  eu  poder 
del  dueño?  Se  regulan  los  efectos  de  la  hipoteca 
por  la  legislación  común.  ¿La  grava  en  favor  de 
un  tercero?  Se  regulan  los  efectos  de  la  hipoteca 
por  la  legislación  especial. 

5.°  Extinción  de  la  hipoteca  por  renuncia.— No 
admite  la  ley  Hipotecaria,  como  causa  de  la  ex- 
tinción de  la  hipoteca  respecto  á tercero , la  re- 
nuncia ó remisión  tácita  que  de  su  derecho  haga 
el  hipotecario.  Toda  hipoteca,  para  ser  eficaz,  re- 
Tomo  ni. 


quiere  estar  inscrita,  y la  inscripción  no  se  ex- 
tingue en  cuanto  á tercero,  sino  por  una  cance- 
lación en  forma;  ni  puede  extenderse  un  asiento 
de  caucelacion  sino  en  virtud  de  un  documento 
igual  á aquel  en  que  se  hubiere  constituido  la 
hipoteca:  arts.  77,  82  y 156  de  la  ley  Hipotecaria. 
De  aquí  se  infiere,  que  si  el  acreedor  renunciase 
tácitamente  la  hipoteca,  no  podrá  el  deudor  ha- 
cer que  desaparezca  del  registro  el  gravámen 
sobre  su  finca,  y por  lo  tanto,  ni  lograr  que  si  el 
acreedor  habia  á su  vez  hipotecado  el  derecho 
de  hipoteca,  se  declare  que  esta  ha  desaparecido 
respecto  del  .segundo  hipotecario.  Será  preciso 
que  obligue  el  deudor  al  acreedor  á que  le  otor- 
gue escritura  de  remisión,  á fin  de  que  con  ella 
pueda  cancelar  la  inscripción  y quede  Libre  la 
finca. 

Si  la  finca  hipotecada  á dos  acreedores,  se  die- 
se en  pago  al  primero  privadamente  , no  podría 
recobrarla  el  segundo  pagándole  la  deuda,  pues 
su  derecho  se  reduce  tan  solo  á percibir  el  ex- 
' ceso  que  hubiere  entre  el  importe  de  la  primera 
hipoteca  y el  valor  real  de  la  finca.  Podría  por 
tanto  únicamente  dirigir  su  acción  contra  el  nue- 
vo dueño,  y obligar  á este  á litigar  y á que  judi- 
cialmente se  depurase  el  valor  de  la  finca,  y que 
se  le  pagase  con  el  sobrante. 

No  es  hoy  cuestión  la  que  se  presentaba  antes 
de  si  el  que  hipotecó  todos  sus  bienes  presentes 
y futuros,  y con  permiso  del  acreedor  vendia 
una  finca  que  después  volvía  á adquirir,  se  en- 
tendía hipotecada  de  nuevo  en  virtud  del  pacto 
primitivo,  porque  no  existen  ya  las  hipotecas 
generales,  ni  por  consiguiente  la  posibilidad 
del  caso.  La  finca  hipotecada  especialmente  y 
vendida  con  permiso  del  acreedor,  queda  por 
este  hecho  libre,  y si  ia  vuelve  á adquirir  «el 
vendedor,  conserva  su  carácter  de  libre,  extin- 
guida la  hipoteca  por  la  cancelación  prévia  que 
ha  debido  hacerse. 

Tampoco  el  permiso  del  acreedor  hipotecario 
para  que  se  constituya  nueva  hipoteca  sobre  los 
bienes  que  garantizan  su  crédito,  induce  re- 
nuncia de  su  derecho  hipotecario;  porque  ni  el 
deudor  necesita  su  permiso,  según  el  art.  107  de 
!a  ley,  ni  sin  acceder  á la  cancelación  de  la  ins- 
cripción hipotecaria  cesan  sus  efectos  contra 
tercero. 

6. °  Extinción  de  la  hipoteca  por  prescripción. — 
El  término  que  mwcaban  las  leyes  comunes,  se 
ha  acortado  por  la  Hipotecaria,  barrenando  la 
regla  general.  En  su  art.  134  dispone  que  á los 
veinte  años,  contados  desde  que  pueda  ejerci- 
tarse con  arreglo  al  titulo  inscrito,  se  prescribe 
la  acción  hipotecaria.  Y.  Acción  hipotecaria. 

7. "  Extinción  de  la  hipoteca  por  liberación. — 
Extinguidas  para  lo  futuro  las  hipotecas  tácitas 
y legales,  no  era  posible,  sin  embargo,  dejar  sin 
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efecto  las  existentes;  ni  que  estas  continuasen 
en  semejante  forma  por  un  tiempo  indetermi- 
nado, sin  que  quedasen  socavados  por  su  base 
los  dos  grandes  principios  en  que  descansa  la 
armazón  de  la  ley : la  especialidad  y la  publici- 
dad. Para  ocurrir  á este  inconveniente,  lasti- 
mando lo  menos  posible  los  intereses  existentes, 
se  inventó  el  medio  de  la  liberación,  por  el  que 
citándose  á todos  los  que  pudieran  tener  dere- 
chos reales  sobre  una  linca  y no  acudiendo  á 
usar  de  su  derecho  en  el  plazo  determinado  , se 
declara  esta  libre,  de  todo  gravámen  oculto.  Véa- 
se Liberación. 

8.°  Extinción  de  la  hipoteca  por  revocación.— 
Regla  es  de  excepción  en  la  ley  Hipotecaria  que 
pueda  rescindirse  en  perjuicio  de  tercero  las 
enajenaciones  hechas  en  fraude  de  los  acreedo- 
res, y como  las  hipotecas  son  especie  de  enaje- 
nación, previene  el  art.  40  que  pueden  revo- 
cárselas hipotecas  voluntarias  constituidas  para 
la  seguridad  de  deudas  anteriormente  contraí- 
das sin  esta  garantía,  siempre  que  no  se  agra- 
ven por  ella  las  condiciones  de  la  obligación 
principal.  V.  Acción  pauliana. — Enajenación  en 
fraude  de  los  acreedores.  * 

HIPQTEGABLE.  Lo  que  se  puede  hipotecar,  ó es 
susceptible  ó capaz  de  hipoteca.  V.  Hipoteca. 

HIPOTECAR.  Asegurar  alguu  crédito  con  bienes 
que  sean  suficientes  para  su  pago;  ú obligar  los 
bienes  para  el  cumplimiento  de  io  que  se  prome- 
te dar  ó hacer. 

HIPOTECARIO.  Lo  perteneciente  ó relativo  á hi- 
poteca, y asi  se  aplica  al  acreedor  que  tiene  de- 
recho de  hipoteca,  al  crédito  que  está  asegurado 
con  hipoteca,  y á la  acción  que  tiene  el  acreedor 
para  hacer  vender  la  cosa  que  se  le  1ra  hipoteca- 
do á fin  de  obtener  con  su  importe  el  cobro  de  la 
deuda. 

HOLGAZAN . El  vagabundo  y ocioso  que  no  q uie- 
re  trabajar.  V.  Ociosidad  y Vagos. 

HQL0GRAF0,  Aplícase  al  papel,  documento,  dis- 
posición, y con  mas  especialidad,  al  testamento 
que  está  enteramente  escrito  y firmado  de  la 
mano  del  que  le  ha  hecho  ú otorgado.  Jlologra- 
phmi,  apud  Fes  tara,  apellatur  lestamentum,  quod 
tolum  manu  teslatoris  scriplum  est  el  subsig- 
na tum. 

HOMAGIO.  Voz  del  lenguaje  feudal,  que  signi- 
ca  sumisión  de  un  hombre  á otro,  ó prestación 
de  juramento  de  fidelidad,  y»  mas  comunmente 
se  dice  homenaje. 

HOMBRE.  Todo  individuo  de  la  especie  huma- 
na, cualquiera  que  sea  su  edad  ó su  sexo.  Ho- 
minis  apellatione,  dice  la  ley  152,  tít.  16,  lib.  50 
del  Digesto,  tam/ceniinam  qmm  mascuhm  conti- 
neri  non  dubitalur.  O uní  kominem  dicimus,  añade 
arreglo  á la  ley  3.‘,  pár.  l.°,  tít.  29, 
lib.  43  del  mismo  Dig,,  quemcimque  contmeri 
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constad,  non  soluni  sive  ntasculus,  sive  f cernina  &Uj 
sed  sive  líber,  sive  servus  , sive  pubes,  sive 
i pubes. 

De  aquí  es  que  en  las  leyes  no  suele  usarse 
sino  de  la  palabra  hombre  para  designar  el  sexo 
masculino  y el  femenino;  y cuando  la  ley  se  di- 
rige al  primero,  se  entiende  que  habla  también 
con  el  segundo,  á no  ser  que  el  contenido  de  la 
ley  manifieste  lo  contrario:  Pronmiliatio  sermo- 
nas in  sexu  masculino  (id  utvumgue  sexum  plerum - 
que  porrigilvA".  ley  195,  tít.  16,  lib.  50  del  Diges- 
to. «Usamos,  dice  la  ley  6.a,  üt.  33,  Part.  7.a,  á 
poner  en  algunas  leyes  de  este  nuestro  libro,  di- 
ciendo: todo  orne  que  tal  cosa  ficiere,  haya  tal 
pena.  Et  entendemos  por  aquella  palabra  que  el 
defendimiento  pertenesce  también  á la  mujer 
como  al  varón,  maguer  non  fagamos  hi  emiente 
della,  fueras  ende  en  aquellas  cosas  que  seña- 
ladamente les  otorgan  mejoría  las  leyes  deste 
nuestro  libro.» 

El  hombre  en  su  acepción  general  y conside- 
rado según  el  estado  natural,  es  ó nacido  ó solo 
concebido;  varón  ó hembra;  mayor  ó -menor  de 
edad.  Mas  considerado  según  su  estado  civil, 'es 
ó libre  ó esclavo;  noble  ó del  estado  general;  clé- 
rigo ó lego;  vecino  ó transeúnte  ; natural  ó ex- 
tranjero, padre  ó hijo  de  familia.  V.  Estado  de 
las  personas. 

En  una  acepción  mas  estrecha  se  toma  la  pa- 
labra hombre  por  varón,  y entonces  se  contra- 
pone á hembra  ó mujer.  Aunque  ordinariamen- 
te y en  caso  de  duda  no  se  entienden  concedidas 
al  hombre  mayores  ventajas  que  á la  mujer,  es 
cierto,  sin  embargo,  que  la  diferencia  de  sexo 
hace  á veces  diferente  su  condición  en  el  dere- 
cho. El  hombre  no  desarrolla  su  cuerpo  ni  su 
inteligencia  tan  pronto  como  la  mujer;  pero  lie- 
ga por  fin  ñ un  grado  mas  alto  de  fuerza  física  é 
intelectual.  De  aquí  es  que  si  el  hombre  tarda 
mas  á hacerse  capaz  del  matrimonio  y de  algu- 
nos actos  civiles,  y la  mujer  queda  luego  en  un 
estado  mayor  de  flaqueza  y fragilidad,  también 
después  es  mas  ventajosa  la  condición  de  aquel, 
y la  de  esta  menos  onerosa.  Solo  el  hombre  es 
admitido,  por  ejemplo,  á las  dignidades  y car- 
gos públicos  por  su  mayor  prudencia , constan- 
cia y tesón;  y la  mujer  encuentra  á veces  una 
excusa  en  la  debilidad  de  su  sexo,  de  modo  que 
no  le  causa  perjuicio  la  ignorancia  de  las  leyes. 
V . Mujer  é Ignorancia. 

HOMBRE  BUENO.  Por  hombre  bueno  se  entien- 
de en  derecho  el  j nez  ordinario  del  distrito;  y de 
ahí  es  que  siempre  que  se  halla  escrito  en  ley  ¿ 
contrato  que  alguna  cosa  se  ha  de  librar  por  al- 
bedrío de  hombre  bueno,  se  entiende  que  ha  de 
librarse  ó decidirse  por  el  juez  ordinario.  Así  lo 
establece  la  regla  31,  tít.  34,  Part.  7.“  Mas  ahora 
no  suele  entenderse  por  hombre  bueno  sino  el 
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árbitro  ó arbitrador  á quien  cometen  las  partes 
la  decisión  de  algún  negocio. 

Llamábase  también  hombre  bueno  cualquiera 
de  los  individuos  del  estado  general  que  pagaba 
pechos  y tributos  reales,  á diferencia  del  noble 
ó hijodalgo  que  estaba  exento  de  ellos. 

Hombre  bueno  se  denominaba  igualmente  todo 
hombre  adornado  de  las  calidades  necesarias 
para  dar  testimonio  eu  juicio:  «En  todo  pleito, 
dice  la  ley  1.*,  tít,  8.”,  lib.  2.a  del  Fuero  Real, 
vala  testimonia  de  dos  ornes  buenos.» 

Eran  asimismo  conocidos  con  el  dictado  de 
hombres  buenos  ciertos  sugetos  de  honradez  é 
integridad  que  había  distribuidos  en  los  pueblos 
por  collaciones,  esto  es,  por  barrios  ó parroquias, 
y que  en  unión  con  el  alcalde  nombraban  tres 
de  su  mismo  seno  para  hacer  en  el  término  de 
seis  dias  la  pesquisa  y averiguación  de  103  ho- 
micidios y de  las  personas  que  los  habian  come- 
tido, cuando  no  habia  acusador  ó no  se  sabia 
quién  fuesg  el  delincuente.  Presentadas  las  prue- 
bas por  los  tres  hombres  buenos,  debian  los  al- 
caldes dar  su  sentencia  dentro  de  tres  dias: 
ley  3.*,  tít.  8.°,  lib.  2.“  del  Fuero  Real.  Parece 
que  estos  hombres  buenos  suplían  en  los  pue- 
blos  la  falta  de  escribanos;  pero  aun  después  de 
la  creación  de  estos  últimos,  permanecieron  to- 
davía mucho  tiempo  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Hombres  buenos  se  decían,  en  fin,  los  sugetos 
mas  distinguidos,  como  aparece,  entre  otras,  de 
la  ley  19,  tít.  13,  Part.  2.’,  en  que  se  manda  que 
asistan  al  entierro  del  Rey  «los  omes  honrados, 
así  como  los  perlados  et  los  otros  ricos  ornes,  et 
los  maestros  de  las  órdenes  et  los  otros  ornes 
buenos  de  las  eibdades  et  de  las  villas  grandes 
de  su  señorío.» 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil , en  el 
acto  ó juicio  de  conciliación,  se  entiende  por 
hombres  buenos  los  dos  que  se  nombran,  uno 
por  cada  parte,  para  que  en  unión  con  el  juez 
municipal  procuren  avenirlas  en  aquel  acto. 
Pueden  ser  hombres  buenos  en  los  actos  de  con- 
ciliación todos  los  españoles  que  estén  en  el  ple- 
no ejercicio  de  sus  derechos  civiles:  arts.  211  y 
212  de  dicha  ley.  V.  Conciliación , tomo  2.°  de 
esta  obra,  pág.  448,  columna  2.' 

La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872  ca- 
lifica de  hombres  buenos  k los  mayores  de  edad 
que  sepan  leer  y escribir,  los  cuales  pueden  ac- 
tuar como  secretarios 'de  los  juzgados  municipa- 
les y de  los  jueces  de  instrucción  cuando  faltan 
aquellos  funcionarios,  jurando  guardar  fideli- 
dad y secreto:  arts.  220  y 223  de  la  ley.  Los  hom- 
bres buenos  devengan  por  la  práctica  de  estas 
diligencias  los  mismos  derechos  que  corres- 
pondería percibir  á los  secretarios,  partiendo  su 
importe  por  mitad:  art.  183  de  los  aranceles  ju- 


diciales para  lo  criminal,  de  29  de  Octubre  de 
1873.  V.  Instrucción  criminal,  y Sumario  en  el 
Juicio  criminal. 

Lo  prescrito  eu  los  arts.  396  al  398  del  Código 
penal  de  1870  respecto  de  las  penas  que  deben 
imponerse  á los  que  obran  por  cohecho  es  apli- 
cable k los  hombres  buenos,  según  el  art.  399  del 
mismo.  V.  Cohecho.  * 

H0MECILL0  Ü H0MICILL0.  Antiguamente  era  lo 
mismo  que  homicidio,  y con  mas  particularidad 
se  designaba  con  esta  palabra  cierta  pena  pecu- 
niaria en  que 'incurría  el  que,  llamado  segunda 
vez  por  juez  competente  porque  resultaba  reo  de 
algún  delito  digno  de  pena  capital , no  compa- 
recía en  el  juzgado  y daba  lugar  á que  se  sen- 
tenciase su  causa  en  rebeldía,  con  arreglo  á la 
ley  1.*,  tít.  37,  lib.  12,  Nov,  Recop.  Esta  pena  en 
lo  antiguo,  consistía  en  600  maravedís,  que  son 
35  reales  y algunos  maravedises  de  vellón;  pero 
pasó  por  necesidad  k ser  arbitraria,  como  todas 
las  demás  condenaciones  pecuniarias  estableci- 
das en  las  antiguas  leyes,  por  efecto  de  la  dimi- 
nución del  valor  de  la  moneda , y por  fin  se  lia 
suprimido  en  la  práctica. 

HOMENAJE.  Voz  feudal  que,  según  unos,  se  de- 
riva por  contracción  de  las  palabras  latinas  ho - 
minem  agere,  porque  quien  presta  homenaje,  se 
dice  que  se  hace  hombre  de  otro;  y seguu  Covar- 
rubias,  dimana  de  dos  voces  griegas  que  equi- 
valen k juramento  sanio.  Como  quiera  que  sea, 
por  homenaje  ó pleito  homenaje  se  entendía  el 
pacto  que  un  hombre  hacia  de  ser  fiel  á otro, 
como  si  personalmente  le  estuviese  sujeto  á ma- 
nera de  siervo,  en  el  cumplimiento  de  las  cosas 
que  le  prometía  dar  ó hacer:  «Homenaje  tanto 
quier  decir,  segun  expresión  de  la  ley  4.*,  tít.  25, 
Part.  4.a,  como  tornarse  orne  de  otri,  et  facerse 
como  suyo  para  darle  seguranza  sobre  la  cosa 
que  promete  de  dar  ó de  facer  que  la  cumpla.» 

El  homenaje  tenia  lugar,  no  solamente  en  los 
feudos  ó contratos  entre  señores  y vasallos,  sino 
también  en  cualesquiera  contratos  celebrados 
entre  particulares:  ley  4.*,  tít.  25,  Part,  4.a  Pres- 
tábase en  el  acto  de  reconocer  y de  jurar  solem- 
nemente sumisión  y fidelidad  al  nuevo  Rey  des- 
pués de  la  muerte  de  su  antecesor:  leyes  20,  21, 
22,  23  y 24,  tít.  13,  Part.  2.”  Prestábase  así  por  los 
vasallos  en  la  constitución  de  ios  feudos  k favor 
de  los  que  ios  constituían,  como  por  los  fijosdaL- 
go  en  el  acto  de  recibir  el  encargo  de  guardar  y 
defenderlos  castillos  ó fortalezas  que  al  efecto 
les  entregaban  los  ricos-hombres:  ley  4.a,  tít.  20, 
Part.  4.*  Y prestábase  igualmente  por  los  succe- 
sores  de  algunos  mayorazgos  fundados  con  este 
requisito,  prometiendo  con  juramento  en  manos 
de  un  caballero  hijodalgo  observar  exactamente 
todas  las  condiciones  de  la  erección,  sin  alterar- 
las, tergiversarlas  ni  interpretarlas  con  pretexto 
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alguno,  bajo  la  pena  de  incurrir  en  las  condena- 
ciones impuestas  por  derecho  contra  los  que  no 

cumplían  el  pleito  homenaje. 

Los  infractores  del  pleito  homenaje  incurrían 
unas  veces  en  la  pena  de  traidores  o alevosos,  y 
otras  en  la  de  infamia,  según  los  casos. 

HOMICIDA.  El  que  ha  privado  á otro  de  la  vida. 
Incurre  en  diferentes  penas,  ó bien  está  exento 
de  ellas,  según  la  especie  de  homicidio  que  hu- 
biere cometido.  V.  Jíornicidio. 

HOMICIDIO.  Cierto  tributo  que  se  imponía  en 
lo  antiguo  á los  pueblos  que  se  negaban  á en- 
tregar ei  reo  que  había  cometido  en  ellos  ó en 
su  término  alguna  muerte. 

HOMICIDIO.  El  acto  de  privar  á uno  de  la  vida, 
ó la  muerte  de  un  hombre  hecha  por  otro ; «ina- 
tiuuieuto  de  cune»  dice  la  ley  I.'',  tí t.  8.“,  Par- 
tida 7.a  Este  es  el  mayor  de  los  crímenes  que 
pueden  cometerse  contra  un  individuo  de  la  so- 
ciedad, porque  se  le  despoja  de  la  existencia, 
que  es  el  primero  y el  mayor  beneñcio  que  ha 
recibido  de  la  naturaleza.  La  palabra  homicidio 
se  ha  formado  por  contracción  de  las  palabras 
latinas  Imninis  cades. 

El  homicidio  se  divide  en  voluntario  é invo- 
luntario; el  voluntario  puede  ser  simple  ó ca- 
lificado; y el  involuntario  puede  ser  culpable  ó 
inculpable;  será  culpable  cuando  se  cometa  por 
imprudencia  ó impericia,  y será  inculpable 
cuando  es  puramente  casual.  El  homicidio  vo- 
luntario se  dice  necesario  por  la  ley,  cuando  se 
comete  contra  un  injusto  agresor,  de  cuyas  ma- 
nos no  podemos  librar  nuestra  vida  sino  ma-  | 
tándole. 

I.  Homicidio  voltiniaño  es  el  que  se  comete  á 
sabiendas  y con  intención,  esto  es,  con  conocí-  ¡ 
miento  de  lo  que  se  hace  y con  ánimo  de  quitar 
la  vida.  Puede  ser  simple  ó calificado.  Simple  es 
el  que  no  va  acompañado  de  circunstancias  que 
lo  agraven;  y calificado  el  que  por  razón  de  la 
persona,  del  lugar,  delfín,  del  instrumento  ó 
del  modo,  adquiere  un  grado  de  gravedad  que 
inspira  ¿ñas  aversión  contra  el  delincuente. 

Anteriormente,  el  que  cometia  homicidio  sim- 
ple, aunque  fuere  en  pelea  ó riña,  incurría  en 
la  pena  de  muerte. 

* Actualmente  según  el  art.  419  del  Código 
penal  de  1870,  el  que  matare  á otro,  sin  concur- 
rir ninguua  de  las  circunstancias  de  alevosía, 
precio  ó promesa  remuneratoria,  inundación, 
incendio  ó veneno,  premeditación  conocida  ó 
ensañamiento  (en  cuyos  casos  el  homicidio  se 
castiga  como  asesinato:  V.  Asesínalo)  incurre 
en  la  pena  de  reclusión  temporal. 

La  determinación  de  los  casos  en  que  hav  ho- 
micidio por  hecho  criminal  ó por  accidente,  y 
en  que  existe  homicidio  consumado  ó frustrado, 
ó heridas  consumadas,  ha  ofrecido  graves  difi- 


cultades á los  intérpretes.  El  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  ha  resuelto  varios  casos,  los  mas  no- 
tables de  los  cuales  extractamos  á continuación, 
por  la  gran  luz  que  prestan  sobre  este  punto. 

El  hecho  d¿i  inferir  á otro  una  herida  pene- 
trante situada  trasversalmente  en  la  parte  pos- 
terior é inferior  de  la  cavidad  torácica,  hácia  su 
lado  izquierdo  como  de  tres  pulgadas  de  exten- 
sión y una  de  latitud,  hecha  con  instrumento 
de  corle  y punta,  respecto  de  cuya  herida  dió  in- 
formo la  Academia  de  Medicina  y Cirugía  del 
territorio,  que  aquella  no  fué  de  esencia  mortal, 
sino  solo  por  accidente  ó lo  mas  ut plurvnium , y 
que  las  de  su  clase  no  pueden  siempre  ser  cu- 
radas radicalmente  aun  cuando  al  individuo  no 
falte  un  buen  régimen  y conveniente  alimenta- 
ción , debiendo  considerarse  la  carencia  de  estas 
circunstancias  como  accesoria  y la  lesión  como 
esencial  para  producir  la  muerte,  debe  califi- 
carse de  homicidio,  á no  resultar  que  la  muerte 
del  herido  no  derivara  de  la  lesión*  sino  que 
fuera  producida  por  una  causa  completamente 
extraña  á ella,  sin  la  cual  hubiera  podido  conse- 
guirse salvar  la  vida  al  lesionado;  sentencia  de 
12  de  Mayo  de  1871.  Véanse  también  las  senten- 
cias de  17  de  Febrero  de  1871  y de  21  de  No- 
viembre de  1873. 

El  hecho  de  dar  un  golpe  con  la  mano  cerra- 
da ó puño  á un  niño,  que  si  bien  no  llegó  á le- 
sionar la  piel  ó parte  externa  de  la  cabeza,  cau- 
só indudablemente  una  conmoción  y congestión 
cerebral;  lesión  aunque  interna,  grave  y mor- 
tal, como  lo  demostró  la  muerte  del  niño,  resul- 
tado de  dicha  lesión,  sale  de  la  esfera  y de  los 
limites  que  el  Código  penal  vigente  señala  en 
su  lib.  3.°,  tít.  3.°,  á las  faltas  contra  las  perso- 
nas, rio  podiendo  ajustarse  á la  letra  de  ningu- 
na de  las  disposiciones  de  los  artículos  allí  con- 
tenidos, debiendo  calificarse  de  delito:  sentencia 
de  4 de  Julio  de  1872. 

El  hecho  de  disparar  un  sugeto  una  pistola 
contra  otro  con  quien  está  riñendo,  causándole 
dos  lesiones  en  la  cavidad  abdominal  y espaldi- 
lla, efecto  de  la  entrada  y salida  del  proyectil, 
no  debe  calificarse  de  lesiones  graves,  sino  de 
homicidio  frustrado,  porque  la  clase  de  arma  de 
que  se  hizo  uso,  la  dirección  que  se  dió  al  dis- 
paro, y el  estrago  que  causó  este,  demuestran 
que  la  intención  del  agresor  fué  sin  duda  la  de 
causar  la  muerte  al  perjudicado  y no  otra;  y que 
! . si  no  lo  consiguió,  hiriéndole  solamente,  fué  por 
I causas  ajenas  al  fin  criminal  que  se  había  pro- 
; Presto:  sentencia  de  5 de  Diciembre  de  1870. 

La  lesión  causada  á una  persona  con  un  esto- 
que, cuyo  golpe  la  hizo  caer  en  un  charco;  mu- 
riendo aquella,  habiendo  declarado  los  faculta- 
■ tii  os  al  efectuar  la  autopsia  del  cadáver,  que  la 
l muerte  no  había  sido  á consecuencia  de  la  herida, 
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sino  natural  por  la  inflamación  de  los  intestinos 
delgados  y peritoneo,  producida  por  haber  esta- 
do la  persona  paciente  precipitada  6 caída  en  el 
charco  á consecuencia  del  golpe,  constituye  de- 
lito de  homicidio;  porque  aunque  la  mencionada 
herida  no  fuese  declarada  mortal  de  necesidad, 
lo  fué  por  accidente,  y los  accidentes  que  oca- 
sionaron la  muerte  de  la  persona  herida  ocurri- 
da á los  catorce  dias,  fueron  las  úlceras  cance- 
rosas que  demostraban  el  gravísimo  estado  de 
aquella,  á pesar  de  la  cicatrización  completa  de 
su  herida  y la  inflamación  de  ios  intestinos 
mencionados,  debido  todo  á dicha  herida  por  la 
época  y el  lugar  en  que  se  ejecutó  el  delito:  sen- 
tencia de  10  de  Mayo  de  1873. 

El  hecho  de  causar  lesiones  que  se  van  agra- 
vando hasta  el  punto  de  fallecer  la  persona  á 
quien  se  causaron,  resultando  primero  de  la  de- 
claración de  los  facultativos  que  la  muerte  no 
sobrevino  á consecuencia  de  aquellas , sino  por 
efecto  de  un  padecimiento  crónico  que  sufría 
hacia  ya  muchos  años  el  lesionado,  y después, 
del  informe  de  la  Academia  de  Medicina  del  ter- 
ritorio, que  dichas  heridas  obraron  como  con- 
causa con  el  padecimiento  crónico  del  interfec- 
to, constituye  el  delito  de  homicidio,  según  de- 
claró el  Tribunal  Supremo , considerando  que  j 
los  delincuentes  son  responsables  ante  la  ley  de 
los  actos  justiciables  que  ejecutan  al  violar  sus 
preceptos,  y de  todas  sus  consecuencias  , y que 
debe  apreciarse  necesariamente  el  resultado  y 
efecto  de  dichos  actos,  para  estimar  según  cor- 
responde la  intensidad  y extensión  dei  mal  pro- 
ducido, y definir  el  delito  con  arreglo  á derecho: 
sentencia  de  10  de  Marzo  de  1871. 

El  hecho  de  inferir  á un  sugeto  una  herida 
que  le  ocasionó  una  erisipela  de  que  resultó  su 
muerte,  si  bien  era  probable  que  esta  no  hubiere 
ocurrido  y la  lesión  se  hubiera  curado  á los 
treinta  dias,  solo  k no  haber  habido  en  el  lesio- 
nado predisposición  i erisipelas , i no  haberse 
expuesto  como  se  expuso  á la  intemperie,  y ¿ 
haber  tenido  una  medicación  adecuada,  no  pue- 
de calificarse  legalmente  de  homicidio , según 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  15  de  Junio 
de  1870,  el  cual  se  fundó,  en  que  con  tai  califica- 
ción vendria  k hacerse  responsable  al  procesado 
de  las  consecuencias  de  acto3  y omisiones  nota- 
blemente imprudentes  del  ofendido,  que  contri- 
buyeron conocidamente  á su  muerte,  y que  en 
razón  y en  justicia  son  imputables  solamente  á 
este  último,  y de  ningún  modo  á aquel,  que  no 
tuvo  participación  alguna  en  ellas  ni  tampoco 
pudo  evitarlas. 

El  hecho  de  arrojar  á una  persona  k la  calle 
pública  sobre  las  piedras,  desde  la  altura  de  seis 
metros  y 22  centímetros,  aunque  aquella  no  fa- 
lleciere de  sus  resultas,  no  debe  calificarse  de 


lesiones,  sino  de  homicidio  frustrado,  por  supo- 
ner aquel  hecho  ei  propósito  de  ocasionar  la 
muerte  por  ser  el  resultado  natural  que  debia 
esperarse:  sentencia  de  17  de  Enero  de  1873. 
Véase  también  las  sentencias  de  13  de  Abril  de 
1871 , 11  de  Febrero  de  1873,  y los  artículos  Ase- 
sinato, Delito,  Disparo  de  ar  mas  de  f uego , Heri- 
das 6 Imprudencia  temeraria. 

Según  el  art,  420  del  Código  penal,  cuando 
riñendo  varios,  y acometiéndose  entre  sí  con- 
fusa y tumultuariamente,  hubiere  resultado 
muerte  y no  constare  su  autor,  pero  si  los  que 
hubieren  causado  lesiones  graves,  serán  estos 
castigados  con  la  pena  de  prisión  mayor.  No 
constando  tampoco  los  que  hubieren  causado 
lesiones  graves  al  ofendido,  se  impondrá  á todos 
los  que  hubieren  ejercido  violencias  en  su  per- 
sona la  de  prisión  correccional  en  sus  grados 
. medio  y máximo. 

Para  que  haya  lugar  á la  imposición  de  la 
pena  en  el  caso  de  este  articulo,  es  necesario: 
que  el  homicidio  se  haya  cometido  en  riña  ó 
pelea  confusa  y tumultuariamente , sin  que 
conste  el  autor  de  la  muerte,  pues  si  constare, 
se  le  castigaría  cou  arreglo  al  artículo  419.  No 
se  reputa  que  hubo  riña  confusa  y tumultuaria 
en  el  hecho  de  agarrarse  dos  sugetos  á otro  y 
tirarle  al  suelo  causándole  la  muerte,  pues  no 
por  ello  se  dejó  de  conocer  quiénes  causaron  la 
muerte  de  la  víctima,  porque  habiendo  sido  ios 
agresores  los  dos  que  á él  se  agarraron,  ambos 
eran  autores  del  homicidio,  habiendo  incur- 
rido uno  y otro  en  la  pena  de  reclusión  tempo- 
ral: sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  17  de 
Junio  de  1872.  El  mismo  tribunal  ha  declarado 
también,  que  cuando  se  deduce  de  los  hechos 
de  una  causa,  que  aunque  hubo  reyerta  entre 
muchos,  fué  esta  limitada  y directa  entre  cua- 
tro personas  peleando  entre  sí,  dos  de  cada  par- 
te , de  un  modo  conocido  y distinto,  recibiendo 
cada  cual  de  sus  dos  contrarios  varias  lesiones 
y no  una  sola,  faltan  las  condiciones  necesarias 
para  que  pueda  ser  aplicable  la  disposición  del 
art.  420:  sentencia  de  1 2 de  Marzo  de  1872.  Ade- 
más de  la  circunstancia  de  que  la  riña  sea  tu- 
multuosa, es  necesario  para  la  aplicación  del 
art.  420  que  conste  quiénes  causaron  lesiones 
graves  ó violencias  en  la  persona  del  que  resul- 
tó muerto.  El  legislador  ha  tratado  de  penar  en 
este  artículo  los  homicidios  ocurridos  en  reu- 
niones de  gentes,  como  romerías , ferias,  verbe- 
nas, etc.,  sin  que  conste  quiénes  fueron  ios 
autores  de  aquel  delito;  pero  con  tal  que  existan 
hechos  dignos  de  pena  por  parte  de  algunas 
personas,  de  las  cuales  haya  motivo  fundado 
para  presumir  que  no  estuvieron  exentas  de 
criminalidad  en  aquel  homicidio. 

La  penalidad  señalada  en  los  arts.  419  y 420 
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expuestos  se  refiere  á los  autores  de  homicidio 
consumado.  Respecto  de  los  actos  que  constitu- 
yen homicidio  frustrado  ó tentativa,  aunque  se- 
gún lo  prescrito  en  el  art.  06  del  Código  es  regla 

general  que  se  imponga  á ios  autores,  de  lospri 
meros  la  pena  inmediatamente  inferior  en  grado 
á la  señalada  por  la  ley  para  el  delito  consumado, 
y según  el  67,  que  se  imponga  á los  de  los  segun- 
dos la  inferior  en  dos  grados  á la  marcada  para  el 
misino,  se  dispone  especialmente  en  el  art.  422, 
que  los  tribunales,  apreciando  las  circunstancias 
del  hecho , podrán  castigar  el  delito  frustrado  de 
homicidio  (asi  como  el  frustrado  de  parricidio  y 
asesinato  de  que  se  trata  en  los  artículos  respec- 
tivos de  esta  obra)  con  una  pena  inferior  ten  un 
grado  A la  que  debiera  corresponderle  según  el 
mencionado  art.  66,  y que  puedan  también  re- 
bajar en  un  grado,  según  las  circunstancias  del 
hecho,  la  pena  correspondiente  á la  tentativa 
según  el  art.  6'7.  * 

Antes  quedaba  exento  de  toda  pena  el  que 
matase  al  que  hallare  yaciendo  con  su  mujer 
donde  quiera  que  fuere,  ó con  su  hija  ó herma- 
na en  su  propia  casa;  al  que  encontrare  lleván- 
dose k una  mujer  forzada  para  yacer  con  ella  ó 
con  quien  hubiese  yacido;  al  ladrón  que  hallare 
de  noche  en  su  casa  hurtando  ú horadándola,  ó 
huyendo  con  el  hurto  sin  querer  darse  á prisión; 
al  salteador  famoso  de  caminos  que  no  se  dejase 
prender;  al  que  de  noche  le  quemase  ó destru- 
yese sus  casas,  campos,  árboles  ó mieses;  al 
que  aun  de  día  quisiere  apoderarse  por  fuerza 
de  sus  cosas;  al  que  le  acometiere  á él,  á su 
mujer,  ó á parienta  dentro  de  cuarto  grado  con 
cuchillo,  espada  ú otra  arma  capaz  de  matarle; 
al  soldado  que  abandonando  sus  banderas  en  el 
campo  de  batalla  ó pasándose  al  enemigo  hicie- 
ra resistencia  cuando  se  le  quisiere  prender  en 
el  camino;  leyes  2.”  y 3.’,  tít.  8.”,  Part.  7.“,  leyes 
l-\  y 4.*,  tít.  21,  y ley  1.a,  tít.'  28,  lib.  12,  No- 
vísima Recop, 

* Actualmente,  según  el  Código  penal  de  1870, 
no  se  libra  de  toda  pena  el  que  ejecutare  un  ho- 
micidio en  los  casos  de  adulterio  ó de  corrupción 
de  hijas  menores  de  veintitrés  años,  sino  que  se 
le  mitiga  la  impuesta  por  la  ley  por  el  homicidio 
simple  ó de  lesiones  graves.  Respecto  de  los  de- 
más casos  aquí  mencionados  solo  se  librarán  de 
pena  los  comprendidos  en  el  cap.  2.°  del  lib.  l.° 
que  trata  de  las  Circunstancias  que  eximen,  de  res- 
ponsabilidad criminal  (Véase  este  artículo  del 
Diccionario).  Acerca  del  caso  de  matar  al  solda- 
do que  abandona  sus  banderas,  no  se  halla 
comprendido  en  las  exenciones  de  responsabili- 
dad del  Codigo.  * V.  Adulterio. — Agresor.  — 
Circunstancias.  Defensa.  -Excusa.  - Ladrón. 

Incendia')  io.  Raptor. — Embriaguez  y Zoco. 

El  homicidio  voluntario  puede  ser  calificado, 


como  hemos  dicho,  por  razón  de  la  persona,  del 
lugar,  delfín,  del  instrumento  ó del  modo.  Lo 
es  por  razón  de  la  persona,  cuando  se  cometía 
por  el  padre,  madre,  hijo,  hermano  ú otro  pa- 
riente inmediato,  por  la  mujer  ó por  el  mari- 
do . ó en  un  recien  nacido,  ó que  estaba  por  na- 
cer, ó en  el  Rey,  ó bien  por  un  juez,  médico,  ci- 
rujano ó boticario  en  el  ejercicio  de  sus  profesio- 
nes. V.  Exposición  de  parto,  Infanticidio,  Parri- 
cidio, Boticario,  Médico,  A borlo,  Juez,  Resistencia 
á la  justicia , Sacrilegio  y Lesa  majestad.  Lo  es 
por  razón  del  lugar,  cuando  se  comete  en  la  Igle- 
sia ó en  el  cementerio,  y en  el  palacio  del  Rey, 
y antes  en  la  córte  ó su  rastro.  * Hoy,  según 
el  art.  10  núm.  19  del  Código  penal,  es  circuns- 
tancia agravante  en  la  perpetración  de  un  deli- 
to la  de  cometerlo  en  lugar  sagrado,  en  los  pa- 
lacios de  las  Cortes  ó del  Jefe  del  Estado,  ó en  la 
presencia  de  este,  ó donde  la  autoridad  pública 
se  halle  ejerciendo  sus  funciones.  * V,  Sacrilegio 
y Palacio  del  Rey.  Lo  es  por  razón  del  fin  con  que 
se  causa,  como  cuando  se  hace  robando  en  un 
camino,  en  cuyo  caso  incurría  el  ladrón  homicida 
en  las  penas  de  muerte  y de  confiscación  de  la 
mitad  de  sus  bienes:  ley  9.a,  tít.  21,  lib.  12,  Nov. 
Recop.  Lo  era  por  razón  del  arma  ó instrumen- 
to, como  si  se  bacía  con  escopeta,  fusil  ó pistole- 
te, en  cuyo  caso,  aun  cuando  solo  se  hiriese,  el 
agresor  era  tenido  por  alevoso , y perdía  todos 
sus  bienes,  la  mitad  para  el  fisco  y la  otra  mitad 
para  el  herido  ó herederos  del  muerto:  ley  12, 
tít.  21,  lib.  12,  Nov.  Recop.  Lo  es,  finalmente, 
por  razón  del  modo , como  si  se  comete  premedi- 
tadamente, á traición  ó con  alevosía,  acechando 
en  algún  paraje  á su  enemigo,  disfrazándose  ó 
valiéndose  de  alguna  otra  industria,  cogiéndole 
desprevenido,  ahogándole,  ahorcándole,  dándole 
veneno,  ó bien  en  desafío,  ó incendiando  la  casa 
en  que  se  encontrare.  * Actualmente,  se  consi- 
dera como  asesinato  el  homicidio  cometido  cou 
alevosía  ó con  alguna  de  las  circunstancias  ex- 
puestas en  el  aparte  5.°  de  este  artículo ; las  de- 
más circunstancias  que  aquí  se  mencionan,  solo 
se  consideran  como  agravantes  para  imponer  al 
homicida  el  grado  máximo  de  la  pena  impuesta 
al  delito,  excepto  la  de  cometer  el  homicidio  en 
duelo,  caso  en  que  se  impone  una  pena  especial 
según  luego  diremos.*  El  homicidio  alevoso,  que 
era  el  que  se  hacia  á muerte  segura,  esto  es,  sin 
pelea,  guerra  ó riña,  se  castigaba  con  la  pena 
capital,  la  de  ser  arrastrado,  y la  confiscación  de 
la  mitad  de  los  bienes;  y el  homicidio  á traición, 
con  las  mismas  ponas  de  muerte,  y arrastra- 
miento y confiscación  de  todos  los  bienes:  ley  2.‘, 
tít.  21,  libro  12,  Nov.  Recop.  En  el  dia  se  castiga 
con  arreglo  al  art.  418  del  Código  penal,  que  pe- 
na el  asesinato:  V.  Alevosía,  Asesinato,  Envene- 
namiento, Herida , Ahogado,  Ahorcado,  Incendia - 
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rio  y Confiscación.  El  homicidio  cometido  en 
duelo  ó desafío,  y aun  el  duelo  mismo,  aunque 
no  resultare  muerte  ni  herida,  llevaba  consigo 
la  pena  capital  y la  confiscación  de  bienes,  sin 
contar  las  penas  gravísimas  que  se  imponían  á 
los  interventores  y testigos  , y aun  á los  jueces 
morosos;  pero  en  la  práctica  estos  delitos  no  se 
castigaban  con  el  rigor  que  prescribía  la  ley,  y 
aun  el  mero  desafío  solia  quedar  impune.  * Se- 
gún el  art.  440  del  Código  penal  de  1870,  al  que 
mata  en  duelo  á su  adversario,  se  le  impone  la 
pena  de  prisión  mayor.  Solo  se  imponen  las  pe- 
nas generales  del  Código  si  resultare  muerte, 
cuando  se  verifica  el  duelo  sin  asistencia  de  dos 
ó mas  padrinos  mayores  de  edad  por  cada  parte, 
y sin  que  estos  hayan  elegido  las  armas  y arre- 
glado las  demás  condiciones.  V.  Dudo  y Confis- 
cación. * 

Antes  eran  tratados  como  homicidas:  l.",  el 
que  hería  á otro  por  asechanzas  , aunque  el  he- 
rido no  muriera  de  la  herida:  ley  3.*,  tít.  21,  li- 
bro 12,  Nov.  Recop. — 2.”  El  que  lieria  á otro  en 
la  corte  y dentro  de  su  rastro  (ley  5.’,  d.  título  y 
libro);  bien  que  no  estaba  en  observancia  esta 
ley  por  lo  que  hacia  al  que  hería  y no  mataba. — 
3.°  El  que  hería  ó,  alguna  persona  disparando 
arma  de  fuego  ó tirando  con  ballesta  dentro  de 
poblado:  ley  11,  d.  tít.  y lib. — 4.°  El  que  hería 
con  arcabuz  ó pistolete : ley  12,  d.  tít.  y lib. — 
5.”  El  que  castraba  ó mandaba  castrar  á otro: 
ley  13,  tít.  8.°,  Part.  7.* — 6.°  El  que  daba  á sa- 
biendas armas  á un  colérico,  embriagado,  enfer- 
mo ó demente  que  se  las  pidiere  para  matarse  ó 
matar  á otro,  y en  efecto  llevaba  á cabo  su  in- 
tento: ley  10,  d.  tít.  y Part. — 7."  El  que  compraba 
ó vendía  ó proporcionaba  veneno  á sabiendas 
para  matar;  ley  7.a,  d.  tít.  y Part. 

* Respecto  de  estas  disposiciones,  debe  adver- 
tirse, que  según  el  núm.  2.”  del  art.  10  del  Códi- 
go penal  de  1870,  es  circunstancia  agravante 
ejecutar  el  hecho*  con  alevosía,  de  suerte  que  las 
heridas  á que  se  refiere  la  ley  3.a  de  la  Novísima 
aquí  citada,  deberáu  castigarse  actualmente  eon 
arreglo  á lo  prescrito  en  el  cap.  7.°,  tít,  8.°,  li- 
bro l.°  del  Código  penal  que  trata  de  las  lesio- 
nes, teniendo  en  cuenta  la  circunstancia  agra- 
vante indicada.  La  ley  5.a  de  la  Recopilación  ha 
sido  derogada  por  el  Código  penal,  y ho}’  se  im- 
ponen las  mismas  penas  á los  delitos,  según  sus 
circunstancias,  cométanse  ó no  en  la  córte.  El  he- 
cho 4 que  se  refiere  la  ley  11  es  calificado  en  el 
dia  de  delito  ó falta,  según  que  concurran  ó no  en 
él  las  circunstancias  del  art.  581  del  Código  penal 
que  trata  de  la  imprudencia  temeraria.  Lo  pres- 
crito en  la  ley  12  no  tiene  lugar  actualmente:  el 
Código  penal  de  1850,  en  su  art.  10,  calificaba  de 
circunstancia  agravante  respecto  de  todos  los 
delitos  el  hacer  uso  de  armas  prohibidas  por  ios 


reglamentos;  pero  ha  desaparecido  esta  disposi- 
ción del  Código  reformado  en  1870,  debiendo  es- 
tarse á lo  expuesto  en  el  artículo  Armas  prohibi- 
das. Tampoco  rige  en  el  dia  lo  dispuesto  en  la 
ley  13,  tit.  8.a,  Part.  7.a,  pues  según  el  art.  429 
del  Código  penal  de  1870,  el  que  de  propósito 
castrare  4 otro  es  castigado  con  la  pena  de  re- 
clusión temporal  4 perpétua.  Respecto  de  los 
casos  de  la  ley  10  de  Partida  citada,  según  el 
art.  421  del  Código  penal  de  1870,  el  que  pres- 
tare auxilio  4 otro  para  que  se  suicide  , es  casti- 
gado con  la  pena  de  prisión  mayor;  al  que  diere 
armas  4 otro  para  cometer  un  homicidio,  se  le 
castigar4  como  autor  de  este  delito  ó como  cóm- 
plice , según  que  hubiere  cooperado  4 la  ejecu- 
ción del  homicidio  por  aquel  acto  de  modo  que 
sin  él  no  se  hubiere  efectuado,  ó según  que  hu- 
biere cooperado  4 este  siu  dicha  circunstancia 
por  actos  anteriores  ó simultáneos  al  mismo.  Es 
esto  también  aplicable  al  caso  4 que  se  refiere 
la  ley  7.a  de  Partida  citada,  advirtiendo  que  4 los 
| cómplices  se  impone  la  pena  inferior  en  un  gra- 
do 4 la  señalada  para  los  autores.  * 

TI.  Homicidio  por  imprudencia  ó impericia  es 
el  que  se  comete,  no  con  designio  de  matar,  sino 
por  falta  de  cuidado  ó de  ciencia.  Hay  homicidio 
por  imprudencia , cuando  riñendo  dos  personas 
quitan  la  vida,  sin  querer,  4 otra  que  se  acerca; 
cuando  algún  embriagado  hace,  por  estarlo,  al- 
guna muerte;  cuando  el  padre  castiga  al  hijo  ó 
el  maestro  al  discípulo , de  manera  que  el  casti- 
gado muere  de  las  heridas  ó de  los  golpes;  cuan- 
do alguno  cortando  árboles , labrando  casas  ó 
corriendo  4 caballo  en  camino  ó calle  pública  de 
paso  acostumbrado,  causa  la  muerte  de  algún 
transeúnte  por  no  avisar  oportunamente  4 los 
pasajeros  para  que  se  guarden;  cuando  empu- 
jando uno  4 otro  por  juego,  le  ocasiona  la  muer- 
te 4 resultas  de  la  caída  ó de  otro  modo;  cuando 
teniendo  uno  la  mala  costumbre  de  levantarse 
%ormido  y tomar  armas  para  herir,  no  advierte 
de  ella  4 los  compañeros  que  duermen  con  él 
para  que  se  precavan,  y por  fin,  en  otros  casos 
semejantes  en  que  no  interviene  malicia  alguna 
sino  solo  culpa  ó negligencia. 

Hay  homicidio  por  impericia,  cuando  el  médi- 
co diere  al  enfermo  medicina  tan  fuerte  que  le 
mata;  cuando  el  cirujano  en  la  curación  del  he- 
rido ó llagado  se  conduce  de  tal  modo  que  le 
causa  la  muerte;  y cuando  alguno  para  hacer 
embarazada  á una  mujer  le  suministra  yerbas  ú 
otra  cosa  de  que  llega  á fallecer. 

En  el  homicidio  por  imprudencia  se  hallaba 
prescrita  por  las  leyes  de  Partida  la  pena  de  cin- . 
co  años  de  destierro  4 una  isla;  y en  el  homici- 
dio por  impericia  la  misma  pena  de  destierro  y 
además  la  de  privación  de  oficio  (leyes  5,  6 y 9, 
tít.  8.°,  Part.  7.');  mas  parece  que  las  leyes  6.a  y 7.a 
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tít.  17,  lib.  4.“  del  Fuero  Be  al,  que  son  las  leyes  13 
y 14,  tít. 21,  lib.  12,  Nov.  Rqcop.,  solo  querían  que 
se  impusiera  pena  pecuniaria,  según  la  mayor 
ó menor  gravedad,  de  la  culpa.  Los  tribunales, 
sin  embargo , combinando  las  leyes  del  1 ueio 
Real  y las  de  las  Partidas , condenaban  al  reo  en 
cada  caso  á la  pena  que  creían  mas  proporcio- 
nada, según  las  circunstancias. 

* Hay  que  tener  presente,  respecto  de  los  ca- 
sos de  imprudencia  y sus  penas,  enunciados  por 
el  autor  en  este  par.  II,  las  siguientes  disposi- 
ciones : Según  el  Código  penal  de  1870,  por  el 
art.  8.”,  núm.  8.°,  está  exento  de  responsabilidad 
criminal  el  que  con  ocasión  de  ejecutar  un  acto 
lícito  con  la  debida  diligencia,  causa  un  mal  por 
mero  accidente,  sin  culpa  ni  intención  de  cau- 
sarlo, y según  el  art.  85,  cuando  no  concur- 
rieren todos  los  requisitos  que  se  exigen  en  el 
núm.  8.’  del  art.  8.”  para  eximir  de  responsa- 
bilidad, se  observará  lo  dispuesto  en  el  art.  581 
que  trata  de  la  imprudencia  temeraria.  V.  Im- 
prudencia temeraria.  Por  el  art.  O.”  de  dicho  Có- 
digo, se  considera  circunstancia  atenuante  el 
ejecutar  el  hecho  en  estado  de  embriaguez,  i 
cuando  esta  no  fuere  habitual  ó posterior  ai  pro-  ' 
yecto  de  cometer  el  delito.  Por  Real  órden  de  2o  ' 
de  Agosto  de  1834  se  mandó  quedase  abolido  en 
todos  lo  colegios  y casas  de  educación  el  castigo 
de  azotes  que  solia  darse  á los  niños , y cualquie- 
ra otro  que  pudiere  causar  lesión  cu  los  miem- 
bros, y que  procurasen  los  directores  y maestros 
corregir  los  defectos  de  los  alumnos  por  los  me- 
dios de  la  emulación  y del  ejemplo,  y con  priva- 
ciones que  no  puedan  producir  funestas  conse  - 
cuencias en  lo  físico  ni  en  lo  moral,  y por  Real 
decreto  de  31  de  Enero  de  1837  se  ratificaron  es- 
tas disposiciones.  Además,  según  el  art.  9.°,  nú- 
mero 3.°  del  Código  penal,  es  circunstancia  ate- 
nuante la  de  no  haber  tenido  el  delincuente  in- 
tenciou  de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad 
corno  el  que  produjo;  conforme  ai  art.  431,  apar* 
te  último,  no  se  comprenden  en  la  disposición  ! 
del  párrafo  ó aparte  51  del  mismo  (que  agrava 
la  pena  impuesta  por  las  lesiones  inferidas  por 
los  ascendientes  á sus  descendientes),  respecto  : 
de  las  que  causare  el  padre  al  hijo  excediéndose 
en  su  corrección ; y según  el  art.  602  se  castiga 
como  falta,  con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo,  á los  que  causaren  lesiones  que 
impidan  al  ofendido  trabajar  de  uno  á siete  dias 
ó hagan  necesaria  por  el  mismo  tiempo  la  asis- 
tencia facultativa,  si  mediare  la  circunstancia 
de  ser  el  ofensor  padre,  hijo,  marido  ó tutor  del 
ofendido,  cualesquiera  que  sean  las  circunstan- 
cias que  concurran.  V.  Heridas.  Los  que  corrie- 
ren caballerías  y carruajes  por  las  calles,  paseos 
y sitios  públicos,  con  peligro  de  los  transeúntes 
o con  infracción  de  las  ordenanzas  y bandos  de 


■ buen  gobierno,  sou  castigados  con  las  penas  de 
’ cinco  á diez  dias  de  arresto  ó multa  de  25  á 75 
pesetas:  art.  598.  Los  que  por  simple  imprudencia 
ó por  negligencia,  sin  cometei  infracción  délos 
¡ reglamentos,  causaren  un  mal,  que  si  mediare 
I malicia  constituirla  delito  ó falta,  son  castigados 
¡ con  la  multa  de  5 a 25  pesetas  y íeprension  pú- 
| blica:  art.  60o.  Ar.  Imprudencia  y A eg  h g encía . 
Respecto  del  caso  de  impericia  que  cita  el  au- 
tor, debe  tenerse  presente  la  prescripción  del 
núm.  8."  del  Código  penal  ya  citado  y del  nú- 
mero 11  del  mismo,  según  el  cual  está  exento 
de  responsabilidad  criminal  el  que  obra  en  cum- 
plimiento de  un  deber  ó en  el  ejercicio  legítimo 
de  un  derecho,  oficio  ó cargo;  y la  del  núm.  3.” 
del  art.  9.“,  según  la  cual  es  circunstancia  ate- 
nuante la  de  no  haber  tenido  el  delincuente  in- 
tención de  causar  un  maL  de  tanta  gravedad 
como  el  que  produjo.  V.  Cirujano. — Boticario  y 
Salud  pública  (delitos  contra  la).  * 

III.  Homicidio  casual  es  el  que  se  ejecuta  por 
mero  accidente  ó caso  fortuito  sin  culpa  ni  falta 
alguna  del  que  le  causa;  como  si  corriendo  uno 
á caballo  en  lugar  destinado  para  ello,  se  atra- 
vesase improvisadamente  alguna  persona  y mu- 
riese atropellada;  ó como  si  cortando  árboles,  ó 
haciendo  algún  edificio,  y avisando  con  oportu- 
nidad á los  pasajeros  que  se  guardasen,  cayere 
sobre  alguno  de  estos  árbol,  piedra,  teja  ú otra 
cosa  que  le  mate.  Como  en  el  homicidio  pura- 
mente casual  no  hay  delito  ni  cuasi  delito,  pues 
se  supone  que  no  hay  malicia,  descuido  ni  im- 
prudencia, no  puede  imputarse  á persona  algu- 
na, ni  por  consiguiente  imponerse  pena:  bien 
que  en  estos  casos  y otros  semejantes  deberá  ju- 
rar el  homicida  que  la  muerte  fué  casual,  y pro- 
bar con  testimonio  de  hombres  buenos  que  no 
tenia  enemistad  con  el  muerto ; pues  sin  tal 
prueba  y juramento  será  tenido  por  sospechoso 
de  malicia,  y digno  de  pena:  ley  i.*,  tít.  8.”, 
Part.  7.a,  y ley  7.%  tít.  17,  lib.  4d  del  Fuero  Real. 
Algunos  adoptan  la  división  de  homicidio  ca- 
sual sin  culpa,  y homicidio  casual  con  culpa; 
pero  este  segundo  no  es  puramente  casual,  sino 
el  cometido  por  imprudencia  ó impericia. 

* Corrobora  esta  doctrina  en  general  el  Códi- 
go penal  de  1870,  art.  8.“,  núm.  8.",  que  prescri- 
be hallarse  exento  de  responsabilidad  criminal 
el  que  con  ocasión  de  ejecutar  un  acto  lícito  con 
la  debida  diligencia  causa  un  mal  por  mero  ac- 
cidente, sin  culpa  ni  intención  de  causarlo,  lo 
cual  deberá  probarse;  cuando  no  concurrieren 
todos  estos  requisitos  se  impondrán,  conforme  al 
art.  85,  Las  penas  correspondientes  á la  impru- 
dencia temeraria,  ó simple  imprudencia  ó ne- 
gligencia, segum  el  prudente  arbitrio  de  los  tri- 
bunales , conforme  al  art.  581  del  Código.  V.  Im- 
prudencia y Negligencia. 
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Según  sentencia  de  9 de  Octubre  de  1873.  dic- 
tada por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia)  el  he- 
cho de  dar  uno  á otro  varios  golpes  con  un  palo 
y el  de  tirarle,  al  huir,  una  piedra  que  le  causó 
la  muerte,  constituye  el  delito  de  homicidio, 
sin  que  pueda  suponerse  imprudencia  temeraria 
en  ejecutar  aquellos  hechos  sin  mediar  malicia, 
como  opinó  la  Sala  de  lo  criminal-  de  una  Au- 
diencia. Véase  también  la  sentencia  de  2.1  de 
Diciembre  de  1872.  * 

IV,  Homicidio  necesario  es  el  que  se  comete 
por  defender  su  propia  vida ; y se  llama  necesa- 
rio ó por  premio,  porque  no  se  puede  evitar  sino 
á riesgo  de  perecer:  ley  16,  tít.  6.°,  Part.  l.°  Si 
algún  injusto  agresor  me  acomete  llevando  en 
la  mano  cuchillo  desenvainado , espada , palo, 
piedra  ú otro  instrumento  con  que  puede  matar- 
me, no  he  de  esperar  á queme  hiera  antes,  pues 
podria  succeder  que  al  primer  golpe  me  quitase 
la  vida:  tengo  derecho  para  prevenir  su  acción 
rechazándole  y aun  dándole  la  muerte,  si  no  pue- 
do conservar  mi  persona  de  otro  modo:  ley  16, 
tít.  6.°,  Part.  l.\  y ley  2.*,  tít.  8.°,  Part.  7.a  De- 
fensor propia  salutis  in  millo  peccasse  videtur,  si 
aggressorem  occiderit,  modo  illud  fuerit  factirn 
cum  modé'ramine  incúlpate  tutela ; id  est,  modo 
qui  occidit,  vita  periculum  aliter  non  poiuisset 
ejfugere.  No  incurro,  pues,  en  pena  alguna  si  por 
guardar  mi  vida  me  veo  en  la  necesidad  de  qui- 
tarla á mi  contrario;  pero  si  pude  salir  del  lance 
sin  peligro  y sin  deshonor,  huyendo,  dando  vo- 
ces, recurriendo  á la  protección  del  juez  ó de 
otra  persona,  ó hiriendo  al  agresor  sin  causarle 
la  muerte,  incurriré  por  mi  exceso  en  alguna 
pena  extraordinaria  y proporcionada  á la  culpa. 
Si  nadie  ha  presenciado  el  lance,  se  tendrán  en 
consideración  las  circunstancias  de  las  personas 
y del  caso , la  especie  de  instrumento  y otras 
particularidades  para  calificar  de  necesario  ó ex- 
cesivo el  homicidio ; aunque  siempre  que  conste 
que  un  hombre  ha  quitado  á otro  la  vida  por  de- 
fenderse, como  es  difícil  justificar  si  se  excedió 
ó no  en  su  defensa,  se  le  tendrá  que  excusar 
mientras  no  se  pruebe  que  abusó  de  las  circuns- 
tancias para  cometer  un  verdadero  crimen. 

También  se  reputa  necesario  el  homicidio  eje- 
cutado por  salvar  la  vida  délas  personas  que  nos 
están  unidas  con  lazos  de  la  sangre  y de  la  na- 
turaleza, esto  es,  de  nuestros  ascendientes  y 
descendientes  y de  nuestros  parientes  colatera- 
les hasta  el  cuarto  grado , y aun  de  nuestros 
amos,  en  caso  de  que  no  hubiere  otro  medio  de 
librarlos  del  peligro;  ley  1.a,  tít.  21,  lib.  12,  No- 
vísima Recop.:  lo  es  con  mas  razón  el  que  hicie- 
re el  marido  por  salvar  á la  mujer,  y la  mujer  por 
salvar  al  marido,  pues  que  ambos  son  tenidos  por 
una  misma  persona:  lo  es  asimismo  el  que  una 
mujer  cometiere  en  defensa  del  honor  que  un 
Tomo  ni. 


atrevido  quisiere  quitarle  con  violencia;  y si  no 
necesario  será  cuando  menos  excusable,  y tal  vez 
laudable,  el  cometido  por  un  tercero  en  defensa 
de  cualquiera  persona  injustamente  atacada. 
V.  Auxilio  contra  el  injusto  agresor,  Cadáver  y 
Defensa  legitima . * En  este  último  articulo  cita- 
do de  esta  obra  se  han  expuesto  las  disposicio- 
nes del  art.  8.°,  núms.  4.°,  5.°  y 6.”  del  Código  pe- 
nal de  1870,  sobre  los  casos  y circunstancias  que 
deben  concurrir  en  ellos  para  que  en  el  día  la 
defensa  exima  de  responsabilidad  criminal.  Véa- 
se dicho  artículo.  * 

HOMICIDIO  DE  s(  MISMO.  V.  Suicidio. 

HOMICIDIO  PRODITORIO.  El  homicidio  alevoso. 

HOMOLOGACION.  Palabra  griega  que  significa 
consentimiento  ó aprobación.  Llámase  homolo- 
gación el  consentimiento  tácito  que  dan  las  par- 
tes á la  sentencia  arbitral  cuando  dejan  pasar 
cinco  dias  desde  su  pronunciamiento  sin  contra- 
decirla; y la  confirmación  que  da  el  juez  á cier- 
tos actos  y convenciones  para  hacerlos  mas  fir- 
mes, ejecutivos  y solemnes. 

HONESTIDAD  PÚBLICA.  Cierta  especie  de  paren 
tesco  de  afinidad  que  nace  de  los  esponsales  vá 
lidos  y del  matrimonio  rato ; respecto  del  ma 
trimonio  canónico,  produce  impedimento  diri- 
mente entre  la  desposada  y los  parientes  del 
desposado,  y entre  el  desposado  y los  parien- 
tes de  la  desposada.  En  los  esponsales  com- 
prende solo  el  primer  grado,  y en  el  matrimo- 
nio rato  llega  hasta  el  cuarto  inclusive,  con- 
tándolos siempre  según  la  computación  canóni- 
ca, que  es  la  que  se  sigue  en  materia  de  matri- 
monios. Si  celebro,  pues,  esponsales  con  María, 
ya  no  podré  casarme  después  con  su  madre  ni 
con  sus  hermanas,  ni  ella  con  mi  padre  ni  con 
mis  hermanos;  y si  contraje  con  la  misma  ma- 
trimonio rato,  aunque  ella  muriese  luego  antes 
de  consumarle,  no  podria  contraer  otro  con  nin- 
guno de  sus  parientes  hasta  el  cuarto  grado,  por 
razón  del  impedimento  de  pública  honestidad. 
V.  Impedimento  dirimente  en  el  matrimonio  ca- 
nónico. 

* Respecto  del  matrimonio  civil,  no  produ- 
cen impedimento  dirimente  los  esponsales,  pues 
según  él  art.  3.°  de  la  ley  sobre  aquel  enla- 
ce, ni  aun  produce  acción  civil  la  promesa  de 
futuro  matrimonio.  V.  Esponsales  y Matrimonio 
civil. 

HONESTO.  Loque  es  decente,  decoroso,  razo- 
nable y justo.  Ei  primer  precepto  de  la  justicia, 
según  la  ley  3.a,  tít,  l.°,  Part.  3.a.  es  que  el  hom- 
bre viva  honestamente,  esto  es,  que  no  haga  cosa 
alguna  que  repugne  á las  buenas  costumbres  y 
al  decoro  público;  aunque  no  esté  prohibida  ex- 
presamente por  las  leyes.  No  solo  hemos  de  aten- 
der á si  una  cosa  es  lícita  ó no  está  prohibida, 
sino  también  á si  es  honesta:  Non  solirn,  quid 
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liceat,  considerandim  esl,  sed  et  quid-  Aonestum 
sit,  como  dice  la  regla  197,  tít.  17,  lib.  50  del  Di- 
gesto. No  todo  lo  que  es  lícicito,  es  también  ho- 
nesto: Non  omneqv.od  licel,  Aonestum  esl,  como 
dice  la  regla  144.  Se  dice  licito  lo  que  las  leyes 
no  castigan;  pero  si  no  es  honesto , lo  castiga  la 
sanción  popular.  De  aquí  es  que  lo  que  no  es 
honesto,  no  es  tampoco  útil;  Nihil  utile,  dice 
Cicerón  (De  afjfc.,  lib.  3/j,  quod  ídem  non  hnnes- 
tum;  necquia  utile , honeslumesl,  sed , guia  hones- 
tem,  utile. 

HONOR.  Cierta  renta  que  señalaba  el  Rey  á 
los  ricos  hombres  ó caballeros  en  algunos  luga- 
res de  sn  señorío;  como  cuando  les  daba  todas 
las  rentas  de  alguna  villa  ó castillo,  sin  el  gra- 
vámen  de  que  le  sirviesen  á su  costa  ó con  cier- 
to número  de  tropas  en  la  guerra,  aunque  con 
la  condición  tácita  de  servirle  con  lealtad : ley 
2.*,  tít.  2(5,  Part.  4."  Este  honor  ó señalamiento 
de  renta  llevaba  consigo  el  señorío,  ó sea  el  go- 
bierno de  la  villa,  castillo  ó lugar,  con  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  civil  y criminal,  y se 
conservaba  en  la  persona  del  agraciado  durante 
su  vida,  mientras  no  daba  motivo  para  que  se 
le  quitase.  Y.  Alfoz. 

HONOR.  La  acción  ó demostración  exterior  por 
la  cual  se  da  á conocer  la  veneración,  respeto 
6 estimación  que  alguno  tiene  por  su  dignidad 
ó por  su  mérito;  la  gloria  ó buena  reputación 
que  sigue  k la  virtud,  al  mérito  ó á las  acciones 
heróicas  , la  cual  trasciende  á las  familias,  per- 
sonas y acciones  mismas  del-  que  se  la  granjea; 
la  honestidad  y recato  en  las  mujeres,  y la 
buena  opinión  que  se  granjean  con  estas  virtu- 
des. V.  Injuria. 

HONORES.  Las  dignidades,  cargos  ó empleos; 
y así  se  dice  : aspirar  á los  honores  de  la  repú- 
blica, de  la  magistratura,  de  la  milicia,  etc.;  y 
el  título  ó preeminencia  que  se  concede  á algu- 
no de  poderse  nombrar  en  alguna  dignidad  ó 
empleo  como  si  realmente  le  tuviera,  aunque  le 
falte  el  ejercicio  y no  goce  gajes  algunos;  y así 
se  dice  que  N.  goza  honores  de  magistrado,  de 
intendente,  de  consejero,  etc,  Y.  Honorario. 

HONORARIO.  Dícese  del  que  tiene  los  honores, 
prerogativas  y distinciones,  y no  la  propiedad 
ni  el  ejercicio  de  alguna  dignidad  ó empleo; 
como  magistrado  honorario,  intendente  hono- 
rario. Los  honores  de  la  toga  no  se  debian  sino 
por  circunstancias  muy  especiales,  y siempre 
oyendo  á la  Audiencia  ó tribunal  de  que  habían 
de  concederse,  Para  los  honores  de  la  toga  con 
antigüedad,  además  del  mérito  ó servicio  espe- 
cial por  que  debieran  concederse,  habian  de 
concurrir  en  el  que  los  solicitare  los  requisitos 
que  se  exigen  para  la  toga  misma ; y en  los  ho- 
nores sin  antigüedad  se  habia  de  proceder  tam- 
bién con  la  mayor  conformidad  posible  á lo  exi- 


gido para  la  toga : Real  decreto  de  20  de  Di- 
ciembre de  1838.  V.  Ministros. 

Observadas  puntualmente  estas  razonables  dis- 
posiciones, habríase  conservado  en  la  carrera  ju- 
dicial un  premio  y un  estímulo,  tanto  mas  apre- 
ciables, cuanto  que  hubieran  significado  méritos 
ó servicios  peculiares  á ella;  pero  hubo  tal  pro 
fusión  en  las  concesiones , y se  extendieron  á 
premiar  servicios  tan  inconexos  con  la  magis- 
tratura, que  sobre  no  ganar  nada  el  prestigio  de 
esta,  se  trastornaban  á cada  paso  sus  condiciones 
gerárquicas  en  actos  oficiales.  Por  estos  y otros 
inconvenientes  que  se  hadan  sentir,  se  expidió 
en  19  de  Setiembre  de  1845  el  Real  decreto  si- 
guiente, que  también  se  comunicó  á las  posesio- 
nes ultramarinas  y rige  en  ellas  como  en  la  Pe- 
nínsula é islas  adyacentes: 

«Teniendo  en  consideración  las  razones  que 
me  ha  expuesto  mi  ministro  de  Gracia  y Justi- 
cia, conformes  con  el  parecer  de  la  Sala  de  go- 
bierno del  Tribunal  Supremo  y con  lo  propuesto 
por  mi  fiscal  del  mismo  Tribunal,  sobre  la  con- 
veniencia de  prohibir  la  concesión  de  honores  de 
la  toga,  he  venido  en  decretar  lo  .siguiente: 

»Artíeulo  l.°  En  lo  sucesivo  no  se  concederá 
ninguna  clase  de  honores  de  la  magistratura. 

»2.°  Tampoco  se  hará  ninguna  declaración  de 
que  los  servicios  prestados  en  un  destino  de  ju- 
dicatura, se  entiendan  como  hechos  en  juzgado 
de  mayor  graduación. 

»3.°  Me  reservo  atender  al  mérito  y premiar 
los  buenos  servicios  de  los  empleados  y funcio- 
narios de  la  administración  de  justicia  por  los 
medios  establecidos  para  las  demás  clases  del 
Estado,  ó por  los  que  mi  Gobierno  creyere  con- 
veniente proponerme.» 

Desde  la  fecha  de  la  anterior  prohibición  no  se 
han  concedido  por  Gracia  y Justicia  honores  ni 
consideración  superior  al  empleo  efectivo;  pues 
si  bien  se  observa  en  algunos  nombramientos  la 
cláusula  de  con  la  consideración  de  ascenso,  térmi 
no,  etc.,  es  porque  el  nombrado  habia  hecho,ser- 
vicios  en  la  calidad  que  expresa  su  provisión  an- 
tes del  decreto  de  19  de  Setiembre  de  1845,  que 
cerró  la  puerta  á tales  gracias  sin  anular  las 
concedidas. 

* Varias  fueron  las  disposiciones  posteriores 
dadas  en  el  mismo  sentido,  hasta  que" por  el  ar 
tículo  203  de  la  ley  de  30  de  Setiembre  de  1870 
que  organizó  provisionalmente  el  poder  judicial, 
quedó  definitivamente  prohibido  que  se  conce- 
dan honores  de  juez  ó magistrado,  ni  que  se  dé 
á ios  que  lo  sean,  categoría  superior  al  empleo 
que  desempeñen.  L'n  solo  caso  de  excepción  con- 
signa el  art.  204;  los  jueces  y magistrados  jubi- 
lados que  hubiesen  servido  por  mas  de  veinti- 
cinco años  efectivos  en  la  carrera  judicial,  po- 
dían obtener  los  honores  de  la  categoría  superior 
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inmediata  ála  de  su  último  empleo,  si  merecie- 
sen esta  recompensa  por  dilatados  y distingui- 
dos servicios  en  la  misma  carrera.  Es  extensivo 
á los  que  compusieran  el  ministerio  fiscal,  lo 
prescrito  en  los  citados  artículos  204  y 205:  ar- 
tículo 811. 

La  misma  prohibición  absoluta  de  concederse 
honores  en  la  magistratura  militar,  se  estable- 
ció por  Real  órden  de  26  de  Diciembre  de  1846 
y la  concesión  de  grados  superiores  en  el  ejér- 
cito á los  empleados  efectivos,  y de  honores  de 
empleos  militares  por  los  arts.  3.°  y 4.”  del  Real 
decreto  de  30  de  Julio  de  1866. 

El  Real  decreto  de  26  de  Diciembre  de  1846, 
prohibió  igualmente  que  se  concedieran  hono- 
res de  auditor  del  tribunal  de  la  Rota.  Véase 
Juez. — Magistrado . — Ministerio  fiscal  y Trata-  ■ 
miento.  * 

HONORARIO.  El  gaje,  sueldo  ó estipendio  de 
honor  que  se  da  á alguno  por  su  trabajo ; ó la 
retribución  que  se  concede  en  recompensa  de 
ciertos -servicios.  Úsase  la  palabra  honorario. 
cuando  se  trata  de  pagar  á los  médicos,  aboga- 
dos, eclesiásticos  y otras  personas  á quienes  el 
honor  de  su  profesión  no  permite  recibir  salario: 
Eonorarium  dicitur  quod  non  mercedis  nomine, 
sed  honoris  causa  nitro  et  sponte  alicui  offertur, 
in  remunerati onem  potius  accepti  al)  eo  beneficii  J 
guara  in  laboris  compensationem.  Si  los  clientes  ó : 
interesados  se  niegan  á dar  el  honorario  corres-  | 
pondiente  por  el  servicio  que  se  les  ha  hecho,  se  : 
tiene  acción  para  pedírseles  y hacerles  conocer 
y cumplir  la  obligación  en  que  están,  como  dis- 
pone la  ley  14,  tít.  6.°  Partida  3.':  Advocato  ho- 
norarii  petitio  esl,  qnia  ejus  officium  quantumvis 
nobile  gratuitum  esse  non  debet-,  neminem  enim 
justa  laboris  sui  mercede  convenit  defraudari.  ‘ 
Pero  esta  acción  de  los  abogados  y demás  perso- 
nas solo  dura  tres  años  contados  desde  que  de- 
vengaron sus  honorarios  ó derechos;  pues  pasa- 
do este  término  queda  prescrita,  y las  partes  no 
están  ya  obligadas  al  pago,  á no  haberse  con- 
testado antes  la  demanda  que  tal  vez  se  les  puso: 
ley  9.',  tít.  11,  lib.  10,  Nov.  Recop.  V.  Abogado , 

* donde  se  exponen  las  disposiciones  vigentes 
sobre  esta  materia.  Aquí  solo  advertiremos,  que 
según  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  5 de 
Mayo  de  1873 , los  honorarios  de  los  letrados, 
aunque  sean  producto  de  algún  trabajo  perso- 
nal por  razón  de  su  carácter  y cualidades,  no 
pueden  estimarse  como  trabajo  alimenticio  en 
el  concepto  á que  se  refiere  el  art.  592  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  V.Conc urso de  acreedo- 
res-, graduación  de  los  créditos ; tomo  2."  de  esta  : 
obra,  pág.  465.  * 

* HONORARIOS  DE  LOS  REGISTRADORES  DE  LA  PRO- 
PIEDAD. V.  Registradores.  * 

HONRADO.  El  que  procede  con  honradez;  y el 


que  goza  de  dignidad,  oficio,  cargo  ó empleo 
honorífico. 

HONRAR  A ESTILO  DE  SALA.  Desdecirse  uno  ante 
el  juez  y testigos  de  las  injurias  y denuestos  que 
hubiere  dicho  á otra  persona.  V.  Injuria. 

* HORAS  HABILES  PARA  LAS  ACTUACIONES  JUDI- 
CIALES. V.  Dia  feriado.  * 

* HORAS  DE  DESPACHO  DE  LOS  REGISTRADORES  DE 
LA  PROPIEDAD.  Los  registradores  no  admitirán 
documento  alguno  para  su  inscripción  en  el  Re- 
gistro, ni  harán  ningún  asiento  de  presentación, 
sino  durante  las  seis  horas  señaladas  en  el  ar- 
tículo 155  del  reglamento,  pero  podrán  fuera  de 
ellas  ejecutar  todas  las  demás  ocupaciones  pro- 
pias de  su  cargo : art.  156  del  reglamento.  Di- 
chas seis  horas  son  las  que  en  cada  día  no  fe- 
riado debe  señalar  préviamente  el  registrador 
con  aprobación  del  delegado  por  medio  del  Bo- 
letín de  la  provincia,  de  los  periódicos  oficiales 
de  la  localidad  donde  los  hubiere,  y de  carteles 
que  mandará  fijar  á la  puerta  de  la  oficina:  ar- 
tículo 155  de  id.  * 

HORCA.  Máquina  compuesta  de  tres  palos,  dos 
hincados  en  la  tierra,  y el  tercero  encima  tra- 
bando los  dos,  en  el  cual,  á manos  del  verdugo, 
morían  colgados  los  delincuentes  condenados  á 
esta  pena.  Es  suplicio  infamatorio,  que  adoptó 
el  Emperador  Justiniano  en  sn  código,  prescri- 
biendo que  el  reo  permaneciese  suspenso  doce 
horas,  y que  sin  ceremonia  ni  acompañamiento 
se  le  enterrase  después  en  una  sepultura  aisla- 
da. Por  razón  de  la  afrenta  que  causaba,  no  se 
imponía  esta  pena  á los  nobles , sino  la  de  gar- 
rote, y antiguamente  la  decapitación , que  se 
consideró  menos  indecorosa,  de  manera  que  ha 
habido  hombre  que  no  ha  alegado  mas  prueba 
de  su  nobleza  qne  la  de  haberse  cortado  la  ca- 
beza á su  abuelo.  En  la  China,  sin  embargo,  se 
ahorca  á los  grandes,  y se  decapita  al  ciudada- 
no ordinario.  La  pena  de  horca  ha  sido  abolida 
por  Real  cédula  de  28  de  Abril  de  1832.  Véase 
Garrote. 

HORCA.  Antiguamente  se  llamaba  también  así 
un  palo  con  dos  puntas  y otro  que  atravesaba, 
en  el  cual  metían  el  pescuezo  del  esclavo  ó per- 
sona á quien  se  quería  afrentar,  y para  escar- 
miento le  paseaban  por  las  calles  públicas. 

HORCA  Y CUCHILLO.  Señales  de  jurisdicción 
criminal;  y así  tener  horca  y cuchillo  significa- 
ba en  lo  antiguo  tener  jurisdicción  para  casti- 
gar hasta  con  pena  capital.  Era  un  derecho  se- 
ñorial que  cesó  con  la  abolición  del  feudalismo. 

HORRO.  Se  aplica  al  que  habiendo  sido  esclavo 
ha  conseguido  su  libertad. 

* HOSPEDAJE.  Los  dueños  de  fondas , posadas 
y demás  establecimientos  destinados  á hospedaje 
que  dejaren  de  dar  á la  autoridad  los  partes  y 
noticias  prevenidos  por  los  reglamentos,  orde- 
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nanzas  ó bandos  en  el  tiempo  y forma  que  estu- 
vieren prevenidos,  serán  castigados  con  la  mul- 
ta de  5 á 50  pesetas:  art.  600,  iiúm.  l.°  del  Código 
penal.  * 

HOSPICIO  Y HOSPITAL.  Casas  destinadas  para 
albergar  y recibir  los  peregrinos  y pobres,  para 
criar  y educar  á los  niños  expósitos,  y para  cu- 
rar á los  enfermos  que  carecen  de  medios  ó fa- 
cultades al  efecto.  Estos  establecimientos  de 
piedad  preferidos  á ios  particulares  en  los  lega- 
dos que  se  les  dejaren,  gozan  el  beneficio  de 
restitución,  i'ti  iutegrum , así  como  el  de  caso  de 
córte  que  añora  está  abolido;  y en  fin,  son  con- 
siderados como  menores,  cuyos  privilegios  les 
están  concedidos:  Gregorio  López  en  la  glosa  1.a, 
ley  10,  tít.  1!),  Part.  6.a 

HOSTERÍA.  La  casa  donde  se  da  por  dinero  alo- 
jamiento y de  comer  á todos  los  que  lo  piden , y 
en  especial  á pasajeros  y forasteros.  El  dueño 
de  la  hostería  es  responsable,  como  depositario, 
de  los  efectos  robados  ó perdidos  en  ella;  y si  el 
ladrón  fuere  alguno  de  sus  domésticos,  había  de 
pagar  doblada  la  cosa  hurtada  por  la  culpa  de 
tener  malhechores  en  su  casa;  mas  cesa  su  res- 
ponsabilidad en  los  casos  de  fuerza  armada,  ó : 
de  otra  fuerza  mayor  que  él  no  lia  podido  evitar: 
ley  26,  tit.  8.".  Part.  5.*,  y ley  7.a,  título  14, 
Parte  7.’  j 

* Actualmente  hállase  derogada  ia  pena  del 
doble  por  la  disposición  última  del  Código  penal 
de  1870,  debiendo  estarse  á lo  dispuesto  en  el 
art.  20  del  mismo  que  se  expone  en  el  de  esta 
obra,  Personas  responsables  civilmente  de  los  de- 
litos y /alias.  * 

HOSTILIDAD.  El  daño  que  por  parte  de  una  po- 
tencia se  hace  á otra  estando  en  guerra  ó antes 
de  declararla  formalmente. 

HUÉRFANO.  La  persona  de  menor  edad  á quien 
han  faltado  su  padre  y su  madre  ó alguno  de 
los  dos  y especialmente  el  padre:  Gregorio  Ló- 
pez en  la  glosa  4.3,  ley  5.a,  tít.  3.",  Part.  3.a  El 
huérfano  que  carece  de  padre  (y  de  madre)  dehe 
estar  bajo  el  cuidado  de  su  tutor  testamentario, 
legítimo  ó dativo. 

Si  alguno  por  compasión  recoge  en  su  casa  al- 
gún huérfano  desamparado  , suministrándole  lo 
necesario  para  su  manutención  y cuidando  de 
sus  cosas  mientras  que  le  tiene  en  sn  compañía, 
no  podrá  cobrar  después  las  expensas,  por  en- 
tenderse que,  las  hizo  movido  de  caridad,  aun- 
que el  huérfano  deberá  venerar  y honrar  á su 
bienhechor  durante  su  vida:  ley  35,  tít..  12,  Par- 
tida 5.  Pero  si  fuese  huérfana,  y quisiere  des- 
pués su  bienhechor  ó alguno  de  sus  hijos  casar- 
se con  ella,  no  siendo  enfermizo  ni  estropeado 
ni  de  mucha  mayor  edad,  y ella  rehusare  el 
matrimonio,  quedará  obligada  al  reintegro  de 
los  gastos  cansados  en  su  crianza:  ley  35,  tít,  14, 


Part.  5.a.  con  la  glosa  3.a  de  Gregorio  López;  y 
Sala,  lib.  2.a,  tit.  21,  núm.  5.° 

La  madre  ó abuela,  tutora  de  sus  hijos  ó nie- 
tos por  muerte  de  su  padie,  y curadora  do  sus 
bienes,  que  les  diere  la  comida,  vestido  y de- 
más necesario,  puede  cobrar  de  dichos  bienes 
estas  expensas,  con  tal  que  produzcan  lo  indis- 
pensable para  el  reintegro  y la  manutención  de 
1 ios  hijos  ó nietos.  Mas  si  los  bienes  no  estuvie- 
sen en  poder  de  la  madre  ó abuela,  aunque  los 
hijos  ó nietos  sean  ricos,  no  podrá  recobrar  los 
gastos  hechos  en  sil  ci'ianza  y educación,  sino 
solo  en  el  caso  de  haber  protestado  que  los  ha- 
! cia  con  calidad  de  reintegro:  ley  36,  tít.  12, 
Part.  5.a 

* Adviértase  sobre  lo  que  se  dice  en  este  pár- 
rafo respecto  de  la  madre , que  en  el  dia  la  Ley 
del  Matrimonio  civil,  en  su  art.  64,  le  confiere 
en  defecto  del  padre , otro  derecho  superior  al 
de  tutela  sobre  sus  hijos,  cual  es  la  patria  po- 
testad. * 

El  padrastro  que  tuviere  al  entenado  en  su 
casa  dándole  alimentos,  puede  cobrarlos  de  sus 
bienes,  habiendo  protestado  que  se  los  daba  con 
este  ánimo;  pero  si  se  sirviese  de  él  por  ser  ya 
grande,  no  debe  recobrar  los  gastos  hechos  por 
razón  de  la  persona,  pues  es  muy  justo  que  el 
servicio  tenga  su  recompensa,  sino  solamente 
los  que  hubiere  hecho  en  la  recaudación  y be- 
neficio de  sus  cosas:  ley  37,  tít.  12,  Part.  7.1  Lo 
dicho  del  padrastro  se  entiende  también  , según 
esta  ley,  de  cualesquiera  otros  sugetos  que  ali- 
mentan á huérfanos  extraños,  y recaudan  sus 
bienes;  y aun  se  debe  añadir,  que  si  el  huérfa- 
no es  tan  aplicado  y robusto  como  los  criados 
que  ganan  soldada,  no  hay  razón  para  que  se 
la  deje  de  abonar  también  el  que  le  tiene  en 
su  casa. 

* HUERTO.  Contribución  que  se  pagaba  por  el 
permiso  de  cercar  y cerrar  huerto  en  las  pobla- 
ciones donde  no  estaba  cometido  por  fuero.  Pro- 
bablemente seria  una  especie  de  privilegio  de  la 
próhihicion  que  como  regla  general  tenían  los 
propietarios  de  cerrar  y acotar  heredades , á fin 
de  que  los  ganados  pudieren  pastar  libremente 
levantadas  las  cosechas.  * 

HUMAZGA.  Cierto  tributo  que  se  pagaba  á al- 
gunos señores  territoriales  por  cada  hogar  ó 
chimenea.  Es  clara  la  etimología  de  este  nombre. 

HURTO.  La  sustracción  fraudulenta  de  la  cosa 
ajena  sin  voluntad  del  dueño  con  ánimo  de  apro- 
piarse el  dominio,  la  posesión  ó el  uso  de  ella: 
«Hurto  es,  dice  la  ley  1.a,  tít,  14,  Part.  7.a,  mal- 
fetría  que  facen  los  ornes  que  toman  alguna 
cosa  mueble  ajena  ascondidamente  sin  placer  de 
su  señor,  con  entencion  de  ganar  el  señorío  ó la 
posesión  ó el  uso  de  ella.»  La  palabra  hurto  se 
deriva  de  la  furlttm } la  cual  viene  de  fur- 


vo,  id  est,  nigro,  quod  furtum  clam  et  obscuro  fiat,  ! 
et plerunque  nocte;  vel  d fraude ; vel  (i  forondo,  et  -¡ 
auferendo\  ley  1.*,  tít.  2.a,  lib.  47,  Dig.  El  hurto  ¡ 
solo  puede  recaer  sobre  las  cosas  muebles,  pues  , 
solo  ellas  pueden  ser  sustraídas  y trasportadas  | 
de  un  lugar  á otro:  el  acto  de  apoderarse  de  las  j 
muebles  contra  la  voluntad  de  sus  dueños  se  j 
llama  usurpación,  invasión  ó intrusión. 

* Según  el  Código  penal  de  1870,  son  reos  de 
hurto:  l.°  Los  que  con  ánimo  de  lucrarse,  y sin 
violencia  ó intimidación  en  las  personas  ni  fuer- 
za en  las  cosas  , toman  las  muebles  ajenas  con- 
tra la  voluntad  de  su  dueño.  2.<>  Los  que  en- 
contrándose una  cosa  perdida  y sabiendo  quién 
es  su  dueño,  se  la  apropiaren  con  intención  de 
lucro.  3.”  Los  dañadores  que  sustrajeren  ó utili- 
zaren los  frutos  del  daño  causado,  salvo  los  ca- 
sos previstos  en  los  arts.  G06,  núin.  1.";  607,  nú- 
meros l.°,  2.°  y 3.“;  608,  núm.  1.a;  610,  núm.  l.°; 
611,  613,  segundo  párrafo  del  617y  618:  art.  530. 

Los  casos  á que  hace  referencia  esta  disposi- 
ción se  castigan  como  faltas.  El  art.  606,  nú- 
mero l.°,  impone  la  pena  de  arresto  menor,  á los 
que  por  cualquiera  de  los  medios  señalados  en  ; 
el  art.  530  del  Código  penal , cometieren  hurto 
por  valor  menor  de  10  pesetas,  ó 20,  siendo  sus- 
tancias alimenticias,  frutos  ó leñas,  no  siendo  dos 
ó mas  veces  reincidentes:  el  art.  607,  núms.  1°, 

2.a  y 3.°  castiga  con  la  pena  de  uno  á quince  dias 
de  arresto  menor  á los  que  entraren  en  heredad  ó 
campo  ajeno  para  coger  frutos  y comerlos  en  el 
acto;  á los  que  en  la  misma  forma  cogieren  fru-  ; 
tos,  mieses  ú otros  productos  florestales  para 
echarlos  en  el  acto  á las  caballerías  ó ganados, 
y á los  que  sin  permiso  del  dueño  entraren  en 
heredad  ó campo  ajeno  antes  de  haberse  levanta- 
do por  completo  la  cosecha,  para  aprovechar  el 
espigueo  ú otros  restos  de  aquella;  el  art.  608, 
núm.  1.”,  castiga  á los  que  entraren  á cazar  ó 
pescar  en  heredad  cerrada  ó campo  vedado  sin 
permiso  del  dueño,  con  multa  de  5 á 25  pesetas, 
y con  el  duplo  si  hubiere  intimidación  ó violen- 
cia en  las  personas  ó fuerza  en  las  cosas,  y con 
arreglo  á las  disposiciones  del  Código  no  corres- 
pondiere otra  pena  mayor:  el  art.  610,  núm.  1.”, 
castiga  con  multa  de  25  á 7o  pesetas  á los  que  ( 
llevando  carruajes,  caballerías  ó animales  dañi-  j 
ños  entraren  en  heredad  ajena  murada  y cercada  j 
ó campo  vedado , sin  permiso  del  dueño  ó atra- 
vesaren plantíos,  sembrados,  viñedos  ú olivares, 
si  por  razón  del  daño  que  causaren  no  merecieren 
pena  mayor.  Los  arts.  611,  613  y 617,  pár.2.n,  y ! 
618,  se  refieren  k daños,  y se  han  expuesto  en  el  ! 
articulo  de  esta  obra  Daño,  pág.  600,  tomo  2o  * ¡ 
I.  En  el  modo  común  de  hablar  se  suele  con-  ¡ 
fundir  el  hurto  y el  robo,  de  manera  que  estas 
dos  palabras  se  toman  indistintamente  para  de-  j 
signar  una  misma  cosa ; pero  hablando  con  pro-  | 


piedad  y exactitud,  hay  notable  diferencia  entre 
una  y otra:  el  hurto  se  hace  con  fraude  y á es- 
condidas , sin  que  tal  vez  se  aperciba  el  dueño 
hasta  mucho  tiempo  después  de  ejecutado;  y el 
robo  se  comete  abiertamente  con  violencia,  inti- 
midando al  dueño  ó.  poseedor  con  armas  ó ame- 
nazas: «Furto  es,  dice  la  ley  2.*,  tít.  18,  Part,  1.*, 
lo  que  toman  á excuso,  et  robo  es  lo  que  toman 
públicamente  por  fuerza.» 

+ Según  el  art.  515  del  Código  penal , es  robo 
el  acto  de  apoderarse  con  ánimo  de  lucrar , de 
las  cosas  muebles-  ajenas,  con  violencia  ó inti- 
midación en  las  personas  ó empleando  fuerza  en 
las  cosas.  V.  Robo.  * 

Para  que  haya  hurto  es  necesario,  según  la 
definición,  que  la  cosa  sea  ajena-,  y como  no  pue- 
de decirse  que  los  bienes  son  absolutamente  aje- 
nos entre  los  individuos  de  una  misma  familia, 
de  ahí  es  que  si  á uno  le  sustrae  alguna  cosajíu 
hijo,  su  nieto  ó su  mujer,  no  tiene  acción  penal, 
ni  puede  proceder  en  juicio  contra  ellos,  sino 
contra  los  que  les  hubiesen  dado  ayuda  ó con- 
sejo,  y podrá  recobrarla  del  comprador,  quien 
perderá  el  precio  que  dió  por  ella  si  sabia  que 
era  hurtada,  teniendo  derecho  de  pedirlo  al  ven- 
dedor si  la  compró  de  buena  fe:  ley  4.*,  tit.  14, 
Part.  7.a  Como  el  tutor  ó curador  hace  las  veces 
de  padre  de  su  pupilo  ó menor,  no  puede  tam- 
poco ser  perseguido  como  ladrón  por  haberle 
tomado  ocultamente  alguna  cosa  de  sus  bienes; 
pero  tenia  que  pagar  duplicado  al  huérfano  todo 
cuanto  le  hubiere  sustraído:  ley  5.a,  tít.  14,  Par- 
tida 7.a  El  que  toma  ú oculta  algunos  muebles 
de  una  herencia  yacente  cuyos  herederos  están 
ausentes  ó se  ignora  quiénes  sean,  no  incurre 
en  la  pena  de  hurto  á causa  de  no  tener  dueño 
dichos  bienes;  pero  como  en  fin  toma  cosas  que 
no  le  pertenecen , además  de  volverlas  con  los 
frutos  que  hubiese  percibido,  debia ser  condena- 
do á destierro  en  isla  ó á trabajos  públicos  ó á 
otra  pena  arbitraria,  según  la  calidad  de  la  per- 
sona y ia  cantidad  de  lo  ocultado:  ley  21,  d.  ti- 
tulo y Partida.  V.  Expilacion, 

* Actualmente  el  Código  penal  de  1870  ha  ra- 
tificado y ampliado  la  disposición  de  la  ley  4, 
tít.  14,  Part.  7.'  citada,  previniendo  en  su  ar- 
tícuLo  580,  hallarse  exentos  de  responsabilidad 
criminal  y sujetos  únicamente  á la  civil  los  pró- 
ximos parientes  que  en  él  se  expresan  y que  he- 
mos expuesto  en  el  artículo  Daño  de  esta  obra 
tomo  2.°,  pág.  599,  columna  2.a,  aparte  2.° 

Respecto  de  la  disposición  de  la  ley  5.’,  tít.  14, 
Part.  5.a  sobre  la  excepción  de  los  tutores  y cu- 
radores, no  hallándose  expresada  en  el  Código 
penal  de  1870,  deberán  ser  castigados  por  el  he- 
cho de  apropiarse  algún  objeto  del  pupilo,  y aun 
con  la  circunstancia  agravante  de  abuso  de  con- 
fianza que  menciona  el  art.  10  en  su  núm.  10; 
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mas  no  se  les  impondrá  la  pena  del  duplo,  por  j 
hallarse  abolida  por  la  disposición  final  del  Có-  ¡ 
digo  penal,  sino  las  marcadas  en  el  art.  531,  se-  [ 
gun  el  valor  de  lo  hurtado. 

Acerca  de  lo  prescrito  en  la  ley  21,  tít.  14. 
Part.  7.a,  aunque  no  se  aplicarán  las  penas  en  ! 
ella  mencionadas,  se  impondrán  las  del  art.  531 
del  Código  penal,  según  hemos  expuesto  en  el 
artículo  de  esta  obra  Expilaáon.  * 

De  que  la  sustracción  haya  de  hacerse  contra 
la,  voluntad  del  dueño,  es  consiguiente  que  si  uno 
toma  la  cosa  de  otro  creyendo  de  buena  fe  que 
no  lo  llevará á mal,  no  comete  hurto,  pues  que 
no  tuvo  ánimo  de  cometerlo:  ley  1.a,  d.  título  y 
Partida. 

Como  el  hurto  se  hace  con  el  objeto  de  apro- 
vecharse de  la  cosa  hurtada , pues  que  ha  de  haber 
ánimo  de  ganar  su  dominio,  posesión  ó uso,  es 
evidente  que  si  uno  toma  la  cosa  ajena  y la  des- 
truye en  el  acto  solo  por  causar  daño  ó injuria, 
no  ha.  de  ser  perseguido  como  ladrón  , sino  por 
el  mal  ó daño  que  hubiese  causado:  Nec  enim 
factura  quceritur,  sed  causa faciendi,  como  dice  la 
ley  39,  tit.  2.“,  lib.  47  del  Dígesto.  V.  Daño. 

Según  se  ha  visto  en  la  definición , no  solo 
puede  recaer  el  hurto  sobre  el  dominio  de  una 
cosa,  sino  también  sobre  el  uso  y la  posesión.  Co- 
mete hurto  de  uso  el  que  usa  de  una  cosa  que  no 
se  le  ha  concedido  para  ello,  y el  q ue  habiéndola 
recibido  para  usarla , traspasa  en  el  uso  la  vo- 
luntad del  propietario,  como  por  ejemplo,  el  de- 
positario que  usa  de  la  cosa  depositada,  el  acree- 
dor pignoraticio  que  usa  de  la  prenda,  el  como- 
datario que  habiendo  pedido  un  caballo  prestado 
para  hacer  un  viaje  á cierto  punto  por  un  dia,  se 
sirve  de  él  para  ir  á otro  paraje  mas  distante  ó 
después  del  tiempo  determinado:  ley  3.a,  tít.  14, 
Part.  7.“  Comete  hurto  de  posesión  el  deudor  que 
quita  clandestinamente  á su  acreedor  la  prenda 
que  le  habia  dado  para  seguridad  de  la  deuda; 
de  suerte,  que  debía  restituírsela  ó pagarle  el 
crédito,  además  de  satisfacerle  la  multa  que  el 
juez  le  impusiere,  según  la  ley  9.a,  d.  tít.  y Parti- 
da. Pero  estas  dos  especies  de  hurto  de  uso  y pose- 
sión apenas  merecen  el  nombre  de  hurto,  y efec- 
tivamente no  se  suele  condenar  á sus  autores 
sino  al  resarcimiento  de  perjuicios. 

Acerca  del  caso  de  la  ley  9.a  de  Partida  cita- 
da, el  Código  penal  de  1870  castiga  en  su  art.  551 
con  la  pena  de  arresto  mayor  en  sus  grados  mí- 
nimo y medio,  y multa  del  tanto  al  triplo  del 
importe  del  perjuicio  que  hubiere  irrogado  al 
dueño  de  una  cosa  mueble  que  la  sustrajere  de 
quien  la  tenga  legítimamente  en  su  poder,  con 
perjuicio  del  mismo  ó de  un  tercero.  Véase  tam- 
bién el  articulo  de  esta  obra  Depósito.  * 

II.  El  hurto  se  divide  en  manifiesto  y encu- 
bierto, y así  el  uno  como  el  otro  puede  ser  simple 


6 calificado.  Antes  por  todos  se  incurría  en  pena 
pecuniaria  y corporal,  como  luego  veremos.  En 
general  es  de  advertir,  que  cualquiera  que  sea 
la  especie  de  hurto,  no  solo  el  dueño  de  la  cosa 
hurtada,  sino  también  sus  herederos,  pueden 
reconvenir  en  juicio  al  ladrón  y sus  herederos 
para  que  les  devuelvan  la  cosa  ó su  estimación; 
mas  la  acción  de  pedir  la  pena  que  antes  debía 
pagarse  por  razón  del  hurto,  no  podía  ejercerse 
contra  los  herederos,  sino  solo  en  el  caso  de  ha- 
berse contestado  la  causa  en  vida  del  delincuen- 
te y del  ofendido:  ley  25,  tít.  1 y ley  20,  tít.  14, 
Part.  7.a  El  ladrón  ó sus  herederos  deben  resti- 
tuir la  cosa  hurtada  con  todos  los  frutos  que  po- 
dría haber  percibido  su  dueño , y con  todos  los 
daños  y menoscabos  que  le  sobrevinieron  por 
causa  del  hurto : ley  20,  tít.  14,  Part.  7.*  Si  por 
ventura  la  cosa  hurtada  se  hubiese  muerto  ó 
perdido,  se  pagará  por  ella  el  mayor  valor  que 
hubiese  tenido  desde  el  dia  del  hurto  hasta  el  de 
la  demanda;  pero  no  se  dará  la  estimación,  si  la 
muerte  ó pérdida  acaeció  sin  culpa  después  de 
haber  querido  volver  lo  hurtado  á su  dueño  ó 
herederos,  y de  haber  estos  rehusado  el  recibir- 
lo: d.  ley  20.  Cuando  son  muchos  los  ladrones, 
cada  uno  está  obligado  á restituir  ó pagar  la  cosa 
hurtada  al  propietario;  mas  habiéndola  entrega- 
do ó satisfecho  uno  de  ellos,  no  se  puede  pedir  k 
los  demás:  d.  ley  20.  V.  Acción  persecutoria  de  la 
cosa. — Acción  penal  y Acción  mixta. 

* Acerca  de  lo  prescrito  en  las  leyes  20  y 25. 
tít.  14,  Part.  7.a,  debe  advertirse,  que  actualmen- 
te, cuando  hubiere  faltado  el  acusador  particu- 
lar, continúa  la  causa  entre  los  herederos  y el 
reo  para  obtener  aquellos  la  restitución  del  ob- 
jeto hurtado  y la  indemnización  de  perjuicios 
correspondiente,  puesto  que  la  acción  para  esta 
repetición  se  trasmite,  según  el  art.  125  del  Có- 
digo penal  de  1870,  á los  herederos  del  perjudi- 
cado, así  como  la  obligación  de  restituir  é in- 
demnizar dichos  perjuicios  se  trasmite  á los  he- 
rederos del  responsable  del  delito.  Continúase 
también  la  causa  por  el  ministerio  fiscal  parala 
imposición  de  la  pena  corporal  que  proceda, 
porque  que  según  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal de  1872,  los  funcionarios  del  ministerio 
fiscal  tienen  la.  obligación  de  ejercitar,  con  arre- 
glo á las  disposiciones  de  dicha  ley,  todas  las 
acciones  penales  que  consideren  procedentes 
¡menos  las  exceptuadas  en  el  art.  5.°  de  la  mis- 
ma), haya  ó no  acusador  particular  en  las  cau- 
sas. Respecto  de  la  pena  pecuniaria  que  según 
el  derecho  antiguo  obtenia  la  parte  agraviado, 
además  de  la  indemnización  de  perjuicios,  habia 
caducado  con  anterioridad  al  Código  penal,  y 
ha  sido  derogada  por  la  disposición  final  gene- 
íal  de  este,  pues  aun  en  los  casos  en  que  impone 
como  pena  la  multa,  queda  esta  á favor  de  la 
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Hacienda,  sin  que  el  particular  perjudicado  por  ¡ cuádruple  y duplo  no  estaban  ya  en  uso,  habiendo 
el  delito  tenga  derecho  á mas  que  á la  restitu-  ' quedado  solamente  el  resarcimiento  de  daños  y 
cion  de  la  cosa  hurtada,  á la  reparación  del  daño  perjuicios.  * En  el  dia  las  penas  de  la  ley  18  ci- 

y á la  indemnización  de  perjuicios.  * tada  se  hallan  derogadas  por  la  disposición  final 

Hay,  sin  embargo,  un  caso  especial  en  que  no  del  Código  penal,  debiendo  imponerse  única- 

se  restituye  la  cosa  hurtada , y es  cuando  esta  mente  las  señaladas  en  el  cap,  2 tít.  13  lib  2 0 

consiste  en  pilares,  piedras,  tejas,  ladrillos,  del  mismo,  teniendo  también  presentes  las  dis  - 

madera  ú otras  cosas,  que  el  ladrón  haempleado  posiciones  de  los  arts.  13  y 15  90bre  quienes  se 

ya  en  sus  obras,  pues  por  no  destruir  el  edificio  consideran  autores  ó cómplices  y las  de  los  ar  - 

deben  permanecer  donde  se  hallan  : pero  según  ticulos  78  al  87  acerca  de  las  penas  que  deben 

las  leyes  de  Partida  habia  que  satisfacer  al  due-  imponerse  cuando  concurren  circunstancias 

ño  dos  tantos  de  su  valor,  sin  perjuicio  de  la  agravantes.  V.  Acción  persecutoria  de  la  cosa,  de- 
cena, correspondiente  al  hurto:  ley  16,  tít.  2.",  cion  penal  y mixta,  Autor  y Cómplice.  * 

Part.  3.  ; ley  38,  tít.  28,  Part.  3.  , y ley  16,  tít.  14,  , IV.  Hurto  simple  ó sencillo  es  el  que  no  va 
Part,  7.  V.  Accesión  industrial.  ^ En  el  dia  no  es  acompañado  de  circunstancia  agravante.  Ade- 

aplicable  la  pena  del  duplo,  sino  que  se  impon-  más  de  la  restitución  de  la  cosa  hurtada  con  sus 

drá  al  delincuente  la  señalada  al  hurto  con  arre-  frutos  y aumentos  y de  la  satisfacción  de  daños 

glo  al  art.  531  del  Código  penal,  sin  perjuicio  de  y perjuicios,  de  que  se  acaba  de  hablar  en  tos 

la  responsabilidad  civil  correspondiente.  * Tam-  núms.  II  y III,  debia,  según  la  ley  18,  tít.  14, 

bien  decia  aquella  ley  que  el  que  acogiere  en  su  Part.  7.*,  ser  castigado  el  ladrón  con  azotes  ú otra 

casa  tahnres  ó truhanes  para  jugar,  si  estos  le  pena  arbitraria  de  manera  que  sufriese  pena  y 

hurtaren  alguna  cosa,  ó le  hicieren  agravio,  da-  vergüenza,  mas  no  con  la  de  mutilación  ni  la 
ño  ú otra  íd j aria  que  no  fuese  homicidio , no  po-  de  muerte , sino  en  ciertos  hurtos  y robos  califi  - 

dia  demandarlos  ni  ejercer  acción  alguna  contra  cados  que  designaba  y luego  veremos.  La  ley  1.*, 

ellos,  pues  que  todo  lo  debia  sufrir  por  la  culpa  tít.  14,  lib.  12,  Nov.  Recop.,  dispuso  que  al  ladrón 

de  admitir  la  compañía  de  unos  bellacos  que,  mayor  de  veiute  años,  en  lugar  de  la  pena  de 

usando  de  la  tahureria,  por  fuerza  hablan  de  ser  azotes,  se  le  impusiera  la  de  vergüenza  y cuatro 

ladrones  y de  mala  vida:  ley  6.*,  tit.  14,  Part.  7.a  años  de  galeras  por  la  primera  vez,  y la  de  cien 

* Actualmente  no  tiene  aplicación  la  doctrina  azotes  y servicio  perpétuo  de  galeras  por  la  se- 
que se  contiene  en  esta  ley,  por  no  hallarse  en  gunda ; y que  el  menor  de  dicha  edad  no  fuese 

el  Código  penal  el  caso  á que  se  refiere  y estar  echado  á las  galeras,  sino  que  fuera  castigado 

derogadas  por  su  articulo  final  todas  las  leyes  conforme  á las  leyes  del  reino.  La  ley  2.*,  del 

anteriores  á su  promulgación.  Será,  pues,  casti-  mismo  título  y libro  aumentó  hasta  seis  los  mia- 
gado el  que  cometiera  el  hurto,  daño  ó injuria  tro  años  de  galeras;  quiso  que  se  impusieran 

que  se  indican,  con  las  penas  que  para  estos  he-  aun  al  menor  de  veinte  años,  con  tal  que  fuese 

chos  impone  dicho  Código.  * V.  Juego.  mayor  de  diez  y siete  y tuviera  disposición  para 

III.  Hurto  manifiesto  y hurto  encubierto.— Se  servir  en  ellas,  y añadió  que  las  penas  de  los 

dice  manifiesto , cuando  el  ladrón  es  cogido  en  ladrones  debian  extenderse  á los  encubridores  y 

fragante,  esto  es,  cuando  es  sorprendido  ó visto  receptadores  y partícipes  en  los  hurtos, 
con  la  cosa  hurtada  antes  de  llevarla  y escon-  Mas  las  penas  de  vergüenza  y azotes  cayeron 
derla;  y se  llama  encubierto,  cuando  el  ladrón  en  desuso;  la  de  galeras  quedó  suprimida  y 

toma  y se  lleva  la  cosa  á escondidas,  de  modo  reemplazada  por  la  de  arsenales  en  pragmática 

que  no  se  le  sorprende  con  ella.  En  el  hurto  ma-  de  12  de  Marzo  de  1771 ; y por  esta  misma  prag- 

nijíesto  debia  el  ladrón  restituir  al  dueño  la  mática,  que  es  la  ley  7.*,  tít.  40,  lib.  12,  Nov.  Re- 
cosa hurtada  con  sus  frutos  y aumentos,  ó su  copilacion,  se  abolió  la  perpetuidad  de  las  con- 

estimacion  si  se  hubiese  muerto  ó perdido,  y denas,  las  cuales  no  podían  extenderse  á mar- 

pagarle  además  el  cuádruplo,  esto  es,  cuatro  de  diez  años;  bien  que  podía  ponerse  en  ellas  la 

tantos  de  su  valor;  y en  el  encubierto , habia  de  calidad  de  retención  con  respecto  álos  reos  mas 

volverla  también  del  propio  modo  con  el  duplo,  agravados.  Asi,  pues,  las  penas  del  hurto  eran 

esto  es,  con  dos  tantos  mas;  cuyas  penas  tenían  arbitrarias,  y solía  castigarse  este  delito  con  la 

también  lugar  contra  los  que  dieron  tal  ayuda  de  trabajos  en  minas,  presidio,  arsenales  ú otras 

ó consejo,  que  sin  ellos  no  se  habría  ejecutado  obras  públicas  por  mas  ó menos  tiempo  según 

el  hurto : ley  18,  tít.  14,  Part.  7.'  Era  mayor  la  los  casos,  tomándose  en  consideración  por  los 

pena  del  hurto  manifiesto  que  la  del  encubierto,  jueces  y magistrados  la  especie  y las  circunstan- 

porque  en  aquel  es  mayor  que  en  este  el  peligro  cías  del  hurto,  el  valor  de  la  cosa  robada,  la  re- 

del  dueño,  pues  ios  ladrones  cogidos  en  fragante  petición  ó reincidencia,  la  calidad  de  la  persona 

suelen  en  su  despecho  acometer  con  armas  á los  á quien  se  hacia  el  hurto  y la  del  delincuente, 

que  tratan  de  prenderlos.  Pero  estas  penas  del  con  arreglo  á lo  prevenido  en  la  ley  17,  tít.  14, 
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Parí.  1.a,  y en  la  ley  6.\  tít.  14,  lib.  12,  Nov.  Re- 
copilación. 

No  decian  las  leyes  cuál  era  la  pena  que  debía 
imponerse  por  el  tercer  hurto  que  uno  cometiere; 
pero  los  autores,  daudo  la  calificación  de  ladrón 
famoso  al  que  por  tres  veces  eometia  este  delito, 
le  consideraban  digmo  de  la  pena  de  muerte,  con 
tal  que  los  tres  hurtos  fueran  distintos  en  las 
cosas  y en  el  tiempo,  y los  tres  fuesen  gradua- 
dos de  grandes  ó importantes  por  el  juez:  Anto- 
nio Gómez,  tomo  3.",  Yar.  cap.  5.°,  núms.  6.°  y 
siguientes.  V.  Azotes.  — (¿aleras. — Arsenales. — 
Mutilación.  — Cómplice  y Encubridor. 

* El  Código  penal  reformado  en  1870  castiga  á 
los  reos  de  hurto,  en  su  art.  531,  con  la  pena  de 
presidio  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo,  si  el  valor  de  la  cosa  hurtada  excediere 
de  2,500  pesetas.  2.°  Con  la  pena  de  presidio  cor- 
reccional en  sus  grados  mínimo  y medio,  si  no 
excediere  de  2,500  pesetas  y pasare  de  500. 
3.”  Con  arresto  mayor  en  su  grado  medio  á pre- 
sidio correccional  en  su  grado  mínimo,  si  no 
excediere  de  500  y pasare  de  100.  4."  Con  arresto 
mayor  en  toda  su  extensión,  si  no  excediere  de 
100  y pasare  de  10.  5.°  Con  arresto  mayor  en  sus 
grados  mínimo  y medio,  si  no  excediere  de  10  y 
el  reo  hubiere  sido  condenado  por  delitos  de  robo 
ó hurto,  ó dos  veces  por  falta  de  hurto.  La  pena 
impuesta  en  este  caso  debe  aplicarse  sin  tomar 
en  cuenta  la  reincidencia  para  agravarla,  pues 
ya  se  ha  tomado  para  elevar  la  pena  , como  que 
constituye  el  delito  especial  penado  en  esta  dis- 
posición: sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  6 
de  Marzo  de  1866. 

No  obstante  lo  dispuesto  eu  el  núm.  4 del  ar- 
tículo anterior,  no  se  considerará  delito,  sino 
que  se  castigará  como  falta  el  hurto  de  semillas 
alimenticias,  frutos  y leñas,  cuando  el  valor  de 
la  cosa  sustraída  no  excediere  de  20  pesetas,  y el 
reo  no  fuere  dos  ó mas  veces  reincideute:  art.  532. 
Igual  disposición  se  consigna  eu  el  art.  606,  nú- 
mero ].”,  expuesto  al  indicar  las  referencias  del 
art.  530,  núm.  3.°  En  dicho  art.  606  se  castiga 
este  hurto  como  falta  con  la  pena  de  arresto  me- 
nor. Tampoco  debe  confundirse  este  hurto  con 
el  caso  de  sustraer  ó utilizarse  de  los  árboles, 
i amaje  ó leña  que  cortare  ó talase  alguno  en 
heredad  ajena,  y el  valor  de  este  daño  no  exce- 
diere de  10  pesetas,  ó 20  siendo  de  semillas  ali  - 
mentidas,  frutos  ó leñas,  pues  debe  sufrir  sola  - 
mente  la  pena  de  cinco  á quince  dias  de  arresto, 
según  el  pár.  2."  del  art.  617,  comprendido  en  el 
tít.  4.°  del  lib.  3."  del  Código  penal,  que  trata  de 
las  faltas  contra  la  propiedad.  Se  aplica  menor 
pena  en  este  caso  que  en  el  del  art.  606,  núm.  1.°, 
porque  este  se  refiere  al  en  que  se  cometa  el 
huito  por  cualquiera  de  los  medios  señalados 
en  el  art.  530  ya  expuesto.  * 


V.  Hurto  calificado  es  el  que  va  acompañado 
de  alguna  circunstancia  que  lo  agrava.  Son  hur- 
tos calificados: 

1. "  El  hurto  de  cosa  santa  o sagrada  cometido 
en  iglesia  ú otro  lugar  religioso,  y por  él  ineur- 

i dan  en  pena  de  muerte  el  ladion,  sus  auxilia- 
! dores,  consejeros  y encubridores:  ley  18,  tít.  14. 

Part,  7.a  Y.  Auxiliador— Cómplice. -—Consejo  y 

Encubridor. 

2. °  Antes  era  también  hurto  calificado  el  co- 
j metido  eu  la  córte  ó su  rastro.  La  ley  1.  , tít.  14, 

11b.  12,  Nov.  Recop.  (prag.  de  25  de  Noviembre 
de  1552}  imponía  por  el  primer  hurto  en  la  cór- 
te, cien  azotes  y ocho  años  de  servicio  en  las 
! galeras , y por  el  segundo , doscientos  azotes  y 
! servicio  perpetuo  en  las  galeras,  siendo  el  ladrón 
! mayor  de  veinte  años.  La  ley  2/  del  mismo  titu- 
¡ lo  (prag.  de  Mayo  de  1566)  aumentó  el  servicio 
j de  ocho  años  hasta  diez,  y quiso  que  esta  y las 
! demás  penas  se  impusieran  á los  mayores  de 
‘ diez  y siete  años,  y se  extendiesen  á los  encubri- 
dores y receptadores  y partícipes  en  los  hurtos. 
La  ley  3.a  (prag.  de  23  de  Febrero  de  1734)  es- 
tableció que  el  mayor  de  diez  y siete  años  á 
quien  se  probase  haber  robado  á otro  en  la  córte 
y cinco  leguas  de  su  rastro,  entrando  en  las  ca- 
sas ó acometiéndole  en  calles  ó caminos,  con  ar- 
i mas  ó sin  ellas,  solo  ó acompañado,  y aunque  no 
i se  siguiera  herida  ó muerte  en  la  ejecución  del 
delito,  fuese  condenado  en  pena  capital,  sin  ar- 
bitrio para  templarla  ni  conmutarla  en  otramas 
benigna;  que  si  el  reo  no  tuviere  diez  y siete 
años  y pasare  de  los  quince,  sufriera  la  pena  de 
doscientos  azotes  y diez  años  de  galeras,  y pasa- 
dlos estos,  no  saliere  de  ellas  sin  real  licencia; 
que  siendo  noble  el  delincuente,  no  quedase  por 
eso  libre  de  la  pena  capital,  sino  que  se  le  diese 
la  de  garrote;  que  todos  los  que  dieren  auxilio 
cooperativo  á tan  grave  delito,  fueren  condena- 
dos en  la  misma  pena  ordinaria  de  muerte  como 
cómplices  y perpetradores;  que  los  que  recepta- 
ren ó encubrieren  maliciosamente  algunos  bie- 
nes de  los  robados,  incurrieran  en  la  pena  de 
doscientos  azotes  y diez  años  de  galeras;  que  en 
esta  misma  pena  de  galeras  y azotes  incurriesen 
aquellos  que  acometiendo  la  ejecución  del  hur- 
to, no  lograren  su  perfecta  consumación  por  al- 
gún accidente  ó acaso;  que  si  los  reos  de  recep- 
tación y encubrimiento  ó de  tentativa  fuesen 
nobles,  fueran  condenados  en  diez  años  de  pre- 
sidio cerrado  en  Africa  con  retención ; que  para 
la  justificación  del  hurto  é imposición  de  la  peña 
capital,  bastase  la  declaración  de  un  solo  testigo 
idóneo,  aunque  fuera  el  robado  ó el  cómplice 
confeso  de  sí  y purg-ada  su  infamia , y otros  dos 
indicios  ó argumentos  graves  que  conspirasen 
al  mismo  fin  é hicieran  creer  prudentemente 
que  el  acusado  era  el  perpetrador  del  delito;  y 
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que  para  evitar  competencias  que  entorpecieran 
la  administración  de  justicia,  no  conociere  de 
este  delito  de  hurto  ó robo  dentro  de  la  córte  y 
su  rastro  sino  la  jurisdicción  ordinaria,  con  in- 
hibición de  otras  cualesquiera,  por  privilegiadas 
que  fuesen.  La  ley  5.*  subsiguiente  (prag.  de  3 de 
Noviembre  de  1735)  declaró  que  todo  hurto,  ca- 
lificado ó no,  de  poca  ó mucha  cantidad,  debía 
estar  sujeto  á la  pena  de  la  ley  3.a;  y dispuso 
además,  que  las  causas  formadas  de  oficio  ó por 
querella  de  parte  sobre  hurtos,  robos  y latroci- 
nios en  la  córte  y su  rastro,  se  sustanciaran  y 
determinasen  precisamente  en  el  término  de 
treinta  dias.  La  ley  6.a  de  dicho  título  y libro  j 
(resolución  de  9 de  Abril  y 23  de  Noviembre  de 
1745)  determinó  que  las  penas  de  los  hurtos  sim- 
ples en  la  córte  fueran  arbitrarias,  según  y como 
la  Sala  regulare  la  cualidad  del  hurto,  teniendo 
presente  para  ello  la  repetición  ó reincidencia, 
el  valor  de  lo  que  se  regulare  del  robo,  la  calidad 
de  la  persona  á quien  se  robó  y la  del  delin- 
cuente, con  lo  demás  que  se  halla  prevenido  por  , 
el  derecho.  En  Real  decreto  de  13  de  Abril  de 
1764,  se  resolvió  que  se  observase  la  pragmática 
de  23  de  Febrero  de  1734  (dicha  ley  3.°),  con  tal 
que  la  cantidad  hurtada  llegara  á cincuenta  pe- 
sos; que  se  practicase  igualmente  en  todo  el 
reino  y corona  de  Aragón,  y que  se  comprendie- 
ran en  la  pragmática  los  hurtos  ejecutados  por  ; 
los  domésticos.  Finalmente,  por  Real  decreto  de 
22  de  Febrero  de  1765,  se  previno:  que  todo  hur- 
to que  llegare  á cincuenta  pesos  y se  cometiere 
por  una  ó muchas  personas  en  caminos  públi- 
cos, despoblados  y campos,  se  castigase  con  la 
pena  de  muerte,  como  igualmente  el  que  se  co- 
metiere en  las  casas  forzando  puertas  ó cofres,  ó 
entrando  por  ventanas  ó tejados,  de  manera  que 
hubiera  violencia;  que  los  hurtos  que  se  come- 
tieran en  las  calles  de  Madrid  y demás  ciudades 
y pueblos,  tanto  de  dia  como  de  noche,  se  casti- 
gasen también  con  la  misma  pena  de  muerte 
llegando  á la  cantidad  de  cinc-uenta'pesos,  y que 
en  los  demás  hurtos  menores  ó de  otra  distinción 
se  observase  la  ley  de  Partida. 

3. ”  El  hurto  de  caudales,  tributos  ó derechos 
rebles  cometido  por  el  empleado  público  encar- 
gado de  su  recaudación  ó custodia ; y el  de  los 
caudales  del  Rey  ó del  concejo,  cometido  por  el 
juez  durante  su  oficio.  El  j uez  y el  empleado  que 
tal  hurto  hicieren,  así  como  sus  auxiliadores  y 
• encubridores,  incurrían  en  la  pena  de  muerte; 
pero  si  no  fueron  acusados  dentro  del  término 
de  cinco  años  desde  la  noticia  del  hurto,  no  se 
les  podía  imponer  la  pena  capital , sino  tan  solo 
la  del  cuádruplo  ó cuatro  tauto:  ley  18,  tít.  14, 
Part.  7.‘  Y.  Encubridor  y Peculado. 

4. "  El  abigeato,  esto  es,  el  hurto  de  ganados  ó 
bestias.  El  abigeo  ó matrero,  ó sea  el  que  hurta 
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ganados  ó bestias,  incurría  en  la  pena  de  muer- 
te si  tenia  la  costumbre  de  hacer  hurtos  de  esta 
clase  ó si  de  una  vez  hurtare  el  número  que 
forma  grey,  es  decir,  diez  ó mas  ovejas,  cinco  ó 
mas  puercos",  cuatro  ó mas  yeguas,  ú otros  tan- 
tos animales  de  los  que  nacen  de  estos:  el  que 
no  siendo  abigeo  consuetudinario  hurtare  algu- 
¡ na  bestia  ó un  número  de  cabezas  que  no  llega- 
se á formar  grey,  debia  ser  condenado  á traba- 
jos públicos,  y el  receptador  ó encubridor  á 
destierro  del  reino  por  diez  años:  ley  19,  tít.  14, 
Part.  7.a  Y.  A Mgeo. 

5. °  El  hurto  cometido  en  una  casa  incendia- 
da por  los  que  aparentan  acudir  á prestar  so- 
corro para  la  extinción  del  incendio  ó para 
salvar  los  efectos  que  en  ella  se  encuentran. 
V.  Depósito  y Fuerza. 

6. "  El  hurto  cometido  con  escalamiento  de 
edificio,  pared  ó cerca ; con  fractura  de  pared, 
puerta,  ventana,  reja,  techo,  armario,  escrito- 
rio, cofre,  arca,  cómoda,  maleta,  papelera  ó de 
cualquiera  otra  cosa  cerrada,  y de  las  sogas,  cor- 
reas ó ataduras  de  cualquiera  cosa  atada;  con 
abertura  de  agujeros  ó conductos  subterráneos  ó 
por  debajo  de  las  puertas  ó paredes,  ó con  uso  de 
llave  falsa,  ganzúa  ú otro  instrumento  semejan- 
te, según  supone  la  ley  6.a.  tít.  14,  lib.  12,  Noví- 
sima Recop.  Véase  el  núm.  2.’  que  antecede, 
Fractura  y Robo. 

7. °  El  hurto  de  aperos,  yuntas , ó instrumen- 
tos, máquinas  y utensilios  de  las  artes  y oficios, 
cuando  por  su  falta  tiene  que  cesar  por  algo n 
tiempo  el  labrador,  ganadero,  artista,  menes- 
tral, operario  ú oficial  cu  el  ejercicio  en  su  in- 
dustria. 

8. °  El  hurto  hecho  á personas  necesitadas,  es- 
pecialmente si  estas  en  su  razón  quedaren  redu- 
cidas á la  indigencia. 

9. °  El  hurto  ó robo  de  valor  de  200  rs.  vn.  ar- 
riba cometido  por  el  soldado  dentro  del  cuartel, 
casa  de  oficial , dependiente  del  ejército  ó la  del 
paisano  en  que  esté  alojado;  y el  de  armas  ó 
municiones  de  sus  camaradas,  ó de  almacén 
real,  parque  ó depósito;  castigándose  ambos  con 
pena  de  muerte:  Real  órden  de  31  de  Agosto  de 
1772,  y ordenanza  del  ejército,  trat.  8.  , tít.  10, 
art.  89.  V.  Fractura  y Jurisdicción  militar. 

Las  leyes  prodigaban , como  hemos  visto,  la 
pena  de  muerte  por  el  hurto  calificado,  pero  en 
la  práctica  se  miraba  con  suma  escrupulosidad 
esta  pena,  y por  lo  regular  no  se  imponía  por  el 
hurto  sino  en  algunos  casos  de  extraordinaria 
gravedad  ; de  manera  que  estando  por  otra  par- 
te en  desuso  la  pena  de  azotes,  la  de  vergüenza 
y la  de  galeras . apenas  se  castigaba  con  otra  el 
hurto  simple  ó calificado  que  con  la  de  presidio 
por  mas  ó menos  años  sin  poder  exceder  de  diez, 
ora  con  la  calidad  de  retención,  ora  sin  ella,  se- 
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«■un  la  mayor  ó menor  gravedad  del  delito  y las 
reincidencias  del  delincuente.  La  complicidad, 
el  consejo,  el  auxilio  y la  receptación  ó encu- 
brimiento no  soliífn  castigarse  sino  con  penas 
menos  graves  que  las  que  se  imponían  al  delito 
principal.  V.  Azotes.— Vergüenza.  — Galeras  — 
Arsenales.— Presidio.—. Auxiliador. -Cómplice.— 
Consejo  y Encubridor. 

* En  la  actualidad  debe  tenerse  presente,  res- 
pecto de  los  hurtos  considerados  como  califica- 
dos por  nuestras  leyes  recopiladas,  por  cometerse 
en  la  córte  y su  rastro,  que  han  sido  derogadas 
las  disposiciones  prescritas  sobre  ellos  por  el  ar- 
tículo último  del.  Código  penal,  el  cual  no  con- 
sidera. ni  aun  como  agravante  esta  circunstan- 
cia, debiendo  por  consiguiente  castigarse  estos 
hurtos  con  las  penas  marcadas  en  el  art.  531, 
excepto  los  casos  que  se  refieren  mas  bien  ai  ro- 
bo que  al  hurto,  k los  cuales  deberán  aplicarse 
las  penas  del  capitulo  1."  del  tít,  13  del  Código 
penal,  que  trata  de  los  robos.  V.  Robo. 

También  han  sido  derogadas  las  penas  im- 
puestas por  la  ley  18  de  Partida  por  el  hurto  co- 
metido en  lugar  religioso,  de  que  se  hace  men- 
ción en  el  núm.  l.°  de  este  párrafo;  y asimismo, 
por  el  perpetrado  por  los  empleados  públicos  de 
caudales  encargados  á su  custodia,  que  se  indi- 
ca en  el  núm.  3.”,  debiendo  en  el  día  aplicárseles 
según  los  casos,  las  impuestas  en  el  cap.  10,  tí- 
tulo 7.a,  lib.  2.a  del  Código  penal  que  trata  de  la 
Malversación  de  caudales  públicos.  Véase  dicho 
articulo  en  esta  obra. 

Acerca  de  las  penas  que  imponía  la  ley  19  de 
Partida  al  Abigeato,  también  han  sido  deroga- 
das , aplicándose  actualmente  las  del  Código  pe- 
nal que  hemos  expuesto  en  el  artículo  Abigeato. 

El  hurto  cometido  en  una  casa  incendiada,  á 
que  se  refiere  el  núm.  5.",  se  castigará  en  el  dia 
con  las  penas  del  art.  531 , con  el  aumento  de 
pena  correspondiente  á la  circunstancia  agra- 
vante 13  del  art.  10  del  Código,  que  consiste  en 
cometer  el  delito  con  ocasión  de  incendio,  nau- 
fragio ú otra  calamidad  pública. 

Los  hurtos  á que  se  refiere  el  núm.  6.°  se  cas- 
tigarán con  arreglo  al  art.  531,  con  el  aumento 
de  pena  que  proceda  por  el  concurso  de  las  cir- 
cunstancias agravantes  que  menciona  el  art.  10 
del  Código  penal,  consistentes  en  escalamiento 
ó rompimiento  de  pared,  techo  ó pavimento,  ó 
con  fractura  de  puertas  ó ventanas,  ó en  lugar 
sagrado , en  los  palacios  de  las  Córtes  ó del  Jefe 
del  Estado  , ó en  la  presencia  de  este  ó donde  la 
autoridad  pública  se  halle  ejerciendo  sus  fun- 
ciones, ó con  cualquiera  otra  de  las  enunciadas 
en  dicho  artículo. 

Respecto  de  los  casos  de  hurto  desig-nados  en 
los  núms.  7 y 8,  deberán  tenerse  en  cuenta  las 
ciicunstancias  que  en  ellos  concurran  para  gra- 


duar en  mayor  cantidad  la  indemnización  de 
daños  y perjuicios  causados  y que  constituye 
parte  de  la  responsabilidad  civil  de  que  debe  ■ 
responder  todo  delincuente. 

El  Código  penal  solo  castiga  en  el  cap.  ,2.  , ti- 
tulo 13,  lib.  2."  que  trata  de  los  hurtos,  como 
hurtos  calificados,  con  las  penas  inmediata- 
mente superiores  en  grado  á las  respectivamen- 
te señaladas  en  los  arts.  531  y 532:  1.  &i  fueren 
de  cosas  destinadas  al  culto,  ó se  cometieren  en 
acto  religioso , ó en  edificio  destinado  á cele- 
brarlos. 2.°  Si  fuere  doméstico  ó interviniere  gra- 
ve abuso  de  confianza.  3.°  Si  fuere  el  que  comete 
el  hurto  dos  ó mas  veces  reincidente:  art.  533. 
Pero  las  dos  ó mas  reincidencias  constituyen 
una  sola  circunstancia  cualificativa,  sin  que 
se  puedan  dividir  para  estimar  una  de  ellas  como 
común,  ni  para  agravar  la  pena , pues  esto  se 
lia  tomado  ya  en  cuenta  para  elevar  esta,  como 
que  ella  constituye  el  delito  especial  penado  en 
el  art.  533:  sent.  del  Trib.  Supremo  de  21  de  Di- 
ciembre de  1872.  * 

VI.  Aunque  todo  hurto  es  digno  de  castigo, 
hay,  sin  embargo,  algum  caso  en  que  el  acto  de 
tomar  la  cosa  ajena  no  se  considera  propia  y ri-' 
gurosamente  hurto,  y de  consiguiente  no  debe 
castigarse.  Tal  es  el  caso  de  extrema  necesidad. 
Este  hurto  suele  llamarse  por  los  canonistas  y 
los  teólogos  hurto  necesario,  y dicen  ser  el  come- 
tido por  una  persona  qne  de  otro  modo  no  puede 
librarse  de  la  muerte  con  que  le  amenaza  el 
hambre.  El  hombre  constituido  en  extrema  ne- 
cesidad tiene  el  derecho  natural  y aun  la  obli- 
gación de  conservar  su  vida,  y por  lo  tanto  pue- 
de para  ello  echar  mano"  de  las  cosas  ajenas 
cuando  no  las  tiene  propias,  sin  que  por  eso 
pueda  decirse  que  comete  hurto,  pues  que  por 
una  parte  no  hay  fraude  ni  malicia  alguna  y por 
otra  se  debe  presumir  la  voluntad  del  propieta- 
rio , quien  aun  hallándose  presente,  no  podría 
rehusarse  razonablemente  al  socorro  de  una 
persona  colocada  en  tan  terrible  situación,  ade- 
más de  que  en  la  extrema  necesidad  todos  los 
bienes  se  consideran  comunes  en  cuanto  al  de- 
recho de  usar  de  ellos  para  la  conservación  de 
la  vida.  Esta  doctrina  no  se  halla  expresamente 
sancionada  por  nuestras  leyes;  pero  lo  está  por 
el  derecho  canónico,  especialmente  por  el  cá- 
non  26,  de  consecr alione,  dist.  5.a,  por  el  cap.  3.”, 
de  furtis,  en  las  Decretales,  por  el  cap.  4."  de  las 
Extravagantes,  tít.  de  regulis  juris,  y por  el  ca- 
pítulo Exiit , párrafo  Kec  quid  guaní , de  veré. 
signij . in  6:  Nec  jure  poli  in  extrema  necessitatis 
articulo  ad  providendnm  sus tenlationi  natura  vía 
ómnibus  extrema  necessitate  detentis  concessa  pros - 
cluditur,  curn  ab  omni  lege  extrema  necessitas  sit 
exempta.  T no  solamente  el  mismo  necesitado 
puede  tomar  lo  ajeno  en  tan  apurado  lance,  sino 
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también  cualquiera  otra  persona  que  se  halla  en 
la  imposibilidad  de  socorrerle  con  lo  suyo , pues 
que  entonces  obrará,  como  instrumento  del  in- 
digente. 

Cuando  la  necesidad  no  es  extrema,  aunque 
sea  grave,  no  se  cree  lícito  tomar  entonces  lo  aje- 
no para  salir  de  ella;  y asi  es  que  Inocencio  XI 
condenó  con  mucha  razón  en  2 de  Marzo  de  1679 
la  siguiente  proposición : Permissum  esl  furari 
non  solum  in  extrema  necessitate , sed  etiam  in 
gravi.  Mas  si  la  grave  necesidad  fuere  tan  urgen- 
te que  lleve  consigo  el  riesgo  próximo  de  caer 
en  la  extrema,  como  si  una  enfermedad  grave, 
por  ejemplo,  haya  de  venir  á parar  en  mortal  ó 
perpétua  si  no  se  la  ataja  á tiempo  con  el  opor- 
tuno remedio,  ó como  si  uno  se  encuentra  en 
peligro  inminente  de  caer  en  poder  de  enemigos 
ó en  infamia  gravísima  si  no  se  vale  de  un  ca- 
ballo ajeno  para  escaparse,  lícito  será  en  tales 
casos  y otros  semejantes  apoderarse  y servirse 
de  la  cosa  de  otro  para  evitar  el  mal  que  tan  de 
cerca  nos  amenaza.  Sin  embargo,  si  el  dueño  ó 
el  poseedor  se  hallare  en  igual  necesidad,  sea 
grave  ó extrema,  no  podemos  entonces  privarle 
de  la  cosa  que  le  pertenece  ó que  tiene  en  su 
poder,  por  la  regla  general  de  que  en  un  caso 
igual  es  mejor  la  condición  del  que  posee : In 
parí  causa  melior  est  conditio  possidentis. 

* Nuestra  antigua  legislación  no  contiene  dis- 
posición alguna  que  sancione  ni  que  repruebe 
la  excusa  del  hambre  para  librar  de  la  pena  del  j 
hurto.  En  la  primitiva  edición  del  Código  penal  ¡ 
se  castigaba  por  su  art,  473,  al  que  hallándose  j 
necesitado  hurtare  comestibles  con  que  pudie- 
ran él  y su  familia  alimentarse  dos  dias  á lo  mas, 
imponiéndole  la  pena  de  arresto  de  uno  á quin- 
ce dias.  Esta  disposición  fué  suprimida  por  el 
decreto  de  7 de  Junio  de  1850,  habiendo  desapa- 
recido de  las  reformas  dei  Código  de  dicho  año 
y de  la  de  1870;  pues  si  bien  en  esta  se  castiga 
con  pena  de  arresto  menor  á los  que  entraren  ! 
en  heredad  ajena  para  coger  frutos  y comerlos 
en  el  acto  (art.  607),  no  se  expresa  en  este  caso 
que  exista  necesidad  para  ello.  De  dicha  supre- 
sión pudiera,  pues,  deducirse  que  habrá  lugar 
á eximirse  de  la  pena  en  el  hurto  de  comestibles 
cometido  por  hambre,  y asimismo  de  las  cir- 
cunstancias eximentes  9 y 10  del  art.  8."  del  Có-  ( 
digo.  * 

El  que  en  extrema  necesidad  tomó  la  cosa  ¡ 
ajena,  ¿deberá  restituir  la  misma  cosa  ó su  im- 
porte si  lleg'are  después  á mejor  fortuna?  Esta 
pregunta  se  hacen  los  teólogos  y canonistas , y 1 
comunmente  se  responden,  que  si  la  cosa  se 
consumió  en  el  alivio  de  la  indigencia,  nunca 
estará  obligado  el  indigente  á restituirla,  por- 
que al  tomarla  no  hizo  mas  que  usar  de  su  de- 
recho, y por  efecto  de  su  legitima  ocupación 


adquirió  irrevocablemente  su  dominio;  pero  que 
si  no  se  consumió  en  dicho  objeto,  sino  que  to- 
davía existiese  después  de  superada  la  necesi- 
dad, como  el  caballo,  v.  gr.,  de  que  se  ha  echado 
mano  para  salvarse  de  enemigos,  habrá  de  de- 
volverse á su  dueño  sin  demora,  porque  la  ex- 
trema necesidad  no  nos  da  derecho  á lo  ajeno 
sino  en  cuanto  sea  indispensable  para  librarnos 
de  ella,  y es  claro  que  en  el  propuesto  caso  solo 
nos  era  indispensable  el  uso  momentáneo  y no 
el  dominio.  Mas  no  deja  de  parecer  mas  puesto 
en  el  órden  y mas  conforme  á los  principios  de 
justicia,  que  aun  en  el  caso  de  haberse  consu- 
mido la  cosa  ajena  en  el  socorro  de  la  extrema 
necesidad,  deba  restituirse  su  valor  al  propieta- 
rio por  el  indigente  que  llegare  al  estado  de  po- 
der hacerlo,  pues  lo  mas  natural  es  suponer  que 
así  de  parte  del  dueño  como  del  necesitado  con- 
currió presuntivamente  la  voluntad  de  celebrar 
un  contrato  de  préstamo  condicional,  mas  bien 
que  una  donación  con  traslación  absoluta  de 
dominio.  El  principio  de  que  en  caso  de  necesi- 
dad todas  las  cosas  se  hacen  comunes,  es  de- 
masiado peligroso  para  que  pueda  sentarse  en 
obras  de  legislación  ó de  moral;  es  sin  duda  mas 
sano  y filosófico  fijar  el  principio  de  que  en  caso 
de  necesidad  todos  los  hombres  deben  auxi- 
liarse y socorrerse  mutuamente,  y sacar  luego 
de  él  las  consecuencias  que  naturalmente  pro- 
duce. 

La  necesidad,  la  terrible  necesidad,  es  mu- 
chas veces  causa  de  los  hurtos.  ¡Olí  Gobiernos! 
exclama  un  sabio  escritor,  quitad  á la  pobreza 
la  necesidad  de  perecer  en  los  brazos  del  ham- 
bre ó en  los  del  verdugo;  mas  bien  que  de  hacer 
leyes  sanguinarias,  cuidad  de  proporcionar  á 
los  súbditos  que  carecen  de  renta  ó propiedad 
un  trabajo  útil  que  les  suministre  el  sustento; 
averiguad  las  causas  que  producen  la  miseria, 
y aplicadles  las  precauciones  y remedios  conve- 
nientes. Es  inútil  combatir  la  indigencia  solo 
con  el  temor  de  la  pena;  el  indigente  cometeré 
todos  los  delitos  por  los  cuales  pueda  satisfacer 
sus  necesidades;  porque  ¿qué  pena  puede  haber 
mayor  ni  mas  próxima  ni  mas  cierta  que  el  mo- 
rir de  hambre?  Solo  pueden  prevenirse  los  efec- 
tos de  la  indigencia  procurando  lo  necesario  á 
los  que  carecen  de  ello,  ya  promoviendo  y pro- 
tegiendo todos  los  géneros  de  industria  en  que 
puedan  emplearse,  ya  proporcionándose  ocupa- 
ción dentro  ó fuera  de  establecimientos  destina- 
dos al  intento,  ya  instituyendo  cajas  de  econo- 
mía en  que  por  el  atractivo  de  la  seguridad  y 
de  la  ganancia  se  inclínen  las  clases  laboriosas 
á poner  sus  mas  pequeños  ahorros  para  no  caer 
en  el  estado  de  miseria,  ya  poniendo  en  planta 
otras  medidas  propias  de  cada  pais,  ya  por  fin 
estableciendo,  á falta  de  otros  medios,  una  con- 
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tribucion  regular  entre  las  clases  acomodadas, 
porque  la  pena  de  muerte  que  al  fin  caeria  sobre 
el  pobre  abandonado  seria  un  mal  mas  grave 
que  la  pena  que  tiene  el  rico  cuando  se  le  quita 
una  parte  limitada  de  su  sobrante. 

Los  Egipcios,  que  creían  inevitables  los  burtos, 
llegaron  á adoptar  el  absurdo  de  tolerar  los  la- 
drones, así  como  en  algunos  pueblos  civilizados 
se  toleran  las  mujeres  públicas;  y anotándolos 
en  registros  ó padrones  los  obligaban,  á dar  cuen- 
ta diaria  de  lo  que  robaban,  les  hacían  restituir 
las  tres  cuartas  partes  á los  propietarios,  y les 
permitían  retener  el  resto,  porque  como  decía  la 
ley,  no  pudiéndose  exterminar  el  perverso  ejer- 
cicio del  latrocinio,  mejor  era  que  los  dueños 
descuidados  conservasen  por  este  medio  la  ma- 
yor parte  de  lo  que  se  les  sustraía  que  no  que  lo 
perdiesen  todo. 

Mas  también  es  preciso  confesar  que  la  pro- 
pensión al  hurto  no  es  hija  muchas  veces  de  la 
verdadera  ¿inculpable  necesidad.  En  las  cam- 
piñas y pueblos  cortos,  el  ejemplo  de  la  comuni- 
dad entera  que  trabaja  y conoce  y odia  á los  que 
no  quieren  trabajar,  aleja  la  idea  de  vivir  á cos- 
ta de  lo  ajeno;  se  satisfacen  allí  con  poco  las  pri- 
meras necesidades  de  la  vida,  y solo  una  verda- 
dera desgracia  suele  arrojar  al  hombre  al  primer 
delito.  Por  el  contrario,  eu  las  grandes  poblacio- 
nes, Ja  vista  continua  de  personas  opulentas  que 
no  hacen  inas  que  g'ozar,  la  de  fortunas  repenti- 
nas que  desquician  á otras  de  la  clase  humilde- 
á que  pertenecían , y hasta  ia  instabilidad  y au- 
tomatismo, por  decirlo  así,  dei  trabajo  personal, 
van  inspirando  á muchos  hombres  odio  á las 
ocupaciones  que  solo  dan  el  sustento  diario,  y 
afición  k empresas  arriesgadas,  cuyo  primer 
escalón  suele  ser  el  juego,  y el  robo  el  último. 
Las  causas  de  este  desarreglo  no  son  de  aquellas 
que  tienen  remedio  fácil,  pues  que  al  contrario, 
se  aumentan  con  el  progreso  y movimiento  de 
la  sociedad,  viéndonos  reducidos  en  este  caso  á 
disculpar  con  la  necesidad  la  dureza  de  ciertas 
disposiciones  penales , de  circunstancias  unas,  y 
locales  otras,  que  no  faltan  en  nuestros  Códigos. 
Mal  remedio  es  el  temor  de  la  pena;  pero  ¿cuál 
otro,  mientras  no  puedeu  evitarse  tantos  estímu- 
los para  el  delito,  y cuando  por  otra  parte  no  se 
puede  atenuar  con  falta  de  malicia  ni  de  expe- 
riencia en  ei  delincuente? 

VIL  La  acciónele  hurlo  se  concedía  por  el  de- 
recho k todas  las  personas  que  teuiau  interés  en 
que  la  cosa  no  se  perdiera;  es  decir,  no  sulo  al 
verdadero  dueño,  sino  tambieu  al  que  ia  posee 
ó detenta  con  título  legítimo  y es  responsable  de 
su  conservación.  Si  al  acreedor  le  fuere  hurtada 
ó robada  la  cosa  que  tenia  en  prenda,  el  acree- 
dor eia  y no  el  deudor  ó dueño  quien  podía  de- 
mandarla, ya  porque  debe  restituir  ia  prenda 


verificado  el  pago  de  su  crédito  si  le  fué  hurtada 
por  su  culpa  ó descuido,  ya  porque  le  importa 
que  su  crédito  esté  asegurado  con  prenda;  pero 
dobla  descontar  de  la  deuda  ó entregar  al  dueño 
la  pena  pecuniaria  eu  que  fuere  condenado  el 
ladrón  y que  se  le  adjudicare,  deduciendo  los 
g-astos  que  le  hubiese  ocasionado  la  demanda: 
ley  O.'1,  tít.  14,  Part.  7.”  Si  al  artista,  artesano  ó 
menestral  le  fuere  robada  la  cosa  que  se  le  dió 
para  hacer  en  ella  ó con  ella  alg  una  obra,  la  po- 
drá demandar  por  sí  mismo  en  caso  de  ser  abo- 
nado para  pagarla  al  dueño,  y aun  estará  obli- 
gado á reclamaría  en  el  caso  de  que  este  se  ha- 
llare ausente,  y se  aprovechaba  en  ambos  casos 
de  la  pena  pecuniaria  en  que  el  ladrón  fuera 
condenado,  con  tal  que  satisfaciera  al  dueño  el 
valor  de  la  cosa;  y si  no  fuere  abonado  para  sa- 
tisfacerlo, habrá  de  hacer  saber  el  hurto  al  due- 
ño en  caso  de  hallarse  presente,  y este  deberá 
entonces  demandar  la  cosa  hurtada  y habla  la 
pena  pecuniaria:  mas  siendo  culpable  el  artesa- 
no ó artista  por  no  haber  puesto  el  debido  cui- 
dado en  la  custodia  de  la  cosa  que  se  le  entregó, 
tendrá  acción  el  dueño  para  pedirla  al  ladrón  ó 
al  mismo  artista  ó artesano,  según  mas  le  aco- 
modare: ley  10,  tít.  14,  Part.  7.a  Hurtada  ó roba- 
da i a cosa  dada  en  comodato,  tiene  opciou  el 
dueño  para  demandarla  al  ladrón  ó al  comoda- 
tario; y una  vez  entablada  la  acción  contra  cual- 
quiera de  ellos,  no  podrá  ya  intentarla  contra  el 
otro;  el  comodatario  podrá  dirigirse  contra  el 
ladrón  cuando  se  viere  reconvenido  por  el  dueño: 
ley  11,  tít.  14,  Part.  7.  ';  y aun  sin  esta  circuns- 
tancia deberá  en  ausencia  del  dueño  perseguir 
al  ladrón  para  asegurar  el  recobro  de  una  cosa 
de  que  es  responsable.  Hurtada  ó robada  la  cosa 
dada  en  depósito,  puede  demandarla  el  deposi- 
tario á quien  la  tuviere  , pero  la  acción  ála  pena 
pecuniaria  solo  competía  al  dueño,  á no  ser  que 
el  depositario  se  hubiese  constituido  responsa- 
ble de  todo  peligro  de  pérdida  ó fuere  tutor  ó 
mayordomo  del  dueño,  pues  entonces  podia  pe- 
dir  la  cosa  hurtada  y la  pena  del  hurto:  ley  12, 
d.  tít.  y Part.  Hurtada  ó robada  una  cosa  en  que 
uno  tiene  el  usufructo  y otro  la  propiedad,  pue- 
de demandarla  el  usufructuario  con  la  parte  de 
pena  pecuniaria  que  le  correspondía  por  razón 
del  usufructo , y el  propietario  podia  pedir  la 
parte  de  pena  que  le  pertenecía  por  razón  de  la 
propiedad.  Si  siendo  ei  usufructo  de  cosa  raíz 
fuere  hurtado  el  fruto  de  ella,  puede  entonces  el 
usufructuario  demandarlo  todo  con  la  pena  del 
hurto.  Mas  si  teniendo  parte  en  los  productos  de 
una  heredad  el  dueño  y eL  labrador  que  la  cul- 
tiva  fuere  robado  el  fruto  antes  de  su  partición, 
podrá  el  dueño  reclamarla  del  ladrón  con  la 
pena,  debiendo  luego  devolver  al  labrador  lo 
que  le  tocare  por  su  parte:  ley  12,  d.  tít.  y Par- 


tida.  Hurtada  la  cosa  vendida  antes  de  haber 
sido  entregada  al  comprador,  está  obligado  el 
vendedor  á reclamarla  del  ladrón  y darla  des- 
pués al  comprador  con  la  pena  que  hubiere  ob- 
teuido , ó bien  á otorgar  su  poder  al  comprador 
para  que  haga  por  sí  mismo  la  demanda.  Si  la 
cosa  hurtada  no  hubiese  sido  vendida  sino  pro- 
metida en  donación , puede  pedirla  el  donador 
con  la  pena  del  hurto,  pero  no  está  obligado  á 
dar  al  donatario  sino  la  cosa  ó su  estimación,  y 
no  la  pena  que  se  le  hubiere  adjudicado.  El  le- 
gatario tiene  derecho  de  pedir  al  ladrón,  no  so- 
lamente la  cosa  legada  que  hubiere  sido  hurta- 
da después  de  la  muerte  del  testador,  sino  tam- 
bién la  pena  pecuniaria  correspondiente  por 
razón  del  hurto:  ley  13,  d.  tít.  y Partida. 

* Habiendo  desaparecido  en  el  dia  la  pena  pe- 
cuniaria que  se  imponia  por  el  hurto  por  nues- 
tras antiguas  leyes,  á imitación  de  las  romanas, 
á favor  del  perjudicado,  además  de  la  restitución 
de  la  cosa  hurtada  y de  la  indemnización  de  los 
perjuicios,  y castigándose  actualmente  el  hurto 
con  penas  corporales,  no  tienen  lugar  las  dife- 
rencias que  se  indican  en  este  párrafo  respecto 
de  aquella.  También  puede  ejercitar  en  el  dia  la 
acción  competente  para  reclamar  la  cosa  hurta- 
da el  dueño  de  esta  cuando  se  hurtase  á su  acree- 
dor, seguu  ya  indicaba  Gregorio  López  en  su 
glosa  6.a  á la  ley  9.“,  tít,  14,  Part.  7.a,  que  trataba 
de  este  caso;  y aun,  según  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  de  1872,  todos  los  ciudadanos 
pueden  ejercitar  la  acción  penal  que  proviene 
de  los  delitos,  con  arreglo  á las  prescripciones 
de  la  misma,  exceptuadas  las  relativas  á los  de- 
litos deñuidos  eu  los  arts.  458,  467  y 471  del  Có- 


digo penal.  V.  Acción  persecutoria,  de  la  cosa, 
penal  y mixta.  * 

VIH.  El  hurto,  especialmente  cuando  es  sim- 
ple, suele  ser  de  difícil  justificación  ; y las  dili- 
gencias que  deben  practicarse  para  averiguarlo, 
tienen  que  ser  tan  varias  como  los  casos,  de 
¡nodo,  que  apenas  pueden  darse  reglas  genera- 
les al  efectp.  V.  Rolo. 

HURON,  Cierto  cuadrúpedo  de  medio  pié  de 
largo,  de  color  rojo  oscuro,  con  el  hocico  y las 
orejas  blancas;  despide  por  el  ano  un  olor  suma- 
mente desagradable;  vive  oculto  entre  las  pie- 
dras, y se  alimenta  de  cuadrúpedos  y aves.  En 
varias  partes  le  conservan  y propagan  para  la 
caza  de  conejos,  á quienes  persigue  en  sus  ma- 
drigueras hasta  lanzarlos  á las  escopetas  ó redes 
preparadas  en  las  bocas.  En  el  pár.  8.°,  ley  11, 
tít.  30,  lib.  7.°,  Nov.  Recop.,  se  manda  por  pun- 
to general,  que  se  maten  los  hurones,  porque 
destruyen  la  caza;  pero  que  si  algunas  personas 
Los  necesitaren  para  la  saca  de  conejos  en  sitios 
vedados,  obtengan  la  correspondiente  licencia, 
que  debían  luego  presentar  á la  jurisdicción  de 
la  villa  de  Arganda,  donde  se  hallaba  establecida 
la  caja,  para  que  se  les  entregasen  los  precisos 
con  las  seguridades  que  están  prevenidas.  Puede 
dudarse  de  que  esta  disposición  produjese  efecto 
alguuo  ai  ver  extendida  en  todas  las  provincias 
y en  terrenos  vedados  y abiertos  la  caza  con  hu- 
rones que  seguramente  no  procedían  del  depó- 
sito de  Argauda;  y por  de  contado  no  rige  en  la 
actualidad,  porque  según  el  pár.  11,  tit.  2."  del 
Real  decreto  de  3 de  Mayo  de  1834,  está  prohibi- 
do el  cazar  con  hurones,  sin  excepción  alguna 
de  épocas  ni  terrenos. 


IDEM.  Palabra  latina  que  significa  el  mismo  6 
lo  mismo,  y se  suele  usar  para  repetir  las  citas 
de  un  mismo  autor,  y en  las  cuentas  y listas  . 
para  denotar  diferentes  partidas  de  una  misma 
especie. 

IDENTIDAD  DE  PERSONA.  La  calidad  de  ser  una  i 

persona  que  se  encuentra  precisamente  la  mis- 
ma que  se  busca;  y cierta  ficción  de  derecho, 
por  la  cual  el  heredero  se  tiene  por  una  misma 
persona  con  el  testador,  en  cuanto  á las  acciones 
activas  y pasivas.  V.  Heredero,  núm.  11. 

IDENTIDAD  DE  RAZON.  V.  Arbitrio  de  juez,  pár- 
rafo Analogía. 

IDUS,  NONAS  Y CALENDAS.  Nombres  de  que  se 
servían  los  Romanos  para  designar  los  dias  del 
mes.  Las  calendas,  eran  el  primero  de  cada  mes; 
las  nonas,  el  quinto,  menos  en  Marzo,  Mayo,  Ju- 
lio y Octubre,  que  eran  el  séptimo;  los  idus , el 
trece,  menos  en  Marzo,  Mayo,  Julio  y Octubre, 
que  eran  el  quince.  Los  demás  dias  se  contaban 
según  el  órden  de  anterioridad  con  respecto  á 
á cada  una  de  las  tres  épocas  que  estaban  para 
llegar.  Asi,  pues,  el  primer  dia  del  mes,  se  de- 
cía calendis ; el  segundo  sexto  nonas  cuando  estas 
eran  el  siete,  y quarto  nonas , cuando  estas  eran 
el  cinco , que  quiere  decir  eeis  ó cuatro  dias 
antes  de  las  nonas,  y asi  en  el  órden  succesivo. 
Los  dias  que  preceden  á las  idus  se  computaban 
á proporción  en  igual  forma.  El  dia  siguiente  á 
los  idus  empezaba  ya  á contarse  con  respecto  á ¡ 
las  calendas  del  mes  siguiente , diciéndose  déci- 
mo nono,  décimo  octavo , décimo  séptimo  calen- 
das, etc.,  según  los  dias  que  faltaban  para  con- 
cluirse el  mes.  Importa  conocer  este  modo  de 
contar  los  dias  para  reducir  las  fechas  de  algu- 
nas disposiciones  del  derecho  romano  y aun  de 
la  curia  pontifical,  como  asimismo  para  com- 
prender algunas  de  nuestras  leyes  antiguas. 
V.  Calendas. 

IQLESIA.  Palabra  griega  que  significa  en  ge- 
neral convocación  ó reunión , y se  ha  adaptado 


entre  los  cristianos  para  denotar:  l.°,  en  sentido 
moral  y espiritual . la  congregación  de  todos  los 
fieles  que  reunidos  por  la  profesión  de  una  mis- 
ma fe  viven  bajo  el  régimen  espiritual  de  sus 
pastores  legítimos,  teniendo  por  cabeza  visible 
al  Papa,  Vicario  de  Cristo;  y 2.”,  en  sentido  ma- 
terial y físico , el  templo  ó edificio  en  que  se 
reúnen  los  fieles  para  orar , oir  la  palabra  divina, 
recibir  los  sacramentos  y dar  culto  á Dios  y é 
los  santos. 

* La  Iglesia  espiritual  y mística  se  divide  en 
triunfante,  paciente  y militante.  La  triunfante 
ia  componen  Los  bienaventurados  que  gozan  de 
Dios;  la  paciente  los  que  habiendo  muerto  en 
gracia  de  Dios,  se  hallan  en  el  purgatorio:  la 
militante,  los  fieles  que  están  en  la  tierra. 

A veces  se  entiende  por  Iglesia  espiritual  el 
cuerpo  particular  de  los  fieles  de  una  región, 
diócesis  ó parroquia.  En  este  sentido,  San  Pablo 
escribía  á la  Iglesia  de  Corinlo. 

La  Iglesia  material,  ó lugar  en  que  se  reúnen 
los  fieles,  no  puede  construirse  sfn  conocimien- 
to del  Obispo  y sin  que  este  lo  tome  de  la  dota- 
ción que  ha  de  tener  el  templo  que  se  quiera 
construir.  Si  esto  tiene  lugar  en  terreno  de  su 
jurisdicción,  queda  sujeta  áél;  si  está  exento  de 
la  jurisdicción  del  Obispo  , ha  de  acudirse  para 
impetrar  el  consentimiento  del  Sumo  Pontífice, 

No  pueden  concederse  privilegios  á Iglesias  no 
edificadas , ni  las  destruidas  pierden  los  suyos, 
si  se  reedificasen. 

Las  Iglesias  pueden  edificarse  en  cualquiera 
dirección,  al  Norte,  al  Mediodía,  al  Occidente, 
al  Oriente;  aunque  en  cierto  tiempo  prohibióse 
esta  última  forma  de  construir , por  diferenciar- 
se de  los  Maniqueos  que  afectaban  orar  siempre 
vueltos  hácia  el  Oriente. 

Aunque  la  dedicación,  la  bendición  y la  con- 
sagración de  la  Iglesia,  no  son  actos  idénticos, 
se  confunden  los  nombres  en  el  uso  vulgar.  La 
consagración  pertenece  exclusivamente  ai  0bi3- 
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po,  y debe  efectuarse  inmediatamente  después 
de  haberse  concluido  la  construcción. 

Está  prohibido  por  los  antiguos  cánones  tratar 
en  las  Iglesias  negocios  seculares;  pronunciar 
sentencias  en  materia  contenciosa;  reunirse  tu- 
multuariamente; publicar  ninguna  cosa  profa- 
na; representar  espectáculos  profanos;  cantar, 
bailar  ó comer  indecorosamente , y por  último, 
el  Concilio  de  Trento  previene  en  su  sesión  22, 
«que  se  destierren  de  las  Iglesias  toda  clase  de 
músicas,  con  las  cuales,  ya  en  el  órgano  ó bien 
en  el  canto  se  mezcle  algo  de  lascivo  ó impuro; 
lo  mismo  que  toda  clase  de  acciones  profanas, 
discursos,  entretenimieutos  vanos  y negocios 
seculares,  paseos,  ruidos  y clamores,  á fin  de 
que  la  casa  de  Dios  parezca  y sea  verdaderamen- 
te casa  de  oración.» 

Hay  varias  clases  de  Iglesias : episcopal  ó cate- 
dral, que  se  compone  de  varios  canónigos,  y se 
llama  catedral,  quia penes  ipsam  esí  calhedra  proe- 
lati:  es  madre  de  las  demásy  centro  de  comunión 
de  toda  la  diócesis.  Colegial  ó colegiata,  que  tiene 
su  cuerpo,  ó colegio,  ó cabildo  inferior  al  de  la 
catedral.  Matriz , en  sentido  estricto,  es  la  cate- 
dral ; en  sentido  lato , toda  Iglesia  que  tiene  otra 
bajo  su  dependencia.  Bautismal,  la  que  tiene 
pila  bautismal,  y que  generalmente,  pero  no 
necesariamente,  es  parroquial.  Parroquial,  la 
que  está  servida  por  un  cura  y tiene  adscripto 
cierto  número  de  habitantes  que  reciben  de  él 
el  pasto  espiritual. 

En  sentido  lato,  y tratándose  de  materias  fa- 
vorables , se  comprendía  bajo  el  nombre  de  Igle- 
sias, no  solo  los  lugares  donde  se  reúnen  los 
fieles,  sino  también  los  piadosos,  como  hospita- 
les, conventos,  etc.;  pero  esto  ha  de  inferirse  del 
sentido,  pues  que  por  regla  general  no  se  com- 
prende mas  quedos  templos. 

Sobre  el  derecho  de  la  Iglesia  á poseer  bienes, 
véanse  los  artículos  Amorlizacio?i.  — Bienes  ecle- 
siásticos. — Desamortización.  — Fábrica  de  Igle- 
sia.— Inmunidad  eclesiástica.— Jurisdicción  ecle- 
siástica.— Sacrilegio.  * 

IGLESIA.  La  inmunidad  que  goza  quien  se  re- 
fugia en  el  templo  por  temor  de  verse  persegui- 
do de  la  justicia.  Y.  Asilo. 

IGLESIA  FRIA.  El  derecho  que  conservaba  el 
que  extrajeron  de  sagrado  y no  le  habían  resti- 
tuido, para  alegarle  si  le  volvian  á prender.  Al- 
gunos reos  hacían  maliciosamente  que  los  extra- 
jesen de  la  Iglesia  por  delitos  leves,  de  que  los 
absolvían  sin  restituirlos  á ella;  y si  después  los 
prendían  por  otros  delitos,  pretendían  conservar 
su  derecho  de  asilo  para  librarse  de  las  penas  en 
que  habían  incurrido;  y aun  otros  sin  aquella 
circunstancia , viéndose  aprehendidos  fuera  de 
lugar  sagrado,  alegaban  inmunidad , y preten- 
dían ser  restituidos  á la  Iglesia , diciendo  que 
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habían  sido  extraídos  de  ella  con  caricias,  enga- 
ños ó violencia.  La  práctica  de  oir  y favorecer  á 
tales  reos  que  se  había  introducido  en  algunas 
partes,  y era  conocida  con  el  nombre  de  Iglesia 
fría,  fué  por  fin  abolida  por  el  art.  3.°  del  Con- 
cordato celebrado  el  26  de  Setiembre  de  1737  en- 
tre las  Cortes  de  Roma  y España,  y consiguiente 
Breve  de  Su  Santidad  de  14  de  Noviembre  del 
mismo  año:  ley  4.a,  y su  nota  7.a,  tít.  4.°,  lib.  1.”, 
Nov.  Recop.  Y.  Asilo. 

* IGNOMINIA.  Es  circunstancia  agravante  del 
delito  emplear  medios  ó hacer  que  concurran 
circunstancias  que  añadan  la  ignominia  á los 
efectos  propios  del  hecho  que  lo  constituye:  ar- 
tículo 10,  núm,  12  del  Código  penal.  * 

IGNORANCIA.  La  falta  de  ciencia,  de  letras  y 
noticias,  sea  general  ó particular.  La  ignorancia 
considerada  en  sí  misma,  se  distingue  del  error; 
pues  aquella  no  es  mas  que  una  privación  de 
ideas  ó conocimientos,  y esta  es  la  falta  de  con- 
formidad ó la  oposición  de  las  ideas  con  la  na- 
turaleza ó estado  de  las  cosas.  Mas  considerada 
como  principio  de  nuestras  acciones,  la  ignoran- 
cia casi  no  se  diferencia  del  error,  y ambos  sue 
len  ir  juntos  casi  siempre. 

La  ignorancia,  así  como  el  error,  es  de  muchas 
maneras:  en  cuanto  á su  objeto,  es  de  hecho  ó 
de  derecho;  en  cuanto  á su  origen , voluntaria  ó 
involuntaria;  en  cuanto  á su  influencia  sobre  las 
acciones  ó negocios  de  los  hombres,  esencial  ú 
accidental. 

La  ignorancia  es  de  hecho  ó de  derecho,  según 
que  recae  sobre  un  hecho  ó sobre  la  disposición 
de  una  ley.  La  ignorancia  de  derecho  suele  po- 
nerse en  la  clase  de  las  faltas  ó culpas  latas,  y 
por  eso  no  sirve  de  excusa  á nadie , sino  es  en 
ciertas  cosas  al  menor,  á la  mujer,  al  labrador 
sencillo  y al  soldado:  ley  3.a,  tít.  l.°,  lib.  2.°,  y 
ley  5.a,  tít.  4.“,  lib.  6.°  del  Fuero  Juzgo;  ley  4.a, 
tít.  6.°,  lib.  l.°  del  Fuero  Real,  y leyes  15,  20  y 21 , 
tít.  l.°,  Part.  1.a;  ley  31,  tít.  14,  Part.  5.a,  y ley  2.a, 
tít.  2.”,  lib.  3.°,  Nov.  Recop. 

* Esta  misma  doctrina  sientan  Febrero  y sus 
reformadores  Gutiérrez  y Tapia,  y otros  autores 
no  menos  acreditados,  fundándose  especialmente 
en  la  ley  21,  tit.  l.°,  Part.  1.a,  que  es  la  que  habla 
con  mas  generalidad  sobre  esta  materia,  la  cual 
admite  la  excusa  de  la  ignorancia  del  derecho,  en 
aquellas  cosas  que  no  conciernen  á la  moralidad 
natural  de  las  acciones  y para  el  efecto  de  evi- 
tar su  daño,  á los  militares  ocupados  eu  el  servi- 
cio de  las  armas,  al  labrador,  y á las  mujeres  que 
viven  en  despoblado,  y á los  pastores  que  andan 
con  los  ganados  por  los  montes.  Mas  otros  escri- 
tores de  nota,  entre  ellos  los  Sres.  Laserna,  Mon- 
talban  y Gutiérrez  Fernandez,  sientan  que  esta 
ley  se  halla  derogada  por  la  ley  2.a,  tít.  2.°,  li- 
bro 3.°  de  la  Nov.  Recop.,  que  dice  que  la  ley  es 
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común,  a.sí  para  varones  como  para  mujeres  de 
cualquier  estado  que  sean,  y es  también  para 
los  sabios  como  para  los  simples,  y es  para  po 
Nados  como  para  yermas.  Mas  sobre  esto  se  ad- 
vierte. que  la  mencionada  ley  de  la  Recopila- 
ción establece  la  regla  general  de  que  la  ley  es 
obligatoria  para  toda  clase  (le  personas,  sin  re- 
ferirse al  caso  <le  que  se  ignore,  suponiendo  que 
se  sabe  ó puede  saberse  aun  en  despoblados  por 
haber  llegado  á estos  lugares  la  noticia  de  su  pro- 
mulgación, y aun  respecto  de  las  mujeres  y de 
los  rústicos,  etc.,  que  se  hallan  en  ellos,  cuando 
pueden  saberlas  preguntando  á personas  versa 
das  en  el  derecho,  etc.  Estas  mismas  reglas  se  ha- 
llan establecidas  en  las  Partidas.  La  ley  l.',tít.  1.  , 
Part.  1.”  lleva  por  epígrafe:  como  son  iodos  tenu 
dos  de  guardar  las  leyes ; y la  ley  20,  dice  en  su 
epígrafe:  porque  razón  los  ornes  non  se  pueden  ex- 
cusar del  juicio  de  las  leyes  -por  decir  que  las  non 
saben,  y expone  en  su  contexto  los  medios  de 
que  pueden  valerse  todos  para  saber  las  leyes  y 
las  razones  porque  no  les  excusa  su  ignorancia. 
Acevedo,  explicando  la  ley  21  de  Partida  citada, 
en  sus  comentarios  á la  ley  2/,  tít.  l.°,  lib.  2.”  de 
la  Nueva  Recopilación,  que  es  la  concordante  con 
la  2.!  de  la  Novísima  expuesta,  sienta  ser  nece- 
sario para  que  á las  personas  mencionadas  en  la 
ley  de  Partida  pueda  aprovechar  la  ignorancia 
dei  derecho:  l.°,  que  las  leyes  sobre  que  la  ale- 
gan no  se  deriven  del  derecho  natural  ó de  la 
Religión;  2.°,  que  dichas  personas  no  lian  de  ser 
ilustradas,  y 3.°,  que  además  han  de  hallarse  en 
despoblado  sin  tener  conocimiento  déla  promul- 
gación de  la  ley  ni  h aber  podido  consultar  á perso- 
nas versadasen  el  derecho.  Véase  el  profundo  ar- 
tículo publicado  sobre  esta  materia  por  M.  Bres- 
aolles  en  la  Revue  de  la  Legislación , tomos  17  y 18 
y la  disertación  del  sabio  aleman  Muhlenbruch 
inserta  en  los  Árchiv.  filr  diecivilist.  Prox.  t.  2.", 
pág.  369  y siguientes.  Véase  el  artículo  de  esta 
obra  Ley  y los  demás  relativos  á las  personas  in- 
dicadas. * 

La  ignorancia  de  hecho  es  verosímil  ó crasa  y 
afectada:  es  verosímil,  cuando  se  trata  de  hechos 
extraños;  y es  crasa  ó afectada,  cuando  se  trata 
de  hechos  propios  ú de  hechos  extraños  de  noto- 
riedad pública.  La  ignorancia  verosímil  excusa, 
pero  la  crasa  ó afectada  no  suele  tener  disculpa. 
8obre  todo,  la  ignorancia  de  su  propio  hecho  no  ' 
puede  alegarse  por  nadie,  cuando  se  trata  de  sa- 
car provecho  de  ella  en  perjuicio  de  un  tercero; 
porque,  ¿qué  probabilidad  hay  de  que  una  perso- 
na pierda  la  memoria  de  lo  que  ha  ejecutado,  h 
no  ser  que  el  hecho  sea  muy  antiguo?  Puede  ale- 
gal se,  sin  embargo,  la  ignorancia  de  su  propio 
hecho,  cuando  se  trata  de  evitar  alguna  pérdida, 
como  si  un  hombre  hiciese  tan  poca  reflexión  en  ' 
sus  negocios,  que  uo  acordándose  de  haber  pa-  • 


gado  á su  acreedor  lo  que  le  debía,  le  satisfacie- 
se el  crédito  segunda  vez;  pues  de  otro  modo 
este  acreedor  se  aprovecharía  de  la  sencillez  (le 
su  deudor  contra  toda  equidad,  y por  una  mala 
fe  que  no  debe  soportarse:  ley  3.a,  tít.  13,  lib.  4.° 
del  Fuero  Real;  ley  10,  tít.  íT,  Part.  6.a;  ley  12, 
tít.  l.\  Part.  7.a,  y leyes  28  y 29,  tít.  14,  Part.  5.a 
V.  Error  y Pago  indebido. 

La  ignorancia  es  voluntaria  cuando  procede 
de  negligencia  en  aprender  ó inquirir  lo  que 
puede  saberse;  y es  involuntaria , cuando  es  efec- 
to de  la  falta  de  medios  físicos  ó morales  para 
evitarla.  La  ignorancia  involuntaria  es  excusa- 
ble, como  se  deja  conocer;  mas  no  lo  es  la  volun- 
taria. Las  faltas  que  uno  comete  por  ignorancia 
de  su  profesión,  dan  lugar  al  resarcimiento  de 
perjuicios,  porque  nadie  debe  ejercer  una  profe- 
sión sin  haber  adquirido  los  conocimientos  ne- 
cesarios para  su  desempeño,  como  se  verá  en  el 
artículo  Impericia. 

Ignorancia  esencial  es  la  que  recae  sobre  algu- 
na circunstancia  necesaria  en  un  negocio,  y que 
por  tauto  influye  de  tal  manera  en  la  ejecución 
del  mismo,  que  no  se  hubiera  verificado  este  si 
se  hubiese  sabido  la  naturaleza  ó el  estado  real 
de  las  cosas.  Ignorancia  accidental  es  la  que  por 
sí  misma  no  tiene  relación  con  el  negocio  de 
que  se  trata,  y por  tanto,  no  puede  considerarse 
como  la  verdadera  causa  de  la  acción.  Véase 
Error. 

ILEGAL.  Lo  que  es  contra  ley. 

ILEGITIMAR,  Privar  á alguno  de  la  legitimidad, 
y hacer  que  se  tenga  por  ilegítimo  al  que  real- 
mente era  legítimo  ó se  tenia  por  tal. 

ILEGITIMIDAD.  Falta  de  alguna  circunstancia  ó 
requisito  para  ser  alguna  cosa  legítima,  y espe- 
cialmente la  calidad  que  uno  tiene  de  no  haber 
nacido  de  legítimo  matrimonio. 

ILEGITIMO.  Todo  lo  que  se  hace  contra  la  dis- 
posición de  las  leyes,  ó no  es  conforme  á ellas;  y 
así  se  dice  ilegítimo  el  hijo  habido  de  un  enlace 
que  no  está  autorizado  por  las  leyes.  V.  Hijo  ile- 
gitimo. 

ILÍCITO.  Lo  que  es  contrario  ¿justicia  ó razón, 
ó no  está  permitido  por  las  leyes:  Illiciium  did - 
tur,  quod  per  leges,  senatuscousulta,  edicta,  cons- 
tüntiones  prinev/mm,  facer e non  licet,  quodve  ve - 
titum  el  prohibí lum  est. 

ILIQUIDO.  Lo  que  todavía  está  por  liquidar  6 
aclarar,  como  alguna  cuenta  ó deuda. 

ILUSORIO,  Lo  que  es  de  ningún  valor  ó efecto. 

ILUSTRE,  El  que  es  de  distinguida  prosapia;  y 
también  se  usa  como  título  de  dignidad. 

« Ilustres  personas  son  llamadas  en  latín , dice 
la  ley  3.a,  tít.  14,  Part.  4.a,  las  personas  honradas 

de  grand  guisa,  et  que  son  puestas  en  digni- 
dades, asi  como  los  Reyes  et  los  que  descienden 
dellos,  et  los  condes,  et  otrosí  los  que  descien- 
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den  de  ellos,  et  los  otros  homes  honrados  seme- 
jantes destos.» 

* Los  Presidentes  de  las  Audiencias  y los  de 
Sala  de  Madrid,  tendrán  el  tratamiento,  según  el 
art.  201  de  la  ley  de  Organización  del  poder  ju- 
dicial de  15  de  Setiembre  de  1870,  de  Señoría 
ilustrísima.  * 

* IMÁGENES.  Constantino,  Obispo  de  Frijia,  sos- 
tenia  que  era  idolátrico  el  honrar  á las  imágenes 
de  los  Santos,  y confirmó  en  esta  opinión  al  Em- 
perador León,  conocido  por  «el  Iconoclasta,» 
que  la  habla  recibido  de  los  musulmanes. 

Opúsose  á esta  doctrina  San  Germán  Patriarca 
de  Constantinopla , y explicó  la  de  la  Iglesia  que 
concede  á las  santas  imágenes  el  culto  que  se 
refiere  á los  originales.  El  Papa  Gregorio  III  se 
declaró  también  contra  los  errores  del  Empera- 
dor, quien  exasperado  con  la  resistencia,  prohi- 
bió el  culto  de  las  imágenes,  mandando  arran- 
carlas de  cualquier  punto  donde  estuvieren  y 
quemarlas , con  cuyo  motivo  sufrierou  los  fieles 
cruel  persecución,  continuada  por  su  hijo  Cons- 
tantino Copronymo.  Tanto  arreció,  que  flaquea- 
ron muchos  hasta  el  punto  que,  convocado  un 
conciliábulo  por  Constantino  en  Hyeria  de  mas 
de  300  Obispos  iconoclastas,  promulgaron  un 
decreto  contra  las  santas  imágenes. 

Muerto  Constantino,  la  Emperatriz  Irene,  de 
concierto  con  el  Patriarca  de  Constantinopla, 
Taraise,  procuró  el  restablecimiento  del  culto, 
y escribiendo  este  al  Sumo  Pontífice  Adriauo,  se 
congregó  el  Concilio  de  Nicea  compuesto  de 
377  Obispos,  que  decidieron  : «Que  las  sagradas 
imágenes,  bien  de  color,  taracea,  ó cualquiera 
otra  materia  conveniente,  debían  ser  expuestas, 
ya  en  las  Iglesias  sobre  los  vasos,  hábitos  sagra- 
dos y paredes , ya  en  las  casas  y los  caminos, 
porque  cuanto  con  mas  frecuencia  se  veau  las 
imágenes  de  Jesucristo  , de  su  Santísima  Madre 
y de  los  Santos,  tanto  mas  inclinado  se  siente 
uno  á acordarse  y amar  á los  originales.  Que  se 
debia  dar  á las  imágenes  la  salutación  y adora- 
ción de  honor , pero  no  el  culto  de  latría,  que 
solo  conviene  á la  naturaleza  divina.» 

El  santo  Concilio  de  Trente,  en  la  sesión  25, 
manda  que  se  enseñe  á los  fieles  el  uso  legítimo 
de  las  imágenes,  según  la  costumbre  de  la  Igle- 
sia católica  y apostólica:  declara  que  se  deben 
tener  y conservar,  principalmente  en  los  tem- 
plos , las  imágenes  de  Cristo,  de  la  Virgen  Ma- 
dre de  Dios  y de  otros  Santos,  y que  se  les  debe 
dar  el  correspondiente  honor  y veneración ; no 
porque  se  crea  que  hay  en  ellas  divinidad  ó vir- 
tud alguna  por  la  que  merezcan  el  culto,  ó que 
se  les  deba  pedir  alguna  cosa,  ó que  se  haya  de 
poner  la  confianza  en  las  imágenes,  sino  porque 
el  honor  que  se  da  d las  imágenes  se  refiere  d los 
oñginales  representados  en  ellas  \ de  suerte  que 
Tomo  iii. 


adoramos  á Cristo  por  medio  de  las  imágenes  que 
besamos,  y en  cuya  presencia  uos  descubrimos 
y nos  prosternamos,  y veneramos  á los  Santos 
cuya  semejanza  tienen.  Que  enseñen  los  Obis- 
pos, que  por  medio  de  las  bistorias  de  nuestra 
redención , expresadas  en  pintaras  y otras  co- 
pias, se  instruye  y confirma  el  pueblo,  recordán- 
dole los  artículos  de  la  fe,  haciendo  que  reca  - 
pacite continuamente  sobre  ellos:  que  además  se 
saca  mucho  fruto  de  todas  las  sagradas  imáge- 
nes, uo  solo  porque  recuerdan  al  pueblo  los 
; beneficios  que  Cristo  le  ha  concedido,  sino  tam- 
bién porque  se  exponen  á los  ojo3  de  los  fieles 
los  saludables  ejemplos  de  los  Santos  y ios  mi- 
lagros que  Dios  ha  obrado  por  su  medio,  con  el 
fin  de  que  den  gracias  á Dios  por  ellos  y arre- 
glen su  vida  y costumbres  á los  ejemplos  de  los 
mismos  Santos;  así  como  para  que  se  exciten  á 
adorar  y amar  á Dios  y practicar  la  piedad. 

El  Concilio  repite  la  excomunión  que  ya  acor 
dó  el  de  Nicea  contra  el  que  enseñare  ó sintiere 
algo  contra  estos  decretos;  pero  no  está  por  ello 
menos  precavido  contra  los  abusos  que  el  culto 
de  las  sagradas  imágenes  puede  ocasionar  entre 
el  vulgo. 

«Si  se  hubieren  introducido  algunos  abusos, 
coutinúa,  en  estas  santas  y saludables  prácticas, 
el  santo  Concilio  desea  ardientemente  que  se 
exterminen  de  todo  punto;  de  suerte  que  no  se 
coloquen  algunas  de  falsos  dogmas,  ni  que  den 
ocasión  á los  ignorantes  para  peligrosos  errores. 
Y si  aconteciere  que  se  expresen  y figuren  en 
alguna  ocasión  historias  y narraciones  de  la  Sa- 
grada Escritura,  por  ser  estas  convenientes  á la 
instrucción  de  la  ignorante  plebe,  enséñese  al 
pueblo  que  esto  no  es  copiar  la  Divinidad,  como 
si  fuere  posible  que  se  viere  esta  con  ojos  corpo- 
rales ó pudiere  expresarse  con  colores  y figuras. 
Destiérrese  absolutamente  toda  superstición  en 
la  invocación  de  los  Santos,  en  la  veneración  de 
las  reliquias  y eu  el  sagrado  uso  de  las  imáge- 
nes, ahuyéntese  toda  ganancia  sórdida,  y eví- 
tese, en  fin,  toda  torpeza.» 

Con  el  objeto  de  que  se  cumplan  con  la  mayor 
exactitud  estas  determinaciones,  establece  tam- 
bién el  santo  Concilio,  que  á nadie  ie  sea  lícito 
poner,  ni  procurar  que  se  ponga  ninguna  imá- 
gen  desusada  y nueva  en  lugar  ninguno  ni 
Iglesia,  aunque  sea  de  cualquier  modo  exenta, 
á no  obtener  la  aprobación  del  Obispo. 

Después  de  tan  terminantes  declaraciones  de 
cuál  es  el  sentido  del  culto  que  rinden  los  cató- 
licos á las  sagradas  imágenes,  maravilla  la  te- 
nacidad con  que  los  protestantes  renuevan  las 
calumnias  de  los  iconoclastas. 

Alegándose  las  muchas  irreverencias  que  se 
cometían,  se  mandó  por  el  Gobierno  que  se  qui- 
tasen de  las  calles  públicas  y casas  las  imá- 
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genes  y estátuas  de  Santos  que  se  veneraban, 
llevándose  á efecto  esta  medida  en  todas  las  po- 
blaciones de  alguna  importancia  de  España. 
V.  Blasfemo.  * 

* IMBÉCIL.  Según  el  Código  penal  de  1870,  no 
delinque,  y por  consiguiente  está  exento  de  res- 
ponsabilidad criminal,  el  imbécil  y el  loco  á no 
ser  que  este  haya  obrado  en  un  intervalo  de 
razón:  art.  8.“,  núm.  1.®,  cuya  disposición,  así 
como  la  de  los  demás  párrafos  de  dicho  núme- 
ro, exponemos  en  el  de  esta  obra  Loco.  * 
IMBURSACION.  Lo  mismo  que  insaculación. 
IMPARTIR  Ó IMPERTIR.  Repartir,  comunicar  ó 
prestar  á otro  una  cosa  que  se  tiene  ó posee;  y 
así  impartir  el  auxilio  es  prestar  auxilio  ó socor- 
ro una  jurisdicción  ó autoridad  á otra.  También 
se  usa  de  esta  frase  en  el  sentido  de  pedir  ó im- 
plorar una  jurisdicción  el  auxilio  de  otra,  espe- 
cialmente la  eclesiástica  de  la  civil,  para  la 
ejecución  de  aquellas  providencias  que  no  pue- 
de llevar  á efecto  por  sí  misma. 

IMPEDIMENTO  MATRIMONIAL.  La  prohibición  de 
contraer  matrimonio  hecha  por  la- ley  á los  que 
no  reúnen  todas  las  cualidades  ó no  cumplen 
todas  las  condiciones  prescritas  al  efecto;  el 
obstáculo  que  se  opone  perpétua  ó temporalmen- 
te á que  dos  personas  se  casen  entre  sí ; ó como 
dice  el  Diccionario  de  la  Academia  Española, 
cualquiera  de  las  circunstancias  que  hacen  ilí- 
cito ó nulo  el  matrimonio.  Hay,  pues,  circuns- 
tancias que  hacen  nulo  el  matrimonio,  y cir- 
cunstancias que  le  hacen  lícito  sin  anularle;  y 
de  aquí  nace  la.  clasificación  de  impedimentos 
dirimentes  é impedimentos  impedientes  ó pro- 
hibitivos. 

* IMPEDIMENTOS  EN  EL  MATRIMONIO  CANÓNICO.  Los 

establecidos  para  esta  santa  unión  por  las  dis- 
posiciones de  la  Iglesia  católica.  Son  de  dos  cla- 
ses, dirimentes  é impedientes.  * 

Impedimento  dirimente. — El  que  estorba  que 
se  coutraiga  matrimonio  entre  ciertas  personas, 
y lo  anula  si  se  contrae.  Llámase  dirimente  del 
verbo  latino  dirimen,  que  significa  destruir.  Se 
cuentan  catorce  impedimentos  dirimentes,  que 
están  comprendidos  en  los  versos  que  siguen: 

Error , conditio  , voium , cognatio , crimen , 

Cu  fius  dispar  lias , vis,  ordo,  ligamen , honestas , 

Si  sis  afjhiis , si  forte  caire  nequibis, 

Si  parocki  et  duplicis  desit  prmsentia  testis , 

Raptave  sil,  mulier , nec partí  reddila  tula, 

Rmc  f dcienda  vetant  connubio,,  facía  retractan i. 

— Error ; ei  error  que  recae  en  la  persona,  no 
en  la  calidad  ó fortuna;  porque  el  consentimien- 
to es  de  esencia  del  matrimonio,  y el  que  yerra 
en  cuanto  á la  persona  casándose  con  una  en 
concepto  de  ser  otra  de  quien  tuviese  conoci- 
miento de  vista,  fama  ú oidas,  se  supone  que 
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no  consiente,  y por  ello  no  hace  un  contrato  vá- 
lido; mas  no  se  anula  el  matrimonio,  si  el  error 
se  subsana  después  de  sabida  la  verdad  median- 
te nuevo  consentimiento  prestado  por  palabras 
ó por  hechos ; ó si  recae  solo  sobre  el  nombre  ó 
sobre  la  calidad  ó fortuna,  como  cuando  se  cree 
que  la  novia  se  llama  Sofia,  ó que  es  noble  ó 
rica,  llamándose  Irene  y siendo  plebeya  ó pobre: 
ley  10,  tít.  2.",  Part.  4.a;  cap.  (¿uodautem,  caus. 
29,  q.  1.  Y.  Error , par.  I.",  núins.  8,  9 y 10. 
j — Conditio ; esto  es,  así  la  calidad  del  naci- 
miento ó estado  de  las  personas,  como  la  calidad 
ó circunstancia  con  que  se  hace  el  contrato.  Se 
anula,  pues,  el  matrimonio  por  la  condición  ó 
estado  servil,  cuando  una  persona  libre  se  casa 
con  otra  que  creía  libre  y es  sierva  ó esclava,  á 
■ no  ser  que  después  de  conocido  el  estado  servil 
consienta  en  el  matrimonio  de  palabra  ó de  he- 
cho; y por  la  condición  ó circunstancia  que  uno 
estipula , cuando  esta  es  contra  la  naturaleza  ó 
fin  del  matrimonio,  mas  no  cuando  solo  es  tor- 
pe ó imposible  de  hecho : ley  11,  tít.  2f,  y leyes 
5.a  y b.%  tít.  4.°,  Part.  4.a;  cap.  Ad  nostram,  4 de 
conj.  serv.;  cap.  Si  quis  ingemms  4,  causa  29,  q.  2. 
V.  Condición  desconvenible  y Condición  deshonesta. 

— Votum;  el  voto  solemne  de  castidad  hecho 
antes  del  matrimonio  mediante  la  profesión  mo- 
nástica ó religiosa  en  alguno  de  los  Institutos 
aprobados  por  el  Papa:  ley  11,  tít.  2.°,  Part.  4.a; 
Conc.  Trident.,  sess.  24  de  sacram.  malviví,  can.  9. 
Este  voto  solemne  de  la  profesión  religiosa  no 
solo  dirime  el  matrimonio  que  se  contraiga  des- 
pués, sino  también  el  matrimonio  ya  contraido, 
con  tal  que  no  se  haya  consumado;  Conc.  Trident. 
sess.  24,  de  matrim.,  can.  6.  V.  Divorcio. 

— Cognatio ; el  parentesco  de  consanguinidad 
legítima  ó natural , en  la  línea  recta  sin  limita- 
ción de  grados,  y en  la  trasversal  hasta  el 
cuarto  inclusive;  el  parentesco  civil  contraído 
por  la  adopción  , entre  el  adoptante  y el  adopta- 
do aunque  se  deshaga  la  adopción,  entre  el  adop- 
tado y los  hijos  carnales  del  adoptante  mientras 
la  adopción  subsista,  y entre  el  adoptado  y el 
cónyuge  del  adoptante,  así  como  entre  el  adop- 
tante y el  cónynge  del  adoptado,  sea  que  se  di- 
suelva ó que  dure  la  adopción;  el  parentesco 
espiritual  contraido  por  el  bautismo,  entre  el 
bautizante  y el  bautizado  y sus  padres,  así  como 
entre  el  padrino  ó madrina  y la  ahijada  ó ahija- 
do y sus  padres , y el  contraido  por  la  confirma- 
ción también  en  la  propia  forma  entre  el  confir- 
mante y los  padrinos  con  el  confirmado  y sus 
padres  : leyes  4.*  y 5.a,  tít.  6.°,  y leyes  2.a,  3.a  y 
>■  , tít.  7.”,  Part.  4.a  V.  Consanguinidad. — Adop- 
ción. Bautismo.— Con /intuición.  — Grado  y Pa- 
rentesco. 

' Crimen',  el  delito  de  adulterio,  y el  de  ho- 
micidio del  primer  cón3ruge,  cometidos  con 
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esperanza  ó promesa  ó celebración  de  casamien- 
to; de  modo  que  son  cuatro  los  crímenes  que 
dirimen  el  matrimonio:  l.“,  homicidio  sin  adul- 
terio; 2.°.  homicidio  con  adulterio;  3.’,  adulterio 
solo  con  promesa  de  matrimonio  ; y 4. “(.adulte- 
rio solo  con  celebración  de  otro  matrimonio;  ó 
sea  segundo  matrimonio  contraido  de  mala  fe: 
ley  12,  tít.  I.’,  Ub.  3.°,  del  Fuero  Real,  y leyes  14 
y 19,  tít.  2.°,  Part.  4.a 

1. °  El  homicidio  solo , esto  es,  el  uxoricidio  ó 
mariticidio , es  impedimento  dirimente,  cuando 
el  hombre  ó la  mujer,  aun  sin  adulterio,  mata 
por  mutuo  convenio  á su  consorte  ó al  del  otro 
con  ánimo  de  casarse  luego  entre  sí.  Mas  para 
que  tal  homicidio  sin  adulterio  produzca  impe- 
dimento se  requiere:  l.°,  que  tanto  el  hombre 
como  la  mujer  concurran  física  ó moralmente  á 
la  muerte  del  cónyuge  inocente,  pues  no  basta 
que  la  haya  hecho  alguno  de  ellos  sin  noticia  ó 
consentimiento  del  otro;  2.°,  que  se  siga  real  y 
efectivamente  la  muerte  á resultas  de  la  maqui- 
nación de  ambos;  3.”,  que  la  conspiración  con- 
tra la  vida  del  cónyuge  inocente  se  haya  trama- 
do con  intención  de  contraer  entre  sí  matrimo- 
nio los  cómplices  del  delito,  no  bastando  que  se 
haya  ejecutado  por  otra  cualquiera  causa,  co- 
mo v.  gr.,  por  odio  ó por  venganza.  Cap.  Lauda- 
bilem,  l.“  de  comer s.  mfidelium;  cap.  Si  quis  ví- 
vente, 5,  caus.  31,  q.  1. 

2. “  El  homicidio  con  adulterio  es  impedimento 
dirimente,  cuando  solo  el  adúltero  después  de 
cometido  el  adulterio  mata  á su  mujer,  ó sola  la 
adúltera  á su  marido,  aun  sin  conspiración  en- 
tre ambos,  pero  con  intención  de  casarse  con  el 
cómplice  en  el  adulterio.  Para  que  el  homicidio 
con  adulterio  produzca  impedimento  se  requiere: 
l.°.  que  el  uno  de  los  cómplices  en  el  adulterio 
sea  verdadera  causa  física  ó moral  de  la  muerte 
del  cónyuge  inocente,  pues  no  basta  la  ratiha- 
bición ó aprobación  de  la  muerte  ya  ejecutada, 
sin  que  sea  necesario  que  el  otro  adúltero  con- 
curra á la  muerte  ó tenga  noticia  de  que  su  cóm- 
plice la  intenta;  2.°,  que  se  siga  real  y efectiva- 
mente la  muerte;  3.*’,  que  la  maquinación  con- 
tra la  vida  del  cónyuge  se  haga  por  cualquiera 
de  los  adúlteros  con  ánimo  de  casarse  con  su 
cómplice,  y no  con  otro  motivo.  Cap.  Significa- 
verit  ñoñis,  2 ; el  cap.  Super  hoc,  3,  de  eo  qui  duxit 
in  matrimonia  ni,  et  cap.  Si  quis  vírente,  5,  caus.  31, 
q.  ];  et  cap.  laudabilem,  1,  de  convers.  infidel. 

3. “  El  adulterio  solo  con  promesa  ó pacto  de  ca- 
samiento es  impedimento  dirimente,  cuando  los 
adúlteros  antes  ó después  del  adulterio  se  pro- 
meten y dan  palabra  de  contraer  matrimonio  el 
uno  con  el  otro  después  que  enviude  el  que  se 
halla  casado,  aunque  no  atenten  contra  la  vida 
del  cónyuge  inocente.  Para  que  el  adulterio  con 
tal  pacto  cause  impedimento  se  requiere:  l.°,  que 


intervenga  promesa  séria  de  casamiento  hecha 
Por  la  una  parte  y aceptada  por  la  otra,  siendo 
indiferente  que  la  promesa  sea  anterior  ó poste- 
rior al  adulterio  ; 2.°,  que  la  promesa  y el  adul- 
' terio  se  hayan  hecho  viviendo  el  cónyuge  ino- 
cente, pues  si  el  adulterio  se  hizo  antes  de  su 
muerte  y la  promesa  después,  no  habrá  impedi- 
mento; 3.“,  que  cada  adúltero  sepa  que  el  otro 
está  casado  ; 4.",  que  el  adulterio  sea  consumado 
y no  solo  intentado.  Cap.  Relalumest , 4,  caus.  31; 
q.  1;  cap.  Proposilum,  1;  cap.  Ex  litterarum  tua- 
rum,  4;  cap.  Significas  ti,  6;  cap.  Veniens,  7,  et 

■ cap.  Siquis , S,  de  eo  qui  duxit  in  mafrita. 

4.“  El  adulterio  solo  con  otro  matrimonio  con- 
traído es  impedimento  dirimente,  cuando  el 
adúltero  viviendo  su  mujer  legítima  se  casa  con 
la  adúltera,  ó la  adúltera  viviendo  su  marido  se 
casa  con  el  adúltero;  pues  en  este  caso,  no  sola- 
mente es  nulo  tal  matrimonio,  sino  que  nunca 
ya  podrán  casarse  entre  sí  los  adúlteros  después 
de  la  muerte  de  la  mujer  del  adúltero  ó del  ma- 
" rido  de  la  adúltera.  Mas  para  que  este  adulterio 
cause  impedimento  dirimente , se  requiere: 
].*,  que  el  matrimonio  con  el  primer  cónyuge 
sea  válido;  2.“,  que  este  mismo  matrimonio  con 
el  primer  cónyuge  sea  conocido  del  segundo: 
Cap.  Propositum,  1;  cap.  Cuín  haberet , 5 ; cap.  Ve- 
niens, 7;  cap.  Significaba,  2;  cap.  Si  quis.  8,  de  eo 
qui  duxit  in  matrimoninm. 

La  nulidad  del  matrimonio  en  los  cuatro  casos 
que  se  han  expuesto,  no  es  de  derecho  natural 
ó divino , sino  solo  de  derecho  eclesiástico  y real; 
y así  es  que  fuera  de  ellos  no  son  impedimento 
dirimente  el  conyugicidio  ni  el  adulterio.  De 
! aquí  es  también  que  si  dos  infíeles  cometiesen 
! en  su  estado  de  infidelidad  alguno  de  los  expre- 
sados delitos,  y después  se  convirtiesen  ó la  fe 
i católica,  podrían  contraer  entre  sí  matrimonio 
! válido,  por  haberlos  cometido  en  tiempo  en  que 
! no  estaban  sujetos  á leyes  eclesiásticas:  Óap.  Lau- 
j dabilen,  de  convers.  infidel. 

¡ —Cultas  disparitas : la  diferencia  de  culto  ó de 
¡ religión,  cuando  el  uno- es  católico  y el  otro  in- 
I fiel,  judío  ó mahometano;  mas  no  sí  el  uno  es 
¡ católico  y el  otro  hereje.  La  razón  es  que  como 

■ el  bautismo  es  la  puerta  de  los  demás  sacramen- 
! tos,  uo  puede  recibirse  ninguno  de  estos,  ni  por 
1 consiguiente  el  del  matrimonio  sin  haberse  reci- 
bido antes  el  primero.  Cap.  Cave,  15,  caus.  28, 
q.  1.  La  ley  15,  tít.  2.°,  Part.  4.a,  declaró  nulo  el 
matrimonio  entre  católicos  y herejes;  pero  lo 

i tiene  por  válido  el  derecho  canónico,  al  cual  nos 
| atenemos  en  esta  materia.  V . Divorcio. 

j Vis',  la  fuerza  ó miedo  grave  que  se  hiciere 

injustamente  á uua  persona  para  que  se  case, 
porque  el  consentimiento  debe  ser  libre;  pero  si 
cesando  la  fuerza  ó el  miedo,  cousiutiere  volun- 
I tariamente  de  palabra  ó de  hecho  el  forzado,  será 
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válido  el  matrimonio:  ley  ló,  tí t-  2.”,  Part,  4.  . 
cap.  Alias,  2;  cap.  Ad  audientiam,  4;  el  cap.  Cum 
dilectus,  6,  de  kis  qu,e  vi,  metusve  causa  ftunt. 

V.  Violencia  y Miedo. 

— Ordo;  el  órden  de  presbítero,  diácono  ó sub- 
diácono; de  suerte,  que  el  que  recibe  cualquie- 
ra de  las  Ordenes  mayores,  no  puede  ya  casarse 
válidamente;  mas  la  recepción  de  Orden  sacro 
no  anula  el  matrimonio  que  se  hubiese  contraí- 
do antes,  aunque  no  se  haya  consumado:  ley  1G, 
ift.  2.°,  Part.  4.";  cap.  unic.,  De  voto,  in  G.  cap.  De 
diácono,  i;  cap.  ex  litíerarum.  2.  qxú  clericivel 
vovenles ■ cap.  Si  qnis  clericonm,  i,  de  cleriús 
conjugatis-,  el  Cono.  Tr ideal.,  sess.  24,  de  matrim., 
can.  9. 

— Ligametr,  el  vínculo  del  matrimonio  que  se 
tiene  contraído  anteriormente  con  otra  persona. 
En  las  Decretales  se  entiende  por  UganiCtt  el  ma- 
leficio ó encantamiento  con  que  mediante  la  ma- 
gia se  creia  quedar  ligada  la  facultad  de  la  ge- 
neración; mas  aquí  no  es  otra  cosa  que  el  vin- 
culo de  los  cónyuges  nacido  del  matrimonio  rato 
ó consumado,  durante  el  cual  no  puede  con- 
traerse otro;  de  suerte,  que  una  vez  casado  el 
varón,  no  puede  volverse  á casar  mientras  viva 
su  mujer,  ni  ella  mientras  viva  su  marido,  que 
es  lo  mismo  que  decir  que  no  está  permitida  la 
poligamia  simultánea:  Conc.  Trident.,  sess.  24,  de 
sácram.  niatrim.,  can.  2,  y ley  1G,  tít.  17,  Part.  7.” 

V.  Ausente  en  su  última  acepción,  Bigamo  y Do-  \ 
ligando,. 

— Honestas;  la  pública  honestidad , esto  es,  la 
afinidad  que  resulta  de  los  esponsales  válidos  y 
del  matrimonio  rato,  en  cuya  virtud  el  que  con-  I 
trajo  esponsales  válidos  con  alguna  mujer  no  i 
puede  contraer  matrimonio  válido  con  ninguna  I 
de  las  pacientas  consanguíneas  de  ella  en  pri-  I 
raer  grado;  y el  que  contrajo  matrimonio  rato  ! 
con  unaA  uo  podrá  casarse  después  con  ninguna 
de  las  parieutas  consanguíneas  de  la  misma  has- 
ta el  cuarto  grado  inclusive,  y viceversa,  aun- 
que el  matrimonio  hubiese  sido  nulo  por  cual- 
quiera causa,  4 no  haberlo  sido  por  falta  de  con- 
sentimiento: Conc.  Trident.,  sess.  24,  de  re  formal, 
matrim.,  cap.  3;  cap.  unic.  de  sponsaWbus,  in  6,  y 
declaración  de  San  Pío  V,  constit.  incip.  A d ronm- 
m-m.  V.  Honestidad  pública. 

Si  sis  a f finís ; si  fueres  afin.  La  afinidad  por 
la  cual  el  varón  se  hace  pariente  de  la  familia 
ile  la  mujer,  y la  mujer  de  la  del  varón,  dirime 
el  matrimonio  en  línea  recta  sin  distiuciou  de 
grados,  y en  línea  colateral  hasta  el  cuarto  gra- 
do inclusive  cuando  nace  de  cópula  legítima,  y 
solo  hasta  el  segundo  cuando  proviene  de  una 
unión  ilegítima.  Tú,  pues,  que  estás  casado  con 
Antonia,  no  podrás  casarte  después  de  su  muerte 
con  ninguna  de  sus  parientas  consanguíneas 
hasta  el  cuarto  grado,  porque  son  tus  afines; 


pero  si  no  estás  casado  con  ella,  sino  que  tuviste 
acceso  fuera  de  matrimonio,  solo  tendrás  impe- 
dimento dirimente  para  casarte  con  sus  consan- 
guíneas hasta  el  segundo  grado  inclusive,  de- 
biendo decirse  otro  tanto  de  Antonia  con  res- 
pecto á tus  parientes  en  iguales  casos.  V . Afi- 
nidad. 

— Si  forte  coire  nequiMs ; si  no  pudieres  con- 
sumar el  matrimonio.  La  impotencia  es  impedi- 
mento dirimente  cuando  precede  al  matrimonio; 
pero  no  cuando  se  origina  de  alguna  causa  poste- 
rior á la  celebración:  leyes  lfi  y 17,  tit.  2.°,  Par- 
tida 4. 5 V.  Impotencia. 

— Si  parochi  el  duplicis  desil  presentía  teslis ; 
si  falta  la  asistencia  del  párroco  y de  dos  testi- 
gos. Ei  matrimonio  debe  celebrarse  en  presencia 
del  párroco  ó de  otro  sacerdote  autorizado  por  el 
mismo  párroco  ó por  el  Ordinario,  y de  dos  ó tres 
testigos,  pues  de  otro  modo  es  absolutamente 
nulo:  Conc.  Trident.,  sess.  24 de  reformad,  matrim.. 
cap , 1."  De  manera,  que  ya  en  el  día  no  puede 
haber  matrimonio  clandestino.  V.  Matrimonio. 

— Si  mvlier  sit  rapta , loco  ned  reddita  tuto-,  si 
la  mujer  hubiere  sido  robada  y no  depositada  en 
lugar  seguro.  El  rapto  de  una  mujer  hecho  con 
el  objeto  de  casarse  con  ella,  dirime  el  matrimo- 
nio entre  el  raptor  y la  robada,  pues  no  se  con- 
sidera válido  el  consentimiento  dado  por  esta 
mientras  se  hallare  bajo  la  potestad  de  aquel; 
pero  si  fuere  deppsitada  en  lugar  seguro,  donde 
el  raptor  no  tenga  influjo,  y allí  diere  libremen- 
te su  consentimiento,  será  válido  el  matrimonio: 
Conc.  Trident.  de  reformat.  matrim,.,  cap.  6.”  Véa- 
se Rapto. 

Tales  son  los  impedimentos  que  según  las  le- 
yes eclesiásticas  hacen  nulo  el  matrimonio. 
Ellos  se  dividen,  como  es  de  observar,  en  relati- 
vos y absolutos:  son  relativos,  los  que  ponen 
obstáculo  al  matrimonio  de  ciertas  personas 
solo  entre  ellas,  como  por  ejemplo,  el  que  resul- 
ta del  parentesco;  y son  absolutos,  los  que  se  opo- 
nen al  matrimonio  de  una  persona  con  cual- 
quiera otra,  como  por  ejemplo,  el  Orden  sagra- 
do, la  profesión  religiosa  y la  existencia  de  uu 
matrimonio  anterior. 

Dispensa  de  impedimentos  dirimentes. 

Délos  impedimentos  dirimentes,  sean  abso- 
lutos ó relativos,  hay  unos  que  no  admiten  dis- 
pensa, y otros  que  pueden  dispensarse  por  legí- 
j tima  autoridad. 

Dispensa  no  es  otra  cosa  que  la  licencia  ó au- 
torización que  se  concede  para  contraer  matri- 
monio á ciertas  personas  que  de  otro  modo  no 
podrían  celebrarle  válidamente  por  tener  alguno 
I i°3  impedimentos  que  le  dirimen.  ¿A  quién 
; pertenece  el  poder  de  conceder  tales  dispensas":1 
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¿Cuáles  son  las  especies  de  impedimentos  que  j que  la  potestad  secular  ha  recibido  y convertido 
pueden  dispensarse?  ¿Qué  principios  rigen  en  la  en  leyes  los  cánones  en  que  se  establecen  los" 
concesión  de  las  dispensas?  ¿Qué  causas  han  de  ; impedimentos,  y autoriza  las  dispensas  que  á 
alegarse  para  obtenerlas?  ¿Qué  debe  conteuer  la  . sus  súbditos  concede  la  eclesiástica.  * Véase, 
súplica  en  que  se  piden , y cuáles  la  forma  de'  i acerca  de  esta  doctrinado  que  exponemos  al 
ellas?  Hé  aquí  las  cuestiones  á que  vamos  á sa-  tratar  en  el  artículo  siguiente  de  los  Impedimentos 
tisfacer  por  su  orden.  i en  el  matrimonio  civil.  * Sentado  va  este  princi- 

Primero.  ¿A.  quién  pertenece  la  facultad  de  : pío,  ¿tiene  cada  Obispo  en  su  diócesi  el  de- 
conceder dispensas  de  los  impedimentos  de  ma-  reclio  de  ejercer  el  poder  que  goza  la  Iglesia 
trimonio?  El  matrimonio  debe  considerarse  cómo  de  dispensar  los  impedimentos  del  matrimo- 
contrato  y como  sacramento:  como  contrato  está  nio,  ó está  reservada  esta  facultad  al  Papa 
sujeto  á las  leyes  seculares,  y como  sacramento  ' exclusivamente?  No  hay  cánon  que  haya  decidi- 
dlas reglas  de  la  Iglesia.  De  aquí  es  que.  en  do  esta  cuestión.  En  el  Concilio  de  Trento  se  di- 
principio, así  la  potestad  eclesiástica  como  la  vidieron  las  opiniones,  los  Padres  franceses  y 
secular  pueden  establecer  impedimentos  diri-  españoles  se  declararon  á favor  de  los  Obispos, 
mentes  y dispensar  de  ellos.  Todos  los  que  se  y los  italianos  á favor  del  Papa,  de  modo  que  el 
establecieron  en  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  punto  quedó  indeciso , contentándose  el  Concilio 
lo  fueron  por  las  leyes  de  los  Emperadores:  Teo-  con  decir  en  términos  generales  que  cuando 
dosio  el  Grande  fué  quien  prohibió  el  matrimo-  hubiese  lugar  á la  dispensa  se  concediese  por 
nio  entre  primos  hermanos  bajo  pena  de  nuli-  : aquellos  á quienes  perteneciere  ; Sinrgens  jus- 
dad:  Justiuiano  quien  hizo  del  parentesco  es-  taque  ratio  postulaverit  cum  aliquibas  dispensan- 
piritual  un  impedimento  dirimente;  y el  de  ¡ dum  es  se , id  causa  cognita  ac  summa  maluritate, 
disparidad  de  culto  ó diferencia  de  religión  fué  1 dique  gratis,  Á qcijjuscümque  ad  qüos  dibpknsatio 
introducido  por  Valentiniano,  Valente  , Teodo-  : pertinebit  krit  pr.estandum.  Sess.  25  de  re/or- 
sio  y Arcadio,  que  prohibieron  los  matrimonios  ' mat.  cap.  18.  El  uso,  pues,  no  es  uniforme  en 
de  los  cristianos  con  los  judíos.  Así  que  la  potes-  todas  partes.  En  muchas  diócesis  fuera  de  estos 
tad  secular  era  á quien  pertenecía  el  poder  de  reinos  se  han  mantenido  los  Obispos  en  la  pose- 
dispensar  de  ellos,  porque  el  legislador  es  el  ¡ sion  de  conceder  dispensas  de  los  impedimentos 
único  que  tiene  derecho  de  conceder  exenciones  j de  parentesco  y afinidad  en  tercero  y cuarto  gra- 
de sus  leyes;  y efectivamente  los  príncipes  se  do;  en  otras  no  las  conceden  los  Obispos  sino  á 
reservaron  y usaron  la  facultad  de  conceder  dis-  los  pobres;  y en  otras,  como  entre  nosotros,  solo 
pensas,  sin  que  nadie  creyese  que  cometían  una  el  Supremo  Pontífice  ejerce  el  poder  de  dispen- 
usurpacion,  como  es  de  ver  por  la  historia  y sar , con  exclusión  de  los  Obispos, 
por  las  leyes  1/ y 2.a,  tí t.  5.°,  lib.  3.°  del  Fuero  ¡ Mas  el  Supremo  Pontífice  puede  delegar  este 
Juzgo.  Los  protestantes  han  contestado  á la  ¡ poder , como  electivamente  lo  ha  delegado  y de- 
iglesia el  derecho  de  establecer  impedimentos  j lega  muchas  veces.  Clemente  XIV,  por  su  Breve 
dirimentes  y el  de  acordar  dispensas;  pero  con-  í de  27  de  Marzo  de  1770.  concedió  á los  Arzobis- 
tra  la  doctrina  de  estos  sectarios  se  hizo  el  cánon  1 pos  y Obispos  de  los  Estados  españoles  de  ultra- 
tercero  de  la  sesión  vigésima  cuarta  del  Concilio  : mar  facultad  por  veinte  años  para  dispensar  eu 
de  Trento  que  dice:  Si  guis  dixerii  eos  tanlam  ‘ los  matrimonios  ya  contraídos  y los  que  se  pre- 
conmngninitalU  el  affinilatis  gradas  qui  in  Le-  ! tendiesen  contraer  entre  parientes  de  cualquier 
video  exprinmntur  , posee  impediré  matrimo-  j grado  de  consanguinidad  ó afinidad.  Por  otro 
nium  contrahendmi , el  contractual  dirimere,  nec  j Breve  de  23  de  Julio  de  1778,  el  Papa  Pió  VI  am- 
posse  Ecclesiam  in  nonu lis  eorum  dispensare , aut  j piló  por  diez  años  á dichos  prelados  la  facultad 
constituere  ut  piares  impedía  ni  aui  dirimant,  ana-  \ de  dispensar  en  tercero  y segundo  grado  de  afi- 
thema  sit.  Mas  es  de  observar,  que  como  el  ma-  | nidad  con  atingencia  del  primero,  solo  en  la 
trimonio  no  está  sometido,  en  principio,  á la  . línea  trasversal.  Y por  otro  Breve  de  8 de^Se- 
potestad  eclesiástica  sino  en  cuanto  es  sacra-  ¡ tiembre  de  1781),  inserto  en  la  cédula  de  15  de 
mentó,  los  impedimentos  establecidos  por  ella  ! Agosto  de  1790,  se  otorgó  indulto  á los  mismos 
debían  recaer  por  si  mismos  solamente  sobre  el  ¡ prelados  por  otros  veinte  años  para  dispensar  en 
sacramento  y no  sobre  el  contrato  civil;  y por  la  j ambos  fueros  los  impedimentos  de  consanguini- 
propia  razón,  las  dispensas  concedidas  por  la  dad  y afinidad  en  cualesquiera  grados  de  la  Ií- 
misma  potestad  no  podian  ser  suficientes  para  nea  colateral,  así  con  respecto  á ios  matrimonios 
la  celebración  del  contrato  que  es  la  materia  del  futuros  como  á ios  ya  celebrados  con  noticia  dei 
sacramento.  Sin  embargo,  tanto  ios  impedimen-  impedimento,  y para  declarar  legítima  la  prole 
tos  establecidos  por  la  Iglesia  como  sus  dispen-  habida  de  semejantes  matrimonios:  nota  8.',  li- 
sas recaen  sobre  el  matrimonio,  ya  se  considere  i tulo  2.°,  lib.  10,  Nov.  Recop. 
como  sacramento,  ya  como  contrato  civil;  por-  El  Comisario  general  de  la  cruzada  tenia  ju- 
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risdiccion  delegada  del  Papa  para  dispensar  por 
. lo  que  hace  al  fuero  de  la  conciencia  en  el  im- 
pedimento dirimente  de  afinidad  , nacida  de  có- 
pula ilícita,  cualquiera  que  sea  el  grado  y la  lí- 
nea, concurriendo  las  condiciones  siguientes: 
1.’,  que  en  el  matrimonio  contraido  con  dicho 
impedimento  se  hayan  observado  las  formalida- 
des prescritas  por  el  Concilio  de  Trento;  2.’,  que 
el  impedimento  permanezca  oculto;  3.%  que  el 
uno  de  los  cónyuges  se  haya  casado  con  buena 
fe;  4.*,  que  se  dé  noticia  de  la  nulidad  del  ma- 
trimonio al  cónyuge  que  lo  ignora,  callándole 
la  causa  si  conviniere,  á fin  de  que  el  matrimo- 
nio se  revalide,  aunque  sea  en  secreto.  Disp.  de 
la  misma  Bula,  y opinión  común  de  los  teólogos  y 
canonistas. 

* Por  el  art.  12  del  Concordato  de  1851  y por 
el  Real  decreto  de  7 de  Enero  de  1852  se  ha  re- 
fundido en  el  Arzobispo  de  Toledo  la  j urisdiccion 
superior  del  Comisario  general  de  Cruzada.  * 

Los  Obispos  pueden  dispensar  para  el  fuero 
interno  en  los  impedimentos  dirimentes  después 
de  contraido  el  matrimonio,  concurriendo  las 
condiciones  que  siguen:  1.‘,  que  el  impedimen- 
to sea  oculto  y el  matrimonio  público;  2.*,  que 
los  cónyuges  ó el  uno  de  ellos  se  hayan  casado 
de  buena  fe  por  ignorancia  del  impedimento; 
3.',  que  no  puedan  fácilmente  separarse  sin  gra- 
ve inconveniente;  4.*,  que  haya  peligro  de  in- 
continencia ó de  infamia  y de  otro  grave  mal 
en  la  dilación,  de  modo  que  no  pueda  esperarse 
la  dispensa  del  Papa  ó de  quien  haga  sus  veces. 
Opinión  común  de  los  doctores , y especialmente  de 
Benedicto  XIV  en  sv  obra  Be  Hydono  diocwsana, 
iib.  9.",  cap.  2°,  núm.  2, 

También  pueden  dispensar  los  Obispos  antes 
de  la  celebración  del  matrimonio,  según  la  opi- 
nión común,  de  los  impedimentos  dirimentes  que 
sean  ocultos,  cuando  son  tales  las  circunstancias 
que  no  puede  diferirse  sin  escándalo,  infamia  ú 
otro  grave  mal  la  celebración  del  matrimonio 
hasta  que  se  obtenga  la  dispensa  del  Papa, 

El  Nuncio  ó legado  apostólico  tiene  jurisdic- 
ción delegada  del  Papa  para  dispensar  en  el  dis- 
trito de  su  legacía  sobre  el  impedimento  de  pú- 
blica honestidad  antes  y después  de  contraido  el 
matrimonio;  puede  dispensar  igualmente  en  los 
casos  en  que  pueden  los  Obispos,  y además  suele 
traer  facultades  especiales  del  Pontífice  para 
otras  dispensaciones. 

Por  rescripto  pontificio  de  12  de  Enero  de  1839, 
á que  se  dió  el  pase  regio  en  20  de  Setiembre  dei 
mismo  año,  se  halla  autorizado  el  Vicegerente  en 
la  Nunciatura  apostólica  de  Madrid  : 

«!■  Pava  revalidar  en  ambos  fueros  las  Letras 
de  dispensación  expedidas  por  la  Sede  Apostóli- 
ca sobre  el  impedimento  del  tercer  grado,  ó de 
tercero  y cuarto,  ó del  cuarto  simple  de  consaa- 
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guinidad  ó afinidad,  las  cuales  íuesen  nulas  por 
causa  del  incesto  callado  en  las  preces,  ó come- 
tido ó reiterado  después  de  remitidas  las  preces 
y antes  de  la  ejecución  de  la  dispensa,  cou  abso- 
lución. 

>-,2.°  Para  revalidar  igualmente  en  ambos  fue- 
ros los  matrimonios  contraidos  de  buena  fe  que 
tengan  el  vicio  de  nulidad  por  causa  de  impedi- 
mento canónico  descubierto  después,  pero  no 
pasando  del  tercer  grado  de  consanguinidad  ó 
afinidad. 

»3.°  Para  dispensar  también  en  ambos  fueros 
sobre  los  impedimentos  citados  en  el  número 
primero,  prévia  la  absolución,  si  fuere  necesa- 
rio, en  los  matrimonios  que  hayan  de  contraer- 
se, si  se  descubriere  alguno  de  los  impedimen- 
tos sobredichos , después  de  obtenida  dispensa 
apostólica  sobre  otro  impedimento,  y pudiesen 
originarse  escándalos  ú otros  perjuicios  por  la 
dilación  de  recurso  á Roma,  y estando  todas  las 
cosas  preparadas  para  la  boda,  prévia  sin  em- 
bargo atestación  del  Ordinario,  y encargando  su 
conciencia  en  la  ejecución. 

»4.°  Para  dispensar  en  cuanto  al  fuero  inter- 
no, prévia  en  cuanto  fuere  necesario  la  absolu- 
ción, sobre  el  impedimento  oculto  de  crimen  en 
los  matrimonios,  tanto  contraidos  como  que  se 
hayan  de  contraer,  con  tal  que  sea  sin  maqui- 
nación alguna. 

»5.°  Para  conmutar  igualmente  en  cuanto  al 
fuero  interno,  habiendo  causa  justa  y razonable, 
los  votos  de  castidad  perpétua,  con  tal  que  fue- 
ren simples  y hechos  privadamente  en  la  confe- 
sión sacramental  todos  los  meses , solamente 
para  el  efecto  de  contraer  matrimonio. 

»Los  niíms.  6.”,  7.°  y 8.a  se  refieren  á otros  ob- 
jetos. 

»9.°  Para  dispensar  además  en  el  fuero  inter- 
no, para  pedir  el  débito  conyugal  al  trasgresor 
del  voto  de  castidad  que  hubiere  contraido  ma- 
trimonio con  dicho  impedimento. 

»10.  Para  dispensar  en  el  fuero  interno  con 
el  incestuoso  ó incestuosa  para  pedir  el  débito 
conyugal,  cuyo  derecho  perdió  por  la  afinidad 
oculta  sobreviniente  por  la  cópula  carnal  tenida 
con  sanguíneo  ó con  sanguínea,  ya  sea  en  pri- 
mer grado,  ó en  primero  y segundo,  ó en  se- 
gundo g%rado  de  su  marido  ó de  su  respectiva 
mujer. 

»11.  Para  dispensar  asimismo  en  el  fuero  in- 
terno sobre  el  impedimento  oculto  de  primer 
grado,  y del  primero  y segundo,  y del  segundo 
solo  de  afinidad  proveniente  de 'ilícita  cópula 
carnal,  tanto  en  los  matrimonios  contraídos  con 
dicho  impedimento,  como  en  los  que  se  hubie- 
ren de  contraer. 

»12.  Para  dispensar  finalmente , también  en 
: el  fuero  interno,  en  los  matrimonios  que  hubie- 
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rea  de  contraerse,  prévia  en  cuanto  fuere  nece- 
sario la  absolución,  sobre  el  impedimento  oculto 
de  parentesco  espiritual,  á excepción  de  entre  el 
bautizado  y su  padrino  ó viceversa. 

Segundo.  ¿Cuáles  son  las  especies  de  impedi- 
mentos que  pueden  dispensarse?  Es  claro  que  no 
puede  obtenerse  dispensa  de  aquellos  impedi- 
mentos que  se  fundan  en  la  naturaleza  misma 
del  matrimonio  ó en  el  derecho  natural  ó divino, 
como  la  falta  de  razón  ó de  pubertad  , la  impo- 
tencia, la  existencia  de  un  matrimonio  ante- 
rior, etc.  El  impedimento  que  resulta  de  la  pro- 
moción d las  Ordenes  sagradas,  no  suele  dispen- 
sarse , aunque  solo  es  de  derecho  positivo;  y 
todavía  es  mas  difícil  de  lograrse  la  dispensa  del 
impedimento  de  la  profesión  religiosa.  Sostienen 
sin  embargo  los  teólogos  y canonistas,  que  pue- 
den dispensarse  en  caso  de  que  así  lo  exija  la 
utilidad  común  de  la  Iglesia  ó de  algún  reino  ó 
Estado;  y no  ban  faltado  Papas  que  lian  aproba- 
do de  hecho  esta  opinión,  concediendo  dispensas 
á Cardenales,  Obispos,  religiosos  y monjas  pro- 
fesas para  contraer  matrimonio.  Celestino  III  la 
otorgó  á Constancia,  hija  de  Roger,  Rey  de  Sici- 
lia, la  cual,  siendo  monja  profesa  en  Palermo,  se 
casó  con  Enrique  YI;  Alejandro  III,  á Nicolás 
Justiniano,  monje  sacerdote  en  el  monasterio  de 
San  Nicolás,  4él  Orden  de  San  Benito;  Grego- 
rio XIII,  á un  hermano  del  Cardenal  Joyosa,  sa- 
cerdote profeso  y provincial  del  Orden  de  capu- 
chinos; y Alejandro  VIII,  á Francisco  Leopoldo, 
Canónigo  subdiácono.  Igual  dispensa  obtuvieron 
César  Borgia,  Cardenal  diácono:  el  Rey  D.  Ra- 
miro de  Aragón,  llamado  el  Rey  monje;  Judita, 
monja  de  Ratisboua,  que  después  fué.  mujer  de 
tres  Reyes,  y otros  varios  presbíteros,  diáconos  y 
subdiáconos,  como  asimismo  religiosos  profesos 
de  ambos  sexos  que  nos  refieren  los  autores. 

También  conceden  al  Pontífice  la  facultad  de 
dispensar  y disolver  el  matrimonio  rato , consin- 
tiendo en  ello  los  cónyuges  y mediando  justa 
causa;  y efectivamente  usaron  de  este  poder 
Gregorio  VII,  Martino  V,  Eugenio  IV,  San  Pió  V, 
Gregorio  XII  y Urbano  VIII.  Solo  en  un  dia  di- 
solvió quoad  vinculum  Gregorio  XIII  catorce  ma- 
trimonios que  no  se  habian  consumado. 

Por  lo  que  hace  al  parentesco , se  ha  de  distin- 
guir de  líneas  y de  grados.  EL  impedimento  de 
parentesco  en  línea  recta  no  es  capaz  de  dispen- 
sa en  ningún  grado,  porque  tiene  su  funda- 
mento en  el  derecho  natural  que  ha  hecho  mirar 
por  todas  las  naciones  como  incestuosa  y nefaria 
la  unión  entre  ascendientes  y descendientes. — 
Con  respecto  á la  linea  colateral  no  se  dispensa 
jamás  entre  hermano  y hermana,  porque  este  im- 
pedimento está  fundado  en  el  derecho  natural  y 
en  elLevítico:  Qui  acceperil  sororem  suam,  dice 
el  art,  17,  cap.  20,  filiam  patris  sai,  reí  filiara 


rnatris  suce,  et  viderit  turpiiudinen  ejus,  Maque 
conspexerit  fr atris  ignomiuiam,  nefariam  rem 
operati  sunt,  occidentur  in  conspectu  popuii  sui. 
Tampoco  parece  susceptible  de  dispensa  el  ma- 
trimonio del  sobrino  con  su  tia,  porque,  además 
de  que  el  respeto  que  el  sobrino  debe  á la  tia, 
tiene  cierta  incompatibilidad  con  la  sumisión 
que  la  tia  debería  como  mujer  al  sobrino  como 
mando,  está  prohibido  expresamente  este  enlace 
por  el  art.  19  de  dicho  cap.  20  del  Levítico  que 
dice:  Turpündinem  matertera  et  amita  tuce,  non 
discooperies.  No  puede  decirse  otro  tanto  del  ma- 
trimonio del  tío  con  su  sobrina , pues  ni  está 
prohibido  por  el  Levítico , ni  el  respeto  que  la 
sobrina  debe  al  tío  se  opone  á la  sumisión  que 
le  debería  como  mujer.  Así  es  que,  aunque  este 
matrimonio  ha  sido  mirado  siempre  como  con- 
trario al  derecho  natural ; y aunque  el  Empera- 
dor Zenon  lo  llama  nefandum  scehis , prohibiendo 
que  se  le  pida  licencia  para  contraerle,  tenemos 
sin  embargo  muchos  ejemplos  de  dispensas  con- 
cedidas por  los  Papas,  entre  tioa  y sobrinas, 
como  las  que  se  otorgaron  á Waldemaro,  Rey  de 
I Suecia,  para  casarse  con  Sofía,  hija  de  su  her- 
I mano  Erico,  Rey  de  Dinamarca,  y á Felipe  II, 
i Rey  de  España,  para  casarse,  en  cuartas  nupcias 
! con  Ana  de  Austria,  hija  de  su  hermano  el  Em- 
i perador  Maximiliano;  y ya  después  han  llegado 
! á ser  tan  frecuentes  que  cada  dia  vemos  las  lo  - 
gran sin  dificultad  los  simples  particulares. — 
. El  Concilio  de  Trento  prohibió  dispensar  entre 
| primos  hermanos,  sino  es  á grandes  príncipes  y 
| por  razones  de  Estado:  In  secundo  grada  nun- 
j quam  dispensetur , nisi  ínter  magnos  principes , el 
' ob  publicam  causam ; sess.  24,  cap.  5,  tit.  de  refor- 
\ mat.  matrim.  Es  costumbre  , no  obstante,  en  la 
j córte  de  Roma  conceder  dispensas  para  el  matri- 
monio de  primos  hermanos  á todos  los  que  las 
. piden ; y con  mayor  razón  se  otorgan  ¿ los  pri- 
mos que  se  hallan  en  grado  mas  remoto. 

1 En  cuanto  al  impedimento  de  afinidad,,  es  ne 
I cesarlo  distinguir  también,  como  en  el  paren- 
tesco, las  líneas  y los  grados.  En  la  línea  recta 
1 no  es  capaz  de  dispensa  este  impedimento,  cual- 
! quiera  que  sea  el  grado,  por  fundarse  en  la  ley 
natural  y en  el  Levítico:  Qili  dornuerit  cum  no- 
' verca  sua , el  revelar erit  ignomimam  patris  sui. 
i mor  te  morialur:  Levit.  20,  v.  11.  Si  quis  dormieril 
i cv.m  nv/ru  sua,  nterque  moría  tur  ■ v.  12.— En  Ja 
línea  colateral , aunque  el  Levítico  prohíbe  ex- 
presamente el  matrimonio  de  un  hermano  con  la 
viuda  de  sn  hermano:  TurpUndinem  uxoris  f r atris 
i tui  non  revelabis,  qwa  turpiludo  fratns  tui  est: 

I cap  18,  v.  16;  tenemos  no  obstante  célebres 
ejemplos  de  dispensas  concedidas  en  tal  caso, 

| como  el  de  la  otorgada  por  Julio  II  á Enrique  VIII, 
llev  de  Inglaterra,  para  casarse  con  Catalina  de 
dragón  , viuda  de  su  hermano  Arthuro,  y el  de 
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la  concedida  por  el  Papa  Inocencio  X á Casimiro, 
Rey  de  Polonia,  para  casarse  con  María  de  Gon- 
zag'a,  viuda  de  su  hermano  Uladialao;  bien  Que 
se  dice  que  los  matrimonios  de  Arthuro  y Lla- 
dislao  no  habían  sido  consumados.  Por  las  demás 
especies  de  afinidad  de  la  línea  oblicua  no  se 
niega  la  dispensa;  y así  vemos  con  frecuencia 
ejemplos  de  particulares  que  obtienen  permiso 
dei  Papa  para  casarse  con  hermanas  de  sus  difun- 
tas mujeres ; á pesar  del  horror  que  causaba  á 
San  Basilio  la  pregunta  sobre  la  posibilidad  de 
semejantes  enlaces.  Hánse  visto  también  ejem- 
plos de  dispensas  concedidas  á sobrinos  para  ca- 
sarse con  las  viudas  de  sus  (ios,  aunque  tal  nxa  - 
trimonio  parece  expresamente  prohibido  por  el 
Levítico:  Turpitiidinem  jxitvui  (ni  non  revelabis , 
neo  accedes  ad  uxorem  ejus:  Lez-it.  18,  14. 

El  parentesco  civil , que  es  el  que  resulta  de  la 
adopción,  produce  impedimento  dirimente  del 
matrimonio;  pero  como  no  está  ya  en  uso  la 
adopción  solemne,  no  puede  haber  lugar  al  im- 
pedimento ni  á la  dispensa. —El  impedimento 
que  nace  del  parentesco  espiritual , esto  es , del 
parentesco  que  se  contrae  por  el  bautizante  ó con- 
firmante y el  padrino  ó madrina  con  la  persona 
bautizada  ó confirmada  y con  el  padre  y la  ma- 
dre de  esta  persona,  suele  dispensarse  con  faci- 
lidad. 

El  impedimento  de  pública  honestidad , que  es 
el  que  resulta  de  los  esponsales  y del  matrimo- 
nio no  consumado,  no  admite  dispensa  en  la  lí- 
nea recta,  pues  no  puede  permitirse  honesta- 
mente lo  que  por  la  pública  honestidad  se  halla 
prohibido;  y así  no  puede  darse  licencia  á nin- 
guno de  ios  desposados  ó de  los  consortes  unidos 
por  matrimonio  rato  para  casarse  con  los  parien- 
tes en  línea  recta  del  otro  desposado  ó consorte. 
No  debe  decirse  lo  mismo  de  los  matrimonios 
del  uno  de  los  desposados  ó consortes  con  los  pa- 
rientes de  la  línea  colateral  del  otro ; porque  ha- 
biéndose permitido  y mirado  mucho  tiempo 
como  honestos  tales  eulaces,  no  pueden  parecer 
contrarios  á la  pública  honestidad  propiamente 
dicha , que  es  invariable:  de  manera  que  la  ho- 
nestidad pública  que  sirve  de  pretexto  al  impe- 
dimento de  estos  matrimonios,  es  solo  de  dere- 
cho arbitrario,  y por  consiguiente  puede  dis- 
pensarse. 

El  impedimento  del  rapto  es  incapaz  de  dis- 
pensa, porque  el  permiso  que  se  diese  á un  rap- 
tor para  casarse  con  la  robada  que  retiene  en  su 
poder,  seria  conti'ario  á las  buenas  costumbres, 
pues  que  autorizaría  el  crimen.  Lo  propio  debe 
decirse  del  delito  de  adulterio,  y del  de  homicidio 
i el  primer  cónyuge,  cometidos  con  esperanza  ó 
promesa  de  casamiento ; de  modo  que  no  puede 
concederse  dispensa  á una  mujer  para  casarse 
con  su  adultero  ó con  el  asesino  de  su  marido, 
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siempre  que  el  adulterio  se  hubiese  cometido 
con  promesa  de  casamiento,  ó el  homicidio  se 
hubiese  ejecutado  con  la  participación  ó consen- 
timiento de  ella  ó hubiese  concurrido  con  el 
adulterio.  Pero  es  de  observar  que  cuando  los 
interesados  han  pasado  á casarse,  á pesar  de  este 
impedimento  dirimente,  si  el  crimen  se  ha  man- 
tenido oculto  entre  ellos,  se  acostumbra  expe- 
dirles en  Roma  un  Breve  de  Penitenciaría,  en 
que  se  les  concede  dispensa  para  revalidar  su 
matrimonio,  á fin  de  evitar  el  escándalo  que  re- 
sultaría de  su  separación  y de  la  manifestación 
de  su  delito. 

Tercero.  ¿Cuáles  son  los  principios  que  rigen 
en  la  concesión  de  las  dispensas?  Los  superiores 
eclesiásticos  no  ejercen  la  soberanía  en  la  Iglesia 
sino  solo  un  misterio  de  que  son  responsables. 
Todos  ellos , sin  exceptuar  el  Papa , están  some- 
■ tidos  á las  reglas  que  la  Iglesia  ha  establecido , y 
no  pueden  derogarlas  ó alterarlas  ni  permitirá  los 
fieles  que  las  infrinjan  concediéndoles  sin  justo 
motivo  la  dispensa  de  su  observancia.  Pero  como 
| estas  reglas  son  obra  de  los  hombres,  y están 
por  consiguiente  sujetas  á excepciones,  del  mis- 
! mo  modo  que  las  demás  leyes  humanas,  ha  de- 
! jado  la  Iglesia  á sus  ministx'os  el  poder  de  con- 
ceder dispensa  de  ellas  en  los  casos  que  les  pa- 
rezcan de  tal  naturaleza  que  si  s^xubieran  pre- 
; visto  al  formarlas,  se  habrían  exceptuado  de 
; las  decisiones  generales.  Solo,  pues,  en  estos 
i casos  pueden  los  superiores  eclesiásticos,  incluso 
el  Papa  , otorgar  válidamente,  á lo  menos  por  lo 
que  hace  al  fuero  de  la  conciencia,  dispensas 
j de  las  reglas  de  la  Iglesia;  las  que  concedan 
I fuera  de  tales  casos,  no  son  sino  abusos  de  po- 
! der,  y aunque  sean  válidos  en  el  fuero  externo, 
I por  presumirse  que  el  superior  tuvo  j usto  motivo 
i para  concederlas,  no  pueden  los  interesados 
servirse  de  tales  gracias  etx  el  fuero  de  la  con- 
ciencia sin  hacerse  culpables  ante  Dios  de  la 
infracción  de  la  regla,  como  enseña  Van-Espen 
apoyándose  en  Belarmino:  Plerique  se  secaros 
existiman t,  dicenles;  Papa  dispensavit,  ipse  videril, 
I ego  sum  immunis.  Hic  cavillus,  dice  Belarmino, 
I securas  multos  reddi,  iuium  vero  neminem , quo- 
j niara  papa  non  est  dominus,  sed  dispxsnsator;  ideo- 
cine  que  qui  iniquam  dispensationen  petit,  iniqui- 
iatis  causa  est , el  qui  eadeni  % ti  tur , eadem  seniper 
■irrctitnr  iniquitale. 

De  estos  principios  sacó  por  consecuencia  el 
Concilio  de  Ti  ento  que  no  deben  concederse  sino 
muy  rara  vez  dispensas  de  los  impedimentos  de 
matrimonio,  porque  xxxuy  rara  vez  sucede  que 
las  personas  que  las  piden  se  encuentren  en  los 
casos  que  habrían  sido  exceptuados  de  la  regla 
si  hubieran  sillo  previstos.  Por  eso  no  se  vió  en 
los  doce  ó trece  primeros  siglos  de  la  Iglesia  casi 
ningún  ejemplo  de  dispensas  concedidas  para 
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contraer  matrimonio  en  los  grados  prohibidos  sados  han  pasado  á la  celebración  del  matrimo- 
de  parentesco  ó afinidad.  Una  de  las  primeras  nio  por  ignorancia  ó con  conocimiento  de  la  in- 
dispensas por  causa  de  parentesco  fué,  según  se  fracción  que  cometían : si  obraron  por  io-tmran- 
dice,  la  que  el  Papa  Inocencio  ITI  concedió  al  cia,  no  debe  haber  dificultad  en  la  dispensa; 
Emperador  Otlion  IV  para  casarse  con  la  hija  de  pero  si  obraron  con  conocimiento,  no  debe  haber 
Felipe,  sn  competidor,  la  cual  era  su  pariente  j facilidad  en  la  concesión , pnes  esta  podría  in- 
en  cuarto  grado;  y aun  esta  concesión  no  tuvo  ¡ diñar  á otras  personas  á infringir  expresamente 
lugar  sino  en  virtud  de  las  mas  vivas  instancias  ! la  regla  en  ia  confianza  de  obtener  la  dispensa, 
del  clero  y del  pueblo  para  la  pacificación  del  Esta  distinción  se  halla  en  el  Concilio  de  Tren- 
imperio.  El  Concilio  de  Trento  quiso  renovar  el  to,  ses.  24,  cap.  5.°,  de  reforni.  malrim.  que  dice 
antiguo  espíritu  de  la  Iglesia,  estableciendo  que  así:  Si  quis  intra  gradas  proMbitos  scienter  ma- 
no se  concedan  dispensas  para  contraer  matri-  írimonium  contraherc  prcesumpjseril,  separetur,  e¿ 
monio  contra  lo  dispuesto  por  los  cánones,  ó á lo  spse  dispensa  tiotds  consecuendce  carea  i-....,  quod  si 

menos  que  no  se  concedan  sino  rara  vez  , por  ¡c/noranler  id  feccrit et  sohmnitatibus  adkibi- 

causas  justas  y gratuitamente:  In  contra  hsndis  tis,  impedimen  tura  aliquod  postea  subesse  cognns  ■ 
matrimoniis,  vel  nulla  onmino  detur  dispensado,  catur,  cujus  Ule  probabileni  ignoran tiam  kabuit, 
vel  raro,  idque  ex  causa,  et  cuatis  concedatur  tune  facilius  cwn  eo,  et  gratis  dispensan  pote 
ses.  24,  cap.  5.° , de  reformat.  matrim.  Pero  este  rit.  Los  interesados  merecen  principalmente  esta 
decreto  del  Concilio  no  se  observa  con  gran  ri-  gracia,  cuando  luego  que  supieron  el  impedi- 
gor,  pues  bastan  las  causas  mas  ligeras  para  que  mentó,  se  apartaron  de  la  vida  maridable:  y por 
la  córte  de  Roma  conceda  dispensas  de  los  impe-  eso  debe  exponerse  en  la  súplica  esta  última 
dimentos  de  parentesco  ó afinidad,  á lo  menos  circunstancia.  La  primera  parte  del  decreto  del 
en  los  grados  mas  remotos  que  el  de  primos  her-  Concilio  de  Trento  que  prohíbe  otorgar  dispensa 
manos:  bien  que  para  excusar  esta  relajación  de  á los  que  tenían  noticia  del  impedimento  cuan- 
disciplina  puede  decirse  que  la  dificultad  que  do  celebraron  el  matrimonio,  no  se  ve  observa- 
habia  en  lo  antiguo  para  acordar  estas  dispen-  da  con  exactitud , pues  se  conceden  tales  dis- 
sas,  no  procedía  sino  de  la  persuasión  inspirada  pensas  en  la  córte  de  Roma;  pero  para  que  no  se 
por  las  falsas  decretales  de  que  siempre  habia  ; tengan  por  obrepticias  se  exige  que  las  partes 
tenido  lugar  en  la  Iglesia  !a  prohibición  de  los  | expongan  en  la  súplica  que  sabían  el  impedí- 
matrimonios  en  los  grados  ulteriores  al  de  pri-  ¡ mentó  cuando  se  casaron  y que  consumaron  el 
mos  hermanos,  y que  habiéndose  descubierto  | matrimonio  con  este  conocimiento , como  igual  - 
despues  por  la  sana  crítica  la  falsedad  de  dichas  ■ mente  si  lo  hicieron  con  la  mira  de  obtener  la 
decretales,  y siendo  constante  en  el  dia  de  hoy  j dispensa  con  mas  facilidad, 
qne  la  prohibición  de  los  matrimonios  mas  allá  ; Cuarto.  ¿Qué  causas  han  de  alegarse  para 
de  dicho  grado  no  empezó  á introducirse  hasta  ¡ conseguir  las  dispensas?  Las  principales  causas 
el  siglo  vi,  sin  que  las  razones  de  tal  prohibición  j que  suelen  exponerse  á la  córte  de  Roma  para 
sean  de  importancia,  se  ha  creído  que  no  debía  obtener  dispensa  de  los  impedimentos  de  paren- 
ponerse  inconveniente  en  la  dispensa  de  los  irn-  tesco  y afinidad  , son  las  siguientes.  La  primera 

pedimentos  de  parentesco  y afinidad  en  dichos  es  la  que  se  liama  oh  angustiara  loci,  cuando  ex- 

grados, hasta  que  la  Iglesia  tenga  un  Concilio  pone  una  soltera  que  si  se  viese  obligada  á ea- 
general  que  los  abrogue*  sarse  fuera  de  su  parentela,  tendría  mucha  di- 

Los  superiores  eclesiásticos  han  de  hacer  gran  Acuitad  en  encontrar  dentro  del  lugar  de  su 

diferencia  entre  las  dispensas  que  se  les  piden  domicilio  personas  de  su  estado  con  quienes 

para  contraer  un  matrimonio  que  todavía  no  se  pudiese  contraer  enlace.  La  segunda  es  la  que 
ha  celebrado,  y las  que  se  les  piden  para  revali-  se  llama  pro  indotala,  y la  tercera  la  llamada  ob 

dar  un  matrimonio  que  ya  se  ha  contraido  con-  j incompefendam  dotis,  por  las  cuales  manifiesta 
tra  las  reglas  de  la  Iglesia.  En  el  primer  caso  una  soltera  que  carece  absolutamente  de  dote,  ó 

-deben  ser  muy  difíciles  en  la  concesión  de  la  que  no  tiene  una  dote  suficiente  para  llevar  las 

dispensa;  porque  entonces  permiten  expresa-  | cargas  del  matrimonio  con  un  hombre  de  su  es- 
mente,  y aun  aprueban  y autorizan  la  infrac-  tado , y que  en  tal  situación  correría  riesgo  de 

cion  de  la  regla:  mas  en  el  segundo  deben  tener  no  encontrar  con  quien  casarse,  si  no  se  le  per- 

mayor  facilidad  en  el  otorgamiento;  porque  en-  mite  hacerlo  con  tal  sugeto,  paneDte  suyo,  que 

tonces  no  aprueban  ni  autorizan,  sino  que  solo  la  quiere  tomar  sin  dote  ó solo  con  una  dote  muy 

toleran  la  infracción  que  ya  se  ha  cometido,  para  corta.  La  cuarta  que  se  llama  pro  xidua  fsliis 

evitar  el  escándalo  y los  inconvenientes  que  gravada,  es  cuando  una  viuda  expoue  que  se 

causaría  la  disolución  del  matrimonio.  Todavía  baila  cargada  de  hijos,  y sin  otros  medios  para 

hay  que  hacer  otra  distinción  importante  en  este  atender  á su  educación  que  el  de  un  ramo  de 

segundo  caso,  y consiste  en  saber  si  los  intere-  ¡ comercio  que  ella  no  puede  continua!  sino  ca- 
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¡jándose  con  su  pariente.  En  esta  especie  de  dis-  | 
pensa  se  suele  iusertar  esta  cláusula:  postquam 
dictas  orat'jv  caverit  se  dictis  Jiliis  alimenta  pras- 
tiloruni.  La  quinta  es  la  que  se  denomina  pro  \ 
ora  trice  excedente  ligesiMum  quartum  aw/rani, 
por  la  cual  expone  una  soltera  que  pasando  ya 
de  veinticuatro  años  sin  haber  encontrado  con 
quien  casarse,  correría  riesgo  de  quedarse  en  el 
celibato  si  no  se  le  permitía  enlazarse  con  tal  su- 
g-eto.  La  sexta  razón  es  ob  consercationem  Jidei, 
cuando  expone  una  soltera  que  hay  en  su  pais 
muchos  herejes  ocultos,  y que  si  no  se  le  da  li- 
cencia para  casarse  con  fulano  su  primo,  cuyo 
catolicismo  le  es  bien  conocido,  quedaría  en  pe- 
ligro de  casarse  con  algún  hereje  oculto  que  po- 
dría pervertirla.  Se  tiene  igualmeute  por  justa 
causa  para  obtener  dispensa,  el  exponer  los  in- 
teresados que  en  el  pueblo  de  su  domicilio  estau 
grande  la  corrupción  de  costumbres  y tan  corto 
el  número  de  timoratos,  que  si  no  se  les  permite 
contraer  entre  sí  matrimonio  tendrán  trabajo  en 
encontrar  allí  otras  personas  de  su  estado  con 
quienes  puedan  convenirse  en  llevar  una  vida 
apartada  de  las  compañías  mundanas  y en  dar 
una  educación  cristiana  á sus  hijos.  La  séptima 
causa  es  ab  in/amiam,  cuando  exponen  los  inte- 
resados que  la  violencia  de  su  pasión,  y no  el 
designio  de  obtener  dispensa  mas  fácilmente, 
los  ha  llevado  al  extremo  de  tener  trato  y amis- 
tad entre  sf,  de  modo  que  solo  el  matrimonio  es 
ya  capaz  de  reparar  su  honor  y evitar  el  escán- 
dalo. Cuando  los  interesados  no  han  tenido  tra- 
to, se  dice  solamente  que  se  hallan  poseídos  de 
una  violenta  pasión  el  uno  por  el  otro,  y que  las 
frecuentes  ocasiones  en  que  tienen  que  verse  los 
exponen  á un  riesgo  manifiesto  de  sucumbir  á la  • 
tentación,  si  no  se  les  permite  contraer  matri- 
monio. Pueden  todavía  deducirse  otras  muchas 
causas  de  dispensa,  como  la  de  poner  fin  á plei- 
tos considerables,  la  de  couservar  los  bienes  de 
una  familia  ilustre,  la  de  establecer  la  concor- 
dia por  medio  del  matrimonio  entre  dos  familias 
que  se  han  mirado  como  enemigas,  ad  sedandas 
lites,  ob  inimicitias,  pro  confirmalione  pacis,  etc. 
También  se  conceden  alguna  vez  dispensas  de 
impedimentos  de  parentesco  y afinidad,  sin  que 
los  interesados  hayan  alegudo  en  la  súplica  mo- 
tivo alguno  para  obtenerlas.  Los  canonistas  di- 
cen para  autorizar  tales  dispensas,  que  el  buen 
uso  que  se  hace  de  las  cantidades  que  se  dan 
para  conseguirlas  es  una  causa  justa  para  otor- 
garlas; pero  esto  no  se  concilla  muy  bien  con  el  ; 
decreto  del  Concilio  de  Trento,  que  ordena  no  se 
concedan  dispensas  sino  rara  vez,  con  justa 
causa  y gratuitamente,  raro,  ietque  ex  causa,  et 
gratis  conceda  tur.  Mas  aunque  en  la  súplica  no 
se  exprese  ninguna  causa  determinada,  suele 
decirse  en  términos  vagos  que  los  interesados  j 


piden  la  dispensa  ex  certis  'rationalibus  causis 
eorv.ni  ánimos  moveu/tbits , por  ciertas  causas  ra- 
zonables que  mueven  sus  ánimos. 

Es  de  advertir  aquí  que  las  súplicas  ó preces 
en  que  se  piden  las  dispensas,  deben  presentar- 
se al  Prelado  diocesano  ó á la  persona  diputada 
por  él,  para  que  con  su  informe  les  dé  la  direc- 
ción ó curso  que  corresponde:  circular  de  11  de 
Setiembre  de  1778.  V.  Bula. 

Quinto.  ¿Qué  debe  contener  la  súplica  en  que 
se  pide  la  dispensa?  La  súplica  que  se  dirige  á 
la  Dataría,  para  obtener  dispensa  de  algún  im- 
pedimento de  matrimonio,  debe  contener  en 
primer  lugar  los  nombres  de  las  personas  para 
quienes  se  pide.  Cuando  el  impedimento  es  par- 
ticular al  uno  de  los  interesados  que  se  propo- 
nen casarse,  como  v.  gr.,  el  del  subdiaconado, 
basta  que  se  exprese  su  nombre,  sin  que  sea 
preciso  hacer  mención  del  de  la  otra  parte,  por- 
que solo  él  necesita  de  dispensa;  pero  cuando 
el  impedimento  es  común  á los  dos,  como  el  de 
parentesco  y afinidad  , se  han  de  manifestar  los 
nombres  de  ambos,  porque  á los  dos  se  ha  de 
otorgar  la  dispensa.  Por  lo  demás , la  dispensa 
está  válidamente  concedida  á las  personas  nom- 
bradas en  la  súplica,  aun  cuando  estas  perso- 
nas no  hayan  dado  su  órden  para  obtenerla.  Así 
es,  que  si  tratando  yo  de  casarme  con  una  jó- 
ven,  me  veo  embarazado  en  mi  proyecto  por 
razón  de  afinidad  resultante  de  na  comercio 
ilegítimo  que  tuve  con  su  madre,  ignorándolo 
ella,  puedo  sin  su  participación  y sin  su  noticia 
solicitar  en  mi  nombre  y en  el  suyo  la  dispensa 
de  este  impedimento. 

La  súplica  debe  contener  en  segundo  lugar  la 
especie  de  impedimento  cuya  dispensa  se  pide, 
y la  causa  que  hay  para  pedirla.  Si  se  enuncia- 
se otra  especie  de  impedimento  diferente  del 
que  en  realidad  tienen  los  interesados,  la  dis- 
pensa seria  nula.  No  basta  decir  que  las  partes 
piden  dispensa  por  un  impedimento  de  paren- 
tesco ó afinidad , sino  que  es  necesario  expresar 
el  grado  en  que  son  parientes  ó afines,  porque 
las  dispensas  se  otorgan  mas  ó menos  fácilmen- 
te , según  que  el  grado  es  mas  próximo  ó remo- 
to. En  caso  de  igualdad  de  grados,  como  cuan- 
do el  parentesco  es  de  segundo  con  tercero,  cual 
es  el  que  yo  tengo  con  grado  mas  remoto,  según 
la  constitución  de  Pió  V,  y conforme  á la  regla 
de  los  canonistas:  In  linea  inmquali  quoto  grada 
remotior  persona  distat  a commwni  stipite,  tol 
gradibus  cognati  disiant  ínter  se.  Pero  si  se  pidie- 
se dispensa  para  el  casamiento  de  un  tio  con  su 
sobrina  ó resobrina,  no  se  contenta  Pió  V con  que 
se  diga  que  los  interesados  son  parientes  en  se- 
g'undo  ó tercer  grado,  sino  que  exige  la  expre- 
sión de  que  son  tio  y sobrina  ó resobrino, , porque 
el  impedimento  de  estas  personas  es  mas  consi- 
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derable  que  el  de  los  primos.  Mas  es  de  obervar 
que  si  la  falta  de  esta  declaración  es  bastante 
para  impedir  al  ordinario  eclesiástico  la  fulmi- 
nación de  la  dispensa,  no  lo  es  para  atacar  el 
matrimonio  contraido  de  buena  fe  entre  el  tio  y 
la  sobrina  en  el  caso  de  que  el  ordinario  hubie- 
re hecho  la  fulminación  sin  tomar  en  conside- 
ración dicho  defecto.  Cuando  hay  dos  parentes- 
cos entre  los  interesados,  no  basta  decir  en  la 
súplica  que  son  parientes  en  tal  grado,  sino  que 
es  necesario  expresar  los  dos  parentescos,  por- 
que realmente  forman  dos  impedimentos  que 
necesitan  de  dispensa;  y así  para  el  matrimonio 
de  dos  primos  hermanos  es  preciso  manifestar 
si  son  tales  primos  así  por  parte  de  padre  como 
por  la  de  madre.  Pero  cuando  el  un  impedimento 
supone  al  otro , no  es  necesario  enunciar  sino  el 
uno  solo;  de  manera  que  si  habiendo  tú,  v.  gr., 
celebrado  esponsales  con  una  mujer  y contrai- 
do en  seguida  matrimonio  con  ella,  te  quieres 
casar  después  de  su  muerte  con  una  de  sus  her- 
manas, no  necesitáis  manifestar  el  impedimen- 
to de  pública  honestidad  que  resultó  de  los  des- 
posorios, sino  solo  el  de  afinidad  procedente  del 
matrimonio  consumado,  porque  en  este  impedi- 
mento se  supone  y contiene  aquel  entinen  ter. 

Finalmente,  cuando  los  interesados  que  han 
tenido  entre  sí  trato  ilícito , piden  dispensa  de 
parentesco  ó afinidad  , la  súplica  debe  contener 
la  confesión  ó declaración  del  trato,  manifes- 
tando si  lo  han  tenido  con  conocimiento  de  su 
parentesco  ó afinidad  ó sin  tal  conocimiento, 
como  también  si  han  procedido  á este  extremo 
con  la  mira  de  obtener  mas  fácilmente  dispensa 
ó sin  este  designio.  Así  está  ordenado  en  la  Bula 
de  Pió  V.  bajo  la  pena  de  que  la  omisión  de  la 
declaración  del  trato  ilícito  ó de  sus  citadas  cir- 
cunstancias haría  obrepticia  y nula  la  dispensa. 
Algunos  autores  añaden  que  el  trato  ilícito  que 
interviniese  después  de  la  expedición  hecha  por 
la  córte  de  Roma,  pero  antes  de  la  fulminación, 
baria  nula  la  dispensa,  la  cual  no  podría  ya  ful- 
minarse válidamente,  porque  el  Papa  no  da  po- 
der de  dispensa  al  ordinario  á quien  se  dirige, 
sino  bajo  la  condición  de  que  el  contenido  de  la 
súplica  sea  verdadero  al  tiempo  de  la  fulmina- 
ción: si  ita  est,  dispensa.  En  todos  estos  casos  se 
tiene  que  acudir  nuevamente  á Roma  en  solici- 
tud de  nuevas  letras  que  revaliden  ó habiliten 
la  dispensa,  las  cuales  se  llaman  letras  de  pe- 
rinde  valere',  bien  que  en  algunas  partes  se 
acostumbra,  en  tales  casos,  dirigirse  al  Obispo, 
quien  en  vista  de  la  exposición  que  se  le  presen- 
ta, permite  á los  interesados  servirse  de  la  dis- 
pensa, no  obstante  estas  omisiones,  principal- 
mente cuando  la  tardanza  podria  causar  algún 
escándalo  ó inconveniente.  El  trato  ilícito  pos- 
terior á la  fulminación  de  la  dispensa,  no  la  in- 


valida ni  produce  necesidad  de  confirmación. 

Sexto.  ¿Cuál  es  la  forma  de  las  dispensas? 
Las  dispensas  de  los  impedimentos  de  matrimo- 
nio se  despachan  en  la  Dataria  de  Roma  in  for- 
ma eonñrássoria,  esto  es,  en  forma  de  comisión. 
Esta  forma  se  llama  así,  porque  en  virtud  de  la 
súplica  que  se  presenta  ó dirige  al  Papa  por  los 
interesados,  se  les  despacha  por  la  Dataría  un 
instrumento  en  que  el  Papa  comete  y delega  al 
Ordinario  eclesiástico  de  la  diócesi  de  aquellos 
para  que  les  conceda  la  dispensa  pedida,  si  pre- 
ces vertíate  nitantur,  es  decir,  si  mediante  infor- 
mación, reconoce  que  son  verdaderos  los  hechos 
expuestos  en  la  súplica  ó demanda,  la  cual  se  le 
copia  ó trascribe  por  entero  en  las  Letras.  De 
donde  resulta  que  este  despacho  ó rescripto  no 
es  propiamente  la  dispensa,  sino  solo  un  poder 
ó comisión  que  da  el  Papa  al  Ordinario  para  con- 
ceder la  dispensa.  Cuando  hay  muchos  Ordina- 
rios, las  Letras  se  entienden  dirigidas  al  Ordina- 
rio diocesano  del  territorio  de  los  interesados;  y 
.cuando  estos  son  de  diferentes  diócesis,  las  Letras 
se  dirigen  regularmente  al  Ordinario 'de  la  dió- 
cesi de  la  mujer.  El  Ordinario  es  delegado  en  su 
calidad  de  Ordinario;  y asi  es,  que  en  caso  de 
muerte  ó destitución,  el  poder  pasa  por  derecho 
al  succesor.  Por  la  misma  razón,  el  poder  conce- 
dido en  el  Breve  no  se  extingue  por  la  muerte 
del  Pontifice  acaecida  antes  de  la  fulminación, 
porque  el  Papa  lo  ha  otorgado  como  Papa  y no 
en  su  propio  nombre. 

Cuando  los  interesados  no  tienen  medios  para 
pagar  la  cantidad  señalada  en  el  arancel  de  la 
Dataría  por  las  Letras  de  dispensa,  deben  mani- 
festar en  la  súplica  su  estado  de  pobreza  y acom- 
. pañar  un  atestado  auténtico  expedido  en  forma 
por  el  Ordinario,  en  que  se  afirme  que  ambos 
son  pobres  y no  viven  sino  de  su  trabajo ; en 
cuya  vista  se  les  expide  la  dispensa  in  forma 
pauperum,  con  inserción  de  estas  palabras:  qui 
; pauperes  et  miserabiles  existunt , et  ex  labore  el 
industria,  sua  tantum  vivunt,  con  lo  que  se  excu- 
san del  pago  de  la  cantidad  que  suele  llevar  la 
Dataría. 

Cuando  los  interesados  tienen  muchos  impedi- 
mentos dirimentes,  debe  concederse  su  dispensa 
en  unas  mismas  Letras;  pues  concediéndose  en 
Letras  distintas,  seria  nula,  como  que  se  tendría 
por  una  obrepción  hecha  al  Papa,  quien  habria 
podido  tener  mas  dificultad  en  dispensar  si  hu  - 
biera sabido  el  concurso  de  los  dos  impedimen- 
tos. Las  dispensas  que  se  solicitan  por  un  impe- 
dimento secreto  para  revalidar  en  el  fuero  de  la 
conciencia  un  matrimonio  que  ya  se  ha  contraí- 
do, se  expiden  por  un  Breve  ó despacho  de  la 
Penitenciaria,  dirigido  á un  sacerdote  aprobado 
■ que  las  partes  se  habrán  elegido  por  su  confesor, 

; quien  después  de  hacer  uso  de  dicho  Breve,  debe 
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hacerlo  pedazos  ó quemarlo  , de  modo  que  no 
quede  vestigio  alguno  de  él.  Semejantes  dispen- 
sas no  producen  efecto  sino  en  el  fuero  de  la 
conciencia;  mas  por  lo  que  hace  al  fuero  exter- 
no, no  son  capaces  de  revalidar  el  matrimonio 
en 'caso  de  que  el  impedimento  secreto  llegase  á 
descubrirse. 

Por  el  oficio  de  la  sagrada  penitenciaría  se 
pueden  conceder  dispensas  en  ambos  fueros  de 
los  impedimentos  de  cuarto  grado  simple,  ó de 
cuarto  mixto  con  tercero  solamente,  por  lo  res- 
pectivo á matrimonios  ya  contraídos , concur- 
riendo las  circunstancias  siguientes:  1.a,  que  los  j 
matrimonios  se  hayan  contraído  de  buena  fe, 
con  ignorancia  del  impedimento,  y observada  la 
forma  prescrita  en  el  Concilio  de  Trento;  2.",  que 
los  suplicantes,  después  de  descubierto  el  impe- 
dimento, se  hayan  abstenido  entre  sí  de  cópula 
carnal;  3.‘,  que  las  súplicas  ó preces  se  presen- 
ten en  la  Dataría  apostólica,  y por  fella  se  remi- 
tan á la  Penitenciaría  con  las  facultades  necesa- 
rias y conducentes  á efecto  de  que  las  conceda 
graciosamente:  Breve  de  28  de  Junio  de  1780, 
inserto  en  Real  cédula  <le  11  de  Marzo  de  1781. 

Séptimo.  ¿Qué  es  y cómo  se  hace  la  fulmina- 
ción ó ejecución  de  las  dispensas?  La  fulmina- 
ción de  la  dispensa  no  es  otra  cosa  que  una  sen- 
tencia por  la  que  el  Ordinario,  después  de  hacer  i 
una  información  sobre  la  verdad  de  los  hechos  ■ 
expuestos  en  la  súplica,  dispone  que  los  intere- 
sados gocen  de  los  efectos  de  la  dispensa , y les 
permite  en  su  virtud  contraer  el  matrimonio  que 
desean.  Esta  sentencia  de  fulminación  es,  pues, 
la  que  propiamente  contiene  la  concesión  de  la 
dispensa,  y las  Letras  expedidas  en  Roma  no 
contienen  propiamente  sino  una  comisión  ó de- 
legación dada  por  el  Papa  al  Ordinario  á quien 
van  dirigidas,  como  ya  se  ha  insinuado.  Para 
lograr  la  fulminación,  presentan  los  interesados 
sus  letras  de  dispensa  al  Ordinario  á quien  se 
dirigen,  con  un  pedimento  para  que  proceda  k 
fulminar  la  dispensa.  El  Ordinario  pone  al  pió 
del  pedimento  un  auto  ó decreto  por  el  cual 
acepta  la  comisión  y manda  comunicarla  al  pro- 
motor fiscal;  en  vísta  de  lo  informado  ó pedido 
por  este,  hace  sufrir  un  interrogatorio  á los  in- 
teresados sobre  la  verdad  de  los  hechos  deduci- 
dos en  la  súplica,  y procede  al  eximen  de  los 
testigos,  que  lo  pueden  ser  los  parieutes  de  las 
partes;  finalmente,  después  de  haberlo  comuni- 
cado todo  al  promotor  fiscal,  que  pide  lo  que  es- 
tima justo,  fulmina  la  dispensa,  ó declara  no 
haber  lugar  á ella. 

iNo  debe  fulminarse  la  dispensa  cuando  en  la 
súplica  se  advierte  alguna  falsedad  sobre  alguna 
cosa  esencial,  esto  es,  sobre  la  calidad  del  impe- 
dimento  ó sobre  el  fondo  de  la  causa  por  que  se 
pide,  como  si  se  dice,  por  ejemplo,  que  los  supli- 


cantes son  parientes  en  cuarto  grado,  siéndolo 
en  tercero,  ó que  han  tenido  trato  ilícito  no 
siendo  así,  ó que  la  soltera  ha  pasado  ya  de  vein- 
ticuatro años  sin  haber  encontrado  con  quien 
casarse,  no  teniendo  mas  que  veintidós  ó veinti- 
trés, ya  sea  que  la  falsedad  se  haya  introducido 
con 'anuencia  de  los  interesados  ó sin  su  noticia, 
ya  sea  que  existiese  al  tiempo  de  la  impetración 
de  la  dispensa  en  Roma  ó que  haya  sobrevenido 
posteriormente  autes  de  la  fulminación,  como  si 
habiéndose  manifestado  con  verdad  en  la  súpli- 
ca que  una  soltera  estaba  sin  dote,  iuclotcita,  le 
ha  caido  después  una  rica  herencia  antes  de 
fulminarse  la  dispensa,  ó si  habiéndose  dicho 
entonces  que  la  soltera  carecía  de  dote,  siendo 
así  que  la  tenia  suficiente,  llega  después  á,  que- 
dar pobre  por  perder  todos  sus  bienes.  Mas 
cuando  la  falsedad  no  recae  sino  sobre  alguna 
cosa  indiferente,  no  debe  impedir  la  fulminación 
de  la  dispensa , como  si  se  hubiese  expuesto, 
v.  gr.,  que  una  soltera  tenia  treinta  y cinco  años 
cumplidos  sin  haber  hallado  con  quien  casarse, 
no  teniendo  en  realidad  mas  que  treinta  y cua- 
tro; porque  en  una  edad  tan  avanzada,  es  indi- 
ferente que  la  soltera  tenga  un  año  mas  ó me- 
nos. También  es  de  ninguna  importancia  el 
error  que  haya  podido  cometerse  en  la  súplica 
sobre  el  nombre  de  alguno  de  los  interesados, 
con  tal  que  la  persona  resulte  por  otra  parte 
suficientemente  designada. 

Si  en  la  justificación  que  se  ha  de  hacer  de  la 
narrativa  que  se  expone  en  el  tenor  de  las  Letras 
apostólicas  de  dispensas  ante  su  ejecutor,  se  ha- 
llare que  los  impetrantes  están  en  grado  de  pa- 
rentesco mas  remoto  al  tronco  que  el  dispensado 
en  ellas,  deben  llevarse  á efecto,  sin  necesidad 
de  nuevo  recurso  al  Papa.  Pero  si  concurre  otro 
impedimento  mas  que  el  expresado  en  las  Letras, 
como  si  en  una  dispensa  concedida  de  tercer 
grado  simple  se  hallare  que  además  obsta  tam- 
bién otro  de  cuarto  con  tercero  que  provenga 
del  tronco  común,  en  este  caso  y otros  semejan- 
tes se  deberá  recurrir  á la  Sede  apostólica  para 
que  la  nueva  dispensa  comprenda  los  grados  que 
no  se  hayan  expresado  en  la  primitiva  concesión; 
y para  que  esto  no  suceda  con  frecuencia  está 
mandado  que  en  los  atestados  que  se  den  por 
las  curias  arzobispales  y episcopales  para  impe- 
trar las  dispensas  in  forma  pauperim , se  expre- 
sen con  toda  distinción  los  grados  de  parentesco 
en  que  los  suplicantes  estuvieren  mútuameute 
enlazados:  Breve  de  28  de  Junio  de  1780  inserto 
en  Real  cédula  de  11  de  Marzo  de  1781. 

Cuando  no  puede  fulminarse  la  dispensa  por 
ser  obrepticia  6 subrepticia,  esto  es,  porque  en  la 
súplica  se  callaron  cosas  que  debían  manifes- 
tarse, ó se  dijeron  cosas  que  no  eran  verdade- 
ras, según  lo  que  hemos  sentado,  es  preciso 
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acudir  de  nuevo  á Roma  para  obtener  otras  Le* 
tras  mediante  otra  exposición  mas  verídica  ó 
completa;  pero  en  algunas  partes  se  halla  esta- 
blecida la  costumbre  de  no  acudir  en  tal  caso 
sino  ante  el  Obispo,  quien  suple  lo  que  falta  á 
la  dispensa  del  Papa  y permite  á su  provisor  el 
fulminarla,  porque  se  supone  que  el  Breve  de 
dispensa  que  el  Papa  dirige  al  Ordinario , no  es 
puramente  atributivo  sino  excitativo,  de  modo 
que  resucita  y restituye  al  Obispo  para  el  pre- 
sente caso  la  facultad  ó poder  que  tenia  este 
Obispo  como  tal  para  conceder  dispensas  y que 
se  había  dejado  extinguir  por  la  prescripción. 

Yéase  el  Breve  de  12  de  Enero  de  1839  que  se 
halla  al  fin  de  la  cuestión  primera  en  este  mismo 
artículo. 

Impedimento  impeliente  ó prohibitivo.  — El  que 
estorba  que  se  contraiga  matrimonio  por  ciertas  ¡ 
personas , pero  no  lo  anula  si  se  ha  contraido. 
Los  impedimentos  impedientes  eran  en  lo  anti- 
guo los  contenidos  en  los  siguientes  versos: 

Inccstus,  raplus,  sponsalia,  mors  muliebris, 

Svsceptus  proprim  sobolis,  mors  presbiteralis, 

Yel  si  pceniteat  solemniter , aut  monialem 
Accipiat  qvrisquam , votara  simples,  catechismus, 
EccUsícb  veiitum,  nec  non  lempas feriarum, 

Impediunt  ferí,  permillunt  facía  teneri. 

Incestas;  el  incesto  que  se  comete  á sabiendas 
entre  parientes  ó afines  dentro  de  los  grados 
prohibidos. — Raptas;  el  rapto  de  la  mujer  que 
hubiese  contraido  esponsales  con  otro.—  Sponsa- 
lia;  los  esponsales  válidos,  pues  estos  ligan  de 
tal  manera  á los  esposos,  que  uo  pueden  casarse 
licitamente  con  otras  personas,  á no  ser  que  se 
disuelvan  por  justa  causa.  — Mors  muliebris ; la 
muerte  de  la  mujer  cometida  por  el  marido.— 
Mi isceptus  proprim  sobolis,  el  ser  padrino  de  su 
propio  hijo  en  el  bautismo. — Mors  presbiteralis: 
el  homicidio  de  algún  sacerdote. — V el  sipceniteat 
solemniter;  la  penitencia  solemne  que  se  hacia 
antiguamente  4 la  puerta  de  la  Iglesia. — Aut  mo- 
nialem accipiat  quisquam;  el  crimen  de  casarse  á 
sabiendas  con  una  monja. — Volum  simplex;  el 
voto  simple  de  castidad. — Catcdtismus;  cierta 
especie  de  parentesco  espiritual  que  eontraia  el 
que  respondía  por  el  infante  cuando  se  suplían 
en  la  Iglesia  las  ceremonias  después  de  haberse 
administrado  privadamente  por  causa  de  nece-  | 
sidad  ei  bautismo. — Ecclesiee-  veiitum ; la  prohibi- 
ción de  ia  Iglesia,  hecha  por  ei  Papa,  por  el 
Obispo  ó por  el  párroco  en  virtud  de  justa  causa, 
como  v.  gr.,  para  evitar  algún  escándalo  ó tu- 
multo, ó para  averiguar  la  certeza  de  algún 
impedimento  que  se  opone. — lempus  feriarum; 
el  tiempo  de  ferias,  esto  es,  desde  el  primer  do- 
mingo de  Adviento  hasta  ia  Epifanía,  y desde  el 
día  de  Ceniza  hasta  la  Pascua  de  Resurrección; 


bien  que  en  estas  épocas  se  celebra  el  matrimo- 
nio, aunque  sin  velaciones. 

No  podían,  pues,  en  lo  antiguo  contraer  ma- 
trimonio licitamente  con  persona  alguna  ios  in- 
cestuosos, los  raptores  de  mujeres  desposadas, 
los  matadores  de  sus  mujeres  ó de  sus  maridos, 
ó de  sacerdotes,  los  que  habían  incurrido  en  pe- 
penitencia  pública,  los  que  se  habian  casado  á 
sabiendas  con  alguna  monja,  los  que  sacaban 
maliciosamente  de  pila  á sus  hijos  porque  los 
separasen  de  sus  mujeres.  Mas  estos  impedimen- 
tos fueron  cesando  con  el  trascurso  de  ios  tiem- 
pos, y según  la  presente  disciplina  de  la  Iglesia, 
ya  no  se  conocen  otros  que  los  que  proceden  de 
los  esponsales,  del  voto  simple  de  castidad,  de 
la  herejia,  de  la  prohibición  de  la  Iglesia  y del 
tiempo  sagrado  en  que  están  cerradas  las  vela- 
ciones. V.  Esponsales.  — Voto.  — Velación  y ma- 
trimonio. 

El  impedimento  de  los  esponsales  no  es  sus- 
ceptible de  dispensa,  pues  que  en  virtud  de  ellos 
ha  adquirido  derecho  cada  uno  de  los  esposos 
al  matrimonio  futuro;  y nadie  puede  dispensar 
á una  persona  del  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción que  ha  contraido  á favor  de  un  tercero. 
Podrán,  pues,  disolverse,  los  esponsales  por 
alguna  de  las  causas  legítimas  que  las  leyes 
designan;  pero  no  podrán  suprimirse  arbitra- 
riamente sus  efectos  en  menoscabo  de  derechos 
adquiridos.  Algunos  teólogos,  sin  embargo, 
atribuyen  al  Papa  la  facultad  de  otorgar  dicha 
dispensa  por  causas  muy  urgentes. 

La  dispensa  del  voto  simple  de  castidad  per- 
pétua  es  de  las  reservadas  al  Papa;  pero  si  el 
voto  es  solo  temporal,  ó aunque  sea  perpétuo 
es  condicional  ó penal,  ó solo  de  no  casarse  ó 
de  recibir  orden  sacro,  podrán  conceder  su  dis- 
pensa los  Obispos ; y aun  podrán  conceder  tam- 
bién la  del  voto  de  castidad  perpétua,  cuando 
haya  causa  muy  urgente  para  no  dilatar  el  ma- 
trimonio, como  grande  peligro  de  incontinen- 
cia, grande  escándalo,  ó grande  perjuicio  de 
tercero.  El  Vice-gerente  en  la  Nunciatura  apos- 
tólica de  Madrid  está  autorizado  por  rescripto 
pontificio  de  12  de  Enero  de  1839  para  conmutar, 
en  cuanto  al  fuero  interno,  habiendo  causa  jus- 
ta y razonable,  los  votos  simples  y privados  de 
castidad  perpétua  en  la  confesión  sacramental 
todos  los  meses,  solamente  para  el  efecto  de 
contraer  matrimonio;  y para  dispensar  además 
en  el  fuero  interno  para  pedir  el  débito  conyu- 
gal al  trasgresor  dei  voto  de  castidad  que  hu- 
biere contraido  matrimonio  con  dicho  impedi- 
mento. 

El  impedimento  que  proviene  de  la  herejía 
no  puede  relajarse  sino  por  el  Papa;  y asi  no 
podrá  casarse  lícitamente  una  persona  católica 
con  una  que  sea  hereje  sin  que  preceda  dispen- 
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sacion  apostólica,  la  cual  no  suele  concederse 
sino  con  causa  grave , como  lo  es  la  probabili- 
dad de  su  conversión.  Benedicto  XIT,  BeSgnod. 
diaces,  lib.  9.",  cap.  2.°  * V.  Matrimonio  canónico 
Matrimonios  ilegales.  * 

* IMPEDIMENTOS  EN  EL  MATRIMONIO  CIVIL.  La  fa-  \ 

cuitad  de  establecer  impedimentos  dirimentes  ¡ 
en  los  países  católicos  pertenece  solo  á la  Igde-  I 
sia,  porque  tiene  sobre  el  contrato  de  matrimo- 
nio un  poder  que  le  es  propio,  que  le  viene  de 
Dios,  y no  de  la  potestad  temporal.  Anatematiza- 
da está  por  la  Iglesia  la  proposición  que  sostie- 
nen los  protestantes  de  que  la  Iglesia  no  puede 
constituir  impedimentos  ó lia  errado  en  los  que 
ha  establecido.  Esta  decisión  del  Concilio  de 
Trento  se  halla  corroborarla  por  la  Constitución 
dogmática  de  Pió  VI  Auctorcm  fidei  que  la  Igle- 
sia universal  tiene  recibida.  Es,  pues,  de  fe  que 
los  impedimentos  dirimentes  puestos  por  la  Igle- 
sia anulan  el  contrato. 

De  esta  doctrina  católica  inconcusa  se  des- 
prende que  los  Gobiernos  católicos  no  pueden  | 
establecer  impedimentos  dirimentes  sin  inter- 
vención de  la  Iglesia  como  enseña  Santo  Tomás. 
Pueden,  sin  embargo,  declararlos  efectos  que  en 
los  negocios  civiles  han  de  producir  los  impedi- 
mentos que  ia  Iglesia  establece. 

La  ley  eclesiástica  declara,  por  ejemplo,  váli- 
do el  matrimonio  de  los  menores  sin  el  consenti- 
miento paterno,  aun  cuando  ilicito:  suponga- 
mos que  la  ley  civil  se  ocupa  también  en  este  ; 
impedimento.  Puede  prohibir  tales  casamientos, 
imponerles  penas,  privarles  de  efectos  civiles; 
pero  no  podría  ni  declarar  nulo  el  matrimonio, 
ni  por  consiguiente  hijos  naturales,  á los  que  ' 
nazcan  de  aquel  matrimonio. 

Este  e3  contrato  natural , contrato  civil  y sa- 
cramento ; y si  bien  como  contrato  civil  podría 
anularlo  el  Principe,  su  cualidad  mas  augusta 
de  sacramento,  absorbe  la  cualidad  mas  baja  de 
contrato  y lo  impide;  y aun  no  alcanza  la  potes- 
tad civil  á destruir  el  contrato  natural  base  del 
sacramento. 

Preciso  era  que  una  sola  autoridad  reuniese  en 
su  mano  la  jurisdicción,  porque  dos  potestades  | 
de  diverso  órden,  con  facultades  supremas,  so-  ' 
bre  el  mismo  asunto,  por  fuerza  habían  de  ser 
origen  y causa  de  conflictos  continuos. 

La  ley  de  Matrimonio  civil  bajo  la  palabra  im- 
pedimentos comprende  todas  las  faltas  de  aptitud 
pava  el  matrimonio,  y las  prohibiciones  que  por  ! 
razones  de  moralidad  ó de  conveniencia  pública 
ha  establecido  para  contraerlo;  esto  se  deduce 
del  art.  22  que  previene  que  no  puedan  denun- 
ciarse otros  impedimentos  que  los  declarados  y 
establecidos,  en  los  arts.  4.°;  que  comprende  las 
circunstancias  de  aptitud  que  ha  de  tener  e!  que 
contraiga  matrimonio;  5."  y 6.°  que  detallan 


las  prohibiciones  que  se  imponen  aun  á aquellos 
que  reúnan  las  circunstancias  antedichas;  de 
aquí  que  reservemos  para  sus  artículos  respecti- 
vos los  impedimentos  que  nazcan  de  la  falta  de 
edictos,  de  la  de  juez  y testigos;  del  error,  de  la 
coacción  del  miedo  grave  y del  rapto.  V.  Matri  - 
monio civil',  su  nulidad. 

Los  impedimentos  se  dividen  en  absolutos  y 
relativos,  dirimentes  é impelientes , dispensadles  6 
indispensables. 

Son  impedimentos  absolutos  que  prohíben  el 
casamiento  del  que  los  padece  con  todas  las  de- 
más personas  sin  excepción: 

1. °  La  impubertad  , entendiéndose  que  el  va- 
ron  no  es  púber  hasta  los  catorce  años  cumpli- 
dos y la  mujer  hasta  los  doce. 

Como  la  causa  que  impide  el  matrimonio  se 
funda  únicamente  en  la  presunción  de  la  inca- 
pacidad física  para  llenar  los  fines  del  matrimo- 
nio y en  la  incapacidad  moral  para  prestar  los 
contrayentes  su  consentimiento  con  conciencia 
completa  de  lo  que  ejecutan,  cesa  el  impedi- 
mento teniéndose  el  matrimonio  por  revalidado 
ipso  fado,  y sin  necesidad  de  declaración  ex- 
presa, si  un  día  después  de  haber  llegado  á la 
pubertad  legal,  hubieren  vivido  juntos  sin  ha- 
ber reclamado  en  juicio  contra  su  validez,  ó si 
la  mujer  hubiere  concebido  antes  de  la  puber- 
tad legal,  ó de  haberse  entablado  la  reclama- 
ción. En  el  primer  caso,  se  entiende  ratificado 
el  consentimiento,  puesto  que  siguió  el  contra- 
yente en  el  matrimonio  sin  protestar  contra  él; 
en  el  segundo,  ante  el  hecho  de  la  concepción, 
cesa  la  presunción  de  falta  de  potencia  pro- 
creativa en  el  varón  : art.  4.°,  caso  l.°  de  la  ley- 
provisional  del  Matrimonio  civil  de  18  de  Junio 
de  1870. 

2. "  No  estar  al  tiempo  de  celebrar  el  matri- 
monio en  el  pleno  ejercicio  de  su  razón:  ar- 
tículo 4.°,  caso  2.“ 

¿Qué  se  dirá  de  las  personas  monomaniáticas 
que  gozan  del  ejercicio  de  su  razón  en  todos  los 
actos  de  la  vida,  excepto  en  el  punto  determina- 
do objeto  de  su  monomanía?  Sabido  es  el  caso 
del  que  razonaba  perfectamente  en  todo  y goza- 
ba de  sus  completas  facultades  intelectuales,  ex- 
cepto en  un  punto;  estaba  persuadido  de  que 
tenia  una  mosca  en  la  punta  de  la  nariz  que 
le  era  imposible  ahuyentar  de  manera  alguna. 
Pues  esa  persona  podía  consentir  en  su  casa- 
miento con  toda  libertad  moral,  con  perfecto  co- 
nocimiento de  lo  que  hacia, y sin  embargo,  no 
gozaba  del  pleno  ejercicio  de  su  razón,  puesto 
que  flaqueaba  respecto  al  objeto  de  su  monoma- 
nía.  ¿Seria  válido  el  matrimonio?  En  nuestro 
concepto  sí,  porque  la  natural  exigencia  de  la 
ley  de  que  estén  los  contrayentes  en  el  pleno 
ejercicio  de  su  razón  al  tiempo  de  contraer  ida- 


IM 


— 185  — 


IM 


trímonio , ha  de  referirse  al  objeto  en  que  ha  de 
ejercitarse  su  razou,  que.es  manifestar  con  per- 
fecta conciencia  de  lo  que  hacen  que  consienten 
en  su  matrimonio.  En  nada  se  amengua  esté 
consentimiento  porque,  en  punto  concreto  y com- 
pletamente extraño  á él,  padezca  ofuscación  su 
inteligencia:  si  no  la  padeciera,  no  seria  mas  per- 
fecto el  acto  de  consentir  en  su  casamiento. 
Cierto  que  la  dificultad  seria  el  resolver  si  la 
monomanía  era  de  tal  género,  tan  aislada,  que 
no  perjudicase  el  organismo  g'eueral  del  pacien- 
te, de  modo  que  pudiera  sospecharse  que  in- 
fluía en  su  entendimiento  y lo  debilitaba  para 
todas  las  operaciones  intelectuales,  aun  cuando 
se  demostrare  de  un  modo  mas  enérgico  y eficaz 
en  el  punto  de  la  monomanía;  pero  esta  cuestión 
habría  de  resolverla  la  medicina,  no  la  legis- 
lación. 

También  ocurre  la  duda  de  si  seria  válido  el 
matrimonio  en  el  caso  de  contraerlo  no  estando 
en  el  pleno  ejercicio  de  su  razón,  pero  recobrán- 
dola después  completamente  y continuando  su 
vida  matrimonial,  sin  pedir  la  nulidad.-  A ella 
también  parece  debe  contestarse  afirmativamen-  I 
te.  El  motivo  de  la  nulidad  es  la  falta  de  coa- 
sentimiento,  como  sucede  con  el  menor,  con 
el  que  por  error  se  casa  con  otra  persona , con 
la  rapta,  con  la  que  padece  coacción  física  y 
moral.  Si,  cuando  cesa  aquel  defecto,  aquella  cir- 
cunstancia que  no  les  permitió  manifestar  su  li-  j 
bre  consentimiento,  dejan  trascurrir  seis  meses 
sin  reclamar  la  nulidad,  la  ley  entiende  que  re- 
validan de  hecho  el  matrimonio  y se  purga  la 
invalidez  del  mismo  (art.  92):  lo  propio  ha  de 
estimarse  en  el  presente  caso  por  idénticas  ra- 
zones. 

3."  El  adolecer  de  impotencia  física  absoluta 
ó relativa  para  la  procreación  con  anterioridad 
á la  celebración  del  matrimonio  y de  una  mane- 
ra patente,  perpétua  é incurable:  art.  4.°,  cir- 
cunstancia 3." 

El  que  la  enfermedad  sea  patente  ha  de  enten- 
derse, no  en  el  sentido  material  de  que  se  mani- 
fieste á todos,  por  ejemplo,  la  castración  sufrida 
por  el  hombre,  siuo  en  el  de  que  uo  tenga  duda 
alguna  á los  ojos  de  la  ciencia;  que  no  sea  una 
impotencia  opinable  y sujeta  á contradicción; 
que  reconozca  una  causa  no  desconocida  y cuya 
consecuencia  precisa  sea  lá  falta  de  aptitud  para 
la  generación.  De  aquí  que  la  esterilidad  en  una 
mujer  bien  constituida  no  es  impedimento  para 
el  matrimonio , porque  no  hay  signo  exterior 
que  la  revele;  porque  sus  causas  son  desconoci- 
das; porque  quizá  en  una  época  dada  puede 
cesar. 

Las  doctrinas  aceptadas  por  nuestras  leyes  y 
cánones,  son  completamente  aplicables  á este 
caso.  Y.  Impotencia. 


4.°  El  hallarse  ligado  alguno  de  los  contra- 
yentes con  vínculo  matrimonial  no  disuelto  le- 
galmente : art.  5.”,  núm.  l.° 

Sobre  este  punto  suscitóse  la  duda  de  si  el  vín- 
culo matrimonial  anterior  que  impide  el  segun- 
do matrimonio  se  circunscribía  al  matrimonio 
civil,  único  que  producía  á la  sazón  efectos  civi- 
les, pues  la  frase  «ligada  con  vínculo  matrimo- 
nial no  disuelto  legalmente,»  era  demasiado  va- 
ga, y la  exposición  de  la  ley  no  resolvía  la  duda. 
«La  perpetuidad  é indisolubilidad  del  vínculo, 
dice,  son  un  obstáculo  insuperable  para  que  el 
que  una  vez  lo  ha  contraido  válidamente,  vuel- 
va á celebrar  otro  distinto,  mientras  que  el 
primero  no  se  haya  disuelto  por  la  muerte  de  su 
consorte.»  Mas  la  órden  circular  de  20  de  Junio 
de  1874  declaró,  que  el  matrimonio  canónico  aun 
contraido  después  de  1870  no  disuelto  legalmen- 
te, era  impedimento  para  contraerlo  civil. 

Como  esta  circular  laudable,  verdaderamente, 
fundó  su  resolución  en  que  á pesar  de  negarse  en 
dicha  ley  efectos  civiles  al  matrimonio  canóni- 
co (en  la  época  en  que  se  dió,  pues  por  el  decreto 
de  9 de  Febrero  de  1875  se  le  han  reconocido  di- 
chos efectos)  no  por  eso  dejaba  de  ser  un  vínculo 
digno  de  respeto,  fundamento  que  es  aplicable  á 
toda  clase  de  matrimonios,  ha  de  considerarse  ya 
como  regla  general,  que  el  estar  ligado  alguno 
de  los  solicitantes  con  vínculo  matrimonial  no 
disuelto  legalmente  é indisoluble  en  virtud  de 
las  leyes  ó de  la  Religión  de  los  que  lo  contraje- 
ron , sean  las  que  fueren,  será  un  impedimento 
indispensable.  Sirve  de  apoyo  á esta  interpreta- 
ción lo  dispuesto  en  el  art.  455  del  Código  penal 
de  1870,  que  castiga  con  pena  de  arresto,mayor 
en  su  grado  máximo  á prisión  correccional  en  su 
grado  mínimo  y reprensión  pública,  al  que  ha- 
llándose unido  en  matrimonio  religioso  indiso- 
luble contrajere  nuevo  matrimonio  según  la  ley 
civil. 

5.°  Estar  el  solicitante  ordenado  in  sacris  ó 
haber  profesado  en  una  Orden  religiosa  canóni- 
camente aprobada,  haciendo  voto  solemne  de 
castidad,  sin  haber  obtenido  licencia  canónica 
para  casarse. 

Este  impedimento  solo  habla  con  los  católicos: 
art.  5.°,  núm.  2.° 

En  la  exposición  que  precede  á la  ley,  tratan- 
do de  probar  que  este  impedimento  no  ataca  la 
libertad  individual , y que  el  Estado  y la  Iglesia 
■ pueden  legislar  libremente  en  la  esfera  de  su 
acción  respectiva,  se  dice:  «La  Iglesia  ha  esta- 
¡ ■ blecido  la  castidad  perpétua  como  condición  de 
su  sagrado  ministerio  y de  la  vida  religiosa  del 
| mayor  número  de  sus  institutos  regulares.  Los 
\ que  al  uno  y al  otro  se  consagran  , renuncian 
! voluntariamente  y para  siempre  á la  vida  con- 
¡ yugal.  Mientras  que  permanezcan  en  el  gremio  del 
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catolicismo,  el  Estado  no  puede  reconocer  en 
ellos  tm  derecho  que  han  renunciado.  >Su  pc¡- 
mmmciaen  la  Iglesia  es  una  prueba  de  que  la 
renuncia  subsiste.  La  incapacidad  para  contraer  j 
matrimonio  en  este  caso,  dimana  principalinen-  j 
te  de  una  obligación  voluntariamente  impuesta 
y voluntariamente  sostenida,  y la  ley  civil,  mas 
que  á establecer  una  prohibición,  se  limita  y 
dirig-e  á reconocer  y sancionar  la  obligación 
contraída  y la  persistencia  voluntaria  en  ella. 
Por  esto,  si  el  clérigo  de  Orden  sacro  ó religioso 
tienen  la  desgracia  de  abandonar  la  comunión  ca- 
tólica, el  Estado  ya  no  podrá  considerarlos  priva- 
dos de  aptitud  para  contraer  matrimonio.  Su  apos- 
tasía  será  para  la  Iglesia  católica  un  crimen, 
que  esta  y solamente  esta  tendrá  el  derecho  de 
castig'ar  con  las  penas  espirituales  de  que  dis- 
pone. El  matrimonio  que  el  clérigo  ó religioso 
apóstata  contraigan,  no  tendrá  para  la  Iglesia  : 
católica  otro  carácter  que  el  de  unión  sacrilega 
y de  todo  punto  ilegitima.  Pero  ei  Estado,  que  ¡ 
no  debe  viciar  la  libertad  de  conciencia  para  . 
proteger  con  la  sanción  de  sus  leyes  la  obser-  ! 
vaucia  de  los  deberes  religiosos,  no  podra  ya  1 
con  tinuar  reconociendo  y sancionando  una  incapa- 
cidad que  descansaba  sobre  la  presienta  voluntad  i 
de  aquel,  cuya  limitación  de  derechos  civiles , d si 
propio  era,  debida.» 

Deducíase  de  lo  antedicho,  que  este  impedi- 
mento en  realidad  no  lo  era;  bastábale  al  cléri- 
go que  pretendiese  casarse  civilmente,  mani- 
festar que  no  pertenecía  al  gremio  de  la  Iglesia  ¡ 
católica,  para  contraer  el  enlace  que  deseaba. 
Eu  realidad  no  habria  de  ser  necesario,  puesto 
que  quien  se  casa,  bollando  perjuro  los  votos  que 
ha  pronunciado  y que  no  le  ha  dispensado  la 
autoridad  única  que  puede  desligarle  de  ellos, 
no  es  católico.  Sin  embargo,  la  ley  exigió  una  \ 
apostasía  expresa,  pública,  é hizo  bien ; su  rei-  ¡ 
no  no  se  extiende  á la  conciencia,  ejerce  su  j 
acción  sobre  los  hechos  externos,  palpables,  ! 
y por  lo  menos  era  necesario  que  en  las  actas  ! 
constase  aquella  horrible  declaración  que  con-  | 
dena  al  apóstata  ante  Dios,  pero  que  le  habili-  j 
taba  por  la  ley  para  satisfacer  sus  impúdicas  i 
pasiones. 

Sin  embargo , esta  doctrina  sufrió  en  la  prác-  j 
tica  alguna  restricción.  A instancia  de  D,  José 
López,  la  Dirección  general  del  registro  civil  y 
de  la  propiedad,  resolvió  en  20  de  Setiembre  de 
18  ri;  que  los  presbíteros  católicos  que  abandona-  i 
sen  la  religión,  necesitaban,  para  no  estar  com-  , 
prendidos  en  el  impedimento  qne  marca  la  ley,  j 
probarlo  por  los  medios  conocidos  en  derecho,  ; 
sin  que  se  tuviera  por  bastante  el  haber  proela-  , 
ruado  su  apostasía  en  un  mauiüesto  dado  á la  i 
nación,  y concretándose  mas  el  precepto,  por 
decreto  de  1.  de  Mayo  de  1873,  en  su  art.  8.°  se 


declaró,  que  lo  establecido  en  las  prescripciones 
del  art.  48  del  reglamento  (á  saber,  que  se  sus- 
penda la  celebración  del  matrimonio  cuando  se 
denuncie  un  impedimento),  no  podría  aplicarse 
al  impedimento  de  la  ordenación  in  sacris  ó pro- 
fesión religiosa  en  el  caso  de  que  el  interesado 
manifestara  por  escrito  ante  la  autoridad  j udicial 
que  liabia  dejado  de  pertenecer  a la  Iglesia  cató- 
lica, uniéndose  al  expediente  de  matrimonio  uu 
acta  especial  que  se  levantarla  del  acto  en  que 
se  ratificase  esta  manifestación.  Mas  por  esta  dis- 
posición se  interpreto  equivocadament  e el  art,  o.u 
pár.  2.°  de  la  ley  mencionada,  según  se  ha  decla- 
rado últimamente  por  el  decreto  de  9 de  Febrero 
de  1875,  modificando  la  ley  de  Matrimonio  civil  re- 
lativamente á los  matrimonios  canónicos.  «Pro- 
hibía el  referido  artículo  de  una  manera  abso- 
luta, el  matrimonio  de  los  católicos  ordenados 
in  sacris  obligados  por  votos  solemnes  de  casti- 
dad (se  lee  en  el  preámbulo,  pár.  8."  del  decreto 
de  9 de  Febrero);  y el  decreto  posterior  de  1.”  de 
Mayo,  restringiendo  el  sentido  de  esta  disposi- 
ción, permitió  luego  aquel  prohibido  consorcio 
cuando  los  contrayentes  declarasen  haber  abju- 
rado de  la  fe  católica.  El  decreto  de  9 de  Febrero 
restablece,  pues,  el  genuino  y verdadero  sen- 
tido de  la  prohibición , por  las  mismas  razones 
que  movieron  sin  duda  á dictarla.» En  su  conse- 
cuencia, ha  dispuesto  en  su  art.  6.°,  que  los  que 
estuviesen  ordenados  in  sacris  ó ligados  con  voto 
solemne  de  castidad  en  alguna  Orden  religiosa 
canónicamente  aprobada,  aunque  aleguen  ha- 
ber abjurado  de  la  fe  católica,  no  se  considera- 
rán legítimamente  casados  desde  la  fecha  de 
dicho  decreto  de  9 de  Febrero;  pero  quedando 
á salvo  en  todo  caso  Los  derechos  consiguientes 
á la  legitimidad  de  los  hijos  habidos  ó que  na- 
cieren dentro  de  los  trescientos  días  siguien- 
tes á la  fecha  de  dicho  decreto,  los  de  la  potes- 
tad paterna  y materna  y los  adquiridos  hasta 
aquel  dia  por  consecuencia  de  la  sociedad  con- 
yugal que  habrá  de  disolverse. 

6.°  No  haber  los  hijos  de  familia  y menores 
de  edad  solicitado  el  consejo  de  las  personas  que 
están  llamadas  á prestarlo  según  la  ley:  art.  5.°, 
núm.  3." 

Creyóse  por  algunos  que  el  art.  64  de  la  ley 
de  Matrimonio  civil,  al  establecer  que  se  reputa- 
ra emancipado  de  derecho  el  hijo  legítimo  des- 
de que  hubiere  entrado  en  la  mayor  edad,  dero- 
gaba la  disposición  de  la  ley  de  consentimiento 
paterno  que  determina  ser  necesario  reclamar 
el  consejo  de  los  padres , los  menores  que  tratan 
de  contraer  matrimonio.  La  Dirección  general, 
en  dos  consultas  hechas  por  los  jueces  de  Loja 
y Almagro,  resolvió  que  no  es  derogatoria  la 
disposición  de  la  ley  del  Matrimonio  civil  de 
ía  de  consentimiento  paterno,  y por  ello  sigue 
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la  obligación  en  los  hijos  de  solicitar  el  consejo 
de  las  personas  que  tienen  derecho  de  darlo  se- 
gún la  ley.  Resoluciones  de  la  Dirección  gene- 
ral de  29  de  Setiembre  de  1870  y 9 de  Febrero 
de  1871. 

Cuando  se  celebra  el  matrimonio  canónico  de 
un  menor  y al  poco  tiempo  el  matrimonio  civil, 
si  en  el  expediente  para  el  primero  consta  de 
un  modo  fehaciente  que  se  ha  prestado  el  con- 
sentimiento, no  es  necesaria  nueva  escritura 
para  el  matrimonio  civil,  sino  que  con  aquel  se 
suple  esta.  Resolución  de  19  de  Setiembre  de  1872 
y 15  de  Agosto  de  1873. 

En  el  caso  de  que  la  escritura  en  que  constase 
haberse  otorgado  el  consentimiento  ‘ fuese  de 
larga  fecha  cuando  se  presentase  (y  cuando  haya 
de  considerarse  así,  es  prudencial  en  el  juez)  se 
necesita  nueva  escritura,  porque  puede  haber 
muerto  el  que  prestó  el  consejo  y corresponder 
k otra  persona  otorgarlo.  Resolución  de  la  Direc- 
ción general  de  6 de  Setiembre  de  1873. 

La  falta  de  consentimiento  no  es  dispensable, 
ni  tampoco  si,  pedido  el  consejo,  se  diese  por  el 
padre  desfavorable,  el  plazo  de  los  tres  meses 
que  concede  la  ley.  Resolución  de  la  Dirección 
general  de  7 de  Octubre  de  1871. 

Muchas  veces  sucede  que  la  persona  que  ha 
de  prestar  el  consentimiento  se  halle  ausente 
ignorándose  su  paradero.  En  tal  caso  está  dis- 
puesto, que  acreditándose  por  medio  de  sumaria 
estos  extremos,  se  le  haga  saber  por  edictos  al 
interesado,  fijándole  un  plazo  durante  el  que  se 
oponga  al  matrimonio;  y si  trascurrieren  y tres 
meses  mas,  y no  comparece,  se  dé  por  prestado  el 
consentimiento  y se  proceda  á la  celebración  del 
matrimonio.  Resolución  de  la  Dirección  general 
de  30  de  Abril  de  1874. 

Si  no  fuera  la  ausencia  la  que  impidiera  pres- 
tar el  consentimiento  al  que  tenga  tal  derecho, 
sino  su  muerte,  que  no  se  pudiese  justificar  con 
los  documentos  legales,  se  presume  si  hubiese 
de  tener  ya  mas  de  cien  años.  Resolución  de  la 
Dirección  general  de  31  de  Enero  de  1874  y otras 
varias. 

iMas  si  no  llegare  á esa  edad,  se  necesita  su- 
maria información  de  testigos  de  la  presunción 
que  hay  de  su  muerte:  resoluciones  de  la  Direc- 
ción general  de  16  de  Julio  de  1872  y 14  de  Enero 
de  1873. 

En  último  término,  si  tampoco  pudiese  justi- 
ficarse la  muerte  por  testigos,  habría  de  recur- 
rirse  á formalizar  el  expediente  de  ausencia  é 
ignorado  paradero  en  los  términos  antes  men- 
cionados. 

7.°  El  no  haber  trascurrido  los  trescientos  un 
dias  siguientes  á la  muerte  del  marido,  ó si  hu- 
biese quedado  en  cinta  la  viuda,  hasta  su  alum- 
bramiento, le  impide  contraer  matrimonio;  y 
Tqko  tu. 


también  á la  mujer  cuyo  enlace  hubiese  sido 
declarado  nulo  en  los  mismos  casos  y términos, 
á contar  desde  su  separación  legal : art.  5.° 
de  la  ley,  núm.  4. 

Impedimentos  relativos.  — Los  impedimentos 
relativos  se  comprenden  en  el  art.  6.‘  de  la  ley, 
que  prohíbe  contraigan  matrimonio  entre  sí: 

1. °  Los  ascendientes  y descendientes  por  con- 
sanguinidad ó afinidad  legítima  ó natural:  ar- 
tículo 6.%  núm.  1. 

2. °  Los  colaterales  por  consanguinidad  legí- 
tima hasta  el  cuarto  grado:  art.  6.°,  núm.  2. 

3. °  Los  colaterales  por  afinidad  legítima  has- 
ta el  tercer  grado:  art.  6.”,  núm.  3. 

4. ”  Los  colaterales  por  consanguinidad  ó afi- 
nidad natural  hasta  el  segundo  grado:  art.  6.°, 
núm.  4. 

Estos  impedimentos  tienen  como  fundamento 
la  misma  naturaleza,  cuya  fuente  es  el  paren- 
tesco. La  legislación  civil  es,  en  permitir  matri- 
monios entre  parientes  y afines,  mas  laxa  que  la 
Iglesia,  alegando  como  fundamento,  que  á me- 
dida que  la  acción  del  Estado  se  robustece,  se 
debilita  la  de  la  familia,  y hay  menos  peligros 
en  permitir  los  enlaces  entre  parientes,  porque 
la  menor  intensidad  de  afectos  hace  menos  fre- 
cuente la  eventualidad  de  abusos  en  el  trato 
entre  ellos,  y hay  mas  conveniencia  para  que 
esos  afectos  debilitados  se  reanimen  por  el  que 
engendra  el  matrimonio. 

La  ley  reconoce  igual  impedimento  para  el 
matrimonio  entre  hermanos  naturales  consan- 
guíneos ilegítimos,  que  entre  los  naturales  afi- 
nes ilegítimos,  y con  razón,  pues  el  motivo  de 
la  prohibición  no  se  funda  en  la  legitimidad  de 
la  unión  de  los  padres,  sino  en  el  hecho  de  esa 
misma  unión. 

Aun  cuando  parece  que  no  es  necesario  ad- 
vertir que  los  grados  de  parentesco  son  según 
la  computación  civil,  por  ia  naturaleza  del  asun- 
to y por  expresarse  así  en  la  exposición  que 
acompaña  á la  ley,  está  declarado  por  la  Direc- 
ción general,  por  resoluciones  de  29  de  Diciem- 
bre de  1870  y 31  de  Enero  de  1871. 

El  parentesco  espiritual  no  es  impedimento 
para  el  matrimonio  civil,  tanto  por  no  enume- 
rarse entre  ellos,  cuanto  por  hallarse  resuelto 
este  punto  por  la  Dirección  en  31  de  Enero  de 
1871  y por  órden  de  l.°  de  Marzo  del  mismo  año. 

5. “  La  adopción;  de  modo  que  se  prohíbe  el 
matrimonio  entre  el  padre  ó la  madre  adoptante 
y eL  adoptado;  entre  este  y el  cónyuge  viudo  de 
la  madre  ó del  padre  adoptante;  y entre  el  viudo 
del  adoptado  y el  padre  ó madre  adoptante:  ar- 
tículo 6.°,  núm.  5. 

El  Código  penal  difiere  bastante  en  sus  dispo- 
siciones de  las  de  este  artículo;  según  el  491,  es 
matrimonio  ilegal,  castigado  con  la  pena  de 
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arresto  mayor,  el  que  contrae  el  adoptante  con 
el  hijo  adoptivo  ó con  alguno  de  los  descendien- 
tes de  este  hijo  adoptivo.  De  modo,  que  establece 
como  matrimonio  ilícito  el  del  adoptante  con  sus 
descendientes  adoptivos,  respecto  á ios  que  nada 
dice  la  ley  del  Matrimonio  civil , aun  cuando 
parece  que  deben  comprenderse,  si  se  atiende  á 
que  la  palabra  hijos  desigma  legalmente  los  des- 
cendientes, y á que  imitando  la  adopción  á la 
naturaleza,  y declarado  impedimento  la  descen- 
dencia consanguínea  y añil,  debe  á su  imitación 
declararse  igualmente  la  adoptiva. 

No  declara  el  Código  matrimonio  ilícito,  ni 
penable  por  lo  tanto,  el  del  adoptado  con  el  viu- 
do del  adoptante,  ni  el  del  viudo  del  hijo  adop- 
tado con  la  madre  ó padre  adoptantes  ; y como 
en  lo  criminal  no  se  extiende  la  interpretación 
de  caso  mayor  á menor,  ha  de  convenirse  que 
hay  discordancia  entre  el  Código  penal  y la  ley 
de  Matrimonio  civil.  Quizá  se  diga,  que  como  de 
órden  distinto,  obran  independientes,  y la  ley  ci- 
vil se  aplica  para  los  efectos  civiles,  y la  no  adq  ui- 
sicion  de  estos  sea  la  única  pena  que  puede  de- 
cretar, mientras  que  la  criminal  castiga  el  delito 
sin  inmiscuirse  en  los  efectos  civiles.  No  satisface 
esta  solución;  porque  siendo  ilícitos  solo  aque- 
llos matrimonios  que  la  ley  civil  determine,  el 
Código  penal  debe  castigar  todos  los  que  aquella 
declare  ilícitos,  y solo  los  que  aquella  declare 
ilícitos.  Es  la  pena  en  tal  caso  la  sanción  del 
mandato  civil,  la  consecuencia  de  este;  el  Códij 
go  penal  no  puede  castigar  lo  que  la  ley  civil 
permite,  ni  dejar  impune  lo  que  aquella  prohí- 
be, cuando  no  se  trata  de  meros  intereses  priva- 
dos, en  los  que  hasta  pena  es  la  nulidad  del 
acto,  sino  de  reglas  que  afectan  á la  organiza- 
ción social  y al  decoro  público. 

i>.°  Los  descendientes  legitimes  del  adoptante 
con  el  adoptado  mientras  subsista  la  adopción: 
art.  6.",  núui.  G. 

1."  El  haber  sido  los  solicitantes  condenados 
como  adúlteros  por  sentencia  firme:  art.  6.°,  nú- 
mero 7, 

Entendemos  que,  para  que  ocurra  este  impe- 
dimento, es  necesario  que  yazga  el  jhombre  con 
mujer  casada;  pues  si  tuviera  lugar  con  una 
soltera,  aunque  el  hombre  fuera  casado,  no  ha- 
bría adulterio  con  arreglo  á la  ley  criminal  no 
eclesiástica,  y por  lo  tanto  ni  impedimento. 

¿Y  si  los  solicitantes  .hubiesen  sido  condena- 
dos, no  como  adúlteros,  sino  como  reos  de  delito 
de  adulterio  frustrado  ó de  tentativa  de  adulte- 
rio? Debiera  ser  impedimento  , pero  la  ley  solo 
lo  declara  cuando  el  adulterio  ha  sido  consu- 
mado. 

8.  El  haber  sido  condenados  los  solicitantes 
como  autores  ó como  autor  y cómplice  de  la 
muerte  del  cónyuge  inocente,  aunque  no  hu- 
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biesen  cometido  adulterio:  artículo  G.°,  núm.  8. 

Hé  aquí  demostrada  la  inferioridad  de  la  ley 
civil  respecto  á la  canónica.  Exige  aquella  sen- 
tencia firme  en  que  se  hayan  declarado  adúlte- 
ros ó parricidas  los  que  no  pueden  contraer  ma- 
trimonio; mientras  á la  ley  canónica  le  basta 
con  que  se  haya  cometido  el  delito ; porque  el 
imperio  de  la  una  se  limita  al  hecho  externo 
mientras  la  otra  impera  sobre  las  conciencias. 

¿Qué  sucederá  si  no  hubiesen  sido  condenados 
los  reos  en  sentencia  ejecutoria?  La  redacción  de 
la  ley  es  distinta  cuando  trata  de  los  adúlteros 
á cuando  trata  de  los  parricidas.  Exige  para  que 
exista  impedimento  por  el  primer  motivo,  que 
haya  recaído  sentencia  ejecutoria,  de  manera 
que  si  estuviesen  los  solicitantes  acusados  de 
adulterio,  condenados,  pero  aun  pendiente  el  re- 
I curso  de  casación,  no  seria  impedimento;  resul- 
tando de  aquí  un  principio  de  legislación  mons- 
truoso; á saber,  que  hechos  ajenos,  accidentes 
, externos  que  no  consisten  en  actos  de  los  proce- 
sados, tienen  una  influencia  decisiva  en  que  se 
considere  el  adulterio  como  impedimento  ó no. 

Comételo  un  hombre  con  dos  mujeres  y mue- 
ren los  maridos  de  entrambas  y el  adúltero  eg 
encausado  por  su  doble  delito.  Solicita  casarse 
con  la  una,  mas  el  adulterio  ha  sido  de  mas  fá- 
cil justificación,  ó el  juez  mas  activo,  ó la  defen- 
sa menos  empeñada , y duraute  las  diligencias 
del  matrimonio  se  falla  ejecutoriamente  la  causa 
y se  le  condena  como  reo  de  adulterio:  no  puede 
casarse  con  la  culpable.  Entonces  trata  el  ma- 
trimonio con  la  otra  adúltera,  y por  las  razones 
contrarias,  por  una  cita  que  ha  de  evacuarse  en 
Filipinas,  las  diligencias  matrimoniales  se  fina- 
lizan antes  que  recaiga  sentencia  ejecutoria,  se. 
casa  con  la  segunda  adúltera:  al  mes,  al  dia 
siguiente,  recae  la  ejecutoria,  y se  añade  al  es- 
cóndalo del  hecho  el  escándalo  de  la  desigual- 
dad entre  ambas  mujeres, 

Pero  ai  consignar  el  impedimento  del  parrici- 
dio , la  ley  limita  el  sentido  de  las  palabras,  y 
no  dice  que  se  necesita  para  que  nazca  impedi- 
mento el  que  haya  recaído  sentencia  ejecutoria, 
siuo  simplemente  que  hayan  sido  condenados,  y 
por  lo  tanto  la  diferencia  de  lenguaje  ha  de 
llevar  en  sí  la  diferencia  de  ideas.  Si,  pues,  se 
necesita  para  no  poder  casarse  los  adúlteros,  que 
hayan  sido  condenados  como  tales  por  sentencia 
firme,  y para  que  no  puedan  casarse  los  reos  de 
homicidio,  basta  con  que  sean  condenados  como 
tales,  sin  añadirse  por  sentencia  firme,  infiérese 
de  aquí  que  bastará  coñ  la  condena  en  primera 
instancia , para  que  nazca  el  impedimento,  su- 
bordinado como  es  consiguiente  al  resultado  de 
la  causa. 

Y si  los  adúlteros  no  fuesen  autores,  ni  autor 
el  uno  y cómplice  el  otro,  sino  cómplices  ambos, 
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¿estarán  comprendidos  en  la  prohibición  de  la  : 
ley?  Opinamos  que  no:  la  letra  está  clara,  y 
cuando  la  letra  está  clara,  innecesaria  es  la  in- 
terpretacion.  Si  quiso,  como  debia,  haber  impe- 
dido el  nefando  matrimonio  de  los  que  tuvieron 
parte  en  la  muerte  del  esposo,  fácil  era,  exten- 
diendo el  impedimento  á los  autores  y cómplices: 
buscar  la  frase  precisa,  mas  difícil,  mas  pensada, 
de  autores  ó autor  y cómplice  es  demostrar  que 
el  precepto  es  taxativo,  que  solo  comprende  á 
los  que  específicamente  se  nombran.  Repugnan- 
te es  el  precepto  de  la  ley  tal  como  lo  entende- 
mos, pero  así  lo  deducimos  de  sus  palabras,  y 
nada  hay  que  contradiga  esta  interpretación  en 
la  exposición  que  la  precede. . 

Difícil  es  de  entender  qué  significan  las  pala- 
bras cónyuge  inocente  que  usa  el  artículo.  Bas- 
taba al  parecer  con  decir  que  no  podiau  contraer 
matrimonio  los  autores  ó el  autor  y el  cómplice 
de  la  muerte  del  cónyuge,  sin  añadir  inocente. 
Porque  si  la  inocencia  se  refiere  á la  propia 
muerte,  raro  es  el  caso  en  que  quien  es  asesi- 
nado no  sea  inocente  de  aquel  crimen.  ¿Podría 
significar  que  fuese  inocente,  es  decir,  que  no 
hubiese  dado  motivo  al  otro  cónyuge,  para  que 
en  un  momento  de  obcecación,  ó de  maldad,  ó 
de  terror,  ó llevado  por  un  falso  espíritu  de  ho- 
nor novelesco,  lo  matase?  Por  ejemplo,  trata  el 
marido  de  envenenar  á la  mujer,  y esta  lo  des- 
cubre y lo  evita  ó lo  remedia:  en  vez  de  quejarse 
ala  justicia,  temerosa  de  su  marido,  concierta 
con  un  pariente  ó con  un  amigo  el  envenenarle 
y lo  lleva  á cabo : ¿es  el  envenenado,  reo  de  ase- 
sinato frustrado,  el  cónyuge  inocente  cuya  muer- 
te impide  el  matrimonio  de  su  esposa  con  el  que 
le  ayudó  para  el  envenenamiento? 

Extremando  naas  el  caso : el  marido  enredado 
en  torpes  lazos,  desdeña  á su  esposa,  y al  fin,  ; 
determinado  á deshacerse  de  ella,  la  lleva  á un 
punto  retirado,  y puñal  en  mano,  la  persigue  . 
para  darle  la  muerte.  A los  gritos  acude  uno  que,  I 
lleno  de  arrojo  y generosidad,  ampara  á la  que 
huye,  y sin  armas  se  arroja  contra  el  marido,  y 
en  desesperada  lucha  caen  revueltos,  procuran-  ¡ 
do  conservarle  el  uno  y arrancar  el  otro  de  la 
mano  del  marido  el  acero  homicida.  Vence  este 
en  la  lucha  , aterra  al  defensor,  y al  traspasarle 
el  pecho, -la  esposa,  que  cree  su  muerte  segura 
si  sucumbe  el  que  la  ampara,  se  arroja  contra  el 
marido,  le  aferra  entre  los  brazos,  y miéntras, 
el  vencido  le  arranca  el  acero  y lo  mata.  Ambos  ' 
son  autores  del  homicidio:  ¿es,  sin  embargo,  el 
muerto  cónyuge  inocente? 

El  marido  sorprende  á su  mujer  en  adulterio,  : 
y no  queriendo  dar  publicidad  al  castigo  ni  pu- 
blicar su  deshonra  á los  tribunales,  realizando 
el  drama  de  A secreto  agravio  secreta  venganza,  la 
envenena  secretamente  por  medio  de  una  mujer 


que  le  ama,  ¿Es  esa  cónyuge  adúltera,  la.  cón- 
yuge inocente  cuya  muerte  levanta  un  perpétuo 
obstáculo  para  el  enlace  de  los  dos  asesinos? 

Si  en  las  leyes  hemos  de  dar  por  sentado  que 
no  hay  palabras  ociosas,  creemos  que  hay  cier- 
tos casos  en  que  debe  meditarse,  si  el  homicidio 
del  cónyuge  es  siempre  un  motivo  para  impedir 
el  matrimonio  entre  los  dos  matadores. 

9. °  EL  tutor  y su  pupila,  salvo  el  caso  en  que 
el  padre  de  esta  hubiere  dejado  autorizado  el 
matrimonio  de  los  mismos  en  su  testamento  ó en 
escritura  pública:  art.  6.°,  núm.  9. 

Según  el  texto  de  la  ley,  esta  prohibición  es 
absoluta  y perpétua;  sin  embargo,  el  art.  492  del 
Código  penal  supone  que  la  prohibición  es  solo 
hasta  que  se  aprueben  las  cuentas;  así  es  que 
solo  pena  el  matrimonio  del  tutor  y la  pupila,  si 
se  verifica  antes  de  la  aprobación  de  las  cuentas. 

10.  Los  descendientes  del  tutor  con  el  pupilo 
ó pupila,  mientras  que,  fenecida  la  tutela,  no 
haya  recaído  la  aprobación  de  las  cuentas  de 
este  cargo,  salvo  también  la  excepción  expresada 
en  el  número  anterior. 

«Es  de  alta  y notaría  conveniencia  que  el  tu- 
tor no  pueda  contraer  matrimonio  con  su  pupila 
por  el  carácter  de  las  relaciones  que  crea  entre 
ellos  su  situación  respectiva.  También  lo  es  que 
no  puedan  contraerlo  con  la  misma  los  hijos  de 
aquel,  hasta  que  hayan  sido  aprobadas  las  cuen- 
tas de  la  tutela.  Pero  la  razón  de  la  una  y de  la 
otra  prohibición  falta,  cuando  el  padre,  perfecto 
conocedor  del  estado  interior  de  su  familia,  de 
las  cualidades  del  que  nombra  guardador  de  su 
hija,  y de  lo  que  á esta  mas  puede  convenir,  au- 
torizó por  testamento  ó por  escritura  pública,  la 
celebración  del  matrimonio.  El  grande  y pro- 
fundo respeto  que  merece  siempre  la  potestad 
paterna,  justifican  esta  excepción  adoptada  en 
el  nuevo  y elogiable  Código  portugués.» 

Esto  dice  la  exposición  que  precede  á la  ley,  y 
en  verdad  que  surgen  hastas  dudas  de  difícil  so- 
lución. El  texto  de  la  ley  elimina  de  las  pruebas 
del  consentimiento  paterno,  los  escritos  firma- 
dos de  su  puño  y letra,  el  encargo  verbal  y sa- 
grado que  al  tiempo  de  morir  haga  al  tutor  su 
amigo  de  que  sea  el  amparo  de  su  hija,  y se  case 
con  ella,  aun  teniendo  efecto  ante  numerosos 
testigos.  Extraño  es  que  pruebas  que  admiten 
los  tribunales  y tienen  fuerza  ante  ellos  para 
toda  clase  de  negocios,  aun  los  mas  delicados, 
en  Cuya  virtud  puede  establecerse  la  filiación 
y la  paternidad,  sean  inútiles  para  un  asunto 
menos  importante.  ¿Es  acaso  la  solemnidad  lo 
que  se  busca?  Pues  si  no  es  la  solemnidad,  sino 
ia  justificación  del  hecho,  todas  las  pruebas  ra- 
cionales y legales  que  puedan  demostrar  volun- 
tad del  padre  son  suficientes. 

Entendemos  que  en  la  excepción  de  la  probi- 
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bicion-se  encuentra  también  comprendida  la  li- 
cencia de  ¡a  madre,  de  manera  que  si  por  muei. - 
te  del  padre,  en  ella  recayere  la  patria  potes- 
tad (que  aquí  podemos  llamar  nuitria  potestad), 
se  halla  facultada  para  permitir  eL  casamiento 
de  su  hijo  con  el  tutor  ó los  descendientes  del 
tutor.  Si  esta  facultad  se  funda  en  que  el  cariño 
del  padre  garantiza  el  acierto  de  su  disposición, 
tanto  cariño  ha  de  tener  la  madre  á sn  hijo.  Si 
se  funda  en  que  es  un  atributo  de  la  patria  po- 
testad, todos  íntegros  pasan  á la  madre. 

y si  el  pupilo  no  tuviere  bienes,  ¿podría  con- 
traer matrimonio  con  él,  una  hija  ó descendiente 
de!  tutor,  antes  de  concluírsela  tutela  y de  re- 
caer la  aprobación  de  las  cuentas  de.  este  cargo? 
Aun  cuando  á primera  vista  parece  que  debería 
contestarse  afirmativamente,  puesto  que  si  no 
hay  bienes,  no  hay  cuentas  que  dar,  y si  no  hay 
cuentas  que  dar,  no  puede  recaer  sobre  ellas  la 
aprobación  judicial,  nos  inclinamos  á la  contra- 
ria. Durante  la  tutela  puede  el  pupilo  adquirir 
bienes  y tener  obligación  el  tutor  de  dar  cuenta?, 
y por  ello  hasta  que  se  concluya  no  se  sabe  con 
certeza  que  no  había  necesidad  de  aprobarlas. 

A menudo  podría  acontecer  que  el  pupilo  no 
tuviere  bienes  actuales,  pero  fuese  público,  que 
por  la  muerte  de  parientes  suyos  decrépitos  ha- 
bría de  entrar  en  la  posesión  de  cuantiosos  bie- 
nes: una  herencia  en  lejanas  tierras  podría  lle- 
gar & noticia  del  tutor  á quien  por  su  cargo  se 
dirigirían  todas  las  noticias;  y con  su  silencio 
lograr  un  casamiento  que  prohíbe  el  espíritu  de 
la  ley,  que  trata  de  que  las  tutelas  no  sean  me- 
dios de  especulación  sobre  los  pupilos. 

íll  tutor  ó curador  que.  antes  de  la  aprobación 
legal  desús  cuentas,  contrajere  matrimonio  ó ! 
prestare  su  consentimiento  para  que  lo  contrai- 
gan sus  hijos  ó descendientes  con  la  persona  que  = 
tuviere  ó hubiere  tenido  en  guarda,  á no  ser  que 
el  padre  de  este  hubiere  autorizado  debidamente  : 
tai  matrimonio,  será  castigado  con  las  penas  do 
prisión  correccional  en  su  grado  medio  y máxi  - 
mo  y multa  de  123  á 1,250  pesetas:  art.  492  dei 
Código  penal. 

Impedimentos  impedientes  y dirimentes, — La  ley 
del  Matrimonio  civil  no  clasifica  los  impedimen- 
tos en  impedientes  y dirimentes , ni  aun  usa  es  - 
tas  palabras,  designándolos  todos  con  el  nombre 
genérico  de  impedimentos  legales  en  los  arta.  U 
J 20.  Pero  en  la  exposición  al  tratar  de  los  impe- 
dimentos que  causan  la  disolución  del  matrimo- 
nio, los  designa  con  el  nombre  de  dirimentes  y 
el  Código  penal  (art.  487)  reformado  por  el  Mi- 
nistro autor  principalísimo  si  no  exclusivo  de  la 
ley  de  Matrimonio  civil,  castiga  al  que  contraje- 
re matrimonio  con  impedimento  dirimente ; de 
manera  que  no  es  una  nomenclatura  relegada  I 
únicamente  á la  legislación  canónica. 


Por  ello , aunque  no  se  use  la  palabra  de 
impedimento  impedienta , como  se  sanciona  la 
; esencial  diferencia  ¡que  existe  entre  estos  y los 
dirimentes,  en  sus  efectos,  parécenos.  que  la 
admisión  de  estos  nombres  es  favorable  á la  in- 
teligencia de  las  cosas,  ahorrando,  como  toda 
palabra  técnica,  perífrasis  y descripciones. 

,Son  impedimentos  impedientes , que  hacen  ilí- 
cito mas  no  anulan  el  matrimonio: 

1. °  La  falta  de  consentimiento  ó consejo  de  la 
persona  que  está  llamada  por  la  ley  para  pres- 
tarlo: art.  92  de  la  ley. 

2. °  EL  no  haber  trascurrido  trescientos  un 
dias  después  de  la  muerte  del  marido  ó antes 
del  alumbramiento  de  la  viuda  si  hubiere  que- 
dado en  cinta  ó de  la  sepai'acion  legal  ó alum- 
bramiento de  la  mujer  cuyo  matrimonio  hubiere 
sido  declarado  nulo:  art.  92  id. 

3.1’  El  ser  los  contrayentes  tutor  y pupila, 
salva  la  excepción  ya  referida  del  permiso  del 
difunto  padre. 

4.°  El  ser  descendientes  del  tutor  y pupilo  ó 
pupila,  mientras  que  no  haya  recaído  la  aproba- 
ción de  las  cuentas  del  tutor;  salva  también  la 
excepción  mencionada  en  el  caso  anterior. 

Sobre  los  dos  últimos  casos,  véase  lo  que  deci- 
mos al  tratar  de  los  efectos  que  producen  los  im- 
pedimentos. 

Son  impedimentos  dirimentes  que  hacen  ilíci- 
to el  matrimonio,  y lo  anulan,  si  A pesar  de  ello 
se  contraen,  todos  los  demás,  salvos  los  casos  de 
excepción  que  pueden  verse  al  tratar  de  los 
efectos  de  los  impedimentos. 

Impedimentos  dispensables. — 1.°  El  que  tiene 
la  viuda  para  no  poder  casarse  durante  los  tres- 
cientos un  dias  siguientes  h la  muerte  del  ma- 
rido ó antes  de  su  alumbramiento  si  hubiere 
quedado  en  cinta,  y el  de  la  mujer  cuyo  matri- 
monio hubiese  sido  declarado  nulo  en  los  mis- 
mos casos  y términos,  á contar  desde  su  separa- 
ción legal:  art.  5.°,  núm.  4.“  y art.  7.°  de  la  ley. 

2. °  El  de  los  parientes  colaterales  por  con- 
sanguinidad ó afinidad  legítima  en  su  grado 
tercero  y cuarto,  es  decir,  entre  tios  carnales  y 
sobrinos,  y entre  primos  y hermanos  consanguí- 
neos ó afines:  art.  7." 

3. °  El  de  los  colaterales  afines  legítimos  en 
todos  sus  grados:  art.  7.° 

4. ”  El  de  los  colaterales  afines  naturales  en 
todos  sus  grados:  art.  7.° 

5. °  El  de  los  descendientes  legítimos  del  adop- 
tante con  el  adoptado:  art.  7.° 

Impedimentos  no  dispensables. — La  ley  no  ex- 
pi esa  taxativamente  cuáles  considera  impedi- 
mentos indispensables;  pero  en  su  art.  7.°  marca 
los  que  son  dispensables,  de  donde  se  infiero 
lógicamente  que  los  allí  no  comprendidos  no 
lo  son. 
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Partiendo  de  esta  regla  de  interpretación  k 
contrario  sensu , son  impedimentos  indispen- 
sables: 

1. “  La  impubertad. 

2. °  No  estar  el  contrayente  en  el  pleno  ejer- 
cicio de  su  razón  al  tiempo  de  celebrar  el  matri- 
monio. 

3. °  Adolecer  de  impotencia  física  en  los  tér- 
minos mencionados  al  tratar  de  los  impedimen- 
tos absolutos. 

4. °  Estar  ligados  los  solicitantes  con  vínculo 
matrimonial  no  disuelto  legalmente. 

5. ”  Estar  el  solicitante  ordenado  in  sacris , ó 
haber  profesado  en  una  Orden  religiosa  hacien- 
do voto  solemne  de  castidad. 

C.“  No  haber  obtenido  los  hijos  de  familia  y 
los  menores  el  debido  consentimiento  ó consejo. 

7. °  Ser  los  contrayentes  ascendientes  y des- 
cendientes por  consanguinidad  ó afinidad  legí- 
tima ó natural:  art.  6.°,  núm.  1. 

8. °  Ser  los  contrayentes  parientes  colaterales 
por  consanguinidad  legítima  en  el  segundo  gra- 
do: art.  6.°,  núm.  2. 

Como  en  la  línea  colateral  no  hay  primer  gra- 
do, queda  reducido  este  impedimento  á los  her- 
manos legítimos. 

9. °  Ser  los  contrayentes  parientes  colaterales 
por  consanguinidad  natural  hasta  el  segundo 
grado:  art.  6.°,  núm.  2. 

10.  Ser  los  contrayentes  padre  ó madre  adop- 
tante y adoptado:  adoptado  y viudo  de  la  madre 
ó del  padre  adoptante:  viudo  del  adoptado,  y pa- 
dre ó madre  adoptante:  art.  G.°,  núm.  5. 

11.  El  haber  sido  los  solicitantes  condenados 
como  adúlteros  por  sentencia  firme:  art.  6,°,  nú- 
mero 7. 

12.  El  haber  sido  condenados  los  solicitantes 
como  autores  ó como  autor  y cómplice  de  la 
muerte  del  cónyuge  inocente,  aunque  no  hubie- 
sen cometido  adulterio. 

13.  El  tutor  y su  pupila,  salvo  el  caso  en  que 
el  padre  de  esta  hubiese  dejado  autorizado  el 
matrimonio  de  los  mismos  en  su  testamento  ó en 
escritura  pública. 

14.  Los  descendientes  del  tutor  con  el  pupilo 
ó pupila  , mientras  que  fenecida  la  tutela  de  su 
ascendiente,  no  haya  recaído  la  aprobación  de 
las  cuentas  de  este  cargo,  salvo  también  la  ex- 
cepción expresada  en  el  número  anterior. 

Sfectos  de  los  impedimentos. — La  denuncia  de 
algun  impedimento  hecha  en  tiempo  oportuno, 
lleva  consigo  la  suspensión  de  la  celebración 
del  matrimonio  hasta  que  fuere  declarada  por 
sentencia  firme  su  improcedencia  ó falsedad: 
art,  24  de  la  ley. 

De  manera,  que  si  no  se  hace  en  el  tiempo 
marcado,  ó ante  el  Juez  autorizador  del  matri- 
monio, aun  cuando  á este  le  conste  el  impedi- 


mento, no  puede  suspender  el  matrimonio  sino 
por  el  medio  indirecto  de  instruir  al  Promotor  y 
al  Regidor  para  que  se  los  denuncien,  á no  ser  el 
de  falta  de  consentimiento,  que  ni  aun  puede 
ser  denunciado  por  el  Ministerio  público. 

Si  k pesar  del  impedimento  se  realiza  el  ma- 
trimonio, por  no  haberse  denunciado  oportuna- 
mente ó haberse  ignorado  hasta  entonces , el 
matrimonio  es  nulo  si  el  impedimento  es  diri- 
mente; si  es  impediente,  queda  aquel  válido. 

Débense  exceptuar  algunos  casos: 

Primera  excepción.— VA  impedimento  de  la  im- 
pubertad anormal  é irregular,  pues  á pesar  de 
que  produce  nulidad,  desaparece  la  nulidad  y 
el  impedimento,  declarándose  por  la  ley  revali- 
dado ipso  fació  el  matrimonio,  si  nn  dia  después 
de  haber  llegado  á la  pubertad  legal  de  catorce 
y doce  años  cumplidos,  hubiesen  vivido  juntos 
los  púberes  sin  haber  reclamado  en  j uicio  contra 
su  validez,  ó si  la  mujer  hubiese  concebido  antes 
de  la  pubertad  legal  ó de  haberse  entablado  la 
reclamación,  como  dijimos  al  enumerarlos  im- 
pedimentos absolutos:  art.  4.°  de  la  ley, 

Dos  observaciones  ocurren:  la  primera,  que 
evidentemente  sobra  el  segundo  caso  que  marca 
el  artículo;  si  la  reclamación  ha  de  entablarse 
precisamente  dentro  de  los  catorce  y doce  años 
y un  dia,  no  puede  darse  el  caso  en  que  pueda 
asegurarse  que  la  concepción  ha  tenido  lugar 
antes  de  la  reclamación,  y no  antes  de  haber 
cumplido  la  edad  de  la  pubertad  legal.  Ei  inter- 
valo de  veinticuatro  horas  que  trascurre  entre 
ci  cumplimiento  de  la  una  y la  incoaccion  de 
la  otra,  no  es  apreciable  en  esa  materia,  ni  pue- 
de distinguirse. 

Y de  ello  nace  la  segunda  observación  ; para 
anularse  el  matrimonio  por  error,  coacción,  mie- 
do grave,  ó rapto,  se  conceden  al  cónyuge  seis 
meses,  contados  desde  que  el  error  se  hubiese  des- 
vanecido ó la  libertad  se  hubiere  recobrado.  ¿Có- 
mo, pues,  si  á personas  mayores  de  edad,  en  toda 
la  plenitud  de  sus  facultades,  se  les  concede  me- 
dio año  para  pedir  la  nulidad,  para  aconsejarse  y 
resolverse  á tan  grave  pa30 , á una  niña  de  doce 
años,  de  razón  imperfecta,  sin  experiencia  ni 
conocimiento  del  mundo,  ignorante  la  mayor 
parte  de  las  veces  de  su  derecho,  y casi  siempre 
de  los  medios  judiciales  que  ha  de  emplear,  se 
le  conceden  solo  veinticuatro  horas?  Juzgamos 
que  ha  habido  un  error  de  redacción,  pero  error 
que  mientras  no  se  declare  producirá  sus  natu- 
rales efectos.  Y sirve  de  fundamento  áeste  nues- 
tro juicio,  la  exposición  de  motivos  de  la  ley,  en 
la  que  se  leen  las  siguientes, palabras:  «Pero  si  á 
pesar  de  la  x>rohibicion  de  la  ley  contrajese  ma- 
trimonio un  impúber,  y haciendo  vida  matrimo- 
nial con  su  consorte,  dejase  trascurrir  los  seis 
primeros  meses  del  periodo  de  la  pubertad  sin  re- 
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clamar  contra  la  validez  del  matrimonio  cele- 
brado, la  ley  declara  aquella  unión  purificada  j 
ipso  fado  del  vicio  de  su  origen.»  j 

Seis  meses,  dice,  no  veinticuatro  horas,  como  ¡ 
en  la  parte  dispositiva  de  la  ley;  en  esta  contra-  j 
dicción  por  mas  que  en  nuestro  criterio  privado  , 
nos  impulse  á suponer  que  el  error  está  en  el  ¡ 
art.  i.°  y no  en  la  exposición  . el  precepto  de  la  : 
ley  se  encierra  en  aquel,  no  en  esta. 

Segunda  excepción.— Cuando  el  contrayente 
que  no  está  en  el  pleno  ejercicio  de  su  razón  al 
tiempo  de  contraer  matrimonio,  lo  recobra  des- 
pués y sigue  mas  de  seis  meses  haciendo  vida  i 
matrimonial.  Por  las  razones  que  alegamos  al  , 
tratar  de  este  impedimento  bajo  el  punto  de  vis- 
la  de  su  indispensabilidad,  creemos  que  en  el 
i.aso  antedicho  debe  entenderse  ipso  Jacto  reva- 
lidado el  matrimonio,  aun  cuando  la  ley  nada 
diga  sobre  ello.  La  exposición  de  la  ley,  parece 
contrariar  esta  opinión  al  sostener  «que  el  hom- 
bre que  no  tiene  el  pleno  uso  de  la  razón,  está 
privado  de  la  libertad  racional  sobre  que  des- 
cansa su  personalidad  jurídica;  carece,  pues,  de 
la  aptitud  necesaria  para  contraer  matrimonio. 
En  tan  triste  situación  se  hallan  el  imbécil  y el 
demente,  bien  la  demencia  sea  perpetua,  bien 
temporal.  Al  momento  de  la  celebración  del  ma- 
trimonio y solamente  á él  hay  que  atender  para 
saber  si  el  individuo  tiene  ó no  aptitud  para  con- 
traería. » A pesar  de  estas  frases,  nos  afirmamos 
en  la  opinión  enunciada  porque  no  hay  oposi- 
ción. Concediendo  que  el  matrimonio  contraido 
por  una  persona,  falta  de  razón  en  el  momento 
de  contraerlo,  es  nulo  de  toda  nulidad,  queda 
en  pié  nuestra  afirmación,  de  que  ese  matrimo- 
nio nulo  se  revalida  ipso  Jacto,  por  la  continua- 
ción de  la  vida  matrimonial,  durante  seis  me- 
ses, puesto  que  estos  actos  los  ejecuta  en  estado 
de  completa  razón  que  revalidan  el  consenti- 
miento que  prestó  inconscientemente. 

Si  los  actos  posteriores  no  pudieran  enmendar 
el  defecto  del  momento  del  matrimonio,  no  serian 
revalidableslos  de  los  menores,  ni  los  délas  per- 
sonas que  padecen  error,  fuerza,  ó miedo,  pues 
que  en  el  acto  de  contraer  matrimonio  no  pres- 
taban en  realidad  el  consentimiento  racional  y li- 
bre que  exige  la  ley  para  la  validez  del  vínculo. 

Tercera  excepción. — Cuando  el  impedimento  es 
impediente;  á saber:  si  contrae  matrimonio  el 
menor  ó lujo  de  familias  sin  liaber  logrado  el 
consentimiento  ó pedido  el  consejo  de  quien 
deba  prestarlo;  si  la  viuda  ó separada  lo  contrae 
antes  de  haber  trascurrido  los  301  días  desde  la 
muerte  ó separación  legal  del  marido,  ó antes 
de  su  alumbramiento;  si  el  tutor  lo  contrae  con 
su  pupila;  si  los  descendientes  del  tutor  lo  con- 
traen con  el  pupilo  antes  que  se  hayan  aproba- 
do las  cuentas  de  la  tutela. 


V aquí  nos  parece  ocasión  oportuna  de  hacer 
notarla  gravísima  antinomia  que  aparece  en- 
tre la  exposición  de  la  ley  y su  parte  preceptiva; 
según  esta,  ser  tutor  o descendiente  del  tutor 
eslmpedimento  impediente  para  casarse  can  la 
pupila,  de  modo  que  el  matrimonio  es  ilícito, 
pero  válido;  mientras  que  según  aquella  es  im- 
pedimento dirimente  que  hace  ilícito  y nulo  el 
matrimonio.  Salta  esto  á la  vista,  cotejando  los 
textos  de  una  y otra.  Dice  la  ley:  «De  la  nulidad 
del  matrimonio:  art.  92.  No  se  reputará  válido 

para  los  efectos  de  esta  ley el  (matrimonio) 

que  se  contrajese  mediando  alguno  de  los  im- 
pedimentos establecidos  en  los  núms.  1.”  y 2.* 
del  art.  5.°  y en  los  ocho  primeros  del  art.  6.*»  y 
como  el  impedimento  de  la  tutela  no  está  com- 
prendido en  los  ocho  primeros  números  del  ar- 
tículo 6.°,  es  evidente  que  no  causa  la  nulidad 
del  matrimonio.  Por  el  contrario  la  exposición 
de  la  ley  dice:  «Si  los  contrayentes  ó cualquiera 
de  ellos  tuviese  alguno  de  los  impedimentos 
comprendidos  en los  núms.  l.°  y 2.°  del  ar- 
tículo 5.“  y en  todo  el  art.  6.°  de  esta  ley el 

matrimonio  será  también  nulo;  porque  los  im- 
pedimentos indicados  privan  de  la  aptitud  abso- 
luta necesaria  para  el  estado  matrimonial.»  Y 
como  el  impedimento  de  la  tutela  está  compren- 
dido en  los  núms.  9 y 10  del  art.  6.°,  y todos  los 
impedimentos  comprendidos  en  el  art.  CP  son 
causa  de  nulidad,  resulta  que  el  tutor  y los  des- 
cendientes que  se  casasen  con  la  pupila,  con- 
traen un  matrimonio  nulo. 

Contradicción  en  materia  tan  grave,  en  la 
mas  grave  de  cuantas  comprende  la  ley  de  Ma- 
trimonio civil,  es  un  ejemplo  deplorable  de  la 
ligereza  con  que  se  trata;  mucho  mas  cuando 
la  ley,  la  parte  preceptiva,  es  la  que  sigue  el 
camino  errado,  y sin  embargo  el  único  que 
produce  efectos  legales. 

Para  que  el  impedimento  dirimente  produzca 
la  disolución  del  matrimonio,  es  necesario  que 
exista  antes  del  matrimonio;  el  que  sobrevenga 
después  no  lo  anula:  art.  91  de  la  ley. 

Como  dice  la  exposición:  «el  interés  público 
que  se  opone  á la  disolución  del  matrimonio;  el 
porvenir  de  la  familia  á que  ha  dado  origen  y 
la  misma  moral  que  seria  profundamente  lasti- 
mada, si  el  cónyuge  que  estuviese  ya  cansado 
del  cumplimiento  de  sus  deberes  pudiere  elu- 
dirlos y aun  readquirir  su  libertad  de  célibe  por 
un  medio  que  en  el  mayor  número  de  casos  ha- 
bría de  depender  exclusivamente  de  su  dañada 
voluntad,  son  razones  mas  que  suficientes  para 
que  no  se  pueda  racionalmente  prescindir  de  la 
doctrina  consignada  en  el  artículo.» 

También  producen  los  impedimentos  efectos 
en  el  orden  criminal.  El  cap.  2.°,  tít.  11  del  libro 
2.  del  Código  penal,  se  ocupa  de  la  celebración 
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de  matrimonios  ilegales  y los  castiga  con  las  ¡ 
penas  siguientes: 

El  que  contrajere  segundo  ó ulterior  matri-  ! 
monio  sin  hallarse  legítimamente  disuelto  el  an- 
terior, será  castigado  con  la  pena  de  prisión  ma- 
yor: art.  486. 

El  que  con  algún  impedimento  dirimente  no 
dispensable  contrajere  matrimonio  , será  casti- 
gado con  la  pena  de  prisión  correccional  en  sus 
grados  medio  y máximo:  art.  487. 

El  que  contrajere  matrimonio  mediando  algún 
impedimento  dispensable,  será  castigado  con 
una  multa  de  125  á 1,250  pesetas. 

Si  por  culpa  suya  no  revalidare  el  matrimo- 
nio, prévia dispensa,  en  el  término  que  los  tri- 
bunales designen  , será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo,  de  la  cual  quedará  relevado  cuan- 
do quiera  que  se  revalide  el  matrimonio : ar- 
tículo 488. 

El  menor  que  contrajere  matrimonio  sin  el 
consentimiento  de  sus  padres  ó de  las  personas 
que  para  el  efecto  hagan  sus  veces,  será  casti- 
gado con  prisión  correccional  en  sus  grados  mí- 
nimo y medio. 

El  culpable  deberá  ser  indultado  desde  que 
los  padres  ó las  personas  á quienes  se  refiere  el 
párrafo  anterior  aprobaren  el  matrimonio  con- 
traído: art.  489. 

La  viuda  que  se  casare  antes  de  los  trescientos 
un  dias  desde  la  muerte  de  su  marido  ó antes  de 
su  alumbramiento  si  hubiere  quedado  en  cinta, 
incurrirá  en  las  penas  de  arresto  mayor  y. multa 
de  125  á 1,250  pesetas. 

En  la  misma  pena  incurrirá  la  mujer  cuyo 
matrimonio  se  hubiere  declarado  nulo  si  se  ca- 
sare antes  de  su  alumbramiento  ó de  haberse 
cumplido  trescientos  un  dias  después  de  su  se- 
paración legal:  art.  490. 

El  adoptante  que  sin  prévia  dispensa  civil 
contrajere  matrimonio  con  sus  hijos  ó descen- 
dientes adoptivos,  será  castigado  con  la  pena 
de  arresto  mayor:  art.  491. 

El  tutor  ó curador  que  antes  de  la  aprobación 
legal  de  sus  cuentas  contrajere  matrimonio  ó 
prestare  su  consentimiento  para  que  le  contrai- 
gan sus  hijos  ó descendientes  con  la  persona  que 
tuviere  ó hubiere  tenido  en  guarda,  á no  ser  que 
el  padre  de  esta  hubiere  autorizado  debidamente 
este  matrimonio,  será  castigado  con  las  penas 
de  prisión  correccional  en  su  grado  medio  al 
máximo  y multa  de  125  á 1,250  pesetas:  art,  492. 

El  juez  municipal  que  autorizare  matrimonio  i 
prohibido  por  la  ley  ó para  el  cual  haya  algún  j 
impedimento  no  dispensable  será  castigado  con  ■ 
la  pena  de  suspensión  en  su  grado  medio  y má- 
ximo y multa  de  250  á 2,500  pesetas. 

Si  el  impedimento  fuere  dispensable  , las  pe- 


nas serán  destierro  en  su  grado  mínimo  y multa 
de  125  á 1,250  pesetas:  art.  193. 

En  todos  los  casos  de  dicho  capítulo  2.°  el  con- 
trayente doloso  será  condenado  á dotar  según  su 
posibilidad  á la  mujer  que  hubiere  contraido 
matrimonio  de  buena  fe:  art.  194.  V.  Edictos  y 
Matrimonio  civil.  * 

Dispensas  de  los  impedimentos. — Lo  que  diji- 
mos al  hablar  de  los  impedimentos , repetimos 
ahora:  el  poder  temporal  en  los  países  católicos, 
como  no  puede  establecer  impedimentos  diri- 
mentes, no  puede  dispensarlos. 

El  art.  7.°  de  la  ley  del  Matrimonio  civil  atri- 
buye al  Gobierno  la  facultad  de  dispensar  cier- 
tos impedimentos. 

La  razón  que  se  alega  en  la  Exposición  es  sim- 
plemente pueril.  «La  dispensa,  dice,  no  es  mas 
que  la  derogación  especial  de  la  ley  en  un  caso 
determinado.  Todo  poder,  por  consiguiente,  que 
tiene  autoridad  para  hacer  la  ley,  la  tiene  tam- 
bién para  dispensarla.  Y si  el  Gobierno  se  in- 
viste de  esta  facultad,  será  en  nombre  y repre- 
sentación del  poder  legislativo  que  sancionará 
esta  ley.  La  Iglesia  tiene  la  facultad  de  dispen- 
sar los  impedimentos  matrimoniales  que  ella  ha 
establecido , y por  una  razón  análoga  la  tendrá 
el  Estado  respecto  á los  que  él  sancione.» 

No  se  niega  que  ei  poder  que  tiene  autoridad 
para  hacer  la  ley,  la  tiene  para  dispensarla;  lo 
que  se  niega  y no  se  prueba,  es  que  el  poder 
temporal  tenga  autoridad  para  hacer  la  ley.  El 
Estado  católico  no  puede  sancionar  impedimen  - 
tos  dirimentes  que  no  sancione  la  Iglesia;  ni 
dispensar  por  consiguiente  ios  que  aquella  san- 
cione. Si  hace  otra  cosa,  llamándose  Estado, 
protestante  ó simplemente  ateo,  estará  en  su 
derecho,  pero  ningún  católico  se  lo  reconocerá 
á un  Gobierno  católico , que  en  esta  materia  está 
tan  sujeto  á las  leyes  de  la  Iglesia,  como  el  par- 
j ticular  mas  desvalido. 

Ateniéndonos,  sin  embargo,  al  hecho,  esto  es, 
ai  derecho  constituido  , el  Gobierno  puede  dis- 
pensar ciertos  impedimentos,  mediante  justa 
causa  debidamente  justificada  y los  trámites  que 
se  establecen  en  el  reglamento. 

Se  reputan  circunstancias  favorables  para  dis- 
pensar los  impedimentos  que  la  ley  señala  como 
dispensables: 

1 .*  La  de  convenir  á los  hijos  de  anteriores 
matrimonios  por  la  fundada  esperanza  de  hallar 
en  el  cónyuge  que  pretenda  entrar  en  la  familia 
la  protección  ó el  cuidado  de  que  se  vieren  pri- 
vados por  el  fallecimiento  de  su  padre  ó su 
madre. 

2.‘  La  de  proporcionarse  por  consecuencia 
del  matrimonio  medios  de  subsistencia  para  los 
solicitantes , para  alguno  de  ellos  ó para  sus  pa- 
dres necesitados  ó enfermos. 
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3. a  La  de  facilitarse  arreglos  de  familia  que 
pongan  término  á cuestiones  ó pleitos  ó produz- 
can otras  ventajas  análogas. 

4. '  La  de  evitarse  escándalo  por  haber  me- 
diado largas  y estrechas  relaciones  entre  los  so 
licitantes,  con  existencia  de  prole  ó embarazo. 

5. a  La  de  haber  gran  dificultad  de  matrimo- 
nios por  escasez  de  población  . ó por  otras  cau  - 
sas generales  ó especiales  de  cada  caso. 

6. a  La  razón  de  listado,  si  el  matrimonio  fue 
se  entre  príncipes  ó de  alguno  de  ellos. 

7. a  Las  demás  causas  que  conforme  á un  rec- 
to criterio  se  estimen  como  de  interés  público  ó 
particular  de  las  familias  de  los  solicitantes,  ar- 
tículo 47  del  reglamento  de  13  de  Diciembre 
de  1870. 

Parece  que  consignadas  las  causas  favorables 
para  conceder  la  dispensa  de  impedimentos,  era 
ocioso  expresar  que  se  considerarán  como  cir- 
cunstancias desfavorables  ¡i  la  concesión  de  la 
dispensa,  la  absoluta  falta  de  motivos  que  de- 
muestren la  necesidad  6 la  utilidad  de  la  misma; 
pero  esto  dispone  el  art.  47  en  su  núm.  4.°.  Como 
no  dice  el  artículo  que  cuando  no  exista  ningu- 
na de  las  circunstancias  favorables  haya  de  de- 
negarse en  absoluto  la  dispensa,  parece  que  en 
casos  particulares  deba  abrirse  la  mano,  si  aun- 
que no  exista  ninguna  circunstancia  favorable, 
se  creyese  que  la  concesión  pudiera  evitar  que 
llegaran  á existir  algunas  de  las  circunstancias 
favorables,  por  ejemplo,  la  4.a  de  las  antes  con- 
signadas. 

Procedimientos  para  obtener  la  dispensa.  — El 
que  solicite  dispensa  de  algún  impedimento  lia 
de  acudir  al  Gobierno  en  la  forma  siguiente: 

l.°  Presentará  al  tribunal  del  partido  (hoy  al 
juez  de  primera  instancia)  á que  corresponde  el 
juzgado  municipal  donde  debe  celebrarse  el  ma- 
trimonio, una  instancia  firmada  por  los  dos,  ó 
por  persona  á su  ruego,  si  no  supieren  ó no  pu- 
dieren firmar,  y dirigida  al  Ministerio  de  Gracia 
y Justicia,  expresando  el  impedimento  cuya 
dispensa  solicitaren  y exponiendo  las  causas  en 
que  se  funde  para  pedirlo.  Con  esta  instancia 
deberán  presentarse  los  documentos  fehacientes 
en  que  conste  el  impedimento  cuya  dispensa  se 
solicite,  la  certeza  de  las  causas  alegadas  para 
obtenerla  y las  partidas  de  nacimiento  de  los 
solicitantes. 

En  el  de  impedimento  de  la  rinda  por  no  ha- 
ber trascurrido  los  trescientos  un  dias  siguien- 
tes al  de  la  muerte  del  marido,  en  el  de  la  mujer 
cut/o  matrimonio  se  hubiese  declarado  nulo , ó poí- 
no haberse  verificado  el  alumbramiento  si  una 
ú otra  hubiesen  quedado  en  cinta,  se  presenta- 
rán: 1.  , certificación  de  la  defunción  del  marido 
ó de  la  sentencia  firme  en  que  se  hubiese  decla- 
rado la  nulidad  del  matrimonio;  2.“,  certificado 


del  facultativo  que  acredite  que  la  viuda  ó la 
mujer  cuyo  matrimonio  fué  disuelto,  está  ó no 
en  cinta;  3.a*,  en  su  caso,  el  de  nacimiento  de  los 
hijos  habidos  en  el  anterior  matrimonio. 

En  el  de  impedimento  de  parentesco  de  colate- 
rales por  consanguinidad  ó afinidad  legítima  ó 
natural , los  certificados  de  nacimiento  ó de  ma- 
trimonio que  acrediten  el  parentesco  de  los  soli- 
citantes. 

Cuando  se  alegare  como  causa  para  obtener  la 
dispensa  la  existencia  de  hijos  habidos  en  co- 
mercio ilegítimo,  ó la  circunstancia  de  hallarse 
en  cinta  la  solicitante  , bastará  sobre  estos  par- 
ticulares la  aseveración  de  los  interesados,  sin 
perjuicio  de  que  se  presenten  los  documentos 
que  acrediten  el  parentesco. 

En  el  del  impedimento  de  los  descendientes  le- 
gítimos del  adoptante  con  el  adoptado,  copia  au- 
téntica del  documento  fehaciente  en  que  conste 
la  adopción . 

2.°  Presentada  la  instancia  con  los  documen- 
tos mencionados  en  el  número  anterior,  el  Pre- 
sidente del  tribunal  de  partido,  después  de  cer- 
ciorarse por  los  medios  que  estime  oportunos,  de 
la  conformidad  de  los  interesados  con  la  solici- 
tud, pasará  el  expediente  al  fiscal  para  que  emi- 
ta su  dictamen. 

La  órden  de  l.°  de  Marzo  de  1871  previene  que 
los  promotores  emitan  dictámen,  no  solo  para 
manifestar  si  se  han  instruido  con  arreglo  á ley 
los  expedientes,  sino  también  para  determinar  el 
impedimento,  si  es  ó no  dispensahle,  y si  en 
atención  á las  causas  alegadas,  procede  á no  la 
dispensa,  cuyo  último  precepto  se  reitera  por 
circular  de  6 de  Julio  de  1872. 

Cuando  el  presidente  lo  estime  necesario  ó los 
interesados  lo  soliciten , podrá  acordar  que  se 
practique  una  información  de  testigos  acerca  de 
alguno  de  los  hechos  expuestos  en  apoyo  de  la 
pretensión;  y concluso  el  expediente,  el  presi- 
dente le  elevará  con  su  informe  razonado  al  Mi- 
nisterio de  Gracia  y Justicia,  por  conducto  de  la 
Dirección  general. 

(Los  núms.  3,°  y 4.° se  refieren  á las  causas  de 
las  dispensas  que  ya  hemos  expuesto  en  lugar 
oportuno.) 

5.“  Recibido  en  el  Ministerio  de  Gracia  y Jus- 
ticia el  expediente,  podrá  ampliarse  con  los  da- 
tos que  se  conceptúen  necesarios,  y se  dictará 
resolución  á propuesta  de  la  Dirección  general, 
oyendo  préviameute,  cuaudo  se  estime  oportu- 
no, á la  Sección  de  Estado  y Gracia  y Justicia 
del  Consejo  de  Estado. 

,6.  La  concesión  de  la  dispensa  se  expedirá 
en  Real  Carta  impresa  y revestida  de  las  forma- 
lidades necesarias  para  su  autenticidad,  remi- 
tiéndose al  Presidente  del  tribunal  de  partido 
por  cuyo  conducto  se  hubiese  solicitado,  quien 
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dispondrá  que  se  tome  de  ella  razón  en  un  libro- 
registro  de  dispensas;  que  se  haga  constar  á 
continuación  de  la  misma  haberse  llenado  este 
trámite,  y que  se  entregue  á loa  interesados  para 
los  usos  que  corresponda. 

Guando  la  resolución  del  Gobierno  fuese  de- 
negatoria de  la  dispensa,  se  comunicará  de  Real  i 
órden  al  mismo  Presidente  para  su  conocimien- 
to, el  de  los  interesados  y demás  efectos  consi- 
guientes: art.  47  del  reglamento. 

Las  dispensas  de  los  impedimentos  se  conce- 
derán 6 denegarán  sin  exacción  de  derechos  á 
los  interesados,  bajo  ningún  concepto:  art.  8.”  de 
la  ley. 

En  consecuencia  con  el  espíritu  de  la  ley,  se 
resolvió  por  la  Dirección  , en  14  y en  24  de  Fe- 
brero de  1871,  que  las  diligencias  para  obtener 
la  dispensa  de  los  impedimentos,  las  informa- 
ciones testificales  y las  demás  diligencias  que  se 
practiquen  en  ellas,  han  de  actuarse  gratis  y en 
papel  de  oficio. 

Reiteróse  este  precepto  por  la  órden  de  3.°  de 
Marzo  de  1871,  que  previno  que  el  papel  de  ofi- 
cio necesario  para  la  formación  del  expediente, 
deben  proporcionarlo  los  interesados,  á los  que 
bajo  ningún  concepto  exigirán  derechos  los  que 
en  ellos  intervengan. 

Por  circular  de 6 de  Julio  de  1872,  se  mandó 
que  en  las  solicitudes  de  dispensas  de  impedi- 
mentos por  parentesco,  por  el  escribano  actuario 
se  forme  el  correspondiente  árbol  genealógico, 
sacado  de  las  partidas  presentadas;  que  cuando 
la  índole  especial  de  la  causa  no  permitiese  su 
justificación  por  medio  de  documentos,  se  reciba 
información  testifical  si  los  recurrentes  la  hu- 
biesen ofrecido  ó se  creyere  indispensable  por  el 
juez,  debiendo  en  otro  caso  consignar  en  el  in- 
forme razonado  que  debe  emitir,  si  le  consta  ó 
no  dicha  causa,  así  como  su  opinión  concreta 
acerca  de  si  debe  concederse  ó denegarse  la  dis- 
pensa solicitada. 

El  Real  decreto  de  26  de  Agosto  de  1872  esta- 
blece las  formalidades  con  que  se  han  de  ins- 
taurar los  expedientes  de  dispensa  de  españoles 
residentes  en  el  extranjero. 

Los  que  intenten  contraer  matrimonio,  han 
de  pedir  la  dispensa  de  los  impedimentos  dis- 
pensabas ante  los  Cónsules  ó Agentes  diplomá- 
ticos de  España  del  punto  en  que  se  bailaren, 
con  arreglo  á las  disposiciones  trascritas.  Los 
Cónsules,  Yice-cónsules  y funcionarios  que  ba- 
gan sus  veces,  tendrán  las  atribuciones  de  los 
Presidentes  de  partido ; los  Caucj lleres , las  del 
Ministerio  fiscal;  y si  no.  existiese  Canciller,  se 
suplirá  su  falta  por  dos  testigos  mayores  de 
edad.  Los  Cónsules  remitirán  á la  Dirección  ge- 
neral en  dos  correos  sucesivos,  y con  informe,  el 
expediente  original  por  el  primero,  y un  testi- 
Tomo  ni. 


monio  literal  por  el  segundo.  Las  informaciones 
para  acreditar  alguna  de  las  causas  alegadas,  se 
recibirán  con  intervención  del  Canciller  ó del 
que  baga  sus  veces,  con  las  solemnidades  pres- 
critas para  España.  Los  documentos  expedidos 
por  funcionarios  extranjeros  ó nacionales  que  se 
presentaren  para  acreditar  el  parentesco  ó las 
causas  que  hayan  de  motivar  la  concesión  de  la 
dispensa,  deberán  bailarse  legalizados  y acom- 
pañarse la  traducción  de  los  que  estuvieren  re- 
dactados en  idioma  extranjero. 

Denuncia  de  los  impedimentos.—  Los  promoto- 
res fiscales  y los  regidores  síndicos  de  los  pue- 
blos en  sus  respectivos  casos,  tendrán  obligación 
de  inquirir  y denunciar  al  juez  municipal  que 
publicase  los  edictos  para  la  celebración  del 
matrimonio  los  impedimentos  que  afecten  á los 
pretendientes,  y todos  los  ciudadanos  mayores 
de  edad  podrán  denunciarlos  , excepto  el  impe- 
dimento que  nace  de  la  falta  de  consentimiento 
ó consejo  á los  menores  é hijos  de  familia,  que 
solo  podrá  denunciarlo  la  persona  Ramada  por 
la  ley  á dar  la  licencia  ó el  consejo  para  ei  ma- 
trimonio intentado:  arts.  21  y 22  de  la  ley. 

Los  únicos  impedimentos  que  pueden  denun- 
ciarse, son  los  expresados  en  los  arts.  4.”,  5.°  y 
6.°,  y que  se  han  referido;  parecia  excusado  ad- 
vertir esto,  mas  así  lo  disponen  el  art.  22  de  la 
ley  y el  48  del  reglamento,  y esto  da  lugar  á du- 
das que  no  dejan  de  ser  importantes. 

La  ley,  al  hablar  de  impedimentos,  como  lie- 
mos visto,  se  limita  siempre  á las  circunstancias 
que  afectan  á la  aptitud  para  contraer  matrimo- 
nio; de  modo,  que  no  reconoce  mas  impedimen- 
tos que  el  bailarse  los  solicitantes  en  alguno  de 
los  casos  de  los  arts.  4.°,  5.°  y 6.°  que  compren- 
den aquellos. 

Al  decir  expresamente  en  el  art.  22  de  la  ley 
que  no  podrán  ser  denunciados  otros  impedi- 
mentos que  los  establecidos  en  dichos  artículos, 
y al  añadir  en  el  48  del  reglamento  que  será 
desechada  de  plano  toda  oposición  en  que  se 
denuncien  otros  impedimentos,  da  á entender 
claramente  que  hay  otros  impedimentos  además 
de  aquellos. 

Entendemos  que  se  refiere,  no  á verdaderos 
impedimentos  nacidos  de  falta  de  aptitud  de  ios 
contrayentes,  que  son  ios  que  con  este  nombre 
designa  la  ley,  sino  á aquellas  otras  circunstan- 
cias que  afectan  á la  esencia  del  contrato,  aun 
cuando  los  contrayentes  reúnan  los  requisitos 
personales  que  exigen  las  leyes,  ó á la  falta  de 
las  formalidades  c¡ue  han  de  preceder  á la  cele- 
bración del  matrimonio.  Tales  son,  entre  las  pri- 
meras, el  error  en  la  persona,  la  coacción,  el 
miedo  y el  rapto,  que  haciendo  presumir  la  f^lta 
de  consentimiento,  impedirían  el  matrimonio;  y 
entre  las  segundas,  la  falta  de  edictos. 
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De  unas  y de  otras  se  tratará  en  el  articulo 
Matrimonio. 

El  porqué  estos  defectos  no  puedan  denun- 
ciarse por  nadie,  no  se  alcanza;  la  razón  que  da 
la  ley  en  su  exposición  de  que,  el  interés  del 
Estado  reclama  que  no  se  celebren  matrimonios 
que  adolezcan  de  algún  vicio  de  ilegitimidad,  y 
que  debe  establecer  todas  las  diligencias  preli- 
minares necesarias  para  precaver  los  matrimo- 
nios ilegítimos,  lejos  de  favorecer  ia  prohibición 
de  denunciar,  favorece  el  derecho  de  denuncia, 
pues  lícito  había  de  ser  á todo  ciudadano  coad- 
yuvar al  pensamiento  primordial  de  la  ley  , de 
que  no  se  celebren  matrimonios  ilegítimos.  Con 
la  prohibición  sucederá  en  ocasiones  determi- 
nadas que  un  matrimonio  que  todos  los  ciuda- 
danos saben  que  es  ilegitimo,  que  lo  sabe  el  fis- 
cal encargado  de  velar  por  el  cumplimiento  de 
la  ley,  y que  lo  sabe  igualmente  el  que  ha  de 
autorizar  aquel  acto  ilícito,  se  llevará  ¿cumpli- 
do efecto,  coadyuvando  con  sus  hechos  los  fun- 
cionarios públicos  á que  se  quebrante  la  ley,  y 
á que  se  celebre  un  acto  que  después  ha  de  de- 
clararse nulo,  con  grave  vergüenza,  y á menu- 
do, con  grave  daño  de  los  contrayentes. 

No  disminuyo  la  fuerza  de  estas  reflexiones  el 
que  los  matrimonios  contraidos  por  error,  coac- 
ción ó miedo,  son  válidos  por  la  manifestación 
posterior  del  consentimiento  expreso  ó presunto 
de  los  contrayentes,  porque  la  misma  razón  mi- 
lita en  el  matrimonio  intentado  por  los  impúbe- 
res y sin  embargo,  es  obligatorio  eu  el  Ministe- 
rio fiscal,  y potestativo  en  los  ciudadanos  el 
poderlo  denunciar;  ni  es  decoroso  que  á volun- 
tad de  los  contrayentes,  pueda  un  acto  tan  tras- 
cendental validarse  ó invalidarse;  ni  debe,  pu- 
dieudo  evitarlo  la  ley,  poner  muchas  veces  al 
que  ha  contraido  matrimonio  con  falta  de  con- 
sentimiento, en  el  doloroso  trance  de  continuar 
su  aborrecido  enlaceó  de  romperlo  atropellando 
los  respetos  sociales,  y afrontando  la  vergüenza 
del  pudor  ofendido  y déla  integridad  mancha- 
da de  la  casta  matrona  que  se  encuentra  en 
una  posición  indefinible,  ni  viuda,  ni  casa- 
da, ni  soltera.  Que  suceda  cuando  no  ha  podi- 
do excusarse,  es  una  gran  desgracia;  que  lo 
permita  la  ley  pudieudo  impedirlo,  es  casi  un 
crimen. 

Tampoco  está  motivada  Inacción  exclusiva  de 
denunciar  el  impedimento  que  nace  de  falta  del 
consentimiento  ó consejo  en  el  matrimonio  de 
los  menores,  concedida  por  la  ley  al  que  ha  de 
prestarlo.  No  es  razón  el  que  « así  lo  exige  el  ca- 
rácter de  las  relaciones  que  median  entre  el  pa- 
dre y sus  hijos,  que  excluye  la  interposición  de 
un^,  tercera  persona;»  porque  esto  seria  bueno 
cuando  el  casamiento  no  afectase  al  órden  pú- 
bdico,  y el  hecho  del  hijo  se  considerase  como 
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un  delito  privado;  como  sucede  en  la  injuria  y 
el  adulterio. 

En  estos,  si  el  ofendido  no  se  queja,  el  ofensor 
permanece  impune  ; pero  al  menor  que  contrae 
matrimonio  sin  consentimiento  del  que  deba 
prestarlo,  puede,  debe  formársele  causa  de  ofi- 
cio, puesto  que-seüalándosele  pena  en  el  Códi- 
go, no  se  advierte  que  no  pueda  imponérsele 
sino  á instancia  de  la  parte  ofendida.  Si,  pues, 
se  considera  un  delito  público,  si  el  que  lo  co- 
mete ha  (le  ser  penado  como  otro  cualquier  reo, 
¿qué  motivo  hay  para  no  impedirse  la  comisión 
del  delito,  para  prohibir  que  cualquiera  lo  do- 
' nuncie,  salvándose  asi  el  respeto  debido  á la 
santidad  de  las  leyes?  Ya  que  no  se  concediera 
á ningún  particular  por  considerarse  que  el  in- 
terés privado  estaba  resumido  en  el  que  habia 
de  prestarlo,  al  menos  permitiérase  la  denuncia 
al  Ministerio  público  , representante  de  la  ley  y 
encargado  especialmente  de  velar  por  sn  cum- 
plimiento. 

La  denuncia  podrá  hacerse  por  escrito  ó ver- 
balmente; si  por  escrito,  ha  de  ratificarse  el  de- 
nunciante dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes; si  verbalmente,  se  hará  constar  en 
acta  que  autorizará  el  secretario  del  juez  muni- 
cipal y firmará  el  denunciante  si  supiese  ó pu- 
diese; sustanciándosela  denuncia  por  los  trámi- 
tes que  se  establecieren  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil:  arts.  23  y 26  de  la  ley. 

La  denuncia  hecha  verbalmente  6 por  escrito 
de  impedimentos  que  no  sean  los  marcados  por 
la  ley  en  los  arts.  4.”,  5."  y 6.°,  ó el  de  falta  de  con- 
sentimiento ó de  consejo,  no  hecha  por  la  per- 
sona que  ha  de  prestarlos,  las  que  fueren  pre- 
sentadas después  del  tórmiuo  señalado  en  los 
. edictos  ó en  los  cinco  dias  siguientes  á su  con- 
clusión (á  no  hacerse  ante  el  juez  municipal 
que  ha  de  autorizar  el  matrimonio  y antes  de  su 
, celebración  en  que  por  su  culpa  no  se  ratifiquen 
los  denunciantes  durante  las  veinticuatro  ho- 
ras), y las  escritas  subsiguientes  á la  presenta- 
ción de  la  denuncia,  serán  desechadas  de  plano 
por  el  juez  municipal  á quien  se  presenten:  ar- 
tículo 43  del  reglamento. 

Contra  estas  providencias  denegatorias  po- 
drán reclamar  los  interesados  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  á la  de  la  notificación 
al  Presidente  del  tribunal  de  partido,  quien,  pré- 
vio  informe  del  juez  municipal  y oido  el  fiscal, 
resolverá  sin  ulterior  recurso:  art.  48  del  regla- 
mento, prescrip.  1.*  y 2.1 

Extendida  eL  acta  de  la  denuncia  verbal  ó ra- 
tificado el  denunciante  en  la  escrita,  se  notificará 
á los  que  intentaren  contraer  matrimonio  y á 
sus  padres  ó curadores , si  aquellos  fuereu  me- 
nores de  veinticinco  años.  Al  ser  notificados  de 
la  denuncia  ó en  las  veinticuatro  horas  siguien- 
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tes,  podrán  los  interesados  persistir  ó no  en  la 
celebración  del  matrimonio;  sino  desistieren,  se 
recibirá  á prueba  la  denuncia  por  ocho  dias. 

Si  los  denunciados  ó sus  legítimos  represen- 
tantes se  opusieren  á la  denuncia,  se  les  admi- 
tirán como  al  denunciante  todas  las  pruebas 
pertinentes  que  en  el  expresado  término  propon- 
gan, practicándose  con  citación  contraria.  Las 
declaraciones  de  testigós  se  recibirán  á presen- 
cia de  los  interesados  si  quisieren  asistir,  pu- 
diendo  hacerse  á aquellos  en  el  acto  las  pregun- 
tas y repreguntas  que  el  juez  estime  condu- 
centes, y no  admitiéndose  interrogatorios  por 
escrito:  art.  48,  prescrip.  3/  y 4.*  de  id. 

Trascurridos  los  ocho  dias  útiles  de  la  prueba 
se  unirán  á la  denuncia  las  practicadas  citándo- 
se  y emplazándose  á las  partes  para  que  en  el 
término  de  ocho  dias,  desde  el  último  emplaza- 
miento, y un  dia  mas  por  cada  40  kilómetros  de 
distancia  del  pueblo  del  emplazado  al  en  que  ra- 
dique el  tribunal,  comparezcan  ante  el  de  par- 
tido al  que  se  le  remitiráu  todos  I03  expedientes 
por  conducto  del  juez  á quien  corresponda  auto- 
rizar la  celebración  del  matrimonio:  art.  48, 
prescrip.  5.*  y 6.1  de  id. 

Recibidos  los  expedientes,  el  tribunal  de  parti- 
do, trascurrido  que  sea  el  término  del  emplaza- 
miento, convocará  á los  interesados  que  se  hu- 
bieren personado  y al  fiscal  á juicio  verbal  que 
deberá  celebrarse  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes: art.  48,  prescrip.  7."  de  id. 

Los  interesados  y el  fiscal  podrán  presentar  en 
el  acto  del  juicio  verbal  los  nuevos  testigos  y 
documentos  que  les  convengan ; y el  tribunal 
acordar  para  mejor  proveer  las  providencias  que 
considere  indispensables,  dictando  dentro  de  los 
cinco  dias  siguientes  al  de  la  celebración  del 
juicio  providencia  motivada  admitiendo  ó dese- 
chando la  denuncia  sin  que  contra  ella  se  dé  re- 
curso alguno:  art.  48,  prescricíon  p.  8.a,  9.*  y 
10.*  de  id. 

Si  la  denuncia  privada  fuere  desestimada,  los 
denunciantes  serán  condenados  á la  indemniza- 
ción de  gastos,  a no  ser  que  la  denuncia  fuera 
de  las  que  debió  desechar  el  juez  de  plano,  en 
cuyo  caso  se  condenará  al  juez.  Si  el  tribunal  de 
partido  considerare  maliciosa  la  denuncia,  reser- 
vará su  derecho  á los  perjudicados  para  ejercitar 
en  el  juicio  correspondiente  las  acciones  civiles  y 
penales  que  procedieren:  art.  27  déla  ley  y 48, 
prescrip.  9.*  del  reglamento. 

La  denuncia  de  los  impedimentos  habrá  de' 
hacerse  en  el  término  señalado  en  los  edictos  ó 
en  los  cinco  dias  siguientes  á su  conclusión.  La 
que  se  hiciere  después  no  será  admisible  á no 
interponerse  ante  el  juez  municipal  que  hubiere 
de  autorizar  el  matrimonio  y antes  de  su  ce- 
lebración. De  la  dispensa  de  los  edictos  para 


contraer  matrimonio  se  trata  en  el  articulo  Edic- 
to. V.  Matrimonio  civil.  * 

IMPERICIA,  La  falta  de  habilidad  en  una  cien- 
cia ó arte  que  se  profesa.  La  impericia  es  inex- 
cusable cuando  causa  perjuicio  á alguna  perso- 
na. Imprudentia  artijicis  non  sucurritur ; qiiia 
unusquisqm  peritiam  in  arle  sua  prestare  debet : 
quam,  ob  ron  si  quis  per  inipenliam,  alicui  nocue  - 
rit,  te  nebí  tur  siquuleni  imperiUa  culpes  adnmnera- 
lur;  siegue  nono  debet  susciperé  id  in  quo  novit 
suam  imperitüm  vel  imprudenfáaui  al  teñí  damno- 
samfore : ley  132,  D.  de  regis  juris.  Así  es  que  las 
faltas  cometidas  por  impericia  en  las  profesiones 
de  médico,  cirujano,  boticario,  y en  las  de  las 
artes  y oficios,  son  castigadas  judicialmente  cou 
proporción  al  perjuicio  que  hubieren  causado;  y 
el  juez  que  por  impericia  diere  sentencia  injus- 
ta, quedaba  antes  obligado  á pagar  los  daños  al 
litigante  agraviado  * y hoy  incurre  en  la  pena 
del  art.  3G5  del  Código  penal  de  1870  expuesto  en 
el  de  esta  obra  Prevaricación.  * Quia  scilicet  impe- 
ritia  culpes  admmeratur , el  culpa  reus  est  qui 
artera  quam  pro  file  tur  ignorat.  V.  Cuasi-delito, 
Culpa,  Daño , Médico . Cirujano , ■ Homicidio  por 
impericia  y Artesano. 

IMPERIO.  La  potestad  que  tienen  los  jueces 
para  pronunciar  las  sentencias  y hacerlas  ejecu- 
tar. Se  divide  en  mero  y mixto.  Imperio  mero  es 
la  potestad  que  reside  en  el  Soberano,  y por  su 
disposición  eu  los  jueces  y magistrados  parfi  im- 
poner á los  delincuentes  cou  conocimiento  de 
causa  las  penas  de  muerte,  perdimiento  de  miem- 
bro, destierro  perpétuo  ú otras  de  gravedad. 
Imperio  mixto  es  la  facultad  que  compete  a los 
jueces  y magistrados  para  decidir  las  causas  ci- 
viles, y llevar  á efecto  sus  sentencias,  como 
ig-ualmente  para  determinar  las  cansas  crimina- 
les cuya  pena  es  menos  grave  que  las  indicadas; 
ley  18,  tít.  4.°,  Part.  3/  V.  Jurisdicción. 

IMPERTINENTE.  Lo  que  no  pertenece  á la  cues- 
tión de  que  se  trata,  y no  puede  servir  para  su 
decisión.  Cuando  los  hechos  de  que  se  quiere 
hacer  prueba  ó las  taclias  que  se  oponen  contra 
ios  testigos,  no  vienen  al  caso  y son  fuera  de 
propósito,  el  juez  las  declara  impertinentes  é 
inadmisibles. 

IMPETRA.  Facultad,  licencia  ó permiso;  y la 
Bula  en  que  se  conceden  beneficios  dudosos  con 
obligación  de  aclararlos  de  su  cuenta  y riesgo  el 
que  les  consigue.  Impetrable  se  dice  de  la  cosa  ó 
gracia  que  puede  obtenerse.  Impetrante  es  aquel 
á quien  se  ha  concedido  alguna  gracia  por  el 
Príncipe;  é impetrar  significa  conseguir  algún 
favor,  don,  gracia  ó privilegio  que  se  ha  soli- 
citado. 

IMPLORAR  EL  OFICIO  NOBLE  DEL  JUEZ.  Algunos 
suelen  terminar  las  demandas  diciendo  que  im- 
ploran el  oficio  noble  del  juez.  Mas  esta  cláusula 
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es  inútil  en  nuestros  juicios,  y solo  podría  venir 
al  caso  en  los  de  los  romanos.  Entre  estos  habla 
oficio  noble  y oficio  mercenario  de  juez,  el  noble 
correspondía  ai  pretor;  y el  mercenario  á los  jue- 
ces subalternos,  El  pretor  ejercía  su  oficio  noble, 
cuando  por  su  propia  autoridad  concedía  á los 
menores  el  beneficio  de  la  restitución,  daba  tu- 
tores ó curadores  á los  que  no  los  tenian,  y hacia 
ejecutar  las  sentencias  de  los  jueces  etc.;  y los 
jueces  ejercían  su  oficio  mercenario,  cuando  co- 
nocían y decidian  las  causas  que  les  enviaba  el 
pretor,  el  cual,  así  por  sus  graves  ocupaciones 
como  por  razón  de  su  dignidad,  no  determinaba 
los  litigios  privados,  sino  que  después  de  ciertas 
diligencias  preparatorias  que  se  practicaban  ante 
61,  designaba  al  litigante  la  acción,  la  fórmula  y 
el  juez  que  habla  de  entender  en  su  causa. 

IMPORTACION.  La  introducción  de  géneros  ex- 
tranjeros. V.  Contrabando. 

IMPOSIBLE.  Lo  que  no  puede  existir  ni  suceder 
ni  ejecutarse,  ora  por  repugnarlo  el  orden  natu- 
ral de  las  cosas,  ora  por  ser  contrario  á las  le- 
yes ó á las  buenas  costumbres:  ImpossiMle  est 
illud,  cui  natura  ve!  lex  impedimento  est,  gao  Mi- 
ñus  exista  i.  La  imposibilidad,  pues,  es  dedos  es- 
pecies; imposibilidad  de  hecho  ó por  la  natura- 
leza 6 imposibilidad  de  derecho  ó por  la  ley.  En 
efecto,  no  solo  se  tiene  por  imposible  lo  que  físi- 
camente no  puede  hacer  el  hombre,  como  locar 
el  cielo  con  la  mano,  beberse  toda  el  agua  del 
mar  ó dar  un  monte  de  oro,  sino  también  lo  que 
legal  ó moralmente  no  puede  ejecutar,  aunque 
lo  pueda  hacer  físicamente,  como  matar  á una 
persona,  cometer  un  adulterio,  abandonar  á sus 
lujos  ó andar  desnudo  por  la  calle:  Nam  quee  fac- 
ía Iwdnnt  piekilcm,  existimationem , verecundiam 
noslram,  et  (nt gemraliter  dixerim)  contra  bonos 
mores  fu,  ni,  ncc  faceré  nos  posse  credendnm  est: 
ley  15,  tít.  7,’’,  lib.  28  del  Digesto. 

Es  un  axioma  de  derecho  que  nadie  puede 
obligarse  á cosas  imposibles;  Impossibilhm  imita 
obligado  est:  ley  185,  tít.  17,  lib.  50  del  Digesto. 
Qicod  impossible  est,  ñeque  pacto,  ñeque  $ ti pulalio- 
ne  potes t compreliendi,  ut  utilem  actionem  avt  fac- 
tmn  ef ficere  possil:  ley  31  de  d.  tít.  y lib.  (¿uce 
rerum  natura  pro/dbeultir,  nulla  lega  confírmala 
sunl:  ley  188,  ¿bi.  Ea,  quee  dar  i impossibüia  suut, 
ve¿  quee  in  rerum  natura  non  suut,  pro  non  adjec - 
hs  habentar : ley  135,  ihi.  V.  Condición  imposible , 
Obligación  condicional  y Obligación  nula. 

Ninguno  es  responsable  de  las  cosas  que  son 
superiores  á sus  fuerzas,  y que  no  puede  hacer 
ni  impedir  cou  toda  su  diligencia  y toda  su  in- 
dustria: ley  27,  tít.  11,  Part,  3.“,  á no  ser  que  se 

haya  puesto  en  esta  imposibilidad  por  su  propia 
culpa. 

No  es  culpable  quien  no  impide  la  perpetra- 
ción de  un  crimen  ó delito  cuando  le  es  imposi- 


ble el  impedirla:  Culpa  carel,  qwt  scit,  sed  pvohi- 
bere  non  potes l:  Pfnllum  crimen  patitur  is,  q%i  non 
proMbet,  cura  prohíben  non  potes l : leyes  50  y 109, 
tít.  17,  lib.  50  del  Digesto.  Si  la  imposibilidad 
excusa  de  culpa,  es  consiguiente  que  la  posibi- 
lidad de  impedir  un  delito  produce  responsabili- 
dad contra  el  que  pudiendo  no  lo  estorba.  Así 
con  efecto  lo  deciden  los  jurisconsultos  romanos: 
Q.ni  patitur  alten  injuriam  inferri,  cuín  eam  pro- 
hibiere possil,  tenetur.  V.  Auxilio  contra  el  injusto 
agresor. 

IMPOSICION.  La  carga,  tributo  ú obligación 
que  se  impone;  y también  el  impuesto  público. 
V.  Arbitrios  y Contribuciones. 

IMPOSTOR.  El  que  atribuye  falsamente  á otro 
alguna  cosa;  ó el  que  finge  ó engaña  con  apa- 
riencia de  verdad.  Es  mas  ó menos  criminal  se- 
gún el  daño  que  causa.  Impostores  dicuntur  de - 
ceplores  et  qui  fallunt  pmzsligiis  quibusdam  , ab 
impone  ¡uto , id  est,  decipiendo  dicli.  Calv.  Lex.ju- 
rid.  V.  Calumniador , Dolo  y Falsedad. 

IMPOSTURA.  La  imputación  falsa  y maliciosa; 
y el  fingimiento  ó engaño  con  apariencia  de  ver- 
dad. Si  quis impostar am  fecerit,  dice  la  ley  3.a,  tí- 
tulo 20,  lib.  47  del  Digesto,  vel  collusionem  in  ne- 
cem  alierius , stelionatus  po  terit  postulan.  V.  Ca- 
lumnia, Falsedad,  Engaño  y Estelionato . 

IMPOTENCIA.  En  una  acepción  general  es  la 
falta  de  poder  para  hacer  alguna  cosa;  pero  en 
jurisprudencia  se  toma  por  la  incapacidad  de 
llenar  el  objeto  del  matrimonio,  que  es  la  coha- 
bitación entre  el  hombre  y la  mujer  para  la  pro- 
creación de  los  hijos. 

La  impotencia  puede  ser  natural  ó casual;  per- 
pétua  ó temporal;  absoluta  ó relativa.  Es  natural 
ó intrínseca  cuando  proviene  de  algún  defecto  de 
la  naturaleza,  como  de  frialdad  eu  el  hombre, 
nmirum  defecto,  ereclionis,  intromissionis  et  in - 
missionis  senúwisin  vas  fannineum ; de  estrechez  eu 
la  mujer,  quee  adeo  arda  est  ut  cum  ea  carnale 
commercium  haberi  nequmt ; y de  menor  edad  cu 
las  personas  que  no  lian  llegado  todavía  á.  la  pu- 
bertad. Es  casual  ó estrínseca,  cuando  proviene 
de  algún  accidente,  como  de  .castración  ó am- 
putación. Es  perpetua , cuando  no  hay  ninguna 
esperanza  de  que  pueda  cesar,  como  la  de  los 
eunucos;  y temporal,  cuando  debe  cesar  con  el 
tiempo  , como  la  de  los  impúberes,  ó puede  cu- 
rarse con  remedios  ordinarios  sin  necesidad  de 
recurrir  á los  extraordinarios  y violentos  que 
acarrearían  el  riesgo  de  perder  la  vida.  Absoluta 
es  la  que  se  eucueutra  eu  un  hombre  con  res- 
pecto á cualesquiera  mujeres,  ó en  una  mujer 
coa  respecto  á cualesquiera  hombres;  y relativa 
la  que  se  encuentra  en  un  hombre  ó mujer  con 
respecto  á una  mujer  ú hombre  determinado,  y 
no  con  respecto  á los  demás  hombres  ó mujeres: 
leyes  1.a,  2.a  y 3.a,  tít.  8.°,  Part.  4.a 
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La  impotencia  perpétua,  sea  natural  ó casual, 
es  impedimento  dirimente  del  matrimonio,  el 
cual  se  anula  si  ya  estuviese  contraido,  á instan- 
cia de  alguno  de  los  cónyuges,  quedando  libre 
el  potente  para  casarse  con  otra  persona:  mas 
para  ello  la  impotencia  debe  ser  anterior  al  ma- 
trimonio ; pues  si  sobreviene  después  de  su  ce- 
lebración, ya  no  da  lugar  á la  nulidad,  respecto 
de  que  el  matrimonio  válidamente  contraido  es 
indisoluble:  leyes  6.a  y 10.  tít.  2 ",  y leyes  1.a, 
2.",  3.a  y 4.a,  tít.  8.°,  Part.  4.a  Nadie  puede  pedir 
la  anulación  del  matrimonio  por  impotencia, 
sino  los  mismos  cónyuges;  y si  ellos  callaren  su 
impedimento  conviniéndose  en  vivir  juntos  como 
hermanos,  no  se  les  podrá  separar:  ley  1.a,  tít.  9.°, 
Part.  4.a  ' 

La  impotencia  temporal,  sea  natural  ó casual, 
no  anula  el  matrimonio , pues  no  impide  abso- 
lutamente y para  siempre  los  fines  de  esta  ins- 
titución ; ley  2.a,  tít.  8.°,  Part.  4.a 

Cuando  la  impotencia  es  dudosa,  ó no  se  pue- 
de averiguar  si  es  temporal  ó perpétua,  á los 
casados  que  por  razón  de  ella  pretendan  sepa- 
rarse, se  debe  dar  el  plazo  de  tres  años  para  que 
vivan  juntos,  recibiéndoles  juramento  de  que 
procurarán  la  cohabitación ; y si  en  este  tiempo 
no  la  hubiesen  podido  conseguir,  se  declarará 
perpétua  la  impotencia  mediante  su  instancia, 
precedidos  los  competentes  reconocimientos,  y 
después  de  tomar  juramento  á cada  uno  de  los 
dos  sobre  haber  procurado  y no  conseguido  la 
cohabitación,  debiendo  jurar  asimismo  siete  pa- 
rientes del  varón  y otros  siete  de  la  mujer,  ó en 
su  defecto,  igual  número  de  personas  de  la  ve- 
cindad, que  creen  y están  persuadidos  de  que 
así  el  varón  como  la  mujer  prestaron  con  verdad 
su  juramento : leyes  5.a  y 6.’,  tít.  8.°,  Part.  4.a  La 
mujer  que  no  fuere  virgen  debe  presentar  su  de- 
manda de  separación  dentro  de  un  mes,  contado 
desde  que  conociere  la  impotencia  de  su  marido, 
pues  pasado  este  tiempo  no  será  creída  ni  admi- 
tida á la  prueba  de  los  tres  años  en  caso  de  que 
el  marido  jure  que  consumó  el  matrimonio:  ley 
6.a,  d.  tít.  8.°,  Part.  4.a 

Si  pasado  el  trienio  de  prueba  declara  el  ma- 
rido de  cuya  potencia  se  duda,  que  no  ha  podido 
consumar  el  matrimonio , y la  mujer  afirma  que 
lo  ha  consumado,  no  apareciendo  señales  cier- 
tas sino  dudosas  de  la  impotencia,  debe  creerse 
á la  mujer  y no  al  marido;  y si,  por  el  contrario, 
la  mujer  niega  la  consumación  y el  marido  la 
afirma,  no  habiendo  señales  ciertas,  debe  creer- 
se al  marido  y no  á la  mujer,  de  suerte  que  en 
uno  y otro  caso  habrá  de  estarse  .por  la  validez 
del  matrimonio , como  uniformemente  asientan 
los  canonistas. 

Cuando  constando  de  un  modo  evidente  la  im- 
potencia perpétua,  se  duda  sobre  su  anteriori- 


dad ó posterioridad  á la  celebración  del  matri- 
monio, se  presume  anterior  en  caso  de  ser  na- 
tural ó intrínseca;  pero  en  el  de  ser  extrínseca 
ó accidental,  se  presume  posterior,  á no  ser  que 
el  cónyuge  potente  se  querellase  dentro  del  pri- 
mer mes  siguiente  al  casamiento:  argumento 
de  la  ley  6.a,  tít.  8.”,  Part.  4.a,  y opinión  común 
de  los  canonistas. 

Declarada  la  perpetuidad  de  la  impotencia  y 
su  anterioridad  á la  celebración  del  enlace  con- 
yugal, queda  disuelto  el  matrimonio,  y los  cón- 
yuges vuelven  á la  libertad  que  tenían  antes  de 
contraerlo.  Pero  si  el  cónyuge  reputado  por  im- 
potente se  casare  con  otra  persona  y con  ella 
tuviere  cópula  perfecta,  será  nulo  este  segundo 
matrimonio,  y habrá  de  restablecerse  el  prime- 
ro, á no  ser  que  resultare  que  su  impotencia 
perpétua  es  solo  relativa  á la  persona  con  quien 
primeramente  se  babia  casado  y no  respecto  de 
las  demás:  leyes  3.a  y 7.*,  tít.  8.°,  Part.  4.a,  que 
coacuerdan  con  el  derecho  canónico. 

+ Según  la  ley  de  Matrimonio  civil  es  requi- 
sito, para  poderlo  celebrar,  no  adolecer  de  impo- 
tencia : art.  4.“ 

Si  un  impotente  contrajese  matrimonio,  no  se 
reputará  válido : art.  92.  V.  Impedimentos  diri- 
i mentes  é Impedimentos  impedentes  en  el  matrimo- 
nio civil.  * 

IMPRENTA.  El  arte  de  imprimir  libros,  y la  ofi- 
cina ó el  lugar  donde  se  imprime.  V.  Libertad 
de  imprenta. 

IMPRESCRIPTIBLE.  Lo  que  no  se  puede  prescri- 
bir. V.  Prescripción . 

IMPRESOR.  El  artífice  que  imprime  y el  dueño 
de  alguna  imprenta. 

* Las  obligaciones  de  los  impresores  han  sido 
varias  á medida  que  ha  variado  la  legislación 
sobre  libertad  de  imprenta. 

Por  regla  general  se  ha  establecido  que  no 
puedan  tener  prensas  ocultas;  disposición  que 
ya  antiguamente  regia  por  la  ley  22,  pár.  7.% 
tít.  16,  lib.  8.°,  Nov.  Recop.;  debían  noticiar  á la 
autoridad  gubernativa  el  punto  donde  estable- 
cían la  imprenta;  poner  en  todo  impreso  su 
nombre,  apellido,  lugar  y año  de  la  impresión, 
y en  los  periódicos  el  del  editor  responsable 
cuando  los  prescribía  la  ley. 

La  responsabilidad  de  los  impresores  está  hoy 
determinada  por  el  art.  14  del  Código  penal,  qué 
previene  se  les  castigue  como  autores  de  los  de- 
litos y faltas  que  se  cometan  por  medio  de  la 
imprenta,  en  defecto  de  los  autores  del  escrito, 
de  los  directores  de  la  publicación  y de  los  edi- 
tores, siempre  que  ninguno  de  ios  tres  fuese  co- 
nocido, ni  estuviere  domiciliado  en  España,  ni 
estuviera  sujeto  á responsabilidad  criminal. 

Se  entiende  por  impresor  para  los  efectos  de 
este  artículo,  los  directores  ó jefes  del  establecí- 
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miento  en  que  se  haya  impreso,  grabado  ó pu-  ' 
blicado  por  cualquiera  otro  medio  el  escrito  ó ; 
estampa  criminal.  V.  Libertad  de  inip'i cuta.  * 

IMPRUDENCIA.  El  defecto  de  la  advertencia  ó 
previsión  que  debía  haberse  puesto  en  alguna 
cosa.  La  falta  cometida  por  imprudencia  no  es 
excusable  cuando  ha  causado  daño  ó perjuicio 
k alguna  persona.  Y.  Culpa  y Homicidio  por  im- 
prudencia. 

* La  imprudencia  puede  ser  temeraria  ó sim- 
ple imprudencia,  que  también  se  denomina,  ne- 
gligencia. 

Hay  imprudencia  temeraria  cuando  se  verifica 
un  hecho  en  tales  circunstancias  que  á cual- 
quiera hubieran  podido  ocurrir  los  daños  que  se 
podían  causar,  por  poco  que  en  ello  hubiese  re- 
flexionado. Supone,  pues,  la  imprudencia  teme- 
raria una  falta  de  reflexión  grave  y sumamente 
notable,  que  puede  decirse  lleva  consigo  cierta 
voluntad,  aunque  irreflexiva,  de  causar  ó de  no 
evitar  el  daño.  Esta  imprudencia  se  castiga  con 
pena  mayor  ó menor,  según  que  el  acto  que  se 
ejecuta  fuere  mas  ó menos  grave.  Por  eso  el  Có- 
digo penal  de  1870  impone  al  que  por  impruden- 
cia temeraria  ejecutare  un  hecho,  que  si  me- 
diare malicia,  constituida  un  delito  grave,  la 
pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo,  á 
prisión  correccional  en  su  grado  mínimo,  y la 
de  arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y me- 
dio, si  constituyera  un  delito  menos  grave:  pár- 
rafo l.°  del  art.  581. 

El  hecho  de  haberse  causado  lesiones  á un 
viajero  cogiéndole  las  ruedas  de  un  tren,  al  veri-  : 
flear  una  maniobra  para  trasladar  este  á la  via  j 
de  apartadero,  pero  sin  tomarse  préviamente  las 
medidas  de  precaución  necesarias  para  evitar 
una  desgracia  á los  viajeros,  disponiendo  que, 
atendido  el  mal  estado  de  los  terrenos  inmedia- 
tos á la  estación,  por  causa  de  las  obras  que  se 
estaban  ejecutando,  no  salieran  de  ella  hasta 
que  el  tren  estuviera  situado  en  la  via  corres- 
pondiente, y mandando  entonces  que  fueran 
acompañados  de  algún  dependiente  provisto  de 
luz  para  guiarles  sin  riesgo  alguno  al  punto  en 
que  aquel  se  encontraba,  debe  ser  calificado  y 
castigado  de  delito  de  lesiones  causadas  por  im- 
prudencia temeraria:  sentencia  de  7 de  Marzo 
de  1871. 

El  hecho  de  enseñar  un  arma  con  porción  de 
tiros  á una  persona,  sin  adoptar  precaución  al- 
guna, habiéndole  ocasionado  la  muerte  por  ha- 
berse disparado  dicha  arma,  debe  calificarse  de 
delito  de  homicidio  cometido  por  imprudencia 
temeraria.  Así  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo en  el  caso  de  haber  accedido  un  sugeto  á 
enseñar  un  revvolver  que  llevaba  cargado  á otro 
que  manifestó  deseos  de  verlo,  y de  haber  caído 
muerto  este  al  acercarse  al  primero.  El  Tribunal 


se  fundó,  en  que  ya  estuviera  el  rewolver  al  dis- 
pararse en  poder  del  que  lo  enseñaba  , ó del  su- 
geto que  deseó  verlo,  en  ambos  casos  obró  aquel 
con  imprudencia  temeraria;  en  el  primero,  por- 
que debiendo  creer  al  que  lo  entregó  conocedor 
de  una  arma  que  llevaba  consigo,  no  tomó  al 
enseñarla  las  precauciones  necesarias  y el  indis- 
pensable cuidado  que  debiera  para  no  ocasio- 
nar una  desgracia  como  la  que  sucedió;  y en  el 
segundo,  por  haberla  entregado  á persona  que 
no  conocía  el  peligro  que  podía  correr  de  exa- 
minarla por  sí  mismo,  sin  hacerle  precaución 
alguna  antes  de  ponerla  en  sus  manos,  de  lo 
cual  se  ocasionó  un  homicidio,  no  por  mero  acci- 
dente, sino  por  la  temeraria  imprudencia  con 
que  se  verificó  dicho  acto:  sentencia  de  28  de 
Junio  de  1871. 

El  hecho  de  dar  fuego  un  labrador  á una  suer- 
te de  tierra  de  su  propiedad,  con  el  fin  de  mejo- 
rar su  cultivo,  causando  con  ello  daño  en  las 
mieses  que  se  hallaban  en  otra  heredad  inme- 
diata, debe  calificarse  de  imprudencia  temera- 
ria, por  haber  ejecutado  este  hecho  sin  la  corres- 
pondiente autorización  y sin  tomar  las  medidas 
de  precaución  que  se  acostumbra  para  evitar 
que  se  propague  el  fuego,  sin  que  pueda  califi- 
carse de  falta  y daño  que  no  exceda  de  cin- 
cuenta pesetas , que  se  castiga  en  el  art.  616 
del  Código  penal : sentencia  de  12  de  Octubre 
de  1871. 

Hay  imprudencia  simple  ó negligencia  cuan- 
do se  verifica  un  acto  que  produce  daño,  de 
suerte  que  no  á todos  hubiera  ocurrido  que  po- 
dría causarlo,  sin  reflexionar  en  ello  con  algún 
detenimiento  y sin  emplear  aquellas  precaucio- 
nes que  todo  hombre  diligente  pondria,  para  que 
las  consecuencias  de  sus  actos  correspondieran 
á su  intención  de  no  dañar.  Esta  imprudencia 
ó negligencia  se  castiga  generalmente  como 
falta,  según  lo  prescrito  en  el  art.  G05,  núm.  3."; 
pero  cuando  va  acompañada  de  infracción  de 
reglamentos  se  castiga  como  delito,  aunque  con 
pena  menor  que  la  imprudencia  temeraria.  Por 
eso  se  dispone  en  el  pár.  2."  del  citado  art.  581, 
que,  al  que  con  infracción  de  los  reglamentos 
cometiere  un  delito  por  simple  imprudencia  ó 
negligencia,  se  impondrá  la  pena  de  arresto 
mayor  en  sus  grados  medio  y máximo. 

El  hecho  de  causar  lesiones  el  vuelco  de  un 
coche  á varios  viajeros  por  llevar  en  aquel  ma- 
yor número  de  los  que  permiten  los  reglamen- 
tos, constituye  el  delito  de  lesiones  por  impru- 
dencia de  esta  clase.  Así  lo  declaró  el  Tribunal 
Supremo  en  un  caso  en  que  resultaba  que  el 
coche  cuyo  vuelco  ocasionó  heridas  á los  viaje- 
ros, llevaba  veinte  de  estos,  diez  y seis  de  los 
cuales  iban  en  la  vaca,  siendo  muy  superior 
este  número  al  que  su  dueño  podía  y debía  ad- 
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mitir,  conforme  al  reglamento  de  13  de  Mayo 
de  1857,  y la  colocación  de  los  mas  en  la  parte 
mas  alta  del  coche  debia  producir  un  desnivel 
con  sus  fatales  consecuencias  del  menor  ac- 
cidente, extremos  que  comprenden  evidente- 
mente una  imprudencia  con  infracción  de  re- 
glamentos, la  cual  contribuyó  indudablemente 
al  vuelco  del  coche : sentencia  de  27  de  Mayo 
de  1873. 

En  la  aplicación  de  las  penas  mencionadas 
procederán  los  tribunales  según  su  prudente 
arbitrio,  sin  sujetarse  á las  reglas  prescritas  en 
el  art.  82:  pár.  3.°  del  art.  581.  Las  reglas  del  ar- 
tículo 82  á que  se  refiere  este  párrafo,  versan 
sobre  el  grado  de  pena  que  debe  aplicarse  cuan- 
do concurren  ó no  circunstancias  agravantes  ó 
atenuantes.  Aquí  se  deja  en  libertad  á los  tribu- 
nales para  que  procedan  independientemente 
de  estas  reglas,  por  lo  que  teniendo  en  cuenta 
la  mayor  ó menor  irrefiexion , imprudencia  ó 
negligencia  que  dió  ocasión  al  hecho,  como 
también  las  circunstancias  atenuantes  ó agra- 
vantes del  mismo,  podrán  aplicar  una  pena  que 
no  se  halle  dentro  de  aquellas  reglas. 

Lo  dispuesto  en  los  tres  párrafos  copiados  del 
art.  581 , no  tendrá  lugar  cuando  la  pena  seña- 
lada al  delito  sea  igual  ó menor  que  las  conte- 
nidas en  el  párrafo  primero  del  mismo , en  cuyo 
caso  los  tribunales  aplicarán  la  inhiediata  á la 
que  corresponda  en  el  grado  que  estimen  con- 
veniente: pár.  4.°  del  art.  581.  Esta  disposición 
tiene  por  objeto  evitar  que  se  impusiera  ai  que 
delinquió  con  plena  malicia  igual  ó menor  pena 
que  al  que  obró  por  imprudencia  , como  aconte- 
cía anteriormente , puesto  que  existen  muchos 
delitos  que  se  castigan  con  pena  igual  ó menor  á 
las  impuestas  en  aquellos  párrafos  por  los  casos 
de  imprudencia  temeraria;  de  suerte,  que  en  lu- 
gar de  ser  la  imprudencia  y la  falta  de  malicia 
motivos  de  atenuación  , lo  eran  en  muchos  ca- 
sos de  agravación.  Según,  pues,  dicha  disposi- 
ción , no  se  impondrán  en  tales  casos  las  penas 
señaladas  en  el  art.  581,  sino  la  inmediata  infe- 
rior á la  que  corresponda  al  hecho  que,  de  eje- 
cutarse con  malicia,  hubiera  constituido  delito. 

Respecto  de  los  casos  en  que  por  simple  im- 
prudencia ó negligencia  sin  infracción  de  los 
reglamentos,  se  causare  un  mal  que  si  mediare 
malicia  constituiría  delito  ó falta,  se  castiga  por 
el  art.  605,  núm.  3.“  del  Código  penal,  con  la 
pena  de  5 á 25  pesetas  y reprensión.  * 

IMPUBER.  Él  que  no  ha  llegado  á 1a-  edad  de  la 
pubertad,  esto  es,  á los  catorce  años  cumplidos 
siendo  varón,  y á los  doce  siendo  hembra.  El 
impúber,  á quien  también  se  da  la  denomina- 
ción de  pupilo,  es,  ó infante,  ó próximo  á la  in- 
fancia, ó próximo  á la  pubertad.  Es  infante, 
desde  su  nacimiento  hasta  que  cumple  los  siete 


años;  próximo  á la  infancia,  desde  los  siete  años 
hasta  los  diez  y medio  siendo  varón,  y hasta  los 
nueve  y medio  siendo  hembra;  y próximo  á la 
pubertad,  desde  los  diez  años  y medio  ó nueve  y 
medio,  hasta  los  catorce  ó doce  respectivamente 
según  el  sexo.  V.  Edad,  pár.  2.°,  núrns.  II,  III 
y iv. 

Los  impúberes  no  pueden  casarse,  ni  hacer 
testamento,  ni  ser  testigos,  ni  disponer  libre- 
mente de  sus  cosas,  ni  obligarse,  ni  presentarse 
en  juicio,  ni  ser  castigados  con  las  penas  esta- 
blecidas por  las  leyes,  sino  con  otras  menores 
acomodadas  á sus  conocimientos,  á sus  hábitos 
y á su  edad,  con  tal  que  esta  pasase  de  diez  años 
y medio.  V.  Edad  para  casarse.— Aclor. —Testa- 
mento.— Testigo. — Menor. — Tutor  y Aceptación  de 
herencia. 

Aunque  según  acabamos  de  decir,  no  pueden 
obligarse,  pueden  no  obstante  obligar  á otros; 
de  modo,  que  los  próximos  á la  pubertad  pueden 
hacer  mejor  su  condición  por  sí  mismos  sin  la 
autoridad  de  su  tutor,  pero  no  peor  sin  esta  au- 
toridad; resultando  de  aquí,  que  los  contratos 
que  celebren,  no  valdrán  en  cuanto  les  dañen, 
pero  sí  en  cuanto  les  sean  provechosos.  Véase 
Menor. 

Según  las  Partidas,  los  infantes  y los  próximos 
á la  infancia,  esto  es,  los  menores  de  diez  años  y 
medio,  no  incurren  en  las  penas  legales  por  de- 
lito que  cometan  , porque  no  se  les  contempla 
capaces  de  dolo  y malicia;  ley  9.',  tít.  l.°,  Parti- 
da 7.a)  qnia  scüicet  suul  dolí  incapaces,  delidum 
antera  iutelligi  nonpotest  absque  dolo.  Los  próxi- 
mos á la  pubertad  pueden  ser  castigados  por  de- 
litos de  robo,  hurto , homicidio  ú otros  que  no 
sean  de  lujuria,  con  aquella  pena  que  graduare 
la  prudencia  del  juez,  atendiendo  á la  mayor  ó 
menor  gravedad  del  delito  y á las  circunstancias 
del  culpable,  mas  nunca  con  la  que  se  hallare 
establecida  por  la  ley  contra  los  delincuentes: 
ley  9.a,  tít.  l.%  Part.  7.a  Publico  interesl  ornni  ra- 
tioneimpuberibus  subvenid,  ita  ut  esta  ti  sit  condo - 
nandum',  sed  magis  publici  interesl  delicia  non 
manere  impunita,  si  a dolí  capacibus  admissa  sint, 
ne  scilicet  spe  impimitatis  alii  invilentur  (id  delin- 
quendum.  Itnque  impúberes  pubertad  proximi , 
ulpote  doli  capaces,  punid  possuni  ex  deludís,  ita 
tamen  ut  peence  atrocitas  mitigetur  cetatis  commise- 
ratione.  Dije  que  los  próximos  á la  pubertad  po- 
dían ser  castigados  de  algún  modo  por  delitos 
que  no  fueran  de  lujuria,  pues  por  los  de  esta 
clase  no  incurrian  en  pena  a:guna  hasta  des- 
pués de  haber  cumplido  los  catorce  años:  ley  4.a, 
tít.  19,  Part.  6.a  V.  Acusado. 

* Conforme  al  Código  penal  de  1870,  están 
exentos  de  responsabilidad  criminal  ei  menor 
de  nueve  años,  y el  mayor  de  nueve  y menor  de 
quince,  á no  ser  que  baya  obrado  con  discerní- 
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miento:  art.  8.°  V.  Menor.  Pero  es  circunstancia 
atenuante  ia  de  ser  el  culpable  menor  de  diez  y 
ocho  años:  art.  9.°  del  mismo.  * 

IMPUESTO,  La  contribución,  carga  ó tributo 
con  que  se  gravan  las  haciendas  , fi  utos,  mer- 
cancías y ramos  de  industria  para  atender  á las 
necesidades  del  Estado  y á las  particulaies  de 
los  pueblos.  No  puede  establecerse  sino  por  el 
Soberano  ó con  su  autorización.  V.  Arbitrios  y 
Contribuciones. 

* No  pueden  establecerse  sin  que  hayan  sido 
votados  por  las  Córtes  ó por  las  corporaciones 
populares,  legalmente  autorizadas  para  impo- 
nerlos. 

Todo  funcionario  público  que  intente  exigir  ó 
exija  el  pago  de  una  contribución  sin  los  requi- 
sitos mencionados,  incurre  en  el  delito  de  exac- 
ción ilegal.  Esto  dispone  el  art.  15  de  la  Consti- 
tución de  18(19. 

Aunque  la  palabra  impuesto  en  su  sentido 
propio,  solo  comprende  los  tributos  indirectos, 
así  como  la  palabra  contribución  los  directos, 
vulgarmente  se  usan  promiscuamente  estas  vo- 
ces; de  manera,  que  con  la  palabra  impuestos, 
se  designan  toda  clase  de.  tributos,  directos  é 
indirectos,  lo  mismo  que  con  la  palabra  contri- 
bución. 

En  este  sentido  se  halla  redactado  el  articulo 
constitucional,  y no  es  dudoso  que,  aun  cuando 
solo  menciona  como  de  competencia  exclusiva  de 
las  Cortes  el  establecimiento  de  contribuciones, 
y declara  reos  de  exacción  ilegal  á los  emplea-  i 
dos  que  exijan  contribuciones  no  votadas  por 
ellas,  comprende  igualmente  el  establecimien-  ' 
to  y exacciou  de  impuestos  no  votados. 

Los  Ayuntamientos  están  facultados  para  la 
imposición  de  prestaciones  personales:  art.  69  de 
La  ley  Municipal  de  20  de  Agosto  de  1870. 

Para  la  creación  de  arbitrios  é impuestos  mu- 
uicipales  sobre  determinados  servicios,  obras  é 
industrias. 

Para  hacer  repartos  generales  entre  todos  los 
vecinos  y hacendados,  proporcionales  á sus  ha- 
beres, y en  cuanto  basten  para  cubrir  el  déficit 
que  resulta  en  su  presupuesto. 

Para  crear  impuestos  sobre  artículos  de  co- 
mer, beber  y arder,  si  el  repartimiento  ofreciese 
dificultades:  art.  129  de  id. 

Las  Diputaciones  provinciales,  cuando  no  pu- 
dieren cubrir  su  presupuesto  de  gastos  con  ios  • 
recursos  ordinarios,  están  autorizadas  para  im- 
poner repartimientos  entre  los  pueblos  de  la 
provincia,  en  proporción  á-  lo  que  por  contribu- 
ciones directas  pague  cada  uno  al  Tesoro:  art.  81 
de  la  ley  Provincial  de  20  de  Agosto  de  1870.  ' 
V.  Ayuntamiento.--.  Contribuciones  y Di-putacion 
provincial.  * 

IMPUNIDAD.  La  falta  de  castigo,  esto  es,  la  li- 


bertad que  un  delincuente  logra  de  la  pena  en 
que  ha  incurrido.  La  impunidad  puede  provenir, 
ó de  no  haberse  descubierto  el  delito  ó su  perpe- 
trador, ó de  no  haberse  probarlo  la  delincuencia 
ó criminalidad  del  acusado,  ó de  haberse  sus- 
traído ei  delincuente  por  la  fuga  ó por  el  refugio 
en  lugar  de  asilo,  ó de  haber  obtenido  perdón 
ó indulto,  ó de  haber  quedado  prescrita  la  acción 
criminal.  La  impunidad  no  debe  pender  del  juez, 
cuando  el  crimen  está  plenamente  probado  en 
justicia;  pero  mientras  hubiere  duda,  vale  mas 
exponerse  al  riesgo  de  absolver  al  culpable  que 
condenar  á un  hombre  que  puede  ser  inocente. 
La  impunidad  es  un  gran  mal,  porque  fomenta 
los  delitos;  mas  el  castigo  de  la  inocencia  es  un 
mal  todavía  mas  grande,  porque  lleva  la  alarma 
y el  terror  á todos  Los  individuos  de  la  sociedad. 
V.  Absolución.  — Acusado.  — Acusador. — Instan- 
cia.—Asilo. — Fuga.  — Indulto  y Prescripción  de 
delito . 

IMPUTACION,  El  acto  de  atribuir  á otro  alguna 
culpa,  delito  ó acción  ; y la  compensación  de 
una  cantidad  con  otra,  ó la  deducción  de  una 
suma  sobre  otra.  Cuando  un  deudor  de  muchas 
obligaciones  hácia  un  acreedor  le  hace  algunos 
pagos  parciales , se  liará  la  imputación  ó aplica- 
ción de  ellos  á la  deuda  que  él  mismo  quisiere; 
si  calla,  á la  que  escoja  el  acreedor;  si  ninguno 
la  señala,  á la  mas  gravosa  por  razón  de  pena, 
usuras  ú otro  motivo , nimirum  i%  duriorem  can- 
sam  q%am  magis  debitori  ex-pediat  extinguí-,  y si 
son  iguales,  á todas  proporcionalmente.  Y.  Acu- 
sacion. — Calumnia  y Pago. 

INALIENABLE.  Lo  que  no  se  puede  enajenar  vá- 
lidamente; como  por  ejemplo,  las  cosas  que  es  - 
tán fuera  del  comercio,  las  sagradas,  religiosas 
y santas  sino  es  como  accesorias,  las  públicas  ó 
pertenecientes  á los  pueblos,  las  de  mayorazgos 
ó fideicomisos,  las  piedras  ó maderas  que  están 
constituyendo  algún  edificio,  las  cosas  litigio- 
sas , las  de  los  menores , las  de  los  que  tienen 
puesta  interdicción  y otras  semejantes,  cuyo  do- 
minio no  puede  traspasarse  á otro  sino  en  los 
casos  y con  las  formalidades  prescritas  por  las 
leyes.  Véase  Enajenación. — Bienes  eclesiásticos. — 
Bienes  vinculados.— Hipoteca  y Venia. 

INAPELABLE.  Aplícase  á la  sentencia  de  que  no 
se  puede  apelar.  V.  Apelable. 

INCAPACIDAD.  La  falta  de  las  calidades  ó dis- 
posiciones necesarias  para  hacer,  dar,  recibir, 
trasmitir  ó recoger  alguna  cosa,  La  incapacidad 
proviene  de  la  naturaleza,  ó de  la  ley  ó de  la  na- 
turaleza y de  la  ley  juntamente.  De  la  natura- 
leza, como  en  el  caso  del  niño  que  nace  infurme 
ó sin  vida,  ó del  sordo-mudo  ó del  mentecato: 
de  la  ley,  como  en  el  estado  del  condenado  á una 
pena  que  lleva  consigo  la  muerte  civil,  del  hijo 
ilegítimo,  del  extranjero  y del  religioso.  V.  He- 
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redero,  núm.  V y sig.,  Indignidad , Hijos,  etc.. 

INCENDIARIO.  El  que  maliciosamente  pone  fue- 
go á edificio,  mieses  ú otra  cosa  ajena.  Entre  los 
Romanos  el  incendiario  de  una  casa  era  apalea- 
do y arrojado  al  fuego,  según  las  leyes  de  las 
Doce  Tablas;  mas  según  las  leyes  posteriores,  el 
de  baja  condición  era  echado  al  fuego  ó á las 
bestias;  y el  de  mas  alta  clase  era  condenado  á 
muerte  ó á deportación,  según  el  <^>itrio  del 
juez.  Por  las  leyes  l.'y2.‘,  tit.  2.°,  lib.  8.°  del 
Fuero  Juzgo,  e!  incendiario  de  casa  ajena  en 
ciudad  era  castigado  con  la  muerte  de  quema; 
y el  de  casa  fuera  de  ciudad , como  también  el 
de  monte  ó árboles  ajenos,  con  la  pena  de  cien 
azotes,  debiendo  en  todos  los  casos  satisfacer  al 
dueño  todos  los  daños  y perjuicios.  Según  el  de- 
recho canónico,  incurre  el  incendiario  en  la  pena 
de  excomunión  mayor  y no  goza  del  beneficio 
de  asilo.  Por  la  ley  9.‘,  tít.  10,  Part.  7,*,  se  dis- 
puso, que  si  habiéndose  unido  algunas  personas 
para  hacer  alguna  violencia  con  armas  pusiesen 
ó mandasen  poner  fuego  A edificio  ó mieses  de 
otro,  el  que  de  ellos  fuere  hidalgo  ú hombre 
honrado  habia  de  ser  desterrado  para  siempre, 
y el  de  mas  baja  condición  quemado  vivo,  ade- 
más de  sufrir  las  penas  impuestas  á los  forzado- 
res, de  que  hemos  hablado  en  el  artículo  Fuerza, 
y de  satisfacer  al  dueño  todos  los  daños  que  se  le 
hubieren  ocasionado.  Según  la  ley  5.",  tít.  15, 
lib.  12,  Nov.  Recop.,  el  que  á sabiendas  quemase 
casas  ó mieses  ó talase  viñas,  incurria  en  la  pena 
de  muerte;  y según  la  ley  7.%  tít.  21  del  mismo 
libro , el  que  por  quitar  á otro  la  vida  ponia  fue- 
go en  una  casa,  perdía  la  mitad  de  sus  bienes  á 
favor  del  fisco , aunque  el  perseguido  no  pere- 
ciese, además  de  las  penas  corporales  y pago  de 
perjuicios.  En  la  imposición  de  castigo  á los  in- 
cendiarios, se  atendió  posteriormente  á las  cir- 
cunstancias de  las  personas  y de  los  casos,  y se- 
gún ellas  se  les  mitigaba  ó no  la  pena;  tenién- 
dose presente  que  cuando  se  les  condenaba  A 
presidio,  no  se  les  debía  destinar  á los  arsenales, 
por  el  recelo  fundado  de  que  intentasen  reiterar 
en  ellos  sus  delitos  con  grande  perjuicio  del  Es- 
tado. Real  provisión  de  23  de  Febrero  de  1773  y 
Real  órden  de  19  de  Abril  de  1775. 

Podía  el  propietario  matar  impunemente  al 
incendiario  que  de  noche  le  quemase  sus  ca- 
sas, campos,  árboles  ó mieses:  ley  3.%  tít.  8.°, 
Partida  7.1 

* Derogadas  en  el  dia  por  la  última  disposición 
del  Codigo  penal  las  leyes  anteriores  á la  pro- 
mulgación del  mismo,  deberán  observarse  las 
disposiciones  que  en  él  se  contienen  sobre  in- 
cendios y que  exponemos  en  el  siguiente  ar- 
tículo, así  como  las  demás  que  se  refieren  á los 
delitos  mencionados  en  este  párrafo  y que  inser- 
tamos en  ios  artículos  respectivos  de  esta  obra. 

Tomo  m. 


Y.  Asesinato. — Homicidio. — Robo. — Fu&'za  y Vio- 
lencia. Respecto  de  las  circunstancias  que  con- 
curran en  cada  caso,  debe  estarse  á lo  prescrito 
en  el  cap.  2.a  al  4.°  del  tít.  l.°  dei  Código  penal,  * 

INCENDIO.  Fuego  grande  que  abrasa  edificios, 
mieses,  árboles,  ú otras  propiedades.  Los  incen- 
dios deben  considerarse  bajo'dos  aspectos;  ó bajo 
la  relación  que  tienen  con  el  órden  público,  ó 
bajo  la  que  tienen  con  los  intereses  de  los  par- 
ticulares. En  el  órden  público,  el  primer  cuida - 
, do  dei  Gobierno  debe  ser  ei  de  prevenir  los  in- 
cendios con  reglamentos  sabios  y severamente 
ejecutados,  y el  de  los  jueces  y magistrados  el 
de  castigar  á los  incendiarios.  En  el  órden  civil 
la  responsabilidad  de  los  que  han  ocasionado 
! incendios  por  malicia,  culpa  ó negligencia , y 
aun  por  accidentes  que  pudieron  prevefiir,  debe 
ofrecer  una  garantía  á los  propietarios  y arren- 
datarios de  los  edificios  ó propiedades  incendia- 
das. Para  evitar  y cortar  los  incendios  en  Madrid 
se  ha  dado  por  Real  órden  de  6 de  Julio  de  1834, 
una  instrucción  larga  y minuciosa  que  se  com- 
pone de  sesenta  y nueve  artículos. 

El  incendio  puede  ser  causado  por  malicia, 
por  culpa  , ó por  caso  fortuito.  Cuando  era  cau- 
sado por  malicia,  se  imponían  al  incendiario  las 
penas  de  que  se  ha  hecho  mención  en  el  articulo 
antecedente  con  el  resarcimiento  de  daños  y per- 
juicios.— Cuando  era  causado  por  culpa,  esto  es, 
por  falta,  negligencia,  descuido  ó imprudencia, 
incurre  el  culpable  en  la  obligación  de  reparar 
el  daño,  y en  alguna  pena  arbitraria  según  las 
circunstancias  y la  mayor  ó menor  gravedad  de 
la  culpa:  ley  9.*,  tít.  10,  y leyes  10  y 11,  tít.  15, 
Part.  7."  Si  se  ocasionaba  el  incendio  por  contra- 
venir á la  prohibición  de  hacer  lumbre,  de  entrar 
con  luz,  ó de  encender  cigarro  en  algún  sitio  ó 
edificio  como  en  los  almacenes  de  pólvora , azu- 
fre ú otros  materiales  combustibles,  habia  de  im- 
poner el  juez  pena  arbitraria,  teniendo  en  con- 
sideración la  culpa,  descuido  ó contravención. 
Finalmente,  cuando  el  incendio  es  causado  por 
caso  fortuito,  v.  gr.,  por  un  rayo,  ninguna  per- 
sona es  responsable,  y ia  pérdida  de  las  cosas 
que  se  queman  ó se  echan  á perder,  recae  sobre 
aquellos  á quienes  pertenecen,  según  la  máxima 
Res  domino  suoperit. 

Cuando  estalla  un  incendio,  debe  trasladarse 
al  paraje  el  magistrado  que  tieDe  á su  cargo  la 
policía  y tomar  inmediatamente  las  medidas  mas 
eficaces  para  apagarlo,  exigiendo  los  socorros 
y cooperación  que  están  en  uso  en  semejantes 
casos;  y si  ve  que  el  fuego  ha  tomado  tanto 
cuerpo  que  ya  hay  un  peligro  evidente  de  que 
se  propague  al  barrio,  puede,  por  su  propia  au- 
toridad, disponer  que  se  derriben  las  casas  in- 
mediatas en  la  forma  que  convenga  para  cor- 
tarlo. 
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Puede  igualmente  en  el  mismo  caso  derribar 
un  vecino  la  casa  ajena  que  media  entre  la  suya 
y la  incendiada,  para  impedir  los  piogresos  del 
fuego,  sin  incurrir  por  eso  en  pena  ni  en  la  obli- 
gación de  repararle  el  daño,  pues  que  con  tal 
derribo,  no  solo  se  hace  bien  á sí  misino,  sino 
también  al  barrio  y quizá  á toda  la  población: 
ley  12,  tít.  15,  Part.  7.a  Mas  ¿tendrá  derecho  el 
dueño  de  la  casa  derribada  para  pedir  una  in- 
demnización á los  que  por  este  medio  conserva- 
ron sus  edificios?  Este  punto  se  ha  tratado  ya  en 
la  palabra  Arrendatario,  pár.  III,  bácia  el  fin,  y 
y allí  nos  inclinamos  á la  opinión  que  quiere  se 
apliquen  al  caso  de  incendio  los  principios  del 
derecho  marítimo  sobre  echazón.  Sostienen , sin 
embargo,  algunos  con  Voet,  que  hay  mucha  di- 
ferencia éntre  el  caso  de  echazón  y el  de  incen- 
dio; que  es  muy  justo  que  en  aquel  contribuyan 
todos  los  interesados  á la  indemnización  de  las 
cosas  arrojadas  al  mar,  pues  que  sin  la  echazón 
amenazaba  igual  peligro  á todas  las  cosas  car- 
gadas en  la  nave,  tanto  á las  conservadas  como 
á las  echadas;  y que  en  el  caso  de  incendio  no 
es  igual  el  peligro  que  amenazaba  á todas  las 
casas  del  barrio  ó de  la  vecindad,  pues  es  mayor 
con  respecto  á las  inmediatas  y menor  con  res- 
pecto á las  remotas.  Mus  lo  que  se  sigue  de  esta 
reflexión  no  es  que  ninguna  de  las  casas  con- 
servadas baya  de  contribuir  á la  reparación  de 
la  destruida,  sino  que  cada  una  deba  contri- 
buir con  la  cantidad  proporcional  que  le  corres- 
ponda en  razón  de  su  mayor  ó menor  distancia, 
ó del  mayor  ó menor  peligro  que  corriere.  Véa- 
se Arrendatario , pár.  III. 

Como  en  los  incendios  se  tienen  que  entregar 
las  cosas  mas  preciosas  á cualesquiera  personas 
que  se  presentan  para  dar  auxilio , aunque  no  se 
las  conozca,  se  reputa  por  tan  sagrado  este  gé- 
nero de  depósito , llamado  miserable  ó necesario 
por  las  leyes,  que  si  alguno  tiene  la  perversidad 
de  negarlo  y se  le  prueba,  quedaba  obligado  á 
pagar  la  estimación  doblada  por  pena  de  su  mal- 
dad: ley  8.',  tít.  3.”,  Part.  5.a  V.  Fuerza. 

* La  antigua  penalidad  se  ha  substituido  con 
la  que  insertamos  á continuación  por  el  Código 
penal  de  1870,  que  trata  principalmente  en  el 
cap.  7.  , tít.  13,  lib.  2.“  del  incendio  y otros  es- 
trados: 

Serán  castigados  con  la  pena  de  cadena  tem- 
poral en  su  grado  máximo  k perpétua.:  l.°  Los 
que  incendiaren  arsenal,  astillero,  almacén , fá- 
brica de  pólvora  ó de  pirotecnia  militar,  parque 
de  artillería,  archivo  ó museo  general  del  Es- 
tado. 2.  Los  que  incendiaren  un  tren  de  viajeros 
en  marcha  ó un  buque  fuera  de  puerto.  3 ° Los 
que  incendiaren  en  poblado  nn  almacén  de  ma- 
terias inflamables  ó explosivas.  4.°  Los  que  in- 
cendiaren un  teatro  ó una  iglesia  ú otro  edificio 


destinado  á reuniones,  cuando  se  hallare  dentro 
una  concurrencia  numerosa:  art.  561  del  Código 
penal  de  1870. 

Serán  castigados  con  la  pena  de  cadena  tem- 
poral á perpétua  los  que  incendiaren  edificio 
alquería,  choza,  albergue  ó buque  en  puerto, 
sabiendo  que  dentro  de  ellos  se  hallaban  una  ó 
mas  personas:  art.  562. 

Se  imp^idrá  la  pena  de  cadena  temporal: 
1."  A los  que  incendiaren  un  edificio  público,  si 
el  valor  del  daño  causado  excediese  de  2,500  pe- 
setas. 2.”  A los  que  incendiaren  una  casa  habi- 
tada ó cualquiera  edificio  en  que  habitualmente 
se  reúnan  diversas  personas,  ignorando  si  había 
ó no  gente  dentro,  ó un  tren  de  mercancías  en 
marcha,  si  el  daño  causado  en  los  casos  mencio- 
nados excediese  también  de  2,500  pesetas:  ar- 
tículo 563. 

Serán  castigados  con  la  pena  de  presidio  ma- 
yor: 1.®  Los  que  cometieren  cualquiera  de  los  de- 
litos comprendidos  en  el  artículo  anterior  , si  el 
valor  'del  daño  causado  no  excediere  de  2,500  pe- 
setas: 2."  Los  que  incendiaren  en  poblado  un 
edificio  no  destinado  á habitación  ni  reunión  si 
el  valor  del  daño  causado  excediere  de  2500  pe- 
setas: art.  564. 

Cuando  el  daño  causado  en  el  núm.  2.“  del  ar- 
ticulo anterior  no  excediese  de  2,500  pesetas, 
pero  pasare  de  250  se  impondrá  al  culpable  la 
pena  de  presidio  correccioual  en  sus  grados  me- 
dio y mínimo.  Sino  excediere  de  250  pesetas  se 
le  impondrá  la  pena  de  presidio  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y medio:  art.  565. 

Serán  castigados  con  la  pena  de  presidio  cor- 
reccional en  su  grado  máximo,  á presidio  mayor 
en  su  grado  medio,  cuando  el  daño  causado  ex- 
cediere de  2,500  pesetas: 

l.°  Los  que  incendiaren  un  edificio  destina- 
do á habitación  en  lugar  despoblado.  2.°  Los  que 
iucendiaren  mieses,  pastos , montes  ó plantíos: 
art.  566. 

Cuando  el  daño  causado  en  los  casos  del  ar- 
tículo anterior  no  excediere  de  2,500  pesetas  y 
pasase  de  250  , la  pena  será  la  de  presidio  cor- 
reccional en  su  grado  medio  á presidio  mayor 
en  su  grado  mínimo:  art.  567. 

Si  no  llegare  á250  pesetas  se  impondrá  la  pena 
inferior  en  un  grado  si  el  incendio  se  hubiere 
causado  en  edificio;  y la  inferior  en  dos  si  hu- 
biere sido  de  mieses,  pastos,  montes  ó plantíos: 
art.  568. 

Cuando  en  el  incendio  de  mieses,  pastos,  mon- 
tes ó plantíos  hubiera  habido  peligro  de  propa- 
gación, por  hallarse  otros  contiguos. á los  incen- 
diados, se  impondrá  la  pena  superior  en  un  gra- 
do á la  correspondiente  al  delito:  art.  569. 

hl  incendio  de  cosas  no  comprendidas  en  los 
artículos  anteriores  será  castigado:  1.”  Con  la 


IN 


— 205  — 


IN 


pena  de  arresto  mayor  en  sus  grados  medio  y 
máximo,  no  excediendo  de  50  pesetas  el  daño 
causado.  2.”  Con  la  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á presidio  correccional  en  sn  grado 
mínimo  , si  el  daño  causado  excediere  de  50  pe- 
setas y no  pasare  de  500.  3.”  Con  la  de  presidio 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y medio,  si 
el  daño  causado  excediere  de  500  pesetas  y no 
pasare  de  2,500  pesetas.  4.°  y con  la  de  presi- 
dio correccional  en  sus  grados  medio  y máximo 
si  excediere  de  2,500  pesetas:  art.  570. 

Eu  caso  de  aplicarse  el  incendio  á chozas,  pa- 
jares ó cobertizos  deshabitados,  ó á cualquier 
otro  objeto  cuyo  valor  no  excediere  de  250  pese- 
tas, en  tiempo  ó con  circunstancias  que  mani- 
fiestamente excluyeren  todo  peligro  de  propaga- 
ción, el  culpable  no  incurrirá  en  las  penas  señala- 
das en  este  capítulo;  pero  sí  eu  las  que  mereciere 
por  el  daño  que  causare,  con  arreglo  á las  dispo- 
siciones del  capítulo  siguiente:  art.  571. 

Incurrirán  respectivamente  en  las  penas  de 
los  artículos  expuestos,  los  que  causaren  estra- 
gos por  medio  de  inmersión  ó varamiento  de  na- 
ve, inundación,  explosión  de  una  mina  ó má- 
quina de  vapor,  levantamiento  de  los  rails  de 
una  via  férrea,  cambio  malicioso  de  las  señales 
empleadas  en  el  servicio  de  estas  para  la  segu- 
ridad de  ios  trenes  en  marcha,  destrozo  de  los 
hilos  y postes  telegráficos,  y en  general  de  cual- 
quiera otro  agente  ó medio  de  destrucción  tan 
poderoso  como  los  expresados:  art.  572. 

El  culpable  de  un  incendio  ó estragos  en  bie- 
nes ajenos,  no  se  eximirá  de  las  penas  impues- 
tas en  este  capítulo,  aunque  para  cometer  el  de- 
lito hubiere  incendiado  bienes  de  su  pertenencia: 
art.  573. 

Si  las  cosas  incendiadas  pertenecieren  exclu- 
sivamente ai  incendiario,  se  le  impondrá  la  pena 
de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo,  si  el  incendio 
hubiere  sido  causado  con  propósito  de  defraudar 
los  derechos  de  tercero  ó de  causarle  perjuicio,  ó 
si  aun  sin  este  propósito  se  le  hubiere  realmen- 
te causado,  ó bien  si  la  cosa  incendiada  hubiere 
sido  un  edificio  en  lugar  poblado:  art.  574. 

El  incendio  ó destrucción  de  papeles  ó docu- 
mentos, cuyo  valor  fuere  estimable,  se  castigará 
con  la  pena  de  prisión  correccional  en  su  grado 
mínimo  y medio  si  su  valor  excediese  de  2,500  : 
pesetas  y el  incendio  se  ejecutare  con  la  mira  de 
impedir  el  libre  ejercicio  de  la  autoridad  ó en 
venganza  de  sus  determinaciones,  ó contra  em- 
pleados públicos,  ó contra  particulares  que  como 
testigos  ó de  cualquiera  otra  manera  hayan  con- 
tribuido ó puedan  contribuir  á la  ejecución  ó 
aplicación  de  las  leyes,  ó en  cuadrilla  ó despo- 
blado, ó en  un  archivo  ó registro:  art.  578  com- 
binado con  el  576. 


Si  el  valor  de  los  papeles  incendiados  excedie- 
re de  50  pesetas,  pero  no  pasare  de  2,500  con  las 
mismas  circunstancias,  será  castigado  con  la 
pena  de  arresto  mayor:  art.  578  combinado  con 
el  577. 

8i  el  valor  no  fuere  estimable  y el  incendio  se 
verificare  con  las  circunstancias  antes  dichas,  se 
castigará  con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  á prisión  correccional  en  su  gra- 
do medio  y multa  de  250  pesetas  á 2,500  pesetas: 
art.  578. 

El  incendio  de  papeles  no  comprendido  en  los 
artículos  anteriores  cuyo  importe  pase  de  50  pe- 
setas será  castigado  con  la  multa  del  tanto  al 
triple  de  la  cuantía  á que  ascendieren,  no  hajan- 
do  nunca  de  75  pesetas:  art.  578. 

Tanto  este  artículo  como  el  579  advierten  que 
estas  penas  se  impondrán  siempre  que  el  hecho 
no  constituya  otro  delito  mas  grave. 

Como  faltas  se  consideran  y se  castigan  con  la 
pena  de  arresto  menor  ó multa  de  5 á 125  pese- 
i tas,  los  incendios  de  cualquiera  clase  que  no  es- 
tán penados  en  los  artículos  antedichos:  artícu- 
lo G14. 

También  se  consideran  faltas , penadas  con 
multa  de  25  á 75  pesetas  la  contravención  á las 
reglas  establecidas  para  evitar  la  propagación 
del  fuego  en  las  máquinas  de  vapor,  calderas, 
hornos,  estufas,  chimeneas  ú otros  lugares  se- 
mejantes ó el  construirse  esos  objetos  con  infrac- 
ción de  los  reglamentos,  ordenanzas  ó bandos, 
ó el  dejar  de  limpiarlos  ó cuidarlos  con  peligro 
de  incendio;  y el  infringir  los  reglamentos,  or- 
denanzas ó bandos  de  la  autoridad  sobre  ela- 
boración y custodia  de  materias  inflamables: 
art.  601. 

Los  que  no  prestaren  á la  autoridad  el  auxi- 
lio que  reclamare  en  caso  de  delito  de  incendio, 
naufragio,  inundación  ú otra  calamidad,  po- 
diendo hacerlo  sin  perjuicio  ni  riesgo  personal, 
serán  castigados  con  la  multa  de  5 á 25  pesetas 
y reprensión:  art.  589,  QÚrn,  7.° 

Serán  castigados  con  la  multa  de  5 á 25  pese- 
tas, los  que  infringieren  los  reglamentos  ó ban- 
dos de  buen  gobierno  sobre  quema  de  rastrojos 
ú otros  productos  florestales:  art.  615. 

Es  circunstancia  agravante  cometer  algún  de- 
lito con  ocasión  ó por  medio  de  incendio:  ar- 
tículo 10,núm.  4."  V.  Circunstancias  agravantes. 

Respecto  del  caso  de  depósito  miserable,  se 
castiga  hoy  con  las  penas  marcadas  en  el  ar- 
ticulo 548,  referente  al  547,  expuestos  eu  el  de 
esta  obra  Defraudación.  * 

INCERTIDUNIBRE.  La  incertidumbre  de  las  per- 
sonas ácuyo  favor  se  lian  hecho  algunas  dispo- 
siciones entre  vivos  ó testamentarias  de  manera 
que  no  puede  atinarse  quiénes  son,  hace  nulas 
y (je  ningún  efecto  semejantes  disposiciones: 
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ley  10,  tít.  3.*,  y ley  9.*,  tít.^9.*  Parí.  6.a  V.  Here- 
dero extraño,  núms.  3.a  y 4.”  . , 

INCESTO,  El  acceso  carnal  habido  á sabiendas 
entre  personas  que  no  pueden  casarse  entre  sí 
por  razón  de  parentesco  de  consanguinidad  ó de 
afinidad  ó espiritual  ó legal:  ley  13,  tít.  2.",  Par- 
tida 4.’,  y ley  l.'\  tít-.  18,  Part.  7.a  La  ley  1.a,  tí- 
tulo 29,  lib.  12,  Nov.  Recop.  califica  también  de 
incesto  el  acceso  habido  con  monja  profesa  y el 
habido  por  mujer  católica  con  hombre  que  no 
sea  cristiano.  Las  penas  que  en  el  Fuero  Juz- 
go y el  Fuero  Real  se  prescribian  contra  los  in- 
cestuosos, no  eran  otras  que  su  separación,  el 
destierro  ó la  reclusión  perpétua  en  monasterios 
para  hacer  penitencia  y la  aplicación  de  sus  bie- 
nes á los  hijos  ó parientes:  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  5.°, 
lib.  3. "del  Fuero  Juzgo,  leyes  1.a,  2.a,  y 3.a,  tít.  8.°, 
lib.  4.a del  Fuero  Real.  Pero  las  leyes  de  las  Par-  j 
tulas  y aun  las  de  la  Recopilación,  mas  severas  y , 
rigurosas,  impusieron  á los  incestuosos,  tanto  á 
la  mujer  como  al  hombre,  la  misma  pena  que  á ; 
los  adúlteros  y la  confiscación  de  la  mitad  de  los 
bienes,  no  mediando  casamiento;  y si  medió  ca-  ¡ 
samiento  sin  dispensa  del  Papa,  señalaron  con- 
tra el  incestuoso  que  fuere  honrado  la  pérdida  de 
la  honra  y empleos  honoríficos,  la  confiscación  : 
de  todos  sus  bienes  en  caso  de  no  tener  hijos  le-  , 
gíti naos  de  otro  matrimonio,  y destierro  perpé- 
tuo  á alguna  isla;  y contra  el  que  fuere  hombre 
vil,  además  del  destierro,  la  pena  de  azotes  pú- 
blicos: ley  3.a,  tit.  18,  Part.  7.a,  y ley  1.a,  tít.  29,  j 
lib.  12,  Nov.  Recop.  Posteriormente  quedó  en 
desuso  la  pena  de  azotes  y fué  abolida  la  de  con- 
fiscación ; debiendo  decirse  del  incesto  lo  que  en 
su  lugar  se  ha  dicho  del  adulterio:  de  modo  que 
viuo  á ser  la  pena  del  incesto  arbitraria  y mas  ó 
menos  rigurosa,  según  la  mayor  ó menor  proxi- 
midad deL  parentesco  que  mediaba  entre  los  in- 
cestuosos, y la  mayor  ó menor  dificultad  ó posi- 
bilidad de  obtener  dispensa  para  casarse. 

* Las  penas  mencionadas  han  sido  derogadas 
por  el  artículo  último  del  Código  penal  de  1870, 
En  su  lugar  impónese  en  el  art.  458,  púr.  2.”,  al 
que  cometiere  estupro  con  su  hermana  ó des- 
cendiente, aunque  esta  fuere  mayor  de  veinti- 
trés años,  la  pena  de  prisión  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y medio.  A los  que  contrajeren 
matrimonio  con  parientes,  se  imponen  penas 
mas  ó menos  graves,  según  que  el  grado  de  pa- 
rentesco fuero  ó no  dispensable  en  el  cap.  2.a,  li- 
bro 2.”  del  Código  penal  que  trata  de  la  celebra- 
ción de  matrimonios  ilegales.  Véase  los  artículos 
soore  Impedimentos  y Matrimonios  ilegales.  * 
Podía  acusar  de  este  delito  cualquiera  perso- 
na, ante  el  juez  del  reo  ó del  lugar  en  que  se  co- 
metió, y dentro  del  término  de  cinco  años  desde 
su  perpetración,  ó del  de  treinta  en  caso  de  haber 
sido  violento ; y no  podía  ser  acusado  el  varón 


menor  de  catorce  años  ni  la  hembra  menor  de 
doce:  ley  2.",  tít.  18,  Part.  74  Posteriormente  no 
se  perseguía  el  incesto  sino  habiendo  difama- 
ción ó escándalo  tan  grave  que  por  el  procedi- 
miento judicial  no  se  comprometiera  mas  el  ho- 
nor de  las  familias. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872 
exceptúa  de  la  facultad  que  concede  en  su  ar- 
tículo  2."  ú todo  ciudadano  para  ejercitar  la 
acción  penal,  con  arreglo  á las  prescripciones  de 
la  misma,  las  acciones  penales  que  nacen  del  de- 
lito de  incesto  penado  en  el  art.  458  ya  expuesto: 
art.  5."  V.  Estupro.  Véase  también  Prescripción 
de  acción-  y de  delito  y Menor.  * 

El  incesto  era  en  lo  antiguo  impedimento  im- 
pediente  del  matrimonio;  de  suerte  que  el  inces- 
tuoso no  podia  casarse  lícitamente  con  persona 
alguna,  aunque  si  se  casaba,  era  válido  el  matri- 
monio: ley  13,  tít.  24,  Part.  4.a  mas  en  el  dia  está 
abolido  tal  impedimento.  V.  Impedimento  impe- 
liente. 

Según  el  Concilio  de  Trento,  cap.  5.“,  ses.  24, 
de  re/ormat.  matrimon.  el  que  contrae  á sabien- 
das matrimonio  dentro  de  los  grados  prohibidos 
de  parentesco,  debe  ser  separado  de  su  consorte 
y quedar  privado  de  la  esperanza  de  conseguir 
dispensa;  y las  mismas  penas  habrá  de  sufrir, 
aunque  lo  contrajere  por  ignorancia,  en  caso  de 
haber  despreciado  el  cumplimiento  de  las  so- 
lemnidades prescritas  para  su  celebración:  mas 
si  observadas  estas  se  descubriere  después  algún 
impedimento  que  probablemente  ignoró  el  con- 
trayente, se  le  podrá  en  tal  caso  conceder  la 
dispensa  mas  fácilmente  y de  gracia. 

La  palabra  latina  incestas,  de  donde  viene  in- 
cesto, es  lo  mismo  que  non  castas,  según  unos; 
pero  según  otros , trae  su  origen  de  cestas , que 
entre  los  antiguos  significaba  la  cintura  de  Vé- 
nus,  la  cual  se  daba  á los  casados,  menos  cuan- 
do había  algún  impedimento  para  casarse;  de 
suerte  que  el  matrimonio  contraido  á pesar  del 
impedimento  se  llamaba  incestuoso,  esto  es,  sin 
cintura,  como  si  se  tuviese  por  indecoroso  el 
hacer  intervenir  la  diosa  del  amor  en  una  unión 
tan  repugnante,  al  órden  de  la  naturaleza. 

INCESTUOSO.  El  que  comete  incesto,  y el  hijo 
que  es  fruto  del  incesto.  V.  Hijo  incestuoso. 

INCIDENCIA.  Lo  que  sobreviene  en  el  discurso 
de  algún  asunto,  negocio  ó pleito. 

INCIDENTE.  La  cuestión  ó contestación  que  so- 
breviene entre  los  litigantes  durante  el  curso  de 
la  acción  principal.  Los  incidentes  son  de  dos 
especies:  unos  tienen  tal  carácter  y naturaleza, 
que  no  puede  pasarse  adelante  en  el  pleito  sin 
que  se  resuelvan  primero,  porque  son  unos  pre- 
liminares de  cuya  verdad  ó falsedad  pende  la 
decisión  del  asunto  principal;  otros  son  sola- 
mente unos  accesorios  que  no  embarazan  la  con- 


tinuacíon  del  j uiclo,  y se  reservan  unidos  al  pro- 
ceso para  determinarse  en  la  sentencia  definiti- 
va al  mismo  tiempo  que  la  demanda  puesta  des- 
de el  principio. 

* Esta  doctrina  se  halla  ratificada  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil.  Asi  en  sus  arts.  339  y 
341  se  prescribe,  que  los  incidentes  que  opongan 
obstáculo  al  seguimiento  de  la  demanda  princi- 
pal, esto  es,  aquellos  sin  cuya  previa  resolución 
es  absolutamente  imposible  de  hecho  ó de  dere- 
cho continuar  sustanciándola,  se  sustanciarán 
en  la  misma  pieza  de  autos,  quedando  entretan- 
to en  suspenso  el  curso  de  aquella.  Tales  serán 
los  incidentes  sobre  excepciones  dilatorias,  el  de 
recusación,  el  de  tercería  de  dominio  y otros  por 
el  estilo.  Asimismo  se  previene  en  el  art.  340, 
que  los  incidentes  que  no  opongan  obstáculo  al 
seguimiento  de  la  demanda  principal,  se  sus- 
tanciarán en  pieza  separada,  que  habrá  de  for- 
marse con  los  insertos  que  ambas  partes  seña- 
len, y á costa  del  que  los  haya  promovido.  Estos 
no  suspenderán  lasustanciacion  de  la  demanda. 
Tal  será,  por  ejemplo,  el  incidente  ó artículo  so- 
bre tercería  de  mejor  derecho. 

Mas  los  incidentes,  para  que  puedan  ser  Cali- 
ficados de  tales,  deben  tener  relación  mas  ó me- 
nos inmediata  con  el  asunto  principal  que  sea 
objeto  del  pleito  en  que  se  promuevan:  art.  337. 
Tales  serán,  v.  gr.,  ¡los  que  versen  sobre  reposi- 
ción de  sentencia  interlocutoria , sobre  embar- 
gos, sobre  si  debe  recibirse  ó no  aprueba  el  jui- 
cio, los  ya  expuestos  y otros  semejantes.  Siendo 
completamente  ajenos  al  asnuto  principal  sobre 
que  versa  el  pleito,  los  repelerán  de  oficio  los 
jueces,  sin  perjuicio  del  derecho  del  que  los  ha- 
ya promovido  para  solicitar  en  otra  forma  io  que 
haya  sido  objeto  de  aquellos:  art.  338.  Podrá, 
pues,  presentar  su  pretensión  como  demanda 
principal  en  el  juicio  correspondiente. 

Los  incidentes  se  sustancian  en  general  con 
arreglo  á los  trámites  establecidos  en  el  tít.  8.", 
lib.  1,°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  excep- 
tuándose únicamente  de  ellos  ios  incidentes 
para  los  que  establece  la  ley  trámites  especiales, 
tales  como  los  que  versan  sobre  la  acumulación 
de  autos,  que  deben  sustanciarse  conforme  al 
procedimiento  délos  arts.  159  al  l78delaley  y 
los  relativos  á recusaciones  de  los  jueces,  que 
deben  sustanciarse  por  los  trámites  marcados  en 
los  arts.  430  al  471  de  la  ley  orgániea  del  poder 
judicial. 

Esta  doctrina  es  aplicable,  tanto  á los  juicios 
civiles  como  á los  criminales,  con  las  diferen- 
cias que  son  consecuencia  natural  de  la  distinta 
naturaleza  de  cada  uno  de  ellos. 

Según  las  regias  establecidas  en  general  para 
ios  incidentes,  bien  se  sustancien  en  la  misma 
pieza  de  autos,  suspendiéndose  el  curso  de  la 


demanda  principal,  bien  se  forme  pieza  separa- 
| da  para  sustanciarlos,  promovido  el  incidente 
por  solicitud  de  uno  de  los  litigantes,  y formada 
la  pieza  separada,  en  el  caso  del  art.  340,  ó sin 
mas  que  la  presentación  del  escrito  del  que  lo 
promovió,  en  el  caso  del  art.  339,  si  el  juez  consi- 
1 dera  que  debe  admitirse,  dará  traslado  al  co- 
i litigante  por  término  de  seis  dias,  y de  lo  que 
expusiere  se  facilitará  copia  al  que  hubiese  pro- 
movido el  incidente:  art.  342. 

Caso  de  haber  convenido  las  partes  eu  que  se 
reciba  el  pleito  á prueba,  ó de  haberlo  pedido  una 
sola  y creerlo  el  juez  procedente,  se  recibirá  el 
incidente  á prueba  por  un  término  que  no  po- 
drá bajar  de  ocho  dias,  ni  exceder  de  veinte  se- 
gún las  circunstancias  del  caso.  Si  ninguna  de 
las  parles  hubiere  pedido  prueba,  mandará  el 
juez  traer  los  autos  á la  vista  para  sentencia,  y 
si  después  de  mandado  así  se  pidiere  que  se  ad- 
mita alguna  prueba,  será  denegada:  arts.  343 
y 344. 

; Hechas  las  pruebas  y trascurrido  el  término 
señalado,  se  unirán  á los  autos  y se  mandarán 
traer  á la  vista  con  citación:  art.  345.  Esta  cita- 
ción es  precisa;  pero  su  omisión  en  los  inciden- 
tes no  es  un  defecto  de  los  que  anulan  el  proce- 
dimiento si  no  ha  mediado  prueba:  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  12  de  Octubre  de  18G0. 

¡ Si  dentro  de  los  dos  dias  siguientes  al  en  que 
la  citación  se  hubiere  hecho,  se  pidiere  señala- 
miento de  dia  para  la  vista,  se  hará  y oirá  en 
él  á los  letrados  de  las  partes.  Cuando  esto  su- 
ceda, se  pondrán  las  pruebas  de  manifiesto  á las 
partes  en  la  escribanía  para  instrucción,  por  el 
término  qué  medie  desde  el  señalamiento  has- 
ta el  dia  de  la  vista:  arts.  34(5  y 347. 

Verificada  la  vista,  y si  no  se  hubiere  pedido 
señalamiento,  pasados  los  dos  dias  siguientes  al 
de  la  citación,  el  juez  dictará  sentencia  dentro 
de  tres  en  ambos  casos:  art.  348;  es  decir,  en 
el  primer  caso,  dentro  de  los  tres  dias  siguientes 
á la  celebración  de  la  vista,  y en  el  segundo, 
dentro  de  los  tres  siguientes  al  último  de  los 
dos  que  se  conceden  á las  partes  después  de  la 
citación,  para  que  pidan  se  señale  dia  para  la 
vista. 

Estas  sentencias  son  apelables  siempre  en  ara- 
bos efectos,  art.  349;  lo  que  se  funda  en  que  se 
causa  con  ellas  un  perjuicio  irreparable,  si  se 
. lleva  aquella  á efecto. 

Interpuesta  apelación,  se  admitirá  sin  sugtau- 
! ciacion  ninguna , y se  remitirán  los  autos  ó la 
j pieza  separada  al  tribunal  superior,  con  citación 
j y emplazamiento  de  las  partes:  art.  350;  siendo 
causa  de  nulidad  la  omisión  de  la  citación  se- 
gún la  regla  4.‘  del  art.  1013. 

Los  trámites  en  ia  segunda  instancia  deberán 
ser  los  marcados  en  los  arts.  840  y siguientes, 
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para  el  procedimiento  en  dicha  instancia  de  las 
providencias  interlocutorias,  aunque  causen  es- 
tado, pues  á estas  pertenecen  las  de  los  inci- 
dentes. 

Los  incidentes  que  ocurran  durante  la  segun- 
da instancia,  deberán  sustanciarse  según  queda 
prevenido  respecto  á Los  que  puedan  ocurrir  en 
la  primera;  así  lo  dispone  la  ley  en  su  art.  889, 
lo  cual  deberá  entenderse  en  cuanto  sea  aplica- 
ble á un  tribunal  colegiado;  y el  art.  890  pre- 
viene, que  la  providencia  que  en  los  inciden- 
tes recayere  es  suplicable  ante  la  misma  Sala 
dentro  de  tercero  dia.  * 

INCIERTO.  Dícese  en  derecho  incierta  una  cosa 
cuando  no  se  sabe  su  esencia,  calidad  y canti- 
dad: Incertum  es  i quod  nescitur  quid,  guale 
quaratuinque  sit  aul  fuit\  leyes  74,  75,  tít.  l.°,  li- 
bro 45  del  Digesto. 

INCITATIVA.  La  provisión  que  despacha  el  tri- 
bunal superior  para  que  los  jueces  ordinarios 
hagan  justicia  y no  agravio  á las  partes. 

INCLUSA.  La  casa  en  donde  se  recogen  y crian 
los  niños  expósitos.  V.  Expósitos  y Hospicios. 

INCLUSION.  Una  especie  de  accesión  por  la  que 
una  cosa  ajena  puesta  en  una  mia,  v.  gr.,  una 
piedra  preciosa  en  una  sortija,  pasa  á mi  domi- 
nio en  virtud  de  la  regla  de  que  lo  accesorio  si- 
gue á lo  principal.  V.  Accesión  industrial. 

INCLUSIVE  Ó INCLUSIVAMENTE.  Esta  palabra  de- 
nota que  la  cosa  de  que  se  habla  está  compren- 
dida en  lo  que  se  sienta  ó avanza.  Cuando  se 
dice,  por  ejemplo , que  el  matrimonio  está  pro- 
hibido por  el  derecho  canónico  entre  parientes 
hasta  el  cuarto  grado  inclusive,  se  quiere  decir 
que  el  cuarto  grado  está  comprendido  en  la  pro- 
hibición. Así  es,  que  esta  palabra  inclusive  se 
opone  á la  palabra  exclusive  que  significa  lo  con- 
trario. 

INCOMPATIBILIDAD.  Nos  servimos  de  esta  pa- 
labra para  expresar  que  dos  cosas  no  deben 
encontrarse  á un  tiempo  en  una  misma  perso- 
na, como  dos  mayorazgos,  dos  beneficios , dos 
cargos,  ó empleos,  v.  gr.,  el  de  juez  y escribano. 
V.  Mayorazgo. 

INCOMPATIBLE.  Lo  que  no  puede  poseerse  ó 
ejercerse  á un  tiempo  por  una  misma  persona. 
Conviene  sin  duda  que  los  mayorazgos,  empleos 
y beneficios  no  se  acumulen  en  una  persona,  ya 
para  que  las  riquezas  estén  repartidas  en  mayor 
número  de  manos , ya  para  que  sean  mas  los 
que  aspiren  á merecer  y lograr  la  recompensa 
del  trabajo  y la  virtud,  ya  para  que  sea  mas  ac- 
tivo el  servicio  de  la  administración  pública. 

INCOMPETENCIA.  La  falta  de  jurisdicción  en  un 
juez  para  conocer  de  una  causa.  La  incompe- 
tencia puede  ser  material,  ratione  materia',  y 
personal,  ratione  persona.  La  primera  tiene  lu- 
gar cuando  un  juez  conoce  de  un  asunto  que 


corresponde  á otro  juez;  y la  segunda,  cuando 
en  asuntos  de  su  atribución  pronuncia  el  juez 
contra  personas  que  no  le  están  sujetas.  El  vicio 
déla  incompetencia  material  es  radical,  yno 
puede  subsanarse  ni  por  el  consentimiento  dí 
por  la  comparecencia  de  las  partes;  mas  el  de 
la  incompetencia  personal  puede  cubrirse,  no 
solo  por  el  consentimiento  expreso  de  las  partes, 
sino  también  por  la  contestación  ó defensa  que 
hace  el  demandado  sobre  el  fondo  de  la  causa. 
V.  Competencia. 

INCOMUNICACION,  El  estado  de  un  preso  áquien 
no  se  permite  ver  ni  hablar  á las  personas  que 
fueren  á visitarle.  Según  el  art.  7.“  del  Regla- 
mento provisional  para  la  administración  de 
justicia,  á ninguna  persona  tratada  como  reo 
sepodia  tener  en  incomunicación,  como  no  fuese 
con  especial  órden  del  juez  respectivo,  el  cual 
no  lo  podia  mandar  sino  cuando  lo  exigia  la  na- 
turaleza de  las  averiguaciones  sumarias  , y por 
solo  aquel  tiempo  que  fuese  realmente  necesa- 
rio. El  juez  decreta  la  incomunicación  como  me- 
dida interesante  para  que  el  procesado  no  ad- 
quiera conocimiento  anticipado  de  lo  que  pue- 
den deponer  contra  ól  los  testigos  ni  trate  de 
corromperlos  ó concertarse  con  ellos,  como  asi- 
mismo para  que  no  procure  borrar  ó hacer  des- 
aparecer los  vestigios  y demás  pruebas  de  su 
delito.  Luego  que  cese  este  peligro,  debe  cesar 
también  la  incomunicación. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872 
se  llalla  conforme  con  las  disposiciones  y doc- 
trina expuestas. 

Según  su  art.  299,  la  incomunicación  de  una 
persona  detenida  ó presa  podrá  ser  decretada 
solamente  por  el  juez  que  instruya  las  diligen- 
cias cuando  para  ello  existiere  causa  bastante, 
que  se  expresará  en  el  auto. 

La  incomunicación  no  pasará  del  tiempo  ab- 
solutamente preciso  para  la  práctica  de  las  dili- 
gencias que  la  hubieren  motivado;  y en  ningún 
caso  podrá  exceder  de  cuatro  dias,  si  bien  podrá 
acordarse  nuevamente  en  auto  motivado  por 
otros  cuatro,  bajo  la  responsabilidad  del  juez 
instructor:  art.  300. 

Se  permitirá  al  incomunicado  el  uso  de  libros, 
recado  de  escribir  y demás  objetos  que  pidiere, 
con  tal  que  no  puedan  servir  de  medio  para 
eludir  la  incomunicación  ó para  atentar  contra 
su  vida.  Estos  objetos  no  serán  entregados  ai 
incomunicado  sino  después  que  el  juez  instruc- 
tor los  haya  reconocido  y autorizado  la  intro- 
ducción de  los  mismos  en  el  local  en  que  aquel 
se  hallare : art.  301  y 302. 

El  alcaide  de  la  cárcel  ó el  jefe  del  estableci- 
miento cuidará,  bajo  su  responsabilidad,  de  que 
el  incomunicado  no  se  relacione  con  mas  perso- 
nas que  las  que  designare  el  juez  instructor: 
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art.  303.  No  sé  le  leerán  al  procesado  los  funda- 
mentos del  auto  de  incomunicación  cuando  le 
fuere  notificado,  ni  se  le  dará  copia  de  él:  ar- 
ticulo 304. 

La  autoridad  judicial  que  decretare  ó prolon- 
gare indebidamente  la  incomunicación  de  un 
preso,  incurre  en  la  pena  de  suspensión  en  sus 
grados  mínimo  y medio:  art.  214  del  Código 
penal. 

Acerca  de  la  pena  en  que  incurre  el  alcaide  ó 
jefe  de  establecimiento  penal  que  tuviere  á un 
preso  ó sentenciado  incomunicado,  sin  manda- 
to de  autoridad  judicial,  véase  el  art.  213,  nú- 
mero 5."  de  dicho  Código  inserto  en  el  de  esta 
obra,  Alcaide.  * 

INCONFESO.  Aplícase  al  reo  que  no  confiesa  en 
juicio  el  delito  de  que  se  le  pregunta.  V.  Con- 
fesión. 

INCÓNGRUO.  El  eclesiástico  que  no  tiene  cón- 
grua;  y el  beneficio  ó pieza  eclesiástica  que  no 
llega  á la  cóngrua  señalada  por  el  sínodo.  Véase 
Beneficio  eclesiástico. 

INCONTINENCIA.  El  abuso  de  los  placeres  sen- 
suales, y toda  especie  de  unión  ilegítima  entre 
personas  de  diverso  sexos.  Los  delitos  de  incon- 
tinencia son  el  adulterio,  el  amancebamiento  6 
concubinato,  la  bigamia  ó poligamia,  el  estu- 
pro, el  incesto  , el  lenocinio,  el  rapto,  la  sodo- 
mía ó pederastía,  y la  bestialidad.  En  ios  delitos 
de  incontinencia  se  ha  mitigado  mucho  el  rigor 
de  las  penas  establecidas  por  la3  leyes;  y sobre 
todo  no  se  impone  la  de  muerte.  Véanse  estos 
delitos  en  sus  respectivos  lugares. 

INCONTINENTI.  Prontamente,  al  instante,  al 
punto.  Mas  no  siempre  se  ha  de  entender  así 
materialmente  esta  palabra,  sino  civil  ó moral- 
mente  , según  el  asunto  de  que  se  trata.  Se  dice 
que  se  hace  incontinenti  una  cosa  cuando  se  hace 
antes  de  pasar  á otros  actos,  ó cuando  no  media 
mas  que  algún  corto  espacio  de  tiempo;  y aun 
á veces  se  tiene  por  hecho  incontinenti  lo  que  se 
hace  en  el  intervalo  de  tres  dias;  el  herido,  por 
ejemplo,  que  muere  dentro  de  tres  dias  á resul- 
tas de  la  herida  que  ha  recibido,  se  reputa  muer- 
to incontinenti,  como  se  colije  de  la  ley  Sciendum, 
Digesto  de  osdil.  edict. 

INCORPORAL.  Lo  que  no  puede  tocarse  ó de- 
mostrarse ó no  está  sujeto  á la  percepción  de  los 
sentidos,  pero  puede  concebirse  y entenderse; 
como  por  ejemplo,  la  herencia,  el  usufructo,  el 
uso,  y toda  obligación  ó derecho.  V.  Cosa. 

INCULPAR.  Acusar  ¿ uno  de  alguna  cosa. 

INCURRIR.  Junto  este  verbo  neutro  con  sus- 
tantivos que  significan  delito,  falta,  error,  etc., 
es  cometer  alguna  acción  criminal,  culpable, 
errada  ó defectuosa;  y junto  con  sustantivos 
que  significan  odio , indignación , pena,  casti- 
go, etc.,  es  hacerse  merecedor  de  estas  cosas,  ó 


cometer  una  acción  á que  está  impuesta  y aneja 
cierta  y determinada  pena. 

INDEBIDO.  Lo  que  no  se  debe  por  derecho  na- 
tural ni  por  derecho  civil ; lo  que  si  bien  se  debe 
por  derecho  civil , no  se  debe  por  derecho  natu- 
ral; y lo  que,  aunque  se  deba  por  derecho  na- 
tural, no  se  debe  por  derecho  civil,  V.  Obliga- 
ción y Pago  indebido. 

INDECLINABLE.  Dícese  de  la  jurisdicción  que 
no  se  puede  declinar,  esto  es,  que  no  puede 
menos  de  reconocerse  por  legítima  y competen- 
te para  entender  en  el  asunto  de  que  se  trata. 

INDEMNE.  El  que  está  libre  ó exento  de  algnn 
daño:  Indemnes  fien  el  damnnm  sentiré  opponun- 
tur:  ley  5.a,  párrafo  si p Inris,  Dig.  de  tributar. 

INDEMNIDAD.  La  seguridad  que  se  da  á alguno 
de  que  no  padecerá  daño  ó perjuicio  por  la  obli- 
gación que  contrajo.  La  indemnidad,  que  no  es 
mas  que  una  especie  de  caución,  suele  otorgar- 

■ se  mediante  escritura  que  también  llaman  de 
sacar  á paz  y á salvo , para  resguardo  del  que  se 

i obligó  por  fiador  de  otro,  ó del  que  siendo  real- 

: mente  simple  fiador  se  obliga  como  principal 
de  mancomún,  ó del  que  siendo  principal  con 
otros  mancomunados  en  una  deuda,  no  disfruta 
igual  utilidad  ó beneficio , etc.;  en  cuyos  casos 
el  que  ofrece  la  indemnidad  debe  satisfacer  al 
que  la  acepta  los  daños  y perjuicios  que  se  le 
siguieren  por  el  cumplimiento  de  la  obligación 
que  no  contrajo  sino  con  dicha  caución.  Véase 
Fianza  de  indemnidad  y Caución  de  indemnidad. 

INDEMNIZACION.  El  resarcimiento  de  los  daños 
causados.  La  indemnización  debe  tomarse  de  la 
hacienda  del  que  ha  causado  el  daño;  pero  si 
este  carece  de  bienes,  ¿habrá  de  quedarse  sin 
satisfacción  el  perjudicado?  Así  es  como  sucede. 
Mas  son  muy  notables  las  reflexiones  que  hace 

! Bentham  sobre  este  punto:  Seria,  dice,  un  gran 
bien  que  en  semejante  caso  quedase  la  indemni- 
zación á cargo  del  Tesoro  público,  porque  la  se- 
guridad de  todos  está  interesada  en  ello,  y por- 
que una  pérdida  pecuniaria,  dividida  en  la  tota- 
lidad de  los  individuos,  seria  nada  para  cada  uno 
de  ellos  en  comparación  de  lo  que  es  para  uno 
solo.  Esta  indemnización  seria  una  especie  de 
seguro  por  la  que  los  ciudadanos  se  asegurarían 
unos  á otros  sus  pérdidas;  y si  el  sueño  del  pro- 
pietario es  mas  tranquilo  en  una  casa  asegurada 
contra  los  incendios,  aun  lo  sería  mas  si  estu- 
viese asegurada  también  coDtra  ios  delitos.  Tal 

■ vez  se  opondrán  contra  esta  idea  de  un  gran  filó- 
sofo los  peligros  de  la  negligencia  y del  fraude, 
suponiendo  que  los  dueños  no  velarían  tanto  so- 
bre sus  propiedades,  y que  habría  quienes  fin- 
giesen pérdidas  ó las  abultasen  con  el  objeto  de 
arrancar  indemnizaciones  indebidas.  Pero  en 
cuanto  á la  negligencia,  no  debe  temerse  que 

' nadie  descuide  su  posesión  actual,  que  es  un 
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bien  cierto  y presente,  por  la  esperanza  de  reco- 
brar, no  sin  cuidados,  gastos,  molestias  y dila- 
ciones, un  equivalente  de  la  cosa  perdida;  y en 
cuanto  al  fraude,  deben  tomarse  para  prevenirlo 
las  mas  minuciosas  precauciones,  siendo  indis- 
pensable la  averiguación  del  delincuente  para 
concederse  la  satisfacción,  pues  sin  este  requi- 
sito seria  saqueado  el  tesoro  público  con  su- 
puestos robos,  cometidos  por  personas  descono- 
cidas que  han  huido,  ó de  un  modo  clandestino 
y en  las  tinieblas.  Y no  solamente  en  caso  de 
pérdidas  por  delitos  ajenos  deberla  estar  á cargo 
del  tesoro  público  la  indemnización  , sino  tam- 
bién en  las  pérdidas  y desg’racias  por  hostilida- 
des, porque  el  que  padece  por  la  nación,  tiene 
derecho  á un  resarcimiento  público;  en  las  oca- 
sionadas por  calamidades  físicas,  como  inunda- 
ciones, incendios  y otras,  porque  además  de  que 
el  peso  del  mal  repartido  entre  todos,  se  hace 
mas  ligero,  el  Estado,  como  protector  de  la  ri- 
queza nacional,  tiene  interés  en  restablecer  los 
medios  de  reproducción  en  las  partes  que  han 
padecido,  y sobretodo,  en  los  perjuicios  que  son 
efecto  de  los  errores  involuntarios  de  tos  minis- 
tros de  justicia , porque  el  Estado  debe  seguir 
las  reglas  de  equidad  que  él  impone  á los  indi- 
viduos. 

Hay  efectivamente  algunos  infelices  que,  su- 
midos en  una  cárcel  por  la  maligmidad  ó por  el 
error,  pasan  allí  las  semanas,  los  meses  y los 
años,  hacen  gastos  exorbitantes  para  procurarse 
los  medios  de  su  defensa , consumen  entera- 
mente su  patrimonio,  tienen  ociosos  unos  brazos 
que  alimentaban  á su  mujer  é hijos,  y logrando 
por  fin  el  triunfo  de  su  inocencia,  vuelven  exte- 
nuados de  miseria  y enfermedades  al  seno  de 
una  familia  hambrienta  é indigente.  ¿Qué  razón 
hay  para  que  no  se  les  resarzan  en  cuanto  sea 
posible  unos  perjuicios  que  se  les  han  causado 
sin  culpa  suya?  ¿Por  qué  al  tiempo  de  leerles  la 
sentencia  de  absolución  no  se  les  ha  de  entregar 
á nombre  del  Soberano  el  importe  de  sus  pérdi- 
das? ¿Por  qué  no  se  les  ha  de  sacar  del  estado 
miserable  á que  se  les  ha  reducido?  Mas  no  so-  1 
lamente  se  les  ha  ocasionado  la  pérdida  de  sus 
bienes  y del  fruto  de  su  industria,  sino  que  qui-  : 
zá  se  les  ha  hecho  también  una  profunda  herida 
en  el  honor.  Justo  será,  pues,  que  se  les  conce- 
dan igualmente  indemnizaciones  honoríficas 
con  que  puedan  recuperar  la  estimación  de  sus 
conciudadanos,  celebrándose  solemnemente  el 
dia  de  su  libertad,  como  un  dia  de  triunfo  para 
la  inocencia.  Y . Dadlo  y Daños  y perjuicios . 

* En  el  Código  penal  de  1850  (art.  16)  y de 
1810  (art.  19),  se  dispone,  que  en  el  ca30  del  nú- 
mero 7.  del  art.  8.°,  esto  es,  cuando  para  evitar 
un  mal  se  ejecuta  un  hecho  que  produzca  daño 
en  la  propiedad  ajena  (V.  Circunstancias  gueexir- 


men  de  responsabilidad  criminal),  son  responsa- 
1 bles  civilmente,  y en  su  consecuencia  están  obli- 
gadas k la  reparación  del  daño  causado  y á la 
l indemnización  de  daños  y perjuicios,  las  perso- 
i ñas  en  cuyo  favor  se  haya  precavido  el  mal,  á 
proporción  del  beneficio  que  hubieren  reportado, 
debiendo  señalar  los  tribunales  la  cuota  propor- 
cional de  que  cada  interesado  deba  responder;  y 
que  cuando  no  sean  equitativamente  asignables 
las  cuotas  respectivas,  6 cuando  la  responsabili- 
dad se  extienda  al  Estado  ó á la  mayor  parte  de 
una  población , y en  todo  caso  , siempre  que  el 
daño  se  hubiere  causado  con  el  asentimiento  de 
la  autoridad  ó de  sus  agentes,  se  hará  la  indem- 
nización en  la  forma  que  establezcan  las  leyes  ó 
los  reglamentos  especiales.  Entre  las  leyes  á que 
se  refiere  este  párrafo,  ocupa  un  lugar  principal 
la  ley  sobre  expropiación  forzosa  por  causa  de 
utilidad  pública. 

Respecto  de  lo  que  comprende  la  indemniza- 
i don  de  perjuicios,  el  modo  de  regular  su  im- 
pp^e  el  tribunal,  y el  lugar  que  aquellos  ocupan 
para  su  pag-o  cuando  los  bienes  del  penado  no 
bastan  á cubrir  las  responsabilidades  pecunia- 
rias, véanse  las  disposiciones  de  los  arts.  121, 
123,  124,  49  y 52  del  Código  penal , expuestas  en 
el  de  esta  obra  Daños  y perjuicios. 

Aquí  solo  añadiremos,  que  la  obligación  de 
indemnizar  los  perjuicios  se  trasmite  á los  here- 
deros del  responsable,  y la  acción  para  repetir 
aquella  se  trasmite  también  á los  herederos  del 
perjudicado:  art.  125  del  Código.  Mas  téngase 
presente,  que  esta  acción  se  podrá  intentar  con- 
tra los  herederos  del  responsable  de  la  indemni- 
zación, solo(en  cuanto  alcancen  los  bienes  de  la 
herencia,  si  la  admitieron  á beneficio  de  inventa- 
rio ; y por  todos  los  herederos  del  dañado,  sin 
que  perjudique  á unos  la  renuncia  de  otros,  para 
reclamar  la  parte  que  les  corresponda.  Esta  ac- 
ción puede  ejercitarse  en  tiempo  y forma  por  la 
persona  á quien  correspondiere  contra  quien  es- 
tuviere obligado  á dicha  indemnización,  aun 
cuando  se  extinguiera  la  acción  penal,  á no  ser 
que  dicha  extinción  procediere  de  haberse  de- 
clarado por  sentencia  firme,  que  no  existió  el 
hecho  de  que  la  civil  hubiera  podido  nacer:  ar- 
tículo 15  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Cuando  se  suspendiere  el  curso  de  un  proce- 
dimiento por  ausencia  y rebeldía  del  presunto 
reo,  podrán  hacer  efectivo  su  derecho  á la  in- 
demnización de  perjuicios  el  perjudicado  ó sus 
herederos,  puesto  que  dispone  el  art.  132  de  di- 
cha ley , que  se  reserve  en  el  auto  de  suspensión 
á la  parte  perjudicada  la  acción  para  dicha  in- 
demnización de  perjuicios,  á fin  de  que  pueda 
ejercitarla  independientemente  de  la  causa  por 
la  via  civil  contra  los  que  fueren  responsables, 
á cuyo  efecto  no  deben  alzarse  los  embargos  he- 
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chos  ai  cancelarse  las  fianzas  que  se  hubieren 
prestado  con  arreglo  al  tít.  11,  lib.  1.”  de  la  mis- 
ma ley. 

La  acción  civil  mencionada  de  indemnización 
á favor  de  los  particulares  perjudicados  por  el 
delito,  se  puede  ejercitar  por  el  Ministerio  fis- 
cal aun  aislada  y separada  de  la  penal,  á no  ser 
en  el  caso  de  renuncia  expresa  de  los  interesa- 
dos. Así  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo 
en  sentencia  de  21  de  Diciembre  de  1874.  Véase 
el  artículo  Fiscal,  página  1045,  columna  1."  del 
tomo  2.“  de  esta  obra. 

Si  el  sentenciado  no  tuviere  bienes  para  satis- 
facer la  indemnización  de  daños  y perjuicios, 
queda  sujeto  á una  responsabilidad  personal 
subsidiaria  á razón  de  un  dia  por  cada  cinco 
pesetas,  conforme  a las  reglas  contenidas  en 
el  art.  50  del  Código  penal  de  1870,  que  se  expo- 
ne en  el  artículo  Responsabilidad  personal  sub- 
sidiaria; pero  sin  que  esta  le  exima  de  dicha 
indemnización,  si  llegare  á mejor  fortuna:  ar- 
tículo 52. 

Acerca  de  la  indemnización  de  darlos  y per- 
juicios en  materia  civil,  véanse  las  disposicio-  ¡ 
nes  de  los  arts.  63,  808  al  906.  y de  los  910  y 911, 
expuestos  en  los  artículos  Daños  y perjuicios  y 
Sentencia  (ejecución  de). 

En  cuanto  á la  referida  indemnización  se- 
gún derecho  mercantil,  véanse  las  disposiciones 
de  los  arts.  944,  950.  983,  676  y 693  en  los  artícu-  j 
los  Arerias. — Naufragios.  — Capitán  y Piloto,  j 
* V.  Responsabilidad  civil.  * 

INDICCION.  La  convocación  ó llamamiento  para  i 
alguna  junta  ó concurrencia  sinodal  ó conciliar, 
y el  período  que  se  forma  contando  de  quince  en 
quince  años,  de  cuyo  cómputo  se  usa  en  las  Bu- 
las pontificias. 

ÍNDICE  EXPURGATORIO.  El  catálogo  de  los  libros 
que  se  prohíben  ó se  mandan  corregir. 

INDICIAR.  Descubrir  algún  reo  por  indicios.  I 

INDICIO.  Cualquier  acción  ó señal  que  da  á co-  ! 
nocer  lo  que  está  oculto;  la  conjetura  producida 
por  las  circunstancias  de  un  hecho;  la  sospecha  . 
que  hace  formar  un  hecho  conocido  por  su  reía-  ¡ 
clon  con  un  hecho  desconocido  de  que  se  trata.  ¡ 

Los  indicios  tienen  rnas  ó menos  fuerza  para 
probar  un  hecho,  según  sea  mayor  ó menor  la 
relación  ó el  enlace  que  tengan  con  el  mismo  I 
hecho  que  se  quiere  acreditar.  Asi  es,  que  los  1 
criminalistas  dividen  los  indicios  en  próximos  y i 
remotos,  leves  y graves,  urgentes  ó vehementes  ¡ 
ó violentos,  y equívocos  ó medianos,  claros  ó in- 
dudables, y oscuros  ó dudosos,  etc.;  pero  en  la  ! 
explicación  que  hacen  de  ellos,  forman  un  ver-  ! 
dadero  laberinto,  cruzando  y confundiendo  las  j 
ideas,  y llenando  muchas  páginas  con  asercio-  ■ 
nes  que  frecuentemente  son  hijas  de  la  cavilosi-  i 
dad,  y que  rara  vez  dejan  de  ser  inexactas.  >~o  i 
Tomo  ni 


es  fácil  en  efecto  dividir,  gubdividir,  clasificar 
ni  sujetar  á cálculo  lo  que  por  su  naturaleza  es 
incalculable,  indivisible  y vago;  no  es  posible 
formar  una  tabla  ó escala  en  que  se  aprecie  y 
fije  en  abstracto  el  valor  real  de  los  indicios  sim- 
ples ó combinados;  los  indicios  no  pueden  con- 
siderarse ni  apreciarse  sino  en  cada  uno  de  los 
casos  particulares  en  que  se  presentan;  porque 
los  indicios  varían  en  razón  de  las  circunstan- 
cias, y estas  variaciones  no  pueden  menos  de 
producir  combinaciones  infinitas. 

No  puede  sentarse  en  general  quedos  indicios 
forman  prueba  semiplena,  y que  tres,  cuatro  ó 
mas  la  forman  completa;  dos  solos  ponen  á veces 
la  verdad  en  evidencia,  y cuatro  reunidos  no  ha- 
cen en  algunos  casos  mas  que  mostrarnos  el  ca- 
mino que  conduce  á ella,  ó tal  vez  no  se  hallan 
reunidos  sino  por  el  acaso  ó el  azar,  sin  conexión 
alguna  con  el  hecho  principal  que  se  está  averi- 
guando. El  indicio  á veces  no  es  una  prueba,  es 
solo  una  luz  que  puede  guiar  al  juez  eu  la  inda  - 
gación y descubrimiento  de  la  verdad.  La  con- 
currencia de  muchos  indicios  puede  formar  mi 
aparato  terrible  contra  el  acusado;  pero  para  ello 
es  necesario  que  sean  fuertes  y no  dependan 
unos  de  otros.  Encuéntrase  un  cadáver,  en  cuyo 
pecho  está  clavado  el  cuchillo  que  le  quitó  la 
vida.  Dos  testigos  idóneos  declaran,  que  estando 
poco  distantes  de  aquel  sitio,  vieron  huir  al  acu 
sado  despavorido  al  mismo  tiempo  que  se  come  - 
tió  el  delito;  otros  dos  testigos  aseguran  haberle 
visto  manchado  de  sangre,  y otros  dos  afirman 
que  le  vieron  comprar  el  cuchillo  hallado  en  el 
pecho  del  muerto,  lo  cual  confirma  también  el 
vendedor.  Hé  aquí  tres  indicios  fuertes  é inde- 
pendientes uno  de  otro,  porque  cada  uno  de  ellos 
se  prueba  aparte  y con  distinción;  los  tres  con  - 
curren  á hacernos  creer  que  el  acusado  es  efec- 
tivamente reo  , formando  un  cargo  espantoso 
contra  él;  y aunque  no  excluyen  del  todo  la  po- 
sibilidad de  su  inocencia,  pueden,  sin  embargo, 
bastar  por  sí  solos  para  declararle  delincuente, 
si  no  preseuta  medios  de  justificación  ni  explica 
satisfactoriamente  unos  hechos  que  á primera 
vista  le  condenan.  Mas  cuando  los  indicios  de- 
penden unos  de  otros,  cuando  la  fuerza  de  todos 
consiste  en  la  verdad  de  uno  solo,  cuando  des- 
truido el  uno  quedan  destruidos  los  demás,  en- 
tonces merecen  poca  consideración,  y su  núme- 
ro no  añade  ni  quita  nada  á la  probabilidad  del 
hecho.  Dos  testigos  deponen  haber  visto  huir  al 
acusado:  otros  dos  aseguran  haberle  visto  volver 
apresuradamente,  y otros  dos  declaran  haberle 
visto  alquilar  una  muía  para  escapar  del  país. 
Hé  aquí* tres  indicios,  pero  tres  indicios  que  de- 
penden mutuamente  entre  sí,  y que  en  realidad 
uo  son  mas  que  uno  solo,  cual  es  la  fuga. 

Hay  indicios  que  según  las  personas  y las  cir- 
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cunstancias  pueden  ser  débiles  ó fuertes  , y que 
por  lo  tanto  son  equívocos:  tales  son  la  altera- 
ción del  acusado,  el  temblor  de  su  cuerpo,  su 
cambio  de  color,  la  luga  y la  fama  pública. 
Tiembla  el  inocente  al  verse  acusado  y al  consi- 
derar el  poder  terrible  del  juez,  múdasele  el  co- 
, ior  al  oir  la  fealdad  de  los  cargos  que  se  le  hacen, 
y teme  el  resultado  de  las  intrigas  de  sus  ene- 
migos; mientras  que  tai  vez  el  verdadero  delin- 
cuente se  presenta  con  descaro,  responde  con 
despejo,  y muestra  la  mayor  insensibilidad  aun 
al  oir  la  sentencia  que  le  condona.  ¿Y  qué  dire- 
mos de  la  fuga  y de  la  faina  pública?  Aquella  es 
á veces  un  medio  que  toma  el  inocente  para  no 
exponerse  á las  vejaciones  de  la  prisión  y a los 
peligros  del  proceso,  y esta  puede  haber  tenido 
su  origen  de  una  calumnia  ó de  un  error.  Pero 
lo  mas  común  y natural  es,  que  el  verdadero 
reo,  que  queda  sorprendido  con  una  pregunta  ó 
cargo  que  se  le  hace,  tiemble  y palidezca,  6 que 
sabiendo  que  se  le  persigue  tome  el  partido  de 
la  evasión ; y la  mala  fama  no  suele  ser  patrimo- 
nio de  la  inocencia.  V.  Fama  y Fuga.  La  inala 
fisonomía  del  acusado,  la  proximidad  de  su  casa 
al  lugar  del  delito,  y otras  circunstancias  seme- 
jantes, son  indicios  demasiado  débiles  por  sí  so- 
los; mas  la  conducta  conocida  del  mismo  puede 
ser  un  indicio  considerable  en  su  favor  6 en 
contra. 

La  confesión  extrajudicial  del  reo  probada  por 
dos  testigos ; el  hallazgo  de  la  cosa  hurtada  en 
poder  de  persona  sospechosa  que  no  diere  razón 
del  modo  ó título  de  su  adquisición;  la  transi- 
ción repentina  de  un  estado  de  miseria  ó estre- 
chez á,  otro  de  disipación  ó de  lujo  que  se  obser- 
vare en  un  suget.o  que  ha  estado  en  comunica- 
ción con  las  personas  de  la  casa  robada,  sin  que 
sea  conocido  el  origen  de  sus  nuevas  facultades; 
los  escritos  firmados  por  el  reo , como  las  cartas 
amatorias;  el  retiramiento  de  un  hombre  y una 
mujer  casada  en  lugar  secreto,  obscuro  y sospe- 
choso; las  amenazas  que  poco  antes  del  homici- 
dio hubiese  hecho  algún  sugcto  al  asesinado, 
mediando  entre  los  dos  causas  de  odio,  de  ene- 
mistad ó de  celos;  las  variaciones  notables  que 
el  reo  hiciere  eu  su  confesión,  las  contradiccio- 
nes en  que  incurriere;  las  mentiras  que  se  le 
justificaren:  todos  estos  indicios,  y otros  muchos 
que  pueden  acumularse,  son  indicios  mas  ó me- 
nos graves  que  en  los  respectivos  delitos  no 
puede  menos  do  tomar  en  consideración  el  juez 
para  formar  su  juicio,  pero  sin  que  por  ellos  so- 
los deba  decidirse  á la  condenación,  pues  no 
deja  de  haber  casos  en  que  los  inas  vehementes 
son  falaces.  La  mentira  es,  por  ejemplo  , uno  de 
los  indicios  de  mas  fuerza;  y la  inocencia,  sin 
embaí  go,  se  ha  valido  alguna  vez  de  este  medio 
peligroso  para  alejar  mas  y mas  de  sí  ó de  una 


persona  amada  la  sospecha  de  delincuencia.  El 
silencio  del  acusado  que  se  obstina  en  callar 
cuando  el  juez, le  pregunta,  se  considera  por 
algunos  como  una  confesión  tácita  del  delito; 
liánse  visto,  sin  embargo,  procesados  que  en 
medio  de  su  inocencia  lian  guardado  silencio. 
V.  Callar. 

El  hallazgo  de  un  hombre  muerto  ó herido  en 
alguna  casa  se  tiene  por  un  indicio  de  los  mas 
vehementes  contra  el  morador  de  ella  cuando  no 
se  sabe  quién  fué  el  agresor;  y la  ley  16,  tít.  21, 
lib.  12,  Nov.  Recop.,  le  hace  responsable,  deján- 
dole salvo  su  derecho  para  defenderse  si  pu- 
diere. 

Según  la  doctrina  de  las  leyes  de  Partida, 
el  juez  lia  de  proceder  al  castigo  del  acusado, 
solo  cuando  el  delito  resultase  demostrado  com- 
pletamente cou  pruebas  mas  claras  que  la  luz, 

■ délo  contrarío,  ha  de  absolverle,  aunque  tu- 
viera contra  sí  algunos  indicios  ó presunciones, 
con  especialidad  si  ia  pena  ha  de  ser  de  las 

1 mas  graves.  Dichas  leyes  quieren  que  las  prue- 
bas seau  ciertas  el  claras  como  la  luz , de  manera 
que  non  pueda  solté  ellas  reñir  dubda  ninguna: 
que  no  se  impong’a  castigo  á ninguno  por  sospe- 
chas, nin  por  señales,  nin  por  presunciones:  que  el 
pleito  criminal  debe  ser  probado  abiertamente  por 
testigos , o por  cartas  ó por  conoscencia  del  acusado, 
el  non  por  sospechas  tan  solamente;  et  que  los  juz- 
gadores todavía  deben  estar  mas  aparejados  á qui- 
tar los  omes  de  pena,  que  d condenarlos , en  los 
pleitos  que  claramente  non  pudieren  ser  probados 
ó que  fueren  dubdosos ; ca  mas  santa  cosa  es  et  mas 
derecha  quitar  al  orne  de  la  pena  que  meresciere 
por  el  yerro  que  hobiere  fecho , que  darla  al  que 

■ non  la  meresce  nin  fizo  por  qué:  ley  12,  tit.  14, 
Part.  3.';  ley  26,  tít.  l.°,  y leyes  7, 4 y 9.’,  tít.  31, 
Part.  7." 

Mas  no  se  deduzca  de  aquí  que  dichas  leyes 
tengan  por  insuficiente  la  prueba  de  indicios  pa- 
ra condenar,  no  concurriendo  la  de  testigos  que 
hubieren  presenciado  el  hecho,  ú la  de  confesión 
judicial  ó la  de  instrumentos.  Si  tal  deducción 
fuese  legítima  y necesaria,  muchos  habrían  de 
ser  los  crímenes  que  debieran  quedar  impunes, 
pues  que  son  muchos  los  que  se  cometen  sin  que 
intervengan  testigos,  sin  que  medien  escritos,  y 
sin  que  después  los  confiesen  los  delincuentes. 
La  ley  que  prohíbe  la  condenación  por  sospe- 
chas, por  señales  ó presunciones,  habla  solo  de 
las  presunciones,  señales  y sospechas  que  de- 
jan lugar  á la  duda,  como  que  efectivamente 
estas  palabras  no  presentan  en  su  sentido  natu- 
ral y común  ideas  de  claridad  y certeza;  pero  si 
en  lugar  de  meras  sospechas,  señales  ó presun- 
ciones, concurrieren  hechos  y circunstancias  tan 
íntimamente  ligadas  con  el  crimen  que  llegasen 
á formar  un  convencimiento  irresistible  de  que 
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el  acusado  lo  ha  cometido,  estos  indicios  enton- 
ces serán  verdaderas  demostraciones,  inferencias 
necesarias,  pruebas  tan  claras  como  la  luz,  y 
aunque  no  hubiese  confesión,  ni  escritos,  ni 
testigos  presenciales  del  hecho  principal , po- 
drán servir  de  base  para  imponer  al  reo  la  pena 
que  por  el  delito  la  ley  ha  designado.  Así  es  que 
la  ley  25,  tit.  19,  lib.  4.°  del  Código,  coloca  entre 
las  pruebas  completas,  á la  par  de  la  de  testigos 
idóneos  y de  la  de  instrumentos  auténticos,  la 
de  indicios  que  sean  indudables  y mas  claros 
que  la  luz:  Sciaut,  dice,  cundí  accusatores  eam  se 
rem  deferre  in  public  am  notioneni  debere , qiue 
munitasit  idoneis  tcstibus,  -reí  insiructa  apertissi- 
mis  documentis,  vel  indiciis  ad  probationem  indu- 
bitatis  el  tuce  clarioribus  expedita.  Así  es  también 
que  la  Ordenanza  del  ejército,  trat.  8.°,  tít.  5.°, 
art.  48,  quiere  que  cuando  los  indicios  son  tan 
vehementes  y claros  que  correspondan  á la 
prueba  de  testigos  y convenzan  el  ánimo,  se  pro-  j 
ceda  á la  pena  ordinaria,  como  si  el  reo  estuviese 
confeso.  V.  Absolución.  — Instancia.  — Presun- 
ción y Prueba. 

* Actualmente  han  sufrido  esenciales  altera- 
ciones las  doctrinas  de  las  leyes  de  Partida  ex- 
puestas sobre  la  prueba  indiciaría  y la  á que  ha- 
bía de  atender  el  juez  para  proceder  al  castigo 
del  acusado,  por  las  últimas  disposiciones  del 
Código  penal,  de  la  ley  de  1870  para  plantear  el  I 
recurso  de  casación  y de  la  de  Enjuiciamiento 
criminal  de  1872.  Todas  ellas  se  han  expuesto  en 
los  artículos  de  esta  obra  Absolución , tomo  l.°, 
pág.  142  y siguientes , y Condenación , tomo  2.a, 
póg‘.  471.  * 

INDIGENTE.  V.  Hurlo,  núm.  VI,  y Pobre. 

INDIGNIDAD.  La  falta  de  mérito  para  alguna 
cosa:  Indignus  non  semper  est  reprobas , sed  pro- 
prie  ivimeritus,  <?ui  dignas  non  est  seu  qni  non 
meretur  id  de  qno  agitar.  Esta  voz  suele  aplicarse 
en  jurisprudencia  á los  que  por  faltar  á sus  de- 
beres para  con  un  difunto,  bien  en  vida  de  él,  : 
bien  después  de  su  muerte,  desmerecen  sus  fa- 
vores, y pierden  la  herencia  que  se  les  había 
dejado  ó á que  tenían  derecho.  Entre  la  indig- 
nidad y la  incapacidad,  hay  la  diferencia  de  que 
el  incapaz  no  puede  adquirir  ni  recibir,  en  vez  ¡ 
de  que  el  indigno,  capaz  de  lo  uno  y de  lo  otro,  1 
no  puede  conservar  lo  que  ha  recibido  ó adqui- 
rido. V.  Heredero , números  V y siguientes  hasta 
el  XV. 

INDIRECTAMENTE.  Lo  que  se  hace  contra  las  re- 
glas por  rodeos  y caminos  tortuosos,  contravi- 
niendo de  este  modo  álas  prohibiciones  estable- 
cidas por  las  leyes.  Se  prohíbe,  por  ejemplo,  que 
el  clérigo  instituya  heredero  á su  hijo  espurio 
directa  ó indirectamente;  directamente,  esto  es, 
dejándole  la  hacienda  nominalmente  á él  mismo; 
indirectamente,  esto  es,  instituyendo  á una  per- 


sona interpuesta  con  la  secreta  condición  de  en- 
tregar la  herencia  al  hijo.  En  este  y los  demás 
casos  en  que  se  justifique  que  se  ha  querido  elu- 
dir la  disposición  de  la  ley,  todo  lo  que  se  hace 
indirectamente  contra  ella,  queda  nulo  y sin 
efecto.  V.  Heredero , núm.  XII,  Hijo  sacrilego,  nú- 
mero V,  y Fideicomiso,  al  fin. 

INDISOLUBLE.  Lo  que  no  puede  disolverse  ó 
deshacerse.  Llámase  indisoluble  el  matrimonio 
contraido  ínter  Jideles,  porque  es  un  lazo  sagra- 
do que  ya  no  puede  desatarse.  V.  Matrimonio 

INDIVIDUO  Ó INDIVISIBLE.  Lo  que  no  admite  di- 
visión, sea  por  razón  de  su  naturaleza,  como  un 
caballo,  un  instrumento,  sea  por  disposición  del 
derecho,  como  algunas  especies  de  obligaciones. 
V.  Bienes  individuos , Obligación  divisible  y Obli- 
gación indivisible. 

INDIVISO,  Lo  que  no  está  separado  ó dividido 
en  partes.  Gozar  pro  indiviso  es  poseer  en  común 
un  cuerpo  de  bienes  cuya  propiedad  no  está  di- 
vidida. Hay  quienes  poseen  una  cosa  joro  indiviso 
en  virtud  de  una  convención , como  los  que  han 
hecho  al  efecto  un  contrato  de  sociedad;  y hay 
quienes  la  poseen  del  propio  modo  sin  que  entre 
ellos  haya  mediado  convención  alguna,  como 
los  donatarios  ó legatarios  de  una  misma  ha- 
cienda, y los  coherederos  de  una  misma  succe- 
sion  legítima  ó testamentaria,  mientras  no  estén 
hechas  , las  particiones.  V.  Común,  Comunero, 
Comunidad  ó comunión  de  bienes  entre  cónyuges  y 
entre  coherederos , colegatarios,  ele.,  y sociedad. 

INDUCCION  Ó INDUCIMIENTO.  La  instigación  ó 
persuasión  con  que  uno  impele  á otro  para  que 
haga  alguna  cosa  ó cometa  algún  delito.  Véase 
Consejo. 

INDULGENCIA.  La  lenidad  ó condescendencia 
con  los  delincuentes  ó culpables:  la  remisión  de 
la  pena  que  uno  lia  merecido  por  su  delito;  y la 
remisión  que  hace  la  Iglesia  de  las  penas  tem- 
porales debidas  por  los  pecados.  V,  Bula,  art.  6." 
de  la  pragmática  de  16  de  Junio  de  1768,  é In- 
dulto. - 

1NDULTARI0.  El  sugeto  que  en  virtud  de  in- 
dulto ó gracia  pontificia  podía  conceder  benefi- 
cios eclesiásticos.  Jilas  todas  las  presentaciones 
ó nóminas  de  prebendas  y beneficios  que  hacían 
muchas  personas  ilustres  por  gracia  ó indulto 
apostólico  caducaron  á virtud  del  Concordato 
de  1753.  Véase  las  ^observaciones  del  conde  de 
la  Cañada  sobre  los  recursos  de  fuerza,  part.  3.‘} 
cap.  6.” 

INDULTO.  La  facultad  ó el  privilegio  concedido 
á alguno  para  que  pueda  hacer  lo  que  sin  él  no 
podría ; y la  gracia  por  la  cual  el  superior  remi- 
te la  pena  en  que  el  inferior  ha  incurrido,  ó ex- 
ceptúa y exime  á alguno  de  la  ley  ó regla  ó de 
otra  cualquiera  obligación. 

INDULTO.  La  condonación  ó remisión  de  la 
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pena  que  un  delincuente  merecía  por  su  delito;  j 
ley  1.',  tít.  32,  Part.  7.'1 

I.  A los  tribunales  y juzgados  que  adminis-  j 
tran  la  justicia  en  nombre  ilel  Rey,  pertenece  ¡ 
exclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes  i 
en  los  juicios  civiles  y criminales;  y el  Rey  es  el  j 
único  á quien  corresponde  la  prerogativa  de  ; 
conmutar  por  otras  menores  ó remitir  y perdo-  ' 
nar  absolutamente  las  penas  impuestas  por  aque-  ¡ 
lias.  Esta  prerog-ativa  déla  Corona,  que  se  cono- 
ce con  la  denominación  de  derecho  de  gracia  y 
con  la  de  poder  de  indultar  ó perdonar  se  hallaba 
ya  establecida  entre  los  Romanos,  como  es  de  ver 
por  la  ley  31,  tít.  19,  lib.  48  del  Digesto,  y por  las 
leyes  del  tít.  51,  lib.  9 del  Código.  Hánsela  re- 
servado igualmente  los  monarcas  en  todas  las 
naciones  de  Europa;  y entre  nosotros  asimismo 
se  encuentra  sancionada  y puesta  en  uso  por  las 
leyes  antiguas  y modernas,  según  aparece  de  la 
ley  7.a,  tít.  1.”,  lib.  fi.°  del  Fuero  Juzgo,  dé  las  le- 
yes 38,  39,  126,  141  y 224  del  Estilo , de  las  del 
tít.  42,  lib.  12,  Nov.  Recop.  del  art.  171  de  la 
Constitución  de  1812  y del  art.  73  de  la  de  1859. 

II.  Ha  tenido,  sin  embargo,  el  derecho  de 
gracia  enemigos  acérrimos  que  le  han  combati- 
do con  calor.  Toda  gracia,  dicen,  concedida  á 
un  delincuente,  es  una  derogación  de  la  ley;  sí 
la  gracia  es  justa,  la  ley  es  mala  y debe  corre- 
girse; y si  la  ley  es  buena,  la  gracia  no  es  mas 
que  un  atentado  contra  la  ley.  No  hay  otro  re- 
medio, añaden,  contra  las  penas  demasiado 
duras  que  su  reforma  y el  establecimiento  de 
otras  mas  suaves ; pero  mientras  existan  es  in- 
dispensable aplicarlas  tales  cuales  son  sin  re- 
misión alguna,  porque  el  rigor  es  menos  fu- 
nesto que  la  demencia:  el  rigor  uo  causa  mal 
sino  á muy  pocos,  y la  clemencia  incita  á todos 
al  delito,  otrecíéndoles  la  esperanza  de  la  im- 
punidad, como  dice  un  poeta  aleman  en  los 
siguientes  versos : 

Plus  sape  nocet  palientia  liegis , 

Quain  rigor;  Ule  nocet  paucis.  hcec  incilat  omnes, 

Dum  se  /erre  suos  sperant  impune  reatas. 

Además , concluyen,  el  poder  de  perdonar  es  un 
poder  de  hacer  lo  contrario  de  lo  que  la  ley  or- 
dena, es  por  consiguiente  un  poder  superior  á 
la  ley , un  poder  arbitrario,  un  poder  capaz  de 
hacer  dueño  de  la  vida  de  todos  al  que  lo  ejerce, 
y no  debe  existir  un  poder  de  esta  especie. 

Tales  son  en  resúmen  las  razones  que  se  acu- 
mulan contra  el  derecho  de  gracia;  pero  si  bien 
parecen  sólidas  á primera  vista,  se  ve  cuando 
se  las  examina  que  no  son  sino  especiosas.  Si. 
toda  gracia  es  una  derogación  de  la  ley,  no  por 
eso  es  una  derogación  de  la  justicia  universal; 
la  razón,  la  verdad  y la  justicia,  como  observa 
fundadamente  un  escritor  filósofo,  Mr,  Guizof, 


no  siempre  se  dejan  encerrar  cu  los  estrechos 
límites  del  texto  de  una  ley,  ni  pueden  pertene- 
cer en  toda  su  plenitud  y perfección  k ciertas 
formas  ó á ciertos  poderes.  Las  leyes  pueden  ser 
buenas,  perfectas  y justísimas,  consideradas 
como  reglas  g-enerales  para  los  casos  comunes; 
pero  pueden  ser  defectuosas  en  su  aplicación  á 
ciertos  casos  particulares  que  se  presentan  re- 
vestidos de  circunstancias  que  uo  se  previeron 
al  tiempo  de  su  formación.  Si  para  cada  caso 
tuviésemos  una  ley,  su  aplicación  entonces  se- 
ria necesaria,  y no  se  podría  sin  injusticia  con- 
ceder dispensa  de  ella  por  ningnn  medio;  pero 
Las  leyes  no  se  hacen  ni  pueden  hacerse  sino 
sobre  casos  generales,  modificados  cuando  mas 
por  circunstancias  generales  también,  y los 
jueces  no  pueden  tomar  en  consideración  para 
juzgar  contra  la  letra  de  las  disposiciones  lega 
les  muchas  modificaciones  que  ocurren  en  la 
práctica  y que  exigirían  á los  ojos  de  la  razón  y 
de  la  justicia  natural  una  variación  importante 
en  la  sentencia.  De  aquí,  pues,  la  conveniencia 
y aun  necesidad  del  derecho  de  gracia  que  mo  - 
dere  y excluya  en  algunos  casos  la  severidad  de 
los  fallos  legales,  sin  que  nadie  por  eso  pueda 
tener  aliciente  para  arrojarse  al  crimen  con  la 
esperanza  de  obtener  una  gracia  que  no  se  hq 
de  otorgar  sino  cuando  la  humanidad  y la  razón 
la  hicieren  necesaria,  Será,  si  se  quiere,  arbi- 
trario hasta  cierto  punto  el  ejercicio  de  este  de- 
recho; pero  también  es  arbitrario  y muy  arbi- 
trario el  poder  del  jurado  (porque  ¿qué  cosa  es 
el  jurado  sino  la  sustitución  de  la  conciencia, 
esto  es,  déla  arbitrariedad,  á la  ley  fija  en  la 
calificación  de  las  pruebas?);  y sin  embargo,  se 
está  proclamando  la  excelencia  de  esta  institu- 
ción sobre  los  tribunales  comunes.  En  la  imper- 
fección inevitable  de  las  leyes,  la  conciencia,  ó 
sea  la  arbitrariedad  del  monarca,  les  sirve  de 
complemento;  y si  la  íuflexibilidad  de  las  leyes 
es  una  garantía  contra  la  arbitrariedad  de  los 
jueces,  la  arbitrariedad  ó conciencia  del  jefe 
supremo  del  Estado  es  una  garantía  contra  la 
inflexibilidad  de  las  leyes,  que  no  teniendo  bas- 
tante elasticidad  para  ajustarse  á la  variación 
de  las  situaciones  y de  los  tiempos  y lugares 
podrían  alguna  vez  ejercer  cierta  especie  de  ti  - 
ranía  sobre  el  hombre.  Los  mismos  adversarios 
del  derecho  de  gracia,  después  de  desahogarse 
en  declamaciones  contra  él,  no  han  podido  des- 
conocer su  necesidad,  declarando  que  no  repro- 
baban el  uso  sino  el  abuso;  y si  en  el  calor  de 
las  revueltas  políticas  de  algunos  Estados  han 
llegado  á proscribirlo,  deseng-añados  por  fin, 
han  tenido  cuidado  de  restablecerlo,  sujetándo- 
lo cuando  mas  á la  responsabilidad  del  minis- 
terio. 

III.  Ei  indulto  puede  ser  general  ó particu- 


m 


— 213  — 


m 


lar.  Llámase  indulto  general,  el  que  se  concede 
á todas  las  clases  de  reos,  fuera  de  los  excep- 
tuados de  la  gracia,  y aun  el  que  se  concede 
solo  á los  de  cierta  clase,  como  á los  contraban- 
distas, á los  desertores,  ó á los  delincuentes  po- 
líticos, é indulto  particular  ó especial  se  denomi- 
na el  que  se  otorga  á alguna  persona  determi- 
nada: ley  1.'.  tít.  32,  Part.  7.‘ 

TV.  El  indulto  general  no  suele  darse  sino  por 
alguna  causa  justa  ó motivo  plausible;  co- 
mo, v.  gr.,  por  una  victoria  importante,  por  el 
ajuste  de  una  paz  ventajosa,  por  el  nacimiento 
del  príncipe  heredero,  por  su  matrimonio , por 
su  exaltación  al  trono,  por  el  feliz  alumbra- 
miento de  la  Reina,  por  la  terminación  de  una 
guerra  civil,  ó por  cualquiera  otra  ocasión  de 
regocijo  público  en  que  se  quiere  tomen  par- 
te los  que  no  se  han  hecho  del  todo  indignos 
de  él. 

En  todo  indulto  general  se  expresan  los  delitos 
que  en  él  se  comprenden,  ó á lo  menos  los  que 
se  excluyen.  No  habiendo  expresión  alguna,  se 
entienden  excluidos  los  de  lesa  majestad  divina 
ó humana,  blasfemia,  incendio  malicioso , fa- 
bricación de  moneda  falsa,  destrucción  ó tala  de 
montes,  alevosía  ó traición  ó muerte  segura, 
homicidio  de  sacerdote,  falsedad,  robo,  cohecho, 
y baratería,  resistencia  á la  justicia,  malversa- 
ción de  la  hacienda  pública,  extracción  de  cosas 
prohibidas  á naciones  que  están  en  guerra  con 
la  nuestra,  sodomía,  lenocinio,  desafío,  rapto  y 
violencia  de  mujeres;  ya  porque  es  práctica  cons- 
tante excluirlos  de  indulto,  ya  porque  las  leyes 
mandan  que  así  se  haga  respecto  de  algunos  de 
ellos:  leyes  1.a,  4.a  y 5.",  tít.  42,  lib.  12,  Nov.  Re- 
copilación ; Reales  cédulas  de  17  de  Octubre  de 
1771,  22  de  Diciembre  de  1795  y otras  varias. 

Ningún  indulto  general  comprende  ni  puede 
comprender  los  delitos  cometidos  después  de  su 
publicación , sino  solamente  los  anteriores,  á fin 
de  que  nadie  delinca  con  la  esperanza  de  la  im- 
punidad que  el  indulto  pudiera  presentarle. 

En  los  indultos  generales  se  entienden  com- 
prendidos, aunque  no  se  nombren,  los  delin- 
cuentes eclesiásticos,  contra  quienes  estuvieren 
conociendo  sus  jueces  (Real  cédula  de  21  de  Di- 
ciembre de  1787,  ó nota  10,  tít.  42,  lib.  12,  Noví- 
sima Recop.j;  pero  no  los  vagos  que  estén  desti- 
nados á las  armas,  marina  y recogimiento  de 
de  hospicios  ó casas  de  misericordia,  para  que 
se  apliquen  al  trabajo;  ni  los  reos  de  causas  de 
montes  y puramente  civiles:  ley  11,  nota  9.  , tí- 
tulo 42,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

No  solo  gozan  del  .indulto  general  los  reos  que 
se  hallan  presos  y son  capaces  de  él,  sino  tam- 
bién los  ausentes,  rebeldes  y fugitivos  que  se 
presentan  á solicitarlo  dentro  del  término  que 
se  les  hubiere  señalado,  sea  en  ei  tribunal  en 


que  pendiere  la  causa,  sea  ante  cualquiera  jus- 
ticia, la  cual  deberá  dar  conocimiento  de  la  pre- 
sentación á los  tribunales  respectivos  para  que 
hagan  la  declaración  correspondiente  sobre  apli- 
cación del  indulto. 

En  algunos  indultos  generales  no  se  concede 

■ la  gracia  á los  rematados  á presidio  ó arsenales, 
sino  en  el  caso  de  que  no  estén  todavia  remiti- 
dos ó en  camino  para  cumplir  sus  condenas;  en 
otros  se  extiende  á los  rematados  que  se  hallaren 
ya  en  camino,  no  habiendo  llegado  aun  á sus 
destinos;  y en  otros  se  amplía  á los  que  ya  estu- 
vieren cumpliendo  sus  condenas  en  cualquiera 

; de  los  presidios  de  la  Península  ó de  Africa.  Por 
regla  general,  los  indultos  generales  y comunes 
no  se  pueden  aplicar,  ni  aun  por  delitos  no  ex- 
ceptuados, á los  rematados  que  se  hallen  ya  en 
los  depósitos  correccionales  ó presidios  cum- 
pliendo sus  condenas,  ó que  estén  en  marcha 
para  ellos,  á no  ser  que  en  los  mismos  indultos 
se  prevenga  expresamente  lo  contrario,  pero  les 
alcanzan  los  indultos  generales  por  delitos  no 
exceptuados  y con  perdón  de  parte  cuando  la 
haya  ofendida,  si  estos  los  hubiesen  cometido 
después  de  su  ingreso  en  los  depósitos  y presi- 
dios, quedando  únicamente  sujetos  al  cumpli- 
miento de  la  condena,  relevados  de  las  recar- 
gas.— La  declaración  de  si  en  estos  casos  corres- 
ponde ó no  el  beneficio  del  indulto  general, 
compete  ai  juez  que  entienda  en  la  causa  pen- 
diente contra  el  rematado,  y respecto  de  los  de 
Africa  al  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y Ma- 
rina.— Si  alguu  indulto  extraordinario  como  el 
concedido  en  1828  extendiese  los  beneficios  de 
su  aplicación  á los  presidiarios  por  los  delitos 
que  causaron  sus  condenas  cuando  no  pasan 
estas  de  cierto  número  de  años,  corresponde  al 
comandante  de  cada  presidio,  previa  solicitud  ó 
sin  ella,  si  alcanza  á algun  presidiario  la  gracia, 
formar  expediente  gubernativo  en  papel  común 
y dirigirlo  al  jefe  político  en  la  Península  ó al 
gobernador  en  Africa  para  que  remitiéndolo  al 
tribunal  que  impuso  la  condena,  declare,  en  vis- 
ta de  la  causa  y del  indulto  si  há  ó no  lugar  á 
su  aplicación,  y el  certificado  de  la  determina- 
ción que  recaiga  debe  pasarse  al  jefe  político  en 
la  Península  y ai  gobernador  en  Africa  para  que 

■ por  medio  del  comandante  se  comunique  al  pre- 

\ sidario;  dándose  conocimiento  de  todo,  en  caso 

- fie  aplicación  dei  indulto,  al  director  general  de 

presidios  para  que  expida  la  licencia  al  agra- 
ciado con  expresión  de  la  circunstancia  extraor- 
dinaria que  la  motiva  antes  del  tiempo  que  de- 
bia  ciunpiir  en  el  presidio.— Si  algun  indulto 
como  los  de  los  años  de  1814  y 1837  concediese 
rebaja  general  en  las  condenas,  no  se  entiende 
aplicable  esta  gracia  á los  sentenciados  con  re- 
tención, como  expresamente  no  lo  prevenga: 
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art.  355  y siguientes  de  la  Ordenanza  de  presi-  . 
dios  de  14  de  Abril  de  1834.  Presidio. 

Al  reo  anteriormente  indultado  por  cualquiera 
delito,  no  se  le  puede  aplicar  el  indulto  general, 
ni  tampoco  el  particular  que  tal  vez  obtuviese, 
á no  ser  que  en  la  nueva  gracia  se  haga  mención 
de  la  primera:  ley  2.%  tít.  42,  lib.  12,  Nov.  Re- 
copilación. Además,  tanto  en  los  indultos  gene- 
rales como  en  los  particulares,  suele  ponerse  la 
cláusula  de  que  reincidiendo  los  indultados  en 
delitos  de  igual  género,  se  entienda  no  conce- 
dida la  rea)  gracia;  en  cuyo  caso,  no  solamente 
habrán  de  sufrir  la  pena  que  merezcan  por  su 
reincidencia,  sino  que  también  deberán  cumplir 
la  condena  de  que  fueron  indultados  como  si  no 
lo  hubieran  sido:  Real  órdeii  de  18  de  Julio  1840. 

En  los  deiitos  en  que  hay  parte  agraviada, 
aunque  se  haya  procedido  de  oficio,  no  se  aplica 
el  indulto,  sea  general  ó particular,  sin  que  pre- 
ceda el  perdón  y satisfacción  de  aquella,  como 
está  expresamente  mandado  en  la  ley  1.*,  tít.  42, 
lib,  12,  Nov.  Recop.,  y se  suele  poner  por  cláu- 
sula en  los  decretos,  cédulas  y órdenes  de  in- 
dulto. Este  perdón  debe  ser  puro,  simple,  sin 
restricción  alguna,  gratuito  y no  por  precio  , y 
otorgado  en  escritura  que  queda  unida  al  pro- 
ceso; bien  que  también  causaría  todos  sus  efec- 
tos, aunque  el  otorgamiento  se  hiciese  apud  acta. 
No  puede  suplirle  la  diligencia  de  notificación 
de  estado  que  se  hace  á las  partes  interesadas, 
concluido  el  sumario,  para  saber  si  quieren  ó 
no  salir  áles  autos,  por  mas  que  entonces  hayan 
contestado  que  nada"  pedían  ni  demandaban, 
que  la  justicia  obrase  por  sí  sola  y otras  expre- 
siones semejantes,  hijas  unas  veces  del  recelo 
de  embarazarse  en  una  causa  que  aumente  dis- 
gustos á loa  sufridos  por  el  delito  sobre  el  cual 
se  forma,  y obra  otras  de  la  fecunda  pluma  de 
algunos  escribanos. 

V.  El  indulto  particular,  que  es  el  que  se 
concede  á una  persona  determinada,  suele  otor- 
garse por  alguna  razón  especial,  como  v.  gr., 
por  servicios  importantes  que  el  delincuente  ó 
sus  progenitores  hubiesen  hecho  al  Rey  ó á la 
nación;  por  los  que  todavía  pueden  esperarse  de 
sus  virtudes,  de  su  valor,  de  su  talento  ó de  otras 
prendas  que  le  adornen  ; por  su  extraordinaria 
habilidad  en  alguna  ciencia  ó arte ; por  ruego 
de  sus  propios  jueces  ó de  muchos  vecinos  del 
pueblo  de  su  residencia  que  recomiendan  sus 
méritos  ó loable  conducta;  por  haber  sido  el  de- 
lito mero  efecto  del  impulso  de  una  pasión  y no 
de  la  perversidad;  por  compasión  hacía  su  fami- 
lia; por  ofrecer  el  perdón  un  estímulo  á la  virtud 
y no  un  incentivo  á la  maldad;  por  alguna  otra 
razón  de  utilidad  pública,  ó en  fin , por  pura 
gracia:  ley  12,  tít.  18,  Part.  4.a,  y leyes  1 * v 3 0 
tít.  32,  Part.  7.a 


Los  expedientes  que  en  solicitud  de  indulto 
promovieren  los  reos  juzgados  por  la  real  juris- 
dicción ordinaria,  se  instruyen  y resuelven  por 
el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  aunque  los 
reos  se  hallen  confinados  en  los  presidios:  Real 
decreto  de  16  de  Abril  de  1836.  Mas  no  se  admi- 
ten en  el  ministerio  las  solicitudes  de  indulto 
que  no  vengan  por  conducto  de  los  jefes  de  pre- 
sidio cuando  los  pretendientes  sou  rematados,  ó 
por  el  regente  de  la  Audiencia  respectiva  cuan- 
do no  lo  son , debiendo  aquellos  y este  remitir 
las  instancias  con  su  informe  motivado  en  caso 
de  que  su  parecer  sea  favorable,  pues  si  fuere 
negativo,  no  darán  curso  á las  solicitudes,  pero 
enterarán  á los  interesados;  bien  que  se  excep- 
túan de  esta  regla  las  solicitudes  de  indulto  que 
personalmente  entregan  los  interesados  á la  Real 
persona  y S.  M.  se  digna  admitir:  art.  8.“  de  la 
Real  órdeu  de  28  de  Febrero  de  1838. 

Como  suelen  acudir  ai  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  en  solicitud  de  indulto  personas  que  se 
han  fugado  de  las  cárceles  y presidios,  ó que  han 
logrado  eludir  su  arresto  antes  de  ser  ejecutado, 
y que  fácilmente  hallan  medios  de  ocultarse,  se 
remiten  por  dicho  Ministerio  en  fin  de  cada  mes 
á las  respectivas  Audiencias  listas  circunstan- 
ciadas de  las  personas  que,  estando  sujetas  á un 
juicio  criminal,  hayan  pedido  indulto  desde  Ma- 
drid ó desde  otro  punto  que  no  sea  el  deL  juicio, 
é iguales  listas  se  pasan  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación de  los  reos  rematados  que  hagan  sus 
instancias  desde  un  punto  diferente  deL  de  su 
destino,  en  cuya  vista , sin  embargo  de  lo  que 
S.  M.  se  digne  resolver  sobre  la  concesión  de  la 
Real  gracia,  deben  los  tribunales  expedir  las 
correspondientes  requisitorias  y practicar  las 
demás  diligencias  oportunas  para  la  captura  de 
los  reos  prófugos  pendientes  de  juicio,  y dar  sus 
órdenes  el  Ministerio  de  la  Gobernación  á los  je- 
fes políticos  para  la  de  los  rematados:  Real  órden 
de  22  de  Marzo  de  1838. 

Por  regla  general,  no  deben  elevarse  á la  real 
consideración  de  S.  M.  pretensiones  sobre  indul- 
tos particulares  sino  después  de  haber  recaido 
sentencia  que  cause  ejecutoria;  y auu  cuando 
los  i;eos  aspirantes  á la  gracia  se  hallen  ya  cum- 
pliendo su  condena,  deben  siempre  pedirse  in- 
formes al  tribunal  sentenciador,  el  cual  no  ha 
de  evacuarlos  sino  con  audiencia  fiscal : artícu- 
los l.“,  2."  y 3.“  de  la  Real  órden  de  18  de  Junio 
de  1840. 

En  los  informes  que  evacúen  los  tribunales  y 
en  las  propuestas  que  ellos  hagan  de  indulto, 
debe  expresarse  la  edad  , profesión,  conducta 
anterior,  estado  y modo  de  vivir  ó fortuna  de  los 
reos,  manifestando,  en  el  caso  de  ser  padres  de 
lamilla,  los  individuos  de  que  esta  se  compone 
y la  asistencia  que  de  aquel  recibían , cuya  cir* 
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eunstaucia  se  expresará  también  respecto  de  los 
reos  que  aun  siendo  solteros  mantenían  á sus 
padres,  hermanos  ó parientes;  y también  se  ex- 
presará en  cuanto  sea  posible  la  calidad  del  de- 
lito, la  parte  que  haya  tenido  el  reo  en  su  perpe- 
tración, las  circunstancias  agravantes  y las  ate- 
nuantes, el  tiempo  que  llevase  de  prisión  y de 
rematado,  y su  conducta  posterior  al  delito.  Las 
mismas  circunstancias  han  de  contener  los  in- 
formes que  dieren  los  tribunales  á la  Dirección 
general  de  presidios  y á los  jefes  políticos  con 
respecto  á los  indultos  que  aquella  hubiere  de 
proponer  de  reos  rematados,  y estos  de  mujeres 
reclusas  en  virtud  de  sentencia  en  casas  de  cor- 
rección. La  Dirección  general  de  presidios  debe 
remitir  al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  origi- 
nal ó por  copia  á la  letra , el  informe  del  tribu- 
nal sentenciador  siempre  que  proponga  algún 
indulto,  rebaja  ú otra  gracia,  y además  la  hoja 
comprensiva  del  ingreso,  conducta  y vicisitudes 
del  interesado  en  el  presidio;  Real  órden  de  2 de 
Abril  de  1839. 

Como  ha  enseñado  la  experiencia  que  hay 
hombres  por  desgracia  que  no  obtienen  el  in- 
dulto sino  para  delinquir  de  nuevo  con  mas  ar- 
rojo y confianza,  frustrando  así  á la  vez  los  efec- 
tos de  la  justicia  y los  de  la  clemencia,  se  ha 
adoptado  para  la  reparación  de  este  abuso  en  el 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  tanto  en  los  in- 
dultos generales  como  en  los  particulares,  cuan- 
do la  índole  del  delito  así  lo  reclama,  la  fórmula 
constante  de  que  «reincidiendo  en  delitos  de 
igual  género,  se  entienda  no  concedida  La  Real 
gracia.»  Y para  que  los  efectos  de  este  rigor  sa- 
ludable sean  ciertos  y seguros,  como  igualmente 
para  que  no  sean  eludidas  las  sentencias,  se  ha- 
llan acordadas  por  la  citada  Re,al  órden  de  18  de 
Julio  de  1840,  además  de  las  medidas  mas  arriba 
indicadas,  las  prevenciones  siguientes;  Que  de 
todo  indulto  se  dé  conocimiento  á los  Regentes 
de  las  Audiencias,  por  su  medio  k los  fiscales , y 
por  el  de  estos  á los  promotores:  Que  en  la  Secre- 
taría del  despacho  de  Gracia  y Justicia , los  fis- 
cales y promotores  abran  un  registro  en  que 
consten  los  nombres  y circunstancias  de  los  sen- 
tenciados en  el  tribunal  y los  indultos  concedi- 
dos, con  la  nota  de  reincidencia  en  su  caso:  Que 
á este  efecto,  en  los  indultos  generales  sedé  una 
noticia  nominal  de  los  indultados  á los  fiscales, 
y por  estos  á los  promotores,  para  cuyo  fin  y de- 
más efectos  convenientes  la  Dirección  de  presi- 
dios remitirá  estados  personales  á dicho  Minis- 
terio: Que  por  medio  de  estos  registros,  los  fisca- 
les y promotores,  al  tiempo  de  acusar  en  las 
causas  criminales,  y al  evacuar  los  primeros  el 
informe  sobre  indulto,  manifiesten  si  el  reo  ha 
sido  antes  indultado,  y de  qué.  delito:  Que  los 
tribunales,  al  remitir  los  estados  de  semestre  y 


datos  estadísticos  que  les  están  mandados,  ex- 
presen el  número  de  reincidentes:  Que  los  rein- 
cidentes cuyo  indulto  hubiese  sido  concedido 
con  la  cláusula  arriba  indicada,  además  déla 
pena  á que  se  hayan  hecho  acreedores,  sufrirán 
la  parte  de  condena  de  que  fueron  indultados 
como  si  no  lo  hubiesen  sido:  Y que  los  fiscales  y 
promotores  ejercerán  especial  vigilancia  para 
que  no  sean  eludidos  fraudulentamente  los  efec- 
tos de  las  sentencias,  como  no  sin  frecuencia 
sucede,  ya  permaneciendo  los  rematados  en  las 
cárceles  y aun  en  sus  casas  por  mucho  tiempo 
' sin  marchar  á sus  destinos,  ya  volviendo  de  es- 
tos antes  de  tiempo  sin  licencia  ni  autorización 
en  toda  regla;  eñ  cuyos  casos  es  la  voluntad  de 
S.  M.  ejerzan  los  fiscales  y promotores  toda  la 
severidad  de  su  encargo  , pidiendo  lo  que  con- 
venga en  justicia,  ó representando  á S.  M.  lo 
conveniente  por  el  Ministerio  de  Gracia  y Jus- 
ticia. 

VI.  Cuéntase  entre  los  indultos  particulares, 
el  indulto  anual  del  Viernes  Santo,  que  es  el  que 
se  acostumbra  conceder  por  el  Rey  todos  los  años 
el  dia  del  Viernes  Santo,  al  tiempo  de  la  adora- 
ción de  la  Cruz,  á dos  reos  de  la  cárcel  de  córte 
y á uno  de  cada  capital  donde  hay  Audiencia. 
Para  la  concesión  de  este  indulto  se  pide  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  al  principio  de 
cada  año,  á los  Regentes  de  las  Audiencias,  una 
causa  original  de  homicidio  en  que  no  haya  in- 
teresado que  pida,  ni  medie  alevosía,  robo  ú otro 
de  aquellos  crímenes  feos  y enormes  que  por  sus 
circunstancias  son  indignos  de  perdón  y en  cuyo 
castigo  se  interesa  sumamente  la  vindicta  pú- 
blica. En  vista  de  esta  órden,  cada  Audiencia 
examina  las  causas  y elige  una  que  con  su  in- 
forme y el  extracto  del  relator  envia  original  al 
Ministerio.  Llegado  el  dia  del  Viernes  Santo,  dos 
capellanes  de  honor  presentan  al  Rey  en  una 
bandeja  todas  las  dichas  causas,  reunidas  con 
los  memoriales  de  los  reos;  y al  tiempo  de  ado- 
rar S.  M.  la  Santa  Cruz,  pone  su  real  mano  sobre 
las  causas  diciendo:  Yo  os  perdono  porque  Dios 
me  perdone.  Hecha  esta  ceremonia,  se  extiende 
y remite  el  indulto  á los  respectivos  tribunales 
en  cuyas  cárceles  se  hallan  los  reos  perdonados, 
y en  su  virtud  se  Ies  pone  en  libertad:  ley  2.a  y 
nota  1.*,  tít.  42,  lib.  12,  Nov.  Recop.,  y la  prác- 
tica. 

VIT.  La  ley  7.*,  tít.  18,  lib.  12,  Nov.  Recop., 
después  de  imponer  la  pena  de  muerte  álos  que 
en  sus  casas  ó heredades  recepten  y encubran  ó 
socorran  á los  salteadores  y bandidos,  concede 
indulto  y remisión  de  dicha  pena  al  que,  ha- 
biéndola merecido,  entregare  vivo  ó muerto  al- 
guno de  los  bandidos  ó salteadores;  y por  Real 
cédula  de  21  de  Setiembre  de  177í>,  se  dispensa 
la  gracia  de  no  imponer  penas  afrentosas  al  reo 
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que  fuere  presentado  k la  justicia  por  sus  pa 
rientes. 

La  ley  4 ’,  tít.  8.“,  Hb.  12,  Ñor.  Recop.,  después 
de  prescrí  bir  ] =1  s penas  de  muerte  y confiscación 
de  bienes  contra  los  que  fabricaren  ó introduje- 
ren en  el  reino  moneda  falsa,  y de  mandar  qu>> 
basten  para  la  comprobación  de  este  delito  pro  ■ 
bauzas  privilegiadas  ó tres  testigos  singulares 
que  depongan  cada  uno  de  su  hecho,  ordena  en 
el  art.  10,  «que  el  cómplice  que  denunciare  al 
compañero,  estando  en  estos  reinos  donde  se 
pueda  prender,  consiga  liberación  de  su  persona 
y bienes.» 

Según  la  ley  5.-,  tít.  2.",  Part.  7.*,  el  cómplice 
en  uua  traición  que  la  descubriere  antes  que  se 
lleve  á cabo,  debe  ser  perdonado  del  crimen  que 
cometió  entrando  en  ella;  y aun  si  la  descubrie- 
re desde  luego  antes  de  comprometerse  en  la 
conspiración  conjuramento,  no  solo  merece  in- 
dulto, sino  premiG. 

Algunos  autores  quieren  que  el  indulto  ofre- 
cido por  estas  leyes  ix  los  descubridores  de  sus 
cómplices  en  los  casos  determinados  que  expre- 
san, se  extienda  por  una  ley  general  al  cómplice 
que  voluntariamente  delate  A sus  compañeros 
en  cualesquiera  delitos,  á lo  menos  en  los  mas 
graves  ó atroces,  á fin  de  evitar,  con  el  temor 
recíproco  que  cada  cómplice  debe  tener  de  que 
otro  le  descubra,  las  asociaciones  criminales  que 
puedan  contraer  los  hombres  para  hacer  mal  al 
Estado  ó á los  particulares.  La  legislación  ingle- 
sa lo  tiene  admitido  así  por  punto  general,  con- 
cediendo entero  perdón  ai  cómplice  denuncian- 
te, y dándole  en  la  seguida  del  proceso  el  nom- 
bre y carácter  de  testigo  del  Raj\  un  ejemplar 
inuy  señalado  acaba  de  verse  en  el  reciente  pro- 
ceso del  asesino  Burke.  V.  Revelación.  * En  el  Có- 
digo penal  de  1848  reformado  en  1850  se  conte- 
nían disposiciones  análogas  á las  aquí  expues- 
tas, arts.  143,  161,  173,  180,  188  y 204;  mas  en  la 
reforma  de  1870  se  han  suprimido  tales  prescrip- 
ciones según  se  ha  expuesto  en  el  artículo  Ar- 
repentimiento, tomo  l.°  de  esta  obra,  pág.  738.  * 

VIH.  En  los  casos  de  conmociones  populares, 
tumultos,  asonadas,  conspiraciones  ó sediciones, 
todos  los  bulliciosos  que  al  oir  la  publicación 
del  bando  prevenido  por  las  leyes,  obedecieren 
y se  retiraren  pacificamente,  quedarán  indulta- 
dos de  la  pena  en  que  hubieren  incurrido,  no 
siendo  los  principales  a.utores  de  la  conspiración 
ó asonada,  y no  habiendo  cometido  otro  delito 
‘llle  óe  haberse  reunido  k ella:  leyes  3.‘  y 5.a, 
tít.  11,  lib.  12,  Nov.  llecop.,  y ley  de  17  de  Abril 
de  1821,  restablecida  por  decreto  de  30  de  Agosto 
de  1836.  V.  Asonada. 

Los  indultos  ó perdones  que  se  concedieren 
por  los  magistrados , Ayuntamientos  ú otros 
cualesquiera  á los  perpetradores,  auxiliadores  y 


motores  de  asonadas  y violencias,  son  ineficaces 
y no  pueden  surtir  efecto  alguno,  por  ser  mate- 
rias privativas  de  la  suprema  regalía,  inherente 
en  la  persona  del  Rey:  ley  13.  tít-  17,  lib.  7.  , y 
ley  5 a.  tit.  11.  lib.  12,  Nov.  llecop. 

Cuando  todo  un  pueblo  ó gran  número  de  in- 
dividuos comete  un  delito,  suele  el  Rey  perdo- 
nar ó disminuir  la  pena  á los  menos  culpables, 
y mandar  que  se  castigue  con  el  rigor  de  la  ley 
solamente  á los  que  fueron  cabezas  y reos  prin- 
cipales, uniendo  así  la  clemencia  con  la  necesi- 
dad del  escarmiento,  ya  para  no  causar  un  per- 
juicio notable  á la  población  ni  de  consiguiente 
á la  agricultura,  artes  y comercio,  ya  también 
pura  evitar  el  espectáculo  horroroso  que  habría 
de  presentar  el  suplicio  de  muchas  personas.  Si 
todo  uu  ejército  se  ha  rebelado  contra  su  gene- 
ral, necesaria  es  la  indulgencia,  dice  Séneca 
(De  ira  lib.  2.°,  cap.  10):  In  singulos  severilas 
imperatoris  distringilur ; at  necessaria  venia  est, 
ubi  tolas  deser  ni  t exercilus.  Q.uid  tollit  iraní  sa- 
pientis '?  turba  peccantinm.  IntelUgit  quam  et  ini- 
qmm  sit , et  pcriculosum . irasci  publico  ritió. 

(Jautiiís  ingentes  morios , et  prosima  cordi 

Ulcera  poioiliCB  Iractal  solertia  cura: , 

Parcenáoque  secat , ferro  ne  largi.us  acto 

Ireevocandus  etü  sectis  vilalibus  error. 

Claudiano,  da  Bello  Oetico , v.  120  y sijuieiites, 

IX.  El  indulto,  cualquiera  que  sea,  no  se  ex- 
tiende á otros  delitos  que  k los  que  se  hallan 
expresados  en  la  cédula,  decreto  ú órden  que  lo 
contiene:  «Otrosí,  dice  la  ley  12,  tít.  18.  Part.  3.a. 
non  es  quito  (el  indultado)  si  non  de  aquella 
cosa  que  señaladamente  fuere  nombrada  en  la 
carta  de  que  el  Rey  le  perdona;»  y lo  mismo  re- 
pite la  ley  2.a,  tít.  42,  lib.  12,  Nov.  Recop.  De 
aquí  es  que  el  indultado  por  un  delito  político 
queda  sujeto  á los  procedimientos  judiciales  que 
se  hubiesen  incoado  ó se  incoaren  por  débitos 
anteriormente  cometidos:  Reales  órdenes  de  6 de 
Setiembre  de  1836  y de  20  de  Febrero  de  1837. 
De  aquí  es  también  que  el  indulto  general  que 
k uno  se  concediese  de  todos  sos  delitos,  seria 
nulo  y de  ningún  efecto,  como  observa  Grego- 
rio López  en  la  glosa  3.a  de  dicha  ley  12,  tít.  18, 
Part.  3/ 

No  puede  darse  indulto  en  perjuicio  de  terce- 
ro ; y así  queda  obligado  en  todo  caso  el  indul- 
tado á devolver  ¿ la  parte  agraviada  los  bienes 
que  le  hubieren  ocupado,  como  igualmente  á 
resarcirle  los  daños  y perjuicios  que  del  delito 
le  resultaren , yá  satisfacerle  las  penas  pecu- 
niarias que  por  la  ley  estuvieren  prescritas  en 
su  favor:  « ca  el  Rey  non  quita  sinon  tan  sola- 
mente la  su  justicia:»  ley  12,  tít.  18,  Part.  3/,  y 
ley  3.a,  tít.  42.  lib,  12,  Nov.  Recop.  La  opinión 
de  Febrero  y otros  autores,  de  que  el  Rey,  en  uso 
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de  su  autoridad  y por  justa  causa  puede  remitir 
el  derecho  de  la  parte  agraviada,  es  una  opinión 
errónea  y conocidamente  contraria  á la  letra 
clara  y expresa  de  muchas  leyes  y con  especia- 
lidad á la  citada  ley  12,  y á las  leyes  30,  31  y 32, 
tít.  18,  Part.  3.’,  en  las  cuales  se  establece  que 
el  indultado  non  se  puede  excusar  de  facer  de- 
recho por  el  fuero  á los  que  querella  oviereu  dél, 
y que  las  cartas  que  sean  ganadas  contra  dere- 
cho de  alguno  non  han  fuerza  ninguna  nin  se 
deben  cumplir.  La  parte  agraviada  puede  per- 
donar ó remitir  su  derecho  como  quisiere  y en 
cuanto  quisiere;  pero  nadie  puede  remitirlo  por 
ella  sin  su  cousentimiento  ó aquiescencia;  el 
Rey,  como  jefe  y representante  de  la  sociedad, 
no  puede  perdonar  sinon  tan  solamente  la  su  jus- 
ticia, esto  es,  la  pena  que  la  vindicta  pública 
exigía. 

Cuando  el  indulto  se  expide  antes  de  la  pro- 
nunciación de  la  sentencia,  no  solamente  queda 
el  reo  libre  de  la  pena  que  merecía  y de  la  infa- 
mia de  derecho,  sino  que  conserva  también  ó 
recobra  su  estado  y sus  bienes  como  los  tenia 
antes;  pero  cuando  no  se  expide  sino  después 
de  la  sentencia,  solo  se  liberta  de  la  pena  cor- 
poral, mas  no  recobra  la  fama  ni  los  bienes  que 
por  la  sentencia  hubiese  perdido,  á no  ser  que 
en  el  indulto  se  exprese  que  se  le  entregue  todo 
lo  suyo  ó que  se  le  reponga  en  su  primer  estado: 
ley  2.*,  tít.  32,  Part.  7.“  V.  Co /¿mutación  de  pena. — 
Perdón  y Visita  de  cárcel. 

El  indulto  surte  sus  efectos,  cualquiera  que 
sea  la  forma  en  que  se  expida;  pues  aunque  la 
ley  2.a,  tít.  42,  lib.  12,  Nov.  Recop.,  no  quería 
que  fuese  válido  sino  el  que  se  expidiese  por 
carta  que  llevase  la  firma  y el  sello  del  Rey  y 
estuviese  escrita  por  mano  de  escribano  de  la 
real  cámara  y firmada  en  la  espalda  por  dos 
consejeros,  ha  caído  en  desuso  esta  disposición, 
y es  ahora  lo  común  que  para  los  indultos  ge- 
nerales se  expida  solo  un  Real  decreto , y para 
los  particulares  una  Real  órden,  sin  las  indica- 
das formalidades. 

* Las  gracias  de  indulto  se  regían  en  su  con- 
cesión por  el  decreto  de  7 de  Diciembre  de  1866, 
(derogado  por  la  ley  provisional  de  24  de  Mayo) 
18  de  Junio  de  1870,  según  expresamente  lo 
declaró  la  órden  de  12  de  Diciembre  del  mis- 
mo año.  Aunque  dicha  ley  de  24  de  Mayo  fué 
derogada  por  la  ley  de  9 de  Agosto  de  1873,  se 
restableció  por  decreto  de  12  de  Enero  de  1874. 

Personas  que  pueden  ser  indultadas . — No  hay 
delito  ninguno  exceptuado  absolutamente  de  la 
gracia  de  indulto  ni  reos  que  no  puedan  ser  in- 
dultados del  todo  ó de  la  parte  de  la  pena  en  que 
hubieren  incurrido,  á excepción:  l.°  de  los  pro- 
cesados criminalmente  que  no  hubieren  sido 
aun  condenados  por  sentencia  firme;  2.'  de  los 
Tomo  ih, 


que  no  estuviesen  á disposición  del  tribunal 
sentenciador  para  el  cumplimiento  de  la  con- 
dena; 3.°  de  los  reincidentes  en  el  mismo  ó en 
otro  cualquier  delito,  por  el  cual  hubieren  sido 
condenados  por  sentencia  firme : se  exceptúa, 
sin  embargo,  el  caso  en  que  á juicio  del  tribu- 
nal sentenciador  ó del  Consejo  de  Estado  hubie- 
se razones  suficientes  de  justicia,  equidad  ó 
couveniencia  pública  para  otorgarles  la  gracia: 
arts.  1.a  y 2.° 

Según  el  art.  3 en  estas  excepciones  no  es- 
tán comprendidos  los  penados  por  delitos  com- 
prendidos en  el  tít.  2.°,  lib.  2.“  del  Código  penal,  á 
saber:  los  reos  de  delitos  de  lesa  majestad,  contra 
las  Córtes,  el  Consejo  de  ministros  y contra  ia 
forma  de  gobierno;  de  ios  delitos  cometidos  con 
ocasión  del  ejercicio  de  los  derechos  individua- 
les garantizados  por  la  Constitución , bien  sean 
perpetrados  por  los  particulares,  excediéndose 
en  su  ejercicio,  bien  por  los  funcionarios  pú- 
blicos contra  el  ejercicio  de  los  derechos  indivi- 
duales. 

Clases  de  indultos. — Los  indultos  son  genera- 
les y particulares;  para  concederse  uno  general 
necesita  el  jefe  del  Estado  hallarse  autorizado 
por  una  ley  especial  según  el  pár.  5.°,  art.  74  de 
ia  Constitución  de  1869;  los  particulares  puede 
concederlos  con  arreglo  á las  leyes  en  virtud  de 
las  facultades  ordinarias  que  le  concede  el  pár- 
rafo 6.°  del  art.  73. 

Con  referencia  á cada  reo  puede  ser  el  indulto 
total  ó parcial. 

Será  indulto  total  la  remisión  de  todas  las  pe- 
nas á que  hubiese  sido  condenado  y que  todavía 
no  hubiese  cumplido  el  delincuente. 

Será  indulto  parcial  la  remisión  de  alguna  ó 
algunas  de  las  penas  impuestas,  ó de  parte  de 
todas  las  en  que  hubiese  incurrido  y no  hubiese 
cumplido  todavía  el  delincuente. 

Se  reputará  también  indulto  parcial  la  con- 
mutación de  la  pena  ó penas  impuestas  al  de- 
lincuente en  otras  menos  graves:  art,  4." 

Será  nula  y no  producirá  efecto  ni  deberá  eje- 
cutarse, por  el  tribunal  á quien  corresponda,  la 
concesión  del  indulto  en  que  no  se  hiciese  men- 
ción expresa  á lo  menos  de  la  pena  principal 
sobre  que  recaiga  la  gracia : art.  5.” 

El  indulto  de  la  pena  principal  llevará  consi- 
go el  de  las  accesorias  que  con  ella  se  hubiesen 
impuesto  al  penado,  á excepción  de  las  de  inhabi- 
litación para  cargos  públicos  y derechos  políti- 
cos y sujeción  á la  vigilancia  de  la  autoridad, 
las  cuales  no  se  tendrán  por  comprendidas  si  de 
ellas  no  se  hubiese  hecho  mención  especial  en 
, la  concesión. 

í Tampoco  se  comprenderá  nunca  en  esta  la 
indemnización  civil:  art.  6. 11 

Podrá  concederse  indulto  de  las  penas  acceso- 
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rías , cou  exclusión  de  las  principales  y vicevei- 
sa,  á no  ser  de  aquellas  que  sean  inseparables 
por  su  naturaleza  y efectos:  art.  7. 

El  indulto  de  pena  pecuniaria  eximirá  al  in- 
dultado del  pago  de  la  cantidad  que  aun  no  hu- 
biese satisfecho;  pero  no  comprenderá  la  de- 
volución de  la  ya  pagada,  á no  ser  que  así  se 
determinare  expresamente:  art.  8.“ 

En  rigor  de  derecho  no  puede  indultarse  de 
una  pena  ya  ejecutada,  puesto  que  el  indulto 
por  su  naturaleza  presupone  que  aun  se  halla 
pendiente  de  ejecución ; se  indulta  de  lo  que  ha 
de  sufrirse,  no  de  lo  sufrido.  La  devolución  de 
las  multas  es  una  gracia  que  especialmente  se 
ha  aplicado  á los  periódicos. 

No  se  podrá  conceder  indulto  del  pago  de  los 
gastos  del  juicio  y costas  procesales  que  no  cor- 
respondieren al  Estado;  pero  sí  de  la  pena  sub-  j 
sidiaria  que  el  penado  insolvente  hubiere  de 
sufrir  por  este  concepto:  art.  9. 

Si  el  penado  hubiere  fallecido  al  tiempo  ó 
después  de  existir  causas  bastantes  para  la  con- 
cesión de  su  indulto,  podrá  relevarse  á sus  he- 
rederos de  la  pena  accesoria  de  umita,  con  ar- 
reglo á lo  dispuesto  en  los  arts.  8."  y 9.°:  art.  10. 

El  indulto  total  se  otorgará  á los  penados  tan 
solo  en  el  caso  de  existir  á sn  favor  razones  de  ' 
justicia,  equidad  ó utilidad  pública,  á juicio  del 
tribunal  sentenciador  y del  Consejo  de  Estado: 
art.  11. 

En  los  demás  casos  se  concederá  tan  solo  el 
parcial,  y con  preferencia  la  conmutación  de  la 
pena  impuesta  en  otra  menos  grave  dentro  de 
la  misma  escala  gradual. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior, podrá  también  conmutarse  la  pena  en 
otra  de  distinta  escala  cuando  haya  méritos  su- 
ficientes para  ello,  á juicio  del  tribunal  senten- 
ciador ó del  Consejo  de  Estado,  y el  penado 
además  se  conformare  con  la  conmutación  : ar- 
tículo 12. 

Según  se  hallan  redactados  los  arts.  11  y 12, 
parece  que  para  conceder  el  indulto  parcial  no 
es  necesario  que  haya  razones  de  justicia,  equi- 
dad ó utilidad  públicas;  puesto  que  las  señala 
como  causa  solo  para  conceder  el  indulto  total. 

«i  entendemos  por  justicia  la  legal,  no  alcanza- 
mos cuándo  pueda  existir  como  motivo  de  in- 
dulto, pues  la  justicia  basada  en  la  ley  para  no 
sufrir  la  pena,  ha  de  ser  bastante  para  que  no 
se  condene  al  reo  á sufrirla.  La  utilidad  pública 
entendemos  que  ha  de  ser  directa  é inmediata; 
pues  mediata  é indirecta  siempre  existe  para  la 
sociedad,  cuando  un  individuo  merecedor  par- 
ticularmente de  la  gracia  de  indulto,  recobra  la 
facultad  ilc  ocuparse  libremente  en  su  trabajo. 

Un  general  afortunado,  un  hábil  diplomático, 
un  juez  íntegro , pueden  ser  necesarios  en  cir- 


cunstancias dadas  y salvar  ó contribuir  á salvar 
el  país,  y por  pública  utilidad  puede  indultár- 
seles dé  la  pena  total.  Un  hijo  que  mantiene  á 
su  padre  anciano,  no  hay  utilidad  publica  in- 
mediata en  indultarlo,  porque  la  ventaja  de  su 
libertad  se  circunscribe  a su  familia,  á su  pa- 
dre; pero  hay  motivos  de  utilidad  mediata  para 
el  pais , que  si  permite  el  libre  trabajo  del  hijo, 
evita  la  mendicidad  de  un  ciudadano  y robus- 
tece la  moralidad  pública  con  el  ejemplo  de  la 
piedad  filial;  á este  reo  puede  concedérsele  el 
indulto  parcial. 

Conmutada  la  pena  principal , se  entenderán 
también  conmutadas  las  accesorias  por  las  que 
correspondan,  según  las  prescripciones  del  Có- 
digo, á la  que  hubiere  de  sufrir  el  indultado. 

Se  exceptúa,  sin  embargo,  el  caso  en  que  se 
hubiese  dispuesto  otra  cosa  en  la  concesión  de 
la  gracia  : art.  13. 

La  conmutación  de  la  pena  quedará  sin  efecto 
desde  el  dia  en  que  el  indultado  deje  de  cumplir 
por  cualquiera  causa  dependiente  de  su  volun- 
tad la  pena  á que  por  la  conmutación  hubiere 
quedado  sometido:  art.  14. 

Serán  condiciones  tácitas  de  todo  indulto: 

1. a  Que  no  cause  perjuicio  á tercera  persona 
ó no  lastime  sus  derechos. 

2. a  Que  el  penado  haya  de  obtener,  antes  de 
gozar  de  la  gracia,  el  perdón  de  la  parte  ofen- 
dida, cuando  el  delito  por  que  hubiese  sido  con- 
denado fuere  de  los  que  solamente  se  persiguen 
á instancia  de  parte:  art.  15. 

Estamos  en  este  punto  por  la  antigua  legisla- 
ción que  exigía  como  circunstancia  esencial 
para  la  concesión  del  indulto  el  perdón  de  la 
parte  agraviada  en  todos  los  delitos,  aunque  se 
persiguieran  de  oficio. 

Siempre  en  ellos  hay  dos  ofensas  , la  indirecta 
á la  sociedad,  la  directa  á la  persona  perjudica- 
da, y si  necesario  se  considera  para  la  exención 
de  la  pena  el  perdón  del  ofendido  indirectamen- 
te, mas  necesario  ha  de  estimarse  el  del  ofendi- 
do directamente.  Repugna  el  que  el  reo  de  in- 
jurias, voces  vauas  que  se  lleva  el  viento,  haya 
de  permanecer  en  el  arresto,  si  el  injuriado  no 
perdona,  y que  sin  perdón  pueda  pasearse  li- 
bremente á la  vista  de  la  esposa  desolada  y el 
hijo  huérfano,  el  matador  del  esposo  y del  pa- 
dre. Ue  temer  es,  que  exaltadas  las  pasiones  y 
labrando  en  el  ánimo  de  los  lastimados  la  idea 
de  la  impunidad  legal  del  delincuente,  se  ar- 
rojen á la  venganza  privada.  En  el  indultado  la 
zozobra  sigue,  el  recelo  de  las  asechanzas  de 
sus  íenemig’os  le  haráá  veces  apelará  un  nuevo 
crimen  que  mirará  como  necesario  para  su  se- 
guridad; en  vez  de  que  perdonado,  su  agrade- 
cimiento le  llevará  á una  reconciliación  que 
borre  el  odio  de  los  agraviados  y apacigüe  á las 
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familias,  que  en  Españahacen  la  mayor  parte  de 
las  veces  agravio  común,  el  inferido  á un  pa- 
riente. 

Podrán  además  imponerse  al  penado  en  la 
concesión  de  la  gracia  las  demás  condiciones 
que  la  justicia,  la  equidad  ó la  utilidad  pública 
aconsejen:  art.  10. 

El  tribunal  sentenciador  no  dará  cumplimien- 
to á ninguna  concesión  de  indulto  cuyas  condi- 
ciones no  hayan  sido  práviamente  cumplidas 
por  el  penado,  salvas  las  que  por  su  naturaleza 
no  lo  permitan:  art.  17. 

T.a  concesión  del  indulto  es  por  su  naturaleza 
irrevocable  con  arreglo  á las  cláusulas  con  que 
hubiere  sido  otorgado:  art.  18. 

Del  procedimiento  para  solicitar  y conceder  la 
gracia  de  indulto. — Pueden  solicitar  el  indulto 
los  penados,  sus  parientes  ó cualquiera  otra 
persona  en  su  nombre  sin  necesidad  de  poder 
escrito  que  acredite  su  representación:  art.  19, 
No  deberia,  sin  embargo,  concederse  el  indul- 
to sin  que  la  solicitud  fuese  ratificada  por  el  reo. 
Casos  podrán  ocurrir,  en  que  este,  no  afirmando 
su  inocencia,  se  niegue  á reconocer  su  delin- 
cuencia, aceptando  el  indulto,  pedido  oficiosa- 
mente por  sus  parientes  y sus  amigos. 

Cuando  el  reosea  un  Ministro,  condenado  por 
actos  como  tal,  ha  de  pedirse  el  indulto  por  uno 
de  los  Cuerpos  legisladores,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 90  de  la  Constitución  de  1869,  que  pre- 
viene no  puede  concedérseles  sin  esa  prévia  pe- 
tición. Algo  coarta  esta  disposición  la  libérrima 
facultad  del  derecho  de  gracia  con  que  inviste  ¡ 
el  art.  73  al  jefe  del  Estado;  pero  en  ese  mismo 
artículo  ya  se  limita  al  consignar  que  corres- 
ponde al  Rey  indultar  á los  delincuentes  con 
arreglo  á las  leyes. 

Puede  también  proponer  el  indulto  el  tribu- 
nal sentenciador,  ó el  Tribunal  Supremo,  ó el 
fiscal  de  cualquiera  de  ellos,  con  arreglo  á lo 
que  se  dispone  en  el  pár.  3,”,  art.  2.°  del  Código 
penal,  y se  disponga  además  en  las  leyes  de  pro- 
cedimiento y casación  criminal. 

La  propuesta  será  reservada  hasta  que  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  con  su  vista  decrete 
la  formación  del  oportuno  expediente:  art.  20. 

La  ley  de  casación  criminal  á que  se  refiere 
este  artículo  en  el  82  dispone:  que  cuando  se 
declare  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  ni  en  el  fondo,  ó cuando  ninguna 
de  las  partes  hubiere  sostenido  su  procedencia, 
la  Sala,  prévia  igual  declaración  , examinará  la 
sentencia  y los  méritos  del  proceso,  y si  encon- 
trase motivos  para  minorar  la  pena  propondrá, 
oyendo  antes  al  fiscal,  el  indulto  correspon- 
diente. 

Podrá  también  el  Gobierno  mandar  formar  el 
oportuno  expediente,  con  arreglo  á las  disposi- 


ciones de  esta  ley,  para  la  concesión  de  indultos 
que  no  hubiesen  sido  solicitados  por  los  particu- 
lares ni  propuestos  por  los  tribunales  de  Justicia: 
art.  21. 

Las  solicitudes  de  indulto  se  dirigirán  al  Mi- 
nistro de  Gracia  y Justicia  por  conducto  del  tri- 
bunal sentenciador,  del  jefe  del  establecimiento 
ó del  gobernador  de  la  provincia  en  que  el  pe- 
nado se  halle  cumpliendo  la  condena,  según  los 
respectivos  casos:  art.  22. 

Las  solicitudes  de  indulto,  inclusas  las  que 
directamente  se  presentaren  al  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  se  remitirán  á informe  del  tribu- 
nal sentenciador:  art.  23. 

! Este  pedirá  á su  vez  informe  sobre  la  conducta 
del  penado  al  jefe  del  establecimiento  en  que 
aquel  se  halle  cumpliendo  la  condena,  ó al  go- 
' hernador  de  la  provincia  de  su  residencia,  si  la 
pena  no  consistiese  en  la  privación  de  la  liber- 
| tad,  y oirá  después  al  fiscal  y á la  parte  agravia- 
I da,  si  la  hubiere:  art.  24, 

El  tribunal  sentenciador  liará  constar  en  su 
informe,  siendo  posible,  la  edad,  estado  y pro- 
fesión del  penado,  su  fortuna,  si  fuere  conocida, 
sus  méritos  y antecedentes,  si  el  penado  fué  con 
anterioridad  procesado  y condenado  por  otro  de- 
lito, y si  cumplió  la  pena  impuesta  ó fué  de  ella 
indultado,  por  qué  causa  y en  qué  forma,  las 
circunstancias  agravantes  ó atenuantes  que  hu- 
biesen concurrido  eu  la  ejecución  del  delito , el 
tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubiese  sufrido 
durante  la  causa,  la  parte  de  la  condena  que 
hubiere  cumplido,  su  condena  posterior  á la  eje- 
cutoria, y especialmente  las  pruebas  ó indicios 
de  su  arrepentimiento  que  se  hubiesen  observa- 
do, si  hay  ó no  parte  ofendida,  y sí  el  indulto 
perjudica  ei  derecho  de  tercero,  y cualesquiera 
tros  datos  que  puedan  servir  para  el  mejor  es- 
clarecimiento de  ios  hechos,  concluyendo  por 
consignar  su  dictámen  sobre  la  justicia  ó conve- 
niencia y forma  de  la  concesión  de  la  gracia 
art.  20. 

El  tribunal  sentenciador  remitirá  con  su  in- 
forme al  Ministro  de  Gracia  y Justicia  la  hoja 
histórico-penal  y ei  testimonio  de  la  sentencia 
ejecutoria  del  penado,  con  los  demás  documentos 
que  considere  necesarios  para  la  j ustiñcacion  de 
los  hechos:  art.  26. 

Los  tribunales  Supremo  ó sentenciador  qne  de 
oficio  propongan  al  Gobierno  el  indulto  de  un 
penado,  acompañarán  desde  luego  con  la  pro- 
puesta el  informe  y documentos  á que  se  refie- 
ren los  artículos  anteriores:  art.  27, 

El  Ministro  de  Gracia  y Justicia  remitirá  des- 
pués ei  expediente  al  Consejo  de  Estado  para  que 
la  sección  de  Gracia  y Justicia  del  mismo  in- 
forme á su  vez  sobre  la  justicia,  equidad  ó con- 
veniencia de  la  concesión  del  indulto:  art.  28. 
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Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
anteriores,  podrá  concederse  la  conmutación  de 
la  pena  de  muerte  y las  impuestas  por  los  delitos 
comprendidos  en  los  capítulos  1.  y 2.  , tít.  ¿.  , 
lib.  2.a,  y capítulos  l.‘\  2."  y 3.°  del  mismo  libro 
segundó  del  Código  penal  últimamente  refor- 
mado, sin  oir  previamente  al  tribunal  senten- 
ciador ni  al  Consejo  de  Estado : art.  20. 

La  concesión  de  los  indultos,  cualquiera  que 
sea  su  clase,  se  liará  en  decreto  motivado  y 
acordado  en  Consejo  de  Ministros,  que  se  inser- 
tará en  la  Gaceta,',  art.  30. 

La  aplicación  de  la  gracia  habrá  de  encomen- 
darse indispensablemente  al  tribunal  sentencia- 
dor: art.  31. 

La  solicitud  ó propuesta  de  indulto  no  sus- 
penderá el  cumplimiento  de  la  sentencia  ejecu- 
toria, salvo  el  caso  en  que  la  pena  impuesta  fue- . 
se  la  de  muerte,  la  cual  no  se  ejecutará  hasta 
que  el  Gobierno  haya  acusado  el  recibo  de  la  so- 
licitud ó propuesta  al  tribunal  sentenciador:  ar- 
tículo 32. 

De  esta  disposición  se  infería  lógicamente  que  ' 
el  acuse  de  la  solicitud  ó propuesta  equivalía  á 
la  denegación  de  indulto.  Tratándose  de  la  pena 
de  muerte  en  que  la  negativa  de  la  gracia  debie- 
ra ser  explícita,  terminante  y solemne,  acusar 
el  recibo  no  era  decir  nada  y ménos  que  se  ne- 
gaba la  gracia:  al  contrario,  parecía  indicar  que 
aun  no  se  había  ocupado  el  Ministro  de  aquel 
asunto.  Parecía,  pues,  que  se  trataba  de  la  vida 
de  un  hombre  con  la  indiferencia  y con  las  fór- 
mulas que  se  despachan  los  negocios  mas  insig- 
nificantes, en  que  se  consideran  denegados  ó 
concedidos  por  cualquier  medio  indirecto  que 
haga  presumir  lo  uno  ó lo  otro.  Conociéndolo 
así  el  Gobierno , declaró  por  la  órden  de  12  de 
Diciembre  de  18*70:  que  al  hablar  el  art.  ‘32  de 
que  no  se  ejecuten  las  penas  de  muerte  hasta 
que  el  Gobierno  haya  acusado  el  recibo  de  la 
solicitud  ó propuesta  del  tribunal  sentenciador, 
se  entiende  que  este  es  la  Sala  del  Supremo  que 
conoce  de  los  recursos  de  casación  criminal,  los 
cuales  deben  ser  admitidos  de  derecho  en  esta 
clase  de  causas,  debiendo  por  tanto  ejecutarse 
las  sentencias  tan  luego  como  la  mencionada 
Sala  devuelva  los  autos  á la  Audiencia  para  ese 
efecto;  previniendo  al  Tribunal  Supremo  que  no 
devuelva  e?i  ningún  caso  á las  Audiencias  para  su  i 
ejecución,  las  causas  de  reos  sentenciados  á la 
ultima  pena,  hasta  tanto  que  el  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia  le  acuse  el  recibo  de  la  comuni- 
cación en  que  justifique  la  Sala  el  fallo  que  dicte 
en  el  recurso,  cualquiera  que  este  sea. 

Se  considera  delito  contra  el  ejercicio  de  los 
derechos  individuales  consignados  en  la  Cons- 
titución, y se  halla  castigado  con  las  penas  supe- 
riores en  grado  á las  marcadas  en  el  art,  210  del 


Código,  el  retener  el  jefe  del  establecimiento 
penal  á un  ciudadano  después  de  tener  noticia 
oficial  de  su  indulto:  art.  213  del  Código  penal, 

Especie  de  indulto  es  la  disposición  del  ar- 
tículo 258  del  mismo  Código  que  exime  de  toda 
pena  á los  rebeldes  y sediciosos  meros  ejecutores 
que  se  disolvieren  y sometieren  á la  autoridad 
legítima  autes  de  las  intimaciones  ó á conse- 
cuencia de  ellas,  y á los  sediciosos  (no  emplea- 
dos públicos)  que  hubieren  inducido,  determi- 
nado, promovido  ó sostenido  la  sedición , aun 
siendo  caudillos  principales  de  esta,  y rebajan- 
do en  el  mismo  caso  á los  demás  culpables  de 
uno  ó dos  grados  las  penas  señaladas.  V.  Am- 
nistía. * 

INDUSTRIA.  La  ocupación  ó el  trabajo  que  se 
emplea  en  la  agricultura,  artes  fábricas  y co  - 
m sucio. 

Todos  los  españoles  y los  extranjeros  avecin  - 
dados  ó que  se  avecinden  en  los  pueblos  de  la 
Monarquía,  pueden  libremente  establecer  las  fá- 
bricas ó artefactos  de  cualquiera  clase  que  les 
acomode,  sin  necesidad  de  permiso  ni  licencia 
alguna,  con  tal  que  se  sujeten  á las  reglas  de 
policía  adoptadas  ó que  se  adopten  para  la  salu- 
bridad de  los  mismos  pueblos;  y también  pue- 
den ejercer  libremente  cualquiera  industria  ú 
oficio  útil  sin  necesidad  de  eximen , título  ó in- 
corporación á los  gremios  respectivos,  cuyas  or- 
denanzas están  derogadas  en  esta  parte:  decreto 
de  Córtes  de  8 de  Junio  de  1813,  restablecido  por 
otro  de  6 de  Diciembre  de  1836.  Y.  Gremio. 

Los  dueños  de  heredades,  dehesas  y demás 
tierras  de  cualquiera  clase,  pueden  libremente 
destinarlas  á labor  ó á pasto,  ó á plantío,  ó al 
uso  que  mas  les  acomode,  no  obstante  las  leyes 
que  prefijaban  la  clase  de  disfrute  á que  debían 
destinarse  estas  fincas:  decreto  de  Córtes  de  8 de 
Junio  de  1813,  restablecido  por  Real  decreto  de 
6 de  Setiembre  de  1836. 

Ningún  fruto  ni  producción  de  la  tierra , ni 
los  ganados  y sus  esquilmos,  ni  los  productos 
de  ia  caza  y pesca,  ni  las  obras  del  trabajo  y de 
la  industria,  estáu  sujetas  en  sus  primeras  ven- 
tas ni  en  las  ulteriores  á tasas  ni  posturas,  sin 
embargo,  de  cualesquiera  leyes  generales:  an- 
tes bien  todo  se  puede  vender  y revender  al  pre- 
cio y eu  la  manera  que  mas  acomode  á sus  due- 
ños ; con  tal  que  no  perjudiquen  á la  salud 
pública;  y ninguna  persona,  corporación  ni 
establecimiento  tiene  privilegio  de  preferencia 
en  las  compras;  debiendo  empero  observarse  las 
leyes  vigentes  sobre  extracción  á pais  extranje- 
ro. V.  Granos  y Postura. 

INDUSTRIA.  La  ciencia,  habilidad  y destreza 
que  tiene  una  persona  en  el  ejercicio  de  la  pro- 
fesión , arte  ú oficio  á que  se  dedica.  Cuando  so 
dice  que  uno  ha  elegido  la  industria  de  la  perso- 
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na,  se  quiere  dar  A entender  que  ha  encargado 
A la  persona  de  que  se  trata,  oon  preferencia  A 
otras,  la  ejecución  de  la  obra  ó servicio  que  ne- 
cesitaba, por  razón  de  su  mayor  ciencia,  destreza 
ó habilidad.  V.  Arrendamiento  de  irabajopersonal, 

A rquitecto,  Artesano  y Ocultación  de  industria. 

INDUSTRIAL.  Lo  que  se  hace  ó produce  en  vir- 
tud ó con  el  auxilio  de  la  obra,  artificio  ó dili- 
gencia del  hombre.  V.  Accesión  industrial , Acce- 
sión mixta  y Frutos. 

INESTIMADO.  Lo  que  está  sin  apreciar  ni  tasar; 
y así  se  dice  inestimada  la  dote  que  se  entrega 
al  marido  sin  fijar  el  valor  de  los  bienes  en  que 
consiste. 

INFAMADOR.  El  que  quita  la  fama,  honra  y es- 
timación á alguna  persona. 

El  infamador  es  peor  que  el  ladrón,  porque 
este  roba  los  bienes  y aquel  la  honra,  que  es  un 
bien  mas  apreciable  que  I03  bienes  materiales: 
Gregorio  López  en  la  glosa  1.a,  ley  8.a,  tít.  6.°, 
Part.  7.a 

El  infamador  es  tenido  en  derecho  por  enemi- 
go de  la  persona  á quien  ha  infamado:  «Non  es 
ningún  mayor  enemigo,  dice  la  ley  2.a,  tít.  2.*, 
lib.  1.®  del  Fuero  Real,  que  aquel  que  daña  la  fa- 
ma del  otro.»  V.  Enemigo. 

El  infamador  que  atribuía  A otro  un  hecho 
digno  de  pena  de  muerte  ó destierro  perpétuo, 
incurría  en  la  pena  del  talion;  y si  le  atribuía  un 
hecho  digno  de  menor  pena,  .debía  ser  castiga- 
do con  pena  pecuniaria  ú otra  que  fuere  propor- 
cionada, según  el  arbitrio  del  juez:  bien  que  si 
probare  que  el  hecho  imputado  era  verdadero, 
quedaba  impune:  d.  ley  8.a,  tít.  6.°,  Part.  7.' 
Véase,  sin  embargo,  lo  que  se  dice  sobre  esta 
materia  en  los  artículos  Calumnia , Injuria  y Li- 
belo infamatorio. 

• ^Actualmente  se  impone  al  que  acusa  ó de- 
nuncia falsamente  A otro  de  un  delito  las  penas 
marcadas  en  los  arts.  340  y 341  del  Código  penal 
de  1870.  V.  Acusación  calumniosa.— Denuncia  ca- 
lumniosa. * 

INFAMIA.  La  pérdida  ó lesión  del  honor  y re- 
putación , ó sea  el  descrédito,  abominación  ó 
mala  fama  en  que  cae  alguno  por  su  mal  obrar: 
proem.  y ley  1.a,  tít.  6.°,  Part.  7.a  Puede  conside- 
rarse como  una  especie  de  excomunión  civil, 
pues  hace  que  el  que  ha  incurrido  en  ella  sea 
excluido  del  trato  de  los  hombres  de  bien,  que 
le  miran  con  desprecio  y evitan  su  sociedad. 

I.  La  infamia  es  de  hecho  ó de  derecho;  pues 
aunque  toda  infamia  nace  de  hechos  deshonro- 
sos, hay  sin  embargo,  algunos  hechos  de  esta 
clase  que  el  derecho  mismo  califica  de  tales,  y 
hay  otros  que  no  tienen  esta  nota  sino  por  la 
opinión  y el  juicio  de  los  hombres  sensatos  y de 
probidad.  Es,  pues,  infamia  de  hecho  la  que  pro- 
viene de  acciones  que  en  el  concepta  de  las  per-  ¡ 


souas  honradas  son  indecorosas  ó contrarias  A 
las  buenas  costumbres,  aunque  la  ley  no  ¡as 
castigue ; é infamia  de  derecho , la  que  se  impone 
ó declara  por  !a  ley,  sea  con  independencia  de 
sentencia  judicial , sea  con  dependencia  de  ella. 

IT.  Como  la  infamia  de  hecho  pende  precisa- 
mente del  sentir  de  los  hombres,  no  es  posible 
fijar  una  regla  que  sirva  en  todos  los  casos  para 
calificar  las  acciones  que  la  produeen.  Sin  em- 
bargo, la  ley  2.a,  tít.  6.“,  Part.  7.a,  dice  que  son 
infames  de  hecho-.  L®,  el  que  no  ha  nacido  de  ma- 
trimonio legitimo;  2.a,  el  infamado  por  su  padre 
en  testamento;  3.“,  el  reprendido  públicamente 
por  el  Rey  6 por  el  juez,  no  enjuicio,  sino  por 
via  de  corrección,  para  que  mejore  de  conducta, 
ó para  que  no  entable  acusaciones  injustamen- 
te; 4.°,  el  infamado  por  alguna  persona  fidedig- 
na que  anduviere  descubriendo  sus  yerros  en 
muchas  partes,  de  modo  que  sea  creído  y repe- 
tido su  dicha  por  las  gentes;  5.°,  el  sentenciado 
civilmente  al  pago  ó restitución  de  cosa  hurtada 
ó tomada  por  fuerza.  Mas  después  que  por  la 
ley  4.a,  tit.  37,  lib.  7.“,  Nov.  Recop.,  se  ha  decla- 
rado A los  expósitos  pdr  capaces  de  todos  los  ho- 
nores y cargos,  parece  que  ya  no  deben  ser  re- 
putados infames  de  hecho  los  hijos  ilegítimos  de 
cualquiera  clase  que  sean,  principalmente  si  se 
atiende  A que  por  el  hecho  de  nacer  de  padres 
que  no  están  casados  entre  sí  nadie  comete  una 
acción  buena  ni  mala.  El  derecho  romano  no 
consideraba  infames  A los  ilegítimos,  antes  bien 
los  admitía  á las  dignidades:  Spurii,  dice  la 
I ley  6.a,  tít.  2.“,  lib.  50  del  Digesto,  decuriores 
fiunt,  et  ideo  fieri  polerii  ex  incesta  queque,  natas , 
non  enim  impedienda  est  dignitas  ejus,  qui  nihil 
admisit.  La  razón  de  esta  disposición  es  que  ni 
por  el  delito  ni  por  la  pena  del  padre  puede  ni 
debe  recaer  mancha  alguna  sobre  el  hijo,  pues 
que  nadie  es  responsable  sino  de  sus  acciones,  y 
nadie  se  constituye  sucesor  del  delito  ajeno:  Cri- 
men vel  posna  paterna,  dice  la  ley  26,  tít.  19,  li- 
bro 48  del  Dig.,  ñullam  maculara  filio  infligen 
potes!,  namqne  unnsquisque  ex  suo  admisso  sorli 
subjicitur,  nec  alieni  criminis  succesor  coas  ti  tai- 
tur.  Este  mismo  principio  se  llalla  establecido 
en  la  ley  8.a,  tít.  1.®,  lib.  6.”  del  Fuero  Juzgo,  se- 
gún se  puede  ver  al  fin  del  artículo  Hijos  de 
traidores;  y está  igualmente  sancionado  por  la 
ley  9.a,  tít.  5.',  lib.  4."  dei  Fuero  Real,  donde  se 
sienta  que  «todo  el  mal  debe  seguir  al  que  lo 
face , que  cada  uno  sufra  la  pena  por  lo  que 
ficiere  segund  fuero  manda,  y que  el  mal  se 
cumpla  en  aquel  que  lo  ficiere.»  V.  Exposición 
de  parto,  núm.  8.® 

III.  La  infamia  de  derecho  se  subdivide  en  dos 
clases , pues  ó bien  se  impone  por  ia  ley  en  ra- 
zón de  ciertos  hechos  dei  hombre  independien- 
temente-de  sentencia  judicial,  ó bien  dimana 
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de  una  sentencia  condenatoria  en  razón  de  cier- 
tos delitos. 

Según  nuestras  leyes  de  Partidas  y recopila- 
das, son  infames  por  la  ley:  l.°,  la  mujer  sor- 
prendida en  adulterio;  2.°,  la  viuda  que  se  ca- 
sare ó viviere  lujuriosamente  dentro  del  año  del 
luto,  el  que  á sabiendas  contrajere  matrimonio 
con  ella  dentro  de  dielio  tiempo,  y el  padre  de 
cualquiera  de  los  dos  que  teniéndole  en  la  pa- 
tria potestad  ordenare  ó dispusiese  el  enlace; 
bien  que  esta  especie  de  infamia  filé  abolida  pol- 
la ley  4.',  tít.  2.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  como  pue- 
de verse  en  el  artículo  A tío  de  luto',  3.°,  el  lenon. 
alcahuete  ó ruñan;  i.",  los  farsantes,  remedado- 
res, moharraches  ó figurones  ridiculos  que  an- 
dan públicamente  por  el  pueblo  ó cantan  ó ha- 
cen juegos  por  precio;  5.°,  los  que  lidian  por 
precio  con  otros  hombres  ó con  animales  bra- 
vos; pues  los  que  así  aventuran  su  vida  por  di- 
nero, se  entiende  que  por  él  se  arrojarían  fácil- 
mente á cualquier  maldad;  G.°,  el  militar  expe- 
lido ignominiosamente  del  ejército  por  delito; 
7.°,  el  caballero  que  fuere  privado  del  honor  de 
caballería;  8.“,  los  usureros;  9.°,  los  que  que- 
brantan las  transacciones  ó contratos  jurados; 
10,  los  que  cometen  pecados  nefandos  ó contra 
naturaleza;  11,  el  abogado  que  hiciere  con  sus 
clientes  el  pacto  llamado  de  quola  lilis,  ó descu- 
briere los  secretos  de  su  parte  ó diere  consejo  á 
la  contraria;  12,  el  acusador  que  sin  licencia  del 
juez  abandonare  la  acusación  que  contra  algu- 
no hubiese  puesto;  13,  los  que  cometen  el  delito 
de  desafío  ó duelo;  14,  el  juez  que  á sabiendas 
diere  sentencia  injusta:  leyes  3.a  y 4.a,  tít.  6.°. 
Part.  7.*;  leyes  9.a,  11  y 14,  tít.  6.°,  ley  24,  tít.  22, 
Part.  3.a;  leyes  17  y 19,  tít.  1.”,  Part.  7.a:  y ley  2.a, 
tít.  20,  lib.  12,  Nov.  Recop.  * Véase  la  adición  al 
final  del  párrafo  IV  de  este  artículo.  * 

Son  infames  por  la  sentencia:  l.°,  los  condena- 
dos por  razón  de  traición,  falsedad,  adulterio  ú 
otro  delito  público;  2.°,  el  que  viéndose  acusado  ¡ 
de  hurto,  robo,  engaño  ú otro  delito  cometido 
contra  tercero,  le  cohechare  ó transigiere  con  éi, 
dándole  alguna  cosa  sin  permiso  del  juez  porque 
no  le  acuse  ó no  siga  la  acusación,  pues  parece 
confesar  por  este  hecho  el  delito  de  que  se  le 
acusa;  3.°,  el  condenado  á restitución  ó indem- 
nización por  dolo  hecho  en  administración  de 
tutela  ó curaduría,  6 en  contrato  de  compañía  ó 
sociedad,  ó en  depósito,  ó en  procuración  ó man- 
dato; 4.°,  el  que  hubiese  sido  sorprendido  en  al- 
guno de  los  expresados  delitos,  ó lo  confesare 
después  en  juicio;  5.°,  el  que  por  algún  delito 
haya  sido  castigado  con  pena  de  azotes  ú otra 
pena  pública:  ley  5.a,  tít.  6.”,  Part.  7.*  V.  Acusa- 
do.—Acusador. — Azotes  y Penas  infamatorias. 

I\ ..  La  infamia  de  hecho , aunque  no  se  haya 
adquirido  con  razón,  sino  solo  por  la  calumnia  ó 


el  error  de  los  hombres,  no  se  borra  jamás;  ley 

6. a,  tít.  6.",  Part.  7.a  Puede  lavarse,  sin  embargo, 
con  el  ejercicio  de  la  virtud  y con  la  enmienda  ó 
mejora  de  conducta.  Mas  la  infamia  de  derecho  se 
quita  ó queda  abolida:  1.",  por  el  indulto,  según 
lo  dicho  en  esta  palabra,  núm.  IX,  hácia  el  fin; 
2.°,  por  la  revocación  de  la  sentencia;  3.°,  cuando 
es  injusta  la  sentencia,  como  si  el  juez  impuso 
pena  corporal  por  delito  que  solo  merecía  pena 
pecuniaria  según  las  leyes;  4.",  cuando  el  juez 
por  alguna  causa  justa  impone  mayor  ó menor 
pena  corporal  que  la  prescrita  por  la  ley:  ley  6.a, 
tít.  6.°,  Part.  7.a 

El  infame  (sea  de  hecho  ó de  derecho,  según 
advierte  Gregorio  López)  no  puede  adquirir  nin- 
guna de  aquellas  dignidades  ú honras  que  re- 
quieren buena  fama,  y debe  ser  privado  de  las 
que  hubiese  adquirido,  luego  que  la  infamia 
fuere  prohada;  no  puede  ser  juez,  ni  consejero 
del  Rey  ó de  común  de  algún  concejo,  ni  ahoga- 
do, ni  asesor,  ni  relator,  ni  escribano,  ni  aun 
acusador  ni  testigo;  pero  bien  puede  ser  procu- 
rador ó mandatario,  tutor  testamentario  y juez 
árbitro,  y tener  los  oficios  ó cargos  que  le  fueren 
gravosos  á él,  y útiles  ó beneficiosos  al  Rey  ó al 
común  de  algún  concejo:  ley  8.a,  tít.  16,  Part.  3.a; 
ley  2.a,  tít.  1.”,  Part.  7.a;  ley  7.a,  tít.  6.°,  Part.  7.a, 
y otras  que  se  citan  en  sus  respectivos  lugares. 

El  que  incurre  en  infamia,  sea  de  hecho  ó de 
derecho,  no  por  eso  pierde  la  hidalguía  ó noble- 
za, como  que  es  una  calidad  inherente  mas  bien 
al  linaje  que  á la  persona;  pero  pierde  el  ejerci- 
cio de  sus  prerogativas  y exenciones,  sin  que 
esta  pérdida  ó privación  sea  trascendental  á sus 
hijos,  pues  no  se  deriva  en  ellos  la  nobleza  é hi- 
dalguía por  el  infamado,  sino  por  sus  predeceso- 
res y la  gracia  del  Rey. 

Aunque  por  regla  general  no  puede  ser  testigo 
el  infame,  como  ya  se  ha  indicado,  había  sin 
embargo  en  lo  antiguo  algunos  casos  en  que  po- 
dia  serlo.  Tal  era  el  caso  de  traición  intentada  ó 
cometida  contra  el  Rey  ó contra  el  reino , pues 
entonces  era  válida  la  declaración  del  infame, 
precediendo  á ella  el  tormento:  ley  8.a,  tít.  16, 
Part.  3.a  Asimismo,  el  reo  cómplice  en  un  delito 
que  habiendo  declarado  contra  su  compañero, 
no  se  reputaba  ni  se  reputa  por  testigo  idóneo 
por  estar  infamado  como  delincuente,  era  puesto 
en  el  tormento  del  potro,  y ratificando  allí  su 
declaración,  adquiría  esta  el  valor  que  antes  no 
tenia.  Se  creía  que  el  infame  purgaba  su  infamia 
por  medio  del  tormento,  y recobraba  así  la  ido- 
neidad para  dar  testimonio. 

V.  La  infamia  en  que  uno  haya  incurrido,  no 
pasa  ni  trasciende  á sus  descendientes  ni  á otras 
personas  que  con  él  tengan  conexión  de  paren- 
tesco: Gregorio  López,  en  la  glosa  3.a  de  la  ley 

7. a,  y en  la  2.a  de  la  ley  9.a,  tít.  18,  Part.  2.a,  sien- 
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ta  lo  contrario:  Infamia  progeuitorum,  dice,  tran- 
sí ( in  pósteros ; et  quanto  quis  est  proximior,  tanto 
pr  asumí tur. in festior.  Previenen  estas  leyes,  que 
para  guardar  los  castillos  no  se  ponga  lioinbre 
alguno  que  venga  de  linaje  de  traidores;  pero 
aun  cuando  de  tal  disposición  quiera  deducirse 
que  los  hijos  de  los  traidores  sean  infames,  como 
lo  son  efectivamente  por  la  ley  2.a,  tít.  2.“,  Parti- 
da 7.a,  y por  la  ley  1.’,  tít.  7.“,  lib.  12,  Nov.  Reco- 
pilación , no  puede  fundarse  en  ellas  de  modo 
alguno  la  regla  general  de  que  la  infamia  sea 
trascendental  á los  hijos  del  delincuente;  antes 
por  el  contrario,  de  la  imposición  especial  de 
infamia  á los  hijos  de  los  traidores,  se  sigue  na- 
turalmente que  la  ley  supone  que  los  hijos  de 
los  perpetradores  de  otros  crímenes  no  adquieren 
semejante  mancha,  según  el  principio  de  que 
toda  excepción  supone  una  regla  que  le  es  con- 
traria. V.  Hijos  de  traidores  y Penas  infamatorias, 
y lo  dicho  en  el  núm.  II  del  presente  artículo. 

* En  el  día  han  desaparecido  varios  de  los 
casos  expuestos  por  el  autor  en  este  artículo  so- 
bre personas  y clases  á quienes  antes  se  conside- 
raba infamados:  así,  por  ejemplo,  no  debe  com- 
prenderse entre  los  farsantes  de  que  habla  la  ley 
de  Partida,  á los  comediantes  ó actores  de  repre- 
sentaciones dramáticas,  según  se  ha  consignado 
en  disposiciones  legales  modernas;  tampoco 
puede  considerarse  infamados  por  la  ley  á los 
que  prestan  dinero  á un  rédito  subido,  desde 
que  por  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  se  ha  esta- 
blecido la  libertad  de  la  contratación,  si  bien  la 
opinión  pública  marcará  con  una  nota  deni- 
grante al  que  abusare  de  la  desgracia  oprimién- 
dola con  la  exacción  de  intereses  excesivos. 
Acerca  de  los  condenados  por  delitos,  en  el  Có- 
digo penal  de  1848,  reformado  en  1850,  se  decla- 
raba (art.  23)  que  la  ley  no  reconoce  pena  algu- 
na infamante.  Esta  disposición  ha  sido  suprimi- 
da en  el  Código  reformado ; mas  esta  supresión 
no  significa,  como  advierte  un  ilustrado  indivi- 
duo de  la  comisión  de  Códigos,  que  se  haya  que- 
rido restablecer  esta  clase  de  penas  , sino  que  se 
ha  juzgado  supérflua  á consecuencia  de  la  abo- 
lición de  ia  de  argolla , que  era  la  mas  esencial  - 
mente  infamante  que  en  el  antiguo  Código  exis- 
tia. Los  legisladores,  que  al  establecer  las  penas 
de  infamia,  quisieron  reconcentrar  el  vituperio 
público  sobre  algunos  delitos,  no  tuvieron  pre- 
sente que  esto  dependía  de  la  opinión,  y que  sus 
esfuerzos  no  alcanzan  á debilitarla  ni  á robuste- 
cerla bastantemente,  porque  tampoco  podían 
dirigir  los  sentimientos  morales  con  resultados 
siempre  constantes  y conformes  á ella.  Ei  crimen 
es  el  que  infama,  no  el  castigo;  así,  queda  in- 
famado el  que  comete  delitos  vergonzosos , aun- 
que la  ley  no  lo  diga;  así,  á pesar  de  la  ley,  no 
quedaba  infamado  el  que  subía  al  cadalso  por  un 


delito  puramente  político,  etc.  Véase  en  el  ar- 
tículo Pena  el  párrafo  que  trata  de  las  penas  in- 
famantes. 

Por  último  , respecto  de  los  efectos  de  la  infa- 
mia para  impedir  el  ejercicio  de  ciertos  cargos, 
profesiones,  etc.,  véanse  los  artículos  de  esta 
obra  en  que  se  trata  de  cada  una  de  ellas,  donde 
se  marcan  las  penas  que  son  obstáculo  para  su 
desempeño;  limitándonos  aquí  á consignar  tan 
solo,  por  el  respeto'  que  demuestra  actualmen- 
te el  legislador  á la  opinión  pública,  la  dis- 
posición del  art..  110,  núm.  4.°  de  la  ley  del  poder 
I judicial,  según  la  cual  no  pueden  ser  nombra- 
dos jueces  ni  magistrados  los  que  hubieren  su- 
frido y cumplido  cualquiera  pena  que  los  haga 
desmerecer  en  el  concepto  público.  * 

| INFANCIA.  El  primer  grado  de  nuestra  vida; 

| esto  es,  la  edad  que  uno  tiene  desde  que  nace 
hasta  que  cumple  siete  años.  Parece  que  la  in- 
fancia debiera  empezar  á contarse  desde  el  mo- 
mento de  la  concepción,  ó á lo  menos  desde  la 
animación  del  feto,  pues  que  desde  entonces 
empieza  el  sér  humano  á existir  y aun  á llamar 
la  atención  de  la  ley,  que  ya  en  el  seno  materno 
le  proteje  y le  confiere  y asegura  derechos;  pero 
como  el  tiempo  de  la  concepción  y el  de  la  ani- 
mación son  tan  varios  é inciertos  que  no  es  fácil 
deslindarlos  ni  fijarlos,  por  eso  los  filósofos  y los 
jurisconsultos  cuentan  uniformemente  nuestra 
edad  desde  la  época  del  nacimiento.  V.  Infante 
y Edad,  pár.  II. 

INFANTE.  El  menor  de  siete  años,  sea  varón  ó 
hembra:  ley  1.a,  tít,  7.°,  Parí.  2.a,  y ley  4.a,  tít.  16, 
Part.  4.a  Compónese  esta  palabra  de  las  latinas 
in  y fans,  que  reunidas  significan  el  que  no  ha- 
lla, y se  aplica  al  menor  de  siete  años,  porque 
durante  este  primer  período  de  la  vida  no  puede 
ó no  sabe  el  hombre  hablar  todavía  con  órden  y 
soltura:  Infans,  id  est,  qui  fari  non  potest,  quasi 
fandi  impos , iuteliigit.ur  qv.i  septem  annis  minor 
est.  El  que  ha  cumplido  siete  años,  se  á\o,e próxi- 
mo á ta  infancia  hasta  los  diez  y medio  siendo 
varón,  y hasta  los  nueve  y medio  siendo  hem- 
bra. V.  Edad,  pár.  IV,  núm.  III,  Impúber  y 
Menor. 

INFANTE.  En  España  se  llaman  infantes  los  hi- 
jos legítimos  de  los  Reyes,  é infantas  las  hijas  y 
las  que  están  casadas  con  los  infantes,  sin  dis- 
tinción de  edad,  porque  deben  siempre  conser- 
var su  inocencia  como  los  menores  de  siete  años, 
y obedecer  al  Rey  en  todo  como  niños:  ley  1.a, 
tit.  7.“,  Part.  2.a,  y glosas  de  Gregorio  López.  La 
denominación  de  infante  comprendía  en  lo  anti- 
guo, no  solo  á los  hijos  segundos,  terceros  y de- 
más, sino  también  al  primogénito,  con  la  dife- 
rencia de  que  este  se  apellidaba  infante  primero, 
hasta  que  en  los  tiempos  de  Juan  1 empezó  á 
. distinguirse  con  el  conotado  de  principe.  Tam- 


1N 


224  — 


bien  se  hizo  extensiva  la  voz  de  infante  á todo 
descendiente  de  casa  y sangre  real,  y por  eso  se 
llamaron  así  los  siete  infantes  de  Lara ; mas  na-  . 
die  puede  usurpar  esta  apelación,  así  como  tam- 
poco puede  usar  de  ninguna  de  aquellas  insig- 
nias con  que  se  distingue  la  líeal  familia. 

* Con  arreglo  4 la  ley  1.*,  tít.  12,  lib.  6."  de  la 
Nov.  fíecop.,  gozaban  del  tratamiento  de  alteza, 
y al  escribirles , había  de  encabezarse  el  papel 
con  el  título  de  Serenísimo  Señor,  preeminencia 
que  se  extendía  4 los  yernos  y cuñados  de  los 
Reyes.  * 

INFANTADO  Ó INFANTAZGO.  El  territorio  destina- 
do para  la  manutención  de  algún  infante  6 in-  : 
fanta,  hijos  de  Reyes.  Mas  cuando  en  algunos 
instrumentos  se  encuentra  conocido  con  el  nom- 
bre de  infantado  algún  Estado  ó territorio,  no  se 
ha  de  inferir  precisamente  haber  sido  patrimo- 
nio de  algún  hijo  segundo  de  Itey,  pues  que  ; 
puede  haberlo  sido  de  algún  otro  descendiente 
de  familia  real. 

INFANTICIDIO.  Según  el  Diccionario  de  la  Aca- 
demia Española , es  la  muerte  dada  violeutamen-  . 
te  4 algún  niño  ó infante;  y como  según  el  mis-  I 
mo  Diccionario  y aun  en  el  lenguaje  legal,  por 
infante  se  entiende  el  niño  que  aun  no  ha  lle- 
gado 4 la  edad  de  siete  años,  parece  claro  que 
la  voz  de  infanticidio  debería  aplicarse  precisa- 
mente 4 la  muerte  dada  4 un  niño  menor  de 
siete  años  contados  desde  su  nacimiento,  No  es 
esta,  sin  embargo,  la  significación  que  se  le  ha 
dado  en  el  lenguaje  de  la  medicina  legal  ni  en 
el  de  la  jurisprudencia.  En  la  acepción  mas  ex- 
tensa de  esta  palabra,  infanticidio  es  la  muerte 
dada  4 un  niño  desde  el  estado  de  embrión  has- 
ta la  edad  de  la  pubertad;  mas  luego  los  médi- 
cos, dan  el  nombre  de  emb'ioclonía  á la  acción 
de  hacer  perecer  en  el  seuo  materno  el  producto 
de  la  concepción  mientras  se  mantiene  en  esta- 
do de  embrión,  esto  es,  durante  los  dos  prime- 
ros meses;  designan  con  el  de  feticidio  la  des- 
trucción voluntaria  del  feto  desde  el  principio 
de  su  desarrollo,  que  es  4 los  dos  meses  de  con- 
cebido, hasta  la  época  de  su  expulsión;  y re- 
servan el  de  infanticidio  para  la  muerte  dada  4 
un  niño  viable  en  el  acto  de  nacer  6 poco  tiem- 
po después  de  haber  nacido.  La  jurisprudencia 
ha  debido  de  acomodarse  en  este  punto  al  len- 
guaje de  la  medicina  legal;  y así  es  que  si  bien 
en  sentido  lato  tiene  por  infanticidio  la  muerte 
dada  4 un  niño  en  el  seno  de  su  madre  ó des- 
pués de  su  nacimiento,  no  toma  en  sentido  ri- 
guroso esta  palabra  sino  para  denotar  el  homi- 
cidio de  un  niño  en  el  momento  de  nacer  ó des- 
pués de  nacido;  y aun  mas  propiamente,  no  el  ' 
homicidio  ejecutado  en  el  niño  por  cualquiera 
persona,  sino  el  cometido  por  la  madre  ó el  pa- 
dre ó con  su  consentimiento. 


I.  T)e  la  embrioctonia  y del  feticidio  hemos 
hablado  ya,  aunque  sin  usar  de  estos  nombres 
en  el  artículo  Aborto ; de  modo  que  ahora  solo, 
resta  tratar  del  infanticidio  propiamente  dicho. 
Este  puede  resultar  de  violencias  ejercidas  sobre 
el  niño,  ó bien  del  abandono  ó exposición  de  su 
persona,  ó de  la  falta  de  los  auxilios  que  se  le 
deben  suministrar  para  preservarle  de  los  peli- 
gros que  le  rodean  4 su  entrada  en  la  vida  ó 
para  sostener  su  frágil  existencia;  y de  aquí 
nace  la  división  del  infanticidio  en  infanticidio 
por  comisión  é infanticidio  por  omisión.  En 
cuanto  al  abandono  del  niño,  puede  verse  lo 
dicho  en  el  artículo  Exposición  de  parto. 

II.  El  infanticidio  voluntario  tiene  el  carác- 
ter de  homicidio  alevoso,  pues  que  el  niño  que 
es  víctima  de  él  no  puede  defenderse  ni  huir  ni 
pedir  socorro,  y lejos  de  excitar  la  cólera  ó el 
aborrecimiento,  no  inspira  sino  sentimientos  de 
lástima  y compasión.  Parece  por  lo  tanto,  que 
cualquiera  persona  que  lo  cometiere,  debe  su- 
frir la  pena  del  asesino.  Guando  el  infanticida 
es  el  mismo  padre  ó la  madre  de  la  víctima,  de- 
cían generalmente  los  escritores  que  debía  im- 
ponérsele la  pena  del  parricida,  en  cuya  clase 
suponian  que  habían  de  ser  considerados  con 
arreglo  4 la  ley  12,  tít.  8.“,  Part.  7.a,  por  no  ha- 
ber ley  alguna  en  nuestros  Códigos,  según  afir- 
maban , que  trate  específicamente  de  este  hor- 
rendo delito.  Pero  si  abrimos  el  primer  Código 
nacional,  esto  es,  el  Fuero  Juzgo,  que  tiene  la 
preferencia  sobre  el  de  las  Partidas  en  cuanto 
no  esté  derogado  por  leyes  posteriores  ó no  sea 
contrario  4 nuestras  actuales  costumbres,  ha- 
llamos allí  en  la  ley  7.a  del  lib.  4.°  una  disposi- 
ción, que  precisamente  se  contrae  4 los  infanti- 
cidios que  ya  entonces  como  ahora  se  cometían 
con  demasiada  frecuencia  por  los  padres,  y que 
prescribe  tanto  contra  el  padre  como  contra  la 
madre  la  pena  de  muerte  ó la  de  cegamiento. 
«Ninguna  cosa,  dice,  non  es  peor  de  los  padres 
que  non  an  piadat  é matan  sus  fiios.  É porque 
el  pecado  destos  ataies  es  spendudo  (extendido), 
tanto  por  nuestro  regno  que  muchos  varones  é 
muchas  muieres  son  culpados  de  tal  fecho,  por 
ende  defendemos  que  lo  non  fagan , y estable- 
cemos que  si  alguna  muier  libre  ó sierva  matar 
su  fiio  pues  (después),  que  es  nado  (nacido)  ó 
ante  que  sea  nado  prender  yerbas  por  abortar,  ó 
en  alguna  manera  lo  afogare  (ahogare),  el  iuez 
de  la  tierra,  luego  que  lo  sopiere,  condémpnela 
por  muerte;  é si  la  non  quisier  matar,  ciéguela; 
é si  el  marido  ie  lo  mandar  facer,  ó lo  sofrir, 
otra  tal  pena  debe  aver.»  Tenemos,  pues,  que 
la  pena  del  padre  ó de  la  madre  infanticida,  ya 
que  no  estaba  en  uso  la  de  cegar  ni  la  de  sacar 
los  ojos,  no  era  otraque  la  de  muerte  simple,  sin 
las  accesorias  que  lleva  consigo  la  del  parricidio. 
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III.  Mas  la  pena  de  muerte  no  solia  imponer- 
se sino  rara  vez  á la  madre  infanticida,  no  solo 
por  la  dificultad  que  hay  de  reunir  las  pruebas 
necesarias  para  calificar  de  voluntario  el  infan- 
ticidio , sino  también  por  la  necesidad  de  tomar 
en  consideración  el  estado  particular  en  que  se 
encontraba  la  madre,  y el  móvil  ó causa  prin- 
cipal que  la  arrojó  al  delito.  «La  pena  de  muer- 
te por  el  infanticidio  cometido  por  la  madre, 
dice  Bentham  con  otros  jurisconsultos,  es  la 
violación  mas  manifiesta  de  la  humanidad;  por- 
que, ¿qué  proporción  hay  entre  el  mal  del  delito 
y el  mal  de  la  pena?  La  muerte  de  un  niño  que 
ha  dejado  de  existir  antes  de  haber  conocido  la 
existencia , solo  puede  causar  sentimiento  á la 
misma  persona  que  por  pudor  y por  compasión 
no  ha  querido  que  se  prolongase  una  vida  em- 
pezada bajo  tristes  auspicios;  y la  pena  es  un 
suplicio  bárbaro  y afrentoso  impuesto  á una 
madre  desgraciada  y ciega  por  la  desesperación, 
que  casi  á nadie  ha  hecho  mal  sino  á sí  misma, 
resistiéndose  al  mas  dulce  instinto  de  la  natu- 
raleza.» Hay  con  efecto  mujeres  desventuradas 
que  viéndose  con  un  hijo  ilegítimo,  y no  ha- 
biendo podido  darle  á luz  en  una  casa  de  refu- 
gio, ni  pudiendo  exponerle  con  reserva  y sin 
peligro , agitada  su  imaginación  con  la  idea  de 
la  infamia  que  va  á cubrirlas  ó de  la  indigna- 
ción de  un  padre  severo,  ó despechadas  por  el 
abandono  en  que  un  amante  infiel  las  ha  deja- 
do, caen  en  una  especie  de  delirio  atroz  y se 
precipitan  4 exterminar  y hacer  desaparecer  el 
fruto  de  su  fragilidad.  No  hay  duda  que  estas 
madres  deben  ser  tratadas  con  alguna  indul- 
gencia; y así  es  que  los  tribunales  no  solian 
castigarlas  con  otra  pena  que  con  la  de  reclu- 
sión por  mas  ó menos  tiempo  según  la  mayor  ó 
menor  importancia  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes. Pero  cuando  la  infanticida  es  una  mu- 
jer de  corrompidas  costumbres  ó de  mala  fama 
anterior,  cuando  no  comete  el  crimen  sino  por 
desembarazarse  de  una  carga  ó por  aversión  á 
su  marido  ó por  soborno  ó por  otro  torcido  fin, 
cuando  teniendo  medios  lícitos  de  encubrir  el 
olvido  de  sí  misma  prefiere  el  sacrificio  san- 
griento del  fruto  de  su  extraviado  amor,  cuando 
no  siendo  la  primera  vez  que  ha  incurrido  en 
un  atentado  de  esta  especie,  muestra  bastante 
con  su  reincidencia  que  abriga  en  su  pecho  un 
corazón  depravado;  el  rigor  de  la  ley  debe  caer 
entonces  sobre  su  cabeza,  y venir  á proteger 
esos  séres  desvalidos  que  produce  la  desmorali- 
zación para  lanzarlos  desde  el  seno  materno  en 
el  sepulcro. 

* El  Código  penal  de  1870  dispone  en  su  ar- 
tículo 424,  pár.  l.°,  que  la  madre  que  por  ocultar 
su  deshonra  matare  al  hijo  que  no  haya  cumpli- 
do tres  dias,  será  castigada  con  la  pena  de  pri- 
Tomo  iii. 


sion  correccional  en  sus  grados  medio  y máxi- 
mo. Esta  penalidad  atenuada  que  se  funda  en  la 
doctrina  expuesta  por  el  autor,  ha  sido  censura- 
da como  demasiado  leve  por  algunos  comenta- 
ristas y como  desproporcionada  con  respecto  á 
la  de  parricidio  que  se  aplica  á la  misma  madre 
en  el  párrafo  2.°  de  dicho  articulo,  si  matare  al 
hijo  cumplidos  ya  los  tres  dias  de  su  nacimien- 
to. Sin  embargo,  la  ley  al  limitar  el  término, 
para  la  atenuación  de  la  pena  á tres  dias,  ha  te- 
nido en  consideración  que  la  madre  que  ha  con- 
servado la  vida  de  su  hijo  hasta  pasar  dicho  tér- 
mino, sin  sentir  los  terribles  impulsos  de  las 
circunstancias  que  expone  el  autor,  y que  des- 
pués de  haber  contemplado,  durante  aquel  es- 
pacio de  tiempo,  al  fruto  de  sus  entrañas,  no  ha 
sentido  conmovido  su  corazón  maternal  para  po- 
der amenguar  sus  terrores,  ha  cometido  el  deli- 
to con  cierta  frialdad  que  hace  desaparecer  los 
motivos  para  toda  consideración . Otros  intér- 
pretes quisieran  que  se  hubiere  restringido  mas 
; aquel  término,  reduciéndolo  á las  veinticua- 
tro horas  primeras  del  nacimiento  del  niño, 
como  se  estableció  en  el  art.  612  del  Código  pe- 
nal de  1822. 

Debe  calificarse  de  infanticidio  y no  de  aban- 
dono de  un  niño  recien  nacido  el  hecho  de  aban- 
donarlo, cuando  por  las  circunstancias  que  en  él 
concurren  se  le  hubiere  ocasionado  la  muerte,  y 
por  la  forma  en  que  aquel  se  verificó  se  revelase 
la  intención  decidida  de  producir  esta,  como  era 
preciso  é indispensable,  dejándole  en  un  corral 
con  la  hemorrágiea  del  cordon  umbilical,  y sin 
prestarle  socorros  para  que  verificase  la  respira- 
ción que  era  necesaria,  cuyas  Causas  produjeron 
su  muerte  según  las  conclusiones  de  los  peritos 
que  reconocieron  la  criatura;  por  lo  cual,  no  es 
aplicable  á tal  caso  el  art.  501  del  Código  sino  á 
los  en  que  no  es  ostensible  la  intención  de  que 
se  verifique  la  muerte:  sentencia  de  11  de  Julio 
de  1874. 

Resultando  de  un  proeeso  haberse  encontrado 
entre  unos  terrones  el  cuerpo  de  una  niña  recien 
nacida  y mutilada,  que  según  informe  de  fa- 
cultativos había  sido  dada  á luz  convida;  y asi- 
mismo, de  declaración  de  testigos,  que  estos  ha- 
bían visto  embarazada  á N.  N.,  la  cual  confesó 
que  ocho  dias  antes  babia  dado  á luz  una  niña 
viva  que  entregó  á su  padre  para  que  la  llevase 
á la  casa-cuna,  negando  este  tal  entrega  y afec- 
tando ignorar  el  embarazo  de  aquella,  no  puede 
calificarse  á la  N.  N.  de  autora  de  infanticidio, 
porque  de  tales  hechos  no  se  deduce  racional- 
mente que  el  cadáver  de  la  niña  que  fué  hallada 
entre  los  terrones  fuere  el  que  aquella  dió  á luz, 
v aun  en  la  hipótesis  de  que  lo  fuera,  tampoco 
constaba  que  la  hubiere  muerto:  sentencia  de 
| 17  de  Diciembre  de  1870. 
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Los  abuelos  matemos  que  para  ocultar  la  des- 
honra de  la  madre  cometieren  el  delito  mencio- 
nado, serán  castigados  con  la  pena  de  prisión 
mayor:  pár.  2,”  del  art.  424.  Fúndase  esta  dispo- 
sición en  las  mismas  consideraciones  que  las 
expuestas  respecto  del  párrafo  1.  de  dicho  ar- 
tículo sobre  el  caso  dei  delito  de  la  madre  á que 
se  refiere;  pero  no  siendo  dichas  consideracio- 
nes aplicables  con  tanta  fuerza  al  delito  de  los 
abuelos,  por  debilitarlas  la  mayor  distancia  del 
parentesco,  se  les  impone  pena  mayor  que  á la 
madre. 

Fuera  de  los  casos  mencionados,  el  que  matare 
á un  recien  nacido  incurrirá  en  las  penas  del 
parricidio  ó del  asesinato , según  los  casos,  esto 
es,  en  las  penas  riel  parricidio,  si  los  autores  de 
la  muerte  fueren  la  madre,  abuelos  ó cualquiera 
otro  de  los  ascendientes  ó descendientes  que  se 
mencionan  en  el  art.  417  del  Código  expuesto  en 
el  de  esta  obra  Parricidio ; y en  las  del  asesina- 
to, si  fuese  alguna  otra  persona  y cometiere  el 
delito  concurriendo  alguna  de  las  circunstan- 
cias mencionadas  en  el  art.  418,  expuesto  en  el 
de  esta  obra  Asesinato.  No  tiene,  pues,  ya  lugar 
en  el  día  la  duda  que  se  suscitaba  sobre  si  debe- 
rla aplicarse  en  el  caso  á que  se  refiere  el  pár.  3.” 
del  art.  424,  la  pena  de  homicidio  simple  como 
parecía  deducirse  del  texto  de  nuestras  leyes  del 
Fuero  Juzgo,  y aun  del  art.  336  del  Código  de 
1850.  La  aplicación  de  las  penas  del  parricidio  ó 
asesinato  se  funda  en  que  es  imposible  que  el 
infanticidio  no  sea  premeditado  y alevoso. 

El  haberse  empleado  en  este  párrafo  final  del 
art.  424  las  palabras  recien  nacido  con  referencia 
al  niño  en  quien  se  comete  el  delito  de  que  se 
trata,  lia  dado  ocasión  á dudar  hasta  qué  tiempo, 
después  de  su  nacimiento,  deberá  considerarse 
al  niño  como  recien  nacido  para  los  efectos  de 
dicha  disposición. Para  resolver  debidamente  es- 
ta duda  creemos  oportuno  echar  una  rápida  ojea- 
da sobre  las  disposiciones  que  contienen  acerca 
de  este  punto  algunas  legislaciones  extranjeras, 
sobre  las  diversas  opiniones  de  los  autores  de 
medicina  legal,  y sobre  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales  á cuya  decisión  se  lian  presentado 
casos  de  esta  especie. 

Las  leyes  penales  de  las  Dos  Sicilias,  art.  347, 
disponen,  que  el  homicidio  voluntario  sea  califi- 
cado de  infanticidio  cuando  sea  cometido  en  la 
persona  de  un  niño  recien  nacido,  aun  no  bau- 
tizado ni  inscrito  en  los  registros  del  estado  ci- 
vil. El  art.  137  del  Código  bávaro  no  constituye 
un  delito  especial  de  la  muerte  dada  á un  niño, 
sino  cuando  ha  tenido  lugar  en  los  tres  dias  si- 
guientes á su  nacimiento.  La  ley  austríaca  es 
mas  restrictiva,  pues  solo  considera  como  infan- 
ticidio la  muerte  que  se  ha  cometido  en  el  mo- 
mento mismo  del  nacimiento  de  la  criatura 


(art.  122).  El  Código  francés  guarda  silencio  sobre 
este  punto,  habiendo  dado  lugar  á diversas  inter- 
pretaciones, tanto  por  parte  de  los  tribunales, 
como  de  los  autores.  Escritores  de  medicina  le- 
gal consideran  al  niño  como  recien  nacido  hasta 
la  caida  del  cordon  umbilical,  es  decir,  durante 
cerca  de  los  ocho  primeros  dias  de  su  nacimien- 
to (Ann.  de  hyg.  et  med.,  t.  16,  pár.  2.°).  El  doctor 
Lúeas  Championniere  combate  la  exactitud  de 
esta  base  de  deteriniuacion  (, Joimi . de  medie., 
t.  8.°,  p.  65).  M.  Rauter  (t.  2.”,  núm.  448)  es  de 
parecer,  que  el  término  según  el  cual  no  puede 
ya  ser  considerado  como  recien  nacido  un  niño, 
no  pasa  de  las  veinticuatro  horas  después  de  su 
nacimiento. 

Respecto  de  la  jurisprudencia,  no  se  halla  en 
la  española  ningún  caso  resuelto  sobre  este 
punto.  Por  la  francesa  háse  decidido,  que  no 
existe  el  infanticidio  sino  en  cuanto  se  ha  come- 
tido la  muerte  de  un  niño  en  el  momento  en  que 
acaba  de  nacer,  ó en  un  tiempo  muy  próximo  al 
de  su  nacimiento;  por  loque  la  disposición  de  la 
ley  no  puede  extenderse  á la  muerte  de  un  niño 
que  ha  llegado  á los  treinta  y un  dias  (sentencia 
de  24  de  Diciembre  de  1835);  que  el  niño  nacido 
después  de  ocho  dias,  y cuyo  nacimieuto  es  no- 
torio, no  es  un  niño  recien  nacido  en  el  sentido 
del  art.  300  del  Código  penal  francés,  y que  por 
consiguiente,  no  son  aplicables  á la  muerte  de 
tal  niño  las  penas  marcadas  en  dicho  Código. 
Los  motivos  en  que  se  apoyó  el  fallo  de  24  de 
Diciembre,  son  dignos  denotarse,  á saber:  que 
la  extensión  que  se  quería  dar  á la  ley,  repug- 
naba á su  letra  así  como  á su  espíritu,  en  cuan- 
to que  el  legislador  quiso  proteger  con  un  cas- 
tigo mas  severo  la  vida  del  niño,  solo  durante 
el  tiempo  en  que  no  se  halla  todavía  rodeada  de 
las  garantías  legales  y comunes,  y en  que  el  deli- 
to puede  horrar  hasta  las  huellas  de  su  nacimien- 
to. Según  Mil.  Chauveau  y Helie,  el  límite  entre 
el  infanticidio  y el  parricidio  ó asesinato,  se  ha- 
llaclaramente  fijado  por  esta  sentencia:  ¿En  qué 
momento,  dicen,  se  encuentra  protegida  la  vida 
del  niño  con  las  garantías  legales  y comunes,  de 
mauera  que  no  haya  peligro  alguno  de  que  haga 
desaparecer  el  delito  hasta  las  huellas  de  su  na- 
cimiento? Evidentemente , cuando  lia  sido  ins- 
crito en  los  registros  del  estado  civil,  ó por  lo 
menos,  cuando  ha  espirado  el  plazo  que  exige 
la  ley  para  esta  inscripción;  porque  entonces  se 
considera  conocido  el  nacimiento,  y la  protec- 
ción de  la  ley,  que  rodea  á todos  los  miembros  de 
la  sociedad,  vela  por  el  niño;  que  desde  enton- 
ces el  niño  ha  marcado  su  paso  en  la  vida,  y 
puede  saberse  si  lia  pedido  heredar  y trasmitir 
la  herencia.  ¿Y  cuál  es  este  plazo?  Los  tres  dias 
después  del  parto;  y en  efecto,  éste  es  el  término 
que  el  art.  55  del  Código  Napoleón  fija  para 
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consignar  las  declaraciones  de  nacimiento  ante 
el  oficial  del  estado  civil.  Ultimamente  báse  de- 
clarado de  un  modo  positivo,  que  no  deja  de 
considerarse  un  niño  como  recien  nacido,  en  el 
sentido  del  art.  300  del  Código  penal  francés,  si- 
no cuando  ha  sido  inscrito  en  los  registros  del  es- 
tado civil  en  el  plazo  marcado  por  la  ley:  senten- 
cia del  tribunal  de  Angers  de  22  de  Julio  de  1847. 

Esta  misma  interpretación  creemos  que  debe 
aplicarse  al  caso  á que  se  refiere  el  párrafo  últi- 
mo del  art.  424  de  nuestro  Código  penal,  puesto 
que  en  él  se  hace  referencia  á los  casos  no  com- 
prendidos en  los  párrafos  anteriores,  en  los  cua- 
les se  pena  la  muerte  del  niño  que  no  ha  cum- 
plido tres  dias  desde  su  nacimiento;  y que  en  el 
art.  45  de  nuestra  ley  sobre  registro  civil  de 
17  de  junio  de  1870,  se  dispone  que  el  niño  se 
presente  al  registro  dentro  del  término  de  tres 
dias,  á contar  desde  aquel  en  que  hubiere  tenido 
lugar  el  nacimiento.  * 

IV.  La  dificultad,  respecto  del  delito  de  in- 
fanticidio consiste  en  reunir  los  datos  suficien-  , 
tes  para  probar  este  delito,  pues  apenas  hay  otro 
de  mas  difícil  justificación,  especialmente  sien- 
do la  misma  madre  la  que  lo  ha  cometido,  á no 
ser  que  se  la  sorprenda  en  el  acto  ó ella  misma  ' 
confiese  su  atentado;  y así  es,  que  no  basta  exa- 
minar á,  los  testigos  que  puedan  tener  algún 
conocimiento  del  hecho  principal  ó de  sus  ac- 
cesorios, sino  quedes  preciso  además  valerse 
del  auxilio  de  dos  médicos  ó dos  cirujanos  há- 
biles, ó de  uu  médico  y un  cirujano  que  ha- 
gan el  competente  reconocimiento  de  la  cria- 
tura y de  la  madre.  Debe  examinarse  en  primer 
lugar,  el  estado  exterior  del  niño  con  respecto  al 
grado  de  desarrollo  físico  necesario  para  la  vida 
extra-uterina,  y á las  causas  exteriores  que  han 
podido  obrar  en  él  antes  ó después  de  la  muerte; 
se  pasa  luego  á averiguar  si  el  estado  de  los  ór- 
ganos internos  demuestra  que  ha  habido  vida 
después  del  nacimiento,  y si  los  estragos  ó des- 
órdenes internos,  mas  ó menos  relacionados  con 
los  externos,  dan  lugar  á inferir  que  ha  habido 
muerte  violenta , explicando  su  especie  y el 
modo  ó instrumento  con  que  parece  haberse  eje- 
cutado; inquiérese  entonces  quién  ha  podido  ser 
el  autor  de  esta  muerte,  y cuando  las  sospechas 
recaen  sobre  una  mujer  que  se  cree  madre  de  la 
víctima,  se  procede  á examinar  si  el  estado  físico 
en  que  la  misma  se  encuentra  confirma  las  pre- 
venciones que  se  suscitan  contra  ella;  y reunien- 
do y comparando  los  datos  obtenidos  delexámen 
de  la  criatura  y de  ia  madre,  se  llega  de  este 
modo  á sacar  inducciones  que,  acumuladas  con 
las  demás  circunstancias  físicas  y morales  que 
resultan  del  proceso,  producen  en  el  ánimo  del 
juez  la  convicción  que  necesita  para  condenar  ó 
absolver  á la  acusada. 


Para  admitir,  pues,  ó excluir  la  realidad  del 
infanticidio,  es  necesario  atender:  1.",  á las  cir- 
cunstancias relativas  al  estado  del  niño;  2.°,  álas 
circunstancias  relativas  al  estado  físico  y moral 
de  la  madre;  3.°,  al  conjunto  y mutua  relación 
de  estas  diversas  circunstancias.  La  frecuencia 
de  los  infanticidios;  la  necesidad  por  una  parte 
y la  delicadeza  por  otra  de  las  operaciones  que 
hay  que  practicar  para  probarlos  ; la  escasez  de 
conocimientos  que  por  desgracia  se  observa  en 
no  pocos  facultativos  sobre  esta  materia  por  la 
imperfección  de  la  enseñanza,  y la  insuficiencia 
de  las  luces  que  nos  prestan  sobre  la  misma  las 
obras  y escritos  de  medicina  legal  que  poseemos 
en  nuestra  lengua,  nos  empeñan  á detenernos 
aquí  mas  quizá  de  lo  que  exige  nuestro  institu- 
to, y á desenvolver  con  alguna  extensión  los  tres 
puntos  importantisimos  que  quedan  -indicados, 
tomando  de  los  escritos  del  distinguido  médico 
aleman  Mr.  Marc  las  doctrinas  que  son  mas  con- 
ducentes para  que  los  fiscales,  los  abogados  y 
los  jueces  puedan  caminar  respectivamente  con 
alguna  seguridad  y sin  temor  de  errores  ó equi- 
vocaciones trascendentales  en  sus  acusaciones, 
en  sus  defensas  y en  sus  juicios. 

Circunstancias  relativas  al  estado  del  niño. 

V.  Una  de  las  condiciones  que  se  requieren 
para  que  baya  infanticidio,  es  que  el  niño  haya 
nacido  cumplido  y vividero,  esto  es,  en  estado  de 
vivir  fuera  del  seno  materno;  pues  si  por  razón 
de  su  corta  edad  intra-uterina  ó de  su  imper- 
fecta organización  se  viese  que  la  vida  que  pa- 
rece haberle  animado  no  era  mas  que  un  soplo 
pasajero,  no  se  tendría  entonces  por  hijo  á los 
ojos  de  la  ley  ni  se  reputaría  haber  existido. 
V.  A borlivo  y Edad,  pár.  I. 

VI.  Como  el  crimen  de  infanticidio  no  puede 
ejecutarse  sino  sobre  un  niño  vivo,  es  muy  im- 
portante averiguar  si  efectivamente  lia  vivido 
después  de  su  nacimiento;  y para  resolver  esta 
cuestión  ha  de  recurrirse  al  examen  interno  y 
externo  del  cadáver,  sin  que  deba  impedirlo  la 
putrefacción  cuando  todavía  permanecen  intac- 
tas ó en  estado  de  poder  sujetarse  á los  experi- 
mentos las  partes  que.  han  de  ser  inspecciona- 
das. El  exámen  interno  del  cadáver,  para  saber 
si  hubo  respiración  después  del  nacimiento, 
consiste  principalmente  en  una  série  de  inves- 
tigaciones y experimentos  que  se  practican  so- 
bre los  órganos  respiratorios,  y que  se  llama 
docirnasia  pulmonal.  lío  pudiendo  respirar  el  feto 
mientras  se  halla  encerrado  en  el  seno  materno, 
no  toman  los  pulmones  mas  parte  que  los  otros 
órganos  en  la  circulación  de  la  sangre;  pero 
luego  que  cesa  la  comunicación  entre  el  feto  y 
su  madre,  es  para  él  la  respiración  una  función 
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indispensable,  sin  la  cual  no  puede  empezará 
vivir  ni  continuar  viviendo  aisladamente  por  sí 
mismo.  Mas  no  puede  verificarse  la  respiración 
sin  producir  grandes  mudanzas  en  los  pulmo- 
nes. La  introducción  del  aire  en  sus  celdillas 
aumenta  á un  mismo  tiempo  su  ligereza  espe- 
cífica y su  gravedad  absoluta;  la  ligereza  espe- 
cífica se  debe  á la  introducción  del  aire  y su 
gravedad  absoluta  á la  consiguiente  entrada  de 
la  sangre  en  sus  vasos;  y por  efecto  de  la  in- 
troducción del  aire  y de  la  sangre  cambian  los 
pulmones  de  volumen,  de  situación  y de  co- 
lor. Marchitos  en  cierto  modo  hasta  enton- 
ces, de  un  color  rojo  obscuro , y reducidos  á un 
cortísimo  espacio  en  el  fondo  del  tórax  ó sea  del 
pecho,  llenan  enteramente  después  de  la  respi- 
ración la  cavidad  torácica,  cubren  mas  ó menos 
el  pericardio,  y adquieren  un  color  mas  claro  y 
mas  ó menos  pálido  según  el  grado  de  repleción 
sanguínea  de  los  vasos.  Las  celdillas  pulmona- 
lcs  llenas  de  aire  dan  por  este  mismo  hecho  á 
la  sustancia  pulmonal,  antes  compacta  y seme- 
jante á la  del  bazo , cierto  aspecto  enfisematoso; 
la  sangre  de  los  vasos  pulmonales  es  espumosa; 
el  tórax,  que  antes  de  la  respiración  estaba  como 
aplanado  y comprimido , se  presenta  mas  eleva- 
do; y habiendo  bajado  el  diafragma  por  efecto 
de  las  inspiraciones,  no  se  halla  tan  profunda- 
mente situado  en  la  cavidad  torácica  su  centro 
tendinoso.  Estas  diversas  mutaciones  se  realizan 
desde  las  primeras  inspiraciones  cuando  la  res- 
piración ha  sido  completa;  pero  hay  otras  que 
sobrevienen  mas  tarde,  como  son  el  cerramien- 
to del  agujero  oval,  la  obliteración  del  conducto 
arterial  ó pulmo-aórtico,  y la  del  conducto  ve- 
noso que  antes  de  la  respiración  llevaba  direc- 
tamente una  porción  de  sangré  de  la  vena  um- 
bilical á la  vena-cava  inferior. 

Todas  estas  mutaciones,  y especialmente  el 
aumento  de  volumen,  de  ligereza  específica  y 
de  gravedad  absoluta  de  los  pulmones  son  los 
principales  resultados  de  la  respiración ; y así, 
para  saber  si  esta  se  ha  verificado,  se  hace  ne- 
cesario demostrar  la  existencia  ó la  falta  de 
aquellas.  Para  esta  demostración  se  han  inven- 
tado por  los  facultativos  diferentes  métodos  de 
dociinasia  pulmonal. 

Vil.  El  primero  y mas  antiguo  de  todos  es  la 
docimasia  Mdvostática , pues  que  ya  se  encuen- 
tran indicios  de  ella  en  obras  de  Galeno;  bien 
que  no  se  puso  en  práctica  sino  á fines  del  siglo 
XVII  en  que  Schreger  hizo  por  primera  vez  su  : 
aplicación  á la  medicina  legal;  y desde  enton- 
ces ha  servido  de  base  para  las  decisiones  en 
materia  de  infanticidios.  Para  ejecutar  este  ex- 
perimento se  sacan  de  la  cavidad  torácica  los 
pulmones  con  el  corazón,  cuyos  grandes  troncos 
yasculares  se  habrán  ligado  de  antemano.  La 


resección  de  la  traquiarteria  debe  hacerse  por 
la  parte  de  su  inserción  en  los  pulmones,  y des- 
pués de  haber  limpiado  con  una  esponja  la  san- 
gre que  se  hallare  exteriormente  sobre  estas  vis- 
ceras, se  las  pone  suavemente  en  una  vasija 
llena  de  agua.  Esta  vasija  debe  ser  espaciosa  y 
contener  un  pie  de  agua,  á fin  de  que  la  colum- 
na líquida  sea  proporcionada  al  volúmen  y al 
peso  délos  pulmones  y del  corazón,  y pueda 
sostenerlos  en  caso  de  que  sean  capaces  de  so- 
brenadar. Es  indispensable  que  el  agua  sea 
pura,  limpia,  no  salobre  ó salada,  y en  general 
que  nada  contenga  que  pueda  aumentar  su  den- 
sidad; y así  es  preferible  la  del  rio  á la  de  pozo. 
En  cuanto  á su  temperatura,  no  debe  ser  ca- 
liente, porque  podría  aumentar  la  dilatación  de 
los  pulmones  y promover  así  su  supernatacion, 
especialmente  en  el  caso  de  que  la  putrefacción 
empezase  ya  á declararse;  ni  tampoco  ha  de  ser 
glacial  ó muy  fria,  porque  contrayendo  los  pul- 
mones podria  espeler  alguna  parte  del  aire  que 
retuvieren;  en  suma,  la  temperatura  no  debe 
pasar  del  décimo  grado  ni  bajar  del  quinto  sobre 
cero  del  termómetro  de  Reaumur,  Colocados  so- 
bre el  agua  los  pulmones  con  el  corazón  en  la 
forma  que  se  ha  dicho,  se  ha  de  observar  aten- 
tamente si  sobrenadan  ó se  van  al  fondo,  si  caen 
con  rapidez  ó despacio,  si  una  parte  de  los  pul- 
mones desciende  con  mas  dificultad  ó si  se  su- 
merjen  igualmente  y por  entero,  y si  se  detie- 
nen ó no  en  medio  de  la  vasija.  Sepárase  luego 
de  los  pulmones  el  corazón  con  su  pericardio,  y 
se  reitera  el  mismo  experimento  con  los  pulmo- 
nes solos;  y aquí  es  esencial  el  observar  si  mu- 
dando la  situación  de  los  pulmones  en  el  agua 
ó poniendo  encima  la  superficie  que  estaba  de- 
bajo, se  snmerjen  mas  fácil  ó mas  difícilmente, 
y si  una  parte  nada  constantemente  y no  se  deja 
arrastrar  hácia  el  fondo  sino  por  el  peso  de  las 
otras,  en  cuyo  caso  se  la  designará  con  exacti- 
tud. El  propio  ensayo  ha  de  practicarse  igual- 
mente con  cada  lóbulo  de  los  pulmones,  para 
ver  si  ambos  siguen  el  mismo  rumbo , ó si  el 
uno  sobrenada  mientras  que  el  otro  se  hunde, 
y si  en  tal  caso  es  precisamente  el  pulmón  de- 
recho, como  suele  suceder,  el  que  sobrenada;  y 
otro  tanto  , por  fin  , se  ha  de  ejecutar  con  cada 
lóbulo  cortado  en  muchos  pedazos,  para  ver  si 
todos  sobrenadan  ó si  hay  algunos  que  no  lo 
verifican,  siendo  importaute  distinguir  los  frag- 
mentos del  pulmón  derecho  de  los  del  izquierdo 
y evitar  con  cuidado  todo  lo  que  pudiera  contri- 
buir á que  se  confundan  los  unos  con  los  otros. 
Después  de  haber  sometido  los  fragmentos  pul- 
monales á la  prueba  hidrostática,  se  exprime 
con  los  dedos  dentro  del  agua  cada  uno  de  ellos, 
para  notar  si  se  desprenden  ó forman  burbujas  ó 
ampollas  de  aire,  y si  después  de  exprimidos, 
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sobrenadan  todavía  ó se  van  á fondo.  Cuando  se 
procede  á la  división  de  los  pulmones  en  mu- 
clios  fragmentos , es  también  necesario  advertir 
si  al  tajar  la  sustancia  pulmonal  hay  crepita- 
ción ó bien  si  esta  sustancia  es  compacta,  si  está 
ó no  en  su  estado  natural  ó normal,  y si  los  va- 
sos que  la  penetran  contienen  mucha  ó poca 
sangre.  Luego  se  verá  el  objeto  de  estas  precau- 
ciones, en  las  cuales  debe  procederse  con  toda 
exactitud , pues  que  de  la  mayor  ó menor  su-  ■ 
pernatacion  de  los  pulmones  se  infiere  la  respi- 
ración mas  ó menos  completa  del  infante  des- 
pués de  nacido,  y la  sumersión  ó hundimiento 
por  el  contrario  es  una  prueba  de  haber  salido 
ya  muerto  del  seno  materno. 

VIII.  El  segundo  experimento  es  el  de  Plouc- 
quet,  y se  hace  por  medio  de  una  balanza  y de 
un  hilo  de  plomo.  El  método  de  la  balanza  se 
funda  en  que  como  la  respiración  tiene  por  re- 
sultado la  entrada  franca  de  la  sangre  en  los 
vasos  pulmonales,  es  consiguiente  que  la  exis- 
tencia de  este  liquido  en  los  pulmones  del  infan- 
te que  ha  respirado  deba  necesariamente  mudar 
las  relaciones  entre  el  peso  de  este  órgano  y el 
de  todo  el  cuerpo.  Según  Ploucquet,  el  peso  de 
los  pulmones  de  un  infante  que  no  ha  respirado 
es  al  de  su  cuerpo  entero  como  de  uno  á setenta, 
mientras  que  la  relación  entre  ambos  pesos  en 
el  que  ha  respirado  es  de  dos  á setenta  ó de  uno 
á treinta  y cinco,  de  modo  que  la  respiración 
duplica  el  peso  relativo  de  los  pulmones.  El  ex- 
perimento. pues,  de  que  se  trata  se  reduce  á pe- 
sar primero  el  cuerpo  del  infante  antes  de  pro-  ' 
ceder  á su  exámen  anatómico , y en  seguida  los  ¡ 
pulmones  solos,  separados  de  sus  accesorios,  á 
fin  de  comparar  su  peso  total  con  el  del  cuerpo. 
La  operación  del  hilo  de  plomo  es  un  comple- 
mento de  la  que  precede;  y quiere  Ploucquet 
que  se  combinen  las  inducciones  que  ambas  á 
dos  sugieran  para  determinar  si  su  concordan- 
cia j ustifica  ó no  el  hecho  de  la  respiración.  Esta 
prueba  está  fundada  en  que  á conseeuncia  del 
acto  de  la  inspiración  se  baj  a el  diafragma  há- 
cia  la  cavidad  del  vientre,  resultando  que  antes 
de  principiar  á efectuarse  la  respiración  la  cara  ' 
inferior  de  este  músculo  que  mira  al  vientre 
está  mucho  mas  convexa  que  después  de  haber 
principiado.  Determinado  el  grado  de  mudanza 
en  esta  convexidad,  se  podia,  según  Ploucquet, 
deducir  la  consecuencia  de  si  se  habia  ó uo  prin- 
cipiado á efectuar  la  respiración,  y para  deter- 
minarle propone  que  después  de  extraídas  con 
mucho  cuidado  las  visceras  del  vientre,  á fin  de 
poder  descubrir  la  situación  del  diafragma,  se 
coloque  perpendicularmente  un  hilo  de  plomo  i 
desde  el  medio  del  esternón  y se  vea  á cuál  de  j 
los  dos  lados  corresponde  el  centro  tendinoso 
común  que  es  la  parte  media  y mas  alta  de  la  ! 


bóveda  que  forma  el  diafragma,  para  ver  si  ha 
habido  algún  cambio  en  su  situación  natural. 
Ploucquet  aconseja  además  que  se  note  con  cui- 
dado si  es  ó no  posible  empujar  el  diafragma 
hácia  el  pecho,  pues  eu  el  caso  de  no  poder  ha- 
cerle mudar  fácilmente  de  situación  hácia  arri- 
ba, habría  una  presunción  fuerte  de  que  el  in- 
fante no  habia  respirado , ó en  otros  términos, 
de  que  no  habia  cambiado  la  posición  natural 
que  este  músculo  tiene  antes  de  principiarse  á 
efectuar  la  respiración. 

IX.  El  tercer  experimento  es  el  que  ha  pro- 
puesto Daniel,  fundado  también  en  el  aumento 
de  volumen  y de  peso  que  los  pulmones  adquie- 
ren por  la  respiración ; pero  es  tan  complicado  y 
exige  instrumentos  tan  exactos  y precauciones 
tan  minuciosas  que  no  se  puede  adoptar  en  la 
práctica  de  la  medicina  legal. 

X.  El  cuarto  es  el  de  la  nueva  dod masía  hi- 
drostática  publicado  en  el  año  de  1821  por  el 
doctor  aleman  M.  Bernt,  pero  si  bien  esta  nueva 
docimasia  presenta  grandes  ventajas  sobre  la 
antigua,  pues  que  nos  indica  de  un  modo  rela- 
tivo el  peso  absoluto  y el  aumento  del  volumen 
de  los  pulmones  que  no  han  respirado,  que  han 
respirado  incompletamente  y que  han  respirado 
completamente,  mientras  que  la  antigua  solo 
nos  ilustra  sobre  las  variaciones  del  peso  espe- 
cífico de  esta  viscera , no  parece  se  está  todavía 
en  el  caso  de  adoptarla  en  la  práctica  por  no 
saberse  que  se  hayan  hecho  hasta  ahora  los  su- 
ficientes ensayos  para  ello. 

XI.  Hay  todavía  algunos  otros  medios  auxi- 
liares para  reconocer  si  el  infante  ha  respirado 
después  de  nacido,  y consisten:  1.”,  en  el  grado 
de  encorvadura  del  tórax;  2.”,  en  la  situación  y 
volumen  de  los  pulmones;  3.°,  en  su  color;  4,“,  en 
el  estado  del  canal  ó conducto  arterioso,  del  agu- 
jero oval,  del  canal  ó conducto  venoso,  y del 
cordon  umbilical;  5.°,  en  el  estado  de  los  intes- 
tinos y de  la  vejiga.  — Mas  aunque  la  encorna- 
dura del  tórax  es  uno  de  los  indicios  de  la  respi- 
ración, no  se  debe  tomar  en  cuenta  sino  cuando 
concuerda  con  los  demás  accidentes. — Tampoco 
presentan  prueba  afirmativa  ó negativa  de  la 
respiración  después  del  nacimiento  la  situación 
y el  volumen  de  los  pulmones  sino  cuando  están 
en  relación  con  el  conjunto  de  las  demás  cir- 
cunstancias. Es  indudable  que  los  pulmones,  al 
principiar  á efectuarse  la  respiración  han  de  di- 
latarse y mudar  hasta  cierto  punto  de  la  situa- 
ción en  que  se  hallaban  colocados  antes  en  el 
tórax;  pero  aunque  el  aumento  que  experimen- 
ta entonces  su  volumen  sea  generalmente  rela- 
tivo al  grado  de  expansión  , pueden  modificarse 
los  resultados  de  este  efecto  natural  por  tantas 
circunstancias  particulares,  que  seria  muy  des- 
acertado perder  de  vista  las  irregularidades  que 
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pueden  sobrevenir  á consecuencia  de  la  acción 
de  estas  circunstancias.  Así,  por  ejemplo,  en 
cuatro  casos  referidos  por  Mr.  Schmit,  los  pul- 
mones de  fetos  que  nacieron  muertos  tenían  un 
volumen  que  llenaba  la  cavidad  torácica,  y en 
otro  caso,  por  el  contrario,  en  que  el  infante  ha- 
lda respirado  por  espacio  de  treinta  y seis  horas, 
los  pulmones,  aunque  llenos  de  aire,  eran  tan 
pequeños  que  no  se  les  divisó  á primera  vista.— 
El  color  de  los  -pulmones  en  el  feto  que  no  ha  res- 
pirado es  ordinariamente  moreno  ó violado,  y 
después  de  la  respiración  se  vuelve  rosado.  Tal 
es  á lo  menos  la  regla  general;  y sin  embargo, 
Chanssier  y Schmit  han  probado  que  los  pulmo- 
nes puedeu  presentar  colores  muy  variados,  no 
solamente  según  los  diversos  grados  de  la  res- 
piración, sino  también  según  la  influencia  de. 
una  infinidad  de  causas,  así  externas  como  in- 
ternas, que  no  siempre  son  fáciles  de  apreciar. 
Así,  por  ejemplo,  el  contacto  de  los  pulmones 
con  el  aire  exterior,  convierte  pocos  minutos 
después  de  la  apertura  del  tórax  su  obscura 
tinta  exterior  en  una  tinta  mucho  mas  clara,  y 
otras  veces  los  pulmones  de  fetos  que  notoria- 
mente nacieron  muertos  tienen  una  tinta  casi 
de  rosa,  liste  fenómeno  es  tanto  menos  raro, 
cuanto  mas  distante  se  halle  el  feto  del  término 
de  su  madurez.  En  otros  casos  una  fuerte  con- 
gestión sanguínea  pulmonal  ó un  estado  infla- 
matorio, pueden  dar  á los  pulmones  un  color 
violáceo  aunque  hayan  respirado.  No  debe  apre- 
ciarse, pues,  el  color  de  los  pulmones,  sino  en 
cuanto  se  halla  en  armonía  con  los  demás  signos 
que  se  presenten  en  favor  ó contra  la  respira- 
ción.— La  obliteración  y la  marchitez  de  los  ca- 
nales arterial  y venoso,  del  agujero  oval  y del  cor- 
dón umbilical  se  miran  con  razón  como  una  de 
las  mejores  pruebas  de  que  la  respiración  se  ha 
efectuado;  pero  siendo  así  que  estas  mutaciones 
no  se  verifican  de  nn  modo  sensible  luego  des- 
pués del  nacimiento  sino  con  lentitud  y al  cabo 
de  un  tiempo  bastante  considerable,  es  evidente 
que  muy  rara  vez  podrá  ser  útil  examinarlas, 
pues  que  el  crimen  de  infanticidio  casi  nunca 
se  comete  sino  en  niños  recien  nacidos. — Las  in- 
ducciones que  se  pueden  sacar  del  estado  de  los 
intestinos  y de  la  vejiga  se  fundan  en  que  la  res- 
piración empuja  el  diafragma  liácia  las  visceras 
abdominales  y provoca  asi  las  evacuaciones  de 
la  vejiga  y de  los  intestinos  ; pero  estas  evacua- 
ciones pueden  también  ser  efecto  de  otras  mu- 
chas causas  que  son  capaces  de  promoverlas, 
aun  antes  del  nacimiento  ó de  retardarlas  des- 
pués en  el  feto  que  ha  respirado. 

XII.  Los  diversos  experimentos  docimásticos 
mas  arriba  explicados,  que  tienen  por  objeto 
averiguar  por  el  exámen  de  los  pulmones  si  el 
niño  ha  respirado  después  de  su  nacimiento, 


pueden  dar  lugar,  en  el  mayor  número  de  casos, 
á inducciones  justas  y precisas  en  pro  ó en  con- 
tra de  la  respiración ; pero  como  también  pueden 
presentarse  circunstancias , aunque  bien  raras 
por  cierto,  en  que  las  inducciones  que  sin  res- 
tricción se  sacasen  de  estos  experimentos  nos 
conducirían  á funestos  errores,  se  hace  indis- 
pensable conocerlas  y distinguirlas , pues  que 
forman  otras  tantas  excepciones  de  la  regla  ú 
otras  tantas  objeciones  contra  los  experimentos. 

La  primera  objeción  consiste  en  que  puede 
suceder  que  el  feto  respire  antes  de  nacer  y muera 
después  durante  el  parlo.  La  posibilidad  de  este 
fenómeno  tan  extraordinario  lia  adquirido  con 
efecto  muchos  grados  de  probabilidad  desde  el 
año  1823,  pues  que  desde  entonces  se  han  hecho 
observaciones  de  fetos  que  han  dado  algunos 
quejidos  antes  de  salir  del  seno  materno,  sin 
duda  porque  el  aire  exterior  habría  llegado  has- 
ta ellos  á consecuencia  de  la  rotura  de  las  mem- 
branas que  los  cubrían,  verificada  por  causas 
conocidas  ó desconocidas.  Mas  como  quiera  que 
sea,  aun  supuesta  la  realidad  de  este  raro  fenó- 
meno, llamado  vagido  uterino , no  se  ha  de  re- 
nunciar por  eso  á los  experimentos  pulmonaies, 
pues  haciéndose  con  la  atención  necesaria  serán 
siempre  concluyentes  cuando  indicaren  que  la 
respiración  no  se  ha  verificado,  y si  por  el  con- 
trario anunciaren  la  respiración,  formarán  á fa- 
vor de  ella  un  argumento  que  será  mas  ó menos 
fuerte  según  la  concurrencia  de  los  demás  datos 
físicos  y morales  que  contribuyan  á admitir  ó 
excluir  el  acto  de  infanticidio. 

La  segunda  objeción  se  reduce  á que  puede 
impedirse  y evitar  se  con  ciwtas  maniobras  la  res- 
piración del  feto , dotado  por  otra  parte  de  todas 
las  facultades  necesarias  para  la  vida  extra- 
uterina ; como  por  ejemplo,  pariendo  la  madre  de 
propósito  dentro  de  un  baño  y dejando  allí  el 
niño,  ó bien  ahogándole  en  el  agua  ó entre  man- 
tas ó colchones  luego  después  del  nacimiento 
sin  darle  tiempo  de  respirar,  ó en  fin,  cerrándole 
la  boca  y las  narices  en  el  momento  de  que  aso- 
me la  cabeza  por  la  boca  de  la  vulva,  y en  tules 
casos  es  claro  que  aunque  la  dodmasia  pulmonal 
demuestre  que  el  niño  no  lia  vivido  después  de  su 
nacimiento , no  por  eso  habrá  dejado  de  tener  lugar 
el  infanticidio.  Es  cierto  que  pueden  ocurrir  es- 
tos casos ; pero  el  feto  en  ellos  ó bien  aspirará 
agua  y presentará  los  signos  de  la  muerte  por 
sumersión , ó bien  respirará  aunque  imperfecta- 
mente, ó bien  tendrá  vestigios  exteriores  de  vio- 
lencias; y de  todos  modos  la  docimasia  pulmo- 
nal no  será  por  eso  menos  útil  en  otros  muchos 
casos. 

La  tercera  objeción  opone  que  puede  un  feto 
haber  respirado  y no  haber  vivido.  Fúndase  esta 
objeción  paradójica  en  un  hecho  observado  en 
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1812  por  el  doctor  Benedict  en  Chemnitz.  Ase- 
gura este  médico  que  en  un  feto  de  término,  hi- 
drocéfalo,  y con  vicios  muy  notables  de  confor- 
mación en  la  cabeza,  se  encontraron  los  pulmo- 
nes con  todas  las  señales  de  la  respiración  com- 
pleta, aunque  jamás  babia  respirado.  Mas  pres- 
cindiendo de  la  exactitud  del.  referido  hecho, 
dejando  á un  lado  la  observación  de  que  en  otro 
feto  hidrocéfalo  nacido  muerto  no  se  presenta- 
ren los  pulmones  sino  como  en  un  feto  que  no 
ha  respirado,  y suponiendo  que  la  respiración 
pueda  tener  lugar  en  ciertos  hidrocéfalos  cuyos 
vicios  de  conformación  excluyan,  por  otra  parte, 
la  posibilidad  de  la  vida  extra-uterina,  no  resul- 
tada de  aquí  sino,  á lo  mas,  que  las  pruebas  que 
tienen  por  objeto  determinar  si  la  respiración  se 
ha  verificado,  no  serian  aplicables  á semejantes 
casos;  y hace  ya  seguramente  mucho  tiempo  . 
que  los  mayores  partidarios  de  estos  experimen- 
tos han  declarado  que  no  los  tienen  por  conclu- 
yentes, sino  cuando  no  existe  ningún  estado 
morboso,  6 en  otros  términos,  cuando  los.órganos 
del  recien  nacido  se  hallen  en  tal  estado  que  no 
quede  la  menor  duda  de  que  han  podido  efec- 
tuarse las  funciones  de  la  vida  extra-uterina. 

La  cuarta  objeción  que  se  hace  contra  la  do- 
cimasia  pulmonal , es  que  los  pulmones  pueden 
soirenadar por  efecto  de  otras  causas  diferentes  de 
la  respiración-,  esto  es,  por  la  putrefacción,  por 
un  estado  enfisematoso  particular  del  mismo 
órgano,  y por  la  insuflación  artificial.  La  putre- 
facción puede  en  verdad  producir  en  los  pulmo-  ] 
nes  un  desarrollo  bastante  considerable  de  sus- 
tancias gaseosas  para  que  los  hagan  sobrenadar 
en  el  agua;  pero  hay  medios  seguros  de  distin- 
guir estos  efectos  de  la  putrefacción  de  los  de  la 
respiración,  pues  cortando  los  pulmones  en  pe- 
dacitos  y exprimiendo  cada  fragmento  entre  los 
dedos,  se  desprenden  los  gases  producidos  por 
la  putrefacción,  y recobran  los  fragmentos  la 
gravedad  específica  que  tenian  antes  de  la  des- 
composición pútrida.  Esta  señal,  aunque  cierta, 
■puede  todavía  corroborarse  con  la  siguiente  ope- 
ración; hay  algunas  visceras,  como  son  el  timo, 
los  intestinos,  la  vejiga  y el  hígado,  cuya  putre- 
facción aumenta  su  ligereza  específica  casi  en  la 
misma  proporción  que  la  putrefacción  de  los 
pulmones  aumenta  la  ligereza  de  estos  cuando 
no  han  respirado;  compárese,  pues,  su  modo  de 
obrar  en  el  agua  con  el  de  los  pulmones,  y véase  i 
si  se  van  también  á fondo  luego  que  se  las  haya 
exprimido  entre  los  dedos.  No  es  necesario  ad- 
vertir que  no  pueden  practicarse  estas  investi- 
gaciones cuando  la  putrefacción  ha  llegado  á un 
grado  que  excluye  toda  certeza.  El  estado  enflsv- 
maloso  de  los  pulmones,  puede  producir  en  ellos 
cierta  ligereza  accidental  que  se  atribuya  tai  vez 
á la  respiración,  sin  que  esta  se  haya  verificado. 


Mr.  Chaussier  ha  observado  muchas  veces  que 
sobrenadaba  una  parte  de  los  pulmones  en  niños 
que  habian  sido  extraidos  por  los  piés,  sobre 
todo  cuando  el  bacinete  era  estrecho,  aunque 
estos  niños  no  hubiesen  respirado  y hubiesen 
muerto  en  el  trabajo  del  parto.  Esta  ligereza 
accidental  no  podía  atribuirse  á la  putrefacción, 
de  la  cual  no  existia  señal  alguna;  mas  según 
este  célebre  profesor,  era  efecto  de  una  especie 
de  contusión  que  los  pulmones  habian  experi- 
mentado al  tiempo  de  la  extracción  del  feto; 
contusión  que  habla  ocasionado  en  el  tejido  de 
los  mismos  una  efusión  de  sangre  cuya  altera- 
ción había  hecho  salir  algunas  burbujas  aeri- 
formes y producido  así  la  ligereza  específica  de 
uua  parte  de  dicha  viscera.  Pero  es  fácil  recono- 
cer y distinguir  esta  ligereza  accidental,  obser- 
vando que  en  este  caso  el  aire  ó fluido  aeriforme 
se  contiene  en  el  tejido  esponjoso  de  los  pulmo- 
nes, que  se  le  hace  salir  por  la  presión,  y que 
entonces  los  pulmones,  echados  en  el  agua,  se 
precipitan  de  golpe,  lo  que  no  sucedería  si  el 
aire  estuviese  contenido  en  las  vesículas  bron- 
quiales. La  insuflación  artificial  llama  muy  par- 
ticularmente la  atención  de  los  facultativos,  y 
debe  llamar  también  la  de  los  jueces.  Suponga- 
mos, en  efecto,  que  nace  un  niño  privado  de 
vida,  y que  creyendo  poder  reanimarle,  se  es- 
fuerza su  madre  en  .insuflarle  é introducirle  aire 
en  los  pulmones,  ¿ podrá  esta  maniobra  agravar 
la  acusación  de  infanticidio,  cuando  por  el  con- 
trario es  una  prueba  de  amor  maternal?  Los  de- 
fensores de  la  docimasia  pulmonal  hidrostática 
sostienen  que  la  insuflación  puede  reconocerse 
por  caractéres  particulares  que  la  distinguen  de 
la  respiración,  á saber:  por  la  dilatación  incom- 
pleta de  los  pulmones,  por  la  falta  de  encorva- 
dura del  tórax,  por  no  haber  crepitación  en  el 
acto  de  cortar  los  pulmones,  y en  fin , por  la 
vacuidad  de  los  vasos  sanguíneos  pulmonales; 
mas  si  bien  estos  caractéres  sun  casi  todos  apli- 
cables al  mayor  número  de  casos,  no  son,  sin 
embargo,  tan  constantes  que  merezcan  entera 
confianza,  pues  resulta  por  el  contrario  de  nu- 
merosas observaciones  hechas  con  cuidado  por 
Mr.  Schmitt  en  Viena,  y confirmadas  por  otros 
médicos:  l.“,  que  es  posible  insuflar  los  pulmo- 
nes de  niños  que  nazcan  muertos  ó en  estado  de 
asfixia;  2.°,  que  esta  insuflación  tiene  un  éxito 
fácil  y completo  cuando  se  practica  de  un  modo 
conveniente  y no  hay  obstáculo  mecánico  que 
impida  la  introducción  del  aire;  3f  que  por  el 
contrario,  no  se  consigue  sino  difícil  é imper- 
fectamente, y aun  se  frustra  del  todo,  cuando 
las  vías  de  la  respiración  se  hallan  embarazadas 
con  mucosídades;  4.°,  que  el  aumento  de  volú- 
men,  el  estado  esponjoso,  el  color  rosado  y la 
facultad  de  nadar  de  los  pulmones  insuflados, 
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varían  mas  ó menos  según  el  mayor  6 menor 
éxito  de  la  operación,  y que  estos  caractéres  fí- 
sicos se  manifiestan  en  razón  directa  de  la  can- 
tidad de  aire  que  ha  penetrado  eu  las  celdillas 
pulmonaies;  5.°,  que  los  pulmones  bien  insufla- 
dos presentan  el  fenómeno  de  la  crepitación 
como  los  que  han  respirado,  y que  comprimién- 
dolos entre  los  dedos,  se  ve  también  salir  en  los 
puntos  correspondientes  á las  incisiones  una 
espuma  blanca  mas  ó menos  sanguinolenta; 

6. °,  que  la  insuflación  produce  siempre  cierta 
elevación  del  tórax  y del  abdómen,  y que  la  di- 
latación del  pecho  que  de  ella  resulta,  puede 
conocerse  y distinguirse  después  de  la  muerte; 

7. ”,  que  la  insuflación,  aun  la  mas  completa,  no 
puede  aumentar  de  un  modo  sensible  el  peso  de 
Los  pulmones  de  un  niño  que  no  ha  respirado,  y 
que  en  el  mayor  número  de  casos  la  relación 
entre  el  peso  de  los  pulmones  insuflados  y el  de 
la  totalidad  del  cuerpo  es  igual  al  que  existe  en 
un  feto  que  no  ha  respirado.  Este  último  carác- 
ter es  incontestablemente  el  mas  positivo  de  to- 
dos, porque  se  funda  en  la  vacuidad  de  los  vasos 
pulmonaies.  Sin  embargo,  esta  vacuidad  que, 
menos  en  el  caso  de  una  hemorragia  mortal,  no 
puede  atribuirse  sino  á la  falta  de  la  respiración, 
presenta  todavía  dificultades;  porque  no  hallán- 
dose jamás  absolutamente  vacío  el  sistema  vas- 
cular de  los  pulmones  que  no  han  respirado,  los 
medios  propuestos  para  este  aprecio,  como  el  de 
recoger  la  sangre  y estimar  su  cantidad , el  de 
calificarla  por  la  intensidad  del  color  que  diese 
al  agua  en  que  se  hubiesen  lavado  los  pulmo- 
nes, etc.,  son  otras  tantas  operaciones  á que  será 
preciso  renunciar,  por  la  razón  de  que  siempre 
que  se  trata  de  evaluar  una  cantidad  á la  simple 
vista,  lo  que  á uno  parezca  mas  podrá  parecer 
menos  á otro,  y en  una  materia  tan  grave  debe 
desecharse  todo  juicio  expuesto  á la  arbitrarie- 
dad y á los  errores  de  nuestros  sentidos. 

Quinta  objeción.  Suponiendo  que  la  'prueba pul- 
mortal  hidrostática  sirva  para  demostrar  que  un 
niño  no  ha  respirado,  no  por  eso  puede  acreditar 
que  no  fia  vivido.  Esta  objeción  no  es  mas  qne 
una  sutileza.  Si  es  cierto,  como  parece  haber 
resultado  de  las  experiencias  hechas  por  Buffon 
y Schurig , que  las  causas  capaces  de  producir 
de  repente  una  asfixia  en  niños  que  han  gozado 
a!g-un  tiempo  déla  vida  extra-uterina,  deben 
obrar  por  mas  tiempo  sobre  los  que  acaban  de 
nacer  para  producir  en  ellos  el  mismo  efecto  ; y 
si  es  cierto  por  consiguiente  que  muchos  actos  y 
movimientos  dependientes  de  la  vida  orgánica 
pueden  alguna  vez  prolongarse  en  los  mismos 
niños  sin  que  haya  habido  respiración,  se  des- 
cubrirán fácilmente  por  una  parte  los  obstácu- 
los que  hayan  impedido  el  que  esta  se  verifica- 
se, como  por  ejemplo,  una  debilidad  excesiva  de 


i constitución,  el  hallarse  cerrados  ó atascados 
los  conductos  respiratorios  por  cualquiera  can- 
sa , la  existencia  de  un  vicio  orgánico,  etc. , v 
por  otra  parte  no  habrá  reunido  aun  la  vida  las 
condiciones  necesarias  para  que  haya  posibili- 
dad de  infanticidio,  y la  sumersión  de  los  pul- 
mones que  en  semejantes  casos  se  verificase,  no 
indicará  seguramente  si  en  el  feto  había  vida  im- 
perfecta y si  esta  vida  imperfecta  habría  podido 
desarrollarse  por  medio  de  ios  convenientes  au- 
xilios, pero  acreditará  que  no  habiendo  respira- 
do el  feto  no  puede  considerarse  legalmente  que 
haya  vivido. 

Sexta  objeción.  Puede  suceder  que  un  recien 
nacido  haya  respirado,  y qne  sin  emlargo  no  $o- 
! Irenaden  sus  pulmones.  La  sumersión  completa 
de  los  pulmones,  esto  es,  la  sumersión  délos 
1 pulmones  enteros  y de  cada  uno  de  sus  frag- 
mentos, no  se  ha  observado  en  fetos  que  habian 
1 vivido  algún  tiempo  después  de  nacer  sino  cuan- 
do no  habian  llegado  mas  que  al  término  de  siete 
' meses;  y por  el  contrario,  en  los  que  habian  pa- 
sado de  este  término , sin  llegar  empero  á su  en- 
tera madurez,  han  sobrenadado  á lo  menos  al- 
! gunos  fragmentos  pulmonaies.  Puede  explicarse, 
pues,  el  fenómeno  en  que  se  funda  esta  objeción, 
por  la  posibilidad  de  una  prolongación  cual- 
quiera de  la  vida  extra-uterina,  aunque  la  res- 
piración sea  muy  incompleta;  y si  se  tiene  pre- 
sente lo  que  se  ha  dicho  al  examinar  la  objeción 
que  precede,  se  convendrá  en  que  esta  posibili- 
dad es  tanto  mayor  cuanto  mas  distante  se  halle 
el  feto  de  la  época  de  su  madurez.  Bajo  este  su- 
i puesto,  siendo  en  algunos  casos,  aunque  raros, 
demasiado  débil  la  respiración  para  que  el  aire 
, penetre  en  las  vesículas  bronquiales,  no  llega 
. este  sino  á la  traquiarteria  y á sus  ramificacio- 
! nes  bronquiales  menos  delgadas.  Esta  respira- 
ción, que  en  algún  modo  puede  llamarse  tra- 
i queal,  podrá  mantener  mas  ó menos  tiempo  la 
vida  del  feto  que  acaba  de  nacer ; y aun  permi- 
| lira  la  emisión  de  algunos  sonidos;  pero  no  tar- 
dará en  ser  insuficiente,  y lo  será  tanto  mas- 
pronto  cuanto  mas  cerca  se  halle  el  feto  del  tér- 
mino de  su  madurez,  ó cuanto  mayor  sea  el  obs- 
táculo mecánico  que  impida  la  respiración.  Al- 
gunos han  admitido  también  como  causa  de  la 
sumersión  de  los  pulmones  en  un  niño  que  haya 
respirado,  el  excesivo  infarto  ú obstrucción  san- 
guínea de  este  órgano  por  efecto  de  la  sufoca- 
ción ; pero  además  de  que  no  existe  hecho  alguno 
que  venga  en  apoyo  de  esta  suposición,  seria 
fácil,  admitiendo  el  fenómeno,  desembarazar 
por  medio  de  la  expresión  los  fragmentos  pul- 
monales  de  la  sangre  que  les  impedia  mante- 
nerse á flor  del  agua. 

XIII.  Hemos  visto  cuáles  son  las  pruebas  que 
deben  hacerse  para  averiguar  si  un  niño  recien 
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nacido  que  se  encuentra  muerto,  ha  respirado  ó 
no  después  de  su  nacimiento.  Ahora  es  necesario 
examinar  si  había  muerto  antes  de  nacer,  ó si 
murió  en  el  mismo  acto  del  parto,  ó si  ha  muer- 
to después,  y si  en  cualquiera  de  estas  épocas  es 
efecto  su  muerte  de  alguna  causa  natural  ó de 
maniobras  criminales. 

XIV.  En  todas  las  épocas  de  la  preñez  puede 
perecer  el  feto  en  la  matriz,  y permanecer  des- 
pués en  ella  mas  allá  del  término  ordinario  de  la 
gestación,  desecarse  allí,  convertirse  en  materia 
adipocirosa  ó lapídea , etc.  Cuando  tales  fenóme- 
nos se  presentan,  no  puede  haber  suposición  de 
infanticidio;  pero  hay  casos  mas  comunes  en 
que  el  feto,  después  de  haber  perecido  en  el  úte- 
ro, experimenta  las  diversas  fases  de  la  descom- 
posición pútrida,  y entonces  pueden  efectiva- 
mente suscitarse  dudas  sobre  la  verdadera  causa 
de  la  muerte.  Para  resolverlas,  es  preciso  exa- 
minar con  cuidado  los  caractéres  que  indican 
haber  sucumbido  el  feto  en  el  útero.  Si  uu  feto 
que  á lo  menos  sea  de  cinco  meses  muere  en 
medio  de  las  aguas  del  amnios  y queda  eu  la 
matriz  muchos  dias  ó muchas  semanas,  su  cuer- 
po tiene  entonces  poca  consistencia;  las  carnes 
están  muy  flojas  y sin  elasticidad ; la  epidermis 
se  desprende  al  simple  contacto;  la  piel  presen- 
ta un  color  rojo  de  guinda  ó que  tira  á moreno, 
ora  en  toda  su  extensión,  ora  solo  en  algunas  de 
sus  partes;  hay  infiltración  serosa  sanguinolenta 
en  el  tejido  celular  subcutáneo  y especialmente 
debajo  del  cuero  cabelludo,  donde  suele  encon- 
trarse una  materia  semejante  por  su  color  y 
consistencia  á la  gelatina  de  grosella ; se  halla 
también  una  serosidad  sanguinolenta  en  las  tres 
cavidades  y principalmente  en  el  pericardio:  las 
arterias,  las  venas  y las  diversas  membranas  es- 
tán igualmente  rojas;  la  consistencia  de  las  vis- 
ceras se  halla  muy  disminuida;  los  huesos  del 
cráneo  están  movibles,  vacilantes  y despojados 
de  su  periostio , y las  suturas  del  mismo  se  en- 
cuentran muy  separadas;  de  suerte  que  la  cabe- 
za se  desfigura  y aplana  por  su  propio  peso ; y 
algunas  veces  está  reducido  el  cerebro  á un  es- 
tado de  colicuación;  el  tórax  está  muy  deprimi- 
do, y basta  un  ligero  exámen  de  los  órganos  de 
la  respiración  y circulación  para  convencerse  de 
que  el  feto  no  ha  respirado;  el  cordon  umbilical 
se  encuentra  casi  siempre  grueso,  blando,  infil- 
trado de  surcos  rojizos  ó lívidos,  y se  rasga  fácil- 
mente; y algunas  veces  se  ven  grietas  y que- 
brajas alrededor  del  ombligo.  Estas  alteraciones 
presentan  una  especie  de  descomposición  par- 
ticular, diferente  de  la  putrefacción  de  los  fetos 
expuestos  al  aire.  A estos  signos’puede  añadirse 
el  estado  de  las  parias  ó secundinas,  cuyo  reblan- 
decimiento ó descomposición  pútrida  suele  se- 
guirse muy  luego  después  de  la  muerte  del  feto. 

Tomo  iii. 


También  debe  hacerse,  si  es  posible,  el  exámen 
de  la  madre,  investigando,  no  solamente  las  cau- 
sas que  durante  la  preñez  han  podido  hacer  pe- 
recer el  feto,  sino  también  los  fenómenos  que 
habrán  anunciado  su  muerte.  A las  primeras, 
sin  contar  las  causas  desconocidas  que  dependen 
del  estado  mismo  del  feto,  pertenecen  las  enfer- 
medades graves  que  la  madre  hubiese  padecido, 
las  afecciones  morales  vivas  y violentas , los 
desarreglos  en  la  comida  y bebida,  los  excesi- 
vos trabajos  corporales,  las  caídas,  los  golpes 
recibidos  en  el  vientre,  etc.;  y los  otros  se  com- 
ponen de  un  conjunto  de  síntomas,  que  son 
principalmente  los  que  siguen:  cesación  de  todo 
movimiento  del  feto  en  ¡a  matriz  después  de  un 
movimiento  extraordinario;  entumecencia  y do- 
. lor  y luego  aflojamiento  súbito  de  los  pechos; 
sensación  de  pesadez  en  el  lado  sobre  que  se 
acuesta  y traqueo  incómodo  sobre  la  vejiga  ó el 
recto;  palidez  del  semhlante,  hundimiento  de 
los  ojos , círculo  lívido,  negruzco  ó aplomado  en 
torno  de  los  párpados;  mal  sabor  en  la  boca, 
bostezos  frecuentes , inapetencia , náuseas,  vó- 
mitos, síncopes,  cansancio,  depresión  del  vien- 
tre, retracción  del  ombligo,  fiebre  lenta,  fetidez 
del  aliento,  humor  melancólico  y evacuación 
de  materias  negruzcas  y pútridas  por  la  vulva, 
Y.  Aborto. 

XV.  Hay  diversas  causas  que  pueden  ocasio- 
nar la  muerte  del  feto  durante  su  nacimiento,  y 
es  muy  importante  no  perderlas  de  vista  para 
no  incurrir  en  errores  funestos.  l.°  La  larga  du- 
ración del  parto,  sea  por  efecto  de  la  demasiada 
estrechez  de  la  pélvis,  de  la  rigidez  del  orificio 
del  útero  ó de  las  fibras  de  la  vulva,  sea  por  la 
posición  del  feto  ó por  su  desproporcionado  vo- 
lúrnen,  ó en  fin,  por  la  poca  energía  de  los  do- 
lores, puede  producir  violentas  y largas  con- 
tracciones uterinas  que  empujando  la  cabeza 
contra  los  huesos  de  la  pélvis,  comprimiendo  el 
cordon  umbilical  y la  placenta,  y determinando 
la  apoplegía,  ó haciendo  contusiones,  fracturas 
ú otros  extragos  en  la  cabeza,  en  el  tronco  ó en 
los  miembros,  lleguen  á ser  causa  de  la  muerte 
del  feto,  cuyas  lesiones  podrán  entonces  con- 
fundirse fácilmente  por  un  facultativo  poco 
atento  con  los  efeetos  de  violencias  criminales. 
2.°  El  feto  puede  también  perecer  naturalmente 
por  efecto  de  una  estrangulación  'producida  por 
el  cordon  umbilical  que  se  le  haya  rodeado  al 
cuello.  3."  Cuéntase  igualmente  entre  las  causas 
naturales  de  la  muerte  del  feto  durante  su  na- 
cimiento la  hemorragia  umbilical  producida  por 
gl  dgspi'GEidíiflieato  total  ó parcial  de  la  placen- 
ta , ó por  la  rotura  de  Ja  matriz  ó del  cordon  um- 
bilical. En  estos  casos  presenta  el  feto  todas  las 
señales  de  la  anemia.  4.°  La  compresión  del  cor- 
don  umbilical  á resultas  de  su  salida  prematura 
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y de  su  apretamiento  por  la  boca  de  la  matriz  o 
por  la  cabeza  del  niño  contra  los  huesos  de  la 
pélvjs,  ha  producido  muchas  veces  en  este  la 
apoplegia;  en  cuyo  caso  presenta  el  Diño  todos 
los  signos  de  una  congestión  cerebral  mortal , y 
ninguno  de  los  que  caracterizan  la  respiración. 
5.°  La  debilidad  del  feto  puede  asimismo  acar- 
rear su  muerte;  pero  como  esta  debilidad  ha  de 
ser  siempre  resultado  de  la  falta  de  madurez  del 
feto  ó de  su  estado  de  enfermedad,  deberá  exa- 
minarse en  sus  relaciones  con  las  demás  cir- 
cunstancias. porque  es  imposible  graduarla  de 
manera  que  se  pueda  juzgar  si  ella  sola  ha  de- 
terminado la  muerte,  á no  ser  tal  la  falta  de 
madurez  que  no  pueda  reputarse  el  niño  por 
viable  ó vividero.  6.°  La  obstrucción  6 infarto  dé- 
las cías  aéreas  por  espesas  mucosidades  ó por  el 
agua  del  amnios,  es  no  pocas  veces  causa  de  la 
muerte  del  niño,  comoque  le  impide  la  respi- 
ración; y así  es  necesario  distinguir  esla  obs- 
trucción natural  de  la  que  resulta  (le  la  intro- 
ducción de  líquidos  extraños.  Para  ello  se  es- 
tablecen las  reglas  siguientes:  1.",  cuando  el 
líquido  contenido  en  la  traquiarteria  es  claro  y 
limpio  y no  forma  burbujas  de  aire  ó no  se  con- 
vierte en  espuma,  puede  sentarse  con  certeza 
que  el  niño  no  ha  respirado;  2.a,  si  por  el  con- 
trario el  líquido  consiste  en  una  espuma,  se  i 
puede  inferir  que  el  niño  ha  respirado  ó que  se 
le  ha  insuflado  aire;  y 3.",  cuando  este  líquido 
contiene  mucho  moco  ó meconio  ó es  muy  espe- 
so ó tenaz,  el  feto  entonces,  aunque  haya  naci- 
do vivo  y haya  respirado,  habrá  podido  sucum- 
bir por  la  sola  razón  de  no  haber  sido  la  respi- 
raciou  bastante  perfecta.  Mas  es  de  advertir  que 
la  existencia  de  burbujas  de  aire  en  el  líquido 
puede  ser  efecto  del  desarrollo  de  sustancias  ga- 
seosas, producidas  por  nn  estado  de  enfermedad 
ó por  uu  principio  de  fermentación  pútrida,  de 
modo  que  no  se  podrá  calificar  este  estado  espu- 
moso del  líquido  sino  en  sus  relaciones  con  las  de- 
más circunstancias.  7.°  Puede  ser,  por  fin,  una 
de  las  causas  naturales  de  la  muerte  del  feto  la 
necesidad  que  haya  habido  de  terminar  el  trabajo 
del  parto,  por  razón  del  peligro  en  que  se  halla- 
se la  madre;  pero  no  es  fácil  que  esta  causa 
pueda  comprometer  á una  mujer  sobre  quien 
recaigan  sospechas  de  infanticidio,  á no  ser  que 
se  quiera  envolver  en  la  acusación  al  comadrón 
ó á la  partera. 

5VI.  Debiendo  ahora  recorrer  las  causas  que 
producen  la  muerte  violenta  de  los  recien  naci- 
dos, distinguiremos  el  infanticidio  por  omisión 
del  infanticidio  por  comisión.  Entre  las  causas 
del  uno  y del  otro  hay  muchas  que  en  ciertos 
casos  pueden  ser  involuntarias  y en  otros  son  el 
resultado  de  una  intención  criminal.  Esta  dife- 
rencia puede  reconocerse  unas  veces  con  el  au- 


¡ xilio  de  los  facultativos,  y otras  no  puede  acre- 
ditarse sino  con  pruebas  morales. 

XVII  Causas  del  infanticidio  por  ovu.uon.~~  El 
niño  recien  nacido  exige  ciertos  cuidados  que 
son  necesarios  para  ia  conservación  de  su  exis- 
tencia: y la  omisión  de  estos  cuidados  produce 
las  causas  de  su  muerte,  las  cuales  podrán  im- 
putarse ó no  á la  madre,  según  que  sean  ó no 
sean  efecto  de  su  voluntad.  Estas  causas  se  re- 
ducen á las  siguientes:  1.*,  acción  dañosa  de  la 
temperatura;  2.a,  inanición;  3.a,  hemorragia  um- 
bilical por  no  haberse  ligado  el  cordon;  4.a,  asfi- 
xia 6 privación  de  aire  respirable. — Acción  de 
la  temperatura.  Una  temperatura  demasiado  fria 
6 demasiado  caliente  puede  causar  la  muerte  de 
un  recien  nacido;  pero  es  difícil  fijar  el  grado  á 
que  debe  llegar  para  producir  tal  efecto,  pues 
todo  pende  aquí,  no  solo  de  la  constitución  indi- 
vidual del  niño,  sino  también  de  la  mayor  ó me- 
nor duración  de  su  permanencia  en  el  paraje 
demasiado  caliente  6 demasiado  frió.  Una  tem- 
peratura caliente  de  32  grados  de  Reaumur  que 
obrase  uniformemente  sobre  todo  el  cuerpo  no 
seria  tan  eficaz  para  hacer  morir  al  niño  como 
el  mismo  grado  de  calor  causado  por  los  rayos 
del  sol  que  le  diese  en  la  cabeza.  La  influencia 
del  frió  sobre  los  recien  nacidos  es  todavía  mas 
mortífera  que  la  del  calor,  sin  que  sea  necesa- 
rio que  llegue  al  grado  de  hielo;  un  reden  na- 
cido que  estando  desnudo  ó mal  cubierto  que- 
dase expuesto  por  una  noche  á un  frió  de  cinco 
g’rados  sobre  cero,  perecería  infaliblemente. — 
Privación  de  alimento  ó muerte  por  inanición.  Este 
g'énero  de  muerte  concurre  casi  siempre  cou  el 
precedente  al  infanticidio  por  omisión.  No  es  fá- 
cil decir  cuánto  tiempo  puede  pasar  sin  alimen- 
to un  recien  nacido;  pero  es  de  suponer  que  la 
muerte  por  inanición  será  mas  pronta  si  se  re- 
tinen otras  causas  excitantes  ó debilitantes  que 
contrihuyan  á ella.  Así  que , si  se  encuentra  en 
un  lugar  solitario  un  niño  muerto  , expuesto  á 
la  acción  de  la  temperatura  atmosférica,  con 
señales  de  haber  respirado  después  del  naci- 
miento , sin  vestigio  alguno  de  violencia  exte- 
rior ni  de  enfermedad , con  los  intestinos  y el 
estómago  vacíos , podrá  concluirse  que  ha  falle- 
cido por  la  influencia  de  la  temperatura  y de  la 
inanición  ; y aun  esta  última  especie  de  muerte 
se  confirmará  mas  y mas  por  el  estado  de  seque- 
dad , contracción  y flogosis  ó inflamación  del 
tubo  digestivo, — Hemorragia  umbilical.  La  liga- 
dura del  cordon  umbilical  es  una  práctica  que 
viene  desde  la  antigüedad  mas  remota,  y se  cre- 
yó siempre  que  su  omisión  daba  lugar  á una 
hemorragia  necesaria  y absolutamente  mortal, 
hasta  que  desde  fines  del  siglo  XVII  se  empezó 
combatir  esta  opinión  por  algunos  médicos 
que  se  han  esforzado  en  demostrar  que  la  omi- 
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sion  de  dicha  ligadura  no  es  capaz  de  causar  la 
muerte  del  recien  nacido;  los  partidarios  de  am- 
bas opiniones  alegan  en  su  favor  hechos  y teo- 
rías; pero  unos  y otros  se  equivocan  igualmente 
cuando  sientan  de  un  modo  absoluto  sus  con- 
trarias aserciones,  pues  que  se  ha  visto  que  en 
ciertas  circunstancias  la  falta  de  ligadura  no 
acarrea  hemorragia  umbilical  , y que  en  otras 
la  produce  hasta  el  extremo  de  ocasionar  la 
muerte;  de  lo  cual  se  sigue  que  esta  ligadura 
debe  practicarse  siempre,  y que  las  consecuen- 
cias de  su  omisión  no  pueden  apreciarse  sino 
individualmente.  La  hemorragia  nmbilical  es 
tanto  mas  fácil,  funesta  y probable,  cuanto  mas 
cerca  del  abdómen  del  niño  se  haya  hecho  la 
separación  del  cordon , especialmente  si  esta  se- 
paración se  ha  hecho  mas  bien  cortando  el  cor- 
don  con  un  instrumento  que  rasgándole  6 rom- 
piéndole. La  vacuidad  general  de  los  vasos  san- 
guíneos en  el  feto,  la  lividez  de  color  de  cera  de 
la  superficie  del  cuerpo,  la  palidez  de  las  visce- 
ras y de  los  músculos,  la  falta  de  sangre  en  los 
grandes  vasos  venenosos  y en  las  aurículas  del 
corazón,  particularmente  en  la  derecha,  prue- 
ban la  hemorragia  umbilical,  en  el  caso  de  que 
no  se  descubra  otra  causa  de  hemorragia,  de 
que’ el  feto  se  halle  perfectamente  conformado, 
deque  el  cordon  no  esté  marchito,  de  que  la 
placenta  se  mantenga  entera , y de  que  se  pueda 
establecer  que  ha  habido  vida  áespues  del  na- 
cimiento. Cuando  de  todas  estas  circunstancias 
resulta  la  hemorragia  mortal  por  el  cordon  um- 
bilical , no  por  eso  se  ha  de  afirmar  que  ha  sido 
provocada  de  propósito  ó que  se  ha  verificado 
por  negligencia ; pues  que  ha  podido  tener  lu- 
gar por  circunstancias  independientes  de  la  vo- 
luntad de  la  madre;  es  á saber,  por  implanta- 
ción de  la  placenta  sobre  el  cuello  del  útero,  por 
expulsión  rápida  y simultánea  de  la  placenta  y 
del  feto,  y por  rotura  del  cordon  en  virtud  de 
movimientos  convulsivos  del  niño  ó de  la  madre 
que  haya  caído  en  síncope. — Asfixia  ó privación 
de  aire  respirarle  y de  diferentes  auxilios  de  que 
puede  necesitar  el  reden  nacido.  El  niño  que  aca- 
ba de  nacer  queda  tal  vez  en  una  posición  que 
le  impide  la  libre  respiración  ó que  le  sujeta  á 
recibir  en  la  boca  y las  narices  las  materias  que 
expele  su  madre  por  el  útero,  la  vejiga  y el  ano, 
6 bien  tiene  la  lengua  pegada  al  paladar  ó la 
boca  llena  de  mucosidades,  ó nace  en  estado  de 
asfixia;  y en  tales  casos  necesita  de  cuidados, 
precauciones  y socorros  particulares,  cuya  omi- 
sión le  acarrea  indefectiblemente  la  muerte;  mas 
su  ejecución  pide  sangre  fria  y conocimientos 
prácticos  que  no  es  fácil  encontrar  en  mujeres 
que  paren  en  secreto  sin  auxilio  ajeno,  especial- 
mente si  son  primerizas  y se  hallan  inopinada- 
mente sobrecogidas  del  parto. — Bel  exámen  de 


todas  estas  causas  de  infanticidio  por  omisión,  y 
de  las  numerosas  excepciones  que  admiten,  se 
puede  concluir  que,  prescindiendo  de  uno  ú 
otro  caso  en  que  la  madre  quiera  ó pueda  dar 
noticias  precisas  sobre  las  circunstancias  del 
parto  y en  que  concurran  además  otros  indicios 
agravantes  que  confirmen  sus  declaraciones, 
será  casi  imposible  afirmar  que  el  infanticidio 
por  omisión  ha  sido  obra  ó resultado  del  crimen . 

XVIII.  Causas  del  infanticidio  par  comisión. — 
El  exámen  de  las  causas  del  infanticidio  por 
comisión  exige  la  misma  prudencia  y reserva 
que  el  de  las  causas  del  infanticidio  por  omisión, 
porque  entre  las  violencias  exteriores  que  una 
mano  criminal  puede  ejecutar  sobre  el  feto,  hay 
muchas  que  pueden  también  provenir  de  acci- 
dentes en  que  no  haya  tenido  parte,  la  voluntad 
de  persona  alguna.  Las  violencias  que  se  han 
imaginado  para  dar  muerte  á los  recien  nacidos 
son  las  contusiones,  las  fracturas,  las  luxacio- 
nes, las  lesiones  hechas  con  instrumentos  cor- 
tantes ó agudos,  la  asfixia  por  sumersión,  por 
inspiración  de  gases  deletéreos,  por  sufocación 
y por  extrangulacion,  la  destroncacion,  el  enve- 
nenamiento , y en  fin,  la  combustión  y la  torre- 
facción.— Co)itusiones.  Las  contusiones  pueden 
resultar,  no  solamente  de  golpes  dados  por  una 
mano  bárbara  en  el  cuerpo  del  niño,  sino  tam- 
bién de  una  fuerza.interna  comprimente  puesta 
en  acción  por  causa  involuntaria,  y así  estas 
como  aquellas  producen  en  lo  exterior  efectos 
muy  semejantes.  Estos  efectos  son  las  equimosis, 
cuya  extensión  y profundidad  suelen  estar  en 
razón  de  la  superficie  del  cuerpo  contundente  y 
de  la  fuerza  con  que  haya  obrado;  siendo  nece- 
sario y fácil  distinguirlas  de  la  lividez  cadavéri- 
ca, la  cual  no  pasa  de  la  red  vascular  de  la  piel 
al  paso  que  las  equimosis  presentan  en  los  teji- 
dos subcutáneos  un  derramamiento  sanguíneo, 
mas  ó menos  profundo.  Las  contusiones  y equi- 
mosis, que  deben  examinarse  con  mas  cuidado, 
son  las  que  se  observaren  en  la  cabeza  y en  el 
cueilo,  no  solamente  porque  de  ordinario  son  las 
mas  peligrosas  y frecuentes  en  los  casos  de  in- 
fanticidio, sino  también  porque  si  muchas  veces 
proceden  de  maniobras  criminales,  pueden  asi- 
mismo traer  su  origen  de  circunstancias  parti- 
culares del  parto,  esto  es,  de  la  compresión  que 
el  feto  hubiese  experimentado  al  pasar  por  el 
orificio  uterino  ó por  habérsele  rodeado  al  cuello 
el  cordon  umbilical,  como  ya  se  ha  indicado 
mas  arriba  en  lo  exposición  de  las  causas  natu- 
rales de  la  muerte  del  feto  al  tiempo  de  su  naci- 
miento; y así  para  distinguir  sus  diferentes  cau- 
sas, se  habrá  de  atender  á su  forma  y al  estado 
de  la  piel,  pues  si  las  equimosis  son  irregu- 
lares y no  circulares  ni  uniformes  sobre  todos 
los  puntos,  y la  piel  presenta  escoriaciones  y 
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tal  vez  señales  (le  violencias  hechas  con  los  de- 
dos, es  claro  que  la  sospecha  de  criminalidad 
adquirirá  nuevos  grados  de  fuerza.  Notarme  al- 
guna vez  en  el  cuerpo  del  feto  ciertos  tumores 
que  deben  atribuirse  á violencias  hechas  en  él 
después  de  su  expulsión,  pero  que  en  algunos 
casos  son  efecto  de  la  compresión  que  ha  sufrido 
durante  el  trabajo  del  parto.  Los  primeros  pue- 
den hallarse  en  todas  y cualesquiera  partes  del 
cuerpo,  y son  mas  irregulares,  mas  profun- 
dos, mas  rojos  ó negruzcos  que  los  otros,  por- 
que contienen  sangre  derramada:  mas  los  se- 
gundos, por  el  contrario,  no  tienen  su  asiento 
sino  en  ciertos  puntos  de  la  cabeza,  esto  es,  en  la 
coronilla,  en  el  hueso  occipital  ó en  los  parieta- 
les; son  por  lo  común  superficiales ; no  contie- 
nen sino  una  infiltración  serosa  en  el  tejido  ce- 
lular; y no  van  acompañados,  como  suelen  ir  los 
primeros,  de  estragos  profundos  á que  pueda 
atribuirse  la  muerte.  Sin  embargo,  si  el  niño  ha 
perecido  en  el  trabajo  del  parto  á resulta  de  las 
contracciones  prolongadas  de  la  matriz  que  haya 
empujado  la  cabeza  contra  la  pélvis  ó comprimi- 
do el  cordon  umbilical  ó la  placéala  y ocasiona- 
do así  la  apoplegía,  puede  suceder  muy  bien 
que  los  tumores  de  que  acabamos  de  hablar  pre- 
senten-todos  los  caractéres  de  los  tumores  cau- 
sados por  violencia  exterior  independiente  del 
acto  del  parto,  y que  vayan  acompañados,  no 
solo  de  lividez,  derramamiento  sanguíneo  y 
desarrollo  del  tejido  celular,  etc.,  sino  también 
de  hundimiento  y fractura  de  los  huesos  del 
crhneo.— Fracturas  y luxaciones.  Las  fracturas  y 
luxaciones,  especialmente  las  primeras,  son  mu- 
chas veces  efecto  de  maniobras  crimínales;  pero 
también  pueden  ser  producidas  por  solo  el  tra- 
bajo del  parto  y por  las  tentativas  hechas  para 
acelerarlo,  ó bien  por  un  parto  precipitado  se- 
guido de  la  calda  del  feto  sobre  un  cuerpo  duro. 
Las  fracturas  y luxaciones  en  otros  puntos  que 
la  cabeza  ó el  cuello  rara  vez  son  obra  del  cri- 
men; y cuando  lo  son  se  encuentran  otras  seña- 
les de  sevicia  que  pueden  dar  luz  sobre  la  ver- 
dadera causa  de  la  muerte;  de  manera  que  no 
existiendo  estas  señales,  es  de  presumir  que  las 
lesiones  huesosas  no  provienen  sino  de  las  ten- 
tativas hechas  con  poca  habilidad  para  promover 
la  salida  del  feto.  Hay  muchos  ejemplos  de  in- 
fanticidio ejecutado  por  luxación  de  las  vérte- 
bras cervicales;  y este  género  de  muerte,  que  es 
mas  fácil  en  los  niños  que  en  los  adultos,  se  re- 
conoce por  el  exárnen  anatómico  de  las  vérte- 
bras dei  cuello  y sus  ligamentos,  por  la  disloca- 
ción de  las  apófisis  articulares,  por  la  inclina- 
ción de  la  cabeza  del  lado  opuesto  ála  luxación, 
por  la  palidez  del  semblante,  por  la  falta  de 
signos  de  congestión  cerebral , y por  las  impre- 
siones de  los  dedos  en  el  cuello:  de  suerte  que  si 


i por  otra  parte  resulta  que  el  niño  lia  respirado 
completamente  después  de  nacido,  que  no  ha 
sido  extraído  artificialmente  por  la  dificultad  del 
parto  y que  no  ha  caido  en  tierra  al  tiempo  de 
su  expulsión,  será  difícil  poder  dejar  de  atribuir 
su  muerte  á violencias  criminales.  Las  lesiones 
que  mas  comunmente  se  encuentran  en  los  ca- 
sos de  infanticidio -son  las  fracturas  del  cráneo; 
y es  por  do  tanto  muy  importante  averiguar  cuá- 
les hayan  podido  ser  las  cansas  que  las  han  pro- 
ducido. Todos  los  médicos  convienen  en  que 
cuando  es  ancha  la  pélvis  de  la  mujer,  pequeña 
la  cabeza  del  niño,  y fuertes  los  dolores  del  par- 
to, puede  entonces  efectuarse  con  tanta  rapidez 
la  expulsión  del  feto  que  la  madre  se  halle  sor- 
prendida y no  tenga  tiempo  de  tomar  precaución 
alguna  para  evitar  la  caida  de  su  hijo;  pero  no 
están  de  acuerdo  sobre  las  consecuencias  que 
pueden  resultar  de  semejante  posibilidad.  Algu- 
nos médicos  distinguidos  han  establecido  como 
principio,  que  la  salida  precipitada  del  feto  ysu 
caida  sobre  un  cuerpo  duro  pueden  acarrearle 
lesiones  graves  en  la  cabeza,  fracturas  en  el  crá- 
neo, conmociones  mortales  y derrames  sanguí- 
neos en  el  cerebro ; pero  otros  no  menos  célebres 
han  presentado  hechos  que  contradicen  estas 
consecuencias  ó que  á lo  menos  debilitan  en 
gran  manera  las  aserciones  de  sus  adversarios. 
Comparando  las  experiencias  y observaciones  ale- 
gadas por  unos  y por  otros , que  seria  largo  re- 
ferir, concluye  el  doctor  Mac:  l.°,  que  no  es  im- 
posible que  la  expulsión  imprevista  y precipita- 
da del  feto  y su  caida  sobre  un  cuerpo  duro  le 
produzcan  fracturas  y otras  lesiones  graves  en 
ia  cabeza;  2.°,  que  este  efecto  es  generalmente 
muy  raro,  y que  casi  es  imposible  cuando  el  feto 
no  cae  sino  de  una  altura  igual  á la  distancia 
ordinaria  que  media  entre  la  vulva  de  la  mujer 
y el  suelo;  3.",  que  á no  ser  que  el  niño  caiga  de 
una  altura  considerable,  es  poco  probable  que 
la  caida  le  cause  instantáneamente  la  muerte; 

4. ",  que  estando  regularmente  constituido  el 
niño,  es  imposible  que  esta  muerte  le  sobreven- 
ga en  las  primeras  horas  de  su  nacimiento  por 
solo  la  razón  de  su  caida  en  el  suelo  desde  la 
vulva  de  la  madre,  aunque  esta  se  halle  en  pié; 

5. ",  que  es  necesario  un  grado  de  violencia  mu- 
cho mayor  para  fracturar  el  cráneo  de  un  niño 
vivo  que  para  fracturar  el  de  un  niño  muerto. — 
Lesiones  causadas  por  instrumentos  cortantes.  Muy 
difícil  seria  por  cierto  atribuir  á un  accidente  las 
heridas  hechas  á un  recien  nacido  con  un  ins- 
trumento cortante;, si  estas  son  tan  graves  que 
han  podido  acarrear  la  muerte  ó contribuir  á 
ocasionarla  y el  niño  estaba  vivo  cuando  las  re- 
cibió , no  podrá  dudarse  de  la  intención  crimi- 
nal de  la  persona  que  las  hizo.  La  decapitación  y 
las  desmembraciones  no  suelen  hacerse  sino  para 
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mejor  sustraer  el  cuerpo  del  delito  á las  pesqui-  l blar  el  médico  su  atención  y reserva,  pues  que 
sas  de  la  j usticia : en  cuyo  caso  debe  comprobar-  podrá,  suceder  que  el  niño  haya  perecido  por  otra 
se  si  las  diferentes  partes  encontradas  en  diver-  causa  y no  haya  sido  puesto  sino  después  de  su 
sos  lugares  pertenecen  al  mismo  cadáver,  y tam-  muerte  en  el  paraje  en  que  se  le  ha  descubier- 
bien  se  ha  de  procurar  descubrir  la  causa  de  la  to. — Asfixia  por  sumersión.  En  el  artículo  Ahoga- 
muerte  que  haya  precedido  á las  mutilaciones.  do  se  dan  los  pormenores  necesarios  sobre  este 
Consta  por  la  experiencia  que  cuando  la  des-  género  de  muerte;  y aquí  nos  limitaremos  á 
membracion  se  ha  ejecutado  en  un  niño  vivo,  decir  que  si  el  niño  presenta  todos  los  signos  que 
hay  contracción  de  carnes:  mas  es  necesario  te-  prueban  haber  respirado  después  de  sunacimien- 
ner  presente  que  este  fenómeno  pertenece  á la  to,  si  se  le  encuentran  los  pulmones  obstruidos 
vida  orgánica,  y que  en  su  consecuencia , si  no  por  un  líquido  que  tiene  las  mismas  propiedades 
puede  probar  que  la  mutilación  se  ha  hecho  en  físicas  y químicas  que  aquel  en  que  se  hallaba 
un  individuo  que  gozaba  de  la  vida  extra-uteri-  el  cadáver,  y si  por  fin,  no  se  descubre  en  él 
na,  demuestra  cuando  menos  que  se  ha  practi-  ninguna  otra  causa  de  muerte,  podrá  sentarse 
cado  muy  poco  después  de  la  muerte.—  Lesiones  entonces  que  esta  se  ha  verificado  por  sutaer- 
causadas  con  instrumentos  agudos.  Lo  que  se  aca-  sion.  Si  entre  estas  circunstancias  falta  la  de  la 
ba  de  decir  en  general  sobre  las  lesiones  hechas  obstrucción  causada  por  el  líquido,  la  muerte  por 

sumersión  no  será  positiva  sino  solo  probable.  Es 
necesario  sobre  todo  examinar  la  naturaleza  del 
líquido  contenido  en  el  estómago;  porque  si  bien 
está  probado  que  la  muerte  por  sumersión  puede 
tener  lugar  sin  que  el  sumergido  trague  cantidad 
alguna  del  líquido  en  que  ha  perecido,  es  igual- 
mente cierto  que  la  existencia  de  este  liquido  en 
el  estómago  es  una  de  las  circunstancias  mas  ordi- 
da  y larga  en  el  cerebro  por  las  narices,  oidos,  narias  en  los  ahogados,  y que  indica  que  la  su- 
sienes,  fontanelas  ó suturas,  ó en  la  médula  es-  mersion  se  ha  ejecutado  en  vida  y no  después  de  la 
piñal  por  entre  las  vértebras  cervicales,  ó en  el  muerte  del  niño. — Asfixia  por  gases  deletéreos. 

corazón  por  la  región  torácica  izquierda,  ó en  Esta  asfixia  se  dará  á conocer  por  la  naturaleza 

las  visceras  abdominales  por  el  recto  y la  pélvis.  del  aire  ó del  Adido  aeriforme  en  medio  del  cual 

Por  muy  sutil  que  sea  la  aguja  que  se  hubiese  haya  sido  encontrado  el  niño,  como  también  por  el 

clavado  de  fuera  á dentro  hasta  un  órgano  esen-  conjunto  délos  fenómenos  que  indican  la  acción 

cial  á la  vida,  habrá  siempre  en  el  punto  exte-  mortífera  de  estos  gases.  Entre  estas  asfixias,  la 

rior  de  su  inserción  una  equimosis  que  el  facul-  menos  rara  en  casos  de  infanticidio,  es  la  que 

tativo  deberá  seguir  con  el  escalpelo  y la  sonda  se  causa  por  los  gases  de  las  letrinas  ó pozos  de 

por  entre  los  tejidos,  porque  ella  indicará  la  di-  inmundicia;  pero  como  el  niño  puede  haber  sido 

reccion  dada  al  instrumento  vulnerante.  Las  arrojado  en  uno  de  estos  pozos,  así  por  efecto  de 
investigaciones  exteriores  é interiores  de  la  acu-  su  expulsión  imprevista  y precipitada,  como  por 
puntura  están  indicadas  principalmente  cuando  el  de  una  maniobra  criminal,  será  preciso  poner 
no  se  descubre  en  lo  exterior  ninguna  otra  causa  el  mayor  cuidado  en  las  investigaciones  que  se 
de  la  muerte,  y entonces  deben  dirigirse  partí-  emprendan  y en  las  inducciones  que  se  quieran 
cularmente  sobre  los  lugares  mas  ocultos,  rasu-  sacar  de  ellas. — Asfixia  por  sufocación.  El  infan- 
rando  en  caso  necesario  la  parte  de  piel  cubierta  ticidio  por  sufocación  es  á veces  fácil  de  probar, 
de  pelo  para  reconocer  mejor  su  estado.  Si  ha-  cuando  se  pueden  descubrir  los  medios  con  que 
biéndose  escapado  á todo  escrudiñamiento  exte-  se  ha  privado  al  feto  de  aire  respirable,  y estos 
rior  la  acupuntura,  se  descubriere  luego  por  las  medios  no  pueden  imputarse  por  su  naturaleza 
huellas  ó señales  que  hubiere  dejado  en  lo  inte-  |.  sino  á una  intención  criminal.  Mas  cuando,  por 
rior,  como  podrá  suceder  en  caso  de  haber  me- 
tido la  aguja  por  el  ano,  la  vagina  ó el  oido,  será 
necesario  entonces  seguir  su  dirección  de  dentro 
á fuera. — Asfixia.  Reconociéndose  que  un  niño 
ha  perecido  por  sufocación , y encontrándosele 
en  las  cavidades  bucales  y nasales  paja,  heno  ú que  no  se  haya  puesto  al  niño  donde  estaba  sino 
otro  cuerpo  extraño,  no  debe  dudarse  que  esta  después  de  su  muerte.— Asfixia  por  extmngula- 
violencia  ha  sido  la  causa  de  la  muerte ; pero  si  cion.  Puede  verse  sobre  este  punto  lo  que  se  ha 
está  encerrado  en  un  cofre  ú en  otro  lugar  es-  dicho  mas  arriba,  en  el  principio  de  este  mismo 
trecho  donde  ha  debido  ahogarse  sin  necesidad  número,  sobre  las  contusiones,  y en  la  palabra 
de  taparle  la  boca  y las  narices,  habrá  de  redo-  Ahorcado. — Destroncamiento.  Los  médicos  que 


el  contrario,  se  encuentra  al  niño  envuelto  en 
algunas  ropas  dentro  de  un  pozo  ó letrina,  ó 
metido  en  tierra,  ó encerrado  en  una  caja,  etc., 
puede  ser  que  el  infanticidio  no  se  haya  cometi- 
do sino  por  omisión,  sin  intención  criminal,  ó 


con  instrumentos  cortantes,  puede  aplicarse  tam- 
bién á las  lesiones  hechas  con  instrumentos 
punzantes  ó agudos.  Entre  estas  últimas  merece 
especial  mención  la  acupuntura,  porque  la  heri- 
da que  hace  exteriormente  es  tan  pequeña  y á 
veces  tan  disimulada  que  puede  escaparse  fácil- 
mente á la  vista.  La  acupuntura  consiste  en  la 
introducción  de  una  aguja  mas  ó menos  delga- 
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han  escrito  sobre  el  infanticidio,  cuentan  espe-  I 

cialmente  el  destroncamiento  entre  los  modos  de 
cometer  este  delito;  pero  debe  tenerse  presente 
que  esta  mutilación  puede  ser  también  resultado 
involuntario  de  la  poca  destreza  de  una  mano 
que  haya  auxiliado  á la  mujer  en  el  parto.  La 
posibilidad  de  la  destrón cacion  por  el  arranca- 
miento de  la  cabeza,  resulta  entre  otros,  de  un 
ejemplo  consignado  por  Buttner,  en  que  una 
madre  furiosa,  queriendo  torcer  el  cuello  á su 
iiijo,  le  separó  la  cabeza  del  tronco  al  entregarse 
¿i  este  acto  de  violencia.  — Envenenamiento.  Muy 
raro  debe  de  ser  el  infanticidio  por  este  medio, 
pues  la  madre  que  sea  bastante  desnaturalizada 
para  combinar  fríamente  la  ejecución  de  este  . 
crimen,  no  elegirá  el  veneno,  cuyo  efecto  no  es 
bastante  pronto  para  que  los  gritos  del  recien 
nacido  no  descubran  su  secreto;  pero  si  ocurrie-  ' 
se  un  caso  semejante,  se  habrían  de  hacer  las 
investigaciones  que  se  indican  en  la  palabra  Ve- 
neno.— Combustión.  La  combustión  del  cuerpo 
del  recien  nacido  no  admite  medio  alguno  facul- 
tativo de  averiguar  el  crimen  de  infanticidio.  Es 
verdad  que  por  el  exómen  de  algunas  partes 
huesosas  que  se  hayan  salvado  del  fuego',  podrá 
juzgarse  si  el  niño  ha  sido  quemado,  pero  á esto 
se  reduce  todo.  La  torrefacción,  que  puede  mi- 
rarse como  un  grado  inferior,  permite  tal  vez  al- 
gunas investigaciones.  Si  los  tegumentos,  por 
ejemplo,  presentan  flictenas,  deberá  sentarse 
que  el  niño  estaba  vivo  cuando  se  le  expuso  á la 
acción  del  fuego.  Otras  veces  será  posible  some- 
ter los  pulmones  á las  pruebás  necesarias  para 
averiguar  si  hubo  respiración.  Mas  todo  depende 
aquí  del  mayor  ó menor  estrago  que  el  fuego 
hubiese  ocasionado. 

Examen  de  las  circunstancias  relativas  al  estado 
de  la  madre  que  hacen  'probable  ó improbable  la 
realidad  del  infanticidio. 

XIX.  Circunstancias  físicas. — La  instrucción 
judicial  en  materia  de  infanticidio,  no  se  Umita, 
como  ya  se  ha  dicho  al  principio  de  este  artícu- 
lo, á las  investigaciones  relativas  al  estado  ca- 
davérico del  feto  que  se  cree  haber  sido  victima 
de  maniobras  criminales,  sino  que  se  extiende  á 
indagar  al  mismo  tiempo  todo  lo  que  puede  con- 
tribuir al  descubrimiento  del  autor  del  crimen; 
y este  descubrimiento  no  podrá  lograrse  si  no  se 
llega  á saber  quién  es  la  madre  del  niño,  porque 
ella  sola  puede  dar  razón  de  lo  que  ha  ocurrido 
antes  del  parto,  en  el  parto  y después  del  parto, 
y ella  sola  es  responsable  ante  la  lev  cuando  ha 
parido  sin  testigos. 

Mas  para  entablar  y seguir  contra  una  mujer 
un  procedimiento  de  esta  especie , es  necesario 
probar.  1.  , que  lia  parido  recientemente;  2.°,  que 


la  época  del  parto  cuadra  con  el  estado  del  ca- 
dáver del  niño ; 3.",  que  el  nhlo  que  forma  el 
cuerpo  del  delito  pertenece  á la  madre  á quien 
se  acusa..  En  cuanto  ai  primer  punto,  debe  ha- 
cerse un  examen  exacto  y una  calificación  rigu- 
rosa de  las  señales  que  se  indicarán  en  la  pala- 
bra Parto.  En  cuanto  al  segundo,  es  preciso  ante 
todo  averiguar  la  época  del  parto,  examinar  el 
estado  en  que  se  conserva  el  cuerpo  del  niño,  y 
ver  por  la  comparación  de  estos  datos  si  el  uno 
conviene  ó se  ajusta  con  el  otro,  debiendo  aquí 
suplir  la  instrucción  científica  del  facultativo  la 
falta  de  reglas  fijas,  que  es  muy  difícil  estable- 
cer sobre  esta  materia.  Así  que,  si  el  cadáver  de 
un  recien  nacido  presenta  señales  manifiestas  de 
putrefacción,  aunque  haga  pocos  dias  que  se  ba 
verificado  el  parto,  será  necesario  apreciar  bien 
la  naturaleza  de  las  causas  que  hayan  podido 
acelerarla,  y asimismo  se  habrá  de  tomar  en 
cuenta  las  que  hayan  podido  retardarla,  en  el 
caso  igualmente  posible  de  que  no  se  haya  de- 
clarado todavía  la  descomposición  pútrida,  á pe- 
sar de  haber  pasado  ya  muchos  dias  desde  el 
parto.  También  ha  de  tenerse  cuidado  de  com- 
parar la  edad  del  niño  con  la  época  del  parto, 
para  calcular  si  hay  6 no  relación  entre  una  y 
otra.  Si  consta,  por  ejemplo,  que  la  parida  ha 
estado  en  cinta  todo  el  tiempo  ordinario  de  la 
gestación,  y el  feto  encontrado  no  presenta  se- 
ñales de  madurez,  habrá  cuando  menos  una  ra- 
zón fuerte  para  dudar  que  este  sea  el  verdadero 
feto  que  aquella  ha  dado  á luz.  El  facultativo 
consultado  por  los  tribunales,  según  advierte  el 
doctor  Marc,  si  en  muchos  casos  puede  declarar 
que  el  conjunto  de  circunstancias  le  inclina  á 
creer  que  el  feto  sometido  á su  exámen  ha  salido 
del  seno  de  la  mujer  que  parece' haber  parido 
recientemente,  debe  empero  guardarse  bien  de 
incurrir  en  la  falta  demasiado  común  de  fijar 
con  precisión  la  época  del  nacimiento  del  feto, 
haciéndola  coincidir  rigurosamente  con  el  día 
que  el  proceso  ó la  fama  pública  indican  haber 
sido  el  del  parto,  porque  el  arte  no  posee  medio 
alguno  para  poder  fundar  y emitir  una  opinión 
tan  positiva  y que  tanto  mal  podría  causar  á una 
mujer  injustamente  acusada.  En  cuanto  al  ter- 
cer punto,  esto  es,  á si  el  niño  en  cuestión  per- 
tenece á la  madre  á quien  se  acusa  de  su  muer- 
te, apenas  puede  dar  luz  alguna  la  ciencia  del 
médico  para  resolver  el  problema,  á no  ser  en  el 
caso  de  que,  aplicando  una  á otra  las  dos  extre- 
midades sueltas  de  las  porciones  del  cordon  um- 
bilical adberentes  al  feto  y á las  secundinas, 
aparezca  que  ambas  se  corresponden  y lian  for- 
mado un  solo  todo. 

XX.  Circunstancias  morales. — Aunque  se  ha- 
yan probado  los  tres  puntos  indicados,  esto  es, 
que  la  mujer  acusada  de  infanticidio  ha  parido 
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hace  poco  tiempo,  que  la  época  del  parto  cuadra 
perfectamente  con  la  edad  y el  estado  cadavérico 
del  niño,  y que  este  niño  euyo  cadáver  se  ha  en- 
contrado es  el  mismo  que  salió  de  su  seno,  no 
por  eso  se  sigue  necesariamente  que  ella  es  la 
que  cometió  el  delito;  han  podido  cometerle  siu 
noticia  de  la  madre  otras  personas , sea  por  li- 
brarse de  cierta  nota  ó de  una  carga,  sea  por 
aversión,  por  espíritu  de  venganza  ó por  otras 
razones;  y aun  cuando  lo  haya  cometido  la  mis- 
ma madre,  pudo  haberse  hallado  entonces  en  un 
estado  en  que  la  ley  la  exoneraba  de  la  respon- 
sabilidad de  sus  acciones.  Hay  sin  duda  mujeres 
desnaturalizadas  que , desoyendo  la  voz  de  la 
humanidad  y ahogando  ese  instinto  vivo  y po- 
deroso que  el  Criador  ha  impreso  en  el  corazón 
de  todas  las  madres,  meditan  á sangre  fría  y lle- 
van á cabo  resueltamente  el  asesinato  de  sus 
propios  hijos,  tal  vez  aunque  puedan  conservar- 
los sin  menoscabo  de  su  honor,  tal  vez  porque 
corriendo  desenfrenadamente  tras  todo  género 
de  placeres,  miran  sin  remordimiento  un  crimen 
tan  horroroso;  la  execración  general  y la  espada 
de  la  justicia  deben  unirse  para  imponerles  el 
merecido  castigo.  Pero  hay  también  alguna  mu- 
jer virtuosa  y amable  que,  habiendo  tenido  la 
desgracia  de  olvidar  un  momento  su  virtud,  no 
puede  sostener  la  idea  de  su  afrenta  y arde  por 
conservar  su  reputación ; ella  no  se  siente  con 
bastante  valor  para  guardar  y confesar  su  infa- 
mia, y á medida  que  va  perdiendo  la  esperanza 
de  haberse  equivocado  en  el  juicio  de  su  preñez 
ó de  librarse  de  su  temor  por  aigun  repentino 
accidente,  y ve  aumentarse  de  dia  en  dia  y acer- 
carse el  peligro,  se  llena  mas  de  espanto  y de- 
sesperación, y quizá  recurriría  al  suicidio  si  no 
supiese  que  semejante  acción  había  de  motivar 
la  formación  de  un  proceso  que  desde  luego  des- 
cubriría lo  que  ella  desea  tanto  tener  secreto.  En 
esta  perplejidad,  en  que  ni  aun  se  presenta  á su 
imaginación  la  idea  de  dar  muerte  á su  hijo, 
forma  diversos  planes  para  ocultar  su  nacimien- 
to, busca  los  medios  de  vencer  las  dificultades 
que  le  brotan  por  todas  partes,  y sorprendida  de 
repente  por  los  dolores  del  parto,  huye  adonde 
la  lleva  su  confusión,  da  á luz  lejos  de  todo  auxi- 
lio el  fruto  de  su  debilidad,  pierde  el  sentido  en 
la  fuerza  de  sus  padecimientos  y de  su  vergüen- 
za, y cuando  vuelve  en  sí,  casi  sin  saber  lo  que 
le  ba  pasado,  encuentra  una  criatura  que  acaba 
de  dar  el  último  suspiro.  ¿Será  extraño  que  en- 
tonces trate  de  ocultar  su  secreto,  que  salve  de 
cualquier  modo  su  reputación,  que  haga  des- 
aparecer todo  vestigio  de  semejante  aconteci- 
miento? ¿No  será  posible  también  que  en  una 
situación  tan  apurada  como  nueva  para  ella,  en 
su  estado  de  aturdimiento  y de  terror,  en  su 
agitación  por  la  idea  espantosa  de  su  ignominia  1 


pierda  momentáneamente  la  razón  y caiga  en 
una  especie  de  locura  accidental  que  la  precipi- 
te en  un  exceso  de  que  después  ella  misma  se 
horrorice? 

Combinación  de  los  fenómenos  y circunstancias 
que  asi  en  el  feto  como  en  la  madre  dan  testimo- 
nio enpró  ó en  contra  del  infanticidio,  y reglas 
que  de,  ella  se  derivan  para  justificar  definitiva- 
mente este  delito. 

XXI.  Reuniendo  y comparando  unos  con  otros 
los  fenómenos  que,  así  en  el  feto  como  en  la  ma- 
dre, sirven  para  probar  el  infanticidio,  y distin- 
guiendo de  lo  cierto  lo  que  no  es  mas  que  pro- 
bable, puede  llegarse  muchas  veces  á descubrir 
la  verdad,  á cuyo  efecto  expondremos  sumaria- 
mente los  principales  corolarios  de  las  doctrinas 
que  preceden. 

Las  mutilaciones  del  feto  ó los  estragos  causa- 
dos en  él  por  la  putrefacción , pueden  ser  de  tal 
naturaleza  que  hagan  imposible  el  auxilio  de  la 
medicina  legal  para  averiguar  si  el  niño  vivió  ó 
no  después  del  nacimiento. 

Fuera  de  estos  dos  casos,  la  sumersión  total 
de  los  pulmones  en  el  agua,  verificada  después 
de  haber  observado  las  reglas  que  se  han  expre- 
sado mas  arriba , debe  considerarse  como  una 
prueba  do  que  el  niño  no  ha  respirado,  y por 
consiguiente  de  que  no  ha  vivido. 

Cuando  por  el  contrario  el  experimento  de  los 
pulmones  indica  el  hecho  de  la  respiración  , to- 
davía. no  puede  asegurarse  con  certeza  que  el 
niño  efectivamente  ha  respirado,  sino  coinci- 
diendo las  circunstancias  siguientes: 

El  feto  debe  ser  de  término,  perfectamente  via- 
ble ó vividero,  y sin  vicios  de  conformación  ni 
obstáculos  patológicos  que  hayau  podido  impe- 
dir el  desarrollo  y continuación  de  la  respiración 
completa. 

Ha  debido  tenerse  cuidado  de  adoptar  las  pre- 
cauciones y reglas  indicadas,  á fin  de  evitar  que 
la  supernatacion  de  los  pulmones  sea  efecto  de 
alguu  principio  de  putrefacción  ó de  un  estado 
enfisematoso. 

Han  de  concurrir  y concordar  en  favor  de  la 
completa  respiración  loa  resultados  de  la  doci- 
masia  hidrostática  y los  de  la  balanza,  como 
igualmente  las  señales  sacadas  del  estado  de.  loa 
pulmones,  del  tórax,  del  diafragma,  de  las  vis- 
ceras abdominales,  etc. 

Ha  de  resultar  del  proceso  la  prueba  de  que  no 
ha  habido  insuflación. 

Han  debido  tomarse  todas  las  precauciones 
para  asegurarse  de  que  no  ha  habido  vagido  ute- 
rino, esto  es,  de  que  el  feto  no  ha  podido  respi- 
rar antes  de  nacer. 

Finalmente , han  de  encontrarse  en  el  feto  se- 
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ñales  de  maniobras  criminales  á las  cuales  pue- 


da atribuirse  su  muerte. 

XXII.  Todas  estas  circunstancias  reunidas  en 
apoyo  de  la  completa  respiración  del  feto,  uo  son 
todavía  por  sí  solas  bastante  fuertes  para  acre- 
ditar el  infanticidio,  si  no  se  confirman  por  la 
prueba  de  que  aquel  no  ha  perecido  antes  ni  en 
el  acto  de  su  expulsión.  Para  obteuer  esta  prue- 
ba es  necesario  saber  todo  lo  que  ha  pasado  an- 
tes del  parto,  averiguando  con  cuidado  si  el  es- 
tado de  la  madre  y los  síntomas  por  ella  experi- 
mentados indican  que  el  feto  había  muerto  mas 
ó menos  tiempo  antes  de  su  salida. 

No  estando  bien  indicada  la  muerte  del  feto 
antes  de  esta  época,  se  debe  examinar  atenta- 
mente si  ha  podido  morir  durante  el  trabajo  del 
parto,  indagando  y demostrando  las  causas  de 
esta  muerte. 

Una  de  las  causas  principales  de  ella  es  lapro- 
longdáon  del  parto.  Si  la  mujer  no  es  primeriza; 
sí  la  cabeza  se  ha  presentado  en  buena  posición; 
si  las  dimensiones  de  la  pélvis,  especialmente 
las  del  estrecho  superior  comparadas  con  las  de 
la  cabeza  del  feto  dan  proporciones  regulares , y 
si  el  cadáver  del  niño  no  presenta  en  la  cabeza 
tumefacción  alguna,  deberá  deducirse  que  el 
trabajo  del  parto  no  ha  sido  largo  ni  penoso;  pero 
se  habrá  de  decir  lo  contrario  cuando  hayan 
concurrido  circunstancias  opuestas  á las  men- 
cionadas. 

La  muerte  del  feto  por  apoplegia  durante  el 
acto  del  nacimiento  resultará  de  las  señales  que 
se  encuentren  de  congestión  cerebral,  del-  con- 
junto de  las  circunstancias  que  indican  que  el 
parto  ha  sido  largo  y trabajoso,  de  la  falta  de 
todo  vestigio  de  lesión  violenta,  y de  la  no  con- 
currencia de  las  señales  que  demuestran  haber- 
se efectuado  ó á lo  menos  haber  sido  completa 
la  respiración. 

La  muerte  del  feto  causada  por  el  enredamienlo 
del  cordon  umbilical  alrededor  del  cuello  quedará 
demostrada  por  las  señales  de  la  estrangulación , I 
por  la  demasiada  longitud  del  cordon , por  la 
declaración  de  la  madre,  y tal  vez  porque  la 
respiración  no  se  habrá  completado. 

XXIII.  Cuando  de  todas  estas  investigaciones 
resultare  que  el  niño  no  ha  perecido  durante  el 
parto  sino  después  de  su  nacimieuto,  será  pre- 
ciso examinar  entonces  si  ha  sido  víctima  de  la 
omisión  de  aquellos  cuidados  que  exige  su  si- 
tuación, ó de  violencias  mortales  cometidas  so- 
bre su  cuerpo.  Como  la  omisión  de  dichos  cui- 
dados no  siempre  es  efecto  de  intención  crimi- 
nal, convendrá  penetrarse  bien  de  lo  que  se  ha 
dicho  mas  arriba  sobre  el  infanticidio  por  omi- 
sión, y aplicar  con  discernimiento  los  principios 
que  allí  se  lian  expuesto.  Eu  cuanto  al  infanti- 
cidio por  comisión , se  deberán  calificar  según 


: las  reglas  del  arte  las  lesiones  que  se  descubrie- 
' reri  cn  el  feto,  apreciando  sobre  todo  con  exac- 
titud su  mayor  ó menor  gravedad , y teniendo 
presente  lo  que  se  ha  dicho  sobre  las  fracturas 
del  cráneo  para  atribuirlas  á sus  verdaderas 
causas. 

Trátese  de  infanticidio  por  omisión  ó de  infan- 
ticidio por  comisión,  debe  el  médico  hacer  á la 
mujer  acusada  todas  aquellas  preguntas  que 
convengan  para  formar  juicio  exacto,  no  solo  de 
todos  los  fenómenos  y circunstancias  de  la  pre- 
ñez y del  parto,  sino  también  de  las  alteraciones 
y lesiones  del  feto,  así  como  de  las  causas  á que 
deban  atribuirse  unas  y otras,  á fin  de  poder 
extender  con  todo  conocimiento  la  consulta  que 
ha  de  servir  de  guia  al  magistrado  eu  el  segui- 
miento del  proceso  y pronunciación  de  la  sen- 
tencia. 

XXIV.  Toda  la  doctrina  médico-legal  en  este 
artículo  contenida  y tomada  de  los  escritos  del 
médico  aleman  Mr.  Marc.,  que  son  quizá  los  mas 
luminosos  que  sobre  esta  materia  se  han  publi- 
cado basta  el  dia,  manifiesta  cumplidamente  el 
auxilio  inmenso  que  la  medicina  puede  prestar 
á la  justicia  eu  la  averiguación  del  iufanticidio, 
la  multitud  de  dificultades  que  de  todas  partes 
se  levantan  para  probar  este  grave  delito,  la 
trascendencia  de  las  cuestiones  prévias  que  de- 
ben resolverse , la  delicadeza  de  las  operaciones 
que  hay  que  practicar  para  poner  estas  cuestio- 
nes en  estado  de  resolución , la  facilidad  de  equi- 
vocarse en  las  inducciones  , y el  peligro  de  caer 
en  errores  funestos  que  absuelvan  al  crimen  ó 
condenen  á la  inocencia.  La  medicina  legal  se 
lia  perfeccionado  , ha  examinado  mas  á fondo  los 
fenómenos  de  la  vida  y de  la  muerte,  ha  descu- 
bierto el  error  donde  antes  se  creyó  que  existía 
la  realidad,  y ha  convertido  en  dudas  las  su- 
puestas certezas  de  otros  tiempos.  Si  tal  vez  ha 
perdido  algún  tanto  de  su  prestigio  á los  ojos  de 
algunos  legistas,  porque  ya  no  nos  presenta  tan 
fácil  como  antes  la  resolución  de  las  cuestiones 
de  infanticidio,  ha  adquirido  por  otra  parte  mas 
peso  y merece  mas  confianza  ante  los  magistra- 
dos filántropos  que  no  aplican  las  leyes  de  nues- 
tros Códigos  sin  respetar  las  de  la  naturaleza.  Se 
ha  dicho  que  la  medicina  de  los  tribunales  ase- 
gura la  impunidad  de  los  infantidios;  pero  lo 
que  debiera  decirse  es  que  mide  los  límites  de  la 
inteligencia  humana,  que  separa  lo  cierto  de  lo 
incierto,  y que  si  alguna  vez  logra  ocultarse  el 
crimen  bajo  su  égida,  con  mas  frecuencia  toda- 
vía encuentra  en  ella  su  amparo  la  inocencia. 

INFANZON.  El  hijodalgo  libre  de  todo  género 
de  servicio,  que  en  sus  tierras  y heredamientos 
no  ejercía  otra  potestad  ni  señorío  mas  que  el 
que  le  permitían  sus  privilegios  y donaciones. 
«Catanes  et  valvasores,  dice  la  ley  13,  tít.  l.°, 


Part.  2.’,  son  algunos  fijo3da)go  en  Italia,  á que 
dicen  en  España  infanzones ; et  como  quier  que 
estos  vengan  antiguamente  de  buen  linaje,  et 
hayan  grandes  heredamientos,  pero  non  son  en 
cuenta  destos  grandes  señores  que  desuso  dexi- 
mos  (esto  es,  de  los  duques,  condes,  marqueses, 
jueces  y vizcondes):  et  por  ende  non  pueden  ni  ! 
deben  usar  de  poder  de  señorío  en  las  tierras  ; 
que  han,  fueras  ende  en  tanto  cuanto  les  fuere  j 
otorgado  por  los  previllejos  de  los  Emperadores 
ó de  los  Reyes.»  En  Aragón  se  llamaban  anti- 
guamente infanzones  los  nobles  de  todas  las  cla- 
ses; pero  después  los  meros  infanzones  no  equi-  ¡ 
valían  sino  á los  hijosdalgo  de  Castilla,  y la  opi- 
nión mas  fundada  los  hacia  descendientes  de  los 
capitanes  de  las  tropas  de  los  infautes  y ricos  : 
hombres.  Aunque  al  principio  no  habia  mas  in-  ! 
fanzones  que  los  de  sangre,  los  hubo  por  fin  de  ; 
privilegio,  y todos  los  ciudadanos  de  Zaragoza,  ¡ 
sus  hijos  y descendientes  gozaban  el  privilegio  i 
de  infanzones  y podian  ser  armados  caballeros,  j 
Según  Santo  Tomás  en  su  opúsculo  de  Regimine 
principum,  los  infanzones  se  llamaban  así  por 
el  menor  poder  que  tenían  comparados  con  los  j 
demás  señores,  asi  como  los  niños  ó infantes 
pueden  menos  que  los  adultos. 

INFEUDAGION.  Lo  mismo  que  enfeudación,  aun- 
que no  tan  usado.  V.  Enfeudación  y Feudo. 

* INFIDELIDAD  EN  LA  CUSTODIA  DE  PRESOS,  Según 
el  Código  penal  reformado  en  1870,  el  funciona- 
rio público  culpable  de  connivencia  en  la  eva- 
sión de  un  preso,  cuya  conducción  ó custodia  le 
estuviere  confiada,  será  castigado: 

1. °  En  el  caso  de  que  el  fugitivo  se  hallare 
condenado  por  ejecutoria  en  alguna  pena,  con  la 
inferior  á esta  en  dos  grados,  y con  la  de  inha- 
bilitación temporal  especial  en  su  grado  máximo 
á inhabilitación  perpétua  especial. 

2. °  Con  la  pena  inferior  en  tres  grados  á la 
señalada  por  la  ley  al  delito  por  el  cual  se  ha- 
llare procesado  el  fugitivo,  si  no  se  le  hubiere 
condenado  por  ejecutoria,  y con  la  de  inhabili- 
tación especial  temporal:  art.  373. 

Aunque  el  Código  penal  no  castiga  la  fuga  de 
un  preso  si  no  se  halla  cumpliendo  su  condena, 
según  se  expondrá  en  el  articulo  de  esta  obra, 
Quebrantamiento  de  sentencia , castiga  á los  fun- 
cionarios que  son  conniventes  en  su  evasión,  y 
mayormente  si  son  funcionarios  públicos,  pues- 
to que  debiendo  vigilar  por  la  seguridad  de  los 
presos,  al  facilitarles  la  fuga,  ya  se  verifique 
de  la  misma  cárcel  ó de  un  tránsito  á otro,  ha- 
cen traición  á sus  deberes. 

El  alcaide  de  cárcel  que  consiente  en  que  unos 
presos  que  sufrian  la  condena  de  arresto  mayor 
se  fueran  á.  sus  casas  por  unos  dias  á restablecer 
su  salud,  incurre  en  la  pena  lmpuest»por  el  ar- 
tículo 373,  aun  cuando  justificase  la  enfermedad 
Tomo  ni. 


de  dichos  presos,  la  falta  de  fondos  en  Deposita- 
rla para  darles  socorro,  y el  estado  ruinoso  del 
departamento  de  dicha  cárcel  destinado  á los 
que  sufrian  condena,  pues  estas  circunstancias 
no  pueden  variar  la  especial  índole  y naturaleza 
del  hecho  referido,  despojándole  del  carácter  de 
criminalidad  que  legalmente  reviste,  ni  atenuar 
tampoco  la  culpabilidad  del  alcaide,  que  en  todo 
caso  debió  hacer  .presentes  tales  dificultades  ála 
autoridad  competente  para  lo  que  hubiese  lu- 
gar, sin  excederse  de  sus  atribuciones  conce- 
diendo un  permiso  inconciliable  con  estas  y con 
las  obligaciones  propias  de  su  cargo:  sentencia 
de  18  de  Octubre  de  1873. 

Al  confiar  el  alcaide  de  una  cárcel  las  llaves 
de  la  misma  á uno  de  los  presos,  si  se  fugan  dos 
de  ellos  en  días  distintos,  es  responsable  del  de- 
lito de  infidelidad  en  la  custodia  de  presos  por 
imprudencia  temeraria,  puesto  que  no  obró  con 
la  previsión  y diligencia  con  que  hubiera  obra- 
do un  funcionario  de  su  clase  medianamente 
celoso  en  el  cumplimiento  de  su  deber:  senten- 
cia de  10  de  Noviembre  de  1874. 

El  comandante  de  un  presidio  que  permite  sa- 
lir del  establecimiento  á dos  penados  que  esta- 
ban cumpliendo  condena  de  reclusión , y per- 
manecer fuera  basta  la  noche,  habiéndose  estos 
fugado  prevaliéndose  de  esta  libertad,  es  culpa- 
ble de  dicha  fuga  por  imprudencia  simple,  con 
infracción  de  la  ordenanza  de  presidios  y demás 
disposiciones  sobre  la  materia;  porque  los  con- 
denados á la  pena  de  reclusión  temporal  están 
sujetos  á trabajos  forzosos  en  beneficio  del  Esta- 
do dentro  del  recinto  del  establecimiento,  según 
el  art.  110  del  Código  penal;  porque  ningún  pre- 
sidiario puede  ser  rebajado  á servicio  doméstico 
morando  en  casas  particulares  , debiendo  cum- 
plir su  condena  en  el  presidio,  según  el  art.  297 
de  la  ordenanza  general  de  presidios;  porque  se 
halla  prohibido  por  diferentes  Reales  disposicio- 
nes á los  comandantes  de  tales  establecimientos 
permitir  la  salida  de  los  penados,  especialmente 
por  la  Real  órdeu  de  26  de  Noviembre  de  1872, 
en  la  que  se  previene  que  no  salga  penado  al- 
guno á no  ser  para  actos  del  servicio,  y en  este 
caso,  acompañado  de  un  cabo  de  vara  y de  un 
capataz  , con  los  hierros  correspondientes,  y la 
de  6 de  Mayo  de  1860.  por  la  que  se  prohíbe  la 
salida  de  los  penados  del  cuartel  para  ningún 
servicio,  por  urgente  que  sea,  á no  ser  con  au- 
torización de  la  Dirección  general  del  ramo;  sen- 
tencia de  6 de  Diciembre  de  18/1. 

El  particular  que  hallándose  encargado  de  la 
conducción  ó custodia  de  un  preso  o detenido 
cometiere  alguno  de  los  delitos  expresados  en  el 
artículo  precedente  373,  será  castigado  con  las 
penas  inmediatamente  inferiores  en  grado  á las 
señaladas  al  funcionario  público  (art.  374';  lo 
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cual  se  funda  en  que  no  siendo  en  este  caso  los 
deberes  del  particular  tan  estrechos  como  los  del 
funcionario , puesto  que  no  recibe  del  Gobierno 
carácter  de  autoridad,  debe  ser  castigado  con 
pena  menor  que  este. 

Véase  también  sobre  esta  materia  las  disposi- 
ciones del  art.  274,  expuesto  en  el  de  esta  obra 
Desórdenes  públicos , y las  de  los  arts.  277  al  279 
referentes  al  274,  en  el  de  esta  obra  Atollado 
contra  la  A utoridad. 

Mas  debe  tenerse  presente  sobre  todas  estas 
disposiciones,  que  según  el  art.  416  del  Código, 
para  los  efectos  del  título  7.°  del  mismo  (que  tra- 
ta de  los  delitos  de  los  empleados  públicos  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos),  y de  los  anteriores  tí- 
tulos del  libro  2.°  de  dicho  Código  (que  tratan  de 
los  delitos  contraía  seguridad  exterior  del  Esta- 
do; contra  la  Constitución  y el  órden  público; 
délas  falsedades;  de  Las  infracciones  de  las  leyes 
sobre  inhumaciones , violación  de  sepulturas  y 
delitos  contra  la  salud  pública,  y délos  juegos 
y rifas)  se  reputará  funcionario  público  todo  el 
que  por  disposición  inmediata  de  la  ley,  ó por 
elección  popular,  ó por  nombramiento  de  auto- 
ridad competente,  participe  del  ejercicio  de  fun- 
ciones públicas.  * 

* INFIDELIDAD  EN  LA  GUSTODIA  DE  DOCUMEN- 
TOS. El  funcionario  público  que  sustrajere  ú 
ocultare  documentos  ó papeles  que  le  estuvieren 
confiados  por  razón  de  su  cargo,  será  castigado: 

1. °  Con  las  penas  de  prisión  mayor  y multa 
de  25(1  á 2,500  pesetas,  siempre  que  del  hecho 
resultare  grave  daño  de  tercero  ó de  la  causa 
pública. 

2. ”  Con  la  de  prisión  correccional  en  sus  gra- 
dos mínimo  y medio  y multa  de  125  á 1,250  pe- 
setas cuando  no -fuere  grave  el  daño  de  tercero 
ó de  la  causa  pública. 

En  uno  y otro  caso  se  impondrá  además  la 
pena  de  inhabilitación  temporal  especial  en  su 
grado  máximo,  á inhabilitación  perpétua  espe- 
cial: art.  375. 

Para  que  se  aplique  la  pena  de  este  artículo 
es  preciso  que  los  documentos  se  hayan  confia- 
do por  razón  del  cargo  público,  de  suerte  que 
no  se  aplicará  á la  sustracción  de  documentos 
confiados  á un  funcionario  público  considerado 
como  particular,  sino  que  se  le  impondrá  la  pe- 
na del  art.  548,  núm.  9.",  expuesto  en  el  de  esta 
obra,  Defraudación.  También  parece  que  deberá 
aplicarse  la  penalidad  impuesta  en  la  segunda 
disposición  de  dicho  art.  548,  núm.  9.°,  con  la 
circunstancia  agravante  11  del  art.  10,  cuando 
del  hecho  expresado  cometido  por  funcionario, 
no  resultare  daño  de  tercero  ni  de  la  causa  pú- 
blica. 

EL  funcionario  público  que  teniendo  á su  car- 
go la  custodia  de  papeles  ó efectos  sellados  por 


la  autoridad,  quebrantare  los  sellos  ó consintie- 
re en  su  quebrantamiento,  será  castigado  con 
las  penas  de  prisión  correccional  en  su  grado  mí- 
nimo y medio,  inhabilitación  temporal  especial 
en  su  grado  máximo  á inhabilitación  perpétua 
especial,  y multa  de  250  á 2,500  pesetas:  art.  376. 
Siendo  el  efecto  de  la  infidelidad  en  la  custodia 
de  documentos,  no  solo  su  perdida,  sino  que  se 
divulguen  secretos  de  importancia,  se  castiga 
también  como  infidelidad  ci  quebrantamiento  de 
sellos  en  el  caso  expuesto,  por  los  perjuicios  que 
puede  originar  que  se  divulgue  su  contenido. 

El  funcionario  público  que  no  estando  com- 
prendido eu  el  artículo  anterior,  abriere  ó con- 
sintiere abrir  sin  la  autorización  competente, 
papeles  ó documentos  cerrados,  cuya  custodia 
le  estuviere  confiada,  incurrirá  en  las  penas 
de  arresto  mayor,  inhabilitación  temporal  espe- 
cial y multa  de  125  á 1,250  pesetas:  art.  377,  pár- 
rafo l.°  Compréndese  en  este  artículo  la  apertura 
de  papeles  que  se  entregaron  cerrados,  v.  gr.,  de 
los  que  entrega  el  jefe  superior  de  una  oficina,  y 
la  apertura  de  un  testamento  cerrado  por  el  em- 
pleado que  tuviere  á su  cargo  su  custodia,  y 
otros  análogos. 

Las  penas  designadas  en  los  tres  artículos  an- 
teriores, son  aplicables  también  á los  eclesiás- 
ticos y á los  particulares  encargados  accidental- 
mente del  despacho  ó custodia  de  documentos  ó 
papeles  por  comisión  del  Gobierno,  ó de  funcio- 
narios á quienes  hubieren  sido  confiados  aque- 
llos por  razón  de  su  cargo:  art.  377,  pár.  2."  La 
penalidad  que  se  impone  á los  particulares  nos 
parece  excesiva , por  no  concurrir  en  ellos  las 
circunstancias  que  en  el  funcionario  ó eclesiás- 
tico, si  bien  el  referirse  esta  disposición  á los 
documentos  de  que  se  les  hubiese  encargado  por 
comisión  del  Gobierno,  parece  asimilarles  á los 
funcionarios  públicos. 

Es  aplicable  á las  disposiciones  expuestas  la 
del  art.  416,  sobre  quién  debe  entenderse  por 
funcionario  público,  inserta  en  el  artículo  ante- 
rior de  esta  obra.  * 

INFIDENCIA.  En  general  es  la  falta  que  uno 
comete  por  el  hecho  de  no  corresponder  á la  con- 
fianza que  se  ha  puesto  en  él,  ó sea  la  violación 
de  la  fidelidad  debida  á otro ; pero  se  aplica  prin- 
cipalmente esta  denominación  al  delito  político 
en  que  uno  iuenrre  por  su  inteligencia  con  los 
enemigos  del  Rey  ó del  Estado , y se  usa  con  mas 
especialidad  en  la  milicia. —Según  la  ordenanza 
del  ejército,  el  que  en  tiempo  de  guerra  tuviere 
inteligencia  con  los  euemigos,  ó correspondencia 
por  escrito  ó verbal  en  cualquiera  puesto,  sufri- 
rá la  pena  de  muerte  con  ejecución  de  ella  en  el 
modo  que  corresponda  á la  calidad  y carácter 
del  delincuente;  y el  que  á los  enemigos  reve- 
lare el  santo,  seña  ó contraseña  ó la  órden  reser- 
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vada  que  se  le  hubiere  dado  de  palabra  ó por 
escrito,  será  también  castigado  de  muerte;  mas 
si  la  revelase  á otra  persona,  será  castigado  cor- 
poralmente según  la  entidad  del  perjuicio  que 
pudiera  seguirse:  trat.  8.°,  tít.  10,  arts.  45  y 40. 

El  oficial  que  mantuviere  correspondencia  con 
los  enemigos,  sin  órden  ó noticia  del  capitán 
general  bajo  cuyas  órdenes  sirviere,  incurre  en 
pena  de  suspensión  de  empleo  y destierro  á un 
presidio,  aunque  solo  trate  de  materias  indife- 
rentes; y en  pena  de  ia  vida,  si  se  mezclare  en 
las  que  tengan  conexión  con  el  real  servicio: 
trat.  8.°,  tít.  5.°,  art.  5.”  El  oficial  á quien  se  fiare 
reservadamente  alguna  comisión  del  real  servi- 
cio, si  revelase  alguna  circunstancia  en  que  se 
le  mande  guardar  secreto,  será  condenado  á pri- 
vación de  empleo  y destierro  á voluntad  del  rey, 
y si  de  la  revelación  resultare  malograrse  la  di- 
ligencia , sufrirá  la  pena  de  muerte:  trat.  8.° , tí- 
tulo 5.°,  art.  9.° — Y.  Lesa  majestad,  Espía  * y 
Traición , donde  se  exponen  las  disposiciones  del 
Código  penal  de  1870  sobre  esta  materia.  * 

INFLIGIR.  Hablando  de  castigos  y penas  cor- 
porales, es  imponerlas  ó condenar  á ellas. 

INF0RCIAD0.  La  segunda  parte  del  Digesto  ó 
Pundectas  de  Justiniano.  Los  comentadores  an- 
tiguos del  derecho  romano  dividieron  el  Diges- 
to en  viejo,  mforciado  y nuevo;  pero  los  moder- 
nos no  han  querido  adoptar  esta  diferencia.  La 
voz  infortiaiuni  es  bárbara. 

INFORMACION.  La  averiguación  jurídica  y le- 
gal de  algún  hecho  ó delito.  V.  Juicio  criminal  y 
Testigos. 

* INFORMACION  PARA  DISPENSA  DE  LEY.  V.  Gra- 
cias al  sacar.  * 

INFORMACION  AD  PERPETUAM,  Ó AD  PERPETUAM  REI 
MEMORIAM.  La  averiguación  ó prueba  que  se 
hace  judicialmente  y á prevención  para  que 
conste  en  lo  sucesivo  alguna  cosa.  Generalmen-  I 
te  hablando,  no  se  reciben  deposiciones  de  tes-  ! 
tigos  sino  en  los  pleitos  ó causas ; pero  sucede 
alguna  vez  que  una  persona  puede  perder  su 
derecho , si  no  se  le  admite  desde  luego  á formar 
su  prueba  testimonial  para  cuando  se  halle  en 
el  caso  de  hacer  uso  de  ella ; como  si  uno  teme, 
por  ejemplo,  que  su  adversario  trata  ó puede 
tratar  de  moverle  pleito  después  de  la  muerte 
de  algunas  personas  ancianas  ó enfermas  ó de 
la  ausencia  de  otras  con  cuya  declaración  había 
de  apoyar  sus  derechos  ó excepciones.  En  este 
caso,  pues,  yen  otros  semejantes  tiene  facul- 
tad el  interesado  para  pedir  al  juez  que  reciba 
anticipadamente  la  declaración  á los  testigos 
con  citación  del  sugeto  que  tiene  interés  con- 
trario en  el  asunto,  y por  su  falta  ó ausencia  con 
la  intervención  de  dos  hombres  buenos  que  pre- 
sencien el  juramento:  ley  2.a,  tít.  16,  Part.  3.' 
En  vez  de  los  dos  hombres  buenos  se  practicaba 


hacer  la  citación  al  sindico  procurador,  á quien 
se  pasaba  luego  la  información  para  que  diese  su 
dictámen,  el  cual  se  reducía  á manifestar  si  te- 
nia ó no  algo  que  decir  contra  los  testigos.  Aña- 
de la  citada  ley,  que  si  la  información  se  hubie- 
se hecho  en  ausencia  de  ia  persona  contra  quien 
ha  de  presentarse,  le  debe  ser  notificada  ó de- 
nunciada dentro  de  un  año  después  de  su  re- 
greso, ó bien  se  ha  de  empezar  el  pleito  dentro 
de  dicho  término,  bajo  la  pena  de  que  pasado 
el  año  no  tendrá  ya  fuerza  alguna  la  informa- 
ción. También  advierte  la  misma  ley  que  esta 
información  no  tiene  lugar  en  causas  crimina- 
les en  que  pudiese  venir  muerte  ó perdimiento 
de  miembro  ó echamiento  de  la  tierra,  á no  ser 
en  pesquisas  generales  hechas  de  oficio. 

* Según  se  ve  por  lo  expuesto  en  este  artícu- 
lo, antes  se  comprendían  bajo  la  denominación 
de  informaciones  ad  perpetuam , tanto  las  que 
tienen  por  objeto  justificar  por  medio  de  testigos 
algún  hecho  que  interese  al  que  las  promueve 
quede  consignado  para  que  conste  en  lo  sucesivo, 
cuanto  las  preliminares  de  los  juicios,  como  la 
información  de  testigos  ancianos  ó que  van  á 
ausentarse , cuya  declaración  es  necesaria  para 
justificar  su  derecho  el  interesado. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  hecho  dis- 
tinción entre  unas  y otras.  Estas  últimas  á que 
se  refiere  el  art.  223  de  dicha  ley,  expuesto  en  el 
de  esta  obra,  Juicio  cicil  ordinario , modo  de  pre- 
pararlo, pertenecen  á la  jurisdicción  contencio- 
sa y se  verifican  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
tículo 306  y siguientes,  expuestos  en  los  de  esta 
obra,  Interrogatorio , Testigos  y Juicio  ordinario. 
Las  informaciones  primeramente  indicadas  per- 
tenecen á la  jurisdicción  voluntaria,  y se  prac- 
tican en  la  forma  que  prescriben  los  arts.  1359 
y siguientes  de  la  misma  ley,  insertos  en  el  tí- 
tulo 8.°  de  su  segunda  parte,  cuyas  disposicio- 
nes varaos  á exponer  en  este  artículo,  por  ser  las 
informaciones  á que  hoy  conviene  propiamente 
la  calificación  de  ad  perpetuam. 

Las  'informaciones  sobre  hechos  electorales,  se 
consideraron  por  algunos  como  ad  perpetuam, 
pretendiendo  se  Ies  diera  la  sustanciacion  de  los 
arts.  1359  y siguientes  , sin  tener  en  cuenta  que 
de  ellas  puede  resultar  perjuicio  á persona  co- 
nocida y determinada,  circunstancia  que  exclu- 
ye de  dichos  trámites  toda  información,  según 
el  art.  1359  que  vamos  á exponer.  No  faltaba 
quien  opinase  que  versando  dichas  informacio- 
nes sobre  hechos  que  podían  constituir  delito, 
deberían  considerarse  como  diligencias  suma- 
rias de  una  causa  criminal.  Mas  en  el  dia  no 
puede  caber  duda  sobre  este  punto,  puesto  que 
en  el  art.  183  de  la  ley  electoral  de  20  de  Agosto  r¡ 
de  1870,  equivalente  al  5.°  de  la  ley  penal  para 
los  delitos  electorales  de  22  de  Junio  de  1864.  se 
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dispone,  que  los  tribunales  no  podrán  rehusar  I 
la  práctica  de  las  informaciones  relativas  á los  . 
hechos  electorales  en  cualquier  tiempo  que  se 
pidan , antes  de  que  haya  prescrito  la  acción 
para  acusar,  conforme  á lo  prescrito  en  el  ar-  ¡ 
tículo  178  de  dicha  ley  (que  es  hasta  dos  meses 
después  de  haber  sido  aprobada  ó anulada  el 
acta  definitivamente  por  el  Ayuntamiento  ó Di- 
putación provincial , si  la  elección  fuere  para 
concejales  ó diputados  provinciales,  y por  el 
Congreso  ó por  el  Senado,  si  hubiere  sido  para 
diputados  ó senadores),  procediendo  breve  y su- 
mariamente; esto  es,  examinando  los  testigos 
sin  citación  de  nadie  y entregando  después  las 
diligencias  á quien  las  promovió. 

Respecto  de  las  informaciones  posesorias  á que 
se  refere  el  art.  397  de  la  ley  Hipotecaria  de  21 
de  Diciembre  de  1869,  mandada  llevar  á efecto 
por  decreto  de  29  de  Octubre  de  1870,  al  preve- 
nir, que  el  propietario  que  careciere  de  título 
de  dominio  escrito,  deberá  inscribir  su  derecho, 
justificando  préviamente  su  posesión,  ante  el 
tribunal  del  partido  en  que  estén  situados  los 
bienes,  con  audiencia  del  fiscal  del  mismo,  si 
tratare  de  inscribir  el  dominio  pleno  de  alguna 
finca  y con  la  del  propietario  ó la  de  los  demás 
participes  en  el  dominio,  si  pretendiere  inscri- 
bir un  derecho  real,  deberá  efectuarse  con  arre- 
glo álo  dispuesto  en  el  citado  articulo  y siguien- 
tes de  dicha  ley  y demás  disposiciones  sobre  la 
materia  expuesta  en  el  de  esta  obra,  Inscripción 
en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Acerca  de  los  jueces  ante  quienes  pueden  soli-  : 
citarse  las  informaciones  para  perpétua  memo-  I 
ría,  nada  se  baila  determinado  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil;  mas  este  vacío  ha  sido  supli- 
do en  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  en  cuyo 
art.  309,'  regla  9.5,  se  dispone  que  en  ellas  será 
fuero  competente  el  del  lugar  ó lugares  en  que  ; 
hayan  ocurrido  los  hechos,  ó aquel  en  que  estén,  i 
aunque  sea  accidentalmente,  los  testigos  que  : 
hayan  de  declarar.  Cuando  dichas  informaciones  ! 
se  refieran  al  estado  actual  de  las  cosas  inmue-  i 
bles,  será  juez  competente  el  del  lugar  en  que  ! 
estuvieren  sitas. 

Los  jueces  admitirán  y harán  se  practiquen 
las  informaciones  que  ante  ellos  se  promovieren, 
con  tal  que  no  se  refieran  á hechos  de  que  pue- 
da resultar  perjuicio  á una  persona  conocida  y 
determinada:  art.  1359.  Esta  disposición  consti- 
tuye el  carácter  especial  de  estas  informaciones, 
y aunque  sus  palabras  adolecen  de  vaguedad, 
pueden  entenderse  como  permitiendo  admitir  las 
informaciones  que  versan  sobre  algún  hecho 
que  á la  sazón,  ó en  los  momentos  en  que  se  in- 
tenten ó ejecuten  aquellas,  no  pueda  irrogar 
perjuicio  á persona  conocida  y determinada, 
aun  cuando  pudiera  darse  la  eventualidad  de 


que  lo  irrogasen  en  lo  sucesivo  con  el  trascurso 
del  tiempo.  La  ley  deja  al  criterio  del  juez  la 
apreciación  de  estas  circunstancias,  oyendo  para 
ello  al  promotor  fiscal  del  juzgado,  según  pre- 
viene el  art.  1301,  que  expondremos  mas  ade- 
lante. 

En  conformidad  de  esta  disposición,  ha  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  que  las 
informaciones  para  perpétua  memoria , no  son 
medio  legítimo  para  que  las  mujeres  puedan 
acreditar  la  entrega  de  dotes  á sus  maridos;  por- 
que hallándose  prohibido  que  los  jueces  admitan 
ó hagan  practicarlas  informaciones  de  aquella 
especie  que  ante  ellos  se  promuevan  cuando  sean 
referentes  á hechos  de  que  pueda  resultar  per- 
juicio á una  persona  conocida  y determinada,  y 
siendo  estos  unos  vicios  inseparables  de  tales 
informaciones,  siempre  que  recaigan  sobre  la 
entrega  de  dotes,  es  evidente  que  sobre  este  ob- 
jeto no  se  deben  practicar,  y que  si  á pesar  de 
ello  se  practican,  no  pueden  surtir  efecto  alguno 
probatorio:  sentencia  de  27  de  Junio  de  1864. 

El  objeto  del  art.  1359  es  evitar  que  se  inten- 
ten informaciones  de  testigos  á espaldas  de  las 
personas  interesadas,  para  presentarlas  en  juicio 
y perjudicar  á estas.  La  ley  provee  á la  necesi- 
dad en  que  puede  verse  alguno  de  practicar  in- 
formaciones testificales  en  ciertas  circunstan- 
cias, en  el  art.  223  ya  citado. 

Si  admitida  una  información  y estándose  prac- 
ticando, se  formalizare  oposición  á ella,  se  sus- 
tanciará en  vía  ordinaria  (art.  1360):  según  se 
previene  en  general  para  cuando  el  acto  de  ju- 
risdicción voluntaria  se  convierte  en  acto  con- 
tencioso por  la  oposición  de  un  tercero,  que  es 
lo  que  aquí  se  efectúa.  Se  refiere  este  articulo 
solamente  al  caso  desque  la  oposición  se  presen- 
te después  de  admitida  la  información  y no  an- 
tes ni  después  de  aprobada,  porque  antes,  no  po- 
dría ser  admitida  por  prohibirlo  lo  prescrito  en 
el  art.  1359,  puesto  que  resultaría  una  persona 
á quien  perjudicara  la  información;  y después 
deberá  el  q vi e se  crea  perjudicado  reclamar  eu 
juicio  ordinario  contra  la  infracción  del  artícu- 
lo 1359,  ó bien  entablar  la  demanda  de  jactan- 
cia para  que  haga  uso  en  juicio  de  la  informa- 
ción el  que  la  promovió. 

.Para  admitir  toda  información  de  esta  clase  se 
oirá  al  promotor  fiscal  del  juzgado  en  que  se 
promoviere:  art.  1361.  El  promotor,  examinando 
los  hechos,  propondrá  que  se  admita  ó deseche 
la  información,  según  creyere  procedente. 

Admitida  que  sea  la  información , se  notificará 
la  providencia  á quien  la  promovió,  para  que 
piresente  en  el  día  y hora  que  se  le  señale  los  tes- 
tigos que  han  de  efectuarla,  y se  examinarán  es- 
tos dando  fe  el  escribano  de  su  conocimiento.  Si 
este  no  los  conociere,  se  exigirá  que,  ó traigan 
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ua  documento  bastante  k comprobar  la  identidad 
de  sus  personas,  ó dos  testigos  que  aseguren  : 
conocerlos:  arts.  1362  y 1363.  Estas  disposiciones  ; 
tienen  por  objeto  evitar  que  se  presenten  testi-  ! 
gos  con  nombres  supuestos  ó que  se  les  atribu  - ¡ 
yan  cualidades  que  no  tienen  para  dar  mayor  i 
fuerza  y peso  á su  declaración.  Los  testigos  de  j 
conocimiento  deben  firmar  la  declaración  de  j 
aquel  á quien  identifican,  conforme  dispone, 
para  un  caso  análogo,  el  art.  1339  de  la  ley. 

Dada  la  información  se  pasará  al  promotor, 
quien  se 'limitará  á examinar  las  cualidades  de 
los  testigos,  que  pueden  influir  en  el  mayor  ó 
menor  crédito  que  debe  darse  á su  declaración, 
debiendo  cuidar  también  que  no  pasen  desaper- 
cibidas las  incapacidades  que  tuvieren , y si  se 
ha  acreditado  su  conocimiento  en  la  forma  que 
queda  prevenida  y consta  la  identidad  de  sus 
personas:  art.  1364.  Examinará,  pues,  el  pro- 
motor si  el  escribano  dió  fe  de  conocer  á los  tes- 
tigos presentados,  6 á los  de  abono  de  estos,  ó si 
el  documento  que  se  adujo  es  ó no  suficiente 
para  comprobar  aquella  identidad. 

Devuelto  el  expediente  por  el  promotor  fiscal, 
con  su  dictámen,  y hallándose  conforme  en  que 
se  apruebe  la  información,  la  aprobará  el  juez, 
si  lo  estimare  procedente.  Antes  se  insertaba  en 
los  autos  de  aprobación  la  cláusula  sin  perjuicio 
de  tercero , con  lo  que  se  daba  á entender  que  por 
ella  quedaba  á salvo,  al  tercero  que  se  creyere 
perjudicado  por  la  información  , su  derecho  de 
reclamar  contra  ella  en  el  juicio  correspon- 
diente. La  ley  actual  no  dispone  que  se  ex- 
prese esta  cláusula,  pero  debe  sobrentenderse, 
pues  no  seria  justo  causar  perjuicios  á quien 
no  ha  sido  oido  en  dichas  informaciones  , y así 
se  deduce  del  espíritu  del  art.  1359  ya  expuesto. 
De  la  misma  razón  se  infiere,  que  si  resultare  de 
las  diligencias  practicadas  que  la  información 
causa  perjuicio  á persona  conocida  y determina- 
da, deberá  dictarse  providencia  de  no  haber  lugar 
á aprobarla.  También  deberá  mandar  el  juez, 
aprobada  la  información  que  se  protocolice  en 
el  registro  de  un  Notario  de  la  cabeza  del  parti- 
do judicial , y que  se  den  de  ella  los  testimonios 
que  pidiere  el  que  hubiera  promovido  el  expe- 
diente (art.  1365);  lo  cual  tiene  por  objeto  que 
pueda  ser  encontrado  este  cuando  llegue  el  caso 
de  tener  que  hacerse  uso  de  él , y que  sirvan  los 
testimonios  de  resguardo  y defensa  en  lo  suce- 
sivo de  los  derechos  que  amparan. 

Si  el  promotor  fiscal  opusiere  algunos  reparos, 
hasta  que  se  hayan  subsanado  , caso  de  ser  pro- 
cedentes, no  podrá  dictarse  el  auto  de  aproba- 
ción: art.  1366.  De  las  palabras  de  esta  disposi- 
ción se  deduce,  que  los  reparos  á que  se  refiere 
han  de  ser  subsanables,  por  lo  que  deberán  li- 
mitarse á las  faltas  en  la  forma  del  procr  di- 


miento ; v.  gr.,  á si  no  se  identificó  la  persona  de 
algún  testigo  ó á si  se  omitió  el  juramento  al 
tomar  la  declaración;  dedúcese  también  que  el 
juez  puede  prescindir  de  ellos  si  no  los  juzgara 
procedentes  y dictar  desde  luego  su  providencia, 
aprobando  ó desestimando  la  información,  pues 
no  está  obligado  á seguir  el  dictámen  fiscal  si 
no  lo  creyere  fundado. 

Respecto  de  la  fuerza  y valor  legal  de  las  in- 
formaciones para  perpétua  memoria,  no  se  baila 
determinada  por  la  ley  en  este  título;  pero  lo 
está  en  el  art.  28Ü  de  la  misma,  según  el  cual, 
bajo  la  denominación  de  documentos  públicos  y 
solemnes,  se  entienden  las  actuaciones  judicia- 
les de  toda  especie:  en  su  consecuencia,  á esta 
clase  de  documentos  públicos  pertenecen  las  in- 
formaciones ad  perpetúan , por  ser  actuaciones 
judiciales  con  la  doble  garantía  de  hallarse  pro- 
tocolizadas, según  lo  dispuesto  en  el  art.  1365.  * 
INFORMACION  Ó PAPEL  EN  DERECHO.  El  escrito 
que  hace  el  abogado  á favor  de  su  parte,  des- 
pués de  conclusos  los  autos  para  informar  é ins- 
truir á los  jueces  de  su  derecho,  alegando  leyes, 
decretos,  fueros,  autoridades  y reflexiones.  No 
en  todos  los  pleitos  se  hace  información  de  de- 
recho, sino  gantes)  solo  en  aquellos  en  que  los 
jueces  la  creyesen  necesaria,  declarándolo  así 
la  Sala  á petición  del  interesado  luego  que  se 
acabare  de  ver  el  pleito:  ley  31,  tít.  1.",  lib.  5.°, 
ley  3.a,  tít.  14,  lib.  11,  Nov.  Recop..  y art.  80  del 
decreto  de  26  de  Setiembre  de  1835.  Según  las 
leyes  recopiladas,  no  se  podían  dar  ni  recibir 
en  una  instancia  mas  de  dos  informaciones  en 
derecho  (hoy  no  mas  de  una),  por  cada  parte, 
de  las  cuales  la  primera  no  lia  de  exceder  de 
veinte  hojas  ni  la  segunda  de  doce,  de  letra  y 
papel  ordinario,  impresas  ó manuscritas,  aun- 
que el  pleito  conste  de  muchos  capítulos  inde- 
pendientes unos  de  otros  ó de  diferente  inspec- 
ción cada  uno:  ley  2.a,  tít.  14,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación. Toda  información  en  derecho  debe 
estar  firmada  por  abogado,  debía  contener  al  pié 
ía  expresión  de  haberse  extendido  con  licenciado 
la  Sala  , y pasarse  al  relator  del  pleito  para  que 
cotejando  el  derecho  con  el  hecho,  viese  si  estaba 
conforme  á lo  prevenido  por  la  ley,  y la  repartie- 
ra á los  jueces  que  hubieran  de  dar  sentencia. 
No  viniendo  la  información  con  estas  circunstan- 
, cias,  debía  desecharse;  y todo  io  invertido  en  la 
i impresión  y demás  gastos  ha  de  ser  á costa  del 
! abogado  que  la  firmó  y del  procurador  que  la 
' hubiese  repartido)  leyes  1.a  y 3.a,  tít.  14,  lib.  11, 

’ Nov.  Recop.},  siendo  evidente  que  según  el  espí- 
ritu de  estas  leyes  debe  perder  el  abogado  los 
honorarios  que  hubiese  devengado  por  la  for- 
mación del  papel  en  derecho  que  por  carecer  de 
¿as  mencionadas  circunstancias  no  fuese  admi- 
tida. Las  informaciones  en  derecho  habían  (le 
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entregarse  á los  jueces  dcDtro  de  treinta  dias, 
contados  desde  la  vista  del  pleito , y con  ellas  ó 
sin  ellas  debian  proceder  á determinarlo  dentro 
de  otros  tres  meses,  según  la  ley  31,  tít.  1.  , li- 
bro ú.\  Nov.  iíecop.;  mas  segun  el  art.  80  del 
decreto  de  26  de  Setiembre  de  1835,  debia  dar- 
se la  sentencia  dentro  de  sesenta  días  impro- 
rogables,  contados  desde  el  de  la  vista,  presén- 
tense ó no  las  informaciones  de  las  partes. 

* En  el  dia  han  sufrido  las  disposiciones  ex- 
puestas esenciales  reformas  por  los  arts.  874  al 
884  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se 
lian  trascrito  en  el  artículo  de  esta  obra  A lega- 
ción en  derecho. 

En  primera  instancia  hacen  las  veces  de  las 
informaciones  en  derecho,  los  alegatos  de  Uen 
prolado  (véase  este  artículo  en  la  presente  obra). 

Para  ello  el  juez,  concluido  el  término  de 
prueba,  sin  necesidad  de  ninguna  gestión  de 
loa  interesados , ó sin  sustanciarla , si  se  hicie- 
re, manda  unir  las  pruebas  á los  autos  y en- 
tregar estos  por  su  órden  á las  partes:  art.  318 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  término  para  alegar  de  bien  probado,  es  de 
seis  á veinte  dias,  debiendo  el  juez,  con  presen- 
cia del  volúmen  de  los  autos  y teniendo  en 
cuenta  la  gravedad  de  las  cuestiones  que  se  dis- 
cutan, fijarlo  en  la  providencia  en  que  mande 
hacer  la  entrega.  Si  antes  de  finalizar  el  térmi- 
no se  pidiere  próroga  y el  juez  la  estimare  jus- 
ta, deberá  concederla,  pero  sin  exceder  de  los 
veinte  dias:  art,  326.  En  el  caso  deque  por  el 
volúmen  de  los  autos,  por  la  complicación  del  f 
pleito,  ó por  la  dificultad  de  la  cuestión,  no  bas- 
tare el  término  señalado  en  el  artículo  anterior, 
podrá  el  juez  conceder  otro  nuevo  término,  que 
no  pasará  de  diez  dias:  art.  327. 

Devueltos  los  autos  por  el  actor,  se  entrega- 
rán al  demandado  para  que  alegue  de  bien  pro- 
bado por  igual  término  que  el  que  el  deman- 
dante los  haya  tenido.  Al  devolver  los  autos  con 
su  alegato,  acompañará  una  copia  simple  de  él, 
suscrita  por  el  procurador,  la  cual  se  entregará 
al  demandante;  art.  328.  * 

INFORMACION  DE  POBREZA.  La  justificación  que 
alguno  hace  de  su  falta  de  bienes,  á fin  de  go- 
zar el  privilegio  de  no  usar  en  lo  judicial  sino 
del  papel  sellado  de.  pobres  y de  eximirse  de  pa- 
gar los  derechos  que  se  originan  en  el  segui- 
miento de  algún  pleito  ó recurso. 

La  justificación  de  pobreza  se  hace  con  tres 
testigos  ante  escribano  y con  autoridad  judicial 
si  se  trata  de  asuntos  contenciosos;  ó por  infor- 
me del  párroco  ó de  la  diputación  de  caridad  del 
domicilio  del  pobre  si  las  solicitudes  fueren  de 
otra  clase:  arta.  82  y 83,  ley  11,  tít.  24,  lib.  10, 
Nov.  Recop,,  y art.  60  de  la  Real  cédula  de  12  de 
Mayo  de  1824,  Para  evitar  todo  abuso  que  pueda 


cometerse  suponiendo  una  pobreza  que  en  rea- 
lidad no  haya,  en  perjuicio  de  los  intereses  del 
estado  y de  los  curiales,  parece  necesario  que 
las  informaciones  de  esta  clase  no  se  hagan  sino 
con  citación  y audiencia  de  la  parte  fiscal , así 
como  se  cita  y oye  á la  parte  contraria.  V.  Caso 
de  córte. 

Antiguamente  era  tenida  por  pobre  toda  per- 
sona cuyo  caudal  no  llegaba  á tres  mil  marave- 
dís; flespues  se  dejó  la  calificación  de  la  pobre- 
za al  arbitrio  del  juez,  quien  para  hacerla  to- 
maba en  consideración  la  clase  de  las  personas 
y lo  que  cada  uno  necesitaba  para  su  manuten- 
ción; la  cédula  de  12  de  Mayo  de  1824,  en  su 
art.  61,  quiere  que  se  reputen  pobres  los  jorna- 
leros y braceros  que  se  mantienen  con  su  jornal 
y no  tienen  propiedad  que  produzca  trescientos 
ducados,  las  viudas  que  no  tengan  viudedad  que 
exceda  de  cuatrocientos;  y el  que  tenga  víncu- 
lo, legado  vitalicio,  memoria  ó capellanía,  suel- 
do por  el  Gobierno,  ó renta  de  cualquiera  clase 
que  no  pase  de  trescientos  ducados.  Por  Real 
órden  de  30  de  Setiembre  de  1834,  se  redujeron 
las  cantidades  designadas  en  el  citado  art.  61 
de  la  cédula  de  12  de  Mayo  de  1824,  disponién- 
dose que  no  se  entiendan  comprendidas  en  la 
clase  de  pobres  las  corporaciones  y personas 
que  tengan  renta  de  cualquiera  clase  ó 3ueldo 
por  el  Gobierno,  que  pase  de  ciento  cincuenta 
ducados  anuales  y las  viudas  que  gocen  mas  de 
doscientos  de  viudedad.  G-ozan  también  del  pri- 
vilegio de  pobres,  segun  la  leyó.”,  tít.  35,  lib.  11, 
Nov.  Recop.,  la  mencionada  cédula  de  1824,  y 
Real  órden  de  20  de  Julio  de  1838,  los  hospitales, 
hospicios  y demás  establecimientos  de  benefi- 
cencia. 

Todos  los  que  se  hallan  en  la  clase  de  pobres, 
disfrutan  el  beneficio  de.  no  usar  de  otro  papel 
sellado  en  sus  pleitos  y recursos  que  del  llamado 
de  pobres;  bien  que  si  el  pleito  versare  sobre  in- 
tereses y el  pobre  obtuviese  sentencia  consenti- 
da ó ejecutoriada,  tendrá  que  abonar  el  importe 
del  papel  consumido  en  el  proceso:  art.  60  de 
dicha  cédula  de  12  de  Mayo  de  1824.  Además  de 
este  beneficio,  tienen  el  de  estar  excusados  de 
pagar  en  sus  pleitos  y causas,  derechos  de  juez, 
escribano,  abogado,  procurador,  solicitador  y 
cualquiera  otro  curial,  segun  se  dispuso  en  las 
leyes,  y especialmente  en  el  reglamento  de  ad- 
ministración de  justicia  de  26  de  Setiembre  de 
1835,  cuyo  art.  2.°  decía  así:  «Deberán  los  ma- 
gistrados y jueces,  bajo  la  mas  estrecha  respon- 
sabilidad, cada  uno  en  cuanto  le  pertenezca,  ad- 
ministrar y hacer  que  se  administre  gratuita- 
mente cumplida  justicia  á los  que  segun  las  le- 
yes estén  en  la  clase  de  pobres,  lo  mismo  que  á 
los  que  paguen  derechos,  cuidando  también  de 
que  en  sus  pleitos  y causas  los  defiendan  yayu' 
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den  de  valde,  como  deben,  los  abogados  y curia- 
les.» Mas  si  el  litigio  fuese  sobre  intereses,  y el 
pobre  obtuviere  la  victoria,  deberá  entonces  sa- 
tisfacer los  gastos  y derechos  ocasionados  en  su 
defensa,  así  como  tiene  que  satisfacer  en  tal  caso 
los  del  pape],  Y sí  recayere  condenación  de  cos- 
tas contra  persona  solvente,  ó el  pobre  llegare  h 
mejor  fortuna,  bastante  para  satisfacer  los  dere- 
chos, podrán  exigirlos  en  ambos  casos  el  aboga- 
do y los  curiales:  ordenanzas  de  las  Audiencias 
de  20  de  Diciembre  de  1835:  art.  199.  Y.  Abogado , 
pár.  VIII. 

* Las  disposiciones  posteriores  que  rigen  ac- 
tualmente sobre  esta  materia,  y en  especial  las 
de  las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y criminal, 
se  lian  expuesto  en  el  artículo  de  esta  obra  De- 
fensa por  pobre.  * 

INFORMACION  DE  C0MM000  ET  INC0MM0D0.  La 

averiguación  que  se  hace  para  conocer  las  ven- 
tajas y los  inconvenientes  que  pueden  resultar 
de  alguna  variación  ó mudanza  proyectada  en 
algún  establecimiento  de  la  construcción  de  una 
manufactura,  fábrica,  obrador,  laboratorio  ú otra 
cosa  que  pueda  incomodar  al  vecindario  ó cau- 
sar algún  daño  á la  salud  pública. 

INFORMACION  0E  VITA  ET  MDRISUS.  La  indaga- 
ción ó prueba  que  se  hace  de  la  vida  y costum- 
bres de  alguna  persona , sea  para  admitirle  en 
alguna  comunidad  ó proveerle  en  alguna  digni- 
dad, cargo  ú oficio,  sea  para  conocer  y tomar  en 
cuenta  sus  antecedentes  en  causa  criminal  que 
se  le  sigue.  En  los  juzgados  y tribunales  se  hace 
á veces  de  oficio,  ó bien  se  admite  á instancia  de 
parte,  información  testimonial  de  la  vida  y cos- 
tumbres del  procesado ; pero  como  apenas  hay 
reo  alguno  que  no  pueda  presentar  testigos  que 
por  temor,  condescendencia  ó compasión  decla- 
ren favorablemente  sobre  su  anterior  conducta; 
de  ahí  es  que  esta  información  se  tiene  casi  por 
inútil,  y aun  se  suele  llamar  vulgarmente  la 
prueba  del  gitano.  Lo  que  se  suele  practicar  con 
mas  fruto  en  algunos  juzgados,  es  pedir  informe 
sobre  la  conducta  del  procesado  al  cura  párroco, 
ó al  alcalde  constitucional , al  de  barrio  ó al  de 
cuartel,  ó á otra  autoridad  que  pueda  dar  cono- 
cimiento de  este  punto  ; y si  se  adquiriere  noti- 
cia de  haber  sido  procesado  alguna  otra  vez  el 
reo,  se  pide  y une  á la  sumaria  testimonio  de  la 
causa  y sentencia  dictada  contra  él. 

INFORMACION  SUMARIA.  La  iu vestigaciou  que 
por  la  naturaleza  y calidad  del  negocio  se  hace 
por  el  juez  brevemente  y sin  las  solemnidades 
que  se  observan  regularmente  en  las  demás  in- 
formaciones jurídicas.  Asi,  por  ejemplo,  para 
proceder  á la  prisión  6 arresto  de  uua  persona 
contra  quien  concurren  sospechas  de  haber  co- 
metido un  delito  digno  de  pena  corporal,  se  hace 
una  breve  información  que  produzca  la  realidad 


ó probabilidad  del  hecho  y algún  motivo  ó indi- 
cio para  creer  que  tal  persona  lo  ha  cometido. 
V.  Arrestar  y Juicio  criminal. 

INFORMACIONES.  Suelen  llamarse  asi  en  plural 
las  pruebas  que  se  hacen  de  la  calidad  y cir- 
cunstancias necesarias  en  uu  sugeto  para  algún 
empleo  ú honor. 

INFORMAL.  Lo  que  no  guarda  las  leyes  y cir- 
cunstancias prevenidas,  ó no  está  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  derecho. 

INFORMANTE.  El  que  tiene  el  encargo  y comi- 
sión de  hacer  las  informaciones  de  limpieza  de 
: sangre  ó nobleza , y circunstancias  de  alguna 
persona. 

INFORME.  La  noticia  é instrucción  que  se  da  de 
alguna  cosa.  Todos  los  jueces  inferiores  están 
obligados  á remitir  á la  Audiencia  de  su  territo- 
rio los  informes  y noticias  que  respecto  á la» 
causas  civiles  y criminales  fenecidas  y al  estado 
de  las  pendientes  les  pidiesen  para  promover  la 
administración  de  justicia;  y la  misma  obliga- 
ción tienen  las  Audiencias  para  con  el  Tribunal 
Supremo:  arts.  53,  59  y 92  del  reglamento  de  26 
de  Setiembre  de  1835.  Mas  ni  las  Audiencias  ni 
los  jueces  inferiores  han  de  retardar  ni  suspen- 
der por  eso  el  curso  de  las  causas  pendientes: 
ley  5.',  tít.  2.“,  lib.  4.°,  Yov.  Recop.  V.  Audiencia 
y Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Los  fiscales  del  Tribunal  Supremo  están  auto- 
rizados para  pedir  y exigir  por  sí  á los  fiscales 
de  las  Audiencias,  á los  promotores  fiscales  de 
los  juzgados  inferiores,  y á cualesquier  otros 
funcionarios  públicos,  y estos  tienen  obligación 
de  darles,  en  cuanto  legalmente  puedan,  los  in- 
formes y noticias  que  necesiten  para  el  mejor 
desempeño  de  sus  atribuciones;  la  misma  auto- 
rización tienen  los  fiscales  de  las  Audiencias  con 
respecto  á los  promotores  fiscales  y á cualesquie- 
ra otros  funcionarios,  y los  promotores  fiscales 
con  respecto  á estos  últimos:  arts.  104,  105  y 106 
del  reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835.  Véa- 
m -Fiscal. 

Los  regentes  y los  tribunales  deben  evacuar 
sin  tardanza  y sin  dar  lugar  á recuerdos  los  in- 
formes que  se  les  pidieren  por  el  Gobierno,  y re- 
mitir á aquellos  por  el  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  en  fin  de  cada  mes  una  nota  formal  y 
expresiva  de  todos  los  informes  que  se  hayan  pe- 
dido desde  la  nota  anterior  á los  mismos  regen- 
tes ó á las  Audiencias  plenas  6 á alguna  de  sus 
Salas,  manifestando  los  que  se  hayan  evacuado, 
con  sus  fechas,  y los  que  queden  pendientes,  con 
los  motivos  ó razones  que  hubieren  impedido  su 
despacho.  La  misma  obligación  tienen  los  jueces 
de  primera  instancia  en  cuanto  á los  informes 
que  les  pidan  los  regentes,  las  Audiencias  ó sus 
galas,  debiendo  también  remitir  igual  nota  en 
fin  de  cada  mes  al  regente  respectivo,  quien  en 
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caso  de  morosidad,  ha  de  dar  parte  al  ministerio  j 
para  la  providencia  correspondiente:  Real  órden 
de  1 1 de  Enero  ríe  1836. 

Todas  las  autoridades  políticas  deben  evacuar 
con  la  posible  diligencia  los  informes  que  se  les 
pidieren  directamente  por  el  ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia,  por  los  tribunales  ó por  los  jueces 
de  primera  instancia,  sin  necesidad  de  que  se 
les  dirijan  tales  pedidos  por  conducto  de  la  su- 
perioridad á que  están  subordinadas:  Real  órden  ■ 
de  17  de  Abril  de  1838. 

Ni  en  los  tribunales  de  la  córte  ni  en  otro  al-  ■ 
guno  de  estos  reinos  pueden  los  jueces  ni  escri- 
banos exigir  derechos,  con  cualquier  nombre 
que  sea,  por  los  informes  que  el  Rey  ó las  auto- 
ridades superiores  pidan  á las  subalternas  gra- 
dualmente, pues  que  deben  tenerse  y reputarse 
siempre  como  trabajos  de  oficio  los  que  se  pres- 
taren, sean  los  negocios  de  que  en  los  informes 
se  trata  de  partes  ó á resultas  de  quejas  de  es- 
tas; en  inteligencia  de  que  el  inobediente  á esta 
soberana  resolución  pagará  el  cuatro  tanto  de  lo 
que  hubiere  percibido,  y las  demás  penas  según 
el  caso:  circular  del  Consejo  Real  de  9 de  No- 
viembre de  1819. 

* Respecto  de  los  informes  ó estados  que  de- 
ben remitir  los  jueces  inferiores  á ios  superiores 
de  los  juicios  sobre  faltas,  sumarios  y causas  fe- 
necidas y recursos  fallados , se  han  dictado  las 
siguientes  disposiciones  en  los  arts.  141  á 149  in- 
cluidos en  el  capítulo  10,  titulo  preliminar  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  que  versa  sobre 
las  obligaciones  de  los  jueces  y magistrados  re- 
lativas á la  formación  de  la  estadística  judicial. 

Los  jueces  municipales  tendrán  obligación  de 
remitir  cada  mes  al  presidente  del  tribunal  del 
partido  un  estado  de  todos  los  j uicios  sobre  fal- 
tas que  durante  el  mes  se  hubiesen  celebrado: 
art,  141. 

Los  presidentes  de  tribunales  de  partido  remi- 
tirán cada  trimestre  al  presidente  de  la  Audien- 
cia un  estado  resúmen  de  los  mensuales  que  hu- 
biesen recibido  de  los  jueces  municipales:  ar- 
tículo 142. 

Los  jueces  de  instrucciou  remitirán  ¡neusual- 
mente  al  presidente  del  tribunal  del  partido  un 
estado  de  los  sumarios  principiados,  pendientes 
y Conclusos  durante  el  mes:  art.  143. 

Los  presidentes  de  tribunales  de  partido  remi-  ; 
tiran  al  de  la  Audiencia  cada  trimestre  un  es- 
tado resúmen  de  los  que  hubiesen  recibido  men- 
sualmente de  los  jueces  de  instrucción:  art.  144. 

Remitirán  también  dichos  presidentes  al  de  la 
Audiencia  un  estado  de  las  causas  pendientes  y 
terminadas  ante  su  tribunal  en  cada  trimestre: 
art.  145. 

Las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Audiencias  re- 
mitirán asimismo  á los  presidentes  de  estas  los 


correspondientes  estarlos  de  las  causas  también 
pendientes  A por  ellas  terminadas  durante  el 
trimestre,  con  la  debida  separación  de  las  que 
hubiesen  sido  sometidas  á la  Sala  solamente,  y 
de  las  que  lo  hubiesen  sido  á la  Sala  con  el  ju- 
rado: art  146. 

Los  presidentes  de  Audiencia  remitirán  al  mi- 
nisterio de  Gracia  y J usticia , todos  en  el  primer 
mes  de  cada  trimestre,  estados  resúmenes  de  los 
que  hubieren  recibido  de  los  presidentes  de  los 
tribunales  de  partido  y de  las  Salas  de  lo  crimi- 
nal: art.  147. 

La  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  remi- 
tirá al  ministerio  de  Gracia  y Justicia  un  estado 
de  los  recursos  de  casación  ante  ella  pendientes 
y por  ella  fallados  durante  el  trimestre.  Cuando 
la  Sala  de  lo  criminal  de  cualquiera  Audiencia, 
ó la  segunda  del  Tribunal  Supremo,  ó este  cons- 
tituido en  pleno,  principiare  ó fallare  alguna 
causa  criminal  contra  cualquiera  de  las  perso- 
nas comprendidas  en  el  núm.  3.°  del  art.  276,  y 
en  losj  arts.  281  y 284  de  la  ley  de  organización 
del  poder  judicial,  lo  pondrá  inmediatamente 
en  conocimiento  del  ministerio  de  Gracia  y Jus- 
ticia , remitiendo  testimonio  de  la  sentencia: 
artículo  148. 

Por  el  ministerio  de  Gracia  y Justicia  se  pu- 
blicará periódicamente  el  resúmen  general  de 
la  estadística  criminal  en  el  territorio  de  la  Pe- 
nínsula é Islas  adyacentes:  art.  149. 

El  tribunal  que  dictare  sentencia  condenato- 
ria firme  en  cualquiera  causa  criminal,  remitirá 
testimonio  de  la  parte  dispositiva  de  la  misma 
al  juez  de  instrucción  del  lugar  en  que  se  hu- 
biese formado  el  sumario:  art.  150. 

Los  tribunales  deben  también  evacuar  los  in- 
formes que  les  pida  el  Gobierno  sobre  la  con- 
ducta y antecedentes  de  los  procesados  ó conde- 
nados que  solicitaren  indulto,  y asimismo  los 
informes  ó consultas  que  aquel  les  pidiere  rela- 
tivos á la  administración  de  justicia,  insertando 
en  ellos  los  votos  particulares  de  los  magistra- 
dos que  disientan  con  los  fundamentos  en  que 
estos  los  apoyen,  y los  dictámenes  fiscales  cuan- 
do los  hubiere:  art.  21  de  las  ordenanzas  de  las 
Audiencias.  Yéase  los  artículos  respectivos  de 
esta  obra  Juez  municipal,  Juez  de  partido,  Juez 
de  instrucción , Magistrado  y Audiencia,  donde  se 
exponen  sus  atribuciones.  * 

INFORME.  La  exposición  que  al  tiempo  de  la 
vista  de  una  causa  civil  ó criminal  hace  verbal- 
mente en  estrados  el  abogado  de  cuanto  conduce 
á la  defensa  de  su  cliente;  como  asimismo  la  que 
hace  en  igual  acto  y en  su  caso  el  Ministerio 
fiscal  de  las  razones  que  le  asisten  en  defensa  de 
los  intereses  del  Estado  ó de  la  vindicta  pública- 
\ . Aloyado,  pár.  5.'J,  obligaciones  8.",  11."  y 12.*> 
pár.  8.",  órden  de  las  Audiencias,  núins.  193, 
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194,  195,  196  y 201;  y el  primer  artículo  de  lapa-  tificacion  ú otras  dirigidas  por  oficiales  del  mis- 

labra  Autoridad , hácia  el  fin.  mo  cuerpo  (art.  3.°);  bien  que  si  los  trabajadores 

* INFORME  PERICIAL.  Y.  Peritos.  * fuesen  presidiarios,  solo  estaban  bajo  la  juris- 

INFRACGION.  La  trasgresion , violación  ó que-  dicción  de  los  ingenieros  durante  las  lloras  de 

brantamiento  de  alguna  ley,  pacto  ó tratado.  trabajo , según  se  declaró  por  Reales  órdenes  de 

Toda  persona  es  responsable  de  la  infracción  de  2o  de  Febrero  de  1894  y 23  de  Agosto  de  1805. 
las  leyes,  así  como  de  la  de  los  contratos  que  Conocían  asimismo  dichos  juzgados  de  los  in- 
hubiese celebrado,  é incurre  en  las  penas  que  ventarlos,  testamentarías  y abintestatos  de  to- 

respectivamente  estuvieren  señaladas,  ó á lo  dos  los  individuos  que  quedan  expresados , en- 
menos en  la  obligación  de  resarcir  los  daños  y tendiéndose  en  cuanto  k las  mujeres  si  fallecie- 

perjuicios  que  de  su  infracción  se  siguieren.  ran  durante  el  matrimonio,  pues  si  eran  viudas 

«Los  jueces  son  responsables  personalmente  de  el  conocimiento  de  todas  sus  causas  correspon- 

toda  infracciou  de  ley  que  cometan:»  art..  67  de  dia  á la  jurisdicción  militar  ordinaria:  art.  4.° 
la  Constitución  de  1837.  V.  C'utpa,  Contrato , De-  ■ El  conocimiento  de  todas  las  causas  sobre  robo 
Uto  y Juez.  Véase  ley  de  22  de  Marzo  de  1837.  ¿ insulto  hecho  en  los  almacenes,  maestranzas, 

1NFRAGANTE.  Coger  á uno  infragante  es  sor-  parques , obras , fábricas  y escuelas  militares  á 

prenderle  en  el  mismo  hecho,  es  decir,  en  el  cargo  del  cuerpo  de  ingenieros , guardias  y sal- 

punto  ó instante  de  la  ejecución  del  delito.  Véa-  vaguardias  de  zapadores  y minadores,  y el  de 

se  Flagrante  delito.  las  que  resultaren  por  incidentes  ó descuidos 

INFURCION.  Cierto  tributo  anual  que  pagaban  que  hayan  dado  ocasión  á estos  delitos,  corréa- 
los colonos  al  señor  de  un  lugar  en  dinero  ó es-  pondia  exclusivamente  á los  juzgados  de  este 

pecie  por  razón  del  solar  de  las  casas  que  cons-  cuerpo,  aun  cuando  los  reos  fueran  de  distinta 

trnian.  Lo  que  estaba  sujeto  A este  tributo  se  jurisdicción , así  en  ludias  como  en  España:  ar- 
llamaba infurcioniego.  : tículo  5.° 

INGENIEROS.  Cuerpo  facultativo  del  ejército,  á Siempre  que  resultaba  complicidad  de  reos  y 
cuyo  cargo  está  la  dirección  y ejecución  de  los  ser  alguno  individuo  ó dependiente  del  cuerpo 

edificios  militares  y de  todas  las  obras  de  fortifi-  de  ingenieros,  debía  ser  reclamado  en  el  juzga- 

cacion  para  la  defensa  y ataque  de  las  plazas  y do  ó consejo  ordinario  de  este,  según  la  calidad 

campamentos.  del  delito,  pues  habían  de  ser  juzgados  todos 

El  cuerpo  de  ingenieros  tenia  como  el  de  ar-  por  dicho  cuerpo,  sin  que  sobre  ello  pudiera 

tillería,  jurisdicción  privativa  sobre  sus  indívi-  formarse  competencia,  porque  como  privilegia- 

dúos  y dependientes,  conforme  al  reglamento  do  tenia  acción  atractiva.  Mas  no  se  entendía 

décimo  de  la  ordenanza  que  se  le  expidió  en  esta  atracción  cuando  alguno  de  los  reos  era  ín- 

11  de  Julio  de  1803.  Para  ejercerla  había  en  la  ¡ dividuo  de  las  tropas  de  casa  real  ó del  cuerpo 

córte  uu  j uzgado  general , compuesto  del  ínge-  de  artillería;  pues  en  el  primer  caso  correspondía 
mero  general,  del  asesor  general  (que  debia  ser  el  conocimiento  de  todos  al  juzgado  de  las  tro- 

siempre  un  ministro  del  Supremo  Tribunal  de  pas  de  casa  real,  y en  el  segundo  al  del  cuerpo 

Guerra  y Marina),  de  uu  abogado  fiscal  y de  un  cuyo  jefe  hubiera  dado  las  primeras  disposicio- 

escribano;  y en  cada  snbinspeccion  o coman-  lies  para  la  averiguación  del  delito:  arts.  7."  y 8." 

dancia  un  juzgado  subalterno,  compuesto  del  Cuando  se  bailaban  algunas  tropas  del  ejército 
director  inspector  ó ingeniero  comandante,  de  ¿individuos  de  ellas  agregados  al  regimiento  do 

un  asesor,  un  abogado  fiscal  y un  escribano.  En  zapadores  ó haciendo  otro  servicio  del  cuerpo  de 

cada  uno  de  los  parajes  donde  el  cuerpo  de  in-  ■ ingenieros,  disfrutaban  durante  su  agregación 
genieros  tiene  á su  cargo  escuelas  militares  ha-  \ de  los  mismos  fueros  y preeminencias  y estaban 
bia  también  un  juzgado  especial  para  ellas  com-  sujetos  al  juzgado  de  este  cuerpo  y á sus  eonse- 

puesto  de  su  director  y de  igual  uúmero  y cali-  jos  de  guerra  ordinarios  en  todo  aquello  que  til- 
dad de  individuos  que  los  otros:  arts.  ].“  y 2.’'  viese  conexión  coa  dicho  servicio;  pero  en  ios 

Así  el  juzgado  de  la  córte  como  los  subaltcr-  demás  delitos  estaban  al  de  los  cuerpos  res- 

nos  conocían  privativamente  en  sus  respecti-  pectivos  del  ejército  de  que  eran  individuos  los 

vos  distritos  de  todas  las  causas  civiles  y crimi-  reos , por  los  cuales  habían  de  ser  juzgados;  ór- 
nales en  que  eran  demandados  ó reos  tos  indívi-  líenlo  9.” 

dúos  empleados  y dependientes,  así  del  ramo  1 Todos  las  instancias  judiciales  debían  dirigir- 
militar  como  los  demás  que  comprende  dicho  se  en  la  córte  al  ingeniero  general , según  la  ca- 
euerpo,  inclusas  sus  mujeres,  hijos  y criados  lidad,  y en  las  provincias  á los  respectivos  jefes, 

asalariados  en  servicio  actual,  alumnos  y de-  quienes  las  pasaban  á los  asesores  con  ei  con  da- 

pendientes  de  los  indicados  colegios  ó escuelas  ccnte  decreto  para  que  oyesen  á los  interesados 

militares  y los  asentistas,  empleados  y operarios  y proveyesen  lo  que  correspondiera  á justicia 

que  se  hallasen  trabajando  en  las  obras  de  for-  j hasta  verificar  la  sentencia,  que  halda  de  ex- 
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tenderse  á nombre  del  jefe,  pasándosela  á este 
para  que  la  firmara  antes  de  su  publicación:  ar- 
tículo 25. 

Las  apelaciones  que  en  su  caso  y lugar  se  in- 
terpusiesen por  los  reos  y partes  interesadas  ha- 
bian  de  ser  precisamente , según  el  art.  26,  para 
el  Consejo  Supremo  de  la  Guerra  donde  se  eje- 
cutoriaban los  pleitos  y causas.  Pero  por  Real 
órdeu  de  19  de  Setiembre  de  1807,  queriendo  el 
Rey  uniformar  los  juzgados  privativos  de  los 
cuerpos  de  artillería  y de  ingenieros,  se  sirvió 
resolver:  Que  en  todas  las  causas  civiles  y cri- 
minales en  que  fueran  reos  demandados  los  in- 
dividuos y dependientes  del  cuerpo  de  ingenie- 
ros, en  lugar  de  lo  prevenido  en  dicho  art.  26, 
conociese  el  juzgado  general  de  este  cuerpo 
establecido  en  Madrid,  con  inhibición  absoluta 
del  Supremo  Consejo  de  la  Guerra;  y que  las 
sentencias  que  fueren  consultadas,  y recayese 
en  ellas  su  real  aprobación,  quedarán  ejecuto- 
riadas. Que  todas  las  apelaciones  que  se  in- 
terpusiesen de  los  juzgados  provinciales  en  Es- 
paña fueran  y se  admitiesen  en  su  caso  y lugar 
para  el  juzgado  general  establecido  en  Madrid, 
donde  se  ejecutoriaran  los  pleitos  y causas  con 
arreglo  ¿justicia,  dejando  expedito  á las  partes 
el  recurso  á S.  M.,  según  tuvo  á bien  determi- 
nar para  el  juzgado  del  cuerpo  de  artillería  en 
órdeu  de  20  de  Febrero  del  mismo  año : Que  por 
lo  respectivo  á la  división  dei  propio  cuerpo  de 
ingenieros  de  Indias,  quedase  á la  parte  que  se 
considerase  agraviada  de  las  sentencias  dadas 
en  primera  instancia  por  ios  juzgados  provin- 
ciales del  mismo  cuerpo,  la  libertad  de  interpo- 
ner la  apelación,  ya  fuese  en  el  juzgado  general 
de  Madrid,  ó ya  en  el  tribunal  inmediato  de  los 
vireyes,  capitanes  generales  y gobernadores  in- 
dependientes que  previene  la  Real  órden  de  4 
de  Febrero  de  1805  para  el  cuerpo  de  artillería; 
y cuando  los  interesados  se  sintiesen  aun  agra- 
viados de  las  sentencias  pronunciadas  por  al- 
guno de  los  dos  tribunales,  tuviesen  también 
expedito  el  ultimo  recurso  de  súplica  á S.  H., 
según  estaba  mandado  observar  al  cuerpo  de 
artillería  por  la  enunciada  Real  órden  de  10  de 
Febrero  de  1807. 

Se  exceptuaban  del  conocimiento  de  la  juris- 
dicción de  ingenieros  en  lo  civil,  entre  otras,  las 
demandas  sobre  mayorazgos , tanto  en  posesión 
como  en  propiedad,  las  de  particiones  de  heren- 
cias como  estas  no  proviniesen  de  disposiciones 
testamentarias  de  los  mismos  ingenieros;  y en 
lo  criminal,  entre  otros,  los  delitos  cometidos 
antes  del  alistamiento  de  los  mismos  aforados,  y 
los  que  provinieran  de  algún  empleo  político 
extraño  a la  jurisdicción  del  cuerpo.  En  fin, 
tanto  en  lo  civil  como  en  lo  criminal,  se  excep- 
tuaban de  esta  jurisdicción  los  mismos  negocios 
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y delitos  que  estaban  exceptuados  de  la  de  los 
juzgados  de  artillería,  según  el  art.  28. 

* Proclamado  el  principio  de.  la  refundición 
de  fueros  especiales  en  el  ordinario  por  el  decre- 
to de  6 de  Diciembre  de  1868,  siguió  la  misma 
tendencia  la  jurisdicción  militar  y por  decreto 
de  16  de  Abril  de  1869,  se  dispuso  la  supresión 
de  los  fueros  especiales  de  los  cuerpos  de  ar- 
tillería é ingenieros,  y sujetos  todos  los  indivi- 
duos que  actualmente  los  distrutan  á la  juris- 
dicción única  de  guerra;  quedando  igualmente 
suprimido  el  fuero  atractivo  que  competía  á las 
expresadas  jurisdicciones. 

Sin  embargo  de  la  supresión  de  los  fueros  es- 
peciales, compete  á los  cuerpos  de  artillería  á 
ingenieros  la  formación  de  sumarias  sobre  robo, 
incendio  ó insulto  hecho  en  los  almacenes, 
maestranzas,  parques,  fábricas,  y salvaguardias 
de  los  mismos,  las  que  instruidas  que  sean,  han 
de  elevarlas  en  consulta  al  capitán  general  del 
distrito  para  que  oyendo  á su  auditor  dicte  la 
providencia  que  proceda. 

Cuando  las  tropas  de  infantería,  caballería  y 
demás  institutos  del  ejército  se  hallen  agrega- 
. dos  al  servicio  de  los  cuerpos  de  artillería  é.  in- 
genieros, quedarán  sujetos  á los  mismos  por  los 
delitos  y faltas  que  cometan  en  infracción  de 
dicho  servicio,  y la  revisión  de.  la  sentencia, 
competirá  al  Capitán  general  del  distrito;  pero 
de  los  demás  delitos  y faltas  en  que  incurrieran, 
que  no  tengan  relación  con  el  servicio  especial 
á que  se  hallan  destinadas,  conocerán  los  cuer- 
pos á que  pertenezcan,  con  arreglo  á derecho. 
V.  Jurisdicción  militar.  * 

INGENUIDAD.  El  estado  ó condición  del  que  ha 
nacido  libre.  Llámase  así,  en  contraposición  al 
estado  y condición  del  que  ha  conseguido  su  li- 
bertad por  manumisión. 

INGÉNU0.  El  que  nació  libre  y no  ha  perdido 
su  libertad.  Entre  los  Romanos,  los  hombres  eran 
libres  ó esclavos,  y los  hombres  libres  eran  iu 
génuos  ó libertinos.  Los  ingénuos  eran  los  que, 
habiendo  nacido  libres,  no  habían  caído  jamás 
en  servidumbres;  y los  libertinos,  por  el  contra- 
rio, eran  los  que,  hallándose  en  servidumbre, 
habían  sido  puestos  en  libertad  por  su  señor. 
Nuestras  leyes  adoptaron  las  disposiciones  de 
las  romanas;  pero  como  entre  nosotros  ya  no 
hay  esclavitud , apenas  queda  vestigio  de  esta 
clasificación  sino  en  las  colonias.  V.  Esclavitud. 
INGLÉS.  Todo  súbdito  del  Rey  de  Inglaterra. 
Cuando  en  algún  punto  de  los  dominios  espa- 
ñoles fallece  abintcstato  algún  inglés  transeún- 
te, esto  es,  algún  inglés  que  no  esté  avecindado 
y arraigado  en  ellos  con  ánimo  de  perseverar  en 
los  mismos  (ánimo  que  debe  presumirse  del  lar- 
go trascurso  del  tiempo,  si  es  que  no  consta  de 
otro  modo),  puede  el  cónsul,  vice-cónsul,  ú otro 
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ministro  que  hubiere  de  su  nación,  inventariar 
sus  bienes,  papeles  y libros  de  cuentas,  y depo- 
sitarlos en  poder  de  dos  ó tres  comerciantes  para 
entregarlos  á su  tiempo  á sus  herederos  ó acree- 
dores, con  arreglo  al  art.  34  de  la  paz  ajustada 
con  Inglaterra  en  Utrech. 

La  justicia  ordinaria  del  pueblo  debe  hacer,  al 
mismo  tiempo  que  el  cónsul  ó ministro  inglés, 
otro  inventario  de  dichos  bienes  y papeles  del 
abintestato  para  evitar  ocultaciones  de  ellos  y 
perjuicios  de  tercero,  embargándolos  en  los  mis- 
mos comerciantes  en  quienes  se  hiciere  el  depó" 
sito,  y llamando  por  edictos  k los  acreedores  del 
difunto  para  que  acudan  dentro  de  cierto  térmi- 
no competente  k deducir  sus  acciones. 

No  compareciendo  acreedor  alguno  dentro  de 
los  términos  asignados,  ó satisfechos  ya  los  cré- 
ditos de  los  que  hubiesen  comparecido,  debe  al- 
zarse el  embargo  y dejarse  libres  los  bienes  y 
papeles  al  ministro  inglés  para  que  pueda  remi- 
tirlos ó entregarlos  á los  herederos  del  difunto 
abintestato  ó á quien  por  derecho  se  debieren: 
decreto  de  20  de  Noviembre  de  1724,  ó ley  4.% 
tit.  11,  lib.  6.%  Noy.  Recop.  V.  Extranjero. 

INGRATITUD.  El  desagradecimiento,  olvido  ó 
desprecio  de  los  beneficios  recibidos.  La  ingra- 
titud es  justa  causa  para  revocar  una  donación 
entre  vivos,  aunque  esta  sea  irrevocable  por  su 
naturaleza,  como  igualmente  para  desheredar  á 
una  persona  que  tiene  derecho  á la  succesion,  y 
aun  para  perder  la  herencia  ya  adquirida.  Véa- 
se Donación.  — Desheredación. — Heredero  y He- 
renda. 

INHÁBIL.  El  que  es  incapaz  de  hacer  ó recibir 
alguna  cosa.  El  impotente  es  inhábil  para  el 
matrimonio;  el  hijo  desheredado  por  justa  causa 
es  inhábil  para  succeder  á su  padre;  el  menor  de 
catorce  y doce  años  es  inhábil  para  testar;  el 
condenado  por  delitos  infamantes  es  inhábil  para 
obtener  empleos  honoríficos,  etc. 

* INHABILITACION  PARA  CARGO  PÚBLICO,  DERECHO 
DE  SUFRAGIO,  PROFESION  Ú OFICIO  {Denade).  Una 
de  las  que  establece  el  Código  penal  para  el  cas- 
tigo de  los  delitos.  Es  pena  aflictiva  principal, 
y también  accesoria  en  los  casos  en  que,  no  im- 
poniéndola especialmente  la  ley,  declara  que 
otras  penas  la  lleven  consigo  : arts.  26  y 28  del 
Código  penal  reformado  en  1870. 

La  pena  de  inhabilitación  es  de  varias  clases: 
absoluta  perpétua,  absoluta  temporal,  especial 
perpétua  y especial  temporal.  La  inhabilitación 
absoluta  constituye  los  dos  primeros  grados  de 
la  escala  5.’  gradual  de  penas,  y la  especial  los 
dos  primeros  grados  de  la  escala  6.a:  arts.  26 
y 92. 

La  pena  de  inhabilitación  absoluta  perpétua 
producirá  los  efectos  siguientes:  l.°  La  privación 
de  todos  los  honores  y de  los  cargos  y empleos 
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públicos  que  tuviere  el  penado,  aunque  fueren 
de  elección  popular.  En  la  privación  de  los  ho- 
nores no  se  entiende  comprendido  el  ejercicio 
de  la  profesión  del  penado,  v.  gr.,  de  abogado, 
médico,  etc.  2.'  La  privación  del  derecho  de  ele- 
gir y ser  elegido  para  cargos  públicos  de  elec- 
ción popular.  Tales  son  los  cargos  generales, 
provinciales  y municipales.  Respecto  del  cargo 
de  ser  jurado,  aunque  no  es  de  elección  popular, 
no  podia  ejercerlo  el  penado  á inhabilitación 
perpétua.  por  ser  esta  pena  aflictiva  y prohibir 
el  art.  666  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
ejercer  dicho  cargo  al  sentenciado  á ella.  3 ° La 
incapacidad  para  obtener  los  honores,  cargos, 
empleos  y derechos  mencionados.  Esto  se  funda, 
en  que  seria  enteramente  ilusoria  la  pena  de 
privación  de  dichos  honores,  etc.,  si  se  pudieran 
obtener  otros  de  la  misma  clase  durante  el  cum- 
plimiento de  la  condena.  4.“  La  pérdida  de  todo 
derecho  á jubilación,  cesantia  ú otra  pensión 
por  los  empleos  que  hubiere  servido  el  penado 
con  anterioridad,  sin  perjuicio  de  la  alimenticia 
que  el  Gobierno  podrá  concederle  por  servicios 
eminentes.  No  se  comprenden  en  esta  disposi- 
ción los  derechos  ya  adquiridos  al  tiempo  de  la 
condena  por  la  viuda  é hijos  del  penado:  art.  33. 
La  pérdida  del  derecho  de  jubilación,  cesantia  ó 
pensión  del  penado,  es  sobrado  dura,  por  cons- 
tituir una  especie  de  confiscación  contraria  á los 
principios  constitucionales,  puesto  que  puede 
llegar  hasta  la  injusticia,  si  afecta  á individuos 
inocentes  de  la  familia  del  penado. 

Para  ejecutar  la  pena  de  inhabilitación  abso- 
luta perpétua,  dispondrá  el  tribunal  que  se  pu- 
blique testimonio  de  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia  en  los  Boletines  oficiales  de  las  provin- 
cias en  que  se  hubiese  seguido  la  causa  y en 
que  hubiese  nacido  el  reo  ú obtenido  domicilio. 
Cuando  las  circunstancias  del  caso  lo  exigieren, 
á juicio  del  tribunal,  se  publicará  también  dicho 
testimonio  en  la  Gacela  de  Madrid:  art.  914  déla 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872. 

La  pena  de  inhabilitación  absoluta  temporal 
producirá  los  mismos  efectos  que  la  inhabilita- 
ción absoluta  perpétua,  menos  el  marcado  en  el 
número  4.°,  y limitándose  los  de  los  nums.  2.  y 
3."  al  tiempo  que  durase  la  condena. 

La  inhabilitación  absoluta  temporal  dura  de 
seis  años  y un  dia  á doce  años,  período  que  se 
distribuye  en  tres  grados,  mínimo,  medio  y má- 
ximo, comprendiendo  el  mÍDinio , de  seis  años 
y un  dia  ó ocho  años;  el  medio,  de  ocho  años  y 
un  dia  á diez  años;  y el  máximo,  de  diez  años  y 
un  dia  i doce  años:  pár.  4.°  del  art.  29  y tabla 
demostrativa  del  97  del  Código  penal  de  1870, 
Mas  esto  se  entiende  cuando  dicha  pena  se  im- 
pone como  principal,  pues  si  se  impusiere  como 
accesoria  de  otras  penas  tiene  la  duración  que 
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órdenes  hubiese  estado  y al  ministro  á cuyo  de- 


respectivamente se  halle  determinada  porjla  ley: 
art.  30  y sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  23 
de  Junio  de  1871. 

La  inhabilitación  especial  perpetua  para  car- 
gos públicos  producirá  los  efectos  siguientes: 

l.“,  la  privación  del  cargo  ó empleo  sobre  que 
recayere  y de  los  honores  anejos  á él;  2.“,  la  in- 
capacidad de  obtener  otros  análogos:  art.  34.  El 
Código  penal  de  1850  referia  esta  segunda  inca- 
pacidad á otros  empleos  en  la  misma  carrera  so- 
bre que  recai a la  inhabilitación,  lo  cual  daba 
lugar  á la  errónea  interpretación,  de  que  esta 
disposición  se  referia á las  carreras  civil,  militar, 
administrativa,  etc.,  aun  cuando  hubiera  ana- 
logía entre  unos  y otros  empleos.  Atendiéndose 
hoy  á la  analogía,  tendrá  incapacidad,  por  ejem- 
plo , un  juez  del  fuero  común  á quien  se  hubie- 
re impuesto  la  pena  de  inhabilitación  especial 
de  este  cargo,  para  ejercer  el  de  fiscal  militar  ó 
el  de  consejero  de  Estado,  no  obstante  pertene- 
cer estos  cargos  á distinta  carrera,  mucho  mas 
si  la  inhabilitación  se  impuso  á causa  de  un  de- 
lito proveniente,  no  tanto  de  los  actos  ó cir- 
cunstancias especiales  del  cargo  civil,  militar  ó 
administrativo,  cuanto  de  ios  referentes  al  ca- 
rácter de  todo  juzgador. 

La  inhabilitación  especial  perpétua  para  el 
derecho  de  sufragio  privará  perpétuamente  al 
penado  del  derecho  de  elegir  y ser  elegido  para 
el  cargo  público  de  elección  popular  sobre  que 
recayere:  art.  35. 

La  inhabilitación  perpétua  especial  para  pro- 
fesión ú oficio  privará  al  penado  perpétuamente 
de  la  facultad  de  ejercerlos:  art.  41,  pár.  1.’  Las 
profesiones  y oficios  á que  se  refiere  esta  dis- 
posición son  aquellas  para  cuyo  ejercicio  se  ne- 
cesita autorización  pública,  por  versar  sobre 
carreras  públicas  y sobre  intereses  de  la  justicia 
ó de  la  administración:  tales  son  las  carreras  de 
abogado,  de  médico,  de  corredor,  etc,;  pero  no 
á los  oficios  mecánicos  que  sin  atribuir  carác- 
ter público  tienen  por  objeto  procurar  la  sub- 
sistencia; la  inhabilitación  para  tales  oficios  re- 
duciría á los  que  los  ejercen  á la  ociosidad  ó á 
la  mendicidad. 

Cuando  se  impusiere  la  pena  de  inhabilitación 
especial  perpétua  para  el  ejercicio  de  algún 
cargo  público  , derecho  de  sufragio  activo  ó pa- 
sivo, profesión  ú oficio,  previene  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  en  su  art.  915,  además  de 
disponer  el  tribunal  la  publicación  prevenida 
en  el  art.  914,  expuesto  al  tratar  de  la  ejecución 
de  la  sentencia  de  inhabilitación  absdluta  per- 
pétua: 

1.  Que  se  comunique  á la  autoridad  supe- 
rior de  la  provincia , donde  el  reo  desempeñare 
ó hubiere  desempeñado  el  cargo  público  para  el 
que  se  le  inhabilite:  al  jefe  á cuyas  inmediatas 


partamento  correspondiere  el  cargo  , para  que 
dispongan  qne  se  anote  la  sentencia  en  el  ex- 
pediente personal  de  inhabilitado. 

2. °  f^ue  se  remita  igual  comunicación  al  al- 
calde ó juez  municipal  del  domicilio  del  penado, 
ó los  del  lugar  donde  tuviese  reconocido  el  de- 
recho de  sufragio,  ó (antes)  donde  tenia  aptitud 
de  ser  jurado,  puraque  se  excluya  de  las  listas 
respectivas  y se  tome  razón  de  la  condena. 

3. °  Que  se  comunique  también  la  inhabilita- 
ción al  jefe , si  lo  hubiere,  de  la  clase  á que  cor- 
respondiese el  reo. 

4. °  Que  se  recoja  el  título  en  cuya  virtud 
ejerciera  el  reo  la  profesión  ú oficio  para  que  se 
le  hubiese  inhabilitado. 

5. °  Que  se  oficie  á la  autoridad  gubernativa 
de  la  provincia  para  que  recoja  ó disponga  que 
no  se  expida  la  patente  en  que  se  facultase  ó hu- 
biere de  facultar  al  reo  para  ejercer  la  profesión 
ú oficio  objeto  de  la  inhabilitación. 

6. “  Que  se  oficie  asimismo  á la  autoridad  que 
hubiere  expedido  el  título  ó patente  para  que  en 
su  matriz  se  anote  en  debida  forma  la  inhabili- 
tación. 

La  inhabilitación  especial  temporal  para  car- 
go público  producirá  los  mismos  efectos  que 
la  inhabilitación  especial  perpétua  para  dichos 
cargos,  limitados  al  tiempo  que  durare  la  con- 
dena: art.  36  del  Código  penal. 

La  inhabilitación  especial  temporal  para  el 
derecho  de  sufragio , privará  al  penado  durante 
el  tiempo  de  la  condena  del  derecho  de  elegir  y 
ser  elegido  para  el  cargo  público  de  elección 
popular  sobre  que  recayere:  art.  37. 

La  inhabilitación  temporal  especial  para  pro- 
fesión ú oficio  privará  al  penado  de  la  facultad 
de  ejercerlos  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

La  inhabilitación  especial  temporal  dura  el 
mismo  tiempo  y se  distribuye  eu  los  mismos 
grados  que  la  absoluta  temporal.  Véase  el  ar- 
tículo 97  del  Código  penal. 

Cuando  se  impusiere  la  pena  de  inhabilitación 
especial  temporal  para  el  ejercicio  de  cargo  pú- 
blico, derecho  de  sufragio  activo  ó pasivo  , pro- 
fesión ú oficio , 'mandará  el  tribunal  que  se  pon- 
ga en  conocimiento  del  jefe  inmediato  ó del  juez 
municipal  del  domicilio  del  reo  en  el  primer 
caso;  de  la  autoridad  gubernativa  del  pueblo  de 
su  domicilio,  en  el  segundo ; y del  jefe  de  la  clase 
y de  la  autoridad  administrativa  del  mismo  pue- 
blo, en  el  tercero,  para  que  recoja  ó disponga 
que  no  se  dé  patente  al  reo  para  ejercer  dicha 
profesión  ú oficio  durante  el  tiempo  de  la  inha- 
bilitación: art.  916  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 

Las  mismas  disposiciones  adoptará  el  tribunal 
cuando  impusiere  las  penas  de  inhabilitación 
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como  accesorias  de  otras  mayores:  artículo  918. 

Las  autoridades  á quienes  se  dirigieren  las 
comunicaciones  referidas  en  los  artículos  ante- 
riores, acusarán  inmediatamente  recibo  de  ellas, 
poniendo  en  conocimiento  del  tribunal  ó juez 
correspondiente  la  ejecución  de  lo  que  se  les 
hubiese  encargado,  con  expresión,  en  su  caso, 
del  establecimiento  penal  adonde  el  reo  hubiese 
sido  destinado.  Estas  comunicaciones  de  las  au- 
toridades gubernativas  se  unirán  á la  causa  para 
acreditar  la  ejecución  de  la  sentencia:  art.  919. 

Cuando  la  pena  de  inhabilitación  en  cual- 
quiera de  sus  clases,  recayere  en  personas  ecle- 
siásticas , se  limitarán  sus  efectos  á los  cargos, 
derechos  y honores  que  no  tuvieren  por  la  Igle- 
sia, y á la  asignaciou  que  tuvieren  derecho  á 
percibir  por  razón  de  su  cargo  eclesiástico:  art.  40 
del  Código.  Esta  disposición  solo  priva  á los  ecle- 
siásticos de  la  investidura  que  recibieron  del 
Estado,  pero  no  del  carácter  sagrado  ni  de  los 
cargos  y honores  que  recibieron  de  la  Iglesia, 
pues  á ellos  no  puede  tocar  la  ley  civil.  Así  es, 
que  el  Obispo,  el  presbítero  y los  demás  benefi- 
ciados eclesiásticos,  continuarán  disfrutando  de 
su  carácter  después  de  la  sentencia  de  inhabili- 
tación. Respecto  de  las  rentas  eclesiásticas,  limi- 
tase la  prohibición  á percibir  la  asignación  que 
se  ha  consignado  á los  eclesiásticos  por  el  Esta- 
do, mas  no  impide  que  perciban  la  cóngrua.  El 
art.  38  del  Código  de  1850,  les  privaba  asimismo 
del  ejercicio  de  la  jurisdicción  eclesiástica;  pro- 
hibición que  se  ha  suprimido  en  la  nueva  refor- 
ma , debiendo  estarse  sobre  este  punto  á lo  dis- 
puesto por  la  ley  de  6 de  Diciembre  de  18G6,  que 
atribuye  á la  jurisdicción  ordinaria  el  conoci- 
miento de  los  negocios  comunes  civiles  y crimi- 
nales de  los  eclesiásticos,  y 4 la  jurisdicción 
eclesiástica  el  conocimiento  de  los  negocios  y 
causas  sacramentales  y beneficíales  y de  los 
delitos  eclesiásticos  con  arreglo  á los  cánones.  , 
Los  sentenciados  á las  penas  de  inhabilitación 
para  cargos  públicos,  derecho  de  sufragio,  pro- 
fesión ú oficio,  perpétua  ó temporalmente  , po- 
drán ser  rehabilitados  en  la  forma  que  determi- 
ne la  ley:  art.  45  del  Código  penal. 

Según  el  art.  46  del  mismo,  la  gracia  de  in- 
dulto no  producirá  la  rehabilitación  para  el  ejer- 
cicio de  los  cargos  públicos , y el  derecho  de  su- 
fragio, si  en  el  indulto  no  se  concediere  espe- 
cialmente la  rehabilitación.  Esta  disposición  solo 
puede  referirse  al  caso  de  indulto  de  la  pena 
principal  de  que  fuere  accesoria  la  de  inhabilita- 
ción. Así  el  art.  6.°  de  la  ley  provisional  de  18  de 
Junio  de  1870,  sobre  el  ejercicio  de  la  gracia  de 
indulto  dispone  que  el  indulto  de  la  pena  prin- 
cipal llevará  consigo  el  de  las  accesorias  que  con 
ella  se  hubieren  impuesto  al  penado , á excep- 
ción de  la  inhabilitación  para  cargos  públicos  y 


derechos  políticos,  la  cual  no  se  tendrá  por  com- 
prendida si  de  ella  no  se  hubiese  hecho  mención 
en  la  concesión.  * 

INHABILITAR.  Declarar  á uno  inhábil  ó incapaz 
de  ejercer  ú obtener  algún  empleo,  oficio,  cargo 
ó ventaja, 

INHIBIR.  Impedir  que  un  juez  prosiga  en  el 
conocimiento  de  alguna  causa. 

INHIBITORIA  Ó INHIBICION.  El  despacho,  decreto 
ó letras  que  se  dirigen  á un  juez  para  que  se  in- 
hiba ó abstenga  del  conocimiento  de  una  causa, 
y remita  los  autos  ó diligencias  hechas  al  juez 
competente. 

INHUMACION.  El  acto  de  enterrar  ó meter  en  la 
sepultura  algún  cadáver.  Viene  del  verbo  latino 
humare,  que  significa  enterrar,  y sale  de  humus, 
que  significa  tierra.  V.  Cadáver.  — Cementerio  y 
Funerales. 

INICIATIVA,  La  proposición  ó diligencia  que  se 
hace  para  dar  principio  á alguna  cosa,  y así 
cuando  la  Constitución  de  1845,  dice  en  su  ar- 
tículo 35,  que  el  Rey  y cada  uno  de  los  Cuerpos 
Colegisladores  tienen  la  iniciativa  de  las  leyes, 
quiere  dar  á entender  que  cualquiera  de  ellos, 
esto  es,  el  Rey,  el  Senado  ó el  Congreso  de  los 
diputados  puede  proponer  un  proyecto  de  ley 
para  que  se  discuta  y adopte  y se  sancione. 

ININTELIGIBLE.  Lo  que  no  puede  entenderse. 
Lo  ininteligible  se  tiene  por  uo  escrito:  ¡S 'cripta 
non  videníur  quoe  s cripta,  non  possuut  intelligi.  Ea 
quoe  in  testamento,  dice  ia  ley  73,  tít.  17,  lib.  50 
del  Digesto , ila  scripta  sunt  ut  intelligi  non  pos- 
sint , perinde  sunt  ac  si  scripta  non  esseni.  Véase 
Ambigüedad.  — Antinomia.  — Duda  é Interpre- 
tación. 

INIQUIDAD.  Todo  acto  de  maldad  ó injusticia, 
toda  lesión  ó injuria  grave,  la  calumnia,  la  fal- 
ta de' buena  fe  en  ios  contratos,  el  desprecio  de 
las  leyes  y de  las  costumbres,  la  insubordinación 
á la  autoridad  pública,  la  violación  de  las  obli- 
gaciones que  por  razón  de  su  oficio  tiene  uno 
con  respecto  á otros,  la  prevaricación,  la  simu- 
lación de  humanidad,  la  falsedad  y el  engaño. 
Iniquilatis  est,  dice  Aristóteles,  mores  ritusque 
patrios  prcevaricari.  legibus  el  auctoritati  publica 
' svbesse  non  velle . mentiri  etiam  ac pejerare,  pacta- 
que  transgredí,  et  ftde  fallere.  Ilanc  calumnia  jac- 
lantiaqueac  hwmanitalis  simulado,  et  percersitas, 
dolusque  malas  sequunJnr. 

INJURIA.  En  sentido  lato  se  llama  injuria  todo 
lo  que  es  contra  razón  y justicia,  quod  non  Jure 
I fit;  pero  en  sentido  mas  propio  y especial,  no  se 
entiende  por  injuria  sino  lo  que  uno  dice,  hace 
ó escribe  con  intención  de  deshonrar,  afrentar, 
i envilecer,  desacreditar,  hacer  odiosa,  despré- 
¡ ciable  ó sospechosa , ó mofar  ó poner  en  ridícu- 
lo á otra  persona,  «Injurias  n latín,  dice  la  ley 
1.",  tít.  9.“.  Part.  7.',  tanto  quiere  decir  en  ro- 
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manee  como  deshonra  que  es  fecha  ó dicha  á 
otri  á tuerto  ó á despreciamiento  dél.» 

* El  Código  penal  de  1870  define  la  injuria 
casi  en  los  mismos  términos  que  la  ley  de  Par- 
tida citada,  puesto  que  en  su  art.  471 , dice  ser, 
toda  expresión  proferida  ó acción  ejecutada  en 
deshonra,  descrédito  ó menosprecio  de  otra  per- 
sona. * 

Naturaleza  y división  de  la  injuria.  I.  Pu- 
liendo cometerse  la  injuria  por  medio  de  pala- 
bras ó de  hechos  ó de  escritos,  es  natural  su 
división  en  injuria  verbal,  injuria  real,  é injuria 
literal  ó escrita ; y esta  es  efectivamente  la  divi- 
sión que  se  deduce  de  las  leyes  1.*  y 3.”,  tít.  9.", 
Part.  7. aunque  en  la  ley  1/  se  sienta  que  to- 
das las  maneras  de  deshonra  descienden  de  dos 
raíces , esto  es , de  palabra  ó de  fecho.  Algunos 
añaden  á las  injurias  verbal,  real  y escrita  la 
pintada,  que  es  la  que  se  hace  por  medio  de  di- 
bujos, pinturas  ó grabados;  y otros  admiten  so- 
lamente la  injuria  verbal  y la  real  , reduciendo 
la  escrita  á la  verbal,  y la  pintada  á la  real,  ó 
de  hecho ; mas  en  el  estado  presente  de  la  legis- 
lación creemos  mas  exacta  y cómoda  la  división 
trimembre  que  hemos  adoptado,  distinguiendo 
de  la  verbal  la  injuria  escrita  que  todavía  sub- 
divíremos  en  manuscrita  é impresa  por  razón  de 
los  diferentes  aspectos  bajo  que  cada  una  de 
ellas  debe  considerarse,  y confundiendo  con  la 
escrita  y no  con  la  real  la  pintada  por  ser  esta 
de  la  misma  naturaleza  que  la  primera  y se- 
guirse los  mismos  trámites  en  la  persecución  de 
una  y otra. 

* La  distipcion  de  la  injuria  en  verbal,  real 
ó literal  se  deduce  de  la  definición  del  artículo 
471,  arriba  expuesto  según  que  consista  en  he- 
chos, en  palabras  ó en  escritos.  También  puede 
distinguirse  en  injuria  pintada  según  la 'dispo- 
sición del  art.  476  que  declara  cometerse  el  de- 
lito de  injuria,  no 'solo  manifiestamente,  sino  por 
medio  de  alegorías , caricaturas  , emblemas  ó 
alusiones.  * 

II.  Como  hay  grande  diferencia  entre  las 
injurias,  cualquiera  que  sea  su  especie,  pues 
unas  son  mayores  ó menores  que  otras,  la  ley 
la3  divide  en  dos  clases,  esto  es,  en  leves  ó sim- 
ples , y en  graves  ó atroces.  Pueden  ser  graves 
las  injurias  según  la  ley  20,  tít.  9.°,  Part.  7.a— 
l-“,  por  la  naturaleza  ó importancia  del  hecho;  ¡ 
como  por  ejemplo,  sise  diese  á uno  afrentosa-  ¡ 
mente  de  bofetadas,  puntapiés,  palos,  azotes  ó 
latigazos,  ó se  le  hiriese  hasta  sacarle  sangre  ó 
dejarle  lisiado  de  algún  miembro;  2.°,  por  razón 
de  la  parte  del  cuerpo  en  que  se  haga  el  daño; 
como  si  se  hace  en  los  ojos  ó en  la  cara;  3.’,  por 
razón  del  lugar;  como  si  se  hiciese  el  agravio 
en  presencia  del  Rey,  en  tribunal,  en  concejo, 
en  iglesia,  en  plaza  ú otro  lugar  público  delan- 


te de  muchas  personas;  4.a,  por  razón  de  la  dig- 
nidad , carácter  ó calidad  del  injuriado;  como  si 
el  superior  recibe  la  ofensa  del  inferior  que  le 
está  subordinado,  el  juez  ó magistrado  de  la 
persona  sobre  quien  tiene  jurisdicción,  ó de 
cualquiera  otra  dentro  de  su  distrito,  el  padre 
del  hijo,  el  abuelo  del  nieto,  el  amo  del  criado, 
el  patrono  del  liberto  (leyes  85  y 143  del  Estilo); 
5.°,  por  razón  del  modo,  como  si  se  hacen  por 
escrito  ó libelo  famoso,  guia  verba  volant  etscrip- 
tamanenl-,  6.”,  por  razón  de  la  solemnidad  del 
tiempo  ó de  las  circunstancias,  como  si  se  in- 
sulta ó ultraja  á una  persona  en  el  acto  de  cele- 
brar su  matrimonio  ó de  hacer  el  entierro  de 
algún  deudo  ó de  hallarse  padeciendo  alguna 
, grave  enfermedad , ley  12,  tit.  5.°,  lib.  4.°,  del 
Fuero  Real,  y ley  11,  tít.  9.“,  Part.  7.*,  véase 
Iioda-,  7.°,  por  la  trascendencia  de  la  imputación 
injuriosa;  como  si  se  anuncia  ó dice  de  alguno 
ó se  le  echa  en  cara  á presencia  de  otra  ú otraH 
personas  cualquier  delito,  culpa,  vicio,  mala 
acción  ¿i  mala  propiedad  determinada  que  pue- 
da atraerle  responsabilidad  criminal,  ó el  odio, 
i aversión  ó desprecio  de  las  gentes  del  pueblo, 
ind.  de  la  ley  1.a,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Recop.,  y 
de  la  ley  3.a,  tít.  9.”,  Part.  7.a— Todas  las  demás 
injurias  que  no  van  acompañadas  de  las  referi- 
das circunstancias,  se  consideran  como  simples 
ó livianas:  ley  20,  tít.  9.a,  Part.  7.a 

* El  Código  penal  de  1870  distingue  las  inju- 
rias en  graves,  leves  y livianas. 

Califica  de  injurias  graves  en  su  art.  472: 

1. °  La  imputación  de  un  delito  de  los  que  no 
dan  lugar  á procedimiento  de  oficio.  Según  esta 
disposición,  es  injuria  dicha  imputación,  aun 
cuando  no  fuere  cierta,  porque  no  es  posible  sa- 
berse si  lo  es  ó no,  estando  prohibida  la  prueba 
de  ella,  en  general,  según  diremos  ma3  adelante. 
Es  injuria  que  se  castiga  como  grave,  según  el 
art.  444  del  Código,  el  denostar  ó desacreditar 
á otro  públicamente  ’por  haber  rehusado  un 
duelo. 

2. a  La  de  un  vicio  ó falta  de  moralidad  cuyas 
consecuencias  puedan  perjudicar  considerable- 
mente la  fama,  crédito  ó interés  del  agraviado. 
Son,  pues,  injurias  graves  bajo  este  concepto, 
casi  todas  las  llamadas  de  la  ley,  por  expresarse 
en  la  ley  1.a,  tít.  25,  lib.  12  de  la  Nov.  Recop., 
excepto  las  que  han  perdido  su  gravedad  por 
haber  variado  la  opinión  pública  relativamente 
á su  aplicación,  como  el  llamar  k uno  gafo.  La 
palabra  traidor  dirigida  k una  persona,  y mas 
estando  en  una  reunión  pública,  es  ofensiva  y 
perjudica  considerablemente  la  fama  del  agra- 
viado, por  lo  cual  en  nuestras  antig’uas  leyes  se 
enumeraba  entre  las  injurias  graves:  sentencia 
de  7 de  Julio  de  1874. 

La  palabra  ladrón  dirigida  contra  una  perso- 
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na,  es  de  suyo  injuriosa,  porque  afecta  conside- 
rablemente la  fama  y crédito  del  ofendido,  y no 
puede  concebirse  discordancia  entre  el  acto  vo- 
luntario del  que  profiere  aquella  palabra  y su 
intención,  puesto  que  produce  el  mal  que  cons- 
tituye el  delito  en  toda  su  importancia,  por  la 
naturaleza  del  mismo  hecho:  sentencia  de  31  de 
Diciembre  de  1872  y de  16  de  Abril  de  1874.  Las 
palabras  alcahueta  y embustera  dirigidas  á una 
mujer,  expresan  una  falta  de  moralidad  conoci- 
damente perjudicial  á su  fama  y crédito,  y de- 
ben calificarse  de  injurias  graves.  No  disminuye 
en  este  caso  la  criminalidad  de  una  acusada  por 
ellas,  el  que  la  parte  querellante  pronunciase  en 
contra  de  la  misma  idénticas  palabras,  sobre  lo 
cual,  sin  embargo,  podrá  proponer  la  acción 
que  crea corresponderle:  sentencia  de  17  de  Di- 
ciembre de  1872.  La  frase  «es  usted  el  hombre 
mas  indecente  que  be  conocido»  dirigida  á perso- 
na de  distinción , sin  explicar  la  inteligen- 
cia ó sentido  en  que  se  expresa  que  minore  su 
importancia,  supone  faltas  que  perjudican  con- 
siderablemente la  fama  y crédito  de  aquel  á 
quien  se  dirigen,  y por  lo  tanto,  deben  califi- 
carse de  injurias  graves : sentencias  de  17  de 
Junio  y 26  de  Octubre  de  1874.  Yéase  también  la 
sentencia  de  26  de  Octubre  de  1872,  extractada 
al  exponer  lo  que  se  entiende  por  injuria  leve. 
Al  atacar  de  anti-católico  á un  periódico  que 
ostenta  la  doctrina  católica,  diciendo  que  es  un 
hereje  como  una  loma,  que  su  doctrina  está  en- 
venenando al  pueblo,  y que  le  propina  como  cor- 
riente y buena  doctrina  impía  y anti-católica,  y 
valiéndose  para  ello  del  sarcasmo  y de  la  ca- 
lumnia, se  le  infieren  injurias  graves  en  deshon- 
ra, descrédito  ó menosprecio,  imputándole  faltas 
de  moralidad  que  perjudicarían  sil  fama,  crédito 
ó intéres,  no  obstante  la  libertad  de  cultos:  sen- 
tencia de  14  de  Marzo  de  1871, 

3. °  Las  injurias  que  por  su  naturaleza,  oca- 
sión ó circunstancias  fueren  tenidas  por  afren- 
tosas en  el  concepto  público.  Las  frases  de  «mise- 
rable, que  ofende  su  solo  nombre  y sirve  de  ver- 
güenza á la  ciudad,  libelista,  matón  de  taberna^ 
y otras  semejantes,  perjudican  la  fama  del  agra- 
viado, según  ha  declarado  el  TribunaL  Supremo, 
y son  afrentosas  en  el  concepto  público:  senten- 
cia de  29  de  Noviembre  de  1871. 

4. °  Las  que  racionalmente  merezcan  la  cali- 
ficación de  graves,  atendido  el  estado,  dignidad 
y circunstancias  del  ofendido  y del  ofensor.  En 
esta  determinación  de  injurias  g-raves  pueden 
comprenderse  algunas  de  las  enunciadas  por  el 
autor  en  el  pár.  II  de  este  artículo,  referentes  á 
las  circunstancias  de  la  dignidad  de  la  persona, 
del  tiempo,  lugar  ó modo  de  inferirse.  Mas  debe 
tenerse  presente  en  esta  materia,  que  no  siempre 
producirá  el  hecho  ó dicho  en  que  consiste  la 


injuria,  unido  á aquellas  circunstancias,  el 
efecto  de  elevarlo  á injuria  grave,  pues  á veces 
solo  producirá  el  de  considerarse  como  circuns- 
tancias agravantes  de  las  marcadas  en  el  art.  10 
del  Código  para  aplicar  la  pena  en  su  grado  má- 
ximo, conforme  á las  reglas  del  art.  82  del  Códi- 
go penal,  que  se  expone  eu  el  de  esta  obra.  Pe- 
na. V.  Circunstancias  agravantes. 

Las  injurias  que  enumera  el  autor  como  gra- 
ves en  los  ninas.  1.”  y 2.”  de  dicho  párrafo  TI, 
son  mas  bien  que  injurias,  lesiones  corporales, 
respecto  de  las  cuales  debe  atenderse  eu  el  dia  á 
lo  dispuesto  en  el  cap.  7.“,  tít.  S.*,  lib.  1.®  del  Có- 
digo penal.  V.  Herida. 

El  Código  penal  no  define  las  injurias  leus-, 
pero  de  la  disposición  del  art.  474,  y de  la  penali- 
dad que  contra  ellas  impone,  se  infiere  qüe  lo  son 
las  que  no  se  hallan  comprendidas  en  ia  deter- 
minación del  art.  472.  La  jurisprudencia,  no  obs- 
tante, ha  sentado  algún  precedente  para  la  apre- 
ciación legal  de  los  hechos  que  constituyen  esta 
clase  de  injurias.  Así  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia ha  declarado,  que  la  frase  «es  indigno  de 
tratarse  con  personas  delicadas»  no  es  bastante 
graduada  para  que  pueda  elevarse  á la  categoría 
de  injuria  grave,  y por  consiguiente  se  incurre 
en  error  de  derecho  al  calificarla  de  esta  suerte: 
sentencia  de  26  de  Setiembre  de  1874.  Mas  por  el 
contrario,  debe  calificarse  de  injuria  grave  la 
inferida  á una  soltera  por  otra  mujer,  consisten- 
te en  las  expresiones  «calla  tú,  calla,  que  todavía 
no  me  ha  pegado  mi  padre  por  tapar  esta»  dán- 
dose á la  vez  algunas  palmadas  en  el  vientre. 
Así  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  fun- 
dándose en  que  las  referidas  expresiones  profe- 
ridas y ademanes  ejecutados  en  son  de  mofa 
por  la  injuriante,  fueron  dirigidas  á una  jóveu 
soltera,  pudorosa,  de  intachable  conducta  é bija 
de  una  honrada  familia,  atribuyéndola,  con  len- 
guaje nada  equívoco,  deslices  y flaquezas  que 
no  podían  menos  de  empañar  su  pudor  y hones- 
tidad, y comprometer  de  un  modo  trascendental 
su  porvenir:  sentencia  de  26  de  Octubre  de  1872. 
Véase  también  la  sentencia  de  11  de  Diciembre 
de  1874. 

Igualmente  la  calificación  de  las  injurias  li- 
vianas se  deduce  de  la  disposición  y penalidad 
del  art.  605  dei  Código  penad  que  las  castiga.  El 
: Tribunal  Supremo  ha  declarado  sobre  esta  ma- 
teria, que  las  ofensas  directas  contra  el  honor  de 
una  doncella,  siquiera  no  se  dirijan  mas  que  á 
poner  en  duda  su  buena  conducta  y honestidad, 
no  pueden  merecer  nunca  la  calificación  de  li- 
vianas para  los  efectos  del  art.  60o  del  Código 
penal  por  ser  de  mas  importancia  que  estas. 
Véaselos  artículos  de  esta  obra  Calumnia  y Des- 
acato. * 

III.  No  puede  haber  injuria  sin  intención  de 
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injuriar,  según  se  deduce  de  la  definición,  por  _ 
la  regla  general  de  que  no  hay  delito  sin  malí-  i 
cia.  De  aquí  se  sigue:  l.°,  que  no  puede  ser  reo 
de  injuria  el  menor  de  diez  años  y medio  ni  el 
loco  ó desmemoriado  (*  hoy,  el  menor  de  nueve 
años,  ó el  mayor  de  nueve  y menor  de  quince  á 
no  ser  que  haya  obrado  con  discernimiento,  ni 
el  imbécil  ó loco  * ),  aunque  hagan  ó digan  co- 
sas capaces  de  deshonrar,  porque  se  les  con- 
sidera sin  el  conocimiento  necesario  pava  res- 
ponder de  sus  acciones;  pero  podrán  ser  de- 
mandados por  ellas  sus  tutores,  curadores  ó 
guardadores  que  hayan  sido  negligentes  en  su 
custodia:  ley  8.*,  tít.  9.°,  Part.  7.*  (*  V.  Personas 
responsables  civilmente  de  los  delitos  y faltas*)- 
2°  Que  tampoco  es  reo  de  injuria  el  que  hace  ó 
dice  alguna  cosa  por  chanza,  con  tal  que  en  ella 
no  haya  irreverencia  ó falta  del  respeto  que  se 
debe  á las  personas  constituidas  en  dignidad. 
3.°  Que  está  libre  asimismo  de  la  acusación  de 
injuria  el  que  yendo  á dar  uu  bofetón,  v.  gr.,  á 
una  persona  sobre  quien  tiene  autoridad  para 
castigarla  moderadamente,  lo  diese  por  casua- 
lidad ó por  error  á otro  eugeto;  bien  que  siem- 
pre será  responsable  del  daño  que  en  su  caso  le 
causare.  4."  Que  se  halla  exento  también  de  la 
demanda  de  injuria  el  que  cumpliendo  con  su 
obligación  y sin  excederse  de  las  facultades  que 
le  competen,  como  por  ejemplo,  el  padre  ú otro 
ascendiente,  el  tutor  ó curador,  el  maestro,  el 
amo,  el  jefe,  el  superior  ó el  funcionario  públi- 
co, reconviniere,  tachare,  reprendiere,  ó casti- 
gare arregladamente  por  algún  delito,  culpa, 
falta,  vicio  ó exceso  á las  personas  que  le  están 
sometidas  ó sobre  quienes  tiene  autoridad,  no 
con  intención  de  deshonrarlas  ó envilecerlas, 
sino  con  la  de  corregirlas  y enmendarlas,  5."  Que 
no  puede  ser  castigado  como  injuriante  el  que 
por  medio  de  la  imprenta  imputare  delitos  come- 
tidos por  alguna  corporación  ó empleado  en  el 
desempeño  de  su  destino,  ó anunciare  ó publi- 
care crímenes  ó maquinaciones  tramadas  por 
cualquiera  persona  contra  el  Estado,  con  tal  que 
pruebe  su  aserto  (arts.  8.“  y 9.”  de  la  ley  de  22 
de  Octubre  de  1820);  pues  se  supone  que  no  hace 
la  inculpación  con  ánimo  de  injuriar  sino  con 
el  de.  mirar  por  el  interés  común  y contener  á 
los  empleados  públicos  dentro  de  sus  deberes. 
6.°  Que  con  mucha  mas  razón  y por  la  misma 
causa  debe  quedar  libre  de  toda  pena  el  que  ó 
por  medio  de  la  imprenta  ó por  escrito  ó de  pala- 
bra, publique,  anuncie  ó censare  delito,  culpa 
ó exceso  cometido  por  un  funcionario  público 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  y con  relación  á 
ellas,  6 crimen  ó maquinación  tramada  por  cual- 
quiera persona  contra  el  Estado,  con  tal  asimis- 
mo que  pruebe  la  certeza  de  lo  que  diga;  pues 
es  claro  que  quien  puede  hacer  lo  que  es  mas, 


podrá  también  hacer  impunemente  lo  que  es 
menos,  según  los  axiomas:  Non  debet  cui  plus 
licel,  id  qnod  minu-s  est  non  licere:  In  eo  quod 
plus  sit,  semper  inestet  minas-,  11.  21  y 110.  De  de 
reg.  jar.  7.”  Que  no  es  culpable  de  injuria  el 
que  imputa  ó atribuye  á otro  algún  delito  ó de- 
fecto, no  por  afrentarle  ó invilecerle , sino  por 
defenderse  ó por  no  arriesgar  sus  intereses;  como 
si  uno  pone  tachas  al  testigo  de  su  adversario  y 
las  prueba  por  disminuir  ó enervar  la  fuerza  de 
sii  testimonio,  ó deja  de  admitir  al  fiador  que  se 
le  presenta  por  persona  que  le  está  obligada  di- 
ciendo que  no  es  idóneo.  8."  Y finalmente,  que 
tampoco  debe  sufrir  la  pena  de  injuriante  el  que 
eche  en  cara  ó impute  de  palabra  y no  por  escri- 
to á otro  algún  delito  de  la  clase  de  aquellos  en 
que  hay  acción  popular  y en  cuyo  descubrimien- 
to y castigo  está  interesada  la  sociedad,  con  tal 
que  lo  justifique  y el  delincuente  no  haya  sido 
indultado  ni  esté  ya  condenado  ni  sea  ascen- 
diente ó patrono  del  injuriante,  ni  sea  ni  haya 
sido  su  amo  ó jefe  con  quien  viva  ó haya  vivido 
como  protegido,  familiar,  siervo  ó sirviente  asa- 
lariado : leyes  1.a  y 2.a,  tít.  9.“,  Par.  7.a,  con  las 
glosas  de  Gregorio  López,  y doctrina  de  los  de- 
más intérpretes  y autores ; mas  luego  volvere- 
mos sobre  este  punto. 

* Respecto  de  la  intención  de  injuriar,  ténga- 
se presente  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  16  de  Abril  de  1874  arriba  extractada  sobre  la 
injuria  consistente  en  la  palabra  ladrón,  y que 
asimismo  se  ha  declarado  por  sentencia  de  12  de 
Octubre  de,  1874,  que  la  expresión  de  la  volun- 
tad es  el  carácter  distintivo  que  constituye  por 
sí  sola  el  delito  de  injuria , razón  por  la  cual  no 
es  de  apreciar  en  esta  clase  de  delitos  la  existen- 
cia de  la  circunstancia  atenuante  3.a  del  art.  9.° 
del  Código  penal,  que  consiste  en  no  haber  teni- 
do el  delincuente  intención  de  causar  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo. 

En  el  dia,  según  el  art.  475  del  Código  penal, 
no  se  admite  prueba  al  acusado  de  injuria,  so- 
bre la  verdad  de  sus  imputaciones,  sino  cuando 
estas  fueren  dirigidas  contra  empleados  públi- 
cos sobre  hechos  concernientes  al  ejercicio  de 
sus  funciones,  en  cuyo  caso  queda  absuelto  el 
acusado  si  probara  dicha  verdad.  En  su  con- 
secuencia menos  se  permitirá  injuriar  ni  ofrecer 
prueba  á los  descendientes  contra  los  ascendien- 
tes y demás  personas  unidas  con  próximos  lazos 
de  parentesco,  antes  deberá  tenerse  por  circuns- 
tancia agravante  la  de  ser  injuriados  los  que 
tengan  este  parentesco  con  el  ofensor,  según  el 
art.  10  del  Código.  V.  Circunstancias  agravantes. 

Debe  tenerse  también  presente,  respecto  de  la 
acción  popular  , que  aunque  según  el  art.  2.”  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  la  acción  pe- 
nal es  pública,  y todos  los  ciudadanos  españoles 
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pueden  ejercitarla  con  arreglo  álas  prescripcio- 
nes de  dicha  ley,  según  el  art.  4.°,  no  pueden 
ejercitar  acciones  penales  entre  si  los  cónyuges, 
á no  ser  por  delito  ó falta  cometidos  por  el  uno 
contra  la  persona  del  otro,  ó las  de  sus  hijos,  y 
por  los  comprendidos  en  los  arts.  448,  452,  455 
y 486  del  Código  penal  (esto  es,  de  adulterio, 
amancebamiento  y bigamia). 

Tampoco  pueden  ejercitar  acciones  penales 
entre  sí  los  ascendientes,  descendientes  y her- 
manos consanguíneos  ó afines,  ó no  ser  por  de-  : 
lito  ó falta  cometidos  por  los  unos  contra  las  ' 
personas  de  los  otros. 

Según  el  art.  5.°  de  dicha  ley,  las  acciones  pe- 
nales que  nacen  de  los  delitos  definidos  en  los 
arts.  458,  467  y 471  del  Código  penal , tampoco 
pueden  ejercitarse  mas  que  por  las  personas  de- 
signadas en  los  arts.  463,  480  y segundo  párrafo 
del  482.  * 

IV.  Es  y puede  castigarse  como  injuria,  no 
solo  la  que  se  hace  ¿una  persona  que  está  presen- 
te, sino  también  la  que  se  hace  á la  que  se  halla 
ausente;  y así  la  que  se  hace  á una  persona  que 
la  conoce  y la  siente , como  la  que  se  hace  á una 
persona  incapaz  de  conocerla  ó de  sentirla,  como 
por  ejemplo,  á un  niño,  á un  loco , á un  desme- 
moriado ó mentecato,  á un  muerto:  en  cuyos  ca- 
sos pueden  intentar  la  acción  de  injuria  respec- 
tivamente los  padres,  los  hijos,  los  guardadores, 
los  herederos  ú otros  interesados:  leyes  1.*,  9.a  y 
12;  tít.  9.’,  Part.  7.a 

* En  el  art.  349  del  Código  penal  de  1870  se 
castiga  con  pena  de  arresto  mayor  y multa  de 
125  á 1,250  pesetas  al  que  ejecutare  actos  que 
tiendan  directamente  á faltar  al  respeto  debido 
á la  memoria  de  los  muertos,  y por  el  art.  596, 
número  6.°,  se  impone  la  multa  de  5 á 25  pesetas 
y reprensión  á los  que  profanasen  los  cadáveres 
ó lugares  de  enterramiento  por  hechos  ó actos 
que  no  constituyan  delito.  En  el  art.  480  se  fa- 
culta para  ejercitar  la  acción  de  calumnia  ó in- 
juriará los  ascendientes,  descendientes,  cónyuges 
y hermanos  del  difunto  agraviado,  siempre  que 
la  calumnia  ó injuria  trascendiere  á ellos  y en 
todo  caso  al  heredero.  * 

Es  reo  de  injuria,  y por  consiguiente  respon- 
sable de  ella,  no  solo  el  que  la  ha  cometido,  sino 
también  el  que  se  la  hubiere  mandado  cometer, 
ó le  hubiere  dado  esfuerzo  ó consejo  ó ayuda  para 
cometerla;  «ca  guisada  cosa  es  ct  derecha  que 
los  facedores  del  mal  ct  ios  consentidores  dél  que 
reciban  egual  pena:  lev  10,  d.  tít.  y Partida.  Véa- 
se, sin  embargo,  lo  que  se  dice  en  los  artículos 
Cómplice  y Consejo. 

* Actualmente  se  castiga  con  la  pena  inferior 
en  uno  y dos  grados  que  á los  autores  del  delito,  ! 
á los  cómplices  y encubridores.  Véase  losarticu-  . 
los  de  esta  obra  correspondientes  á estos  diver- 
Tomo  II!. 


sos  delincuentes.  Sin  embargo , según  el  art.  582 
del  Código  penal,  los  que  provocaren  directa- 
mente por  medio  de  la  imprenta , el  grabado  ú 
otro  medio  mecánico  de  publicación  á la  perpe- 
tración de  los  delitos  comprendidos  en  dicho 
Cudigo , incurrirán  en  la  pena  inferior  en  dos 
grados^,  la  señalada  al  delito ; y según  el  ar- 
tículo 583,  si  á la  provocación  hubiere  seguido 
la  perpetración  del  delito , la  pena  de  aquella 
será  la  inmediatamente  inferior  en  grado  á la 
que  para  aquel  esté  señalado.  * 

V.  La  injuria  puede  ser  directa  ó indirecta 
contra  un  sugeto:  será  directa  cuando  uno  es 
injuriado  en  su  misma  persona;  y será  indirecta 
cuando  uno  es  injuriado  en  las  personas  de  su 
familia.  Así  es  que  tenemos  acción  para  perse- 
guir las  injurias  que  se  hicieren  á nuestros  hijos 
y k nuestras  mujeres,  y aun  las  hechas  en  des- 
doro ó perjuicio  nuestro  á nuestros  dependientes 
y criados:  leyes  9.a  y 10,  tít.  9.",  Part.  7.a  También 
considera  la  ley  como  trascendentales  á nosotros 
mismos  y nos  da  por  lo  tanto  derecho  de  perse- 
guir las  injurias  que  á nuestros  parientes  ó k 
otras  personas  de  quienes  somos  herederos  se 
hicieron  en  su  última  enfermedad  ó después  de 
su  muerte,  sea  antes  de  enterrados  sea  cuando 
yacieren  en  el  sepulcro;  y aun  las  que  se  les 
hubiesen  hecho  en  vida,  con  tal  que  en  este 
último  caso  hajmn  dejado  empezado  el  pleito 
por  demanda  y respuesta:  leyes  11,  12,  13  y 23, 
tít.  9.",  Part.  7.a 

* Téngase  por  reproducida  aquí  la  disposi- 
ción del  art.  480  del  Código  penal,  arriba  ex- 
puesta. * 

VI.  Satisfacción  y penas  de  la  injuria. — He- 
mos visto  la  definición,  esencia  y división  de 
la  injuria,  y quiénes  son  las  personas  h las 
cuales  puede  afectar  y que  tienen  por  consi- 
guiente acción  para  pedir  satisfacción  ó enmien- 
da de  ella;  y ahora  vamos  á ver  la  satisfacción  ó 
pena  que  puede  pedir  el  injuriado.  Entre  las  in- 
jurias graves  unas  lo  son  mucho  mas  que  otras, 
y entre  las  livianas  hay  también  notable  diferen- 
cia, de  suerte  que  considerándolas  todas  en  ge- 
neral, se  advierte  tanta  variedad  en  ellas  que  es 
muy  difícil , si  no  imposible,  fijar  aun  para  cada 
especie  una  pena  proporcionada.  Así  es  que 
la  ley,  si  bien  estableció  penas  determinadas 
para  ciertas  ofensas,  se  vió  en  la  precisión  de  de- 
jar casi  siempre  al  arbitrio  del  juez  el  señala- 
miento de  la  pena  en  todo  ó en  parte,  dando  fa- 
cultad al  agraviarlo  para  demandar  civilmente 
la  indemnización  ó satisfacción  que  con  jura- 
mento estimare  corresponderle  por  la  injuria  y 
que  el  juez  le  deberá  conceder  en  cuanto  le  pa- 
rezca equitativa,  ó bien  para  pedir  criminal- 
mente que  se  castigue  al  reo  con  multa,  la  cual 
en  su  caso  era  para  el  fisco  , ó con  pena  corpo- 
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ral  ú otra  que  no  lo  fuere,  según  la  mayor  ó 
menor  gravedad  de  las  circunstancias,  sin  que 
el  ofendido  pudiera  usar  de  las  dos  acciones  á 
un  tiempo,  ni  dejar  la  que  una  vez  hubiere  ele- 
gido y entablar  la  otra  i leyes  1.  , 6.  , 20  y 21, 
tít.  9.'°,  Parí,  7.\>;  bien  que  el  injuriante  est.an\ 
siempre  obligado  á reparar  los  daños  y perjui- 
cios que  con  la  injuria  hubiere  ocasionado:  An- 
tonio Gómez,  lib.  3.",  Variar,  cap.  0.°,  núms.  <i.°, 
7.°,  8.“  y y."  * La  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal declara  que  las  acciones  que  nacen  de  un 
delito  ó falta  pueden  ejercitarse  junta  ó separa- 
damente; que  ejercida  solo  la  acción  penal , se 
entiende  utilizada  la  civil,  á no  ser  que  el  daña- 
do ó perjudicado  la  renunciare  ó la  reservare  ex- 
presamente; y que  si  se  ejercitare  solo  la  civil  no 
se  entenderá  utilizada  con  ella  la  ppnal,  la  cual  ■ 
se  considerará  extinguida  si  fuere  renunc.iable: 
arts.  9."  y 10.  * Recorreremos,  pues,  las  diversas 
especies  de  injuria  que  ya  hemos  indicado,  y 
notaremos  las  penas  que  con  arreglo  á la  ley  ó 
por  el  arbitrio  del  juez  podian  imponerse  antes 
* y las  que  se  imponen  en  el  dia  por  el  Código 
penal  al  que  tienen  que  sujetarse  los  jueces.  * 

Vil.  Injuria  verlal. — Comete  injuria  verbal 
el  que  denuesta  á otro,  ó le  escarnece,  ó le  pone 
apodos,  ó le  dice  palabras  con  que  se  tiene  por 
deshonrado,  ó babla  mal  de  él  en  su  presencia  ó 
en  ausencia,  ó le  echa  en  cara  ó le  imputa  de 
viva  voz  ante  otras  personas  algún  yerro  que  le 
expone  á la  infamia  ó al  desprecio,  ya  lo  haga  j 
por  sí  mismo,  ya  se  valga  para  ello  de  cualquie-  ' 
ra  otro  sugeto,  y según  la  calidad  ó trascenden- 
cia de  las  palabras  injuriosas  incurre  en  mayor 
ó menor  pena. 

El  que  denostare  á otro  llamándole  gafo  ó 
leproso,  sodomiiieo,  cornudo , traidor,  hereje,  ó á 
mujer  casada  puta,  ó diciéndole  otras  palabras 
semejantes,  debiaser  multado  en  mil  y doscien- 
tos maravedís,  la  mitad  para  penas  de  cámara, 
y la  otra  mitad  para  el  injuriado,  y desdecirse 
ante  el  juez  y testigos  al  plazo  que  se  le  señala-  , 
re;  y si  el  ofensor  fuere  hidalgo  no  habia  de  ser  i 
condenado  á desdecirse  sino  á pagar  dos  mil  ma- 
ravedís con  la  misma  aplicación  , y además  á la 
pena  que  el  juez  creyera  proporcionada  á la  ca- 
lidad de  las  personas  y de  las  palabras:  ley  2.\ 
tít.  3.“,  lib.  4."  del  Fuero  Real,  y ley  1.*,  tit.  25, 
lib.  12,  Nov.  Recop. 

* Debiendo  considerarse  estas  injurias  en  el 
dia  como  graves  con  arreglo  á lo  prescrito  en  el 
art.  472  del  Código  penal  ya  expuesto;  y según 
la  doctrina  y sentencias  extractadas  al  explicar 
el  núm.  2."  del  mismo,  deberán  penarse  con  ar- 
reglo al  art.  473. 

Según  este,  las  injurias  graves  hechas  por  es- 
crito y con  publicidad , serán  castigadas  con  la 
pena  de  destierro  en  su  grado  medio  al  máximo 


y multa  de  250  á 2,500  pesetas.  No  concurriendo 
dichas  circunstancias  se  castigarán  con  las  pe- 
nas de  destierro  en  su  grado  mínimo  al  medio 
y multa  de  125  á 1,250  pesetas.  Se  castiga  con 
menor  pena  la  injuria  hecha  sin  publicidad  y no 
por  escrito,  porque  se  divulga  menos  y causa 
menores  perjuicios  que  la  inferida  de  aquel 
modo. 

La  injuria,  así  como  la  calumnia  , se  reputarán 
hechas  por  escrito  y con  publicidad , cuando  se 
propagaren  por  medio  de  papeles  impresos,  lito- 
grafiados ó grabados , por  carteles  ó pasquines 
fijados  en  los  sitios  públicos  ó por  papeles  ma- 
nuscritos comunicados  á mas  de  diez  personas. 

El  acusado  de  injuria  encubierta  ó equívoca 
que  rehusare  dar  en  juicio  explicación  satisfac- 
toria acerca  de  ella,  será  castigado  como  reo  de 
injuria  ó calumnia  manifiesta:  art.  478.  La  ex- 
plicación mas  ó menos  satisfactoria  de  una  in- 
juria no  extingue  su  penalidad,  sino  es  acepta- 
da por  el  injuriado  en  uso  de  su  libre  conformi- 
dad: sentencia  de  14  de  Marzo  de  1871.  Aunque 
el  injuriante  manifieste  en  su  indagatoria  que 
no  tuvo  intención  de  injuriar,  retirando  cual- 
quiera frase  que  pudiera  parecer  ó calificarse  de 
ofensiva , esta  exculpación  no  es  bastante  para 
¡ eximirle  de  responsabilidad  , ya  fuere  la  injuria 
manifiesta,  ya  encubierta,  porque  si  bien  la  ley 
admite  la  explicación  de  estas  últimas,  es  bajo 
el  supuesto  de  aclarar  los  conceptos  obscuros,  y 
no  con  la  generalidad  de  limitarse  á retirar  las 
frases  que  puedan  ser  injuriosas:  sentencias  de 
13  de  Enero  de  1871  y de  21  de  Enero  de  1873. 
V.  Calumnia , Desacato. — Lesa  Majestad.  * 

El  que  a.1  hombre  de  otra  ley  que  se  hubiere 
hecho  cristiano  le  insultare  con  los  dicterios  de 
tornadizo  , marrano  ú otros  semejantes,  incurría 
en  la  multa  de  veinte  mil  maravedís  con  aplica- 
ción por  mitad  á la  cámara  y al  querelloso ; y si 
no  podía  aprontar  desde  luego  esta  cantidad, 
debía, dar  la  que  tuviere,  y por  la  restante  estar 
un  año  en  el  cepo , á no  ser  que  antes  la  comple- 
tara: d.  ley  1 , tít.  25  , lib.  12,  Nov.  Recop. 

* También  se  tendrá  por  grave  esta  injuria 
en  el  dia,  castigándose  con  las  penas  del  art.  473 
expuesto.  * 

El  que  dijere  á otro  alguna  palabra  injuriosa 
ó fea  de  menor  gravedad  que  las  precedentes, 
debia  pagar  á la  cámara  del  Rey  doscientos  ma- 
ravedís, pudiendo  el  juez  imponerle  mayor  pena 
según  la  calidad  de  las  personas  y de  las  inju- 
rias: ley  2.a,  d.  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

* Según  el  art.  474  del  Código  penal,  las  inju- 
rias leves  serán  castigadas  con  las  penas  de 
arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  y multa  de 
125  á 1,250  pesetas  cuando  fueren  hechas  por 
escrito  y con  publicidad.  No  concurriendo  estas 
circunstancias,  se  penarán  como  faltas.  Por  eso 
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en  el  art.  605  contenido  en  el  lib.  3,°  del  Código 
penal,  que  versa  sobre  el  castigo  de  las  faltaste 
impone  la  pena  de  5 á 25  pesetas  y reprensión  á 
los  que  injuriaren  livianamente  á otro  de  pala- 
bra ú obra,  si  reclamare  el  ofendido,  cuyo  per- 
don  extingue  la  pena.  * 

Una  ley  recopilada  declaró  injuriosas  las  voces 
de  gitanos  y castellanos  nuevos ; así,  prohibió  de- 
nominar con  ellas  á las  gentes  de  esta  raza  que 
hubieran  dejado  su  lengua,  traje  y vida  vaga- 
bunda, bajo  las  penas  de  los  que  injuriaren  á 
otros  de  palabra  ó por  escrito:  ley  11 , tít.  16,  li- 
bro 12,  Nov.  Recop. 

* En  el  día  esta  clase  de  injuria  deberá  con- 
siderarse como  leve  ó liviana,  según  las  cir- 
cunstancias del  ofendido  ó intención  del  inju- 
riante. * 

El  que  llamaba  á un  expósito  con  los  nombres 
de  borde,  ilegítimo,  bastardo,  espurio,  inces- 
tuoso ó adulterino,  debia  retractarse  judicial- 
mente, y satisfacer  una  multa  pecuniaria  que 
fuere  proporcional  á las  circunstancias  : ley  4.*, 
tit.  37,  lib.  7.°,  Nov.  Recop. 

* En  el  dia  deberá  castigarse  esta  injuria  co- 
mo grave  ó leve  , según  las  circunstancias  que 
en  ella  concurrieren.  * 

El  que  denostare  á su  padre  ó á su  madre  en 
público  ó en  secreto,  en  su  presencia  ó en  su 
ausencia,  además  de  incurrir  en  las  penas  que 
prescriben  las  leyes  de  las  siete  Partidas,  habia 
de  sufrir  veinte  diás  de  cárcel  ó pagar  al  padre  ¡ 
ó madre  injuriada  seis  mil  maravedís,  á elección 
de  estos,  debiendo  darse  de  dicha  cantidad,  dos 
mil  maravedís  al  acusador:  ley  4.",  d.  tít.  25,  li- 
bro 12,  Nov.  Recop.  Las  leyes  de  las  Partidas  que 
cita  la  recopilada,  son  las  leyes  1.a,  6.a,  20  y 21, 
tít.  9,  Part.  7.a,  que  hablan  en  general  de  las  es- 
pecies y graduación  de  las  injurias  y de  la  obli- 
gación que  tiene  el  injuriante  de  dar  satisfac- 
ción y enmienda  según  estime  el  injuriado  y el 
juez  arbitre,  como  ya  se  ha  indicado  mas  arriba, 
y la  ley  4.a,  tít.  7.°,  Part.  6.a,  en  que  se  contienen 
las  razones  y causas  por  las  que  pueden  los  pa- 
dres desheredar  á sus  hijos,  y que  ya  quedan 
expresadas  en  el  artículo  Desheredación. 

* La  circunstancia  de  ser  el  injuriado  padre  ó 
madre  del  injuriante,  podrá  elevar  la  injuria, 
que,  sin  ella  fuere  leve,  á injuria  grave,  ó solo 
deberá  ser  considerada  como  agravante  para 
aplicar  la  pena  impuesta  por  el  Código  penal 
(art.  474),  en  su  grado  máximo,  según  liemos 
expuesto  al  explicar  el  núm  2.°  del  art.  472.  * 
Cuando  el  injuriante  profiere  muchos-denues- 
tos coutra  el  injuriado,  no  se  le  debe  imponer 
otra  pena  que  la  merecida  por  la  palabra  que  se 
reputare  mas  injuriosa:  «Si  eu  una  pelea  ó en 
contienda,  dice  la  ley  81  del  Estilo,  muchas  pa- 
labras de  denuestos  se  dicen,  non  se  juzga  sinon 


la  pena  del  mayor  denuesto.»  *Véase  en  el  ar- 
tículo de  esta  obra  Pena  (aplicación  de  la),  la 
exposición  los  arts.  88  al  90  del  Códíg-o  penal,  aná- 
logos á la  disposición  de  Estilo  citada.  * 

Kl  acto  de  desdecirse  ó retractarse  ante  un 
juez  y testigos , que  se  llamaba  cantar  la  palino- 
dia, debia  verificarse  según  la  ley  2.a,  tít.  3.°, 
lib.  4.  del  Fuero  Real , diciendo  el  injuriador 
que  mintió  en  cuanto  dijo  contra  el  injuriado. 
Pero  la  palinodia  no  se  imponía  sino  en  las  in- 
jurias graves  ó atroces:  en  las  simples  ó livianas 
que  por  otra  parte  están  claras  y expresivas,  se 
decretaba  solo  la  deprecación  ó súplica  de  perdón, 
por  la  cual  manifestaba  el  injuriante  que  se 
arrepentía  de  sus  denuestos  y rogaba  al  ofendi- 
do le  perdonase  como  cristiano;  y en  las  inju- 
rias de  sentido  ambiguo  se  prescribía  la  declara- 
ción de  honor , obligando  al  reo  á decir  que  tenia 
y habia  tenido  siempre  al  ofendido  por  persona 
honrada,  honesta  y de  buen  proceder,  y que  no 
fué  su  intención  causarle  agravio.  Algunos  tri- 
bunales, para  evitar  los  incidentes  que  solían 
ocurrir  entre  el  injuriador  y el  injuriado  por  las 
expresiones  poco  satisfactorias  con  que  aquel 
se  producia  á veces  en  su  palinodia  ó retracta- 
ción, acostumbraban  omitir  esta  diligencia,  limi- 
tándose á hacer  en  la  sentencia  la  competente 
declaración  honorífica  en  favor  del  injuriado  y 
á condenar  al  injuriante  en  las  penas  é indem- 
nizaciones mas  análogas  y proporcionadas  * 4 
esto  es  lo  que  se  practica  en  el  dia , con  tanta 
mayor  razón  . cuanto  que  en  el  Código  penal  no 
se  impone  la  pena  del  acto  de  la  retractación 
-verbal  ó de  cantar  la  palinodia.  Solo  en  el  acto 
de  conciliación  se  da  satisfacción  verbal  al  ofen- 
dido de  una  manera  decorosa,  y se  hace  constar 
en  el  acta  del  mismo.  * 

Preséntase  aquí  una  cuestión  gravísima  que 
han  discutido  con  calor  los  autores.  /.Deberá 
quedar  libre  de  toda  pena  el  que  ha  proferido 
una  injuria  verbal,  si  prueba  la  certeza  délo 
que  dijo  ó echó  en  cara  al  injuriado?  La  ley  1.a, 
tít,  9.°.  Part.  7.a,  decide  al  parecer  la  cuestión 
en  favor  del  injuriante:  «Pero  si  aquel,  dice, 
que  deshonrase  á otro  por  tales  palabras  ó por 
otras  semejantes  dellas  (esto  es,  por  palabras 
infamatorias),  las  otorgase  et  pudiese  probar 
que  es  verdat  aquel  mal  que  dijo  dél,  non  cae 
en  pena  ninguna  si  la  probare.  Et  esto  es,  por 
dos  razones:  la  primera  porque  dijo  verdat;  la 
segunda  porque  los  facedores  del  mal  se  rezelen 
de  lo  facer  por  el  afruento  et  por  el  escarnio  que 
recibirían  dél.»  Mas  en  primer  lugar,  esta  dis- 
posición de  la  ley  no  es  general  ni  se  extiende 
á todos  los  casos,  pues  se  ciñe  precisamente  al 
caso  de  que  el  mal  que  se  atribuye  ó echa  en 
cara  al  injuriado,  sea  un  delito  ó culpa,  como 
se  deduce  claramente  de  ¡as  cláusulas  que  pre- 


ceden  al  trozo  que  se  lia  copiado  y de  la  segun- 
da razón  que  en  este  se  da,  y como  se  previene 
explícita  y terminantemente  en  cierta  cláusula 
que  se  encuentra  en  algunos  códices  de  las  Par- 
tidas, donde  después  de  las  palabras  non  cae  en 
pena  'tiiugum  si  lo probare^  se  aiiaden  estas  otras: 
seyendo  el  mal  que  del  dixo  atal  en  que  él 
oviese  culpa,  así  como  si  dixiese  que  era  traidor 
ó ladrón,  ó mintroso,  ó malo  ó otro  mal  seme- 
jante destos,  Et  esto  es  por  dos  razones,  etc.  Mas 
si  el  mal  que  dél  dixo  fuese  atal  en  que  él  non 
oviese  culpa,  así  como  si  dixiese  que  era  fijo  de 
mala  mugier,  ó tuerto,  ó eoxo,  ó otra  cosa  se- 
mejante que  en  él  oviese  sin  su  culpa,  entonce 
aunque  fuese  verdat  lo  que  dixo,  seria  tenudo 
de  la  injuria.»  En  segundo  lugar,  no  se  refiere 
ni  puede  referirse  la  citada  disposición  á ios  de- 
litos privados  de  que  solo  el  ofendido  puede 
querellarse,  sino  en  sn  caso  á los  delitos  públicos 
de  que  cualquiera  del  pueblo  puede  acusar  por 
estar  interesada  en  su  revelación  y castigo  la 
sociedad  entera,  como  sientan  comunmente  los 
intérpretes,  y entre  ellos  Gregorio  López  en  la 
glosa?.1  de  esta  ley,  y Antonio  Gómez  lib.  3.° 
Variar,  cap.  6.°,  núm.  2.“,  con  otros  muchos  ci- 
tados por  estos.  En  tercer  lugar , aun  en  los  de- 
litos públicos  no  debe  admitirse  la  prueba  de 
ellos  ni  eximirse  de  la  pena  de  injuria  al  que 
los  imputa  ó echa  en  cara  al  delincuente  des- 
pués de  haber  sido  este  condenado  por  sentencia 
ó indultado  por  el  Rey,  porque  entonces  elin-- 
juriante  no  hace  servicio  alguno  al  Estado,  sino 
que  obra  solo  por  saña  ó pura  malicia  y sin  mas 
objeto  que  el  de  afrentar  al  ofendido,  á no  ser 
que  manifieste  algún  justo  motivo  que  le  excu- 
se de  la  inculpación,  como  afirma  con  otros  Gre- 
gorio López  en  dicha  glosa.  En  cuarto  lugar, 
siempre  es  reo  de  injuria  y no  se  excusa  con  la 
verdad  de  la  imputación  ni  por  consiguiente  es 
admitido  á probarla  el  que  deshonra  de  palabra 
á alguno  de  sus  ascendientes  ó á su  patrono  ó 
á su  amo  ó á la  persona  que  le  crió:  ley  2.a,  tí- 
tulo 9.“,  Part.  7.a  En  quinto  lugar,  aun  para  que 
la  verdad  del  delito  público  atribuido  á otro  qui- 
te ó destruya  la  acción  de  injuria,  se  tiene  por 
necesario  que  el  injuriante  lo  baya  echado  en 
cara  por  exigirlo  así  el  interés  del  Estado  ó su 
propia  defensa  ó la  conservación  de  su  derecho 
ó á lo  menos  por  haber  sido  provocado  con  otras 
ofensas,  pues  si  lo  imputó  ó echó  en  cara  con 
solo  el  propósito  de  humillar  ó envilecer  al  in- 
juriado sin  causa  legítima,  no  podrá  librarse  de 
la  pena  de  injuria,  como  entre  otros  sostiene 
Covarrubias  en  el  lib.  I Variar im,  cap.  11,  nú- 
mero 6.“  Con  efecto,  es  un  principio  adoptado 
por  el  derecho  romano,  que  el  que  profiere  pala- 
bras contumeliosas  ó difamatorias  contra  otro 
con  el  mero  objeto  de  injuriarle  ó deshonrar- 


le, no  queda  libre  de  la  acción  de  injuria  por 
la  verdad  y certeza  de  los  hechos  imputados : Á't 
non  convicii  coiisilio,  dice  la  ley  5.’,  tít.  35,  li- 
bro 9.°  del  Código , te  aliquid  mjurwsum  dixisse 
probare  potes , fieles  veri  á calumnia  te  defendit\ 
si  autem  in  rixam  inconsulto  calore  prolapsus 
homicida  convichm  objecisti,  el  ex  eo  die  amus 
excessit,  cmi  injuriar  mi  actio  annuo  ¿empore 
proscripta  sit,  ol  injuria  admissum  convenin  non 
potes ; de  suerte  que  según  esta  ley,  para  que  la 
verdad  de  lo  que  dijiste  contra  alguno  te  excu- 
se de  la  pena  de  injuria,  será  preciso  que  prue- 
bes que  no  lo  dijiste  meramente  por  ultrajarle, 
ó que  se  baya  prescrito  la  acción  de  injuria 
por  el  trascurso  legal,  como  así  lo  sientan  los 
intérpretes,  (juod  reipublicee  veneranda  causa  se- 
cundum  bonos  mores  fit,  dice  la  ley  33,  tít.  10, 
lib.  47  del  Digesto,  eliam  si  ad  contumeliam  ali- 
cujus  pertinet,  quia  iamen  non  ea  mente  magis- 
iratus  facit,  ut  itijuriam  faciát-,  sed  ad  vindictam 
majes  latís  publica  respiciat,  actione  injuriarum 
non  ienelur ; en  las  cuales  palabras  supone  la 
ley,  como  también  afirman  los  intérpretes,  que 
la  verdad  del  hecho  no  excusa  al  que  lo  imputa 
con  solo  el  ánimo  de  injuriar.  Este  principio  ha 
sido  proclamado  igualmente  en  la  legislación  ó 
en  la  jurisprudencia  de  la  naciones  extranjeras, 
como  por  ejemplo,  en  Francia,  donde  antigua- 
mente se  rechazaba  por  la  jurisprudencia  de  los 
tribunales  y ahora  se  rechaza  por  las  leyes  mo- 
dernas y especialmente  por  hi  ley  de  26  de  Mayo 
de  1819,  la  prueba  que  para  eximirse  de  la  pena 
de  injuria  ofreciese  hacer  de  la  verdad  de  los 
hechos  disfamatorios  el  que  los  hubiese  echado 
en  cara  á un  particular  con  ánimo  de  injuriarle. 
Finalmente,  la  ley  2.a,  tít.  3.°,  lib.  4.”  del  Fuero 
Real,  y las  leyes  l.1  y 2.a,  tít.  25,  lib.  12,  y otras 
varias  de  la  Nov.  Recop.,  mas  arriba  citadas,  que 
imponen  penas  por  toda  injuria  verbal,  exclu- 
yen implícitamente  la  prueba  que  para  librarse 
de  ellas  quisieran  los  injuriantes  presentar  de 
la  verdad  de  sus  dichos  ó imputaciones,  pues 
que  todas  guardan  absoluto  silencio  sobre  este 
medio  de  excusa  y algunas  condenan  dicterios 
que  son  verdaderos  y ciertos,  dando  á entender 
bastante  que  su  objeto  es  castigar  á los  que  ha- 
cen imputaciones  contumeliosas  á una  persona 
con  ánimo  solo  de  injuriarla,  tanto  en  el  caso 
de  que  los  hechos  sobre  que  recaen  sean  ciertos 
como  en  el  de  que  sean  falsos.  Este  mismo  siste- 
ma siguió  con  mas  expresión  el  Código  penal 
de  1822,  pues  en  su  art.  710,  establece  que  en 
ninguno  de  los  casos  de  injuria  grave  cometida 
públicamente,  deque  mas  arriba  en  este  mis- 
mo núm.  VII  hemos  hecho  mención,  servirá  al 
reo  de  disculpa  el  ser  notorio  ó estar  declarado 
judicialmente  el  hecho  en  que  consista  la  inju- 
ria, ni  se  le  admitirá  de  modo  alguno  á probar 
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sil  certeza,  k menos  que  el  ofendido  le  acuse  de 
calumnia:  y que  aunque  en  este  caso  lo  pruebe, 
el  ofensor  quedará  siempre  sujeto  á la  pena  de 
injuria.  La  razón  en  que  se  funda  esta  disposi- 
ción ó el  principio  de  que  venias  convicii  non 
excusat,  es  que  si  bien  la  ley  puede  autorizar  á 
todas  y cualesquiera  personas  para  acusar  y de- 
nunciar los  delitos,  no  puede  sin  embargo  dar- 
les libertad  para  que  todas  indistintamente  y 
en  todo  tiempo  y lugar  persigan  y escarnezcan 
y ultrajen  á sus  perpetradores,  porque  esto  seria 
abrir  la  puerta  á la  anarquía  y romper  todos  los 
lazos  de  la  organización  social. 

* Véase  lo  que  hemos  expuesto  sobre  este 
punto  en  la  adición  al  párrafo  III  de  este  ar- 
tículo. V,  Calumnia.  * 

Resta  hablar  aquí  de  la3  injurias  verbales  pro- 
feridas contra  el  Rey  y personas  de  la  real  fami- 
lia. Según  la  ley  17,  tít.  13,  Part.  2.a,  el  que  á ; 
sabiendas  profiriese  contra  el  Rey  palabras  que  I 
le  deshonren  ó envilezcan,  debía  ser  tenido  por 
traidor  y sufrir  la  pena  que  correspondiera  se- 
gún la  calidad  de  las  palabras;  y del  mismo 
modo  liabia  de  ser  castigado  el  que  deshonrase 
á sus  hijos  ó á la  Reina,  según  las  leyes  1."  y 2.“ 
del  tít.  14,  y 1.*  y 2.a  del  tít,  15  de  la  misma  Par- 
tida. La  ley  2.a,  tít.  1.a,  lib.  3.°  de  la  Noy.  Recop., 
quiere  fuera  tenido  por  alevoso  y que  perdiera 
la  mitad  de  sus  bienes,  y sufriese  además  la 
pena  corporal  que  el  Rey  arbitrare,  el  que  dije- 
re palabras  injuriosas  y feas  contra  el  Rey  ó la 
Reina  ó sus  hijos,  el  principe  ó los  infantes. 

* El  Código  penal  de  1870  castiga  la  injuria 
inferida  k las  personas  reales  en  sus  arts.  161, 

162  y 164,  expuestos  en  el  artículo  de  esta  obra 
Lesa  majestad.  También  castiga  con  pena  espe- 
cial las  injurias  inferidas  á los  cuerpos  colegís- 
ladores  hallándose  en  sesión,  ó á alguna  de  sus 
comisiones,,  ó á algún  senador  ó diputado,  ó k 
los  ministros  constituidos  en  Consejo,  en  los  ar- 
tículos 173,  174,  179  y 180  , expuestos  en  el  ar- 
tículo de  esta  obra  Delitos  contra  las  Cortes  y con- 
tra el  Consejo  de  ministros.  Acerca  de  las  injurias 
inferidas  á la  autoridad , sus  agentes  y demás 
funcionarios  públicos,  véase  el  artículo  de  esta 
obra  Desacato  á la  Autoridad.  * 

VIII.  Injuria  literal  ó por  escrito.  — Comete 
injuria  literal  ó escrita  el  que  por  medio  de  car- 
tel, anuncio,  pasquín,  lámina,  pintura,  dibujo, 
grabado  ú otro  documento  puesto  al  público,  ó 
en  papel  impreso  ó en  manuscrito  que  paladina 
ó encubiertamente  baya  sido  distribuido  ó cir- 
culado, mancilla  de  alguu  modo  la  honra  y fama 
de  alguna  persona:  ley  3.a,  tít.  9.°,  Part.  7.a,  y . 
ley  8.a,  tit.  25,  lib.  12,  Nov.  Recop.  El  que  comete  i 
injuria  por  cualquiera  de  estos  medios,  se  consi-  ¡ 
dera  reo  de  libelo  infamatorio-,  pero  es  preciso 
hacer  distinción  entre  la  injuria  que  se  comete 


en  papel  manuscrito  y la  que  se  comete  en  papel 
impreso , porque  cada  una  de  ellas  se  persigue 
de  diferente  modo,  y cada  una  tiene  diferente 
pena.  Además,  la  acción  del  injuriado  en  ma- 
nuscrito, debe  ejercerse  ante  los  tribunales  co- 
munes que  sean  competentes , como  otra  cual- 
quiera, y la  del  injuriado  en  impreso  debía  antes 
ejercitarse  en  el  juicio  de  jurados,  con  deroga- 
ción de  todo  fuero;  aquella  se  extinguía  por  el 
trascurso  de  un  año,  y esta  por  el  trascurso  de 
un  ano  entre  presentes  y de  dos  entre  ausentes: 
,ey  22,  tít.  9.  , Part.  7.a;  art.  74  de  la  ley  de  22  de 
Octubre  de  1820,  y art.  16  de  la  de  17  de  Octubre 
de  1837. 

La  ley  3.a,  tít.  9.°,  Part.  7.a,  dispuso  en  gene- 
ral: que  el  que  infamare  á otro  por  escrito,  lla- 
mado libelo  famoso,  sufriese  la  pena  de  muerte, 
destierro  ú otra  cualquiera  que  merecería  el  in- 
famado si  se  le  probase  en  juicio  el  crimen  ¿de- 
lito que  en  el  libelo  se  le  imputaba;  que  en  esta 
pena  incurriera,  no  solo  el  que  hubiese  com- 
puesto el  papel  ó libelo,  sino  también  el  que  lo 
hubiese  escrito,  y aun  el  que,  encontrándolo,  no 
lo  rompiese  desde  luego  sin  mostrarlo  á nadie; 
que  el  que  cantare  ó recitare  versos  ó dictarlos 
compuestos  en  deshonra  ó denuesto  de  otro,  de- 
bía ser  infamado  y recibir  además  pena  corporal 
ó pecuniaria  á arbitrio  del  juez  del  lugar  donde 
esto  acaeciere;  que  el  que  tuviese  que  decir  mal 
de  otro,  debía  acusarlo  enjuicio  y no  infamarlo 
de  un  modo  ilegal,  pues  probándolo,  quedaba  el 
acusador  libre  de  pena,  y al  acusado  se  imponía 
la  que  mereciese;  que  si  bien  el  injuriador  de 
palabra  se  libraba  de  pena  en  caso  de  que  pro- 
base la  verdad  del  delito  que  hubiere  imputado 
á otro,  no  debía  ser  oido  el  injuriador  por  escrito 
ni  admitido  á justificar  sus  imputaciones,  por- 
que la  infamia  ó deshonra  que  causan  los  libelos 
si  no  se  pierden,  dura  siempre,  mientras  que  la 
que  proviene  de  las  ofensas  verbales  se  olvida 
mas  pronto.  V.  Caución.  Por  auto  acordado  del 
Consejo  de  14  de  Abril  de  1766,  y Real  resolución 
de  18  de  Diciembre  de  1804,  que  es  la  ley  8.a,  tí- 
tulo 25,  lib.  12,- Nov.  R ecop.,  se  renovó,  bajo  las 
penas  establecidas  en  las  leyes,  la  prohibición 
de  componer,  escribir , trasladar,  distribuir  y ex- 
pender pasquines,  sátiras,  versos,  manifiestos  y 
otros  papeles  sediciosos  é injuriosos  á personas 
públicas  ó á cualquiera  particular,  mandando  al 
mismo  tiempo  que  todos  los  que  los  tuvieren  los 
entregaran  á la  justicia  en  el  término  preciso  de 
veinticuatro  horas,  y que  se  procediese  á la  ave- 
riguación, formación  de  causa,  prisión  y castigo 
de  los  contraventores,  manteniéndose  en  secreto 
el  nombre  del  delator  en  testimonio  separado. 
V.  Pasquín  y Anónimo. 

Por  las  leyes  de  .22  de  Octubre  de  1820  y 12  de 
Febrero  de  1822  sobre  libertad  de  imprenta,  res- 
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tablecidas  por  Real  decreto  de  17  de  Agosto 
de  1836,  se  calificaron  de  libelos  infamatorios 
los  escritos  (impresos),  dibujos,  pinturas  ó gra- 
bados en  que  se  vulnera  la  reputación  ó el  ho- 
nor de  los  particulares,  tachando  su  conducta 
privada^  aunque  no  se  les  designe  con  sus  nom- 
bres, sino  por  anagramas , alegorías,  ó en  otra 
forma,  siempre  que  los  jueces  de  hecho  creye- 
ren, según  su  conciencia,  que  se  habla  ó hace 
alusión  á persona  6 personas  determinadas:  ar- 
tículo 16  de  la  ley  de  1820  y 4.°  y 5.°  de  la  de 
1822. — Los  libelos  infamatorios  podían  ser  inju- 
riosos en  primero,  segundo  ó tercer  grado  , se- 
gún la  verdad  de  las  injurias,  atendidas  todas 
las  circunstancias;  y su  calificación  pertenecía 
á los  jueces  de  hecho.  Por  el  libelo  injurioso  en 
primer  grado,  se  imponía  al  injuriante  la  pena 
de  seis  meses  de  prisión  en  un  castillo  ó fortale- 
za la  mas  inmediata,  y una  multa  de  1,500  rea- 
les: por  el  injurioso  en  segundo  grado  cuatro 
meses  de  prisión  y la  multa  de  1,000  rs.,  y por 
el  injurioso  en  tercer  grado,  dos  meses  de  pri- 
sión y 500  rs.  La  pena  pecuniaria  era  doble  en 
Ultramar,  y al  que  no  pudiere  pagarla  se  le  du- 
plicaba el  tiempo  de  la  prisión.  La  reincidencia 
se  castigaba  con  la  pena  dupla  correspondiente 
al  grado  en  que  se  verificase.  Además  de  estas 
penas,  debían  recogerse  cuantos  ejemplares  exis- 
tieran por  vender  del  libelo  infamatorio;  pero 
si  en  la  calificación  de  injuria  solo  se  declaraba 
comprendida  una  parte  del  impreso,  debía  su- 
primirse esta,  quedando  libre  y corriente  el  res- 
to de  la  obra:  cualquiera  que  vendiese  uno  ó 
mas  ejemplares  del  escrito  mandado  recoger  La- 
bia de  pagar  el  valor  de  mil  de  ellos  á precio  de 
venta;  y el  que  lo  reimprimiere  incurría  por  el 
mismo  hecho  en  la  pena  que  se  hubiese  im- 
puesto á consecuencia  de  la  calificación:  artícu- 
los 23,  24,  25,  31  y 73  de  la  ley  de  1820,  y el  7." 
y 8.°  de  la  de  1822.— Los  responsables  de  la  pu- 
plicacion  de  libelos  infamatorios  no  se  eximían 
de  las  penas  expresadas;  aun  cuando  ofrecieran 
probar  la  imputación  injuriosa,  quedando  ade- 
más al  agraviado  la  acción  expedita  para  acusar 
de  calumnia  al  injuriante  ante  los  tribunales 
competentes.  Pero  si  en  algún  escrito  se  impu- 
taren delitos  cometidos  por  alguna  corporación 
ó empleado  en  el  desempeño  de  su  destino,  y el 
autor  ó editor  probare  su  aserto , quedaba  enton- 
ces este  libre  de  toda  pena,  y lo  mismo  se  veri- 
ficaba en  el  caso  de  que  la  inculpación  conteni- 
da en  el  impreso  se  refiriera  á crímenes  ó ma- 
quinaciones tramadas  por  cualquier  persona 
contra  el  Estado:  arts.  7.c,  8.“  y 9.°  de  la  ley  de 
1820.  V.  Libertad  de  imprenta.  Según  el  art.  1." 
de  la  ley  de  12  de  Febrero  de  1822,  eran  subver- 
sivos los  escritos  (impresos)  en  que  se  injuria  la 
sagrada  é inviolable  persona  del  Rey,  ó se  pro- 


palan máximas  ó doctrinas  que  le  supongan  su- 
jeto á responsabilidad  ; y de  consiguiente  el  que 
fuere  responsable  de  ellos  debía  ser  castigado 
con  la  pena  de  seis  años  de  prisión  si  el  escrito 
fuere  calificado  de  subversivo  en  primer  grado; 
con  la  de  cuatro  años  si  lo  fuere  en  segundo,  y 
con  la  de  dos  si  lo  fuere  en  tercero;  quedando 
además  privado  el  delincuente  de  su  empleo  y 
honores,  y ocupándosele  también  las  temporali- 
dades si  fuere  eclesiástico. 

Por  esta  reseña  de  las  disposiciones  que  con- 
tienen las  leyes  de  las  Partidas  y de  la  Recopila- 
ción y las  modernas  de  1820  y 1822  sobre  libelos 
infamatorios,  se  ve  que  estas  últimas  se  referian 
á las  injurias  cometidas  por  medio  de  la  impren- 
ta, del  dibujo,  de  la  pintura  y del  grabado,  y 
que  por  consiguiente  las  primeras  quedaban  re- 
ducidas á las  injurias  cometidas  por  medio  de 
manuscritos,  Las  injurias  cometidas  en  manus- 
crito son  sin  duda  menos  trascendentales  por 
razón  del  medio  que  las  cometidas  en  impreso 
y sin  embargo  llevaban  consigo  penas  mucho 
mas  graves,  pues  la  pena  del  talion  que  por  ellas 
se  imponia,  podía  llegar  hasta  la  de  muerte, 
cuando  la  mayor  pena  de  las  injurias  cometidas 
en  impreso  se  reducía  á.  seis  meses  de  prisión  y 
1,500  rs.  de  multa.  Pero  la  pena  del  talion,  qne 
ha  caducado  para  el  delito  de  calumnia  , debió 
de  caducar  con  mas  razón  para  el  de  injuria;  y 
así  es  que  en  la  práctica  se  sustituyó  por  penas 
arbitrarias  mas  ó menos  graves,  según  la  mayor 
ó menor  trascendencia  de  las  imputaciones  he- 
chas en  los  libelos  manuscritos.  El  Código  penal 
de  1822  confundió  la  injuria  impresa  con  la  ma- 
nuscrita, é impuso  por  ellas,  siendo  grave,  la 
satisfacción  pública,  la  reclusión  ó prisión  de 
cuatro  meses  á cinco  años , y una  multa  de  15  á 
150  duros,  aun  cuando  el  delito  imputado  en  el 
libelo  fuese  notorio  ó estuviere  declarado  judi- 
cialmente, y aun  cuando  el  mismo  injuriante 
hubiere  presentado  pruebas  de  su  certeza,  las 
cuales  no  le  eran  admitidas  sino  solo  en  el  caso 
de  que  el  injuriado  le  acusara  de  calumnia; 
siendo  leves  dichas  injurias,  las  castigaba  con 
la  satisfacción  pública  y un  arresto  de  ocho  dias 
á seis  meses ; y tanto  en  el  caso  de  que  fuesen 
leves  como  en  el  de  que  fueran  graves,  mandaba 
recoger  é inutilizar  todas  las  copias  ó ejemplares 
del  libelo , imponiendo  una  multa  de  dos  k veinte 
duros  al  que  lo  conservase,  á no  ser  que  la  in- 
juria se  hubiera  cometido  en  papel  cuya  conser- 
vación fuese  necesaria,  pues  en  este  caso  se  con- 
tentaba con  que  se  testaran  y borraran  los  pasa- 
jes injuriosos.  Era  muy  de  extrañar  que  estas 
disposiciones  del  Código  de  9 de  Julio  de  1822, 
no  estuvieran  en  completa  armonía  y correlación 
con  las  que  mas  arriba  hemos  extractado  de  la 
ley  de  22  de  Octubre  de  1820  y su  adicional  de 
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12  de  Febrero  de  1822,  sobre  abusos  de  la  liber- 
tad de  imprenta,  las  cuales  siguieron  en  ob- 
servancia después  de  la  promulgación  del  Códi- 
go penal.  ¿No  podríamos  decir  que  la  incohe- 
rencia de  las  leyes  es  un  mal  irremediable,  pues 
que  se  nos  presenta  de  un  modo  tan  chocante  en 
leyes  modernas  discutidas  en  Córtes,  y hechas 
en  una  misma  época,  hajo  un  mismo  sistema  y 
quizá  por  las  mismas  personas? 

Antes  de  concluir  esta  materia  de  la  injuria 
literal  ó por  escrito,  importa  examinar  una  cues- 
tión de  alguna  trascendencia.  Una  carta  inju- 
riosa ¿ la  persona  á quien  se  ha  escrito,  ¿consti- 
tuye el  delito  de  injuria  literal,  y puede  por  con- 
siguiente ser  perseguido  su  autor  como  reo  de 
libelo  infamatorio  y No;  una  carta  en  que  se  de- 
nuesta  ó ultraja  á la  misma  persona  á quien  se 
dirige,  no  es  un  libelo  infamatorio,  ni  su  autor 
puede  ser  castigado  como  reo  de  este  delito.  Se- 
gún el  espíritu  de  las  leyes  que  se  han  citado, 
no  hay  libelo  infamatorio  sino  cuando  se  tiene 
intención  de  mancillar  con  él  la  honra  y fama 
de  alguna  persona,  y esta  intención  no  aparece 
por  cierto  en  una  simple  carta  misiva  que  ui  se 
expone  al  público  ni  se  hace  circular  de  mano 
en  mano;  el  injuriado  en  ella  es  dueño  de  guar- 
darla, ó de  romperla,  ó inutilizarla  de  otro  modo, 
y nadie,  si  él  no  quiere,  será  sabedor  de  su  con- 
tenido. Mas  si  una  carta  de  esta  especie  no  debe 
ser  considerada  como  libelo,  podrá  serlo  como  in- 
juria verbal,  como  injuria  ó denuesto  que  se  ha 
dicho  al  ofendido  cara  á cara,  pues  el  que  envía 
una  carta  á otro,  se  entiende  que  le  habla  como 
si  le  tuviese  delante:  Epístola  absen  ti,  dice  Barto- 
lo, idem  est  quod  sermo  pr cesen ¿ibus;  el  qui  mittit 
alteri  Uiteras , intelligitur  prtesens  prmsenli  toqui. 

* En  el  dia  se  castigan  por  los  Tribunales  con 
arreglo  á las  disposiciones  de  los  arts.  473,  474, 
477,  582,  583  y 605  ya  expuestos  del  Código  pe- 
nal , las  injurias  inferidas  por  medio  de  manus- 
critos ó de  la  imprenta , así  como  en  general  los 
demás  delitos  y faltas  que  se  cometan  por  este 
último  medio,  según  se  determina  en  los  ar- 
tículos 7.°,  12,  14,  582  y 583  del  mismo  y en  el 
art.  23  de  la  Constitución  de  1869.  Respecto  de 
las  injurias  cometidas  por  medio  de  manuscritos 
y por  libelos,  debe  estarse  especialmente  á lo 
prescrito  por  el  art.  477;  y en  cuanto  á las  infe- 
ridas por  medio  de  g'rabados  ó caricaturas,  á la 
disposición  del  art.  476.  Véase  el  artículo  de  esta 
obra  Autor  de  delito.  Respecto  del  tiempo  poi- 
que se  extingue  la  acción  de  injuria,  véase  el 
párrafo  XII  de  este  articulo,  núra.  3/'  Acerca  de 
las  injurias  contra  el  Rey,  véase  el  artículo  de 
esta  obra  Lesa  majestad.  Véase  lo  que  se  expone 
al  fin  del  párrafo  X sobre  el  modo  de  proceder 
respecto  de  las  injurias.  Véase  el  articulo  Li- 
bertad de  imprenta. 


Procede  también  la  acción  de  injuria,  cuando 
se  haya  hecho  por  medio  de  publicaciones  en 
país  extranjero:  art  481  del  Código  penal. 

Según  el  art,  584  del  Código  penal,  incurre 
en  la  pena  de  25  á 125  pesetas  de  multa  el  direc- 
tor de  un  periódico  en  que  se  hubieren  anun- 
ciado hechos  falsos , si  se  negare  á insertar 
gratis,  dentro  del  término  de  tres  dias,  la  con- 
testación que  le  dirija  la  persona  ofendida,  ó 
cualquiera  otra  autorizada  para  ello,  rectificán- 
dolos ó explicándolos,  con  tal  que  la  rectifica- 
ción no  excediere  eu  extensión  del  doble  del 
suelto  ó noticia  falsa.  En  el  caso  de  ausencia  ó 
muerte  del  ofendido,  tendrán  igual  derecho  sus 
hijos,  padres,  hermanos  y herederos.  En  la  mis- 
ma pena  incurren  los  que  por  medio  de  la  im- 
prenta, litografía  ú otro  medio  de  publicación 
divulgaren  maliciosamente  hechos  relativos  á la 
vida  privada , que  sin  ser  injuriosos , puedan 
producir  perjuicios  ó graves  disgustos  en  la  fa- 
milia á que  la  noticia  se  refiera.  Véanse  también 
las  disposiciones  de  los  afts.  582  y 583,  expuestos 
en  la  adición  al  final  del  pár.  IV  de  este  ar- 
tículo. * 

IX.  Injuria  real. — Comete  injuria  real  el  que 
ofeudo  á otro  de  obra  ó de  hecho , como  por 
ejemplo,  el  que  ultraja  ó insulta  á otro  con  re- 
medos ó gestos  delante  de  otras  personas,  ó le 
hiere  con  mano,  pié,  palo,  piedra,  arma  ú otro 
cualquier  instrumento,  ó alza  la  mano  con  palo 
ú otra  cosa  para  herirle,  aunque  no  le  hiera,  ó 
le  escupe  en  la  cara,  ó le  rasga  los  vestidos,  ó le 
despoja  de  ellos,  ó arroja,  pisa  ó ensucia  sus  co- 
sas, ó' le  sigue  ó corre  en  pos  de  él  para  herirle  ó 
cogerle,  ó le  encierra  en  algún  lugar,  ó se  le 
mete  por  fuerza  en  su  casa,  ó le  prende  ó le 
toma  alguna  cosa  coDtra  su  voluntad,  ó le  pone 
á la  ventana  ó puerta  de  su  casa  cuernos  ú otros 
signos  de  alusión  injuriosa,  ó le. echa  agua  ú 
otra  cosa  sucia  en  su  persona  ó en  su  casa  por 
causarle  deshonra  ó enojo,  ó viviendo  en  un  piso 
inferior  de  la  misma  casa , hace  fuego  de  paja 
mojada,  leña  verde  ó de  otra  cosa  cualquiera, 
sin  mas  intención  que  la  de  incomodarle  con  el 
humo,  ó le  mueve  pleito  y hace  emplazar  mali- 
ciosamente por  causarle  gastos  ú obligarle  á de- 
jar ó suspender  sus  negocios  ó arrancarle  algu- 
na cantidad  ó ventaja:  leyes  4.’,  6.  y 7.  , tít.  9.  , 
Part.  7.a,  y ley  1.a,  tít.  3.",  iib.  4.ü  del  Fuero  Real. 

Siendo  tan  diversas  las  injurias  reales,  como 
se  echa  de  ver.  y unas  mas  ó menos  graves  que 
. otras , uo  es  posible  dar  una  regla  general  sobre 
■ el  modo  con  que  deben  castigarse;  y así  es  que 
las  citadas  leyes  dejaron  al  arbitrio  del  juez  la 
imposición  de  las  penas,  quien  debía  graduarlas 
según  la  naturaleza  de  la  ofensa  y las  circuns- 
tancias de  las  personas,  atendiendo  también  á 
los  daños  y perjuicios  del  injuriado  que  había 
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de  pagar  el  inj  u ríante , y á la  mayor  ó menor 
alarma  que  la  injuria  producia  en  los  demás  in- 
dividuos de  la  sociedad.  Véase  el  núm.  VI  de 
este  mismo  artículo,  y las  palabras  Ileridü-,  He- 
rido y Agresor, 

* Acerca  de  los  actos  que  se  aducen  en  este 
párrafo  como  ejemplos  de  injurias  reales,  debe 
advertirse,  que  la  mera  acción  de  remedar  á una 
persona,  no  constituye  delito  en  el  día,  pudien- 
do  considerarse  únicamente  como  falta  ó injuria 
liviana,  y castigarse  con  arreg’lo  al  art.  005  del 
Código  penal  ya  expuesto.  Los  hechos  de  herir 
con  arma,  piedra  ó palo,  constituyen  mas  bien 
lesiones  que  deben  penarse  con  arreglo  á los 
arts.  429  al  438,  602  y 603,  núm.  l.°,  ó si  no  cons- 
tituyeren lesiones,  con  arreglo  al  art,  605,  604  ó 
603.  El  601  dispone  que  seau  castigados  con  las 
penas  de  uno  á cinco  dias  de  arresto,  ó multa  de 
5 á 50  pesetas,  los  que  golpearen  ó maltrataren 
á otro  de  obra  ó de  palabra  sin  causarle  lesión;  y 
el  603,  que  sean  castigados  con  la  pena  de  cinco 
á quince  dias  de  arresto  y reprensión  los  mari- 
dos que  maltrataren  á sus  mujeres,  aun  cuando 
no  les  causaren  lesiones  que  les  impidan  dedi- 
carse á sus  trabajos  habituales  ni  exijan  asis- 
tencia facultativa;  las  mujeres  desobedientes  á 
sus  maridos  que  les  maltrataren  de  obra  ó de  pa- 
labra; los  hijos  de  familia  que  faltaren  al  res- 
peto y sumisión  debidos  á sus  padres , y los  pu- 
pilos que  cometieren  igual  falta  liácia  sus  tuto- 
res. El  acto  de  seguir  á otro  para_  herirle,  podrá 
constituir  delito  ó tentativa  de  delito  de  lesio- 
nes, según  la  intención  y el  arma  del  agente. 
Los  actos  de  escupir  en  el  rostro  ó rasgar  los 
vestidos  á otra,  constituirán  injuria  grave,  con 
la  obligación  en  este  último  caso  de  la  repara- 
ción del  daño  causado;  el  acto  de  quitar  los  ves- 
tidos á otro,  puede  constituir  robo  con  violencia 
en  la  persona,  penado  en  el  art.  516;  el  acto  de 
encerrarle  en  algún  lugar  es  delito  de  detención 
ilegal,  penado  en  los  arts.  495  ai  497.  y el  de  me- 
terse por  fuerza  en  su  casa,  lo  es  de  allanamien- 
to de  morada,  penado  en  los  arts.  504á  506;  el  de 
tomarle  algo  contra  su  voluntad,  constituye  el 
delito  de  robo  ó hurto ; el  de  ponerle  cuer- 
nos, etc.,  á la  ventana  ó puerta  de  su  casa,  cons- 
tituye la  injuria  grave  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo 472,  núms.  3.°  y 4.“;  los  actos  de  echar 
agua  sucia  en  la  casa  de  otro  ó quemar  fuego 
de  paja  y hacer  humo  para  incomodarle,  cree- 
mos constituyen  la  falta  penada  en  el  art.  404, 
num.  5.°,  que  castiga  con  uno  á cinco  dias  de 
arresto,  ó multa  de  5 á 50  pesetas,  á los  que 
causaren  á otro  una  vejación  injusta  no  pena- 
da en  el  lib.  2.°  del  Código;  y finalmente,  el  ac- 
to de  emplazar  maliciosamente  á otro  por  cau- 
sarle gastos  ó arrancarle  alguna  cantidad , 
constituye,  no  una  injuria,  sino  un  perjuicio 


á cuya  indemnización  deberá  condenar  el  juez. 

El  criado  que  de  obra  injuriare  á su  amo  po- 
niendo las  manos  en  él,  además  de  las  otras 
penas  prescritas  por  tal  delito , era  tenido  por 
aleve  como  quebrantador  de  la  fidelidad  y segu- 
ridad que  le  debia;  pero  si  solo  echare  mano  á 
la  espada  ó tomare  armas  contra  él,  además  de 
dichas  penas  debia  sufrir  treinta  dias  de  cárcel 
y dos  años  de  destierro  siendo  hidalgo,  y no 
siéndolo,  debía  ser  traído  á la  vergüenza.  Si  la 
injuria  no  era  mas  que  de  palabra,  era  casti- 
gado según  la  calidad  del  caso  y de  las  perso- 
nas: ley  5.s,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Kecop. 

* El  delito  á que  se  refiere  esta  ley  se  halla 
comprendido  actualmente  éntrelas  injurias  gra- 
ves que  marca  el  art.  472  del  Código  penal  y que 
castiga  el  473.  * 

El  hombre  que  persiguiere  á una  mujer  don- 
cella , casada  ó viuda,  honesta  y de.  buena  fama, 
ora  yendo  frecuentemente  á su  casa  con  torcido 
fin,  ora  siguiéndola  en  las  calles , iglesias  ú otros 
parajes  públicos,  ora  enviándole  ocultamente 
joyas  ú otros  regalos  con  objeto  de  corromper- 
la, ya  tratando  de  conquistar  sus  favores  por 
conducto  de  alcahuetas  ú otros  medios,  se  en- 
tendía que  cometía  injuria  real,  no  solo  contra 
ella,  sino  también  contra  sus  padres,  marido  y 
demás  parientes ; y asi  estaba  sujeto  á la  acción 
de  injuria  que  podían  entablar  contra  él  los  in- 
teresados, y el  juez  debia  mandarle  que  desis- 
tiera de  su  empeño , amenazándole  que  seria 
castigado  en  otro  caso:  ley  5.*,  tít.  9.°,  Part.  7.' 

* Las  disposiciones  de  esta  ley  que  suponen 
el  respeto  y decoro  que  deben  guardarse  á las 
mujeres  y que  tan  grande  y saludable  influen- 
cia ejercen  en  las  costumbres  públicas,  no  se 
hallan  expresadas  en  el  nuevo  Código  penal. 
Kespecto  de  la  hones1¿dad , no  se  encuentran  en 
él  mas  disposiciones  que  las  contenidas  en  el 
tít.  9.”  del  libro  2.°  que  versan  sobre  los  delitos 
de  adulterio,  violación,  estupro,  rapto  y abusos 
deshonestos,  y en  el  cap.  8.”  del  tit.  7.°  que  versa 
sobre  abusos  contra  la  honestidad,  en  el  que 
solo  se  castigad  acto  de  solicitar  un  funcionario 
público  á una  mujer  que  tenga  pretensiones  pen- 
dientes de  su  resolución,  y el  de  un  alcaide  á la 
que  estuviere  sujeta  á su  guarda.  * 

El  que  entrando  sin  órden  judicial  en  casa  de 
un  moribundo,  le  tomare  sus  bienes  ó parte  de 
ellos  bajo  pretexto  de  deuda,  hace  injuria  real 
al  enfermo  y á sus  herederos  y parientes.  La  ley 
consideraba  de  tanta  gravedad  este  g-énero  de 
aflicción  causada  al  aflígúdo  que  quería  fuese 
castigado  el  tal  acreedor,  si  lo  era,  con  la  pér- 
dida de  su  crédito,  con  la  satisfacción  de  otro 
tanto  á los  herederos  del  difunto,  con  la  confis- 
cación de  la  tercera  parte  de  sus  bienes,  y con 
infamia  perpétua,  y si  no  fuere  acreedor  del  agra- 


1N 


1N 


— 265 

viado,  con  la  confiscación  de  la  tercera  parte  de 
sus  bienes,  y con  la  satisfacción  pecuniaria  que 
se  estimare  justa  por  el  juez  á favor  de  los  pa- 
rientes: ley  11,  d.  tit.  9.°,  Part.  7.a 

* En  la  actualidad,  se  impondrá,  por  este  de- 
lito la  pena  establecida  en  el  art.  511  inserto  en 
el  artículo  de  esta  obra,  Coacción.  * 

El  que  por  deuda  ú otra  razón  impidiere  la 
inhumación  de  un  difunto  ó cometiere  algún 
acto  deshonroso  en  su  cadáver  ó infamare  su 
memoria,  hace  injuria  á Dios  y á los  hombres  y 
á sus  herederos,  y quedaba  obligado  á la  pena 
que  el  juez  arbitrare,  según  las  circunstancias 
del  hecho  y de  las  personas:  Ley  13,  id.  V.  Cadá- 
ver, núm.  II. 

* En  el  dia  deberán  imponerse  las  penas  de 
los  arts.  349  ó 596,  núm.  6.“  arriba  expuestas.  * 

El  que  quebrantare  un  sepulcro  por  llevarse 
las  piedras  ó ladrillos  ú otros  materiales  de  que 
se  compone,  ó por  despojar  al  cadáver  de  sus 
vestiduras  y adornos,  ó por  deshonrar  al  muerto 
que  allí  yace,  arrastrando  ó esparciendo  sus 
huesos,  comete  injuria  g’rave  contra  los  vivos  y 
los  muertos,  puede  ser  perseguido  judicial- 
mente por  los  parientes  y por  cualquiera  del 
pueblo,  é incurría  en  las  penas  mas  rigurosas. 

Y.  Cadáver,  núm.  III. 

El  que  injuriare  ó maltratare  de  hecho  al  Rey 
en  su  persona,  en  su  imagen,  retrato  ó estátua, 
incurría  como  traidor  en  la  pena  de  muerte: 
ley  18,  tít.  13,  Part.  2.*;  leyes  1.’  y 2.*,  tit.  2.°, 
Part.  7.*;  ley  1.',  tít.  1.°,  lib.  12,  Nov.  Recop.;  y lo 
mismo  debía  decirse  del  que  injuriare  de  obra 
á la  Reina  ó al  Príncipe  heredero  y aun  á los 
otros  hijos:  ley  1.a,  tít.  14,  leyes  1.a,  y 2.',  tít.  13, 
Part.  2.%  y ley  1.a,  tít.  7.",  lib.  12,  Nov.  Recop.  Si 
el  injuriante  de  hecho  era  hombre  honrado,  que- 
na ia  ley  18,  tít.  13,  Part.  2.a,  que  fuese  echado 
de  la  tierra  para  siempre  y perdiera  lo  que  del 
Rey  tuviere. 

* Hoy  rigen  , sobre  esta  clase  de  injurias,  las 
disposicioues  de  los  arts.  161  y 164  del  Código 
penal,  expuestas  en  el  artículo  de  esta  obra,  Lesa 
majestad.  * 

X.  Modo  de  'proceder  en  los  juicios  de  inju- 
rias.—Nuestras  leyes  recopiladas  previenen  que 
en  las  injurias  de  palabras  livianas  que  pasaren 
entre  cualesquier  vecinos,  si  no  intervinieren 
armas  ni  efusión  de  sangre,  ó no  hubiere  queja  de 
parte,  y aunque  la  haya,  si  se  apartare  de  ella, 
no  deben  los  j tieces  hacer  pesquisas  de  oficio  ni 
proceder  contra  los  culpados  á prisión  ni  á im- 
ponerles pena  alguna:  ley  3.a,  tit.  25,  lib.  12, 
Nov.  Recop.,  y Real  cédula  de  15  de  Mayo  de 
1788:  art.  6.“ 

Tampoco  deben  mezclarse  los  jueces,  según 
dichas  leyes,  si  no  hubiese  querella  de  parte,  en 
las  injurias  de  palabras  graves  castigadas  con 
Tomo  iii. 


pena  de  trescientos  sueldos  ó sea  de  mil  y dos- 
cientos maravedís  en  la  ley  1.*,  tít.  22,  lib.  15, 
Nov.  Recop.,  ya  citada  en  el  núm.  Vil,  esto  es, 
en  aquellas  injurias  consistentes  en  decir  á otro 
gafo  ó leproso,  sodomitico,  cornudo,  traidor  ó 
hereje , ó á mujer  casada  puta, -a  otros  denues- 
tos semejantes,  por  convenir  así  á la  quietud 
de  los  pueblos,  y para  evitar  muchas  disen- 
siones, enemistades,  y dispendio  de  los  bienes 
con  detrimento  de  las  familias;  pero  una  vez 
piincipiado  el  procedimiento  judicial  á instan- 
cia de  parte,  por  alguna  de  dichas  palabras,  de- 
bía el  juez  continuarlo  de  oficio  y castigar  aL 
injuriador,  aunque  el  querellante  se  separase 
de  su  querella. 

Lo  que  dice  la  ley  acerca  de  las  injurias  de 
palabras  livianas  y de  las  injurias  de  las  pala- 
bras graves  que  menciona,  debe  aplicarse  tam- 
bién á las  injurias  reales  ó de  hecho  según  su 
respectiva  ligereza  ó gravedad.  Así  que,  no  de- 
be ei  juez  proceder  de  oficio  sobre  las  ofensas 
simples  de  hecho  que  no  causaren  sino  un  daño 
de  poca  consideración  y ninguna  trascendencia 
á la  persona  ofendida,  como  que  estas  no  se 
reputan  sino  por  injurias  livianas.  Ni  deberá 
tampoco  mezclarse , si  no  hubiere  querella  de 
parte,  en  aquellas  ofensas  de  hecho  que  aunque 
de  alguna  gravedad  no  son  de  tanta  consecuen- 
cia que  puedan  inutilizar  en  todo  ó en  parte  al 
ofendido  ó producirle  detrimento  para  lo  futuro 
en  su  salud,  á no  ser  que  hayan  sido  acompa- 
ñadas de  alguna  circunstancia  alarmante,  como 
de  uso  de  armas  ó efusión  de  sangre;  pero  una 
vez  provocado  por  la  querella , debia  continuar 
el  procedimiento  y hacer  justicia,  aunque  el 
querellante  abandonase  la  acusación. 

Mas  cuando  las  injurias  verbales  ó reales  de 
mucha  gravedad,  ya  por  razón  del  daño  tras- 
cendental que  producen,  ya  por  ir  acompañadas 
de  circunstancias  alarmantes,  como  de  uso  de 
armas  ó efusión  de  sangre , ya  por  razón  de  las 
personas  injuriantes  é injuriadas,  ya  por  razón 
de  la  irreverencia  ó desacato  que  consigo  lleva- 
ren , según  lo  dicho  en  el  núm.  II  de  este  mis- 
mo artículo,  de  modo  que  la  sociedad  no  pueda 
quedar  satisfecha  sino  con  su  castigo,  está  obli- 
gado entonces  el  juez  á formar  causa,  queréllese 
ó no  el  ofendido,  como  también  á continuarla 
y decidirla,  aunque  habiéndose  querellado  el 
ofendido  desista  luego  de  su  acción, 

De  aquí  es  que  se  han  dividido  las  injurias 
en  tres  ciases,  á saber:  en  leves,  graves  y gra- 
vísimas ; ó cu  leves,  semigraves  y graves,  como 
decía  un  ilustrado  escritor  del  Boletín,  de  juris- 
prudencia  y legislación-,  ó en  injurias  de  prime- 
ro , de  segundo  y tercer  grado,  según  el  método 
adoptado  en  las  leyes  relativas  á los  abusos  de 
la  libertad  de  imprenta.  En  la  primera  clase, 
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esto  es,  en  la  clase  de  las  injurias  leves  ó de  ter- 
cer grado,  se  han  puesto  las  injurias  de  que  solo 
podía  conocerse  á instancia  del  ofendido;  en  la 
segunda,  esto  es,  en  la  de  las  injurias  graves,  ó 
sea  sein ¡graves  ó de  segundo  órden,  las  injurias 
de  que  si  bien  no  podia  empezar  á conocer  el 
juez  sino  á instancia  de  parte,  podia  sin  embar- 
go y debía  continuar  conociendo  hasta  terminar 
el  procedimiento  ya  principiado,  aunque  el  ac-  | 
tor  lo  abandonase ; y en  la  tercera  clase,  esto  es,  I 
en  la  de  las  injurias  gravísimas,  ó sea  graves  ó 
de  primer  órden,  se  lian  incluido  las  injurias  en 
que  ei  juez  ha  de  comenzar  y continuar  el  pro- 
cedimiento, queréllese  ó no  y desista  ó no  la 
parte  ofendida. 

Siendo  la  injuria  de  la  clase  de  las  livianas 
ó de  tercer  grado,  que  no  merezca  otra  pena 
que  alguna  reprensión  ó corrección  ligera,  como 
v.  gr.,  una  multa  de  corta  cantidad  ó un  arresto 
de  pocos  dias,  podrá  conocer  de  ella  el  alealde 
del  pueblo,  á prevención  con  el  juez  letrado  de 
primera  instancia  donde  le  hubiere,  determi- 
nándola en  juicio  verbal,  sin  que  sea  necesario 
que  preceda  juicio  de  conciliación:  reglamento 
de  26  de  Setiembre  de  1835,  arts.  21,  51  y 40. 

V.  Juicio  de  conciliación  y Juicio  verbal. 

Siéndola  injuria  de  la  clase  de  las  graves,  ó 
sea  semigraves  ó de  segundo  grado,  en  que  sin 
detrimento  de  la  justicia  se  repara  la  ofensa  con 
solo  la  condonación  ó perdón  del  ofendido,  ha 
de  conocer  de  ella  en  juicio  escrito  el  juez  le- 
trado de  primera  instancia,  quien  no  admitirá 
la  querella  sin  que  la  acompañe  una  certifi- 
cación del  juez  de  paz  ó alcalde  respectivo  que 
acredite  haberse  intentado  ante  él  el  medio  de 
la  conciliación  y que  no  se  avinieron  las  partes, 
ni  exhortadas  se  conformaron  en  comprometer 
sus  diferencias : reglamento  de  26  de  Setiembre  1 
de  1835,  arts,  21  y 47.  Y aunque  si  después  de  I 
comenzado  el  procedimiento  desistia  el  injuria- 
do, tenia  que  continuarse  de  oficio,  debía  no  j 
obstante  el  juez,  terminado  que  fuese  el  suma- 
rio y apurada  la  verdad  del  hecho,  proveer,  en 
caso  de  injuria  real,  el  sobreseimiento,  conforme 
á la  regla  4.”  del  art,  51,  tan  luego  como  resul- 
tare la  completa  sanidad  del  ofendido,  conde- 
nando al  injuriante  en  los  gastos  de  curación, 
resarcimiento  de  perjuicios,  costas  procesales.}' 
alguna  otra  pena  correccional , si  lo  exigiesen 
las  circunstancias;  y en  caso  de  injuria  verbal, 
habia  de  sobreseer  igualmente  en  el  proceso, 
condenando  al  injuriante  en  las  costas  procesa- 
les y en  la  multa  que  correspondiese  según  lo 
dicho  mas  arriba,  núm.  VII,  y apercibiéndole, 
pero  absteniéndose  de  obligarle  á la  retracta- 
ción ó palinodia,  la  cual  se  tenia  por  dispensada 
en  virtud  del  desistimiento  del  injuriado,  á cuyo 
favor  se  halla  establecida. 


Siendo  por  fin  la  injuria  de  la  clase  de  las  gra- 
vísimas ó de  primer  grado , compete  asimismo 
su  conocimiento  en  juicio  escrito  al  juez  de  pri- 
mera instancia  , quien  debe  comenzar  y con- 
tinuar de  oficio  el  procedimiento,  aunque  la 
parte  agraviada  deje  de  presentar  querella  ó 
después  de  presentada  la  abandonase  y se  desis- 
tiese, sin  que  haya  necesidad  por  consiguiente 
de  prévio  juicio  de  conciliación , el  cual  no  tie- 
ne lugar  cuando  la  ofensa  no  se  repara  con  sola 
la  condonación  del  ofendido. 

* Actualmente  nadie  puede  ser  penado  por 
injuria  sino  á querella  de  la  parte  ofendida, 
quedando  relevado  de  la  pena  el  culpable  de  in- 
juria contra  particulares  mediando  perdón  de  la 
parte  agraviada:  art.  482  del  Código  penal  y ar- 
tículo 5.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 
Las  injurias  dirigidas  á un  periódico  pueden  ser 
perseguidas  por  su  director,  que  es  quien  tiene 
la  personalidad  mas  natural  y legal  de  su  pu- 
blicación: sentencia  de  14  de  Marzo  de  1871.  Mas 
la  no  comparecencia  ó intervención  del  acusa- 
dor por  injuria  en  la  segunda  instancia  del  jui- 
cio, no  puede  interpretarse  como  perdón  de  la 
ofensa  ni  como  abandono  de  la  acusación:  sen- 
tencia de  27  de  Setiembre  de  1873.  Pero  de  las 
, disposiciones  de  los  arts.  482  y 5.°  citados  se  ex- 
ceptúa el  caso  en  que  la  injuria  ú ofensa  se  di- 
I rija  contra  la  autoridad  pública,  corporaciones 
ó clases  determinadas  del  Estado:  art.  482  del 
Código;  pues  entonces  hay  delito  público  y de- 
recho para  entablar  la  acción  pública.  Excep- 
túanse  asimismo  de  dichas  disposiciones  los  ca- 
sos previstos  en  el  cap.  5.°,  tít.  3. 5 del  lib,  3.°  de 
dicho  Código,  esto  es,  los  de  dirigirse  contra  la 
autoridad  ó sus  agentes  y demás  funcionarios 
públicos:  art.  482.  V.  Desacato. 

Para  los  efectos  de  dicho  art.  482  se  reputan 
autoridades  los  Soberanos  y Príncipes  de  nacio- 
nes amigas  ó aliadas,  los  agentes  diplomáticos 
de  los  mismos  y los  extranjeros  con  carácter  pú- 
blico, que  según  los  tratados  debieran  compren- 
derse en  esta  disposición : pár.  4.°  del  art.  482 
del  Código.  Para  proceder  en  los  casos  expresa- 
dos en  el  párrafo  anterior  ha  de  preceder  exci- 
tación especial  del  Gobierno:  pár.  5.“  del  mismo. 
También  deben  entenderse  exceptuadas  de  la  dis- 
posición del  pár.  2.°  del  art.  482,  las  injurias  in- 
feridas á la  persona  del  Soberano,  su  inmediato 
sucesor  y consorte  del  Rey  ó del  Regente  del 
Reino,  penadas  en  los  arts.  161  y 164  del  Có- 
digo. V.  Lesa  majestad.  En  consecuencia  de  lo 
expuesto  se  previene  en  el  art.  6.°  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  que  los  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal  tienen  la  obligación  de  ejer- 
citar, con  arreglo  á las  disposiciones  de  la  mis- 
ma, todas  las  acciones  penales  que  consideren 
procedentes,  haya  ó no  acusados  particulares  en 


m 


m 


— 267  — 


las  causas , menos  las  que  nacen  de  los  delitos 
definidos  en  los  arte.  458  , 467  y 471  del  Códign 
penal  (que  versan  sobre  estupro,  calumnia  é 
injuria),  y las  procedentes  de  los  delitos  com- 
prendidos en  los  arts.  448  y 452  del  Código  (esto 
es,  de  adulterio  y amancebamiento). 

Nadie  puede  deducir  acción  de  injuria  causa- 
da en  juicio  sin  prévia  licencia  ó autorización 
del  juez  ó tribunal  que  de  él  conociere:  pár.  l.° 
del  art.  482  del  Código  penal  y art,  499  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal. 

Si  la  injuria  se  hubiere  inferido  por  escrito,  se 
presentará,  siendo  posible,  el  documento  que  la 
contuviere:  art.  500  de  la  misma. 

No  se  admitirán  testigos  de  referencia  en  las 
causas  por  injurias  vertidas  de  palabra:  art.  501 
de  id.  Véase  lo  dispuesto  en  los  arts.  182  al  185 
de  dicha  ley  en  el  artículo  de  esta  obra.  Que- 
rella. 

Es  también  necesario  para  que  se  admita  que- 
rella por  injuria  inferida  á particulares,  presen- 
tar certificación  de  haber  celebrado  el  querellan- 
te el  acto  de  conciliación  con  el  querellado  , sin 
que  hubiere  resultado  avenencia,  ó de  haberlo 
intentado  sin  efecto:  art.  498  de  id.  V.  Conci- 
liación. 

En  el  diadebe  suspenderse  ó sobreseerse  en  el 
procedimiento,  cuando  este  so  comenzó  en  vir- 
tud de  acción  personal  por  delito  privado  y el 
querellante  desiste  de  ella  ó da  motivo  á que 
esta  acción  cese;  en  su  consecuencia,  se  sobre- 
seerá cuando  el  injuriado  perdona  á quien  le 
injuria:  mas  no  podrá  sobreseerse  cuando  la  in- 
juria no  es  contra  particulares  sino  que  afecta 
á la  causa  pública.  Procede  asimismo  el  sobre- 
seimiento cuando  el  hecho  no  constituyere  de- 
lito, en  cuyo  caso  si  constituyere  falta,  se  man- 
dará remitir  la  causa  al  juez  municipal  para  la 
celebración  del  juicio  que  corresponda. 

Acerca  del  caso  que  ezistia  anteriormente,  á 
saber,  sobre  que  cuando  terminado  el  sumario, 
vela  el  juez  que  el  procesado  no  resultaba  acree- 
dor sino  á alguna  pena  leve,  que  no  pasara  de 
reprensión,  arresto  á lo  mas  de  seis  meses  ó mul- 
ta, debía  sobreseer,  aplicando  dicha  pena  al  dic- 
tar el  sobreseimiento,  no  tiene  lugar  en  el  dia; 
pues  hoy  se  aplica  dicha  pena  siguiéndose  los 
trámites  propios  del  juicio  sobre  delito  menos 
grave,  que  se  exponen  en  su  lugar.  Véase  los 
arts.  555  al  560  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal expuestos  en  el  de  esta  obra,  Sobresei- 
miento. 

Actualmente  corresponde  el  conocimiento  en 
primera  instancia  de  las  injurias  consistentes 
en  faltas  á los  jueces  municipales,  y en  segun- 
da instancia  á los  tribunales  de  partido  (boj' 
jueces  de  primera  instancia).  Cuando  la  injuria 
constituye  delito,  conoce  de  ella,  en  general. 


dicho  juez  ó tribunal  de  partido  eu  primera  ins- 
tancia y la  Audiencia  del  territorio  en  segunda. 
V.  Competencia  y Jurisdicción  ordinaria.  * 

XI.  Hemos  hablado  del  modo  de  proceder  en 
los  juicios  de  inj arias  verbales  y reales.  ¿Qué  será 
si  la  injuria  es  literal  ó por  escrito?  La  injuria 
literal  ha  podido  cometerse  en  un  papel  impreso 
ó en  un  papel  manuscrito.  Si  se  ha  cometido  en 
imp  eso , compete  su  denuncia  al  interesado,  y 
Su  calificación  y decisión  , como  la  de  cualquier 
otro  delito  por  abuso  de  libertad  de  imprenta, 
(competía  antes)  á los  jueces  de  hecho  y de  de- 
recho con  arreglo  á las  leyes  de  22  de  Octubre 
de  1820  y 12  de  Febrero  de  1822.  V.  Libertad  de 
imprenta.  Si  se  ha  cometido  en  'manuscrito,  debe 
procederse,  á instancia  de  parte,  por  el  juez  á 
• quien  competa  el  conocimiento  de  los  demás  ne- 
gocios criminales.  V.  Anónimo  en  sus  acepcio- 
nes 3.a,  4.a  y 5.',  Cotejo  de  letras  y Pasquín. 

* Castigándose  según  ya  se  ba  dicho  los  deli- 
tos cometidos  por  medio  de  la  prensa  y mas  es- 
pecialmente el  delito  de  injuria  con  arreglo  álas 
disposiciones  del  Código  penal,  y suspendidos 
además  los  juicios  criminales  por  medio  de  jura- 
dos, es  consiguiente  que  conozcan  de  ellos  los 
jueces  letrados  del  fuero  común,  ó sea  la  real 
jurisdicción  ordinaria,  eu  la  forma  expuesta 
en  la  adición  al  párrafo  anterior. 

Los  directores  ó editores  de  los  periódicos  en 
que  se  hubieren  propagado  las  injurias  ó ca- 
lumnias insertarán  eu  ellos  dentro  del  término 
que  señalen  las  leyes  ó el  tribunal  en  su  defec- 
to , la  satisfacción  ó sentencia  condenatoria,  si  lo 
■ reclamare  el  ofendido:  art.  479  del  Código  penal. 
Véase  la  disposición  del  art.  584  expuesta  en  la 
adición  final  al  párrafo  VIII  de  este  artículo. 

; XII.  Modo  de  extinguirse  la  acción  de  inju- 
ria.— La  acción  de  injuria  cesa,  se  extingue  ó 
acaba: 

l.°  Por  retorsión,  esto  es,  por  la  venganza 
privada  que  toma  el  injuriado  contra  el  inju- 
riante repeliendo  su  injuria  con  otra.  ¿Cómo  ha 
de  pedir  justicia  el  que  ya  se  la  ha  tomado  por 
su  mano?  Qui  accepit  satis faclioncm,  dice  la 
ley  17,  pár.  6.”,  tít.  10,  lib.  47  del  Digesto,  ha- 
blando de  este  asunto,  injuriara  suam  remisit. 
Si  el  injuriado  que  repele  su  injuria  con  otra  no 
puede  pedir  justicia,  menos  la  podrá  pedir  el 
injuriante  provocador  que  se  ve  injuriado  á su 
vez  por  el  provocado.  Así  en  efecto  lo  decide  la 
ley  7.a,  tlt.  4.",  lib.  6.€  del  Fuero  Juzgo,  la  cual 
después  de  prescribir  la  pena  de  azotes  en  que 
incurría  el  siervo  que  injuriaba  á un  hombre 
libre,  añade  que  si  el  hombre  libre  ó noble,  pro- 
' vocó  ó dió  motivo  al  siervo  ajeno  para  que  le 
denostase , debe  entonces  imputarse  á sí  mismo 
la  injuria  que  se  le  hizo,  pues  que  olvidado  de 
su  propio  decoro,  recibió  lo  que  merecía,  quod 
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Milus  Aoneslalis  et  palientim , qnoci  merebatur, 
excepit.  «Si  ios  denuestos  fueron  de  ambas  las 

partes,  sienta  la  ley  81  del  Estilo,  maguer  mas 

sean  los  unos  que  los  otros,  vayan  los  unos  poi 
los  otros,  salvo  si  fueron  dichos  mayores  de- 
nuestos de  la  una  parte,  et  menores  denuestos 
de  la  otra  parte,  estonce  non  se  igualarán  los 
menores  con  los  mayores.»  «En  el  caso  de  inju- 
rias recíprocas  entre  el  ofensor  y el  ofendido  en 
el  mismo  acto,  cualesquiera  que  ellas  sean,  de- 
cía en  sil  art.  714  el  Código  penal  de  1822,  nin- 
guno de  los  dos  tendrá  derecho  para  quere.llarse, 
y se  sobreseerá  en  el  procedimiento  si  estuviere 
empezado;  pero  si  hubieren  causado  escándalo, 
corregirá  el  juez  á tino  y otro , según  crea  que 
merezcan;  no  pudiendo  pasar  la  pena  de  un 
arresto  de  quince  dias,  ó de  una  multa  de  diez 
duros.»  Parece,  con  efecto,  muy  natural  que 
cuando  el  injuriado  responde  al  injuriante  con 
otra  injuria  de  la  misma  naturaleza,  deba  que- 
dar mutuamente  compensada  la  injuria  del  uno 
con  la  del  otro,  con  tal  empero  que  ambos  sean 
de  igual  condición;  pero  si  el  uno  fuese  supe- 
rior y el  otro  inferior,  el  uno  amo  y el  otro  cria- 
do, el  uno  magistrado  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones y el  otro  subalterno  ó simple  particular, 
no  podrian  entonces  compensarse  sus  recíprocas 
injurias.  Y no  solo  debe  admitirse  la  compensa- 
ción en  las  injurias  verbales , sino  también  en 
las  reales  que  no  sean  de  aquellas  cuyo  castigo 
exige  la  vindicta  pública;  bien  que  en  todas  ha- 
brá de  reprender  ó apercibir  el  juez  á los  culpa- 
dos, imponiéndoles  alguna  pena  en  caso  de  que 
la  merezcan  por  la  calidad  de  las  injurias  y el 
escándalo  que  hubieren  ocasionado,  y usando 
de  mayor  severidad  con  el  que  resultare  haber 
sido  el  agresor.  V,  Agresor  y Compensación  hácia 
el  fin.  * Véase,  no  obstante  lo  expuesto,  la  sen- 
tencia del  Tribunal  Supremo  de  17  de  Diciembre 
de  1872.  * 

2.°  Por  la  remisión,  esto  es,  por  el  perdón 
del  injuriado  al  injuriante:  porque  ¿cómo  ha  de 
querellarse  uno  ante  el  juez  de  una  injuria  que 
ha  condonado?  Remissa  injuña  rccoli  non  potosí. 
La  remisión  puede  hacerse  expresamente  por  pa- 
labras, como  si  el  injuriado  dice  al  injuriante 
que  no  se  tiene  por  ofendido  ó que  le  perdona,  ó 
transige  con  él,  ó le  promete  que  no  usará  de  su 
acción;  ó bien  tácitamente  por  hechos,  como  si 
después  de  la  injuria  se  abrazan,  ó se  tratan 
como  amigos,  ó se  hacen  mutuos  servicios,  ó se 
acompañan  de  su  grado  y comen  y beben  juntos 
en  su  casa  ó en  otra : ley  22,  tít.  9.°,  Parí.  7 .*  Mas 
si  los  dos  se  encontrasen  por  casualidad  ó por 
convite  á una  mesa,  ó en  una  sociedad  ó reunión 
y aun.  se  saludasen  por  exigirlo  así  la  urbani- 
dad y el  decoro,  no  por  eso  habrían  de  conside- 
rarse reconciliados,  á no  ser  que  brindasen  mu- 


tuamente el  uno  á la  salud  del  otro,  ó que  se 
, diesen  otras  muestras  de  haber  olvidado  sus 
! agravios.  Sin  embargo,  la  reconciliación  del  in- 
juriado y del  injuriante  no  extingue  la  acción 
que  tuviere  un  tercero  afectado  por  la  injuria, 
ni  menos  la  acción  que  compitiere  en  su  caso  al 
ministerio  fiscal  por  la  vindicta  publica,  en  ra- 
zón de  la  calidad  de  los  hechos. 

3. "  Por  la  prescripción,  esto  es  (anteriormen- 
te), por  el  trascurso  de  un  año  en  las  injurias 
cometidas  de  palabra  ó de  hecho  ó en  papel  ma- 
nuscrito , y por  el  trascurso  de  un  año  entre 
presentes  y dos  éntre  ausentes  en  las  injurias 
cometidas  por  medio  de  la  imprenta;  de  suerte, 
que  si  el  injuriado  dejaba  pasar  este  término, 
contado  desde  el  dia  de  la  perpetración  de  la  in- 
juria, sin  pedir  judicialmente  satisfacción  de 
ella,  no  podía  ya  demandarla  en  adelante,  por- 
que con  tan  largo  silencio  hace  presumir  que  no 
se  tuvo  por  deshonrado  ó que  perdonó  la  ofensa; 
ley  22,  tít.  9.°,  Part.  7.a,  y ley  de  17  de  Octubre 
de  1837,  art.  16. 

* En  el  dia,  los  delitos  de  injuria  y los  com- 
prendidos en  el  art.  582  del  Código  penal  ya  ex- 
puesto, prescriben,  los  primeros  á los  seis  meses, 
y los  segundos  á los  tres  meses.  Las  faltas  pres- 
criben á los  dos  meses:  art.  133  del  Código  penal.  * 

4. ”  Por  la  muerte  del  injuriante  ó del  injuria- 
do, pues  la  acción  de  injuria  no  pasa  á los  here- 
deros ni  contra  los  herederos , á no  ser  que  la 
muerte  acaeciere  después  de  contestado  el  plei- 
to, ó que  la  injuria  se  hubiese  hecho  á uno  en 
la  enfermedad  de  que  murió  ó después  de  muer- 
to. Así,  pues,  si  el  injuriado  muriere  antes  de 
poner  su  querella  y de  ser  contestada,  no  podrá 
ya  ponerla  el  heredero;  pero  si  muriere  después 
de  la  introducción  de  la  querella  y de  su  contes- 
tación, podrá  el  heredero  continuarla  hasta  sen- 
tencia, y el  injuriante  estará  obligado  á respon- 
derle del  mismo  modo  que  al  injuriado  si  viviera; 
bien  que  si  la  injuria  se  hiciese  á una  persona 
durante  su  última  enfermedad,  ó luego  después 
de  muerta,  ó cuando  yace  en  el  sepulcro,  podrán 
entonces  sus  herederos  ó parientes  pedir  en- 
mienda y satisfacción  como  si  ellos  fuesen  los 
injuriados,  con  arreglo  á lo  dicho  en  el  núm.  IX 
de  este  artículo.  De  la  misma  manera,  si  el  inju- 
riante muriere  antes  de  hacer  enmienda  de  la 
injuria,  no  se  les  puede  demandar  á sus  herede- 
ros; pero  si  muriere  después  de  entablada  y con- 
testada la  demanda  ó querella , estarán  obliga- 
dos sus  herederos  á seguir  el  pleito  en  el  estado 
en  que  se  encontraba,  y á dar,  en  caso  de  ser 
vencidos,  la  satisfacción  y reparación  que  ha- 
bría debido  dar  el  difunto:  ley  23,  tít,  9.°,  Par- 
tida 7.* 

* Ya  hemos  dicho  que  el  art.  480  del  Código 
penal  faculta  para  ejercer  la  acción  de  injuria  á 
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los  ascendientes,  descendientes,  cónyuge  y her- 
mano del  difunto  agraviado,  cuando  la  injuria 
trascendiere  á ellos,  y en  todo  caso  al  heredero. 
Puede  verse  la  adición  al  artículo  Acción  perse- 
cutoria de  la  cosa  penal  y mixta.  * 

INJUSTICIA  NOTORIA.  La  opresión  ó sinrazón 
que  padece  el  litigante  vencido  en  juicio,  cuan- 
do por  lo  que  resulta  del  proceso , sin  necesidad 
de  nuevas  pruebas,  se  ve  claramente  que  la  de- 
cisión del  tribunal  no  puede  sostenerse,  ora  por 
falta  de  citación,  de  poder  en  los  procuradores, 
o de  alguna  de  las  solemnidades  sustanciales  del 
juicio,  ora  por  no  ser  conforme  al  sentido  y espí- 
ritu de  la  ley,  al  sistema  de  jurisprudencia  adop- 
tado constantemente  por  los  tribunales  superio- 
res, al  derecho  natural,  á las  buenas  costumbres 
ó á lo  deducido  y probado  por  las  partes.  El  Có- 
digo de  comercio,  en  su  art.  1218,  dice:  «que  la 
declaración  de  injusticia  notoria  no  tiene  lugar 
en  las  causas  de  comercio  sino  por  violación 
manifiesta  en  el  proceso  de  las  formas  sustan- 
ciales del  juicio  en  la  última  instancia,  ó por  ser 
el  fallo  dado  en  esta  contra  ley  expresa.»  + Su- 
primidos por  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de 
1868  los  tribunales  de  comercio:  derogada  la  ley 
de  Enjuiciamiento  sobre  esta  clase  de  causas,  y 
debiendo  arreglarse  los  procedimientos  de  estos 
juicios  que  no  tienen  tramitación  señalada  ex- 
presamente en  dicho  decreto,  k las  prescripcio- 
nes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil , debe  es- 
tarse, en  los  casos  de  infracción  de  ley  ó que- 
brantamiento de  forma,  á lo  dispuesto  en  la  ley 
provisional  sobre  la  reforma  de  la  casación  civil 
de  24  de  Mayo  de  1870.  Y.  Recurso  de  injusticia 
notoria  y Recurso  de  casación.  * 

INMEMORIAL.  Lo  que  es  tan  antiguo  que  no  se 
sabe  ó no  hay  memoria  de  cuándo  comenzó ; y 
así  se  dice  posesión  inmemorial  aquella  cuyo 
principio  no  puede  averiguarse.  V.  Tiempo  in- 
memorial. 

INMISCUIRSE.  Mezclarse  ó meterse  en  un  ne- 
gocio sin  tener  derecho  para  ello. 

INMUEBLES.  Los  bienes  que  no  pueden  ser  tras- 
portados de  un  lugar  á otro,  como  los  edificios  y 
heredades.  Y.  Bienes  inmuebles. 

INMUNE.  El  que  está  libre  de  alguna  obliga- 
ción ó carga.  Compónese  de  la  preposición  in  y 
la  palabra  munis,  que  reunidas  valen  tanto  como 
no  obligado.  Y.  Inmunidad. 

INMUNIDAD.  La  libertad  ó exención  de  alguna 
carga,  impuesto  ú obligación.  Se  deriva  de  la 
palabra  latina  munus,  la  cual,  aunque  tomada 
en  general,  significa  don  ó regalo,  oficio  público 
con  gravámen  y carga  sin  honor;  empero  en  su 
sentido  mas  propio  y riguroso  no  denota  sino  la 
carga  sin  honor,  esto  es,  la  obligación  que  nos 
está  impuesta  ó nos  incumbe  por  ley,  por  cos- 
tumbre ó por  mandato  de  nuestro  superior:  Mu- 


nus  proprie  est,  dice  la  ley  214,  tít.  16,  lib.  50  del 
Digesto,  quod  necessarie  obimus,  lege,  more,  impe- 
rios ej'us,  qui  jubendi  habet  potestatem.  Así,  pues, 
el  que  está  libre  ó exento  de  tal  obligación  ó 
carga,  se  dice  que  está  inmune  ó que  goza  de  in- 
munidad. Por  regla  general,  la  inmunidad  con- 
cedida á una  persona,  se  extingue  con  la  muer- 
te: personis  quideni  data  inmunitas  cum  persona 
extinguitur;  y la  inmunidad  concedida  á las  co- 
sas no  se  extingue  jamás:  rebus  nunquam  extin- 
gmtur.  La  inmunidad  concedida  á una  ciudad  ó 
población,  se  trasmite  á la  posteridad  de  los  ha- 
bitantes. V.  Privilegio. 

INMUNIDAD  ECLESIASTICA.  El  conjunto  de  los 
privilegios  y exenciones  concedidas  á las  igle- 
sias y á las  personas  eclesiásticas.  Divídese  co- 
munmente en  personal,  real  y local;  personal  es 
la  que  compete  á las  personas  eclesiásticas;  real, 
la  que  compete  á las  cosas  eclesiásticas,  esto  es, 
á los  bienes  pertenecientes  á las  iglesias  y á sus 
ministros;  y local,  la  que  compete  á las  iglesias 
y otros  lugares  piadosos  ó religiosos. 

En  virtud  de  la  inmunidad  personal  ó clerical, 
estaban  exentos  los  eclesiásticos  de  todos  los 
oficios  y cargas  personales  impuestas  á los  secu- 
lares por  las  leyes  civiles,  y gozaban  el  privile- 
gio del  fuero  en  cuanto  debían  ser  reconvenidos 
ante  los  tribunales  eclesiásticos  y no  ante  los 
seculares.  V.  Clérigo  y Jurisdicción  eclesiástica. 

La  inmunidad  real  consiste  en  que  los  bienes 
de  las  iglesias  y de  las  personas  eclesiásticas  es- 
taban libres  y exentos  de  los  tributos,  pechos  y 
contribuciones  reales  que  se  imponían  á los  de- 
más en  favor  del  Estado.  V.  Bienes  eclesiásticos. 

* Actualmente,  la  inmunidad  personal  res- 
pecto al  fuero  no  existe;  lo  mismo  los  eclesiásti- 
cos que  los  seglares , son  demandados  ante  la 
jurisdicción  ordinaria,  excepto  en  las  causas  sa- 
cramentales, beneficíales  y delitos  eclesiásticos 
de  que  conocen  los  tribunales  de  este  órden:  ar- 
tículo 2."  del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868. 

La  inmunidad  real  ha  desaparecido  por  com- 
pleto, ó por  mejor  decir,  ha  desaparecido  la  ma- 
teria sobre  la  que  había  de  recaer  la  inmunidad, 
habiéndose  privado  á las  iglesias  y á los  ecle- 
siásticos como  tales  de  sus  bienes.  Los  que  estos 
posean  particularmente,  están  sujetos  á los  mis- 
mos pechos,  tributos  y contribuciones  que  los 
bienes  de  los  seglares.  * 

La  inmunidad  local  es  nn  privilegio  que  hace 
mirar  á los  templos  y demás  sitios  religiosos 
como  exentos  de  todo  uso  profano,  y como  luga- 
res de  asilo,  de  donde  no  pueden  ser  extraidos 
sin  licencia  del  superior  eclesiástico  ni  ser  cas- 
tigados con  la  pena  ordinaria  los  delincuentes 
que  allí  se  hubieren  refugiado.  Esta  inmunidad 
es  tan  antigua,  que  se  hace  difícil  averiguar  su 
origen  ó la  época  de  su  primera  introducción. 
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Quizá  principió  en  el  estado  de  barbarie,  cuando 
los  individuos  no  habían  renunciado  todavía  el 
derecho  ó la  costumbre  de  tomar  por  sí  mismos 
la  satisfacción  de  sus  agravios , ó cuando  por 
falta  de  leyes  y fuerza  pública  no  era  fácil  poner 
un  freno  á la  cólera  de  los  ofendidos.  La  inmu- 
nidad de  los  templos  libraba  entonces  á los  de- 
lincuentes del  excesivo  rigor  de  las  venganzas 
particulares,  y daba  lugar  á las  transacciones  y 
á la  reconciliación.  Mantúvose  después  á solici- 
tud de  los  antiguos  Obispos,  que  mirando  con 
horror  la  efusión  de  saDgre,  se  esforzaban  por 
librar  de  la  pena  capital  á los  delincuentes  refu- 
giados, tomando  empero  á su  cargo  el  conver- 
tirlos en  ciudadanos  útiles  y hacerles  purgar  sus 
delitos  con  públicas  penitencias;  pero  luego  no 
sirvió  sino  para  fomentar  los  crímenes  mas  es- 
pantosos y convertir  las  casas  de  la  Divinidad  en 
cuevas  de  ladrones  y asesinos.  Los  Emperadores 
romanos  y nuestros  principes  concedieron  en 
diferentes  épocas  mas  ó menos  extensión  á esta 
inmunidad,  hasta  que  con  motivo  de  la  recep- 
ción de  las  falsas  decretales  divulgadas  entre  las 
tinieblas  del  siglo  IX  por  el  famoso  Isidoro  Peca- 
dor, se  pretendió  que  la  Silla  pontificia  era  á 
quien  tocaba  expedir  leyes  sobre  este  asunto. 
Desde  entonces  se  han  originado  ruidosas  con- 
tiendas entre  la  Iglesia  y el  Imperio,  entre  los 
Obispos  y los  magistrados  civiles , así  sobre  el 
privilegio,  como  sobre  sus  consecuencias ; y por 
fin,  poniéndose  de  acuerdo  las  dos  potestades,  se 
han  fijado  los  templos  que  deben  gozar  de  esta 
prerogativa,  las  clases  de  delitos  que  han  de 
quedar  exceptuados,  y el  modo  de  proceder  á 
la  extracción  y castigo  de  los  delincuentes  aco- 
gidos. 

En  virtud  de  la  Bula  de  Clemente  XIV  de  12 
de  Setiembre  de  1772,  y de  la  ley  5,’,  tít.  4.°,  li- 
bro 1.”  de  la  Nov.  Recop.  sobre  reducción  de  asi- 
los, se  designó  para  el  goce  de  este  privilegio  ia 
iglesia  matriz  ó mayor  de  cada  pueblo,  con  ex- 
clusión absoluta  de  las  demás;  y aun  con  arreglo 
al  Concordato  de  23  de  Setiembre  de  1737  y al 
Breve  de  14  de  Noviembre  del  mismo  año,  se  de- 
terminó que  no  gocen  de  inmunidad  las  iglesias 
rurales  y ermitas  en  que  no  se  conserva  el  San- 
tísimo Sacramento,  ó en  que  la  casa  del  sacer- 
dote que  tiene  cura  de  almas  no  está  contigua  á 
ella,  con  tal  que  no  se  celebre  en  las  mismas  con 
frecuencia  el  sacrificio  de  la  misa. 

En  la  palabra  Asilo  se  lian  expresado  ya  los 
delitos  que  están  exceptuados  de  este  beneficio; 
y se  ba  expuesto  asimismo  el  modo  de  proceder 
á la  extracción  y castigo  de  los  delincuentes  que 
han  tomado  iglesia,  conforme  á lo  que  previene 
la  Reai  cédula  de  11  de  Noviembre  de  1800,  que 
es  la  ley  6.  , tít.  3.",  lib.  l.°,  Nov.  Recop.,  copia- 
da literalmente  en  dicho  lugar.  Mas  como  el  re- 


glamento de  26  de  Setiembre  de  1835  intro- 
dujo algunas  novedades  en  la  administración  de 
justicia,  se  concillaron  con  ellas  las  disposicio- 
nes de  la  citada  cédula  de  la  manera  siguiente. 

Dice  el  art.  2°  de  la  cédula  que  si  de  las  dili- 
gencias practicadas  resultare  que  la  causa  del 
retraimiento  á toma  de  iglesia  no  es  otra  que 
algún  exceso  ligero,  debe  el  juez  corregir  arbi- 
traria y prudentemente  al  reo , y ponerle  en  li- 
bertad con  el  apercibimiento  que  gradúe  opor- 
tuno; y en  su  consecuencia  , equivaliendo  esta 
providencia  á un  sobreseimiento  en  sumario, 
por  no  ser  el  reo  acreedor  mas  que  á pena  lige- 
ra, debe  además  el  juez  remitir  la  causa  en  con- 
sulta al  tribunal  superior  para  que  apruebe  ó 
reforme  el  auto  con  arreglo  al  art.  51 , disposi- 
ción 4."  de  dicho  reglamento. 

Por  los  arts.  3.",  4.°,  5."  y 6.“  de  la  cédula  se 
dispone:  Que  en  caso  de  que  el  delito  ó exceso 
constituya  al  refugiado  acreedor  á sufrir  pena 
formal , se  le  haga  el  correspondiente  sumario, 
y evacuada  su  confesión  con  las  citas  que  resul- 
ten, en  el  término  preciso  de  tres  dias  (cuando 
no  haya  motivo  urgente  que  lo  dilate)  se  remi- 
tan los  autos  á la  Audiencia  del  territorio,  donde 
con  dictámen  fiscal  se  providenciará  sin  demora, 
según  la  calidad  de  los  casos:  Que  si  del  suma- 
rio resulta  que  el  delito  no  es  de  los  exceptua- 
dos ó que  la  prueba  no  puede  bastar  para  que  el 
reo  pierda  la  inmunidad,  se  le  destine  por  pro- 
videncia y cierto  tiempo  que  nunca  pase  de  diez 
años  á presidio , arsenales  (sin  aplicación  al  tra- 
bajo de  las  bombas),  bajeles,  trabajos  públicos, 
servicio  de  las  armas  ó destierro,  ó se  le  multe  ó 
corrija  arbitrariamente , según  las  circunstan- 
j cías  del  delincuente  y calidad  del  exceso  come- 
tido, reteniendo  los  autos  el  mismo  tribunal: 
Y que  cuando  el  delito  fuere  de  los  exceptuados 
de  la  inmunidad  local,  habiendo  pruebas  sufi- 
cientes, se  devuelvan  los  autos  al  juez  inferior 
para  que,  con  copia  autorizada  de  la  culpa  que 
resulta  y oficio  en  papel  simple,  pida  al  juez  ecle- 
siástico la  consignación  y llana  entrega,  sin 
caución,  déla  persona  del  reo.  Mas  como  por 
una  parte  no  pueden  ya  las  Audiencias  conocer 
sino  en  segunda  ó ulterior  instancia  de  los  asun- 
tos civiles  y criminales,  por  corresponder  el  co- 
nocimiento de  ellos  en  primera  á los  jueces  le- 
trados de  partido  , y como  por  otra  parte  no  es 
lícito  imponer  de  plano  y por  viade  providencia 
las  penas  que  la  cédula  indica,  sin  que  antes  sea 
oido  y juzgado  el  reo  con  arreglo  á derecho,  se- 
gún la  Constitución  de  1812,  art.  12,  36  y 59; 
parece  consiguiente  que  deban  reputarse  cadu- 
cadas en  el  día  las  disposiciones  de  los  arts.  3°, 
4.p,  5.°  y 6."  de  la  cédula  de  1800  en  cuanto  á la 
remisión  de  los  autos  á la  Audiencia  territorial 
para  los  efectos  que  se  han  expresado.  Así  es 
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que  el  juez  de  primera  instancia,  luego  que  le 
fuere  entregado  el  reo  bajo  la  caución  de  que  se 
habla  en  la  palabra  Asilo,  debe  formar  ó conti- 
nuar el  sumario;  y en  caso  de  resultar  de  él  que 
el  delito  no  es  de  los  exceptuados,  ha  de  seguir 
y proceder  con  arreglo  á los  trámites  estableci- 
dos para  los  juicios  criminales,  ya  poniendo  en 
libertad  al  reo  bajo  fianza  si  no  fuere  acreedor  á 


¡ 


pena  corporal , ya  sobreseyendo  en  sumario  y 
remitiendo  la  causa  en  consulta  al  tribunal  su- 


perior si  viese  que  el  reo  solo  es  digno  de  algu- 
na pena  leve  que  no  pase  de  reprensión,  arresto 
ó multa , ó ya  llevando  adelante  el  proceso  hasta 
sentencia  definitiva  si  el  reo  mereciese  pena 
mas  grave  , pero  sin  imponerle  nunca  pena  que 
pase  de  diez  años  de  presidio,  trabajos  públicos, 
servicio  de  las  armas  6 destierro  , pues  que  en 
esta  parte  ha  de  atenerse  á lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo  5."  de  la  cédula.  Mas  en  caso  de  que  el  de- 
lito sea  de  los  exceptuados  del  beneficio  de  la 
inmunidad , debe  el  juez  proceder  por  sí  ó á re- 
clamación del  promotor  fiscal  á exigir  del  juez 
eclesiástico  (sin  perjuicio  de  la  prosecución  de 
la  causa)  la  formal  consignación  y entrega  del 
reo  sin  caución  alguna,  pasándole  con  oficio 
simple  una  copia  autorizada  ó tanto  de  la  culpa 
que  resulte;  y hecha  la  entrega  ó consignación 
formal  dentro  de  las  veinticuatro  horas,  obrará 
el  juez  con  arreglo  á lo  prescrito  en  los  arts.  8.” 
y 9."  Si  el  eclesiástico  se  negare  á la  consigna- 


ción y entrega  del  reo  ó procediere  de  un  modo 


irregular,  debe  el  juez  de  primera  instancia  re- 
mitir inmediatamente  los  autos  al  tribunal  su- 
perior con  la  exposición  correspondiente  para 
que  por  el  fiscal  de  S.  M.  se  introduzca  y sosten- 
ga el  recurso  de  fuerza , conforme  al  art.  10.  De- 
cidido este  recurso  con  la  declaración  de  que  el 
eclesiástico  hace  fuerza,  se  devuelven  los  autos 
al  j uez  inferior  para  que  los  prosiga  y falle  como 
si  el  reo  no  se  hubiese  acogido  á sagrado,  según 
los  arts.  9.°  y 11;  y declarándose  por  el  contrario, 
que  no  hace  fuerza  en  lo  sustancial,  aunque  se- 
gún el  art.  11  debía  el  tribunal  superior  dar  al 
reo  el  destino  competente  con  arreglo  al  art.  5.“, 
se  devuelven  también  los  autos  ai  juez  de  pri- 
mera instancia  para  que  los  continúe  hasta  de- 
finitiva, pero  sin  que  pueda  imponer  al  reo  la 
pena  de  muerte,  ni  la  de  presidio  con  retención, 
sino  á lo  mas  la  de  diez  años  de  presidio,  etc., 
según  el  art.  5.°  *V.  Asilo  y Recursos  de  fuerza  A 

INNOMINADO.  Lo  que  no  tiene  nombre.  Llá- 
manse  innominados  los  contratos  que  carecen 
de  nombre  particular  dado  ó confirmado  por  ¡ 
el  derecho,  á diferencia  de  los  nominados,  que 
son  los  que  tienen  nombre  propio.  V.  Contratos. 

INNOVACION.  En  los  pleitos  es  la  mudanza  del 
estado  que  tenia  la  cosa  litigiosa  antes  del  pro- 
ceso. Es  regla  general  que  durante  la  litispen- 
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dencia  ninguno  de  los  litigantes  puede  innovar, 
esto  es , hacer  mudar  de  estado  ó enajenar  de 
modo  alguno  las  cosas  que  son  objeto  del  pleito, 
pues  estas  deben  permanecer  en  disposición  de 
ser  entregadas  al  que  salga  victorioso:  Lite  pen- 
dente ni/dl  innove  tur:  omnia  in  suo  statu  esse  de- 
beiit,  doñee  res  finiatur.  De  aquí  es  que  la  ena- 
jenación hecha  fraudulentamente  después  del 
emplazamiento , no  solamente  es  nula,  sino  que 
deja  obligado  al  enajenante  á responder  de  la 
cosa  enajenada,  á devolver  el  precio  al  compra- 
dor ignorante  del  fraude,  y á pagar  otro  tanto 
por  el  engaño  con  aplicación  de  los  dos  tercios 
al  fisco  y del  otro  al  comprador ; mas  si  este  sa- 
bia el  fraude , lejos  de  percibir  dicho  tercio,  per- 
derá el  precio  á favor  del  fisco.  Es  siu  embargo, 
inculpable  la  enajenación  de  la  cosa  litigiosa  en 
los  casos  siguientes:  1.",  si  se  diese  á otro  por  ra- 
zón de  matrimonio  después  del  emplazamiento; 
2.°,  si  perteneciendo  á muchos , la  partieren  y 
enajenaren  los  unos  á los  otros;  pero  en  estos 
dos  casos , aquel  á quieu  pase  la  cosa  debe  res- 
ponder á la.  demanda;  3.“,  si  fuese  enajenada 
por  razón  de  manda  heeha  en  muerte  por  el  te- 
nedor de  ella;  en  cuyo  caso  debe  el  heredero  se- 
guir el  pleito  pendiente:  leyes  13  y 14,  tít.  7.°> 
Part.  3.a  V.  Litigioso. 

INNOVACION.  La  mudanza  ó alteración  de  las 
cosas  introduciendo  novedades.  Es  un  principio 
de  derecho  que  no  debe  hacerse  innovación  en 
las  leyes  sino  cuando  evidentemente  aparezca 
necesaria:  In  rebus  novis  constituendis  evidens  esse 
utilitas  debet,  nt  recedatur  ab  eo  jure  quod  din 
<eqtmm  visum,  est:  ley  2.a,  tít.  4.°,  lib.  1."  del  Di- 
gesto. «En  las  cosas  que  se  facen  de  nuevo,  dice 
la  regla  37,  tít.  34,  Part.  7.*,  debe  seer  catado  en 
cierto  la  pro  que  sale  dellas  ante  que  se  partan 
de  las  otras  que  fueron  antiguamente  tenidas 
por  buenas  et  por  derechas.  Mas  cuando  se  de- 
muestra que  las  leyes  tenidas  antes  por  justas  y 
buenas  han  dejado  ya  de  tener  estas  propieda- 
des por  haber  variado  las  circunstancias,  ó que 
nunca  las  han  tenido  realmente  sino  en  un  con- 
cepto nacido  de  ideas  falsas  ó de  preocupaciones 
que  ya  se  han  desvanecido,  es  un  absurdo  tra- 
tar de  sostenerlas  por  razón  de  su  antigüedad,  y 
combatir  las  nuevas  con  la  nota  de  innovación. 
Destechar  toda  innovación  es  oponerse  necia- 
mente á todo  progreso  y mejora;  y como  todo  lo 
que  existe  ha  empezado,  como  todo  lo  que  es  es- 
tablecimiento ha  sido  innovación , los  que  hoy  sos- 
tienen ciegamente  una  ley  como  antigua,  la 
hubieran  rechazado  en  otro  tiempo  como  nueva, 
y por  consiguiente  con  semejante  principio  to- 
davía nos  hallaríamos  hoy  sin  leyes  y sin  insti- 
tuciones. Seria  empero  una  desgracia,  una  gran 
calamidad  para  una  nación,  el  que  la  innova- 
ción ó la  reforma  de  sus  leyes  se  hiciese  en  épo- 
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cas  de  iniquidad,  de  tiranía,  de  desmoralización 
y de  desórden.  Las  innovacioues  serian  entonces, 
según  frase  de  Bacon  , partos  espurios  del  tiem- 
po. Illud  'mide  interes t,  dice  otro  célebre  juris- 
consulto, ut  in  temporibus  bonis  ac  vioderatis , et 
nec  aula  ncc  fori  agitatis  faclionibus , experiáhir 
leg%im  revisto:  aliter  enim  Iota,  legislado  in  uniiis 
factionis  gratiam  ei  inalterius  dclrimentum  covi- 
ponetur. 

INOCENTE.  El  que  está,  libre  del  delito  que  se 
le  imputa.  Todo  hombre  tiene  derecho  á ser  con- 
siderado inocente,  mientras  no  se  prueba  que  es 
culpado.  Mas  cuando  habiéndose  cometido  un 
delito  se  reúnen  contra  alguno  indicios  de  ser 
su  autor,  tiene  que  responder  judicialmente  de 
su  conducta  y sujetarse  á ser  procesado.  En  cual- 
quier estado  de  la  causa  en  que  resulte  su  ino- 
cencia, se  le  debe  poner  inmediatamente  en  li- 
bertad sin  costas  algunas,  si  es  que  se  hallaba 
arrestado  ó preso  por  ser  el  delito  diguo  de  pena 
corporal  fart.  11,  decreto  de  26  de  Setiembre  de 
1835);  y si  por  una  parte  no  aparece  bien  justi- 
ficada su  inocencia,  ni  por  otra  está  bien  pro- 
bada su  criminalidad,  se  le  debe  absolver  en  la 
duda , porque  es  menos  malo  exponerse  á salvar 
á un  criminal  que  á condenar  á un  inocente: 
Salius  est,  dice  la  ley  5.",  tít.  19,  11b.  48  del  Di- 
gesto , impmiíum  relinqui  facinus  nocentis,  quam 
mnocentem  dammre.  Mas  santa  cosa  es  et  mas 
derecha,  repite  la  ley  9.a,  tít.  31,  Part.  7.a,  qui- 
tar al  orne  de  la  pena  que  mercsciere  por  el 
yerro  que  oviere  fecho,  que  darla  al  que  la 
nou  meresce  nin  fizo  porqué.»  Un  delincuente 
castigado,  decía  Mr.  de  la  Bruyere,  es  un  ejem- 
plo parala  canalla;  mas  un  inocente  condenado 
es  negocio  de  todos  los  hombres  de  bien.  V.  Ab- 
solución.— Indemnización. — Indicio  é Instancia. 

INOFICIOSIDAD,  Todo  lo  que  se  hace  contra  el 
deber  ú obligación  en  que  estamos  constituidos, 
ó contra  los  sentimientos  de  piedad  y afección 
que  nos  dicta  la  naturaleza:  inofficiosu/n  dicitur 
id  omne  quod  contra  pielatis  officixim  factum  est. 
La  inoficiosidad  puede  recaer  en  los  testamentos, 
en  las  donaciones  y en  las  dotes.  El  testamento 
se  dice  inoficioso,  cuando  el  testador  ha  des- 
heredado injustamente  ú omitido  las  personas  á 
quienes  debía  dejar  la  herencia:  la  donación, 
cuando  el  donador  ha  dado  tanto  á uno  de  sus 
hijos,  que  en  los  bienes  que  quedan  no  hay  bas- 
tante para  cubrir  la  legítima  de  los  otros,  y la 
dote,  cuando  es  tan  excesiva  que  impide  á los 
demás  hijos  el  tener  su  legitima  en  la  succesion 
de  sus  padres.  V.  Donación  inoficiosa. — Dote,  ni 
fin  y Testamento  inoficioso. 

INQUIETAR.  Intentar  despojará  uno  de  la  quie- 
ta  y pacífica  posesión  de  alguna  cosa,  ó pertur- 
barle en  ella.  V.  Interdictos. 

INQUILINATO,  El  derecho  que  adquiere  el  in- 
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| quilino  en  la  casa  arrendada;  el  precio  que  paga 
por  este  derecho , y el  contrato  mismo  de  arren- 
damiento ó alquiler  de  la  casa.  El  conocimiento 
de  todos  los  asuntos  sobre  inquilinatos  de  casas 
compete  exclusiva  y privativamente  á la  real 
jurisdicción  ordinaria,  cualquiera  que  sea  el 
fuero  y clase  de  los  inquilinos:  Reales  órdenes 
de  23  de  Junio  y 29  de  Julio  de  1815  y 10  de  Oc- 
tubre de  1817. 

INQUILINO.  El  arrendatario  de  una  casa,  esto 
es,  el  que  la  ha  tomado  en  alquiler  para  habi- 
tarla. Procede  esta  palabra  de  las  latinas  in  y 
coto,  y vale  tanto  como  habitador  de  casa  ajena: 
Inqnilinus  ab  in  et  colu  , loe  est  habito , is  dicitur 
qui  in  alieno  habitat , sive  ruri , siv'e  in  civitatc, 
quanqvam  frequentius  ad  civitatem  referatur; 
Calv.  Lex  jnrid.  Y.  Arrendamiento  de  cosas. — 
Arrendamiento  de  casas  en  Madrid.— Arrendador 
y Arrendatario. 

INQUISICION.  La  pesquisa  ó averiguación  que 
hace  el  juez  del  delito  y del  delincuente,  en  vir- 
tud de  delación  judicial  ó de  noticias  extrajudi  - 
ciales. V.  Pesquisa. 

INQUISICION.  Cierto  tribunal  eclesiástico  esta- 
blecido para  inquirir  y castigar  los  delitos  con- 
tra la  fe.  Se  hizo  famoso  por  las  extraordinarias 
facultades  que  le  concedieron  los  príncipes  y los 
Papas,  por  la  clase  de  causas  en  que  conocía, 
por  el  fuego  y ardor  de  sus  individuos  en  las 
pesquisas,  por  el  modo  de  enjuiciar,  por  el  mis- 
terio de  sus  procedimientos,  por  la  imponente 
solemnidad  en  la  ejecución  de  sus  sentencias. 
Fué  abolido  por  Reales  decretos  de  9 de  Marzo 
de  1820  y 15  de  Julio  de  1834,  y ¡sus  bienes  se 
adjudicaron  ála  extinción  de  la  deuda  pública. 
El  conocimiento  de  las  causas  en  que  entendía 
este  tribunal,  corresponde  ahora  á los  Prelados 
diocesanos  y sus  Vicarios.  V.  Fe. 

INQUISIDOR.  El  juez  eclesiástico  que  conocía 
de  las  causas  de  fe;  antiguamente  el  juez  pes- 
quisidor que  procedía  de  oficio  á la  averiguación 
de  los  delitos  y de  los  reos;  y en  Aragón  , cada 
uno  de  los  jueces  que  el  Rey,  ó el  lugar  tenien- 
te, ó los  diputados  nombraban  cada  dos  años 
para  hacer  inquisición  de  la  impericia , negli- 
gencia, dolo  y corrupción  ó cualesquier  contra- 
fueros del  vicecanciller,  regente  de  la  chanci- 
llería,  asesor  del  gobernador  y de  los  oidores,  y 
para  castigarlos  según  las  calidades  de  sus  de- 
litos. 

INQUISIDOR  DE  ESTADO.  En  la  república  de  Ve- 
necia  se  llamaba  así  cada  uno  de  los  tres  nobles 
elegidos  del  Consejo  de  los  Diez,  que  estaban 
diputados  para  inquirir  los  crímenes  de  Estado, 
y con  poder  tan  absoluto , que  podían  condenar 
á muerte  al  Dux  mismo  si  estaban  conformes, 
debiendo  dar  muerte  al  Consejo  de  los  Diez  en 
caso  de  discordia.  Oian  las  delaciones  de  los  es- 
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pías  y les  recompensaban,  Tenían  llave  de  los 
aposentos  mas  retirados  del  palacio  de  San  Mác- 
eos, y á cualquier  hora  del  dia  ó de  la  noche  los 
registraban. 

INSACULACION.  Un  modo  de  elegir  alcaldes,  : 
regidores  u otros  oficiales  de  justicia  y gobierno,  I 
poniendo  en  un  saco,  bolsa  ó cántaro  ciertas  bo- 
lillas con  los  nombres  de  las  personas  capaces, 
y sacando  luego  á la  aventura,  después  de  ha- 
berlas mezclado  bien,  las  necesarias  para  que 
los  sugelos  cuyos  nombres  se  contienen  en  ellas 
sirvan  los  empleos  ó cargos  que  se  trata  de  pro- 
veer.— Este  medio  se  halló  muy  usado  en  Extre- 
madura, Murcia  y la  Mancha;  y podía  practi- 
carse en  cualquiera  pueblo  donde  se  consideraba 
necesario  por  la  autoridad  política  de  la  provin- 
cia para  evitar  los  efectos  de  la  rivalidad  ó am- 
bición de  los  partidos  ó familias  prepotentes  que 
aspiraban  á ejercer  y tener  vinculada  la  juris- 
dicción con  el  objeto  de  gozar  exclusivamente 
de  ciertas  ventajas  y oprimir  á sus  adversarios. 

La  insaculación  se  decretaba  de  oficio  ó á ins- 
tancia de  parte;  y se  hacia  por  el  comisionado 
de  la  autoridad  superior,  ó por  el  vecindario  con 
la  intervención  de  aquel.  Si  habia  de  hacerla  el 
comisionado  por  sí  mismo  con  arreglo  á las  ins- 
trucciones que  se  le  hubiesen  dado,  debia  to- 
mar informes  secretos  de  personas  imparciales 
y de  prohibidad,  así  en  el  pueblo  interesado 
como  en  los  circunvecinos;  hacia  una  lista  de 
los  sugetos  que  conceptuaba  capaces  de  servir 
los  oficios  de  justicia,  formando  pieza  separada 
de  los  informes  originales  sobre  sus  calidades; 
insaculaba  luego  ó metía  en  la  bolsa  con  sus 
correspondientes  bolas  los  nombres  de  los  idó- 
neos en  el  número  necesario  para  los  cinco  ó 
mas  años  que  habia  de  durar  la  insaculación, 
incluyendo  además  un  supernumerario  para 
cada  clase  de  empico,  con  el  objeto  de  suplir  la 
falta  del  que  falleciese  ó se  imposibilitase;  cer- 
raba el  arca,  cajón  ó cántaro  con  tres  llaves  se- 
gún la  costumbre,  entregando  estas  al  alcalde, 
regidor  decano,  escribano,  cura  párroco  ú otras 
personas  que  tenían  derecho  de  custodiarlas,  y 
depositando  aquella  en  las  Salas  Consistoriales, 
para  que  á su  tiempo  se  procediese  á la  extrac- 
ción; y por  fin  , remitía  á la  Chancillería  ó Au- 
diencia que  le  dió  la  comisión  todas  las  diligen- 
cias originales  cerradas  y selladas  para  que  se 
custodiasen  con  el  correspondiente  sigilo  en  la 
escribanía  de  cámara. 

Si  la  insaculación  habia  de  hacerse  por  el  ve- 
cindario con  asistencia  del  comisionado,  se  pro- 
cedía á votar  por  el  concejo  abierto  ó por  cada 
vecino  casa  y caLle  hita  las  personas  que  se  ne- 
cesitaban para  llenar  el  número  de  los  que  ha- 
bían de  insacularse  para  los  oficios  de  Ayunta- 
miento, como  se  practicaba  en  las  elecciones 
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ordinarias;  y finalizado  el  acto,  pasaba  el  comi- 
sionado á hacer  por  sí  solo  el  escrutinio  de  las 
personas  que  resultaban  insaculables  con  mas 
votos  para  alcaldes  y regidores,  y ejecutaba  lue- 
go las  demás  diligencias  que  quedan  expresa- 
das sobre  insaculación,  depósito  de  arca,  entre- 
ga de  llaves,  y envió  del  expediente. 

La  extracción  se  hacia  por  el  comisionado 
cuando  la  autoridad  superior  lo  estimaba  nece- 
sario atendidas  las  circunstancias,  ó por  el  mis- 
mo concejo  en  el  ultimo  dia  de  cada  año , á cuyo 
fin  se  convocaban  todos  sus  individuos  y asis- 
tían las  personas  que  tenían  las  llaves  del  arca, 
la  cual  se  abria  en  presencia  de  todos,  y se  iban 
sacando  por  un  niño  las  bolas  que  contenían  las 
cédulas  con  los  nombres  de  los  insaculados, 
hasta  que  así  quedaban  elegidos  por  suerte  to- 
dos los  que  habian  de  componer  el  Ayuntamien- 
to del  año  inmediato. 

* INSCRIPCION.  Entiéndese,  por  lo  común,  bajo 
e[  aspecto  jurídico,  por  esta  palabra,  el  asiento 
que  se  efectúa  en  un  libro  ó registro  público  de 
escrituras  de  propiedad  ó declaraciones  del  nom- 
bre de  personas  determinadas  y de  su  ánimo 
de  ejercer  cierta  profesión,  para  que  conste  debi- 
damente. * 

* INSCRIPCION  DE  ACTOS  EN  EL  REGISTRO  DEL  ESTA- 
DO CIVIL,  La  anotación  ó asiento  que  se  hace  en 
los  libros  ó Registro  que  debe  llevar  la  Direc- 
ción general  del  Registro  civil  y otros  funcio- 
narios públicos,  para  que  conste  de  una  ma- 
nera auténtica,  de  los  actos  que  constituyen  el 
estado  natural  y político  de  las  personas,  deter- 

. minando  su  condición  doméstica,  los  vínculos  de 
la  familia  ó sus  relaciones  con  el  Estado.  Tate3 
son  las  inscripciones  sobre  cambios  de  ciudada- 
nía ó nacionalidad  con  respecto  á España,  sobre 
defunciones  que  ocurrieren,  matrimonios  que  se 
verificaren  y nacimientos  que  tuvieren  lugar  en 
territorio  español  ó con  relación  á él.  Hallán- 
dose intimamente  enlazadas  las  disposiciones 
sobre  el  modo  de  efectuarse  estas  inscripciones 
■ con  las  que  se  refieren  á las  relativas  al  men- 
cionado Registro,  nos  hacemos  cargo  de  todas 
I ellas  en  el  artículo  de  esta  obra,  Registro  del  es- 
tado civil.  * 

* INSCRIPCION  DE  DOCUMENTOS  EN  EL  REGISTRO 
PARTICULAR  DE  LOS  JUZGADOS.  La  anotación  cu 
dicho  registro  del  asiento  que  se  haga  en  el  ge- 
neral de  comercio,  de  los  documentos  que  todo 
comerciante  está  obligado  A presentar  en  el  mis- 
mo: art.  31  del  Código  de  Comercio.  En  el  de  esta 
obra  Registro  particular  de  los  juzgados  de  prime- 
ra instancia  del  domicilio  de  los  comerciantes  se 
exponen  la  dase  de  documentos  de  que  se  ha  de 
tomar  razón  en  dicho  Registro  y la  forma  en 
que  ha  de  verificarse.  * 

* INSCRIPCION  DE  DOCUMENTOS  EN  EL  REGISTRO 
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PÚBLICO  DE  COMERCIO.  La  anotación  que  eu  él  se 
verifica  por  los  que  profesan  el  comercio  de  cierta 
clase  de  documentos,  conforme  á los  arts.  22  al 
30  del  Código  de  Comercio.  V.  Registro  público 
del  comercio.  * 

* INSCRIPCION  EN  LA  MATRÍCULA  DE  COMERCIO.  El 

acto  de  anotar  en  dicha  matrícula  el  nombre  de 
la  persona  que  trata  de  ejercer  la  profesión  mer- 
cantil. Trátase  de  ella  en  los  arts.  11  al  16  del 
Código  de  Comercio,  que  se  exponen  con  las  de- 
más disposiciones  posteriores  sobre  la  materia, 
en  el  artículo  de  esta  obra,  Matricula  de  comer- 
ciantes. * 

* INSCRIPCIONES  EN  EL  REGISTRO  DE  LA  PROPIEDAD. 

Establecidos  los  Registros  de  la  propiedad  en  to- 
das las  cabezas  de  partido  judicial  de  la  Penín- 
sula, como  continuación  de  las  Contadurías  de 
hipotecas,  con  el  objeto  de  que  constasen  todas 
las  traslaciones  de  dominio  de  la  riqueza  inmue- 
ble y todos  los  gravámenes  que  pesasen  sobre 
esta  riqueza,  preciso  era  que  se  determinase  lo 
que  se  entendía  por  riqueza  inmueble,  los  con- 
tratos que  deberian  inscribirse,  la  forma  de  esta 
inscripción,  y los  efectos  por  ella  producidos. 

Riqueza,  inmueble. — Poco  ba  alterado  la  ley 
Hipotecaria  sobre  este  punto  las  disposiciones  de 
la  ley  civil;  solo  ha  eliminado  de  tal  categoría 
algunos  bienes  que  por  su  naturaleza  no  son  in- 
muebles , aun  cuando  como  tales  hayan  sido 
considerados  para  la  aplicación  de  las  leyes ; así 
es , que  no  se  consideran  inmuebles  para  los 
efectos  de  la  ley  Hipotecaria,  los  oficios  públicos 
enajenados  de  la  Corona,  las  inscripciones  de  la 
Deuda  pública,  ni  las  acciones  de  Bancos  y cora-' 
pabias  mercantiles,  aunque  sean  nominativas: 
art.  4.°  de  la  ley. 

Títulos  inscribibles. — Dividiéndose  el  dominio 
en  dos  grandes  ramas,  dominio  y derechos  rea- 
les, que  modifican  el  derecho  del  propietario,  ya 
porque  le  privan  de  parte  de  él,  ya  porque  le  li- 
mitan en  alguna  de  sus  atribuciones,  todos  los 
contratos  por  los  que  el  dominio  sufra  alguna 
alteración,  ya  en  sí,  ya  respecto  á la  persona  que 
lo  posee,  han  de  constar  en  el  Registro. 

Por  lo  tanto,  han  de  inscribirse: 

1. °  Los  títulos  traslativos  del  dominio  de  los 
inmuebles  ó de  los  derechos  reales  impuestos 
sobre  los  mismos. 

2. °  Los  títulos  en  que  se  constituyan , reco- 
nozcan, modifiquen  ó extingan  derechos  de  usu- 
fructo , uso,  habitación,  enfiteusis,  hipotecas, 
censos,  servidumbres  y otros  cualesquiera  reales 
de  la  misma  índole,  como  adquisiciones  de  fin- 
cas pertenecientes  á la  mitad  reservable  de  los 
mayorazgos,  concesiones  definitivas  de  minas, 
caminos  de  hierro  , aguas , pastos  y otros  seme- 
jantes, ó bien  cualquier  acto  ó contrato  legítimo 
que,  sin  tener  nombre  propio  en  derecho,  modi- 


fique desde  luego  ó en  lo  futuro  alguna  de  las 
facultades  del  dominio  sobre  bienes  inmuebles  6 
derechos  reales. 

Los  actos  y contratos  peculiares  de  las  provin- 
cias torales  que  produzcan  respecto  á los  bienes 
inmuebles  ó derechos  reales  cualquiera  de  los 
efectos  predichos. 

Las  actas  expedidas  por  los  diocesanos  en  cré- 
dito de  la  conmutación  de  los  bienes  de  capella- 
nías colativas,  debiendo  presentarse  con  ellas 
la  escritura  de  fundación  de  las  capellanías,  la 
de  inventario  de  los  bienes  conmutados,  la  de 
división  entre  los  comnutatarios  partícipes,  la 
ejecutoria  si  hubiese  habido  litigio  para  la  de- 
claración del  derecho  de  las  familias  interesadas 
en  la  conmutación,  ó para  el  señalamiento  déla 
parte  alícuota  de  bienes,  y de  la  de  la  renta  que 
se  debiera  convertir  en  inscripciones:  art.  2.°  de 
la  ley,  y 1.”  y 2.<>  del  reglamento. 

Pero  la  obligación  de  trasmitir  á otro  el  domi- 
nio de  cualquier  inmueble  ó derecho  real,  ó de 
constituir  sobre  uno  ú otro  algún  derecho  de  la 
misma  índole,  ó de  celebrar  en  lo  futuro  algún 
contrato  de  los  antedichos,  no  estará  sujeta  á 
inscripción  , á no  estar  garantida  la  obligación 
personal  por  otra  real:  art.  3.<l  del  reglamento. 

3. "  Los  actos  ó contratos  en  cuya  virtud  se 
adjudiquen  á alguno  bienes  inmuebles  ó dere- 
chos reales,  aunque  sea  con  la  obligación  de 
trasmitirlos  á otro,  ó de  invertir  su  importe  en 
objetos  determinados. 

4. "  Las  ejecutorias  en  que  se  declare  la  inca- 
pacidad legal  para  administrar,  ó la  presunción 
de  muerte  de  personas  ausentes,  ó se  imponga 
la  pena  de  interdicción  6 cualquiera  otra  por  la 
que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las  per- 
sonas en  cuanto  á la  libre  disposición  de  sus 
bienes;  advirtiéndose  que  no  es  necesario  que 
las  ejecutorias  expresamente  declaren  ó modifi- 
quen la  capacidad  de  alguna  persona  para  ad- 
ministrar ó disponer  de  sus  bienes,  sino  que 
basta  que  produzcan  legalmente  la  incapacidad, 
aunque  no  la  declaren  de  un  modo  terminante: 
art.  2.”  de  la  ley  y 4.”  del  reglamento. 

La  sentencia  que  declara  muerta  para  los  efec- 
tos civiles  á una  persona  en  virtud  de  haberse 
acreditado  su  fallecimiento  por  medio  de  prueba 
de  testigos,  que  declararon  ser  público  que  fa- 
lleció en  un  punto  determinado,  después  de  ha- 
ber trascurrido  mas  de  veinte  años  desde  que  se 
ausentó  de  su  pueblo,  sentencia  eu  que  se  hace 
la  declaración  de  ser  heredero  del  difunto  otra 
persona  que  la  solicita,  es  inscribible  en  el  Re- 
gistro de  hipotecas,  pues  el  objeto  principal  de 
aquella  sentencia  no  es  declarar  la  presunción 
de  muerte  del  referido  ausente , sino  la  declara- 
ción de  heredero  intestado  de  una  persona,  con 
. arreglo  á lo  establecido  en  la  ley  de  Enj  uicia- 
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miento  civil,  cuya  declaración  es  título  sufi- 
cíente  para  adquirir  el  dominio:  resolución  de 
la  Dirección  de  la  propiedad  de  27  de  Febrero 
de  1875. 

5. "  Los  contratos  de  arrendamientos,  'subar- 
riendos, subrogaciones,  cesiones  y retrocesiones 
de  arrendamientos  de  bienes  inmuebles  por  mas 
de  seis  años,  ó los  en  que  se  Layan  anticipado 
las  lentas  de  tres  ó mas  años,  ó en  que  se  hu- 
biese pactado  la  inscripción:  art.  2.°  de  la  ley  y 
5.”  dél  reglamento. 

6. °  Los  títulos  de  adquisición  de  los  bienes 
inmuebles  y derechos  reales  que  posean  ó ad- 
ministren el  Estado  ó las  corporaciones  civi- 
les ó eclesiásticas,  con  sujeción  á lo  establecido 
en  las  leyes  y reglamentos : artículo  2.°  de 
la  ley. 

Dos  novedades  se  introducen  por  la  ley  Hipo- 
tecaria respecto  á los  títulos  inscribibles  que 
acabamos  de  mencionar;  la  una  es  la  inscripción 
de  las  ejecutorias  mencionadas  en  el  pár.  4.°,  ba- 
sada en  la  necesidad  que  existe  para  adquirir 
con  seguridad  bienes  inmuebles  ó derechos  rea- 
les, no  solo  que  el  vendedor  sea  dueño  de  ellos 
y estén  libres  de  cargas,  sino  que  tenga  capaci- 
dad para  trasmitirlos,  y el  adquirente  medio  de 
cerciorarse  de  ello  acudiendo  al  Registro. 

La  otra  novedad  es  la  de  inscribir  ios  arrenda- 
mientos de  mas  de  seis  años,  ó en  que  se  hubie- 
se adelantado  tres  ó mas  de  las  rentas.  Ni  nos 
parece  necesaria  esta  reforma,  ni  aceptable.  No 
necesaria,  porque  las  leyes  concedían  medios  al 
arrendatario  para  salvar  el  derecho  de  perma- 
necer en  el  arriendo  por  todo  el  tiempo  del 
contrato,  ya  tomando  el  arriendo  por  toda  la 
vida,  ó por  la  suya  ó de  sus  herederos,  ó simple- 
mente por  el  arriendo  de  diez  años,  según  opi- 
nión de  los  autores,  ó con  añadir  el  pacto  de 
que  durante  el  contrato  no  pudiese  ser  echado 
de  la  cosa  arrendada,  ó imponiéndose  la  condi- 
ción de  no  poder  venderla;  no  era,  pues,  ne- 
cesario alterar  las  disposiciones  civiles  reba- 
jando á seis  años  los  arriendos  inscribibles,  y 
convirtíendo  en  derecho  real  un  derecho  per- 
sonal, confundiendo  los  principios  legales  que 
rijen  en  materia  de  arrendamientos. 

Y no  es  suficiente  razón  el  deseo  de  evitar 
perjuicios  al  colono,  porque  además  de  que  tenia 
ya  el  reintegro,  la  indemnización  de  danos  y 
perjuicios,  y aun  los  intereses,  si  el  vendedor, 
pudiendo,  no  salvaba  los  derechos  del  colono,  y 
pocas  veces  podría  dejar  de  salvarlos;  beneficiar 
al  colono,  es  perjudicar  al  dueño  y limitar  la  li- 
bre disposición  que.  en  la  propiedad  tiene  el 
dueño,  cuando  por  la  expresa  voluntad  de  am- 
bos no  se  limitaba,  sabiendo  el  arrendatario  lo 
mismo  que  el  arrendador  la  facultad  que  á este 
concedían  las  leyes  de  enajenar,  y la  que  él  te- 
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nia  para  impedírselo  por  pacto  expreso  si  asi  le 
convenia. 

Menos  aceptable  es  aun  la  inscripción  por  el 
adelanto  de  tres  años  de  rentas;  en  realidad  es 
un  préstamo,  y convertirlo  indirectamente  en 
hipotecario,  cuando  ambos  contrayentes  lo  pac- 
taron simple,  es  cuidar  la  ley  mas  de  los  intere- 
ses ajenos  que  el  propio  interesado;  es  conver- 
tirse en  tutor  perpétuo  de  los  particulares,  que 
si  en  algún  tiempo,  atendido  el  estado  social  y 
las  ideas  dominantes  de  un  sistema  completo  y 
armónico,  pudieron  admitirse  y defenderse,  hoy 
no  pueden  aceptarse,  porque  disuenan  de  las 
costumbres,  de  las  ideas  y de  las  doctrinas  que 
dominan  en  la  sociedad. 

Hemos  dicho  que  han  de  inscribirse  los  títulos 
usando  una  frase  impropia:  lo  que  se  inscribe 
realmente  son  los  contratos  que  constan  en  cier- 
tos títulos,  poniendo  nota  en  estos  de  haberse 
hecho  la  inscripción. 

Para  todos  los  efectos  de  la  inscripción  se  en- 
tiende por  título,  el  documento  público,  feha- 
ciente y auténtico  expedido  por  el  Gobierno  ó 
por  autoridad  ó funcionario  competente  para 
dar  los  que  deban  hacer  fe  por  sí  solos,  y en  que 
funde  su  derecho  sobre  el  ipmueble  ó derecho 
real  la  persona  á cuyo  favor  debe  hacerse  la  ins- 
cripción , y si  lo  fundase  en  varios  títulos,  como 
por  ejemplo,  una  escritura  de  compra  y una 
ejecutoria  en  que  se  declarase  su  validez,  debe- 
rán inscribirse  todos,  comprendiéndolos,  si  fuera 
posible,  en  una  misma  inscripción:  art.  3."  déla 
ley  y G.°  y 8.”  del  reglamento. 

Con  estos  documentos  podrá  hacerse  la  ins- 
cripción, á no  ser  que  estuvieren  otorgados  en  el 
extranjero,  los  cuales  necesitan  tener  fuerza  en 
España  con  arreglo  a las  leyes  y ser  traduci- 
dos oficialmente  por  la  oficina  de  la  interpreta- 
ción de  lenguas  ó funcionario  competentemente 
autorizado  ; y si  fueren  ejecutorias  de  las  com- 
prendidas en  el  mím.  4.”  antes  trascrito,  lia  de 
preceder  el  acuerdo  del  Tribunal  Supremo  dis- 
poniendo sn  ejecución  con  arreglo  á lo  determi- 
nado en  la  ley  de  Enjuiciamiento:  art.  5.”  de  la 
ley  y 9.”  del  reglamento. 

Fácil  seria  inscribir  la  propiedad  si  su  domi- 
nio constare  en  títulos  de  la  clase  de  los  expre- 
sados; pero  la  mayor  parte  de  la  propiedad  se 
posee  por  los  dueños  cu  virtud  de  la  posesión 
continuada  por  trasmisiones  de  padres  á hijos  ó 
por  documentos  privados,  ó aun  teniéndolos  au- 
ténticos, sin  que  constaren  como  suyos  en  las 
antiguas  contadurías. 

No  era  posible,  sin  embargo,  que  esa  gran 
masa  de  propietarios  se  encontraren  con  un  do- 
minio poco  seguro  é imposibilitados  de  trasla- 
darlo, por  no  poder  hacer  constar  debidamente 
que  les  pertenecía. 
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Para  evitarlo,  coldo  liara  fomentar  las  ins- 
cripciones, se  consignaron  varias  disposiciones 
en  la  ley  Hipotecaria,  á fin  de  inscribir  las  obli- 
gaciones contraídas  y no  inscritas  antes  de  la 
publicación  de  la  ley. 

Con  el  objeto  de  estimular  á los  propietarios, 
se  les  concedió  que  pudieren  inscribir  las  ad- 
quisiciones anteriores  en  noventa  dias  al  l.“  de 
Enero  de  1803,  y las  que  según  la  anterior  ley 
no  debían  inscribirse,  Ubres  de  derechos  hipote- 
carios , multas  y mitad  de  derechos  de  los  regis- 
tradoresuarts.  389  y 390  de  la  ley. 

Otro  de  los  medios  indirectos  para  procurar  la 
inscripción  de  los  documentos , que  podemos 
llamar  antiguos,  fué  el  prohibir  desde  la  publi- 
cación de  la  ley  el  que  se  admitan  en  los  juzga-  . 
dos  y tribunales  ordinarios  y especiales , en  los 
consejos  y en  las  oficinas  del  Gobierno  ningún 
documento  ó escritura  de  contrato  inscribible, 
sin  que  se  baya  tomado  razón  en  el  registro,  si 
el  objeto  de  la  presentación  fuere  hacer  efectivo 
eu  perjuicio  de  tercero  el  derecho  que  debió  ser 
inscrito,  k no  ser  que  el  título  se  presentare 
únicamente  para  corroborar  otro  título  posterior 
inscrito  ó se  tratare  de  pedir  la  declaración  de 
nulidad  y consiguiente  cancelación  de  algún 
asiento  que  impidiere  verificar  la  inscripción 
de  aquel  documento:  art.  396  de  la  ley. 

Para  facilitar  la  inscripción  á los  dueños  que 
carezcan  de  título  escrito  de  dominio,  ó que  te- 
niéndolo no  pudieren  reclamar  inmediatamente 
la  inscripción  por  haberlo  de  traer  de  punto, 
distante  del  lugar  en  que  deben  hacerla  ó por 
cualquier  otra  causa  que  les  obligue  á dilatar  su 
presentación,  circunstancia  que  podra  hacerse 
constar  en  el  expediente  y en  la  inscripción  (ar- 
tículo 326  del  reglamento)  les  permite  que  ins- 
criban su  derecho,  justificando  préviamente  su 
posesión  aute  el  tribunal  de  partido  del  lugar 
en  que  están  situados  los  bienes  (art.  397  de 

ley),  no  siendo  aplicables  (estas  inscripciones 
de  posesión  al  derecho  hipotecario,  que  no  po- 
drá inscribirse  sino  mediante  la  presentación 
de  título  escrito  : art:  403  de  la  ley. 

Para  la  instrucción  del  expediente  posesorio 
el  interesado  presentará  escrito  en  que  se  pida 
la  admisión  de  la  información  posesoria  expre- 
sando: l.°  La  naturaleza,  situación,  medida  su- 
perficial, linderos,  nombre,  número  y cargas  rea- 
les de  la  finca  cuya  posesión  se  trate  de  acredi- 
tar. 2."  La  especie  legal,  valor,  condiciones  y car- 
gas del  derecho  reai  de  cuya  posesión  se  trate,  y 
la  naturaleza,  situación,  linderos,  nombrey  nú- 
mero de  la  finca  sobre  la  cual  estuviere  aquel 
impuesto.  3.°  El  nombre  y apellido  de  la  perso- 
na de  quien  se  haya  adquirido  el  inmueble  ó de- 
recho. 4,  El  tiempo  que  se  llevare  de  posesión. 

5.  La  circunstancia  de  no  existir  título  escrito  ó 


de  no  ser  fácil  hallarlo  en  el  caso  de  que  exista. 
6.”  Acompañará  á la  solicitud  el  recibo  del  últi- 
mo trimestre  de  contribución  territorial  que  él 
haya  satisfecho  ó el  último  recibo  que  baya  sa- 
tisfecho su  anterior  poseedor  si  él  fuere  el  here- 
dero, ó un  documento  bastante  para  acreditar  que 
lian  realizado  dicho  pago.  Si  no  hubiere  pagado 
ningun  trimestre  de  contribución  por  su  adquisi- 
ción reciente,  se  dará  conocimiento  del  expedien- 
te á la  persona  <le  quien  proceda  el  inmueble  ó á 
sus  herederos,  á fin  de  que  manifiesten  si  tienen 
algo  que  oponer  á sn  inscripción:  arts.  397  y 398. 

Recibida  la  solicitud  el  tribunal  de  partido  ó 
el  juez  municipal,  además  de  citar  al  anterior 
poseedor  ó á sus  herederos  en  el  caso  antedicho, 
recibirá  la  información  posesoria  con  citación  y 
audiencia  de  los  fiscales  respectivos,  que  se  li- 
mitarán á celar  y procurar  que  se  guarden  en  el 
expediente  las  formas  legales,  si  tratare  de  ins- 
cribirse el  dominio  pleno  de  alguna  finca  y con 
las  del  propietario  ó de  los  demás  partícipes  en 
; el  dominio,  si  se  pretendiere  inscribir  un  dere- 
: cho  real : art.  397  de  la  ley. 

Si  el  partícipe  en  la  propiedad  ó en  los  dere- 
chos de  una  finca  que  deba  ser  citado  estuviere 
ausente,  el  tribunal  le  señalará  para  compare- 
; cer,  por  sí  ó por  medio  de  apoderado,  el  término 
que  juzgue  necesario  según  la  distancia  (ar- 
tículo 398  de  la  ley)  que  en  nuestro  concepto 
debe  ser  de  nueve  dias,  y un  día  mas  por  cada 
seis  leguas  que  haya  entre  su  residencia  y la 
del  tribunal . y si  residiere  en  el  extranjero,  el 
tiempo  que  atendidas  las  distancias  y la  mayor 
ó menor  facilidad  de  las  comunicaciones  consi- 
■ dere  necesario,  como  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento se  previene  respecto  á los  emplazamien- 
tos para  contestar  las  demandas. 

Si  se  ignorase  su  paradero  ó si  trascurrido  di- 
cho término  no  compareciese  el  citado,  el  tribu- 
nal aprobará  el  expediente  y mandará  hacer  la 
inscripción  del  derecho,  sin  perjuicio  del  que 
corresponda  á dicho  partícipe,  expresándose,  y 
también  en  aquella,  que  este  no  ha  sido  oido  en 
la  información. 

Citados  los  que  deben  serlo,  se  recibirá  la  in- 
formación posesoria  que  se  hará  con  dos  testigos 
por  lo  menos,  vecinos  propietarios  del  pueblo  ó 
término  municipal  en  que  radicasen  los  bienes, 
justificando  esta  circunstancia  doeumentalmen- 
te,  y si  no  existiesen  en  el  pueblo  vecinos  que 
reuniesen  la  cualidad  de  propietarios  como  acon- 
tece en  algunos  de  señorío,  se  suplirán  con  tes- 
tigos propietarios  del  vecindario  mas  inmediato 
que  puedan  encontrarse;  los  que  contraerán  sus 
declaraciones  al  hecho  de  poseer  ios  bienes  en 
: nombre  propio  el  promovedor  del  expediente,  y 
al  tiempo  que  haya  durado  la  posesión,  siendo 
responsables  de  los  perjuicios  que  pueden  cau- 
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sar  con  la  inexactitud,  de  sus  deposiciones:  ar- 
tículo 298  de  la  ley  y Real  órden  de  18  de  No- 
viembre de  1863. 

Si  alguno  se  creyese  con  dereclio  á los  bienes 
cuya  inscripción  se  solicite  mediante  la  infor- 
mación posesoria,  podrá  alegarlo  ante  el  tribunal 
competente  en  juicio  ordinario,  y si  esta  de- 
manda se  registrase,  se  suspenderá  el  curso  del 
expediente  y su  inscripción  si  estuviese  ya  apro- 
bado ; pero  si  no  hubiese  oposiciou  ó si  se  deses- 
timase la  hecha,  el  tribunal  aprobará  el  expe- 
diente, y este  servirá  de  título,  supliendo  el  que 
faltaba  al  propietario. 

Queriendo  el  legislador  facilitar  aun  mas  la 
inscripción,  y siendo  en  realidad  costosos  y lar- 
gos los  expedientes  posesorios,  determinó  que 
pudiese  acreditarse  la  posesión  por  medio  de 
una  certificación  del  Ayuntamiento. 

Como  para  inscribirse  el  expediente  , ha  de 
contener  los  detalles  necesarios , la  solicitud  al 
Ayuntamiento  del  pueblo  donde  radiquen  los 
bienes  ha  de  ir  firmada  por  el  mismo  ó por  un 
testigo  si  él  no  supiere , en  la  cual  puede  com- 
prender todas  las  fincas  que  posea  en  aquel  tér- 
mino, debiendo  expresar  con  respecto  á cada 
una  de  ellas  las  mismas  circunstancias  que  la 
solicitud  al  juez  para  la  formación  de  expedien- 
te y que  quedaron  enumeradas,  designando 
además  el  tiempo  que  llevare  pagando  la  con- 
tribución de  dichos  bienes  á título  de  dueño  y 
solicitando  que  con  referencia  á los  ainillara- 
inientos  ó datos  de  la  municipalidad  se  le  libre 
certificación  del  último  extremo. 

El  Ayuntamiento  á continuación  de  la  misma 
instancia  , expedirá  certificación  firmada  por  el 
alcalde,  síndico  y secretario,  é por  otros  regi- 
dores si  no  supiere  firmar  alguno  de  los  prime- 
ros, y si  ninguno,  por  solo  el  secretario,  expre- 
sando que  el  interesado  paga  á título  de  dueño 
la  contribución  de  aquellos  bienes,  determinán- 
dose la  cantidad  con  que  contribuye  cada  finca 
si  constare,  y sino  constare,  manifestando  que 
todas  se  tuvieron  en  cuenta  al  fijar  la  última 
cuota  de  contribución  que  se  le  hubiese  re- 
partido. 

En  los  pueblos  en  que  para  la  evaluación  de 
la  riqueza  inmueble  y reparto  de  contribucio- 
nes, existan  comisiones  especiales,  estas  darán 
los  certificados,  que  firmarán  el  presidente,  se- 
cretario y sindico,  y si  no  supiese  firmar  el  úl- 
timo , otro  regidor  que  sepa  ó el  secretario  del 
Ayuntamiento  en  su  defecto. 

Esta  certificación,  con  la  instancia  del  intere- 
sado, adornadas  ambas  de  todas  las  circunstan- 
cias marcadas,  constituyen  un  título  inscribible, 
que  presentará  el  interesado  con  copia  íntegra 
firmada  por  él  ó por  un  testigo , si  no  sabe  fir- 
mar, y en  aquel  acto  el  Registrador  la  cotejará 


con  el  original,  firmará  la  conformidad , y veri- 
ficada ia  inscripción,  si  procediese , pondrá  en 
la  copia  la  nota  de  haberse  hecho  la  inscripción, 

3 devolverá  al  interesado,  quedando  el  origi- 
nal archivado  en  el  Registro. 

Pero  antes  de  inscribir  ha  de  tener  el  regis- 
trador especial  cuidado  en  dos  cosas:  1.”  Exami- 
nar la  certificación  , y si  en  ella  no  constase  cla- 
ramente que  el  interesado  paga,  á título  de  due- 
ño, la  contribución  correspondiente  á todos  ó al- 
gunos de  los  bienes  señalados  en  la  instancia, 
denegará  la  inscripción  con  respecto  á dichos 
bienes.  2.*  Examinar  cuidadosamente  el  Registro 
para  averiguar  si  hay  en  él  algún  asiento  rela- 
tivo al  inmueble  que  se  trata  de  inscribir  que 
pueda  quedar  total  ó parcialmente  cancelado  por 
consecuencia  de  la  misma  inscripción.  Si  ha- 
llase algún  asiento  de  adquisición  de  dominio 
no  cancelado  que  esté  en  contradicción  con  el 
hecho  de  la  posesión  justificada  por  la  informa- 
ción judicial,  suspenderá  la  inscripción  y ano- 
tará en  los  términos  que  expresamos  en  el  ar- 
tículo Anulación  preventiva.  Si  se  hubiere  solici- 
tado la  inscripción  de  posesión  en  virtud  de  cer- 
tificación, denegará  la  inscripción  y devolverá 
el  documento  al  interesado  , á fin  de  que  pro- 
mueva si  quiere  el  recurso  gubernativo  ó judi- 
cial, ó solicite  la  cancelación  del  asiento  de  do- 
minio si  fuere  procedente. 

Si  el  asiento  no  cancelado  fuese  de  censo,  hi- 
poteca ó cualquier  dereciio  real,  procederá  á la 
inscripción  de  posesión  solicitada,  ya  sea  en  vir- 
tud de  información  judicial  ó de  certificación, 
haciendo  constar  en  ella  dicho  asiento:  arts.  400, 
401  y 402  de  la  ley. 

Como  la  posesión,  al  fin,  no  da  mas  que  un 
derecho  precario  y revocable,  y su  inscripción 
solo  produce  el  efecto  de  utilizarla  para  justificar 
la  prescripción , era  preciso  atender  á los  propie- 
tarios que,  careciendo  de  título  iuscrito  , podían 
' y les  convenia  justificar  que  no  solo  eran  posee- 
dores, sino  que  habían  adquirido  verdadera- 
mente el  dominio. 

En  tal  caso,  la  carencia  de  título  escrito,  se 
suple  por  medio  de  las  formalidades  siguientes, 
conforme  al  art.  404  de  la  ley. 

Primera.  El  interesado  presentará  un  escrito 
al  tribunal  del  partido  en  que  radiquen  los  bie- 
nes, ó al  del  en  que  esté  la  parte  principal,  si 
fuese  una  finca  enclavada  en  varios  partidos, 
refiriendo  el  modo  con  que  los  haya  adquirido  y 
las  pruebas  legales  que  de  esta  adquisición  pue- 
da ofrecer , y pidiendo  que  con  citación  de  aquel 
de  quien  procedan  dichos  bienes  ó de  su  causa- 
habiente  y del  fiscal  del  tribunal  del  partido  se 
le  admitan  las  referidas  pruebas  y se  declare  su 
derecho. 

Segunda.  El  tribunal  dará  traslado  de  este 


JN 


— 278  — 


IN 


escrito  al  fiscal,  citará  á aquel  de  quien  proce 
dan  los  bienes  ó s<u  causa-habiente,  s:  fuere  co- 
nocido, y á los  que  tengan  en  ellos  algún  dere- 
cho real;  admitirá  todas  las  pruebas  pertinentes 
que  se  ofrezcan  por  el  actor,  por  ios  interesados 
citados  ó por  el  fiscal  del  partido  en  término  de 
ciento  ochenta  dias  y convocará  á las  personas 
ignoradas  á quienes  pueda  perjudicar  la  ins- 
cripción solicitada,  por  medio  de  edictos  que  se 
fijarán  en  parajes  públicos  y se  insertarán  tres 
veces  en  el  Boletín  Oficial  á fin  de  que  compa- 
rezcan si  quisieren  alegar  sn  derecho. 

Tercera.  Trascurrido  dicho  plazo,  oirá  el  tri- 
bunal por  escrito  sobre  las  reclamaciones  y prue- 
bas que  se  hubiesen  presentado  al  fiscal  y á los 
demás  que  hubieren  concurrido  al  juicio  y en 
vista  de  lo  que  alegaren,  y calificando'  dichas 
pruebas  por  la  crítica  racional,  declarará  justifi- 
cado ó no  el  dominio  de  los  bienes  de  que  se  trata. 

Cuarta.  El  fiscal  ó cualquiera  de  los  intere- 
sados podrá  apelar  de  esta  providencia,  y si  lo 
hiciese,  se  substanciará  el  recurso  por  los  trá- 
mites establecidos  para  los  incidentes  en  la  ley 
de  Enjuiciamiento. 

Quinta.  Consentida  ó confirmada  dicha  pro- 
videncia, será  en  su  caso  título  bastante  para  la 
inscripción  del  dominio. 

Sexta.  Cuando  el  valor  del  inmueble  no  ex- 
cediese de  750  pesetas,  será  verbal  la  audiencia 
que,  según  la  regla  tercera,  debe  prestarse  por 
escrito  al  fiscal  y á los  interesados,  y la  apelación  | 
en  su  caso  seguirá  los  trámites  establecidos  en 
los  juicios  de  menor  cuantía. 

Muchos  de  los  propietarios,  al  publicarse  la  ley, 
carecian  de  títulos  de  adquisición  de  dominio, 
pero  tenían  declarada  ó reconocida  su  adquisi- 
ción por  contratos,  apeos  ó prorateos  privados, 
y por  lo  tanto  no  era  necesario  que  justificaren 
la  adquisición  de  su  dominio,  sino  dar  autori- 
dad á los  documentos  privados. 

El  art.  405  de  la  ley  previno  que  pudieran  ins-’ 
cribirse  tales  documentos  procurando  que  se 
garantizase  la  verdad  y quedaran  al  abrigo  de 
un  extravio  en  daño  y perjuicio  del  dueño.  Para  : 
ello  dictó  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Los  contrayentes  presentarán  al  Re- 
gistro el  documento  que  deseen  inscribir  con  : 
una  copia  en  papel  común , firmados  y rubrica- 
dos de  su  puño.  No  dice  el  artículo  qué  lia  de 
hacerse  cuando  no  sepan  firmar,  pero  creemos 
que  entonces  bastará  que  el  original  se  presente 
tal  cual  se  extendió,  y que  la  copia  la  firme  y 
rubrique  un  testigo  por  ellos. 

Segunda.  El  registrador  cotejará  dicha  copia 
con  su  original,  poniendo  en  aquella  la  nota  de 
conformidad,  y en  el  original  otra  nota  expre- 
sando el  dia  y la  hora  de  su  presentación  en  el 
Registro. 


Tercera.  En  presencia  de  dos  testigos  que  no 
sean  escribientes  ó criados  del  Registrador , ni 
parientes  de  este  ó de  los  interesados  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  civil  ó segun- 
do de  afinidad,  preguntará  el  Registrador  á los 
contrayentes  si  se  ratifican  en  el  contrato  cele- 
brado y reconocen  como  suyas  las  firmas  pues- 
tas en  él. 

Como  esto  último  no  puede  tener  lugar  si  no 
supieren  firmar  los  contrayentes , parece  que  en 
tal  caso  deberían  concurrir  y contestar  los  testi- 
gos presenciales  que  firmaron  el  documento.  Tal 
es  nuestra  opinión  fundada  principalmente  en 
que  la  verdadera  importancia  del  acto  está  eu 
la  ratificación  de  los  contrayentes,  aunque  en 
ella  nos  hace  vacilar  algún  tanto  el  que  la  ley 
y el  reglamento,  minuciosos  hasta  el  fastidio, 
que  cuantas  veces  hablan  de  documentos  que 
han  de  firmarse  previenen  lo  que  ha  de  hacerse 
en  la  impotencia  de  los  interesados,  callan  en 
este  caso  importantísimo,  de  donde  pudiera  sos- 
pecharse que  los  documentos  privados  que  ca- 
rezcan de  la  firma  de  los  contrayentes,  no  son 
inscribibles. 

Cuarta.  Si  los  contrayentes  respondieren  afir- 
mativamente, el  Registrador  certificará  haberse 
verificado  la  ratificación  al  pié  de  la  copia  del 
documento,  expresando  los  nombres,  edad,  es- 
tado y vecindad  de  los  testigos,  y pondrá  una 
nota  de  la  misma  ratificación  y de  su  fecha  en 
el  documento  original. 

La  certificación  y la  nota  se  firmarán  por  el 
Registrador  y los  testigos. 

Quinta.  En  seguida  se  extenderá  el  asiento 
de  presentación,  si  el  acto  devengare  algún  de- 
recho fiscal,  suspendiéndose  la  inscripción  basta 
que  sea  satisfecho,  y si  no  lo  devengare,  se  veri- 
ficará esta  desde  luego. 

Sexta.  El  documento  original  quedará  archi- 
vado en  el  Registro  y la  copia  se  devolverá  al  in- 
teresado con  la  nota  de  registrado,  etc. 

(Jomo  se  ve,  la  facultad  de  elevar  á la  clase  de 
inscribibles  estos  documentos  privados  con  las 
formalidades  antedichas,  se  concreta  al  caso  en 
qu  e los  contrayentes  estén  conformes  y comparez- 
can ante  el  Registrador;  mas  puede  suceder  que 
ó por  no  residir  en  la  cabeza  de  partido,  ó por 
cualquier  otra  causa  lo  rehúsen  , y en  tal  caso, 
para  dar  al  documento  privado  la  autenticidad 
que  le  falta,  han  de  ratificarlo  ante  el  juez  mu- 
nicipal secretario  y dos  testigos  con  las  formali- 
dades y circunstancias  prevenidas  para  la  rati- 
ficación ante  el  Registrador,  sin  mas  diferencia 
que  la  certificación  de  haberse  celebrado  la  ra- 
tificación y la  nota  que  se  ha  de  estampar  en  el 
original  han  de  extenderse  por  el  secretario,  fir- 
mando este,  el  juez  y los  testigos,  sellándose  ori- 
ginal y copia,  que  se  entregarán  al  interesado 
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con  el  sello  del  juzgado;  y que  si  el  j uez  al  exa- 
minar el  contrato  encontrare  que  estaba  en  el 
caso  expresado  en  la  regla  7."  del  art.  407,  esto 
es,  que  contuviere  alguna  cláusula  contraria  á 
las  leyes,  ó le  faltare  algún  requisito  necesario  ¡ 
para  su  validez  ó entrañare  alguna  ambigüedad 
ó confusión  en  sus  términos  que  no  permitiese 
extender  la  inscripción  claramente,  podrá  negar- 
se á autorizar  el  contrato. 

Esto  dispone  el  art.  406  de  la  ley  y el  que  deje 
á la  facultad  discrecional  del  juez  municipal  au- 
torizar ó no  el  contrato,  cuando  si  adolece  délos 
defectos  mencionados,  ha  de  ser  inútil,  nos  in- 
clina á creer,  que  podrá,  como  en  dicho  artículo 
se  permite  á los  Registradores,  devolver  autes  el 
documento  á los  interesados,  para  que  lo  refor- 
men si  quisieren,  autorizándolo  si  en  ello  convi- 
nieren, ó negándose  á autorizarlo  si  mantuvie- 
ren su  redacción  ; sin  que  en  uno  ni  en  otro  caso 
se  limiten  las  facultades  del  Registrador  para 
admitirlo  ó desecharlo  en  los  mismos  términos, 
ni  para  practicar  cuantas  diligencias  creyese 
necesarias  para  comprobar  su  autenticidad,  si  de 
ella  dudare:  art.  406  de  la  ley. 

Pero  aun  extendió  mas  la  ley  su  solicitud  des- 
pués de  establecer  reglas  para  la  autorización 
de  los  documentos  privados  cuando  entrambas 
partes  están  conformes  en  presentarse  ante  el 
Registrador  ó ante  el  juez  municipal;  proveyó  el 
caso  de  que  los  contrayentes  no  pudieren  ó no 
quisieren  concurrir  reunidos  al  Registro  ni  al 
juzgado  municipal  para  ratificarse. 

En  este  caso  permite  que  cualquiera  de  los  dos 
pueda  convertir  el  documento  privado  cu  título 
inscribible  con  las  siguientes  formalidades: 
Primera.  El  que  tenga  en  su  poder  el  docu- 
mento lo  presentará  al  Registrador  acompañan- 
do una  copia  en  papel  común  firmada  de  su 
puño,  solicitando  verbalmente  su  inscripción, 
prévio  el  correspondiente  anuncio. 

Segunda.  Si  el  Registrador  hallare  admisible 
el  documento  y conforme  la  copia  con  su  origi- 
nal, tomará  el  asiento  de  presentación  y exten- 
derá tres  ejemplares  de  la  minuta  de  la  inscrip- 
ción solicitada,  los  cuales  expondrá  al  público 
en  su  propio  nombre,  manifestando  haberse  pe- 
dido dicha  inscripción  por  documento  privado  y 
convocando  á los  que  tengan  derecho  á oponerse 
á ella,  á que  se  presenten  á alegrarlo  en  el  térmi- 
no de  treinta  dias.  Estos  anuncios  se  fijarán, 
uno  á la  puerta  del  Registro,  otro  en  el  pueblo 
en  que  radiquen  los  bienes  aunque  sea  el  mismo 
del  Registro,  pero  en  el  paraje  en  que  se  acos- 
tumbre fijar  los  carteles  oficiales,  y el  último  en 
el  pueblo  en  que  resida  ó hubiere  residido  el 
otro  contrayente  si  fuere  conocido,  ó en  el  lugar 
que  el  Registrador  estime  mas  adecuado. 

Cuando  el  Gobierno  no  crea  suficientes  estos  I 


medios  de  publicidad,  podrá  disponer  que  se 
usen  además  cualesquiera  otros  que  juzgue  con- 
venientes; prevención  en  la  ley,  extraña  é inu- 
sitada hasta  el  punto  que  no  tenemos  presente 
que  se  repita  en  ninguna  otra  ocasión  ni  por 
ningún  otro  motivo. 

Tercera.  (Hace  referencia  á los  documentos 
privados  de  cancelación  de  que  hablamos  eu  el 
artículo  correspondiente). 

Cuarta.  . fei  trascurriese  el  término  de  los 
treinta  dias  sin  hacerse  oposición  á la  inscrip- 
ción solicitada,  la  extenderá  el  Registrador  en 
la  forma  correspondiente,  poniendo  la  nota  de 
registrado,  etc.,  prévia  convocatoria  sin  Oposición. 
en  ambos  ejemplares  del  documento,  devolvien- 
do el  original  y archivando  la  copia. 

Quinta.  El  que  se  crea  indebidamente  per- 
judicado, por  la  inscripción  ó cualquiera  en 
nombre  del  impedido  ó ausente,  podrá  oponerse; 
en  cuyo  caso  el  Registrador,  al  concluir  el  térmi- 
no, suspenderá  dicha  inscripción,  poniendo  nota 
marginal  de  la  suspensión  en  el  asiento  de  pre- 
sentación y devolviendo  el  documento  original. 

Sexta.  Suspendida  la  inscripción,  podrá  el 
que  la  hubiese  solicitado  deducir  contra  el  opo- 
sitor la  acción  correspondiente  ó pedir  al  juez  ó 
al  tribunal  que  le  mande  formular  su  demanda 
en  un  breve  término,  y que  si  este  trascurrie- 
se sin  presentarla,  ordene  la  inscripción  del  do- 
cumento privado : art.  407  de  la  ley. 

Las  adquisiciones  de  dominio  de  bienes  in- 
muebles ó derechos  reales  que  se  hubiesen  ve- 
rificado, declarado  ó reconocido  por  contratos 
privados,  apeos  ó prorateos  posteriores  al  l.°  de 
Enero  de  1863,  no  pueden  ser  inscriptas  basta 
que  presentados  estos  en  juicio  obtengan  eje- 
cutoria ó escritura  que  acredite  su  derecho  y 
pueda  ser  este  inscrito;  es  decir,  que  servirán 
de  medios  para  alcanzar  un  documento  inscri- 
bible, aunque  ellos  por  sí  no  lo  sean:  art.  409 
de  la  ley. 

La  facultad  que  la  ley  Hipotecaria  concede  á 
los  propietarios  de  bienes  inmuebles  y derechos 
reales , que  carezcan  de  título  escrito  ó no  tengan 
facilidad  de  presentarlo  en  el  Registro,  para  jus- 
tificar y hacer  público  el  hecho  de  la  posesión 
por  medio  de  la  inscripción  de  los  expedientes 
instruidos  con  arreglo  al  art.  397,  ó de  las  certi- 
ficaciones expedidas  en  la  forma  señalada  en  los 
arts.  400  y 401,  ha  sido  objeto  de  opuestas  inter- 
pretaciones, en  cuanto  á las  personas  que  po- 
dían hacer  uso  de  aquella  autorización ; pues 
mientras  algunos  la  consideraban  limitada  á los 
que  poseen  bienes  inmuebles  con  anterioridad 
al  1,"  de  Enero  de  1863,  en  que  empezó  á regir 
la  ley  Hipotecaria,  otros,  por  el  contrario  , sos- 
tenían que  comprendía  á todos  los  propietarios 
en  general,  cualquiera  que  fuese  la  época  en 
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que  hubieran  empezado  ¿poseer,  anterior  ó pos- 
terior al  planteara iento  del  moderno  sistema  hi- 
potecario, de  cuyo  diverso  criterio  se  siguieron 
distintas  practicasen  los  Registros  de  propiedad, 
admitiendo  en  unos  la  inscripción  de  la  posesión 
adquirida  después  de  l."  de  Enero  de  1863,  al 
mismo  tiempo  que  en  otros  se  negaba. 

Cou  el  objeto  de  fijar  la  genuina  y recta  inter- 
pretación de  la  ley  sobre  este  punto,  se  ha  dis- 
puesto por  decreto  de  10  de  Febrero  de  1875,  lo 
siguiente: 

1. ”  Podrán  inscribir  en  los  Registros  de  la 
propiedad  la  posesión  material  ó de  hecho  los 
dueños  y poseedores  de  bienes  inmuebles  ó de- 
rechos reales,  á excepción  del  de  hipoteca,  ad- 
quiridos con  posterioridad  al  l.’de  Enero  de  1863, 
debiendo  justificar  aquel  hecho  por  cualquiera 
de  los  medios  establecidos  en  el  tlt.  14  de  la  ley 
Hipotecaria  y con  sujeción  á lo  que  en  la  misma 
se  dispone. 

2. ®  También  podrán  inscribir  el  dominio  ad- 
quirido después  de  la  citada  fecha  los  propieta- 
rios que  carezcan  de  título  escrito  y justificaren 
su  derecho , con  arreglo  á lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 404  de  la  referida  ley.  Esta  disposición 
viene  á ser  una  ampliación  de  la  del  art.  409  de 
la  ley  referente  á los  propietarios  que  solo  ten- 
gan título  privado. 

Mas  no  basta  para  que  se  inscriban  los  títu- 
los que  sean  ó se  hayan  elevado  á la  categoría 
de  auténticos  ó de  públicos;  siempre  como  hemos 
visto  queda  la  calificación  á cargo  de  1 Registra- 
dor; por  lo  tanto,  todo  documento  debe  expresar 
todas  las  circunstancias  que  bajo  pena  de  mili-  ¡ 
dad  debe  contener  la  inscripción  y sean  relati- 
vas k las  personas  de  los  otorgantes,  á las  fincas 
y á los  derechos  inscritos,  y el  notario  que  co- 
metiese alguna  omisión  que  impida  inscribir  el 
acto  ó contrato,  la  subsanará  extendiendo  á su 
costa  una  nueva  escritura  si  fuese  posible,  é in- 
demnizando en  todo  caso  á los  interesados  de 
los  perjuicios  que  les  ocasione  su  falta:  arts.  21 
y 22  de  la  ley.  Véase  las  Resoluciones  de  30  de 
Diciembre  y 22  de  Julio  de  1874,  y 1.®  de  Febre- 
ro, 18  de  Marzo  y 30  de  Abril  de  1875. 

Reinscripción  de  los  títulos.— Va  tuvo  presente 
la  ley  el  caso  frecuente  de  que  por  efecto  de  al- 
gún siniestro  casual  ó voluntario  quedasen  des- 
truidos en  todo  6 en  parte  los  libros  del  Regis- 
tro; para  suplir  este  vacío  se  publicó  la  ley  de 
15  de  Agosto  de  1873. 

En  el  caso  indicado,  la  autoridad  judicial  de- 
legada ordinariamente  para  la  inspección  de  los 
Registros  procederá  sin  pérdida  de  tiempo  á 
practicar  una  visita  extraordinaria  con  la  inter- 
vención del  Registrador  ó del  substituto,  y á 
falta  de  ambos,  del  fiscal  del  tribunal  ó juzgado, 
y en  el  acta  se  hará  constar  con  la  claridad  po- 


sible el  estado  del  Registro,  expresando  los  libros 
ó la  parte  de  ellos  que  hayan  quedado  destrui- 
dos, y las  medidas  adoptadas  provisionalmente 
para  atender  al  servicio  , remitiéndose  copia  del 
acta,  por  conducto  del  presidente  de  la  Audien- 
cia. al  Gobierno  : art.  1.® 

Los  títulos  que  no  puedan  inscribirse  defini- 
tivamente á consecuencia  de  la  pérdida  ó des- 
trucción de  los  libros  del  Registro,  se  anotarán 
preventivamente  con  arreglo  al  núm.  8.”  del  ar- 
tículo 42  de  la  ley  Hipotecaria  (art.  2.°),  puesto 
que  hay  imposibilidad  por  parte  del  Registrador 
de  inscribirlos,  debiendo  este  caso  añadirse  á 
los  que  se  consignan  en  el  artículo  Anotación 
preventiva. 

La  anotación  extendida  por  esta  causa  cadu- 
cará al  terminar  el  plazo  señalado  en  el  art.  3.u, 
si  antes  no  se  han  inscrito  los  títulos  que  justi- 
fiquen la  adquisición  de  la  finca  ó derecho  desde 
antes  de  1.®  de  Enero  de  1863:  art.  2.° 

Las  inscripciones,  anotaciones,  notas  margi- 
nales y demás  asientos  extendidos  en  los  libros 
de  las  antiguas  Contadurías  de  hipotecas  ó del 
Registro  de  la  propiedad  que  hubiesen  sido  des- 
truidos total  ó parcialmente  por  incendio,  inun- 
dación ú otro  accidente  de  fuerza  mayor,  casual 
ó voluntario,  podrán  rehabilitarse  presentando 
nuevamente  los  documentos  á que  dichos  asien- 
tos se  refieran  dentro  del  plazo  de  un  año,  y con 
sujeción  á las  reglas  que  se  establecen  en  la 
presente  ley.  El  Gobierno  fijará  por  una  dis- 
posiciou  especial  el  di  a en  que  habrá  de  em- 
pezar á correr  dicho  plazo  para  cada  Registro: 
art.  3.° 

Deberán  presentarse  an  todo  caso  los  títulos 
que  contengan  la  nota  expresiva  de  haberse  to- 
mado razón  de  ellos,  anotado  ó inscrito  en  el  li- 
bro correspondiente,  siempre  que  resulte  justifi- 
cada la  adquisición  de  la  finca  ó derecho  con 
anterioridad  al  1.®  de  Enero  de  1863. 

Reproducida  la  inscripción,  extenderá  y fir- 
mará el  Registrador  en  el  mismo  título  otra  nota 
que  así  lo  exprese:  art.  4.® 

Se  presentarán  igualmente  los  demás  docu- 
mentos que  tengan  por  objeto  subsanar  los  de- 
fectos de  los  títulos  inscritos. 

Los  que  afecten  á títulos  anteriores  al  día  25 
de  Diciembre  de  1861,  se  subsanarán  de  la  ma- 
nera prevenida  para  adicionar  y trasladar  las 
inscripciones  de  los  antiguos  libros  á los  nuevos 
en  los  arts.  21,  310,  311,  312,  313  y 314  del  regla- 
mento general  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipo- 
tecaria: art.  5.® 

El  poseedor  de  algún  censo,  hipoteca,  servi- 
dumbre ú otro  derecho  real  impuesto  sobre  fin- 
ca, cuyo  dueño  no  hubiese  inscrito  ó reinscrito 
su  propiedad,  podrá  solicitar  la  reinscripción  de 
su  derecho,  siempre  que  con  el  título  presentado 
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ó con  otros  documentos  fehacientes  acreditase  la 
adquisición  del  dominio  ó de  la  posesión  de  la 
finca. 

La  inscripción  de  este  dominio  se  verificará 
conforme  á las  reglas  generales,  y sin  perjuicio 
de  que  el  dueño  pueda  adicionarla  ó rectificar- 
la, pi  évia  la  presentación  de  nuevos  documen- 
tos: art.  6.“ 

El  propietario  que  careciese  de  los  títulos  an- 
teriormente inscritos,  y acreditare  la  pérdida  ó 
destrucción  de  los  originales  ó matrices  de  los 
mismos  , podrá  suplir  esta  falta  en  cualquier 
tiempo,  y reinscribir  el  dominio  ó la  posesión 
por  alguno  de  los  medios  establecidos  en  los  ar- 
tículos 397,  400,  401  y 404  de  la  ley  Hipotecaria: 
art.  7.® 

Los  Registradores  no  podrán  negar  la  reins- 
cripción de  los  títulos  que  hubieren  sido  ya  ins- 
critos. 

Cuando  notaren  alguna  falta  insubsanable,  se 
limitarán  á hacerla  constar  para  evitar  toda  res- 
ponsabilidad. Si  aquella  fuere  subsanable,  pro- 
cederán conforme  á los  arts.  19  y 66  de  la  ley  Hi- 
potecaria, y á lo  dispuesto  en  el  5.'í  de  la  presen- 
te: art.  8,° 

Los  Registradores  que  conserven  en  los  libros 
de  las  antiguas  Contadurías  inscripciones  cor- 
respondientes á los  libros  destruidos,  remitirán 
á la  oficina  donde  haya  ocurrido  el  accidente 
una  relación  circunstanciada  de  aquellas,  dentro 
del  referido  plazo  de  un  año. 

Sin  perjuicio  de  esto,  dichos  funcionarios  li- 
brarán copias  literales  de  las  inscripciones  ó 
asientos  que  los  interesados  soliciten  para  los 
fines  de  esta  ley.  Por  estas  certificaciones  no  de- 
vengarán honorarios:  art.  9.® 

Cuando  se  presenten  varios  títulos  ya  inscritos 
justificativos  de  las  sucesivas  trasmisiones  de  la 
propiedad  de  la  finca,  ó de  alguno  de  los  dere- 
chos reales  impuestos  sobre  la  misma,  se  com- 
prenderán todos  ellos  en  un  solo  asiento. 

A las  fincas  se  les  dará  la  numeración  correla- 
tiva que  les  corresponda,  según  el  órden  que 
haya  establecido  el  Registrador  después  del  si- 
niestro. En  los  nuevos  asientos  ó inscripciones 
se  expresará  el  número  que  la  finca  tenia  ante- 
riormente: art.  10. 

Las  inscripciones  y demás  asientos  que  se  re- 
produzcan con  arreglo  á esta  ley  desde  que  ten- 
ga lugar  la  destrucción  de  los  libros  hasta  que 
termine  el  plazo  señalado  en  el  art.  3.“,  surtirán, 
en  cuanto  á los  derechos  que  de  ellas  consten, 
los  efectos  que  les  correspondan  según  la  legis- 
lación vigente  en  la  fecha  en  que  se  hicieron  ios 
asientos  reproducidos. 

Se  considera  para  todos  los  efectos  legales 
como  fecha  de  las  nuevas  inscripciones  laque 
tenga  la  nota  puesta  al  pié  del  título  de  haber 
Tomo  iii. 


quedado  este  anotado  ó inscrito.  Si  los  títulos  se 
hubiesen  extraviado  y no  pudiese  justificarse 
por  niugun  otro  documento  la  fecha  de  aquella 
nota  ó de  los  asientos  á que  la  misma  se  refiera, 
no  tendrá  aplicación  lo  dispuesto  en  este  artícu- 
lo: art.  11. 

Las  nuevas  inscripciones  de  que  trata  el  ar- 
tículo anterior,  estarán  libres  de  todo  impuesto, 
y no  devengarán  otros  honorarios  que  3 cénti- 
mos de  peseta  por  línea  cuando  el  valor  de  la 
finca  ó derecho  exceda  de  195  pesetas.  Si  no  ex- 
cediese, se  pagará  la  cuarta  parte  de  las  canti- 
dades que  señala  la  escala  gradual  del  art.  17 
del  arancel  que  acompaña  á la  ley  Hipotecaria. 

Durante  el  mencionado  plazo,  quedarán  exen- 
tos los  Registradores  de  contribución  especial 
impuesta  sobre  sus  honorarios,  ó de  la  que  en  lo 
sucesivo  pudiera  imponérseles:  art.  12. 

Trascurrido  el  plazo  prefijado  en  la  presente 
ley,  podrán  también  ser  inscritos  ó anotados  de 
nuevo  los  títulos  que  anteriormente  lo  hubieran 
sido;  pero  tales  inscripciones  ó anotaciones  no 
perjudicarán  ni  favorecerán  á tercero  sino  desde 
la  fecha,  y devengarán  los  honorarios  que  les 
correspondan  según  arancel.  No  obstante,  serán 
aplicables  á dichos  títulos  las  demás  disposicio- 
nes de  esta  ley:  art.  13. 

Quedarán  en  suspenso  desde  la  fecha  en  que 
tenga  lugar  la  destrucción  ó pérdida  de  los  libros 
del  Registro , hasta  la  terminación  del  plazo  con- 
¡ cedido,  respecto  de  las  fincas  y derechos  reales 
cuyos  asientos  hubieren  desaparecido,  los  ar- 
tículos 17,  20,  23  y 34  de  la  ley  Hipotecaria  y 
todos  los  que  se  refieran  á los  efectos  atribuidos 
por  la  misma,  á la  falta  de  inscripción  ó anota- 
ción de  un  derecho. 

Igualmente  quedarán  en  suspenso  los  plazos 
señalados  en  la  ley  Hipotecaria  y en  su  regla- 
mento para  la  conversión  de  las  anotaciones  pre- 
ventivas en  inscripciones  definitivas. 

El  Registrador  hará  mención  de  esta  circuns- 
tancia y del  presente  artículo  en  las  certificacio- 
nes que  librare  con  referencia  á dichas  fincas  ó 
derechos.  Al  concluir  el  mencionado  plazo,  los 
Registradores  deberán  tener  formados  los  nuevos 
índices  ó rectificados  los  existentes  en  la  parte 
correspondiente  á los  libros  destruidos:  art.  14. 

Todas  las  actuaciones,  diligencias  y docu- 
mentos que  los  interesados  necesiten  para  hacer 
uso  de  los  beneficios  concedidos  en  la  presente 
ley  se  extenderán  en  papel  de  oficio:  art.  ]5. 

Al  solicitar  los  interesados  la  reinscripción  de 
sus  títulos  con  arreglo  h lo  dispuesto  en  la  ley 
de  15  de  Agosto  último,  acompañarán  con  los 
documentos  la  carta  de  pago  del  impuesto  que 
debieron  satisfacer  al  hacer  la  primera  inscrip- 
1 clon  y debió  quedar  en  su  poder.  Si  hubiesen 
i sufrido  pérdida  ó extravio  los  dos  ejemplares  de 
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la  caria  de  pago  que  se  expidieron  en  conformi- 
dad á lo  dispuesto  en  el  art.  248  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, acompañarán  los  interesados  una  certi- 
ficación de  la  Administración  económica,  de  la 
que  resulte  haberse  satisfecho  el  impuesto  cor- 
respondiente  al  acto  ó contrato,  cuyo  título  se 
pretende  reinscribir:  regla  1.a  de  la  órden  de  31 
de  Diciembre  de  1873. 

Con  la  carta  de  pago  ó la  certificación  presen- 
tarán una  copia  literal  de  estos  documentos  fir- 
mada por  los  mismos  interesados  ó por  el  que 
la  presente,  ó por  un  testigo  si  este  no  pudiere 
firmar:  regla  2.1 

El  Registrador  cotejará  el  original  y la  copia, 
y encontrándola  exacta , pondrá  con  media  fir- 
jpa  el  conforme,  y sellada  con  el  del  Registro,  la 
archivará  en  lugar  de  la  carta  de  pago  original: 
regla  3.* 

En  la  carta  de  pago  ó en  la  certificación  que 
presenten  los  interesados,  el  Registrador  que  se 
quedare  con  la  copia  en  la  forma  expuesta,  pon- 
drá nota,  expresándolo  así  con  las  formalidades 
de  media  firma  y sello  marcadas  en  la  regla  an- 
terior: regla  4.a 

Cuando  el  documento  que  haya  de  ser  objeto 
de  la  reinscripción  comprenda  varias  fincas  si- 
tuadas en  el  territorio  de  varios  Registros,  al 
presentar  á cada  uno  de  los  Registradores  la  car- 
ta de  pago  ó la  certificación , acompañarán  la 
copia  de  ella,  y se  observarán  las  demás  forma- 
lidades prevenidas  en  las  reglas  anteriores:  re- 
gla 5.* 

En  el  caso  de  haberse  destruido  ó extraviado 
los  duplicados  ó copias  autorizadas  de  las  cartas 
de  pago  que  los  Registradores  deben  conservar 
á los  efectos  del  citado  art.  248,  sin  haber  des- 
aparecido los  asientos  en  que  constan  inscritos 
ó anotados  los  actos  ó contratos  á que  las  mis- 
mas se  refieran,  deberán  solicitar  de  las  ofici- 
nas de  Hacienda  una  relación  certificada  que 
comprenda  las  cantidades  satisfechas  por  razón 
del  impuesto  que  oportunamente  devengaron 
aquellos  actos  y contratos,  cuya  relación  que-  ! 
dará  archivada  en  el  Registro:  regla  6.a 

Personas  que  pueden  pedir  la  inscripción. — La 
ley  concede  tal  facultad  indistintamente,  y siem- 
pre con  responsabilidad  al  registrador  que  la 
deniegue  ó suspenda,  al  que  trasmita  el  dere- 
cho, al  que  lo  adquiera,  al  que  tenga  la  repre- 
sentación legítima  de  cualquiera  de  ellos,  al 
que  tenga  interés  en  asegurar  el  derecho  que  se 
deba  inscribir  y ¿ los  mandatarios  de  cualquie- 
ra de  estos;  entendiéndose  por  representante  le- 
gítimo para  el  efecto  de  pedir  la  inscripción, 
aquel  que  deba  representarle  con  arreglo  á de- 
recho en  todos  los  actos  legales  como  el  padre  ó 
la  madre  por  el  hijo  que  está  bajo  su  potestad, 
el  marido  por  la  mujer,  el  tutor  ó curador  por 


el  pupilo,  el  ministerio  fiscal  por  la  Hacienda, 
y por  mandatario  á cualquier  persona  á quien 
se  confiera  el  encargo  de  presentar  documentos 
en  el  Registro  y solicitar  la  inscripción,  auu 
cuando  el  mandato  sea  verbal  ó tácito:  arta.  6.” 
de  la  ley,  10  y 11  del  reglamento. 

Respecto  á todo  el  que  haya  adquirido  dere- 
chos reales  con  antelación  al  l.°  de  Enero  de  1863, 
se  han  dictado  algunas  disposiciones  especiales. 

Tiene  derecho  para  cerciorarse  por  los  Re- 
gistros de  si  consta  ó no  su  inscripción.  Si  esta 
no  se  lmbiese  verificado  á pesar  de  hallarse  ins 
crita  la  propiedad  del  inmueble  h favor  de  su 
dueño , podrá  solicitar  la  inscripción  del  dere- 
cho en  asiento  separado , mediante  la  presenta- 
ción de  su  título. 

Si  no  resultare  inscrito,  tomándose  anotación 
preventiva  de  su  título,  puede  requerir  al  due- 
ño del  inmueble  que  inscriba  la  propiedad  den- 
tro del  término  de  treinta  dias,  cuidando  de  re- 
querirle, bien  por  acta  notarial,  bien  acudien- 
do al  juez  municipal,  para  que  le  haga  saber 
que  si  dentro  de  treinta  días  no  inscribe  su  pro 
piedad  ó no  impugna  la  inscripción  que  solicita 
de  su  derecho  real,  se  verificará  cual  corres- 
ponda. 

Trascurridos  los  treinta  dias  sin  que  el  due- 
ño del  inmueble  hubiese  inscrito,  ni  impugna- 
do, el  que  tuviese  á su  favor  el  derecho  real 
podrá  pedir  que  se  extienda  la  inscripción  de 
dominio  á favor  de  aquel,  presentando  ó pidien- 
do al  juez  mande  librar  copia  de  los  títulos  de 
dominio  y aun  justificando  en  último  término 
la  posesión  del  propietario  del  inmueble,  todo  i¡ 
costas  de  este  ó de  cualquiera  de  los  condueños 
salva  la  acción  de  este  para  repetir  á prorata 
contra  los  demás. 

Inscrita  la  propiedad , si  no  devengare  el  acto 
derechos  fiscales,  se  convertirá  en  inscripción 
la  anotación  preventiva  del  derecho  real:  ar- 
tículos 318  y 319  del  reglamento. 

Manda  el  primer  artículo  que  si  devenga  de- 
rechos fiscales  el  acto,  se  suspenda  la  inscrip- 
ción hasta  que  sean  satisfechos;  pero  olvida 
expresar  si  tendrá  facultad  para  hacerlo  el  due- 
ño del  derecho  real;  cree  que  sí;  porque  de  otra 
manera,  no  pagando  el  dueño,  se  suspenderla 
la  ínscripciou  indefinidamente,  la  anotación  ca 
ducaria  y el  derecho  real  se  encontraria  sin  con- 
diciones de  seguridad  y de  trasmisibilidad. 

Si  el  dueño  del  inmueble  gravado  impugnase, 
dentro  del  término  de  los  treinta  dias  siguientes, 
ál  del  requerimiento,  la  inscripción  solicitada, 
presentando  el  título  correspondiente  para  que 
se  inscriba,  ó el  testimonio  de  haber  incoado 
expediente  contradictorio  para  la  declaración 
judicial  de  dicho  dominio,  el  Registrador  pondrá 
una  nota  marginal  en  el  asiento  de  anotación 
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preventiva  del  derecho  real,  expresando  que  el  ' 
dueño  del  inmueble  ha  hecho  la  impugnación 
eu  virtud  de  aquellos  actos.  El  tenedor  del  de- 
recho real  podrá  deducir  contra  el  opositor  la 
acción  correspondiente  ó pedir  al  tribunal  del 
partido  en  que  esté  sito  el  inmueble,  que  el 
dueño  de  este  formule  su  demanda  en  un  breve 
término,  y que  si  este  trascurriese  sin  presen- 
tarla, ordene  la  conversión  de  la  anotación  pre- 
ventiva del  derecho  real  é inscripción  definiti- 
va. Entablada  la  demanda  podrá  disponerse  á 
petición  de  parte  la  anotación  preventiva  de  la 
misma:  art.  320  del  reglamento. 

Aun  cuando  la  inscripción  es  voluntaria  en 
el  rigorismo  de  la  palabra,  hay  personas  á quie- 
nes se  les  obliga  á pedir  la  inscripción,  y otras 
á quienes  se  fuerza  indirectamente  á que  la  pi- 
dan ; cierto  que  el  mandato  ineludible  á los  pri- 
meros y la  coacción  indirecta  á los  segundos,  es 
siempre  cuando  existen  derechos  ajenos  que 
salvar  y nunca  cuando  se  trata  del  beneficio 
propio  exclusivamente  de  los  inscritores. 

En  el  primer  caso  se  hallan:  l.°,  los  notarios, 
autoridades  ó funcionarios  que  autoricen  ó ex- 
pidan título  en  virtud  de  actos  ó contratos  no 
sujetos  á inscripción  en  que  se  reserve  cualquier 
derecho  real  sobre  bienes  inmuebles  á personas 
que  no  hubieren  sido  parte  en  ellos,  que  debe- 
rán exigir  la  inscripción  del  derecho  real,  siem- 
pre que  el  interés  de  dichas  personas  resulte 
del  título  mismo  ó de  los  documentos  ó diligen- 
cias que  se  hayan  tenido  á la  vista  para  su  ex- 
pedición. 

Al  efecto , el  que  autorice  ó expida  el  título, 
remitirá  directamente  al  Registrador  los  docu- 
mentos necesarios  para  hacer  dicha  inscripción, 
siendo  los  gastos  de  cuenta  de  los  otorgantes 
del  acto  ó contrato. 

Si  estuviese  autorizado  en  el  extranjero  el 
agente  español,  remitirá  el  documento  al  mi- 
nisterio de  Estado,  que  lo  pasará  al  de  Gracia  y 
Justicia  para  el  curso  correspondiente,  inscri- 
biéndolo el  Registrador  si  no  estuviese  sujeto  al 
impuesto  fiscal,  expresando  en  ei  asiento  el  de- 
recho real  reservado  y las  personas  á cuyo  favor 
consta  la  reserva;  y si  lo  estuviese  solo,  extende- 
rá asiento  de  presentación. 

Si  el  acto  ó contrato  se  refiriese  á bienes  situa- 
dos en  diversos  registros,  ei  Registrador  que  lo 
hubiese  recibido  extenderá  asiento  de  presen- 
tación y lo  remitirá  al  otro  á quien  corresponda, 
y así  sucesivamente,  avisando  todos  al  intere- 
resado : art.  7.“  de  la  ley  y 12  y 13  dei  regla- 
mento. 

2.°  El  juez  ó tribunal  que  supiere  que  un 
menor  ó incapacitado  tiene  bienes  no  inscritos, 
mandará  su  inscripción,  con  una  nota  al  már- 
gen  en  que  conste  que  aquellos  bienes  corres- 
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ponden  en  administración  al  tutor  ó curador  por 
hallarse  el  dueño  en  la  menor  edad  ó incapaci- 
dad : art.  152  del  reglamento. 

3.  El  padre,  la  madre,  ó el  que  diere  la  dote 
ó los  bienes  que  se  deban  asegurar  á la  hija  sol- 
tera ó á la  casada  que  fuere  menor:  art.  182  cm 
la  ley. 

4.  El  curador  á falta  de  estas  personas,  ó si 
no  lo  pidieren:  arts.  182  y 184  id. 

5. “  El  fiscal  á falta  de  curador:  art.  183  id. 

6. ”  El  juez  6 tribunal  que  haya  aprobado  el 
expediente  de  hipoteca  formado  para  garanti- 
zar los  bienes  reservables  de  Los  hijos:  art.  198  id. 

7. “  El  curador  del  hijo  menor  dueño  del  pe- 
culio: art.  206  id, 

Todas  estas  personas  deben  pedir  la  inscrip- 
ción de  los  bienes  que  pertenezcan  ó de  las  hi- 
potecas que  los  aseguren  á las  personas  á quie- 
nes representan,  quedando  sujetos  á responsa- 
bilidad sino  lo  hicieren,  según  el  art.  29  de  la 
ley,  cuya  responsabilidad  creemos  que  consisti- 
rá en  la  indemnización  de  daños  y perjuicios 
que  por  su  descuido  puedan  sufrir  los  hijos,  los 
menores  ó las  personas  á quienes  se  habia  re- 
servado el  derecho. 

En  el  segundo  caso,  esto  es,  en  el  de  forzárse- 
les indirectamente  á inscribir,  está: 

1. “  El  dueño  de  una  finca  gravada  no  inscri- 
ta á quien  se  ie  prohíbe  impugnar  la  inscripción 
del  gravámen,  sino  solicita  á la  vez  la  inscrip- 
ción de  dominio  de  aquella  finca:  art.  410  id. 

2. "  El  censatario  que  teniendo  gravados  sus 
bienes  con  un  censo  asegurado  con  hipoteca  ge- 
neral de  todos  los  que  poseían  los  que  lo  cons- 
tituyeron , pero  sin  que  afecte  á finca  determi- 
nada, si  voluntariamente  no  solicita  que  se  im- 
ponga el  gravámen  de  la  pensión  sobre  bienes 
determinados,  tiene  que  sufrir  el  que  el  censua- 
lista señale  los  que  quiera  que  respondán,  y me- 
diante la  presentación  del  mandamiento  j udicial 
se  inscribirá  el  gravamen  en  la  forma  que  que- 
de establecida:  arts.  387  y 388. 

3. °  Las  mismas  reglas  se  observarán  respecto 
á los  foros  de  Galicia,  cuando  los  interesados 
están  pagando  la  renta  sin  poder  determinar  las 
fincas  gravadas:  art.  387, 

Ei  poseedor  de  algún  censo,  foro,  hipoteca  ú 
otro  derecho  civil , impuesto  sobre  fmea  cuyo 
dueño  no  hubiere  inscrito  su  propiedad  al  pu- 
blicarse esta  ley,  y que  requerido  se  negare  á 
inscribirla,  podrá  solicitar  la  inscripción  de  la 
finca  por  los  medios  que  se  expresan  en  el  re- 
glamento para  la  ejecución  de  la  misma  ley  ó 
por  los  establecidos  en  el  art.  407  para  inscribir 
los  documentos  privados  cuando  los  contrayen- 
tes no  pudieren  ó no  quisieren  concurrir  reuni- 
dos al  Registro  ó juzgado  municipal,  para  ratifi- 
carse, y de  que  hablamos  anteriormente,  firman- 
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do  el  censuario  ó dueño  del  derecho  real  en 
nombre  del  propietario  , que  no  podrá  impug- 
nar la  inscripción  del  gravámen  sino  solicitando 
á la  vez  la  de  dominio  con  la  presentación  del 
título  correspondiente  ó testimonio  de  haber  in- 
coado expediente  contradictorio  paia  la  declara- 
ción judicial  de  dicho  dominio. 

A pesar  del  mandato  de  la  ley,  harto  difícil  le 
ha  de  ser  al  censuario  lograr  la  inscripción  del 
dominio  de  la  finca,  contra  la  voluntad  del  due- 
ño; puesto  que  no  le  ha  de  ser  muy  hacedero  ad- 
quirir las  noticias  necesarias  para  la  inscripción, 
ni  en  virtud  de  qué  títulos  posee. 

Cuando  tengan  parte  en  el  dominio  directo  de 
una  finca  distintos  propietarios  en  calidad  de 
subforados  ó señores  medianeros,  podrá  cual- 
quiera de  ellos  exigir  la  inscripción  dei  dominio 
útil  de  la  misma  finca,  juntamente  con  la  del 
derecho  de  los  que  le  precedan  eu  la  participa- 
ción del  directo,  si  ellos  por  sí  no  lo  solicitaren; 
art.  410  de  la  ley. 

Personas  á cayo  favor  ha  de  hacerse  la  inscrip- 
ción.— Por  regla  general,  la  inscripción  ha  de 
hacerse  en  favor  de  la  persona  que  adq  uiere  el 
dominio  ó derecho,  pero  dependiendo  á veces  la 
adquisición  definitiva  con  todas  las  circunstan- 
cias legales  de  declaraciones  ó actos  posterio- 
res al  otorgamiento  del  título  que  se  presenta 
á inscripción,  la  ley  determina  cuándo  han  de 
considerarse  llenas  todas  las  formalidades  nece- 
sarias para  que  el  dueño  del  inmueble  pueda 
inscribirlo  como  propio.  En  su  consecuencia; 

1. °  La  inscripción  de  los  fideicomisos  se  hará 
á favor  del  heredero  fiduciario , á no  ser  que 
oportunamente  y con  las  formalidades  debidas 
declarase  quién  era  el  fideicomisario,  en  cuyo 
caso  se  hará  á favor  de  este  desde  luego:  art.  14 
de  la  ley. 

2. "  El  cesionario  de  cualquier  derecho  inscri- 
to deberá  inscribir  la  cesión  á su  favor,  siempre 
que  esta  resulte  de  cualquier  documento  regis- 
tradle. Si  se  verificase  la  cesión  antes  de  estar 
inscrito  el  derecho  á favor  del  cedente,  podrá  el 
cesionario  exigir,  juntamente  con  la  suya,  la 
inscripción  á favor  de  su  causante;  art  32  del  re- 
glamento. 

3. "  Cuando  en  alguna  testamentaría  ó con- 
curso, se  adjudiquen  bienes  inmuebles  á uno  de 
los  partícipes  ó acreedores  con  la  obligación  de 
emplear  su  importe  en  el  pago  de  deudas  6 car- 
gas de  la  misma  herencia  ó concurso  , se  inscri- 
birán dichos  bienes  á favor  del  adjudicatario, 
haciéndose  mención  literal  de  aquella  obliga- 
ción; art.  33  id. 

4. °  Para  inscribirse  los  bienes  en  nombre  de 
ios  legatarios  ó herederos,  si  no  se  justificase  por 
ei  mismo  título  ú otro  documento  fehaciente  que 
el  difunto  los  había  adquirido  antes  de  1.”  de 


Enero  de  1863,  se  han  de  inscribir  primero  á 
nombre  del  difunto  á costas  de  la  testamentaria 
y después  á favor  del  adjudicatario:  art.  34  id. 

ó.°  Los  dueños  de  bienes  inmuebles  ó dere- 
chos reales  por  título  de  mayorazgo,  testamento 
ú otro  universal  ó singular  que  no  los  señale  ó 
describa  individualmente  podrán  obtener  su  ins- 
cripción presentando  dicho  título  con  el  docu- 
mento en  su  caso,  que  pruebe  haberles  sido 
aquel  trasmitido  y justificando  con  cualquier 
otro  documento  fehaciente  que  se  hallan  com- 
prendidos en  él  los  bienes  que  traten  de  inscri- 
bir: art.  21  de  la  ley. 

Es  inscribible  una  escritura  otorgada  por  dos 
cónyuges  vecinos  de  un  pueblo  del  antiguo  rei- 
no de  Aragón  que  contraen  matrimonio  sin  otor- 
gar capitulaciones  matrimoniales,  y en  la  que 
declaran  haber  aportado  el  varón  en  metálico 
una  cantidad  igual  al  valor  de  los  bienes  apor- 
tados por  la  mujer  que  se  invirtió  en  beneficio 
de  la  sociedad  conyugal,  pactando  además  que 
los  bienes  de  toda  clase  que  en  aquel  dia  poseían 
se  entendieran  propios  de  ambos  otorgantes  por 
mitad,  lo  mismo  que  ios  que  en  lo  succesivo 
adquiriesen  por  cualquier  título.  No  obsta  á la 
inscripción  el  no  señalar  y describir  individual- 
mente dicha  escritura  los  bienes  inmuebles  á 
que  se  refiere,  siempre  que  se  cumpla  lo  dis- 
puesto en  el  pár.  2."  del  art.  21  de  la  ley  Hipo- 
tecaria reformada,  lo  cual  se  entiende  verificado 
acompañando  una  certificación  expedida  por  el 
alcalde  del  término  en  que  radicaban  los  bienes 
que  se  tratan  de  inscribir,  en  la  que  conste  que 
los  cónyuges  pagan  , á título  de  dueños,  la  cor- 
respondiente contribución  por  las  fincas  expre- 
sadas en  la  instancia  para  su  inscripción,  y los 
bienes  comprendidos  en  los  pactos  de  la  misma 
escritura , por  cuya  razón  la  omisión  de  aquel 
requisito  es  subsanable,  y no  debe  producir  la 
negativa  de  la  inscripción,  sino  la  suspensión 
de  esta.  Es  asimismo  inscribible  la  expresada 
certificación  expedida  por  el  referido  alcalde. 

La  cesión  ó trasmisión  del  condominio  ó copo- 
sesión de  las  enunciadas  ñucas  se  deduce  ó pre- 
sume del  hecho  de  pagar  contribución  á título 
de  dueños  ambos  cónyuges,  4 que  se  contrae  la 
certificación  referida  cuyo  documento  constitu- 
ye el  título  de  un  acto  jurídico  no  reducido  á 
escrito,  á pesar  de  lo  cual  el  acto  es  válido,  por- 
que según  la  legislación  civil  particular  de 
Aragón,  pueden  establecer  marido  y mujer  los 
pactos  que  acuerden  respecto  de  los  bienes  de 
cada  uno,  y en  la  forma  y manera  que  tengan 
por  mas  conveniente,  de  palabra  ó por  escrito, 
antes  ó después  de  contraido  el  matrimonio. 

En  cuanto  al  modo  de  extender  la  inscripción 
de  dichos  documentos,  deberá  verificarla  el  Re- 
gistrador en  un  mismo  asiento,  comenzando  por 
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la  certificación  que  acredita  el  hecho  de  la  co-  ¡ 
inun  posesión  de  las  fincas  por  ambos  cónyuges,  ’ 
y haciendo  mención  del  pacto  contenido  en  la 
citada  escritura  respecto  de  los  derechos  que  se 
declaran  en  los  mismos  bienes  á favor  del  mari- 
do: resolución  de  la  Dirección  de  31  de  Diciem- 
bre de  1873.  Véase  también  ¡a  resolución  de  ai 
del  mismo  mes  y año. 

6. °  Los  bienes  que  con  arreglo  á fueros  y cos- 
tumbres pertenecieren  á la  comunidad  conyu- 
gal, se  inscribirán  como  propios  de  ambos  cóu-  I 
yuges : si  estuvieren  inscritos  á favor  tan  solo  de 
alguno  de  ellos,  se  hará  constar  aquella  circuns- 
tancia por  medio  de  una  nota  marginal:  art.  130 
del  reglamento. 

7. °  Las  capellanías  colativas  declaradas  sub- 
sistentes se  inscribirán  á favor  de  las  familias: 
art.  2."  del  reglamento  y Reai  órden  de  27  de  Ju- 
lio de  1868. 

Forma,  de  la  inscripción. — Presentado  un  titulo 
en  el  Registro,  el  Registrador  incurre  en  respon- 
sabilidad negando  ó deteniendo  la  inscripción 
sin  justos  motivos  (art.  10  del  reglamento),  repu- 
tándose tales  en  la  hipoteca  sobre  bienes  afectos 
á una  obligación,  el  que  no  esté  determinada  la 
cantidad  de  que  cada  finca  debe  responder,  y el 
que  en  su  concepto  el  titulo  adolezca  de  algún 
defecto:  art.  99  del  reglamento. 

En  el  acto  de  ser  presentado  el  título,  exten- 
derá la  presentación  en  la  forma  dicha  al  tratar 
de  estos  asientos;  pero  no  puede  inscribirlo  sin 
que  antes  se  acredite  la  satisfacción  del  impues- 
to, si  el  contrato  lo  devengase,  por  medio  de  la 
correspondiente  carta  de  pago ; por  lo  tanto,  si  j 
no  la  presentare,  suspenderá  la  inscripción  y de- 
volverá el  título  á ñu  de  que  liquide  y satisfaga 
el  impuesto.  Pagado  este,  presentará  de  nuevo  el  ■ 
título  el  interesado , y el  Registrador  tendrá  la  | 
obligación  de  inscribirlo  dentro  de  los  quince 
dias  siguientes  al  de  la  presentación  de  la  carta 
de  pago;  y si  el  título  no  devengase  impuesto,  en 
igual  término,  contado  desde  la  fecha  del  asien- 
to de  presentación , poniendo  en  el  título  nota 
firmada  que  exprese  la  especie  de  inscripción 
que  se  haya  hecho,  el  tomo  y fólio  en  que  se 
baile  el  número  de  la  finca  y el  de  la  inscripción 
ejecutada,  devolviéndolo  á los  interesados:  ar- 
tículos 244  y 251  de  la  ley. 

Si  demorare  la  inscripción,  puede  el  interesa-  . 
do  acudir  en  queja  al  delegado  para  la  inspec-  ¡ 
cion  del  Registro,  justificando  la  demora  y pro-  j 
testando  exigir  del  Registrador  los  perj  u icios  que  ; 
por  ella  se  le  causaren. 

Si  pagado  el  impuesto  se  presentase  de  nuevo  ; 
el  título  en  los  treinta  dias  siguientes  á la  fecha  j 
del  asiento  de  presentación,  los  efectos  de  la  ins-  j 
cripcion  se  retrotraen  á la  del  asiento;  si  se  pre- 
sentare después,  se  hará  nuevo  asiento  de  pre-  . 
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seutacion,  y desde  la  fecha  de  este  producirá 
efectos  la  inscripción:  arts.  244  y 246  de  la  ley,  y 
14,  15  y 16  del  reglamento. 

fiurge  una  duda  de  no  escasa  importancia:  el 
asiento  de  presentación  solo  produce  efectos  du- 
rante treinta  dias,  y las  inscripciones  y anota- 
ciones hechas  durante  ese  tiempo,  se  retrotraen 
á la  fecha  del  asiento  de  presentación.  Pasados 
los  treinta  dias  sin  verificarse  la  inscripción  ó 
anotación,  se  cancela  el  asiento  de  presentación, 
y para  verificar  aquellas  e3  necesario  presentar 
de  nuevo  los  títulos  y extender  otro  nuevo  asien- 
to de  presentación,  y entonces  los  efectos  de  las 
inscripciones  y anotaciones  no  se  retrotraen  á la 
fecha  del  primer  asiento  cancelado,  sino  á la  fe- 
cha del  segundo. 

Con  estos  antecedentes,  fácilmente  se  com- 
prende el  defecto  de  la  prescripción  de  la  ley 
facultando  en  absoluto  á los  Registradores  para 
que  hagan  las  inscripciones  y anotaciones  den- 
tro de  los  quince  dias  siguientes  al  de  la  presen- 
tación déla  carta  de  pago.  Porque  cumpliendo 
estrictamente  con  la  ley,  el  Registrador  á quien 
se  le  devuelven  los  títulos  y la  carta  de  pago  el 
treinta  dia  de  extendido  el  asiento  de  presenta- 
ción, estará  en  su  derecho  no  inscribiendo  hasta 
los  quince  dias,  esto  es,  en  el  dia  cuadragésimo 
quinto  posterior  á la  extensión  del  asiento;  y por 
io  tanto,  si  se  atiende  al  art.  246  de  la  ley,  la 
inscripción  es  válida  y se  retrotrae  al  dia  pri- 
mero en  que  se  hizo  el  asiento  de  presentación, 
porque  se  entregaron  los  títulos  dentro  de  loa 
treinta  dias  de  la  fecha  de  la  presentación  ; y si 
se  atiende  á los  arts.  17  y 19,  el  asiento  de  pre- 
sentación caducó  á los  treinta  dias,  y por  lo  tan- 
to, para  inscribir  los  títulos,  se  necesita  un  nue- 
vo asiento,  cuya  fecha  será  la  de  la  inscripción, 
sin  que  pueda  retrotraerse  á la  dei  antiguo 
asiento  que,  trascurridos  los  treinta  dias,  dejó 
de  producir  efectos  legales. 

Podría  evitarse  lo  contradictorio  de  estos  pre- 
ceptos, mandando  que  el  término  de  los  quince 
dias,  contados  desde  la  presentación  de  la  carta 
de  pago,  que  se  conceden  al  Registrador  para 
inscribir,  se  entendiese  siempre  que  dicho  tér- 
mino estuviera  dentro  de  ios  treinta  dias  de  la 
fecha  del  asiento  de  presentación  ; pues  si  no  lo 
estuviese,  tendría  obligación  de  inscribir  en  los 
dias  que  restasen  desde  el  en  que  se  le  entrega- 
ron carta  de  pag-o  y títulos,  hasta  los  treinta  en 
que  el  asiento  de  presentación  dejaba  de  produ- 
cir efectos;  y si  por  Ja  angustia  del  tiempo,  ó por 
sobra  de  títulos  presentados,  ó por  cualquiera 
otra  razón,  le  fuera  imposible  inscribir,  deberá 
anotar  el  titulo  por  imposibilidad  del  Registra- 
dor, según  previene  el  art.  42  de  la  ley  Hipote- 
caria. 

Antes  de  inscribir,  el  Registrador  clasifica- 
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rá.  bajo  su  responsabilidad  la  legalidad  de  las 
formas  extrínsecas  de  las  escrituras  y la  capaci- 
dad de  los  otorgantes;  si  notase  faltas  insubsa- 
nables, negará,  (a  inscripción,  y si  subsánables, 
devolverá  los  títulos  para  que  las  subsanen;  si 
no  las  subsanaren,  anotará  preventivamente;  si 
las  subsanaren  á su  satisfacción  , inscribirá  los 
títulos,  todo  con  arreglo  á lo  que  queda  expues- 
to en  el  artículo  Anotación  preventiva , al  tratar 
de  las  faltas  subsanables  é insubsanables,  sin 
que  sea  motivo  para  no  inscribir  el  no  hallarse 
inscrito  el  dominio  de  un  inmueble  á favor  del 
trasfercnte  ó gravante  ni  de  otra  alguna  perso- 
na, si  del  título  presentado  ó de  otro  documento 
fehaciente  resulta  probado  que  aquella  persona 
adquirió  el  referido  dominio  antes  del  1.’  de 
Enero  de  1863,  debiendo  expresarse  en  la  ins- 
cripción las  circunstancias  esenciales  de  tal  ad- 
quisición con  referencia  á los  documentos  donde 
conste  (art.  20  de  la  ley),  ni  tampoco  el  que  en  el 
título  se  dé  por  libre  de  cargas  un  inmueble  que 
las  tuviese. 

Antes  de  extenderse  el  asiento  de  inscripción, 
podrán  ios  interesados  exigir  se  les  dé  conoci- 
miento de  la  minuta,  y se  subsane  cualquier 
error,  con  recurso  al  presidente  de  la  Audiencia 
si  se  negare  el  Registrador.  Y.  Rectificación  de 
errores. 

Toda  inscripción  expresará  las  circunstancias 
siguientes: 

1.‘  La  naturaleza,  situación  y linderos  de  los 
inmuebles  objeto  de  la  inscripción,  ó á los  cua- 
les afecte  el  derecho  que  deba  inscribirse,  y su 
medida  superficial,  nombre  y número,  si  cons- 
taren del  título. 

Respecto  á su  naturaleza , se  manifestará  si  la 
finca  es  rústica  ó urbana,  y el  nombre  con  que 
las  de  su  clase  sean  conocidas  en  la  provincia  ó 
lugar. 

Respecto  á su  situación,  si  es  la  finca  rústica, 
el  término,  pago,  partido  ó cualquier  otro  nom- 
bre con  que  sea  conocido  en  ei  lugar  en  que  se 
hallaren,  sus  linderos  por  los  cuatro  puntos  car- 
dinales, la  naturaleza  de  la  finca  colindante,  y 
cualquiera  circunstancia  que  impida  confundir- 
la con  otra;  y siendo  finca  urbana,  el  pueblo  en 
que  radicase,  calle  ó lugar,  número  si  lo  tuvie- 
re, y si  fuere  reciente,  el  antiguo  además,  el  nú- 
mero de  la  manzana,  isla  ó cuartelada,  el  del 
edificio  si  fuere  conocido  con  alguno  determina- 
do, los  linderos,  y cualquiera  otra  circunstancia 
que  distinga  á la  finca  de  otras. 

La  medida  superficial  se  expresará  en  la  forma 
y con  las  palabras  que  constasen  del  título,  ó ex- 
presándose que  no  constan. 

Respecto  á las  inscripciones  de  fincas  rústicas 
hechas  en  los  Registros  antes  de  1,°  de  Enero  de 
1863,  aunque  no  expresen  los  linderos,  ó aun 


cuando  los  expresen  sin  claridad,  se  tendrán  por 
suficientes  en  cuanto  lo  permita  la  legislación 
antigua. 

Cuando  entre  las  inscripciones  de  fincas  co- 
lindantes no  hubiese  conformidad  en  cuanto  al 
señalamiento  de  límites,  prevalecerá  aquel  que 
se  justifique  con  mejores  títulos:  arts.  310  y 311 
del  reglamento. 

2. ’  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y 
cargas  de  cualquiera  especie  del  derecho  que  se 
inscriba  y su  valor,  si  constase  del  título,  advir- 
tiéndose que  la  naturaleza  del  derecho  que  se 
inscriba,  se  expresará  con  el  nombre  que  se  le 
dé  en  el  título,  y si  no  se  le  diese  ninguno,  no 
se  designará  en  la  inscripción ; si  la  adquisi- 
ción definitiva  del  derecho  dependiera  del  cum- 
plimiento de  condiciones  suspensivas  resolu- 
torias ó rescisorias  de  los  actos  ó contratos  ins- 
critos, se  hará  constar  por  medio  de  nota  margi- 
nal, y si  se  resolviese  ó rescindiese,  por  una  nue- 
va inscripción. 

Ei  valor,  si  constare,  se  expresará  en  la  for- 
ma que  apareciese  en  el  título  ó en  la  liquida- 
ción del  pago  del  impuesto,  si  se  hubiese  tasado 
ó capitalizado,  tratándose  de  usufructo  ó pen- 
sión, haciéndose  constar  por  nota  «narginal,  á 
I reclamación  del  interesado  ó mandato  del  tribu- 
’ nal,  el  pago  de  cualquiera  cantidad  á cuenta  ó 
por  saldo  del  precio  de  la  venta,  ó de  abono  de 
diferencias  en  permutas  ó adjudicaciones  en 
pago:  art.  16  de  la  ley. 

3. ”  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y 
cargas  del  derecho  sobre  el  cual  se  constituya  el 
que  sea  objeto  de  la  inscripción  , haciendo  men- 
ción circunstanciada  y literal  de  todo  lo  que  se- 
gún el  título  limite  el  mismo  derecho  y las  fa- 
cultades del  adquirente  en  provecho  de  otro,  ya 
sea  persona  cierta  ó ya  indeterminada,  así  como 

■ los  plazos  en  que  venzan  las  obligaciones  con- 
traídas. 

Las  cargas  de  la  finca  ó derecho  á que  afecte 
la  inscripción  inmediata  ó mediatamente  podrá 
resultar,  bien  de  alguna  inscripción  anterior,  ó 
bien  solamente  del  título  presentado.  En  el  pri- 
mer caso,  se  indicarán  brevemente  su  naturaleza 
y número , citando  el  que  tuviere  cada  una  y el 
fólio  y libro  del  Registro  en  que  se-  hallaren:  en 
el  segundo  caso,  se  referirán  literalmente,  ad- 
virtiendo que  carecen  de  inscripción.  Si  apare- 
ciesen dichas  cargas  del  título  y del  Registro, 
! pero  con  alguna  diferencia  entre  ambos,  se  no- 
tará la  que  resulte  sin  que  pueda  comprenderse 
la  inscripción , aunque  en  el  título  no  constase 
ninguna  de  las  cargas  que  lo  gravasen:  órden 
de  la  Dirección  del  Registro  de  5 de  Enero 
de  1872. 

4. *  El  nombre  y apellido  de  la  persona  si  fue- 
se determinada,  y no  siéndolo,  ei  nombre  de  la 
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corporación  ó el  colectivo  de  loa  interesados  á 
cuyo  favor  se  hace  la  inscripción. 

5.  El  nombre  y apellido  de  la  persona , d el 
nombre  de  la  corporación  ó persona  jurídica  de 
quien  procedan  inmediatamente  los  bienes  ó 
derechos  que  deban  inscribirse. 

Los  nombres  que  deban  consignarse  en  la 
inscripción,  según  esta  y la  anterior  regla,  se 
expresarán  según  consten  del  título , sin  que  sea 
permitido  al  Registrador,  ni  aun  con  acuerdo  de 
las  partes  añadir  ni  quitar  ninguno.  Al  nombre 
se  añadirá,  si  también  resultasen  del  título,  la 
edad,  el  estado,  la  profesión  y el  domicilio.  Las 
sociedades  y establecimientos  públicos , se  de- 
signarán con  el  nombre  que  fueren  conocidos, 
expresándose  al  mismo  tiempo  su  domicilio  y 
además  el  de  la  persona  que  en  su  representa- 
ción pida  la  inscripción  si  no  fuese  una  sociedad 
conocida  únicamente  por  su  razón  social, 

6. "  El  nombre  y residencia  del  tribunal,  no- 
tario ó funcionario  que  autorice  el  titulo  que  se 
haya  de  inscribir. 

7. *  El  día  y hora  de  la  presentación  del  título 
en  el  Registro. 

8.1  La  conformidad  de  la  inscripción  con  la 
copia  del  título  de  donde  se  hubiese  tomado  , y 
si  fuere  este  de  los  que  deben  conservarse  en  el 
oficio  del  Registro,  indicación  del  legajo  en  que 
se  encuentre:  art.  9.°  de  la  ley  y 25  del  regla- 
mento. 

Estas  son  las  circunstancias  que  por  regla  ge- 
neral exige  la  ley  Hipotecaria  en  las  inscripcio- 
nes; pero  además  existen  otras  necesarias  por 
la  naturaleza  especial  del  contrato  que  se  ins- 
cribe ; tales  son: 

9. *  El  precio  de  los  bienes  ó derechos  y forma 
en  que  se  hubiese  convenido  ó hecho  el  pago, 
y si  la  inscripción  fuere  de  traslación  de  domi- 
nio, por  venta  ó permuta  con  abono  de  una  par- 
te, si  se  ha  pagado  el  precio  al  contado  ó á pla- 
zos, si  todo  ó parte:  arts.  10  y 11  de  la  ley. 

10.  El  importe  de  los  derechos  devengados 
por  el  Estado,  fecha  y número  de  la  carta  de 
pago,  que  quedará  archivada  en  el  Registro  por 
órden  de  fechas  y en  legajos  numerados:  no  pu- 
diendo  verificarse  anotación  ni  inscripción  al- 
guna sin  presentarla  expedida  por  el  encargado 
por  la  Hacienda  del  cobro  del  impuesto , que 
está  obligado  á expedir  de  ella  tantos  ejempla- 
res cuantos  fueren  los  Registros  en  que  deba 
hacerse  constar  el  pago:  art.  245  de  la  ley  y 15, 
25  y 100  del  reglamento. 

11.  Las  inscripciones  de  créditos  hipotecarios 
y las  de  cesión  de  estos,  se  ajustarán  á las  dis- 
posiciones prevenidas  para  las  inscripciones  en 
general,  y además  expresarán  en  todo  caso  el 
importe  de  la  obligación  garantida  y el  de  los 
intereses , si  se  hubieren  estipulado  , no  conai- 


! derándose  estos  asegurados  con  la  hipoteca,  sino 
cuando  la  estipulación  y cuantía  de  dicho  in- 
terés , resulten  de  la  inscripción  misma. 

se  hipotecan  varias  fincas  á la  vez  por  un 
solo. crédito,  se  determinará  en  la  inscripción  la 
cantidad  ó parte  de  gravámen  de  que  cada  una 
debe  responder:  arts.  145  y 235  de  la  ley  y 106 
del  reglamento. 

1.2.  En  las  inscripciones  de  los  títulos  relati- 
vos  á las  concesiones  definitivas  de  los  caminos 
de  hierro,  ha  de  tenerse  presente:  l.°,  que  la 
inscripción  puede  hacerse  en  cualquier  tiempo, 
presentando  para  ello  el  título  en  que  se  hubiere 
otorgado  la  concesión  definitiva  de  la  obra,  sea 
ley,  real  disposición  ó escritura  pública,  acom- 
pañando los  demás  documentos  que  determinen 
ó modifiquen  los  derechos  concedidos  á la  per- 
sonalidad del  concesionario;  2.°,  que  si  esta  ins- 
cripción se  hace  durante  la  instrucción  de  la 
obra  pública , podrá  adicionarse  ó rectificarse  al 
concluir  la  misma  obra  ó cada  una  de  sus  sec- 
ciones, en  virtud  del  acta  de  amojonamiento  y 
plano,  ó de  cualesquier  otros  documentos  de 
que  resulte  alteración  en  la  cosa  ó en  los  dere- 
chos inscritos;  3.u,  que  la  inscripción  debe  ha- 
cerse en  el  Registro  de  la  propiedad  á que  cor- 
responda el  punto  de  arranque  ó cabeza  del  ca- 
mino ó canal,  haciendo  breve  referencia  de  esta 
inscripción  primordial  en  los  demás  Registros 
cuyo  territorio  atraviese  la  obra  pública,  en  los 
cuales  y en  los  libros  correspondientes  á los  res- 
pectivos Ayuntamientos,  se  hará  constar  la  ex- 
tensión superficial  del  terreno  que  ocupe,  y las 
condiciones  de  los  derechos  reales  que  puedan 
ser  de  interés  particular  en  aquellos  distritos, 
sin  necesidad,  en  ningún  caso,  de  expresar  los 
linderos  de  las  propiedades  colindantes,  ni  déla 
prévia  inscripción  del  terreno  adquirido  para  la 
construcción  del  camino  ó canal;  4.°,  que  las 
estaciones , almacenes,  presas , puentes,  acue- 
ductos y demás  obras,  como  necesarias  para  su 
I existencia  y explotación,  no  requieren  inscrip- 
¡ cion  separada  y especial,  'sino  que  se  incluirán 
en  la  general  ó particulares  de  la  propia  obra 
pública,  haciendo  constar  en  cada  Registro  las 
que  se  hallen  enclavadas  en  la  extensión  de  la 
1 línea  en  él  comprendida;  pero  los  demás  edifi- 
cios ó construcciones,  así  como  las  huertas,  mon- 
: tes,  plantíos  y cualesquiera  otras  fincas  rústicas 
¡ é urbanas  y derechos  reales  anejos  á los  ferro- 
! carriles,  canales  y demás  obras  publicas  que 
¡ sean  del  dominio  particular  de  las  compañías 
| concesionarias,  deben  inscribirse  singular  y se- 
paradamente en  el  Registro  á que  correspondan 
con  los  requisitos  y condiciones  que  exigen  la 
' ley  Hipotecaria  y su  reglamento;  5.°,  que  en  la 
1 inscripción  primordial  del  camino  de  hierro,  ca- 
I nal  ú otra  obra  pública,  deberá  expresarse  ne- 
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cesariamente  si  la  compañía  concesionaria  está 
ó no  autorizada  para  emitir  obligaciones  hipo- 
tecarias al  portador;  y caso  <le  estarlo,  las  bases 
capitales  que  para  ello  se  hayan  fijado,  y que 
determinen  la  extensión  y límites  de  las  facul- 
tades de  la  compañía  en  este  punto.  Si  dicha 
autorización  fuese  concedida  después  de  hecha 
la  inscripción  en  el  Registro , se  hará  constar  en 
él  por  nota  marginal,  sirviendo  para  este  objeto 
la  real  disposición  en  que  se  autorice  la  emisión 
de  tales  obligaciones:  art.  2 al  6."  de  la  Real 
órden  de  2(3  de  Febrero  de  1867. 

13.  Cuando  hayan  de  inscribirse  obligacio- 
nes hipotecarias  emitidas  por  una  compañía 
de  ferro-carriles,  canales  ú otras  obras  públi-  ; 
cas  á favor  del  portador,  se  han  de  observar  las 
reglas  siguientes:  1.a  Que  dichas  obligaciones  j 
hipotecarias  al  portador  emitidas  por  las  so-  I 
ciedades  de  obras  públicas , no  son  inscribibles 
especial  y determinadamente  una  por  una;  pero  ¡ 
á fin  de  asegurar,  con  perjuicio  de  tercero,  el 
derecho  hipotecario  que  puede  establecerse  á 
favor  de  las  mismas,  seguu  las  leyes  de  3 de 
Junio  de  1855  y 11  de  Julio  de  1856,  deberá 
constituirse  la  hipoteca  en  escritura  pública  é 
inscribirse  en  el  Registro,  como  se  previene  en 
el  art.  146  de  la  ley  Hipotecaria.  2.a  Que  en  la 
escritura  de  constitución  de  hipoteca  á favor  de 
dichas  obligaciones  al  portador,  deberá  expre- 
sarse la  autorización  obtenida  por  la  compañía 
concesionaria  para  emitirlas  ; el  número  y valor 
total  de  las  emitidas  á cuyo  favor  se  constituye 
la  hipoteca;  la  série  6 séries  á que  correspondan; 
su  numeración  y el  valor  nominal  de  cada  una 
de  ellas;  la  fecha  ó fechas  de  la  emisión;  el  in- 
terés que  devenguen  y las  demás  circunstancias 
que  fijen  y determinen  la  clase  de  título  y va- 
lores, así  como  también  la  cosa  hipotecada,  esto 
es,  si  son  las  obras  ó los  rendimientos  de  toda  la 
línea,  ó solo  de  parte  de  ella.  Todas  estas  cir- 
cunstancias se  harán  constar  en  la  inscripción, 
la  cual  se  verificará  solamente  en  el  Registro 
del  punto  de  arranque  ó cabeza  del  camino  , ca- 
nal ú obra  pública,  sin  perjuicio  de  las  inscrip- 


ciones que  deban  hacerse  en  otros  Registros 
cuando  la  hipoteca  se  extienda  á las  propieda- 
des á que  se  refiere  la  última  parte  del  art.  5.” 
3.a  Que  no  siendo  posible  hacer  constar  el  nom- 
bre y apellido  de  la  persona  ó personas  á cuyo 
favor  se  hace  la  inscripción , por  tratarse  de  tí- 
tulos al  portador,  se  suplirá  esta  circunstancia 
exigida  por  el  núm.  5.°  del  art.  9."  de  la  ley  Hi- 
potecaria, expresándose  que  la  hipoteca  queda 
constituida  á favor  de  los  tenedores  de  las  obli- 
gaciones á que  la  escritura  se  refiera,  v en  la 
parte  proporcional  que  á cada  obligación  cor- 
responda. 4.a  Que  para  hacer  uso  de  su  derecho 
los  portadores  de  las  tales  oblig-aciones,  con  el 
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título  obligación  ó cédula  hipotecaria  al  porta- 
dor, deberán  presentar  la  primera  copia  de  la 
escritura  de  constitución  déla  hipoteca,  y en 
su  defecto  testimonio  de  la  misma,  librado  en 
legal  forma,  y la  correspondiente  certificación 
de  hallarse  inscrita  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad , cuyos  documentos  serán  suficientes  para 
justificar  la  constitución  de  la  hipoteca  á favor 
de  aquella  obligación  al  portador,  siempre  que 
sea  de  las  comprendidas  en  la  escritura  y cons- 
te su  autenticidad;  pero  entendiéndose  todo 
sin  perjuicio  de  las  facultades  de  los  tribunales 
para  calificar  el  valor  legal  de  tales  documentos 
y los  derechos  reclamados  por  los  portadores: 
reglas  7.a  á la  10  de  la  Real  órden  de  26  de  Fe- 
brero de  1867. 

14.  Si  la  inscripción  fuera  de  dote  estimada 
de  bienes  inmuebles  á favor  del  marido,  se  hará 
constar  en  ella  necesariamente,  que  queda  cons- 
tituida la  hipoteca,  aunque  la  escritura  no  con- 
tenga estipulación  expresa  de  aquella:  art.  123 
del  reglamento. 

De  meditar  es  este  precepto  que  se  impone  al 
registrador  de  hacer  constar  un  gravámen  que 
nú  se  expresa  en  el  documento  inscrito,  que  no 
se  ha  exigido  por  quien  tiene  derecho,  que  no 
se  ha  decretado  por  el  juez  y que  no  se  ha  cons- 
tituido en  escritura  pública,  y del  que  pueden 
haber  prescindido  los  interesados  por  mútuo 
convenio. 

Siempre  que  la  inscripción  de  la  dote  estima- 
da sea  extensa,  además  de  hacer  constar  en  ella, 
en  cuanto  sean  aplicables,  las  circunstancias  que 
determina  el  reglamento  para  las  inscripciones 
en  general , se  consignarán : l.°  El  nombre  de  la 
persona  que  constituya  la  dote  y el  carácter  con 
que  lo  haga.  2.”  Expresión  de  estar  concertado 
ó de  haberse  verificado  ya  el  matrimonio,  y en 
este  último  caso  la  fecha  de  su  celebración. 
3.“  Los  nombres,  apellidos,  edad,  estado  y ve- 
cindad de  los  cónyuges  y la  profesión  del  mari- 
do, si  constare.  4.“  Expresión  de  haberse  consti- 
tuido dote  estimada  y su  cuantía.  S.'  La  circuns- 
tancia de  constituir  parte  de  dicha  dote  la  finca 
objeto  de  la  inscripción.  6.°  El  valor  que  se  haya 
dado  á la  misma  finca  para  la  estimación  de  la 
dote , expresándose  si  esto  se  lia  hecho  de  común 
acuerdo  ó con  intervención  judicial.  7.°  La  en- 
trega de  la  dote  al  marido.  8.°  Las  condiciones 
que  se  hayan  estipulado  en  el  contrato  dotal  y 
que  afecten  al  dominio  del  marido  eu  la  misma 
finca.  9.°  Expresión  de  la  adquisición  del  domi- 
nio por  el  marido  con  sujeción  alas  leyes  y á 
las  condiciones  particulares  que  se  hayan  esti- 
pulado. 10.  Indicación  de  quedar  constituida  é 
inscrita  la  hipoteca  legal  sobre  la  fiuca:  art.  124 
del  reglamento. 

Esta  última  circunstancia  requerida,  nos  afir- 
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ma  en  el  concepto  emitido  anteriormente  al  tra- 
tar del  art.  123;  porque  si  en  la  inscripción  de 
bienes  de  la  dote  estimada  á favor  del  marido, 
se  ha  de  consignar  que  queda  constituida  é ins- 
crita, no  se  cumple  este  precepto  legal  aun 
cuando  el  Registrador  haga  constar  que  queda 
constituida  la  hipoteca  legal  que  en  verdad  no 
se  ha  constituido;  puesto  que  no  habrá,  quedado 
inscrita.  Lo  procedente  seria  la  aplicación  por 
analogía  de  lo  dispuesto  en  el  art.  174;  que  cuan- 
do se  presentara  la  escritura  de  dote  estimada 
sin  haberse  constituido  hipoteca,  á fin  de  que 
se  inscriban  los  bienes  á favor  del  marido,  se 
suspendiera  la  inscripción,  tomando  anotación 
preventiva  hasta  que  se  cumpliese  con  la  cons- 
titución é inscripción  de  la  hipoteca  contituida, 
15.  Si  la  hipoteca  dotal  la  constituyese  el 
marido  sobre  sus  bienes,  además  de  las  circuns- 
tancias generales,  contendrá  la  inscripción  las 
siguientes:  1.*  El  concierto  ó la  celebración  del 
matrimonio  con  expresión  de  la  fecha  de  uno  ú 
otra.  2.a  El  nombre , apellido,  domicilio,  edad  y 
estado  anterior  de  la  mujer  si  constase.  3.a  Rela- 
ción de  los  documentos  en  que  se  haya  consti- 
tuido la  dote,  ofrecido  las  arras  y hecho  constar 
la  entrega  al  marido  de  los  bienes  dótales  ó pa- 
rafernales con  expresión  de  las  obligaciones  que 
por  dichos  conceptos  haya  aceptado  cada  uno 
de  los  contrayentes.  4.*  El  nombre,  apellido, 
domicilio  y representación  legal  de  la  persona 
que  haya  constituido  la  dote,  declarando  que 
esta  es  estimada  y que  el  notario  da  fe  de  su  en- 
trega. 5.*  En  el  caso  de  constituirse  también  la 
hipoteca  por  arras  ofrecidas  ó por  bienes  para- 
fernales entregados , la  declaración  de  que  unas 
ú otras  se  consideran  como  aumento  de  la  dote 
y que  el  notario  da  fe  de  la  entrega  de  los  para- 
fernales. 6.°  El  importe  total  de  la  dote,  el  de  los 
parafernales  y el  de  las  arras,  con  la  estimación 
que  en  junto  se  haya  dado  á los  bienes  de  cada 
especie  que  se  entreguen  en  pago,  consideran- 
do como  especies  diferentes  los  inmuebles,  las 
alhajas  de  oro,  plata  y piedras  preciosas  , los  tí- 
tulos y documentos  de  crédito  público  ó priva- 
do , los  inmuebles , semovientes  y ropas  y el  di- 
nero efectivo.  7.’  El  nombre,  apellido  y carácter 
legal  de  la  persona  que  haya  exigido  la  hipoteca 
dotal,  y en  el  caso  de  haber  mediado  para  cons- 
tituirla providencia  judicial,  la  parte  dispositi- 
va de  esta,  su  fecha,  el  uombre  del  juez  6 tri- 
bunal que  la  haya  dictado  y el  del  secretario 
que  la  autorice.  8.*  La  aceptación  y declaración 
de  suficiencia  de  la  hipoteca  y la  expresión  de 
la  cantidad  de  que  responda  la  finca  en  la  dr*- 
tribucion  dada  según  el  título  entre  los  bienes 
hipotecados,  por  el  que  constituya  la  dote,  ó 
haya  exigido  dichas  hipotecas  ó deba  en  su  caso 
calificarla,  y si  se  hubiere  promovido  sobre  ello 
Tomo  iii. 


expediente  judicial,  la  providencia  que  haya 
recaído,  su  fecha,  el  nombre  del  juez  6 tribunal 
que  la  haya  dictarlo  y el  del  secretario  que  la 
autorice. 

La  inscripción  de  la  hipoteca  que  constituya 
el  marido  sobre  sus  propios  bienes  en  seguridad 
de  la  devolución  de,  los  muebles  ó semovientes  en- 
tregados como  dote  inestimada,  parafernales  ó 
aumento  de  dote  de  igual  especie,  además  de 
las  circunstancias  de  las  inscripciones  genera- 
les, expresará  las  circunstancias  requeridas  en 
la  dote  estimada,  con  la  única  diferencia  de  ha- 
cer constar  la  inestimacíon  de  la  misma  doté , y 
que  el  aprecio  de  los  bienes  no  ha  tenido  mas 
objeto  que  fijar  la  cantidad  de  que  deberá  res- 
ponder la  finca,  en  el  caso  de  que  no  subsistan  ó 
no  puedan  devolverse  los  mismos  bienes  al  tiem- 
po de  su  restitución:  arts.  127  y 128  del  regla- 
mento. 

Si  los  bienes  dótales  inestimados  no  estuvie 
sen  inscritos  á favor  de  la  mujer  al  tiempo  de 
constituirse  la  hipoteca  dotal,  se  hará  dicha  ins- 
cripción á su  favor  en  la  forma  ordinaria  y con 
las  circunstancias  expresadas  para  las  inscrip- 
ciones en  general,  excepto  la  4.°,  6.a  y 9.*,  pero 
haciendo  mención  en  su  lugar  de  la  naturaleza 
inestimada  de  la  dote  y de  que  el  .dominio  con- 
tinúa en  la  mujer  con  sujeción  á las  leyes:  ar- 
129  del  reglamento. 

16.  En  la  inscripción  del  acta  de  constitución 
de  hipoteca  para  la  seguridad  de  bienes  reser- 
vabas 3e  indicará  en  resumen  la  parte  disposi- 
tiva de  la  providencia  que  se  haya  dictado  apro- 
bando el  acta,  según  el  formulario  que  marca  el 
art.  139  del  reglamento,  en  cuanto  á los  bienes 
reservables;  pero  en  cuanto  á los  que  hipote- 
quen el  padre  ó madre,  se  hace  la  inscripción 
con  las  circunstancias  que  debe  contener  la  hi- 
poteca voluntaria  y además:  1.*  La  fecha  en  que 
el  padre  ó la  madre  que  la  constituyen  haya  con- 
traído nuevo  matrimonio.  2.a  En  el  caso  de  hipo- 
tecarse bienes  de  la  madre  y de  su  nuevo  mari- 
do, expresión  de  los  que  pertenezcan  á cada 
uno.  3.a  Ei  nombre  y apellido  del  cónyuge  difun- 
to y la  fecha  de  su  muerte.  4.a  Los  nombres  y Ja 
edad  de  cada  uno  de  los  hijos  que  tuvieren  dere- 
cho á la  reserva.  5.a  El  título  en  que  se  funda 
este  derecho.  6."  Relación  y valor  de  los  bienes 
reservables.  7.a  Si  entre  los  bienes  reservables 
hubiere  algunos  inmuebles,  se  expresará  que 
aseguran  las  cantidades  de  sus  respectivos  apre- 
cios, con  separación  de  la  hipoteca  que  constitu- 
ya el  padre  ó la  madre  sobre  sus  propios  hienas: 
arts.  139  y 140  del  reglamento.  8.a  Indicación  de 
que  se  ha  presentado  el  acta  en  el  Registro  y se 
devuelve  con  nota  expresiva  de  los  asientos  que 
en  su  virtud  se  hayan  hecho:  arts.  139  y 14  del 
reglamento. 
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17.  En  la  inscripción  de  los  bienes  peculiares 
se  hará  constar  esta  circunstancia  expresando 
su  procedencia,  y si  se  omitiere,  se  podiá  pedir, 
por  los  que  tengan  derecho  á exigir  que  se  cons- 
tituya hipoteca,  que  se  haga  constar  por  medio 
de  una  nota  marginal  puesta  á la  misma. 

Esta  inscripción  expresará  todas  las  circuns- 
tancias que  requiere  la  de  hipoteca  voluntaria 
y además:  l.°  La  edad  y estado  del  hijo  dueño 
del  peculio.  2 a La  procedencia  de  los  bienes  que 
constituyan  el  peculio,  3."  Los  bienes  en  que  este 
consista  y su  valor,  ó el  que  se  les  haya  dado 
para  la  constitución  de  la  hipoteca.  4."  Expre- 
sión de  constituirse  esta  espontáneamente  por 
el  padre  ó la  madre  en  virtud  de  providencia  y 
expediente  judicial  y á instancia  de  quién.  ó.°Si 
el  juez  ó tribunal  hubiere  admitido  la  hipoteca, 
pero  declarado  3u  insuficiencia,  se  hará  así  cons- 
tar y que  queda  obligado  el  padre  ó la  madre  á 
hipotecar  los  primeros  inmuebles  ó derechos  rea- 
les que  adquiera.  6.°  Las  circunstancias  especia- 
les de  la  inscripción  de  la  hipoteca  de  los  padres 
por  bienes  reservables  mencionadas  en  el  ante- 
rior párrafo:  arta.  142  y 144  del  reglamento. 

18.  La  inscripción  hipotecaria  en  favor  de  los 
menores  de  la  fianza  prestada  por  los  tutores  y 
caradores  contendrá  además  de  las  circunstan- 
cias generales  las  siguientes:  1."  El  nombre  del 
tutor  ó curador  y el  de  la  persona  que  lo  haya 
nombrado.  2."  La  clase  de  la  tutela  ó curaduría. 
3."  La  clase  del  documento  en  que  se  haya  he- 
cho el  nombramiento  y su  fecha.  4.a  La  circuns- 
tancia de  no  haber  relevación  de  fianza  ó la  de 
que  á pesar  de  haberla,  el  juez  ó tribunal  ha 
creído  necesario  exigirlas.  5."  El  importe  del  ca- 
pital y rentas  del  huérfano  ó incapacitado,  dis- 
tinguiendo la  parte  que  se  halLe  en  bienes  raí- 
ces de  la  que  consista  en  otra  clase  de  bienes. 
(i.3  El  importe  de  la  fianza  que  se  haya  mandado 
prestar,  expresando  si  se  ha  fijado  con  audien- 
cia del  ministerio  fiscal  ó del  curador  para  pLei- 
tos  del  menor.  7.a  El  acta  de  constitución  de  la 
hipoteca  por  la  cantidad  señalada  para  la  fianza. 
8.a  La  fecha  del  acta,  el  nombre  del  secretario 
ante  quien  se  haya  celebrado  y la  firma  del  tu- 
tor ó curador,  ó del  que  por  él  hubiere  consti- 
tuido la  hipoteca.  9.”  El  auto  de  aprobación  de 
la  hipoteca  dictado  por  el  juez  ó tribunal. 

19.  Las  inscripciones  de  servidumbre  se  lia- 
rán constar:  l.°  En  la  de  propiedad  del  predio 
dominante.  2.°  También  en  la  del  predio  sir- 
viente: art.  13  de  la  ley, 

-20.  Las  inscripciones  de  documentos  priva- 
dos expresará  el  procedimiento  que  se  hubiere 
seguido  para  hacer  coustar  su  autenticidad  y 
validez:  art.  408  id. 

21.  Las  inscripciones  de  las  ejecutorias  dadas 
por  los  tribunales  nacionales  ó extranjeros,  á que 


deba  darse  cumplimiento  en  el  reino;  en  que  se 
declare  la  incapacidad  legal  para  administrar,  ó 
la  presunción  de  muerte  de  personas  ausentes, 
ó en  que  se  imponga  la  pena  de  interdicción , ó 
cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capa- 
cidad civil  de  las  personas  en  cuanto  á la  libre 
disposición  de  sus  bienes,  expresarán:  l.°  El  nom- 
bre , apellido  y vecindad  del  demandado.  2.°  El 
¡ objeto  de  la  demanda.  3."  La  parte  dispositiva  de 
la  sentencia  con  expresión  del  tribunal  que  la 
hubiere  dictado  y su  fecha.  4.°  El  acta  de  publi- 
cación de  la  incapacidad  y designación  de  la 
persona  á quien  se  haya  autorizado  para  admi- 
nistrar, si  la  ejecutoria  la  determinare:  art.  15 
de  la  ley  y 22  del  reglamento. 

22.  En  los  contratos  de  arrendamientos,  su 
precio  y duración:  art.  25  del  reglamento. 

23.  Para  inscribir  bienes  procedentes  de  ca- 
pellanías adjudicados  como  libres  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  qn  el  art.  5.“  del  convenio 
ley  de  24  de  Junio  de  1867  y cap.  4.”  de  la  ins- 
trucción concordada  del  propio  mes,  es  necesa- 
rio que  por  el  título  ó por  otros  documentos  se 
justifique:  l.“  Que  la  capellanía  era  colativa  ó 
familiar.  2.°  Que  se  ha  obtenido  la  declaración 
gubernativa  de  que  los  bienes  no  debian  consi- 
derarse como  eclesiásticos  ó del  clero  secular, 
sino  que  estaban  comprendidos  entre  los  excep- 
tuados por  los  arts.  6.°  de  la  ley  de  2 de  Setiem- 
bre de  1841  y 3.°  de  la  de  11  de  Julio  de  1855. 
4.”  Que  se  presente  la  ejecutoria  que  hayan  obte- 
nido los  adquirentes:  órden  de  la  Dirección  ge- 
neral del  Registro  de  la  propiedad  de  12  de  Ju- 
lio de  1873. 

Si  los  bienes  pertenecieren  á capellanías  cola- 
tivas declarados  subsistentes,  podrán  inscribirse 
las  actas  expedidas  por  los  diocesanos  ó de  su 
órden  que  acrediten  haberse  realizado  la  con- 
mutación de  los  bienes  presentando  al  Registro: 

1. °  La  escritura  de  fundación  de  la  capellanía. 

2. °  La  de  inventario  de  los  bienes  conmutados. 

3. “  La  de  partición  si  fuere  mas  de  una  la  perso- 
na á cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la  conmuta- 
ción. 4.°  La  ejecutoria  si  se  hubiere  seguido  liti- 
gio ante  el  tribunal  civil  para  la  declaración 
del  derecho  de  las  familias  interesadas  en  la 
conmutación  ó para  el  señalamiento  de  la  parte 
alícuota  de  bienes  y de  la  renta  que  deba  con- 
vertirse en  inscripciones  iutrasferibles. 

No  acompañándose  la  ejecutoria,  la  inscrip- 
ción de  los  bienes  inmuebles  y derechos  reales 
adquiridos  por  la  conmutación,  no  perjudicará 
á tercero  si  no  hubieren  trascurrido  cinco  años 
d£sde  la  fecha  de  la  inscripción:  art.  2.°  del  re- 
glamento hipotecario. 

La  inscripción  se  hará  á favor  de  las  familias 
sin  necesidad  de  que  los  bienes  se  inscriban  pré- 
viamente  á favor  de  la  capellanía  de  que  proce- 
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dan.  Si  se  vendieren  judicialmente  los  bienes  de 
las  rentas,  las  escrituras  de  ventano  podrán  ser 
inscritas  , sin  que  antes  se  inscriban  los  bienes 
á favor  de  la  capellanía,  bien  sea.  la  inscripción 
de  dominio,  bien  solo  de  la  posesión,  observán- 
dose en  este  segundo  caso  lo  prevenido  en  el 
Real  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1864:  Real 
órden  de  27  de  Julio  de  18G8. 

Por  Real  decreto  expedido  por  el  ministerio 
de  Hacienda  en  12  de  Agosto  de  1871,  con  el  pro- 
pósito de  llegar  al  término  de  la  desamortiza- 
ción eclesiástica  y á la  constitución  de  las  cape- 
llanías, según  la  nueva  forma  establecida  en  el 
ultimo  Concordato,  además  de  dictarse  reglas 
para  fijar  de  una  vez  el  procedimiento  breve  y 
sencillo  que  había  que  seguirse  en  los  expedien- 
tes de  excepción  , se  declaró  en  su  art.  14 , que 
los  Registradores  de  la  propiedad  suspendiesen 
la  inscripción  por  defecto  subsanable  de  los  bie- 
nes conmutados  por  los  diocesanos,  mientras  no 
se  presentare  el  traslado  de  la  órden  ministerial 
declarativa  de  haber  sido  exceptuados,  en  con- 
formidad al  art.  3.°  de  la  ley  de  14  de  Julio 
de  1856. 

La  inteligencia  y aplicación  dadas  al  expre- 
sado artículo,  por  los  funcionarios  encargados 
de  cumplirle,  fueron  tan  diversas  que  para  fijar- 
las se  elevaron  diferentes  consultas  al  centro 
directivo  de  quien  dependen,  Si  dicho  precepto 
tenia  ó no  fuerza  retroactiva,  y si  debería  ha- 
cerse aplicación  de  él  al  tratarse  de  bienes  ad- 
quiridos en  virtud  de  sentencia  firme  dictada  en 
los  tribunales  ordinarios,  fueron  los  extremos 
que  no  siempre  se  resolvieron  de  igual  manera, 
y acerca  de  los  cuales  era  necesario  decidir  con 
urgencia. 

El  art.  14  de  dicho  decreto , al  ocuparse  de  la 
declaración  prévia,  no  exig'ió  ninguna  nueva 
formalidad  ó requisito,  que  no  se  hallare  esta- 
blecida en  la  ley  de  2 de  Setiembre  de  1841  y 
demás  disposiciones  concordantes  y posteriores. 
Evidente  es , por  lo  tanto,  que  para  inscribir  los 
bienes  á que  alude,  es  indispensable  la  declara- 
ción ministerial,  asi  respecto  de  las  conmuta- 
ciones hechas  por  los  diocesanos  antes  de  12  de 
Agosto  de  1871 , como  de  aquellas  que  se  verifi- 
caran posteriormente,  sin  que  por  ello  pueda 
decirse  que  se  da  fuerza  retroactiva  al  Real  de- 
creto citado. 

La  declaración  prévia,  si  bien  es  de  inexcusa- 
ble observancia  en  los  casos  antes  señalados,  es 
innecesaria  de  todo  punto  respecto  de  los  bienes 
adquiridos  por  sentencia  firme  de  los  tribunales 
ordinarios,  dictada  con  arreglo  á la  ley  de  19  de 
Agosto  de  1841,  porque  habiendo  sido  parte  en 
estos  juicios  el  ministerio  público,  en  represen- 
tación del  Estado,  la  falta  de  la  declaración  mi- 
nisterial queda  subsanada  por  completo. 


En  consecuencia  de  estas  consideraciones,  se 
decretaron  las  disposiciones  siguientes: 

1-”  Los  bienes  que  pertenecieron  á las  cape- 
llanías colativas  que  declaran  extinguidas  el 
convenio-ley  de  24  de  Febrero  de  1867  é instruc- 
ción del  25,  y que  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841  hubie- 
ren sido  adjudicados  ó se  adjudicaren  á con- 
secuencia de  sentencia  firme  dictada  por  los 
tribunales  ordinarios,  en  juicio  en  que  el  minis- 
terio fiscal  haya  sido  ó fuere  oido  en  represen- 
tación del  Estado , podrán  inscribirse  en  los  Re- 
gistros de  la  propiedad,  aunque  no  se  presente 
el  traslado  de  la  órden  ministerial  declarativa 
de  haber  sido  exceptuados  en  conformidad  al 
art.  3."  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1856,  siempre 
que  se  llenen  los  demás  requisitos  prevenidos 
en  las  disposiciones  vigentes. 

2.”  En  todos  los  casos  no  señalados  en  el  ar- 
tículo anterior,  los  Registradores  observarán  lo 
prescrito  en  el  art.  14  del  Real  decreto  de  12  de 
Agosto  de  1871 : decreto  de  22  de  Agosto  de  1874, 
Por  la  Dirección  de  propiedad  se  ha  resuelto, 
que  es  inscribible  la  venta  á censo  reservativo 
de  una  casa  perteneciente  á capellanía  que  con- 
tinúa subsistente,  con  arreglo  al  art.  4.°  del  con- 
venio-ley de  24  de  Junio  de  1867,  aun  cuando  no 
se  presente  el  traslado  de  ia  órden  ministerial 
declarativa  de  excepción  de  la  finca  objeto  de  la 
misma,  según  lo  prevenido  en  el  art.  14  del  de- 
creto de  12  de  Agosto  de  1871,  lo  cual  se  fundó: 
1."  En  que  continuando  dicha  capellanía  sub- 
sistente, la  finca  que  constituye  su  donación, 
conserva  el  carácter  de  eclesiástica,  correspon- 
diendo la  administración  al  capellán,  bajo  la 
autoridad  del  diocesano,  conforme  el  art.  40  de 
la  instrucción  concordada  de  25  de  Junio  del 
propio  año,  dictada  para  llevar  á efecto  dicho 
convenio.  2.°  En  que  tanto  el  capellán  como  el 
diocesano  están  en  el  deber,  en  concepto  de  ad- 
I ministradores  de  la  expresada  finca,  de  proponer 
y acordar  respectivamente  las  medidas  mas  con- 
venientes para  la  conservación  de  la  misma,  y 
careciendo  los  administradores  de  la  capellanía 
I da  los  fondos  necesarios  para  costear  las  obras 
indispensables  para  este  objeto,  la  autoridad 
diocesana  estaba  en  la  inexcusable  y sagrada 
obligación  de  impedir  á todo  trance  la  completa 
pérdida  de  la  finca  y la  extinción  de  la  renta 
que  servia  de  cóngrua  sustentación  al  capellán, 
debiendo  en  su  consecuencia  procurar  los  me- 
dios legales  y oportunos  para  asegurar  en  todo 
caso  su  conservación,  uno  de  cuyos  medios,  se- 
gún la  ley  7.",  tít.  9.",  lib.  19,  Nov.  Recop.,  es  el 
de  la  concesión  acenso  reservativo.  Y 3.°,  en  que 
la  verdadera  naturaleza  de  la  constitución  del 
censo  reservativo  hecha  á favor  del  capellán  , es 
la  de  un  neto  de  administración  autorizarlo  por 
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las  leyes  y por  la  práctica,  al  cual  no  pueden  ser 
aplicables  las  disposiciones  del  Real  decreto  de  12 
de  A gusto  de  1871;  porque  prescindiendo  de  su  li- 
teral contexto,  que  tan  solo  se  refiere  á los  verda- 
deros actos  de  conmutación  de  bienes  eclesiásti- 
cos y de  capellanías,  celebrados  con  los  requisitos 
señalados  en  el  convenio-ley  de  24  de  Junio  de 
1867,  é instrucción  dictada  para  su  ejecución  , y 
examinando  la  razón  y espíritu  que  de  aquellos 
se  deriva,  aparece  evidentemente  que  la  necesi- 
dad de  la  prévia  declaración  ministerial  solo 
comprende  aquellos  actos  en  virtud  de  los  cua- 
les la  Iglesia  trasmite  á los  particulares,  en  con- 
cepto de  libres,  bienes  que  tenían  el  carácter  de 
eclesiásticos  y que  por  este  título  podían  corres- 
ponder al  Estado  con  arreglo  á las  leyes  de  des- 
amortización , entre  cuyos  actos  no  puede  en 
manera  alguna  incluirse  el  aquí  mencionado: 
resolución  de  10  de  Febrero  de  1875. 

24.  En  toda  inscripción  relativa  á fincas  en 
que  el  suelo  pertenezca  á una  persona  y el  edi-  i 
fieio  ó plantaciones  á otra,  se  expresará  con  cla- 
ridad esta  circunstancia : art.  27  del  regla- 
mento. 

25.  Siempre  que  se  inscriba , en  cualquier 
concepto  que  sea,  algún  derecho  constituido  an- 
teriormente sobre  un  inmueble,  como  censo,  hi- 
poteca, usufructo  ú otros  semejantes,  se  expre- 
sará la  feclia  de  su  constitución,  el  nombre  del 
contribuyente  y los  gravámenes  reales  con  que 
se  hubiere  constituido,  eu  cuanto  consten  del 
título  y no  resultasen  de  la  inscripción  primiti- 
va del  derecho,  eu  cuyo  caso  solo  contendrá  una 
indicación  de  ellos  con  referencia  á dicha  ins- 
cripción, y si  esta  no  existiese,  expresándolo  así: 
art.  30  del  reglamento. 

26.  Las  inscripciones  de  dominio  que  se  ve- 
rifiquen en  virtud  de  sentencia  dictada  en  expe- 
diente posesorio,  contendrán,  además  de  la  na- 
turaleza, situación,  medida  superficial,  linderos, 
nombre,  número  y cargas  reales,  los  nombres  de 
los  testigos  que  hayan  declarado,  el  resultado  de 
sus  declaraciones,  el  de  las  demás  diligencias 
practicadas  en  el  expediente,  la  opinión  del  mi- 
nisterio fiscal,  ó que  la  inscripción  posesoria  se 
hace  en  virtud  de  certificación,  las  circunstan- 
cias peculiares  de  la  inscripción  según  su  espe- 
cie, en  cuanto  constare  del  expediente,  y si  al 
formarlo  se  hubiese  pedido  al  mismo  tiempo  la 
liberación  de  los  bienes  y el  tribunal  la  hubiese 
acordado,  se  expresará  también  la  liberación, 
con  breves  indicaciones  de  la  sentencia  respecto 
á este  extremo:  arts.  379,  399  y 403  de  la  ley. 

27.  Las  inscripciones  de  un  acto  ó contrato 
en  que  se  reserve  algún  derecho  real  á tercero, 
harán  mención  del  derecho  real  reservado  y per- 
sonas á cuyo  favor  se  hubiere  hecho  la  reserva: 
arf.  7.”  de  id. 


28.  AI  final  de  toda  inscripción  se  expresa- 
rán los  honorarios  del  registrador:  art.  25  del  re- 
glamento. 

29.  Cuando  se  inscriban  títulos  anteriores  á 
l.°  de  Enero  de  1863  que  no  hayan  sido  presen- 
tados ai  Registro  en  tiempo  oportuno , se  hará 
mención  de  dicha  circunstancia  antes  de  expre- 
sarse la  conformidad  de  ella,  con  los  documen- 
tos de  su  referencia:  art.  35  del  reglamento. 

30.  Cuando  adquiera  un  tercero  el  derecho 
anotado,  en  la  inscripción  se  expresará  la  causa 
y quedar  cancelada  la  anotación:  art.  77  del  re- 
glamento. 

31.  Cuando  haya  de  inscribirse  una  posesión 
justificada  por  expediente  judicial  ó en  virtud 
de  certificación  gubernativa,  se  mencionará  que 
se  entiende  sin  perjuicio  de  la  facultad  que  para 
registrar  sus  títulos  tienen  los  que  hayan  adqui- 
rido y no  inscrito  ios  bienes  antes  de  1.”  de  Ene- 
ro de  1863;  si  esta  posesión  estuviese  en  contra- 
dicción con  otra  posesión  ya  inscrita,  se  consig- 
nará además  esta  circunstancia,  y al  márgen  de 
la  primera  inscripción  posesoria,  se  pondrá  una 
nota  en  que  se  indique  brevemente  la  inscrip- 
ción segunda;  y tanto  estas  inscripciones  de  po- 
sesión , cuanto  las  de  dominio , acreditado  en 
igual  forma,  expresarán  las  circunstancias  par- 
ticulares que  convengan  á cada  caso,  según  re- 
sulten de  los  documentos  presentados  al  Registro 
para  obtener  la  inscripción:  arts.  332  y 333  del 
reglamento. 

Todos  los  que  tengan  á su  favor  inscripciones 
en  los  Registros  anteriores  al  l.“  de  Enero  de 
1863  que  carezcan  de  algunas  de  las  circunstan- 
cias comprendidas  en  los  números  del  1 al  10,  y 
primer  párrafo  del  12  y 13,  podrán  solicitar  que 
se  trasladen  á los  nuevos  Registros,  aunque  no 
se  baya  verificado  acto  ni  contrato  que  exija 
nueva  inscripción,  con  ia  adición  de  las  circuns- 
tancias que  falten,  tomadas  del  nuevo  título  que 
se  presente  ó de  una  nota  de  conformidad,  y fir- 
mada por  todos  los  interesados:  arts.  21  y 213  del 
reglamento. 

Si  la  adición  se  refiriese  á los  linderos,  se  ve- 
rificará por  lo  que  resulte  de  documentos  públi- 
cos; y si  esto  no  fuere  posible,  por  la  nota  ante- 
dicha, pero  firmada  por  los  dueños  de  los  predios 
colindantes,  asegurándose  el  Registrador  de  su 
autenticidad:  art.  314  de  id. 

Con  arreglo  á las  anteriores  prescripciones,  la 
inscripción  de  cualquier  especie  se  extenderá 
por  el  órden  siguiente : 

1. °  La  descripción  de  la  finca  á que  afecte  la 
inscripción,  ó referencia  de  ella  si  ya  se  hubiese 
descrito  al  inscribir  la  propiedad. 

2. °  Expresión  de  los  gravámenes. 

3. °  Nombre  y título  de  adquisición  del  tras- 
ferente. 
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4. °  Expresión  del  derecho  real  que  se  trate  de 
inscribir  ó sobre  el  cual  gravite  el  derecho  que 
se  desee  inscribir,  si  la  finca  misma  no  fuese 
objeto  inmediato  de  inscripción. 

5. °  El  nombre  y título  de  adquisición  del  que 
trasfiera  el  derecho,  ó el  nombre  de  la  corpora- 
ción ó persona  jurídica  de  quien  proceda  inme- 
diatamente. 

6. “  El  nombre,  del  derecho  trasferente  y el  de 
aquel  á quien  se  trasfiere. 

7. °  Copia  literal  de  las  condiciones  que  de 
cualquier  modo  restrinjan  las  facultades  del  do- 
minio. 

8. ”  Expresión  del  título  presentado  en  el  Re- 
gistro, lugar  y fecha  de  su  otorgamiento  ó ex- 
pedición. 

9. “  Dia  y hora  de  su  presentación  en  el  Re- 
gistro, con  indicación  del  número  y fólio  del 
asiento  de  presentación. 

10.  Indicación  de  la  cantidad  pagada  por  el 
impuesto  sobre  las  traslaciones  del  dominio,  y 
del  número  de  la  carta  de  pago  que  deba  quedar 
en  poder  del  registrador. 

11.  Conformidad  de  la  inscripción  con  los  do- 
cumentos á que  se  refiera. 

12.  Honorarios  del  Registrador;  art.  29  del  re- 
glamento. 

Tales  son  las  circunstancias  que  deben  com- 
prender las  inscripciones;  pero  como,  sobre  eno- 
joso, seria  inútil  el  que  en  cada  inscripción  re- 
ferente de  la  misma  finca,  ó cuando  un  solo  tí- 
tulo motiva  varias  inscripciones,  por  serlo  de 
diversos  bienes,  se  repitiesen  en  cada  asiento 
todas  las  circunstancias  que  han  de  constar  en 
ellos,  y que  ya  se  consignaron  en  el  primero, 
dispone  el  art.  28  del  reglamento  , que  inscrita 
la  propiedad  de  una  finca,  en  los  demás  asientos 
á ella  referentes  solo  se  expresen  las  circuns- 
tancias que  hayan  variado,  ó se  añadan  las  que 
en  la  inscripción  se  hubieren  omitido;  y los  ar- 
tículos 234  de  la  ley  y 26  del  reglamento,  que 
todos  los  bienes  inscribibles  comprendidos  en  un 
título  que  radiquen  en  un  solo  término  munici- 
pal ó en  una  sección , si  estuviere  dividido,  la 
primera  inscripción  que  se  verifique,  contenga 
todas  las  circunstancias  prescritas,  y en  las  otras 
solamente  la  naturaleza  y nombre  de  la  finca,  si 
lo  tiene  expresado;  su  descripción,  ó en  su  caso, 
la  del  derecho  real  objeto  de  cada  una  de  ellas; 
indicación  de  las  cargas;  naturaleza  del  acto  ó 
contrato;  nombres,  apellidos  y vecindad  del 
trasferente  y adquirente;  fecha  y población  en 
que  se  otorgó  ó expidió  el  título;  nombre  del 
notario,  autoridad  ó funcionario  que  lo  autorice, 
y referencia  al  número  de  la  finca  y de  la  ins- 
cripción , libro  y fólio  donde  esta  conste;  expre- 
sión de  haberse  pagado  los  derechos  al  Estado,  ó 
de  que  no  los  devenga  el  contrato;  fecha,  media 


firma  y honorarios,  y por  fin  , una  nota  margi- 
nal de  referencia  á la  inscripción  principal:  ar- 
tículos 234  y 236  de  la  ley.  A esto  suelellamarse 
inscripción  concisa,  en  contraposición  á las  qne 
contienen  todas  las  circunstancias,  que  se  lla- 
man inscripciones  extensas. 

Con  el  objeto  de  que  todos  los  asientos  que 
origine  un  titulo  se  encuentren  relacionados,  en 
cada  inscripción  de  una  finca,  se  indicará  que 
las  demás  (si  exceden  las  dos)  se  hallan  registra- 
das en  el  libro,  fólio  y número  que  expresa  la 
nota  marginal.  Esta  las  expresará  si  las  fincas 
fueren  hasta  tres;  pero  si  fueren  mas,  se  referirá 
á las  notas  marginales  del  asiento  de  presenta- 
ción, donde  se  han  de  mencionar  todas  las  fincas: 
art.  18  del  reglamento. 

Obedeciendo  al  mismo  principio,  las  anotacio- 
nes preventivas  que  pueden  convertirse  en  ins- 
cripciones cuando  la  persona  á cuyo  favor  estu- 
vieran constituidas  adquiere  definitivamente  el 
derecho  anotado,  se  convertirán  haciendo  una 
inscripción  de  referencia  á la  anotación  misma, 
en  la  cual  se  exprese:  1."  La  fecha,  fólio  y letra 
de  la  anotación.  2.°  Su  causa  y objeto.  3.°  El  modo 
de  adquirir  el  derecho  anotado  la  persona  á cuyo 
favor  se  hizo  la  anotación.  4.“  Las  circunstan- 
cias requeridas  para  la  inscripción  en  los  nú- 
meros 3.°,  6.”,  7.“  y 8.":  artículo  76  del  regla- 
mento. 

Cuando  en  un  mismo  titulo  se  hipotequen  va- 
rios bienes  inmuebles  ó derechos  reales  solo  se 
hará  la  inscripción  extensa  en  el  Registro  especial 
de  la  finca  que  mas  se  grave  por  el  mismo  título 
ó de  cualquiera  de  ellas , si  se  gravaren  con 
igualdad;  haciéndose  para  las  demás  una  ins- 
cripción concisa:  art.  98  del  reglamento. 

Si  en  un  mismo  título  se  enajenasen  ó grava- 
sen bienes  situados  en  territorios  pertenecientes 
á diferentes  Registros , se  inscribirán  aquellas 
en  el  Registro  correspondiente. 

Si  alguna  finca  radicare  en  territorio  pertene- 
ciente á dos  ó mas  Registros,  se  hará  la  inscrip- 
ción en  todos  ellos,  incluyendo  en  cada  uno  tan 
solo  la  parte  de  la  misma  finca  que  en  él  estu- 
viese situada:  art.  17  del  reglamento. 

Cuando  se  divida  una  finca  señalada  en  el  Re- 
gistro con  su  número  correspondiente , se  ins- 
cribirá con  número  diferente  la  parte  que  se  se- 
pare á favor  del  nuevo  dueño , mencionándose 
esta  circunstancia  en  la  inscripción  antigua  y 
refiriéndose  á la  nueva:  art.  24  de  id. 

Cuando  se  reúnan  dos  fincas  para  formar  una 
sola,  se  inscribirá  esta  con  un  nuevo  número, 
haciéndose  mención  de  ella  al  márgen  de  cada 
una  de  las  inscripciones  anteriores  relativas  al 
dominio  de  las  fincas  que  se  reúnan.  En  la  nue- 
va inscripción  se  hará  también  referencia  de 
dichas  inscripciones,  así  como  de  los  gravámenes 
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que  las  mismas  ñucas  reunidas  tuviesen  con 
anterioridad:  art.  24  (le  id. 

Caso/ten  que  han  de  hacerse  nuevas  inscripcio- 
nes.— La  cesión  del  derecho  hipotecario  se  con- 
signará en  el  Registro  por  medio  de  una  nueva 
inscripción  á favor  del  cesionario.  V.  Hipotecas: 
art.  1 10  de  id. 

De  todo  hecho  6 convenio  entre  partes  que 
produzca  novación  total  ó parcial  del  contrato  ■ 
inscrito , se  extenderá  una  nueva  inscripción  y 
se  cancelará  la  precedente:  art.  144  de  la  ley 
y 111  del  reglamento. 

Siempre  que  se  ratifique  por  el  dueño  de  los  . 
bienes  hipotecados  la  hipoteca  constituida  por 
un  tercero  sin  poder  bastante,  se  hará  una  nue- 
va inscripción  en  la  que  se  exprese  el  motivo 
que  haya  dado  lugar  á ella  y se  cancelará  la 
anterior:  art.  141  de  la  ley  y 112  del  regla- 
mento. 

La  ampliación  de  cualquier  derecho  inscrito 
será  objeto  de  una  nueva  inscripción,  en  la  cual 
se  hará  referencia  de  la  del  derecho  ampliado: 
art.  81  de  ley. 

Para  individualizar  las  fincas.,  á cada  una  de 
las  que  se  inscriban  se  le  abrirá  en  el  libro  cor- 
respondiente del  Registro,  uno  particular  con 
el  número  de  órden,  por  rigoroso  de  fechas  y 
en  guarismos,  que  la  corresponda,  asentando 
por  primer  partida  la  primer  inscripción  de 
traslación  de  dominio  que  se  pida. 

A continuación  de  la  primera  inscripcion'de 
dominio,  se  irán  asentando  con  otro  número 
correlativo  todas  las  inscripciones  succesivas 
que  se  refieran  á aquella  finca,  sin  dejar  claros 
entre  unos  y otros  asientos : arts.  227  y 228  de  la 
ley  y 19  y 23  del  reglamento.  ' 

Cuando  no  sea  de  dominio  la  primera  inscrip- 
ción que  se  pida  se  trasladará  al  Registro  la  úl- 
tima de  dominio  que  se  haya  hecho  eu  los  libros 
antiguos  á favor  del  propietario,  cuya  finca  que- 
da gravada  por  la  nueva  inscripción.  Pero  si  la 
antigua  no  contuviere  alguua  de  las  circuns- 
tancias exigidas  en  los  arts.  9.“,  10  y 11  de  la  ley, 
las  adicionará  el  Registrador  á continuación  de 
la  misma  inscripción  trasladada,  tomándolas  dél 
mismo  título  que  se  le  presente,  si  de  él  resul- 
taren, y en  otro  caso  de  una  nota  que  para  este 
efecto  deberá  exigir  firmada  por  los  que  hayan 
sido  parte  en  el  acto  ó contrato  que  produzca  la 
inscripción  y el  tercero  á quien  se  reserve  un 
derecho  real:  art,  21  del  reglamento. 

Mas  puede  suceder  que  el  título  no  traslativo 
de  dominio  que  se  presente  para  la  inscripción 
se  refiera  á mas  de  una  finca,  y en  tal  caso  se 
inscribirá  primero  el  dominio  como  hemos  dicho, 
y después  solo  se  hará  la  inscripción  extensa  en 
la  finca  de  mas  valor  ó en  cualquiera  de  ellas, 
si  lo  tuvieren  igual;  todas  las  demás  se  harán 


en  la  forma  breve  que  indica  el  art.  234  de  la  ley 
y elüG  del  reglamento. 

Pero  entiéndese  por  finca  , en  el  lenguaje  le- 
gal, no  solo  cada  porción  de  terreno  limitado 
por  todos  los  lados  por  fincas  de  otras  personas 
ó cosas  públicas,  que  es  su  acepción  vulgar,  sino 
además  se  considera  como  una  sola  finca  para 
el  objeto  de  la  inscripción:  1/  El  territorio,  tér- 
mino redondo  6 lugar  de  cada  foral  eu  Galicia  6 
Astúrias,  siempre  que  reconozca  un  solo  dueño 
directo  ó varios  pro  indiviso , aunque  esté  divi- 
dido en  suertes  ó porciones  dadas  en  dominio 
útil  ó foro  á diferentes  colonos,  si  su  conjunto 
se  halla  comprendido  dentro  de  los  linderos  de 
dicho  término:  art.  8."  de  la  ley  Hipotecaria. 

En  este  caso,  el  Registrador  inscribirá  bajo  un 
número  todo  el  pueblo  y su  término , ó coto  re- 
dondo cuyo  dominio  directo  pertenezca  á un  solo 
señor , expresándolo  así  y que  el  útil  pertenece 
á los  que  poseen  las  fincas  que  componen  dicho 
pueblo , término  6 coto , haciendo  por  nota  al 
márgen  de  la  inscripción  de  cada  una  de  las 
fincas  que  estuviesen  registradas,  una  indica- 
ción del  señorío  directo  y prestaciones  coheren- 
tes á que  están  sujetas,  refiriéndose  á la  inscrip- 
ción del  dominio  directo ; y en  las  fincas  que 
aun  no  estuviesen  inscritas  se  hará  la  misma 
indicación,  no  por  nota  marginal,  sino  en  el 
lugar  destinado  á la  relación  de  cargas:  Real  ór- 
den de  5 de  Enero  de  1872. 

2. °  Toda  finca  rural  dividida  y dada  del  mis- 
1 mo  modo  á enfiteusis  en  que  concurran  las  mis- 
mas circuntancias,  estimándose  único  ei  señorío 
directo  para  los  efectos  de  la  inscripción  , aun- 
que sean  varios  los  que  4 título  de  señores  di- 
rectos, cobren  rentas  ó pensiones  de  un  foral  ó 
lugar  siempre  que  la  tierra  aforada  no  se  halle 
dividida  entre  ellos  por  el  mismo  concepto : ar- 
tículo 8."  de  ley. 

3. °  Las  propiedades  rústicas , conocidas  con 
los  nombres  de  cortijos,  haciendas,  etc.,  que 
formen  un  cuerpo  de  bienes  dependientes  ó uni- 
dos, con  uno  ó mas  edificios  y una  ó varias  pie- 
zas de  terreno,  aunque  no  linden  entre  sí,  ni  con 
el  edificio , con  tal  de  que  pertenezcan  ai  mismo 
cuerpo  de  bienes , y aun  cuando  afecten  al  mis- 
mo gravámenes  ó derechos  reales  correspon- 
dientes á una  sola  persona  ó á varias  pro  indiviso 
y se  componga  de  distintas  suertes  ó porciones 
dadas  en  foro  ó enfiteusis.  Cuando  el  derecho 
real  que  afecte  á este  conjunto  de  fincas,  estu- 
viese dividido  en  fracciones  y se  determinasen 
las  fincas  gravadas  con  cada  fracción  , estas  po- 
drán inscribirse  con  separación  de  las  demás  y 
con  número  distinto,  aunque  formando  grupo 
entre  sí  todas  las  que  queden  afectas  á una  mis- 
ma fracción  del  g'ravámen:  art.  8.°  de  la  ley 
y 322  del  reglamento. 
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4. ”  Toda  ñaca  urbana  dentro  de  poblado  aun- 
que esté  pro  indiviso  entre  varios  dueños  y se 
hallen  determinados  los  pisos,  habitaciones  ó 
piezas  de  la  misma;  esto  es,  aunque  pertenezca 
en  porciones  señaladas  , habitaciones  ó pisos  á 
diferentes  dueños  en  dominio  pleno  ó menos 
pleno:  art,  8.°  de  la  ley  y 322  del  reglamento 

5. °  Todo  edificio  ó albergue  situado  fuera  de 
poblado,  con  todas  sus  dependencias  y anejos, 
como  corrales , paneras,  etc.,  aunque  pertenezca 
i varios  dueños  pro  indiviso,  esté  afecto  ¿gra- 
vámenes ó derechos  reales  correspondientes  á 
una  ó varias  personas,  y esté  dividido  en  suertes 
ó porciones  dadas  en  foro  ó enfiteusis:  art.  322 
del  reglamento. 

6. "  Las  piezas  de  tierra  colindantes  que  per- 
tenezcan á un  mismo  dueño,  aunque  no  tengan 
albergue  alguno,  ni  sean  de  idéntica  preceden- 
cia ú origen  y hayan  llegado  al  último  adqui- 
rente  por  diversos  títulos:  id. 

Si  cualquiera  de  las  agrupaciones  de  fincas 
que  pueden  inscribirse  bajo  un  solo  número,  es- 
tuviese enclavada  en  los  términos  de  dos  ó mas 
Ayuntamientos,  se  inscribirá  en  cada  Registro 
la  parte  que  le  corresponda,  consignando  que 
forma  parte  de  aquella  agrupación:  id. 

Efectos  de  la  inscripción. — Inscrito  en  el  Re- 
gistro cualquier  título  traslativo  de  dominio  de 
los  inmuebles,  no  podrá  inscribirse  ningún  otro 
de  fecha  anterior  por  ci  cual  se  trasmita  ó grave 
la  propiedad  del  mismo  inmueble  (art.  17);  sin 
perjuicio  de  la  facultad  que  por  los  arta.  389  y 392 
de  la  ley,  se  concede  a los  dueños  de  inmuebles 
y derechos  reales  adquiridos  y no  inscritos  antes 
del  dia  l.°  de  Enero  de  1863  para  registrar  los 
títulos  que  no  se  hayan  presentado  al  Registro 
en  tiempo  oportuno. 

Las  inscripciones  coi^enidas  en  los  registros 
anteriores  al  l.°  de  Enero  de  1863,  surtirán  en 
cuanto  á los  derechos  que  de  ellas  consten,  to- 
dos los  efectos  de  las  inscripciones  posteriores  á 
la  expresada  fecha;  aunque  carezcan  aquellas 
de  algunos  de  los  requisitos  que  bajo  pena  de 
nulidad  exigen  los  arts.  9.“  y 13  de  la  ley  y no 
se  lleguen  á trasladar  á los  Registros  modernos: 
art.  307  del  reglamento. 

Si  fueren  las  inscripciones  de  fincas  rústicas, 
aunque  no  expresen  los  linderos  ó los  expresen 
sin  la  debida  claridad,  se  tendrán  por  suficien- 
tes en  cuanto  lo  permita  la  legislación  antigua, 
para  el  efecto  ríe  contradecir  otras  inscripciones 
posteriores  de  las  fincas  colindantes  , cuyos  lí- 
mites se  señalen  sin  aquella  falta  y en  perjuicio 
del  derecho  á las  primeras;  art.  310  de  id. 

Los  títulos  mencionados  en  los  arts.  2.a  y 5.°, 
inscritos  en  el  Registro,  perjudican  á tercero, 
aun  cuando  sea  acreedor  singularmente  privi- 
legiado por  la  legislación  común,  desde  la  fecha 
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del  asiento  de  presentación  que  se  considera  fe- 
cha de  la  inscripción  para  todos  los  efectos  le- 
gales ; y si  se  disputase  sobre  la  preferencia  en- 
tre dos  inscripciones,  se  atenderá  á la  hora  de 
la  presentación  en  el  Registro  de  los  títulos  res- 
pectivos : arts.  25,  26  y 28  de  la  ley. 

Una  excepción  tiene  esta  regla;  la  inscripción 
de  los  bienes  inmuebles  y derechos  reales  ad- 
quiridos por  herencia  ó legado,  no  perjudica  á 
un  tercero  si  no  hubieren  trascurrido  cinco  años 
desde  la  fecha  de  la  misma:  art.  23  de  la  lev. 

Algo  ha  mejorado  la  legislación  hipotecaria 
por  la  última  reforma,  puesto  que  concede  cin- 
co años  para  ejercitar  la  acción  de  petición  de 
herencia  ó legado  contra  terceros  poseedores, 
cuando  ningún  término  concedía  la  anterior; 
pero  aun  asi  no  nos  satisface,  Que  la  acción  de 
petición  de  herencia  que  por  la  ley  civil  dura 
treinta  años , se  prescriba  á los  cinco  cuando  la 
finca  radica  en  un  tercero  es  inconcebible,  y sí 
bien,  corno  hemos  dicho,  es  siempre  una  mejora, 
oslo  solo  bajo  el  concepto  de  que  algo  se  conce- 
de al  verdadero  heredero;  pero  en  cambio  es 
mas  ilógico  que  la  prohibición  absoluta  de  la  ley 
primitiva. 

Porque  si  se  reconoce,  como  es  lo  cierto,  que 
hay  una  injusticia  esencial  en  arrebatar  en  ca- 
sos dados  una  fortuna  cuantiosa  de  manos  del 
verdadero  dueño,  en  el  hecho  de  concederle 
cinco  años  pax*a  que  reclame,  debia  habérsele 
concedido  el  término  marcado  por  las  leyes  co- 
munes; no  es  culpa  del  heredero  nombrado  en  un 
testamento  posterior,  que  haya  ignorado  el  nom- 
bramiento que  nadie  le  ha  dicho  ó no  lo  ha  po- 
dido decir;  no  es  culpa  su3'a  que  á veces  el  mis- 
mo instituido  en  un  testamento  revocado  oculte 
fraudulentamente  el  testamento  posterior  ó cele 
la  noticia,  al  que  se  halla  quizá  ausente  á lar- 
gas distancias.  En  estos  actos  en  que  tan  fáciles 
son  las  ocultaciones , lejos  de  darse  facilidades, 
debiera  la  ley  poner  dificultades,  y nosotros 
creemos  que  la  ley  común  era  la  que  debia  re- 
gir en  esta  materia. 

Y no  se  diga  que  no  constando  en  el  Registro 
que  la  finca  adoleciese  de  ningún  defecto,  el  ter- 
cero compró  bien  y no  debe  estar  sujeto  á las 
eventualidades  de  una  declaración  de  carecer  de 
derecho  el  vendedor  en  aquella  finca,  porque  lo 
mismo  se  quebranta  este  axioma  hipotecario 
preceptuando  que  la  inscripción  no  perjudique 
á tercero  en  cinco  años,  que  preceptuando  que 
no  le  perjudique  en  treinta;  el  mas  ó el  menos 
no  varía  'la  naturaleza  del  principio  que  domina 
eu  la  materia,  Eu  conceder  al  heredero  ó al  le- 
gatario solo  cinco  años , se  falta  á los  principios 
de  justicia,  á las  acciones  mixtas , á las  doctri- 
nas que  rigen  la  materia  en  lo  civil;  en  conceder 
cinco  años  al  heredero  para  que  reclame  contra 
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el  tercer  poseedor  se  falta  al  sistema  de  la  ley 
Hipotecaria,  que  no  permite  que  se  reclame  con- 
tra tercero  que  adquirió  de  quien  según  el  Re- 
gistro aparece  como  verdadero  dueño. 

Es , pues , una  disposiciou  antidoctrinaria  en 
un  caso,  ilógica  en  otro. 

Y nos  parece  que  ambos  defectos  hubieran  po- 
dido evitarse,  diciendo  que  la  inscripción  de  la 
herencia  ó legado  no  perjudicase  á tercero  hasta 
que  se  hubiera  prescrito  la  acción  con  arreglo 
al  derecho  civil,  porque  en  realidad  constando 
en  el  Registro  que  el  trasferente  había  adquiri- 
do por  herencia  ó legado,  el  que  compraba  de 
él,  ya  sabia  que  compraba  sujeto  á la  eventua- 
lidad de  que  el  derecho  del  heredero  ó del  lega- 
tario se  invalidase  por  otro  testamento  poste- 
rior, y por  lo  tanto,  que  perdiese  el  dominio;  al 
comprar  ya  procurarla  asegurarse,  ó compraría 
á todo  riesgo ; cuando  le  hay,  la  ley  harto  hace 
con  demostrarlo,  no  ha  de  cuidar  de  los  intere- 
ses del  comprador  hasta  el  punto  de  ser  injusta 
con  el  verdadero  dueño. 

Y pues  la  ocasión  se  brinda,  no  será  fuera  de 
propósito  en  este  lugar  fijar  el  significado  de  la 
palabra  tercero  de  que  usa  la  ley  en  este  y otros 
artículos. 

Según  el  art.  27,  se  considera,  para  los  efectos 
de  la  ley  Hipotecaria,  como  tercero,  á aquel  que 
no  haya  intervenido  en  el  acto  ó contrato  ins- 
crito. Según  el  23  citado,  los  títulos  mencionados 
en  los  arts.  2.”  y 5.”  que  no  estén  inscritos  en  el 
Registro,  no  podrán  perjudicar  á tercero;  esto 
es,  respecto  á los  dos  que  contrataron,  podrán 
tener  fuerza  legal  (si  no  lo  impidiere  el  art.  396, 
que  prohíbe  que  se  admitan  en  los  tribunales 
títulos  no  inscritos),  pero  no  pueden  perjudicar 
á otro  que  no  contrató. 

Y á contrario  sensu,  y por  lo  que  dicen  los  ar- 
tículos 25,  34  y otros,  es  consecuencia  legítima 
que  un  título  inscrito  perjudica  á tercero  desde 
la  fecha  de  la  inscripción. 

Y para  que  pueda  perjudicar  á un  tercero,  se 
necesita  que  este  tercero  tenga  interés,  ó trate 
de  adquirir  un  derecho  por  actos  posteriores  á 
la  inscripción;  así  es,  que  si  Antonio  vende  á 
Diego  una  finca  y antes  que  Diego  la  presente 
en  el  Registro,  Antonio  la  vende  de.  nuevo  á José 
y este  inscribe;  respecto  á la  primera  venta, 
José  es  tercero , porque  no  intervino  en  ella  y 
porque  ha  adquirido  1a  finca,  y la  primera  ven- 
ta no  puede  perjudicarle  porque  no  estaba  ins- 
crita; si  lo  hubiese  estado  al  vendérsele  segun- 
da vez  la  finca,  le  hubiera  perjudicado. 

Ahora  bien,  cuando  se  inscribe  una  herencia, 
¿quién  es  el  tercero  aquí?  ¿Lo  son  todos,  puesto 
que  nadie  ha  intervenido  en  el  acto  inscrito,  que 
es  el  testamento,  sino  el  difunto  testador?  En  ese 
caso,  ¿qué  quiere  decir  que  la  inscripción  de  bie- 


nes inmuebles  adquiridos  por  herencia  no  perju- 
dicará á tercero  si  no  hubieren  trascurrido  cinco 
años?  ¿Quiere  decir  que  si  durante  cinco  años 
apareciese  que  otro  era  el  heredero,  porque  el 
primer  testamento  inscrito  á favor  del  heredero 
anterior  había  sido  invalidado,  aquel  tenia  de- 
recho á reclamar  la  herencia,  y no  lo  tendría  al 
sexto  año?  No  puede  ser  esta  la  inteligencia  de  la 
ley,  porque  contra  el  heredero  primer  adquiren- 
te,  dura  la  acción  treinta  años,  puesto  que  la  ins- 
cripción según  el  art.  33,  no  convalida  los  actos 
ó contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á las  le- 
yes, y su  único  titulo,  el  acto  testamentario  que 
inscribió,  era  nulo  desde  el  momento  en  que 
apareció  otro  testamento  posterior  revocatorio. 

Y siu  embargo,  de  la  aplicación  estricta  de 
los  artículos  citados  eso  deberla  deducirse,  pues- 
to que  tercero  es  el  heredero  posterior  respecto 
al  testamento  derogado  inscrito  en  que  él  no  in- 
tervino. 

¿Se  entenderá  que  el  tercero  de  que  habla  el 
art.  23  es  el  que  adquiriese  del  primer  heredero, 
puesto  que  también  es  tercero  no  habiendo  in- 
tervenido en  el  testamento  inscrito?  Seria  esto 
un  absurdo,  porque  si  así  se  entendiese,  resulta- 
ría que  el  comprador  podría  ser  perjudicado  por 
la  inscripción  de  la  herencia  en  favor  del  vende- 
dor, cuando  precisamente  por  esa  inscripción 
ha  podido  comprar,  y es  la  que  asegura  su  de- 
recho. 

Hay , pues,  confusión  nacida  de  la  doble  apli- 
cación de  la  palabra  tercero,  que  en  el  art.  23 
se  hace  á dos  personas  distintas:  al  heredero  ó 
legatario  posterior  y al  adquirente  del  primer 
legatario  ó heredero ; á entrambos  les  llama  ter- 
ceros, y siendo  así  que  sus  intereses  son  opues- 
tos, los  comprende  en  una  misma  regla  que 
siempre  ha  de  resultar^alsa  para  uno  de  los  dos. 

Hay,  pues,  confusión  nacida  de  la  mala  redac- 
ción del  artículo  que  no  expresó  el  pensamiento 
del  autor,  porque  omitió  una  palabra  que  altera 
todo  su  sentido.  En  lugar  de  decir:  «La  inscrip- 
ción de  los  bienes  inmuebles  y derechos  reales 
adquiridos  por  herencia  ó legado  no  perjudicará 
á tercero  si  no  hubieren  trascurrido  cinco  años 
desde  la  fecha  de  la  misma,»  cosa  que  hemos 
visto  que  es  falsa,  porque  tal  inscripción  no  per- 
judica á nadie  mientras  no  se  convalida  por  la 
prescripción,  debió  decir:  «La  inscripción  délos 
títulos  traslativos,  constitutivos  ó modificativos 
del  dominio  ó derechos  reales  otorgados  por  su 
heredero  ó legatario  no  perjudicará  á tercero 
si  no  hubieren  trascurrido  cinco  años  desde  la 
fecha  de  la  inscripción  de  la  herencia  ó legado 
á favor  del  otorgante. 

Y como  si  así  estuviere  redactado  el  artículo, 
entendemos  el  23,  que  en  nuestro  concepto 
quiere  decir:  si  alguno  compra  una  finca  de 
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quien  la  ha  adquirido  por  herencia  inscrita  y 
después  la  reclama  otro  heredero  de  mejor  de- 
recho, ó han  trascurrido  cinco  años  desde  que 
el  vendedor  inscribió  á su  favor  la  herencia,  ó ¡ 
no  han  trascurrido.  Si  han  trascurrido,  no  per- 
judica la  reclamación  á tercero,  esto  es,  no  per- 
judica al  comprador,  porque  el  heredero  ya  no 
puede  reclamar  contra  él:  si  no  han  trascurrido 
cinco  años,  perjudica  á tercero , al  comprador, 
porque  el  heredero  puede  reclamar  contra  él. 

Y por  el  contrario , si  hubieren  pasado  cinco 
años  perjudicará  á tercero,  esto  es,  al  heredero 
reclamante  (que  es  sin  duda  el  tercero  á quien 
alude  el  artículo),  y si  no  lian  trascurrido,  no  le 
perjudica,  y podrá  reclamar  contra  él  otro  ter- 
cero que  es  el  nuevo  adquirente. 

Así  entendemos  el  articulo,  aunque  de  su 
contexto  literal , parece  que  si  el  heredero  ha 
inscrito  á su  nombre , á los  cinco  años  ya  perj  u- 
dica  á tercero;  esto  es,  á otro  que  le  reclame  la 
herencia  en  virtud  de  un  testamento  posterior, 
ó de  otro  título  que  le  dé  preferencia  sobre  él,  lo 
cual,  como  hemos  dicho,  es  absurdo,  contrario  al 
artículo  citado  de  la  ley  Hipotecaria,  y que  al 
mismo  tiempo  concederla  el  privilegio  de  pres- 
cripción de  acciones  á los  cinco  años  en  favor 
de  los  herederos  y legatarios,  cuyo  título,  corno 
revocable , siempre  ha  necesitado  mayor  tras- 
curso de  tiempo  para  en  su  virtud  poder  gozar 
de  los  bieaes  coa  un  dominio  seguro. 

Aun  cuando  la  explicación  del  art.  23  no  puc-  i 
de  ser  otra  que  la  que  hemos  manifestado,  no  es  ¡ 
pequeña  la  dificultad  que  presenta  el  concordar- 
lo con  el  art,  34.  Según  este  los  actos  ó contratos 
que  se  ejecuten  por  uua  persona  que  en  el  Re- 
gistro aparezca  con  derecho  para  ello,  uua  vez 
inscritos,  no  se  invalidarán  en  cuanto  á tercero, 
aunque  después  se  anule  el  derecho  del  otor- 
gante , á no  ser  que  esta  nulidad  se  otorgare  en 
virtud  de  causas  que  resultaren  claramente  del 
Registro,  ó de  título  inscrito  ó habiéndose  hecho 
la  notificación  que  previene  el  art.  34,  y de  que 
nos  ocuparemos  al  tratar  de  la  extinción  de  las 
inscripciones. 

Partiendo  de  este  principio,  si  el  heredero  pri- 
meramente nombrado  inscribe  su  derecho  y ven- 
de la  herencia  á,  un  tercero , esta  venta  se  ha 
hecho  por  una  persona,  que  según  el  Registro 
aparecía  tener  derecho. 

Si  al  año  aparece  un  nuevo  testamento  que 
invalida  el  primero,  y por  consiguiente,  anula  el 
derecho  del  enajenante,  se  habrá  anulado  en 
virtud  de  un  título  que  no  estaba  inscrito,  en 
virtud  de  causa  que  no  resultaba  claramente  del 
mismo  Registro , y por  lo  tanto , según  el  ar- 
tículo 34,  no  podria  el  declarado  heredero  recla- 
mar contra  tercero  la  finca  que  él  había  com- 
prado é inscrito  á su  favor. 

Tomo  ni. 


Pero  como  según  el  art.  23,  cual  lo  hemos  en- 
tendido y explicado,  la  inscripción  de  los  bienes 
inmuebles  y derechos  reales  á favor  del  prime- 
ro no  le  perjudicará,  porque  no  habían  tras- 
currido cinco  años  desde  la  inscripción,  es  cla- 
ro que  podrá  reclamar  contra  el  tercero, 

La  contradicción  entre  ambos  artículos  puede 
salvarse,  considerando  que  la  disposición  del 
art.  34  es  la  regla  general  y excepción  la  que 
consigna  el  art.  23. 

Según  el  art.  29  de  la  ley  el  dominio  ó cual- 
quier otro  derecho  real  que  se  mencione  expre- 
samente en  las  inscripciones  ó anotaciones  pre- 
ventivas, aunque  no  esté  consignado  en  el  Re- 
gistro por  medio  de  una  inscripción  separada  y 
especial,  surtirá  efecto  contra  tercero  desde  la 
fecha  del  asiento  de  presentación  del  título  res 
pectivo,  y si  en  un  mismo  titulo  se  enajenaren  ó 
gravaren  bienes  situados  en  territorio  pertene- 
ciente á diferentes  Registros  surtirá  efecto  la 
inscripción  desde  la  fecha  de  la  presentación 
del  título  en  cada  Registro,  respecto  álos  bienes 
que  se  refieran  á aquella  inscripción:  art.  17  del 
reglamento. 

La  inscripción  definitiva  de  un  derecho  ano- 
tado preventivamente  surtirá  sus  efectos  desde 
la  fecha  de  la  anotación:  art.  71. 

Las  inscripciones  de  bienes  ó derechos  adqui- 
ridos antes  de  l.°  de  Enero  de  1863  que  se  hayan 
verificado  en  los  ciento  ochenta  dias , contados 
desde  que  empezó  k regir,  no  surtirán  efecto  en 
cuanto  á tercero  sino  desde  su  fecha,  cualquiera 
que  sea  la  de  las  adquisiciones  ó gravámenes  á 
que  se  refieran,  si  el  derecho  inscrito  no  constare 
de  los  títulos  de  propiedad  al  tiempo  de  su  últi- 
ma adquisición. 

Si  constare , se  retrotraerán  los  efectos  de  la 
inscripción  á la  fecha  en  que  se  haya  adquirido 
por  el  dueño:  art.  391  de  la  ley. 

Las  inscripciones  de  los  bienes  ó derechos  ad- 
quiridos antes  de  1."  de  Enero  de  1863,  hechas 
después  de  los  ciento  ochenta  dias,  aunque  se 
refieran  á derechos  cuya  existencia  se  acredite 
por  los  títulos  de  propiedad  al  tiempo  de  su 
adquisición,  no  perjudicarán  ni  favorecerán 
á tercero  sino  desde  su  fecha : artículo  392 
de  id. 

La  inscripción  hipotecaria  que  el  pensionista 
que  no  ha  constituido  anotación  preventiva 
puede  exigir  en  su  caso  sobre  los  bienes  de  la 
herencia  ó del  legatario,  ó la  que  reclame  si  hu- 
biese obtenido  anotación  preventiva  para  el 
complemento  de  su  hipoteca  sobre  bienes  no 
anotados,  no  surtirán  efecto  sino  desde  su  fecha: 
arts.  90  y 91  de  la  ley. 

Si  se  declarase  la  nulidad  de  una  inscripción 
y se  cancela,  la  que  se  extienda  de  nuevo  en 
virtud  del  mandamiento  judicial,  surtirá  efecto 
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desde  que  deba  producirlo,  según  sus  respecti- 
vos casos:  art.  40  del  reglamento. 

Cuando  se  constituya  una  hipoteca  ó fianza  á 
favor  del  Estado  no  aceptada  en  la  misma  escri- 
tura, se  liará  constar  la  aceptación  cuando  tenga 
lagar,  por  medio  de  nota  marginal  al  asiento  de 
inscripción,  que  producirá  todos  los  efectos  le- 
gales desde  el  dia  de  la  inscripción:  art.  112  del 
reglamento. 

La  hipoteca  constituida  por  un  tercero  sin  po- 
der bastante,  podrá  ratificarse  por  el  dueño  de 
los  bienes  hipotecados , pero  no  surtirá  efecto 
sino  desde  la  fecha  en  que  por  una  nueva  ins- 
cripción se  subsane  la  falta  cometida:  art.  141. 

La  hipoteca  constituida  para  la  seguridad  de 
una  obligación  futura  ó sujeta  á condiciones 
suspensivas  inscritas,  surtirá  efecto  contra  ter- 
cero desde  su  inscripción,  si  la  obligación  llega 
á contraerse  ó la  condición  á cumplirse,  debien- 
do los  interesados,  cuando  se  contraiga  la  obli- 
gación futura  ó se  cumpla  la  condición  suspen- 
siva, hacerlo  constar  así  por  medio  de  una  nota 
al  margen  de  la  inscripción  hipotecaria , sin 
cuyo  requisito  no  podrá  perjudicar  á tercero  la 
hipoteca  constituida:  arts.  142  y 143. 

Si  la  obligación  asegurada  estuviese  sujeta  á 
condición  resolutoria  inscrita,  surtirá  la  hipote- 
ca su  efecto  en  cuanto  al  tercero,  hasta  que  se 
haga  constar  en  el  Registro  el  cumplimiento  de 
la  condición:  art.  142. 

Todo  hecho  ó convenio  entre  las  partes  que 
pueda  modificar  ó destruir  la  eficacia  de  una 
obligación  hipotecaria  anterior,  como  el  pago,  la 
compensación,  la  espera,  el  pacto  ó promesa  de 
no  pedir,  la  novación  del  contrato  primitivo  y la 
transacción  ó compromiso , no  surtirá  efecto 
contra  tercero,  como  no  se  haga  constar  en  el 
Registro  por  medio  de  una  inscripción  nueva, 
de  una  cancelación  total  ó parcial,  ó de  una  nota 
marginal,  según  los  casos:  art.  144. 

La  inscripción  de  documentos  privados  no 
perjudicará  á tercero  sino  desde  la  fecha  de  su 
inscripción;  pero  en  cuanto  á los  contrayentes, 
surtirá  su  efecto  desde  su  propia  fecha:  art.  408 
de  id. 

La  prescripción  que  no  requiera  justo  título, 
no  perjudicará  á tercero  si  no  se  halla  inscrita 
la  posesión  que  ha  de  producirla,  ni  la  que  re- 
quiera justo  título,  si  este  no  está  inscrito:  ar- 
tículo 35  de  id. 

áun  cuando  podrá  ejercitarse  ia  acción  perso- 
nal correspondiente  para  la  indemnización  de 
daños  y perjuicios  por  el  que  los  hubiere  causa- 
do, tampoco  perjudicarán  á tercero  que  haya 
inscrito  su  título,  las  acciones  rescisorias  y reso- 
lutorias que  dehan  su  origen  á causas  que  no 
consten  explícitamente  en  el  Registro,  y por  lo 
tanto  no  se  anularán  ni  rescindirán  los  contra- 


| tosen  perjuicio  de  tercero  por  ninguna  de  las 
causas  siguientes : 

1. a  Por  revocación  de  donaciones  en  los  casos 
permitidos  por  ia  ley,  excepto  el  de  no  cumplir  el 
donatario  las  condiciones  inscritas  en  el  Registro. 

2. a  Por  causa  de  retracto  legal  en  la  venta  ó 
derecho  de  tanteo  en  la  enfiteusis. 

3. a  Por  no  haberse  pagado  todo  ó parte  del 
precio  de  la  cosa  vendida,  si  no  consta  en  la  ins- 
cripción haberse  aplazado  el  pago. 

4. a  Por  la  doble  venta  de  una  misma  cosa, 
cuando  alguna  de  ellas  no  hubiese  sido  ins- 
crita. 

5. a  Por  causa  de  lesión  enorme  6 enormí- 
sima. 

6. a  Por  efecto  de  la  restitución  i%  integrwm  á 
favor  de  los  que  disfrutan  este  beneficio. 

7. a  Por  enajenaciones  verificadas  en  fraude 
de  acreedores,  con  exclusión  de  las  que  se  hu- 
biesen hecho  por  titulo  gratuito,  ó haya  sido 
cómplice  el  tercero  en  el  fraude. 

8.1  Por  efecto  de  cualesquiera  otras  acciones 
que  las  leyes  ó fueros  especiales  conceden  á de- 
terminadas personas  para  rescindir  contratos, 
en  virtud  de  causas  que  no  consten  expresa- 
mente en  la  inscripción:  artículos  37  y 38 
de  id. 

Las  inscripciones,  mientras  constan  en  el  Re- 
' gistro,  producen  sus  efectos,  y solo  se  extin- 
guen, ó por  la  cancelación  de  la  que  ya  hemos 
hablado  en  el  artículo  correspondiente , ó por  la 
trasferencia  del  dominio  ó del  derecho  real  ins- 
crito en  favor  de  otra  persona:  art.  77. 

Respecto  á este  último  caso,  no  hay  cuestión; 
en  el  momento  en  que  el  dominio  se  inscribe  á 
•favor  de  uno,  cesa  de  pertenecer  ai  anterior  due- 
ño,  y por  lo  tanto  deja  la  inscripción  de  produ- 
cir efectos  en  su  favor,  puesto  que  siempre  un 
acto  legítimo  posterior  deroga  al  anterior. 

Respecto  á la  extinción  de  las  inscripciones 
por  la  cancelación , hablamos  de  ella  en  el  ar- 
tículo correspondiente,  al  que  nos  remitimos, 
siendo  objeto  único  que  nos  ocupa  ahora  la  ex- 
tinción por  nulidad  de  la  inscripción. 

Nulidad  de  las  inscñpciones . — Hemos  enume- 
rado anteriormente  las  circunstancias  que  se 
han  de  consignar  en  las  inscripciones;  de  estas, 
unas  son  esenciales,  otras  útiles  ó complemen- 
tarias: la  falta  de  estas  no  vicia  la  inscripción,  la 
de  aquellas  la  anula. 

Las  inscripciones  de  títulos  hipotecarios  serán 
nulas  si  carecen  de  las  circunstancias  compren- 
! didas  en  los  núms.  l.°,  2.“,  3.°,  4,’’,  5.°  y 8.°  del 
¡ art.  9.°,  consignadas  en  la  ley. 

Las  inscripciones  de  títulos  no  hipotecarios,  si 
; carecen  de  las  mismas  ó de  las  del  núm.  6."  del 
mencionado  art.  9.“,  ó de  la  del  núm.  l.°  del  ar- 
! tículo  13,  todas  ellas  consignadas  en  el  artículo 
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30  de  la  ley,  exceptuándose  de  esta  regia  las 
inscripciones  contenidas  en  los  Registros  an- 
teriores al  l.°  de  Enero  de  1863,  que  surtirán,  eu 
cuauto  á los  derechos  que  de  ellas  consten,  todos 
los  efectos  de  las  inscripciones  posteriores  á la 
expresada  fecha,  aunque  carezcan  de  algunos  de 
los  requisitos  que  bajo  pena  de  nulidad  exigen 
los  arts.  9.°  y 13  de  la  ley,  y no  se  lleg’uen  á tras- 
ladar 4 los  Registros  modernos:  art.  307  del  re- 
glamento. , 

Se  entenderá  que  carece  la  inscripción  de  al- 
guna de  las  circunstancias  mencionadas , y por 
consiguiente  que  es  nula,  no  solamente  cuando 
se  omita  hacer  mención  en  ella  de  todos  ¡os  re- 
quisitos expresados  en  cada  uno  de  los  mismos 
números,  sino  también  cuando  se  expresen  con 
tal  inexactitud  que  pueda  ser  por  ello  el  tercero 
inducido  á error  sobre  el  objeto  de  la  circuns- 
tancia misma,  y perjudicado  además  en  su  con- 
secuencia; pero  la  nulidad  de  tales  inscripciones 
no  perjudicará  el  derecho  anteriormente  adqui- 
rido por  un  tercero  que  uo  haya  sido  parte  en  el 
contrato  inscrito:  arts.  31  y 32  de  la  ley. 

Cuando  la  inexactitud  uo  fuere  sustancial  ó la 
omisión  no  fuese  de  todas  las  circunstancias 
comprendidas  en  alguno  de  los  referidos  núme- 
ros ó artículos,  no  se  declarará  la  nulidad  sino 
en  el  caso  de  que  llegue  á producir  el  error  y el 
perjuicio:  art.  32  de  id. 

Aun  cuando  la  inscripción  reuniere  todas  las 
circunstancias  requeridas , no  consolidaria  los 
actos  6 contratos  q ue  fuesen  nulos  con  arreglo  á 
las  leyes,  porque  aquellas  solo  se  refieren  á la 
forma,  sin  que  varíen  el  fondo  del  contrato,  que 
se  ha  hecho  constar  en  el  título. 

Así  es,  que  una  venta  hecha  por  quien  no 
siendo  dueño  de  la  finca  vendida  apareciese 
como  tal  en  el  Registro,  aun  cuando  el  compra- 
dor la  inscribiese  á su  nombre,  no  quedaría  con- 
validada, y el  dueño  verdadero  podria  repetir 
contra  el  tercero,  mientras  este  por  ia  posesión 
continuada  no  ia  hubiere  prescrito , porque  la 
prescripción  no  convalida  lo  que  es  nulo  con 
arreglo  á las  leyes:  art.  33  de  ia  ley. 

Pero  hay  tres  casos  en  los  que  á pesar  de  que 
el  verdadero  dueño  consiguiere  que  se  anulare 
el  derecho  con  que  en  el  Registro  aparecía  el 
que  otorgó  el  acto  ó contrato,  no  se  invalidaría 
este  respecto  al  tereero  que  lo  hubiera  inscrito: 

1. °  Cuando  el  titulo  anterior  en  cuya  virtud  se 
hubiere  logrado  la  anulación  ó resolución  del 
derecho  del  otorgante  no  estuviere  inscrito  al 
tiempo  de  celebrarse  el  contrato  entre  el  que 
figuraba  en  el  Registro  como  dueño  y el  tercero. 

2. ’  Cuando  la  anulación  ó resolución  fuere  por 
causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo 
Registro.  3.°  Si  la  inscripción  que  existe  en  el  Re- 
gistro ¿favor  del  que  ejecuta  ú otorga  el  con- 


trato se  hubiere  notificado  ó hecho  saber  á las 
personas  que  en  los  veinte  años  anteriores  ha- 
yan poseído  según  el  Registro  los  mismos  bie- 
nes y no  hubieran  reclamado  contra  ella  en  el 
término  de  treinta  dias,  porque  la  ley  presume 
que  el  que  no  acude  renuncia  su  derecho. 

Mas  para  que  la  notificación  mencionada  pro- 
duzca estos  efectos,  es  necesario  que  la  inscrip- 
ción que  se  trata  de  vigorizar,  no  sea  de  mera 
posesión  no  convalidada  por  ia  prescripción  y 
además  que  se  observen  las  formalidades  si- 
guientes. 

Los  interesados  presentarán  al  Registrador  la 
correspondiente  solicitud  formulando  la  preten- 
sión y designando  las  personas  que  deban  ser 
notificadas,  con  expresión  de  su  domicilio,  como 
también  las  que  por  no  residir  en  la  demarca- 
ción del  Registro,  por  no  ser  conocidas  ó por  ser 
herederos  de  poseedores  que  hayan  fallecido,  de- 
ban ser  llamados  por  edictos. 

Para  que  tenga  lugar  la  referida  notificación 
se  observarán  las  reglas  siguientes:  l.°  Cuando 
el  que  haya  de  ser  notificado  resida,  aunque  sea 
accidentalmente,  en  la  misma  población  en  que 
esté  situado  el  Registro , si  oportuna  y espontá- 
neamente se  presentare  en  el  lugar  de  la  oficina, 
se  le  hará  la  notificación.  2.”  Si  residiendo  en  la 
población  en  que  está  situado  el  Registro,  ó en 
cualquiera  otra  del  mismo  partido,  no  se  pre- 
sentare al  efecto  espontánea  y oportunamente,  el 
Registrador  oficiará  al  juez  municipal  del  pue- 
blo de  su  resiuencia , remitiéndole  copia  de  la 
parte  sustancial  de  la  solicitud  para  que  por  el 
secretario  del  mismo  juzgado  municipal  se  haga 
saber  á aquel,  en  la  forma  prevenida  en  los  ar- 
tículos 22  y 23  de  la  ley  Enjuiciamiento  civil, 
que  en  el  término  de  seis  dias  comparezca  á 
presencia  del  Registrador  para  ser  notificado, 
bajo  apercibimiento  de  que  si  no  concurriese  en 
dicho  término  le  parará  el  perjuicio  á que  haya 
lugar.  3.°  El  juez  municipal  devolverá  al  Regis- 
■ trador  la  copia  referida  en  la  regla  anterior  con 
las  diligencias  que  acrediten  ia  citación  expre- 
sada en  la  misma  regla,  las  cuales  unirá  el  Re- 
gistrador al  escrito  de  solicitud  para  que  surtan 
los  efectos  de  la  notificación,  si  esta  no  se  prac- 
ticare por  no  ser  habido  el  que  deba  ser  notifi- 
cado. 4.’  Si  este  residiere  en  diverso  partido  de 
aquel  en  que  se  halle  situado  el  Registro,  el  Re- 
gistrador remitirá  el  oficio  y copia  expresados  al 
presidente  del  tribunal  respectivo,  á fin  de  que 
disponga  que  por  el  juzgado  municipal  corres- 
pondiente se  practiquen  y devuelvan  oportuna- 
mente las  referidas  diligencias.  ñ.°  En  los  casos 
en  que  el  llamamiento  se  haga  por  edictos,  el  Re- 
gistrador hará  constar  por  diligencia  firmada 
por  el  mismo  y dos  testigos  el  paraje,  dia  y hora 
que  en  aquellos  se  hayan  fijado.  6.”  La  notifica- 
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ciou  se  liará  en.  la  oficina  ó despacho  del  Regis- 
tro á menos  que  las  personas  que  hayan  de  ser 
notificadas  se  hallen  constituidas  en  autoridad, 
en  cuyo  caso  se  practicará  esta  diligencia  en  la 
casa  que  habiten,  prévio  recado  de  atención:  ar- 
ticulo 308  del  reglamento. 

Aun  cuando  este  artículo  no  lo  expresa  según 
el  34  de  la  ley,  la  notificación  podrá  ser  por  es- 
crito ó verbal. 

Los  requeridos  de  cualquiera  de  estos  modos 
que  en  el  término  de  treinta  dias  no  presenten 
en  el  juzgado  ó tribunal  correspondiente  de- 
manda que  pueda  invalidar  la  inscripción  noti- 
ficada, no  podrán  hacer  valer  su  derecho,  si  al- 
guno tuvieren , contra  el  tercero  que  inscriba 
después  el  suyo  en  la  forma  debida  sobre  la  mis- 
ma finca,  aunque  la  inscripción  anterior  proce- 
da de  un  título  falso  ó nulo:  art.  34  de  la  ley. 

Esto  dice  y nos  parece  contraria  esta  disposi- 
ción á las  doctrinas  legales,  y por  querer  evitar 
perjuicio  á un  tercero  que  tiene  la  desgracia  de 
comprar  mal,  cánsaselo  al  verdadero  dueño. 
Porque  á nadie  versado  en  negocios  judiciales 
se  oculta  cuán  poco  tiempo  son  treinta  dias  para 
buscar  y lograr  los  documentos  que  general- 
mente son  nejesarios  para  redargüir  y probar 
la  falsedad  de  un  título,  Y si  estas  consideracio- 
nes se  aplican  al  ausente  que  puede  estar  en  el 
extranjero,  que  puede  ó no  leer  los  edictos  ó ha- 
llarse á distancia  del  punto  donde  están  los  jus- 
tificantes de  su  derecho,  ocupado  á veces  en 
negocios  que  le  es  imposible  abandonar,  descu- 
bren mas  la  poca  cuenta  que  se  ha  tenido  con 
los  legítimos  intereses  dei  propietario,  que  pue- 
de verse  despojado  de  sus  bienes  por  un  delito 
repugnante. 

Mas  evitando  reflexiones  que  por  obvias  ocur- 
ren á todos,  y limitándonos  al  derecho  consti- 
tuido, se  ha  de  tener  presente:  que  la  notifica- 
ción personal  se  ha  de  verificar  dejando  en  poder 
del  requerido  un  breve  extracto  de  la  parte  de 
la  inscripción  que  pueda  interesarle,  recogien- 
do recibo  de  ella,  ó si  esto  no  fuera  posible,  ex- 
tendiendo el  mismo  Registrador  una  diligencia 
de  entrega;  requisitos  y precauciones  que  pare- 
cen extrañas,  cuando  se  permite  que  la  notifi- 
cación sea  verbal,  cuyo  carácter  contradice  ó al 
menos  no  armoniza  con  tanta  diligencia  poste- 
rior escrita. 

Si  el  requerido  contestare  verbaimente  que  no 
tiene  reclamación  que  hacer  ó dejare  trascurrir 
el  término  de  los  treinta  dias  sin  traer  al  Regis- 
tro documento  que  acredite  la  presentación  de 
su  demanda,  el  Registrador  lo  hará  constar  por 
diligencia;  de  manera  que  si  á su  Registrador  le 
viene  en  voluntad  decir  que  ha  notificado  ver- 
balmente á un  interesado,  y que  este  interesado 
le  ha  contestado  verbalmente  que  no  tiene  re- 


clamación que  hacer , aun  cuando  no  sea  cierto, 
el  despojo  del  propietario  queda  consumado. 
¡Terrible  puede  ser  el  abuso! 

Si  el  requerido  contestare  por  escrito , será 
¡ este  firmado  de  su  puño  y el  Registrador  lo  con- 
servará en  su  archivo. 

Los  edictos  que  han  de  publicarse  en  el  caso 
de  que  la  persona  interesada  esté  ausente,  é sea 
incierta,  ó haya  sucedido  á aquella  por  su  fa- 
llecimiento , se  fijarán  por  el  Registrador  en  los 
parajes  acostumbrados  del  lugar  en  que  radique 
la  finca  y del  pueblo  del  Registro,  y en  el  Bole- 
' tin  oficial  de  la  provincia. 

i Si  en  los  treinta  dia3  siguientes  á la  notifica- 
| cion  ó á la  fijación  de  los  edictos  no  se  entablare 
demanda  que  pueda  dejar  sin  efecto  la  inscrip- 
ción, el  Registrador,  ocho  dias  después,  pondrá 
en  esta  una  nota  marginal  expresando  aquel 
. resultado. 

Si  se  entablare  demanda,  no  se  extenderá  la 
nota  hasta  que  sea  vencido  en  juicio  el  anterior 
adquirente  que  hubiere  reclamado  contra  la 
inscripción:  art.  34  de  la  ley. 

Para  que  los  Registradores  puedan  cumplir 
con  este  deber,  los  jueces  ó tribunales  ante  los 
que  se  reclame  la  nulidad  de  una  inscripción,  lo 
pondrán  en  conocimiento  dei  Registrador,  á fin 
de  que  proceda  en  la  forma  manifestada  en  el 
. artículo  Cancelación , y declarada  la  nulidad  de 
la  anotación  ó inscripción,  mandará  el  tribunal 
cancelarla  y extender  otra  nueva  en  la  forma 
que  proceda  según  la  ley:  art.  40  del  regla- 
mento. * 

INSINUACION.  La  manifestación  ó presentación 
j de  un  instrumento  público  ante  juez  competen- 
te para  que  este  interponga  en  él  su  autoridad 
y decreto  judicial  de  aprobación;  y la  manifes- 
tación y reducción  á escritura  pública,  hecha 
ante  el  juez,  de  lo  que  uno  hace,  da  ó entrega 
á otro : Insinuado  est  ejus  qnod  ir  adi  tur,  si-ve  agi- 
(ur,  coram  quocumque  judice  in  scripturam  redac- 
lio.  Es  necesaria  en  las  donaciones  que  pasan 
de  500  maravedis  de  oro,  esto  es,  de  25,600  rea- 
1 les  vellón  según  unos,  ó de  7,352  reales  y 32 
maravedís  vellón  según  otros;  y debe  hacerse 
por  el  donante,  á fin  de  que  enterado  el  juez  de 
no  haber  mediado  violencia,  dolo  ni  colusión, 
apruebe  y confirme  su  liberalidad  para  que  sea 
valedera  y estable,  pues  sin  este  requisito  seria 
nula,  no  con  respecto  á toda  la  cantidad,  sido 
solo  en  cuanto  al  exceso.  Hade  hacerse  precisa- 
mente ante  el  juez  mayor  del  lugar,  como  dice 
la  ley,  no  ante  el  escribano  como  algunos  acos- 
tumbran; y no  puede  renunciarse  de  ningún 
modo,  pues  es  una  condición  tan  esencial,  que 
los  interesados  podrían  por  su  falta  reclamar  la 
cantidad  que  sobrepujase. 

* Acerca  de  la  cantidad  que  equivale  á los 
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500  maravedís  de  oro,  liase  valuado  por  la  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo  eu  25,000  rea- 
les vellón  de  nuestra  moneda. 

Para  qüe  se  tenga  por  hecha  la  insinuación, 
no  basta  el  manifestarla  al  juez,  sino  que  es 
necesario  recaiga  sobre  ella  la  aprobación  judi- 
cial, pues  las  leyes  que  declaran  la  irrevocabi- 
lidad  de  las  donaciones  presumen  que  al  hacer- 
las se  han  llenado  las  formalidades  de  derecho: 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Marzo 
de  1860.  Así,  pues,  presentada  por  el  interesa- 
do la  escritura  de  donación  al  juez,  debe  este 
darle  audiencia  para  que  exponga  si  está  con- 
forme en  la  aprobación,  y si  las  partes  no  lo  acre- 
ditan por  documentos  ú otra  prueba,  indagar 
asimismo  si  ie  quedan  al  donante  bienes  sufi- 
cientes para  su  subsistencia,  según  lo  prescrito 
por  la  ley  4.*,  tít.  4.°,  Part.  3.1,  en  cuyo  caso  dará 
el  juez  la  aprobación,  mas  no  de  lo  contrarío.  * 

Mas  hay  donaciones  que  no  necesitan  de  insi- 
nuarse, aunque  pasen  de  500  maravedís  de  oro. 
Tales  son  las  antidótales  ó remuneratorias,  por- 
que no  son  sino  compensaciones  de  los  benefi- 
cios recibidos;  las  del  tercio  y remanente  del 
quinto  hechas  á los  descendientes  legítimos, 
porque  hasta  la  muerte  del  donador  no  puede 
saberse  si  pasarán  de  dicha  cantidad;  las  hechas 
por  causa  de  muerte;  las  que  se  hicieren  por  el 
Rey  y al  Rey  (ó  en  beneficio  del  Estado);  las  que 
tienen  por  objeto  la  redención  de  cautivos  6 la 
reparación  de  casa  derribada,  ó cualquiera  otra 
obra  piadosa;  las  dotes  y donaciones  propter 
nnptias  ó por  razón  de  casamiento;  las  renuncias 
de  herencias  y derechos  futuros ; las  reciprocas 
y otras.  Y.  Donación  entre  vivos. 

* Está  dispensado  el  requisito  de  la  insinua- 
ción: 1 .“  Cuando  La  donación  impone  gravámen  de 
usufructo  y no  cousta  que  exceda  de  los  500  ma- 
ravedís de  oro:  sentencia  de  23  de  Diciembre  de 
1857.  2."  Cuando  no  se  pueda  cumplir  por  impo- 
sibilidad de  fijar  el  valor  de  la  cosa  donada: 
sentencia  de  22  de  Noviembre  de  1846.  3.°  Cuan- 
do se  hace  con  carácter  de  pensión  vitalicia  por 
ser  incierta  la  duración  de  la  vida  del  que  la  ha 
de  disfrutar:  sentencia  de  21  de  Marzo  de  1863. 
4.“  Cuando  el  donante  impone  al  donatario  la 
obligación  de  mantenerle  durante  su  vida,  y 
contiene  además  reserva  de  ciertos  bienes  para 
disponer  de  ellos  libremente:  sentencia  de  12  de 
Diciembre  de  1862.  * 

INS0LIDUM.  Expresión  latina  que  significa  por 
entero , por  el  todo-,  y suele  usarse  para  denotar 
la  obligación  que  tienen  dos  ó mas  personas  que 
se  obligaron  juntas  á pagar  una  sola  por  todas 
la  deuda  común.  Y.  Acreedor  solidario. — Deudo- 
res solidarios  y Obligación  solidaria. 

IN  SQLUTUN1.  Expresión  latina  que  significa 
en  pago ; y suele  usarse  cuando  se  da  ó adjudica 


al  acreedor  alguna  cosa  mueble  ó raíz  del  deu- 
dor en  pago  de  la  deuda.  Y.  Adjudicación  en 
pago  y Dación  in  solutum. 

INSOLVENCIA.  La  incapacidad  en  que  uno  se 
halla  de  pagar  alguna  deuda. 

INSOLVENTE.  El  que  no  tiene  .con  que  pagar 
las  deudas  que  ha  contraido.  Y.  Acreedor. — Deu- 
dor y Bancarrota. 

INSPECCION  OCULAR.  El  exámen  ó reconoci- 
mieuto  que  hace  el  juez  por  sí  mismo  ó por  pe- 
ritos de  la  cosa  litigiosa  ó controvertida  para 
enterarse  de  su  estado  y juzgar  con  mas  acierto. 
Suele  hacerse  en  los  pleitos  sobre  términos  de 
pueblos  y heredades,  servidumbres  rústicas  ó 
urbanas,  edificios  ruinosos,  heridas,  daños  y 
otros  en  que  las  partes  la  piden  6 el  juez  la  man- 
da hacer  de  oficio  para  mejor  proveer;  bajo  el 
concepto  de  que  este  género  de  prueba  se  admi- 
! te  en  cualquier  estado  de  la  causa,  aunque  sea 
. después  de  la  conclusión  para  sentencia.  Cuan- 
do la  cosa  sobre  que  ha  de  recaer  la  inspección 
pide  conocimientos  facultativos,  el  juez  debe 
acompañarse  de  peritos  nombrados  por  las  par- 
tes ó por  él  mismo  si  aquellas  no  lo  hicieren, 
hace  que  se  les  notifique  el  nombramiento,  los 
■cita  para  que  acepten  el  encargo  yjuren  cum- 
plirle fielmente,  les  señala  dia  y hora  para  lia- 
■ cer  el  reconocimiento,  manda  dar  aviso  á las 
partes  para  que  asistan  á él  si  quieren , y luego 
procede  al  acto,  asistido  siempre  del  escribano 
con  los  peritos  que  examinan  el  asunto  litigioso 
y extienden  sus  declaraciones,  las  cuales  se  en- 
tregan al  juez  para  que  las  apruebe.  Si  los  peri- 
tos no  se  convinieren  , se  nombra  un  tercero  en 
discordia  por  las  partes  ó por  el  mismo  juez  si 
hubiere  desavenencia  entre  ellas.  Cuando  el 
asunto  no  exige  conocimientos  facultativos,  el 
juez  nombra  testigos,  y á su  presencia  procede 
á practicar  el  reconocimiento  con  citación  de  las 
partes.  Ejecutado  este  en  uno  ú otro  caso  con 
las  indicadas  formalidades,  el  escribano  lo  pone 
por  diligencia,  y autorizado  el  acto  por  ios  que 
han  intervenido  en  él , se  une  á los  autos,  y for- 
ma una  prueba  mas  ó menos  completa  según  los 
casos:  leyes  8.1  y 13,  tít.  14,  Part.  3.%  y la  prác- 
tica. V.  Peritos. 

* Las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  y de  la  de  Enjuiciamiento  criminal,  vie- 
neu  á ratificar  las  anteriores  aquí  expuestas. 

La  primera  prescribe  que  se  verifique  esta 
diligencia  á que  denomina  reconocimiento  ju- 
dicial, concitación  prévia  determinada  y pre- 
cisa para  él  de  las  partes;  las  cuales  ó sus  repre- 
sentantes y letrados  podrán  concurrir  á dicha 
diligencia  y hacer  al  juez  de  palabra  las  obser- 
vaciones que  estimen  oportunas,  que  se  inser- 
tarán en  el  acta  que  se  extienda:  arts.  304  y 305 
1 de  dicha  ley.  Respecto  al  modo  de  procederán 
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cuando  fuere  necesario  el  reconocimiento  por  pe- 
ritos, véase  Juicio  de  peritos  y Juicio  ordinario. 

En  las  causas  criminales  previene  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  que  para  la  prueba 
de  inspección  ocular,  si  el  lugar  que  hubiere  de 
ser  inspeccionado  se  hallare  en  la  capital,  se 
constituirá  en  él  el  tribunal  con  las  partes,  y 
el  secretario  extenderá  diligencia  expresiva  del 
lugar  ó cosa  inspeccionada,  mencionando  en  ella 
las  observaciones  de  las  partes  y los  demás  in- 
cidentes que  ocurran;  y si  el  lugar  estuviese 
fuera  de  la  capital,  se  constituirla  en  él  con  las 
partes  el  individuo  del  tribunal  que  el  presi- 
dente designare,  practicándose  la  diligencia  en 
la  forma  establecida  en  el  párrafo  anterior:  ar- 
tículo 1538.  * Véase  Prueba  y Juicio  criminal. 

INSPECTOR.  El  oficial  público  ó agente  del  G-o- 
bierno  que  revestido  de  algún  poder  especial 
tiene  el  cuidado  habitual  ó momentáneo  de  ve- 
lar sobre  la  gestión  6 desempeño  de  las  diferen- 
tes partes  de  la  administración  pública.  Tales 
son  los  inspectores  del  ejército,  los  de  hospitales, 
provisiones,  utensilios,  etc. 

INSTALACION.  La  toma  de  posesión  de  algún 
empleo,  cargo  ó beneficio.  Se  compone  de  dos 
palabras  latinas,  á saber,  de  la  preposición  in 
que  significa  en  ó sobre  y del  sustantivo  stallum 
que  significa  escabel;  porque  cuando  se  da  la 
posesión  de  algún  oficio,  se  pone  solemnemente 
al  interesado  en  la  plaza  ó sitio  que  debe  ocupar 
para  su  desempeño.  V.  Posesión. 

INSTALAR.  Poner  á alguno  en  posesión  de  un 
empleo  ú oficio,  colocándole  en  la  plaza  ó lugar 
que  le  pertenece. 

INSTANCIA,  La  súplica,  petición  ó solicitud;  y 
así  cuando  se  dice  que  el  juez  debe  proceder  á 
instancia  de  parle , se  quiere  dar  á entender  que 
debe  proceder  á petición  del  interesado  y no  de 
oficio. 

INSTANCIA.  El  ejercicio  de  la  acción  en  juicio 
desde  la  contestación  hasta  la  sentencia  defini- 
tiva, Se  llama  primera  instancia  el  ejercicio  de 
la  acción  ante  el  primer  juez  que  debe  conocer 
del  asunto;  segunda  instancia  el  ejercicio  de  la 
misma  acción  ante  el  juez  ó tribunal  de  apela- 
ción, para  que  se  reforme  la  sentencia  del  pri- 
mer juez;  y tercera  instancia  el  ejercicio  déla 
acción  reproducida  ante  el  mismo  tribunal  de 
apelación  ó ante  otro  mas  elevado,  según  la  cla- 
se de  jurisdicciones,  para  que  se  revea  el  pro- 
ceso y se  corrija  ó revoque  la  segunda  sentencia. 

1.  La  primera  instancia  en  las  causas  civiles 
se  debía  acabar  y determinar  dentro  de  tres 
años,  y en  las  criminales  dentro  de  dos,  según 
se  halla  dispuesto  en  la  ley  9.",  tit.  6.“,  Part.  6.*, 
y en  la  ley  7.\  tit.  29,  Part.  7.*  «Otrosí  manda- 
mos , dice  la  última , que  ningunt  pleyto  crimi- 
nal non  pueda  durar  mas  de  dos  años;  et  si  en 


este  comedio  non  podiere  seer  sabida  la  verdad 
del  acusado,  tenemos  por  bien  que  sea  sacado  de 
la  cárcel  en  que  estaba  preso  et  dado  por  quito, 
et  den  pena  al  acusador,  así  como  diximos  en  el 
título  de  las  acusaciones  en  las  leyes  que  fablan 
en  esta  razón.»  Mas  esta  disposición  no  se  halla 
en  uso,  como  ya  manifiesta  de  su  tiempo,  Gre- 
gorio López  en  las  glosas  de  dichas  leyes. 

Ií.  Por  regla  general , se  admitían  tres  ins- 
tancias, así  en  los  negocios  civiles  como  en  los 
criminales,  á fin  de  que  fuese  mas  seguro  el 
acierto  en  los  fallos , y se  evitaran  en  la  admi- 
nistración de  la  justicia  los  efectos  de  la  igno- 
rancia, del  error,  de  la  pasión  y del  soborno; 
pero  á veees  la  ley,  según  la  entidad  de  los  ne- 
gocios y la  naturaleza  y calidad  de  los  diferen- 
tes juicios,  quiso  que  la  primera  ó la  segunda 
sentencia  causara  ejecutoria.  «En  todo  negocio, 
decía  el  art.  285  de  la  Constitución  de  1812,  cual- 
quiera que  sea  su  cuantía,  habrá  á lo  mas  tres 
instancias  y tres  sentencias  definitivas  pronun- 
ciadas en  ellas.» 

III.  Los  jueces  letrados  de  partido  son  en  ge- 
neral los  únicos  á quienes  dentro  de  su  distrito 
compete  conocer  en  primera  instancia  de  todas 
las  causas  civiles  y criminales  que  en  él  ocur- 
ran correspondientes  á la  real  jurisdicción  ordi- 
naria, inclusas  las  que  antes  se  llamaban  casos 
de  córte:  exceptuándose  algunas  que  se  reservan 
á las  Audiencias  territoriales  y al  Supremo  Tri- 
bunal de  Justicia,  como  también  las  pertene- 
cientes á las  j urisdicciones eclesiásticas,  de  Guer- 
ra y Marina,  contencioso-administrativa  y otros 
juzgados  ó tribunales  especiales , como  se  verá 
en  sus  lugares  respectivos.  Las  Audiencias  co- 
nocen en  segunda  instancia  de  todas  las  causas 
civiles  y criminales  de  los  juzgados  inferiores  de 
su  demarcación,  y aun  en  primera  de  lasque  se 
les  reservan;  y no  pueden  de  manera  alguna 
avocar  causa  pendiente  ante  el  juez  inferior  en 
primera  instancia,  ni  entremeterse  en  el  fondo 
de  ella  cuando  promuevan  su  curso  ó se  infor- 
men de  su  estado,  ni  pedírsela  aun  ad  effechm 
videndi , ni  retener  su  conocimiento  en  dicha 
instancia  cuando  haya  apelación  de  auto  inter- 
locutorio , ni  embarazar  de  otro  modo  á dichos 
jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  les 
compete  de  lleno  en  la  instancia  expresada.  Véa- 
se los  diferentes  artículos  de  las  palabras  Fuero , 
Juicio  y Jurisdicción,  como  igualmente  Audien- 
cia, Caso  de  córte,  Apelación,  Juez,  Súplica  y Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia. 

* Actualmente  no  se  conocen  mas  de  dos  ins- 
tancias en  los  juicios  civiles  en  general,  según 
el  art.  76  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que 
previene , que  contra  las  sentencias  definitivas 
de  las  Audiencias  no  se  dará  otro  recurso  que  el 
de  casación,  recurso  que  viene  á suplir  hasta 
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cierto  punto  la  tercera  instancia.  Es  verdad  que 
se  admite  el  recurso  de  súplica , palabra  con  que 
antes  se  designaba  la  tercera  instancia,  pero  di- 
cho recurso  tiene  lugar  únicamente  respecto  de 
las  providencias  interlocutorias  dictadas  por  ios 
tribunales  superiores  ó el  Supremo,  y se  cono- 
ce de  él  en  el  mismo  tribunal,  de  suerte  que 
viene  á ser  un  recurso  de  apelación. 

Eu  materia  crimina]  se  han  conocido  tres 
instancias  hasta  la  publicación  de  la  ley  provi- 
sional de  24  de  Mayo  de  1870,  sobre  reformas  en 
el  procedimiento  para  plantear  el  recurso  de  ca- 
sación en  los  juicios  criminales,  la  cual  supri- 
mió la  tercera  instancia  en  su  art.  17.  En  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial  de  1872  solo  se  ad- 
mite en  lo  judicial  la  segunda  instancia  para 
ante  los  tribunales  de  partido  respecto  de  los 
juicios  sobre  faltas;  para  ante  las  Audiencias  en 
los  incidentes  de  recusación  de  jueces  de  ins- 
trucción, y de  jueces  de  tribunales  de  partido 
cuando  fuere  uno  solo  el  recusado  en  materia 
criminal,  y para  ante  el  Tribunal  Supremo,  res- 
pecto de  las  causas  contra  los  alcaldes  mayores 
de  las  provincias  ultramarinas  por  los  delitos 
que  cometieren  durante  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, y de  los  recursos  de  queja  contra  los 
autos  que  dicten  los  tribunales  denegando  la 
admisión  del  recurso  de  casación  por  quebran- 
tamiento de  forma,  ó el  testimonio  en  los  in- 
tentados por  violación  de  ley.  Véase  los  arts.  274, 
núm.  5.”,  276,  núui.  5.“,  279,  núm.  2.°  y 280,  nú- 
mero 4.°  También  hay  segunda  instancia  en  los 
delitos  de  contrabando. 

Respecto  de  las  causas  de  que  conocían  las 
Salas  de  lo  criminal  de  las  Audiencias  con  in- 
tervención del  jurado  , se  daba  contra  su  vere- 
dicto el  recurso  de  reforma  y de  revista  de  la 
causa  por  nuevo  jurado:  véase  los  arts.  779  y si- 
guientes de  dicha  ley.  De  las  demás  causas  ó de- 
litos se  conocia  por  las  Audiencias  ó por  el  Tri- 
bunal Supremo  en  única  instancia  y en  juicio 
oral  y público,  según  los  arts.  276,  núm.  3.°, 
281,282  y 283,  déla  ley  mencionada ; mas  por 
el  decreto  de  3 de  Enero  de  1875  ha  quedado  sus- 
pendida la  observancia  de  esta  ley  en  la  parte 
relativa  al  jurado  y al  juicio  oral  y público  ante 
los  tribunales  de  derecho,  debiendo  sustanciar- 
se las  causas  pendientes  ó que  se  incoen  en  lo 
sucesivo  con  arreglo  k las  disposiciones  que  re- 
gían al  publicarse  la  misma.  * 

IV.  No  debe  haber  en  cada  negocio  mas  ins- 
tancias que  las  designadas  por  las  leyes,  ni  pue- 
de separarse  su  conocimiento  de  los  tribunales 
y juzgados  competentes,  ni  hay  lugar  á solici- 
tudes ó recursos  sobre  alteración  de  los  trámites 
y formas  con  que  en  ellas  ha  de  procederse  se- 
gún derecho.  Así  está  decidido  expresamente 
por  Real  decreto  de  21  de  Marzo  de  1834.  «Con- 


siderando, dice  la  Reina  Gobernadora,  la  índole 
peculiar  de  los  negocios  contenciosos;  la  impo- 
sibilidad de  conocer  acertadamente  de  ellos  sin 
las  formalidades  establecidas  para  su  curso  y 
terminación  ; la  necesidad  de  poner  fin  á la  ad- 
misión del  considerable  número  de  instancias 
extraordinarias- sobre  asuntos  judiciales  que  dia- 
riamente se  me  dirijen  por  la  secretaría  de  vues- 
tro cargo  (por  la  de  Gracia  y Justicia);  y la  utili- 
dad y conveniencia  de  restituir  á los  tribunales 
el  lleno  de  facultades  que  exige  la  ordenada  ad- 
ministración de  justicia,  sin  privar  por  ello  álos 
agraviados  del  recurso  de  queja  á mi  real  perso- 
na , ni  menoscabar  la  protectora  vigilancia  que 
corresponde  á mi  Gobierno,  he  veniio  en  man- 
dar: 1.",  que  no  se  dé  curso  k ninguna  de  las 
instancias  que  se  me  dirijan  por  cualquiera  de 
las  secretarías  del  despacho,  sobre  la  justicia  ó 
injusticia  de  pretensiones  ó negocios  que  se  ha- 
llen pendientes  en  los  tribunales;  2.°,  tampoco 
lo  tendrán  las  en  que  se  trate  de  alterar  los  trá- 
mites establecidos  para  la  sustanciacion  de  los 
juicios;  3.",  las  que  tengan  por  objeto  separar  de 
los  tribunales  y juzgados  competentes , según 
las  leyes,  el  conocimiento  de  negocios  por  incoar 
ó ya  radicados  en  ellos;  4.°,  las  que  se  dirijau  á 
variar  las  formas  establecidas  para  el  fallo  de  los 
pleitos  y causas , bien  se  solicite  que  se  aumen- 
ten , muden  ó disminuyan  los  j ueces  que  han  de 
sentenciarlas,  ó bien  cualquiera  otra  novedad  en 
su  vista  ó votación;  5.”,  las  que  versen  sobre  ob- 
tener revisiones  extraordinarias,  ó sobre  volver 
á abrir  los  juicios.  * Véase  no  obstante  Cosa  juz- 
gada y Recurso  de  revisión .»  * 

V.  Causar  instancia  es  seguir  juicio  formal 
sobre  una  cosa  por  el  término  y con  las  solemni- 
dades establecidas  por  las  leyes;  y así  cuando  en 
alguna  petición  toca  un  interesado  algún  punto 
sobre  el  cual  no  quiere  entablar  litigio,  suele  de- 
cir: «con  la  protesta  que  ante  todas  cosas  hago 
de  no  causar  instancias.» 

INSTANCIA  (Absolución  déla).  En  el  artículo 
A bsolucion  se  explicó  ya  la  naturaleza  de  la  ab- 
solución de  la  instancia,  y la  diferencia  que  hay 
entre  ella  y la  absolución  libre  y definitiva.  In- 
dicóse al  mismo  tiempo  que  la  absolución  de  la 
instancia  usada  en  procesos  criminales  para  de- 
jarlos pendientes  bajo  cierto  aspecto  hasta  que 
resulten  nuevos  méritos  para  absolver  ó conde- 
nar libremente  al  acusado,  no  tenia  raíz  en  dis- 
posición expresa  de  nuestras  leyes;  pero  tratan- 
do ahora  mas  de  propósito  esta  materia,  debe- 
mos añadir  que  quizá  fue  práctica  necesaria,  ó 
saludable  á lo  menos,  la  que  fué  un  abuso  mien- 
tras estuvo  vigente  en  todas  sus  partes  la  ley  26, 
tit.  ].%  Part.  7.*  Entonces  no  cabía  mas  que  ab- 
solver ó condenar  al  acusado;  no  se  podía  dejar 
indecisa  sil  suerte;  no  se  podía  menos  de  acabar 
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el  juicio;  porque  la  ley  autorizaba , uo  solo  los 
medios  ordinarios  de  averiguación  y prueba, 
sino  también  los  extraordinarios  de  purgación 
de  indicios.  «Et  si  las  pruebas  que  fuesen  dadas 
contra  el  acusado  (dice  la  citada  ley),  non  di- 
xieseu  nía  testiguasen  claramente  el  yerro  sobre 
que  filé  fecha  la  acusación  , et  el  acusado  fuese 
orne  de  buena  fama,  débelo  el  judgador  quitar 
por  sentencia.»  Pero  luego  añade  la  ley:  «Et  si 
por  aventura  fuese  orne  mal  enfaenado,  et  otrosi 
fallase  por  las  pruebas  algunas  presunciones 
contra  él,  bien  le  puede  estonce  facer  atormentar 
de  manera  que  pueda  saber  la  verdat  dél.  Así, 
pues,  un  proceso  en  el  cual  conforme  & esta  ley 
se  habla  purgado  la  mala  fe  del  acusado  y se 
habian  desvanecido  los  indicios  por  el  tormento, 
que  según  la  ley  1.',  t-ít.  30,  Part.  7.a,  «es  manera 

de  prueba que  tiene  muy  grant  pro  para 

cumplirse  la  justicia.»  no  podía  concluir  sino 
con  una  sentencia  que  con  todos  los  caractéres 
ó efectos  de  definitiva  dejara  ejecutoriada  la 
inocencia  ó culpabilidad  del  acusado. 

Aprobamos,  pues,  de  nuevo  la  opinión  de  An- 
tonio Gómez  que  eu  aquel  estado  de  la  legisla- 
ción no  encontraba  camino  para  absolver  de  la 
instancia,  y extrañamos  la  condescendencia  de 
Gregorio  López  que  transige  con  esta  fórmula 
en  ciertos  delitos. 

Pero  las  cosas  tomaron  otro  aspecto  desde  que 
el  tormento  se  borró  de  nuestra  legislación;  pu- 
diendo  suceder  con  frecuencia  que  cu  la  con- 
clusión de  unos  autos  queden  en  pié  la  mala 
fama  y los  indicios  que  han  motivado  su  forma- 
ción ; ¡s,debe  proceder  entonces  la  absolución 
completa  del  acusado?  No;  conforme  á la  razón 
legal;  porque  una  declaración  definitiva  de  ino- 
cencia no  puede  darse  sino  sobre  demostraciones 
procesales  que  no  dejen  duda  de  ella;  y aquí 
hay  esta  duda  en  tanto  grado,  como  que  ha  ser- 
vido para  abrir  un  proceso  y acusar  á un  indi- 
viduo determinado:  tampoco  procede,  según  lo 
dispuesto  en  la  citada  ley , la  cual  no  quiere  ab- 
solver al  hombre  de  mala  fama  é indiciado  del 
delito  sino  purgados  fama  é indicios  por  un  me- 
dio que  hoy  no  se  conoce.  ¿Qué  deberá  hacer, 
pues,  el  juez?  ¿Absolver  libremente?  No  consta 
la  inocencia.  ¿Condenar?  No  hay  méritos  sino  de 
acusación.  Deberá  dejar,  pues,  el  proceso  eu  el 
estado  en  que  se  encuentra,  le  dejará  pendiente, 
abierto,  en  estado  de  seguirse  cuando  la  suerte 
depare  mas  luz  para  absolver  ó condenar  al  acu- 
sado; que  otro  tanto  quiere  decir  absolverle  de 
la  instancia.  Si  la  ley  de  Partida  no  hubiera  co- 
nocido el  tormento  para  acabalar  las  pruebas, 
natural  es  que  después  de  proponerse  el  caso  de 
suficiencia  de  los  medios  ordinarios  de  prueba 
y subsistencia  de  indicios  á pesar  de  aquellos, 
hubiera  mandado,  no  la  terminación,  sino  me- 


ramente la  suspensión  del  proceso,  adoptando 
el  non  tíquet  de  losKomanos,  que  desconocían  en 
el  estado  normal  de  sus  juicios  el  medio  de  pur- 
gación por  el  tormento.  Es  gravoso  sin  duda 
para  el  acusado  el  quedar  pendiente  de  una  acu- 
sación; pero  no  tanto  como  parece  á primera 
vista , ai  bien  se  consulta  la  generalidad  de  los 
casos,  pues  que  recobrada  la  libertad,  en  pocos 
, de  ellos  llegarán  á ser  materiales  los  perjuicios 
de  esta  especie  de  sujeción  á causa.  Por  otra 
parte,  se  ha  oido  al  procesado,  lia  probado  ó te- 
! nido  términos  á probar,  y no  ha  querido  ó no  ha 
alcanzado  á desvanecer  los  indicios  que  le  acri- 
i minaban;  cúlpese,  pues,  ásí  mismo;  quéjese  de 
su  mala  suerte  y nunca  de  la  administración  de 
justicia,  que  por  mas  propensa  que  sea  á la  libre 
absolución,  no  tiene  facultades  para  pasar  de 
. oficio  la  esponja  sobre  méritos  que  quedan  vivos 
! en  los  autos,  (¿uod  non  est  plena,  probatio , plañe 
hulla  esl  probalio , se  ha  dicho  con  muchísima  ra- 
zón; pero  adviértase  que  este  cánon  solo  tiene 
verdadera  y justa  aplicación  cuando  se  emplea 
para  excepcionar  el  rigor  de  la  pena  legal,  y 
que  surte  todos  sus  efectos  favorables  siempre 
que  á.  pesar  de  haber  algunos  cargos  contra  el 
acusado  se  remite  el  proceso  á mas  completa 
prueba. 

* Actualmente,  á consecuencia  de  lo  dispues- 
to en  el  art.  89  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal de  1872,  sobre  que  la  absolución  se  en- 
tenderá libre  en  todos  los  casos,  y de  lo  prescrito 
en  el  art.  655  sobre  que  el  tribunal  debe  dictar 
sentencia  absolviendo  ó condenando,  es  Opi- 
nión g-eneral  de  los  intérpretes  que  no  procede 
la  absolución  de  la  instancia.  * 

¿Será  lícito  absolver  de  la  instancia  en  un  pro- 
ceso, en  el  cual  una  prueba  plena  de  criminali- 
dad no  ha  bastado  para  producir  el  convenci- 
miento moral  del  juez?  Compadeceríamos  al  que 
se  hallase  en  semejante  caso;  porque  creemos 
que  si  no  condenaba  incurriría  en  grave  res- 
ponsabilidad, siempre  que  se  le  hiciese  cargo 
eon  el  proceso  en  la  mano,  Y del  mismo  modo 
que  nunca  se  le  admitiría  la  justificación  de  su 
convencimiento  de  hombre  para  lavarse  de  una 
sentencia  condenatoria  cuando  los  autos  no  la 
produjeran , tampoco  su  falta  de  convencimiento 
le  absolvería  cuando  el  proceso  le  obligaba  á 
condenar.  Nuestras  leyes  han  determinado  los 
indicios  y su  naturaleza;  lian  señalado  los  trá- 
mites y las  pruebas  ; les  han  dado  nombre  y cla- 
sificádolas  ; y la  ley  supone  que  cuando  por  los 
medios  que  ha  determinado  se  viene  á una  prue- 
ba plena  de  las  que  ha  admitido  como  tales  , se 
produce  simultáneamente  el  convencimiento 
moral  de  la  certeza  del  delito  y delincuente,  y 
esclaviza  al  juez  á fallar  por  lo  escrito.  Si  liber- 
tad le  diera  para  separarse  de  este,  puede  ser 
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que  alguna  vez  ganase  la  justicia  originaria; 
pero  quedaba  habitualmente  expuesta  á los  com- 
bates de-  la  mala  fe,  á.  las  ilusiones  de  la  buena 
y á los  extravíos  de  la  ignorancia,  y la  respon- 
sabilidad judicial  se  anulaba  enteramente. 

* En  el  día,  la  última  disposición  que  rige 
sobre  esta  materia,  es  la  del  art.  65ü  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  en  que  se  previene,  que  ( 
el  tribunal  dictará  sentencia,  apreciando  según 
su  conciencia  las  pruebas  practicadas  en  el  jui-  | 
cío , las  razones  expuestas  por  la  acusación  y la  ' 
defensa,  y lo  manifestado  por  los  mismos  proce-  i 
gados.  Dicha  sentencia  se  dictará  con  arreglo  á 
las  prescripciones  legales.  V.  A bsolucion. — Con- 
denación.—Indicios  y Sentencia.  * 

INSTITOR,  El  factor  entre  comerciantes,  esto 
es,  el  encargado  de  hacer  compras,  ventas  ú otras 
negociaciones  mercantiles  en  tienda,  despacho  ú 
otro  establecimiento,  á nombre  y por  cuenta  de 
otra  persona.  Institor  viene  del  verbo  instar , y se 
llama  así  el  factor,  porque  su  oficio  es  instar  y so- 
licitar á los  que  con  él  tratan  de  negocios:  quod 
negotio  ge-rendo  instet.  Mas  esta  denominación  no 
tiene  ya  uso  entre  nosotros.  V.  Acción  inslitoria 
y 'Factor. 

INSTITUCION.  El  establecimiento  ó fundación 
de  alguna  cosa , y la  instrucción  , educación  ó 
enseñanza. 

INSTITUCION  DE  HEREDERO.  El  nombramiento  ó 
designación  que  hace  un  testador  de  la  persona 
ó personas  que  quiere  le  succedan  después  de 
su  muerte  en  todos  sus  derechos  y obligaciones. 
Esta  institución  puede  ser  expresa  ó tácita , y 
universal  6 particular.  Es  expresa,  cuando  el  tes- 
tador nombra  con  términos  claros  y formales  la 
persona  que  ha  de  heredarle;  y tácita,  cuando 
no  designando  el  testador  persona  alguna  que 
le  succeda,  manifiesta  indirectamente  ser  su  vo- 
luntad que  la  herencia  recaiga  sobre  los  here- 
deros legítimos  ó llamados  por  la  ley.  Universal 
es  la  que  abraza  todos  los  bienes  y derechos  del 
difunto,  y particular  la  que  se  limita  á cierta 
cuota  ó á cierta  especie  de  bienes. 

La  institución  expresa  de  heredero  era  en  lo 
antiguo  de  esencia  del  testamento,  el  cual  sin  ' 
ella  no  podía  surtir  efecto  alguno;  mas  ahora  no 
es  ya  necesaria  para  la  validez  del  testamento, 
pues  en  caso  de  que  no  la  haya,  van  los  bienes  k 
los  herederos  legítimos  ó abintestato,  y estos 
tienen  la  obligación  de  cumplir  las  mandas  y 
demás  cosas  ordenadas  por  el  difunto:  ley  1.", 
tit.  18.  lib.  10,  Nov.  Recop.  También  antigua- 
mente la  institución. particular  se  extendía  á to- 
dos los  bienes,  cuando  se  dejaban  algunos  á una 
persona  y no  se  disponía  de  los  demás,  por  el 
principio  que  regia  entonces  de  que  nadie  podia 
morir  testado  en  parte  y en  parte  intestado ; y así 
era  que  el  heredero  instituido  en  una  cosa  se 
Tomo  iii. 


llevaba  toda  la  herencia  si  no  habia  otro  insti- 
tuido en  la  parte  que  quedaba,  6 si  aunque  lo 
hubiese,  no  quería  percibidla:  leyes  14,  15  y 17, 
tit.  3.",  Part.  3."  Mas  al  presente  se  halla  ya  de- 
rogado tan  extraño  principio,  que  si  era  confor- 
me á las  instituciones  y costumbres  de  los  Ro- 
manos, desdice  mucho  de  las  nuestras;  por  lo 
cual,  en  el  caso  de  que  el  testador  haya  institui- 
do á un  heredero  en  alguna  parte  de  su  hacien 
da,  sin  hacer  mención  del  destino  que  quiere  dar 
k la  restante,  percibirá  el  heredero  testamenta- 
rio tan  solamente  las  cosas  que  se  le  dejan,  y 
entrarán  en  las  demás  los  herederos  legítimos 
como  si  el  testador  los  hubiese  nombrado:  ley  1.", 
tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Recop.  V.  Heredero  extraño  ó 
voluntario. 

INSTITUCION  CAPTATORIA.  V.  Captatoria. 

INSTITUCION  CANÓNICA.  El  acto  de  conferir  ca 
n álficamente  algún  beneficio  eclesiástico.  Lains- 
titucion  se  distingue  de  la  colación,  porque  la 
colación  es  una  concesión  espontánea  de  algún 
beneficio , hecha  libremente  por  el  Ordinario 
diocesano,  y la  institución  es  una  concesión  ne- 
cesaria de  algún  beneficio,  hecha  en  virtud  de 
la  presentación  del  patrono.  Dícese  necesaria, 
porque  el  Ordinario  no  puede  repeler  al  presen- 
tado por  el  patrono,  con  tal  que  no  sea  indigno. 
Mas  generalmente  hablando,  bajo  el  nombre  de 
institución  se  entiende  cualquiera  concesión  de 
beneficio.  Cuatro  son  las  reglas  principales  rela- 
tivas á la  institución:  la  primera  es,  que  los  be- 
neficios no  pueden  obtenerse  sin  institución  ca- 
nónica; la  segunda,  que  no  deben  instituirse 
sino  personas  idóneas  por  su  edad,  su  virtud  y 
su  ciencia;  la  tercera,  que  nadie  puede  instituir- 
se á sí  mismo,  porque  debe  haber  distinción  per- 
. sonal  entre  el  que  da  y el  que  recibe;  la  cuarta, 
que  el  derecho  de  instituir  pertenece  regular- 
mente al  Obispo,  á no  ser  que  competa  á otros 
por  costumbre  ó privilegio.  V.  Patronato. 

INSTITUCION  CORPORAL.  El  acto  de  poner  k uno 
en  posesión  de  algún  beneficio,  instalándole  ó 
colocándole  en  la  plaza  ó sitio  que  debe  ocupar, 
y haciéndole  ejecutar  algunos  actos  concernien- 
tes al  desempeño  de  sus  funciones. 

INSTITUCIONES.  La  colección  metódica  de  los 
principios  ó elementos  de  alguna  ciencia,  prin- 
cipalmente de  la  del  derecho. 

INSTITUTA.  Los  primeros  elementos  de  juris- 
prudencia, y con  especialidad  el  compendio  del 
derecho  civil  de  los  Romanos.  Entre  estos  se  co- 
nocían tres  Instituías,  la  de  Cayo,  la  de  Justi- 
niano  y la  de  Teófilo.  La  de  Oayo  era  un  extracto 
del  derecho  romano  que  hizo  el  célebre  juris- 
consulto Cayo  ó Gayo  en  tiempo  de  Marco  Aure- 
lio. La  de  Justiniano  es  un  compendio  del  dere- 
cho del  Código  y del  Digesto,  compuesto  de  ór- 
den  de  este  Emperador,  al  mismo  tiempo  que 
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hacia  trabajar  el  Digesto  por  loa  jurisconsultos 
Triboniano,  Teófilo  y Doroteo.  La  de  Teófilo  es 
una  paráfrasis  de  lá  de  Justiniano.  compuesta  eu 
griego  por  órden  del  Emperador  Focas.  V. Dere- 
cho romano. 

INSTRUCCION.  La  reunión  de  pruebas,  proce- 
dimientos y formalidades  para  poner  un  negocio 
en  estado  de  ser  juzgado. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872 
trata  en  el  tít.  4.”  del  lib.  1.®,  de  la  manera  de 
proceder  á la  instrucción  del  sumario  en  las  cau- 
sas crimínales,  yen  el  tit.  3.°,  de  las  autoridades 
competentes  para  verificar  aquella  instrucción; 
disposiciones  todas  que  expondremos  al  tratar 
del  sumario  de  las  causas  criminales  en  el  ar- 
tículo de  esta  obra,  Juicio  criminal.  * 

* INSTRUCCION  PÚBLICA.  La  instrucción  públi- 
ca comprende  cuatro  clases  de  estudios,  á saber: 
Instrucción  publica  primaria:  Estudios  de  se- 
gunda enseñanza:  Estudios  de  facultad:  Estudios 
especiales.  La  segunda  enseñanza  es  continua- 
ción de  la  primaria  elemental  completa,  y sirve 
de  preparación  para  los  estudios  de  facultad  y 
para  algunos  de  los  especiales.  Son  estudios  de 
facultad  los  que  abrazan  una  série  determinada 
de  conocimientos  indispensables  para'  ciertas 
carreras  ó profesorados  sujetos  á un  órden  de 
grados  académicos.  Son  estudios  especiales  los 
que  habilitan  para  carreras  y profesiones  que 
no  están  sujetas  á la  recepción  de  grados  aca- 
démicos. 

En  el  presente  artículo  nos  limitamos  á expo- 
ner las  principales  disposiciones  que  se  han  dic- 
tado últimamente  sobre  esta  materia  y en  espe- 
cial las  relativas  á la  carrera  de  jurisprudencia, 
con  el  objeto  de  que  puedan  servir  de  comple- 
mento á las  expuestas  en  el  artículo  de  esta 
obra,  Abogado. 

Proclamada  la  libertad  de  enseñanza  á impul- 
sos de  la  revolución  de  Setiembre  de  1868,  se 
sustituyó  al  rigor  reglamentario  anterior  un  sis- 
tema de  libertad  omnímoda,  autorizándose  á to- 
dos los  españoles  para  fundar  establecimientos 
(le  enseñanza,  y asimismo  á ¡as  Diputaciones 
con  fondos  de  la  provincia  y á los  Ayuntamien- 
tos con  los  del  municipio,  y con  las  demás  con- 
diciones y facultades  marcadas  en  los  decretos 
de  15  y 28  de  Enero  de  1869:  facultóse  á los 
catedráticos  para  determinar  á su  arbitrio  las 
materias  de  las  asignaturas,  y á los  alumnos 
para  hacer  los  estudios  en  el  tiempo  y por  el 
órden  que  les  pluguiera , sin  obligación'  de  asis- 
tir á las  clases,  y se  dictaron  otras  disposicio- 
nes análogas.  Decreto  de  21  de  Octubre  de  1868. 

En  su  consecuencia,  se  derogaron  los  decretos 
publicados  en  9 de  Octubre  de  1866  sobre  la  orga- 
nización de  la  segunda  enseñanza,  de  la  facultad 
de  filosofía  y letras  y de  la  de  derecho;  el  de  24 


de  Octubre  que  organizó  la  facultad  de  ciencias  y 
fijó  los  estudios  necesarios  para  el  ingreso  en  las 
escuelas  industriales,  y eu  las  de  ingenieros,  ca- 
minos, canales  y puertos,  de  minas  y de  montes; 

. el  de  7 de  Noviembre  de  1866  sobre  las  faculta- 
des de  medicina  y farmacia:  el  de  22  de  Enero 
sobre  el  profesorado,  y el  de  19  de  Julio  del  mis- 
mo año  sobre  el  personal  facultativo  de  las  Uni- 
versidades; se  suprimió  la  facultad  de  teología 
en  las  Universidades;  y se  restableció  la  legis  ■ 
lacion  que  regia  al  p ublicarse  estos  decretos,  en 
lo  que  no  se  opusiera  á las  disposiciones  conte 
nidas  en  el  de  Octubre  citado,  y á las  que  se  pu- 
blicaran para  su  ejecución:  art.  3.“  del  decreto 
de  21  de  Octubre  de  1868, 

Derogóse  asimismo  la  ley  de  2 de  Juuio  de 
1868  y el  reglamento  para  su  ejecución,  sobre 
primera  enseñanza,  declarándola  libre  para  ejer- 
cerla todos  los  españoles,  si  bien  debiendo  soste- 
nerse con  fondos  públicos  las  escuelas  necesa- 
rias para  que  reciba  dicha  instrucción  el  pueblo, 
reuniendo  las  condiciones  que  exigen  las  leyes 
los  maestros  de  escuelas  públicas,  los  cuales  de- 
ben ser  nombrados  por  los  Ayuntamientos  de  los 
pueblos:  decreto  de  14  de  Octubre  de  1868. 

Con  el  objeto  de  organizar  los  estadios  de  se- 
gunda enseñanza  y facultades,  cou  arreglo  á las 
bases  establecidas,  se  dictaron  por  decreto  de 
25  de  Octubre  del  mismo  año  las  disposiciones 
siguientes: 

Para  matricularse  en  las  diversas  facultades  de 
filosofía  y letras , ciencias,  medicina  y derecho, 
es  necesario,  primeramente,  ser  bachiller  en  ar- 
tes ; único  grado  de  bachiller  que  se  conoce  en 
el  dia  por  haberse  abolido  los  de  todas  las  facul- 
tades por  la  ley  de  7 de  Mayo  de  1870:  arts.  8.", 
15,  27,  33  y 40  del  decreto  citado. 

El  grado  de  bachiller  en  artes  se  adquiere  des- 
pués de  haber  hecho  los  estudios  siguientes: 
gramática  latina  y castellana,  dos  cursos;  y un 
curso  de  elementos  de  retórica  y poética;  nocio- 
nes de  geografía;  nociones  de  historia  universal; 
historia  de  España;  aritmética  y álgebra;  geo- 
metría y trigonometría  rectilínea;  elementos  de 
física  y química ; nociones  de  historia  natural; 
psicología  y lógica  y filosofía  moral ; fisiología  é 
higiene:  arts.  40  y 1."  del  decreto  citado. 

También  puede  estudiarse  la  segunda  ense- 
ñanza coa  supresión  del  latín  , en  cuyo  caso  las 
asignaturas  que  debe  probar  el  alumno  para  re- 
cibir el  grado  de  bachiller  son:  gramática  cas- 
tellana; geografía;  aritmética  y álgebra;  his- 
toria antigua;  geometría  y trigonometría;  no- 
ciones de  fisiología  ó higiene;  historia  inedia  y 
moderna,  debiendo  darse  con  extensión  la  de 
España;  física;  antropología;  química;  cosmo- 
logía; lógica  ; principios  generales  del  arte  y de 
sn  historia  en  España  con  aplicaciones  á lacom- 
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posición  técnica  de  las  artes  bellas  é industria- 
les ; biología  y ética ; principios  de  literatura  con 
un  breve  resúmen  de  la  historia  de  la  literatura 
española;  nociones  elementales  de  derecho  civil 
español;  elementos  de  agricultura,  industria 
fabril  y comercio:  art.  3.° 

No  se  exigirá  el  estudio  del  latin  para  ingre- 
sar en  las  facultades  de  ciencias  de  farmacia  y 
de  medicina;  pero  los  que  no  le  hubieren  estu- 
diado en  la  segunda  enseñanza,  le  probaron  an- 
tes de  matricularse  en  las  facultades  de  filosofía 
y letras  y de  derecho:  art.  7.° 

Es  necesario  asimismo,  para  ser  admitido  h la 
matrícula  de  la  Facultad  de  Derecho,  probar  en 
la  Facultad  de  Filosofía  y letras  las  asignaturas 
de  principios  generales  de  literatura  y literatura 
española,  literatura  latina  é historia  natural:  : 
art.  40. 

La  Facultad  de  Derecho  se  divide  en  dos  sec- 
ciones; una  de  derecho  civil  y canónico,  y otra 
de  derecho  administrativo. 

En  la  de  derecho  civil  y canónico,  se  requiere, 
para  adquirir  el  título  de  licenciado,  hacer  los 
estudios  que  se  marcan  en  los  arts.  42  y 43  del 
decreto  de  25  de  Octubre  citado,  que  se  han  ex- 
puesto en  el  artículo  de  esta  obra  Abogado , 
tomo  l.°,  pág.  65. 

Los  licenciados  de  derecho  civil  y canónico 
que  aspiren  ai  doctorado  en  la  misma  sección, 
estudiarán  las  materias  siguientes:  filosofía  del 
derecho  y derecho  internacional,  un  curso  de  tres 
lecciones  semanales;  historia  de  la  Iglesia,  Con- 
cilios y colecciones  canónicas,  un  curso  de  tres 
lecciones  semanales:  art.  44. 

En  la  sección  de  derecho  administrativo,  se 
requiere  el  estudio  de  las  siguientes  materias: 
elementos  de  economía  política  y estadística,  un 
curso  de  lección  diaria;  nociones  de  derecho  ci- 
vil español  y de  derecho  mercantil  y penal,  un 
curso  de  lección  diaria;  derecho  político  y admi- 
nistrativo español , un  curso  de  lección  diaria; 
instituciones  de  Hacienda  pública  de  España,  un 
curso  de  lección  diaria.  Al  terminar  estos  estu- 
dios, se  recibía  el  grado  de  bachiller,  que  ha  sido 
posteriormente  abolido,  según  hemos  dicho.  Es, 
pues,  necesario,  para  aspirar  al  grado  de  licen- 
ciado en  esta  sección,  seguir  estudiando  las  ma- 
terias siguientes:  derecho  político  en  los  princi- 
pales Estados,  un  curso  de  tres  lecciones  sema- 
nales; derecho  mercantil  y legislación  de  adua- 
nas de  los  pueblos  con  quienes  España  tiene  mas 
frecuentes  relaciones  comerciales,  un  curso  de 
tres  lecciones  semanales:  art.  46. 

Los  licenciados  en  la  sección  de  derecho  admi- 
nistrativo que  aspiren  al  doctorado,  estudiarán: 
filosofía  del  derecho,  derecho  internacional,  un 
curso  de  tres  lecciones  semanales ; historia  y 
exámen  crítico  de  los  principales  tratados  de 


España  con  otras  potencias,  un  curso  de  tres  lec- 
ciones semanales:  art.  47. 

Los  estudios  necesarios  para  obtener  el  título 
de  licenciado  en  la  Facultad  de  Filosofía  y le- 
tras, se  determinan  en  los  arts.  8.”  al  13;  los  de 
la  Facultad  de  Ciencias,  en  los  15  al  20;  los  de  la 
Facultad  de  Farmacia,  en  los  27  al  32;  los  de  la 
Facultad  de  Medicina,  en  los  40  al  39. 

Nada  se  innova  en  este  decreto  sobre  los  estu- 
dios para  la  carrera  del  notariado,  prescritos  en 
el  art.  60  de  la  ley  de  Instrucción  pública  de  9 
de  Setiembre  de  1857,  á saber:  prolegómenos  del 
derecho;  derecho  civil  español;  nociones  de  de- 
recho mercantil,  administrativo  y penal,  en  lo 
concerniente  al  ejercicio  de  la  fe  pública;  otor- 
gamiento de  instrumentos  públicos;  teoría  y 
práctica  de  los  procedimientos  judiciales;  paleo- 
grafía, El  programa  general  de  estudios  para 
esta  carrera  de  26  de  Agosto  de  1858  exigió  tam- 
bién la  asistencia  durante  tres  años  al  oficio  de 
un  notario  ó escribano  público,  pudiendo  ha- 
cerse esta  práctica  simultánea  á los  cursos  ó pos- 
terior á ellos.  Para  ingresar  en  dicha  carrera, 
requirió  también  ser  bachiller  en  Artes  y estar 
versado  en  la  lectura  de  letra  del  siglo  XVI  y 
posteriores. 

Los  estudios  de  paleografía  se  probarán  por 
medio  de  un  exámen  que  deberá  preceder  al  de 
reválida,  el  cual  se  verificará  ante  un  tribunal 
compuesto  de  un  catedrático  del  Notariado  y dos 
individuos  del  cuerpo  de  archiveros  biblioteca- 
rios elegidos  por' el  rector:  órden  de  23  de  Octu- 
bre de  1874, 

Acerca  de  la  expedición  de  títulos  académicos, 
se  ha  dispuesto  por  decreto  de  21  de  Diciembre 
de  1868,  con  el  fin  de  separar  de  la  administra- 
ción central  estas  atribuciones  para  encomen- 
darlas á los  cuerpos  mismos  que  en  adelante 
han  de  imprimir  por  sí  propios  los  movimientos 
á los  establecimientos  científicos  y literarios,  que 
los  títulos  que  se  expidan  en  virtud  de  ejercicios 
prácticos  desde  l.°  de  Enero  de  1869,  sean  auto- 
rizados por  los  jefes  de  los  establecimientos 
donde  los  aspirantes  hayan  probado  su  aptitud. 
Los  de  bachiller  en  Artes,  serán  expedidos  por 
el  director  del  instituto  en  que  ei  interesado 
haya  sufrido  los  ejercicios  de  examen  , y autori- 
zados con  tas  firmas  del  director  y secretario  del 
mismo.  Los  de  licenciados  en  Facultad  y doctor, 
por  los  rectores,  en  nombre  del  claustro  univer- 
sitario. Ambos  títulos  deberán  ir  autorizados  con 
las  firmas  del  rector,  dei  decano  y secretario  de 
la  Facultad , y la  del  secretario  general  de  la 
Universidad:  arts.  1."  al  5.° 

En  cada  establecimiento  se  llevarán  los  libros 
de  registro  convenientes  , donde  se  anotará  un 
extracto  de  los  títulos  expedidos,  á fin  de  eva- 
cuar las  consulta8  fiue  las  autoridades  adminis- 
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trativas  ó judiciales  tengan  por  conveniente 
promover:  art.  15.  Véase  la  circular  de  2 de 
Enero  de  1869. 

Los  títulos  de  catedráticos  de  instituto,  de  Fa- 
cultad, y cualquiera  otros  de  profesor  de  los  es- 
tablecimientos de  enseñanza,  así  como  los  de 
categoría,  de  ascenso  ó de  término  en  el  profe- 
sorado, se  seguirán  expidiendo  por  el  ministerio 
de  Fomento:  art.  17. 

La  facultad  de  expedir  títulos  académicos,  se 
concedió  asimismo  á los  establecimientos  libres 
de  enseñanza,  por  Real  órden  de  27  de  Agosto 
de  1872,  bajo  ciertas  reglas  que  se  ampliaron 
por  decreto  de  14  de  Enero  de  1874. 

Respecto  de  la  celebración  de  exámenes  y gra- 
dos, y de  la  composición  de  los  jurados  para 
ellos,  se  dictaron  las  siguientes  disposiciones 
por  decreto  de  6 de  Mayo  de  1870. 

Los  exámenes  ordinarios  de  asignaturas  se 
verificarán  en  los  establecimientos  públicos  de 
enseñanza  desde  1.a  á 30  de  Junio,  y desde  l.°  á 
30  de  Setiembre.  Serán  públicos,  y los  alumnos 
suspensos  en  cualquiera  de  las  épocas  de  exa- 
men, no  podrán  repetir  estos  basta  la  siguiente 
ni  en  el  mismo  ni  en  otro  establecimiento:  ar- 
tículos 1 al  6.° 

En  el  art,  5.°  de  dicho  decreto,  se  dispuso  que 
no  hubiera  mas  censuras  que  las  de  aprobado  y 
suspenso,  tanto  en  los  exámenes,  como  en  los 
grados.  Mas  por  decreto  de  17  de  Mayo  de  1872 
se  restableció  el  sistema  de  censuras  de  exámen 
derogándose  dicho  art.  5."  del' decreto  de  6 de 
Mayo  de  1870 , debiendo  sustituirse  con  el  si- 
guiente: La  calificación  en  los  exámenes  será  de 
sobresaliente,  notablemente  aprovechado  y sus- 
penso ; y en  los  grados,  de  sobresaliente , apro- 
bado y suspenso.  Este  decreto  fué  derogado  á 
su  vez  por  otro  de  29  de  Agosto  del  mismo  año; 
pero  últimamente,  por  el  de  3 de  Junio  de  1874, 
se  restableció  en  su  fuerza  y vigor  el  de  17  de 
Mayo  citado,  respecto  á la  escala  gradual  de 
calificaciones  en  los  exámenes  de  fin  de  curso, 
Igualmente  hánse  restablecido  para  los  ejer- 
cicios de  grado  desde  la  publicación  de  di- 
cho decreto  de  3 de  Junio  las  calificaciones  de 
aprobado  y sobresaliente,  conforme  á los  ar- 
tículos 199  del  reglamento  de  universidades  y 
195  del  de  segunda  enseñanza  de  22  de  Mayo 
de  1859. 

En  los  quince  dias  anteriores  á los  exámenes 
solicitará  cada  alumno  en  una  hoja  impresa, 
obtenida  en  la  secretaria  respectiva,  los  que  de- 
see sufrir ; se  pedirán  las  acordadas  que  fueren 
necesarias  á los  demás  establecimientos  y se  ex- 
pedirán en  vista  de  las  solicitudes  las  papeletas 
de  exámen.  Pasado  aquel  término,  solo  por  causa 
plenamente  justificada  y bajo  su  responsabili- 
dad, autorizarán  los  rectores  y directores  la  ex- 
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pedieion  de  papeletas  de  exámen:  artículo  7.“ 

Los  arts.  8.”  al  11  del  decreto  de  6 de  Mayo 
tratan  sobre  los  premios  y accésit  á los  alumnos. 

Los  jurados  de  exámen,  así  como  los  de  opo- 
sición á premios  en  los  establecimientos  oficiales 
de  enseñanza,  se  compondrán  de  tres  jueces, 
que  serán:  el  profesor  oficial  de  la  asignatura, 
otro  del  establecimiento  y de  la  misma  facultad 
y sección  que  el  primero , y una  persona  extraña 
al  profesorado  oficial,  pero  con  el  título  corres- 
pondiente nombrado  por  el  claustro,  art.  12. 

En  el  caso  de  que  no  haya  personas  adorna- 
das de  los  requisitos  legales  extrañas  al  profeso- 
rado oficial  para  constituir  los  jurados,  se  com- 
pletarán estos  con  profesores  de  la  enseñanza 
oficial.  Siempre  que  por  consideraciones  justifi- 
cadas deba  prescindirse  de  alguna  persona, 
aunque  reúna  las  condiciones  externas  que  la 
legislación  vigente  exige  á las  extrañas  para 
formar  parte  de  los  jurados  de  exámen,  prescin- 
dirán de  ella  los  claustros  , prévio  el  correspon- 
diente acuerdo  que  será  elevado  por  los  directo- 
res de  los  Institutos  y Escuelas  y por  los  deca- 
nos de  las  facultades  á los  rectores,  y por  estos  á 
la  Dirección  general  de  Instrucción  pública:  ar- 
tículo 3."  del  decreto  de  29  de  Julio  1870. 

Cuando  hubiere  varios  jurados  para  la  misma 
asignatura  ó para  la  misma  clase  de  ejercicios, 
el  examinando  podrá  presentarse  ante  cualquie- 
ra de  ellos.  El  fallo  de  los  jurados  es  inapelable: 
arts.  14  y 15. 

Para  presentarse  á exámen  basta  acreditar  ha- 
ber satisfecho  los  derechos  correspondientes, 
i exhibiendo  la  papeleta  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo 7.t>:  art.  18. 

Será  requisito  indispensable,  para  ser  admitido 
al  exámen  de  las  asignaturas  de  segunda  ense- 
ñanza , haber  sido  aprobado  en  instrucción  pri- 
maria: art.  20. 

Los  ejercicios  <lel  g’rado  de  bachiller  en  artes 
serán  dos  y orales,  conforme  se  previene  en  el 
art.  24,  recayendo  la  calificación  sobre  cada  ejer- 
cicio separadamente. 

Los  exámenes  de  facultad  se  harán  en  la  for- 
ma establecida  en  los  artículos  anteriores:  ar- 
tículo 24. 

Para  ser  admitido  á los  ejercicios  de  cualquier 
grado,  solo  se  exigirá  que  el  aspirante  tenga 
aprobados  los  del  anterior  y las  asignaturas  cor- 
respondientes al  que  solicitare  ; pero  no  se  expe- 
dirá título  alguno  sin  que  preceda  el  pago  y ex- 
pedición del  anterior:  art.  25. 

Los  ejercicios  para  ios  grados  en  facultad,  se 
celebrarán  en  la  forma  que  determine  la  legis- 
lación vigente,  y podrán  verificarse  en  cualquie- 
ra época  del  año,  excepto  en  los  meses  de  Julio 
y Agosto:  art.  26. 

Siguen  varias  disposiciones  sobre  el  modo  de 
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verificarse  en  los  establecimientos  de  enseñanza 
libres  los  exámenes  y grados  y su  rehabilitación,  . 
las  inas  importantes  de  las  cuales  se  han  ex-  j 
expuesto  en  ei  artículo  de  esta  obra , Abogado. 
Por  real  órden  de  2 de  Febrero  se  amplió  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  28  del  anterior  decreto,  y 
por  órden  de  17  de  Marzo  de  1874,  se  mandó 
efectuar  la  rehabilitación  de  los  grados  de  doc- 
tor de  los  establecimientos  libres  ante  un  tri- 
bunal compuesto  de  tres  profesores  de  la  uni- 
versidad oficial  y de  la  facultad  respectiva,  y de 
dos  de  la  misma  facultad  del  establecimien- 
to líbre  que  tuvieren  el  título  correspon- 
diente. 

Háse  prescrito  igualmente,  respeeto  de  las  uni- 
versidades libres,  que  los  licenciados  eú  derecho 
civil  procedentes  de  ellas , que  hubieren  reha- 
bilitado sus  títulos  en  la  forma  establecida  en  28 
de  Setiembre  de  1869  y 6 de  Mayo  de  1870,  con 
anterioridad  á la  ley  provisional  sobre  organiza- 
ción del  poder  judicial,  tienen  aptitud  para  in- 
gresar en  el  cuerpo  de  aspirantes  á la  judicatura: 
decreto  de  11  de  Diciembre  de  1873. 

Mas , últimamente,  han  sufrido  radicales  re- 
formas, á consecuencia  del  deplorable  estado  á 
que  habían  reducido  la  instrucción,  las  disposi- 
ciones relativas  á la  libertad  concedida  á las  Di- 
putaciones y Ayuntamientos,  para  la  creación  de 
establecimientos  de  enseñanza,  y á la  facultad 
concedida  á los  alumnos  para  matricularse  en  el 
órden  que  les  pluguiese  y para  no  asistir  á las 
clases,  y otras  análogas.  Sobre  lo  primero,  se 
proveyó  por  decreto  de  29  de  Julio  de  1874,  y so- 
bre lo  segundo  por  el  de  29-  de  Setiembre  del  j 
mismo  año.  Por  el  primero,  creyó  el  Gobierno 
conveniente  revindicar  la  dirección  de  las  es- 
cuelas públicas  para  velar  por  que  se  desempe- 
ñen con  el  debido  celo  é inteligencia,  declaran-  ¡ 
do  ser  públicas  para  este  objeto,  no  solo  las  cos- 
teadas por  el  presupuesto  general , sino  las  do- 
tadas y favorecidas  por  el  Erario  provincial  y 
municipal. 

De  la  dirección  respecto  de  ios  estudios  públi- 
cos, se  exceptuaron  los  de  los  Seminarios  conci- 
liares , cuyo  régimen , conforme  á los  Sagrados 
Cánones  y á los  Concordatos  con  la  Santa  Sede,  ■ 
corresponde  á los  Prelados  diocesanos.  Tienen 
estas  escuelas  por  exclusivo  objeto,  se  lee  en  el 
preámbulo  de  dicho  decreto  de  Julio,  educar  á 
los  jóvenes  para  el  sacerdocio , y seria  atentar  á 
la  independencia  de  la  potestad  eclesiástica  in- 
miscuirse en  la  enseñanza  de  los  que  han  do  ser 
algún  dia  miembros  de  la  Iglesia  docente.  Sin 
embargo,  cuando  los  Prelados  quisieran  dar  ca- 
rácter académico  á los  cursos  que  se  sigan  en 
sus  escuelas,  se  les  sujetó,  desgraciadamente,  á 
las  condiciones  que  los  demás  establecimientos 
no  dirigidos  por  el  Gobierno, 


Así  pues,  por  el  decreto  de  29  de  Julio  de  1874 
se  dictaron  las  siguientes  disposiciones. 

Los  estudios  podrán  hacerse  en  establecimien- 
tos públicos,  en  establecimientos  privados  ó en 
el  hogar  doméstico:  art.  l.° 

Son  establecimientos  públicos  de  enseñanza 
los  que  están  á cargo  del  presupuesto  general, 
provincial  ó municipal,  ó reciben  auxilio  ó sub- 
vención de  fondos  públicos:  art.  2.a 

Al  Gobierno  incumbe  dirigir  los  estableci- 
mientos públicos  de  enseñanza,  dictar  sus  pla- 
nes, programas  y estudios  y reglamentos  lite- 
rarios y administrativos , nombrando  un  jefe, 
profesores,  empleados  y dependientes  en  la  for- 
ma prescrita  en  las  leyes,  y en  los  mismos  re- 
glamentos, con  excepción  de  los  Seminarios  con- 
ciliares , que  se  regirán  conforme  á lo  prescrito 
en  los  Sagrados  Cánones  y á lo  concordado  con 
la  Santa  Sede:  art.  3.” 

Las  Diputaciones  provinciales  y los  Ayunta- 
mientos podrán  crear  establecimientos  de  se- 
gunda enseñanza  además  de  los  que  tengan 
obligación  de  sostener  facultades  y escuelas  pro- 
fesionales, coa  autorización  del  Gobierno,  que  la 
concederá  prévio  expediente  en  que  se  justifi- 
quen los  siguientes  extremos: 

1. ”  Que  están  cumplidamente  atendidas  las 
obligaciones  de  Instrucción  pública  que  la  Di- 
putación ó Ajnintamiento  debe  incluir  en  su 
presupuesto  con  arreglo  á las  leyes. 

2. “  Que  el  número  y dotación  de  las  cátedras 
y cargos  facultativos  del  establecimiento  que  se 
trata  de  crear  son  los  mismos,  por  lo  menos,  que 
los  de  las  escuelas  de  la  propia  índole  sostenidas 
por  el  Estado. 

3. °  Que  el  edificio  tiene  las  condiciones  pro- 
pias para  el  objeto  á que  se  destina. 

4. "  Que  se  cuenta  con  medios  bastantes  para 
adquirir  el  material  necesario  para  la  ense- 
ñanza. 

5. ”  Que  en  el  caso  de  suprimirse  ei  estable- 
cimiento , se  satisfará  á los  catedráticos  pro- 
pietarios el  haber  que  les  corresponda  como 
excedentes , mientras  no  obtengan  otra  colo- 
cación. 

Los  establecimientos  de  enseñanza  á que  se 
refiere  esta  disposición  serán  regidos  en  la  forma 
prescrita  en  el  art.  3.°:  art.  5.” 

Son  establecimientos  privados  de  enseñanza 
los  creados  y sostenidos  exclusivamente  con 
fondos  particulares:  art.  0.’ 

Los  fundadores , empresarios  ó directores  de 
establecimientos  privados  de  enseñanza  podrán 
adoptar  con  entera  libertad  las  disposiciones  que 
juzguen  mas  convenientes  á su  buen  régimen 
literario  y administrativo.  El  Gobierno  única- 
mente se  reserva  el  derecho  de  inspeccionarlos 
en  cuanto  se  refiera  á la  moral  y '¡i  las  condicio- 
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ues  higiénicas  y el  de  corregir  eu  la  forma  que 
los  reglamentos  prescriban  las  faltas  que  en 
estas  materias  se  cometan:  art.  7.° 

Se  entiende  por  enseñanza  doméstica  la  que 
reciben  los  alumnos  en  la  casa  donde  habitan; 
no  siendo  de  pensión.  Se  considerará  casa  de 
pensión , y la  será  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  aquella  donde  vivan  mas  de. 
cuatro  alumnos  que  no  tengan  parentesco  entre 
sí  ni  con  la  cabeza  de  la  familia.  La  enseñanza 
doméstica  no  está  sujeta  á inspección  oficial: 
art.  8.° 

Los  reglamentos  determinarán  las  condicio- 
nes con  que  podrán  adquirir  carácter  académico 
los  estudios  generales  de  segunda  enseñanza 
hechos  en  Seminario,  en  establecimiento  priva- 
do ó en  el  hogar  doméstico,  y la  série  de  prue- 
bas á que  habrán  de  sujetarse  para  obtener  los 
grados  y títulos  profesionales  los  que  no  hayan 
seguido  la  carrera  en  escuelas  dirigidas  por  el 
Gobierno:  art.  9.” 

La  angustia  del  tiempo  impidió  que  se  forma- 
ran los  reglamentos  mencionados.  Para  evitar, 
pues,  los  graves  perjuicios  que  habían  de  resul- 
tar á los  que  estudiaren  1a.  segunda  enseñanza 
en  colegios  privados  ó en  el  hogar  doméstico 
era  de  absoluta  necesidad  fijar  las  condiciones 
indicadas  en  la  disposición  9 del  decreto  de  29  de 
Julio  expuesto,  referente  á dichos  reglamentos. 
En  su  consecuencia , se  dictaron  las  siguientes 
prescripciones  por  decreto  de  29  de  Setiembre 
de  1874. 

Los  fundadores,  directores  ó empresarios  de 
establecimientos  privados  de  segunda  enseñan- 
za que  deseen  dar  carácter  académico  á los  es- 
tudios hechos  en  ellos , deberán  remitir  dentro 
de  los  quince  dias  anteriores  á la  apertura  del 
curso  al  Director  del  Instituto  provincial  en 
cuyo  término  radiquen  un  cuadro  de  la  ense- 
ñanza que  demuestre  el  número  y nombre  de 
las  asignaturas  que  hayan  de  dar  y el  de  los 
profesores  encargados  de  explicarlas,  con  ex- 
presión de  todos  sus  títulos  académicos  si  los 
tuvieren. 

Si  en  el  trascurso  del  año  académico  cesare 
alguno  de  estos  profesores  en  el  desempeño  de 
la  enseñanza,  el  fundador,  empresario  ó direc- 
tor del  establecimiento  privado  deberá  noticiar- 
lo al  Director  del  Instituto,  poniendo  también 
en  su  conocimiento  la  persona  que  ha  de  reem- 
plazarle. 

Los  directores  de  los  Institutos  cuidarán  de 
publicar  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia, 
durante  el  primer  mes  de  cada  curso,  los  cuadros 
de  los  establecimientos  privados,  y de  dar  en  el 
mismo  noticia  de  las  variaciones  que  ocurrieren: 
art.  l.° 

Los  alumnos  de  establecimientos  privados  de 


segunda  enseñanza  deberán  hacer  sus  matrícu- 
las en  la  época  señalada  para  los  que  estudien  en 
Institutos  públicos:  art.  2. 

Los  estudios  hechos  en  el  hogar  doméstico,  no 
han  menester,  para  surtir  plenos  efectos  acadé- 
micos, de  otro  requisito  que  el  de  la  matricula, 
la  cual  deberá  hacerse  también  en  los  institutos 
provinciales  y en  la  época  marcada  para  los 
alumnos  de  estos:  art.  8.° 

Los  exámenes  de  ingreso  en  la  segunda  ense- 
ñanza para  los  alumnos  de  establecimientos  pri- 
vados y de  enseñanza  doméstica  que  se  hallen 
en  poblaciones  donde  exista  Instituto,  se  verifi- 
carán ante  un  tribunal  formado  por  los  cate- 
dráticos de  dicho  establecimiento  ; y donde  no, 
ante  un  tribunal  compuesto  de  un  vocal  de  la 
Junta  local  de  primera  enseñanza  designado  por 
la  misma,  el  cual  presidirá  los  actos;  del  direc- 
tor del  establecimiento  privado,  y de  un  maestro 
de  escuela  pública.  En  los  casos  de  enseñanza 
doméstica,  entrará  en  lugar  del  director  del  co- 
legio otro  maestro,  y en  su  defecto  otro  indivi- 
duo de  la  Junta  local:  art.  4.° 

Las  asignaturas  de  segunda  enseñanza  estu- 
diadas en  establecimientos  privados  ó en  el  ho- 
gar doméstico  sin  acomodarse  á las  prescripcio- 
nes de  los  artículos  anteriores,  no  serán  ineorpo- 
rables  en  los  Institutos  públicos,  pero  podrán  los 
alumnos  que  así  hubieren  estudiado  obtener  el 
grado  de  bachiller  en  Artes,  sujetándose  á las 
pruebas  de  aptitud  y pago  de  derechos  que  se 
determinarán  oportunamente,  previa  consulta 
del  Consejo  de  instrucción  pública:  art.  5." 

Ningún  alumno  podrá  matricularse  en  los  es- 
tudios de  segunda  enseñanza  sin  haber  sido 
aprobado  en  los  exámenes  de  ingreso  que  deter- 
minen las  disposiciones  vigentes:  art.  G.“ 

Con  el  objeto  de  poner  orden  y regularidad 
en  los  estudios,  y de  corregir  la  ilimitada  facul- 
tad dada  álos  alumnos  de  las  Facultades,  de  es- 
tudiar las  materias  de  cada  una  en  la  forma  que 
quisieren  y en  el  tiempo  que  tuviesen  á bien,  se 
dictó  por  el  mismo  decreto  lo  que  sigue: 

Los  estudios  pertenecientes  al  período  de  se- 
gunda enseñanza,  se  harán  con  sujeción  á las 
prescripciones  siguientes: 

1. "  Las  matrículas  en  las  asignaturas  de  latín 
y castellano  se  harán  siguiendo  su  órden  numé- 
rico, y precederán  á la  de  retórica  y poética  y á 
la  de  psicología,  lógica  y filosofía  moral.  La  de 
geografía  deberá  preceder  á las  de  historia  uni- 
versal é historia  de  España.  La  de  aritmética  y 
álgebra,  á la  de  geometría  y trigonometría,  y 
esta  á las  de  físiea  y química,  historia  natural  y 
fisiología  é higiene. 

2. *  La  matrícula  de  la  segunda  enseñanza 
con  supresión  del  latín,  se  hará  de  modo  que  las 
asignaturas  comunes,  que  son  las  ya  [enumera- 
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das,  se  estudien  en  el  órden  indicado  y antes 
que  las  propias  de  este  método. 

3.a  La  matrícula  en  los  estudios  de  aplicación 
de  segunda  enseñanza  , se  hará  de  modo  que  á 
la  de  topografía  preceda  la  de  los  dos  años  de 
matemáticas  elementales,  y la  de  dibujo  lineal 
á la  de  mecánica  industrial.  También  precede- 
rán la  de  los  dos  cursos  de  matemáticas  á la  de 
química  aplicada  á las  Artes,  á la  de  física  y quí- 
mica, á la  de  dibujo  lineal ; la  de  aritmética  y 
álgebra,  á la  de  aritmética  mercantil;  la  de  esta, 
á la  de  ejercicios  prácticos  de  comercio;  la  de 
elementos  de  geografía,  á la  de  geografía  y es- 
tadística comercial,  debiendo  preceder  el  estudio 
del  dibujo  lineal  á los  demás  de  su  género. 

No  podrá  hacerse  la  matrícula  de  las  Faculta- 
des sin  haber  ganado  las  asignaturas  necesarias 
al  grado  de  bachiller  en  Artes,  y para  ser  admi- 
tido al  primer  exámen  de  aquellas,  será  requisi- 
to necesario  la  presentación  del  título  que  acre- 
dite dicho  grado;  art.  8.° 

Para  la  matrícula  de  la  Facultad  de  Filosofía 
y Letras,  se  observarán  las  reglas  siguientes; 

1. '  La  matrícula  en  principios  generales  de 
literatura  ha  de  preceder  á la  de  literatura 
clásica. 

2. a  La  de  lengua  griega  precederá  á la  de  es- 
tudios críticos  de  prosistas  griegos,  y esta  á la 
de  estudios  de  poetas. 

3. a  La  de  geografía  se  hará  antes  que  la  de 
historia  universal. 

4. ’  La  de  historia  universal  antes  que  la  de 
historia  de  España. 

5. a  La  de  metafísica  precederá  á las  de  esté- 
tica, historia  de  la  ñlosofía  é historia  crítica  de 
la  literatura  de  España:  art.  9.” 

El  art.  10  determina  el  órden  que  se  ha  de 
observar  para  la  matrícula  de  la  facultad  de 
ciencias  exactas,  físicas  y naturales. 

Para  la  matrícula  de  la  Facultad  de  Derecho, 
deberán  observarse  las  reglas  siguientes: 

1. a  En  la  sección  de  derecho  civil  y canóni- 
co, la  matrícula  de  la  enciclopedia  y del  derecho 
romano  habrá  de  preceder  á la  de  todas  las  de- 
más asignaturas,  y los  dos  años  en  que  se  divide 
el  último  se  estudiarán  en  órden  suecesivo. 

2. a  La  de  derecho  civil  precederá  á la  de  de- 
recho mercantil  y penal  y del  canónico. 

3. a  La  de  instituciones  del  derecho  canónico, 
será  anterior  á la  de  disciplina  general  de  la 
Iglesia  y particul  ar  de  España. 

4. a  La  de  teoría  de  los  procedimientos  se  hará 
antes  que  la  de  practica  forense. 

3.a  En  la  sección  de  derecho  administrativo, 
la  matricula  de  economía  política  y derecho  po- 
lítico y administrativo , debe  preceder  á la  de 
instituciones  de  Hacienda  pública. 

6."  Las  de  nociones  de  derecho  civil  español 


y derecho  mercantil  y penal,  serán  anteriores  á 
las  de  derecho  mercantil  y legislación  de  adua- 
nas de  los  pueblos  con  quienes  tiene  España 
mas  frecuentes  relaciones  comerciales:  art.  11. 

Los  artículos  12  y 13,  disponen  el  órden  en 
que  lian  de  hacerse  las  matrículas  para  las  fa- 
cultades de  farmacia  y medicina. 

La  matrícula  de  las  asignaturas  del  doctorado 
en  todas  las  Facultades  no  podrá  hacerse  sino 
por  los  alumnos  que  hubiesen  probado  las  asig- 
naturas necesarias  para  optar  al  grado  de  licen- 
ciado, pero  podrán  pedirla  antes  de  recibir  el 
mismo:  art.  14. 

La  matrícula,  tanto  en  la  segunda  enseñanza 
como  en  las  Facultades,  se  hará  solamente  en  el 
mes  anterior  á la  época  de  la  apertura  del  curso 
escolar:  art.  15. 

A fin  de  coartar  la  facultad  concedida  á los 
alumnos  de  no  asistir  á las  clases,  se  prescribió 
que  los  alumnos  de  los  establecimientos  públicos 
tendrán  la  obligación  de  asistir  puntualmente  á 
la  clase  durante  todo  el  curso;  si  dejaren  de  ha- 
cerlo por  bastante  tiempo  sin  tener  para  ello 
causa  que  parezca  al  profesor  legítima,  podrá 
este  excluirlos  de  los  exámenes  ordinarios  , y al 
presentarse  en  los  extraordinarios  de  Setiem- 
bre, no  podrán  aspirar  mas  que  á la  nota  de 
aprobado. 

Dispúsose  asimismo  en  dicho  decreto: 

Se  prohíbe  el  traslado  de  la  matrícula  de  uno 
á otro  de  los  establecimientos  públicos  en  la 
época  de  los  exámenes  y durante  el  mes  último 
del  curso  escolar.  Podrán,  sin  embargo,  los  rec- 
tores conceder  dichos  traslados  en  caso  de  nece- 
sidad debidamente  justificada:  art.  18. 

Los  alumnos  abonarán  por  derechos  de  matrí- 
cula la  cantidad  de  8 pesetas  en  cada  asignatura 
de  las  de  segunda  enseñanza,  y la  de  16  pesetas 
en  cada  una  de  las  de  Facultad.  Los  alumnos  de 
los  establecimientos  privados  y los  de  enseñanza 
doméstica,  satisfarán  solamente  la  mitad  de  los 
derechos  referidos:  art.  19. 

Ultimamente  por  decreto  de  4 de  Junio  do 
1S75  se  han  dictado  respecto  de  las  pruebas  ne- 
cesarias para  dar  validez  á los  estudios  que  se 
hubieren  verificado  privadamente  las  siguien- 
tes disposiciones. 

Los  tribunales  que  han  de  entender  en  las 
pruebas  y ejercicios  literarios  á que  se  sometan 
los  que  habiendo  hecho  estudios  privados  pre- 
tendan recibir  grados  académicos  actuarán  úni- 
camente en  Madrid,  cuando  se  trate  de  las  prue- 
bas de  aptitud  para  obtener  grados  y títulos  en 
las  facultades,  y en  las  capitales  de  los  distritos 
universitarios  en  que  haya  facultades  ó cátedras 
de  letras  ó ciencias  análogas  á las  que  sean  ob- 
jeto del  exámen,  cuando  se  trate  de  grados  de 
bachiller  y títulos  especiales:  art.  ].“ 
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Los  tribunales  se  reunirán  en  los  meses  de  j 
Abril  y Noviembre  de  cada  año,  durante  el  tiem-  j 
po  necesario  para  la  terminación  de  exámenes  ; 
y ejercicios  de  grados  y títulos  de  los  aspirantes  ! 
que  se  presenten  : art.  2.° 

El  número  de  vocales  se  determina  en  los  ar-  , 
tirulos  3.°  al  G.J 

Hasta  tanto  que  se  publiquen  los  programas  ¡ 
de  que  habla  el  art.  5.°  del  Real  decreto  de  25  de  ; 
Febrero  último  (los  generales  de  estudios),  los  , 
tribunales  se  atendrán  en  el  exámen  de  los  as-  . 
pirantes  á la  extensión  que  á las  correspondien- 
tes enseñanzas  se  dé  en  las  Universidades , es-  , 
cuelas  superiores , profesionales  ó institutos:  ar- 
tículo 7.° 

Las  pruebas  de  suficiencia  serán  parciales  y 
analíticas  respecto  á las  asignaturas  de  cada 
grupo,  concretas  y sintéticas  con  relación  á los 
grados  académicos  y títulos  profesionales:  ar- 
tículo 8.°  ¡ 

Los  aspirantes  satisfarán  la  mitad  de  los  dere-  ; 
chos  de  matricula  que  las  leyes  prevengan  para 
los  alumnos  oficiales,  haciendo  el  pago,  siendo 
aprobados,  cuando  terminen  los  exámenes  de 
todos  los  grupos  y antes  de  los  ejercicios  del 
grado.  El  aspirante,  al  presentarse  á los  tribu- 
nales, acreditará  haber  abonado  25  pesetas  por 
derechos  de  exámen,  en  cada  grupo  de  asigna- 
turas 6 ejercicios  de  grado.  Deberán,  antes  de 
las  pruebas  de  aptitud  necesarias  para  obtener 
un  grado  ó titulo,  acreditar  haber  recibido  el  j 
que  antecede  en  el  Orden  académico , con  arre- 
glo á las  prescripciones  de.  la  ley.  Deberán  so- 
meterse primero  á los  exámenes  de  asignatu-  [ 
ras,  y segundo  á los  ejercicios  del  respectivo 
grado,  después  de  haber  sido  aprobados  en  todos 
los  exámenes  precedentes:  art.  9.” 

Los  grupos  de  asignaturas  respectivas  á los 
títulos  profesionales,  se  harán  en  el  órden  y 
con  sujeción  á los  programas  publicados  en  20 
de  Setiembre  de  1858. 

Los  grupos  de  las  asignaturas  que  constitu- 
yen los  grados  profesionales  y títulos  de  escue- 
las especiales  superiores,  además  delas’secciones 
que  cada  uno  pueda  tener,  serán  los  que  permi- 
tan el  concepto  é índole  de  sus  enseñanzas,  for- 
mando el  primer  grupo  las  asignaturas  del  año 
ó años  preparatorios  en  las  facultades  ó escuelas 
que  existan,  y las  restantes  con  las  afines,  según 
las  respectivas  enseñanzas:  art.  12. 

Los  aspirantes  á grados  ó títulos  bajo  las  pres- 
cripciones de  esta  enseñanza,  harán  en  igual 
forma  y número  los  ejercicios  que  las  leyes  pre- 
vienen para  los  de  la  oficial , abonando  los  de- 
rechos qne  estos  satisfacen  para  la  expedición 
del  título:  art.  13. 

roaos  los  actos  serán  públicos  y préviamen- 
te  anunciados  en  el  tablón  de  los  edictos  de  I 


los  respectivos  establecimientos:  artículo  14. 

El  mínimum  de  duración  del  exámen  será  de 
veinte  minutos  por  cada  asignatura  comprendi- 
da en  el  grupo,  y de  ocho  dias  el  plazo  que  me- 
die de  uno  á otro  acto : art.  15. 

Serán  públicamente  sorteadas  en  el  acto  del 
exámen  cuatro  lecciones  del  programa  general 
de  cada  asignatura  que  han  de  ser  objeto  de 
preguntas  por  el  jurado:  art.  16. 

La  aprobación  en  un  ejercicio  no  será  sufi- 
ciente por  sí  sola  para  dar  validez  académica  á 
las  asignaturas  que  comprenda:  art.  17. 

Las  calificaciones  de  los  exámenes  serán  igua- 
les á las  de  los  alumnos  oficiales  , y el  aspirante 
que  sea  suspenso,  solo  podrá,  abonándomenos 
derechos  de  exámenes , repetir  este  en  la  inme- 
diata convocatoria.  La  suspensión  en  un  grupo 
de  asignaturas  ó ejercicio  dos  veces  seguidas 
anula  la  aprobación  de  todos  los  grupos  y ejer- 
cicios precedentes  en  el  respectivo  grado  aca- 
démico : art.  18. 

Tales  son  las  disposiciones  que  se  han  dictado 
hasta  el  dia  con  el  objeto  de  definir  la  forma  en 
que  ha  de  ejercerse  la  libertad  de  enseñanza,  y 
de  poner  cortapisas  á la  inmoderada  libertad  que 
habían  permitido  las  prescripciones  emanadas 
del  espíritu  innovador  de  la  revolución  de  Se- 
tiembre de  1868.  Por  nuestra  parte  no  las  cree- 
mos bastante  á propósito  para  restablecer  com- 
pletamente los  principios  fundamentales  que 
deben  servir  de  base  á la  enseñanza. 

Por  fortuna  liáse  reconocido  últimamente  la 
necesidad  de  celar  por  que  se  respeten  en  la  en- 
señanza la  religión  de  España  esencialmente  ca- 
tólica , como  ya  en  el  Código  penal  reforma- 
do en  1870  se  habia  atendido  á que  se  res- 
petara la  moral,  imponiéndose  en  su  art.  202  á 
los  que  fundaren  establecimientos  de  enseñanza 
que  por  su  objeto  ó circunstancias  fueran  con- 
trarios á la  moral  pública,  la  pena  de  pxúsion 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y medio  y 
multa  de  250  á 2.500  pesetas.  En  la  circular  di- 
rigida en  26  de  Febrero  de  1875  por  el  Ministro 
de  Fomento  á los  Rectores  de  las  Universidades, 
se  les  previene  lo  siguiente:  «Cuando  la  mayo- 
ría y casi  la  totalidad  de  los  Españoles  es  cató- 
lica y el  Estado  es  católico,  la  enseñanza  oficial 
debe  obedecer  á este  principio,  sujetándose  á 
todas  sus  consecuencias.  Partiendo  de  esta  base, 
el  Gobierno  no  puede  consentir  que  en  las  cá- 
tedras sostenidas  por  el  Estado  se  explique  con- 
tra un  dogma  que  es  la  verdad  social  de  nues- 
tra patria.  Es,  pues,  preciso  que  vigile  Y.  S.  con 
el  mayor  cuidado  para  que  en  los  establecimien- 
tos que  dependen  de  su  autoridad  no  se  enseñe 
nada  contrario  al  dogma  católico  ni  á la  sana 
moral,  procurando  que  los  profesores  se  atengan 
estrictamente  á la  explicación  de  las  asignatu- 
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ras  que  les  están  confiadas,  sin  extraviar  el  es-  j 
píritu  dócil  de  la  juventud  por  sendas  que  con-  ■ 
duzcan  á funestos  errores  sociales,  y que  se  , 
observe  sobre  este  punto  el  mas  escrupuloso 
celo.»  En  dicha  circular  se  excita  asimismo  á 
velar  con  especial  esmero , para  que  se  respete  y 
acate  el  principio  monárquico  que,  con  el  reli- 
gioso, son  los  dos  á que  debemos  las  mas  glo- 
riosas páginas  de  nuestra  historia. ' 

Por  último,  el  Código  penal,  en  su  art.  233 
castiga  con  la  pena  de  suspensión  en  sus  gra- 
dos medio  y máximo  y multa  de  250  á 2,500  pe- 
setas al  funcionario  público  que  ordenare  la 
clausura  de  cualquier  establecimiento  privado 
de  enseñanza,  á no  ser  por  motivos  racional-  ■ 
mente  suficientes  de  higiene  ó moralidad,  y al 
que  no  pusiere  en  conocimiento  de  la  autoridad 
judicial  dicha  clausura  ó disolución  en  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  de  haber  sido  llevada 
á efecto.  * 

INSTRUCTIVAMENTE.  Para  instrucción;  y así  se 
suele  decir  que  se  ha  oido  á las  partes  instruc-  ■ 
üvamente. 

INSTRUIR.  Formalizar  un  proceso  ó expedien- 
te conforme  á las  reglas  de  derecho  y prácticas  | 
recibidas. 

INSTRUMENTAL.  Lo  perteneciente  á los  instru- 
mentos ó escrituras  públicas;  y así  se  llama 
prueba  instrumental  la  que  se  hace  solo  con  es-  ■ 
tos  instrumentos,  y testigo  instrumental  el  que 
asiste  al  otorgamiento  de  un  instrumento  ó es- 
critura. 

INSTRUMENTO.  Cualquiera  de  las  herramien- 
tas, utensilios  y máquinas  de  que  se  sirven  los 
hombres  para  trabajar  en  los  oficios,  artes,  fá-  • 
bricas  ó en  cualquiera  especie  de  industria  á 
que  se  dedican.  Los  instrumentos  de  esta  clase 
no  pueden  embargarse  ni  ocuparse  en  las  eje- 
cuciones por  deudas  civiles  ó causas  livianas,  á 
fin  de  no  privar  á los  operarios  de  los  medios 
con  que  ganan  la  subsistencia  de  sus  familias, 
y de  no  embarazar  los  efectos  de  la  industria: 
ley  19,  tít.  31,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Bajo  la  pala- 
bra instrumento  se  comprende,  cuando  se  trata 
de  un  fundo  , todo  lo  que  puede  servir  para  su 
cultivo  y explotación ; cuando  se  trata  de  pesca, 
todo  lo  que  es  útil  para  el  ejercicio  de  este  ramo 
de  industria,  no  solo  las  redes,  sino  también  las 
barcas  que  se  emplean  en  ella;  cuando  se  trata 
de  pintura,  todo  lo  necesario  para  hacerla,  como 
las  tintas , colores,  pinceles,  etc. 

INSTRUMENTO.  En  general,  es  todo  lo  que  sir- 
ve para  instruir  una  causa,  torio  lo  que  nos  con- 
duce á la  averiguación  de  la  verdad,  todo  lo  que 
nos  da  luz  sobre  la  existencia  de  un  hecho  ó 
convenio;  de  modo  que  en  este  sentido  pueden 
llamarse  instrumentos  las  deposiciones  de  tes- 
tigos y sus  promesas:  Instrumentorum  nomine,  ; 
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dice  la  ley  1.a,  tít.  4.",  lib.  22  del  Digesto,  ea  om- 
itid accipienda  sunt,  quibus  causa  instruí  potest;  et 
ideo  tara  testimonia,  quam  persones  instrumento - 
rum  loco  habentur.  La  voz  instrumento  se  deriva 
efectivamente  del  verbo  latino  inslruere,  ins- 
truir, porque  está  destinado  á instruirnos  é in- 
formarnos de  lo  que  ha  pasado ; y por  eso  no  es 
extraño  que  se  haya  comprendido  también  bajo 
esta  apelación  á los  testigos.  Mas  eu  sentido  pro- 
pio  y riguroso  no  se  entiende  por  instrumento 
sino  el  escrito  en  que  se  perpetúa  la  memoria 
de  un  hecho,  el  papel  ó documento  con  que  se 
justifica  ó prueba  alguna  cosa,  la  descripción, 
memoria  ó nota  de  lo  que  uno  ha  dispuesto  ó 
ejecutado  ó de  lo  que  ha  sido  convenido  entre 
dos  ó mas  personas;  Fiimt  scriptnrm,  %t  quod 
actum  est,  per  eos  facilius  probari  possit:  ley  4.a, 
tít.  4.°,  ley  22  del  Digesto.  La  palabra  instrumen- 
to suele  confundirse  con  la  palabra  titulo,  to- 
mándose frecuentemente  la  una  por  la  otra;  pero 
en  rigor  son  muy  diversas  y significan  cosas 
distintas.  Titulo , es  la  causa  del  derecho  que 
tenemos;  el  título  de  un  comprador,  v.  gr.,  es 
la  compra ; el  título  de  un  donatario  es  la  dona- 
ción; el  título  de  un  arrendatario  es  el  arrenda- 
miento; el  título  de  un  heredero  es  la  institu- 
ción ; de  modo  que  el  título  viene  á ser  lo  mismo 
que  la  convención  ó el  contrato  ó la  institución, 
mientras  que  el  instrumento  no  es  otra  cosa  que 
la  prueba  escrita  del  título.  Podemos,  pues,  te- 
ner un  título  sin  tener  un  instrumento ; y por 
lo  contrario,  podemos  tener  un  instrumento  sin 
tener  un  título.  El  que  compra  verbalmente  una 
cosa  tiene  un  título  y no  un  instrumento;  y el 
que  compra  por  escrito,  pero  de  mala  fe,  una 
cosa  de  que  el  vendedor  no  puede  disponer,  tie- 
ne un  instrumento  y no  un  título,  quia  non  kabet 
justam  cansara  possidendi,  V.  Titulo. 

El  instrumento  es  público  ó privado.  Es  ins- 
trumento público  el  que  una  persona  constituida 
en  dignidad  ó cargo  público  autoriza  en  los  ne- 
gocios correspondientes  á su  empleo  ú oficio  ; y 
es  instrumento  privado  el  que  se  hace  por  per- 
sonas particulares  sin  intervención  de  persona 
Legalmente  autorizada,  ó por  personas  públicas 
en  actos  que  no  son  de  oficio.  Algunos  dividen 
los  instrumentos  en  auténticos,  públicos  y pri- 
vados; pero  esta  división  triinembre  carece  de 
exactitud  y precisión,  pues  que  todo  instrumen- 
to auténtico  es  también  público,  respecto  de  que 
no  hay  verdadera  autenticidad  que  no  dimane  de 
autoridad  pública,  y todo  instrumento  publico 
es  igualmente  auténtico  por  razón  de  la  fe  ó cré- 
dito que  merece.  Véanse  los  artículos  siguientes. 

INSTRUMENTO  AUTÉNTICO.  Dícese  auténtico  todo 
escrito,  papel  ó documento  que  se  halla  autori- 
zado de  manera  que  haga  fe  y deba  ser  creído. 
La  palabra  auténtico  es  griega  y vale  lo  mismo 
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qae  cosa  autorizada  ó de  fe  cierta.  Es  instru- 
mentó  auténtico,  según  Gregorio  López  en  las 
glosas  de  la  ley  1.‘,  tít.  18,  Part.  3.  , todo  escrito 
que.  hace  fe  por  sí  mismo  y no  requiere  ningún  ■ 
otro  adminículo  para  su  validez,  como  por  ejem- 
plo, los  siguientes:  1.”,  las  cartas  ó documentos 
corroborados  con  sello  del  Bey,  Príncipe,  Arzo- 
bispo, Obispo,  cabildo,  concejo,  abad  bendito, 
maestre  de  Órdenes  militares,  duque,  conde, 
marqués,  ricohombre  ú otra  persona  ó corpora- 
ción constituida  en  dignidad  con  privilegio  de 
sello,  conforme  á las  leyes  1.*  y 114  de  dicho  tí- 
tulo y Partida;  2.°,  los  documentos  hechos  ó ex- 
pedidos por  algún  oficial  ó funcionario  en  las 
cosas  pertenecientes  al  oficio  que  ejerce  con  au- 
toridad pública;  3.°,  las  escrituras,  papeles,  do- 
cumentos, libros  de  actas,  de  estatutos , de  ma- 
trículas y registros  ó catastros  de  bienes  que  se 
conservan  en  los  archivos  públicos,  y las  copias 
que  de  ellos  sacan  y autorizan  los  archiveros  por 
mandato  del  Rey,  juez  ó persona  que  tenga  au- 
toridad para  ello;  4.°,  los  documentos  que  están 
comprobados  ó corroborados  por  la  autoridad  de 
muchas  personas,  6 por  la  observancia  de  largo 
tiempo,  ó por  la  costumbre  del  lugar;  y 5.°,  como 
añaden  generalmente  los  autores,  las  partidas 
de  bautismo  , matrimonio  ó entierro  y demás 
certificaciones  dadas  por  los  párrocos  conforme 
á los  asientos  que  constan  en  los  libros  parro-  j 
quiales.  Después  de  admitir  Febrero  como  autén-  ' 
ticos  los  mismos  documentos  que  califica  de 
tales  Gregorio  López,  procede  á sentar  que  el 
instrumento  auténtico  se  diferencia  del  público 
en  que  el  primero  está  autorizado  por  el  mismo 
que  lo  hizo,  y contiene  hecho  suyo  privativo  y 
no  ajeno,  mientras  que  el  segundo  se  halla  au- 
torizado por  persona  en  quien  reside  autoridad 
pública,  esto  es,  ante  escribano,  y contiene  he- 
chos y cosas  ajenas  que  pasan  ú su  presencia; 
bien  que  luego  da  también  la  calificación  de 
auténtico  al  instrumento  público,  aunque  niegue  ! 
la  de  público  al  auténtico , porque  este  no  se  j 
otorga,  según  dice,  ante  persona  pública  ni  tes- 
tigos, ni  cou  solemnidad  alguna,  estableciendo 
sin  embargo,  que  ambos  convienen  en  la  estabi- 
lidad y en  la  fe  ó crédito  que  merecen.  Mas  con 
solo  recorrer  las  especies  que  hemos  menciona- 
do de  los  documentos  que  Gregorio  López  y el 
mismo  Febrero  admiten  como  auténticos,  se  po- 
drá echar  de  ver  que  la  doctrina  que  vierte  so- 
bre el  asunto  este  escritor,  no  puede  aplicarse 
sino  cuando  mas  á los  documentos  indicados 
en  el  núm.  l.°,  esto  es,  á los  dados  y sellados  por 
el  Rey,  prelado,  conde  y cualquiera  de  las  de- 
más personas  constituidas  en  dignidad;  y no  to- 
davía á todos  y cualesquiera  documentos  por 
dichas  personas  expedidos,  sino  precisamente  á 
aquellos  en  que  se  obliguen  ellas  mismas,  pues 


que  solamente  de  estos  últimos  puede  decirse  de 
algún  modo  que  son  auténticos  y no  públicos;  y 
de  estos  instrumentos  dice  la  ley  114,  tít.  18, 
Part.  3.",  que  deben  valer  tan  solo  contra  el  que 
los  mandó  sellar  para  probar  su  contenido.  Todos 
los  demás  instrumentos  autorizados  en  debida 
forma  por  personas  publicas  en  los  negocios 
correspondientes  á su  cargo  ó empleo,  como  los 
diplomas,  decretos,  mandamientos,  edictos  de 
cualesquiera  jefes  civiles , eclesiásticos,  milita- 
res, de  hacienda  ú otros;  las  provisiones,  requi- 
sitorias, exhortes  ú otros  despachos  de  autoridad 
competente:  las  certificaciones  ó testimonios  de 
una  actuación  ó procedimiento  gubernativo  ó 
judicial  librados  por  el  jefe  ó por  el  secretario  ó 
escribano  respectivo  con  decreto  del  jefe;  los  es- 
critos en  que  se  consignan  hechos  practicados  ó 
convenios  otorgados  por  ante  escribano  público 
con  arreglo  á la'  ley;  los  asientos  de  los  libros  de 
contadores  , administradores  , interventores  ú 
otros  oficiales  de  Hacienda  pública,  así  como  los 
de  los  corredores  y agentes  de  cambio  y otras 
personas  autorizadas  por  la  ley,  estando  arre- 
glados á lo  prevenido  por  sus  respectivas  ins- 
trucciones y reglamentos ; todos  ellos  son  y se 
reputan  instrumentos  auténticos  y públicos,  y 
como  tales  hacen  fe  y prueba  completa  acerca 
de  los  hechos  y asuntos  principales  de  su  con- 
texto, y en  cuanto  respectivamente  se  manda 
ó se  dispone  , ó se  conviene  ú otorga  en  los 
mismos. 

La  diferencia  que  hay  entre  un  instrumento 
auténtico  ó público  y un  instrumento  privado, 
consiste  en  que,  la  persona  que  presenta  en 
apoyo  de  su  demanda  un  instrumento  público  ó 
auténtico,  no  está  obligada  á justificar  la  verdad 
del  mismo  instrumento,  sino  que  la  parte  que 
pretende  que  es  falso  es  quien  debe  acreditarlo; 
y por  el  contrario,  la  persona  que  presenta  un 
instrumento  privado,  está  obligada  á probar  que 
es  verdadero  si  la  demandada  lo  niega.  La  razón 
es,  que  en  el  primer  caso,  estando  autorizado  el 
instrumento  auténtico  por  un  funcionario  pú- 
blico, se  presume  verdadero  y merece  entera  fe 
mientras  no  se  demuestre  que  es  falso;  y en  el 
segundo  caso,  no  debiendo  darse  mas  crédito  á 
la  parte  que  presenta  el  documento  como  verda- 
dero que  á la  que  lo  niega,  se  tiene  que  recurrir 
naturalmente  al  principio  general  que  impone 
al  demandante  la  necesidad  ú obligación  de  pro- 
bar su  acción  ó demanda:  Ei  incumlit  probatio 
qui  dicit,  non  qui  negat.  En  suma,  el  instrumen- 
to publico  prueba,  el  privado  refiere;  y así  se 
dice  de  prueba  probada  el  primero,  y de  prueba 
articulada  el  segundo.  V.  Instrumento  público.— 
Instrumento  privado  y Privilegio . 

* El  art.  3.“  de  la  ley  Hipotecaria  distingue 
también  entre  instrumento  público  é instrumen- 
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to  auténtico  , puesto  que  para  inscribirse  los  tí- 
tulos de  propiedad  exige  que  estén  consignados 
en  escritura  pública , ejecutorias  ó documentos 
auténticos  expedidos  por  el  Gobierno  ó sus  agen- 
tes. El  art.  8.°  del  Registro  explicando  este  pre- 
cepto, declara  qúe  se  consideran  documentos 
auténticos  para  los  efectos  de  la  ley,  los  que  sir- 
viendo de  títulos  al  dominio  ó derecho  real , es- 
tén expedidos  por  el  Gobierno , ó por  autoridad 
ó funcionario  competente  para  darlos , y deban 
hacer  fe  por  sí  solos. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su  art.  280, 
comprende,  bajo  la  denominación  de  instru- 
mentos públicos  y solemnes:  1.’  Las  escritu- 
ras públicas  otorgadas  con  arreglo  á derecho. 
2.“  Los  documentos  expedidos  por  los  funcio- 
narios que  ejerzan  un  cargo  por  autoridad  pú- 
blica, en  lo  que  se  refiera  al  ejercicio  de  sus 
funciones.  3.°  Los  documentos,  libros  de  actas, 
estatutos,  registros  y catastros  que  se  hallen  en 
los  archivos  públicos  ó dependientes  del  Estado, 
de  las  provincias  ó pueblos,  y las  copias  saca- 
das y autorizadas  por  los  secretarios  y archive- 
ros por  mandato  de  la  autoridad  competente. 
4."  Las  partidas  de  bautismo,  de  matrimonio  y 
defunciones,  dadas  con  arreglo  á los  libros  de  los 
párrocos , ó por  los  que  tengan  á su  cargo  el  Re- 
gistro civil  y 5.°  Las  actuaciones  judiciales  de 
toda  expecie.  * 

INSTRUMENTO  PÚBLICO.  En  general,  es  todo  es- 
crito autorizado  por  un  funcionario  público  en 
los  negocios  correspondientes  á su  oficio  ó em- 
pleo, como  ya  se  ha  indicado  en  los  dos  artículos 
que  preceden  (*Véase  el  último  párrafo  adiciona- 
do al  artículo  anterior);*  pero  mas  especialmente 
se  entiende  por  instrumento  ó escritura  pública 
el  escrito  en  que  se  consigna  una  disposición  ó 
un  convenio  otorgado  por  ante  escribano  públi- 
co con  arreglo  á la  ley;  y de  esta  especie  de  ins- 
trumento vamos  á ocuparnos  eu  este  artículo. 

* Como  dijimos  en  el  artículo  Escribimos , en 
la  actualidad  se  ha  separado  la  fe  judicial  de  la 
fe  extrajudicial,  atribuyéndose  aquella  á los  es- 
cribanos y esta  á los  notarios.  Por  lo  tanto  boy 
dia  solo  los  notarios  podrán  otorgar  escrituras  y 
los  escribanos  anteriores  al  1861  que  teniendo 
esta  facultad  en  lo  antiguo  se  les  ha  conservado 
temporalmente.  Véase  la  disposición  8.'  tran- 
sitoria de  la  ley  del  Notariado  de  1862  y la  re- 
gla 1."  de  la  Real  órden  de  17  de  Marzo  de  1875. 
V.  Notario. 

Según  el  art.  78  del  reglamento  del  Notariado 
de  9 de  Noviembre  de  1874,  se  entiende  por  es- 
critura pública,  además  de  la  escritura  matriz, 
las  copias  de  esta  misma  expedidas  con  las  for- 
malidades de  derecho. 

Llámase  escritura  matriz  la  original  que  el 
notario  ha  de  redactar  sobre  el  contrato  6 acto 


sometido  á su  autorización,  firmada  por  los  otor- 
gantes , por  los  testigos  instrumentales  ó de 
conocimiento  en  su  caso  y firmada,  y signada 
por  el  mismo  notario;  llámanse  copias  los  tras- 
lados de  la  matriz:  art.  17  de  la  ley  del  Notaria- 
do de  28  de  Mayo  de  1862,  que  rige  en  la  Pe- 
nínsula , pues  respecto  de  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto-Rico,  rige  la  ley  y el  reglamento  publi- 
cados en  29  de  Octubre  de  1873  con  las  variacio- 
nes consiguientes,  aunque  nó  respecto  de  lo 
aquí  expuesto.  * 

1.  Para  que  el  instrumento  público  sea  teni- 
do por  auténtico  y arreglado  á la  ley,  se  requie- 
ren las  circunstancias  siguientes: 

1 .-*  Que  las  personas  otorgantes  tengan  capa- 
cidad para  el  otorgamiento , así  por  razón  de  su 
edad , como  por  la  de  su  sano  juicio  y de  su  es- 
tado natural  ó civil;  y que  el  objeto  sobre  que 
recae  sea  licito  y honesto.  V.  Contrato , Donación 
y Testamento. 

2, *  Que  el  escribano  sea  competente  y capaz. 
No  es  competente  para  la  redacción  de  un  instru- 
mento público  sino  solo  el  escribano  público  del 
número  del  pueblo  en  que  se  hace  el  contrato, 
obligación  ó disposición  testamentaria;  de  ma- 
nera que  si  otro  escribano  que  no  fuese  nume- 
rario del  pueblo  autorizase  el  acto,  incurría  en 
la  pena  de  veinte  mil  maravedís  y privación 
de  oficio,  y además  el  instrumento  seria  nulo: 
mas  en  los  pueblos  donde  no  haj'  escribanos  nu- 
merarios, y asimismo  en  la  córte,  sitios  reales  y 
lugares  donde  había  Chancillerías,  pueden  otor- 
garse contratos,  obligaciones  y testamentos  ante 
cualesquiera  escribanos  reales  ó notarios  de  rei- 
nos (ley  7.',  tit.  23,  lib.  10,  Nov.  Kecop.),  en  cuyo 
caso  deben  archivarse  los  registros  ó matrices 
de  estos  instrumentos  en  el  protocolo  de  alguna 
escribanía  numeraria,  ad virtiéndolo  así  al  fin 
de  cada  instrumento  el  mismo  escribano  real 
que  lo  extiende.  Sin  embargo,  está  prohibido  á 
los  escribanos  reales  autorizar  en  Madrid  y en 
cualesquiera  otros  pueblos  escrituras  de  ventas  ó 
permutas  de  bienes  ralees  que  causan  alcabala: 
bien  que  dice  Febrero  que  esta  prohibición  no 
se  observa  en  Madrid.  V.  Alcabala  en  el  Modo  de 
asegurar  su  pago.  Archivo  y Escribano , núms.  7.° 
y 9.°  No  es  capaz  el  escribano  que  se  halla  pu- 
blicamente excomulgado,  ley  177  del  Estilo;  ni 
el  que  está  suspendido  de  sus  funciones,  mien- 
tras dure  la  suspensión ; ni  mucho  menos  el  que 
ba  sido  privado  de  oficio,  como  es  claro;  y así 
es  que  carecerá  de  autenticidad  el  instrumento 
que  autorizare  un  escribano  que  se  encontrase 
con  alguna  de  estas  especies  de  incapacidad,  sea 
q ue  la  sepan  ó la  ignoren  los  otorgantes:  bien  que 

I el  escribano  será  castigado  como  falsario , y ha- 
brá de  responder  además  de  los  daños  y perjui- 
cios que  á las  partes  se  siguieren,  La  incapacidad 
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del  escribano  no  empieza  sino  desde  que  se  le 
notificare  la  sentencia  de  excomunión,  suspen- 
sión ó destitución  de  sus  funciones;  y por  con- 
siguiente los  instrumentos  que  hubiese  autori- 
zado durante  la  causa  tormada  contra  él  y antes 
de  la  notificación  de  la  sentencia  serán  válidos 
como  auténticos,  aunque  la  sentencia  estuviese 
ya  pronunciada:  Gregorio  López  en  las  glosas 
Ü.1  y 7.a  de  la  ley  16,  tít.  19,  Part.  3.a 

* Un  ios  artículos  Escribano  v Notario  se  con- 
signan las  circunstancias  que  han  de  concurrir 
en  estos  funcionarios  para  tener  competencia,  y ca- 
pacidad. La  doctrina  respecto  á las  diversas  facul- 
tades de  los  escribanos  numerarios  y reales  es 
hoy  inútil  en  atención  á que  ningún  escribano, 
sea  numerario,  sea  real,  puede  autorizar  en  la 
actualidad  escrituras,  salvas  las  excepciones 
temporales  indicadas. 

La  excomunión  no  es  hoy  causa  de  incapaci- 
dad del  notaz'io  para  autorizarlas.  * 

Los  instrumentos  que  dejan  de  ser  auténticos 
por  razón  de  la  incompetencia  ó incapacidad  del 
escribano,  pueden  valer  como  instrumentos  pri- 
vados si  se  hallan  firmados  por  los  otorgantes,  y 
los  actos  ó negocios  de  que  en  ellos  se  trata  no 
exigen  precisamente  autorización  de  escribano 
público ; porque  siendo  indiferente  en  ios  docu- 
mentos de  esta  especie  la  persona  que  los  escri- 
be cuando  llevan  la  firma  de  las  partes,  importa 
poco  en  este  caso  que  el  escribano  que  los  ex- 
tiende se  halle  privado  de  su  carácter  de  fun- 
cionario. Así  se  deduce,  con  efecto,  de  la  citada 
ley  7.’,  tít.  23,  lib.  10,  Nov,  Recop.,  la  cual  des- 
pués de  establecer  que  no  hagan  fe  ni  prueba 
completa  las  escrituras  hechas  por  escribanos 
que  no  sean  numerarios,  permite  sin  embargo, 
que  su  contenido  se  pueda  justificar  por  otro  gé- 
nero de  probanza-,  y es  claro  que  entre  los  demás 
medios  de  probanza  debe  comprenderse  la  misma 
escritura  dei  escribano  considerada  como  docu- 
mento privado. 

¿Será,  deberá  considerar  también  como  inca- 
paz el  escribano  que  no  reúne  las  circunstancias 
que  la  ley  exige  para  ser  tal  escribano,  ó para 
ejercer  sus  funciones?  Supongamos  que  un  es- 
cribano , después  de  haber  sido  condenado  á una 
pena  infamante  que  le  quita  para  siempre  el 
ejercicio  de  sus  funciones  públicas,  logra  por 
sorpresa  y por  medio  de  maniobras  engañar  á la 
autoridad  que  ignora  su  estado,  y hacerse  con- 
ferir la  escribanía  numeraria  de  un  pueblo.  Su- 
pongamos asimismo  que  un  hombre  cualquiera, 
que  todavía  no  tiene  los  veinticinco  años  que  se 
requieren  para  este  oficio,  consigue  igualmente 
por  dolo  su  nombramiento  de  notario  presen- 
tando una  partida  de  nacimiento  ó bautismo  de 
otro  individuo  del  mismo  nombre.  ¿Serán  real- 
mente incapaces  estos  escribanos  para  el  ejerci- 


cio de  las  funciones  de  su  empleo?  Los  instru- 
mentos que  autoricen,  ¿carecerán  de  la  fuerza  y 
autenticidad  de  los  instrumentos  públicos?  No 
por  cierto:  cualquiera  que  sea  la  capacidad  ó 
incapacidad  de  estos  escribanos,  cualquiera  que 
sea  la  nulidad  ó validez  de  su  nombramiento, 
los  instrumentos  que  autoricen  con  la  calidad 
de  que  se  hallan  revestidos , serán  válidos  y au- 
ténticos si  es  que  no  son  nulos  por  otra  causa; 
porque  no  estando  en  mano  de  los  particulares 
examinar  y verificar  la  legalidad  del  nombra- 
miento de  un  funcionario  público  hecho  por  la 
autoridad  á quien  compete  asegurarse  de  sus 
calidades , no  deben  ser  víctimas  de  un  error 
nacido  del  error,  engaño  ó culpa  de  dicha  auto- 
ridad. Así  se  infiere  de  la  ley  115  , tít.  18,  Par- 
tida 3.a,  en  la  cual  se  establece  que  debe  ser 
creída  en  juicio  la  carta  pública  hecha  por  el 
que  «era  escribano  público,  ó que  en  el  lugar 
do  fué  fecha  estaba  por  escribano  público,  ó era 
fama  entre  los  omes  de  aquel  lugar  que  lo  era 
et  usaba  de  aquel  menester.»  El  error  público  y 
común  confirma  en  efecto  por  razón  del  interés 
de  la  sociedad  los  actos  hechos  en  virtud  de  po- 
deres ilegales  malamente  conferidos  por  el  Go- 
bierno: Error  communis  fácil  jus  es  una  máxima 
general  adoptada  por  los  jurisconsultos  y dedu- 
cida de  la  célebre  ley  Barbarias  P/iilippus , que 
es  la  3.a,  tít.  14,  lib.  l.“  del  Dlgesto.  Barbarlo  Fi- 
lipo  era  un  esclavo  prófugo  que  pasaba  por  libre 
y llegó  á obtener  y desempeñar  el  alto  cargo  de 
pretor  de  Roma.  Illpiano  dice  terminantemente 
en  dicha  ley  que  este  hombre  no  era  ni  podía 
ser  verdadero  pretor,  sino  que  ejercía  la  pretura 
cubierto  con  el  manto  de  esta  dignidad,  así 
como  Valerio  III  escribe  que  el  cónsul  Perpena, 
que  había  obtenido  el  consulado  siendo  extran- 
jero, no  tenia  de  cónsul  mas  que  el  nombre:  ca- 
Uiginis  simile  impermm  et  adumbra Iwm  nomen. 
Sin  embargo,  todos  los  edictos , decretos  y juicios 
dados  por  este  falso  pretor,  todos  los  actos  de  su 
jurisdicción  , fueron  mantenidos  como  firmes  y 
valederos  por  razón  de  la  buena  fe  de  las  partes 
y por  la  utilidad  general:  propter  eorirn  utilita- 
lem  qui  apud  eum  egerant,  et  vel  otii  el  quetis 
causa,  ut  Marcas  tullius  ad  A tticrni  scribit,  según 
manifiesta  la  misma  ley  y sienta  Ouyacio,  Observ. 
lib.  18,  cap.  33.  Con  arreglo  á los  mismos  princi- 
pios, ensena  Groclo,  de  jure  belli  et  pacis.,  lib.  l.°, 
cap.  4,",  pár.  15,  que  las  sentencias  dadas  en  ne- 
gocios civiles  y los  instrumentos  autorizados  por 
jueces  y funcionarios  nombrados  por  una  auto- 
ridad usurpadora  en  tiempo  de  revueltas  y de 
anarquía,  deben  ser  mantenidos  como  válidos, 
aunque  no  se  confirmen  después  estos  nombra- 
mientos por  la  autoridad  legítima  ya  resta- 
blecida. 

Todo  escribano  se  consideraincompetente  para 
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autorizar  instrumentos  de  disposiciones  testa- 
mentarias ó entre  vivos  otorgados  á favor  suyo 
ó de  su  mujer,  padre,  madre,  hijo,  hermauo, 
yerno,  suegro  y demás  parientes  hasta  el  cuarto 
grado , porque  siendo  los  escribanos  « como  tes- 
tigos públicos  en  los  pleitos  et  en  las  posturas 
que  los  bornes  facen  entre  sí,»  según  expresión 
de  la  ley  3.a,  tit.  19,  Part.  3.a,  no  deben  ni  pue- 
den asistir  con  esté  carácter  á los  actos  ó nego- 
cios en  que  tengan  ó puedan  tener  interés,  como 
sientan  efectivamente  algunos  autores , y entre 
ellos  Febrero  y otros  escribanos  que  han  escrito 
sobre  este  punto;  pero  bien  pueden  autorizar 
documentos  que  contengan  obligación  contra  sí 
mismos  ó contra  los  expresados  parientes,  y otor- 
gar su  testamento  por  sí  y ante  sí , y sustituir 
los  poderes  que  se  les  confieran , sin  necesidad 
de  valerse  de  otro  escribano,  pues  en  estos  actos 
pueden  usar,  sin  inconveniente  de  sospecha,  de 
las  dos  calidades  de  persona  pública  y privada. 

* Graves  abusos  podían  cometerse  á la  sombra 
del  permiso  que  antes  tenian  los  escribanos  de 
autorizar  contratos  por  si  y ante  si,  es  decir,  en 
los  que  ellos  son  los  interesados.  La  moderna 
ley  limita  esta  facultad  , previniendo  en  su  ar- 
tículo 22  que  no  puedan  autorizar  contratos  que 
contengan  disposición  en  su  favor , ó en  que  al- 
guno de  ios  otorgantes  sea  pariente  suyo  dentro 
del  cuarto  grado  civil  ó segundo  de  afinidad 
(art.  22  de  la  ley  y 75  del  reglamento  de  1874); 
mas  creemos  que  no  hay  dificultad  en  que  auto- 
ricen instrumentos  que  contengan  disposiciones 
en  favor  de  extraños  que  estén  representados 
por  parientes  del  mismo  notario.  Fúndase  nues- 
tra opinión  en  que  la  representación  que  pueda 
concedérseles  no  les  hace  dueños  del  negocio; 
no  son  ellos  los  que  contratan , sino  sus  repre- 
sentados, y por  lo  tanto,  no  redundando  en  bene- 
ficio suyo  el  contrato,  no  hay  presunción  de  que 
el  interés  incline  al  notario  á faltar  á la  fideli- 
dad de  su  oficio. 

Como  esta  es  la  razón  que  movió  á la  ley  para 
limitar  la  fe  notarial,  cuando  en  el  contrato  se 
obliguen,  el  notario  podrá  autorizarlo  y también 
cuando  se  obliguen  sus  parientes:  art.  22  de 
la  ley  y 75  del  reglamento  de  9 de  Noviembre 
de  1874. 

Los  instrumentos  públicos  que  contengan  al- 
guna disposición  á favor  del  notario  que  los  au- 
toriza, serán  nulos;  y si  es  á favor  de  sus  parientes 
dentro  del  cuarto  grado  , la  disposición  no  pro 
ducirá  efecto  : arts.  27  y 28  de  ta  ley.  * 

3.a  Que  concurran  al  otorgamiento  de  los  con- 
tratos dos  ó tres  testigos  idóneos,  cuyos  nombres 
y apellidos  deben  expresarse  en  el  instrumento, 
el  cual  seria  nulo  en  caso  de  faltar  esta  circuns- 
tancia, leyes  54,  111  y 114,  tít.  18,  Part.  3.a  No  es 
indispensable  que  los  testigos  sean  vecinos  del 


j pueblo  en  que  se  hace  el  otorgamiento,  pues  que 
! no  hay  ley  que  así  lo  prevenga;  pero  debe  ex- 
- presarse  su  vecindad , por  si  fuese  necesario 
averiguar  su  paradero  para  tomarles  declaración 
^ en  caso  de  ocurrir  alguna  duda  y para  saber  si 
eran  idóneos,  como  advierte  Febrero,  y como 
está  dispuesto,  en  cuanto  á los  testigos  de  cono- 
cimiento, por  la  ley  2.a,  tit.  23,  lib.  10,  Noy,  Re- 
copilación, según  luego  veremos.  Los  testigos 
lian  de  ser  varones,  sin  tacha  legal,  y mayores 
de  catorce  años,  sin  que  baste  haber  entrado  en 
ellos  como  pretende  Febrero , pues  la  ley  9.a,  tí- 
tulo 16,  Part.  3.a,  exige  catorce  años  cumplidos. 
¿Deben  los  testigos  firmar  el  instrumento ? Así 
parece  lo  quiere  la  ley  54,  tít.  18,  Part.  3.a,  la 
cual , después  de  ordenar  «que  en  toda  carta  pú- 
blica sean  dos  escribanos  públicos  por  testigos 
sin  aquel- que  face  la  carta  que  escriban  en  ella 
, sus  nombres,»  añade  en  seguida  «que  si  por 
! ventura  tantos  escribanos  públicos  non  podieren 
i haber  en  el  logar,  tomen  ¿res  bornes  bonos  por 
testigos  que  escriban  id  sus  nombres  (esto  es,  que 
la  firmen):»  mas  luego  la  ley  111,  del  mismo  ti- 
tulo se  contenta  con  «dos  testigos  que  sean  hi 
escriptos  de  sus  mano3  mesma3  ó de  mano  del  es- 
cribano público  que  fizo  la  carta  según  costum- 
bre de  la  tierra;»  y en  la  práctica,  con  efecto, 
no  se  reputa  necesaria  la  firma,  aunque  no  deja 
de  ser  muy  conveniente.  En  cuanto  á los  testi- 
gos de  los  testamentos  hay  reglas  diferentes  que 
podrán  verse  en  su  lugar.  V.  Testigos. 

4.a  Que  el  escribauo  conozca  personalmente 
á los  otorgantes  y dé  fe  de  ello  al  fin  de  la  escri- 
tura; y no  conociéndolos  baga  que  los  mismos 
otorgantes  le  presenten  dos  testigos  que  con  ju- 
ramento aseguren  que  los  conocen,  y firmen  el 
instrumento,  en  enyo  caso  dará  fe  de  que  cono- 
ce á dichos  testigos  y expresará  sus  nombres  y 
vecindad:  ley  54,  tít.  18,  Part.  3.a,  y ley  2.a,  títu- 
lo 23,  lib.  10,  Ncv.  Recop.  Esta  disposición,  que 
tiene  por  objeto  evitar  fraudes  y perjuicios,  no 
está  dada  bajo  nulidad  del  instrumento,  y ni 
aun  prescribe  pena  alguna  contra  el  escribano 
contraventor.  Sin  embargo,  como  la  ley  no  pue- 
de estar  destituida  de  toda  especie  de  sanción, 
debe  tenerse  por  seguro  que  la  inobservancia  de 
lo  que  manda  daria  lugar  al  resarcimiento  de 
daños  y perjuicios  de  parte  del  escribano  á favor 
de  las  personas  que  por  ella  padeciesen  lesión 
! en  sus  intereses,  por  el  principio  general  de 
que  todo  hombre  está  obligado  á reparar  los  da- 
! ños  y perjuicios  que  por  su  hecho  ó por  la  omi- 
sión de  su  deber  ocasionare  á otro.  Tal  seria 
¡ también  el  caso  de  un  falso  poder  dado  por  un 
sugeto  no  conocido  del  escribano,  si  la  ejecu- 
ción de  este  falso  poder  perjudicase  á la  persona 
en  cuyo  nombre  se  babia  creído  dado.  Tal  seria 
también  el  caso  de  un  testamento  que  los  ver- 
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daderos  herederos  hubiesen  tenido  que  atacar  6 
redargüir  de  falso  para  impedir  su  cumplimien- 
to. Mas  como  las  personas  que  celebran  una 
convención  se  supone  que  se  conocen  mutua- 
mente la  una  á la  otra,  parece  que  entonces,  aun 
cuando  en  un  contrato  sinalagmático  no  fuese 
alguna  de  ellas  la  persona  que  dice  ser  ó no  tu- 
viese la  calidad  con  que  obra  ó procede,  no  debe 
hacerse  responsable  al  escribano  en  favor  de  la 
otra  parte  sino  con  mucha  dificultad  y eu  algún 
caso  muy  raro,  pues  que  esta  habría  de  impu- 
tarse á sí  misma  su  propia  falta  de  haber  con- 
tratado con  una  persona  & quien  no  conocía;  y 
aun  evitará  el  escribano  todo  peligro  de  respon- 
sabilidad á favor  de  cualquiera  de  las  partes, 
haciendo  que  ambas  se  den  por  satisfechas  de 
su  mutuo  conocimiento,  diciendo  que  manifes- 
taron tener  tales  ó tales  nombres  y tal  ó tal  ve- 
cindad, y absteniéndose  de  suponer  ó dar  á en- 
tender que  las  conoce  cuando  asi  no  fuere, 
como  advierte  Febrero.  Pero  como  la  fe  del 
conocimiento  no  se  ha  establecido  precisamen- 
te para  que  un  contrayente  no  engañe  á otro, 
aunque  asi  lo  cree  Febrero,  sino  para  que  ni 
los  contrayentes  se  engañen  á sí  mismos  ni  se 
concierten  ambos  tomando  nombres  ajenos  con 
objeto  de  perjudicar  á un  tercero,  de  aquí  es, 
que  si  bien  el  escribano  quedará  exento  de  res- 
ponsabilidad hácia  los  contrayentes  cuando  cada 
uno  de  ellos  se  dé  por  contento  y satisfecho  del 
conocimiento  .del  otro,  no  por  eso  lo  quedará 
también  hácia  una  tercera  persona  á quien  se 
hubiese  usurpado  el  nombre  por  alguno  de 
aquellos,  y á quien  en  su  consecuencia  resultase 
perjuicio.  ¿Habrá,  pues,  de  abstenerse  el  escri- 
bano de  autorizar  uua  convención  cuando  no 
conoce  á los  contrayentes  ni  estos  presentan 
testigos  que  los  conozcan?  Sí;  debe  abstenerse, 
si  quiere  quedar  libre  de  toda  especie  de  respon- 
sabilidad, porque  así  se  lo  previene  redonda  y 
absolutamente  la  ley:  «Mandamos,  dice  la  ley  2.\ 
tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Recop.,  que  si  por  ventura 
el  escribano  no  conosciere  á algunas  de  las  par- 
tes que  quisieren  otorgar  el  tal  contrato  ó escri- 
tura, que  no  la  haga  ni  resella,  salvo  si  las  dichas 
partes  que  asi  no  conosciere  presentaren  dos 
testigos  que  digan  que  las  conoscen,  etc.»  Nin- 
gún escribano,  había  dicho  antes  la  ley  7.',  títu- 
lo 8.°,  lib.  2.°  del  Fuero  Real,  non  faga  carta  en- 
tre ningunos  ornes,  á menos  de  los  conoscer  é de 
saber  sus  nombres  si  fueren  de  la  tierra,  é si  no 
fueren  de  la  tierra , sean  los  testimonios  de  la 
tierra  é omes  conoscidos.  Solo  en  el  caso  de  que 
el  otorgante  desconocido  pruebe  la  identidad  de 
su  persona  con  documentos  fehacientes,  como 
por  ejemplo,  con  un  buen  pasaporte  cuyas  señas 
concuerden  con  las  suyas  personales , parece 
que  podrá  el  escribano  acceder  sin  peligro  á la 
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autorización  que  le  pidiere  del  contrato  que  in- 
tenta celebrar. 

* Testigos  instrumentales  y de  conocimiento. — 
Uno  de  los  requisitos  necesarios  para  el  otorga- 
miento de  escrituras,  es  la  presencia  de  dos  tes- 
tigos para  la  lectura , consentimiento  y firma, 
que  tendrán  lugar  en  un  solo  acto:  art.  72  del 
reglamento  de  9 de  Noviembre  de  1874. 

No  es  obligatorio  para  los  otorgantes  que  per- 
sonas determinadas  sean  testigos,  y pueden  opo- 
nerse á ello,  á no  ser  que  el  instrumento  so  otor- 
gue en  virtud  de  ley  ó mandamiento  judicial: 
art.  71  del  reglamento. 

No  pueden  los  notarios  autorizar  ningún  ins- 
trumento público  Ínter  vivos,  entendiéndose  tal  el 
que  se  otorgue  sin  consideración  ni  relación  ála 
muerte  del  otorgante,  sin  la  presencia  al  menos 
de  dos  testigos  que  no  sean  criados  ni  escribien- 
tes retribuidos  que  vivan  en  la  casa  del  notario, 
aunque  esta  prohibición  no  se  extiende  á los 
pasantes  y alumnos  no  retribuidos.  Tampoco 
pueden  ser  testigos  los  parientes  del  notario  ni 
los  de  los  interesados  en  los  instrumentos  hasta 
el  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó afinidad 
(arts.  20  y 21  de  la  ley  y 65  y 70  del  reglamento), 
según  la  graduación  civil. 

El  instrumento  que  se  otorgase  ante  estos  tes- 
tigos incapacitados  por  la  ley,  es  nulo:  art.  27  de 
la  ley. 

El  art.  17  de  la  ley  dispone,  que  la  escritura 
matriz  ó el  acto  sometido  á la  autorización  del 
notario,  ha  de  firmarse  por  los  testigos  instru- 
mentales ó de  conocimiento  en  su  caso ; y el  20, 
que  siendo  acto  entre  vivos,  han  de  ser  lo  menos 
dos  los  testigos  de  él,  adoleciendo  de  nulidad  el 
instrumento  en  que  no  aparezcan  las  firmas  de 
las  partes  y testigos  que  deban  hacerlo:  art.  27 
de  la  ley. 

Desenvolviendo  estos  principios , previene  el 
reglamento,  que  por  regla  general,  todos  los  tes- 
tigos deberán  firmar  elinstrumento,  y si  alguno 
de  los  testigos  instrumentales  no  supiese  ó no 
pudiese,  firmará  el  otro  por  sí  y á nombre  del 
que  por  tal  causa  no  lo  hiciese;  y que  si  ningu- 
no de  estos  testigos  supiere  ó pudiese  firmar, 
bastará  la  firma  de  los  otorgantes  y la  autoriza- 
ción del  notario,  expresando  este  que  los  testi- 
gos no  firman  por  no  poder  ó saber.  En  ningún 
caso  será  preciso  que  el  testigo  escriba  de  su 
propio  puño  la  antefirma,  toda  vez  que  la  cuali- 
dad con  que  lo  haga,  la  expresará  claramente 
el  notario  en  el  instrumento  mismo:  art.  66  del 
reglamento. 

Cuando  los  notarios  otorguen  escrituras  jtor  si 
y ante  si  obligándose,  parece  que  en  tal  caso 
debe  cesar  la  prohibición  de  que  sean  testigos 
los  parientes , criados  ó escribientes ; pero  no 
cuando  autoricen  escrituras  en  que  obliguen  á 
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bus  parientes,  porque  entonces  han  de  reunir  las  ¡ 
condiciones  ordinarias.  Muévenos  á pensar  así,  ' 
el  que  los  testigos  son  la  garantía  del  contra-  . 
tante  contra  los  abusos  de  los  notarios;  y si  pue- 
de permitirse  que  sus  escribieutes  y criados  sean 
testigos  en  los  negocios  que  á ellos  solos  perju- 
dican, seria  en  extremo  aventurado  que  se  ex- 
tendiera la  excepción  en  perjuicio  de  terceras 
personas,  puesto  que  un  notario  inmoral,  secun- 
dado por  sus  escribientes,  cómplices  ó inadver- 
tidos ó tímidos,  podria  sumir  en  la  miseria  á sus 
consanguíneos  ó afines  que  no  supiesen  leer  ni 
escribir. 

Para  evitar  el  que  no  conociendo  los  notarios 
personalmente  á las  partes  , bajo  nombre  su- 
puesto se  otorguen  contratos  fingidos,  deben 
aquellos  asegurarse  de  la  identidad  de  los  otor- 
gantes por  el  dicho  de  los  testigos  instrumenta- 
les, ó de  otros  dos  que  los  conozcan ; á estos  se 
les  llama  testigos  de  conocimiento. 

Por  regla  general,  los  testigos  instrumentales 
son  testigos  de  conocimiento,  esto  es,  se  da  por 
sentado  que  conocen  á las  partes  y que  atesti- 
guan, no  solo  que  lo  que  aparece  en  el  contrato 
se  ha  convenido  ante  ellos,  sino  también  que  se 
ha  convenido  por  las  personas  mismas  que  figu- 
ran; asi  es,  que  en  el  único  caso  de  que  el  nota- 
rio y los  testigos  instrumentales  no  conozcan  á 
las  partes,  intervendrán  los  verdaderos  testigos 
de  conocimiento.  De  estos,  que  personalmente 
hade  conocer  el  notario,  uno  por  lo  menos  de- 
berá saber  firmar,  y firmará  por  sí  y por  el  que 
no  sepa,  expresando  el  notario  sus  nombres  y 
vecindad. 

Los  testigos  instrumentales  pueden  serlo  á la 
vez  de  conocimiento,  en  cuyo  caso,  uno  cuando 
menos  deberá  saber  firmar  y firmará.  Por  el  con- 
trario, los  testigos  de  conocimiento  solo  podrán 
ser  á la  vez  instrumentales  cuando  en  ellos  no 
concurran  los  impedimentos  de  que  trata  el  ar- 
tículo 21  de  la  ley.  El  notario  deberá  dar  fe  de 
que  conoce  á los  testigos  de  conocimiento : ar- 
tículos 23  y 24  de  la  ley,  66  y 68  del  reglamento. 

Pueden  ser  testigos  de  conocimiento  los  que 
tienen  prohibición  de  serlo  instrumentales  (ar- 
tículo 67  de  id.),  y en  verdad  que  con  este  per- 
miso, las  precauciones  de  la  ley  quedan  iluso- 
rias. Porque  si  prohíbe  que  atestigüen  el  con- 
trato los  escribientes , criados  y parientes  del 
notario,  por  la  sospecha  de  que  podrían  doble- 
garse , cohibidos  ó interesados , á atestiguar 
como  cierto  un  contrato  supuesto,  nada  mas 
fácil  que  buscar  un  cómplice  que , tomando 
el  nombre  de  otra  persona,  otorgase  en  su  lu- 
gar el  contrato.  Los  parientes,  escribientes  y 
criados  del  notario  que  estuvieran  prontos  á 
atestiguar  falsamente  sobre  los  términos  de  un 
contrato,  menos  inconveniente  tendrían  en  ase- 


gurar que  el  que  había  figurado  como  otorgante 
era  la  persona  que  se  suponia,  sin  que  los  testi- 
gos instrumentales  pudiesen  decir  otra  cosa, 
sino  que  quien  ante  ellos  habia  otorgado  aquel 
contrato,  y al  que  no  conocían,  realmente  habia 
manifestado  lo  que  manifestaba  ci  instrumento. 

Puede  darse  el  caso  grave  y anómalo  de  que 
un  notario  no  conozca  á los  otorgantes,  ni  pue- 
dan estos  presentar  testigos  de  conocimiento; 
entonces  se  expresará  así  en  la  escritura,  desig- 
nando los  documentos  que  presentasen  como 
prueba  de  su  nombre,  estado,  vecindad  y proce- 
dencia: art.  23  de  la  ley  y 69  del  reglamento. 

Escritores  muy  competentes  tachan  este  ar- 
tículo, sosteniendo  que  los  casos  graves  y extra- 
ordinarios á que  se  refiere  el  art.  23  de  la  ley,  no 
deben  existir,  y si  existiesen,  no  puede  el  nota- 
rio autorizar  la  escritura,  pues  una  escritura  sin 
que  conste  de  un  modo  cierto  ó indubitado  la 
identidad  de  la  persona  que  la  suscribe,  no  pue- 
de llamarse  escritura  pública,  ni  hace  fe,  des- 
cansando toda  la  fe  de  los  instrumentos  públicos 
únicamente  en  la  seguridad  perfecta  é infalible 
de  que,  los  que  figuran  como  contratantes  son 
las  mismas  personas  que  se  designan  en  la  es- 
critura. 

Sin  desconocer  la  fuerza  del  argumento,  es  en 
nuestro  concepto  aceptable  la  disposición  del 
reglamento,  porque  hay  que  optar  entre  el  peli- 
gro remoto  de  que  un  criminal  se  apodere  de 
los  documentos  que  justiquen  la  personalidad  de 
un  tercero,  y fingiéndose  él  contrate,  ó el  riesgo 
frecuente  de  que  un  extranjero,  ó un  pasajero, 
ó un  recien  llegado  á un  punto  donde  no  sea 
conocido , se  vea  en  la  imposibilidad  de  otorgar 
un  contrato  ó de  disponer  su  testamento.  Prefe- 
rible nos  parece  lo  primero  á lo  último.  El  con- 
trato, el  testamento  falso  puede  impugnarse  por 
los  interesados  y justificarse  su  falsedad;  mien- 
tras no  es  posible  enmendar  el  perjuicio  causado 
por  no  haberse  podido  formalizar  el  contrato  ó 
el  testamento. 

Tampoco  cuando  el  escribano  no  conoce  al 
contratante  existe  la  seguridad  perfecta  é infali- 
ble de  la  identidad  de  la  persona , aun  cuando 
se  presenten  testigos  de  conocimiento;  puesto 
que  la  fe  legal  del  contrato  no  estriba  tan  solo 
en  los  testigos;  sino  principalmente  en  la  auto- 
rización del  notario  público;  y sin  embargo,  la 
necesidad  obliga  á admitir  la  prueba  supletoria 
de  los  dos  testigos,  así  como  la  necesidad  obliga 
á prestar  fe  (salvo  prueba  en  contrario)  á la  pre- 
sunción que  resulta  de  que  una  persona  que  se 
apellida  con  ciertos  nombres  y posee  documen- 
tos y cédula  de  vecindad,  que  así  lo  acreditan, 
dice  verdad.  * 

5/  Que  lo  convenido  ú otorgado  se  redacte  y 
escriba  con  letras , palabras  y cláusulas  claras  é 
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inequívocas,  de  modo  que  pueda  leerse  el  ins- 
trumento, entenderse  su  contenido  y compren- 
derse bien  la  voluntad  de  los  interesados,  pues 
que  según  expresión  de  la  ley,  «se  puede  des- 
echar con  derecho  delante  los  jndgadores  la  car- 
ta que  fuere  atal  que  non  se  pueda  leer  nin  to  - 
mar  verdadero  entendimiento  della:»  ley  111,  tí- 
tulo 18,  Part.  3.',  ley  1.*,  til  23,  lib.  10,  Noví- 
sima Eecop.  Mas  antes  de  desecharse  una  escri- 
tura como  ininteligible,  ha  de  recurrirse  á las 
reglas  de  la  interpretación  para  resolver  las 
dudas  que  ocurrieren  sobre  su  contexto.  V.  In- 
terpretación. 

6. "  Que  se  expresen  el  día,  el  mes,  el  año  y 
el  lugar  ó pueblo  en  que  se  hace  el  otorgamien- 
to , como  asimismo  los  nombres,  apellidos,  y ve- 
cindad de  los  otorgantes  y de  los  testigos;  que 
no  se  pongan  los  nombres  de  personas  y pueblos 
con  solo  sus  iniciales , ni  se  use  de  otras  abre- 
viaturas ó cifras  que  puedan  producir  en  cosas 
sustanciales  obscuridad,  equivocaciones  y con- 
tiendas; y que  se  designen  con  letras  y no  con 
números  ó guarismos  las  cantidades  y las  fe- 
chas, bajo  pena  de  nulidad  del  instrumento  , y 
de  responsabilidad  del  escribano  por  los  daños 
y perjuicios  que  de  su  falta  resultaren  á los  in- 
teresados: ley  3,*,  tít.  9.",  lib.  2.°  del  Fuero  Real; 
leyes  54,  111  y 114,  tít.  18,  y leyes  7.'  y 12,  tí- 
tulo 19,  Part.  3/;  leyes  1.*  y 2.‘,  tlt.  23,  lib.  10, 
Nov.  Recop. 

7. '  Que  hecho  el  escrito,  se  lea  por  el  escri- 
bano á los  otorgantes  y á los  testigos,  y confor- 
mándose aquellos  con  su  redacción  lo  firmen  con 
sus  nombres  y apellidos;  «y  si  no  supieren  fir- 
mar, firmen  por  ellos  cualquiera  de  los  testigos 
ú otro  que  sepa  escribir ,»  haciendo  mención  al  fin 
el  escribano  «de  como  el  testigo  firmó  por  la 
parte  que  no  sabia  escribir:»  ley  1.a,  tít.  23,  li- 
bro 10,  Nov.  Recop.  Febrero  y otros  escritores 
que  le  siguen  á ciegas,  sientan  con  inexplicable 
seguridad  que  quien  debe  firmar  por  la  parte 
que  no  sabe  hacerlo  ha  de  ser  precisamente  uno 
de  los  testigos  instrumentales,  y no  otro.  La  ley 
sin  embargo,  establece  lo  contrario:  la  ley  dice, 
como  se  ve,  que  firme  cualquiera  de  los  testigos  ú 
otro  que  sepa  escribir ; y aunque  la  ley  así  no  lo  ! 
previniese,  podría  firmar  un  tercero,  no  solo  sin  i 
inconveniente,  sino  con  utilidad  y ventaja  de  la 
fe  y autenticidad  del  instrumento  , el  cual  nun- 
ca podria  ser  desechado  por  sobra  ó superfluidad 
de  garantías.  Debe,  pues,  seguirse  la  disposición 
de  la  ley  y no  el  error  de  Febrero  y compañia;  y 
aun  obrará  siempre  con  mejor  consejo  el  que 
prefiera  la  firma  de  un  tercero  á la  de  los  testi- 
gos instrumentales.  La  ley  exige  la  firma  de  un 
testigo  ó de  otra  persona  por  el  otorgante  que  no 
sabe  escribir:  ¿qué  será  si,  aunque  sepa  escribir, 
no  puede  hacerlo?  Los  autores  y la  práctica  están 


conformes  en  que  también  en  este  último  caso 
ha  de  firmar  otra  persona  por  el  otorgante  y á 
su  ruego,  debiendo  expresarse  la  causa  de  su 
imposibilidad  poi'  el  escribano.  &i  los  otorgantes 
son  muchos  y hay  dos  ó mas  que  no  sepan  escri- 
bir, ó tal  vea  no  sabe  ó no  puede  hacerlo  nin- 
guno de  ellos,  ¿bastará  que  un  solo  individuo, 
sea  ó no  sea  de  los  testigos,  firme  por  todos;  ó 
será  necesario  que  por  cada  uno  de  los  otorgan- 
tes que  no  saben  ó no  pueden  escribir  firme  una 
persona  diferente?  Febrero  responde  que  basta 
que  uno  firme  por  todos,  pues  que  la  ley  no 
mándalo  contrario,  excepto  en  los  testamentos 
y codiciios  cerrados,  y que  así  se  observa,  en  la 
práctica. 

8.1  Que  se  escriba  el  documento  con  limpieza, 
sin  blanco,  raspadura,  testadura , entrerenglo- 
nado  ni  enmienda;  especialmente  en  parte  sus- 
tancial, como  por  ejemplo,  en  los  nombres  y 
apellidos  de  los  otorgantes  , del  escribano  y de 
los  testigos,  en  los  plazos,  en  la  cantidad  ó cosa 
sobre  que  se  hace  el  escrito,  ó en  los  pactos  y 
condiciones , ó en  el  dia,  mes  ó año  de  la  fecha, 
ó en  el  lugar  del  otorgamiento;  y que  en  caso  de 
hacerse  alguna  enmienda,  testadura  ó adición 
al  tiempo  de  leerse  el  escrito  á las  partes,  la  sal- 
ve al  fin  de  él  y antes  de  las  firmas  el  escribano, 
de  modo  que  se  evite  toda  sospecha  de  fraude: 
ley  111,  tít.  18,  Part.  3.a,  ley  12,  tít.  19,  d.  Par- 
tida 3. ’,  ley  l.8,  tít.  23,  lib,  10,  Nov.  Recop.,  y 
Código  de  comercio,  art.  240.  Las  dos  leyes  de 
Partida  que  acabamos  de  citar  , califican  de  sos- 
pechosa é indigna  de  crédito  ia  escritura  que 
estuviere  raída,  enmendada,  sopuntada,  testa- 
da, rota'  ó tajada  en  alguna  de  las  partes  sus- 
tanciales que  se  han  indicado,  á no  ser  que 
quien  la  presenta  justifique  haber  ocurrido  el 
defecto  por  fuerza  ú ocasión  , y quieren,  por  el 
contrario,  que  sea  admitida  como  eficaz  la  que 
no  tuviere  alguno  de  dichos  defectos  sino  en 
parte  que  no  sea  esencial  ni  induzca  sospecha 
de  malicia.  Justísima  es  siempre  con  respecto  á 
todo  instrumento , sea  matriz  ó copia  original, 
la  segunda  parte  de  la  disposición  de  estas  leyes, 
pues  que  seria  intolerable  que  por  un  vicio  ó 
defecto  sin  trascendencia  se  hubiese  de  desechar 
una  escritura.  También  se  presenta  justa  la  pri- 
mera parte  de  la  disposición  con  respecto  á la  co- 
pia llamada  original  que  un  interesado  aduce  ó 
exhibe  en  apoyo  de  su  derecho;  pues  que  habien- 
do obrado  ó debido  obrar  la  escritura  en  su  poder, 
á él  y no  á otro  deben  atribuirse  las  alteraciones 
esenciales  que  en  ella  se  observen  y no  estén  sal- 
vadas por  el  escribano,  mientras  no  demuéstrelo 
contrario;  y con  efecto,  de  esta  escritura  parece 
que  hablan  las  citadas  leyes.  Pero  ¿habremos  de 
aplicar  igualmente  dicha  primera  parte  de  la  dis- 
posición á la  escritura  matriz  que  ei  escribano 
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conserva  en  su  protocolo?  Si  esta  escritura  ma- 
triz aparece  con  testaduras,  adiciones,  enmien- 
das ú otras  alteraciones  que  no  estén  salvadas, 
como  manda  la  ley,  ¿será  nula  y de  ningún 
efecto  en  perjuicio  de  alguna  de  las  partes  ó 
quizá  de  las  dos?  ¿Supondremos  que  la  escritura 
se  cerró  y firmó  después  de  hechas  las  alteracio- 
nes, ó que,  por  el  contrario,  no  se  hicieron  las  al- 
teraciones sino  después  de  extendida  y firmada 
la  escritura?  Natural  es  pensar  que  la  escritura 
se  cerró  y firmó  sin  las  alteraciones,  porque  debe 
presumirse  que  el  escribano  al  redactarla  se  con- 
formó con  lo  que  le  prescribía  la  ley,  y la  ley  le 
prescribía  mencionarlas  y salvarlas  antes  de  las 
firmas  si  realmente  las  había  entonces.  No  será, 
pues,  nulo  él  instrumento  por  razón  de  las  alte- 
raciones no  aprobadas  ó salvadas  que  en  él  se 
encontraren,  porque  no  puede  ni  debe  estar  al 
arbitrio  del  escribano  ni  de  otra  persona  el  des- 
truir así  los  efectos  de  un  documento  auténtico 
en  perjuicio  de  los  interesados:  las  alteraciones 
serán , por  el  contrario , las  que  tendrán  el  vicio 
de  nulidad;  las  adiciones,  testaduras,  raspa- 
duras y enmiendas  se  reputarán  por  no  hechas, 
y las  palabras  ilegalmente  testadas , ó raspadas 
ú enmendadas  se  considerarán  como  existentes 
y surtirán  todo  su  efecto  siempre  que  se  pueda 
descubrir  su  tenor  ó que  por  la  interpretación  ó 
combinación  con  lo  que  precede  ó lo  que  signe 
se  pueda  colegir  naturalmente  su  sentido.  Diráse 
tal  vez  que  esto  es  suponer  fraude  de  parte  del 
escribano,  contra  la  regla  general  de  que  el 
fraude  no  se  presume;  y que  es  mas  razonable 
suponer  en  él  una  simple  negligencia,  creyendo 
que  por  descuido  dejó  de  salvar  las  enmiendas 
que  ya  estaban  hechas  al  tiempo  de  las  firmas. 
Pero  en  primer  lugar  es  muy  posible  que  no  sea 
el  escribano  sino  otra  persona  quien  haya  hecho 
las  alteraciones;  en  segundo  lugar,  el  escribano 
debe  imputarse  á sí  mismo  el  haber  dado  lugar 
á esta  presunción  contra  él;  y en  tercer  lugar, 
no  debe  quedar  abandonada  la  suerte  de  los  ins- 
trumentos á merced  de  un  escribano,  de  su 
amanuense  ú otro  que  puede  ser  seducido  por 
una  de  las  partes.  Además , si  la  copia  original 
existe,  por  la  circunstancia  de  estar  reproduci- 
das ú omitidas  en  ella  las  palabras  testadas  ó 
aumentadas,  se  podrá  venir  en  conocimiento  de 
si  las  alteraciones  se  hicieron  antes  ó después 
de  cerrada  y firmada  la  escritura  principal ; y 
entonces  se  verá  si  hay  lugar  á creer  que  hubo 
fraude  ó simple  omisión.  Como  quiera  que  sea. 
ora  haya  habido  fraude  en  hacer  las  alteracio- 
nes, ora  negligencia  en  salvarlas,  no  por  eso 
debe  desecharse  la  escritura;  y asi  en  efecto  pa- 
rece inferirse  de  la  ley  111,  tít.  18,  Part.  3.",  se- 
gún el  texto  de  las  ediciones  de  Gregorio  López, 
que  en  esta  parte  se  diferencia  del  de  la  edición 
Tomo  ui, 


de  la  Academia  de  la  Historia:  «Pero  si  la  rae- 
dura, dice , ó la  letra  fué  fecha  ó camiada  ó de- 
jada (en  parte  esencial)  por  yerro  del  escribano,  ó 
fuere  en  otro  lugar  de  la  carta  que  non  se  camie 
por  hi  la  razón,  ó que  non  deba  dubdar  de 
ella  el  juzgador  ó otre  orne  sabio  que  fuese  fecho 
ámala  parte,  decimos  que  non  debe  {la  carta) 
ser  desechada  por  ende.»  Si  por  el  modo  con  que 
en  la  escritura  matriz  están  hechas  las  altera- 
ciones no  se  pudiere  descubrir  ni  colegir  el  te- 
nor de  lo  raspado  ó testado,  deberá  el  escribano 
satisfacer  á la  parte  interesada  los  daños  y per- 
juicios , por  la  regla  general  de  que  todo  hombre 
está  obligado  á reparar  el  mal  que  resultare  de 
su  fraude  ó de  la  omisión  de  sus  deberes , y ha- 
brá de  ser  además  admitida  la  parte  á probar  la 
realidad  del  contrato  ú otorgamiento. 

Para  evitar  la  necesidad  de  hacer  alteraciones 
esenciales  en  la  escritura  matriz  cuando  al  tiem- 
po de  su  lectura  las  exigen  los  interesados,  se 
halla  introducida  la  costumbre  de  que  el  escri- 
bano redacte  primero  en  borrador  en  un  cua- 
derno de  papel  común,  llamado  minutario  ó bas- 
tárdelo , lo  convenido,  dispuesto  ú otorgado  por 
las  partes , y después  de  la  conformidad  de  estas, 
lo  extienda  en  debida  forma  y con  la  conveniente 
limpieza  en  la  escritura  que  ha  de  servir  de  ma- 
triz, registro  ó protocolo.  Todavía  en  lo  antiguo 
no  firmaban  los  interesados  sino  esta  minuta  ó 
apunte ; pero  como  por  una  parte  no  puede  ser 
auténtico  este  documento , y por  otra  suele  ha- 
llarse cubierto  de  testaduras  y correcciones ,■* ha 
querido  la  ley  que  las  firmas  se  pongan  en  1a. 
escritura  matriz , como  acabamos  de  ver  en 
la  7.*  circunstancia.  Y.  Minutario. 

9.s  Que  después  de  haber  extendido  el  ins- 
trumento y salvado  las  enmiendas  y firmádolo 
i las  partes,  lo  autorice  el  escribano  con  su  firma 
y su  signo , y lo  ponga  y guarde  en  el  libro  de 
protocolos  ó registros,  no  pudiendo  dar  á los  in- 
teresados copia  signada  del  instrumento  sin  que 
preceda  esta  diligencia , bajo  las  penas  de  nuli- 
dad de  la  copia,  pérdida  dei  oficio,  inhabilidad 
para  obtener  otro,  y obligación  de  pagar  á la 
parte  los  daños  y perjuicios:  ley  54,  tít.  18,  Par- 
tida 3.’,  ley  3.',  tít.  8.°,  iib.  l.°  del  Fuero  Real; 
leyes  1.‘  y 6.a,  tít,  23,  lib.  10,  Nov.  Kecop.  Mas 
aunque  según  el  espíritu  y aun  la  letra  de  la 
ley  debiera  el  escribano  signar  todas  las  escri- 
turas matrices  á medida  que  las  incorpora  en  el 
libro  de  protocolos , porque  el  signo  ó sello  es  el 
que  les  da  carácter  público  y las  reviste  de  au- 
tenticidad y fuerza;  en  la  práctica,  sin  embargo, 
se  tiene  por  bastante  que  ponga  su  signo  al  fin 
del  libro  de.  protocolos  de  cada  año,  dando  fe  de 
que  las  escrituras  é instrumentos  que  en  él  se 
contienen  en  tantas  hojas  útiles,  son  los  únicos 
que  han  pasado  ante  el  mismo  escribano  duran- 
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te  el  año  á que  se  refieren ; y con  este  signo  ge- 
neral se  entienden  signados  todos  los  instru- 
mentos en  el  libro  del  año  contenidos  como  si 
en  todos  y cada  uno  de  ellos  se  hubiese  puesto; 
bien  que  lian  de  signarse  además  todas  las  co- 
pias llamadas  originales  que  de  los  instrumentos 
de  dicho  libro  se  expidieren.  La  ley  6.%  tít.  23, 
lib.  10,  Nov.  Recop.,  impone  las  penas  de  diez 
mil  maravedís  para  la  real  cámara  y suspensión 
de  oficio  por  un  año  al  escribano  que  al  fin  de 
cada  año  dejare  de  signar  los  registros  que  en 
el  curso  del  mismo  hubiere  hecho;  y aunque  la 
ley  no  lo  expresa,  es  claro  que  el  escribano  des- 
cuidado deberá  también  satisfacer  á las  partes 
los  daños  y perjuicios  que  por  su  omisión  se  les 
siguieren.  El  escribano  no  debe  nunca,  sin  ex- 
presa facultad  del  Rey,  mudar  la  forma  déla 
firma  que  echó  al  tiempo  de  su  aprobación,  ni 
variar  bajo  pretexto  alguno  el  signo  que  puso 
en  el  real  título  de  un  nombramiento,  pues  que 
toda  alteración  en  la  firma  ó en  el  signo  haría 
sospechosos  los  instrumentos  é imposible  ó muy 
difícil  su  comprobación  en  caso  de  duda. 

10.  Que  así  la  escritura  matriz  como  la  copia 
original  que  de  ella  se  diere,  se  extiendan  en  el 
idioma  vulgar  del  reino,  aunque  los  otorgantes 
sean  extranjeros  ó hablen  alguno  de  los  dialec- 
tos usados  en  varias  provincias,  y aunque  el  es- 
cribano los  entienda,  ya  por  evitar  interpreta- 
ciones arbitrarias,  ya  porque  los  testigos  han 
de  enterarse  del  otorgamiento  á que  asisten  para 
deponer  en  caso  necesario  de  su  contexto.  Mas 
el  instrumento  que  á pesar  de  todo  se  extendie- 
re  en  lengua  diferente  de  la  vulgar  del  reino, 
¿será  por  eso  nulo  y carecerá  de  fe,  ó solo  dará 
lugar  á pena  contra  el  escribano?  No  hay  ley 
general  que  establezca  directamente  su  nulidad; 
pero  si  es  circunstancia  indispensable  para  la 
validez  de  una  escritura  pública  que  los  testigos 
á quienes  debe  leerse  queden  enterados  de  su 
contenido,  es  consiguiente  que  el  instrumento 
escrito  en  una  lengua  extraña  que  estos  no  en- 
tiendan , no  tendrá  fuerza  ni  vigor  de  instru- 
mento público.  ¿Tendráia  empero  si  así  los  tes- 
tigos como  el  escribano  entendiesen  la  lengua? 
En  los  negocios  mercantiles  no  la  tiene  en  caso 
alguno:  «Las  escrituras  6 pólizas  de  los  contra- 
tos celebrados  en  territorio  español , dice  el  ar- 
tículo 239  del  Código  de  comercio , se  extende- 
rán en  el  idioma  vulgar  del  reino ; y en  otra 
forma  no  se  les  dará  curso  en  juicio. » Tampoco 
parece  que  debe  tenerla , y quizá  con  mas  razón, 
en  los  negocios  que  no  sean  comerciales.  Sin 
embargo,  si  una  de  las  partes  interesadas  en  un 
instrumento  otorgado  en  lengua  extraña  dentro 
del  reino,  ante  escribano  y testigos  que  la  en- 
tendían , pidiere  con  citación  de  la  contraria  su 
traducción  por  intérpretes  juramentados,  cree- 


mos que  entonces  no  debería  negarse  la  calidad 
de  auténtico  al  documento  original  presentado 
con  su  traducción  en  los  tribunales.  V.  Intér- 
prete. 

* Requisitos  'materiales  de  las  escrituras  matri- 
ces.— Todas  las  hojas  de  las  escrituras  matrices 
han  de  ser  de  pliego  entero  y por  la  parte  en 
que  hayan  de  encuadernarse  tendrán  una  már- 
gen  en  blanco  de  veinte  milímetros.  Además  se 
dejará  en  las  cuatro  planas  del  pliego  otra  már- 
gen  de  cincuenta  milímetros  y parte  donde  co- 
mienzan á escribirse  los  renglones.  La  primera  y 
tercera  plana  tendrán  también  una  márgeu  en 
blanco  de  cinco  milímetros  por  el  canto  del  pa- 
pel para  que  por  la  acción  del  tiempo  no  puedan 
ser  corroídas  las  últimas  letras  de  cada  renglón: 
art.  50  del  reglamento  de  9 de  Noviembre  de  1874 
para  la  organización  y régimen  del  notariado. 

Nimia  es  en  extremo  la  ley  al  señalar  los  mi- 
límetros que  han  de  dejarse,  y que  para  cum- 
plirse con  exactitud  hace  necesario  que  el  me- 
tro sea  uno  de  los  instrumentos  indispensables 
del  arte  notarial.  Preferible  es  determinar  que 
se  dejase  en  blanco  la  octava  parte  ó la  diezi- 
seisava  del  pliego,  doblado  por  el  método  ordi- 
nario. 

Tampoco  es  muy  acertada  la  disposición  del 
art.  51,  dada  quizá  en  beneficio  del  fisco,  esta- 
bleciendo que  los  notarios  no  pueden  comenzar 
la  extensión  de  ninguna  escritura  matriz  sino 
en  pliego  distinto  y en  la  primera  llana  ó cara 
de  cada  pliego , debiendo  foliarse  y rubricarse 
hasta  las  hojas  que  queden  en  blanco;  y ex- 
tendiendo las  notas  que  han  de  ponerse  en  la 
escritura  matriz  ó registro  á continuación  de  la 
misma  si  hubiere  papel  en  blanco,  y en  su  de- 
fecto en  el  márgen  de  cincuenta  milímetros,  co- 
menzando por  la  primera  plana. 

No  se  alcanza,  ó no  alcanzamos  el  objeto  de 
esta  medida;  pues  mas  garantías  de  seguridad 
y verdad  da  que  las  escrituras  matrices  se  es- 
criban á continuación  unas  de  otras,  sin  dejar 
claros  ni  intersticios,  que  no  el  que  no  pueda 
empezarse  la  extensión  de  ninguna  escritura 
matriz,  sino  en  pliego  distinto  y en  su  llana 
primera. 

Los  instrumentos  públicos  se  redactarán  en 
lengua  castellana,  usando  de  estilo  claro,  puro, 
preciso,  sin  frase  ni  término  alguno  obscuro  ni 
ambiguo  y observando  siempre  como  reglas  im- 
prescindibles la  verdad  en  el  concepto,  la  pro- 
piedad en  el  lenguaje,  y la  severidad  en  la  forma: 
art.  25  de  la  ley,  y 62  del  Reglamento. 

Los  notarios,  si  bien  procurarán  atenerse  li- 
teralmente á las  minutas  ó á las  instrucciones 
verbales,  siempre  que  noten  falta  de  claridad  lo 
advertirán  á los  interesados,  proponiéndoles  la 
redacción  que  en  su  concepto  exprese  mejor  el 
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Sentido  de  lo  que  se  hubiese  estipulado : art.  25 
de  la  ley,  62  del  reglamento  y l.“  de  la  instruc- 
ción de  9 de  Noviembre  de  1874. 

Cuando  se  hubiese  de  insertar  documento, 
párrafo,  frase  ó palabra  de  otro  idioma  ó dialec- 
to, se  extenderá  inmediatamente  su  traducción 
ó se  explicará  lo  que  los  otorgantes  entienden 
por  la  frase , palabra  ó nombre  exótico  : art.  62 
citado. 

Aun  cuando  el  precepto  de  la  ley  es  general, 
no  ha  de  entenderse  tan  literalmente  que  expli- 
que el  notario  las  palabras  usuales  en  el  foro  y 
con  significación  legal  conocida,  como  donación 
ínter  vivos , curador  ad  bona  y otras  semejantes. 

Si  el  otorgante  fuere  el  que  no  entendiese  el 
idioma  castellano,  los  notarios  explicarán  á su 
dialecto  particular  á los  otorgantes  y testigos  la 
escritura. 

También  podrán  los  notarios  testimoniar  por 
exhibición  documentos  en  latin  ó en  cualquiera 
otra  lengua;  pero  en  este  caso  se  entenderá  que 
su  fe  se  refiere  solamente  á la  exactitud  de  la 
copia  material  de  las  palabras  y no  acerca  de  su 
contenido:  art.  62  citado. 

No  basta  que  el  notario  lea  ó permita  leer  la 
escritura  á las  partes  ó testigos,  sí  hubiere  al- 
guno que  no  entendiera  el  castellano;  pues  en 
tal  caso,  tiene  obligación  de  explicarle  en  su 
dialecto  particular  el  contexto  de  la  escritura;  y 
si  fuese  extranjero,  no  podrá  autorizarla  sino 
asistiendo  intérprete,  á menos  que  el  notario 
conozca  su  idioma,  haciéndolo  constar  en  ambos 
casos  en  el  documento : art.  62  del  reglamento. 

Aun  cuando  la  ley  no  lo  dice , es  de  buen  sen- 
tido que  estas  precauciones  se  refieren  al  caso 
en  que  el  extranjero  ignore  el  castellano,  pues 
si  lo  sabe,  la  escritura  se  otorgará  en  los  térmi- 
nos ordinarios , si  bien  creemos  necesario  ó muy 
conveniente  que  haga  constar  el  escribano  la 
circunstancia  de  poseer  el  extranjero  el  idioma 
español. 

El  contexto  de  las  escrituras  ha  de  escribirse 
sin  abreviaturas,  blancos,  ni  guarismos. 

Las  abreviaturas  prohibidas,  no  son  lasque 
se  refieren  á las  iniciales  ó frases  reconocidas 
comunmente  para  tratamientos,  títulos  de  ho- 
nor, expresiones  de  cortesía  ó respeto  que  no 
pueden  alterar  el  concepto,  ni  se  reputan  blan- 
cos los  que  resulten  entre  el  final  de  una  cláu- 
sula y el  comienzo  de  otra  en  renglón  distinto, 
que  se  inutilizará  cubriéndolo  con  una  raya  de 
tinta : art.  25  de  la  ley  y 63  del  reglamento. 

Todos  los  documentos  protocolizados  llevarán 
el  número  que  les  corresponda  por  órden  de  fe- 
chas, escrito  en  letra:  art.  48  del  reglamento. 

Solemnidades  y requisitos  de  las  escrituras  para 
que  hagan  /«.—Aun  cuando  la  material  exten- 
sión de  los  instrumentos  públicos  se  haga  por 


los  escribientes,  los  notarios,  bajo  pena  de  nuli- 
dad, han  de  autorizarlos  con  su  firma  y con  la 
rúbrica  y signo  que  propongan , y se  les  dé  al 
expedirles  ios  títulos  de  ejercicio,  signando  pri- 
mero y firmando  y rubricando  debajo  del  signo, 
sin  que  pueda  concederse  autorización  para  sig- 
nar ni  firmar  con  estampilla  aunque  pueden 
usar  además  sello  especial  de  su  notaría,  ni  les 
sea  licito  variar  la  rúbrica  ni  el  signo  sin  auto- 
rización del  jefe  del  Estado.  Con  el  objeto  de  que 
pueda  efectuarse  este  precepto  y exigir  la-  res- 
ponsabilidad á los  contraventores,  los  secreta- 
rios de  las  juntas  directivas  llevarán  un  libro  de 
actas  en  que  consten  las  posesiones  y otro  libro 
en  el  dual,  después  de  aquellos,  los  notarios 
pondrán  su  firma,  rúbrica  y signo,  suprimido 
el  juramento  que  exigía  el  art.  19  de  la  ley : ar- 
tículos 19  y 27  de  la  ley,  21,  60  y 61  del  regla- 
mento. 

Consignará  también  el  notario  en  todo  instru- 
mento público,  su  nombre  y vecindad,  los  nom- 
bres y vecindad  de  los  testigos , y el  año  y dia 
del  otorgamiento  (art.  24  de  la  ley),  y al  fiual 
dará  fe  de  haber  leído  á las  partes  y á los  tes- 
tigos instrumentales  la  escritura  íntegra  ó de 
haberles  permitido  que  la  lean  á su  elección, 
antes  de  que  la  firmen , y á los  de  conocimiento 
lo  que  á ellos  se  refiera,  y de  haber  advertido  á 
■ unos  y á otros  que  tienen  el  derecho  de  leerla 
por  sí : art.  25  de  la  ley. 

Tiene  que  dar  fe  de  todo  lo  contenido  al  final 
del  instrumento,  sin  necesidad  de  que  lo  haga 
eu  cada  cláusula  y cosa  en  particular;  enten- 
diéndose con  la  fórmula  final  que  «da  fe  en  el 
instrumento  de  cuanto  en  éi  se  contiene»  {art.  73 
del  reglamento),  y si  se  hiciesen  en  las  escritu- 
ras matrices  adiciones,  apostillas,  entrerenglo- 
naduras, raspaduras  ó testados,  han  de  salvar- 
se al  fin  de  estas  con  aprobación  expresa  de  las 
partes  y firmas  de  los  que  deban  suscribir  el 
instrumento  , siendo  nulo  de  otro  modo : art.  26 
de  la  ley. 

Los  notarios  darán  fe  en  los  instrumentos  pú- 
blicos, bajo  pena  de  nulidad,  del  conocimiento  de 
los  otorgantes,  ó de  que  se  han  asegurado  de  su 
j conocimiento  por  el  dicho  de  los  'testigos  instru- 
mentales ó de  los  testigos  de  conocimiento ; de 
su  vecindad,  edad  y estado  por  la  cédula  perso- 
nal y profesión , y en  los  casos  graves  y extraor- 
dinarios en  que  no  sea  posible  consignar  por 
completo  estas  últimas  circunstancias , expresa- 
rán cuanto  sobre  ello  les  conste  de  propia  ciencia 
y manifiesten  los  testigos  instrumentales  y de 
conocimiento;  y si  los  otorgantes  no  pueden 
presentar  testigos  de  conocimiento,  lo  expresará 
así  el  notario,  designando  los  documentos  que 
le  presentaren  como  prueba  de  su  nombre,  esta- 
do , vecindad  y procedencia,  y refiriendo  además 
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el  motivo  del  caso  grave  y extraordinario : ar- 
tículos 23  y 27  de  la  ley  y «9  y 74  del  reglamen- 
to. Véase  lo  que  sobre  este  caso  se  expone  al  tra- 
tar de  los  testigos  de  conocimiento. 

Como  este  requisito  de  conocer  á las  partes  el 
notario , hace  preciso  que  se  asegure  de  la  iden- 
tidad de  las  personas,  cuando  hayan  de  otorgar 
algún  instrumento  religiosas  en  clausura  cuya  ¡ 
regla  les  prohiba  descubrirse  el  rostro  ante  per- 
sonas extrañas  ála  comunidad,  deberán  descu-  . 
brirse  el  rostro  ante  el  notarlo , á fin  de  que  este 
pueda  asegurarse  de  la  identidad  de  la  persona 
y dar  fe  de  su  conocimiento,  obteniendo  prévia- 
raente  para  ello  la  vénia  de  la  autoridad  ecle- 
siástica correspondiente:  Iíeal  órden  de  10  de 
Marzo  de  1867.  * 

11.  Que  la  escritura  se  extienda  en  papel  se- 
llado, esto  es,  la  matriz  en  el  del  sello  cuarto,  y 
la  copia  ó saca  en  el  del  sello  que  la  ley  prescri- 
ba para  cada  especie  de  instrumento,  según  su 
calidad  y cantidad;  pues  sin  este  requisito  no 
hará  fe  ni  tendrá  curso  en  juicio  , y además  el 
que  la  extienda,  presente  ó reciba , incurre  en 
varias  penas:  leyes  del  tít.  24,  lib.  10,  Nov.  Re- 
copilación, y Real  cédula  de  12  de  Mayo  de  1824 
y sus  aclaraciones.  V.  Papel  sellado. 

* Hoy  la  escritura  matriz  se  lia  de  extender 
en  el  sello  noveno,  y la  copia  ó saca  en  el  papel 
correspondiente , según  la  cuantía  del  acto  que 
hoy,  con  arreglo  al  art.  6.“  del  Real  decreto  de  12 
de  Setiembre  de  1861,  es: 

Hasta  1,000  rs.,  sello  noveno  de  2 rs. 

De  1,001  á 2,000,  sello  octavo  de  4. 

De  2,001  á 4,000,  sello  séptimo  de  8. 

De  4,001  á 8,000,  sello  sexto  de  16.  ! 

De  8,601  á 16,000,  sello  quinto  de  32. 

De  16.001  á 30,000,  sello  cuarto  de  60.  i 

De  30,001  á 50,000,  sello  tercero  de  100. 

De  50,001  á 75,000,  sello  segundo  de  150. 

De  75,001  en  adelante,  sello  primero  de  200. 
Todas  las  circunstancias  trascritas  referentes  ' 
á la  forma  de  los  instrumentos,  al  número  y > 
cualidades  de  los  testigos,  y á la  capacidad  de 
adquirir  lo  dejado  ó mandado  por  el  testador,  no 
son  aplicables  á los  testamentos  y demás  disposi- 
ciones mortis  causa , en  los  cuales  regirán  las  le- 
yes especiales  del  caso:  art.  29  de  la  ley. 

Requisitos  que  han  de  observarse  en  la  redacción 
de  los  instrumentos  públicos  sujetos  á Registro. 

Además  de  las  circunstancias  antedichas  , co- 
munes á todas  las  escrituras  que  versan  sobre 
contratos  Ínter  vivos , se  publicó  la  Instrucción 
de  12  de  Junio  de  1861,  en  la  que  se  exigían  es- 
peciales para  la  redacción  de  los  instrumentos 
que  están  sujetos  á Registro  y que  fué  substi- 
tuida por  otra  Instrucción  de  9 de  Noviembre 
de  1874. 

Previénese  en  esta  que  todos  los  notarios, 


escribanos  y secretarios  de  juzgados  que  autori- 
cen documentos  inscribibles  hagan  constar,  bajo 
su  responsabilidad  , todas  las  circunstancias  ne- 
cesarias , según  la  ley  Hipotecaria  y su  regla- 
mento para  inscribirlos  en  el  Registro:  art.  2.” 

Además  de  este  precepto  general,  que  excu- 
saría todos  los  otros  si  se  observase  , detalla  en 
minuciosas  regias  esas  circunstancias  cuya  cons- 
tancia exige. 

Pueden  clasificarse  en  circunstancias  subjeti- 
vas ó referentes  á las  personas  que  intervienen 
en  la  formalizacion  de  la  escritura  y en  cir- 
cunstancias objetivas  ó que  se  refieren  ála  re- 
dacción de  la  misma  escritura. 

Circunstancias  subjetivas  respecto  d los  que  in- 
tervienen en  instrumentos  sujetos  á inscripción. 

Debe  procurar  el  notario  que  los  otorgantes 
declaren  en  el  contrato  todas  las  circunstan- 
cias que  deba  contener  la  inscripción  , y si  no 
quisieren  ó no  pudieren  hacerlo , salvará  su 
responsabilidad  manifestando  en  el  instrumen- 
to que,  advertidas  las  partes  de  la  conveniencia 
de  dicha  declaración,  dejaron,  sin  embargo,  de 
hacerlo;  esto  sin  perjuicio  de  que  si  las  circuns- 
tancias omitidas  fuesen  necesarias  para  la  va- 
lidez del  instrumento,  se  niegue  á autorizarlo: 
art.  3." 

Los  notarios  redactarán  con  claridad  y conci- 
sión las  cláusulas  de  las  escrituras  en  que  se  de- 
claren los  derechos  y obligaciones  de  los  otorgan- 
tes; y si  bien  procurarán  atenerse  literalmente 
á las  minutas  que  estos  les  entreguen  de  sus 
contratos,  cuando  así  lo  verifiquen,  ó á las  ins- 
trucciones verbales  que  les  dieren,  siempre  que 
notaren  en  ellas  ambigüedad , confusión  ó falta 
de  claridad  lo  advertirán  á los  interesados,  pro- 
poniéndoles la  relación  que  en  su  concepto  ex- 
prese mejor  el  sentido  de  lo  que  se  hubiere  esti- 
pulado: art.  l.°  de  la  instrucción  de  1874. 

La  designación  de  toda  persona  que  interven- 
ga en  cualquier  acto  ó contrato  sujeto  á inscrip- 
ción se  hará  expresando  su  nombre , sus  ape- 
llidos, su  edad,  si  fuere  menor,  su  estado  civil, 
su  profesión  y su  vecindad,  según  apareciese  de 
la  cédula  personal.  Si  fuere  conocida  con  un  se- 
gundo nombre  unido  al  primero , se  expresará 
necesariamente.  Los  que  tengan  su  vecindad  en 
un  punto  y su  residencia  en  otro,  deberán  seña- 
lar expresamente  uno  de  ellos  para  todas  ia  no- 
tificaciones y diligencias  á que  pueda  dar  lugar 
el  acto  ó contrato  : art.  4.°  de  id. 

Cuando  alguno  de  los  otorgantes  concurra  al 
acto  en  nombre  de  una  sociedad,  establecimien- 
to público,  corporación  ó persona  jurídica,  se 
expresará  esta  circunstancia , designando  ade- 
más de  las  relativas  á la  personalidad  del  repre- 
sentante, el  nombre  de  dicha  entidad  y su  do- 
micilio, é indicando  el  título  del  cual  resulte  la 
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expresada  representación,  debiendo  autorizar  en 
su  caso  el  instrumento  público  cou  la  firma  so- 
cial: art.  5.°  de  id. 

Los  notarios  harán  constar  en  toda  escritura 
que  los  otorgantes  tienen  la  capacidad  legal  ne- 
cesaria para  celebrar  el  acto  ó contrato  A que  se 
refieran,  cuya  circunstancia  se  determinará  á 
juicio  propio  del  notario,  no  bastando  que  este 
la  consigne  en  el  instrumento,  apoyándose  en  el 
solo  dicho  de  los  otorgantes:  art.  6.° 

Cuando  en  los  actos  y contratos  sujetos  á Re- 
gistro, los  interesados  dejen  de  presentar  los  do- 
cumentos que  justifiquen  su  propiedad,  expre- 
sará el  que  trasfiera,  revoque  ó modifique  el  de- 
recho, el  título  de  adquision  en  cuya  virtud  les 
pertenezca,  indicando,  en  su  caso,  el  libro  y 
fóüo  en  que  resulte  hecha  la  inscripción:  art.  7.” 

En  todo  instrumento  público  sujeto  á Regis- 
tro, advertirá  el  notario  que  sin  verificarse  la 
inscripción  no  será  aquel  admitido  en  los  juzga- 
dos y tribunales,  Consejos  y oficinas  del  Gobier- 
no, si  el  objeto  de  la  presentación  fuere  hacer 
efectivo,  en  perjuicio  de  tercero,  el  derecho  que 
debió  ser  inscrito,  salvo  los  dos  casos  de  excep- 
ción que  comprende  el  art.  396  de  la  ley  Hipo- 
tecaria: art,  8.”  de  id. 

Cuando  el  acto  ó contrato  deje  de  inscribirse 
por  alguna  omisión  ó inexactitud  padecida  por 
dolo  ó culpa  del  notario  autorizante,  subsanará 
la  falta  extendiendo  á su  costa  una  nueva  escri- 
tura, si  fuese  posible,  é indemnizando  en  todo 
caso  á los  interesados  de  los  perjuicios  que  les 
hubiese  ocasionado , en  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  ei  art,  22  de  la  ley  Hipotecaria:  pár- 
rafo 3.”  del  art.  9.° 

Ei  notario  ante  quien  se  otorgue  un  acto  ó con- 
trato en  que  se  declare  ó reserve  algún  derecho 
real  á favor  de  tercero,  que  podría  ser  perjudi- 
cado si  no  se  registrase  dicho  documento , cum- 
plirá lo  dispuesto  en  el  art.  12  del  reglamento 
dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria, 
y podrá  exigir  del  Registrador  el  correspondien- 
te recibo,  el  cual  será  suficiente  para  exigir  de 
los  otorgantes  el  pago  de  los  derechos  devenga- 
dos por  el  notario:  art.  11  de  id. 

En  toda  escritura  en  que  se  estipulare  alguna 
obligación  sujeta  á condiciones  suspensivas  ó 
resolutorias,  expresará  el  notario  haber  entera- 
do á las  partes  de  que  el  cumplimiento  de  dichas 
condiciones,  cuando  se  verifique,  no  perjudicará 
á tercero,  si  no  se  hiciere  constar  en  el  Registro: 
art.  19  de  id. 

En  las  donaciones  advertirá  el  notario  que  no 
se  rescindirán  en  perjuicio  de  tercero,  sino  por 
las  causas  expresadas  en  la  escritura,  según  lo 
dispuesto  eu  el  art.  38  de  la  ley  Hipotecaria. 
Cuando  se  revoque  alguna  donación  de  bienes 
inmuebles  ó derechos  reales  por  cualquiera  de 


las  causas  que  señalan  las  leyes,  expresará  el 
notario  la  circunstancia  de  haber  de  entenderse 
: dicha  revocación  sin  perjuicio  de  tercero  que 
haya  adquirido  los  bienes  ó cualquier  derecho 
real  sobre  ellos , á menos  que  la  causa  del  acto 
sea  no  haber  cumplido  el  donatario  condiciones 
inscritas  en  el  Registro,  en  cuyo  caso  se  mani- 
festarán las  que  sean:  art.  20  de  id. 

No  se  otorgará  ninguna  escritura  de  hipoteca, 
censo  ó imposición  de  capital  á rédito,  sin  fijar 
en  ella  la  cantidad  de  que  ha  de  responderla 
finca  ó derecho  hipotecado.  Cuando  no  sea  can- 
tidad cierta  ó líquida  entre  los  otorgantes  la  que 
se  trate  de  garantizar , el  notario  les  prevendrá 
que  la  fijen  aproximadamente , advirtiéndoles 
que  la  que  señalen  será  la  única  de  que  respon- 
derá la  finca  con  perjuicio  de  tercero,  si  bien 
quedando  á salvo  en  todo  caso  la  acción  personal 
contra  el  deudor.  Lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior, no  tendrá  lugar  cuando  la  escritura  tenga 
por  objeto  asegurar  un  crédito  refaccionario  no 
líquido  y que  dé  solo  derecho  á una  anotación 
preventiva,  en  cuyo  caso  se  observará  lo  preve- 
nido en  el  art.  60  de  la  ley  Hipotecaria:  art  21. 

Tampoco  se  otorgará  ninguna  escritura  de  hi- 
poteca ó de  imposición  de  censo  ó de  capital  á 
rédito  sobre  fincas  diferentes , sin  señalar  en  ella 
la  parte  de  dichos  capital  y réditos  de  que  ha  de 
responder  cada  una.  Los  notarios  exigirán  á loa 
otorgantes  que  hagan  la  distribución  del  capital 
y réditos  entre  las  fincas  gravadas,  si  prévia- 
, mente  no  la  hubieren  convenido,  ad virtiéndoles 
y haciendo  constar  en  la  escritura,  que  cada  una 
de  las  fincas  no  queda  obligada  con  perjuicio  de 
tercero , sino  por  la  cantidad  que  respectiva- 
mente se  le  señale,  si  bien  quedando  á salvo  el 
derecho  del  acreedor  para  repetir  contra  cual- 
quiera de  ellas , por  la  parte  del  crédito  que  no 
alcanzare  á cubrir  alguna  de  las  otras,  cuando 
ño  mediare  dicho  perjuicio,  conforme  á lo  pre- 
venido en  la  iey  Hipotecaria:  art.  22  de  id. 

Los  notarios  no  insertarán  en  ninguna  escri- 
tura, aunque  los  otorgantes  lo  reclamen,  la  cláu- 
sula general  de  quedar  hipotecados  todos  los 
bienes  presentes  ó futuros  en  seguridad  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  estipuladas: 
art.  23  de  id. 

En  las  escrituras  de  imposición  de  censo  se 
suprimirá  la  cláusula  usada  antiguamente  por 
algunos  notarios  de  quedar  obligados  al  pago  de 
los  réditos,  además  de  los  bienes  especialmente 
acensuados,  todos  los  demás  que  poseyere  el 
imponente.  En  dichas  escrituras  no  se  omitirá 
por  ningún  motivo  la  expresión  del  valor  que 
tos  otorgantes  dieren  á la  finca  gravada  y el  de 
las  cargas  anteriores  que  ia  misma  tuviere : ar- 
ticulo 24  de  id. 

Siempre  que  se  hipotequen  bienes  pertene- 


1N 


?jV  — 326  — 


cientes  á personas  que  no  tengan  La  libre  dispo 
sicion  de  ellos,  se  asegurará  el  notario  de  que  se 
han  cumplido  los  requisitos  y formalidades  que 
para  tales  casos  exigen  las  leyes:  art.  30. 

Los  Notarios  no  autorizarán  ningún  acto  ó 
contrato  de  hipoteca  por  el  cual  se  pretenda  su- 
jetar á tal  gravámen  los  bienes  , que  según  la 
ley  Hipotecaria  no  son  hipotecables:  art.  32. 

Los  poderes  para  hipotecar  podrán  darse,  bien 
con  limitación  á una  finca  determinada,  ó bien 
para  todas  las  que  posea  el  poderdante,  y en  uno 
y otro  caso,  con  las  demás  condiciones  que  ten- 
ga á bien  señalar  el  propietario:  art.  33. 

En  toda  escritura  de  hipoteca  constituida  para 
la  seguridad  de  una  obligación  futura  ó sujeta 
á condiciones  suspensivas  inscritas,  ó que  se  ha- 
yan de  inscribir  en  el  Registro,  expresará  el  no- 
tario que  dicha  hipoteca  habrá  de  perjudicar  á 
tercero  desde  la  fecha  de  su  inscripción,  si  la 
obligación  futura  llegare  á contraerse,  ó á cum- 
plirse la  condición.  Si  la  obligación  asegurada 
estuviere  sujeta  á condición  resolutoria  inscrita, 
se  expresará  en  la  escritura  que  dicha  hipoteca 
surtirá  su  efecto  en  cuanto  á tercero,  mientras 
no  se  haga  constar  en  el  Registro  el  cumpli- 
miento de  la  condición:  art.  34. 

Cuando  se  constituya  hipoteca  en  seguridad 
de  préstamo,  enterará  el  Notario  á las  partes  de 
que  no  quedarán  asegurados  los  intereses  que 
estipulan,  sino  en  cuanto  consten  en  la  escritu- 
ra y en  la  inscripción  correspondiente  del  Re- 
gistro. En  la  escritura  se  hará  mención  de  ha- 
berse hecho  4 los  interesados  esta  advertencia: 
art.  35. 

En  toda  escritura  de  hipoteca  por  razón  de 
préstamo  con  interés,  declarará  el  Notario  haber 
enterado  al  acreedor  de  que  no  podrá  reclamar 
por  la  acción  real  hipotecaria,  con  perjuicio  de 
tercero , mas  réditos  atrasados  que  los  corres- 
pondientes á los  dos  últimos  años  y la  parte  ven- 
cida de  la  anualidad  corriente , si  bien  quedan- 
do á salvo  su  acción  personal  contra  el  deudor, 
para  exigir  loa  pertenecientes  á los  años  ante- 
riores , y para  pedir  en  su  caso  ampliación  de 
hipoteca:  art.  36. 

De  toda  escritura  de  cesión  de  crédito  hipote- 
cario se  dará  conocimiento  al  deudor  por  medio 
de  una  cédula  firmada  por  el  notario  autorizan- 
te de  aquella.  La  entrega  de  dicha  cédula  ten- 
drá lugar  por  el  órden  que,  según  ios  casos,  de- 
terminan los  arts.  228,  229  y 230  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil:  art.  37. 

Todo  notario  ante  quien  se  otorgue  algún  ins- 
trumento público  del  cual  resulte  derecho  de  hi- 
poteca legal  por  razón  de  dote  , arras,  bienes  re- 
servable3  ó de  peculio,  tutela  ó curaduría,  en- 
terará á la  persona  á cuyo  favor  lo  constituya  la 
ley , si  interviniere  en  el  acto,  de  su  derecho 


para  exigir  de  quien  corresponda  una  hipoteca 
especial  suficiente;  y al  gravado  con  esta  obli- 
gación , si  también  concurriere  al  acto,  de  la 
que  la  ley  le  impone  de  cumplirla  en  su  caso,  si 
poseyere  bienes  hipotecables.  El  Notario  liará 
mención  en  el  mismo  instrumento  de  haber  he- 
cho esta  advertencia,  y de  la  manifestación  que 
en  su  virtud  hicieren  los  interesados,  y de  ha- 
berles prevenido  que  mientras  la  hipoteca  no  se 
constituya,  no  perjudicará  á tercero  que  prévia- 
rnente  constituya  sn  derecho:  art.  38. 

Si  la  persona  á cuyo  favor  resultare  el  derecho 
de  hipoteca  legal  de  que  trata  el  artículo  ante- 
rior fuere  mujer  casada,  hijo  menor  de  edad, 
pupilo  ó incapacitado,  y no  se  hubiere  consti- 
tuido á su  favor  hipoteca  especial,  ó la  consti- 
tuida no  fuere  suficiente,  el  Notario  dará  cono- 
cimiento al  registrador  del  partido  dei  instru- 
mento otorgado,  dentro  de  las  cuarenta  y ocho 
horas  siguientes,  por  medio  de  oficio,  en  el 
cual  hará  una  sucinta  reseña  de  la  obligación 
contraida , de  los  nombres , calidad , estado  y 
vecindad,  domicilio  de  los  otorgantes  y de  la 
manifestación  que  estos  hubieren  hecho  en  vir- 
tud de  la  advertencia  relativa  á la  hipoteca  le- 
gal: art.  39. 

No  se  otorgará  ninguna  escritura  de  hipoteca 
legal  sin  que  la  ofrecida  en  tal  concepto  resulte 
calificada  y admitida  por  la  persona  que  respec- 
tivamente tenga  la  obligación  ó el  derecho  de 
hacerlo,  según  los  casos,  con  arreglo  á lo  pre- 
venido en  la  ley  Hipotecaria:  art.  40. 

El  notario  preguntará  á los  otorgantes  de 
escritura  en  que  se  ofrezcan  á la  mujer  arras  ó 
donaciones  esponsalicias,  si  se  prometen  ó no 
como  aumento  de  dote,  enterándoles  de  su  de- 
recho en  uno  y otro  caso  , 6 sea  de  que  hecha  ia 
oferta  como  aumento  de  dote  produce  hipoteca 
legal,  y omitiéndose  dicha  circunstancia  no  po- 
drán reclamarse  las  arras  ó donaciones  sino  por 
la  acción  personal:  art.  43. 

No  se  otorgará  ninguna  escritura  enajenando 
6 gravando  bienes  dótales  ó bienes  hipotecados 
á favor  de  alguna  dote  sino  en  los  casos  y con 
los  requisitos  prevenidos  en  los  arts.  188  y 192 
de  la  ley  Hipotecaria,  Cuando  dichos  bienes  se 
enajenaren  en  nombre  y con  el  consentimiento 
de  ambos  cónyuges,  mayores  de  edad,  se  guar- 
. dará  en  la  redacción  de  la  escritura  lo  prevenido 
en  el  art.  41  de  esta  instrucción.  Si  alguno  de 
los  cónyuges  fuere  de  menor  edad,  se  hará 
mención  en  la  escritura  del  expediente  judicial 
que  se  haya  seguido  para  justificar  la  utilidad  y 
necesidad  de  la  enajenación  ó gravámen , con 
inserción  literal  de  la  providencia  que  se  hubie- 
re dictado.  1 si  la  mujer  fuere  la  menor,  se  hará 
constar  en  la  escritura  la  constitución  de  la  hi- 
poteca ó lo  que  haya  dispuesto  la  autoridad' j 
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dicial  que  concedió  la  autorización.  El  notario 
dará  aviso  al  registrador  de  los  contratos  de  esta 
especie  que  autorice  sin  la  subrogación  de  hi- 
poteca correspondiente,  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  39  de  esta  Instrucción:  art.  48. 

De  todo  instrumento  público,  en  cuya  virtud 
adquiera  un  viudo  ó viuda  con  hijos  bienes  su- 
jetos á reserva,  dará  el  Notario  además  aviso  al 
registrador  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  39  i 
de  esta  Instrucción:  art.  50. 

Los  notarios  remitirán  cada  tres  meses  al  re- 
gistrador del  partido,  un  índice  de  los  instru- 
mentos sujetos  á inscripción  que  hayan  autori- 
zado. Dicho  índice  trimestral  expresará:  Los 
nombres  de  los  otorgantes.  La  especie  y la  fecha 
del  acto  ó contrato.  La  designación  de  la  finca 
que  hubiere  sido  objeto  de  él.  Los  escribanos  y 
secretarios  de  los  juzgados,  remitirán  un  índice 
en.  igual  forma,  de  los  mandamientos  judiciales 
expedidos  con  su  intervención  ordenando  hacer 
inscripciones  en  el  Registro.  En  ios  expresados 
índices  no  se  incluirán  los  instrumentos  que  se 
hayan  debido  inscribir  en  registros  de  otros 
partidos,  pero  los  notarios,  escribanos  y se- 
cretarios de  los  juzgados,  darán  también  noti- 
cia de  ellos  á los  registradores  respectivos:  ar- 
tículo 58. 

Las  infracciones  de  esta  Instrucción  serán  cor- 
regidas gubernativamente  por  los  medios  y en 
la  forma  que  la  ley  del  Notariado  y su  regla- 
mento determinan  en  cuanto  á la  penalidad  de 
los  notarios:  art.  59. 

Circunstancias  objetivas  ó #ue  hacen  relación  á la 
cosa  objeto  del  contrato. — El  notario  procurará 
que  en  las  escrituras  no  se  omita  ni  se  exprese 
con  inexactitud  que  dé  lugar  á error  y perjuicio 
de  tercero , cualquiera  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1. a  La  naturaleza , la  situación , los  linderos 
y el  nombre  y número , si  existieren , de  la  finca 
que  deba  ser  inscrita,  ó á la  cual  afecte  el  dere- 
cho que  se  haya  de  inscribir,  y la  medida  super- 
ficial en  las  rústicas,  y en  las  urbanas  siempre 
que  constase  de  los  documentos  presentados  ó 
la  manifestaren  las  partes. 

2. "  La  naturaleza , extensión , condiciones  y 
cargas  de  cualquiera  especie  del  derecho  que  se 
inscriba,  y su  valor  si  constare  del  título  ó las 
partes  lo  manifestaren. 

3.1  La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y 
cargas  del  derecho  sobre  el  cual  se  constituya 
el  que  sea  objeto  de  la  inscripción. 

4."  La  clase  y fecha  del  acto  ó contrato  que 
se  otorgue. 

5.1  El  nombre  y apellido  de  la  persona  á cuyo 
favor  se  constituya  ó declare  el  derecho. 

t>.*  El  nombre  y apellido  de  la  persona  que 
trasmita  el  dominio,  6 constituya,  reconozca 


ó revoque  los  derechos  sujetos  á inscripción. 

7. "  El  nombre  y apellido  de  la  persona  de 
quien  proceda  inmediatamente  la  finca  ó dere- 
cho que  se  trasmita,  modifique  ó extinga. 

8. a  La  designación  de  los  predios  sirviente  y 
dominante  en  las  servidumbres:  art.  9. 

(El  párrafo  segundo  de  este  artículo  se  ha  ex- 
puesto en  las  circunstancias  subjetivas.) 

Las  ejecutorias  en  que  se  declaren  ó reconoz- 
can el  dominio  de  inmuebles  ó derechos  reales 
sujetos  á inscripción,  y las  que  modifiquen  la 
capacidad  civil  de  las  personas  y deban  inscri- 
birse según  la  ley  Hipotecaria,  no  necesitarán 
expresar  detalladamente  todas  las  circunstan- 
cias de  la  inscripción , á menos  que  verse  sobre 
alguna  de  ellas  el  punto  litigioso  que  decidan, 
eu  cuyo  caso  no  podrá  excusarse  la  clara  y mi- 
nuciosa descripción  de  la  que  sea:  art.  10. 

Los  notarios  procurarán  describir  las  fincas 
rústicas  á que  se  refieran  los  actos  ó contratos 
que  autoricen,  determinando  su  situación  y lin- 
deros con  la  mayor  exactitud  y proligidad.  Pura 
ello  señalarán  el  término  municipal,  el  pago,  el 
partido  ó el  nombre  con  que  fuere  conocido  el 
lugar  en  que  se  hallaren  dichas  fincas;  expresa- 
rán sus  linderos  por  los  cuatro  puntos  cardina- 
les, prefiriendo  los  que  estuvieren  señalados  con 
los  límites  naturales  ó artificiales  á la  simple 
designación  de  los  nombres  de  los  dueños  délos 
predios  contiguos;  indicarán  los  caminos  que 
conduzcan  á las  heredades  que  describan,  siem- 
pre que  esta  circunstancia  pueda  contribuir  á 
distinguirlas,  y harán  mención,  en  fin,  de  todas 
las  demás  señales  que  impidan  confundirlas  con 
otras. 

Cuando  la  finca  sea  urbana,  además  del  nom- 
bre del  pueblo  y el  de  la  calle,  plaza  ó sitio  en 
que  estuviere,  se  expresará  su  número  antiguo 
y el  moderno,  si  hubiere  cambiado  el  que  antes 
tenia,  y si  no  estuviere  numerada,  se  hará  men- 
ción de  esta  falta.  También  se  expresará  el  nú- 
mero de  la  manzana  ó cuartelada,  si  lo  tuviere 
el  grupo  de  edificios  á que  la  finca  corresponda; 
su  nombre,  si  fuere  conocida  con  alguno  en  el 
I pueblo;  sus  linderos,  por  izquierda,  derecha  y 
espalda,  y cualquiera  otra  circunstancia  que  im- 
porte conocer  para  distinguirla  de  las  demás: 
art.  12. 

Cuando  en  las  escrituras  deha  hacerse  expre- 
sión de  la  cabida  ó extensión  de  las  fincas,  podrá 
continuarse  señalándola  con  la  medida  acostum- 
brada en  el  pais;  pero  siempre  que  así  se  ponga, 
se  añadirá  su  reducción  á la  medida  equivalente 
según  el  sistema  métrico.  Si  los  interesados  no 
pudieren  señalar  con  exactitud  la  cabida  ó ex- 
tensión, pero  sí  aproximadamente,  se  expresará 
esta  en  la  escritura,  en  los  mismos  términos;  y si 
tampoco  aproximadamente  pudieren  determi- 
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narla,  se  liará  constar  también  esta  circunstan 
cía:  art.  13. 

En  todo  instrumento  público  por  el  cual  se 
constituya,  reconozca,  modifique  ó extinga  un 
derecho  real  que  tuviere  nombre  conocido  en 
derecho,  se  hará  expresa  mención  de  este,  aun 
que  las  condiciones  estipuladas  por  los  otorgan- 
tes modifiquen  en  algún  punto  su  naturaleza  y j 
le  atribuyan  mas  6 menos  efectos  que  los  propios 
de  su  índole  con  arreglo  á la  ley:  art.  14. 

En  las  escrituras  de  actos  ú contratos  que  de-  ¡ 
ban  inscribirse  y en  que  no  medie  precio,  los 
notarios  liarán  constar  el  de  los  inmuebles  ó de- 
rechos reales  á que  se  refieran,  siempre  que  re-  , 
sultare  de  los  títulos  ó las  partes  lo  manifestaren: 
art.  15. 

Cuando  fuere  objeto  del  acto  ó contrato  un  ¡ 
censo  ó una  pensión  periódica  perpétua,  cuyo  ¡ 
capital  no  conste  y no  mediare  tampoco  precio,  , 
se  fijará  el  valor  por  el  notario,  capitalizando  los  j 
réditos  á razón  de  3 por  100  anual,  á menos  que  í 
los  interesados,  de  común  acuerdo,  elijan  otro  , 
tipo  para  dicha  capitalización.  Si  hubiere  media- 
do precio,  se  expresará,  cualquiera  que  sea  el  . 
importe  de  los  réditos  ó pensiones.  Cuando  la 
pensión  consista  en  frutos,  se  reducirán  estos  á 
metálico  por  el  precio  medio  que  tuvieren  en  el 
lugar,  para  hacer  la  capitalización.  Si  la  pensión 
fuere  vitalicia,  se  hará  la  capitalización  al  tipo 
de  10  n 8 1/3  por  100,  según  sea  por  una  ó dos 
vidas,  con  arreglo  á la  ley  12,  tít.  15,  lib.  10  de  la 
Nov.  Recop.,  á menos  que  los  interesados  esta- 
blezcan otro  diferente:  art.  16. 

En  toda  escritura  de  acto  ó contrato  que  deba 
inscribirse,  se  hará,  también  mención  circuns- 
tanciada de  todas  las  cargas  reales  que  tuvieren 
los  inmuebles,  para  cuyo  efecto  los  notarios,  no 
solo  examinarán  cuidadosamente  los  títulos  que 
los  otorgantes  les  presenten,  sino  que  les  pedi- 
rán todos  los  que  tuvieren  y de  los  cuales  pue- 
den resultar  dichas  cargas.  Si  las  que  aparezcan 
impuestas  no  se  cumplieren  por  ignorarse  la 
persona  que  tenga  derecho  á ellas,  ó por  otro 
cualquier  impedimento,  podrán  los  otorgantes 
exigir  que  conste  también  en  la  escritura  esta 
circunstancia.  En  las  cartas  de  pago,  cancela- 
ciones de  hipotecas  y demás  contratos  accesorios 
referentes  á otros  en  que  resulten  consigmadas 
las  cargas,  no  será  preciso  repetirlas  ó expresar- 
las de  nuevo:  art.  17. 

En  toda  escritura  por  la  cual  se  enajene  ó gra- 
ve la  propiedad  de  bienes  inmuebles,  se  hará  ex- 
presa reserva  de  la  hipoteca  legal,  en  cuya  vir- 
tud tienen  el  Estado,  la  provincia  y el  municipio 
preferencia  sobre  cualquiera  otro  acreedor  para 
el  cobro  de  la  última  anualidad  del  impuesto  . 
repartido  y no  satisfecho  por  los  mismos  bienes. 

Si  estos  estuvieren  asegurados,  se  liará  igual  re- 


serva á favor  del  asegurador  por  los  premios  del 
seguro  correspondientes  á los  dos  últimos  años, 
si  no  estuvieren  satisfechos,  ó de  los  dos  últimos 
dividendos  si  el  seguro  f lere  rnútuo:  art.  18. 

Véanse  los  arts.  19,  20  y 21,  y el  pár.  2.“  del  22, 
expuestos  entre  las  circunstancias  subjetivas. 

No  se  otorgará  ninguna  escritura  de  hipo- 
teca ú de  imposición  de  censo  ó capital  á rédi- 
,to  sobre  fincas  diferentes,  sin  señalar  en  ella 
la  parte  de  dichos  capital  y réditos  de  que  hade 
responder  cada  una:  párrafo  l.°  del  art.  22. 

Toda  escritura  de  hipoteca  expresará,  además 
de  las  circunstancias  que  como  regla  general 
determina  esta  instrucción,  las  siguientes:  1.*  La 
obligación  para  cuya  seguridad  se  constituya  la 
hipoteca,  procurando  expresarla  tan  claramente, 
que  no  pueda  dudar  nadie  de  su  naturaleza  y su 
cuantía.  2."  La  duración,  plazos  y condiciones  de 
la  misma  obligación,  y en  el  caso  de  que  los 
otorgantes  no  señalen  tiempo,  expresión  de  que 
se  constituye  por  tiempo  ilimitado.  3.“  La  canti- 
dad de  que  deba  responder  la  finca  que  se  hipo- 
teque, en  ios  términos  que  se  expresarán  mas 
adelante.  4.5  Los  intereses  estipulados  ó la  decla- 
ración de  no  devengarlos  el  capital  asegurado: 
art.  25. 

La  escritura  en  que  se  hipoteque  el  derecho  de 
percibir  los  frutos  de  algún  usufructo,  expresará 
la  circunstancia  de  haber  de  quedar  extinguida 
la  hipoteca  cuando  concluya  el  mismo  usufructo 
por  algún  hecho  ajeno  á la  voluntad  del  usu- 
fructuario, y que  si  concluyere  por  la  voluntad 
de  este,  habrá  de  subsistir  la  hipoteca  hasta  que 
se  cumpla  la  obligación  asegurada,  ó hasta  que 
venza  el  tiempo  en  que  el  usufructo  habría  na- 
turalmente concluido,  á no  mediar  el  hecho  que 
le  puso  fin:  art.  27. 

La  escritura  en  que  se  hipoteque  la  mera  pro- 
piedad de  alguna  finca,  expresará  la  circunstan- 
cia de  que  si  el  usufructo  se  consolidare  con 
ella,  se  extenderá  á este  la  hipoteca,  á menos 
que  los  otorgantes  estipulen  algo  en  contrario, 
lo  cual  se  hará  necesariamente  constar:  art,  28. 

Cuando  se  hipotecaren  ferro-carriles,  canales, 
puentes  ú otras  obras  destinadas  al  servicio  pú- 
blico que  haya  concedido  el  Gobierno  por  diez  ó 
mas  años,  se  expresará  que  queda  pendiente  di- 
cha hipoteca  de  la  resolución  del  derecho  del 
concesionario:  art.  29. 

Todo  el  que  tenga  á su  favor  una  hipoteca  vo- 
luntaria, podrá  á su  vez  hipotecar  este  derecho  á 
la  seguridad  de  otra  oblig'acion ; pero  se  decla- 
rará en  la  escritura  que  esta  segunda  hipoteca 
queda  pendiente  de  la  resolución  de  la  primera: 
art.  31. 

Los  poderes  para  hipotecar  podrán  darse,  bien 
con  limitación  á una  finca  determinada , ó bien 
para  todas  las  que  posea  el  poderdante,  y en  uno 
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y otro  oaso,  con  las  demás  condiciones  que  ten- 
ga á bien  señalar  el  propietario:  art.  33. 

Las  escrituras  de  cesión  de  crédito  hipotecario 
expresarán:  1.”  El  nombre,  apellido,  estado  y ve- 
cindad del  cedente  y del  cesionario,  la  edad,  si 
alguno  de  ellos  fuere  menor,  y el  nombre  y ape- 
llido del  deudor,  su  estado  y vecindad,  si  lo  ma- 
nifestaren las  partes,  y si  no,  según  resultare  de 
la  escritura  de  crédito.  2.°  La  especie  y condicio- 
nes del  crédito  cedido.  3.”  El  importe  de  la  can- 
tidad cedida.  4.”  La  circunstancia  de  haberse  de 
dar  conocimiento  al  deudor  de  este  contrato.  En 
todo  instrumento  público  en  que  se  constituya 
dote,  se  ofrezcan  arras  ó se  entreguen  al  marido 
bienes  parafernales,  podrá  constituirse  la  hipo- 
teca dota!  correspondiente.  Si  no  se  constituyere, 
se  hará  necesariamente  mención  de  alguna  de 
estas  tres  circunstancias : Que  dicha  hipoteca 
habrá  de  constituirse  en  escritura  separada.  Que 
siendo  la  mujer  mayor  de  edad  y dueña  de  la 
dote,  no  ha  exigido  la  hipoteca  dotal  correspon- 
diente. á pesar  de  haberla  enterado  el  notario  de 
su  derecho.  Que  el  marido  ha  declarado  no  po- 
seer bienes  hipotecables  con  que  asegurar  la 
dote  de  su  mujer,  obligándose  á hipotecar  los 
primeros  inmuebles  que  adquiera:  art.  41. 

En  toda  escritura  en  que  se  constituya  dote 
inestimada  en  bienes  muebles  ó semovientes,  se 
hará  constar  el  valor  de  todos,  expresándose  que 
su  estimación  no  causa  venta  ni  tiene  mas  obje- 
to que  fijar  la  cantidad,  cuya  devolución  en  su 
caso  deberá  garantizarse  con  hipoteca:  artícu- 
lo 42. 

Eu  toda  escritura  en  que  se  ofrezcan  á la  mu- 
jer arras  ó donaciones  esponsalicias,  se  expresa- 
rá necesariamente  si  se  prometen  ó no  como  au- 
mento de  dote:  art,  43. 

Cuando  se  ofrecieren  á la  vez  arras  y donacio- 
nes esponsalicias,  se  expresará  en  la  escritura 
el  derecho  de  la  mujer  á optar  por  que  se  le  ase- 
guren con  hipoteca  unas  ú otras  en  el  término 
de  veinte  dias,  y la  condición  de  que,  trascurri- 
do dicho  término  sin  que  la  mujer  haga  uso  de 
su  derecho,  ha  de  tener  la  opcíon  el  marido: 
art.  44. 

Toda  escritura  de  dote  en  cuya  virtud  se  en- 
treguen al  marido  bienes  inmuebles,  expresará, 
además  de  las  circunstancias  generales,  las  si- 
guientes: 

1. ‘  Estar  concertado  ó haberse  verificado  ya 
el  matrimonio,  y en  este  último  caso,  la  fecha  de 
su  celebración. 

2. "  El  nombre,  apellido,  estado  anterior,  edad 
y vecindad  ó domicilio  de  la  mujer. 

3. ‘  Expresión  de  ser  la  dote  estimada  ó ines- 
timada. 

4. '’  Cuantía  de  la  dote  y bienes  que  la  consti- 
tuyan. 


5.1  El  valor  de  cada  finca  si  se  constituyese 
estimadamente. 

6. a  Expresión  de  trasmitirse  el  dominio  al 
marido  con  sujeción  á las  leyes  si  la  dote  fuere 
estimada,  ó en  su  lugar,  de  la  obligación  de  res- 
tituir los  mismos  inmuebles  dótales  que  subsis- 
tan al  tiempo  de  disolverse  el  matrimonio,  y de- 
volver el  precio  de  los  que  no  existan  si  fuere 
inestimada  la  dote. 

7. *  Expresión  de  haberse  enterado  á la  mujer 
de  su  derecho  para  exigir  de  su  esposo  una  hi- 
poteca especial  que  garantice  el  reintegro  de  sus 
bienes  no  asegurados  con  hipoteca;  y al  marido, 
de  su  obligación  de  inscribir  la  dote  é hipotecar 
los  inmuebles  de  ella  á su  seguridad,  si  fuere 
estimada,  con  la  circunstancia  de  que  mientras 
no  lo  verifique  no  podrá  ejercer  actos  de  do- 
minio ni  de  administración  en  los  bienes  do- 
tales. 

8. a  La  fe  de  entrega  si  esta  se  hiciere  en  el 
acto,  6 en  otro  caso,  la  declaración  de  haber  re- 
cibido los  bienes,  con  inserción  literal  de  los  do- 

I comentos  en  que  conste  dicha  entrega,  si  fue- 
: ren  privados  y los  presentaren  los  otorgantes: 
art.  45. 

La  escritura  en  que  se  constituya  hipoteca  do- 
tal  , expresará , además  de  las  circunstancias 
comprendidas  en  el  artículo  anterior  y las  que 
debe  contener  por  regla  general  toda  escritura 
de  hipoteca  voluntaria,  las  siguientes: 

1. a  El  nombre,  apellido  y representación  de  la 
persona  que  en  su  caso  hubiere  exigido  la  cons- 
titución de  dicha  hipoteca,  ó bien  la  circunstan- 
cia de  haberla  otorgado  espontáneamente  el 
marido. 

2. a  Si  se  hubiere  seguido  expediente  j udicial, 
relación  de  sus  trámites,  con  inserción  literal  de. 
la  providencia  dictada. 

3. a  La  declaración  de  considerar  suficiente  y 
i haber  aceptado  la  hipoteca  la  persona  que  según 

la  ley  tenga  tal  derecho:  art.  4(5. 

Las  escrituras  de  aumento  de  dote  se  sujetarán 
en  su  redacción  á tas  reglas  establecidas  para  las 
de  dote  en  los  artículos  anteriores:  art.  47. 

Cuando  los  bienes  que  se  enajenen  ó graven 
sean  propios  del  marido  y estén  hipotecados  á 
la  seguridad  de  la  dote,  se  declarará  en  la  escri- 
; tura  que  queda  subsistente  dicha  hipoteca  dotal 
con  la  prelacion  correspondiente  á su  fecha:  ar- 
tículo 40. 

Todo  instrumento  público,  en  cuya  virtud  ad- 
quiera un  viudo  ó viuda  con  hijos,  bienes  suje- 
tos á reserva,  expresará  necesariamente  esta 
circunstancia  y la  de  haber  quedado  enterado  el 
adquirente  de  la  obligación  de  asegurar  con  hi- 
poteca la  propiedad  y conservación  de  dichos 
bienes : art.  50. 

La  hipoteca  por  bienes  reservables  se  consti- 
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íuirá  en  el  expediente  prevenido  en  el  art.  194 
de  la  ley  Hipotecaria  y 134  y siguientes  de  su 
reglamento,  por  medio  de  una  acta  que  firma- 
rán el  padre  ó la  inadre , el  marido  de  esta,  el 
hijo,  si  fuere  mayor  #e  edad,  y si  no  lo  luere,  la 
persona  que  en  su  caso  liaya  solicitado  dicha 
constitución  de  hipoteca,  y el  secretario,  y será 
aprobada  por  providencia  del  juez  ó tribunal: 
art.  51. 

El  acta  de  que  trata  el  artículo  anterior,  ex- 
presará todas  las  circunstancias  que  debe  con- 
tener ia  escritura  de  hipoteca  voluntaria  y ade- 
más las  sig-uientes:  1.a  La  fecha  en  que  el  padre 
ó la  madre  haya  contraído  nuevo  matrimonio, 
si  estuviere  celebrado.  2.a  El  nombre  y apellido 
del  cónyuge  difunto.  3.a  Los  nombres  y la  edad 
de  cada  uno  de  los  hijos  que  tuviesen  derecho  á 
la  reserva.  4."  El  título  en  que  se  funde  este  de- 
recho. ó.'1  Relación  y valor  de  los  bienes  reserva- 
bles.  (i.'1  El  nombre,  apellido  , edad  y vecindad 
ó domicilio  de  la  persona  que  hubiere  solicitado 
la  constitución  de  la  hipoteca , si  el  padre  no  la 
hubiese  prestado  espontáneamente.  7.a  El  nom- 
bre, apellido,  edad  y vecindad  ó domicilio  del 
marido  de  la  madre,  si  fuere  esta  la  que  consti- 
tuye la  hipoteca.  8.a  Expresión  de  quedar  hipo- 
tecados á responder  de  su  propio  valor  los  mis- 
mos bienes  reservables,  si  fueren  inmuebles. 
9.a  Relación  de  los  bienes  que  se  hipotequen, 
distingmiendo  en  su  caso  los  que  pertenezcan  al 
marido  de  la  madre,  si  esta  también  constituye- 
re la  hipoteca.  10  Expresión  de  ser  ó no  suficien- 
te la  hipoteca  ofrecida,  y en  este  último  caso,  la 
declaración  jurada  de  no  poseer  el  padre,  madre 
ó marido  de  esta  otros  bienes  hipotecables  , con 
la  obligación  de  hipotecar  los  primeros  inmue- 
bles que  adquiera:  art.  5.2. 

Todo  instrumento  público,  en  cuya  virtud  ad- 
quiera uu  hijo  de  familia  bienes  que  lian  de 
constituir  su  peculio  , expresará  necesariamen- 
te esta  circunstancia,  así  como  la  clase  de  pecu- 
lio á que  correspondan  y la  de  quedar  enterados 
los  otorgantes  de  la  obligación  de  inscribir  con 
dicha  calidad  los  bienes  inmuebles  y de  asegu- 
rar el  padre  ó la  madre  los  demás  con  la  hipote- 
ca correspondiente,  en  el  caso  de  que  contraigan 
segundas  ó ulteriores  nupcias.  Si  los  bienes  per- 
tenecieren á peculio  cuya  administración  no 
corresponda  á los  padres,  se  omitirá  la  cláusula 
relativa  á la  obligación  de  hipotecar:  art.  53. 

Cuando  concurra  el  padre  ó la  madre  al  otor- 
gamiento de  la  escritura,  en  cuya  virtud  ad- 
quiera el  hijo  bienes  inmuebles  6 semovientes, 
de  peculio  que  ha  de  administrar  el  mismo  pa- 
dre ó la  madre,  podrá  este  constituir  en  ella  la 
hipoteca  que  ha  de  responder  de  su  conserva- 
ción en  el  caso  de  que  proceda,  según  el  art.  143 
del  reglamento  de  la  ley  Hipotecaria:  art.  54. 


La  escritura  de  hipoteca  por  razón  de  peculio, 
expresará  todas  las  circunstancias  que  debe  con- 
tener la  de  hipoteca  voluntaria,  y además  las  si- 
guientes:  1.a  La  edad  y estado  del  hijo.  2.‘  La 
clase  de  peculio.  3.a  La  procedencia  de  los  bie- 
nes que  io  constituyan.  4.a  Los  bienes  en  que 
consista  y su  valor,  ó el  que  se  les  haya  dado 
para  la  constitución  de  la  hipoteca.  5.a  La  cir- 
cunstancia de  constituirse  esta  espontáneamen- 
te por  el  padre  ó madre,  ó en  virtud  de  provi- 
dencia judicial,  y á instancia  de  quién.  6.a  Ex- 
: presión  de  ser  ó no  suficiente  la  hipoteca,  y en 
este  último  caso,  la  declaración  del  padreó  de 
la  madre,  de  no  poseer  otros  bienes  hipoteca 
bles,  con  la  obligación  de  hipotecar  los  prime- 
ros inmuebles  que  adquiera:  art.  55. 

La  hipoteca  por  tutela  ó curaduría  se  otorga- 
rá en  el  mismo  expediente  que  se  siga  para  el 
nombramiento  de  tutor,  extendiendo  una  acta, 
la  cual,  además  de  las  circunstancias  de  las  hi- 
potecas voluntarias , expresará:  l.°  El  nombre, 
apellido,  edad,  estado,  profesión  y vecindad  ó 
domicilio  del  tutor  nombrado.  2.°  La  persona  ó 
. autoridad  que  haya  hecho  el  nombramiento. 

: 3.”  La  clase  de  la  tutela  ó curaduría.  4.“  El  do- 
cumento en  que  se  haya  hecho  dicho  nombra- 
miento y su  fecha.  5.°  La  circunstancia  de  nu 
haber  relevación  de  fianzas  , ó de  que  , á pesar 
de  haberla,  el  juez  ó tribunal,  ha  creído  necesa- 
j rio  exigirlas.  6."  El  importe  del  capital  y de  las 
¡ rentas  del  huérfano  ó incapacitado,  distinguien- 
do la  parte  que  se  halle  en  bienes  raíces  de  la 
que  consista  en  otros  bienes.  1.'J  El  importe  de  la 
fianza  que  se  haya  mandado  prestar  expresando 
si  se  ha  fijado  con  audiencia  del  representante 
del  Ministerio  fiscal  ó del  curador  para  pleitos. 
8.°  El  auto  de  aprobación  de  la  hipoteca:  art.  56. 

El  documento  en  cuya  virtud  proceda  cance- 
lar alguna  inscripción  ó anotación  , se  ajustará 
á las  disposiciones  de  los  arts,  82  de  la  ley  Hi- 
potecaria y 72  de  su  reglamento,  y expresará 
claramente  las  circunstancias  necesarias  para 
que  la  cancelación  pueda  contenerlas  señaladas 
en  el  art.  98  de  dicha  ley:  art,  57. 

* Tales  son  las  múltiples  y enojosas  disposicio- 
nes de  la  instrucción,  en  gran  parte  inútiles  é 
inoportunas,  pero  mandadas  observar  por  el  ar- 
tículo 59  de  la  misma,  que  impone  al  notario 
que  infringiere  cualquiera  de  sus  disposicio- 
nes, la  corrección  gubernativa,  por  los  medios  y 
forma  que  la  ley  del  Notariado  y su  reglamento 
determinan. 

He  ha  desconocido  el  carácter  del  notario,  cuyo 
oficio  consiste  solamente  en  autorizar  y autenti- 
zar la  voluntad  de  los  que  ante  él  comparecen, 
para  hacerla  constar  en  todo  tiempo;  y en  su  lu- 
gar, se  le  convierte  en  una  especie  de  tutor  uni- 
versal y de  consejero  obligado,  explicando  é in- 
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eulcando  á todos  sus  derechos  y sus  obligacio- 
nes, y el  alcance  de  aquellos  y de  estas,  cosas 
todas  consignadas  en  las  leyes,  que  deben  saber 
los  otorgantes,  y que  si  las  ignoran,  preguntarán 
á quien  por  su  profesión  puede  enterarlos.  Ad- 
vertir y hacerlo  constar  en  la  escritura  que  el 
contrato  no  perjudicará  á tercero  sino  desde  su 
inscripción:  la  preferencia  del  Estado  y de  los 
aseguradores  sobre  cualquier  otro  acreedor;  que 
si  confiesan  haber  recibido  el  precio  de  la  finca, 
queda  libre  esta  de  toda  responsabilidad  por  ra- 
zón del  mismo,  aunque  se  justificase  no  ser  cier- 
ta su  entrega;  que  distribuido  el  capital  adeu- 
dado sobre  varias  fincas,  no  quedan  obligadas 
con  perjuicio  de  tercero,  sino  por  la  cantidad  en 
que  se  graven;  que  le  queda  al  acreedor  salvo  el 
derecho  para  repetir  contra  ellas  por  la  parte  del 
crédito  que  no  alcanzare  á cubrir  alguna  de  las 
otras,  cuando  no  mediare  dicho  perjuicio;  que  la 
hipoteca  posterior  queda  pospuesta  al  gravamen 
anterior,  y otras  mil  prevenciones  tan  supérfiuas 
como  estas,  solo  sirven  para  convertir,  como  su- 
cede, cada  escritura  en  un  tomo,  y cada  proto- 
colo en  el  multorum  cameüormn  onus. 

Probablemente  estas  redundancias  tuvieron 
origen  en  el  deseo  de  vulgarizar  las  principales 
prescripciones  de  la  ley  Hipotecaria;  mas  es  ur- 
gente la  reforma,  para  que  las  escrituras  se  en- 
cierren en  sus  justos  limites,  sin  convertirse  en 
armas  de  guerra  contra  la  fortuna  de  los  parti- 
culares. * 

II.  Hemos  recorrido  las  circunstancias  esen- 
ciales que  se  requieren  para  que  el  instrumento 
hecho  por  un  escribano  sea  tenido  por  público  y 
haga  fe  en  juicio  y fuera  de  juicio,  y ahora  va- 
mos á ver  sus  clases  ó especies  y sus  efectos.  El 
instrumento  público  se  divide  en  tres  clases, 
esto  es , en  protocolo  ó registro , original  y tras- 
lado. 

Protocolo  6 registro  es  la  misma  escritura  ma- 
triz, firmada  por  los  otorgantes  y el  escribano,  y 
extendida  en  la  forma  y con  las  circunstancias 
que  hemos  indicado.  Esta  escritura  se  extiende 
en  un  libro  encuadernado  de  papel  del  sello  cuar- 
to que  el  escribano  debe  formar  cada  año  para  ex- 
tender en  él  las  escrituras  matrices  á medida  que 
se  vayan  otorgando,  ó bien  se  extiende  como  to- 
das las  demás  en  cuadernos  ó pliegos  sueltos  de 
dicho  sello,  y al  fin  del  año  se  unen  y encuader- 
nan todas,  formando  el  libro  de  protocolos  ó re- 
gistros, que  también  se  denomina  simplemente 
registro  ó protocolo,  bajo  el  concepto  de  que 
cualquiera  que  sea  el  modo  con  que  se  haya 
formado  el  libro,  debe  el  escribano  poner  al  fin 
su  signo  y dar  fe  de  no  haber  autorizado  duran- 
te el  año  mas  escrituras  que  las  en  él  conteni- 
das, como  ya  se  ha  dicho  con  mas  extensión  en 
la  explicación  de  la  9.a  circunstancia  del  pár.  I. 


Esta  escritura  se  llama  protocolo , porque  es  la 
primera  ó principal;  registro , porque  queda  en 
el  oficio  del  escribano,  para  que  con  ella,  en  caso 
de  duda,  se  cotejen  las  copias;  y 'matriz,  porque 
ella  es  la  fuente  y origen  de  donde  se  sacan  las 
copias,  traslados  y testimonios  que  piden  los  in- 
teresados: leyes  8."  y 9.a,  tít,.  19,  Part.  8.a:  ley  1.a, 
tít.  23,  Iib.  10.  Nov.  Recop.,  y ley  2.a,  tít.  8.°, 
lib.  1."  del  Fuero  Real.  Así  es,  que  el  escribano 
está  obligado  á custodiar  y conservar  los  libros 
de  los  registros  y protocolos;  de  modo,  que  si  por 
su  culpa  ó negligencia  se  perdieren  ó extravia- 
ren ó no  se  formaren,  tiene  que  resarcir  á los  in- 
teresados los  daños  y perjuicios  que  se  les  siguie- 
ren, é incurre  además  en  multa  y suspensión  ó ^ 
privación  de  oficio,  según  la  mayor  ó menor  ex- 
tensión y trascendencia  de  su  descuido  ó mali- 
cia: ley  2.a,  tít.  8.°.  lib.  l.°  del  Fuero  Real , y le- 
yes 4.a  y 6.a,  tit.  23,  lib.  10,  Nov.  Recop.  Y aun 
una  vez  otorgado  un  instrumento , no  puede 
romperlo  ni  inutilizarlo  ni  extraerlo  del  libro, 
aunque  los  otorgantes  así  lo  quieran  á pretexto 
de  haberlo  revocado  ó de  haber  rescindido  el 
contrato;  pues  como  archivero  público  que  es  de 
los  registros  que  obran  en  su  poder,  no  tiene  fa- 
cultad para  ello,  y lo  único  que  debe  hacer  en 
semejante  caso,  es  poner  en  él  la  competente 
nota  de  revocación  ó rescisión. 

* Se  entiende  por  protocolo  la  colección  ordena- 
da de  las  escrituras  matrices  autorizadas  duran- 
te un  año,  y se  formalizará  en  uno  ó mas  tomos 
encuadernados,  foliados  en  letra,  y con  los  de- 
más requisitos  que  se  determinan  en  las  instruc- 
ciones del  caso:  art.  17  de  la  ley. 

Solo  el  notario  á cuyo  cargo  esté  legalmente  el 
protocolo,  podrá  dar  copias  de  él : art.  31  de  id. 

Cada  protocolo  comprenderá  las  escrituras 
matrices,  expedientes  y demás  actos  y docu- 
mentos pi’otocolizados  ó que  se  han  de  protoco- 
lizar en  cada  año,  contando  desde  1 ° de  Enero  á 
31  de  Diciembre,  ambos  inclusive,  aunque  en  su 
trascurso  haya  vacado  la  notaría  y se  haya  nom- 
brado nuevo  notario:  art.  47  del  reglamento  de  9 
de  Noviembre  de  1874. 

Todos  los  documentos  protocolizados  llevarán 
el  número  que  les  corresponda,  escrito  en  letra, 
por  órden  de  fechas  : art.  48. 

Todas  las  hojas  del  protocolo  irán  foliadas  con 
el  número  que  les  pertenezca  por  su  órden,  es- 
crito también  en  letra.  A mas  de  esta  foliatura, 
podrá  añadirse  la  misma  en  guarismos:  art.  49 
de  id. 

Todas  las  hojas  del  protocolo  serán  rubrica- 
das por  el  notario  al  márgen  de  50  milímetros, 
á excepción  de  aquellas  en  que  por  el  couteuido 
del  documento  aparezcan  ya  firmadas  ó rubri- 
cadas por  el  mismo:  párrafo  final  del  art.  50  del 
reglamento. 
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Víanse  los  párrafos  primeros  del  art.  50  del 
reglamento,  y el  art.  51  del  mismo,  en  la  adición 
al  pár.  I,  núm.  10,  sobre  los  requisitos  materia- 
les de  las  escrituras  matrices. 

Hl  primer  día  de  cada  año  se  abrirá,  el  proto- 
colo, extendiendo  una  nota  que  diga  asi:  «Pro- 
tocolo de  los  instrumentos  públicos  correspon- 
dientes al  año  de...»  Pechará  en  letra,  firmará  y 
rubricará.  Una  nota  análoga  pondrá  el  nuevo 
notario  en  cualquier  día  del  año  que  comience 
á ejercer  el  cargo.  El  último  dia  del  año  se  cer- 
rará el  protocolo  con  la  siguiente  nota:  «Conclu- 
ye el  protocolo  del  año  de...  que  contiene  (tan- 
tos) instrumentos  y (tantos)  folios,  autorizados 
durante  el  mismo  por  el  infrascrito  notario.» 
Fechará  en  letra,  signará  , firmará  y rubricará: 
art.  52. 

Cuando  el  protocolo  anual  por  su  volumen  , á 
juicio  prudente  del  notario,  deba  encuadernar- 
se en  mas  de  un  tomo,  se  cerrará  el  primero  y 
se  empezará  el  segundo  con  las  notas  expresadas 
en  el  artículo  anterior,  alteradas  en  lo  necesario 
á designar  los  meses  que  contiene  cada  tomo. 
Los  diferentes  tomos  no  se  considerarán  como 
distintos  protocolos,  por  lo  cual  no  se  interrum- 
pirá ni  volverá  á empezar  en  el  segundo  la  fo- 
liación del  primero,  debiendo  expresarse  en  la 
nota  final  del  último  tomo  de  cada  protocolo  , á 
mas  dei  número  de  instrumentos  y folios  del 
tomo,  el  número  de  instrumentos  y folios  de  los 
tomos  reunidos  que  forman  el  protocolo.  Las  no- 
tas de  apertura  y cierre  del  protocolo,  se  pon- 
drán en  pliego  separado,  del  sello  de  oficio,  cuyo 
pliego  no  se  foliará:  art.  53. 

Cuando  vacare  una  notaría,  el  delegado  ó sub- 
delegado lo  pondrá  en  conocimiento  de  la  Junta 
directiva  y del  juez  de  primera  instancia,  ó en 
su  defecto  del  municipal  del  pueblo  de  la  misma 
notaría.  Ei  decano  del  Colegio  lo  comunicará  á 
la  Dirección.  El  juez  á quien  se  hubiere  partici- 
pado la  vacante,  acompañado  del  secretario  del 
juzgado,  pondrá  á continuación  déla  última  es- 
critura del  protocolo  comente  de  instrumentos 
públicos  la  siguiente  nota,  que  fechará  en  letra 
y firmará  el  juez  y el  secretario. —«Queda  vacan- 
te esta  notaría  de.,,  por  (fallecimiento,  renuncia 
ó lo  que  sea)  resultando  en  este  protocolo  auto- 
rizados hasta  hoy  (tantos)  instrumentos  públicos 
y (tantos)  folios. »zzFecha  y firma:  art.  54. 

Dentro  de  los  ocho  primeros  dias  de  cada  mes, 
los  notarios  remitirán  índice  de  los  documentos 
protocolizados  en  el  mes  anterior , ó certificación 
de  no  haber  protocolizado  ninguno  á las  Juntas 
directivas,  las  que  los  archivarán  bajo  su  mas 
escrupulosa  responsabilidad,  De  cada  uno  de  los 
índices  mensuales  se  quedará  el  notario  con  co- 
pia firmada , cuyas  copias  se  encuadernarán  al 
final  del  protocolo , viniendo  á formar  de  este 


! modo  el  índice  general  cronológico  del  mismo. 
En  el  caso  del  art.  54  el  juez  de  primera  instan- 
cia, ó en  su  caso  el  municipal,  formará  el  indice 
de  los  documentos  protocolizados  y no  incluidos 
en  el  último  índice  mensual , remitiéndolo  al 
decano  de  la  Junta  para  los  efectos  expresados. 
Los  índices  y sus  copias  se  extenderán  en  papel 
de  oficio.  Dentro  de  los  ocho  primeros  dias  de 
i Enero  de  cada  año , los  notarios  firmarán  y re- 
mitirán á la  Junta  directiva  una  nota  expresiva 
del  número  total  de  instrumentos  autorizados 
durante  el  año  anterior  y folios  que  compren- 
den. Las  Juntas  formarán  unos  resúmenes  esta- 
dísticos que  remitirán  á la  Dirección  general 
dentro  del  mes  de  Febrero,  expresivos  del  resul- 
tado de  las  indicadas  notas  clasificadas  por  dis- 
tritos y notarías:  art.  55. 

En  los  dos  primeros  meses  de  cada  año  debe- 
rán quedar  encuadernados  los  protocolos,  ex- 
ceptuándose los  reservados  que  se  vayan  for- 
mando con  arreglo  á la  ley.  El  protocolo  se  en- 
cuadernará en  pergamino;  la  cubierta  inferior 
será  mas  larga  que  la  superior  por  los  tres  extre- 
mos no  cosidos,  de  manera  que  doblándose  so- 
bre los  cantos  del  protocolo  puedan  abrocharse 
ó cerrarse  sobre  la  cubierta  superior,  quedando 
resguardadas  las  extremidades  de  las  hojas  del 
protocolo.  En  el  lomo  del  mismo  se  pondrá  la 
siguiente  inscripción:  «Protocolo. ~Año  de...  (en 
guarismo):  art.  56. 

! Los  notarios  serán  responsables  de  la  integri- 
! dad  y conservación  de  los  protocolos  si  se  dete- 
riorasen por  falta  de  diligencia  y los  repondrán 
en  este  caso  á sus  expensas ; incurriendo  además 
en  la  multa  ó corrección  disciplinaria  que  se  es- 
timare. Si  resultase  motivo  racional  para  sospe- 
j cliar  que  hubo  delito  , so  procederá  inmediata- 
mente á la  formación  de  causa:  art.  5“. 

Los  notarios  custodiarán  los  protocolos  en  el 
mismo  edificio  que  habiten  y bajo  su  responsa- 
bilidad: art.  58. 

Por  punto  general , todos  los  protocolos  son 
secretos.  Con  los  protocolos  especialmente  reser- 
vados de  que  tratan  los  arts.  34  y 35  de  la  ley, 
se  observarán  las  formalidades  prescritas  para 
los  protocolos  generales  en  la  parte  que  les  cor- 
responda, cumpliendo  las  prescripciones  de  los 
artículos  de  la  ley  citados  en  este.  Se  encuader- 
narán al  final  del  año  en  que  se  haya  autorizado 
el  núm.  100,  y el  rótulo  especial  del  tomo  será: 
Para  los  protocolos  á que  se  refiere  el  art.  34  de 
la  ley:  «Protocolo  reservado  testamentario.  Año 
de...»  (en  guarismos).  Para  los  protocolos  de  que 
trata  el  art.  35  déla  ley:  «Protocolo  reservado,  ur 
Filiaciones. rrAño  de...»  (en  guarismos):  art.  59. 

Los  protocolos  reservados  á que  se  refiere  el  59 
citado  del  reglamento,  son  los  en  que  se  deben 
poner  las  escrituras  matrices  de  reconocimiento 
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délos  hijos  naturales,  cuando  no  quieran  los  in- 
teresados que  consten  en  el  Registro  general,  y 
el  libro  reservado  en  que  se  deben  insertar,  con 
la  numeración  correspondiente,  copia  de  la  car- 
pera de  los  testamentos  y codiciios  cerrados  cuyo 
otorgamiento  hubieren  autorizado,  y los  proto- 
colos do  los  testamentos  y codiciios  abiertos, 
cuando  los  testadores  lo  solicitaren. 

La  protocolización  de  toda  clase  de  actos  y 
contratos  prevenidos  por  las  leyes  corresponde 
exclusivamente  á los  notarios.  Cuando  por  con- 
secuencia de  actos,  diligencias  ó procesos  judi- 
ciales haya  de  extenderse  escritura  matriz , el 
juez  ó tribunal  que  de  aquellos  conozca  dispon- 
drá. que  la  extienda,  autorice  y protocolice  no- 
tario colegiado  de  residencia  en  el  punto  donde 
se  halle  establecido  el  tribunal,  por  el  que  se  le 
facilitarán  los  autos  originales,  los  testimonios 
ó los  antecedentes  necesarios  para  el  desempeño 
de  su  cometido.  Si  los  datos  remitidos  no  fuesen 
bastantes,  podrá  el  notario  reclamar  á las  partes 
ó al  juez  6 tribunal  directamente  los  que  falten 
para  completar  la  documentación.  La  elección 
entre  los  notarios  que  tengan  dicha  cualidad 
corresponde  en  primer  término  á los  interesados, 
si  la  designación  fuese  unánime:  no  habiendo 
conformidad  en  la  elección , el  juzgado  ó tribu- 
nal designará  al  Notario  colegiado  que  estuviere 
en  turno,  para  lo  cual  pasará  la  oportuna  comu- 
nicación al  delegado  ó subdelegado  del  distrito 
notarial  ó al  decano  del  Colegio  si  fuere  en  la 
capital  donde  este  resida,  para  que  le  nombren, 
quienes  llevarán  al  efecto  el  correspondiente  li- 
bro. El  nombramiento  por  turno  ó por  designa- 
ción de  las  partes  se  hará  constar  precisamente 
en  los  autos  y en  la  escritura.  Cuando  el  escri- 
bano actuario  fuese  á ia  vez  notario,  podrá  pres- 
cindirse  de  dicho  turno:  art.  70. 

Queda  prohibido  todo  registro  ó protocolo  que 
no  sea  llevado  por  Notario  colegiado  eon  arreglo  • 
á la  ley  y á su  reglamento:  art.  77. 

Archivo  de  'protocolos . — Habrá  un  archivo  ge- 
neral de  protocolos  en  la  cabeza  de  cada  distrito 
notarial;  art.  93. 

Dichos  archivos  se  formarán  con  los  protocolos 
generales  de  mas  de  treinta  años  de  fecha,  y con 
los  especiales  y libros  de  que  tratan  los  arts.  34 
y 35  de  la  ley,  que  cuenten  el  mismo  tiempo 
desde  que  aquellos  se  hubiesen  cerrado.  Los  de- 
más protocolos  y libros  quedarán  formando  el 
archivo  de  la  Notaría  á cargo  del  Notario  que  la 
desempeñe.  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  primero  de  este  artículo,  ios  casos  en 
que  aun  viviese  el  notario  autorizante,  que  con- 
servará mientras  viva  todos  los  protocolos  que 
hubiese  autorizado:  art,  94, 

De  cada  uno  de  los  archivos  generales  de  pro- 
tocolos estará  encargado  un  notario,  elegido  por 


el  ministro  de  Gracia  y Justicia  á propuesta  de 
la  Dirección  general  del  ramo,  do  entre  los  que 
¡ residan  en  el  lugar  del  archivo.  El  sustituto  del 
i notario  será  en  su  caso  el  sustituto  del  archive- 
1 ro:  art.  95. 

Con  el  recibo  de  la  órden  del  nombramiento 
quedará  en  posesión  el  notario  archivero  , y 
tendrá  derecho  á que  se  le  entreguen  por  inven- 
tario los  libros  y papeles  del  archivo;  exten- 
diendo una  acta  cuyo  original  quedará  en  el  ar- 
chivo y se  remitirá  copia  á la  Junta  del  Colegio 
notarial.  Los  inventarios  de  los  archivos  conten- 
drán la  relación  de  todos  los  papeles  del  mismo, 
y respecto  de  los  protocolos  expresarán  eL  núme- 
ro de  estos,  fólios  de  cada  volumen,  notarios  au- 
torizantes y años  que  correspondan:  art.  96. 

Los  notarios  archiveros  serán  corregidos,  sus- 
pendidos ó privados  del  cargo  por  iguales  cau- 
sas y en  la  forma  que  pueden  serlo  los  notarios: 
art.  97. 

Los  notarios  harán  puntual  entrega  al  archivo 
general  del  distrito  á que  ellos  pertenezcan,  del 
protocolo  ó protocolos  y libros  que  en  cada  año 
deban  depositar  en  aquel.  Si  no  lo  hicieren  se- 
rán corregidos  disciplinariamente,  según  las 
circunstancias  de  cada  caso , por  la  Junta  direc- 
tiva ó por  la  Dirección  general:  art.  98. 

Dichos  archivos  generales  estarán  sujetos  ála 
inspección  y vigilancia  de  las  Juntas  directivas 
de  los  colegios  de  notarios  y de  la  Dirección  ge- 
neral del  ramo,  que  podrán  decretar  todas  las 
visitas  que  estimaren  convenientes,  y corregir 
disciplinariamente  en  su  caso  á los  archiveros 
con  multa  que  no  exceda  de  500  pesetas:  art.  99. 

Ninguna  persona  que  no  sea  notario  podrá  te- 
ner á su  cargo  el  archivo  de  protocolos:  artícu- 
lo 100. 

Por  Real  órden  de  29  de  Marzo  de  1875,  háse 
dispuesto:  l.“  Que  el  cargo  de  archivero  de  pro- 
tocolos es  obligatorio  cuando  recaiga  el  nombra- 
miento eu  el  notario  único  cabeza  de  partido  ó 
en  el  mas  moderno,  si  fueren  dos  ó mas  los  resi- 
dentes en  ella.  2.°  Que  si  por  las  circunstancias 
de  la  localidad , los  escasos  rendimientos  de  la 
notaría  que  desempeñe  el  archivero  ó cuales- 
quiera otras  justas  causas , resultare  onerosa 
para  dicho  funcionario  la  instalación  del  archi- 
vo, podrá  autorizársele,  prévio  expediente  incoa- 
do por  la  Junta  directiva  del  Colegio  notarial, 
para  cobrar  los  derechos  á que  se  refiere  la  cuar- 
ta de  las  disposiciones  transitorias  del  decreto- 
ley  de  8 de  Enero  de  1869,  que  establece  el 
archivo  general  de  protocolos  en  cada  distrito 
notarial  (á  saber,  una  parte  mas  de  los  derechos 
que  se  les  señalen  en  el  arancel  notarial  por 
concepto  de  guarda  y busca  y expedición  de  co- 
pias, cuya  parte  se  fijará  por  el  ministerio  de 
Gracia  y Justicia,  atendiendo  á la  entidad  do 
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aquellos  gastos  y trabajos  ríe  los  ¡aventarios, 
pero  sin  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  del 
duplo  de  los  honorarios  fijos),  ó bien  para  arbi- 
trar otros  recursos  que  la  expresada  Junta  pro- 
pusiere y fueren  aprobados  en  cada  caso  parti- 
cular por  la  Dirección  general  del  ramo,  ó para 
ambas  cosas  á la  vez.  V.  Protocolo.  * 

Dícese  original  ó primordial,  la  primera  copia 
que  literal  y fielmente  se  saca  de  la  escritura 
matriz,  ó sea  del  protocolo  ó registro,  por  el  mis- 
mo escribano  que  lo  hizo  y autorizó.  En  rigor, 
solamente  la  escritura  matriz  debiera  llamarse 
original ; porque  toda  escritura  que  no  sea  la 
matriz,  no  es  mas  que  una  copia,  y porque  solo 
ella  está  firmada  do  los  otorgantes  y de  los  tes- 
tigos en  su  caso;  pero  á pesar  de  todo,  se  da  el 
nombre  de  original,  aunque  con  cierta  especie 
de  implicación  en  los  términos,  á la  primera  co- 
pia que  se  saca  de  ia  matriz,  porque  se  extrae 
inmediatamente  de  su  fuente;  porque  es  el  ori- 
gen de  todos  los  ejemplares,  trasuntos  y trasla- 
dos que  de  ella  se  sacan  sin  acudir  al  protocolo, 
y porque  va  dada,  suscrita  y signada  por  el  mis- 
mo escribano  que  hizo,  perfeccionó  y autorizó  el 
protocolo. 

* Las  escrituras  originales  ó primordiales  se 
llaman  ahora,  y es  nombre  mas  exacto , según 
observaba  el  Sr.  Escriche,  primeras  copias,  que 
es  el  traslado  de  la  escritura  matriz  que  tiene 
derecho  á obtener  por  primera  vez  cada  uno  de 
los  otorgantes:  art.  17  de  la  IeyT.  * 

Traslado,  trasmito  ó ejemplar,  que  vulgarmen-  , 
te  se  llama  testimonio  por  concuerda,  es  la  copia  ! 
que  por  exhibición  se  saca,  no  de  la  escritura  1 
matriz,  sino  de  la  original,  ó de  la  que  hace  las  i 
veces  de  tal,  aunque  no  sea  la  primera.  El  tras-  ' 
lado  puedo  autorizarse  por  el  mismo  escribano  \ 
ante  quien  se  hizo  el  otorgamiento,  ó por  otro  á 
quien  se  exhibe  ó presenta  al  efecto  el  instru-  . 
mentó  original;  y debe  extenderse  en  papel  del 
mismo  sello  que  el  original , escribiéndose  el  ' 
pirimero  y último  pliego  en  el  papel  sellado  asig-  1 
nado  á la  cantidad  de  su  contenido,  y los  pliegos 
intermedios  en  el  del  sello  cuarto,  excepto  los 
traslados  que  hubieren  de  quedar  en  autos  pol- 
la devolución  de  cualquiera  escritura  original 
que  hubiere  sido  presentada  en  ellos  por  exhibí-  | 
cion,  pues  estos  deben  escribirse  en  papel  del 
sello  cuarto:  Real  órden  de  12  de  Enero  de  1832.  1 

III.  La  escritura  original  no  puede  darse  sig-  1 
nada  por  el  escribano  sino  después  de  extendida 
en  el  libro  de  protocolos  la  matriz , y ha  de  ser 
una  copia  fiel  y exacta  de  esta  última,  con  in- 
clusión de  las  firmas  de  los  otorgantes  y de  los 
testigos  en  su  caso,  sin  aumento  ni  omisión  de 
palabra  alguna,  salvo  la  suscricion,  bajo  pena 
de  nulidad,  y de  que  el  escribano  pierda  el  ofi- 
cio, quede  inhábil  para  haber  otro  y pague  á la 


parte  los  perjuicios:  ley  1.",  tít.  23,  lib.  10,  Noví- 
sima Recop. 

Debe  el  escribano  extender  la  escritura  origi- 
nal en  papel  sellado  del  sello  que  corresponda 
según  la  calidad  ó cantidad  del  negocio;  y si 
fuere  voluminosa , poner  el  primero  y último 
pliego  de  dicho  sello,  y los  intermedios  del  sello 
cuarto,  metiendo  unos  pliegos  dentro  de  otros  y 
rubricando  todas  las  hojas;  anotar  la  saca  ó ex- 
tracción al  pié  ó al  márgen  de  la  matriz  ó regis- 
tro; hacer  en  ella  la  advertencia  de  que  se  ha  de 
tomar  razón  en  el  oficio  de  hipotecas  cuando 
fuere  de  la  clase  de  aquellas  que  exigen  esta  cir- 
cunstancia, según  lo  que  se  dirá  en  el  artículo 
Oficio  de  hipotecas ; dar  fe  de  haber  asistido  al 
otorgamiento,  y poner  su  firma  y su  signo,  que 
es  el  que  da  vigor  y autenticidad  al  documento, 
expresándolo  todo  al  fin  con  la  fórmula  siguien- 
te, que  es  la  acostumbrada:  «Yo,  el  infrascrito 
escribano  de  S.  M.  público  del  número  (ó  real, 
según  sea)  de  esta  ciudad  ó villa,  fui  presente  á 
su  otorgamiento  con  los  testigos  mencionados,  y 
en  fe  de  ello  doy  esta  copia  original,  que  signo 
y firmo  en  tantas  hojas,  la  primera  y última  en 
papel  del  sello  primero,  segundo  (ó  del  que  sea), 
y las  intermedias  en  el  del  cuarto  mayor,  que- 
dando su  matriz,  á que  me  remito,  en  ei  registro 
en  papel  de  este  último  sello,  y anotada  en  él 
esta  saca,  en  tal  parte,  á tantos  de  tal  mes  y 
año:»  ley  54,  tit.  18,  Part.  3.*;  ley  3.a,  tít.  8.°,  li- 
bro l.°,  y ley  3.a,  tít.  9.°,  lib.  2.°  del  Fuero  Real; 
Real  cédula  de  12  de  Mayo  de  1824,  arts.  46, 48  y 
49,  y la  práctica.  Y.  Papel  sellado. 

En  la  escritura  original  debe  ponerse  al  pié, 
no  la  misma  fecha  de  la  matriz,  sino  la  del  dia 
en  que  se  saca,  ya  porque  así  lo  manda  expresa- 
mente la  cédula  de  12  de  Mayo  de  1824,  en  su 
art.  49,  ya  porque  comenzando  á correr  desde  la 
fecha  el  término  perentorio  para  la  toma  de  ra- 
zón de  los  documentos  que  la  requieren  en  el 
oficio  de  hipotecas,  se  podrían  causar  perjuicios 
á las  partes  si  se  pusiese  en  la  fecha  el  dia  del 
otorgamiento  en  lugar  del  de  la  saca. 

Tiene  obligación  el  escribano  de  dar  á la  parte 
interesada  la  escritura  original  dentro  de  tres 
dias,  contados  desde  que  se  le  pidiere,  si  no  pa- 
sare de  dos  pliegos,  y dentro  de  ocho  dias  si  pa- 
sare de  los  dos  pliegos,  bajo  la  pena  de  pagarle 
los  daños  y perjuicios  que  se  le  siguieren  por  la 
dilación,  y además  cien  maravedís  por  cada  dia 
de  tardanza;  y si  la  escritura  se  hubiese  de  dar  á 
las  dos  partes , debe  darla  á la  que  ia  pidiere, 
aunque  la  otra  no  la  pida:  leyes  3.a  y 5.a,  tít.  23, 
lib.  10,  Nov.  Recop. 

* Además  de  las  matrices  se  entiende  también 
bajo  el  nombre  de  escrituras  públicas,  las  copias 
de  aquellas  expedidas  con  las  formalidades  de 
derecho  (art.  78  del  reglamento)  siendo  primera 
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copia  el  primer  traslado  de  la  escritura  matriz 
eu  la  que  al  expedirse  se  hará  constar  esta  cua- 
lidad anotando  el  notario  al  inárgen  de  la  ma- 
triz la  persona  para  quien  se  expide,  la  fecha  de 
la  expedición  el  número  de  pliegos  y la  clase  de 
papel  sellado  en  que  la  expide:  art.  17  de  la  ley 
y 80  y 81  del  reglamento. 

Cada  uno  de  los  otorgantes  de  una  escritura,  y 
también  las  personas  á cuyo  favor  resulte  con- 
signado un  derecho,  ya  sea  directamente  ó ya 
adquirido  por  acto  posterior,  tiene  derecho  solo 
á que  se  le  entregue  una  primera  copia  de  la  es- 
critura, y tanto  esta  como  las  demás  que  se  li- 
bren, contendrán  precisamente  la  citación  del 
protocolo  y número  que  eu  él  tenga  la  matriz 
con  la  que  concuerda  y deberán  expedirse  signa- 
das, firmadas  y rubricadas  por  el  notario,  en  el 
papel  sellado,  y con  las  demás  formalidades  de 
derecho:  art.  79  y 82  del  reglamento.  Respecto 
del  papel  sellado,  véase  la  adición  al  núm.  11 
del  pár.  I de  este  artículo. 

Como  es  muy  fácil  que  la  copia  llamada  ori- 
ginal desaparezca  de  poder  de  la  parte  interesa- 
da á quien  se  entregó , por  pérdida , extravío, 
quema,  sustracción  ó hurto,  y como  puede  su- 
ceder asimismo  que  el  interesado  alegue  falsa- 
mente alguno  de  estos  acontecimientos  para  pe- 
dir segunda  copia  con  torcida  intención , se  hace 
necesario  saber  cuándo  podrá  el  escribano  dar 
sin  inconveniente  la  segunda  copia  que  se  le 
demandare , y cuándo  habrá  de  negarla  mien- 
tras no  medie  mandamiento  judicial.  Siempre 
que  el  instrumento  sea  de  tal  naturaleza  que 
aunque  aparezca  duplicado  no  pueda  causar 
perjuicio  á la  otra  parte  por  no  dar  acción  para 
reclamar  su  cumplimiento  tantas  cuantas  veces 
se  presente , como  lo  son  por  ejemplo  los  instru- 
mentos de  poder  ó procuración,  venta,  permuta, 
donación,  testamento,  ó codicilo  ó poder  para 
testar  (habiendo  ya  fallecido  el  testador),  socie- 
dad, redención  de  censo  ú otro  gravámen,  car- 
ta de  pago,  renuncia,  lasto,  espera,  adopción, 
emancipación  , contratos  de  obra  y otros  seme- 
jantes , puede  y debe  el  escribano  ante  quien  se 
otorgaron , y no  otro  , dar  en  cualquier  tiempo 
á los  verdaderos  interesados  y no  á los  que  no  lo 
sean,  segunda,  tercera  y todas  las  demás  copias 
que  quieran  y le  pidan,  sin  que  necesite  para 
ello  mandato  de  juez  ni  citación  de  la  parte  con- 
traria ni  justificación  de  la  pérdida , hurto,  sus- 
tracción , quema  ó extravío  de  la  primera  copia; 
todas  serán  y deberán  llamarse  originales  como 
la  primera,  porque  todas  se  sacan  de  la  matriz  y 
se  autoriza  por  quien  hizo  el  protocolo  ; mas  ni 
el  escribano  succesor  en  el  oficio  ni  otro  alg'nno 
puede  darlas  sin  que  preceda  mandamiento  ju- 
dicial á solicitud  de  persona  interesada  con  cita- 
ción de  la  contraria , ya  se  hubiese  ó no  dado 


copia  por  el  que  autorizó  el  otorgamiento:  ley  10, 
tít.  19,  Part.  3.a,  con  las  glosas  de  Gregorio  Ló- 
pez. Pero  si  el  instrumento  es  de  aquellos  en 
cuya  virtud  se  puede  pedir  el  cumplimiento  de 
la  obligación,  tantas  cuantas  veces  se  presente 
el  original,  como  v.  gr.,  el  de  dar,  pagar  ó hacer 
alguna  cosa,  el  de  imposición  de  censo,  arren- 
damiento, ú otro  cuya  duplicación  puede  perju- 
dicar á la  parte  contraria,  no  puede  el  escribano 
ante  quien  se  otorgó  ni  otro  alguno,  dar  de  su 
propia  autoridad  mas  copias  que  la  primera, 
aunque  el  acreedor  ó interesado  alegue  su  pér- 
dida ú otro  cualquier  pretexto , bajo  la  pena  de 
privación  de  oficio  y de  resarcimiento  de  los  da- 
ños y perjuicios  que  de  la  duplicación  de  la  es- 
critura resultaren  á la  otra  parte : ley  10,  tít.  19, 
Part.  3.‘,  y ley  5.a,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Recopi- 
lación. ¿Quedará,  pues,  desarmado  el  acreedor  ó 
interesado  sin  medio  alguno  eficaz  para  hacerse 
pagar  su  crédito  ó exigir  el  cumplimiento  de  la 
obligación  á su  favor  contraída,  por  causa  de  la 
pérdida  ó sustracción  de  la  copia  orjginal  del 
instrumento?  Puede  en  tal  caso  el  acreedor  ó in- 
teresado acudir  en  solicitud  de  nueva  copia  ante 
el  juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que 
esté  protocolizado  el  instrumento,  afirmando 
con  juramento  que  lá  primera  copia  ú original 
se  le  perdió,  ó quemó  ó le  fué  substraída,  sin 
culpa  ni  malicia  suya,  que  habiéndosele  perdido 
ignora  su  paradero,  que  no  se  le  ha  reintegrado 
de  su  crédito  ó no  se  le  ha  cumplido  la  obliga- 
ción que  contenía,  y que  si  pareciere  la  escritu- 
ra extraviada , no  hará  uso  de  ella  sino  que  la 
presentará  al  escribano  que  la  autorizó  para  que 
la  rompa  y cancele : el  juez,  en  vista  de  la  soli- 
citud, manda  que  se  cite  ó haga  saber  al  deudor, 
y si  este  confiésala  deuda  ú obligación,  ó dentro 
de  tercero  dia  nada  alega  en  contrario,  accede  á 
la  pretensión  y expide  mandamiento  compulso- 
rio para  que  se  le  dé  otra  copia  original  por  el 
escribano,  quien  deberá  extenderla  á continua- 
ción del  mandamiento  y no  separadamente,  po- 
niéndolo todo  por  nota  en  el  protocolo  para  que 
conste  en  lo  succesivo  haberse  dado  segunda 
copia,  y que  el  acreedor  no  pueda  cobrar  dos 
veces  su  crédito ; mas  si  el  deudor  comparece  y 
alega  que  la  deuda  está  remitida  ó satisfecha, 
se  le  concede  término  competente  para  j ustifi- 
carlo,  y se  accede  ó no  á la  solicitud  del  acree- 
dor en  vista  del  resultado:  leyes  10  y 11,  tít.  19, 
Part.  3.*,  y ley  5.a,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Recop. 

Para  la  renovación  que  el  acreedor  pidiere  de 
una  escritura  original  de  deuda  por  causa  de  ve- 
jez ó deterioración,  no  estando  rozada,  ni  rota, 
ni  destrozada  en  lugar  substancial,  ha  de  ser 
emplazado  el  deudor  ante  el  juez;  y si  no  la 
contradijere  ó no  probare  el  pago  ó liberación 
de  la  deuda  debe  mandar  el  juez  al  escribano 
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que  renueve  la  escritura  conforme  al  registro; 
pero  siendo  de  donación , compra,,  camino,  u otra 
tal  que  duplicada  no  pueda  causar  perjuicio,  y i 
no  estando  rota  hasta  las  letras,  ni  cancelada  ó j 
raída  en  lugar  substancial,  como  por  ejemplo, 
en  los  nombres  de  los  otorgantes,  testigos  ó es- 
cribano, ó en  el  precio  ó la  cosa,  ó en  el  día, 
mes  ó año,  ó en  el  lugar  del  otorgamiento,  bien 
podrá  renovarla  el  escribano  por  sí  mismo,  sin 
mandato  judicial,  concertándola  con  el  registro 
de  donde  fué  primeramente  sacada,  idas  si  la 
rotura  ó cancelación  estuviere  en  alguno  de  los 
lugares  esenciales  que  se  lian  indicado,  no  ten- 
drá valor  en  juicio  ni  podrá  ser  renovada  la  es- 
critura, á menos  que  pruebe  el  interesado  que 
otro  hizo  la  cancelación  ó rotura  por  casualidad 
ó por  fuerza;  e.n  cuyo  caso  el  escribano  que  la 
renovare  habrá  de  expresar  en  la  suscripción  las 
razones  que  al  efecto  se  hubiesen  acreditado: 
ley  12,  tít.  19,  Part.  3.a 

Cuando  el  escribano  ha  muerto  y no  parece  en 
su  protocolo  la  escritura  matriz  por  haberse  per- 
dido ó extraviado  ó por  otro  motivo,  y el  intere- 
sado en  ella  tiene  en  su  poder  la  copia  original , ; 
puede  presentarla  al  juez  pidiendo  que,  después 
de  comprobados  su  signo  y firma,  y de  recibida 
información,  así  del  otorgamiento  de  la  escritura 
con  los  testig-os  instrumentales  si  viven,  como 
de  la  legalidad  , buena  fama  y descuido  del  es- 
cribano ante  quien  pasó,  se  mande  protocolizar 
y de  ella  se  den  los  traslados  conducentes;  en 
cuya  vista  defiriendo  el  juez  á esta  pretensión,  y 
practicadas  dichas  diligencias,  se  protocoliza  en 
efecto  con  los  autos  obrados  la  escritura  original 
que  en  adelante  servirá  de  matriz  ó registro, 
dándose  copia  de  todo  á los  interesados.  Si  se 
hubiese  tomado  razón  de  la  escritura  original 
en  el  oficio  de  hipotecas , no  es  necesario  practi- 
car para  su  protocolización  las  diligencias  ex- 
presadas, pues  el  registro  de  dicho  oficio  sirve 
de  libro  de  protocolos  en  caso  de  haberse  perdi- 
do el  del  escribano ; y aun  si  se  hubiese  perdido 
también  la  escritura  original,  puede  acudirse 
al  mismo  registro  y sacar  de  él  copia  autorizada 
que  se  tendrá  por  original  y surtirá  sus  efectos: 
ley  2.",  tít.  16,  lib.  10,  Noy.  Recop.  V.  Oficio  do 
hipotecas  y Archivo. 

* A menudo  se  extravian  las  primeras  copias  ó 
se  emplean  para  asuntos  determinados,  necesi- 
tándose otras.  No  pueden  los  notarios  expedir- 
las sino  en  virtud  de  mandato  judicial  y con 
citación  de  los  interesados  ó del  promotor  fiscal 
cuando  se  ignoren  estos  ó estén  ausentes  del 
pueblo  en  que  esté  la  notaría,  aun  cuando  será 
innecesaria  esta  citación  en  los  actos  unilatera- 
les, ó cuando  pidan  la  copia  todos  los  interesa- 
dos: art.  18  de  la  ley  del  Notariado. 

Tampoco  será  necesario  mandamiento  judicial 
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ni  citación,  sino  cuando  se  pida  segunda  ó pos- 
terior copia  de  escritura  en  cu^a  vii  .ud  pueda 
demandarse  ejecutivamente  el  cumplimiento  de 
una  obligación  de  dar  o de  hacer  alguna  cosa: 
art,  83  del  reglamento. 

Excepto  en  los  casos  en  que  sea  innecesaria  la 
citación,  siempre  que  se  expidan  segundas  ó 
posteriores  copias , se  expresara  en  la  autoriza- 
ción esta  circunstancia  observándose  las  demás 
formalidades  prevenidas  para  las  primeras  co- 
pias, y se  insertarán  antes  de  la  inscripción  to- 
das las  notas  que  aparezcan  en  la  escritura  ma- 
triz. También  se  mencionará  el  mandamiento 
judicial  en  cuya  virtud  se  expidieren  las  segun- 
das y posteriores  copias;  pero  este  mandamiento 
no  será  necesario  cuando  no  lo  sea  la  citación  de 
que  trata  el  art.  18  de  la  ley : art.  83  del  regla- 
men  to. 

No  concebimos  la  utilidad  de  prohibir  que  se 
expidan  segundas  copias  á los  interesados  de 
las  escrituras  otorgadas;  ni  de  esos  cuidados  mi- 
nuciosos de  la  ley  para  cuando  hayan  de  librar- 
se. Aun  en  las  escrituras  de  préstamo  mútuo, 
donde  podría  correrse  el  peligro  de  que  se  in- 
tentara una  segunda  ejecución,  bastaba  para 
evitarlo  la  expresión  de  que  era  segunda  copia; 
puesto  que  según  la  ley  , es  requisito  para  des- 
pacharla, el  que  conste  que  es  primera:  art.  2.'' 
de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar 
los  instrumentos. 

Nosotros  hemos  tenido  el  caso  práctico  si- 
guiente: vendida  una  finca,  se  entregó  la  escri- 
tura para  registrarse  y se  le  extravió  al  man- 
datario. El  vendedor  trató- de  vender  la  finca 
segunda  vez;  acudió  el  comprador  al  notario  pi- 
diéndole una  nueva  copia  para  anticiparse  á la 
segunda  venta  y registrar  la  suya;  negóse  el  no- 
tario á dársela  sin  autorización  judicial;  mien- 
tras se  acudió  al  juzgado,  y se  puso  en  su  noticia 
el  caso,  y providenció  el  juez;  la  finca  se  habia 
vendido  é inscrito  por  el  nuevo  comprador  per- 
diéndola el  primero.  Cierto  que  á este  le  queda- 
ba el  recurso  de  formar  un  proceso  al  vendedor; 
de  sostener  un  pleito  con  el  segundo  comprador 
por  si  era  cómplice  en  el  fraude,  mas  para  esto 
carecía  de  justificación,  y lo  primero  no  le  devol- 
vía la  finca;  fácil  hubiera  sido  evitarlo  todo , sin 
la  necesidad  de  los  trámites  judiciales  para  li- 
brar la  segunda  copia. 

Razón  tuvo  esta  prohibición  cuando  se  empe- 
ñaban los  bienes  por  la  entrega  de  la  escritura; 
pero  hoy  en  que  no  hay  inas  hipoteca  eficaz  que 
la  inscrita  en  el  Registro  debe  declararse  la  fa- 
cultad al  escribano,  de  librar  á los  interesados  á 
quienes  deba  entregar  primera  copia  , todas  las 
que  hubieren  menester  para  el  ejercicio  de  su 
derecho. 

Para  expedir  primeras  ó posteriores  copias  con 
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arreglo  al  art.  31  de  la  ley,  que  previene  que 
solo  el  notario  á cuyo  cargo  está  legalmente  el 
protocolo  podrá  dar  copias  de  él,  se  entiende  que 
el  protocolo  está  legalmente:  l.°  En  poder  del 
notario  que  ejerce  la  notaría.  2.”  En  poder  del 
notario  encargado  de  la  misma , en  caso  de  va-  ¡ 
cante  ó de  ausencia  ó imposibilidad  del  propie-  L 
tario.  3.°  En  poder  del  notario  encargado  del  ar- 
chivo de  protocolos.  Ni  de  oficio  ni  á instancia 
de  parte  interesada  decretarán  los  tribunales 
que  los  escribanos  actuarios  ó secretarios  judi- 
ciales extiendan  por  diligencia  ó testimonio  co- 
pias de  escrituras  matrices,  sino  que  las  exigi- 
rán del  notario  que  debe  darlas  según  la  ley  y 
según  los  párrafos  que  anteceden.  Para  los  cote- 
jos ó reconocimientos  de  estas  copias,  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  el  pár.  3.°,  del  art.  32  de  la 
ley:  art.  84  del  reglamento.  * 

IV.  El  instrumento  público  hecho  en  debida 
forma  por  escribano  competente  y capaz , hace 
plena  fe  y prueba  completa  acerca  de  la  conven- 
ción 6 disposición  que  en  él  se  contiene:  leyes 
1.‘  y 114,  tít.  18,  Part.  3.a 

Y no  solamente  la  hace  respecto  del  asunto  6 
negocio  principal  que  los  otorgantes  se  han  pro- 
puesto por  objeto  de  su  disposición  ó contrato, 
sino  también  en  cuanto  á las  enunciativas,  que 
aunque  puedan  quitarse  sin  alteración . de  lo 
otorgado  ó convenido,  tienen  relación  directa 
con  la  sustancia  del  acto.  Así  es,  que  si  en  una 
escritura  de  reconocimiento  de  censo  dice  Anto- 
nio que  confiesa  y reconoce  que  la  casa  B que  le 
pertenece  está  gravada  á favor  de  Francisco , que  se 
halla  presente,  de  un  censo  de  tantos  mil  reales  de 
capital,  cuyos  réditos  de  tanto  al  año  han  sido  pa- 
gados hasta  este  dia,  y en  su  consecuencia  se  ol/liga 
(i  satisfacer  los  sucesivos,  etc.;  estas  palabras  cu- 
yos réditos  han  sido  pagados  hasta  este  dia,  aun- 
que solo  sean  enunciativas,  pues  que  no  se  ex- 
presa que  Francisco  reconozca  haber  recibido 
los  réditos  vencidos,  hacen,  sin  embargo,  entera 
fe  del  pago  contra  Francisco,  que  concurre  como 
parte  al  reconocimiento  del  censo,  porque  tienen 
relación  directa  con  la  sustancia  del  acto , y 
además  Francisco  no  habría  permitido  su  inser- 
ción si  no  se  le  hubiesen  satisfecho  los  réditos 
de  que  se  trata.  Mas  las  enunciativas,  que  son 
absolutamente  extrañas  al  objeto  de  la  disposi- 
ción ó convenio  de  los  otorgantes , pueden  tal 
vez  inducir  alguna  presunción,  pero  no  hacen 
prueba  completa  ni  aun  contra  las  personas  que 
han  sido  partes  en  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura. Supongamos,  por  ejemplo,  que  en  la  es- 
critura de  venta  que  te  hizo  Pablo  de  una  casa 
que  poseía,  se  halla  enunciado  que  esta  casa  le 
vino  por  herencia  de  su  ti  o Felipe;  si  presentán- 
dose luego  un  tercero  con  la  calidad  de  heredero 
parcial  del  mismo  Felipe,  pone  demanda  contra 
Tomo  ui. 


tí  en  reivindicación  de  la  parte  que  pretende  te- 
ner en  la  casa,  no  podrá  servirle  esta  simple 
enunciativa  para  justificar  con  ella  sola  que 
realmente  Pablo  poseia  esta  casa  como  heredero 
de  Felipe,  aunque  tú  seas  parte  en  el  contrato 
en  que  se  encuentra , porque  es  absolutamente 
extraña  al  objeto  de  la  escritura,  que  se  reduce 
precisamente  á la  venta  de  la  casa  hecha  á tu 
favor.  Tú  no  tenias  entonces  interés  alguno  en 
oponerte  á su  inserción,  pues  que  quedando 
obligado  Pablo  al  saneamiento  en  caso  de  evic- 
cion,  te  debía  ser  indiferente  que  tu  vendedor 
poseyese  la  casa  por  herencia,  ó donación,  ó 
compra  ú otro  cualquiera  título,  y era  natural 
por  otra  parte,  que  dieses  crédito  á lo  que  indi- 
caba Pablo  sobre  el  origen  de  su  derecho. 

El  instrumento  hace  fe  solo  de  aquellas  cosas 
que  el  escribano  puede  atestiguar  ó certificar 
como  tal  escribano,  esto  es,  de  la  presencia  de 
los  otorgantes,  de  la  declaración  de  sil  volun- 
tad, etc.;  pero  no  la  hace  de  las  cosas  que  se  ha- 
llan fuera  del  alcance  de  las  atribuciones  del 
escribano.  Así  es,  que  la  atestación  que  el  escri- 
bano suele  hacer  de  que  los  otorgantes  se  hallan 
en  su  sano  y cabal  juicio,  no  tiene  el  mismo  vi- 
gor que  la  atestación  de  lo  convenido  ú otorgado 
por  ellos,  porque  el  escribano  no  está  autorizado 
para  calificar  el  estado  moral  6 físico  de  las  per- 
sonas. No  es  decir  por  eso  que  dicha  atestación 
sea  inútil;  antes  bien,  inducirá  presunción,  y 
habrá  de  ser  creída  mientras  no  se  demuestre  lo 
contrario,  porque  el  estado  de  sana  razón  y jui- 
cio cabal  es  el  estado  normal  de  los  hombres,  y 
el  de  demencia  ó enajenación  mental  no  es  mas 
que  un  estado  de  excepción  que  es  necesario 
acreditar  en  su  caso.  Por  el  mismo  principio 
debe  desecharse  la  opinión  de  Febrero  y . otros 
autores  que  no  dudan  en  establecer  que  de  un 
instrumento  escrito  en  castellano  puede  el  escri- 
bano dar  copias  en  un  idioma  extranjero,  siem- 
pre que  lo  entienda  con  toda  perfección  y dé  fe  ' 
de  estar  hecha  literal  y fielmente  la  traducción. 
El  escribano,  como  tal,  no  tiene  calidad  para 
traducir,  ni  menos  para  dar  el  carácter  de  auten- 
ticidad á sus  traducciones;  el  escribano  podrá 
saber  perfectamente  muchos  idiomas,  pero  la  fe 
que  diese  de  su  propia  ciencia,  no  seria  fe  públi- 
ca, sino  privada.  El  instrumento  hace  plena  fe, 
no’ solamente  entre  los  otorgantes  y sus  herede- 
ros. sino  también  con  respecto  á terceras  perso- 
nas; no  por  cierto  para  obligarlas,  pues  que  los 
contratos  únicamente  obligan  á los  que  los  cele- 
bran y á sus  herederos,  sino  en  cuanto  acredita 
la  existencia  de  la  disposición  ó convenio,  rem 
ipsarn.  De  aquí  es,  que  corno  prueba  de  justo  tí- 
tulo de  adquisición,  puede  servir  de  base  á la 
prescripción  de  diez  y veinte  años,  concurriendo 
buena  fe  y posesión  continuada  por  el  tiempo  de 
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la  lev.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  tú  com- 
praste de  buena  fe  h Martínez  uu  olivar  pertene- 
ciente á Fernandez,  y que  después  de  haberlo 
poseído  entre  los  dos  durante  el  tiempo  que  la 
ley  exige  para  la  prescripción,  hace  uso  Fernan- 
dez contra  tí  de  su  acción  reivindicatoría;  tú  le 
opondrás  entonces  tu  título  de  compra , presen- 
tando en  prueba  la  escritura  pública  que  te  hizo 
Martínez,  y justificada  la  referida  posesión,  re- 
chazarás la  demanda  de  Fernandez,  salvo  su  re- 
curso contra  quien  dispuso  de  su  olivar  sin  su 
consentimiento.  La  escritura,  pues,  déla  compra 
de  que  tratamos  hará,  fe  y surtirá  su  efecto  con 
respecto  á Fernandez , no  para  imponerle  obli- 
gación alguna  personal,  pues  que  no  tuvo  parte 
en  la  venta,  sino  para  probar  una  de  las  condi- 
ciones que  para  la  prescripción  se  requieren  por 
la  ley.  Pero  las  simples  enunciativas,  aunque  sean 
directas,  no  prueban  la  verdad  del  hecho  enun- 
ciado con  respecto  á terceras  personas  que  no 
hayan  tenido  parte  en  el  acto,  al  paso  que  la 
prueban  entre  los  otorgantes  y sus  herederos. 
Así  que,  si  en  la  escritura  de  venta  de  una  casa 
se  enuncia  que  esta  tiene  derecho  de  vista  sobre 
la  casa  vecina,  no  liará  prueba  esta  enunciativa, 
aunque  directa,  contra  el  dueño  de  dicha  casa, 
porque  ni  este  ha  sido  parte  en  la  venta,  ni  pue- 
de estar  en  arbitrio  del  vendedor  el  gravarle  la 
casa  con  lina  servidumbre. 

V.  Mas  ¿cuál  es  el  instrumento  público  que 
hace  plena  fe  y completa  prueba?  ¿Es  el  registro, 
protocolo  ó matriz;  es  la  copia  llamada  original; 
es  acaso  también  el  traslado ; son  por  ventura 
todos? 

Antonio  del  Canario,  G-alesio,  Parladorio,  He- 
via  Solanos  en  su  Curia  filípica  y Febrero  sien- 
tan que  la  escritura  matriz , como  que  está  des- 
tinada á obrar  siempre  en  poder  del  escribano 
para  sacar  de  ella  las  copias  que  necesiten  los 
interesados  y confrontar  ó comprobar  las  que  se 
hubiesen  sacado  en  caso  de  dudarse  de  la  verdad 
ó exactitud  de  su  contenido,  y como  que  por  otra 
parte  carece  del  signo  ó carácter  real  que  la  au- 
torice , no  tiene  uso  ni  vigor,  ni  hace  fe  ni  prue- 
ba enjuicio.  Es  constante  , en  efecto,  que  el  es- 
cribano debe  conservar  en  su  poder  toda  escri- 
tura matriz  para  los  efectos  que  se  indican,  eomu 
ya  se  ha  sentado  mas  arriba.  Es  también  lo  re- 
gular, que  cuando  se  duda  de  la  verdad  ó exac- 
titud de  un  instrumento  presentado  en  juicio, 
se  da  comisión,  en  virtud  de  petición  del  intere- 
sado, á un  escribano  ó receptor  para  que  pasan- 
do con  citación  de  aquel  á la  casa  del  escribauo 
en  cuyo  poder  se  encuentra  la  matriz,  haga  es- 
crupulosamente con  esta  el  cotejo  de  la  escritura 
en  cuestión,  y note  y exprese  la  conformidad  ó 
las  diferencias  que  entre  ambas  hubiere.  Pero 
hay  á veces  circunstancias  particulares  en  que 


los  tribunales  creen  indispensable,  para  fallar 
con  acierto,  la  inspección  ocular,  y proveen  la 
presentación  de  la  matriz  que  usando  de  las  de- 
bidas precaucioues  , y conduciéndola  tal  vez  el 
mismo  escribano  que  la  tiene  en  su  archivo,  se 
lleva  efectivamente  á la  vista  de  los  jueces  con 
el  libro  de  protocolos  de  que  hace  parte;  y en- 
ton  ces  seguramente,  hallándola  en  regla,  no  pue- 
de negársele  plena  fe,  y aun  debe  estarse  mas  á 

■ ella  que  á la  copia  original,  como  siempre  se 
está  y tiene  que  estarse.  La  matriz  es  realmente 
la  verdadera  original ; ella  es  la  piedra  de  toque 
de  todas  las  copias  y trasuntos;  por  ella  se  des- 
cubre la  falsedad  y el  fraude  que  en  estas  puede 
haber,  como  dice  la  dovela  44  de  tabellonihis; 
el  trasunto  que  con  ella  no  concuerda  en  cosa 
esencial  se  reputa  por  falso  y se  desecha;  y no 
hay  copia  alguna  que  haga  prueba,  sino  en 
cuanto  se  supone  que  está  literal  y fielmente 
sacada  de  la  matriz.  Si  queremos,  pues,  dar  plena 
fe  á ias  copias  llamadas  originales,  es  necesario 
que  la  demos  mucho  mayor  á la  matriz  de  donde 
se  han  extraído,  según  el  axioma  común:  Prop- 

■ ter  quod  unumquodgue  tale,  et  illud  magis  tale. 
En  vano  se  dice  que  la  matriz  carece  del  signo 
del  escribano  que  la  autorizó  : si  es  que  no  le 
lleva  á su  pié,  le  lleva  al  fin  del  libro  de  proto- 
colos en  que  va  inserta ; y es  seguro  que  el  signo 
final  da  vigor  y autenticidad  á todas  las  escritu- 
ras matrices  en  ei  libro  contenidas  como  si  á 
continuación  de  cada  una  estuviese  puesto  , se- 
gún ya  se  ha  sentado  mas  arriba.  Y por  último, 
¿se  querrá  que  la  matriz  haga  fe  á los  ojos  de 
un  comisionado  que  no  va  por  cierto  á autori- 
zarla, sino  solo  á examinarla,  y no  ia  haga  á los 
ojos  del  tribunal  que  la  examina  por  sí  mismo, 
ó la  hace  examinar  á su  presencia  por  peritos? 
Se  replicará  tal  vez  que  la  ley  15,  tít.  10,  lib.  11, 
Nov.  Recop.,  prohíbe  expresamente  á los  infor- 
mantes sacar  de  los  oficios  de  escribanos  y de- 
más archivos  los  protocolos,  escrituras  y otros 
papeles  para  pruebas  algunas,  pues  que  les 
basta  copiar  de  ellos,  en  presencia  de  las  perso- 
nas encargadas  de  su  custodia,  las  partidas  é 
instrumentos  que  necesitaren  para  sus  informa- 
ciones; pero  prescindiendo  ahora  de  que  esta 
prohibición  parece  limitada  á las  pruebas  de  há- 
bitos de  las  Ordenes  militares  y otras  semejan- 
tes, y de  que  no  es  aplicable  á los  casos  en  que 
un  tribunal  crea  indispensable  y decrete  de  ofi- 
cio ó á instancia  de  parte  la  presentación  de  un 
protocolo  que  obre  en  un  archivo  situado  en  el 
territorio  de  su  jurisdicción,  no  se  deduce  de 
ella  que  el  protocolo  ó escritura  matriz  no  hace 
plena  prueba  en  caso  de  presentarse  eu  juicio, 
sino  que  no  debe  presentarse  en  juicio,  á no  ser 
en  un  caso  extraordinario  y con  las  debidas  pre- 
cauciones, para  evitar  el  peligro  que  podria  cor- 
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rer  de  extravío  ó alteración  durante  su  trasporte  \ 
en  perjuicio  de  las  personas  responsables  y de 
las  interesadas. 

La  copia  original  es  la  que  ordinariamente  se 
presenta  en  juicio  y la  que  en  él  hace  plena  fe  y 
trae  aparejada  ejecución,  estando  sacada  por  el 
mismo  escribano  que  asistió  al  otorgamiento  y 
autorizó  la  matriz , como  que  se  llama  por  esto 
prueba  probada  y acabada-  ó perfecta.  Mas  la  sa- 
cada por  otro  escribano,  aunque  este  sea  el  suc- 
cesor  en  el  oficio,  y aunque  no  se  haya  extraído 
otra  alguna  del  protocolo  , no  hará  fe  ni  prueba 
en  juicio,  á no  haberse  sacado  con  autoridad 
judicial  y citación  de  la  parte  contraria,  ó á no 
comprobarse  con  la  matriz , prévia  la  misma  ci- 
tación ; bien  que  si  no  se  redarguye  de  falsa  por 
la  parte  contra  quien  se  produce,  no  es  necesa- 
rio cotejarla ; pues  es  visto  que  la  parte  la  aprue- 
ba y no  duda  de  la  verdad  de  su  contenido: 
ley  55,  tít.  18 , Part.  3.a;  leyes  10  y 11,  tít.  23,  li- 
bro 10,  Nov.  Recopilación;  Curia  filípica,  prime- 
ra parte,  Juic.  civ.,  pár.  17,  núm.  31,  y Febrero, 
Nov.  Recop.,  lib.  L",  tit.  6.”,  cap.  2.°,  núm.  10. 

El  traslado , ejemplar,  trasunto  ó testimonio  por 
concuerda  no  hace  fe  sino  contra  quien  lo  produ- 
ce, á no  ser  que  se  hubiese  dado  con  autoridad 
judicial  y citación  de  la  parte  contraria,  pues 
entonces  haria  fe  también  contra  esta:  ley  114: 
tít.  18,  Part.  3.“  al  fin,  con  la  glosa  de  Gregorio 
López.  No  obstante,  si  estuviese  dado  por  el  mis- 
mo escribano  que  autorizó  la  matriz  y la  copia 
original , sieudo  de  aquellos  de  que  puede  y debe 
dar  cuantas  copias  le  pidan , quieren  los  autores 
que  aun  sin  haber  mediado  autoridad  de  juez  ni 
citación  de  parte  , haga  entera  fe,  porque  milita 
entonces  la  misma  razón  para  darle  crédito  que 
sise  sacara  del  protocolo;  bien  que  no  traerá 
aparejada  ejecución  como  el  original:  Covarr. 
Pract.,  cap.  21,  núm.  2.°;  Molina,  lib.  3.°  de  pri- 
mogen.,  cap.  13,  núm.  44;  Curia  filíp,  1.’,  part., 
pár.  17,  núm.  31;  y Febr.  Nov.,  lug.  cit.  £1  tras- 
lado antiguo , sacado  por  cualquiera  escribano, 
aun  sin  decreto  de  juez  ni  citación  de  parte , se 
considera  digno  de  fe  cuando  en  virtud  y á con- 
secuencia de  él  se  di  ó posesión  del  derecho  pre- 
tendido al  que  le  presenta  ó á su  causante,  bas- 
tando el  trascurso  de  treinta  años:  Covarr.  Pract., 
cap.  21,  núm.  7.°;  y Febr.  Nov.,  lib.  3.°,  tít.  2.“, 
cap.  12,  núm.  85,  quien  añade  haberlo  así  visto 
ejecutoriado  por  el  Consejo  real  en  un  pleito  de 
patronato  real  de  legos. 

El  instrumento  autorizado  por  escribano  que 
no  es  conocido  en  el  tribunal  ó juzgado  en  que 
se  presenta,  no  hará  fe  ni  será  creido,  si  no  va 
legalizado  por  dos  ó tres  escribanos  que  certifi- 
quen de  la  firma , signo  y legitimidad  de  dicho 
escribano,  diciendo  que  este  es  tal  escribano  cual 
se  titula,  y que  la  firma  y signo  son  efectiva- 


mente suyos;  Curia  filípica,  part.  1.’,  pár.  17, 
núm.  32,  y la  práctica;  y si  á falta  de  la  indica- 
da legalización  objetare  la  parte  contraria  que 
el  sugeto  que  suena  haber  autorizado  el  docu- 
mento no  era  ni  liabia  sido  tal  escribano,  se  de- 
berá justificar  á lo  menos  por  la  fama  pública 
entre  los  vecinos  de  su  pueblo  que  como  tal  es- 
cribano público  había  sido  tenido  y usado  de  su 
oficio;  ley  115.  tít.  18,  Part.  3.a:  mas  si  el  instru- 
mento es  tan  antiguo  que  pase  de  cien  años, 
hace  fe,  aunque  no  esté  comprobado  ó legalizado 
ni  conste  que  fué  escribauo  el  que  lo  autorizó, 
por  la  dificultad  que  hay  de  hallar  testigos  con 
quienes  se  pueda  acreditar:  Gegorio  López  en 
la  glosa  5.a  de  dicha  ley  115,  tít.  18,  Part.  3.a; 
Covarr.  Pract.,  cap.  2.",  núm.  7.a;  Pareja,  de  edil, 
instrum.,  tít.  l.°,  resol.  3.a,  pár.  2.a,  núms.  35 
y 59;  Cpr.  filíp.  lug.  cit.,  y Febr.,  Nov.  Recopi- 
lación . lib.  3.“,  tít.  2.°,  cap.  11,  núm.  73.— Si  el 
instrumento  se  hubiese  otorgado  en  otro  Reino  ó 
Estado,  ha  de  venir  corroborado  al  pié  con  una 
certificación  del  embajador,  cónsul  ú otro  mi- 
nistro ó representante  que  allí  tenga  S.  M.  C., 
sobre  su  legitimidad  y conformidad  con  las  le- 
yes  y práctica  del  país;  y en  defecto  de  esta  cer- 
tificación, podrá  el  juez  tomar  informe  de  los 
cónsules  ú otras  personas  instruidas  del  país  de 
donde  procede  el  documento  : Real  órden  de  9 de 
Octubre  de  1783,  citada  por  Don  en  su  Derecho 
público,  tomo  6.a.  pág.  234,  núm.  18.  Presentán- 
dose en  idioma  extranjero,  debe  acompañar  la 
traducción  legal  mente  autorizada:  Real  órden 
de  30  de  Junio  de  1837. — Los  documentos  otor- 
gados en  país  sujeto  á la  dominación  de  D.  Cár- 
los,  deberán  ser  refrendados  por  la  legítima  au- 
toridad superior  política  de  la  provincia  en  que 
se  hubieren  otorgado,  certificaudo  además  de  que 
el  otorgamiento  se  ha  hecho  ante  escribano  le- 
gítimamente instituido,  y haciendo  que  se  lega- 
licen por  tres  escribanos  de  la  capital,  ó en  su 
defecto  por  otro  medio  oportuno ; y así  visados, 
deben  ser  admitidos  después  de  tacharse  todas 
las  expresiones  que  propendan  á reconocer  el 
Gobierno  de  D.  Oárlos,  y surtirán  en  juicio  todos 
sus  efectos:  Real  órden  de  11  de  Noviembre 
de  1838. 

* .Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ar- 
tículo 281,  para  que  los  documentos  públicos  y 
solemnes  sean  eficaces  en  juicio,  deberán  obser- 
varse las  reglas  siguientes: 

1.a  Que  los  que  hayan  venido  al  juicio  sin 
citación  se  cotejen  con  sus  originales,  prévia 
dicha  citación,  á no  ser  que  la  persona  á quien 
perjudiquen  haya  prestado  á ellos  su  asenti- 
miento. 

Esta  disposición  ha  introducido  una  novedad 
importante  en  nuestra  práctica  anterior,  pues 
antes  no  necesitaban  comprobación  ni  cotejo  con 
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su  original  los  documentos  públicos  , por  presu- 
mirse su  legitimidad,  si  no  eran  redargüidos  de 
falsos  por  aquel  á quien  perjudicaban.  Véase  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  28  de  Junio 
de  1860.  Solamente  respecto  de  los  testimonios 
expedidos  por  otro  escribano  que  ei  otorgante  ó 
sin  mandato  judicial  ni  citación  de  parte,  auto- 
rizaba la  práctica  el  cotejo,  para  suplir  con  esta 
diligencia  la  autoridad  que  les  faltaba.  Mas  boy 
es  necesario  el  cotejo  de  cualesquier  documen- 
tos cuando  traídos  al  juicio  sin  citación  contra- 
ria, el  litigante  á quien  perjudican  no  presta 
á ellos  su  asentimiento  expreso , esto  es,  no  dice 
que  los  da  por  verdaderos,  legítimos  y eficaces. 

Deben  tenerse  presentes  sobre  este  punto,  por 
su  importancia,  las  siguientes  declaraciones  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia: 

Los  documentos  presentados  en  juicio,  sin  ci- 
tación contraria,  son  ineficaces  mientras  no  se 
cotejen  con  sus  originales,  prévia  dicha  citación, 
según  la  regla  L*  del  art.  281  cuando  los  redar- 
guye de  falsos  civilmente  ó no  ha  prestado  á 
ellos  su  asentimiento  expreso  la  parte  á quien 
perjudican;  bastando  dicha  ineficacia  para  no 
tomarlos  en  consideración:  sentencias  de  l.°  de 
Marzo  y 15  de  Abril  de  1862,  de  30  de  Enero  y 23 
de  Setiembre  de  1864,  y de  8 de  Junio  de  1866. 

Mas  es  innecesario  el  cotejo  cuando  la  parte 
contraria  no  redarguye  ni  impugna  la  exactitud 
del  documento  público  , y menos  si  le  presta  su 
asentimiento  expreso , ó si  reconoce  su  eficacia 
apoyando  en  él  sus  pretensiones , lo  cual  equi- 
vale al  asentimiento  expreso  exigido  por  la  re- 
gia 1.a  del  art.  281:  sentencias  de  l.°  de  Mayo 
de  1858,  8 de  Octubre  de  1864,  13  de  Enero  de 
1865,  y 26  de  Febrero  de  1867. 

Dicho  precepto  de  la  regla  1.a  no  excluye  las 
pruebas  supletorias  que  reconoce  y permite  el 
derecho,  cuando  es  imposible  el  cotejo  por  ex- 
travío del  original:  sentencias  de  23  de  Mayo  de 
1863,  10  de  Setiembre  de  1864  y 25  de  Setiembre 
de  1865. 

Cuando  se  presenta  enjuicio  la  primera  copia 
de  una  escritura  sacada  del  protocolo  por  el  mis- 
mo notario  que  la  autorizó  y registrada  en  hipo- 
tecas, habiéndose  reconocido  la  obligación,  esto 
suple  la  falta  de  cotejo  de  dicho  documento  con 
su  original:  semencia  de  11  de  Mayo  de  1867. 

La  regla  1.a  del  art.  281  no  establece  en  su 
prohibición  diferencia  en  las  escrituras  públi- 
cas entre  Las  primeras  y ulteriores  copias:  sen- 
tencia de  8 de  Junio  de  1866. 

Si  bien  la  eficacia  de  los  documentos  públicos 
y solemnes  presentados  en  juicio  sin  citación, 
depende  del  cotejo  con  sus  originales,  este  pre- 
cepto de  la  ley  supone  racionalmente  la  existen- 
cia ó conservación  de  los  mismos ; porque  en  el 
caso  de  haberse  perdido  ó destruido  los  protoco- 


los, es  doctrina  leg'al  admitida  por  la  jurispru- 
dencia, que  debe  darse  valor  y plena  fe  á la  pri- 
mera copia  de  un  documento  público  sacada  del 
original  por  el  escribano  que  lo  autorizó,  cuando 
no  se  prueba  falsedad  ni  otro  defecto  que  la  falta 
de  comprobación  ó cotejo:  sentencia  de  26  de  Fe- 
brero de  1867. 

No  afecta  á la  validez  de  una  escritura  pública 
antigua  cuyo  protocolo  no  existe,  la  falta  de  la 
primera  hoja,  cuando  el  resto  contiene  toda  la 
parte  dispositiva , y está  revestida  de  todos  los 
requisitos  y solemnidades  necesarias  para  ser 
calificada  de  subsistente  y eficaz,  sin  que  se  haya 
intentado  contra  ella  prueba  de  falsedad:  sen- 
tencia de  19  de  Febrero  de  1866. 

Aunque  una  partida  de  bautismo  traída  álos 
autos  sin  citación,  no  puede,  con  arreglo  á los 
arts.  280  y 281,  ser  reputada  como  documento 
público  y solemne,  si  no  se  coteja  con  su  origi- 
nal, no  se  infringen  estos  artículos  ni  la  ley  114, 
tít.  18,  Part.  3.a,  cuando  faltando  la  matriz  se 
admite  uua  partida  formada  por  el  párroco  para 
suplir  aquella,  calificándola,  no  como  digna  por 
sí  sola  de  entera  fe,  sino  como  uno  de  los  medios 
que  conducen  cou  otras  pruebas  á formar  el  con- 
vencimiento moral  de  la  filiación:  sentencia  de 
2 de  Enero  de  1864. 

La  manera  cómo  debe  efectuarse  el  cotejo  de 
documentos,  se  ha  expuesto  en  el  artículo  de 
esta  obra,  Cotejo  de  documentos. 

2. ?  Que  los  documentos  que  hubieren  de 
traerse  de  nuevo,  vengan  en  virtud  de  manda- 
miento compulsorio,  que  se  expedirá  al  efecto, 
prévia  citación  de  la  parte  á quien  hayan  de 
perjudicar,  para  que  pueda  ver  si  se  verifica  de 
conformidad  con  su  original.  Anteriormente  á 
esta  disposición,  solo  tenia  esto  lugar  cuando  se 
presentaba  en  juicio  copia  ó traslado  sacado  del 
original  y autorizado  por  otro  escribano  distinto 
del  ante  quien  se  había  otorgado,  mas  no  si  es- 
taba expedido  por  el  mismo,  y la  escritura  era 
de  aquellas  de  que  se  podían  dar  tantos  cuantos 
traslados  se  quisiera,  pues  en  tal  caso  producía 
la  copia  el  mismo  efecto  que  el  original,  aunque 
no  se  despachase  mandamiento  compulsorio. 

3. a  Que  si  el  testimonio  que  se  pide  fuere  de 
parte  de  un  documento,  solamente  se  adicione  á 
él  lo  que  el  colitigante  señalare,  si  lo  cree  con- 
veniente. Esto  se  funda  en  un  principio  de  reci- 
procidad y de  estricta  justicia;  pues  como  por  lo 
común , el  litigante  que  pide  el  testimonio  de 
parte  de  un  documento,  se  limita  á las  cláusulas 
que  le  favorecen,  el  contrario  quedaría  indefen- 
so sobre  este  punto  si  no  pudiera  señalar  las  que 
apoyan  su  derecho  ó combaten  el  de  su  compe- 
tidor, para  que  se  incluyan  en  el  testimonio, 

4.  Que  los  testimonios  ó certificaciones  sean 
dados  por  el  encargado  del  archivo,  oficina  ó re* 
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gistro  en  que  se  hallen  los  documentos , por  el 
escribano  en  cuyo  oficio  radiquen  los  autos,  ó 
por  el  del  pleito;  porque  estas  son  las  personas 
que  han  merecido  la  confianza  de  la  ley  ó de  la 
superioridad,  por  las  circunstancias  de  capaci- 
dad ó de  probidad  que  han  exigido  en  ellas. 

Dispónese  asimismo  en  el  segundo  párrafo  de 
la  regla  4.%  que  estos  testimonios  ó certificacio- 
nes se  expidan  bajo  la  responsabilidad  de  los 
funcionarios  encargados  de  la  custodia  de  los 
originales,  y que  la  intervención  do  los  interesa- 
dos se  limite  á señalar  lo  que  haya  de  testimo- 
niarse ó certificarse;  para  evitar  los  abusos  que 
pudiera  haber  por  parte  de  los  particulares  que 
pidieren  dichos  testimonios. 

Las  escrituras  autorizadas  por  notario,  harán 
fe  en  la  provincia  en  que  resida.  Para  hacerla  en 
las  demás  provincias , deberá  ser  legalizada  la 
firma  del  notario  autorizante  por  otros  dos  nota- 
rios del  mismo  partido  judicial,  ó por  el  V,°  B.° 
del  juez  de  primera  instancia,  que  pondrá  el  se- 
llo del  juzgado;  art.  30  de  la  ley  del  Notariado. 

Para  los  efectos  del  art.  30  de  la  ley,  se  legali- 
zará la  firma  del  notario  autorizante  siempre  que 
el  documento  deba  hacer  fe  fuera  del  territorio 
del  Colegio  á que  pertenezca  aquel : art.  85  del 
reglamento. 

Entiéndese  por  legalización  la  comprobación 
extendida  al  final  de  un  documento  autorizado 
por  notario  colegiado,  fechada,  signada,  firmada 
y rubricada  por  otros  dos  notarios  del  mismo 
Colegio.  Para  la  legalización  se  empleará  la  si- 
guiente fórmula;  «Los  infrascritos,  notarios  del 
Colegio  de....  distrito  notarial  de.,.,  legalizamos 
el  signo,  firma  y rúbrica  que  anteceden  del  no- 
tario D.  N....  (aquí  la  fecha).»  Esta  fórmula  se 
empleará  siempre  que  la  firma  legalizada  sea 
igual,  al  parecer,  á la  que  el  notario  acostumbra 
usar,  y que  á la  fecha  del  documento  se  halle  en 
ejercicio  del  cargo , sin  que  les  conste  nada  en 
contrario.  Cuando  la  legalización  se  ponga  ó 
concluya  en  pliego  distinto,  se  hará  en  ella  su- 
cinta relación  del  documento  cuyo  signo,  firma 
y rúbrica  se  haya  legalizado;  art.  86  del  regla- 
mento. 

Las  legalizaciones  llevarán  sobrepuesto  un  se- 
llo del  Colegio  notarial.  Las  Juntas  directivas 
dispondrán  la  tirada  de  estos  sellos,  únicos  que 
podrán  ponerse  en  las  obligaciones,  y serán  de 
dos  clases:  uno  para  los  documentos  en  que  de- 
venguen derechos,  cuyo  valor,  que  según  aran- 
cel será  de  tres  pesetas,  aplicarán  las  Juntas  de 
los  Colegios  á los  fines  de  su  instituto,  y otro  sin 
derechos  para  los  documentos  de  oficio  y de  po- 
bres. Las  Juntas  cuidarán  de  que  las  notarías 
estén  oportunamente  provistas  de  dichos  sellos: 
art.  87  de  id, 

Cuando  con  arreglo  al  art.  30  de  la  ley  no  exis- 


k diesen  en  el  distrito  dos  notarios  que  legalicen, 
lo  hará  el  juez  de  primera  instancia  con  su 
y ° B."  y el  sello  del  juzgado;  pero  además  se 
pondrá  el  del  Colegio  á que  se  refiere  el  artículo 
anterior:  art.  88. 

Los  notarios  individuos  de  la  Junta  directiva 
del  Colegio  notarial  podrán,  mientras  lo  sean , y 
haciendo  constar  esta  cualidad,  legalizar  el  sig- 
no, firma  y rúbrica  de  cada  uno  de  los  notarios 
del  territorio:  art.  89. 

Ningún  notario  podrá  negarse  á legalizar  sin 
exponer  justa  causa;  pero  si  prudentemente  du- 
dase del  signo  y firma,  podrá  diferir  su  legaliza- 
ción por  tres  días,  á fin  de  desvanecer  sus  du- 
das. Si  no  lo  consiguiese,  podrá  negarse  á lega- 
lizar, reteniendo  el  documento  y dando  inme- 
diato parte  á la  Junta  directiva , con  expresión 
de  la  causa,  para  que  adopte  con  urgencia  lo  que 
proceda:  art.  90. 

Respecto  á los  documentos  otorgados  en  otras 
naciones,  previene  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, que  tendrán  igual  fuerza  que  los  que  lo  sean 
en  España,  si  reúnen  todas  las  circunstancias 
exigidas  en  aquellas  y las  que  además  requieran 
las  leyes  españolas  para  su  autenticidad:  art.  282. 
Esta  disposición  es  una  consecuencia  de  la  del 
art.  32  del  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1852. 
Refiérese  asimismo,  tanto  álos  documentos  otor- 
gados por  extranjeros  en  su  país  ó eu  otras  na- 
ciones, comprensivos  de  actos  y contratos  para 
cuyo  cumplimiento  se  invoque  la  acciou  de  los 
tribunales,  como  á los  otorgados  por  los  españo- 
les en  el  extranjero. 

Las  circunstancias  que  deben  concurrir  en  di- 
chos documentos  para  que  tengan  fuerza  en  Es- 
paña, son: 

1. *  Que  el  asunto  sobre  que  versan,  sea  lícito 
y permitido  por  las  leyes  de  España;  pues  siendo 
nulo,  de  lo  contrario  aquel  acto  en  España  por 
las  leyes  españolas,  seria  contradictorio  que  tu- 
viera que  ejecutarse  en  este  pais;  regla  1.*  del 
decreto  de  17  de  Octubre  de  1851. 

2. a  Que  los  otorgantes  teDgan  aptitud  y capa- 
cidad para  obligarse  con  arreglo  á las  leyes  de 
su  pais:  regla  2‘  del  decreto  citado.  V.  Estatuto 
‘personal. 

3. “  Que  en  el  pais  del  otorgamiento  se  conce- 
da igual  eficacia  y validez  á loa  actos  y contra- 
tos celebrados  en  el  territorio  de  los  dominios 
españoles:  regla  5.‘  del  decreto  citado. 

4. °  Que  cuando  los  contratos  contengan  hi- 
poteca de  fincas  radicantes  en  España,  se  haya 
tomado  razón  en  los  respectivos  registros  dentro 
del  término  de  tres  meses,  si  los  contratos  se  hu- 
bieren celebrado  en  los  Estados  de  Europa;  de 
nueve,  si  lo  hubieran  sido  en  los  de  América,  y 
de  un  año  si  en  los  de  Asia. 

5. °  Que  se  hayan  observado  en  el  otorga- 
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miento  las  disposiciones  establecidas  en  el  pais 

donde  se  han  verificado  los  actos  ó contratos. 
Según  se  lee  en  el  preámbulo  del  decreto  de  17 
de  Octubre  citado,  es  necesario  que  los  docu- 
mentos otorgados  en  el  extranjero  sean  notaria- 
dos, es  decir,  que  se  hallen  extendidos  por  los 
funcionarios  públicos  destinados  para  instru- 
mentar en  el  país  en  que  lia  tenido  lugar  el  acto 
que  se  formaliza.  Además  de  estos  funcionarios, 
está  admitido  entre  las  nacioues  como  doctrina,  y 
estipulado  en  tratados,  que  los  cónsules  extran- 
jeros se  hallan  revestidos  de  la  fe  pública  para 
autorizar  documentos  legales,  tales  como  testa- 
mentos y contratos,  haciendo  fe  los  autorizados 
por  ellos  entre  los  súbditos  de  su  pais  en  los  tri- 
bunales del  mismo.  Así  pues,  harán  fe  los  auto- 
rizados por  nuestros  cónsules  en  el  extranjero,  . 
debidamente  legalizados,  y aun  los  otorgados 
por  un  cónsul  extranjero  entre  un  súbdito  de  su 
nación  y un  español.  Véase  el  Real  decreto  de  29  : 
de  Setiembre  de  1848:  art.  22.  Véase  el  Convenio 
entre  España  y Cerdeña  de  2 de  Mayo  de  1856. 

Acerca  de  la  legalización,  la  doctrina  que  sien- 
ta el  Sr.  Escriehe  en  el  aparte  5.°  del  párrafo  5.° 
ha  sido  alterada  por  la  órdea  del  Regente  del 
Reino  de  9 de  Junio  de  1842,  según  la  cual  para 
que  los  documentos  otorgados  en  el  extranjero 
hagan  fe  en  juicio,  deben  estar  autorizados  ó le- 
galizados por  los  cónsules  ó agentes  consulares 
en  España,  acreditados  en  el  pais  de  donde 
aquellos  procedan. 

La  legalización  se  efectúa  certificando  la  au- 
toridad del  punto  donde  se  otorgó  el  documento 
que  la  firma  del  funcionario  que  lo  otorgó,  y su 
carácter  oficial  y el  lugar  de  su  redención  son 
los  mismos  que  se  expresan.  Véase  el  artículo 
Cónsules. 

Conviniendo  los  litigantes  sobre  la  inteligen-  ! 
cia  del  documento,  se  estará  y pasará  por  la  que 
le  dieren;  pero  no  habiendo  conformidad,  se  re- 
mitirán por  el  juez  á la  oficina  de  la  interpreta- 
ción de  lenguas  de  Madrid  para  su  traducción, 
sin  que  esta  pueda  hacerse  en  ninguna  otra  for- 
ma. Según  el  convenio  citado  entre  España  y 
Cerdeña,  los  cónsules  generales,  cónsules  y vice- 
cónsules respectivos  podrán  traducir  y legalizar 
todos  los  documentos,  actos  y firmas  emanados 
de  las  autoridades  de  su  pais,  y estas  traduccio- 
nes y legalizaciones  tendrán  en  el  pais  de  su  re- 
sidencia la  misma  fuerza  y valor  que  si  hubie- 
ren sido  hechas  por  los  funcionarios  y autorida- 
des locales. 

Respecto  de  Ultramar,  háse  dispuesto  que 
cuando  no  haya  conformidad  entre  las  partes 
acerca  de  la  inteligencia  de  algún  documento 
otorgado  en  el  extranjero,  se  remitirá  por  el  juez 
ai  intérprete  del  Gobierno  superior  civil  para  su 
traducción,  sin  que  esta  puedahacerse  en  ningu- 


na otra  forma:  art.  11  de  la  real  Instrucción  de  9 
de  Diciembre  de  1865  parala  aplicación  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  en  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto-Rico,  disposición  que  sustituye  á la  del 
art.  284  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  4 

VI.  La  parte  contra  quien  se  presenta  un 
instrumento -público,  puede  redargiiirie  de  falso 
criminal  ó civilmente,  si  lo  creyere  sospechoso, 
con  la  protesta  ordinaria-,  esto  es,  con  la  protes- 
ta de  que  no  procede  con  malicia,  ni  por  diferir 
el  pleito,  ni  por  causar  costas  á su  colitigante, 
sino  meramente  por  convenir  á su  defensa.  La 
copia  original,  dice  Febrero,  no  debe  redargüir- 
so  de  falsa  civilmente,  porque  es  prueba  proba- 
da y acabada  ó perfecta;  pero  puede  redargiiirse 
de  falsa  absoluta  y criminalmente,  si  en  reali- 
dad es  falsa  y suplantada;  mas  la  mayor  parte 
de  las  causas  que  luego  nos  presenta  el  mismo 
Febrero  para  poder  redargüir  de  falso  civilmen  ■ 
te  un  documento,  son  de  tal  naturaleza  que  mas 
bien  que  en  los  simples  traslados  se  encontra- 
rán en  las  matrices  y originales. 

Es  falso  criminalmente  un  instrumento , cuan- 
do se  ha  fabricado  ó fingido  maliciosamente  por 
un  escribano  ú otro  individuo  con  perjuicio  de 
alguna  persona,  ó cuando  siendo  verdadero  ha 
sido  suplantado  haciéndose  en  él  con  dolo  alte- 
raciones esenciales;  y se  dice  falso  civilmente, 
cuando  carece  de  alguna  de  aquellas  circuns- 
tancias ó requisitos  que  la  ley  exige  para  que 
haga  fe:  de  manera  que  la  falsedad  criminal  de 
un  instrumento  equivale  á su  falta  de  verdad;  y 
la  falsedad  civil  á su  falta  de  solidez  y firmeza. 
Véase  falsedad.  Todo  instrumento  que  es  crimi- 
nalmente falso,  lo  es  también  civilmente,  porque 
en  su  confección  han  debido  de  faltar  siempre 
algunas  de  las  circunstancias  que  son  necesa- 
rias para  su  validez;  y como  el  falsario  por  otra 
parte,  además  de  la  pena  en  que  incurre,  con- 
trae por  el  mismo  hecho  de  su  fraude  la  obliga- 
ción de  reparar  el  mal  que  hubiere  causado,  de 
allí  es  que  la  persona  contra  quien  se  presenta 
un  documento  criminalmente  falso  puede  redar- 
güirlo  tan  solo  de  falso  civilmente,  dejando  su 
acción  criminal  y haciendo  uso  de  la  civil  para 
pedir  la  declaración  de  falsedad  ó nulidad  del 
instrumento  y la  indemnización  de  perjuicios. 

Inducen  presunción  de  falsedad  criminal  en 
un  instrumento:  la  mala  fama  de  la  persona  que 
lo  presenta,  si  está  acostumbrada  á producir 
otros  falsos,  y el  actual  contiene  algún  vicio;  la 
diferencia  de  estilo  del  sugeto  que  se  supone  ha- 
berlo hecho;  las  cláusulas  ó cautelas  no  acos- 
tumbradas que  contenga,  á no  ser  que  hubiese 
■ habido  justa  causa  para  ponerlas  ; la  diferencia 
de  papel,  firma  y signo;  la  tardanza  no  motiva- 
da en  producirlo ; el  hallarse  en  un  libro  anti- 
g’uo  cuando  consta  que  entonces  no  se  hacían 
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tales  documentos , ó el  estar  escrito  en  papel  ó I 
libro  reciente  siendo  el  documento  antiguo;  la 
inverosimilitud  del  contrato  que  en  él  se  con- 
tiene; el  nO  nombrarse  en  él  sino  testigos  muer- 
tos siendo  el  documento  moderno,  ó haber  muer- 
to el  uno  y afirmar  el  otro  que  no  presenció  su 
otorgamiento;  el  haberse  estrechado  ó ensan- 
chado los  renglones  para  concluirlo,  habiendo 
campo  ó espacio  bastante  al  principio;  el  estar 
cortado,  roto,  agujereado  ó manchado  en  lugar 
sustancial,  etc. 

Se  invalida  y puede  ser  redargüido  de  criminal- 
menie  falso  un  instrumento  público:  l.°,  cuando 
por  otro  instrumento  igualmente  público  ó por 
deposición  de  cuatro  testigos  idóneos  resulta 
que  la  parte  que  se  supone  haber  asistido  per- 
sonalmente al  otorgamiento  se  hallaba  entonces 
en  otro  lugar  tan  remoto,  que  no  pudo  natural- 
mente haber  venido  y concurrido  al  acto  duran- 
te el  dia  en  que  suena  hecho;  ley  117,  tít.  18, 
Part.  3.’,  y ley  32,  tít.  11,  Part.  5.":  2.”,  cuando 
el  escribano,  siendo  de  buena  fama,  afirma  po- 
sitivamente ante  el  juez,  que  no  lazo  el  instru- 
mento, á no  ser  que  por  la  parte  interesada  se 
pruebe  lo  contrario;  ley  115,  de  id. : 3.n,  cuando 
los  testigos  instrumentales,  siendo  mayores  de 
toda  excepción , declaran  uniformemente  que 
no  se  hallaron  presentes  al  otorgamiento,  con 
tal  que  el  escribano  tenga  mala  fama , y el  ins- 
trumento sea  recientemente  hecho;  pues  en  otro 
caso  el  escribano  debe  ser  creído  y no  los  testi- 
gos, si  la  copia  concuerda  con  el  protocolo;  d.  ley 
115:  4.”,  cuando  consta  de  un  modo  indudable 
por  otro  instrumento  público  ó por  deposición 
de  cuatro  personas  dignas  de  crédito,  que  al- 
guno de  los  supuestos  testigos  instrumentales 
había  fallecido  anteriormente  ó por  razón  de 
ausencia  en  pais  remoto  se  hallaba  en  la  impo- 
sibilidad material  de  presenciar  el  otorgamien- 
to; arg.  de  dicha  ley  117:  5.°,  cuando  negándose 
la  calidad  de  escribano  al  sngeto  que  suena  ha- 
ber autorizado  el  documento,  no  la  prueba  ni 
aun  por  fama  ó posesión  la  parte,  que  en  él  se 
apoya  (d.  ley  lio  );  á no  ser  que  el  instrumento 
sea  muy  antiguo ; 6.“,  cuando  alegando  la  parte 
que  el  instrumento  deducido  contra  ella  no  está 
autorizado  por  el  escribano  que  se  supone,  por 
no  parecerse  en  la  letra  ni  en  la  forma  á los  de- 
más instrumentos  indubitables  del  mismo,  y 
mostrándolo  el  juez  ai  propio  escribano,  contes- 
ta este  que  efectivamente  no  lo  ha  autorizado,  y 
que  no  son  suyas  la  letra  ni  la  forma  ó signo 
que  en  él  aparecen  ; ley  118,  tít.  18,  Part.  3.a  Mas 
si,  por  el  contrario,  afirmare  el  escribano  que  él 
hizo  el  instrumento,  habrá  de  ser  creído,  aun-  ¡ 
que  haya  desemejanza  en  la  letra  ó en  la  forma; 
porque  esta  circunstancia  puede  provenir  de 
mayor  detención  ó precipitación,  de  enfermedad 


ó vejez,  y aun  de  la  diferencia  de  papel,  pluma 
ó tinta;  dicha  ley  118.  En  caso  de  haber  muerto 
el  escribano  ó de  estar  en  tierras  tan  distantes 
que  no  pueda  ser  preguntado,  hade  proceder  el 
juez  al  exámen  y cotejo  de  la  letra  y signo  acom- 
pañándose de  peritos  juramentados;  y por  fin 
decidirá  lo  que  crea  mas  justo  y equitativo,  ate- 
niéndose mas  bien  á los  demás  adminículos  y 
circunstancias  del  caso,  que  no  precisamente  al 
resultado  de  la  comparación,  ya  porque  las  le- 
tras desemejantes  pueden  ser  de  una  misma 
persona  por  las  razones  insinuadas,  ya  porque 
las  letras  semejantes  pueden  haber  sido  hechas 
por  personas  diferentes,  pues  que  hay  quien 
sabe  fingir  é imitar  con  toda  perfección  cual- 
quiera especie  de  letra  ó carácter:  dicha  ley  118. 
V.  Cotejo  de  letras. 

* A.  los  casos  que  expone  el  autor  en  el  apar- 
te a."  de  este  párrafo  VI  on  que  puede redargüir- 
se  de  falso  criminalmente  un  instrumento  de- 
ben agregarse  en  el  dia  aquellos  en  que  haya 
motivo  racional  para  creer  que  se  ha  cometido 
en  él  alguna  de  las  falsedades  que  comprende 
el  cap.  4.“,  tít.  4."  del  lib.  2."  del  Código  penal 
de  1870. 

En  el  caso  de  que  sosteniendo  una  de  las  par- 
tes la  falsedad  de  un  documento  que  pueda  ser 
de  influencia  notoria  en  el  pleito  entablare  la 
acción  criminal  en  descubrimiento  del  delito  y 
de  su  autor,  se  suspenderá  el  pleito  en  el  estado 
en  que  se  halle  hasta  que  recaiga  ejecutoria  en 
la  causa  eriminal , según  previene  el  art.  291  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Con  esta  disposi- 
ción concuerda  la  del  art.  13  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  de  1872,  sobre  que  pendiente 
la  acción  civil  podrá  ejercitarse  separadamente 
la  penal ; mas  en  este  caso  se  suspenderá  el  cur- 
so de  aquella  hasta  que  la  penal  sea  resuelta  por 
sentencia  firme.  Se  suspende  el  pleito  en  tal 
caso  para  evitar  una  sentencia  que  podría  que- 
dar sin  efecto  si  se  declarase  la  falsedad  del  do- 
cumento redargüido  de  falso.  * 

Se  invalida  y puede  ser  redargüido  de  civil- 
mente falso  un  instrumento  por  una  de  cuatro 
causas,  á saber:  1.",  por  causa  eficiente,  esto  es, 
por  haber  sido  hecho  por  persona  inhábil,  v.  gr., 
por  quien  no  era  escribano  público,  ó aunque  lo 
fuese,  estaba  excomulgado  ó suspenso  ó privado 
de  oficio;  2.°,  por  causa  material,  esto  es,  por  re- 
caer sobre  cósa  reprobada  por  derecho,  v.  gr., 
sobre  pago  de  lo  perdido  en  el  juego;  3.  , por 
causa  formal,  esto  es,  por  no  haberse  observado 
en  su  formación  todas  las  solemnidades  y cir- 
cunstancias exigidas  por  las  leyes,  como  si  faltó 
la  fecha,  suscricion  ú otra  cosa  sustancial,  ó si 
se  compulsó  el  traslado  sin  citación  de  la  parte 
contraria;  4.°,  por  causa  final,  v.  gr.,  por  haberse 
hecho  ó sacado  con  vicio  de  obrepción  ó subrep- 
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cion,  por  estar  raido  ó roto  en  alguna  de  las 
partes  esenciales,  ó por  contener  algún  otro  de- 
fecto sustancial. 

Para  remover  el  vicio  y sospecha  de  falsedad  ó 
suplantación  de  un  instrumento  que  procede  de 
otro,  se  debe  comprobar  ó cotejar,  á solicitud  de  i 
parte  interesada,  con  el  protocolo  ú original  de  I 
donde  se  sacó,  precedida  citación  de  la  contra-  ! 
ria,  con  señalamiento  de  dia  y hora  para  que 
asista  si  quisiere;  y el  escribano  ó receptor  ha  de 
hacer  el  cotejo  con  la  mayor  escrupulosidad  y 
cuidado,  describiendo  las  señas  ó circunstancias 
del  instrumento  ó libro  exhibido,  expresando  los 
defectos  que  advierta,  así  en  el  protocolo  como 
en  el  original  y traslado,  v.  gr.,  las  enmiendas, 
testaduras,  raspaduras,  entrerenglonados,  falta 
de  rúbricas  ó de  numeración  de  folios,  diversi- 
dad de  letras  ó tintas,  y enumerando  las  diferen- 
cias notables  que  se  observasen  entre  uno  y otro, 
ó manifestando  su  conformidad.  El  que  tuviese 
en  su  poder  la  matriz  ú original  con  que  ha  de 
hacerse  el  cotejo,  está  obligado  á manifestarla  ó 
exhibirla:  ley  17,  tít.  2.“,  Part.  3.a,  y ley  2.a,  títu- 
lo 7.°,  lib.  11,  Noy.  Recop.  Mas  no  se  deben  ex- 
traer los  papeles  originales  de  los  archivos  pú- 
blicos ó de  comunidades  en  que  están,  ni  de  los 
oficios  de  escribanos  los  protocolos,  ni  tampoco 
de  ias  iglesias  los  libros  parroquiales  ; antes 
bien,  á presencia  de  las  personas  á cuyo  cargo 
está  ¡a  custodia  de  unos  y otros,  se  han  de  sacar 
y compulsar  las  partidas  é instrumentos  que  se 
necesiten,  á fin  de  evitar  su  pérdida  ó extravío 
y precaver  los  daños  y perjuicios  que  podrían 
seguirse:  ley  15,  tít.  10,  lib.  11,  Nov.  Recop. 
Tampoco  se  deben  extraer  de  los  archivos  de 
personas  particulares  los  documentos  originales 
que'  en  ellos  existen ; bien  que  hallándose  los 
archivos  en  el  mismo  pueblo  del  juicio,  se  suele 
compeler  á sus  dueños  á que  muestren  ó exhi- 
ban en  el  juzgado  los  papeles  originales  para 
cotejarlos  con  las  copias  producidas  ó sacarlas 
de  ellos  con  la  correspondiente  citación  de  la 
parte  contraria,  devolviéndoselos  sin  dilación 
después  de  haber  evacuado  la  comprobación  ó 
compulsa,  V.  Acción  ad  cxkibcndum. 

♦ Según  el  art.  32  de  la  ley  del  Notariado,  ni 
las  escrituras  matrices  ni  el  libro  protocolo  pue- 
den ser  extraídos  del  edificio  en  que  se  custo- 
dien, ni  aun  por  decreto  judicial  ú orden  su- 
perior, salvo  para  su  traslación  al  archivo  cor- 
respondiente. Podrá,  sin  embargo,  ser  desglosa- 
da del  protocolo  la  escritura  matriz  contra  la 
cual  aparezcan  indicios  bastantes  para  conside- 
rarla cuerpo  de  delito,  precediendo  al  efecto  pro- 
videncia del  juzgado  que  conozca  de  él,  y de- 
jando en  todo  caso  testimonio  literal  de  aquella, 
con  intervención  del  ministerio  fiscal.  Los  nota- 
rios no  permitirán  tampoco  sacar  de  su  archivo 


ningún  documento  que  se  baile  bajo  su  custodia 
por  razón  de  su  oficio,  ni  dejarán  examinarlo  en 
todo  ni  parte,  como  ni  tampoco  el  protocolo,  no 
precediendo  decreto  judicial,  sino  á las  partes 
interesadas  con  derecho  adquirido,  sus  herede- 
ros ó causa-habientes.  En  los  casos,  sin  embar- 
go, determinados  por  las  leyes , y en  virtud  de 
mandamiento  judicial,  pondrán  de  manifiesto  en 
sus  archivos  el  protocolo  ó protocolos,  á fin  de 
extender  en  su  virtud  las  diligencias  que  se  ha- 
llen acordadas.  V.  Cotejo  de  documentos.  * 

Si  la  parte  que  presenta  un  instrumento  pú- 
blico en  apoyo  de  su  demanda,  al  ver  la  redar- 
gución de  la  falsedad  que  la  contraria  le  opone, 
dijere  que  ya  no  quiere  hacer  uso  de  este  docu- 
mento, no  se  admitirá  prueba  alguna  sobre  la 
falsedad;  pero  no  podrá  en  adelante  deducirlo 
de  nuevo  enjuicio , aunque  quiera  probar  que  es 
verdadero:  ley  16,  tít.  18,  Part.  3."  Gregorio  Ló- 
pez añade  en  la  glosa  2.a  de  esta  ley,  que  la  par- 
te que  una  vez  retira  el  instrumento  por  causa 
de  la  redargución  de  falsedad,  no  podrá  ya  ha- 
cer uso  de  él  en  juicio  alguno,  esto  es,  no  solo 
en  el  pleito  en  que  lo  habia  presentado,  pero  ni 
tampoco  en  otro  que  variando  la  acción  entabla- 
re después;  y en  efecto,  la  glosa  de  Gregorio 
López  es  muy  conforme  á la  letra  y al  espirita 
de  la  ley,  la  cual,  por  el  hecho  de  decir  que  ya 
no  debe  ser  creído  ni  admitido  en  juicio  el  ins- 
trumento, da  bastante  á entender  que  le  excluye 
absolutamente  de  todo  juicio-,  pues  si  solo  hubiera 
querido  contraerse  al  pleito  en  que  fué  presen- 
tado y luego  retirado,  se  habría  valido  natural- 
mente de  la  expresión  en  et,  juicio , añadiendo 
el  artículo  el  para  limitar  la  disposición.  En  este 
sentido  se  halla  igualmente  escrita  la  ley  roma- 
na que  habla  sobre  el  asunto:  Si adversarius  tuus 
apiul  acta  presidís  provincia,  dice  la  ley  3.a,  tí- 
tulo 21,  lib.  4.°  del  Código,  cum  fides  instrumenta 
qmd  proferebat,  in  duUutn  revocaretur,  non  ■ usu - 
nm  se  contcstaius  est,  vereri  non  debes,  ne  ex-  ea 
ser  ip  tur  a , guaní  non  esseveram  etiain  professione 
ejus  constitil,  negotiwn  denuo  repetatur.  El  que 
contesta  que  no  se  aprovechará  del  instrumento, 
sienta  Gotofredo  en  su  nota,  confiesa  tácitamen- 
te que  el  instrumento  es  falso  ó inútil. 

La  parte  que  quiere  redargüir  de  falso  el  ins- 
trumento producido  contra  ella,  puede  alegar  y 
probar  la  falsedad  hasta  la  sentencia  definitiva, 
y aun  después  en  el  juicio  de  apelación;  y si  ha- 
biéndola propuesto  en  primera  instancia,  fuere 
vencido  en  la  sentencia  definitiva,  y no  apelare 
de  ella,  ó habiendo  apelado  sucumbiere  también 
en  la  segunda,  no  podrá  ya  proponer  ni  alegar 
la  excepción  de  falsedad  en  tiempo  alguno  para 
atacar  por  esta  razón  la  sentencia  ejecutoriada. 
Mas  rio  habiéndola  propuesto  durante  el  pleito, 
podía  alegarla  después  y pedir  la  revocación  de 
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la  sentencia  dada  en  virtud  del  instrumento  fal-  ' también  , en  caso  de  haberse  obligado  en  ins- 
so,  sea  por  via  de  restitución  ante  el  juez  depri-  truniento  público  un  deudor  por  razón  de  una 

mera  instancia,  sea  por  via  de  agravio  ante  el  causa  que  ya  existía,  como  v.  gr.,  por  haber  co- 

superior,  dentro  de  veinte  años,  contados  desde  brado  á nombre  del  acreedor  cierta  cantidad  en 

el  pronunciamiento  de  la  sentencia,  aunque  no  la  gestión  de  sus  neg-oeios,  obtendrá  el  aerée- 
se hubiese  alzado  de  ella  en  su  tiempo:  ley  116,  dor  el  pago  de  su  deuda,  aunque  el  documento 

tít.  18,  y leyes  1.*  y 2.a,  tít.  26,  Part.  3.a  * Véase  sea  nulo,  probándola  por  cualquiera  de  dichos 

sobre  esto  último  lo  que  hemos  expuesto  en  el  medios.  Tendrá  valor  asimismo  y deberá  cuín- 

artículo  de  esta  otra,  Cosa  juzgada-.*  plirse  la  disposición  testamentaria,  aunque  el 

VII.  . Cuando  alguna  de  las  partes  presentare  instrumento  público  que  la  contiene  sea  nulo 

en  apoyo  de  su  demanda  dos  instrumentos  de  por  incompetencia  ó incapacidad  del  escribano 

los  cuales  el  uno  estuviese  en  contradicción  con  ó por  vicio  de  forma  ó solemnidad,  si  se  acredi- 

el  otro  sobre  un  mismo  hecho  de  los  esenciales,  ta  haber  intervenido  en  ella  eL  suficiente  núme- 

no  hará  fe  ninguno  de  ellos  y ambos  por  consi-  ro  de  testigos  y no  haber  faltado  ninguna  de 

guíente  habrán  de  ser  desechados , porque  esta-  aquellas  circunstancias  que  la  ley  prescribe  para 

ba  en  mano  do  la  parte  mostrar  solo  el  que  le  ^ validez  de  la  misma  disposición.  Tampoco 

favorecía  y no  el  otro:  ley  7.a,  tít.  9.“,  iib.  2.°  del  dejará  de  ser  válido  un  contrato,  generalmente 

Fuero  Real,  y ley  111,  tít.  18,  Part.  3.a  Sa'iptures  hablando,  por  razón  de  la  nulidad  del  instru- 

diversee  jideru  sibi  i?¿vicem  Abrogantes,  ab  una  mentó,  con  tai  que  se  pruebe  de  otro  modo  su 

eademque  parte  prolatce,  nihil  firmitatis  habere  contenido;  porque  siendo  regla  general  que  las 

poterunt : ley  14,  tít.  21,  lib.  4.”  del  Código.  Si  el  convenciones  pueden  celebrarse  de  palabra  ó 

contexto  de  un  mismo  instrumento  fuese  con-  Por  escrito  simple  entre  los  contrayentes  ó por 

tradictorio  en  parte  sustancial,  parece  que  debe  escritura  hecha  ante  escribano , es  consiguiente 

quedar  destruido  su  valor;  pero  como  no  es  de  <lue  Ia  nulidad  de  la  escritura  pública  no  debe 

presumir  que  los  otorgantes  tratasen  de  hacer  acarrear  la  destrucción  del  convenio:  ley  3.a, 

un  acto  que  en  sí  mismo  llevase  el  gérmen  de  tít-  4.°  lib.  5.“  del  Fuero  Juzgo;  ley  3.a,  tít.  14, 

su  destrucción,  debe  recurrirse,  antes  de  decía-  Part.  1.a;  ley  28,  tít.  8.°,  Part.  5.a,  y ley  1.a,  tít.  1.”, 

rarle  nulo,  á las  reglas  de  la  buena  interpreta-  Ub.  10,  Nov.  Recop.  Si  en  algunos  casos,  como 

cion  para  darle  el  efecto  que  aquellos  se  propu-  en  l°a  de  donación  entre  vivos  que  exceda  de 

sieron , según  ct  principio  de  que  verba  cuín  quinientos  maravedís  de  oro,  y en  los  de  hipote- 

effectn  smt  accipicnda : ley  5.a,  tít.  7.°,  lib.  2."  del  ca,  censo  y enfiteusis,  exige  la  ley  instrumen- 

Digesto.  Aunque  la  parte  que  produce  el  instru-  tos  públicos  para  la  constitución  y validez  de  la 

mentó  diga  y proteste  que  solo  quiere  usar  y convención  en  si  misma , estos  son  precisamen- 

aprovecharse  de  él  en  io  que  le  sea  favorable,  le  te  casos  de  excepción , casos  que  confirman  la 

dañará  no  obstante  lo  que  contenga  contra  ella,  regla  general:  mas  en  principio,  los  instrumen- 

pues  que  se  considera  indivisible  por  su  natura-  tos  públicos  no  se  requieren  para  la  formación 

leza,  y no  puede  ser  aceptado  en  parte,  y en  de  los  contratos,  sino  solamente  para  su  prueba; 

parte  repudiado.  de  suerte  que  si  esta  puede  hacerse  por  otro  me- 

VIII.  Aunque  el  instrumento  público  sea  nulo  dio,  no  se  auulan  por  falta  de  aquellos  las  obli- 

ó se  invalide  por  defecto  de  solemnidad  ó de  gaciones.  Fiwtit  scriptuvce,  %t  quod  actu'/n  est,  per 

forma,  no  por  eso  se  entiende  que  caduca  y eos  facilius  probarí  possil:  et  sine  his  mtern  valet 

pierde  su  fuerza  la  disposición  ú obligación  en  ffnod  ackm  est,  si  babeas  probationem ; sicui  et 

él  contenida;  la  cual  habrá  de  ejecutarse,  á pe-  nvptvz  sunt,  licei  teslatio  sine  scriptis  habita  est. 

■ear  de  todo,  si  es  que  existe  por  sí  misma  y se  ley  4.a,  tít.  4.°,  lib.  22  del  Dig’esto.  ¡Si  res  gesta, 

prueba  por  los  demás  medios  que  las  leyes  lian  , sine  littemrim  qnoque  consigna  tione,  veritate  fac- 
establecido,  como  se  infiere  de  la  ley  32,  tít.  16,  tura  suum  prrnbml,  non  ideo  mimos  valebit,  quod 

de  La  117,  tít.  18,  Part.  3.a,  de  la  7.a,  tít.  23,  li-  instrumentum  ímlhm  de  ea  Ínter cessit;  ley  5.a,  ¿rf. 

bro  10,  Noy,  Recop.,  y de  otras  que  luego  vere-  Debitares  tuos  quibuscumque  rationibus  debeie  tibí 

mos.  Así  es  que  en  el  caso  de  un  préstamo,  por  pecunicttn  si  probaveris , ad  solutioncm  competlet 

ejemplo,  como  la  obligación  no  nace  precisa-  adi  tus  prosses  provincia!:  wsc  oberit  tibí  mñssio 

mente  de  la  escritura  sino  de  la  entrega  del  di-  instrumentorum,  si  modo  maní fes  lis  probationibus 

ñero,  si  el  acreedor  justifica  el  préstamo  por  eos  debitares  esse  apparueril : ley  1.  , tít.  21,  li- 

medio  del  juramento  decisorio  ó de  ia  confesión  bro  4.”  del  Código.  Alguna  vez,  sin  embargo, 

del  deudor  6 del  testimonio  de  personas  irrecu-  pactan  los  contrayentes  que  no  naya  de  enten- 

sables,  deberá  ser  condenada  el  deudor  á la  de-  derse  hecho  y cerrado  el  contrato  hasta  que  se 

volucion  de  la  cantidad  que  le  fué  prestada,  otorgue  escritura  pública  ante  escribano;  y en- 

aunque  sea  nulo  ó se  haya  perdido  el  instru-  tonces  seguramente -no  servirá  el  instrumento 

mentó  que  para  prueba  se  había  redactado.  Así  I tan  solo  para  la  prueba  sino  también  para  la  for- 

4-4. 
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macion  ó constitución  del  contrato  , el  cual  por 
consiguiente,  mientras  no  se  llene  dicha  cir- 
cunstancia, se  considerará  como  un  mero  pro 

yecto  de  que  podrá  arrepentirse  libremente  cual- 
quiera de  las  partes:  ley  6.%  til.  o.\  Part.  5.* 
V.  Aereedor  personal  escriturario. — Archivo  no- 
tarial—Escribano.  — Escritura  pública.  — Nota  - 
ño. —Protocolo  y Corrección  disciplinaria.  * 

INSTRUMENTO  PRIVADO.  El  escrito  hecho  por  per- 
sonas particulares  sin  intervención  de  escriba- 
no ni  de  otra  persona  legalinente  autorizada,  ó 
por  personas  públicas  en  actos  que  no  son  de 
oficio,  para  perpetuar  la  memoria  de  un  hecho 
ó hacer  constar  alguna  disposición  ó congenio. 

I.  Los  instrumentos  privados  suelen  reducir- 
se por  los  autores  á tres  especies;  esto  es,  á 
quirógrafos,  papeles  domésticos  como  libros  de 
cuentas  y de  inventarios  , y cartas  misivas.  Qui- 
rógrafo, palabra  griega  que  en  latin  equivale  á 
rnanuscriptim,  es  en  genera!  todo  escrito  priva- 
do extendido  ó firmado  de  mano  de  cualquiera 
persona;  pero  se  aplica  mas  particularmente  al 
papel  en  que  un  deudor  confiesa  la  deuda  ú 
obligación  que  ba  contraido.  El  quirógrafo , to- 
mado en  su  general  acepción , abraza  la  ápoca, 
la  antápoca  y la  slngrafa,  que  también  son  vo- 
ces griegas.  Apoca , que  en  latin  vale  tanto 
como  receptio,  es  el  papel  ó resguardo  que  da  el 
acreedor  á su  deudor  confesando  haber  recibido 
de  él  la  cantidad  ó cosa  que  le  debía;  y es  mas 
conocida  entre  nosotros  con  los  nombres  de  re- 
cibo , carta  de  pago  y finiquito.  Antápoca,  por  el 
contrario,  es  el  papel  que  da  el  deudor  á su 
acreedor  manifestando  haberle  pagado  tanta  can- 
tidad por  razón  de  censo  , pensión,  rédito,  inte- 
rés úotra  prestación  anual  ó mensual.  La  ápoca 
sirve  al  deudor  para  probar  el  pago  de  la  deuda 
y excluir  ó rechazar  la  acción  del  acreedor;  y la 
antápoca  es  útil  al  acreedor  para  justificar,  no 
solo  que  anual  ó mensualmente  se  le  debe  tal  ó 
tal  prestación  , sino  también  que  en  efecto  se  le 
ba  satisfecho  la  correspondiente  á tales  meses  ó 
años,  á fin  de  precaver  é impedir  de  este  modo 
las  asechanzas  de  la  prescripción.  También  se 
dice  antápoca  e!  papel,  vale  ó pagaré  en  que  el 
deudor  confiesa  haber  recibido  del  acreedor  tan- 
ta cantidad  á préstamo  ó á censo  ó de  otro  modo 
y se  obliga  á devolverla  ó 4 pagar  la  pensión  ó 
rédito  estipulado,  Singrafa,  en  latin  conscriptio, 
así  llamada  quod  ulrivsque  mamo  conscripta  sit, 
es  el  papel  ó instrumento  de  un  convenio  firma- 
do por  las  dos  partes  contratantes.  No  todas  es- 
tas voces  son  muy  usadas  en  el  lenguaje  co- 
mún, pero  como  por  una  parte  se  encuentran  en 
los  libros  de  derecho  , y por  otra  no  son  del  todo 
extrañas  en  algunas  provincias,  es  necesario 
conocer  y distinguir  su  diversa  índole  y natura- 
leza que  algunos  confunden.  Libro  de  cuentas  es 


el  escrito  en  que  alguno  sienta  lo  que  da  y lo  que 
recibe:  libro  de  inventarios,  el  escrito  en  que  uno 
sienta  los  bienes  que  le  pertenecen  ó que  tiene  á 
su  cuidado ; y carta  misiva,  el  escrito  que  uno 
dirige  á otro  que  se  baila  ausente  comunicándo- 
le sus  ideas,  propuestas  ó resoluciones  sobre  al- 
gún asunto.  V.  Carta,  Finiquito,  instrumento  eje- 
cutivo, Inventario,  Pagaré  y Vale. 

II.  El  instrumento  privado , bien  sea  obliga- 
torio, como  un  vale,  pagaré,  conocimiento  ú 
otro  papel  en  que  uno  se  obligue  á dar  ó devol- 
ver ó hacer  alguna  cosa,  ya  sea  liberatorio,  como 
una  ápoca,  carta  de  pago,  finiquito  ú otro  escri- 
to en  que  uno  manifieste  quedar  satisfecho  de  la 
deuda  ú obligación  á su  favor  contraida,  produ- 
ce prueba  completa  coutra  el  que  lo  hizo  6 man- 
dó hacer  y sus  herederos , del  mismo  modo  que 
el  instrumento  público  y auténtico,  en  los  casos 
siguientes:  1.',  si  su  autor,  esto  es,  el  que  le  hizo 
ó mandó  hacer,  le  reconoce  como  suyo  ante  el 
juez  ó en  escritura  pública;  2.°,  si  negándose  su 
autor  al  reconocimiento  y defiriéndole  juramen- 
to la  otra  parte , no  le  quisiere  prestar  ni  tam- 
poco referírsele  á la  misma;  3.“,  si  habiendo 
muerto  el  autor  ó negando  ser  suyo,  lo  aseguran 
de  cierta  ciencia  dos  testigos  de  competente  edad, 
contestes  y sin  tacha,  que  declaren  en  juicio 
contradictorio  y bajo  juramento  haberle  visto 
hacer  por  el  mismo  autor  ó por  otro  de  su  orden; 
á no  ser  que  el  asunto  sobre  que  versa  el  instru- 
mento exija  para  su  prueba  mayor  número  de 
testigos:  leyes  114  y 119,  tít.  18,  Part.  3.a;  4.”,  si 
la  parte  contra  quien  se  presenta  no  le  redargu- 
ye de  falso  ni  opone  defecto  que  destruya  su 
legitimidad,  aunque  expresamente  no  le  reco- 
nozca ni  se  compruebe  por  testigos,  porque  se 
presume  que  le  confiesa  y aprueba  tácita  y vir- 
tualmente con  su  silencio  , como  sienta  Febrero 
diciendo  haberlo  visto  declarado  en  juicio. 

*IIoy,  para  resolver  sobre  la  fuerza  probatoria 
de  los  documentos  privados  reconocidos  por  los 
testigos,  se  ha  de  tener  presente  el  art.  317  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  que  modifica  las  leyes  de 
Partida,  al  establecer  que  los  jueces  y tribuna- 
les aprecien,  según  las  regias  de  lasaña  crítica, 
la  fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los 
testigos:  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  8 
de  Febrero  de  1838  y 26  de  Junio  de  1867.  Si  pues 
dos  testigos  declaran  haber  visto  hacer  el  docu- 
mento al  que  aparece  su  autor,  ó á otro  por  su 
órden,  no  será  esta  plena  prueba,  sino  que  su 
apreciación  queda  confiada  al  criterio  judicial. 

La  ley  119,  tit.  18,  Part.  3.a,  al  exigir  que  eldo- 
. cumeuto  privado  se  compruebe  por  dos  testigos 
buenos  y sin  sospecha,  lo  hace  en  el  concepto  de 
que  la  persona  por  quien  aparece  firmado  nie- 
gue que  la  firma  sea  suya:  por  ello  si  esta  per- 
sona lia  fallecido  basta  la  prueba  de  testigos 
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(sentencia  de  17  de  Noviembre  del  64),  y aun  si 
los  herederos  se  limitan  á manifestar  que  por  no 
ser  suyas  las  ñrmas  no  pueden  reconocerla  sin 
negar  su  autenticidad,  son  admisibles  las  prue- 
bas de  cotejo  y reconocimiento  de  peritos,  pues 
no  es  la  única  admitida  por  la  ley  la  de  testigos. 
Así  lo  determinan  las  sentencias  de  29  de  Mayo 
y 9 de  Noviembre  de  1863,  advirtiendo  la  última, 
que  la  disposición  de  la  ley  119,  tít.  18,  Part.  3.", 
que  no  tiene  por  prueba  bastante  para  acreditar 
la  autenticidad  de  un  documento  privado  la  de 
su  cotejo  con  otros  indubitados,  se  refiere  solo 
al  caso  que  sea  el  mismo  que  lo  formó  quien  la 
haya  negado  y aun  en  este  caso,  según  la  sen- 
tencia de  5 de  Diciembre  de  1868 , el  cotejo  he- 
cho por  personas  inteligentes  es  bastante  para 
constituir  un  dato  probatorio. 

Asimismo,  háse  declarado  por  sentencia  de  8 
de  Julio  de  1872,  que  si  bien  la  ley  118,  tít.  18, 
Part.  3.‘,  dispone  que  el  documento  privado  que 
niega  le  hubiere  firmado  aquel  por  quien  apa- 
rece suscrito,  si  no  se  le  demandara  jura,  no 
debe  ser  creído  por  virtud  de  cotejo  y semejanza 
con  otro  indubitado,  ú menos  que  se  pruebe  por 
testigos  buenos  que  le  hayan  visto  firmar,  es  lo 
cierto  que  en  esta  parte  ha  sido  modificada  por 
el  art.  287  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
admite  como  uno  de  los  medios  de  prueba  el  co- 
tejo de  letras  de  los  documentos  así  públicos 
como  privados,  y por  el  290  que  deja  k la  apre- 
ciación del  juzgador  el  valor  del  dictámen  de  los 
peritos. 

La  ley  114,  al  exigir  que  sejustifíque  la  verdad 
del  documento  por  dos  testigos  presenciales  que 
otorguen  «que  así  fué  fecho  el  pleito,  como  dice 
la  carta,»  se  refiere  al  caso  en  que  el  documento 
estuviere  escrito  por  otro,  y no  al  en  que  ha- 
ya sido  suscrito  por  el  que  contrae  la  obliga- 
ción: sent.  de  9 de  Mayo  de  1863. 

El  reconocimiento  de  documentos  privados  y 
cartas  sí  se  refiere  á hechos  en  que  tengan  inte- 
rés terceras  personas,  no  puede  perjudicar  á es- 
tos: sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  25  de 
Diciembre  de  1860  23  de  Mayo  de  1861 , 20  de 
Junio,  21  de  Octubre,  de  1865  y 12  de  Junio 
del  67 ; ni  tampoco  probar  en  favor  del  que  lo 
escribió  delante  de  dos  testigos  y lo  reconoce,  si 
resulta  favorecido  por  aquella  obligación , ni 
excluye  la  prueba  testifical  contraria  al  hecho 
consignado  en  el  documento:  sentencia  de  3 de 
Mayo  de  1868. 

Si  lejos  de  reconocerse  el  documento  privado 
se  redarguye  de  falso  no  forma  prueba  plena 
(sentencia  de  14  de  Noviembre  de  1862);  pero  si 
no  se  redarguye  de  falso,  y se  comprueba  con 
las  declaraciones  de  tres  testigos  que  lo  firma- 
ron con  el  interesado  y conjuramento  aseguran 
que  lo  vieron  firmar  á este,  y que  es  cierto  su 


contenido,  hace  entera  fe  eu  juicio:  sentencia  de 
2 de  Marzo  de  1868. 

Los  requisitos  que  exigen  las  leyes  114  y 199 
para  dar  fuerza  en  juicio  k los  documentos  pri- 
vados, se  refieren  k los  documentos  que  directa- 
mente producen  una  obligación  entre  los  con- 
tratantes, y no  á los  recibos  justificativos  de  una 
cuenta  que  no  lia  sido  redargüida  de  falsa,  y 
que  no  necesita  para  ser  válida  el  que  declaren 
los  dos  testigos  en  los  términos  marcados  por 
aquellas:  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  14 
de  Febrero  de  1865. 

Aun  cuando  para  las  ventas  de  bienes  inmue- 
bles exigen  la  ley  114,  tít.  18,  Part.  3/  el  otorga- 
miento de  escrituras  públicas,  sin  embargo,  si 
por  medio  de  documento  privado  de  cuya  au- 
tenticidad no  se  dispute,  se  convienen  las  par- 
tes en  la  venta  de  una  finca  con  la  condición  de 
que  aquel  compromiso  deberá  elevarse  á escri- 
tura pública,  dándose  interinamente  la  fuer- 
za de  tal  al  documento  privado,  este  la  tiene 
suficiente  para  que  en  su  virtud  se  obligue  á 
Los  otorgantes  á la  formalizacion  de  la  escritu- 
ra; sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  30  de 
¡ Junio  de  1864.  Otra  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de ^28  de  Enero  de  1865  resolvió,  que 
una  escritura  de  venta  hecha  en  papel  simple 
en  1857  y registrada  en  la  contaduría  de  hipote- 
cas (antes  por  consiguiente  de  las  disposiciones  de 
la  ley  Hipotecaria  que  lo  prohíben)  era  suficien- 
te,'reconocida  su  verdad  por  el  vendedor  y testi- 
gos, para  que,  si  el  comprador  vendiere  después 
la  finca,  se  diera  lugar  al  retracto,  aun  cuando 
el  nuevo  comprador  demandado  alegó  que  apo- 
yándose el  derecho  delreíractistaen  queeradue- 
iio  pro  indiviso  de  la  ñoca  en  virtud  de  la  venta 
que  se  había  hecho  en  1857  en  papel  privado,  y no 
podiendo  venderse  fincas  sino  por  escritura  pú- 
blica apoyaba  su  derecho  en’un  documento  ine- 
ficaz. Motivó  la  Sala  esta  resolución  en  que  si 
bien  el  documento  privado  carecía  por  sí  solo 
de  eficacia  legal  para  acreditar  la  trasmisión  del 
dominio  de  los  bienes  inmuebles  «como  quier 
que  faga  alguna  presunción,»  en  virtud  del  re- 
conocimiento del  vendedor  y de  los  testigos  del 
otorgamiento,  se  revistió  aquel  acto  privado  de 
la  eficacia  y solemnidad  que  le  faltaban. 

Téngase  presente  que  existe  una  sentencia  de 
5 de  Diciembre  de  1860  por  la  que  se  declara 
que  las  cartas  privadas  de  que  trata  la  ley  114, 
tit.  18,  Parí..  3.*,  son  referentes  al  contrato  de 
préstamo,  y á los.  de  bienes  muebles  ó cosas 
fungibles  y de  ninguna  manera  á los  de  permu- 
ta y venta  de  bienes  sitios  ó raíces,  que  exigen 
hayan  de  ser  hechas  por  ante  escribano  público, 
ó por  otro,  siendo  firmadas  por  buenos  testigos,  ¿o 
que  no  mediaba  en  aquel  caso.  Aun  cuando  existie- 
re alguna  especie  de  contradicción  entre  esta 
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sentencia  y las  aiiíeriores,  que  bien  examinadas 
no  existe, al  pronunciársela  sentencia  de  28  de 
Enero  de  1805,  se  tuvo  presente  la  de  o de  Di- 
ciembre de  1860  que  se  citó  por  el  que  recuirio, 
y por  ello  lia  de  aceptarse  la  doctrina  en  aquella 
sentada. 

Respecto  del  reconocimiento  del  documento 
ante  el  juez  por  el  que  lo  hizo,  ha  declarado  el 
Tribunal  Supremo , ratificando  la  doctrina  ex- 
puesta, que  acreditado  un  contrato  por  medio 
del  reconocimiento  judicial  del  documento  en 
que  se  consigna,  que  equivale  á la  confesión  ó 
conoscencia  á.que  se  reüere  la  ley  2.a,  tit.  13, 
Part.  3.a,  tiene  completa  fuerza  probatoria:  sen- 
tencia de  21  de  Setiembre  de  1859. 

Cómo  han  de  inscribirse  las  adquisiciones  de 
dominio  de  bienes  inmuebles  ó derechos  reales 
verificados  en  documentos  privados,  se  trata  ! 
largamente  en  el  artículo  Inscripción.  * 

111.  La  comparación  ó cotejo  de  letra  y firma 
con  otros  escritos  indudables  del  autor,  no  prue- 
ba por  si  la  legitimidad  ni  la  falsedad  del  ins- 
trumento en  cuestión,  ya  por  haber  muchas  per- 
sonas que  saben  imitar  con  perfección  toda  es- 
pecie de  letras,  ya  porque  una  misma  persona 
hace  á veces  una  letra  que  no  se  parece  á la  que 
hizo  en  otras  ocasiones  por  causa  de  lentitud, 
precipitaciou,  poca  seguridad  en  el  pulso,  vejez, 
enfermedad,  ó variación  de  tinta,  pluma  ó papel. 
Así  es,  que  ni  la  parte  que  presenta  un  docu- 
mento acreditará  su  legitimidad  exhibiendo  otro 
escrito  verdadero  del  mismo  autor  que  sea  del 
todo  semejante  en  la  letra  y en  la  forma,  ni  la  j 
parte  contraria  justificará  su  falsedad  con  solo 
demostrar  otro  escrito  que  sea  desemejante:  le- 
yes 118  y 119,  tít.  18,  Part.  3.a  Mas  no  por  eso 
deberá  siempre  desecharse  absolutamente  el  co- 
tejo de  letras;  pues  si  bien  no  basta  por  sí  solo 
para  probar  que  un  documento  ha  sido  ó no  es- 
crito ó firmado  por  la  persona  á quien  se  atribu- 
ye, forma  sin  embargo  algún  indicio,  y no  deja 
de  contribuir  á la  fuerza  de  la  justificación 
cuando  se  reúne  con  otros  adminículos,  como 
v.  gr.,  con  el  sello  de  la  persona  que  se  supone 
haberle  firmado;  con  el  sello  de  la  administra- 
ción de  correos,  si  se  trata  de  alguna  carta;  con 
las  firmas  de  testigos ; con  las  deposiciones  de 
personas  que  de  boca  del  mismo  autor  del  docu- 
mento hayan  oido  decir  que  efectivamente  lo 
extendió  ó hizo  la  disposición  ó convención  ó 
promesa  en  él  contenida,  etc.  En  caso  de  decre- 
tarse el  cotejo  de  letras,  ha  de  verificarse  con 
escritos  de  cuya  autenticidad  no  se  dude,  y por 
peritos  ó expertos  que  juren  primero  que  se  con- 
ducirán bien  y fielmente  en  el  desempeño  de  su 
encargo,  y que  no  dejarán  de  decir  la  verdad  de 
lo  que  entendieren  por  ruego,  ni  por  miedo,  ni 
por  amor,  ni  por  odio,  ni  por  otra  razón  ningu- 
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na:  ley  118,  tít.  18,  Part.  3.a,  y ley  20,  tit.  21,  li- 
bro 4."  del  Digesto.  *Véase  sobre  el  cotejo  de 
letras  lo  que  se  dice  en  el  numero  anterior.* 

TV.  La  parte  contra  quien  se  presenta  un  do- 
cumento privado,  puede  también  redargüirle  de 
falso  y oponerle  las  excepciones  que  tuviere.  Si 
alegare  que  durante  el  día  de  su  fecha  no  pudo 
estar  en  el  lugar  supuesto  de  su  otorgamiento 
por  hallarse  en  otro  muy  distante  de  él,  debe  ser 
oido  y creído  presentando  dos  testigos  idóneos 
que  confirmen  lo  que  deduce,  ó probando  que 
asistió  como  parte  ó testigo  al  otorgamiento 
de  una  escritura  pública  extendida  en  el  paraje 
donde  se  encontraba:  ley  117,  tít.  18,  Part.  3.a 

V.  Si  tratándose  de  un  préstamo  de  dinero, 
reconociere  el  deudor  como  suyo  el  vale  ó ins- 
trumento en  que  confiesa  haber  recibido  la  can- 
tidad en  él  expresada,  pero  opusiere  al  mismo 
tiempo  la  excepción  llamada  por  los  Romanos 
non  numerata  'pecunia , afirmando  que  á pesar 
del  vale  no  se  había  efectuado  el  préstamo,  no 
podrá  ser  condenado  á la  devolución  del  dinero, 
en  caso  de  que  todavía  no  hayan  pasado  dos 
años  desde  la  fecha  del  vale , á no  ser  que  el 
acreedor  pruebe  la  certeza  de  la  entreg-a  del  di- 
nero * (sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  3 de 
Julio  de  1869),*  ó que  el  deudor  hubiese  renun- 
ciado la  indicada  excepción  en  el  mismo  vale  ó 
en  otro  documento;  mas  en  caso  de  haber  tras- 
currido el  término  de  los  dos  años,  ya  no  podrá 
el  deudor  escudarse  con  la  excepción  del  dinero 
no  entregado,  sino  que  tendrá  que  satisfacer  la 
cantidad  que  en  el  vale  confiese  haber  recibido, 
aunque  realmente  no  le  haya  sido  entregada: 
ley  9.a.  tít.  1.’,  Part.  5.“  Resulta,  pues,  que  la 
confesión  escrita  de  un  préstamo  no  tiene  fuerza 
alguna  durante  los  dos  primeros  años,  contados 
desde  que  se  hizo,  y que  después  de  este  período, 
no  solo  es  prueba  completa,  sino  causa  también 
de  la  obligación  de  satisfacer  su  importe. 

* La  excepción  que  concede  la  ley  al  que 
firma  una  obligación  de  deber  para  no  ser  con- 
denado al  pago  durante  el  plazo  de  dos  años, 
á no  ser  que  el  acreedor  pruebe  la  entrega  de  la 
suma  confesada,  no  puede  tener  eficacia  ni  apli- 
cación á las  letras  y pagarés  en  que  se  consigna 
la  cláusula  de  valor  recibido,  por  ser  opuesta  al 
espíritu  de  la  legislación  mercantil  y á la  buena 
fe,  principal  base  de  toda  negociación  de  esta 
clase:  sentencias  de  28  de  Octubre  de  1867  y 9 de 
Octubre  de  1869.  Respecto  de  los  débitos  ordina- 
rios, la  ley  de  Enj  uicíaniieato  civil  da  fuerza 
ejecutiva  al  vale,  reconociendo  ante  un  juez  la 
firma  aunque  se  niegue  la  deuda:  art.  943.  * 
Pregúntase,  no  obstante,  entre  los  juriscon- 
sultos, si  todavía  después  del  trascurso  de  los 
dos  años  tendrá  derecho  el  autor  del  vale  á pro- 
poner la  excepción  non  numerata  pecunia  t con 
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tal  que  él  mismo  se  ofrezca  á probarla.  Si  afeu- 
demos al  texto  de  las  leyes , así  al  de  las  patrias 
como  al  de  las  romanas , debemos  decir  que  no 
puede  ya  proponerla  ni  ser  admitido  á probarla, 
porque  expresa  y absolutamente  disponen  que 
no  habiendo  hecho  dentro  de  los  dos  años  la  re- 
clamación del  dinero  ó del  vale  no  la  puede  ha- 
cer después,  y que  en  caso  de  pedírsele  los  ma- 
ravedís, esté  obligado  á entregarlos  bien  asi  corno 
si  los  hobiese  rescebido : de  suerte  que  suponien- 
do la  ley  el  caso  de  que  el  autor  del  escrito  no 
haya  recibido  la  cantidad  y cargándole  á pesar 
de  eso  la  obligación  de  pagarla  aun  en  el  su- 
puesto caso,  excluye  del  modo  mas  terminante 
y manifiesto  la  admisión  de  la  prueba  que  el 
deudor  quisiera  presentar  sobre  la  excepción  de 
no  haberse  realizado  el  préstamo  cuya  restitu- 
ción se  le  demanda.  La  ley,  en  efecto,  ha  que- 
rido establecer  una  nueva  especie  de  obligación, 
una  obligación  literal,  una  obligación  que  no 
nace  precisamente  de  la  recepción  del  dinero, 
sino  del  vale  no  retractado  dentro  del  término 
de  dos  años,  non  ex  nwmeratione  pecunia,  sed  ex 
litteris  inira  bienium  non  retractalis ; y no  exis- 
tiría por  cierto  esta  obligación  literal,  ni  debe-  ! 
ria  mantenerse  entre  las  verdaderas  obligaeio-  ) 
nes,  si  después  de  formada  pudiera  destruirse 
por  una  excepción  perpétua  de  dinero  no  reci- 
bido. Varios  autores,  sin  embargo,  se  esfuerzan 
en  sostener  que  el  deudor  debe  ser  admitido  en 
todo  tiempo  á proponer  y probar  esta  excepción, 
fundados  en  razones  que  Heiuecio,  Yinio  y otros 
muchos  combaten  victoriosamente  con  las  le- 
yes 8.*,  10  y 14,  tít.  30,  lib.  4.°  del  Código ; pero 
Antonio  Gómez  (lib.  2.°  Variar,,  cap.  6.°,  núme- 
ro 7.")  y Gregorio  López  (glosa  6.”  de  la  ley  0/, 
tít.  1.",  Part,  5.a),  si  bien  quisieran  inclinarse  ex 
osquitale  canónica  á la  opinión  de  aquellos,  no 
pueden  menos  de  confesar  que  ex  rigore  juris 
debe  desecharse  la  excepción,  aunque  el  deudor 
tome  á su  cargo  la  prueba,  porque  consideran 
efectivamente  que  la  citada  ley  9.‘,  tít.  1.",  Par- 
tida 5.%  ha  resuelto  en  este  sentido  la  cuestión 
de  un  modo  que  no  deja  lugar  á la  duda.  V.  Mu- 
tuo y Préstamo. 

VI.  El  instrumento  privado  hace  fe  y tiene 
antigüedad  entre  las  partes  y sus  herederos  des- 
de su  fecha;  pero  como  pudieran  haberse  enten- 
dido y convenido  las  partes  en  antedatarle  para  ■ 
defraudar  á otras  personas,  de  ahí  es  que  contra 
terceras  personas  no  puede  hacer  fe  ni  tener  an- 
tigüedad (para  probar  el  hecho  de  la  convención 
ó disposición  en  él  contenida)  sino  desde  que 
adquiere  fecha  cierta,  de  modo  que  no  pueda 
recaer  sospecha  de  haber  sido  antedatado.  Un 
instrumento  privado  adquiere  fecha  cierta  y an- 
tigüedad contra  tercero;  l.“,  desde  el  dia  en  que 
la  persona  que  le  firmó  se  puso  por  muerte  ó por 


la  pérdida  de  los  dos  brazos  en  la  imposibilidad 
de  escribir,  y por  lo  tanto  en  la  de  antedatarle; 
2.a,  desde  el  dia  en  que  se  hizo  constar  su  con- 
tenido en  algún  acto  auténtico,  como  por  ejem- 
plo en  un  inventario  solemne;  en  un  embargo, 
en  un  proceso,  ó en  un  documento  autorizado 
por  un  funcionario  público;  3.°,  desde  el  dia  de 
su  presentación  en  juicio,  con  tal  que  sea  reco- 
nocido ó atestiguado  ó comprobado  en  la  forma 
que  mas  arriba  se  ha  dicho;  4.“,  desde  el  dia  de 
su  propia  fecha,  si  estuviese  firmado  por  el  deu- 
dor y tres  testigos,  pues  que  en  este  caso  tiene 
la  misma  fuerza  que  el  público,  segunda  ley  31, 
tít.  13,  Part.  5.a;  5.";  desde  el  dia  igualmente  de 
su  propia  fecha,  si  estuviese  extendido  en  el  pa- 
pel sellado  que  le  correspondiere  por  la  calidad 
y cantidad  de  su  contenido,  según  lo  dispuesto 
para  las  escrituras  públicas;  porque  entonces 
cesa  el  peligro  de  las  antedatas  y postdatas, 
como  dice  la  ley  5.a,  tít.  24,  lib,  10  Nov.  Recopi- 
lación. Véase,  sin  embargo,  lo  que  se  dice  en 
los  artículos  Acreedor  personal  escriturario  y 
Acreedor  personal  quirografario. 

VÍL  El  instrumento  privado,  sea  de  obliga- 
ción, sea  de  liberación,  no  hace  fe  contra  el  que 
le  ha  suscrito,  cuando  se  encuentra  en  su  poder. 
Así  que,  si  entre  mis  papeles  se  halla  un  vale  en 
que  yo  confieso  deberte  cierta  cantidad , es  de 
presumir  ó que  yo  habia  escrito  este  vale  con  la 
esperanza  de  que  tú  me  prestarías  la  cantidad 
enunciada,  y que  no  habiéndomela  prestado  he 
conservado  el  vale  sin  tener  la  precaución  de 
romperlo,  ó que  por  el  contrario  habiéndose  ve- 
rificado el  préstamo,  he  satisfecho  su  importe  ó 
tú  me  lo  has  condonado  y he  recogido  el  vale. 
De  la  misma  manera,  si  entre  los  papeles  de  mi 
acreedor  se  encuentra  una  carta  de  pago  firmada 
por  él  de  una  cantidad  que  le  debo , habrá  de 
suponerse  que  la  habia  extendido  de  antemano 
para  remitírmela  y recobrar  su  dinero  ó para 
tenerla  preparada  cuando  yo  fuese  á entregár- 
selo. Esta  es  la  regla  general,  que  podrá  tener 
algunas  excepciones ; pero  estas  en  su  caso  re- 
sultarán de  circunstancias  particulares. 

VIH.  Los  libros  de  cuentas,  registros  ó asien- 
tos que  uno  lleva  y conserva  en  su  poder,  hacen 
fe  contra  él  mismo  y no  contra  terceras  personas: 
JJxemplo  elenirn  perniciosum  esl , v,l  ei  scriptiir<e 
credatur,  qua  unusquisr/ue  sibi  adnotatione  pro- 
pria  debüorern  constiluü.  linde  ñeque  fiscum  ñe- 
que alivm  quemlibetex  sais  subno lationibus  debili 
probationem  prcebere  posse  oportel:  ley  7.‘,  tít.  19, 
lib.  4.°  del  Código.  «Por  ende  decimos,  dice  la 
ley  121,  tít.  18,  Part.  3.a,  que  si  fallaren  en  qua- 
derno  de  algim  orne  finado  quel  deben  dar  ó 
facer  otros  alguna  cosa,  que  tal  escriptura  como 
esta  non  debe  seer  creida,  nin  facer  prueba,  ma- 
guer paresciese  buen  orne  aquel  que  la  fizo 
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escribir,  et  oviese  jurado  que  era  verdadera;  ca 
serie  cosa  sin  razón  et  contra  derecho  de  aver 
orne  poderío  de  facer  á otros  sus  debdores  por 
sus  escripturas  quando  él  se  quisiese.»  Si  alguno 
al  tiempo  de  su  muerte,  según  añade  la  misma 
ley,  digere  y mandare  escribir  que  fulano  le 
debe  cierta  cantidad  determinada,  como  por 
ejemplo,  diez  maravedís,  y luego  resultare  de- 
berle veinte  por  prueba  de  sus  herederos,  no 
debe  obstarles  la  expresión  ni  el  escrito  del  di- 
funto para  demandar  y cobrar  los  veinte,  por 
presumirse  que  padeció  equivocación;  á no  ser 
que  el  difunto  hubiese  dicho  ó dejado  escrito 
por  su  mano  ó la  de  otro  que  en  caso  de  deberle 
mas  de  diez  maravedís  se  lo  perdonaba,  ó hu- 
biese jurado  que  no  le  debía  mas  de  diez,  pues 
entonces  los  herederos  no  podrían  pedir  el  ex- 
ceso , aunque  lo  probasen.  Mas  aunque  los  libros, 
cuadernos  ó registros  de  que  hablamos,  no  ha- 
gan prueba  completa  á favor  de  su  dueño,  in- 
ducen, sin  embargo,  presunción  de  verosimili- 
tud cuando  están  extendidos  con  formalidad  y 
se  reúnen  otros  adminículos  que  corroboran  su 
contenido:  Gregorio  López  en  la  glosa  de  dicha 
ley  121,  tít.  18,  Part.  3.! 

Como  los  libros  de  cuentas  y demás  asientos 
domésticos  hacen  fe  contra  su  dueño,  es  claro 
que  si  en  ellos  se  enuncia  formalmente  un  pago 
recibido  ó una  deuda  contraida,  se  tendrá  por 
recibido  el  pago  y por  contraída  ia  deuda,  pues 
no  es  de  presumir  que  el  autor  de  los  asientos  se 
declare  deudor  sin  serlo , ni  se  dé  por  satisfecho 
de  su  crédito  estando  todavía  pendiente.  Pero  el 
que  quiera  aprovecharse  de  estos  asientos,  no 
podrá'  dividirlos  tomando  de  ellos  lo  que  sea  fa- 
vorable á su  pretensión,  y dejando  lo  que  le  sea 
adverso,  pues  ó bien  ha  de  aceptarlos  en  todo,  ó 
bien  desecharlos  enteramente,  según  la  regla 
de  que  Fules  scripiurce  est  indivisibilis.  Así  es 
que  si  de  tu  libro  de  cuentas  resulta-  que  yo  te 
he  prestado  mil  pesos  y después  se  añade  en  él 
que  me  has  devuelto  seiscientos,  no  podré  yo 
acreditar  por  el  mismo  libro  que  todavía  me  de- 
bes los  mil,  pues  ó he  de  admitir  las  dos  parti- 
das de  cargo  y descargo  ó repudiarlas  ambas  , y 
valerme  de  otros  medios  de  prueba  si  es  que  los 
tengo. 

IX.  Como  el  deudor  que  paga  su  deuda  ó 
parte  de  ella  se  suele  contentar  á veces  con  que 
el  acreedor  anote  el  pago  en  el  mismo  título  de 
crédito,  exige  la  justicia  que  el  escrito  puesto 
por  el  acreedor  al  pié,  al  márgen  ó al  dorso  de 
un  instrumento  público  ó privado  que  conserva 
ó ha  conservado  en  sn  poder,  haga  fé,  aunque 
no  esté  firmado  ni  fechado  por  el  mismo,  cuando 
tiene  por  objeto  la  liberación  del  deudor,  co- 
mo v.  gr,,  cuando  expresa  que  ha  recibido  del 
deudor  todo  el  importe  de  la  deuda  ó alguna 


cantidad  á buena  cuenta ; salvo  empero  su  de- 
recho á probar  que  no  puso  el  escrito  sino  por 
error,  sorpresa  ó dolo.  También  hace  fe  dicho 
escrito  en  el  caso  de  que  haya  sido  puesto  por 
un  tercero,  y aun  por  el  mismo  deudor,  con  tal 
que  el  instrumento  en  que  se  halle  no  haya  sa- 
lido nunca  de  mano  del  acreedor ; pues  se  pre- 
sume que  este  no  habría  permitido  que  se  pu- 
siera, sin  tener  motivo  para  ello,  esto  es,  sin 
haber  recibido  la  cosa  ó cantidad  que  en  él  se 
menciona;  siendo  de  su  cargo  el  probar  la  pér- 
dida ó extravío  del  instrumento  , si  quisiere  ale- 
gar que  el  escrito  liberatorio  puesto  en  él  por 
una  mano  extraña  es  fraudulento , porque  la 
pérdida  ó extravío  es  un  acontecimiento  que  no 
se  supone,  antes,  por  el  contrario,  se  presume  que 
cada  uno  guarda  sus  títulos  con  cuidado.  No  es 
necesario  advertir  que  si  el  instrumento  origi- 
nal se  halla  en  poder  del  deudor,  el  escrito  de 
liberación  puesto  en  él  hará  todavía  mas  fe  que 
en  los  demás  casos ; además  de  que  no  teniendo 
ya  su  título  el  acreedor , no  podrá  hacer  recla- 
mación alguna  de  la  deuda,  la  cual  se  supone 
pagada  ó remitida  por  solo  el  hecho  de  la  resti- 
tución del  instrumento,  como  establece  la  ley  40, 
tít.  13,  Part.  5." 

X.  Todavía  hay  otra  especie  de  instrumento 
privado,  que  si  bien  no  es  escrito,  se  asimila, 
sin  embargo  á él.  Tales  son  las  tarjas  ó cañas 
que  se  usan  en  las  ventas  de  comestibles  por 
menor  y al  fiado;  las  cuales,  cuando  se  duda  de 
las  cantidades,  hacen  fe  si  resultan  comproba- 
das. Y.  Tarja. 

XI.  Las  disposiciones  y doctrinas  que  hemos 
expuesto  en  este  artículo,  se  refieren  á los  nego- 
cios comunes,  pero  no  á los  actos  mercantiles, 
celebrados  entre  comerciantes  sino  en  cuanto 
no  están  modificadas  por  las  leyes  del  Código  de 
comercio.  Sobre  las  pruebas  de  los  contratos  que 
estos  hacen,  y sobre  la  fe  de  sus  libros,  registros, 
papeles  y documentos , se  trata  con  separación 
en  los  artículos  Carta,  al  fin,  Carta  de  crédito, 
Conocimiento,  Contrato  mercantil , Libros  de  co- 
mercio, Letra  de  cambio , Libranza,  Pagaré,  Pó- 
liza, Agente  de  Bolsa,  Corredor,  etc. 

INSTRUMENTO  EJECUTIVO.  El  título  que  trae  apa- 
rejada ejecución;  esto  es,  el  título  que  por  sí 
mismo  produce  prueba  plena,  y en  cuya  virtud 
por  lo  tanto  se  puede  proceder  sumariamente, 
sin  las  dilaciones  y dispendios  del  juicio  ordi- 
nario, á la  aprehensión  de  los  bienes  del  deudor 
moroso  para  el  pago  de  la  deuda. 

Son  instrumentos  ejecutivos:  l.“,  la  sentencia 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  2.“,  la  eje- 
cutoria expedida  por  los  tribunales;  3.°,  la  sen- 
tencia arbitral;  4.“,  la  transacción  hecha  ante  es- 
cribano; 5.°,  el  juicio  uniforme  de  contadores 
confirmado  por  el  juez;  6.°,  la  escritura  pública 
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que  acredite  la  obligación  de  alguna  deuda  en  i 
cantidad  líquida,  cuyo  plazo  haya  vencido;  7.”,  el  ' 
vale,  carta  ú otro  papel  ó documento  privado  re- 
conocido con  juramento  por  el  deudor  ante  el 
juez,  ó de  su  órden  por  escrito  ante  el  alguacil  6 
el  escribano;  8.°,  la  confesión  de  la  deuda  hecha 
en  juicio;  9.”,  la  letra  de  cambio;  10,  las  cédulas 
y provisiones  del  Rey  que  no  sean  contrarias  á 
derecho,  ni  dadas  en  perjuicio  de  alguno  sin  ha- 
ber sido  citado  ni  oido;  11,  las  libranzas  expedi- 
das con  autoridad  judicial  para  hacer  pago  al 
acreedor  del  dinero  depositado. 

* En  la  actualidad,  los  títulos  que  traen  apa- 
rejada ejecución,  son  los  siguientes: 

1. ”  Escritura  pública,  con  tal  que  sea  prime- 
ra copia,  ó si  es  segunda,  esté  dada  en  virtud  de 
mandamiento  judicial,  y con  citación  de  la  per- 
sona á quien  deba  perjudicar,  ó de  su  causante. 

2. ®  Cualquier  documento  privado  que  haya 
sido  reconocido  bajo  juramento  ante  la  autoridad 
judicial. 

3. °  La  confesión  hecha  ante  juez  competente. 

4. °  Las  letras  de  cambio,  sin  necesidad  de  re- 
conocimiento judicial,  respecto  al  aceptante  que 
no  hubiere  puesto  tacha  de  falsedad  á su  acep- 
tación al  tiempo  de  protestar  la  letra  por  falta 
de  pago. 

5. °  Los  cupones  vencidos  de  obligaciones  al 
portador  emitidos  por  compañías  y empresas,  y 
las  obligaciones  de  la  misma  clase  también  ven- 
cidas, ó á ias  que  haya  cabido  la  suerte  de  amor- 
tización , siempre  que  los  cupones  confronten 
con  los  títulos,  y estos  en  todo  caso  con  los  libros 
talonarios.  Resultando  conforme  la  confronta- 
ción, no  será  obstáculo  á que  se  despache  la  eje- 
cución la  protesta  de  falsedad  que  en  el  acto  hi- 
ciere el  director  ó persona  que  represente  á ía 
compañía,  quien  podrá  alegar  en  forma  esa  pro- 
testa como  una  de  las  excepciones  del  juicio: 
art.  941  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  adicionado 
por  el  23  del  decreto  de  tí  de  Diciembre  de  1868, 
con  los  núms.  4.“  y 5.°,  y modificado  este  último 
por  la  ley  de  12  de  Diciembre  de  1872. 

tí-°  Los  billetes  al  portador  emitidos  por  los 
Bancos , siempre  que  confronten  con  los  libros 
talonarios,  á no  ser  que,  como  en  el  caso  ante- 
rior (el  del  núm.  S.°),  se  proteste  en  el  acto  de  la 
confrontación  de  la  falsedad  del  billete  por  per- 
sona competente.  En  los  billetes  se  expresarán 
la  relación  entre  el  capital  efectivo  de  la  socie- 
dad y el  fiduciario,  su  admisión  voluntaria  y su 
carácter  ejecutivo:  núm.  tí.®,  adicionado  á la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  por  el  art.  G.°  de  la  ley  ■ 
de  19  de  Octubre  de  1869. 

Los  demás  títulos  que  enumera  aquí  el  au- 
tor. y que  no  se  expresan  en  la  nueva  ley,  pro-  ( 
ducen  actualmente  un  procedimiento  mas  breve 
que  el  ejecutivo,  el  de  la  via  de  apremio,  ó pue- 


den reducirse  álos  en  dicha  ley  expresados,  se- 
gún expondremos  al  final  de  los  párrafos  en  que 
se  hace  cargo  de  ellos  el  autor.  * 

l.°  y 2.°  Una  sentencia  puede  pasar  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  ó bien  por  voluntad  de 
las  partes;  ó bien  por  disposición  de  la  ley.  Pasa 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  por  voluntad  de 
las  partes;  cuando  estas  se  conforman  expresa- 
mente con  ella;  cuando  no  interponen  apelación 
dentro  del  término  prescrito  por  la  ley;  cuando 
habiéndola  interpuesto,  no  la  mejoran  ante  el 
tribunal  superior,  y cuando  habiéndola  mejora- 
do, la  desamparan  ó no  la  prosiguen.  Pasa  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  por  disposición  de  la 
ley,  aun  contra  la  voluntad  de  los  litigantes, 
siempre  que  la  ley  prohíbe  que  se  admita  apela- 
ción, súplica  ú otro  recurso.  En  uno  y otro  caso, 
es  decir,  en  los  de  pasar  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  por  disposición  de  la  ley  ó por  volun- 
tad de  los  litigantes,  trae  la  sentencia  apareja- 
da ejecución,  y ha  de  cumplirse  y llevarse  á 
efecto  por  el  juez  á quien  competa,  esto  es, 
por  el  juez  eu  cuyo  territorio  se  halla  la  cosa 
sobre  que  se  ha  fallado;  con  la  diferencia,  de 
que  si  este  es  el  mismo  que  ha  pronunciado  la 
sentencia  ejecutiva,  puede  y debe  darle  cum- 
plimiento eu  virtud  de  simple  solicitud  de  la 
parte  interesada;  pero  si  fuere  otro  distinto,  no 
debe  ni  puede  cumplirla  sino  en  virtud  de  certi- 
ficación ó carta  ejecutoria  expedida  por  el  juz- 
gado ó tribunal  sentenciador,  y presentada  por 
la  parte  vencedora  con  el  correspondiente  pedi- 
mento: ley  19,  tít.  22,  Part.  3.*;  leyes  1.*  y 2.',  tí- 
tulo 27,  Part.  3.”;  leyes  1.',  3.’,  4.*  y 5.\  tít.  17; 
leyes  3. J y 5.a,  tít.  20,  y ley  3.*,  tít.  28,  lib.  11, 
Nov.  Recop. 

No  solamente  la  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  es  ejecutiva,  sino  también  la 
sentencia  de  que  no  se  admite  apelación  sino  en 
el  efecto  devolutivo.  Así,  pues,  debe  ejecutarse, 
sin  embargo  de  apelación,  toda  sentencia  que  se 
diere  sobre  causas  urgentes,  como  v.  gr.,  sobre 
sepultura  de.  algún  difunto,  recolección  de  uvas 
y otros  frutos,  siega  de  mieses,  disposición  ó des- 
tino de  otras  cualesquiera  cosas  que  no  pueden 
conservarse  (ley  22,  tít.  20, lib.  11,  Nov.  Recop.);  la 
que  recayere  sobre  dote  y alimentos  á favor  del 
peticionario  ó suplicante  que  fuere  pobre,  aun- 
que no  sea  propiamente  definitiva,  sino  de  aque- 
llas que  se  proveen  como  interlocutorias,  funda- 
das en  las  pruebas  y presunciones  de  la  calidad 
del  que  litiga  y de  su  buen  derecho,  como  dice  el 
conde  de  la  Cañada  (Instit.  pract.,  p.  2,  cap.  11, 
núm.  60);  la  dada  sobre  pago  de  salarios,  estipen- 
dios, servicios,  jornales,  y trabajo  de  oficiales  y 
artesanos,  según  opinión  común  de  los  autores: 
la  condenación  hecha  por  las  justicias  de  los 
pueblos  hasta  la  cantidad  de  mil  maravedís  in- 
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clusive  en  razón  de  infracciones  de  ordenanzas 
sobre  mantenimientos  (ley  16,  tit.  20,  lib.  11, 
Nov.  Itecop.);  la  sentencia  dada  en  juicios  suma- 
rísimos  de  posesión  (art.  49  del  reglamento  de  26 
de  Setiembre  de  1835),  y la  dada  en  juicio  ejecu- 
tivo: ley  12,  tít.  28.  lib.  11,  Nov.  Recap. 

No  trae  aparejada  ejecución,  ó á lo  menos  no 
debe  ejecutarse  el  mero  mandato  del  juez  en  que 
ordena  á alguno  que  haga,  dé  ó pague  á otro 
cierta  cosa  6 cantidad  sin  citarle  ni  oirle,  pues 
por  este  defecto  se  convierte  en  simple  citación 
(ley  22,  tít.  22,  Part.  3.’);  ni  la  sentencia  contra 
la  cual  pide  restitución  el  que  goza  de  este  be- 
neficio (ley  2.*,  tít.  25,  Part.  3.*),  á no  ser  que  por 
conjeturas  ó presunciones  aparezca  que  se  pida 
por  malicia;  ni  la  sentencia  contra  la  cual  se  en- 
tabla recurso  de  nulidad  (hoy  de  casación):  Cur. 
fiHp.,  part.  2.*.  juic.  ejecut. , páx.  3.“,  núm.  6. 
V.  Apelable. — Apelación. — Cosa  juzgada.— Sen- 
tencia de /initiva.— Sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada. 

* Actualmente,  para  llevar  á efecto  las  sen- 
tencias pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada  y 
las  ejecutorias  de  los  tribunales,  se  sig-ue  el  pro- 
cedimiento breve  y sumario,  semejante  at  de 
apremio,  prescrito  en  los  arts.  891  y siguientes 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Se  procede  á la  ejecución,  consentida  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  ó recibidos  los  autos 
en  el  juzgado  inferior  con  la  ejecutoria,  si  lia 
habido  apelación  y hecha  saber  aquella  al  que  la 
haya  obtenido:  art.  891  de  dicha  ley.  V.  Senten- 
cia ( ejecución  de). 

Respecto  á los  casos  en  que  procede  ó no  la 
apelación  en  el  dia,  ó en  que  solo  procede  en  el 
efecto  devolutivo,  véanse  los  artículos  de  esta 
obra  Apelable,  tomo  l.°,  pág.  572;  Apelación, 
tomo  citado,  pág.  582,  los  referentes  á los  diver- 
sos juicios  que  cita  aquí  el  autor,  y los  demás 
que  se  exponen  en  su  lugar  respectivo.  * 

3."  La  sentencia  arbitral,  así  la  dada  por  ár- 
bitros de  derecho  como  por  árbitros  de  hecho  ó 
amigables  componedores,  trae  aparejada  ejecu- 
ción , no  solamente  en  el  caso  de  que  haya  sido 
consentida  ú homologada  por  las  partes,  sino 
también  en  el  de  que  se  haya  reclamado  contra 
ella  por  vía  de  apelación,  reducción  ó nulidad; 
con  la  diferencia  de  que  en  el  primer  caso  se  ha 
de  llevar  á efecto  sin  necesidad  de  fianzas,  pues 
que  es  irrevocable;  y en  el  segundo  no  ha  de 
ejecutarse  sino  con  fianzas  dadas  por  la  parte 
vencedora,  por  si  fuere  revocada  á instancia  de 
lastra  parte:  leyes  23  y 35,  tít.  4.°,  Part.  3.a  y ley, 
4.  , tít.  17,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Véase  Arbitro, 
en  la  parte  que  trata  de  la  fuerza  de  la  sentencia 
arbitral. 

La  Constitución  de  1812,  en  su  tít.  5.°,  dispuso 
lo  siguiente  en  su  art.  281 : «la  sentencia  que 
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dieren  los  árbitros  se  ejecutará,  si  las  partes  al 
hacer  el  compromiso  no  se  hubieren  reservado 
el  derecho  de  apelar.»  Re  aquí  se  dedujo:  1.",  que 
si  las  partes  al  hacer  el  compromiso  se  reserva- 
ron el  derecho  dtTapelar,  no  era  ejecutiva  la  sen- 
tencia, á no  ser  que  fuere  consentida  ú homo- 
logada por  aquellas;  2.°,  que  no  habiendo  reser- 
va del  derecho  de  apelación,  era  ejecutiva  la 
sentencia,  sin  perjuicio  del  recurso  de  nulidad 
en  caso  de  haber  lugar  & él;  3.",  que  aunque  no 
habiendo  el  derecho  de  apelar  fuese  ejecutiva 
la  sentencia,  no  por  eso  había  de  dejarse  de  ad- 
mitir en  el  efecto  devolutivo  la  apelación  que  la 
parte  vencida  interpusiere ; pues  que  la  ley  no 
suprimió  absolutamente  el  derecho  de  apelación 
por  solo  el  hecho  de  que  las  partes  no  se  le  hu- 
bieren reservado,  sino  que  se  contentó  con  dar 
en  este  caso  la  calidad  de  ejecutiva  á la  senten- 
cia; de  manera  que  por  la  omisión  de  la  reserva 
no  había  de  suponerse  que  las  partes  quedaban 
privadas  del  derecho  de  apelación  y demás  re- 
cursos que  les  conceden  las  leyes,  á no  ser  que 
los  renunciasen,  porque  para  hacer  uso  á su 
tiempo  de  un  derecho  que  tenemos,  no  es  nece- 
sario que  nos  hayamos  reservado  la  facultad  de 
usarle.  V.  Juicio  arbitral  ó de  avenencia. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  admitido 
la  apelación  contra  la  sentencia  de  los  árbitros, 
aun  cuando  no  se  la  hayan  reservado  las  partes 
en  el  compromiso,  según  resulta  de  la  disposi- 
ción del  art.  809  relativa  á la  sentencia  de  los 
misinos.  También  se  da  contra  estos  fallos  el 
recurso  de  casación  según  previene  el  art.  816. 
Así,  pues,  no  iuterponiéndosc  la  apelación  en 
el  término  legal,  que  hoy  es  de  cinco  dias,  se- 
gún el  art.  Sil,  se  entiende  consentida  y adquie- 
re fuerza  ejecutoria  , debiendo  llevarse  á efecto 
aun  contra  la  voluntad  del  que  se  opusiere,  por 
el  procedimiento  prescrito  para  las  sentencias 
de  los  jueces  ordinarios.  Igual  fuerza  adquiere 
el  fallo  que  recayere  sobre  la  apelación  inter- 
puesta, si  no  se  interpuso  el  recurso  de  casación, 
y asimismo,  el  fallo  dictado  en  el  caso  de  haber 
lugar  á este  recurso,  debiendo  ejecutarse  ambos 
en  la  forma  indicada.  V.  Árbitro , tomo  l.“,  pá- 
gina 666. 

Respecto  de  la  sentencia  que  dictaren  los 
amigables  componedores,  si  fuere  de  común 
acuerdo  ó por  mayoría,  caso  de  ser  llamado  el 
tercero,  es  ejecutoria,  y según  expresamente 
dispone  el  art.  836  de  la  ley,  debe  llevarse  á 
efecto  de  la  manera  que  se  previene  en  el  título 
de  la  ejecución  de  las  sentencias.  Sin  embargo, 
contra  los  laudos  de  los  amigables  componedo- 
res, cuando  hubieren  fallado  puntos  no  someti- 
dos á su  decisión  ó fuera  del  plazo  señalado  en 
el  compromiso,  se  da  el  recurso  de  casación, 
según  los  arts.  2.”  y 4.°  de  la  ley  de  18  de  Junio 
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de  1870.  En  tal  caso,  siendo  procedente  este  re- 
curso, será  ejecutorio  el  fallo  que  en  virtud  de 
él  se  dictare.  * 

4. ”  Las  transacciones' que  fueren  hechas  en- 
tre partes  por  ante  escribano  público,  traen 
también  aparejada  ejecución  y deben  llevarse  á 
efecto  del  mismo  modo  que  las  sentencias  arbi- 
trales: ley  4.\  tít.  17,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Véase 
Transacción. 

* Esto  se  funda  en  que  la  transacción  hecha 
en  forma  debida,  6 ante  escribano  ó notario  pú- 
blico, tiene  fuerza  de  cosa  juzgada  y produce 
excepción  de  pleito  acabado.  * 

5. °  Es  asimismo  ejecutiva,  sin  embargo  de 
apelación,  la  sentencia  que  confirma  ó aprueba 
los  pareceres  conformes  de  los  contadores,  no 
solo  en  el  caso  de  que  ambos  hayan  sido  nom- 
brados por  las  partes , sino  también  en  el  de  que 
uno  haya  sido  nombrado  por  la  una  parte,  y : 
otro  de  oficio  por  el  j uez  en  rebeldía  de  la  otra 
que  habiéndosele  notificado  en  persona  que  le 
nombrase,  no  quiso  hacerlo;  bien  que  la  par- 
te vencedora  habrá  de  dar  fianzas  llanas  y abo- 
nadas para  asegurar  la  restitución  de  lo  que 
recibiere  con  sus  frutos  y rentas,  del  mismo 
modo  que  en  la  ejecución  de  la  sentencia  arbi- 
tral: ley  5.a,  tít.  17,  y su  nota  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación. Como  la  ley  habla  precisamente  del 
caso  en  que  los  contadores  hayan  sido  nombra- 
dos por  las  partes,  ó ei  uno  de  ellos  por  una 
parte  y el  otro  por  el  juez  en  rebeldía,  de  la  otra, 
se  infiere  de  aquí,  que  cuando  por  razón  de  dis-v 
cordia  se  nombrare  un  tercero  por  el  juez  ó por 
los  mismos  contadores  en  virtud  de  facultad  al 
efecto  conferida,  no  producirá  ejecución  la  sen- 
tencia confirmatoria  del  parecer  del  tercero  que 
estuviere  conforme  con  el  de  uno  de  los  prime- 
ros, á no  ser  que  la  parte  vencida  no  interpu- 
siere apelación  en  tiempo  y forma.  * V.  Testa- 
mentaria. * 

6. "  Tiene  fuerza  ejecutiva  la  escritura  públi- 
ca original  ó de  primera  saca,  que  ha  sido  otor- 
gada con  las  solemnidades  legales , y la  copia 
que  habiendo  sido  extraída  posteriormente  del 
registro  en  debida  forma  hace  las  veces  de  ori- 
ginal, según  lo  explicado  en  el  articulo  Instru- 
mento público ; sin  que  sea  necesario  que  el  deu- 
dor la  reconozca  como  el  instrumento  privado, 
ni  que  haya  en  ella  cláusula  guarentigia:  le- 
yes 1.*,  2.a,  3.a  y 12,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recopi- 
lación; y Cur.  filíp.,  part.  2.a,  jnic.  ejecut.  pár- 
rafo 7.“,  núm.  l.°  No  trae,  pues,  aparejada  eje- 
cución la  segunda,  tercera  ú otra  copia  que  el 
escribano  sacare  del  protocolo  por  su  propia  au- 
toridad en  los  casos  en  que  no  puede  darlas  sin 
decreto  del  juez  y citación  de  la  parte  contraria; 
ni  el  traslado  ó testimonio  por  concuerda  saca- 
do del  protocolo  ó de  la  copia  original,  pues  una 
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cosa  es  que  pruebe  y haga  fe  en  la  via  ordina- 
ria, y otra  el  que  tenga  fuerza  ejecutiva;  ni  la 
escritura  otorgada  ante  escribano  que  no  sea 
numerario,  á no  ser  que  no  le  hubiese  en  el  pue- 
blo, ó que  se  hubiese  otorgado  con  auueucia  del 
numerario  para  su  protocolo,  ó que  se  hiciese  en 
la  córte  ó en  lugares  de  residencia  de  las  Chau-- 
cillerías  ó en  otra  cualquiera  parte  donde  por 
ley  ó costumbre  pueden  actuar  los  escribanos 
reales , aun  habiéndolos  numerarios:  ley  3.a,  tí- 
tulo 15,  lib.  1.a,  y ley  7.a,  tít.  23,  lib.  10,  Nov.  Re- 
copilación; ni  la  que  carece  del  signo  del  escri- 
bano , aunque  sea  secretario  del  Rey,  porque  el 
signo  es  indispensable  en  los  instrumentos  aun 
para  el  efecto  de  hacer  fe. 

* Véase  la  disposición  del  art.  491  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  expuesta  en  la  adición  al 
párrafo  l.°  de  este  artículo. 

Actualmente  solo  los  notarios  pueden  otorgar 
escrituras  ó dar  fe  de  los  contratos  y demás  ac- 
tos extrajudiciales,  según  la  ley  de  28  de  Mayo 
de  1862:  art.  l.°,  que  se  ha  expuesto  en  el  ar- 
tículo Instrumento  público.  Ante  este  funciona- 
rio,-pues,  deberá  otorgarse  la  escritura  para  que 
traiga  aparejada  ejecución,  observándose  los 
requisitos  y solemnidades  que  prescribe  dicha 
ley  y el  reglamento  de  1874,  y siendo  también 
requisito  necesario  que,  si  contiene  obligación 
hipotecaria,  eonste  haberse  tomado  razón  de 
ella  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  la  cabeza 
de  partido,  dentro  del  término  legal,  conforme 
al  art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaria  el  art.  l.°  del  re- 
glamento para  su  ejecución  y á los  arts.  3.”  y 
4°  de  la  Instrucción. 

El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  declarado 
en  sentencia  de  8 de  Junio  de  1866,  que  el  ar- 
tículo 941,  al  dar  valor  para  despachar  la  ejecu- 
ción á las  primeras  copias  de  una  escritura  pú- 
blica, y á las  segundas  con  las  condiciones  que 
expresa,  no  prohíbe  que  pueda  impugnarse  su 
ineficacia  y pedirse  su  cotejo  en  tiempo  oportu- 
no, ni  tampoco  que  después  de  dicho  juicio  eje- 
cutivo se  sig'a  otro  nuevo  sobre  lo  que  fué  objeto 
de  aquel,  por  no  causar  estado  sus  providencias.* 

Sientan  comunmente  los  autores,  que  no  sola- 
mente es  ejecutivo  el  instrumento  público  que 
se  ha  otorgado  dentro  del  reino,  sino  también  el 
otorgado  en  el  extranjero  aunque  allí  no  lo  sea; 
dando  por  razón  que  en  todo  lo  concerniente  al 
órden  del  juicio  debemos  siempre  atender  al  lu- 
gar en  que  el  juicio  se  instaura,  y no  al  del  con- 
trato ú obligación,  al  paso  que  en  la  decisión  de 
la  causa  ó sustancia  del  instrumento  se  ha  de 
considerar  el  fuero  donde  se  hizo:  Curia  filíp., 
lug.  cit.,  núm.  3.“;  Gómez,  en  la  ley  64  de  Toro, 
núm.  8.°;  Pareja,  de  edil,  instrum.,  tít.  l.“,  res."  3.°, 
pár.  2.°,  núm.  44;  Febr.  Nov.  y otros  muchos.  Es 
claro  que  para  pedir  ejecución  en  virtud  de  un 
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instrumento  de  esta  clase,  es  indispensable  que 
venga  legalizado  en  la  forma  que  mas  arriba  se 
ha  indicado  en  el  artículo  histr wnienlo  publico, 
mím.  5.“  hacia  el  fin. 

* También  deberá  presentarse  el  documento 
que  estuviere  extendido  en  idioma  extranjero  en 
la  oficina  de  la  interpretación  de  lenguas  de  Ma- 
drid, para  que  adquiera  validez  en  juicio.  * 

El  instrumento  público  trae  aparejada  eje- 
cución, no  solo  cuando  es  pura  y absoluta  la 
obligación  que  contiene , sino  también  cuando 
es  condicional  ó á dia  cierto,  con  tal  que  se  haya 
verificado  la  condición  ó haya  llegado  el  dia,  y 
la  cantidad  sea  líquida  ó se  liquide  con  citación 
de  la  parte  contraria,  segim  opinión  común  de 
los  autores;  y así,  en  el  caso  de  que  la  obligación 
sea  de  alguna  cantidad  que  debe  pagarse  ó de- 
volverse, como  en  el  de  que  recaiga  sobre  la 
prestación  de  algún  hecho  prometido,  v.  gr.,  so- 
bre la  edificación  de  una  casa;  de  modo  que  el 
obligado  no  tendrá  la  alternativa  de  hacer  lo 
prometido  ó de  satisfacer  los  perjuicios,  sino  que 
habrá  de  ser  apremiado  ai  cumplimiento  de  sn 
obligación  por  todos  ios  medios  de  derecho,  á no 
ser  que  por  efecto  de  su  morosidad  no  tenga  ya 
interés  el  acreedor  en  la  realización  de  la  prome- 
sa: ley  5.%  tít.  27,  Part.  3.a,  y leyes  13  y 35,  tí- 
tulo 11,  Part.  5.',  y ley  3.a,  tít.  M,  Part.  5.a,  con 
la  glosa  4.”  de  Gregorio  López,  y ley  1.a,  tít.  1.", 
lib.  10,  Nov.  Recop.  V.  Hecho  y Obligación  de  ha- 
cer ó no  hacer. 

* Conforme  con  la  doctrina  expuesta  por  el 
autor,  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone 
en  el  artículo  944,  que  no  puede  despacharse  la 
ejecución  sino  por  cantidad  líquida;  lo  cual  se 
funda,  en  que  no  constando  la  cantidad  fija  que 
se  reclama,  no  puede  mandarse  embargar  ni  ha- 
cer el  embargo,  ni  apreciarse  las  excepciones 
debidamente,  puesto  que  podria  verificarse  por 
mas  ó por  menos  de  lo  que  se  adeudaba,  con 
perjuicio,  en  el  primer  caso , del  deudor , y en  el 
seg’undo,  del  acreedor,  quetendria  que  seguir 
dos  ó mas  juicios  para  obtener  el  pago  de  su  cré- 
dito. \ éase  en  el  artículo  de  esta  obra  Sentencia 
(ejecución  de)  los  arts.  898  y 910  sobre  liquida- 
ción de  la  sentencia  que  condenare  al  pago  de 
cantidad  ilíquida  procedente  de  frutos  y de  la 
procedente  de  perjuicios,  que  puede  ser  aplica- 
ble ó servir  de  norma  para  otros  casos  de  liqui- 
daciones. Téngase  presente  también  que  según 
el  pár.  2.",  núm,  8.°  del  art.  316,  de  la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial,  se  tendrá  por  cierta  y 
liquida  la  cuantía  de  los  frutos  cuando  el  autor 
expresare  en  la  demanda  su  importe  anual  y el 
tiempo  que  haya  trascurrido  sin  pagarse.  4 

Si  la  obligación  fuere  nula,  es  consiguiente 
que  tampoco  será  válido  ni  mucho  menos  ejecu- 
tivo el  instrumento  que  la  contenga.  Así  es  que 
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no  tiene  fuerza  ejecutiva  la  escritura  de  obhga- 
cion  de  satisfacer  lo  que  se  perdió  en  el  juego, 
aunque  este  sea  de  los  permitidos:  leyes  7.a,  8.a 
y 15,  tít.  23,  lib.  12,  Nov.  Recop.;  ni  la  de  pagar 
lo  que  los  mercaderes,  plateros  y otros  negocian- 
tes fian  á los  novios  para  las  bodas:  ley  2.  , tí- 
tulo 8.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.;  ni  la  de  satisfacer 
lo  prestado  ó fiado  á hijos  de  familia  ó á meno- 
res de  edad  sin  permiso  de  sus  padres  ó tutores; 
ni  tampoco  lo  prestado  ó fiado  á otras  cuales- 
quiera personas  mayores  ó menores  con  el  pacto 
de  pag-ar  cuando  se  casen  ó sucedan  en  alguna 
herencia  ó mayorazgo  ó tengan  mayor  renta  ó 
hacienda:  ley  17,  tít.  l.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.;  ni 
la  de  obligación  contraida  por  mujer  casada  sin 
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14  y 15,  d.  tít.  y lib.;  ni  la  obligación  en  que 
hay  intereses  y falta  el  juramento  de  su  importe 
que  deben  hacer  el  acreedor  y ei  deudor,  para 
evitar  contratos  usurarios:  ley  22,  d.  tít.  1.”,  li- 
bro 10,  Nov.  Recop. 

* Respecto  de  las  obligaciones  contraidas  por 
la  mujer  sin  Licencia  del  marido,  debe  tenerse 
presente  que  según  la  ley  del  Matrimonio  civil, 
será  válida  la  compra  que  hiciere  al  contado  la 
mujer  de  cosas  muebles,  y las  que  hiciere  ai  fia- 
do de  las  que  por  su  naturaleza  están  destinadas 
al  consumo  ordinario  de  la  familia  y no  consis- 
tieren en  joyas,  vestidos  y muebles  preciosos, 
por  mas  que  no  hubieren  sido  hechas  con  licen- 
cia expresa  del  marido.  Sin  embargo,  se  consi- 
derará la  compra  hecha  por  la  mujer  al  fiado  de 
'joyas,  vestidos  y muebles  preciosos  desde  el  mo- 
mento en  que  hubieren  sido  empleados  en  el  uso 
de  la  mujer  ó de  la  familia,  hecha  con  conoci- 
miento y sin  reclamación  del  marido:  art.  51. 

Acerca  de  la  obligación  en  que  hay  contrato 
de  préstamo,  interés  á debe  advertirse  que  por 
la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  quedó  abolida 
la  tasa  sobre  el  interés  del  capital  en  numerario 
dado  á préstamo.  En  su  consecuencia,  toda  es- 
critura pública  de  préstamo  produce  ejecución 
cualquiera  que  sea  el  interés  que  se  pacte  y aun- 
que no  intervenga  el  juramento  de  su  importe. 
V.  Métuo  y Préstamo.  * 

Tambieu  se  reputa  ejecutivo  el  testamento  so- 
lemne por  la  deuda,  legado,  fideicomiso,  mejora, 
ó preiegado  de  cosa  específica,  como  que  es  ins- 
trumento público  hecho  ante  escribano.  Pero  lo 
que  se  acostumbra  es  sacar  testimonio  de  ia  cláu- 
sula con  citación  del  heredero,  hacer  que  estela 
reconozca  judicialmente,  y proceder  en  su  vir- 
tud contra  él  por  la  via  ejecutiva;  no  siendo  ne- 
cesario ei  reconocimiento  cuando  ei  testador 
manda  que  se  pueda  pedir  ejecutivamente  la 
cosa  legada  ó debida:  Curia  íilíp.,  2.a  part.,  pár- 
rafo 7.°,  núm.  2." 

El  vale,  conocimiento,  carta  y cualquier 
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otro  instrumento  privado  de  obligación , con  fe-  ■ 
cha  ó sin  ella,  trae  ejecución  aparejada  cuando 
el  deudor  le  reconoce  paladinamente  con  jura- 
mento ante  el  juez,  ya  le  haya  escrito  por  sí 
mismo , ya  le  haya  firmado  solamente , ya  no  le 
haya  escrito  ni  firmado  por  no  saber  ó no  poder,  ■ 
pero  le  haya  mandado  hacer  á otro : ley  119 , tí- 
tulo 18,  Partida  3.a,  y leyes  4.'  y 5.%  tít.  28,  libro 
II,  Nov.  Recop. 

El  reconocimiento  del  papel  privado  se  dirige 
solo  á la  firma  ó á la  certeza  de  su  formación  , y 
no  á la  verdad  de  su  contenido ; y así  para  que. 
se  tenga  por  reconocido  el  papel,  basta  que  diga 
el  deudor  que  la  firma  es  suya  ó que  cree  que  lo 
es,  sin  que  sirva  de  obstáculo  el  alegar  que  lo 
firmó  sin  haberlo  leído,  y sin  que  sea  necesario 
que  confiese  expresamente  la  deuda,  pues  que 
esta  se  halla  contenida  en  el  documento. 

Es  tan  necesario  el  reconocimiento  del  deudor 
para  que  sea  ejecutivo  el  instrumento  privado, 
•que  si-aquel  es  contumaz  ó rebelde,  no  queriendo 
comparecer,  ó bien  niega  la  deuda  y también  su 
firma  ó la  órden  para  extender  el  documento,  no 
basta  la  declaración  de  los  testigos  que  digan 
haberle  visto  firmar  ó haberlo  hecho  ó firmado 
ellos  de  su  órden  ó á su  ruego,  y aseguren  al 
mismo  tiempo  la  certeza  de  su  contenido , ni 
tampoco  el  cotejo  ó comparación  de  letras,  ni 
aun  la  cláusula  de  que  sea  estimado  como  ins- 
trumento público  sin  necesidad  de  ser  reconoci- 
do ; pues  todas  estas  circunstancias  son  buenas 
para  proceder  á la  condenación  del  deudor  en 
juicio  ordinario,  mas  no  para  despachar  man- 
damiento de  ejecución , el  cual  solo  procede 
cuando  los  conoscimientos  son  reconoscidos  -por  las 
parles  ante  el  juez  que  manda  ejecutar,  según  ex- 
presión de  la  ley. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  en 
su  art.  291,  núm.  2.",  que  tiene  aparejada  ejecu- 
ción cualquier  documento  privado  que  haya  sido 
reconocido  bajo  juramento  ante  la  autoridad  ju- 
dicial. No  se  requiere , pues , que  se  verifique  el 
reconocimiento  ante  juez  competente,  como  se 
entendía  con  anterioridad  á la  ley  nueva  y como 
requiere  esta  respecto  de  la  confesión , en  el  nú- 
mero 3.”  de  este  artículo.  Basta  que  se  efectúe 
ante  cualquiera  autoridad  judicial , aun  cuando 
fuere  ante  un  juez  municipal  en  el  acto  de  con- 
ciliación; lo  cual  se  funda,  en  que  aquí  solo  se 
atiende  á si  la  persona  ante  quien  se  efectúa , se 
halla  adornada  de  los  conocimientos  y autoridad 
suficientes  para  recibirlo  y acreditarlo  en  forma. 

Dicho  reconocimiento  puede  ser  del  contenido 
del  documento , si  fué  extendido  ó firmado  por 
etro  en  nombre  del  deudor,  ó de  la  letra  ó firma 
si  fué  firmado  por  este.  Cuando  el  documento  no 
tuviere  por  sí  solo  fuerza  ejecutiva , y se  necesi- 
tare para  preparar  esta  acción  el  reconocimiento 


de  la  firma  del  deudor,  podrá  pedirse  y deberá  or- 
denarse que  declare  bajo  juramento  indecisorio. 

Reconocida  la  firma,  quedará  preparada  la 
ejecución  , aunque  se  niegue  la  deuda,  Si  no  se 
reconociere,  como  igualmente  si  se  niega  la 
deuda,  el  acreedor  podrá  usar  de  su  derecho  en 
el  juicio  ordinario:  párrafos  l.°  y 2.°  del  art.  943. 

A esta  disposición  se  limitaba  el  artículo  cita- 
do en  su  redacción  primitiva,  lo  cual  daba  lugar 
á que  acreedores  de  mala  fe  eludiesen  la  acción 
ejecutiva  con  solo  negarse  á comparecer  en  el 
juzgado  ó á verificar  el  reconocimiento  debido. 
Para  evitar  estos  inconvenientes  se  adicionó 
por  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868,  en  su 
art.  23,  con  las  siguientes  disposiciones: 

«Si  el  deudor  citado  para  reconocer  su  firma 
dejare  de  comparecer,  se  le  citará  segunda  vez, 
bajo  apercibimiento  de  declararlo  confeso  en  la 
legitimidad  de  la  misma,  y si  no  compareciere, 
se  decretará  contra  él  la  ejecución , siempre  que 
hubiere  precedido  protesto  ó requerimiento  al 
pago  ante  notario , ó se  hubiere  celebrado  acto 
de  conciliación  sin  haberse  opuesto  tacha  de  fal- 
sedad á la  firma  en  que  funda  el  acreedor  la 
acción  ejecutiva. 

»E1  que  citado  por  segunda  vez  no  compare- 
ciere podrá,  á instancia  del  actor,  ser  citado  por 
tercera  vez,  bajo  apercibimiento  de  haberle  por 
confeso,  si  no  mediare  justa  causa  (como  enfer- 
medad, ausencia  precisa  ú otra  análoga),  y no 
compareciendo,  será  habido  por  confeso  á peti- 
ción de  parte,  y se  decretará  la  ejecución. 

»E1  que  con  cualquier  motivo  manifestase  que 
no  puede  responder  acerca  de  si  es  ó no  suya  la 
firma,  será  interrogado  por  el  juez  sobre  la  cer- 
teza de  la  deuda,  y si  eludiere  también  respon  - 
der categóricamente  será  amonestado  de  sor  ha- 
bido por  confeso  si  no  responde  categóricamente. 
Si  persistiere,  hará  el  juez  esta  declaración,»  y 
despachará  la  ejecución,  en  su  consecuencia. 

Debe  advertirse  que,  según  interpretación  co- 
mún , las  disposiciones  de  los  tres  párrafos  ex- 
puestos se  refieren  solo  al  reconocimiento  de  Ja 
firma  de  documentos  privados,  mas  no  deben 
entenderse  aplicables  al  reconocimiento  de  la 
deuda  por  medio  de  la  confesión  judicial  aislada; 
pues  no  existe  respecto  de  esta  el  fundamento 
que  para  aplicarlas  á los  documentos  referidos, 
cual  es  que,  en  tal  caso,  resulta  del  documento 
una  presunción  de  la  verdad  á favor  de  la  deuda, 
puesto  que  se  apoya  en  aquella  prueba,  la  cual 
adquiere  fuerza  con  la  rebeldía  del  deudor  y su 
insistencia  en  no  efectuar  el  reconocimiento 
mencionado.  * 

Si  el  deudor  en  el  acto  clel  reconocimiento  del 
vale  ú otro  papel  privado  opone  la  excepción  de 
no  habérsele  entregado  el  dinero  que  se  le  pide, 
no  puede  despacharse  el  mandamiento  ejecutivo. 
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n nü  Ser  en  el  caso  de  que  hubiere  renunciado 
expresamente  en  el  mismo  vale  u otro  papel  se- 
parado dicha  excepción,  ó de  que  la  opusiere 
después  del  acto  del  reconocimiento,  ó de  que 
hubiere  dejado  correr  dos  años  desde  que  con- 
trajo ia  obligación  sin  pedir  la  restitución  del 
vale  ó la  entrega  del  dinero:  ley  9.%  tí t.  l.\  Par- 
tida 5.”  V.  Instrumento  privado , núm.  V. 

Mas  si  antes  ó después  de  trascurridos  los  dos 
años  pide  el  acreedor  el  reconocimiento  del  es- 
crito, y el  deudor  declara  que  la  firma  es  suya  ó 
que  el  escrito  se  extendió  de  su  órden,  pero  nie- 
ga la  deuda  ú obligación , exponiendo  que  ya 
está  satisfecha,  ó que  no  la  contrajo,  ó que  tiene 
cuentas  pendientes  ú otra  cosa  semejante  , se 
despachará  el  mandamiento  ejecutivo,  á pesar 
de  las  excepciones  (no  siendo  la  de  dinero  no 
entregado,  con  respecto  á la  cual  ha  de  tenerse 
presente  lo  que  se  acaba  de  indicar);  ya  porque 
del  hecho  de  no  haber  recogido  el  vale  ó algún 
resguardo,  se  colige  que  no  le  satisfizo,  ya  por- 
que en  el  caso  de  cuentas  no  debe  retardarse  lo 
líquido  por  lo  ilíquido;  bien  que  luego  podrá 
usar  de  su  derecho  y probar  sus  excepciones  en 
el  término  legal  del  juicio  ejecutivo  ó en  la  vía 
ordinaria , según  la  naturaleza  ó calidad  de 
aquellas. 

* Adviértase,  respecto  de  esta  doctrina,  que  en 
el  día,  según  hemos  dicho,  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  da  fuerza  ejecutiva  al  reconocimien- 
to de  la  firma,  aunque  se  niegue  la  deuda:  ar- 
tículo 943.  * 

Pava  que  sea  ejecutivo  el  instrumento  priva- 
do, no  basta  que  la  parte  contra  quien  se  aduce 
le  reconozca  en  la  expresada  forma,  sino  que 
además  es  necesario  que  la  cantidad  que  por  él 
se  reclama  sea  cierta  y determinada;  de  manera 
que  si  no  lo  fuere,  no  podrá  procederse  ejecuti- 
vamente hasta  que  se  haga  la  liquidación  y sea 
consentida  por  la  parte  que  resulte  deudora, 
según  la  opinión  mas  común  de  los  autores.  Mas 
si  la  deuda  ú obligación  en  el  instrumento  con- 
tenida fuese  liquida  en  una  parte  é ilíquida  en 
otra,  podrá  despacharse  el  mandamiento  de  eje- 
cución por  aquella  y suspenderse  por  esta,  á no 
ser  que  la  parte  líquida  y la  ilíquida  de  tal  suer- 
te se  hallen  complicadas  que  por  razón  de  la- 
una queden  ambas  reducidas  á la  incerti- 
dumbre. 

Los  libros  de  asientos  y las  cuentas  que  se  ha- 
cen extraj udicialmente  por  las  partes  ó contado- 
res por  ellas  nombrados,  no  traen  tampoco  apa- 
rejada ejecución  sino  en  el  caso  de  que  se  prue- 
ben ó reconozcan  en  juicio  ó por  instrumento 
público.  Cuando  alguno  solicita  judicialmente 
que  le  dé  cuentas  otro  que  tiene  esta  obligación, 
y se  resiste  á cumplirla,  debe  en  efecto  mandar- 
le el  juez  que  las  rinda,  y para  formarlas  ó liqui- 


darlas nombra  cada  parte  un  contador,  y por  de- 
fecto de  la  que  no  le  nombrare,  le  nombra  el 
juez  el  cual  nombrará  también  tercero  en  caso 
de  discordia,  si  la  hubiere.  Los  contadores,  pre- 
vio juramento,  hacen  ó arreglan  las  cuentas  y 
las  presentan  al  juez,  quien  da  tramado  de  ellas 
á las  partes  para  que  las  vean  y adicionen  den- 
tro del  término  que  les  señala,  con  apercibi- 
miento de  que  pasado,  las  aprobará  y mandará 
ejecutar.  Si  no  las  adicionan  en  dicho  téimino 
los  interesados,  las  aprueba  y confirma  el  juez, 
designando  un  breve  plazo  para  que  se  satisfaga 
el  alcance;  y no  verificándose  el  pago,  se  despa- 
cha el  mandamiento  ejecutivo,  no  obstante  cual- 
quiera apelación  ó contradicción  que  se  inter- 
ponga. Mas  si  las  cuentas  se  adicionan  en  el  tér- 
mino señalado,  se  da  traslado  de  las  adiciones  á 
la  parte,  se  sigue  un  juicio  ordinario,  y se  decide 
por  el  juez,  confirmando  ó revocando  las  cuentas  ■ 
según  le  parezca  justo.  De  la  sentencia  del  juez, 
cualquiera  que  ella  sea,  puede  interponerse  ape- 
lación; pero  en  lo  que  se  conformaren  los  conta- 
dores ó su  mayor  parte  y fuere  confirmado  por 
el  juez,  traerá  la  sentencia  ejecución  aparejada, 
y habrá  de  ejecutarse  á pesar  de  la  apelación, 
dando  el  acreedor  fianzas  llanas  y abonadas  de 
restituir  lo  que  por  la  sentencia  hubiese  recibido 
con  los  frutos  y rentas  en  caso  de  que  fuere  re- 
vocada, según  lo  dispuesto  en  la  ley  5. 2 y su  no- 
ta, tít.  17,  lib.  11,  Nov.  liecop.:  Cur.  filíp.,  2/ 
part.,  juic.  ejecut.,  pár,  6.1’ 

* Vése,  pues,  por  lo  expuesto  que  los  títulos 
mencionados  vienen  á reducirse  á escritura  pú- 
blica ó á reconocimiento  ó confesión  judicial, 
por  lo  que  se  hallan  comprendidos  virtualmente 
en  el  artículo  941  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  * 

8."  Trae  aparejada  ejecución  la  confesión  cla- 
ra y simple  hecha  con  juramento  por  el  deudor 
ante  juez  competente  y escribano,  6 ante  algua- 
cil ó escribano  solamente,  en  virtud  de  manda- 
to escrito  del  juez , hágase  antes  ó después  de  la 
contestación  de  la  causa:  ley  7.a,  tít.  3.°,  ley  2.a, 
tít.  13,  Part.  3.a;  y leyes  4.a  y 5.a,  tít.  28,  lib.  11, 
Nov.  liecop. 

Es  clara  la  confesión , no  solo  cuando  el  deu- 
dor manifiesta  paladinamente  que  debe  lo  que 
se  le  pide,  sino  también  cuando  dice  que  cree 
deberlo  ó que  lo  debe  sobre  poco  mas  ó menos ; y 
así  se  despachará  la  ejecución  por  toda  la  can- 
tidad pedida , quedándole  salvo  el  derecho  de 
justificar  á su  tiempo  lo  que  le  conviniere  sobre 
el  menor  importe  de  la  deuda. 

Es  simple  la  confesión  cuando  el  deudor  de- 
clara lisa  y llanamente  que  está  debiendo  en 
aquel  acto  y no  á plazo,  ni  bajo  condición  lo 
que  le  pide  su  colitigante,  ¡ái  la  confesión  lleva- 
se la  calidad  de  condición  ó de  plazo , no  produ- 
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ciria  ejecución  hasta  que  este  venciese  ó aque- 
lla se  verificase , ya  porque  no  puede  pedirse  la 
deuda  que  no  sea  exigible  en  el  momento,  ya 
porque  una  confesión  de  esta  clase  es  individua 
y no  puede  aceptarse  en  una  parte  y desecharse 
en  otra. 

De  la  declaración  que  hiciere  el  deudor  con- 
fesando ó negando,  se  da  traslado  al  acreedor  ó 
ejecutante,  para  que  en  su  vista  pida  la  ejecu- 
ción ó lo  que  le  convenga;  y pidiendo  este  la 
ejecución  por  haber  hecho  aquel  la  confesión 
clara  y simple,  se  despacha  el  mandamiento 
por  el  j uez  para  compeler  al  deudor  al  pago  de 
la  deuda  ó proceder  al  embargo  de  bienes,  aun- 
que el  deudor  al  tiempo  de  la  confeqion  haya 
opuesto  la  excepción  de  haber  ya  hecho  el  pago 
ó de  habérselo  remitido  ó prometido  no  pedírse- 
lo el  acreedor,  pues  no  se  admite  prueba  de 
ninguna  de  estas  excepciones  hasta  después  en 
el  término  legal , como  se  verá  en  el  Juicio  eje- 
cutivo. 

No  trae  aparejada  ejecución , según  se  infiere 
de  lo  dicho;  la  confesión  extrajudicial,  leyes  4.a 
y 7.a,  tít.  13,  Part.  3.a;  ni  la  que  se  hace  en  pe- 
dimento presentado  en  j uicio , porque  falta  en 
ella  el  requisito  del  juramento  formal , á no  ser 
que  el  deudor  se  ratifique  bajo  de  él  ante  el  juez 
ó el  escribano  de  su  órden ; ni  la  calificada  en 
que  el  deudor  destruye  la  intención  de  su  ad- 
versario poniendo  alguna  circunstancia  que 
hace  variar  la  naturaleza  del  hecho,  como  si 
confesando  haber  recibido  la  cantidad  que  se  le 
pide,  dice  al  mismo  tiempo  que  fué  en  pago  de 
un  crédito  que  tenia  á su  favor ; ni  la  ficta  ó 
presunta,  que  es  la  que  el  derecho  estima  he- 
cha por  uo  declarar  el  deudor  ó no  declarar  con- 
forme se  debe;  ni  la  obscura  ó dudosa  que  uo 
recae  sobre  cantidad  ó cosa  cierta  y determina- 
da; ni  la  confesión  segunda  que  está  en  con- 
tradicción con  la  primera;  ni  la  que  hace  el 
menor  sin  que  el  curador  intervenga  en  el  j u- 
ramento  que  debe  precederla.  V.  Confesión  en 
sus  diferentes  artículos. 

El  juramento  decisorio  ó voluntario , que  es  el 
que  una  parte  defiere  á la  otra,  trae  aparejada 
ejecución , porque  es  confesión  verdadera  y tie- 
ne fuerza  de  transacción  y sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada;  pero  no  la  trae  el 
juramento  supletorio:  ley  15,  tít.  11,  Part.  3.a 
V.  Juramento  decisorio. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  consigna 
también  en  su  art.  941,  que  para  que  la  confe- 
sión tenga  fuerza  ejecutiva,  es  necesario  que  se 
haga  ante  juez  competente;  mas  no  podrá  ha- 
cerse ante  el  escribano  en  virtud  de  mandato 
del  juez,  puesto  que  según  el  art.  33  de  dicha 
ley,  los  jueces  y ministros  ponentes  en  los  tri- 
bunales colegiados  deben  recibir  por  sí  las  de- 
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( claraciones  y presidir  todos  los  actos  de  la 
prueba. 

Conforme  al  art.  942,  puede  pedirse  confesión 
judicial  al  deudor  para  preparar  la  acción  eje- 
cutiva. 

Si  se  niega  la  deuda,  habiéndose  exigido  con- 
fesión judicial,  el  acreedor  podrá  usar  de  su 
derecho  en  juicio  ordinario,  pár.  2.“  del  art.  943, 
que  es  el  único  párrafo  de  dicho  artículo  que 
tiene  aplicación  á la  confesión  judicial;  puesto 
que  eu  los  demás  sobre  declaración  de  ser  habi- 
do el  deudor  por  confeso,  si  no  responde  categó- 
ricamente sobre  la  certeza  de  la  deuda,  nada  se 
dice  relativamente  al  reconocimiento  de  esta 
por  medio  de  la  confesión  judicial,  aislada  ó 
sola;  que  es  doctrina  corroborada  por  la  juris- 
prudencia que  la  confesión  judicial,  para  que 
produzca  fuerza  ejecutiva,  ha  de  ser  clara  y ex- 
presa y no  fleta  ni  presunta  ó tácita,  y que  no 
militan,  respecto  de  la  confesión,  para  aplicar  la 
declaración  de  confeso  al  que  se  niega  á pres- 
tarla, las  razones  que  respecto  de  la  falta  del  re- 
conocimiento de  la  firma  ó deuda  que  consta  de 
uu  documento  privado,  según  hemos  dicho  eu 
el  núm.  7.’  anterior.  V.  Juicio  ejecutivo.  * 

9.“  Según  la  ley  7.',  tít.  3.°,  lib.  9.°,  Nov.  Recop. 
«toda  letra  de  cambio  aceptada  es  ejecutiva  co- 
j mo  instrumento  público,  y en  defecto  de  pago 
del  aceptante  debe  pagarla  ejecutivamente  el  que 
la  endosó  á favor  del  tenedor  de  la  letra,  y en  fal- 
ta de  este,  el  que  la  hubiese  endosado  antes,  hasta 
el  que  la  haya  girado  por  su  órdeu,  sin  que  sobre 
este  punto  se  admitan  dudas,  opiniones  ni  con- 
troversias; y el  tenedor  de  la  letra  tampoco  tiene 
necesidad  de  hacer  excusión,  cuando  ios  prime- 
ros aceptantes  hubiesen  hecho  concurso  ó cesión 
de  bienes,  ó se  hallase  implicada  y difícil  la 
paga  por  ocurreucia  de  derechos  ú otro  motivo, 
pues  basta  certificación  del  impedimento  para 
recurrir  pronta  y ejecutivamente  contra  los  de- 
más obligados  aL  pago.»  La  ley  8.a  que  la  subsi- 
gue declara  «que  para  repetir  contra  los  endo- 
santes y librador  bastará  el  protesto  debidamen- 
te formalizado  y presentado  por  falta  de  pago 
del  aceptante  ; que  esta  repetición  podrá  hacerla 
el  portador  ó tenedor  de  la  letra  mercantil  ó ju- 
dicialmente contra  cualquiera  de  los  anterior- 
mente obligados  en  ella,  cual  mas  le  convenga, 
según  lo  previene  la  ordenanza  de  Bilbao;  y que 
! con  arreglo  á ello  y á lo  que  prescriben  los  ar- 
tículos 20,  21  y 22,  cap.  13  de  la  misma,  se  en- 
tienda y observe  lo  dispuesto  en  la  pragmática 
sanción  de  2 de  Junio  de  1782,»  esto  es,  en  la 
ley  7 .*  que  se  ha  copiado.  Por  ios  tres  citados 
artículos  de  la  ordenanza  de  Bilbao  se  previene: 
que  los  tenedores  de  letras  acudan  en  debido 
tiempo  á las  personas  sobre  quienes  fueren  li- 
bradas, y no  pagándolas,  á las  señaladas  en 
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falta  de  pagamento ; practicando  esta  diligencia 
y avisando  su  resulta  (con  el  protesto  si  le  hu- 
biere! al  librador  ó endosante,  cual  mas  le  con- 
venga , precisamente  por  él  primer  correo;  so  . 
pena  que  de  lo  contrario  serán  de  cargo  de  di- 
chos tenedores  los  riesgos  de  la  cobranza;  que  el 
librador  ó endosantes  A quienes  se  recurriere 
por  el  tenedor  con  letras  y protestos,  deberán 
pagar  su  importe  con  los  cambios,  recambios  ó 
intereses,  comisión  y gastos,  breve  y sumaria- 
mente; y en  defecto  se  les  apremie  por  la  via 
mas  ejecutiva,  sin  admitirles  excepción  de  no 
tener  provisión  , de  que  se  hallan  con  reconven- 
ción, compensación,  ni  otra  alguna,  ni  pretexto 
por  legítimo  que  sea  ; pues  todo  se  les  ha  de  re- 
servar, si  lo  alegaren,  para  otro  juicio;  y que 
en  caso  de  pagarse  por  cualquiera  de  los  endo- 
santes el  importe  de  la  letra  devuelta  y protes- 
tada, tenga  el  tal  pagador  el  derecho  de  recurso 
á otro  de  los  endosantes  anteriores  á él  liastá  el  | 
mismo  librador,  y á cualquiera  de  ellos  in  soli- 
dum ; y que  aquel  contra  quien  se  pidiere,  pague 
y sea  apremiado  á ello,  y lo  mismo  los  demás, 
hasta  que  el  último  endosante  quede  con  solo  el 
derecho  al  librador  ó aceptante , procediéndose 
sumaria  y ejecutivamente  en  unos  y otros  juicios. 

Hemos  extractado  casi  á la  letra  estas  disposi- 
ciones de  nuestras  leyes,  para  evitar  la  inexac- 
titud, confusión  ó insuficiencia  con  que  las  ve- 
mos presentadas  en  algunas  obras  de  derecho 
que  tenemos  á la  vista.  También  es  de  advertir, 
que  algunos  escritores  dan  fuerza  ejecutiva  á 
las  letras  de  cambio  aceptadas  y no  reconocidas 
(esto  es,  aunque  no  estén  reconocidas)  no  solo 
contra  el  aceptante  sino  también  contra  los  en- 
dosantes ; al  paso  que  otros  no  se  la  dan  ni  aun 
contra  el  aceptante  sino  en  caso  de  haber  sido 
reconocidas.  Ambas  opiniones  nos  parecen  falsas 
ó á lo  menos  inexactas.  Las  letras  de  cambio  no 
pueden  ejecutarse  contra  el  librador  ó el  endo- 
sante demandado,  sin  que  estos  hagan  judicial- 
mente el  reconocimiento  de  su  firma:  mas  cou 
respecto  al  aceptante  que  no  hubiere  opuesto 
tacha  de  falsedad  á su  aceptación  al  tiempo  de 
protestarse  la  letra  por  falta  de  pago , no  es  ne- 
cesario el  reconocimiento  judicial  de  la  firma 
para  proeederse  contra  él  A la  ejecución,  y así 
en  efecto  lo  decide  el  art.  544  del  Código  de  co- 
mercio. 

* Al  enumerar  los  títulos  que  traen  aparejada 
ejecución  en  el  día,  hemos  expuesto  la  disposi-  i 
cion  del  art.  941,  núm.  4.°  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  reproduce  la  del  art.  544,  pár- 
rafo 2.°  del  Código  de  comercio,  relativa  á las 
letras  de  cambio,  con  respecto  al  aceptante  que 
no  hubiere  puesto  tacha  de  falsedad  A su  acep- 
tación; pues  si  la  opusiere,  como  falta  el  recono- 
cimiento de  la  firma,  no  puede  tener  fuerza  eje- 
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ciitiva.  No  oponiéndola,  no  es  necesario  el  reco- 
nocimiento judicial  para  que  tenga  fuerza  eje- 
cutiva la  letra,  porque  média  el  protesto,  que 
equivale  A una  escritura  pública,  en  que  el 
aceptante,  por  el  hecho  de  no  poner  la  tacha  de 
falsedad  de  la  letra,  reconoce  su  firma  y que 
es  legítimo  el  documento.  Cuando  se  dirija  la 
acción  contra  el  librador  ó alguno  de  los  endo- 
santes de  la  letra,  debe  estarse.  A lo  prescrito  en 
el  pár.  l.°  del  art.  544  citado,  preparándose  la 
ejecución  con  el  reconocimiento  judicial  que 
hagan  de  su  firma  el  librador  ó el  endosante 
demandado  sobre  el  pago.  Pero  siempre  es  indis- 
pensable presentar  con  la  demanda  la  letra  de 
cambio  an  forma  y el  protesto.  Yéase  la  adición 
al  artículo  Instrumento  ejecutivo  en  el  comercio.  4 

Las  disposiciones  legales  de  que  hemos  hecho 
mención,  deben  entenderse  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  Código  de  comercio  respecto  de 
los  asuntos  mercantiles  y de  las  personas  de  los 
comerciantes.  Y.  Letra,  de  cambio. 

Aquí,  sin  embargo,  ha  de  tenerse  presente  el 
art.  434,  que  dice  así:  «No  siendo  comerciantes 
los  libradores  ó aceptantes  de  las  letras  de  cam- 
bio, se  considerarAn  estas,  en  cuanto  A los  que 
no  tengan  aquella  cualidad,  simples  pagarés, 
sobre  cuyos  efectos  serAn  juzgados  por  las  leyes 
comunes  en  los  tribunales  de  su  fuero  respecti- 
vo, sin  perjuicio  del  derecho  de  los  tenedores  A 
exigir  el  importe  de  estas  letras,  conforme  A las 
reglas  de  la  jurisprudencia  mercantil,  de  cual- 
quiera comerciante  que  haya  intervenido  en 
ellas.  Pero  si  dichas  personas  no  comerciantes 
hubieren  librado  6 aceptado  las  letras  por  con- 
secuencia de  una  operación  mercantil,  probando 
el  tenedor  esta  circunstancia,  quedarán  sujetas, 
en  cuanto  A la  responsabilidad  contraida  en 
ellas,  A las  leyes  y jurisdicción  del  comercio.  El 
endoso,  sea  ó no  comerciante  el  que  lo  ponga, 
produce  garantía  del  valor  de  la  letra  endosada, 
salva  la  reserva  de  su  fuero  respectivo  A los  en- 
dosantes que  no  sean  comerciantes.» 

* Adviértase  que  en  el  dia,  habiéndose  supri- 
mido los  tribunales  especiales  de  comercio  por 
el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868,  es  compe- 
tente la  jurisdicción  ordinaria  para  conocer  en 
todas  las  cuestiones  judiciales  sobre  obligacio- 
nes y derechos  procedentes  de  negociaciones, 
contratos  y operaciones  mercantiles , ya  estén 
comprendidas  en  las  disposiciones  del  Código  de 
comercio,  por  reunir  los  caractéres  determina- 
dos en  él,  ya  en  leyes  especiales:  art.  10  de  dicho 
decreto.  Acerca  de  lo  prescrito  en  el  primer  pár- 
rafo del  art.  434  expuesto  sobre  el  aceptante  de 
la  letra  de  cambio  no  comerciante,  véase  la  adi- 
ción anterior,  en  que  se  expone  lo  prevenido  en 
el  nimi.  4.“  del  art.  941  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  * 
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Es,  por  último,  de  advertir,  que  toda  letra  de  I 
cambio,  libranza  á la  orden  ,.  pagaré  6 carta-ór-  1 
den  de  crédito  por  cantidad  fija,  ha  de  estar  ex- 
tendida en  el  papel  sellado  que  se  ha  establecido  ! 
al  efecto,  pues  de  lo  contrario  será  ilegal  y no  ! 
tendrá  fuerza  alguna  si  no  es  purgada  de  su  vi- 
cio, uniendo  á ella  otra  del  sello  correspondien- 
te, y acreditando  haber  satisfecho  la  multa  im- 
puesta por  la  ley.  V.  Papel  sellado  para  los  docu- 
mentos de  giro. 

* Creemos  deber  hacernos  cargo  en  este  lugar 
de  las  adiciones  5.a  y 6.a  al  art,  941  de  ¡a  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  por  la  analogía  que  tiene 
con  la  4.a  la  naturaleza  de  los  actos  sobre  que 
versan. 

Dicha  adición  5.a  se  refiere  y da  fuerza  ejecuti- 
va á los  cupones  vencidos  de  ios  intereses  fijos, 
pagaderos  á cierto  plazo,  de  las  obligaciones  que 
emiten  Ugal’inente  autorizadas  las  compañías  de 
crédito  y otras  sociedades  y empresas,  y á las  obli- 
gaciones de  la  misma  dase,  también  vencidas,  ó á 
las  que  haya  cabido  la  suerte  de  la  amortización. 
.Desde  el  momento  que  vencen  dichos  cupones  ú 
obligaciones,  ó que  estas  han  sido  favorecidas  en 
el  sorteo  para  la  amortización,  habiendo  llegado 
la  época  de  su  pago,  puede  exigirse  este  por  el 
portador  ó poseedor  legítimo.  Para  hacer  esta 
reclamación  por  la  via  ejecutiva,  deben  presen- 
tarse los  cupones  originales  de  los  intereses  ven- 
cidos, y los  títulos  á que  correspondan  ; y si  se 
tratare  de  obligaciones  amortizadas,  debe  acre- 
ditarse debidamente  haber  sido  favorecidas  por 
el  sorteo,  debiendo  verificarse  la  comprobación 
de  los  cupones  con  los  títulos,  y estos  con  los  li- 
bros talonarios  que  obran  en  poder  de  la  compa- 
ñía, por  el  juez  competente,  con  citación  del  di- 
rector ó persona  que  represente  á aquella.  Re- 
sultando conforme  esta  confrontación,  se  des- 
pachará la  ejecución,  sin  que  obste  á ello  la  pro- 
testa de  falsedad  de  los  títulos  mencionados  que 
hiciere  en  el  acto  el  director  ó representante  re- 
feridos, porque  de  lo  contrario  se  haría  depen- 
der la  eficacia  de  este  derecho  de  la  voluntad  del 
obligado  á su  cumplimiento,  y se  dejaría  á la  vo- 
luntad de  este  el  éxito  de  la  acción  contra  él  en- 
tablada. La  cláusula  referente  á dicha  protesta  en 
el  texto  de  esta  adición,  tal  como  se  contenía  en 
el  decreto  de  6 de  Diciembre  citado,  se  hallaba 
concebida  en  estos  términos:  «á  no  ser  que  el 
director  ó persona  que  represente  á la  compañía 
protesten  eu  el  acto  de  la  confrontación  la  false- 
dad de  los  títulos,»  lo  cual  dió  motivo  á que  al- 
gunos jueces  no  despacharan  la  ejecución  cuan- 
do se  efectuaba  la  protesta.  Por  esta  razón  se 
reformó  la  cláusula  referida  por  la  ley  de  12  de 
Diciembre  de  1872,  expresando  que  no  fuera  obs- 
táculo dicha  protesta  para  despachar  la  ejecu- 
ción; pero  en  la  misma  disposición  se  permite  á 


aquellos  representantes  alegar  esta  protesta  en 
forma,  como  una  de  las  excepciones  del  juicio 
ejecutivo,  en  cuyo  caso,  y si  el  título  fuere  falso, 
se  resolverá  en  el  mismo  juicio,  y antes  que  el 
deudor  experimente  un  perjuicio  irreparable. 
De  esta  suerte  se  respetan  á la  vez  los  derechos 
sagrados  del  deudor  y del  acreedor.  Véase  lo 
expuesto  sobre  la  proposición  formulada  sobre 
este  punto  por  varios  diputados  en  la  sesión  de 
Córtes  de  25  de  Octubr^de  1872. 

Lu.  adición  6.a  ai  art.  941  de  ia  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  dando  fuerza  ejecutiva  d ¿os  billetes 
de  Banco  si  confrontan  con  los  libros  talonarios, 
se  mandó  efectuar  por  el  art.  6.°  de  la  ley  de  19 
de  Octubre  de  1869,  que  estableció  la  libertad 
de  creación  de  Bancos  territoriales , agrícolas  y 
de  emisión  y descuento.  Sin  embargo,  en  esta 
disposición  se  adoptó  la  misma  cláusula  del  ar- 
tículo 10  del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868, 
sobre  los  cupones  de  obligaciones  al  portador 
emitidas  por  compañías,  que  decía,  se  procedie- 
se á la  ejecución  « á no  ser  que  se  protestara  en 
el  acto  de  la  confrontación  , de  la  falsedad  del 
billete,  por  persona  competente.»  Dicha  cláusula 
ofrece  los  mismos  inconvenientes  ya  expuestos 
que  la  del  caso  5.",  por  lo  que  creemos  que,  ha- 
biéndose enmendado  esta  por  la  ley  de  12  de  Di- 
ciembre de  1872,  en  los  términos  que  hemos  in- 
dicado, deberá  por  identidad  de  razón,  enten- 
derse en  el  mismo  sentido,  ó enmendada  en  igual 
forma,  la  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869. 

En  consecuencia  de  la  disposición  expuesta, 
podrá  ser  competido  por  la  via  ejecutiva  el  Ban- 
ca fundado  después  de  la  fecha  de  la  ley  referida 
de  Octubre , que  se  niegue  á cambiar  los  billetes 
que  emitió,  por  el  portador  de  ellos,  á que  los 
cambie , si  estos  aparecieren  legítimos  confron- 
tados con  los  libros  talonarios. 

Lo  mismo  deberá  entenderse  con  respecto  á los 
tenedores  de  billetes  de  Bancos  constituidos  con 
arreglo  á la  ley  de  28  de  Enero  de  1856,  si  los 
billetes  fueren  talonarios.  Si  los  hubieren  expe- 
dido sin  esta  circunstancia,  háse  contendido  por 
los  autores  sobre  la  forma  en  que  puede  reali- 
zarse su  reembolso.  Es  la  opinión  mas  común, 
que  no  procede  en  tal  caso  la  via  ejecutiva  bas- 
ta que  se  haya  justificado  la  legitimidad  de  los 
mismos , por  medio  del  reconocimiento  de  las 
firmas  que  contengan ; que  si  esto  no  fuere  po- 
sible por  haber  fallecido  las  personas  que  las 
pusieron,  ó si  fuere  insuficiente  por  haber  ce- 
sado estas  en  su  cargo,  deberá  recurrirse  á la 
confesión  judicial  sóbrela  legitimidad  délos  bi- 
lletes, pero  que  el  medio  mas  sencillo  y expedi- 
to para  poder  proceder  por  la  via  ejecutiva,  seria 
fundar  el  tenedor  de  los  billetes  su  título  en  los 
estatutos  del  Banco  que  los  expidió,  puesto  que 
en  ellos  se  obligan  los  Bancos  en  favor  de  los 
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tenedores  de  los  billetes  á cambiarlos  en  metáli- 
co á la  vista,  quedando  á salvo  al  ejecutado  el 
oponer  en  el  término  del  encargado  la  excep- 
ción de  falsedad  ó demás  que  en  su  favor  tu- 
viere. 

En  circunstancias  anormales,  como  si  por 
ocurrir  en  el  mercado  una  crisis  monetaria,  se 
viera  un  flanco  en  la  necesidad  de  limitar  el 
cambio  de  sus  billetes,  creemos  que  debe  resol- 
verse la  cuestión  sobre  la  fuerza  y eficacia  de  • 
estos  por  diversas  reglas  que  las  relativas  á la 
naturaleza  de  los  mismos,  aplicables  de  lleno 
en  circunstancias  normales.  Sin  embargo,  ha- 
biéndose negado  en  1866  por  efecto  de  crisis 
monetaria,  á cambiar  el  Banco  de  España  varios 
billetes  en  cantidad  de  200,000  rs.,  y entablá- 
dose  demanda  ejecutiva  contra  él  por  dicha 
suma  é intereses,  presentándose  como  título 
ejecutivo  los  billetes  y el  protesto  por  falta  de 
pago,  ei  Tribunal  de  Comercio  de  Madrid  dene- 
gó la  ejecución,  y habiéndose  apelado  de  este 
fallo  á la  Audiencia,  declaró  esta  haber  lugar  á 
despacharla,  revocando  aquel  fallo. En  un  infor- 
me que  emitieron  con  motivo  de  este  fallo  ca- 
torce de  los  abogados  mas  notables  del  colegio 
de  Madrid,  se  opinó,  que  no  podia  despacharse 
legalmente  mandamiento  de  ejecución  por  la 
sola  presentación  de  un  billete  de  Banco,  con 
un  protesto  que  solo  acreditaba  la  falta  de  pago, 
como  se  había  efectuado  en  aquel  caso;  consig- 
nando al  mismo  tiempo,  que  no  negaban  la  fuer- 
za ejecutiva  á dichos  billetes,  siempre  que  se  les 
pusiera  en  condiciones  para  ello  por  medio  de 
las  oportunas  diligencias  con  arreglo  al  art.  306 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil;  esto  es, 
que  se  efectuara  el  reconocimiento  judicial  de 
la  firma,  considerándolos  como  simples  paga- 
rés á la  órden,  ó como  documentos  privados, 
comprendidos  en  el  número  2.“  del  art,  941  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Resolvióse,  pues,  este  caso  por  las  reglas  y 
doctrinas  generales  dominantes  en  aquel  tiem- 
po sobre  el  carácter  y naturaleza  de  los  billetes 
de  Banco.  Por  nuestra  parte  creemos  que  tales 
casos  deben  determinarse  atendiendo  ó.  la  ex- 
tensión y límites  de  las  obligaciones  del  Banco, 
respecto  de  la  expedición  de  billetes  al  consti- 
tuirse, con  arreglo  á las  facultades  que  le  con- 
cedieron las  leyes,  según  hemos  expuesto  en  el 
articulo  de  esta  obra  Bancos  de  crédito , tomo  l.% 
páginas  15  y 16.  * 

10.  Las  cédulas,  provisiones,  privilegios  y 
rescriptos  del  Rey  traen  aparejada  ejecución, 
con  tal  que  no  se  opongan  al  derecho  divino,  al 
natural  ó al  positivo,  ni  cedan  en  perjuicio  de 
tercero  ó del  público,  ni  hayan  sido  obtenidas 
con  el  vicio  de  obrepción  ó subrepción : leyes  28 
y siguientes  hasta  la  53  inclusive,  tit.  18,  Parti- 


da 3.a,  y leyes  del  tit.  4.°,  lib.  3.",  Nov.  Recop. 
V.  Ley,  Privilegio  y Rescripto. 

* Actualmente  no  es  fácil  que  ocurran  casos 
en  que  se  presenten  títulos  de  esta  especie,  por 
no  ser  propio  del  nuevo  régimen  político  la  ex- 
pedición de  ellos:  si  se  presentaren  los  expedi- 
dos durante  el  régimen  antiguo,  serian  aplica- 
bles las  disposiciones  de  nuestras  antiguas  le- 
yes sobre  esta  materia  para  su  cumplimiento' 
por  la  vía  de  apremio.  * 

11.  Las  libranzas  que  se  despachan  con  au- 
toridad judicial  para  hacer  pago  al  acreedor  del 
dinero  depositado , traen  aparejada  ejecución, 
por  la  misma  razón  que  la  traen  los  libramien- 
tos de  los  contadores  mayores  y otros  jefes  de  la 
Hacienda  pública  contra  los  recaudadores,  teso- 
reros, arrendadores  y sus  fiadores,  según  las  le- 
yes 14  del  tít.  7.“,  y 7.a,  8.a,  9.a  y 24  del  título  16, 
lib.  9.°  de  la  Recopilación,  que  se  han  suprimido 
en  la  Novísima ; yen  efecto,  toda  persona  que 
tiene  en  su  poder  un  dinero  úotra  cosa  que  no  le 
pertenezca,  debe  apresurarse  á.  verificar  su  en- 
trega á q uien  se  le  mandare  efectuar  por  la  com- 
petente autoridad,  purliendo  compelérsele  por 
lavia  ejecutiva:  Carleval,  tít.  3.°,  disp.  6.a,  nú- 
mero 2.°  * V.  Juicio  ejecutivo.  * 

INSTRUMENTO  EJECUTIVO  EN  EL  COMERCIO.  En  los 
negocios  y obligaciones  mercantiles  tienen  fuer- 
za ejecutiva,  según  la  ley  de  Enjuiciamiento  de 
24  de  Julio  de  1830:  l.°  La  sentencia  judicial 
ejecutoriada  que  condena  á la  entrega  de  algu- 
nos efectos  de  comercio,  ó al  pago  de  cantidad 
determinada.  2.”  La  escritura  pública  original 
ó de  primera  saca,  y las  copias  extraídas  poste- 
riormente del  registro  en  virtud  del  decreto  ju- 
dicial y con  citación  del  deudor.  3.*’  La  senten- 
cia arbitral  que  sea  irrevocable  con  arreglo  á los 
términos  del  compromiso.  4.°  La  confesión  judi- 
cial del  deudor.  5."  Las  letras  de  cambio,  libran- 
zas y vales  ó pagarés  de  comercio  en  los  términos 
que  disponen  los  arts.  543,  544  y 566  del  Código 
(véase  Letra  de  cambio).  6."  Las  pólizas  originales 
de  contratos  celebrados  con  intervención  de  cor- 
redor público,  que  estén  firmadas  por  los  contra- 
tantes y por  el  mismo  corredor  que  intervino  en 
el  contrato.  7."  Las  facturas,  cuentas  comentes 
y liquidaciones  aprobadas  por  el  deudor,  prece- 
diendo el  reconocimiento  judicial  que  este  haga 
de  su  firma.  8.“  Las  contratas  privadas  suscritas 
por  los  interesados  contratantes  y reconocidas 
en  juicio  como  legítimas  y ciertas:  art.  306. 

* Derogada  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercan- 
til de  24  de  Julio  de  1830,  excepto  en  lo  relativo 
al  juicio  de  quiebras  y al  procedimiento  de  apre- 
mio, por  el  art.  12  del  decreto  de  6 de  Diciembre 
de  1868,  sobre  unificación  de  fueros,  pueden 
considerarse  comprendidos  en  las  disposiciones 
del  art.  941  y otros  de  la  del  Enjuiciamiento  civil 
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y en  varias  disposiciones  del  Código  de  comercio 
los  títulos  aquí  enumerados.  Y en  efecto,  los  de- 
signados con  el  núm.  l.°  del  art.  306  de  aquella, 
se  hallan  comprendidos  en  los  arts.  891  y si- 
guientes de  esta  última  ley,  sobre  la  ejecución 
de  sentencias  ejecutorias;  el  del  núm.  2.°  de  la 
primera  ley  lo  está  en  el.  núm.  l.°  del  art.  941  de 
la  segunda;  el  del  núm.  3.”,  en  los  números  891 
y siguientes;  el  del  núm.  4.",  en  el  3.°  del  ar- 
tículo 941  citado ; los  del  núm.  5."  sobre  letras  de 
cambio,  libranzas  y pagarés , no  considerándose 
mas  que  como  documentos  privados , se  hallan 
comprendidos  en  el  núm.  2.a  del  art.  941  citado, 
referente  á todo  documento  de  esta  clase:  el  caso 
de  intentarse  la  acción  ejecutiva  contra  el  acep- 
tante de  una  letra  de  cambio , se  halla  expresado 
en  el  núm.  4.“  de  dicho  artículo;  también  deben 
considerarse  comprendidos  en  el  núm.  2."  del 
art.  941  los  documentos  enunciados  en  los  nú- 
meros 7.°  y 8."  del  art.  306  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento mercantil,  por  ser  documentos  privados. 
Respecto  de  las  pólizas  de  contratos  celebrados 
por  medio  de  corredor  público,  que  se  enuncian 
en  el  núm.  6.°  del  art.  306  de  la  ley  mercantil, 
aunque  no  se  hallan  expresados  en  la  ley  civil, 
si  el  corredor  es  colegiado  deben  considerarse 
comprendidas  en  el  núm-.  1."  del  art.  941  de 
esta  última  ley.  Esto  se  funda  en  el  decreto  de 
30  de  Noviembre  de  1868,  según  el  cual,  los 
corredores  colegiados  tienen  el  carácter  de  no- 
tarios para  las  transacciones  en  que  interven-  , 
gau,  y sus  libros  hacen  prueba  enjuicio;  en  ¡ 
los  arts.  812  y 840  del  Código  de  comercio  que 
atribuyen  fuerza  ejecutiva  á las  pólizas  de  con- 
tratos á la  gruesa  y de  seguros  marítimos , au- 
torizados por  corredor,  siempre  que  se  comprue- 
ben con  su  registro  y que  este  se  encuentre  con 
todas  las  formalidades  que  previene  el  art.  95; 
en  el  art.  64  del  mismo  Código , sobre  que  las 
certificaciones  de  los  libros  de  los  corredores  re- 
ferentes al  libro  maestro  de  sus  operaciones , y 
comprobadas  en  virtud  de  decreto  judicial  con 
los  asientos  de  dicho  libro,  hacen  prueba  siem- 
pre que  en  este  no  se  halle  defecto  ni  vicio  al- 
guno; eu  el  decreto  de  1.”  de  Febrero  de  1869 
estableciendo  la  unificación  de  fueros  en  Ultra- 
mar, que  declara  se  comprendan  bajo  la  deno- 
minación de  documentos  públicos  y solemnes 
los  registros  de  los  libros  de  los  corredores  y las 
certificaciones  expedidas  por  estos  agentes  con 
referencia  á los  mismos,  en  los  términos  prescri-  ■ 
tos  en  el  art.  64  citado.  Para  que  adquieran  di- 
chas pólizas  fuerza  ejecutiva  deben  hallarse  ex- 
tendidas en  forma  y en  el  papel  sellado  corres- 
pondiente, y resultar  su  autenticidad  de  su 
comprobación  con  el  registro  referido , llevado 
en  forma , en  virtud  de  mandamiento  judicial  y 
con  citación  contraria.  * 

Tumo  iii. 


INSULTO.  La  ofensa  que  se  hace  á otro  provo- 
cándole é irritándole  con  palabras  ó acciones. 
V.  Injuria. 

* insulto  A LA  AUTORIDAD.  V.  Desacato,  Ca- 
lumnia. * 

* INSULTO  Á CENTINELA.  El  que  insultare  ó in- 
juriare á un  soldado  que  está  de  centinela,  ya 
acometiéndole  con  arma  blanca,  ya  apuntándole 
con  arma  de  fuego  ó dándole  golpes  con  la  ma- 
no, ó bien  con  palo  ó piedra,  incurre  en  la  pena 
de  muerte,  y es  juzgado  en  consejo  de  guerra, 
aunque  sea  paisano , según  el  art.  2.“,  tít.  10, 
tratados.0  de  las  Ordenanzas  del  Ejército.  El  Có- 
digo penal  de  1848  castigaba  á los  que  con  vio- 
lencia acometieren  ó resistieren  á un  guardia  ó 
centinela,  con  la  pena  de  prisión  mayor,  si  lle- 
gaban á impedirle  el  libre  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, y con  la  de  prisión  menor  en  otro  caso, 
y en  el  193  se  castigaba  el  insulto  hecho  de  pa- 
labra á un  guardia  ó centinela;  pero  estas  dis- 
posiciones han  desaparecido  en  la  reforma  de 
1870.  Además,  por  la  ley  de  6 de  Diciembre  de 
1808  se  establece  en  su  art.  4.°  que  la  jurisdicción 
de  guerra  es  la  única  competente  para  conocer, 
con  arreglo  á las  Ordenanzas  militares  del  Ejér- 
cito y Armada,  de  los  delitos  de  insulto  á centi- 
nelas , salvaguardias  y tropa  armada  y atentado 
y desacato  á la  autoridad  militar,  y la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de 
1870,  en  su  art.  350,  núm.  4.“,  atribuye  á dicha 
jurisdicción  los  delitos  mencionados:  véaselas 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  7 de  Enero 
de  1870  y 7 de  Marzo  de  1871. 

También  es  castigado  con  severidad  por  la 
Ordenanza  el  que  injuria  á un  centinela  de  pa- 
labra , pues  que  ni  los  mismos  oficiales  pueden 
castigarle  entonces  ni  reprenderle,  siendo  pre- 
ciso para  ello  relevarle  primero.  * 

INTENCION.  La  determinación  de  la  voluntad 
en  órden  á algún  fin:  el  espíritu  con  que  se 
hace  alguna  cosa;  ó el  objeto  que  uno  se  propo- 
ne en  sus  acciones  ó palabras.  En  las  leyes  se  ha 
de  mirar  mas  bien  á la  intención  del  legislador 
que  á la  significación  aislada  de  los  términos 
que  ha  empleado:  Scire  leyes,  non  est  verba  earuni 
tener e,  sed  vim  ac  potes  tatenv.  ley  17,  D.  de  ley. 
En  las  convenciones  se  debe  indagar  cuál  ha 
sido  la  intención  común  de  los  contrayentes  an- 
tes que  fijarse  escrupulosamente  en  el  sentido 
literal  de  las  palabras:  In  convenlionilms  contm- 
hentimi  rolnnlatem  potius  gwm  verba  spectari 
placuit  D.  de  verb.  signif.  En  las  últimas  volun- 
tades siempre  ha  de  examinarse  la  intención  del 
testador  para  seguirla  con  exactitud,  dándole  la 
interpretación  mas  lata  y favorable  que  sea  po- 
sible: In  testatis  plenius  volúntales  testanlnmin- 
terprelamur:  ley  12,  D.  de  reg.  jur.  En  materia 
criminal  se  ha  de  considerar  la  intención  mas 
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bien  que  el  hecho,  porque  sin  intención  no  hay 
criminalidad:  el  que  no  lia  tenido  intención  de 
hacer  mal,  no  es  culpable  de  delito;  y el  daño 
que  ha  cansado  no  puede  pasar  sino  por  un  cua- 
si delito:  mas  en  todo  hecho  ilícito , en  toda  in- 
fracción libre  de  la  ley,  se  supone  intención,  ó 
sea  voluntad  y malicia,  mientras  que  no  se  prue- 
be ó no  resulte  claramente  lo  contrario.  La  in- 
tención es  la  que  determina  el  género  del  delito 
que  uno  ha  cometido:  de  aquí  es  que  el  que  se- 
para la  fruta  de  los  árboles  de  su  vecino  con  el 
fin  de  aprovecharse  de  ella,  es  culpable  de  hur- 
to, en  vez  de  que  si  la  destruye  solo  con  el  ob- 
jeto de  hacer  mal,  sin  querer  tomar  para  sí  nin- 
gún provecho,  no  es  responsable  sino  del  daño 
que  hubiere  causado:  Voluntas etproposiUm ma- 
leficia dislinguni.  Mas  aunque  se  haya  de  aten- 
der principalmente  á la  intención  antes  que  al 
hecho,  no  por  eso  se  quiere  decir  que  la  inten- 
ción por  sí  sola  es  digna  de  castigo,  aun  cuando 
no  se  manifieste  por  actos  externos  prohibidos 
por  la  ley,  sino  que  por  regla  general  no  puede 
haber  delito  sino  donde  hay  un  hecho  criminal 
y una  intención  culpable  reconocida.  V.  Inter- 
pretación, Delito,  Arrepentimiento  y Tentativa. 

INTENCION.  Fundar  ó tener  fundada  intención 
contra  alguno,  es  asistir  ó favorecer  á uno  el  de- 
recho común  para  ejercer  alguna  facultad,  ó 
continuar  cu  alguna  costumbre,  uso  y ejerci- 
cio de  cualquier  derecho  sin  necesidad  de  pro- 
barlo. 

INTENDENTE,  El  agente  inmediato  del  ministe- 
rio de  Hacienda,  ó sea  el  primer  jefe  y director 
de  los  ramos  pertenecientes  á la  Hacienda  pú- 
blica en  cada  una  de  las  provincias  en  que  está 
dividida  la  monarquía. 

Los  intendentes  fueron  creados  por  Felipe  V 
con  el  fin  de  restituir  á su  antiguo  esplendor  el 
Gobierno  económico,  la  administración  de  justi- 
cia y la  causa  publica,  confundido  todo  por  los 
acontecimientos  de  la  guerra;  y así,  según  la  Or- 
denanza de  1718,  reformada  después  por  la  de 
1749,  y otras  órdenes  posteriores,  no  solo  tenían 
á su  cargo  el  cuidado  de  la  exacta  recaudación 
é inversión  de  las  contribuciones,  rentas,  dere- 
chos y cualesquiera  caudales  del  erario,  con  ju- 
risdicción contenciosa  en  causas  de  contrabando 
y fraude,  y en  las  civiles  y criminales  de  los  em- 
pleados de  hacienda  que  procedan  de  sus  em- 
pleos ú oficios  ó por  consecuencia  de  ellos  ; sino 
que  también  éra  de  su  incumbencia  entender 
en  los  negocios  comunes  de  justicia  y policía,  á 
cuyo  efecto  estaban  revestidos  del  carácter  de 
corregidores , y además  debian  cuidar  de  la  me- 
jor administración  de  los  propios  y arbitrios  de 
los  pueblos,  velar  sobre  la  ejecución  de  las  dis- 
tribuciones de  tierra  concejiles,  hacer  por  me- 
dio de  la  contaduría  y circular  á los  pueblos  el 


362  — 

repartimiento  de  quintos  para  el  reemplazo  del 
ejército,  promover  el  aumento  de  la  población, 
v fomentar  la  agricultura,  las  fabricas,  las  artes, 
el  comercio  y la  ganadería.  Mas  por  fin  los  cor- 
regimientos se  separaron  de  las  intendencias;  y 
con  el  establecimiento  del  ministerio  de  la  Go- 
bernación y de  los  gobiernos  políticos  y Diputa- 
ciones provinciales,  no  quedaron  álos  intenden- 
tes mas  facultades  que  las  meramente  relativas 
á la  Hacienda  pública  * basta  que  fueron  supri- 
midos por  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1849,  y 
sus  atribuciones  pasaron  á los  gobernadores  de 
provincia.  V.  Gobernador.  * 

INTENTAR,  Instituir,  proponer  ó deducir  el  ac- 
tor su  acción  en  juicio. 

* INTERCEPTACION  DE  LA  CORRESPONDENCIA.  Véa- 
se Desórdenes  públicos  y Violación  de  secretos . * 

INTERDICCION.  La  suspensión  de  oficio,  6 la 
prohibición  que  se  hace  á uno  de  continuar  en 
el  ejercicio  de  su  empleo,  cargo,  profesión  ó mi- 
nisterio. Puede  ser  expresa  ó tácita:  la  expresa, 
que  también  se  llama  judicial , es  la  qüe  se  pro- 
nuncia mediante  sentencia  de  condenación  ; y 
la  tácita,  que  asimismo  puede  llamarse  legal, 
I es  la  que  proviene  de  la  infamia  ó nota  en  que 
uno  incurre  por  alguno  de  aquellos  crímenes 
que  inducen  privación  de  honras  y dignidades. 
Es  voz  poco  usada  en  el  foro  en  este  sentido, 
siendo  mas  comunes  las  de  suspensión  ó priva- 
ción de  oficio  según  los  casos. 

* La  interdicción  civil  es  una  de  las  penas  ac- 
cesorias impuestas  en  el  Código  penal  de  1870, 
art.  24. 

La  interdicción  civil  priva  al  penado,  mien- 
tras la  estuviere  sufriendo,  de  los  derechos  de 
la  patria  potestad,  tutela,  curaduría,  participa- 
ción en  el  Consejo  de  la  familia,  de  la  autoridad 
marital,  de  la  administración  de  bienes,  y del 
derecho  de  disponer  de  los  propios  por  actos  en- 
tre vivos.  Exceptúanse  los  casos  en  que  la  ley  li- 
mita determinadamente  sus  efectos:  art.  41  del 
Código  penal. 

La  interdicción  civil,  según  nuestro  Código,  se 
limita  á la  privación  de  aquellos  derechos  civi- 
les que  el  penado  no  podria  ejercer  mientras 
cumple  la  condena,  ó cuyo  ejercicio  podria  ha- 
cer ilusorias  las  penas,  en  algunos  casos.  Así  es 
que  lejos  de  ofrecer  la  interdicción  así  impuesta 
una  pena  dura  que  equipare  al  que  la  sufre  á la 
muerte  natural,  como  se  advierte  en  el  Código 
francés  y otros  extranjeros  que  privan  al  penado 
de  la  propiedad  de  los  bienes  que  poseía,  pa- 
sando á los  herederos  legítimos,  y de  la  facultad 
de  adquirir  por  succesiou,  etc.,  puede  conside- 
rarse en  la  generalidad  de  los  casos , mas  bien 
que  como  un  castigo  del  criminal , como  un  be- 
neficio dispensado  á su  familia  y á otras  perso- 
nas iuoeentes,  puesto  que  evita  el  abuso  que  po- 
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dría  hacer  el  penado  de  los  derechos  de  que  se  le 
príva  en  perjuicio  de  estas  personas. 

Cuando  se  impusiere  la  pena  de  interdicción 
civil , cuidará  el  tribunal  de  que  se  observeu  las 
regias  establecidas  en  el  art.  4.°  de  la  ley  de  18 
de  Junio  de  1870,  sobre  los  efectos  civiles  de  la  in- 
terdicción , y de  que  se  inscriba  la  prohibición 
de  disponer  de  los  bienes  en  los  Registros  de  la 
propiedad  de  los  partidos  en  que  el  penado  los 
tuviere:  art.  923  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  de  22  de  Diciembre  de  1872. 

Hasta  que  se  publique  el  Código  civil  se  ob- 
servarán como  complementarias  del  art.  41  del 
penal  las  reglas  siguientes  sobre  los  efectos  ci- 
viles de  la  pena  de  interdicción:  art.  4.”  citado 
en  la  disposición  anterior. 

Primera,  Si  el  penado  con  la  interdicción  ci- 
vil fuere  soltero  y estuviese  emancipado,  se  le 
proveerá,  según  su  edad,  de  curador  ejemplar  i 
á ordinario,  á ñu  de  que  administre  sus  bienes 
y aplique  los  productos  en  la  parte  necesaria  á 
cubrir  sus  obligaciones. 

Segunda.  Lo  mismo  se  observará  si  el  pena- 
do fuere  casado  y se  bailare  separado  de  su  cón- 
yuge por  sentencia  de  divorcio. 

Tercera.  El  nombramiento  de  curador,  en 
los  casos  á que  se  refieren  las  dos  reglas  ante- 
riores, se  liará  con  sujeción  á lo  prescrito  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Cuarta.  Si  el  penado  estuviere  casado,  y se- 
parado por  sentencia  de  divorcio  de  su  mujer, 
se  encargará  esta  de  la  administración  de  ios 
bienes  de  la  sociedad  conyugal. 

Si  la  mujer  del  penado  fuere  de  menor  edad, 
se  la  proveerá  de  curador ; habiendo  de  ser  pre- 
feridos para  este  cargo  sucesivamente  el  padre, 
madre,  abuelos,  hermanos  y parientes  mas  pró- 
ximos de  la  menor. 

Quinta.  Los  bienes  del  penado  que  corres- 
pondan á la  clase  de  los  comprendidos  en  el 
art.  1401  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no 
podrán  ser  enajenados,  hipotecados,  empeñados 
ni  gravados  sino  en  la  forma  y con  las  solemni- 
dades establecidas  en  los  arts.  1402  y siguientes 
de  la  misma  ley.  V . Venia  de  bienes  menores  é inca- 
pacitados donde  se  exponen  los  artículos  citados. 

Sexta.  Lo  dispuesto  en  la  regla  anterior  se 
observará  también  respecto  á los  bienes  de  la 
misma  clase  de  la  mujer  del  penado  que  fuere 
menor  de  edad. 

Sétima.  La  esposa  que  fuere  mayor  de  edad, 
podrá  disponer  libremente  de  los  bienes  de  cual- 
quiera clase  que  le  pertenezcan. 

Octava.  Los  hijos  del  penado,  menores  de 
edad,  estarán  sometidos  al  poder  ue  su  madre, 
y si  no  la  tuviereu,  á la  autoridad  del  tutor  ó 
curador,  que  será  el  mismo  que  fuere  nombra- 
do para  el  padre. 


Novena.  El  jurado  que  estuviere  desempe- 
ñando el  cargo  de  tutor  ó curador  cesará  en  sus 
funciones,  y se  proveerá  de  nuevo  guardador  al 
menor  ó incapacitado. 

Décima.  Cesará  también  el  penado  en  la  ad- 
ministración de  bienes  ajenos  que  tuviere  á su 
cargo  por  cualquier  otro  concepto. 

Según  el  art.  2.“  de  ia  ley  Hipotecaria,  deben 
inscribirse  en  el  Registro  de  la  propiedad  las 
ejecutorias  en  que  se  imponga  la  pena  de  inter- 
dicción civil;  y conforme  al  art  (¡0  de  la  ley  del 
Registro  civil,  se  anotará  al  márgeu  de  la  par- 
tida de  nacimiento,  sucintamente  en  el  libro  cor- 
respondiente, la  interdicción  de  bienes  por  efec- 
to de  la  imposición  de  pena  concerniente  á la 
persona  á quien  aquella  se  refiera,  * 

INTERDICCION.  EL  estado  de  una  persona  á 
quien  se  ha  declarado  incapaz  de  los  actos  de  la 
vida  civil  por  causa  de  mentecatez,  demencia  ó 
prodigalidad  privándola  en  su  consecuencia  del 
manejo  y administración  de  sus  bienes  y nego- 
cios, para  cuyo  cuidado  se  le  nombra  un  cura- 
dor sujeto  á las  mismas  reglas  y obligaciones 
que  los  tutores  ó curadores  de  los  menores.  Véa- 
se Pródigo. 

INTERDICCION  DE  COMERCIO.  La  prohibición  que 
hace  el  Rey  de  toda  negociación  de  mercaderías, 
ó á lo  menos  de  las  mercaderías  de  cierta  clase, 
con  los  enemigos  del  Estado.  La  interdicción  de 
comercio  suele  hacerse  al  mismo  tiempo  que  la 
declaración  de  guerra,  y por  lo  regular  no  se 
levanta  sino  con  la  declaración  de  paz.  Mien- 
tras subsiste  la  interdicción,  toda  mercancía 
que  se  conduce  á pais  enemigo,  es  de  contra- 
bando y queda  por  consiguiente  sujeta  á confis- 
cación, del  mismo  modo  que  los  carruajes,  ca- 
ballerías y embarcaciones  que  se  emplean  en 
su  trasporte.  V.  Flelumento : art.  768. 

INTERDICCION  DE  FUEGO  Y AGUA.  Así  se  llama- 
ba antiguamente  entre  los  Romanos  el  destier- 
ro, á cuya  pena  succedió  después  la  deporta- 
ción: Eziiium , koc  esl,  aquee  el  ignis  interdictio. 
Ningún  ciudadano  romano  podía  perder  sus 
derechos  de  ciudadanía  sino  por  su  voluntad,  y 
así  nadie  podía  ser  echado  del  territorio  de  la 
república  por  sentencia  de  juez;  pero  cuando 
alguno  se  hacia  indigno  por  sus  delitos  de  mo- 
rar entre  sus  conciudadanos , se  le  prohibía  e! 
uso  del  fuego  y del  agua,  y no  pudiendo  ya  sos- 
tener la  vida  sin  estos  dos  elementos,  quedaba 
constituido  eii  la  necesidad  de  alejarse  de  su 
patria  y de  imponerse  á sí  la  pena  de  destierro. 

INTERDICTO.  La  acción  que  uno  tiene  para  re- 
clamar en  juicio  sumario  la  posesión  actúalo 
momentánea  que  le  corresponde  sobre  alguna 
cosa.  Decimos  actual  ú momentánea,  y no  de  he- 
cho como  dicen  algunos,  porque  la  intención  del 
que  por  medio  del  interdicto  reclama  la  pose- 
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síon  no  se  dirige  á la  posesión  de  hecho,  ó sea 
á la  simple  tenencia  de  la  cosa,  sino  á la  pose- 
sión de  derecho,  esto  es,  á la  posesión  que  cree 
que  por  derecho  tiene  ó le  pertenece.  So  dirá 
tal  vez  que  en  el  interdicto  solo  se  ventila  el 
hecho  de  la  posesión;  convenimos  en  ello;  es 
verdad  que  solo  se  ventila  el  hecho  de  la  pose- 
sión, esto  es,  quien  la  tiene  ó debe  tenerla  en 
el  acto;  pero  hay  mucha  diferencia  entre  el  he- 
cho de  la  posesión  y la  posesión  de  hecho ; el 
hecho  de  la  posesión  puede  recaer  y se  supone 
aquí  que  recae  sobre  la  posesión  legal;  y la  po- 
sesión de  hecho  no  es  de  suyo  mas  que  una 
mera  tenencia,  de  la  cual  aquí  no  se  trata. 

I.  La  denominación  de  interdicto  se  ha  toma- 
rlo de  ios  Romanos,  entre  los  cuales  antigua- 
mente no  significaba  esta  palabra  sino  el  decre- 
to que  bajo  cierta  fórmula  pronunciaba  ol  pretor 
mandando  que  tuviese  interinamente  la  pose- 
sión uno  de  los  litigantes  para  evitar  ó cortar 
desavenencias  y riñas  hasta  que  se  juzgase  con 
mas  conocimiento  sobre  la  cuestión  de  propie- 
dad y aun  sobre  la  de  mejor  derecho  á la  pose- 
sión; de  manera  que  el  interdicto  no  era  mas  que 
una  sentencia,  ó por  mejor  decir,  una  provi- 
dencia interina,  sentenüa  interina  dicta.  Justi- 
niano,  sin  embargo,  dice  que  se  llama  asi  quia 
inler  dúos  dicitur:  y otros  muchos  aseguran  que 
proviene  del  verbo  latino  interdicerC  que  signi- 
fica prohibir  ó vedar,  ya  porque  los  primeros 
interdictos  fueron  prohibitorios,  ya  porque  to- 
dos ellos,  si  bien  se  analizan,  contienen  prohi- 
bición tácita  ó empresa.  Dióse  después  el  mismo 
nombre  á todas  las  acciones  extraordinarias  que 
tenían  por  principal  objeto  terminar  sumaria- 
mente las  cuestiones  posesorias,  designándose 
la  demanda  con  la  misma  denominación  que  la 
providencia  ó decisión  que  se  solicitaba;  y final- 
mente , se  aplicó  también  por  extensión  la  ape- 
lación de  interdictos  á ciertas  demandas  que  re- 
calan sobre,  la  propiedad  misma,  pero  que  tenían 
con  corta  diferencia  el  mismo  curso  que  las  ac- 
ciones posesorias.  Nuestra  jurisprudencia  adop- 
tó los  interdictos,  especialmente  en  su  segunda 
acepción,  por  la  necesidad  que  hay  también  en- 
tre nosotros,  como  la  había  entre  los  Romanos, 
de  hacer  uso  de  remedios  breves  para  fijar  des- 
de luego  la  persona  del  poseedor  y evitar  los  ■ 
disturbios  que  produciria  la  inclinación  que  tie- 
nen los  hombres  de  hacerse  justicia  por  sí  mis- 
mos en  materias  de  posesión  por  razón  de  las 
ventajas  que  esta  lleva  consigo  en  los  litigios 
sobre  propiedad. 

II.  Puede  litigarse,  pues,  sobre  la  posesión  en 
juicio  sumario  ó en  juicio  plenario : se  litiga  en 
juicio  sumario , cuando  se  trata  solo  de  la  pose- 
sión actual  ó momentánea,  esto  es , de  la  pose- 
sión que  uno  tiene  ó debe  tener  en  el  acto  ó mo- 


mento no  por  cierto  de  la  posesión  natural-  ó de 
hecho,  cual  es  la  del  arrendatario , colono  ó co- 
modatario, sino  de  la  dril  ó de  derecho , cual  es 
la  del  que  posee  la  cosa  con  justo  título,  como 
advierte  íleinecio;  y se  litiga  en  juicio  plenario, 
cuando  se  disputa  sobre  la  posesión  permanente 
y perpétua  que  uno  tiene  ó debe  tener  en  virtud 
de  la  ley,  aunque  en  el  acto  no  la  tenga.  Ambos 
juicios  se  dicen  juicios  posesorios,  y las  acciones 
que  en  ambos  se  ejercen,  se  llaman  también 
acciones  posesorias,  con  la  diferencia  de  que  la 
acción  que  se  deduce  en  el  plenario  no  tiene 
nombre  particular,  y la  que  se  propone  en  el  su- 
mario es  la  que  se  denomina  interdicto,  cuyo 
nombre  se  da  también  al  juicio  mismo.  Pero  el 
juicio  sumado  se  sustancia  brevemente,  sin  las 
solemnidades  del  ordinario , no  admitiéndose 
(por  lo  común)  apelación  de  la  sentencia  ó provi- 
dencia sino  á lo  mas  en  el  efecto  devolutivo,  y el 
juicio  'plenario  se  sustancia  por  el  método  y tér- 
minos del  juicio  ordinario.  En  el  plenario  se  pro- 
cede con  pleno  conocimiento  de  causa,  y se  re- 
quiere por  lo  tanto  una  prueba  completa  de  la 
posesión  y de  sus  calidades,  al  paso  que  en  el 
sumario  basta  una  justificación  semiplena.  En 
el  plenario  se  confiere  ó declara  la  posesión  de- 
finitivamente, y en  el  sumario  solo  interina- 
mente,'sin  perjuicio  del  que  tenga  mejor  dere- 
cho. Así  es,  que  después  de  la  decisión  del  inter- 
dicto, ó sea  después  de  la  terminación  del  su- 
mario, puede  entrarse  cu  el  plenario  sobre  la 
posesiou  ó la  propiedad. 

* Adviértase  sobre  esta  doctrina,  que  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  ha  introducido  y 
colocado,  bajo  el  epígrafe  del  interdicto  de  adqui- 
rir, y á continuación  del  procedimiento  rápido 
por  que  se  conoce  del  hecho  de  la  posesión  mo- 
mentánea , otro  mas  extenso  para  conocer  del 
derecho  de  la  posesión,  no  habiendo  ya  lugar  á 
reclamación  alguna,  según  dice  el  art.  701,  con- 
tra ella,  y quedando  solo  al  que  se  crea  perjudi- 
cado la  acción  de  propiedad.  * 

III.  El  interdicto  puede  tener  por  objeto  ad- 
quirir de  pronto  una  posesión  en  que  todavía  no 
hemos  entrado,  pero  á que  tenemos  un  derecho 
evidente  ó manifiesto;  ó bien  conservar  una  po- 
sesión que  ya  disfrutamos  , pero  que  otro  trata 
de  quitarnos  legal  ó ilegalmente;  ó por  fin,  reco- 
brar una  posesión  que  teníamos  y de  que  fuimos 
despojados,  sea  violentamente  por  otro,  sea  in- 
justamente por  el  juez  sin  haber  sido  citados  ni 
oidos.  En  el  primer  caso  se  llama  interdicto  de 
adquirir,  en  el  segundo  de  retener,  y en  el  ter- 
cero de  recobrar  la  posesión:  A lia  interdicta  sunt 
adipiscende,  alia  retinendm,  alia  recuper andes pos- 
sessionis. 

También  se  dividen  los  interdictos  por  los  au- 
toies,  con  arreglo  al  derecho  romano,  en  prohi- 
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bitorios,  restitutorios  y exhibitorios;  y esta  es  por 
cierto  ia  división  inas  general,  pues  que  no  solo 
contiene  los  interdictos  que  miran  al  interés 
particular,  cuales  son  los  de  adquirir,  conservar 
ó recobrar  la  posesión  y algunos  otros,  sino  que 
abraza  también  los  relativos  al  interés  público  y 
á las  cosas  que  se  hallan  fuera  del  comercio  de 
los  hombres. 

Divídense,  por  último,  los  interdictos  en  sim- 
ples y dobles.  Se  dicen  simples  aquellos  en  que 
un  litigante  es  precisamente  actor  y otro  reo, 
cuales  son  todos  los  restitutorios  y los  exhibito- 
rios; y se  llaman  dobles  aquellos  en  que  cada 
uno  de  los  litigantes  puede  ser  indistintamente 
actor  y reo,  cuales  son  algunos  de  los  prohibito- 
rios cuando  es  dudosa  la  posesión , pues  cual- 
quiera de  los  interesados  puede  entonces  enta- 
blar su  demanda,  y el  que  se  anticipe  será  teni- 
do por  actor. 

La  primera  división,  según  dicen  algunos  co- 
mentadores, se  toma  del  fin  de  los  interdictos; 
la  segunda  de  su  forma,  y la  tercera  de  las  per- 
sonas de  los  litigantes;  mas  según  otros,  la  pri- 
mera se  refiere  al  estado  del  que  se  sirve  del  in- 
terdicto , y la  segunda  al  fin  ú objeto  del  juicio. 

* Según  el  art.  691  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  los  interdictos  solo  pueden  intentarse: 

1. °  Para  adquirir  la  posesión. 

2. °  Para  retenerla. 

S.”  Para  recobrarla. 

i.”  Para  impedir  una  obra  nueva. 

5.“  Para  impedir  que  una  obra  vieja  cause 
daño. 

En  su  consecuencia,  lo3  interdictos  son  accio- 
nes extraordinarias  de  que  se  conoce  en  juicio 
sumarísimo  para  decidir  sobre  la  posesión  que 
uno  tiene  ó debe  tener  en  el  acto  ó momento  ó 
para  evitar  algún  daño  inminente.  * 

IV.  Interdicto  de  adquirir. — El  interdicto  de 
adquirir  la  posesión  es,  como  ya  se  ha  indicado, 
el  que  nos  compete  para  pedir  una  posesión  en 
que  todavía  no  hemos  entrado,  pero  á que  tene- 
mos un  derecho  evidente.  1)03  son  los  casos  mas 
frecuentes  en  que  se  usa  de  este  interdicto.  El 
primero  es  cuando  los  hijos  ó parientes  mas  pró- 
ximos de  un  difunto , que  tienen  derecho  á he- 
redarle por  testamento  ó abintestato,  acuden  al 
juez  para  que  los  ponga  en  posesión  pacífica  de 
los  bienes  hereditarios.  Informado  el  juez  de  la 
verdad  por  los  títulos  que  se  le  presentaren  ó la 
justificación  que  se  hiciere  por  los  interesados, 
dehe  acceder  desde  luego  á sn  petición  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho;  habiendo  de 
reputarse  como  intrusos,  y de  perder  el  derecho 
que  tuvieren  á dichos  bienes  y si  no  le  tuvieren 
su  estimación,  las  terceras  personas  que  sin  in- 
tervención de  la  autoridad  judicial  se  hubiesen 
apoderado  ó se  apoderaren  de  ellos:  ley  3.a,  tí- 


tulo 34,  lib.  11,  Nov.  Recop.  El  segundo  caso  es 
cuando  uno  presenta  un  testamento  hecho  en 
debida  forma  que  no  está  raido  ni  cancelado  ni 
tiene  otro  vicio  visible  en  parte  sustancial,  pi- 
diendo que  se  le  ponga  en  posesión  de  los  bie- 
nes hereditarios  que  en  él  se  le  dejan.  El  juez  en 
su  vista  debe  mandar  que  se  le  dé  la  posesión 
que  solicita,  sin  que  pueda  impedirlo  la  oposi- 
ción que  alguno  hiciere  bajo  pretexto  de  falsedad 
del  testamento  ó de  imposibilidad  de  haberlo  he- 
cho el  que  aparece  testador , á no  ser  que  el  opo- 
sitor se  ofrezca  á probar  inmediatamente  su 
aserto,  pues  en  este  caso  ha  de  oir  y admitir  el 
juez  las  razones  y pruebas  de  los  dos  preten- 
dientes y entregar  la  herencia  al  que  muestre 
mejor  derecho:  leyes  2.a  y 3.a,  tít.  14,  Part.  6.a 
V.  Herencia. 

* Para  que  proceda  el  interdicto  de  adquirir 
son  requisitos  indispensables,  según  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

1. °  La  presentación  de  título  suficiente  para 
adquirir  la  posesión  con  arreglo  á derecho:  pár- 
rafo l."  del  art.  694.  Tal  seria,  por  ejemplo,  el 
testamento  en  que  se  instituyó  heredero  al  que 
reclámala  posesión  de  los  bienes  de  la  herencia 
y la  partida  de  defunción  del  testador. 

2. “  Que  nadie  posea  á título  de  dueño,  ó de 
usufructuario,  los  bienes  cuya  posesión  se  pida: 
pár.  2.“  del  art.  694.  ¡Nro  debiendo  oirse  al  que 
detiene  los  bienes  reclamados  para  dictar  el  auto 
en  que  se  otorga  la  posesión  al  que  propone  el 
interdicto,  según  el  art.  694,  es  preciso  que  este 
acredíte  el  extremo  indicado,  pues  de  lo  contra- 
rio se  despojaría  de  la  posesión  al  que  en  ella 
estaba  constituido  sin  saberse  si  su  título  era 
mas  ó menos  fuerte  que  el  que  en  su  daño  la 
pretendía.  El  que  los  poseyere,  no  puede  ser 
privado  de  su  posesión  sin  ser  oido  y vencido  en 
juicio:  pár.  3.°  del  art.  691. 

Intentado  el  interdicto,  el  juez  examinará  el 
título  en  que  se  funde,  y dictará  auto  motivado, 
otorgando  la  posesión  sin  perjuicio  de  tercero,  ó 
denegándola:  art.  695.  Se  expresa  la  cláusula 
«sin  perjuicio  de  tercero,»  porque  el  interdicto 
tiene  un  carácter  de  interinidad  que  no  perju- 
dica al  que  se  presentare  después  probando  me- 
jor derecho  para  la  posesión  ó que  le  pertenece 
la  propiedad  de  los  bienes. 

Del  auto  en  que  se  deniegue  la  posesión  pue- 
de pedirse  reposición  dentro  de  tercero  dia,  y si 
el  juez  no  la  otorgare,  queda  expedito  el  recurso 
de  apelación:  art.  696. 

La  apelación  se  admitirá  en  ambos  efectos,  re- 
mitiéndose en  seguida  los  autos  á la  Audiencia 
con  citación  solo  del  que  los  haya  promovido: 
art.  697.  Esto  se  funda  en  que  uo  hay  otra  parte 
ó interesado  á quien  se  haya  dado  audiencia 
hasta  este  periodo.  Eu  ninguno  de  los  casos  ex- 
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presados  se  requiere  el  prévio  recibimiento  á 
prueba  en  esta  clase  de  interdictos:  sentencia  de 
22  de  Octubre  de  1857. 

Pronunciado  auto  otorgando  la  posesión,  se 
procederá  á darla  en  cualquiera  de  los  bienes  de 
que  se  trate,  en  voz  y nombre  de  los  demás,  por 
alguacil , á quien  se  conferirá  comisión  al  efecto 
yante  escribano.  Se  liarán  también  las  intimacio- 
nes necesarias  á I03  inquilinos  y colonos  de  los 
demás  bienes,  ó á los  que  puedan  tener  algunos 
bajo  su  custodia  ó administración  para  que  re- 
conozcan al  nuevo  poseedor,  librándose  á este 
objeto  los  exhortes  ií  órdenes  necesarios:  art.  698. 
En  los  autos  sobre  esto  se  expresará  haberse 
dado  la  posesión  sin  contradicción  de  persona 
alguna,  si  así  fuere,  para  que  conste  la  buena  fe 
del  poseedor. 

Al  que  haya  obtenido  la  posesión,  deberá  dar- 
se, si  lo  pidiere,  testimonio  del  auto  en  que  se 
le  hubiere  mandado  dar,  y délas  diligencias 
practicadas  para  su  cumplimiento:  art.  699;  para 
que  pueda  acreditar  el  acto  de  la  posesión  y los 
derechos  procedentes  de  ella. 

Dada  la  posesión,  el  juez  dispondrá  que  el  auto 
en  que  se  haya  mandado  dar  se  publique  por 
edictos,  que  se  fijarán  eu  los  sitios  acostumbra- 
dos dei  pueblo  en  que  residiere  el  juzgado,  é in- 
sertarán en  los  periódicos  de  él,  si  los  hubiere, 
y en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  art.  700; 
te  cual  tiene  por  objeto  que  pueda  llegar  á noti- 
cia del  que  se  creyere  con  derecho  á reclamar 
dicha  posesión,  para  que  pueda  presentar  su 
solicitud. 

Pasados  sesenta  días  desde  la  fecha  en  que  se 
hubiere  insertado  el  auto  en  el  Boletín  oficial  de 
la  provincia,  sin  que  nadie  se  haya  presentado 
á reclamar,  se  amparará  en  la  posesión  al  que  la 
hubiere  obtenido  (este  es,  se  confirmará  la  que 
se  le  dió,  declarándola  bien  dada),  y no  se  admi- 
tirá reclamación  contra  ella.  Quedará  solo  al  que 
se  crea  perjudicado  la  acción  de  propiedad,  du- 
rante cuyo  juicio  deberá  conservarse  en  la  po- 
sesión al  que  la  haya  adquirido:  art.  701.  La  ac- 
ción de  propiedad  se  ejercita  en  el  juicio  ordi- 
nario petitorio. 

Si  dentro  de  dicho  término  se  presentare  al- 
guno con  otro  título  (suficiente  como  el  mencio- 
nado al  explicar  el  art.  694)  reclamando  contra 
la  posesión,  se  comunicará  la  solicitud  por  tres 
dias  al  que  la  haya  obtenido.  Délo  que  expusie- 
re este  se  dará  copia  al  reclamante,  y mandará 
acto  continuo  el  juez  convocarlos  á juicio  ver- 
bal, al  cual  podrán  asistir  sus  respectivos  de- 
fensores para  alegar  sus  derechos  á poseer:  en 
este  juicio  podrán  presentarse  documentos  y tes- 
tigos: pár.  1.”  del  art.  702.  Este  juicio  verbal  no 
contiene  mas  trámites  que  el  acto  mismo  de  su 
celebración:  sentencia  de  12  de  Junio  de  1858. 


Se  extenderá  la  oportuna  acta  de  el,  que  suscri- 
birán el  juez,  los  interesados , los  testigos  que 
hubieren  sido  examinados  y el  escribano.  Los 
documentos  que  se  presenten  se  unirán  á los 
autos:  párs.  2.”  y o.°  del  art.  702.  Esto  último 
tiene  por  objeto  que  consten  los  fundamentos  de 
las  reclamaciones  de  las  partes  y del  fallo. 

Concluido  el  juicio  verbal,  y dentro  del  día 
siguiente,  el  juez  dictará  sentencia,  la  cual  de- 
terminará amparar  en  la  posesión  al  que  la  haya 
obtenido , ó darla  al  reclamante  con  todas  sus 
consecuencias  (que  son,  en  favor  de  este,  la  ren- 
dición de  cuentas  y entrega  de  frutos  indebida- 
mente recibidos  por  parte  del  contrario,  yen 
favor  de  este,  el  quedar  sujeto  aquel  á las  resul- 
tas del  juicio  petitorio  que  puede  promover  el 
vencido  en  la  posesión),  dejando  sin  efecto  la 
dada  anteriormente.  En  este  último  caso,  si  re- 
sultare haber  procedido  dolosamente  el  que  pro- 
movió el  interdicto  ( como  si  lo  hubiere  inter- 
puesto sabiendo  que  había  otra  persona  con 
mejor  derecho-que  él),  será  condenado  en  costas 
y á la  indemnización  de  daños  y perjuicios:  ar- 
tículo 703. 

La  sentencia  de  que  habla  el  artículo  anterior 
(esto  es,  en  uno  ó en  otro  sentido),  es  apelable 
en  ambos  efectos.  Interpuesta  la  apelación,  se 
remitirán  los  autos  á la  Audiencia,  con  citación 
de  las  partes:  art.  704. 

Si  no  se  apelare  , queda  la  sentencia  consen- 
tida y pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  sin 
necesidad  de  ninguna  declaración,  y se  proce- 
. derá  á ejecutarla  inmediatamente:  art.  705. 

Si  se  hubiere  mandado  en  ella  dar  la  posesión 
al  reclamante , se  le  dará  sin  pérdida  de  mo- 
. mentó  en  los  términos  prevenidos  en  el  art.  698: 
art.  706. 

Si  hubiere  condena  de  costas , se  hará  inme- 
diatamente su  tasación.  Si  hubiere  condena  de 
frutos  ó de  daños  y perjuicios,  se  fijará  su  im- 
porte en  juicio  verbal,  en  el  cual,  con  presencia 
de  lo  que  las  partes  aleguen  y de  los  documen- 
tos que  produzcan,  determinará  el  juez  loque 
deba  abonarse.  Contra  esta  declaración  no  se 
dará  ningún  recurso , quedando  á salvo  á las 
partes  su  derecho  para  hacer  en  juicio  ordinario 
las  reclamaciones  que  les  convengan : art.  707. 

Conocido  el  importe  de  las  costas , de  los  fru- 
tos ó danos  y perjuicios,  se  procederá  á hacerlo 
efectivo  de  la  manera  prevenida  en  el  procedi- 
! miento  de  apremio  después  del  juicio  ejecutivo: 
ait.  708.  No  obstará  para  ello  la  reclamación  que 
se  hubiere  intentado  en  juicio  ordinario  sobre 
la  cantidad  fijada  por  daños  y perjuicios. 

Ei  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  declara- 
do por  sentencia  de  14  de  Diciembre  de  1869, 
que  habiéndose  providenciado  por  un  juez  com- 
petente sobre  un  interdicto  de  adquirir,  no 
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procede  acudirse  á,  otro  juez  distinto  con  un 
interdicto  restitutorio  en  contra  del  de  adquirir. 
Véase  lo  expuesto  en  los  párs.  VII,  VIII  y IX.  * 

V.  Interdicto  de  conservar  la  posesión. — Este 
interdicto  es  la  acción  que  tiene  por  objeto  rete- 
ner ó conservar  la  posesión  en  que  ya  estamos, 
pero  que  otro  pretende  quitarnos  por  medios 
violentos  ó legales.  Compete  este  interdicto,  no 
solo  al  que  tiene  la  posesión  civil  y natural,  sino 
también  al  que  tiene  únicamente  la  civil,  pero 
no  al  mero  detentador,  esto  es,  al  que  posee  la 
cosa  en  nombre  de  otro,  como  él  arrendatario, 
inquilino,  colono,  depositario  y comodatario, 
quienes  pueden  cuando  Inas  implorar  el  oficio 
del  juez  contra  los  perturbadores  de  su  detenta- 
ción. Úsase  de  este  interdicto  cuando  el  posee- 
dor es  inquietado  por  otro  en  su  posesión,  y 
cuando  dos  que  quieren  litigar  sobre  la  propie- 
dad de  una  cosa  pretenden  ambos  bailarse  po- 
seyendo. Si  estando  tú,  pues,  en  posesión  de 
una  cosa,  viene  alguno  á inquietarte  impidién- 
dote su  libre  uso  ó intentando  despojarte  de 
ella,  puedes  acudir  al  juez  para  que  te  ampare 
en  la  posesión,  ofreciendo  una  información  su- 
maria sobre  el  hecbo  de  estar  poseyendo  y sobre 
la  circunstancia  de  perturbarte  tu  contrario,  y 
pidiendo  en  consecuencia  que  el  juez  te  declare 
poseedor  y mande  al  reo  que  no  te  moleste  en  ¡ 
lo  sucesivo  y que  te  satisfaga  los  perjuicios  que 
te  hubiere  causado;  todo  lo  cual  debe  efectiva- 
mente ordenar  el  juez  á este  tenor.  Cuando  que-  ¡ 
riendo  dos  litigar  sobre  la  propiedad  de  una 
cosa,  pretenden  ambos  hallarse  poseyendo,  debe 
cada  uno  de  los  litigantes,  antes  de  entablar  el  : 
juicio  petitorio,  alegar  y justificar  los  hechos 
que  acreditan  su  posesión  actual;  y en  vista  de 
la  justificación  que  cada  cual  hiciere,  declara 
el  juez  por  sentencia  iuterlocutoria  á quien  cor- 
responde la  posesión  interina  sin  perjuicio  de 
las  partes  en  posesión  y propiedad:  de  modo 
que  no  obstante  esta  sentencia  puede  verse  des- 
pués , como  en  los  demás  casos,  no  solo  el  pleito 
de  propiedad,  sino  el  de  posesión  plenaria:  Gó- 
mez, en  la  ley  45  de  Toro,  núm.  168  y siguientes. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  in- 
terdicto de  retener  la  posesión  solo  tiene  lugar 
cuando  ha  habido  conatos  manifestados  por  al- 
gún acto  exterior  de  turbar  ó inquietar  en  ella 
al  que  la  tuviere:  art.  709. 

El  que  intente  el  interdicto  de  retener  la  po- 
sesión al  formular  su  demanda,  ofrecerá  infor- 
mación para  acreditar : I.”  Que  se  baila  en  po- 
sesión del  objeto  del  interdicto.  2.°  Que  se  le  ha 
tratado  de  inquietar  en  ella,  expresando  el  acto  ! 
que  lo  haya  hecho  temer:  art.  710.  En  la  deman- 
da deberá  expresarse  que  justificados  los  hechos 
de  la  posesión  y perturbación , se  intime  al  con- 
trario que  no  vuelva  á perturbar  ni  molestar  al 


demandante  en  lo  sucesivo,  y se  le  condene  en 
los  dafios  y perjuicios  que  causó  á este. 

El  juez,  en  su  consecuencia,  dictará  auto  de- 
clarando admitida  la  demanda,  y mandará  re- 
cibir y recibirá  la  información  ofrecida,  de  tes- 
tigos,  para  ver  si  resultan  exactos  los  dos  extre- 
mos expresados  que  son  precisos  para  proceder 
al  interdicto:  art.  711.  Hoy  no  se  da  traslado,  co- 
mo antes,  de  esta  demanda  al  perturbador. 

Si  dada  la  información , no  resultaren  acredi- 
tados dichos  extremos,  declarará  el  juez  no  ha- 
ber lugar  al  interdicto  : art.  712.  Esta  providen- 
cia es  apelable  en  ambos  efectos,  é interpuesto 
en  tiempo  el  recurso,  se  remitirán  los  autos  al 
tribunal  con  citación  solo  del  que  haya  promo- 
vido el  interdicto  ( pues  no  se  ha  oido  todavía  á 
la  parte  contraria):  art.  713. 

Si  de  la  información  resultaren  comprobados 
los  dos  extremos  referidos,  el  juez  convocará  á 
juicio  verbal  al  que  haya  entablado  el  interdic- 
to, y al  que  resulte  haber  intentado  inquietarlo 
en  la  posesión:  art.  714. 

En  el  juicio  verbal  oirá  el  juez  á los  interesa- 
dos y admitirá  las  pruebas  que  adujeren.  Pero 
solo  son  admisibles  las  que  tengan  por  objeto 
acreditar  la  posesión  ó no  posesión  del  que  haya 
promovido  el  interdicto  y la  verdad  ó falsedad 
de  los  actos  del  demandado  que  hayan  podido 
revelar  su  propósito  de  inquietarlo  en  ella.  Cua- 
lesquiera otras  pruebas  son  inadmisibles,  y si 
se  adujeren,  no  deberán  ser  tomadas  en  consi- 
deración , sin  perjuicio  del  derecho  del  que  las 
haya  traído,  que  podrá  ejercitar  en  el  juicio 
correspondiente:  pár.  l.°  del  art.  715  y art.  716. 

De  este  juicio  se  extenderá  un  acta  en  que, 
con  claridad  y precisión  se  consignará  lo  alega- 
do por  las  partes,  las  pruebas  aducidas  y las 
manifestaciones  de  los  testigos.  Todos  los  pre- 
sentes, inclusos  los  testigos,  firmarán  el  acta,  y 
se  unirán  provisionalmente  á los  autos  los  do- 
cumentos que  se  hayan  producido  (porque  de- 
ben entregarse  después  á las  partes  que  los  pi- 
dieren según  lo  que  se  previene  en  el  art.  723): 
párs.  2.”  y 3.°  del  art.  715. 

Concluido  el  juicio  verbal,  el  juez,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes,  dictará  sen- 
tencia, la  cual  deberá  limitarse  á una  de  las  dos 
declaraciones  siguientes:  1.a  No  haber  lugar  al 
interdicto:  2.a  Haber  lugar  al  interdicto  y man- 
tener en  la  posesión  al  que  lo  baya  solicitado, 
mandando  hacerlas  consiguientes  intimaciones 
al  que  resulte  haberse  propuesto  turbarla  (so- 
bre que  se  abstenga  de  turbarla  enlo  sucesivo, 
condenándole  á la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios):  art.  717. 

Si  la  sentencia  fuere  otorgando  el  interdicto, 
se  condenará  en  costas  al  demandado.  Si  fuere 
denegándolo,  al  actor:  art.  716. 
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Cualquiera  que  sea  la  sentencia  (esto  es,  con- 
cediendo ó negando  el  interdicto),  se  agregará 
siempre  la  fórmula  de  sin  peí  juicio , y se  reser- 
vará á los  que  por  ella  fueren  condenados,  el 
ejercicio  de  la  demanda  de  propiedad  que  pue- 
da corresponderles  con  arreglo  á derecho:  ar- 
tículo 719. 

Las  sentencias  declarando  haber  ó no  haber 
lugar  al  interdicto,  son  apelables  en  ambos  efec- 
tos. Interpuesta  la  apelación  , se  remitirán  los 
autos  á la  Audiencia  con  citación  de  las  partes: 
art.  720;  disposición  que  deroga  la  del  art.  49 
del  reglamento  provisional,  que  solo  concedía 
la  apelación  de  la  sentencia  dictada  sobre  inter- 
dictos , en  el  efecto  devolutivo. 

Si  no  se  apelare,  la  sentencia  queda  consen- 
tida y pasada  de  derecho  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  sin  necesidad  de  ninguna  declaración, 
procediéndose  en  seguida  á su  ejecución  y cum- 
plimiento; tasándose  las  costas  y procediéndose 
por  apremio  á hacer  efectivo  su  importe:  artícu- 
los 721  y 722. 

A las  partes  que  lo  solicitaren  se  devolverán 
los  documentos  que  hayan  presentado,  quedan- 
do en  autos  nota  bastante  expresiva,  de  los  otor- 
gantes, de  su  objeto,  de  su  fecha,  y si  fueren 
públicos,  del  registro  en  que  se  hallen  archiva- 
dos: art.  723.  Véase  lo  que  se  dice  en  los  párra- 
fos Vil,  VIII  y IX.  * 

VI.  Interdicto  de  recobrar  la  posesión. — Este 
interdicto  es  la  acción  que  nos  corresponde  para 
reclamar  la  posesión  de  una  cosa  mueble  ó raíz 
de  que  se  nos  ha  despojado  por  otro  ó por  el  juez 
sin  haber  sido  citados  ni  oidos.  El  agraviado 
presenta,  un  pedimento  en  que  ofrece  informa- 
ción, así  de  hallarse  poseyendo,  como  de  haber 
sido  despojado,  y solicita,  en  consecuencia,  se  le 
restituya  en  la  posesión  y se  condene  á la  parte 
contraria  en  las  costas,  daños  y perjuicios,  y en 
las  demás  penas  de  derecho.  El  juez,  én  efecto, 
en  vista  de  la  justificación  de  ambos  extremos, 
repone  al  despojado  en  su  posesión,  y el  despo- 
jante pierde  por  su  violencia  ú osadía  cualquier 
derecho  que  en  la  cosa  tuviere,  y no  teniéndole, 
debe  pagar  al  despojado  tanto  como  valiere  la 
cosa  tomada,  además  de  la  restitución  de  ella 
con  todos  los  frutos  y utilidades  que  hubiese 
percibido,  y la  estimación  de  los  detrimentos  que 
la  misma  hubiese  experimentado:  ley  10,  tít.  10, 
Part.  7.*,  y leyes  II  y 2.a,  tít.  34,  lib.  11,  Novísi- 
ma Eecop.  V.  Despojo. 

Hay,  sin  embargo,  alg’unos  casos  en  que  debe 
suspenderse,  denegarse  ó no  hacerse  la  restitu- 
ción, cuales  son:  1.",  cuando  el  despojado  con- 
siente que  el  despojante  sea  oído  antes  de  la  res- 
titución sobre  la  propiedad  de  la  cosa  que  es  ob- 
jeto del  despojo,  porque  el  beneficio  de  la  resti- 
tución es  un  privilegio  del  derecho  que  puede 


renunciar  libremente  el  despojado;  2.°,  cuando 
es  notorio  que  la  propiedad  de  la  cosa  quitada 
por  el  despojo  no  pertenece  al  despojado,  sino  al 
mismo  despojante,  pues  entonces  es  tenido  por 
doloso  el  despojado,  según  la  regla  de  derecho 
Dolo  facit  ]ui  petit  qnod  res  Hiñere  non  oportel 
! cunden ; 3.°,  cuando  el  despojado  renunció  libre- 
mente antes  del  despojo  el  dominio  de  la  cosa 
quitada;  4.a,  cuando  el  despojado  pactó  espontá- 
neamente después  del  despojo  con  el  despojante 
que  no  baria  uso  de  su  acción  para  reclamar  la 
cosa  en  juicio  posesorio;  5.”,  cuando  acumulando 
el  despojado  en  su  demanda  la  acción  posesoria 
y la  reivindicatoría,  opone  el  despojante  la  ex- 
cepción del  dominio  y la  prueba;  6.a,  cuando  no 
puede  hacerse  la  restitución  sin  un  perjuicio 
irreparable,  pues  entonces  ha  de  oirse  la  excep- 
■ cion  que  la  impide:  Antonio  Gómez,  en  la  ley  45 
de  Toro,  núms.  182  y 183. 

La  acción  que  tiene  el  despojado  para  hacerse 
reponer  ante  todo  en  la  posesión  de  que  se  le  ha 
privado,  se  llama  interdicto  de  recobrar  la  pose- 
sión, ó acción  de  despojo,  y puede  intentarse  en 
el  término  de  un  año  útil,  contado  desde  la  ce- 
sación de  la  violencia,  sin  perjuicio  de  que  antes 
ó después  del  año  pueda  usar  el  despojado  de  las 
demás  acciones  que  le  competan.  Mas  usada  esta 
acción  ó este  derecho  como  excepción,  dura  per- 
pétuamente:  Quid  qui  temporalia  sunt  ad  agen- 
dum , perpetua  sunt  ad  ezápiendum.  V.  Despojo. 

* Conforme  á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
el  que  solicite  que  se  le  restituya  la  posesión  de 
que  haya  sido  despojado,  debe  ofrecer  informa- 
ción sobre  los  hechos  siguientes:  l.“  Hallarse  él 
ó su  causante  en  posesión  ó tenencia  de  la  cosa 
deque  haya  sido  despojado.  2.°  Haber  sido  des- 
pojado de  esta  posesión  ó tenencia,  designando 
al  autor  del  despojo.  Deberá  además  expresar  en 
la  demanda  si  se  conforma  con  que  se  dé  audien- 
cia al  que  se  llame  despojante  , ó si  quiere  que 
sin  ella  el  juez  falle  sobre  el  despojo.  En  el  últi- 
mo caso,  ai  mismo  tiempo  que  se  solicite  la  in- 
formación, propondrá  fianza  á satisfacción  del 
juez  á responder  de  cualesquiera  perjuicios  que 
puedan  resultar  de  la  restitución:  art.  724. 

Esta  disposición  legal  no  limita  la  expresada 
responsabilidad  de  la  fianza  al  juicio  sumarísiino 
del  interdicto,  sino  que  la  hace  extensiva  ¿ cua- 
lesquier  perjuicios  que  se  originen  por  la  resti- 
tución; y siguiendo  la  misma  surtiendo  sus  efec- 
tos hasta  que  se  invalida  por  ejecutoria  en  el 
juicio  civil  ordinario,  hasta  este  caso  queda  fir- 
me, según  la  ley,  la  obligación  contraida  por  el 
fiador  á responder  de  dichos  perjuicios : senten- 
cia de  20  de  Abril  de  1868.  Cuando  el  actor  pre- 
senta dicha  fianza,  para  que  no  se  oig*a  al  despo- 
jante, no  deben  admitirse  á este  documentos  que 
• justifiquen  el  derecho  que  crea  tener,  ni  aun  en 
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la  instancia  de  apelación,  si  llega  á promover- 
la: sentencia  de  22  de  Marzo  de  1860. 

Procedimiento  dando  fianza  y no  oyendo  al  des- 
pojante.— Presentada  la  demanda,  el  juez  man- 
dará recibir  y recibirá  la  información,  la  cual 
deberá  ser  por  lo  menos,  de  tres  testigos:  ar- 
tículo 725. 

Dada  que  sea  la  información,* y resultando 
comprobados  los  dos  extremos  referidos,  el  juez, 
si  se  hubiere  ofrecido  fianza  á su  satisfacción , y 
prévio  el  otorgamiento  de  ella  en  forma , decre- 
tará la  restitución  con  todas  sus  consecuencias 
(esto  es,  con  la  devolución  de  frutos  é indemni- 
zación de  perjuicios  que  se  impondrán  con  las 
costas  al  despojante,  si  bien  este  puede  hacer 
valer  su  derecho  á la  posesión  ó propiedad  de  la 
cosa  en  juicio  ordinario).  La  fianza  podrá  ser  de 
cualquiera  de  las  clases  conocidas,  con  tal  que 
el  juez  la  estime  suficiente:  art.  726. 

Decretada  la  restitución  , se  verificará  inme- 
diatamente, haciendo  al  que  resulte  despojante 
las  prevenciones  y apercibimientos  correspon- 
dientes, sobre  que  no  perturbe  nuevamente  al 
poseedor  en  su  posesión,  etc.:  art.  727. 

Si  el  juez  denegare  la  restitución,  la  senten- 
cia en  que  la  hiciere  es  apelable  en  ambos  efec- 
tos (pár.  l.“  del  art.  728);  lo  cual  se  funda  en  que 
no  habiendo  que  restituir  en  la  posesión  que  so- 
licita, no  bay  nada  que  ejecutar. 

Interpuesta  la  apelación , se  remitirán  los  au- 
tos al  Tribunal  Superior  con  citación  solo  del 
actor  (porque  en  tal  caso  no  forma  parte  de  este 
juicio  el  demandado  y no  le  daña  la  sentencia): 
pár.  2."  del  art.  728. 

Si  el  juez  otorgare  la  restitución  (por  haberse 
acreditado  por  el  actor  el  acto  de  su  posesión  ó 
tenencia  y el  acto  del  despojo),  podrá  apelar  de 
esta  providencia  el  despojante  (pár.  l.°  del  ar- 
tículo 729). 

Según  el  art.  49  del  reglamento  provisio-  ¡ 
nal , la  sentencia  era  ejecutiva  en  todo  caso: 
la  nueva  ley  solo  la  hace  ejecutiva  en  lo  mas 
urgente,  que  es  la  restitución  de  la  cosa,  y pre- 
venciones y apercibimientos  al  despojante  para 
que  no  intente  de  nuevo  el  despojo  y para  evitar 
reyertas  entre  este  y el  despojado,  mas  no  con- 
cede el  efecto  ejecutivo  respecto  de  los  acceso- 
rios de  la  sentencia  sobre  que  uo  bay  que  temer 
aquellos  inconvenientes.  Por  esta  razón  se  dis- 
pone en  el  pár.  2.°  del  art.  729,  que  interpuesta 
la  apelación,  se  remitirán  los  autos  al  Tribunal 
Superior  con  citación  de  ambas  partes , después 
que  sea  ejecutada  la  providencia , menos  en  la 
condena  de  costas,  devolución  de  frutos  é in- 
demuizaciou  de  perjuicios:  párrafo  2 del  ar- 
tículo 729. 

Si  la  providencia  denegatoria  fuere  revocada, 
se  ejecutará  la  restitución  y harán  efectivas  las 
Tomo  iu. 


condenas  que  se  impongan  al  despojante  (sobre 
devolución  de  frutos,  indemnización  de  perjui- 
cios y costas),  quedándole  reservado  su  derecho 
en  juicio  ordinario:  art.  730. 

Si  la  sentencia  en  que  se  otorgare  la  restitu- 
ción fuere  confirmada,  se  procederá,  devueltos 
que  sean  los  autos,  á hacer  efectivas  la  condena 
de  costas,  la  indemnización  de  perjuicios  y la 
devoluciou  de  frutos,  quedando  al  despojante  á 
salvo  su  derecho,  que  podrá  ejercitar  en  el  juicio 
ordinario:  art.  731. 

Las  costas  se  tasarán  préviamente  en  la  forma 
ordinaria.  El  importe  de  los  perjuicios  y de  los 
frutos  lo  fijará  el  juez  de  la  manera  prevenida 
en  el  art.  707  (es  decir,  en  juicio  verbal).  Contra 
la  providencia  que  sobre  esto  dictare  , no  habrá 
lugar  á recurso  alguno , con  la  misma  reserva 
establecida  en  el  citado  art.  707;  esto  es,  que- 
dando á salvo  á las  partes  su  derecho  para  hacer 
en  juicio  ordinario  las  reclamaciones  que  les 
convengan  sobre  la  posesión  6 propiedad  de  la 
cosa:  art.  732. 

8i  la  sentencia  en  que  se  hubiere  otorgado  la 
restitución  fuere  revocada,  se  cumplirá  inme- 
diatamente lo  que  se  mande  por  el  Tribunal 
Superior,  quedando  á ambos  interesados  su  de- 
recho á salvo  en  juicio  ordinario  para  reclamar 
la  posesión  ó la  propiedad  objeto  del  interdicto: 
art.  733,  pár.  1.”  Es  aplicable  aquí  también  lo 
dispuesto  en  el  art.  708. 

A este  efecto,  si  debieren  exigirse  del  actor 
costas,  devolución  de  frutos  ó indemnización  de 
perjuicios,  se  procederá  préviamente  á determi- 
nar su  importe  en  la  forma  que  queda  preveni- 
da en  el  artículo  anterior:  pár.  2.°  del  art.  733. 

Procedimiento  sin  dar  fianza  y oyendo  al  despo- 
jante.— Si  al  intentar  el  interdicto  no  se  ofrecie- 
re fianza  por  el  actor,  dada  información  por  este, 
convocará  eljuez  á ambas  partes  á juicio  verbal. 
A este  acto  podrán  asistir  los  respectivos  defen- 
sores, y con  presencia  de  sus  alegaciones  y de 
las  pruebas  que  adujeren,  pronunciará  sentencia 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes : ar- 
tículo 734.  Las  pruebas  deben  limitarse  á acre- 
ditar que  el  despojado  se  bailaba  en  la  posesión 
ó tenencia  de  la  cosa  y al  acto  del  despojo  por  el 
demandado,  sin  admitir  excepciones  para  acre- 
ditar el  mejor  derecho  del  despojante.  No  obs- 
tante, los  autores  admiten  las  expuestas  por  el 
Sr.  Escriclie  en  el  segundo  aparte  del  pár.  6.”  de 
este  artículo.  Si  en  la  sentencia  se  accediere  á la 
restitución  se  condenará  al  despojante  en  las 
costas , devolución  de  frutos  é indemnización  de 
perjuicios. 

Del  juicio  verbal  se  extenderá  la  oportuna 
acta,  que  firmarán  eljuez,  el  escribano,  los  in- 
teresados y los  testigos  si  se  hubieren  examina- 
do. Los  documentos  presentados  se  unirán  á Los 

47 


[N  — 370  ■-  !N 


autos.  Si  la  sentencia  fuere  denegatoria  de  la 
restitución,  es  apelable  en  ambos  efectos.  Inter- 
puesta la  apelación , se  remitirán  los  autos  al 
Tribunal  Superior  con  citación  de  ambas  partes: 
art.  735. 

Si  se  accediere  en  ella  á la  restitución  . podrá 
apelar  el  despojante;  no  obstante  la  interposi- 
ción de  este  recurso,  se  llevará  á efecto  la  resti- 
tución, aplazando  la  ejecución  de  los  extremos 
de  la  sentencia  relativos  á costas,  devolución  de 
frutos  é indemnización  de  perjuicios  para  des- 
pués de  ejecutoriada.  Verificada  la  restitución, 
se  remitirán  los  autos  al  Tribunal  Superior  con 
citación  de  ambas  partes:  art.  736. 

Confirmada  ó revocada  la  sentencia,  se  proce-  ; 
derá  en  el  primer  caso  á ejecutarla  en  los  ex- 
tremos en  que  no  estuviere  cumplida,  en  la  for- 
ma prevenida  por  los  arts.  707  y 708;  y en  el  se- 
gundo á llevar  á efecto  lo  que  el  Tribunal  supe- 
rior hubiere  ordenado:  art.  737.  Véase  el  articulo 
de  esta  obra,  Despojo  y lo  expuesto  en  los  párra- 
fos VII,  VIII  y IX  del  presente  artículo. 

Las  penas  que  impone  el  Código  penal  al  des- 
pojante se  hallan  prescritas  en  los  arts.  534  y 
548,  núm.  5.°,  expuestos  en  los  de  esta  obra,  De- 
fraudación y Usurpación.  * 

VIL  Aunque  es  regla  general  que  sin  hacer 
constar  que  se  ha  intentado  el  medio  de  la  con- 
ciliación y que  esta  no  ha  tenido  efecto,  no  pue- 
de entablarse  enjuicio  ninguna  demanda  civil 
ni  ejecutiva  sobre  negocio  susceptible  de  ser 
completamente  terminado  por  avenencia  de  las 
partes,  no  es  necesario  sin  embargo  que  preceda 
el  juicio  de  conciliación  ai  uso  de  cualquiera  de 
los  interdictos  de  que  hemos  hablado,  pues  que 
están  exceptuados  de  la  regla  los  interdictos  po- 
sesorios: art.  21  del  reglamento  de  26  de  Setiem- 
bre de  1835.  En  ninguno  de  estos  interdictos  es 
necesaria  la  audiencia  de  la  parte  contraria;  y 
asi  es,  que  todos  ellos  se  admiten  y determinan 
sin  llamar  ni  citar  á nadie,  y sin  que  nadie  pue- 
da impedirlo  contra  la  voluntad  del  que  usa  de 
este  medio,  ni  aun  provocando  el  juicio  plenario 
de  posesión  ó propiedad,  el  cual  no  tiene  lugar 
hasta  después  de  la  decisión  del  interdicto,  á no 
ser  por  convenio  ó aquiescencia  de  todos  los  in- 
teresados. No  es  decir  por  esto  que  durante  el 
interdicto  se  niegue  ia  audiencia  á la  parte  con- 
traria; si  se  presentare  en  tiempo  oportuno,  es- 
pecialmente en  el  interdicto  de  adquirir  y en  el 
de  retener,  se  le  admite  su  reclamación  y la  jus- 
tificación de  la  calidad  en  que  la  funda,  y en 
vista  de  los  documentos  presentados  ó informa- 
ciones hechas  por  una  y otra  parte,  se  deciara  ó 
mantiene  la  posesión  á la  que  aparece  tener  me- 
jor derecho  á ella,  según  mas  arriba  se  ha  ma- 
nifestado. Mas  mientras  el  juicio  conserve  la 
naturaleza  de  sumario,  sea  que  se  presente  ó no 


la  parte  contraria,  no  será  necesario  intentare! 
medio  de  avenencia;  pero  en  el  caso  de  que  por 
abandono  espontáneo  ó por  terminación  del  in- 
terdicto se  procediere  ál  juicio  plenario  de  pose- 
sión ó de  propiedad,  no  podrá  darse  curso  á la 
demanda  propuesta  sin  que  se  haga  constar  pri- 
mero que  se  ha  intentado  la  conciliación  y que 
esta  no  ha  tenido  efecto. 

* liábanse  exceptuados  de  la  conciliación  por 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  interdictos 
posesorios  y de  obra  nueva  y obra  vieja,  en  su 
art.  201,  núm.  3.°,  según  se  expuso  en  el  articu- 
lo de  esta  obra  Conciliación , tomo  2.°,  pág.  444, 
sentando  también  la  doctrina  de  que,  si  se  pro- 
moviese el  juicio  plenario  de  posesión,  será  ya 
necesario  aquel  acto.  * 

VIII.  En  los  interdictos  de  conservar  y recu- 
perar la  posesión,  y aun  en  los  juicios  plenarios 
que  se  suscitaren  sobre  el  mismo  asunto,  cuales- 
quiera que  sean  las  cosas  y las  personas,  debe 
entender  el  juez  letrado  de  primera  instancia  del 
partido,  con  derogación  de  todo  fuero:  «Toda 
persona  (decia  el  art.  44  del  reglamento  de 26  de 
1835)  que  en  cualquiera  provincia  de  la  monar- 
quía fuere  despojada  ó perturbada  en  la  posesión 
de  alguna  cosa  profana  ó espiritual,  sea  lego, 
eclesiástico  ó militar  el  despojante  ó perturba- 
dor, podrá  acudir  al  juez  letrado  de  primera  ins- 
tancia del  partido  ó distrito  para  que  la  restitu- 
ya y ampare,  y dicho  juez  conocerá  de  estos  re- 
cursos por  medio  del  juicio  sumarísimo  que  cor- 
responda, y aun  por  el  plenario  de  posesión  si 
las  partes  lo  promovieren,  con  las  apelaciones  á 
la  Audiencia  respectiva,  reservándose  el  juicio 
de  propiedad  á los  jueces  competentes,  siempre 
que  se  trate  de  cosa  ó de  persona  que  goce  de 
fuero  privilegiado.»  En  estos  juicios  de  despojo 
y manutención  se  trata  puramente  de  un  hecho, 
del  hecho  de  la  posesión,  y de  cuestiones  moti- 
vadas por  hechos  que  pueden  comprometer  el 
órdeti  social  y que  la  potestad  real  tiene  interés 
en  calificar  y decidir;  y no  es  extraño  por  lo  tanto 
que  la  ley  atribuya  su  conocimiento  á los  jueces 
que  ejercen  la  real  jurisdicción  ordinaria,  cua- 
lesquiera que  sean  las  personas  y las  cosas,  por- 
que la  autoridad  real,  como  protectora  delórden 
público  y de  los  intereses  de  todos  los  individuos 
del  Estado,  debe  impedir  que  se  despoje  ó per- 
turbe á un  ciudadano  por  medios  ilegítimos  en 
la  posesión  de  un  objeto  cualquiera.  Mas  como 
no  puede  decirse  otro  tanto  de  las  cuestiones  que 
ocurran  sobre  la  adquisición  de  una  posesión 
que  todavía  uo  tenemos,  de  ahí  es  que  la  dispo- 
sición del  citado  artículo  no  se  extendió  al  inter- 
dicto de  adquirir  la  posesión,  en  el  cual  no  se 
tiata  precisamente  de  calificar  un  hecho  puro  y 
aislado  ni  de  reprimir  infracciones  de  ley  ó aten- 
tados contra  el  orden,  sino  de  examinar  los  títu- 
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los  que  producen  los  interesados  y el  derecho 
que  respectivamente  les  asiste. 

* Por  el  art.  692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  se  hizo  extensiva  la  derogación  de  los  fue- 
ros especiales  á toda  clase  de  interdictos,  puesto 
que  por  el  art.  692  se  dispuso  que  el  conocimien- 
to de  los  interdictos  corresponde  exclusivamente 
á la  jurisdicción  ordinaria,  cualquiera  que  sea 
el  fuero  de  los  demandantes.  Además  hállase 
ratificada  esta  disposición  por  el  decreto  de 
6 de  Diciembre  de  1868,  sobre  unificación  de 
fueros. 

Dentro  de  la  jurisdicción  ordinaria  son  jueces 
competentes  en  el  interdicto  de  adquirir,  el  del 
lugar  en  que  estén  sitos  los  bienes,  ó aquel  en 
que  radique  la  testamentaria  ó abintestato,  ó el 
del  domicilio  del  finado,  á elección  del  deman- 
dante: art.  693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
regla  13  del  309  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial, y decisión  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia de  7 de  Enero  de  1872.  En  los  demás  inter- 
dictos de  retener  y de  recobrar  la  posesión,  en 
los  de  obra  nueva  y obra  vieja , es  juez  compe- 
tente el  del  lugar  en  que  esté  sita  la  cosa  objeto 
del  interdicto:  art.  693  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento , y 309,  núm.  14,  de  la  del  poder  ju- 
dicial. * 

IX.  En  los  interdictos  ó juicios  sumarísimos 
de  posesión  era  antes  siempre  ejecutiva  la  sen- 
tencia del  juez  de  primera  instancia,  sin  embar- 
go de  apelación , la  cual  no  se  admitía  sino  solo 
en  el  efecto  devolutivo:  é interpuesta  y admiti- 
da, debia  hacer  el  juez  que,  á elección  del  ape- 
lante, ó se  remitieran  los  autos  á la  Audiencia  en 
compulsa  á costa  de  este,  ó se  aguardase  para 
remitir  los  originales  á que  fuera  plenamente 
ejecutada  dicha  sentencia;  citándose  siempre  y 
emplazándose  préviamente  á los  interesados  para 
que  acudieran  á usar  de  su  derecho  ante  el  tri- 
bunal superior:  art.  49  del  reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835.  Mas  la  disposición  de  este  ar- 
tículo en  cnanto  á que  se  admitiera  la  apelación 
solo  en  el  efecto  devolutivo , y se  sacara  la  com- 
pulsa de  los  autos,  ó se  aguardase  para  remitir 
los  originales  á que  la  sentencia  fuere  plena- 
mente ejecutada,  no  podia  tener  lugar  sino  cuan- 
do la  sentencia  hubiera  sido  favorable  al  actor, 
esto  es,  cuando  por  ella  se  hubiere  mandado  dar- 
le, mantenerle  ó restituirle  la  posesión;  pues  si  se 
le  ha  denegado  la  dación ,.  manutención  ó resti- 
tución que  solicitaba,  como  en  estos  casos  nada 
hay  que  hacer  en  ei  juzgado  de  primera  instan- 
cia para  la  ejecución  de  la  providencia,  no  tiene 
objetó  la  retención  de  los  autos  originales , y asi 
habrá  de  admitirse  en  ambos  efectos  la  apelación 
que  se  interpusiere,  y mandarse  que  se  remitan 
desde  luego  los  autos  originales  á la  Audiencia 
respectiva. 


Como  las  sentencias  dadas  por  el  juez  de  pri- 
mera instancia  en  los  interdictos  posesorios  tie- 
nen el  carácter  de  interloeutorias  ó de  providen- 
cias interinas,  no  debían  admitirse  en  el  juicio 
de  apelación  nuevos  escritos,  alegatos  ni  pruebas, 
á no  ser  que  estas  últimas  fuesen  indispensa- 
bles para  la  aclaración  de  la  verdad;  y así  es  que 
pasándose  los  autos  por  su  órden  á las  partes  y 
luego  al  relator,  babia  de  procederse  á la  vista 
y á la  decisión  del  negocio  con  el  informe  ver- 
bal de  los  defensores.  Según  el  art.  69  del  regla- 
mento de  26  de  Setiembre  y el  Real  decreto  adi- 
cional de  8 de  Octubre  de  1835  (que  hablan  de 
las  apelaciones  de  autos  interlocutorios  y de 
otros  recursos)  la  sustanciaron  debia  reducirse 
á la  entrega  de  los  autos  á las  partes  por  su  órden 
y á cada  una  por  un  término  que  no  pasara  de 
nueve  dias,  para  solo  el  objeto  de  que  se  instru- 
yeran los  defensores  á fin  de  hablar  en  estrados; 
y pasado  el  último  término , sin  necesidad  de 
otra  cosa,  se  llamaba  el  negocio  con  citación  de 
los  interesados  para  fallar  lo  que  correspondiera. 

* En  el  dia,  según  la  ley  de  Enjuiciamiento 
■ civil,  se  admite  la  apelación  en  ambos  efectos  en 
los  interdictos,  en  los  casos  expuestos  en  sus  lu- 
gares respectivos. 

Respecto  del  procedimiento  en  segunda  ins- 
tancia, en  las  cuales  se  admite  la  prueba  solo 
en  el  caso  del  art.  764  de  la  ley  referida,  véa- 
se lo  prescrito  por  esta  en  ei  artículo  Apelación 
(en  los  interdictos),  tomo  l.°,  pág.  598.  * 

X.  El  interdicto  reslüutorio  es  la  acción  que 
tiene  por  objeto  el  que  vuelvan  las  cosas  al  esta- 
do que  tenían  antes.  Tal  es  el  interdicto  de  que 
hacemos  uso  cuando  pedimos  que  se  nos  repon- 
ga en  la  posesión  de  que  se  nos  babia  despoja- 
do; que  se  nos  repare  la  obra  que  otro  nos  babia 
destruido  sin  razón;  y que  se  derribe  la  que  en 
. perjuicio  nuestro  babia  hecho  alguno  por  fuer- 
za ó clandestinamente.  Se  entiende  haber  hecho 
la  obra  por  fuerza,  no  solo  ei  que  ha  usado  abier- 
tamente de  violencia  para  construirla,  sino 
también  ei  que  la  ha  ejecutado  á pesar  de  la 
competente  prohibición , el  que  previno  la  pro- 
hibición ó denuncia  con  amenazas,  y ei  que  ha- 
biendo desistido  en  virtud  de  la  denuncia  volvió 
después  á continuarla  sin  el  permiso  correspon- 
: diente.  Se  entiende  haber  habido  clandestini- 
dad, cuando  se  hizo  la  obra,  ocultándonoslo  que 
se  iba  á hacer,  ó anunciándola  en  tiempo  en 
que  se  sabia  que  no  podíamos  embarazarla,  ó 
tan  tarde  que  no  podíamos  intentar  el  remedio 
antes  de  estar  concluida  la  obra,  ó de  manera 
que  pudimos  quedar  inducidos  en  error.  El  que 
hizo  la  obra,  si  la  posee,  debe  prestar  la  pacien- 
cia de  que  se  demuela  y ios  gastos  de  la  demo- 
lición ; el  que  la  hizo  y no  la  posee , solo  las  ex- 
pensas de  la  destrucción ; y el  que  la  posee  y no 
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la  hizo,  solo  la  paciencia  de  que  se  derribe.  La 
cosa  debe  restituirse  al  mismo  estado  que  tenia 
antes,  y resarcirse  los  perjuicios  causados  por 
el  que  dió  motivo  al  interdicto.  Mas  aunque  la 
obra  se  haya  ejecutado  con  fuerza  ó clandesti- 
namente, no  puede  hacerse  uso  del  interdicto, 
cuando  se  dejó  pasar  un  año  sin  hacerlo,  ni 
cuando  nuestro  suelo  no  recibió  daño,  ni  cuando 
el  vecino  hizo  la  obra  por  librarse  de  algmn  mal, 
como  si  fortificó  la  orilla  de  su  campo  ó hereda- 
miento para  preservarla  de  inundación:  leyes 
1.*,  tít.  13,  y 1.a,  3.a,  ó.1,  7.a,  11,  15  y 16,  tít.  24, 
lib.  43  del  Digesto. 

XI.  El  interdicto  prohibitorio  es  la  acción  que 
tiene  por  objeto  el  que  se  impida  á otro  hacer 
alguna  cosa  que  puede  perjudicarnos.  Usamos 
de  este  interdicto  cuando  alguno  levanta  algún 
edificio  ó fabrica  alguna  obra  nueva  que  ha  de 
causarnos  algún  daño  ó embarazarnos  el  ejerci- 
cio de  un  derecho:  cuando  el  vecino  abre  un 
pozo  en  su  casa  ó heredad  sin  otro  objeto  que  el 
de  quitarnos  el  agua  del  nuestro,  ó con  peligro 
de  que  se  arruinen  nuestras  paredes:  cuando 
uno  corta  maliciosamente  el  agua  que  pasaba 
por  su  campo  á beneficiar  el  mió  : cuando  alguno 
hace  molino,  casa  ú otra  obra  en  algún  rio  ó en 
sus  riberas,  de  modo  que  embaraza  la  navega- 
ción : cuando  un  particular  fabrica  en  ejidos, 
plazas,  calles  ó caminos  que  son  comunes:  cuan- 
do hay  quien  nos  estorba  hacer  las  obras  conve- 
nientes á las  cloacas  ó conductos  para  la  limpie- 
za de  nuestras  casas:  cuando  se  nos  hace  vio- 
lencia para  que  no  hagamos  uso  de  la  servidum- 
bre de  senda,  carrera  ó camino , de  que  nos  he- 
mos servido  treinta  dias  en  el  año  sin  fuerza  ni 
clandestinamente  ni  por  ruego:  cuando  se  nos 
incomoda  en  la  posesión  de  alguna  cosa ; y en 
otros  muchos  casos  semejantes.  Y.  Denuncia  de 
obra  nueva,  Denuncia  de  obra  vieja,  Agua,  Arbol, 
Calle,  Camino , Edificio,  Ribera,  Rio  y Servidum- 
bres. 

* Interdicto  de  obra  nueva. — La  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  adopta  esta  denominación  y no 
la  de  denuncia  de  obra  nueva,  de  que  se  usaba 
antes,  para  designar  el  interdicto  prohibitorio 
que  entabla  quien  se  cree  perjudicado  en  su  pro- 
piedad ó derecho  con  la  construcción  de  una 
obra,  para  que  se  suspenda  su  continuación. 
Acerca  de  lo  que  se  entiende  por  obra  nueva 
para  los  efectos  de  este  interdicto,  objeto  con 
que  se  hace  la  denuncia , quiénes  pueden  hacer- 
la y contra  quiénes  y efectos  que  produce , véase 
el  artículo  Denuncia  de  obra  nueva.  * 

En  el  mismo  artículo  expone  el  Sr.  Escriche 
las  disposiciones  de  las  leyes  1.*,  8.a  y 9.a,  tít.  32, 
Part.  3.  sobre  este  punto  en  ios  términos  si- 
guientes. El  juez  cuando  acude  el  interesado 
en  la  demolición  de  la  obra,  ante  él,  toma  al 
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denunciador  juramento  de  que  no  hace  la  de- 
nuncia maliciosamente , sino  porque  cree  tener 
derecho  de  hacerla,  á causa  de  que  la  nueva 
obra  se  hace  en  terreno  suyo  ó en  su  perjuicio; 
se  traslada  en  seguida  personalmente  ó envía  al 
escribano  ai  paraje  donde  se  hace  la  obra ; toma 
medida  y razón  del  estado  en  que  se  encuentra; 
hace  saber  al  dueño  la  denuncia  en  cualquier 
parte  en  que  fuere  hallado;  le  manda  suspender 
enteramente  la  obra,  bajo  la  pena  de  derribar  á 
su  costa  lo  que  se  construyere  después;  oye  lue- 
go enjuicio  contradictorio  al  denunciador  y al 
denunciado,  y si  no  se  pudiere  decidir  el  pleito 
en  el  término  de  tres  meses , puede  dar  facultad 
al  denunciado  para  continuar  la  obra  con  tal  que 
le  presente  fianza  de  que  la  derribará  á su  costa 
si  apareciese  que  no  la  podía  hacer  según  dere- 
cho. Si  el  denunciado  quisiere  dar  la  fianza  antes 
de  pasar  los  tres  meses,  el  denunciador  no  ten- 
drá Obligación  de  admitirla;  pero  si  la  admitiere 
antes  de  presentarse  al  juez,  ó sin  ella  permitiere 
al  denunciado  pasar  adelante  en  la  obra,  podría 
este  continuar  la  construcción.  Si  el  denuncia- 
dor no  quisiere  prestar  el  juramento  de  que  he- 
mos hablado,  debe  el  juez  conceder  al  denun- 
ciado que  siga  haciendo  la  obra  empezada,  man- 
dando al  otro  que  no  se  lo  embarace. 

* Conforme  á lo  dispuesto  por  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  la  denuncia  ó el  interdicto  se 
propone  presentando  escrito  ó demanda  ante  el 
juez,  pidiendo  se  suspéndala  obra  y demuela  lo 
construido  á costa  del  que  la  hizo , y que  se  pon- 
ga un  dependiente  del  juzgado  en  el  sitio  de  la 
obra  para  que  impida  su  continuación.  No  se 
hallan,  pues,  autorizados  en  el  dia  los  otros  me- 
dios extrajudiciales  de  que  trata  la  ley  1.a,  títu- 
lo 32,  Part.  3.a,  desechados  ya  por  la  práctica. 

Presentada  la  demanda  para  la  suspensión  de 
cualquiera  obra  nueva,  la  decretará  el  juez  pro- 
visionalmente, dejando  en  el  sitio  en  que  estu- 
viere haciéndose  un  dependiente  del  juzgado 
para  que  cuide  de  que  sea  cumplida  la  suspen- 
sión. Desde  entonces  y mientras  esté  pendiente 
el  interdicto , nada  podrá  hacerse  en  la  obra  mas 
que  lo  que  sea  absolutamente  indispensable  para 
que  no  se  destruya  lo  edificado,  y esto  con  auto- 
rización del  juez:  pár.  1."  del  art.  738.  Ni  por  la 
letra  de  este  artículo,  ni  en  buenos  principios, 
puede  entenderse  que  una  vez  cumplida  la  sus- 
pensión haya  de  permanecer  allí  el  dependiente 
causando  gastos  innecesarios  durante  el  tiempo 
que  pueda  durar  la  resolución  definitiva  del  in- 
terdicto; y cualquier  práctica  en  contrario  no 
puede  invocarse  en  concepto  de  jurisprudencia 
admitida  por  los  tribunales:  sentencia  de  6 de 
Mayo  de  1865. 

En  el  mismo  auto  de  la  suspensión  se  convo- 
cará á juicio  verbal  al  denunciante  y al  denun- 
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ciado,  previniéndoles  que  traigan  los  documen- 
tos en  que  respectivamente  funden  sus  preten- 
siones. A.  este  juicio  podrán  concurrir  los  defen- 
sores de  los  interesados:  pár.  2.”  del  art.  738. 

El  juez,  si  lo  estimare  necesario,  podrá  trasla- 
darse , antes  de  dictar  sentencia,  al  lugar  de  la 
obra  para  decidir  con  mas  acierto.  También  po- 
drá nombrar  para  que  lo  acompañe  é la  inspec- 
ción , perito  cuyo  dietámen  se  extenderá  en  los 
autos.  A esta  diligencia  podrán  concurrir  las 
partes  si  lo  solicitaren,  sus  defensores  y los  pe- 
ritos que  ellas  mismas  designen:  art.  730. 

Tanto  del  juicio  como  de  la  diligencia  de  ins- 
pección se  extenderán  las  oportunas  actas  en 
que  se  consignen  sus  resultados;  las  cuales  de- 
berán ser  firmadas  por  los  que  á ellas  hayan 
concurrido:  art.  740. 

Entre  el  juicio  y la  diligencia  de  inspección  no 
podrán  mediar  mas  que  tres  dias,  para  que  no 
quede  en  suspenso  la  obra  un  plazo  de  tiempo 
que  pudiera  ser  perjudicial,  á no  exigir  mayor 
dilación  alguna  causa  extraordinaria  é insupe- 
rable, como  enfermedad  del  juez , etc.:  pár.  l.“ 
del  artículo  741. 

Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que  la 
diligencia  de  inspección  haya  tenido  lugar,  ó al 
de  la  celebración  del  juicio  si  no  hubiere  habido 
inspección,  el  juez  dictará  sentencia:  art.  741. 
La  sentencia  que  se  pronuncia  en  un  interdicto 
de  obra  nueva , no  prejuzga  la  cuestión  que  des- 
pués se  ventile  en  juicio  ordinario  sobre  el  dere- 
cho de  continuar  la  obra  denunciada:  sentencia 
de  20  de  Noviembre  de  1864. 

Si  no  se  ratificare  la  suspensión  de  la  obra, 
procederá  la  apelación  en  ambos  efectos ; é in- 
terpuesta que  sea,  se  remitirán  los  autos  al 
Tribunal  Superior  con  citación  de  ambas  partes: 
art.  742.  Alzándose  la  suspensión  por  la  senten- 
cia del  inferior  ó del  superior,  parece  proceden- 
te , aunque  no  lo  dice  la  ley , que  se  imponga  al 
demandante  la  indemnización  de  los  daños  y 
perjuicios  que  causó  con  la  suspensión  provisio- 
nal de  la  obra,  y que  sea  condenado  en  costas, 
cuya  regulación  se  hará  segun  lo  prescrito  en  el 
artículo  307  de  la  ley,  expuesto  al  tratar  del  in- 
terdicto de  adquirir.- 

Si  se  ratificare  la  suspensión  de  la  obra,  se 
procederá  á ejecutarla  ante  escribano  por  algua- 
cil que  se  comisioue  al  efecto , extendiéndose  en 
los  autos  la  oportuna  diligencia  del  estado , al- 
tura y circunstancias  de  la  obra,  y apercibiendo 
al  que  la  estuviere  ejecutando  con  la  demolición 
á su  costa  de  lo  que  de  alli  en  adelante  se  edifi- 
care: art.  743. 

La  sentencia  en  que  se  ratificare  la  suspensión 
es  apelable  solo  en  un  efecto.  Interpuesto  el  re- 
curso, y ejecutada  que  sea  la  suspensión,  se  re- 
mitirán los  autos  á la  Audiencia,  citadas  las  par- 


tes. Si  no  se  apelare,  queda  de  derecho  consen- 
tida la  sentencia  sin  necesidad  de  declaración 
¡ alguna:  art.  744. 

Si  se  consintiere  la  sentencia,  ó apelada  se 
! confirmare,  tendrá  derecho  el  dueño  de  la  obra 
suspendida  á pedir  autorización  para  continuar- 
la. El  juez  accederá  á esta  solicitud  si  de  la  sus- 
pensión de  la  obra  se  siguieren  grandes  perjui- 
cios, con  tal  que  el  que  la  hubiere  formulado  dé 
fianza  suficiente  á su  juicio  para  responder  dé- 
la demolición  y de  la  indemnización  de  los  per- 
juicios que  de  continuarse  puedan  seguirse,  si 
así  se  mandare  por  ejecutoria:  art.  745.  Esta  dis- 
posición está  conforme  con  la  de  la  ley  9.*,  títu- 
lo 32,  Part.  3.“,  expuesta  por  el  Sr.  Escriche.  La 
fianza  para  responder  de  la  demolición,  que  se 
llama  demolitoria,  puede  ser  cualquiera  de  las 
que  admite  el  derecho. 

La  providencia  que  recayere  sobre  el  incidente 
de  que  habla  el  artículo  anterior,  es  apelable  en 
ambos  efectos.  Interpuesta  la  apelación,  se  remi- 
tirán los  autos  á la  Audiencia,  citadas  las  partes: 
art.  746. 

No  se  podrá  conceder  autorización  para  conti- 
nuar ninguna  obra  suspendida  sin  que  al  tiem- 
po de  pedirse  se  deduzca  la  oportuna  demanda 
para  que  se  declare  el  derecho  á continuarla. 
Esta  demanda  debe  ir  acompañada  de  los  docu- 
mentos en  que  se  funda  y de  la  certificación  de 
haberse  intentado  eljuicio  de  conciliación.  Otor- 
gada la  autorización , seguirá  esta  demanda  los 
trámites  del  juicio  ordinario:  art.  747. 

Sobre  el  juez  competente  para  conocer  de  este 
interdicto , véase  la  adición  al  párrafo  VIII. 

Está  exceptuada  de  la  celebración  del  acto 
conciliatorio  su  interposición,  segun  lo  dicho  en 
la  adición  al  párrafo  VII. 

Acerca  del  procedimiento  en  la  segunda  ins- 
tancia, véase  Apelación  (en  los  interdictos). 

Cuando  la  obra  se  ejecutare  en  sitio  público, 
causando  algún  perjuicio  al  común,  bien  sea 
■ por  las  autoridades  administrativas  como  tales, 
ó como  particulares  ó por  estos,  há  lugar  á la 
acción  popular  de  que  habla  la  ley  3.",  tít.  32, 
Part.  3.%  y debe  dictarse  la  providencia  guber- 
nativa correspondiente  por  la  autoridad  muni- 
cipal para  evitar  aquel  daño,  sin  que  se  proceda 
por  medio  del  interdicto. 

Interdicto  ó denuncia  de  obra  vieja. — El  inter- 
dicto de  obra  vieja  puede  tener  dos  objetos: 

| 1.”  La  adopción  de  medidas  urgentes  para  evitar 
los  riesgos  que  el  mal  estado  de  cualquier  cons- 
trucción pueda  ofrecer.  2.a  Obtener  su  demoli- 
ción: art,  748.  Puede,  pues,  deducirse  la  solici- 
tud comprendiendo  uno  solo  de  estos  objetos, 
sin  que  obste  el  haberse  denegado  el  que  se 
dedujo  con  el  segundo  para  que  se  entable  otro 
con  el  primero ; y también  puede  comprender 
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los  dos,  expresando  que  si  no  basta  el  primero 
para  evitar  el  daño,  se  adopte  el  segundo. 

Solo  podrán  intentar  este  interdicto:  l.°  Los 
que  tengan  alguna  propiedad  contigua  ó inme- 
diata, que  pueda  resentirse  ó padecer  por  la 
ruina.  2.°  Los  que  tengan  necesidad  de  pasar 
por  las  inmediaciones  del  edificio  ó construc- 
ción que  amenazare  ruina. 

Se  entiende  por  necesidad  para  los  electos  del 
anterior  artículo,  la  que  no  puede  dejar  de  sa- 
tisfacerse sin  quedar  privado  el  denunciante  del 
ejercicio  de  un  derecho,  ó sin  que  se  le  siga  co- 
nocido perjuicio  en  sus  intereses,  ó grave  mo- 
lestia á juicio  del  juez:  arts.  749  y 750. 

Deducido  el  interdicto  para  la  adopción  de 
medidas  urgentes  de  precaución , el  juez,  pré- 
via  inspección  que  hará  por  sí  de  la  obra,  acom- 
pañado de  perito  que  nombrará  al  efecto,  de- 
cretará las  medidas  oportunas  para  procurar 
provisional  é interinamente  la  debida  seguri- 
dad. A la  ejecución  de  estas  medidas  serán  com- 
petidos el  dueño,  su  administrador  ó apodera- 
do, el  inquilino  por  cuenta  de  alquileres,  y en 
defecto  de  todos  estos,  se  ejecutará  á costa  del 
actor,  reservándole  su  derecho  para  reclamar 
del  dueño  de  la  obra  los  gastos  que  se  le  ocasio- 
nen : art.  751. 

El  juez  podrá  denegar  las  medidas  de  precau- 
ción solicitadas , si  de  la  inspección  que  haga 
con  el  perito  no  resulta  la  urgencia,  esto  es,  por 
no  amenazar  la  obra  daño  ó causar  perjuicios, 
de  suerte  que  pueda  seguirse  un  juicio  ordina- 
rio sobre  ei  derecho  á hacer  ó no  los  reparos. 

Las  providencias  que  el  juez  dictare  otorgan- 
do ó denegando  las  medidas  urgentes  de  pre- 
caución no  son  apelables : art.  753.  Solo  queda- 
rá, pues,  á las  partes  el  juicio  ordinario  para 
hacer  valer  su  derecho. 

Si  el  interdicto  tuviere  por  objeto  la  demoli- 
ción de  algún  edificio , deducida  que  sea  la  de- 
manda el  juez  convocará  á las  partes  á juicio 
verbal,  al  que  podrán  asistir  sus  respectivos  de- 
fensores; oirá  sus  alegaciones  y sus  testigos,  y 
examinará  los  documentos  que  presenten.  De 
este  juicio  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que 
suscribirán  los  que  á él  hayan  concurrido.  Los 
documentos  presentados  se  unirán  á los  autos: 
art.  754.  Se  celebra  este  juicio  en  tal  caso  por  re- 
querirlo la  importancia  del  objeto  del  interdicto. 

Si  por  el  resultado  del  juicio  el  juez  lo  creyere 
necesario,  podrá  practicar  por  sí  mismo  una 
inspección  de  la  obra,  acompañado  de  perito 
que  nombre  al  efecto;  los  interesados  concurri- 
rán si  quieren  á esta  diligencia  acompañados 
de  sus  defensores  y peritos  de  su  nombramien- 
to. De  ella  se  extenderá  la  oportuna  acta,  que 
suscribirán  todos  los  que  hayan  concurrido ; ar- 
tículo 755. 


Según  las  leyes  10  y 11,  tít.  32,  Partida  3.  , 
que  expone  el  Sr.  Escriche  en  el  artículo  De- 
nuncia de  oirá  vieja,  si  el  edificio  no  era  sus- 
ceptible |de  reparación,  debía  el  juez  mandar 
al  dueño  su  derribo,  y si  era  susceptible  de 
aquella,  que  lo  reparase,  dando  fianza  á los  ve- 
cinos de  que  no  les  vendría  daño  alguno ; y si 
proviniere  este  causando  daño  al  vecino  , lo  de- 
bía pagar  efectivamente  en  caso  de  que  el  edifi- 
cio cayere  por  su  propia  debilidad  , mas  no  en 
el  de  que  solo  cayere  por  terremoto , rayo , grau 
viento,  lluvia  ú otra  semejante  causa.  Tampoco 
debería  pagarlo  si  la  ruina  se  verificase  antes 
de  haberse  dado  la  querella  al  juez  sobre  el  pe- 
ligro ; pero  en  este  caso,  habría  de  sacar  la  teja, 
madera  ó ladrillo , como  igualmente  las  ripias  y 
la  tierra  que  cayeron  en  el  fundo  del  vecino , ó 
dejarlo  todo  á beneficio  del  que  recibió  el  daño. 
Lo  expuesto  tenia  aplicación  á los  árboles  que 
amenazaban  caer,  dañando  á las  heredades. 
V.  Denuncia  de  oirá  vieja. 

Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  al  en  que  hubieren 
terminado  el  juicio  verbal,  ó la  práctica  de  la 
diligencia  de  inspección,  si  esta  hubiere  tenido 
lugar,  dictará  el  juez  sentencia:  art.  756. 

Cualquiera  que  sea  la  sentencia,  es  apelable 
en  ambos  efectos.  Mas  no  lo  son  las  providen- 
cias otorgando  las  medidas  de  precaución,  se- 
gún el  art.  753. 

Interpuesta  la  apelación , se  remitirán  los  au- 
tos á la  Audiencia  con  citación  de  las  partes: 
art.  757. 

En  el  caso  de  ordenarse  la  demolición  y de 
resultar  del  juicio  y diligencia  de  inspección  la 
urgencia  de  ella,  deberá  el  juez,  antes  de  remi- 
tir los  autos  á la  Audiencia,  decretar  y hacer 
que  se  ejecuten  las  medidas  de  precaución  que 
estime  necesarias,  en  la  forma  que  queda  indi- 
cada al  tratar  del  interdicto  que  tiene  por  obje- 
to la  adopci  on_.de  ellas : art.  758. 

Devueltos  los  autos  por  la  Audiencia , se  lle- 
vará á efecto  lo  determinado  en  la  ejecutoria. 

Acerca  del  juez  competente  para  esta  clase 
de  interdicto,  véase  la  adición  al  párrafo  VIII 
de  este  artículo. 

Respecto  de  los  trámites  que  se  siguen  en  la 
segunda  instancia  de  los  interdictos,  véase  el 
artículo  de  esta  obra  Apelación  (en  los  inter- 
dictos). 

Véase  también  lo  expuesto  en  el  párrafo  VII 
sobre  hallarse  exceptuado  este  interdicto,  así 
como  los  demás,  del  acto  prévio  de  conciliación. 

Adviértase  que  en  el  caso  de  que  una  obra 
amenazare  ruina  con  perjuicio  público,  puede 
la  autoridad  gubernativa  ó administrativa  de- 
cretar como  medida  urgente , cualquiera  de  los 
dos  medios  á que  se  refiere  el  art.  748  de  la  ley 
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de  Enjuiciamiento,  en  uso  de  sus  atribuciones, 
sin  que  pueda  oponerse  á ello  la  autoridad  ju- 
dicial. * 

XII.  El  interdicto  exMMlorio  es  la  acción  que 
tiene  por  objeto  el  que  se  nos  exhiba,  presente 
ó ponga  de  manifiesto  alguna  cosa,  para  usar 
mas  seguramente  de  nuestro  derecho.  V.  Acción 
exhibitoria. 

XIII.  liemos  dicho  mas  arriba  que  la  autori- 
dad judicial  que  ejerce  la  real  jurisdicción  ordi- 
naria es  la  que  debe  conocer  de  los  interdictos 
posesorios , especialmente  de  los  de  manuten- 
ción ’y  restitución , cualesquiera  que  sean  las 
personas  que  los  intenten,  cualesquiera  que  sean 
los  perturbadores  ó despojantes,  y cualesquiera 
que  sean  las  cosas  sobre  que  recaigan.  Mas  es 
ahora  de  advertir , que  para  evitar  que  las  pro- 
videncias gubernativas,  dictadas  por  los  Ayun- 
tamientos y Diputaciones  provinciales  dentro 
del  límite  de  sus  facultades,  puedan  anularse 
recurriendo  á la  autoridad  judicial  para  pedir 
amparo  en  la  posesión  ó restitución  por  el  que 
se  diga  despojado,  se  ba  declarado  por  punto 
general  en  Real  órden  de  8 de  Marzo  de  1839, 
«que  las  disposiciones  y providencias  que  dicten 
los  Ayuntamieutos,  y en  su  caso  las  Diputacio- 
nes provinciales  en  los  negocios  que  pertenecen 
á sus  atribuciones  según  las  leyes,  forman  esta- 
do y deben  llevarse  á efecto,  sin  que  los  tribuna- 
les admitan  contra  ellas  los  interdictos  poseso- 
rios de  manutención  ó restitución,  aunque  de- 
berán administrar'  j ustieia  á las  partes  cuando 
entablen  las  otras  acciones  que  legalmente  les 
competan.» 

Esta  disposición,  que  se  aplicó  por  extensión  á 
las  providencias  de  todas  las  autoridades  del  ór- 
den administrativo,  se  entiende  cuando  dichas 
providencias  son  dictadas  por  las  referidas  auto- 
ridades dentro  de  los  límites  de  sus  facultades, 
en  negocio  que  corresponde  á sus  atribuciones 
y según  las  leyes.  Fuera  de  estos  casos,  ó en  los 
que  conozcan  las  autoridades  administrativas 
incompetentemente,  procede  el  interdicto  con- 
tra dichas  providencias.  Posteriormente,  con  la 
publicación  de  la  ley  orgánica  del  poder  judi- 
cial de  15  de  Setiembre  de  1870,  en  cuyo  art.  290 
se  previene,  que  las  autoridades  judiciales  sos- 
tengan las  atribuciones  que  la  Constitución  y 
las  leyes  les  confieran  contra  los  excesos  de  las 
autoridades  administrativas  por  medio  de  recur- 
sos de  queja  que  elevarán  al  Gobierno,  báse  opi- 
nado que  sustituía  al  medio  de  los  interdictos 
este  recurso  de  queja,  el  cual  tendría  lugar  en 
los  mismos  casos  en  que  lo  tenian  los  interdic- 
tos, según  hemos  expuesto  en  el  artículo  Com- 
petencia entre  las  autoridades  judiciales  y admi- 
nistrativas, tomo  2.1',  página  382  y siguientes. 
En  su  consecuencia  háse  interpretado,  que  di- 


cha disposición,  no  solo  tiene  por  objeto  ocurrir 
á la  prohibición  impuesta  á los  juzgados  y tribu- 
nales de  suscitar  ó promover  competencias  ad- 
ministrativas, estableciendo  un  recurso  por  cuyo 
medio , cuando  las  au  toridades  de  este  órden  co- 
metieren algún  abuso  de  poder  ó de  incompe- 
tencia, puedan  recurrir  dichos  jueces  al  Go- 
bierno sin  promover  competencia  jurisdiccional, 
sino  que  tiene  también  por  objeto  prohibir  abso- 
lutamente á los  jueces  la  admisión  de  interdic- 
tos contra  las  providencias  de  la  Administración. 
Mas  esta  extensión  ó interpretación  absoluta  del 
art.  290  citado , que  ofrecía  los  inconvenientes 
que  expusimos  en  la  pág.  382  del  tomo  2.°  de 
esta  obra,  no  ha  sido  autorizada  por  la  práctica, 
según  la  cual  continúan  promoviéndose  compe- 
tencias á consecuencia  de  interdictos  interpues- 
tos con  posterioridad  á la  ley  de  organización 
judicial,  contra  providencias  administrativas  y 
son  admitidos  por  las  autoridades  judiciales; 
competencias  que  se  deciden  por  el  Consejo  de 
Estado  ó.  favor  de  la  Administración  ó de  la  auto- 
ridad judicial,  sin  hacer  declaración  alguna  so- 
bre la  admisión  de  los  mencionados  interdictos 
Puede  verse,  entre  las  numerosas  competencias 
entabladas  á consecuencia  de  tales  interdictos, 
las  de  30  de  Diciembre  de  1871,  de  2 de  Junio  de 
1872,  de  20  de  Marzo  de  1873,  de  1.®  de  Mayo  de 
1871,  y de  30  de  Mayo  y 29  de  Agosto  de.  1875  de- 
cididas á favor  de  la  Administración , y las  de  19 
de  Abril  de  1872,  de  l.°  de  Abril  de  1873,  de  10 
: de  Mayo  de  1874,  de  20  y 30  de  Mayo  de  1875  de- 
cididas á favor  de  la  autoridad  judicial.  En  la  de 
10  de  Mayo  de  1874  se  hizo  mención  del  inter- 
! dicto  en  la  misma  decisión,  puesto  que  se  fun- 
daba en  ser  indispensable  para  que  pueda  sus- 
citarse conflicto  de  j urisdiecion  entre  dos  auto- 
■ ridades  que  estén  ambas  conociendo  á la  vez  de 
un  mismo  asunto , y que  en  el  caso  de  que  á la 
sazón  se  trataba,  al  despacharse  el  requerimien- 
to al  juez  no  se  había  presentado  aun  la  demanda 
i de  interdicto , por  lo  que  faltaba  la  condición 
mas  esencial  para  suscitar  esta  clase  de  conflic- 
tos. Véase  también  la  que  extractamos  á conti- 
nuación por  la  importancia  de  las  declaraciones 
que  contiene. 

En  1874  se  propuso  competencia  á una  Au- 
diencia de  una  provincia  por  el  gobernador  déla 
misma  que  conocía  de  un  interdicto  de  recobrar 
contra  la  junta  de  fortificación  y defensa  de  la 
indicada  villa,  porque  sin  conocimiento  de  la 
parte  demandante  había  procedido  á derribar 
una  capilla;  en  vista  de  la  Real  órden  de  8 de 
Mayo  de  1839  y del  Real  decreto  de  13  de  Julio 
de  1S36,  se  decidió  á favor  de  la  Administración, 
considerando  que  por  referirse  las  obras  de  que 
se  trataba  á la  fortificación  y defensa  de  una  vi- 
lla en  estado  de  guerra,  la  perentoriedad  del 
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servicio  que  se  reclamaba  y lo  importante  de 
los  intereses  que  tendía  á garantir,  no  podía 
menos  de  concederse  carácter  de  delegados  de 
la  administración  á los  ejecutores  de  las  expre- 
sadas  obras;  y por  lo  tanto,  los  acnerdos  toma- 
dos por  los  mismos  no  pueden  invalidarse  por 
medio  de  interdictos;  lo  cual  no  obsta  para  que 
ios  particulares  que  se  estimen  agraviados  pue- 
dan ejercitar  ante  las  autoridades  administrati- 
vas los  recursos  de  que  se  crean  asistidos,  ó en- 
tablar ante  los  tribunales  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria las  acciones  ó querellas  que  correspon- 
dan: decreto  de  1.°  de  Mayo  de  1874. 

Mas  la  prohibición  de  admitir  interdictos  los 
juzgados  ordinarios  contra  las  providencias  ad- 
ministrativas no  es  aplicable  al  caso  en  que  por 
medio  de  estos  interdictos  se  trate  de  llevar  á 
efecto  lo  resuelto  por  la  Administración:  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  11  de  Abril  de  1860. 

Un  notable  escritor,  el  Sr.  Ortiz  de  Z imiga,  en 
su  Práctica  general  forense,  se  extraña  con  razón 
de  porqué,  así  como  está  prohibido  á la  juris- 
dicción ordinaria  oponerse  b las  resoluciones  y 
acuerdos  de  la  administración  en  los  casos  ex- 
presados, no  ha  de  ser  extensiva  esta  prohibi- 
ción respecto  de  las  providencias  de  la  autoridad 
eclesiástica,  dictadas  dentro  del  círculo  de  sus 
facultades.  Altas  razones  de  órden  público  y de 
couvenieneia  administrativa,  dice  este  escritor, 
con  cuya  autoridad  queremos  fortificarnos  en 
esta  materia,  obligan  á eximir  de  todo  conoci- 
miento judicial  los  acuerdos  de  los  Ayuntamien- 
tos y las  Diputaciones  provinciales  tomados  so- 
bre asuntos  de  su  competencia , y el  Consejo 
Real,  y hoy  el  de  Estado,  siguiendo  el  espíritu 
de  aquella  disposición,  han  ensanchado  su  pre- 
cepto á todas  las  autoridades  administrativas  , y 
aun  á las  militares,  para  que  la  acción  de  estas 
no  se  vea  coartada  por  una  reclamación  de  de- 
recho privado,  en  pugna  con  el  interés  público; 
y no  creemos  que  deba  ser  de  peor  condición  la 
autoridad  eclesiástica  cuando  dicta  una  provi- 
dencia gubernativa  dentro  de  la  esfera  de  sus 
atribuciones  puramente  eclesiásticas.  Esta  doc- 
trina, que  tal  vez  parezca  extraña,  está  sostenida 
por  las  razones  consignadas  en  un  precedente 
de  grande  importancia,  en  una  Real  disposición, 
que  aunque  no  concreta  al  punto  indicado,  tiene 
mucha  analogía  con  él.  Un  Obispo  publicó,  en 
uso  de  su  potestad  espiritual  y eclesiástica,  una 
pastoral  condenando  cierta  obra  literaria ; su 
editor  hubo  de  quejarse  al  alcalde,  y este  mandó 
citar  k juicio  á aquel  reverendo  Obispo,  que 
viéndose  lastimado  en  su  dignidad  y autoridad, 
acudió  al  Gobierno  implorando  la  real  protec- 
ción. Y al  resolverse  este  lamentable  conflicto, 
se  consignó  por  el  Gobierno  la  sana  doctrina  de 
que  los  actos  que  ejercen  las  autoridades  como 


' tales  en  uso  de  sus  atribuciones,  no  están  ni 
pueden  estar  sujetos  á la  acción  de  un  particu- 
: lar,  y menos  tratándose  de  un  Obispo,  que  en 
' cumplimiento  de  los  deberes  de  su  cargo , con- 
dena doctrinas  que  á su  juicio  atacan  el  dogma 
■ ó la  moral  religiosa,  ó contienen  errores  en  ma- 
terias eclesiásticas;  que  en  el  caso  en  cuestión, 
pudo  el  editor  haber  acudido  al  Gobierno , si  de 
algún  derecho  se  creía  asistido  ; que  el  alcalde 
Rabia  olvidado  las  prescripciones  terminantes 
del  art.  3."  del  Concordato , y por  último,  que  los 
prelados  deben  gozar  de  la  libertad  que  estable- 
cen los  Sagrados  Cánones  en  el  ejercicio  de  la 
autoridad  eclesiástica;  y guiado  el  Gobierno  por 
estas  poderosas  consideraciones,  declaró  en  Real 
órden  de  27  de  Setiembre  de  1852 , que  en  las 
pastorales,  edictos  y cualesquiera  otros  escritos 
que  los  prelados  publiquen  en  el  ejercicio  de  su 
ministerio  episcopal,  no  están  sujetos  á la  de- 
manda de  un  particular  , pudiendo  , los  que  se 
sintieren  agraviados,  acudir  respetuosamente  al 
Gobierno,  por  conducto  del  ministerio  de  Gracia 
, y Justicia.  Aplicando  estos  principios  á la  cues- 
tión que  hemos  indicado,  no  nos  parece  justo  ni 
conveniente  que , cuando  un  Obispo  dicte  una 
providencia  gubernativa  en  un  punto  mera- 
mente espiritual  ó eclesiástico,  porque  un  parti- 
cular cualquiera  se  crea  ofendido  ó desposeído 
de  su  derecho,  deba  aplicarse  el  art.  44  del  re- 
glamento para  la  administración  de  justicia,  ni 
el  692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Creemos 
que  este  procedimiento  lastimarla  la  indepen- 
dencia de  la  autoridad  eclesiástica , la  humilla- 
ría innecesariamente , usurparía  el  ejercicio  de 
su  jurisdicción  espiritual,  é infringiría  el  art.  3.° 
del  Concordato  de  6 de  Marzo  de  1851,  en  cuanto 
prohíbe  que  se  ponga  impedimento  alguno  álos 
prelados  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ni  los 
moleste  nadie  bajo  ningún  pretexto  en  cuanto 
se  refiera  b los  deberes  de  su  cargo.  Diráse  tal 
vez  que  los  prelados  eclesiásticos,  y mucho  mas 
sus  delegados,  pueden  abusar,  dando  el  carácter 
de  espirituales  á materias  puramente  profanas, 
ó cometiendo  algún  exceso  aun  en  el  ejercicio 
de  su  indisputable  jurisdicción.  Ciertamente;  del 
mismo  modo  que  se  exceden  y abusan,  y con 
harta  frecuencia  por  cierto , si  atendemos  á las 
¡ consultas  dei  Consejo,  los  alcaldes,  los  Ayunta- 
mientos y demás  autoridades  y corporaciones 
administrativas;  y no  porque  algunas  veces  co- 
metan excesos  ó abusos  se  les  priva  de  sus  fa- 
cultades, ni  se  someten  sus  actos  á la  revisión 
judicial  del  interdicto,  sino  que  en  estos  casos 
tienen  los  particulares  agraviados  expedito  su 
recurso  al  Gobierno  de  S.  M.,  que  oyendo  el  im- 
parcial y autorizado  dictámen  del  Consejo  de 
Estado,  resuelve  la  contienda  entre  el  interés 
j Publico  y Los  derechos  que  se  creen  lastimados. 
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Además  hay  otru  medio  que  nuestras  leyes  tie-- 
nen  acordado  desde  tiempo  inmemorial,  y que 
constituye  una  de  las  mas  importantes  regalías 
de  la  Corona,  merced  al  cual  so  han  evitado 
siempre  los  excesos  que  han  podido  cometer  las 
autoridades  eclesiásticas.  Este  remedio  poderoso 
y legal  puede  hoy  aplicarse  por  las  Audiencias, 
Tribunal  Supremo,  y en  su  caso,  por  el  Consejo 
de  Estado,  que  tienen  la  atribución  de  alzar, 
cuando  io  estimen  justo,  la  fuerza  ó violencia 
que  cometa  aquella  potestad.  Creemos,  pues, 
por  estas  breves  indicaciones,  que  debería  ex- 
tenderse la  Real  órden  de  8 de  Mayo  de  1839  á 
las  providencias  gubernativas  dictadas  por  la 
autoridad  eclesiástica  dentro  del  círculo  de  sus 
atribuciones  y facultades  espirituales,  dejando 
empero  expedito  el  recurso  de  los  particulares  y 
del  ministerio  fiscal  para  acudir  implorando  el 
real  auxilio  contra  la  fuerza.  ¿ * 

INTERÉS.  La  acción  ó parte  que  uno  tiene  en 
alguna  sociedad,  empresa  ó negociación.  Véase 
Acción,  en  su  artículo  primero. 

INTERÉS.  El  importe  de  los  daños  y perjuicios 
que  se  siguen  á una  de  las  partes  por  no  cum- 
plir la  otra  la  obligación  que  había  contraido. 
Cuando  la  palabra  interés  ó menoscabo  va  uni- 
da en  las  leyes  con  la  de  daño,  y como  regular- 
mente sucede,  esta  última  denota  la  pérdida 
que  sufre  el  acreedor  por  la  inejecución  dei  con- 
trato de  parte  del  deudor,  y aquella  se  contrae 
á la  ganancia  que  el  mismo  acreedor  ha  dejado 
de  hacer  por  la  propia  causa;  pero  cuando  va 
sola  sin  que  la  otra  la  acompañe,  suele  abrazar 
entonces  la  significación  de  ambas  compren- 
diendo por  consiguiente  tanto  las  pérdidas  oca- 
sionadas, como  ia  falta  de  adquisición  de  las 
ganancias. 

El  interés,  tomado  en  este  xiltimo  sentido,  se 
divide  en  interés  de  daño  emergente  é interés 
de  lucro  cesante.  Dícese  interés  de  daño  emergen- 
te, el  importe  de  las  pérdidas  que  resultan  al 
acreedor  por  retardar  ó abandonar  el  deudor  el 
cumplimiento  de  lo  que  debia  dar  ó hacer;  como 
por  ejemplo,  si  á consecuencia  de  esta  faltase 
hubiese  visto  el  acreedor  en  la  necesidad  de  pa- 
gar uua  deuda  de  plazo  fijo  con  costas  ó intere- 
ses , ó en  la  de  buscar  dinero  prestado  á usura 
ó vender  por  menos  de  su  valor  parte  ó el  todo 
de  sus  bienes  para  salir  de  algún  apuro,  ó en  la 
de  comprar  mas  caro  lo  que  había  menester  i 
para  el  cultivo  de  su  hacienda  ó el  ejercicio  de 
su  industria  ó las  atenciones  de  su  casa.  Lláma-  \ 
se  interés  de  lucro  cesante  el  importe  de  las  ganan- 
cias que  el  acreedor  pudiera  haber  adquirido 
con  su  dinero  si  lo  hubiese  tenido  en  su  poder  ó 
con  la  cosa  ó hecho  prometido  por  ei  deudor,  y 
que  dejó  de  adquirir  por  la  falta  del  dinero  ó 
por  la  inejecución  del  hecho  ó de  la  promesa. 

Tomo  ni. 


El  que  estando  obligado  á la  entrega  ó devo- 
lución de  alguna  cosa  ó cantidad  ó á la  ejecu- 
ción de  un  hecho,  deja  de  cumplir  su  obliga- 
ción, sin  que  medie  causa  independiente  de  su 
voluntad  que  se  lo  impida,  se  hace  respon  sable, 
por  regla  general,  del  interés  "del  daño  emer- 
gente y del  lucro  cesante.  V.  Daños  y perjuicios 
y el  artículo  que  sigue. 

INTERÉS.  El  provecho,  utilidad  ó ganancia 
que  se  saca  de  alguna  cosa;  y especialmente  el 
beneficio  que  saca  un  acreedor  del  dinero  que 
se  le  debe,  e3to  e3,  la  cantidad  que  el  acreedor 
percibe  del  deudor  además  del  importe  de  la 
deuda. 

El  interés  se  divide  en  compensatorio,  puní- 
torio  y lucratorio. 

I.  Es  interés  compensatorio,  que  por  algunos 
se  dice  también  restauratorio , el  que  se  exige 
por  razón  de  daño  emergente  6 de  lucro  cesan- 
te, esto  es,  por  razón  de  las  pérdidas  que  el 
acreedor  tiene  que  sufrir  en  sus  bienes  ó de  las 
ganancias  de  que  ha  de  verse  privado  por  care- 
cer de  su  dinero , como  se  ha  explicado  en  el 
artículo  que  antecede.  Es  interés  punitorio,  ó 
como  dicen  algunos  tnoratorio,  el  que  se  exige 
ó impone  como  pgna  de  la  morosidad  ó tardan- 
za del  deudor  en  la  satisfacción  de  la  deuda.  Es 
por  fin , interés  lucratorio  ó lucrativo  el  que  se 
exige  de  la  persona  á quien  se  presta  dinero  ú 
otra  cosa  fungible , no  por  razón  de  daño  emer- 
gente ó lucro  cesante  ó por  morosidad  en  su 
devolución,  sino  precisamente  por  razón  del 
préstamo,  exvimutui. 

II.  Interés  compensatorio.  — EL  interés  com- 
pensatorio está  admitido  por  los  teólogos,  por 
los  canonistas,  por  los  jurisconsultos  y por  las 
leyes.  En  cuanto  al  interés  por  razón  de  daño 

: emergente  puede  citarse  desde  luego  la  autori- 
dad de  Santo  Tomás,  quien  afirma  expresamen- 
te que  puede  pactar  el  prestamista  la  compen- 
sación del  daño  que  se  le  siguiere  por  prestar 
su  dinero:  IUe,  qui  mutiium  dat,  potest  aisque 
peccato  in  paetnm  dedúcete  cnmpensalionem  damni 
per  quod  subtrahitur  sibi  aliquid,  quod  debet  ha- 
bere ; nam,  hoc  non  est  vendere  usum  pecunia,  sed 
darMium  vitare-,  2,  2,  queest,  78,  art.  2.'’  ad.  1.*  La 
razón  es  que  nadie  está  obligado  á hacer  á otro 
un  beneficio  con  daño  propio.  Así  es,  que  si  te- 
niendo tú  cierta  cantidad  para  comprar  en  la 
época  de  la  cosecha  la  provisión  de  granos  que 
necesitas  para  tu  casa,  te  la  pide  prestada  Pedro 
y se  la  das , de  manera  que  quedas  en  la  impo- 
sibilidad de  hacer  la  compra  que  intentabas  en 
tiempo  oportuno  y te  ves  obligado  á ejecutarla 
después  cuando  es  mas  alto  el  precio  de  los  gra- 
nos, podrás  justamente  exigir  de  Pedro  que  te 
indemníce  de  la  pérdida  que  has  de  sufrir,  com- 
prometiéndose á darte  sobre  la  cantidad  que  le 
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prestas  un  interés  proporcionado  al  cálculo 
aproximativo  que  se  haga  de  la  diferencia  de 
precios. 

Por  lo  que  hace  al  lucro  cesante,  se  tiene 
también  por  favorable  la  opinión  del  doctor  an- 
gélico, pues  que  en  el  lugar  citado,  cuestión  62, 
art.  4.°.  después  de  exponer  que  se  puede  causar 
daño  á uno  de  dos  modos,  ya  quitándole  lo  que 
tiene  en  el  acto,  ya  impidiéndole  adquirir  lo 
que  estaba  en  camino  de  tener,  concluye  dicien- 
do que  en  el  primer  caso  se  le  ha  de  resarcir 
todo  el  daño,  y en  el  segundo  se  le  ha.  de  hacer 
alguna  compensación  según  la  calidad  de  las 
personas  y de  los  negocios,  porque  si  bien  en 
este  último  caso  todavía  no  posee  en  el  acto  lo 
que  está  en  camino  de  adquirir,-  lo  tiene,  sin" 
embargo,  secundum  virtutem  et  potestatem.  Así, 
pues,  si  prestas  á Juan  la  cantidad  de  dinero 
que  tenias  dispuesta  para  negociar  con  ella, 
puedes  exigirle  algún  interés  en  compensación 
de  la  ganancia  de  que  te  privas  por  servirle. 

Estos  principios  se  hallan  sancionados  por  ■ 
nuestras  leyes,  particularmente  por  la  ley  21, 
tít.  l.°,  y la  5.“,  tít.  8.”,  lib.  10,  Nov.  Reeop.  La 
primera,  que  es  la  famosa  pragmática  de  Aran- 
juez  de  1608,  establece  que  .ninguna  persona 
pueda  llevar  interés  alguno  de  dinero  que  diere 
en  depósito  ó prestare  á mercader,  hombre  de 
negocios  ú otro  sugeto,  aunque  sea  con  color  de 
daño  emergente  ó lucro  cesante  ú otro  que  no  : 
fuere  en  los  casos  permitidos  por  derecho;  y de  ■ 
aquí  deducen  los  intérpretes  que  siempre  que  ¡ 
el  daño  emergente  y el  lucro  cesante  sean  ver- 
daderos y no  meramente  un  color  ó pretexto, 
será  lícito  el  interés,  pues  que  la  ley  no  exclu- 
ye sino  los  fingidos  ó simulados.  La  segunda 
ley.  que  es  una  cédula  de  Cárlos  IV  de  16  de 
Julio  de  1790,  permite  á los  comerciantes  que 
hicieren  préstamos  entre  año  á los  labradores  y 
cosecheros,  percibir  sus  créditos  cou  la  prorata  ¡ 
del  interés  del  seis  por  ciento  al  año. 

III.  Interés  punitorio. — Aun  cuando  no  haya 
daño  emergente  ni  lucro  cesante,  y el  préstamo 
se  haga  gratuitamente,  puede  sin  embargo,  el 
prestador  exigir  de  la  persona  á quien  presta,  ó 
sea  del  mutuatario,  como  suele  decirse,  algún 
interés  por  razón  de  pena  convencional;  esto  es, 
puede  estipular  con  el  mutuario  que  si  este  no 
le  restituye  al  tiempo  señalado  la  cosa  prestada, 
haya  de  darle  además  del  capital  cierto  interés 
en  pena  de  la  tardanza:  ley  40,  tít.  11,  Part.  5.” 
La  razón  es  que  no  verificándose  la  restitución 
dentro  del  tiempo  convenido,  el  mutuatario  re- 
tiene el  dinero  contra  la  voluntad  de  su  dueño; 
y así  es  muy  justo  que  pague  á este  la  pena  pe- 
cuniaria que  se  hubiese  estipulado,  y no  ha- 
biendo pena  pactada,  los  daños  y perjuicios 
causados  al  dueño  de  la  demanda  de  la  restitu- 


ción, como  establece  la  ley  10,  tít.  l.°,  Part,  5.‘ 

No  solo  debe  pagarse  interés  punitorio  ó mo- 
ratorio  cuando  se  halla  establecido  por  las  par- 
tes como  pena  convencional,  sino  también  aun- 
que falte  esta  pena,  siempre  que  la  una  parte 
retenga  el  dinero  que  debe  dar  á la  otra.  Así  es, 
que  el  comprador  que  no  pagare  la  cosa  com- 
prada en  el  tiempo  y lugar  que  se  hubiere 
señalado  ó en  el  que  se  le  hubiese  hecho  su  en- 
trega , está  obligado  á satisfacer  el  interés  legal 
del  precio  desde  el  dia  de  la  demora,  ley  5.*,  tí- 
tulo 4.*,  lib.  5,”  del  Fuero  Juzgo;  el  que  no  pa- 
gare lo  que  debe  á menestrales  y artesanos,  ha 
de  satisfacer  desde  el  dia  de  la  interpelación 
judicial  por  la  retardación  los  intereses  mercan- 
tiles del  seis  por  ciento,  para  resarcirles  el  me- 
noscabo que  reciben  de  la  demora,  ley  12,  título 
11.  lib.  10.  Nov.  Recop.;  el  que  retardare  á sus 
criados  el  pago  de  los  salarios , debe  abonarles 
el  interés  del  tres  por  ciento  igualmente  desde 
la  interpelación  judicial,  ley  13  id.;  el  que  no 
entregare  á su  tiempo  la  dote  prometida;  se  hace 
responsable  del  interés  legal  á favor  del  marido, 
con  tai  que  este  sostenga  las  cargas  del  matri- 
monio; y si  para  seguridad  de  la  entrega  de  la 
dote  se  hubiese  dado  al  marido  prenda  fructífe- 
ra, podrá  el  mismo  percibir  sus  frutos  sin  im- 
putarlos en  el  capital  de  la  dote,  Cap.  Saluh'i- 
ter,  de  usuris,  y Antonio  Gómez  en  la  ley  53  de 
Toro,  núm.  30;  y en  fin,  como  es  regla  general 
establecida  en  las  leyes  que  quien  retarda  el 
cumplimiento  de  una  obligación  incurre  en  la 
pena  de  daños  y perjuicios,  según  se  ha  dicho 
en  el  artículo  anterior  y otros,  parece  consi- 
g-uiente  que  quien  no  entrega  ó devuelve  á,  de- 
bido tiempo  el  dinero  que  debe,  haya  de  satis- 
facer cierto  interés  proporcionado  por  la  razón 
indicada  de  que  retiene  lo  ajeno  contra  la  vo- 
luntad de  su  dueño, 

IV.  Interés  lucratorio. — El  interés  lucratorio, 
que  es  todo  lo  que  por  el  uso  del  dinero  exige  el 
prestamista  además  de  la  suma  prestada,  ha 
suscitado  en  todos  tiempos  disputas  muy  acalo- 
radas que  todavía  no  han  terminado,  y ha  dado 
lugar  á decisiones  eclesiásticas  y civiles  que  ab- 
solutamente y bajo  censuras  y penas  severísi- 
mas  le  han  proscrito.  Pero  el  interés  lucratorio, 
tan  conocido  y detestado  con  el  odioso  nombre 
de  usura , ha  marchado  siempre  triunfante  por 
entre  las  penas  y las  censuras  y la  infamia  con 
que  se  ha  pretendido  cubrirle;  y cuanto  mas 
terrible  y constante  ha  sido  el  empeño  de  la 
ley  en  su  persecución  y anonadamiento,  tanto 
mayores  tuerzas  ha  cobrado  el  supuesto  móns- 
truo,  tanto  mas  tiránico  ha  sido  su  imperio, 
tanto  mas  funesto  su  poder;  porque  siendo  infi- 
nitos los  que  sin  él  habrían  de  perecer  ó quedar 
siempre  en  la  imposibilidad  de  desplegar  su  in- 
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(lustrín. , son  inliuitoslos  que  se  han  visto,  se  ven  sabios  y aquellos  ignorantes  que  los  edificios  son 
y se  verán  en  la  necesidad  de  buscarle  y desoli-  estériles  que  lo  son  las  naves,  y que  lo  son  las 
citar  su  amparo  y protección  y de  someterse  4 . muías  y los  machos , pues  que  ni  las  mutas  ni 
las  condiciones  duras  ó suaves  que  quiera  dic-  i los  machas  producen  otros  macho.s  ni  otras  mu- 
tarles;  y él,  que  cuando  puede  obrar  con  liber-  ' las,  ni  las  naves  otras  naves,  ni  los  edificios 
tad  y franqueza,  y á la  luz  del  día  contribuye  otros  edificios;  y haber  concluido  por  lo  tanto 

eficazmente  4 la  prosperidad  de  las  sociedades  y que  todas  estas  cosas  y otras  semejantes  deben 

de  sus  individuos,  escatima,  por  el  contrario,  y prestarse  ó arrendarse  de  bable.  Motivo  hay  para 
vende  carísimos  sus  favores  cuando  tiene  que  dudar  si  Aristóteles  y sus  sectarios  hablaron  de 
obrar  en  la  obscuridad  y en  el  misterio,  y por  buena  fe  sobre  este  asunto,  pues  que  después  de 
tortuosas  vías,  ocultándose  á los  ojos  de  la  ley  haber  reconocido  que  el  dinero  era  estéril,  no 
que  le  está  acechando:  de  manera  que  la  ley  por  eso  dejaron  de  correr  y afanarse  tras  él  como 

que  con  sus  prohibiciones  y restricciones  ha  tras  la  cosa  mas  fecunda  que  había  .en  el  man- 

querido  proteger  al  necesitado  y al  industrioso,  do:  mas  si  en  efecto  procedían  seriameute  en 

no  ha  hecho  mas  que  agravar  los  males  del  pri-  la  proclamación  de  su  famosa  máxima,  es  muy 

mero  y poner  trabas  4 los  adelantamientos  del  de  extrañar  que  no  se  ofreciese  á su  talento 

segundo.  y penetración  que  aunque  una  moneda  fuese 

V.  Y ¿cuál  ha  sido  la  causa  de  tan  funesta  y tan  incapaz  de  engendrar  otra  moneda  como  de 

trascendental  equivocación?  ¿Por  qué  la  ley  que  engendrar  un  morueco  ó una  oveja,  podría  un 

me  permite  el  alquiler  ó arrendamiento  del  ea-  hombre  sin  embargo,  con  una  moneda  prestada 

bailo,  del  tonel,  de  la  casa,  de  la  viña,  me  pro-  comprar  un  morueco  y dos  ovejas  que  al  cabo 

hibe  el  arrendamiento  ó alquiler  del  dinero?  del  año  le  produjesen  naturalmente  do3  ó tres 

Prestar  dinero  á interés  no  es  efectivamente  otra  corderos,  de  manera  que  vendiendo  este  hom- 

cosa  que  alquilarle,  couceder  su  uso  á otro  por  bre  al  fin  de  dicho  término  su  morueco  y sus  dos 

cierto  tiempo;  y si  puedo  llevar  precio  por  con-  ovejas  para  volver  la  moneda  al  prestamista,  y 

ceder  el  uso  de  mis  otras  cosas  muebles  ó raíces,  dándole  además  uno  de  los  corderos  por  el  uso 

no  aparece  razón  para  que  se  me  niegue  el  de-  de  la  suma,  debía  encontrarse  todavía  con  dos 

recho  de  llevarle  igualmente  por  la  cesión  del  corderos  ó á lo  menos  con  uno  mas  de  riqueza 

uso  de  mi  dinero.  Si  cuando  doy  mi  casa  en  al-  i que  no  hubiera  tenido  sin  el  préstamo, 
quiler,  me  privo  de  la  comodidad  de  habitarla  VI.  Como  quiera  que  fuese  la  máxima  de 
por  mí  mismo , también  cuando  presto  alguna  Aristóteles  se  encarnó  en  la  masa  de  los  pueblos 

cantidad  pecuniaria  me  privo  realmente  de  to-  combinándose  con  el  espíritu  de  aversión  que 

das  las  cosas  que  podría  adquirir  y de  todos  los  siempre  se  ha  tenido  á los  prestadores  con  inte- 

beneficios  que  podría  sacar  con  ella;  porque  si  rés,  ó sea  á los  usureros;  pues  por  mas  dulce  que 

bien  el  dinero  es  una  cosa  que  por  sí  misma  no  sea  el  hallar  quien  preste,  es  muy  duro  después 

puede  servir  á la  satisfacción  de  las  necesidades  el  verse  obligado  á devolver  lo  recibido  y su  pre- 
de la  vida,  sirve,  siu  embargo , para  la  adquisi-  mió;  y se  discurrieron  y amontonaron  nuevo3 

cion  de  todas  las  cosas  naturales  ó industriales  sofismas  contra  la  legitimidad  del  préstamo  á 

que  al  efecto  se  requieren.  interé.s,  y prevaleció  y se  extendió  generalmen- 

Esto  es  claro  y palpable;  pero  aquel  gran  filó)-  te  la  opinión  que  reprobaba  y condenaba  casi 

sofo  pagano  que  por  tantos  siglos  ha  ejercido  un  en  todas  partes  dicho  préstamo  bajo  el  nombre 

imperio  despótico  en  el  inundo  cristiano,  á pe-  de  usura.  La  autoridad  de  los  teólogos  rigoristas 

sar  del  trabajo  que  se  tomó  para  aclarar  la  cues-  vino  en  apoyo  de  esta  opinión.  Era,  en  efecto 

tion  de  la  generación  uo  pudo  nunca  llegar  á muy  natural  que  ai  aparecer  el  Cristianismo, 

descubrir  en  ninguna  de  las  muchas  piezas  de  cuyo  carácter  distintivo  es  el  amor  kácia  todos 

moneda  que  entraron  en  su  bolsillo  alguu  órga-  los  hombres  y ia  conmiseración  por  los  desgra- 
no particular  que  la  hiciese  propia  para  engen-  ciados,  tratasen  los  piedicadores  de  ablandar  el 

clrar  ó producir  otra  moneda,  y se  aventuró  por  corazón  del  rico  y procurar  consuelos  y socorros 

fin  á sentar  como  resultado  de  sus  observaciones  aL  Pobre  i Per0  dejándose  llevar  del  ardor  de  su 

que  el  dinero  no  pare  dinero,  pecunia  non  partí  celo,  no  contentos  con  inculcar  la  obligación 

pecuniam..  Al  oír  el  mundo  sorprendido  tan  irn-  que  todos  tenemos  de  ejercer  la  candad  con  los 

portante  descubrimiento,  proclamó  con  entn-  que  se  encuentran  en  la  indigencia  y de  pres- 

siasino  la  nueva  verdad:  el  dinero  es  estéril  gri-  tarles  siu  interés  y aun  de  darles  en  caso  uece- 

tarou  los  filósofos;  el  dinero  es  estéril  repitió  la  sario,  pasaron  a lanzar  sus  anatemas  contra  los 

muchedumbre,  pues  el  dinero  es  estéril,  con-  que  uo  prestaban  sino  coa  interés  4 los  pobres, 

cluyeron  todos,  es  una  injusticia  exigir  interés  Y después  en  generaL  contra  los  que  prestaban 

ó ganancia  por  prestarlo.  Del  mismo  modo  y con  coa  interés,  ora  fuese  á ios  pobres,  ora  á ios  ri- 
la misma  razón  podian  haber  gritado  aquellos  cos>  Y concluyeron  por  mirar  y hacer  mirar 
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como  ilícito  el  préstamo  á interés,  obscurecien- 
do las  ideas  sobre  la  naturaleza,  principios  y 
consecuencias  de  este  contrato.  Mas  ¿qué  extra- 
ño es  esto?  Los  teólogas  se  vieron  impelidos  por 
la  tendencia  del  siglo,  encontraron  ya  formadas 
las  preocupaciones  sobre  la  usura  , estaban  en- 
caprichados con  las  falsas  máximas  que  habian 
bebido  en  la  escuela  de  Aristóteles  , y creyeron 
luego  bailarlas  confirmadas  en  el  Evangelio. 

Mutuum  date , nihilinde  sper  antes,  dijo  Jesu- 
cristo, según  San  Lúeas,  cap.  6.",  v.  35:  «Dad 
prestado  sin  esperar  por  eso  nada;»  y de  estas 
palabras  coligieron  buenamente  los  teólogos  es- 
colásticos que  Jesucristo  condenaba  absoluta- 
mente el  préstamo  á interés.  Pero  en  primer  lu- 
gar, basta  considerar  con  alguna  atención  este 
texto , ya  en  las  palabras  con  que  está  concebi- 
do, ya  en  su  conexión  y enlace  con  las  que  pre- 
ceden y las  que  siguen,  para  conocer  que  no  se 
refiere  á dicho  préstamo,  y por  consiguiente  ni 
le  prohíbe  ni  le  aprueba.  «Si  amais  á los  que 
osaman,  dice  primeramente  Jesucristo,  ¿qué 
mérito  tendréis?  porque  los  pecadores  también 
aman  á los  que  los  aman  á ellos ; vers.  32.  Y si 
hiciereis  bien  á los  que  os  hacen  bien,  ¿qué  mé- 
rito tendréis?  porque  también  lo  hacen  así  los 
pecadores;  vers.  33.  Y si  prestareis,  añade,  á aque- 
llos de  quienes  esperáis  recibir,  ¿qué  mérito  ten- 
dréis? porque  también  los  pecadores  prestan  unos 
á otros,  para  recibir  otro  servicio  igual;  vers  34. 
Amad  , pues,á  vuestros  enemigos:  haced  bien,  y 
dad  prestado,  sin  esperar  por  eso  nada:  y vuestro 
galardón  será  grande,  y sereis  hijos  del  Altísi-  i 
mo;  porque  él  es  bueno  aun  para  los  ingratos  y 
malos;»  vers.  35.  Esta  expresión  sin  esperar  por 
eso  nada  no  se  refiere  menos  al  anuid  á vuestros 
enemigos  y al  haced  bien  que  al  dad  prestado,  y 
así  el  dad  prestado  sin  esperar  por  eso  nada  no 
significa  precisamente  prestad  sin  exigir  interés, 
sino  prestad,  aunque  no  espereis  correspondencia, 
prestad,  aunque  temáis  que  aquel  á quien  'prestáis 
no  os  hará  otro  servido  igual  en  caso  de  que  lo  ne- 
cesitéis, prestad,  aunque  sepáis  que  aquel  á quien 
prestáis  os  ha  de  ser  ingrato.  La  razón  que  da.Je- 
sucristo  para  que  se  preste,  sacada  del  noble 
motivo  de  imitar  á Dios  que  es  bueno  y beneficio 
aun  para  los  ingra  tos  y los  malos , acaba  de  po- 
ner en  ptena  evidencia  el  sentido  genuino  y na- 
tural de  sus  palabras. 

Mas  en  segundo  lugar,  cualquiera  que  sea  la 
significación  que  se  pretenda  dar  al  indicado 
texto,  nunca  veremos  establecido  en  él  como 
piincipio  de  justicia  el  préstamo  gratuito,  ni 
tepiobadu  el  interés  como  criminal  é incompati- 
ble con  el  espíritu  del  Evangelio.  Admitamos 
que  las  palabras  Multium  date  nihil  inde  speran- 
tes  significan  Dad  prestado  sin  exigir  interés, 
aunque  atendiendo  á la  letra  y al  espíritu  y al 


conjunto  y enlace  de  los  versículos  que  hemos 
trascrito  parezca  violenta  ó á lo  menos  impropia 
esta  versión.  En  tales  palabras,  aun  así  enten- 
didas, no  encontrará  el  que  las  lea  sin  preven- 
ción sino  aquel  precepto  de  caridad  que  manda 
á todos  los  hombres  socorrerse  mutuamente  unos 
á otros.  Tin  rico,  que  viendo  á su  semejante  en 
la  miseria,  en  vez  de  aliviar  sus  necesidades,  le 
vendiere  sus  socorros,  faltarla  á los  deberes  del 
cristianismo  y á los  de  la  humanidad.  En  seme- 
jantes circunstancias  no  so  lo  prescribe  la  cari- 
dad que  se  preste  sin  interés,  sino  que  ordena 
también  que  se  preste,  y aun  se  dé  en  caso  ne- 
cesario. El  hacer  de  este  precepto  de  caridad  un 
precepto  de  rigurosa  justicia,  hasta  el  extremo 
de  calificar  de  pecado,  de  delito,  de  crimen  el 
hecho  de  prestar  con  interés,  aunque  este  sea 
cortísimo  , á un  rico , á un  negociante,  á un  em- 
prendedor, aun  cuando  con  la  cantidad  presta- 
da haya  de  aumentar  su  fortuna  ó comprar  nue- 
vos predios  ó hacer  negocios  lucrosísimos,  como 
efectivamente  así  se  ha  calificado , es  chocar 
igualmente  con  la  razón  y con  el  sentido  del 
sagrado  texto. 

Lo  mas  sing'ular  y extraño  es,  que  convinien- 
do todos  en  que  las  primeras  palabras  del  pasaje 
Mutuum  date  no  encierran  mas  que  un  precepto 
de  caridad,  salvo  el  caso  de  necesidad  absoluta, 
quieren,  sin  embargo,  que  las  últimas  Nihil  inde 
sperantes  se  entiendan  de  una  obligación  de  jus- 
ticia, de  modo  que  no  siendo  el  préstamo  por  sí 
mismo  un  precepto  riguroso  , lo  ha  de  ser  según 
ellos -la  condición  accesoria  del  préstamo.  Esto 
equivale  á decir,  que  Jesucristo  permite  á los 
hombres  prestar  ó no  prestar;  pero  que  en  caso 
de  que  se  decidan  á prestar , les  prohíbe  tomar 
interés  alguno  por  su  dinero;  de  suerte  que  es 
necesario  absolutamente,  según  tal  interpreta- 
ción, ó prestar  gratuitamente  al  que  nos  pida, 
ó no  prestarle  de  ninguna  de  las  maneras.  Lo 
que  Jesucristo  ordena  realmente  es,  que  todos 
los  hombres  se  traten  como  hermanos,  que  el 
bolsillo  del  uno  esté  abierto  para  el  otro  en  sus 
necesidades,  y que  no  se  vendan  los  socorros  que 
mútuairieute  se  deben.  La  obligación  de  prestar 
sin  interés  y la  de  prestar  son  relativas  y del 
mismo  orden ; y ambas  expresan  un  deber  de 
caridad,  y no  un  precepto  de  rigurosa  justicia, 
aplicable  á todos  los  casos  en  que  se  puede  pres- 
tar. Todo  esto  es  tanto  mas  indudable , cuauto 
que  el  referido  pasaje  se  halla  en  el  mismo  capí- 
tulo después  de  todas  aquellas  máximas  conoci- 
das con  el  nombre  de  consejos  evangélicos  que 
Jesucristo  propuso  como  un  medio  para  llegar  á 
la  perfección  á que  no  todos  son  llamados,  y que 
aun  para  los  que  lo  fueren  no  son  aplicables  en 
su  sentido  literal  á todas  las  circunstancias  de  la 
vida.  «Amad  á vuestros  enemigos , haced  bien  á 
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los  que  os  aborrecen , se  dice  en  el  vera.  27  de 
dicho  cap.  6.": — bendecid  á los  que  os  maldicen, 
y orad  por  los  que  os  calumnian  ; verá.  28: — y al 
que  te  hiriese  en  una  roegiila  párale  también  la 
otra;  y al  que  te  quitare  la  capa,  déjale  que  se 
lleve  también  la  túnica;  vers.  29:  — da  á todos 
los  que  te  pidan;  y al  que  tomare  lo  que  es  tuyo 
no  se  lo  reclames ; vers.  30.»  Después  de  todos 
estos  preceptos , y en  el  mismo  discurso  se  en- 
cuentra el  pasaje  sobre  el  préstamo  gratuito, 
concebido  en  los  términos  que  mas  arriba  he- 
mos manifestado,  según  los  versículos  32,  33,  34 
y 35,  y siguen  todavía  detrás  otros  preceptos  ó 
consejos  de  perfección.  Leído,  pues,  con  aten- 
ción todo  el  capítulo,  no  puede  concebirse  cómo, 
no  habiéndosele  ocurrido  á nadie  el  mirar  las 
otras  máximas  que  contiene  como  precepto  de 
rigurosa  justicia,  se  hayan  obstinado  algunos 
en  querer  interpretar  de  distinto  modo  las  pala- 
bras concernientes  al  préstamo  gratuito. 

En  el  mismo  sentido  que  el  texto  de  San  Lú- 
eas , están  escritos  los  del  antiguo  Testamento 
que  se  aducen  también  contra  el  préstamo  á in- 
terés: «Si  prestares  dinero  al  menesteroso  de  mi 
pueblo  que  mora  contigo  (dice  el  Exodo,  cap.  22, 
vers.  25),  no  Le  apremiarás  como  un  cobrador  de 
tributos,  ni  le  acabarás  con  usuras:  Si  pecuniam 
muluam  dederis  populo  meo  paupetu  qui  habitat 
tecam,  non  urgebis  e-um  quasi  exactor , nec  usuris 
opprimes.  «Si  tu  hermano  viniere  á menos  (repite 
el  Levítico,  cap.  25,  versículos  35 36  y 37 ) y no 
pudiere  sustentarse,  y le  recibieres  como  advene- 
dizo y forastero,  y viviere  contigo,  no  tomarás 
usuras  de  él,  ni  mas  de  lo  que  le  diste:  no  le  da- 
rás tu  dinero  á usura,  y de  ios  granos  no  le  exi- 
girás mas  de  lo  que  le  hubieres  dado:  Si  attknua- 
tus  fuerit  frater  éuus,  etinjtrmus  manu,  et  sus- 
ceperis  eum  quasi  advenam  et pereyrinum , etvixe- 
rillecstm,  ne  accipias  usuras  ab  eo , nec  amp lius 

quam  dedisli pecuniam  tuiun  non  dabis  ei  ad 

usuram,  el  frugum  superaba adaittiam  non  cwiges. 
«No  prestarás  á usura  á tu  hermano  (inculca  de 
nuevo  el  Deuteronomio , cap.  23,  versículos  19 
y 20)  ni  dinero,  ni  granos,  ni  otra  cualquiera 
cosa , sino  al  extranjero : mas  á tu  hermano  le 
prestarás  sin  usura  aquello  que  há  menester: 
Non  feenerabis  fratri  tuo  ad  usuram  pecuniam, 
nec  fruyes , nec  quamhlet  aliain  rem,  sed  alieno: 
fratri  autem  tuo  absque  usura  id,  quo  indiget, 
CO'mmo dabis :¡>  Los  ojos  mas  linees  no  podran  des- 
cubrir en  estos  pasajes  sino  el  precepto  de  la  ca- 
ridad y humanidad  que  los  judíos,  así  como  tu- 
dos  los  demás  hombres,  debian  ejercer  con  sus 
hermanos,  ó sea  con  los  demás  judíos  meneste- 
rosos, venidos  á menos,  ó que  se  hallaban  en  la 
imposibilidad  de  trabajar  para  sustentarse,  pues 
que  en  efecto  no  se  ordena  en  ellos  el  préstamo 
gratuito,  sino  á favor  de  las  personas  constitui- 


das en  tal  estado,  peuperibus,  attenuatis,  injirmis 
■manu,  indigenti bus.  Mas  ya  que  algunos  judíos 
entendieron  tan  rigurosamente  el  precitado  tex- 
to del  Deuteronomio,  que  en  efecto  creyeron  que 
por  él  se  les  prohibia  prestar  con  interés  á cua 
i lesquiera  otros  judíos,  y aun  llevaron  tan  ade- 
lante su  escrupulosidad,  que  hasta  los  oficios  de 
humanidad,  de  cortesía  y de  buena  educación, 
ejercidos  con  sus  prestamistas,  les  parecían  usu- 
ra; no  tenemos  inconveniente  en  conceder  que 
el  Deuteronomio  les  mandaba  de  un  modo  abso- 
luto y general  abstenerse  de  ejercer  la  usura  con 
sus  hermanos,  ó sea  de  exigirles  interés  alguno 
por  los  préstamos  que  les  hiciesen.  Pero  se  nos 
permitirá  observar:  1.“,  que  corno  en  aquel  tiem- 
po todas  las  rentas  de  los  israelitas  se  sacaban 
de  la  ganadería,  de  la  agricultura  y de  las  artes, 
y como  su  comercio  era  muy  sencillo  y limitado 
siéndoles  todavía  desconocidos  los  secretos  del 
tráfico  y del  giro  y el  uso  de  la  navegación,  todos 
los  que  tomaban  prestado  lo  tomaban  precisa- 
mente porque  I03  obligaba  á ello  la  necesidad  ó 
la  indigencia;  y como  en  razón  del  destino  que 
. daban  al  dinero  que  se  les  prestaba  no  podían 
sacar  de  él  sino  utilidades  muy  cortas,  se  veiau 
■ en  duras  penas  para  recoger  con  que  pagar  el 
capital,  de  modo  que  cualquiera  interés  ó au- 
mento que  se  les  exigiese  les  hubiera  sido  suma- 
mente gravoso,  y por  eso  el  Deuteronomio  que 
se  proponía,-  en  cuanto  fuese  posible  el  que  todos 
conservasen  sus  bienes,  prescribía  el  préstamo 
gratuito  como  uno  de  los  medios  escogitados  á 
este  efecto,  así  como  había  instituido  con  el  mis- 
mo fin  el  año  sabático  que  de  siete  en  siete  años 
abolía  todas  las  deudas  , y el  año  del  jubileo  que 
de  cincuenta  en  cincuenta  traia  la  restitución 
de  todos  los  bienes  enajenados;  2.°,  que  según 
el  Talmud  y los  intérpretes  de  la  ley  divina  y la? 
declaraciones  del  gran  Sanedrín , compuesto  de 
diputados  de  todas  las  sinagogas  de  Europa,  y 
constituido  en  París  el  7 de  Febrero  de  1807,  po- 
dían y pueden  los  judíos  lícitamente  prestarse  á 
intereses  unos  á otros  para  especulaciones  y em- 
presas de  comercio  que  hacen  correr  algún  riea- 
g-o  á los  capitales  dei  prestamista,  de  suerte  que 
solo  debía  y debe  ser  gratuito  ei  préstamo  entre 
ellos  cuando  se  hace  para  sostener  á una  familia 
necesitada;  3.°,  que  la  violación  de  esta  medida 
del  Deuteronomio  sobre  el  préstamo  gratuito  no 
estaba  sujeto  á pena  alguna  corporal,  como  lo 
estaba  la  infracción  de  las  demás  leyes  divinas, 
sino  que  ios  tribunales  se  contentaban  con  la 
simple  restitución  de  lo  que  en  su  caso  se  había 
tomado  por  razón  de  usura;  4.“,  que  si  bien  los 
prestamistas  legos  no  podían  recibir  presentes 
ni  regalos  de  su  deudor,  podían,  sin  embargo, 
recibirlos  los  doctores  de  la  ley,  porque  se  pre- 
¡ sumía  que  cuando  se  daba  á los  primeros  lleva- 
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ban  el  título  de  usura,  y cuando  se  daban  á los 
segundos  solo  el  título  de  atención  y liberalidad; 
5.%  q.ue  la  disposición  del  Deuteronomio  no  era 
una  ley  de  derecho  natural  ni  de  derecho  divino 
positivo  y universal  que  debiera  obligar  siempre 
y á todos  los  pueblos,  sino  una  ley  de  derecho 
positivo,  una  ley  de  derecho  judáieo , una  ley 
hecha  solo  para  los  judíos  por  razones  particu- 
lares que  tenían  su  fundamento  en  la  constitu- 
ción del  Estado  y en  la  organización  del  pueblo 
de  Israel,  una  ley,  en  fin  , que  debia  observarse 
durante  el  gobierno  de  Israel  y caducar  ó cesar 
cuando  él  se  extinguiese;  6.°,  que  una  de  las 
mayores  pruebas  que  pueden  presentarse  de  que 
la  ley  que  nos  ocupa  era  una  mera  ley  civil  del 
pueblo  judáieo,  y no  una  ley  natural  y divina, 
promulgada  para  todos  los  hombres,  es  el  per- 
miso expreso  que  en  la  misma  ley  se  concede  á 
los  judíos  para  prestar  á interés  á los  extranje- 
ros. La  ley  divina  no  pudo,  en  efecto,  permitir 
expresamente  á,  los  judíos  que  practicasen  con 
los  extranjeros  lo  que  estaba  prohibido  por  de- 
recho natural,  pues  Dios  no  puede  autorizar  la 
injusticia.  Embarazados  con  esta  reflexión  algu- 
nos teólogos  han  procurado  desvanecerla  con 
diferentes  contestaciones ; unos  dicen  que  Dios 
permite  á los  judíos  ejercer  la  profesión  de  usu- 
reros con  los  extraños  para  evitar  el  mal  de  que 
la  ejerciesen  con  sus  hermanos  por  causa  de  su 
inclinación  á ia  avaricia , sin  que  por  razón  de 
tal  permiso  dejasen  de  pecar  ó delinquir  contra 
ia  ley  natural  si  en  efecto  prestaban  con  interés 
ó,  los  extranjeros;  y otros,  por  el  contrario,  ab- 
suelven de  todo  delito  á los  judíos  que  usaban 
de  este  permiso,  sosteniendo  que  Dios,  como  Se- 
ñor Supremo  de  todas  ias  cosas,  les  trasladaba 
la  propiedad  de  los  bienes  de  ios  extranjeros  , ó 
á lo  menos  de  lo  que  sacaban  de  ellos  por  vi  a de 
usuras,  con  el  fin  de  empobrecer  y arruinar  á 
est03  últimos  y enriquecer  á los  primeros.  Yo  no 
sé  si  tales  respuestas  pueden  satisfacer  k los 
hombres  de  sentido  común  que  no  estén  obce- 
cados por  las  preocupaciones;  lo  que  sé  es  que 
han  dejado  y dejan  muy  satisfechos  k ios  que  se 
hallan  nutridos  del  principio  aristotélico;  pero 
veo  también  que  en  la  misma  Biblia,  prescin- 
diendo ahora  de  la  razón , se  encuentran  textos 
para  combatir  semejantes  doctrinas.  No  hay 
duda  de  que  el  Deuteronomio  y los  demás  libros 
sagrados  querian  que  los  judíos  se  amasen  muy 
particular  y estrechamente  unos  á otros:  mas  no 
por  eso  los  dispensaban  de  practicar  con  todos 
los  demás  hombres,  de  cualquiera  nación  que 
fuesen,  los  deberes  generales  de  la  ley  natural 
y de  gentes,  antes  por  el  contrario  les  mandaban 
expresamente,  que  no  contristasen  ni  afligiesen 
ni  causasen  molestia  alguna  al  extranjero,  que 
no  le  hiciesen  agravio,  sino  que  le  amasen  como 


i á sí  mismos,  pues  que  también  ellos  habían  sido 
! extranjeros  en  tierra  de  Egipto,  y en  finque 
¡ maldijesen  á los  que  le  engañasen  ó le  hiciesen 
¡ injusticia  ó torciesen  su  derecho:  Advenam  non 
coníristaMs , ñeque  a/Jliges  eum,  vers  21,  cap.  22, 
Exodo:  Peregrino  moles  tus  non  eris,  scitis  enim 
, advenarum  animas;  ver.  9,  cap.  23,  id.:  Si  habi- 
\ tavcrit  advena  in  térra  vestra , et  moratus  fnerií 
ínter  vos.  non  exprobretis  e't:  sed,  sil  ínter  vos  </uasi 
indígena:  et  diligetís  eum  quasi  vosnietipsos:  fuis- 
tis  enin  et  vos  advence  in  térra  sEgypti;  vers.  33  y 
34,  cap.  19,  Levit.:  Malediclus  qui  pervertit  judi- 
cium  advence , pupilli  et  viduoe:  et  dicel  ot?inis  po- 
pulas: Amen ; vers.  19,  cap.  27;  Deuteron.  ¿Cómo 
á la  vista  de  unos  preceptos  tan  claros  y termi- 
nantes, tan  políticos,  tan  dignos  de  un  sabio  le- 
gislador, para  que  se  respetase  y se  tuviese  toda 
consideración  á los  extranjeros,  podremos  decir 
todavía  que  cuando  Dios  permitía  á los  judíos 
prestarles  á interés  les  daba  facultad  para  in- 
fringir, con  respecto  á aquellos , los  principios 
i eternos  del  derecho  natural,  ó quitaba  á esta 
infracción  la  calidad  de  delito,  trasfiriendo  á los 
judíos  el  dominio  de  los  bienes  de  los  extranje- 
ros y santificando  así  el  despojo  de  estos  para 
arruinarlos  por  este  medio?  También  permitía 
Dios  á los  judíos  tomar  prestado  á interés  de  los 
extranjeros:  ¿habremos  de  decir  por  esto  que 
Dios  quería  igualmente  que  los  extranjeros  em- 
pobreciesen y arruinasen  del  mismo  modo  á los 
judíos? 

VII.  Mal  seguros  los  teólogos  en  el  terreno 
de  la  Sagrada  Escritura,  donde  habían  preten- 
dido hacerse  fuertes,  y llegando  á confesar  al- 
gunos de  ellos  que  efectivamente  los  textos  en 
que  creian  apoyarse  son  susceptibles  de  otros 
seutidos  que  los  que  ellos  Ies  daban,  se  reunie- 
ron estrechamente  con  los  filósofos  y los  juris- 
consultos, y todos  de  mancomún  acudieron  á la 


razón  para  que  les  prestase  argumentos  con  que 
probar  que  el  derecho  natural  condena  el  interés 
iucratorio  del  dinero.  Mas  la  razón  se  les  hizo 
sorda,  y ellos,  corriendo  tras  ilusiones  y vanas 
sombras,  no  pudieron  presentamos  sino  sutile- 
zas y sofismas.  Estos  sofismas  y estas  sutilezas 
se  fundan  en  tres  principios:  1.’,  en  la  esterili- 
dad del  dinero;  2.",  en  la  igualdad  de  valores 
que  debe  haber  en  todo  contrato  por  .una  y otra 
parte;  3.",  en  que  la  propiedad  del  dinero  pres- 
tado pasa  al  tomador.  Vamos  á examinar  con 


rapidez  la  verdad  ó falsedad  de  estos  principios, 
y de  las  consecuencias  que  de  ellos  deducen. 


l.g  Hemos  tocado  ya  mas  arriba,  en  el  nú- 


mero V,  el  primer  principio,  y así  solo  añadire- 
mos ahora  con  Turgot,  que  ios  que  por  la  este- 
rilidad del  dinero  concluyen  ser  ilícito  el  interés 
del  préstamo,  olvidan  que  una  alhaja,  un  mue- 
ble y cualquiera  otra  cosa,  excepto  las  propieda- 
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des  territoriales  y los  animales,  y estos  no  todos, 
son  tan  estériles  como  el  dinero,  y sin  embargo, 
h ninguno  se  le  ha  ocurrido  jamás  que  sea  con- 
tra derecho  natural  el  alquilarlas;  olvidan  que. 
si  se  podía  sacar  alguna  consecuencia  de  la  su- 
puesta esterilidad,  seria  el  hacer  tan  criminal  el 
interés  de  un  capital  enajenado  para  siempre, 
como  el  interés  del  capital  enajenado  para  cierto 
tiempo,  y sin  embargo  aprueban  el  censo,  el 
cual  no  es  otra  cosa  qn  el  fondo  sino  un  présta- 
mo á interés  asegurado  con  una  finca;  olvidan 
que  este  dinero  que  se  supone  estéril,  es  en  to- 
das las  naciones  del  mundo  el  equivalente,  no 
solo  de  todas  las  mercaderías  y efectos  muebles 
tan  estériles  como  él,  sino  también  de  las  tierras 
que  producen  una  renta  muy  real  y efectiva;  ol- 
vidan que  este  dinero  es  el  instrumento  necesa- 
rio de  todas  las  empresas  de  agricultura,  fábri- 
cas y comercio,  que  con  él  se  proporcionan  el 
labrador,  el  fabricante  y el  negociante  inmensos 
beneficios  que  no  podrían  obtener  de  otro  modo, 
y que  por  consiguiente,  su  esterilidad  supuesta 
en  el  comercio,  no  es  mas  que  un  error  palpable, 
fundado  en  una  miserable  anfibología;  olvidan 
que,  si  el  dinero  no  produce  frutos  naturales, 
los  produce  industriales,  y si  no  quieren  conce- 
derle tampoco  los  industriales , los  produce 
cuando  menos  civiles;  olvidan,  por  fin,  que  la 
legitimidad  del  precio  que  se  saca , tanto  de  la 
venta  como  del  alquiler  de  cualquiera  cosa,  no 
está  fundada  sino  en  el  derecho  de  propiedad 
que  tiene  sobre  la  misma  cosa  el  que  la  vende  ó 
alquila,  y no  en  ningún  otro  principio,  y que 
teniendo  el  prestamista  el  derecho  de  propiedad 
sobre  su  dinero,  á lo  menos  antes  de  prestarle, 
puede  venderle  ó alquilarle  con  las  condiciones 
que  mejores  le  parezcan , sobre  lo  cual  luego 
volveremos. 

2.°  El  segundo  principio  en  que  se  apoyan, 
es  la  igualdad  de  valores  que  debe  haber  en  todo 
contrato  por  una  y otra  parte.  La  equidad,  di- 
cen, exige  que  en  un  contrato  que  no  es  gratui- 
to, sean  iguales  los  valores  que  se  den  por  am- 
bas partes,  de  modo  que  la  una  no  dé  mas  de  lo 
que  ba  recibido,  ni  la  otra  reciba  tampoco  mas 
de  lo  que  ha  dado;  es  así,  que  en  el  préstamo, 
restituyendo  el  tomador  la  cantidad  que  le  dió 
el  prestamista,  restituye  precisamente  el  equi- 
valente exacto  de  lo  que  ha  recibido;  luego  no 
puede  el  prestamista  exigir  del  tomador  canti- 
dad alguna  además  del  capital  que  le  ha  presta- 
do, pues  que  entonces  exigiría  mas  de  lo  que  ha 
dado,  y no  serian  iguales  los  valores  que  recí- 
procamente se  entregan  por  una  y otra  parte. 

La  primera  proposición  es  indudable,  si  se 
contrae  al  tiempo  del  contrato;  en  el  momento 
del  contrato  es  cuando  se  ha  de  establecer  la 
igualdad  de  valores  entre  las  cosas  que  recípro- 


camente se  entregan  los  contratantes ; entonces 
es  cuando  se  ha  de  considerar  respectivamente 
cada  cosa,  y examinar  si  la  una  vale  tanto  como 
la  otra.  En  este  sentido,  la  proposición  es  verda- 
, dera;  en  efecto,  los  valores  deben  ser  iguales  al 
tiempo  del  cambio. 

Veamos  ahora  si  al  hacer  el  contrato  del  prés- 
tamo recibe  el  prestamista  del  tomador  tanto 
como  el  tomador  del  prestamista.  ¿Qué  es  lo  que 
da  el  prestamista  al  tomador  ? Una  cantidad  de 
dinero  de  20.000  rs.  por  ejemplo,  con  la  facultad 
de  servirse  de  ella.  ¿Y  qué  es  lo  que  da  en  cam- 
bio el  tomador  al  prestamista?  Una  promesa  de 
restituirle  la  citada  cantidad  á cierto  plazo,  por 
l ejemplo,  al  cabo  de  un  año.  Y la  promesa  de 
restituir  20,000  rs.  dentro  de  un  año,  ¿es  igual  á 
la  misma  cantidad  que  se  da  de  presente  y con 
j la  facultad  de  convertirla  el  tomador  en  benefi- 
¡ ció  propio?  Si  así  es,  socórrase  el  tomador  con  su 
| promesa,  y guarde  el  prestamista  su  dinero  en 
el  arca:  entre  dos  valores  equivalentes,  ¿qué  ra- 
zón hay  para  escoger  mas  bien  el  uno  que  el 
otro?  Sin  embargo,  el  proverbio  trivial  mas  vale 
! un  toma  que  dos  te  baké,  que  es  lo  mismo  que 
| decir  que  el  bien  que  se  disfruta  de  presente  es 
preferible  á las  esperanzas  y promesas,  aunque 
¡ sean  mayores  y mas  halagüeñas,  nos  enseña  con 
sencillez  la  diferencia  de  utilidad  que  puede  ha- 
. ber  entre  una  suma  de  dinero  que  se  posee  en  la 
actualidad,  y otra  igual  que  se  recibirá  en  una 
época  remota.  Minus  solvil , qui  lardius  solvit; 
j nam  et  tempore  minus  solvilur,  dice  en  el  mismo 
I sentido  la  ley  12,  tít.  16,  lib.  50  del  Digesto.  Aho- 
ra bien;  si  por  un  lado  no  hay  mas  que  una  pro- 
mesa, y por  otro  uua  cantidad  de  dinero,  es  claro 
que  por  una  parte  se  recibe  menos  que  por  la 
otra;  y si  se  recibe  menos,  ¿por  qué  no  se  ha  de 
| compensar  esta  diferencia  estipulando  sobre  la 
cantidad  un  aumento  que  sea  proporcionado  al 
tiempo  en  que  la  tenga  el  tomador  aprovechán- 
dose de  ella?  Esta  compensación  es  precisamen- 
te el  interés  del  dinero.  Quitad  esta  compensa- 
ción, y os  resultará  un  contrato  leonino. 

Es  seguramente  muy  extraño  que  se  parta  del 
principio  de  la  igualdad  de  valores  que  debe 
haber  en  los  contratos,  para  establecer  un  siste- 
ma que  da  toda  la  utilidad  á una  de  las  partes 
dejando  á la  otra  sin  nada.  No  hay  á la  verdad 
una  cosa  mas  palpable;  porque  cuando  al  cabo 
de  algunos  años  me  vuelven  el  dinero  que  yo  he 
prestado  sin  interés,  es  muy  claro  que  no  he  ga- 
nado nada,  y que  después  de  haber  estado  pri- 
vado de  su  uso  y de  haber  corrido  el  riesgo  de 
perderlo,  no  tengo  precisamente  mas  de  lo  que 
tendría  si  lo  hubiera  guardado  en  mi  cofre  du- 
rante todo  este  tiempo.  No  es  menos  cierto  que 
el  tomador  ha  sacado  ventaja  de  este  dinero, 
pues  que  no  tuvo  otro  motivo  para  pedirlo  sino 


su  propia  utilidad.  Yo  habré,  pues,  dado  una 
cosa  por  nada,  y habré  sido  generoso:  pero  si  por 
mi  generosidad  he  dado  alguna  cosa  real  y efec- 
tiva, lie  podido,  por  consiguiente,  venderla  sin 
injusticia. 

3.°  El  tercer  principio  en  que  se  fundan  los  < 
que  combaten  el  interés  del  dinero,  es  que  la 
propiedad  del  dinero  prestado  pasa  al  tomador 
en  el  momento  del  préstamo,  de  donde  infieren 
que  no  debe  ni  puede  estipularse  premio  alguno 
por  su  uso.  Es  contra  el  derecho  natural,  dicen, 
el  que  uno  perciba  frutos  de  una  cosa  que  no  es 
suya  sino  ajena,  pues  que  los  frutos  de  una  cosa 
pertenecen  por  su  naturaleza  a{  dueño  de  la  mis- 
ma cosa;  es  así,  que  si  el  prestamista  recibiese 
interés  del  préstamo  ó mutuo,  percibiría  frutos 
de  una  cosa  ajena,  pues  que  el  dominio  del  di-  i 
ñero  del  prestamista  se  trasfiere  por  el  préstamo  ! 
en  el  tomador;  luego  es  contra  el  derecho  natu- 
ral el  interés  del  dinero. 

Es  verdad  que  el  tomador  se  hace  propietario 
del  dinero  considerado  física  y materialmente 
como  una  cantidad  de  metal;  pero  no  es  en  rea- 
lidad propietario  del  valor  de  este  dinero,  pues 
no  se  le  ha  confiado  este  valor  sino  por  un  tiem- 
po determinado,  y con  obligación  de  volverlo 
luego  que  se  cumpla  el  plazo.  Que  este  valor  se 
devuelva  eD  las  mismas  piezas  de  moneda  que  l 
se  habían  entregado  ó en  otras,  es  una  circuns- 
tancia del  todo  indiferente,  pues  que  siempre  se 
devuelve  el  equivalente  de  lo  que  se  ha  recibido, 
y en  las  cosas  fungibles  ó que  se  consumen  na- 
tural ó civilmente,  con  el  primer  uso  que  se 
hace  de  ellas:  iantumdem  est  Ídem,  como  dicen 
los  juristas. 

Pero  sin  llevar  mas  adelante  esta  discusión, 
que  viene  á ser  una  verdadera  cuestión  de  pala- 
bras, ¿qué  puede  inferirse  de  la  propiedad  que 
dicen  tengo  yo  del  dinero  que  se  me  ha  presta- 
do? ¿No  he  obtenido,  por  ventura,  esta  propie- 
dad del  que  mfe  ha  prestado  el  dinero? ¿No  esas! 
que  la  he  logrado  por  su  consentimiento,  ha- 
biendo arreglado  ambos  de  común  acuerdo  las 
condiciones ? El  prestamista,  que  era  dueño  de 
su  dinero  antes  del  préstamo,  no  me  lo  ha  cedi- 
do sino  con  el  pacto  de  que  yo  le  he  de  dar  cierto 
interés  por  su  uso  ó aprovechamiento  , ó sea 
cierta  parte  de  los  frutos  civiles  que  produce,  y 
yo  no  he  adquirido  su  dominio  sino  aceptando 
el  pacto.  El  raciocinio  propuesto  probará,  pues,  ■ 
si  se  quiere,  que  no  debo  pagar  el  uso  de  una 
cosa  cuando  ya  teDgo  la  propiedad  de  ella;  pero 
no  prueba  en  ninguna  manera  que  cuando  ine  j 
determiné  á adquirir  esta  propiedad,  no  pude 
fijar  su  precio  tomando  en  consideración  el  uso 
inherente  á la  misma. 

Estos  son  los  tres  argumentos  que  contra  el  in- 
terés del  préstamo  han  discurrido  sus  enemigos 


para  probar  que  está  prohibido  por  el  derecho  na- 
tural. La  exposición  y refutación  que  hemos  he- 
cho de  ellos,  manifiestan  bastante  que  son  mas 
bien  frívolos  sofismas  que  sólidos  razonamien- 
tos. Lo  cierto  es  que  jamás  han  convencido  á 
ninguna  de  aquellas  personas  que  han  tratado 
de  examinarlos  con  detención  y á sangre  fría; 
pero  cuando  estamos  prevenidos  por  las  preocu- 
paciones de  la  educación,  por  las  autoridades 
que  respetamos,  y por  la  supuesta  conexión  de 
un  sistema  con  algunos  principios  consagrados, 
entonces  trabajamos  cou  todas  las  fuerzas  de 
nuestra,  imaginación  por  hacernos  ilusión  á nos- 
otros mismos,  y logran  á veces  hacérsela  real- 
mente los  talentos  mas  aventajados. 

Algunos,  para  conciliar  doctrinas  tan  opues- 
tas, han  hecho  distinción  entre  el  mutuo  y el 
préstamo,  diciendo  que  en  el  mutuo  no  puede  es- 
tipularse interés,  porque  es  esencialmente  gra- 
tuito, pero  que  puede  estipularse  en  el  préstamo, 
porque  este  puede  ser  gratuito  ú oneroso.  Si  así 
fuese,  habiau  terminado  todas  las  disputas,  las 
cuales  no  recaerían  entonces  sino  sobre  la  deno- 
minación que  habría  de  darse  á este  contrato. 
Préstamo  es  una  palabra  general  que  comprende 
el  comodato  y el  mutuo;  comodato  es  el  préstamo 
de  una  cosa  que  puede  usarse  sin  destruirse, 
como  por  ejemplo,  el  de  un  caballo,  y ‘mutuo  es 
el  préstamo  de  una  cosa  que  se  consume  con  el 
primer  uso  que  se  hace  de  ella,  como  v.  gr.,  el 
de  aceite,  vino  ó dinero.  Así,  pues,  la  denomi- 
nación de  mrttuo  ó préstamo  aplicada  al  dinero 
y demás  cosas  fungibles  ó de  consumo,  tiene 
siempre  la  misma  significación,  y no  admite  la 
distinción  indicada.  Además,  los  adversarios  del 
interés  del  dinero  han  puesto  la  cuestión  en  tér- 
minos tan  claros  y positivos,  que  no  es  posible 
tergiversarla  ni  eludirla  con  distinciones  seme- 
jantes, pues  lo  que  preguntan  es  si  puede  líci- 
tamente el  prestamista  ó mutuante  llevar  in- 
terés por  el  uso  del  dinero  que  concede  á otro,  y 
responden  negativamente  suponiéndolo  contra- 
rio al  derecho  divino  y ai  natural,  como  ya  he- 
mos visto.  Es  cierto  que  el  préstamo,  así  el  mú- 
tuo  como  el  comodato,  es  gratuito  por  su  natura- 
leza; es  decir,  que  si  yo  te  presto  ó doy  en  como- 
dato un  caballo  para  ir  á Zaragoza,  ó te  presto  ó 
doy  en  mutuo  una  cantidad  de  dinero  para  cual- 
quier negocio , no  podré  después,  al  tiempo  de 
su  devolución,  exigirte  interés  ni  renta  ni  com- 
pensación alg'una  por  el  uso  que  has  hecho  de 
condenar  el  rédito  del  dinero,  y creían  encon- 
trarlas en  la  Biblia  y en  el  derecho  de  la  natura- 
leza,  ¿qué  habían  de  hacer  entonces  los  legisla- 
dores sino  seguir  el  torrente  de  las  ideas  que 
reinaban  ? ¿ Qué  habían  de  hacer  sino  sancionar- 
las con  sus  decretos?  ¿Qué  habían  de  hacer  sino 
recordar  los  derechos  de  la  humanidad,  dema- 
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siado  olvidados,  y apoyarlos  en  los  preceptos  de 
caridad  proclamados  en  el  Evangelio,  y dispen- 
sar su  protección  á los  necesitados  y meneste- 
roso s? 

IX.  Así,  pues,  la  Iglesia  prohibió  la  usura 
primeramente  á los  clérig-os  y luego  también  á 
los  legos,  bajo  pena  de  suspensión  de  todo  oficio 
y beneficio  eclesiástico  á los  primeros,  y de  ex- 
comunión á los  segundos,  declarando  además 
infames  é indignos  del  sacramento  de  la  Euca- 
ristía y de  sepultura  eclesiástica  á los  usureros 
manifiestos,  y calificando  de  hereje  al  que  perti- 
nazmente afirmare  no  ser  pecado  el  ejercerla 
usura:  tít.  19,  De  nsuris,  lib.  5.“;  Decreí.  Grey., 
eí  cap.  un.,  pár.  2.",  tít.  5.”,  lib.  5.",  Cletneut.  Es- 
tas prohibiciones  y estas  penas  se  entendían  por 
canonistas  y teólogos  distinguidos  tan  solo  de 
aquellas  usuras  excesivas  que  se  llevaban  en 
aquellos  tiempos,  y que  erau  capaces  por  sí  solas 
de  acabar  de  arruinar  á los  indigentes ; mas 
otros  querían  aplicarlas  igualmente  á toda  es- 
pecie de  interés  del  préstamo,  por  corto  que 
fuese,  pretendiendo  que  la  usura  moderada  y la 
excesiva  no  se  diferencian  entre  sí  sino  del  mis- 
mo modo  que  el  hurto  leve  y el  grave.  Por  fin, 
el  Papa  Benedicto  XIV.  deseando  fijar  una  doc- 
trina cierta  sobre  la  usura,  formó  una  junta  de 
cardenales,  teólogos  y canonistas,  que  habien- 
do tenido  dos  sesiones  en  18  de  Julio  y l.°  de 
Agosto  de  1745 , declararon  por  unanimidad: 
1.°,  que  aquel  género  de  pecado,  que  se  llama 
usura  y que  tiene  un  asiento  propio  en  el 
contrato  del  mútuo,  consiste  precisamente  en 
que  por  razón  del  mismo  mútuo,  que  por  su  pro- 
pia naturaleza  solo  exige  la  restitución  de  otro 
tanto  como  se  ha  recibido , pretenda  alguno  lle- 
varse mas  de  lo  que  ha  dado;  y que  por  consi- 
guiente todo  lucro  que  se  pida  sobre  el  capital,  j 
ipsius  rationc,  mutui,  es  ilícito  y usurario;  2.",  que 
este  lucro  ó interés  lleva  siempre  consigo  la 
nota  de  usura,  aunque  sea  moderado  y corto  y 
no  excesivo  ni  grande,  aunque  el  mutuario  no 
sea  pobre  sino  rico,  y aunque  este  no  haya  de 
tener  ocioso  el  dinero  que  se  le  ha  prestado,  sino 
que  lo  haya  de  emplear  con  mucha  utilidad 
suya  en  aumentar  su  fortuna  ó sus  riquezas,  en 
comprar  nuevas  haciendas,  ó hacer  negocios 
que  le  dejen  grandes  ganancias;  porque  la  ley 
del  mútuo  quiere  siempre  la  igualdad  entre  lo 
recibido  y lo  devuelto;  3.°,  que  no  por  esto  se 
niega  que  pueden  concurrir  juntamente  con  el 
contrato  de  mútuo  algunos  otros  titulos  que  no 
sean  innatos  é intrínsecos  á la  naturaleza  mis- 
ma del  mútuo,  de  los  cuales  resulte  una  causa 
justa  y legítima  para  exigir  con  razón  algo  mas 
sobre  el  capital  prestado;  y que  puede  también 
cualquiera  colocar  y emplear  legalmente  su  di- 
nero por  medio  de  otros  contratos  de  diferente 
Tomo  ni. 


naturaleza  que  la  del  mútuo,  sea  para  crearse 
una  renta  anual , sea  para  ejercer  el  comercio  ú 
otra  negociación  ó empresa  lícita,  y sacar  así 
un  lucro  honesto;  4.°,  que  en  estas  diversas  es- 
pecies de  contratos,  no  observándose  la  debida 
igualdad  de  una  y otra  parte,  todo  lo  que  se 
exige  mas  de  lo  justo  constituye,  ya  que  no 
usura  (pues  que  ha  de  evitarse  todo  mútuo  tan- 
to manifiesto  como  paliado),  á lo  meuos  otra 
verdadera  inj  usticia  que  lleva  igualmente  con- 
sigo la  necesidad  de  la  restitución;  y que  por  el 
contrario  , habiendo  igualdad  por  ambas  partes 
y arreglándolo  todo  conforme  á justicia,  se  ofre- 
cerán on  ellos  muchos  modos  lícitos  de  empren- 
der lucrosas  negociaciones  y hacer  florecer  el 
comercio;  5.“,  que  será  una  persuasión  falsa  y 
temeraria  la  que  uno  tenga  de  que  siempre  se 
encuentran  con  el  mútuo  otros  titulos  legítimos, 
ó sin  el  mútuo  otros  contratos  justos,  en  cuya 
virtud  sea  lícito  llevarse  un  interés  ó aumento 
moderado  sobre  la  suerte  ó capital  en  todos  los 
casos  en  que  se  fie  ó preste  á otra  cualquiera 
persona  dinero,  trigo  ú otro  artículo  ó efecto  de 
esta  clase,  pues  que  á nadie  puede  ocultarse 
que  muchas  veces  está  obligado  el  hombre  á 
socorrer  á su  prójimo  con  un  simple  y nudo  mú- 
tuo; y que  del  mismo  modo  en  muchas  circuns- 
tancias no  puede  haber  lugar  á otro  verdadero 
y justo  contrato,  sino  al  mútuo  tan  solamente. 
Benedicto  XIV  aprobó  estas  declaraciones  y las 
comunicó  á los  Patriarcas,  Arzobispos,  Obispos 
y Ordinarios  de  Italia  en  su  Encíclica  de  1.°  de 
Noviembre  de  1745,  previniéndoles  al  mismo 
tiempo,  entre  otras  cosas:  1.",  que  en  las  cues- 
tiones sobre  contratos  usurarios  se  abstengan 
de  incurrir  en  los  extremos  que  siempre  son  vi- 
ciosos, pues  que  algunos  juzgan  con  tanta  se- 
veridad acerca  de  estas  cosas  que  acusan  de  ili- 
cita y usuraria  cualquiera  utilidad  sacada  del 
dinero,  y otros,  por  el  contrario,  son  tan  indul- 
gentes y remisos,  que  creen  libre  del  vicio  de 
usura  cualquiera  emolumento;  2.a,  que  á los 
que  pretendan  quedar  limpios  de  toda  nota  de 
usura,  y dar  á otro  su  dinero  de  modo  que  tan 
solamente  perciban  un  interés  ó fruto  legitimo, 
se  les  debe  amonestar  que  declaren  antes  el  con- 
trato que  quieren  celebrar,  las  condiciones  que 
en  él  se  han  de.  poner,  y el  fruto  ó interés  que 
por  el  mismo  dinero  exijan;  3.°,  que  no  es  hoy 
ociosa  ni  meramente  nominal,  como  dicen  al- 
gunos, la  cuestión  sobre  la  usura,  aunque  sea 
cierto  que  casi  siempre  produce  frutos  el  dinero 
que  por  cualquiera  título  se  concede  á otro;  pues 
que  hay  una  diferencia  manifiesta  entre  los  di- 
versos contratos  que  pueden  hacerse , así  como 
entre  el  fruto  que  por  derecho  lícito  se  saca  del 
dinero  y puede  por  lo  tanto  retenerse  en  ambos 
fueros,  y el  fruto  que  no  se  adquiere  sino  ilici- 
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tamente  del  mismo  dinero  y que  de  consiguien- 
te en  ambos  fueros  debe  restituirse. 

X.  Sin  entrar  ahora  en  un  exámen  escrupu-  ¡ 
loso  sobre  si  las  expresiones  del  Papa  Benedic-  ! 
to  XIV  están  perfectamente  de  acuerdo  con  las  1 
déla  junta  de  cardenales,  teólogos  y canonis- 
tas, ó si  por  el  contrario  dan  mas  latitud  a la 
facultad  de  exigir  interés  por  el  dinero  que  se 
presta,  observaremos  desde  luego  que  todo  el 
empeño  del  Papa  y de  la  junta  se  reduce  á sos- 
tener que  no  puede  exigirse  interés  del  mútuo 
en  virtud  del  mismo  mútuo,  ex  m ipsius  mutui, 
alegando  razones  que  ya  hemos  tomado  en  con- 
sideración mas  arriba,'  pero  que  puede  exigirse 
en  virtud  de  algunos  títulos  que  suelen  concur- 
rir con  el  mútuo,  y de  otros  contratos  de  dife- 
rente naturaleza  que  la  del  propio  mútuo.  Ni  la 
junta  ni  el  Papa  nos  designan  estos  títulos  ni 
estos  contratos;  pero  los  enumeran  los  teólogos, 
los  canonistas  y los  jurisconsultos. 

El  primer  titulo  que  suele  concurrir  con  el 
mútuo  y que  justifica  el  interés  del  dinero  pres- 
tado, es  el  daño  emergente,  del  cual  hemos  ha- 
blado ya  en  el  número  II  y en  el  artículo  que 
antecede. 

El  tercer  título  es  el  peligro  de  pérdida  ó de  di- 
fícil recobro  del  capital  prestado.  Los  teólogos 
distinguen  dos  especies  de  peligros;  uno  intrín- 
seco ó general,  que  es  de  temer  en  todo  mútuo, 
pues  que  en  todo  mútuo  puede  perecer  el  capi- 
tal, cualquiera  que  sea  la  persona  á quien  se 
haya  prestado;  y otro  extrínseco  ó especial,  que 
proviene  de  la  calidad  del  mutuatario  ó de  la 
negociación  ó empresa  , como  si  se  presta  por 
ejemplo,  á uu  pródigo,  caviloso,  enredador  ó de 
mala  conciencia,  á un  proyectista,  ó á uno  que 
acomete  negocios  arriesgados  por  mar  ó por  tier- 
ra. Hecha  esta  distinción , aseguran  que  nada 
puede  pedirse  por  el  peligro  in  trínseco  ó general, 
pero  que  por  razón  del  extrínseco  ó especial  pue- 
de exigirse  algún  interés  proporcionado.  Así 
es,  que  habiendo  consultado  á Boma  los  misio- 
neros de  la  China,  sobre  si  hallándose  estable- 
cido por  la  ley  en  aquel  imperio  el  interés  del 
treinta  por  ciento  en  el  mútuo,  sin  considera- 
ción al  lucro  cesante  ó daño  emergente,  podrian 
ellos  considerarle  como  lícito , respecto  de  que 
había  algún  peligro  en  el  recobro  del  dinero 
prestado,  porque  ó bien  huían  ó retardaban  el 
pago  los  mutuatarios,  ó bien  tenían  que  deman- 
darlos judicialmente  los  mutuantes,  ó bien  so- 
lían ocurrir  otras  razones  de  esta  clase;  respon- 
dieron los  calificadores  del  santo  oficio  y la  sa- 
grada congregación  de  la  propagación  de  la  fe 
con  aprobación  del  Sumo  Pontífice  en  12  de  Se- 
tiembre de  1645;  «que  por  razón  del  mútuo  in- 
mediata y precisamente  ningún  interés  podían 
pedir  los  mutuantes  ó prestamistas ; pero  que  si 


exigian  algo  por  el  peligro  que  probablemente 
había  según  lo  consultado,  no  se  les  debía  in- 
quietar de  modo  alguno,  con  tal  que  se  tuviese 
cuenta  de  la  calidad  y probabilidad  deL  peligro, 
y se  guardase  proporción  entre  el  mismo  peligro 
y el  interés  exigido.» 

XI.  Admitidos  ya  estos  tres  títulos  de  daño 
emergente,  lucro  cesante  y peligro  del  capital, 
¿cuál  será  el  mútuo  ó préstamo  en  que  deje  de 
concurrir  alguno  de  ellos?  Ya  no  hay  en  los 
tiempos  presentes  quien  tenga  ocioso  su  dinero 
mientras  pueda  emplearle  en  negocios  ó espe- 
culaciones que  sean  capaces  de  producirle  algu- 
na utilidad : y por  fortuna  las  artes,  las  fábricas 
y el  comercio  han  desplegado  una  actividad  des- 
conocida á los  pueblos  antiguos:  esta  multitud 
de  trabajos  y las  anticipaciones  que  necesaria- 
mente exigen  , presentan  por  todas  partes  al  di- 
nero un  empleo  lucrativo:  las  empresas  de  toda 
especie  multiplicadas  al  infinito  invierten  capi- 
tales inmensos.  Todos  los  gobiernos  además,  in- 
cluso el  del  Papa,  han  abierto  empréstitos  y crea- 
do rentas  conocidas  con  la  denominación  de 
efectos  públicos,  convidando  á todas  y cuales- 
quiera personas  á que  les  den  prestado  bajo  el 
interés  que  ellos  mismos  les  ofrecen.  En  tal  es- 
tado de  cosas,  ¿quién  será  el  capitalista  que 
cuando  se  le  pide  prestado  una  cantidad,  no 
pueda  alegar  con  verdad  y razón  que  de  pres- 
tarla se  le  seguirá  daño  ó se  verá  privado  de  una 
ganancia,  y exigir  de  consiguiente  por  el  prés- 
tamo algún  interés  que  la  compense?  Y cuando 
no  haya  daño  emergente  ni  lucro  cesante,  ¿no 
habrá  por  lo  menos  algún  peligro  probable  de 
pérdida  ó difícil  recobro  del  capital  prestado? 

XII.  Mas  prescindiendo- de  estos  títulos;  si 
puedo  yo  lícitamente , sea  ó no  sea  comerciante, 
tenga  ó no  tenga  costumbre  de  sacar  provecho 
de  ini  dinero,  prestarlo  á interés  al  mismo  ro- 
mano Pontífice  para  las  atenciones  del  Estado  de 
que  es  Príncipe  soberano , ¿ no  podré  prestártelo 
á tí  del  mismo  modo  para  las  tuyas?  El  Papa,  que 
voluntariamente  ofrece  interés  por  los  préstamos 
que  se  le  hagan , ¿condenará  el  interés  que  tú 
me  ofrezcas  por  el  préstamo  que  te  veas  en  la 
necesidad  de  pedirme?  El  Papa  satisface  con  tan- 
ta puntualidad  los  intereses  de  sus  empréstitos, 
que  las  obligaciones  romanas  se  hallan  en  el  dia 
á mas  de  ciento  y tres  por  ciento  en  la  Bolsa  de 
París. 

Los  Montes  de  Piedad  suponen  también  lícito 
el  interés  del  préstamo  sin  necesidad  de  ningu- 
no de  dichos  títulos.  Estos  establecimientos,  crea- 
dos en  Italia  en  el  siglo  xv  contra  las  excesivas 
usuras  de  los  judíos,  y aprobados  por  León  Xen 
el  Concilio  V de  Letran  , se  hallan  autorizados; 
1.  , para  prestar  á los  indigentes  sobre  prenda 
con  un  interés  proporcionado  á los  gastos  de 
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custodia  y conservación  de  las  prendas,  alquiler 
de  casa  y sueldos  de  los  empleados;  2.°,  á tomar 
prestado  á interés  de  cualquiera  personas  que 
quieran  prestarles,  cuando  no  tienen  fondos 
propios  y cargar  este  interés  con  el  aumento  del 
que  se  llevau  los  mismos  Montes  k los  pobres  á 
quienes  prestan,  como  es  de  ver  por  los  ejem- 
plos de  los  Montes  de  Piedad  de  Bolonia,  Móde- 
ua,  Verona  y Ferrara,  k los  cuales  concedieron 
licencia  los  Pontífices  para  buscar  al  intéres  de 
cinco  por  ciento  el  dinero  que  necesitaban  á fin 
de  atender  á las  obligaciones  de  su  iustituto.  En 
este  segundo  caso  los  Montes  no  son  mas  que 
unos  intermedios  entre  los  verdaderos  presta- 
mistas y los  tomadores;  de  modo  que  si  los  inte- 
resados se  entendieran  directamente  entre  si 
mismos,  los  Montes  estarían  de  sobra,  y ios  to- 
madores se  ahorrarían  el  aumento  de  interés  que 
que  tienen  que  darles.  Mas  así  en  el  segundo 
caso  como  en  el  primero , si  los  tomadores  no 
satisfacen  dentro  del  término  señalado  el  capital 
y además  los  intereses  que  en  algunas  partes 
suben  al  doce  por  ciento,  se  venden  en  pública 
subasta  las  prendas  depositadas;  y como  de  ellas 
no  suele  sacarse  por  este  medio  sino  la  mitad  ó 
á lo  mas  las  dos  terceras  partes  de  su  valor,  es 
el  resultado  que  para  los  tomadores  equivale  á 
veces  el  interés  de  los  préstamos  del  Monte  al 
treinta,  al  cuarenta,  y aun  al  cincuenta  por  cien- 
to. Cualquiera,  pues,  observará  que  los  Montes  de 
Piedad  no  son  establecimientos  suficientes  para 
atender  al  socorro  de  los  pobres , por  dos  razo- 
nes que  saltan  á la  vista:  l.5,  porque  no  prestan 
sino  sobre  prenda , y no  todos  la  tienen;  2.",  por- 
que los  que  la  presentan,  se  ven  muchas  veces 
en  la  imposibilidad  de  rescatarla,  y compran  de 
consiguiente  á muy  alto  precio  los  auxilios  que 
se  les  facilitan.  Es  por  lo  tanto  muchas  veces 
mas  ventajoso  á los  indigentes,  aun  en  los  lu- 
gares donde  hay  Montes',  acudir  mas  bien  á los 
particulares  y estipular  con  ellos  el  préstamo 
con  prenda  ó sin  ella  al  menor  interés  que  pue- 
dan; y así  vemos  que  lo  hacen  en  efecto.  La  di- 
ficultad está  en  si  ios  particulares  pueden  ó no 
pueden  lícitamente  llevarles  interés  por  los  prés- 
tamos que  les  hagan,  aunque  no  les  asista  nin- 
guno de  los  títulos  de  daño  emergente  y lucro 
cesante;  y creemos  que  en  el  estado  presente  del 
derecho  canónico  pueden  efectivamente  llevar- 
lo, pues  que  por  el  hecho  mismo  de  ofrecerlo  es- 
pontáneamente los  Papas  en  sus  empréstitos  y 
autorizar  á los  Montes  para  que  lo  ofrezcan  á sus 
prestamistas  y lo  exijan  á su  vez  de  las  personas 
á quienes  prestan , parece  que  lo  tienen  por  li- 
cito en  general  siendo  moderado,  y que  reprue- 
ban implícitamente  la  opinión  de  aquellos  teólo- 
gos rigoristas  que  califican  de  pecado  el  acto  de 
ofrecer  interés  cuando  se  pide  un  préstamo  á 


cualquiera  que  no  acostumbra  dar  su  dinero  sino 
de  este  modo.  Además,  ¿no  podrán  hacer  por  sí 
mismos  los  particulares  lo  que  pueden  hacer  por 
medio'de  los  Montes?  Y lo  que  hacen  los  Montes, 
¿ uo  podrán  hacerlo  también  los  particulares?  Se 
dice  que  los  Montes  tienen  un  título  legitimo 
para  exigir  interés,  esto  es,  la  necesidad  de  aten- 
der con  su  producto  á la  manutención  de  sus 
empleados : ¿uo  es  acaso  igualmente  justo  que 
los  particulares  atiendan  á la  suya  y á la  de  sus 
familias  con  el  producto  de  sus  capitales?  ¿No 
está  decidido  así  cou  respecto  á la  dote  por  el 
Papa  luoceucio  III  (capítulo  7.°,  tit.  20,  lib.  4.", 
Dec.  Greg. ) quien  por  hallarse  un  hombre  cu 
estado  de  prodigalidad  mandó  que  el  dinero  do- 
tal  de  su  mujer  se  entregase  á un  comerciante 
para  que  con  parte  de  su  honesto  lucro  se  pu- 
dieran sostener  las  cargas  del  matrimonio? 

XIII.  Examinados  ya  los  títulos  que,  según 
los  teólogos  y canonistas  pueden  concurrir  cou 
el  mútuo  y justificar  el  interés  del  dinero  pres- 
tado, veamos  ahora  los  contratos  que,  siendo  de 
otra  naturaleza  que  el  mútuo,  sirven,  según  los 
mismos,  para  que  uno  coloque  sus  caudales  y 
saque  algún  beneficio  de  ellos  sin  nota  de 
usura. 

El  primero  es  el  contrato  trino , que  comprende 
la  sociedad,  la  aseguración  del  capital,  y la  ven- 
ta de  una  ganancia  incierta  por  otra  cierta,  como 
ya  queda  explicado  en  su  lugar.  Todos  estos  con- 
tratos y cada  uno  de  ellos  son  justos  y lícitos  eu 
sí  mismos  cuaudo  se  celebran  con  tres  diversas 
personas,  según  todos  confiesan;  y deben  por  lo 
tanto  serlo  del  mismo  modo  cuando  se  celebran 
junta  ó sucesivamente  con  una  misma  persona, 
según  la  opinión  mas  común  y probable,  porque 
ni  la  identidad  ni  la  diversidad  de  las  personas 
destruye  ó varia  la  sustancia  ó razón  de  cada  con- 
trato ni  muda  ó altera  ios  precios  de  las  cosas. 
Es  cierto  que  algunos  pretenden  que  Sixto  V,  en 
su  Bula  Detestabais  del  año  158(1  condenó  como 
usura  paliada  la  reunión  de  estos  tres  contratos 
celebrados  con  una  misma  persona;  pero  pre- 
guntados sobre  el  sentido  de  esta  Bula,  el  mismo 
Sixto  V y los  cardenales  Toledo  y de  Santa  Seve- 
rina  que  la  exteudierou  de  su  orden,  contestaron 
unánimes  que  solo  habían  querido  prohibir  cou 
ella  en  los  contratos  de  sociedad  aquellos  pactos 
injustos  que  los  doctores  clásicos  condenaban. 
Así  es  que  los  autores  mas  graves,  como  Lesio, 

: el  cardenal  de  Lugo  y Covarrubias,  dicen  que 
' Sixto  V solamente  prohibió  estos  pactos  cuando 
se  oponen  en  virtud  de  sola  la  sociedad,  pero  no 
cuando  á la  sociedad  se  añade  otro  contrato  por 
el  cual  uno  de  los  socios  toma  sobre  sí,  mediante 
j usto  precio,  el  peligro  del  capital  asegurándole, 
ó compra  la  esperanza  de  una  ganancia  incierta 
ofreciendo  por  ella  otra  ganancia  cierta  mas 
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moderada;  y en  fin,  el  Papa  Benedicto  XIV  (de  | El  tercero  es  la  compra-venta  con  el  pacto  de 
sinod.  diaces. , lib.  10,  cap.  7,"),  después  de  expo-  ' redención  ó sea  de  retroventa.  Vienes  tú  por  ejem- 
ner  las  razones  en  que  se  fundan  las  dos  opinio-  pío  á pedirme  prestado,  y yo  te  respondo  « no, 
nes  concluye  sentando  que  la  Sede  apostólica  no  quiero  prestarte  si  no  me  vendes  tal  heredad 

no  ha  lanzado  ninguna  censura  contra  la  opi-  para  que  yo  pueda  percibir  sus  frutos  en  lugar 

nion  que  absuelve  de  la  nota  de  usurario  al  con-  de  intereses  hasta  que  me  devuelvas  el  precio  y 
trato  trino,  aunque  esta  parece  menos  conforme  rescates  tu  finca.»  Celebrarnos  en  efecto  el  con- 

á la  Bula  de  Sixto,  y que  por  consiguiente  tam-  trato  de  compra-venta  bajo  esta  condición,  y yo 

poco  deben  lanzarla  los  Obispos.  Supongamos,  percibo  lícitamente  , según  todos  los  teólogos  y 

pues , que  tú  me  entregas  mil  pesos  para  negó-  canonistas,  los  frutos  de  la  cosa  comprada,  mien- 
ciar  con  ellos,  y que  esperamos  prudentemente  tras  que  tú  te  aprovechas  de  mi  dinero  y no  ha- 

sacar  trescientos  de  ganancia  que  nos  hemos  de  ces  uso  del  derecho  de  redención  que  te  reser- 

repartir  con  igualdad:  yo  te  aseguro  luego  el  vaste.  V.  Anticresis. 

capital  de  los  mil  pesos,  obligándome  á devol-  Véase,  pues,  cómo  los  mismos  teólogos  y ca- 
vártelo por  entero  en  cualquier  evento,  y tú  te  nonistas  que  reprueban  la  usura,  han  inventa - 
convienes  en  recibir  solamente  ciento  en  vez  de  do  títulos  y aprobado  contratos  que  desvanecen 

los  ciento  cincuenta  que  te  tocaban  de  la  ganan-  ó eluden  el  rigor  de  sus  principios  , y que  ape 

cia  calculada,  dejándome  á mí  cincuenta  en  re-  ñas  dejan  algún  caso  en  que  no  se  pueda  llevar 

recompensa  ó premio  del  seguro:  como  tú  tienes  interés  por  el  dinero  prestado.  Mas  ya  es  tiempo 

todavía  en  peligro  los  cien  pesos,  pues  que  yo  de  pasar  á las  leyes  civiles, 

no  te  los  he  de  dar  sino  en  caso  de  que  haya  XIV.  El  derecho  Romano  que  cual  hoy  existe 
utilidades,  me  vendes  la  esperanza  de  percibir-  se  formó  precisamente  cuando  el  Cristianismo 

los  por  cincuenta  ó sesenta  que  yo  te  he  de  pa-  era  la  única  religión  del  imperio,  autorizó  ex- 

gar  fijamente,  haya  ó no  haya  ganancias;  de  presamente  el  préstamo  á interés;  de  que  puede 

suerte  que  en  último  resultado  tienes  asegurado 
tu  capital  y un  lucro  de  cincuenta  ó sesenta 
pesos.  Estos  tres  contratos  bien  analizados  se 
resuelven  en  un  verdadero  préstamo  á interés, 
porque  en  resúinen  el  hecho  es  que  tú  me  en- 
tregaste mil  pesos  y yo  te  los  devuelvo  con  un 
interés  de  cinco  ó seis  por  ciento;  pero  como  no 
suenan  ios  nombres  de  mútuo,  ni  de  préstamo,  condenaba  en  la  restitución  del  cuádruploal  que 

ni  de  interés,  ni  de  usura,  sino  los  de  sociedad,  exigia  un  interés  mas  elevado.  Habiendo  crecido 

seguro  y venta,  se  consideran  todos  lícitos  y ho-  la  avaricia  con  el  lujo , se  introdujo  la  costum- 

nestos  y realmente  lo  son  , pues  que  la  usura,  bre  de  pedir  intereses  tan  altos,  que  Licinio  pro- 
como dicen  los  teólogos,  no  tiene  su  asiento  sino  puso  en  376  una  ley  llamada  de  su  nombre  lid - 

en  el  mútuo.  ¿No  tendríamos  por  lo  tanto  razón  nia , para  detener  el  curso  de  semejantes  usuras; 

para  decir  que  disputamos  sobre  palabras  y no  y no  habiendo  tenido  efecto  esta  ley,  los  tribu- 

sobre  cosas?  . nos  del  pueblo  Duilio  y Menio  propusieron  otra 

El  segundo  es  ei  censo  consigna, tiro , esto  es,  el  denominada  Duilia-Meñia  que  renovó  la  disposi- 
contrato  por  el  cual  mediante  una  cantidad  que  cion  de  la  ley  de  las  Doce  tablas.  Los  usureros 
yo  te  doy,  te  obligas  tú  á pag-arine  cierta  pen-  tomaron  otras  medidas  para  continuar  sus  veja- 

sion  ó rédito  anual  sobre  alguna  finca  fructífera  ciones,  mas  el  pueblo  por  su  parte  , no  querien- 

que  posees.  Este  contrato  es  una  verdadera  com-  do  ya  someterse  ni  aun  á la  tasa  prescrita  por 

pra-venta : la  cosa  comprada  es  el  derecho  de  las  leyes,  la  redujo  al  seis  por  ciento  á propues- 

exigir  las  pensiones  sobre  los  frutos  de  la  finca;  ta  de  los  tribunos  ; y luego  á la  del  tribuno  Ge- 

y el  precio  es  el  capital  que  te  entrego.  Tú  po-  nució  hizo  la  ley  llamada  ffenucia,  que  pros- 

drás  redimir  el  censo  cuando  quieras,  devol-  cribió  enteramente  los  intereses.  Este  plebiscito 

viéndome  el  capital  y satisfaciéndome  los  réditos  quedó  limitado  en  el  principio  al  territorio  de 

que  á su  tiempo  no  me  hubieres  pagado;  y yo  Roma,  y no  tuvo  lugar  en  el  resto  del  pais  latí— 

tendre  derecho  á que  me  abandones  la  finca  si  no;  de  suerte  que  un  romano  que  habia  presta- 

no  me  pagares  ios  réditos  vencidos.  Tiene,  pues,  do  su  dinero  á uno  de  sus  conciudadanos,  tras- 
cierta semejanza  este  contrato  con  el  préstamo  á mitia  su  crédito  á un  latino  que  le  pagaba  el  in- 

mteres  sobre  prenda  ó hipoteca  ; y sin  embargo,  terés  y luego  lo  exigia  del  deudor,  hasta  que 

como  no  lleva  el  nombre  de  préstamo  ó mútuo,  para  evitar  estos  inconvenientes  propuso  el  tri- 
se reputa  licito  por  los  teólogos  y canonistas,  y bu  no  Sempronio  la  ley  Senwronia  en  que  se  or- 

ef®Ct°  fué  callficado  por  los  Papas  Mar-  denó  que  los  latinos  y demás  pueblos  aliados  del  ' 

tmo  V y Calixto  III.  V.  Censo  consigmtivo.  pueblo  romano  estuviesen  sujetos  á la  ley  ffenu  • 


deducirse  de  un  modo  incontestable  que  no  se 
consideraba  prohibido  por  la  religión. 

Los  romanos , aunque  enemigos  de  la  usura, 
reconocieron  que  la  prosperidad  del  comercio 
exigia  que  cada  uno  sacase  alguna  utilidad  de 
su  dinero.  Así  es  que  la  ley  de  las  Doce  tablas 
permitió  el  préstamo  á doce  por  ciento  al  año  , y 
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cid.  Pero  no  tardó  en  hacerse  otra  vez  legitimo 
el  interés  de  doce  por  ciento,  y aun  corría  ma- 
yor en  las  estipulaciones ; bien  que  como  estaba 
prohibido,  se  embebía  el  exceso  cu  el  capital. 
La  ley  CíaUnia , el  edicto  del  pretor  y muchos 
senado-consultos  reprobaron  de  nuevo  el  interés 
que  pasase  del  doce;  pero  siempre  fueron  eludi- 
das las  mejores  leyes.  Constantino  el  Grande 
aprobó  el  interés  del  doce.  Jnstiniano  permitió  ó 
las  personas  ilustres  estipular  en  sus  préstamos 
el  interés  de  cuatro  por  ciento  al  año;  á los  mer- 
caderes y negociantes  el  de  ocho ; y á todos  los 
demás  el  de  seis;  disponiendo  al  mismo  tiempo 
que  los  intereses  acumulados  no  podrían  en  caso 
alguno  exceder  al  capital.  Fd  Emperador  Basilio 
prohibió  toda  estipulación  de  interés ; y el  Em- 
perador León  permitió  la  del  cuatro. 

Eu  cuanto  al  préstamo  de  frutos  y demás  co- 
sas fungióles  que  se  consumen  por  el  primer 
uso  que  se  hace  de  ellas,  se  tomaba  un  interés 
tan  elevado  que  á veces  llegaba  á la  mitad  del 
principal. 

Según  el  último  estado  del  derecho  romano, 
en  los  contratos  de  buena  fe  se  debían  los  inte- 
reses en  virtud  de  la  estipulaciou , ó por  el  ofi- 
cio del  juez  á causa  de  la  demora  del  deudor: 
pero  en  los  contratos  de  riguroso  derecho,  cual 
era  el  préstamo  llamado  mutuo,  no  se  debían 
sino  en  el  caso  de  haber  sido  estipulados. 

XV,  Entre  nosotros  ha  experimentado  tam- 
bién iguales  alternativas  el  interés  del  dinero  en 
los  préstamos,  según  la  diversidad  de  las  épocas 
y la  mayor  ó menor  influencia  de  los  principios 
teológicos  en  la  formación  de  las  leyes. 

El  Fuero  Juzgo  autoriza  en  el  préstamo  de  di- 
nero el  interés  ó usura  de  uno  por  ocho  que 
equivale  al  doce  y medio  por  ciento  al  año,  bajo 
la  pena  de  perder  todos  los  intereses , pero  no  el 
capital,  en  caso  de  exceso;  y en  el  préstamo  de 
pan  , vino,  aceite  ú otra  cosa  fungible  permite 
el  interés  ó usura  de  la  tercera  parte  de  la  cosa 
prestada,  de  suerte  que  el  que  tomara  dos  moyos 
ha  de  dar  tres  al  cabo  del  año;  sin  que  en  uno 
ni  en  otro  exija  la  ley  los  títulos  de  daño  emer- 
gente , lucro  cesante  ó peligro  del  capital:  le- 
yes 8.a  y 9.a,  tít.  5.°,  lib.  5.°  del  Fuero  Juzgo. 

El  Fuero  Real  alzó  el  interés  del  dinero  hasta 
el  veinticinco  por  ciento,  bajo  la  pena  de  resti- 
tuirlo doblado  en  caso  de  exceder  de  esta  cuota; 
y prohibió  al  mismo  tiempo  al  prestamista  el 
uso  de  la  prenda  que  se  le  diere,  á no  ser  que  se 
hubiese  convenido  en  no  llevar  otra  ganancia: 
ley  6.a,  tít.  2.”,  lib.  4.a  del  Fuero  Real. 

El  Código  de  las  Partidas  siguió  un  rumbo  en- 
teramente contrario,  pues  prohibió  absoluta- 
meute  toda  usura  ó interés,  declarando  nulos 
los  contratos  en  que  interviniese,  y sujetando  á 
los  usureros  al  juicio  de  los  tribunales  eclesiás- 
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■ ticos;  bien  que,  á pesar  de  eso,  quiso  que  el  to- 
mador 6 mutuatario  restituyese  el  capital  al 
prestamista  ó dueño:  ley  58,  tit.  6.°,  Part.  1.a,  y 
leyes  31  y 40,  tít.  11 , Part.  5.a 

Las  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  23  del  Ordenamiento  de 
Alcalá  mandaron  que  ningún  judío  ni  judía  ni 
moro  ni  mora  diese  á logro  por  sí  ni  por  otro, 
revocando  las  cartas,  fueros  y privilegios  que  al 
efecto  les  habían  sido  dados;  y que  el  cristiano 

■ o cristiana  que  diere  á usura,  no  pudiese  reco- 
brar lo  dado  ó prestado  que  debía  quedar  á fa- 
vor del  mismo  tomador  ó mutuatario,  y perdía 
además  por  la  primera  vez  otro  tanto , por  la  se- 
gunda la  mitad  de  sus  bienes,  y por  la  tercera 
todos,  con  aplicación  siempre  de  la  tercera  parte 

i al  acusador  y de  las  otras  dos  á la  cámara ; baa- 
I tando  para  la  prueba  del  delito  de  usura  el  tes- 
j timonio  singular  de  dos  ó tres  personas  fidedig- 
nas que  jurasen  haber  recibido  á logro , con  tal 
i que  concurriesen  algunas  otras  presunciones: 
j bien  que  no  habrían  de  adquirir  nada  para  sí 

■ estos  testigos  interesados,  k no  hacer  prueba 
completa  cada  uno  de  su  hecho.  Los  Reyes  Cató- 
licos D.  Fernando  y doña  Isabel  confirmaron  en 
Toledo  el  año  de  1480  las  disposiciones  de  dicha 
ley  1.a,  haciendo  solo  alguna  variación  en  el  des- 
tino de  las  penas,  cuya  mitad  querían  se  aplicase 
á la  Cámara  y ia  otra  mitad  al  acusador  y á los 
muros  ó edificios  públicos,  y declarando  infame 
perpetuamente  al  usurario  ó logrero:  leyes  1.a, 
2.a,  i.\  tít.  22,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

Fué  tal  en  aquellos  tiempos  el  empeño  de  to- 
dos por  exterminar  la  usura,  que  D.  Enrique  III, 
no  satisfecho  con  las  leyes  de  sus  predecesores 
que  la  prohibían,  á petición  de  los  procuradores 
de  las  Córtes  de  Yalladolid  y de  Madrid  de  1405 
| publicó  una  ley  por  la  cual  anuló  todo  contrato 
entre  judíos  y cristianos  á fin  de  cortar  de  raíz 
no  solamente  el  mal  sino  también  la  ocasión  del 
mal,  pues  que  los  judíos  eran  los  que  principal- 
mente se  dedicaban  al  ejercicio  de  logreros.  Mas 
como  de  la  observación  rigurosa  de  esta  ley  se 
seguian  perjuicios  gravísimos  al  comercio  y á 
todos  los  cristianos  , hubieron  de  pedir  su  revo- 
cación las  Córtes  de  Toledo  de  1462  al  Rey  Enri- 
que IV,  y las  de  Madrigal  de  1476  á los  Reyes  Ca- 
tólicos, quienes  eu  efecto  tomaron  una  providen- 
cia media  que  forma  la  ley  3.a,  tít.  22,  lib.  12, 
A'ov.  Recop.,  con  la  cual,  si  bien  se  atrajeron 
otra  vez  al  comercio  de  los  cristianos  los  cauda- 
les de  los  judíos,  no  se  evitó  ni  podía  tampoco 
evitarse  el  supuesto  mal  de  la  usura. 

Don  Cárlos  y doña  Juana,  á petición  de  las 
Córtes  de  Madrid  de  lo34 , de  las  de  Toledo  de 
1539  y de  las  de  Valladolid  de  1548  (ley  20,  títu- 
lo l.\  lib.  10,  Xov.  Recop.),  prohibieron  los  con- 
tratos simulados  en  fraude  de  usuras,  y orde- 
naron que  en  los  permitidos  no  se  pueda  llevar  ni 
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lleve  mas  de  á razón  de  diez  por  ciento  por  año.  Mas 
¿cuáles  son  estos  contratos  permitidos  en  que  se 
puede  llevar  el  interés  anual  de  diez  por  ciento? 
La  ley  no  lo  dice;  pero  los  intérpretes  convie- 
nen en  que  son  todos  aquellos  en  que  hay  daño 
emergente  ó lucro  cesante  ó peligro  de  pérdida 
del  capital  ó tardanza  en  la  devolución , esto  es, 
todos  aquellos  en  que  el  interés  que  se  exige  no 
es  mas  que  compensatorio  ó punitorio,  de  los 
cuales  hemos  hablado  ya  en  este  mismo  artículo, 
núms.  II,  III  y X.  Véase  la  Curia  filíp.,  lib.  2.", 
Com.  ter.,  cap.  2.Q,  núms.  l.“,  2.“,  3.°,  4.°,  5.",  7.”, 
8.°  y 26. 

Don  Felipe  III,  en  Aranjuez,  por  pragmática 
de  1608  (ley  21,  tít.  l.%  lib.  10,  Nov.  Recop.), 
después  de  ordenar  que  nadie  pudiese  dar  can- 
tidad alguna  á mercaderes  ó negociantes  para 
que  con  ella  tratasen  ó contratasen  sino  es  á 
pérdidas  y ganancias,  prohibió  exigir  interés 
del  dinero  dado  á los  mismos  en  depósito,  prés- 
tamo ú otra  cualquier  manera,  á no  ser  en  los 
casos  permitidos  por  derecho,  hajo  la  pena  de 
nulidad  del  contrato  y de  perder  el  dador  ó pres- 
tamista el  dinero  así  dado  y el  tomador  ó mu- 
tuatario otra  tanta  cantidad , con  aplicación  de 
todo  por  terceras  partes  á la  cámara  , juez  y de- 
nunciador. Véase  el  núm.  II  de  este  mismo  ar- 
tículo, al  fin,  donde  se  explica  esta  ley. 

En  pragmática  de  14  de  Noviembre  de  1652, 
considerando  Felipe  IV  que  por  haberse  descon- 
certado las  monedas  y los  contratos  hechos  con 
ellas , se  habían  desordenado  los  intereses  del 
dinero  anticipado , tomado  á daño  ó retardado, 
y era  justo  que,  moderándose  el  precio  de  todas 
las  cosas,  se  reformase  al  mismo  tiempo  este  ex- 
ceso, revocó  la  disposición  mas  arriba  citada  de 
D.  Cárlos  y doña  Juana,  en  que  se  permitía  el 
interés  de  diez  por  ciento,  y ordenó  y mandó; 
1 que  no  se  llevase  en  adelante  mas  interés  del 
cinco  por  ciento  en  los  contratos  y obligaciones  en 
que  se  podia  llevar  conforme  á derecho;  2.°,  que 
para  evitar  las  obligaciones  simuladas  en  que 
pudieran  incluirse  los  intereses  como  suerte 
principal,  el  que  por  escritura  ó cédula  se  obli- 
gase á pagar  alguna  cantidad  debia  declarar  en 
ella  con  juramento  si  había  intereses  y lo  que 
montaban;  que  el  escribano  diese  fe  del  tal  ju- 
ramento; que  lo  hiciese  asimismo  el  acreedor  al 
tiempo  de  usar  de  la  cédula  ó escritura;  y que 
sin  estos  requisitos  no  se  pudiese  ejecutar  nin- 
gún instrumento,  aunque  estuviese  reconocido, 
ni  aun  hacer  fe  ni  probanza  para  ningún  caso 
ni  efecto. 

Esta  pragmática  no  subsistió  mas  que  tres 
dias,  pues  con  fecha  de  17  del  mismo  mes  y año 
expidió  el  mismo  Felipe  una  real  cédula  en  que 
suspendía  su  ejecución  y la  dejaba  sin  efecto  en 
todos  sus  capítulos,  excepto  en  algunas  cosas 
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que  no  hacen  al  asunto,  hasta  ajustar  y perfec- 
cionar la  reformación  de  los  precios,  así  en  la 
córte  como  en  los  demás  lugares  del  reino;  de 
suerte  que  quedó  en  todo  ;ñi  vigor  la  ley  de  don 
Cárlos  y doña  Juana,  y siguió  el  interés  del  diez 
por  ciento  como  en  ella  se  prescribía.  Pero  el  re- 
dactor de  la  Novísima  Recopilación,  cuya  mi- 
sión, así  como  la  de  sus  antecesores,  no  era  por 
cierto  formar  un  nuevo  Código  de  nuevas  leyes, 
sino  recoger  y compilar  con  órden  y método  to- 
das las  leyes  útiles  y vivas,  generales  y perpetuas, 
publicadas  ctesde  la  formación  de  las  siete  Partidas 
y Fuero  Real,  como  se  expresa  con  estas  mismas 
palabras  en  la  Real  cédula  de  2 de  Junio  de  1805, 
orilló  por  capricho , olvido  ú otra  razón  la  cédu- 
la revocatoria  de  Felipe  IV  de  17  de  Noviembre, 
y tomó  por  su  cuenta  la  pragmática  revocada 
del  14  anterior  del  mismo  mes  que  había  muerto 
en  la  cuna  á los  tres  dias  de  su  nacimiento,  le 
cortó  la  cabeza,  los  brazos  y las  piernas,  y con 
su  tronco  exánime  pretendió  darnos  una  ley 
viva , la  ley  22,  tít.  I del  lib.  10,  la  cual  ha  sido 
puesta  en  observancia  por  algunos  tribunales 
con  preferencia  á la  de  D.  Cárlos  y doña  Juana, 
aunque  está  probado  y haremos  ver  en  su  lugar, 
que  no  porque  una  ley  se  encuentre  en  la  Noví- 
sima debe  por  solo  este  hecho  considerarse  con 
fuerza,  ni  porque  no  esté  comprendida  en  dicho 
Código  deja  por  eso  de  conservar  su  vigor  si  es 
que  antes  lo  tenia,  pues  que  las  leyes  deben  ser 
guardadas,  aunque  no  estén  incluidas  en  la  Re- 
copilación , según  se  halla  declarado  por  auto 
acordado  del  Consejo  pleno  de  4 de  Diciembre 
de  1713,  puesto  por  extracto  en  la  nota  2.’,  títu- 
lo 2.°,  lib.  3.°  de  la  Novísima.  Lo  mas  particular 
es  que  la  ley  de  D.  Cárlos  y doña  Jurana  en  que 
se  autoriza  el  interés  del  diez,  se  halla  también 
incorporada  en  la  Novísima;  y estando  anulada 
ó suspendida  la  ley  posterior  del  interés  del  cin- 
co, es  claro  que  aquella  quedaba  subsistente. 

No  obstante  la  pragmática  de  Felipe  III  de 
1608  que  mas  arriba  queda  extractada,  se  sirvió 
el  señor  D.  Cárlos  III  en  cédula  de  10  de  Julio  de 
1764  (ley  23,  tít.  l.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.),  con- 
formándose con  el  dictámen  uniforme  de  varios 
hombres  de  integridad  y sana  doctrina,  declarar 
legítimos  y obligatorios  los  contratos  celebrados 
entre  la  Diputación  de  los  cinco  gremios  mayo- 
res de  Madrid  y diferentes  personas  de  todas 
clases,  especialmente  viudas  y pupilos,  que  po- 
nian  sus  caudales  en  la  caja  común  de  aquella 
corporación , la  cual  se  obligaba  á devolverles 
el  capital  dentro  del  tiempo  que  capitulaban  y 
á satisfacerles  entretanto  el  interés  de  un  tres 
ó dos  y medio  por  ciento.  De  esta  Real  cédula 
han  querido  algunos  deducir  falsamente  que 
quedaba  autorizado  como  tasa  legal  el  interés 
del  tres  por  ciento;  pero  en  ella  no  se  trata  ver- 
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(laderamente  sino  de  aprobar  uno3  contratos 
con  interés  que  antes  estaban  prohibidos , sin 
expresarse  directa  ni  indirectamente  que  el  de 
un  tres  sea  el  mayor  á que  se  pueda  llegar.  Lo 
que  en  realidad  se  deduce  de  esta  cédula,  es  que 
según  ella,  para  la  legitimidad  del  interés  del 
dinero  prestado,  no  es  indispensable  ya  el  título 
de  daño  emergente  ni  el  de  lucro  cesante,  sino  que 
basta  el  título  de  hiero  naciente, ; es  decir,  que  el 
prestamista,  cualquiera  que  sea,  aunque  no 
haya  de  sufrir  pérdidas  ni  perjuicios  ni  priva- 
ciones de  ganancias  por  carecer  de  su  dinero, 
puede  no  obstante  llevar  por  él  un  interés  ó pre- 
mio siempre  que  el  tomador  6 mutuatario  sea 
alguna  de  aquellas  personas  ó corporaciones 
que  se  ocupan  en  algún  ramo  de  industria  ó de 
comercio ; de  modo  que  ya  es  lícito  dar  dinero  á 
los  comerciantes  y hombres  de  negocios,  no 
solo  á pérdidas  y ganancias  como  quería  ¡a 
pragmática  de  1608,  sino  también  á interés  aun 
en  los  casos  en  que  no  lo  permitía  antiguamen- 
te el  derecho.  Mas  cuál  haya  de  ser  este  interés, 
no  lo  decide  la  ley  de  que  ahora  tratamos,  ni 
tampoco  se  proponía  tal  objeto;  el  interés  má- 
ximo de  que  no  se  podía  pasar,  debia  ser  el  que 
ya  se  hallaba  establecido  por  las  leyes  en  los  ca- 
sos en  que  era  permitido;  esto  es,  el  de  diez 
por  ciento  de  la  ley  de  D.  Cárlos  y doña  Jua- 
na, ó el  de  cinco  de  la  ley  de  D.  Felipe  IV,  se- 
gún la  que  se  creyese  vigente. 

El  mismo  D.  Cárlos  III,  en  cédulas  de  l.”de 
Setiembre  de  1772  y 28  de  Marzo  de  1784,  y Don 
Cárlos  IV,  en  órden  de  21  de  Abril  de  1792  y cé- 
dula de  14  de  Febrero  de  1803  (leyes  14,  17,  18  y 
21,  tít.  13,  lib.  10,  Nov.  Recop.),  autorizaron  el 
interés  del  seis  por  ciento  entre  mercaderes  y fa- 
bricantes. 

D.  Cárlos  IV  permitió  por  cédula  de  16  de  Ju- 
lio de  1790  (ley  5.*,  tít.  8.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.) 
el  mismo  interés  del  seis  en  los  préstamos  de  di- 
nero ó géneros  apreciados  que  los  comerciantes 
hicieren  entre  año  á los  labradores  y cosecheros 
para  sostener  su  labranza. 

El  Código  de  comercio  de  1829  ordena  en  sus 
arts.  397  y 398,  que  «en  los  casos  en  que  por  dis- 
posición legal  está  obligado  el  deudor  á pagar  al 
acreedor  réditos  de  los  valores  que  tiene  en  su 
poder,  serán  estos  réditos  de  un  seis  por  ciento 
al  año  sobre  la  capitalidad  de  la  deuda,  y que  el 
rédito  convencioual  que  ios  comerciantes  esta- 
blezcan en  sus  préstamos,  no  podrá  exceder  del 
mismo  seis  por  ciento.»  V.  Préstamo  mercantil. 

F.l  Banco  español  de  San  Fernando,  en  virtud 
del  art.  3.”  de  la  Real  cédula  de  su  erección  de  9 
de  Julio  de  1829,  puede  hacer  préstamos  á cua- 
lesquiera particulares  sobre  garantías  de  alhajas 
de  oro  y plata,  al  mismo  interés  ó premio  que  se 
arreglare  para  los  descuentos  de  letras,  el  cual 


suele  ser  de  seis  por  ciento  al  año.  V.  Banco  es- 
' pañol. 

Finalmente,  por  Real  órden  de  8 de  Octubre 
de  1838,  se  resolvió,  que  para  cubrir  los  gastos 
del  Monte  de  Piedad  de  Madrid  y aumentar  su 
capital,  se  abone  á este  establecimiento  en  lo  su- 
cesivo, por  los  préstamos  que  verifique,  un  inte- 
rés ó renta  anual  de  un  ciuco  por  ciento,  paga- 
dero en  el  acto  de  desempeñar  las  alhajas  y en 
proporción  al  tiempo  que  baya  trascurrido  desde 
el  dia  del  empeño,  y se  autorizó  al  mismo  tiem- 
po á la  Junta  general  del  Monte  para  que  eu  ca- 
sos necesarios  pueda  tomar  dinero  á préstamo 
bajo  su  propia  responsabilidad,  sin  que  el  inte- 
rés que  abone  exceda  nunca  al  que  el  Monte  ha 
de  exigir  por  los  empeños. 

Además,  la  costumbre  introducida  y arraigada 
en  estos  últimos  tiempos  á vista,  ciencia  y pa- 
' ciencia  del  legislador,  y consentida  y adoptada 
prácticamente  por  los  tribunales  de  justicia,  se- 
gún confiesan  los  enemigos  mismos  de  la  usura, 
ha  legitimado  por  fin  la  extensión  del  interés 
del  seis  establecido  en  el  comercio,  á todos  los 
demás  préstamos  celebrados  entre  particulares, 
sean  ó no  sean  estos  de  la  clase  de  aquellos  que 
se  dedican  al  comercio  ó á la  industria;  y asi  ve- 
mos todos  los  dias  en  los  periódicos  anuncios  de 
préstamos  que  se  piden  y préstamos  que  se  ofre- 
cen por  todo  linaje  de  personas  al  interés  del  seis 
sobre  fincas,  alhajas  y papel  del  Estado,  sin  que 
haya  reclamación  de  parte  del  Gobierno,  ni  de 
la  policía  ni  de  la  justicia,  antes  por  el  contra- 
rio, considera  esta  última  obligatorios  estos  con- 
tratos cuando  tiene  que  entender  en  alguu  inci- 
dente ocurrido  sobre  ellos.  * V.  Interes  legal 
donde  se  expone  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856 
sobre  la  cuantía  del  interés  que  lioy  devengan 
los  préstamos.  * 

XVI.  De  esta  reseña  de  nuestras  leyes  sobre 
la  usura  ó interés  del  dinero  resulta: 

l."  Que  en  nuestro  derecho,  así  como  en  el 
canónico,  se  tiene  por  usura  cualquier  interés 
que  se  exija  del  dinero  prestado,  sea  corto  ó ex- 
cesivo, sea  legal  ó extralegal,  como  es  de  ver 
: por  las  leyes  8."  y 9.a,  tit.  5.°,  lib.  5.“  del  Fuero 
Juzgo , y por  la  ley  6.',  tít.  2.",  lib.  4.°  del  Fuero 
Real,  que  llaman  usura  al  mismo  interés  que 
aprueban,  por  la  ley  31,  tít.  11,  Fart.  5.‘,  que 
: manda  expresamente  que  quien  recibió  presta- 
dos veinte  maravedís  no  devuelva  mas  de  tos 
veinte,  aunque  hubiese  prometido  dar  algo  mas, 
porque  esto  seria  usura,  y en  fin,  por  el  contexto 
de  las  demás  leyes  que  hemos  recorrido,  y par- 
ticularmente de  la  ley  2.\  tít.  22,  lib.  12,  Noví- 
sima Recop.  en  que  se  dice  que  los  prestadores 
no  puedan  haber  mas  de  lo  que  dieron  y prestaron, 
calificando  de  usura  el  exceso;  lo  cual  nos  vemos 
en  la  necesidad  de  advertir,  para  desvanecer  el 
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error  de  algunos  nuevos  escritores,  que  sin  duda 
por  no  haber  leído  las  leyes  sientan  que  en  el 
sentido  de  estas  no  es  usura  sino  el  interés  in- 
moderado ó superior  á la  tasa  legal,  y de  aquí 
deducen  consecuencias  y doctrinas  falsas. 

2,°  Que  los  comerciantes,  fabricantes,  nego- 
ciantes, empresarios  y demás  personas  que  em- 
plean sus  fondos  en  algún  raruo  de  industria, 
pueden  prestarse  legalmente  unos  á otros  al  in- 
terés anual  de  seis  por  ciento,  porque  de  parte 
del  prestador  se  supone  siempre  lucro  cesante , y 
de  parte  del  tomador  lucro  naciente. 

;h°  Que  las  mismas  personas  pueden  igual- 
mente hacer  préstamos  con  el  mismo  interés  del 
seis  á labradores,  cosecheros  y otros  cualesquie- 
ra que  se  los  pidan  para  atender  á sus  necesida- 
des, por  la  razón  que  les  asiste  de  lucro  cesante. 

4. "  Que  todas  las  personas  de  cualquiera  cla- 
se y condición  que  sean,  inclusas  las  viudas  y 
los  pupilos  que  carezcan  de  todo  medio  de  hacer 
productivos  sus  capitales , pueden  darlos  en 
préstamos  á mercaderes  y hombres  de  negocios 

ó de  industria,  al  interés  que  se  convengan  has-  i 
ta  llegar  al  seis;  porque  si  bien  de  parte  de  aque- 
llos prestadores  no  hay  título  de  lucro  cesante, 
hay  de  parte  de  estos  tomadores  lucro  naciente, 
y además  puede  haber  daño  emergente  eu  los  pri- 
meros, y porque  si  los  hombres  dedicados  á la 
industria  ó al  comercio  pueden  prestar  al  seis  á 
todas  y cualesquiera  personas,  como  liemos  vis-  ( 
to,  justa  será  la  reciprocidad  de  que  todas  y cua- 
lesquiera personas  puedan  prestarles  á ellos  bajo 
igual  premio. 

5. "  Que  todos,  en  ñn,  todos  pueden  en  virtud 
de  la  costumbre  que  ha  llegado  á tener  fuerza 
de  ley,  ó á lo  menos  una  fuerza  que  en  vano  tra-  j 
tarian  de  combatir  los  tribunales,  prestarse  mu- 
tuamente unos  á otros  al  dicho  interés  del  seis, 
ora  para  cualquiera  objeto  que  haya  de  contri-  i 
huir  al  aumento  de  su  fortuna,  ora  para  socor-  : 
rerse  en  sus  apuros  y necesidades  (fuera  de 
aquellos  casos  en  que  la  caridad  evangélica  y la 
humanidad  nos  prescriben  prestar  graciosamen- 
te, y aun  dar  á nuestros  prójimos  que  se  hallan 
en  la  indigencia),  porque  apenas  puede  conce- 
birse caso  en  que  el  prestador  no  sufra  por  pres- 
tar su  dinero  algún  daño  ó perjuicio,  ó pierda 
alguna  utilidad  ú ocasión  de  tenerla,  ó ponga 
en  aventura  la  cantidad  de  cuyo  dominio  se  des- 
prende, y siempre  por  lo  menos  se  priva  del  de  - 
recho de  usar  de  su  propiedad  cuando  le  con- 
venga ó le  acomode  por  trasferirla  á otro,  y por- 
que el  ejemplo  de  los  Montes  de  piedad  que  to- 
man prestado  de  cualesquiera  personas  y prestan 

á ios  indigentes  sobre  prenda  con  cierto  interés 
que  cubra  sus  gastos  y aumente  .su  capital,  y el 
ejemplo  del  supremo  Gobierno  que  abriendo  em- 
préstitos á cada  paso  ofrece  un  interés  crecido  á 


toda  clase  de  súbditos  y extranjeros  que  le  pres- 
ten, han  quitado  ya  enteramente  al  préstamo  a 
interés,  en  todos  los  casos  y respecto  de  todas 
las  personas,  aquella  nota  ó carácter  de  malicia 
intrínseca  y de  criminalidad  que  le  habían  pues- 
to las  antiguas  leyes. 

e.°  Que  habiendo  caducado  ya  las  penas  de 
infamia,  de  pérdida  del  capital  y otro  tanto  por 
la  primera  vez  , de  la  mitad  de  los  bienes  por  la 
segunda  y de  todos  por  la  tercera,  prescritas  en 
las  leyes  mas  arriba  citadas  contra  los  usureros, 
porque  no  se  prescribieron  sino  en  el  concepto 
de  que  el  dar  dinero  á logro  ó interés,  cualquie 
ra  que  este  fuese,  era  gran  pecado , vedado  asi  en 
la  de  Natura  como  de  Escritura  y de  Gracia- , y 
causador  de  daños  y tribulaciones  d las  tierras  do 
se  usaba , no  se  pueden  ya  imponer  en  el  dia  por 
los  tribunales,  ni  aun  á los  que  en  sus  préstamos 
exijan  un  interés  mayor  que  el  tasado  por  la  ley, 
pues  que  no  se  lanzaron  contra  el  exceso  del  in- 
terés, sino  contra  el  interés  mismo  que  se  creía 
entonces  criminal  en  su  fondo.  Así  es , que  en 
caso  de  exceso  y de  querella  de  parte,  no  se  suele 
hacer  otra  cosa,  por  la  primera  vez,  que  conde- 
nar al  logrero  en  la  restitución  del  exceso  y pago 
de  costas;  por  la  segunda  parece  muy  natural 
la  pena  de  perder  todos  los  intereses  establecida 
en  el  Fuero  Juzgo;  y por  la  tercera  es  muy  con- 
forme la  pena  de  pérdida  de  los  intereses  y otro 
tanto  prescrita  en  el  Fuero  Real;  pero  nunca  la 
de  perder  el  capital,  pues  que  ni  las  mismas 
Partidas  la  imponían.  * Y.  Interés  legal.  * 

XVII.  Aunque  en  el  lenguaje  legal  se  ha  lla- 
mado usurero  ó logrero  al  que  presta  sus  capita- 
les á un  interés  cualquiera,  como  hemos  visto 
mas  arriba,  casi  no  se  da  ya  este  nombre  en  el 
lenguaje  común  sino  á los  que  prestan  con  rédi- 
tos enormes  á plazos  muy  cortos  á los  vecinos 
pobres , á los  artesanos  en  sus  apuros  y á los  que 
necesitan  algún  adelanto  para  ejercer  su  peque- 
ña industria.  Hay  logreros  de  estos  en  Madrid 
que  prestan  al  uno  por  veinte  al  mes,  que  es  lo 
mismo  que  ai  sesenta  por  ciento  al  año;  y hay 
otros  que  prestan  al  uno  por  veinte  á la  semana 
ó al  dia,  que  equivale  al  cabo  del  año  al  doscien- 
tos sesenta  en  el  primer  caso  y al  mil  ochocientos 
en  el  segando.  Una  usura  tan  escandalosa  se 
pretende  cubrir  con  el  riesgo  que  corre  el  capi- 
tal por  la  insolvencia  frecuente  de  los  tomadores 
ó mutuatarios  y con  ei  envilecimiento  que  lleva 
consigo  este  modo  de  hacer  valer  su  dinero; 
pues  por  este  envilecimiento  y aquel  riesgo,  se 
retiran  necesariamente  de  semejante  género  de 
comercio  muchos  capitalistas  cuya  sola  concur- 
rencia podría  disminuir  el  interés , y solo  quedan 
los  que  se  determinan  á pasar  por  esta  vergüen- 
za mediante  una  ganancia  exorbitante.  Los  pe- 
queños tenderos  y los  regatones  que  toman  pres- 
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tado  k estos  plazos,  están  muy  distantes  de  que- 
jarse de  ios  prestadores,  de  quienes  necesitan  á 
cada  momento,  y que  en  realidad  los  ponen  en 
estado  de  ganarse  la  vida.  Un  verdulero  ambu- 
lante, por  ejemplo,  toma  prestado  veinte  reales 
por  dia,  compra  con  ellos  en  alguna  huerta  un 
gran  cesto  de  verduras  y legumbres,  las  vende 
por  las  calles  y saca  de  ellas  veintiséis,  vein- 
tiocho ó treinta  reales;  vuelve  por  la  noche  al 
prestamista,  le  presenta  los  veinte  reales  del  ca- 
pital y uno  mas  á título  de  interés,  y él  se  queda 
el  resto  de  la  ganancia  con  que  se  sostiene  h sí 
mismo  y á su  familia;  recoge  otra  vez  en  seguida 
el  duro  prestado,  y repite  al  otro  dia  y al  otro  las 
mismas  operaciones.  Persiga  la  policía  á estos 
logreros,  á estos  especuladores  sobre  las  necesi- 
dades del  prógimo,  castigúelos  la  justicia  con 
las  penas  de  los  ladrones,  como  algunos  escrito- 
res quisieran  ; y vereis  hundirse  al  mismo  tiem- 
po algunas  familias,  cerrarse  varias  casas,  y 
desaparecer  del  teatro  de  la  industria  los  agen- 
tes de  un  tráfico  indispensable  que  no  -pueden 
vivir  ni  prosperar  sino  con  ellos.  Exterminad  á 
los  usureros , y vereis  que  sus  víctimas,  cuya 
suerte  lamentáis,  cuya  causa  defendéis  y á quie- 
nes quisiérais  arrancar  de  las  garras  de  su  codi- 
cia, caeu  por  vuestra  mal  entendida  filantropía 
en  los  brazos  del  hambre  y de  la  muerte.  Ellos 
venden  por  cierto  k muy  subido  precio  sus  so- 
corros; pero  mientras  vosotros  no  los  deis  ó ven- 
dáis k precio  mas  bajo,  los  menesterosos  los 
buscarán  donde  y como  puedan,  y al  mismo 
tiempo  que  besarán  reconocidos  la  mano  que  de 
cualquier  modo  se  los  procure,  detestarán  vues- 
tra estéril  compasión  y os  mirarán  como  á ene- 
migos , como  á perseguidores  de  los  que  les  fa- 
vorecen. El  medio  de  extinguir  Jas  usuras  enor- 
mes, no  es  seguramente  ei  de  considerarlas  como 
hurtos,  porque  cuanto  maj'orseala  infamia  con 
que  las  cubráis,  tanto  mas  habrán  de  crecer, 
tanto  mas  tendrá  de  que  recompensarse  el  infa- 
mado prestamista,  tanto  menor  será  la  concur- 
rencia de  los  que  quieran  arrostrar  el  peligro  de 
estos  préstamos;  de  suerte  que  cuando  penséis 
que  alargais  una  mano  consoladora  al  necesita- 
do. no  haréis  mas  que  imposibilitarle  el  modo 
de  salir  de  su  miseria.  Además,  el  interés,  aun- 
que sea  muy  elevado,  nunca  puede  con  verdad 
asimilarse  al  hurto,  pues  que  se  estipula  en  un 
contrato  Ubre  y espontáneo  entre  las  partes:  ni 
aun  los  judíos  le  dieron  jamás  semejante  califi- 
cación , porque  como  dice  la  regla  145,  tít.  17, 
Lib.  50  del  Digesto,  Nenio  videtar  fraudare  eos 
qui  scivñit  e¿  consenliunt:  si  yo  tomo  prestado  de 
Pedro  al  cuarenta  por  ciento,  es  porque  aun 
bajo  esta  condición  me  conviene  tomarlo,  y por- 
que ni  tú  ni  otro  queréis  prestarme  al  diez  ni  al 
veinte  ni  al  treinta. 

Tomo  ui. 


No  se  crea  por  esto  que  nos  constituimos  de- 
fensores de  tales  usureros:  nos  repugna  tan 
1 monstruosa  codicia ; pero  vemos  que  en  una  po- 
blación como  Madrid  hay  muchos  infelices  que 
no  tienen  otro  recurso  que  acudir  á ellos  para 
salvar  su  vida,  para  cubrir  su  honor,  para  po- 
nerse en  estado  de  adquirir  medios  de  subsis- 
tencia ; vemos  que  el  Monte  no  ejerce  su  piedad 
sino  con  los  que  le  presentan  alguna  prenda  de 
mas  valor  que  el  socorro  que  les  da;  vemos  que 
aun  muchos  que  pudieran  presentarla,  prefie- 
ren por  razones  que  ellos  se  sabrán , recurrir 
mas  bien  á los  usureros  que  al  Monte ; y de  todo 
deducimos , que  si  la  existencia  de  los  usureros 
es  uu  mal , en  el  presente  estado  de  cosas  es  un 
mal  necesario , un  mal  que  produce  un  bien 
mayor;  deducimos  que  las  penas  que  se  lanza- 
sen contra  ellos  , serian  una  sobrecarga  que  ha- 
brían de  pagar  siempre  los  tomadores;  deduci- 
mos por  fin  , que  si  la  prohibición,  la  infamia  y 
las  demás  penas  retiran  los  capitales  y aumen- 
tan la  usura,  la  libertad,  por  el  contrario,  del 
comercio  del  dinero,  la  libertad  de  venderlo  ó 
alquilarlo  al  precio  que  cada  uno  pudiere , de 
darlo  á usura  ó sin  ella,  traería  á la  circulación 
muchos  fondos  que  se  hallan  muertos  y por  ra- 
zón de  la  concurrencia  produciría  necesaria- 
mente el  efecto  de  hacer  bajar  en  todas  partes  el 
precio  del  interés. 

XVIII.  Si  nos  atenemos  al  órden  natural  de 
las  cosas,  el  dinero  debe  mirarse  en  realidad, 
según  dice  Turgor,  como  una  mercancía  que  el 
propietario  tiene  derecho  de  vender  ó alquilar 
libremente  por  razón  de  su  dominio;  y así  la  ley 
no  debería  fijar  la  tasa  del  interés,  la  cual  ha- 
bría de  determinarse  del  mismo  modo  que  el 
precio  de  todas  las  cosas  comerciables,  por  la  li- 
bre convención  de  los  contrayentes,  y por  la  re- 
lación que  haya  cutre  las  ofertas  y las  deman- 
das. Si  no  hay  mercancía  en  que  el  Gobierno 
mas  ilustrado  pueda  pesar  todas  las  circunstan- 
cias que  deben  influir  en  la  fijación  del  precio, 
y establecer  uno  que  no  sea  desventajoso  al  ven- 
dedor ó al  comprador,  es  todavía  mucho  mas  di- 
fícil fijar  la  tasa  del  dinero,  por  cuanto  depende 
de  circunstancias  y consideraciones  mas  delica- 
das y variables , cuales  son  la  del  tiempo  en  que 
se  hace  el  préstamo,  la  de  la  época  en  que  se 
haya  estipulado  el  reembolso,  y sobre  toda  la 
del  riesgo  ó de  la  opinión  del  riesgo  que  el  ca- 
pital lia  de  correr.  Esta  opinión  varia  á cada 
momento,  pues  una  alarma  repentina,  algunas 
quiebras  y las  voces  de  guerra  pueden  causai 
una  inquietud  general  que  produzca  de  golpe 
una  subida  en  todas  las  negociaciones  pecunia- 
rias. La  opinión  y la  realidad  del  riesgo  varían 
aun  mas  de  un  hombre á otro,  y se  aumentan  ó 
disminuyen  de  mil  maneras.  Una  mercancía  tie- 
so 


1N 

ne  el  mismo  precio  para  todos,  porque  todos  la 
pagan  con  la  misma  cantidad  de  moneda , pero 
en  el  préstamo  no  tiene  el  dinero  el  mismo  pre- 
cio ni  para  todos  ios  hombres  ni  en  todos  los 
tiempos,  porque  en  el  préstamo  no  se  paga  el 
dinero  sino  con  una  promesa ; y aunque  el  dine- 
2*0  de  todos  los  compradores  sea  igual,  no  lo  son 
las  promesas  de  todos  los  que  toman  prestado. 
El  fijar,  pues,  por  una  ley  la  tasa  deL  interés  es 
privar  del  recurso  del  préstamo  á todos  los  que 
no  pueden  ofrecer  una  seguridad  proporcionada 
á la  cortedad  del  interés  fijado  por  la  ley  , y es 
por  consiguiente  impedir  una  multitud  de  em- 
presas de  comercio  y de  industria  que  no  pueden 
hacerse  sin  riesgo  del  capital.  Concluyamos  por 
lo  tanto  sentando  el  principio  de  que  no  siendo 
el  interés  mas  que  el  precio  del  uso  del  dinero, 
debe  abandonarse  al  curso  de  los  acontecimien- 
tos y á las  convenciones  particulares. 

XIX.  ¿Qué  diremos  por  fiu  de  aquellos  hom- 
bres infames  que  hacen  oficio  de  suministrar 
con  grandes  intereses  á los  hijos  de  familia  de 
una  conducta  desarreglada  los  medios  de  satis  - 
facer su  libertinaje  y ocurrir  á sus  locos,  y su- 
pérfluos  gastos?  Estos  hombres  son  verdadera- 
mente nocivos  á la  sociedad;  pero  su  delito  no 
consiste  precisamente  en  prestar  k interés , ni 
aun  en  prestar  á un  interés  crecido,  sino  en  fa- 
cilitar y fomentar  por  un  vil  interés  los  desór- 
denes de  los  jóvenes,  y poner  ¿estos  en  la  alter- 
nativa de  arruinarse  ó de  deshonrarse.  Mas  es- 
tos préstamos  son  absolutamente  nulos,  y no 
pueden  los  usureros  pedir  los  intereses  ni  aun 
el  capital  á los  hijos  de  familia,  ni  á sus  fiado- 
res, ni  á sus  padres,  según  se  halla  dispuesto 
en  la  ley  4.a,  tít.  l.°,  Part.  5.*,  y en  la  ley  17,  tí- 
tulo l.“,  lib.  10,  Nov.  Recop.  V.  Préstamo. 

XX.  Causas  por  las  cuales  se  extinguen  ó dejan 
de  correr  los  intereses. — Aunque  los  intereses  ce- 
san ó se  extinguen  por  las  mismas  causas  que 
las  demás  deudas  ú obligaciones , hay  sin  em- 
bargo, que  hacer  sobre  ellos  las  observaciones 
siguientes: 

l.°  Siempre  que  un  acreedor  á quien  se  debía 
un  capital  que  producía  intereses,  hubiere  dado 
¿ su  deudor  documento  de  recibo  puro  y simple 
por  la  totalidad  del  capital  de  la  deuda,  sin  re- 
servarse de  modo  alguno  la  reclamación  de  los 
intereses  ó réditos,  se  entiende  haberlos  recibi- 
do ó condonado  y no  puede  ya  pedirlos.  Así,  en 
efecto  lo  prescribe  expresamente  el  Código  de 
comercio  en  su  art.  403  tomado  del  1908  del  Có- 
digo civil  de  Francia ; y así  parece  debe  deci- 
dirse en  general  con  respecto  á todas  las  deudas 
en  que  haya  interés , aunque  no  sean  mercanti- 
les. Fúndase  esta  presunción  en  que  como  los 
intereses  no  son  mas  que  productos  del  capital, 
debe  el  deudor  naturalmente  satisfacer  estos 
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productos  antes  de  restituir  el  capital ; pues  de 
otra  manera  no  dejaría  de  imputar  sobre  el  ca- 
pital todos  los  pagos  que  hiciese,  ¿ fin  de  extin- 
guir una  deuda  que  lleva  iutereses  y reempla- 
zarla por  otra  que  no  los  lleva.  Así  es  que 
cqando  ni  el  deudor  ni  el  acreedor  declaran  su 
voluntad  al  tiempo  del  pago  , se  imputa  ó aplica 
este  primeramente  á los  intereses  y después  al 
capital,  como  asienta  Gregorio  López  en  la  glo- 
sa 6.a  de  la  ley  10,  tít.  14,  Part.  5.a,  con  arreglo  k 
lo  expresamente  dispuesto  en  la  ley  5.a,  tít.  3.°, 
lib.  46  del  Digesto,  y en  la  ley  1.a,  tít.  43,  lib.  8.° 
del  Código,  que  dice:  Si  newter  voimtatem  suau 
expressit,  prius  in  usuras  id  guod  solvitnr,  deinde 
in  sortean  accepto  /ere tur.  Sin  embargo,  la  pre- 
sunción de  que  el  documento  de  recibo  puro  y 
simple  del  capital  supone  el  pago  ó condonación 
de  los  intereses , no  puede  ser  del  número  de 
aquellas  que  excluyen  toda  prueba  contraria;  y 
así  habrá  de  ceder  á la  evidencia  de  la  prueba 
que  hiciere  el  acreedor  de  que  ni  los  había  reci- 
bido ni  condonado , lo  que  podría  resultar  de  la 
confesión  del  misino  deudor,  del  juramento  que 
el  acreedor  le  defiriese , ó de  un  papel , carta  ú 
otro  instrumento  en  que  el  deudor  reconociese 
que  todavía  debe  los  intereses,  y que  por  razón 
de  tal  ó tal  circunstancia  pidió  y el  acreedor  le 
dió  el  recibo  del  capital  sin  hacer  la  reserva  de 
aquellos. 

2.°  Cuando  el  deudor  de  un  capital  que  pro- 
duce intereses,  se  encuentra  acreedor  de  la  per- 
sona á quien  lo  debe,  por  una  suma  que  no  los 
produce , y hay  lugar  á compensación  entre  las 
partes,  debe  cesar  el  curso  de  los  intereses  que 
produce  el  capital  hasta  la  concurrente  cantidad 
con  que  este  queda  compensado:  de  manera  que 
como  los  intereses  han  de  ser  satisfechos  antes 
que  el  capital,  según  lo  dicho  mas  arriba,  debe 
la  persona  que  los  percibe  reunir  el  capital  y los 
intereses  formando  con  estos  y aquel  una  suma, 
y compensar  el  todo  hasta  la  cantidad  concur- 
rente del  capital  de  que  ella  misma  es  deudora; 
y si  después  de  esta  compensación  quedare  algo 
del  capital  que  producia  intereses,  continuará 
produciéndolos  en  proporción  de  la  cantidad  de 
que  se  componga.  Yo  te  debo,  por  ejemplo,  1,000 
pesos  por  un  préstamo  que  me  hiciste  al  interés 
del  seis  por  ciento  en  el  día  l.°  de  Noviembre 
del  año  próximo  pasado,  y hoy  1,°  de  Noviembre 
del  año  actual  tienes  tú  que  darme  000  por  un 
legado  que  me  ha  dejado  tu  padre:  como  en 
este  caso  procede  de  derecho  la  compensación, 
reúnes  para  hacerla  los  00  pesos  que  importan 
los  intereses  del  año  que  no  te  he  pagado  con 
los  1,000  del  capital  del  préstamo,  y compensas 
la  suma  total  de  1,000  hasta  la  concurrente  can- 
tidad de  los  600  del  legado,  de  suerte  que  desde 
hoy  en  adelante  cesarán  los  intereses  de  los 
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600  pesos  que  se  deducen  de  tu  capital,  y solo 
correrán  los  correspondientes  á los  460  pesos  k 
que  aquel  queda  reducido. 

3.”  Cuando  el  acreedor  ó deudor  de  un  capi- 
tal que  produce  intereses,  llega  k ser  heredero 
de  su  deudor  ó acreedor,  se  extingue  de  dere- 
cho la  deuda  en  cuanto  k los  intereses  y al  ca- 
pital por  razón  de  la  confusión  de  las  dos  cali- 
dades de  acreedor  y deudor  en  una  persona,  no 
pudíendo  nadie  ser  k un  mismo  tiempo  deudor 
y acreedor  de  sí  mismo;  mas  si  este  acreedor  ó 
deudor  no  es  único  heredero,  del  difunto,  no 
tiene  lugar  la  confusión  sino  por  la  parte  de  que 
él  es  heredero ; y podrá  por  lo  tanto  repetir  ó 
estará  obligado  á pagar  el  exceso  de  la  deuda 
relativamente  á la  parte  que  sus  coherederos 
tuvieren  en  la  succesion. 

Otra  cosa  será  si  el  acreedor  ó deudor  herede- 
ro del  difunto  no  acepta  la  succesion  sino  con 
beneficio  de  inventario;  pues  como  entonces  se 
impide  por  este  medio  toda  confusión  de  los  bie- 
nes del  heredero  con  los  de  la  herencia,  puede 
el  heredero  en  la  cuenta  que  diere  á los  acree- 
dores del  difunto  poner  su  crédito  con  los  inte- 
resas que  se  le  deban;  ó siendo  deudor  de  la  suc- 
cesion tiene  que  poner  en  esta  misma  cuenta 
así  su  deuda  como  los  intereses  que  él  debiere, 
salvo  las  compensaciones  competentes  que  ha- 
yan de  hacerse  al  fin  de  la  cuenta  de  lo  activo 
y pasivo  de  la  succesion,  y sin  perjuicio  del 
pago  del  alcance  que  resultare. 

4.°  Sucede  alguna  vez  que  el  deudor  de  una 
cantidad  que  produce  intereses  no  es  árbitro  de 
pagar  á su  acreedor  lo  que  le  debe,  sea  porque 
se  ha  embargado  en  su  poder  el  crédito  del 
acreedor,  sea  porque  el  acreedor  rehúsa  recibir- 
lo ó no  se  halla  en  estado  de  facilitar  al  deudor 
el  conveniente  descargo.  En  todos  estos  casos, 
el  deudor  que  quiere  exonerarse  y extinguir  los 
intereses  que  corren  contra  él , tiene  que  hacer 
la  oferta  real  de  todo  lo  que  debe , así  por  el  ca- 
pital como  por  intereses  y gastos , y consignar 
su  importe  á presencia  del  acreedor  ó de  quien 
le  represente  ó con  su  citación  hecha  en  debida 
forma.  V.  Consignación. 

5.°  Cuando  un  deudor  de  muchas  cantidades, 
de  las  cuales  solo  algunas  producen  intereses, 
pasa  cuentas  con  su  acreedor  k consecuencia  de 
diversos  pagos  que  le  ha  hecho,  y este  acreedor 
se  contenta  con  una  nueva  obligación  que  el 
deudor  le  hace  de  pagarle  el  resto , sin  reserva 
alguna  de  las  antiguas  deudas  y de  ios  intereses 
que  producían , resulta  una  novación  cuyo  efec- 
to es  extinguir  las  deudas  antiguas  por  medio 
de  la  nueva  que  lia  contraido  el  deudor,  quien 
por  consiguiente  no  debe  ya  sino  un  capital  que 
no  produce  intereses.  V.  Novación. 

INTERÉS  LEGAL  É INTERÉ8  CONVENCIONAL.  Interés 


legal  es  el  fijado  por  la  ley;  y convencional  el 
que  se  designa  por  los  contrayentes. 

* Por  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  se  dieron 
reglas  respecto  á la  cuantía  del  interés  que  de- 
vengarían los  préstamos.  Por  su  art.  l.°  se  abolió 
toda  tasa  sobre  el  interés  del  capital  ou  numera- 
rio dado  en  préstamo;  por  su  art.  2."  se  permitió 
que  se  pactase  convencionalmente  interés  en  el 
simple  préstamo,  pero  el  pacto  será  nulo  si  no 
consta  por  escrito;  por  el  3."  so  reputa  interés 
toda  prestación  pactada  á favor  de  un  acreedor; 
por  el  4."  se  establece,  que  lo  dispuesto  en  los 
arts.  2.“  y 3.°,  sea  aplicable  á todo  préstamo  de 
cosa  í'ungible  cuyo  interés  consista  en  un  au- 
mento en  la  misma  especie  que  ha  de  devolver- 
se; por  el  art.  5.°  se  declara  que  el  año  civil  es  la 
unidad  de  tiempo  para  el  cálculo  del  interés  del 
capital;  por  el  6.”  se  establece  que  el  recibo  del 
capital  dado  por  el  acreedor  sin  reservarse  el  de- 
recho á los  intereses  estipulados,  extingue  la 
obligación  del  deudor  respecto  de  ellos ; por  el 
art.  7.°  se  declara,  que  durante  el  término  del 
contrato,  los  intereses  vencidos  y no  pagados  no 
pueden  devengar  intereses,  pero  que  trascurri- 
do el  plazo,  los  liquidados  y no  satisfechos  po- 
drán capitalizarse  y estipular  de  nuevo  réditos 
sobre  el  aumento  del  capital,  con  sujeción  á lo 
dispuesto  en  el  art.  2.°;  por  el  8.°  se  dispone  que 
al  principio  de  cada  año,  el  Gobierno,  oyendo  al 
Consejo  de  Estado,  fije  el  interés  legal  que,  sin 
estar  pactado,  debe  abonarse  por  el  deudor  legí 
timamente  constituido  en  mora,  y en  los  demás 
casos  determinados  por  la  ley,  y que  mientras 
no  se  fije  este  interés,  se  considerará  como  legal 
el  de  seis  por  ciento  al  año. 

Jamás  el  Gobierno  ha  cumplido  este  precepto, 
y el  tipo  legal  del  interés  se  conceptúa  al  seis 
por  ciento,  señalado  provisionalmente  por  la  ley. 

Como  se  ve,  esta  disposición  ha  modificado 
profundamente  las  anteriores  respecto  á la  usu- 
ra, y tendiendo  en  su  espíritu  á la  libertad  de 
contratación,  en  favor  de  esta  libertad  han  de  sol- 
ventarse las  dudas  que  ocurran.  Medida  es  esta 
que  mas  favorece  á los  intereses  materiales  que 
á los  morales.  Si  es  cierto  que  hay  casos  en  que 
la  usura  es  ilícita,  es  criminal,  no  ¡encontrar  en 
la  ley  cortapisa  sino  auxilio  ios  degolladores 
del  infeliz  necesitado,  es  altamente  inmoral. 
Entre  la  injusticia  de  la  ley  prohibiendo  el  rédi- 
to crecido  del  dinero,  que  en  ocasiones  puede 
ser  moralmente  lícito,  y la  injusticia  de  la  ley 
permitiéndolo  aun  inicuo,  es  preferible  aquella 
injusticia;  puede  la  primera  coartar  algo  la  li- 
bertad del  contratante,  perjudicar  á la  especula- 
ción, mas  no  contribuye  á fomentar  la  dureza  de 
corazón  y el  envilecimiento  de  los  caractéres 
como  los  fomenta  esta.  Siempre,  en  todas  las  na- 
ciones, en  todos  los  tiempos,  el  oficio  del  presta- 
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mista  se  ha  mirado  como  denigrante , y al  usu 
rero  como  odioso;  y este  sentimiento  general  (le 
repugnancia,  por  mas  Que  se  defienda  el  oficio, 
es  un  fuerte  argumento  contra  él.  Observación 
que  ahorra  la  experiencia  es,  que  en  las  provin- 
cias mas  pobres  y mas  corrompidas , es  donde  la 
usura  sienta  sus  reales  preferentemente;  de  la 
estadística  dei  movimiento  de  la  propiedad  cor- 
respondiente á los  años  1863  al  1865,  que  publicó 
eu  30  de  Agosto  de  1867  el  ministerio  de  Gracia 
y Justicia,  resulta  que  en  Navarra  y en  las  Pro- 
vincias Vascongadas,  'indudablemente  las  mas 
morigeradas  de  la  Península,  el  interés  mayor 
del  dinero  fué  del  ocho  y del  diez,  llegando  en 
Vizcaya  en  el  año  65  en  pequeñísima  suma  al 
doce,  y en  Navarra  en  el  año  63  solo  hubo  un 
préstamo  de  mas  del  quince  por  ciento,  de  tan 
poca  importancia,  que  no  llegaba  á cien  escu- 
dos; mientras  en  las  de  Castellón,  Ciudad-Real  y 
Madrid,  se  contrajeron  varios  á intereses  mayo- 
res del  veinte  por  ciento,  siendo  muy  comunes 
en  estas  provincias  los  préstamos  al  sesenta  por 
ciento,  ó sea  un  real  mensual  por  cada  duro 
prestado.  * 

INTERÉS  COMPUESTO.  El  interés  de  los  intere- 
ses; esto  es,  el  interés  ó rédito  que  se  exige  de 
los  intereses  devengados  y no  pagados , consi- 
derándolos añadidos  al  capital  desde  el  dia  en 
que  debió  hacerse  el  pago  de  ellos. 

Según  el  derecho  romano , está  severamente 
prohibido  el  interés  de  los  intereses,  ó sea  el 
anatocismo  como  suele  llamarse;  y así  no  es  lí- 
cito acumular  al  capital  los  intereses  del  tiempo 
pasado  ni  los  del  futuro,  y estipular  por  ellos 
nuevo  rédito  ó pena  convencional:  leyes  9.a  y 
29,  tít.  l.°,  lib.  22,  ley  27,  tít.  1.a,  lib.  42  del  Di- 
gesto; ley  28,  tít.  32,  lib.  4.”  del  Código.  Pero  no 
comete  anatocismo,  l.“,  el  que  recogiéndolos 
intereses  del  deudor , los  presta  como  capital 
con  interés  á un  tercero;  2.°,  el  que  exige  de  su 
tutor,  mandatario,  procurador,  gestor  de  nego- 
cios ó administrador  interés  de  los  intereses  que 
cualquiera  de  ellos  ha  cobrado  de  otros  y em- 
pleado en  sus  propios  usos ; 3.°,  el  que  habiendo 
pagado  los  intereses  que  otro  debía,  para  evitar- 
le la  venta  que  el  acreedor  intentaba  de  su 
prenda,  le  pide  interés  del  dinero  invertido  en 
dicho  pago:  ley  7.a,  pár.  12,  ley  58,  pár.  1,°,  tí- 
tulo 7.°,  lib.  26;  ley  10,  pár.  3.°,  ley  12.  párs.  9.°  y 
10,  tít.  1.",  lib.  17;  ley  37,  tít.  1.”,  lib,  22,  Digesto: 
Si  entre  los  romanos  que  permitían  la  usura, 
estaba  prohibida  la  usura  de  las  usuras,  ó sea  el 
interés  de  los  intereses,  ¡con  qué  horror  no  habrá 
sido  mirada  entre  nosotros,  que  fuera  de  cier- 
tos casos  hemos  condenado  hasta  la  usura  sim- 
ple 1 Sin  embargo , si  fuera  posible  hallar  en  las 
leyes  aquella  consecuencia  y armonía  que  no  se 
han  encontrado  jamás  en  la  conducta  de  ningún 


hombre , y que  quizá  no  pertenecen  al  patrimo- 
nio de  la  naturaleza  humana,  no  se  habria  ne- 
gado nunca  el  interés  compuesto.  Sin  duda  han 
sido  muy  loables  los  motivos  que  han  sugerido 
la  idea  de  esta  denegación ; pero  las  consecuen- 
cias de  esta  medida  han  sido  muy  perniciosas. 
El  prestamista  tiene  derecho  á cobrar  al  venci  - 
miento del  plazo  los  intereses  del  capital  que  lia 
prestado. 

Silos  cobra,  puede  prestarlos  como  capital  á 
un  tercero , y sacar  de  ellos  el  interés  correspon- 
diente; y aun  puede  también  prestarlos  como 
nuevo  capital  con  interés  al  mismo  de  quien  los 
ha  cobrado  ; porque  si  puede  hacerle  un  nuevo 
préstamo,  nada  importa  que  este  consista  en  el 
dinero  de  los  intereses  percibidos , ó en  otro  di- 
nero diferente  que  el  acreedor  tenia  de  antema- 
no en  su  poder  , pues  que  los  dineros  todos  son 
iguales.  Ahora  bien,  sí  puede  el  prestamista  co- 
brar de  su  deudor  el  importe  de  los  intereses,  y 
sacar  de  él  efectivamente  un  interés  compuesto 
prestándoselo  de  nuevo,  ¿qué  razón  hay  para 
prohibirle  el  hacer  con  su  deudor  la  convención 
de  que  este , en  lugar  de  pagarle  los  intereses 
cuando  llegue  el  plazo  , se  los  guarde  si  quiere, 
y los  convierta  en  un  nuevo  capital  acumulán- 
dolos al  antiguo,  con  la  condición  de  satisfacer- 
le el  interés  proporcionado  á la  suma  total  de 
ambos  capitales?  ¿No  está  por  otra  parte  autori- 
zada por  la  ley  la  tradición  llamada  de  breve 
mano,  por  la  cual  se  finje  ó supone  en  cualquie- 
ra contrato  que  entregamos  á la  persona  con 
quien  lo  celebramos,  cierta  cosa  que  ya  posee 
por  otra  cansa?  ¿Cuál  es  la  diferencia  positiva 
que  se  encuentra  en  el  presente  caso  entre  la 
entrega  real  y la  entrega  ficticia,  pues  que  de 
todos  modos  el  deudor  adquiere  ó conserva  por 
la  voluntad  de  su  acreedor  una  cantidad  de  que 
solo  este  puede  disponer? 

Mas  si  el  prestamista  no  cobra  en  el  plazo  con- 
venido los  intereses  del  capital  prestado,  expe- 
rimenta un  perjuicio  por  la  privación  de  un 
dinero  que  se  le  retiene  contra  su  voluntad, 
mientras  que  el  deudor  que  nada  pierde  por  pa- 
gar en  cumplimiento  del  empeño  que  contrajo, 
gana  por  el  contrario  alguna  cosa  por  faltar  á 
su  obligación.  No  permitiéndose  , pues,  al  pri- 
mero estipular  con  el  segundo  algún  interés 
por  la  suma  de  los  intereses  vencidos  y no  co- 
brados , la  causa  del  hombre  que  quiere  hacer 
una  ganancia  se  encuentra  de  este  modo  prefe- 
rida á la  causa  del  que  tiene  por  objeto  evitar 
una  pérdida,  contra  la  sabia  y saludable  máxi- 
ma. Favetur  magis  ei  qui  agit  de  damno  vitando , 
guaní  qui  de  lucro  captando  certat.  Se  dirá,  que 
puede  el  acreedor  apremiar  judicialmente  á su 
deudor  al  pago  de  los  intereses;  pero  si  el  deu- 
dor se  halla  en  la  imposibilidad  de  satisfacerlos 
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cuando  vence  el  plazo,  ¿será  por  ventura  mas 
humano  y mas  ventajoso  para  él  que  el  acreedor 
le  persiga  y le  arruine  ó le  haga  cuando  menos 
gastar  diez  veces  mas  de  lo  que  importaría  el 
interés  compuesto,  que  no  el  que  se  contente 
con  un  resarcimiento  por  el  daño  ó pérdida  que 
le  ocasiona  su  falta  de  puntualidad? 

Por  eso  el  Código  francés  establece  en  su  ar- 
tículo 1154,  que  los  intereses  caídos  de  los  capi- 
tales pueden  producir  intereses,  ora  en  virtud 
de  una  demanda  judicial , ora  en  virtud  de  una 
convención  especial  entre  las  partes,  bien  que 
exige  la  circunstancia  de  que  en  la  demanda  ó 
en  la  convención  se  trate  de  intereses  que  se 
deban  á lo  menos  por  un  año  entero. 

Según  nuestro  Código  de  comercio  en  su  ar- 
tículo 401,  «no  se  debe  rédito  de  réditos  deven- 
gados en  los  préstamos  mercantiles,  ni  en  otra 
especie  de  deuda  comercial , mientras  que  he- 
cha liquidación  de  estos  no  se  incluyen  en  un 
nuevo  contrato,  como  aumento  de  capital;  ó que, 
bien  de  común  acuerdo , ó bien  por  una  decla- 
ración judicial , se  fija  el  saldo  de  cuentas,  in- 
cluyendo en  él  los  réditos  devengados  hasta  en- 
tonces; lo  cual  no  podrá  tener  lugar  sino  cuando 
las  obligaciones  de  que  procedan  estén  venci- 
das , y sean  exigibles  de  contado.»  Y según  el 
art.  402,  «después  de  intentada  la  demanda  ju- 
dicial contra  el  deudor  por  el  capital  y réditos, 
no  puede  hacerse  acumulación  de  los  que  se 
vayan  devengando  para  formar  un  aumento  de 
capital  que  produzca  réditos. » 

Tenemos,  pues,  autorizado  ya  entre  nosotros 
el  anatocismo , ó sea  el  interés  de  los  intereses, 
en  los  préstamos  y demás  especies  de  deudas 
comerciales ; y habiendo  la  misma  razón  en  los 
préstamos  y demás  obligaciones  civiles,  pode- 
mos considerarle  lícito  en  todas  ellas,  de  modo 
que  podrán  convenirse  el  acreedor  y el  deudor 
en  aumentar  el  capital  con  los  intereses  deven- 
gados y hacerlos  productivos,  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  Código  de  comercio. 

INTERESES  ft  PROPORCION.  Cuenta  usada  en  la 
contaduría  mayor,  que  se  reduce  á tener  sepa- 
rada la  razón  del  capital  debido  y la  de  los  inte- 
reses que  va  produciendo,  y al  tiempo  de  hacer- 
se algún  pagamento  á cuenta,  se  divide  este  en 
dos  partes,  de  suerte  que  sean  proporcionales  á 
la  cantidad  del  débito  y á la  suma  de  los  intere- 
ses devengados,  y se  aplican  en  parte  de  extin- 
ción de  uno  y otro;  como  por  ejemplo , si  el  dé- 
bito fuese  veinte,  y los  intereses  adeudados  diez, 
y el  pago  es  de  seis , se  aplican  cuatro  al  capital 
y dos  á los  intereses. 

INTERÉS  Á PRQRATA.  Cuenta  usada  en  la  con- 
taduría mayor,  que  consiste  en  suponer  el  dé- 
bito que  han  de  producir  los  intereses  en  cierto 
dia;  y al  tiempo  de  pagarse  alguna  porción  á 


í cuenta,  se  divide  esta  en  dos  partes , con  tal  ar- 
j tíficio,  que  la  una  sea  todo  lo  que  corresponde  al 
: interés  devengado  desde  el  dia  de  la  deuda  so- 
¡ bre  el  importe  de  la  otra  parte  que  se  há  de  apli- 
¡ car  en  cuenta  del  débito  principal,  el  cual  se 
queda  establecido  en  el  mismo  dia  que  se  causó, 
y desde  él  produce  los  intereses  que  correspon- 
den á la  cantidad  á que  queda  reducido. 

INTERESADO.  El  que  tiene  interés  en  una  cosa 
ó saca  utilidad  y provecho  de  ella,  y el  que 
toma  parte  en  alguna  negociación,  empresa  ó 
sociedad. 

INTERINAR.  Palabra  anticuada  que  significa 
aprobar,  ratificar  ó confirmarse  una  cosa  jurídi- 
camente ó por  autoridad  pública. 

INTERLINEAL.  Lo  que  se  escribe  en  el  blanco 
que  hay  entre  dos  líneas  ó renglones.  Si  no  está 
sacado  y salvado  antes  de  las  firmas  en  los  ins- 
trumentos, no  hace  fe,  y aun  induce  sospecha  de 
fraude.  \ . Instrumento  público,  nám.  I,  circuns- 
tancia 8.a 

. INTERLOCUTORIQ,  Se  aplica  al  auto  ó sentencia 
que  no  decide  el  fondo  de  la  contestación,  sino 
que  solo  ordena  alguna  cosa  para  la  instrucción 
■ de  la  causa,  y para  llegar  al  conocimiento  de  al- 
gunos hechos,  ó al  exámen  y prueba  de  algún 
punto  de  derecho.  Y . Sentencia. 

INTERPELACION.  El  requerimiento  que  se  hace 
á uno  para  que  pague  alguna  deuda,  ó lleve  á 
efecto  alguna  obligación,  ó cumpla  algún  man- 
dato, ó responda  la  verdad  sobre  lo  que  se  le  pre- 
gunta, y el  acto  de  recurrir  á otro  solicitando  su 
amparo  y protección.  Y.  Callar. 

INTERPÓSITA  PERSONA.  El  sugeto  que  hace  al- 
guna cosa  por  otro.  Es  regla  general,  que  lo 
que  no  podemos  hacer  directamente  por  nos- 
otros mismos,  por  habérnoslo  prohibido  la  ley, 
no  lo  podemos  hacer  tampoco  indirectamente 
I por  medio  de  iuterpósitas  personas.  V.  Indirec - 
! lamente. 

| INTERPRETACION.  La  explicación  ó declaración 
| del  sentido  de  alguna  cosa  que  parece  oscura  ó 
| dudosa.  Puede  haber  duda  ú oscuridad  en  las 
leyes,  en  las  demandas  y contestaciones,  en  las 
sentencias,  en  las  convenciones  ó contratos,  en 
los  testamentos  y en  los  hechos;  y así  es  que 
tenemos  que  recurrir  con  mucha  frecuencia 
á la  interpretación.  Véanse  los  artículos  si- 
guientes. 

INTERPRETACION  DE  LAS  LEYES.  La  conveniente 
aclaración  del  texto  y espíritu  de  la  ley  para  co- 
nocer el  verdadero  sentido  que  el  legislador 
quiso  darle,  ó sea  la  verdadera,  recta  y prove- 
chosa inteligencia  de  la  ley,  según  la  letra  y la 
razón:  ley  13,  tít.  l.°,  Part.  1.a 

I.  Lex  interpretatione  adjurando. , sentó  en 
principio  la  ley  64,  tít,  l.°,  lib.  35  del  Digesto;  la 
ley  necesita  del  auxilio  de  la  interpretación;  «ca 
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Haber  lasfieyes,  como  dice  la  citada  ley  13.  tft.  1.  , I 
Part.  1.a,  non  es  .tan  solamente  aprender  et  de- 
corar las  letras  ¿ellas,  mas  en  saber  el  su  ver- 
dadero entendimiento:»  Scire  legas  non  esiearum 
verba-tenere,  sed  earuM  Din  (ic  potes  talevi.  ley  17, 
D.  de  leg.  La  necesidad  de  la  interpretación,  que 
ya  fue  proclamada  en  tiempos  tan  antiguos  , y 
que  ha  sido  después  universalmente  reconocida 
por  los  sabios  de  todos  los  países  y de  todos  los 
siglos,  ha  sido  considerada  por  algunos  como 
efecto  de  la  evidente  imperfección  de  las  leyes  y 
del  vicioso  sistema  casuístico  bajo  el  cual  lian 
sido  redactadas,  creyendo  de  buena  fe,  aun  per- 
sonas no  extrañas  á la  ciencia  del  Derecho,  que 
formados  nuevos  Códigos  con  mas  esmero  y filo- 
sofía, con  mas  claridad  y sencillez,  no  tendremos 
que  acudir  constantemente  y á cada  paso  á la 
interpretación,  y que  podrá  siempre  aplicarse 
sin  dificultad  alguna  la  letra  terminante  de  la 
Ley,  Pero  este  error,  en  que  han  caído  no  pocos 
hombres  de  talento,  se  desvanece  fácilmente  con 
el  ejemplo  de  esos  Códigos  modernos,  que  orde-  . 
nados  por  sabios  distinguidos,  se  han  publicado 
en  varias  naciones , y que  han  dado  ya  lugar  á 
que  otros  y otros  sabios  sucesiva  y simultánea- 
mente hayan  tomado  la  pluma  para  explicar  sus 
disposiciones,  notar  sus  defectos,  llenar  sus  va- 
cíos, conciliar  sus  contradicciones,  resolver  las 
dudas  que  nacen  ácada  paso,  y aclarar  ios  luga- 
res oscuros,  recurriendo  para  ello,  no  solamente 
á sus  antiguas  leyes  ya  abolidas  y á los  autores 
de  los  tiempos  pasados  y á la  jurisprudencia  for- 
mada de  atrás  y que  se  va  formando  de  nuevo, 
sino  también  á la  fuente  general  donde  todavía 
beben  hoy  los  jurisconsultos  de  todo  el  mundo 
civilizado,  á las  Pandectas  romanas  y al  Código 
y Novelas  de  Justiniano.  Muchas  y voluminosas 
son  ya  las  obras  que  se  han  dado  á luz  comen- 
tando el  Código  civil  de  Francia;  otras  se  prepa- 
ran todavía,  porque  aquellas  no  se  consideran 
suficientes  para  llenar  su  objeto;  y después  de 
unas  y otras,  y de  las  que  en  lo  sucesivo  se  pu- 
blicarán, será  siempre  abundante  la  cosecha  de 
dificultades  que  surgirán  de  todos  lados.  ¿Qué 
diremos  de  nuestras  leyes,  de  nuestras  leyes 
mas  recientes,  de  nuestras  leyes  hechas  por  co- 
misiones ó discutidas  en  Cortes,  de  esas  leyes 
que  se  ha  procurado  redactar  con  sencillez,  cla- 
ridad y exactitud?  Unas  han  tenido  que  ser  de- 
claradas primera,  segunda  y tercera  vez  por  los 
mismos  legisladores ; otras  han  sido  interpreta- 
das por  jurisconsultos  particulares;  algunas  han 
producido  resultados  funestos  que  ya  fueron 
previstos  por  hombres  versados  en  la  teoría  y en 
la  práctica;  estas  se  bailan  en  contradicción  con- 
sigo mismas  ó con  otras  dadas  en  la  misma  épo- 
ca; y aquellas  presentan  en  su  aplicación  difi- 
cultades insuperables.  No  pretendemos  criticar- 


las, ni  queremos  tachar  á los  que  las  hicieron; 
nuestro  intento  es  fínicamente  hacer  ver  que  la 
perfección  de  las  leyes  que  tanto  se  anhela,  es 
ideal  é imaginaria;  que  las  mas  claras  y senci- 
llas no  lo  son  á veces  sino  en  su  enunciación 
abstracta  y absoluta;  que  aplicadas  á los  casos 
especiales  que  van  ocurriendo,  descubren  enton- 
ces, con  sorpresa  nuestra,  su  insuficiencia,  su 
oscuridad  ó los  inconvenientes  de  su  ejecución 
textual  y sin  modificaciones;  y que  por  lo  tanto, 
mientras  no  tengamos  una  ley  para  cada  caso, 
lo  cual  por  una  parte  es  un  absurdo  y por  otra 
un  imposible,  no  podremos  eximirnos,  con  nin- 
gún Códigomi  sistema,  de  la  necesidad  de  acudir 
á las  reglas  y á la  práctica  de  la  interpretación: 
Lex  interpretatione  adjnvanda.  V.  Arbitrio  de 
juez— Autor,  al  fin. — Autoridad. — Equidad  é In- 
dulto, uúm.  II. 

II.  La  interpretación  es  de  tres  maneras:  au- 
téntica, usual  y doctrinal.  Interpretación  autén- 
tica es  la  que  hace  el  mismo  legislador,  que  es  el 
fínico  que  tiene  autoridad  para  resolver  las  du- 
das y fijar  el  sentido  de  las  palabras  por  medio 
de  una  decisión  que  para  todos  sea  obligatoria: 
ley  14,  tít.  l.°,  Part.  1.a,  y ley  3.a,  tít.  2.°,  lib.  3.a, 
Noy.  Recop.  Interpretación  usual  es  la  que  pro- 
viene del  modo  con  que  los  tribunales  han  en- 
tendido siempre  la  ley  en  los  casos  en  que  ha 
sido  necesaria  su  aplicación  ; y se  llama  usual, 
porque  se  funda  en  el  uso  y práctica  anterior,  ó 
sea  en  los  precedentes  que  forman  ya  una  juris- 
prudencia consuetudinaria.  Finalmente,  inter- 
pretación doctrinal  es  la  que  para  casos  especia- 
les fijan  por  medio  dei  raciocinio  los  escritores  y 
juristas,  explicando,  restringiendo  ó extendien- 
do la  ley.  La  interpretación  auténtica  forma  regla 
general  que  debe  seguirse  judicial  y extrajudi- 
cialmente,  como  que  es  verdadera  ley;  la  usual, 
que  es  hija  de  la  doctrinal,  tiene  también  fuerza 
legal  cuando  ha  llegado  á formar  jurisprudencia 
consuetudinaria,  según  lo  dicho  en  la  palabra 
Costumbre-,  y la  doctrinal  no  tiene  mas  fuerza  que 
la  que  le  dan  las  razones  en  que  se  apoya.  Va- 
mos á recorrer  por  separado  cada  una  de  estas 
especies  de  interpretación. 

III.  Interpretación  auténtica. — Es  un  principio 
general  establecido  ya  en  el  derecho  romano  que 
la  interpretación  de  la  ley  corresponde  ai  poder 
legislativo:  Ejus  est  legem  interpretan , cujus  esl 
condece:  ley  12,  tít.  14,  lib.  l.“  del  Código.  Ende 
jus  prodiit,  dice  igualmente  el  derecho  canónico 
{cap.  Inter  alia,  31,  de  mil.  excomnun.),  iuterpre- 
talio  quoque procedat.  La  ley  14,  tít.  l.%  Part.  1.a, 
y la  ley  3.a,  tít.  2.",  lib,  3.'1,  Nov.  Recop.,  quieren 
asimismo  que  siendo  dudosas,  obscuras  ó insu- 
ficientes algunas  leves,  se  recurra  en  tal  caso  al 
Rey  para  que  las  interprete,  declare  ó supla  con 
otras.  Finalmente , el  reglamento  provisional  de 
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26  de  setiembre  de  1835  para  la  administración  encuentra , se  le  prescribe  entonces  por  algunas 

de  justicia  previene , en  sus  arts.  86  y 90 , que  de  las  citadas  leyes  la  consulta  al  Soberano;  pero 

cuando  á las  Audiencias  les  ocurriere  alguna  la  observancia  de  esta  disposición,  que  en  algún 

duda  de  ley  ó alguna  otra  cosa  que  exponer  re-  caso  muy  raro  podía  haber  tenido  lugar  en  los 

latíva  k la  legislación,  acordarán  sobre  ello  en  tiempos  antiguos , y que  siempre  traería  incon- 

tribunal  pleno,  después  de  oir  á su  fiscal  ó fis—  venientes,  es  ahora  incompatible  con  el  estado 

cales,  y con  iusercion  del  dictáinen  de  estos  y de  nuestra  legislación  sobre  procedimientos  y 

de  los  votos  particulares  sí  los  hubiese,  cónsul-  con  la  actual  división  é independencia  de  los 

tarán  á S.  M.  por  medio  del  Tribunal  Supremo,  poderes  legislativo,  ejecutivo  y judicial.  ¿Qué 

el  cual  dirigirá  á S.  M.  con  su  dictamen  estas  seria  en  efecto  si  á pretexto  del  silencio , obscu- 

Consultas,  y hará  también  por  si  mismo  y en  la  ridad  6 insuficiencia  á la  ley  pudiera?!  detenerse 

propia  forma  las  que  considere  necesarias  ó con-  y excusarse  de  juzgar  los  jueces  y tribunales? 

venientes  en  igual  caso  para  la  mejor  adminis-  La  administración  de  justicia  quedaría  embara- 

tracion  de  justicia.  zada  á cada  paso,  y los  interesados  habrían  de 

Mas  no  se  deduzca  de  este  principio,  como  han  estar  largos  años  sin  obtener  la  declaración  de 

hecho  algunos  escritores  en  los  tiempos  pasados  sus  derechos:  el  Gobierno  se  veria  abrumado 

y en  los  modernos,  que  cuando  los  jueces  ó tri-  con  el  peso  de  una  multitud  inmensa  de  cues- 

bunales  se  encuentran  embarazados  en  la  deci-  tiones  particulares;  y el  poder  legislativo,  que 

siou  de  los  pleitos  ó causas  pendientes  por  razón  no  puede  dar  sino  disposiciones  generales  y uni- 

del  silencio , obscuridad  é insuficiencia  de  la  ley,  formes  para  lo  succesivo  , ó bien  tendría  que  ex- 

deben  Suspender  y diferir  la  pronunciación  de  la  pedir  nuevas  leyes  para  que  con  arreglo  á ellas 

sentencia  hasta  que  consultando  al  legislador,  se  decidiesen  los  casos  ya  pasados,  ó bien  habría 

obtengan  de  él  una  respuesta  que  les  sirva  de  de  descender  á tomar  conocimiento  de  cada  ne- 

guía.  Las  citadas  disposiciones  solo  quieren  dar  gocio  aislado,  invadiendo  de  este  modo  las  atri- 

á entender  que  para  que  una  interpretación  sea  buciones  judiciales.  Obligados  están,  pues,  los 

general  y necesaria , esto  es,  para  que  obligue  á jueces  y tribunales  , cualesquiera  que  seau  las 

todos  y todos  tengan  que  someterse  á ella,  ha  dudas  y dificultades  que  se  les  presenten,  á se- 

de hacerse  por  el  príncipe  ó por  quien  ejerza  la  guir  y fallar  los  pleitos  y las  causas,  recurriendo 
soberanía,  porque  solo  este  puede  resolver  las  á las  reglas  de  la  buena  interpretación ; y solo 

dudas  y fijar,  el  sentido  de  una  ley  por  via  dé  au-  en  abstracto  y en  general,  sin  contraerse  á ne- 

íoridacl , pero  no  excluyen  la  interpretación  godos  pendientes  entre  partes,  podrán  hacer 

usual  ó por  via  de  costumbre,  ni  la  judicial  ó por  consultas  exponiendo  la  necesidad  de  aclarar 

ma  de  doctrina,  como  enseñan  Gregorio  López  ciertas  leyes  que  les  parezcan  ambiguas,  ó de 
en  la  glosa  de  dicha  ley  14,  tít.  1.a,  Part.  3.a,  y dar  otras  nuevas  que  completen  las  que  ya  exis- 

D.  Sancho  de  Llamas  y Molina  en  el  comentario  ten , en  la  forma  que  quieren  los  arts.  86  y 90 

de  la  ley  1.*  de  Toro,  núm.  268  ; antes  por  el  con-  del  reglamento  para  la  administración  de  justi- 
trario  la  ley  5.",  tít.  2.°,  Part.  1.a;  la  11,  tít.  22,  cia.  V.  Arbitrio  del  juez,  en  el  último  párrafo. 

Part.  3.a;  la  regla  36,  tít.  33,  Part.  7.a;  la  nota  2.a,  * Por  el  art.  368  del  Código  penal  de  1870,  se 

tít.  2.°,  lib.  3.°,  y la  ley  7.a,  tít.  40,  lib.  12,  No  vi-  castiga  al  juez  que  se  negare  á juzgar,  so  pre- 
sima Recop.,  mandan  respectivamente  que  en  texto  de  oscuridad,  insuficiencia  ó silencio  de  la 

defecto  de  expresión  literal  de  la  ley  ó en  casos  . ley,  con  la  pena  de  suspensión.  V.  Prevaricación. 
de  obscuridad  ó de  duda  se  atengan  los  jueces  á Conforme  al  art.  2.°  del  mismo,  en  el  caso  de 
la  costumbre  legítimamente  introducida,  al  pa-  que  un  tribunal  tuviese  conocimiento  de  algún 
recer  de  los  hombres  sabidores  el  sin  sospecha,  á hecho  que  estimare  digno  de  reprensión  y no  se 
la  analogía,  á la  equivalencia  de  razón,  á la  hallare  penado  por  la  ley,  debe  abstenerse  de 

doctrina  de  loa  autores  que  con  larga  experien-  todo  procedimiento  sobre  él,  exponiendo  al  Go- 

da explicaron , interpretaron  y glosaron  las  le-  bierno  las  razones  que  le  asistieren  para  creer 
yes,  ordenanzas,  fueros  , usos  y costumbres  de  que  debiera  ser  objeto  de  sanción  penal.  * 
estos  reinos,  y aun  á las  leyes  ó pragmáticas  J.V.  Interpretación  usual. — Si  ios  tribunales 
suspendidas  ó revocadas  que  puedan  decidir  y lian  entendido  siempre  de  un  mismo  modo  una 

aclarar  las  dudas;  de  manera  que  según  dicha  ley  que  parecía  obscura  ó dudosa,  aplicándola 

ley  11,  tít.  22,  Part.  3.a,  el  juez  que  consultare  al  siempre  en  un  sentido  á los  casos  de  la  misma 

Rey  por  excusarse  de  trabajo,  ó por  alargar  el  especie,  ó han  fallado  de  la  misma  manera  una 

pleito  , ó por  miedo,  amor  ú odio  á alguna  de  las  cuestión  todas  las  veces  que  se  ha  presentado, 

partes,  debe  por  ende  rescebir  pena  según  entendió-  esta  serie  de  sentencias  uniformes  llega  á cons- 
re  el  Rey  que  la  mercsce.  Es  cierto  que  cuando,  á tituir  un  uso,  una  costumbre,  una  jurisprurlcn- 

pesar  del  uso  de  todos  estos  medios,  no  puede  el  cia  consuetudinaria,  que  es  el  mejor  intérprete- 

juez  salir  del  estado  de  perplegidad  en  el  que  de  las  leyes,  y qtil  debe  por  lo  tanto  servir  de 
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regia  estable  á los  j ueces  para  la  decisión  de  los 
negocios  de  la  misma  naturaleza  que  en  adelante 
Ies  ocurrieren.  Este  principio,  de  que  la  costum- 
bre tiene  fuerza  de  ley,  está  consagrado  en  to- 
dos los  Códigos,  y entre  nosotros  lo  está  espe- 
cialmente en  las  leyes  5.”  y 6.”  tít.  2.°,  Part.  1/ 
Así  es  que  suelen  citarse  como  axiomas  en  las 
escuelas  y en  el  foro  los  siguientes  textos  del 
derecho  romano , tomados  de  las  leyes  23 , 32,  37 
y 38,  tít.  3.",  lib.  3.°  del  Digesto:  Minime  sunt 
mutanda  qu<e  interpreiaiionem  certam  semper  ha- 
bvcrunt : Inveterata  consveíudo  pro  lege  non  inmé- 
rito custoditur : Opüma  esi  legum  interpres  con- 
sultado: In  ambiguitalibus , qius  ex  legibus  profi- 
áscmtur,  consuetudo,  aut  heeum  feiu’etuo  simi- 
liteh  jumcATAitini  AucxoKiTAs,  vim  Ugis  obtinere 
debet. 

Mas  ¿cuál  es  el  número  de  sentencias  que  se 
considera  suficiente  para  formar  jurisprudencia 
consuetudinaria?  La  ley  romana  no  le  fija,  pues 
que  solo  dice  que  tiene  fuerza  de  ley  la  costum- 
bre, ó sea  la  autoridad  de  las  cosas  que  siempre 
y constantemente , perpetuo,  lian  sido  juzgadas 
de  un  mismo  modo.  La  ley  5.a,  tít.  2.°,  Part.  1.a, 
hablando  de  la  costumbre  introducida  por  el 
pueblo , exige  para  su  legitimidad  y eficacia  que 
sea  conforme  á razón,  que  no  se  oponga  al  dere- 
cho divino,  ni  al  natural,  ni  al  bien  de  la  tierra, 
que  no  se  haya  puesto  por  yerro  ni  por  antojo, 
que  se  haya  observado  por  espacio  de  diez  ó 
veinte  años  á ciencia  y paciencia  del  legislador, 
y que  esté  confirmada  por  dos  ó (según  otras 
ediciones  también  auténticas)  por  treinta  sen-  : 
tencias  uniformes  de  ornes  sabidores  et  entendi- 
dos de  juzgar.  ¿Serán,  pues,  necesarias  asimismo 
treinta  sentencias  uniformes  para  constituir  la 
costumbre  introducida  por  los  tribunales,  ó sea 
la  jurisprudencia  de  precedentes?  Desde  luego 
puede  sentarse  que  lio  bastan  dos,  pues  que  si 
bien  pueden  ser  suficientes  en  la  costumbre  in- 
troducida por  el  pueblo,  es  porque  esta  no  nace 
ni  trae  su  origen  de  las  sentencias , las  cuales 
no  hacen  mas  que  confirmarla,  mientras  que  la 
costumbre  ó jurisprudencia  de  los  tribunales  no 
se  forma  ni  establece  sino  precisamente  por  las 
sentencias  mismas  que  ellos  dan ; y siendo  in- 
dispensable para  toda  costumbre  la  repetición  y 
multiplicidad  de  los  actos  que  la  constituyen,  es 
claro  que  para  la  costumbre  judicial  de  que  es- 
tamos hablando  deben  exigirse  muchas  senten- 
cias dadas  en  un  mismo  sentido.  Nos  parece,  sin 
embargo , excesivo  el  número  de  treinta,  y cree- 
mos que  bastan  muchas  menos , con  tal,  empero, 
que  no  sean  contrarias  á la  equidad , ni  dadas 
por  error  ó por  capricho  , pues  que  deben  estar 
apoyadas  en  las  reglas  de  la  interpretación  doc- 
trinal, de  la  cual  es  hija  la  usual,  como  se  ha 
indicado  mas  arriba.  Hay,  eá*  efecto , algunos 


tiempos  fatales;  tiempos  de  partidos  , de  faccio- 
nes y de  anarquía;  tiempos  en  que  no  la  ciencia, 
la  rectitud  y la  probidad,  sino  la  ignorancia,  la 
presunción,  la  avaricia  y la  iniquidad  logran 
sentarse  en  el  sólio  de  la  justicia;  tiempos  en 
que  hay  acepción  de  personas , en  que  hoy  se 
juzga  de  un  modo  y mañana  de  otro  sobre  ne- 
gocios de  igual  especie,  según  el  color  político 
de  los  litigantes;  tiempos  en  que  reina  solo  el 
torrente  desenfrenado  de  las  pasiones  antisocia- 
les que  ahogan  hasta  en  los  tribunales  la  voz  de 
la  ley  y el  grito  mismo  de  la  razón.  No  busquéis 
en  ellos  ejemplos  que  imitar,  no  busquéis  prece- 
dentes que  seguir . no  busquéis  interpretaciones 
legítimas  ni  jurisprudencia  de  costumbre , aun- 
que se  os  presenten  treinta , cuarenta  y cien 
sentencias  uniformes : Exempla , como  dice  Ba- 
con  en  su  aforismo  22,  d lemporibus  bonis  et  mo- 
deratis  petenda  sunt ; non  tyrannicis,  aut  j (ictio- 
sis, aut  dissolutis:  hujvsmodi  enim  exempla  tem- 
poris  partas  spurii  sunt;  et  magis  nocent  quam 
docenl.  Y.  Arbitrio  de  juez  en  la  parte  que  trata 
de  los  ejemplos  ó precedentes ; y véase  asimismo 
Ejemplar  ó ejemplo. 

V.  Interpretación  doctrinal.  — Hemos  dicho 
que  la  interpretación  doctrinal  es  la  que  hacen 
los  escritores  y juristas  explicando,  extendiendo 
ó restringiendo  la  ley.  De  aquí  es  que  se  subdi- 
vide comunmente  por  los  autores  en  declarativa, 
extensiva  y restrictiva. 

Interpretación  declarativa  no  es  otra  cosa  que 
la  exposición  propia  y adecuada  de  las  palabras 
dudosas  ú obscuras;  y tiene  lugar,  ó por  mejor 
decir,  basta  ella  sola , cuando  la  razón  de  la  ley 
no  se  extiende  mas  ni  menos  que  los  términos  en 
que  esta  se  halla  concebida,  de  suerte  que  no  se 
necesita  masque  explicarlos.  Dice,  por  ejemplo, 
la  ley,  que  el  enemigo  de  una  persona  no  puede 
ser  testigo  contra  ella,  que  el  padre  está  obliga- 
do á dar  alimentos  á su  hijo  natural,  que  el  me- 
nor no  puede  enajenar  sus  bienes:  si  me  expli- 
cas aquí  quién  se  llama  enemigo  legalmente, 
quién  testigo,  qué  se  entiende  por  alimentos, 
quién  es  hijo  natural,  quién  menor,  y qué  cosa 
es  enajenar,  comprenderé  desde  luego  todas  es- 
tas disposiciones. 

Interpretación  extensiva  es  la  ampliación  de  la 
ley  á los  casos  en  ella  no  expresados , cuando  la 
razón  de  la  misma  ley  se  extiende  mas  que  sus 
palabras;  y esta  es  de  dos  maneras  , ó meramente 
extensiva,  que  es  la  ampliación  de  la  ley  por 
paridad  ó semejanza  de  razón  á un  caso  que  no 
está  contenido  en  las  palabras  ni  en  la  intención 
del  legislador,  ó bien  comprensiva , que  es  la 
ampliación  de  la  ley  por  identidad  de  razón  á un 
caso  que  no  está  incluido  en  las  palabras  sino  en 
el  espíritu  de  la  misma  ley , ó sea  en  la  mente  ó 
intención  del  legislador.  Si  se  prohíbe,  por  ejem- 
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pío,  la  extracción  del  trigo , se  entiende  prohibi- 
da también  la  extracción  de  la  harina,  aunque 
de  ella  no  se  haga  mención  en  el  texto  de  la  ley, 
porque  la  razón  de  la  prohibición  es  evitar  la 
escasez , la  cual  igualmente  amenaza  con  la  ex- 
portación de  la  harina  que  con  la  del  trigo. 

Interpretación  restrictiva,  por  el  contrario,  es 
la  limitación  ó coartación  que  por  equidad  ha- 
cemos de  las  palabras  de  la  ley  en  su  significa- 
ción general,  exceptuando  de  ellas  algún  caso 
que  abrazan  á primera  vista  cuando  las  palabras 
se  extienden  mas  que  la  razón  de  la  ley.  Había, 
por  ejemplo,  en  Holonia  una  ley  que  imponía  la 
pena  de  muerte  á cualquiera  que  derramase 
sangre  humana  en  la  plaza  pública:  vióse  en 
ella  acometido  un  hombre  de  apoplegia  y hubo 
de  sangrarle  un  barbero , del  cual  se  preg'untaba 
si  había  incurrido  en  la  pena,  y se  decidió  que 
no,  á pesar  de  ser  tan  generales  las  palabras  en 
que  la  ley  estaba  concebida,  porque  la  razón  de 
la  ley  era  la  pública  seguridad,  que  por  cierto 
no  podía  quedar  turbada  con  la  sangría. 

VI.  lio  Ya  interpretación  doctrinal  deben  ob- 
servárselas siguientes  reglas,  que  aunque  to- 
madas en  su  mayor  parte  del  derecho  romano, 
han  llegado  á ser,  por  su  notoria  equidad  y sana 
crítica,  axiomas  de  derecho  universal  adoptados 
por  la  jurisprudencia  de  todas  las  naciones,  y 
especialmente  por  la  nuestra. 

1. *  Cuando  la  ley  está  concebida  con  palabras 
tan  claras,  que  en  ellas  aparece  bien  expresa  y 
terminante  la  voluntad  del  legislador,  no  debe- 
mos eludir  su  tenor  literal  á pretexto  de  pene- 
trar en  su  espíritu : Cum  in  ver  bis  milla  anibi- 
guitas  est , non  debet  admitli  mlunlalis  qumsiio: 
Ubi  verba  non  sunt  ambigua  non  est  locus  Ínter - 
prelalioni.  Será  tal  vez  dura  la  ley;  pero  si  asi 
está  escrita  tenemos  que  seguirla  literalmente: 
Durara,  sed  ita  lex  scripta  est:  ley  12,  pár.  1,°,  li- 
bro 9.°,  tít.  40  del  Digesto. 

2. *  Las  palabras  de  la  ley  deben  entenderse 
según  su  significación  propia  y natural,  á no 
constar  que  el  legislador  las  entendió  de  otro 
modo:  Nonaliter  a signijtc.atione  verborum  recedi 
opporlel , qvamcu'M  manifestum  est  aliad  sensisse 
lestatorem:  ley  69,  3."  de  legalis,  lib.  32  del  Di- 
gesto. In  -re  dubia  melius  est  ver  bis  edieli  serviré: 
ley  1.*,  pár.  20,  tít.  1.®  lib,  14  del  Digesto.  «Las 
palabras  del  faccdor  del  testamento,  dice  la 
ley  5.a,  tít.  33,  Parí.  7.a,  deben  ser  entendidas 
llanamente,  así  como  ellas  suenan,  et  non  se 
debe  el  judgador  partir  del  entendimiento  de- 
llas,  fueras  ende  cuando  paresciere  ciertamente 
que  la  voluntad  del  testador  fuerarótra  que  non 
como  suenan  las  palabras  que  están  escritas.» 
Aunque  estas  leyes  hablan  del  testador  y no  del 
legislador,  se  aplican  igualmente  por  los  auto- 
res, tanto  al  segundo  como  al  primero,  porque 
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el  testador  tiene  el  concepto  de  legislador  en 
cuanto  dispone  de  sus  cosas:  Dicat  testador , et 
erit  lex.  Si  las  palabras  tienen  dos  significacio- 
nes, una  propia  y otra  impropia , debo  estarse  á 
la  propia  y no  á la  impropia ; y si  tienen  dos 
significaciones  propias,  no  ha  de  tomarse  sino 
la  que  viene  mas  al  caso  según  la  materia  de 
que  se  trata,  como  dice  muy  bien  Gregorio  Ló- 
pez en  la  glosa  1.*  de  dicha  ley,  fundándose  en 
la  regla  (¡7,  tít.  17,  lib.  50  del  Digesto:  Quotús 
idem  sermo  dms  sentencias  exqn-imil,  ea  potissi- 
inum  excipialnr  quee  rei  gerenda  aplior  esl.  Jil 
sentido  propio  y genuino  de  las  palabras,  como 
asienta  el  Código  de  comercio  en  su  art.  247,  no 
se  debe  tergiversar  con  interpretaciones  arbi- 
trarias. 

Las  palabras  de  la  ley  lian  de  tener  realmente 
algún  efecto  y no  lian  de  ser  un  vano  sonido: 
Verba  cum  ejectusunl  accipienda:  ley  5.a,  tit.  7.“, 
lib.  2.",  D.  Si  se  encuentra,  pues,  alguna  ambi- 
güedad en  las  expresiones  de  la  ley,  es  necesario 
entonces  tomarlas  en  el  sentido  mas  razonable, 
esto  es,  en  aquel  sentido  que  mas  se  acomode 
con  la  voluntad  de  la  ley,  ó que  sea  mas  propio 
para  hacérnosla  conocer  ó mas  verosímil  ó mas 
frecuentemente  usado:  In  ambigua  noce  legis ; ea 
potissmnm  accipienda  est  significalio  qv,m  vitio 
carel , prceserlim  cum  etiam  voluntas  legis  ex  hoc 
colligi  possil:  ley  19,  tít.  3.®,  lib.  l.°,  1).  In  obs - 
curis  inspici  solare  q-uod  verisimilius  esl,  aul  quod 
■plerumque  / leri  solet : ley  114,  tít.  17,  lib.  50,  D. 
Sobretodo,  para  conocer  bien  la  fuerza  de  las 
palabras  y aun  el  espíritu  de  la  ley,  es  necesario 
examinarla  toda  y enterarse  bien  de  todo  su 
contexto,  debiendo  abstenerse  de  fallar  el  j uez, 
y de  dar  su  parecer  el  jurisconsulto  por  alguna 
parte  aislada  de  las  disposiciones  que  contiene: 
Incimle  esl,  nisi  tota  lega  perspecta , una  aliqua 
partícula  ej-us  proposita,  judicare  vel  respondere: 
ley  24,  tít.  3.",  lib.  1.®,  D. 

3.a  Cuando  consta  la  mente , intención  ó vo- 
luntad del  legislador,  debe  hacerse  la  interpre- 
tación mas  bien  según  ella  que  según  las  pala- 
bras de  la  ley.  Non  debel  aliquis  verba  considerare,, 
{mide  et  simplia ter)  sed  volunlalera el  inlenlioncm, 
quia  non  debet  inleutio  vertís  deserviré,  sed  verba 
inlenlioni;  Cap.  Humana  auras,  11,  caus.  22,  q.  5. 
Voluntalem  potiiis  guam  verba  spectari  oportel: 
ley  219,  tít.  16,  lib.  50  dei  Digesto.  Non  oportet 
jus  cicile  calumuiari,  ñeque  verba  caplari;  sed  qua 
mente  quid  dicitur,  animadverlere  convenit:  ley  19, 
tít.  4.°,  lib.  10  del  Digesto.  Nam  el  si  máxime 
verba  legis  hunc  habeanl  intellecltim , lamerá  meas 
legislaloris  aliud  nuil:  ley  13,  pár.  2.",  tít.  L",  ii- 
! bru  27,  í)..  en  cuya  nota  añade  Gothofredo  con 
! Baldo  que  Quolies  ex  ver  bis  legis  simplicilcr  míe- 
! lleclis,  pemforíur  iniqtum  mqao,  recedimv.s  á ver- 
tís, el  stamvs  mentí  rationiqve  legis.  Obra,  pues, 
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contra  la  ley  el  que  hace  lo  que  ella  prohíbe; 
obra  en  fraude  de  la  misma  el  que  hace  servir 
sus  propias  expresiones  para  eludir  su  sentido, 
y es  por  fin  rebelde  á su  disposición  el  que  com- 
bate su  verdadero  espíritu  ateniéndose  4 los  tér- 
minos en  que  está  concebida;  mas  no  evitara 
por  cierto  las  penas  en  ella  establecidas  el  cul- 
pable que  contra  la  voluntad  de  la  ley  solo  tenga 
la  excusa  fraudulenta  de  las  palabras  de  la  mis- 
ma: Contra  legem  facit , gni  id  facit,  guodlex 
jyrohibel:  in  fraudem  vero,  gui  saléis  ver  bis  legis, 
sententiam  ejus  circumcnit : ley  29,  tít.  3,°,  li- 
bro 1.",  1).:  Non  est  dubium  comnittere  in  legem, 
gui  verba  legis  amplexus,  contra  legis  nititur  vo - 
hmtatern;  nec  preñas  insertas  legibus  evilabit,  gui 
se  contra  juris  sententiam,  salta  prerrogativa  ver 
bonm , fraudulenta'  excusat:  ley  5.',  tít.  14,  li- 
bro 1.“  del  Código.  La  mente  de  la  ley  ó del  le- 
gislador debe  tomarse,  ya  de  la  materia  ú objeto 
de  la  ley,  ya  de  las  circunstancias  de  los  tiem- 
pos, lugares  y personas,  y principalmente  de  la 
razón  puesta  en  la  misma  ley. 

4. a  La  ley  se  ha  de  entender  general  é indis- 
tintamente : Generalia  generaliter  intelligenda 
snnt , dice  Gothofredo  en  la  glosa  de  la  ley  1.a, 
tít.  5.°,  lib.  37,  Dig.:  Lex • quee  generaliter  loquihir 
generaliter  debel  intelligit:  Gregorio  López,  glo- 
sa 12,  ley  8.a,  tít.  4.°,  Part.  5.a  Cuando  la  ley  no 
hace  excepción  alguna  pudiendo  haberla  hecho, 
cim  nihil  exceperit,  et  poteral  excepisse  (como  dice 
el  capitulo:  Quia  circa,  22,  de  pvivileg .),  y ni  de 
las  palabras  ni  de  la  razón  se  deduce  que  la  ley 
deba  limitarse,  no  podemos  separarnos  de  su 
disposición  general  por  medio  de  una  distinción 
que  ella  no  ha  hecho.  De  aquí  el  axioma  común 
de  los  juristas:  Ubi  lex  non  dislinguil,  nec  nos 
distinguere  debe-mus.  El  juez  que  pusiere  excep- 
ción á una  ley  concebida  en  términos  generales 
y absolutos,  comete  una  arbitrariedad,  un  aten- 
tado, un  exceso  de  poder. 

5. a  La  excepción  confirma  la  regla  en  los  ca- 
sos no  exceptuados:  Exceptio  d regida  firmal  re- 
gulamin  aliis,  dice  la  glosa  de  la  ley  15,  tít.  2.“, 
lib.  l.\  D.  Exceptio  firmal  rdm  legis  in  casibus  non 
excep lis , sienta  Lacón  en  su  aforismo  17.  Este 
principio  que  fué  establecido  en  el  derecho  ro- 
mano para  la  decisión  de  varios  casos,  como  se 
ve  por  la  ley  12,  tít.  l.“,  lib,  5.",  y por  la  ley  12, 
par.  43,  tít.  7. J,  lib.  33,  Dig,,  ha  sido  adoptado 
como  axioma  por  los  jurisconsultos  de  todos  los 
tiempos  y paises  y ha  producido  estos  otros  prin- 
cipios que  le  son  subalternos:  Inclusio  imins,  al-  j 
terius  est  exclusio;  et  contra,  prohibitio  unius,  al - 
terius  est  inclusio.  Y.  Arbitrio  de  juez  en  la  parte 
que  trata  de  la  Analogía. 

6.  Cuando  concurre  la  misma  razón , debe 
concurrir  también  la  misma  disposición  del  de- 
recho. Ubi  eadem  est  vatio,  eadetn  est  juris  díspo- 


sitio:  leyes  12  y 13,  tít.  3.°,  líb.  l.°;  ley  32,  tít.  2°, 
lib.  9.°  del  Digesto , y regla  36,  tít.  34,  Part.  7.a 
Semper  cuasi  hoc  legibus  inesse  credi  oportel , ut 
ad  eas  quoque  personas  et  ad  eas  res  pertinerent, 
qnx  quandoque  símiles  erunt:  ley  27,  tít.  3.°,  li- 
bro l.°,  D.  De  similibus  ídem  judicium  est  haben- 
dum;  Cap.  Inter  corporada,  2,  de  transí,  episc. 
En  fuerza  de  la  identidad  de  razón  , se  puede 
extender  una  ley  k casos,  personas  y cosas  que 
no  se  expresaron  en  ella,  teniéndose  presente 
que  no  es  lo  mismo  la  ocasiou  de  la  ley  que  la 
razón  de  la  ley ; pues  la  ocasión  suele  ser  alguna 
contestación  particular  que  se  suscitó  entre  al- 
gunos sugetos,  al  paso  que  la  razón  es  siempre 
general  y se  aplica  á todos  los  casos  semejantes 
en  que  se  ve  la  misma  utilidad  ó necesidad  que 
se  encontraba  en  aquel  caso  particular  que  ex- 
citó al  legislador  al  establecimiento  de  la  ley. 
También  4 veces,  en  vista  de  la  razón , se  puede 
y debe  limitar  la  ley  k ciertos  casos , cuando  se 
ve  que  aquella  no  es  aplicable  sino  á ellos,  y 
que  bay  otros  k que  no  puede  extenderse.  Véa- 
se Arbitrio  de  juez,  en  la  parte  que  trata  déla 
Analogía,  donde  se  desenvuelve  mas  esta  ma- 
teria. 

7.a  En  todas  las  causas  debe  tenerse  cuenta 
con  la  equidad  mas  bien  que  con  el  rigor  dul 
derecho:  In  ómnibus  causis potior  debel  esse  vatio 
aquitatis,  guaní  stricli  juris.  El  derecho  romano 
! está  sembrado  de  máximas  que  contienen  esta 
verdad.  Placuit,  in  ómnibus  rebus prosápuam  esse 
justitia  cequitatisque,  quam  stricti  juris  rationem: 
ley  8.a,  tít.  1.“,  libro  3.“  del  Código.  In  ómnibus 
quidem,  máxime  Lamen  in  jure,  esquitas  spectanda 
est:  ley  90,  tít.  17,  líb.  50,  D.  A equitas  religio  ju - 
dicantis : ley  13,  tít.  5.”.  lib.  22,  D.  Subtilis  juris 
regula  el  humanitas  opponuntur : ley  13,  tít.  2.”, 

: lib.  28,  D.  Si  queremos,  pues,  no  apartarnos  de 
la  intención  de  las  leyes,  debemos  interpretar- 
las en  el  sentido  mas  favorable  á la  humanidad; 
y no  hay,  en  efecto , razón  alguna  de  derecho  ó 
equidad  que  nos  autorice  para  convertir  contra 
el  interés  de  los  hombres , por  medio  de  una  in 
terpretacion  demasiado  severa  y dura , las  dis- 
posiciones y reglas  que  no  se  han  establecido 
sino  para  el  bien  y utilidad  de  los  mismos : Be- 
uignius  leges  interpretando  sunt,  quo  facilius 
carnm  voluntas  conservetnr:  Hulla  juris  r alio,  aul 
osquitalis  benignilas  patitnr,  ut qna¡  salnbriter pro 
utilitale  hominum  introducantur , ea  nos  duriore 
ínter pretatione  con  tra  ipsorum  commodnm  produ- 
camus  ad  severitalem:  leyes  18  y 25,  tít.  3.°,  li- 
bro 1.°,  D,  Las  leyes  deben  entenderse,  dice  la 
iey  13,  tít.  1.a,  Part.  1.a,  bien  y rectamente  en  el 
sentido  mas  sano  y provechoso : de  lo  cual  de- 
duce Gregorio  López  qvod  in  te  l lee  tus  judiéis  debel 
esse  benignv.s,  y añade  con  Baldo  el  ejemplo  de 
que  la  pena  de  muerte  que  lanza.se  la  ley  contra 
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el  raptor  de  mujer  casada,  no  debería  imponerse 
al  que  la  robase  encontrándola  en  un  lupanar. 
V.  Equidad. 

8. '1  El  argumento  á contrario  sensn  tiene  bas- 
tante fuer/.a  cuando  se  trata  de  interpretar  una 
ley.  Tal  es  la  opinión  común  fundada  en  la  ley 
1.*  y sus  glosas,  tít.  21,  lib.  1."  del  Digesto;  en 
el  capitulo  Qualis  Mac,  distinc.  25,  donde  se 
dice:  Qnod  enim  de  uno  negatur.  consequens  inte- 
lleclus  palet,  qvÁa  de  quilmsdam  concedí  tur ; y en 
la  glosa  in  cap.  Cum.  Apostólica,  veb.  Ha  tur  in- 
teiligi,  de  Ais  qv.oe  / lunik  'prelatís,  en  que  expre- 
samente se  dice  que  a contrario  sensn  dalur  for- 
tissiMum  ar ¡jumen  tum.  .Mas  puraque  proceda  y 
sea  válido  este  argumento,  es  necesario  que  no 
se  siga  de  él  ningún  absurdo  ó inconveniente  ó 
corrección  de  dereclio , como  dice  muy  bien  Gre- 
gorio López  en  la  glosa  1.a  de  la  ley  3.a,  tít.  26, 
Part.  4.a,  y en  la  glosa  6.a  de  la  ley  17,  tít.  l.°, 
Part.  6.a,  y como  afirma  la  glosa  in  cap.  Signi/i- 
casti , veri).  Clerici,  de  foro  compet.  con  estas  pa- 
labras : Argumentum  a sensn  contrario  non  habel 
locum , cum  alia  jura  contradicunt. 

9. a  No  se  entiende  alterada,  corregida  ni  de- 
rogada la  ley  anterior  sino  en  cnanto  expresa  la 
posterior,  (¿uidq-uid  antera  hac  lege  specialiter  non 
videtur  expressum , id  vetermn  legum  constilutio- 
nunque  regulis  omites  relicium  iutel  ligante  ley  32, 
tít.  62,  lib.  7.°  del  Código.  Prorisio  legis  contra 
jus  commune  non  extendí  tur  ultra,  illud , qnod  ex- 
primit,  licel  eadem  sit  vatio ; sumario  de  la  ley 
64,  pár.  9.°,  tít.  3.°,  lib.  24,  D.  De  aquí  es  , que 
si  bien  cuando  las  leyes  posteriores  son  absolu- 
tamente contrarias  á las  anteriores,  quedan  abro- 
gadas y abolidas  estas  por  aquellas , según  el 
principio  de  que  Legos  et  constitutiones  lempore 
posteriores,  potiores  snnt  Ais  quee  ipsas  precesse 
runt:  sin  embargo,  cuando  las  leyes  nuevas  no 
mandan  sino  cosas  que  solo  en  parte  son  contra- 
rias ó diversas  de  las  mandadas  en  las  antiguas, 
subsisten  entonces  tanto  las  unas  como  las  otras, 
y deben  explicarse  mutuamente  las  antiguas 
por  las  nuevas  y las  nuevas  por  las  antiguas: 
Non  esi  novum  ul  priores  ieges  ad  priores  poste- 
riores trahantur ; sed  el  posteriores  leyes  ad  prio- 
res pertinent,  nisi contrarice  sint : leyes  26y  28,  ti- 
tulo 3.°,  y ley  4.a,  tít.  4.",  lib.  1.“,  D.  Mas  para 
interpretar  con  acierto  las  unas  leyes  por  las 
otras,  es  necesario  usar  de  crítica  y filosofía,  y 
distinguir  el  origen,  las  épocas,  los  motivos  y 
las  tendencias  de  todas  ellas, 

10.  Las  leyes  penales  y todas  las  demás  que 
sean  odiosas,  han  de  interpretarse  estrecbamen-  1 
te  en  caso  de  duda,  y no  deben  extenderse  fuera  j 
de  los  casos  y personas  para  que  se  han  dado. 
Interpretalioue  legum  pama  molliendce  sunt  potius 
quam  asperanda:  ley  42,  tít.  19,  lib.  48,  D.  In 
ambiguis  rebvs  Aimaniorem  sen  ten  tiam  scqv.i  opor- 


tel: ley  10,  tít.  5.°,  lib.  34,  D.  In  panalibus  causis 
benignius  interpreta- ndnm  est;  reg.  155.  tít.  17, 
lib.  50,  ü.  Odia  restringí,  et  favores  comenil  am- 
plían; 15,  de  reg.  jur.  in  6,  Se  ha,  dicho  en  caso 
de  duda ; pues  si  las  palabras  y la  intención  de 
la  ley  odiosa  ó penal  sou  tan  claras  que  no  ad- 
miten interpretación,  habrá  de  observarse  la 
ley  con  toda  exactitud,  por  mas  dura  y rigurosa 
que  parezca:  Qnod  qnidem  perquam  dnrum  est: 
sed  ita  lex  scripta  est.  V.  Arbitrio  de  juez  en  la 
parte  que  trata  de  la  Analogía. 

11.  En  materia  favorable  deben  tomárselas 
palabras  de  la  ley  según  su  mas  ámplia  y exten- 
sa significación : Favores  cour-cuit  ampliar?,;  15, 
de  reg.  jur.  in  6 ; con  tal  empero  que  otra  cosa 
no  se  exprese  ó aparezca  de  las  palabras  de  la 
l(*f  ó de  otra  disposición,  ó que  no  quede  por 
eso  eludida  y sin  efecto  la  ley  misma,  como  ad- 
vierte el  derecho  canónico  in  cap.  Si  senlenlia,  16, 
et  cap.  Si  civitas,  17,  de  sent.  excommun.  in  6. 

Los  privilegios  que  son  contra  el  derecho  co- 
mún ó ceden  en  detrimento  de  tercero , se  deben 
interpretar  estrechamente  limitándose  á lo  mí- 
nimo posible,  porque  todo  lo  odioso  ha  de  res- 
tringirse ; mas  los  que  no  son  contra  derecho 
sino  fuera  de  él  ni  ceden  en  perjuicio  de  otro, 
se  deben  interpretar  latamente,  por  ser  meras 
gracias  ó beneficios  que  parece  mas  natural  ex- 
tender que  reducir:  leyes  27  y siguientes,  tít.  18, 
Part.  3.a,  y regla  28,  tít.  34,  Part.  7.a 

12.  La  ley  que  concede  ó permite  lo  que  es 
mas,  se  entiende  que  permite  ó concede  lo  que  es 
menos;  y por  el  contrario,  la  ley  que  prohibe  lo 
que  es  menos,  se  entiende  que  prohibe  loque 
es  mas:  Non  debel,  cid  plus  licet  id  qnod  minus 
est  non  Kcere:  In  en  qnod  plus  sil,  semper  inest  et 
minus;  reglas  21  y 110,  tít.  17,  lib.  50,  D.  Asi  es, 
que  quien  por  la  ley  puede  donar,  puede  tam- 
bién vender;  y al  contrario,  quien  no  puede 
vender,  mucho  menos  podrá  donar:  regí.  163  y 
165,  tlt.  17,  lib.  50,  D. 

13.  Cuando  la  ley  se  muestra  indulgente  por 
lo  pasado,  se  entieude  que  prohibe  para  lo  fu- 
turo: Cum  lex  in  pratleri tum  quid  iudulget,  inju- 
tvruni  retal:  ley  22,  tít.  3.a,  lib.  l.°,  D. 

INTERPRETACION  DE  LAS  DEMANDAS  Y CONTESTA- 
CIONES. Todo  pedimento  debe  estar  extendido 
con  claridad  y sencillez , de  modo  que  así  el  juez 
como  la  otra  parte  puedan  penetrar  su  verdade- 
ro sentido.  Si  las  palabras  con  que  está  concebi- 
da alguna  demanda,  produjeren  alguna  duda 
por  razón  de  su  obscuridad,  ambigüedad  ó con- 
fusión , deben  entenderse  precisamente  como  el 
demandante  las  entiende  y no  de  otra  manera, 
ley  4.a,  tít.  33,  Part.  7.a;  y así  el  juez,  ó bien  de 
oficio,  ó bien  á petición  del  mismo  demandante, 
podrá  devolverle  antes  de  la  contestación  la  de- 
manda en  que  hubiere  alguno  de  estos  defectos, 


para  que  la  aclare  y fíje  el  sentido  que  quiere 
darle.  Después  de  la  contestación,  no  puede  ya 
el  juez  desechar  de  oficio  la  demanda;  pero  á 
solicitud  del  demandado,  debe  apremiar  ai  de- 
mandante á que  baga  su  aclaración;  y del  mis- 
mo modo,  á solicitud  del  demandante,  debe 
apremiar  al  demandado  á que  fije  el  sentido  del 
contexto  de  la  contestación  que  hubiere  dado. 
Habiendo  dudas  en  el  discurso  del  pleito  sobre 
las  preguntas  que  hiciere  alguna  de  las  partes 
ó las  respuestas  que  diere  la  otra,  debe  compe- 
ler ó apremiar  el  juez  á que  se  hagan  aquellas 
ó se  den  estas  con  la  competente  claridad;  y no 
haciéndolo  así  el  apremiado,  se  habrá  de  dar  á 
sus  palabras  obscuras  el  sentido  que  le  perjudi- 
que á él  y favorezca  á su  adversario:  d.  ley  3.% 
tít.  33,  Part.  7.’,  y Gregorio  López  en  sus  glosa*s. 
V.  Excepción  é Interrogatorio. 

Según  los  arts.  41  y 42  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento de  24  de  Julio  de  1830  sobre  los  negocios 
y causas  de  comercio,  las  demandas  y demás  es- 
critos ó alegaciones  deben  extenderse  con  la 
claridad  posible,  excusándose  redundancias  y 
repeticiones,  y fijándose  las  pretensiones  en 
términos  positivos  y precisos;  de  suerte  que  los 
tribunales  podrán  desechar  de  oficio  las  accio- 
nes que  se  propongan  indeterminada  ó confusa- 
mente, previniendo  á las  partes  que  las  aclaren 
y especifiquen  conforme  á derecho;  yen  defecto 
de  hacerlo,  quedará  á salvo  su  derecho  á la  par- 
te á quien  pare  perjuicio  la  accibn  entablada 
defectuosamente,  para  oponerse  al  progreso  de 
ella  hasta  que  se  proponga  según  corresponde. 

* Véase  el  artículo  de  esta  obra  Demanda.  * 

INTERPRETACION  DELAS  SENTENCIAS.  Guando  en 
la  sentencia  interlocutoria  hubiere  palabras  obs- 
curas ó ambiguas,  puede  el  juez  que  la  dió,  de-  '■ 
clararlas  ó variarlas  en  cualquier  estado  del 
pleito  antes  de  la  sentencia  definitiva;  porque  si 
puede  revocar  ó enmendar  ia  misma  sentencia 
interlocutoria,  como  dice  la  ley  2.a,  tít.  22,  Parti- 
da 3.',  con  mucha  razón  mas  podrá  corregir,  mu- 
dar ó interpretar  las  palabras  dudosas,  siendo  así 
que  quien  puede  lo  mas,  puede  también  lo  me- 
nos. En  la  sentencia  definitiva,  aunque  por  re- 
gla general  no  puede  ei  juez  que  la  dió,  revo- 
carla, ni  enmendarla  después  de  haberla  dado, 
puede  sin  embargo,  mudar  las  palabras  dudosas 
ú obscuras  y poner  otras  mas  apuestas,  con  tal 
que  no  cambie  la  fuerza  ni  el  sentido  de  la  sen- 
tencia dada:  con  la  diferencia  de  que  el  juez  or- 
dinario (esto  es,  el  que  tiene  mero  imperio  , se- 
gún advierte  Gregorio  López)  puede  usar  de  esta 
facultad  en  todo  tiempo , y el  inferior  (esto  es, 
el  delegado  ó el  que  no  tiene  mero  imperio)  so  - 
lamente  en  el  di  a de  la  pronunciación  de  la 
sentencia:  ley  3.a,  tít.  22,  ley  15,  tít.  23,  Part.  3.a, 
y ley  3.  , tít.  33,  Part.  7."  Aunque  esta  última  ley 


dice,  que  el  mismo  juez  ordinario  puede  cuando 
quisiere  declarar  las  palabras  dudosas  de  la  sen- 
tencia que  dió,  y Gregorio  López  añade  en  su 
glosa , que  puede  hacerlo  durante  su  oficio,  con 
citación  de  las  partes  y conocimiento  de  causa, 
sienta  no  obstante  Febrero  Novísimo  en  el  nú- 
mero 21,  cap.  15,  tít.  2.”,  lib.  3.",  que  según  la 
práctica  debe  pedirse  la  declaración  por  alguno 
de  los  litigantes  antes  que  espire  el  término  de 
apelar  y se  introduzca  la  apelación,  para  que 
este  no  empiece  á correr  sino  desde  que  se  haga 
saber  la  declaración  de  las  dudas.  Siu  embargo, 
como  puede  suceder  que  las  dudas  no  se  ofrez- 
can á los  interesados  sino  al  tiempo  de  la  eje- 
cución de  la  sentencia,  entendiéndola  entonces 
cada  uno  de  modo  diferente,  no  puede  negárse- 
les la  facultad  que  les  supone  la  citada  ley  15, 
tít.  23,  Part.  3.a,  de  acudir  al  juez  para  que  acla- 
re y fije  el  sentido  que  quiso  dar  á sus  palabras, 
y de  apelar  al  superior  la  parte  qne  se  sintiere 
agraviada  sobre  la  interpretación  que  el  inferior 
hubiere  dado. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  sobre  los  negocios 
y causas  de  comercio  , después  de  establecer  eu 
su  art.  90,  que  firmada  ya  la  sentencia  no  puede 
el  tribunal  hacer  alteración  alguna  en  ella,  y 
que  se  habrá  de  publicar,  según  se  hallare  re- 
dactada, bajo  pena  de  nulidad  de  lo  que  se  haya 
sustituido  á lo  redactado  y firmado  , que  se  ten- 
drá por  valedero  , salvo  el  recurso  que  competa 
á las  partes  según  la  calidad  que  tenga  la  sen- 
tencia, añade  á continuación,  que  si  esta  con- 
tuviere algún  concepto  obscuro,  ó se  hubiere 
omitido  la  decisión  de  algún  punto  controverti- 
do en  el  proceso,  podrá  el  tribunal  explicarla  y 
ampliarla  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes á la  publicación  y no  después.  Véase 
Sentencia. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  ha  sido 
derogada  en  general  por  el  decreto  de  6 de  Di- 
ciembre de  1868  sobre  unificación  de  fueros,  de- 
biendo observarse  en  los  pleitos  de  comercio  los 
procedimientos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, excepto  los  relativos  á quiebra»?  y al  procedi- 
miento de  apremio,  á que  continuarán  arreglán- 
dose según  lo  prescrito  en  el  lib.  4.°  del  Código 
de  comercio,  y en  los  títs.  5.°  y 8.°  de  la  ley 
mercantil. 

La  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  en  su  ar- 
tículo 77,  que  ni  los  jueces  ni  los  tribunales  po- 
drán variar  ni  modificar  la  sentencia  una  vez 
pronunciada,  pero  sí  aclarar  algún  concepto  os- 
curo ó suplir  cualquiera  omisión  que  hubiere 
sobre  punto  discutido  en  el  litigio.  Esto  solo  po- 
drán hacerlo  á instancia  de  alguno  de  los  liti- 
gantes que  lo  haya  solicitado  dentro  del  dia  si- 
guiente al  de  la  notificación  de  la  sentencia. 
V.  Sentencia.  * 
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INTERPRETACION  DE  LAS  CONVENCIONES  Ó CONTRA- 
TOS. Las  dadas  que  ocurrieren  en  la  inteligen- 
cia de  las  cláusulas  (le  los  contratos . deben  re-  ' 
solverse  conforme  k las  siguientes  reglas  de  in-  ' 
terpretacion. 

1. a  En  todo  contrato  debe  atenderse  mas  á la 
intención  común  de  las  partes,  que  al  sentido 
literal  de  las  palabras:  arts.  247  y 248  del  Código 
de  comercio.  Así  es  que  si  yo  te  alquilo  una  ha- 
bitación en  mi  casa  por  mil  reales , y al  año  si- 
guiente renuevo  el  alquiler  diciendo  que  te  doy, 
mi  casa  por  el  misino  precio  que  en  el  año  ante-  : 
rior,  no  se  entenderá  que  te  arriendo  toda  la 
casa,  pues  es  evidente  mi  intención  de  no  ar- 
rendarte sino  la  habitación  que  ocupabas  antes: 
In  conventionibus  contra/ientium  voluntas  potius 
quam  verba  speclari  placuil:  ley  219,  tít,  1(5,  li- 
bro 50,  Dlg. 

La  intención  de'  las  partes  puede  conocerse, 
tomando  en  consideración  la  naturaleza  del  ne-  j 
g'ocio , las  circunstancias  en  que  se  hizo  el 
contrato,  los  motivos  que  razonablemente  po- 
dían haber  influido  en  su  celebración  según  las 
circunstancias,  los  hechos  de  las  mismas  par- 
tes subsiguientes  al  contrato  que  tengan  rela- 
ción con  lo  que  se  disputa,  lo  que  parece  mas 
verosímil,  según  la  costumbre  de  los  contra- 
yentes y de  la  tierra , y las  palabras  y senti- 
do que  les  da  el  que  hablaba  en  la  cláusula  du- 
dosa: Quod  f actum  est,  cum  in  obscuro  sit , e.v  • 
affeclione  cujusqué  capil  inlerprelationem ; ley  168, 
tít.  17,  lib.  50,  D.:  Til  ambignis  oralionibus  máxi- 
me smtóntia  spectanda  ejus  qui  cas  prolulisset; 
ley  98,  ibidr.  In  obscuris  iuspici  solet  quod  verisi- 
milius  est,  aut  quod  plerumque  ficri  solel:  ley  114, 
ibid.  Véanse  los  arts.  248  y 249  del  Código  de 
comercio  en  la  palabra  Contrato  mercantil. 

2. a  Cuando  una  cláusula  presenta  dos  senti- 
dos, uno  adaptable  y otro  contrario  á su  valida- 
ción, debe  declararse  según  el  sentido  que  pue- 
de darle  efecto;  pues  no  es  de  presumir  que  dos 
personas  dotadas  de  razón  hayan  querido  esti- 
pular cosas  inútiles:  ley  2.a,  tít.  33,  Part.  7.a  Si 
en  una  partición,  por  ejemplo,  se  han  convenido 
Pedro  y Pablo  en  que  este  podrá  pasar  por  la  he- 
redad que  le  ha  tocado,  deberá  entenderse  la  he- 
redad de  Pedro,  porque  de  otro  modo  no  tendría 
la  cláusula  un  buen  sentido  ni  produciría  efecto 
alguno:  Quoties  in  slipuiatiouibus  ambigua  oraiio 
est,  commodissimum  est  id  acópi  qvo  res  de  qua 
agitar  in  tuto  sit  (ley  80,  tít.  l.°,  lib.  45,  D.);  Ac- 
tas intelligendi  sunt  potius  %t  valeant,  quam  ut  j 
pereaul : ley  12,  tít.  5.°,  lib.  34,  D.  Sin  embargo,  i 
si  la  cláusula , para  surtir  algún  efecto,  se  hu-  ; 
hiera  de  entender  en  un  sentido  contrario  á la 
ley  ó á las  buenas  costumbres,  ó á la  intención 
manifiesta  de  los  contrayentes  ó de  alguno  de 
ellos,  debería  desecharse  y tenerse  por  no  puesta. 
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3. a  Surtiendo  efecto  la  cláusula  dudosa,  tanto 
en  el  sentido  que  le  da  ia  una  de  las  partes, 
como  en  el  que  le  da  la  otra , debe  preferirse  el 
sentido  que  mas  se  acercare  á ia  verdad  y á la 
justicia;  y así,  en  la  venta  de  una  cosa  por  1,000 
reales  sin  haberse  expresado  ni  poderse  averi- 
guar si  estos  habían  de  ser  de  vellón  ó de  plata, 
ha  de  atenderse  al  precio  que  mas  se  aproxime 
al  verdadero  valor  de  la  cosa  vendida ; no  pu- 
dieiido  todavía  descubrirse  de  este  modo  la  ver- 
dad , deben  interpretarse  las  palabras  oscuras 
contra  el  que  las  puso  ó usó,  y en  favor  de  la  otra 
parte:  ley  2.a,  tít.  33,  Part.  7.a  In  obscuris  iuspici 
sohl  quod  verisimilius  est:  regla  114,  tít.  17,  libro 
50,  D.  Obscura  vel  ambigua  pac  tío  einocel,  in  cu- 
jus  fmt  polestate  legem  apertius  conscribere : ley 
39,  tít.  14,  lib.  2.°,  y ley  21,  tít.  l.%  lib.  18,  1)., 
eou  las  notas  de  Gotofredo. 

4. a  Los  términos  susceptibles  de  dos  sentidos 
deben  tomarse  eu  el  que  mas  conviene  á la  na- 
turaleza ó á la  materia  del  contrato.  Si  te  alquilo 
mi  casa  por  nueve  años  mediante  el  precio  de 
1,000  rs.,  no  se  entiende  que  hemos  estipulado 
1,000  rs.  una  vez  pagados,  sino  1,000  rs.  en  cada 
un  año,  por  ser  propio  del  contrato  de  alqui- 
ler que  el  precio  consista  en  una  suma  anual: 
Quoties  ídem  servio  duas  senlentms  exprimid,  ca 
potissirnmi  acdpienda  quos  rei  gerend/z  aplior  est: 
ley  67,  tít.  17,  lib . 50,  D. 

5. a  En  caso  de  duda  por  oscuridad  ó ambi- 
güedad, cuando  no  aparece  la  voluntad  de  las 
partes,  debe  estarse  á la  práctica  observada  en 
el  país  en  los  casos  'de  igual  naturaleza:  art.  249 
del  Código  de  comercio.  Si  yo  lie  cometido  á un 
labrador  el  encargo  de  cultivar  mi  viña,  sin  es- 
tipular el  número  de  labores,  se  supone  que 
debe  dar  todas  las  cavas  que  se  acostumbran  en 
el  pais:  Si  non  appareal  quid  actum  est,  erit  con- 
sequens  utid  sequamur  quod  in  ea  región e in  qua 
actum  est  frequenialur : iey  34,  tít.  17,  libro 
50  , D.  No  habiendo  en  el  lugar  del  contrato 
uso  ni  práctica  que  sea  capaz  de  quitar  la  duda 
ó incertidumbre,  sea  por  no  haber  absolutamen- 
te uso  alguno  sobre  el  asunto,  sea  por  haber 
usos  contrarios  ó diversos  que  el  tiempo  todavía 
no  ha  fijado,  habrá  de  seguirse  entonces  ei  par- 
tido mas  favorable  ai  obligado,  rebajándole  á lo 
mínimo  la  obLigacion  ó deuda:  Qmd  ergo,  si  ñeque 
regionis  mos  appareal , guia  varias  fuü  't  ad  id, 
quod  mínimum  est,  redig enda  sv/mma  est:  dicha 
iey  34. 

6. a  Deben  suplirse  en  los  contratos  las  clau- 
sulas que  son  de  estilo  ó de  necesidad,  aunque 
no  se  hayan  expresado;  porque  los  contratos  no 
solamente  obligan  á lo  que  en  ellos  se  expresa, 
sino  también  á todas  las  consecuencias  que  se- 
gún su  naturaleza  les  da  la  equidad  , el  uso  ó la 
ley:  art.  250  del  Código  de  comercio.  En  un  ar- 
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riendo,  por  ejemplo,  se  supone  la  clausula  de 
que  el  precio  lia  de  pagarse  á los  plazos  que  son 
de  costumbre,  aunque  nada  se  haya  estipulado 
q0bre  este  punto  * In  contrae tibi¿s  tricota  veniwit 
ca  r/uce  sunt  morís  el  consuet-udinis.  En  una  venta 
se  supone  la  cláusula  de  la  responsabilidad  del 
vendedor  á la  eviccion,  aunque  no  se  haya  pues- 
to en  la  escritura. 

7. a  Todas  las  cláusulas  del  contrato  se  inter- 
pretan las  unas  por  las  otras,  dando  á cada  una 
de  ellas  el  sentido  que  resulta  de  la  totalidad  de 
la  escritura:  art.  249  del  Código  de  comercio.  Asi 
es,  que  si  en  un  contrato  de  venta  dice  el  vende- 
dor en  una  cláusula  que  la  cosa  está  exenta  de 
toda  carga,  y luego  añade  en  otra  que  no  res- 
ponde sino  de  sus  propios  hechos,  la  primera 
cláusula  deberá  explicarse  por  la  segunda,  su- 
poniendo que  el  vendedor  no  ha  declarado  la 
cosa  libre  y exenta  sino  de  cargas  consentidas 
por  él  mismo , mas  no  de  las  que  aparecieren 
impuestas  ó consentidas  por  otros  poseedores: 
ley  126,  tít.  16 , lib.  50,  D. 

8. *  Si  la  duda  no  puede  resolverse  por  los 
medios  indicados,  debe  decidirse  contra  el  esti- 
pulante y en  favor  del  deudor,  porque  se  supone 
que  el  que  se  obliga  no  ha  querido  contraer  sino 
el  empeño  menos  riguroso  (art.  252  del  Código 
de  comercio):  AmUgvÁtas contra stipulalorem  est; 
In  slipulalionibus  c%m  qnccritur  quid  actmi  sil, 
verba  contra  stipulalorem  interpretandii  sunt:  ley 
38,  pár.  18,  tít.  1.°,  lib.  45,  D.  Esta  regla  es  apli- 
cable mas  particularmente  á los  contratos  uni- 
laterales y á los  lucrativos  ó'  de  beneficencia,  y 
está  sujeta  á excepción  cuando  alguna  de  las 
partes  podia  y debía  haberse  explicado  mas  cla- 
ramente sobre  la  obligación  que  entendía  con- 
traer. Así  es,  que  en  las  ventas  y en  los  arrenda- 
mientos, todo  pacto  oscuro  ó ambiguo  se  inter- 
preta contra  el  vendedor  ó el  arrendador,  ya 
porque  el  comprador  ó el  arrendatario  que  debe 
el  precio  se  considera  como  deudor  principal,  ya 
porque  el  vendedor  ó el  arrendador  debía  haber- 
se explicado  con  mas  claridad : ley  39,  tít.  14, 
lib.  2.°,  D.  Sin  embargo,  si  como  observa  juicio- 
samente Gotofredo  en  Sus  notas  sobre  la  ley  21, 
tít.  1.a,  lib.  18,  D.,  que  habia  sobre  el  mismo 
asunto,  la  oscuridad  ó ambigüedad  se  encontra- 
se en  una  cláusula  relativa  á las  oblig-aciones 
que  el  comprador  6 el  arrendatario  contraía,  la 
interpretación  se  haría  entonces  contra  él  , pre- 
cisamente en  virtud  del  mismo  principio:  qnia 
potuit  apertius  legem  dicere.  Esta  explicación  es 
muy  conforme  á la  ley  2.*,  tít.  33,  Part.  7.a,  la 
cual  sienta  en  su  fin  el  principio  general  de  que 
«se  debe  interpretar  la  dubda  contra  aquel  que 
dijo  ia  palabra  ó el  pleito  escaramente , á daño 
de  él  et  á pro  de  la  otra  parte.» 

9.  Por  muy  generales  que  sean  los  términos  ¡ 


en  que  se  baila  concebida  la  convención,  jamás 
podrá  comprender  otras  cosas  que  aquellas  en 
que  pensaron  y sobre  que  se  propusieron  con- 
traer los  otorgantes.  Si  yo  transijo,  v.  gr.,  sobre 
todos  los  derechos  que  podia  ejercer  contra  tí, 
no  deberá  extenderse  esta  estipulación  á un  de- 
recho que  me  viene  por  herencia  de  una  perso- 
na cuya  muerte  ignoraba;  porque  no  fué  mi  in- 
tención renunciar  todos  los  derechos  que  en 
cualquier  tiempo  y por  cualquiera  título  me  com- 
pitiesen contra  tí,  sino  solo  aquellos  que  me 
eran  conocidos  y tenían  relación  con  nuestras 
diferencias:  luiquum  esl  pervmi  pacto  id  de  quo 
cogita  tura  non  docetur : ley  9.a.  tit.  15,  lib.  2.°,  D. 
V.  Transacción. 

10.  Cuando  en  un  contrato  se  expresa  un  caso 
particular  para  evitar  toda  duda  sobre  el  mismo 
caso,  no  por  eso  se  entiende  restringida  la  ex- 
tensión que  las  leyes  conceden  á la  obligación 
de  que  se  trata  con  respecto  á los  casos  no  ex- 
presados : Q,ua  dubitationis  tollendm  causa  in  con- 
tractibus  insenmtur,  jus  commime  non  Icedunl: 
ley  81,  tít.  17,  lib.  50,  D.  Si  en  un  contrato  ma- 
trimonial, por  ejemplo,  se  dice  simplemente 
que  entrarán  en  la  sociedad  conyugal  todos  los 
bienes  que  cualquiera  de  los  cónyuges  adquiera 
por  título  oneroso,  no  por  eso  quedarán  exclui- 
dos de  dicha  sociedad  los  productos  de  los  bie- 
nes que  ambos  llevasen  al  matrimonio  , ni  los  de 
la  industria  ó profesión  que  cualquiera  de  ellos 
ejerciese,  etc.  Aque.lla  cláusula  se  supone  ha- 
berse insertado  para  explicación  de  la  voluntad 
de  los  otorgantes,  quienes  tal  vez  por  su  igno- 
rancia del  derecho  tenían  alguna  duda  sobre  si 
los  expresados  bienes  pertenecerían  á la  socie- 
dad conyugal  por  solo  el  efecto  de  la  ley.  El  ada- 
gio inclusio  unius  esl  allerius  exclusio  no  puede 
aplicarse  á este  caso. 

11.  Ruando  no  se  puede  hacer  interpretación 
alguna  sin  tropezar  siempre  en  algún  mal,  daño 
ó perjuicio,  debe  entonces  adoptarse  lo  que  sea 
menos  injusto  , por  la  regla  general  de  que  entre 
dos  males  ha  de  elegirse  el  menor:  Quotiés  nilvil 
sine  captione  investigar  i polest;  eligendumesl  quod 
mínimum  habeal  iniquitatis : regla  200,  tít.  17, 
lib.  50,  D.:  Semper  in  obscuris  quod  mínimum  est 
seqiiimur:  regla  9.a  id. 

12.  Cuando  en  una  contienda  sobre  la  inteli- 
gencia ó las  consecuencias  de  un  contrato , una 
de  las  partes  reclama  lo  suyo  ó trata  de  evitar  su 
daño,  y la  otra  no  aspira  sino  á obtener  alguna 
ganancia,  debe  favorecerse  en  caso  de  duda  mas 
bien  á la  primera  que  á la  segunda:  In  re  obscu- 
ra melius  est  favere  repetitioui,  quan  adventitio 
lucro : regla  41,  tít.  17,  lib.  50,  D. 

13.  En  todo  negocio  importa  mucho  distin- 
guir entre  la  declaración  de  la  obligación  y la 
de  la  liberación.  Si  se  trata  de  una  obligación, 
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debemos  estar,  en  caso  de  duda,  mas  inclinados 
á negarla  que  á afirmarla;  y si  por  el  contrario 
se  trata  de  una  liberación,  debemos  en  la  incer- 
tidumbre ser  más  fáciles  para  afirmarla  que 
para  negarla:  Multnm  interesl , queras,  utnm 
aliquis  obh'gelur,  an  aliquis  liberelurt  Ubi  de  obli- 
gando quceritur  propensiones  esse  debe-mus , si  ha- 
beamus  ocasionem , ad  negandum:  ubi  de  liberando , 
ex  diverso  ut  facilior  sis  ad  Kbemtionem : ley  47, 
tít.  7.°,  lib.  44.  I). 

INTERPRETACION  DE  LOS  TESTAMENTOS.  Las  re-  i 

glas  establecidas  para  la  interpretación  de  las 
leyes  y de  las  convenciones  en  general  pueden 
servir  también  para  la  interpretación  de  las  cláu- 
sulas obscuras  de  las  disposiciones  testamenta- 
rias. Hay,  sin  embargo,  muchas  reglas  de  dere- 
cho que  mas  especialmente  pueden  aplicarse  á 
estos  últimos  actos  que  á las  convenciones,  por- 
que siendo  los  testamentos  obra  de  una  sola  per- 
sona, solo  se  trata  de  investigar  cuál  ha  podido 
ser  sn  voluntad,  de  penetrarse  bien  de  ella  y de 
ejecutarla,  mientras  que  en  los  contratos  es  ne- 
cesario atender  generalmente  á la  voluntad  pro- 
bable de  la  una  y de  la  otra  parte,  pues  que  son 
obra  de  ambas.  Aproximaremos,  pues,  las  reglas 
mas  importantes  de  una  y otra  especie,  é indi- 
caremos las  que  deben  seg’uirse  con  preferencia 
en  los  testamentos. 

Regla  1.‘  Si  en  los  contratos  mismos,  no  tanto 
debemos  atenernos  al  sentido  literal  de  las  pala- 
bras como  á la  intención  común  de  las  partes, 
con  mucha  mas  razón  en  los  testamentos  habre- 
mos de  atender  mas  particularmente  á la  volun- 
tad del  difunto  que  al  sentido  literal  de  los  tér- 
minos que  ha  empleado , pues  los  testamentos 
sacan  toda  su  fuerza  de  sola  la  voluntad  del  tes- 
tador: Tu  conditionibus  testamentorum , volünta- 
tempolius  quam  verba  consideran  oportet:  ley  101, 
tít.  l.°,  lib.  35,  Dig.  Es  necesario  sobre  todo  to- 
mar las  expresiones  dudosas  del  testador  en  el 
sentido  que  probablemente  ha  querido  darles, 
según  sn  educación  y sus  costumbres,  pues  que 
muchos  suelen  explicarse  de  un  modo  abusivo, 
y no  siempre  se  sirven  de  los  vocablos  y nombres 
propios  de  las  personas  y de  las  cosas:  Nmienim 
in  causa  leslamentonm,  ad  :erborum  defimtionem 
ubique  descendendum  est,  cum  ptenmque  abusivo 
loquanlur,  nec  propriis  nominibus  ac  vocabulis 
sernper  nta-nlur : ley  69.  pár.  1.",  lib.  32,  I).  De 
legalis  3.°  Esta  regla,  sin  embargo,  no  hade 
aplicarse  sino  con  prudencia;  porque  general- 
mente las  palabras  se  emplean  en  su  signifi- 
cación habitual,  y por  eso  dice  con  razón  la 
ley  5.a,  tít.  33,  Part.  7.a,  en  consonancia  con  el 
principio  de  dicha  ley  romana,  que  las  palabras 
del  testador  deben  entenderse  llanamente  co- 
mo suenan  , á no  ser  que  aparezca  de  cierto 
que  su  voluntad  era  otra.  Véanse  tas  reglas  2.a  j 


y 3.*  de  la  Interpretación  doctrinal  de  las  leyes 

2. *  Mas  siendo  ambiguo  el  sentido  de  una 
cláusula,  se  ha  de  interpretar  generalmente  á 
favor  de  la  validez  de  la  disposición  testamenta- 
ria: Quum  in  testamento  ambique' aut  etiam  perpe- 
ram  scriptum  est,  benigno  interpretan,  et  secun- 
dara id  quod  crediUle  est  cogitulum,  credenium 
est  ley  24.  tít.  5.°,  lib.  34,  D. 

3. "  En  los  contratos  se  interpreta  lo  ambiguo, 
según  el  uso  común  y práctica  observada  en  el 
pais;  pero  en  los  testamentos  se  hace  la  interpre- 
tación, según  la  costumbre  y modo  conocido  que 
tenia  el  testador  de  expresarse  y entender  las 
cosas:  ley  5.’,  tít.  33,  Part.  7.‘ 

4. a  En  las  convenciones,  la  cláusula  que  pre- 
senta dos  sentidos  ha  de  entenderse  mas  bien  en 
el  que  le  da  algún  efecto  que  no  en  el  que  no 
leda  ninguno:  ley  109,  lib.  30,  D,  de  legat-is. 
l.°  ¡Sin  embargo,  si  el  sentido  atribuido  á la  cláu- 
sula fuese  contrario  á las  leyes  ú ofendiese  á las 
buenas  costumbres  ó hiciese  la  cosa  imposible, 
habría  de  desecharse:  ley  5.",  tít.  33,  Part.  7.a 
Véase  ¡a  regla  2.a  de  la  Interpretación  de  las 
convenciones. 

5. a  Todas  las  cláusulas  de  un  contrato  se  in- 
terpretan las  unas  por  las  otras,  dando  á cada 
una  de  ellas  el  sentido  que  resulta  de  toda  la  es- 
critura; y del  mismo  modo  en  los  testamentos 
será  preciso  interpretar  y explicar  unas  por 
otras  todas  las  disposiciones  hechas  en  beneficio 
de  una  misma  persona,  si  el  sentido  de  algunas 
de  ellas  ofreciere  alguna  obscuridad,  ambigüe- 
dad 6 duda:  Una  pars  ks lamen  ti  per  alian  decía - 
ralur-,  ley  50,  pár.  últ.,  lib.  30,  D.  de  legatis,  1." 

6. a  Mas  cuando  dos  cláusulas  de  un  mismo 
testamento  se  combaten  y contradicen  mutua- 
mente , ambas  se  neutralizan  y quedan  sin  efec- 
to: Ubi  pugnan tia  ínter  se  in  testamento  juberen- 
tur,  neutrum  ratirn  est-.  ley  188,  tít.  17,  lib.  50, 
D.  Esta  regla,  sin  embargo,  solo  debe  entender- 
se del  caso  en  que  el  testador  claramente  quiere 
que  surtan  sn  efecto  las  disposiciones;  pues  en 
caso  contrario,  ha  de  seguirse  y ejecutarse  la 
última  cláusula,  como  que  por  ella  queda  abro  - 
gada la  primera:  Ciad  et  aperti  juris  est,  injídei- 
commissis  posteriores  volúntales  esse  fir rniores , 
ley  19,  Cód.  de  fideicoramr.  In  legalis  no  vis  sima 
scriplur/e  valen!,  ley  12,  pár.  3.",  lib.  30,  D.  de 
legáis,  1."  Y con  mayor  razón,  cuando  las  dos 
disposiciones  contradictorias  se  hallaren  en  tes- 
tamentos diversos  habremos  de  atenernos  á la 
última,  pues  que  revoca  la  primera. 

7. a  En  las  convenciones,  las  cláusulas  dudo- 
sas se  interpretan  en  favor  del  deudor:  y lo  mis- 
mo sucede  en  los  testamentos  con  respecto  alus 
cláusulas  absolutamente  dudosas  ¿obscuras  que 
no  dejen  descubrir  la  intención  del  testador, 
pues  entonces  (a  diferencia  del  caso  en  que  á 
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petsar  de  la  duda  ó ambigüedad  se  pueda  entre- 
ver todavía  la  intención  probable  de  este  con  el 
auxilio  de  la  interpretación)  será  necesario  de- 
cidir en  favor  del  que  se  hallare  obligado  á eje- 
cutar la  disposición  testamentaria:  ley  27,  tí 
tulo  5.°,  lib.  34,.  I).,  y leyes  9.a  y 28,  tít.  9.°,  Par-  : 
tida  6." 

8;’  En  caso  de  duda  sobre  la  cantidad  de  las  , 
cosas  prometidas , se  sigue  siempre  en  materia 
de  convención  el  partido  mas  favorable  al  deu- 
dor,  semper  in  obscwris  quod  mínimum  est  seqni - 
viur ; y el  mismo  principio  debe  regir  igualmen- 
te en  los  legados,  de  modo  que  la  interpretación 
ha.de  hacerse,  generalmente  hablando,  en  fa- 
vor del  que  debe  satisfacerlos:  ley  1.a,  tít.  33, 
Part.  7.' 

9. ’  Esta  regla  de  que  la  duda  sobre  la  canti-  ' 
dad  ó cosa  legada  se  debe  decidir  del  mismo 
modo  que  la  duda  sobre  lo  prometido  en  los  con- 
tratos , en  favor  del  deudor  del  legado,  parece 
opuesta  á la  otra  regla  del  derecho  romano  que 
quiere  mas  bien  la  extensión  que  la  restricción 
de  la  voluntad  de  los  testadores:  Tu  testómentis 
plcnins  voluntóles  testantiim  interpretmdee  sunt : 
ley  12,  tít.  17,  lib.  50,  D.  Pero  se  conciban  fá- 
cilmente estas  dos  reglas  aplicando  la  última  á 
los  casos  en  que  la  cláusula  obscura  ó ambigua 
es  la  misma  disposición  testamentaria;  mien- 
tras que  cuando  la  duda  recae  solamente  sobre 
la  suma  ó cantidad  de  las  cosas  legadas,  ó en 
una  palabra,  sobre  el  objeto  del  legado,  se  si- 
gue la  interpretación  mas  favorable  al  heredero, 
que  es  el  deudor. 

10.  La  interpretación  de  una  cláusula  obscu-  * 
ra  se  hace  mas  fácilmente  en  favor  del  legata- 
rio, cuando  este  había  hecho  buenos  servicios 
al  testador  ó le  estaba  unido  con  los  vínculos  del 
parentesco,  aunque  el  deudor  del  legado  tuvie- 
se iguales  relaciones  con  el  difunto:  Quod  fac- 
tum  est,  cum  in  obscuro  sü,  ex  ajectione  enjunque 
capit  interprelalionem:  ley  168,  tít.  17,  lib.  50,  D, 

11.  Sise  deja  un  legado  á una  persona,  y 
habiendo  dos  ó mas  personas  del  mismo  nom- 
bre, como  por  ejemplo,  dos  hermanos  ó dos  pri- 
mos hermanos  ú otros,  no  pudiere  averiguarse 
de  modo  alguno  el  verdadero  legatario,  será 
nulo  el  legado,  como  hecho  á persona  incierta: 
ley  9/,  tít.  9.',  Part.  6.a  En  semejante  hipótesis 
no  podria  partirse  la  cosa  legada  [entre  las  Mos 
personas ; porque  el  difunto  no  quiso  darla  á 
una  de  ellas,  y porque  siendo  necesario  para  la 
partición  que  ambas  tuviesen  derecho,  ninguna 
precisamente  puede  justificar  que  lo  tiene.  Pero 
muy  raro  debe  de  ser  el  caso  en  que  tío  se  des- 
vanezca la  incertidumbre  por  las  circunstancias, 
pues  siempre  ó casi  siempre  se  podrá  venir  en 
conocimiento  de  cuál  es  la  persona  á quien  ha 
querido  favorecer  el  testador , ya  por  í’azon  del 


i mavor  ó menor  grado  de  parentesco  de  consan- 
guinidad ó afinidad  , ya  por  la  amistad  que  me- 
diase entre  ellos,  ya  por  las  relaciones  de  socie- 
dad ó compañía,  ya  en  fin  por  -servicios  que  le 
hubiese  prestado. 

12.  El  error  en  el  nombre  ó apellido  del  le- 
gatario, no  vicia  el  legado,  con  tal  que  por  otras 
señales  conste  cuál  es  la  persona  á quien  se  ha 
querido  agraciar:  Si  qtm  in  nomine  vel  cognomi- 
ne  legalarü  testador  erraveril,  si  de  persona  mis- 
tal,  ni Mlonduus  valel  legatnm:  párrafo.  Si  qnis , 
Inst.  de  legal.  J-o  mismo  debe  decirse  del  error 
en  el  nombre  ó apellido  del  heredero.  Véase  He- 
redero extraño , núms.  3.n  y 5.° 

13.  Si  el  testador  legare  á uno  todos  sus  pa- 
peles, no  se  comprenden  los  libros,  salvo  siendo 
el  testador  letrado  y el  legatario  estudiante  ó 
amigo  de  aprender,  y no  teniendo  aquel  mas 
papeles  que  los  libros.  Si  mandare  generalmen- 
te sus  aves , las  habrá  todas  el  legatario , sean 
domésticas  ó de  caza,  con  sus  jaulas  , lonjas  ó 
correas  y prisiones.  Si  legare  sus  vinos,  se  en- 
tenderán legados  con  las  botellas  , toneles,  tina- 
jas ó cubas  en  que  estuviesen  encerrados;  á no 
ser  que  las  vasijas  fuesen  de  materias  preciosas, 
como  advierte  Gregorio  López,  ó se  hallaren 
empotradas  ó de  otro  modo  que  deban  conside- 
rarse como  parte  de  la  casa  ó bodega.  Final- 
mente, si  legare  los  alimentos  á una  persona,  se 
entiende  legarle  lo  necesario  para  comer,  beber, 
vestir  y curar  las  enfermedades:  ley  5.a,  tít.  33, 
Part.  7.*  V.  Legado. 

INTERPRETACION  DE  LOS  HECHOS.  En  materia 
criminal,  la  interpretación  de  un  hecho  que  no 
está  bien  claro  y evidente,  se  hace  siempre  en 
descargo  del  acusado,  cuando  por  otra  parte  no 
hay  pruebas  suficientes  contra  él.  De  aquí  es 
que  en  caso  de  empate  en  los  votos  de  los  jue- 
ces, se  pronuncia  la  absolución  y no  la  conde- 
nación : y cuando  el  empate  recae  sobre  la  es- 
pecie de  pena,  no  se  condena  al  delincuente  sino 
á la  pena  menor.  V.  Empate. 

INTERPRETACION  DE  LENGUAS.  Cierta  secretaría 
establecida  en  Madrid  cerca  del  Gobierno  su- 
premo para  traducir  al  castellano  las  Dulas  pon- 
tificias y otros  documentos  públicos  escritos  en 
lenguas  extranjeras  ó provinciales,  como  asi- 
mismo los  papeles  privados  que  al  efecto  le  pre- 
senten los  particulares  para  que  pueden  ha- 
cer fe. 

Por  el  ministerio  de  Estado  y del  despacho  se 
comunicó  en  24  de  Setiembre  de  1841  al  de  Gra- 
cia y Justicia  y á los  demás  Ministerios  la  órclen 
que  sigue:  «Habiéndose  notado  la  suma  facili- 
dad con  que  se  admiteu  en  los  tribunales  y ofi- 
cinas públicas  documentos  extranjeros  origina - 
' les , ó las  traducciones  de  intérpretes  intrusos 
j sin  el  pase  por  la  interpretación  de  lenguas,  que 
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es  como  únicamente  pueden  hacer  fe;  ha  tenido 
á bien  resolver  S.  A.  el  Regente  del  Reino  diga 
á VT.  E.,  como  de  su  orden  lo  ejecuto,  se  sirva 
ordenar  á los  tribunales  y demás  dependencias 
de  ese  ministerio  no  admitan  traducción  alguna 
de  documentos  extranjeros  siu  que  esta  sea  he- 
cha auténtica  y legalmente  por  la  citada  Inter- 
pretación de  lenguas.» 

Esta  providencia  extraña,  que  sin  duda  se  dió 
con  poca  meditación  y sin  conocimiento  de  cau- 
sa, no  podía  menos  de  ser  muy  gravosa  k los 
interesados,  de  causar  notable  paralización  en 
el  comercio,  y de  entorpecer  la  administración 
de  justicia.  Por  ello,  con  fecha  de  8 de  Marzo  de 
1843,  dijo  el  ministro  de  Estado  al  de  Gracia  y 
Justicia  lo  siguiente:  «Siu  embargo  de  lo  co- 
municado á este  ministerio  en  24  de  Setiembre 
de  1841,  y vistas  las  reclamaciones  de  los  tribu- 
nales de  comercio  y el  informe  que  sobre  el  par- 
ticular ha  evacuado  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  S.  A.  el  Regente  del  Reino  ha  tenido  á 
bien  declarar  que  la  citada  orden  de  24  de  Se- 
tiembre de  1841  solo  tenga  efecto  en  esta  corte, 
y que  en  los  demás  puntos  del  reino  sigan  como 
hasta  aquí  haciendo  traducciones  de  documen- 
tos extranjeros  los  intérpretes  jurados  que  hasta 
ahora  las  han  hecho,  conservando  las  partes  in- 
teresadas en  litigios  el  derecho  de  acudir  á la 
secretaria  de  Interpretación  de  lenguas,  caso  de 
no  estar  satisfechas  con  las  traducciones  de  los 
intérpretes  de  los  puntos  donde  se  hallen  para 
certificarla  ó asegurarse  de  su  fiel  traducción.» 
Y.  Instrumento  público,  circunstancias  10,  y nú- 
meros 4."  y 5.“  hácia  el  fin. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  reforma- 
do estas  disposiciones  de  un  modo  equitativo  y 
racional.  Los  documentos  otorgados  en  otras  na- 
ciones coa  los  requisitos  exigidos  en  ellas  y en 
España  para  su  autenticidad  tiene  fuerza  legal,  i 
y pueden  presentarse  sin  traducir  en  los  autos, 
y conviniendo  los  litigantes  sobre  su  inteligen- 
cia, se  estará  y pasará  por  laque,  les  dieren;  solo 
en  el  caso  de  no  haber  conformidad , se  remití-  ¡ 
rán  por  el  juez  á la  oficina  de  la  Interpretación 
de  lenguas  para  su  traducción;  sin  que  esta 
pueda  hacerse  en  ninguna  otra  forma:  artículos  . 
. 282,  283  y 284  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y sen-  i 
tencia  de  21  de  Febrero  de  1867. 

Aun  cuando  del  texto  legal  se  infiere  que  la  | 
remisión  de  los  documentos  ha  de  hacerse  por 
el  juez  y solo  en  el  caso  de  no  convenir  las  par- 
tes en  su  inteligencia,  generalmente  por  prác- 
tica establecida,  al  presentarse  los  documentos 
escritos  en  lenguas  extranjeras  á los  autos,  se 
acompaña  ya  la  traducción.  No  dice  la  ley,  qué 
ha  de  hacerse  cuando  la  traducción  de  la  Inter- 
pretación de  lenguas  no  esté  ajustada  al  origi- 
nal, cosa  no  muy  difícil,  atendido  á que  no  ha-  ; 
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hiendo  en  rigor  ó siendo  escasísimas  las  voces 
completamente  sinónimas  en  las  lenguas,  pue- 
de emplearse  una  que  no  sea  la  exactísima  y que 
dé  mayor  ó menor  fuerza  á la  idea  consignada  en 
el  documento.  Parece  que  en  este  caso,  el  juez  de- 
berla pasar  de  nuevo  ei  original  y la  traducción 
á la  Interpretación  con  copia  de  las  observacio- 
nes que  hicieren  las  partes,  para  que  en  su 
vista  la  Interpretación  rectificase  ó ratificase  la 
versión  dada;  sin  que  contra  esto  se  admitiese 
nuevas  traducciones,  ni  la  declaración  de  in- 
térpretes jurados,  que  prohíbe  el  artículo  284 
citado. 

Esta  prohibición  se  halla  ratificada  por  la  Real 
órden  de  13  de  Abril  de  1872,  publicada  por  el 
ministerio  de  Gracia  y Justicia  en  l.°  de  Juuio, 
que  manda  que  los  documentos  extranjeros  que 
vienen  acompañados  de  traducciones  ai  caste- 
llano, hechas  por  intérpretes  jurados  de  la  loca- 
lidad, aunque  estas  estén  legalizadas  por  los 
cónsules , no  sean  válidas. 

Los  documentos  despachados  en  la  Interpre- 
tación de  lenguas  que  hayan  de  hacer  fe  en  los 
tribunales  ú oficinas,  estarán  firmados  por  el 
jefe  que  tenga  á su  cargo  la  interpretación , y 
en  su  defecto,  por  ausencia,  enfermedad,  va- 
cante ú ocupación  por  el  oficial  de  mayor  cate- 
goría que  le  siga  y de  mas  antigüedad  dentro 
de  una  misma  categoría. 

Los  intérpretes  podrán  negarse  á traducir  do- 
cumentos redactados  en  letra  ininteligible  por 
lo  malo  de  su  carácter  ó por  la  antigüedad  de  su 
forma,  mientras  no  los  descifren  paleólogos  ó 
peritos. 

Aun  cuando,  como  hemos  visto,  la  ley  de  En- 
juiciamiento previene  que  las  traducciones  solo 
puedan  hacerse  por  la  Interpretación  de  lenguas, 
el  art.  82  del  reglamento  de  3]  de  Mayo  de  1870 
supone  que  puedan  hacerlas  también  los  intér- 
pretes jurados,  puesto  que  dice:  que  las  traduc- 
ciones que  hagan  los  intérpretes  jurados  quedan 
siempre  sujetas,  si  los  tribunales  ó autoridades 
lo  exigieren,  á la  revisión  de  la  Interpretación 
central.  V.  Intérprete.  * 

INTÉRPRETE.  El  que  explica  ó declara  el  sen- 
tido de  alguna  cosa,  y el  que  traduce  de  una 
lengua  en  otra. 

El  ministerio  de  los  intérpretes  se  emplea  en 
los  tribunales,  así  en  materia  civil  como  en  ma- 
teria criminal,  no  solo  para  la  traducción  de 
las  piezas  que  se  presentan,  sino  también  para 
el  interrogatorio  del  acusado  y el  exárnen  de  los 
testigos  que  no  hablan  sino  una  lengua  ex- 
tranjera ó provincial.  En  el  caso,  pues,  de  no 
saber  algún  testigo  la  lengua  vulgar,  debe  el 
j uez  examinarle  por  medio  de  dos  intérpretes  á 
quienes  antes  hará  jurar  que  dirán  fielmente  en 
idioma  castellano  lo  mismo  que  aquel  deponga 
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en  el  suyo,  sin  añadir,  quitar  ni  alterar  cosa  ¡ 
alguna;  bien  que  si  no  hubiese  mas  que  un  in- 
térprete en  ei  pueblo,  ó se  conviniesen  las  pm-  ^ 
tes  en  que  sea  uno  solo,  se  podrá,  estar  también 
á su  dicho.  Lo  mismo  ha  de  practicarse  con  el  ■ 
acusado  que.  se  hallare  en  igual  caso  de  ignorar  . 
la  lengua  del  país. 

Cuando  alguno  que  no  sabe  el  idioma  caste- 
llano, se  halla  enfermo  y quiere  hacer  testa- 
mento nuncupativo  por  no  saber  ó no  poder  es- 
cribir, hará  el  escribano  que  se  llame  al  secre- 
tario de  la  interpretación  de  lenguas,  y que  este 
examine  su  voluntad  á presencia  suya  y de  los 
testigos  instrumentales;  á cuyo  efecto  le  irá  pre- 
viniendo lo  que  lia  de  preguntarle,  extenderá 
la  pregunta  y á su  continuación  la  respuesta 
que  diere  ei  testador  por  boca  del  intérprete;  y : 
concluido  todo  con  este  órden,  lo  firmarán  el 
testador,  los  testigos  instrumentales  y el  intér- 
prete, >y  luego  lo  autorizará  el  escribano.  Si  en 
el  pueblo  no  hubiere  intérprete  juramentado,  se 
buscarán  personas  fidedignas  que  entiendan  al 
testador,  se  les  tomará  juramento,  y se  practi- 
carán las  expresadas  diligencias.  Esta  doctrina 
que  sienta  Febrero  y no  está  apoyada  en  las  le- 
yes, no  deja  de  presentar  dificultades  de  consi- 
deración. Si  para  evitar  todo  género  de  fraude, 
debeu  los  testigos  ver,  oir  y entender  al  tes-  ¡ 
tador,  ¿cómo  podrá  decirse  que  le  entienden 
cuando  suponemos  que  se  explica  en  una  len- 
gua que  les  es  desconocida?  Es  cierto  que  en- 
tienden al  intérprete;  pero  por  eso  podrán  lla- 
marse solo  testigos  del  intérprete  y no  del 
testador.  Aquel  será  sin  duda  persona  muy  res- 
petable y digna  de  todo  crédito;  mas  para  que  1 
nos  conste  en  debida  forma  la  voluntad  del  que 
dispone  de  sus  bienes  para  después  de  su  muer-  . 
te,  quiere  la  ley  positivamente  que  nos  la  testi- 
fiquen por  sí  mismos  y no  con  referencia  á otro 
cuando  menos  tres  sugetos  que  sean  tan  fidedig- 
nos como  los  intérpretes  mas  autorizados.  Pare- 
ce , pues , que  no  puede  considerarse  válido  el 
testamento  nuncupativo  de  uno  que  ignora  el  1 
idioma  vulgar,  si  no  existen  á su  otorgamiento 
tres  intérpretes  ó testigos  que  entiendan  bien  lo 
que  dice.  V.  Testamento. 

* En  las  causas  previene  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  que  el  testigo  que  no  enten- 
diese el  idioma  español  podrá  darlas  y dictarlas 
en  el  que  conociere,  sin  perjuicio  de  que  tam- 
bién se  consignen  traducidas  al  español  por  in- 
térprete que  prestará  á su  presencia  juramento 
de  conducirse  bien  y fielmente  en  el  desempeño 
de  su  cargo , haciéndose  por  su  medio  al  testigo 
las  preguntas  y recibiéndose  las  contestaciones: 
arts.  292,  332  y 336. 

El  intérprete  será  elegido  entre  los  que  tuvie- 
ren título  de  tales,  si  los  hubiere  en  el  pueblo. 


En  su  defecto , será  nombrarlo  un  maestro  del 
correspondiente  idioma , y si  tampoco  lo  hubie- 
re, cualquier  persona  que  lo  sepa:  art.  337. 

También  se  necesita  la  intervención  de  intér- 
prete cuando  el  testigo  fuese  sordo-mudo  y no  su- 
piera leer  ni  escribir;  pero  en  este  caso  el  intér- 
prete que  se  nombre  ha  de  ser  maestro  titular 
de  sordo-mudos  si  lo  hubiere  en  el  pueblo , y en 
su  defecto , cualquiera  que  supiese  comunicarse 
con  el  testigo,  prestando  juramento  á presencia 
del  sordo-mudo  antes  de  comenzar  á desempe- 
ñar el  cargo  : art,  338. 

La  declaración  que  preste  el  intérprete  por  el 
extranjero  ó el  sordo-mudo,  ha  de  leérseles  des- 
pués (art.  339);  diligencia  que  si  no  contribuye 
á salvar  la  buena  fe  del  intérprete , puede  con- 
tribuir á que  deshaga  algún  error  en  que  haya 
incurrido. 

En  los  capitanes  de  buques  extranjeros  es  po- 
testativo valerse  para  la  traducción  de  manifies- 
tos y documentos  que  hayan  de  hacer  fe  en  las 
aduanas,  de  los  intérpretes  jurados  de  los  puer- 
tos, de  los  intérpretes  corredores  de  los  buques 
ó de  los  cónsules  de  las  naciones  con  la3  que 
existan  celebrados  tratados  en  que  se  haya  pac- 
tado esta  condición;  Real  órden  de  23  de  Setiem- 
bre de  1871. 

Por  la  ley  orgánica  y reglamento  de  31  de 
Mayo  de  1870,  la  carrera  de  intérpretes  es  facul- 
tativa y se  divide  en  varias  categorías. — Intér- 
pretes de  primera,  segunda  y tercera  clase,  jó- 
venes de  lenguas  y aspirantes:  reconoce  además 
la  clase  de  intérpretes  jurados  , cuyos  individuos 
no  tienen  carácter  de  empleados  públicos. 

Los  intérpretes  pueden  ingresar  en  la  carrera 
consular  cuando  obtengan  la  primera  categoría 
en  el  turno  de  elección,  y prévio  expediente 
justificativo  de  su  capacidad. 

Los  intérpretes  de  primera  categoría  tienen  el 
tratamiento  de  señoría,  único  que  se  les  dará  en 
las  relaciones  oficiales  con  funcionarios  de  ma- 
yor gerarquía,  aun  cuando  les  corresponda  tra- 
tamiento superior  por  otros  conceptos. 

Para  ingresar  en  la  carrera  se  necesitan  cono- 
cimiento de  la  gramática  y lengua  castellana, 
aritmética,  geografía,  historia  general  y la  par- 
ticular de  España,  lengua  francesa  en  grado 
suficiente  para  traducirla  correctamente  p>or  es- 
crito y de  viva  voz  al  castellano,  y buen  carácter 
de  letra  y soltura  en  escribir. 

Habiendo  vacante  de  plaza  de  lenguas,  se  po- 
drá pretender  la  plaza  sujetándose  áun  segundo 
exámen  en  que  se  pruebe  que  se  ha  adquirido  en 
suficiente  grado  el  conocimiento  del  árabe,  in- 
glés é italiano  hasta  el  punto  de  poder  traducir 
regularmente. 

Para  conseguir  plaza  de  intérprete  de  tercera 
clase  sufrirá  el  jóven  de  lenguas  un  tercer  exá- 
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men  análogo,  aunque  mas  severo  y escrupuloso: 
por  la  reprobación  consecutiva  de  dos  exámenes, 
ó e:  no  haberse  presentado  dos  veces  para  ad- 
quirir el  grado  superior,  sin  motivo  justificado 
el  Gobierno,  podrá  darse  de  Viaja  y expulsar  de 
la  carrera  al  aspirante  ó jóven  de  lenguas. 

Los  nombrados  intérpretes  han  de  emprender 
su  viaje  para  tomar  posesión  del  destino  al  mes  de 
haber  recibido  el  nombramiento,  prorogable  por 
otro  mes  por  causas  justificadas  á juicio  del  Go- 
bierno, á no  ser  que  razones  especiales  impidan 
la  salida  por  un  tiempo  indeterminado.  lSTo  em- 
prendiendo el  viaje  en  el  plazo  antedicho  ó no 
presentándose  á tomar  posesión  en  el  que  se  le 
señale,  quedará  sin  efecto  el  nombramiento. 

La  renuncia  del  destino  por  conveniencia  pro- 
pia, lleva  implícita  la  cesantía  sin  derecho  á 
haberes  pasivos,  y si  continúa  en  tal  estado  dos 
años,  se  le  da  al  cesante  definitivamente  de  baja. 
También  quedará  cesante  el  que  se  ausentare 
sin  autorización  y el  que  no  hubiese  regresado 
al  terminar  el  plazo  que  se  le  hubiere  con- 
cedido. 

Para  sus  viajes  se  les  abona  una  cantidad  lla- 
mada viático,  en  la  que  va  embebido  el  sueldo 
que  devenguen  durante  él;  teniendo  opcional 
viático  las  familias  de  los  intérpretes  que  hubie- 
sen fallecido  en  el  servicio.  Para  los  efectos  de 
cesantías  y jubilaciones  seles  cuenta  el  tiempo 
invertido  en  los  viajes.  En  cesantías  y traslacio- 
nes no  pueden  abandonar  su  destino  hasta  la 
llegada  del  succesor. 

Durante  las  licencias  (que  se  concederán  por 
órdenes  ministeriales,  y en  el  extranjero  hasta 
de  quince  dias  por  el  jefe  de  la  legación,  cónsul 
general  ó del  de  quien  dependa  el  empleado) 
solo  devengan  medio  sueldo  del  regulador  de  su 
clase,  y ninguno  en  las  prórogas,  caducando  las 
que  no  se  hubiesen  usado  al  mes  de  haber  sido 
comunicadas  á los  interesados,  y también  ter- 
minarán al  mes  las  que  estén  disfrutando  cuan- 
do sean  trasladados  á otros  destinos. 

Las  correcciones  disciplinarias  que  pueden 
imponerse  gubernativamente  son:  la  repren- 
sión 'privada y la  reprensión  pública.  Con  estas  se 
corregirán:  l.°  Las  faltas  de  obra,  de  palabra  ó 
por  escrito  al  respeto  á los  superiores  ó el  mal 
trato  á los  inferiores.  2.°  La  falta  de  aplicación  y 
asistencia  , ó el  descuido  y negligencia  en  el 
desempeño  de  los  deberes  anejos  á su  cargo. 
3.°  Las  faltas  á las  reglas  de  órden  y disciplina 
interior  de  las  dependencias  y desobediencia  á 
los  mandatos  de  sus  jefes.  4."  El  comprometer  el 
decoro  del  empleo. 

La  suspensión  de  sueldo. — Con  esta  corrección 
por  diez  hasta  treinta  dias  se  corregirá  la  rein- 
cidencia en  las  faltas  antes  enunciadas  formán- 
dose además  expediente.  Y 5.°  El  publicar  escri- 


tos en  defensa  de  su  comportamiento  oficial  ó 
: contra  el  de  otros.  Con  la  suspensión  de  empleo 
: y sueldo,  desde  diez  dias  á treinta.  6.°  El  publi- 
car ó referir  los  asuntos  reservados  del  servicio, 
ó tratar,  sin  permiso  de  su  jefe,  de  las  negocia- 
ciones en  trámite,  siempre  que  no  haya  produ- 
cido graves  perjuicios  ó cousecuencias  de  tras- 
cendencia, en  cuyo  caso  se  formará  causa. 

Ningún  empleado  de  la  carrera  de  intérpretes 
puede  ser  destituido  sin  sentencia  de  tribunal 
^competente.  Para  ser  declarado  cesante,  salvo 
por  supresión,  hade  formarse  expediente  gu- 
bernativo, con  audiencia  del  interesado  y prévio 
informe  de  la  sección  respectiva  del  Consejo  de 
Estado.  Para  volverle  al  servicio  se  necesita  nue- 
vo expediente  y oír  al  Consejo  en  pleno. 

Esto  no  impide  al  Gobierno  que  jubile  á los 
intérpretes  completamente  inútiles  ó que  hayan 
cumplido  la  edad  de  sesenta  y cinco  años.  Da 
derecho  á la  jubilación  haber  servido  veinte 
años  y haber  cumplido  sesenta  de  edad,,  ó antes 
por  incapacidad  física  ó moral. 

Obligaciones  de  los  intérpretes. —Los  destina- 
dos en  el  extranjero  han  de  traducir  al  castella- 
no, bajo  su  firma  y responsabilidad,  de  los  idio- 
mas en  los  cuales  hayan  sido  aprobados,  los  do- 
cumentos que  al  efecto  se  les  confien  por  el  jefe 
de  la  Legación  ó del  Consulado,  y á falta  de  do- 
cumentos que  traducir,  auxiliar  á dicho  jefe  en 
otros  trabajos  oficiales  que  sean  capaces  de  des- 
empeñar. Tienen  también  obligación  diariamen- 
te de  revisar  el  periódico  oficial  del  pais,  y dar 
cuenta  á sus  jefes  de  las  disposiciones  que  con- 
tenga, formando  colección  traducida  de  las  mis- 
mas. 

Los  que  compongan  la  Interpretación  de  Len- 
guas de  Madrid,  atenderán  preferentemente  al 
despacho  de  los  documentos  que  para  su  versión 
les  sean  presentados  por  el  público,  á fin  de  que 
oficialmente  puedan  hacer  fe,  y cuando  la  pre- 
mura de  estos  trabajos  lo  consienta,  se  emplea- 
rán en  la  traducción  de  documentos  propios  del 
Ministerio  de  Estado. 

Ningún  intérprete  podrá  expedir  oficialmente 
traducciones  hechas  del  castellano  á otro  idioma 
' como  no  sea  para  uso  del  Gobierno  ó de  autori- 
dades españolas  que  no  sean  las  judiciales,  ni 
puede  ser  obligado  á servir  de  intérprete  verbal 
en  los  tribunales,  prestando  solo  este  servicio 
cuando  sea  preciso  en  actos  diplomáticos;  ni 
puede  prestar  sus  servicios  á las  Legaciones  y 
Consulados  extranjeros  en  las  residencias  res- 
pectivas ni  en  asuntos  de  particulares  sin  auto- 
rización expresa  de  sus  jefes,  que  igualmente 
necesitan  para  visitar  alas  autoridades  del  país. 

De  los  intérpretes  jurados. — Estos  intérpretes 
¡ no  forman  parte  del  cuerpo  oficial  de  intérpretes 
ni  tienen  el  carácter  de  empleados  públicos.  Ei 


IN 


IN 


— 412  — 


que  aspire  á serlo  deberá  dirigir  por  sí  ó por  me-  j 
dio  del  gobernador  civil , solicitud  coa  la  parti- 
da de  nacimiento  para  probar  su  mayor  edad  y 
ser  español,  al  ministro  de  Estado,  quien  pedirá 
informe  al  gobernador  acerca  de  la  necesidad  de 
intérprete  jurado  en  el  punto  que  se  solicite  y 
sobre  la  vida  y costumbres  del  interesado.  Sién- 
dole favorable  el  informe,  se  examinará  ante  la 
Interpretación  de  Lenguas  en  Madrid  á fin  de 
probar  su  capacidad  y su  conocimiento  en  los 
idiomas,  para  coya  versión  al  castellano  pida 
ser  autorizado. 

Obtenido  el  nombramiento,  prestará  ante  el 
gobernador  juramento  de  ejercer  fielmente  y 
en  conciencia  su  profesión,  cobrando  con  arre- 
glo á la  tarifa  vigente  en  la  Interpretación  cen- 
tral. 

La  profesión  de  intérprete  jurado,  es  distinta 
de  la  de  intérprete  de  puerto  ó de  sanidad  y de 
la  de  intérpretes  periciales  que  los  tribunales  ú 
otras  autoridades  elijen  en  ocasiones  dadas  y en 
punto  donde  no  existen  intérpretes,  ó en  que 
existiendo  este,  no  pudiera  traducir  verbalmen- 
te  el  idioma  que  se  exigiese.  V.  Interpretación  de 
lenguas , Instrumento  público , Testigos.  * 

* INTÉRPRETES  de  navio,  V.  Corredor  intérprete 
de  nació.  * 

INTERROGATORIO.  La  série  6 catálogo  de  pre- 
guntas que  se  hacen  á los  testigos  para  probar  6 
averiguar  la  verdad  de  los  hechos.  Luego  que  se 
abre  la  causa  á prueba,  cada  litigante  forma  su 
interrogatorio  con  varios  artículos  ó preguntas, 
de  las  cuales  la  primera  y última  se  llaman  ge- 
ne, rales,  porque  en  todos  se  ponen  , y las  demás 
especiales  ó útiles,  porque  conciernen  al  punto  ! 
que  se  controvierte,  y le  presenta  al  juez  con  un 
pedimento  para  que  á su  tenor  sean  examinados 
ios  testigos  que  se  presentaren  á este  fin.  Las 
preguntas  generales  se  reducen  á si  el  testigo 
conoce  á las  partes  que  litigan ; si  tiene  noticia 
del  pleito;  si  es  pariente  por  consanguinidad  ó 1 
afinidad  de.  alguna  de  ellas,  y en  qué  grado  ; si  j 
es  amigo  intimo  suyo  ó enemigo  capital;  si  tiene 
interés  en  la  causa;  si  desea  que  gane  alguno  de 
los  litigantes,  y cuál,  aunque  no  tenga  razón;  si 
fuá  sobornado  ó intimidado  para  que  mienta  ú 
oculte  la  verdad,  y si  está  pronto  á decirla,  aun- 
que se  halle  en  alguna  de  estas  circunstancias.  ¡ 
listas  preguntas  tienen  por  objeto  saber  si  los  j 
testigos  tienen  alguna  tacha  que  desvanezca  ó i 
disminuya  la  fuerza  de  su  deposición  ; y así  es  ! 
que  no  debe  el  juez  dejar  de  examinarlos,  aun*  1 
que  vea  que  pueden  ser  tachados.  También  les 
ha  de  preguntar,  aunque  en  el  interrogatorio  no 
se  mencione,  la  edad,  el  oficio  ó destino  y la  ve-  j 
ciudad:  la  edad,  para  saber  si  tienen  la  que  el  ¡ 
derecho  exige  para  dar  testimonio  ; el  oficio  ó : 
destino,  porque  si  este  fuere  vil,  se  supone  al  i 


testigo  capaz  de  soborno  y de  mentira;  la  vecin- 
dad, para  averiguar  en  caso  necesario  su  carác- 
ter y conducta,  buscarle  y castigarle  en  caso  de 
perjurio,  y para  otros  fines  que  convengan  al 
colitigante. 

Las  preguntas  útiles  ó especiales , que  son  las 
que  conciernen  al  asunto  litigioso,  ban  de  ex- 
presarse con  toda  claridad  y distinción,  forman- 
do articulo  separado  de  cada  hecho  que  intente 
probarse,  y han  de  ceñirse  á lo  alegado  y excep- 
cionado  en  el  pleito,  bajo  el  concepto  que  el  juez 
debe  desechar  todas  aquellas  preguntas  ó artícu- 
los impertinentes  que  no  conduzcan  á la  averi- 
guación de  lo  controvertido  ; bien  que  como  el 
cúmulo  de  negocios  no  le  suele  dar  tiempo  para 
el  examen  é inspección  de  cada  interrogatorio, 
está  puesto  en  uso  que  lo  haya  por  presentado  en 
cuanto  es  pertinente,  con  cuya  cláusula  se  pone  á 
cubierto  de  la  ley,  y desestima  luego  los  dichos 
de  los  testigos  sobre  los  artículos  inconducentes. 
La  última  pregunta  que  se  hace  á los  testigos, 
pertenece  á las  generales,  como  hemos  insinua- 
do, y se  reduce  ú una  mera  fórmula  relativa  á la 
fama,  y concebida  en  estos  términos:  «Mas,  de 
público  y notorio , pública  voz  y fama , común 
opinión,  digan  y den  razón.» 

Del  interrogatorio  de  cada  parte  parece  seria 
conveniente  dar  traslado  á la  otra,  para  que  en 
su  vista  formase  otro  de  repreguntas , á fin  de 
que  los  testigos  expusiesen  mejor  el  hecho  y la 
razón  de  sus  dichos;  pero  según  la  práctica,  casi 
no  se  comunica  el  interrogatorio  sino  en  los  tri- 
bunales eclesiásticos.  En  aquellos  en  que  se  ad- 
miten repreguntas,  se  forma  el  interrogatorio 
como  el  de  preguntas,  refiriéndose  al  de  estas  en 
el  pedimento  con  que  aquel  se  presenta,  preten- 
diendo que  á los  testigos  que  fueren  interroga- 
dos se  repregunte  tal  ó tal  cosa,  etc.  También  se. 
estila  en  algunas  provincias  nombrar  acompa- 
ñados que  asistan  al  exámen  de  los  testigos,  y 
les  hagan  repreguntas  con  el  objeto  de  apurar  la 
verdad  de  los  hechos.  V.  Testigos .—  Posiciones  y 
Pregunta. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para 
el  exámen  de  los  testigos  deben  las  partes  pre- 
sentar interrogatorios  por  capítulos,  comprensi- 
vos de  las  preguntas  generales  de  la  ley,  que 
son:  1.a,  su  nombre  y apellido,  edad,  estado,  pro- 
fesión y domicilio,  las  cuales  deben  hacerse  por 
el  juez,  aunque  no  se  comprendan  en  el  interro- 
gatorio ; 2.*,  si  son  parientes  consanguíneos  ó 
afines  de  alguno  de  los  litigantes,  y en  qué  gra- 
do; 3.*,  si  tienen  interés  directo  ó indirecto  en  el 
pleito  ó en  otro  semejante;  4.a,  si  son  amigos  ín- 
timos ó enemigos  de  alguno  de  los  litigantes: 
arts.  306  y 315.  Deben  también  comprender  los 
interrogatorios  las  preguntas  útiles  y la  última 
general  que  expresa  el  autor. 
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Conforme  al  art.  307,  examinados  por  los  jue- 
ces dichos  interrogatorios,  y aprobados  que  sean, 
ó excluidas  las  preguntas  que  estimen  no  perti- 
nentes , maudarán  dar  copia  de  ellos  á la  otra 
parte,  al  contrario  que  anteriormente,  que  no  se 
bacía  esta  comunicación. 

Enteradas  las  partes  del  interrogatorio  presen- 
tado por  la  contraria,  pueden  presentar  interro- 
gatorios de  repreguntas  antes  del  exámen  de  los 
testigos,  debiendo  el  juez  aprobar  las  pertinen- 
tes y desechar  las  demás:  art.  308. 

Tanto  los  interrog-atorios  de  preguntas,  como 
los  de  repreguntas,  deben  formularse  de  una 
manera  afirmativa  (esto  es,  como  es  cierta  ó no 
tal  ó cual  cosa):  art.  309.  Mas  los  de  repreguntas 
quedan  reservados  en  poder  del  juez,  y bajo  su 
mas  estrecha  responsabilidad,  hasta  el  momento 
del  exámen  de  los  testigos:  art.  311.  V.  Declara- 
ción judicial  en  materia  civil  (Declaración  testifi- 
cal ) y Testigo. 

Eespecto  de  las  preguntas  que  deben  hacerse 
á los  testigos  en  las  causas  criminales , véanse 
los  artículos  de  esta  obra  Declaración  judicial  en 
materia  criminal  (Declaración  testifical),  Testigo 
y Juicio  criminal.  * 

INTERRUPCION.  Todo  lo  que  estorbad  impide  la 
continuación  de  la  posesión  , la  cual , si  durase 
el  tiempo  establecido  por  la  ley,  serviría  para 
adquirir  la  propiedad  de  una  cosa  ó para  extin- 
guir algún  derecho.  La  interrupción  puede  ser 
natural  ó civil:  es  natural,  cuando  de  hecho  y 
realmente  se  pierde  la  posesión , la  cual  queda 
cortada  de  tal  suerte,  que  aunque  después  se  re- 
cobre, no  se  puede  unir  el  tiempo  pasado  con  el 
futuro,  sino  que  desde  el  dia  del  recobro  debe 
empezarse  á contar  de  nuevo;  es  civil,  cuando  el 
dueño  de  la  cosa  interpela  ó demanda  en  juicio 
al  poseedor,  dándole  á conocer  que  la  cosa  que 
posee  no  le  pertenece.,  y constituyéndole  por  con- 
siguiente en  mala  fe.  La  prescripción  de  la  deu- 
da que  el  deudor  habia  empezado  á ganar  por  no 
demandársela  el  acreedor,  queda  interrumpida 
por  renovación  con  escritura,  fianza  ó prenda, 
por  satisfacción  de  alguna  parte,  por  indemni- 
zación de  algún  perjuicio,  por  petición  eu  pre- 
sencia de  amigos  ó avenidores , ó por  otra  causa 
semejante:  ley  29,  tít.  29,  Part.  3."  V.  Posesión  y 
Prescripción. 

INTERSTICIO.  El  espacio  de  tiempo  que  según 
las  leyes  eclesiásticas  debe  mediar  entre  la  re- 
cepción de  dos  Ordenes  sagrados. 

INTERUSURIO.  El  interés  de  un  cierto  tiempo,  ó 
el  provecho  y utilidad  que  resulta  del  goce  ó po- 
sesión de  alguna  cosa. 

INTERUSURIO  DOTAL.  El  interés  que  se  debe  á 
la  mujer  por  la  retardación  en  la  restitución  de 
su  dote. 

INTERVALOS  LÚCIDOS.  El  espacio  de  tiempo  en 


que  una  persona  que  ha  perdido  el  juicio  habla 
en  razón  y buen  sentido.  Un  intervalo  lúcido  en 
un  demente,  no  es  una  tranquilidad  superficial 
ni  una  sombra  de  calma,  inumJrraia  guies,  como 
observa  la  ley  18,  pár.  l.°,  tít.  2.°,  lib.  41 , D.;  no 
es  una  simple  disminución  ó remisión  del  mal, 
sino  una  especie  de  curación  pasajera,  una  in- 
termisión tan  marcada,  que  se  parece  en  un  todo 
al  restablecimiento  de  la  salud;  y como  es  impo- 
sible calificar  por  razón  de  un  momento  el  ínter  ■ 
valo,  preciso  es  que  dure  un  tiempo  bastante 
largo  para  que  pueda  producir  certidumbre  del 
retorno  pasajero  de  la  razón;  preciso  es  que  haya 
una  entera  suspensión  de  la  demencia,  una  ver- 
dadera tregua,  inducios , como  dice  la  ley  9.'1,  tí- 
tulo 22,  lib.  6.°  del  Código.  Sígnese  de  aquí  que 
no  ha  de  confundirse  uua  acción  de  cordura  ó 
de  juicio  con  un  intervalo  lúcido,  porque  puede 
ser  cuerda  en  apariencia  una  acción,  sin  que 
por  eso  su  autor  sea  cuerdo  en  realidad.  La  ac- 
ción no  es  mas  que  un  efecto  rápido  y momentá- 
neo del  alma,  y el  intervalo  dura  y se  sostiene. 
La  acciou  de  cordura  es  uu  acto;  el  intervalo  lú- 
cido es  un  estado.  Y.  Loco  y Teslamenlo. 

INTERVENCION.  La  asistencia  de  algún  sugeto 
nombrado  por  el  juez  ú otro  superior  para  inter- 
venir en  algún  negocio , sin  cuya  presencia  y 
asenso  nada  se  puede  hacer.  V.  Intervenir. 

INTERVENCION  EN  LA  ACEPTACION  Y PAGO  DE  LETRA. 
En  el  comercio  es  la  declaración  que  hace  un 
tercero  de  que  acepta  ó está  pronto  á pagar  una 
letra  de  cambio  que  ha  sido  protestada.  En  el 
articulo  Aceptación  por  intervención  hemos  ha- 
blado ya  del  primer  punto,  y así  no  trataremos 
aquí  sino  del  segundo. 

I.  En  caso  de  protesto  de  una  letra  de  cambio 
por  falta  de  pago,  debe  admitirse  la  intervención 
de  un  tercero  que  se  ofrezca  á pagarla  por  cuen- 
ta del  girante  6 de  cualquiera  de  los  endosantes, 

I aun  cuando  no  haya  recibido  previo  mandato 
| para  hacerlo;  y esta  intervención  ha  de  hacerse 
¡ constar  á continuación  del  protesto,  bajo  la  fir- 
ma del  interveniente  y del  escribano,  expresán- 
dose el  nombre  de  la  persona  por  cuya  cuenta 
! intervenga:  arts.  526  y 527  del  Código  de  co- 
j rnercio. 

— EL  pago  por  intervención  no  tiene  lugar  an- 
' tes  que  ia  letra  de  cambio  haya  sido  protestada; 

' porque  mientras  no  hay  protesto , no  se  sabe  si 
! será  pagada  por  la  persona  contra  quien  se  giró, 

! y porque  no  podiendo  ejercerse  hasta  después 
! del  protesto  reclamación  alguna  contra  el  libra- 
j dor  y los  endosantes,  aquel  pago  es  inútil  y sin 
| objeto,  pues  que  todavía  no  hay  de  qué  garanti- 
■ zar  á los  firmantes. 

No  solo  puede  hacer  el  pago  por  intervención 
cualquiera  persona  que  nada  tenga  que  ver  con 
; la  letra,  haya  recibido  ó no  órden  para  ello,  sino 
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que  aun  el  misino  á cuyo  cargo  esta  girada, 
puede  también,  en  caso  de  no  habérsele  hecho  j 
provisión,  pagar  como  interveniente  por  cual-  | 
quiera  de  los  firmantes  que  mas  le  acomode.  ¡ 
quedando  de  este  modo  subrogado  en  los  dere- 
chos del  portador. 

II.  Si  concurrieren  varias  personas  para  in- 
tervenir en  el  pago  de  una  letra,  será  preferido 
el  que  intervenga  por  el  librador;  y si  todos  pre- 
tendieren  intervenir  por  los  endosantes,  se  ad- 
mitirá al  que  lo  haga  por  el  de  fecha  mas  anti-  | 
gua  (art.  533);  porque  con  la  aplicación  de  esta 
regla,  queda  líbre  de  su  responsabilidad  mayor 
niimero  de  personas. 

III.  Si  el  que  rehusó  aceptar  la  letra  dando 
lugar  á que  se  protestara  por  falta  de  acepta- 
ción, se  prestare  á pagarla  á su  vencimiento,  le 
será  admitido  el  pago  con  preferencia  al  que  in- 
tervino en  la  aceptación  y á cualquiera  otro  que 
quisiere  intervenir  para  pagarla;  pero  estará 
obligado  á satisfacer  también  los  gastos  ocasio- 
nados por  no  haber  aceptado  la  letra  á su  tiem- 
po: art.  530. 

rrEsta  preferencia  es  muy  justa,  no  solo  por- 
que la  persona  á cuyo  cargo  está  girada  la  letra 
es  la  que  tiene  órden  del  librador  para  pagarla, 
sino  también  porque  pudiera  suceder  que  el  que 
intervino  en  la  aceptación  y cualquiera  otro  que 
quisiere  intervenir  en  el  pago,  sea  mas  bien  que 
amigo  del  honor  de  las  firmas,  un  verdadero  es- 
peculador que  se  proponga  por  objeto  arrancar 
algunos  sacrificios  de  parte  de  alguna  de  las  per-  , 
sonas  responsables. 

IV.  El  que  paga  una  letra  por  intervención, 
se  subroga  en  los  derechos  del  portador,  me- 
diante que  cumple  con  las  obligaciones  prescri- 
tas á este , y con  las  limitaciones  siguientes: 

} .*  Pagando  por  cuenta  del  librador,  solo  este  le 
responde  de  la  cantidad  desembolsada . y que- 
dan libres  todos  los  endosantes.  2.a  Si  pagare 
por  cuenta  de  un  endosante,  tiene  la  misma  re- 
petición contra  el  librador,  é igualmente  contra 
el  endosante  por  quien  intervino , y los  demás 
que  le  precedan  en  el  orden  de  los  endosos;  pero 
no  contra  los  endosantes  posteriores,  que  que- 
dan exonerados  de  su  responsabilidad:  artícu- 
lo 531. 

Según  la  ley  civil,  el  tercero  que  voluntaria- 
mente paga  una  deuda  ajena  á nombre  del  deu- 
dor y por  libertarle  de  ella,  sin  mandato  alguno 
y aun  con  ignorancia  de  este,  no  queda  subro- 
gado por  derecho  en  las  acciones  del  acreedor, 
antes  bien  deja  extinguida  la  deuda  y libres  las 
fianzas,  hipotecas  y prendas  que  la  garantiza- 
ban y solo  adquiere  acción  como  gestor  de  nego- 
cios ó administrador  voluntario  para  pedir  al 
deudor  lo  que  por  él  ha  pagado:  leyes  1.*  y 3.a, 
tít.  14,  y ley  32,  tít.  12,  Part,  5.'  Mas  la  ley  mer- 


cantil ha  establecido  por  el  interés  del  comercio, 
que  el  que  paga  una  letra  por  intervención  que- 
de subrogado  en  los  derechos  del  portador,  á fin 
de  empeñar  á los  amigos  del  librador  y de  los 
endosantes  á hacerles  este  servicio  y conservar 
por  este  medio  el  honor  del  comercio  y el  crédi- 
to de  los  negociantes. 

Si  el  interveniente  pagare  por  cuenta  del  li- 
brador, soio  tendrá  recurso  contra  él  y no  con- 
tra los  endosantes,  porque  con  su  pago  solamen- 
te se  hace  acreedor  de  aquel  y no  de  estos;  y si 
pagare  por  cuenta  de  un  endosante  , no  queda- 
rán libres  de  su  repetición  sino  los  endosantes 
posteriores,  por  la  misma  razón  de  que  se  hace 
acreedor  de  todos,  menos  de  estos  últimos.  Su- 
pongamos, por  ejemplo,  que  una  letra  de  cam- 
bio se  libra  por  Pedro  á cargo  de  Juan,  y se  en- 
dosa: 1.",  por  Pablo;  2.“,  por  José;  3.°,  por  Luis; 
4.°,  por  León;  llega  el  día  del  vencimiento,  Juan 
se  niega  á pagarla , el  portador  la  protesta , yo 
me  presento  en  intervención  y hago  el  pago  por 
cuenta  de  José:  los  endosantes  posteriores  á José, 
esto  es,  Luis  y León,  quedan  libres  de  responsa- 
bilidad ; pero  siguen  todavía  obligados  Pedro, 
Pablo  y José:  José  para  conmigo,  pue3  que  he 
pagado  por  él;  Pablo  para  con  José,  y el  librador 
Pedro  para  con  Pablo. 

V.  El  que  interviniere  en  el  pago  de  una  le- 
tra perjudicada  no  tendrá  mas  acción  que  la  que 
competiría  al  portador  contra  et  librador  que  no 
hubiese  hecho  á su  tiempo  la  provisión  de  fondos: 
art.  532.  V.  Aceptación  por  intervención. 

INTERVENIR.  Asistir  con  autoridad  k algún  ne- 
gocio; interponer  su  autoridad  en  algún  contra- 
to, suscribir  una  convención  celebrada  entre 
otras  personas , ya  aprobándola  ó ratificándola 
por  las  resultas  que  pudiera  tener  contra  el  que 
subscribe,  ya  constituyéndose  garante  ó fiador 
de  algulia  de  las  partes ; mostrarse  parte  en  un 
pleito ; y ocurrir  ó sobrevenir  algún  incidente 
en  el  curso  de  un  litigio, 

INTER  VIVOS.  Frase  latina  que  significa  entre 
vivos,  y se  aplica  k las  donaciones  que  uua  per- 
sona hace  á otra  de  presente  y de  un  modo  irre- 
vocable , á no  ser  por  ciertas  causas  que  el  de- 
recho designa ; á diferencia  de  las  donaciones 
mor  tis  cansa  ó por  causa  de  muerte,  que  son  las 
que  se  haceu  á manera  de  legados  y no  reciben 
fuerza  entera  basta  después  de  la  muerte  del 
I que  las  hizo. 

INTESTA8LE.  En  el  derecho  romano  es  el  que 
no  puede  testar,  y el  que  no  puede  ser  testigo: 
Si  guis  ob  carmen  famosum  damnetwr , senatus 
consulto  expressum  est,  ut  inteslabilis  sit:  ergo  nec 
testamentum  faceré  poterit,  nec  ad  testameniw/n 
adhiberv.  ley  18,  tít.  1.a,  lib.  28,  Dig. 

INTESTADO,  El  que  muere  sin  testamento,  ó 
porque  no  le  hizo  absolutamente,  ó porque  no  le 
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hizo  válido  , ó porque  habiéndole  hecho  válido 
fué  revocado  ó rescindido  ó quedó  sin  efecto  por 
alguna  razón.  También  se  aplica  esta  voz  á la 
sucesión  del  que  muere  sin  testamento.  Está 
abolido  el  antiguo  principio  de  que  nadie  podía 
morir  en  parte  testado,  y en  parte  intestado. 
V.  Institución  de  heredero , Heredero  legitimo  ó 
abintestado  y Herencia, 

INTIMACION,  La  declaración  ó notificación  que 
se  hace  á uno  de  algún  mandamiento  ú órden. 

V.  Notificación. 

INTIMATORIO.  Se  aplica  al  despacho  con  que 
se  intima  ó hace  saber  algún  decreto  ú orden. 

INTRUSION.  La  acción  de  introducirse  sin  de- 
recho en  alguna  diguidad,  jurisdicción,  ofi- 
cio, etc.,  y el  acto  de  apoderarse  de  una  cosa 
raíz  ó inmueble  contra  la  voluntad  de  su  dueño. 
V.  Invasión. 

INTRUSO.  El  que  se  introduce  sin  derecho,  ó á 
la  fuerza  y por  via  de  hecho , en  alguna  digni- 
dad , jurisdicción  ú oficio;  y el  que  se  ha  apode- 
rado de  una  cosa  inmueble  contra  la  voluntad 
de  su  dueño. 

INUNDACION.  La  abundancia  de  las  aguas 
cuando  cubren  los  campos  ó salen  de  madre  los 
rios  ó el  mar.  La  inundación  de  una  heredad 
puede  provenir  de  tres  causas  diferentes:  puede 
ser  ordenada  por  el  bien  público,  como  en  caso 
de  sitio  de  una  plaza  de  guerra : entonces  debe 
el  Estado  satisfacer  los  perjuicios:  puede  ser 
efecto  de  una  fuerza  mayor;  y en  este  caso  na- 
die. es  responsable  : puede  resultar  en  fin  de  al- 
guna obra  ejecutada  eu  una  heredad  inmediata, 
ó de  la  negligencia  ó malicia  de  un  vecino;  y 
este  es  en  tal  caso  el  que  debe  dar  la  competente 
indemnización.  Mientras  la  heredad  se  hallare 
cubierta  de  las  aguas,  conserva  el  dueño  su  do- 
minio ó señorío  ; y aunque  por  entonces  pierde 
la  posesión  ó tenencia,  la  vuelve  á recobrar  lue- 
go que  las  aguas  se  retiran:  ley  32,  tít.  28,  Par- 
tida 3.a 

* Es  circunstancia  agravante  ejecutar  un  de- 
lito por  medio  de  inundación:  art.  10,  mira.  4.D 
del  Código  penal. 

El  causar  estragos  por  medio  de  inundación 
se  castiga  en  el  art.  522  del  mismo,  que  se  ha 
expuesto  en  el  de  esta  obra  Incendio. 

Son  castigados  con  la  multa  de  5 á 25  pesetas 
y reprensión  los  que  no  prestaren  á la  autoridad 
el  auxilio  que  reclamare  en  caso  de  inundación 
ú otra  calamidad,  pudiendo  hacerlo  sin  perjui- 
cio ni  riesgo  personal:  art.  589,  uúm.  7."  * 

INÚTIL.  Lo  que  no  puede  servir  ni  aprovechar 
para  cosa  alguna.  Lo  útil  no  se  vicia  por  lo 
inútil;  y así  es  que  por  muchas  que  sean  las  pa- 
labras y cláusulas  inútiles  ó supérfluas  que  se 
pongan  en  un  instrumento  de  disposición  con- 
vencional ó testamentaria,  uo  por  eso  este  sufre 


diminución  alguna  en  su  valor:  regla  26,  tí- 
tulo 34,  Part.  7.1  Non  solad,  $uce  abundani,  vi- 
liare  scripturas:  regla  94,  tit.  17,  lib.  50,  D. 

INVÁLIDO.  Lo  que  es  nulo  y de  ningún  valor 
por  no  tener  las  condiciones  que  exigen  las  le- 
yes. Invalidar  es  hacer  ó declarar  nula  y de 
ningún  efecto  alguna  cosa. 

INVÁLIDO.  El  soldado  que  por  haber  quedado 
estropeado,  cansado  ó inutilizado  en  el  servicio 
militar,  ha  obtenido  cédula  de  retiro  con  desti- 
no á alguno  de  los’cuerpos  ó establecimientos  de 
inválidos,  ó á dispersos. 

Los  oficiales,  sargentos,  cabos  y soldados  des- 
tinados á las  compañías  de  inválidos  hábiles  é 
inhábiles  gozan  del  fuero  militar  en  todas  sus 
causas  civiles  y criminales  del  mismo  modo  que 
los  de  la  tropa  viva,  y están  sujetos  á sus  res- 
pectivos comandantes  con  dependencia  del  ca- 
pitán general.  Los  oficiales  agregados  á plazas 
gozan  también  de  fuero  civil  y criminal  en  sus 
causas , sacando  la  cédula  de  preeminencias 
correspondiente  á su  clase;  pero  los  oficiales  re- 
tirados desde  alférez  ó subteniente  inclusive  ar- 
riba, que  también  tuvieren  cédula  de  preemi- 
nencias, gozan  solo  del  fuero  militar  en  lo  cri- 
minal, quedando  sujetos  en  lo  civil  y en  los 
casos  exceptuados  á la  justicia  ordinaria:  Colon, 
tomo  2.°,  núms.  1316  y 1317.  * V.  Jurisdicción 
militar  y Jurisdicción  común  ordinaria.  * 

INVASION.  El  acto  de  apoderarse  á la  fuerza  ó 
por  via  de  hecho  de  una  cosa  raíz  ó inmueble 
contraía  voluntad  de  su  dueño.  V.  Fuerza,  Des- 
pojo é Interdicto. 

INVENCION.  El  hallazgo  y ocupación  de  una ' 
cosa  que  carece  de  dueño,  ó porque  nunca  le  lia 
tenido,  ó porque  habiéndole  tenido  lia  sido  echa- 
da ó desamparada  por  él  con  intención  de  no 
contarla  por  suya,  ó porque  aunque  le  tenga,  no 
se  puede  averiguar  quién  es.  V.  Hallazgo. 

INVENCION.  El  medio,  procedimiento  ó aparato 
que  uno  ha  inventado,  discurrido  ó descubierto 
para  el  progreso  y mejora  de  la  agricultura,  fa- 
bricación ú otro  cualquier  ramo  de  industria. 
En  Real  decreto  de  27  de  Marzo  de  1826,  y Reales 
órdenes  de  14  de  .Junio  y 27  de  Diciembre  de 
1829,  5 de  .Setiembre  de  1834,  y 26  de  Marzo  de 
1838,  se  trata  minuciosamente  sobre  la  conce- 
sión de  privilegios  exclusivos  por  la  invención, 
introducción  y mejoras  de  objetos  de  uso  ar- 
tístico. * V.  Propiedad  artística  ó industrial.  * 

INVENTARIO.  El  instrumento  eu  que  se  escri- 
ben y sientan  los  bienes  de  alguno  por  muerte 
suya  ó por  razón  de  tutela  ó por  embargo  ú otro 
cualquier  motivo:  leyes  99  y 100,  tít.  18,  Part.  3.*, 
y ley  5.a,  tít.  0.”,  Part.  6.a  Esta  palabra  viene  del 
latín,  derivándose  del  supino  inventara  del  verbo 
inseriré,  que  significa  hallar-,  y se  aplica  á dicho 
instrumento,  ya  porque  este  es  un  verdadero  re- 
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pertorio  de  todos  los  bienes  de  una  persona  ó 
casa,  ya  porque  contiene  artículo  por  artículo 
los  bienes  de  la  pertenencia  de  una  persona  ó 
casa  que  se  han  hallado  ó encontrado. 

I.  El  inventario  es  un  acto  conservatorio  que 
tiene  por  objeto  hacer  constar  el  estado  de  una 
sucesión  ó herencia,  ó del  patrimonio  de  un 
menor,  ó de  otro  que  está  en  tutela  ó curaduría, 
ó de  la  hacienda  ajena  que  uno  tiene  en  usu- 
fructo , administración  ó custodia,  ó de  los  bie- 
nes de  un  comerciante  ó sociedad  de  comercio, 
6 de  los  de  un  deudor  moroso  ó quebrado , á fin 
de  mantener  ilesos  los  derechos  de  cualquier  in- 
teresado, como  por  ejemplo,  del  sobreviviente  de 
los  cónyuges  ó consortes , de  los  menores,  au- 
sentes , legatarios  y acreedores. 

II.  El  inventario  se  divide  en  simple  y so- 
lemne. Inventario  simple  no  es  mas  que  una  sen- 
cilla descripción  ó nómina  de  bienes  hecha  por 
los  mismos  interesados  con  asistencia  de  escri- 
bano y testigos  ó sin  ella;  y el  solemne  es  el  que 
se  liace  con  asistencia  de  escribano  público  y 
testigos  observando  las  formalidades  prescritas 
por  derecho  según  los  casos,  ya  interviniendo  y 
presenciándolo  el  juez , ya  dando  solo  un  auto 
ó mandato  prévio  para  que  se  forme,  sea  de  ofi- 
cio, sea  á petición  de  algun  interesado. 

III.  Debe  hacer  inventario  solemne  de  los 
bienes  de  una  herencia  todo  heredero,  cualquie- 
ra que  sea,  ya  suceda  por  testamento  , ya  abin- 
testaío,  si  quiere  librarse  de  la  obligación  de  pa- 
gar todas  las  deudas  y mandas  del  difunto  aun 
cuando  importen  mucho  mas  que  los  bienes  que 
este  hubiere  dejado.  V.  Beneficio  de  inventario  y 
Aceptación  de  herencia  en  la  parte  que  habla  de 
sus  efectos,  núm.  7.” 

IV.  También  el  fisco  debe  hacer  inventario 


solemne,  no  solamente  de  los  bienes  en  que 
es  instituido  heredero  por  testamento,  sino  asi- 
mismo de  los  bienes  de  las  succesiones  intes- 
tadas que  recaigan  en  él  por  no  haber  dejado  el 
difunto  personas  capaces  de  sucederle  con  arre- 
glo á las  leyes;  ley  de  9 de  Mayo  de  1835:  con  la 
diferencia  de  que  en  el  primer  caso,  no  haciendo 
inventario , quedará  obligado  á los  acreedores  y 
legatarios  aun  á mas  de  lo  que  alcance  la  heren- 
cia , como  cualquier  otro  heredero ; y en  el  se- 
gundo no  tendrá  obligación  de  satisfacer  las 
deudas  y legados  sino  en  cuanto  importen  los 
bienes  de  la  succesion,  según  sientan  comun- 


mente los  autores,  fundados  en  la  ley  16,  tit.  7.°. 
Part.  6.a,  con  la  glosa  4.a  de  Gregorio  López, 
^ ■ Oslado  y Herencia,  núm.  10. 

V.  El  tutor  y el  curador , después  de  discer- 
nida la  tutela  ó curaduría,  están  obligadas  á 
hacer  inventario  solemne  de  todos  los  bienes  del 
pupilo  ó menor , sin  que  sea  necesaria  la  pre- 
sencia del  juez,  aunque  lo  es  su  otorgamiento; 


y este  inventario  tiene  tanta  fuerza  que  no  se 
admite  después  contradicción  del  tutor  ó cura- 
dor auuque  hayan  puesto  mas  bienes  de  los 
quetenia  el  pupilo  ó menor,  y quieran  probarlo 
al  tiempo  de  dar  las  cuentas;  ley  15,  tít.  16,  Par- 
tida 6.a;  leyes  99  y 120,  tít.  18,  Part.  3.a,  y ley  2.a, 
tít.  7.°,  lib.  3.°  del  Fuero  Real.  La  ley  no  prefija 
término  al  tutor  ó al  curador  para  principiar  y 
concluir  el  inventario,  y solo  les  manda  forma- 
lizarle lo  mas  pronto  que  puedan  después  del 
discernimiento  de  la  tutela  ó cúratela,  añadien- 
do que  se  los  pueda  remover  por  sospechosos  si 
tardan  mucho  tiempo  en  hacerle  no  teniendo 
justo  impedimento.  Mas  en  la  práctica,  se  les  en- 
tregan los  bienes  por  inventario  antes  que  em- 
piecen el  uso  de  su  oficio  , á cuya  responsabili- 
dad se  obligan  en  el  instrumento  que  otorgan, 
para  evitar  todo  fraude  y sospecha  de  oculta- 
ción. V.  Tutor. 

VI.  El  usufructuario  particular  ó universal 
debe  hacer  inventario  simple  ó descripción  de 
los  bienes  con  intervención  del  propietario,  aun- 
que el  testador  le  hubiese  dispensado  de  hacer- 
la, á fin  de  que  después  pueda  conocerse  si  dis- 
frutó de  ellos  á arbitrio  de  buen  varón  y si  res- 
tituye plenamente  todos  los  que  entraron  en  su 
poder:  bajo  el  concepto  de  que  no  ejecutándola, 
será  responsable  de  los  daños  y perjuicios  se- 
gún el  juramento  del  propietario.  V.  UsnfriK- 
tuario. 

VIL  El  padre  no  está  obligado  á hacer  inven- 
tario solemne,  ni  aun  ante  escribano  y testigos, 
sino  solo  una  descripción  individual  en  relación 
jurada  y firmada  por  él,  de  los  bienes  adventi- 
cios del  hijo  que  tiene  en  su  potestad  ; pero  si 
quiere  volver  á contraer  matrimonio , deberá 
hacer  inventario  de  ellos  ante  escribano  y dos 
testigos  á presencia  del  hijo  siendo  capaz,  á fin 
de  que  no  se  presuman  adquiridos  en  el  segun- 
do matrimonio.  En  caso  de  que  el  padre  no  ten- 
ga el  usufructo,  por  ser  castrenses  ó cuasi  cas- 
trenses los  bienes , ó por  estar  casado  ó emanci- 
pado el  hijo,  ó por  otro  cualquier  motivo,  debe 
entonces  hacer  inventario  de  ellos  en  la  misma 
forma  que  cuando  trata  de  volver  á casarse,  pues 
que  tiene  que  rendir  cuentas.  Gómez  en  la  ley  48, 
de  Toro,  núm.  16;  y Ayora,  Part.  1.a,  cap.  2." 
núm.  16. 

* Según  el  art.  69  de  la  ley  del  Matrimonio 
civil,  el  padre  y en  su  defecto  la  madre,  están 
obligados  á formar  inventario,  con  intervención 
del  Ministerio  fiscal,  de  los  bienes  de  los  hijos 
respecto  á los  cuales  tuvieren  solamente  la  ad- 
ministración. * 

\III.  Si  el  marido  ó su  mujer  sin  hijos  que 
i 110  se  instituyeron  recíprocamente  herederos,  se 
apoderare  de  todos  sus  bienes  y de  los  del  con- 
I sorie  difunto,  deberá  hacer  descripción  de  ellos 
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por  razón  de  )a  sociedad  conyugal,  porque  tiene 
que  dar  cuenta  á los  herederos  de  aquel:  mas 
por  omitir  la  formación  del  inventario  solemne 
no  incurre  en  las  penas  impuestas  á los  que  es- 
tando obligados  á hacerle  no  le  hacen:  Ayora, 
Part.  1.*,  cap.  2.°,  núrns.  10  al  14. 

IX.  Todo  comerciante,  al  tiempo  de  comenzar 
su  giro,  debe  hacer  en  el  libro  llamado  de  in- 
ventarios la  descripción  exacta  del  dinero,  bie- 
nes muebles  6 inmuebles,  créditos  y otra  cual- 
quiera especie  de  valores  que  formen  su  capital; 
y después  formará  anualmente  el  balance  gene- 
ral de  su  giro , comprendiendo  en  él  todos  sus 
bienes , créditos  y acciones  , así  como  también 
todas  sus  deudas  y obligaciones  pendientes  en 
la  fecha  del  balance,  siu  reserva  ni  omisión  al- 
guna. Todos  los  inventarios  y balances  genera- 
les se  firmarán  por  todos  los  interesados  en  el 
establecimiento  mercantil  á que  correspondan 
que  se  hallen  presentes  á su  formación.  Kn  los 
inventarios  y balances  generales  de  las  socieda- 
des mercantiles,  será  suficiente  que  se  haga 
expresión  de  las  pertenencias  y obligaciones  co- 
munes de  la  masa  social,  sin  extenderse  á las 
peculiares  de  cada  socio  en  particular:  arts.  36 
y 37  del  Código  de  comercio. 

En  caso  de  quiebra  de  un  comerciante,  los 
síndicos  deben  hacer  inventario  formal  y gene- 
ral de  todos  los  bienes,  efectos,  libros,  documen- 
tos y papeles  de  la  quiebra  , que  autorizará  con 
su  asistencia  el  juez  comisario.  Los  bienes  y 
efectos  que  estén  en  manos  de  consignatarios,  ó 
que  por  cualquiera  otra  razón  se  hallen  en  pue- 
blo distinto  de  donde  esté  radicada  la  quiebra, 
se  comprenderán  en  el  inventario  por  lo  que  re- 
sulte del  balance,  libros  y papeles  del  quebrado, 
con  las  notas  que  correspondan  según  las  con- 
testaciones que  se  hayan  recibido  de  sus  tene- 
dores ó depositarlos.  El  quebrado  será  citado 
para,  la  formación  del  inventario,  y podrá  asistir 
á ella  por  sí  ó por  medio  de  apoderado:  arts.  1070 
y 1080. 

X.  Hablando  en  general , debe  hacerse  todo 
inventario  eon  la  rectitud,  pureza,  claridad  é in- 
dividualidad correspondientes;  de  manera,  que. 
al  tiempo  de  la  restitución , pueda  el  interesado 
en  ella  reclamar  con  certeza  y seguridad  cuanto 
le  pertenezca;  pues  de  otro  modo,  se  tendría  por 
no  hecho,  y la  persona  que  debió  formalizarle 
habría  de  sufrir  las  consecuencias  de  la  falta 
de  dicho  instrumento , según  su  culpa  ó ma- 
licia. 

INVESTIDURA.  V.  Emeslidum. 

INVIOLABILIDAD.  El  privilegio  de  no  poder  ser 
preso,  perseguido  ni  condenado,  bien  en  todos  y 
cualesquiera  casos,  bien  solo  por  razón  de  cier- 
tos hechos.  Según  la  Constitución  de  1869,  la 
persona  del  Rey  es  sagrada  é inviolable,  y no 
Tomo  tu. 


está  sujeta  á responsabilidad.  Son  responsables 
los  ministros:  art.  67.  Los  senadores  y los  dipu- 
tados son  inviolables  por  sus  opiniones  y votos 
en  el  ejercicio  de  su  encargo:  art.  57.  V.  Fuero 
de  los  senadores  y diputados. 

IPS0  FACT0.  Locución  puramente  latina  usa- 
da en  castellano , que  significa  por  el  mismo 
hecho. 

IPS0  JURE.  Locución  latina  que  significa  por 
el  mismo  derecho , y se  usa  cu  el  foro  para  deno- 
tar que  una  cosa  uo  necesita  declaración  del 
juez,  pues  consta  por  la  misma  ley.  EL  menor, 
por  ejemplo,  queda  emancipado  ipso  jure  por  el 
matrimonio. 

IRA.  Pasión  del  alma  que  mueve  á indigna- 
ción y enojo.  Lo  que  uno  hace  ó dice  por  saña  ó 
ira  uo  se  debe  juzgar  por  fume,  á no  ser  que 
subsista  en  ello  sin  arrepentirse , lo  que  debe 
entenderse  cuando  no  lo  hace  ó dice  á daño  ó 
denuesto  de  otro;  porque  si  así  fuese , no  se  ex- 
cusará de  pena,  aunque  siendo  la  ira  con  razón 
disminuye  la  culpa:  regla  1(¡,  tít.  34,  Part.  7,J 
V.  Excusa,  núm.  3.g 

IRADO  Y PAGADO.  Expresión  que  se  halla  en 
donaciones  antiguas  de  los  Ileyes,  de  la  cual  se 
usaba  al  tiempo  de  nombrar  lo  que  se  reserva- 
ban en  los  lugares  donados.  Entre  estas  reser- 
vas, una  era  que  el  Itey  había  de  poder  entrar 
en  los  tales  lugares  siempre  que  quisiese,  irado 
¡j  payado,  esto  es,  airado  ó apaciguado,  enojado 
ó no  enojado,  de  guerra  ó de  paz. 

IRENARCA.  Entre  los  Romanos  se  llamaba  así 
el  magistrado  destinado  k cuidar  de  la  quietud 
y tranquilidad  dei  pueblo. 

IRREGULARIDAD.  Impedimento  canónico  para 
recibir  los  órdenes  ó ejercitarlos  por  razón  de 
ciertos  defectos  naturales  ó delitos. 

* Además  de  la  división  de  las  irregularida- 
des por  defecto  y por  delito,  pueden  dividirse  en 
perpétuas  y temporales:  son  aquellas  las  en  que 
la  causa  de  la  irregularidad  no  cesa,  como  el  ha- 
ber cometido  un  homicidio;  estas,  las  en  que  des- 
aparece la  causa,  como  la  irregularidad  por  ig- 
norancia, que  cosa  en  el  momento  en  que  se 
aprende  lo  que  se  ignoraba. 

Las  irregularidades  solo  pueden  establecerse 
por  el  Concilio  general  ó por  el  Humo  Pontífice; 
de  modo,  que  todas  ellas  puede  decirse  que  son 
o jure,  y todas  ellas  se  hallan  consignadas  en  el 
derecho  canónico. 

Las  irregularidades  por  delecto  son  ocho. 
3.a  Defecto  de  nacimiento,  por  ser  ilegítimos  ios 
aspirantes.  2.'  Defecto  de  entendimiento,  que 
comprende  lo  mismo  k los  que  caxccen  de  el, 
como  á los  que  no  tienen  los  conocimientos  ne- 
cesarios para  llenar  las  funciones  de  las  Ordenes 
sagradas.  3.‘  Defecto  corporal  por  vicio  de  con- 
formación, que,  ó haga  de  tal  manera  inhábil 
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para  las  funcionas  que  no  puedan  ejercerse,  ó al 
menos  no  puedan  ejercerse  sin  peligro,  ó hagan 
tan  deforme  al  sacerdote,  que  no  pueda  ejercer 
las  Ordenes  sin  exponerse  al  escándalo  ó escar- 
nio del  pueblo.  De  aquí  se  infiere,  que  el  defecto 
ha  de  ser  público  y á vista  de  ojos.  En  el  dere- 
cho se  marcan  los  defectos  físicos  que  llevan 
consigo  irregularidad,  y los  canonistas,  por  iden- 
tidad de  razón,  aumentan  el  catálogo.  4.a  Defec- 
to de  edad.  5.a  Defecto  de  libertad,  entendiéndo- 
se por  no  libres  los  esclavos;  los  curiales,  esto 
es,  los  que  entre  los  Romanos  formaban  el  cuer- 
po de  decuriones,  cuyos  bienes  estaban  afectos  á 
los  gastos  de  su  cargo ; los  administradores, 
mientras  no  deu  y queden  saldados  de  sus  cuen- 
tas, y los  casados , cuando  se  permitía  el  casa- 
miento á ios  clérigos,  en  razón  á que  los  bienes 
de  los  beneficios  se  disipaban  en  ios  gastos  de  ia 
familia.  6."  Defecto  de  reputación.  7.a  Defecto  del 
sacramento  ó bigamia.  8.a  Defecto  de  lenidad 
por  haber  contribuido  voluntaria  y próxima- 
mente á un  homicidio  ó mutilación  justos,  pero 
violentos. 

Las  irregularidades  por  delito  son  cinco:  1.a  La 
que  se  contrae  por  homicidio.  2.a  Por  profana- 
ción del  bautismo,  recibiéndole  ó confiriéndole 
dos  veces.  3.a  Por  la  recepción  no  canónica  de 
las  Ordenes,  4.a  Por  su  ejercicio  ilícito.  5.a  Por  la 
herejía. 

Se  diferencian  las  irregularidades  ex  defectu  de 
las&c  delicio,  en  que  aquellas  son  por  lo  común 
involuntarias , concluyen  por  dispensa  y por 
otros  modos,  y siempre,  cesando  el  defecto,  no 
privan  de  los  beneficios  obtenidos;  son  un  impe- 
dimento, no  uno  pena:  y estas  son  siempre  vo- 
luntarias, no  concluyen  mas  que  por  dispensa,  y 
nunca  por  solo  haber  cesado  el  pecado;  privan 
muchas  veces  de  los  beneficios  obtenidos , y son 
impedimento  y pena. 

Cesan  las  irregularidades  por  la  dispensa  del 
Pontífice,  en  todo  caso  dispensable;  del  Legado 
y el  Obispo,  en  los  cafeos  no  reservados  al  Papa; 
del  Abad,  en  los  casos  que  no  le  están  expresa- 
mente prohibidos  por  derecho;  de  los  Capítulos 
Sede  tacante,  por  medio  del  Vicario  general,  si  la 
irregularidad  procede  de  un  crimen  secreto  y 
oculto. 

Cesan  las  irregularidades  ex  defectu,  además, 
por  la  desaparición  del  defecto,  según  se  ha  di- 
cho , y algunas  veces  por  la  profesión  reli- 
giosa. * 

IRRITAR.  Anular,  invalidar  ó hacer  inútil  al- 
guna cosa.  Irrito  es  lo  mismo  que  inválido,  sin 
fuerza  ni  obligación.  V.  Cláusula  irritante. 

ISLA.  Cierta  porción  de  tierra  rodeada  entera- 
mente de  agua  por  el  mar  ó por  algún  rio.  La 


isla  formada  de  nuevo  en  el  mar,  debe  ser  del 
que  primero  la  ocupare,  y sus  pobladores  han 
de  obedecer  al  príncipe  del  lugar  en  que  se  for- 
mó: ley  29,  tít.  28,  Part.  3.a  La  isla  que  se  forma- 
re en  medio  del  rio,  debe  dividirse  entre  los  due- 
ños de  las  heredades  sitas  en  los  dos  lados  del 
mismo,  con  proporción  á la  extensión  que  cada 
una  tenga  á lo  largo  de  la  orilla,  y partiendo  de 
la  línea  que  se  supone  trazada  en  medio  del  rio, 
aunque  toque  mas  á los  propietarios  de  la  una 
ribera  que  á los  de  la  otra;  mas  si  estuviere  toda 
la  isla  en  la  una  parte  de  la  mitad  del  rio,  per- 
tenece del  propio  modo  á los  dueños  de  las  he- 
redades de  la  ribera  mas  inmediata,  bajo  el  con- 
cepto de  que  el  usufructo  de  la  isla  no  corres- 
ponde en  ningún  caso  ai  usufructuario  de  di- 
chas heredades,  siuo  al' dueño  de  ellas,  que  lo 
adquiere  con  la  propiedad,  aunque  sucede  lo 
contrario  en  el  aluvión,  cuyo  usufructo  acrece  al 
usufructuario  de  la  heredad  á que  se  agrega: 
leyes  27  y 30,  tít.  28,  Part,  3.a  Cuando  el  rio  con 
sus  avenidas  ó de  otro  modo  se  forma  un  nuevo 
brazo  y hace  una  isla , cortando  ó atravesando 
una  heredad,  no  hay  que  hacer  partición  alguna 
de  la  isla,  pues  esta  no  es  una  cosa  nueva  sin 
dueño,  sino  que  permanece  en  el  dominio  del 
propietario:  ley  28,  id. 

* El  art.  82  de  la  ley  de  3 de  Agosto  de  1866 
sobre  el  dominio  de  las  aguas  y accesiones  de  los 
terrenos  contiguos,  ha  variado  en  parte  lo  pres- 
crito por  la  ley  27,  tít.  28,  Part.  3.a,  disponiendo, 
que  las  islas  que  por  la  sucesiva  acumulación  de 
arrastres  superiores  se  van  formando  en  los  rios, 
pertenecen  á los  dueños  de  las  riberas  ú orillas 
mas  cercanas  á cada  una,  ó á los  de  ambas  riberas 
si  la  isla  se  hallase  en  medio  del  rio,  dividiéndose 
entonces  longitudinalmente  por  mitad.  Si  una 
sola  isla  así  formada  distase  de  una  ribera  mas 
que  de  la  otra,  será  únicamente  y por  completo 
dueño  suyo  el  de  1a  ribera  mas  cercana.  Cuando 
la  corriente  de  un  arroyo,  torrente  ó rio  segrega 
de  su  ribera  una  porción  conocida  de  terreno,  y 
la  trasporta  á las  heredades  fronteras  á las  infe- 
riores , conserva  su  dueño  su  propiedad : ar- 
tículo 82. 

Las  islas  formadas  y que  se  formaren  en  la 
zona  marítima  ó en  las  rias  y desembocaduras  de, 
los  rios  considerados  como  puertos  marítimos 
según  el  art.  2.°  de  dicha  ley,  son  propiedad  del 
Estado:  art.  3."  de  la  misma,  V.  Aluvión .* 

ITEM.  Adverbio  latino  de  que  se  usa  para  ha- 
cer distinción  de  artículos  ó capítulos  en  alguna 
escritura  ú otro  instrumento,  y también  por  se- 
na! de  adición.  Dícese  también  Ítem  mas.  Ucee 
edictio  inducit  repelitionem  prcecedentis  qualitatis 
ubi  personarurn  vel  rervm  identitas  est. 
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JACTANCIA.  En  el  lenguaje  común,  no  es  otra  ' 
cosa  que  la  alabanza  desordenada  6 injusta  que 
uno  hace  de  sí  mismo;  pero  en  el  lenguaje  legal, 
se  toma  por  la  manifestación  que  uno  hace  de 
cosas  que  pueden  causar  á otro  algún  perjuicio 
ó menoscabo  en  su  estado  personal  ó en  su  re- 
putación, como  si  uno  fuese  diciendo  por  ejem- 
plo que  otro  era  su  siervo,  ó que  la  hacienda  que 
poseía  como  propia  no  era  suya  en  realidad,  por 
haberla  adquirido  por  medios  ilícitos  6 injustos,  : 
En  estos  y otros  casos  semejantes,  puede  pedir  al 
juez  el  agraviado  que  obligue  al  jactancioso  á 
poner  demanda  para  probar  sus  manifestaciones, 
ó á desdecirse  judicialmente  de  ellas,  ó á darle 
la  satisfacción  que  corresponda;  y siendo  rebelde 
ó contumaz  el  ofensor  en  la  presentación  de  la 
demanda  ó en  la  deducción  ó prueba  del  dere- 
cho ó acción  que  creyere  tener,  debe  el  juez  im- 
ponerle perpétuo  silencio,  y desechar  en  lo  su- 
cesivo cualquier  demanda  que  él  ú otro  en  su 
nombre  intentare  sobre  el  asunto  , castigándole 
de  modo  que  sirva  de  escarmiento  á otros  si  re- 
pitiere el  agravio  ó jactancia:  ley  46,  tít.  2.°, 
Part.  3."  V.  Injuria  y Calumnia  y Juicio  ordinario. 

JARCIAS.  Los  aparejos  y cabos  de  la  nave.  Los 
préstamos  k la  gruesa  pueden  constituirse  sobre 
las  jarcias,  y cuando  se  constituyen  sobre  el  cas- 
co y quilla  del  buque,  se  entienden  hipotecadas 
las  jarcias  al  capital  y premios:  arts.  817  y 818 
del  Código  de  comercio.  Las  jarcias  pueden  ser 
objeto  del  seguro  en  todo  ó en  parte,  por  sí  solas 
ó juntas  con  otros  efectos,  y se  entienden  com- 
prendidas en  el  seguro  genérico  de  la  nave  : ar- 
tículo 848  y siguientes. 

JEA,  Tributo  que  se  pagaba  antiguamente  por 
la  entrada  de  los  géneros  de  tierra  de  moros  á 
Castilla  y Andalucía. 

JERA  Ó JEERA.  La  tierra  que  dejan  en  seco  los 
esteros,  esto  es,  los  brazos  que  salen  de  un  rio  y 
participan  de  las  crecientes  y menguantes  del 
mar.  Debe  decirse  de  la  jera  lo  mismo  que  de  ' 


la  playa,  en  cuanto  k su  uso  ó aprovecha- 
miento. 

JOBAS,  TRAJI8  Y BATUDAS.  En  el  lenguaje  de 
la  feudalidad  se  dieron  estos  nombres  á los  ser- 
vicios que  en  prados,  mieses  y viñas  tenían  que 
satisfacer  á los  señores  los  vecinos  que  recibían 
de  su  mano  tierras  en  arrendamiento,  hacién- 
dose por  este  medio  hombres  libres,  sujetos  so- 
lamente al  pago  de  la  renta  y del  servicio,  que 
con  el  trascurso  del  tiempo  se  redujo  á dinero. 

JORNADA  Ó DIETA.  El  camino  que  yendo  de 
viaje  se  anda  regularmente  en  un  dia.  Según 
las  leyes  9.a  y 14,  tít.  I.1',  lib.  D."  del  Fuero  Juz- 
go, la  ley  8.a,  tit.  3.°,  lib.  2.“,  del  Fuero  Real,  y 
la  ley  2.\  níun.  3.°,  tít.  6.°,  lib.  8.",  Nov.  Recop., 
se  componía  de  diez  leguas  la  jornada  ó dieta 
civil  ó legal;  y según  la  ley  8.a,  tít.  28,  lib.  5.“,  y 
las  leyes  1.*  y 3.a,  tít.  19,  lib.  6.°,  Nov.  Recop., 
no  se  compone  ahora  sino  de  ocho.  Mas  no  por 
eso  hay  una  diferencia  notable  entre  la  jornada 
antigua  y la  moderna,  pues  constando  antes 
cada  legua  de  15,900  piés,  según  cálculos  de  al- 
gunos escritores , y ahora  de  20,000  según  Real 
órden  de  26  de  Enero  de  1801  (ley  5.a,  tít.  9,  li- 
bro 9.a,  Nov.  Recop.,),  resulta  que  la  jornada  an- 
tigua de  diez  leguas  tenia  159,000  piés , y la  mo- 
derna de  ocho  leguas  tiene  160,000,  de  modo  que 
todavía  la  primera  es  menor  en  mil  piés  que  la 
segunda. 

* La  jornada  legal  puede  calcularse  en  la  ac- 
tualidad de  seis  leguas.  El  art.  229  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  previene  que  cuando  el  deman- 
dado no  residiese  en  el  partido  judicial  donde 
radique  el  juicio,  el  juez  podrá  aumentar  el  tér- 
mino del  emplazamiento  en  razón  de  un  dia  por 
cada  seis  leguas  que  hubiere  de  distancia  entre 
el  pueblo  de  su  residencia  y la  del  demandado. 
El  art.  1290  también  previene  que  el  término  de 
un  mes  concedido  á la  mujer  para  acreditar  ha- 
ber intentado  la  demanda  de  divorcio,  podrá 
aumentarse  con  un  dia  por  cada  seis  leguas  que 
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diste  el  pueblo  en  que  se  constituya  el  depósito 
del  en  que  resida  el  juez  que  ha  de  conocer,  de 
manera  que  la  jornada  es  de  12Q,f>00  piés , o sea 
de  40,000  piés  menos  que  antes.  La  jornada  re- 
ducida A kilómetros,  que  es  actualmente  la  me- 
dida Ieg'al  itineraria,  comprende  una  extensión  • 
de  33  kilómetros,  333  metros,  30  centímetros. 

Respecto  á las  dietas  que  en  su  sentido  estric- 
to significan  el  estipendio  que  puede  cobrarse 
en  un  dia  por  los  curiales  ó el  trabajo  que  lian 
de  emplear  cada  dia,  ci  art.  413  de  los  aranceles 
judiciales  determina,  que  por  la  asistencia  á la 
posesión  de  varios  bienes,  cobren  los  escribanos 
50  rs.  por  dietas  de  seis  /loras  de  trabajo  en  cada 
dia  natural,  y lo  mismo  en  las  causas  criminales 
cuando  hubieren  de  salir  de  la  población  resi- 
dencia del  juzgado. 

Como  la  Real  órden  de  26  de  Enero  de  1801, 
calcula  que  cada  legua  mide  la  extensión  que 
ordinariamente  anda  un  hombre  en  una  hora, 
resulta  que  el  empleo  de  seis  horas,  sea  andan- 
do, sea'trabajando,  da  derecho  á los  curiales  para 
cobrar  la  dieta  señalada  por  cada  dia  natural. 

Para  la  conducción  de  penados,  la  jornada  se 
calcula  de  tres  leguas  poco  mas  ó menos,  y si 
no  hay  pueblo  á esta  distancia , se  sigme  al  in- 
mediato siempre  que  no  diste  mas  de  cinco  le- 
guas. V.  Establecimientos  penales,  tomo  2.*,  pá- 
gina 880.  V.  Legua.  * 

JORNAL.  El  estipendio  que  gaua  el  trabajador 
en  un  dia  entero  por  su  trabajo.  A jornal  es  un 
modo  adverbial  con  que  se  explica  el  ajuste  que 
se  hace  de  alguna  obra  pagando  por  los  dias 
que  el  trabajador  emplea  en  ella,  en  contrapo- 
sición de  cuando  se  ajusta  á destajo,  ó sea  por 
un  tanto  ó una  cantidad  alzada  V.  Arrenda- 
miento de  trabajo  'personal , par.  I. 

JORNALERO.  El  que  trabaja  por  su  jornal  en 
algún  arte  ú oficio.  V.  Arrendamiento  de  trabajo 
personal,  pár.  I,  Artesano  y -luego. 

JOVEN.  Según  el  Diccionano  de  la  Academia, 
es  ei  que  se  halla  en  la  edad  que  media  entre  la 
niñez  y la  edad  viril ; pero  según  los  módicos  y 
los  filósofos,  es  el  que  se  halla  en  la  edad  que 
media  entre  la  adolescencia  y ia  virilidad.  Véa- 
se Adolescencia  y Edad,  pár.  II,  núm.  VI,  y pár- 
rafo IV,  uúlus.  V.  y VI. 

JOYAS.  Las  piezas  de  plata  ú oro  trabajadas 
con  primor  en  que  suelen  estar  engastadas  pie- 
dras preciosas,  y que  sirven  para  adorno  de  la 
persona,  especialmente  de  las  mujeres;  y en  ge- 
neral todos  los  adornos,  preseas  y vestidos  que 
pertenecen  á una  mujer,  principalmente  cuan- 
do sale  de  su  casa  para  casarse.  V.  Arras. — Do- 
nación esponsalicia.— Contraste.—  Oro.— Plata,  y 
Defraudación. 

JUBILACION.  La  relevación  del  trabajo  ó car- 
ga de  algún  empleo,  conservando  al  que  le 


tenia  los  honores  y el  sueldo  en  todo  o en  parte. 

Según  la  ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo 
de  1835.  el  máximum  de  sueldos  para  jubilados 
es  de  40,000  rs.  vn.,  cualquiera  que  sea  su  des- 
tino y clase,  no  pudiendo  acumular  dobles  suel- 
dos bajo  pretexto  alguno:  art.  15. 

No  se  conceden  jubilaciones  sino  álos  emplea- 
dos que  pasen  de  cincuenta  años  de  edad  ó á los 
que  por  sus  achaques  se  hallen  en  absoluta  im- 
posibilidad de  servir;  debiendo  en  ambos  casos 
tener  á lo  menos  veinte  años  de  servicio:  art.  17. 

Para  graduar  el  haber  de  los  jubilados  en  las 
clases  civiles,  sirve  de  base  el  sueldo  del  mayor 
empleo  que  hayan  desempeñado  en  propiedad 
con  nombramiento  real  ó de  lasCórtes,  según, 
las  reglas  siguientes:  1.*  Los  que  hayan  servido 
veinte  años  efectivos  gozarán  dos  quintas  partes 
de  sueldo.  2.a  Los  que  pasen  de  veinticinco  años 
gozarán  tres  quintas  partes.  3."  Los  que  hayan 
! completado  treinta  y cinco  años  gozarán  cuatro 
quintas  partes.  4.a  Ningún  jubilado  percibirá 
cuota  mayor.  5.a  El  tiempo  de  servicio  se  conta- 
rá desde  que  los  empleados  en  propiedad  hayan 
tomado  posesión  de  sus  destinos , con  nombra- 
miento real  ó de  las  Córtes,  cumplida  la  edad 
de  diez  y seis  años,  antes  de  la  cual  no  se  abo- 
nará servicio  alguno.  6.a  A los  jueces  y minis- 
tros de  los  tribunales  se  abouarán  ocho  años 
para  completar  los  veinte  que  exige  el  primer 
grado  de  jubilación  y sucesivos,  atendidos  los 
estudios  y anticipaciones  que  exige  esta  carrera. 
7.a  A los  catedráticos  se  les  hará  el  mismo  abono 
que  á los  togados.  8.a  A los  militares  que  hubie- 
ren pasado  ó pasen  á las  carreras  civiles  se  les 
hará  en  estas  el  abono  de  campaña  ú otro  cual- 
quiera que  debidamente  justifiquen  les  corres- 
pondía en  su  anterior  empleo  ó destino , con  tal 
que  cuenten  veiuticinco  años  de  activo  servicio, 
según  está  prevenido  en  el  reglamento  militar, 
y fijando  seis  años  por  máximum  de  abono. 
9.a  Los  militares  que  tengan  retiro  como  inuti- 
lizados en  campaña  y pasen  á las  carreras  civi- 
les, optarán  entre  este  y la  jubilación  que  les 
corresponda,  según  les  acomode:  art.  26. 

* Los  jueces  ó magistrados  que  se  inutilizaren 
física  ó intelectualmente  para  el  servicio  han  de 
ser  jubilados  necesariamente;  pero  aun  cuando 
no  estén  inútiles,  pueden  serlo  á su  instancia  ó 
por  disposición  del  Gobierno,  los  jueces  de  ins- 
trucción á los  sesenta  y cinco  años,  y los  jueces 
de  partido  y magistrados  á los  setenta  cum- 
plidos: arts,  238  y 239  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial.  f 

Por  Real  órden  de  12  de  Marzo  de  1875  se  ha 
prevenido  (considerando  que  la  razón  de  haber 
señalado  la  edad  de  sesenta  y cinco  años  para  la 
jubilación  de  los  jueces  de  instrucción  es  la  de 
que  el  desempeño  de  este  cargo  requiere  mas 
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aptitud  física  que  la  necesaria  para  formar  parte 
de  un  tribunal  colegiado,  y que  esta  razón  es 
aplicable  á los  jueces  de  primera  instancia,  cual- 
quiera que  sea  su  categoría,  puesto  que  sin  dis- 
tinción están  todos  encargados  de  instruir  los 
sumarios)  que  mientras  dichos  jueces  de  prime- 
ra instancia  ejerzan  las  mismas  funciones  que 
hoy  les  competen,  pueden  ser  jubilados  á su 
instancia  ó por  resolución  del  Gobierno  á los 
sesenta  y cinco  años  cumplidos. 

Como  en  ser  jubiladosícontra  su  voluntad  hay 
un  perjuicio,  si  el  Gobierno  fundara  la  jubila- 
ción en  la  inutilidad  física  ó moral , se  oirá  al 
interesado  en  el  expediente  gubernativo:  art.  240 
de  la  ley  citada. 

La  jubilación  será,  según  sus  año3  deservi- 
cio , igual  á la  que  se  conceda  á los  empleados 
de  las  demás  carreras,  computándoles  el  aumen- 
to de  tiempo  que  por  razón  de  ella  les  corres- 
ponda y que  según  la  ley  de  presupuestos  de  1835 
es  de  ocho  años;  debiendo  tenerse  presente  que 
por  la  misma  se  declararon  de  abono  á los  em- 
pleados que  quedaron  sin  destino  á virtud  del 
Real  decreto  de  1.°  de  Octubre  de  1823,  que  fue- 
ron rehabilitados  por  el  de  30  de  Diciembre  de 
1834,  el  tiempo  trascurrido  entre  ambas  épocas, 
e igualmente  ios  años  desde  el  20  de  Mayo  de 
1843  hasta  fin  de  Agosto  de  1854,  á los  que  fueron 
separados  del  servicio  desde  dicho  20  de  Mayo 
hasta  fin  de  Mayo  de  1844,  siempre  que  en  los 
once  años  hubiesen  permanecido  en  situación 
pasiva  y no  hubiesen  solicitado  ningún  cargo 
público. 

Puede  suceder  que  la  inutilidad  del  funciona- 
rio judicial  provenga  de  lesiones  recibidas  en 
actos  del  servicio  ó por  consecuencia  de  ellos; 
en  ese  caso  se  les  concede  el  sueldo  entero  que 
hubiesen  tenido  como  activos,  en  el  caso  de  ha- 
ber servido  en  la  carrera  judicial  ó fiscal  veinte 
años  , y cuatro  quintas  partes  del  mismo  sueldo 
si  hubieren  servido  menos,  cualesquiera  que 
sean  los  años. 

Gomo  la  inutilidad  puede  ser  temporal,  los 
jubilados  antes  de  cumplir  los  sesenta  años  po- 
drán ser  rehabilitados  y volver  al  servicio  acre- 
ditando haber  desaparecido  la  causa  que  hubiese 
motivado  la  jubilación  , y después  de  oido  el 
Consejo  de  Estado , percibiendo  los  rehabilitados 
el  sueldo  que  como  jubilados  les  corresponda 
hasta  que  sean  de  nuevo  colocados:  arts.  241  al 
243  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  de  1870 
y párrafo  1."  del  art.  7.°  del  Real  decreto  de  23  de 
Enero  de  1875.  Los  que  hayan  sido  jubilados  á 
su  instancia  y reunieren  las  condiciones  á que 
se  refiere  el  párrafo  anterior  (esto  es,  la  de  no 
haber  cumplido  la  edad  necesaria  para  la  jubi- 
t lacion  y la  de  resultar  del  expediente  que  se  for- 
me, su  aptitud  para  desempeñar  el  cargo  que 


ejercían  ),  podrán  volver  al  servicio,  pero  reinte- 
grando al  Tesoro,  de  una  vez  ó por  descuentos 
sucesivos  del  sueldo  que  hayan  de  disfrutar , la 
diferencia  que  resulte  entre  el  haber  que  le3  ha- 
bría correspondido  como  cesantes  y el  que  ha- 
yan percibido  como  jubilados:  pár.  2."  del  art.  7.a 
citado. 

Eu  la  jubilación  de  los  funcionarios  del  minis- 
terio fiscal,  rigen  las  disposiciones  que  para  los 
! jueces  y magistrados  establecen  los  arts.  238  al 
243  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial:  artícu- 
lo 832  de  la  misma;  y las  que  designa  el  artícu- 
lo 7."  del  lieal  decreto  citado. 

La  ley  de  presupuestos  de  23  de  Mayo  de  1845 
determinó  que  fuesen  aplicables  á los  jueces  de 
primera  instancia  las  leyes  y disposiciones  vi- 
gentes relativas  á la  calificación  de  los  derechos 
délos  magistrados  sobre  cesantías  y jubilacio- 
nes, regulándose  la  correspondiente  parte  alí- 
cuota, según  los  años  de  servicio,  al  respecto 
de  20,000  rs.  á los  jueces  de  término,  de  18,000 
á los  de  ascenso  y de  14,000  á los  de  entrada. 

En  28  de  Diciembre  de  1849  se  asignó  al  mi- 
nisterio de  Hacienda  el  conocimiento  de  cnanto 
haga  relación  á las  clases  pasivas  de  todas  las 
carreras,  excepto  las  clasificaciones  de  los  mili- 
tares que  quedaron  á cargo  del  Tribunal  Supre- 
mo ríe  Guerra  y Marina. 

Se  creó  al  efecto,  bajo  la  inmediata  dependen- 
cia del  ministro  de  Hacienda,  la  Junta  de  eiaees 
pasivas,  que  funcionó  hasta  que  en  13  de  Di- 
ciembre de  1868  fuá  substituida  por  un  tribunal 
de  primera  instancia,  compuesto  de  dos  minis- 
' tros  del  Tribunal  de  Cuentas  y un  director  de 
Hacienda  pública,  auxiliado  de  una  sección  ad- 
ministrativa, ácuyo  cargo  quedó  la  clasificación 
y revisión  de  los  expedientes  de  todas  las  per- 
sonas que  cobrasen  ó creyesen  tener  derecho  á 
cobrar  haberes  comprendidos  bajo  la  denomi- 
nación de  clases  pasivas. 

Así  siguió  hasta  10  de  Mayo  de  1873  en  que  se 
suprimió  este  tribunal,  y en  su  lugar  se  creó 
una  Junta  de  pensiones  civiles,  compuesta  del 
presidente  del  Tribunal  de  Cuentas,  substituido, 
caso  de  enfermedad,  por  el  ministro  decano  del 
mismo  tribunal,  y cuatro  ministros  del  mismo, 
un  asesor,  que  es  el  fiscal,  auxiliado  y substi- 
tuido por  un  abogado  coasesor  y un  secretario 
I con  voz  consultiva , formando  Junta  y pudiendo 
tomar  acuerdo  el  presidente  y dos  vocales  si  vo- 
tasen unánimes. 

Las  solicitudes  promoviendo  expedientes  sobre 
clasificación  de  derechos  pasivos,  se  remitirán  á 
' la  .Tunta  por  conducto  de  las  Administraciones 
■ económicas  de  las  provincias  ó por  la  Contadu- 
; ría  central,  debiéndose  designar  en  aquellas  el 
domicilio  de  los  interesados. 

Alas  expresadas  solicitudes  se  acompañarán 
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los  documentos  justificativos  del  derecho  pre- 
tendido , designados  por  instrucción , y las  in- 
tervenciones de  las  Administraciones  económi- 
cas y la  Contaduría  central , en  su  caso , com- 
probarán los  originales  presentados  con  sus  co- 
pias, no  admitiendo  entre  estas  las  que  corres- 
pondan á atestados  de  nacimiento , casamiento 
y defunciones  y á certificaciones  de  toma  de  po- 
sesión y cese  referentes  al  desempeño  de  desti- 
nos obtenidos  por  simple  credencial  ó mediante 
título  no  requisitado  en  forma  por  causa  funda- 
da; pues  estos  documentos  procede  se  presenten 
originales.  Esta  comprobación  no  excluye  laque 
en  cumplimiento  del  decreto-ley  de  22  de  Octu- 
bre de  1868  debe  disponer  la  Junta  con  las  ma- 
trices, protocolos  y antecedentes  que  existan  en 
los  archivos  y centros  respectivos , cuando  no 
tengan  el  íntimo  convencimiento  de  la  exactitud 
de  los  documentos  presentados ; no  siendo  licen-  1 
cías  absolutas,  hoja3  de  servicios  militares  yjus- 
tificantes  de  los  prestados  en  la  Milicia  Nacional, 
cuyo  tiempo  corresponda  computar  en  clasifica- 
ción , cuya  comprobación  es  siempre  necesaria. 

En  el  período  de  instrucción  de  los  expedien- 
tes sobre  declaración  de  derechos  pasivos,  los 
interesados,  por  sí  ó por  medio  de  apoderado  en 
forma,  podrán  enterarse,  siempre  que  lo  deseen, 
del  estado  y razón  de  los  mismos  en  las  audien- 
cia* que  determinará  la  Instrucción  de  orden 
interior  de  la  secretaría;  mejorar  su  primitiva 
reclamación,  acompañando  los  nuevos  justifi- 
cantes que  estimen  convenientes  á su  derecho, 
excepto  si  se  tratase  simplemente  de  revisiones 
de  clasificación,  en  las  cuales  no  pueden  pre- 
sentarse nuevos  documentos. 

Los  acuerdos  de  la  Junta  que  causen  estado, 
serán  notificados  por  la  secretaría  á los  intere- 
sados ó á sus  apoderados  en  forma,  haciéndose 
constar  en  los  respectivos  expedientes  por  medio 
de  la  correspondiente  nota  del  acto  que  firmarán 
aquellos.  Si  el  interesado  no  residiera  en  la  corte 
ni  tuviere  acreditado  representante,  se  procede-  ! 
rá  á la  notificación  por  conducto  de  las  Adminis- 
traciones económicas  de  las  provincias. 

El  art.  26  del  decreto  de  10  de  Mayo  antedicho 
establece  también  que  los  interesados  que  no  se 
conformasen  con  los  acuerdos  de  la  Junta,  pue- 
dan alzarse  en  queja  al  ministerio  de  Hacienda 
en  el  término  de  treinta  dias  contados  desde  el 
en  que  se  les  hubiese  notificado  administrativa- 
mente ó se  publiquen  en  la  Gaceta , si  no  hubie- 
se podido  verificarse  la  notificación  ; mas  no  es 
este  recurso  administrativo  el  Vínico  que  se  les  ¡ 
concede  á los  interesados ; se  les  reserva  tam- 
bién el  recurso  á la  via  contenciosa  contra  las 
resoluciones  del  ministro  de  Hacienda  que  po- 
drán ejercitar  en  el  término  de  dos  meses,  á par- 
tir desde  la  fecha  en  que  se  les  notifique  ad- 


ministrativamente 6 se  inserten  en  la  Gaceta. 

Aun  cuando  la  Junta  declare  derechos  pasi- 
vos, los  expedientes  quedan  sujetos  á exámen  y 
fiscalización  , á virtud  de  nuevo  reconocimiento 
que  puede  mandar  el  Ministro,  cesando  tal  fa- 
cultad si  no  se  hace  uso  de  ella  en  el  plazo  de 
tres  meses;  salvo  cuando  se  presume  falsedad 
en  algún  documento  en  que  estuviese  fundado 
el  acuerdo  de  declaración  de  derechos  pasivos, 
en  cuyo  caso  en  todo  tiempo  puede  revisarse  el 
expediente.  * 

La  Junta  tiene  responsabilidad  colectiva  cuan- 
do falla  con  infracción  de  las  disposiciones  le- 
gales en  perjuicio  del  Tesoro.  Los  vocales  jefes 
de  sección  la  tienen  además  individual  cuando 
se  separen  de  ellas  en  la  censura  y dictámen  de 
los  expedientes ; los  vocales  cuando  no  reclamen 
la  ilegalidad;  los  asesores  cuando  separándose 
la  Junta  de  su  dictámen  y apelen  al  Ministerio 
como  deben,  no  mantuvieran  su  dictámen. 

Los  acuerdos  de  la  Junta,  unánimes  con  el 
parecer  del  asesor,  son  ejecutorios  ; si  divergen- 
tes, ejecutorios  en  la  parte  del  menor  haber  en 
que  estuvieren  conformes  hasta  la  resolución 
del  (iobierno;  si  solo  por  mayoría,  los  disidentes 
motivarán  el  voto  dentro  de  los  treinta  dias  si- 
guientes al  del  acuerdo  de  la  mayoría  y se  con- 
sultará al  Ministerio ; pasados  sin  motivarlo, 
la  mayoría  podrá  adoptar  la  ejecución  de  su 
acuerdo. 

Aun  cuando  la  ley  usa  de  la  frase  podrá  adop- 
tar la  ejecución  , parécenos  que  no  es  facultativo 
en  la  Junta  sino  obligatorio:  no  hay  términos 
hábiles  para  suponer  que  la  Junta,  porque  hu- 
biere disidencia,  deje  indefinidamente  de  ejecu- 
tar lo  resuelto  en  el  expediente:  el  podrá  adoptar 
adose  ha  puesto  en  contraposición  árla  prohi- 
bición que  tiene  de  ejecutar  dentro  de  los  trein-. 
ta  dias  concedidos  á la  minoría  para  fundar  su 
dictámen , equivaliendo  aquella  frase  á la  de 
«hasta  que  trascurran  los  treinta  dias,  no  podrá 
la  Junta  adoptar  la  ejecución  de  su  acuerdo:» 
por  mas  que  adoptar  la  ejecución  sea  un  modo 
de  hablar  menos  preciso  de  lo  que  necesitaba  la 
claridad  del  precepto  legal. 

Creemos  vigente,  respecto  á jubilaciones,  el 
decreto  de  26  de  Marzo  de  1868  que  previene  que 
la  justificación  de  la  imposibilidad  para  pedir  la 
jubilación  se  haga  en  expediente  ante  el  Go- 
bernador en  esta  forma : el  interesado  acudirá 
manifestando  su  condición  oficial  y domicilio, 
solicitando,  para  los  efectos  de  la  parte  segunda 
del  art.  18  de  la  ley  de  presupuestos  de  3 de 
Agosto  de  1866  (que  concede  derecho  para  pedir 
la  jubilación  por  imposibilidad  física  notoria  ó 
por  haber  cumplido  sesenta  años),  se  sirva  orde- 
nar el  reconocimiento  facultativo.  El  goberna-  } 
dor  designará  dos  facultativos  á su  voluntad  y 
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otro  por  separado  de  la  dotación  del  hospital 
civil:  si  la  capital  lo  fuere  de  distrito  militar, 
oficiará  al  capitán  general  para  que  el  jefe  de 
sanidad  militar  designe  un  profesor  del  cuerpo; 
si  no  fuera  capital  de  distrito,  oficiará  á la  auto- 
ridad militar  superior  para  que  nombre  un  in- 
dividuo del  cuerpo  indicado,  y si  no  lo  hubiere, 
uno  de  sus  profesores  honorarios  para  que  re- 
conozcan igualmente  al  interesado.  Este  espe- 
diente, que  antes  se  remitía  á la  Junta  de  clases 
pasivas , deberá  entregarse  al  interesado  para 
que  lo  produzca  con  la  demanda. 

Estas  disposiciones  no  rigen  respecto  á los  em- 
pleados del  órden  judicial,  quienes  si  fuesen  ju- 
bilados por  el  Gobierno  ó á su  instancia  con 
arreglo  á la  ley  del  poder  judicial,  el  tribunal 
de  clases  pasivas  ha  de  llevar  á efecto  las  órde- 
nes de  jubilaciones  expedidas  por  el  ministerio 
de  Gracia  y Justicia,  aunque  no  preceda  á tales 
jubilaciones  la  justificación  de  imposibilidad 
física  absoluta  y notoria  exigida  por  las  leyes  y 
disposiciones  generales  vigentes  sobre  clases 
pasivas.  Así  se  decidió  por  la  Real  órden  de  24 
de  Junio  de  1872. 

Tampoco  la  Junta  puede  calificar  los  servicios 
militares,  atribución  del  Consejo  Supremo  de  la 
Guerra;  pero  si  á los  servicios  militares  decla- 
rados por  este , hubieren  de  acumularse  otros 
prestados  en  carreras  civiles,  á la  Junta  de  pen- 
siones civiles  corresponde  esta  clasificación:  Real 
órden  de  20  de  Agosto  de  1872. 

En  el  mismo  caso  se  hallan  los  que  dependen 
del  ministerio  de  Marina. 

Si  la  decisión  del  tribunal  diese  lugar  á la 
anulación  del  haber  pasivo  ó á su  disminución 
sin  reconocer  criminalidad  en  el  que  lo  disfru- 
taba , se  consignará  así  en  el  fallo  y se  determi- 
nará en  el  mismo  contra  quien  ha  de  dirigirse 
la  acusación.  En  el  caso  de  considerar  culpable 
al  interesado,  se  suspenderá  inmediatamente  el 
pago,  y se  remitirá  el  tanto  de  culpa  al  tribunal 
competente. 

Si  falleciere  el  empleado  activo  ó pasivo  sin 
testar,  si  el  sueldo  ó pensión  fuese  crecido,  se 
acreditará  la  cualidad  de  heredero  para  el  cobro 
en  los  términos  ordinarios  prevenidos  por  la  cir- 
cular de  28  de  Abril  de  1829;  pero  si  el  crédito 
no  excediera  de  500  rs.  y los  herederos  fueren 
directos , pueden  estos  acreditar  su  derecho  por 
medio  de  una  certificación  del  juez  municipal 
relativa  al  fallecimiento  de  los  acreedores  y de 
una  información  de  testigos  aute  los  jefes  de  las 
secciones  de  intervención  de  la  dependencia  en- 
cargada de  realizar  el  pago , en  la  cual  se  acre- 
diten, ajuicio  del  oficial  letrado,  los  extremos 
de  que  se  ha  hecho  mérito:  Real  órden  de  28  de 
Noviembre  de  1872.  A dichos  jefes  corresponde 
aprobar  los  expedientes  de  clasificación  de  los 


empleados  pasivos , según  el  art.  85  del  regla- 
mento de  8 de  Diciembre  de  1869  y los  expedien- 
tes antedichos  de  declaración  de  herederos:  ór- 
■ den  de  20  de  Enero  de  1874. 

En  21  de  Diciembre  de  1835  se  declaró  que  la 
circunstancia  de  haber  cumplido  los  empleados 
cincuenta  años  (hoy  sesenta  por  las  leyes  de  25 
de  Julio  de  1855  y 3 de  Agosto  de  1866),  da  apti- 
tud, pero  no  derecho  para  las  jubilaciones. 

Por  Real  órden  de  29  de  Abril  de  1836 , no  co- 
leccionada, se  mandó  suspender  el  derecho  de 
cesantía  y jubilación  á los  empleados  de  nueva 
entrada  en  la  carrera  gubernativa,  desde  la 
creación  de  las  subdelegaciones  de  fomento  por 
Real  órden  de  21  de  Marzo  de  1842,  no  compren- 
diéndose en  esta  prohibición  á los  oficiales  de 
secretaria  de  Gobernación , y según  los  consi- 
derandos de  la  Real  órden  de  20  de  Noviembre 
de  1872,  que  así  lo  determina,  gozan  de  las  mis- 
mas ventajas  los  oficiales  de  secretaría  de  todos 
los  ministerios. 

El  decreto  de  22  de  Octubre  de  1868,  declarado 
vigente  por  la  ley  de  presupuestos  del  72  al  73; 
aunque  sin  efecto  retroactivo  respecto  á dere- 
chos sancionados  por  la  legislación  anterior, 
dispuso  una  revisión  de  clasificaciones,  y en  su 
art.  6.°  dictó  reglas  para  los  abonos  de  servicios, 
explanando  las  de  la  ley  de  presupuestos  de  26 
de  Mayo  de  1835:  1.*  Únicamente  considera  como 
abonables,  como  base  ó arranque  de  carrera  y 
como  continuación  de  servicio,  todo  el  que  se 
haya  prestado  en  cualquiera  de  las  carreras  del 
Estado,  tanto  civil  como  militar,  en  destinos  en 
propiedad,  de  planta  reglamentaria,  con  sueldo 
detallado  en  los  presupuestos  generales  del  Es- 
tado, con  cargo  al  personal  y con  nombramien- 
to real  de  las  Córtes , de  la  Regencia  del  reino, 
del  Gobierno  provisional  y después  de  cumplida 
la  edad  de  diez  y seis  años.  2.‘  Se  eliminará  de 
las  clasificaciones  el  abono  de  todo  servicio , ya 
como  base  de  carrera  , ya  por  tiempo  que  se  hu- 
biese prestado  con  nombramiento  de  autoridad 
delegada  y cualquier  otro  que  no  reúna  estric- 
tamente los  requisitos  consignados  en  la  regla 
anterior.  3.3  Queda  subsistente  el  art.  20  de  la 
ley  de  presupuestos  de  29  de  Julio  de  1867,  re- 
lativo á los  servicios  militares  de  la  Milicia  Na- 
cional movilizada.  4.'  A los  milicianos  moviliza- 
dos durante  la  última  guerra  civil,  se  les  abo- 
nará únicamente  el  tiempo  que  en  concepto  de 
tales  movilizados  hubieren  figurado  y consten 
en  listas  de  revista.  5."  El  abono  de  servicios  que 
la  ley  del  23  de  Mayo  de  1856  reconoce  á los  mi- 
licianos nacionales  de  la  época  del  1820  al  23,  se 
: hará  estrictamente  á los  que  abandonaron  sus 
hogares  para  defender  el  Gobierno  constitucio- 
nal y tuviesen  cumplida  la  edad  señalada  en  el 
reglamento  de  la  Milicia  nacional  de  14  de  Julio 
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de  1822.  6.a  Ningún  diploma  expedido  por  gra- 
cia especial  dará,  derecho  al  abono  de  tiempo, 
ni  producirán  efecto  útil  de  ninguna  clase  los 
obtenidos  por  milicianos  menores  de  la  edad  re- 
glamentaria. 7.a  No  se  hará  abono  alguno  sin  la- 
presentación  del  documento  en  que  aquel  se 
halle  expresamente  reconocido  en  la  forma  pre- 
venida en  los  arts.  11  y 12  de  la  Real  orden  de 
29  de  Mayo  de  185(5,  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  23  del  propio  año.  8.'  No  se  abonarán  los  ser- 
vicios prestados  en  el  campo  carlista,  tanto  en  ; 
la  clase  civil  como  militar,  sino  á los  que  se  hu- 
bieren acogido  al  Convenio  de  Vergara  dentro 
del  plazo  señalado  en  el  mismo , quedando  sin 
ningún  valor  ni  efecto  todas  las  prórogas  y am- 
pliaciones de  término  concedidas  por  Reales  ór- 
denes posteriores  para  reconocimiento  y revali- 
dación de  empleos  y servicios.  9.a  El  abono  de 
ocho  años  de  carrera  de  q ue  tratan  las  leyes  de 
presupuestos  de  1835  y 18(52,  se  hará  únicamen- 
te á aquellos  funcionarios  expresamente  deter- 
minados en  las  mismas,  siempre  que  hubiesen 
desempeñado  en  propiedad  sus  empleos  con  los 
requisitos  prevenidos  en  la  regla  1.*  de  este  ar- 
tículo. 10.  El  doble  abono  de  campaña  será  úni-  ¡ 
camente  contado  ó los  militares  que  habiendo 
pasado  á la  carrera  civil,  tengan  veinticinco 
años  de  servicio  efectivo,  según  se  determina 
en  la  ley  de  presupuestos  de  1835. 

Además  de  estas  reglas,  dadas  para  cortar 
abusos,  se  establecieron  otras  restrictivas  para 
las  concesiones. 

Ningún  sueldo  militar  puede  servir  de  tipo 
regulador  en  clasificaciones  civiles  que  hayan 
de  producir  declaración  de  derechos  por  razón 
de  cesantías,  jubilaciones , viudedades  y orfan- 
dades civiles,  sino  el  mayor  desempeñado  por 
dos  años  en  esta  clase:  art.  7.“ 

El  sueldo  mayor  que  se  haya  obtenido  des- 
pués de  publicada  la  ley  de  presupuestos  de 
1845,  servirá  de  tipo  regulador,  siempre  que  se 
haya  disfrutado  por  espacio  de  dos  años.  Todo  ; 
sueldo  menor  disfrutado  antes  ó después,  no  se 
tendrá  en  cuenta  en  ningún  caso  para  fijar  el 
tipo  regulador  (art.  8.");  pero  aunque  el  presu- 
puesto adicional  del  72  al  73  dispuso  que  ningu- 
na pensión  , jubilación , retiro  ó cesantía  pasase  , 
de  16,000  rs.,  no  se  llevó  á efecto  esta  reducción  : 
respecto  á los  jubilados,  viudas,  huérfanos,  ce-  ! 
santes  y retirados  anteriores  á la  publicación  de 
la  ley , por  haberse  declarado  esta  sin  fuerza  re- 
troactiva , á solicitud  de  los  ministros  de  Guerra 
y Marina,  por  órden  de  20  de  Setiembre  de  1873, 
dada  en  vista  de  un  extenso  y luminoso  informe 
histórico  judicial  del  Consejo  de  Estado. 

Todo  aumento  de  sueldo  que  obtengan  ó ha- 
yan obtenido  los  funcionarios  públicos  sin  cam- 
biar de  destino,  será  considerado  siempre  como 


un  ascenso  pura  los  efectos  del  art,  14  de  la  ley 
de  presupuestos  de  1835:  art.  9. 

En  ningún  caso  constituirán  parte  integrante 
del  sueldo  personal  que  haya  de  servir  de  re- 
gulador los  gastos  de  representación  y cuales- 
quiera otros  emolumentos,  aunque  aparezcan 
englobados  en  una  misma  partida  en  los  pre- 
supuestos del  Estado:  art.  10.  Como  á los  em- 
pleados en  la  carrera  consular  se  les  había  consi- 
derado como  sueldo  regulador  la  dotación  única 
que  se  les  había  concedido  como  sueldo  efectivo 
personal  y gastos  de  representación,  se  había 
ya  mandado  que  se  Ies  considerase  como  sueldo 
regulador  los  que  se  les  graduaron  en  la  ley  de 
presupuestos  de  15  de  Julio  de  1865,  dándose  á 
esta  disposición  efecto  retroactivo:  Real  órden 
de  13  de  Febrero  de  1868. 

Para  los  servicios  prestados  desde  l.“  de  Julio 
de  1865  á 28  de  Julio  del  70,  el  sueldo  regulador 
será  el  marcado  en  los  presupuestos ; de  allí  en 
adelante  el  que  se  consigna  en  la  ley  orgánica 
de  la  carrera:  órden  de  8 de  Noviembre  de  1870. 

La  jubilación  constituye  la  separación  defini- 
tiva del  servicio  activo.  Todo  funcionario  que 
después  de  jubilado  hubiese  vuelto  al  servicio 
activo  en  cualquiera  de  la  carreras  del  Estado, 
no  tiene  derecho  á mejorar  la  clasificación  que 
se  le  haya  practicado  en  aquel  concepto , ya  por 
razón  de  los  nuevos  servicios  prestados , ya  por 
el  sueldo  disfrutado  en  consideración  á los  mis- 
mos: art.  11. 

Los  individuos  que  se  consideren  perjudicados 
y el  Estado  en  su  caso  por  la  revisión  general 
dispuesta  en  este  decreto,  podrán  ejercitar  el 
recurso  de  alzada  ante  el  ministerio  de  Hacien- 
da. El  recurso  deberá  interponerse  dentro  de  los 
treinta  dias  contados  desde  la  notificación  que 
altere  ó invalide  toda  declaración  de  derechos: 
art.  16. 

También  se  mandaron  revisar  las  clasificacio- 
nes de  los  empleados  civiles  de  Ultramar  por 
decreto  de  24  de  Abril  de  1869,  y para  cortar 
abusos  por  otro  de  9 de  Diciembre  ( que  en  20  se 
hizo  extensivo  á las  clases  militares,  aunque 
se  dejó  sin  efecto  por  el  decreto  de  3 de  Diciem- 
bre de  1870),  se  estableció  como  regla  general, 


que  todos  los  individuos  de  clases  pasivas  que 
tuviesen  consignados  sus  haberes  en  cualquiera 
de  las  cajas  de  Ultramar  y que  no  residiesen  en 
las  provincias  en  que  percibían  sus  pensiones, 
cobrasen  al  respecto  de  real  de  vellón  por  real 
fuerte,  con  mas  el  10  por  100  que  por  razón  de 
giro  se  abonarla  á los  pasivos  de  las  Antillas  y 
Fernando  Póo.  Algunas  excepciones  justificadas 
se  hacen  de  esta  regia  general,  y por  fin,  la  ley 
de  23  de  Mayo  de  1870,  la  derogó  estableciendo 
que  los  cesantes  y j ubilados  de  Ultramar  que 
hubieren  desempeñado  durante  seis  años  serví- 
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ció  activo  en  cualquiera  de  las  provincias  ultra- 
marinas, disfruten  su  haber  pasivo  en  aquellas 
cajas  aunque  residan  en  la  Península.  En  esta 
ley  con  analogía  á lo  dispuesto  para  la  Penínsu- 
la, se  declaran  los  abonos  que  han  de  hacerse  á 
los  jubilados  para  la  clasificación;  que  la  jubi- 
lación constituye  la  separación  definitiva  del 
servicio  activo , y gor  lo  tanto  no  puede  mejo- 
rarse la  clasificación  por  razón  de  los  posterio- 
res que  se  hagan;  que  los  que  sirvan  menos  de 
seis  años  solo  tengan  derecho  á haber  pasivo 
con  relación  á los  sueldos  equivalentes  en  la 
Península,  y que  las  jubilaciones  de  menores  de 
sesenta  años  se  tengan  por  insubsistentes , á no  ! 
ser  por  causa  de  imposibilidad  física. 

Una  declaración  notable  hace  esta  ley,  y es 
que  solo  en  los  casos  no  previstos  en  ella,  se 
apliquen  las  disposiciones  anteriores,  dándose 
entonces  preferencia  á las  que  rigen  en  la  Pe- 
nínsula que  se  consideran  extensivas  á Ultra- 
mar con  arreglo  á la  ley  de  presupuestos  de  1855; 
de  modo  que  le  da  efectos  retroactivos,  y prefe- 
rencia á la  legislación  general  sobre  la  espe- 
cial, contra  todas  las  reglas  de  interpretación. 

Para  j ustificar  la  existencia  de  los  que  perte- 
necen á clases  pasivas,  han  de  pasar  revistas  pe- 
riódicas personales ; pero  por  Reales  órdenes  de 
21  de  Junio  de  1859,  5 de  Mayo  de  1868  y 14  de 
Abril  de  1871,  los  senadores,  diputados,  jefes  de 
administración  y coroneles  , pueden  justificarla 
por  simple  oficio  de  su  puño  y letra,  con  el  visto 
bueno  y sello  del  juez  municipal  respectivo, 
cuando  los  interesados  residan  fuera  de  la  capi- 
tal de  la  provincia  donde  tengan  consignado  el 
pago  de  su  haber:  órdenes  de  23  de  Julio  de 
1869,  21  de  Noviembre  de  1870,  y 28  de  Noviem- 
bre de  1874. 

Disponía  el  art.  27  de  la  ley  de  Presupuestos 
de  1836,  que  los  jubilados,  así  como  los  cesantes 
que  estuvieren  ó pasasen  á países  extranjeros, 
no  pudiesen  disfrutar  de  sus  respectivos  haberes 
fuera  del  reino , sino  por  el  preciso  término  de 
cuatro  meses  improrogables  ; disposición  cuya 
observación  se  recordó  por  órden  de  8 de  Marzo 
de  1869. 

Para  marchar  al  extranjero,  había  de  obtener- 
se autorización  del  ministro  de  Hacienda,  según 
prevenia  el  art.  27  de  la  ley  citada;  mas  este  re- 
quisito quedó  abolido  por  decreto  de  9 de  Julio 
de  1869,  que  declaró  que  ningún  perceptor  de 
haber  pasivo,  por  sí  ó por  sus  causantes  , tenia 
necesidad  de  solicitar  ni  obtener  licencia  del 
ministro  de  Hacienda  para  trasladarse  al  extran- 
jero, permanecer  en  éi  y cobrar  en  España  el 
haber  que  le  estuviese  reconocido,  aunque  sí  de- 
ben darle  conocimiento  por  escrito  de  su  propio 
puño  y letra  del  dia  en  que  salen  de  España  y 
punto  adonde  se  dirigen.  En  el  extranjero  ya, 
Tomo  iu. 
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han  de  justificar  mensualmente  su  existencia  y 
aptitud  legal  para  cobrar  ante  los  representantes 
de  la  nación  ó agentes  consulares.  * 

Han  de  pasar  además  las  revistas  periódicas 
de  presente  que  pasan  los  que  no  se  ausentan 
del  reino,  en  los  meses  de  Enero  y Julio,  ante  los 
agentes  consulares,  con  los  documentos  que  jus- 
tifiquen la  declaración  del  derecho  pasivo,  y un 
certificado  de  la  autoridad  local  del  pueblo  de  su 
domicilio  que  acredite  estar  empadronados  en  él. 
Si  la  presentación  personal  fuere  imposible  físi- 
camente, el  interesado  lia  de  avisarlo  al  agente 
consular,  quien  comisionará  persona  que  recoja 
los  documentos  y los  devuelva  después  de  exa- 
minados; si  no  diere  el  aviso  antedicho , se  le  da 
de  baja  hasta  que  se  le  rehabilite  nuevamente. 
Solo  están  exceptuados  de  la  presentación  perso- 
nal los  senadores,  diputados,  magistrados,  jefes 
de  administración , los  militares  de  coronel  in- 
clusive y de  capitán  de  navio  arriba,  que  basta 
justifiquen  su  existencia  por  medio  de  oficio  al 
agente  consular,  con  arreglo  á la  ley  de  25  de 
Julio  de  1855,  y Reales  órdenes  de  22  de  Agosto 
del  mismo  año,  21  de  Junio  de  1859  y 4 de  Di- 
ciembre de  1863.  Si  en  la  circunscripción  en  que 
el  perceptor  resida  no  existiese  agente  consular, 
las  justificaciones  se  harán  ante  las  autoridades 
del  pais,  según  en  él  esté  mandado,  remitién- 
dose á España  por  conducto  y con  la  legaliza- 
ción del  representante  del  ministerio  de  Estado 
de  la  nación  de  que  se  trate.  * 

JUDICANTE,  En  Aragón,  cada  uno  de  los  jue- 
ces que  condenaban  ó absolvían  á los  ministros 
de  justicia  denunciados  ó acusados  por  delin- 
cuentes en  sus  oficios. 

JUDICATURA.  El  ejercicio  de  juzgar ; la  digni- 
dad ó el  empleo  de  juez,  y el  tiempo  que  dura. 

JUDICIAL.  Lo  que  pertenece  al  juicio  ó á la  ad- 
ministración de  la  justicia,  y lo  que  se  hace  en 
justicia  ó por  autoridad  de  justicia. 

JUDICIALMENTE.  En  juicio,  en  justicia,  ante  los 
tribunales.  ■ 

JUDÍOS.  Los  israelitas  que  después  del  cauti- 
verio de  Babilonia  volvieron  á la  Palestina,  de 
donde  fueron  echados  y enteramente  dispersa- 
dos por  el  Emperador  Tito  hácia  los  primeros 
tiempos  de  la  era  cristiana.  Tomaron  el  nombre 
de  judíos,  de  la  tribu  de  .Judá,  que  era  la  mas 
noble  y esforzada  de  todas , y la  que  debía  dar- 
les Rey. 

Desde  la  época  de  su  dispersión  se  derramaron 
por  todas  partes,  sin  formar  pueblo  en  ninguna, 
como  ya  lo  habían  anunciado  sus  mismos  profe- 
tas; y habiendo  venido  también  á España  en 
tiempos  muy  remotos,  se  establecieron  en  ella  y 
obtuvieron  vecindad  y todos  los  derechos  de  ciu- 
dadanos, hasta  que  por  razón  de  sus  enormes 
usuras,  de  sus  riquezas  y valimiento,  como  así- 
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misino  por  efecto  fie  los  decrétos  dados  en  algu- 
nos Concilios  contra  ellos,  fueron  mirados  por  él 
pueblo  con  cierto  género  de  horror,  y por  fin, 
D Fernando  y Doña  Isabel,  llevados  de  varios 
motivos  políticos,  determinaron,  en  pragmática 
de  30  de  Marzo  de  1492,  desterrarlos  para  siempre 
de  todos  sus  dominios,  prohibiéndoles  su  per- 
manencia y su  regreso  bajo  las  penas  de  muerte 
y de  confiscación  de  todos  sus  bienes,  y exten- 
diendo luego  esta  prohibición  y estas  penas,  por 
pragmática  de  5 dé  Setiembre  de  1499,  á cuales- 
quiera judíos  que  por  traer  su  origen  de  otros 
reinos  y no  ser  de  los  echados,  pretendiesen  en- 
trar en  el  territorio  español:  Leyes  3.'  y 4.*,  títu- 
lo 1.”,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

Permitióse,  sin  embargo,  por  esta  última  prag- 
mática, así  á los  unos  como  á los  otros , entrar  y 
residir  en  España , con  tal  que  antes  de  su  en- 
trada enviasen  á decir  que  venian  á tornarse 
cristianos , y lo  pusiesen  por  obra  ante  escri- 
bano y testigos  en  el  primer  lugar  donde  en- 
trasen. 

Por  auto  del  Consejo  Real  de  19  de  Julio  de 
1561,  consultado  con  S.  M.,  con  motivo  de  haber 
pedido  el  condado  de  Vizcaya  la  ejecución  de 
ciertas  provisiones  y cédulas  para  que  en  éi  no 
hubiese  judío  ni  moro  ni  descendiente  de  ellos, 
y que  saliesen  los  que  hubiera,  se  acordó  que 
por  entonces  ni  en  adelante  no  se  ejecutaran, 
atentas  muchas  causas;  y en  otro  auto  de  31  de 
Agosto  de  1505,  se  denegó  ai  mismo  condado  el 
uso  y licencia  que  pedia  para  el  cumplimiento 
de  algunas  cartas  ejecutorias  ganadas  á efecto 
de  que  los  nuevamente  convertidos  saliesen  del 
señorío:  notas  1.'  y 2.*,  tít.  l.°,  lib.  12,  Nov.  Re- 
copilación. 

Felipe  II,  en  cédula  de  1566,  prohibió  injuriar 
á los  judíos  convertidos  al  cristianismo  con  los 
dicterios  de  tornadizos  ó marranos  ú otros  seme- 
jantes, bajo  la  multa  de  veinte  mil  maravédís, 
con  aplicación  por  mitad  al  fisco  y al  injuriado, 
ó en  su  defecto,  bajo  la  pena  de  estar  un  año  en 
el  cepo:  ley  1,*,  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

Por  cédula  de  13  de  Abril  de  1788,  hubo  de  de- 
clarar el  Sr.  D.  Cárlos  111,  que  los  individuos 
cristianos  de  estirpe  judáica  residentes  en  Ma- 
llorca, son  aptos  é idóneos,  así  para  él  servicio 
de  mar  y tierra  en  el  ejército  y armada,  y para 
otro  cualquier  servicio  del  Estado-,  como  para 
ejercer  las  artes,  oficios  y labranza,  del  mismo 
modo  que  los  demás  súbditos  del  estado  general 
de  aquel  reino;  y prohibió  al  mismo  tiempo  in- 
sultarlos , maltratarlos  ó llamarlos  con  voces 
odiosas  y de  menosprecio,  y mucho  menos  con 
las  de  judíos  ó hebreos  y chuetas,  bajo  la  pena 
de  cuatro  años  de  presidio  á los  nobles,  de  otros 
tantos  de  arsenales  á los  que  no  lo  fuesen , y de 
ocho  de  servicio  en  la  marina  á los  contravento- 


res de  corta  edad:  ley  6.\  tit.  L",  lib.  12,  No v . Re- 
copilación. 

Finalmente,  por  Reales  órdenes  y cédulas  do 
25  de  Abril  de  1786,  de  8 de  Julio  de  1802  y de  16 
de  Agosto  de  1819,  se  mandó  á las  autoridades 
políticas  y judiciales  de  los  puertos  y fronteras, 
que  no  permitiesen  saltar  en  tierra  ni  internar- 
se en  estos  dominios  á ningún  hebreo,  sin  pre- 
ceder permiso  del  Rey  y aviso  al  fiscal  de  inqui- 
sición donde  le  hubiese,  y donde  no  á sus  mi- 
nistros, para  que  pudieran  celar  y observar  su 
conducta. 

Resulta,  pues,  de  todas  estas  órdenes  y leyes, 
que  los  judíos  que  observan  la  ley  antigua  de 
Moisés,  no  podían  entrar  ni  permanecer  en  Es- 
paña sin  real  licencia,  y que  los  convertidos  á la 
religión  católica  han  podido  siempre  establecer- 
| se  en  este  reino,  y obtener  todas  las  honras  y 
ejercer  todas  las  ciencias,  artes  y oficios  como 
los  demás  cristianos,  sin  que  nadie  pudiese  ofen- 
derlos con  dicterios  ni  apodos  que  les  recuerden 
: su  origen.  Sin  embargo , cuando  algún  sugeto 
quería  entrar  en  algún  instituto  religioso,  cole- 
gio ó gremio  de  alguna  profesión  , arte  ú oficio, 
se  pedían  informes  de  limpieza  de  sangre  con 
arreglo  á los  estatutos , para  averiguar,  entre 
otras  cosas,  si  era  judío  ó descendiente  de  judíos, 
en  cuyo  caso  no  se  le  admitía  en  el  instituto, 
gremio  ó colegio,  resultando  de  aquí  que  no  po- 
día ejercer  la  profesión  ú oficio  á que  aspiraba, 
y que  los  judíos  y sus  descendientes,  aunque 
convertidos  al  cristianismo,  se  veian  embaraza- 
dos en  el  ejercicio  de  los  derechos  que  tenían  los 
demás  españoles ; pero  habiéndose  abolido  por 
fin  las  pruebas  de  limpieza  de  sangre,  no  debió 
ni  pudo  haber  ya  diferencia  alguna  entre  espa- 
ñoles, cualquiera  que  haya  sido  su  procedencia 
ú orígeñ.  La  civilización,  por  otra  parte,  que  no 
había  dejado  de  penetrar  aun  en  el  recinto  de  la 
; Inquisición  cuando  existia,  no  permitió  la  peti- 
• cion  ni  la  imposición  de  las  penas  prescritas  por 
las  leyes  contra  los  judíos  que  sin  hacer  su  con- 
versión entraban  y discurrían  por  el  reino,  y se 
ha  visto  en  los  últimos  tiempos  judíos  estableci- 
dos con  casas  de  comercio  en  diversos  puntos, 
aun  á ciencia  y paciencia  de  los  inquisidores, 
sin  que  nadie  tratase  de  averiguar  su  religión, 
y mucho  menos  de  perseguirlos. 

* Establecida  por  el  art.  21  de  la  Constitución 
de  1869  la  libertad  de  cultos,  y por  el  27  que  la 
obtención  y desempeño  de  empleos  y cargos  pú- 
blicos, así  como  la  adquisición  y el  ejercicio  de 
ios  derechos  civiles  y políticos,  son  independien- 
tes de  la  religión  que  profesen  los  españoles,  han 
desaparecido  de  derecho  todas  las  diferencias 
sociales  de  la  raza  judáica  con  las  demás  razas. * 

JÜEQO.  Un  entretenimiento  ó diversión,  como 
dice  con  vaguedad  el  Diccionario  de  la  Academia'. 
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nn  ejercicio  en  que  suele  arriesgarse  dinero, 
como  dicen  otros ; ó sea  ,un  contrato  por  el  cual 
convienen  dos  ó mas  personas  en  que  la  que  per- 
diere ha  de  pagar  k la  otra  cierta  cantidad  ú 
otra  cosa  fijada  de  antemano. 

I.  El  juego  es  contrato  aleatorio,  porque  sus 
efectos  en  cuanto  á las  ganancias  y h las  pérdi- 
das dependen  para  ambas  partes  de  un  aconteci- 
miento incierto ; y es  también  de  la  clase  de  los 
contratos  conmutativos , porque  si  bien  el  que 
gana  recibe  la  cantidad  ó cosa  convenida  sin  dar 
otra  por  ella,  no  la  recibe,  sin  embargo,  gratui- 
tamente sino  como  precio  del  riesgo  que  ha  cor  - 
rido  de  dar  otra  cantidad  ó cosa  igual  á la  otra 
parte  en  caso  de  que  esta  hubiera  ganado. 

II.  Hay  tres  clases  ó especies  de  juegos,  jue- 
gos de  suerte  y azar,  que  son  los  que  depeuden 
precisamente  de  la  fortuna  ó acaso  y no  de  la 
habilidad  ó destreza  del  juzgador,  como  los  de 
lotería , carteta  y banca : j uegos  de  destreza  y 
haUlidad,  que  dependen  solo  de  la  capacidad  é 
inteligencia  ó bien  déla  disposición,  soltura  ó 
ejercicio  del  cuerpo,  como  los  de  ajedrez,  da- 
mas , trucos,  villar  y pelota ; y juegos  de  suerte 
y habilidad,  llamados  por  eso  juegos  mistos, 
que  son  aquellos  en  que  no  solo  la  fortuna  ó el 
acaso  sino  también  ia  respectiva  destreza  y tino 
de  los  jugadores  tienen  su  influencia  en  la  ga- 
nancia ó pérdida  de  la  partida,  como  el  de  -cha- 
quete, y los  de  malilla,  mediator,  tresillo  y de- 
más de  naipes  que  llaman  carteados. 

III.  Todos  los  juegos , considerados  general- 
mente y en  sí  mismos,  son  lícitos  y válidos  por 
derecho  natural,  con  tal  que  concurran  las  cua- 
tro circunstancias  siguientes:  1.*,  que  ninguno 
de  los  jugadores  use  de  maniobras  fraudulentas; 
2.*,  que  el  consentimiento  de  todos  sea  libre  y 
perfecto , y no  arrancado  por  fuerza  ó por  pala- 
bras injuriosas;  3.‘,  que  los  jugadores  tengan 
derecho  para  disponer  por  sí  de  la  cantidad  ó 
cosa  que  arriesgan  en  el  juego;  4.*,  que  haya 
igualdad  entre  los  jugadores ; esto  es,  que  el 
riesgo  que  corre  el  uno  sea  igual  al  riesgo  que 
corre  el  otro,  ya  poniendo  ambos  el  mismo  valor 
en  los  juegos  de  pura  suerte,  ya  dando  en  los  de 
habilidad  ó fuerza  alguna  ventaja  el  que  sea 
mas  diestro  ó mas  fuerte  al  que  lo  sea  menos,  de 
modo  que  resulte  la  misma  probabilidad  de  ga- 
nar por  una  y otra  parte , á no  ser  que  el  uno 
con  pleno  conocimiento  de  la  superioridad  del 
otro  renuncie  voluntaria  y libremente  toda  com- 
pensación, en  cuyo  caso  se  presumirá  que  quie- 
re obrar  asi  por  razón  de  beneficencia  ó de  be- 
nevolencia. Observándose , pues,  estas  circuns- 
tancias, no  solo  serán  conformes  á las  reglas  de 
justicia  los  juegos  de  habilidad  y destreza,  sino 
también  los  mistos,  y aun  los  de  pura  suerte  y 
azar;  porque  si  uno  puede  donar  á otro  absolu- 


¡ 

i 


tamente  una  cosa  suya  , podrá  donársela  tam- 
bién bajo  condición,  ora  esta  sea  casual  ó for- 
tuita, ora  sea  potestativa. 

IV.  Pero  si  todos  los  juegos  son  lícitos  y vá- 
lidos por  derecho  natural  considerados  en  sí 
mismos , no  siempre  podemos  darles  las  mismas 
calificaciones  cuando  los  consideramos  con  res- 
pecto al  fin  que  se  proponen  los  jugadores.  Si 
estos  no  buscan  en  ellos  el  recreo  y descanso  de 
su  espíritu  fatigado,  ni  el  desarrollo  de  sus 
fuerzas,  ni  la  soltura  y agilidad  de  su  cuerpo, 
ni  el  recobro  de  la  salud  perdida  por  la  pereza  ó 
las  enfermedades,  sino  que  solo  tratan  de  des- 
pojarse mutuamente  de  sus  bienes,  como  dos 
duelistas  procuran  recíprocamente  quitarse  la 
vida,  los  juegos  entonces,  cualesquieraquesean, 
se  oponen  directamente  al  derecho  natural,  á las 
buenas  costumbres  y á los  principios  de  la  so-  - 
ciedad  civil,  la  cual  ha  establecido  y sancionado 
los  contratos  para  que  los  hombres  se  hagan 
mutuos  servicios  y no  por  cierto  para  que  se  ar- 
ruinen. Acercaos  una  vez  en  vuestra  vida  á una 
casa  de  juego,  y vereis  allí  muchos  hombres 
amontonados  y silenciosos  esperando  con  ansia 
y terror  que  salga  un  rey , un  rey  el  mas  arbi- 
trario y déspota  de  cuantos  han  existido  jamá3 
sobre  la  tierra,  un  rey  loco,  ciego  y sordo-mudo 
que  reparte  el  bien  y el  mal  sin  justicia  ni 
razón,  un  rey  á quien  ellos  mismos,  los  mis- 
mos que  le  esperan,  enemigos  tal  vez  de  todos 
los  reyes,  han  hecho  á sabiendas  dueño  absolu- 
to de  sus  fortunas  y de  sus  vidas,  un  rey,  pues, 
de  inmenso  poder  por  uadie  contestado,  y á 
quien  nadie  ha  hecho  traición  ni  usurpádole  el 
trono,  un  rey  por  fin  pintado  eu  un  cartón , el 
uey  de  copas....;  y fijos  y enclavados  en  él  ios 
desencajados  ojos  de  la  confusa  multitud,  des- 
cubre al  cabo  su  cabeza  el  rey  abigarrado , con 
despecho  de  los  unos  y sonrisa  diabólica  de  los 
otros:  aparece  el  tan  esperado  como  temido  rey 
de  copas;  y con  solo  aparecer,  sin  disensión  de 
Córte3  ni  auxilio  de  ministros  responsables,  tras- 
fiere  de  golpe  á estos  el  oro  de  aquellos  para 
quitárseles  mañana,  y despoja  á aquellos  del 
fruto  de  los  ahorros  y economías  de  sus  antepa- 
sados para  no  devolvérseles  jamás,  porque  asi 
es  su  voluntad  y buen  placer,  conculcando  los 
principios  del  derecho  natural  y del  derecho  es- 
crito que  no  permiten  dar  á uno  lo  que  es  de 
otro,  como  ciertos  gobernantes  conculcan  con 
idéntico  resultado  la  Constitución  y las  leyes 
que  con  gritos  hipócritas  proclaman.  Llévanse 
á efecto,  sin  embargo,  ejecutivamente  Los  bár- 
baros decretos  del  inexorable  rey  de  copas;  y 
cien  fortunas  desaparecen  y cien  casas  se  hun- 
den y cien  familias  lloran  su  desgracia ; y tal 
vez  los  jugadores  que  ya  no  pueden  dar  pan  á 
sus  hijos  ni  vestido  é sus  esposas,  se  lanzan  en 
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la  carrera  del  crimen,  ó acallan  sus  remordi 
mientes  con  el  suicidio,  ó se  revisten  de  la  más- 
cara de  patriotas  y asaltan  los  destinos  públicos 
parajjreparar  sus  descalabros. 

V.  No  sin  razón,  pues,  los  legisladores  de 
todas  las  naciones  han  mirado  siempre  de  mal 
ojo  los  juegos.  El  jurisconsulto  Paulo,  en  la 
ley  2. 3 tít.  5.°,  lib.  11,  D.,  hace  mención  de  un 
Senado  consulto  que  prohibía  ariesgar  dinero 
en  el  juego,  cualquiera  que  fuese  su  especie, 
excepto  en  aquellos  que  podían  contribuir  al 
mejor  manejo  y ejercicio  de  las  armas  ó al  des- 
arrollo de  la  agilidad  y fuerza  del  cuerpo:  Sena- 
ius  consultum  vetuit  inpecuniam  luden,  prceter- 
quam  sí  quis  certet  hasta,  vel  pilo  yaciendo,  vel 
currendo,  saliendo , luctando,  pugnando,  quod  mr- 
tutis  causa  fíat.  No  se  limitaba  este  Senado-con- 
sulto á negar  toda  acción  para  reclamar  lo  que 
se  liabia  ganado  en  un  juego  prohibido,  sino 
que  además  daba  acción  al  que  había  perdido 
para  repetir  lo  que  hubiese  pagado , aunque  el 
pago  hubiera  sido  voluntario , pues  que  se  con- 
sideraba hecho  sin  causa  ó por  causa  injusta. 
Los  que  en  su  casa  tenían  juegos  de  azar  eran 
tan  odiosos  que  el  pretor  les  denegaba  toda 
acción  por  los  insultos,  daños  y hurtos  que  se 
les  hubiesen  hecho:  ley  1.*,  tit.  5.°,  lib.  11,  D. 

El  Emperador  Justiniano  prohibió  también, 
como  el  antiguo  Senado-consulto,  arriesgar  di- 
nero en  el  juego,  exceptuando  solamente  cier- 
tos juegos  que  se  especifican  en  su  constitución 
y que  se  refieren  á la  destreza  y ejercicio  corpo- 
ral; pero  en  vez  de  que  el  Senado-consulto  ha- 
bía permitido  poner  dinero  á estos  juegos  sin 
limitar  la  suma,  Justiniano  ordenó  que  no  po- 
dría jugarse  mas  de  un  escudo  de  oro  por  parti- 
da. Con  respecto  á los  demás  j uegos,  después  de 
confirmar  la  acción  concedida  por  el  Senado- 
consulto  4 los  perdedores  para  repetir  lo  que  ha- 
bían pagado,  añadió  á esta  disposición  dos  cosas 
importantes:  l.°,  que  esta  acción  de  repetición  no 
quedaba  sujeta  á la  prescripción  de  treinta  años 
como  las  demás  acciones,  sino  que  podrían  ejer- 
cerla el  perdedor  y sus  herederos  por  espacio  de 
cincuenta;  2.°,  que  en  caso  de  que  el  perdedor 
no  repitiese  la  cantidad  perdida  y satisfecha, 
pudiesen  reclamarla  los  oficiales  municipales 
para  invertirla  en  obras  públicas  concernientes 
á la  utilidad  y adorno  de  la  ciudad  ó pueblo  en 
que  se  había  verificado  el  juego:  leyes  1.',  2.a  y 
3.*,  tít.  43,  lib.  3.°  del  Código. 

Así  es  que  según  las  ideas  de  los  romanos,  es- 
taba el  juego  bien  lejos  de  producir  obligación 
natural,  pues  que  admitían  la  repetición  de  lo 
que  voluntariamente  se  había  pagado  por  una 
deuda  de  juego , mientras  que  denegaban  la  re- 
petición de  lo  que  se  había  pagado,  aun  por 
error,  en  ei  caso  de  que  hubiese  deuda  natural, 


como  es  de  ver  por  muchas  leyes  del  título  de 
Condictione  indeMti,  así  en  el  Código  como  en  el 
Digesto. 

YI.  Nuestras  leyes  son  todavía  mas  severas 
que  las  romanas  contra  el  juego.  La  ley  6.a,  tí- 
tulo 14,  Part.  7.a,  siguiendo  el  ejemplo  de  la  ci- 
tada ley  1.a,  tít.  5.°,  libro  11  del  Digesto,  previene 
que  el  que  acogiere  en  su  casa  tahúres  y truha- 
nes para  jugar,  ño  puede  demandarlos  ni  ejer- 
cer acción  alguna  contra  ellos  por  los  hurtos, 
agravios,  daños  ú otra  injuria  que  le  hicieren, 
con  tal  que  no  sea  homicidio , pues  que  todo  lo 
débe  sufrir  por  la  culpa  de  admitir  la  compañía 
de  unos  hombres  que  por  el  hecho  de  entregarse 
á la  tahurería  deben  de  ser  ladrones  y de  mala 
vida. 

Permitió , sin  embargo , el  mismo  Rey  Don 
Alonso  X,  autor  de  las  Partidas , las  casas  públi- 
cas de  juego  de  suerte  y azar,  llamadas  entonces 
tafurerias , las  cuales  estaban  arrendadas  por 
cuenta  del  Estado  ó de  las  ciudades , villas  y lu- 
gares á quienes  se  había  concedido  el  privilegio 
j de  tenerlas;  y aun  encargó  al  distinguido  juris- 
consulto maestre  Roldan  la  formación  de  la  obra 
legal  conocida  con  el  título  de  Ordenamiento  de 
las  tafurerias,  y compuesta  de  cuarenta  y cuatro 
leyes , que  fué  publicada  en  el  año  de  1276 , so- 
bre el  modo  de  jugar  á los  dados,  y de  impedir 
y castigar  las  trampas,  los  engaños,  las  riñas  y 
las  muertes  que  solian  ocurrir  en  dichas  casas, 
nam  ludus  gemát  strepitmn,  certamen  et  iram. 
Pero  al  cabo  de  poco  mas  de  cincuenta  años,  en 
vista  de  la  inmoralidad  de  las  tafurerias  y de 
los  grandes  males  que  ocasionaban  á las  fami- 
lias y al  Estado,  se  mandó  cerrarlas  en  todos  los 
pueblos  del  reino,  se  impusieron  penas  á los  que 
tuviesen  tableros  para  jugar  dados  ó naipes, 
como  igualmente  á los  que  jugasen  en  público 
ó en  secreto ; y señrdenó  que  las  ciudades,  villas 
y lugares  que  tenían  por  privilegio  las  rentas 
de  los  tableros , disfrutasen  por  vía  de  indem- 
nización las  penas  de  los  jugadores. 

YII.  Son  muchas  las  leyes  que  desde  enton- 
ces se  han  ido  dando  en  diferentes  reinados  para 
reprimir  la  pasión  del  juego,  ya  á petición  de 
Córtes,  ya  por  movimiento  espontáneo  de  los  mo- 
narcas; pero  todas  se  comprendieron  y mejora- 
ron en  la  célebre  pragmática  de  6 de  Octubre 
de  1771  expedida  por  el  señor  don  Cárlos  III  y 
que  forma  la  ley  15,  tít.  23,  lib.  12  de  la  Novísi- 
ma Recopilación. 

Por  esta  ley  se  prohibieron  absolutamente  los 
juegos  de  suerte  y azar  ó de  fortuna  ó en  que 
j intervenga  envite,  los  de  alhajas,  prendas  ú 
otros  cualesquiera  bienes  muebles  ó raíces , en 
poca  ó mucha  cantidad , como  también  los  jue- 
gos á crédito , al  fiado  ó sobre  palabra ; y en  los 
permitidos , que  son  aquellos  en  que  no  concur* 
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re  ninguna  de  estas  circunstancias,  el  tanto  1 
suelto  que  se  jugare  no  podía  exceder  de  un 
real  de  vellón,  y toda  la  cantidad  no  había  de  pa- 
sar de  treinta  ducados,  aunque  fuese  en  muchas 
partidas  siempre  que  interviniera  en  ellas  algu- 
no de  los  mismos  jugadores;  ni  cu  ellos  podía 
haber  traviesas  ó apuestas:  arts.  1.",  6."  y 7.° 

Se  impuso  á los  contraventores,  si  eran  nobles 
ó empleados  civiles  ó militares,  la  multa  de  dos- 
cientos ducados ; y si  eran  personas  de  inferior 
condición  destinadas  á algún  arte,  oficio  ó ejer- 
cicio honesto,  la  de  cincuenta  ducados:  por  la 
segunda  vez,  multa  doblada  respectivamente;  y 
por  la  tercera,  dicha  multa  doble  como  en  la 
segunda,  y la  pena  de  un  año  de  destierro  del 
pueblo  de  su  residencia  , dándose  además  cuen- 
ta al  Gobierno  con  testimonio  de  la  sumaria,  si 
los  reincidentes  por  tercera  vez  fuesen  emplea- 
dos ó personas  de  notable  carácter,  para  que  to- 
mara las  demás  providencias  que  juzgase  conve- 
nientes. Los  dueños  de  las  casas  en  que  se  jugare 
quedaban  sujetos  respectivamente  á penas  do- 
bladas , se^un  sus  clases.  Si  los  transgresores 
no  tuvieren  bienes  en  que  hacer  efectivas  las 
multas , estaban  por  la  primera  vez  diez  dias  en 
la  cárcel ; por  la  segunda  veinte,  y por  la  tercera 
treinta,  saliendo  además  desterrados  por  esta 
última  según  queda  dicho,  y los  dueños  de  las 
casas  sufrian  la  misma  pena  por  tiempo  dupli- 
cado: arts.  2.°,  3.°,  4.°,  5.°  y 7.° 

Los  vagos  ó mal  entretenidos,  sin  oficio,  ar- 
raigo ú ocupación,  que  se  entregaren  habitual- 
mente al  juego,  y los  tahúres,  fulleros  ó garitos, 
además  de  las  pecuniarias  incurrían  desde  la 
prjpera  vez,  si  eran  nobles,  en  la  de  cinco  años 
de  presidio  para  servir  en  los  regimientos  fijos, 
y si  plebeyos,  en  la  de  cinco  años  de  arsenales:  y 
los  dueños  de  las  casas  que  las  tuvieran  habi- 
tualmente destinadas  á este  fin , sufrían  las  mis- 
mas penas,  según  su  clase  por  tiempo  de  ocho 
años:  art.  5.° 

Los  que  perdieren  cualquiera  cantidad  á los 
juegos  prohibidos  ó alguna  que  excediese  de  la 
suma  señalada  en  los  permitidos,  y los  que  ju- 
garen prendas,  bienes , alhajas,  ó cantidades  al 
fiado,  á crédito  ó sobre  palabra , no  están  obli- 
gados á su  pago , antes  bien  pueden  reclamar 
dentro  de  ocho  dias  lo  que  tal  vez  hubieren  sa- 
tisfecho; y si  no  hiciesen  la  denuncia  y recla- 
mación dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al 
pago,  adquiría  para  sí  las  cantidades  perdidas 
cualquiera  persona  que  las  pidiere,  denunciare 
y probare,  castigándose  además  á los  jugadores: 
art.  8.° 

Los  artesanos  y menestrales,  así  los  maestros 
como  los  oficiales  y aprendices,  y los  jornaleros 
de  todas  clases,  si  se  entregaren  á juegos  per- 
mitidos en  dias  y horas  de  trabajo,  esto  es,  des- 


de la3  seis  de  la  mañana  hasta  los  doce  del  diá 
y desde  las  dos  de  la  tarde  hasta  las  ocho  de  la 
noche,  incurrían  por  la  primera  vez  en  seiscien- 
tos maravedís  de  multa,  por  la  segunda  en  mil 
doscientos,  por  la  tercera  en  mil  ochocientos , y 
de  ahí  en  adelante  en  tres  mil  por  cada  vez  ; y 
en  defecto  de  bienes  se  les  imponía  la  pena  de 
diez  dias  de  cárcel  por  la  primera  contraven- 
ción, de  veinte  por  la  segunda,  y de  treinta  por 
la  tercera  y cada  una  de  las  siguientes:  ar- 
tículo S).° 

Prohibióse  toda  especie  de  juego  en  las  taber- 
nas, figones  , hosterías , mesones , botillerías, 
cafés  y demás  casas  públicas  ; permitiéndose  tan 
solo  los  de  damas,  ajedrez,  tablas  reales  y cha- 
quete en  las  de  trucos  ó villar:  bajo  el  concepto 
de  que  en  caso  de  contravención  quedaran  su- 
jetos los  dueños  de  las  casas  á las  penas  prescri- 
tas en  el  art.  5.°  contra  los  tablajeros,  esto  es, 
contra  los  que  tuvieren  casas  destinadas  al  jue- 
go: art.  10. 

Las  multas  se  distribuían  por  terceras  partes 
entre  fisco , juez  y denunciador,  dándose  la  par- 
te de  este  cuando  no  le  hubiere,  á ios  alguaciles 
y oficiales  de  justicia  aprehensores:  art.  11. 

Habiendo  interesado  que  pidiere,  ó denuncia- 
dor que  solicitare  dicha  tercera  parte,  se  admi- 
tía la  instancia  ó denuncia  con  prueba  de  testi- 
gos , aunque  por  esta  última  solo  había  de  pro- 
cederse dentro  de  los  dos  meses  siguientes  á la 
contravención.  Si  resultare  delito  de  la  sumaria 
se  oia  breve  y sumariamente  al  denunciado  para 
proceder  á la  imposición  de  la  pena;  y probán- 
dose haber  sido  calumniosa  la  delación,  se  cas- 
tigaba al  delator  con  las  mismas  penas  con  que 
se  castigaría  al  delatado  á ser  cierto  el  delito, 
aumentándose  aquellas  conforme  á derecho  á 
proporción  de  la  gravedad  y perjuicios  de  la  ca- 
lumnia : art.  12. 

No  habiendo  interesado  ni  delator,  debe  el 
juez  proceder  por  aprehensión  real,  bastando 
fundados  recelos  de  contravención  para  el  reco- 
nocimiento de  casas  públicas,  y siendo  precisa 
información  sumaria  para  el  de  particulares; 
no  siendo  necesaria  aprehensión  real  ni  for- 
mal denundia  para  proceder  contra  los  tahúres 
y vagos  entregados  habitualmente  áeste  género 
de  vicio:  art.  13. 

Todos  los  contraventores  á dicha  pragmática, 
ocupándose  en  los  expresados  juegos  ó consin- 
tiéndolos en  sus  casas,  quedaron  sujetos  en 
cuanto  á este  delito  á la  real  jurisdicción  ordi- 
naria, aunque  fuesen  del  fuero  mas  privilegia- 
do; art.  14. 

Sin  embargo,  si  los  contraventores  son  ecle- 
siásticos, después  de  hacerse  efectivas  las  penas 
y restituciones  en  sus  temporalidades,  se  pasa 
testimonio  á sus  Prelados  de  lo  que  resultare 
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contra  ellos  para  que  los  corrijan  conforme  á los 
cánones. 

Siendo  aprehendidos  en  juegos  ilícitos  los  mi- 
litares, debe  la  justicia  ordinaria  tomar  sus 
nombres  y dar  noticia  á sus  respectivos  jefes 
para  que  los  corrijan  y les  exijan  las  multas  que 
deberán  remitir  ¿ ¡a  justicia  ordinaria  para  su 
distribución  con  arreglo  á la  pragmática,  Real 
órden  de  17  de  Agosto  de  1807;  mas  si  fuesen 
vestidos  de  paisanos  sm  sus  respectivas  divisas, 
puede  eljuezque  los  aprehendiere  proceder  con- 
tra ellos,  como  si  efectivamente  fuesen  paisanos, 
dando  parte  al  comandante  de  armas  para  que 
lo  ponga  en  noticia  de  S.  M.:  Real  órden  de  20 
de  Febrero  de  1815. 

* Las  disposiciones  expuestas  en  este  artícu- 
lo han  sufrido  importantes  innovaciones  por  las 
del  Código  penal  de  1870  y otras  posteriores. 

Respecto  de  la  penalidad,  se  previene  en  el 
Código  citado,  que  los  banqueros  y dueños  de 
casas  de  juego  de  suerte,  envite  ó azar,  serán 
castigados  con  las  penas  de  arresto  mayor  y 
multa  de  250  á 2,500  pesetas , y en  el  caso  de 
reincidencia,  con  las  de  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  á prisión  correccional  en  su  gra- 
do mínimo  y doble  multa.  Los  jugadores  que 
concurrieren  á las  casas  referidas,  con  las  de 
arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  y multa  de 
125  á 1.250  pesetas;  en  caso  de  reincidencia,  con 
las  de  arresto  mayor  en  su  grado  medio  y doble 
multa:  art.  358.  Iiáse  declarado  por  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  , que  según  dicha  disposi- 
ción están  equiparados  en  cuanto  á la  responsa- 
bilidad criminal  y civil  en  que  incurren,  así  los 
banqueros  como  los  dueños  de  casas  de  juego, 
bajo  cuya  denominación  no  puede  comprenderse 
á los  propietarios  de  los  edificios,  sino  á los  in- 
quilinos ó arrendatarios  de  las  habitaciones,  sin 
cuya  anuencia  y consentimiento  aquellos  no  po- 
dían tener  lugar  (sentencia  de  16  de  Noviembre 
de  1872),  y atendida  la  participación  y conni- 
vencia que  la  ley  presupone  en  los  mismos  para 
violarla:  sentencia  de  28  de  Junio  de  1873. 

Por  el  art.  594  del  Código  penal  se  castiga 
como  falta  con  multa  de  5 á 25  pesetas,  A los  que 
en  sitios  ó establecimientos  públicos  promovie- 
ren ó tomaren  parte  en  cualquiera  clase  de  jue- 
gos de  azar  que  no  fueren  de  puro  pasatiempo 
y recreo. 

Los  juegos  prohibidos  no  se  hallan  compren- 
didos entre  las  faltas  que  pueden  castigar  con 
multas  los  gobernadores  de  provincia,  sino  que 
su  represión  es  privativa  de  los  tribunales  de 
justicia,  como  todos  los  delitos  y faltas  por  regla 
general.  El  gobernador  de  las  Islas  Baleares  pro- 
movió competencia  con  motivo  de  hallarse  co- 
nociendo el  juez  de  Mnnacor  en  su  juzgado  de 
unas  actuaciones  sobre  el  hecho  de  haberse  apre- 


hendido á dos  hombres  que  estaban  jugando  al 
monte  en  una  taberna.  El  gobernador  apoyaba  su 
competencia  en  el  núm.  3.“  del  art.  10  y en  el  5.° 
del  art.  11  de  la  Ley  de  25  de  Setiembre  de  1863; 

; en  los  arts.  27 y 28  del  reglamento  para  su  ejecu  - 
cion;  en  los  arts.  267  y 485  del  Código  penal  de 
1850  (equivalentes  á los  arts.  358  y 494  del  Códi- 
go penal  de  1870 );  en  la  regla  segunda  del  Real 
' decreto  de  18  de  .Mayo  de  1852;  en  la  disposición 
segunda  de  la  Real  órden  de  25  del  propio  mes 
y año,  y en  diferentes  decisiones  de  competen- 
cias anteriores  á 1864.  El  juez,  por  su  parte,  se 
apoyaba  en  que  el  núm.  3."  del  art.  10  de  la  ley 
de  25  de  Setiembre  de  1863  no  se ' referia  á los 
juegos  prohibidos;  en  el  núm.  5.°  del  art.  11  de 
la  misma  ley;  en  que  las  decisiones  de  compe- 
tencia invocadas  por  el  gobernador  eran  ante- 
riores á la  publicación  de  la  citada  ley,  y en  que 
de  interpretarse  las  mencionadas  disposiciones 
como  el  gobernador  lo  hacia,  habría  de  corres- 
ponderle el  conocimiento  de  todos  los  delitos, 
como  actos  contrarios  á la  moral. 

El  Gobierno,  á consulta  del  Consejo  Real,  de- 
claró mal  formada  esta  competencia  y no  haber 
i lugar  á decidirla;  considerando : 1.*  Que  el  nú- 
mero 3.“  del  art.  10  y el  5.’,  del  11  de  la  ley  de 
i 25  de  Setiembre  de  1863  y el  art.  27  del  regla- 
mento para  su  ejecución,  taxativamente  seña- 
lan las  faltas  que  los  gobernadores  puedan  cas- 
tigar con  multa,  y entre  ellas  no  se  expresan  los 
juegos  prohibidos,  á no  tenerlos  per  comprendi- 
dos en  los  actos  contrarios  á la  moral.  2.°  Que  esto 
seria  dar  una  interpretación  extensiva  á la  facul- 
tad que  tiene  la  Administración  de  castigar  gu- 
bernativamente ciertas  faltas,  debiendo  inter- 
pretarse restrictivamente,  como  excepción  ¿♦la 
regla  general  de  que  es  propio  de  los  tribunales 
de  justicia  el  castigo  de  los  delitos  y faltas, 
3.°  Que  la  citada  ley  y reglamento  han  deroga- 
do por  consiguiente  la  Real  órden  de  25  de  Mayo 
de  1863  y el  Real  decreto  del  mismo  año  en  lo 
que  puedan  oponérseles.  4."  Que  en  el  supuesto 
de  que  así  no  fuera,  quedarla  reducida  la  cues- 
tión, á saber,  si  el  hecho  de  que  se  trataba  cons- 
tituía el  delito  castigado  en  el  art.  287  dei  Códi- 
go penal,  ó la  falta  definida  en  el  núm.  1.”  del 
art.  485  del  mismo  Código.  5.°  Que  tratándose 
de  un  hecho  que  puede  ser  delito  ó falta,  según 
su  gravedad,  no  cabe  aplicar  las  disposiciones 
que  encargan  á la  Administración  corregir  al- 
gunas de  estas  , debiendo  seguirse  la  regla  ge- 
neral de  que  á los  tribunales  de  justicia  corres- 
ponde su  represión  y castigo.  6.°  Que  por  lo 
tanto,  ni  hay  cuestión  administrativa  prévia  al 
juicio  criminal , ni  puede  asegurarse  que  á la 
Administración  esté  reservado  el  conocimiento 
del  asunto,  como  una  simple  falta  á la  moral: 
Real  decreto  de  7 de  Mayo  de  1866, 
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Por  Real  órdcn  de  25  de  Mayo  de  1853  se  pre- 
vino la  persecución  y castigo  de  las  partidas  de 
juego,  y que  si  los  culpables  como  jugadores, 
cómplices  ó encubridores,  perteneciesen  en  cla- 
se de  empleados  activos  ó cesantes  á alguna  de 
las  dependencias  del  Estado,  se  anote  además 
esta  falta  en  su  respectiva  hoja  de  servicios  para 
los  efectos  que  puedan  considerarse  oportunos. 

Respecto  de  los  eclesiásticos,  se  ha  dispuesto 
que  se  ponga  nota  dei  hecho  de  haber  incurrido 
en  el  delito  de  juego  prohibido,  en  su  expedien- 
te, en  ei  ministerio  de  Gracia  y Justicia,  por  la 
Real  órden  de  23  de  Setiembre  de  1849;  y en  otra 
de  23  de  Setiembre  de  1848,  se  dictaron  medidas 
para  evitar  que  concurrieran  las  personas  ecle- 
siásticas á las  casas  de  juego. 

Los  empresarios  y expendedores  de  billetes  de 
loterías  ó rifas  no  autorizadas , serán  castigados 
con  la  pena  de  arresto  mayor  en  sus  grados  mí- 
nimo y medio  y multa  de  125  á 1,250  pesetas. 
Los  que  enjuego  ó rifa  usaren  de  medios  frau- 
dulentos para  asegurar  la  suerte,  serán  casti- 
gados como  estafadores:  art.  359.  El  Tribunal 
Supremo  ha  declarado  , que  la  circunstancia  de 
la  corta  entidad  del  objeto  rifado  no  es  de  las 
comprendidas  como  atenuantes  en  los  arts.  8.° 
y 9.°  del  Código,  ni  tiene  relación  ni  semejanza 
con  las  mismas:  por  consiguiente,  no  debe  por 
ella  minorarse  la  pena  que  aplica  la  ley  al  acto 
ilícito : sentencia  de  4 de  Noviembre  de  1872.  En 
el  art.  548,  núm.  8.°,  se  castiga  á los  que  en  el 
juego  se  valieren  de  fraude  para  asegurar  su 
suerte,  con  las  penas  impuestas  en  el  art,  547 
referente  al  delito  de  estafa , ó inserto  en  ei  de 
Defraudación  de  esta  obra.  V.  Rifa. 

El  dinero  ó efectos  y los  instrumentos  y útiles 
destinados  al  juego  ó rifa  caerán  en  comiso:  ar- 
tículo 560:  de  aquí  se  deduce  la  falta  de  obliga- 
ción de  pagar  lo  perdido  en  juegos  prohibidos, 
según  lo  declarado  por  la  ley  15,  tit.  23,  libro 
12,  Nov.  Recop. 

Respecto  del  desafuero  poT  delito  de  juego 
prohibido,  hállase  comprendido  en  el  art.  l.° 
del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868,  sobre 
unificación  de  los  fueros  especiales  en  el  ordi- 
nario. * 

JUEZ.  EL  que  está  revestido  de  la  potestad  de 
administrar  justicia  á los  particulares,  ó sea  de 
aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  ó en  los 
criminales  ó asi  en  unos  como  en  otros.  «Los 
juzgadores,  dice  la  ley  1.*,  tit.  4.°,  Part.  3.’,  han 
nombre  de  jueces,  que  quiere  tanto  decir,  como 
bornes  bonos  que  son  puestos  para  mandar  et 
facer  derecho.»  Esta  definición  de  las  Partidas, 
á la  cual  hemos  procurado  arreglar  la  nuestra, 
es  la  mas  completa  y general,  porque  abraza  to- 
das las  clases  ó especies  en  que  los  jueces  se  di- 
viden, al  paso  que  algunas  de  estas  quedan  ex- 


cluidas en  las  definiciones  que  comunmente 
establecen  los  autores  y que  por  consiguiente 
son  defectuosas.  La  palabra  juez  es  genérica  y 
comprensiva  de  todos  los  que  administran  justi- 
cia; pero  los  que  desempeñan  este  cargo  con 
autoridad  superior,  y mas  especialmente  los  que 
lo  ejercen  en  los  tribunales  de  alzada,  se  distin- 
guen con  el  nombre  de  magistrados  ó ministros. 

L En  el  principio  ú origen  de  las  sociedades 
no  se  distinguían  los  j ucees  entre  si  mismos  sino 
por  los  límites  de  sus  jurisdicciones ; y cada  uno 
tenia  el  cuidado  de  administrar  justicia  á los 
pueblos  sobre  todas  y cualesquiera  especies  de 
negocios  indistintamente  dentro  de  su  distrito  ó 
territorio.  Pero  habiéndose  ensanchado  y en- 
grandecido posteriormente  con  el  tiempo  los 
Estados,  y adquirido  en  ellos  nuevo  brío  la  agri- 
cultura, las  artes  y la  industria,  se  multiplica- 
ron dentro  y fuera  de  un  modo  prodigioso  las 
relaciones  de  sus  individuos;  y de  la  combina- 
ción de  los  diferentes  intereses  que  estas  rela- 
ciones producían , hubo  de  resultar  una  multi- 
tud de  discusiones  que  aumentando  asombrosa- 
mente ios  negocios  y sus  especies , hicieron  ne- 
cesario el  establecimiento  de  diversos  juzgados 
. ó tribunales  para  decidirlos.  La  competencia, 

, pues,  de  los  jueces,  esto  es , el  derecho  que  tie- 
nen de  conocer  de  ciertas  materias  ó entre  cier- 
tas personas , con  exclusión  unos  de  otros , es  la 
que  propiamente  los  distingue  ahora;  y esta 
distinción  está  marcada  con  denominaciones 
particulares  que  suelen  denotar  por  sí  mismas 
la  naturaleza  y extensión  de  sus  poderes. 

La  citada  ley  1.',  tit.  4.°,  Part.  3.*,  divide  loa 
jueces  en  ordinarios,  delegados  y árbitros,  lla- 
mando ordinarios  á todos  los  que  se  establecen 
con  oficio  permanente  para  juzgar  los  súbditos 
de  su  distrito  ó jurisdicción  (entre  los  cuales  no 
solo  cuenta  los  jueces  inferiores  de  la  corte  y de 
las  ciudades  ó villas  , sino  también  los  superio- 
res ó de  alzadas  ó sea  los  sobrejueces  y los  ade- 
lantados, y aun  los  puestos  por  los  menestrales 
de  cada  lugar  para  decidir  los  negocios  que  les 
ocurrieren  por  razón  de  sus  oficios);  delegados  á 
los  que  solo  tienen  facultad  cometida  por  el  Rey 
ó por  algún  tribunal  ó juez  ordinario  para  sus- 
tanciar ó decidir  algunos  pleitos  señalados,  y 
árbitros  6 jueces  de  albedrío,  á los  escogidos  por 
ambas  partes  para  librar  alguna  contienda  que 
hubiere  entre  ellas. 

Mas  tomando  á los  jueces  en  mayor  escala  y 
bajo  sus  diferentes  puntos  de  vista,  pueden  es- 
tablecerse entre  ellos  las  divisiones  siguientes: 

Considerados  con  respecto  á la  distinción  de 
las  dos  potestades  espiritual  y temporal,  fuente 
de  dos  especies  de  jurisdicciones  absolutamente 
extrañas  la  una  á la  otra,  se  dividen  en  jueces 
eclesiásticos  y jueces  seculares:  con  respecto  á la 
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extensión  y duración  de  su  poder,  en  ordinarios 
y extraordinarios ; con  respecto  á la  ciencia,  en 
legos  y letrados ; con  respecto  á la  materia  de  que 
conocen,  en  driles  y criminales',  con  respecto  a 
su  grado,  en  inferiores,  superiores  y supremos; 
coa  respecto  á la  validez  de  sus  actos  y decisio-  ; 
nes,  en  competentes  é incompetentes,  y con  res- 
pecto al  objeto  y al  modo  de  fallar,  en  jueces  de 
hecho  y jueces  de  derecho. 

De  todas  estas  especies  de  jueces  se  hablará 
en  artículos  separados,  siguiendo  el  órden  de  las 
divisiones  indicadas,  después  de  haber  expuesto 
en  el  presente  algunos  principios  ó reglas  gene- 
rales que  son  comunes  á todos  ó á casi  todos  los 
jueces. 

II.  La  potestad  que  tienen  los  jueces  de  juz- 
gar y hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado,  y que, se 
llama  jurisdicción,  dimana  deL  Rey.  Así  es  que 
la  justicia  se  administra  en  su  nombre  {Consti- 
tución de  1845,  art.  71);  que  en  su  nombre  tam- 
bién se  encabezan  las  ejecutorias  y provisiones 
de  los  tribunales  superiores  (Const.  de  1812,  ar- 
tículo 257);  que  le  corresponde  cuidar  de  que  en 
todo  el  reino  se  administre  pronta  y cumplida- 
mente la  justicia  (Const.  de  1845,  art.  45,  atr.  2.a); 
que  tiene  la  prerogativa  de  indultar  á los  delin- 
cuentes (id.  atrib.  3.a);  que  nombra  los  jueces  y 
magistrados  y concede  los  honores  de  la  toga 
(id.  atrib.  9.');  que  puede  suspender  á los  jueces 
y magistrados,  cuando  con  motivos  fundados  los 
mande  juzgar  por  el  tribunal  competente  (ídem 
art.  69),  y por  fin,  que  se  designa  con  el  epíteto 
de  real  la  jurisdicción  ordinaria:  regí,  de  justicia 
de  26  de  Setiembre  de  1835.  No  dimanando,  pues, 
el  poder  judicial  inmediatamente  de  la  nación, 
sino  del  Rey  su  jefe,  se  ve  desde  luego  con 
cuánta  impropiedad  algunos  abogados  se  deno- 
minan abogados  de  los  tribunales  nacionales , y 
no  de  los  tribunales  del  reino,  como  está  escrito 
en  los  títulos  modernos : esto  en  unos  puede  ser 
afectación  de  democratismo,  y en  otros  falta  de 
atención  ó advertencia. 

* En  la  Constitución  de  1869  se  enumera  entre 
los  poderes  públicos  el  judicial , el  cual  es  ejer- 
cido por  los  tribunales  aunque  emanante  de  la 
soberanía  que  reside  esencialmente  en  la  Nación: 
arts.  32  y 36.  A los  tribunales  corresponde  ex- 
clusivamente la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  y criminales ; pero  la  justicia 
se  administra  en  nombre  del  Rey:  art,  91  de  la 
citada  Constitución.  Véase  la  adición  al  final  de 
este  párrafo  y del  IV.  * 

Mas  aunque  el  poder  judicial  sea  una  emana- 
ción del  poder  real  ó ejecutivo,  es,  sin  embargo, 
independiente  de  él  en  el  ejercicio  de  sus  fun-  ■ 
clones.  Ni  el  poder  ejecutivo  ni  el  legislativo 
deben  influir  directa  ni  indirectamente  en  los 
fallos  de  la  justicia.  Por  eso  está  escrito:  que  «á 


los  tribunales  y juzgados  pertenece  exclusiva- 
mente la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los  jui- 
cios civiles  y criminales,  sin  que  puedan  ejercer 
otras  funciones  que  las  de  juzgar  y hacer  que 
se  ejecute  lo  juzgado  » (Const.  de  1845,  art.  66); 
que  «ni  las  Cortes  ni  el  Rey  podrán  ejercer  en 
üiDgun  caso  las  funciones  judiciales,  avocar 
causas  pendientes  , ni  mandar  abrir  los  juicios 
fenecidos»  (Const.  de  1812,  art.  243);  que  «nin- 
gún español  puede  ser  procesado  ni  sentenciado 
sino  por  el  juez  ó tribunal  competente,  en  virtud 
de  leyes  anteriores  al  delito  y en  la  forma  que 
estas  prescriban»  (Const.  de  1845,  art.  9.°);  que 
de  consiguiente,  no  podrá  serlo  por  ninguna  co- 
misión ( Const.  de  1812,  art.  247)  ( * disposición 
que  se  reitera  en  el  art.  11  de  Constitución  de 
1869,  pero  á la  que  no  parece  ajustarse  entera- 
mente el  art.  190  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  de  1872,  expuesto  en  el  artículo  de 
esta  obra,  Comisión  *);  y finalmente,  que  «nin- 
gún magistrado  ó juez  podrá  ser  depuesto  de 
su  destino,  temporal  ó perpétuo,  sino  por  sen- 
tencia ejecutoriada;  ni  suspendido  sino  por  auto 
judicial,  ó en  virtud  de  órden  del  Rey  cuando 
este,  con  motivos  fundados,  le  mande  juzgar 
por  el  tribunal  competente:»  Const,  de  1845,  ar- 
tículo 69.  * Véase  la  adición  al  final  de  este  pár- 
rafo y del  IV.  * 

En  efecto,  la  independencia  del  poder  judicial 
seria  ninguna,  ó al  menos  estaría  mal  asegura- 
da, si  los  magistrados  y jueces  pudieran  ser  re- 
movidos á voluntad  del  Gobierno,  que  separando 
á los  que  no  tratasen  de  complacerle  en  los  fa- 
llos judiciales , se  haría  árbitro  de  la  justicia, 
como  decían  con  mucha  razón  en  escrito  de  30 
de  Octubre  de  1838  los  tres  fiscales  del  Supremo 
Tribunal  de  justicia  y demostró  luego  con  gran 
copia  de  argumentos  el  mismo  tribunal  pleno  en 
consulta  de  5 de  Eebrero  de  1839.  «Ciertamente, 
repelia  después  á coro  en  sus  Observaciones  sobre 
el  estado  del  poder  judicial  en  España  en  1839, 
otro  magistrado  del  mismo  tribunal  supremo; 
ciertamente,  mientras  los  jueces  sean  amovibles, 
no  se  pueden  decir  independientes  . ¿Cómo  sos- 
tendrá su  independencia  el  poder  judicial,  si  sus 
individuos  pueden  ser  removidos  por  la  sola  vo- 
luntad del  gobierno¿  ¿De  qué  servirá  que  magis- 
trados de  carácter  recto  y firme  lo  despleguen 
con  toda  su  energía,  para  coutrarestar  el  influ- 
jo y las  invasiones  de  otro  poder,  si  el  Gobierno 
puede  separarlos,  y conferir  sus  plazas  á otros 
mas  dóciles,  mas  condescendientes  y aun  dis- 
puestos á prostituir  su  respetable  y delicado  mi- 
nisterio? Estas  verdades  no  pudieron  ocultarse  á 
nuestros  mayores,  hasta  el  punto  de  dejar  de 
conocer,  que  sin  la  inamovilidad  no  existia  la 
independencia.  No  encontramos  escrito  en  las 
leyes  antiguas  como  principio,  que  los  magis- 
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Irados  y jueces  son  inamovibles;  pero  ¿dónde 
está  escrito  tampoco  que  el  Rey  pueda  remover  á 
su  libre  arbitrio  á los  magistrados  y jueces?  En 

ninguna  parte Según  el  espíritu  de  nuestra 

legislación  , de  muchos  siglos  acá,  los  magistra- 
dos y jueces  han  sido  inamovibles  en  España. 
¿.Qué  hallamos  establecido  en  las  leves  para  el 
caso  en  que  ios  magistrados  y jueces  se  hagan 
responsables  ó cometan  otro  delito?  ¿Que  el  Iíey 
los  deponga  ó que  una  orden  del  ministro  los 
separe?  No:  las  leyes  expresan  las  penas  que  se 
les  han  de  imponer;  y cuando  se  habla  de  penas 
y de  su  imposición,  nadie  desconoce  la  necesi- 
dad de  que  preceda  un  juicio.  Las  leyes  mandan 
que  se  les  forme  causa  y se  les  oiga.  Está  en  esto 
bien  claro  el  espíritu  de  nuestra  legislación. 
Cuando  algún  magistrado  ó juez  deha  ser  sepa- 
rado , se  ha  de  hacer  por  medios  de  justicia,  no 
por  medios  de  gobierno.  Así  se  ha  entendido  y así 
se  ha  practicado  constantemente.  Cuando  se  ha 
provisto  una  toga,  todos  han  creído  que  el  agra- 
ciado obtenía  un  empleo  perpétuo,  del  cual  no 
se  veria  privado  si  no  cometía  un  delito.  Cuando 
se  nombraba  á un  corregidor  ó alcalde  mayor, 
todos  entendían  que  había  de  servir  su  destino, 
antes  por  tres,  y después  por  seis  años.  El  mis- 
mo Gobierno  supremo  pensaba  de  este  modo:  y 
jamás  liubo  un  ministro  bastante  osado  ó impu- 
dente para  atreverse  á decir  que  era  árbitro  de 
separar  á los  magistrados  y jueces  , ni  tampoco 
que  el  Monarca  tenia  esta  facultad  libre  y vo- 
luntaria. De  esta  manera  la  opinión  pública  ge- 
neralmente recibida  y la  aquiescencia  manifies- 
ta del  Gobierno  reconocían  la  inamovilidad  de 
los  magistrados  y jueces.» 

* La  inamovilidad  judicial  se  halla  sanciona- 
da en  la  Constitución  de  1869  y en  la  ley  orgáni- 
ca del  poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870. 

Conforme  á los  arts.  95  y 9G  de  la  primera,  los 
magistrados  y jueces  no  podrán  ser  depuestos 
sino  por  sentencia  ejecutoria  ó por  Real  decreto 
acordado  en  Consejo  de  Ministros  previa  consul- 
ta del  Consejo  de  Estado , y al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  la  mencionada  ley  orgánica.  Tampoco 
pueden  ser  trasladados  sino  por  Real  decreto 
expedido  con  los  mismos  trámites,  si  bien  pue- 
den ser  suspendidos  por  auto  del  tribunal  com- 
petente. El  art.  9."  de  la  ley  del  poder  judicial 
reitera  estas  disposiciones  prescribiendo  que  no 
pueda  el  Gobierno  destituir,  trasladar  de  sus 
cargos  ni  jubilar  á los  jueces  y magistrados, 
sino  en  los  casos  y en  la  forma  que  establecen 
la  Constitución  de  la  Monarquía  y las  leyes,  y 
que  en  ningún  caso  podrá  suspenderlos. 

Hé  aquí  cómo  desarrolla  estas  disposiciones  la 
ley  referida  del  poder  judicial  en  el  título  IV. 

InamoHlidad  judicial. — Gozarán  de  la  inmovi- 
lidad judicial  con  arreglo  al  art.  9."  de  dicha  ley. 

Tomo  iii. 


I los  jueces  y magistrados  que  ejerzan  funciones 
: permanentes  sin  limitación  de  tiempo:  los  jue- 
' ces  que  ejerzan  funciones  con  limitación  de 
tiempo  señalado  en  la  ley  ó en  su  nombramien- 
to, solo  por  el  tiempo  en  que  deban  desempe- 
ñarlos: art.  221. 

La  inamovilidad  judicial  consiste  en  el  dere- 
cho que  tienen  los  jueces  y magistrados á no  ser 
destituidos,  suspensos,  trasladados  ni  jubilados 
sino  por  alguna  de  las  causas  que  en  este  título 
se  expresan:  art.  222. 

Destitución  de  los  jueces  y magistrados.— Proce- 
cede  de  derecho  la  destitución  de  los  jueces  y 
magistrados:  l.°  Por  sentencia  firme  en  que  esta 
se  declare.  2.”  Por  sentencia  firme  en  que  se  im- 
ponga á un  juez  ó magistrado  pena  correccional 
ó aflictiva,  las  cuales  llevarán  siempre  consigo 
la  destitución.  Los  tribunales  que  pronunciaren 
estas  sentencias  remitirán  certificación  fehacien- 
te de  ellas  al  ministerio  de  Gracia  y Justicia  para 
que  pueda  proceder  á la  provisión  de  la  vacante: 
art.  223. 

Podrán  los  jueces  y magistrados  ser  destitui- 
dos en  virtud  de  Real  decreto  acordado  en  Con- 
sejo de  Ministros  y refrendado  por  el  de  Gracia  y 
Justicia,  próvia  consulta  del  Consejo  de  Estado: 
1."  Cuando  hubieren  incurrido  en  alguno  de  los 
casos  de  incapacidad  que  establece  el  art.  110,  á 
excepción  del  2.°,  ó en  alguna  incompatibilidad 
de  las  expresadas  en  el  art.  11).  2.'’  Cuando  hu- 
bieren sido  corregidos  disciplinariamente  por 
hechos  graves  que,  sin  constituir  delitos,  com- 
prometau  la  dignidad  de  su  ministerio  ó los  ha- 
gan desmerecer  en  el  concepto  público.  3.“  Cuan- 
do hubieren  sido  absueltos  de  la  instancia  en 
cualquiera  clase  de  procesos,  mientras  la  abso- 
lución por  el  lapso  del  tiempo  no  se  convierta 
en  libre.  4."  Cuando  hayan  sido  una  ú mas  ve- 
ces declarados  responsables  civilmente.  5."  Cuan- 
do por  su  conducta  viciosa,  por  su  comporta- 
miento poco  honroso,  ó por  su  habitual  negli- 
gencia, no  sean  dignos  de  continuar  ejerciendo 
funciones  judiciales:  art.  224. 

Para  que  pueda  cumplirse  lo  ordenado  en  el 
articulo  que  precede,  los  tribunales  remitirán 
ministerio  de  Gracia  y Justicia  los  anteceden- 
tes relativos  á i as  causas  de  destitución  com- 
prendidas en  los  números  l.°  y 5.°  del  mismo 
artículo,  y certificaciones  literales  de  las  pro- 
videncias en  que  impongan  las  correcciones 
disciplinarias , absuelvan  de  la  instancia  ó con- 
denen á responsabilidad  civil  á jueces  ó magis- 
trados: art.  225. 

En  cualquiera  de  los  expresados  casos,  antes 
de  pasar  al  Consejo  de  Estado  los  expedientes  de 
destitución,  se  oirá  instructivamente  al  intere- 
sado y al  fiscal  déla  Audiencia  respectiva,  cuan- 
do se  trate  de  jueces  municipales  y de  partido, 
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y al  fiscal  del  Tribunal  Supremo  respecto  á los 
magistrados:  art.  226. 

Suspensión  de  los  jueces  y magistrados.  La 
suspensión  de  los  jueces  y mag-istrados  solo  ten- 
drá lugar  por  auto  del  tribunal  competente  , en 
los  casos  siguientes:  l.“  Cuando  se  hubiere  de- 
clarado haber  lugar  á proceder  criminalmente 
contra  ellos  por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones.  2."  Cuando  por  cualquier  otro 
delito  se  hubiere  dictado  contra  ellos  auto  de 
prisión  ó fianza  equivalente.  3."  Cuando  sin  pre- 
ceder prisión  ni  fianza  se  pidiere  contra  ellos 
por  el  Ministerio  fiscal  una  pena  allictiva  ó cor- 
reccional. 4.’  Cuando  por  las  correcciones  disci- 
plinarias que  se  les  hubieren  impuesto  apare- 
ciese que  se  hallaban  en  el  caso  2.°  del  art.  224 
(el  de  cometer  hechos  graves  que  sin  ser  delitos 
hagan  desmerecer  en  el  concepto  público.  5.° 
Cuando  se  decretare  disciplinaKamente:  art.  227. 

En  los  tres  primeros  casos  del  artículo  prece- 
dente, el  Tribunal  que  conociere  de  la  causa,  im- 
pondrá la  suspensión  en  el  mismo  auto  en  que 
dictare  ia  providencia  que  la  motive.  En  el  cuar- 
to caso  la  impondrá  la  Sala  de  gobierno  de  la 
Audiencia  respectiva  á los  jueces  municipales, 
de  instrucción  ó de  tribunales  de  partido,  y la  de 
gobierno  del  Tribunal  Supremo  á los  magistra- 
dos. Para  este  efecto  se  constituirán  en  Salas  de 
justicia,  y llamarán  ásl  los  antecedentes  de  las 
correcciones  impuestas.  En  el  quinto  caso  )a  im- 
pondrá el  Tribunal  ó la  Sala  de  gobierno  á que 
corresponda  entender  de  la  falta  que  diere  lugar 
á la  corrección  disciplinaria,  constituyéndose  al 
efecto  en  Sala  de  justicia.  En  los  dos  últimos 
casos  oirá  por  escrito  ú oralmente  al  interesado, 
si  compareciere , en  virtud  de  la  citación  que  se 
le  haga:  art.  228. 

La  suspensión  durará:  En  los  casos  l.“,  2.°  y 
3.“  del  art.  227,  hasta  que  recaiga  en  la  causa 
sentencia  de  absolución  libre  ó haya  trascurrido 
el  tiempo  necesario  para  que  se  convierta  en  li- 
bre la  absolución  de  la  instancia,  si  tal  hubiere 
sido  el  resultado  de  la  causa.  En  el  caso  4.“, 
hasta  que  se  hubiere  declarado  ó desestimado  la 
absolución.  En  el  caso  5.“,  todo  el  tiempo  por 
el  que  se  hubiere  impuesto  la  corrección  dis- 
ciplinaria: art.  229. 

Procederá  la  suspensión  disciplinaria  de  los 
jueces  de  instrucción,  jueces  de  partido  y magis- 
trados de  Audiencia,  á excepción  de  los  de  Ma- 
drid, hasta  que  sean  trasladados  á otras  plazas: 
l.°  Cuando  se  casaren  con  mujer  nacida  dentro 
de  la  demarcación , circunscripción,  partido  ó 
distrito  en  qvle  ejerzan  sus  funciones,  á no  haber 
sido  accidental  su  nacimiento,  ó con  la  que  es- 
tuviere establecida  en  él,  ó poseyere  en  el  mis- 
mo bienes  inmuebles,  ó los  poseyeren  sus  pa- 
rientes en  línea  recta  ascendente  ó descendente, 


ó en  el  segundo  grado  de  la  colateral.  2.°  Cuando 
por  actos  propios  ó de  su  mujer  hubieren  adqui- 
rido en  el  mismo  territorio  bienes  inmuebles, 
mas  no  cuando  les  vinieren  por  succesion  ó por 
actos  de  un  tercero:  art.  230. 

La  suspensión  en  los  casos  del  artículo  ante- 
rior, será  decretada  por  las  Salas  de  gobierno  de 
las  Audiencias,  cuando  los  comprendidos  en  él 
sean  jueces  de  instrucción  ó de  partido;  y por  la 
Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo,  cuando 
sean  magistrados  de  Audiencia.  En  ambos  casos 
se  constituirán  al  efecto  en  Salas  de  justicia,  ci- 
tarán á los  interesados,  y si  comparecieren,  los 
oirán  por  escrito  ú oralmente:  art.  231. 

En  los  casos  l.u,  2."  y 3.”  de.l  art.  227,  recibirá 
el  suspenso  la  mitad  del  sueldo.  En  los  casos  4.” 
y 5.“  del  mismo  artículo,  y en  los  casos  del  230, 
no  recibirá  ninguno:  art.  232. 

Cuando  el  juez  ó el  magistrado  suspenso  fuere 
absuelto  libremente  en  los  casos  l.°,  2.°  y 3.°  del 
art.  227,  se  le  abonará  la  parte  de  sueldo  que  du- 
rante la  suspensión  baya  dejado  de  percibir. 
Cuando  lo  hubiese  sido  solo  de  la  instancia,  no 
tendrá  derecho  á sueldo  alguno:  art.  233. 

Traslación  de  los  jueces  y magistrados . — Los 
jueces  de  nombramiento  real  y los  magistrados 
de  Audiencia,  á excepción  de  los  de  Madrid,  se- 
rán necesariamente  trasladados : 1.”  Cuando  lle- 
ven ocho  años  de  residencia  en  una  misma  po- 
blación. 2.a  Cuando  por  actos  ajenos  á sus  pro- 
pios hechos,  hubiere  alguno  de  aquellos  ó su 
mujer,  ó sus  ascendientes  ó descendientes,  ó los 
de  su  mujer,  ó sus  parientes  colaterales  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó segundo 
de  afinidad,  adquirido  bienes  inmuebles  en  la 
demarcación  á que  se  extienda  la  jurisdicción  de 
juzgado  6 tribunal  á que,  corresponda.  3A  Cuan- 
do por  alguna  circunstancia  que  no  sea  la  ex- 
presada en  el  art.  230,  se  reunieren  en  un  tribu- 
nal ó Audiencia  dos  parientes  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  ó segundo  de  afinidad, 
en  cuyo  caso  procurará  el  Gobierno  que  la  tras- 
lación se  haga  dentro  de  cuatro  meses,  desti- 
nando entretanto  á los  que  sean  parientes  á Sa- 
las diferentes  de  justicia.  4.”  En  los  casos  expre- 
sados en  el  art.  230,  debiendo  entonces  hacerse  la 
traslación,  siempre  que  fuere  posible,  dentro  de 
un  año  desde  que  comenzó  la  suspensión:  ar- 
tículo 234.  Véase  la  Real  órden  de  6 de  Abril  do 
1875,  expuesta  en  la  adición  al  párrafo  VI  de 
este  articulo  Juez. 

Los  jueces  de  tribunales  de  partido  y magis- 
trados de  Audiencia  podrán  ser  trasladados: 
1."  Por  disidencias  graves  con  los  demás  magis- 
trados que  compongan  el  tribunal  á que  corres- 
pondan. 2.u  Cuando  la  Sala  de  gobierno  de  la 
Audiencia  lo  proponga  con  fundado  motivo  res- 
pecto á los  jueces  de  los  tribunales  de  partido,  ó 
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la  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  respecto  á 
los  magistrados  de  Audiencia.  3.°  Cuando  cir- 
cunstancias de  otra  clase  ó consideraciones  de 
órden  público  muy  calificadas  exigieren  la  tras- 
lación: art.  235. 

La  traslación  de  los  jueces  y magistrados  que  j 
se  fundare  en  alguna  de  las  cansas  del  art.  230,  | 
no  podrá,  hacerse  en  ningún  caso  á plaza  que  ' 
tenga  categoría  ó sueldo  superior  ó inferior  al 
que  desempeñase  el  trasladado:  art.  236. 

La  traslación  se  liará  siempre,  prévia  consulta 
del  Consejo  de  Estado,  en  decreto  acordado  en 
Consejo  de  ministros  y refrendado  por  el  de  Gra- 
cia y Justicia:  art.  237. 

Respecto  de  la  jubilación  de  los  j mees  y magis- 
trados, se  han  insertado  las  disposiciones  déla 
ley  del  poder  judicial  en  el  artículo  de  esta  obra 
Jubilación. 

Recursos  por  quel>ra?ilamiento  ele  las  disposicio- 
nes anteriores. — Podrán  los  jueces  y magistrados 
entablar  recurso  contencioso  contra  la  Adminis- 
tración ante  el  Tribunal  Supremo:  l.°  Cuando 
fueren  suspendidos  por  el  Gobierno.  2.”  Cuando 
fueren  destituidos  ó trasladados  sin  hacer  expre- 
sión de  la  causa  en  que  se  funde  la  destitución  ó 
traslación.  3.°  Cuando  la  causa  de  la  destitución 
ó traslación  no  sea  de  las  que  señala  esta  ley. 
4."  Cuando  fueren  destituidos  ó trasladados  sin  < 
haberse  observado  para  ello  todas  las  formas  que 
prescriben  la  Constitución  de  la  monarquía  y 
dicha  ley.  5.°  Cuando  fueren  jubilados  sin  alguna 
de  las  causas  señaladas  en  esta  ley,  ó sin  guar- 
darse las  formas  que  para  la  jubilación  se  pres- 
criben en  ella:  art.  244  de  la  ley  del  poder  judi-  ; 
cial. 

Además  de  estas  disposiciones  para  hacer  efec- 
tiva la  inamovilidad  judicial,  se  expidió  en  5 de 
Setiembre  de  1871  á los  presidentes  de  las  Au- 
diencias una  Real  órden,  que  fué  recordada  por 
Real  decreto  de  27  de  Junio  de  1872  y Real  órden  ! 
de  30  del  mismo  mes  y año.  En  esta  se  recordaba  j 
que  en  la  primera  se  hizo  la  debida  distinción  ■ 
entre  los  magistrados  y jueces  declarados  inamo-  ! 
vibles  y los  que  aun  no  gozaban  de  este  carác-  j 
ter.  En  cuanto  á los  primeros,  se  ordenó  que  si 
incurrían  en  alguna  falta  ó se  colocaban  en  cir- 
cunstancias que  legalmente  los  hicieren  aeree-  . 
dores  á ser  destituidos  ó trasladados , según  lo 
dispuesto  en  los  capítulos  2.“  y 4.°  del  tít.  4."  de 
la  ley  provisional  sobre  organización  del  poder 
judicial,  se  instruyese  sin  dilación  el  expediente  i 
oportuno,  remitiéndose  al  ministerio  de  Gracia  ¡ 
y Justicia.  Y respecto  á los  segundos,  se  previno  i 
también,  que  se  considerasen  como  causas  de  : 
destitución,  además  de  las  consignadas  en  la  ley 
para  los  inamovibles,  las  siguientes:  1.*,  falta  de 
la  necesaria  aptitud  científica;  2.*,  falta  de  mo- 
ralidad pública  ó privada;  3.s,  falta  de  imparcia- 
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lidad  en  el  ejercicio  de  su  cargo;  4.“,  falta  de 
celo,  energía  ó actividad  convenientes  para  el 
buen  desempeño  de  las  funciones  judiciales; 
o.",  falta  de  dignidad  en  el  comportamiento,  que 
redunde  en  desprestigio  déla  autoridad  judicial. 

Considérame  también  como  causas  de  trasla- 
ción: i.",  parcialidad  ó inclinación  respecto  á al- 
guna persona  ó fracción  política  del  territorio 
de  la  jurisdicción  que  pudiera  producir  resulta- 
dos en  la  decisión  de  los  asuntos  judiciales:  y 2.1, 
el  desprestigio  en  la  localidad  de  la  autoridad 
que  ejerza  el  magistrado  ó el  juez,  ó mal  con- 
cepto del  mismo,  aunque  la  causa  que  lo  motive 
no  le  sea  imputada. 

Eu  dicha  Real  órden  se  recomendó  también 
á los  presidentes  de  las  Audiencias:  l.°  Que  si  de 
resultas  de  las  visitas  de  inspección  efectuadas 
con  arreglo  á la  Real  órden  de  5 de  Setiembre 
citada,  ó de  sus  informes  personales,  resultasen 
causas  que  debieran  producir  la  destitución  del 
magistrado  ó juez,  pasen  nota  at  interesado  de 
lo  que  contra  él  resultare,  para  que  pueda  dar 
sus  descargos,  y con  vista  de  lo  que  exponga,  y 
oyendo  al  fiscal,  quien  emitirá  su  dictamen  por 
escrito,  proponga  lo  que  juzgare  conveniente, 
remitiendo  á dicho  ministerio  todos  los  antece- 
dentes para  dar  cuenta  á S.  M.,  á fin  de  que  se 
sirva  resolver  según  justicia.  2.“  Que  si  los  he- 
chos fuesen  tan  solo  bastantes  parala  traslación, 
deberá  el  presidente  oír  tan  solo  al  fiscal , remi- 
tiendo á dicho  ministerio  su  dictamen  y demás 
antecedentes,  con  la  propuesta  de  lo  que  el  pre- 
sidente considerase  qué  es  de  hacer  en  el  caso; 
todo  ello  según  lo  dispuesto  en  la  mencionada 
órden  de  5 de  Setiembre. 

Las  disposiciones  sobre  inamovilidad  de  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial  que  hemos  expuesto 
no  se  refirieron  á ios  jueces  y magistrados  que 
lo  eran  antes  de  publicarse  dicha  ley  ó que  fue- 
ren nombrados  hasta  el  planteamiento  de  la 
misma.  Estos  jueces  y magistrados,  según  la 
disposición  transitoria  tercera  de  aquella  ley,  no 
debían  gozar  de  inamovilidad,  mientras  no  fue- 
ran examinados  sus  respectivos  expedientes  por 
la  J unta  de  clasificación  de  q ue  trata  la  disposi- 
ción transitoria  cuarta,  y en  su  virtud  fueran 
especial  y nominalmente  declarados  inamovi- 
bles. En  dichas  disposiciones  se  otorgó  la  ina- 
movilidad á los  jueces  y magistrados  en  la  ca- 
tegoría que  hubieren  llegarlo  á obtener  en  la 
carrera  judicial,  sin  hacerla  necesaria  y fácil 
averiguación  de  sus  antecedentes  oficiales,  y 
antes  bien  prohibiendo  á la  Junta  calificadora 
informarse  ó informar  sobre  este  importantísimo 
extremo;  y aunque  este  poco  meditado  precepto 
revestía  apariencias  de  igualdad,  es  un  hecho 
fuera  de  duda  que  á su  sombra  lograron  por 
acaso  y sin  razón  de  merecimientos  verdaderos, 
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inamovilidad  efectiva  recientes  improvisaciones, 
y se  sancionó  la  exclusión  de  la  magistratura 
si  no  por  vida,  por  largos  anos,  de  unidlos  que 
en  ella  liabian  ganado  crédito  con  su  ilustración 
y respeto  con  su  honroso  comportamiento. 

En  8 de  Majo  de  1873  se  dictó  un  decreto  que  ins- 
pirado en  sentimientos  de  severa  j usticia,  prescri- 
bió la  cesantía  á pesar  del  favorable  dietámen  de 
la  Junta  clasificadora,  de  los  funcionarios  judi- 
ciales inamovibles  que  habían  conseguido  ingre- 
so y ascenso  en  la  carrera  sin  las  condiciones 
legales  vigentes  á la  sazón,  mas  por  la  imposibi- 
lidad de  ser  practicado,  quedó  reducido  este 
decreto  á la  mera  denuncia  del  abuso.  Siendo, 
pues,  urgente  remediar  el  daño  originado  por  la 
falta  de  equidad  y la  perjudicial  latitud  de  las 
disposiciones  transitorias  de  la  ley  orgánica,. es- 
tableciendo la  inamovilidad , no  como  merced 
dispensada  al  que  mas  insiste  en  pretenderla, 
sino  como  g'arantía  que  altos  intereses  solicitan 
para  mayor  grandeza  de  la  institución  de  la  jus- 
ticia, se  ha  publicado  el  decreto  de  23  de  Enero 
de  1875  para  llenar  tan  importante  objeto. 

Los  servicios  prestados  en  los  tribunales  ó en 
el  magisterio , se  lee  en  su  preámbulo , la  larga 
y acreditada  práctica  de  la  profesión  de  letrado, 
abonan  la  suficiencia  del  juez,  al  que  deben 
adornar  un  celo  probado  por  su  historia  en  el 
loro  y una  moralidad  sin  tacha  que  defienda  su 
elevado  carácter  de  todo  adverso  y fundado  jui- 
cio. A los  que  se  encuentren  en  estas  circuns- 
tancias se  debe  la  inamovilidad  y ha  de  acordár- 
seles sin  distinción  de  procedencia  ni  de  situa- 
ción de  momento. 

Y al  realizar  este  propósito,  bien  quisiera  el 
Ministerio-Regencia  poder  atenerse  á las  dispo- 
siciones de  la  ley  que  hoy  rige  en  punto  á la  or- 
ganización de  los  tribunales,  señalando  como 
condiciones  para  ser  declarado  inamovible  las 
mismas  circunstancias  que  en  ella  se  exigen 
para  pertenecer  á cada  categoría;  pero  como  el 
mayor  número  de  los  funcionarios  de  la  admi- 
nistración de  justicia  conmenzó  á prestar  sus 
servicios  antes  de  su  publicación,  ha  sido  pre- 
ciso dictar  reglas  inspiradas  en  el  espíritu  de  la 
ley  misma,  de  manera  que  al  derogar  su  dispo- 
sición sexta  transitoria,  adquiera  vigor  y cum- 
plimiento en  lo  posible  lo  que  en  la  misma  ley 
se  dispone  con  carácter  de  mayor  permanencia. 

En  su  consecuencia,  háse  derogado  por  el  ar- 
tículo l.°  del  decreto  de  23  de  Enero  citado,  la 
sexta  disposición  transitoria  del  tít.  23  de  la  ley 
provisional  citada,  dejándose  sin  efecto  las  de- 
claraciones de  inamovilidad  otorgadas  en  virtud 
de  ella  á los  magistrados  y jueces. 

La  Junta  de  clasificación  creada  por  la  quinta 
disposición  transitoria  de  aquella  ley  examina- 
rá: 1,°,  si  el  juez  ó magistrado  ha  ingresado  en 


la  carrera  con  posterioridad  á la  publicación  de 
la  ley  provisional  y con  arreglo  á sus  prescrip- 
ciones, ó lleva  el  tiempo  de  servicio  que  según 
el  citado  decreto  se  requiere  para  obtener  la  de- 
claración de  inamovilidad;  2.°,  si  concurre  en 
él  alguna  de  las  circunstancias  que  inhabilitan 
con  arreglo  á las  leyes  para  el  ejercicio  de  fun- 
ciones judiciales;  3.°,  si  ha  sufrido  correcciones 
disciplinarias,  multas,  apercibimientos  ó im- 
posiciones de  costas  que  por  su  número  y cali- 
dad, atendido  el  tiempo  de  servicio,  demuestren 
iueptitud,  negligencia  ú otro  vicio  grave;  4.°,  si 
en  su  vida  pública  y privada  se  nota  alguna 
falta  ó vicio  que  haga  desmerecer  en  el  concep- 
to público,  para  lo  cual  deberá  la  junta  pedir 
directamente  informes  reservados  á las  autori- 
dades locales  y aun  á ios  particulares  cuando  lo 
juzgue  conveniente.  La  junta  emitirá  su  dictá- 
men  en  vista  de  los  antecedentes  que  estime 
oportunos,  manifestando  si  concurren  en  el  in- 
teresado las  circunstancias  necesarias  para  go- 
zar de  inamovilidad:  art.  2.° 

Los  méritos  y servicios  necesarios  para  ser  de- 
clarado inamovible  en  cada  categoría  de  la  car- 
rera judicial,  y á los  cuales  se  refiere  el  núm.  1." 
del  artículo  anterior,  son  los  expresados  en  las 
disposiciones  siguientes: 

1. a  En  juzgado  de  entrada,  se  requiere  haber 
desempeñado  durante  dos  años  con  anterioridad 
al  nombramiento  el  cargo  de  promotor  fiscal,  ó 
durante  cuatro  años  un  destino  que  exija  la  cua- 
lidad de  letrado  ó haber  ejercido  por  igual  tiem- 
po la  abogacía,  pagando  contribución  por  este 
concepto. 

2. a  En  juzgado  de  ascenso,  haber  obtenido 
juzgado  de  entrada  con  los  requisitos  estableci- 
dos en  la  disposición  anterior,  y haberlo  desem- 
peñado por  espacio  de  tres  años,  ó haber  servido 
antes  de  la  fecha  del  nombramiento  promotoría 
fiscal  durante  cinco  años  ó destino  que  exija  la 
cualidad  de  letrado  durante  ocho , ó haber  ejer- 
cido por  igual  tiempo  la  profesión  de  abogado, 
satisfaciendo  contribución  en  tal  concepto. 

3. a  En  juzgado  de  término,  haber  obtenido 
juzgado  de  ascenso  con  los  requisitos  expresa- 
dos en  la  disposición  anterior,  y haberlo  des- 
empeñado por  espacio  de  tres  años,  ó haber  ser- 
vido antes  del  nombramiento,  durante  ocho,  pro- 
motoría fiscal  en  propiedad  ó cargos  que  exijan 
la  cualidad  de  letrado,  habiendo  llegado  en  ellos 
á la  categoría  administrativa  de  jefe  de  nego- 
ciado, ó haber  ejercido  durante  diez  la  profesión 
de  abogado,  pagando  en  cuatro  de  ellos  la  pri- 
mera cuota  en  capital  de  juzgado,  una  de  las 
tres  primeras  en  población  donde  hubiera  Au- 
diencia, ó una  de  las  cinco  primeras  en  Madrid. 

4. a  En  plaza  de  magistrado  de  Audiencia  de 
provincia,  haber  sido  nombrado  juez  de  término 
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con  arreglo  á la  disposición  antecedente  y ha- 
berlo servido  durante  cuatro  años,  ó haber  an- 
tes del  nombramiento  desempeñado  durante 
diez  anos  una  cátedra  de  derecho  en  propiedad, 
ó cargos  administrativos  que  exijan  la  cualidad 
de  letrado,  habiendo  llegado  á obtener  en  ellos 
la  categoría  de  jefe  de  Administración,  ó haber 
ejercido  por  igual  tiempo  la  abogacía  en  pobla- 
ción donde  haya  Audiencia,  pagando  una  de  las 
dos  primeras  cuotas  de  contribución,  ó en  Ma- 
drid pagando  una  de  las  tres  primeras. 

5. *  En  plaza  de  Magistrado  de  la  Audiencia 
de  Madrid,  haber  sido  nombrado  para  plaza  de 
magistrado  de  provincia  en  virtud  de  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  la  disposición  ante- 
rior, y haberla  desempeñado  durante  cuatro 
años,  ó haber  servido  con  anterioridad  al  nom- 
bramiento cátedra  de  derecho  en  propiedad  du- 
rante quince,  habiendo  obtenido  la  categoría 
de  término,  ó haber  ejercido  por  el  mismo  tiem- 
po la  abogacía  en  capital  de  Audiencia,  satis-  | 
faciendo  en  cinco  de  ellos  la  primera  ó segunda  | 
cuota  si  fuere  en  Madrid  y la  primera  si  fuere 
en  otra  capital  de  distrito. 

6. "  En  plaza  de  magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, haber  sido  nombrado  magistrado  de  Au- 
diencia con  arregio  á las  disposiciones  anterio- 
res, y haber  desempeñado  por  dos  años  el  cargo 
de  presidente  de  Audiencia,  ó el  de  presidente 
de  Sala  de  Madrid,  6 por  cuatro  el  de  presidente 
de  Sala  de  Audiencia  de  provincia,  ó el  de  ma- 
gistrado de  la  de  Madrid,  ó haber  ejercido  la 
abogacía  durante  quince  años  en  Madrid  , ó 
veinte  en  capital  de  Audiencia,  pagando  en  ocho 
de  ellos  la  primera  cuota. 

Según  el  art.  4.°  del  citado  decreto  de  23  de 
Enero,  para  ser  declarado  inamovible  en  la  ca- 
tegoría de  presidente  de  Sala,  se  requiere  haber 
sido  nombrado  para  plaza  de  magistrado  del  ¡ 
mismo  tribunal  ó de  otro  de  igual  categoría,  con 
las  condiciones  prescritas  en  las  disposiciones 
anteriores,  y haberlo  desempeñado  durante  tres 
años. 

A los  que  hubieren  servido  en  una  categoría 
mas  tiempo  del  requerido  en  las  disposiciones 
citadas,  se  les  computará  el  exceso  para  com- 
pensar lo  que  les  faltare  en  la  inmediata  supe- 
rior. También  se  estimará , para  completar  la 
antigüedad  que  les  faltare,  para  ascender  á la 
categoría  en  que  actualmente  estén  , el  tiempo 
que  lleven  de  servicio  en  ella ; art.  5.“  Véase 
Fiscal.  * 

111.  Para  que  los  jueces  no  abusen  de  su  ele- 
vado ministerio  por  razón  de  su  inamovilidad  é 
independencia,  sino  que  ejerzan  siempre  con 
rectitud  y celo  las  obligaciones  que  el  mismo  les 
impone,  se  halla  establecida  su  responsabilidad, 
freno  saludable  contra  ia  ignorancia  y la  corrup- 


ción. «Toda  falta  de  observancia  de  las  leyes  que 
arreglan  el  proceso  en  lo  civil  y en  lo  criminal, 
dice  el  art.  2ñ 4 de  la  Constitución  de  1812,  hace 
responsable  personalmente  á los  jueces  que  la 
¡ cometieren.»  «Los  j ueces,  repite  todavía  con  mas 
| generalidad  el  art.  70  de  la  Constitución  de  1845, 
son  responsables  personalmente  de  toda  infrac- 
ción de  ley  que  cometan.»  «El  soborno,  el  cohe- 
i cho  y la  prevaricación  de  los  magistrados  y jue- 
! ces,  según  declara  el  art.  255  de  la  Constitución 
! de  1812,  producen  acción  popular  contra  los  que 
i los  cometan.»  Véanse  los  números  que  siguen. 
Bar  aleña  y A buso  de  poder. 

* La  Constitución  de  1869,  en  su  art.  5)8,  con- 
signa, que  los  jueces  son  responsables  personal- 
mente de  toda  infracción  de  ley  que  cometan, 
según  la  que  determine  la  ley  de  responsabili- 
dad judicial,  y que  todo  español  podrá  entablar 
acción  pública  contra  los  jueces  ó magistrados 
por  Los  delitos  que  cometieren  en  el  ejercicio  de 
su  cargo, 

La  ley  á que  aquí  se  alude  es  la  de  organiza- 
ción del  poder  judicial,  en  cuyo  tít.  5.°  se  con- 
tienen las  disposiciones  especiales  sobre  esta 
materia.  Esta  responsabilidad  puede  ser  crimi- 
nal ó civil. 

Responsabilidad  criminal  de  los  jueces  y magis- 
trados.— La  responsabilidad  criminal  podrá  exi- 
girse á los  jueces  y magistrados  cuando  infrin- 
gieren leyes  relativas  al  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, en  los  casos  expresamente  previstos  en  el 
Código  penal  ó en  otras  leyes  especiales:  art.  245 
de  la  citada  ley  del  poder  judicial. 

El  juicio  de  responsabilidad  criminal  contra 
los  jueces  y magistrados  solo  podrá  incoarse: 
1."  En  virtud  de  providencia  de  tribunal  compe- 
tente. 2.”  A instancia  del  ministerio  fiscal.  3.°  A 
instancia  de  persona  hábil  para  comparecer  en 
j uicio  en  uso  del  derecho  que  da  el  art.  98  de  la 
Constitución:  art.  246. 

Cuando  el  tribunal  Supremo,  por  razón  de  los 
pleitos  ó causas  de  que  conozca,  ó de  la  inspec- 
ción y vigilancia  que  sobre  sus  inferiores,  ó por 
cualquiera  otro  medio,  tuviere  noticia  de  algún 
acto  de  jueces  ó magistrados  que  pueda  califi- 
carse de  delito,  mandará  formar  causa  para  su 
averiguación  y comprobación , oyendo  prévia- 
mente  al  ministerio  fiscal:  art,  247. 

Lo  ordenado  en  el  artículo  anterior  será  ex- 
tensivo á las  Audiencias,  en  el  caso  de  que  sea 
de  su  competencia  conocer  del  hecho  que  pueda 
calificarse  de  delito.  Si  no  fuere  de  su  compe- 
tencia, pondrán  en  conocimiento  del  tribunal 
que  la  tenga,  los  hechos,  con  los  antecedentes 
que  puedan  ser  útiles  en  los  autos:  art.  248. 

Los  jueces  y tribunales  de  partido  se  limita- 
rán á poner  en  conocimiento  del  fiscal  de  la 
Audiencia  á cuyo  territorio  pertenezcan,  los  he- 
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chos  y los  antecedentes  que  tengan,  para  que 
este  pueda  ejercitar  la  acción  criminal  corres- 
pondiente, ó excitar  á otro  fiscal  á que  proceda 
si  fuere  de  distinta  jurisdicción  el  delincuente. 
La  misma  manifestación  harán  los  jueces  y tri- 
bunales al  presidente  de  la  Audiencia,  expre- 
sando que  ya  lo  han  puesto  en  conocimiento  del 
fiscal : art.  249. 

El  ministerio  fiscal  podrá  promover  procedi- 
mientos criminales:  1.”  En  cumplimiento  de 
una  Real  órden.  2.°  En  virtud  del  deber  que  tie- 
ne de  promover  el  descubrimiento  y el  castigo 
de  los  delitos : art.  250. 

La  Real  órden  en  que  se  excite  al  ministerio 
fiscal  para  incoar  los  procedimientos,  expresará 
el  hecho  ó hechos  que  deban  ser  objeto  de  las 
actuaciones  judiciales  y será  dirigida  al  fiscal 
del  Tribunal  Supremo : art.  251. 

El  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  recibida  la 
Real  órden,  formulará  la  denuncia  correspon- 
diente cuando  fueren  magistrados  aquellos  con- 
tra quienes  deba  procederse : art.  252. 

Cuando  la  Real  órden  mande  proceder  contra 
un  juez  municipal,  de  instrucción  ó de  tribunal 
de- partido,  el  fiscal  del  Tribunal  Supremo  la 
trasladará  al  de  la  Audiencia  á que  corresponda 
el  conocimiento  de  la  causa,  con  las  instruccio- 
nes que  estime  convenientes:  art.  253. 

Lo  mismo  hará  el  fiscai  del  Tribunal  Supremo 
cuando  tuviere  conocimiento  de  algún  hecho 
que  dé  lugar  á exigir  la  responsabilidad  de  al- 
gún juez  de  los  comprendidos  en  el  artículo  an- 
terior: art.  254. 

Los  fiscales  de  las  Audiencias,  cuando  reci- 
ban del  fiscal  del  Tribunal  Supremo  la  Real  ór- 
den excitándolos  á promover  una  causa  contra 
jueces  municipales,  de  instrucción  ó de  tribu- 
nales de  partido,  entablarán  la  denuncia  que 
proceda  con  arreglo  á las  leyes.  También  harán 
la  denuncia  correspondiente  los  fiscales  de  las 
Audiencias  cuando  llegue  ¿ su  conocimiento  la 
perpetración  de  algún  delito  cometido  por  un 
juez  municipal,  de  instrucción  ó de  tribunal  de 
partido,  sin  necesitar  excitación  de  su  superior 
gerárquico , ni  del  Gobierno : art.  255. 

En  los  casos  en  que  los  fiscales  de  las  Audien- 
cias tuvieren  conocimiento  de  haber  delinquido 
algún  magistrado,  lo  pondrán  en  conocimiento 
del  fiscal  del  Tribunal  Supremo,  el  cual  proce- 
derá á promover  la  causa  si  lo  estimare  proce- 
dente: art.  256. 

Los  fiscales  de  los  juzgados  municipales  y de 
los  de  tribunales  de  partido  harán  la  misma  de- 
nuncia prevenida  en  el  artículo  anterior  á los 
délas  Audiencias  de  que  dependan,  relativa- 
mente á los  delitos  que  cometan  los  jueces  y 
magistrados:  art.  257. 

Para  que  pueda  incoarse  causa  con  el  objeto 


de  exigirse  la  responsabilidad  criminal  á jueces 
ó magistrados  en  el  caso  3.°  del  art.  246,  deberá 
preceder  un  antejuicio  con  arreglo  á los  trámi- 
tes que  establezca  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal y la  declaración  de  haber  lugar  á proce- 
der contra  ellos.  Esta  declaración  no  prejuzgará 
su  criminalidad:  art.  258.  V.  Antejuicio. 

Del  antejuicio  de  que  trata  el  artículo  que 
precede,  conocerá  el  mismo  tribunal  que  en  su 
caso  deba  conocer  de  la  causa:  art.  259. 

Responsabilidad  civil  de  los  Jueces  y Magistra- 
dos.— La  responsabilidad  civil  de  los  jueces  y 
magistrados  estará  limitada  al  resarcimiento  de 
los  daños  y perjuicios  estimables  que  causen  á los 
particulares,  corporaciones,  ó al  Estado,  cuando 
en  el  desempeño  de  sus  funciones  infrinjan  las 
leyes  por  negligenciaó  ignorancia  inexcusables: 
art.  260. 

Se  entenderá  por  perjuicios  estimables  para 
los  efectos  del  artículo  anterior , todos  los  que 
pueden  ser  apreciados  en  metálico , al  prudente 
arbitrio  de  los  tribunales:  art.  261. 

Se  tendrán  por  inexcusables  la  negligencia  ó 
la  ignorancia,  cuando  aunque  sin  intención,  se 
hubiese  dictado  providencia  manifiestamente 
contraria  á la  ley,  ó se  hubiere  faltado  á algún 
trámite  ó solemnidad  mandado  observar  por  la 
misma,  bajo  pena  de  nulidad:  art.  262. 

La  responsabilidad  civil  solamente  podrá  exi- 
girse á instancia  de  la  parte  perjudicada  ó de 
sus  causa-habientes  en  juicio  ordinario  y ante 
el  tribunal  inmediatamente  superior  al  que  hu- 
biere incurrido  en  ella:  art.  263. 

Cuando  se  entablare  contra  los  magistrados  de 
una  Sala  del  Tribunal  Supremo,  se  exigirá  ante 
todos  los  demás  que  compongan  el  tribunal 
constituidos  en  Sala  de  justicia,  siendo  presi- 
dente el  que  lo  £ea  del  tribunal:  art.  264. 

La  demanda  de  responsabilidad  civil  no  podrá 
interponerse  hasta  que  sea  firme  la  sentencia 
que  hubiere  recaído  en  la  causa  ó pleito  en  que 
se  suponga  causado  el  agravio:  art.  265. 

No  podrá  entablar  el  j uicio  de  responsabilidad 
civil  el  que  no  baya  reclamado  oportunamente 
durante  el  juicio  pudiendo  hacerlo.  En  ningún 
caso  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio  de 
responsabilidad  civil  alterará  la  sentencia  firme: 
art.  266.  * 

IV.  Como  el  poder  judicial  dimana  del  eje- 
cutivo, solo  el  Rey  pftede  nombrar  los  jueces: 
ley  2.",  tít,  4.°,  Part,  3.a;  ley  1.*,  tít.  l.°,  lib.  11, 
Nov.  Recop.,  y art.  45,  atrib,  9.a,  Const.  de  1845. 
Antiguamente,  sin  embargo,  tenian  esta  facul- 
tad por  prescripción  inmemorial  ó por  concesión 
de  los  Reyes,  algunos  señores  de  pueblos;  pero 
habiéndose  abolido  toda  jurisdicción  señorial 
por  decreto  de  Córtes  de  6 de  Agosto  de  1811, 
confirmado  en  esta  parte  por  D.  Fernando  VII  en 
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15  de  Setiembre  de  1815  y restablecido  entera- 
mente por  otro  decreto  de  2 de  Febrero  de  1837, 
no  pertenece  ya  sino  al  Rey  el  nombramiento  de 
jueces  para  todos  los  pueblos  de  la  monarquía, 
exceptuando  empero  el  de  jueces  delegados,  qué 
puede  hacerse  por  los  ordinarios,  y el  de  árbi- 
tros ó avenidores,  que  no  se  hace  sino  por  con- 
venio de  las  partes. 

* La  Constitución  política  de  18G9  previene 
en  su  art.  94,  que  el  Rey  nombra  á los  magis- 
trados y jueces  á propuesta  del  Consejo  de  Esta- 
do, y con  arreglo  á la  ley  orgánica  de  tribuna- 
les. El  ingreso  en  la  carrera  judicial  es  por  opo- 
sición. Sin  embargo,  el  Rey  puede  nombrar  has- 
ta la  cuarta  parte  de  magistrados  de  las  Audien- 
cias y del  Tribunal  Supremo  , sin  sujeción  á lo 
dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  ni  á las  reglas 
generales  de  la  ley  orgánica  de  tribunales;  pero 
siempre  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado  y 
dentro  de  las  categorías  que  para  estos  casos  es- 
tablezca la  referida  ley. 

Las  prescripciones  sobre  nombramiento  de 
jueces  y magistrados  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial  á que  se  refiere  el  art.  94  de  la  Cons- 
titución, se  hallan  comprendidas  en  el  tít.  3.”  de 
aquella,  y son  las  siguientes: 

Nombramiento  de  los  jueces  municipales. — Los 
jueces  municipales  y sus  suplentes  serán  nom- 
brados por  los  presidentes  de  las  Audiencias  en 
los  quince  primeros  dias  del  mes  de  Junio  del 
año  en  que  deba  verificarse  la  renovación,  en 
virtud  de  propuesta  en  terna  que  les  harán  los 
presidentes  de  los  tribunales  de  partido  (hoy  los 
jueces  de  primera  instancia)  durante  los  quince 
primeros  dias  del  mes  de  Mayo:  art.  147  de  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial. 

Para  el  acierto  de  la  elección,  podrán  los  pre- 
sidentes de  los  tribunales  de  partido  pedir,  si  lo 
consideraren  necesario  ó conveniente,  noticias  á 
los  jueces  municipales  en  ejercicio,  á los  de  ins- 
trucción y á cualesquiera  otras  autoridades  ó 
personas  que  les  merezcan  confianza.  Lo  mismo 
pueden  hacer  también  los  presidentes  de  las 
Audiencias , cuando  lo  estimen  conveniente. 
Ninguna  autoridad  judicial  ó administrativa  po- 
drá negarles  su  concurso:  arts.  148  y 151. 

En  la  propuesta  harán  los  presidentes  de  los 
tribunales  de  partido  expresión  de  las  circuns- 
tancias que  determinen  la  aptitud  legal  de  los 
designados,  y cualesquiera  otras  que  los  reco- 
mienden para  su  cargo:  art.  149. 

En  las  poblaciones  que  tuvieren  mas  de  un 
tribunal  de  partido,  cada  uno  hará  la  propuesta 
de  los  jueces  municipales  que  correspondan  ála 
parte  de  población  sujeta  á su  jurisdicción:  ar- 
tículo 150. 

Cuando  los  presidentes  de  las  Audiencias  en- 
contraren las  propuestas  arregladas  k las  ieyes 


y no  usaren  de  la  facultad  que  les  concede  el  ar- 
ticulo anterior,  ó usándola  consideraren  que  tie- 
nen aptitud  legal  todos  los  propuestos  , harán  el 
nombramiento  dentro  de  los  quince  primeros 
dias  del  mes  de  Junio:  art.  152. 

Cuando  alguno  ó algunos  de  los  propuestos 
carecieren  de  aptitud  legal  y otros  la  tuvieren, 
podrán  los  presidentes  de  las  Audiencias  hacer 
el  nombramiento  de  los  aptos,  ó mandar  comple- 
tar las  ternas , sustituyendo  con  personas  en 
quienes  concurran  los  requisitos  legales  á los 
que  uo  los  tuviesen.  Cuando  todos  los  propuestos 
carecieren  de  aptitud  legal,  devolverán  las  ter- 
nas para  que  se  formen  de  nuevo:  art.  153. 

Los  nombramientos  de  los  jueces  municipales 
se  insertarán  por  relaciones  en  los  Boletines  ofi- 
ciales de  las  provincias  respectivas:  art.  154. 

Los  jueces  municipales  electos  en  quienes 
concurra  alguna  circunstancia  que  les  inhabili- 
te para  el  desempeño  del  cargo  , ó les  exima  del 
mismo,  podrán  solicitar  del  presidente  de  la  Au- 
diencia que  se  declare  su  exención.  Esta  solici- 
tud habrá  de  hacerse  por  conducto  del  presi- 
dente del  tribunal  del  partido  á que  corresponda 
el  pueblo  para  el  cual  los  solicitantes  hubieren 
sido  nombrados  jueces  municipales,  dentro  de 
los  ocho  dias  siguientes  á aquel  en  que  se  hu- 
biese comunicado  su  nombramiento:  art.  155. 

Los  que  supiesen  cualquier  impedimento  le- 
gal que  tuviere  para  desempeñar  su  cargo  algu- 
no que  hubiese  sido  nombrado  juez  municipal, 
podrán  manifestarlo  al  presidente  de  la  Audien- 
cia por  conducto  del  que  lo  sea  del  tribunal  del 
partido  respectivo  , dentro  del  término  señalado 
en  el  artículo  anterior:  art.  156. 

El  presidente  del  tribunal  del  partido  remitirá 
con  toda  brevedad  al  de  la  Audiencia  las  solicitu- 
des y reclamaciones  mencionadas  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  con  el  informe  que  considere 
procedente.  El  presidente  de  la  Audiencia,  en 
vista  de  las  excusas  ó reclamaciones  que  se  le 
hubieren  presentado,  oyendo  al  fiscal,  y cuando 
lo  considere  conveniente  á la  Sala  de  gobierno, 
declarará  según  proceda:  l.°  La  admisión  de  la 
excusa  ó de  la  reclamación,  en  cuyo  caso  queda- 
rá sin  efecto  el  nombramiento  y se  procederá  á 
hacer  otro.  2.”  La  no  admisión  de  la  excusa  ó 
reclamación.  3.“  La  averiguación  y comproba- 
ción de  los  hechos  alegados  ó denunciados  , en 
cuyo  caso  no  se  dará  posesión  al  elegido,  si  aun 
no  la  hubiese  tomado,  hasta  que  recaiga  deci- 
sión. Tampoco  se  hará  novedad  mientras  no  re- 
caiga decisión , en  el  caso  en  que  el  nombrado 
hubiese  tomado  posesión  de  su  cargo:  art.  158. 

Antes  del  15  de  Julio  el  presidente  de  la  Au- 
diencia decidirá  todas  las  redamaciones  que 
haya  pendientes  y mandará  publicar  en  los 
Boletines  oficiales  de  las  respectivas  provincias 
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las  rectificaciones  hechas  definitivamente:  ar- 
ticulo 159. 

Los  que,  después  de  nombrados  los  jueces  mu- 
nicipales, supieren  que  alguno  de  ellos  está,  in- 
capacitado legalmente  para  ejercer  el  cargo, 
podrán  en  cualquier  tiempo  manifestarlo  al  pre- 
sidente de  la  Audiencia,  quien  tomando  los  in- 
formes que  juzgue  necesarios , y siempre  el  del 
presidente  del  tribunal  del  partido,  y después 
de  oir  á la  Sala  de  gobierno , decidirá  lo  que 
proceda:  art.  160. 

Las  decisiones  admitiendo  ó desechando  las 
excepciones  ó reclamaciones  serán  siempre  fun- 
dadas: art.  161. 

Contra  las  decisiones  de  los  presidentes  de  las 
Audiencias,  admitiendo  ó desestimando  las  ale- 
gaciones de  exención  ó las  reclamaciones,  solo 
habrá  recurso  al  ministerio  de  Gracia  y Justicia: 
art.  162. 

Hechos  los  nombramientos,  los  presidentes  de 
las  Audiencias  deben  remitirlos  á los  jueces  de 
primera  instancia,  quienes  deben  ponerlos  en 
conocimiento  de  los  juzgados  municipales  y de 
los  interesados. 

Las  vacantes  que  ocurran  durante  el  bienio 
en  que  deban  desempeñar  sus  cargos  los  jue- 
ces municipales,  se  proveerán  por  los  presi- 
dentes de  las  Audiencias,  prévios  los  trámites 
expresados  en  los  artículos  anteriores  tanto  en 
lo  relativo  al  nombramiento,  como  en  lo  con- 
cerniente á exenciones  y reclamaciones;  pero 
sin  sujeción  á los  plazos  marcados  en  los  ar- 
tículos anteriores:  art.  163. 

Los  nombrados  para  ocupar  dichas  vacantes 
cesarán,  si  no  fueren  reelegidos,  al  terminar 
los  dos  años  por.  que  debieron  haber  desempe- 
ñado el  cargo  sus  antecesores:  art.  164. 

Nombramiento  de  los  jueces  de  instrucción,  de 
los  de  tribunales  de  'partido  y de  los  magistra- 
dos.— Los  jueces  de  instrucción  y los  que  formen 
los  tribunales  de  partido,  cualquiera  que  sea  su 
categoría  6 clase,  serán  nombrados  de  Real 
órden. 

Los  magistrados,  cualquiera  que  sea  su  cate- 
goría y clase , serán  nombrados  por  Real  de- 
creto. 

En  los  nombramientos  de  todos  los  compren- 
didos en  este  artículo,  se  expresarán  las  condi- 
ciones especiales  en  virtud  de  las  que  ingresen 
ó asciendan  en  sus  cargos  respectivos:  art.  165. 

No  se  podrá  hacer  nombramiento  de  jueces  de 
instrucción,  ni  de  tribunales  de  partido,  ni  de 
magistrados  de  ninguna  clase,  sin  que  preceda 
propuesta  de  la  sección  de  Estado  y de  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado:  art.  166. 

Para  que  tenga  efecto  lo  ordenado  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  formará  en  el  ministerio  de 
Gracia  y Justicia: 


1. ”  Un  escalafón  general  en  que  se  compren- 
dan las  escalas:  De  aspirantes.  De  jueces  de  ins- 
trucción. De  jueces  de  tribunales  de  partido  de 
ingreso.  De  jueces  de  partido  de  ascenso  y de 
presidentes  de  tribunales  de  partido  de  ingreso. 
De  presidentes  de  tribunales  de  partido  de  ascen- 
so. De  magistrados  de  Audiencia,  á excepción 
de  la  de  Madrid.  De  presidentes  de  Audiencia, 
presidentes  de  Sala  de  Audiencia,  á excepción 
de  la  de  Madrid , y de  magistrados  de  la  Audien- 
cia de  Madrid.  De  presidente  y presidentes  de 
Sala  de  la  Audiencia  de  Madrid.  De  magistrados 
del  Tribunal  Supremo.  De  presidentes  de  Sala 
del  Tribunal  Supremo. 

2. "  Un  expediente  para  cada  aspirante,  juez 
ó magistrado:  art.  167. 

El  escalafón  general  se  imprimirá  todos  los 
años  en  número  bastante  de  ejemplares  para 
que  puedan  adquirirlo  todos  los  interesados:  ar- 
tículo 168. 

En  el  expediente  de  que  trata  el  art.  167,  hará 
constar  el  interesado  con  documentos  públicos 
auténticos  y solemnes,  sus  circunstancias  para 
ingresar  ó ascender  en  la  carrera  judicial  y los 
méritos  especiales  que  lo  recomienden  y que 
puedan  darle  preferencia:  art.  169. 

Se  comprenderán  solo  como  méritos  especia- 
les que  deban  constar  en  los  expedientes:  l.°  Las 
publicaciones  científico- jurídicas  calificadas  al 
efecto  por  la  corporación  que  señale  el  Gobierno 
ó por  la  comisión  que  nombre  en  cada  caso. 
2.°  Los  servicios  prestados  en  comisiones  que 
tengan  por  objeto  la  formación  de  leyes  cuya 
aplicación  corresponde  á los  tribunales.  3J  Los 
servicios  distinguidos  prestados  en  la  carrera 
judicial  sosteniendo  con  dignidad  y energía  la 
integ'ridad  de  sus  funciones,  6 corriendo  peli- 
gros, ó padeciendo  en  su  persona  ó en  sus  bie- 
nes, en  cumplimiento  de  sus  deberes.  4.°  Los 
servicios  de  otra  clase  prestados  al  Estado  en 
otras  carreras:  art.  170. 

La  secretaría  del  Ministerio,  por  su  parte,  hará 
constar  en  los  expedientes:  l.°  Las  correcciones 
disciplinarias  y condenaciones  en  costas  que  se 
hayan  impuesto  al  juez  ó magistrado.  2.°  Las 
responsabilidades  civiles  y criminales  que  con- 
tra él  se  hayan  intentado  y su  éxito.  3.°  El  con- 
cepto que  merezca  á sus  superiores  inmediatos, 
: fundado  principalmente  en  haberse  confirmado 
ó revocado  frecuentemente  sus  fallos : artícu- 
lo 171. 

Respecto  á los  que  pretendan  entrar  en  la  ma- 
gistratura y uo  correspondan  al  órden  judicial, 

: y á los  tenientes  y abogados  fiscales  y secreta- 
rios de  los  tribunales,  que  el  Gobierno  pensare 
en  promover  á ella,  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  formará  los  expedientes,  utilizándolos 
datos  que  existan  en  sus  oficinas  y completando 
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los  necesarios  en  la  forma  prevenida  en  el  ar- 
ticulo 170:  art.  172. 

Lo  prevenido  en  el  artículo  anterior  se  obser- 
vará respecto  á los  abogados  cuando  el  Gobierno 
considere  que  debe  darse  curso  á sus  solicitudes 
para  ingresar  en  la  magistratura,  siendo  requi- 
sito necesario  oir  en  este  caso  á los  decanos  de 
los  Colegios  y á los  presidentes  de  los  tribunales 
eu  que  hubieren  ejercido  su  profesión:  art.  173, 

Eu  los  expedientes  á que  se  refieren  los  ar- 
tículos que  preceden  , se  hará  constar  la  con- 
ducta moral  de  los  que  sean  ó pretendan  ser 
jueces  ó magistrados,  por  los  medios  que  estime 
el  Gobierno , limitándose  á actos  exteriores  que 
tengan  mas  6 meaos  publicidad.  Eu  el  caso  de 
haber  antecedentes  desfavorables,  solo  se  unirá 
al  expediente  la  comunicación  dada  al  interesa- 
do de  lo  que  resultare  y de  los  descargos  que 
alegare  en  su  favor:  art.  174. 

El  Gobierno  pasará  anualmente  el  escalafón 
general  al  Consejo  de  Estado,  y los  expedientes 
que  sean  necesarios  para  que  pueda  cumplir  las 
oblig’aciones  que  le  impone  esta  ley:  art.  175. 

En  los  turnos  que  deban  conferirse  necesaria- 
mente á los  mas  antiguos,  el  Consejo  de  Estado 
se  limitará  á designar  los  que  tengan  esta  cir- 
cunstancia, á no  mediar  causa  legal  que  lo  im- 
pidiere. Cuando  la  hubiere,  la  manifestará  al 
Gobierno,  y propondrá  ai  que  siga  en  antigüe- 
dad: art.  176. 

Eu  los  turnos  que  correspondieren  á los  que 
estuviesen  en  alguna  parte  de  la  escalad  en  toda 
ella,  ó en  que  se  hayan  de  proveer  las  plazas 
entre  loa  que  pertenecen  á la  carrera  judicial  ó 
fiscal,  el  Consejo  de  Estado  presentará  para  cada 
plaza  una  lista  de  diez  candidatos,  en  que  se 
expresen  la  capacidad  legal  de  los  propuestos  y 
sucintamente  los  motivos  de  su  respectiva  pre- 
ferencia: art.  177. 

El  Gobierno  elegirá  libremente  dentro  de  la 
propuesta.  En  el  caso  de  que  alguno  de  los  com- 
prendidos por  el  Consejo  eu  la  propuesta,  care- 
ciese de  cualquiera  de  las  condiciones  necesa- 
rias para  ingresar  en  la  magistratura  ó judica- 
tura, ó para  obtener  el  ascenso,  el  Gobierno  po- 
drá devolver  la  propuesta,  mandando  que  se 
forme  otra  nueva:  art.  178. 

En  las  cuartas  vacantes  de  los  turnos  para  el 
nombramiento  de  magistrados  de  Audiencia,  á 
excepción  de  la  de  Madrid,  que  deban  proveerse 
con  arreglo  al  art.  13G,  ó para  la  de  Madrid  con 
arreglo  al  139,  ó para  el  Tribunal  Supremo  con 
arreglo  al  párrafo  tercero  del  114  de  esta  ley,  el 
Gobierno  pasará  al  Consejo  de  Estado  el  expe- 
diente de  la  persona  que  se  proponga  agraciar. 
El  Consejo  se  limitará  á caliiicar  la  capacidad 
legal  del  designado,  con  arreglo  á ios  expresa- 
dos arta.  136,  139  y 144.  Véase  Magistrado  de 
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Audiencia  donde  se  exponen  los  artículos  citados 
con  las  disposiciones  del  decreto  de  13  de  Enero 
de  1875. 

Los  que  teniendo  un  derecho  perfecto  y deter- 
minado para  ingresar  ó ascender  en  la  carrera 
judicial,  fueren  pospuestos  indebidamente,  po- 
drán entablar  recurso  contencioso  ante  el  Tribu- 
nal Supremo:  art.  180. 

Por  Real  decreto  de  11  de  Abril  de  1875  se  ha 
dispuesto  que  los  magistrados  de  las  Audiencias 
de  Ultramar,  cualquiera  que  sea  su  clase  y ca- 
tegoría, sean  nombrados  y separados  por  Reales 
decretos,  y los  jueces  de  primera  instancia,  cual- 
quiera que  sea  su  categoría  y ciase,  lo  sean  por 
Reales  órdenes. 

Toma  de  posesión  de  los  jueces  y magistrados. — 
Según  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  los 
presidentes  de  las  Audiencias  remitirán  los  nom- 
bramientos de  jueces  municipales  y sus  suplen- 
tes á los  presidentes  de  los  tribunales  de  partido, 
los  cuales  los  pondrán  en  conocimiento  de  los 
juzgados  municipales  respectivos  y en  el  de  los 
nombrados:  art.  181. 

El  Gobierno  remitirá  los  nombramientos  de 
los  jueces  de  instrucción,  los  de  los  jueces  que 
compongan  los  tribunales  de  partido  y los  de  los 
magistrados  á los  presidentes  de  las  Audiencias 
ó al  del  Tribunal  Supremo  , á quienes  respecti- 
vamente corresponda  recibir  el  juramento  y dar 
ó mandar  dar  posesión  á los  nombrados.  Tam- 
bién comunicará  á estos  el  Gobierno  sus  respec- 
tivos nombramientos:  art.  182. 

Los  presidentes  de  las  Audiencias  y el  del  Tri- 
bunal Supremo,  en  sus  casos  respectivos,  man- 
darán pasar  al  ministerio  fiscal  los  nornbra- 
mieutos  á que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
para  que  emita  su  opinión  acerca  de  si  han  sido 
hechos  con  arreglo  á la  Constitución  y á las 
leyes:  art.  183. 

Evacuado  el  informe  por  el  ministerio  fiscal, 
se  dará  cuenta  al  tribunal  respectivo  en  pleno, 
el  cual , si  lo  encontrare  legal , acordará  su  cum- 
plimiento. Si  considerare  que  el  nombramiento 
no  es  conforme  á la  Constitución  ó á las  leyes, 
manifestará  reverentemente  al  Gobierno  los  mo- 
tivos que  le  hayan  obligado  á no  darle  cumpli- 
miento: art.  184. 

Corresponde  mandar  prestar  el  juramento 
para  dar  posesión  á los  cargos  á que  se  refieren 
los  dos  artículos  anteriores;  respecto  de  los  jue- 
ces municipales,  al  tribunal  de  partido,  el  cual 
lo  hará  al  comunicar  los  nombramientos  á los 
juzgados;  respecto  de  los  jueces  de  instrucción, 
á los  jueces  de  los  tribunales  de  partido;  y de  los 
magistrados  de  las  Audiencias,  á las  Audiencias 
en  pleno  del  respectivo  territorio.  Respecto  de  los 
magistrados  del  Tribunal  Supremo,  á este  mis- 
mo tribunal  en  pleno:  art.  185. 
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En  los  casos  de  los  dos  últimos  párrafos  del 
articulo  anterior,  el  tribunal  respectivo,  al 
tiempo  de  acordar  que  se  cumpla  el  nombra- 
miento, ordenará  que  preste  el  juramento  y tome 
posesión  de  su  car  yo  el  nombrado:  art.  186. 

Los  jueces  y magistrados  de  nombramiento 
real  se  presentarán  á jurar  sus  respectivos  car- 
aos dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  al  de  la 
fecha  de  sus  respectivos  nombramientos,  y de 
cuarenta  y cinco  los  electos  para  Canarias.  El 
que  no  se  presentare  en  dichos  términos  se  en- 
tenderá que  renuncia  su  cargo,  á no  justificar 
documentalmente,  á juicio  del  Gobierno,  su  im- 
posibilidad para  verificarlo.  A los  que  justifica- 
ren su  imposibilidad  les  concederá  el  Gobierno 
la  prúroga  que  estime  bastante:  art.  187. 

La  fórmula  del  juramento  que  han  de  prestar 
todos  los  jueces  y magistrados  sin  distinción 
alguna,  será: 

Guardar  y hacer  guardar  la  Constitución  de  la 
Monarquía. 

Ser  fieles  al  Rey. 

Administrar  recta , cumplida  é imparcial  jus- 
ticia. 

Cumplir  todas  las  leyes  y disposiciones  que  se 
refieran  al  ejercicio  de  su  cargo.  V.  Juramento. 

Prestarán  el  juramento  prescrito  en  el  articulo 
anterior:  Los  jueces  municipales  de  pueblos  que, 
no  sean  cabeza  de  partido,  ante  los  jueces  muni- 
cipales que  cesen,  y en  su  defecto  ante  sus  su- 
plentes, en  el  lugar  destinado  á las  audiencias 
del  juzgado.  Los  jueces  municipales  de  pueblos 
cabeza  de  partido  y sus  suplentes,  ante  el  tribu- 
nal de  partido.  Los  jueces  de  instrucción  y los 
de  los  tribunales  de  partido,  ante  la  Sala  de  go- 
bierno de  la  Audiencia  del  distrito  á que  perte- 
nezcan los  juzgados  ó tribunales  para  que  hayan 
sido  nombrados.  Los  magistrados  de  las  Audien- 
cias y del  Tribunal  Supremo,  ante  los  tribuna- 
les á que  respectivamente  correspondan  , cons- 
tituidos en  pleno  y en  audiencia  pública,  con 
asistencia  del  ministerio  fiscal  y á presencia  de 
todos  los  auxiliares  y subalternos:  art.  189. 

Los  jueces  municipales  y sus  suplentes  de 
pueblos  en  que  no  residan  tribunales  de  partido, 
tomarán  posesión  de  sus  cargos  en  el  acto  mis- 
mo de  prestar  juramento.  Los  que  lo  sean  de 
pueblos  en  que  esté  la  residencia  de  tribunales 
de  partido , la  tomarán  después  de  haber  presta- 
do el  juramento,  constituyéndose  al  efecto  en  el 
lugar  designado  para  la.  Audiencia  del  juzgado 
respectivo:  art.  190. 

. Los  jueces  de  instrucción  y de  los  tribunales 
de  partido  se  presentarán  en  el  lugar  en  que 
esté  la  residencia  del  juzgado  ó tribunal  dentro 
de  los  seis  días  siguientes  á aquel  en  que  hubie- 
re prestado  juramento  en  las  Audiencias.  Al  que 
sin  justa  causa  no  se  presentare,  se  le  conside- 


rará comprendido  en  el  pár.  2.°  del  art.  187  de 
esta  ley:  art.  191. 

Tomarán  posesión  de  sus  cargos  los  jueces  de 
instrucción  y tos  de  tribunales  de.  partido  en  el 
lugar  respectivamente  señalado  para  su  resi- 
dencia dándoles  la  posesión;  á los  jueces  mu- 
nicipales, á sus  suplentes  y á los  jueces  de 
instrucción,  los  que  estuvieren  ejerciendo  las 
respectivas  jurisdicciones;  á los  jueces  de  los 
tribunales  de  partido,  el  tribunal  para  que  hu- 
biesen sido  nombrados  ; á unos  y á otros  se  dará 
la  posesión  en  audiencia  pública  con  asistencia 
del  Ministerio  fiscal , de  los  auxiliares  y de  los 
subalternos  de  los  respectivos  juzgados  6 tribu- 
nales: art.  193. 

Los  magistrados,  cualquiera  que  sea  su  cate- 
goría, tomarán  posesión  en  el  acto  de  prestar  el 
juramento:  art.  194. 

A la  prestación  de  juramento  y toma  de  pose- 
sión de  los  presidentes  de  las  Audiencias  asisti- 
rán los  jueces  municipales  y los  del  tribunal  ó 
tribunales  de  partido  de  la  capital  en  que  resida 
la  Audiencia  y comisiones  de  los  Colegios  de 
abogadas,  notarios  y procuradores.  Al  juramen- 
to y posesión  del  presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo asistirá  además  la  Audiencia  de  Madrid  en 
cuerpo:  art.  195. 

Antigüedad  y precedencia  de  los  jueces  y magis- 
trados.— Los  jueces  y magistrados  tomarán  su 
antigüedad,  eu  la  clase  á que  correspondan, 
desde  el  dia  que  hayan  entrado  en  posesión  del 
cargo  que  obtengan  en  ella.  Entre  los  que  tomen 
posesión  en  un  mismo  dia,  será  el  mas  antiguo 
aquel  cuyo  nombramiento  sea  anterior  em  fecha. 
Si  los  nombramientos  tuviesen  la  misma  fecha, 
será  mas  antiguo  el  que  tuviese  mas  años  de 
servicio  en  la  clase  inmediatamente  inferior.  Si 
también  fueren  iguales  cu  este  concepto , se  de- 
terminará su  antigüedad  respectiva  por  los  años 
que  cada  uno  hubiere  servido  en  la  carrera  ju- 
dicial ó fiscal:  art.  196  de  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial. 

La  antigüedad  y precedencia  de  los  presiden- 
tes de  Sala  se  computa  por  el  órden  señalado  en 
la  regla  anterior,  y en  su  consecuencia  debe  ser 
presidente  decano  de  una  Audiencia  ó del  Tri- 
bunal Supremo  el  que  hubiere  tomado  posesión 
con  anterioridad  á los  demás  en  el  cargo  de  pre- 
sidente de  Sala,  bien  fuere  en  la  misma  Audien- 
cia en  que  se  hallare  ó en  otra  de  igual  clase: 
Real  decreto  de  12  de  Diciembre  de  1851. 

La  antigüedad  de  los  magistrados  de  la  Au- 
diencia de  Madrid  se  regula  por  la  toma  de  po- 
sesión en  la  misma,  cualesquiera  que  sean  los 
anos  de  servicio  en  las  demás  del  reino.  Los 
presidentes  de  las  Audiencias  de  provincias, 
cuando  pasan  á la  de  Madrid,  gozan  de  la  anti- 
güedad que  les  corresponda  por  el  cargo  de  pre- 


Bidentes:  Real  decreto  de  31  de  Enero  de  1851. 

La  antigüedad,  de  loa  magistrados  del  Tribu- 
nal Supremo  principia  también  á contarse  desde 
la  toma  de  posesión  de  las  plazas  del  mismo. 

Las  reglas  expuestas  son  aplicables  á los  ac- 
tuales jueces  de  primera  instancia,  donde  resi- 
dan dos  ó mas,  debiendo  ocupar  el  lugar  prefe- 
rente, que  es  después  del  magistrado  mas  mo- 
derno , si  concurren  con  este  en  algún  acto,  los 
que  tuvieren  honores  de  magistrados:  Real  ór- 
den  de  15  de  Enero  de  1844.  Los  magistrados 
jubilados  ocupan  cuando  concurren  con  los  tri- 
bunales á algún  acto  público,  el  sitio  que  les 
corresponda  según  su  antigüedad:  Real  decreto 
de  7 de  Marzo  de  1851.  V.  Magistrado. 

Acerca  de  la  precedencia  que  da  la  mayor  an- 
tigüedad, véase  lo  dispuesto  por  el  art.  197  de  la 
ley  de  tribunales  en  el  de  esta  obra  Antigüedad. 

Honores  de  ¡os  jueces  y magistrados. — Los  tri- 
bunales tendrán  de  palabra  y por  escrito  el  tra- 
tamiento impersonal:  art.  198. 

Los  jueces  de  instrucción  y de  tribunales  de 
distritos,  en  los  actos  de  oficio,  tendrán  ei  trata-  ■ 
miento  de  Señoría.  Los  magistrados  y presiden- 
tes de  Sala  de  las  Audiencias  , tendráu  el  trata- 
miento personal  de  Señoría.  Los  presidentes  de 
las  Audiencias  y los  de  Sala  de  Madrid,  el  de 
Señoría  ilus trisaua.  Los  magistrados  del  Tribu- 
nal Supremo,  el  de  Excelencia-,  art.  201. 

En  los  actos  de  oficio,  ios  jueces  y magistrados 
no  podrán  recibir  mayor  tratamiento  que  el  cor- 
respondiente á su  empleo  efectivo  en  la  carrera 
judicial,  aunque  lo  tuvieren  superior  en  dife- 
rente carrera  ó por  otros.  Tampoco  podrán  usar, 
cuando  se  reúnan  en  cuerpo  ó Salas,  ninguna 
condecoración  que  les  dé  derecho  á tratamiento 
superior  que  ei  que  corresponda  al  que  presida 
el  acto:  art.  202. 

Los  jueces  y magistrados  que  se  hayan  jubila- 
do ó salido  del  servicio  voluntariamente  ó por 
imposibilidad  de  continuar  desempeñándolo, 
conservarán  el  tratamiento  personal  que  hubie- 
sen obtenido  en  la  carrera,  y le  perderán  los  que 
hubiesen  sido  depuestos,  en  los  casos  y en  la 
forma  establecidos  en  esta  ley:  art.  203. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior, los  jueces  y magistrados  jubilados  que  hu- 
biesen servido  por  mas  de  veinticinco  anos  efec- 
tivos en  la  carrera  judicial,  podrán  obtener  ios 
honores  de  la  categoría  superior  inmediata  á la 
de  su  último  empleo,  si  mereciesen  esta  recom- 
pensa por  dilatados  y distinguidos  servicios  en 
la  misma  carrera:  art.  *04. 

Fuera  del  caso  expresado  en  el  artículo  que 
precede,  no  se  concederán  honores  de  juez  ó 
magistrado,  ni  se  dará  á xos  que  lo  sean  catego- 
ría superior  al  empleo  que  desempeñen:  artícu- 
lo 205. 


Traje  de  los  jueces  y magistrados. — Según  el 
art.  20 G de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  los 
jueces  municipales  y sus  suplentes  cuando  los 
reemplazaren,  usarán  en  todos  los  actos  en  que 
ejerzan  jurisdicción,  ó á que  concurrati  como 
tales,  una  medalla  de  plata  pendiente  de  un  cor- 
dón negro,  cuyo  modelo  aprobará  el  Gobierno. 

Por  Real  órden  de  5 de  Marzo  de  1872  se  ha 
declarado,  que  los  jueces  municipales  deben 
. usar  el  bastón  con  borlas  que  disponia  el  Real 
| decreto  de  22  de  Octubre  de  1858. 

Los  jueces  y magistrados  , en  las  audiencias 
públicas,  en  los  demás  actos  oficiales  dentro  del 
edificio,  y en  los  actos  solemnes  á que  deban 
concurrir  en  comisión  ó en  cuerpo  con  arreglo  á 
esta  ley,  ó cuando  de  Real  órden  se  les  mande, 
usarán  el  traje  de  ceremonia:  art.  207. 

El  traje  de  ceremonia  será; 

Para  los  jueces  de  instrucción  y de  tribunales 
de  partido,  la  toga,  medalla  y placa  que  estén 
establecidos  para  los  jueces  de  primera  instancia 
por  las  disposiciones  vigentes  á la  publicación 
de  esta  ley.  Para  los  magistrados  de  Audiencia 
y del  Tribunal  Supremo,  la  loga,  medalla  y pla- 
ca que  les  esté  señalada  á la  publicación  de  esta 
ley:  párrafos  l.°  y 2.”  del  art.  208  de  la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial. 

El  traje  de  los  jueces  y magistrados  consiste 
actualmente  en  la  toga,  birrete  y medalla  que 
marcan  los  decretos  de  28  de  Noviembre  de  1835, 
de  29  de  Agosto  de  1843  y las  órdenes  de  3 de 
Diciembre  de  1835  y de  l.°  de  Octubre  de  1870. 
Cuando  concurren  los  magistrados  á algún  acto 
público,  no  constituyen  tribunal  ni  pueden  ves- 
tir la  loga,  pero  sí  en  los  recibimientos  de  córte: 
Real  órden  de  2 de  Noviembre  de  1853. 

En  los  demás  actos  oficiales  no  expresados  en 
el  articulo  precedente,  los  jueces  y magistrados 
usarán  solo  la  placa  ó medalla  y el  bastón,  con 
el  distintivo  que  les  esté  señalado:  art.  208,  pár- 
rafo 3."  del  art.  208  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial.  En  tales  actos,  solo  pueden  llevar  sobre 
centro  negro  la  misma  insignia  ú otra  medalla 
ó placa  de  iguales  ó menores  dimensiones,  pues- 
ta al  lado  izquierdo  dei  pecho  ó pendiente  de 
una  cinta  negra  con  filete  de  oro  ó plata,  según 
! la  clase  a que  correspondan,  y asimismo  el  bas- 
tón de  autoridad  judicial:  art.  70  de  las  Orde- 
nanzas de  las  Audiencias  y Reales  órdenes  de  14 
y 23  de  Noviembre  de  1853. 

El  presidente  dei  Tribunal  Supremo  usará  or- 
dinariamente el  collar  pequeño,  y en  ios  actos 
solemnes  el  gran  collar  de  la  justicia  sobre  toga 
igual  á la  de  ios  demás  magistrados:  art.  207  de 
la  ley  orgánica  dei  poder  judicial.  Ei  gran  collar 
á que  se  refiere  este  artículo,  es  de  oro  esmalta- 
do; siendo  obligación  dei  presidente,  al  recibir- 
lo en  el  acto  de  tomar  posesión  de  su  cargo,  po- 
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ner  una  nota  por  duplicado  de  la  identidad  de 
dicho  collar  firmada  por  el  mismo,  por  los  pre- 
sidentes de  Sala  ó por  el  secretario,  y pasar  una 
copia  al  ministerio  de  Gracia  y Justicia:  Reales 
órdenes  de  S)  de  Febrero  y 15  de  Marzo  de  1846. 

Ningún  juez  ni  magistrado  podrá  usar  otro 
traje  ni  otras  insignias  que  las  que  correspon- 
dan á su  empleo  en  la  carrera  judicial,  ni  con- 
decoraciones superiores  á las  que  use  el  presi- 
dente : art.  211. 

Dotación  de  los  jueces  y magistrados. — Según  lo 
dispuesto  en  el  capítulo  7.”  de  la  ley  de  Organi- 
zación judicial,  los  jueces  municipales  y sus  su- 
plentes percibirán  solo  los  honorarios  que  les 
señálenlos  aranceles  judiciales:  art.  213. 

Los  jueces  de  instrucción,  á excepción  de  los 
de  poblaciones  que  excedan  de  40,000  almas, 
tendrán  4,000  pesetas  al  año.  Los  jueces  de  ins- 
trucción de  poblaciones  que  excedan  de  40,000 
almas,  4,500  pesetas.  Los  jueces  de  instrucción 
de  Madrid  y los  de  tribunales  de  partido  de  in- 
greso, 5,000  pesetas.  Los  presidentes  de  tribu- 
nales de  partido  de  ingreso  y los  jueces  de  par- 
tido de  ascenso , 5,500  pesetas.  Los  presidentes 
de  los  tribunales  de  partido  de  ascenso  y los 
jueces  de  los  partidos  de  Madrid, _ 7, 000  pesetas. 
Los  presidentes  de  los  tribunales  de  partido  de 
Madrid,  8,000  pesetas:  art.  213. 

A los  jueces  de  tribunales  de  partido  á quie-  i 
nes  se  confie  una  visita  de  inspección  fuera  del 
pueblo  de  su  residencia  en  los  casos  en  que  pue- 
dan ser  nombrados  para  ella  en  conformidad  á 
esta  ley,  se  les  abonará  por  cada  día  que  dure 
su  comisión  15  pesetas.  Este  aumento  no  se  to- 
mará en  cuenta  para  los  derechos  pasivos:  ar- 
tículo 214. 

Los  magistrados  de  Audiencias,  á excepción 
de  los  de  Madrid  , tendrán  anualmente  8,500  pe- 
setas. Los  presidentes  de  Sala,  10,000  pesetas. 
Los  presidentes  de  Audiencias,  10,000  pesetas  y 
un  sobresueldo  de  2,500  pesetas  : art.  215. 

Los  magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
10,000  pesetas.  Los  presidentes  de  Sala,  11,500 
pesetas.  El  presidente , 11,500  pesetas  y un  so- 
bresueldo de  2,500  pesetas:  art.  216. 

A los  magistrados  de  Audiencia  que  con  arre- 
glo á los  arts.  13,  55,  56  y 57  salieren  á presidir 
tribunales  de  .partido  ó,  Salas  extraordinarias  de 
justicia,  ó á constituirse  en  Salas  de  Audiencia 
fuera  de  la  capital  de  su  residencia,  se  les  dará 
un  sobresueldo  de  25  pesetas  por  cada  dia  que 
estén  fuera  de  su  domicilio,  Este  aumento  no  se 
tomará  en  cuenta  para  los  derechos  pasivos ; ar-  ' 
tículo  217. 

Los  magistrados  del  Tribunal  Supremo  disfru- 
tarán 14,000  pesetas  al  año.  Los  presidentes  de 
Sala,  15,000  pesetas.  El  presidente,  30,000  pese-  . 
tas.  Tendrá,  además,  el  presidente  del  Tribunal 


Supremo  por  gastos  de  representación  5,000  pe- 
setas: art.  218. 

Los  suplentes  de  los  jueces  de  instrucción  y 
los  de  los  tribunales,  de  partido  mientras  desem- 
peñen las  funciones  de  estos,  disfrutarán  la  mi- 
tad del  sueldo  de  aquel  á quien  sustituyan;  ar- 
tículo 210. 

El  descueuto  de  sueldo  que  se  establece  en  el 
artíeulo  anterior  respecto  á los  jueces  en  favor 
de  sus  suplentes,  es  extensivo  á los  magistrados 
en  el  caso  que  se  nombre  un  suplente  para  sus- 
tituirlos: art.  220. 

Así,  pues,  la  ley  de  organización  judicial  con- 
signa á los  jueces  una  dotación  fija,  sin  la  re- 
muneración de  los  derechos  de  arancel,  confor- 
me en  esto  con  lo  prescrito  por  la  Real  órden  de 
27  de  Diciembre  de  1851  que  suprimió  los  dere- 
chos de  arancel  respecto  de  los  jueces  y promo- 
tores. Solamente  perciben  en  el  dia  estos  dere- 
chos los  jueces  y fiscales  municipales. 

En  general , el  derecho  á percibir  el  sueldo 
del  destino  respectivo,  se  adquiere  por  los  em- 
pleados con  la  toma  de.  posesión ; pero  si  no  la 
tomaren  en  el  plazo  legal,  pierden  aquel  dere- 
cho desde  que  cesaron  en  el  primer  destino  aun- 
que obtuvieren  real  habilitación  para  lo  sucesi- 
vo : Real  decreto  de  18  de  Junio  y de  30  de  Oc- 
tubre de  1852. 

Los  nombrados  para  servir  en  comisión  otro 
cargo  de  mayor  sueldo , si  no  tienen  que  salir 
de  su  residencia,  disfrutan  de  este;  si  tienen 
que  salir  de  ella,  gozan  de  una  cuarta  parte 
mas  mientras  estuvieren  fuera;  si  la  comisión 
exige  un  largo  viaje  y gastos  para  que  aquella 
no  basta,  se  señala  de  Real  órden  la  cantidad  que 
se  juzgue  bastante  para  indemnizar  de  aquellos; 
Reales  decretos  citados. 

Los  que  han  obtenido  licencia  en  forma  debi- 
da por  causa  de  enfermedad  ú otra  causa  fortui- 
ta, tienen  opcion  á percibir  por  completo  su 
sueldo  anterior  en  la  primera  próroga,  la  mitad 
en  la  segunda,  y no  percibirán  haber  alguno  en 
las  sucesivas ; pero  si  las  prórogas  se  concedie- 
ren por  conveniencia  de  los  interesados,  solo 
disfrutarán  la  mitad  del  sueldo  en  la  primera  y 
no  se  les  abonará  ninguno  en  las  siguientes: 
Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1852  y de  26  de 
Abril  de  1870  aclaratorio  de  este.  * 

V.  Para  ser  juez  se  necesita  edad  competente , 
ciencia  y capacidad. 

En  cuanto  á la  edad , la  ley  5.a,  tít,  4.°,  Parí.  3.*, 
según  la  edición  de  la  Academia  de  la  Historia, 
pide  veinticinco  años  en  los  jueces  ordinarios  y 
en  los  delegados,  mientras  que  según  la  edición 
de  Gregorio  López,  no  exige  mas  que  veinte  en 
unos  y otros.  La  ley  3.’,  tít.  l.°,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación, se  contenta  con  veinte  años  cumpli- 
dos en  los  jueces  ordinarios  ó delegados;  y luego 


la  ley  6.a  quiere  veintiséis  años  en  los  jueces  le- 
trados, de  lo  que  infieren  los  intérpretes  que 
bastan  veinte  en  los  legos.  Mas  en  Real  cédula  ¡ 
de  27  de  Enero  de  1833,  hablándose  de  jueces  le- 
trados, se  adopta  la  edad  de  veinticinco  años 
conforme  k la  ley  de  Partida  de  la  edición  de  la 
Academia.  La  misma  edad  de  veinticinco  años 
se  requiere  en  general  por  el  art.  251  de  la  Cons- 
titución de  1812  para  ser  magistrado  ó juez,  y 
por  el  art.  317  para  ser  alcalde,  que  es  juez  lego 
y ejercía  también  jurisdicción  ordinaria.  Para  ser 
magistrado  ó ministro  de  una  Audiencia,  se 
exige  la  edad  de  treinta  años  cumplidos,  y de 
cuarenta  para  ministro  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  según  Real  decreto  de  29  de  Diciembre 
de  1838.  Para  ser  árbitro,  basta  haber  cumplido 
catorce  años,  sabiéndolo  las  partes:  ley  3.",  titu- 
lo 1.°,  lib.  11,  Nov.  Reeop. 

* Según  la  ley  orgánica  del  poder  judicial, 
para  ser  juez  ó magistrado , cualquiera  que  sea 
la  denominación  ó clase  del  cargo  , se  requiere: 
l.°,  ser  español  de  estado  seglar;  2.t>,  haber  cum- 
plido veinticinco  años;  3.°,  no  hallarse  compren- 
dido en  ninguno  de  los  casos  de  incapacidad  ó ¡ 
de  incompatibilidad  que  establece  la  ley ; y 4.°,  . 
estar  dentro  de  las  condiciones  que  para  cada 
clase  de  cargos  se  hallan  establecidos  en  la  mis-  ¡ 
ma.  La  edad  de  veinticinco  años  se  requiere  aun 
respecto  de  los  jueces  municipales  que  no  fueren 
letrados:  art.  109.  Solamente  los  aspirantes  á la 
judicatura  (los  cuales  deben  ser  letrados),  pue- 
den ejercer  el  cargo  de  juez  municipal,  aunque 
no  hubieren  cumplido  los  veinticinco  años,  con 
tal  que  tuvieren  veintitrés:  art.  96  de  la  ley  or~  , 
gánica  del  poder  judicial.  Y.  Juez  municipal.* 

En  cuanto  á la  ciencia,  se  requiere  que  el  que 
ha  de  administrar  justicia  se  halle  instruido  en 
el  derecho,  lo  cual  se  prueba  con  el  titulo  de  li- 
cenciado en  leyes  ó de  abogado,  sin  el  cual  na- 
die  puede  ser  juez  letrado:  ley  3.a,  tít.  4.°,  Parti- 
da 3.a;  ley  32,  art.  2.",  tít,  11,  lib.  7.°,  y leyes  1.* 
y 6.a,  tít.  1.",  lib.  11,  Nov.  Recop.  Si  el  juez  fuere 
lego,  tiene  que  tomar  dictámen  de  asesor  para 
sustanciar  y decidir  los  negocios  con  acierto:  ley 
9.a,  tít.  16,  lib.  11,  Nov.  Recop.  El  juez  que  por 
no  saber  ó no  entender  el  derecho  diere  senten- 
cia injusta  en  negocios  civiles,  queda  obligado  á 
satisfacer  á la  persona  contra  quien  la  dió,  todo 
el  daño  ó el  menoscabo  que  le  vino  por  razón  de 
la  sentencia,  á bien  vista  del  tribunal  superior, 
jurando  que  no  la  dió  por  malicia,  sino  por  error 
ó ignorancia;  ley  24,  tít.  22,  Part.  3.a  Pero  en 
causas  criminales,  ha  de  ser  castigado  además 
según  su  culpa  con  la  pena  correspondiente,  la 
cual  es  siempre  mucho  menor  que  si  hubiese 
procedido  con  malicia:  Gregorio  López,  glosa  4.a 
de  la  ley  25. 

* Por  el  art.  116  de  la  ley  orgánica  del  poder 


judicial,  se  previno  respecto  de  los  jueces  de 
instrucción,  de  los  tribunales  de  partido,  de  los 
magistrados  de  número  y de  los  suplentes  de 
cualquiera  de  las  mismas  clases,  que  deben  re- 
unir, además  (le  las  condiciones  expresadas  en  el 
artículo  109,  la  circunstancia  de  ser  abogados 
ó licenciados  en  derecho  civil  por  Universidad 
costeada  por  el  Estado.  La  misma  condición  se 
exigió  por  el  art.  83  de  dicha  ley  para  ser  ad- 
mitido en  el  cuerpo  de  aspirantes  á la  judica- 
tura ; mas  por  decreto  de  11  de  Diciembre  de 
1873,  se  prescribió,  que  los  licenciados  en  de- 
recho civil  procedentes  de  las  Universidades  li- 
bres que  hubiesen  rehabilitado  sus  títulos  en 
la  forma  establecida  en  los  decretos  de  28  de 
Setiembre  de  1869  y 6 de  Mayo  de  1870,  con 
anterioridad  ¿ la  publicación  de  la  ley  provisio- 
nal citada,  tienen  aptitud  para  ingresar  en  el 
cuerpo  de  aspirantes  á la  judicatura.  V.  Abogado 
é Instrucción  pública.  * 

Por  lo  que  hace  á la  capacidad,  es  menester  no 
hallarse  comprendido  en  el  número  de  aquellos 
que  por  razón  de  su  estado  ó por  algún  defecto 
no  pueden  desempeñar  la  judicatura.  Tales  son 
las  personas  siguientes:  1.“  Los  que  se  hallan  pri- 
vados de  sus  facultades  intelectuales  por  mente- 
catez, demencia  ó prodigalidad  declarada.  2.°  Los 
mudos,  porque  no  podrían  preguntar  á las  partes, 
ni  responder  ni  dar  juicio  por  palabra.  3.°  Los 
absolutamente  sordos , porque  no  oirían  lo  que 
ante  ellos  fuese  razonado  ó alegado.  4°  Los  cie- 
gos, porque  no  verían  á los  litigantes,  ni  á los 
testigos,  ni  á Ia3  demás  personas  que  ante  ellos 
compareciesen.  5.°  Los  enfermos  habituales  im- 
posibilitados para  desempeñar  su  cargo  ó para 
soportar  el  trabuju,  según  conviene  al  pronto  des- 
pacho de  los  pleitos.  6."  Los  que  tuvieren  mala 
fama  y hubieren  hecho  cosa  porque  valgan  me- 
nos, pues  que  no  seria  justo  que  juzgasen  á los 
otros.  7.°  Los  religiosos,  porque  habiendo  dejado 
el  mundo,  deben  dedicarse  al  servicio  de  Dios. 
8.°  Las  mujeres,  porque  no  seria  decoroso  que 
anduviesen  entre  los  hombres  librando  los  plei- 
tos; bien  que  antiguamente  se  permitía  ei  ejer- 
cicio de  la  judicatura  á las  Reinas,  condesas  y 
otras  señoras  ilustres,  con  dictámen  ó consejo  de 
asesores,  y por  particular  privilegio  tenia  tam- 
bién jurisdicción  la  abadesa  del  monasterio  de 
las  Huelgas,  inmediato  á Búrgos.  9.°  Los  cléri- 
gos de  órdenes  mayores,  en  asuntos  que  no  sean 
: eclesiásticos.  10.  Los  esclavos,  por  depender  de 
la  voluntad  de  sus  señores;  bien  que,  si  tenién- 
dolos por  libres  se  les  nombrase  jueces,  serian 
válidos  todos  ios  actos  judiciales  que  practicasen, 
mientras  no  se  descubriese  su  condición:  ley  4.a, 
tít.  4.°,  Part.  3.a,  y leyes  4.a  y 5.a,  tít,  l.°,  lib.  11, 
Nov.  Recop. 

* La  ley  orgánica  del  poder  judicial  ha  dis— 
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puesto,  respecto  de  los  casos  de  incapacidad  ab- 
soluta, que  uo  podrán  ser  nombrados  jueces  ni 
magistrados,  cualquiera  que  sea  la  clase  ó deno- 
minación del  cargo:  1.”  Los  impedidos  física- 
mente. 2.°  Los  que  estuvieren  procesados  por 
cualquier  delito.  3."  Los  que  estuvieren  conde- 
nados a cualquiera  pena  correccional  ó aflictiva, 
mientras  que  no  la  hayan  sufrido  ú obtenido  de 
ella  indulto  total.  4.°  Los  que  hubieren  sufrido  y 
cumplido  cualquiera  pena  que  los  haga  desrne 
recer  en  el  concepto  público.  5."  Los  que  hubie- 
ren sido  absueltos  de  la  iustancia  en  causa  cri- 
minal, mientras  que  por  el  trascurso  del  tiempo  ■ 
la  absolución  no  se  hubiere  convertido  en  libre. 

V.  Prescripción  de  delito.  6.°  Los  quebrados  no 
rehabilitados.  7.“  Los  concursados,  mientras  no 
sean  declarados  inculpables.  8.”  Los  deudores 
á fundos  públicos  como  segundos  contribuyen- 
tes. Véase  el  art.  2."  de  la  Instrucción  de  3 de 
Diciembre  de  1869.  9."  Los  que  tuvieren  vicios 
vergonzosos.  10.  Los  que  hubieren  ejecutado 
actos ú omisiones  que,  aunque  no  penables,  los 
hagan  desmerecer  en  el  concepto  público:  ar- 
tículo 110. 

Son  casos  de  incapacidad  relativa  para  ser  juez 
ó magistrado,  los  siguientes  que  se  expresan  en 
el  art.  114  de  la  ley  mencionada.  No  pueden  per- 
tenecer á un  mismo  tribunal  los  jueces  ó magis- 
trados que  tuvieren  parentesco  entre  sí  dentro 
del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad  ó se- 
gundo de^finidad.  Esta  disposición  es  aplicable 
á los  jueces  y magistrados  que  tengan  parentes- 
co dentro  de  los  grados  expresados  con  los  fisca 
les,  tenientes  fiscales,  abogados  fiscales  ó auxilia 
res  del  mismo  tribunal.  Lo  es  igualmente  cuando 
el  parentesco,  dentro  de  los  mismos  grados,  fuere 
entre  los  jueces  municipales  y los  de  tribunales 
de  partido  con  los  fiscales  ó jueces  de  instrucción 
del  mismo  tribunal,  6 de  cualquiera  de  ellos  con 
los  magistrados  de  la  Audiencia  respectiva. 

En  los  casos  á que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, quedará  sin  efecto  el  nombramiento  hecho 
á favor  de  quien  tuviere  parientes  con  los  cuales 
fuere  incompatible  el  nombrado,  desempeñando 
funciones  judiciales  ó fiscales , con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior:  art.  115. 

Es  incompatible  absolutamente  el  cargo  de 
juez  ó magistrado:  l.°,  con  el  ejercicio  de  cual- 
quiera otra  jurisdicción;  2.°,  con  otros  empLeos  ó 
cargos  dotados  ó retribuidos  por  el  Estado,  por 
las  Córtes,  por  la  Casa  Real,  por  las  provincias  ó 
por  los  pueblos;  3.”,  cou  los  cargos  de  diputados 
provinciales,  de  alcaldes,  de  regidores  y cuales- 
quiera otros  provinciales  ó municipales;  4.u,  con 
empleos  de  subalternos  de  tribunales  ó juzgados: 
art.  111. 

El  ejercicio  de  las  funciones  judiciales  es  justa 
causa  para  eximirse  de  los  cargos  obligatorios 


de  que  se  hace. mención  en  el  núm.  3.n  del  ar- 
tículo anterior.  La  autoridad  á quien  correspou  ■ 
da  admitir  la  exención,  no  podrá  desecharla.  El 
que  no  manifestare  la  causa  para  eximirse  de  di- 
chos cargos  en  el  término  de  ocho  dias,  se  enten- 
derá que  ha  renunciado  al  judicial,  el  cual  que- 
dará vacante  de  derecho:  art.  112. 

Los  que  ejerciendo  cualquiera  de  los  carg-os 
expresados  en  el  art.  111,  fueren  nombrados  jue- 
ces ó magistrados,  podrán  eximirse  de  uno  ú 
otro  cargo  ó empleo  en  el  término  de  ocho  dia?, 
desde  aquel  en  que  fueron  nombrados.  Si  no  lo 
hicieren,  se  entenderá  que  renuncian  al  cargo 
judicial:  art.  113.  * 

VI.  El  juez  debe  ser  imparcial,  y es  de  temer 
que  no  lo  sea  cuando  tiene  interés  en  la  causa,  ó 
afección  ú odio  por  alguno  de  los  litigantes.  Así 
es,  que  no  puede  ser  juez  en  causa  propia,  ni  en 
la  de  su  padre,  hijo  ó familiar;  ni  en  la  de  que 
hubiere  sido  abogado  é consultor;  ni  en  la  de 
mujer  á quien  hubiese  querido  violentar  para 
que  se  casara  con  él  6 intentar  hacer  fuerza  de 
otro  modo,  ni  en  la  de  persona  que  viva  en  com- 
pañía de  dicha  mujer:  leyes  9.1  y 10,  tít.  '4.°,  y 
ley  6.*,  tít.  7.°,  Parí.  3.* 

Se  cree  que  el  juez  tiene  interés  en  la  causa, 
aunque  esta  no  sea  suya  propia  ni  le  pertenezca 
á él  mismo  ni  á sus  padres  ó hijos,  cuando  las 
consecuencias  del  juicio  sean  capaces  de  favore- 
cerle ó perjudicarle  de  un  modo  próximo  ó re- 
moto, directo  ó indirecto;  se  supone  que  profesa 
afección  á una  de  las  partes,  no  solo  cuando  está 
ligado  con  ella  por  paternidad  ó filiación,  sino 
también  cuando  lo  está  por  otras  relaciones  mas 
remotas  de  parentesco  de  consanguinidad  ó afi- 
nidad, y aun  por  las  de  sociedad,  dependencia  ó 
subordinación,  amistad  ó gratitud;  y se  presume 
que  le  tiene  odio  ó resentimiento,  no  solo  cuando 
ha  querido  forzar  inútilmente  su  voluntad,  sino 
también  cuando  han  mediado  otros  motivos  mas 
ó menos  graves  de  desavenencia  entre  los  dos, 
como  amenazas,  pleitos  civiles  ó criminales,  da- 
ños en  la  persona,  honor  ó bienes.  En  todos  estos 
casos  y otros  semejantes  , el  litigante  que  teme 
parcialidad  en  su  juez,  puede  recusarle,  ó para 
que  se  inhiba  del  conocimiento  de  la  causa,  ó 
para  que  se  acompañe  con  otro.  Véase  Recusa - 
don. 

Según  las  leyes  24  y 25,  tít.  22,  Part,  3.*,  el 
juez  que  por  afección  á una  de  las  partes,  ó por 
odio  ó resentimiento  á la  otra,  y no  por  dádivas 
ó promesas,  diere  á sabiendas  sentencia  injusta 
en  negocios  civiles,  está  obligado  á satisfacer  á 
la  parte  contra  quien  la  dió,  lo  que  le  hizo  per- 
der, con  los  daños,  perjuicios  y costas  que  esta 
jurase  habérsele  ocasionado;  y antes,  quedaba 
infamado  para  siempre  como  violador  dei  jura- 
mento que  hizo  en  el  ingreso  de  su  oficio,  y de- 
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bia  ser  privarlo  «le  la  facultad  de  juzgar  por  ra- 
zón de  su  abuso;  mas  en  cansas  criminales,  in- 
curría además  en  la  misma  pena  que  él  impuso 
al  agraviado,  aunque  fuese  la  de  muerte. 

* Estas  penas  han  sido  derogadas  en  el  dia  por 
el  Código  penal  de  1848,  reformado  en  1850  y 
18*70,  debiendo  aplicarse  las  señaladas  en  los  ar- 
tículos 361  y siguientes,  que  se  exponen  en  el  de 
esta  obra  Prevaricación . * 

VIL  Para  asegurar  mas  y mas  la  imparciali- 
dad de  los  jueces,  se  halla  establecido  por  las  le- 
yes, que  no  sean  vecinos  ni  naturales  de  la  tierra 
en  que  han  de  administrar  justicia,  y que  no  se 
proponga  dispensación  de  naturaleza  de  los  pue- 
blos ó jurisdicciones:  leyes  14  y 28,  tít.  11,  libro 
7.°,  Nov.  Recop.  Con  el  mismo  objeto  de  que  no 
encuentren  obstáculos  para  administrar  la  justi- 
cia con  toda  la  entereza  y libertad  correspon- 
diente, les  está  prohibido  comprar  por  sí  ó por 
interpósitas  personas  heredades  ú otras  posesio- 
nes durante  su  oficio  en  las  tierras  de  su  juris- 
dicción , tener  trato,  comercio  ó granjeria  en 
ellas,  y traer  ganados  en  los  términos  y baldíos 
de  los  pueblos  de  su  distrito:  ley  5.",  tít.  5.°,  Par- 
tida 5.a,  y leyes  3.a  y 27,  tít.  11,  lib.  7.°,  Nov.  Re- 
copilación. 

* Según  la  ley  orgánica  del  poder  judicial, 
nadie  puede  ser  juez  de  instrucción  ni  de  tri- 
bunal departido,  ni  magistrado  de  Audiencia 
á cuya  jurisdicción  pertenezcan:  l.°  El  pueblo 
de  su  naturaleza.  2.°  El  en  que  él  ó su  mujer 
hubieren  residido  de  continuo  en  los  cinco  años 
anteriores  al  nombramiento.  3.°  El  pueblo  en 
que  al  hacerse  el  nombramiento  ejerciere  cual- 
quiera industria,  comercio  ó granjeria.  4.”  El 
pueblo  en  que  él  ó su  mujer  ó los  parientes  de 
uno  ú otro  en  línea  recta  é en  la  trasversal  den- 
tro del  cuarto  grado  civil  de  consanguinidad,  ó 
segundo  de  afinidad,  poseyeren  bienes  raíces  ó 
ejercieren  alguna  industria,  comercio  ó gran- 
jeria. 5.°  El  en  que  hubiere  ejercido  la  abo- 
gacía en  los  dos  años  anteriores  al  nombra- 
miento. 6.°  El  pueblo  en  que  hubiese  sido  auxi- 
liar ó subalterno  de  juzgado  ó tribunal:  art.  117. 
Las  disposiciones  mencionadas  no  son  aplica- 
bles á los  cargos  de  jueces  ó magistrados  que 
ejerzan  sus  funciones  en  Madrid:  art.  118. 

Por  Real  órden  de  6 de  Abril  de  1875  se  lia 
prevenido,  que  los  jueces  ó magistrados,  tanto 
activos  como  cesantes,  dirijan  al  presidente  de 
la  Audiencia  en  cuyo  territorio  residan,  decla  - 
ración en  que  consten  las  localidades  donde  al 
tenor  del  art.  117  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  no  pueden  ejercer  cargos  judiciales, 
expresando  el  hecho  que  dé  causa  á la  incompa- 
tibilidad. En  estos  mismos  términos  lo  partici- 
parán cuando  se  encuentren  en  alguno  de  los 
casos  prescritos  en  el  art.  234  de  dicha  ley  (que 
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se  refiere  á los  de  traslación  de  los  jueces  y 
magistrados,  y que  se  fundan  en  causas  análo- 
gas á las  expresadas  en  el  art.  117).  Los  presi- 
! dentes  de  las  Audiencias  elevarán  al  ministerio 
de  Gracia  y Justicia  las  declaraciones  expresa- 
das, informando  lo  que  se  les  ofrezca  y parezca 
! acerca  de  su  exactitud. 

No  pueden  ejercer  por  sí  ni  por  sus  mujeres, 
ni  á nombre  de  otro,  industria,  comercio,  ni 
granjeria,  ni  tomar  parte  en  empresas  ni  socie  - 
dades mercantiles,  como  socios  colectivos  ó como 
i directores  gestores,  administradores  ó conseje  - 
ros:  1."  Los  jueces  de  instrucción  en  la  circuns- 
cripción á que  su  jurisdicción  se  extendiere. 

2. °  Los  jueces  de  tribunales  de  partido  y los  ma- 
gistrados de  Audiencias  dentro  del  partido  ó 
distrito  á que  se  extendiere  la  jurisdicción  del 
tribunal  ó de  la  Audiencia  á que  pertenezcan. 

3. °  Los  magistrados  del  Tribunal  Supremo  en 
toda  la  Monarquía:  art.  llf)  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial. 

Los  que  contravinieren  á lo  que  en  el  artículo 
anterior  se  ordena,  se  considerarán  como  re- 
nunciantes del  cargo  que  desempeñaren:  ar- 
tículo 120.  * 

VIII.  Por  razón  de  la  imparcialidad  que  de- 
ben guardar  los  jueces  en  todos  sus  actos,  se  les 
mandó  en  Real  cédula  de  15  de  Mayo  de  1788 
que  no  reciban  directa  ni  indirectamente,  por 
sí  ni  por  sus  mujeres,  hijos,  familiares,  de- 
pendientes 6 domésticos,  dones  ó regalos  de 
personas  que  tuvieren  ó probablemente  pudie- 
ren tener  pleito  ante  ellos,  bajo  las  penas  de 
devolución  del  cuatro  tanto  de  lo  recibido,  de 
privación  de  oficio,  y de  inhabilitación  perpétua 
para  obtener  otro  en  la  administración  de  justi- 
cia; de  suerte  que  el  solo  hecho  de  recibir  rega- 
los de  los  litigantes  6 de  los  que  probablemente 
han  de  serlo,  aun  prescindiendo  del  modo  mas 
ó menos  justo  con  que  luego  procedan  en  el 
pleito,  es  por  sí  mismo  un  delito,  calificado  de 
tal  por  la  ley;  delito  que  en  defecto  de  prueba 
cumplida  se  consideraba  bastan  te  justificado  con 
el  testimonio  jurado  de  tres  personas  fidedignas 
que  depusieran  haber  dado  regalos  aljuez, aun- 
que cada  una  dijera  solo  de  su  hecho,  con  tal  que 
concurriesen  algunas  otras  presunciones  y cir- 
cunstancias; bien  que  tales  testigos  como  estos 
no  recobraban  lo  que  dieron , salvo  si  io  proba- 
ren con  prueba  cumplida:  leyes  8.a  y 9.a,  tít.  l.ü. 
lib.  11,  Nov.  Recop;  Los  dones,  en  efecto,  cie- 
gan aun  á los  sabios  y mudan  ó trastornan  las 
palabras  de  los  justos.  Non  acdpias  muñera,  quw 
eliam  eoxcecant  prudentes,  el  subrertnnt  verba  jus- 
tar uní;  Bxod.,  cap.  23:  Non  acdpias  per sonam,  nec 
muñera,  qvAa  ■ minera  exemeant  oculos  judicum; 
Deuteron.,  cap.  16;  Xenia  et  clona  exemeant  oculos 
judicim;  Ecclesiastic.,  cap.  20.  De  aquí  es  que 
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Isaías,  cap.  l.°,  llama  socios  furmi  á los  jueces 
que  solicitan  ó admiten  repalos. 

El  juez  que  por  dádivas  ó promesas  diere  sen- 
tencia injusta,  incurre  en  las  penas  que  se  ex- 
presan en  el  artículo  Baratería. 

Si  delinque  el  juez  por  solo  el  hecho  de  admi- 
tir los  dones  ó repalos  que  se  le  ofrecen,  delin- 
quirá sin  duda  mucho  mas  el  que  á la  fuerza  ó 
con  amenazas  ó vejaciones  ó con  promesas  ó de 
otro  cualquier  modo  exija  dinero  ú otra  cosa  de 
alguno  de  los  litigantes;  y por  este  delito,  que 
propiamente  llama  concusión  ó excusión,  merece 
las  penas  del  que  admite  los  regalos  que  volun- 
tariamente le  prometen  ó presentan  los  que  tie- 
nen ante  él  negocios  pendientes,  yantes  también 
las  de  forzador  armado,  pues  que  no  hay  armas  : 
tan  terribles  como  las  de  un  juez  que  abusa  ó 
está  pronto  á abusar  de  la  autoridad  que  se  le 
ha  conferido;  sin  perjuicio  todavía  de  las  pe- 
nas en  que  incurriese  por  las  injusticias  ó pre- 
varicaciones cometidas  en  los  procedimientos 
judiciales  ó en  la  sentencia.  V.  Extorsión. — 
Fuerza— Falsedad—  * Exacciones  ilegales  y Pre- 
varicación. * 

IX.  Los  jueces  deben  dedicarse  exclusiva- 
mente á la  administración  de  justicia.  Asi  es  que 
les  está  prevenido:  l.°,  que  no  ejerzan  otras  fun- 
ciones que  las  de  juzgar  y hacer  que  se  ejecute 
lo  juzgado;  Constitución  de  1812,  art.  245,  y Cons- 
titución de  1845,  art.  66  ; pero  pueden  ser  dipu- 
tados á Córtes  y senadores,  y aun  desempeñar 
por  encargo  del  Gobierno  algún  servicio  extraor- 
dinario, según  el  art.  11  de  las  ordenanzas  de 
las  Audiencias  de  20  de  Diciembre  de  1835,  las 
cuales  se  observan  también  en  esta  parte  como 
vemos , aunque  al  parecer  están  en  contradic- 
ción con  la  letra,  el  espíritu  y el  objeto  de  lo  dis- 
puesto en  la  ley  fundamental;  2.°,  que  no  sean 
abogados  , procuradores  ni  agentes  de  los  plei- 
tos que  se  sigan  dentro  de  su  territorio , y que 
no  ayuden  á persona  de  fuera  del  mismo  , aun- 
que el  negocio  se  trate  dentro  ó fuera  ante  otros 
jueces  seglares  ó eclesiásticos:  ley  11,  tít.  11,  li- 
bro 7.°,  Noy.  Recop.;  3.“,  que  estén  todos  los  dias 
no  feriados  sentados  en  su  tribunal  ó juzgado 
oyendo  y sentenciando  los  pleitos  desde  el  prin- 
pio  de  la  mañana  hasta  medio  dia  y aun  por  la 
tarde  desde  las  tres  hasta  el  sol  puesto,  si  fuesen 
muchos  los  negocios,  no  debiendo  estar  nunca 
en  paraje  donde  no  pueda  encontrárseles  en  caso 
necesario:  ley  7.*,  tit.  4.°,  Part.  3.* 

* Sobre  este  último  punto,  previene  el  art.  632 
de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  que  los 
juzgados  y tribunales  deben  tener  todos  los  dias 
no  feriados  audiencia  pública  en  el  edificio  des- 
tinado al  efecto  por  el  tiempo  que  á continua- 
ción se  expresa;  los  jueces  municipales  por  el 
que  sea  necesario  para  el  despacho  de  ios  nego- 


cios del  dia , exceptuándose  los  que  lo  sean  de 
pueblo  en  que  no  llegue  á 500  vecinos,  los  cua- 
les podrán  destinar  solo  dos  dias  á la  semana,  si 
bastaren,  para  el  despacho;  los  jueces  de  ins- 
trucción, por  tres  horas  á lo  menos;  los  tribu- 
nales de  partido , las  Audiencias  y el  Tribunal 
Supremo  por  cuatro  horas,  de  las  cuales  tres  por 
lo  menos  se  destinarán  á la  vista  de  los  pleitos  y 
causas. 

* La  prescripción  expuesta  en  las  Constitu- 
ciones de  1812  y de  1845  se  ha  ratificado  en  la 
de  1869,  art.  91;  desarrollándose  mayormente  en 
la  ley  orgánica  del  poder  judicial.  Así,  en  su 
art.  3.°,  se  previene,  que  los  jueces  y tribunales 
no  ejercerán  mas  funciones  que  las  de  aplicar 
las  leyes  en  los  juicios  civiles  y criminales  juz- 
gando y haciendo  ejecutar  lo  juzgado,  expresa- 
das en  el  artículo  anterior  y las  que  esta  ley  ú 
otras  les  señalen  expresamente.  En  su  conse- 
cuencia, no  podrán  los  jueces  ni  los  tribunales 
mezclarse  directa  ni  indirectamente  en  asuntos 
peculiares  á la  administración  del  Estado,  ni 
dictar  regias  6 disposiciones  de  carácter  general 
acerca  de  la  aplicación  ó interpretación  de  las 
leyes.  Tampoco  podrán  aprobar,  censurar  ó cor- 
regir la  aplicación  ó interpretación  de  las  leyes, 
hecha  por  sus  inferiores  en  el  órden  gerárquico, 
sino  cuando  administren  justicia  en  virtud  de 
las  apelaciones  ó de  los  recursos  que  las  leyes 
establezcan:  art.  4." 

Lo  prescrito  en  el  artículo  anterior  no  obstará 
á que  los  presidentes  de  los  tribunales,  y en  su 
caso  las  Salas  de  gobierno,  por  conducto  de  los 
presidentes,  dirijan  á los  juzgados  y tribunales 
á ellas  inferiores,  que  estén  comprendidos  en 
su  respectivo  territorio,  las  prevenciones  que 
estimaren  oportunas  para  la  mejor  administra- 
ción de  justicia,  dando  cuenta  sin  diLacion  al 
tribunal  inmediato  superior,  y directamente  al 
ministerio  de  Gracia  y Justicia:  art.  5.° 

Las  disposiciones  reglamentarias  que  el  Poder 
ejecutivo  adopte  en  uso  de  sus  atribuciones, 
nunca  alcanzarán  á derogar  ni  á modificar  la 
organización  de  los  juzgados  y tribunales,  ni 
las  condiciones  que  para  el  ingreso  y ascenso 
en  la  carrera  judicial  señalen  las  leyes:  ar- 
tículo 6.c 

No  podrán  los  jueces,  magistrados  y tribu- 
nales: 

1. “  Aplicar  los  reglamentos  generales,  pro- 
vinciales ó locales,  ni  otras  disposiciones  de 
cualquiera  clase  que  sean,  que  estén  en  des- 
acuerdo con  las  leyes. 

2. °  Dar  posesión  de  sus  cargos  á los  jueces  y 
magistrados  cuyos  nombramientos  no  estuvie- 
ren arreglados  4 la  Constitución  de  la  Monar- 
quía, á esta  ley  ó á otras  especiales. 

3. “  Dirigir  al  Poder  ejecutivo,  á funcionarios 
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públicos  ó á corporaciones  oficiales  felicitacio- 
nes ó censuras  por  sus  actos. 

4. ”  Tomar  en  las  elecciones  populares  del 
territorio  en  que  ejerzan  sus  funciones  mas  par- 
tG  C[ub  la,  cIg  emitir  su.  voto  personal 

Esto  no  obstante,  ejercerán  las  funciones  y 
cumplirán  los  deberes  que  por  razón  de  sus  car- 
gos les  impongan  las  leyes. 

5. °  Mezclarse  en  reuniones,  manifestaciones 
u otros  actos  de  carácter  político,  aunque  seau 
permitidos  á los  demás  españoles. 

6.  Concurrir  en  cuerpo,  de  oficio,  ó en  traje 
de  ceremonia  á fiestas  ó actos  públicos,  á no  ser 
para  cumplimentar  al  Monarca  ó al  Regente,  ó 
cuando  el  Gobierno  lo  ordenare:  art.  7.° 

Los  jueces  y magistrados  responderán  civil  y 
criminalmente  de  las  infracciones  de  las  leyes 
que  cometan  en  los  casos  y en  la  forma  que  las 
leyes  prescribau.  No  les  eximirá  de  estas  res- 
ponsabilidades alegar  su  obediencia  á las  dispo- 
siciones del  Poder  ejecutivo  en  lo  que  sean  con- 
trarias á las  leyes : art.  8.° 

Los  jueces  y magistrados  no  pueden  ser  hoy 
diputados  ni  senadores  en  general  (V.  Eleccio- 
nes), y tienen  además  los  deberes  que  se  expre- 
,san  en  el  art.  734,  que  se  ha  expuesto  en  el  de 
esta  obra  Corrección  disciplinaria  (en  lo  judi- 
cial). 

Por  último,  les  está  prohibido  influir  directa 
ni  indirectamente  á favor  ni  en  contra  de  nin- 
gún candidato  para  cargo  popular:  art.  21  del 
Real  decreto  de  7 de  Marzo  de  1851.  * 

X.  Deben  además  los  jueces:  l.°,  tener  desig- 
nado un  lugar  abierto  á todos  los  que  vayan  ante 
ellos  á demandar  justicia:  ley  7,\  tít.  4.°,  Par- 
tida 3.*  (*  y art.  79  del  reglamento  de  l.°  de  Mayo 
de  1844  *);  2.“,  servirse  de  escribano  que  redacte 
y autorice  con  su  firma  cuanto  pase  en  eL  juicio: 
d.  ley  7.a;  3.“,  recibir  y oír  benignamente  á los 
litigantes,  sin  permitir  que  se  interrumpan  mu- 
tuamente, ni  que  les  pierdan  el  respeto  ó abu- 
sen y tomen  confianza  que  produzca  menospre- 
cio: ley  8.”,  d.  tit.  4.’;  4.°,  mostrarse  siempre 
afables  y accesibles  al  mismo  tiempo  que  graves 
y circunspectos,  sin  dar  nunca  señales  de  debi- 
lidad ni  aun  de  indignación  contra  los  malos; 
teniendo  siempre  oculto  su  sentir  hasta  dar  la 
sentencia  definitiva,  aun  cuando  entiendan  que 
alguno  litiga  injustamente,  ó que  es  reo  del  de- 
lito que  se  le  imputa:  ley  13.  d.  tít.  4.";  5.°,  cuidar 
muy  particularmente  del  breve  despacho  de  las 
causas  y negocios  de  su  conocimiento;  de  que 
no  se  moleste  á las  partes  con  dilaciones  inútiles 
ó con  artículos  impertinentes  ó maliciosos ; y de 
que  los  abogados,  procuradores  y demás  oficia- 
les de  justicia  cumplan  puntualmente  lo  que  eu 
esta  parte  previenen  de  leyes:  ley  10,  tít.  i.",  li- 
bro 11,  Nov.  Recop.;  6.",  evitar  en  cuanto  pue- 
Tomo  iii. 


dan  los  pleitos,  procurando  que  las  partes  se  com- 
pongan amistosa  y voluntariamente:  d.  ley  10; 

7.“,  dar  abogado  á la  parte  que  no  le  encontrare 
por  ser  desvalida  y el  contrario  poderoso:  ley  6.a, 
tít.  6.°.  lib.  11,  Nov.  Recop.,  como  es  de  ver  eu 
el  artículo  Aboyado,  obligaciones  4.a  y 5.a;  8.", 
administrar  y hacer  que  se  administre  gratuita- 
mente cumplida  justicia  á los  que  según  las  le- 
yes estén  en  la  clase  de  pobres,  lo  mismo  que  á 
los  que  paguen  derechos;  cuidando  también  de 
que  eu  sus  pleitos  y causas  los  defiendan  y ayu- 
den de  balde,  como  deben,  los  abogados  y cu- 
riales, según  puede  verse  con  mas  extensión  en 
el  artículo  Information  de  pobreza;  9.°,  teuer  tam- 
bién entendido  que,  aun  cuando  no  esté  en  la 
clase  de  pobre,  á todo  español  que  denuncie 
ó acuse  criminalmente  algún  atentado  que  se 
haya  cometido  confra  su  persona,  honra  ó pro- 
piedad, se  le  dehe  administrar  eficazmente  toda 
la  justicia  que  el  caso  requiera,  sin  exigírsele 
para  ello  derechos  algunos  ni  por  los  jueces  in- 
feriores ni  por  los  curiales,  siempre  que  fuere 
persona  conocida  y suficientemente  abonada,  ó 
que  diere  fianza  de  estar  á las  resultas  del  jui- 
cio; bien  que  todos  los  derechos  que  se  deven- 
guen, serán  pagados  después  del  juicio  por 
medio  de  la  condenación  de  costas  que  se  im- 
pongan al  reo  ó al  acusador  ó denunciador,  el 
cual  debe  sufrirla  siempre  que  aparezca  haberse 
quejado  sin  fundamento:  art.  3."  del  reglamento 
de  26  de  Setiembre  de  1835;  10,  observar  y hacer 
que  se  observen  con  toda  exactitud , bajo  su  res- 
ponsabilidad, en  la  sustanciacion  de  los  nego- 
cios civiles  y criminales  los  sencillos  trámites  y 
demás  disposiciones  que  las  leyes  recopiladas  y 
posteriores  prescriben  para  cada  instancia,  se- 
gún la  clase  del  juicio  ó del  recurso,  sin  dar  lu 
gar  á que  por  su  inobservancia  se  prolonguen  y 
compliquen  los  procedimientos  ó se  causen  in- 
debidos gastos  á las  partes , y sin  que  sobre  esto 
pueda  servir  de  excusa  á los  jueces  ninguna 
práctica  contraria  á la  ley:  art.  4.“,  d.  del  regla- 
mento; 11,  arreglarse  y cuidar  que  ios  escriba- 
nos y demás  oficiales  de  justicia  se  arreglen  eu 
la  percepción  de  derechos  procesales  á los  aran- 
celes vigentes , bajo  las  penas  establecidas  en 
las  leyes,  según  lo  dicho  en  el  artículo  Arancel: 
ley  4.a,  tít.  17,  lib.  4.”,  ley  1.a  y siguientes,  tít.  35, 
lib.  11,  Nov.  Recop.,  art.  18  de  la  Instrucción  de 
corregidor  y Real  órden  de  29  de  Noviembre 
de  1837;  12,  enterarse  bien  del  hecho  y del  dere- 
cho antes  de  dar  la  sentencia,  y atender  en  eLLa 
mas  bien  á la  verdad  probada  en  el  proceso  que 
á las  meras  formalidades  del  órden  de  los  juicios, 
no  siendo  sustanciales:  ley  2.*,  tít.  1G,  iib.  11,  No- 
vísima Recop.;  13,  guardar  armonía  con  los  de- 
más jueces  dándose  mutuamente  con  prontitud 
y atención  todo  el  auxilio  que  necesiten;  14,  eje- 
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cutar  con  puntualidad  y exactitud  todas  las  de-  | di nec  in  judicio  phirimorum  arquiesccs  sen- 

raás  cosas  que  Ies  están  prescritas  por  las  leyes,  ten  Ha , ut  a vero  devies......  Insontem  etjustum  non 

y que  se  indican  oportunamente  en  otros  ar-  occides.  San  Pablo  igualmente  en  su  epístola  á 

tículos.  los  romanos  (cap.  14}  sienta  como  principio  que 

Xí.  Los  jueces,  por  regla  general,  deben  juz-  toda  lo  que  se  hace  contra  la  conciencia  es  pe- 

o-ar  según  lo  alegado  y probado  por  las  partes,  cado:  Omne  quod  non  esl  ex  fide , peccatum  est.  El 

secundum  alleg  ata  etpr obata.  «Establescemos,  di-  fin  que  se  propone  la  ley  al  prevenir  al  juez  que 

ce  la  ley  2.*,  tít.  16,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  así  en  los  se  atenga  á lo  alegado  y probado , es  el  de  evi- 

pleitos  civiles  como  criminales , que seyendo  tarle  el  peligro  de  errar  en  sus  juicios:  luego 

hallada  y probada  la  verdad  del  fecho  por  el  cuando  sabe  por  otra  parte  que  efectivamente 

proceso,  en  cualquier  de  las  instancias  que  se  yerra,  si  se  atiene  á las  alegaciones  y probanzas, 

viere,  sobre  que  se  pueda  dar  cierta  sentencia,  no  está  obligado  á pasar  por  ellas,  porque  el 

los  jueces  que  conoscieren  de  los  pleitos  y los  precepto  de  uo  matar  al  inocente  es  natural  y 

bebieren  de  librar,  los  determinen  y juzguen,  divino,  y el  de  juzgar,  según  lo  alegado  y pro- 

segun  la  verdad  que  hallaren  probada  en  tales  bado  por  las  partes  es  solo  positivo  y humano, 

pleitos.»  l Así  se  explican  los  partidarios  de  esta  última 

Mas  ¿habrá  de  sentenciar  un  juez  según  lo  opinión;  pero  replican  los  de  la  primera  con 

alegado  y probado  cuando  por  si  mismo  sabe  que  Santo  Tomás , que  no  es  el  juez  quien  en  la  pro- 

todo  es  falso?  ¿llabrá  de  firmar  contra  su  con-  puesta  hipótesis  mata  al  inocente,  sino  los  que 

ciencia  la  condenación  de  un  hombre  que  le  le  proclaman  delincuente ; que  el  juez  nunca 

consta  de  cierto  ser  inocente,  solo  porque  del  pro-  debe  formar  su  conciencia  por  lo  que  él  sabe 

ceso  resulta  culpado?  Sí,  responden  con  Santo  To-  como  persona  privada,  sino  por  lo  quesele  hace 
más  (2.  2,  q.  64,  art.  6.°,  cid.  3.';  et  q.  67,  art.  2.°,  ■ saber  como  persona  publica;  que  en  todo  juicio 
ad.  4.*)  todos  sus  discípulos  y Bartolo,  Julio  Cía-  ; está  obligado  á seguir  las  pruebas  que  no  puede 
ro,  Covarrubías,  Juan  Andrés  y otros  muchos  j repeler  por  derecho , sin  que  por  eso  pueda  de- 
juriseonsultos,  canonistas  y teólogos:  sí;  aun-  cirse  que  cuando  estas  son  falsas  toma  la  voz  de 

que  el  juez  sepa  por  su  ciencia  privada  que  es  la  mentira  y se  asocia  á los  impíos  y falsarios, 

inocente  un  acusado  á quien  con  falsas  prue-  pues  que  no  obra  por  su  voluntad  sino  por  la 

bas  se  ha  convencido  de  criminal,  se  ve  por  su  necesidad  de  cumplir  con  los  deberes  de  su  ofi  - 

oficio  en  la  triste  necesidad  de  condenarle,  si  es  ció  ; que  en  realidad  cuando  condena  al  inocen- 

que  no  encuentra  medios  de  descubrir  la  fal-  te  no  se  pone  en  contradicción  con  su  propia 

sedad  ó la  ilusión  de  los  testigos;  porque  ei  juez  conciencia,  pues  no  declara  absolutamente  que 

debe  proceder  por  lo  que  le  consta  como  persona  es  culpado , sino  que  del  proceso  resulta  que  lo 

pública,  esto  es,  por  lo  que  resulta  del  proce-  es;  que  se  le  manda  juzgar  según  lo  alegado  y 

so,  y no  por  lo  que  sabe  como  persona  partieu-  probado,  no  solo  para  que  no  yerre,  sino  princi- 

lar;  porque  no  puede  prescindir  de  atenerse  á pálmente  para  que  no  proceda  en  sus  juicios  de 
las  leyes  que  prescriben  el  órden  de  los  juicios  : uu  modo  arbitrario  y caprichoso  con  trastorno 
y la  calificación  de  las  pruebas  , y porque  de  de  la  pública  tranquilidad  y detrimento  del  bien 
otro  modo  tendida  abierta  la  puerta  de  la  arbi-  común ; y que  este  mandamiento  no  es  mera- 

trariedad  y del  capricho  y podría  librarse  de  mente  de  derecho  positivo , sino  también  de  de- 
toda responsabilidad,  resultando  de  aquí  la  alar-  recho  natural,  porque  de  derecho  natural  es  la 

ma  pública  y la  desautorización  de  los  juicios  necesidad  de  asegurar  la  responsabilidad  de  los 

de  los  magistrados.  jueces  y de  evitar  motivos  diarios  de  escándalos 

No,  contestan  otros,  entre  los  cuales  se  distin-  y de  perturbación  de  la  paz  del  Estado.  En  vista 
guen  el  Abad  de  Palermo  y Lesio,  jamás  puede  de  estas  razones  se  ha  hecho  común  y general 

un  juez  fallar  contra  su  propia  conciencia,  y la  opinión  que  obliga  al  juez  á conformarse 

condenar  á un  hombre  de  quien  sabe  de  cierto  siempre  con  lo  que  resulta  det  proceso,  aunque 

que  no  ha  delinquido.  Declararle  criminal,  seria  privadamente  le  conste  la  falsedad  de  las  prue- 
pronunciar  una  mentira,  que  siempre  es  ilícita  bas.  Además,  ¿no  puede  el  juez  en  tal  caso  in- 
como intrínsecamente  mala;  seria  tomar  parte.  ■ kibirse  del  conocimiento  de  la  causa,  y presen- 
con  los  impíos  en  el  atropellamiento  de  la  ver-  tarse  en  ella  como  testigo? 
dad  y de  la  inocencia;  seria  asesinar  al  justo;  ! Si  el  juez  debe  condenar  al  que  le  consta  que 
seria  hollar  las  leyes  naturales  y divinas.  El  es  inocente  cuando  del  proceso  aparece  cuipa- 
Exodo,  en  efecto,  manda  expresamente  á todo  do,  es  claro  que  debe  también,  por  el  contrario, 

juez  (cap.  23}  que  no  tome  la  voz  de  ia  mentira,  absolver  al  que  sabe  de  cierto  que  es  culpado 

ni  se  adhiera  en  sus  fallos  á la  opinión  de  mu-  cuando  del  proceso  resulta  que  es  inocente,  aun- 

chos  para  desviarse  de  la  verdad,  ni  mate  al  que  él  mismo  con  sus  propios  ojos  le  hubiese 

inocente  y al  justo : Non  susdpies  vocern  menda-  visto  cometer  el  crimen.  Esta  es  una  consecuen- 


cia  necesaria  de  la  doctrina  que  liemos 
y esta  en  efecto  sostenida  como  tal  por  Santo 
Tomás,  Navarro,  el  Abad,  Covarrubias,  Caye- 
tano,. Lesio,  Reiffeustuel  y otros  muchos.  Obra 
también  en  su  favor  el  principio  general  de  que 
Adore  non  probante,  reus  est  absoheudns.  Ni 
tampoco  en  este  caso  se  pone  el  juez  en  contra-  | 
dicción  con  su  conciencia;  pues  no  declara  de  I 
un  modo  absoluto  que  el  acusado  es  inocente,  ! 
sino  que  de  las  pruebas  hechas  contra  él  no  re- 
sulta su  culpabilidad  ó delincuencia. 

XII.  Los  jueces  ejecutan  la  ley  aplicándola  á 
las  contestaciones  que  se  someten  á su  decisión, 
y no  pueden  interpretarla  de  un  modo  auténtico 
ni  tampoco  suplirla,  pues  en  el  primer  caso 
usurparían  las  atribuciones  de  la  potestad  legis- 
lativa, y en  el  segundo  harían  arbitraria  la  jus- 
ticia, aunque  bieu  pueden  y aun  deben  valerse 
de  la  interpretación  doctrinal  de  la  ley  para  en- 
tender su  espíritu  y su  verdadero  sentido.  Los 
jueces  han  de  tener  constantemente  en  la  me- 
moria, que  deciden  de  la  fortuna,  de  la  honra  y 
de  la  vida  de  los  ciudadanos,  y que  no  pueden 
hacerlas  depender  de  sola  su  opinión ; en  una 
palabra,  que  son  los  órganos  y no  los  autores  de 
la  ley. 

Pero  no  es  necesario  que  los  casos  sobre  que 
han  de  fallar  se  hallen  comprendidos  in  terminis 
en  las  mismas  leyes;  porque  es  imposible  que 
estas , que  no  hacen  ni  pueden  hacer  mas  que 
establecer  de  antemano  reglas  generales,  pre- 
vean y decidan  todos  los  casos  que  pueden  ocur- 
rir y que  no  suelen  presentarse  sino  con  muchas 
y diferentes  modificaciones.  Así  que,  deben  te- 
ner por  suficiente  los  jueces,  para  asegurar  su 
conciencia,  el  encontrar  analogía  entre  los  prin- 
cipios generales  ó particulares  de  la  legislación 
y el  objeto  del  litigio  que  han  de  terminar.  Los 
juicios  de  esta  especie  son  los  que  establecen  la 
jurisprudencia,  la  cual  es  un  suplemento  del 
texto  preciso  de  la  ley  escrita. 

En  defecto  de  esta  analogía  y de  toda  especie 
de  relación  entre  el  hecho  que  se  ha  de  decidir 
y las  leyes  existentes,  ¿podrá  el  juez  resolver 
ex  aquo  et  bono,  es  decir,  según  las  inspiracio- 
nes de  la  razón  natural;  ó habrá  de  recurrir  inas 
bien  á la  interpretación  del  legislador?  En  el 
primer  caso,  ¿no  se  pone  en  iugar  de  la  ley,  no 
cesa  de  ser  juez,  no  se  constituye  árbitro  ó ar- 
bitrador  por  sola  su  voluntad?  En  el  segundo 
caso,  si  el  legislador  interpreta  una  ley  para 
aplicarla  ó extenderla  á un  caso  particular,  ¿no 
acumula  sus  funciones  legislativas  con  las  judi- 
ciales? Y si  hace  una  ley  nueva,  ¿podrá  apli- 
carse á un  caso  ya  pasado,  sin  que  se  la  revista 
de  potestad  retroactiva?  De  esta  observación  de- 
duce un  escritor  ilustre  , Mr.  de  Rayneval  en  sus 
Instituciones  de  Derecho  natural  y de  gentes . cuán 


irregular  seria  la  práctica  de  los  tribunales  que 
en  cualquier  caso  dudoso  recurriesen  en  con- 
sulta ó al  legislador  ó al  poder  ejecutivo:  esta 
conducta,  añade,  indicaría  de  su  parte  una 
grande  ignorancia  ó una  sujeción  servil;  y bí 
la  ley  constitucional  ordenase  un  recurso  seme- 
jante, en  tal  caso  no  se  conservaría  en  toda  su 
integridad  la  independencia  del  órden  judicial. 
Por  eso  concluye  con  mucha  razón  el  señor  de 
Rayneval,  siguiendo  á los  escritores  de  los  paí- 
ses donde  el  poder  judicial  es  independiente  del 
legislativo  y del  ejecutivo,  que  nunca  debe  el 
juez  detener  sus  fallos  por  razón  del  silencio, 
obscuridad  ó insuficiencia  de  la  ley,  sino  que 
está  obligado  entonces  á buscar  el  auxilio  de  la 
ley  natural . que  es  la  ley  inmutable  del  hombre. 
Podríamos  aquí  reforzar  con  nuevas  razones  esta 
opinión  , que  ya  no  puede  llamarse  propiamente 
opinión  sino  doctrina  generalmente  adoptada,  y 
deshacer  las  dificultades  qne  todavía  se  suscitan 
por  algunos;  pero  queda  ya  desenvuelta  con 
mas  extensión  esta  materia  en  el  artículo  Inter- 
pretación de  las  leyes , especialmente  en  la  parte 
que  trata  de  la  inleprelacion  auténtica,  adonde 
remitimos  al  lector.  Véase  también  Arbitrio  de 
juez,  Efecto  retroaclüo,  pár.  TU,  núm.  V,  11.°,  y 
Equidad. 

Solamente  añadiremos  en  este  lugar,  que 
cuando  el  juez  se  ve  combatido  de  dos  opiniones 
contrarias.  amba3  verdaderamente  probables  por 
las  razones  en  que  se  fundan;  pero  de  las  cuales 
launa  es  mas  probable  que  ¡a  otra,  no  puede 
sentenciar  según  la  opinión  menos  probable, 
dejando  la  mas  probable;  ya  porque  esto  seria 
dar  la  razón  á quien  menos  la  tiene  , ya  porque 
el  Papa  Inocencio  XI  condenó  en  2 de  Marzo 
de  1679  entre  otras  proposiciones  laque  decia 
ser  probable  que  puede  el  juez  juzgar  según 
opinión  menos  probable:  Probabiliter  existimo 
judicem  posse  jndicare  justa  opinionem  etiam  mi- 
nus  probabilem.  Así  es,  que  aun  los  partidarios 
del  probabilísmo  exceptúan  de  sus  doctrinas  á 
los  jueces,  de  quienes  dicen  que  no  pueden  se- 
guir en  sus  juicios  la  opinión  menos  probable, 
sin  hacerse  reos  de  injusticia  y responsables  de 
los  daños  y perjuicios  que  á la  parte  agraviada 
se  siguieren. 

Y no  solo  cuando  entre  dos  opiniones  la  una 
es  mas  probable  que  la  otra,  pero  aun  cuando 
ambas  son  igualmente  probables,  no  puede  abra- 
zar el  juez  libremente  laque  mas  le  acomode, 
pues  que  está  ya  establecido  por  los  principios 
deL  derecho  cuál  es  la  parte  á cuyo  favor  deba 
inclinarse,  esto  es,  á favor  dei  reo,  del  poseedor 
ó del  que  trata  de  evitar  su  daño  contra  el  que 
trata  de  adquirir  ganancia:  Favorabiliores  reí 
potius  f/uam  actores  habentur:  In  pari  causa  pos- 
sessor  potior  haberi  debet:  In  re  obscura  meliits 


estfavere  repetitioni.  quam  adventitio  lucro:  re- 
gias 41 , 125  y 128,  tít.  17,  lib.  50,  Dig.  Excep- 
túanse,  sin  embargo,  las  causas  privilegiadas, 
como  las  de  matrimonio,  libertad,  dote  y testa- 
mento, á cuyo  favor  se  juzga  en  caso  de  duda  ó 
de  igualdad  de  pruebas,  según  los  versos: 

Sial  teslamenlum  , libertas,  coíijugium,  dos. 

Si  sumí  cequales  qv,i  producuntur  tt trinque. 

XIII.  Los  jueces  no  podían  antes  ser  acusa- 
dos durante  su  judicatura,  excepto  de  los  deli- 
tos cometidos  por  razón  de  su  oficio  ó contra  las 
personas  á quienes  hubiesen  de  juzgar;  bien 
que  los  agraviados  podían  querellarse  al  rey 
para  que  dispusiera  la  averiguación  y castigo 
de  sus  yerros  y malfetrías:  ley  11,  tít,  1.“,  Par- 
tida 7.‘  Mas  hoy  ios  jueces  de  primera  instancia 
que  tienen  á su  cargo  la  real  jurisdicción  ordi- 
naria, se  han  igualado  á los.  demás  ciudadanos 
en  lo  respectivo  á los  delitos  comunes  que  pue- 
den cometer , así  como  lo  están  en  las  cansas 
civiles  que  se  ofrezcan  contra  ellos ; de  modo  que 
cualquiera  puede  acusará  un  juez  de  primera 
instancia  de  un  delito  común  y ponerle  deman- 
da por  negocio  civil  ante  cualquiera  otro  de  los 
del  mismo  pueblo,  si  en  él  hubiere  dos  ó mas 
jueces,  ó en  su  defecto,-  ante  el  juez  de  partido 
cuya  capital  esté  mas  inmediata : art.  46  del  re- 
glamento de  26  de  Setiembre  de  1835.  Pero  de 
las  culpas  ó delitos  relativos  al  ejercicio  del  mi- 
nisterio judicial  que  cometieren  los  jueces  de 
primera  instancia  y demás  inferiores,  entre  Los 
cuales  se  comprenden  los  provisores,  vicarios 
generales  y demás  jueces  inferiores  eclesiásti- 
cos cuando  por  tales  delitos  hubiere  de  juzgar-  ¡ 
los  la  jurisdicción  real,  ha  de  conocer  la  Au- 
diencia del  territorio,  ante  la  cual  habrá  de 
presentarse  la  acusación  ó querella:  art.  58, 
atrib.  2,‘,  d.  regí.  El  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia conoce  asimismo  de  las  causas  criminales 
que  por  delitos  comunes  ocurrieren  contra  los 
magistrados  del  mismo  tribunal  y de  las  Au- 
diencias, como  igualmente  de  las  que  por  cul- 
pas ó delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  hubiere  que  formar  contra  magistra- 
dos de  las  Audiencias  del  reino:  art.  90  de  dicho 
reglamento.  V.  Audiencia,  art.  58,  59  y 73,  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  y los  artículos  si- 
guientes. 

* La  responsabilidad  civil  y criminal  de  los 
jueces  y magistrados  cuando  infringieran  leyes 
relativas  al  ejercicio  de  sus  funciones  en  los  ca- 
sos expresamente  previstos  en  el  Código  penal 
ó en  otras  leyes  especiales  y también  por  delitos 
comunes,  se  halla  sancionada  en  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  (arts.  245  al  269),  correspon- 
diendo su  conocimiento  á las  Audiencias  ó al 


Tribunal  Supremo,  según  sea  la  categoría  ó claBe 
de  los  jueces  ó magistrados  infractores.  Véase 
los  arts.  276,  núm.  3.“  y 281,  números  3.°  y 4.° 
que  se  exponen  en  los  de  esta  obra,  Audiencia  y 
Tribunal  Supremo.  Para  conocer  de  los  delitos 
cometidos  en  el  ejercicio  de  las  funciones  judi- 
ciales, es  necesario  celebrar  e*l  juicio  prévio  que 
se  determina  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal: arts.  509  al  529,  expuestos  en  el  de  esta 
obra,  A ntejnicio.  * 

JUEZ  ECLESIÁSTICO.  El  que  ejerce  la  jurisdic- 
ción eclesiástica.  V.  Jurisdicción  eclesiástica. 

JUEZ  SECULAR,  El  que  ejerce  la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  ó común,  llamado  así  por  contra- 
posición al  que  ejerce  la  eclesiástica.  V.  Juris- 
dicción ordinaria. 

JUEZ  ORDINARIO.  Hablando  en  generales  juez 
ordinario  todo  el  que  juzga  ó ejeree  jurisdicción 
por  derecho  propio  de  su  oficio,  ya  ejerza  la  ju- 
risdicción real  ó común  ó cualquiera  de  las  es- 
peciales ó privilegiadas,  como  la  eclesiástica,  la 
militar,  la  de  comercio,  ya  la  ejerza  en  primera, 
ó ulterior  instancia;  de  suerte  que  el  juez  or- 
dinario en  este  sentido  lato  no  se  opone  sino 
al  juez  delegado  y al  árbitro  ó avenidor:  ley 
1.a,  tít.  4.a,  Part.  3.a  Son,  pues,  jaeces  ordina- 
rios los  jueces  municipales , los  jueces  de  parti- 
do, los  magistrados  de  las  Audiencias  territoria- 
les y los  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  así 
como  los  obispos  y arzobispos,  los  capitanes 
generales , los  gobernadores  militares,  los  mi- 
nistros del  Supremo  Tribunal  de  Guerra  y Ma- 
rina, y en  fin,  como  dice  la  citada  ley  de  Partida, 
«todos  los  homes  que  son  puestos  ordenadamente 
para  facer  su  oficio  sobre  aquellos  que  han  de 
judgar  cada  uno  en  los  logares  que  tienen.» 

Pero  en  sentido  mas  estrecho  se  llaman  jueces 
ordinarios  tan  solamente  los  que  ejercen  la  real 
jurisdicción  ordinaria  ó común,  por  contraposi- 
ción á los  que  ejercen  las  especiales  ó privile- 
giadas; porque  aquella  es  la  jurisdicción  gene- 
ral que  naturalmente  comprende  á todos  los  in- 
dividuos del  Estado  y abraza  todas  las  causas 
que  se  les  pueden  ofrecer,  al  paso  que  estas  no 
son  mas  que  desmembraciones  de  ella,  excep- 
ciones de  la  regla,  concesiones  hechas  á ciertas 
clases  de  individuos  por  razón  de  su  profesión  ó 
de  su  estado , ó instituciones  excéntricas  crea- 
das por  razón  de  ciertas  materias  que  exigen  en 
los  jueces  conocimientos  particulares.  Así  es  que 
dudándose  cuál  es  el  juzgado  á que  correspon- 
de conocer  de  cierto  negocio  determinado,  debe 
decidirse  naturalmente  la  competencia  en  favor 
del  juzgado  ó fuero  ordinario,  pues  que  este 
atrae  á sí  como  centro  todas  las  materias  y per- 
sonas que  no  están  expresamente  sometidas  por 
la  ley  á la  jurisdicción  de  jueces  especiales,  Son, 
por  lo  tanto  jueces  ordinarios  en  este  sentido  los 
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jueces  municipales , los  jueces  letrados  de  pri- 
mera instancia  de  los  partidos,  * los  tribunales 
de  partido  y los  jueces  de  instrucción,  cuando  se 
establezcan , * los  magistrados  de  las  Audien- 
cias y los  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  así 
como  antes  lo  eran  los  propios  alcaldes  de  los 
pueblos,  aunque  fuesen  meramente  pedáneos, 
los  corregidores  y alcaldes  mayores,  los  oidores 
y alcaldes  del  crimen  , y los  consejeros  de  Casti- 
lla. V.  Alcalde,  Juez  de  primera  instancia  de  par- 
tido, Audiencia,  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y 
.Jurisdicción  en  sus  diferentes  artículos. 

*JUEZ  MUNICIPAL.  El  funcionario  perteneciente 
á la  jurisdicción  ordinaria  que  interviene  en  la 
administración  de  justicia  en  el  grado  mas  infe- 
rior, habiendo  substituido  á los  jueces  de  paz: 
art.  28  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  y 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  30  de  No- 
viembre de  1871. 

Debe  haber  uno  ó mas  en  cada  término  mu- 
nicipal: art.  12  de  la  ley  de!  poder  judicial;  y to- 
mar su  denominación  del  pueblo  respectivo  en 
que  resida,  y donde  hubiere  mas  de  un  juzgado 
municipal,  lo  tomará,  además,  del  cuartel  en  que 
ejerce  su  jurisdicción:  arts.  15  y 16. 

Los  jueces  municipales  deben  residir  en  el 
término  en  que  ejerzan  sus  funciones:  art.  20. 
No  están  obligados  á salir  del  término  munici- 
pal cuando  ocurrieren  circunstancias  extraordi- 
narias, tales  como  la  de  estar  sitiada  la  pobla- 
ción de  su  resideucia  ó hallarse  ocupada  por 
enemigos;  y son  acreedores  á recompensa  si, 
continuando  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  y 
limitándose  á ella , contribuyeren  al  órden  y ¿ 
disminuir  las  consecuencias  de  las  circunstan- 
cias anormales  en  que  se  encontraren  los  pue- 
blos: art.  22. 

En  los  pueblos  donde  hubiere  mas  de  un  juz- 
gado de  primera  instancia,  debe  asignarse  á 
cada  uno  de  ios  jueces  municipales  un  distrito 
en  el  que  ejerza  sus  funciones  con  las  apelacio- 
nes al  juzgado  de  primera  instancia  del  mismo: 
Real  decreto  de  22  de  Octubre  de  1858. 

El  cargo  de  juez  municipal  es  siempre  bienal 
y obligatorio.  No  obstante,  podrán  excusarse  de 
él  los  mayores  de  sesenta  años;  los  senadores  y 
diputados  á Córtes;  los  que  hubieren  sido  reele- 
gidos antes  de  espirar  los  cuatro  años  siguientes 
á aquel  en  que  hubieren  cesado  en  su  anterior 
cargo,  y los  suplentes  de  jueces  municipales 
durante  los  dos  años  siguientes  á aquel  en  que 
dejaron  de  serlo:  arts.  31  y 32.  Sobre  el  modo  de 
alegar  las  excusas,  se  trata  en  los  artículos  sobre 
el  nombramiento  de  los  jueces  municipales  ex- 
puesto en  la  adición  al  párrafo  IV  del  artículo 
Juez. 

Para  ser  juez  municipal  se  requiere,  adetúá3 
de  las  condiciones  generales  señaladas  en  el  ar- 


tículo 109  expuesto  en  la  adición  al  párrafo  V del 
artículo  Juez  , deberán  saber  leer  y escribir , y 
estar  domiciliados  en  el  pueblo  donde  hubieren 
de  ejercer  sus  funciones  : art.  122. 

No  pueden  ser  jueces  municipales  los  Regis- 
tradores de  la  propiedad:  art.  300  de  la  ley  Hi- 
potecaria. 

No  es  necesario  que  sean  letrados;  pero  donde 
hubiere  letrados  con  aptitud  para  ser  jueces 
municipales,  serán  preferidos  á los  que  no  lo 
fueren , á no  mediar  motivos  que  aconsejen  lo 
contrario:  art.  123. 

Los  jueces  municipales  deben  tener  audiencia 
pública  los  dias  no  feriados  por  el  tiempo  que 
sea  necesario  para  el  despacho  de  los  negocios 
del  dia.  Exceptúanse  los  que  lo  sean  de  pueblo 
que  do  llegue  á quinientos  vecinos,  los  cuales 
podrán  destinar  solo  dos  dias  á la  semana,  si 
bastaren  para  el  despacho:  art,  632. 

En  sus  comunicaciones  y diligencias  debe  es- 
tamparse el  sello  oficial  del  juzgado.  Este  sello 
es  uniforme  en  toda  la  monarquía  , conteniendo 
las  armas  de  España,  y en  la  orla,  eL  nombre  del 
juzgado  (art.  10  de  la  ley  de  tribunales),  cuyo 
coste  se  abona  con  cargo  á los  fondos  municipa- 
les: Real  órden  de  18  de  Marzo  de  1863.  Si  lo  hu- 
biere costeado  el  mismo  juez  y se  negare  á en- 
tregarlo á su  sucesor,  debe  inutilizarse  cruzán- 
dolo, á no  ser  que  este  prefiera  recibir  su  importe 
de  los  fondos  mencionados:  Real  órden  de  26  de 
Febrero  de  1863. 

Acerca  del  juramento  que  deban  prestar  los 
jueces  municipales,  traje,  dotación,  responsa- 
bilidad y destitución,  se  ha  tratado  en  las  adicio- 
nes al  párrafo  IV  del  artículo  Juez. 

La  cesación  en  su  cargo  se  efectúa  al  termi- 
, nar  el  tiempo  de  dos  años,  por  que  lian  sido 
nombrados,  ó al  efectuarse  la  renovación  gene- 
ral, y asimismo,  por  supresión  del  Ayuntamien- 
to del  pueblo  donde  ejercieren  el  cargo,  agre- 
gándose dicho  pueblo  para  todo  lo  relativo  á la 
justicia  de  paz  á la  cabeza  del  nuevo  distri- 
to municipal:  Real  órden  de  18  de  Setiembre 
de  1868. 

Atribuciones  de  los  jueces  municipales. —i.  orres- 
ponde  á los  jueces  municipales  el  conocimiento 
de  los  negocios  siguientes: 

En  materia  civil:  1.”  Intervenir  en  la  celebra- 
ción de  ios  actos  de  conciliación , y llevar  á 
efecto  lo  convenido  en  los  mismos  cuando  no  ex- 
cediere de  la  cantidad  prefijada  para  los  juicios 
verbales,  esto  es,  de  250  pesetas:  art.  270  de  la 
ley  del  poder  judicial  y 218  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil.  V.  Conciliación  (acto  de). 

2. °  Ejercer  la  jurisdicción  voluntaria  en  los 
casos  para  que  expresamente  les  autoricen  las 
leyes:  art.  270  citado, 

3. "  Conocer  en  primera  instancia  y en  juicio 
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verbal  de  las  demandas  cuyo  objeto  no  exceda 
de  250  pesetas,  hasta  la  ejecución  de  la  senten- 
cia: art.  270  citado  y 1162  y 1180  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

4. ”  Dictar  á prevención  las  primeras  provi- 
dencias en  las  testamentarías  ó sucesiones  in- 
testadas, cuando  proceda  según  las  leyes  en  los 
pueblos  donde  no  hubiere  tribunal  de  parti- 
do (hoy  juez  de  primera  instancia)  hasta  que 
este  tome  conocimiento  de  ellas.  Se  entienden 
por  primeras  providencias  para  los  efectos  de 
este  articulo  las  que  tengan  por  objeto  poner 
en  seguridad  los  bienes  de  las  herencias  y pro- 
veer á todo  lo  que  no  admite  dilación,  Cuan- 
do los  jueces  municipales  intervengan  en  estas 
actuaciones,  lo  pondrán  inmediatamente  en  co- 
nocimiento del  tribunal  del  partido  (hoy  juez 
de  primera  instancia]  al  que  remitirán  las  dili- 
gencias que  hubieren  practicado:  art.  270  ci- 
tado y 257  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

5. °  Adoptar,  en  los  casos  que  requieran  una 
determinación  que  sin  daño  de  los  interesados 
no  pueda  diferirse,  providencias  interinas,  dan- 
do cuenta  el  tribunal  de  partido,  con  remisión 
de  los  antecedentes. 

6. ”  Desempeñar  las  comisiones  auxilia tori as 
que  los  jueces  de  instrucción  ó el  tribunal  del 
partido  (hoy  los  jueces  de  primera  instancia)  les 
confieran. 

7. "  Conocer  de  los  demás  juicios  que  se  les 
encomienden  por  las  leyes:  art.  270  citado. 

Corresponde  á los  jueces  municipales  en  ma- 
teria administrativa: 

1. °  Llevar  el  Registro  en  que  se  inscriben  y 
anotan  los  actos  concernientes  al  estado  civil  de  ; 
las  personas:  art.  1.®  de  la  ley  provisional  del  Re- 
gistro civil. 

2. °  Conocer  en  los  expedientes  preliminares 
al  matrimonio  civil  y en  la  celebración  de  este 
(arts.  9.°,  20  y 28  de  la  ley  del  Matrimonio  civil); 
debiendo  tenerse  presente,  que  en  el  dia,  solo 
pueden  los  jueces  municipales  autorizar  los  ma- 
trimonios de  aquellos  que  ostensiblemente  ma- 
nifiesten que  no  pertenecen  á la  Iglesia  católica, 
por  haber  cesado  el  matrimonio  civil  para  todos 
los  católicos  desde  la  reforma  de  aquel  por  el  de- 
creto de  9 de  Febrero  último:  Real  órden  de  27  de 
Febrero  de  1875. 

3. °  Presidir  la  junta  de  parientes  para  pres- 
tar el  consentimiento  para  el  matrimonio  de  los 
menores  y conocer  en  los  expedientes  sobre  el 
mismo:  arte.  8.®  y 15  de  la  ley  de  disenso  paterno 
de  20  de  Junio  de  1862. 

4. °  Intervenir  en  el  procedimiento  adminis- 
trativo para  hacer  efectivas  las  contribuciones: 
Instrucción  de  3 de  Diciembre  de  1869,  decreto 
de  25  de  Agosto  de  1871,  y órden  de  20  de  Octu- 
bre de  1874. 


5. °  Intervenir  cuando  se  publique  la  ley  de 
órden  público,  en  los  casos  que  se  expresan  en 
la  misma  y en  los  decretos  de  22  de  Julio  de  1869 
y de  23  de  Abril  de  1870. 

6. °  Decretar  i a entrada  en  el  domicilio  de  un 
español  ó extranjero  residente  en  España,  en  los 
casos  que  se  expresan  en  la  Real  órden  de  19  de 
Julio  de  1869,  23  de  Febrero  y 5 de  Diciembre 
de  1870,  y reglamento  de  20  de  Marzo  del  mis- 
mo año. 

7. ®  Intervenir  en  la  aplicación  de  la  ley  de 
arbitrios  municipales:  ley  y reglamento  de  arbi- 
trios de  20  de  Abril  de  1870. 

8. "  Inspeccionar  los  Registros  de  la  propiedad 
é intervenir  en  los  expedientes  y diligencias  que 
se  expresan  en  la  ley  Hipotecaria,  y en  los  casos 
que  en  la  misma  se  determinan. 

9°  Ejercer  las  atribuciones  que  les  confiere 
la  ley  del  Notariado  de  1862  en  los  casos  de  va- 
cantes de  notarías  é inspeccionar  estas  y los  ar- 
chivos. 

10.  Como  delegados  de  la  Hacienda,  dar  po- 
sesión á los  compradores  de  bienes  nacionales: 
Real  órden  de  11  de  Enero  de  1862. 

11.  Intervenir  en  la  comprobación  adminis- 
trativa para  lá  contribución  de  subsidio:  regla- 
mento general  de  20  de  Marzo  de  1870. 

12.  Expedir  las  fes  de  vida  de  los  individuos 
de  clases  pasivas:  Real  órden  de  20  de  Febrero 
de  1871. 

Corresponde  á los  jueces  municipales  en  ma- 
teria penal:  1.®  Conocer  en  primera  instancia  de 
los  juicios  de  faltas.  2.°  Instruir  á prevención  las 
primeras  diligencias  en  las  causas  criminales. 
3.®  Desempeñar  las  comisiones  auxiliatorias  que 
les  confieran  los  jueces  superiores:  art.  271  de  la 
ley  del  poder  judicial. 

Suplencia  por  los  jueces  municipales. — Los  jue- 
ces municipales  de  las  cabezas  de  circunscrip- 
ción, si  fueren  letrados,  y en  otro  caso  sus  su- 
plentes que  lo  fueren,  reemplazarán  á los  jueces 
de  instrucción.  Ninguno  que  tenga  la  circuns- 
tancia mencionada  podrá  excusarse  del  desem- 
peño de  esta  sustitución : art.  69  de  la  ley  del 
poder  judicial. 

Cuando  ni  los  jueces  municipales  ni  sus  su- 
plentes fueren  letrados , se  dará  cuenta  al  pre- 
sidente de  la  Audiencia  para  que  nombre  á un 
aspirante  ó á otro  letrado,  que  se  encargue  del 
juzgado  de  instrucción,  desempeñando  entre 
tanto  sus  funciones  el  juez  municipal:  art.  70. 

Los  jueces  municipales  que  no  siendo  letrados 
desempeñaren  accidentalmente  juzgados  de  ins- 
trucción, se  asesorarán , para  ejercer  la  juris- 
dicción, de  un  letrado,  en  todo  lo  que  no  sea 
de  mera  tramitación.  Cuando  esto  suceda,  el 
sueldo  que  en  su  caso  debiera  corresponder  al 
juez  municipal  en  sus  funciones  de  juez  de  ins- 
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truccion , se  invertirá , hasta  donde  alcance , en 
los  honorarios  que  devengue  el  asesor:  art.  71. 

Mientras  que  el  juez  municipal  esté  encarga- 
do de  las  funciones  de  juez  de  instrucción,  será 
reemplazado  en  sus  funciones  propias  por  su 
suplente:  art.  72. 

Suplentes  de  los  jueces  municipales. — En  cada 
juzgado  municipal  habrá  un  juez  suplente  que 
reemplazará  al  propietario  en  los  casos  de  va- 
cante, enfermedad,  ausencia,  incompatibilidad, 
recusación  ó de  cualquier  otro  impedimento  le- 
gítimo del  propietario:  art.  65. 

Cada  juez  municipal,  antes  de  tomar  posesión 
de  su  cargo,  ó á lo  sumo  dentro  de  los  ocho  dias 
siguientes  á aquel  en  que  la  hubiese  tomado, 
propondrá  en  terna  las  personas  entre  las  que 
se  haya  de  elegir  un  suplente , expresando  las 
condiciones  que  determinen  su  capacidad  legal 
y la  respectiva  preferencia  entre  los  propuestos. 
Esta  propuesta  la  elevará  al  presidente  de  la 
Audiencia  por  conducto  del  presidente  del  tri- 
bunal del  partido,  el  cual  la  acompañará  con 
su  informe:  art.  66. 

Es  extensivo  á los  jueces  municipales  suplen- 
tes lo  que  respecto  á lo  obligatorio  del  cargo , á 
la  capacidad  legal  para  obtenerlo,  á su  dura- 
ción, á las  exenciones,  incompatibilidades,  re- 
clamaciones y vacantes  que  ocurrieren  antes 
de  terminar  el  tiempo  ordinario  de  sus  funcio- 
nes, se  establece  en  esta  ley:  art.  67. 

Cuando  quedaren  vacantes  simultáneamente 
los  cargos  de  juez  municipal  y de  suplente,  ó 
por  cualquiera  de  las  causas  expresadas  en  la 
ley  no  pudiere  ninguno  de  ellos  desempeñar  sus 
funciones , serán  reemplazados  por  los  que  hu- 
biesen sido  jueces  municipales  en  los  años  in- 
mediatamente anteriores,  por  órden  inverso, 
con  exclusión  de  los  suplentes:  art.  68.  * 

JUEZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA.  El  juez  á quien 
toca  conocer  en  primer  grado  de  las  causas  ci- 
viles ó criminales  pertenecientes  á la  j urisdic- 
cion  que  ejerce,  ora  sea  esta  la  ordinaria  6 co- 
mún, ora  sea  alguna  de  las  especiales  ó privile- 
giadas. Así  que,  son  jueces  de  primera  instancia 
los  jueces  de  partido,  los  jueces  municipales 
cuando  entienden  de  los  juicios  verbales,  los 
obispos  y sus  delegados,  los  vicarios  diocesanos, 
los  capitanes  generales  con  sus  auditores,  y lo 
eran  antes  los  intendentes  de  rentas  con  sus 
asesores , los  tribunales  de  comercio  con  sus  le- 
trados consultores,  etc. 

JUEZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA  DE  PARTIDO.  Eljuez 
letrado  establecido  en  cada  uno  de  los  partidos 
ó distritos  en  que  está  dividido  el  territorio  de 
cada  Audiencia,  para  conocer  en  primer  grado 
de  las  causas  civiles  y criminales  que  pertene- 
cen á la  real  jurisdicción  ordinaria. 

1.  En  cada  partido  ó distrito , compuesto  de 


mayor  ó menor  número  de  pueblos,  según  su 
respectivo  vecindario,  hay  un  juzgado  de  pri- 
mera instancia  con  un  juez  letrado  que  conoce 
de  todos  los  negocios  que  no  están  sometidos  á 
jurisdicciones  especiales,  con  dos  6 mas  escri- 
banos que  autorizan  los  actos  judiciales,  con  un 
promotor  fiscal  que  representa  y defiende  los 
derechos  de  la  sociedad  en  general,  con  procu- 
radores que  representando  las  personas  que  liti- 
gan y siguen  los  pleitos  á nombre  de  estas , con 
alguaciles  que  ejecutan  las  diligencias  que  el 
juez  pone  á su  cargo , y con  un  subalterno  infi- 
mo llamado  pregonero  ó voz  pública  para  cier- 
tas actuaciones. 

Los  juzgados  de  primera  instancia  están  divi- 
didos en  tres  clases,  de  entrada,  de  ascenso , y 
de  término , aunque  todos  son  iguales  en  atri- 
buciones. Los  jueces  de  primera  instancia  tie- 
nen señalado  sueldo  fijo  en  la  ley  de  presu- 
puestos , habiéndose  suprimido  los  derechos  de 
arancel  respecto  de  los  mismos  por  Real  órden 
de  27  de  Diciembre  de  1851,  y quedando  solo  vi- 
gentes los  que  se  les  señalaron  en  1846  para  las 
provincias  de  Navarra  y Vascongadas. 

II.  Para  ser  nombrado  juez  letrado  de  prime- 
ra instancia,  se  requiere  haber  nacido  en  el  ter- 
ritorio español  y ser  mayor  de  veinticinco  años: 
Constitución  de  1812,  art.  251.  También  es  nece- 
saria á este  efecto  la  reunión  de  las  demás  cali- 
dades que  exigen  las  leyes  y que  se  han  expresado 
en  el  artículo  Juez. 

Según  el  Real  decreto  de  29  de  Diciembre  de 
1838,  deben  proponerse  para  jueces  de  primera 
instancia  de  entrada  por  su  órden  de  preferencia; 
1.",  los  que  hayan  servido  por  dos  años  con  bue- 
na nota  una  promotoría  fiscal;  2°,  los  que  hayan 
ejercido  por  cuatro  años  la  abogacía  con  estudio 
abierto  y reputación,  cuyas  circunstancias  lian 
de  acreditarse  mediante  informe  del  tribunal  en 
que  los  propuestos  hubiesen  ejercido  su  profe- 
sión ; 3.“,  los  que  hayan  desempeñado  por  igual 
tiempo  en  comisión,  sustitución  ó propiedad,  al- 
guna relatoría,  agencia  fiscal,  asesoría  de  rentas 
ú otros  encargos  semejantes;  4.°,  los  que  hayan 
explicado  por  dicho  tiempo  alguna  cátedra  de 
derecho  en  establecimiento  aprobado:  art.  4.° 

Para  juzgados  de  ascenso  han  de  proponerse 
' por  su  órden  también  de  preferencia:  l.°,  los  que 
hayan  servido  en  judicatura  de  entrada  por  lo 
menos  tres  años;  2.”,  los  que  hayan  desempeñado 
por  cinco  años  promotorías  fiscales ; 3.°,  los  que 
reúnan  los  requisitos  expresados  para  poder  ob- 
tener judicatura  de  entrada,  aunque  entendién- 
dose de  ocho  años  el  tiempo  señalado,  y bastando 
! solo  siete  si  la  abogacía  se  hubiere  ejercido  con 
! crédito  en  tribunales  superiores:  art.  5.° 

¡ Para  juzgados  de  término  deben  proponerse: 
i l.°,  los  que  hayan  servido  por  lo  menos  dos  años 
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en  juzgados  de  ascenso,  ó cinco  en  los  de  entra- 
da; 2.“,  los  que  lleven  de  servicio  siete  años  lo 
menos  en  promotorías  fiscales ; 3.“,  los  que  hu- 
bieren ejercido  por  diez  años  las  funciones  que 
se  requieren  para  ser  juez  de  entrada,  bastando 
nueve  años  de.  abogacía  si  se  hubiere  ejercido 
con  reputación  en  tribunales  superiores:  art.  6.° 

Para  completar  el  número  de  años  que  respec- 
tivamente se  exigen  para  cada  uno  de  los  casos 
expresados,  pueden  computarse  los  años  servi- 
dos en  cada  uno  de  los  cargos  que  en  ellos  se 
mencionan  y los  de  ejercicio  de  la  abogacía,  ob- 
servándose siempre  la  preferencia  indicada: 
l.°,  de  los  años  de  judicatura;  2.°,  de  los  servidos 
en  promotorías;  3.°,  de  los  demás  cargos  ó profe-  1 
siones  por  el  órden  allí  señalado.  * Véase  la  adi-  I 
cion  al  párrafo  siguiente.  * 

III.  El  que  hubiere  sido  nombrado  juez  de 
primera  instancia , debe  presentarse  en  la  Au- 
diencia del  territorio  á prestar  juramento  de 
guardar  la  Constitución,  ser  fiel  al  Rey,  observar 
las  leyes  y administrar  imparcialmente  la  justi- 
cia (art.  279  de  la  Constitución  de  1812),  como 
igualmente  á tomar  posesión  de  su  destino  en  la 
cabeza  del  partido  dentro  del  término  legal,  á no 
ser  que  se  le  haya  concedido  otro  término  en  la 
órden  ó título  de  nombramiento,  bajo  la  inteli- 
gencia de  que,  no  haciéndolo  así,  ó solicitando 
próroga,  se  entiende  que  renuncia  la  judicatura, 
y aun  queda  sin  efecto  la  posesión  que  se  le  die- 
re después  de  finalizado  el  plazo:  Real  órden  de 
28  de  Febrero  de  1838. 

La  posesión  se  da  al  nuevo  juez  por  el  juez  ce- 
sante si  se  bailare  todavía  en  ejercicio,  ó en  su 
defecto,  por  el  que  desempéñala  jurisdicción,  en 
vista  de  la  certificación  de  haber  prestado  el  cor- 
respondiente juramento  ante  la  Audiencia  (Real 
órden  de  9 de  Noviembre  de  1833);  y de  este  acto 
se  extiende  diligencia  autorizada  por  escribano. 

Acerca  de  lo  prescrito  sobre  licencias,  véase  el 
artículo  de  esta  obra  Licencias  de  los  jueces. 

* La  ley  orgánica  del  poder  judicial  ha  susti- 
tuido los  jueces  de  primera  instancia  creados  por 
el  reglamento  provisional  de  1835  para  la  admi- 
nistración de  justicia,  con  los  tribunales  de  par- 
tido y los  jueces  de  instrucción,  si  bien  mientras 
no  se  organicen  estos  tribunales  y judicatura, 
continuarán  aquellos  en  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción que  les  fué  conferida  por  las  leyes  ante- 
riores, ocupando  el  lugar  de  estos,  y rigién- 
dose también  por  las  disposiciones  de  la  ley  del 
poder  judicial  sobre  los  mismos  y demás  que 
puedan  serles  aplicables,  según  la  circular  de 
30  de  Setiembre  de  1870,  en  que  se  prescribe, 
que  corresponden  á los  jueces  de  primera  ins- 
tancia las  atribuciones  que  en  la  ley  orgánica 
se  asignan  á los  tribunales  de  partido  ó sus  pre- 
sidentes, ó á cualquiera  de  los  jueces  que  los 


han  de  componer;  y que  dicha  ley  debe  ser 
guardada  y cumplida  desde  su  publicación  por 
los  tribunales  y juzgados  con  arreglo  á la  ley 
de  3 de  Noviembre  de  1837  en  todo  aquello  cuya 
observancia  sea  posible,  antes  de  plantearse  la 
nueva  organización  de  los  tribunales  ó de  re- 
formarse los  actuales  procedimientos  civiles  y 
criminales.  Debe  tenerse  asimismo  presente,  que 
conforme  á la  regla  14  transitoria  de  dicha  ley 
orgánica,  para  fijar  según  ella  la  nueva  catego- 
ría de  los  jueces  y cesantes,  se  considerará:  á los 
jueces  de  entrada,  como  jueces  de  instrucción;  á 
los  jueces  de  ascenso,  como  jueces  de  tribunales 
de  partido  de  ingreso;  y á los  jueces  de  término, 
como  presidentes  de  tribunales  de  partido  de  in- 
greso ó jueces  de  tribunales  de  partido  de  ascen- 
so. V.  Tribunal  de  partido  y Juez  de  instrucción  . 

Respecto  á la  provisión  de  los  juzgados  de 
primera  instancia,  la  falta  de  congruencia  entre 
las  prescripciones  de  la  ley  provisional  y la  or- 
ganización antigua  de  los  tribunales,  en  su 
mayor  parte  todavía  subsistente,  obligó  á pres- 
cribir sobre  dicha  provisión , por  decreto  de  8 
de  Mayo  de  1873  lo  siguiente. 

Los  juzgados  de  entrada  vacantes  ó que  vaca- 
ren, se  proveerán  en  aspirantes  á la  judicatura 
y en  j ueces  cesantes  de  igual  categoría ; los  de 
ascenso  en  jueces  de  entrada  activos  ó cesantes, 
y los  de  término  en  jueces  de  ascenso  activos  ó 
cesantes  , ajustándose  á las  siguientes  reglas. 

1. *  En  la  provisión  de  los  juzgados  de  entra- 
da se  darán  cinco  turnos  á los  aspirantes , tres 
de  ellos  en  la  forma  prevenida  en  el  caso  l."  del 
art.  123  de  la  ley  provisional  de  organización 
del  poder  judicial  (esto  es,  á los  que  tuvieran 
los  dos  primeros  números  en  el  cuerpo  de  aspi- 
rantes), y dos  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
caso  2.°  (esto  es,  á los  que  el  Gobierno  conside- 
rare mas  dignos  entre  todos  los  que  correspon- 
dan al  mismo  cuerpo  de  aspirantes,  con  tal  que 
lleven  en  él  un  año  por  lo  menos).  Otros  dos 
turnos  se  proveerán  en  los  cesantes,  de  conformi- 
dad con  la  dispuesto  en  la  8.a  de  las  disposicio- 
nes transitorias  de  la  misma  ley.  Dicha  disposi- 
ción 8.a  previene,  que  mientras  existan  cesantes 
de  la  carrera  judicial  que  hubieren  sido  decla- 
rados merecedores  de  volver  á ella,  se  añadirá 
un  turno  mas  respecto  á los  magistrados,  y dos 
respecto  á los  jueces,  de  los  señalados  en  cada 
clase  para  ingreso  ó ascenso. 

2. a  En  la  provisión  de  los  juzgados  de  ascen- 
so y de  término  se  darán  á los  j ueces  activos  de 
categoría  inmediatamente  inferior,  los  cinco 
turnos  prevenidos  en  el  art.  128  de  la  ley  provi- 
sional, y dos  á los  cesantes  que  hayan  desem- 
peñado juzgados  de  igual  categoría,  de  con- 
formidad con  la  disposición  transitoria  antes 
citada.  El  art.  128  á que  se  refiere  el  anterior, 


previene,  que  de  cada  cinco  vacantes  que  ocur- 
ran en  los  tribunales  de  partido,  se  confieran 
dos  á los  que  ocuparen  los  dos  primeros  núme- 
ros en  la  escala  del  grado  inmediatamente  infe- 
rior, siempre  que  no  hubieren  sufrido  en  los  dos 
últimos  años  mas  de  dos  correcciones  discipli- 
na!, ias,  dos  á los  que  el  Gobierno  considere  mas 
dignos  entre  los  jueces  comprendidos  en  la  mi- 
tad superior  de  la  escala  inferior  sobredicha,  y 
una,  al  juez  de  dicha  escala  inferior  que  el  Go- 
bierno juzgue  mas  digno  de  entre  todos  los  de 
su  clase. 

Mas  por  decreto  de  14  de  Enero  de  1874,  se 
dispuso  quedase  derogado  el  referido,  así  como 
el  (le  3 de  Octubre  de  1873  aclaratorio  del  mis- 
mo, quedando  restablecidas  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  las  disposiciones  del  poder  judicial  que 
por  ellos  hubieren  sido  derogadas  ó modifica- 
das. Y.  Tribunal  de  partido. 

Últimamente,  por  decreto  de  23  de  Enero  de 
1875  se  han  dictado  las  siguientes  disposiciones. 

La  provisión  de  cargos  del  órden  judicial  y 
del  ministerio  fiscal  se  harán  por  lo  que  resulte 
de  los  escalafones  de  sus  diversas  categorías,  en 
los  cuales  se  comprenderá  tanto  á los  funciona- 
rios activos  como  á los  cesantes,  según  su  anti- 
güedad , estimada  por  el  tiempo  que  lleven  de 
servicio  en  estas  carreras.  Para  determinar  la 
antigüedad,  se  contará  por  la  mitad  el  tiempo 
de  servicio  en  cargos  que  según  la  décima  dis- 
posición transitoria  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  han  de  considerarse  como  asimilados 
á los  judiciales,  yelde  cesantía,  siempre  que 
al  ser  declarado  el  funcionario  en  esta  situación 
pasiva  hubiere  servido  seis  años  en  su  carrera  ó 
destino  asimilado  á ella:  art.  l.° 

Dicha  disposición  décima  aquí  citada  previe- 
ne, que  los  jaeces  y magistrados  que  antes  de  : 
la  publicación  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial hubieren  obtenido  y desempeñado  en  pro- 
piedad en  el  ministerio  de  Gracia  y Justicia  pla- 
za de  número  que  por  disposición  expresa  les 
diere  categoría  y derecho  para  obtener  cargos 
judiciales,  conservarán  su  derecho  y serán  nom- 
brados según  su  antigüedad,  previa  la  califica- 
ción de  sus  expedientes,  en  las  vacantes  que 
ocurran  de  sus  respectivas  clases. 

Ráse  dispuesto  asimismo  por  el  decreto  cita- 
do que  mientras  existan  cesantes  de  la  carrera 
judicial  se. proveerán  las  vacantes  que  por  cual- 
quiera causa  ocurran  en  ella,  con  sujeción  á las 
reglas  siguientes: 

1.*  De  cada  dos  vacantes  d a juzgados  de  en- 
trada, una  se  proveerá  en  cesante  de  la  misma 
categoría  y otra  cu  la  forma  expresada  en  los 
arts,  123, 124  y 125  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial. Estos  artículos,  que  versan  sobre  el  modo 
de  proveerse  los  juzgados  de  instrucción,  dispo- 
Tomo  m. 


| nen  lo  siguiente.  Dichos  juzgados  se  proveerán 
únicamente  en  aspirantes  á la  judicatura,  con- 
firiendo de  cada  cinco  vacantes , dos  á los  que 
tengan  los  dos  primeros  números  en  el  cuerpo 
de  aspirantes ; dos  á los  que  el  Gobierno  consi- 
dere mas  dignos  entre  los  aspirantes  compren- 
didos en  la  tercera  parte  superior  de  la  escala; 
una  al  que  el  Gobierno  considere  mas  digno 
entre  todos  los  que  correspondan  al  mismo  cuer- 
po de  aspirantes,  con  tal  que  lleve  eu  él  un  año 
por  lo  menos:  art.  123.  Cuando  en  el  caso  del 
párrafo  segundo  del  articulo  anterior,  el  núme- 
ro de  individuos  que  compongan  la  escala  no 
sea  exactamente  divisible  por  tres , se  entende- 
rán comprendidos  en  el  tercio  superior  de  elLa 
los  que  formen  el  residuo  de  dicha  división  y 
tengan  los  números  inmediatos  al  último  de  los 
que  compongan  el  mismo  turno  superior:  ar- 
tículo 124.  Los  aspirantes  postergados,  mientras 
lo  estuvieren,  dejarán  de  ser  promovidos  á la 
judicatura  cuando  les  corresponda  por  rigurosa 
antigüedad  , sin  que  puedan  tampoco  proveerse 
en  ellos  las  tres  vacantes  mencionadas  en  los 
números  2.°  y 3.'  del  artículo  123:  art.  125. 

Dispone  también  la  regla  1."  del  decreto  de  23 
de  Enero  citado,  que  las  plazas  que  se  provean 
en  cesantes,  se  darán  una  por  antigüedad  y otra 
por  elección ; que  luego  que  sean  colocados  todos 
los  aspirantes  á la  judicatura,  serán  nombrados 
en  su  turno  los  promotores,  que  procediendo  de 
la  clase  de  aspirantes  al  ministerio  fiscal,  hayan 
sido  reconocidos  sin  causa  que  les  haga  desme- 
recer en  el  concepto  público,  y que  aunque  se 
extingan  las  clases  de  aspirantes  á la  judicatura 
y de  promotores  removidos  con  las  circunstan- 
cias expresadas  en  el  párrafo  anterior,  no  sellará 
nueva  convocatoria  mientras  haya  jueces  de 
entrada  cesantes  en  aptitud  para  volver  al  ser 
vicio. 

2.a  De  cada  cuatro  vacantes  de  juzgado  de  as- 
censo ti  término,  las  dos  primeras  se  proveerán 
en  cesantes  de  la  respectiva  clase  , una  por  an  - 
tigüedad  y otra  por  elección  , y las  otras  dos  en 
jueces  activos  ó cesantes  de  la  ciase  inmediata 
inferior,  dándose  una  al  mas  antiguo  y otra  ai 
que  el  Gobierno  elija  entre  los  que  lleven  tres 
años  de  servicio  efectivo  en  ella.  (Las  demás  dis  - 
posiciones que  versan  sobre  reposición  de  cesan- 
tes, se  refieren  á las  vacantes  de  cargos  de  ma- 
gistratura ó del  ministerio  fiscal,  por  lo  que  nos 
haremos  cargo  de  ellas  al  tratar  de  estos  funcio- 
narios.) 

En  eí  art.  7.”  se  dispone,  que  los  funcionarios 
de  la  carrera  judicial  ó de  la  fiscai  que  hayan 
sido  jubilados  contra  su  voluntad  y no  hubieren 
cumplido  la  edad  prescrita  eu  los  arts.  231)  v 832 
de  la  ley  orgánica  (el  231)  establece  respecto  de 
los  jueces  de  instrucción  65  años,  y de  los  jueces 
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de  partido  y magistrados  70,  y el  832  dispone,  I 
respecto  de  los  funcionarios  del  ministerio  fiscal,  ! 
que  rijan  las  disposiciones  del  art.  239),  podrán 
volver  al  servicio  si  lo  solicitaren,  y del  expe-  1 
diente  que  se  forme  resultare  su  aptitud  para 
desempeñar  el  cargo  que  ejercían.  Los  que  ha- 
yan sido  jubilados  á su  instancia  y reunieren 
las  mismas  condiciones,  podrán  también  volver 
al  servicio,  pero  reintegrando  al  Tesoro  de  una 
vez  ó por  descuentos  sucesivos  del  sueldo  que 
hayan  de  disfrutar  la  diferencia  que  resulte 
entre  el  haber  que  les  habria  correspondido  co- 
mo cesantes  y el  que  hayan  percibido  como  ju- 
bilados comprendidos  en  el  artículo  anterior. 

IV.  Los  jueces  letrados  de  primera  instancia 
deben  residir  en  la  cabeza  del  partido;  y en  caso 
de  que  tengan  que  salir  de  ella  con  el  objeto  de 
evacuar  diligencias  de  importancia  en  alguno 
de  los  pueblos  del  mismo  , como  también  en  los 
casos  de  ausencia  por  cualquiera  otra  razón  , y 
en  los  de  muerte,  enfermedad  ú otro  impedi- 
mento legitimo,  deben  entregar  el  juzgado  al 
suplente  que  haya  de  sustituirles:  art.  54  del 
reglamento  de  2(5  de  Setiembre  de  1835.  4 De  lo 
contrario  podrían  incurrir  en  el  delito  de  pro- 
longación indebida  de  funciones  públicas  y en 
las  penas  impuestas  en  el  art.  385  del  Código 
penal  de  1870,  * 

Cuando  en  una  población  hay  dos  ó mas  jue- 
ces de  primera  instancia , como  sucede  en  Ma- 
drid, Zaragoza , Barcelona  y otras  capitales  de 
provincia,  debe  ser  sustituido  un  juez  por  otro 
en  caso  de  muerte,  enfermedad,  ausencia  ú otro 
impedimento  de  alguno  de  ellos,  ya  porque  to- 
dos tienen  igual  jurisdicción  en  el  partido,  ya 
porque  siendo  consecuencia  de  este  principio 
que  nunca  esta  j urisdíccion  se  halia  vacante  por  ■ 
faltar  uno  de  los  jueces  , no  es  necesario  buscar 
fuera  de  ellos  persona  que  la  desempeñe,  ni  es 
por  lo  tanto  aplicable  entonces  la  disposición 
del  art.  54  del  reglamento  que  parece  limitada 
únicamente  al  caso  de  que  no  haya  otros  jueces 
letrados  en  el  pueblo.  Así,  en  efecto  se  ha  deci- 
dido por  Real  órden  de  7 de  Marzo  de  1840 , la 
cual  no  se  halla  en  la  colección  de  leyes,  decre- 
tos y órdenes  que  publica  el  Gobierno. 

Aunque  el  juez  debe  residir  en  el  pueblo  que 
es  cabeza  del  partido,  puede  sin  embargo,  cuan- 
do este  no  ofrezca  seguridad  por  razón  de  ene- 
migos ó facciosos,  trasladar  su  domicilio  con  co- 
nocimiento y aprobación  de  la  Audiencia  á otro 
punto  que  la  ofrezca,  desde  el  cual  administrará 
justicia  en  cuanto  le  sea  posible  á los  pueblos  de 
su  partido  jurisdiccional.  * Está  conforme  con 
esta  prescripción  la  del  art,  21  de  la  ley  de  orga- 
nización de  tribunales  respecto  de  los  jueces  de 
instrucción,  tribunales  de  partido  y Audiencias 
que  se  bailen  en  tal  caso,  pero  no  debiendo  salir 


del  partido  jurisdiccional,  mientras  sea  posible.* 
Si  estando  así  emigrado  tuviere  que  ausentarse 
ó no  pudiere  despachar  los  negocios  de  su  com- 
petencia por  enfermedad,  traslación  ó cualquier 
otro  motivo  legitimo,  ha  do  ser  sustituido  por  el 
juez  de  primera  instancia  del  partido  en  que  es- 
tuviese refugiado;  pero  si  en  este  mismo  parti- 
do se  hallare  algún  otro  juez  refugiado  por  la 
misma  causa,  será  sustituido  entonces  por  el 
juez  del  partido  cuya  capital  esté  mas  inmedia- 
ta á la  del  suyo , ora  lo  sea  uno  de  los  refugia- 
dos, ora  el  titular  ó propietario  del  pueblo  en 
que  residen.  Desde  el  momento  en  que  cese  la 
inseguridad , cesa  por  el  mismo  hecho  la  facul- 
tad concedida  para  la  traslación:  Real  órden  de 
31  de  Agosto  de  1838. 

V.  Los  jueces  de  primera  instancia  no  son 
nombrados  ahora  como  antes  los  corregidores  y 
alcaldes  mayores  por  tiempo  determinado;  pero 
si  alguno  hubiere  obtenido  su  título  con  esta  cir- 
cunstancia de  restricción,  no  tiene  que  cesar  en 
su  empleo  por  sola  la  espiración  del  tiempo  con- 
cedido , pues  podrá  continuar  sirviéndole  sin 
necesidad  de  próroga  expresa,  hasta  que  S.  M. 
resolviere  otra  cosa:  art.  55  del  reglamento  de 
20  de  Setiembre  de  1835.  Mas  el  juez  que  hubie- 
re sido  separado  ó removido  en  virtud  de  forma- 
ción de  causa  ó por  otra  razón  , no  podrá  conti- 
nuar administrando  justicia,  pues  que  ha  per- 
dido la  confianza  que  S.  M.  le  habia  dispensado. 

El  juez  que  fuere  trasladado  ó ascendido  á otro 
juzgado  ó destino,  debe  entregar  la  jurisdic- 
ción , luego  que  reciba  la  órden  de  su  nombra- 
miento, á la  persona  designada  por  las  disposi- 
ciones vigentes , á menos  que  se  le  previniese 
otra  cosa  por  ia  secretaría  del  despacho  de  Gra- 
cia y Justicia:  Real  órden  de  20  de  Diciembre 
de  1839. 

VI.  La  autoridad  de  los  jueces  letrados  de 
primera  instancia  se  Limita  precisamente  á lo 
contencioso  (esto  es,  á lo  judicial),  á la  persecu- 
ción y castigo  de  los  delitos  comunes,  y á la 
parte  de  policía  judicial  que  las  leyes  y regla- 
mentos le  atribuyen;  y nunca  puede  mezclarse 
en  lo  gubernativo  ó económico  de  los  pueblos, 
como  antes  se  mezclaba  la  de  los  corregidoi'es  y 
alcaldes  mayores:  art.  39  del  reglamento  de  2G 
de  Setiembre  de  1835. 

Los  jueces  de  primera  instancia  son,  cada  uno 
en  el  partido  ó distrito  que  le  esté  asignado,  los 
únicos  á quienes  compete  conocer  en  primer 
grado  de  todas  las  causas  civiles  y criminales 
que  en  él  ocurran  correspondientes  á la  real 
jurisdicción  ordinaria,  inclusas  las  que  antes 
se  llamaban  casos  de  corle  , y salvo  lo  dispuesto 
con  respecto  á los  alcaldes  (hoy  á los  jueces  mu- 
nicipales), exceptuándose  solamente  las  cansas 
que  en  primera  instancia  están  reservadas  á las 
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Audiencias  territoriales  y al  Supremo  Tribunal 
de  Justicia,  como  asimismo  las  que  pertenecen 
A jurisdicciones  privilegiadas  A especiales:  ar- 
tículo 36  del  regíame  uto.  V.  Alcalde,  Caso  de 
córte , y Jurisdicción  en  sus  diferentes  artículos. 

Como  ha  habido  hasta  estos  últimos  tiempos 
tantas  jurisdicciones  privilegiadas,  de  las  cuales 
unas  subsisten  todavía  y otras  han  cesado  en  . 
todo  ó en  parte,  creemos  oportuno  poner  aquí  á 
la  vista  que,  sin  perjuicio  y aun  en  virtud  de  la 
regla  general  establecida,  corresponden  k la 
real  jurisdicción  ordinaria  ó común  de  los  jue- 
ces letrados  de  primera  instancia  de  los  partidos 
los  negocios  siguientes: 

1. °  Los  pleitos  civiles  de  menor  y de  mayor 
cuantía  pertenecientes  al  fuero  común,  enten- 
diéndose por  pleitos  de  menor  cuantía  todos 
aquellos  en  que  la  cantidad  ó valor  de  la  cosa 
qne  se  litiga  excede  * de  250  pesetas,  pero  no 
pasa  de  750,  art.  1133  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil ; * y por  pleitos  de  mayor  cuantía  todos 
los  que  pasan  de  las  indicadas  cantidades;  con 
la  diferencia  que  de  las  demandas  civiles  cuya 
entidad  no  pase  de  250  pesetas,  pueden  conocer 
los  jueces  municipales  en  juicio  verbal.  Délas 
demandas  que  pasen  de  esta  suma  conocen  los 
jueces  de  primera  instancia  en  juicio  escrito, 
aunque  con  tramites  mas  breves  que  los  juicios 
ordinarios;  yen  juicio  ordinario  de  todos  los 
demás  pleitos  de  mayor  importancia;  reglamen- 
to de  26  de  Setiembre  de  1835:  arts.  31, 40,  41  y 
43,  y ley  de  10  de  Enero  de  1838  y 273  de  la  ley  , 
de  tribunales.  * V.  Alcalde.— Juicio  verdal, — 
Juicio  ordinario  civil. 

2. °  Los  juicios  sumarios  que  en  cualquiera 
provincia  se  intenten  sobre  despojo  ó perturba- 
ción en  la  posesión  de  alguna  cosa  profana  ó 
espiritual,  sea  lego,  eclesiástico  ó militar  el 
despojante  ó perturbador,  y aun  los  juicios  ple- 
nariosde  posesión  si  las  partes  los  promovieren, 
con  las  apelaciones  á las  Audiencias;  reserván- 
dose los  de  propiedad  á los  jueces  competentes, 
siempre  que  se  trate  de  cosa  cuyo  conocimiento 
corresponda  á jurisdicción  especial,  * y según 
el  art.  692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
corresponde  también  á los  jueces  de  primera 
instaucia  el  conocimiento  de  los  demás  inter- 
dictos de  adquirir,  ó de  retener  la  posesión  y los 
que  tienen  por  objeto  impedir  una  obra  nueva 
ó que  una  obra  vieja  cause  daño.  * V.  Interdic- 
to y Despojo. 

3. ”  El  conocimiento  de  todas  las  diligencias 
judiciales  sobre,  asuntos  civiles,  aunque  no  sean 
contenciosas : arts.  32  y 45  del  reglamento.  Véa-  j 
se  Alcalde. 

4. ”  Las  causas  civiles  y las  criminales  sobre 
delitos  comunes , que  ocurran  contra  lo3'alcal- 
des  de  los  pueblos  de  su  partido , art.  46  del  re-  I 


glamento ; pero  no  las  causas  criminales  por  de- 
litos <!>  excesos  qne  estos  cometieren  en  el  ejer- 
cicio de  las  funciones  judiciales  que  les  están 
encomendadas,  pues  estas  cansas  deben  seguir- 
se en  primera  y segunda  instancia  ante  la  Au- 
diencia del  territorio,  ya  porque  los  alcaldes  se 
califican  en  los  arts.  31,  32  y 34  del  reglamento 
como  jueces  ordinarios  de  sus  respectivos  pue- 
blos, y por  consiguiente  como  jueces  inferiores 
de  cuyos  delitos  cometidos  en  el  oficio  no  cono- 
cen sino  las  Audiencias  según  el  art.  58,  ya 
porque  dichos  tribunales  superiores  lian  admi- 
tido generalmente  y aplicado  esta  doctrina  en 
los  muchos  casos  que  han  ocurrido;  bien  que 
no  por  eso  dejan  de  tener  facultad  los  jueces  de 
primera  instancia  para  obligar  á los  alcaldes  á 
subsanar  los  defectos  de  las  diligencias  ó actos 
judiciales  en  que  proceden,  como  dependientes 
ó comisionados  suyos. 

* Ya  hemos  dichoque  en  el  día  substituyeron 
A los  alcaldes  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
ordinaria,  los  jueces  de  paz  y á estos  los  jueces 
municipales,  y según  el  art.  276,  mim.  3.°  de  !a 
ley  orgánica  del  poder  judicial , corresponde  á 
las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Audiencias,  co- 
nocer en  juicio  oral  y público,  y en  única  ins- 
tancia de  las  causas  de  los  jueces  municipales 
por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. * 

5. “  Las  causas  criminales  sobre  delitos  come- 
tidos por  los  alcaldes  y demás  concejales  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  administrativas,  como 
por  ejemplo,  sobre  exacción  de  impuestos  abusi- 
vos, concusión,  malversación  ó peculado  respec- 
tivo de  los  fondos  municipales:  Reales  órdenes 
de  12  de  Marzo  de  1828,  de  27  de  Octubre  de  1829 
y de  3 de  Agosto  de  1831.  V.  Jurisdicción  de  la 
Hacienda  'pública. 

* >Segun  la  actual  ley  Municipal  de  20  de 
Agosto  de  1870,  entienden  los  tribunales  de  jus- 
ticia de  las  denuncias  contra  los  alcaldes,  conce- 
jales y asociados,  siempre  que  en  el  estableci- 
miento, distribución  y recaudación  de  los  arbi- 
trios ó impuestos  se  hubieren  hecho  culpables  de 
fraude  ó de  exacciones  ilegales,  de  haber  rebaja- 
do sin  fundamento  las  cuotas  decontribucion,  de 
señalar  las  mayores  en  repartos  ó arbitrios  que 
las  presupuestadas  ó que  las  que  la  ley  permite, 
ó de  haber  establecido  ó recaudado  cualquier  cla- 
se de  impuestos  no  comprendidos  en  la  ley.  "Véan- 
se los  arts.  190,  189,  162  y 183  de  la  ley  citada.  * 

6. °  Las  causas  civiles  y las  criminales  sobre 
delitos  comunes  que  ocurran  contra  un  juez  le- 
trado de  primera  instancia,  las  cuales  han  de 
empezarse  y seguirse  ante  cualquiera  otro  de  los 
del  mismo  pueblo  si  en  él  hubiere  dos  ó mas 
jueces,  ó en  su  defecto,  ante  el  juez  de  partido 
cuya  capital  esté  mas  inmediata  fart.  46  del  re- 


«•lamento),  y también  las  causas  civiles  contra 
los  magistrados  de  las  Audiencias  y del  Supremo 
Tribunal  de  Justicia. 

* El  art.  276  de  la  ley  del  poder  judicial  , con- 
fiere á las  Audiencias  el  conocimiento  en  juicio 
oral  v público  de  las  causas  contra  jueces  de 
instrucción , de  tribunales  de  partido  y sus  fis- 
cales, por  cualquiera  clase  de  delito,  y ei  artícu- 
lo 280  atribuye  al  Tribunal  Supremo  el  conoci- 
miento de  las  causas  por  delitos  cometidos  por 
los  magistrados  de  las  Audiencias  ó del  Tribunal 
Supremo.  * 

7. °  Las  causas  criminales  contra  eclesiásticos 
por  delitos  atroces  ó graves , reputándose  tales 
para  este  efecto  aquellos  que  por  las  leyes  del 
reino  ó decretos  vigentes  se  castiguen  con  pena 
capital,  extrañamiento  perpétuo,  minas,  galeras, 
bombas  ó arsenales  (Real  decreto  de  17  de  Octu- 
bre de  1835);  bien  que  las  que  ocurrieren  de  esta 
clase  contra  los  Arzobispos,  Obispos  ó los  que  en 
la  córte  ejerzan  autoridad  ó dignidad  eclesiásti- 
ca suprema  ó superior,  lian  de  seguirse  y fallar- 
se por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  como 
igualmente  las  que  se  formaren  contra  los  mis- 
mos por  aquellos  delitos  oficiales  de  que  deba 
conocer  la  jurisdicción  real:  art.  90  del  regla- 
mento. V.  Jurisdicción  eclesiástica. 

* El  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868,  en  su 
art.  l.°.  previene,  que  la  jurisdicción  ordinaria 
es  la  única  competente  para  conocer  de  los  ne- 
gocios civiles  y causas  criminales  por  delitos  co- 
munes de  los  eclesiásticos,  sin  perjuicio  de  que 
el  Gobierno  español  concuerde  en  su  día  con  la 
Santa  Sede  lo  que  crean  conveniente  sobre  el 
particular;  y la  ley  orgánica  del  poder  judicial 
atribuye  el  conocimiento  de  las  causas  contra 
jueces  eclesiásticos  á las  Audiencias  y al  Tribu- 
nal Supremo,  las  contra  eclesiásticos  de  cate- 
goría. * 

8. °  Las  causas  civiles  y criminales  contra  se- 
nadores y diputados  á Córtes,  pues  no  gozan  de 
fuero  privilegiado  como  tales,  ni  existe  la  juris- 
dicción de  Córtes  que  reconocían  el  Estatuto  Real 
de  1834  y la  Constitución  de  1812,  y que  supo- 
nía el  art.  36  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835.  V.  Fuero  de  senadores  y diputados  á 
Córtes. 

9. °  Las  causas  civiles  y criminales  relativas  á 
las  personas  de  la  real  servidumbre  y á las  cosas 
del  real  patrimonio,  pues  se  fian  declarado  su- 
primidos el  j uzgado  privilegiado  de  la  Casa  Real 
y la  Suprema  Junta  patrimonial  de  apelaciones 
que  reconocía  el  reglamento  de  1835:  Real  órden 
de  29  de  Setiembre  de  1836.  V.  Fuero  de  Casa  Real. 

10.  Las  causas  tanto  criminales  como  civiles 
contra  loa  milicianos  nacionales,  pues  se  hallan 
en  la  clase  de  los  demás  ciudadanos,  y someti- 
dos como  ellos  á las  leyes  y tribunales  estableci- 


dos; pero  por  las  faltas  ó excesos  que  cometan 
como  milicianos . deben  ser  corregidos  por  el 
consejo  de  subordinación  y disciplina;  y cuando 
hacen  servicio  en  plaza  sitiada  ó en  punto  aco- 
: metido  por  enemigos  ó en  persecución  de  ellos, 
están  sujetos  á las  penas  de  la  Ordenanza  mili  - 
tar:  arts.  100,  137  y 139  de  la  ley  de  14  de  Julio 
: de  1822,  restablecida  en  17  de  Agosto  de  1836. 
V.  Miliciano  nacional. 

11.  Las  causas  sobre  los  crímenes  ó delitos 
que  cometan  los  presidiarios,  pues  han  quedado 
suprimidos  los  juzgados  conocidos  con  el  título 
de  rematados , cualquiera  que  fuese  la  autoridad 
que  los  desempeñaba  y el  ministerio  de  que  la 
misma  dependía;  de  modo,  que  ahora  el  juez 
competente,  para  juzg-ar  á los  presidiarios,  cual- 
quiera que  sea  la  clase  de  los  presidios  á que  es- 

! tén  confinados,  es  el  juez  de  primera  instancia 
del  partido  en  que  cometieren  el  delito,  ora  lo 
hayan  cometido  en  sus  cuarteles,  brigadas  ó 
puntos  de  su  destino,  ora  en  otros  lugares  des- 
pués de  desertados,  exceptuándose  sin  embargo 
los  casos  de  pura  corrección  y de  la3  deserciones 
simples,  en  los  cuales  se  procede  gubernativa- 
mente por  los  jefes  de  los  presidios,  según  la 
forma  establecida  por  ordenanza  (Real  órden  de 
3 de  Agosto  de  1836,  por  la  cual  se  confirmaron 
ó modificaron  respectivamente  los  arts.  340  y si- 
guientes de  la  ordenanza  de  presidios  de  14  de 
Abril  de  1834.  Y.  Presidiario. 

12.  Las  demandas  de  reversión  é incorpora- 
ción á la  Corona  de  los  bienes  de  señorío,  cuyo 
conocimiento  estaba  reservado  por  el  art.  90  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835  al  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia:  ley  de  20  de  Agosto  de 
1837.  Y,  Señorío.  * Las  de  todos  los  demás  bienes 
y derechos  que  se  crean  pertenecientes  á la  na- 
ción ó incorporables  á ella  (sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  de  11  de  Junio  de  1860), 
y las  de  reintegro  ó indemnización  de  derechos, 
títulos  y prerogalivas  incorporados  al  Estado: 
Real  órden  de  3 de  Junio  de  1859.  * 

13.  * Las  contestaciones  j udiciales  sobre  obli- 
gaciones y derechos  procedentes  de  negociacio- 
nes , contratos  y operaciones  mercantiles,  ya  es- 
tén comprendidas  en  las  disposiciones  del  Código 
de  comercio  por  reunir  los  caraotóres  determi- 
nados en  él , ya  en  leyes  especiales : art.  10  del 
decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868;  y las  causas 
sobre  delitos  cometidos  por  los  comerciantes  eu 
el  ejercicio  de  su  profesión : arts.  1179  y 1202  dei 
Código  de  comercio  y art.  l.°  del  decreto  de  6 de 
Diciembre  citado.  V.  Tribunal  de  comercio.  * 

14.  Los  negocios  relativos  á la  ganadería 
trashumante  ó mesteña  de  que  antes  conocia  la 
subdelegacion  de  la  Mesta , la  cual  ha  sido  su- 
primida. Y.  Alcaldes  de  lu,  Mesta , Asociación  ge- 
neral de  ganaderos , Concejo  de  la  Mesta  y Mesta; 
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debiéndose  advertir  aquí,  que  el  Real  decreto 
de  4 de  Setiembre  de  1838  quedó  derogado  por 
otro  de  27  de  Junio  de  1839,  y se  restableció  en 
su  lugar  el  de  15  de  Julio  de  183(i;  mas  de  todos 
modos,  los  jueces  letrados  de  primera  instancia 
son  los  que  deben  conocer  de  todos  los  asuntos 
judiciales  relativos  á la  Mesta  con  apelación  á 
las  Audiencias  del  territorio. 

15.  Los  pleitos  sobre  posesión  ó pertenencia 
délos  bienes  mostrencos,  habiéndose  suprimido 
la  subdelegacion  que  entendia  en  esto  ramo: 
ley  de  16  de  Mayo  de  1835.  V.  Estado  y Bienes 
mostrencos. 

16.  Los  negocios  contenciosos  relativos  al 
caudal  de  los  pósitos,  por  haber  cesado  las  sub- 
delegaciones de  este  ramo:  Real  orden  de  22  de 
Marzo  de  1834,  y arts.  217  y 218  de  la  ley  de  3 de 
Febrero  de  1823  restablecida  por  Real  decreto 
de  15  de  Octubre  de  1836.  V.  Pósitos. 

17.  Los  pleitos  que  se  susciten  sobre  los  bie- 
nes, pertenencia  ó productos  de  los  propios  y 
arbitrios  de  los  pueblos,  de  que  conocían  antes 
las  subdelegaciones  de  rentas:  ley  28,  art.  o.”,  tít. 
16,  lib.  7.°,  TSTov.  Recop..  y art.  217  y 218  de  la  ley 
de  3 de  Febrero  de  1823.  Y.  Propios  y arbitrios. 

18.  Las  acciones  que  se  ejerciten  sobre  pas- 
tos, posesión,  despojo  y tasa  de  dehesas,  y cual-  : 
quier  otro  negocio  relativo  & esta  materia.,  cual- 
quiera que  sea  el  dueño  de  las  fincas,  y aunque 
lo  sean  las  Ordenes  militares : Real  órden  de  31 
de  Mayo  de  1836. 

19.  Las  causas  relativas  á talas,  incendios  y 
daños  en  los  montes  y arbolados  públicos  y de 
particulares  que  antes  eran  de  la  competencia 
de  las  subdelcgaciones  de  montes  y plantíos: 
Real  ordenanza  de  22  de  Diciembre  de  1833  , tí- 
tulo 5.!>  y Real  decreto  de  2 de  Abril  de  1835.  i 
Y.  Montes. 

20.  Por  último,  los  negocios  civiles  á.  que  no 
alcanzan  ni  aun  con  respecto  á las  personas  afo- 
radas las  jurisdicciones  especiales  y las  causas 
criminales  sobre  delitos  ó casos  de  desafuero  co- 
metidos por  eclesiásticos,  militares  ú otros  que 
gozan  de  fuero  privilegiado.  Y.  Fuero  en  sus 
diferentes  artículos,  desde  Fuero  activo  y iiasivo, 
y la  palabra  Jurisdicción.  * Refundido  el  fuero 
personal  de  las  jurisdicciones  privilegiadas  en 
el  fuero  ordinario  por  el  decreto  de  6 de  Diciem- 
bre de  1868,  los  casos  de  desafuero  que  aquí  s¡- 
indican  son  ocasionados,  mas  por  la  naturaleza 
especial  de  ciertos  delitos,  que  por  privilegio  es- 
peciaL  de  las  personas. 

* Además  de  las  atribuciones  enumeradas  por 
el  autor  bajo  el  aspecto  de  las  diversas  líneas  de 
jurisdicción,  corresponden  á los  jueces  de  prime- 
ra instancia  las  siguientes  conferidas  por  dispo- 
siciones posteriores. 

21.  Conocer  de  los  negocios  civiles  y de  las 


causas  criminales,  por  delitos  comunes  cometi- 
dos por  los  eclesiásticos:  pár.  l.°  del  art.  l.°del 
decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868;  pero  sin  que 
por  esto  se  entiendan  despojadas  las  autorida- 
des eclesiásticas  del  mero  imperio  anejo  á su 
competencia  ni  de  la  facultad  de  corregir  disci- 
¡ plinariamente  la3  faltas  de  subordinación,  res- 
I peto  y obediencia  á las  mismas  de  sus  subordi- 
| nados.  Véase  el  preámbulo  del  Real  decreto  de 
6 de  Diciembre  de  1868. 

22.  De  las  causas  de  nulidad  del  matrimonio 
y de  las  de  divorcio  eti  cuanto  á los  efectos  civi- 
les, pero  solamente  con  respecto  al  matrimonio 
civil  establecido  por  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870; 
pues  respecto  del  matrimonio  canónico  ha  sido 
derogada  la  disposición  general  y el  art.  l.°de 
las  transitorias  de  dicha  ley  por  el  art.  7.“  del 
decreto  de  9 de  Febrero  de  1875  que  lia  dispues- 
to, que  las  causas  pendientes  de  divorcio  ó nuli- 
dad de  matrimonio  canónico  y las  demás  que 
según  los  Sagrados  Cánones  y las  leyes  anti- 
guas de  España  son  de  la  competencia  de  los 
tribunales  eclesiásticos,  se  remitan  á estos  des- 
de luego  en  el  estado  y en  la  instancia  en  que 
se  encuentren  por  los  jueces  y tribunales  ci- 
viles que  de  ellos  se  bailaren  conociendo. 

23.  De  los  negocios  comunes  civiles  y crimi- 
nales de  los  aforados  de  Guerra  y Marina  de  to- 
das clases  retirados  del  servicio  y de  sus  muje- 
res, hijos  y criados,  aunque  estén  en  el  activo 
exceptuados  en  ei  núm.  3 del  art.  349  déla  ley 
de  organización  de  tribunales:  art.  l.°,  núm.  2." 
del  decreto  de  6 de  Diciembre  citado. 

24.  De  los  juicios  de  testamentaría  y abin- 
tesiato,  aun  cuando  sean  relativos  á eclesiásti- 
cos y militares  ó marinos,  excepto  la  prevención 
de  dichos  juicios  de  los  militares  y marines 
muertos  en  campaña  ó navegación,  para  lo  cual 
son  competentes  los  jefes  y autoridades  de  Guer- 
ra y Marina:  art.  7.°  del  decreto  de  6 de  Diciem- 
bre citado  y 268  de  la  ley  del  poder  judicial. 

25.  De  todas  las  causas  criminales,  á excep- 
ción de  las  que  están  reservadas  al  Senado  y de 
las  que  se  atribuyen  á los  juzgados  de  Guerra  y 
Marina,  y á los  tribunales  eclesiásticos:  art.  321 
de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial.  V.  Juris  - 
dicción de  Ct  tierra  y Marina,  J imsdiccion  eclesiás- 
tica y Senado. 

26.  De  las  faltas  castigadas  en  el  libro  3.” 
del  Código  penal , excepto  aquellas  á las  que  las 
ordenanzas,  reglamentos  y bandos  militares  del 
ejército  y armada  señalan  una  pena  mayor, 
cuando  fueren  cometidas  por  militares,  pues  son 
de  la  competencia  de  la  jurisdicción  de  Guerra 
y Marina:  núm.  5 del  decreto  de  6 de  Diciem- 
bre citado , y pár.  14  del  art.  349  de  la  ley  de 
tribunales. 

27.  De  los  negocios  civiles  y causas  crimina- 
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les  de  los  extranjeros  domiciliados  y transeún- 
tes: núm.  6 del  decreto  citado. 

28.  De  los  negocios  de  Hacienda  y de  los  de- 
litos de  contrabando,  defraudación  y sus  co- 
nexos. excepto  el  de  resistencia  armada  á los 
resguardos  de  costas:  pár.  7.”  del  decreto  de  6 
de  Diciembre  citado. 

29.  De  los  delitos  de  falsificación  ó malversa- 
ción, y cualesquiera  otros  que  puedan  cometerse 
por  los  empleados  en  el  manejo  de  los  fondos 
públicos:  art.  20  de  la  ley  orgánica  del  Tribunal 
de  Cuentas  de  25  de  Junio  de  1870. 

30.  De  las  tercerías  de  dominio  ó de  prela- 
cion  que  se  susciten  sobre  cobranza  de  alcances 
y descubiertos  que  se  instruyan  por  la  Direc- 
ción de  Contabilidad  pública  ó por  sus  delega- 
dos, y de  las  contiendas  sobre  la  legitimidad  de 
las  escrituras  de  fianza;  sobre  la  extensión  de 
las  obligaciones  generales  contraídas  por  los 
fiadores  además  de  la  hipotecaria;  sobre  la 
calidad  de  heredero  de  los  responsables,  y en 
general,  sobre  todas  las  cuestiones  que  puedan 
suscitarse  en  los  expedientes  de  alcances  6 de 
cuentas  en  que  haya  de  hacerse  la  declaración 
de  un  derecho  civil:  art.  21  de  la  ley  citada. 

31.  De  los  pleitos  sobre  división  y adjudica- 
ción de  capellanías : leyes  de  19  de  Agosto  de 
1841  y de  15  de  Junio  de  1856. 

32.  Deben  conocer  de  todos  los  juicios  sobre 
propiedad  literaria,  con  derogación  de  cualquier 
fuero  privilegiado:  art.  24  de  la  ley  de  10  de 
Junio  de  1847. 

33.  De  las  cuestiones  contenciosas  sobre  pri- 
vilegios de  invención  ú introducción  ó cualquie- 
ra otro  industrial:  Reales  órdenes  de  22  de  No- 
viembre de  1848  y de  16  de  Julio  de  1849. 

34.  De  las  cuestiones  sobre  el  dominio  de  los 
bienes  nacionales  cuando  lleguen  á ser  conten- 
ciosas, y de  los  derechos  que  se  funden  en  títu- 
los anteriores  y posteriores  á las  subastas,  ó in- 
dependientes de  ellas:  decreto  de  9 de  Diciem- 
bre de  1851,  y Real  órden  de  20  de  Setiembre 
de  1852. 

35.  De  las  cuestiones  contenciosas  sobre  mi- 
nas, terrenos,  escoriales,  socavones  ó galerías  y 
oficinas  de  beneficio  promovidas  entre  partes 
acerca  de  su  propiedad,  para  el  caso  de  que  por 
el  Estado  se  hayan  hecho  las  oportunas  conce- 
siones cediendo  la  propiedad  que  le  reconoce  la 
ley  en  las  sustancias  referidas;  pero  si  se  tratare, 
de  juicios  acerca  del  mejor  derecho  á la  propie- 
dad no  otorgada  todavía  por  la  Administración, 
los  tribunales  por  sus  fallos  no  conferirán  mas 
derechos  que  aquellos  que  en  su  día  llegue  la 
misma  Administración  á conceder.  Las  contien- 
das entre  las  mismas  partes  sobre  participación 
en  los  gastos  de  explotación  y en  sus  productos, 
y sobre  las  dudas  que  con  este  ú otro  motivo  se 


originen  , pero  sin  que  este  conocimiento , lo 
mismo  en  el  caso  presente  que  en  el  indicado  ph 
la  última  parte  del  párrafo  anterior,  afecte  ni 
entorpezca  á la  acción  administrativa  para  sus- 
tanciar y terminar  en  la  forma  que  proceda  los 
expedientes  de  pertenencias  y labores  mineras 
origen  de  las  contiendas.  Del  conocimiento  de 
las  reclamaciones  que  se  hagan  sobre  extracción 
indebida  de  minerales  é indemnización  de  daños 
y perjuicios  en  minas  ó concesiones  otorgadas 
ya  por  el  Estado,  y objeto  de  la  propiedad  y de- 
rechos de  los  particulares  ó compañías:  art.  94 
de  la  ley  de  Minas  de  6 de  J alio  de  1859  y 87  del 
reglamento  de  5 de  Octubre  del  mismo  año. 

36.  Corresponde  asimismo  á los  jueces  de  pri- 
mera instancia  practicar  todas  las  actuaciones 
relativas  á los  actos  de  jurisdicción  voluntaria: 
art.  1208  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

37.  Comprobar  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  su  partido  los  asientos  y documentos,  para 

! participar  al  presidente  de  la  Audiencia  las  fal- 
tas que  uoten,  debiendo  dar  cada  semestre  á la 
1 Administración  de  la  Hacienda  pública  una  re- 
lación dé  las  particiones  que  intervengan  para 
evitar  ocultaciones:  Real  decreto  de  26  de  No- 
viembre de  1852. 

38.  Reconocer  los  libros  de  los  protocolos  de 
los  notarios  para  ver  si  se  llevan  según  se  deter- 
mina en  las  instrucciones  del  papel  sellado:  Real 
órden  de  27  de  Enero  de,  1851, 

39.  El  conocimiento  de  los  delitos  y cansas 
que  se  promuevan  en  virtud  de  la  ley  electoral 
contra  los  alcaldes  y demás  empleados  públicos 
de  menor  categoría  que  los  diputados  provincia- 
les ó contra  cualquiera  otras  personas  que  por 
razón  de  sus  cargos  intervengan  en  materia  do 
elecciones:  art.  181  de  la  ley  electoral  de  20  de 
Agosto  de  1870.  Debe  advertirse  sobre  esta  ma- 
teria, que  los  jueces  de  primera  instancia  no 
podrán  rehusar  la  práctica  de  las  informaciones 
relativas  á los  hechos  electorales  en  cualquiera 
tiempo  que  se  pidan  antes  que  haya  prescrito  la 

! acción  para  acusar,  conforme  á lo  dispuesto  en 
el  art.  178  de  la  ley  citada,  procediendo  breve  y 
sumariamente,  pues  si  no  lo  hicieren,  incurrirán 
en  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  medio 
á prisión  correccional  en  su  grado  mínimo  y 
multa  de  150  á 1,500  pesetas:  art.  183  de  la  ley 
citada. 

40.  El  conocimiento , con  exclusión  de  todo 
¡ fuero  de  las  causas  contra  los  mozos  que  se  ha- 
yan mutilado  para  librarse  del  servicio  de  las 
armas  y contra  sus  cómplices  y encubridores,  y 
contra  ios  que  usaren  de  fraude  en  las  operacio- 
nes del  reemplazo : ley  de  reemplazos  de  30  de 
Enero  de  1856. 

41.  De  los  delitos  penados  en  la  ley  de  poli- 
cía de  ferro-carriles;  mas  no  de  las  faltas  pe- 


JIT 


JU 


463 


nadas  con  multas:  art.  26  de  la  ley  de  14  de  No-  I 
viembre  de  1855  y 153  del  reglamento  de  8 de 
Julio  de  1859.  Véase  el  luminoso  dictamen  del 
fiscal  del  Tribunal  Supremo,  Sr.  Corzo , sobre  la 
penalidad  en  materia  de  ferro-carriles,  en  el 
tomo  2."  de  esta  obra,  pág.  999. 

Respecto  de  las  atribuciones  de  los  jueces  de 
primera  instancia  en  el  grado  que  ocupan  en  la 
línea  de  la  jurisdicción  ordinaria,  les  correspon- 
den, conforme  indicamos  en  la  adición  al  pár.  III 
de  este  artículo,  las  atribuciones  que  marca  la 
ley  de  organización  judicial  á los  tribunales  de 
partido  y á los  jueces  de  instrucción  en  cnanto 
pueden  ser  aplicables  en  el  dia  á los  jueces  de 
primera  instancia,  mientras  no  se  efectúen  las 
reformas  que  aquella  judicatura  supone;  pero 
sin  las  limitaciones  que  aparecen  en  la  parte 
penal  por  haberse  atribuido  al  Jurado  el  cono- 
cimiento de  varios  delitos,  y asimismo  el  de  otros 
enjuicio  oral  y público  y en  única  instancia  á 
las  Audiencias  y al  Tribunal  Supremo  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  puesto  que  por 
decreto  de  3 de  Enero  de  1875  se  ha  suspendido 
en  la  parte  relativa  al  Jurado  y al  juicio  oral  y 
público  ante  los  tribunales  de  derecho  la  obser- 
vancia de  la  ley  referida , disponiéndose  en  su 
art.  2.°,  que  las  causas  que  á la  sazón  tuvieren 
estado  para  ser  sometidas  al  conocimiento  del 
Jurado  ó para  celebrarse  juicio  oral  y público 
ante  los  tribunales  de  derecho,  se  remitieran 
á los  juzgados  de  primera  instancia  de  que  pro- 
cedieren para  su  sustanciacion  con  arreglo  A las 
disposiciones  que  regian  al  publicarse  la  ley 
provisional,  y que  se  tramitaren  conforme  á las 
mismas  disposiciones  desde  que  se  elevaren  á 
plenario  las  que  estuvieran  en  sumario  y las  que 
se  incoaren  en  lo  sucesivo. 

En  su  consecuencia,  corresponde  en  el  dia  6 
los  jueces  de  primera  instancia. 

En  materia  civil:  l.°  Ejercer  la  jurisdicción 
voluntaria  con  arreglo  á las  leyes.  2 Conocer 
en  primera  instancia  de  los  juicios,  á excepción 
de  los  verbales  y de  aquellos  que  con  arreglo  á 
la  ley  orgánica  son  de  la  competencia  de  las 
Audiencias  ó del  Tribunal  Supremo.  3.°  Enten- 
der en  primera  instancia  de  las  demandas  de 
responsabilidad  civil  contra  los  jueces  munici- 
pales correspondientes  á su  partido.  4.°  Conocer 
en  segunda  instancia  de  los  juicios  verbales. 
Véase  el  art.  273  de  la  ley  orgánica  de  tribu- 
nales. 

Corresponde  á los  jueces  de  primera  instancia 
en  materia  penal:  1."  Conocer  en  primera  ins 
tancia  de  los  delitos  y causas  criminales  que 
ocurran  en  su  partido,  fuera  de  los  casos  reser- 
vados expresamente  por  la  ley  á las  Audiencias 
y al  Tribunal  Supremo.  2."  Conocer  en  segunda 
instancia  de  las  faltas.  3."  Instruir  las  sumarias 


de  las  causas  de  que  conocen  y demás  diligen- 
cias que  fueren  necesarias.  Véanse  los  artículos 
274  y 272  de  la  ley  citada. 

Corresponde  á los  jueces  de  primera  instancia, 
tanto  en  materia  civil  como  en  materia  penal: 
l.°  Decidir  las  competencias  que  se  susciten  en- 
tre los  jueces  municipales  cuando  correspondan 
ambos  á su  partido.  2.°  Conocer  en  segunda  ins- 
tancia de  las  recusaciones  de  los  jueces  munici- 
pales contra  los  autos  de  primera  en  que  se  haya 
denegado  la  recusación.  3.°  Desempeñar  ó hacer 
desempeñar  las  comisiones  auxiliatorias  que  les 
confieran  otros  tribunales:  art.  273,  números  l.° 
y 3.°  V.  Jurisdicción  ordinaria,,  Jurisdicción  ecle- 
siástica , Jurisdicción  de  guerra  y marina , y los 
artículos  correspondientes  á las  demás  jurisdic- 
ciones especiales. 

Respecto  de  los  jueces  de  primera  instancia  á 
quienes  corresponde  el  conocimiento  de  un  ne- 
gocio propio  de  la  jurisdicción  ordinaria,  según 
el  territorio  en  que  se  halle  constituido  su  par- 
tido, véase  el  artículo  Competencia , tomo  2.°  de 
esta  obra,  pág.  362. 

Finalmente,  son  aplicables  á los  jueces  de 
primera  instancia  las  atribuciones  que  confiere 
la  ley  del  poder  judicial  á los  tribunales  de  par- 
tido, en  su  art,  623,  para  los  asuntos  guberna- 
tivos siguientes:  1°  Para  dar  lectura  á las  órde- 
nes que  no  tengan  carácter  general , digidas  á 
los  mismos  cuando  les  corresponda  darles  cum- 
plimiento. 2.“  Para  evacuar  los  informes  que  el 
G-obierno  ó sus  superiores  gerárqnicos  les  pidan 
en  los  negocios  prevenidos  én  el  núm,  2.°  del 
art.  616  y del  617  (debe  ser  el  núm.  3.”  del  ar- 
ticulo 616,  que  se  refiere  á informes  relativos  á 
la  administración  de  justicia  á la  organización  y 
régimen  de  los  tribunales  y á los  asuntos  gu- 
bernativos y económicos  délos  mismos).  3.” Para 
ejercer  la  jurisdicción  disciplinaria  en  los  casos 
que  previene  la  ley  del  poder  judicial.  4.°  Para 
desempeñar  los  demás  cargos  que  les  confieran 
las  leyes  cuando  no  tengan  carácter  judicial.  * 

VIH.  La  autoridad  de  los  jueces  de  primera 
instancia  no  se  extiende  sino  á los  pueblos  com- 
prendidos en  el  partido  ó distrito  que  les  está 
asignado.  Sin  embargo , cuando  ocurra  algún 
delito  de  tales  ramificaciones  ó de  tales  circuns- 
tancias que  no  permitan  seguir  bien  la  causa 
sino  en  la  capital  de  la  provincia  ó del  reino  ó 
en  otro  juzgado  diferente  del  del  fuero  del  deli- 
to, puede  cometer  el  Rey  su  conocimiento  al 
juez  letrado  de  primera  instancia  que  le  parezca 
mas  á propósito;  y esto  mismo  en  igual  caso,  si 
no  mediare  real  disposición,  pueden  hacer  por 
sí  las  Audiencias  á petición  de  su  fiscal,  cada 
una  respecto  á su  territorio,  dando  inmediata- 
mente cuenta  de  ello  al  Gobierno:  art.  38  del  re- 
glamento de  26  de  Setiembre  de  1835.  * En  el 
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art.  190  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  se 
contiene  una  disposición  análoga  á la  anterior, 
que  se  ha  expuesto  en  el  de  esta  obra,  Comisión , 
tomo  2.a,  pág.  339.  * 

IX.  Los  jueces  de  primera  instancia,  así 
como  todos  los  demás  jueces  inferiores,  están 
obligados  á remitir  á la  Audiencia  de  su  territo- 
rio las  listas,  informes  y noticias  que  respecto  á 
las  causas  civiles  y criminales  fenecidas  y al 
estado  de  las  pendientes,  les  pidiere  para  pro- 
mover la  administración  de  justicia:  art.  53  del 
reglamento;  y deben  asimismo  remitirle  listas 
generales  cada  seis  meses  de  las  causas  civiles,  y 
cada  tres  de  las  criminales  que  pendieren  en  sus 
juzgados,  con  expresión  de  su  estado:  art.  277 
de  la  Constitución  de  1812.  V.  Informe,  Visita 
de  cárcel,  Penas  de  cámara  y Gracias  al  sacar. 

* En  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872 
se  previene,  que  los  presidentes  de  los  tribunales 
de  partido  remitan  cada  trimestre  al  de  la  Au- 
diencia un  estado-resumen  de  los  mensuales 
que  hubieren  recibido  de  los  jueces  municipales 
y de  los  jueces  de  instrucción  sobre  los  juicios 
de  faltas  celebrados  y sumarios  que  deben  remi- 
tirles, y un  estado  de  las  causas  pendientes  y 
terminadas  ante  su  tribunal  en  cada  trimestre: 
art.  141  al  145.  * 

JUEZ  EXTRAORDINARIO.  Si  por  jueces  ordinarios 
se  entienden  en  sentido  lato  todos  los  que  se  ha- 
llan establecidos  con  oficio  permanente  para  ad- 
ministrar justicia  en  todos  los  asuntos  someti- 
dos á la  jurisdicción  que  ejercen,  cualquiera  que 
esta  sea,  no  son  entonces  jueces  extraordinarios 
sino  precisamente  los  que  son  nombrados  de  un 
modo  accidental  por  un  tribunal,  por  un  su- 
perior ó por  las  mismas  partes  solo  para  enten- 
der en  algunas  causas  ó negocios  determinados, 
cuales  son  los  jueces  delegados,  los  pesquisido- 
res , los  árbitros  ó avenidores , y en  general  to- 
dos los  que  juzgan  por  comisión.  Mas  cuando 
por  jueces  ordinarios  solo  se  toman  en  sentido 
estrecho  los  que  ejercen  la  real  jurisdicción  or- 
dinaria ó común,  es  claro  que  en  tal  caso  pue- 
den llamarse  por  contraposición  jueces  extraor- 
dinarios todos  los  que  ejercen  jurisdicciones  es- 
pecíales, como  la  militar  de  Guerra  y Marina,  y 
otras  cualesquiera  de  excepción,  relativas  tan 
solo  á ciertas  materias  que  la  ley  ha  distraído  ó 
separado  de  la  jurisdicción  universal.  Sin  em- 
bargo, la  denominación  de  jueces  extraordi- 
narios no  se  aplica  en  el  uso  á los  que  ejer- 
cen jurisdicciones  especiales.  V.  Juez  delegado 
y Juez  ordinario. 

* El  art.  II  de  la  Constitución  de  1869  dispo- 
ne que  ningún  español  pueda  ser  procesado  ni 
sentenciado,  sino  por  el  juez  ó tribunal  á quien, 
en  virtud  de  leyes  anteriores  al  delito,  competa 
el  conocimiento  y en  la  forma  que  estas  prescri- 


ban, no  pudiéndose  crear  tribunales  extraordi- 
narios ni  comisiones  especiales  para  conocer  de 
ningún  delito.  V.  Comisión. 

JUEZ  DELEGADO.  El  que  tiene  facultad  cometida 
por  el  Rey  ó por  algún  tribunal  ó juez  ordinario 
para  sustanciar  ó decidir  algún  pleito  ó negocio 
señalado:  ley  l.1,  tit.  4.",  Part.  3." 

I.  El  juez  delegado  puesto  por  mano  del  ordi- 
nario para  librar  algún  pleito  debe  ser  mayor 
de  veinte  años;  y si  no  quisiere  aceptar  ó cum- 
plir el  encargo  , puede  ser  apremiado  á ello  por 
el  ordinario  en  caso  de  que  tenga  dicha  edad  y 
esté  sujeto  á su  jurisdicción;  pero  siendo  menor 
de  veinte  años , no  puede  ser  apremiado,  aunque 
esté  sujeto  á la  jurisdicción  del  que  le  nombró, 
bien  que  si  fuere  mayor  de  diez  y ocho  y acep- 
tare y cumpliere  voluntariamente  y de  su  grado 
la  comisión , será  válido  cuanto  practicare  y el 
juicio  que  diere ; mas  si  alguno  fuere  constitui- 
do juez  delegado  á voluntad  de  amias  partes  ó 
por  comisión  n otorgamiento  del  Rey,  bastará  para 
la  validez  de  sus  actos  que  sea  mayor  de  catorce 
años,  con  tal  que  al  tiempo  del  nombramiento 
se  supiese  que  era  menor  de  diez  y ocho.  Así  lo 
disponen  la  ley  5.a,  tít.  4.°,  Part.  3.a,  y la  ley  3.3, 
tit.  l.°,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  con  la  diferencia  de 
que  en  la  edición  de  las  Partidas,  hecha  por  la 
Academia  déla  Historia,  se  exigen  veinticinco 
años  donde  en  las  demás , así  como  en  la  Reco- 
pilación , se  leen  solo  veinte , que  era  la  edad  que, 
según  ellas,  bastaba  también  para  ser  juez  or- 
dinario ; pero  como  en  el  dia  es  indispensable 
en  general  para  ser  juez  la  edad  de  veinticinco 
años , según  se  ha  indicado  en  el  artículo  Juez, 
núm.  V,  parece  que  ya  no  puede  ser  delegado 
sino  el  que  haya  cumplido  esta  última  edad, 
especialmente  si  ha  de  ejercer  su  comisión  como 
letrado. 

II.  El  juez  delegado  no  puede  ejercer  la  ju- 
risdicción que  se  le  ha  cometido  sino  en  terri- 
torio del  delegante;  ni  encargarse  de  causa  ó 
pleito  que  no  sea  de  la  competencia  del  dele- 
gante, ó que  por  su  naturaleza  no  pueda  dele- 
garse ; ni  traspasar  ó exceder  los  límites  de  las 
facultades  que  se  le  hubieren  dado,  de  modo  que 
solo  podrá  oir  ó sentenciar  la  causa  delegada 
con  lo  accesorio  á ella  y con  las  reconvenciones 
y compromisos  de  las  partes  relativas  á la  mis- 
ma; ni  subdelegar  ó cometer  su  jurisdicción  á 
otro,  sino  en  el  caso  de  ser  delegado  por  el  Rey, 
ó después  de  la  contestación  de  la  demanda: 
leyes  17  , 19  y 20,  tít.  4.°,  y ley  47,  tít.  18,  Par- 
tida 3." 

III.  Las  causas  ó negocios  que  no  pueden  de- 
legarse son:  I.°,  las  causas  criminales  en  que 
pueda  recaer  sentencia  de  muerte,  perdimiento 
de  miembro,  destierro,  ó restitución  h serví  - 

| dumbre  ó libertad , á no  ser  en  caso  de  ausencia 
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ú otro  motivo  inexcusable  del  delegante  por  el 
servicio  público,  y aun  entonces  solo  basta  el 
estado  de  sentencia;  2.°,  los  asuntos  ó pleitos  ' 
driles  sobre  nombramiento  de  tutores  ó curado- 
res de  huérfanos,  locos  ó desmemoriados,  sobre  ; 
intereses  de  mas  de  trescientos  maravedis  de 
oro,  y sobre  herencias  y entrega  ó posesión  de 
bienes , á no  ser  en  el  citado  caso  de  ausencia  ó 
comisión  por  el  bien  común  y en  el  de  mucha 
complicación  de  negocios:  ley  18,  tít.  4.",  Par- 
tida 3." 

IV.  La  autoridad  6 jurisdicción  del  delegado 
se  acaba:  l.°,  por  revocación  del  delegante; 
para  darla  á otro  ó conocer  por  sí  del  pleito; 
2.°,  por  muerte  ó pérdida  del  oficio  del  delegan- 
te antes  de  la  citación,  porque  después  de  esta 
se  perpetúa  ó radica  en  aquel ; 3.°,  por  mejora 
de  estado  del  delegado,  que  por  ascenso  se  hi- 
ciere igual  Ó superior  ai  delegante;  4.",  por  no 
hacer  uso  de  la  comisión  el  delegado  en  el  tér- 
mino de  un  año.  5.",  por  muerte  del  delegado,  á 
no  ser  que  se  le  hubiese  conferido  como  á per- 
sona constituida  en  alguna  dignidad  ú oficio, 
pues  en  este  caso  continuar  i a en  ella  el  sucesor, 
porque  el  oficio  nunca  muere;  6.%  por  conclu- 
sión del  negocio  ó tiempo  para  que  se  confirió: 
ley  21,  tit.  4.°,  y leyes  35  y 47,  tít.  18,  Part.  3.a;  y 
Curia  filip.,  part.  1.a,  pár  4.° 

V.  Tales  son  las  disposiciones  de  las  leyes 
del  Código  de  las  Partidas  sobre  los  jueces  dele- 
gados; pero  en  el  dia  apenas  puede  decirse  que 
los  haya.  Ningún  español  puede  ser  juzgado  en 
causas  civiles  ni  criminales  por  ninguna  comi- 
sión, sino  por  el  tribunal  competente,  determi- 
nado con  anterioridad  por  la  ley : art.  247  de  la 
Constitución  de  1812.  Ningún  español  puede  ser 
procesado,  ni  sentenciado  sino  por  el  juez  ó tri- 
bunal competente , eu  virtud  de  leyes  anterio- 
res al  delito  y en  la  forma  que  estas  prescriban: 
art.  9.“  de  la  Constitución  de  1837.  Así  que , no 
puede  ya  el  Gobierno,  ni  los  tribunales,  ni  los 
jueces  ordinarios,  crear  comisiones  ni  nombrar  i 
jueces  delegados  para  decidir  los  litigios  ni  para 
procesar  ni  sentenciar  á persona  alguna  que  se 
viere  acusada  ó delatada;  y solo  pueden,  cuan- 
do mas,  cometer  ó encargar  en  algún  caso  la 
ejecución  ó práctica  de  algunas  diligencias  de 
sustanciacion.  Si  se  lian  visto  por  desgracia  cier- 
tos casos  en  que  se  ha  verificado  lo  contrario 
con  descrédito  de  las  instituciones  y de  los  go- 
bernantes, no  pueden  citarse  por  cierto  como 
ejemplos  ó precedentes,  sino  como  atentados 
contra  las  leyes  fundamentales.  V.  Comisión  * y 
Juez  extraordinario  donde  se  expone  el  art.  11  : 
de  la  Constitución  de  1809,  análogo  al  de  las  an- 
teriormente citadas  y el  art.  190  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  de  1872,  en  que  se  fa- 
culta para  encomendar  á un  juez  de  instrucción 
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especial,  la  formación  del  sumario  de  ciertos  de- 
litos. * 

Sin  embargo,  algunas  jurisdicciones  especia- 
les ó privilegiadas  se  han  visto  ejercerse  omní- 
modamente por  jueces  delegados,  segunveremos 
en  su  lugar;  pero  como  estos  no  son  nombrados 
extraordinariamente  para  juzgar  tal  ó tal  causa 
determinada,  sino  ordinariamente  para  conocer 
de  todas  las  causas  pertenecientes  á la  jurisdic- 
ción del  ramo  que  tienen  á su  cargo,  pueden 
ser  tenidos  por  delegados  ó subdelegados  mas 
bien  en  el  nombre  que  en  el  fondo. 

JUEZ  PESQUISIDOR.  El  juez  de  comisión  que 
alguna  vez  nombraban  los  tribunales  superio- 
res, como  el  Cousejo  real,  las  Chancillerías  y 
Audiencias,  ya  únicamente  para  averiguar  cier- 
tete  delitos  y descubrir  sus  autores,  ya  también 
para  castigarlos,  con  inhibición  déla  justicia 
ordinaria.  No  solia  enviarse  juez  pesquisidor 
sino  cuando  los  jueces  ordinarios  eran  omisos  y 
negligentes  en  la  persecución  y castigo  de  los 
culpados,  ó cuando  se  recelaba  que  por  la  pre- 
potencia de  los  delincuentes  ó por  la  gravedad 
y complicación  de  los  delitos,  no  tendrían  la  en- 
tereza ó la  sagacidad  necesarias  para  hacer  la 
averiguación  de  estos  y proceder  al  debido  es- 
carmiento de  aquellos;  pero  como  ya  no  puede 
ser  procesado  ni  sentenciado  español  alguno 
sino  por  el  juez  ó tribunal  competente,  deter- 
minado con  anterioridad  por  la  ley,  no  hay  lu- 
gar en  el  día  al  nombramiento  de  pesquisidores. 
De  ellos  tratan  todas  las  leyes  del  tít,  17,  las  leyes 
45,  46  y 47  del  tit.  18,  Part.  3.*,  y las  del  tít.  34, 
lib.  12,  Nov.  Itecop.  V.  Comisión , Juez  delegado , 
núm.  V,  y Pesquisa. 

JUEZ  DE  RESIDENCIA.  El  juez  delegado  que 
cuando  cumplían  el  tiempo  de  sus  oficios  los 
corregidores,  alcaldes  mayores  y demás  que  ad- 
ministraban j usticia  ó tenian  cargo  de  gobierno, 
ó bien  de  tres  en  tres  años,  si  eran  también  in- 
tendentes ó gobernadores  militares,  se  enviaba 
regularmente  por  el  Supremo  Consejo  4 reasu- 
mir la  real  jurisdicción  ordinaria  por  cierto 
tiempo  y examinar  la  conducta  que  dichos  fun- 
cionarios hablan  observado  en  el  desempeño  de 
sus  atribuciones,  ya  recibiendo  las  quejas  y 
probanzas  que  le  presentasen  los  agraviados,  ya 
procediendo  de  oficio  á tomar  noticias  é infor- 
maciones, y decidiendo  siempre  las  causas  con 
arreglo  á derecho  y con  apelación  al  Consejo: 
leyes  de  los  títulos  12  y 13,  lib.  7.°,  Nov.  Recop. 
No  tiene  lugar  eu  el  dia  el  nombramiento  de 
jueces  de  residencia,  así  como  no  le  tiene  tam- 
poco el  de  pesquisidores,  ni  el  de  otros  delega- 
dos ó de  comisión  , ya  por  las  razones  dadas  al 
fin  de  los  artículos,  Juez  delegado  y Juez  pesqui- 
sidor . ya  porque  los  jueces  inferiores  ó de  pri- 
mera instancia  que  delinquieren  en  sus  oficios 
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deben  ser  juzgados  por  las  Audiencias  de  su  res- 
pectivo territorio:  art.  58  del  reglamento  de  26 
de  Setiembre  de  1835. 

JUEZ  VISITADOR.  Cada  uno  de  los  delegados 
que  se  enviaban  antiguamente  y andaban  por 
las  provincias  y pueblos  haciendo  indagaciones 
y pesquisas  sobre  el  modo  con  que  se  adminis- 
traba la  justicia,  sobre,  la  seguridad  de  los  ca- 
minos, sobre  los  agravios  y vejaciones  que  su- 
frian  los  pueblos,  sobre  imposición  é inversión 
de  contribuciones  y derramas,  sobre  cuentas  de 
propios,  reparos  de  caminos,  puentes  y calzadas, 
y otros  asuntos  de  interés  común,  con  facultad 
de  proveer  lo  necesario  en  cada  ramo  y castigar 
á los  infractores  de  las  leyes  y providencias  del 
Gobierno  Supremo:  leyes  del  tít.  14,  lib.  7.”,  No- 
vísima Recop. 

JUEZ  ÁRBITRO  Ó COMPROMISARIO.  La  persona 
elegida  por  las  partes  para  decidir  las  cuestio- 
nes que  se  suscitan  entre  ellas  sobre  sus  nego- 
cios. V.  Arbitro  y Arbitrad, or. 

JUEZ  AVENIDOR  0 DE  AVENENCIA.  En  el  lenguaje 
de  las  Partidas,  es  el  juez  árbitro  y el  arbitrador. 
Arbitros  en  lalin,  dice  la  ley  23,  tít,  4.°,  Part.  3.% 
tanto  quiere  decir  en  romance  como  jueces  ave- 
nidores, que  son  escogidos  et  puestos  de  las  par- 
tes para  librar  la  contienda  que  es  entre  ellas;  et 
estos  son  en  dos  maneras,  etc.  V .Arbitro.  Mas 
en  el  comercio  se  llamó  juez  avenidor , no  el  ár- 
bitro, sino  el  juez  de  conciliación  ó de  paz  ante 
quien  debían  comparecer  los  comerciantes  an- 
tes de  intentar  demanda  alguna  judicial  so- 
bre actos  de  comercio  en  causas  de  mayor  cuan- 
tía, esto  es,  en  causas  cuyo  interés  excediera  de 
mil  reales  vellón,  cuando  se  habían  de  seguir  en 
los  tribunales  de  comercio,  y de  quinientos  en 
los  j uzgados  ordinarios : arts.  1205  y siguientes 
del  Código  de  comercio,  y tít.  l.“  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento.  Este  juez  avenidor  era  el  prior 
que  cesaba  eu  el  ejercicio  de  este  cargo  por  todo 
ei  año  inmediato  siguiente,  yen  los  partidos 
judiciales  donde  no  había  tribunales  de  comer- 
cio, el  comerciante  que  cada  tres  años  nombra- 
ba el  Rey  á propuesta  de  los  intendentes ; pero 
por  decreto  de  las  Córtes  de  28  de  Mayo  de  1837, 
se  declaró  que  los  alcaldes  constitucionales  eran 
los  que  debian  ejercer  el  oficio  de  conciliadores, 
así  en  los  negocios  mercantiles  como  en  los  de- 
más; * atribución  que  hoy  corresponde  á los 
jueces  municipales,  que  son  los  que  han  subs-  ' 
tituido  á los  alcaldes  en  sus  antiguas  atribucio- 
nes judiciales.  * V Juicio  de  conciliación  . 

JUEZ  DE  PAZ  Ó CONCILIADOR.  Antes  el  alcalde 
de  cada  pueblo , ó cualquiera  de  ellos  si  liabia  1 
dos  ó mas,  y boy  el  juez  municipal  ante  quien 
debe  presentarse  á intentar  el  medio  de  la  con- 
ciliación todo  el  que  tenga  que  demandar  á otro 
sobre  negocio  civil  susceptible  de  ser  terminado 
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completamente  por  avenencia  de  las  partes,  ó 
sobre  meras  injurias,  de  aquellas  en  que  sin 
detrimento  de  la  j usticia,  se  repara  la  ofensa  con 
solo  la  condonación  del  ofendido.  V.  Concilia- 
ción (acto  de)  y Juicio  de  conciliación. 

JUEZ  PEDÁNEQ,  Llamáronse ywtfceí pedáneos  en- 
tre los  romanos:  1.".  los  asesores  ó consejeros  de 
los  pretores,  porque  estos  se  sentaban  en  un 
lugar  eminente  y aquellos  en  bancos  ó asientos 
bajos,  quasi  ad  pedes  pr  ce  taris;  2.°,  los  jueces  de- 
legados y los  compromisarios , porque  no  tenían 
tribunal,  como  los  pretores,  non  pro  tribunali 
sedebant  sed  quasi  plano  pede  judicabant;  3.°,  los 
jueces  que  no  tenían  autoridad  sino  para  cono- 
cer de  las  causas  leves  y de  los  negocios  de  poca 
importancia,  porque  no  necesitaban  sentarse 
pro  tribunali , para  dar  audiencia , sino  que  so- 
lian oir  á los  litigantes  y decidir  sus  contiendas 
de  plano  y en  pié.  En  este  último  sentido  se  in- 
trodujo entre  nosotros,  la  denominación  de  jue- 
ces pedáneos , y se  aplicó  á los  alcaldes  de  las 
aldeas  á logares  cortos  que  tenían  una  jurisdic- 
ción muy  limitada,  y dependían  de  los  alcaldes 
ordinarios  de  las  ciudades  ó villas  ó del  corregi- 
dor ó alcalde  mayor  del  partido.  V.  Alcalde  pe- 
dáneo. 

JUEZ  LEGO.  El  que  no  tiene  ó al  menos  no  ne- 
cesita presentar  título  de  licenciado  ó abogado 
para  desempeñar  la  judicatura  que  se  le  confia 
ó va  inherente  á su  destino  ó empleo. 

I.  Son  ó se  consideran  jueces  legos  los  alcal- 
des de  los  pueblos,  los  capitanes  y comandantes 
generales  , los  gobernadores  militares  , los  vo- 
cales de  los  consejos  de  guerra  ordinarios  y los 
de  oficiales  generales , los  intendentes  y demás 
subdelegados  de  rentas,  los  individuos  de  los 
tribunales  de  comercio,  etc.,  y en  lo  antiguo  lo 
eran  también  los  corregidores  de  capa  y espada, 

* Los  alcaldes  han  dejado  actualmente  de 
ejercer  funciones  judiciales,  habiéndoles  subs- 
tituido en  las  que  antes  ejercían,  primeramente 
los  jueces  de  paz  y posteriormente  los  jueces 
municipales;  los  tribunales  de  comercio  han 
sido  suprimidos  entendiendo  en  el  día  los  juz- 
gados ordinarios  y las  Audiencias  de  los  nego- 
cios que  antes  les  correspondían;  y asimismo 
han  sido  suprimidos  los  juzgados  especialesde 
Hacienda,  correspondiendo  á la  jurisdicción  or- 
dinaria los  negocios  de  dicho  ramo:  arts.  8.°  y 
10  del  decreto  de  6 de.  Diciembre  de  1868.  Véase 
Alcalde,  Audiencia,  Intendente,  Gobernador,  Juez 
municipal , Tribunal  de  comercio.  * 

H.  Para  ser  juez  lego  se  cree  que  basta  la 
edad  de  veinte  años , porque  la  ley  5.a,  tít.  4.°, 
Part.  3.a,  y la  1.*  y 3.a,  tít.  .1.°,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación , no  exigen  mas  que  esta  edad  indis- 
tintameute  respecto  de  todos  los  jueces  ordina- 
rios, y porque  la  ley  6.a  de  dicho  tít.  y lib.  de  la 
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Nov.  Recop.  que  pide  veintiséis  en  los  letrados, 
nada  dice  de  ios  legos , de  lo  cual  inducen  los 
autores  que  la  ley  los  deja  con  sus  veinte  años, 
añadiendo  que  no  debe  extrañarse  esta  diferen- 
cia entre  unos  y otros,  porque,  el  juez  letrado 
administra  justicia  por  si  solo,  y el  lego  no  la 
administra  sino  con  acuerdo  de  asesor , quien 
integra,  digámoslo  así,  su  persona  y suple  su 
falta  de  ciencia.  Pero  como  la  citada  ley  5.',  tí- 
tulo 4.“,  Part,  3.",  según  la  edición  hecha  por  la 
Academia  de  la  historia,  la  cédula  de  27  de  Ene- 
ro de  1833,  y los  arts.  251  y 317  de  la  Constitu- 
ción de  1812  adoptan  la  edad  de  veinticinco 
años  indistintamente  para  los  jueces  ordinarios, 
para  los  letrados  y para  los  alcaldes , es  claro 
que  nadie  podrá  ser  juez  lego  sin  que  la  tenga; 
y aun  para  juez  de  comercio  se  requerían  trein- 
ta cumplidos  por  el  art.  1186  del  Código  de  este 
ramo. 

* Actualmente,  según  el  art.  109  de  la  ley  or- 
gánica del  poder  judicial , se  requiere  la  edad 
de  veinticinco  años  para  ser  juez,  aun  respecto 
de  los  jueces  municipales  que  no  fueren  letra- 
dos; solo  pueden  ser  jueces  municipales  los  as- 
pirantes á la  judicatura,  aunque  no  hubieren 
cumplido  veinticinco  años,  en  el  caso  expuesto 
en  el  párrafo  adicionado  al  núm.  5.”  del  artícu- 
lo Juez.  * 

III.  El  juez  lego  no  puede  entender  ni  fallar 
por  sí  solo  sino  en  los  j uicios  verbales  y de  poca 
importancia;  y en  los  que  son  de  tal  naturaleza 
que  no  pueden  sustanciarse  ni  decidirse  con 
acierto  sin  la  competente  instrucción  en  el  de- 
recho , tiene  que  valerse  del  auxilio  del  asesor  ó 
consultor  letrado  que  le  haya  nombrado  el  Rey 
ó del  de  alguno  de  los  ahogados  residentes  den- 
tro ó fuera  del  pueblo  que  el  mismo  elija. 

Los  gobernadores , intendentes,  corregidores 
y demás  jueces  legos  á quienes  el  Rey  nombra 
asesor,  no  son  responsables  á las  resultas  de  las 
providencias  y sentencias  que  dieren  con  acuer- 
do y parecer  del  mismo  asesor,  el  cual  única- 
mente lo  deberá  ser ; no  pueden  nombrar  ni  va- 
lerse de  asesor  distinto  del  que  el  Rey  les  hu- 
biere señalado;  pero  ai  en  algún  caso  creyeren 
tener  razones  para  no  conformarse  con  su  dicta- 
men, pueden  suspender  el  acuerdo  ó sentencia 
y consultar  á la  superioridad  con  expresión  de 
los  fundamentos  y remisión  del  expediente.  Los 
alcaldes  y jueces  ordinarios  que  determinan 
asuntos  con  acuerdo  de  asesor  que  ellos  mis- 
mos nombran,  tampoco  son  responsables,  y' sí 
solo  el  asesor,  no  probándose  que  en  el  nom- 
bramiento ó acuerdo  haya  habido  colusión  ó 
fraude, 

Así  lo  dispone  la  ley  9.‘,  tít.  16,  lib.  n,  Noví- 
sima Recop.;  pero  creemos  que  en  el  día  no  pue- 
de en  caso  alguno  el  juez  lego  suspender  el 


acuerdo  ó sentencia  y consultar  4 la  superiori- 
dad. F,1  juez  superior  no  puede  nunca  entreme- 
terse en  el  fondo  de  causa  pendiente  ante  juez 
inferior,  ni  aun  pedírsela  para  verla,  porque  4 
este  compete  de  lleno  su  conocimiento  en  pri- 
mera instancia,  en  lo  cual  nadie  puede  embara- 
zarle , como  dice  ei  art.  59  del  reglamento  de  26 
- de  Setiembre  de  1835:  luego  tampoco  el  juez  in- 
ferior, sea  lego  ó letrado,  podrá  remitírsela  para 
que  la  decida  ó le  dicte  la  decisión  que  corres- 
ponde , ya  porque  ia  disposición  dei  reglamento 
quedaría  de  este  modo  ilusoria,  ya  porque  dic- 
tando el  superior  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia anticiparía  la  que  había  de  dar  en  la 
segunda , y se  verían  los  litigantes  privados  de 
una  de  ellas.  ¿Qué  hará,  pues,  el  juez  lego  cuan- 
do creyere  tener  razones  para  no  conformarse 
con  ei  dictámen  del  asesor  que  el  Rey  le  ha 
nombrado?  Elegir  otro  asesor  para  la  decisión 
de  aquel  punto  ó negocio,  ó bien  arreglar  el 
fallo  según  su  conciencia  bajo  su  responsabili- 
dad, como  hacian  ó podían  hacer  los  tribunales 
de  comercio  en  virtud  del  art.  55  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento.  T si  el  juez  lego,  desechando  el 
dictámen  del  asesor  nombrado  por  el  Rey,  dije 
otro  letrado  y provee  con  arreglo  el  dictámen  de 
este,  ¿quién  será  responsable  de  cualquier  error 
de  derecho  que  hubiere  en  la  providencia?  La 
citada  ley  de  Enjuiciamiento,  quiere  lo  sea  el 
juez  quú  la  haya  acordado , sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  que  por  su  ministerio  tenga  el 
letrado  que  hubiere  dado  el  dictámen  erróneo. 
Sin  embargo,  no  habiendo  habido  fraude,  colu- 
sión , parcialidad  ó cohecho  en  la  conducta  del 
juez  lego  al  desechar  el  dictámen  del  asesor 
nombrado  por  el  Rey  y adoptar  el  partido  de 
elegir  otro,  parece  conforme  al  espíritu  de  las 
últimas  palabras  de  la  mencionada  ley  9.*,  tí- 
tulo 16,  Lib.  11,  Nov.  Recop.,  que  la  responsabili- 
dad recaiga  únicamente  sobre  el  letrado;  y esta 
es  ia  jurisprudencia  que  siguen  algunos  tribu- 
nales superiores  en  asuntos  que  no  sean  de  co- 
mercio. 

* Ya  hemos  dicho  que  actualmente  lian  subs- 
tituido á los  alcaldes  en  los  negocios  j udicíales 
los  jueces  municipales.  Cuando  no  son  letrados 
y desempeñan  el  juzgado  de  primera  instancia, 
y,  cuando  se  establezca,  el  de  instrucción,  se  ase- 
soran con  un  letrado  en  todo  lo  que  no  sea  de 
mera  tramitación.  Véase  el  art.  /I  de  ia  ley  or- 
gánica del  poder  judicial.  Ellos  mismos  son  los 
que  nombran  estos  asesores  para  cada  caso  y 
pueden  desviarse  de  su  dictámen  y nombrar  otro, 
lo  que  no  sucede  cuando  el  asesor  es  titular, 
pues  no  puede  ser  removido  sin  justa  causa.  Así 
es  que  no  conformándose  el  juez  municipal  con 
el  asesor  que  nombró , es  responsable  él  solo 
de  las  providencias  que  dictare,  porque  no  está 
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obligado  á seguir  su  dictámen,  como  el  juez  que 
tiene  asesor  titular.  *■ 

IV.  Los  capitanes  ó comandantes  generales 
de  ejército  ó distrito  y los  de  marina  tienen  au- 
ditor ó asesor  nombrado  por  la  corona,  el  cual 
instruye  y sustancia  las  causas  correspondien- 
tes á la  jurisdicción  de  su  jefe,  acuerda  y fir- 
ma con  él  las  sentencias,  le  expone  su  dicta- 
men sobre  los  defectos  de  los  procesos  seguidos 
en  los  consejos  de  guerra  ordinarios  y sobre  la 
aprobación  ó desaprobación  de  los  fallos  pro- 
nunciados en  ellos,  y asiste  á los  consejos  de 
guerra  de  oficiales  generales.  V.  Auditor  y Ca- 
pitán ó Comandante  general  y Asesores  de  guerra. 

Los  tribunales  de  comercio,  antes  de  su  su- 
presión, tenían  tambieu  asesores  ó consultores 
nombrados  por  el  Rey  á propuesta  en  terna  de 
aauellos,  para  que  les  dieran  su  dictámen  sobre 
las  dudas  de  derecho  que  les  ocurriesen  en  el 
órden  de  sustanciacion  ó en  la  decisión  de  los 
negocios  de  su  competencia:  arts.  1196  y 1197 
del  Código  de  comercio.  V.  Tribunal  de  comercio. 

V.  Aunque  por  juez  lego  se  entiende  regu- 
larmente el  que  no  es  letrado,  como  se  ha  indi- 
cado al  principio  de  este  artículo  , sin  embargo, 
en  la  jurisprudencia  canónica  cualquiera  de  los 
jueces  que  ejercen  la  jurisdicción  ordinaria  ó 
común,  sea  lego  ó letrado,  se  suele  designar 
con  la  denominación  de  juez  lego,  en  contrapo- 
sición al  juez  eclesiástico,  aunque  con  mas  pro- 
piedad se  le  llama  también  juez  seglar  ó secular. 

JUEZ  LETRADO.  El  juez  que  tiene  titulo  de  li- 
cenciado en  leyes  ó de  abogado,  y administra 
justicia  por  sí  mismo  sin  necesidad  de  asesor. 
8on  j ucees  ietrados  los  j ueces  de  primera  instan-  : 
cia  de  los  partidos , los  magistrados  de  las  Au-  ! 
diencias  y del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  al- 
gunos de  los  del  TribuuaL  Supremo  de  Guerra  y 
Marina,  los  provisores  ó vicarios  generales  de  las 
diócesis,  etc.  Aunque  la  ley  6.a,  tít.  1.°,  lib.  11, 
Nov.  Recop.,  exigía  la  edad  de  veintiséis  años  en 
los  j ueces  letrados,  basta  ahora  la  de  veinticin- 
co, según  la  Real  cédula  de  27  de  Enero  de  1833 
y el  art.  251  de  la  Constitución  de  1812;  bien  que 
para  ser  magistrado  de  una  Audiencia  se  requie- 
re la  edad  de  treinta  años  cumplidos , y de  cua- 
renta para  serlo  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia, según  Real  decreto  de  29  de  Noviembre  de 
1838.  * Ya  hemos  dicho,  que  según  el  art.  109  de 
la  ley  orgánica  del  poder  j udicial,  se  requiere  en 
el  dia  la  edad  de  veinticinco  años  para  ser  juez 
ó magistrado,  cualquiera  que  sea  ia  clase  ó de- 
nominación del  cargo.  * V.  Juez  de  primera  ins- 
tancia departido. 

JUEZ  CIVIL.  El  que  conoce  de  los  negocios  con- 
tenciosos en  que  solo  se  trata  de  intereses  pecu- 
niarios, sin  mezclarse  en  la  persecución  y casti- 
go de  los  delitos,  como  por  ejemplo , antigua- 


mente los  oidores , y después  los  jueces  de 
comercio.  También  suele  llamarse  juez  civil  el 
que  ejerce  la  jurisdicción  ordinaria  ó común  en 
asuntos  civiles  ó criminales,  por  contraposición 
al  juez  eclesiástico,  al  militar  y al  de  cualquiera 
otro  fuero  privilegiado. 

JUEZ  CRIMINAL.  El  que  conoce  de  las  causas  en 
que  solo  se  trata  de  la  persecución  y castigo  de 
los  delitos,  sin  mezclarse  en  asuntos  que  solo 
versan  sobre  intereses,  como  por  ejemplo,  los 
antiguos  alcaldes  del  crimen,  y en  lo  militar,  los 
consejos  de  guerra. 

JUEZ  CIVIL  Y CRIMINAL.  El  que  tiene  facultad 
para  entender  indistintamente,  asi  en  las  causas 
que  versan  sobre  intereses  pecuniarios,  como  en 
las  relativas  al  castigo  de  los  delitos.  Son  jueces 
civiles  y criminales,  por  ejemplo,  los  que  ejer- 
cen la  jurisdicción  ordinaria  en  todos  sus  gra- 
dos, así  como  los  que  ejercen  la  eclesiástica,  y 
los  capitanes  ó comandantes  generales  de  las 
provincias. 

* JUEZ  DE  INSTRUCCION.  El  que,  según  la  ley 
de  organización  judicial,  ha  de  instruir  la  su- 
maria de  las  causas  y ha  de  practicar  las  demás 
diligencias,  y desempeñar  las  comisiones  auxi- 
liatorias  que  le  encarguen  sus  superiores. 

Habrá  uno  en  cada  circunscripción  de  las  dos 
en  que,  por  lo  menos,  ha  de  dividirse  cada  par- 
tido judicial:  arts.  12  y 38. 

Los  juzgados  de  instrucción  tomarán  su  deno- 
minación del  pueblo  cabeza  de  la  circunscrip- 
ción en  que  deben  residir;  y si  hubiere  dos,  del 
de  la  circunscripción  en  que  ejercen  su  juris- 
dicción , además  del  de  la  población  en  que  re- 
sidan: art.  16. 

Cuando  por  circunstancias  extraordinarias, 
tales  como  la  de  estar  sitiada  la  población  en 
que  residan  ó por  hallarse  esta  ocupada  por 
enemigos  ó dominada  por  rebeldes,  no  pudieran 
los  jueces  de  instrucción  ejercer  su  jurisdicción 
con  seguridad , libertad  y desembarazo,  se  tras- 
ladarán al  pueblo  en  que  designen  los  tribuna- 
les de  partido:  art.  21. 

Los  j ueces  de  instrucción  serán  reemplazados 
por  los  jueces  municipales  y por  sus  suplentes, 
si  fueren  letrados;  no  siéndolo,  nombrará  la  Au- 
diencia á un  aspirante  ó á un  letrado  para  que 
se  encargue  del  juzgado  de  instrucción:  artícu- 
los 69  y 70. 

Los  jueces  de  instrucción  deberán  reunir, 
además  de  las  condiciones  expresadas  en  el  ar- 
tículo 109  de  la  ley  de  tribunales,  expuesto  en  ia 
adición  al  párrafo  V del  artículo  Juez,  la  de  ser 
abogados  ó licenciados  en  derecho  civil  por  Uni- 
versidad costeada  por  el  Estado:  art.  116.  Véase 
la  adición  segunda  al  párrafo  V citado. 

Son  aplicables  á los  jueces  de  instrucción  los 
casos  de  incapacidad  y de  incompatibilidad  y 
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las  prohibiciones  enunciadas  en  los  arts.  110  al 
120  de  dicha  ley,  que  se  han  expuesto  en  la  adi- 
ción ai  párrafo  YI.  del  artículo  Juez. 

Los  juzgados  de  instrucción  se  proveerán  Víni- 
camente en  aspirantes  á la  judicatura,  confi- 
riendo las  vacantes  en  la  forma  que  determinan 
los  arts.  123  al  125  de  la  ley  de  tribunales  ex- 
puestos al  tratar  de  las  condiciones  para  el  in- 
greso y ascenso  de  los  jueces  municipales.  Véa- 
se Juez  municipal  y Trihmal  de  partido. 

Respecto  del  nombramiento  de  los  jueces  de 
instrucción,  juramento  y toma  de  posesión,  an- 
tigüedad y precedencia,  honores,  traje  y dota- 
ción, véase  las  adiciones  al  párrafo  IV  del  ar- 
tículo Juez.  Acerca  de  su  inamovilidad,  véase  las 
disposiciones  de  los  arts.  221  al  244  de  la  ley  de 
tribunales  expuestos  en  la  adición  al  párrafo  II 
del  artículo  Juez,  y en  cuanto  á su  responsabili- 
dad , las  de  los  arts.  245  al  269  de  dicha  ley  ex- 
puestos en  la  adición  al  párrafo  III  de  dicho  ar- 
ticulo Juez. 

Corresponde  á los  jueces  de  instrucción,  en  lo 
civil,  desempeñar  las  funciones  que  expresa- 
mente les  atribuyan  las  leyes  y las  comisiones 
que  para  la  práctica  de  determinadas  diligencias 
les  confieran  los  respectivos  tribunales  de  par- 
tido. En  lo  criminal,  instruir  las  sumarias  de 
las  causas  y las  demás  diligencias  que  les  en- 
carguen los  jueces  de  partido.  En  lo  civil  y cri- 
minal, desempeñar  las  comisiones  auxiliatorias 
que  por  conducto  del  tribunal  del  partido  les 
dirijan  otros  jueces  ó tribunales:  art.  272  de  la 
ley  orgánica  del  poder  judicial. 

Los  jueces  de  instrucción  celebrarán  audien- 
cia pública  en  el  edificio  destinado  al  efecto, 
todos  los  dias  no  feriados,  por  tres  horas  á lo  me- 
nos , señalando  la  hora  en  que  ha  de  comenzar 
la  audiencia  por  medio  de  un  edicto  fijado  en  la 
parte  exterior  del  edificio  referido:  artículos 
632  y 633. 

Ningún  juez  podrá  dejar  de  asistir  á la  Au- 
diencia sin  justa  causa.  Los  jueces  de  instruc- 
ción avisarán  al  juez  municipal  del  pueblo 
en  que  residan  para  que  los  sustituyan,  cuan- 
do por  cualquier  causa  no  puedan  asistir  á la 
Audiencia;  cuando  tuvieren  que  salir  del  pue- 
blo de  su  residencia  para  formar  sumarias  ó 
practicar  otras  diligencias  judiciales,  y cuando 
por  impedimento  justo  no  pudieren  practicar 
algunas  diligencias  en  la  cabeza  de  partido:  ar- 
tículo 636  de  la  ley  de  tribunales. 

Mientras  no  se  lleve  k efecto  la  organización 
de  tribunales  que  marca  la  ley  referida,  desem- 
peñan los  jueces  de  primera  instancia  las  atri- 
buciones conferidas  á los  de  instrucción  que 
hasta  el  dia  les  han  sido  confiadas.  V.  Juez  de 
primera  instancia . * 

* JUEZ  DE  INSTRUCCION  ESPECIAL.  Elfunciona- 
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rio  público  del  órden  judicial  encargado  espe- 
cialmente de  la  formación  de  los  sumarios  de 
ciertas  causas. 

El  ministro  de  Gracia  y Justicia  y las  Salas  de 
gobierno  del  Tribunal  Supremo  y de  las  Audien- 
cias, podrán  encomendar  ia  formación  de  los  su- 
marios por  los  delitos  comprendidos  en  el  nú- 
mero .1.  del  art.  276  de  la  ley  sobre  organización 
del  poder  judicial  (expuesto  en  el  artículo  Au- 
diencia, sus  atribuciones),  y en  los  281  y 284  de 
dicha  ley  (expuestos  en  el  artículo  Tribunal  Su- 
premo, sus  atribuciones),  ó por  delitos  cuyas  ex- 
traordinarias circunstancias,  ó las  del  lugar  ó 
tiempo  de  su  ejecución,  ó de  las  personas  que  en 
ellos  hubiesen  intervenido  como  ofensores  ú 
ofendidos , dieren  motivo  á considerar  conve- 
niente ei  nombramiento  de  aquel  para  la  mas 
acertada  investigación  ó para  la  mas  segura 
comprobación  de  los  hechos. 

El  ministro  de  Gracia  y Justicia  y la  Sala  de 
Gobierno  del  Tribunal  Supremo  no  podrán  nom- 
brar juez  de  instrucción  para  estos  casos  mas  que 
á un  magistrado,  juez  ó funcionario  del  minis- 
terio fiscal  que  estuviere  en  activo  servicio.  Las 
Salas  de  gobierno  de  las  Audiencias  tampoco 
podrán  nombrar  mas  que  á un  funcionario  de 
los  anteriormente  expresados  que  correspondie- 
re ai  distrito  de  la  Audiencia  cuya  Sala  de  go- 
bierno hiciere  el  nombramiento.  Cuando  las  Ra- 
las de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  y de  las 
Audiencias  hicieren  uso  de  esta  facultad , lo 
pondrán  inmediatamente  en  conocimiento  del 
ministro  de  Gracia  y Justicia:  artículo  190  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  V.  Ante- 
juicio. 

JUEZ  INFERIOR.  El  juez  que  administra  justicia 
bajo  la  dependencia,  inspección  ó revisión  de 
otro  de  superior  grado.  Son  jueces  inferiores  los 
jueces  municipales,  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia de  los  partidos:  io  eran  los  jueces  de  co- 
mercio, y lo  son  todos  aquellos  que  no  adminis- 
tran justicia  sino  en  primera  instancia,  con  ape- 
lación á la  Audiencia  del  territorio.  Son  también 
jueces  inferiores  en  su  ramo  respectivo,  los  pro- 
visores y vicarios  generales  de  las  diócesis,  los 
capitanes  ó comandantes  generales  de  distritos, 
y los  gobernadores  militares  de  plazas.  V.  Juris- 
dicción, en  sus  diferentes  artículos. 

Los  jueces  inferiores  que  después  de  haber  he- 
cho todas  las  diligencias  posibles  para  juzgar 
con  acierto,  no  encuentran  todavía  clara  la  jus- 
ticia ó el  derecho  á favor  de  una  ó de  otra  parte, 
pareciéndoles  que  Ja  probabilidad  está  igual- 
mente por  entrambas,  deben  remitir  la  causa  ai 
superior  para  que  la  decida , según  sientan  co- 
munmente los  autores,  fundados  en  la  ley  11, 
üt.  22,  Part.  3.*;  pero  en  el  dia  ya  no  puede  tener 
lugar  esta  doctrina.  La  primera  instancia  com- 


pete  de  lleno  á los  jueces  inferiores,  y la  segun- 
da y demás  á los  superiores;  estos  no  pueden  en- 
trar en  el  fondo  de  las  causas  pendientes  ante 
aquellos,  ni  aquellos  remitírselas  á estos  aun  ad 
efeclum  vúlendi,  como  se  lia  dicho  en  el  artículo 
jVez  lego , núm.  III.  Fuerza  será,  pues,  que  el 
juez  inferior,  sea  lego  ó letrado,  falle  y resuelva 
en  todo  caso  las  causas  y negocios  que  fueren  de 
su  atribución,  sin  que  jamás  puedan  servirle  de 
excusa  la  oscuridad,  la  insuficiencia  ó el  silencio 
de  la  ley,  ni  la  igualdad  ó la  complicación  de  las 
pruebas  que  por  ambas  partes  se  presentaren,  y 
sin  que  se  valga  del  medio  de  dirigir  consultas 
sobre  estos  puntos  al  superior,  que  no  debe  por 
cierto  convertirse  en  su  asesor  nato,  ni  compro- 
meter y anticipar  sus  fallos  en  causas  de  que 
luego  ha  de  conocer  en  la  instancia  que  le  com- 
pete. Y.  Juez,  núm.  XII , con  los  artículos  que 
allí  se  citan,  y Juez  superior. 

JUEZ  SUPERIOR.  El  que  tiene  autoridad  para 
juzgar  las  causas  en  apelación  y conocer  de  las 
quejas  que  dedujeren  los  litigantes  contra  el 
juez  inferior.  La  ley  1.*,  tít.  4.“,  Part.  3.*,  le  llama 
sobrejuez. 

No  pueden  ya  los  jueces  superiores  quitar  á los  ' 
inferiores  el  conocimiento  de  las  causas  que  en  : 
primera  instancia  les  corresponden  por  la  ley,  ni 
conocer  de  ellas  á prevención  con  estos,  ni  avo- 
carlas cuando  todavía  se  hallaren  pendientes  en 
dicha  instancia,  ni  entremeterse  en  el  fondo  de 
ellas  cuando  promuevan  su  curso  ó se  informen 
de  su  estado,  ni  pedírselas  aun  ad  ejectum  vi- 
dendi,  ni  retener  su  conocimiento  cuando  haya 
apelación  de  auto  interlocutorio,  ni  embarazar- 
les de  otro  modo  el  ejercicio  de  su  jurisdicción: 
pero  en  virtud  de  la  inspección  que  tienen  sobre 
la  administración  de  justicia  y los  encargados  de 
ella,  pueden  exigirles  las  listas,  informes  y no- 
ticias que  estimen  respecto  á las  causas  civiles  ó : 
criminales  fenecidas  y al  estado  de  las  pendien- 
tes, prevenirles  lo  que  convenga  para  su  mejor 
y mas  pronta  expedición,  y cuando  haya  justo 
motivo,  censurarlos,  reprenderlos,  apercibirlos, 
multarlos  y aun  formarles  causa,  de  oficio  ó á 
instancia  de  parte,  por  los  retrasos,  descuidos  y 
abusos  graves  que  notaren , aunque  oyéndolos 
en  justicia  siempre  que  reclamen  contra  cual- 
quiera corrección  que  les  impongan  sin  haberles 
formado  causa,  absteniéndose  de  molestarlos  ó 
desautorizarlos  con  apercibimientos,  reprensio- 
nes ú otras  condenas  por  leves  y excusables  fal- 
tas, ó por  errores  de  opinión  en  casos  dudosos,  y 
no  dejando  nunca  de  tratarlos  con  aquel  decoro 
y consideración  que  se  debe  á su  ministerio:  ar- 
tículos 20,  36  y 59  del  reglamento  de  26  de  Se- 
tiembre de  1835.  ’V , Juez  de  primera  instancia  de 
partido  y Jurisdicción  real  ordinaria. 

* JUEZ  PONENTE.  V . Magistrado  ponente.  * 


JUEZ  A QUO.  El  juez  de  quien  se  apela  para 
ante  el  superior. 

JUEZ  AD  QUEM.  El  juez  para  ante  quien  se  in- 
terpone la  apelación  de  otro  inferior. 

JUEZ  DE  ALZADAS  Ó APELACIONES.  Cualquier  juez 
superior  á quien  van  las  apelaciones  de  los  infe- 
riores. 

JUEZ  SUPREMO.  Cualquiera  de  los  magistrados 
que  se  hallan  en  el  último  grado  del  órdeu  judi- 
cial; pero  esta  denominación  no  suele  aplicarse 
á los  magistrados  personalmente  considerados, 
sino  solo  al  tribunal  de  que  son  individuos.  Véa- 
se Tribunal  Supremo. 

JUEZ  ACOMPAÑADO.  El  juez  que  antes  se  nom- 
braba para  que  acompañase  al  originario  de  la 
causa  cuando  este  era  recusado  por  el  actor  ó el 
reo.  V.  Recusación. 

JUEZ  COMPETENTE.  El  juez  que  tiene  jurisdic- 
ción para  conocer  de  un  asunto  ó negocio  en 
cuestión,  ó el  que  no  conoce  sino  de  los  asuntos 
que  le  atribuye  la  ley  entre  personas  sometidas 
á su  jurisdicción. 

Todo  juez,  cualquiera  que  sea  la  jurisdicción 
que  ejerza,  ora  la  real  ordinaria,  ora  alguna  de 
las  especiales  ó privilegiadas,  debe  limitarse  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  al  territorio  que  le 
está  asignado  y á las  personas  y cosas  que  la  ley 
lia  sujetado  á su  autoridad ; y mientras  así  se 
conduzca,  será  juez  competente  y podrá  pedir  de 
oficio  ó á instancia  de  parte  la  inhibición  de 
cualquier  otro  que  le  usurpe  sus  atribuciones, 
Y.  Competencia  en  materia  civil. — Competencia  en 
materia  criminal. — Fuero  y Jurisdicción. 

* Según  el  art.  298  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial,  para  que  los  jueces  y tribunales 
sean  competentes,  se  requiere:  l.°Que  el  conoci- 
miento del  pleito,  de  la  causa  ó de  los  actos  en 
que  intervengan,  estén  atribuidos  á la  autoridad 
que  ejerzan,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  tí- 
tulo 6.°  de  dicha  ley.  2.°  Que  les  corresponda  el 
conocimiento  del  pleito,  causa  ó acción  con  pre- 
ferencia á los  demás  jueces  ó tribunales  de  su 
mismo  grado,  según  en  el  tít.  7.°  de  la  misma  se 
prescribe. 

Los  jueces  y tribunales  que  sean  competentes 
para  conocer  de  un  pleito  ó de  una  causa  deter- 
minada, la  tendrán  también  para  las  excepciones 
que  en  ella  se  propongan,  para  la  reconvención 
en  los  casos  en  que  proceda,  para  todas  sus  inci- 
dencias, para  llevar  á efecto  las  providencias  de 
tramitación,  y para  la  ejecución  de  la  sentencia: 
art.  302  de  dicha  ley.  V.  Competencia,  y los  diver- 
sos artículos  sobre  Jurisdicción.  * 

JUEZ  INCOMPETENTE.  El  que  no  tiene  jurisdic- 
ción para  conocer  de  una  causa  de  que  se  trata, 
ya  sea  por  razón  de  la  materia,  ya  sea  por  razón 
de  la  persona.  Carece  de  jurisdicción  por  razón 
de  la  materia,  cuando  el  asunto  pertenece  á otro 
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juez;  carece  por  razón  de  la  persona,  cuando 
siendo  el  asunto  de  su  atribución,  no  le  está 
sujeta  la  persona  contra  quien  se  quiere  pro- 
ceder. 

En  caso  de  que  un  juez  quiera  usurpar  la  ju- 
risdicción que  no  le  compete  conociendo  de  un 
negocio  que  corresponde  á otro  fuero  por  cual- 
quiera de  las  dos  razones  de  la  persona  ó de  la 
materia,  puede  impedirlo  el  litigante  interesado, 
ó bien  el  juez  competente:  este  defendiendo  su 
jurisdicción  y formando  contienda  de  competen- 
cia al  usurpador  en  la  forma  indicada  en  el  ar- 
tículo Competencia,  aquel  declinándola  jurisdic- 
ción del  usurpador,  esto  es  , pidiéndole  que  se 
inhiba  del  conocimiento  del  negocio,  que  se  de- 
clare incompetente  y mande  al  actor  use  de 
su  derecho  donde  corresponda.  Si  el  juez  tenido 
por  incompetente  no  quiere  declararse  tal  en 
vista  de  la  declinatoria,  6 si  el  competente  á pe- 
sar de  la  excitación  del  interesado  rehúsa  defen- 
der su  jurisdicción  usurpada,  como  asimismo  en 
cualquiera  de  los  casos  contrarios,  puede  inter- 
ponerse apelación  por  la  parte  que  se  sintiere 
agraviada,  pues  que  el  auto  de  uno  y otro  juez 
tendria  fuerza  de  definitivo.  Con  los  juzgados  ó 
tribunales  eclesiásticos  no  se  promueven  ni  sos- 
tienen competencias,  sino  queso  usa  del  recurso 
de  fuerza.  Y.  Competencia. — Excepción  declinato- 
ria y Recurso  de  f uerza. 

Mas  un  juez  incompetente  puede  hacerse  com- 
petente por  voluntad  expresa  ó tácita  de  las  par- 
tes; por  voluntad  expresa,  sometiéndose  áél  per- 
sonas que  no  le  estaban  sujetas,  con  renuncia 
positiva  de  su  propio  fuero;  por  voluntad  tácita, 
compareciendo  en  su  tribunal  personas  que  no 
le  estaban  sujetas,  sin  declinar  su  jurisdicción. 
Pero  al  efecto  es  indispensable  que  la  causa,  no 
sea  de  tal  naturaleza  que  no  pueda  entablarse 
ante  el  juez  incompetente,  y que  los  litigantes 
puedan  renunciar  su  propio  fuero  y someterse  á 
otro  j uez.  V.  Jurisdicción  prorogada. 

Como  las  competencias  de  jurisdicción,  mali- 
ciosas muchas  veces  ó enteramente  voluntarias 
por  capricho  de  .parte  de  algunos  jueces,  con- 
tribuyen en  gran  manera  á dilatar  las  causas 
criminales,  está  declarado  por  el  art.  6.”  del  de- 
creto de  Oórtes  de  11  de  Setiembre  de  1820,  res- 
tablecido en  30  de  Agosto  de  1836 , que  los  que 
las  promuevan  y sostengan  contra  ley  expresa 
y terminante  incurren  en  la  pena  señalada  por 
el  art.  7.“  de  la  ley  de  responsabilidad  de  24  de 
Marzo  de  1813 , esto  es , en  la  del  pago  de  todas 
las  costas  y perj  uicios  y en  la  de  suspensión  de 
empleo  y sueldo  por  un  año,  y por  la  reinciden- 
cia en  igual  pago,  privación  déi  empleo  é inha- 
bilitación para  volver  á ejercer  la  judicatura: 
debiendo  el  mismo  tribunal  que  dirima  la  com- 
petencia, imponer  al  propio  tiempo  y hacer 


efectiva  la  pena,  ejecutándola  irremisiblemente 
desde  luego,  sin  perjuicio  de  que  después  se 
oiga  al  juez  que  la  sufra  si  reclamase.  Mas  no 
estando  restablecida  la  citada  ley  de  responsa- 
bilidad de  1813',  parece  que  no  se  está  en  el  caso 
de  imponer  la  pena  que  en  ella  se  contiene; 
bien  que  alguna  habrá  de  imponerse  , y cuando 
menos  la  satisfacción  de  costas  y perjuicios, 
pues  que  todo  juez  es  responsable  de  lo  que 
practicare  contra  las  leyes.  + Y.  Competencia 
(Cuestión  de).  * 

JUEZ  DE  COMPETENCIAS.  Cualquiera  de  los  dos 

ministros  de  cada  uno  de  los  Consejos  ó tribu- 
nales supremos  que  anualmente  designaba  el 
Roy  para  decidir  á pluralidad  de  votos  las  com- 
petencias formadas  por  las  diferentes  jurisdic- 
ciones. Y.  Competencia,  art.  3.° 

JUEZ  0 CANCILLER  DE  COMPETENCIAS.  En  la  Co- 
rona de  Aragón  era  el  eclesiástico  nombrado 
por  el  Rey  para  decidir  las  competencias  entre 
la  jurisdicción  real  y la  eclesiástica.  V.  Canciller 
de  Contenciones. 

JUEZ  PRIVATIVO.  El  que  tiene  facultad  para 
conocer  de  una  causa  con  inhibición  ó exclusión 
del  juez  ordinario  que  deberia  determinarla. 
Tal  es  el  que  ha  sido  delegado  por  juez  superior 
al  del  partido,  pues  inhibe  y priva  á los  ordina- 
rios del  conocimiento  de  las  causas  contenidas 
en  su  comisión,  aunque  pendan  ante  ellos:  bien 
que  hoy  no  puede  haber  jueces  privativos  de 
esta  especie,  porque  nadie  puede  ser  juzgado 
por  comisión  alguna,  seg’un  se  ha  dicho  al  fin 
del  artículo  Juez  delegado.  Tal  es  también  el  que 
ejerce  alguna  jurisdicción  privilegiada  ó espe- 
cial en  órden  á ciertas  causas  ó personas  que  se 
han  sustraído  por  la  ley  á la  jurisdicción  real 
ordinaria  ó común;  como  por  ejemplo,  el  juez 
eclesiástico  y el  militar. 

JUEZ  APARTADO.  Llamábase  así  en  nuestra  an- 
tigua legislación,  todo  juez  que  por  comisión 
peculiar  ó especial  entendía  en  los  negocios  que 
se  ponian  á su  cargo,  con  inhibición  de  las  jus- 
ticias ordinarias;  y también  el  que  ejercía  algu- 
■ ua  jurisdicción  privilegiada,  como  por  ejemplo, 
la  de  la  Mesta:  de  suerte  que  viene'á  ser  lo  mis- 
mo que  juez  privativo;  y decíase  apartado , por- 
que su  jurisdicción  se  apartaba  ó desmembraba 
de  la  común  ú ordinaria, 

juez  ó ALGALDE  ENTREGADOR.  V . Alcaldes  de  la 
Mesta. 

JUEZ  DE  ARRIBADAS.  El  juez  de  Marina  encar- 
gado de  entender  en  los  negocios  pertenecientes 
á.  los  buques  en  los  puertos  de  mar. 

JUEZ  MILITAR.  V.  Jurisdicción  militar. 

JUEZ  DE  hacienda,  V.  Jurisdicción  de  Hacienda, 

JUEZ  DE  COMERCIO.  Y.  Tribunal  de  Comercio. 

JUEZ  ESCOLÁSTICO  Ó JUEZ  DEL  ESTUDIO.  V.  Fuero 
académico  ó escolar. 
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JUEZ  CONSERVADOR  Ó PROTECTOR.  El  juez  ecle- 
siástico ó secular  nombrado  por  el  Papa  con  ju- 
risdicción y potestad  para  defender  de  violen- 
cias á alguna  iglesia,  monasterio,  convento,  co- 
munidad regular  y militar,  ü otros  eclesiásticos: 
el  nombrado  por  privilegio  del  Rey  para  conocer 
privativamente  de  los  asuntos  civiles  de  alguna 
comunidad  6 gremio  , como  de  los  intereses,  ha- 
ciendas ó recaudación  de  sus  rentas;  y el  juez 
nombrado  por  el  Rey  con  j urisdiccion  privativa 
para  conocer  en  primera  instancia  de  ciertos 
litigios  de  los  extranjeros  transeúntes. 

Los  jueces  conservadores  de  iglesias,  no  podian 
perturbar  la  jurisdicción  real , .ni  entremeterse 
á conocer  sino  de  injurias  y ofensas  manifiestas 
y uotorias  que  se  hiciesen  á las  iglesias  ó mo- 
nasterios y personas  eclesiásticas,  bajo  las  penas 
de  extrañamiento  del  reino  y pérdida  de  las 
temporalidades:  leyes  6.’,  7.a  y 8.a,  tít.  1.a,  li- 
bro 2.”,  Nov.  Recop. 

El  nombramiento  de  juez  conservador  de  ex- 
tranjeros, solia  recaer  en  alguno  de  los  magis- 
trados de  la  real  Audiencia  del  distrito  en  que 
se  establecía  el  juzgado,  y su  jurisdicción  se 
limitaba  á conocer  privativamente,  con  apela- 
ción al  Supremo  Consejo  de  Guerra,  de  las  cau- 
sas que  se  movían  entre  los  extranjeros  tran- 
seúntes de  una  misma  nación  que  venían  á co- 
merciar por  mayor,  y de  aquellas  en  que  estos 
eran  reos  convenidos  por  otro  cualquiera,  ora 
fuese  slibdito  español , ora  de  otro  pais  : ley  5.a, 
tít.  11,  lib.  6.°,  Nov.  Recop.  V.  Extranjero , nú- 
mero VI. 

JUEZ  IN  CURIA.  Cualquiera  de  los  seis  jueces 
ó protouotarios  apostólicos  españoles,  á quienes 
el  nuncio  del  Papa  en  Madrid  debía  cometer  el 
conocimiento  de  las  causas  que  veniau  en  ape- 
lación á su  tribunal , no  pudieudo  él  conocer  por 
sí  sino  en  los  casos  en  que  su  sentencia  causaba 
ejecutoria.  Después  del  establecimiento  de  la 
Rota  española,  hecha  por  el  Sumo  Pontífice  Cle- 
mente XIV,  á solicitud  del  señor  Don  Carlos  III, 
se  dió  nueva  forma  al  conocimiento  de  las  cau- 
cansas  eclesiásticas  en  el  reino ; se  suprimieron 
los  jueces  in  curia,  los  cuales  se  llamaban  así 
porque  debian  residir  en  la  corte , y hoy  conoce 
la  Rota  de  las  causas  de  que  ellos  conocían. 
V.  Bota. 
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JUEZ  DE  ENQUESTA.  Ministro  togado  de  Aragón, 
que  hacia  inquisición  ó pesquisas  contra  los  mi- 
nistros de  justicia,  notarios,  escribanos  y demás 
curiales  por  los  excesos  y delitos  cometidos  en 
el  ejercicio  de  sus  empleos,  y los  castigaba  pro- 
cediendo de  oficio  y no  á instancia  de  parte 
JUEZ  MAYOR  tít  VIZCAYA.  Uno  de  los  magistra- 
dos de  la  CUan fullería  de  Valladolid , el  cual  for- 
maba tribunal  por  sí  solo  y conocía  en  segunda 
instancia  de  las  causas  civiles  y criminales  de 


los  vizcaínos,  que  iban  en  apelación  del  corre- 
gidor y justicias  ordinarias  de  Vizcaya,  y que 
luego  pasaban  en  grado  de  revista  á la  Sala  titu- 
lada también  Mayor  de  Vizcaya  establecida  en 
la  misma  Chancillería  y compuesta  del  presi- 
dente y de  cierto  número  de  magistrados:  leyes 
del  tít.  16,  lib.  5.“,  Nov.  Recop.  Hoy  van  las  ape- 
laciones de  los  jueces  ordinarios  de  Vizcaya  á la 
Audiencia  territorial  de  Burgos. 

JUEZ  OFICIAL  DE  CAPA  Y ESPADA.  Cada  uno  de  los 
ministros  de  capa  y espada  que  Labia  en  la  Au- 
diencia de  la  contratación  á Indias  en  Cádiz 
cuando  existia  este  tribunal. 

JUEZ  SUBDELEGADO.  La  persona  á quien  el  juez 
delegado  comete  su  jurisdicción  ó da  sus  veces. 
V.  Juez  delegado. 

JUEZ  BE  HECHO.  El  que  sin  tener  carácter  pú- 
blico de  magistratura,  es  llamado  ante  el  tribu- 
nal para  calificar  las  pruebas  y decidir  sobre  los 
puntos  de  hecho,  guiándose  para  ello,  no  por 
las  reglas  de  derecho,  sino  por  su  buen  sentido, 
por  su  propia  convicción,  por  su  conciencia,  sin 
responsabilidad  alguna  de  los  errores  que  come- 
ta en  sus  fallos.  V.  Jurado. 

JUEZ  DE  DERECHO.  El  juez  letrado  que  envis- 
ta de  la  declaración  de  los  jueces  de  hecho  so- 
bre las  pruebas,  no  hace  mas  que  aplicar  la  ley 
al  caso  de  que  se  trata.  V.  Jurado. 

JUGLAR.  El  que  con  juegos,  bufonadas,  ges- 
tos , cuentos  ó patrañas  y chocarrerías  procura 
divertir  y hacer  reir  á otros.  Son  infames  por 
derecho , según  la  ley  4.a,  tít.  6.°,  Part.  7.a,  los 
juglares  et  los  remedadores  et  los  fazedores  de 
los  zaharrones  (moharraches  ó botargas)  que  pú- 
blicamente andan  por  el  pueblo  ó cantan  ó fa- 
zen  juegos  por  precio  ; et  esto  es  porque  se  en- 
vilecen ante  todos  por  aquel  precio  que  les  dan: 
mas  los  que  tanxiesen  estrumentos  ó cantasen 
por  solazar  á sí  mesmos , ó por  fazer  plazer  á 
sus  amigos  ó dar  alegría  á los  reyes  ó á los  otros 
señores , non  serien  por  ende  enlamados. 

JUICIO.  La  controversia  y decisión  legítima 
de  una  causa  ante  y por  el  juez  competente,  ó 
sea,  la  legítima  discusión  de  un  negocio  entre 
actor  y reo  ante  juez  competente  que  la  dirige 
y determina  con  su  decisión  ó sentencia  defini- 
tiva: Legitima  reí  controversia  apud  judicem  ínter 
litigantes  tractatio,  sea  discep  latió , et  dijudicatio, 
como  dicen  con  exactitud  los  canonistas  con- 
forme á la  glosa  in  cap.  EorvsAO,  de  veri,  sig- 
nific.  La  serie  de  las  actuaciones  judiciales  no  es 
propiamente  el  juicio,  como  algunos  le  definen, 
sino  el  método  con  que  en  él  se  procede,  y así  es 
que  no  llamamos  juicio  al  proceso. 

L La  palabra  juicio  siguifica  además:  1.*,  la 
sentencia  y aun  todo  mandamiento  del  juez: 
ley  1.  , tít.  22,  Part.  3.a;  2.“,  el  tribunal  del  juez 
é el  lugar  donde  se  juzga;  y en  este  sentido  se. 
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dice  citar  ajuicio,  que  es  avisar  judicialmente  á 
uno  para  que  se  presente  en  el  tribunal;  parecer 
enjuicio,  que  es  deducir  ante  el  juez  la  acción 
ó derecho  que  se  tiene,  ó las  excepciones  que 
excluyen  la  acción  contraria;  pedir  en  juicio , 
que  es  presentarse  uno  en  el  juzgado  propo- 
niendo sus  acciones  y derechos;  3.°,  la  instancia, 
y así  se  dice  abrir  el  juicio,  que  es  conceder  una 
instancia  extraordinaria  después  de  ejecutoria- 
do el  juicio,  para  que  las  partes  deduzcan  de 
nuevo  sus  acciones  ó excepciones;  4.°,  el  modo 
de  proceder,  y así  se  dice,  sin  estrépito  ó forma  de 
juicio , con  cuya  locución  se  explica  que  en  al- 
gunos pleitos  ó causas  no  se  procede  con  las  so- 
lemnidades de  derecho,  sino  de  plano  , breve  y 
sumariamente;  5.e,  la  jurisdicción,  la  autori- 
dad , el  fuero ; y en  este  sentido  se  sienta  en  los 
capítulos  Decernimus  y (¿Man  to,  Extr.  de  judiciis, 
que  los  negocios  eclesiásticos  no  se  han  de  de- 
jar al  juicio  de  los  legos,  y que  las  causas  rela- 
tivas al  derecho  de  patronato  deben  decidirse 
enjuicio  eclesiástico;  6.“,  la  discreción,  la  cor- 
dura, la  prudencia;  como  cuando  decimos  que 
los  impúberes , los  mentecatos  y los  dementes 
no  pueden  obligarse  ni  ser  jueces,  porque  care- 
cen de  juicio;  7.°,  la  opinión  y el  parecer  ó dic- 
tamen; como  cuando  para  la  decisión  acertada 
de  algún  punto  6 negocio  se  requiere  el  juicio 
de  peritos;  8.a,  en  la  Sagrada  Escritura,  por  fin, 
la  condenación,  la  perdición  6 la  pena;  como  en 
la  Epístola  1.*  k los  de  Corinto,  cap.  11,  en  las 
palabras  judicium  sibi  manduca t et  Mbit,  se  come 
y bebe  su  juicio , esto  es,  su  condenación  ó per- 
dición, y en  el  Evangelio  de  San  Mateo,  ca- 
pítulo 5.°,  eu  las  palabras  qui  occiderit , reus  erit 
j-udicio,  el  que  matare  será  reo  de  juicio,  esto  es, 
digno  de  pena. 

II.  El  juicio,  tomado  en  su  acepción  princi- 
pal, esto  es,  por  la  discusión  y determinación 
judicial  de  un  negocio,  que  es  de  la  que  se  trata 
en  este  artículo  y en  los  siguientes , se  divide: 
l.°,  por  razan  de  los  medios  que  se  adoptan  para 
que  las  partes  obtengan  su  derecho,  en  juicio  de 
conciliación,  juicio  arbitral  ó de  avenencia  y 
juicio  contencioso;  2.“,  por  razón  de  la  materia  ó 
causa  que  en  él  se  trata;  en  civil,  criminal  y 
mixto;  3.",  por  razón  de  la  entidad  ó importancia 
de  la  misma  causa  ó materia,  en  juicio  ó pleito 
de  menor  y de  mayor  cuantía;  4.“,  por  razón  del 
objeto , en  petitorio  y posesorio;  5.4,  por  razón 
de  sus  formas,  ó sea  por  el  modo  de  proceder,  en 
verbal,  escrito  oral  y público,  ordinario  ó plenario 
y extraordinario  ó sumario  y sumarísimo ; 6.°,  por 
razón  del  fin,  en  declarativo  y ejecutivo;  l.°,  por 
razón  de  los  litigantes,  en  doble  y sencillo;  8.°, 
por  razón  de  la  concurrencia  de  uno  ó de  muchos 
acreedores,  en  universal  y particular;  9.°,  por 
razón  del  fuero,  en  secular,  eclesiástico,  mi- 
Tomo  ui. 


litar,  etc.  Véanse  los  artículos  que  subsiguen. 

ni.  En  todos  los  juicios  se  requieren  esen  - 
cialmente tres  personas  principales;  ¿ saber: 

1. ”,  el  juez  que  dirige  el  orden  del  proceso  con 
sus  providencias  ó autos  interlocutorios,  y deci- 
de con  arreglo  á las  leyes  la  cuestión  principal 
por  medio  de  su  sentencia  definitiva;  2.°,  el  ac- 
tor, llamado  así  ab  agendo  , que  es  quien  propo- 
ne la  acción  y provoca  el  juicio,  y que  eá  las 
causas  civiles  se  dice  también  demandante  y en 
las  criminales  acusador;  3.”,  el  reo,  llamado  así 
non  á reatu,  sed  a re,  que  es  la  persona  provoca- 
da ¿juicio  por  el  actor  y contra  la  cuaL  se  pide 
y procede  en  él , y en  los  negocios  civiles  se  de- 
nomina también  demandado.  Además  de  estas 
tres  personas  principales,  suelen  intervenir  otros 
agentes  accesorios  para  auxiliar  la  acción  de  la 
autoridad  judicial  ó el  interés  de  los  litigantes. 
Intervienen  para  ayudar  al  juez:  l.°,  el  escriba- 
no que  redacta  y autoriza  con  su  firma  cuanto 
pasa  en  el  juicio,  principalmente  los  autos  in- 
terlocutorios, providencias  y decisiones  del  juez; 

2. °,  el  asesor  que  cuando  el  juez  es  lego  le  asiste 
con  su  díctámen  , interesando  en  cierto  modo  su 
persona;  3.°,  los  alguaciles  que  llevau  á efecto 
las  providencias  ó mandamientos  que  el  juez 
pone  ¿ su  cargo;  4.°,  los  peritos  ó expertos  de 
que  á veces  tiene  que  acompañarse  el  juez  para 
hacer  algún  reconocimiento.  Intervienen  para 
ayudar  á.  los  litigantes:  l.°,  los  procuradores  que 
los  representan  y obran  á nombre  de  ellos;  2.°, 
los  abogados  que  los  patrocinan  y defienden; 
S.6,  los  testigos  que  se  presentan  para  probar 
sus  acciones  ó excepciones.  V.  Juez,  Actor,  Reo, 
Escribano , Asesor , Juez  lego,  Alguacil,  Procura- 
dor, Abogado  , Peritos  y Testigos. 

IV.  Las  partes  principales  de  que,  hablando 
en  general,  se  componen  los  juicios,  son  la  de- 
manda, la  citación  ó emplazamiento , la  contes- 
tación, las  pruebas  y la  sentencia,  que  podrán 
verse  en  sus  respectivos  artículos. 

V.  Todos  los  actos  de  los  juicios  se  redactan 
en  papel  sellado,  se  coordinan  por  órden  crono- 
lógico, y se  unen  todos  para  que  no  se  extra- 
vien , formando  un  volumen  que  se  llama  autos 
i> proceso;  y cuando  llega  á ser  muy  abultado,  ó 
cuando  conviene  seguir  por  separado  algún  ar- 
tículo ó cuestión  incidente,  se  forma  otro  volú- 
men  , pieza  ó ramo,  que  unas  veces  corre  unido 
¿ los  autos  principales  y otras  con  absoluta  se- 
paración. Los  autos  ó procesos  no  se  confian  á 
los  mismos  litigantes,  cuando  podría  cometerse 
en  ellos  algún  abuso,  sino  precisamente  á sus 
procuradores,  y en  su  defecto  á sus  abogados. 
V.  Autos  y Papel  sellado. 

VI.  No  puede  hacerse  acto  alguno  judicial  en 
los  (lias  feriados  , esto  es,  en  los  dias  de  las  fies- 
tas religiosas  ó civiles  reservadas  expresamente 
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por  las  leyes,  bajo  pena  de  nulidad  de  lo  actua- 
do, aunque  medie  el  consentimiento  de  ambas 
partes:  bien  que  se  exceptúan  de  esta  regla  las 
causas  criminales,  las  cuales  pueden  actuarse  y 
decidirse  en  cualquier  dia,  como  también  cier- 
tos negocios  civiles  que  por  las  leyes  se  consi- 
deran de  urgencia;  y aun  suelen  habilitarse  por 
el  juez  á petición  de  parte  y con  justa  causa  los 
dias  feriados  para  la  ejecución  de  determinados 
actos  judiciales,  como  por  ejemplo,  cuando  es- 
tán corriendo  los  términos  que  se  llaman  pe- 
rentorios, ó cuando  hay  riesgo  manifiesto  de 
quedar  ilusoria  una  providencia  judicial , ó de 
malograrse  una  diligencia  importante  para  acre- 
ditar el  derecho  de  las  partes  por  diferirse  la  ac- 
tuación al  dia  no  feriado:  leyes  34  y 35,  tít.  2.“, 
Part.  3.',  y arts.  29,  30  y 31  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento de  comercio.  * Véase  las  disposicio- 
nes vigentes  sobre  esta  materia  en  los  artículos 
Dia  feriado  y Vacaciones  de  los  tribunales.  * 
JUICIO  DE  CONCILIACION  Ó DE  PAZ.  Un  acto  ju- 
dicial que  tiene  por  objeto  evitar  el  pleito  que 
alguno  quiere-entablar,  procurando  que  las  par- 
tes se  avengan  ó transijan  sobre  el  asunto  que 
da  motivo  á él.  * Anteriormente  á la  publica- 
ción de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  daba 
el  nombre  de  juicio  á dicho  acto,  porque  se  dic- 
taba sentencia  que  se  llevaba  á efecto,  si  bien 
sometiéndola  al  consentimiento  de  las  partes; 
pero  limitándose  hoy  el  juez  en  este  acto  á solo 
el  avenimiento  de  las  partes,  ha  perdido  el  ca- 
rácter de  juicio,  por  lo  que  hemos  tratado  de  él, 
haciéndonos  cargo  de  la  doctrina  del  autor,  en  el 
artículo  Conciliación  (acto  de).  * 

JUICIO  ARBITRAL  Ó DE  AVENENCIA.  Véase  Arbitro , 
especialmente  en  la  parte  que  trata  del  modo  de 
proceder,  de  la  fuerza  de  la  sentencia  y de  los 
remedios  contra  ella,  y Arbitros  de  comercio.  Solo 
resta  añadir  aquí,  que 'según  el  art.  80  de  la 
Constitución  de  1812,  «no  se  podrá  privar  ó,  nin- 
gún español  del  derecho  de  terminar  sus  dife- 
rencias por  medio  de  jueces  árbitros  elegidos  por 
ambas  partes,»  por  cuya  disposición  no  se  hace 
novedad  alguna  en  lo  establecido  anteriormente 
por  derecho,  pues  todo  español  lia  tenido  siem- 
pre la  facultad  de  terminar  sus  cuestiones  6 di- 
ferencias con  otro  por  medio  de  árbitros  nom- 
brados por  ambos. 

JUICIO  VERBAL.  El  juicio  en  que  no  se  ventila 
ni  decide  por  escrito,  sino  puramente  de  pala- 
bra, el  negocio  sujeto  á él,  por  su  escasa  cuantía, 
aun  cuando  se  escriba  ó asiente  su  resultado. 

U Según  la  ley  6.*,  tít.  22,  Part.  34,  debían 
decidirse  verbalmeote  y no  por  escrito  los  pleitos 
de  diez  maravedís  abajo  ó cosa  de  este  valor,  ma- 
yormente siendo  entre  personas  miserables,  á fin 
de  evitarles  costas  por  razón  de  los  autos,  y lo 
mismo  liabia  de  observarse  cuando  los  oficiales 


diesen  cuenta  de  lo  hecho  en  sus  oficios,  y cuan- 
. do  los  Obispos  oyesen  y librasen  pleitos  entre  sus 
clérigos. 

Por  la  ley  8.”  (Vle  1594},  tít.  3.“,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación, estaba  mandado,  que  en  los  pleitos 
civiles  sobre  deudas  de  mil  maravedís , y de  alii 
abajo,  no  hubiese  órden  ni  forma  de  proceso  ni 
tela  de  juicio,  ni  solemnidad  alguna;  que  la  jus- 
ticia procediese  sumariamente  sabida  la  verdad; 
que  no  se  asentase  por  escrito  sino  la  condena- 
ción ó absolución  ; que  no  se  admitiesen  escritos 
ni  alegaciones  de  abogados;  que  no  hubiese  ape- 
lación ni  otro  remedio  alguno,  y que  el  escriba- 
no no  pudiese  llevar  de  derechos  mas  de  medio 
real. 

Los  alcaldes  de  cuartel,  según  la  ley  1.*  (de 
1769),  tít.  13,  lib.  5.°,  Nov,  Recop.,  podían  resol- 
ver verbalmente  hasta  en  cantidad  de  500  reales 
vellón. 

Por  Real  resolución  de  18  de  Diciembre  de  1796 
(nota  2/  del  tít.  3.°,  lib.  11,  Nov.  Recop.)  se  pre- 
vino, que  en  los  juzgados  militares  no  se  formen 
procesos  sobre  intereses  pecuniarios  de  500  rs.  en 
España,  y de  100  pesos  en  Indias,  ni  en  lo  crimi- 
nal sobre  palabras  y hechos  livianos  y demás 
puntos  que  por  su  naturaleza  y circunstancias 
no  merezcan  otra  pena  que  una  ligera  adverten- 
cia ó corrección  económica,  y que  se  evacúen 
unos  y otros  puntos  precisamente  en  juicios  ver- 
bales, de  cuyas  determinaciones  no  haya  resti- 
tución, recurso  ni  otro  remedio. 

II.  El  reglamento  provisional  para  la  admi  - 
nistracion  de  j usticia  en  lo  respectivo  á la  real 
jurisdicción  ordinaria,  decretado  en  26  de  Se- 
tiembre de  1835,  imitando  basta  cierto  punto  lo 
dispuesto  por  la  ley  militar  y la  de  comercio,  de 
que  se  hablará  en  el  artículo  siguiente  , fijó  los 
negocios  que  habían  de  ventilarse  de  palabra,  y 
determinó  los  jueces  que  debiau  decidirlos.  Se- 
gún él,  los  negocios  sujetos  á juicio  verbal,  po- 
dían dividirse  en  dos  clases:  á la  primera  perte- 
necían las  demandas  civiles  cuya  entidad  no 
pasara  de  diez  duros  en  la  Península  é Islas  ad- 
yacentes, y de  treinta  en  Ultramar,  y los  nego- 
cios criminales  sobre  injurias  y faltas  livianas 
que  no  merecieran  otra  pena  que  alguna  re- 
prensión ó corrección  ligera;  y á la  segunda,  las 
demandas  civiles  que  pasando  de  dichas  canti- 
dades, no  excedieran  de  veinticinco  duros  en  la 
Península  é Islas  adyacentes,  y de  ciento  en  Ul- 
tramar. 

III,  Los  alcaldes  de  los  pueblos  donde  no  re- 
sidía juez  de  primera  instancia,  eran  los  únicos 
jueces  que  podían  conocer  de  los  negocios  de  la 
primera  clase:  y los  de  los  pueblos  en  que  hubie- 
se juez  de  primera  instancia,  estaban  autoriza- 
dos para  conocer  de  dichos  negocios  á preven- 
ción con  este.  Pero  de  los  negocios  de  la  segunda 


JU 


475  — 


JU 


clase  únicamente  podían  conocer  los  jueces  de 
primera  instancia,  así  en  los  pueblos  de  su  resi- 
dencia, como  en  todos  los  demás  de  la  compren- 
sión de  su  partido.  Para  todos  estos  juicios  ver- 
bales, no  solamente  en  los  negocios  de  la  prime- 
ra clase,  sino  también  en  los  de  la  segunda,  ha- 
bían de  observar  respectivamente  los  alcaldes  y 
los  jueces  letrados  las  mismas  formalidades:  ar- 
tículos 31  y 40  del  reglamento. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  elevó  la 
cuantía  mencionada  para  conocer  en  juicio  ver- 
bal, y señaló  en  todo  caso  un  funcionario  judi- 
cial que  entendiese  de  ella,  haciendo  desapare- 
cer la  división  en  dos  clases  de  dichos  juicios, 
según  la  autoridad  que  conocía  de  ellos.  Dispu- 
so, pues,  en  su  art.  1162,  que  toda  cuestión  entre 
partes  cuyo  interés  no  excediera  de  600  rs.T  se 
decidiese  en  juicio  verbal , y que  el  conoci- 
miento de  este  juicio  eu  primera  instancia,  cor- 
respondiese á los  jueces  de  paz,  y en  la  segunda, 
á los  jueces  de  primera  instancia  de  los  partidos. 
Ultimamente,  la  ley  orgánica  del  poder  judicial 
ha  elevado  nuevamente  aquella  cuantía  á 250 
pesetas,  y atribuido  el  conocimiento  de  estos 
juicios  á los  jueces  municipales;  art.  270  de  di- 
cha ley. 

La  cantidad  que  determina  el  máximum  de  los 
juicios  verbales  en  Cuba  y Puerto-Rico,  es  la  de 
400  escudos,  según  está  prevenido  por  reglamen- 
to de  21  de  Febrero  de  1853:  art.  2."  de  la  Ins- 
trucción de  9 de  Diciembre  de  1865, 

Los  jueces  municipales  son  los  únicos  compe-  . 
ten  tes  para  conocer  de  estos  juicios,  cualquiera  ■ 
que  sea  el  fuero  del  demandado,  según  la  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo  (véanse  las  sen- 
tencias de  l.°  de  Marzo  de  1858,  8 de  Febrero  de 
1860  y 24  de  Mayo  de  18621,  y según  lo  dispuesto 
eu  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868  sobre 
refundición  de  los  fueros  especiales  en  el  ordi- 
nario. 

Háse  declarado  asimismo  por  el  Tribunal  Su- 
premo, que  la  Real  resolución  de  1796  que  cita  el 
autor,  se  halla  derogada  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  al  establecer  que  entiendan  de  estos 
juicios  los  jueces  que  determina,  porque  no  exis- 
ten otros  de  aquella  clase  que  los  de  la  juris- 
dicción ordinaria,  y porque,  si  se  admitiera  un 
procedimiento  especial  para  los  juicios  verba- 
les en  los  tribunales  militares  , resultaría  vario 
el  sistema,  cuando  la  ley  quiere  que  sea  uno: 
sentencias  de  6 de  Mayo  de  1862  y de  8 de  Febre- 
ro de  1860. 

Si  se  suscitare  competencia,  se  observarán 
las  disposiciones  que  se  ban  expuesto  en  el  ar- 
tículo de  esta  obra  Competencia,  entre  las  autori- 
dades judiciales  (cuestión  de).  * 

Deben  abstenerse  con  todo  cuidado  los  jueces  i 
municipales  de  tomar  conocimiento,  con  motivo  I 


de  los  juicios  verbales,  en  asuntos  que  por  su 
entidad  no  están  sometidos  á su  jurisdicción  ni 
pueden  ventilarse  entre  ellos  de  palabra,  pues 
el  juicio  entonces  seria  nulo.  Así  que,  si  con  la 
reclamación  de  una  corta  cantidad,  se  pide  la 
declaración  de  un  derecho  de  mayor  importan- 
cia, como  por  ejemplo,  el  reconocimiento  de  un 
censo  cuyo  capital  por  si  solo  ó con  los  réditos 
vencidos  pasa  de  la  cuantía  determinada  para 
estos  j uicios ; si  se  solicita  la  restitución  de  una 
Cosa  ó la  prestación  de  un  servicio  cuyo  valor  se 
ignora,  y del  dictámen  de  peritos  que  deben 
llamarse,  resulta  ser  de  mayor  cuantía  la  cosa 
ó el  servicio;  si  se  reclama  la  prestación  ó la  de- 
claración de  que  no  hay  obligación  de  prestar 
una  servidumbre  ó un  servicio  inestimable , y 
cualquiera  de  los  interesados  lo  califica  de  ma- 
yor entidad,  deberá  el  alcalde  en  todos  est03  ca- 
sos y otros  semejantes,  inhibirse  del  conoci- 
miento del  negocio  y hacer  entender  á las  partes 
que  promuevan  el  juicio  que  corresponda  ante 
el  juez  de  primera  instancia;  y estas  podrán  ve- 
rificarlo así,  prévia  la  celebración  del  juicio 
conciliatorio  cuando  este  sea  indispensable. 

* Para  graduar  si  excede  ó no  á la  cuantía  inar- 
cada para  estos  juicios  el  objeto  sobre  que  versa 
la  cuestión  litigiosa,  debe  atenderse  á la  canti- 
dad que  se  marca  en  la  demanda  y no  á la  que 
se  debe,  y asimismo  á si  la  reclamación  versa 
sobre  derechos  de  heredar  ú otros  de  esta  espe- 
cie, pues  aunque  se  reclame  una  cantidad  que 
no  exceda  de  250  pesetas,  si  se  pide  la  declara- 
ción de  un  derecho  de  interés  mayor,  no  puede 
ser  la  cuestión  objeto  de  juicio  verbal.  Sobre 
esta  materia  deben  tenerse  presentes  las  reglas 
de  los  arts.  316  y 317  de  la  ley  del  poder  judicial 
expuestas  en  el  de  esta  obra  Competencia  (tomo 
segundo,  pág.  370);  según  el  art.  318,  no  son 
apreciables  por  dichas  reglas  las  demandas  re- 
lativas á derechos  políticos  Vi  honoríficos,  exac- 
ciones y privilegios  personales,  filiación,  pater- 
nidad, maternidad,  adopción,  tutela,  curaduría, 
interdicción  y cualquiera  otra  que  versare  sobre 
el  estado  civil  y condición  de  las  personas.  Véa- 
se el  artículo  Competencia  en  el  tomo  y página 
citada,  donde  se  exponen  los  citados  de  la  ley  de 
tribunales. 

Según  el  art,  1163  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  cuando  hubiere  duda  sobre  el  interés 
del  pleito,  la  decidirá  el  juez  municipal  oyendo 
en  una  comparecencia  á las  partes.  Contra  su 
fallo  sobre  este  punto  no  se  da  apelación  (para 
evitar  gastos  y dilaciones).  Sin  embargo,  para 
evitar  toda  injusticia,  el  juez  de  primera  instan- 
cia del  partido,  al  conocer  de  la  apelación  con- 
tra la  sentencia  definitiva  que  se  hubiere  dic- 
tado sobre  lo  principal,  podrá  declarar  la  nuli- 
dad del  juicio,  si  resultare  ser  su  interés  mayor 
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de  250  pesetas.  Mas,  para  que  pueda  hacerse  la 
declaración  de  nulidad  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  se  necesita:  l."Que  se  reclame  la  nuli- 
dad ante  e¡  juez  de  primera  instancia  del  parti- 
do. 2.°  Que  la  parte  que  haga  la  reclamación  se 
haya  opuesto  en  la  primera  instancia  á que  se 
siga  la  sustanciacion  de  la  demanda  en  juicio 
verbal:  art.  1164.  Esta  oposición  debe  hacerse 
en  la  comparecencia  que  se  celebre,  y expre- 
sarse en  el  acta  que  de  ella  se  extienda,  con  las 
razones  alegadas  por  las  partes  y el  dietámen  de 
los  peritos,  etc.,  para  que  sirvan  de  ilustración 
al  juez  de  primera  instancia. 

Los  juicios  verbales  se  acomodarán  á los  trá- 
mites señalados  en  los  artículos  siguientes  al 
1165,  según  se  dispone  en  este,  cuando  dichos 
juicios  hayan  de  celebrarse  en  los  juzgados  mu- 
nicipales, esto  es,  cuando  se  trate  de  cuestión 
que  no  exceda  de  150  pesetas,  mas  no  cuando  se 
trate  de  juicios  verbales  que  constituyen  trámi-  i 
tes  especiales  de  un  juicio  escrito,  eomo  los  que 
se  efectúan  en  los  juicios  de  desahucio,  de  re- 
tracto, etc. 

No  es  necesario  para  estos  juicios  intentar  el 
acto  de  conciliación , ni  valerse  los  litigantes  de 
letrado  ni  de  procurador:  arts.  19  y 201  de  di- 
cha ley. 

La  demanda  se  interpondrá  en  una  papeleta 
firmada  por  el  actor  ó por  un  testigo  á su  ruego,  : 
si  no  pudiere  firmar,  bien  fuere  por  imposibili- 
dad física  ó moral  ó por  no  saber.  La  papeleta 
contendrá  el  nombre  y apellido,  profesión  ú ofi- 
cio del  demandante  y del  demandado  (también 
parece  que  debe  expresarse  el  domicilio  ó resi- 
dencia de  estos,  según  se  dispone  para-el  acto 
de  conciliación  en  el  art.  205),  la  pretensión  que 
se  deduce;  la  fecha  en  que  se  presente  al  juzga- 
do y la  firma  del  que  la  presente  ó de  un  testigo 
á su  ruego,  si  no  pudiere  firmar.  El  deman- 
dante acompañará  además  una  copia  de  la  pa- 
peleta suscrita  del  mismo  modo  que  esta:  ar- 
tículo 1166. 

Recibida  la  papeleta  dispondrá  el  juez  muni- 
cipal á la  mayor  brevedad  la  convocación  de  las 
partes  á una  comparecencia,  señalando  dia  y 
hora  al  efecto  por  providencia  qiíe  se  extende- 
rá á continuación  de  la  demanda  original,  La 
citación  para  la  comparecencia  se  extenderá  á 
continuación  de  la  demanda,  la  cual  se  entrega- 
rá al  demandado : art.  1167. 

Para  hacer  constar  la  entrega  de  la  papeleta, 
se  hará  que  el  demandado  firme,  6 si  no  pudie- 
re, un  testigo  por  él,  diligencia  de  recibo,  la 
cual  se  extenderá  á continuación  de  la  provi- 
dencia en  que  se  hubiere  ordenado  la  convo- 
cación para  el  juicio:  art.  1169.  Si  no  quisiere 
firmar , deberá  practicarse  lo  dispuesto  por  el 
avt.  22  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  sobre  no- 


tificaciones , esto  es , que  firmen  dos  testigos  re- 
queridos al  efecto  por  el  secretario 

Futre  la  convocación  y la  celebración  de  la 
comparecencia  deberán  mediar  á lo  mas  seis 
dius!  En  los  casos  en  que  el  demandado  no  resi- 
diere en  el  lugar  en  que  sé  hallare  establecido 
el  i uzeado  municipal,  por  el  que  se  le  citare,  se 
aumentará  el  término  con  un  día  mas  por  cada 
cuatro  leguas  que  diste  el  lugar  del  juicio  del 
de  la  residencia  del  demandado,  art.  11/0. 

Entre  la  citación  y el  juicio  , dice  el  Sr.  Escri- 
che,  á no  haber  urgencia,  debe  siempre  mediar 
eí  tiempo  suficiente  para  que  los  interesados 
puedan  disponerse  y examinar  algunos  docu- 
mentos, si  los  tienen,  relativos  al  asunto  que 
da  motivo  á la  cuestión , y buscar  la  persona  que 
con  el  carácter  de  hombre  bueno  que  pue- 
de concurrir  al  juicio  por  cada  una  de  las 


partes. 

El  señalamiento  hecho  para  la  comparecen- 
cia no  puede  alterarse  sino  por  justa  causa  ale- 
gada y probada  ante  el  juez  municipal:  ar- 
tículo 1171.  Tal  seria  la  de  no  poder  presentarse 
alguno  de  los  litigantes  en  la  comparecencia  por 
enfermedad,  ó por  obstáculos  que  no  le  fuere 
posible  evitar.  También  podrá  el  juez  variar  el 
dia  de  la  comparecencia  por  ocupaciones  urgen- 
tes del  servicio. 

Compareciendo  ambas  partes,  sea  personal- 
mente, sea  por  medio  de  apoderado  autorizado 
con  poder  al  efecto,  y acompañada  cada  una  de 
su  hombre  bueno,  debe  el  alcalde,  dice  el  señor 
Escriche,  oir  primeramente  al  demandante  has- 
ta enterarse  bien  del  objeto  de  su  pretensión  y 
de  las  razones  en  que  la  funda , y luego  al  de- 
mandado hasta  enterarse  igualmente  de  las  de- 
fensas, excepciones  y reconvenciones  que  ex- 
ponga; ha  de  admitir  las  pruebas  que  cada  uno 
deduzca  para  justificar  sus  aserciones , ya  con- 
sistan en  documentos,  ya  en  información  de 
testigos  que  se  presenten  á declarar,  ya  en  el 
juramento  decisorio  que  alguna  de  las  partes 
quisiere  deferir  á la  otra;  permitirá  que  ambas 
se  hagan  mutuamente  preguntas  concernientes 
al  asunto  y respondan  á ellas;  podrá  él  mismo 
hacerles  de  oficio  las  que  estime  oportunas  para 
aclarar  los  hechos  en  que  estuvieren  discordes; 
y cuando  ya  se  creyere  cerciorado  de  la  verdad, 
pedirá  su  dietámen  á los  dos  hombres  buenos  ó 
asociados,  y sin  que  tenga  necesidad  de  confor- 
marse con  él , dará  ante  escribano  la  sentencia 
que  sea  justa. 

El  escribano  irá  apuntando  sucesivamente  to- 
as estas  actuaciones  formando  una  relación 
sucinta  de  todo  lo  sustancial  de  ellas , que  ex- 
euit,1  en  el  libro  de  los  juicios  verbales,  de- 
-uem  o Simar  el  acta,  no  solamente  el  alcalde, 
os  omnes  buenos  y el  mismo  escribano,  como 
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manda  ia  ley,  sino  también  los  testigos  cuando 
se  hubiesen  presentado  para  prueba. 

Si  el  alcalde  riere  que  el  negocio  no  se  halla 
suficientemente  instruido  para  poderlo  decidir, 
y las  partes  ofrecieren  la  presentación  de  nue- 
vos documentos  ó de  otros  testigos,  habrá  de 
prorogar  el  juicio  para  otra  audiencia,  dándoles 
el  tiempo  que  se  considere  necesario  y empla- 
zando en  el  acto  á los  mismos  interesados  y á 
los  hombres  buenos  para  ella  sin  necesidad  de 
otra  citación;  y otro  tanto  podrá  hacer  en  el 
caso  de  que  agitándose  una  cuestión  de  derecho 
qne  ni  él  sea  capaz  de  resolver  ni  los  asociados 
de  ilustrar,  crea  oportuno  consultar  confiden- 
cialmente á personas  versadas  en  la  jurispru- 
dencia. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su  ar- 
tículo 1172  previene,  que  llegado  el  diadela 
comparecencia,  se  celebrará  esta  ante  el  juez  y 
secretario.  En  ella  las  partes  expondrán,  por  su 
órden,  lo  que  á su  derecho  conduzca,  y después 
se  admitirán  las  pruebas  que  presentaren.  A es- 
tas comparecencias  podrá  concurrir,  acompa- 
ñando á los  interesados  y para  hablar  en  su 
nombre , la  persona  que  elijan.  Aunque  nada 
dice  la  ley  sobre  la  próroga  del  juicio  á otro  dia, 
no  es  absolutamente  necesario  que  se  practiquen 
todas  las  diligencias  probatorias  en  el  mismo 
dia  señalado,  pudiendo  el  juez  suspender  para 
otrora  continuacioü-de  la  comparecencia  ctian- 
do  hubiere  que  practicar  diligencias  impor- 
tantes. * 

Si  ninguna  de  las  partes  concurre , dice  el  se- 
ñor Escriche,  es  muy  justo  condenarlas  por  mi- 
tad en  las  costas  ocasionadas,  quedándoles  su 
derecho  á salvo  para  provocar  de  nuevo  el  jui- 
cio. Si  concurriere  una  sola,  conviene  decretar 
nueva  citación  , señalando  otro  dia  ú otra  hora 
de  aquel  mismo  cuando  haya  urgencia,  y aper- 
cibiendo al  que  hubiere  faltado  de  que  se  pro- 
cederá en  su  rebeldía  á lo  que  corresponda  sobre 
la  demanda;  y efectivamente,  dejando  de  obe- 
decer cualquiera  de  las  partes  al  segundo  llama- 
miento , debe  celebrarse  el  juicio  y decidirse  la 
cuestión  , con  audiencia  del  compareciente  y de 
su  hombre  bueno,  porqué  el  derecho  de  una 
parte  no  ha  de  estar  pendiente  de  ia  voluntad  de 
la  otra,  á no  ser  que  la  que  no  se  presenta  hi- 
ciere constar  la  imposibilidad  de  su  asistencia 
por  alguna  ocupación  ó accidente  imprevisto  é 
irremediable. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  ha  suprimido  esta 
citación  para  abreviar  el  procedimiento,  dispo- 
niendo en  su  art.  1173,  que  uo  compareciendo 
el  demandado,  continuará  el  juicio  en  su  rebel- 
día, sin  volver  á citarlo.  Lo  mismo  debe  enten- 
derse del  caso  en  que  no  compareciere  el  actor; 
pues  si  el  demandado  pidiere  que  se  dicte  sen- 


tencia, se  continuará  el  juicio  en  su  rebeldía; 
si  no  instare  el  demandado,  condenará  el  juez 
en  los  gastos  al  demandante  y no  seguirá  el 
juicio.  Mas  cuando  el  litigante  no  se  hubiere 
presentado  por  justa  causa,  como  algún  acci- 
dente irresistible  ó fuerza  mayor,  según  se  ex  - 
presa  en  el  art.  1194  de  la  ley  incluido  en  el  pro- 
cedimiento sobre  los  juicios  en  rebeldía,  se  pro- 
cede á oirle,  según  se  dirá  en  el  artículo  corres- 
pondiente á dicho  juicio. 

Concluida  la  comparecencia  se  extenderá  la 


oportuna  acta  que  firmarán  todos  los  concurren- 
tes y los  testigos:  art.  1174.  En  el  acta  debe  ex- 
presarse clara  y concisamente  lo  alegado  por  las 
partes,  lo  declarado  por  los  testigos  y el  resul- 
tado de  las  demás  pruebas  practicadas.  Mas  los 
documentos  presentados  se  unirán  á los  autos 
según  dispone  el  art.  1175,  atendiendo  á la  im- 
portancia de  esta  prueba. 

Al  dia  siguiente  de  celebrada  la  comparecen- 
cia, dictará  el  juez  sentencia  definitiva  que  se 
notificará  á las  partes,  en  forma  (esto  es,  según 
lo  prescrito  en  los  arta.  21  al  24  de  la  ley).  Dicha 
notificación  debe  hacerse  dentro  de  los  dos  dias 
siguientes  al  en  que  fué  dictada,  según  el  ar- 
tículo 334  de  la  ley  misma. 

Anteriormente  no  se  daba  apelación  de  la  pro- 
videncia dictada  en  juicio  verbal,  según  deter- 
minaba expresamente  el  art.  31  del  reglamento 
provisional  de  justicia;  mas  conforme  al  art.  1177 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  la  sentencia  es 
apelable  en  ambos  efectos;  disposición  fundada 
sin  duda,  en  qne,  si  bien  estos  juicios  versan  so- 
bre intereses  de  poca  monta,  puede  ser  esta  de 
consideración  para  cierta  clase  de  personas,  y 
en  que  por  lo  común  se  dicta  el  fallo  por  jueces 
que  no  son  letrados. 

Interpuesta  la  apelación,  la  admitirá  el  juez 
en  ambos  efectos,  remitiendo  los  autos,  con  ci- 
tación de  las  partes,  al  juzgado  correspondiente, 
que  en  el  dia  es  el  juez  de  primera  instancia  del 
partido. 

Recibidos  los  autos  en  el  juzgado  de  primera 
instancia,  el  juez  oirá  á las  partes  en  una  com- 
parecencia con  sujeción  á las  reglas  antes  esta- 
blecidas. En  el  mismo  dia  dictará  sentencia  con- 
tra ia  qlie  no  se  dará  recurso  alguno:  art.  1179. 

I.os  autos  se  devolverán  con  certificación  de 
la  sentencia  (confirmatoria  ó revocatoria  que  se 
hubiese  dictado  y tasación  de  costas,  si  hubo 
expresa  condenación  en  ellas)  al  juez  municipal 
para  que  la  ejecute  (dentro  de  su  competencia): 
art.  1180. 


¡ 


Así,  pues,  si  se  ofrecieren  incidentes  ó terce- 
rías cuyo  interés  no  exceda  de  1,000  rs.,  deter- 
minará aquellos  en  juicio  verbal,  y estas  por 
medio  de  comparecencia  de  los  interesados, 
suspendiendo  entretanto  los  procedimientos  de 
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apremio  si  la  tercería  es  de  dominio,  y conti- 
nuándolos si  solo  es  de  mejor  derecho.  Si  el  in- 
terés de  ellas  excediera  de  1,000  rs..  debe  el  juez 
municipal  suspender  los  procedimientos  y remi- 
tir los  autos  al  juez  de  primera  instancia,  con  ¡ 
citación  de  las  partes,  para  que  determine  lo  que  j 
corresponda,  pues  el  juez  municipal  carece  de 
competencia  para  entender  de  negocio  de  tal 
entidad. 

Respecto  de  las  injurias  y faltas  livianas,  ha- 
llándose penadas  en  el  dia  entre  las  faltas  por  el 
Código  penal,  se  conoce  de  ellas  con  arreglo  al 
procedimiento  verbal  establecido  en  los  tita.  2." 
y 3.°,  lib.  3.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, el  cual  exponemos  en  el  artículo  Juicio  de 
faltas , á continuación  de  los  procedimientos  so- 
bre los  juicios  criminales,  puesto  que  el  Sr.  Escri- 
che,  al  tratar  de  los  juicios,  así  como  de  los  jue- 
ces, no  se  ha  sujetado  al  órden  alfabético,  sino 
que  ha  seguido  el  correlativo  de  materias.  * 

JUICIO  VERBAL  EN  ASUNTOS  MERCANTILES.  El  jui- 
cio en  que  se  instruía  y ventilaba  de  palabra 
y no  por  escrito  las  causas  de  menor  cuantía 
relativas  á negocios  de  comercio , con  arreglo  á 
la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil.  * En  el  dia 
se  ventilan  dichas  causas  ó pleitos  ante  los  jue- 
ces municipales  de  la  jurisdicción  civil  ordi- 
naria y con  arreglo  á la  tramitación  prescrita 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haberse 
suprimido  los  tribunales  de  comercio  y dero- 
gádose  el  procedimiento  establecido  para  ellos 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil.  Véan- 
se los  arts.  10  y 11  del  decreto  de  6 de  Diciem- 
bre de  1868.  * 

JUICIO  ESCRITO.  Dícese  así,  por  contraposición 
al  juicio  verbal,  aquel  en  que  se  instruyen,  ven- 
tilan y deciden  las  causas  y negocios  contencio- 
sos , no  de  palabra  ó por  medio  de  una  simple 
acta  que  abrace  todo  el  resultado  , sino  por  es- 
crito y asentándose  succesiva  ó cronológicamen- 
te y por  separado  todos  los  procedimientos  judi- 
ciales. 

* JUICIO  ORAL  Y PÚBLIGO,  El  celebrado  en  mate- 
ria criminal  en  audiencia  pública,  después  de 
las  primeras  diligencias  del  sumario,  en  pre- 
sencia del  tribunal  constituido  y del  represen- 
tante del  ministerio  fiscal , con  asistencia  de  los 
reos  y de  sus  abogados , la  de  los  testigos  del 
sumario  y de  los  que  presentaren  las  partes, 
efectuándose  oralmente  el  exámen  y ratificación 
de  estos , las  acusaciones  y defensas  y el  pro- 
nunciamiento del  fallo  ó sentencia. 

El  juicio  oral  y público  háse  considerado  como 
una  salvaguardia  de  la  dignidad  é independen- 
cia de  la  justicia,  y como  una  de  las  garantías 
mas  eficaces  en  favor  de  los  procesados  contra 
la  negligencia,  la  arbitrariedad  ó la  prevarica- 
ción de  los  jueces.  «El  principal  uso  de  la  justi- 


cia real  ó efectiva,  decia  Bentham,  es  producir  la 
justicia  manifiesta;  suponiendo  pues,  que  se 
administre  bien  la  justicia  secreta  solo  existirá 
en  ella  la  justicia  real,  que  es  muy  limitada,  mas 
a0  la  manifiesta,  cuya  utilidad  es  universal. 
Existirá  la  raíz  de  la  justicia  en  la  tierra,  pero  no 

brotará  de  ella  el  fruto.» 

«El  juicio  oral  y público,  ha  dicho  uno  de  nues- 
tros mas  profundos  jurisconsultos,  el  Sr.  Alvares 
Martínez,  tiene,  entre  otras  virtudes,  la  de  puri- 
ficar las  actuaciones  del  sumario  , falseadas  con 
error  ó con  malicia , depurando  hasta  donde  es 
posible  la  verdad  de  los  hechos;  es  además  un 
freno  poderoso  contra  toda  tentación  de  alterar 
y falsificar  estos  hechos  en  las  primeras  diligen- 
cias de  la  pesquisa  judicial,  lo  cual  constituye 
una  gran  garantía,  y tiene  también  la  inestima- 
ble ventaja  de  asociar  la  conciencia  pública  á la 
conciencia  de  los  tribunales,  y por  consiguiente, 
inspira  al  pueblo  una  gran  confianza,  una  ver- 
dadera fe,  que  es  el  bello  ideal  de  la  justicia  hu- 


mo la  mujer  del  César,  es  menester  que  pase  por 
tal  en  la  conciencia  de  las  gentes.» 

«En  la  hipótesis  de  que  el  Jurado  deba  desapa- 
recer de  nuestras  instituciones  jurídicas,  el  jui- 
cio oral  y público  con  una  sola  instancia  ante 
los  jueces  de  derecho,  exige  en  su  organización 
condiciones  y elementos  muy  parecidos;  y tén- 
gase en  cuenta  que  este  juicio  oral  y públioo  es 
el  último  progreso  y la  última  palabra  de  la  filo- 
sofía y de  la  ciencia,  al  que  no  será  lícito  re- 
nunciar sin  que  demos  una  triste  idea  de  nues- 
tra cultura  y de  nuestra  civilización  mas  allá  de 
nuestras  fronteras  y en  donde  quiera  que  haya 
encarnado  el  espíritu  de  nuestro  tiempo , como- 
no  sea  que  obstáculos  insuperables  se  opongan 
á su  planteamiento.» 

En  efecto , en  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal se  estableció  el  juicio  público  para  los  deli- 
tos cuyo  conocimiento  se  atribuyó  al  jurado,  y 


también , respecto  del  atribuido  á los  tribunales 
de  derecho;  mas  por  decreto  de  5 de  Enero  de 
1875  se  ha  suspendido  la  observancia  de  las  dis- 
posiciones relativas  al  juicio  referido.  V.  Juicio 
criminal  y Jurado.  * 

JUICIO  CONTENCIOSO.  El  que  se  sigue  contra- 
dictoriamente entre  partes,  según  el  órden  esta- 
blecido por  las  leyes;  á diferencia  de  aquellos 
en  que  el  juez  admite  la  acción  y su  justifica- 
ción y decide  sobre  ella  sin  audiencia  ni  cono- 
cimiento de  la  parte  contra  quien  se  ejercita, 
como  sucede  en  los  juicios  sumarísimos  llama- 
dos interdictos. 

JUICIO  DECLARATIVO.  El  que  versa  sobre  dere- 
chos dudosos  y controvertidos  que  deben  ser 
c e emanados  por  el  juez;  á diferencia  del  juicio 
ejecit  tro  en  que  solo  se  trata  de  llevar  á efecto 


* 


Jü  — 479  — JU 


lo  ya  determinado  ó lo  que  consta  de  un  titulo 
á que  la  ley  da  t&nta  fuerza  como  k la  decisión 
judicial. 

JUICIO  DOBLE  Y JUICIO  SENCILLO.  Dícese  juicio  ; 
sencillo , aquel  en  que  uno  de  los  litigantes  ha 
de  ser  precisamente  actor  ó demandante  y el 
otro  tiene  que  ser  reo  ó demandado , por  estar 
ya  deslindado  el  diferente  carácter  que  según 
el  estado  de  las  cosas  corresponde  á cada  uno; 
como  por  ejemplo,  el  juicio  en  que  uno  pide  ó 
reivindica  una  cosa  que  otro  posee  como  suya 
propia,  pues  si  quiere  obtenerla  es  preciso  que 
se  constituya  en  actor  y provoque  el  juicio, 
mientras  que  el  poseedor  no  puede  hacer  otro 
papel  que  el  de  reo.  Se  dice  por  el  contrario  jui- 
cio doble,  aquel  en  que  cualquiera  de  los  intere- 
sados puede  ser  actor  ó reo,  porque  cada  uno  de 
ellos  puede  igualmente  ejercitar  su  acción  con- 
tra los  otros,  de  modo  que  será  considerado  como 
actor  el  primero  que  se  adelanta  á entablar  la  de- 
manda: tal  es,  por  ejemplo,  el  juicio  de  filiación 
ó paternidad,  el  de  demarcación  de  linderos  ' 
( finium  regundorum),  y el  de  división  de  bienes 
que  dos  ó mas  personas  poseen  en  común  por 
título  de  succesion  ó por  otro  cualquiera  (i fami- 
lia.? erciscundce , communi  dividumdo).  V.  Acción 
perjudicial , Amojonamiento  y Comunero. 

JUICIO  UNIVERSAL  Y JUICIO  PARTICULAR.  Llámase 
universal  ó general  el  juicio  en  que  se  ventilan  y 
deciden  todas  las  acciones  y derechos  que  con- 
tra los  bienes  de  alguna  persona  tienen  todos 
sus  acreedores,  cuales  son  los  juicios  de  con- 
curso de  acreedores,  y los  de  testamentaría  y 
abintestato;  y se  dice  'particular  el  juicio  que 
solo  versa  sobre  el  interés  de  una  ó mas  perso- 
nas determinadas.  V.  Acumulación  de  autos,  Ce- 
sión de  bienes , Concurso  de  acreedores , Espera, 
Quita  y Juicios  de  testamentaria  y abmies  tato. 

JUICIO  PETITORIO  Y JUICIO  POSESORIO.  Se  deno- 
mina petitorio  el  juicio  en  que  litigamos  princi- 
palmente sobre  la  propiedad  ó dominio  de  alguna 
cosa,  ó sobre  el  derecho  que  en  ella  ó á ella  nos 
compete;  como  cuando  reivindicamos  una  cosa 
que  es  nuestra,  ó pedimos  una  herencia  que  por 
testamento  ó abintestato  nos  pertenece,  ó inten- 
tamos la  acción  que  proviene  de  la  compra,  del 
depósito,  del  comodato  ó de  otra  convención  que 
hemos  celebrado,  ó pedimos  el  cumplimiento  de 
la  obligación  en  que  otro  se  halla  constituido 
por  la  ley  ó por  su  propio  hecho  para  con  nos- 
otros. Tiene,  por  el  contrario,  el  nombre  de  pose- 
sorio el  juicio  en  que  no  disputamos  sobre  la 
propiedad,  dominio  ó cuasi  dominio  de  alguna 
cosa  ó derecho,  sino  sobre  la  adquisición,  reten- 
ción ó recobro  de  la  posesión  ó cuasi  posesión  de 
una  cosa  corporal  ó incorporal. 

I.  El  juicio  posesorio  es  de  dos  especies,  suma- 
rio y plenario.  Sumario  es  el  que  se  sustancia  ; 


brevemente  sin  las  solemnidades  del  ordinario 
por  la  necesidad  que  hay  de  dar  una  pronta  reso- 
lución, no  admitiéndose  apelación  de  la  senten- 
cia ó providencia  sino  generalmente  en  el  efecto 
devolutivo;  y plenario  es  el  que  se  sustancia  por 
el  método  y trámites  largos  y solemnes  del  jui- 
cio ordinario.  Las  causas  que  se  deciden  en  jui- 
cio sumario  son  las  que  versan  sobre  la  posesión 
actual  ó momentánea,  esto  es,  sobre  la  posesión 
que  uno  tiene  ó debe  tener  en  el  acto  ó momen- 
to ; y las  que  se  ventilan  y determinan  en  juicio 
plenario  son  las  que  recaen  sobre  la  posesión  per- 
manente y perpétua  que  uno  tiene  ó debe  tener  eu 
virtud  de  la  ley,  aunque  en  el  acto  no  la  tenga.  La 
providencia  que  se  da  en  el  sumario  tiene  solo 
el  carácter  de  interinad  provisional,  comoque 
se  suele  proceder  en  él  sin  audiencia  de  la  parte 
contraria;  y la  que  se  da  en  el  plenario  es  pro- 
piamente definitiva,  pues  que  no  se  da  sino  con 
pleno  conocimiento  de  causa  y audiencia  do 
ambas  partes.  Véase  Interdicto,  donde  se  trata 
con  mas  extensión  de  esta  materia. 

II.  Como  la  posesión  produce  tantas  venta- 
jas, pues  que  el  poseedor  conserva  la  cosa  mien- 
tras otro  no  pruebe  que  es  suya , y se  tiene  por 
de  mejor  condición  en  igualdad  de  causa , se 
suele  litigar  préviamente  sobre  ella  , ya  en  su- 
mario, ya  también  en  plenario , antes  de  enta- 
blar el  juicio  petitorio;  mas  á veces  el  actor  cree 
mas  conveniente  á sus  intereses  pedir  á un  mis- 
mo tiempo  y en  la  misma  demanda  la  posesión 
y la  propiedad,  y la  ley  le  concede  la  reunión  de 
estas  dos  acciones  siempre  que  no  sean  incompa- 
tibles. 

Así,  pues,  el  que  ha  sido  despojado  de  la  te- 
nencia ó posesión  de  una  cosa  suya  ó del  ejerci- 
cio de  un  derecho  que  disfrutaba,  puede  pedir 
en  una  misma  demanda  la  posesión  y el  domi- 
nio ó cuasi-dominio:  ley  27,  tít.  2.",  Part.  3." 
Pero  será  una  consecuencia  de  esta  acumula- 
ción, que  si  el  despojante  opone  la  excepción  de 
dominio,  habrá  de  suspenderse  la  restitución  ó 
reposición  del  despojado  hasta  la  sentencia  defi- 
nitiva sobre  la  pertenencia  de  la  propiedad.  Véa- 
se Despojo. 

También  el  que  se  cree  con  derecho  á la  pose- 
sión que  todavía  no  tiene  y al  dominio  ó cuasi 
dominio  de  alguna  cosa,  puede  intentar  en  una 
misma  demanda  la  acción  posesoria  y la  petito- 
ria; mas  el  que  se  viere  perturbado  por  otro  'en 
la  posesión  de  que  ya  goza,  no  puede  intentar  á 
un  mismo  tiempo  la  acción  posesoria  y la  petito- 
ria, á no  ser  en  los  derechos  incorpóreos,  como 
las  servidumbres;  porque  usando  del  primer  me- 
dio, supone  que  posee,  y usando  del  segundo, 
parece  confesar  que  no  posee. 

III.  Las  dos  acciones  posesoria  y petitoria, 
deben  seguirse  y determinarse  en  un  mismo 
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juicio  y por  el  mismo  juez,  cuando  se  proponen 
juntas  por  el  demandante.  Pero  no  puede  el 
demandante  proponer  juntas  ambas  acciones, 
cuando  el  conocimiento  de  la  posesión  corres- 
ponde á un  juez  y el  de  la  propiedad  á otro.  El 
conocimiento  de  la  posesión  en  los  interdictos  de 
conservarla  y recuperarla,  y aun  en  los  juicios 
plenarios  que  se  promovieren  sobre  los  mismos 
objetos,  cualesquiera  que  sean  las  cosas  y las 
personas,  corresponde  siempre  a la  real  juris- 
dicción ordinaria,  y por  consiguiente  al  juez  le- 
trado de  primera  instancia  del  partido,  con  de- 
rogación de  todo  fuero,  según  el  art.  44  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835;  y se 
reserva  el  juicio  de  propiedad  y aun  el  suma- 
risimo  y el  plenario  sobre  adquisición  de  la  po- 
sesión á los  jueces  competentes  siempre  que  se 
trate  de  cosa  ó de  persona  que  goce  de  fuero 
de  privilegiado.  Así  que,  el  aforado  que  se  vie- 
re despojado  ó perturbado  en  su  posesión,  no 
puede  acumular  los  interdictos  de  recuperar  ó 
conservar  con  la  acción  petitoria  ante  el  j uez  real 
ordinario;  pero  bien  podrá  reunir  en  una  misma 
demanda  la  acción  petitoria  con  el  interdicto  de 
adquirir  la  posesión,  y aun  con  la  acción  poseso- 
ria el  que  abandonando  el  uso  de  los  demás  inter- 
dictos quisiere  solo  reclamar  enjuicio  plenario, 
cuando  tuviere  que  recurrir  ante  su  propio  juez 
por  ser  del  mismo  fuero  el  demandado.  Así  es, 
también  que  la  persona  sujeta  á la  real  jurisdic- 
ción ordinaria  que  contra  una  persona  aforada 
hiciere  uso  de  los  interdictos  de  recobrar  ó con- 
servar la  posesión , no  podrá  tampoco  proponer- 
los ante  el  juez  ordinario  del  partido  en  unión 
con  la  acción  petitoria,  pues  ea  caso  de  ser  ven- 
cida en  el  juicio  sumarísimo  ó en  el  plenario, 
tiene  que  introducir  la  demanda  de  propiedad 
ante  el  juez  propio  del  aforado.  * Suprimido  el 
fuero  personal  para  los  negocios  puramente  ci- 
viles por  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868, 
solo  tendrá  lugar  la  doctrina  expuesta  aquí  por 
el  autor  sobre  acumulación  de  los  juicios  de  po- 
sesión y de  propiedad,  cuando  se  trate  de  cosa 
de  que  por  su  naturaleza  corresponda  conocer 
en  juicio  á las  jurisdicciones  especiales  subsis- 
tentes en  el  dia.  * V.  Interdicto , núin.  VII,  y Acu- 
mulación de  las  causas  de  posesión  y propiedad. 

JUICIO  DE  MAYOR  Y DE  MENOR  CUANTÍA.  Era  jui- 
cio de  mayor  cuantía,  según  los  arts.  41  y 43 
del  reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835 , el 
juicio  civil  en  que  la  cantidad  ó el  valor  de  la 
cosa  que  se  litigase  pasara  de  cuarenta  mil  ma- 
ravedís en.  la  Península  é Islas  adyacentes  y del 
cuádruplo  en  Ultramar  (esto  es,  de  1,176  rs.  16 
maravedís,  y de  4,705  rs.  y 30  mrs.  respectiva- 
mente); según  la  ley  de  10  de  Enero  de  1838,  no 
era  juicio  de  mayor  cuantía  sino  aquel  en  que 
el  valor  de  la  cosa  litigiosa  pasase  de  2,000 


reales  velloD  ; y como  esta  ley  jio  hizo  variación 
con  respecto  á Ultramar,  pareció  natural  creer 
que  su  voluntad  fué  que  en  aquellos  países  con- 
tinuaren con  la  calidad  de  pleitos  de  mayor 
cuantía  las  demandas  civiles  que  pasasen  de  los 
mencionados  4,705  rs.  y 30  mrs.  Juicio  de  menor 
cuantía,  por  el  contrario,  eia  aquel  en  que  el 
valor  de  la  cosa  litigiosa  no  excedía  de  2,000  rs. 
en  la  Península  é Islas  adyacentes,  y de  4,705 
reales  y 30  maravedís  en  Ultramar. 

Ei  juicio  de  menor  cuantía,  así  definido,  se  di- 
vidió en  tres  clases  ó especies:  á la  primera  per- 
tenecían los  negocios  que  no  excedían  de  dos- 
cientos reales  vellón  en  la  Península  é Islas 
adyacentes  y de  seiscientos  en  Ultramar:  á la 
segunda  los  que,  pasando  de  las  cantidades  ex- 
presadas, no  excedían  de  quinientos  reales  en  la 
Península  y dichas  islas  y de  dos  mil  en  Ultra- 
mar; y á la  tercera  los  que  pasaban  de  quinientos 
y de  dos  mil  reales  respectivamente  y no  exce- 
dían de  dos  mil  reales  en  la  Península  ó Islas  y 
de  cuatro  mil  setecientos  cinco  reales  y treinta 
maravedís  en  las  provincias  ultramarinas. 

De  los  negocios  de  la  primera  clase  conocían 
en  juicio  verbal  los  alcaldes  de  los  pueblos  4 
prevención  con  el  juez  de  primera  instancia  don- 
de le  Iiabia:  de  los  de  la  segunda  conocían  en 
todos  los  pueblos  del  partido,  solamente  los  jue- 
ces de  primera  iustancia,  también  en  juicio  ver- 
bal, con  exclusión  de  los  alcaldes;  y de  los  de  la 
tercera  conocían  asimismo  exclusivamente  los 
jueces  de  primera  instancia,  aunque  por  trámi- 
tes mas  breves  que  en  los  juicios  ordinarios,  de- 
biendo preceder  á la  introducción  de  la  deman- 
da el  juicio  de  conciliación:  arts.  31,  40  y 41  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835,  ley  de 
10  de  Enero  de  1838  y Real  orden  de  30  de  Ene- 
ro de  1840.  V.  Juicio  verbal  y Pleitos  de  menor 
cuantía. 

En  el  comercio  eran  causas  de  menor  cuan- 
tía las  demandas  cuyo  interés  no  excedía  de  mil 
reales  vellón  en  los  tribunales  especiales  del 
ramo,  y de  quinientos  en  los  juzgados  ordina- 
rios; y en  todas  ellas  era  verbal  la  instrucción, 
redactándose  solo  una  acta  en  que  se  expresa- 
ban los  nombres  del  demandante  y demandado, 
sus  pretcnsiones  respectivas  , el  resultado  breve 
de  las  pruebas  que  presentaren  , y la  resolución 
judicial,  que  se  llevaba  á efecto  por  el  proce- 
dimiento de  apremio,  sin  admitirse  recurso  al- 
guno contra  ella:  arts.  1209  y 1210  del  Código 
de  comercio. 

* Según  la  ley  de  enjuiciamiento  civil,  debe 
decidirse  enjuicio  de  menor  cuantía  toda  con- 
testación entre  partes  cuyo  interés  no  excediere 
de  3,000  rs. ; y según  el  art.  270,  pár.  3."  de  la 
ley  del  poder  judicial,  que  ha  declarado  deber 
conocerse  enjuicio  verbal  de  las  demandas  que 


no  excedan  de  250  pesetas,  deberá  exceder  de 
esta  suma  la  contestación  de  que  se  conozca  en 
juicio  de  menor  cuantía.  Respecto  de  Ultramar, 
se  conocerá  en  dicho  juicio  de  las  demandas  que, 
excediendo  de  400  escudos,  no  pasen  de  2,000: 
art.  2.°  de  la  Instrucción  de  9 de  Diciembre  de 
1868.  A estas  disposiciones  y á los  trámites  esta- 
blecidos para  estos  juicios  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  deben  arreglarse  las  demandas  so- 
bre negocios  mercantiles  según  lo  prescrito  en 
el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868  sobre  uni- 
ficación de  fueros.  En  consecuencia  de  lo  ex- 
puesto , es  juicio  de  mayor  cuantía,  actualmen- 
te aquel  eu  que  se  trata  y por  ei  que  se  deciden 
las  contestaciones  que  exceden  de  750  pesetas. 
Para  valuar  la  cuantía  de  la  cuestión  deben  te- 
nerse presentes  las  reglas  del  art.  306  de  la  ley 
de  organización  judicial  y las  demás,  expuestas 
al  tratar  de  los  juicios  verbales-.  Respecto  de  los 
juicios  de  prorateo  de  pensiones  forales  que  se 
practican  en  Astúrias  y Galicia  y que  se  lian  de- 
clarado comprendidos  en  los  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  para  determinar,  en  caso  de  oposi- 
ción, la  clase  de  juicio  que  corresponda,  se  to- 
mará por  base  el  importe  de  la  pensión  total:  de 
suerte,  que  si  se  suscitare  pleito  sobre  lo  justo  ó 
injusto  del  prorateo  de  la  pensión  entre  los  fo- 
reros, y la  pensión  anual  no  excede  de  750  pe- 
setas , se  conocerá  de  él  en  juicio  de  menor  cuan- 
tía: Real  órden  de  18  de  Abril  de  1857.  Debe 
también  tenerse  presente,  tanto  en  los  juicios 
de  menor  cuantía  como  en  los  verbales  que  no 
pueden  sustanciarse  por  sus  trámites  los  inter- 
dictos posesorios,  los  cuales,  por  su  naturaleza 
de  juicios  sumarísimos,  tienen  establecidos  trá- 
mites especiales ; ni  tampoco  la  acción  que  fue- 
re ejecutiva,  pues  de  esta  via  puede  usarse 
cualquiera  que  sea  la  cantidad  de  que  se  trate 
en  los  casos  en  que  proceda  con  arreglo  á dere- 
cho según  el  art.  1134  de  la  ley,  lo  cual  se  fun- 
da en  qu§  la  tramitación  establecida  para  los 
juicios  ejecutivos  es  mucho  mas  eficaz  para  ob- 
tener su  pronta  realización,  que  la  de  Los  juicios 
de  menor  cuantía. 

Cuando  las  partes  no  estén  conformes,  acerca 
del  valor  de  la  cosa  litigiosa,  debe  oírlas  el  juez 
en  juicio  verbal , y adquiriendo  las  noticias  que 
estime  necesarias,  lo  fijará,  determinando  en 
su  consecuencia  la  clase  de  juicio  que  baya  de 
seguirse,  esto  es,  si  ha  de  ser  ei  verbal,  el  de 
menor  ó el  de  mayor  cuantía.  Contra  el  fallo  que 
se  pronuncie  no  habrá  apelación  (art.  1135);  lo 
cual  tiene  por  objeto  evitar  los  perjuicios  que 
podrían  irrogarse  á las  partes  de  los  gastos  y 
dilaciones  consiguientes  á dicha  instancia.  Mas 
en  los  casos  en  que  el  juez  haya  declarado  el 
negocio  de  menor  cuantía,  teniéndola  mayor, 
podrá  hacerse  por  las  partes  la  protesta  de  usar 
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del  recurso  de  nulidad  después  de  pronunciada 
la  sentencia  sobre  lo  principal,  para  subsanar 
los  perjuicios  que  se  les  irroguen  de  seguirse 
aquellos  breves  trámites.  No  há  lugar  áeste  re- 
curso cuando  el  j uez  hubiere  declarado  de  mayor 
cuantía  el  negocio  que  era  de  menor,  porque 
siendo  los  trámites  de  aquel  juicio  mas  amplios 
que  los  de  este,  uo  se  reducen  los  medios  de  de- 
fensa que  para  dicho  caso  pudieran  necesitarlas 
partes.  El  juez  deberá  tener. presente , para  fijar 
la  cuantía  del  litigio,  no  solo  la  cantidad  que  se 
demanda , sino  también  la  que  se  pide  por  re- 
convención, pues  esta  es,  lo  mismo  que  aquella, 
objeto  de  la  controversia  jurídica:  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  24  de  Marzo  de 
1859  y del  14  de  Marzo  de  1860.  V.  Competencia 
por  razón  del  interés  del  litigio,  y Jurisdicción 
prorogada. 

La  tramitación  que  debe  seguirse  en  los  jui- 
cios de  menor  cuantía,  que  es  por  escrito,  y 
breve  y sencilla , aunque  no  tanto  como  la  de 
los  juicios  verbales,  pero  no  tan  amplia  y so- 
lemne como  la  del  juicio  ordinario  de  mayor 
cuantía,  se  halla  determinada  en  el  tít.  23  de  la 
primera  parte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
en  el  que  se  comprenden  los  arts.  1133  ai  1 161  de 
la  misma. 

La  demanda  se  deducirá  por  escrito,  sin  que 
sea  obligatorio  valerse  de  letrado  ni  de  procura- 
dor: art,  1136.  Sí  el  actor  no  se  valiere  de  ellos, 
debe  presentarla  bajo  su  firma  y responsabilidad 
para  evitar  que  se  presente  maliciosamente  bajo 
nombre  supuesto.  Dicha  demanda  se  formulará 
con  brevedad  y sencillez  , exponiéndose  nume- 
rados los  hechos  y los  fundamentos  de  derecho, 
fijándose  con  precisión  lo  que  se  pide , y deter- 
minándose la  clase  de  acción  que  se  ejercita  y 
la  persona  contra  quien  se  proponga,  segun 
previene  el  art.  224  sobre  la  demanda  del  juicio 
ordinario. 

Con  la  demanda  presentará  el  demandante: 

1. °,  los  documentos  en  que  funde  su  pretensión; 

2. ”,  copia  de  la  demanda  y de  los  documentos 
en  papel  común:  art.  1136,  pár.  2."  Estas  copias 
deberán  firmarse  por  el  procurador,  si  lo  hubie- 
re, segun  previene  el  art.  225  respecto  de  la  co- 
pia de  la  demanda  del  juicio  de  mayor  cuantía; 
d por  el  actor,  si  este  compareció  por  sí  mismo, 
para  asegurar  la  buena  fe  con  que  se  interpone 
la  demanda.  Requiérese  en  estos  juicios  copia 
de  los  documentos,  porque  verificándose  la  cita- 
ción y emplazamiento  por  medio  de  la  entrega 
de  dichas  copias,  y no  habiendo  ya  entrega  de 
autos,  son  necesarias  para  que  el  actor  se  entere 
de  la  demanda  y sus  fundamentos,  por  no  ser 
procedente  entregarle  los  originales  que  podrían 
extraviarse  fácilmente  si  el  demandado  no  eom-_ 
parecía  al  juicio. 


JU 


— 482  — 


JU 


Deberá  asimismo  acompañarse  á la  demanda 
certificación  de  haberse  intentado  el  acto  de 
conciliación;  los  documentos  que  acrediten  el 
carácter  con  que  el  litigante  se  presenta  enjui- 
cio , y el  poder  que  acredite  la  personalidad  del 
procurador,  si  este  interviniere  en  el  juicio.  No 
se  verifica  en  este  juicio  la  citación  y emplaza- 
miento por  medio  de  cédula,  como  en  el  ordi- 
nario, sino  que  para  dicho  efecto  se  entregan  al 
demandado  las  copias  de  la  demanda  y docu- 
mentos, Para  dicha  entrega  deben  observarse 
las  formalidades  prevenidas  en  los  arts.  228  al 
231  para  las  de  las  cédulas  de  emplazamiento: 
art.  1138.  V.  Citación  y Juicio  ordinario. 

La  no  comparecencia  del  demandado,  no  de- 
tendrá ei  curso  del  pleito  (pár.  1."  del  art.  1139); 
así  es  que  deberá  seguirse  adelante  dándose  por 
contestada  la  demanda,  y se  declarará  la  rebel- 
día haciéndose  las  notificaciones  en  los  estrados 
del  juzgado  y siguiéndose  el  juicio  en  rebeldía 
con  todas  sus  consecuencias.  Pero  si  comparecie- 
re después  de  trascurrir  el  término  legal,  deben 
entenderse  con  éi  las  diligencias  succesivas,  sin 
que  pueda  retrocederse  en  el  juicio:  pár.  2."  del 
art.  1139;  así  se  procederá  á no  ser  que  alegare, 
para  no  comparecer,  los  motivos  que  se  expre- 
san en  los  arts.  1194  y siguientes  de  la  ley,  so- 
bre el  j uicio  eD  rebeldía. 

El  demandado  deberá  contestar  á la  demanda 
dentro  de  los  seis  días  siguientes  al  en  que  se  le 
entregó  la  copia  de  estay  de  los  documentos  que 
la  acompañan  (pár.  I.3  del  art.  1140);  término 
comprensivo  del  acto  de  la  comparecencia,  y por 
consiguiente,  el  único  que  se  concede  al  deman- 
dado para  los  dos  actos  de  la  comparecencia  y 
contestación,  á diferencia  de  lo  que  acontece  en 
el  juicio  ordinario  de  mayor  cuantía,  según  se 
dirá  al  tratar  de  este.  Mas  no  siendo  improroga- 
bles  los  seis  dias  citados,  según  lo  prescrito  en 
el  art.  27  de  la  ley  citada,  si  el  demandado  no 
reside  en  el  pueblo  en  que  se  le  demande,  puede 
el  juez  que  conozca  del  negocio  aumentar  el  tér- 
mino en  razón  de  un  dia  por  cada  seis  leguas 
que  hubiere  de  distancia  entre  el  pueblo  de  su 
residencia  y el  de  la  del  demandado:  art.  229. 

Este  acompañará  á su  conlestacion : l.°,  los 
documentos  en  que  funda  sus  excepciones,  ó la 
reconvención  en  su  caso;  2.”,  copia  de  la  contes- 
tación y de  los  documentos  en  papel  común:  ar- 
tículo 1140.  También  deberá  acompañar  el  do- 
cumento que  acredite  el  carácter  con  que  com- 
parece en  juicio,  y el  poder  del  procurador,  si 
interviniere  este. 

En  consecuencia  de  lo  prescrito  en  este  artícu- 
lo, puede  el  demandado  proponer  reconvención, 

«f/vn/f11  U°  exccder  su  valor  ó cuantía  de 

,000  rs.,  para  que  pueda  conocerse  de  ella  en 
este  juicio.  V.  Jurisdicción  prorogada  -por  razón 


i 

I 


de  la  cuan  lia.  Puede  asimismo  alegar  con  la  con- 
testación las  excepciones  que  reconoce  el  dere- 
cho, ya  sean  perentorias  ó dilatorias. 

Las  copias  de  que  se  trata  en  el  art.  1140,  serán 
entregadas  al  demandante,  entrega  que  hace  las 
veces  de  traslado  de  la  contestación,  para  que  se 
entere,  y pueda,  en  el  caso  de  haber  aquel  pro- 
puesto reconvención,  contestar  en  el  término  de 
tercero  dia,  según  determina  el  art.  1142. 

No  se  permiten  por  la  ley  rnas  escritos  de  ré- 
plica ni  duplica,  pero  parece  justo  que  se  dé 
traslado  al  demandado  de  la  contestación  del 
actor  á la  reconvención  que  aquel  propuso,  para 
que  se  entere  y pueda  preparar  las  pruebas  en 
contra  de  ella  y á su  favor. 

Para  saber  si  debe  recibirse  prueba,  por  haber 
duda  respecto  de  los  hechos  alegados,  y con  el 
fin  de  abreviar  el  procedimiento,  evitando  nue- 
vos escritos,  dispone  el  art.  1143,  que  tanto  en  el 
escrito  de  contestación  á la  demanda,  como  e.n  el 


que  se  responda  á la  reconvención,  si  la  hubiere, 
el  actor  y el  demandado  deberán  manifestar  si 
están  ó no  conformes  con  los  hechos  expuestos 
en  la  demanda  ó en  la  reconvención:  art.  1143. 
No  habiendo  reconvención,  deberá  el  actor  ma- 
nifestar si  está  ó no  conforme  con  los  hechos  de 
la  contestación,  en  escrito  separado. 

Si  las  partes  estuvieren  conformes  en  ios  he- 
chos, y por  no  haberse  alegado  otros  en  contra, 
quedase  reducida  la  cuestión  á un  punto  de  de- 
recho, el  juez  las  citará  dentro'de  tercero  dia  á 
juicio  verbal,  y oyéndolas,  ó á cualquiera  otra 
persona  que  las  represente  legítimamente,  dic- 
tará sentencia  en  el  mismo  dia.  De  este  juicio  se 
extiende  la  oportuna  acta,  que  firman  el  juez,  el 
escribano  y los  interesados:  art.  1144, 

Pero  si  las  partes  no  estuvieren  conformes  en 
los  hechos,  ó si  aunque  lo  estuvieren,  se  hubie- 
sen alegado  otros  en  contra  por  el  demandante 
(sin  necesidad  de  solicitud  expresa  de  las  mis- 
mas, como  se  requiere  en  el  juicio  ordinario),  el 
juez  recibirá  el  pleito  á prueba-,  previniéndoles 
que  en  el  término  de  tercero  dia  proponga  cada 
una  toda  la  que  esté  en  el  caso  de  hacer:  artícu- 
lo 1145.  Dicho  término  deberá  contarse  desde 
aquel  en  que  se  les  notifique  el  auto  referido,  lo 
cual  deberá  hacerse  en  el  mismo  dia  en  que  se 
dió,  ó lo  mas  tarde  en  el  siguiente. 

Pasado  dicho  término,  no  se  podrá  proponer 
prueba  ni  adicionar  la  propuesta  (art.  114(5),  lo 
cual  se  funda  en  que,  si  las  partes  pudieran 
proponer  nueva  prueba  después  de  haber  pro- 
puesto la  suya  la  contraria,  podría  darse  ocasión 
al  abuso  de  que,  indagando  alguna  de  ellas  los 
puntos  sobre  que  versaba  la  de  su  contrincante, 
propusiera  prueba  maliciosamente  para  desvir- 
tuar ó destruir  aquella. 

Sin  embargo,  la  ley  establece  algunas  excep- 
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ciones  en  cuanto  A la  prueba  consistente  en  la 
presentación  de  ciertos  documentos,  por  haber 
sido  imposible  ó difícil  al  litigante  proponerla 
antes  y quedar  tal  vez  indefenso  si  no  se  le  per- 
mitiera efectuarla  con  posterioridad.  En  su  con- 
secuencia, dispone  en  su  art.  1146,  que  se  excep- 
túan de  aquella  disposición: 

1. °  Los  documentos  de  fecha  posterior  á la 
demanda,  á la  reconvención  y á sus  respectivas 
contestaciones,  puesto  que  no  habiendo  existido 
al  efectuarse  estas,  no  pudieron  acompañarse  á 
ellas. 

2. °  Los  documentos  de  fecha  anterior  de  que 
protestare  el  que  los  presente  no  tener  antes  co- 
nocimiento, pues  es  igual  á si  no  hubieran  exis- 
tido para  el  efecto  de  poderlos  presentar  ante- 
riormente. 

3. "  Los  documentos  que  tengan  por  objeto 
impugnar  la  reconvención. 

Trascurridos  los  tres  dias  sfn  que  ninguna  de 
las  partes  haya  propuesto  prueba , mandará  el 
juez  traer  los  autos  á la  vista,  y dictará  senten- 
cia: art.  1147.  En  la  providencia  en  que  mande 
el  juez  traer  los  autos  á la  vista,  deberá  citar  á 
las  partes  para  el  fallo,  pues  toda  sentencia, 
para  ser  válida,  ha  de  dictarse  con  citación  de 
estas.  También  parece  que  deberá  oirse  á las 
mismas  ó á sus  representantes  sobre  su  derecho, 
como  previene  el  art.  1144,  en  el  caso  de  estar 
conformes  con  los  hechos,  puesto  que  en  tal 
caso  es  mas  útil  la~ audiencia  de  las  partes  que 
en  el  mencionado. 

Si  ambas  partes  ó alguna  de  ellas  hubiese  pro- 
puesto prueba,  señalará  el  juez  el  término  den- 
tro del  cual  haya  de  practicarse.  Este  término  no 
podrá  pasar  de  nueve  dias : art.  1148.  Pero  esta 
limitación  solo  debe  entenderse  del  caso  en  que 
la  prueba  se  ejecutase  en  la  residencia  del  juz- 
gado, pues  según  prescribe  el  art.  1148,  no  obs- 
tante lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  si  al- 
guna de  las  diligencias  propuestas  hubiera  de 
practicarse  en  lugar  distinto  del  en  que  se  siga 
el  juicio,  el  juez,  teniendo  en  consideración  la 
distancia  y la  facilidad  ó dificultad  de  las  comu- 
nicaciones, señalará  un  término  mayor  para  que 
se  pueda  verificar.  En  este  caso,  las  demás  dili- 
gencias (esto  es,  las  que  se  hubieran  de  practi- 
car en  el  lugar  del  juicio)  han  de  tener  lugar 
precisamente  dentro  del  término  que  se  hubiere 
señalado  (dentro  de  los  nueve  dias):  art.  1149. 
Esta  última  disposición  ha  resuelto  en  sentido 
negativo  la  cuestión  que  se  suscitaba  anterior- 
mente sobre  si  cuando  parte  de  la  prueba  haya 
de  practicarse  en  el  lugar  del  juicio,  y parte  fue- 
ra, debe  efectuarse  cada  una  en  el  término  que 
le  corresponde,  sin  que  pueda  utilizarse  el  mas 
largo  para  la  que  deba  ejercitarse  en  la  residen- 
cia del  juzgado. 


La  prueba  puede  practicarse  actualmente,  en 
todos  y cualesquiera  de  los  dias  señalados  por  el 
juez  en  el  auto  que  dicte  con  este  objeto,  y no 
como  se  prevenia  en  la  ley  de  10  de  Enero  de 
1838  en  dias  determinados. 

Las  pruebas  se  practicarán  en  la  forma  esta- 
blecida para  el  juicio  ordinario,  pár.  l.°  del  ar- 
ticulo 1150.  Véase  el  artículo  Juicio  civil  ordina- 
rio. Respecto  de  la  de  testigos,  se  previene  en  el 
pár.  2.  de  dicho  articulo,  que  los  contrainterro- 
gatorios  deberán  presentarse  antes  del  exámen 
de  los  testigos , y que  los  presentados  con  pos- 
terioridad serán  rechazados  por  el  juez:  artícu- 
lo 1150;  disposición  que  supone  la  comunicación 
á las  partes  de  los  interrogatorios  que  presentó 
la  contraria,  como  se  efectúa  en  el  juicio  ordi- 
nario. Aunque  la  ley  guarda  silencio  sobre  la 
oposición  de  tachas  á los  testigos,  creemos  que 
pueden  proponerse  en  este  juicio,  probándose 
• en  el  mismo  término  en  que  se  efectúa  la  prue- 
; ha  sobre  lo  principal  y desde  que  la  parte  supo 
¡ los  nombres  y circunstancias  de  los  testigos  pre- 
. sentados  por  el  contrario,  bien  sea  en  el  acto  de 
recibirse  á estos  el  juramento  que  aquella  puede 
presenciar,  según  el  art.  313,  bien  sea  en  virtud 
! de  la  comunicación  de  los  nombres  de  los  mis- 
mos , de  su  profesión  y residencia  que  debe  ha- 
cerle el  juez  no  bien  tome  la  declaración,  según 
prescribe  el  art.  316  relativo  al  juicio  civil  ordi- 
nario. 

Uuidas  las  pruebas  á los  autos,  convocará  el 
juez  á las  partes  ajuicio  verbal,  y las  oirá  si  se 
presentaren  ó á sus  apoderados,  extendiéndose 
la  oportuna  acta  (que  firmarán  el  juez,  el  escri- 
bano y los  interesados):  art.  1151. 

Este  juicio  no  reviste  Los  caractéres  quelacom- 
parecencia  que  tiene  lugar  respecto  de  los  jui- 
cios verbales  según  el  art.  1172,  sino  que  hace 
las  veces  de  los  actos  de  las  vistas,  si  bien  debe 
dársele  alguna  mayor  amplitud  que  á estas,  por 
lo  que  las  partes  pueden  exponer  en  61  lo  que 
les  convenga,  y aun  presentar  los  documentos  á 
que  se  refiere  el  art.  1146,  y efectuar  la  prueba 
de  tachas  de  los  testigos  presentados  en  el  úl- 
timo día  del  término  probatorio. 

Al  dia  siguiente  de  celebrado  el  juicio  verbal, 
el  juez  dictará  sentencia  (la  cual  debe  ser  fun- 
dada): art.  1152. 

Dicha  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos, 
podiendo  también  interponerse  contra  ella  recur- 
so de  nulidad  si  se  hubiere  protestado  oportu- 
namente hacerlo  en  los  casos  en  que  el  juez 
haya  declarado  el  negocio  de  menor  cuantía, 
teniéndola  mayor.  El  recurso  de  nulidad  debe 
J interponerse  á la  vez  que  el  de  apelación  (ó  so- 
! lamente  aquel  cuando  no  se  interpusiera  este), 
i Uno  y otro  se  interpondrán  para  ante  la  Audien- 
¡ cia  del  territorio:  arts.  1153  y 1154. 
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El  término  para  la  interposición  de  la  apela- 
ción ó del  recurso  de  nulidad,  cuando  solo  se  in- 
terpusiera este,  ó de  arabos  á la  vez,  debe  ser  el 
de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  la  notificación 
de  la  sentencia,  que  señalan  por  regla  general 
los  arts.  G7  y 25  de  la  ley. 

Interpuestos  los  dos  recursos  ó cualquiera  de 
ellos,  se  remitirán  los  autos  á la  Audiencia  (á 
costa  del  apelante),  poniéndolo  en  conocimien- 
to de  las  partes  ( por  medio  de  la  citación  corres- 
pondiente), para  que  puedan  comparecer  ante 
ella  á usar  de  su  derecho  : art.  1155. 

Respecto  de  la  sustanciacion  que  se  da  á estos 
recursos  en  la  superioridad , véase  los  artículos 
de  esta  obra  Apelación  (en  los  juicios  de  menor 
cuantía)  y Recurso  de  nulidad. 

Confirmada  ó revocada  la  sentencia,  se  devol- 
verán los  autos  al  juez  de  primera  instancia  con 
certificación  de  ella  y de  la  tasación  de  costas, 
si  hubiere  habido  condena,  para  su  ejecución  y 
cumplimiento  por  el  mismo  en  los  términos 
prevenidos  para  la  ejecución  de  las  sentencias 
(que  se  exponen  en  el  artículo  de  esta  obra Sen- 
tencia ( ejecución  de).  * 

JUICIO  ORDINARIO  Y JUICIO  EXTRAORDINARIO.  Es 
juicio  ordinario  aquel  en  que  se  procede  por  los 
trámites  largos  y solemnes  que  la  ley  ha  esta- 
blecido para  que  detenidamente  se  controvierta 
el  derecho  de  cada  parte  ó se  averigüe  la  verdad 
de  los  hechos,  y recaiga  la  decisión  j udicial  des- 
pués de  un  prolijo  conocimiento  de  causa.  Jui- 
cio extraordinario  es  por  el  contrario  aquel  en 
que  no  se  observan  todos  los  trámites,  formas  y ; 
solemnidades  que  para  el  juicio  ordinario  se 
prescriben.  Algunos  autores  dicen  ser  juicio  or- 
dinario aquel  en  que  se  procede  por  via  de  ac- 
ción ó acusación,  observando  todos  los  trámites 
y solemnidades  prescritas  por  el  derecho  positi-  i 
vo;  y extraordinario,  aquel  en  que  no  se  procede 
mediante  acción  ó acusación  verdadera,  sino  de 
oficio  por  el  juez,  sin  guardar  el  órden  y las  so- 
lemnidades legales.  Mas  como  la  diferencia  esen- 
cial entre  el  juicio  ordinario  y el  extraordinario 
no  consiste  precisamente  en  que  el  juez  conozca 
de  oficio  ó á instancia  de  parte,  sino  en  el  modo  : 
de  proceder  con  sencillez  y brevedad  ó con  su- 
jeción á las  ritualidades  establecidas,  parecen 
menos  exactas  estas  ultimas  definiciones.  Judi- 
ckm  ordinarinm,  dice  Calvino  ( Lexicón  jurid.),  . 
/¿odie  mmcupamis  ab  ordine  proceclendi ; extraor- 
dinarium  vero,  (jfuod  non  Ha  justam,  onmibvsque 
numeris  absolulam  ordiuis  r alionan  exigit.  Véase 
Juicio  ordinario  civil. 

JUICIO  PLEN ARIO  Y JUICIO  SUMARIO,  Juicio  ple- 
nario  en  lo  civil  os  lo  mismo  que  juicio  ordina- 
rio; y se  llama  plenario,  porque  se  procede  en  él 
con  pleno  conocimiento  de  causa  y observando 
plena  y totalmente  las  solemnidades  prescritas 


por  derecho  : mas  en  lo  criminal  se  entiende  por 
Plenario  el  procedimiento  6 juicio  que  después 
de  descubierto  por  la  sumaria  el  delito  y su  au- 
tor se  sigue  en  forma  solemne  á la  manera  que 
el  ordinario  civil,  con  el  fin  de  acreditar  la  ino- 
cencia ó culpabilidad  del  procesado  y dar  la  sen- 
tencia absolutoria  ó condenatoria. 

Juicio  sumario,  que  viene  á ser  lo  mismo  que 
extraordinario , es  aquel  en  que  se  conoce  bre^- 
veniente  de  la  causa,  omitiendo  las  largas  so- 
lemnidades establecidas  para  los  juicios  comu- 
nes, y atendiendo  solamente  á la  verdad  del 
hecho"  Mas  en  el  juicio  sumario  no  pueden  omi- 
tirse las  formalidades  esenciales  que  por  dere- 
cho natural  ó de  gentes  son  necesarias  para  la 
averiguación  de  la  verdad  y la  decisión  legíti- 
ma de  la  causa,  sino  únicamente  las  accidenta- 
les , accesorias  6 secundarias,  las  que  solo  se  re- 
quieren por  derecho  positivo,  las  largas  dila- 
ciones cuya,  omisión  no  puede  hacer  inicua  la 
sentencia.  Así  es  que  no  debe  procederse  por  la 
via  extraordinaria  ó sumaria  sino  en  las  cau- 
sas en  que  lejos  de  peligrar  ó quedar  expuestas 
por  la  brevedad  la  justicia  y la  inocencia,  exige 
por  el  contrario  la  equidad  que  se  destierre  toda 
lentitud  que  pueda  ocasionar  inconvenientes  ó 
perjuicios  á los  interesados;  y por  ello  no  se  sue- 
le admitir  apelación  de  las  sentencias  sino  solo 
en  el  efecto  devolutivo. 

El  juicio  sumario  es  simplemente  sumario  ó 
sumarísimo:  entendemos  por  simplemente  suma- 
rio aquel  en  que,  si  bien  se  procede  por  trámites 
breves  y sencillos,  áe  oye  sin  embargo  á las  dos 
partes;  y por  sumarísimo  el  que  se  reduce  solo  á 
admitir  la  acción  ó demanda  y su  justificación, 
y á decidir  sobre  ella,  sin  audiencia  ni  conoci- 
miento de  la  parte  contraria.  El  juicio  simple- 
mente sumario  puede  recaer,  asi  sobre  asuntos  ci- 
viles como  sobre  los  criminales;  pero  el  sumarísi- 
mo nunca  tiene  lugar  sino  en  negocios  civiles. 
Las  causas  que  suelen  tratarse  en  juicio  sumario 
son:  1.a,  las  de  poca  importancia,  como  las  llama- 
das de  menor  cuantía;  y 2.a,  las  que  exigen  celeri- 
dad, como  las  de  alimentos  y las  que seentablan 
en  virtud  de  instrumentos  que  traen  aparejada 
ejecución,  Lasque.se  tratan  en  juicio  sumarísimo 
son  ias  que  tienen  por  objeto  ei  amparo  judicial 
contra  un  despojo  que  se  nos  ha  hecho  ó se  nos 
pretenda  hacer,  ó contra  un  daño  que  nos  ame- 
naza , y las  que  versan  sobre  la  adquisición  pro- 
visional de  una  posesión  en  que  todavía  no  he- 
mos entrado,  pero  á que  tenemos  un  derecho 
evidente,  Y . Juicio  de  menor  cuantió, , Juicio  eje- 
cutivo, Juicio  de  alimentos.  Herencia,  Interdicto, 
Renuncia  de  obra  nueva  y Renuncia  de  obra  vieja. 

Llamase  también  en  lo  criminal  juicio  s-umario 

simplemente  sumaria  la  información  ó juicio 
informativo  que  tiene  por  objeto  averiguar  la 


existencia  ó perpetración  del  delito  con  todas 
sus  circunstancias  y la  persona  del  que  lo  lia 
cometido.  V.  Juicio  criminal. 

JUICIO  CIVIL.  Aquel  en  que  se  trata  de  alguna 
acción  civil  que  tiene  ó cree  tener  el  demandan- 
te, esto  es,  de  la  reclamación  de  una  cosa  ó de- 
recho, del  cumplimiento  de  una  obligación,  de 
la  indemnización  de  daños  y perjuicios:  Judi- 
cium  dvile  esl  in  quo  principan  ler  a (¡i  tur  de  re  fa- 
miliari,  seu  de  privalis  commodis  actoris  el  rei. 
V.  Acción  ordinaria.  El  juicio  civil  se  conoce  co- 
munmente con  el  nombre  genérico  de  pleito  ó 
litigio,  á diferencia  del  juicio  criminal,  que 
suele  llamarse  causa,  aunque  esta  denominación 
se  aplica  también  al  juicio  civil.  El  juicio  civil 
puede  ser  ordinario  ó sumario , posesorio  ó peti- 
torio, verbal  ó escrito,  de  mayor  ó menor  cuan- 
tía, declarativo  ó ejecutivo,  doble  ó sencillo, 
universal  ó particular,  etc.  Véanse  los  artículos 
que  anteceden. 

JUICIO  CIVIL  ORDINARIO.  El  juicio  en  que  se 
disputa  sobre  cosas  ó derechos  de  mayor  cuan-  I 
tía  pertenecientes  al  patrimonio  de  cada  uno, 
observando  todos  los  trámites  y solemnidades 
que  se  previenen  por  las  leyes  para  que  no  re- 
caiga la  sentencia  sino  con  pleno  conocimiento 
de  causa. 

Son  negocios  de  mayor  cuantía  que  no  deben 
tratarse  sino  en  juicio  ordinario  civil,  aquellos 
en  que  la  cantidad  ó el  valor  de  la  cosa  que  se 
litiga  pasa  de  * 750  pesetas  en  la  Península 
é Islas  adyacentes,  y de  dos  mil  escudos  en 
Cuba  y Puerto-Iüco : art.  1133  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y 2.°  de  la  Instrucción  de  9 de 
Diciembre  de  1868.  * V.  Juicio  de  mayor  y de 
menor  cuantía.  * 

* Conforme  al  art.  221  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  todas  las  contiendas  entre  partes 
en  reclamación  de  un  derecho  que  no  tengan 
señalada  en  dicha  ley  tramitación  especial,  serán 
ventiladas  en  juicio  ordinario. 

I.  El  juicio  civil  ordinario  empieza  por  la  de- 
manda del  actor,  acompañada  de  la  certificación 
de  haberse  intentado  y no  haber  surtido  efecto 
el  juicio  conciliatorio , como  asimismo  de  todos 
los  documentos  con  que  haya  de  apoyarse.  Véa- 
se Ador,  Demanda,  Interpretación  de  las  deman- 
das, Juicio  de  conciliación  y Procurador. 

El  actor  debe  tener  cuidado  de  no  pedir  mas 
de  lo  que  se  le  debe,  ni  otra  cosa  que  aquella 
que  se  le  debe,  ni  fuera  del  lugar  ó del  tiempo 
en  que  se  le  debe.  V.  Pluspeíicion. 

Aunque  por  regla  general,  todo  juicio  civil 
ha  de  empezar  por  la  demanda,  hay  sin  embar- 
go ciertos  casos  en  que  pueden  preceder  algu- 
nos pedimentos  preparatorios  ó diligencias  de 
precaución. 

Asi  es,  que  si  el  actor  necesita  para  preparar 


el  uso  de  su  acción  ó dar  al. pleito  curso  cierto, 
que  el  reo  declare  sobre  algunos  hechos,  puede 
pedir  entonces  que  se  le  hagan  las  preguntas 
oportunas,  con  el  objeto  de  fundar  en  la  res- 
puesta que  diere  la  demanda  que  intenta  intro- 
ducir. Las  preguntas  han  de  ser  concernientes 
al  pleito,  y se  tienen  por  tales:  l.“,  las  que  se 
hacen  al  que  se  quiere  demandar  como  heredero, 
á fin  de  que  manifieste  si  lo  es  ó no,  por  testa- 
mento ó abintestato,  y en  qué  parte  de  la  heren- 
cia; 2.°,  las  que  se  dirigen  al  padre  acerca  del 
peculio  de  su  hijo,  á fin  de  averiguar  si  este  lo 
tiene  ó no;  3.°,  las  que  tienen  por  objeto  saber 
si  el  reo  es  mayor  ó menor  de  edad , para  que  en 
el  caso  de  ser  menor,  se  le  provea  ante  todo  de 
curador  ad  Utem  con  quien  se  sustancie  el  juicio; 
4.°,  las  que  se  propongan  para  indagar  si  el  reo 
es  ó no  poseedor  de  la  cosa  cuya  propiedad  se 
trata  de  pedir.  A todas  estas  preguntas  y otras 
semejantes,  que  se  llaman  posiciones,  debe  con- 
testar clara  y categóricamente  y bajo  de  j ura- 
mento  la  persona  interrogada;  y después  de 
evacuadas,  ha  de  comunicarse  el  expediente  al 
actor  para  que  formalice  la  demanda.  V.  Posi- 
ciones. 

Así  es  también  que  habiendo  peligro  de  que  el 
reo  huya  ó se  oculte  con  la  cosa  litigiosa,  si  fue- 
re mueble,  ó la  deteriore,  ó consuma,  ó disipe 
sus  frutos,  si  fuere  raíz,  puede  el  actor  solicitar, 
según  los  casos,  el  embargo,  retención  ó secues- 
tro, ó el  nombramiento  de  interventor,  sin  cuyo 
asenso  no  pueda  disponerse  de  ella  ni  de  sus 
productos.  V.  Embargo  y Secuestro. 

Así  es,  por  último,  que  aun  antes  de  entablar 
la  demanda,  puede  el  actor  hacer  alguna  justi- 
ficación de  su  derecho,  cuando  por  su  omisión 
habría  de  quedar  expuesto  á perder  los  medios 
de  acreditarlo.  V.  Información  ad  perpetuara. 

4 La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone  en 
su  art.  222,  que  el  juicio  ordinario  podrá  prepa- 
rarse : 

1. ”  Pidiendo  declaración  jurada  el  que  pre- 
tende demandar  á aquel  contra  quien  se  propo- 
ne dirigir  la  demanda  acerca  de  algun  hecho 
relativo  á su  personalidad , sin  cuyo  conocimien- 
to no  pueda  entrarse  en  el  juicio.  A esta  clase 
de  pregmntas  corresponden  las  que  expresa  el 
Sr.  Escriche  en  el  aparte  cuarto  de  este  párrafo. 
Mas  no  son  procedentes,  según  lo  prescrito,  las 
preguntas  que  versaren  sobre  puntos  de  derecho 
ó sobre  el  fondo  de  la  cuestión  litigiosa,  ó si  tu- 
vieren por  objeto  averiguar  la  intención  ó de- 
fensas del  interrogado,  como  por  ejemplo,  si 
posee  de  bueua  ó de  mala  fe.  . 

2. “  Pidiendo  la  exhibición  de  la  cosa  mueble 
que  en  su  caso  haya  de  ser  objeto  de  la  acción 
real  que  trate  de  entablar,  ó lo  que  es  lo  mismo, 
ejercitando  la  acción  exhibitoria  para  que  el  juez 
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mande  á cualquiera  que  posea  el  objeto  de  la 
demanda,  que  la  exhiba  para  formalizar  aquella 
debidamente. 

3 ” Pidiendo  el  que  se  crea  heredero,  cohere- 
dero ó legatario  la  exhibición  de  un  testamento 
ó codicilo;  lo  cual  tiene  por  objeto  que  el  here- 
dero y demás  puedan  cerciorarse  de  si  les  asiste 
el  derecho  que  presumen,  y entablar  ó no  la  ac- 
ción que  les  corresponde. 

4. "  Pidiendo  el  vendedor  al  comprador,  en 
caso  de  eviccion,  la  exhibición  de  títulos  ú otros 
documentos  que  se  refieran  á la  cosa  vendida; 
para  poder  defenderse  contra  los  que  le  deman- 
den la  cosa  que  compró,  ó reclamarla  acreditan- 
do que  le  pertenece,  ó justificar  sus  limites  ó 
cabida. 

5. °  Tidiendo  un  socio  ó comunero  la  presen- 
tación de  los  documentos  ó cuentas  de  la  socie- 
dad ó comunidad  al  consocio  ó condueño  que 
los  tenga  en  su  poder,  con  el  mismo  objeto  que 
en  el  caso  anterior,  de  poder  defenderse  si  son 
demandados  ó fundar  debidamente  su  acción  si 
trataren  de  interponer  ellos  demanda. 

En  lodos  estos  casos , el  juez  accederá  á la  pre- 
tensión, si  estima  justa  la  causa  en  que  se  fun- 
da, esto  es,  si  tiene  alguno  de  los  obj.etos  expre- 
sados; las  demás  las  rechazará  de  oficio.  Aunque 
no  lo  expresa  la  ley,  creemos  que  podrá,  pedirse 
reposición  de  esta  providencia,  y si  no  se  repone, 
apelarse  en  ambos  efectos. 

Fuera  de  los  casos  expresados  en  el  artículo 
anterior,  no  podrá  pedir  el  demandante  posicio- 
nes, informaciones  de  testigos  , ni  ninguna  otra 
diligencia  de  prueba  (porque  estas  deben  prac- 
ticarse dentro  del  juicio  con  citación  de  la  parte 
contraria  y con  las  demás  solemnidades  qué  pre- 
viene el  derecho),  salvo  cuando  por  edad  avan- 
zada de  algún  testigo,  peligro  inminente  de  su 
vida , proximidad  de  una  ausencia  á punto  con 
el  cual  sean  difíciles  ó tardías  las  comunicacio- 
nes, ú otro  motivo  poderoso  pueda  exponerse  el 
actor  á perder  su  derecho  por  falta  de  justifica- 
ción , en  cuyo  caso,  podrá  pedir  y el  juez  deere- 
tar,  que  sea  examinado  el  testigo  ó testigos  que 
estén  en  las  circunstancias  referidas,  verificán- 
dose su  exáinen  del  modo  que  se  previene  en 
los  artículos  306  y siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento: art,  223.  Los  artículos  citados  se 
exponen  en  el  articulo  Testigo.  Se  concede  en 
tales  casos  la  información  de  testigos  para  evi- 
tar los  perjuicios  que  pudieran  seguirse  de  no 
practicarse  cuando  ocurren , antes  de  princi- 
piarse el  juicio. 

En  la  prohibición  del  art.  223  expuesta , no 
debe  comprenderse  la  petición  del  embargo  pre- 
ventivo, puesto  que  puede  decretarse  según  el 
art.  J32  de  la  ley,  aunque  el  título  que  se  pre- 
sente para  solicitarlo  no  sea  ejecutivo  sin  el 


reconocimiento  de  la  firma,  si  bien  en  tal  caso 
se  hace  el  embargo  de  cuenta  y riesgo  del  que 
lo  pide.  * 

II.  Presentada  la  demanda,  se  confiere  tras- 
lado al  reo  ó demandado  emplazándole  para  que 
comparezca  á contestarla  dentro  de  nueve  días 
perentorios  si  estuviere,  en  el  mismo  pueblo  del 
litigio,  y dentro  del  término  que,  atendida  la 
distancia,  se  creyere  suficiente  por  el  juez,  si  se 
hallare  en  otro  punto:  leyes  1."  y 3.a,  tít.  6.°,  li- 
bro 11,  Noy.  Recop. 

La  notificación  del  auto  de  traslado  y empla- 
zamiento ha  de  verificarse  lo  mas  tarde  en  el  dia 
siguiente  al  en  que  se  hubiere  dado  el  auto  (ar- 
tículo 5.°  del  Real  decreto  de  22  de  Febrero  de 
1833);  y el  juez  que  por  dolo  ó malicia  rehusare 
ó retardare  el  emplazamiento  ó alargare  mas  de 
lo  justo  el  término  para  la  comparecencia,  se  ha- 
ce responsable  de  los  gastos  y perjuicios  ocasio- 
nados al  demandante,  quien  sobre  el  importe  de 
ellos  ha  de  ser  creído  por  su  juramento  ábien 
vista  del  tribunal  superior:  ley  9.a,  tít.  7.“,  Part.  3.a 

El  emplazamiento  ó citación  debe  hacerse  al 
demandado  mismo  en  persona  cuando  es  habido 
hasta  las  fres  diligencias  en  su  busca:  por  cédula, 
cuando  no  se  le  encuentra  después  de  buscado 
■ tres  veces,  en  cuyo  caso  se  deja  aquella  á cual- 
quiera individuo  de  su  familia,  y en  su  defecto, 
al  vecino  mas  inmediato;  por  edictos  ó pregones 
y su  inserción  en  los  periódicos  oficiales,  cuan- 
do no  pudiendo  ser  hallado  ni  teniendo  morada 
fija  en  el  pueblo,  se  iguora  su  paradero;  por 
i exhorto  ó requisitoria  cuando  tiene  su  domicilio 
: ó residencia  en  algún  pueblo  de  otro  partido 
judicial,  invitando  al  juez  de  este  para  que 
mande  hacerle  la  notificación,  y señalando  en 
el  mismo  despacho  exhortatorio  el  plazo  que  se 
considere  suficiente,  y por  órden  ó despacho  li- 
brado ai  alcalde,  cuando  reside  ó está  domicilia- 
do en  un  pueblo  que  no  sea  la  cabeza  del  mismo 
partido  del  juez  de  la  causa,  para  que  mande 
practicar  igual  diligencia.  V.  Citación,  Exhorto 
y Requisitoria. 

En  el  exhorto  dirigido  á otro  juez,  así  como  en 
la  órden  ó despacho  librado  al  alcalde,  se  inserta 
á la  letra  la  demanda  del  actor,  y se  hace  rela- 
ción de  los  documentos  presentados,  para  que 
pueda  el  demandado  preparar  cou  todo  conoci- 
miento su  contestación.  Si  el  emplazado  por 
exhorto  creyere  que  el  juez  competente  para  co- 
nocer del  negocio  de  que  se  trata  es  precisamen- 
te el  juez  exhortado  y no  el  exhortante , tiene  la 
. facultad  de  pedir  ante  el  exhortado  que  le  man- 
de entregar  el  exhorto  para  instruirse,  y en  su 
vista,  podrá  solicitar  del  mismo  la  retención  de 
este  despacho,  en  cuyo  caso,  ei  juez,  oyendo  al 
promotor  fiscal  por  tratarse  del  punto  de  juris- 
dicción, y teniendo  por  bastantes  los  ñmdarnen- 
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tos  que  se  alegaren  en  favor  de  su  propia  compe-  I 
tencia,  debe  retener  el  exhorto  y contraexhortar 
al  otro  juez,  con  inserción  del  escrito  del  de- 
mandado y del  dictámen  del  promotor,  para  que 
se  inhiba  del  conocimiento  del  negocio  y le  en- 
víe las  diligencias  que  sobre  él  se  hubieren  prac- 
ticado. V.  Exhorto  y Requisitoria. 

Si  el  demandado  es  menor  de  edad,  la  citación 
ó emplazamiento  ha  de  hacerse  á su  tutor  ó cu- 
rador; y no  teniéndole,  es  preciso  habilitarle  de 
curador  ad  litem  para  que  le  represente  y se  en- 
tiendan con  él  todas  las  diligencias  que  ocurran 
en  el  juicio  hasta  su  fin:  ley  11,  tlt.  2.",  Parí.  3.a 
V.  Menor. 

En  las  demandas  contra  un  Ayuntamiento  ó 
corporación,  se  puede  hacer  la  citación  ásu  pro- 
curador, síndico  ó personero  (ley  13,  tít.  2.°,  Par- 
tida 3.a);  pero  según  la  práctica  mas  común  , se 
oficia  por  el  juez  á su  presidente  para  que  seña- 
le dia  y hora  en  que,  estando  reunido  el  cuerpo, 
haya  de  pasar  el  escribano  y verifique  la  cita- 
ción á presencia  de  todos  ó de  la  mayor  parte  de 
sus  individuos. 

En  las  demandas  contra  bienes  de  algún  au- 
sente cuyo  paradero  se  ignora,  ó cuyo  pronto 
regreso  no  se  espera  por  hallarse  en  cautiverio  ó 
en  paises  remotos,  debe  hacerse  la  citación  al 
procurador  que  hubiese  dejado,  y en  su  defecto, 
al  defensor  judicial  que  á solicitud  del  acreedor 
se  le  nombrare:  ley  12,  tít.  2.",  Part.  3.a  V.  Au- 
sente en  sus  diferentes  artículos. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pre- 
sentada la  demanda  en  la  forma  y con  los  docu- 
mentos que  se  determina  en  los  arts.  224  al  226, 
expuestos  en  el  artículo  Demanda , y admitida 
por  el  juez,  se  da  traslado  á la  persona  contra 
quien  se  proponga,  y se  le  emplaza  para  que 
dentro  de  nueve  días  improrogables  comparezca 
á contestarla,  entregándole  la  copia  en  papel 
común  de  ella  que  debe  acompañarse  á la  mis- 
ma: art.  227. 

El  emplazamiento  se  efectúa  en  la  forma  pres- 
crita en  los  arts.  228  al  230,  expuestos  en  el  ar- 
tículo Emplazamiento,  habiendo  lugar  al  recurso 
de  queja  contra  el  juez  que  maliciosamente  re- 
husare hacerlo,  ó alargare  ó retardare  el  término 
marcado  para  él. 

Cuando  no  fuere  conocido  el  domicilio  del  de- 
mandado, se  le  emplazará  por  medio  de  edictos, 
que  se  fijarán  en  los  sitios  públicos  é insertarán 
en  los  diarios  oficiales  del  pueblo  en  que  se  siga 
el  juicio,  en  los  del  en  que  hubiere  tenido  su 
última  residencia,  y en  la  Gaceta  de  Madrid;  esto 
último,  cuando  las  circunstancias  de  las  perso- 
nas y del  negocio  lo  exigieren  á juicio  del  juez. 
Sin  perjuicio  de  esto,  se  practicará  la  diligencia 
de  emplazamiento  en  cualquier  lugar  en  que 
fuere  habido  el  demandante:  art.  23|. 


Acerca  de  la  manera  de  efectuar  el  emplaza- 
miento por  medio  de  exhortos , véanse  los  ar- 
tículos Exhorto  y Emplazamiento. 

Cuando  los  demandados  fueren  varios,  el  tér- 
mino para  comparecer  á contestar  empezará  á 
correr  y contarse  respecto  á todos,  el  dia  si- 
guiente al  en  que  el  último  hubiere  sido  empla- 
zado. 

Personado  en  forma  el  demandado,  se  le  man- 
darán entregar  los  autos  para  que  conteste  den- 
tro de  nueve  dias:  art.  234. 

En  el  caso  de  ser  varios  los  demandados,  se  les 
obligará  á que  litiguen  unidos  y bajo  una  mis- 
ma dirección,  si  fueren  unas  mismas  las  excep- 
ciones de  que  hicieren  uso.  Si  fueren  distintas, 
podrán  hacerlo  separadamente.  En  este  último 
caso,  se  otorgará  á cada  uno  de  ellos  y sucesiva- 
mente el  término  para  contestar;  art.  235.  * 

III.  El  emplazado  dehe  comparecer  por  sí  ó 
por  procurador  ante  el  juez  que  le  emplazó,  den- 
tro del  término  que  se  le  hubiere  prescrito,  aun- 
que goce  de  otro  fuero;  pues  si  le  goza,  tiene  que 
hacerlo  constar  ante  el  juez  citante,  para  que  se 
le  exima  de  responder  ante  él  (ley  2.a,  tít.  7.°, 
Part-  3.a);  bien  que,  según  dice  Febrero  Novísi- 
mo, basta  que  el  privilegiado  exhiba  en  el  acto 
de  la  notificación  el  título  ó privilegio  de  su 
exención  al  escribano,  y que  este  ponga  por  di- 
ligencia lo  que  de  él  resulte,  devolviéndoselo  eu 
el  mismo  acto. 

* Téngase  presente  la  refundición  de  ¡os  fue- 
ros personales  en  general  en  el  común  ordinario 
por  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868.  * 

IV.  Si  el  emplazado  no  comparece  ó no  con- 
testa á la  demanda  dentro  de  los  nueve  dias, 
contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación 
del  auto  del  traslado,  en  el  caso  de  hallarse  en  el 
mismo  pueblo  del  litigio,  ó dentro  del  término 
fijado  por  el  juez  en  caso  de  hallarse  fuera,  se  le 
acusa  una  sola  vez  la  rebeldía  por  el  demandan- 
te, se  le  declara  efectivamente  rebelde  ó contu- 
maz por  el  juez,  se  tiene  por  contestada  y confe- 
sada la  demanda,  y se  sigue  el  juicio  en  estra- 
dos ó se  adopta  la  vía  de  asentamiento  á volun- 
tad del  mismo  demandante,  que  puede  elegir 
cualquiera  de  los  dos  medios  que  le  parezca  mas 
oportuno:  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  5.a;  leyes  1.a  y 3.a, 
tít.  6.a,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  art.  48,  regla  2.a  del 
decreto  de  26  de  Setiembre  de  1835,  y Conde  de 
la  Cañada  en  sus  Instituciones  prácticas,  parte  1.a, 
cap.  4.a,  núms.  6,  7 y 8. 

Consiste  el  primer  medio  en  continuar  los  pro- 
cedimientoa  como  si  estuviera  presente  el  de- 
mandado, haciéndosele  las  notificaciones  en  los 
estrados  del  tribunaL  que  se  le  señalan  por  pro- 
curador, excepto  la  del  escrito  en  que  se  solicita 
la  prueba  y la  citación  para  sentencia  definitiva, 
las  cuales  se  han  de  hacer  al  interesado  en  la 
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misma  forma  que  la  de  emplazamiento.  Consiste 
el  segundo  en  pedir  el  demandante  la  entrega 
de  la  cosa  demandada  cuando  procede  por  acción 
real,  ó de  bienes  suficientes  del  demandado  para 
cubrir  la  cantidad  de  la  deuda  cuando  proce- 
de por  acción  personal.  V.  Estrados  y Asenta- 
miento. 

Mas  como  en  el  dia  no  está  en  uso  el  medio  de 
asentamiento,  se  elige,  según  la  práctica,  el  pri- 
mer medio. 

* El  art.  232  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  dispone,  que  trascurrido  el  término  del  em- 
plazamiento sin  haber  comparecido  el  demanda- 
do citado  en  su  persona  ó en  la  de  su  mujer,  hi- 
jos ó parientes,  y acusado  una  rebeldía,  so  dará 
por  contestada  la  demanda.  Hecha  saber  esta 
providencia  en  la  forma  misma  que  el  emplaza- 
miento, se  seguirán  los  autos  en  rebeldía  , ha- 
ciéndose las  notificaciones  que  ocurran  en  los 
estrados  del  juzgado.  Si  la  cédula  del  emplaza- 
miento hubiere  sido  entregada  á criados,  ó veci- 
nos, ó béchose  el  emplazamiento  por  edictos,  se  le 
hará  un  segundo  llamamiento  por  edictos  tam- 
bién en  la  forma  prevenida  en  el  art.  231  ya  ex- 
puesto, señalándole  para  que  comparezca  la  mi- 
tad del  término  antes  fijado.  Si  trascurriere  sin 
comparecer,  se  le  declarará  en  rebeldía  notifi- 
cándose en  los  estrados,  tanto  esta  providencia 
como  las  demás  que  recayeren,  y siguiéndose  el 
juicio  conforme  á las  prescripciones  del  art.  25 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  expondre- 
mos al  tratar  de  los  juicios  en  rebeldía. 

El  medio  de  procederse  contra  el  contumaz  y 
rebelde  consistente  en  la  vía  de  asentamiento, 
había  sido  ya  desechado  por  la  práctica  anterior, 
según  expone  el  Sr.  Escriche,  como  duro  y rigu- 
roso contra  el  declarado  rebelde ; pero  como  este 
medio  tenia  por  objeto  evitar  que  el  reo  ocultase 
sus  bienes  durante  la  sustanciacion  del  juicio 
ordinario,  apareciendo  insolvente  en  caso  de  ser 
condenado,  para  suplirlo,  ha  dispuesto  la  ley  de 
Enjuiciamiento  en  su  art.  1184  que  en  cuanto 
un  litigante  haya  sido  declarado  en  rebeldía, 
pueden  decretarse , si  la  otra  parte  lo  pidiere,  la 
retención  de  sus  bienes  muebles  de  toda  clase  y 
el  embargo  de  los  inmuebles,  en  cuanto  sean 
necesarios  para  estimar  asegurado  lo  que  sea 
objeto  del  juicio  ; determinando  el  modo  de  ha- 
cer la  retención  el  art.  1185  y el  1186,  y los  ca- 
sos en  que  puede  alzarse  dicho  embargo  los  ar- 
tículos 1188  y 1189  todos  pertenecientes  al  proce- 
dimiento sobre  los  juicios  en  rebeldía , de  que 
nos  haremos  cargo  al  tratar  de  dichos  juicios.  4 

V.  El  demandado  que  se  presenta  dentro  del 
término  del  emplazamiento  y tiene  alguna  ex- 
cepción dilatoria,  como  por  ejemplo,  la  de  in- 
competencia de  fuero , la  de  falta  de  personali- 
dad en  el  actor  para  comparecer  enjuicio,  ú otra 
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de  aquellas  que  retardan  la  entrada  en  el  juicio, 
debe  oponerla  y probarla  dentro  de  los  nueve 
dias  contados  desde  el  ñu  del  término  concedi- 
do para  comparecer:  ley  l.\  tít.  7.°,  lib.  11,  No- 
vísima Eecop.;  y no  está  obligado  á contestar 
directamente  la  demanda  hasta  que  recaiga  de- 
cisión sobre  este  artículo  de  prévio  y especial 
pronunciamiento  ; el  cual  se  sustancia  sumaria- 
mente dándose  traslado  al  demandante  del  es- 
crito del  demandado,  recibiéndose  el  incidente 
á prueba  por  un  breve  término  si  el  asunto  lo 
exio-e.  y resolviéndose  después  de  ella,  ó desde 
luego  si  no  es  necesario  término  parala  prueba, 
concitación  de  los  litigantes,  quienes  podrán 
interponer  recurso  de  apelación  si  se  sintieren 
agraviados  de  la  providencia.  V.  Excepción , Excep- 
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mixta  ó anómala,  Excepciones  de  división  y de  ex- 
cusión, Acumulación  de  autos,  Articulo  inhibito- 
rio, Articulo  de  incontestacion , Articulo  de  previo 
y especial  pronunciamiento  y Jurisdicción,  pro- 
royada. 

* Cuando  el  demandado  propone  alguna  ex- 
cepción dilatoria,  no  está  obligado  á contestarla 
demanda  hasta  que  se  ejecutoríe  este  artículo, 


que  será  siempre  prévio:  art.  236  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  Las  excepciones  dilato- 
rias solo  pueden  proponerse  dentro  de  seis  dias 
contados  desde  ei  siguiente  al  de  la  notifica- 
ción de  la  providencia  en  que  se  mandaren 
entregar  los  autos  para  contestar  la  demanda, 
pues  si  se  deja  trascurrir  este  término,  deben 
alegarse  contestando,  sin  que  produzcan  defec- 
to de  suspender  el  curso  del  juicio.  La  manera 
de  sustanciarse  este  artículo  se  determina  en  los 
236  al  250  de  la  ley,  expuestos  en  el  de  esta  obra, 
Excepciones  dilatorias.  * 

VI.  Si  el  demandado  no  tiene  excepciones  di- 
latorias, ó si  teniéndolas  y habiéndolas  propues- 
to se  ha  declarado  no  haber  lugar  á ellas,  debe 
contestar  directamente  á la  demanda  dentro  de 
los  nueve  dias,  contados,  en  el  primer  caso,  desde 
la  época  que  mas  arriba  se  lia  indicado,  y en  el 
segundo  desde  la  notificación  de  la  providencia 
sobre  la  excepción ; y puede  hacerlo  de  tres  ma- 


neras: l.“,  confesando  llanamente  lo  que  se  soli- 
cita en  la  demanda:  2.",  confesándolo,  pero  aña- 
diendo al  mismo  tiempo  alg-una  circunstancia  ó 
razón  particular  que  la  desvirtúe  ó destruya, 
esto  es,  alguna  excepción  perentoria  ó alguna 
compensación;  3.“,  contradiciéndola  terminan- 
temente. 


En  el  primer  caso , si  el  demandado  ha  firma- 
do ó ratificado  el  escrito,  cesa  el  motivo  del  plei- 
to , y sin  mas  sustanciacion , debe  el  j uez  man- 
dar citar  á los  litigantes  para  la  vista,  y fallar 
contra  el  demandado  condenándole  al  pago  ó 
restitución  de  la  cosa  que  se  le  pide,  y dándole 
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al  efecto  el  término  de  diez  dias  ú otro  mayor 
que  estime  necesario:  ley  7.*,  tít.  3.',  y ley  2.\ 
tít.  13,  Part.  3,'  y es  de  advertir,  que  de  la  sen- 
tencia ó mandamiento  que  diere  el  juez  por  efec- 
to de  la  confesión  explícita  del  demandado,  no 
hay  apelación  sino  en  el  caso  de  que  este  alegue 
y se  ofrezca  á probar  que  la  hizo  con  error:  Gre- 
gorio López  en  la  glosa  1."  de  la  ley  7.*,  tit.  3.”,  y 
en  la  ley  16,  tít.  23,  Part,  3.a;  y conde  de  la  Ca- 
ñada, Instit.  práct.  part.  l.\  cap.  4.°,  núm.  17  y 
siguientes.  V.  Confesión  judicial  é Instrumento 
ejecutivo , núm.  7.° 

En  el  segundo  caso,  es  preciso  examinar  el 
valor  de  las  circunstancias  ó excepciones  peren- 
torias que  se  oponen  para  destruir  ó enervar  la 
demanda;  siendo  de  notar,  que  aunque  el  de- 
mandado tiene  para  oponerlas  el  término  legal 
de  veinte  dias,  que  empiezan  á correr  después 
de  los  nueve  que  se  conceden  para  contestar  k 
la  demanda  del  actor , y aunque  puede  oponer 
en  cualquier  tiempo  la  compensación , es  sin 
embargo,  lo  mas  regular  oponerlas  al  tiempo  de 
dar  la  contestación  ó respuesta  á dicha  deman- 
da. V.  Excepción  perentoria , Excepción  mixta  ó 
anómala  y Compensación. 

En  el  tercer  caso,  es  indispensable  averiguar 
la  verdad  de  los  hechos  alegados  por  el  deman- 
dante llevado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  en 
la  forma  que  se  dirá,  para  que  en  vista  de  las 
razones  de  amhas  partes  pueda  recaer  sentencia 
con  todo  conocimiento. 

* Actualmente,  en  el  primer  caso  que  expresa 
el  autor  en  el  aparte  segundo  de  este  párrafo  VI, 
de  contestar  al  demandado  confesando  lo  que  se 
solicita  en  la  demanda  y ratificándose  en  ello, 
releva  de  toda  prueba  al  actor,  y el  juez  dicta 
sentencia,  condenando  á aquel  al  pagu,  debien- 
do aquella  llevarse  á efecto  por  los  trámites  que 
marca  la  ley  de  Enjuiciamiento  en  sus  arts.  891 
y siguientes  para  la  ejecución  de  las  sentencias. 
V.  Sentencia  (ejecución  de). 

Aunque  en  este  caso  opinan  respetables  juris- 
consultos, entre  ellos,  el  Sr.  Conde  de  la  Cañada, 
que  no  há  lugar  ¿ apelación  de  la  sentencia  del 
juez,  parece  mas  equitativo  que  se  otorgue,  y 
así  opinan  intérpretes  modernos,  no  solo  por- 
que son  apelables  todas  las  sentencias  defini- 
tivas, sino  porque  el  juez  puede  causar  agra- 
vios excediéndose  en  su  fallo,  si  no  lo  dicta 
sujetándose  á lo  demandado  y confesado  por  el 
litigante. 

Acerca  del  segundo  caso  expuesto  por  el  autor, 
debe  tenerse  en  cuenta  que  según  el  art.  254  de 
la  ley,  el  demandado  debe  hacer  uso  de  las  ex- 
cepciones perentorias  que  tuviere  en  la  contes- 
tación á la  demanda,  por  lo  cual  tiene  para 
oponerlas  los  términos  concedidos  para  dicha 
contestación.  * 


Si  el  demandado  tuviere  algún  derecho  con- 
tra el  demandante,  aunque  este  derecho  no  ten- 
ga relación  alguna  con  la  demanda,  podrá  no 
obstante  pedirlo  ante  el  mismo  juez  por  quien 
ha  sido  emplazado,  aunque  no  sea  competente 
para  el  demandante , entablando  su  petición  al 
tiempo  de  contestar  á la  demanda  ó dentro  de 
los  mismos  veiQte  dias  fijados  paralas  excepcio- 
nes perentorias;  y esto  es  lo  que  se  llama  recon- 
vención ó mutua,  petición:  la  cual  se  sigue  eu  el 
mismo  juicio  que  la  demanda  principal  discu- 
tiéndose simultáneamente  las  respectivas  accio- 
nes del  demandante  y del  demandado:  ley  1." 
tit.  7.°,  lib.  11,  Nov.  Itecop.  V.  Reconvención. 

El  demandado  debe  presentar  con  la  contes- 
tación , con  las  excepciones  perentorias  y con  la 
reconvención,  así  como  el  actor  con  la  deman- 
da, los  documentos  en  que  las  funde,  pues  mas 
adelante  no  le  pueden  ser  admitidos  sino  con  el 
juramento  de  no  haberlos  podido  adquirir  hasta 
entonces  ó de  no  haber  tenido  noticia  de  ellos;  y 
si  intentare  probarlas  con  testigos,  ha  de  jurar 
que  los  tiene  y que  con  sus  declaraciones  cree 
poder  acreditar  su  derecho:  ley  1,"  y 2.",  tit.  3.“, 
y ley  1.',  tít.  7.°,  lib.  11,  Nov.  Recop.  V.  Contes- 
tación. 

* Cuando  el  demandado  se  hubiere  personado 
sin  hacer  uso  de  excepciones  dilatorias,  debe 
contestar  á la  demanda  dentro  de  nueve  dias.  Si 
hubiere  propuesto  excepciones,  consentida  ó 
ejecutoriada  la  sentencia  que  recayere  sobre 
ellas,  se  le  entregarán  los  autos  para  que  con- 
teste la  demanda  dentro  de  los  seis  dias  siguien- 
tes al  en  que  se  le  notificare  el  auto  de  entrega: 
arts.  234  y 251  de  la  ley  de  Enjuiciamiento.  Tras- 
curridos los  seis  días  sin  presentarse  la  contes- 
tación , acusada  una  rebeldía,  se  recogerán  de 
oficio  los  autos  y se  declarará  la  demanda  con  - 
testada,  procediéndose  i lo  demás  que  corres- 
ponda, que  se  expondrá  al  tratar  de  los  juicios 
en  rebeldía:  art.  252. 

Respecto  á los  términos  en  que  debe  presentar 
el  demandado  la  contestación  á la  demanda  y á 
j los  documentos  que  debe  acompañar  con  ella, 
búllanse  expuestos  en  el  artículo  de  esta  obra 
Contestación.  Rige,  respecto  de  la  contestación  ú 
la  demanda,  lo  prescrito  en  el  art.  223  de  la  ley, 
sobre  las  informaciones  de  testigos  que  pueden 
pedirse  préviamente. 

En  la  contestación  á la  demanda  debe  hacer 
uso  el  demandado  de  las  excepciones  perento- 
rias que  tuviere  y de  Ia3  dilatorias  no  propues- 
¡ tas  en  el  término  señalado  en  el  art.  239.  En  la 
Í misma  contestación  propondrá  también  la  re- 
j convención  en  los  casos  en  que  proceda.  Las  ex- 
'•  cepciones  y la  reconvención  se  discutirán  al 
propio  tiempo  y en  la  misma  forma  que  el  nego- 
cio principal,  y serán  resueltas  con  este  en  la 
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sentencia.  Después  de  la  contestación  a la  de 
manda  no  podrá  hacerse  uso  de  la  reconvención, 
quedando  á salvo  al  demandado  su  derecho  que 
podrá  ejercitar  en  el  juicio  correspondiente:  ar- 
ticulo 254.  + 

VII.  De  la  contestación  del  demandado  se  da 
traslado  al  demandante,  quien  por  medio  de 
otro  escrito  que  se  llama  réplica  ó replicacion, 
procura  impugnar  ó destruir  lo  que  expuso  el 
demandado  en  su  contestación,  y corroborar  los 
fundamentos  de  su  demanda.  Para  este  escrito 
de  réplica  está  concedido  al  actor  el  término  de 
seis  dias,  y con  él  debe  también  presentar  los 
documentos  que  comprueben  los  nuevos  hechos 
que  alegue  para  destruir  las  defensas  6 excep- 
ciones del  reo ; á no  ser  que  no  tenga  conoci- 
miento de  ellos  ó no  haya  podido  adquirirlos,  ¡ 
en  cuyo  caso  le  serán  admitidos  después  con  el  | 
juramento  ordinario.  Si  el  demandado  hubiere 
propuesto  reconvención,  se  confiere  igualmente  1 
traslado  de  ella  al  demandante;  y este  tiene  en- 
tonces el  término  de  nueve  dias  para  responder 
y poner  sus  excepciones  y presentar  sus  docu- 
mentos: ley  3.a,  tít.  T.°,  lib.  11,  Noy.  Recop. 

De  Ja  contestación  ó réplica  del  demandante 
se  confiere  asimismo  traslado  al  demandado,  el 
cual  dentro  de  otros  seis  dias  presenta  otro  pe- 
dimento llamado  duplica , duplicación  ó contra- 
replica, y acompañado  de  los  documentos  que 
tuviere,  rebatiendo  las  razones  alegadas  por 
aquel  y esforzando  las  que  él  expuso  en  su  con- 
testación á la  demanda  y en  su  reconvención  si 
la  hubiere  hecho;  dicha  ley  3.",  tít.  7.",  lib.  11, 
Nov.  llecop . 

Con  estos  dos  escritos  de  cada  parte , esto  es, 
con  el  de  demanda,  contestación , réplica  y dupli- 
ca, queda  fijada  la  cuestión  principal  que  da 
motivo  al  juicio,  y ya  no  se  admiten  por  enton- 
ces mas  pedimentos;  siendo  errónea  la  opinión 
de  aquellos  que  dejan  al  arbitrio  del  juez  la  fa- 
cultad de  admitir  otros , pues  que  la  ley  tiene 
por  nulos  los  que  pasen  de  dos,  á no  ser  que  se 
presenten  escrituras  con  juramento  de  que  nue- 
vamente vienen  á noticia  ó poder  del  que  hace 
uso  de  ellas:  ley  3.a,  tít.  7.u,  ley  1.a,  tít.  14,  ley 
1.a,  tít.  15,  Nov.  Recop.,  y regla  5.a,  art.  48  del 
decreto  de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Del  último  escrito  del  demandado  se  da  tras- 
lación al  actor , no  para  que  conteste  ni  repli- 
que, sino  para  que  se  entere  de  las  razones  ex- 
puestas por  el  demandado , y concluya  en  el 
término  de  seis  dias  para  prueba  si  el  pleito  la 
necesita , ó para  sentencia  definitiva  en  caso 
contrario:  leyes  1.a  y 3.a,  tít,  15,  lib.  11,  Novísi- 
ma Recop.,  y conde  de,,  la  Cañada,  Instit.  pract., 
parí.  1.  , cap.  7.°,  núm.  22  y siguientes. 

* ^os  ‘ñ'ts.  255  y 256  de  la  ley  de  Ejnicia-  ' 
miento  civil  se  dispone , que  de  la  contestación  ! 


á la  demanda  se  dé  traslado  al  actor  por  térmi- 
no de  seis  dias , y de  la  réplica  al  demandado 
por  igual  término;  y que  en  los  escritos  de  ré- 
plica y dúplica,  tanto  ei  actor  como  el  deman- 
dado fijen  definitivamente  los  puntos  de  hecho 
y de  derecho  objeto  del  debate,  pudiendo  modi- 
difiear  los  que  hayan  consignado  en  la  demanda 
y contestación,  lín  los  mismos  escritos  pedirán 
por  medio  de  otrosíes  que  se  falle  desde  luego  el 
pleito,  ó que  se  reciba  á prueba,  si  lo  estimaren, 
necesario. 

Véase  en  la  adición  al  párrafo  IX  la  facultad 
que  se  concede  en  el  art.  260  á las  partes  para 
formular  un  escrito  de  ampliación,  alegando 
ciertos  hechos  para  la  prueba. 

La  doctrina  expuesta  por  el  autor  en.  el  aparte 
segundo  de  este  párrafo,  sobre  la  admisión  de 
nuevas  escrituras.de  que  no  había  tenido  noti- 
cia basta  entonces  el  que  hace  uso  de  ellas,  tie- 
ne también  aplicación  en  el  din,  puesto  que  los 
arts.  225  y 253  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  con- 
ceden igual  facultad  ¿ los  litigantes. 

También  debe  darse  traslado  al  demandante 
de  la  dúplica  del  demandado  para  que  se  entere, 
y mucho  mas  si  hubiere  este  propuesto  recon- 
vención y continuare  sosteniéndola,  si  ha  de  ha- 
ber igualdad  en  la  defensa,  puesto  que  ei  de- 
mandado se  enteró  de  los  dos  escritos  del  actor 
y aun  pudo  contestar  á ellos.  * 

TIII.  No  siempre  es  necesaria,  para  fijar  el 
estado  de  la  cuestión,  la  presentación  de  dos  es- 
critos por  cada  una  de  las  partes , pues  á veces 
basta  para  ello  el  de  demanda  y el  de  contesta- 
ción : la  ley  no  quiere  precisamente  que  cada 
parte  presente  dos  escritos,  sino  que  nunca  pre- 
sente mas  de  dos,  á fin  de  que  no  se  alarguen  los 
pleitos;  y así  es  que  el  actor  en  vista  de  la  con- 
testación del  demandado,  no  encontrando  en  ella 
cosa  digna  de  réplica,  puede  contentarse  con  de- 
cir simplemente  que  nieg’a  y contradice  lo  que 
le  es  adverso  y concluir  para  prueba  ó defi- 
nitiva. 

Los  términos  que  se  hau  designado  y están 
prescritos  por  las  leyes  recopiladas  para  el  em- 
plazamiento del  demandado , contestación  á la 
demanda,  oposición  y prueba  de  las  excepciones 
y reconvenciones,  y escritos  de  réplica  y dúpli- 
ca, son  precisos  y perentorios;  y así  ei  juez  uo 
puede  nunca  prorogarlos  , bajo  su  mas  estrecha 
responsabilidad,  sino  por  causa  justa  y verdade- 
ín  que  se  exponga,  y por  el  tiempo  absoluta- 
mente necesario , con  tal  que  la  próroga  no  ex- 
ceda en  ningún  caso  del  término  señalado  por 
la  ley.  debiendo  bastar  siempre  el  que  se  acuse 
una  sola  rebeldía,  cumplido  que  sea  el  término 
lespectivo  , para  que  siu  necesidad  de  especial 
providencia  se  despache  el  apremio  y se  recojan 
ios  autos  á fin  de  darles  su  debido  curso:  re- 


g-la  2.a,  art.  48,  decreto  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 


* Son  improrogables  según  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  entre  otros,  los  términos  para 
comparecer  en  juicio  y para  proponer  excepeío  - 
nes  dilatorias  y cualesquiera  otros  respecto  á los 
cuales  baya  prevención  expresa  y terminante  de 
que  pasados  no  se  admitan  en  j nido  la  acción  ex- 
cepción, recurso  ó derecho  para  que  estuvieren 
concedidos:  arts.  30  y 31.  Trascurridos  que  sean 
dichos  términos  y acusada  una  rebeldía,  se  de- 
clarará, sin  mas  sustanciacion  perdido  el  derecho 
que  hubiere  dejado  de  usar  la  parto  á quien  haya 
sido  acusada:  art.  32.  V.  Términos  judiciales.  * 

IX.  Fijado  el  estado  de  la  cuestión  , sea  con 
dos  escritos  de  cada  parte,  sea  con  uno  solo , y 
concluyendo  alguna  de  las  partes  ó incurriendo 
en  contumacia  por  no  concluir  dentro  del  térmi- 
no de  los  seis  dias,  declara  el  juez  por  conclusa 
la  causa  y manda  llevar  los  autos  á la  vista  con 
citación  de  las  partes.  Llegado  el  dia  de  la  vista, 
reconoce  los  autos  por  sí  mismo,  y no  por  rela- 
ción del  escribano,  bien  que  en  los  juzgados  de 
la  córte  y en  algunos  otros  se  ha  introducido  la 
costumbre  de  que  los  escribanos  ordinarios  ha- 
gan relación  á presencia  de  los  litigantes  ó de 
sus  defensores:  examina  si  la  cuestión  está  redu- 
cida meramente  á un  punto  de  derecho,  ó si  se 
trata  de  hechos  controvertidos  cuya  certeza  sea 
necesario  comprobar:  en  el  primer  caso , cuando 
las  partes  nada  tienen  que  probar  ó cuando  no 
quieren  probar  sino  cosas  que  probadas  no  pue- 
den aprovecharen  el  pleito  á la  parte  que  las 
propone  ni  dañar  á la  contraria,  debe  dictar 
sentencia  definitiva;  pero  en  el  segundo  caso,  si 
las  partes  han  pedido  prueba  ó el  juez  la  estima 
necesaria,  es  indispensable  recibir  el  pleito  á 
prueba;  para  lo  cual  tiene  el  juez  el  término  de 
seis  dias  contados  desde  la  conclusión  , bajo  la 
pena  si  dejare  pasar  este  plazo , de  pagar  dobla- 
das las  costas  que  se  causaren  y además  la  mul- 
ta de  cincuenta  mil  maravedís  para  al  fisco; 
en  cuya  pena  incurre  también  por  dilatar  mas 
de  seis  dias  cualquier  otro  auto  interlocutorio: 
ley  7.*,  tít.  14,  Part,  3.";  ley  5.%  tít.  10,  leyes  1.” 
y 3.a,  tít.  15,  y leyes  1.a  y 3.a,  tít.  16,  lib.  11,  No- 
visima  Recop.,  y regla  4.a  del  art.  48,  decreto  de 
26  de  Setiembre  de  1835.  Si  el  juez  recibiere  el 
pleito  á prueba  sobre  cosa  que  no  concierne  al 
asunto  litigioso  ó que  no  puede  aprovechar  á la 
una  parte  ni  dañar  á la  otra  ó que  consiste  en 
puro  derecho  que  debe  saber  el  juez  , ó si  por  el 
contrario,  declarare  no  haber  lugar  á la  prueba 
cuando  los  interesados  la  creyeren  conveniente 
para  acreditar  lo  expuesto  en  sus  escritos,  puede 
el  agraviado  pedir  reposición  delauto,  formando 
artículo  sobre  ello  y aun  apelar  al  tribunal  su- 
perior para  que  lo  revoque. 
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* Actualmente,  si  los  litigantes  hubieren  con- 
venido en  que  se  falle  definitivamente  el  pleito 
sin  necesidad  de  prueba,  mandará  el  jaez  traer 
con  citación  los  auto3  á la  vista  y dictará  sen- 
tencia: art.  259  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

Mas  en  el  caso  de  que  todos  los  litigantes  hu- 
bieren solicitado  la  prueba,  el  juez  deberá  reci- 
bir á prueba  el  pleito.  Si  se  opusiere  á ello  al- 
guno de  los  litigantes , señalará  dia  para  vista 
sobre  el  recibimiento  á prueba,  oyendo  en  él  á 
las  partes  ó sus  defensores,  si  se  presentaren,  y 
determinando  lo  que  estime  procedente:  art.  257. 

La  providencia  en  que  3e  otorgare  la  prueba 
no  será  apelable , puesto  que  con  ella  no  se  oca- 
sionan á la  parte  perjuicios  irreparables,  sino 
tan  solo  algunos  gastos  y dilaciones ; pero  la 
providencia  en  que  se  denegare  la  prueba  es 
apelable  en  ambos  efectos,  porque  puede  irro- 
garse á la  parte  el  perjuicio  de  perder  el  pleito 
por  no  haber  podido  justificar  sus  pretensiones: 
art.  258. 

Si  después  de  recibido  el  pleito  á prueba  ocur- 
riere algún  hecho  que  tuviere  relación  con  la 
cuestión  que  se  ventile,  ó hubiere  llegado  á no- 
ticia de  las  partes,  alguno  de  que  juren  no  haber 
tenido  antes  conocimiento,  podrán  alegarlo,  for- 
mulando un  escrito  que  se  llama  de  amplia- 
ción: art.  260. 

Estos  escritos  deben  extenderse  en  la  forma 
que  determina  el  art.  224  respecto  de  la  deman- 
daydebe  acompañarse  á ellos  los  documentos 
que  los  justifiquen  ó indicarse  el  sitio  donde  se 
hallen,  según  lo  prescrito  por  el  art.  225. 

Del  escrito  de  ampliación  se  dará  por  tres  días 
traslado  á la  otra  parte,  que  podrá  también  ale- 
gar nuevos  hechos  si  lo  creyere  conveniente: 
pár.  l.°  del  art.  261.  Si  alegare  nuevos  hechos 
deberá,  por  equidad,  darse  traslado  de  esta  con- 
testación al  que  primero  formuló  el  escrito  de 
ampliación,  para  que  pueda  contestar  sobre  ellos, 
según  aconsejan  los  principios  de  igualdad  re- 
cíproca en  la  defensa.  En  esta  pueden  alegar  las 
partes  aun  los  hechos  ocurridos -anteriormente  ■ 
y de  que  tuvieron  noticia. 

La  prueba  que  se  ejecute  será  extensiva  á los 
hechos  expuestos  en  los  cuatro  primeros  escri- 
tos (de  demanda,  contestación,  duplica  y répli- 
ca1, y en  los  de  ampliación:  pár.  2°  del  art.  262.  * 

X.  El  auto  en  que  se  recibe  ó abre  la  causa  á 
prueba,  debe  hacerse  saber  ó notificarse  á los  li- 
tigantes, ora  se  siga  el  litigio  en  presencia  de 
todos,  ora  en  rebeldía  de  alguno;  debiéndose 
hacer  saber  al  que  no  pudiere  ser  habido , por 
cédula  ó memoria  entregada  á su  mujer,  hijos, 
criados  ó vecinos  mas  cercanos  para  que  lo  pon- 
gan en  su  noticia. 

XI.  En  el  mismo  auto  en  que  se  abre  la  cau- 
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sa  á prueba,  señala  el  juez  el  término  que  ;e  pa 
rece  suficiente  para  que  las  partes  puedan  ha- 
cerla, y que  nunca  debe  pasar  del  señalado  por 
la  ley. 

Anteriormente,  la  ley  concedía  para  la  prueba 
óchenla,  dias  cuando  esta  había  de  hacerse  tfe 
puertos  aquende,  esto  es,  dentro  del  territorio  de 
la  Audiencia  á que  pertenecía  el  juzgado  ; ciento 
rehíle  dias  cuando  había  de  evacuarse  de  puertos 
allende , esto  es,  en  el  distrito  de  otra  Audien- 
cia ; seis  meses,  ó el  término  mas  ó menos  largo 
que  atendidas  la  distancia  de  la  tierra  y la  cali- 
dad de  la  causa  se  estimare  suficiente  ó necesa- 
rio por  el  juez,  cuando  habia  de  practicarse 
fuera  del  reino  ó de  la  otra  parte  del  mar , esto 
es,  en  cualquiera  país  de  Europa  fuera  del  ter- 
ritorio de  la  Península  española , ó en  las  Islas 
Canarias  ú otras;  año  y medio  si  hubiere  de  veri- 
ficarse en  Nueva  España ; dos  años  si  en  el  Perú; 
y tres  años  si  en  Filipinas:  leyes  1.*,  2.a  y 3,J,  y 
nota  2.a,  tít.  10,  lib.  11,  Nov.  Recop.  V.  Puertos  y 
Término  probatorio, 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  tér- 
mino ordinario  de  prueba  no  podrá  exceder  de 
sesenta  dias  cuando  hubiere  de  hacerse  en  la 
Península  é Islas  adyacentes  ó posesiones  espa- 
ñolas de  África.  Mas  dentro  de  los  sesenta  dias, 
los  jueces  fijarán  el  término,  que  según  las  cir- 
cunstancias del  negocio  sea  suficiente,  pudien- 
do  otorgar  próroga  del  término  señalado  por  el 
tiempo  que  estimen  necesario  dentro  de  los  mis- 
mos sesenta  días  si  se  pidiere  antes  de  cumplirse: 
art.  202.  Debe  peditse  la  próroga  antes  de  cum- 
plirse el  término  concedido,  porque  si  se  efec- 
tuare después  de  fenecido  este,  no  podrá  el  juez 
acceder  á ella,  aunque  se  alegue  justa  causa  para 
no  haberla  pedido  antes , como  la  imposibilidad 
de  practicarla;  porque  ó seria  preciso  abrir  el 
término  de  nuevo,  lo  cual  no  puede  verificarse 
sin  contrariar  la  ley,  ó unir  los  dos  tiempos,  lo 
que  tampoco  es  posible,  por  haber  un  interme- 
dio que  lo  impide;  además  de  que  se  daría  oca- 
sión á abusos.  Para  que  conste  si  la  próroga  se 
pidió  en  tiempo  ó fuera  de  él,  debe  el  juez  man- 
dar extender  diligencia  que  haga  fe,  expresiva 
del  dia  y ahora  en  que  se  presentó  el  escrito.* 

Pero  los  términos  señalados  por  la  ley  uo  siem- 
pre lo  son  por  el  juez,  quien  suele  designar  un 
término  mas  corto,  como  de  quince,  veinte  ó 
treinta  dias,  que  luego  va  prorogando  hasta  el 
máximo,  si  la  necesidad  lo  exige  y alguno  de  los 
litigantes  lo  pide  antes  de  finalizado  el  concedi- 
do, y aun  después  de  finalizado,  si  no  ha  tras- 
currido todo  el  legal,  cou  tal  que  jure  que  se 
halló  en  la  imposibilidad  de  hacer  su  prueba,  en 
cuyo  caso  se  oye  á la  otra  parte  y se  decide,  si 
procede  ó no  la  prorogacion.  El  juez  en  efecto 
puede  abreviar  los  términos  legales,  tomando  en 


consideración  la  calidad  é importancia  del  nego- 
cio, la  distancia  de  los  lugares  y las  circunstan- 
cias de  las  personas;  pero  no  puede  alargarlos 
ni  prorogarlos,  pues  que  son  precisos  y peren- 
torios: ley  1.*,  tít.  10,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

* El  término  extraordinario  de  prueba  se  otor- 
gará si  hubiere  de  ejecutarse  alguna  fuera  de  la 
Península,  de  las  Islas  adyacentes  ó de  las  po- 
sesiones españolas  de  África,  según  prescribe 
el  art.  263  cuando  lo  que  se  intente  probar  haya 
ocurrido  fuera  de  dichos  puntos  eu  el  país  don- 
de se  trate  de  hacer  la  prueba,  según  se  expresa 
en  el  pár.  2.°  del  art.  265,  por  suponerse  que  allí 
existeu  los  documentos  y demás  medios  proba- 
torios. También  deberá  otorgarse  dicho  término 
extraordinario  , aunque  los  hechos  hayan  teuido 
lugar  en  la  Península  é Islas  adyacentes  ó pose- 
siones españolas  de  África,  cuando  los  testigos 
que  sobre  ellos  deban  declarar,  se  hallaren  en 
cualquiera  de  los  puntos  que  designa  el  art.  264, 
que  se  expondrá  mas  adelante;  en  cuyo  caso  ha- 
brán de  expresarse  sus  nombres  y residencias: 
art.  266;  para  que  el  juez  pueda  expedir  los  ex- 
hortos  correspondientes. 

El  término  extraordinario  será:  1.®  De  cuatro 
meses,  si  hubiere  de  ejecutarse  la  prueba  en  Eu- 
ropa é Islas  Canarias.  2.°  De  seis,  si  en  las  Anti- 
llas españolas.  3.°  De  ocho,  sí  en  los  continentes 
de  América,  África  ó escalas  de  Levante.  4."  De 
un  año,  si  en  Filipinas  ó en  cualquiera  otra  par- 
te del  mundo  de  que  no  se  haya  hecho  aquí  ex- 
presión: art.  264. 

Para  que  pueda  otorgarse  el  término  extraor- 
dinario se  requiere,  segun  el  art.  265: 

l.°  Que  se  solicite  dentro  de  los  tres  dias  si- 
guientes al  en  que  se  hubiere  notificado  el  auto 
de  prueba,  para  que  pueda  correr  junto  con  el 
ordinario  y se  eviten  gastos  y dilaciones  inde- 
bidas. 


2. "  Que  lo  que  se  quiera  probar  fuera  de  la 
Península,  Islas  adyacentes,  ó de  las  posesiones 
españolas  de  Africa  haya  ocurrido  eu  el  país 
donde  se  intente  hacer  la  prueba,  por  la  razón 
ya  expuesta;  pero  cuando  la  prueba  consistiere 
en  testigos , no  es  preciso  acreditar  dicha  cir- 
cunstancia, segun  lo  prescrito  en  el  art.  266  ya 
expuesto. 

3. ”  Que  se  indique  la  residencia  de  los  testi- 
gos que  hayan  de  ser  examinados,  cuando  la 
prueba  haya  de  ser  testifical;  para  que  el  juez 
pueda  expedir  los  exhortos  en  forma,  y graduar 
el  término  según  las  distancias. 


4.  Que  se  expresen,  en  el  caso  de  ser  la  prue- 
ba documental,  los  archivos  donde  se  hallan  ios 
documentos  que  hayan  de  testimoniarse  ó cote- 


jarse, y que  sean  estos  conducentes  al  pleito;  lo 
cual  tiene  el  mismo  objeto  que  la  disposición 
anterior. 
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De  la  pretensión  que  se  dedujere  para  que  se 
conceda  el  término  extraordinario,  se  dará  tras- 
lado por  tres  dias  improrogables  á la  parte  con- 
traria (para  que  pueda  oponerse  á la  concesión), 
y dando  copia  de  lo  que  dijere  (que  debe  acom- 
pañarse con  dicha  contestación)  á la  que  lo  hu- 
biere solicitado  , se  fallará  el  artículo  , oyendo  á 
los  defensores,  si  se  pidiere  por  ellas:  art.  267. 
Para  este  efecto,  deberá  citarse  á las  partes  para 
que  pidan  si  quisieren,  señalamiento  de  día  para 
la  vista,  si  bien  según  ha  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  en  sentencia  de  12 de  Octubre  de  1860, 
la  falta  de  citación  no  vicia  el  procedimiento  , á 
no  ser  que  haya  habido  prueba  sobre  la  cuestión 
incidental. 

La  providencia  en  que  se  otorgue  el  término 
extraordinario,  es  apelable  en  el  efecto  devolu- 
tivo, porque,  el  perjuicio  que  resulta á las  partes 
de  no  admitirse  en  ambos , es  menor  que.el  que 
puede  causárseles  de  dicha  admisión  por  tener 
que  suspenderse  entonces  el  procedimiento.  La 
providencia  en  que  se  deniegue  el  término  de 
prueba , es  apelable  en  ambos  efectos  (art.  268); 
porque  como,  en  tal  caso,  no  puede  practicarse 
prueba  por  aquel  á quien  se  denegó,  si  solo  se  ¡ 
concediera  la  apelación  en  un  efecto,  debiendo 
seguirse  el  pleito  adelante,  sin  efectuar  la  prue- 
ba, si  se  declarase  en  la  superioridad  que  pro- 
cedía esta , se  causaría  á las  partes  el  perjuicio 
consiguiente  á la  reposición  del  proceso  al  esta- 
do de  prueba. 

El  término  extraordinario  corre  al  mismo  tiem- 
po que  el  ordinario:  art.  269.  Ninguno  de  los  dos 
están  comprendidos  entre  los  que  el  art.  30  de 
la  ley  declara  perentorios , mas  respecto  del  j 
ordinario  declara  la  ley  que  no  puede  exceder 
de  sesenta  diasv  Véase  la  adición  al  párrafo  XV. 

El  litigante  á quien  se  hubiere  concedido  el 
término  extraordinario  y no  ejecutare  la  prueba 
que  haya  propuesto,  será  condenado  á pagar  á 
su  contrario  una  multa,  que  no  podrá  bajar  de 
2,000  rs.  ni  exceder  de  20,000 , á juicio  del  juez 
que  conozca  de  los  autos,  pues  se  presume  que  el 
litigante  que  no  practicó  prueba,  solicitó  el  tér- 
mino con  malicia,  salvo  si  apareciere  que  no  ha 
sido  por  su  culpa  el  no  practicarla.  Esta  multa  se 
impondrá  en  la  sentencia  definitiva:  art.  770.  * 

No  obstante  lo  que  se  ha  dicho  sobre  que  el 
juez  no  puede  alargar  los  términos  probatorios,  , 
en  la  práctica  se  ha  hecho  ilusoria  esta  prohibi- 
ción terminante  de  la  ley,  con  el  abuso  que  se 
ha  introducido  de  suspende y sin  bastante  motivo 
el  término  Legal  de  prueba,  deteniéndole  en  cual- 
quiera estado  de  su  carrera  para  que  esté  parado 
durante  cierto  tiempo,  así  como  Josué  mandó  al 
sol  y á la  luna  que  no  se  moviesen  hasta  com- 
pletar la  derrota  de  los  Amorreos ; pero  el  regla- 
mento de  justicia  en  la  regla  4."  de  su  art.  48, 


ya  que  no  pudo  abolir  una  práctica  que  los 
tribunales  se  han  visto  en  la  precisión  de  adop- 
tar , porque  cuando  ocurre  un  obstáculo  insu- 
perable para  hacer  la  prueba  en  el  término  le- 
gal, seria  sacrificar  el  fin  á los  medios,  como 
dice  muy  bien  en  sus  observaciones  el  Sr.  Bravo 
Murillo . no  conceder  otro  en  el  cual  pueda  el 
interesado  atender  á su  defensa,  trató  á lo  me- 
nos de  reprimir  el  abuso  no  permitiendo  á los 
jueces  la  suspensión  del  término  probatorio, 
sino  solo  por  causa  de  manifiesta  necesidad  que 
se  exprese  en  el  proceso. 

* Con  el  mismo  objeto  aquí  enunciado,  previe- 
ne la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su  art.  271, 
que  ni  el  término  ordinario,  ni  el  exraordinario 
de  prueba,  podrán  suspenderse,  sino  con  justa 
causa,  á juicio  del  juez  y bajo  su  responsabili- 
dad : y que  cuando  se  otorgare  la  suspensión,  se 
expresará  en  la  providencia  la  causa  que  hu- 
biere para  hacerlo.  Según  el  art.  272,  solo  se  con- 
siderará justa  causa  para  la  suspensión  la  impo- 
siblidad  de  ejecutar  la  prueba  propuesta  por 
algún  obstáculo  cuya  remoción  no  haya  estado 
al  alcance  del  que  la  pidiere  (como  una  invasión 
de  enemigos,  ó epidemia  ú otra  calamidad  pú- 
blica). 

Siendo  los  efectos  de  concederse  ó negarse  la 
suspensión,  análogos  á los  de  la  concesión  ó de- 
negación de  la  prueba,  será  aplicable  á aquella 
lo  dispuesto  en  el  art.  258. 

También  se  verifica  la  suspensión  cuando  du- 
rante la  prueba  se  introduce  algún  artículo  pre- 
judicial ó incidente  que  oponga  obstáculo  al  se- 
guimiento de  la  demanda  principal  conforme  á 
los  arts.  339  y 175. 

La  suspensión  principia  desde  el  dia  en  que 
se  solicita,  por  analogía  á lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 175,  y dura  hasta  que  se  alza  por  provi- 
dencia judicial,  ó hasta  que  termina  el  artículo 
propuesto  ó la  causa  temporal  por  que  se  ve- 
rificó. 

Cuando  las  partes  convienen  en  la  suspensión, 
no  es  necesario  para  que  tenga  efecto  alegar 
justa  causa.  * 

Los  térñiinos  probatorios  y sus  prórogas  son 
siempre  comunes  á todos  los  que  litigan  en  el 
mismo  juicio,  y les  aprovechan  á la  vez,  aun 
cuando  uno  solo  haya  solicitado  estas  ó aquellos: 
antes  corrían  de  momento  á momento  y sin  in- 
intermision  ó descuento  de  los  días  feriados,  los 
cuales  podian  habilitarse  para  las  diligencias 
que  á las  partes  conviniera  practicar  (*  mas  hoy, 
según  el  art.  26  de  la  ¡ey  de  Enjuiciamiento  civil, 
en  ningún  término  se  cuentan  los  dias  en  que 
no  pueden  tener  lugar  actuaciones  judiciales  *); 
se  empiezan  á contar  desde  el  dia  siguiente  al 
de  la  última  notificación  que  se  haya  hecho;  á 
no  ser  que  la  próroga  se  haga  y notifique  antes 
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que  espire  el  término  anterior,  pues  en  este  caso  j 
no  se  cuenta  el  prorogado  hasta  que  se  haya 
concluido  el  primero;  y mientras  duran,  no  j 
puede  hacerse  en  el  pleito  cosa  alguna  que  no 
sea  concerniente  á la  prueba,  ley  2.  , txt.  15, 
Parí.  3.a 

Cuando  el  asunto  es  de  poca  entidad  y la  cues- 
tión no  exige  una  prueba  muy  complicada,  se 
suelen  recibir  los  autos  á prueba  por  vía  de  jus- 
tificación con  un  término  regularmente  peren- 
torio; en  cuyo  caso'  no  se  concede  próroga  sin 
justa  causa,  ni  se  admiten  alegatos  de  bien  pro- 
bado, sino  que  se  procede  á la  vista  luego  que 
las  partes  se  instruyen  de  las  justificaciones  en 
virtud  del  traslado  recíproco  que  se  les  comuni- 
ca (Febr.  iSTov.,  lib.  3.°,  tít.  2.°,  cap.  11.  núm.  11); 
mas  este  modo  de  proceder  no  debe  usarse  sino 
con  mucha  economía  y en  muy  pocos  casos, 
pues  que  no  está  fundado  en  ley  alguua  y pu- 
diera causar  perjuicios  de  difícil  reparación. 

V.  Término  probatorio. 

Xlí.  Abierta  la  causa  á prueba,  se  entrega  el 
proceso  á los  litigantes  por  su  órden , esto  es, 
primero  al  actor  y después  al  demandado , para 
que  cada  uno  se  instruya  de  lo  que  de  él  resulta  I 
y proponga  la  prueba  que  le  convenga;  porque 
si  el  actor  tiene  que  acreditar  lo  expuesto  en  su 
demanda  y negado  por  el  demandado  en  su  con- 
testación, el  demandado  tiene  también  que 
acreditar  á su  vez  sus  excepciones,  reconven- 
ciones, y aun  sus  proposiciones  negativas  que 
envuelvan  ó lleven  consigo  afirmativas. 

Se  ha  dicho  que  el  proceso  se  entrega  primero 
al  actor  y después  al  demandado,  porque  este  es 
el  órden  regular  adoptado  generalmente  en  to- 
dos los  procedimientos  del  juicio;  pero  bien  pu- 
diera entregarse  primero  al  demandado  si  este  • 
se  presentase  antes  á pedirlo , porque  el  término  ; 
probatorio  es  común  á los  dos,  y ninguno  tiene 
derecho  de  preferencia  para  empezar  el  primero 
á aprovecharse  de  él.  Como  quiera,  sea  el  actor 
ó el  demandado  quien  primero  tome  los  autos, 
y especialmente  si  es  el  actor,  no  debe  conser- 
varlos en  su  poder  durante  la  mitad  del  término 
concedido  para  la  prueba,  como  erróneamente 
creen  algunos,  porque  entonces  él  gozaría  de 
todo  el  término,  mientras  que  el  otro  solo  ten- 
dría la  ultima  mitad ; y así , cuando  una  de  las 
partes  se.  queja  de  que  la  otra  no  devuelve  los 
autos  que  tomó,  á pesar  de  haber  trascurrido  el 
tiempo  suficiente  para  enterarse  de  ellos  y for- 
mar sus  probanzas,  debe  el  juez  ordenar  su  de- 
volución, si  así  fuese,  para  que  se  entreguen 
cou  el  mismo  objeto  á la  que  los  pide,  teniendo 
en  consideración  los  hechos  que  cada  uno  hade 
acreditar,  y no  olvidándose  de  que  el  actor  ne- 
cesita meno3  tiempo  que  el  demandado  para 
dicho  fin,  pues  que  aquel  suele  presentarse  al  i 


juicio  bien  preparado,  al  paso  que  este  se  ve  ata- 
cado á veces  de  sorpresa. 

Para  proceder  á las  probanzas,  debe  cada  liti- 
gante presentar  al  juez  un  escrito,  solicitando 
en  el  mismo  cuerpo  de  él  ó por  otrosíes  según 
los  casos,  que  se  practiquen  aquellas  diligen- 
cias ó se  le  admitan  las  justificaciones  que  pro- 
ponga y estime  necesarias  para  la  demostración 
de  su  derecho  ; como  por  ejemplo:  que  con  cita- 
ción de  la  parte  contraria  se  comprueben  con 
! su  matriz  ó protocolo  los  instrumentos  ó trasla- 
dos que  de  nuevo  presenta,  por  no  haber  llegado 
hasta  el  momento  á su  poder  ó noticia,  ó los  pro- 
ducidos antes  en  el  proceso  si  están  redargüidos 
civilmente  de  falsos  por  no  ser  los  originales  y 
haberse  sacado  sin  la  referida  citación ; que  se 
le  facilite  la  compulsa  de  tales  ó tales  documen- 
tos que  le  conviene  aducir  según  lo  alegado; 
i que  se  reconozcan  por  el  adversario  tales  cartas 
ó papeles  ó se  cotejen  sus  firmas  por  peritos; 
que  se  ratifiquen  los  testigos  que  fueron  exami- 
nados sin  citación  contraria  antes  de  principiar 
el  pleito  ó de  contestar  la  demanda,  y se  reciba 
información  de  abono  de  los  muertos  y ausen- 
tes; que  se  examine  cou  arreglo  al  interrogato- 
rio que  por  separado  acompaña,  á los  testigos 
que  presentará;  que  se  haga  declarar  á la  parte 
contraria  al  tenor  de  las  posiciones  que  se  ar- 
ticulan , ó se  le  exija  juramento  decisorio  (ó  in- 
decisorio)  que  le  defiere  para  terminar  el  pleito; 
que  se  pase  por  el  juez  á la  inspección  ó vista 
ocular,  cuando  el  objeto  litigioso  es  susceptible 
de  ella;  que  se  haga  reconocimiento  de  peritos 
ó expertos , cuando  la  cuestión  comprende  algmn 
punto  sujeto  á conocimientos  facultativos  por 
referirse  los  hechos  á algún  arte,  oficio,  ciencia 
ó profesión ; y finalmente,  que  se  practique  cual- 
quiera otra  gestión  que  crea  conducente  para 
averiguar  la  certeza  ó verdad  de  lo  alegado. 
V.  Prueba,  Instrumento  en  sus  diferentes  artícu- 
los, Compulsa,  Cotejo  de  letras,  Ratificación  de 
testigos,  Abono  de  testigos.  Interrogatorio , Testi- 
gos , Posiciones , Confesión,  Juramento  decisorio. 
Inspección  ocular  y Peritos. 

* Recibidos  los  autos  á prueba,  dice  el  ar- 
tículo 273  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se 
entregarán  por  seis  dias  á cada  una  de  las  par- 
tes sucesivamente  para  que  propongan  la  que 
que  les  convenga,  sin  perjuicio  de  que  en  el 
resto  del  término  puedan  solicitar  cualquiera 
otra;  disposición  final  que  tiene  por  objeto  dar 
á las  partes  tiempo  suficiente  para  proponer  la 
prueba  que  les  conviene  practicar,  puesto  que 
no  les  seria  fácil  verificarlo  en  el  corto  término 
de  los  seis  dias  mencionados.  Aunque  esta  fa- 
cultad tiene  el  inconveniente  de  dar  ocasión  al 
abuso  de  que  alguna  de  las  partes,  averiguando 
los  puntos  sobre  que  versa  la  prueba  que  pro- 
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puso  la  parle  contraria , proponga  contraprueba 
para  destruirla,  por  lo  que  opinan  algunos  in- 
térpretes que  hubiese  sido  mas  prudente  que  la 
ley  hubiera  señalado  un  término-para  proponer 
la  prueba  y otro  para  practicarla,  como  lo  efec- 
túa respecto  de  los  pleitos  de  menor  cuantía  en 
el  art.  1145  que  asigna  el  tercero  dia  para  que 
cada  parte  proponga  toda  la  prueba  que  esté  en 
el  caso  de  hacer,  no  obstante,  la  ley  entre  el  in- 
conveniente mencionado  y los  de  acortar  el  tér- 
mino para  la  prueba  tan  necesario  é importante 
en  el  juicio  ordinario,  obligando  á las  partes  á 
proponer  á veces  pruebas  costosas  que  podrían 
ser  innecesarias  si  daban  resultado  otras  menos 
complicadas,  ha  juzgado  menos  atendible  aquel 
inconveniente,  mucho  mas  adoptando  otras  dis- 
posiciones para  evitarlo,  entre  ellas , el  de  que 
la  prueba  no  se  haga  pública  hasta  que  ha  pa- 
sado el  término  probatorio. 

Los  medios  de  prueba  que  pueden  proponerse 
sou  los  expresados  en  el  art.  279,  k saber:  l.°  Do- 
cumentos públicos  y solemnes  (V.  Instrumento 
público  y Cotejo).  2.°  Documentos  privados  (Véa- 
se Instrumento  privado  y Cotejo  de  letras).  3.°  Cor- 
respondencia. 4.'  Confesión  enjuicio  (V.  Confe- 
sión judicial).  5."  Juicio  de  peritos  (V.  Peritos). 
6.°  Reconocimiento  judicial  (Véase  el  artículo 
referente  al  mismo,  y 7.°  Testigos  (Véase  el  ar- 
tículo Testigo  y Declaración  testifical)  V.  Prueba. 
La  práctica  de  estos  medios  de  prueba  tiene 
lugar  según  las  disposiciones  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento relativas  á la  misma  y que  se  han 
expuesto  en  los  artículos  respectivos  de  esta 
obra  ya  citados. 

Para  la  prueba  de  cada  una  de  las  partes  de- 
berá formarse  pieza  separada:  art.  277. 

Toda  diligencia  de  prueba  ha  de  practicarse 
prévia  citación  de  la  parte  contraria,  que  se 
hará  lo  mas  tarde  el  dia  antes  del  en  que  hubiere 
de  tener  lugar.  Véase  no  obstante  la  adición  2.‘ 
al  párrafo  XIII  de  este  artículo.  Exceptúanse  de 
esta  regla  la  confesión  en  juicio  y el  reconoci- 
miento de  libros  y papeles  de  los  litigantes:  ar- 
ticulo 27b.  La  prueba  de  confesión  puede  hacer- 
se en  cualquiera  estado  del  juicio  según  el  ar- 
tículo 292,  no  debiendo  citarse  para  tomar  la 
confesión  á la  parte  que  la  ha  pedido,  sino  sola- 
mente á la  que  ha  de  ser  interrogada,  coa  un 
dia  de  antelación  según  previene  el  art.  293. 
Véase  el  artículo  Confesión.  La  excepción  sobre 
que  el  reconocimiento  de  libros  y papeles  de  los 
litigantes  no  se  practique  con  prévia  citación 
de  la  parte  contraria,  ó á quien  no  pertenecen 
los  papeles  cuyo  reconocimiento  se  pide,  tiene 
por  objeto  que  el  adversario,  bajo  pretexto  de 
dicho  reconocimiento  para  su  prueba,  se  entere 
de  los  documentos  que  posee  su  contrario  para 
poder  moverle  nuevos  litigios.  Esta  disposición 


no  se  refiere  al  caso  en  que  se  pide  testimonio 
ó cotejo  de  letras  ó documentos.  * 

Al  pedimento  de  prueba  se  provee  auto  por  el 
juez,  mandando  que  se  admita,  si  es  un  interro- 
gatorio, en  cuanto  sea  pertinente,  es  decir,  en 
cuanto  no  sea  inoportuna  la  justificación  que  se 
propone,  y que  se  proceda  á examinar  á su  tenor 
los  testigos  que  la  parte  presente,  como  asimismo 
; á evacuar  las  demás  diligencias  que  pide,  todo  en 
el  término  probatorio  y con  citación  de  la  parte 
contraria,  á la  cual  se  da  traslado  del  pedimen- 
to, pero  uo  del  interrogatorio,  pues  este  se  re- 
serva en  la  escribanía.  El  exámen  de  los  testigos 
se  hace  sigilosamente,  sin  asistencia  del  liti- 
gante contrario,  quien  solo  puede  presenciar  el 
juramento  de  aquellos,  con  cuyo  motivo  tendrá 
. ocasión  de  conocerlos  y prepararse  á tacharlos 
si  en  ellos  concurriere  algún  defecto  legal;  y 
aun  podrá  también  presentar  interrogatorio  de 
repreguntas  para  que  á ios  mismos  testigos,  des- 
pués de  contestar  al  interrogatorio  principal,  se 
les  repregunte  sobre  algunas  circunstancias  ó 
hechos  especiales  concernientes  á la  mejor  ave- 
riguación de  la  verdad , pues  aunque  por  no  ha- 
bérsele comunicado  el  interrogatorio  de  su  ad- 
versario ignore  su  contenido,  puede  sin  embar- 
go, inferirlo  por  lo  alegado  en  el  juicio.  Véasela 
; palabra  Testigos , donde  se  habla  con  extensión 
' sobre  este  asunto,  así  como  los  artículos  que 
mas  arriba  se  han  citado,  en  los  cuales  se  expo- 
nen y desenvuelven  las  pruebas  de  todas  clases 
y el  modo  de  proceder  en  ellas. 

* Los  jueces  repelarán  de  oficio,  dice  el  ar- 
tículo 274  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  las 
pruebas  impertinentes  ó inútiles  que  propusie- 
ren las  partes;  mas  ofreciendo  á veces  dificultad 
la  apreciación  de  las  pruebas  que  son  6 no  perti- 
nentes ó útiles  y no  debiendo  ser  árbitro  el  juez 
de  hacer  irrevocablemente  esta  apreciación,  por- 
que podría  privar  indirectamente  á las  partes 
de  la  justificación  de  sus  pretensiones,  dispone 
el  artículo  275  que  las  providencias  en  que  se 
i deniegue  alguna  diligencia  de  prueba  son  ape- 
j lables  en  ambos  efectos,  y que  contra  las  que  la 
admitan  no  se  da  recurso  alguno.  Si  se  consiente 
la  providencia  en  que  se  deniega  alguna  dili- 
gencia de  prueba,  no  tiene  la  parte  derecho 
para  reproducir  la  misma  pretensión  y decir  de 
nulidad  por  aquella  negativa:  sentencia  de  26 
de  Enero  de  1860. 

Las  diligencias  de  prueba  solo  pueden  practi- 
carse dentro  del  término  probatorio,  sin  que 
baste  juramentar  á los  testigos  dentro  de  él  para 
examinarlos  después:  pár.  3.°  del  art.  276.  * 
XI ir.  Concluido  el  término  probatorio,  quie- 
re ia  ley  y exige  el  derecho  de  la  propia  defensa 
que  se  hagan  públicas  las  probanzas,  ya  para 
1 que  cada  una  de  las  partes  vea  si  su  accionó 
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excepción  queda  completamente  justificada,  ya 
para  que  se  instruya  de  las  pruebas  hechas  por 
la  contraria  y pueda  combatirlas  y alegaz  en  su 
vista  lo  que  le  convenga:  ley  37,  tít.  16,  y ley 
11,  tít.  17,  Part.  3.*  Pero  como  ni  la  ley  ha  fijado 
término  para  hacer  dicha  publicación,  ni  el  juez 
puede  decretarla  de  oficio  en  los  pleitos  civiles, 
es  necesario  esperar  á que  alg'uno  de  los  litigan- 
tes la  pida;  de  modo  que  entre  la  conclusión  del 
término  probatorio  y la  publicación  de  proban- 
zas, puede  trascurrir  un  tiempo  mas  ó menos 
largo  á voluntad  de  las  partes. 

Pasado  el  término  de  prueba,  puede  cualquie- 
ra de  las  partes  pedir  que  se  haga  la  publicación 
de  probanzas;  y regularmente  suele  pedirla  la 
que  tiene  interés  en  la  brevedad.  De  este  pedi- 
mento se  da  traslado  al  otro  litigante  por  térmi- 
no de  tres  dias,  para  que  exponga  si  está  confor- 
me con  dicha  solicitud  ó si  tiene  alguna  razón 
para  oponerse  á ella  por  entonces,  a cuyo  fin 
puede  tomar  la  pieza  corriente  ó todos  los  autos, 
menos  las  probanzas ; porque  puede  muy  bien 
suceder  que  haya  equivocación  en  ia  cuenta  de 
los  dias  corridos  y no  haya  finalizado  el  término 
probatorio,  ó que  no  se  hayan  practicado  ó re- 
unido todas  las  diligencias  pedidas  y decretadas 
en  tiempo  oportuno.  En  el  primer  caso,  manda 
el  juez  al  escribano  hacer  liquidación  de  los  dias 
por  que  el  pleito  fué  recibido  á prueba,  de  las 
prórogas  concedidas  y del  tiempo  trascurrido,  y 
en  su  vista  puede  decidirse  con  conocimiento  sí 
procede  ó no  á la  publicación  ó si  hay  todavía 
logar  para  hacer  nuevas  justificaciones;  y en  el 
segundo  caso,  que  se  habrá  podido  verificar 
cuando  se  encargó  la  ejecución  de  las  diligen- 
cias á un  alcalde  ó á un  juez  de  otro  partido,  se 
despacha  mandamiento  á aquel  ú oficio  recor- 
datorio á este  para  que  las  remitan.  Vencidos 
estos  obstáculos,  ó hallándose  conforme  la  parte 
contraría,  ó no  contestando  dentro  de  los  tres 
dias  y acusada  en  este  caso  una  rebeldía,  debe 
el  juez  deferir  á la  pretensión  y mandar  que  se 
haga  la  publicación  de  probanzas,  que  se  unan 
estas  á los  autos,  y se  entreguen  á las  partes 
por  su  órden , esto  es,  primero  al  demandante  y 
después  al  demandado,  para  que  cada  uno  se 
instruya  y alegue  de  bien  probado  ó ponga  ta- 
chas á los  testigos  del  otro. 

Cuando  los  litigantes  no  hubiesen  hecho  prue- 
ba alguna,  pueden  á su  arbitrio,  después  de 
finalizado  el  término  señalado  para  probar  por 
el  juez  ó por  la  ley,  ó bien  concluir  para  defini- 
tiva, ó bien  pedir  que  se  les  entreguen  los  autos 
para  alegar  de  su  derecho;  pero  es  mas  acerta- 
do pedir  la  publicación,  porque  aunque  el  uno 
no  haya  hecho  prueba,  puede  ignorar  si  el  otro 
ha  practicado  cualquiera  de  aquellas  que  no  ne- 
cesitan citación. 


Si  por  ser  el  negocio  de  poca  entidad  se  hizo 
el  recibimiento  á prueba  con  la  calidad  y fór- 
mula de  por  vid  de  jus  tificación , se  entreg'an  los 
autos  después  de  la  publicación  solo  para  el 
efecto  de  que  las  parte  se  instruyan  recíproca- 
mente de  las  probanzas,  y no  para  que  presen- 
ten el  alegato  de  bien  probado,  por  considerarse 
innecesario. 

* En  el  dia  no  es  necesario  que  pidan  las  par- 
tes la  publicación  de  probanzas , podiendo  pro- 
ceder en  esto  el  juez  de  oficio,  puesto  que  nada 
hace  que  impulse  ni  retraiga  á las  partes  para 
proseguir  ó abandonar  el  pleito,  lo  cual  efec- 
túan aun  después  de  este  trámite.  Y en  efecto, 
según  el  art.  318  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  concluido  el  término  de  prueba,  sin  nece- 
sidad de  ninguna  gestión  de  los  interesados,  ó 
sin  sustanciarla,  si  se  hiciere,  el  juez  (sin  nece- 
sidad de  dar  traslado  al  contrario,  ni  esperar  á 
lo  que  este  diga),  mandará  unir  las  pruebas  á 
los  autos  y entregar  estos  por  su  órden  á las 
partes  para  alegar  de  bien  probado. 

No  se  sustancia  tampoco  actualmente  la  peti- 
ción que  hiciere  para  la  publicación  de  proban- 
zas alguno  de  los  litigantes,  porque  el  juez 
debe  saber  si  concluyó  el  término  de  prueba , ó 
en  caso  de  duda,  mandar  que  el  escribano  lo 
liquide  según  dice  el  autor,  poniendo  diligen- 
cia en  que  consten  los  dias  trascurridos. 

Respecto  del  alegato  de  bien  probado,  véase 
el  párrafo  XVII  de  este  artículo  y su  adición.  * 

¿Podrán  durante  el  intermedio  , entre  la  con- 
clusión del  término  probatorio  y la  publicación 
de  probanzas,  hacer  los  litigantes  y admitir  el 
juez  nuevas  pruebas?  La  ley  34,  tít.  16,  Part.  3.‘, 
sienta  de  un  modo  terminante,  que  podrán  ad- 
mitirse pruebas  instrumentales , pero  no  prue- 
bas de  testigos.  Sin  embargo,  las  pruebas  ins- 
trumentales no  deben  admitirse  sino  con  el 
juramento  ordinario  de  no  haber  llegado  antes 
á noticia  ó poder  del  que  las  presenta,  como  así 
está  declarado  por  leyes  posteriores  que  se  han 
citado;  y en  cuanto  á las  de  testigos,  es  de  pare- 
cer el  conde  de  la  Cañada  (Instit.  praot.,  part.  1.a, 
cap.  8.°,  núms.  34  y siguientes  hasta  el  7.2  in- 
clusive) que  deben  admitirse,  prévia  citación  de 
la  parte  contraria,  y concediendo  para  que  com- 
parezcan aquellos  á hacer  sus  deposiciones  un 
breve  término  que  no  produzca  considerable  di- 
lación, con  tal  que  la  parte  que  los  presenta  jure 
que  no  sabe  lo  que  dijeron  los  que  había  presen- 
tado antes  ni  los  de  su  contendor,  y que  no  ha 
dilatado  por  malicia  su  presentación  dentro  del 
término  legal,  sino  porque  entonces  se  hallaban 
ausentes,  ó no  se  acordó  de  ellos  aunque  esta- 
ban en  el  lugar  del  juicio  ó sus  inmediaciones. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  lia  admitido 
también  á la  prohibición  de  practicarse  diligen- 
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cías  de  prueba  sino  es  dentro  del  término  proba- 
torio, algunas  excepciones.  Tal  es  desde  luego,  la 
de  la  prueba  de  confesión  judicial  deferida  á la 
parte  contraria,  la  cual,  según  ya  hemos  dicho, 
puede  hacerse  en  cualquier  estado  del  juicio, 
según  previene  el  art.  292  de  dicha  ley.  Tal  es 
igualmente  la  que  se  contiene  en  el  pár.  2°  del 
mismo  art.  276.en  que  se  dicta  aquella  prohibi- 
ción, disponiéndose  que,  trascurrido  el  término 
de  prueba,  solo  son  admisibles  las  escrituras  ó 
documentos  justificativos  de  hechos  ocurridos 
con  posterioridad,  ó de  los  anteriores  cuya  exis- 
tencia ignorara  el  que  los  trajera,  y que  puedan 
también  admitirse  los  documentos  que,  aunque 
conocidos,  no  hubieran  podido  adquirirse  con 
anterioridad.  Esta  excepción  se  funda,  en  que  la 
prueba  documental,  por  sus  caraetéres  de  au- 
tenticidad, no  suscita  los  temores  de  que  sea  al- 
terada ó falsificada  como  las  otras  pruebas,  y en 
especial  la  de  testigos;  los  documentos  son  mo- 
numentos establecidos  para  hacer  fe  en  lo  por- 
venir, y por  eso  se  les  llama  prueba  preconsti- 
tuida, al  paso  que  la  de  testigos  se  forma  ex  posí 
facto,  para  utilidad  de  los  litigantes  interesados 
en  ella,  y para  influir  en  un  pleito  ya  promovi- 
do, por  lo  que  no  inspira  tanta  confianza  como 
aquella.  El  único  inconveniente  que  puede  ha- 
ber respecto  de  la  prueba  de  documentos,  es  que 
se  hayan  reservado  maliciosamente  para  irlos 
produciendo  por  separado  en  el  progreso  del 
pleito  con  el  fin  de  dilatarlo.  Para  evitar  este  in- 
conveniente se  ha  exigido  al  litigante  que  los 
presenta  el  juramento  de  haber  llegado  dichos 
documentos  nuevamente  á su  noticia,  y aun  sin 
el  juramento  se  admitian  los  documentos  antes 
de  la  conclusión  por  la  práctica  de  los  tribunales. 
En  el  dia,  aunque  el  art.  276  nada  dice  sobre  que 
sea  necesario  el  juramento,  parece  que  deberá 
prestarse  sobre  que  no  se  tuvo  antes  conoci- 
miento de  los  hechos  anteriores  al  término  de 
prueba,  que  se  trata  de  justificar  con  los  docu- 
mentos presentados,  conforme  á lo  dispuesto  en 
el  pár.  3.°  del  art.  225.  * 

XIV.  Se  acaba  de  indicar  arriba , que  fina- 
lizado el  término  probatorio,  no  pueden  admi- 
tirse regularmente  nuevas  pruebas  de  testi- 
gos, y con  mayor  razón  deben  desecharse  las 
que  se  propusieren  después  de  la  publicación  de 
probanzas,  según  previene  la  ley  9.",  tít.  11,  li- 
bro 11,  Nov.  Recop.  Hay  sin  embargo,  una  ex- 
cepción importante  de  esta  regla.  Si  alguno  de 
los  litigantes  fuere  menor  de  edad  al  tiempo  de 
hacerse  el  recibimiento  á prueba  , ó gozare  del 
privilegio  de  menor,  como  el  fisco,  la  iglesia,  los 
concejos  ó Ayuntamientos,  Universidades,  esta- 
blecimientos de  beneficencia,  colegios  aproba-  j 
dos  por  el  Gobierno  ú otras  corporaciones  líci-  ¡ 
tas,  podrá  invocar  el  beneficio  que  le  compete  : 
Tono  ni. 


de  la  restitución  in  iniegruvi  contra  el  lapso- del 
término  probatorio,  pidiendo  en  su  virtud  que 
se  le  conceda  nuevo  plazo  para  hacer  la  prueba 
que  omitió  en  el  término  ordinario,  ó para  ale- 
gar y probar  nueva  excepción,  sin  necesidad  de 
acreditar  que  ha  experimentado  lesión  ó perjui- 
cio; y el  juez  en  tal  caso  debe  concederle  por  una 
sola  vez,  y sin  necesidad  de  oir  ni  dar  traslado  al 
contrario  (bien  que  se  le  suele  dar  por  tres  dias), 
un  término  perentorio  que  no  pase  de  la  mitad 
del  que  se  otprgó  á las  partes  de  una  vez  ó con 
prórogas  sucesivas  para  la  probanza  anterior,  ya 
se  hubiese  otorgado  en  presencia  ó rebeldía;  con 
tal  que  el  menor  ó privilegiado  acredite  su  me- 
noría ó su  privilegio , que  pida  la  restitución 
luego  que  espire  el  término  ordinario,  ó á lo  mas 
tarde,  dentro  de  quince  dias,  contados  desde  el 
siguiente  al  en  que  se  notificó  la  publicación  de 
probanzas,  y que  deposite  la  cantidad  que  se  le 
desig-ne  por  el  juez,  para  pagarla  porviade  mul- 
ta en  caso  de  no  justificar  lo  que  propusiere, 
aunque  en  la  práctica  no  se  acostumbra  exigir 
este  depósito  ni  imponer  la  multa : leyes  1.*,  2.a 
y 3.”,  tít.  13,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  Instit.  práct. 
del  conde  de  la  Cañada,  part.  1.",  cap.  9.°,  nú- 
meros 65  y 66,  y Febr.  Nov.,  lib.  3.“,  tít.  2.”, 
cap.  12. 

Para  gozar  el  menor  del  beneficio  de  la  resti- 
tución, ha  de  haber  tenido  su  calidad  de  menor 
durante  el  término  probatorio  ó la  mayor  parte 
de  él.  Lie  aquí  se  sigue:  l.°,  que  si  cumpliere  los 
veinticinco  años  antes  de  recibirse  el  pleito  á 
prueba,  ó antes  de  concluirse  el  término  señala- 
do, de  modo  que  todavía  le  quede  el  tiempo  su- 
ficiente para  probar,  no  podrá  ya  pedir  la  resti- 
tución por  haber  cesado  la  causa  que  daba  mo- 
tivo á ella ; 2.a.  que  si  los  cumpliere  pasado  el 
término  ordinario  de  la  prueba,  ó pendiente  .to- 
davía este  mismo  término,  pero  cuando  ya  jk> 
queda  de  él  sino  un  tiempo  insuficiente,  podrá 
hacer  uso  de  dicho  beneficio,  pues  que  todavía 
subsiste  la  causa  que  lo  motiva;  3.*,  que  si  el 
menor,  eu  vez  de  cumplir  los  veinticinco  años, 
falleciere  en  alguna  de  las  épocas  expresadas  en 
el  núm.  2."  que  antecede,  podrá  su  heredero, 
aunque  sea  mayor,  invocar  el  auxilio  de  la  res- 
titución que  competía  al  menor,  porque  este  de- 
recho se  trasfiere  con  la  herencia  del  menor  h 
sus  sucesores,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  8.’, 
tít.  19,  Part.  6.a;  4.°,  que  si  al  contrario,  siendo 
mayor  el  litigante,  muriere  pendiente  el  término 
probatorio  cuando  todavía  se  hallaba  en  estado 
de  poder  hacer  su  prueba,  y le  sucediere  un 
menor  en  sus  derechos,  gozará  este  menor  del 
beneficio  déla  restitución,  pues  que  pasó  á ser 
suyo  el  término  probatorio ; pero  si  falleció  el 
mayor  después  de  finalizado  el  término  ó en 
tiempo  en  que  ya  no  pudo  probar,  no  podrá  el 
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heredero  menor  pedir  restitución  de  un  término 
que  no  lia  sido  suyo  y que  había  pasado  ya  para 
el  difunto,  pues  que  el  heredero  mayor  ó menor 
no  recibe  las  cosas  ó derechos  sino  en  el  estado 
en  que  se  hallaban  al  tiempo  de  la  muerte  de  su 
causante. 

jí;1  beneficio  de  restitución,  según  afirman  al- 
gunos autores,  no  solo  compete  á los  menores  y 
demás  privilegiados  cuando  son  partes  princi- 
pales en  el  pleito,  sino  también  cuando  se  pre- 
sentan como  opositores  ó coadyuvantes  al  dere- 
cho de  un  tercero:  Febr.  Nov.,  lib.  3.°,  tít.  2.°, 
cap.  12. 

Si  ambos  litigantes  fueren  privilegiados,  nin- 
guno de  ellos  tiene  derecho  á la  restitución,  á 
menos  que  uno  trate  de  lucro  captando  y el  otro 
de  damno  vitando,  en  cuyo  caso  compete  á este 
como  leso;  y á menos  también  que  uno  acredite 
no  haber  podido  hacer  su  prueba  en  el  término 
ordinario  habiéndola  hecho  el  otro,  pues  enton- 
ces se  le  debe  conceder  el  término  restitutorio 
para  que  no  quede  indefenso:  Febr.  Nov.,  lugar 
citado. 

Si  la  cosa  litigiosa  es  individua  y pertenece  en 
coinun  á dos,  uno  mayor  y otro  menor,  y ambos 
litigan  sobre  ella  contra  otro  que  sea  mayor, 
puede  el  consocio  del  menor  servirse  del  benefi- 
cio restitutorio  de  su  compañero;  pero  no  cuando 
la  cosa  es  dividua,  de  modo  que  á cada  uno  cor- 
responde su  parte:  Febr.  Nov.,  id. 

Los  efectos  que  produce  la  restitución  pedida 
por  el  menor  ó privilegiado  y otorgada  por  el 
juez,  son  los  siguientes:  1."  Que  el  pleito  se  re- 
pone ó vuelve  al  estado  que  tenia  antes  de  ha- 
ber fenecido  el  término  probatorio,  y que  de 
consiguiente,  el  nuevo  término  que  se  concede 
por  vía  de  restitución,  lia  de  ser  común  al  que 
lo  ha  pretendido  y 4 su  adversario:  ley  3.a,  título 
13,  lib.  11,  Nov.  llecop.  — 2-”  Que  el  adversario 
puede  hacer  ó ampliar  su  probanza  sobre  lo  ar- 
ticulado y alegado  del  mismo  modo  que  el  liti- 
gante 4 quien  se  hubiere  otorgado  la  restitución 
(d.  ley  3.a);  pero  si  ya  se  hubiere  hecho  publica- 
ción de  probanzas,  no  podrá  alegar  el  no  privi- 
legiado excepciones  nuevas  en  la  misma  instan- 
cia para  justificarlas  por  medio  de  testigos,  por 
presumirse  que,  teniendo  ya  noticia  de  la  prue- 
ba del  contrario,  intentaría  sobornar  los  testigos 
para  contradecirla;  bien  que  podrá  alegarlas  y 
justificarlas  por  medio  de  la  confesión  de  la  par- 
te contraria,  ó por  instrumentos  públicos  que 
habrá  de  presentar  con  el  juramento  ordinario 
de  no  haber  llegado  antes  á su  poder  ó noticia: 
ley  1.a,  d.  tít.  y lib. — 3.°  Que  una  vez  pedida  y 
concedida  la  restitución,  no  puede  volverse  atrás 
y renunciarla  el  privilegiado,  á no  ser  con  el 
consentimiento  del  contrario,  porque  este  ad- 
quirió derecho  para  aprovecharse  del  nuevo  pla- 


zo, y no  debe  ser  despojado  de  él  contra  su  vo- 
luntad, según  afirman  los  autores.— 4.”  Que  si 
la  restitución  aprovecha  al  adversario  del  mismo 
modo  que  al  privilegiado,  con  mucha  mas  razón 
aprovechará 'al  compañero  ó consocio  de  este 
último  en  la  cosa  litigiosa,  ora  sea  esta  dividua, 
ora  individua.  — 5.”  Que  como  en  virtud  de  la 
restitución  se  repone  el  pleito  al  estado  de  prue- 
ba y se  consideran  como  no  existentes  las  ac- 
tuaciones posteriores,  es  de  necesidad  que,  fe- 
necido el  nuevo  término,  se  haga  otra  vez  pu- 
blicación de  probauzas  y se  conceda  nuevo  plazo 
para  alegar  de_  tachas. — 6.°  Que  si  el  litigante 
no  privilegiado  hubiera  alegado  tachas  después 
de  la  primera  publicación  de  probanzas  y antes 
que  el  menor  solicitase  y obtuviese  la  restitu- 
ción, debe  diferirse  el  juicio  sobre  aquellas  du- 
rante el  término  restitutorio,  para  abrirse  des- 
pués que  este  hubiere  fenecido. 

* Acerca  de  si  subsiste  en  la  actualidad  este 
beneficio  de  restitución  del  término  probatorio, 
véase  la  adición  ai  párrafo  siguiente.  * 

XV . El  menor,  como  ya  se  lia  indicado,  puede 
pedir  restitución  del  término  probatorio,  en  dos 
tiempos,  esto  es,  ó bien  antes  de  la  publicación 
de  probanzas  luego  que  aquel  espiró,  ó bien 
dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á la  publi- 
cación. Si  la  pide  en  el  primer  tiempo,  no  debe 
solicitarse  ni  concederse  publicación  de  las  pro- 
banzas hechas  dentro  del  término  ordinario, 
pues  ha  de  esperarse  á que  fenezca  también  el 
término  restitutorio,  á fin  de  hacer  simultánea- 
mente la  publicación  de  todas  las  practicadas 
dentro  de  los  dos  plazos.  Si  lejos  de  pedirla  en 
el  primer  tiempo  así  que  espira  el  término  ordi- 
nario de  prueba,  diere  lugar  á que  su  adversa- 
rio demande  la  publicación  de  las  probanzas 
principales,  debe  decretarse  sin  demora  esta  pu- 
blicación en  la  forma  que  mas  arriba  se  ha  ex- 
plicado . ya  porque  todo  litigante  tiene  derecho 
para  reclamarla  cuando  quiera  después  de  dicho 
término,  ya  porque  es  indispensable  en  tal  caso 
fijar  ia  base  de  la  época  en  que  el  menor  ha  de 
pedir  la  restitución  del  término  probatorio.  Una 
vez  hecha  la  publicación  puede  el  litigante  no 
privilegiado  proponer  taclias  contra  los  testigos 
j del  menor;  pero  debe  el  juez  suspender  la  ad- 
¡ misión  de  la  prueba  de  ellas  hasta  pasados  los 
quince  dias  q ue  el  menor  tiene  designados  por 
la  ley  para  pedir  la  restitución,  como  previene 
la  ley  3.a,  tít.  13,  lib.  11,  Nov.  Keeop.,  por  evitar 
el  peligro  de  la  nulidad  de,  esta  prueba.  Si  el 
menor  no  hiciere  uso  de  su  privilegio  dentro  de 
dichos  quince  dias,  puede  entonces  el  juez  lue- 
go que  son  pasados  recibir  la  prueba  de  las  ta- 
chas propuestas;  pero  si  el  menor  hiciere  uso 
de  su  privilegio  pidiendo  la  restitución  del  tér- 
mino probatorio,  no  ha  de  recibirse  la  prueba 
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de  las  taclias  hasta  que  pase  todo  el  término  ves-  ¡ ceder  de  sesenta  dias  y que  el  juez  solo  podrá 
titutorio  que  se  haya  concedido  al  menor  para  j otorgar  próroga  dentro  de  los  mismos,  parece 
hacer  su  probanza,  y aun  lia  de  esperarse  tam-  : que  puede  deducirse,  que  por  esta  disposición 
bien  á que  se  pida  y haga  publicación  de  las  I viene  á declararlo  iiuprorogable,  y respecto  del 
probanzas  que  haya  hecho  el  menor  en  uso  de  término  extraordinario,  alegan,  que  entendían- 
la restitución  y de  las  que  igualmente  haya  po-  dose  improrogable  el  ordinario  que  es  mas  bre- 

dido  hacer  el  adversario  durante  el  mismo  tér-  ve,  no  parece  consecuente  entender  prorogable 

mino,  pues  que  tanto  este  como  el  primero,  es  el  extraordinario  A mas  largo;  que  la  ley,  al  tra- 
común  á todas  las  partes:  Conde  de  la  Cañada,  tar  de  dicho  término,  parece  referirse  á las  de- 
Instit.  pract.  part,  1.*,  cap.  10,  núms.  72  y si-  ! claraciones  hechas  respecto  al  ordinario,  y aun 
guientes  hasta  el  98.  Sientan , sin  embargo,  al-  igualar  estos  dos  términos  en  cuanto  á los  efec- 
gunos  autores  antiguos  y modernos  (entre  estos  tos  de  la  próroga  , dentro  de  su  extensión,  pues- 
los  Sre.s.  Tapia  en  su  Febrero  Novísimo,  Laserna  to  que  los  iguala  en  cuanto  á la  suspensión  en 
y Montalban  en  sus  Elementos  de  derecho  civil  y su  art.  271.'  Además,  lo  absoluto  y terminante 
penal,  y Ortiz  de  Zúfiiga  en  su  Biblioteca  judicial  de  la  disposición  del  art.  33 , la  no  menos  geue- 
y en  sus  Elementos  de  práctica  forense),  que  el  ral  del  artículo  último  de  la  ley,  derogatorio  de 

término  de  prueba  por  via  de  restitución  y el  de  las  disposiciones  anteriores  sobre  procedimien- 

la  prueba  de  taclias  deben  correr  á un  mismo  tos  civiles,  y el  no  haber  determinado  la  forma 

tiempo  para  abreviar  en  lo  posible  la  causa,  ó j y los  requisitos  con  que  debe  pedirse  la  restltu- 
que  por  mejor  decir,  es  todo  uno,  dentro  del  cual  1 cion  y los  trámites  para  su  sustanciacion,  snrai- 
se  han  de  presentar  y examinar  los  testigos  de  nistran  nuevos  fundamentos  para  sostener  que 
ambas  probanzas;  pero  nos  parece  mas  sólida,  se  bailan  derogadas  las  disposiciones  anteriores 
mas  conforme  á los  principios  legales,  y mas  sóbrela  restitución  del  término  probatorio  por 
propia  todavía  para  abreviar  los  pleitos  y evitar  el  art.  31  citado  de  la  nueva  ley.  Por  otra  parte, 
complicaciones  la  opinión  que  hemos  abrazado  los  perjuicios  que  pueden  irrogarse  á los  mene- 

del  señor  conde  de  la  Cañada  y que  vemos  adop-  res  y demás  á quienes  se  concedía  este  benefi- 

tada  igualmente  por  los  Sres.  García  Goyena  y ció,  por  emisión  en  la  prueba,  no  quedan  sin 
Aguirre  en  su  nueva  edición  de  Febrero.  j reparación  , pues  como  dice  un  ilustrado  indi- 

* Actualmente  contienden  los  intérpretes  so-  viduo  de  la  Comisión  redactora  de  la  ley,  el  se- 
bee si  deberá  considerarse  subsistente  después  ñor  Gómez  de  Laserna,  en  los  Motivos  de  la 
de  publicada  la  ley  de  Enjuiciaciamiento  civil,  misma,  ven  las  garantías  que  exige  la  ley  y en 
el  beneficio  de  la  restitución  del  término  ordi-  la  responsabilidad  que  impone  á los  que  guar- 
nario  de  prueba  concedido  por  nuestras  anterio-  dan  á los  menores  encuentran  estos  los  medios 
res  leyes  á los  menores  y demás  personas  que  de  ser  indemnizados  de  los  menoscabos  que  por 
gozan  del  privilegio  de  tales,  según  expone  el  la  negligencia  ú omisión  de  aquellos  puedan 
Sr.  Escriche  en  el  párrafo  anterior.  sufrir.^  Con  mas  fundamento  puede  sostenerse 

Los  que  opinan  porqué  subsiste  todavía  sin  el  beneficio  de  la  restitución,  por  las  considera- 
que  se  entienda  derogado  por  lo  dispuesto  en  el  ciones  que  exponemos  eu  la  adición  al  pár- 

art.  31  de  la  ley  citada,  según  el  cual,  los  tér-  rafo  XLIV  de  este  artículo  por  ser  mas  aplica- 

minos  improrogables  no  pueden  suspenderse  ni  bles  al  caso  que  en  él  se  expresa.  * 
abrirse  después  de  cumplidos  por  via  de  restitu-  XVI.  Hecha,  pues,  la  publicación  de  las  pro- 

cion  ni  por  otro  motivo  alguno,  alegan,  que  ni  banzas  practicadas  en  el  término  ordinario 

el  término  de  prueba  ordinario  ni  el  extraordi-  cuando  nu  litiga  menor  ú otro  que  tenga  privi- 
nario  son  verdaderamente  perentorios;  el  pri-  legio  de  menor  edad,  ó la  de  las  practicadas  en 
mero  porque  puede  alguna  vez  suspenderse,  y el  término  restitutorio  y en  el  ordinario  cuando 
el  segundo,  porque  la  ley  no  lo  ha  declarado  litigando  menor  ú otro  privilegiado  pidió  y ob- 
improrogable,  puesto  que  ni  lo  enumera  entre  tuvo  restitución,  según  lo  que  se  acaba  de  ex- 
estos  en  el  art.  30,  ni  hay  prevención  expresa  : plicar  en  el  párrafo  que  antecede,  puede  c nal— 
y terminante  de  que  pasado,  no  se  admita  el  ; quiera  de  las  partes  oponer  y pedir  que  se  le 
derecho  para  que  se  concede.  Véase  la  Práctica  admitan  á prueba  las  tachas  y defectos  que  tuvie- 
general  forense  del  Sr.  Ortiz  de  Zúñiga,  lib.  2.“,  ' ren  los  testigos  de  la  contraria;  sea  en  razón  de 
tit.  l.\  cap.  IX.  sus  personas,  por  carecer  de  capacidad  legal  ó 

Los  que  opinan  por  la  no  subsistencia  de  di-  natural  para  testificar  en  todo  género  de  causas 
cha  restitución  alegan,  que  aunque  la  ley  de  i ó en  aquella  de  que  se  trata;  sea  en  razón  de  sus 
Enjuiciamiento  no  enumeró  en  su  art.  30  el  tér-  declaraciones,  por  ser  estas  obscuras,  inciertas, 
mino  ordinario  ni  el  extraordinario  de  prueba  vacilantes , contradictorias,  inverosímiles,  fal- 
entre  los  improrogables,  como  respecto  del  or-  sas,  singulares,  inconducentes  al  hecho  litigio- 
dinario  declara  en  su  art.  262  que  no  podrá  ex-  so,  extrañas  é lo  articulado  ó no  motivadas;  sea 


on  razón  (le  su  exárneu  por  no  haberse  hecho 
este  en  la  forma,  órden  y tiempo  que  prescriben 
las  leyes,  como  si  se  hizo,  v.  gr.,  por  quien  ca  • 
recia  de  Jurisdicción,  ó fuera  del  téimino  com- 
petente; ó sin  guardar  secreto,  ó recibiendo  de- 
claración á muchos  testigos  á la  vez,  ó sin  ha- 
cerles prestar  juramento,  ó sin  citación  de  la 
parte  contraria:  leyes  22,  28  y 31,  tít.  16,  Partida 
3.a,  ley  6.’,  tít.  33,  Part.  7.a,  y ley  2.”,  tít.  12,  li- 
bro 11,  Nov.  Recop.  V.  Testigos. 

Las  tachas,  para  que  puedan  ser  admitidas, 
han  de  especificarse  con  toda  claridad  y distin- 
ción manifestando  las  causas  de  que  provienen, 
de  modo  que  si  á un  testigo  se  le  pone  la  nota 
de  falsario,  se  ha  de  expresar  en  qué  tiempo  y 
en  qué  pleito  ó causa  dijo  falso  testimonio;  si  la 
de  homicida  alevoso,  á quién  mató,  cómo  y en 
qué  sitio;  si  la  de  perjuro,  en  qué  caso,  lugar 
y tiempo  y porqué  se  perjuró;  y así  de  las  de- 
más: ley  2.a,  tít.  12,  lib.  11,  Novísima  Recopi- 
lación. 

La  parte  que  presentó  ciertos  testigos  para 
causa  propia,  no  puede  tachar  después  sus  per- 
sonas en  el  mismo  juicio  ni  en  otro  cualquiera 
si  fueren  presentados  para  deponer  contra  ella 
misma,  á no  ser  que  pruebe,  haber  sobrevenido 
ó llegado  á su  noticia  posteriormente  enemistad 
ú otra  causa  legal  para  desecharlos ; pero  bien 
puede  tachar  sus  dichos  por  razón  de  falsedad, 
contrariedad , error,  equivocación  ú otro  cual- 
quier motivo:  ley  31,  tít.  16,  Part.  3.a 

Las  tachas  deben  proponerse  dentro  del  térmi- 
no de  los  seis  dias  (hoy  cuatro)  siguientes  al  de  i 
la  notificación  de  la  publicación  de  probanzas  y 
no  después,  porque  este  término  es  preciso , pe-  ! 
rentorio  é improrogahle  aun  por  via  de  restitu- 
ción: leyes  1.a  y 2.",  tít.  12,  lib.  11,  Noy.  Recop.  El 
termino  de  los  seis  dias  no  es  común  á las  par-  ' 
tes,  sino  que  cada  una  tiene  derecho  de  gozar 
de  él  por  entero  cuando  ambas  quieren  alegar 
de  tachas;  ya  porque  así  se  infiere  de  la  ley  1.a, 
tít.  4.”,  lib.  3.°  del  Ordenamiento,  y de  la  ley  37, 
tít.  16,  Part.  3.a,  las  cuales  convienen  en  que  el 
término  para  alegar  de  tachas  debe  contarse  des- 
de que  á cada  litigante  le  fuere  comunicado  el 
proceso;  ya  porque  no  es  conforme  á justicia 
ni  á razón  que  tomando  los  autos  el  actor  y re- 
teniéndolos en  su  poder  como  tiene  derecho  de 
hacerlo  por  los  seis  dias,  se  obligue  al  reo  á que 
alegue  de  tachas  cuando  estos  no  han  podido  to- 
davía llegar  á su  noticia;  ya  porque  ia  ley  1.a, 
tit.  12,  lib.  11,  Nov.  Recop,  concede  expresamen- 
te el  término  de  los  seis  dias,  no  á las  dos  partes 
en  común  , sino  á cada  una  de  ellas  que  quisiere 
decir  su  intención  de  bien  probado  ó tachar  ó con- 
tradecir en  dichos  á en  personas  los  testigos  y pro- 
banzas de  la  otra ; ya  finalmente,  porque  enten- 
diéndose, como  en  efecto  se  entienden,  concedi- 


dos ácada  parte  los  seis  dias  designados  en  esta 
última  ley  para  alegar  de  bien  probado,  es  claro  á 
todas  luces  que  también  deben  entenderse  con- 
cedidos á cada  parte  los  seis  dias  designados  en 
la  misma  para  tachar , pues  que  el  dicho  térmi- 
no se  establece  en  la  misma  cláusula,  con  las 
mismas  palabras  y sin  diferencia  alguna  para 
ambas  cosas.  A pesar  de  estas  razones,  sostiene 
Febrero  que  los  seis  dias  para  tachar  se  deben 
entender  por  todas  las  partes  indistintamente  y 
no  por  cada  una  de  ellas,  fundando  esta  aserción: 
l.“,  en  que  si  se  entendiesen  por  cada  parte  y 
fuesen  muchos  los  litigantes,  se  consumiría  lar- 
go tiempo,  y 2.°,  en  que  cada  parte  puede  inda- 
gar durante  el  término  prohatorió  las  tachas  que 
tengan  los  testigos  de  la  otra,  pues  que  se  la 
cita  para  que  asista  á su  juramento  y los  conoz- 
ca. Mas  desde  luego  se  echa  de  ver  la  debili- 
dad de  estos  dos  fundamentos:  el  primero  baria 
también  comunes  á las  dos  partes  los  seis  dias 
señalados  para  alegar  de  bien  probado,  loque 
por  cierto  no  es  así ; y el  segundo  no  es  exacto 
ni  aplicable  á todas  las  tachas  que  pueden  opo- 
nerse, pues  si  bien  cada  litigante  puede  averi- 
guar en  el  término  probatorio  las  tachas  que 
tengan  los  testigos  del  otro  por  razón  de  su  in- 
capacidad personal,  no  podrá  por  lo  menos  ad- 
quirir conocimiento  alguno  de  las  relativas  á sus 
dichos  y declaraciones  y al  órden,  forma  y tiem- 
po en  que  fueron  examinados  hasta  que  haya 
recogido  los  autos  que  estaban  reservados  en  la 
escribanía  ó entregados  á la  otra  parte. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil , den- 
tro de  los  cuatro  dias  siguientes  al  en  que  se  no- 
tifica la  providencia  mandando  unir  las  pruebas 
á los  autos  (esto  es,  hacer  publicación  de  pro- 
banzas), y que  se  entreguen  á las  partes  por  su 
órden  (para  alegar  de  bien  probado)  pueden  estas 
tachar  á los  testigos  por  causas  que  los  mismos 
no  hayan  expresado  en  sus  declaraciones,  pues 
trascurridos  dichos  cuatro  dias,  no  podrá  admi- 
tirse ninguna  solicitud  sobre  tachas:  art.  319 
referente  al  318. 

Las  consideraciones  expuestas  por  el  autor  en 
el  último  aparte  del  párrafo  XVI  anterior,  sobre 
que  el  término  para  alegar  de.  tachas  debe  en- 
tenderse concedido  á cada  una  de  las  partes,  de- 
ben considerarse  aplicables,  según  la  opinión  ge- 
neral, á lo  prescrito  en  el  art.  319  expuesto  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  en  los  casos  en  que  no 
bastare  él  término  de  cuatro  días  para  poder  en- 
terarse ambas  partes  en  él  de  las  declaraciones 
de  los  testigos;  de  manera  que  respecto  del  de- 
mandado, principiará,  en  tales  casos  á contarse 
el  término  referido  desde  el  siguiente  al  en  que 
se  le  entregaren  los  autos  para  instruirse  de  las 
pruebas,  pues  no  ha  podido  enterarse  anterior- 
mente de  sus  declaraciones , puesto  que  solo 
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pueden  las  partes  presenciar  su  juramento,  mas  j 
no  oirlos  declarar.  * 

Pueden  ponerse  las  taclias  en  el  mismo  pedi- 
mento en  que  se  solicita  su  admisión  á prueba, 
ó bien  en  interrogatorio  separado , como  el  que 
se  presenta  para  la  prueba  principal.  En  el  pe- 
dimento, después  de  exponer  el  interesado  que 
sus  testigos  son  fidedignos,  sin  vicio  ni  defecto 
alguno,  que  los  presentados  por  la  parte  contra- 
ria, además  de  no  hacer  prueba  como  ásu  tiem- 
po se  manifestará,  padecen  varias  tachas  lega- 
les, que  para  acreditarlas  conviene  á su  derecho 
que  con  citación  del  adversario  se  le  reciba  in- 
formación al  tenor  de  los  capítulos  que  siguen 
en  el  mismo  pedimento  ó que  se  expresan  en  el 
interrogatorio  que  acompaña,  concluye  supli- 
cando al  juez  se  sirva  admitir  y estimar  por  le- 
gítimas las  tachas  propuestas  y recibir  la  causa 
á prueba  de  ellas  por  el  término  que  gradúe 
competente  con  arreglo  á la  ley,  y protestando 
y jurando  en  forma  de  derecho  que  no  las  pone 
con  malicia  ni  por  infamar  á los  testigos  sino 
únicamente  por  convenir  á su  defensa;  pues  con 
esta  protesta,  no  habiendo  malicia,  se  libertará 
de  la  pena  de  injuriante  ó calumniador,  se- 
gún diceu  los  autores,  aunque  no  justifique  las 
tachas. 

* Las  tachas  deben  proponerse  según  el  artícu- 
lo 319  de  la  nueva  ley,  formando  artículo  sobre 
ello  (en  escrito  firmado  por  letrado)  especificán- 
dolas con  claridad  y distinción  y con  expresión 
de  las  causas  de  que  dimauan.  Actualmente  no 
parece  ser  necesario  el  juramento  de  no  proce-  j 
der  de  malicia,  por  3er  _el  [espíritu  de  ia  nueva  j 
ley  desterrar  esta  solemnidad  siempre  que  no 
sea  indispensable,  para  evitar  los  perjurios,  y 
porque  además,  en  el  caso  de  que  se  trata,  po- 
dría afectar  la  buena  fama  del  testigo  á quien 
la  tacha  se  refiere.  * 

Así  del  pedimento  como  del  interrogatorio  se 
confiere  traslado  á la  parte  contraria  (aunque 
algunos  autores  y entre  ellos  el  Sr.  Conde  de  la 
Cañada  no  lo  creen  necesario)  para  que  diga 
si  son  ó no  admisibles  las  tachas  y oponga  á los 
testigos  de  la  otra  las  que  tal  vez  tuvieren.  Loa 
autores  señalan  comunmente  para  responder  al 
traslado  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  notifica- 
ción sin  que  para  ello  citen  ley  que  así  lo  esta- 
blezca ; pero  como  acabamos  de  demostrar  mas 
arriba  que  el  término  para  tachar  está  concedi- 
do á cada  una  de  las  partes  por  separado  y no  á 
todas  en  común  , es  consiguiente  que  cuando  se 
confiere  traslado  á un  litigante  del  alegato  de 
tachas  presentado  por  el  otro , no  solo  para  que 
diga  si  son  admisibles,  sino  también  para  que 
tache  á su  vez  á los  testigos  del  contrarío,  no  ha 
de  podérsele  obligar  á responder  al  traslado  ni 
acusársele  la  rebeldxaálos  tres  dias  si  uoá  los  seis.  ¡ 


Si  en  virtud  de  las  razones  expuestas  por  una 
y otra  parte  creyere  el  juez  que  no  son  admisi- 
bles las  taclias,  y que  se  proponen  solo  con  el 
ánimo  de  dilatar  el  pleito,  debe  despreciarlas  y 
declarar  no  haber  lugar  á su  admisión:  mas  si 
por  el  contrario,  las  estimare  legítimas,  debe 
recibirlas  á prueba  por  un  término  arbitrario  y 
perentorio,  comun  á las  partes,  que  lio  exceda 
de  la  mitad  del  probatorio  concedido  para  la 
probanza  principal , sean  ó no  menores  I03  liti- 
gantes, pues  tampoco  tiene  aqui  lugar  la  resti- 
tución para  ampliarle:  ley  l.",  tít.  12,  lib.  11, 
Nov.  Recop. 

Aunque  las  partes  no  tachen  á los  testigos, 
puede  el  juez  repelerlos  de  oficio  cuando  son 
inhábiles,  porque  la  ley  les  prohíbe  testificaren 
todo  género  de  causas  por  razones  que  miran  al 
bien  público,  v.  gr.,  por  culpa,  infamia  ó edad 
pupilar,  de  modo  que  las  partes  no  tienen  facul- 
tad para  inhabilitarlos;  pero  no  puede  desechar- 
los sino  á instancia  de  parte  cuando  la  inhabi- 
lidad es  solo  respectiva  á los  litigantes  y estos 
la  pueden  remitir,  v.  gr.,  por  domestieidad,  pa- 
rentesco, amistad  ú enemistad,  pues  eon  su  si- 
lencio se  supone  que  los  aprueban  y habilitan: 
Curia  filip.,  Part.  ].*,  pár.  17,  núms,  14  y 15. 

Para  justificar  las  tachas  propuestas  conviene 
presentar  testigos  fidedignos  que  ninguna  ten- 
gan por  su  parte,  pues  no  se  admiten  en  el 
fuero  secular  pruebas  de  tachas  contra  tachas; 
es  decir,  que  no  se  oye  álos  testigos  ni  se  admi- 
ten otras  pruebas  que  se  quisieren  presentar 
para  tachar  á los  testigos  que  declararon  las 
tachas  de  los  examinados  en  la  causa  principal; 
ó mas  breve,  que  los  testigos  presentados  para 
ia  justificación  de  las  tachas  no  pueden  ser  ta- 
chados á su  vez,  para  no  hacer  este  trámite  in- 
terminable. 

Fenecido  el  término  concedido  para  las  prue- 
bas de  tachas,  se  hace  también  publicación  de 
aquellas;  pero  no  recae  sobre  estas  providencia 
ni  sentencia  particular  , pues  solo  sirven  para 
instrucción  y gobierno  del  juez,  á fin  de  que  al 
dar  la  definitiva  pueda  calcular  su  valor  y cali- 
ficar el  de  las  pruebas  principales. 

* El  traslado  que  se  menciona  en  el  aparte 
primero,  se  halla  prevenido  expresamente  por 
el  art.  321  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  según  el 
cual,  si  alguno  de  los  litigantes  tachare  á uno 
ó mas  testigos,  se  oirá  sobre  ello  á ia  parte  con- 
traria. El  término  del  traslado  deberá  ser  el  de 
tres  dias  que  concedía  la  práctica  antigua,  pues- 
to que  no  lo  marca  Ja  nueva  ley. 

Si  el  que  proponga  la  tacha  ó tachas  ó ambos 
litigantes  solicitaren  por  otrosíes  de  los  escritos 
en  (pie  promuevan  este  artículo,  que  se  reciban 
los  autos  á prueba  sobre  él,  lo  decretará  el  juez: 
pár,  2.°  del  art.  321.  El  término  de  la  prueba  de 
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tachas,  no  pasará  de  quince  dias,  pudiendo  el 
iuez  fijarlo  dentro  de  este  límite,  según  las  cir- 
cunstancias: art.  322.  Trascurrido  el  término 
concedido  para  probar  las  tachas,  las  pruebas 
hechas  se  unirán  á los  autos,  sin  necesidad  de 
gestión  de  los  interesados  (como  se  exigía  ante- 
riormente), y se  mandarán  entregar  los  autos  al 
actor,  para  que  sobre  todo  (esto  es,  sobre  las 
pruebas  en  cuanto  á lo  principal,  y sobre  la  de 
las  tachas),  alegue  de  hien  probado:  arts.  323  y 
325.  No  dieta,  pues,  sentencia  el  juez  sobre  el 
artículo  de  tachas  separadamente  de  laque  pro- 
nuncia sobre  lo  principal,  como  efectúa  respec- 
to de  los  demás  incidentes. 

Cuando  ninguna  de  las  partes  pidiere  la  prue- 
ba de  tachas,  sustanciado  el  artículo  con  los  de- 
más escritos  expresados  en  el  art.  321 , se  man- 
darán entregar  los  autos  al  actor  para  que  ale- 
gue de  bien  probado,  también  sobre  todo:  ar- 
tículo 324.  V.  Testigo  y Tachas.  * 

XVII.  Publicadas  las  probanzas,  ya  las  gene- 
rales, ya  las  de  restitución  y de  tachas,  si  las  hu- 
biere, se  entregan  los  autos  á las  partes  por  su 
orden  para  que  aleguen  de  bien  probado;  esto 
es,  para  que  cada  una  de  ellas  haga  las  deduc- 
ciones y reflexiones  que  suministren  las  prue- 
bas y refute  los  argumentos  contrarios , esfor- 
zándose cuanto  pueda  para  justificar  la  verdad 
de  sus  asertos  y la  justicia  de  su  pretensión. 

El  actor,  que  es  el  primero  que  toma  los  autos, 
tiene  el  término  de  seis  dias  para  presentar  su 
alegato,  y otro  término  igual  tiene  el  demanda- 
do para  contestar  á él,  pudiendo  cada  parte  pre-  , 
sentar  hasta  dos  escritos  y no  mas  con  dicho 
objeto:  ley  1.a,  tít.  12;  ley  1.a,  tít.  14,  y ley  1.a, 
tít.  15,  lib.  11,  Nov.  Iíecop.,  y art.  48,  regla  5.a, 
decreto  de  26  de  Setiembre  de  1835.  Afirma,  sin 
embargo.  Febrero  que  los  seis  dias  legales  son 
para  los  pleitos  ligeros , y que  en  los  demás  debe 
el  juez  señalará  las  partes  para  estos  alegatos 
el  término  que  le  parezca  necesario. 

Al  fin  del  último  escrito  suelen  decir  los  liti- 
gantes que  concluyen  para  definiva  añadiendo 
la  expresión  latina  nomtione  cessanle,  con  la 
cual  dan  á entender  que  si  antes  de  pronunciar- 
se la  sentencia  se  les  proporcionase  algún  me- 
dio de  prueba  que  no  sea  de  testigos  es  su  áni- 
mo valerse  de  él;  pero  no  es  necesaria  esta  ex- 
presión para  que  según  la  práctica,  se  les  ad- 
mitan después  los  nuevos  documentos  que  des- 
cubrieren y puedan  influir  en  la  aclaración  de 
la  verdad  , como  luego  diremos. 

El  alegato  de  bien  probado  no  es  de  esencia 
del  juicio,  y así  pueden  los  litigantes  omitirlo 
concluyendo  desde  luego  para  definitiva;  pero 
el  juez  no  puede  prescindir  de  mandar  que  se 
publiquen  y se  les  comuniquen  las  probanzas, 
ya  porque  tienen  derecho  de  examinarlas,  ya 


para  que  puedan  alegar  de  bien  probado  si  qui- 
sieren , ya  para  que  en  su  vista  puedan  delibe- 
rar sobre  si  les  conviene  mas  continuar  el  pleito, 
ó ceder  y transigir  á fin  de  librarse  do  ulteriores 
gastos  y molestias. 

+ El  término  que  señala  la  ley  de  Enjuicia- 
miento.para  alegar  de  bien  probado  dentro  del 
mismo  , es  el  de  seis  á veinte  dias.  El  juez,  en 
presencia  del  volumen  de  los  autos,  y teniendo 
en  cuenta  la  gravedad  de  las  cuestiones  que  se 
discutan,  lo  fijará  en  la  providencia  en  que 
mande  hacer  la  entrega.  Si  antes  de  finalizar  el 
término  concedido  (y  que  no  llegare  al  de  veinte 
dias),  se  pidiere  próroga  y el  juez  lo  estimare 
justo,  por  fundarse  en  enfermedad  ú otra  causa 
de  importancia,  deberá  concederla,  pero  sin  ex- 
ceder de  los  veinte  dias:  art.  326.  No  obstante, 
en  les  casos  en  que  por  el  volumen  de  los  autos, 
por  la  complicación  del  pleito  , ó por  la  dificul- 
tad de  la  cuestión,  no  bastare  el  término  seña- 
lado en  el  artículo  anterior  (esto  es,  el  de  seis  á 
veinte  días),  podrá  el  juez  conceder  otro  nuevo 
término  que  no  pasará  de  diez  dias  (art.  327); 

\ de  manera  que  el  total  del  término  para  alegar 
de  bien  probado,  en  todo  caso,  no  puede  exceder 
de  treinta  dias. 

Devueltos  los  autos  por  el  actor,  se  entregarán 
al  demandado  para  que  alegue  de  bien  probado 
por  igual  término  que  el  que  el  demandante  los 
haya  tenido ; el  cual,  al  devolver  con  su  alegato 
los  autos,  acompañará  una  copia  simple  de  él, 
suscrita  por  el  procurador,  la  cual  Se  entregará 
al  demandante  para  que  se  instruya  y pueda  re- 
batir lo  que  aquel  exponga,  en  la  vista:  art.  329. 

Lo  expuesto  por  el  autor  sobre  no  ser  de  esen- 
cia los  alegatos  de  bien  probado,  se  deduce 
también  del  art.  330  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
que  permite  á las  partes  pedir  informe  oral  que 
suple  al  alegato  y del  873  que  les  faculta,  en  se- 
gunda instancia,  para  escribir  una  información 
en  derecho , en  vez  del  informe  oral.  * 

XVIII.  Después  de  presentados  los  alegatos 
de  bien  probado,  es  preciso  que  el  juez  declare 
la  conclusión  de  los  autos  para  sentencia  defini- 
tiva , pues  que  esta  conclusión  es  una  parte  sus- 
tancial del  juicio. 

Dicha  conclusión  surte  dos  efectos:  l.°,  cerrar 
la  puerta  á nuevas  alegaciones  y probanzas; 
2.°,  dejar  el  proceso  al  arbitrio  y disposición  del 
juez  para  que  lo  examine  y se  entere  bien  de  su 
contenido  á fin  de  dictar  con  acierto  la  sen- 
tencia. 

Por  lo  regular  ambos  litigantes  al  fin  del  único 
escrito  de  bien  probado  que  cada  uno  de  ellos 
suele  presentar,  ponen  la  fórmula  de  conclusión 
diciendo  que  concluyen  para  definitiva ; y en- 
tonces el  juez,  como  que  consta  la  conformidad 
de  las  partes,  declara  la  conclusión  luego  que 
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se  presenta  el  escrito  del  último  que  concluye. 

Si  alguno  de  los  litigantes  no  quisiere  tomar 
los  autos  para  alegar  de  bien  probado,  ó habién- 
dolos tomado,  no  alegare  dentro  del  término  que 
se  le  hubiese  concedido,  basta  entonces  que  el 
otro  le  acuse  una  sola  vez  la  rebeldía  para  que 
el  juez  declare  el  pleito  por  concluso:  ley  2.a, 
tit.  15,  lib.  11.  Nov.  Recop. 

Cuando  cada  uno  de  los  litigantes  hubiere  pre- 
sentado dos  escritos  de  bien  probado,  debe  el 
juez  dar  por  conclusos  los  autos  anuque  ningu- 
na de  las  partes  concluya,  porque  ya  no  se  pue- 
den admitir  en  este  estado  mas  pedimentos  ni 
alegaciones:  ley  1.*,  tít.  14,  y ley  1.a,  tít.  15,  li- 
bro 11,  Nov.  Recop. 

Cuando  no  se  practicaron  pruebas  y un  liti- 
gante pide  la  conclusiou,  se  confiere  traslado  al 
otro ; y si  este  nada  contesta , acusada  una  re- 
beldía se  declara  coucluso  el  pleito:  ley  3.',  tí- 
tulo 15,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

* En  la  actualidad,  devueltos  los  autos  por  el 
demandado  con  su  alegato  (ó  recogidos  en  virtud 
de  apremio,  si  no  los  devolviere  pasado  el  térmi- 
no para  alegar),  se  inundarán  traer  á la  vista 
para  oir  sentencia  definitiva:  art.  379.  Esta  pro- 
videncia hace  las  veces  y produce  los  efectos  de 
la  que  antes  se  dictaba  de  conclusión,  de  que 
habla  el  autor.  * 

Como  uno  de  los  efectos  de  la  conclusión  es 
cerrar  la  entrada  á nuevas  alegaciones  y pro- 
banzas, parecía  natural  que  el  juez  debiese  des- 
echar todas  las  que  se  propusieren  después  por 
los  litigantes,  ora  consistiesen  en  testigos,  ora 
en.  documentos;  y así  en  efecto  lo  previene  la 
ley  34,  tít.  16,  Part.  3.’  Pero  apenas  se  cierra  la 
puerta  sino  á la  prueba  de  testigos.  Sí  alguna 
de  las  partes  presenta  despue3  de  la  conclusiou 
una  escritura  que  puede  conducir  á la  aclara- 
ción de  la  verdad,  jurando  que  hasta  entonces 
no  tuvo  noticia  de  ella  y que  no  la  presenta  de 
malicia  ni  por  diferir  el  pleito,  sino  únicamente 
por  convenir  á la  demostración  de  la  justicia 
que  le  asiste,  debe  admitirla  el  juez  y dar  tras- 
lado k la  otra  parte,  la  cual  podrá  exponer  lo  \ 
que  le  convenga  sobre  su  contenido,  impugnar- 
la; pedir  su  cotejo,  y redargüiría  de  falsa  civil 
ú criminalmente , á cuyo  efecto  se  le  habrá  de 
conceder  el  término  competente,  suspendiéndo- 
se entretanto  la  sentencia  definitiva:  ley  3.a,  tí- 
tulo 7.°,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  Curia  filip.,  par- 
te 1.‘,  pár.  16,  núm.  32;  Conde  de  la  Cañada,  ! 
Instituc.  pract.,  parte  1.*,  cap.  11,  núm.  48  y 
siguientes;  Febrero,  Nov.,  lib.  3.“,  tít.  2°,  capí- 
tulo 14,  núm.  3.“  Asimismo  , si  alguno  de  los  li- 
tigantes supiere  después  de  la  conclusión  que 
el  instrumento  presentado  en  cualquiera  parte  j 
del  juicio  por  el  otro  era  falso  ó suplantado,  y 
tuviere  pruebas  claras  y concluyentes  para  de-  ¡ 


mostrarlo,  podrá  pedir  que  se  le  admitan  con  el 
juramento  legal,  y el  juez  habrá  de  admitirlas 
con  traslado  al  adversario,  suspendiendo  igual- 
mente la  sentencia:  leyes  1.*  y 2.*,  tít.  26,  y ley 
116,  tít.  18,  Part.  3.*;  Curia  filip.  y Febr.  Noví- 
simo, lug.  cit. 

* La  admisión  de  la  prueba  documental , y 
aun  de  la  confesión  de  la  parte  contraria  con- 
cerniente al  pleito,  aun  después  de  declarada  la 
conclusión,  es  sosteDible  en  el  día,  aun  aten- 
diendo á las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento. Y en  efecto , pudiera  alegarse  en  favor 
de  la  admisión  de  documentos,  que  el  pár.  2-° 
del  art.  276  que  los  admite,  trascurrido  el  térmi- 
no de  prueba,  no  fija  término  hasta  el  cual  pue- 
dan aquellos  admitirse , y que  la  ley  citada  no 
contiene  disposición  alguna  que  prohíba  la  pre- 
sentación de  documentos  en  general  después  de 
la  conclusión  para  definitiva,  y si  se  hubiera 
querido  poner  esta  limitación,  parece  natural 
que  se  hubiera  expresado.  * 

Como  otro  de  los  efectos  de  la  conclusión  es 
dejar  tiempo  al  juez  para  que  examine  el  pro- 
ceso y se  entere  de  la  verdad,  á fin  de  sentenciar 
con  acierto,  es  consiguiente  que,  si  para  salir  de 
alguna  duda  que  se  le  originare  con  motivo  de 
dicho  examen,  creyere  oportuna  ó necesaria  al- 
guna diligencia,  pueda  decretarla  de  oficio  y 
proceder  á su  verificación , pues  que  para  él 
nunca  concluye  el  pleito  hasta  la  sentencia.  Así 
que,  dando  un  auto  para  mejor  proveer , puede 
hacer  preguntas  á cualquiera  de  los  litigantes, 
exigirles  juramento  supletorio  , proceder  á la 
inspecciou  6 .vista  ocular  en  los  casos  en  que 
haya  lugar  á ella,  llamar  á alguno  de  los  testi- 
gos ya  examinados  para  que  explique  las  expre- 
siones confusas  ú oscuras  de  su  primera  decla- 
ración, 6 conteste  á las  preguntas  del  interroga- 
torio que  se  le  dejaron  de  hacer  por  inadverten- 
cia ú olvido,  y aun  podrá  evacuar  estas  diligen- 
cias á instancia  de  parte:  ley  2.‘,  tít.  12,’  Partida 
3.a,  con  las  glosas  de  Gregorio  López,  y ley  30, 
tít.  16,  d.  Part.  3.’;  Curia  filip.,  lugar  citado, 
núm.  33,  y Febr.  Nov.,  id.,  núms.  4 y 5. 

* Facultando  ia  ley  de  Enjuiciamiento  al  juez 
en  su  art.  48  para  dictar  autos  para  mejor  pro- 
veer, sin  señalarle  período  del  juicio  para  ello, 
y teniendo  estos  por  objeto  enterarse  del  nego- 
cio para  dictar  su  fallo,  no  hay  duda  que  podrá 
hacer  uso  de  este  medio  de  instrucción  hasta  sen- 
tencia definitiva  dentro  de  los  límites  que  mar- 
ca dicho  artículo.  Y.  Auto  para  mejor  proveer . * 
Puede  también  consultar  confidencialmente 
sobre  las  dudas  que  le  ocurrieren  á personas 
versadas  en  el  derecho  (ley  11,  tit.  22,  Part.  3.  ), 
como  asimismo  recibir  informes  escritos  ó ver- 
bales de  cada  una  de  las  partes  ó de  sus  aboga- 
dos ó procuradores  (ley  1.a,  tít.  14,  lib.  11,  Noví- 
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sima  Recop.),  y aun  en  alg'unos  juzgados  es  cos- 
tumbre pedir  los  litigantes  señalamiento  de  día 
y hora  para  la  vista  del  pleito,  á lo  cual  se  accede 
siempre,  asistiendo  en  este  caso  los  letrados  de- 
fensores de  las  partes  para  informar  de  palabra 
sobre  el  derecho  de  sus  clientes  y fundarlo  en 
leyes  y doctrinas. 

* En  el  art.  330  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
se  consigna  expresamente,  que  si  cualquiera  de 
las  partes  lo  pidiere,  dentro  de  los  dos  dias  si- 
guientes al  de  la  citación  para  oir  sentencia  de- 
finitiva, el  juez  señalará  á la  posible  brevedad 
dia  para  la  vista;  en  este  acto  oirá  de  palabra  á 
los  defensores  de  las  partes,  si  se  presentaren.  * 
El  juez  ha  de  ver  y examinar  por  sí  mismo  los 
autos,  y no  por  relación  de  escribano  ni  tampoco 
por  relator:  ley  3.’,  tít.  16,  lib.  11,  Nov.  Roeop. 
Sin  embargo,  en  los  juzgados  de  la  córte  y de 
otros  pueblos  donde  hay  gran  copia  de  nego- 
cios, se  observa  la  práctica  abusiva  de  hacerse 
relación  del  pleito  por  el  escribano,  y pedir- 
se por  las  partes  comunicación  del  apunta- 
miento con  los  autos  para  su  comprobación  y 
enmienda. 

* El  art.  35  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  pre- 
viene que  los  jueces  de  primera  instancia  vean 
por  sí  mismos  los  autos.  * 

XIX.  Vista  y examinada  la  causa,  debe  el 
juez  pronunciar  la  sentencia  definitiva  dentro  | 
de  los  veinte  dias  siguientes  al  de  la  conclusión, 
bajo  la  pena  de  pagar  dobladas  las  costas  que 
por  su  morosidad  ocasionare  á los  litigantes  y 
cincuenta  mil  maravedís  de  multa,  si  viéndose 
requerido  por  alguno  de  ellos,  dilatare  mas  tiem- 
po su  pronunciamiento:  ley  1.a,  tít.  16,  lib.  11, 
Xov.  Recop.,  y art.  48,  regla  6.a,  decreto  de  26  de 
Setiembre  de  1835.  Como  para  fijar  el  punto  de 
que  debe  partir  el  término  de  los  veinte  dias,  se 
sirve  la  ley  de  la  expresión  desque  fueren  las  ra- 
zones cerradas  en  el  pleito,  cree  un  escritor  mo- 
derno, que  si  los  abogados  informan  verbal- 
mente en  la  vista  del  pleito,  no  corre  el  término 
en  tal  caso  hasta  que  se  han  hecho  los  informes, 
suponiendo  que  hasta  entonces  no  están  cerra- 
das las  razones.  Para  desvanecer  esta  idea,  basta 
observar  que  la  frase  cerrar  las  razones  no  signi- 
fica otra  cosa,  en  el  lenguaje  legal,  sino  concluir 
el  pleito,  según  es  de  ver  por  el  epígrafe  de  la 
misma  ley  y por  el  uso  constante  que  en  este 
sentido  se  ha  hecho  de  tale3  palabras  en  el  foro 
y en  las  obras  de  jurisprudencia.  Además  , los 
informes  verbales  de  los  abogados  en  la  vista  del 
pleito,  no  son  necesarios  al  juicio  ni  pueden  ¡ 
contener  alegaciones  nuevas;  son  tan  solamente 
accidentales,  y de  la  clase  de  aquellos  que,  sin 
embarazar  el  curso  de  los  términos,  pueden  dar- 
se por  las  partes  ó sus  defensores  para  instruir 
al  juez  de  su  derecho  después  de  concluso  el 


pleito  y antes  de  la  sentencia,  y aun  en  lodo  tiem- 
po que  quisieren,  como  dice  ¡a  ley  1.a,  tít.  14,  li- 
bro 11,  Nov.  Recop.,  de  que  mas  arriba  hemos 
hablado. 

No  puede  pronunciarse  la  sentencia  sino  cita- 
dos préviamente  los  litigantes  para  oirla,  pues 
sin  esta  circunstancia  seria  nula:  ley  5.a,  tít.  22, 
y ley  5.a,  tit.  26,  Part.  3.a  La  citación  se  manda 
hacer  en  el  mismo  auto  en  que  se  declara  la 
conclusión  , el  cual  suele  proveerse  con  estas 
palabras:  «Por  concluso,  y autos,  citadas  las 
partes.»  La  expresión  «por  concluso,»  manifiesta 
que  el  juez  queda  enterado  de  que  las  partes  no 
tienen  ó no  quieren  decir  mas  en  sn  defensa  que 
lo  expuesto  y probado;  la  palabra  «autos,»  da  á 
entender  que  el  juez  pide  al  escribano  los  autos 
para  verlos  é instruirse  de  su  contenido;  y las 
palabras  «citadas  las  partes,»  incluyen  el  man- 
damiento para  que  el  escribano  haga  la  citación 
á los  litigantes  á fin  de  que  concurran  á oir  la 
sentencia. 

La  sentencia  se  pronuncia  por  el  juez,  se  re- 
dacta por  escrito  en  los  autos,  se  firma  por  aquel 
y el  escribano,  y se  notifica  á los  litigantes  ó sus 
procuradores  en  el  mismo  día,  ó á mas  tardar  en 
el  inmediato. 

Si  los  litigantes  dejan  pasar  el  término  de 
cinco  dias  sin  apelar,  se  declara  la  sentencia 
por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  á so- 
licitud del  que  obtuvo  la  victoria,  y se  lleva  á 
efecto  por  vía  de  apremio.  V.  Apelaile  y Ape- 
lación. 

Si  la  sentencia  fuere  nula,  debe  pedirse  que 
así  se  declare  en  el  término  de  sesenta  dias,  con- 
tados desde  su  notificación,  ante  el  juez  y en  la 
forma  que  se  dirá  en  el  artículo  Sentencia  nula. 
V.  Sentencia  en  todos  s.us  artículos,  Interpreta- 
ción de  las  sentencias , Interpretación  auténtica  de 
las  leyes.  Juez,  núm.  XII,  Autos,  Juicio  y Notifi- 
cación. 

Fenecida  la  causa,  si  alguien  pidiere  que  á 
su  costa  se  le  dé  testimonio  de  ella  para  impri- 
mirlo ó para  otro  uso,  está  obligado  el  juez  á 
mandarlo  así:  art.  14  del  reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835. 

* El  término  de  veinte  dias  señalado  por  la 
ley  recopilada  para  dictar  sentencia,  ha  sido  re- 
ducido por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

No  haciéndose  por  ninguno  de  los  litigantes 
la  pretensión  á que  se  refiere  el  art.  330  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  ya  expuesto,  á saber,  de 
pedir  señalamiento  de  dia  para  la  vista  dentro 
del  término  en  el  mismo  designado,  esto  es.  á 
los  dos  dias  siguientes  al  de  la  citación  para  oir 
sentencia,  el  juez  dictará  esta  sin  necesidad  de 
vista  pública  dentro  de  los  doce  dias  siguientes 
al  en  que  se  hubiere  citado  á las  partes.  Si  se 
hubiere  celebrado  vista  pública , dictará  la  sen- 
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teucia  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  en 


que  se  hubiere  terminado  aquella  (de  suerte,  que 
actualmente  no  se  computan  en  el  término  los 
dias  que  emplean  los  letrados  en  sus  informes). 
Ambos  términos  pueden  ampliarse  hasta  quince 
dias,  si  los  autos  exceden  de  mil  fólios:  art.  331. 

Las  penas  impuestas  por  nuestras  anteriores 
leyes  á los  jueces  que  no  pronunciaban  senten- 
cia en  el  término  legal,  han  sido  derogadas  por 
la  nueva  ley,  la  cual,  en  su  lugar,  previene  en  su 
art.  332,  que  sí  trascurrieren  dichos  términos  sin 
dictar  sentencia,  las  Audiencias  corregirán  dis- 
ciplinariamente á los  jueces  que  hayan  incur- 
rido en  semejante  falta.  V.  Corrección  disciplina- 
ria (en  lo  judicial). 

Respecto  del  modo  como  deben  dictar  los  jue- 
ces la  sentencia,  manera  de  fundarla  y demás 
circunstancias  sobre  la  misma,  véase  el  ar- 
ticulo de  esta  obra,  Sen  tencia. 

La  sentencia  deberá  notificarse  á los  procu- 
radores de  las  partes  dentro  de  los  dos  dias  si- 
guientes al  en  que  hubiere  sido  dictada : ar- 
tículo 334  confirmatorio  del  16.  También  podrá 
notificarse  la  sentencia  k las  partes  cuando  no 
hubiere  procurador  por  haber  fallecido  ó por  otra 
causa.  La  notificación  tiene  por  objeto  que  las 
partes  se  enteren  de  la  sentencia  para  apelar  de 
ella  si  la  juzgaren  perjudicial. 

La  apelación  puede  interponerse  dentro  de 
cincq  dias  contados  desde  el  siguiente  á la  noti- 
ficación, y en  la  forma  que  se  ha  expuesto  en  el 
artículo  de  esta  obra,  Apelación,  tomo  1.",  pá- 
gina 581.  El  juez  debe  admitir  la  apelación  si  se 
interpusiere  en  tiempo  y forma,  sin  sustancia- 
cion  alguna,  y remitir  los  autos  al  tribunal  su- 
perior dentro  de  segundo  día,  citando  y empla- 
zando préviamente  á los  procuradores  de  los  li- 
tigantes para  que  comparezca  ante  él:  art.  335. 
Véase  el  artículo  Apelación,  tomo  l.“,  pág,  586. 

Trascurrido  el  término  legal  sin  interponer 
apelación,  quedará  de  derecho  consentida  la 
sentencia  y pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada sin  necesidad  de  declaración  alguna:  ar- 
tículo 68.  V.  Cosa  juzgada  y Sentencia. 

El  término  para  comparecer  en  el  tribunal  su- 
perior será  el  de  veinte  dias  siguientes  al  en  que 
se  haya  notificado  la  providencia  en  que  se  man- 
da remitir  los  autos  y citar  para  la  misma  com- 
parecencia: art.  336.  V.  Sentencia  de Jitli tira  y 
£ en  (encía  in  terlocvtoria. 

Si  la  sentencia  definitiva  pronunciada  por  el 
inferior  adoleciere  del  vicio  de  nulidad,  se  puede 
hoy  apelar  de  ella  para  ante  el  tribunal  supe- 
rior, fundando  el  recurso  ó el  agravio  en  la  nuli- 
dad que  lo  originó:  de  la  sentencia  definitiva 
del  tribunal  superior  que  adoleciere  de  dicho 
defecto  se  puede  interponer  recurso  de  casación, 
dentro  de  diez  dias  contados  desde  el  siguiente 
Tomo  m. 
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al  de  la  última  notificación:  arts.  13  y 31  de  La 
ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación  ci- 
vil de  24  de  Mayo  de  1870.  V.  Sentencia  nula  y 
Recurso  de  casación. 

Respecto  del  procedimiento  que  se  sigue  para 
conocer  de  la  apelación  en  la  Audiencia,  véase 
el  artículo  de  esta  obra,  Apelación . en  general.  * 
JUICIO  ORDINARIO  EN  ASUNTOS  DE  COMERCIO.  El 
juicio  en  que  se  instruyen  y ventilan  por  escri- 
to, siguiendo  el  órden  establecido  por  las  leyes 
¡ comerciales  para  que  recaiga  sentencia  con  ple- 
no conocimiento  de  causa,  las  contestaciones 
judiciales  ó causas  de  mayor  cuantía  sobre  obli- 
gaciones y derechos  procedentes  de  negociacio- 
nes, contratos  y operaciones  mercantiles. 

I.  Eran  cansas  de  mayor  cuantía  en  el  co- 
mercio las  demandas  cuyo  interés  pasaba  de  mil 
reales  vellón  en  los  tribunales  especiales  del 
ramo,  y de  quinientos  en  los  juzgados  ordina- 
rios: art.  1210  del  Código  de  comercio. 

* Actualmente , el  procedimiento  para  cono- 
cer de  las  demandas  sobre  negocios  mercantiles 
de  mayor  cuantía,  que  hoy  son  las  que  exceden 
de  la  cantidad  señalada  respecto  de  los  negocios 
comunes  ó del  fuero  ordinario,  es  el  mismo  que 
el  establecido  para  las  demandas  de  este  fuero 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  después  de  la 
publicación  del  decreto  de  6 de  Diciembre  de 
1868  sobre  unificación  de  fueros  que  así  lo  ha 
dispuesto  en  su  art.  11.  Véase,  pues,  el  artículo 
anterior  Juicio  civil  ordinario.  * 

* JUICIO  EN  REBELDÍA.  El  que  se  sigue  cuando 
es  declarado  en  rebeldía  un  litigante  por  no  ha- 
berse presentado  enjuicio,  no  obstante  la  cita- 
ción que  se  le  hizo  en  forma,  continuándose  la 
sustanciacion  del  asunto  hasta  sentencia  como 
si  estuviera  presente,  haciéndosele  las  demás  no- 
tificaciones en  los  Estrados  del  juzgado  ó tri- 
bunal. 

Los  trámites  que  se  siguen  actualmente  en 
este  juicio,  eu  materia  civil,  se  hallan  designa- 
dos eu  el  título  25  de  la  primera  parte  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  siendo  aplicables  á los 
juicios  declarativos  como  el  ordinario  de  ma- 
yor ó de  menor  cuantía,  en  su  totalidad,  y res- 
pecto á los  demás  juicios,  en  la  parte  que  lo  per- 
mite su  índole  y naturaleza. 

En  cuanto  á la  declaración  de  rebeldía  y trá- 
mites que  siguen  cu  la  misma  en  los  pleitos 
contencioso-admínistrativos , véase  el  artículo 
de  esta  obra,  Procedimiento  contencioso- adminis- 
tran >' o. 

Acerca  de  la  declaración  de  rebeldía  del  pro- 
cesado por  delito,  y trámites  que  deben  seguirse 
en  tal  caso,  se  hallan  determinados  en  el  ca- 
pítulo 9.°  del  título  preliminar  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  los  cuales  se  expondrán 
i en  el  artículo  Juicio  criminal  contra  reos  ausentes. 

04 


; 


JU 


— 506  — 


JU 


Según  el  art.  1181  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  declarado  un  litigante  en  rebeldía  (á  peti- 
ciou'del  contrarío,  cuando  no  obedece  álos  lla- 
mamientos que  se  le  hicieron  mas  ó menos  nume-  ¡ 
rosos  según  la  naturaleza  de  cada  juicio),  no  se 
volverá  á practicar  ninguna  diligencia  en  su 
busca.  Todas  las  providencias  que  recaigau  de 
allí  adelante  en  el  pleito,  y cuantas  citaciones 
deban  hacérsele,  se  le  notificarán  y ejecutarán 
en  los  estrados  del  juzgado  ó tribunal  (parándo- 
le el  mismo  perjuicio  que  si  se  le  hicieran  ha- 
llándose presente). 

Las  notificaciones  y citaciones  de  que  habla 
el  artículo  anterior  se  harán  leyendo  las  provi- 
dencias que  deban  notificarse,  ó eu  que  se  ha- 
yan mandado  hacer  las  citaciones,  en  la  au- 
diencia pública  del  juez  ó tribunal  que  las  haya 
dictado.  Para  hacerlo  constar  se  extenderán  en 
los  autos  las  correspondientes  diligencias  que 
autorizará  el  escribano  y firmarán  dos  testigos: 
art.  1182. 

Las  providencias  que  se  notifiquen  en  estra- 
dos y las  citaciones  que  se  hagan  en  los  mismos, 
se  publicarán  por  edictos,  que  deberán  fijarse  en 
las  puertas  del  local  donde  celebren  sus  audien- 
cias los  jueces  ó tribunales,  haciéndose  constar 
esto  también  por  diligencia:  art.  1183,  todo  con 
el  objeto  de  que  puedan  llegar  mas  fácilmente  á 
noticia  del  litigante  rebelde.  Además  de  este 
modo  de  notificaciones,  las  sentencias  definiti- 
vas se  publicarán  en  los  periódicos  oficiales,  se- 
gún previenen  los  arts.  1190  y 1191,  que  se  ex- 
ponen mas  adelante. 

Dando  lugar  á la  presunción  de  que  obra  con 
malicia  el  litigante  que  llamado  debidamente 
no  comparece  al  juicio,  para  garantir  al  contra- 
rio la  satisfacción  de  sus  reclamaciones,  se  pre- 
viene en  el  art.  1184,  que  desde  el  momento  en 
que  un  litigante  haya  sido  declarado  en  rebel- 
día, pueden  decretarse,  si  la  otra  parte  lo  pidie- 
re, la  retención  de  sus  bienes  muebles  de  toda 
clase  y el  embargo  de  los  inmuebles,  en  cuanto 
sean  necesarios  para  estimar  asegurado  lo  que 
sea  objeto  del  juicio:  art,  1184. 

lin  esta  retención  y embargo  deberá  observar- 
se el  orden  que  establecen  los  arts.  949  al  952  de 
la  ley,  que  se  exponen  en  el  artículo  Juicio  eje- 
cutivo. 

La  retención  se  hará  en  poder  de  la  persona 
que  tuviere  á su  disposición  ó bajo  su  custodia 
los  bienes  en  que  haya  de  consistir,  si  ofreciere 
garantías  suficientes  al  efecto.  Si  no  las  ofrece, 
se  le  exigirá  que  las  preste,  y si  no  las  diere,  se 
constituirán  los  bienes  en  depósito,  entendién- 
dose de  cuenta  y riesgo  del  dueño  de  ellos.  Lo 
mismo  se  hará  en  el  caso  de  hallarse  en  poder 
del  litigante  rebelde  los  bienes  eu  que  deba  cau- 
sarse la  retención:  art.  1 185. 


Respecto  del  embargo,  dispone  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  en  su  art.  118(5,  que  se  haga 
por  medio  de  órden  á la  contaduría  de  hipotecas 
correspondiente,  para  que  se  tome  razón  de  la 
hipoteca  judicial,  que  desde  luego  se  constituye 
en  los  inmuebles  en  que  se  causa  y de  la  prohi- 
bición absoluta  de  venderlos,  gravarlos  ú obli- 
garlos á que  queden  sujetos.  Mas  liabieudo  sido 
sustituidas  las  antiguas  contadurías  de  hipote- 
cas por  los  Registros  déla  propiedad,  y suprimí- 
dose  las  hipotecas  judiciales  con  virtiéndolas  en 
anotaciones  preventivas,  deberá  dirigirse  la  ór- 
den á los  Registradores  de  la  propiedad  del  par- 
tido en  que  se  hallen  situados  los  inmuebles  re- 
feridos. debiendo  expresar  la  órden  ó manda- 
miento de  embargo  á que  se  refiere  el  art.  1186 
expuesto,  la  causa  que  haya  dado  lugar  á él  y el 
importe  de  la  obligación  que  lo  hubiere  origina- 
do, según  previene  el  art.  72  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, y las  demás  circunstancias  que  expresan  el 
art.  72  y el  9 de  la  misma  ley.  Y.  Anotación  pre- 
ventiva. También  creemos  aplicable  á este  caso 
lo  dispuesto  en  el  art.  953  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  para  el  embargo  en  el  juicio  ejecu- 
tivo. Decretado  el  embargo,  no  puede  excusarse, 
ni  suspenderse  la  anotación  por  oposición  de  la 
parte  contraria,  según  disponen  los  arts.  41  y 43 
del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, que  convienen  con  lo  que  prescribe  el 

■ artículo  118H  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Cualquiera  que  sea  el  estado  del  pleito  duran- 
te la  primera  instancia  en  que  el  litigante  rebel- 
de comparezca,  será  admitido  como  parte,  y se 
entenderá  con  él  la  sustanciacion,  sin  que  esta 
pueda  en  ningún  caso  retrogradar:  art.  1187  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento,  y sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  31  de  Diciembre  de  1864  y de 
2 de  Diciembre  de  1869.  Fúndase  esta  disposición 
en  que,  habiendo  perdido  el  litigante  rebelde  el 
derecho  á que  se  practiquen  las  diligencias  y 
actuaciones  judiciales,  de  hallarse  presente  al 
juicio,  no  deben  volver  á practicarse  las  efec- 
tuadas durante  su  rebeldía.  Si  se  presentó,  pues, 
declarada  por  contestada  la  demanda , no  podrá 
proponer  las  excepciones  dilatorias  como  tales, 
sino  como  medios  de  defensa  en  el  escrito  de  con- 

■ traréplica  ó en  el  informe  oral.  Pero  si  hubiere 

| comparecido  después  del  término  de  prueba  eu 

la  primera  instancia  ó durante  la  segunda,  como 
de  seguirse  la  disposición  general  del  art.  1186 
no  podría  practicar  prueba  alguna,  y de  atender 
al  rigor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  869  sobre  los 
hechos  de  que  se  permite  prueba  en  grado  de 
apelación,  seria  esta  muy  limitada,  resultando 
de  ello  una  injusticia,  ha  establecido  la  ley  una 
excepción  á lo  prescrito  en  el  art.  1186,  dispo- 
niendo en  el  1192,  que  en  tal  caso  se  reciban  en 
dicha  segunda  instancia  precisamente  ios  autos 
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á prueba  si  lo  pidiere  dicho  litigante,  y las  cues- 
tiones que  se  discutan  fueren  de  hecho,  aun 
cuando  no  concurran  todas  las  circunstancias 
designadas  en  el  art.  869  de  dicha  ley.  Esta  am-  ¡ 
pliacion  de  prueba  deberá  aplicarse  también  al  ' 
litigante  no  contumaz. 

T,a  retención  y embargo  de  bienes  que  se  hu- 
bieren practicado  á consecuencia  de  la  declara- 
ción en  rebeldía,  continuarán  hasta  el  fin  del 
juicio.  Exceptúase  el  caso  en  que  el  litigante  re- 
belde justificare  cumplidamente  que  una  fuerza 
mayor  y que  no  habia  estado  á su  alcance  ven- 
cer, le  impidiera  comparecer  en  el  juicio.  Hecha 
esta  justificación  , se  alzarán  la  retención  y el 
embargo,  pues  en  tal  caso  desaparece  la  presun- 
ción de  que  procedió  de  malicia,  puesto  que  es- 
tuvo en  su  mano  el  comparecer  al  juicio:  ar- 
tículo 1188. 

La  solicitud  que  sobre  dicho  alzamiento  se  de- 
dujere, se  considerará  como  un  incidente,  que 
deberá  sustanciarse  en  ramo  separado,  y sin  que 
se  detenga  por  él  el  seguimiento  de  la  demanda 
principal:  art.  1189. 

La  sentencia  definitiva  que  se  pronunciare  en 
cualquier  juicio  seguido  en  rebeldía,  además  de 
notificarse  en  los  estrados  del  tribunal  ó juzga- 
do que  la  haya  dictado,  y de  hacerse  notoria  por 
medio  de  edictos  en  la  forma  prevenida  en  el 
an.  1183,  se  publicará  (según  ya  hemos  indica- 
do) en  los  diarios  oficiales  del  pueblo  en  que  re- 
sidiere el  tribunal  ó juzgado,  y en  el  Boletín  de 
la  provincia.  Cuando  las  circunstancias  del  caso 
lo  exigieren  ajuicio  del  juez,  se  publicará  tam- 
bién la  sentencia  definitiva  en  la  Gacela  de  Ma- 
drid. De  la  misma  manera  se  publicará  en  el 
Boletín,  y en  la  Gacela  de  Madrid  en  su  caso,  la 
sentencia  definitiva  de  la  segunda  instancia, 
además  de  notificarse  en  estrados  y de  hacerse 
notoria  por  medio  de  edictos:  arts.  1190  y 1191. 

Dáse  á las  sentencias  esta  mayor  publicidad 
que  á las  notificaciones  y citaciones,  por  su  ma- 
yor importancia  puesto  que  resuelven  la  cues- 
tión principal,  para  que  lleguen  á noticia  del 
rebelde  y pueda  presentarse  á interponer  les  re- 
cursos de  apelación  ó de  casación  si  procedieren, 
dentro  del  lérmino  legal , que  principia  á con- 
tarse desde  la  inserción  de  aquellas  en  el  Boletín 
de  la  provincia;  y si  dejó  pasar  dicho  término 
legal , para  que  puedan  principiar  á contarse 
desde  el  dia  de  la  mencionada  inserción  los  tér- 
minos marcados  en  los  arts.  1195,  1196  y 1198  de 
la  ley. 

La  no  comparecencia  al  juicio  del  litigante 
rebelde  no  es  causa  bastante  para  dictar  senten- 
cia en  contra  suya.  Ocasiónale  la  desventaja  de 
no  haber  presentado  las  pruebas  y justificacio- 
nes de  su  derecho;  solamente  podrá,  pues,  sen- 
tenciarse á favor  del  demandante  ó del  litigante 


que  compareció  al  juicio,  cuando  probó  clara- 
mente su  intención,  como  dice  la  ley  10,  tít.  22, 
Part.  3.*,  refiriéndose  á este  caso  y juicio,  aña- 
diendo, que  si  el  juez  entendiere  que  no  prueba 
el  actor  su  intención  claramente,  debo  absolver 
de  la  demanda  al  demandado.  Véase  también  la 
ley  1.',  tít.  6.°  ltb.  2.°,  Nov.  liecop.,  y el  art.  102 
del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846  sobre 
el  modo  de  proceder  el  Consejo  Real  en  los  plei- 
tos contenc.ioso-administrativos  que  dispone,  que 
el  Consejo  fallará  concediendo  al  actor  lo  que 
pidiere  en  su  demanda  en  cuanto  no  fuere  in- 
justa , y si  el  contumaz  fuere  el  actor,  deberá 
el  Consejo  absolver  de  la  demanda  al  demanda- 
do: art.  103. 

Al  litigante  que  baya  sido  citado  ó emplazado 
en  su  persona,  y por  su  no  presentación  en  el 
juicio  haya  sido  declarado  en  rebeldía,  no  puede 
oirse  ni  admitirse  ningún  género  de  recurso 
contra  la  ejecutoria  que  haya  puesto  término  al 
pleito : art.  1193:  la  cual  se  funda,  en  que  en  tal 
caso,  no  habiendo  duda  que  tuvo  noticia  de  la 
demanda,  incurrió  eu  la  rebeldía  que  se  llama 
verdadera. 

Exceptúase  el  caso  en  que  el  mismo  litigante 
acreditare  cumplidamente  que  desde  la  citación 
y emplazamiento,  y durante  todo  el  tiempo  in- 
vertido en  la  sustauciacion  del  pleito  hasta  la 
citación  para  sentencia  en  segunda  instancia, 
si  la  hubiere  habido,  y si  no  hasta  la  misma  ci- 
tación en  la  primera,  ha  estado  impedido  por 
una  fuerza  mayor  y que  no  haya  dejado  de 
existir,  de  comparecer  en  el  juicio:  art,  1194. 
Esta  disposición  se  funda  en  que  si  en  cualquier 
estado  del  juicio  dentro  del  tiempo  mencionado, 
no  hubiera  tenido  impedimento  para  compare- 
i cer,  no  debe  concedérsele  el  beneficio  de  oírsele, 
porque  se  presume  que  renunció  á él  por  el  mero 
hecho  de  no  presentarse  eu  juicio. 

Para  que  pueda  prestarse  audiencia  en  el  caso 
del  artículo  anterior,  se  necesita  indispensable- 
mente que  se  haya  solicitado  y hecho  la  justifi- 
cación de  la  fuerza  mayor  dentro  de  seis  meses, 
contados  desde  la  fecha  de  la  publicación  de  la 
ejecutoria  en  el  Boletín  de  la  provincia;  ar- 
tículo 1195. 

Al  litigante  que  haya  sido  citado  por  cédula 
entregada  á su  mujer,  hijos,  parientes,  criados 
ó vecinos , se  le  prestará  audiencia  contra  la  eje- 
cutoria dictada  en  su  rebeldía,  concurriendo  las 
circunstancias  siguientes: 

1. *  Que  la  pida  precisamente  dentro  de  un 
año,  contado  desde  la  fecha  de  la  publicación  de 
ia  ejecutoria  en  el  Boletín  de  ia  provincia. 

2. °  Que  acredite  cumplidamente  que  una 

causa  no  imputable  al  mismo,  ha  impedido  que 
la  cédula  de  citación  ó emplazamiento  le  haya 
sido  entregada:  art.  196.  .Se  concede  aquí  mayor 
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plazo  que  en  el  caso  de  la  citación  personal, 
porque  pudo  no  haber  recibido  la  cédula  por 
negligencia  de  la  persona  á quien  se  entreg'ó  , ó 
por  otra  causa,  é ignorar  la  existencia  del  pleito 
fallado. 

Estas  mismas  reglas  son  aplicables  al  litigan- 
te rebelde  que  haya  sido  citado  ó emplazado  en 
países  extranjeros , según  que  estas  diligencias 
se  hayan  hecho  en  su  persona  ó por  medio  de 
cédula  entregada  á su  mujer,  hijos , parientes, 
criados  ó vecinos:  art.  111)7. 

Al  litigante  que  haya  sido  citado  ó emplazado 
en  edictos,  por  no  tener  domicilio  conocido,  se 
le  prestará  audiencia  contra  la  ejecutoria,  con- 
curriendo las  siguientes  circunstancias,  y no 
en  otro  caso: 

3.’  Que  lo  solicite  dentro  de  un  año,  contado 
desde  la  fecha  de  la  publicación  de  la  ejecutoria. 

2.  ‘ Que  acredite  haber  estado  durante  todo 
el  tiempo  invertido  en  sustanciar  el  pleito,  desde 
que  se  le  hubiere  citado  ó emplazado,  fuera  del 
pueblo  en  que  se  haya  seguido. 

3. "  Que  acredite  asimismo  se  hallaba  ausente 
del  pueblo  de  su  última  residencia,  anteriora 
la  citación  6 emplazamiento  , en  la  fecha  de  la 
publicación  en  él  de  los  edictos  para  citarlo  y 
emplazarlo:  art.  1198  y sentencia  de  17  de  Marzo 
de  1865.  Como  el  citado  por  edictos  no  puede 
probar  que  no  llegaron  estos  á su  noticia  á la 
manera  que  el  citado  por  cédula  que  no  recibió 
esta,  requiere  la  ley  que  acredite  los  particula- 
res mencionados  para  presumir  que  no  supo 
el  emplazamiento. 

La  Audiencia  que  haya  dictado  la  ejecutoria, 
ó á cuyo  territorio  corresponda  el  juzgado  cuya 
sentencia  haya  quedado  consentida,  es  quien 
debe  declarar  si  procede  ó no  que  se  oiga  al  li- 
tigante condenado  en  rebeldía:  art.  1199.  Fún- 
dase esta  disposición,  al  atribuir  á la  Audiencia 
y no  al  juez  de  primera  instancia  que  dictó  el 
fallo  la  declaración  sobre  si  debe  oirse  ó no  al 
rebelde,  en  que  esta  declaración  lleva  implíci- 
tamente consigo  la  rescisión  de  una  sentencia 
ejecutoria,  lo  cual  requiere  mayores  garan- 
tías. 


I 


En  103  casos  en  que  la  ejecutoria  se  hubiere 
dictado  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
será  este  quien  deba  declarar  si  procede  la  au- 
diencia del  litigante  condenado  en  rebeldía:  ar- 
ticulo 1202. 


Si  el  Tribunal  Supremo  creyere  procedente 
oirlo,  prevendrá  á la  Audiencia  disponga  se  le 
oiga  en  la  forma  que  queda  antes  prevenida:  ar-  ■ 
tículo  1203. 

La  cuestión  sobre  si  procede  ó no  oir  al  liti- 
gante rebelde  debe  sustanciarse  con  arreglo  á 
la  tramitación  establecida  para  los  incidentes 
en  los  avts.  342  al  348  por  las  Audiencias,  según 


el  art.  889,  con  las  variaciones  que  requiere 
el  caso. 

Contra  las  providencias  que  dictaren  las  Au- 
diencias mandando  oir  al  litigante  rebelde,  ó 
denegándolo,  no  se  da  otro  recurso  que  el  de 
casación:  art.  1200. 

Si  se  declaró  por  la  Audiencia  ó el  Tribunal 
Supremo  que  se  oiga  al  litigante  rebelde,  se 
abre  de  nuevo  el  juicio,  para  cuyo  efecto,  si  co- 
noció de  la  cuestión  el  Tribunal  Supremo,  devol- 
verá los  autos  con  certificación  del  fallo  sobre 
aquella  á la  Audiencia,  la  cual  devolverá  dichos 
autos  y certificación  del  fallo  del  Tribunal  Su- 
premo, ó del  suyo  cuando  ella  decidió  la  cues- 
tión, al  juez  de  primera  instancia  para  que  oiga 
al  litigante  rebelde. 

La  sustaneiacion  de  la  audiencia  que  se  pres- 
te contra  las  ejecutorias  dictadas  en  rebeldía, 
se  acomodará  á las  reglas  siguientes: 

1. *  Se  entregarán  los  autos  por  ocho  dias  al 
litigante  que  se  haya  mandado  oir. 

2. a  De  lo  que  expusiere  se  conferirá  traslado 
por  ocho  días  al  que  haya  obtenido  la  ejecuto- 
ria (para  que  alegue  contra  lo  opuesto  por  este). 

3. a  Si  por  los  dos  litigantes  ó cualquiera  de 
ellos  se  hubiere  pedido  el  recibimiento  á prue- 
ba, y la  cuestión  objeto  del  pleito  versare  sobre 
hechos , se  accederá  á él,  otorgando  para  hacer- 
la la  mitad  del  término  legal  que  corresponda, 
salvo  el  caso  en  qne  se  pida  y proceda  el  extra- 
ordinario (el  cual  se  concede  en  su  totalidad 
porque  su  duración  se  gradúa  en  consideración 
á las  distancias  del  punto  en  que  ha  de  efec- 
tuarse la  prueba). 

4. a  Unidas  á los  autos  las  pruebas  que  se  ha- 
yan ejecutado , se  entregarán  por  ocho  dias  á 
cada  una  de  las  partes,  para  que  se  instruyan 
de  ellas. 

5. a  En  adelante  se  acomodará  la  sustancia- 
cion  á las  reglas  establecidas  para  el  juicio  se- 
gún su  clase:  art.  1201. 

Las  sentencias  dictadas  en  rebeldía  podrán 
ejecutarse  pasados  los  términos  antes  señalados 
(de  seis  meses  respecto  del  emplazado  en  su 
persoua,  y de  un  año  en  cuanto  al  citado  por  cé- 
dula), para  oir  á los  litigantes  contra  quienes 
hayan  recaído,  de  la  manera  prevenida  en  el 
título  correspondiente  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento (esto  es,  en  el  título  XVIII):  art.  1204. 

No  se  ejecutan  las  sentencias  basta  pasados  di- 
chos términos,  puesto  que  hasta  entonces  no  ad- 
quiere su  fuerza  el  fallo,  porque  pudiera  rescin- 
dirse si  se  presentara  el  litigante  condenado  en 
rebeldía  é hiciere  valer  su  derecho  contrario  al 
declarado  en  el  fallo.  No  obstante,  para  favore- 
cer, sin  perjuicio  de  este,  los  intereses  y derechos 
del  litigante  que  dió  pruebas  de  su  buena  fe 
presentándose  en  juicio  y cuyo  derecho  se  reco- 
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noció  en  la  sentencia,  podrá  ejecutarse  esta  si 
el  que  hubiere  obtenido  sentencia  en  rebeldía 
pidiere  se  ejecute  antes  de  cumplirse  los  térmi- 
nos expresados;  si  bien  para  ello  deberá  este 
prestar  fianza  bastante  á responder  de  lo  que 
reciba,  si  oido  el  litigante  rebelde  se  le  man- 
dare devolver:  art.  1205.  Dicha  fianza  se  can- 
celará luego  que  trascurran  los  términos  seña- 
lados para  pedir  audiencia  contra  las  senten- 
cias dictadas  en  rebeldía  , art.  120G;  lo  cual  se 
funda,  en  que  pasados  dichos  términos,  no  pu- 
diendo  ya  reclamar  el  rebelde,  no  es  necesario 
conservar  la  fianza.  * 

JUICIO  EJECUTIVO.  Un  juicio  sumario  en  que 
no  se  trata  de  declarar  derechos  dudosos  y con- 
trovertidos, sino  solo  de  llevar  á efecto  lo  que  ya 
está  determinado  por  el  juez  ó consta  evidente- 
mente de  uno  de  aquellos  títulos  que  por  sí  mis-- 
mos  hacen  prueba  plena  y á que  la  ley  da  tanta 
fuerza  como  á la  decisión  judicial.  Este  juicio, 
pues,  no  es  propiamente  juicio,  sino  mas  bien 
un  modo  de  proceder  para  que  se  ejecuten  y no 
queden  ilusorias  las  obligaciones  ó deudas  ven- 
tiladas y decididas  en  juicio  ó comprobadas  por 
títulos  ó instrumentos  tan  eficaces  como  los  jui- 
cios; y así  tiene  por  objeto  la  aprehensión  ó em- 
bargo y la  venta  ó adjudicación  de  los  bienes 
del  deudor  moroso  en  favor  de  su  acreedor. 

Títulos  que  dan  lugar  al  juicio  ejecutivo. 

I.  Los  títulos  ó instrumentos  que  dan  lugar 
al  juicio  ejecutivo,  y que  por  eso  se  dice  que 
traen  aparejada  ejecución  ó que  producen  via  eje- 
cutiva, han  sido  ya  enumerados  y explicados  con 
alguna  extensión  en  el  artículo  Instrumento  eje- 
cutivo que  debe  tenerse  aquí  presente.  Entre  I 
ellos  se  contaban  antes  la  sentencia  pasada  en  í 
autoridad  de  cosa  juzgada  , la  ejecutoria  expe-  | 
dida  por  los  tribunales  y la  sentencia  arbitral;  y 
de  estos  tres  medios  ó títulos  de  ejecución,  de-  | 
cian  los  autores  que  podían  llevarse  á efecto  por 
apremio,  esto  es,  sin  observarse  mas  trámites  que 
los  precisos  para  la  veuta  de  bienes,  y sin  que 
precediera  el  órdeu  del  juicio  ejecutivo.  * Y este 
viene  á ser  el  procedimiento  que  la  ley  de  En- 
juiciamiento ha  adoptado  en  su  título  XVIII, 
cuando  la  sentencia  contiene  condena  al  pago 
de  cantidad  líquida,  y después  de  tas  diligencias 
necesarias  para  la  liquidación  de  esta.  V.  Sen- 
tencia (ejecución  de).  * Véase  mas  abajo  en 
este  artículo  Via  de  aprendo , pár.  XXXVIII,  y en 
su  lugar  Sentencia- pasada  en  cosa  juzgada  y Tlci  tos 
de  menor  cuantía. 

Quiénes  pueden  ejecutar  y ser  ejecutados. 

II.  Puede  pedir  la  ejecución  en  virtud  del 
instrumento  que  la  trac  aparejada,  no  solamen- 


te el  acreedor  á cuyo  favor  estuviese  otorgado, 
sino  también  cualquiera  otra  persona  que  tenga 
interés  en  él  ó represente  los  derechos  del  acree- 
dor principal.  Así  es,  que  pueden  pedir  la  ejecu- 
ción: l.°  El  socio,  por  los  créditos  de  la  compa- 
ñía , aunque  no  tenga  poder  ni  cesión  de  sus 
consocios,  ley  6.a,  tit.  10,  Part.  5.’;  2.",  el  marido, 
por  la  dote  que  le  fuá  prometida  y no  entregada, 
y aun  por  los  bienes  parafernales  como  repre- 
sentante de  su  mujer;  bien  que  para  cobrarlos 
necesita  poder  de  esta;  3.°,  el  heredero  del 
acreedor  difunto,  y si  hubiere  dos  ó mas,  cada 
uno  por  su  parte  respectiva;  4.°,  el  comprador 
de  la  herencia  contra  los  deudores  de  esta;  5.°,  el 
albacea  ó testamentario  universal  á quien  dió  fa- 
cultad el  testador  para  la  distribución  de  sus 
bienes,  pues  que  tiene  las  acciones  útiles  y di- 
rectas del  testador;  6.°,  el  legatario  ó fideicomi- 
sario contra  el  que  tiene  en  su  poder  la  cosa  le- 
gada ; 7.°,  el  fiador  contra  el  deudor  á quien 
fió,  por  lo  que  hubiere  pagado  en  su  nombre  vo- 
luntariamente ó apremiado,  presentando  ade- 
más de  la  escritura  de  obligación  la  cesión  ó 
carta  de  lasto  del  acreedor;  8.°,  el  fiador  contra 
sus  compañeros  en  la  fianza  por  lo  que  pagó  por 
ellos;  presentando  igualmente  la  carta  de  lasto 
del  acreedor;  9.°,  la  mujer,  disuelto  el  maírimo- 
íiio,  contra  los  herederos  de  su  marido,  por  la 
dote  que  este  recibió  y arras  que  le  prometió';  y 
también  por  su  mitad  de  gananciales  contra  los 
deudores  de  su  marido;  10,  el  cesionario  del 
acreedor;  11,  el  procurador  ó apoderado  del 
acreedor,  ya  tenga  poder  especial  para  ejecutar, 
ya  solo  general  para  pleitos:  bien  que  no  podrá 
cobrar  la  deuda  sin  que  en  el  poder  se  le  faculte 
para  ello,  ley  7.%  til.  14,  Part.  5.*;  pero  podrá 
pedir  que  se  asegure  hasta  que  el  principal  acu- 
da á cobrarla.  Curia  filíp.  part.  2.5,  pár.  9.°,  y 
Febr.  Nov.,  lib.  3.°,  tít.  3.°,  cap.  3.°,  uíun.  I."  y 
siguientes  hasta  el  8.° 

III.  La  ejecución  puede  pedirse,  no  solamente 
contra  la  persona  que  resulta  obligada  en  el  ins- 
trumento ejecutivo , sino  también  contra  las  si- 
guientes: 1.",  contra  el  heredero  del  deudor,  por 
toda  la  deuda,  aunque  importe  mas  que  ios  bie- 
nes hereditarios,  si  aquel  aceptó  la  herencia 
llana  y simplemente:  y solo  en  cuanto  alcancen 
dichos  bienes  si  la  aceptó  con  beneficio  de  in- 
ventario; mas  si  fueren  muchos  los  herederos, 
no  se  puede  ejecutar  á cada  uno  de  ellos  insoli- 
dum  por  toda  ia  deuda,  sino  solo  por  su  parte 
respectiva,  á menos  que  se  persiga  una  cosa  hi- 
potecada por  el  difunto,  en  cuyo  caso  procede 
la  ejecución  contra  el  que  la  posea  : pero  enton- 
ces el  heredero  que  pague  mas  de  lo  que  le  cor- 
■ responde,  tiene  derecho  para  pedir  ejecutiva- 
mente el  exceso,  con  el  lasto  del  acreedor,  á los 
coherederos;  2.°,  contra  el  hijo  mejorado  en  ter- 
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cío  y quinto,  por  las  deudas  de  la  herencia  pa- 
terna, materna  ó abolenga  á prorata  de  la  parte 
que  conste  haberle  tocado  en  ella  (ley  ó.  , tít,  6.  , 
Iib  10  No?.  Recop.);  3.°,  contra  el  heredero  usu- 
fructuario de  todos  los  bienes  del  deudor  difun- 
to bien  que  se  ha  de  pedir  contra  el  usufruc- 
tuario y el  propietario  al  mismo  tiempo,  pues 
que  se  trata  del  perjuicio  de  ambos;  4.°,  contra 
los  que  poseen  la  herencia  del  deudor,  como  el 
fideicomisario  universal,  el  legatario  de  todos 
los  bienes,  el  fisco  que  sucedió  en  los  del  delin- 
cuente ó del  que  falleció  intestado  sin  dejar 
personas  capaces  de  heredarle  con  arreglo  á las 
leyes , y los  testamentarios  ó albaceas  universa- 
les á quienes  el  testador  cometió  la  distribución 
de  todos  sus  bienes  en  sufragios  por  su  alma  ó 
en  otros  fines;  5.”,  contra  la  mujer  por  la  mitad 
de  las  deudas  que  durante  el  matrimonio  con- 
trajo juntamente  con  su  marido  ó este  solo , en 
cuanto  alcance  su  mitad  de  gananciales  y no 
mas,  bien  que  si  ambos  se  obligaron  insolidim 
por  el  todo,  se  le  puede  pedir  todo  el  importe  de 
la  deuda,  á no  ser  que  renunciare  los  ganan- 
ciales (ley  14,  tít.  20,  lib.  3.”  del  Fuero  Real,  y 
ley  60  de  Toro);  C.“,  contra  cualquiera  individuo 
de  una  sociedad  ó compañía  por  la  parte  que  le 
toca  de  las  deudas  que  esta  hubiere  contraído 
(ley  16,  tít.  10,  Part.  5.a);  7.°,  contra  el  deudor  del 
deudor  principal,  con  tal  que  primero  se  haya 
hecho  excusión  en  los  bienes  de  este  y conste 
por  confesión  ú otro  medio  legal  el  débito  de 
aquel;  contra  el  fiador  del  deudor,  prévia  excu- 
sión en  Jos  bienes  de  este;  y sin  necesidad  de  ¡ 
hacer  la  excusión  cuando  puede  ser  reconvenido 
el  fiador  antes  que  el  deudor  principal,  segnn  lo 
dicho  en  la  palabra  Fianza,  pár.  11. 

IV,  Por  regla  general,  no  tiene  tugar  la  eje- 
cución contra  los  terceros  poseedores  de  los  bie-  ' 
nes  del  deudor , que  los  adquirieron  por  título 
particular  de  venta,  permuta,  donación  ú otro 
semejante.  Exceptúanse,  sin  embargo,  los  casos 
siguientes  en  que  puede  hacerse  ejecución  con- 
tra el  tercer  poseedor,  sin  necesidad  de  prévia 
excusión  contra  el  deudor:  1.®,  cuando  la  cosa 
que  pasó  á tercer  poseedor  se  halla  hipotecada 
especialmente  á la  deuda,  con  tal,  empero,  que 
concurra  alguna  de  las  cuatro  circunstancias 
que  se  han  expuesto  en  la  palabra  Hipoteca, 
p¿r.  XL,  pues  fuera  de  ellas  no  se  puede  proce- 
der ejecutivamente  contra  el  tercer  poseedor  sin  ’ 
que  primero  se  haga  excusión  en  los  bienes  del 
deudor.  * Debe  advertirse  que  en  el  dia,  confor- 
me á la  ley  Hipotecaria,  solo  puede  dirigir  la 
acción  el  acreedor  contra  el  tercer  poseedor  de 
la  finca , cuando  requerido  el  deudor  no  satisfa- 
ciere  la  deuda , pero  sin  necesidad  de  hacer  ex- 
cusión en  los  bienes  de  este.  Véanse  los  artícu- 
los 127,  128,  129, 130  al  133  de  la  ley  Hipotecaria 


y 103  al  105  del  reglamento,  expuestos  en  la 
adición  al  pár.  III  del  artículo  de  esta  obra,  Hi- 
po teca ; * 2.",  cuando  el  tercer  poseedor  adquirió 
la  cosa  por  título  evidentemente  nulo , 6 por 
contrato  simulado;  y asi  es  que  el  que  compró 
la  cosa  enfitéutica,  sin  prévio  consentimiento 
del  dueño  directo,  puede  ser  ejecutado  en  ella 
por  las  pensiones  que  se  debieren  y por  razón 
del  comiso;  3.°,  cuando  el  tercer  poseedor  tiene 
la  cosa  en  calidad  de  empréstito,  comodato, 
depósito  ó arrendamiento,  pues  que  entonces  no 
posee  en  nombre  suyo;  4.“,  cuando  el  tercer  po- 
seedor tiene  los  bienes  de  la  mujer  deudora  en 
calidad  de  dote  , por  no  ser  justo  que  la  mujer, 
por  el  hecho  de  casarse  y dar  sus  bienes  en  dote 
al  marido,  haga  ilusorias  las  deudas  que  habia 
contraído  anteriormente;  5.a,  cuando  el  deudor, 
por  eludir  el  derecho  del  acreedor , enajenó  sus 
bienes  ó la  cosa  demandada  después  de  emplaza- 
do judicialmente  ó de  empezado  el  juicio  ejecuti- 
vo, pues  que  en  estos  casos  es  nula  la  enajenación 
(leyes  13,  14,  15  y 16,  tít.  7.®,  Part.  3.a,  y ley  14, 
tít.  13,  Part.  5.a);  6.°,  cuando  el  tercer  poseedor 
compró  al  contado  la  cosa  del  deudor  y no  ha 
pagado  el  precio,  pues  que  el  deudor  que  la  ven- 
dió conserva  sobre  ella  el  derecho  de  dominio 
(ley  46,  tít.  28,  Part.  3.a);  7.°,  cuando  el  deudor 
enajenó  en  cualquier  tiempo  sus  bienes  á un 
tercero , pero  no  le  ha  hecho  todavía  la  tradición 
ó entrega  real,  verdadera  ó ficta  de  ellos,  pues 
que  hasta  la  tradición  no  se  constituye  dueño 
ni  poseedor  el  tercero,  según  la  ley  14,  tít.  13, 
Part.  5.a,  excepto  en  las  deudas  y acciones,  en 
que  con  solo  el  título  de  enajenación  se  le  tras- 
fiere  su  dominio;  bien  que  en  tal  caso  es  claro 
que  la  ejecución  ha  de  hacerse  contra  el  deudor 
y no  contra  el  tercero,  pues  que  aquel  y no  este 
es  todavía  quien  tiene  el  dominio  y posesión  de 
los  bienes. 

Bienes  exceptuados  de  embargo  y ejecución  por  las 
leyes  anteriores  d la  de  enjuiciamiento  civil. 

V.  Aunque  por  regla  general  todos  los  bienes 
del  deudor  están  afectos  al  pago  de  sus  deudas, 
las  leyes  de  Partida,  recopiladas  y otras  dispo- 
siciones legales  posteriores  prohibieron  que 
fueran  objeto  de  la  ejecución  y embargo  las  si- 
guientes: 

1. ”  Las  cosas  que  se  dicen  de  derecho  divino, 
esto  es,  las  sagradas,  religiosas  y santas,  de  las 
cuales  se  trata  en  los  artículos  de  la  palabra 
Cosa:  ley  3.a,  tit.  13,  Part.  5.a,  y ley  3.a,  tít.  5.®, 
lib.  l.°,  Nov.  Recop. 

2. ”  Las  cosas  de  uso  público,  como  plazas, 
calles,  egidos,  caminos,  ríos,  puertos  y fuentes, 
que  son  del  Estado  ó de  algún  Concejo:  ley  15, 
tít.  5.®,  Part.  5.a 
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, ™^ririoles  y demás  piedras  ó maderas  chos  que  el  deudor  siendo  labrador  tuviere  des- 
lio ras  cua  espinera,  cosas  que  formau  parte  de  tinados  para  la  agricultura,  como  asimismo  sus 

a e.un  e i cío  u es  n colocadas  en  él  para  su  sembrados  y barbechos,  aunque  carezca  de  otros 

según  a.  aU  a orno,  á no  ser  que  se  ejecuten  bienes,  excepto  por  las  contribuciones  debidas 

con  e mismo  ec  i cío.  ley  16,  tít.  o.0,  Part.  5.*  al  Estado,  por  las  rentas  de  las  tierras,  ó por  lo 

as  serví  umbres  reales,  sean  rústicas  ó que  el  dueño  de  estas  le  hubiere  prestado  para 

urbanas,  á menos  que  se  ejecuten  con  el  predio  La  labor;  pero  aun  en  estos  tres  casos  no  ha  de 

dominante:  ley  12,  tít.  31,  Part.  3."  tener  otros  bienes  en  que  pueda  trabarse  la  eje- 

5. °  El  derecho  de  usufructo  por  ser  personal  cuciou,  y se  le  habrá  de  dejar  libre  un  par  de 

y 110  P°^erse  trasmitir  á otro  (ley  24,  tít.  31,  bueyes,  muías  ü otras  bestias  de  arar:  leyes  15  y 

Part.  3.*);  pero  bien  puede  ejecutarse  la  utilidad  16,  tít.  31,  lib.  11,  Noy.  Recop. 

ó emolumento  de  este  derecho  , esto  es,  la  per-  10.  Asimismo  y cu  la  misma  forma  las  mic- 
cepcion  de  los  frutos  y rentas  de  la  cosa  sujeta  ses  que  los  labradores  cogieren  de  sus  labores  y 

al  usufructo,  en  cuyo  caso  el  acreedor  á quien  que  después  de  segadas  existan  en  los  rastrojos 

se  adjudicase  podría  percibir  los  frutos  y rentas  ó en  las  eras  hasta  que  estén  limpios  y entroja- 

hasta  la  extinción  de  la  deuda  mientras  el  usu-  dos  los  granos,  y si  después  del  entrojamiento 

fructuario  conservase  su  derecho.  se  hubieren  de  ejecutar,  no  podrán  venderse  ni 

6. °  El  derecho  de  uso,  porque  como  está  limi-  - darse  en  pago  al  acreedor  sino  por  el  precio  cor- 
tado y circunscrito  alas  necesidades  del  usuario,  riente;  dicha  ley  16:  mas  si  bien  no  lia  de  hacer- 

no  puede  pasarse  á otra  persona  (dicha  ley  24);  se  ejecución  en  las  mieses  que  existan  en  los 

pero  si  el  uso  absorbiese  todos  los  frutos  de  la  rastrojos  ó en  las  eras,  podrá  sin  embargo,  po- 
etisa en  que  está  constituido,  podría  entonces  uerse  interventor  cuando  el  deudor  no  tenga 

ser  objeto  de  la  ejecución  la  percepción  de  estos  arraigo  y no  dé  fianza  suficiente:  art.  10  del  de- 
frutos, en  la  misma  forma  que  la  de  los  frutos  y creto  de  Córtes  de  8 de  Junio  de  1813,  restable- 

rentas  de  la  cosa  usufructuaria;  y también  po-  cido  en  6 de  Setiembre  de  1836. 

drá  ejecutarse  el  ejercicio  del  derecho  de  habita,-  11.  Cien  cabezas  del  ganado  lanar  que  tuvie- 
cion,  del  mismo  modo  que  el  del  usufructo , pues  ren  los  labradores  para  fertilizar  las  tierras  que 

que  puede  darse  en  arriendo.  cultivan,  pues  se  les  han  de  reservar  siempre 

7. ”  Las  cosas  pertenecientes  á mayorazgo,  sin  poder  ejecutarse  á no  ser  por  lo  que  dehieren 

fideicomiso  ú otra  vinculación  de  que  el  poseedor  de  diezmo  ó del  sustento  del  mismo  ganado: 

no  pudiere  disponer  libremente;  pero  bien  pue-  ley  17,  tít.  31,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

de  trabarse  la  ejecución  en  sus  frutos  y rentas,  12.  Los  granos  de  los  pósitos,  por  deudas  que 
dejando  al  deudor  lo  necesario  para  su  decente  haya  contraido  ó de  que  sea  responsable  el  pue- 

manu tención  en  caso  de  tener  título  anejo  ó blo  ó concejo:  ley  2.1,  tít,  20,  lib.  7.°,  Nov.  Reco- 

dignidad.  piiacion, 

8. °  La  pensión  alimentaria,  pues  que  seda  13.  Los  granos  de  dichos  pósitos  que  se  hu- 

para  conservar  la  vida  del  alimentista  y no  para  ■ hieren  repartido  á los  labradores,  aunque  el 
pagar  sus  deudas:  ley  2.‘,  tít.  19,  Part.  4.a;  y aun  . mismo  deudor  consienta  el  embargo  ó su  entre- 
que  la  Curia  filípica  y Febrero  Novísimo  afirman  ga,  pues  que  no  pueden  invertirse  en  otra  cosa 

que  si  bien  no  debe  hacerse  la  ejecución  eu  el  que  eu  la  sementera:  ley  4.‘,  art.  27,  tít.  26,  li- 

mismo  derecho  de  los  alimentos  , puede  sin  em-  bro  7.°,  Nov.  Recop. 

bargo  hacerse  en  la  comodidad,  esto  es,  en  los  14-  Los  caballos  padres,  las  yeguas  cerriles  y 
frutos  ó cantidad  que  han  de  servir  para  los  ali-  los  potros  recien  atados  en  los  meses  de  su  doma, 
mentos,  no  nos  parece  digna  de  adoptarse  su  á menos  que  el  deudor  no  tenga  absolutamente 
opinión,  ya  porque  no  aducen  razón  alguna  otros  bienes:  Real  decreto  de  17  de  lebrero 
para  fundarla,  ya  porque  los  alimentos  no  pue-  de  1834. 

den  mirarse  bajo  el  mismo  punto  de  vista  que  el  lo.  Los  tornos,  telares  y demás  instrumentos 
usufructo,  ya  porque  si  se  pudiera  hacer  ejecu-  ! que  los  fabricantes,  operarios,  artistas,  artesa- 
cion  eD  los  alimentos,  quedaría  otra  vez  el  ali-  ! nos  y otros  cualesquiera  oficiales  tuvieren  d e-s ti- 
men ti  sta  reducido  al  estado  de  indigencia,  y el  nados  al  ejercicio  de  sus  fábricas,  profesiones, 

que  está  obligado  á manteuerle  habría  de  hacer-  artes,  oficios,  manufacturas  ó Labores,  excepto 

le  nueva  provisión,  lo  cual  equivaldría  á teuer  por  deudas  del  fisco  ó por  las  que  provengan  de 
que  pagar  sus  deudas;  pero  el  que  le  surte  de  delito  ó cuasi-delito  en  que  se  haya  mezclado 

las  cosas  necesarias  para  vivir  tiene  derecho  á fraude,  ocultación , falsedad,  ú otro  exceso  de 

hacerse  pagar  de  la  referida  pensión  alimenta-  que  pueda  resultar  pena  corporal:  leyes  18  y 19, 
ria,  cuyo  destino  es  precisamente  la  adquisición  tít.  31,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

de  dichas  cosas.  16.  Los  esclavos  empleados  en  las  minas  3'  cu 

í).°  Los  animales,  aperos,  aparejos  y pertre-  los  ingenios  de  azúcar,  y las  provisiones  hechas 
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para  su  sustento,  como  igualmente  las  herra- 
mientas y máquinas  destinadas  al  beneficio  y 
laboreo,  según  está  decidido  en  las  le^es  de 
Indias. 

17.  Los  caballos  ó muías  de  montar,  las  armas 
y la  casa  inorada  de  los  caballeros  é hijosdalgo, 
no  siendo  por  deudas  del  fisco:  leyes  1.a,  2.a,  9.a, 
13  y 15,  tít.  2.°,  lib.  6 °,  y ley  13,  tít.  31,  lib.  11, 
Nov.  Recop.;  pero  como  esta  exención  no  se  con- 
cedió á los  caballeros  é hijosdalgo  sino  porque 
con  ellos  hacían  los  reyes  sus  conquistas  y de 
ellos  se  servían  en  tiempo  de  paz  y de  guerra,  se- 
gún expresión  de  dicha  ley  9.a,  no  parece  debe 
tener  lugar  en  el  dia  cuando  el  sistema  del  ser- 
vicio militar  no  es  ya  el  mismo  que  el  de  aque- 
llos tiempos. 

18.  Los  libros  de  los  estudiantes  y de  los  abo- 
gados, ya  porque  se  equiparan  á las  armas  se- 
gún la  ley  14,  tít.  7.°,  lib.  2.”  del  Código,  ya  por- 
que sin  ellos  no  podrían  aquellos  aprender  las 
ciencias  ni  estos  ejercer  su  profesión;  por  lo 
cual  se  deben  igualmente  considerar  exentos  de 
embargos  los  libros  de  los  magistrados,  jueces, 
médicos,  arquitectos  y demás  personas  que  los 
necesitan  para  el  buen  desempeño  de  sus  ofi- 
cios ó para  cultivar,  y hacer  progresar  las  cien- 
cias y las  artes,  como  ya  se  ha  indicado  en  la 
palabra  Biblioteca  al  fin. 

19.  El  estipendio,  sueldo  ó salario  de  los  mi- 
litares, jueces,  catedráticos  ú otros  empleados 
públicos  y de  los  clérigos,  en  la  parte  que  se 
considera  necesaria  para  sus  alimentos,  esto  es, 
en  las  tres  cuartas  partes,  en  las  dos  terceras  ó 
en  la  mitad,  según  la  importancia  del  sueldo  ó 
estipendio  y la  clase  y familia  del  deudor:  ley  3.a, 
tít.  27,  Part.  3.a,  y cap.  3.°  de  sohUimiibus. 

20.  Las  camas , vestidos , utensilios  y demás 
cosas  indispensables  al  uso  diario  del  deudor  y 
su  familia:  ley  5.a,  tít.  13,  Part.  5.a 

21.  Las  naves  extranjeras  que  traen  al  reino 
mercaderías  ó bastimentos,  por  deudas  contraí- 
das por  sus  dueños  á favor  de  extranjeros,  á 
menos  que  los  mismos  dueños  las  consignen 
para  el  pago:  ley  4.a,  tít.  31,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

* 22.  Las  minas  y los  efectos  necesarios  para 
su  avío;  pero  sí  los  productos  líquidos  en  espe- 
cie: art.  37  de  la  ley  de  minas  de  11  de  Abril  de 
1849  corroborado  por  la  de  (i  de  Julio  de  1859. 

* Estas  son  las  cosas  y objetos  cuya  ejecución 
se  prohibió  por  las  disposiciones  legales  anterio- 
res á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Esta  ley  ex- 
presa únicamente  en  su  art.  951  que  no  se  cau- 
sarán nunca  embargos:  ].",  en  el  lecho  cuoti- 
diano del  deudor,  su  mujer  é hijos;  2.°,  en  las 
ropas  del  preciso  uso  de  los  mismos,  y 3.”,  en 
los  instrumentes  necesarios  para  el  arte  ú oficio 
á que  el  primero  pueda  estar  dedicado ; y en  el 
art.  952  previene ; 4.”,  que  en  el  caso  de  que  deba 


procederse  contra  los  sueldos  ó pensiones,  solo 
se  embargará  la  cuarta  parte  de  ellos,  si  no  lle- 
garen á 8,000  rs.  en  cada  año;  desde  8,000  á 
18.000'la  tercera,  y de  18,000  en  adelante  la  mi- 
tad. Hállansc,  pues,  exceptuados,  en  nuestro 
concepto,  en  el  art.  951,  en  los  objetos  compren- 
didos en  los  núrns.  l.°  y 2.',  los  designados  por. 
el  Sr.  Escriche  en  el  núm.  20  de  este  pár.  V; 
bajo  el  núm.  3.°  del  art.  951 , los  del  núm.  18  y 
aun  también  los  de  los  núrns.  13  y 9 de  dicho 
párrafo;  bajo  el  núm.  4.°  comprendido  en  el  ar- 
tículo 952,  los  de  los  núms.  9."  y 19  de  aquel 
aunque  con  las  limitaciones  enunciadas  en  el 
artículo  citado. 

Sin  embargo,  disponiendo  dicha  ley  de  En- 
juiciamiento en  el  pár.  2.a  del  art.  951  que  nin- 
gunos otros  bienes  se  considerarán  exceptuados, 
¿deberá  entenderse  que  por  esta  disposición  han 
quedado  sin  efecto  todas  las  demás  excepcio- 
nes de  nuestras  leyes  anteriores  no  compren- 
didas en  los  mencionados  arts.  951  y 952? 

El  Sr.  Gómez  de  Laserna,  en  su  obra  titulada 
Motivos  de  la  Uy  de  Enjuiciamiento  civil,  opina 
por  la  afirmativa  y aun  juzga  excluidas  por  la 
ley  varias  de  las  exenciones  que  hemos  conside- 
rado incluidas  en  ella.  «Numerosas  eran,  dice, 
las  excepciones  que  nuestras  leyes  hacían  res- 
pecto ¿los  bienes  sujetos  á embargo.  La  comisión 
(de Códigos), que  en  casi  todas  ellas  no  vió  mas 
que  medios  de  eludir  el  pago  de  deudas  legítimas, 
no  dudó  en  limitarlas.  Prescindiendo  de  que  al- 
guna no  era  acomodable  al  principio  de  igual- 
dad , una  de  las  bases  de  nuestra  ley  fundamen- 
tal, influyó  pof  mucho  en  su  acuerdo  la  consi- 
deración importante  de  que  no  tenia  ya  lugar  la 
prisión  por  deudas;  cnanto  mas  suave  sea  el  de- 
recho respecto  á la  persona  de  los  deudores,  mas 
riguroso  debe  ser  relativamente  á los  bienes, 
que  son  el  único  medio  que  tiene  el  acreedor 

para  reembolsarse Estas  son  las  razones  p>or- 

que  redujo  los  privilegios  concedidos  en  otro 
tiempo  á los  labradores , criadores  de  ganado 
caballar,  fabricantes  y mineros.  Ante  la  ley  que 
protege  á todos  por  igual,  deben  desaparecer  los 
privilegios  concedidos  á clases  determinadas; 
sálvese  del  embargo  lo  que  sea  absolutamente 
necesario  para  que  el  hombre  emplee  su  activi- 
dad y trabajo  personal  con  objeto  de  procurarse 
la  subsistencia,  pero  todo  lo  que  se  presente 
como  capital  acumulado,  mas  ó menos  conside- 
rable, responda  á los  acreedores.  Absurdo  seria 
que  se  dejaran  al  deudor  bienes  que  pudiera 
enajenar  en  el  momento  mismo  en  que  los  liber- 
taba del  embargo.  Esto  equivaldría  á que  la  ley 
patrocinara  un  fraude  cometido  exclusivamente 
á su  sombra.» 

Mas  no  obstante  la  respetable  opinión  del  se- 
ñor Gómez  de  Laserna,  ¿podrán  con  justicia  en- 
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tenderse  derogadas  las  exenciones  de  ejecución 
concedidas  respecto  de  los  animales,  aparejos  y 
pertrechos  que  el  deudor  siendo  labrador  tuvie- 
se destinados  para  la  agricultura  y los  efectos 
necesarios  para  el  avio  de  las  minas,  cuando  la 
ley  de  Enjuiciamiento  cree  conveniente  y equi- 
tativo no  dejar  en  la  imposibilidad  de  ejercer  sn 
oficio,  para  procurarse  los  medios  de  pagar  sus  I 
deudas,  á los  dedicados  k oficios  y artes  mecáni- 
cos, ¿se  habrá  de  dejar  en  el  desamparo  y la 
miseria  k los  que  se  dedican  á la  industria  mas 
beneficiosa  y fecunda,  al  parque  la  mas  labo- 
riosa, cual  es  la  de  hacer  germinar  y arrancar  á 
la  madre  tierra  sus  frutos  y tesoros?  Y respecto 
de  las  minas,  ¿uo  milita  asimismo  la  considera- 
ción de  haberse  ratificado  la  exención  de  ejecu- 
ción de  los  efectos  para  su  avio  por  la  ley  de  6 de 
Julio  de  1859,  posterior  á la  de  Enjuiciamiento, 
y por  consiguiente,  derogatoria  de  esta?  Las  mis- 
mas consideraciones  inclinan  á favor  (le  la  exen- 
ción sobre  caballos  padres  y yeguas  de  vientre. 

Acerca  de  las  cosas  sagradas,  religiosas  y san- 
tas, declarándolas  el  derecho  público  fuera  del  1 
comercio  humano , deben  considerarse  también 
exceptuadas  de  ejecución.  Lo  mismo  debe  decir- 
se de  las  cosas  de  uso  público,  porque  siendo 
cosas  públicas,  no  deben  estar  afectas  k deudas 
particulares;  y de  las  naves  extranjeras,  porque 
esta-  exención  se  halla  establecida  por  el  Código 
de  comercio , k cuyas  disposiciones  no  afectan 
las  del  derecho  civil.  Por  estas  y otras  conside- 
raciones deben  considerarse  vigentes  aun  en  el 
día  las  demás  exenciones  que  enumera  el  autor 
con  las  limitaciones  que  expresa,  exceptuando 
tal  vez,  únicamente  las  que  versan  sobre  cosas 
pertenecientes  k mayorazgo  ú otra  vinculación 
y los  caballos  de  montar,  armas  y casas  de  los 
caballeros  ó nobles,  por  referirse  k privilegios 
personales  ya  abolidos;  sobre  mieses  que  exis- 
tieren en  los  rastrojos  6 en  las  eras  y sobre  las 
cien  cabezas  de  ganado  lanar  que  tuvieran  los 
labradores  para  abonar  sus  tierras,  por  abra- 
zar estas  exenciones  una  protección  excesiva 
respecto  del  deudor. 

* Debemos  advertir  también,  acerca  de  las 
personas  que  gozan  del  beneficio  de  compe- 
tencia, que  debe  considerarse  subsistente  en  el 
día  el  beneficio  consistente  en  no  poder  ser  re- 
convenidos en  mas  de  su  posibilidad  por  deu- 
da. puramente  civil,  no  siendo  k favor  de  la  Ha- 
cienda pública,  dejándoseles  lo  necesario  para 
su  manutención  y la  de  su  familia,  pues  aun- 
que la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  no  contie- 
ne disposición  alguna  sobre  este  particular,  este 
mismo  silencio  da  motivo  para  presumir  que 
deja  subsistentes  las  disposiciones  del  derecho 
civil  sobre  esta  materia.  V.  Beneficio  de  compe- 
tencia. * 


Jü 

Demanda,  examen  del  titulo , y mandamiento  de 
ejecución. 

VI.  * Al  juicio  ejecutivo  no  es  necesario  que 
preceda  como  al  ordinario  el  acta  de  haberse  in- 
tentado la  conciliación , conforme  k lo  prescrito 
en  el  art.  201  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  * 

Anteriormente,  si  el  acreedor  temía  que  con 
motivo  de  este  juicio  y mientras  preparaba  la 
demanda  ejecutiva  sustrajera  ú ocultara  sus 
bienes  muebles  ó sus  efectos  el  deudor  que  por 
otra  parte  no  tenia  arraigo,  podia  pedir  á cual- 
quier juez  competente  la  retención  interina,  ó 
embargo  provisional  de  dichos  bienes  de  cuenta 
y riesgo  del  mismo  acreedor,  esto-es,  quedando 
este  responsable  de  los  daños  y perjuicios  que 
al  deudor  se  causaren  por  esta  diligencia  de  pre- 
caución, en  caso  de  no  presentar  después  los 
documentos  oportunos  para  fundar  el  juicio  eje- 
cutivo: art.  27  del  regiameuto  de  26  de  Setiem- 
bre de  1835.  * En  el  día,  solo  procede  el  embar- 
go de  bienes  provisional  en  los  casos  que  se 
expecifican  en  el  art.  931  y conforme  k lo  preve- 
nido en  los  930  al  940.  Véase  los  artículos  de 
esta  obra  Juicio  de  conciliación  y Embargo  provi- 
sional. * 

El  acreedor  presenta  su  demanda  acompaña- 
da del  título  ó instrumento  ejecutivo  que  tenga 
para  apoyarla,  pidiendo  se  libre  el  correspon- 
diente mandamiento  de  ejecución  contra  los 
bienes  de  su  deudor  por  la  cantidad  de  la  deu- 
da, cuyo  importe  habla  de  jurar  (antes)  eu  el 
mismo  escrito  ó después  de  presentado,  como 
también  por  la  décima  donde  estaba  en  práctica 
y por  las  costas  causadas  y que  se  causaren  has- 
ta su  cumplido  reintegro,  y protestando  admitir 
en  cuenta  los  pagos  que  sean  legítimos,  á fin  de 
no  incurrir  en  la  pena  de  satisfacer  el  exceso  y 
otro  tanto  que  por  la  plus-peticion  impone  la 
ley  6.’,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

* Actualmente,  según  el  art.  945  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  la  demanda  ejecutiva  se  for- 
mulará en  los  términos  prevenidos  para  la  ordi- 
naria, conteniendo  además  la  protesta  de  abo- 
nar pagos  legítimos.  A dicha  demanda  debe 
acompañarse  el  documento  en  que  funda  su  de- 
recho el  actor,  el  cual  debe  ser  un  título  que 
tenga  aparejada  ejecución , pues  de  lo  contrario 
no  puede  tener  lugar  el  juicio  ejecutivo,  según 
se  previene  eu  el  art.  941.  También  se  acompa- 
ñará el  poder  del  procurador,  y el  documento 
que  acredite  la  personalidad  del  actor,  cuando 
representa  á otra  persona  ó corporación. 

VIí.  El  juez  en  vista  de  la  demanda  debe 
examinar  con  cuidado  si  el  título  ó instrumento 
es  en  efecto  realmente  ejecutivo,  si  ha  llegado 
el  tiempo  de  la  ejecución  ó si  todavía  no  ha  ven- 
cido el  plazo,  si  se  ha  cumplido  la  condición  eu 
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caso  de  haberla,  ó si  se  ha  prescrito  la  acción 
ejecutiva  por  haber  trascurrido  el  tiempo  fijado 
por  la  ley;  pues  si  por  su  omisión  ó negligencia 
despachase  el  mandamiento  sin  deber  hacerlo,  y 
la  ejecución  se  declarase  nula,  debe  restituir  los 
derechos  cobrados  con  el  cuádruplo  y las  cos- 
tas originadas  á las  partes:  ley  8.*,  tít.  28,  y 
ley  11,  tít.  30.  lib.  11,  Nov.  Recop.  * En  eL  dia 
se  le  condena  en  las  costas  causadas  en  el  juicio: 
art.  971  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  * 

VIII.  Anteriormente,  si  después  de  examina- 
do el  título  creía  el  juez  que  lio  tenia  lugar  la 
ejecución,  debía  mandar  al  acreedor  que  pidie- 
ra conforme  d derecho,  ó proveer  auto  liso  y llano 
de  traslado  al  deudor,  ó prevenirle  que  pagará  . 
dentro  de  tercero  dia  y que  si  luciere  razón  para,  no 
pagar  la  dedujera  dentro  del  propio  término , lo 
cual  equivalía  á una  denegación  de  la  via  eje- 
cutiva. El  acreedor  entonces  si  veia  que  se  le  pri- 
vaba injustamente  del  derecho  de  ejecutar,  po- 
día pedir  reposición  del  auto  de  traslado  é insis- 
tir en  que  se  despachase  el  mandamiento  pedi- 
do; y si  todavía  el  juez  persistía  en  dar  traslado 

á ia  otra  parte,  podía  usar  del  recurso  de  ape- 
lación. 

IX.  Asimismo  si  el  juez  tenia  alguna  duda 
sobre  la  calidad  ejecutiva  del  título  y juzgaba  : 
oportuno  oir  al  deudor  para  resolver  con  mas 
conocimiento,  podía  mandar  que  se  diera  al 
deudor  por  un  breve  término  traslado  sin  per - 
juicio,  esto  es,  sin  que  por  razón  del  traslado  se 
entendiera  que  se  trataba  de  negar  ó debilitar  la 
acción  ejecutiva  que  podía  compeler  al  acreedor, 
el  cual  no  debia  tener  inconveniente  en  consen- 
tir una  providencia  que  no  le  perjudicaba:  to- 
maba el  deudor  los  autos  y exponía  las  razones 
que  le  asistían  para  impedir  que  la  ejecución  se 
despachase,  y en  su  vista  el  juez  ó bien  proveía 
que  se  librase  el  mandamiento  ejecutivo,  ó bien 
declaraba  no  haber  lugar  á la  ejecución.  En  el 
primer  caso,  no  podía  el  deudor  apelar  ni  usar  de 
otro  recurso  que  impidiera  ó entorpeciera  el 
cumplimiento  de  la  providencia;  pero  en  el  se- 
gundo podia  el  acreedor  pedir  reposición  del 
auto  y aun  interponer  apelación  si  no  conseguía 
su  reforma. 

* Mas  .como  estas  prácticas  envolvían  provi- 
dencias indirectas  perjudiciales  al  deudor,  la  ley 
de  Enjuiciamiento  las  ha  proscrito,  disponiendo 
en  su  art.  946,  que  el  juez,  examinado  el  título 
ejecutivo,  despachara  ó denegara  la  ejecución, 
sin  prestar  audiencia  nunca  al  demandado. 

Del  auto  en  que  se  negare  la  ejecución  puede 
pedirse  reposición  dentro  de  tercero  dia,  y ape- 
larse dentro  délos  cinco  siguientes  si  la  reposi- 
ción fuere  denegada.  Esta  apelación  procede  li- 
bremente, y una  vez  admitida,  se  remitirán  los 
autos  al  tribunal  superior  con  citación  solo  del 


¡ apelante.  Sustánciase  en  los  mismos  términos 
que  la  de  sentencia  definitiva  ó de  remate  de 
este  juicio,  menos  la  entrega  de  autos  al  deudor 
mediante  no  ser  parte  aun  en  ellos:  art.  947.'  * 

X.  Finalmente,  si  el  juez  encuentra  que  el 
título  producido  por  el  acreedor  está  revestido, 
según  su  especie,  de  las  circunstancias  que,  con 
arreglo  á lo  explicado  en  el  artículo  Instrumento 
ejecutivo,  le  dan  efectivamente  fuerza  ejecutiva 
ó el  carácter  de  prueba  plena,  está  obligado  á 
proveer  sin  citación  del  deudor,  que  se  despache 
el  mandamiento  de  ejecución  contra  sus  bienes 
y en  particular  contra  ios  que  especialmente  se 
hallen  hipotecados  al  pago  de  la  deuda,  previ- 
niendo que  se  haga  la  traba  en  bienes  muebles 
y á falta  de  ellos  eu  bienes  raíces.  Antes  se  da- 
ban en  este  caso  fianzas  de  saneamiento  y en  de- 
fecto de  las  dichas  fianzas,  se  mandaba  que  fuera 
preso  el  deudor,  á no  ser  tal  que  conforme  á las 
leyes  no  podia  ser  preso  por  deuda:  ley  12,  tí- 
tulo 28,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

* Actualmente  , según  lo  prescrito  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  el  juez  en  el  caso  ex- 
puesto por  el  autor,  despacha  mandamiento  de 
ejecución  firmado  por  él  y el  escribano  actuario 
contra  los  bienes  del  deudor,  debiendo  proce- 
derse, si  hubiere  bienes  dados  en  prendajó  hipo- 
tecados, contra  estos  antes  que  contra  ningunos 
otros,  si  el  actor  io  hubiere  solicitado:  art.  $50. 

En  el  dia,  no  tienen  lugar  las  fianzas  de  sa- 
neamiento ni  se  puede  proceder  á la  prisión  de 
persona  alguna  por  deudas,  provenientes  de  cau- 
sa civil,  por  hallarse  prohibido  por  la  Constitu- 
ción del  Estado.  * 

Embargo,  traba  ó ejecución  de  bienes  y depósito  de 
ellos. 

XI.  El  mandamiento  ejecutivo,  firmado  por 
el  juez  y autorizado  por  el  escribano,  debia  en- 
tregarse al  actor  para  que  usara  de  él  cuando  le 
pareciere  y lo  diera  para  su  cumplimiento  al 
alguacil  que  eligiese  de  los  del  juzgado, fpues  de 
lo  contrario  la  ejecución  era  nula  (ley  10,  tít.  28, 
lib.  11,  Nov.  Recop.);  bien  que  la  costumbre  era 

■ entregarlo  á un  alguacil  con  el  consentimiento 
del  acreedor. 

Pasaba  en  su  consecuencia  el  alguacil  con  el 
escribano  á la  casa  del  deudor;  le  requería  para 
que  en  el  acto  satisfaciera  ia  deuda  con  las  cos- 
tas ó de  lo  contrario  designaba  bienes  muebles 
i ó en  su  falta  raíces  en  que  hacer  la  ejecución; 
hacia  en  seguida  la  traba  ó embargo  de  ¡os  bie- 
nes designados;  los  depositaba  en  persona  llana 
y abonada  que  los  tenia  á disposición  del  juez, 
y exigía  al  deudor  fianza  de  saneamiento,  ó en 
su  defecto  le  llevaba  á la  cárcel  no  siendo  de  la 
i clase  de  aquellas  personas  que  no  podían  ser 
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encarceladas  por  deudas  provenientes  de  causa 
civil.  Tal  era  la  suma  de  las  diligencias  que 
debían  practicarse,  y sobre  cada  una  de  ellas 
vamos  á hablar  con  mas  extensión. 

* En  el  día,  según  el  art.  948  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, el  mandamiento  despachando  la 
ejecución  debe  entregarse  al  actor;  con  dicho 
mandamiento  se  requerirá  al  deudor  al  pago  por 
alguacil  y escribano  del  juzgado,  y no  verifi- 
cándolo en  el  acto,  se  procederá  á embargar 
bienes  suficientes  á cubrir  la  cantidad  por  que 
se  proceda  y las  costas.  TSTo  há  lugar  á la  fianza 
de  saneamiento  ni  á la  prisión  del  deudor,  por 
falta  de  esta,  según  ya  hemos  dicho.  * 

XII.  Si  el  deudor  no  podía  ser  habido  para 
requerirle  en  persona  en  tres  diligencias  hechas 
para  encontrarle  con  el  intervalo  de  algunas 
horas,  se  dejaba  copia  del  mandamiento  ejecu- 
tivo á su  familia,  y se  procedía  en  el  acto  á la 
ejecución;  y si  el  deudor  ó su  familia  no  quisie- 
ren abrir  la  puerta,  no  puede  el  alguacil  ejecu- 
tor allanarla  violentamente  sin  expresa  orden 
del  juez,  al  cual  debe  avisar  inmediatamente 
para  que  resuelva  poniendo  entretanto  guardas 
de  vista  que-  impidan  la  extracción  de  todo  lo 
que  puede  ser  objeto  del  embarg-o. 

Estando  ausente  el  deudor  y su  casa  cerrada, 
previene  la  ley  11 , tít.  29,  lib.  11,  Nov.  Recopi- 
lación que  el  alguacil  y escribano  deben  dar 
aviso  al  juez,  dejando  guarda  á la  puerta,  para 
que  mande  lo  que  se  lia  de  ejecutar,  y si  fuere 
en  alguno  de  los  lugares  ó aldeas  de  su  juris- 
dicción, al  alcalde  del  pueblo  ó en  su  defecto  á 
un  regidor,  y no  hallándose  uno  ni  otro,  á dos 
vecinos  honrados  que  concurran  á ver  abrir  las 
puertas  y asistir  á la  formación  del  puntual  in- 
ventarlo que  harán  , dejando  entregadas  las  lla- 
ves al  alcalde,  regidor  ó vecinos,  bajo  la  pena 
de  que  haciendo  lo  contrario,  han  de  ser  castiga- 
dos á arbitrio  del  juez.  Mas  todas  las  diligen- 
cias que  hayan  de  practicarse  en  los  pueblos  del 
partido  judicial  fuera  del  de  la  residencia  del 
juez,  deben  cometerse  á los  alcaldes,  según  lo 
dicho  en  el  artículo  Comisión ; y ya  antes  estaba 
mandado  á los  corregidores  en  el  cap.  12  de  la 
Instrucción  de  15  de  Mayo  de  1788  que  no  en- 
viasen ejecutor  ni  otra  persona  alguna  con 
jurisdicción,  comisión,  instrucción  ni  en  otra 
forma  á los  lugares  de  su  corregimiento  y parti- 
do á costa  de  las  partes  ni  en  otra  manera  á la 
ejecución  ni  cobranza  de  ningunos  maravedís; 
y que  en  los  casos  necesarios  cometiesen  dichas 
diligencias  á las  justicias  ordinarias  de  los  luga- 
res en  donde  se  hubiera  de  hacer  la  ejecución  y 
cobranza. 

* En  la  actualidad,  si  el  deudor  uo  fuere  ha- 
bido. después  de  haberle  buscado  dos  veces  en 
su  domicilio  con  intervalo  de  seis  horas,  se  le 


hará  el  requerimiento  por  cédula  que  se  dejará 
por  su  órden  á su  mujer,  hijos  mayores  de  ca- 
torce años,  dependientes  6 criados,  y á falta  de 
ellos,  álos  vecinos.  Si  no  se  supiere  su  paradero, 
n i tuviere  casa,  se  hará  el  requerimiento  por 
cédula  al  alcalde  del  pueblo  de  su  domicilio,  y 
si  no  lo  tuviere  conocido,  al  de  su  última  resi- 
dencia, publicándolo  además  por  edictos,  que  se 
insertarán  en  los  periódicos  del  pueblo,  si  los 
hubiere,  y si  no,  se  fijarán  en  las  puertas  del 
juzgado.  Verificado  de  cualquiera  de  estos  mo- 
dos el  requerimiento,  se  procederá  seguidamen- 
te al  embargo  de  bienes  en  la  forma  que  esta- 
blece la  ley:  art.  955,  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to. Si  no  se  abriera*espontáneamente  la  puerta 
del  domicilio  del  deudor  y hubiere  resistencia, 
se  dará  parte  á la  autoridad,  procediéndose  se- 
gún se  expone  en  el  artículo  Allanamiento.  * 

XITT.  Si  el  deudor  no  está  presente  ó sí  están- 
dolo no  quiere  designar  bienes,  puede  designar- 
los el  acreedor,  ó bien  el  alguacil  hace  la  traba 
en  cualesquiera  bienes  que  encuentre  en  la  casa 
y en  los  demás  que  constare  ó fuere  notorio  ser 
de  su  pertenencia,  no  siendo  de  los  que  están  ex- 
ceptuados, y se  han  enumerado  mas  arriba;  de- 
biendo empezar  siempre  por  ios  muebles  ó se- 
movientes, seguir,  por  insuficiencia  ó defecto  de 
ellos,  en  los  inmuebles  y acabar  por  los  créditos, 
derechos  y acciones  que  el  deudor  tuviere  á su 
favor:  ley  12,  tít.  28,  lib.  11,  Xov.  Recop.,  y 
ley  3.*,  tít.  27,  Part.  3.*  Este  órden  de  procederse 
se  halla  establecido  en  favor  del  deudor;  y así  es 
que  si  habiéndose  invertido,  no  apelare  ni  pi- 
diere nulidad  el  deudor  antes  de  hacer  acto  al- 
guno en  la  causa,  se  entiende  que  aprueba  tá- 
citamente la  traba,  la  cual  por  consiguiente 
queda  válida  en  la  forma  que  se  ha  verificado: 
Cur.  filíp.,  2.a  part,,  pár.  15,  núms.  3.”  y 4.";  mas 
no  es  necesario  observar  el  órden  referido  en  las 
ejecuciones  que  se  practican  á solicitud  del  fisco, 
según  afirma  Febrero.  Cuando  se  despacha  la 
ejecución  contra  el  fiador,  puede  este  señalar 
para  la  traba  todos  los  bienes  que  el  deudor 
principal  tenga  dentro  ó fuera  de  su  casa,  como 
asienta  el  mismo  Febrero  cou  Olea,  Castillo,  No- 
guerol  y Parladorio. 

* Según  el  art.  949  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to, el  órden  que  hade  guardarse  para  los  em- 
bargos es  el  siguiente:  l.°  Dinero  metálico,  si  se 
encontrare;  2.",  alhajas  de  plata,  oro  ó pedrería 
si  las  hubiere;  3.",  frutos  y rentas  de  toda  espe- 
cie (esto  es,  ya  sean  naturales  industriales  ó ci- 
viles) 4.°,  bienes  semovientes;  5.",  bienes  mue- 
" bles.  (Véase  el  artículo  de  esta  obra,  Bienes  míe- 
bles)-,  0.”,  bienes  raíces.  (Véase  el  art.  952  de  la 
ley  referente  á la  parte  que  puede  embargarse 
de  estos  expuesto  en  la  adición  al  párrafo  V). 

El  acreedor  puede  concurrir  á los  embargos  y 
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designar  los  bienes  del  deudor  en  que  hayan  de 
causarse  con  sujeción  al  órden  establecido,  ar- 
ticulo 95G.  * 

XIV.  Como  la  traba  ó embargo  tiene  por  ob- 
jeto asegurar  el  pago  de  la  deuda,  no  ha  de  eje- 
cutarse en  todos  los  bienes  del  deudor,  sino  solo 
en  aquellos  que  basten  para  su  reintegro  y sa- 
tisfacción de  las  costas,  señalándolos  uno  por 
uno  é inventariándolos  con  toda  claridad  y es- 
pecificación en  la  diligencia,  y poniendo  en  esta 
por  vía  de  precaución  la  protesta  de  mejorar  la 
ejecución  ó ampliarla  en  cualquiera  estado  del 
pleito,  siempre  que  convenga  y lo  pida  el  acree- 
dor; bien  que  sin  esta  protesta  deberá  hacerse  la 
ampliación  ó mejora  cuando  resulte  que  los  bie- 
nes embargados  son  insuficientes  ó pertenecen 
á otra  persona.  La  práctica  observada  en  la  córte 
y eu  otras  partes  de  hacer  la  traba  en  una  sola 
cosa  á nombre  de  las  demás  que  conste  pertene- 
cer al  deudor  al  tiempo  del  remate  , es  abusiva 
y peligrosa,  porque  da  lugar  á que  el  deudor 
oculte  ó sustraiga  sus  bienes  durante  el  juicio  y 
sea  después  ilusoria  la  sentencia  de  remate;  y 
así  no  debe  observarse  sino  en  caso  de  que  el 
acreedor  la  consienta. 

* En  el  art.  957  de  la  ley  de  Enj  uiciamiento  se 
previene,  que  el  acreedor  puede  pedir  la  mejora 
de  la  ejecución  en  el  curso  del  juicio  y que  debe 
decretarse,  si  se  puede  dudar  siquiera  de  la  su- 
ficiencia de  los  embargos  á cubrir  principal  y 
costas.  Y según  el  art.  958,  si  durante  el  juicio 
ejecutivo,  y antes  de  pronunciarse  sentencia 
venciere  algún  nuevo  plazo  de  la  obligación  en 
cuya  virtud  se  proceda,  puede,  si  lo  pidiere  el 
actor,  ampliarse  la  ejecución  por  sn  importe  sin 
necesidad  de' retroceder,  y considerándose  co- 
munes á la  ampliación  los  trámites  que  la  ha- 
yan precedido.  La  sentencia  debe  ser  extensiva 
á ella  también.  * 

XV.  Cuando  el  acreedor  tiene  acción  hipote- 
caria especial,  debe  hacerse  la  traba  en  los  bie- 
nes que  especialmente  le  están  hipotecados,  ya 
porque  se  presume  que  son  suficientes  para  el 
pago  de  la  deuda,  ya  porque  habiéndose  con- 
tentado con  ellos  el  acreedor  para  su  seguridad, 
se  entiende  haber  querido  que  en  ellos  se  hicie- 
se , ya  porque  de  lo  contrario  podría  causarse 
perjuicio  á otro  acreedor  de  inferior  grado.  Asi- 
mismo cuando  la  ejecución  se  despacha  en  vir- 
tud de  sentencia , debe  trabarse  en  las  cosas  ex- 
presadas en  ella  y no  en  otras:  ley  47;  tít.  18,  y 
ley  3.*  al  fin , tít.  27,  Part.  3.*  Mas  en  uno  y otro 
caso,  despachándose  contra  todos  los  bienes  y 
en  particular  contra  los  especialmente  hipoteca- 
dos ó los  que  son  objeto  de  la  sentencia,  no  se 
anulara  aunque  se  trabe  en  todo3  , por  la  razón 
general  de  que  lo  que  abunda  no  daña. 

* Ya  hemos  expuesto  que  el  art,  950  de  la  ley 


de  Enjuiciamiento  previene  que  si  hubiere  bie- 
nes dados  en  prenda  ó hipotecados  se  podrá  pro- 
ceder contra  ellos  antes  que  contra  ningunos 
otros,  si  el  actor  lo  solicitare.  * 

XVI.  Los  bienes  comprendidos  en  la  traba  ó 
embargo  deben  ser  depositados  por  inventario  f 
siendo  muebles  (á  presencia  de  tres  testigos,  se- 
gún dice  Febrero)  en  persona  lega,  llana  y abo- 
nada del  pueblo,  sin  que  el  alguacil  pueda  lle- 
varlos ni  tenerlos  en  sn  poder  ni  dejarlos  en  el 
del  deudor:  ley  1.a,  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  y 
sin  que  nadie  pueda  excusarse  á la  admisión  de 
este  encargo  no  estando  exento  de  cargas  veci- 
nales: si  consistieren  en  dinero,  ha  de  hacerse 
su  depósito  en  el  Banco  de  San  Fernando  ó en 
sus  comisionados  en  las  provincias:  si  fueren 
raíces,  juros,  censos  ú otros  efectos  redituables, 
se  requiere  á los  arrendatarios,  colonos,  inquili- 
nos y demás  que  deben  acudir  con  sus  rentas  al 
deudor,  para  que  las  retengan  á ley  de  depósito 
y ¿ disposición  del  juez  de  la  causa,  y no  las  en- 
treguen á persona  alguna  sin  su  mandato,  bajo 
la  pena  de  volverlas  á pagar  si  lo  contrario  hi- 
cieren ; y si  los  raíces  estuvieren  administrados 
por  el  mismo  deudor,  ó bien  se  le'  pone  inter- 
ventor que  asista  á la  recolección  de  los  frutos  y 
los  tenga  en  depósito  , ó bien  se  nombra  admi- 
nistrador que  atienda  á su  cultivo  ó beneficio. 
V.  Embargo.  Si  el  alguacil  no  hallare  depositario 
adornado  de  las  expresadas  circunstancias,  pue- 
de hacer  que  eL  acreedor  busque  de  su  cuenta  y 
riesgo  quien  lo  sea,  ó bien  nombrar  depositario 
¿1  mismo  acreedor,  según  asienta  Febrero. 

* La  obligación  de  verificar  el  depósito  de  los 
bienes  embargados’se  previene  expresamente  en 
el  art.  948  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  Ade- 
más, se  dispuso  en  el  art.  953,  que  de  todo 
embargo  se  tomara  razón  en  la  Contaduría  de 
hipotecas  del  partido,  librándose  al  efecto  el 
oportuno  mandamiento  por  duplicado;  uniéndo- 
se á los  autos  uno  de  ellos  después  de  diligen- 
ciado, y quedando  el  otro  en  la  expresada  con- 
taduría. Actualmente,  con  arreglo  á la  ley  Hipo- 
tecaria, arts.  41  y al  41  dei  reglamento  para  su 
ejecución  se  verificará  la  anotación  preventiva 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  que  ha  sustituido 
á la  Contaduría  de  hipotecas.  V.  Anotación  •pre- 
ventiva.* 

XVII,  No  bastaba  (antes)  hacer  la  traba  y de- 
pósito de  los  bienes  del  deudor;  era  preciso  ade- 
más que  extendiese  fianza  de  saneamiento  de 
los  bienes  ejecutados , ora  fueran  muebles  ó raí- 
ces, esto  es,  que  presentase  fiador  que  respon- 
diera con  sus  bienes  de  que  los  embargados  per- 
tenecían ai  deudor  y eran  suficientes  para  el 
pago  de  la  deuda  y de  las  costas , como  se  ha  di- 
cho en  el  artículo  Fianza  de  saneamiento . No 
dando  el  deudor  esta  fianza,  ó manifestando  que 
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carecía  de  bienes  , debía  ser  llevado  á la  cárcel, 
á no  ser  persona  que  gozara  del  privilegio  de  no 
poder  ser  encarcelada  por  deuda  puramente  ci- 
vil:  ley,12,tít.  28,  lib.  ll,Nov.  Recop.  * Nopu- 
diendo  eu  el  dia  ser  presa  persona  alguna  por 
deuda  civil,  según  liemos  dicho  ya,  no  procede 
la  fianza  de  saneamiento  para  evitar  esta  pri- 
sión. Sin  embargo,  no  faltan  autores  que  consi- 
deran todavía  útil  dicha  fianza  cuando  el  deudor 
no  tuviere  arraigo  y solo  poseyere  bienes  mue- 
bles para  hacer  el  embargo,  por  presumirse  que 
dichos  bienes  no  son  suyos.  Véase  el  art.  931  de 
la  ley  en  el  de  esta  obra,  Embargo  provisional.  * 
Anteriormente  gozaban  del  privilegio  mencio- 
nado, y por  consiguiente,  no  estaban  obligadas 
á dar  fianza  ni  debían  ser  encarceladas  las  per-  ! 
sonas  siguientes,  según  expone  el  Si\  Escriche:  . 

1. "  Los  nobles  é hijosdalgo:  leyes  2.a  .y  10, 
tít.  2.",  lib.  6.°,  Nov.  Recop. 

2. °  Los  jueces , los  doctores  ó licenciados  en 
cualquiera  ciencia  y los  abogados:  ley  3.’,  tít.  10, 
ley  8.a,  tít.  31,  Part.  2.a,  leyes  14  y 15,  tít,  18,  li- 
bro 6.°,  Nov.  Recop.,  ley  Advocati  y ley  Lauda- 
hile  Ood.  de  advoeat.  divers.  jud. 

3. °  Los  maestros  de  primeras  letras  con  título 
del  Consejo  Real  y después  de  la  Dirección  ge- 
neral de  estudios:  Real  cédula  de  1 de  Setiembre 
de  1743. 

4. “  Los  que  ejercen  las  artes  de  arquitectura, 
escultura  y pintura , pues  que  están  declaradas  . 
por  nobles. 

5. a  Los  labradores , los  operarios  de  todas  las 
fábricas , los  artistas  y los  artesanos,  de  cual- 
quiera clase  que  sean:  ley  19,  tít.  31,  lib.  11, 
Nov.  Recop. 

6. °  Las  mujeres  de  cualquiera  clase  y estado 
que  sean,  á no  ser  conocidamente  malas  de  su 
persona:  ley  3.a,  tít.  7.°,  Part.  3.a,  y leyes  2.a  y 
4.*,  tít.  11,  lib.  10,  Nov.  Recop. 

7. a  Los  herederos  por  las  deudas  de  la  heren- 
cia , con  tal  que  la  hayan  aceptado  á beneficio 
de  inventario  y manifiesten  los  bienes  de  que  se 
compone:  leyes  5.a,  6.%  7."  y 10,  tít.  6.°,  Part.  6.a 

8. °  Los  tutores,  factores  y administradores 
por  las  deudas  de  su  tutela  ó administración, 
excepto  en  el  caso  de  no  manifestar  los  bienes 
de  estos. 

9. ”  Los  criadores  de  muías  y caballos  que 
tengan  doce  ó mas  yeguas  de  vientre  propias  ó 
tres  caballos  padres  aprobados  para  la  monta  por 
tiempo  de  tres  años  continuos,  ley  11,  art.  3.a, 
tít.  29,  lib.  7.\  Nov.  Recop.;  bien  que  de  esta 
exención  de  los  criadores  no  se  hace  mención  en 
el  Real  decreto  de  17  de  Febrero  de  1834,  que  es 
el  que  ahora  rige  y ha  derogado  los  anteriores. 

10.  Los  procuradores  á Córtes,  durante  el 
tiempo  de  su  encargo,  excepto  por  contrato  he- 
cho en  la  corte  ó por  débitos  reales,  ley  4.",  tí-  I 


tulo  3.a,  Part.  3.a,  y ley  5.a,  tít.  8.a,  lib.  3.a,  Noví- 
sima Recop.;  mas  sobre  este  asunto  podrá  verse 
lo  que  se  ha  dicho  en  el  artículo  Fuero  de  sena- 
dores y diputados. 

11.  Los  mineros  y los  ingenieros  del  azúcar, 
mientras  estuvieren  ocupados  en  las  minas  ó 
en  los  ingenios;  Cur.  filíp.,  part.  2.a,  pár.  17,  nú- 
mero 21. 

12.  Los  que  no  pueden  ser  reconvenidos  en 
mas  de  lo  que  pudieren  pagar  después  de  aten- 
der á su  cóngrua  sustentación.  V.  Beneficio  de 
competencia.  * Véase  la  adición  final  al  § V.  * 

Si  el  deudor  ejecutado  era  de  alguna  de  es- 
tas clases  exceptuadas,  solo  tenia  lugar  el  man- 
damiento de  ejecución  contra  sus  bienes  y no 
contra  sus  personas;  mas  como  de  este  cúmulo 
de  excepciones  resulta  que  apenas  habrá  ya 
quien  pueda  ser  preso  por  deuda  civil,  á no  ser 
el  holgazán  y vagamundo,  puede  sentarse  por 
regla  general  que  la  prisión  por  deudas  ha  que- 
dado abolida  de  hecho  y de  derecho,  de  suerte 
que  lo  que  antes  era  un  privilegio  ó excepción 
ha  llegado  á ser  una  ley  general  con  muy  pocas 
excepciones.  Tenemos  además  en  el  dia  el  ar- 
tículo 287  que  todavía  rige  de  la  Constitución  de 
1812,  en  el  cual  se  previene  «que  ningún  espa- 
ñol podrá  ser  preso  sin  que  preceda  información 
sumaria  del  hecho  por  el  que  merezca  según  la 
ley  ser  castigado  con  pena  corporal;»  y corno 
nunca  puede  tener  lugar  la  pena  corporal  en  el 
caso  de  deudas  puramente  civiles,  concluyen 
algunos  que  tampoco  podrá  tener  lugar  en  ellas 
la  prisión. 

Notificación  de  estado  y pregones  ( según  la  anti- 
- gua  legislación). 

XVIII.  Hecha  ya  la  traba  ó embargo , se  no- 
tificaba el  estado  de  la  ejecución  al  deudor  en 
persona,  pudiendo  ser  habido,  sin  necesidad  de 
pedimento  del  acreedor,  como  dice  Febrero;  y 
si  no  podía  ser  habido,  se  hacia  saber  en  su  casa 
á su  mujer,  hijos  ó criados,  yen  su  defecto  á 
sus  vecinos  mas  cercanos,  debiendo  expresarse 
en  uno  y otro  caso  la  hora  de  la  notificación  para 
los  efectos  que  luego  veremos,  bajo  la  pena  de  ' 
nulidad  y de  pagar  ias  costas  el  escribano:  ley 
14,  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

Esta  notificación,  que  se  llama  de  estado , ha- 
bía de  hacerse  por  cédula  ó memoria  cuando 
el  deudor  no  podía  ser  habido  á la  primera  dili- 
gencia practicada  en  su  busca,  habiéndose  re- 
ducido á uiia  sola  diligencia  las  tres  que  antes 
eran  necesarias;  y aun  para  hacer  la  notifica- 
ción en  esta  forma  se  requería  mandato  judicial 
que  no  se  daba  sino  á instancia  del  acreedor  eje- 
cutante: ley  de  4 de  Junio  de  1837.  V.  Notifi- 
cación. 
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En  el  mismo  acto  de  la  notificación  de  estado 
se  apercibía  al  deudor  que  si  dentro  de  setenta 
Y dos  lloras  no  satisfacía  la  deuda,  incurriría  en 
la  pena  de  pagar  además  de  las  costas  la  décima 
parte  de  aquella  (donde  hubiere  esta  costum- 
bre): se  le  hacia  saber  al  mismo  tiempo  que  se 
iban  á dar  los  pregones,  y se  le  preguntaba  si 
quería  que  se  dieren  ó si  los  renunciaba  y que- 
ría aprovecharse  de  su  término  ó si  renunciaba 
tanto  el  término  como  los  pregones;  debiendo 
expresar  el  escribano  en  la  diligencia  la  res- 
puesta que  se  le  diere.  Los  menores  y los  que 
gozan  del  privilegio  de  tales  no  podían  renun- 
ciar los  pregones,  por  la  razón  general  de  que 
no  pueden  renunciar  los  beneficios  que  les  están 
concedidos  por  el  derecho,  ley  ó.’,  tít.  19,  Parti- 
da 6.';  y así  es  que  la  omisión  de  los  pregones,  . 
aun  habiendo  renuncia,  causaba  nulidad. 

XIX.  Si  dentro  de  veinticuatro  horas,  conta- 
das desde  aquella  en  que  se  hizo  la  notificación 
del  estado  de  la  ejecución,  pagaba  el  deudor  la 
cantidad  que  se  le  pedia  ó mostraba  contento  del 
ejecutante,  esto  es,  carta  de  pago  ó allanamien- 
to, ó hacia  depósito  de  la  deuda  en  persona  lega 
y abonada  ante  el  juez  ó ante  un  alcalde  y en 
su  ausencia  ante  un  regidor  para  que  se  entre- 
gase al  acreedor,  poniéndolo  en  conocimiento 
de  este  dentro  de  tercero  día,  en  caso  de  que  no 
hubiera  obligación  de  hacer  la  paga  en  algún 
lugar  determinado , cortaba  el  progreso  del  jui- 
cio ejecutivo  y se  libertaba  de  las  costas  y de  la 
décima  ; pero  si  hacia  dicho  pago  dentro  de  se- 
tenta y dos  horas  contadas  desde  la  misma  épo- 
ca citada,  se  libraba  solo  de  la  décima  y no  de 
las  costas : leyes  14,  15,  16  y 17  , tít.  30  , lib.  11, 
Noy.  Recop.  En  la  práctica,  sin  embargo , no  se 
eximia  al  deudor  del  pago  de  las  costas,  aunque 
satisfaciera  la  deuda  antes  de  las  veinticuatro 
horas,  cuando  esta  provenía  de  réditos,  rentas, 
salarios  ú otras  obligaciones  de  tracto  sucesivo, 
para  evitar  los  descuentos  considerables  que 
siempre  que  se  tratase  del  cobro  del  crédito  ha- 
bría de  sufrir  el  acreedor  por  la  malicia  del  deu- 
dor que  podría  siempre  dejarse  ejecutar  hasta 
la  notificación  de  estado  por  el  maligno  placer 
de  cargar  al  acreedor  con  el  pago  de  las  costas 
hasta  allí  causadas. 

XX.  Hecha  la  notificación  de  estado,  y sin 
necesidad  de  esperar  el  trascurso  de  las  veinti- 
cuatro ni  de  las  setenta  y dos  horas,  debía  man- 
dar el  juez  á petición  del  actor  que  para  proce- 
der á la  venta  pública  de  los  bienes  embarga- 
dos se  dieran  tres  pregones  en  caso  de  que  el 
deudor  no  los  hubiera  renunciado.  Si  los  bienes 
eran  muebles  habían  de  darse  los  pregones  en 
el  espacio  de  nueve  dias , de  tres  en  tres  cada 
pregón;  y si  raíces,  en  el  espacio  de  veinte  y 
siete  dias,  de  nueve  en  nueve  cada  uno;  los  tres 


pregones  habían  de  darse  en  el  lugar  donde  se 
celebraba  el  juicio,  y el  primero  también  en  el 
de  la  residencia  del  reo  ejecutado , leyes  12  y 13, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  mas  como  según  la 
práctica  no  se  contaban  para  dichos  términos 
los  dias  en  que  se  daban  los  pregones,  venia  á 
resultar  que  en  el  primer  caso  el  término  era  de 
doce  dias,  y en  el  segundo  de  treinta.  Cuando 
el  fisco  era  el  ejecutante,  se  pregonaban  los  bie- 
nes muebles  por  tres  dias,  y los  raíces  por  nue- 
ve, dándose  en  el  primer  caso  un  pregón  cada 
dia,  y en  el  segundo  cada  tres  : ley  43,  tít.  13, 
lib.  8.°,  y leyes  17  y 18,  tít.  7.°,  lib.  9.”,  Rec.  su- 
primida en  la  Nov.  Cuando  la  traba  se  había  he- 
cho en  bienes  muebles  y raíces  juntamente , se 
daban  los  pregones  en  el  término  prefijado  para 
los  segundos,  sin  necesidad  de  darlos  también 
en  el  de  los  primeros,  porque  en  el  término  ma- 
yor quedaba  comprendido  el  menor;  y cuando 
se  mejoraba  ó hacia  de  nuevo  en  otros  que  no 
se  habían  pregonado,  era  preciso  repetir  los 
pregones  con  respecto  á ellos  según  su  clase; 
Curia  filíp.,  Part.  2.’,  pár.  18,  núms.  5.°  y 6.%  y 
Eebr.  Nov.  No  habiendo  pregonero  en  el  pueblo, 
bastaba  fijar  edictos  ó carteles  en  los  parajes  pú- 
blicos de  costumbre.  Así  en  los  edictos  como  en 
los  pregones  debían  especificarse  los  bienes  que 
se  vendían,  y las  posturas  que  tal  vez  se  hicie- 
ren á ellos.  Si  los  pregones  ó edictos  se  hubieren 
dado  en  menor  tiempo  que  el  prefijado  por  la 
ley,  dice  Febrero  con  Covarrubias,  Parladorio  y 
Rodríguez,  que  eran  absolutamente  nulos,  aun- 
que hubiera  intervenido  el  consentimiento  del 
ejecutado,  y que  así  era  preciso  darlos  de  nuevo; 
pero  si  el  ejecutado  podía  renunciar  los  prego- 
nes y todo  su  término,  que  era  lo  mas,  es  claro 
que  podía  renunciar  también  lo  que  era  menos. 

Los  dias  en  que  se  daban  los  pregones  ó se 
fijaban  los  edictos  debían  ser  útiles  y no  feria- 
dos, por  estar  prohibido  en  estos  todo  acto  de 
juicio  civil  que  no  sea  urgente;  y del  mismo 
modo  habían  de  ser  útiles  ios  doce  y los  treinta 
dias  que  respectivamente  se  señalaban  de  tér- 
mino para  darlos  ó fijarlos,  según  afirma  Fe- 
brero con  otros  autores  prácticos. 

Como  los  pregones  se  daban  y los  edictos  se 
fijaban  para  que  la  venta  de  los  bienes  embar- 
gados llegase  á noticia  de  todos  y pudieran  pre- 
sentarse compradores,  era  claro  que  no  había 
necesidad  de  edictos  ni  de  pregones  cuando  la 
traba  se  había  hecho  en  dinero  que  el  deudor 
tenia  en  su  poder  ó estaba  depositado  en  un  ter- 
cero, ni  cuando  la  obligación  del  ejecutado  era 
de  pagar  en  especie  determinada,  como  trigo  ó 
aceite,  y la  ejecución  se  trabó  en  ella,  pues  en 
el  primer  caso  había  de  hacerse  pago  al  acreedor 
con  el  dinero  ocupado  y en  el  segundo  con  la 
cosa  que  se  le  debía;  y así  era  que  en  acto  con- 
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tínuo  de  notificarse  al  deudor  el  estado  de  la  eje- 
cución podia  citársele  de  remate  para  que  pu- 
diera oponerse  á ella  con  las  excepciones  que 
tuviere. 

* Las  diligencias  y trámites  expuestos  sobre 
notificación  de  estado  y pregones  que  tenían 
lugar  después  del  embargo  y depósito  de  bienes 
del  deudor,  según  las  disposiciones  y práctica 
anteriores  á la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  han 
sido  suprimidas  por  esta,  para  evitar  dilaciones 
en  un  juicio  cuyo  principal  objeto  es  la  pronta 
realización  del  crédito  del  acreedor.  Respecto 
del  término  que  se  daba  al  deudor  para  efectuar 
el  pago  de  su  deuda  para  librarse  de  las  costas, 
no  tiene  lugar  en  el  dia,  pues  la  ley  citada  dis- 
pone terminantemente  en  su  art.  954,  que  aun- 
que pague  el  deudor  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  posteriores  al  requerimiento  que  se  le  hace 
al  pago  de  la  deuda  después  de  despacharse  la 
ejecución  según  previene  el  art.  948  ya  expuesto, 
y aunque  verifique  el  pago  en  el  acto  de  dicho 
requerimiento , serán  de  su  cargo  las  costas 
causadas  en  el  juicio.  Acerca  del  pag-o  de  la 
décima,  no  tiene  lugar  actualmente.  * 

Citación  de  remate. 

XXI.  Dados  anteriormente  los  pregones  y pa- 
sado su  término , ó antes  si  este  y aquellos  se 
liabian  renunciado  ó no  eran  necesarios , se  ha- 
cia al  deudor  á instancia  del  acreedor  y median- 
te auto  judicial  la  citación  de  remate,  aperci- 
biéndole que  si  dentro  de  los  tres  dias  siguientes 
al  de  la  citación  no  comparecía  en  el  juicio  á 
mostrar  paga,  quita  ú otra  excepción  legítima, 
se  procedería  á la  pronunciación  de  la  sentencia 
de  remate  y á la  enajenación  de  los  bienes  eje- 
cutados por  el  importe  de  la  deuda,  su  décima 
y costas  causadas  y que  se  causaren  hasta  el 
efectivo  pago  de  todo:  leyes  12,  13  y 15,  tít.  28, 
y ley  14,  tít.  4.”,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

Esta  citación  debia  hacerse  al  mismo  deudor 
en  persona,  y si  no  se  le  encontrare  á la  primera 
diligencia  en  su  busca  (aunque  antes  eran  nece- 
sarias tres)  se  había  de  hacer  por  cédula  ó me- 
moria, dada  en  virtud  de  auto  judicial,  en  la 
casa  de  su  habitación  á su  mujer,  hijos  ó criados 
y en  defecto  á sus  vecinos  mas  cercanos:  ley  12, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  y art.  3.°  de  la  ley 
de  4 de  Junio  de  1837.  Si  fuere  vagabundo,  se  le 
cita  en  el  lugar  donde  asiste  con  mas  frecuencia, 
según  sienta  Febrero  con  otros  autores : si  se 
hallare  fuera  del  territorio  jurisdiccional  del 
juez  que  conoce  de  los  autos  ejecutivos,  se  le 
cita  como  en  el  juicio  ordinario  por  medio  de 
exhorto  dirigido  al  juez  del  distrito  en  que  está 
domiciliado  (ley  3.’,  tít.  4.°,  libro  11,  Nov.  Reco- 
pilación), y constando  por  información  hecha  en 


el  juicio  que  se  halla  ausente  y que  se  ignora 
su  paradero  y la  época  de  su  regreso,  se  le  ha 
de  citar  por  edictos  ó carteles  y nombrar  defen- 
sor con  quien  se  entiendan  las  diligencias  de 
venta  y remate , según  la  Curia  filípica  y Fe- 
brero. Y.  Notificación. 

Habiéndose  trabado  la  ejecución  en  réditos  de 
censos  ó en  créditos,  derechos  y acciones  que  á 
su  favor  tuviere  el  ejecutado , es  útil  citar  á los 
deudores  para  que  puedan  alegar  lo  que  les  con- 
venga y no  haya  que  seguir  con  ellos  nuevos 
autos;  y del  mismo  modo,  hallándose  los  bienes 
ejecutados  en  poder  de  terceros  poseedores,  ha 
de  citarse  á estos  en  sus  personas  si  pudieren 
ser  habidos,  y por  edictos  6 pregones  si  son  in- 
ciertos ó se  ignora  su  paradero. 

Si  el  ejecutado  comparece  y se  opone  antes 
que  se  le  cite  de  remate,  no  es  ya  necesaria  la 
citación,  pues  que  por  el  hecho  de  la  compare- 
cencia y oposición  se  entiende  que  se  'da  por 
citado ; y así  se  le  habrá  por  opuesto  y se  seguirá 
adelante  en  el  juicio:  ley  13,  tít.  28,  lib.  11,  No- 
vísima Recop. 

Si  por  ser  insuficientes  los  bienes  ejecutados 
para  la  satisfacción  de  la  deuda  y costas,  se  hi- 
ciere nueva  ejecución  ó se  mejorare  en  otros  la 
ya  despachada,  debe  citarse  nuevamente  al  deu- 
dor para  el  remate  de  estos , aunque  la  traba  so 
hubiese  hecho  por  todos  los  demás  que  al  tiempo 
del  remate  pareciesen  pertenecerle. 

Cuando  por  omisión  del  ejecutante  queda  sus- 
penso el  juicio  por  un  año  ó mas  en  estado  de 
citación  ú otro , no  deben  llevarse  adelante  las 
diligencias  sin  que  se  cite  de  nuevo  al  deudor  ó 
se  le  haga  saber  el  estado  en  que  á la  sazón  se 
hallare  el  pleito. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  hecho 
el  embargo  de  bienes,  se  citará  desde  luego  de 
remate  al  deudor  en  su  persona  ó por  medio  de 
cédula,  si  no  fuere  habido  en  la  forma  que  queda 
prevenida  para  el  requerimiento  en  el  art.  955 
ya  expuesto:  art.  959. 

En  esta  citación , debe  el  escribano  apercibir 
al  deudor  que  si  en  el  término  legal  no  se  opone 
mostrando  alguna  excepción  que  impida  el  re- 
mate, se  procederá  al  de  los  bienes  ejecutados.  * 

Oposición  del  deudor  á la  ejecución , excepciones  que 
puede  oponer  y término  para  probarlas . 


XXII.  Después  de  hecha  la  citación  de  rema- 
te, tiene  el  deudor  el  plazo  de  tres  dias  perento- 
rios para  oponerse  á la  ejecución;  y si  los  dejare 
pasar  sin  oponerse,  debe  el  j uez  sin  mas  citación, 
y acusada  una  rebeldía  por  el  ejecutante,  llamar 
los  autos  y pronunciar  la  sentencia  de  remate, 
mandando  proceder  á la  venta  de  los  bienes 
embargados  y que  de  ellos  se  haga  pago  al 
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acreedor:  ley  12,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  y 
Febr.  Nov. 

Si  el  deudor  hiciere  oposición  dentro  de  dichos 
tres  dias  (y  aun  después  de  ellos,  como  quieren 
comunmente  los  autores,  con  tal  que  todavía  no 
se  haya  dado  la  sentencia),  se  provee  auto  te- 
niéndosele por  opuesto,  mandándose  que  se  le 
entreguen  las  actuaciones  para  que  proponga 
su  excepción,  y encargándose  á ambas  partes  los 
diez  dias  de  la  ley,  esto  es,  advirtiéndoles  que 
dentro  de  ellos  han  de  alegar  y probar  lo  que 
respectivamente  les  convenga:  ley  12,  tít.  28,  li- 
bro 11,  Nov.  Recop. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  señala  para 
oponerse  á la  ejecución  el  deudor  los  tres  dias 
siguientes  á la  citación,  sin  contar  el  en  que  se 
verifique  esta,  ni  los  en  que  no  pueden  tener  lu- 
gar actuaciones  judiciales,  pero  sí  el  del  venci- 
miento: art.  960.  Para  ello  expresará  el  deudor 
en  escrito  por  medio  de. procurador  su  oposición 
á que  se  lleve  la  ejecución  adelante,  pidiendo  se 
le  entreguen  los  autos  para  formalizarla  y ex- 
presar las  excepciones -en  que  la  funda. 

Efectuada  esta  oposición,  se  entregarán  los 
autos  á su  procurador  por  término  de  cuatro 
dias,  para  que  dentro  de  ellos  precisamente  ale- 
gue sus  excepciones  y proponga  la  prueba  que 
estime  conveniente  (la  cual  se  efectúa  en  el  tér- 
mino de  diez  dias,  según  el  art.  966  que  expon- 
dremos mas  adelante).  Pasados  los  cuatro  dias 
mencionados,  se  recogerán  los  autos  sin  necesi- 
dad de  apremio  de  poder  del  procurador,  estre- 
chándolo á que  los  entregue  sin  consideración 
de  ningún  género,  es  decir,  sin  concederle  mas  I 
plazo  ni  oirle  excusa  alguna  para  no  entre- 
garlos. * 

XXIII.  Según  la  Curia  filípica,  podía  antes 
proponer  el  ejecutado  para  eludir  la  via  ejecu- 
tiva é impedir  la  sentencia  de  remate,  cualquie- 
ra excepción  legítima  que  tuviere,  y todas  de- 
bían serle  admitidas  sin  distinción  ni  especiali- 
dad alguna,  del  mismo  modo  que  en  la  via  ordi- 
naria. Fundábase  para  ello  el  autor  de  la  Curia 
en  las  leyes  1.a,  2.’  y 19,  tít.  21,  lib.  4.”,  Recop. 
(leyes  1.a,  3.a  y 12,  tít.  28,  lib.  11  de  la  Nov.)  ex-  ¡ 
plicadas  por  Acebedo,  y en  la  autoridad  de  Olea, 
Salg’ado  y Carleval.  Mas  otros  autores  distin- 
guían tres  ciases  de  excepciones  para  el  efecto 
de  ser  ó no  admitidas  en  el  juicio  ejecutivo,  á 
saber:  excepciones  directas,  excepciones  útiles  y 
excepciones  de  largo  exánien. 

Llamaban  excepciones  directas  á las  que  se 
hallan  expresadas  en  dicha  ley  3.a,  tít.  28,  libro 
11,  Nov.  Recop.,  sin  otra  razón  que  la  de  hallar- 
se expresadas  en  ella,  y son:  l.“,  el  pago  de  la 
deuda;  2.°,  el  pacto  ó la  promesa  de  no  pedirla, 
ó la  remisión;  3.°,  la  falsedad  del  título;  4.",  la 
usura,  esto  es,  la  calidad  de  usurario  que  llevare 


el  contrato;  y 5.a,  la  fuerza  ó el  miedo  que  se 
hubiese  empleado  para  arrancar  el  consenti- 
miento 6 suscricion  de  la  obligación.  V.  Paga-. — 
Perdón— Instrumento  público,  pár.  VI.—  Usura, 
Violencia  y Miedo. 

Llamaban  excepciones  útiles  á las  que,  no  es- 
tando literalmente  expresadas  en  la  citada  ley, 
se  contenían  sin  embargo  implícita  ó virtual- 
meníe  en  el  texto  ó espíritu  de  ella,  pues  que 
después  de  haber  enumerado  las  excepciones 
que  dejamos  mencionadas,  añadía  la  expresión 
i y tal  que  de  derecho  se  deba  resdbir,  con  la  cual 
' parecía  querer  dar  á entender,  que  no  solo  de- 
bían admitirse  las  excepciones  que  indicaba, 
sino  también  las  demás  que  fueran  equivalentes 
ó que  destruyeran,  eludiesen  ó difirieran  la  in- 
tención dei  ejecutante,  cuales  so  reputaban: 
l.“,  la  compensación,  la  cual  tiene  toda  la  fuerza 
y efectos  de  verdadera  paga;  2.°,  la  reconvención 
ó mútua  petición , bien  que  será  roas  acertado 
usarla  en  forma  de  compensación ; 3.°,  la  tran- 
sacción hecha  ante  juez  ó ante  escribano  públi- 
co; 4.°,  la  novación  y la  delegación;  5.°,  la  nuli- 
dad del  contrato  ó del  instrumento;  6.”,  la  simu- 
lación del  contrato  ; 7.”,  la  omisión  de  la  causa 
de  la  obligación,  aunque  algunos  no  consideran 
necesaria  la  expresión  de  esta  causa  en  el  ins- 
trumento; 8.°,  la  prescripción  ó caducidad  de  la 
ley  ejecutiva,  aunque  se  haya  pactado  la  im- 
prescriptibilidad  en  el  instrumento  de  la  deuda, 

■ pues  que  la  prescripción  no  puede  renunciarse 
de  antemano,  como  diremos  en  su  lugar;  9.",  el 
compromiso  pendiente  acerca  de  lo  que  se  pide, 
pues  por  el  hecho  de  comprometerse  las  partes 
en  árbitros,  cesan  ó se  suspenden  los  efectos  de 
la  acción  que  pudiera  tener  el  acreedor;  10,  la 
falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  , como  si 
es  menor,  hijo  de  familia  ó mujer  casada,  y no 
presenta  la  competente  autorización  del  tutor, 
curador,  padre  ó marido;  11,  la  incompetencia 
de  fuero,  teniéndose  empero  presente,  que  según 
la  ley  12,  tít.  11,  Lib.  10,  Nov.  Recop.,  solamente 
á los  jueces  ordinarios  corresponde  el  conoci- 
miento de  los  juicios  ejecutivos  que  se  entablen 
contra  cualesquiera  personas,  aunque  gocen  de 
fuero  privilegiado  (sin  otra  excepción  que  la  de 
los  militares  que  se  hallaron  en  sus  respectivos 
cuerpos  ó estuvieren  empleados  en  el  lugar  de 
sus  destinos),  por  créditos  de  artesanos  y menes- 
trales, jornaleros,  criados,  acreedores  alimenta- 
rios, posaderos  y dueños  de  las  casas  en  que  vi- 
vieren; 12,  la  excepción  de  non  numerata  pecunia 
ó de  no  haberse  entregado  el  dinero  ó la  cosa 
que  es  objeto  de  la  demanda  , con  tal  que  no  se 
haya  renunciado  é no  hayan  trascurrido  los  dos 
años  que  la  ley  prefija,  según  lo  expuesto  en  los 
artículos  Instrumento  ejecutivo,  núm.  8.ü,  é Ins- 
trumento privado,  pár.  V;  13,  las  faltas  ó defectos 
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que  tuviere  para  ser  ejecutivo  el  instrumento  eu 
cuya  virtud  se  hubiere  despachado  la  ejecución; 
l'h  la  omisión  ó inobservancia  que  en  el  mismo 
juicio  se  hubiere  padecido  de  alguna  de  las  cir- 
cunstancias, formalidades  ó actuaciones  que  la 
ley  prescribe  como  esenciales  bajo  nulidad,  se- 
£im  lo  que  anteriormente  dejamos  explicado. 

Y.  Compensación,  Reconvención,  Transacción,  No- 
vación, Delegación,  Nulidad,  Error,  Obligación 
nula,  Simulación,  Prescripción  extinliva,  Compro- 
miso, Menor,  Hijo  de  familia.  Mujer  casada,  Com- 
petencia, Excepción  de  non  numerata  pecunia  é 
Instrumento  ejecutivo. 

Llamaban  por  fin  excepciones  de  largo  examen  á 
todas  aquellas  que  por  su  naturaleza  exigen  una 
indagación  ó averiguación  detenida  y escrupu- 
losa, de  modo  que  no  pueden  probarse  y liqui- 
darse dentro  del  término  legal  de  los  diez  dias.  ' 
Cuéntanse  entre  ellas  por  los  mismos  autores: 
l.°,  la  excepción  del  dolo  ó engaño- que  hubiere 
intervenido  en  el  contrato;  2.“,  la  de  lesión  en 
mas  de  la  mitad  del  justo  precio  que  en  los  con- 
tratos de  venta,  arrendamientos  y otros  seme- 
jantes compete  al  perjudicado;  3.°,  ladél  error,  y 
especialmente  del  de  los  partidores  ó apreciado- 
res que  hubieren  estimado  en  mas  ó menos  de 
su  valor  la  cosa  que  es  objeto  del  litigio;  4.°,  la 
restitución  in  integrum  por  lesión  y no  por  me- 
nor edad.  V.  Dolo,  Lesión,  Error  y Restitución  in 
integrum. 

XXIV.  Todos  convenían  en  que  debían  admi- 
tirse en  el  juicio  ejecutivo  las  excepcioues  direc- 
tas, como  que  están  nominalmente  expresadas 
por  la  ley. 

En  cuanto  á las  útiles  accedían  los  rnas.á  la  ad- 
misión de  todas  ellas;  pero  algunos,  si  bien  ad-  : 
mitian  las  que  liemos  designado  en  los  núms.  5.°, 
6.%  7.",  8.°,  10,  11,  13  y 14,  como  que  son  relati- 
vas á la  calidad  de  ejecutivo  que  debe  tener  el 
instrumento , ó á la  personalidad  del  demandan- 
te , ó á la  jurisdicción  del  juez  ó á los  trámites 
esenciales  del  juicio,  desechaban  sin  embargo 
las  mencionadas  en  los  núms.  1.*,  2.°,  3.”,  4.a,  9.° 
y 12,  sin  otra  razón  que  la  de  no  encontrarlas 
entre  las  cinco  ó seis  excepciones  enumeradas 
por  la  ley  3.a,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Ellos 
consideraban  estas  cinco  ó seis  excepciones  como  j 
taxativas  , y no  como  puestas  por  via  de  ejemplo,  i 
porque  después  de  haberlas  enumerado  añadía  j 
la  ley  que  si  otra  cualquier  excepción  se  alegare  no  ' 
sea  resentida,  niel  que  la  opusiere  sea  oido:  mas 
no  tomaban  en  cuenta , que  la  ley  no  rechazaba 
cualquiera  otra  excepción  fuera  precisamente 
de  las  seis  que  menciona,  sino  fuera  de  las  seis 
y de  las  demás  que  fueran  tales  que  de  derecho  se 
deban  resceUr,  esto  es,  fuera  de  la  paga  ó leg  itima 
excepción  que  se  muestrare  dentro  de  diez  dias, 
sin  alongamiento  de  malicia,  como  dice  la  ley  1.a  ¡ 
Tomo  u¡. 


de  d.  tít.  y lib.  que  es  de  fecha  posterior  á la 
3.a,  aunque  el  redactor  de  la  Novísima  Recopila- 
ción invirtió  sin  causa  conocida  el  órden  crono- 
lógico de  su  colocación  en  la  Nueva;  y tampoco 
echaban  de  ver,  que  si  querian  mirar  como  taxa- 
tivas las  seis  excepciones  directas  de  la  ley,  in- 
currían en  inconsecuencia  cuando  admitían,  co- 
mo hemos  visto,  otras  que  no  estaban  compren- 
didas en  ella. 

Por  lo  que  hace  á las  excepciones  de  largo  exi- 
men , sentaban  como  regla  general  los  autores 
que  no  debían  admitirse  en  la  via  ejecutiva;  y 
luego  añadían  que  debian  admitirse  si  se  proba- 
ban y liquidación  incontinenti,  es  decir,  en  el 
término  legal  de  los  diez  dias:  mas  como  no  era 
posible  que  el  ejecutado  las  probara  si  no  se  le 
admitían  á prueba,  era  claro  que  también  las 
excepciones  de  largo  exámen  habían  de  ser  ad- 
mitidas cuando  el  ejecutado  las  proponía  por  si 
lograba  probarlas  dentro  de  dicho  término. 

Deducíase  de  todo  con  evidencia,  que  no  care- 
cía de  razón  He  v ia  Bolaños  cuando  con  Acevedo, 
Olea,  Salgado  y Carleval  aseguraba  que  para  im- 
pedir la  sentencia  de  remate  podía  oponer  el 
ejecutado  toda  excepción  legítima  sin  distinción 
alguna,  del  mismo  modo  que  en  el  juicio  ordi- 
nario, con  tal  que  fuese  capaz  de  obstar  á la  eje- 
cución, y no  hubiera  sido  propuesta  en  juicio 
ordinario,  y sin  perjuicio  de  que  se  pronunciase 
la  sentencia  y se  llevase  adelante  la  ejecución 
si  no  se  hacia  la  prueba  en  los  diez  dias. 

* Eu  la  actualidad,  no  puede  admitirse  la  opi- 
nión de  Hevia  Bolaños  y demás  autores  que  cita 
el  Sr.  Escriche,  sobre  que  puede  oponer  el  eje- 
cutado toda  excepción  legítima  sin  excepción 
alguna.  La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  evi- 
tar las  dudas  que  se  ofrecian  sobre  esta  materia, 
ha  creído  conveniente  expresar  cada  una  de  las 
excepciones  que  son  admisibles  en  el  juicio  eje- 
cutivo. En  su  consecuencia,  ha  declarado  en  su 
artículo  963,  que  las  únicas  excepciones  admisi- 
bles en  el  juicio  ejecutivo  son:  falsedad  del  título 
ejecutivo;  prescripción;  fuerza  ó miedo  de  los 
que  con  arreglo  á la  ley  hacen  nulo  el  consenti- 
miento; faltado  personalidad  en  el  ejecutante; 
pago  ó compensación  de  crédito  líquido  que  re- 
sulte de  documento  que  tenga  fuerza  ejecutiva; 
quita,  espera  y pacto  ó promesa  de  no  pedir;  no- 
vación; transacción  ó compromiso. 

Ninguna  otra  excepción  podrá  estorbar  el 
pronunciamiento  de  la  sentencia  de  remate. 

Exceplúaose  de  lo  que  queda  establecido  las 
ejecuciones  que  procedan  de  letras  de  cambio, 
en  las  que  no  se  admitirán  mas  excepciones  que 
las  prevenidas  en  el  art.  545  del  Código  de  co- 
mercio: art.  963.  Las  excepciones  á que  se  refie- 
re el  545  citado  son  las  de  falsedad,  pago,  com- 
pensación de  crédito  líquido  y ejecutivo,  pres- 
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cripcion  ó caducidad  de  la  letra  y espera  ó quita 
concedida  por  el  demandante  que  se  pruebe  por 
escritura  pública  ó por  documento  privado  re- 
conocido en  juicio;  pues  respecto  de  cualquiera 
otra  excepción  que  competa  al  deudor,  previene 
dicho  art.  54ó , que  se  reserve  para  el  juicio 
ordinario,  no  obstando  al  progreso  del  juicio 
ejecutivo,  el  cual  continuará  por  sus  trámites 
hasta  quedar  satisfecho  de  su  crédito  el  portador 
de  la  letra. 

Puede  también  oponerse  contra  la  ejecución 
la  nulidad  de  esta,  según  se  deduce  de  la  facul- 
tad que  da  al  juez  el  art,  270  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento para  declarar  dicha  nulidad  en  la  sen- 
tencia. Esta  nulidad  puede  tener  lugar , ya  por 
defecto  de  alguna  solemnidad  intrínseca  y esen- 
cial en  el  otorgamiento  del  título  ejecutivo,  ó por 
contener  algún  vicio  extrínseco  posterior  á su 
otorgamiento,  ya  por  infracción  de  los  trámites 
sustanciales  de  este  juicio.  Há  lugar  á la  nulidad 
por  defecto  del  título,  cuando  siendo' escritura 
pública  se  hubiese  autorizado  por  escribano  ó 
notario  incompetente,  ú otorgado  por  quienes 
no  tenían  capacidad  ó personalidad  para  obli- 
garse, ó si  conteniendo  alguna  obligación  hipo- 
tecaria ú otro  acto  sujeto  ai  Registro  ó al  pago 
del  impuesto  de  hipotecas  no  se  satisfizo  este  ó 
no  se  tomó  razón  de  aquel;  si  no  fuera  la  pri- 
mera copia,  ó siendo  la  segunda,  no  se  hubiere 
dado  en  virtud  de  mandamiento  compulsorio  y 
cou  citación  de  la  persona  á quien  dehe  perjudi- 
car ó su  causante,  y por  otros  vicios  análogos,  etc. 
Y . Instrumento  público.  Si  se  tratare  de  un  docu- 
mento privado,  habrá  lugar  á la  nulidad , si  se 
hubiese  reconocido  sin  j uramento  ó solo  ante  es- 
cribano, ó si  no  se  reconoció  la  firma  explícita- 
mente. V.  Instrumento  privado.  Respecto  de  la 
confesión  judicial,  si  se  efectuó  sin  juramento  ó 
sin  hallarse  presente  el  juez.  V.  Confesión  ju- 
dicial. 

Habrá  lugar  á la  nulidad  por  infracción  de 
las  formas  esenciales  del  juicio  cuando  no  se  re- 
quiriese al  deudor  para  el  pago,  ó no  se  le  cita- 
se de  remate  ó no  se  recibiese  la  causa  á prueba 
cuando  procediese  conforme  á derecho , ó se  de- 
negase ó no  se  citase  para  alguna  diligencia  de 
prueba  que  haya  podido  producir  indefensión, 
ó por  incompetencia  de  jurisdicción  ó por  omi- 
sión de  algún  otro  trámite  que  produzca  nuli- 
dad según  la  ley.  Véase  el  artículo  5.“  de  la  ley 
provisional  sobre  la  reforma  de  la  casación  civil 
de  18  de  Junio  de  1870  y la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  22  de  Enero  de  1869.  V.  Recurso 
de  casación. 

Acerca  de  si  las  referidas  causas  de  nulidad 
pueden  oponerse  como  excepción  ó como  recur- 
so aparte  y separado,  opinamos  por  el  primer 
extremo,  especialmente  respecto  de  la  nulidad 


; que  se  funda  en  vicio  del  titulo  ejecutivo,  pues- 
to que  si  según  el  art.  970  de  la  ley,  ha  de  tener 
el  juez  en  cuenta  el  vicio  dal  título  para  pro- 
nunciar la  sentencia,  es  necesario  que  dicha 
causa  de  nulidad  se  alegue  con  anterioridad  á 
esta  y formando  parte  de  la  cuestión  que  en  ella 
se  discute.  Nos  fundamos  asimismo  en  que  el 
art.  963  admite  la  excepción  de  falsedad  del  titu- 
lo ejecutivo,  en  la  cual  debe  comprenderse  por 
identidad  de  razón  la  nulidad  del  mismo,  puesto 
que  ocasionan  ambos  vicios  el  mismo  efecto,  lo 
cual  debe  entenderse  en  el  caso  de  que  sea  posi- 
ble probar  la  nulidad  en  el  término  designado 
en  el  juicio  ejecutivo.  Véase  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  18  de  Ma3ro  de  1869. 

Respecto  de  la  nulidad  por  infracción  de  las 
formas  esenciales  del  juicio,  dándose  por  esta 
causa  el  recurso  de  casación  y no  refiriéndose 
al  título  por  que  pidió  el  actor  la  ejecución,  no 
es  propio  ni  tan  necesario  corno  las  que  se  fun- 
dan en  vicio  del  título  ejecutivo  proponerlo 
como  excepción  sino  como  recurso  legal  contra 
la  ejecución.  Mas  cuando  pudiere  probarse  dicha 
nulidad  fácilmente  en  el  término  de  prueba  que 
se  marca  para  aquel  juicio,  podrá  y aun  deberá 
proponerse  y formalizarse  en  los  términos  y ma- 
nera en  que  se  hace  la  oposición  á la  ejecución 
decretada  por  el  juez. 

Acerca  de  la  nulidad  que  se  funda  en  incom- 
petencia de  jurisdicción,  la  cual  podrá  propo- 
nerse en  el  juicio  ejecutivo  por  hallarse  consig- 
nado este  remedio  como  general  en  el  tít.  2.°  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  debe  advertirse, 
que  cuando  se  promueve  la  cuestión  de  compe- 
tencia por  declinatoria,  como  conviene  propo- 
nerla antes  del  período  de  la  oposición  al  juicio, 
para  que  no  se  entienda  prorogada  la  jurisdic- 
ción del  juez,  deberá  manifestar  el  deudor  que 
no  consiente  el  procedimiento  por  carecer  el 
juez  de  competencia,  al  hacérsele  el  requeri- 
miento para  el  pago,  al  ejecutarse  el  embargo, 
y al  oponerse  á la  ejecución ; y si  á pesar  de  es- 
tas protestas  continuare  el  juez  entendiendo  en 
el  juicio,  habrá  todavía  lugar  á reclamar  de 
nulidad  por  incompetencia. 

Oompréndense,  pues,  en  el  primer  párrafo  del 
art.  963  las  excepciones  que  menciona  el  autor 
como  directas,  menos  la  4.*.  que  versa  sobre  la 
usura,  por  no  existir  en  el  dia  á consecuencia 
, de  haberse  abolido  por  la  ley  de  14  de  Marzo  de 
. 1856  toda  tasa  sobre  el  interés  del  capital  dado 
! en  Préstamo,  fijándose  en  el  6 por  100  el  interés 

■ legal  que  debe  abonar  el  deudor  constituido  en 
mora.  Compréndese  tambieu  en  el  art.  963,  las 
1.  , 2.  , 3.  , 4.a,  8.a,  9.a  y 10  de  las  excepciones 
útiles  que  cita  el  autor:  la  6.a  sobre  simulación 

i ^ COlltrato  se  comprende  en  la  de  falsedad  del 

■ título  ejecutivo,  y asimismo  la  7.a  sobre  omisión 
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de  la  causa  de  la  obligación,  seguí},  diremos  al 
explicar  en  qué  consiste  la  excepción  de  false-  , 
dad  del  título  ejecutivo : la  5 * sobre  la  nulidad 
del  contrato,  la  13  sobre  faltas  del  instrumento 
ejecutivo  y la  1-1  sobre  omisión  de  trámites  esen- 
ciales del  juicio,  se  bailan  comprendidas,  según 
liemos  expuesto,  en  la  nulidad  á que  se  refiere 
el  art.  970  de  la  nueva  ley;  y asimismo  la  11 
sobre  incompetencia  de  jurisdicción:  la  12,  re- 
lativa á la  excepción  de  dinero  no  contado , no 
tiene  lugar  en  el  día  si  se  reconoce  la  firma  por 
haber  declarado  la  nueva  ley  en  su  art.  943, 
que  reconocida  la  firma,  quedará  preparada  la 
ejecución,  aunque  se  niegue  la  deuda. 

Respecto  de  las  excepciones  de  largo  exámen, 
no  bailándose  expresadas  en  la  ley  y no  podien- 
do probarse  y liquidarse  dentro  del  término 
marcado  por  la  misma,  no  tendrán  lugar  en  el 
dia  en  el  juicio  ejecutivo,  quedando  reservadas 
para  el  ordinario.  Véase  sobre  la  de  restitución  eí 
párrafo  XLIY. 

En  cnanto  á las  excepciones  que  se  mencionan 
en  el  art.  963  de  la  nueva  ley,  conviene  tener 
presentes  las  siguientes  observaciones: 

Falsedad  del  Ululo  ejecutivo. — Esta  debe  recaer 
sobre  lo  sustancial  del  título,  y no  sobre  alguna 
cosa  ó circunstancia  accesoria,  la  cual  será  ob- 
jeto del  juicio  ordinario.  Podrá  alegarse,  pues, 
que  el  título  que  se  presenta  es  obra  solo  del 
que  lo  produce,  como  si  fuese  una  escritura  sin 
el  signo  de  escribano,  ó si  fáltasela  cláusula 
que  asegura  el  derecho  que  se  reclama.  Deben 
comprenderse  también  en  esta  excepción  los  de- 
fectos porque  se  anula  ó no  merece  fe  el  título 
que  se  presenta,  y aun  también  quieren  autores 
respetables,  se  comprendan  aquí  los  defectos  por 
los  que,  aunque  fuera  válido  el  título,  carece  de 
fuerza  ejecutiva,  puesto  que  la  nueva  ley  lia 
expresado  que  la  falsedad  se  refiera  al  título 
ejecutivo,  con  lo  que  parece  haberse  referido  al 
caso  en  que  se  presentara  falsamente  como  tal 
un  titulo  que  no  lo  fuera,  bajo  cuyo  concepto 
compréndese  la  excepción  de  simulación . del 
contrato  y la  de  omisión  de  la  causa  de  deber; 
si  bien  otros  intérpretes  opinan  que  estas  excep- 
ciones deben  quedar  para  el  juicio  ordinario. 

Cuando  se  alegare  la  falsedad  del  título  eje- 
cutivo entablando  acción  criminal  en  descubri- 
miento del  delito  y de  sus  autores,  parece  que 
deberá  suspenderse  el  juicio  en  el  estado  en  que 
se  hallare  hasta  que  recaiga  ejecutoria  en  la 
causa  criminal,  según  se  dispone  en  ehart.  291 
respecto  del  juicio  ordinario,  por  militar  identi- 
dad de  razón  con  aplicación  al  juicio  ejecutivo. 

Prescripción. — Puede  oponerse  la  prescripción, 
bien  respecto  de  la  acción  ejecutiva,  ó del  dere- 
cho de  ejecutar  por  obligación  que  se  halle  re- 
vestida de  esta  fuerza,  bien  respecto  del  titulo  ó 


causa  intrínseca  de  la  obligación.  Prescribiéndo- 
se, pues,  el  derecho  de  ejecutar  por  obligación 
personal  pasados  diez  años , podrá  oponerse  por 
el  ejecutado  la  prescripción  cuando  el  ejecu- 
tante hubiere  hecho  uso  de  aquella  acción  tras- 
currido dicho  espacio  de  tiempo,  aun  cuando 
la  prescripción  para  proponerla  en  la  vía  ordi- 
naria no  se  cumpliera  hasta  un  plazo  mas  lar- 
go, como  si  siendo  la  acción  real,  no  hubieran 
pasado  treinta  años,  6 si  siendo  acción  personal, 
no  hubieran  trascurrido  veinte,  pues  la  circuns- 
tancia de  no  haber  trascurrido  éste  espacio  de 
tiempo,  solo  servirá  al  actor  para  entablar  di- 
chas acciones  en  juicio  ordinario  por  do  haber- 
les quedado  fuerza  mas  que  para  ejercitarlas  en 
esta  via. 

Mas  cuando  la  prescripción  de  la  acción  ó ti- 
tulo de  la  obligación  se  prescribe  por  menos  de 
los  diez  años  que  engeueral  se  requieren  para  la 
prescripción  de  la  acción  ejecutiva,  como  se  ve- 
rifica respecto  de  la  acción  que  tienen  los  cria- 
dos para  pedir  sus  salarios  y de  otras  acciones  que 
se  prescriben  por  tres  años,  basta  que  hayan 
trascurrido  estos  sin  promoverse  el  juicio  ejecu- 
tivo, para  que  pueda  alegarse  en  él  la  prescrip- 
ción, porque  la  cualidad  ejecutiva  no  puede  du- 
rar por  mas  tiempo  que  la  obligación  que  cons- 
tituye la  acción , puesto  que  carece  de  objeto 
sobre  que  fundarse.  V.  Prescripción. 

Fuerza  ó miedo  de  los  que  con  arreglo  á la  ley 
hacen  nulo  el  consentimiento.- — Tal  era.  según  la 
7.a.  tít.  33,  Part.  6.a,  y la  56,  tit.  5.°,  Part.  5.a,  el 
miedo  de  muerte,  pérdida  de  miembro,  tormen- 
to del  cuerpo  ó de  deshonra  que  deje  infamado, 
La  fuerza,  dice  la  ley  15,  tít.  2.°,  Part.  4.*,  se  debe 
entender  de  esta  manera:  «cuando  á alguno  adu- 
cen contra  su  voluntad  ó le  prenden  ó ligan  ; e 
otrosí  el  miedo  se  entiende  cuando  es  fecho  en 
tal  manera  que  todo  orne,  magiier  fuese  de  gran 
corazón,  se  temiese  de  él,  como  si  viese  armas  ú 
otras  cosas  con  quel  quisiesen  ferir  ó matar,  ó le 
quisiesen  dar  algunas  penas.»  El  juez,  sin  em- 
bargo, deberá  graduar  los  casos  de  fuerza  y en 
especial  de  miedo,  en  atención  á la  edad,  sexo  y 
condiciones  particulares  de  las  personas.  La  ex- 
cepción mencionada  se  refiere,  tanto  al  caso  en 
que  se  hubiere  hecho  uso  de  la  fuerza  ó miedo 
para  que  se  otorgara  una  escritura  de  obliga- 
ción pública  ó privada,  como  para  que  obligar- 
se por  confesión  judicial. 

Falta  de  personalidad  en  el  ejecutante. — Tal  su- 
cedería si  siendo  menor  ó hijo  de  familias  6 mu- 
jer casada,  no  hubiera  intervenido  el  tutor  6 cu- 
rador ó no  presentaran  la  licencia  ó habilitación 
para  comparecer  en  ¡juicio  que  requiere  el  de- 
recho. 

Pago  ó compensación  de  crédito  liquido  que  re- 
sulte de  documento  que  tenga  fuerza  ejecutiva. — 
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Algunos  intérpretes  lian  creído  que  la  última 
cláusula  «que  resulte  de.  documento  que  tenga 
fuerza  ejecutiva,»  se  refiere  tanto  á la  compen- 
sación como  á la  excepción  de  pago.  Dicha  cláu- 
sula es  perfectamente  aplicable  á la  excepción 
de  compensación . pues  debiendo  ser  igual  la 
condición  de  los  litigantes  y estableciéndose  que 
para  ejecutar  el  acreedor  haya  de  hacerlo  me- 
diante documento  ejecutivo,  nada  mas  justo  que 
exigirá  su  vez  al  deudor,  para  probar  su  excep- 
ción, un  documento  de  igual  fuerza  y naturale- 
za para  poder  destruir  el  que  presentó  el  acree- 
dor. Mas  uo  es  aplicable  aquella  cláusula  á la 
excepción  de  pago,  según  resulta  de  los  consi- 
derandos de  una  sentencia  pronunciada  por  la 
Audiencia  de  Madrid  con  fecha  17  de  Marzo  de 
1857  en  un  pleito  en  que  se  alegó  por  el  deudor 
contra  la  ejecución  la  excepción  de  pago,  preten- 
diendo probarla  por  medio  de  testigos,  á lo  que  ¡ 
se  oponia  el  ejecutante  alegando  que,  según  el  ; 
art.  963  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  po- 
día resultar  dicho  pago  sino  de  documento  que 
tuviera  fuerza  ejecutiva,  La  Audiencia  se  fundó 
en  los  siguientes  considerandos:  l.°  Que  por 
punto  general,  en  todo  juicio  están  admitidas 
las  diferentes  clases  de  pruebas  reconocidas  por 
derecho,  á no  ser  que  por  regla  especiai  se  ex- 
cluya expresamente  alguna  de  ellas.  2.'’  Que 
no  existe  tal  exclusión  expresa  respecto  á la  de 
testigos  en  el  juicio  ejecutivo.  3,°  Que  el  art.  963  j 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  hablar  en 
el  núm.  5.°  de  documento  que  tenga  fuerza  eje- 
cutiva, se  refiere  á la  excepción  de  compensación 
y no  á la  de  pago,  ni  al  documento  con  que  este 
haya  de  probarse,  el  cual  nunca  podría  tener 
fuerza  ejecutiva,  porque  el  pago  concluye  con  la 
acción,  lejos  de  producirla.  La  Audiencia  cuntir-  i 
nxó  con  las  costas  la  sentencia  apelada,  en  la 
cual  el  juez  de  primera  instancia  dijo,  que  debía 
declarar  y declaraba  no  haber  lugar  á sentenciar 
de  remate  los  autos , y condenaba  en  todas  las 
costas  al  actor  (por  haberse  probado  la  excepción  1 
de  pago  por  medio  de  testigos). 

En  la  excepción  de  compensación  se  compren- 
de la  de  reconvención,  puesto  que  es  doctrina  y 
práctica  admitida  que  esta  puede  proponerse 
como  compensación. 

Para  que  sea  compensable  un  crédito  con  otro, 
es  necesario  que  sea  liquido:  sentencia  de  17  de 
Diciembre  de  1864. 

Quita,  espera  y pacto  ó promesa  de  no  pedir. — 
Proviniendo  la  rebaja  ó perdón  de  la'  voluntad 
del  acreedor,  y si  hay  muchos,  del  acuerdo  de  la 
mayoría  de  acreedores  que  se  reúnen  para  este 
objeto  ó para  señalar  al  deudor  un  plazo  en  que 
verificar  el  pago  de  su  deuda,  deberá  presen- 
tarse en  el  juicio  ejecutivo,  para  probar  dicha 
excepción,  el  documento  ó testimonio  de  haberla 


otorgado  el  acreedor,  ó siendo  varios  , el  en  que 
constare  el  acuerdo  de  haberse  verificado  este  ó 
de  haberse  obligado  el  acreedor  ejecutante  á pa- 
sar por  lo  que  resolviera  la  mayoría.  Véase  lo 
expuesto  sobre  este  punto  en  el  artículo  Concurso 
de  acreedores. 

Novación  de  contrato. — La  sustitución  de  un 
nuevo  deudor  puede  hacerse  sin  la  concurren- 
cia del  primer  deudor;  mas  para  la  del  acreedor 
es  necesario  el  consentimiento  de  este,  y para 
variar  la  obligación  ó sus  formas , el  consenti- 
miento del  deudor  y del  acreedor.  Verificada  la 
novación  de  esta  suerte,  no  puede  pedirse  el 
cumplimiento  de  la  primera  obligación,  sino  el 
de  la  segunda,  que  sustituyó  á aquella,  arre- 
glándose á la  nueva  obligación  si  tuviere  fuerza 
ejecutiva  la  demanda  de  la  primera,  y si  no  tu- 
viere tal  fuerza,  providenciará  el  juez  que  no 
siga  la  ejecución  adelante. 

Transacción  ó compromiso  sobre  lo  que  se  pide. — 
Para  excepcionar  de  esta  suerte,  deberá  presen- 
tarse en  el  juicio  la  escritura  pública  ó el  acto 
judicial  ó extrajudicial  en  que  constare  la  tran- 
sacción efectuada  ó el  compromiso  ó convenio 
verificado  por  las  partes,  sometiendo  en  árbitros 
ó arbitradores  la  decisión  sobre  el  crédito  que  es 
objeto  de  la  ejecución. 

Excepciones  contra  la  acción  ejecutiva  de  las  le- 
tras de  cambio. — Acerca  de  las  excepciones  enu- 
meradas en  el  art.  545  del  Código  de  comercio, 
citado  en  el  963  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, debe  tenerse  presente,  que  la  de  falsedad, 
anulando  únicamente  el  acto  en  que  se  ha  co- 
metido, solo  pueden  oponerla  los  que  aparecen 
obligados  por  el  acto  falso,  y contra  los  que  fun- 
dan su  acción  en  el  mismo.  Así  es,  que  respecto 
de  la  falsedad  contenida  en  la  letra  que  haga 
nulo  el  contrato  primitivo,  y en  virtud  de  la  cual 
se  despachó  la  ejecución  , podrán  proponerla 
como  excepción,  tanto  id  librador,  puesto  que 
dicho  vicio  deja  sin  efecto  los  derechos  y obli- 
gaciones de  aquel  fundados  en  la  letra,  como 
el  aceptante,  porque  en  tal  caso  no  existe  el 
mandato  causa  de  la  aceptación;  pero  no  podrá 
oponerse  por  los  endosantes,  porque  las  obliga- 
ciones de  estos  nacen  del  contrato  posterior  cele- 
brado por  el  endosante  con  la  persona  á quien 
trasmitió  la  letra;  acto  que,  siendo  legítimo,  pro- 
duce sus  efectos  legales:  solamente  cuando  la 
falsedad  consistiere  en  el  endoso,  ocasionando  la 
nulidad  de  este,  podrá  oponerse  por  el  endosan- 
te que  por  él  aparezca  obligado  la  excepción  de 
falsedad  del  endoso,  cuando  contra  él  se  dirija  la 
acción  ejecutiva,  sea  ó no  legítima  la  letra. 

Aunque  el  art.  545  citado  solo  autoriza  las  ex- 
cepciones que  en  el  mismo  se  expresan , reser- 
vando para  el  juicio  ordinario  las  demás,  esta 
disposición  debe  entenderse  como  refiriéndose  á 
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las  excepciones  que  afectan  la  validez  y esencia 
del  contrato,  mas  no  á las  que  proceden  de  un 
vicio  que  anula  el  procedimiento,  como  la  falta 
de  personalidad  en  el  ejecutante,  la  incompe- 
tencia de  jurisdicción,  el  defecto  legal  de  la  de- 
manda, y otras  por  el  estilo,  las  cuales  deben 
admitirse  en  el  juicio  ejecutivo.  * 

XXV.  Cualquiera  que  sea  la  excepción  que 
proponga  el  ejecutado,  ha  de  probarse  precisa- 
mente dentro  del  término  de  los  diez  dias  que 
prefijan  las  leyes  1.a,  2.”  y 12,  tít.  28,  lib.  11, 
Nov.  Recop.,  y que  se  llama  el  término  del  encar  - 
gado, y aunque  sean  muchos  los  ejecutados  por 
un  acreedor,  con  tal  que  todos  estén  comprendi- 
dos en  un  mismo  mandamiento  ejecutivo,  todos 
tendrán  tan  solos  los  diez  dias  para  justificar  sus 
excepciones , según  afirma  Febrero , y no  diez 
cada  uno  de  ellos.  Mas  ¿desde  cuándo  ha  de  em- 
pezar á correr  el  término  de  los  diez  días?  Las 
leyes  2.a  y 12  declaran  y mandan  que  corra  des- 
de el  dia  en  que  el  ejecutado  se  opusiere  á la 
ejecución;  pero  la  práctica,  por  evitar  los  efectos 
de  la  omisión  voluntaria  ó involuntaria  del  es- 
cribano ó de  las  demasiadas  ocupaciones  del 
juez,  no  ha  querido  que  corra  sino  desde  que  se 
hace  saber  á entrambos  litigantes  el  auto  en  que 
se  admite  la  oposición  y se  encarga  el  término. 
Si  por  razón  del  tiempo  de  la  notificación  tocase 
el  principio  del  término  en  dias  feriados,  como 
en  los  de  Pascuas,  por  ejemplo,  no  se  cuenta  sino 
desde  el  dia  siguiente  al  de  la  cesación  de  las 
vacaciones ; y si  solo  intervienen  algunos  dias 
feriados,  se  habiLitan  estos  por  el  juez. 

Como  por  una  parte  se  ba  establecido  en  bene- 
ficio del  deudor  el  término  del  encargado  para 
que  pueda  hacer  su  defensa,  y como  por  otra  se 
ha  fijado  en  beneficio  del  acreedor  la  brevedad 
ó perentoriedad  del  mismo  término  para  que  no 
se  retarde  la  cobranza  de  su  crédito,  es  consi- 
guiente: l.°,  que  el  deudor  puede  renunciar  todo 
el  término  ó la  parte  que  quisiere;  2.",  que  si  no 
le  renuncia,  puede  disfrutarle  por  entero,  rete- 
niéndose los  autos  durante  los  diez  dias,  bien 
que  algunos  dicen  que  el  deudor  debe  tenerlos 
cinco  dias  y el  acreedor  otros  cinco;  3.°,  que  el 
acreedor  no  puede  renunciarle  ; 4.°,  que  solo  el 
acreedor,  y no  el  deudor,  puede  pedir  su  próro- 
ga,  con  tal  empero  que  la  pida  antes  de  su  con- 
clusión y que  ni  él  ni  su  abogado  hayan  visto  la 
prueba  del  deudor,  á fin  de  que  se  evite  de  e,sta 
suerte  el  soborno  de  otros  testigos,  según  se  ob- 
serva en  la  via  ordinaria  con  arreglo  á la  ley  34, 
tít.  16,  Part,  3.a,  y á la  ley  9.a,  t.ít.  11,  lib.  11, 
Nov.  Recop. 

Así  el  término  regular  de  los  diez  días,  como 
el  de  las  prórogas  en  su  caso,  son  comunes  á 
ambas  partes,  y no  corren  hasta  que  se  los  noti- 
fican, ni  perjudican  al  ignorante,  ni  por  las  pró- 


rogas se  convierte  la  causa  en  ordinaria,  pues 
que  se  entienden  concedidas  con  la  misma  cali- 
dad que  el  término  del  encargado. 

* Conforme,  á la  ley  de  Enjuiciamiento,  des- 
pués de  darse  traslado  al  actor  por  cuatro  dias 
de  la  oposición  hecha  por  el  ejecutado,  y de  darse 
copia  de  la  contestación  del  actor  al  demandado, 
se  reciben  los  autos  á prueba  por  diez  días,  dic- 
tándose al  efecto  la  oportuna  providencia,  que 
se  notificará  el  mismo  dia  de  su  fecha:  art.  966: 
disposición  que  resuelve  la  duda  que  se  suscita- 
ba anteriormente  sobre  el  dia  en  que  debia  prin- 
cipiar á correr  el  término  del  encargado,  pues 
hoy  deberá  ser  desde  el  dia  siguiente  al  en  que 
se  hace  la  notificación  de  la  providencia  re- 
ferida. 

Durante  estos  diez  dias  se  harán  la3  pruebas 
propuestas  por  ambas  partes,  y podrán  estas 
proponer  y ejecutar  cualesquiera  otras  que  esti- 
men convenientes.  Tanto  unas  pruebas  como 
otras,  deberán  acomodarse  á las  disposiciones 
establecidas  para  las  pruebas  en  el  juicio  ordi- 
nario: art,  966.  V.  Juicio  civil  ordinario. 

El  término  de  prueba  no  puede  suspenderse 
ni  prorogarse  sino  de  conformidad  de  ambos  li- 
tigantes , ó cuando  por  deber  hacerse  toda  ó 
parte  de  la  que  se  propusiere  á distancia  del  lu- 
gar del  juicio,  el  juez  lo  creyere  necesario.  Si 
así  fuere,  lo  podrá  prorogar  ó suspender  en  auto 
motivado,  y bajo  su  responsabilidad,  por  los  dias 
que  tarde  el  correo  desde  el  pueblo  en  que  se 
siga  el  juicio,  al  mas  distante  en  que  hubiera 
de  practicarse  alguna  diligencia  y nada  mas: 
art.  967.  * 

Trámites  de  la  oposición  del  deudor , modo  de  pro- 
bar sus  excepciones , suspensión  del  término  del 

encargado  y comunicación  de  las  probanzas. 

XXVI.  Luego  que  el  deudor,  después  de  ad- 
mitida su  oposición  , toma  los  autos , debe  for- 
malizarla exponiendo  la  excepción  especial  que 
le  asiste  para  que  se  declare  que  no  hubo  lugar 
al  despacho  de  la  ejecución,  6 que  esta  es  nula 
y de  ningún  efecto,  y en  su  consecuencia  se  de- 
niegue la  sentencia  de  remate,  con  expresa  con- 
denación de  costas  á la  parte  contraria;  y por 
medio  de  otrosíes  propone  la  prueba  que  le  con- 
viene para  justificar  la  excepción  alegada,  del 
mismo  modo  que  en  el  juicio  ordinario.  De  este 
escrito  se  da  al  acreedor,  en  cuanto  á lo  princi- 
pal, traslado  sin  perjuicio;  y con  respecto  á los 
oírosles,  se  manda  ejecutar  la  prueba  que  se  so- 
licita. Contesta  el  acreedor  lo  que  le  parece,  re- 
> batiendo  la  excepción  é insistiendo  en  que  se 
sentencien  los  autos  de  remate,  y pide  también 
por  medio  de  otrosíes  la  admisión  de  la  prueba 
que  en  su  caso  tuviese  que  hacer  contra  las  aie- 
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.raciones  del  deudor,  y el  juez  provee  un  auto 
mandando  que,  en  cuanto  á lo  principal,  se  ten- 
ga presente  el  escrito  al  tiempo  de  la  vista,  y 
respecto  de  los  otrosíes  se  haga  como  se  pide. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  la 
oposición  hecha  por  el  ejecutado  se  da  traslado 
al  actor,  conforme  hemos  dicho,  por  cuatro  dias 
para  que  conteste  y proponga  prueba  por  su 
parte,  pasados  los  cuales  se  recogen  los  autos,  en 
los  términos  indicados  al  hablar  del  deudor,  y 
de  la  contestación  del  actor  se  da  copia  al  de- 
mandado: arts.  9G4  y 965.  * 

XX Vil.  Puede  el  deudor  justificar  sus  excep- 
ciones con  instrumentos  públicos  ó privados,  in- 
formación de  testigos,  confesión  de  la  parte  con- 
traria y demás  medios  legales  que  se  emplean 
en  la  via  ordinaria,  cualquiera  que  sea  el  título 
que  haya  dado  motivo  á la  ejecución  (ley  1.*, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.);  y de  las  mismas 
especies  de  prueba  podrá  igualmente  valerse  el 
acreedor  para  rebatir  la  que  el  deudor  haya  pro- 
puesto. 

Los  testigos  que  presente  el  deudor,  no  solo 
han  de  ser  juramentados,  sino  examinados  tam- 
bién con  citación  del  acreedor  dentro  de  los  diez 
dias,  como  se  deduce  de  dicha  ley  1.a,  y en  el 
mismo  término  ha  de  hacerse  el  reconocimiento 
de  peritos  y la  presentación  de  documentos, 
bajo  la  pena  de  ineficacia  de  la  prueba,  á no  ser 
que  la  falta  ó demora  provenga  de  omisión  ó 
imposibilidad  del  juez  ó del  escribano. 

Cuando  el  deudor  intenta  probar  sus  excepcio- 
nes por  testigos,  debe  nombrarlos,  manifestar 
dónde  viven,  y jurar  que  no  procede  con  mali- 
cia (ley  1.a,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  llecop.);  y si  se 
hallaren  en  otro  distrito  judicial,  ha  de  pedir 
que  se  libre  requisitoria  al  juez  de  su  domicilio, 
para  que  dentro  del  térmiuo  leg-al  les  reciba  sus 
declaraciones,  según  se  practica  en  el  juicio  or- 
dinario. Si  los  testigos  estuvieren  aquende  los 
puertos , fuera  de  la  diócesis  en  que  el  juicio  se 
celebra,  tiene  el  deudor  el  término  de  un  mes 
para  traer  sus  dichos,  el  de  dos  meses  si  estu- 
vieren allende  los  puertos  por  todo  el  reino,  y el 
de  seis  hallándose  en  el  extranjero,  como  en  Ro- 
ma, París  ó Jerusalen ; mas  en  ninguno  de  estos 
casos  se  suspende  la  ejecución,  pues  no  pro- 
bándose la  excepción  en  los  diez  dias , se  lleva 
adelante  aquella  y se  hace  pago  al  acreedor, 
dando  este  la  fianza  de  que  luego  hablaremos. 

Los  interrogatorios  que  se  formen  por  cada 
parte  para  el  exámen  de  los  testigos,  se  reservan 
en  la  escribanía  sin  comunicarse  á ios  liti- 
gantes. 

Eu  este  j uicio , como  ni  en  los  demás  su  marios, 
no  se  admiten  tachas  ni  repulsas  de  testigos,  y 
por  consiguiente,  no  se  concede  término  para 
probarlas. 


Aunque  fuera  de  los  diez  dias  no  se  admite 
prueba,  puede,  sin  embargo,  el  deudor  pedir 
después  de  finados  que  el  acreedor  jure  de  ca- 
lumnia y posiciones  y reconozca  algún  papel, 
con  tal  que  sea  antes  de  la  sentencia  de  remate, 
según  dispone  la  ley  72,  tít.  4.°,  lib.  3.*1  de  la 
Recop.  (que  se  halla  en  práctica,  á pesar  de  no 
haberse  insertado  en  la  Novísima)  porque  la 
confesión  no  es  propiamente  prueba,  sino  mas 
bien  relevación  de  ella. 

* Ya  hemos  dicho  , que  atualmente  , según  el 
art.  966,  pár.  2.1',  de  la  ley  de  Enjuiciamiento, 
las  pruebas  propuestas  tanto  por  el  ejecutante 
como  por  el  ejecutado  deben  acomodarse  á las 
disposiciones  establecidas  para  las  pruebas  en 
el  juicio  ordinario.  V.  Juicio  civil  ordinario.  * 

XXVIII.  Se  ha  dicho  mas  arriba  que  el  tér- 
mino dei  encargado  no  puede  prorogarse  á ins- 
tancia del  deudor;  pero  ¿podrá  suspenderse ? Los 
autores  se  dividen  sobre  este  punto  en  bandos 
opuestos:  unos  admiten  la  suspensión  siempre 
que  el  deudor  acredite  justa  causa,  como  enfer- 
medad ó ausencia  temporal  de  sus  testigos,  im- 
posibilidad de  presentar  ó compulsar  dentro  del 
término  el  instrumento  con  que  ha  de  probar  su 
excepción  , ausencia  ú ocultación  maliciosa  del 
acreedor  á quien  tiene  que  exigúr  confesión  ju- 
rada, fundando  principalmente  su  opinión  en 
que  no  estando  la  suspensión  expresadamente 
prohibida  por  la  ley,  debe  entenderse  permitida, 
y en  que  seria  cosa  inhumana  que  por  no  aguar- 
dar algunos  días  mas  se  gravase  al  ejecutado 
con  el  pago  de  lo  que  tal  vez  no  debe  y además 
con  las  costas,  décima  y otros  perjuicios  irrepa- 
rables. Otros,  por  el  contrario,  niegan  la  sus- 
pensión en  todos  los  casos  y cualquiera  que  sea 
la  causa  que  se  alegue,  porque  la  consideran 
como  un  medio  directo  de  hacer  ilusoria  la  in- 
tención de  la  ley,  y aun  como  opuesta  k su  es- 
píritu y á su  letra,  porque  el  ejecutado  ha  teni- 
do bastante  tiempo  para  preparar  su  defensa 
desde  que  se  le  hizo  la  notificación  de  estado 
y porque  los  perjuicios  que  en  su  caso  se  le 
puedan  seguir  de  una  ejecución  indebida  se 
hallan  suficientemente  precavidos  con  la  fianza 
que  tiene  que  prestar  el  acreedor  para  lograr 
el  cobro  del  crédito  reclamado.  Sin  embargo  de 
estas  razones,  tal  vez  podrá  tener  lugar  en  al- 
gún caso  raro  la  suspensión  por  causa  de  mani- 
fiesta necesidad  con  arreglo  á lo  dicho  en  el 
pár.  XI  del  articulo  Juicio  ordinario. 

* Eu  el  día  no  puede  tener  lugar  la  cuestión 
enunciada  desde  que  por  el  art.  967  de  la  ley 
expuesto  en  la  adición  al  párrafo  XXV  se  ha  pro^ 
hilado  la  suspensión  del  término  de  prueba,  si 
no  es  de  conformidad  de  ambos  litigantes  y en 
los  casos  que  en  dicha  disposición  se  expresan.* 

XXIX.  Trascurrido  el  término  de  los  diez 
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dias,  se  unen  las  probanzas  á los  autos  y se  en- 
tregan por  uñ  breve  término  á cada  una  de  las 
partes  si  los  pidiesen  , primero  al  ejecutante  y 
después  al  ejecutado,  ora  para  solo  el  efecto  de 
instruirse  de  sus  méritos  é informar  verbalmen- 
te al  juez  , ora  para  alegar  en  su  vista  lo  que  á 
su  derecho  convenga.  En  estos  traslados  se  pone 
siempre  la  fórmula  de  sin  perjuicio,  para  dar  á 
entender  que  no  por  eso  se  convierte  el  juicio  en 
ordinario  perdiendo  su  calidad  ejecutiva. 

* Concluido  el  término  de  prueba  y sus  pró- 
rogas,  en  los  casos  en  que  puede  haberlas,  se 
agregan  las  pruebas  á los  autos,  á instancia  de 
una  de  las  partes,  y se  entregan  estos  por  tér- 
mino de  tres  dias  á cada  una  de  ellas  para  ins- 
trucción de  las  practicadas  por  la  contraria;  pa- 
sados dichos  tres  dias  se  recogen  sin  necesidad 
de  apremio , pero  estrechando  k su  entrega  sin 
consideración  alguna , señalándose  en  seguida 
día  para  la  vista:  art.  %8.  * 

Sentencia  de  remate,  y su  ejecución,  preño  afian- 
zamiento . 

XXX.  Hechos  los  alegatos  por  las  partes  ó 
bien  sin  ellos,  si  no  los  ha  habido,  llama  el  juez 
los  autos  á instancia  de  cualquiera  de  los  liti- 
gantes y no  de  oficio,  con  señalamiento  de  dia 
y hora  para  su  vista  si  hay  costumbre  de  ello,  y 
con  citación  de  entrambos  por  si  quieren  asistir 
á informarle  verhaimente  de  su  derecho ; y con- 
cluida la  vista,  si  la  hubo,  ó pasados,  si  no  la 
hubo,  tres  dias  desde  la  citación  para  sentencia, 
examina  los  autos  y los  determina,  teniendo  ' 
presente  que  no  es  necesario  dicha  citación 
cuando  el  ejecutado  no  alegó  excepción  ni  hizo 
prueba. 

Para  la  determinación  de  los  autos  debe  aten- 
der el  juez  cuidadosamente  á lo  que  de  ellos  re- 
sultare. 

* Si  las  partes  ó una  de  ellas  lo  pidieren,  po- 
drán asistir  sus  defensores  á informar  (de  su  jus- 
ticia y derecho);  si  no  lo  pidieren,  podrá  el  juez, 
sin  informes  ni  vista  pública  pronunciar  senten- 
cia, pasado  un  dia  útil,  desde  el  en  que  se  hu- 
biere notificado  el  auto  de  señalamiento:  art.  969 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  * 

XXXI.  Si  el  reo  ejecutado  desvirtuó  la  de- 
manda con  las  excepciones  alegadas  y probadas 
en  el  término  de  la  ley,  se  declara  no  haber  lu-  i 
gar  á la  sentencia  de  remate , se  le  absuelve  de 
la  acción  ejecutiva,  se  revoca  la  ejecución,  se  ! 
manda  alzar  ios  embargos  hechos  y entregarle  ¡ 
libremente  los  bienes  trabados,  y se  condena  en 
las  costas  al  ejecutante. 

Si  se  demostró  no  haber  habido  lugar  al  des- 
pacho de  la  ejecución  porque  el  instrumento  en 
que  se  fundó  no  la  traia  aparejada,  no  solamen- 


te debe  el  juez  dictar  las  providencias  que  se 
acaban  de  indicar  menos  la  última , sino  que 
además,  en  pena  de  su  impericia  ó descuido,  ha 
de  restituir  con  el  cuatro  tanto  los  derechos  per- 
cibidos .y  pagar  las  costas  causadas  á las  partes, 
como  dispone  la  ley  11,  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación. 

* Actualmente,  la  sentencia  debe  dictarse  den- 
tro de  ios  tres  dias  siguientes  al  de  la  vista,  de- 
biendo, en  los  dos  casos  que  expone  el  autor,  de- 
terminarse en  ella  no  haber  lugar  á pronunciar 
sentencia  de  remate,  ó declarar  la  nulidad  de  la 
ejecución  efectuada;  imponiendo  en  ei  primer 
caso  las  costas  al  ejecutante,  y en  el  segundo  al 
juez  ó funcionario  que  haya  dado  cansa  á la  nu- 
lidad. sin  que  tenga  lugar  en  el  dia  la  restitu- 
ción con  el  cuatro  tanto  de  los  derechos  percibi- 
dos , puesto  que  no  se  cobran  ya  estos  derechos. 
Cuando  se  declare  la  nulidad  por  defecto  esen- 
cial en  el  procedimiento,  se  mandará  reponer  lo 
actuado  ai  estado  que  tenian  los  autos  antes  de 
tener  lugar  aquel  defecto.  * 

XXXII.  Si  habiendo  propuesto  el  ejecutado 
una  excepción  que  aparece  legítima,  manifiesta 
que  no  puede  probarla  suficientemente  dentro 
del  término  legal,  pero  se  ofrece  á verificarlo 
dentro  de  otro  término  mayor,  no  por  eso  ha 
de  detenerse  el  curso  de  la  ejecución,  sino  que 
cumplidos  los  diez  dias  se  debe  sentenciar  la 
causa  de  remate  si  hay  méritos  para  ello,  y con- 
denarle al  pago  de  la  deuda  bajo  la  fianza  que 
debe  prestar  el  ejecutante,  sin  darse  lugar  á 
largas  pruebas  en  el  juicio  ejecutivo,  quedando 
salvo  el  derecho  del  ejecutado  para  que  use  de 
él  en  el  juicio  ordinario:  ley  1.‘,  tit.  28,  lib.  11, 
Nov.  Itecop.  Febrero  , sin  embargo , después  de 
confesar  que  este  modo  de  proceder  es  mas  se- 
guro y conforme  á ley,  dice  luego  que  según  la 
práctica  se  declara  en  el  caso  propuesto  no  ha- 
ber lugar  á sentenciar  la  causa  de  remate,  y que 
sin  absolver  al  ejecutado  ni  diferir  al  desembar- 
go de  los  bienes  en  que  se  hizo  la  traba,  se  reci- 
be el  pleito  á prueba  por  via  de  justificación  con 
el  término  que  se  contempla  suficiente,  y el 
juicio  muda  de  naturaleza  pasando  de  ejecutivo 
á ordinario. 

De  la  misma  manera,  si  habiendo  propuesto 
y justificado  ei  reo  dentro  del  término  legal  ex- 
cepciones que  impiden  el  curso  de  la  via  fjecu- 
tiva,  se  ofreciere  el  actor  á desvanecerlas  dentro 
de  término  mas  largo,  debe  en  rigor  desestimar- 
se su  solicitud,  absolverse  al  ejecutado  de  la  ac- 
ción ejecutiva,  alzarse  el  embargo  de  los  bienes 
y condenarse  en  las  costas  al  ejecutante,  deján- 
dole salvo  su  derecho  para  la  via  ordinaria;  mas 
según  dice  Febrero,  se  suele  declarar  no  haber 
lugar  á sentenciar  la  causa,  y se  recibe  el  pleito 
á prueba  por  vía  de  justificación,  convirtiéndole 
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como  en  el  caso  anterior  de.  ejecutivo  en  ordi- 
nario. 

* Actualmente  no  há  lugar  á practicarse  nin- 
guno de  los  particulares  que  en  los  dos  casos 
expresados  indicaba  Febrero,  por  oponerse  al 
espiritu  de  la  nueva  ley  y á la  disposición  del 
art.  970  sobre  que  la  sentencia  no  puede  deter- 
minar sino  una  de  las  dos  providencias  que  se 
acaban  de  exponer  ó bien  la  que  se  expone  en 
la  adición  al  párrafo  siguiente.  * 

XXXIII.  Finalmente,  si  el  ejecutado  no  se 
hubiere  opuesto  á la  ejecución,  ó si  habiéndose 
opuesto,  no  hubiere  alegado  y probado  excep- 
ción legítima  dentro  de  los  diez  dias,  debe  el 
juez  pronunciar  la  sentencia  mandando  conti- 
nuar la  ejecución  y hacer  trance  y remate  de  los 
bienes  embargados  por  ia  cantidad  de  la  deu- 
da y costas  procesales  causadas  y que  se  cau- 
sen hasta  su  completo  reintegro,  y librando  al 
efecto , prévía  tasación  de  las  costas  y dada  por 
el  ejecutante  la  fianza  de  la  ley  de  Toledo  ó de 
la  de  Madrid  según  los  casos,  el  correspondien- 
te mandamiento  de  pago:  ley  12,  tít.  28,  lib.  11, 
Noy.  Recop. 

4 La  sentencia  que  según  el  art.  970  de  la  ley 
debe  dictarse  en  este  caso,  debe  determinar  se- 
guir la  ejecución  adelante,  sentenciando  la  cau- 
sa de  remate  y condenando  al  ejecutado  al  pago 
con  las  costas.  Respecto  de  las  fianzas  de  que 
habla  aquí  ei  autor,  véase  la  adición  á los  pár- 
ráfos  siguientes.  * 

XXXIV.  La  sentencia  absolutoria  se  notifica 
á ambos  litigantes;  y si  el  actor  apela  ó usa  de 
otro  medio  contra  ella , debe  admitírsele  el  re- 
curso, sin  que  por  eso  se  suspendan  los  efectos 
de  la  misma  sentencia,  esto  es,  el  desembargo 
y entrega  de  los  bienes  al  ejecutado  y la  con- 
denación del  ejecutante  en  las  costas. 

Mas  si  la  sentencia  es  condenatoria , se  notifi- 
ca solo  al  ejecutante;  y si  este  presenta  en  efec- 
to la  fianza  de  la  ley  de  Toledo  ó de  la  de  Madrid 
según  la  que  corresponda,  se  expide  á su  soli- 
citud el  mandamiento  de  apremio  á ñn  de  que 
lequerido  con  el  el  reo  ejecutado  haga  el  pago 
de  la  deuda  y demás  que  en  él  se  contuviere. 

* En  el  día,  la  sentencia  de  remate  debe  noti- 
ficarse al  ejecutante  y al  ejecutado.  Licha  sen- 
tencia es  apelable  en  ambos  efectos,  á no  ser  que 
el  actor  diere  fianza  bastante  á,  responder  de  lo 
que  siguiendo  el  procedimiento  de  apremio  y 
la  alzada  á la  vez  pueda  percibir  y condenársele 
á devolver,  revocándose  la  sentencia.  Esta  fian- 
za es  calificada  por  el  juez  exclusivamente  y 
puede  ser  de  cualquiera  de  las  clases  que  reco- 
noce el  derecho,  con  tal  que  fuere  suficiente 
para  el  objeto  que  se  exige:  art.  973  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  * 

XXXV.  La  fianza  de  la  ley  de  Madrid  tiene 
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por  objeto  asegurar  la  restitución  de  lo  cobrado 
P°r  el  ejecutante  con  los  frutos  y ñutas  en  caso 
de  revocación  de  la  sentencia,  y se  eX1ge  en  las 
ejecuciones  que  dimanan  de  sentencia  arbitral, 
¿ transacción  hecha  por  ante  escribano  publi- 
co y de  sentencia  confirmatoria  de  pareceres 
conformes  de  los  contadores  nombrados  por  las 
partes,  ó de  oficio  por  la  justicia  en  rebeldía  de 
alguna  de  ellas : leyes  4.‘  y 5.  , tit.  17,  lib.  11, 
Nov.  Recop.  La  fianza  de  la  ley  de  Toledo  tiene 
por  objeto  asegurar  asimismo  la  restitución  de 
lo  cobrado  por  el  ejecutante  con  el  duplo  por 
pena  en  nombre  de  intereses  en  igual  caso  de  re- 
vocación, y se  exige  en  las  ejecuciones  que  pro- 
ceden de  otros  instrumentos  que  los  expresados: 
leyes  1.a  y 12, .tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Véase 
Fianza  de  ¡a  ley  de  Madrid  y Fianza  de  la  ley  de 
Toledo.  Mas  no  estando  en  uso  la  pena  del  duplo 
ó del  otro  tanto , no  hay  ya  diferencia  real  entre, 
una  y otra  fianza;  y así  basta  que  el  acreedor 
afiance  la  devolución  de  la  cantidad  que  el  deu- 


dor le  pagare. 

* En  el  dia  no  há  lugar  á la  distinción  de 
fianzas  que  anteriormente,  pues  que  tanto  las 
sentencias  dictadas  por  árbitros  como  las  de  los 
jueces  ordinarios  se  llevan  á efecto  por  la  vía 
de  apremio.  En  ambos  casos  debe  darse  la 
fianza  prescrita  por  el  art.  973  citado,  que  to- 
davía se  califica  de  fianza  de  1a,  ley  de  Madrid 
por  su  semejanza  con  esta. 

Si  se  apelare,  pues,  de  dicha  sentencia  de  re- 
mate, y no  se  presentare  la  fianza  dentro  de  los 
seis  dias  siguientes  al  en  que  se  interpuso  este 
recurso , se  remitirán  los  autos  al  tribunal  su- 
perior, con  citación  de  ambas  partes:  art.  974.  * 

La  presentación  de  la  fianza  es  tan  indispen- 
sable, que  si  el  juez  lleva  á efecto  sin  ella  la 
sentencia  de  remate',  se  hace  responsable  de  los 
perjuicios  que  puedan  resultar,  aunque  el  eje- 
cutado no  la  pida.  No  es  necesaria,  sin  embar- 
go, cuando  el  ejecutante  hace  que  se  notifique 
la  sentencia  al  ejecutado,  y por  haber  dejado 
este  correr  todo  el  término  legal  de  la  apelación 
sin  hacer  uso  de  este  recurso , pida  aquel  que  se 
declare  por  pasada  en  autoridad  ríe  cosa  juzga- 
da, y se  declara  así  efectivamente  antes  que  per- 
ciba su  crédito;  ni  cuando  habiendo  apelado  de 
la  sentencia  el  ejecutado,  y validóse  de  todos 
sus  remedios  contra  ella  ante  los  tribunales  su- 
periores, fué  confirmada  y mandada  llevar  á 
efecto;  porque  en  estos  casos  queda  concluido 
enteramente  el  juicio  sobre  el  pago  sin  que  haya 
de  haber  otro  que  lo  revoque. 

4 Asimismo,  si  no  se  apelare  do  la  sentencia 
de  remate,  quedará  consentida  de  derecho  la 
sentencia  sin  necesidad  de  hacer  declaración  al- 
guna, y se  ejecutará  sin  exigir  fianza:  art.  977 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento.  4 
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XXXVI.  Presentándose  la  fianza  por  el  eje- 
cutante, debe  ejecutarse  y llevarse  á cumplido 
efecto  la  sentencia  de  remate,  sin  embargo  de 
cualquiera,  apelación  que  el  ejecutado  interpusie- 
re , ó de  cualquier  nulidad  que  se  alegare : ley  2.’, 
tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Mas  á pesar  de  una 
decisión  tan  clara  y terminante  de  la  ley,  quie- 
ren graves  jurisconsultos  que  interponiendo  el 
ejecutado  recurso  de  injusticia  notoria  ó de  nu- 
lidad se  suspenda  la  sentencia  hasta  que  quede 
ejecutoriada  por  el  tribunal  superior,  cuando  la 
injusticia  ó la  nulidad  resulta  evidentemente  de 
los  mismos  autos,  como  por  falta  de  jurisdic-  . 
cion,  citación  ú otra  semejante. 

Pero  es  lo  mas  regular  y conforme  á la  ley  que 
si  el  ejecutado  apela  por  cualquiera  razón  que 
sea,  se  le  admita  la  apelación  solo  en  el  efecto 
devolutivo  y no  en  el  suspensivo,  llevándose  á 
cabo  la  sentencia  bajo  fianza,  y practicándose 
lo  que  previene  el  art.  49  del  reglamento  de  26 
de  Setiembre  de  1835,  esto  es,  que  á elección  del 
apelante  ó se  remitan  los  autos  á la  Audiencia 
territorial  en  compulsa  á costa  del  mismo,  ó se 
aguarde  para  remitir  los  originales  á que  sea  ' 
plenamente  ejecutada  la  sentencia,  Las  leyes  no 
designan  los  trámites  que  hayan  de  seguirse  en  | 
el  juicio  de  apelación  de  una  sentencia  de  re- 
mate; pero  según  la  práctica  común,  parece  que 
sin  admisión  de  escritos  se  decide  por  la  Au- 
diencia y termina  el  pleito  en  vista  con  solo  el 
informe  verbal  de  los  letrados  defensores. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  si  ha- 
biéndose apelado  de  la  sentencia  de  remate,  se 
diere  por  el  actor  la  fianza  mencionada,  se  remi- 
tirán los  autos  al  tribunal  superior;  pero  que- 
dando en  el  juzgado  testimonio  de  lo  necesario 
para  la  ejecución  de  aquella:  art.  975. 

Respecto  del  caso  de  que  habla  el  autor,  en 
que  se  reclamare  la  nulidad,  no  de  la  ejecución 
despachada,  sino  del  procedimiento  ejecutivo 
por  haberse  faltado  á algún  acto  ó actuación 
esencial,  opina  un  ilustrado  intérprete  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento , el  Sr.  Ortiz  de  Zúñiga  en  su 
Práctica  general  forense , ser  razonable  y arre- 
glado á derecho,  que  si  el  juez  encuentra  funda- 
da la  reclamación  del  reo  ejecutado,  declare  la 
nulidad  , y mande  reponer  lo  actuado  al  estado 
que  tenían  los  autos,  antes  del  vicio  ó defecto 
cometido,  siendo  apelable  esta  providencia  en 
ambos  efectos;  y que  si,  por  el  contrario,  no  es- 
tima justa  la  declaración  de  nulidad  y reposi- 
ción del  proceso  y el  ejecutado  apela  de  la  sen- 
tencia, no  debe  admitirse  el  recurso  mas  que  en 
un  efecto  y por  consiguiente,  aunque  se  remita 
al  tribunal  superior  un  testimonio  de  lo  necesa- 
rio para  sustanciar  la  segunda  instancia,  deben 
quedar  los  autos  en  el  juzgado,  á fin  de  conti- 
nuar el  juicio  según  su  estado. 

Tomo  ili. 


Según  el  art.  978  de  la  ley,  la  sentencia  en 
que  se  declare  la  nulidad  de  la  ejecución  , ó no 
haber  lugar  á la  de  remate , es  apelable  en  am- 
bos efectos.  Para  la  admisión  y sustanciacion  de 
este  recurso  se  seguirán  los  mismos  trámites  que 
para  la  apelación  de  la  sentencia  de  remate;  me- 
nos los  que  se  refieren  á la  fianza  (esto  es,  se  re- 
mitirán los  autos  al  tribunal  superior  con  cita- 
ción de  ambas  partes)  según  lo  prescrito  en  el 
art.  974.  De  suerte,  que  aun  cuando  el  ejecutan- 
te ó el  ejecutado  reclamen  contra  la  sentencia 
de  nulidad , no  se  repondrán  los  autos  al  estado 
que  tenían  cuando  se  infirió  la  nulidad,  hasta 
que  recaiga  sentencia  de  la  superioridad  revoca- 
toria de  la  de  primera  instancia;  y aunque  se 
apele  de  la  sentencia  que  declare  no  haber  lu- 
gar á pronunciar  la  de  remate,  no  podrá  alzarse 
el  embargo  de  bienes  ni  entregarse  estos  al  eje- 
cutado, como  se  hacia  anteriormente;  lo  cual 
tiene  por  objeto  evitar  que  si  se  revoca  dicha 
sentencia  por  la  superioridad,  y hubiera  consu- 
mido aquel  dichos  bienes,  quede  sin  cobrar  su 
deuda  el  ejecutante.  Los  trámites  que  se  siguen 
actualmente  en  la  apelación  de  la  sentencia  de 
remate  en  la  superioridad , se  han  expuesto  en 
el  artículo  de  esta  obra  Apelación  en  el  juicio  eje- 
cutivo. * 

XXXVIi.  La  sentencia  dada  en  via  ejecutiva 
no  produce  excepción  de  cosa  juzgada  para  la 
ordinaria;  y así  es,  que  aunque  no  se  apele  de 
ella,  queda  siempre  salvo  su  derecho  á cada  una 
de  las  partes  para  deducirlo  en  la  via  ordinaria 
según  le  convenga. 

* Cualquiera  que  sea  la  sentencia  que  pusie- 
ra térmiuo  al  juicio  ejecutivo,  dice  el  art.  972  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento , queda  lo  mismo  al  ac- 
tor que  al  reo,  su  derecho  á salvo  para  promo- 
ver el  ordinario  en  reclamación  de  su  derecho. 
La  fianza  de  que  hemos  hablado,  en  ningún 
caso  es  extensiva  al  juicio  ordinario,  pues  con- 
firmada la  sentencia  por  el  superior  queda  de 
derecho  cancelada:  art.  976.  * 

VIA  DE  APREMIO. 

Requerimiento  al  deudor,  justiprecio  de  los  bie- 
nes, nuevos  términos  y pregones,  y admisión  de 
posturas. 

XXXVIII.  Pronunciada  la  sentencia  de  rema- 
te y dada  la  fianza,  se  entra  en  la  via  de  apremio, 
que  así  se  llama  el  procedimiento  desde  dicha 
sentencia  hasta  su  total  ejecución.  Requiérese 
en  efecto  al  deudor  con  el  mandamiento  de  pago 
para  que  satisfaga  al  acreedor  la  cantidad  de  la 
deuda  y de  las  costas;  y si  en  el  acto  no  la  sa- 
tisface, se  manda  hacer  la  tasación  de  los  bienes 
embargados  por  peritos  que  nombren  ambas 
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partes  ó el  juez  de  oficio  por  la  que  no  lo  hiciere, 
debiendo  además  el  juez  nombrar  tercero  en  caso 
de  discordia. 

Hecha  la  tasación  ó justiprecio  con  citación 
del  ejecutante  y del  ejecutado,  se  sacan  los  bie- 
nes á pública  subasta  por  el  término  designado 
por  el  juez,  que  generalmente  es  el  de  nueve 
dias  en  las  cosas  muebles  y el  de  veintisiete  en 
Jas  inmuebles,  anunciándose  dichos  bienes  y 
sus  precios,  no  solo  por  pregones,  sino  también 
por  cédulas  ó edictos  fijados  en  los  sitios  públi- 
cos y en  el  Boletín  oficial  ú otros  periódicos.  Es 
de  observar  aquí  que  habiendo  andado  ya  los 
bienes  al  pregón  antes  de  la  sentencia  de  re- 
mate por  el  término  de  nueve  ó veintisiete  dias 
respectivamente  según  su  calidad  de  muebles  ó 
raíces  al  tenor  de  lo  que  se  lleva  dicho  en  el 
párrafo  XX,  parecia  natural  que  después  de  la 
sentencia,  no  pagando  el  ejecutado , se  proce- 
diese desde  luego  á la  venta,  sin  otro  término  y 
sin  mas  gestión  que  la  de  anunciarla  por  última 
vez,  á fin  de  evitar  esa  duplicación  de  términos 
que  á favor  del  ejecutado  x’esulta  precisamente 
en  un  juicio  que  por  su  naturaleza  se  resiste 
mas  á las  dilaciones;  pero  como  por  otra  parte 
no  se  justiprecian  los  bienes  antes  de  la  senten- 
cia por  excusar  al  deudor  los  glastos  de  la  tasa- 
ción (pues  que  durante  el  término  de  los  pregones 
y el  del  encargado  podrá  tal  vez  facilitar  el  pago 
de  la  deuda  ó rechazar  con  sus  excepciones  la 
demanda)  y de  consiguiente  nadie  querrá  ni 
aun  podrá  entonces  hacer  postura  por  ignorar 
el  precio;  de  ahí  es  que  en  la  práctica,  verificada 
la  tasación  después  de  la  sentencia  de  remate, 
se  vuelven  á publicar  los  bienes,  como  acabamos 
de  indicar,  con  expresión  de  sus  precios,  por 
nuevos  pregones  y cédulas  ó edictos  y se  da  lu- 
gar con  designación  de  nuevo  término  á que  se 
presenten  postores.  En  la  córte,  según  dice  Fe- 
brero, á pesar  de  lo  dispuesto  por  la  ley,  se  omi- 
ten corno  inútiles  los  pregones  anteriores  á la 
sentencia  de  remate,  sin  perjuicio  de  que  el 
ejecutado  goce  de  su  término,  y solo  se  dan  los 
posteriores  á la  sentencia  y al  justiprecio.  Mas 
acertada  parece  la  disposición  de  la  ley  mercan- 
til, que  reserva  no  solamente  los  pregones,  sino 
también  sus  términos  exclusivamente  para  des- 
pués.. de  la  sentencia  de  remate.  *Yéase  la  adi- 
ción' al  párrafo  siguiente.* 

XXXIX.  Durante  los  nueve  ó veintisiete  dias 
de  la  subasta,  se  admiten  las  posturas  y mejo- 
ras que  por  escrito  hicieren  los  que  aspiren  á 
comprar  los  bienes  pregonados,  con  tal  que  ex- 
cedan de  las  dos  terceras  partes  de  la  tasación, 
que  se  hagan  á pagar  en  dinero  y no  en  otra 
cosa  ni  bajo  condición  á no  mediar  el  consen- 
timiento del  ejecutante,  y que  los  postores  ó pu- 
jadores sean  abonados  ó presenten  quien  los 
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abone;  se  anuncian  sucesivamente  unas  y otras 
por  nuevos  pregones  y cédulas;  y cumplido  el 
término  designado,  señala  el  juez  á petición  del 
último  postor  ó del  ejecutante  dia  y hora  para  el 
remate  ó venta  judicial,  mandando  que  se  cite 
con  la  anticipación  de  un  dia  cuando  menos  al 
ejecutado,  como  previene  la  ley  13,  tít.  28 , li- 
bro 11,  Noy.  Recop.,  que  se  baga  saber  igual- 
mente al  acreedor  y á los  postores  que  hubiere, 
y que  se  vuelvan  á fijar  cédulas  con  expresión 
de  los  bienes,  de  su  valor,  del  precio  que  dan 
por  ellos,  y del  dia,  hora  y lugar  en  que  han  de 
rematarse  para  que  llegue  á noticia  de  todos. 
Si  el  deudor  se  hubiere  ausentado,  se  le  nombra 
defensor,  con  quien  , precediendo  su  obligación, 
fianza  y discernimiento,  se  sustancia  la  venta 
y remate  de  los  bienes  ejecutados.  El  remate  ha 
de  celebrarse  no  solamente  en  el  lugar  del  jui- 
cio sino  también  , siendo  posible  y bajo  nulidad, 
en  el  paraje  donde  radican  los  bienes,  para  que 
viéndolos  los  concurrentes  se  inclinen  á com- 
prarlos : ley  32,  tít.  26,  Part.  2.‘ 

* Actualmente,  según  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  consentida  la  sentencia  de  remate, 
confirmada  por  la  Audiencia  ó dada  la  fianza  en 
el  caso  de  pedirse  su  ejecución , cuando  se  haya 
apelado , se  hará  pago  inmediatamente  de  prin- 
cipal y costas,  prévia  tasación  de  estas,  si  lo 
embargado  fuere  dinero,  sueldos,  pensiones  ó 
créditos  realizables,  en  el  acto:  pár.  1.®  del  ar- 
tículo 979.  Si  fueran  valores  de  comercio  endo- 
sables,  como  las  letras  de  cambio  ó títulos  al 
portador  emitidos  por  el  Gobierno  ó por  las  so- 
ciedades autorizadas  para  ello,  se  hará  su  venta 
por  el  corredor  que  el  juez  señale  uniéndose  á 
los  autos  nota  de  la  negociación  que  presentara 
el  corredor  elegido , con  certificación  al  pié  de 
ella  dada  por  los  síndicos  del  Colegio , ó donde 
no  hubiere  Colegio , por  los  dos  corredores  mas 
antiguos,  en  la  que  conste  haberse  hecho  la  ne- 
gociación al  cambio  corriente  del  dia  de  la  fecha. 
Respecto  á los  efectos  que  se  coticen  en  la  Bolsa, 
la  elección  del  j uez  debe  recaer  en  uno  de  sus 
agentes,  y donde  no  lo  hubiere , en  un  corredor 
de  comercio  : pár.  2.°  del  art.  979  adicionado  por 
el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868,  con  el  ob- 
jeto de  incluir  en  él  lo  dispuesto  en  el  art.  345  de 
la  ley  de  Euj  uiciamiento  mercantil  incluido  en  el 
procedimiento  sobre  el  juicio  ejecutivo.  Cuando 
los  bienes  fueren  de  otra  clase,  se  procederá  á 
su  justiprecio  por  peritos  nombrados  por  las 
partes  y tercero  en  su  caso , para  dirimir  la  dis- 
cordia: pár.  3.°  del  art.  979. 

EL  tercero  será  sorteado  (sin  esperar  á que  las 
paites  se  pongan  de  acuerdo  sobre  su  nombra- 
miento) éntre  los  seis  que  paguen  mayores  cuo- 
tas de  subsidio , y si  no  llegasen  á seis  los  peritos 
I líue  liaya  en  alguna  localidad,  se  hará  el  sorteo 
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éntrelos  que  hubiere;  si  no  hubiese  ninguno 
que  pague  subsidio,  el  juez  nombrará,  el  que 
haya  de  practicar  el  aprecio:  art.  980.  Con  el  ob- 
jeto de  asegurar  á las  partes  la  imparcialidad 
debida,  se  les  permite  recusar  al  perito  tercero, 
y con  el  fin  de  evitar  dilaciones  perjudiciales, 
se  les  permite  efectuar  la  recusación  sin  expre- 
sar la  causa  que  tuvieren  para,  ella:  limitando 
aquella  á dos  peritos  solamente  por  cada  parte: 
arts.  981  y 982. 

Justipreciados  los  bienes,  se  ponen  á pública 
subasta  por  ocho  dias  . si  fueren  alhajas,  frutos, 
semovientes  ó muebles,  y por  veinte  si  raíces, 
fijándose  edictos  en  los  sitios  públicos  é inser- 
tándose en  los  periódicos  oficiales,  si  los  hubiere 
en  el  pueblo  en  que  se  siguiere  el  juicio.  Igual 
inserción  se  hará  en  los  periódicos  del  pueblo 
en  que  se  bailaren  situados  los  bienes  embarga- 
dos. En  los  edictos  se  señalarán  el  día,  hora  y 
sitio  del  remate  {art.  983):  esto  es,  del  acto  en 
que  se  hacen  y se  admiten  las  posturas  y se  de- 
clara hecha  la  venta  y adjudicados  los  bienes  al 
mejor  postor. 

Antes  de  verificarse  el  remate,  puede  el  deu- 
dor librar  sus  bienes  pagando  principal  y costas 
(puesto  que  ningún  perjuicio  sufre  con  ello  el 
acreedor  ni  ¿persona  alguna);  mas  después  de 
celebrado  el  remate,  queda  la  venta  irrevocable; 
porque  de  lo  contrario  se  desvanecerían  las  es- 
peranzas concebidas  por  los  compradores  de  di- 
chos bienes:  art.  984.  * 

Acto  del  remate,  y venta  ó adjudicación  de  los 
bienes. 

XL.  Llegando  el  dia  y la  hora  del  remate, 
concurre  el  juez  con  el  escribano  al  sitio  desig- 
nado para  celebrarlo;  anuncia  en  alta  voz  el  pre- 
gonero los  bienes  que  se  van  á vender,  el  precio 
en  que  están  tasados , y la  postura  mas  impor- 
tante que  en  su  caso  se  hubiere  hecho,  advir- 
tiendo que  se  van  á rematar  en  el  acto  ¿ favor 
del  que  mas  ofrezca:  preséntanse  entonces  los  li- 
diadores, esto  es,  los  que  quieren  comprar  los 
bienes  , y hacen  verbal  y sucesivamente  las  pro- 
posiciones y pujas  ó mejoras  que  les  parecen: 
repítelas  en  alta  voz  también  por  órden  sucesivo 
el  pregonero,  y el  juez  las  va  admitiendo  y el 
escribano  apuntando,  basta  que  no  habiendo  ya 
quien  mas  puje  y extinguida  la  candela  ó dada 
la  señal  que  en  el  país  fuere  de  costumbre,  de- 
clara el  juez  ejecutada  la  venta  en  favor  del  que 
haya  ofrecido  mayor  precio,  quien  acepta  el  re- 
mate obligándose  á cumplirlo  y firma  el  acta 
con  dos  testigos,  el  juez  y el  escribano:  leyes  32, 
33  y 34,  tít.  26,  Parí  2.*,  y ley  52,  tít.  5.“,  Part.  5.a 

El  primer  postor  queda  libre  de  su  postura 
luego  que  so-admite  la  del  segundo,  el  segundo 
lo  queda  de  la  suya  luego  que  se  admite  la  del 
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tercero , y así  sucesivamente;  pero  se  exceptúan 
de  esta  regla  las  subastas  de  las  rentas  de  la  Ha- 
cienda pública,  en  las  cuales  todos  los  postores 
quedan  obligados  gradual  y subsidiariamente 
por  sus  posturas  respectivas,  de  manera  que  por 
insolvencia  de  los  posteriores  se  puede  repetir 
coutra  los  anteriores  compeliéndolos  de  grado  en 
grado  á llevar  á cabo  sus  posturas  y exigiendo 
de  los  posteriores  fallidos  por  el  mismo  órden  la 
quiebra  del  menor  precio,  ó sea  el  exceso  de  su 
puja:  leyes  7.a  hasta  la  16,  tít,  11,  y leyes  8.a 
hasta  las  11,  tít.  12,  lib.  9.°  Reeop. 

El  juez  debe  cuidar  de  que  en  las  posturas  y 
pujas  ó mejoras  reine  la  mas  absoluta  libertad; 
y si  para  impedirla  hubiese  habido  fraude,  dolo, 
fuerza  ó seducción,  tiene  acción  el  interesado 
para  pedir  que  se  repita  el  remate  con  señala- 
miento de  nuevo  término,  ó que  se  le  resarzan 
los  daños  y perjuicios,  y se  castigue  además  al 
perpetrador  según  los  casos. 

El  deudor  ó interesado  puede  ofrecer  prometi- 
do para  hacer  subir  las  posturas:  Curia  Eilíp.,  2.’ 
Part.,  pár.  22,  con  los  autores  que  cita.  V.  Pro- 
metido. 

No  pueden  hacer  postura  ni  comprar  los  bie- 
nes ejecutados  por  sí  mismos  ni  por  otras  perso- 
nas el  juez  que  entiende  en  la  subasta  y sus  mi- 
nistros, bajo  la  pena  de  restituirlos  con  el  cua- 
tro tauto:  ley  4.a,  tít.  14.  lib.  5.",  y ley  4.a,  tít.  29, 
* V.  Fraude,  * lib.  11,  Nov.  Reeop.;  pero  bien 
puede  hacerlo  el  tutor  ó curador,  pues  que  no 
le  está  prohibida  sino  la  compra  privada  de  los 
bienes  del  pupilo  bajo  la  pena  del  cuatro  tanto: 
ley  4.a,  tít.  5.“,  Part.  5.a,  y ley  1.a,  tít.  12,  lib.  10, 
Nov.  Reeop. 

Nadio  puede  ser  compelido  ¿ comprar  los  bie- 
nes que  se  sacan  á subasta,  aunque  esta  tenga 
por  objeto  el  pago  de  las  cost  is  del  proceso  ó 
de  las  multas  ó penas  pecuniarias  que  á favor 
del  fisco  se  imponen  á los  reos,  y aunque  sea 
para  la  exacción  de  las  rentas,  alcances  y de- 
más créditos  que  se  deban  á la  Hacienda  públi- 
ca, pues  la  antigua  práctica  de  que  se  habla  en 
el  artículo  Adjudicación  forzada,  y que  ya  no  po- 
dia  llevarse  á efecto  sin  real  licencia,  ha  queda- 
do implícitamente  suprimida  en  virtud  de  las 
disposiciones  adoptadas  por  Real  órden  de  10  de 
Agosto  de  1834;  como  veremos  en  el  Procedi- 
miento ejecutivo  contra  deudores  de  la  Hacienda 
pública. 

XLI.  Cuando  no  se  presenta  postor,  ó el  que 
se  presenta  no  es  idóneo,  ó la  postura  no  pasa  de 
los  dos  tercios  del  justiprecio , se  da  vista  del  re- 
sultado de  la  diligencia  al  ejecutante,  quien 
puede  pedir  una  de  tres  cosas,  ó bien  que  se 
haga  nuevo  justiprecio  de  los  bienes  si  cree  que 
han  sido  tasados  en  mayor  cantidad  de  la  que 
valen  , ó bien  que  se  celebre  otro  remate,  ó bien 
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que  se  le  adjudiquen  y entreguen  á él  mismo 
en  pago  ó parte  de  pago  de  su  crédito  De  cuai- 
q .ñera  de  las  pretensiones  se  confiere  traslado  al 
ejecutado  para  que  ó manifieste  su  conformidad 
ó' exponga  las  razones  que  en  contrario  tuviere; 
y si  conviene  en  la  solicitud  del  acreedor  ó no 
la  contradice  en  el  término  de  tercero  dia , se 
procede  á la  retasa  y á nuevo  remate,  ó bien  á 
la  adjudicación  in  solulmi  ó en  pago  , según  la 
petición;  en  cuyo  último  caso,  si  el  precio  de  los 
bienes  excede  á la  cantidad  de  la  deuda,  debe 
el  acreedor  restituir  el  exceso , y si  no  alcanza  k 
cubrirla  puede  repetir  contra  los  demás  bienes 
del  deudor  por  el  resto  y las  costas:  ley  44,  tí- 
tulo 13,  Part.  5.a,  y ley  6.a,  tít.  27,  Part.  3.a  Estas 
dos  leyes  dan  á entender  qne  en  la  adjudicación 
ha  de  computarse  todo  el  valor  de  los  bienes,  de 
suerte  que  el  acreedor  tiene  que  recibirlos  por 
la  tasación  que  de  ellos  se  hubiere  hecho  ; pero 
algunos  autores  dicen  que  suele  rebajársele  la 
sexta  parte  del  justiprecio,  y otros  quieren  que 
pueda  tomarlos  por  las  dos  terceras  partes  cuan- 
do no  se  ha  presentado  mejor  licitador.  Si  el 
acreedor  no  pidiere  la  adjudicación  en  el  caso 
de  no  haber  postores  que  ofrezcan  á lo  menos  los 
dos  tercios , puede  el  deudor  compelerle  á que  la 
admita,  con  tal  que  no  tenga  otros  bienes,  como 
asientan  la  Curia  "Filípica  y Febrero.  V.  Adjudi- 
cación en  pdgo. 

XLTT.  Habiendo  tenido  efecto  el  remate  y 
quedando  aceptado  por  el  postor,  se  hace  saber 
al  ejecutado  para  que  en  el  término  de  tercero 
dia  presente  postor  mas  ventajoso  ó se  conforme 
con  la  venta  hecha.  Si  en  efecto  presenta  postor 
mas  ventajoso , se  entiende  á su  favor  la  venta 
después  de  oir  al  acreedor  y aun  al  comprador 
ó rematante  por  si  tuvieren  razones  para  opo- 
nerse; y si  se  conforma  con  la  venta  hecha  ó no 
responde  en  los  tres  dias,  se  aprueba  el  remate 
k solicitud  del  comprador,  prévia  una  acusación 
de  rebeldía  en  caso  de  falta  de  respuesta , y se 
manda  que  para  llevarlo  á efecto  se  liquiden  por 
el  escribano  las  cargas  que  en  su  caso  tuviere  la 
finca  vendida,  y que  el  deudor  presente  los  tí- 
tulos de  su  pertenencia.  Hedíala  liquidación  de 
cargas  y aprobada  por  el  juez  con  audiencia  del 
ejecutado,  del  ejecutante  y del  comprador,  á 
quienes  debe  hacerse  saber  para  que  se  confor- 
men con  ella  ú opongan  los  reparos  que  les 
ocurran,  deposita  este  último  el  precio  líquido 
en  la  persona  que  se  designare  , pide  y se  le  da 
posesión  de  la  cosa  comprada,  y luego  procede 
el  juez  á otorgar  á su  favor  en  nombre  del-  deu- 
dor venta  judicial,  y manda  que  se  le  entreguen 
los  títulos  de  pertenencia  con  copia  de  la  escri- 
tura de  venta. 

Así  en  el  caso  de  adj  udicacion  en  pago  como 
en  el  de  venta  de  los  bienes  del  deudor  ejecuta- 
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■ do,  queda  este  último  responsable  de  la  evic- 
eion  y obligado  por  consiguiente  al  saneamien- 
to: ley  50,  tít.  13,  Part.  5.a 

Xl'hi.  Puede  el  comprador  hacer  cesión  del 
remate,  aunque  sea  en  favor  del  acreedor  según 
la  práctica,  siu  que  por  ella  se  devengue  nueva 
alcabala,  con  tal  que  al  tiempo  de  la  postura  se 
haya  reservado  esta  facultad  para  usarla  dentro 
de  cierto  número  de  dias,  6 que  en  el  momento 
de  la  aceptación  del  mismo  remate  ó antes  de 
despacharse  k su  favor  la  escritura  de  venta  ma- 
nifieste y declare  que  no  ha  hecho  la  compra 
sino  como  mandatario,  y por  cuenta  y con  dine- 
ro del  cesionario;  el  cual  presentando  al  juez 
copia  de  la  cesión  hecha  ante  el  escribano  pre- 
tende por  medio  de  pedimento  que  á consecuen- 
cia de  lo  que  de  ella  resulta  mande  formalizará 
su  favor  la  escritura  de  venta  y entregarle  los 
títulos  de  pertenencia  de  los  bienes  rematados, 
como  así  en  efecto  debe  verificarse. 

* En  el  art.  985  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  se  previene  también  que  en  los  remates  no 
son  admisibles  posturas  que  no  cubran  las  dos 
terceras  partes  del  avalúo  de  los  bienes  (con  el 
objeto  de  no  obligar  al  acreedor  k vender  sus 
bienes  con  aquel  perjuicio). 

No  habiendo  postores  (y  lo  mismo  deberá  de- 
cirse si  estos  no  hicieren  posturas  que  cubran 
las  dos  terceras  partes  del  avalúo  de  los  bienes) 
quedará  al  arbitrio  del  actor  pedir  nueva  subas- 
ta , prévia  retasa  por  ios  mismos  peritos  ó por 
otros  nuevos,  si  alguna  de  las  partes  lo  exigiere, 
ó su  adjudicación  en  las  referidas  dos  terceras 
partes:  art.  986. 

Si  habiéndose  verificado  el  remate,  dejara  de 
tener  efecto  por  falta  del  postor  á cuyo  favor  se 
hubiere  celebrado , como  si  hubiere  procedido 
con  negligencia,  etc.,  se  procederá  á nueva  su- 
basta en  la  forma  que  queda  establecida.  El 
mismo  postor  será  responsable  de  la  disminución 
del  precio  del  segundo  remate  y de  las  costas 
que  se  hubieran  causado  con  este  motivo,  pues- 
to que  dió  ocasión  á estos  gastos  y perjuicios: 
art.  987. 

Verificado  el  remate,  lo  aprobará  el  juez  en  el 
mismo  acto  (no  teniendo  lugar  hoy  la  vista  que 
de  él  se  daba  al  acreedor  y al  deudor  por  tres 
dias  á cada  uno,  ni  la  audiencia  de  los  interesa- 
dos, para  abreviar  los  trámites),  y mandará,  si 
fueren  alhajas,  frutos,  bienes  muebles  ó semo- 
vientes, que  se  haga  entrega  de  ellos  al  com- 
prador, prévia  la  consignación  de  su  precio.  Si 
fueren  raíces,  dispondrá  la  entrega  de  los  títu- 
los de  propiedad  al  comprador  para  su  reconoci- 
miento, por  el  término  que  á su  juicio  requieran 
su  extensión  y volumen.  Pasado  este  término,  y 
suplidos  cualesquiera  defectos  quoen  los  títulos 
se  u jieren  encontrado,  mandará  el  juez  que  se 
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otorgue  la  oportuna  escritura  á favor  del  com- 
prador, prévia  la  consignación  del  precio.  Si  el 
deudor  no  se  prestare  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura, lo  hará  el  mismo  juez  de  oficio.  Otorga- 
da la  escritura  y consignado  el  precio,  pondrá 
el  juez  en  posesión  al  comprador:  arts.  988 
al  990. 

Si  las  sumas  consignadas  fueren  notoriamente 
inferiores  á las  que  hayan  sido  objeto  de  la  eje- 
cución, se  hará  entrega  de  ellas  al  actor  en  el 
mismo  dia  en  qtie  la  consignación  se  haya  veri- 
ficado. Si  excedieren  , se  mandará  practicar  li- 
quidación, y ejecutada  que  sea,  se  hará  entrega 
al  mismo  actor  de  lo  que  resulte  tener  derecho  á 
percibir.  EL  resto  quedará  á la  disposición  del 
deudor,  si  no  se  hallare  retenido  á instancia  de 
otro  acreedor.  En  la  liquidación  deberán  com- 
prenderse todas  las  costas  posteriores  á la  sen- 
tencia de  remate,  que  siempre  serán  de  cargo 
del  deudor  (porque  fué  quien  las  causó  dando 
ocasión  al  juicio  ejecutivo):  arta.  991  y 992. 

Con  el  fin  de  favorecer  en  cuanto  lo  permite  la 
justicia  al  que  se  ve  obligado  á proceder  por  la 
via  ejecutiva  para  el  cobro  de  sus  créditos,  dis- 
pone la  ley,  que  sin  estar  reintegrado  completa- 
mente el  ejecutante,  no  podrán  aplicarse  sumas 
realizadas  á ningún  otro  objeto  que  no  hajrn  sido 
declarado  preferente  por  ejecutoria;  y que  las 
costas  causadas  para  la  defensa  del  deudor  en  el 
juicio  ejecutivo,  no  tendrán  en  ningún  caso  pre- 
lacion  (sobre  el  pago  de  la  cantidad  en  que  con- 
sista el  crédito  del  ejecutante):  arts.  993  y 994,  * 


Repetición  del  remate  por  via  de  restitución. 

XLIV.  Una  vez  que  se  haya  celebrado  el  re-  j 
mate  con  la  debida  solemnidad,  y que  haya  sido 
aceptado  por  el  postor  y aprobado  por  el  j uez,  no  • 
es  ya  lícito  abrir  nueva  subasta  ni  admitir  mas  j 
pujas,  pues  que  tiene  la  misma  fuerza  que  un  | 
contrato  voluntario  de  venta  perfecto  y acabado, 
y así  puede  ser  compelido  por  via  de  apremio  el 
postor  ó rematante  al  cumplimieuto  de  la  obli- 
gación contraida  y á la  entrega  del  precio  con- 
venido: ley  52,  tit.  5.“,  P&rt.  5.*,  y ley  1.",  tít.  l.°, 
lib.  10,  Nov.  Recop. 

Sin  embargo,  en  la  subasta  de  bienes  de  un 
menor,  si  después  de  hecho  el  remate  ofrece  otro  ; 
licitador  mucho  mas  precio,  de  suerte  que  el  juez  • 
entiende  que  de  ello  le  resulta  ¿irán  prd,  debe 
admitirse  por  via  de  restitución  la  mejora  y en- 
tregarse los  bienes  al  mejorante  aunque  ya  los 
posea  el  sugeto  á cuyo  favor  quedó  el  remate,  á 
no  ser  que  este  los  quiera  por  ei  tanto , pues  en-  i 
tonees  habrá  de  ser  preferido  al  otro.  Así  está 
dispuesto  por  dos  leyes  combinadas,  esto  es,  por 
la  5.",  tít.  19,  Part.  6.s,  y la  40,  tít.  5.°,  Part.  5."; 
mas  algunos  autores,  como  el  de  la  Curia  Filípi- 


ca y Febrero,  dicen,  que  si  la  persona  en  quien 
se  hizo  el  remate  no  quisiere  los  bienes  por  el 
tanto,  se  han  de  volver  á la  subasta  y rematarse 
en  el  mejor  postor  que  en  ella  se  presentare;  y 
otros  aseguran  con  Bobadilla,  Gutiérrez  y el  se- 
ñor conde  de  la  Cañada,  que  así  en  el  caso  de 
que  el  rematante  ó primer  comprador  quiera  los 
bienes  por  el  tanto,  como  en  el  de  que  los  rehú- 
se, debe  continuarse  la  almoneda  ó subasta  so- 
bre la  segunda  postura  por  el  término  que  se- 
ñalare el  juez  (el  cual  suele  ser  la  mitad  del  pri- 
mer término),  y admitirse  dentro  de  él  cuales- 
quiera mejoras  que  se  hiciesen , ya  sea  por  el 
primer  comprador  ó por  otro,  rematándose  en  el 
dia  que  señalare  á favor  del  que  mas  diere;  y 
que  en  el  caso  de  no  adelantarse  la  mejora  hecha 
por  el  que  motivó  la  restitución,  se  ha  de  consi- 
derar celebrado  á favor  de  este  mismo  el  remate. 
¿Y  cuál  ha  de  ser  la  cantidad  de  aumento  que 
ha  de  ofrecer  el  nuevo  licitador  para  que  tenga 
lug-ar  la  restitución?  El  señor  conde  de  la  Caña- 
da, siguiendo  la  letra  y espíritu  de  la  ley,  deja 
su  graduación  al  prudente  arbitrio  del  juez, 
quien  ha  de  acomodarse  á las  diferentes  cir- 
cunstancias de  los  casos  que  no  pueden  sujetar- 
se á regla  cierta;  y Febrero  quiere  que  á lo  me- 
nos sea  la  sexta  parte.  Otra  dificultad  ocurre 
aquí  mucho  mas  grave:  ¿cuál  es  el  término  en 
que  debe  hacerse  el  ofrecimiento  de  la  mejora 
para  que  esta  pueda  ser  admitida  y motivar  la 
rescisión  de  la  venta  ya  celebrada  y la  nueva 
apertura  ó continuación  de  la  subasta?  El  de 
cuatro  años,  responden  generalmente  los  autores 
con  Hevia  Bolaños  y Febrero,  y no  contados 
precisamente  desde  el  dia  de  la  celebración  del 
remate,  sino  desde  que  el  menor  cumpliese  los 
veinticinco  años  de  su  edad,  porque  este  es  el 
tiempo  en  que  el  menor  puede  hacer  uso  del  be- 
neficio de  la  restitución  in  integrum , lo  cual 
equivale  á decir  que  la  subasta  de  los  bienes  de 
un  menor  está  siempre  abierta  por  todo  el  tiem- 
po de  la  menoría  y cuatro  años  mas,  de  modo 
que  el  comprador  habrá  de  estar  inquieto  en  su 
posesión  y dominio  por  diez,  quince,  veinte  ó 
veintiocho  años,  recelando  á cada  momento  ver- 
se, por  razón  de  una  propuesta  de  mejora  ó puja, 
en  la  necesidad  de  restituir  los  bienes  compra- 
dos y de  sufrir  un  costoso  pleito  para  liquidar  y 
recobrar  las  expensas  que  hubiere  hecho.  Nos- 
otros somos  de  parecer  que  debe  distinguirse 
entre  la  restitución  por  causa  de  lesión  enorme, 
dolo  ó malicia  en  el  justiprecio  de  los  bienes  ó 
en  el  remate,  y la  restitución  por  causa  de  ma- 
yor ganancia  que  lograría  el  menor  sise  rescin- 
diese la  venta  celebrada  en  pública  subasta  y se 
admitiese  el  aumento  posteriormente  ofrecido;  y 
bajo  esta  distinción  creemos  que,  si  bien  la  pri- 
mera restitución  ha  de  tener  lugar  durante  la 
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menoría  y el  cuadrienio  que  la  subsigue,  no 
puede  tenerlo  la  segunda  sino  durante  un  corto 
plazo,  contado  desde  la  celebración  del  remate, 
así  como  La  restitución  contra  el  lapso  del  tér- 
mino probatorio  en  el  juicio  ordinario  no  puede 
pedirse  sino  dentro  de  los  quince  dias  siguientes 
41a  publicación  de  probanzas;  de  manera,  que 
toda  propuesta  de  puja  ó mejora  que  se  haga 
después  de  pasado  un  término  razonable,  debe 
desecharse  como  inadmisible  por  razón  del  tras- 
curso del  tiempo,  considerándose  ya  definitiva- 
mente concluida  y cerrada  la  subasta.  De  esta 
opinión  viene  á ser  el  señor  conde  de  la  Cañada, 
quien  después  de  sentaren  el  cap.  9.“  de  su  parte 
primera  del  Juicio  civil  el  principio  común  de 
que  no  es  tan  recomendable  la  condición  del  que 
trata  de  captar  lucro  como  la  del  que  solicita 
evitar  su  daño,  concluye  en  el  núm.  58,  que 
mientras  no  se  determine  por  ley  el  tiempo  en 
que  puedan  hacerse  pujas  ó mejoras  sobre  los 
bienes  rematados  de  menores,  ha  de  usar  el  juez 
de  un  arbitrio  prudente,  admitiendo  dichas  me- 
joras, siendo  próximas  al  remate  y dentro  de 
aquel  tiempo  que  considere  oportuno,  de  modo 
que  no  resulte  gran  daño  al  comprador  en  vol- 
ver los  bienes  y recoger  su  precio,  pues  si  no  se 
precaviese  este  temor,  se  retraerían  los  compra- 
dores y vendría  4 resultar  un  daño  general  á los 
mismos  menores.  Lo  que  acabamos  de  decir 
acerca  de  ios  menores,  debe  aplicarse  igualmen- 
te 4 las  demás  personas  y corporaciones  4 quie- 
nes compete  el  beneficio  de  restitución.  V.  Res- 
titución in  integrum.  Además,  mientras  por  una 
parte  no  se  haya  entregado  el  precio  ni  por  otra 
los  bienes  rematados,  suelen  admitir  los  jueces, 
según  asegura  Febrero,  las  nuevas  pujas  que  se 
presentan,  si  ven  que  de  ellas  resulta  utilidad  al 
mismo  deudor,  aunque  sea  mayor  de  edad,  ó 4 
los  acreedores. 

* Algunos  intérpretes  sostienen  en  el  día  que 
no  liá  ya  lugar  4 la  restitución  de  que  habla 
aquí  el  autor,  y se  fundan  en  la  prescripción  del 
art.  984  ya  expuesto  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  sobre  ^ue  después  de  celebrado  el  remate 
queda  la  venta  irrevocable  ; pero  parece  mas 
conforme  4 las  reglas  de  interpretación  opinar 
porque  subsiste  todavía  la  facultad  de  abrir  en 
tal  caso  la  subasta  de  nuevo,  en  los  términos  que 
propone  el  Sr.  Escriche  , atendiendo  4 que  el 
art.  984 , no  declara  expresamente  nada  so- 
bre este  particular,  y 4 que  tampoco  puede  con- 
siderarse una  ley  de  procedimientos  con  fuerza 
bastante  para  derogar  disposiciones  que  son  con- 
secuencias de  leyes  sobre  instituciones  civiles. 
Diclio  artículo  parece  limitarse  4 las  subastas 
en  general,  entre  las  que  dehe  comprenderse 
la  de  que  trata  el  autor  en  el  párrafo  XLV 
siguiente.  * 


Recobro  de  los  bienes  vendidos  o adjudicados , re- 
tracto de  abolengo,  y "pago  de  la  deuda  y costas. 

XLV.  Aunque  el  remate  se  haya  celebrado 
con  la  debida  solemnidad  y haya  sido  aceptado 
por  eL  postor  y aprobado  por  el  juez,  ó por  falta 
de  postor  se  haya  hecho  adjudicación  4 favor  del 
ejecutante,  tiene  no  obstante  el  ejecutado,  se- 
gún práctica  equitativa  de  los  tribunales,  la  fa- 
cultad de  recobrar  ó retraer  los  bienes  muebles 
dentro  de  tres  días  y los  raíces  drentro  de  nueve, 
contados  unos  y otros  desde  el  dia  de  la  venta  ó 
adjudicación  exclusiva,  con  tal  que  entregue, 
no  precisamente  el  importe  de  la  deuda,  de  las 
costas  y de  los  intereses,  como  indica  Febrero, 
sino  el  precio  por  que  fueron  vendidos  ó adjudi- 
cados con  todo  lo  que  el  comprador  6 el  adjudi- 
catario hubiesen  satisfecho.  Mas  habiendo  in- 
tervenido dolo  ó lesión  enorme,  podrá  retraerlos 
ó pedir  el  resarcimiento  de  daños  y perjuicios 
mientras  no  quede  prescrita  la  acción  que  del 
dolo  ó de  la  lesión  le  resulta.  V.  Bolo , Lesión  y 
Prescripción  de  acciones. 

* Según  hemos  dicho  en  la  adición  al  párrafo 
anterior,  la  práctica  mencionada  por  el  autor  no 
podrá  tener  efecto  en  el  dia,  en  virtud  de  la  dis- 
posición del  artículo  984  ya  expuesto.  * 

No  solamente  puede  recobrar  sus  bienes  mue- 
bles ó ralees  el  deudor  en  el  término  indicado, 
sino  que  también  tiene  derecho  de  retraer  den- 
tro de  nueve  dias  los  raíces,  con  tal  quesean 
patrimoniales  ó abolengos,  cualquiera  de  sus 
parientes  dentro  del  cuarto  grado  si  la  venta  ó 
adjudicación  se  ha  hecho  4 favor  de  persona  ex- 
traña. Estos  nueve  dias , según  dicen  conmun- 
menté  los  autores,  deben  contarse  asimismo 
desde  el  dia  del  remate;  pero  como  la  venta  ó 
adjudicación  judicial  no  puede  considerarse  per- 
feccionada mientras  el  ejecutado  tenga  la  facul- 
tad de  deshacerla,  es  claro  que  los  nueve  dias 
concedidos  al  pariente  para  usar  de  su  derecho 
de  retracto  no  deben  empezar  4 correr  sino  des- 
de el  momento  en  que  espiren  los  nueve  que 
tiene  para  igual  efecto  el  ejecutado.  V.  Retracto. 

XLVT.  Con  el  precio  de  los  bienes  rematados 
se  hace  pago  de  la  deuda  y de  las  costas  de  eje- 
cución, pregones,  remate,  venta  y demás  que 
hubieren  ocurrido;  y no  siendo  suficiente  para 
cubrir  el  importe  de  todos  estos  objetos,  se  des- 
pacha mandamiento  de  apremio  contra  el  deu- 
dor por  los  demás  bienes  que  tuviere,  y en  su 
defecto  contra  el  fiador  de  saneamiento,  al  cual 
se  embargan  y venden  con  igual  solemnidad  los 
bienes  necesarios  para  el  complemento  de  todo. 
V.  Fianza  de  saneamiento.  Si  el  fiador  hiciere  el 
pago  voluntariamente  ó por  apremio,  podrá  usar 
- e acc^on  ejecutiva  con  el  lasto  del  acreedor  con- 
tra el  deudor  principal  ante  el  propio  juez  por 


JU 


— 535 


JU 


la  cantidad  que  satisfizo , así  como  también  por  | 
las  costas  y por  los  daños  y perjuicios  que  se  le 
siguieren.  Y.  Fianza,  especialmente  en  su  pár- 
rafo 111. 

Décima. 

XLVII.  Además  de  la  deuda  y de  las  costas, 
tenia  anteriormente  que  pagar  el  ejecutado, 
donde  había  esta  costumbre,  la  décima  ó diez 
por  ciento  de  la  cantidad  de  la  deuda  que  moti- 
vó la  ejecución:  ley  1.*,  tít.  30  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación. Esta  décima , que  no  se  exigía  gene- 
ralmente sino  solo  en  algunos  juzgados,  se 
aplicaba  en  unas  partes  al  alguacil  ejecutor  por 
todos  sus  derechos,  en  otras  á la  dotación  de 
todos  los  alguaciles  y demás  ministros  de  justi- 
cia , en  otras  al  Erario  que  tiene  á su  cargo  el  ¡ 
pago  de  la  dotación  de  estos  ministros,  y en 
otras  era  una  especie  de  derecho  municipal  ena-  ■ 
jenado  de  la  corona  que  se  solia  arrendar  y se 
abonaba  al  arrendatario  por  un  ajuste  ó concier- 
to: leyes  1.*,  10,  19  y 20,  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación. 

* Mas  por  decreto  de  23  de  Junio  de  1852  se 
suprimió  la  exacción  de  la  décima  en  las  ejecu- 
ciones, donde  quiera  que  este  derecho  se  acos- 
tumbraba á cobrar.  No  obstante,  exponemos  á ; 
continuación  las  antiguas  disposiciones  sobre 
esta  materia,  en  nuestro  propósito  de  conservar 
todo  cuanto  puede  servir  en  esta  obra  de  ilus- 
tración á la  historia  de  nuestras  instituciones 
judiciales.  * 

Para  exigir  la  décima,  era  indispensable  que 
hubiera  costumbre  de  exigirla  en  el  lugar  en 
que  estaban  los  bienes  ejecutados  ó en  el  del 
domicilio  del  deudor,  no  bastando  que  la  hubie- 
ra en  el  del  juicio:  leyes  1.a  y 7.a,  d.  tít.  y lib. 

XLYIII.  No  se  debía  pedir  la  décima  hasta  que 
el  acreedor  estuviese  ya  apagado  de  su  crédito 
ó se  diera  por  satisfecho  de  su  importe,  ó conce- 
diese espera  al  deudor,  ó se  conviniera  con  él,  ó 
no  quisiera  contiuuar  la  ejecución,  siendo  reque- 
rido á este  efecto  por  el  alguacil  que  la  hizo; 
pero  podia  pedirse  verificándose  cualquiera  de 
estos  cinco  casos ; y si  los  bienes  vendidos  no  al- 
canzaban á cubrir  la  deuda,  se  habia  de  cobrar 
aquella  solo  á prorata  del  precio  de  lo  que  se 
pagare,  y no  del  residuo  basta  que  se  pagase  ó 
concertase : leyes  1.‘,  5.a  y 7.a,  tít.  30,  lib.  11, 
Novísima  Recop. 

XLIX.  Por  una  misma  deuda  no  se  debia  mas 
que  una  décima,  aunque  se  hicieran  muchas  eje- 
cuciones para  su  satisfacción,  ó el  acreedor  con- 
cediera espera  al  deudor  ó suspendiera  la  ejecu- 
ción y luego  la  coutinuase  ó volviera  á hacer  de 
nuevo,  ó el  fiador  ejecutado  que  pagó  por  el 
deudor  principal  ejecutare  después  á este,  y 
aunque  un  juez  despachara  la  ejecución  y otro 


la  concluyera;  en  la  inteligencia  de  que  si  se 
exigía  mas  de  una  décima  por  una  misma  deu- 
da, incurría  el  contraventor  en  la  pena  de  la 
restitución  con  el  cuatro  tanto,  leyes  1.a,  3.a,  5.a 
y 9.",  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  mas  habiendo 
novación,  de  modo  que  por  ella  resultase  otra 
deuda  diferente,  opinaban  los  autores  que  se 
causaba  nueva  décima  en  caso  de  que  por  la 
nueva  deuda  se  repitiera  la  ejecución. 

L.  No  estaba  obligado  á pagar  décima  el  deu- 
dor eu  los  casos  siguientes:  1.*,  cuaudo  en  vir- 
tud de  apremio  judicial  se  daba  posesión  de  sus 
bienes  al  acreedor  para  que  se  reintegrase  de  su 
crédito , porque  faltaba  entonces  el  órden  del 
juicio  para  devengarla;  2.',  cuando  algunos  de 
los  acreedores  se  oponían  á la  ejecución  princi- 
piada por  otro,  pretendiendo  ser  preferidos  á 
este  ó entre  sí;  pues  entonces  la  debia  solo  de 
la  cantidad  por  la  cual  fué  realmente  ejecutado, 
aunque  para  el  pago  de  todos  se  estimaren  los 
bienes  por  árbitros;  3.a,  cuando  formaba  con- 
curso ó hacia  cesión  de  todos  sus  bienes  en  ma- 
nos del  juez  para  que  satisfaciera  con  ello3  á sus 
acreedores  según  su  prelacion ; porque  en  este 
caso  no  solo  faltaba  el  órden  del  juicio  para  de- 
vengarla, sino  que  de  devengarse  hubiera  re- 
sultado que  no  habiendo  bienes  para  todos,  no  la 
hubiera  satisfecho  el  deudor  sino  los  mismos 
acreedores;  4.a,  cuando  se  declaró  nula  la  ejecu- 
ción, por  no  traerla  aparejada  el  instrumento,  ó 
por  no  haberse  guardado  en  ella  ó en  el  órden  del 
juicio  las  solemnidades  prescritas  por  la  ley;  en 
cuyo  caso  no  solo  no  debia  exigirse  derecho  al- 
guno, sino  que  el  que  lo  llevaba  habia  de  resti- 
tuirlo con  el  cuatro  tanto  y las  costas,  ley  11, 
tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  mas  si  la  nulidad  pro- 
venia de  culpa  del  acreedor,  ya  por  pedir  mas  de 
loque  se  le  debia,  ya  por  no  haberlo  pedido  se- 
gtm  derecho,  este  tenia  que  pagarla  décimayno 
el  deudor,  seguu  decian  los  autores  por  induc- 
ción de  la  ley  6.a,  tít.  28,  lib.  11,  Nov.  Recopila- 
ción; 5.a,  cuando  se  hacia  ejecución  por  pena  ó 
condenación  pecuniaria  en  favor  del  fisco , pues 
ni  décima  ni  otro  derecho  alguno  debia  llevarse, 
ley  12,  tít.  13,  lib.  2.a,  Recop.  y ley  1.a,  tít.  30, 
lib.  11,  Nov.  Recop.;  6.a,  cuando  era  ejecutado 
por  deuda  perteneciente  al  fisco,  pues  no  debia 
pagar  entonces  por  via  de  décima  sino  un  trein- 
ta por  cada  millar,  ora  llegase  la  deuda  á cinco 
mil  maravedís,  ora  excediere  mucho  ó poco  de 
ellos,  á no  ser  que  todavía  hubiera  costumbre 
de  pagar  menos;  ley  5.”,  tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Re- 
copilación; ley  8.’,  tít.  21,  lib.  4.a,  y ley  13,  título 
7.",  lib.  9.a,  Recop.;  7.a,  cuando  se  ejecutaba  á los 
ecónomos,  mayordomos  y tesoreros  déla  Igle- 
sia por  lo  que  á esta  debían,  á menos  que  hubie- 
ra costumbre  de  exigirla;  8.a,  cuando  pagaba  la 
deuda  á su  acreedor  ó manifestaba  contento  de 
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él  dentro  de  las  setenta  y dos  doras  siguientes  ¿ 
aquella  en  que  se  le  notificó  el  estado  de  la  eje- 
cucion,  como  jra  se  ha  dicho  en  el  pár.  XIX  de 
este  artículo;  leyes  13,  14,  15,  16  y 17  combina- 
das, tít.  30,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  9.°,  cuando  el 
ejecutor  delegado  ó diputado  por  ciertos  dias 
para  hacer  la  ejecución,  llevaba  salario  consig- 
nado, pues  que  por  ejercer  un  oficio  ó comisión 
no  han  de  exigirse  dos  estipendios;  ley  3.”,  títu- 
lo 30,  lib.  11,  Nov.  Recop.;  10  y último,  cuando 
el  ejecutado  gozaba  de  fuero  de  casa  real;  bien 
que  posteriormente  no  existiendo  ya  este  fuero, 
no  pudieron  conservarse  los  privilegios  que  á él 
estaban  inherentes. 

LI.  La  décima  era  un  tributo  demasiado  duro 
para  los  deudores  que  tenían  que  pagar  al  mis- 
ino tiempo  la  alcabala  y que  precisamente  se 
veían  ejecutados  porque  carecian  de  medios  para 
devolver  sus  deudas.  Los  alguaciles,  por  otra 
parte,  y demás  ministros  de  justicia  de  todos 
los  juzgados  tienen  señaladas  sus  competentes 
dotaciones  en  la  ley  de  presupuestos,  y asigna- 
dos en  los  aranceles  generales  los  derechos  que 
deben  percibir  por  cada  uno  de  sus  actos  y dili- 
gencias. Parecía,  pues,  natural  y consiguiente 
que  debiera  cesar  la  décima  en  las  ejecuciones. 

TERCERÍAS. 

LII.  En  cualquiera  estado  del  juicio  ejecuti- 
vo, aunque  sea  después  de  la  sentencia  de  re- 
mate, con  tal  que  todavía  no  se  haya  hecho  el 
pago  al  acreedor  ó dado  ai  comprador  la  pose- 
sión de  los  bienes  ejecutados,  puede  salir  á los 
autos  ante  el  mismo  juez  que  conoce  del  juicio, 
y previo  el  de  conciliación , un  tercer  opositor , ó 
bien  para  apoyar  la  acción  ó derecho  del  ejecu- 
tante ó del  ejecutado  por  tener  algún  interés 
común  con  alguno  de  ellos,  ó bien  para  hacer 
valer  un  derecho  peculiar  suyo  que  excluye  los 
del  ejecutado  y del  ejecutante.  Eu  el  primer 
caso  se  llama  opositor  coadyuvante , y en  el  se- 
gundo opositor  excluyente ; denominándose  en 
ambos  tercero  porque  sobreviene  al  demandante 
y al  demandado,  y opositor  porque  se  ha  de  opo- 
ner necesariamente  á la  pretensión  del  uno  6 
del  otro  ó á las  de  los  dos.  Así  la  oposición  como 
el  juicio  que  se  sigue  en  virtud  de  la  acción  de- 
ducida por  el  tercer  opositor,  se  llama  tercería. 

* Habiéndose  exceptuado  del  acto  de  conci- 
liación por  el  art.  201  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  los  juicios  ejecutivos  y sus  incidencias, 
han  controvertido  los  intérpretes  sobre  si  debe- 
ría tener  lugar  aquel  acto  con  respecto  á las 
tercerías,  opinando  onos  por  la  negativa,  por 
considerarlas  incidencias  del  juicio  ejecutivo; 
otros  por  la  afirmativa,  juzgándolas  como  un 
juicio  independiente  de  aquel,  en  cuanto  á sus 


trámites  v resolución  final,  y distinguiendo 
otros  el  caso  en  que  las  tercerías  tuvieran  ó no 
el  carácter  del  juicio  ordinario  ó del  ejecutivo, 
opinando  por  la  necesidad  de  la  conciliación 
eu  el  primer  caso,  por  lo  que  eran  de  parecer 
que  debía  celebrarse  dicho  acto  con  el  ejecutan- 
te. Mas  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  con- 
siderado como  cuestiones  incidentales  del  juicio 
ejecutivo  las  demandas  de  tercería,  bien  sean  de 
dominio,  bien  de  mejor  derecho.  Véanselas  sen- 
tencias de  2 de  Marzo  y 27  de  Setiembre  de  1859, 
de  12  de  Febrero  de  1870  y de  24  de  Febrero 
de  1874. 

No  procede  admitir  la  tercería  de  dominio  ni 
la  de  mejor  derecho  cuando  no  solo  está  ejecu- 
toriada la  sentencia  de  remate , sino  también  el 
procedimiento  de  apremio,  y cuando  no  es  posi- 
ble suspender  el  pago  por  haberse  realizado  los 
bienes  embargados  y héchose  aquel  acreedor 
por  medio  de  adjudicación  y escritura  de  venta 
i en  los  mismos:  sentencia  de  19  de  Octubre  de 
1872:  véase  también  la  de  24  de  Febrero  de  1874.  * 
Lili.  El  tercer  opositor  coadyuvante  debe 
aceptar  el  juicio  en  el  estado  en  que  le  encuen- 
tra, sin  que  pueda  con  sus  peticiones  suspender 
su  curso,  ni  hacerle  retroceder,  ni  promoverle 
de  nuevo:  ley  17,  tít.  2.%  lib.  11,  Nov.  Recopila- 
ción; porque  se  identifica  y reputa  por  una  mis- 
persona  con  el  principal  que  litiga  y á quien 
ayuda:  Idem  est  spiritus  lertii  coadyuvante , ea~ 
denique  intentio , et  eadem  persona  reputatur  cum 
principan ; et  ideo  u trias  que  jus  ídem  consideran- 
dv/m  est. 

* El  tercer  opositor  coadyuvante  no  es  verda- 
dero opositor , porque  teniendo  un  mismo  inte- 
rés que  el  actor  ó demandado  se  identifica  con 
estos  uniéndose  su  reclamación  con  aquella  á 
que  coadyuva.  Por  eso  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  no  se  hace  cargo  de  esta  clase  de  terceros, 
sino  tan  solo  de  los  excluyentes  disponiendo  su 
art.  995  que  las  tercerías  que  se  deduzcan  en 
los  juicios  ejecutivos  han  de  fundarse  en  el  do- 
minio de  los  bienes  embargados  ó en  mejor  de- 
I recho  que  el  ejecutante  á ser  reintegrado.  * 
LIV.  Mas  el  tercer  opositor  excluyente , según 
la  ley  16,  tlt.  28,  lib.  11,  Nov.  Recop.,  y la  expli- 
cación que  de  ella  hace  con  otros  autores  el  se- 
ñor conde  de  la  Cañada  (Jnic.  civ.,  part.  2.a,  ca- 
pítulo 10,  números  21  y siguientes ),  con  solo  el 
hecho  de  su  oposición  interrumpía  el  juicio  eje- 
cutivo, debiendo  este  suspenderse  hasta  que  en 
la  via  ordinaria  se  determinara  la  tercería;  pero 
la  práctica,  que  aplicaba  dicha  ley  solamente  á 
las  tercerías  de  la  mujer  del  ejecutado,  como 
luego  veremos , conformándose  mas  bien  con 
leyes  anteriores,  hacia  distinción  de  casos , y 
suponía  que  el  tercer  opositor  excluyente  podia 
a egar  una  de  dos  cosas,  esto  es,  ó que  los  bienes 
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embargados  eran  . suyos  propios , ó que  tenia 
contra  el  deudor  un  crédito  que  debía  ser  prefe- 
rido al  del  ejecutante  por  razón  de  hipoteca  le- 
gal ó convencional  (hoy  voluntaria)  ú otra  causa. 

LY.  En  la  primera  hipótesis,  es  decir,  cuan- 
do el  tercero  excluyente  venia  con  derecho  de 
dominio,  presentando  en  el  acto  prueba  docu- 
mental ó testifical  que  lo  acreditara,  se  suspen- 
día el  juicio  ejecutivo,  y se  procedía  llanamente 
á saber  la  verdad;  ó cuyo  efecto  se  daba  trasla- 
do al  ejecutante  y ejecutado  por  su  Arden  con 
un  breve  término,  y á seguida  de  la  presenta- 
ción de  sus  escritos  se  pasaba  con  citación  de 
todos  los  litigantes  á la  vista  y decisión  del  ar- 
tículo de  oposición  , ó bien  se  recibía  ia  causa  á 
prueba  también  por  un  término  breve  á petición 
de  cualquiera  de  las  partes  si  en  vista  de  lo  que  j 
exponían  habia  méritos  para  estimarla  nece- 
saria, se  mandaba  luego  en  su  caso  entregar  los 
autos  á cada  una  por  pocos  dias  para  que  se  ins- 
truyeran de  las  probanzas  hechas,  y se  pronun- 
ciaba después  de  trascurridos  la  sentencia  con 
dicha  citación ; y si  en  efecto  se  declaraba  haber  ■ 
lugar  á la  tercería,  esto  es,  pertenecer  al  tercer 
opositor  los  bienes  que  reclamaba,  se  alzaba  el 
embargo  de  ellos  y se  le  entregaban,  pudiendo 
el  ejecutante  usar  de  su  derecho  según  le  con- 
viniera contra  los  demás  embargados  ó mejorar 
la  ejecución  en  otros  del  deudor  ó por  su  defec- 
to en  los  del  fiador  de  saneamiento:  ley  3.’,  títu- 
lo 27,  Part.  3.“  y Cur.  Filíp.,  part.  2.a,  pór.  26, 
núm.  10.  Pero  si  el  opositor  no  podía  acreditar 
sumariamente  su  dominio,  se  desestimaba  su 
oposición  mandándole  usar  de  su  derecho  en 
forma,  ó bien  se  le  admitía  por  la  vía  ordinaria 
en  ramo  separado , y entretanto  se  llevaba  ade- 
lante el  procedimiento  ejecutivo,  dándose  al 
opositor  la  correspondiente  caución  ó seguridad. 

LVI.  En  la  segunda  hipótesis,  esto  es,  cuan- 
do el  tercero  excluyente  fundaba  su  oposición 
en  la  calidad  preferente  de  su  crédito  , querían 
algunos  autores  que  si  para  apoyar  su  preferen- 
cia presentaba  documento  que  traía  aparejada 
ejecución,  se  hubiera  de  suspender  también  el 
procedimiento  ejecutivo,  hasta  que  se  determi- 
nare quién  de  los  dos  acreedores  tenia  mejor  de- 
recho, y que  no  presentando  instrumento  de 
esta  clase  se  le  hubiera  de  mandar,  que  usara 
de  su  acción  eu  via  ordinaria,  y se  debía  seguir 
la  ejecutiva  y hacer  pago  al  ejecutante,  prévia 
fianza  de  restituir  lo  que  en  el  juicio  ordinario 
se  resolviere  á favor  del  tercero:  Cur.  Filíp., 
part.  2.a,  pár.  26,  núm.  11.  Pero  parecía  mas  ven- 
tajoso, decía  eL  Sr.  Escriche , como  pretendían 
otros,  que  cualquiera  que  fuese  el  instrumento 
que  se  presentara  por  el  opositor  para  acreditar 
su  derecho  de  preferencia,  no  se  suspendiera 
por  eso  el  juicio  ejecutivo,  sino  que  se  formase 
Tomo  m. 


siempre  ramo  separado  sobre  la  oposición  lle- 
vándola por  la  via  ordinaria,  y siguiera  sus  trá- 
mites la  ejecutiva  en  la  pieza  principal  hasta 
la  venta  de  los  bienes  embargados,  cuyo  pro- 
ducto se  depositase  para  entregarse  al  acreedor 
que  obtuviera  la  preferencia  en  la  tercería  ; y 
este  era  el  sistema  que  se  bailaba  adoptado  por 
la  ley  de  Enjuiciamiento  en  los  asuntos  de  co- 
mercio. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  dispuesto 
en  su  art.  995,  que  ni  la  tercería  de  dominio  ni 
la  de  mejor  derecho  suspendan  el  juicio  ejecuti- 
vo, debiendo  sustanciarse  en  pieza  separada  y 
en  juicio  ordinario,  pues  en  ellas  se  trata  de 
declarar  si  los  bienes  pertenecen  ó no  al  ter- 
cer opositor  ó si  es  preferente  su  crédito  al  del 
ejecutante,  sin  que  obste  á este  carácter  de 
la  tercería  que  se  funde  en  un  título  ejecutivo, 
porque  esta  fuerza  solo  la  tiene  respecto  del  de- 
mandado, pero  no  del  demandante. 

Si  la  tercería  deducida  fuere  de  dominio,  con- 
sentida ó ejecutoriada  que  sea  la  sentencia  de 
remate,  se  suspenderán  los  procedimientos  de 
apremio  hasta  que  se  decida  sobre  ella,  art.  996; 
lo  cual  se  funda  en  que  si  se  siguiera  el  proce- 
dimiento vendiéndose  los  bienes  y haciendo 
pago  ai  acreedor  y se  declarara  en  el  juicio  or- 
dinario pertenecer  aquellos  al  opositor,  no  po- 
drían entregársele  por  haberlos  consumido  el 
ejecutante.  Consecuencia  de  la  disposición  del 
artículo  996  es.  que  si  se  apelare  de  la  sentencia 
de  remate  deberá  tener  lugar  la  apelación  en 
ambos  efectos,  suspensivo  y devolutivo,  sin  que 
pueda  seguirse  el  procedimiento  de  apremio  y 
la  alzada  á un  tiempo  mismo  aun  cuando  el  ac- 
tor prestare  fianza  bastante  á responder  de  lo 
que  en  virtud  de  la  prosecución  y resultado  de 
dicho  procedimiento  pudiera  percibir,  y conde- 
nársele á devolver,  si  en  el  juicio  ordinario  que 
sigue  con  el  opositor  se  declarare  que  pertene- 
cían á este  los  bienes  objeto  del  embargo. 

Pero  si  se  hubieren  embargado  ó embarga- 
ren bienes  comprendidos  en  la  tercería  de  do- 
minio, podrán  continuar  contra  ellos  los  pro- 
cedimientos ejecutivos  y de  apremio,  no  obs- 
tante la  tercería,  art.  1000;  lo  cual  se  funda  en 
que  eu  el  caso  expuesto  no  puede  ocurrir  que  se 
declaren  dichos  bienes  de  ia  propiedad  del  opo- 
sitor. 

Debe  tenerse  también  presente,  respecto  de  lo 
dispuesto  en  el  articulo,  996  que  se  refiere  úni- 
camente á las  tercerías  cuando  tienen  por  objeto 
libertar  de  una  ejecución  bienes  que  no  estén 
afectos  á responsabilidad  alguna  real  en  favor 
del  acreedor  ejecutante,  y que  sean  propios  de 
un  tercero  que  nada  deba  ó contra  quien  nada 
reclame  aquel;  mas  no  cuando  los  bienes  se  ba- 
ilen legalmente  afectos  á la  misma  obligación 
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nae  se  intente  hacer  efectiva  por  el  ejecutante, 
cualquiera  que  sea  su  poseedor:  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  20  de  Febrero  de  1860. 

Si  la  tercería  fuese  de  mejor  derecho,  seguirán 
los  procedimientos  de  apremio  hasta  la  realiza- 
ción de  los  bienes  embargados,  suspendiéndose 
el  pago  hasta  que  se  decida  quién  (de  él  ó del 
opositor)  tiene  mejor  derecho:  art.  997. 

Siguen  los  procedimientos  en  este  caso  hasta 
el  remate  y venta  de  los  bienes  y consignación 
de  su  precio,  porque  esto  no  perjudica  & los 
acreedores  ú opositores,  antes  se  habilita  su  mas 
pronto  y ejecutivo  pago  con  el  precio,  que  debe 
depositarse  en  persona  abonada  , para  entre- 
garse al  acreedor  que  obtenga  ¡a  preferencia  en 
la  tercería. 

En  el  caso  de  que  la  ejecución  se  funde  en  un 
título  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
se  entienden  modificadas,  tanto  la  disposición 
del  art.  995,  como  la  del  997  , expuestas  por 
las  de  los  arts,  23,  24,  25,  133  y 396  de  la  ley  Hi- 
potecaria, en  el  sentido  de  ser  solamente  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  el  referido  art.  995,  cuando 
el  tercer  opositor  presente  otro  titulo  de  igual 
clase  y de  fecha  anterior,  pues  de  lo  contrario 
no  deberá  ser  admitida  la  tercería.  Tampoco 
puede  ser  admitida  en  perjuicio  del  que  tenga 
título  inscrito  la  tercería  que  se  funde  en  la 
prescripción,  segun  lo  dispuesto  en  el  art.  35  de 
la  ley  Hipotecaria.  V.  Prescripción. 

En  cuanto  á lo  prescrito  en  el  art.  997,  debe 
entenderse  modificado  en  el  sentido  de  no  poder 
suspenderse  el  procedimiento  de  apremio  en  el 
caso  referido  por  un  título  que  no  ha  debido  ad- 
mitirse. Véanse  también  las  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  12  de  Enero  y 28 
de  Julio  de  1872  y de  9 de  Enero  de  1873.  en  que 
se  consignó,  que  no  puede  hoy  suspenderse  el 
procedimiento  ejecutivo  por  las  reclamaciones 
de  un  tercero,  si  no  están  fundadas  en  un  título 
anteriormente  inscrito.  Y.  Hipoteca,  pág.  98,  co- 
lumna l.“ 

Las  tercerías  se  sustancian  con  el  ejecutante 
y el  ejecutado  (art,  998),  porque  á los  dos  intere- 
sa atacar  la  pretensión  del  opositor:  al  ejecutan- 
te, para  ser  satisfecho  con  preferencia  á este  , y 
al  ejecutado,  para  que  no  se  reconozca  contra  él 
un  nuevo  derecho. 

El  que  deduce  una  tercería  de  dominio,  dehe 
acreditar  este  presentando  el  título  en  que  lo 
funde:  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  19  de 
Enero  de  1870  y de  7 de  Febrero  de  1871.  Carece 
de  apoyo  legal  una  tercería  de  dominio  no  ha- 
llándose inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad 
el  titulo  en  que  se  funda:  sentencia  de  28  de 
Abril  de  1870. 

Toda  tercería  deducida  en  juicio  ejecutivo,  ya 
se  funde  en  el  dominio  de  los  bienes  embarga- 


dos, ya  en  derecho  preferente  al  del  ejecutante, 
exige  por  parte  de  quien  lo  promueve  la  presen- 
tación de  un  título  legítimo  ó de  una  prueba 
eficaz,  y que  la  justifique:  sentencias  de  28  de 
Setiembre  de  1871  y de  11-de  Abril  de  1872. 

Conviene  también  tener  presente  las  siguien- 
tes decisiones  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
sobre  esta  materia: 

Cuando  la  consorte  reclamante  funda  su  de- 
manda en  una  escritura,  la  cual,  si  bien  su  ma- 
rido declaró  que  compraba  la  finca  objeto  del 
juicio  con  dinero  procedente  de  la  dote  de  su 
mujer,  él  mismo  con  posterioridad  inscribió  la 
referida  escritura  á su  favor  y no  al  de  ella,  no 
justificando  la  demandante  con  el  expresado  do- 
cumento su  dominio  en  la  finca  reclamada,  y 
menos  en  perjuicio  de  tercero,  segun  lo  dispues- 
to en  el  art.  23  de  la  ley  Hipotecaria  de  8 de  Fe- 
brero de  1861,  la  Sala , al  desestimar  la  tercería 
de  dominio,  no  infringe  la  ley  49,  tít.  5.“,  Parti- 
da 5.’,  relativa  á cuando  el  marido,  con  dineros 
de  la  dote  de  su  mujer,  y con  voluntad  de  esta, 
compra  heredamientos , ni  el  art.  281  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  designa  las  reglas 
que  deben  observarse  para  que  los  documentos 
públicos  y solemnes  sean  eficaces  en  juicio:  sen- 
tencia de  11  de  Julio  de  1871. 

Cuando  una  demanda  de  tercería  de  mejor  de- 
recho, ejercitando  la  acción  Tauliana,  no  se  fun- 
da mas  que  en  la  acción  personal  que  al  que  la 
presenta  pueda  asistirle  sobre  nulidad  ó reforma 
de  tasación  de  unos  terrenos,  sin  mostrar  título 
alguno  anotado  en  el  Registro  de  la  propiedad  que 
pueda  ser  preferido  á los  que  asisten  á los  demás 
acreedores  del  dueño  de  dichos  terrenos  y que 
están  inscritos  en  toda  forma,  la  sentencia  que 
deniega  dicha  tercería  no  infringe  la  ley  2.\  tí- 
tulo 6.u,  lib.  8.°  de  las  Constituciones  de  Catalu- 
ña , que  declara  nulas- las  donaciones  hechas 
pendiente  un  litigio , y el  principio  de  derecho 
de  que  nada  debe  alterarse  durante  el  pleito: 
sentencia  de  13  de  Mayo  de  1871.  4 

LV1I.  Si  la  mujer  del  ejecutado  se  presenta 
en  tercería,  debe  suspenderse  el  juicio  ejecutivo 
hasta  que  se  declare  su  derecho  en  cualquiera 
de  los  casos  siguientes:  l.“,  cuando  reclama  sus 
bienes  dótales,  ya  se  hayan  entregado  aprecia- 
dos ó inapreciados  al  marido , pues  siempre  se 
entiende  que  conserva  naturalmente  aun  en  los 
apreciados  su  dominio  mientras  existan  hasta 
ser  pagada,  sin  que  los  demás  acreedores  del 
marido  puedan  valerse  de  la  sutileza  del  dere- 
cho*que  los  supone  trasladados  por  la  estimación 
al  dominio  del  mismo  marido;  2.°,  cuando  alega 
so  o la  preferencia  de  su  crédito  dotal  por  razón 
| de  la  hipoteca  privilegiada  que  tiene  sobre  los 
. ienes  del  marido,  porque  durante  la  oposición 
le  compete  á la  mujer  la  retención  de  los  bie- 
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nes  ejecutados , los  cuales  siéndole  favorable 
el  éxito  del  incidente  han  de  quedar  en  poder 
del  mismo  marido  sin  venderse  á favor  de  la  mu- 
jer;  3.°,  cuando  reclama  sus  bienes  parafernales 
ó extradotales  que  se  han  embarcado  como  si 
fueran  del  deudor , pues  conserva  en  ellos  su 
dominio,  aunque  los  haya  entregado  al  marido 
para  su  administración  y cuidado;  4.°,  cuando 
alega  la  preferencia  de  su  crédito  extradotal  por 
razón  de  su  prioridad  en  el  tiempo  ó por  la  hi- 
poteca tácita  que  para  el  recobro  de  sus  bienes 
extradotales  tiene  en  los  del  marido  si  se  entre- 
garon á este  para  que  los  administrase  como  los 
dótales,  porque  tampoco  en  este  caso  han  de 
venderse  los  bienes  embargados  quedando  vic- 
toriosa la  mujer  opositora.  Esta  doctrina  se  fun- 
da en  la  ley  16,  tít,  28,  lib.  11,  b!ov.  Recop.,  la 
cual  según  la  explicación  de  Bolaños  en  la  Cu- 
ria Filípica  (Part.  2.\  pár.  26,  núm.  11),  y de 
otros  varios  autores  quiere  que  por  la  tercería 
de  la  mujer  se  suspende  el  curso  de  la  ejecución 
basta  que  se  decida  en  juicio  ordinario  cual  es 
el  mejor  derecho  comparativo  entre  el  de  la  mu- 
jer opositora  y el  de  el  acreedor  ejecutante. 
V.  Bienes  extradotales  é Hipoteca,  pár.  XIV,  nú- 
mero 2.",  XXX,  núm.  4.°,  y XXXI,  núm.  G." 

* En  la  actualidad,  todos  estos  casos  deben 
atemperarse  á lo  dispuesto  en  los  arts.  995  al 
997  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  ya  he- 
mos expuesto.  V.  Hipoteca',  adiciones  á loa  pár- 
rafos citados.  * 

LYITI.  Ocurriendo  durante  el  juicio  de  terce- 
ría otro  ó mas  terceros  opositores,  seria  muy 
embarazoso  seguir  con  cada  uno  de  ellos  un  jui- 
cio aparte  sobre  la  calificación  y preferencia  de 
sus  créditos  y ejecutar  sucesivamente  los  fallos 
dando  cada  vencedor  la  fianza  de  acreedor  de 
mejor  derecho,  según  quieren  algunos;  y asilo 
que  se  observa  en  la  práctica  como  mas  equita- 
tivo, mas  breve  y menos  costoso,  es  seguir  con 
todos  los  opositores  en  ramo  separado  un  juicio 
ordinario  sobre  sus  respectivas  oposiciones  y 
graduar  en  una  misma  sentencia  sus  créditos, 
ora  suspendiendo  entretanto  el  juicio  ejecutivo 
si  asi  lo  exige  la  clase  ó naturaleza  de  las  terce- 
rías, ora  llevándolo  á cabo  en  la  pieza  principal 
hasta  la  venta  de  los  bienes  embargados  y depo- 
sitando su  producto  para  entregarlo  á los  acree- 
dores según  el  órden  en  que  sean  graduados. 
V.  Graduación  de  acreedores  con  los  artículos  que 
allí  se  citan,  Juicio  de  concurso  de  acreedores,  é Hi- 
poteca, principalmente  desde  el  párrafo  XXVIII 
en  adelante.  * Lo  mas  natural  en  tal  caso  es  se- 
guir un  juicio  de  concurso  de  acreedores.  * 

LIX.  Siempre  que  haya  oposición , ya  se 
funde  en  título  de  dominio  sobre  los  bienes  eje  - 
cutados, ya  en  crédito  preferente  sobre  ellos, 
puede  pedir  el  ejecutante  que  se  amplié  la  eje- 


cución en  los  demás  bienes  deL  deudor  que  cu- 
bran su  crédito  en  caso  de  declararse  legítima  la 
tercería,  sin  perjuicio  de  sostener  el  pleito  con- 
tra el  tercer  opositor  por  si  no  pudiere  conse- 
guir de  otro  modo  la  entera  cobranza  de  su  cré- 
dito ; pero  si  el  deudor  careciese  de  otros  bienes 
6 no  tuviese  los  suficientes  para  el  ejecutante  y 
el  tercero,  no  podrá  el  ejecutante  dirigir  su  ac- 
ción contra  el  fiador  de  saneamiento  hasta  des- 
pués de  haber  sucumbido  en  la  tercería. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  dispone  en  su  ar- 
tículo 999  que  la  deducción  de  cualquiera  ter- 
cería será  bastante  fundamento  para  que  se  am- 
plíen y mejoren  los  embargos,  si  el  actor  lo 
solicitare.  * 

LX.  Cuando  el  tercer  opositor  es  solo  coadyu- 
vante, debe  ejecutarse  y llevarse  á efecto,  no 
obstante  apelación,  bajo  la  competente  fianza  la 
sentencia  dada  en  el  juicio  ejecutivo,  pues  que 
aquel  no  vino  al  juicio  sino  formando  una  mis- 
ma persona  con  el  coadyuvado;  pe,ro  cuando  es 
excluyenle,  no  ha  de  cumplirse  la  sentencia  dada 
en  el  pleito  de  tercería  hasta  que  se  consienta  ó 
quede  ejecutoriada:  Cur.  Filíp.,  Part.  2.“,  pár- 
rafo 26,  núm.  13.  * Eu  el  primer  caso  que  ex- 
pone el  autor , debe  estarse  á lo  dicho  sobre  los 
efectos  de  la  sentencia  en  el  juicio  ejecutivo,  y 
en  el  segundo  caso  á lo  expuesto  sobre  la  sen- 
tencia del  juicio  ordinario.  * 

LXI.  Aunque  las  tercerías  suelen  ocurrir  por 
lo  común  eu  los  juicios  ejecutivos,  tienen  tam- 
bién lugar  en  cualesquiera  otros,  y por  consi- 
guiente eu  los  ordinarios.  V.  Tercería. 

* JUICIO  EJECUTIVO  CONTRA  LOS  AYUNTAMIENTOS 
POR  DEUDAS  DE  LOS  PUEBLOS.  V.  Procedimiento 
ejecutivo  contra  los  Ayuntamientos.  * 

JUICIO  EJECUTIVO  EN  ASUNTOS  DE  HACIENDA  PÚ- 
■ BLIGA.  V.  Procedimiento  ejecutivo. 

JUICIO  EJECUTIVO  EN  NEGOCIOS  MERCANTILES.  * 
Habiéndose  derogado  por  el  decreto  de  6 de  Di- 
ciembre de  1868  art.  12,  sobre  unificación  de 
fueros  el  libro  5.”  del  Código  de  comercio,  y la 
ley  de  Enjuiciamiento  en  los  negocios  y causas 
. de  esta  clase,  quedé  derogado  el  título  7.°  de  esta 
última  que  versaba  subre  el  procedimiento  eje- 
cutivo respecto  de  las  mismas,  sustanciándose 
estas  reclamaciones  por  las  prescripciones  del 
tít.  20  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según 
se  previno  en  el  art.  1 1 del  decreto  citado. 

Háse  exceptuado,  sin  embargo,  por  el  art.  13, 
de  la  derogación  prescrita  eu  el  12,  el  procedi- 
miento de  apremio  en  los  casos  y en  la  forma 
que  prescribe  el  título  8.”  de  la  ley  mercantil,  á 
i excepción  del  art.  352.  Este  procedimiento  no 
tiene  por  objeto  llevar  á ejecución  la  sentencia 
de  remate  dictada  en  el  juicio  ejecutivo,  de 
que  se  ocupan  los  arts.  340  al  347  de  la  ley  mer- 
cantil, que  han  sido  derogados,  sino  hacer  eje- 
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cutivas,  breve  y sumariamente  ciertas  deudas 
procedentes  desperaciones  de  comercio.  De  él 
trataremos  en  el  artículo  de  esta  obra,  Procedi- 
miento de  apremio.  * 

JUICIO  DE  ABINTESTATO.  El  que  tiene  por  objeto 
pag-ar  las  deudas  del.  que  murió  sin  haber  hecho 
testamento , satisfacer  los  gastos  de  su  entierro 
y funeral,  y distribuir  el  resto  de  sus  bienes  en- 
tre sus  parientes  mas  inmediatos  con  arreglo  á 
la  ley. 

*La  legislación,  anterior  á la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  contenia  breves  disposiciones  sobre 
el  procedimiento  de  abintestato,  lo  cual  dió  oca- 
sión á que  se  introdujeran  prácticas  arbitrarias 
que  originaron  abusos  y dilaciones  perjudiciales 
respecto  de  la  herencia  y de  los  herederos  é in- 
teresados en  ella.  La  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
tada ha  tratado  de  remediar  estos  abusos  con 
sus  nuevas  disposiciones.  , 

Juez  competente. — Respecto  déla  jurisdicción 
competente  para  conocer  de  los  juicios  de  abin- 
testato hállase  prescrito  por  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial,  que  es  la  que  hoy  rige  en  mate- 
ria de  jurisdicción  y de  competencia,  según  sen- 
tencia del  Tribunal  Supremo  de  30  de  Setiembre 
de  1870,  que  lo  será  la  jurisdicción  ordinaria, 
exceptuándose  únicamente  la  prevención  de  los 
juicios  de  abintestato  y testamentarias  de  los 
militares  y marinos  muertos  en  campaña  ó na- 
vegación, para  la  cual  serán  competentes  los  je- 
fes y autoridades  de  Guerra  y Marina.  Esta  pre- 
vención se  limitará  á las  diligencias  necesarias 
para  que  se  dé  sepultura  á los  restos  mortales 
del  finado,  á la  formación  de  inventario  y depó- 
sito de  sus  bienes,  y á su  entrega  á los  institui- 
dos herederos  ó á los  que  lo  sean  abintestato 
dentro  del  tercer  grado  civil  no  habiendo  quien 
lo  contradiga.  Las  diligencias  se  practicarán  con 
acuerdo  de  asesor  siempre  que  sea  posible.  Cuan- 
do no  se  presente  el  heredero  instituido,  ó en  su 
defecto  el  legítimo  dentro  del  tercer  grado , ó se 
suscitare  oposición  á que  se  entregue  la  heren- 
cia á quien  la  reclamare,  suspenderán  las  auto- 
ridades referidas  su  intervención,  pasando  todo 
lo  que  hubieren  practicado  al  juzgado  de  la  ju- 
risdicción ordinaria,  á que  con  arreglo  á la  ley 
del  poder  judicial  corresponda  el  conocimiento 
del  abintestato  ó testamentaria : art.  268  de  la 
citada  ley  del  poder  judicial. 

El  juez  de  la  jurisdicción  ordinaria  que  debe 
conocer  del.  juicio  de  abintestato  es  , según  los 
artículos  354  y 357  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y según  el  309,  regla  16  de  la  ley  del  poder 
judicial,  el  del  lugar  en  que  hubiere  tenido  su 
ultimo  domicilio  el  finado.  Si  este  hubiere  teni- 
do su  domicilio  en  pais  extranjero,  será  fuero 
competente  el  del  lugar  en  que  el  mismo  hubiere 
tenido  su  último  domicilio  en  España  ó el  del 
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lugar  donde  estuviere  la  mayor  parte  de  sus 
bienes.  No  obstará  esto  á que  los  jueces  munici- 
pales del  lugar  donde  alguno  falleciere  adopten 
las  medidas  necesarias  para  el  enterramiento  y 
exequias,  en  su  caso,  del  difunto,  y á que  los 
mismos  jueces  y tribunales  de  partido  en  cuyas 
jurisdicciones  tuviere  bienes,  tomen  las  medidas 
necesarias  para  asegurarlos  y poner  en  buena 
guarda  los  libros  y papeles,  remitiendo  las  dili- 
gencias practicadas  á los  jueces  á quienes  cor- 
responda conocer  del  abintestato  ó testamenta- 
ría y dejándoles  expedita  su  jurisdicción.  Cuan- 
do los  jueces  municipales  intervengan  en  estas 
actuaciones,  lo  pondrán  inmediatamente  en  co- 
nocimiento del  tribunal  del  partido,  al  que  remi- 
tirán las  diligencias  que  hubieran  practicado: 
art.  270  de  la  ley  del  poder  j udicial. 

Prevención  judicial  del  abintestato. — Según  el 
art.  351  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para 
que  pueda  prevenirse  el  juicio  de  abintestato  se 
necesita: 

1. °  Que  no  conste  la  existencia  de  disposición 
testamentaria.  Para  la  prevención  debe  enten- 
derse por  disposición  testamentaria  aquella  en 
que  haya  institución  de  heredero,  aunque  sea 
fiduciario  , pues  de  no  haberla,  aunque  hubiere 
nombrados  legatarios,  es  necesaria  la  prevención 
de  este  juicio  para  evitar  que  los  bienes  queden 
abandonados.  No  es  necesario  para  la  prevención 
probar  que  no  existe  disposición  testamentaria, 
como  se  requiere  mas  adelante  para  continuar 
el  j uicio , pues  según  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo de  8 de  Agosto  de  1865 , debe  considerarse 
como  intestada  á una  persona,  cuando  después 
de  su  fallecimiento  no  se  presenta  su  testamen- 
to ni  consta  legalmente  la  existencia  de  este. 

2. °  Que  no  deje  el  tinado  descendientes,  as- 
cendientes ó colaterales  dentro  del  cuarto  grado 
(pues  dejándolos,  pueden  proceder  por  sí  á dar  á 
los  bienes  el  destino  expresado),  pár  2."  del  ar- 
tículo 351  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  26  de  Octu- 
bre de  1859  y de  27  de  Octubre  de  1865.  «Cuando 
no  existen  parientes  colaterales  que  no  están 
comprendidos  dentro  del  cuarto  grado,  dice  el 
br.  Gómez  de  la  Serna,  fundando  esta  disposi- 
ción, debe  prevenir  la  autoridad  judicial  el  ab- 
intestato, porque  conforme  se  alejan  los  grados 
de  parentesco , se  va  este  complicando,  hacién- 
dose de  mas  difícil  aplicación  y extendiéndose  á 
mas  personas  desconocidas  frecuentemente  en 
el  pueblo  en  que  se  previene  el  juicio,  y á veces 
también  para  el  mismo  finado  que  ignora  su 
existencia.  Dedúcese  de  aquí  que  la  cláusula 
«dentro  del  cuarto  grado»  solo  se  refiere  á los  pa- 
liantes colaterales,  de  suerte  que  aunque  hubie- 
re ascendientes  ó descendientes  dentro  del  quin- 
to grado,  debe  el  juez  prevenir  el  abintestato. 
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Infiérese  también  de  no  distinguir  la  ley  entre 
parientes  legítimos  ó ilegítimos,  que.es  aplicable 
también  su  disposición  á los  ilegítimos  con  de- 
recho á heredar,  como  son,  por  ejemplo,  los  hi- 
jos naturales  legalmente  reconocidos  y sus  des- 
cendientes por  lo  respectivo  á la  sucesión  del 
padre , y sin  perjuicio  del  derecho  preferente 
que  tienen  para  suceder  á la  madre  cou  arreglo 
á la  ley  de  16  de  Mayo  de  1835. 

También  deberá  prevenir  el  juez  el  abintésta- 
to,  cuando  el  finado  dejare  descendientes,  as- 
cendientes ó colaterales  dentro  del  cuarto  grado, 
que  se  hallaren  ausentes  ó fueran  menores  ó in-  ’ 
capacitados,  según  se  prescribe  terminantemen- 
te, respecto  del  juicio  de  testamentaría,  en  los 
párrafos  l.°  y 2."  del  art.  407,  si  bien  cuando  ocur- 
riere esto  en  el  de  abintestato.  deberá  limitarse 
el  juez,  conforme  se  determina  en  el  art.  352,  á j 
adoptar  las  medidas  mas  indispensables  para  el  j 
enterramiento  del  difunto  y la  seguridad  de  los 
bienes  (limitándose  en  esto  al  disponer  su  cus- 
todia ó depósito  bajo  llave  ó sellos,  mas  sin  pa- 
sar al  reconocimiento  de  papeles  y libros,  lo 
cual  se  efectúa  mas  adelante  cuando  solicitan 
los  parientes  el  juicio  de  abintestato.) 

Asimismo,  el  juez  deberá  dará  estos  el  oportu- 
no aviso  de  la  muerte  de  la  persona  á cuya  su- 
cesión se  les  crea  llamados.  Compareciendo  los 
parientes,  cesará  la  intervención  judicial  en  el 
abintestato,  áno  ser  que  alguno  ó algunos  de  los 
interesadosla  solicitare.  Entiéndense  por  intere- 
sados los  herederos,  el  cónyuge  sobreviviente, 
los  legatarios  de  parte  alícuota  y los  acreedores. 

El  juicio  abintestato  en  tal  caso,  se  acomodará 
á los  trámites  del  voluntario  ó necesario  de  tes-  ' 
tamentaría,  según  la  clase  de  interesados  que 
solicitare  su  continuación  , con  arreglo  á los  ar- 
tículos 406  y 407.  V.  Testamentaria. 

Debe  tenerse  presente,  que  según  dictamen  de 
la  Dirección  general  de  Contribuciones  de  l.°  de 
Abril  de  1870,  el  sentido  material  y legal  del  ar- 
tículo 351  expuesto  no  trae  por  consecuencia 
forzosa  la  necesidad  de  que  se  proceda  á una  in- 
formación para  perpétua  memoria,  sino  el  he- 
cho de  que  si  los  parientes  quieren  prescindir  de 
la  intervención  judicial,  pueden  hacerlo;  pero 
en  manera  alguna  el  que  deba  reconocérseles 
como  tales  herederos  por  la  Administración  pú- 
blica encargada  de  defender  los  intereses  del 
Tesoro  que  ha  de  poner  á salvo  para  pagar  a 
persona  legitima,  cuando  de  un  modo  solemne  1 
sean  reconocidos  y declarados  aquellos.  Asimis- 
mo, según  resolución  de  15  de  Octubre  de  1875 
de  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil  y 
de  la  propiedad  y del  Notoriado,  después  de  pu- 
blicada la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  existen  • 
otros  medios  legales  para  obtener  la  declaración 
de  herederos  abintestato  que  los  consignados  y 


señalados  en  los  arts.  368  al  375  de  la  misma,  cu- 
yos trámites  son  obligatorios  para  todos  cuantos 
¡ se  crean  con  derecho  á la  herencia  de  una  per- 
sona, ya  sea  en  concepto  de  herederos  necesa- 
rios , ya  como  voluntarios,  supuesto  que  la  ley 
no  establece  diferencia  alguna  para  este  efecto. 
Que  por  lo  tanto,  una  información  para  perpétua 
memoria  hecha  por  un  juez  de  primera  instancia 
es  improcedente  para  la  declaración  de  herede- 
ros abintestato , porque  la  materia  de  tales  in- 
formaciones no  es  ni  puede  ser  la  declaración  de 
un  derecho,  sino  la  justificación  de  un  hecho 
mientras  no  haya  quien  lo  ponga  en  duda,  sin 
que  la  autoridad  judicial  tenga  otra  interven- 
ción que  la  de  autorizar  y aprobar  las  diligencias 
y actuaciones  practicadas. 

El  juez  proveerá  de  tutor  ó curador,  si  no  lo 
tuvieren,  á los  parientes  que  fueren  menores  ó 
incapacitados,  y hasta  que  estén  discernidos  es- 
tos cargos,  adoptará  las  medidas  establecidas  en 
el  artículo  anterior:  art.  353. 

Cuando  el  tutor  ó curador  de  los  menores  ó in- 
capacitados tuvieren  interés  en  la  herencia, 
creemos  que  deberá  procederse  según  lo  preve- 
nido en  los  arts.  420  y 421  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  para  cuando  ocurra  esto  en  el  jui- 
cio dé  testamentaría,  y que  se  exponen  en  el  ar- 
tículo de  esta  obra  Testamentarias. 

Es  juez  competente  para  conocer  del  juicio  de 
abintestato,  el  del  domicilio  que  tuviera  el  di- 
funto; y si  le  tenia  en  el  extranjero,  el  del  lugar 
de  su  último  domicilio  en  España , ó donde  esté 
la  mayor  parte  de  sus  bienes,  según  se  ha  ex- 
puesto; mas  si  el  difunto  era  extranjero  domi- 
ciliado ó residente  en  España,  debe  el  juez  pro- 
ceder de  inteligencia  con  el  cónsul  de  la  na- 
eion  de  aquel,  en  la  formación  del  inventario  y 
depósito  de  los  bienes,  segun  se  deduce  del  ar- 
tículo 28  del  decreto  de  17  de  Noviemb.  de  1852,  y 
de  varios  tratados.  V.  Agente  consular  y Cónsul. 

El  juez  que  tuviere  conocimiento  de  la  muerte 
de  alguno  sin  testar  y sin  dejar  descendientes, 
ascendientes  ó colaterales  dentro  del  cuarto  gra- 
do, procederá  á ocupar  sus  bieues , libros  y pa- 
peles. 

En  los  pueblos  donde  no  hubiere  juez  de  pri- 
mera iustancia,  practicará  las  diligencias  pres- 
critas en  los  artículos  anteriores  el  juez  munici- 
pal. Si  no  fuere  letrado,  lo  hará  con  acuerdo  de 
asesor:  arts.  356  y 357. 

Efectuadas  las  diligencias  que  llevamos  ex- 
puestas, que  por  su  urgencia  las  adopta,  el  juez 
por  noticias  fidedignas  sobre  el  fallecimiento  ab- 
intestato  de  una  persona,  pasa  á practicar  otras 
investigaciones  y diligencias  mas  detenidas  y en 
forma  legal,  para  asegurarse  de  este  hecho  de 
una  manera  indubitable. 

Así,  pues,  seguu  previene  el  art.  358  de  la  ley 
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de  Enjuiciamiento,  el  juez  de  primera  instancia, 
y el  municipal  en  su  caso,  practicadas  .las  dili- 
gencias establecidas  en  los  artículos  preceden- 
tes, adoptarán  las  medidas  que  estimen  mas  con- 
ducentes para  averiguar  si  la  persona  de  cuya  j 
succesion  se  trata  ha  muerto  con  disposición  i 
testamentaria  ó sin  ella,  recibiendo,  á.  falta  de  j 
otros  medios,  información  en  que  sean  examina- 
dos los  parientes,  amigos  ó vecinos  del  difunto:  I 

1. °  Sobre  el  hecho  de  haber  muerto  abin- 
testato. 

2. °  Sobre  si  tiene  herederos  de  las  clases  que 
quedan  indicadas. 

Si  de  las  diligencias  practicadas  resultare  que 
el  finado  liizo  testamento  y que  existen  herede- 
ros instituidos,  ó bien  que  hay  parientes  del 
grado  que  marca  el  art.  351,  se  abstendrá  el  juez 
de  todo  procedimiento,  á no  ser  que  alguno  de 
los  parientes  solicitare  la  prosecución  del  juicio 
de  ab-intestato,  según  lo  prescrito  en  el  pár.  2° 
del  art.  352. 

Si  resultare  haber  fallecido  con  efecto  sin  tes- 
tar y sin  parientes  de  los  comprendidos  en  el  ar- 
tículo 351,  procederá  el  juez : 

1. “  Á nombrar  un  albacea  dativo  que  se  en- 
cargue de  disponer  el  entierro  y de  lo  demás 
propio  de  este  cargo  con  arreglo  á las  leyes. 

2. a  Á inventariar  y depositar  los  bienes  en 
. persona  que  ofrezca  garantía  suficiente , la  cual 
se  encargará  también  de  su  administración.  Esta 
será  amovible  á voluntad  del  juez  que  conozca 
del  abintestato.  El  inventario  deberá  hacerse 
con  las  solemnidades  debidas,  y con  citación  de 
los  parientes  del  finado,  ó no  existiendo  estos, 
con  citación  del  promotor  fiscal,  según  se  dedu- 
ce del  art.  377  y del  430  sobro  testamentarías. 

3. °  A examinar  los  libros,  papeles  y corres- 
pondencia del  difunto:  art.  359. 

Al  albacea  que  se  nombrare,  se  darán  por  el 
juez  las  oportunas  instrucciones,  según  la  idea 
que  se  tenga  del  caudal  del  difunto  y sus  circuns- 
tancias, parael  desempeño  de  su  cargo:  art.  360. 

El  depositario  administrador  de  los  bienes 
prestará  fianza  proporcionada  á lo  que  deba  ad- 
ministrar, á satisfacción  y bajo  la  responsabili- 
dad del  juez  que  haya  prevenido  el  abintestato 
(para  asegurar  en  cuanto  es  posible  la  buena 
administración):  art.  361. 

Si  se  encontraren  metálico  ó alhajas,  se  depo- 
sitarán en  el  establecimiento  público  señalado 
al  efecto,  debiendo  el  juez  conservar  en  su  poder 
el  documento  de  depósito.  De  este  documento  se 
pondrá  testimonio  en  los  autos:  art.  362. 

Si  hubiere  frutos  almacenados,  se  deberán  so- 
brellavar los  almacenes,  y si  pendientes  ó se 
estuvieran  recogiendo,  se  constituirán  guardas 
ó interventores,  según  mas  convenga,  art.  663; 
lo  cual  se  funda,  según  dice  el  Sr.  Gómez  de  la 


Serna,  en  poner  coto  á los  fraudes  que  podría 
cometer  el  depositario  administrador,  ya  susti- 
tuyendo á frutos  de  buena  calidad  otros  de  cali- 
dad inferior,  ya  haciendo  aparecer  el  producto  de 
las  cosechas  como  menor  del  que  fué  realmente. 

El  juez  de  primera  instancia,  ó el  municipal, 
abrirán  la  correspondencia  en  presencia  del  ad- 
ministrador nombrado  y del  escribano,  y adop- 
tarán en  su  consecuencia  las  medidas  que  su 
resultado  exija  para  la  seguridad  de  los  bienes: 
art.  364. 

Si  practicare  estas  diligencias  el  juez  munici- 
pal, las  remitirá  al  de  primera  instancia  con  la 
debida  seguridad , poniendo  á su  disposición  los 
bienes,  libros  y papeles  intervenidos,  y la  cor- 
respondencia remitida:  art.  365. 

El  juez,  recibidas  las  diligencias,  rectificará 
cualesquiera  faltas  que  en  ellas  puedan  haberse 
cometido,  dictando  al  efecto  las  providencias  que 
estime  oportunas:  art.  366. 

Procedimiento  para  declarar  si  hay  herederos 
legales. — Practicadas  las  anteriores  diligencias 
preventivas  del  abintestato,  se  entra  en  el  pro- 
cedimiento para  averiguar  de  un  modo  induda- 
ble y declarar  si  existen  parientes  legítimos  fue- 
ra del  cuarto  grado  del  intestado,  con  derecho 
á los  bienes  de  este,  ó si  pertenecen  al  Estado 
por  no  haberlos  dentro  del  grado  décimo. 

Por  ello,  pues,  previene  el  art.  367,  que  luego 
que  el  juicio  hubiere  llegado  á este  estado,  será 
parte  en  él  el  promotor  fiscal  en  representación 
de  los  que  puedan  tener  derechos  á la  heren- 
cia, siendo  de  su  obligación  promover  cuanto 
considere  oportuno  para  la  seguridad  y buena 
administración  de  los  bienes:  art.  367. 

Practicadas  en  debida  forma  las  diligencias 
preventivas,  el  juez  mandará  fijar  edictos  en 
los  sitios  públicos  del  pueblo  del  juicio,  del  en 
que  hubiere  fallecido  el  dueño  de  los  bienes,  y 
del  de  su  naturaleza  , anunciando  su  muerte  sin 
testar,  y llamando  á los  que  se  crean  con  dere- 
cho á heredarle,  para  que  comparezcan  en  el 
juzgado  dentro  del  término  que  en  los  mismos 
edictos  se  señalare.  Estos  edictos  se  insertarán 
en  los  periódicos  oficiales  de  dichos  tres  pue- 
blos, si  los  hubiere,  y en  la  Gaceta  del  Gobierno 
cuando  las  circunstancias  del  caso  lo  exigieren 
á juicio  del  juez,  esto  es,  cuando  creyere  que 
pueda  haber  parientes  en  parajes  adonde  no 
suelen  llegar  aquellos  periódicos : art.  368.  En 
Cuba  y Puerto-Rico  deben  insertarse  en  la  Gace- 
ta deKIobierno  superior  civil  de  la  provincia: 
ait.  4.  y 5.°  de  la  Instrucción  de  9 de  Diciembre 
de  1865. 

El  término  de  esta  convocación  será  el  de 
tremía  dias,  contados  desde  la  fecha  de  la  fija- 
ción e los  edictos  en  el  último  de  los  pueblos 
en  que  se  verificare:  art.  369. 
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Si  el  pueblo  de  la  naturaleza  del  difunto  es- 
tuviere fuera  de  la  Península,  podrá  el  juez  am- 
pliar estos  términos  prudentemente,  habida  con- 
sideración á la  distancia.  Lo  mismo  se  podrá 
hacer,  aunque  el  pueblo  se  halle  dentro  de  la 
Península,  si  la  dificultad  de  las  comunicacio- 
nes ú otras  circunstancias  extraordinarias  lo 
exigieren : art.  370. 

Pudiendo  acontecer  que  no  llegasen  los  edic- 
tos á noticia  de  todos  los  herederos,  previene  el 
art.  371  que  presentándose  6 no  herederos  á con- 
secuencia de  este  llamamiento,  se  fijarán  segun- 
dos edictos  por  término  de  veinte  dias,  contados 
en  la  forma  antes  establecida.  En  estos  edictos 
se  expresarán  los  nombre  de  los  presentados,  si 
los  hubiere,  y sus  parentescos.  Esta  disposición 
tiene  por  objeto  que  los  demás  herederos  sepan 
si  los  presentados  son  de  grado  preferente  al 
suyo,  y evitarse  los  gastos  de  su  presentación. 

Pasados  estos  dos  términos  exigirá  el  juez  á 
los  que  se  hayan  personado,  que  con  citación 
recíproca,  si  fueren  mas  de  uno,  y del  promo- 
tor, justifiquen  su  parentesco  dentro  de  un  tér- 
mino que  se  les  señale  al  efecto , que  por  punto 
general  no  deberá  pasar  de  cuarenta  dias. 

Cuando  los  que  aspiren  á la  herencia  hubie- 
ren nacido  fuera  de  la  Península,  podrá  el  juez 
prorogar  dicho  término  , según  las  circunstan- 
cias lo  aconsejen  (esto  es,  la  distancia  del  lu- 
gar de  donde  hubiere  de  venir  la  prueba):  ar- 
tículo 272. 

Hecha  la  justificación  (del  parentesco)  si  fuere 
uno  solo  el  presentado,  se  dará  vista  de  ella  al 
promotor;  y si  este  conviniere  en  que  se  le  de- 
clare heredero  (como  deberá  efectuar  cuando 
viere  que  ha  justificado  el  grado  de  parentesco 
que  exige  la  ley),  mandará  el  j uez  traer  los  autos 
á la  vista-,  y hará  la  declaración  si  la  estima  pro- 
cedente: art.  373.  Pero  esto  debe  entenderse  sin 
perjuicio  de  los  derechos  de  los  demás  parientes 
que  se  presenten  con  posterioridad. 

Si  fueren  mas  de  uno  los  presentados , dispo- 
ne el  art.  374  que  los  convocará  el  juez  á junta, 
en  la  que  discutirán  su  derecho  á la  herencia. 
Si  hubiere  en  ella  conformidad,  y conviniere  el 
promotor,  el  juez  los  declarará  herederos  en  la 
forma  y porciones  en  que  hayan  convenido,  si  lo 
cree  legal  y procedente  (esto  es,  si  no  se  perju- 
dica con  ello  á los  menores  ó incapacitados,  ó á 
los  que  no  asistieron,  ó si  no  se  confieren  dere- 
chos al  que  no  los  tuviere,  ó no  se  contraviene  á 
las  leyes);  y en  adelante  se  acomodará  en  su  caso 
el  juicio  á las  reglas  establecidas  para  el  de  tes- 
tamentaria. V.  Testamentaria. 

En  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  di- 
cho artículo,  si  el  promotor  se  opusiere  á la  de- 
claración, se  sustanciará  enjuicio  ordinario  el 
pleito  á que  la  oposición  dó  lugar  (debiendo  tener 


presente  el  promotor,  cuandocreyere  que  corres- 
ponden al  Estado  los  bienes  que  dejó  el  finado, 
lo  dispuesto,  sobre  la  consulta  al  fiscal  de  la  Au- 
diencia respectiva,  por  el  decreto  de  26  de  Enero 
de  1814,  y la  instrucción  de  25  de  Junio  de  1852 
sobre  bienes  mostrencos). 

La  sentencia  en  que  el  juez  denegare  ú otor- 
gare la  declaración,  es  apelable  en  ambos  efec- 
tos: pár.  3. 15  del  art.  374. 

Si  no  hubiere  conformidad  entre  los  presenta- 
dos como  herederos,  queda  á todos  completa- 
mente á salvo  su  derecho.  Las  solicitudes  que 
deduzcan  se  sustanciarán  en  juicio  ordinario, 
debiendo  litigar  bajo  una  misma  dirección  y re- 
presentados por  nn  mismo  procurador  los  que 
hagan  causa  común.  Los  promotores  seguirán 
teniendo  parte  en  estos  juicios  hasta  que  haya 
un  heredero  reconocido  y declarado  por  ejecuto- 
ria (pues  hasta  entonces  tiene  el  Estado  inte- 
rés en  la  herencia,  porque  puede  resultar  va- 
cante por  no  reconocerse  herederos  dentro  del 
décimo  grado).  Desde  que  lo  hubiere,  terminará 
su  intervención  en  ellos,  y todas  las  cuestiones 
pendientes  ó que  puedan  promoverse,  se  enten- 
derán y sustanciarán  con  el  declarado  heredero: 
art.  375. 

Terminados  estos  pleitos,  y declarados  quiénes 
son  los  herederos,  se  acomodará  el  juicio  á los 
trámites  establecidos  para  el  de  testamentaría 
(puesto  que  en  tal  caso  tienen  iguales  derechos 
á la  herencia  que  los  herederos  testamentarios): 
art.  376.  Pero  tanto  en  este  caso,  como  en  el  del 
art.  374,  si  los  interesados  no  solicitaren  ia  pre- 
vención del  juicio  necesario  de  testamentaría,  ni 
concurrieren  los  requisitos  necesarios  para  ello, 
pueden  los  herederos  abintestato  hacer  extra- 
judicialmente  el  justiprecio  y división  de  bienes 
hereditarios,  protocolizando  la  partición  en  el 
registro  de  un  notario  para  que  adquiérala  fuer- 
za de  documento  público.  Mas  promovido  el  jui- 
cio de  testamentaría,  ya  sea  voluntario  ó nece- 
sario, se  hará  esto  con  intervención  de  la  auto- 
ridad judicial,  según  los  arts.  406  al  409,  aplica- 
bles á los  abintestatos. 

Si  no  se  presentare  nadie  reclamando  la  he- 
rencia, ó no  fuere  reconocido  el  derecho  de  los 
! presentados  (es  decir,  el  derecho  á succeder  con 
preferencia  al  Estado),  dispone  el  art.  377  que  se 
considerará  como  vacante,  y á instancia  del  pro- 
motor se  le  dará  el  destino  prevenido  por  las  le- 
yes, esto  es,  se  adjudicará  al  Estado,  que  es  á 
quien  pertenece  según  la  ley  de  9 de  Mayo  de 
1835.  Y.  Bienes  mostrencos. 

Sobre  las  solicitudes  de  los  que  se  presenten 
alegando  derechos  á la  herencia,  se  formará  una 
sola  pieza  separada,  quedando  la  primitiva  para 
tratar  en  ella  de  la  administración  del  abintes- 
tato y sus  incidencias,  sobre  las  cuales  podrán 
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formarse  los  ramos  que  se  estimen  necesarios 
liara  evitar  confusión:  art.  .378.  , , 

‘ Los  incidentes  que  puedan  ocurrir  en  este  jui- 
cio se  sustanciarán  por  los  trámites  prevenidos 
para  los  del  juicio  ordinario,  y en  pieza  separa 
da  cuando  convenga  para  mayor  claridad:  ar 
tículo  379.  La  pieza  separada  se  formara  con  ios 
insertos  que  ambas  partes  señalen  y á costa  del 
que  los  Laya  promovido,  según  dispone  el  ar- 
tículo 310  sobre  las  testamentarías  aplicable  á 


este  caso. 

Pudiendo  promoverse  por  terceras  personas 
contra  la  herencia  del  difunto  ó sus  herederos 
varias  acciones  que  de  someterse  á la  decisión  ^ 
de  otro  juez  podrían  dar  ocasión  4 dilaciones  y 
aun  á fallos  contradictorios , declara  la  ley  las  , 
demandas  que  deban  acumularse  al  juicio  atún-  j 
testato,  como  juicio  universal.  Así,  pues,  dis- 
pone el  art.  380.  que  el  juez  del  abintestato  será 
el  único  competente  para  conocer  de  las  deman- 
das  que  se  deduzcan  contra  los  herederos  del 
difunto  (como  tales),  ó sus  bienes,  después  de 
prevenido  el  juicio:  mas  no  de  las  demandas 
contra  las  obligaciones  de  los  herederos  como 
particulares  ó contra  los  bienes  de  estos  de  otra 
procedencia  que  el  abintestato. 

Lo  será  también  para  conocer  de  todas  las  de- 
mandas ejecutivas  ú ordinarias  por  acción  per-  ¡ 
sonal,  pendientes  en  primera  instancia  contra 
el  difunto;  los  autos  en  que  se  sigan  se  acumu- 
larán á los  del  juicio  universal : art.  381.  Ko  se 
extiende  esta  disposición  á las  acciones  que 
pendieren  en  segunda  instancia,  para  evitar 
que  se  turbe  el  órden  gradual  de  las  jurisdic- 
ciones. 

Según  el  art.  133  de  la  ley  Hipotecaria,  para 
conocer  de  los  juicios  ejecutivos  contra  bie- 
nes hipotecados , es  competente  el  juez  que  lo 
fuera  del  deudor,  sin  que  en  ningún  caso  deba 
suspenderse  el  procedimiento,  ni  por  la  muerte 
del  deudor,  ni  por  la  declaración  de  quiebra,  ni 
por  el  concurso  de  acreedores.  Yéase  la  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  de  28  de 
Julio  de  1872,  expuesta  en  el  artículo  Testamen- 
tarías. 

Los  pleitos  en  que  se  haya  ejercitado  una  ac- 
ción real,  continuarán  en  el  juzgado  en  que  se  ¡ 
hubieren  promovido,  si  fuere  el  del  lugar  en 
que  esté  sita  la  cosa  inmueble,  ó del  en  que  se 
hubiere  hallado  la  mueble  sobre  que  se  litigue, 
art.  382;  lo  cual  se  funda  en  ser  mas  fácil  en 
dichos  lugares  verificar  el  reconocimiento  ó ins- 
pección de  la  cosa  que  se  demanda.  Mas  cuando 
dichos  pleitos  no  se  sigan  en  los  juzgados  que  ■ 
en  el  mismo  se  expresan,  deberán  remitirse  al 
que  conozca  del  abintestato  para  su  acumula- 
ción: art,  383.  Pero  téngase  presente  que  con-  1 
forme  á lo  prescrito  en  el  art.  381,  para  que  sean  I 


acumulables  estos  juicios  deben  hallarse  en 
primera  instancia. 

Lo  prescrito  en  los  arts.  381  al  383,  sobre  que 
no  son  acumulables  los  pleitos  á que  se  refieren 
en  los  casos  que  mencionan,  se  debe  entender 
en  cuanto  que  no  deben  sustanciarse  por  el  juez 
del  abintestato,  pero  deberá  entender  en  la  eje- 
cución del  fallo,  respecto  de  la  determinación 
del  órden  gradual  en  que  deben  satisfacerse  las 
responsabilidades  que  afectan  á la  herencia. 

El  administrador  de  los  bienes  representará 
al  abintestato  en  todos  los  pleitos  que  se  pro- 
muevan ó que  estén  principiados  al  prevenirse 
este  juicio,  y él  mismo  ejercitará  también  las 
acciones  que  pudieran  corresponder  al  difunto 
hasta  que  por  ejecutoria  haya  heredero  declara- 
do: art.  384. 

Hecha  la  adjudicación  de  bienes  deberá  re- 
gistrarse el  documento  en  que  conste,  y asimis- 
mo se  deberá  pagar  á la  Hacienda  pública  el 
impuesto  que  marcan  las  leyes  por  la  adquisi- 
ción de  bienes  inmuebles. 

De  la  administración  del  abintestato. — Termi- 
nado y rectificado  e!  inventario,  el  juez  podrá 
exigir  al  administrador  de.  los  bienes  mayor 
fianza  que  la  que  hubiere  prestado  en  las  pri- 
meras diligencias,  si  así  lo  exigiere  la  verdade- 
ra entidad  del  caudal  (porque  puede  aparecer 
el  caudal  mayor  que  al  hacer  el  inventario  pol- 
los bienes  que  hayan  aparecido,  ó también,  no 
ofrecer  la  fianza  prestada  las  seguridades  que 
anteriormente). 

El  juez  reemplazará  con  administrador  que 
dé  fianza  cumplida,  al  que  no  la  hubiere  dado 
ó diere  suficiente:  art.  385. 

El  administrador  nombrado  primitivamente, 
ó el  que  lo  reemplace,  rendirá  cuentas  el  dia  úl- 
timo de  cada  mes. 

Estas  cuentas  se  unirán  á los  autos  (ó  pieza 
primitiva  en  que  según  el  art.  37S  se  trata  de 
la  administración , para  evitar  todo  olvido  ó 
fraude  respecto  de  las  partidas  consignadas). 

El  juez  oirá  sobre  ellas  al  promotor  si  no  hu- 
biere heredero  declarado  (en  cuyo  caso  se  pro- 
cede según  el  art.  388),  y las  aprobará  en  su 
caso  sin  perjuicio,  disponiendo  el  depósito  del 
saldo  que  resultare  en  el  establecimiento  públi- 
co en  que  se  hallen  depositados  los  demás  fon- 
dos del  abintestato;  art.  386.  El  juez  conservará 
en  su  poder  dicho  documento  poniendo  testi- 
monio de  él  en  los  autos  conforme  á lo  dispues- 
to en  el  art.  362.  También  debe  rendir  una  cuen- 
ta general  de  su  administración  á los  herederos 
reconocidos  ó al  Estado  en  su  caso.  Hasta  que 
se  haya  rendido  y recaído  la  aprobación  de  di- 
chas cuentas  por  los  herederos  ó el  Estado  ó por 
el  promotor  fiscal , no  se  cancelará  la  fianza  que 
tenga  prestada  el  administrador:  art.  402.  Si  hu- 
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Mere  oposición,  se  sustancia  por  los  trámites  de 
los  incidentes. 

Todas  las  actuaciones  relativas  á administra- 
ción estarán  de  manifiesto  en  la  escribanía  á 
disposición  de  los  que  se  hayan  presentado  ale- 
gando derecho  á la  herencia,  y el  juez  deberá 
atender  las  reclamaciones  justas  que  sobre  ellas 
hicieren:  art.  387.  Pueden,  pues,  examinarse  las 
cuentas  y reclamarse  su  rectificación , á pesar 
de  haberse  hecho  su  aprobación  , pues  esta  solo 
es  condicional  ó hecha  sin  perjuicio  de  estas,  se- 
gún expresa  el  art.  386,  debiendo  oirse  en  tal 
caso  al  administrador , siguiéndose  los  trámites 
délos  incidentes,  según  previene  el  art.  379. 

Reconocidos  por  ejecutoria  como  herederos 
uuo  ó mas  de  los  parientes  presentados  alegan- 
do derecho  á la  herencia,  se  entenderá  con  ellos 
todo  lo  relativo  al  exámen  y aprobación  de  las 
cuentas , cesando  completamente  la  interven- 
ción del  promotor:  art.  388. 

No  se  ejecutará  arriendo  alguno  sino  en  pú- 
blica subasta  y prévia  la  fijación  de  uu  tipo  mí- 
nimo , que  será  el  término  medio  de  los  arren- 
damientos de  los  bienes  en  los  cinco  años  últi- 
mos: art.  389,  que  tiene  por  objeto  evitar  los 
fraudes  que  pedieran  cometerse.  Si  no  produje- 
ron renta  por  no  haberse  arrendado,  se  fijará 
el  tipo  por  los  productos  que  hayan  tenido. 

Para  que  los  licitadores  tengan  las  noticias 
necesarias  sobre  los  derechos  y obligaciones  que 
confiere  ó impone  la  subasta,  dispone  el  art.  396 
que  para  toda  subasta  se  formará  un  pliego  de 
condiciones,  que  se  pondrá  de  manifiesto  á los 
lidiadores  en  la  escribanía  del  juzgado  que  co- 
nozca del  juicio,  y en  la  del  pueblo  en  que  estén 
los  bienes  objeto  del  remate. 

Las  subastas  para  los  arrendamientos  se  anun- 
ciarán en  los  pueblos  en  que  estuviere  radicado 
el  juicio,  y en  el  que  se  hallaren  los  bienes,  ve- 
rificándose la  subasta  en  el  primero:  art.  390. 

En  los  edictos  que  se  fijarán  en  los  sitios  pú- 
blicos de  ambos  pueblos,  é insertarán  en  sus  pe- 
riódicos oficiales  si  los  hubiere,  se  anunciará  el 
tipo  señalado  expresándose  el  dia,  hora  y sitio- 
del  remate  y haciéndose  la  oportuna  prevención 
de  hallarse  de  manifiesto  el  pliego  de  condicio- 
nes de  la  subasta  en  la  escribanía:  arts.  391 
y 396. 

El  término  de  la  subasta  será  de  un  mes,  con- 
tado desde  la  inserción  de  los  anuncios  en  los 
periódicos,  ó si  no  los  hubiere,  desde  su  fijación, 
que  se  hará  constar  debidamente:  art.  392. 

En  las  subastas  no  se  admitirá  postura  infe- 
rior al  tipo  señalado.  Si  no  se  presentare  postu- 
ra admisible  se  llamará  á segunda  subasta  con 
iguales  solemnidades  que  en  la  anterior,  reba- 
jando el  tipo  que  haya  servido  para  esta  de  un 
10  á un  15  por  100,  que  fijará  el  juez,  teniendo 
Tomo  i». 


en  cuenta  la  entidad  de  las  posturas  que  se  hu- 
bieren hecho.  Si  aun  así  no  se  lograre  proposi- 
ción admisible,  el  juez  determinará  lo  que  se- 
gún las  circunstancias,  y oyendo  á las  partes,  es- 
time conveniente:  art.  395.  Deberá,  pues,  el  juez 
mandar  que  se  entreguen  los  autos  á las  partes 
y al  promotor  fiscal  en  representación  de  los 
menores  , ausentes  ó del  Estado,  debiendo  estar 
ó no  á aquello  en  que  estos  convinieren  si  en  el 
abintestato  tuvieren  lugar  las  circunstancias  del 
juicio  voluntario  ó del  necesario. 

Durante  la  sustanciacion  del  juicio  de  abin- 
testato no  se  podrán  enajenar  los  bienes  inven- 
tariados puesto  que  corresponden  álas  personas 
á quienes  se  los  defiere  la  ley  y puede  consistir 
su  mayor  valor  en  la  estimación  en  que  estos  los 
tuvieren.  Pero  como  este  juicio  tiene  por  princi- 
pal objeto  evitar  la  pérdida  ó deterioro  de  di- 
chos bienes  se  exceptúan  de  dicha  regla  los  ob- 
jetos siguientes. 

1. °  Los  que  puedan  deteriorarse  (considera- 
blemente). 

2. °  Los  que  sean  de  difícil  y costosa  conser- 
vación (como  los  que  requieren  gastos  y susten- 
to continuado  de  importancia  mucho  mayor  que 
la  ganancia  que  reporten), 

3. “  Los  frutos  para  cuya  enajenación  se  pre- 
senten circunstancias  que  se  estimen  venta- 
josas. 

4. “  Los  que  sean  necesarios  para  cubrir  las 
atenciones  del  abintestato  (como  para  los  ali- 
mentos de  la  viuda  del  difunto,  ó para  el  pago 
de  contribuciones,  etc.). 

El  juez  podrá  decretar  la  venta  de  cualesquie- 
ra de  estos  bienes  eu  pública  subasta,  prévio 
avalúo  por  peritos,  oyendo  á los  interesados,  y 
mandará  depositar  su  producto  en  el  estableci- 
miento público  en  que  lo  estén  los  demás  fondos 
del  abintestato:  art.  397. 

Las  subastas  de  que  habla  el  artículo  anterior 
se  verificarán  con  las  mismas  solemnidades  y en 
los  mismos  términos  establecidos  para  las  de  los 
arrendamientos,  exceptuándose  las  de  los  frutos 
y bienes  muebles  y semovientes,  para  las  cuales 
los  términos  serán  de  diez  dias:  art.  398. 

Los  efectos  públicos  no  están  comprendidos 
en  las  reglas  que  establece  el  precedente  ar- 
tículo. Su  enajenación  se  hará  por  medio  de 
agente  de  Bolsa  ó corredor  que  nombre  el  j uzga- 
do:  art.  399. 

Respecto  del  exámen  de  la  correspondencia 
del  finado,  prescribe  la  ley  en  su  art.  400  que 
abra  el  juez  la  que  vaya 'dirigida  al  difunto  , en 
presencia  del  escribano  actuario  y del  adminis- 
trador del  abintestato,  en  los  períodos  que  se 
señalen  según  las  circunstancias  (es  decir,  se- 
gún la  profesión  ó negocios  mas  ó menos  urgenr 
tes,  importantes  ó numerosos  que  tuviere  el  di- 
os 
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fanto).  F<1  administrador  recibirá  la  que  tenga 
relación  con  el  caudal,  dejándose  testimonio  de 
ella  en  los  autos,  y el  juez  conservará  la  res- 
tante para  darle  en  su  dia  el  destino  correspon- 
diente: art.  400. 

Este  destino  es  el  que  se  halla  determinado  en 
el  art.  403.  Según  él,  los  libros  y papeles  del  di- 
funto se  entregarán  á sus  herederos  reconocidos, 
si  los  hubiere , si  no  se  presentare  nadie  alegan- 
do derecho  á la  herencia  ó no  fueren  reconoci- 
dos los  que  se  hubieren  presentado,  y se  decla- 
raren vacantes  los  bienes , se  entregarán  al  Es  - 
tado los  libros  y papeles  que  tengan  relación 
con  ellos,  y los  demás  se  archivarán  con  ios  au- 
tos del  abintestato  en  un  pliego  cerrado  y sella- 
do en  cuya  carpeta  rubricarán  el  juez,  promotor 
y escribano  (para  que  no  se  divulgue  su  conte- 
nido con  perjuicio  del  finado,  ó de  su  familia  ó 
herederos). 

Como  el  administrador  tiene  obligaciones  y 
responsabilidades  atendibles,  la  ley  le  confiere 
el  derecho  ó recompensa  que  á continuación  se 
expresa: 

Sobre  el  producto  liquido  (ó  que  reste  deduci- 
dos los  gastos  de  la  subasta  , los  derechos  de  la 
escritura  de  venta  y de  la  Hacienda  pública  y 
demás),  de  la  venta  de  frutos,  bienes  muebles  ó 
semovientes,  el  2 por  100. 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  bie- 
nes raíces,  el  1 por  100. 

Sobre  la  cobranza  de  valores  de  cualquiera 
especie,  el  1/2  por  100;  entendiéndose  por  valo- 
res las  alhajas  ú objetos  de  valor  que  no  consis- 
tan en  frutos  ni  rentas. 

Sobre  el  producto  líquido  de  la  venta  de  efec- 
tos públicos,  el  1/2  por  100. 

Sobre  el  importe  líquido  de  los  demás  ingresos 
que  haya  en  la  administración  por  conceptos 
diversos  de  los  expresados  en  los  párrafos  pre- 
cedentes, el  5 por  100:  art.  401.  Estos  ingresos  se 
refieren  á las  rentas  y alquileres  de  las  fincas 
urbanas  ó rústicas,  inmuebles  ó muebles  que  no 
se  hubieren  arrendado  y á los  frutos  ó produc- 
tos que  se  hubieren  puesto  en  administración 
por  cuenta  del  abintestato  y demás  rendimien- 
tos de  esta  clase.  * 

JUICIO' DE  TESTAMENTARIA.  V.  Testamentaria. 

JUICIO  DE  CONCURSO  DE  ACREEDORES.  El  juicio 
promovido  por  un  deudor  que  tiene  varios  acree- 
dores , ó por  los  mismos  acreedores , para  que 
sean  satisfechos  aus  créditos,  en  la  forma  y or- 
den que  corresponda  cuando  los  bienes  no  al- 
canzan á cubrirlos  todos  por  entero. 

El  concurso  promovido  por  el  deudor  se  llama 
concurso  voluntario  6 preventivo;  y el  promovi- 
do por  los  acreedores,  concurso  necesario.  Las 
diferencias  que  hay  eutre  uno  y otro  quedan  ex- 
plicadas en  el  artículo  Concurso  de  acreedores'. 


Así  el  concurso  voluntario  como  el  necesario 
se  han  introducido,  no  solamente  en  beneficio 
del  deudor,  que  de  este  modo  evita  el  gravámen 
de  diferentes  ejecuciones , sino  también  en  pro- 
vecho de  los  acreedores  que  logran  en  cuanto  es 
posible  el  pago  de  sus  créditos  con  la  igualdad 
ó preferencia  que  les  da  la  ley. 

El  concurso  voluntario  puede  ser  de  cesión  de 
bienes , de  espera  ó moratoria,  y de  quita  ó remi- 
sión parcial  de  las  deudas.  Los  trámites  que  en 
cada  uno  de  ellos  se  siguen,  pueden  verse  en 
sus  artículos  respectivos. 

El  concurso  necesario  suele  formarse  á instan- 
cia de  cualquiera  de  los  acreedores  que  pida  la 
acumulación  de  todos  los  autos  que  contra  ci 
mismo  deudor  se  sigan  ya  en  diversos  juzga- 
dos, ya  en  distintas  escribanías  de  un  mismo 
juzgado,  á fin  de  evitar  la  división  de  la  conti- 
nencia de  la  causa.  De  la  solicitud  se  confiere 
traslado  al  deudor,  y con  su  audiencia  se  de- 
clara la  procedencia  del  concurso;  en  cuyo  ca- 
so, y acumulados  los  pleitos  ante  el  juez  que 
tomó  primero  el  conocimiento  ó h quien  acu- 
dió mayor  número  de  acreedores , se  convoca 
á Junta  general  del  mismo  modo  que  en  el 
juicio  de  cesión,  y en  ella  se  acuerda  por  la  ma- 
yoría el  depósito,  secuestro  ó intervención  de 
los  bienes  concursados,  el  nombramiento  de 
defensor  ó síndico  del  concurso  y administrador 
de  los  bienes,  y las  demás  medidas  que  se  esti- 
men oportunas  para  su  seguridad  y conser- 
vación. 

Procédese  después  de  la  Junta  á legitimar  en 
piezas  separadas  cada  uno  de  los  créditos  dedu- 
cidos que  ya  no  estuvieren  justificados,  dándo- 
se traslado  al  síndico  ó representante  del  con- 
curso y al  deudor.  Si  estos  manifiestan  su  con- 
formidad, se  manda  sin  mas  trámites  que  se 
tenga  por  legítimo  el  crédito  para  ser  satisfecho 
á su  tiempo  según  su  grado  y lugar;  -pero  si  se 
oponen  á su  reconocimiento,  se  sigue  sobre  él 
un  juicio  ordinario  hasta  que  por  sentencia  eje- 
cutoriada quede  declarado  si  es  ó no  legítimo. 

Justificados  todos  los  créditos  en  debida  for- 
ma, se  pasa  luego  eu  los  autos  principales  del 
coucurso  al  juicio  ordinario  de  graduación,  eu 
el  cual  cada  acreedor  alega  las  razones  en  que 
pretende  apoyar  el  privilegio  ó preferencia  de 
su  crédito;  confiérese  traslado  del  escrito  al  de- 
fensor ó representante  del  concurso  para  que 
manifieste  su  conformidad  ú oposición;  recíbese 
á prueba  el  punto  de  hecho  sobre,  que  hubiere 
alguna  duda;  se  da  por  fin  con  citación  de  las 
partes  la  sentencia  de  graduación , en  la  cual  se 
designad  órdende  preferencia  con  que  cada  uno 
de  los  créditos  debe  ser  satisfecho. según  lo  expli- 
cado en  los  artículos  citados  en  el  de  Graduación 
de  acreedores ; contra  el  fallo  se  admiten  en  ambos 
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efectos  los  recursos  legales  propios  de  todo  juicio 
ordinario;  se  ejecuta,  sin  embargo  de  súplica,  la 
sentencia  que  profiera  en  vista  el  tribunal  supe- 
rior, ya  sea  confirmatoria,  ya  revocatoria  de  la 
de  primera  instancia;  y se  paga  por  su  órdeu  & 
los  acreedores , dando  estos  fianza  de  acreedor 
de  mejor  derecho.  Y.  Cesión  de  bienes , al  fin. 

Si  durante  la  sustanciacion  del  juicio  ocurrie- 
re algún  incidente  que  no  pudiere  resolverse  sin 
la  expresa  y personal  audiencia  de  cada  uno  de 
los  acreedores,  se  convoca  á Junta  general  á to- 
dos ellos,  y se  lleva  á efecto  lo  que  acuerda  la 
mayoría , si  merece  la  aprobación  j udiciai;  sien- 
do muy  oportuno  formar  sobre  ello  pieza  sepa- 
rada para  no  interrumpir  el  curso  de  los  autos 
principales. 

* Las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  y demás  que  rigen  en  el  dia  sobre  la 
tramitación  que  se  sigue  en  este  juicio  se  han 
expuesto  en  el  artículo  de  esta  obra,  Concurso  de 
acreedores.  * 

JUICIO  DE  QUIEBRA.  V.  Quiebra. 

JUICIO  DIVISORIO.  El  juicio  que  tiene  por  obje- 
to la  división  ó partición  de  una  cosa  común 
entre  las  personas  á quienes  esta  pertenece.  Véa- 
se Comunero  y Partición  de  herencia. 

JUICIO  DE  ALIMENTOS.  El  juicio  en  que  se  trata 
del  derecho  que  una  persona  tiene  á que  otra  le 
suministre  alimentos. 

I.  Este  derecho  puede  provenir,  ó bien  de  la 
ley  6 equidad  natural,  apoyada  por  la  ley  positi- 
va ó por  la  costumbre,  6 bien  de  contrato  ó de 
disposición  testamentaria.  Los  alimentos  cuyo 
derecho  proviene  del  primer  origen,  solo  tienen 
lugar  cuando  es  rico  ó pudiente  el  que  los  ha  de 
dar,  y pobre  el  que  los  lia  de  recibir;  y los  del 
segundo  no  se  excluyen  por  la  pobreza  del  que 
debe  darlos,  ni  por  la  riqueza  del  que  lia  de  re- 
cibirlos. Las  contestaciones  que  se  suscitan  so- 
bre alimentos  que.se  deben  precisamente  por 
disposición  testamentaria  ó por  contrato,  se  ven- 
tilan en  juicio  ordinario , pudiéndose  apelar  del 
fallo  en  ambos  efectos;  y las  de  los  que  se  deben 
por  ley  ó equidad,  se  tratan  en  juicio  sumario, 
por  considerarse  asunto  de  urgencia,  sin  que  de 
la  sentencia  se  admita  apelación  en  cuanto  al 
efecto  suspensivo.  Y.  Alimentos. 

■ * En  el  artículo  Alimentos  provisionales  he- 
mos expuesto  las  razones  que  militan  en  el  dia 
para  sostener  que  deben  sujetarse  al  procedi- 
miento sumario  contenido  en  el  tít.  2.°,  part.  2.” 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  las  reclamacio- 
nes de  alimentos  que  se  deban  por  disposición 
testamentaria  ó por  contrato,  pero  teniendo  pre- 
sente que  en  estos  expedientes  no  se  permite 
ninguna  discusión,  ni  sobre  el  derecho  á perci- 
bir los  alimentos,  ni  sobre  su  entidad,  debiendo 
Bustuuciarse  cualesquiera  reclamaciones  que 


acerca  de  lo  uno  ó de  lo  otro  se  hicieren,  en  jui- 
cio ordinario,  por  lo  que  las  providencias  que  en 
aquellos  expedientes  se  dictan  tienen  el  carácter 
de  interinas,  sin  que  produzcan  excepción  de 
cosa  juzgada  en  el  pleito  que  les  subsiga,  y por 
lo  tanto,  sin  que  las  providencias  denegatorias 
de  alimentos  provisionales  puedan'  apreciarse 
como  definitivas  en  el  sentido  del  art.  1011  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  no  hacen 
imposible  la  continuación  del  juicio,  puesto  que 
puede  seguirse  por  la  via  ordinaria  para  obtener 
alimentos  permanentes:  art.  1218  de  la  ley  cita- 
da, y sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  8 de 
Junio  y 30  de  Noviembre  de  1869. 

Ténganse  presentes  las  disposiciones  del  títu- 
lo mencionado,  que  son  las  que  hoy  rigen  sobre 
el  procedimiento  para. obtener  alimentos  provi- 
sionales, para  saber  las  innovaciones  que  han 
establecido  en  el  procedimiento  anterior  que  ex- 

! pone  aquí  el  Sr.  Escriche.  * 

II.  El  que  pretende  alimentos  por  ley  ó equi- 
dad, debe  presentar  su  demanda  acompañando 
los  documentos  que  tuviere  y ofreciendo  infor- 
mación de  la  calidad  en  que  funda  su  derecho  y 
de  la  falta  de  medios  para  subsistir;  y si  en  los 
documentos  ó en  la  información,  y aun  en  las 

¡ diligencias  que  de  oficio  practicare , hallare  el 
juez  presunciones  vehementes  del  buen  derecho 
y del  estado  de  pobreza  del  demandante,  que  no 
destruye  victoriosamente  dentro  de  un  breve  tér- 
mino el  demandado,  debe  mandar  á este  que  su- 
ministre desde  luego  al  primero  los  alimentos  á 
que  fuere  acreedor,  obligándole  á ello  en  caso 
necesario  por  via  de  apremio,  y reservándole  su 
derecho  para  deducir  y probar  lo  que  le  conven- 
ga en  juicio  ordinario,  sin  admitirle  apelación 
sino  solo  en  el  efecto  devolutivo,  así  de  esta  sen- 
tencia interlocutoria , provisional  ó interina, 
como  de  la  definitiva  que  en  el  mismo  sentido 
diere  después  de  un  serio  y maduro  examen  del 
pleito:  ley  7.a,  tít.  19,  Part.  4.“,  y conde  de  la  Ca- 
ñada en  su  Juicio  civil,  Part.  2.a,  cap.  11,  núm.  60 
y siguientes. 

III.  Mas  si  la  sentencia  provisional  ó defini- 
tiva de  la  prestación  de  alimentos  fuere  revocada 
después,  porque  el  demandado  llega  á probar  en 
el  juicio  ordinario  ó en  el  apeiatorio  que  el  de- 
mandante no  tiene  la  calidad  que  la  tnotivó, 
como  por  ejemplo,  que  no  es  descendiente  ó as- 
cendiente del  demandado,  ó que  es  falso  por  otro 
título  el  derecho  que  dedujo,  ¿estará  obligado  el 
alimentista  á restituir  el  importe  de  los  alimen- 
tos que  hubiere  recibido  y consumido,  y á pres- 
tar por  lo  tanto  la  fianza  correspondiente  antes 
de  recibirlos?  Varios  autores,  entre  los  cuales  se 
cuentan  el  Sr.  Covarrubias,  en  el  cap.  6.°  de  sus 
Prácticas : Molina,  Pe  primogen.,  lib.  2.°,  cap.  16, 
núms.  42  y 43,  y Molina,  Pe  Jv.stit.  el  jure, 
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d¡pp.  616,  núm.  15,  después  de  hacer  mía  diatin-  ' 
clon  muy  esencial  entre  los  alimentistas  que  se 
presentan  con  la  calidad  de  hijos  ó descendien- 
tes, y los  que  alegan  otros  títulos  que  no  sean 
los  ¿e  hijos,  dicen  que  los  primeros  no  son  res- 
ponsables del  importe  de  los  alimentos  que  han 
recibido,  aunque  sean  vencidos  en  la  sentencia 
definitiva  ó en  otra  instancia;  pero  que  lo  son  los 
segundos  en  semejante  caso,  y que  así  estos  y 
no  aquellos  deben  prestar  fianza.  Mas  otros  au- 
tores no  menos  eminentes,  como  Masuero  y Boe- 
rio,  citados  por  el  mismo  Sr.  Covarrubias,  Velas- 
co,  quest.  39,  núm.  62;  Menoquio,  De  presumptio- 
nibus , lib.  l.°,  quest.  35,  núm.  37;  Faria  en  sus 
adiciones  á la  cuestión  del  Sr.  Covarrubias,  y 
sobre  todo  el  señor  conde  de  la  Cañada  en  su 
Juicio  civil,  Part.  2.",  cap.  11,  núm.  61  y siguien- 
tes, sostienen  con  empeño  que  ni  los  hijos  y de- 
más descendientes,  ni  otras  cualesquiera  per- 
sonas, parientas  ó extrañas,  están  en  la  obliga- 
ción de  restituir,  por  razón  de  su  derrota  en  la  | 
última  sentencia , los  alimentos  provisionales 
que  en  vista  de  sus  títulos  les  hubieren  sido  se-  ■ 
ñalados  por  el  juez  en  la  interina  ó interlocu- 
toria. 

IV.  Fúndanse  unos  y otros  escritores  con  res- 
pecto á los  hijos  y demás  descendientes:  l.°,  en 
la  ley  7/,  tít.  19,  Part.  4.',  la  cual  no  impone  al 
hijo  que  lia  de  percibir  los  alimentos,  obligación 
de  dar  fianzas  para  asegurar  su  restitución  en  el 
caso  de  declararse  por  sentencia  definitiva  que 
no  es  tai  hijo  cual  se  titula,  siendo  así  que, 
cuando  quiere  la  ley  que  se  restituya  lo  que  se 
percibe  en  virtud  de  una  sentencia  ejecutiva, 
previene  expresamente  la  fianza  ó caución  que 
debe  darse;  2.",  en  Ja  ley  27,  pár.  3.°,  tít.  2 A li- 
bro 5.°  del  Digesto,  la  cual,  obligando  al  herede- 
ro escrito  á dar  alimentos  al  que  en  concepto  de 
hijo  ó nieto  argüía  de  inoficioso  el  testamento  y 
había  obtenido  á su  favor  una  sentencia , no 
exige  de  este  fianza  ni  caución,  por  no  conside- 
rarle responsable  á la  restitución  de  los  alimen- 
tos percibidos,  aunque  fuese  vencido  en  la  defi- 
nitiva del  juicio;  3.",  en  la  ley  1.*,  pár.  7.'’,  títu- 
lo 6.°,  lib.  25,  D,,  la  cual  declara  expresamente,  ; 
que  la  madre  que  pidió  y obtuvo  alimentos  á 
nombre  del  lujo  que  creía  llevar  en  el  vientre,  no 
está  obligada  después  á su  restitución , aunque 
por  fin  aparezca  falsa  la  preñez,  á no  ser  que  se 
pruebe  haber  pretextado  esta  causa  por  calumnia 

ó dolo. 

V.  Por  lo  que  hace  á las  personas  que  se  pre-  ! 
sentaron  en  juicio  á pedir  alimentos,  no  con  la  ' 
calidad  de  descendientes,  sino  con  cualquiera 
otra  que  les  da  también  este  derecho,  se  apoyan 
los  autores  que  les  imponen  la  obligación  de 
restituir,  en  caso  de  ser  vencidas  en  la  sentencia  ! 
definitiva,  los  alimentos  que  percibieron  por 


virtud  de  la  provisional,  se  apoyan,  repito , en 
las  razones  siguientes:  1.*,  en  que  no  hay  ley 
que  dispense  á estos  alimentistas  de  la  obliga- 
ción de  restituir  dichos  alimentos,  2.  , en  que 
obligándolos  á la  restitución,  y por  consiguien- 
te á dar  fianzas,  se  contendrán  por  este  medio 
los  pobres  para  no  litigar  incautamente  y con 
temeridad  al  abrigo  de  la  esperanza  de  recibir 
alimentos  durante  el  pleito;  3.",  en  que  descu- 
briéndose por  la  sentencia  final  la  falsedad  de  la 
causa  ó pretexto  que  dió  lugar  á la  asignación 
provisional  de  alimentos,  tiene  entonces  el  que 
los  dió  expeditas  dos  acciones  para  repetirlos, 
por  no  ser  verdadera  la  causa  que  al  principio 
se  presentaba  como  tal,  y por  no  haberse  pagado 
sino  por  error  lo  que  en  realidad  no  se  debía; 
acciones  que  entre  los  Romanos  se  llamaban,  la 
primera,  condictio  ol)  causam  datam,  causam  non 
sequutam ; y la  segunda,  condictio  indebiti  per 
error em  soluti. 

Pero  no  han  advertido  estos  escritores  la-  debi- 
lidad é ineficacia  de  las  tres  razones  que  en  apo- 
yo de  su  opinión  alegan.  En  cuanto  á la  primera 
puede  decirse,  que  si  no  hay  ley  que  quite  á es- 
tos alimentistas  la  obligación  de  restituir  los 
alimentos  percibidos,  tampoco  hay  ley  que  se 
la  imponga;  y en  cuanto  á la  segunda  y á la 
tercera,  salta  desde  luego  á la  vista  que  si  en 
efecto  tienen  alguna  fuerza,  la  tienen  igual- 
mente contra  los  alimentistas  de  todas  las  cla- 
ses, no  solo  contra  los  parientes  de  cualquier 
grado  y linea  y contra  los  extraños,  sino  también 
contra  los  hijos  y demás  descendientes : ellas  son 
realmente  comunes  á todos  ellos,  y todos  ellos 
habrian  de  quedar  obligados  en  su  virtud  á la 
carga  de  la  restitución.  Pues  qué,  ¿no  seria 
también  un  obstáculo  la  obligación  de  restituir 
para  que  un  pobre  entrase  incauta  y temeraria- 
mente en  un  litigio  sobre  su  filiación  con  el  ob- 
jeto de  arrancar  durante  el  pleito  alimentos  que 
tal  vez  no  se  le  debían?  ¿Es  acaso  muy  necesa- 
rio contener  á un  hombre  para  que  no  se  revista 
sin  mucha  seguridad  del  título  de  padre  ó de 
abuelo,  ó de  hermano  ó de  otro  cualquiera,  de 
acreedor  de  alimentos;  y no  lo  será  contenerle 
para  que  no  tome  ligeramente,  el  carácter  de  hijo 
ó nieto  con  la  misma  intención?  Pues  qué;  si 
entablando  un  hombre  algún  pleito  con  la  cali- 
dad de  hijo , y asignándosele  por  ella  los  ali- 
mentos provisionales,  se  llega  después  á probar 
y fallar  la  falsedad  de  tal  filiación,  ¿no  resultará 
efectivamente  que  faltó  en  realidad  en  su  prin- 
cipio,  que  no  existió , que  era  falsa  ó errónea  la 
causa  que  dió  lugar  á dicho  señalamiento?  ¿Qué 
mayor  error  que  el  de  mandar  ei  juez  contribuir 
con  alimentos  ai  que  se  tenia,  por  hijo  y no  lo 
eia?  ¿Que  mayor  razón  para  repetirlos  quien  los 
labia  dado,  que  la  de  haberlos  dado  sin  existir 
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realmente  la  filiación  que  se  había  deducido 
para  exigirlos? 

Infiérese  de  estas  observaciones,  que  si  á pe- 
sar de  ellas  no  se  tienen  por  bastantes  las  tres 
razones  indicadas  para  oblig-ar  á los  supuestos 
hijos  á la  devolución  de  los  alimentos  percibidos, 
tampoco  deben  considerarse  de  eficacia  alguna 
con  respecto  á los  demás  alimentistas;  y que  por 
consiguiente,  tanto  estos  últimos,  como  los  pri- 
meros, deben  quedar  exentos  de  la  restitución, 
aunque  definitivamente  se  les  declare  sin  el  de- 
recho que  alegaron. 

VI.  Mas,  ¿cuáles,  se  dirá,  el  justo  título  que 
tienen  unos  y otros  para  percibir  y consumir  sin 
responsabilidad  los  alimentos  provisionales, 
cuando  aparece  después  por  la  sentencia  defini- 
tiva que  carecían  en  verdad  del  derecho  con  que 
se  presentaron?  La  posesión  6 cuasi  posesión  en 
que  estaban  de  su  calidad  al  empezarse  el  plei- 
to, ó en  que  fueron  puestos  por  la  sentencia 
provisional  á vista  de  las  pruebas  que  adujeron. 
Esta  posesión  ó cuasi  posesión  es  un  título  justo 
y legítimo,  un  título  á lo  menos  colorado  y su- 
ficiente y de  fuerza  actual  para  decretar  y per- 
cibir los  alimentos  actuales,  un  título  que  cons- 
tituye buena  fe,  un  título  que  no  se  invierte  ni 
altera  de  un  modo  retroactivo  por  el  descubri- 
miento posterior  de  la  falta  de  la  causa  primiti- 
va, ó sea  de  la  calidad  del  alimentista;  porque 
lo  que  una  vez  se  ha  hecho  y consumado  legí- 
timamente, debe  tenerse  por  hecho  y consu-  . 
mado  sin  admitir  revocación  en  cuanto  á lo 
pasado  cuando  menos,  aunque  después  sobre- 
venga ó se  descubra  un  caso  que  hubiere  im-  ; 
pedido  el  acto:  Facilita  legitime  retractan  non 
debet,  licet  casus  poslea  eveniat,  a quo  non  po- 
tuit  inchoari;  Cap.  73  de  regul.  juris  in  Sexto: 
Non  est  novum,  ut  quce  semel  utililer  constituía 
sunt,  durent,  licet  ille  casus  extiterit,  á quo  ini- 
tium  capere  non  p otuerunt:  ley  85,  tít.  17,  li- 
bro 50  del  Dig.  Así  es  que  por  la  decisión  del 
cap.  19,  extra  de  jur.  patrón se  autoriza  en 
cuanto  á la  percepción  de  frutos  la  presentación 
del  que  está  eu  posesión  del  patronato,  aunque 
después  se  declare  en  juicio  de  propiedad  que 
en  realidad  no  era  patrono.  Así  es  también  que 
según  la  ley  6.a,  tít.  24,  lib.  ll,Nov.  Recop.,  debe 
ejecutarse  la  sentencia  de  tenuta  en  los  bienes 
de  mayorazgo,  y en  los  frutos  que  hasta  enton- 
ces han  producido,  sin  obligación  de  restituir- 
los, aunque  el  poseedor  sea  vencido  en  la  pro- 
piedad. En  efecto , los  poseedores  del  patronato 
y del  mayorazgo  se  consideran  por  presunción 
legal  legítimos  succesores  dei  mayorazgo  y del 
patronato;  y aunque  después  se  descubra  por 
las  sentencias  posteriores  que  en  realidad  no  lo 
eran  , no  por  eso  se  revocan  los  efectos  de  la  po- 
sesión ni  se  restituyen  los  frutos  que  durante 


ella  se  consumieron.  De  la  misma  manera  los 
alimentistas  eran  tenidos  por  verdaderos  acree- 
dores de  los  alimentos  en  el  tiempo  en  que  estos 
se  les  dieron , porque  existia  entonces  la  causa’ 
en  que  se  motivaron;  y así  no  pueden  repetirse 
los  alimentos  percibidos  por  la  acción  ó condi- 
ción oi  causam  datam,  causam  non  sequntam,  ni 
por  la  de  iudeMli  per  errorem  soluli. 

VII.  No  se  crea  por  esto,  que  todos  los  ali- 
mentistas de  que  traíamos,  están  en  cualquiera 
caso  libres  y exentos  de  la  restitución  del  im  - 
porte de  loa  alimentos  que  percibieron.  Esta 
exención  es  solo  aplicable  á los  que  se  presenta- 
ron en  juicio  con  buena  fe,  á los  que  creian  que 
efectivamente  tenían  derecho  á ser  alimentados 
y que  no  sucumbieron  en  definitiva  sino  porque 
no  pudieron  probarlo  cumplidamente,  pues  que 
por  falta  de  prueba  pierde  á veces  el  pleito  el 
que  tiene  mas  razón.  Pero  si  uno,  usurpando  de 
mala  fe  la  calidad  de  descendiente  ó ascendiente 
ó de  hermano  ó de  sucesor  de  otro, logra  con  sus 
artificios  ó amaños  dar  tal  colorido  á su  título, 
que  el  juez  inducido  de  este  modo  en  error  le 
decreta  los  alimentos  provisionales,  y después 
en  el  progreso  del  juicio  se  descubre  y acredita 
la  calumnia  ó dolo  que  ha  empleado,  es  claro 
que  entonces  habrá  de  restituir  todo  lo  que  hu- 
biese percibido,  como  quiere  la  ley  1.*,  pár.  7.", 
tít.  6.°,  lib.  25  del  Digesto,  eu  la  cual  se  impone 
la  obligación  de  la  restitución  aun  á la  madre 
que  maliciosamente  pidió  y obtuvo  alimentos  á 
nombre  del  hijo  que  dijo  llevar  en  el  vientre  sa- 
biendo que  no  era  verdadero  tal  aserto.  V.  Ali- 
mentos. 

JUICIO  DE  TENUTA.  V.  Tenuta. 

JUICIO  DE  APEO.  El  órden  de  proceder  al  des- 
linde y amojonamiento  de  heredades  ó tierras. 

* En  los  artículos  de  esta  obra  Amojonamien- 
to, Apeo  y Deslinde,  se  han  expuesto  las  disposi- 
ciones vigentes  sobre  el  modo  de  proceder  al 
deslinde  y amojonamiento  de  heredades  y mon- 
tes, las  que  deberán  tenerse  presentes  para  sa- 
ber las  variaciones  que  han  introducido  en  las 
que  expone  aquí  el  autor.  * 

Cuando  alguno  de  los  dueños  de  dos  ó mas 
heredades  contiguas  quisiere  fijar  ó determinar 
por  primera  vez  y señalar  con  mojones  la  línea 
que  las  separa,  ó bien  restablecer  dicha  línea  y 
reponer  los  mojones  en  caso  de  que  aquella  se 
hubiese  oscurecido  ó de  que  estos  hubiesen  des- 
aparecido ó experimentado  algún  trastorno  por 
malicia  ó descuido,  debe  hacer  primero  las  ges- 
tiones oportunas  para  atraer  á los  dueños  de  las 
otras  á practicar  ia  operación  del  modo  y forma 
en  que  se  convengan;  y si  ni  por  ellas  ni  por 
medio  dei  juicio  de  conciliación  lograsen  ave- 
nencia, puede  entonces  presentar  demanda  ante 
el  juez  competente  con  los  instrumentos  que 
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acrediten  la  extensión  ile  su  heredad , pidiéndo- 
le que  en  compañía  del  perito  agrimensor  que 
él  nombra  desde  luego  y de  los  que  nombren  los 
adversarios  á quienes  se  cite  y liaga  saber,  se 
sirva  proceder  al  apeo  de  las  heredades  y fija- 
ción ó restablecimiento  de  mojones  con  seña- 
lamiento de  dia  y hora  y citación  de  los  intere- 
sados. 

El  juez  accede,  como  debe,  á La  petición;  cita 
en  la  forma  ordinaria  á los  dueños  de  los  predios 
limítrofes,  les  manda  nombrar  peritos  agrimen- 
sores, ó los  nombra  él  mismo  de  oficio  en  re- 
beldía de  aquellos;  y procede  á las  demás  dili- 
gencias pedidas;  todo  en  la  forma  que  se  ha 
explicado  en  los  artículos  Inspección  ocular  y 
Pedios. 

Si  alguna  de  las  partes  protestare  contra  al- 
guno de  los  actos  de  la  medición  ó del  señala- 
miento, de  límites,  se  admite  la  protesta  y se 
hace  mención  de  ella  en  el  acta,  uniéndose  ade- 
más á los  autos  en  caso  de  haberse  hecho  por 
escrito,  sin  que  por  eso  se  suspenda  la  operación 
del  apeo  ó deslinde. 

Después  de  concluido  el  apeo,  pide  su  apro- 
bación el  demandante,  confiérese  traslado  á los 
dueños  de  los  predios  limítrofes,  y si  no  contes- 
tan en  el  término  señalado,  se  les  acusa  la  re- 
beldía, y se  da  el  auto  de  aprobación  con  la  ca- 
lidad de  sin  perjuicio;  mas  si  todos  ó algunos  . 
de  ellos  se  oponen,  se  les  oye  en  juicio  ordina- 
rio hasta  sentencia  definitiva:  leyes  del  tít.  3.°, 
lib.  10  del  Fuero  Juzgo;  ley  6.*,  tít.  4.°,  lib.  4.° 
del  Fuero  Real  ; ley  10,  tít.  15,  Part.  6.a;  ley  17, 
lib.  17,  libro  l.°,  Nov.  Recop.;  leyes  del  tít.  l.°, 
lib.  10  del  Digesto;  y leyes  del  tít.  39,  lib.  3.° 
del  Código.  Y.  Amojonamiento  y Apeo. 

JUICIO  DE  EXPERTOS.  Y.  Peritos. 

JUICIO  DE  RETRACTO.  V.  Retracto. 

* JUICIO  DE  DESAHUCIO.  El  procedimiento  bre- 
ve y sumario  que  se  entabla  á instancia  del  due-  i 
ño  de  una  finca  para  que  la  deje  libre  su  inqui- 
lino ó colono  á disposición  de  aquel,  en  virtud 
del  desahucio  con  que  le  requiere  anterior- 
mente. 

Actualmente  se  rige  este  procedimiento  por 
las  disposiciones  del  tít.  12  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  reformado  por  la  de  25  de  Junio 
de  1867. 

El  conocimiento  de  las  demandas  de  desahu- 
cio corresponde  exclusivamente  á la  jurisdicción 
ordinaria.  Esta  competencia  alcanza  á ejecutar 
la  sentencia  que  recayere,  sin  necesidad  de  pe- 
dir ninguna  clase  de  auxilio  (art.  695  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil);  disposición  que  ha  de- 
rogado las  anteriores,  que  requerían  se  implo- 
rase el  auxilio  de  las  jurisdicciones  especiales 
para  ejecutar  la  sentencia  contra  aforados  de  las 
mismas. 


En  la  (lemaDda  en  que  se  ejercite  la  acción  de 
desahucio,  es  fuero  competente  el  del  lugar  en 
que  estuviere  sita  la  cosa  que  dé  ocasión  al  jui- 
cio, ó el  del  domicilio  del  demandado,  á elección 
del  demandante  (por  ser  mas  fácil  obtener  el 
desahucio  en  estos  lugares):  art.  636  de  la  ley 
citada,  y 309,  regla  12  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial. 

El  procedimiento  para  conocer  de  las  deman- 
das de  desahucio,  tiene  por  base  una  compare- 
cencia verbal  en  que  exponen  las  partes  las  ra- 
zones y derechos  que  respectivamente  les  asis- 
ten ; pero  se  advierten  varias  diferencias  en 
aquel,  según  que  la  demanda  se  funda  en  algu- 
na de  las  causas  expresadas  en  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, art.  638,  reformado  por  la  ley  de  1867, 
y que  vienen  á ser  en  sustancia  las  mismas  que 
estableció  el  decreto  de  Córtes  de  8 de  Junio  de 
1813,  restablecido  en  6 de  Setiembre  de  1836,  ó 
en  otras  causas  no  expresadas  en  él,  pues  enton- 
ces se  rige  por  las  disposiciones  de  los  arts.  669 
y siguientes. 

Antes  de  hacernos  cargo  de  estas  disposicio- 
nes, conviene  tener  presentes  las  siguientes  de- 
cisiones del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Para  que  pueda  promoverse  el  juicio  de  des- 
ahucio, es  indispensable  que  se  acredite  la  exis- 
tencia prévia  de  un  contrato  de  arriendo,  expre- 
so ó tácito,  como  se  establece  en  los  artículos 
comprendidos  en  el  tít.  22  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  y mas  especialmente  en  el  638 
reformarlo  por  la  ley  de  25  de  Junio  de  1867,  y 
tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  varias 
sentencias:  sentencias  de  19  de  Abril  de  1873  y 
de  19  de  Marzo  de  1874. 

La  acción  de  desahucio  presupone  siempre  tí- 
tulo legítimo  de  propiedad  ó posesión  en  el  de- 
mandante, y exige  por  parte  del  demandado, 
que  lo  resiste  ó impugna,  la  justificación  de  sus 
asertos  para  que  sean  atendidas  sus  excepcio- 
nes: sentencia  de  30  de  Abril  de  1874. 

Cuando  demandante  y demandado  convinie- 
ren en  que  entre  ellos  no  se  había  celebrado 
contrato  alguno  de  arrendamiento,  el  juicio  debe 
convertirse  en  ordinario  y dársele  la  tramitación 
establecida  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
para  los  de  su  especie;  mucho  mas  si  el  deman- 
dante ejercitó  la  acción  reivindicatoría  por  razón 
de  dominio,  por  lo  cual  es  imposible  reducir  el 
debate  á los  estrechos  límites  de  un  juicio  privi- 
legiado y sumario  como  el  de  desahucio,- sin  fal- 
tar á los  preceptos  de  la  referida  ley:  sentencia 
de  19  de  Abril  de  1873. 

La  acción  de  desahucio  por  medio  del  juicio 
excepcional  y sumario  que  establece  la  ley  de 
procedimiento  civil,  presupone  siempre  domi- 
nio legítimo  en  el  actor,  cuya  libre  disposición 
reclama,  á la  vez  que  abusó  por  parte  del  que 
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utiliza  la  cosa  ó propiedad  ajena  indebidamen- 
te: sentencia  de  25  de  Noviembre  de  1873. 

Aceptado  el  desahucio  por  lavia  extrajudicial, 
no  cabe  acción  para  oponerse  después  al  mis- 
mo, invocando  el  art.  5.°  de  la  ley  de  8 de  Junio 
de  1813  y para  disputar  al  arrendador  su  dere- 
cho de  dominio  que  se  le  reconoció  al  celebrar 
el  contrato , no  pudicndo  resolverse  esta  cues- 
tión incidentalraente  en  el  juicio  de  desahucio: 
sentencia  de  17  de  Marzo  de  1859. 

En  el  caso  de  que  por  llevar  unas  tierras  se 
han  estado  pagando  anualmente  ciertas  canti- 
dades de  frutos,  queda  demostrado  que  los  pa- 
gadores las  llevan  en  concepto  de  arrendatarios, 
pudiendo  por  lo  mismo  ser  desahuciados,  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario : sentencia  de  16 
de  Noviembre  de  1870. 

Los  derechos  de  posesión,  si  bien  tienen  por 
la  ley  sus  acciones  eficaces  y expeditas,  no  bas- 
tan para  producir  la  que  se  deriva  del  arrenda- 
miento y es  necesaria  para  intentar  el  desahu- 
cio, si  no  se  acredita  cumplidamente  que  en 
efecto  existe  dicho  arrendamiento : sentencia  de 
14  de  Noviembre  de  1872. 

No  existe  obstáculo  legal  que  impida  que 
aquel  que  se  halla  en  tenencia  precaria  de  una 
finca  sea  desahuciado  por  el  que  ha  obtenido  á 
título  de  dominio  la  posesión  judicial  de  ella  sin 
oposición  alguna,  y el  amparo  consiguiente  con 
sus  beneficiosos  efectos  marcados  en  el  art.  701 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil:  sentencia  de 
13  de  Junio  de  1865. 

El  dueño  de  una  casa  adquirida  por  un  título 
legítimo  tiene  el  derecho  de  despedir  á un  in- 
quilino que  la  ocupare  con  anterioridad  á su 
adquisición , con  tal  que  no  haya  mediado  un 
pacto  especial  prohibitivo  de  enajenar  la  finca 
sin  el  gravámen  concertado  con  el  anterior  po- 
seedor de  la  misma:  sentencia  de  4 de  Diciem- 
bre de  1866. 

Los  arta.  5.°  y 6.°  del  decreto  de  Córtes  de  8 de 
Junio  de  1813  en  que  se  establecen  los  mutuos 
derechos  de  los  propietarios  y colonos  de  predios 
rústicos  suponen  siempre  la  existencia  del  con- 
trato de  arrendamiento,  celebrado  ya  á plazo 
fijo, ya-  P01'  tiempo  ilimitado,  y no  conceden  de- 
recho alguno  al  que  abusivamente  se  introduce 
á labrar  la  finca  y menos  al  que  deja  de  labrar- 
la para  cederla  á otro.  No  habiendo  mediado  di- 
cho contrato , el  que  ocupa  la  finca  no  es  ar- 
rendatario sino  mero  detentador,  y no  está  el 
dueño  eu  el  caso  de  hacerle  el  desahucio  con 
antelación  de  un  año,  coa  arreglo  á lo  prescrito 
en  el  citado  decreto,  siendo  por  tanto  proceden- 
te la  demanda  de  desahucio  y el  lanzamiento 
puesto  que  el  demandado  ningún  derecho  tiene 
que  oponer  á las  pretensiones  del  demandante: 
sentencia  de  28  de  Noviembre  de  1866. 


El  s ubarrendador  tiene  personalidad  para  com- 
parecer  en  juicio  á pedir  el  desahucio  del  sub- 
arrendatario cuando  el  contrato  de  subarriendo 
es  el  único  título  que  este  tiene  para  ocupar  la 
finca:  sentencia  de  11  de  Noviembre  de  1861. 

La  inscripción  eu  el  Registro  de  la  propiedad 
no  es  un  modo  de  adquirir  el  dominio  de  las  co- 
sas, ni  es  necesaria  para  que  el  propietario  de 
una  casa  ejercite  la  acción  de  desahucio  contra 
el  inquilino  de  la  misma  ¡'sentencia  de  9 de  Abril 
de  1866. 

Por  lata  que  sea  la  extensión  que  quiera  dar- 
se al  contrato  de  arrendamiento , nunca  tendrá 
la  naturaleza  de  este  para  poder  entenderse  le- 
gal y racionalmente  comprendido  en  las  dispo- 
siciones y doctrinas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  referentes  al  desahucio,  el  hecho  de  reci- 
bir y ajustar  á un  sirviente  (se  trataba  de  un 
portero  á quien  había  despedido  el  dueño  de  la 
casa  cuya  portería  ocupaba  aquel).  Este  hecho 
realizado  del  modo  que  común  y ordinariamen- 
te se  acostumbra,  no  constituye  ni  por  parte  del 
amo , ni  de  la  del  sirviente  obligación  alguna 
referente  á ser  servido  ó á servir  por  mas  tiempo 
que  el  de  la  mera  voluntad  de  ambos.  Cualquie- 
ra que  fuere  el  que  hubiera  colocado  en  la  por- 
tería á un  portero,  el  poseedor  de  la  finca  ad- 
quirida por  título  legítimo  y reconocido  como 
tal  por  sus  inquilinos  tiene  el  derecho  incuestio- 
nable de  conservar  ó no  á su  servicio  á dicho  por- 
tero, como  este  el  de  dejar  de  prestarlo.  Las  ha- 
bitaciones de  los  porteros  no  son  ocupadas  por 
estos  en  concepto  de  inquilinos , sino  en  el  de 
meros  sirvientes,  sin  que  por  consiguiente  pue- 
da fundarse  una  demanda  de  desahucio  en  tan 
precaria  ocupación:  sentencia  de  13  de  Noviem- 
bre de  1866. 

No  tratándose  de  deshauciar  al  arrendatario, 
sino  de  los  perjuicios  causados  á este  por  un 
despojo  antes  de  espirar  el  término  del  arren- 
damiento, es  inaplicable  la  doctrina  del  Tribu- 
: nal  Supremo  sobre  que  el  derecho  del  compra- 
dor á entrar  desde  luego  en  la  cosa  vendida  esté 
subordinado  al  precepto  de  que  debe  avisarse  al 
arrendatario  cou  un  año  de  antelación:  senten- 
cia de  22  de  Enero  de  1874. 

La  doctrina  legal  sobre  que  el  comprador  de 
una  finca  no  puede  desahuciar  desde  luego  al 
arrendatario,  debiendo  esperar  á que  trascurra 
un  año  para  verificarlo , no  puede  aplicarse  al 
pleito  que  debe  su  origen  á la  venta  de  la  casa 
arrendada  que  hizo  el  dueño  antes  de  terminar 
el  tiempo  del  arrendamiento  y á los  perjuicios 
causados  con  el  despojo  antes  del  plazo  conve- 
nido: sentencia  de  22  de  Enero  de  1874. 

Legitimado  convenientemente  por  virtud  de 
la  escritura  de  compra  el  derecho  del  deinan- 
, dante  á la  propiedad  de  una  casa , en  una  de 
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cuyas  habitaciones  continuó  viviendo  el  vende- 
dor, sin  satisfacer  precio  alguno  por  razón  de 
alquileres,  á pretexto  de  no  estar  comprendida 
en  la  enajenación,  cuya  circunstancia  no  se  jus- 
tifica legalmeute,  la  Sala  sentenciadora,  al  acor- 
dar el  desahucio,  procede  según  derecho:  sen- 
tencia de  30  de  Abril  de  1874, 

Desahucio  por  las  causas  expresadas  en-  la  ley. — 
Presentada  la  demanda  de  desahucio,  mandará 
el  juez  convocar  al  actor  y al  demandado  á jui- 
cio verbal,  si  la  demanda  se  funda  exclusiva- 
mente en  una  ó mas  de  las  causas  que  á conti- 
nuación se  expresan: 

1. *  En  el  cumplimiento  del  término  estipula- 
do en  el  arrendamiento  de  una  finca  rústica  ó 
urbana:  véase  el  art.  5.a  del  decreto  de  Oórtes 
de  8 de  Junio  de  1813  relativo  á los  arrenda- 
mientos de  predios  rústicos,  expuesto  en  el  de 
esta  obra  Arrendamiento  de  cosas,  tomo  2.",  pá- 
gina 715,  y el  art.  2.°  de  la  ley  de  2 de  Abril  de 
1842,  expuesto  en  el  de  Arrendamiento  de  casas 
en  Madrid,  tomo  citado,  pág.  720.  Véanse  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  21  de  fe- 
brero de  1867  y de  l.°  de  Marzo  de  1872. 

2. ‘  Eu  haber  espirado  el  plazo  del  aviso  que 
debiera  darse  con  arreglo  á la  ley,  á lo  pactado 
ó á la  costumbre  general  de  cada  pueblo:  véanse 
los  artículos  6.'*  del  decreto  de  8 de  J unió  de  1813 
y el  2.°  de  la  ley  de  2 de  Abril  en  los  artículos  de 
esta  obra  que  acabamos  de  citar.  Espirado  el 
plazo  del  aviso  para  desalojar  la  finca,  se  entien- 
de concluido  el  arrendamiento,  procediendo,  si 
el  arrendatario  no  dejare  libre  la  finca,  la  de- 
manda de  desahucio,  por  parte  del  arrendador. 

El  aviso  que  debe  dar  el  dueño  al  arrendatario 
debe  justificarse  por  cualquiera  de  las  pruebas 
que  reconoce  el  derecho , sirviendo  también  de 
aviso  el  acta  de  conciliación  reclamando  la  en- 
trega de  la  finca  arrendada:  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  9 de  Abril  de  1864. 

Habiéndose  pactado  que  el  aviso  de  desahucio 
se  había  de  dar  con  seis  meses  de  anticipación, 
sin  hacer  mención  especial  de  los  requisitos  con 
que  se  hubiera  de  practicar  . se  entiende  que  de 
cualquiera  manera  que  se  hubiere  hecho,  con 
tal  que  constase  á la  otra  parte , se  le  considera 
eficaz,  según  el  texto  y el  espíritu  de  la  ley  y la 
doctrina  consignada  por  el  Tribunal  Supremo: 
sentencia  de  l.“  de  Marzo  de  1872. 

No  solamente  es  uecesario  este  aviso,  respecto 
del  arrendamiento  sin  tiempo  determinado,  á 
que  se  refiere  el  art.  638  expuesto,  sino  también 
respecto  del  que  habiéndose  efectuado  á plazo 
fijo,  continuare  por  efecto  de  la  tácita  recon- 
ducción: véase  el  art.  5.°  del  decreto  de  8 de  Ju- 
nio y el  2.  déla  ley  de  2 de  Abril,  en  los  de 
esta  obra  citados. 

3.  En  la  falta  de  pago  del  precio  estipulado: 


Lo  cual  se  funda  en  que  el  pago  es  una  de  las 
condiciones  esenciales  del  contrato  de  arrenda- 
miento; habiendo  en  tal  caso  lugar  al  desahu- 
' cío,  aun  cuando  no  baya  terminado  el  tiempo 
del  arriendo : véase  el  art.  5.  del  decreto  de  Cór- 
tes  de  8 de  Junio  de  1813.  Aunque  la  falta  de 
pagoda  lugar  al  desahucio,  no  puede  pedirse 
enceste  juicio  el  pago  de  la  renta  á que  se  obligó 
el  arrendatario,  sino  que  para  ello  habrá  que 
entablar  demanda  por  separado  en  juicio  ordi- 
nario: véase  la  sentencia  de  3 de  Junio  de  1865. 

4/  En  la  infracción  manifiesta  de  cuales- 
quiera de  las  condiciones  estipuladas  en  el  con- 
trato de  arrendamiento.  Para  que  sea  aplicable 
esta  disposición,  es  necesario  que  la  infracción 
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sea  patente,  esto  es,  que  no  quede  duda  acer- 
ca de  ella,  pues  de  lo  contrario  debe  conside- 
rarse comprendida  en  la  disposición  que  mas 
adelante  expondremos  del  art.  669,  siguiéndose 
la  sustanciacion  prescrita  en  el  art.  672. 

Tales  son  las  causas  que  expresa  el  art.  638  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  reformado  por  la 
ley  de  25  de  Junio  de  1867.  Dicho  artículo,  según 
se  hallaba  redactado  anteriormente,  expresaba 
solo  el  caso  en  que  la  demanda  de  desahucio  se 
fundara  en  el  cumplimiento  del  término  estipu- 
lado en  el  arrendamiento;  dehiendo  sustanciarse 
los  demás  casos  con  arreglo  al  art.  672,  que  pres- 
cribía, que  si  el  demandado  no  conveuia  en  el 
juicio  verbal  en  los  hechos,  debía  dar  el  juez 
por  terminado  el  acto,  confiriéndole  traslado  de 
la  demanda,  la  cual  debía  sustanciarse  en  ade- 
lante conforme  á los  trámites  del  juicio  ordina  - 
rio.  Estas  disposiciones  daban  lugar  á graves 
abusos  é inconvenientes;  así  era  que,  por  ejem- 
plo, el  arrendatario  que  procedía  de  mala  fe, 
hallaba  medio  de  continuar  en  el  arrendamiento 
aun  cuando  no  pagara  la  renta  estipulada,  tío 
conviniendo  en  los  hechos  en  el  juicio  verbal  y 
obteniendo  una  información  de  pobreza,  por  el 
largo  espacio  de  tiempo  que  duraba  la  sustan- 
ciacion del  juicio  ordinario  en  todas  sus  instan- 
cias. Estos  y otros  abusos  semejantes  ha  evitado 
la  ley  incluyendo  este  y los  demás  casos  expre- 
sados en  el  art.  638,  sujetándolos  á los  trámites 
de  los  artículos  639  y siguientes. 

Las  demandas  de  desahucio  se  admiten  sin 


que  preceda  acto  de  conciliación  según  expresa- 
I mente  se  determina  en  el  art.  639  de  la  ley  de 
I Enjuiciamiento  civil. 

Además,  según  el  art.  1.*  adicional  de  la  ley 
de  25  de  Junio  de  1867,  cuando  el  importe  anual 
del  arrendamiento  no  exceda  de  trescientos  es- 
cudos, los  juicios  de  desahucio  se  considerarán 
como  de  menor  cuantía,  para  el  efecto  del  ar- 
tículo 19  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (esto 
es,  para  la  redacción  y forma  de  la  demanda  y 
demás  escritos  que  deban  presentarse,  y será 
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por  lo  mismo  potestativo  en  los  interesados  va- 
lerse ó no  de  letrados. 

Por  último , las  demandas  de  desahucio  debe- 
rán formularse  numerando  los  puntos  de  hecho 
y de  derecho,  según  se  prescribe  en  el  art.  224 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  respecto  de  las  del 
juicio  ordinario,  disposición  que  se  ha  entendi- 
do como  general , y se  consigna  en  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  29  de  Diciembre  de  1859. 

El  juicio  verbal  á que  se  refiere  el  art.  638,  se 
celebrará  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de 
la  presentación  de  la  demanda,  pero  mediando 
siempre  cuatro  dias  por  lo  menos  entre  dicho 
juicio  y la  citación  del  demandado,  art.  639;  re- 
formatorio del  primitivo  639  que  señalaba  para 
la  celebración  de  este  juicio  el  término  de  los  tres 
dias  siguientes  al  de  la  presentación  de  la  de- 
manda; cuya  ampliación  de  término  tiene  por 
objeto  que  el  demandado  tenga  tiempo  suficien- 
te para  preparar  los  medios  de  defender  su  de- 
recho. 

La  citación  se  hará  en  su  persona  al  deman- 
dado (conforme  á lo  prescrito  por  el  art.  21  de 
la  ley  respecto  de  las  notificaciones);  si  no  pu- 
diere ser  habido  después  de  dos  diligencias  con 
intervalo  de  seis  horas,  se  le  dejará  en  su  casa 
cédula  citándole  para  el  juicio , entregándola  á 
su  mujer,  hijos,  dependientes  ó criados,  si  los 
tuviere  , y no  teniéndolos,  al  vecino  mas  inme- 
diato (conforme  á lo  prescrito  por  el  art.  22  de  la 
ley,  para  las  notificaciones).  AL  propio  tiempo 
se  entregará  copia  simple  de  la  demanda  al  de- 
mandado ó á la  persona  á quien  se  deje  la  cédu- 
la de  citación : art.  640.  Este  último  párrafo  ha 
sido  adicionado  al  texto  primitivo  del  artículo 
por  la  ley  de  1867,  con  el  fin  de  que  el  deman- 
dado sepa  el  objeto  de  la  demanda  y pueda  pre- 
parar sus  excepciones  y defensas. 

En  el  caso  de  intentarse  la  demanda  en  el  lu- 
gar en  que  esté  sita  la  cosa,  y de  no  hallarse  en 
él  el  demandado,  se  entenderá  la  citación  para 
el  juicio  con  su  representante,  si  lo  tuviere  (no 
solo  para  que  se  la  noticie  á su  representado, 
sino  para  que  comparezca  por  este  al  juicio  ver- 
bal); caso  de  no  tenerlo  constituido  por  medio 
de  poder,  con  la  persona  que  esté  encargada  en 
su  nombre  del  cuidado  de  la  finca,  para  que  lo 
avise  al  que  le  dió  este  encargo,  puesto  que  no 
teniendo  poder  para  representarlo,  no  puede 
comparecer  al  juicio;  y si  tampoco  hubiere  la 
referida  persona  encargada  de  la  finca,  se  libra- 
rá el  oportuno  exhorto  ú órden  para  citarlo  al 
juez  del  pueblo  de  su  domicilio  ó residencia.  En 
este  último  caso,  el  juez  señalará  el  término  su- 
ficiente, atendidas  las  distancias  y dificultad  de 
las  comunicaciones,  para  la  comparecencia  al 
juicio  verbal.  Este  término  no  podrá  exceder  de 
un  dia  por  cada  seis  leguas:  art.  641. 

Tpmq  Uí. 


Lo  mismo  se  practicará  cuando  se  proponga 
la  demanda  en  el  lugar  del  domicilio,  y no  se 
encuentre  en  él  el  demandado:  art;  642. 

En  los  casos  de  que  hablan  los  dos  artículos 
precedentes  (esto  es,  los  641  y 642),  se  apercibi- 
rá al  demandado,  al  hacerle  la  citación,  de  que 
no  compareciendo  por  sí,  ó por  legítimo  apode- 
rado, se  declarará  el  desahucio  sin  mas  citarlo 
ni  oirlo : art.  643.  Esta  disposición  tiene  por  ob- 
jeto evitar  que  comparezca  al  juicio  el  deman- 
dado para  entorpecerlo  maliciosamente  y dis- 
frutar las  utilidades  de  la  finca. 

Cuando  el  demandado  no  tenga  domicilio  fijo 
y se  ignore  su  paradero,  se  hará  la  citación  en 
los  Estrados  del  juzgado  para  que  comparezca 
al  juicio  verbal,  bajo  el  apercibimiento  expresa- 
do en  el  artículo  anterior:  art.  644. 

Si  el  demandado  que  estuviere  en  el  lugar  del 
juicio  no  compareciere  á la  hora  señalada,  se  le 
volverá  á citar  en  la  misma  forma  (prescrita  en 
el  art.  640),  para  el  dia  inmediato,  apercibién- 
dole al  practicar  esta  diligencia,  si  fuese  habi- 
do, y si  no,  en  la  cédula  que  se  le  dejare,  que 
de  no  concurrir  al  juicio  se  le  tendrá  por  con- 
forme con  el  desahucio,  y se  procederá  sin  mas 
citarlo  ni  oirlo  á desalojarlo  de  la  finca.  Esta  se- 
gunda citación  no  se  hará  á los  ausentes,  para 
evitar  dilaciones  y por  ser  los  términos  para  ha- 
cer la  citación  mas  largos  en  este  caso  que  cu 
los  de  presencia:  art.  645. 

Si  no  compareciere  el  presente  en  el  lugar  del 
juicio  después  de  la  segunda  citación , ni  el  au- 
sente después  de  la  primera,  el  juez  declarará 
inmediatamente  haber  lugar  al  desahucio,  aper- 
cibiendo de  lanzamiento  al  demandado  si  no 
desaloja  la  finca  dentro  de  los  términos  que  á 
continuación  se  expresan: 

El  de  ocho  dias,  si  se  trata  de  una  casa  de- ha- 
bitación y que  habiten  con  efecto  el  demandado 
y su  familia  (porque  en  este  caso,  no  hay  que 
efectuar  mas  que  la  traslación  del  mobiliario  de 
la  habitación). 

El  de  quince  dias,  si  de  un  establecimiento 
mercantil  ó de  tráfico  (porque  en  tal  caso  es  mas 
: embarazosa  la  traslación  de  loa  efectos  y mas 
difícil  encontrar  habitación,  según  requieren 
los  intereses  del  comercio). 

El  de  veinte  dias,  si  de  una  hacienda,  alque- 
ría, cortijo  ú otra  cualquiera  finca  rústica  que 
tenga  caserío  y en  la  cual  haya  constantemente 
. guardas,  capataces  ú otros  sirvientes;  mas  si  el 
desahucio  se  hace  de  una  finca  rústica  que  no 
tuviere  ninguna  de  las  circunstancias  que  se 
acaban  de  expresar,  el  lanzamiento  se  decretará 
en  el  acto:  arts.  646,  647  y 648.  Los  términos  de 
que  habla  el  art.  647  (que  son  los  ya  referidos) 
son  improrogables,  cualquiera  que  sea  la  causa 
que  se  alegue  para  pedir  su  próroga : art.  650. 
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La  providencia  declarando  el  desahucio  y el 
lanzamiento  en  su  caso,  se  hará  saber  al  deman- 
dado en  los  mismos  términos  en  que  se  le  hizo 
la  citación,  si  estuviere  en  el  lugar  del  juicio, 
esto  es,  según  prescribe  el  art.  640.  En  los  de- 
más casos  se  notificará  en  Estrados,  parándole 
el  mismo  perjuicio  que  si  se  hiciere  en  su  per- 
sona: art.  649. 

Pasados  los  términos  prescritos  en  el  artícu- 
lo 647  sin  haberse  desalojado  la  finca,  se  pro- 
cederá á lanzar  al  inquilino  ó colono,  sin  con- 
sideración de  ningún  género  y á su  costa,  esto 
es,  sin  admitírsele  los  pretextos  ó excusas  que 
alegare  para  continuar  en  la  finca:  art.  650. 

El  lanzamiento  se  efectuará  si  la  finca  consis- 
tiere en  unaheredad,  intimándose  al  colono  que 
no  la  labre;  si  en  un  edificio,  haciéndose  sacar 
los  efectos  que  en  él  hubiere  á su  inquilino  ó 
arrendatario,  y entregándose  la  llave  de  aquel 
al  demandante:  art.  651. 

Si  en  la  finca  rústica  hubiere  labores  ó plantío 
que  el  colono  reclamare  como  de  su  propiedad, 
se  pondrá  diligencia  expresiva  de  la  clase, 
extensión  y estado  de  las  cosas  reclamadas.  (Lo 
mismo  deberá  hacerse  si  hubiere  practicado 
obras  ó agregado  á la  finca  objetos  que  aumen- 
ten su  valor).  No  servirá  esta  reclamación  de 
obstáculo  para  el  lanzamiento.  Para  resolver  so- 
bre este  punto  establécela  ley  un  procedimiento 
especial  en  los  artículos  656  y siguientes  que  se 
exponen  mas  adelante:  art.  652. 

Al  ejecutar  el  lanzamiento  se  retendrán  y cons- 
tituirán en  depósito  los  bienes  mas  realizables 
que  se  encuentren,  suficientes  á cubrir  las  cos- 
tas de  todas  las  diligencias  expresadas:  art.  653. 

Prévia  tasación  de  los  bienes  depositados , por 
peritos  que  nombre  el  juez,  se  procederá  á su 
venta  si  el  demandado  no  pagare  las  costas  en 
el  acto-,  art.  654. 

La  enajenación  se  hará  en  la  forma  prevenida 
para  el  procedimiento  de  apremio  del  juicio  eje- 
cutivo: art.  655, 

Hasta  aquí  la  exposiciou  del  procedimiento 
que  se  practica  en  rebeldía.  Sigue  ahora  la  sus- 
taneiacion  que  se  da  al  juicio  cuando  el  deman- 
dado comparece  al  juicio  verbal  sobre  el  des- 
ahucio. En  tal  caso,  oidas  las  partes  y recibidas 
sus  pruebas,  el  juez  dictará  sentencia:  art.  661. 
Este  juicio  verbal  se  celebrará  con  arreglo  A lo 
dispuesto  en  el  tít.  24  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to, aunque  con  las  modificaciones  que  requiere 
la  naturaleza  del  desahucio.  Según  ha  declarado 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  las  deman- 
das de  desahucio  entre  partes  presentes  pueden 
estas  dar  y el  juez  recibirles  en  el  juicio  verbal 
todas  las  pruebas  que  tengan  por  conveniente, 
conforme  á lo  dispuesto  en  el  art.  661  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y en  la  segunda  instancia 


l solo  procede  la  prueba  que  propuesta  en  la  pri- 
1 mera  no  hubiere  sido  posible  ejecutar  en  el  jui- 
cio verbal  por  la  ausencia  de  algún  testigo  ú otra 

causa  semejante,  conforme  á los  arts.  660  y 664 
de  la  propia  ley:  sentencia  de  10  de  Mayo  de  1858. 
El  demandado  debe  ser  citado  para  la  compulsa 
de  documentos  pedida  por  el  demandante.  No 
haciéndose  así,  y pudiendo  esta  falta  producir 
indefensión,  procede  la  casación:  sentencia  de 
10  de  Diciembre  de  1858.  En  el  juicio  de  desahu- 
cie no  existe  la  falta  de  citación  para  sentencia 
cuando  se  ha  observado  la  tramitación  que  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  lia  establecido  para 
los  juicios  verbales:  sentencia  de  31  de  Mayo 
de  1865. 

La  sentencia  dictada  en  el  juicio  verbal  es 
apelable  en  ambos  efectos.  El  juez  no  admiti- 
rá la  apelación  (declaratoria  de  desahucio),  si 
al  interponerla  no  acreditase  el  arrendatario 
que  ha  satisfecho  los  plazos  vencidos  y los  que 
debiera  pagar  adelantados.  Para  acreditar  es- 
to, deberá  presentar  el  arrendatario  el  recibo 
del  propietario  ó de  su  administrador  ó repre- 
sentante de  tener  satisfechas  dichas  rentas. 
Véase  la  sentencia  de  13  de  Julio  de  1874.  Si  no 
lo  acreditase,  quedará  desde  luego  firme  y pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia. 
Si  no  se  interpusiere  apelación  pasado  el  térmi- 
no (de  cinco  dias,  que  es  el  que  señala  la  ley  en 
general  para  las  apelaciones:  véanse  las  senten- 
cias del  Tribunal  Supremo  de  14  de  Noviembre 
de  1871,  de  28  de  Setiembre  de  1872  y de  18  de 
Marzo  de  1874),  queda  la  sentencia  consentida 
de  derecho,  sin  necesidad  de  ninguna  declara- 
ción, ni  de  que  lo  pida  ninguna  de  las  partes: 
art.  163. 

Los  recursos  de  apelación  de  que  trata  el  ar- 
tículo 662,  seráu  sustanciados  y fallados  durante 
el  período  de  vacaciones  por  las  Salas  extraordi- 
narias de  las  Audiencias:  art.  10  adicional  de  la 
ley  de  25  de  Junio  de  1867. 

Consentida  la  sentencia  de  primera  instancia, 
ó pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  se  pro- 
cederá á su  ejecución  en  la  forma  antes  preveni- 
da por  los  arts.  651  y siguientes,  si  se  hubiera 
declarado  haber  lugar  al  desahucio:  art.  663. 

Si  se  apelare;  se  remitirán  los  autos  al  tribu- 
nal superior  con  citación  y emplazamiento  de 
las  partes:  art.  644. 

La  segunda  instancia  se  sustanciará  de  la  ma- 
nera expresada  en  el  art.  660,  esto  es,  en  los  tér- 
minos prevenidos  para  las  apelaciones  de  las 
sentencias  que  recayeren  en  los  interdictos. 

La  sentencia  confirmatoria  contendrá  siempre 
condena  de  costas  (por  suponerse  temeridad  en 

el  apelante):  art.  666. 

Dictada  que  sea  la  sentencia  de  vista,  se  de- 
vo  veián  para  su  cumplimiento  los  autos  al  juz- 
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gado  de  que  procedan,  con  certificación  solo  de 
ella  y de  la  condena  de  costas  si  las  hubiere  ha- 
bido (pár.  l.°  del  art.  667);  disposición  que  se 
funda  en  que  la  sentencia  es  ejecutiva  y en  la 
conveniencia  de  evitar  los  gastos  que  originan 
los  demás  insertos  en  la  misma. 

Si  se  interpusiere  por  el  arrendatario  recurso 
de  casación  contra  dicha  sentencia,  no  podrá  ser 
admitido,  caso  que  proceda,  si  al  interponerlo  no 
acredita  aquel  tener  satisfechas  las  rentas  ven- 
cidas y las  que  con  arreglo  al  contrato  deba 
adelantar.  El  mismo  recurso,  una  vez  admitido 
y cualquiera  que  sea  su  estado,  se  considerará 
desierto  si  durante  su  sustanciacion  dejaren  de 
pagarse  las  rentas  vencidas,  ó de  satisfacerse  las 
que  corresponda  adelantar.  El  pago  de  las  rentas 
se  acreditará  con  el  recibo  del  propietario  ó de 
su  administrador  representante:  párrafos  2.°  al 
4.”  del  art.  667.  Estas  disposiciones  tienen  por 
objeto  evitar  que  el  arrendatario  recurra  á casa- 
ción con  el  fin  de  continuar  ocupando  la  finca  ■ 
sin  verificar  el  pago  del  arriendo. 

Recibidos  los  autos  por  el  juez  de  primera  ins- 
tancia, se  procederá  á cumplir  la  ejecutoria,  si 
se  hubiere  declarado  haber  lugar  al  desahucio, 
acomodándose  á los  trámites  que  quedan  esta- 
blecidos: art.  668. 

Si  la  causa  por  que  se  pidiere  el  desahucio  no 
es  de  las  expresadas  en  el  art.  638,  se  convocará 
también  á las  partes  á juicio  verbal  de  la  rnaue- 
ra  prevenida  en  dicho  artículo  y los  que  le  si- 
guen: pár.  l.°  del  art.  669,  Una  de  las  causas  que 
no  se  consideran  comprendidas  entre  las  expre- 
sadas en  el  art.  638,  es  la  de  la  caducidad  del  con- 
trato de  arrendamiento,  por  lo  que  debe  sustan- 
ciarse la  demanda  fundada  en  haber  caducado 
el  contrato  conforme  al  presente  artículo  y si- 
guientes, según  resolución  del  Tribunal  Supre- 
mo de  10  de  Diciembre  de  1858. 

La  ley  adopta  en  estos  casos  también  la  com- 
parecencia en  juicio  verbal,  por  las  ventajas  que 
ofrece  á los  litigantes. 

Como  puede  resultar  en  esta  comparecencia 
conformidad  ó no  conformidad  en  los  hechos  ex- 
puestos por  las  partes,  la  ley  determina  la  ma- 
nera de  proceder  en  cada  uno  de  estos  casos. 

Si  compareciendo  ei  demandado  conviniere 
con  el  demandante  en  los  hechos,  dictará  el  juez 
sentencia.  Si  no  compareciere  el  demandado , se 
le  tendrá  por  conforme  en  los  hechos  expuestos 
en  la  demanda,  y el  juez  dictará  en  su  rebeldía 
sentencia,  declarando  haber  lugar  al  desahucio: 
pár.  2.°  del  art.  669. 

Cuando  el  demandado  de  desahucio  no  niega 
en  e!  juicio  verbal  los  hechos  sentados  por  el  de- 
mandante en  apoyo  de  su  demanda,  ni  tampoco 
los  reconocidos  anteriormente  en  el  acto  de  con- 
ciliación, se  entiende  que  conviene  virtualmen- 


te en  ellos,  y existe  por  tanto  la  conformidad 
que  requiere  el  art.  669  expuesto  para  dictar 
sentencia,  sin  que  deba  darse  al  juicio  en  tal 
caso  la  sustanciacion  que  previene  el  art.  672: 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  24  de  Abril 
de  1863. 

Aunque  el  desahuciado  no  reconozca  en  el 
juicio  verbal  los  hechos  consignados  por  el  de- 
mandante, si  los  aceptó  como  ciertos  en  un  jui- 
cio de  conciliación  anterior,  hay  en  lo  sustancial 
la  conformidad  que  exige  el  art.  669:  sentencia 
de  10  de  Enero  de  1868. 

Es  inoportuno  citar  como  infringida  la  doctri- 
na legal  establecida  por  el  Tribunal  Supremo, 
que  declara  que  la  sustanciacion  sumaria  de  una 
demanda  de  desahucio  induce  la  nulidad  de  la 
sentencia  cuando  no  están  conformes  las  partes 
en  los  hechos  en  el  juicio  verbal,  si  los  litigan- 
tes convienen  en  los  hechos  fundamentales  de 
la  demanda  de  desahucio  al  celebrarse  el  juicio 
verbal,  pues  aunque  se  alegaren  algunas  excep- 
ciones por  el  demandado,  si  todas  ellas  tendían 
á destruir  ó menoscabar  el  derecho  de  propiedad 
del  demandante  en  la  cosa  objeto  del  litigio,  es- 
tas cuestiones  no  pueden  resolverse  incidental- 
mente en  el  juicio  sumarísimo  de  desahucio,  se- 
gún tiene  establecido  el  mismo  Tribunal  Supre- 
mo: sentencia  de  5 de  Junio  de  1873. 

Dicha  sentencia  es  apelable  en  ambos  efectos. 

Si  no  se  apelare,  queda  de  derecho  consentida 
sin  necesidad  de  declaración  alguna  (de  haber- 
se por  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  ni 
de  que  lo  solicite  aquel  á cuyo  favor  se  dió),  y se 
procederá  á su  ejecución  y cumplimiento:  ar- 
tículo 670. 

Si  se  apelare  se  remitirán  los  autos  al  Tribu- 
nal superior  para  que  se  sustancie  y decida  la 
segunda  instancia  con  sujeción  á los  trámites 
antes  determinados  (esto  es,  en  los  términos 
prevenidos  para  las  apelaciones  que  recayeran 
en  ios  interdictos)  procediéndose,  dictada  que 
sea  la  ejecutoria,  á cumplirla  en  la  manera  tam- 
bién establecida  (en  los  arts.  666  al  668):  art.  671. 

Si  el  demandado  se  opusiera  al  desahucio  en 
el  juicio  verbal,  y no  conviniere  en  los  hechos, 
precisará  los  que  negare  y las  razones  en  que  lo 
funda:  pár.  1."  del  art.  672.  No  basta  que  el  de- 
mandado no  convenga  en  los  hechos  expuestos 
por  el  actor,  sino  que  debe  resultar  délas  mani- 
festaciones hechas  por  ambas  partes:  sentencia 
de  26  de  Setiembre  de  1863.  No  basta  al  deman- 
dado encerrarse  en  una  simple  negativa  contra 
los  hechos  documentalmente  alegados  por  el  de- 
mandante, sino  que  es  necesario  que  exponga 
otros  contrarios  ó razones  que  debiliten  aquellos: 
sentencia  de  4 de  Diciembre  de  1866. 

El  juez,  en  vista  de  la  manifestación  que 
haga  el  demandado  , declarará  terminado  el  j u i- 
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cío,  esto  es,  el  acto  del  juicio  verbal,  y confe-  I 
rirá,  traslado  al  demandado  por  el  término  pre-  , 
ciso  de  cinco  días.  Trascurridos,  íecibiraci  plei-  ¿ 
to  á prueba,  si  procediere,  por  un  término  que 
no  excederá  de  veinte  dias.  Al  segundo  dia  des- 
pués de  concluido  el  término  de  prueba,  la  que 
se  hubiere  practicado  se  unirá  de  oficio  á los 
autos.  Se  entregarán  estos  para  instrucción  á 
cada  una  de  las  partes  por  el  término  perentorio 
de  tercero  dia.  Devueltos  ó recogidos  los  autos, 
el  juez  señalará  sin  dilación  dia  para  la  vista,  á 
la  cual  podrán  concurrir  los  interesados  ó sus 
letrados  defensores. 

Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  dictará  sen- 
tencia. No  se  necesita  la  citación  de  las  partes 
para  sentencia,  según  se  deduce  de  la  deci-  : 
sion  del  Tribunal  Supremo  de  12  de  Octubre  de 
1860.  Si  el  fallo  fuere  condenatorio,  aunque 
será  apelable  en  ambos  efectos,  el  juez  no  admi- 
tirá la  apelación  si  al  interponerla  no  acreditase 
el  arrendatario  que  había  satisfecho  los  plazos 
entonces  vencidos,  y los  que  según  el  contrato 
de  arriendo  debe  pagar  adelantados ; y no  ha- 
ciéndolo así,  se  reputará  desierto  el  recurso,  y 
la  sentencia  firme  y pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  (disposición  que  reproduce  la  del 
art.  667,  por  lo  que  debe  tenerse  presente  aquí  lo 
expuesto  sobre  ella).  Si  se  interpusiere  recurso 
de  casación,  se  observará  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 667.  (Véase  lo  dicho  al  exponer  el  artículo 
citado  y las  sentencias  de  2 de  Enero  de  1871,  de 
16  de  Abril  de  1873,  y de  11  de  Abril,  18  de  Mar- 
zo y 13  de  Junio  de  1874).  Téngase  también  pre- 
sente que  según  sentencia  de  17  de  Junio  de 
1866,  no  puede  invocarse  para  fundar  uu  recurso 
de  casación  por  ser  la  sentencia  contra  ley  6 con- 
tra doctrina  legal,  la  infracción  del  art.  672,  por- 
que se  refiere  solamente  á los  trámites  del  juicio 
de  desahucio.  Todos  los  términos  designados  en 
este  artículo  son  improrogables  , y trascurridos 
que  sean  se  considerará  perdido  el  derecho  de 
que  no  se  haya  hecho  uso,  sin  necesidad  de  es- 
critos de  apremio  ni  declaración  de  rebeldía:  ar- 
tículo 672. 

Reclamación  del  colono  solare  plantios  d mejoras 
hechas  en  la  finca. — Ya  hemos  dicho  que  según 
el  art.  652,  cuando  en  la  finca  hubiere  labores  ó 
plantíos  que  el  colono  reclamare  como  de  su 
propiedad,  debe  extenderse  diligencia  expresi- 
va de  la  clase,  extensión  y estado  de  las  cosas 
reclamadas. 

En  conformidad  con  esta  disposición  , previe- 
ne el  art.  656,  que  en  los  casos  en  que  el  deman- 
dado hubiere  reclamado  labores,  plantíos  ú otra 
cualquier  cosa  que  haya  quedado  en  la  finca 
poi  no  poderse  separar  de  ella,  se  procederá  á su 
avaluó  por  peritos  que  nombren  las  partes  y ter- 
cero  de  oñcio  caso  de  discordia. 


Seo-un  esta  disposición,  podrá  entablarse  la  re- 
clamación bien  fuere  la  finca  rústica  ó urbana. 
Asimismo  para  que  haya  lugar  á la  reclamaron 
respecto  de  las  cosas  que  quedaron  en  la  finca, 
no  han  de  poderse  separar  de  esta  sm  sufrir  me- 
noscabo, pues  si  no  lo  padecieran,  puede  llevár- 
selas el  demandado  si  no  se  opusiere  el  pro- 

Practicada  que  sea  la  diligencia  de  avalúo, 
podrá  el  demandante  reclamar  el  abono  de  la 
cantidad  en  que  haya  sido  apreciado  lo  que  cre- 
yere corresponderle:  art.  657.  &i  formulare  re- 
clamación, se  convocará  á juicio  verbal,  en  el 
que  oidas  las  partes  y recibidas  las  pruebas,  el 
juez  dictará  la  providencia  que  estime  de  justi- 
cia: art.  658.  Esta  providencia  es  apelable  en 
ambos  efectos.  Interpuesto  el  recurso  se  remiti- 
rán los  autos  al  tribunal  superior  con  citación  y 
emplazamiento  de  las  partes  en  la  forma  ordi- 
naria, sustanciándose  la  segunda  instancia  en 
los  términos  prevenidos  para  las  apelaciones  de 


arts.  659  y 660. 

Tal  es  el  procedimiento  que  marca  la  ley  para 
estos  casos,  el  cual,  por  su  sobrada  rapidez,  es 
Opinión  fundada  que  solo  deberá  aplicarse,  res- 
pecto de  las  mejoras  ó beneficios  en  que  no 
convinieren  las  partes,  á los  que  fueren  de  corta 
entidad , y no  á los  que  lo  fueren  de  gran  con- 
sideración , no  faltando  quien  opina  que  en  tal 
caso  debería  ventilarse  la  cuestión  en  juicio  or- 
dinario de  menor  ó de  mayor  cuantía.  * 

JUICIO  CRIMINAL  El  j uicio  que  tiene  por  obje- 
to la  averiguación  de  un  delito  . el  descubri- 
miento y convicción  del  que  lo  ha  cometido,  y la 
imposición  de  la  pena  merecida.  Denomínase 
criminal  a crimine,  palabra  latina  que  significa 
crimen  ó delito. 


* La  ley  orgánica  del  poder  judicial  de  1870, 
estableció  para  la  persecución  y castigo  de  los 
delitos  el  juicio  oral  y público  ante  los  tribuna- 
les de  derecho  ó ante  el  jurado,  según  la  clase 
de  delitos  de  que  se  tratara,  creando  asimismo 
tribunales  de  partido  para  conocer  en  primera 
instancia  de  los  delitos  que  en  ella  se  determi- 
naa;  y jueces  de  instrucción  para  instruir  las 
sumarias  de  las  causas  y las  demás  diligencias 
que  les  encargasen  los  jueces  de  partido. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  22  de 
Diciembre  de  1872,  determinó  los  procedimien- 
tos para  las  causas  criminales,  y en  su  conse- 
cuencia, para  el  juicio  oral  y público  ante  el  ju- 
rado ó los  tribunales  de  derecho.  Mas  en  las  re- 
glas 3.  , 4.  y 5.a  del  Real  decreto  de  igual  fecha 
que  precede  á la  ley  mencionada,  se  mandó  que 
las  causas  por  delitos  cuyo  conocimiento  hubie- 
ia  e corresponder  á los  tribunales  de  partido, 
continuaran  sustanciándose,  hasta  que  estos  se 


JU 


JU 


— 557  — 


establecieran,  por  los  jueces  de  primera  instan-  I 
cía,  con  arreglo  al  procedimiento  que  regia  al 
tiempo  de  la  publicación  de  dicha  ley,  obser- 
vándose en  cuanto  fuera  aplicable  lo  dispuesto 
en  el  título  preliminar  de  la  misma  , excepto  su 
cap.  7.°,  yen  el  lib.  1.®  (sobre  el  sumario),  excepto 
- su  tít.  14;  que  lo  que  en  dicha  ley  se  refiere  á los 
jueces  de  instrucción,  se  observara  por  los  de 
primera  instancia,  y que  las  obligaciones  refe-  ¡ 
rentes  á los  secretarios  los  juzgados  y tribuna- 
les, se  cumplieran  por  los  escribanos  de  actua- 
ciones y de  cámara , y por  los  relatores  según 
correspondiese. 

Ultimamente , por  decreto  de  3 de  Enero  de 
1875,  se  ha  mandado  suspender  la  observancia 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  la  parte 
relativa  al  jurado  y al  juicio  oral  y público  ante 
los  tribunales  de  derecho,  disponiéndose  que 
las  causas  pendientes  en  estado  de  sumario  á la 
publicación  de  dicho  decreto,  y las  que  se  in- 
coaren en  lo  sucesivo,  se  tramitarán  desde  su 
elevación  á plenario  con  arreglo  á las  disposi- 
ciones qu®  regían  al  tiempo  de  publicarse  la  ci- 
tada ley. 

En  consecuencia  de  estas  disposiciones , ex- 
pondremos primeramente  el  procedimiento  es- 
crito que  se  sigue  en  las  causas  criminales,  y 
después  el  procedimiento  oral  mandado  seguir 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  ante  los 
tribunales  de  derecho,  reservando  para  el  ar- 
tículo de  esta  obra  Jurado , la  exposición  del 
establecido  para  los  delitos  cuyo  conocimiento 
se  atribuía  á este  por  dicha  ley;  como  quiera  que, 
aunque  se  bailan  dichos  procedimientos  sus- 
pendidos, pueden  servir  de  ilustración  en  el  caso 
de  que  se  pongan  nuevamente  en  práctica,  ó de 
lo  contrario,  como  datos  para  la  historia  de  los 
procedimientos  judiciales.  * 

I.  Reglas  preliminares. — La  potestad  de  de- 
clarar que  un  hecho  está  reconocido  por  la  ley 
como  crimen  ó delito,  y que  la  persona  perse- 
guida ó acusada  es  inocente  ó culpable,  como 
igualmente  la  de  imponerle  en  este  último  caso 
la  pena  merecida , corresponde  exclusivamente 
á ios  jueces  y tribunales  determinados  con  ante- 
rioridad por  la  ley,  y no  á otras  autoridades  ni  á 
comisión  alguna:  arts.  242,  243  y 247  de  la  Cons- 
titución de  1812,  arts.  9.°  y 63  de  la  Constitu- 
ción de  1837,  * y 11  y 91  de  la  de  1869,  y 2 de  la  ' 
ley  orgánica  del  poder  j udicial.  * Y.  Comisión  y 
Juez,  par.  II. 

II.  Los  jaeces  y tribunales  no  pueden  nunca 
detener,  prender  ni  separar  de  su  domicilio  á 
ningún  español,  ni  allanar  sil  casa,  sino  en  los 
casos  y en  la  forma  que  las  leyes  prescriban,  ni 
rehusar,  impedir  ni  coartar  á ningún  procesado 
ninguno  de  sus  legítimos  medios  de  defensa,  ni 
imponerle  pena  alguna  sin  oirle  y juzgarle  an- 


tes con  arreglo  á derecho;  son  personalmente 
responsables  de  toda  falta  de  observancia  de  las 
leyes  que  arreglan  el  proceso,  y no  pueden  tam- 
poco seguir  en  los  procedimientos  criminales 
otras  formas,  ni  señalar  en  las  sentencias  otras 
penas  que  las  prescritas  por  leyes  anteriores  al 
delito:  art.  12  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835;  art.  254  de  la  Constitución  de  1812 ; ar- 
tículos 7.®  y 9,®  de  la  de  1837;  * 2."  al  5.®  de  la  de 
1869,  y 8.°  y 245  al  266  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial.  * Y.  Efecto  retroactivo,  pár.  l.°,  nú- 
mero III,  y pár.  III,  núms.  5.“,  6.°,  7.®,  8.®  y 9.° 

El  juez  ó tribunal  que  en  contravención  á estas  * 
disposiciones  (que  son  disposiciones  de  todos  los 
tiempos  y de  todos  los  países  civilizados)  conde- 
nare á un  acusado  sin  oirle  y juzgarle  con  arre- 
glo á derecho  ó sin  admitirle  los  medios  legítimos 
de  su  defensa,  comete  un  abuso  escandaloso  de 
I autoridad,  atenta  á los  derechos  de  la  sociedad 
entera,  é insulta  de  un  modo  atroz  á la  justicia, 
la  razón  y á la  humanidad,  incurriendo  por  lo 
tanto,  segum  las  leyes  24  y 25,  tít.  22,  Part.  3.%  en 
infamia  perpétua,  en  privación  del  oficio  é inha- 
bilidad para  obtener  otro,  en  una  pena  igual  á 
la  que  hizo  sufrir  al  agraviado,  aunque  seala  de 
muerte,  y en  la  obligación  de  resarcirle  los  da- 
ños y perjuicios. 

* Actualmente  se  imponen  las  penas  marca- 
das en  el  Código  penal  de  1870,  según  la  diversi- 
dad de  casos  que  pueden  ocurrir,  y que  se  expo- 
nen en  los  artículos  Juez  (responsabilidad  judi- 
cial), Abuso  de  poder,  Allanamiento  demorada, 
Arresto,  Detención,  Prevaricación,  etc.  * 

Y si  hubiese  jefes  ó superiores  tan  insensatos, 
tan  dementes  ó tan  malvados,  que  sabiendo  que 
algún  juez,  algún  tribunal  ó algún  agente  suyo 
revestido  da  autoridad  pública  condenaba  á uno 
ó mas  acusados  sin  oírlos  y juzgarlos  con  arre- 
glo á las  leyes,  le  aprobasen  ó tolerasen  sus  des- 
afueros y no  tomasen  las  medidas  competentes 
para  impedirlos  (lo  cual  apenas  puede  concebir- 
se sino  en  aquellos  Estados  en  que  ba  llegado  á 
entronizarse  el  fiero  despotismo  de  la  anarquía), 
se  harían  responsables  de  los  delitos,  crímenes 
y atentados  del  juez,  del  tribunal  ó del  agente, 
é incurrirían  en  las  mismas  penas  que  estos. 
Ñeque  enim  multiim  inieresl,  prresertim  inConsu - 
le,  utrum  ipse  perniciosis  legibus,  improbas  concio- 
nibus  rempublicam  vexet,  an  altos  vexare  patiatuv: 
Cicerón  contra  Pisón,  cap.  a.®  ¿Alienes  igitur,  in- 
quies,  culpes  me  reuní  /ocies  f prorsus  alienes,  si 
provideri  potuil  ne  existeret : Cicerón  á Bruto, 
epíst.  55.  Par  est  delinquen  et  delinquentes  non 
proMlcre:  Agapeto  á Justiniano,  Parcenetic., 
cap.  28,  Quisquís  patitur  peccare  peccantem,is  vi- 
res subminislral  audacies:  Arnobio,  Adv.  geni., 
lib.  4.°,  pág.  149.  In  cujas  manu  est  ut proldbeat, 
j jubel  agi  si  non  pro/dbet  admitli:  Salviano,  De 
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gubernat.  Del,  lib.  7.°,  cap.  19.  Si  servas  scünte 
domino  occidil , in  solidum  dotninum  ololigat ; ipse 
cnim  vidctur  dominas  occidisse:  ley  2.  , tít.  4.  , 
lib.  O/Dig.  Q.ui  prohíbere  potv.il,  lene  tur , si  non 
fecerit:  ley  45,  tít.  2.°,  lib.  9.“,  Dig.  «til  señor  (ó 
superior)  que  vee  facer  el  mal  á aquel  á quien  lo 
puede  vedar,  si  lo  non  vieda,  semeja  que  lo  con- 
siente, et  que  es  aparcero  en  él:»  regla  7.a,  títu- 
lo 34,  Part.  7."  * Yéase  la  adición  anterior.  * 

III.  Los  delitos  pueden  producir  dos  acciones 
contra  las  personas  que  los  han  cometido,  á sa- 
ber: acción  civil  y acción  criminal. 

La  acción  civil  puede  tener  dos  objetos:  l.°,  re- 
clamar la  cosa  misma  que  por  razón  del  delito 
lia  desaparecido  de  nuestro  patrimonio,  ó bien 
su  valor  ó estimación  si  es  que  ya  no  existe  por 
muerte  ó pérdida,  con  la  indemnización  ó resar- 
cimiento en  ambos  casos,  así  de  los  daños  cau- 
sados por  el  hecho,  como  de  los  perjuicios  por  él 
originados;  2.“,  pedir  la  pena  pecuniaria  estable- 
cida por  la  ley  á favor  del  perjudicado  en  algu- 
nos delitos,  como  la  del  duplo  en  el  huido  encu- 
bierto, la  del  cuádruple  en  el  manifiesto,  y la  del 
triplo  en  el  robo  ó rapiña.  La  acción  civil  consi- 
derada con  respecto  al  primer  objeto,  se  llama 
meramente  civil,  y con  respecto  al  segundo  se 
dice  penal,  sin  que  ni  aun  en  este  último  caso 
pierda  su  carácter  civil,  pues  que  siempre  se  re- 
fiere á.  intereses  pecuniarios  del  ofendido. 

La  acción  criminal  se  dirige  por  lo  contrario  á 
pedir  que  se  escarmiente  y castigue  al  delin- 
cuente en  su  persona  ó en  sus  bienes  con  aque- 
lla pena  que  estuviere  señalada  por  derecho  para 
satisfacer  á la  vindicta  pública. 

La  acción  puramente  civil , dirigida  á recobrar 
la  cosa  ó su  estimación  y la  reparación  de  daños 
y perjuicios,  puede  ejercerse  por  el  ofeudido  eu 
un  mismo  libelo,  juntamente  con  la  acción  civil 
penal  ó con  la  criminal,  pero  no  con  ambas  á un 
tiempo,  respecto  de  que  la  acción  civil  penal  y 
la  acción  criminal  se  excluyen  mutuamente, 
«porque  de  un  yerro  non  debe  home  rescebir  dos 
penas  por  ende:»  ley  9.’  con  las  glosas  5.“  y 6.a 
de  Gregorio  López;  ley  18,  con  la  glosa  2.’;  ley 
20,  tít.  14;  ley  21,  tít.  9.°,  y ley  2.a,  tít.  13,  Parti- 
da 7.a  V.  Injuria,  pár.  VI,  y Hurto , párrafos 
II  y III. 

La  ac<#on  puramente  civil  para  el  recobro  de 
la  cosa  ó de  su  estimación  y de  los  daños  y per-  ¡ 
juicios,  no  solo  compete  al  ofendido  por  el  deli- 
to, sino  también  á sus  herederos,  y no  solo  con- 
tra el  ofensor,  sino  también  contra  los  herederos 
de  este  en  cuanto  alcancen  los  bienes  que  les 
hubiere  dejado  (ley  9.a,  tít.  13,  y ley  9.a,  tít.  20, 
lib.  4.°  del  Fuero  Real);  pero  Inacción  civil  penal 
para  la  percepción  do  la  pena  pecuniaria,  no 
pasa  á los  herederos  del  ofendido  ni  contra  los 
del  ofensor,  sino  solo  en  el  caso  de  haberse  en- 


tablado  y dentellado  la  caos»  en  vida  deambo.: 

ley  25.  tít.  i.';  ley  23.  «•  !l  ¡ 2'  / 3- ■ “*J- 

lo  13;  ley  20,  tít.  14;  ley  3.  , tit.  15,  y ley  3.  , tí- 
t„in  ir,  part  7 a Y.  Acción  persecutoria  de  la  cosa, 
¡S» penal  y Accionóla,  Hurto  ( pár.  II),/»- 
jaria,  Daño  y Daños  y perjuicios.  * > éase  la  adi- 
ción al  párrafo  IV  siguiente.  * 

IV  Mas  estando  ahora  en  desuso  la  acción 
civil  penal  (déla  cual  solo  liemos  hablado  con 
el  objeto  de  explicar  las  leyes  relativas  al  asun- 
to y deslindar  Las  diferencias  entre  las  acciones 
puramente  civiles,  y las  civiles  penales  y entre 
estas  y las  acciones  criminales  que  algunos  con- 
funden), quedan  únicamente  la  acción  propia- 
mente civil  para  reclamar  la  cosa  ó su  estima- 
ción con  el  resarcimiento  de  daños  y perjuicios, 
y la  acción  criminal , que  también  puede  llamarse 
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delincuente. 

La  acción  criminal  para  la  imposición  de  pe- 
nas por  delitos  privados  pertenece  solamente  á 
los  ofendidos,  y por  su  imposibilidad  para  ejerci- 
tarla, á sus  representantes  ó interesados,  los 
cuales  pueden  desampararla  y desistir  de  ella 
no  habiéndose  causado  perjuicio  ni  molestia  á 
tercero,  y de  consentimiento  de  este  si  se  le  hu- 
biese causado;  pero  deberá  darse' vista  del  desis- 
timiento al  ministerio  fiscal  por  la  trascenden- 
cia que  el  delito  pueda  tener  en  el  órden  públi- 
co. Y.  Injuria,  párs.  IV,  V,  X y XI,  y Promotor 
fiscal. 

La  acción  criminal  por  delitos  públicos  cor- 
responde, no  solo  á los  funcionarios  á quienes 
está  confiada  por  la  ley,  sino  también  á cual- 
quier español  que  no  sea  inhábil  para  ejercitar- 
la, pues  que  es  esencialmente  pública  y popular, 
y especialmente  ai  ofendido  si  le  hubiere  y por 
su  imposibilidad  á sus  deudos,  representantes 
y demás  interesados,  auuque  sean  inhábiles  por 
la  ley  para  acusar  por  otros.  Mas  como  el  castigo 
de  los  delitos  públicos  no  solo  interesa  al  ofen- 
dido sino  también  y principalmente  al  cuerpo 
social  por  la  necesidad  que  hay  de  contener  y 
escarmentar  á los  malhechores  para  que  no  re- 
pitan sus  atentados,  de  ahí  es  que  el  que  una 
vez  tomó  á su  cargo  la  persecución  de  un  delito 
de  esta  clase  no  puede  según  el  rigor  de  los 
principios  desamparar  por  precio  ni  gratuita- 
mente la  acusación  que  hubiere  entablado  y se 
le  hubiese  admitido,  pues  que  no  puede  dispo- 
ner á su  arbitrio  de  los  derechos  de  la  sociedad; 
y si  á pesar  de  todo  la  desampara  ó desiste  de 
ella,  debe  continuarse  la  causa  de  oficio  por  el 
juez  ó á petición  del  ministerio  fiscal;  para  lo 
cual  se  dispone  en  la  regla  15,  art.  51  del  regla- 
mento de  26  de  Setiembre  de  1835,  que  en  toda 
causa  criminal  sobre  delito  que  por  pertenecer 
á la  clase  de  público  puede  perseguirse  de  oficio, 


JU 


— 559  — 


JU 


debe  ser  parte  el  promotor  fiscal  del  juzgado, 
aunque  haya  acusador  ó querellante  particular. 
Y,  Acusador  é Injuria,  pár.  XI. 

Xa  acciou  civil  para  la  repetición  de  la  cosa 
ó su  estimación  y la  reparación  de  daños  y per- 
juicios  causados  por  cualquier  delito  ó culpa, 
oía  sea  público  aquel,  ora  privado,  corresponde 
al  ofendido  ó á los  que  legalmente  le  represen- 
ten ; esto  es,  al  marido  por  los  daños  y perjuicios 
causados  á su  mujer,  al  viudo  y viuda  contra 
los  autores  de  la  muerte  de  su  respectivo  con- 
sorte, á los  padres  por  los  daños  y perjuicios 
causados  á sus  hijos  que  estén  bajo  la  patria  po- 
testad, á los  hijos  y en  su  defecto  á los  nietos 
contra  los  autores  de  la  muerte  de  sus  padres  6 
abuelos,  á los  parientes  y aun  extraños  que  sean 
herederos  del  que  sufrió  los  daños  y perjuicios, 
al  tutor  por  los  que  sufrió  su  pupilo,  y al  cura- 
dor por  los  del  incapaz  de  quien  lo  sea.  Mas  aun- 
que la  acción  civil  no  deba  nunca  ejercerse  sino 
por  la  persona  perjudicada  ó sus  representantes, 
por  ser  meramente  de  derecho  privado;  sin  em- 
bargo, como  en  los  delitos  públicos  no  siempre 
se  presentan  á usar  de  sus  acciones  los  intere- 
sados, y aun  cuando  se  les  ofrece  la  causa  que 
se  ha  empezado  de  oficio  ó á excitación  del  mi- 
nisterio fiscal  suelen  contestar  que  no  "quieren 
mostrarse  parte  y que  la  justicia  haga  su  oficio, 
añadiendo  á lo  mas  que  piden  la  reparación  de 
daños  y perjuicios,  sin  que  por  eso  se  sujeten  á 
la  causa,  y como  por  otra  parte  no  está  fuera 
del  alcance  de  la  autoridad  judicial  y del  minis- 
terio fiscal  la  protección  de  las  personas  agra- 
viadas ó perjudicadas,  que  sin  ella  quedarian 
muchas  veces  por  ignorancia  ó pobreza  priva- 
das de  las  indemnizaciones  que  las  leyes  les 
conceden,  es  práctica  corriente  pedir  el  minis- 
terio fiscal,  al  mismo  tiempo  que  la  pena  para 
satisfacción  del  cuerpo  social , la-  reparación  de 
daños  y perjuicios  para  satisfacción  del  ofendido, 
y ordenarla  los  jueces  y tribunales,  aun  sin  que 
el  ministerio  fiscal  la  demande. 

La  acción  criminal,  sea  pública  ó privada,  ño 
puede  dirigirse  sino  contra  los  que  hubiesen  in- 
tervenido en  el  delito  como  autores  principales, 
como  cómplices,  como  auxiliadores  y fautores,  ó 
como  receptadores  y encubridores;  pero  la  ac- 
ción civil  puede  dirigirse  contra  los  autores  y 
participantes  del  hecho  ó contra  las"  personas 
que  son  legalmente  responsables  de  los  actos  de 
aquellos,  ó contra  todos  conjuntamente. 

La  acción  civil  puede  proponerse  y seguirse  al 
mismo  tiempo  y ante  los  mismos  jueces  que  la 
acción  criminal,  como  ya  se  ha  indicado  mas 
arriba,  bien  sea  usando  de  ambas  el  ofendido  en 
el  mismo  cuerpo  del  escrito,  según  suele  practi- 
carse, bien  sea  usando  principalmente  de  la  cri- 
minal y secundariamente  ó por  incidencia  ó por 


un  otrosí  de  la  civil , según  dicen  comunmente 
los  autores  y se  practica  también.  En  efecto,  las 
dos  acciones  traen  su  origen  de  una  misma  cau- 
sa, las  dos  competen  á un  mismo  actor,  y con- 
tra un  mismo  reo,  las  dos  se  dirigen  ¿ objetos 
que  no  son  contrarios  ni  se  excluyen  el  uno  al 
otro , y las  dos  pueden  tratarse  en  un  mismo 
juicio  y decidirse  en  una  misma  sentencia.  Mas 
también  puede  intentarse  y seguirse  la  acción 
civil  con  separación  de  la  criminal : en  cuyo 
caso  habrá  de  dejarse  la  civil  para  después  de  la 
determinación  definitiva  de  la  criminal,  que  es 
la  que  mas  interesa  á la  causa  pública. 

* Las  últimas  disposiciones  sobre  esta  materia 
son  las  del  cap.  l.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  que  se  han  expuesto  en  los  artículos 
Acción  civil  y Acción  criminal  ó penal.  Acción 
persecutoria  de  la  cosa, penal  y mixta.  Acción  po- 
pular, Acusación  y Denuncia.  Véase  también 
Querella,  Fiscal  y Promotor  fiscal.  * 

No  puede  entablarse  ni  seguirse  la  acción  cri- 
minal en  los  casos  siguientes:  1 cuando  sobre 
el  delito  en  que  tenga  lugar  se  hubiese  publica- 
do una  ley  de  amnistía;  2.°,  cuando  sobre  el  de- 
lito hubiere  recaído  ya  sentencia  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada,  debiendo  empero  tener- 
se presente  'cuanto  se  ha  dicho  en  los  artículos 
Abrir  él  juicio.  Absolución , Instancia  y Cosa  juz- 
gada-, 3.°,  cuándo  hubiese  fallecido  el  delincuen- 
te ó acusado,  á no  ser  el  delito  de  la  clase  de 
aquellos  por  los  que  pueden  ser  acusados  los 
hombres  aun  después  de  muertos,  según  lo  ex- 
puesto en  el  artículo  Acusado ; 4.",  cuando  siendo 
privado  el  delito  concediere  su  perdón  ó remi- 
sión el  ofendido  ó su  representante;  5.°,  cuando 
la  misma  acción  criminal  quedase  extinguida  ó 
prescrita  por  el  trascurso  del  tiempo,  según  se 
dirá  en  el  artículo  Prescripción. 

* Estos  modos  de  extinguirse  la  acción  cri- 
minal se  hallan  reconocidos  por  nuestra  legisla- 
ción moderna.  El  Código  penal  en  su  art.  132,  de- 
clara que  se  extingue  la  responsabilidad  penal: 

1. "  Por  la  muerte  del  reo,  en  cuanto  á las 
penas  personales  siempre,  y respecto  de  las  pe- 
cuniarias solo  cuando  á su  fallecimiento  no  hu- 
biere recaído  sentencia  firme.  En  este  caso  se 
hacen  efectivas  en  la  herencia  del  reo , ó como 
dice  el  art.  125,  la  obligación  de  restituir  ó repa- 
rar el  daño  é indemnizar  los  perjuicios  se  tras- 
mite á los  herederos  del  responsable,  á la  par 
que  se  trasmite  igualmente  á los  herederos  del 
perjudicado  la  acción  para  repetir  la  restitución, 
reparación  ó indemnización  mencionados.  En 
el  día  no  existe  caso  alguno  en  que  pueda  acu- 
sarse á los  muertos,  pues  es  principio  que  la 
pena  solo  debe  recaer  en  el  autor  del  delito. 

2. "  Por  el  cumplimiento  de  la  condena. 

3. "  Por  amnistía,  la  cual  extingue  por  eom- 
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pleto  la  pena  y todos  sus  efectos.  Así  es  que  al- 
canza 4 los  autores,  cómplices  y encubridores,  y 
no  puede  renunciarse  por  estos.  V.  Amnistía. 

4 " Por  indulto:  el  indulto  se  extiende  4 toda 
clase  de  delincuentes,  menos  los  exceptuados  en 
la  ley  de  18  de  Junio  de  1870  según  se  ha  expues- 
to en  el  artículo  de  esta  obYa,  Indulto. 

5.”  Por  el  perdón  del  ofendido,  pues  por  él  se 
extingue  la  acción  penal  y la  pena  impuesta  res-  , 
pecto  de  los  delitos  que  tienen  por  la  ley  el  ca- 
rácter de  privados.  Véanse  los  arts.  24  y 133  del 
Código  penal  y 7 de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 

(j.°  Por  la  prescripción  del  delito . esto  es,  por 
la  prescripción  de  la  acción  penal , ó por  su  ex- 
tinción, la  cual  se  verifica  por  el  trascurso  del 
tiempo  señalado  en  el  art.  133  del  Código  penal 
y en  el  decreto  de  1.®  de  Enero  de  1871.  V.  Pres- 
cripción del  delito. 

7.”  Por  la  prescripción  de  la  pena,  la  cual  se 
efectúa  por  el  trascurso  del  tiempo  que  marca  el 
art.  134  del  Código  penal  que  se  expone  en  el  de 
esta  obra  Prescripción  de  la  pena. 

Aunque  el  Código  penal  no  menciona  la  cosa 
juzgada  como  causa  de  la  extinción  de  la  acción 
penal , tal  vez  porque  mas  bien  que  excepción 
ó beneficio,  es  un  impedimento,  una  prohibición 
emanada  de  la  justicia,  para  que  no  se  siga  un 
juicio  sobre  el  que  recayó  sentencia  absolutoria 
extingue  hoy  también  la  acción  penal.  Véa- 
se Cosa  juzgada  y Responsabilidad  penal . 

La  acción  civil  se  extingue  igualmente:  l.“, 
por  la  prescripción,  según  se  verá  en  su  lugar; 
2.°,  por  la  remisión  ó renuncia  del  interesado, 
con  tal  que  la  renuncia  ó remisión  recaiga  ex- 
presamente sobre  ella  y no  simplemente  sobre  la 
injuria  ó delito,  pues  en  este  caso  se  entiende 
remitida  tan  solamente  la  pena,  y no  la  repara- 
ción de  daños  y perjuicios:  Cur.  Eilíp.,  Part.  3.\ 
pár.  8.°,  núm.  10;  bien  que  si  el  delito  fuese  pú- 
blico, la  remisión  ó renuncia  que  hiciere  de  su 
acción  el  interesado  se  entenderá  de  la  acción 
civil  y no  de  la  criminal , pues  que  aquella  es  la 
única  que  le  pertenece  4 él,  y esta  que  no  cor- 
responde sino  al  cuerpo  social,  no  puede  consi- 
derarse extinguida  por  la  renuncia  ó remisión 
de  la  primera.  Pero  no  se  extingue  por  el  indul- 
to general,  pues  que  este  nunca  recae  sobre  el 
interés  de  los  particulares;  ni  por  la  sentencia 
absolutoria  de  la  acción  criminal,  siempre  que 
conste  un  hecho  que  produzca  obligación  civil  de 
reparar  los  daños  y perjuicios  que  de  él  se  hu- 
bieren seguido^  ni  tampoco  por  la  muerte  del 
delincuente  ó acusado,  pues  queda  vigente  con- 
tra sus  bienes  ó personas  responsables  si  las  hay, 
siendo  constante  que  la  acción  civil  pasa  y se 
trasmite,  como  se  ha  dicho  mas  arriba,  4 los  he- 
rederos del  ofendido  y contra  los  herederos  del 


ofensor,  aun  cuando  no  se  hubiese  intentado  ni 
contestado  en  vida  de  ambos. 

+ Conforme  al  art.  135  del  Código  penal,  la 
responsabilidad  civil  nacida  de  los  delitos  ó fal- 
tas se  extingue  del  mismo  modo  que  las  demus 
obligaciones  , con  sujeción  4 las  reglas  del  de- 
recho civil. 

Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  la 
acción  penal  por  delito  ó falta  que  dé  lugar  al 
procedimiento  de  oficio  no  se  extiugüe  por  la 
renuncia  de  la  persona  ofendida;  pe.ro  se  extin- 
guen por  esta  causa  las  que  nacen  de  delito  ó 
falta  que  no  pueda  ser  perseguido  sino  4 instan- 
cia de  parte,  y las  civiles , cualquiera  que  sea  el 
delito  ó falta  de  que  procedan:  art.  7.°  La  renun- 
cia de  la  acción  civil  ó de  la  penal  renunciable 
no  perjudicar4  mas  que  al  renunciante;  pudien- 
do  continuar  el  ejercicio  de  la  penal  en  el  estado 
en  que  se  hallare  la  causa,  ó ejercitarla  nueva- 
mente los  demás  4 quienes  también  correspon- 
diere: art.  8.° 

Respecto  de  los  efectos  del  indulto  véase  los 
arts.  4.°  aí  18  da  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870, 
expuestos  en  el  artículo  Indulto.  * 

V.  Todo  español  que  fuera  del  territorio  del 
reino  cometa  un  delito  contra  la  seguridad  del 
Estado  6 falsifique  los  sellos  reales  ó la  moneda 
corriente  ó los  documentos  de  la  Deuda  nacional 
ó los  billetes  de  Bancos  autorizados  por  la  ley  ú 
otro  papel  moneda  garantido  por  el  Estado,  pue- 
de ser  perseguido,  juzgado  y castigado  en  Espa- 
ña con  arreglo  4 las  leyes  españolas ; y aun  pue- 
den serlo  también  los  extranjeros  autores  ó cóm- 
plices de  los  mismos  delitos,  si  fuesen  presos  en 
ella  ó se  lograse  su  extradición  ó entrega,  salvos 
empero  los  tratados  que  tal  vez  rigieren  con  las 
naciones  4 que  pertenezcan.  Los  españoles  en 
efecto,  como  miembros  que  son  del  Estado,  es- 
tán sujetos  4 sus  leyes  , y no  pueden  sustraerse 
4 su  imperio  ni  tramar  impunemente  crímenes 
atentatorios  4 la  seguridad  ó la  fe  pública  ó al 
crédito  de  su  patria,  por  el  hecho  de  buscar  para 
ejecutarlos  un  lugar  en  tierra  extranjera.  La  na- 
ción 4 que  pertenecen , así  como  conserva  con 
respecto  4 ellos  la  obligación  de  protegerlos  don- 
de quiera  que  se  encuentren,  conserva  también 
sus  derechos  sobre  los  mismos  y tiene  para  juz- 
garlos por  delitos  que  la  atacan  en  su  existen- 
cia, un  poder  y una  jurisdicción  que  ninguna 
otra  potencia  puede  disputarle.  Podrán  los  acu- 
sados defenderse  si  se  les  coge  en  España  ó si 
son  entregados  por  la  potencia  del  territorio  en 
que  delinquieren  ó si  voluntariamente  se  pre- 
sentan al  juicio;  pero  en  caso  contrario  tendrán 
que  sufrir  la  pena  del  destierro  ó extrañamiento, 
tal  vez  perpétuo , 4 que  ellos  mismos  habrán  de 
condenarse.  En  cuanto  4 los  extranjeros  que 
| dentro  de  su  propio  pais  ó de  otro  cometieren 
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iguales  delitos  contra  España,  no  tienen  nues- 
tros tribunales  poder  para  juzgarlos , porque  no 
pueden  ejercer  su  jurisdicción  sobre  personas 
que  no  están  sujetas  á nuestras  leyes  ni  se  ha- 
llan en  nuestro  territorio;  pero  si  son  cogidos  en 
España  ó se  nos  hace  su  extradición,  podremos 
entonces  juzgarlos  y castigarlos  con  arreglo  k 
las  leyes  españolas , pues  que  por  el  hecho  de 
habernos  hecho  el  mal  se  constituyeron  en  la 
obligación  6 necesidad  de  respondernos  de  él  y 
nos  dieron  el  derecho  de  exigirles  satisfacción 
así  que  viniesen  á nuestras  manos. 

También  el  español  que  en  territorio  extran- 
jero cometiere  un  delito  grave  contra  otro  espa- 
ñol, podrá  ser  perseguido  y juzgado  en  España 
si  vuelve  á ella  voluntariamente  y el  ofendido  ó 
sus  representantes  entablan  querella  contra  él, 
con  tal  que  no  haya  sido  juzgado  por  el  mismo 
delito  fuera  del  territorio  español.  La  razón  no 
es  otra  que  la  que  mas  arriba  hemos  expuesto. 
El  español  no  deja  de  ser  español  por  estar  au- 
sente ó residir  fuera  del  reino,  ni  por  eso  pierde 
los  derechos  que  como  á tal  le  competen,  ni  pue- 
de quebrantar  impunemente  los  vínculos  que  le 
tienen  unido  con  sn  patria  y con  sus  conciuda- 
danos. Así,  pues,  si  contra  aquella  ó contra  estos 
comete  un  crimen,  no  podrá  librarse  de  Injusti- 
cia de  su  país  por  solo  el  hecho  de  haberlo  co- 
metido fuera  de  él.  Es  cierto  que  la  nación  en 
que  se  cometió  el  crimen  es  la  primera  que  tiene 
el  derecho  de  castigarlo,  porque  ha  sido  violado 
sn  territorio,  porque  han  sido  quebrantadas  sus 
leyes,  porque  debe  protección,  seguridad  y jus- 
ticia á cuantas  personas  se  encuentren  dentro 
de  los  límites  á que  se  extiende  su  soberanía,  y 
porque  es  responsable  para  con  la  nación  á que 
pertenece  el  individuo  ofendido.  Pero  si  ella  no 
persigue  ni  juzga  al  delincuente,  cualquiera  que 
sea  la  razón  que  para  ello  tenga,  y el  delincuen- 
te se  presenta  impune  en  su  patria,  queda  en- 
tonces expedita  contra  él  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  del  pais  á que  pertenecen  el  ofendido 
y el  ofensor,  y puede  aquel  ó su  representante 
perseguir  á este  ante  el  juez  competente,  esto 
es,  ante  el  juez  del  lugar  del  domicilio  ó resi- 
dencia del  ofensor  ó ante  el  del  lugar  en  que  se 
le  encontrare , ó ante  el  del  lugar  de  su  última 
residencia  ó domicilio  conocido.  El  delito  no 
puede  quedar  sin  castigo;  y si  no  lo  impuso  el 
juez  principal,  esto  es,  el  juez  del  lugar  en  que 
aquel  se  cometió,  debe  imponerlo  el  juez  suple- 
torio , porque  ambos  son  competentes. 

Estas  doctrinas,  que  tan  conformes  son  á ra- 
zón y justicia,  y que  tan  en  armonía  están  con 
el  objeto  y el  interés  de  las  sociedades,  se  hallan 
establecidas  expresamente  como  leyes  en  los 
códigos  de  algunas  naciones,  se  encuentran  asi- 
mismo reconocidas  y adoptadas  en  diferentes 
Tono  ni. 


proyectos  que  se  han  formado  entre  nosotros 
para  fijar  el  modo  de  proceder  en  materias  cri- 
minales , y aun  puede  decirse  que  se  suponen 
como  principios  en  nuestra  legislación.  Asi  es 
que  la  ley  26,  tít.  13,  Part,  2.",  quiere  que  sea 
castigado  como  traidor  el  natural  de  España  que 
aunque  sea  súbdito  de  otro  Itey , hiciere  armas 
contra  las  banderas  de  su  patria  dentro  ó fuera 
de  ella.  Así  es  también  que  la  ley  2.’,  tít.  20,  so- 
bre duelos  y desafíos,  lio.  12,  Nov.  Recop.,  con- 
siderando que  «algunos  por  satisfacer  con  mas 
libertad  á su  venganza,  se  pueden  valer  del  me- 
dio de  desafiar  á otros,  señalando  lugar  fuera 
de  estos  reinos  ó en  las  fronteras  de  ellos,  decla- 
ra que  estos  tales  sean  comprendidos  en  la  mis- 
ma ley  y queden  sujetos  ásus  penas,  aunque  el 
lugar  donde  hubieren  reñido  ó hubieren  acu- 
dido esté  fuera  de  los  reinos  y dominios  de 
España. 

Los  extranjeros  están  sujetos  á las  leyes  y á 
los  tribunales  de  España  por  los  crímenes  y de- 
litos que  cometan  dentro  de  ella,  á no  ser  que 
hubiere  tratados  especiales  sobre  este  punto  con 
las  naciones  á que  pertenezcan , como  los  hay 
en  efecto  con  el  Gobierno  de  Marruecos.  Mas  pol- 
los que  cometieren  ó hubieren  cometido  fuera 
del  reino,  no  pueden  ser  juzgados  por  los  tribu- 
nales españoles,  ni  deben  tampoco  ser  entrega- 
dos á los  Gobiernos  respectivos  sino  en  los  casos 
, y términos  prescritos  en  los  tratados  existentes, 

. salvas  las  facultades  del  Gobierno  para  permi- 
tirles ó denegarles  su  permanencia  en  los  domi- 
nios españoles. 

* Las  últimas  disposiciones  vigentes  sobre  la 
materia  á que  se  refiere  el  autor  en  este  párra- 
j fo  V,  se  hallan  expuestas  en  los  artículos  de  esta 
: obra,  Extradición,  Extranjero,  Asilo  territorial 
y Estatuto  formal,  y especialmente  en  el  de  Ju- 
! risdiccion  ordinaria  en  lo  criminal  donde  se  inser- 
tan los  artículos  333  al  346  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  comprensivos  de  disposicio- 
nes importantes  sobre  los  jueces  por  que  deben 
ser  juzgados  los  españoles  que  cometieren  deli- 
tos ó faltas  en  el  extranjero,  y los  naturales  de 
otro  pais  que  delinquieren  en  España,  según  la 
clase  de  personas  y de  delitos  que  perpetraren  y 
las  circunstancias  especiales  que  en  ellos  eon- 
■ currieren.  * 

YI.  Debe  administrarse  gratuitamente  cum- 
plida justicia  á los  que  seguu  las  leyes  estén 
enlaciase  de  pobres,  lo  mismo  que  á los  que 
paguen  derechos,  debiendo  también  cuidarse 
por  los  magistrados  y jueces,  de  que  en  sus  plei- 
tos y causas  los  defiendan  y ayuden  de  balde, 
como  deben,  los  abogados  y curiales.  V.  Infor- 
mación de  pobreza. 

Y aun  cuando  no  esté  en  la  clase  de  pobre,  á 
todo  español  que  denuncie  ó acuse  criminal- 
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mente  algún  atentado  que  se  haya  cometido 
contra  su  persona,  honra  ó propiedad,  se  le  debe 
administrar  eficazmente  toda  la  justicia  que  el 
caso  requiera,  sin  exigírsele  para  ello  derechos 
algunos  ni  por  los  jueces  inferiores  ni  por  los 
curiales,  siempre  que  fuere  persona  conocida  y 
suficientemente  abonada,  ó que  diere  fianza  de 
estar  á las  resultas  del  juicio;  pero  todos  los  de- 
rechos que  se  devenguen,  serán  pagados  des- 
pués del  juicio  por  medio  de  la  condenación  de 
costas  que  se  imponga  al  reo  ó al  acusador  ó 
denunciador,  el  cual  debe  sufrirla  siempre  que 
aparezca  haberse  quejado  sin  fundamento:  ar- 
ticulo 3.”,  reglamento  de  20  de  Setiembre  de 
1835.  * La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en 
su  art.  119,  pár.  3.°,  prescribe  que  se  condene  al 
pago  de  las  costas  al  querellante  particular  ó 
actor  civil,  cuando  resultare  de  las  actuaciones 
que  han  obrado  con  temeridad  ó mala  fe.  * 

Considérase  acusador  de  ofensa  propia  para 
el  efecto  de  gozar  de  dicho  beneficio,  no  solo  al 
ofendido,  sino  también  al  que  legalmente  le  re- 
presenta, como  al  marido  que  acusa  por  la  mu- 
jer, al  padre  por  el  hijo  y al  tutor  por  el  pupilo: 
y aun  en  el  delito  de  homicidio  al  que  trata  de 
vengar  la  muerte  de  su  cónyuge,  ó de  alguno 
de  sus  descendientes  ó ascendientes  colaterales 
hasta  el  grado  en  que  tiene  derecho  de  heredar- 
los, ó de  su  suegro  ó suegra  ó yerno  ó entenado 
ó padrastro,  ó de  su  liberto  ó patrono:  leyes  1.a, 
2.a,  6.*,  20,  21  y 26,  tít.  1.a,  Part.  7.a  * V.  Acusa- 
dor y Acusación.  * 

No  se  cuentan  los  abogados  entre  los  curiales, 
porque  no  son  funcionarios  judiciales  ni  em- 
pleados subalternos  de  los  tribunales  de  justi- 
cia; y así  no  están  obligados,  como  los  curiales 
y los  jueces,  á reservar  para  el  fin  de  la  causa 
contra  el  condenado  eu  costas  la  exacción  de 
sus  derechos  ú honorarios,  cuando  el  acusador 
de  ofensa  propia  á quien  defienden  no  está  en 
la  clase  de  pobre. 

Cuando  el  acusador  ó querellante  reclame  el 
beneficio  de  que  se  le  defienda  sin  derechos, 
pueden  el  acusado  y el  promotor  oponer  alguna 
razón  que  obste  para  concedérselo;  en  cuyo  caso, 
para  que  no  se  entorpezca  el  curso  de  la  suma- 
ria, habrá  de  formarse  pieza  separada,  admi- 
tiendo el  juez  en  ella  las  peticiones  que  ambas 
partes  bagan  sobre  el  asunto , dándoles  un  bre- 
ve término  para  las  pruebas  que  fueren  necesa- 
rias sobre  la  cualidad  de  abono  que  se  requiere 
en  el  acusador  ó sobre  la  suficiencia  de  ia  fian- 
za, y decidiendo  el  artículo  con  apelación  á ia 
Audiencia. 

* En  el  art.  27  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  se  previene , que  la  sustanciacion  de 
la  pretensión  de  pobreza  se  haga  en  pieza  sepa- 
rada, acomodándose  á los  trámites  establecidos 


para  el  artículo  de  excepciones  y sin  que  por 
razón  de  su  tramitación  pueda  dejar  de  princi- 
piarse ó de  continuarse  la  causa.  En  este  inci- 
dente serán  admisibles  todos  los  medios  de 
prueba  que  el  tribunal  considere  pertinentes. 
V.  Defensa  por  pobre.  * 

VII.  Toda  actuación  judicial  debe  pasar  ante 
escribano  público,  y no  puede  hacerse  en  nin- 
guna parte  del  proceso  enmienda,  entreren- 
glonado , raspadura  ú otra  reparación  sin  que 
se  salve  al  final  del  escrito  ó actuación  y se  ru- 
brique ó firme  por  las  personas  que  lo  autori- 
cen. Y.  Escribano. 

Aunque  es  regla  general  que  no  puede  hacer- 
se acto  alguno  judicial  en  dias  feriados,  se  ex- 
ceptúan de  ella  las  causas  crimiuales,  pues  estas 
no  pueden  sufrir  demora  sin  perjuicio  de  la  so- 
ciedad que  tanto  interés  tiene  en  el  pronto  cas- 
tigo de  los  delincuentes:  ley  35,  tít.  2.",  Part.  3.a 
* Y.  Dio-  feriado.  * 

Todo  proceso  debe  ser  público  desde  la  confe- 
sión en  adelante  , y ninguna  pieza,  documento 
ni  actuación  en  él  se  puede  nunca  reservar  á las 
; partes:  art.  10  del  reglamento  de  justicia  de  26 
de  Setiembre  de  1835.  Todas  las  providencias  y 
demás  actos  en  el  plenario,  inclusa  principal- 
mente la  celebración  del  juicio,  han  de  sef  siem- 
pre en  audiencia  pública,  excepto  aquellas  cau- 
sas en  que  la  decencia  exija  que  se  vean  á puer- 
ta cerrada,  pero  en  unas  y otras  pueden  siempre 
■;  asistir  los  interesados  y sus  defensores  si  quisie- 
. ren:  dicho  art.  10.  Fenecida  cualquiera  causa 
civil  ó criminal,  si  alguien  pidiere  que  ú su  cos- 
ta se  le  dé  testimonio  de  ella  ó del  memorial 
ajustado  para  imprimirlo  ó para  otro  uso,  está 
obligado  á mandarlo  así  el  juez  ó tribunal  res- 
pectivo (art.  14) ; pero  según  la  declaración  del 
art.  10,  parece  claro  que  no  se  debe  dar  testimo- 
nio de  aquellas  causas  que  se  han  visto  ó debían 
haberse  visto  á puerta  cerrada,  sino  á las  partes 
interesadas  en  ellas  ó á quien  lo  reclamase  para 
hacer  uso  de  él  en  otro  proceso.  Esta  publicidad, 
como  dice  el  Sr.  Bravo  Murillo  en  sus  observa- 
ciones al  reglamento,  es  una  parte  de  pena  para 
los  criminales,  es  una  parte  de  indemnización 
para  los  inocentes,  es  un  freno  saludable  para 
los  jueces,  cuya  conducta  se  califica  por  todos 
los  que  tienen  capacidad  para  comparar  ia  sen- 
tencia con  el  resultado  de  las  actuaciones,  y es, 
en  fin,  un  testimonio  del  poder  de  las  leyes,  que 
retrae  á los  que  se  sienten  tentados  de  entrar  en 
ia  carrera  del  crimen,  é inspira  seguridad  y con- 
fianza en  los  que  caminan  por  la  senda  del  deber 
y de  la  virtud. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  dispone 
también  en  su  art.  561,  que  desde  el  momento 
en  que  se  decreta  en  el  procedimiento  el  juicio 
oral  (que  es  ia  parte  dei  proceso  que  se  sustituyó 
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en  dicha  ley  á la  llamada  anteriormente  plena- 
rio),  deben  ser  públicos  todos  los  actos  del  pro- 
ceso, salvas  las  excepciones  que  se  expondrán 
mas  adelante,  al  tratar  del  Plenario  en  el  juicio 
escrito  y del  Juicio  oral.  * 

Jueces  á quienes  corresponde  el  conocimiento  y 
decisión  de  las  causas  criminales. 

VIH.  Los  jueces  de  primera  instancia  de  par- 
tido son,  cada  uno  en  el  distrito  que  le  esté  asig- 
nado, los  únicos  á quienes  compete  conocer  en 
dicha  primera  instancia  de  todas  las  causas  cri- 
minales que  en  él  ocurran,  inclusas  las  que  an- 
tes se  llamaban  casos  de  córte,  y salvo  lo  dispues- 
to con  respecto  al  conocimiento  que  en  estas 
materias  se  atribuye  á los  alcaldes  (hoy  á los 
jueces  municipales),  exceptuándose  solamente 
las  causas  que  en  primera  instancia  están  reser- 
vadas á las  Audiencias  territoriales  y al  Supremo 
Tribunal  de  Justicia,  como  asimismo  las  que 
pertenecen  á juzgados  especiales,  ó jurisdiccio- 
nes privativas  ó privilegiadas:  art.  36  del  regla- 
mento de  26  de  Setiembre  de  1835,  * y 271  y 274 
de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial.  * V.  Juez 
municipal,  Juez  de  primera  instancia  de  partido , 
pár.  VII,  y Jurisdicción  en  sus  diferentes  ar- 
tículos. 

Según  esta  disposición  del  art.  36  del  regla- 
mento de  26  de  Setiembre  de  1835,  parece  que  el 
único  juez  competente  para  el  conocimiento  de 
una  causa,  es  el  juez  del  partido  en  que  se  co- 
metió el  delito. 

* Conviene  con  esta  disposición  la  del  art.  325 
de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  sobre  que, 
fuera  de  los  casos  reservados  al  Senado,  al  Tri- 
bunal Supremo,  á las  Audiencias  y á las  juris- 
dicciones de  Guerra  y Marina,  serán  j ueces  com- 
petentes para  la  instrucción  de  la  causa  y casti- 
go de  las  faltas  y de  los  delitos,  los  jueces  y tri- 
bunales de  la  demarcación  en  que  se  hayan 
cometido , según  su  respectiva  competencia. 
V.  Competencia  en  lo  criminal.  * 

En  el  lugar  del  delito  es  en  efecto  donde  na- 
turalmente deben  hallarse  por  una  parte  las 
pruebas,  y por  otra  los  medios  de  defensa;  allí 
por  lo  tanto  será  el  juicio  mas  breve  y fácil  y 
menos  dispendioso,  y allí  será  el  castigo  mas 
ejemplar  y saludable  en  sus  consecuencias.  Ade- 
más, todo  juez  tiene  el  derecho  y el  deber  de 
castigar  los  malos  hechos  que  en  su  distrito  se 
cometen;  todo  ofendido  tiene  también  el  derecho 
de  que  así  se  verifique,  y no  hay  ofensor  que 
pueda  eximirse  de  recibir  la  pena  allí  donde 
cayó  en  la  culpa.  Por  eso  nuestras  leyes  anti- 
guas dan  asimismo  la  preferencia  al  juez  del 
lugar  del  delito ; pero  señalan  también  como 
competente  al  juez  del  domicilio  del  reo,  al  juez 


del  lugar  en  que  el  reo  tuviere  la  mayor  parte 
de  sus  bienes  (con  tal  que  en  él  fuere  hallado, 
como  añade  Gregorio  López),  y al  juez  del  lugar 
en  que  el  reo  fuere  encontrado,  si  ante  él  qui- 
siere responder,  no  declinando  su  jurisdicción, 
ó si  fuere  prófugo  ó vagamundo:  ley  15,  tit.  l.°; 
ley  1.a,  tít,  29,  Part.  7.a,  y ley  1.a,  tít.  36,  lib.  12, 
Nov.  Recop.  Según  estas  leyes,  podía  se.r  perse- 
guido un  delincuente  ante  cualquiera  de  dichos 
jueces;  mas  si  lo  reclamaba  el  juez  del  lugar  del 
delito,  y el  delito  era  digno  de  pena  de  muerte 
ú otra  corporal,  no  podía  prescindir  de  remitír- 
selo , con  las  diligencias  practicadas  el  juez  que 
había  empezado  á conocer  de  la  causa,  á no  ser 
que  el  agraviado  prefiriese  al  juez  del  domicilio, 
según  sentaban  comunmente  los  autores,  con 
arreglo  á la  ley  1.a,  tit.  36,  lib.  12,  Nov.  Recopi- 
lación. 

* La  ley  de  Enj  uiciamiento  criminal,  en  su  ar- 
ticulo 326  dispone,  que  cuando  no  conste  el  lugar 
donde  se  cometió  un  delito  ó falta  serán  jueces 
y tribunales  competentes  para  instruirla  y co- 
nocer de  ella:  l.°,  el  de  la  demarcación  en  que 
se  hayan  descubierto  pruebas  materiales  del  de- 
lito; 2.",  el  de  la  demarcación  en  que  el  reo  pre- 
sunto haya  sido  aprehendido;  3.“,  el  de  la  re- 
sidencia del  reo  presunto;  4.°,  cualquiera  que 
hubiere  tenido  noticia  del  delito.  V.  Competencia 
en  materia  criminal.  * 

Re  lo  dicho  es  fácil  inferir , que  ya  por  razón 
de  la  diversidad  de  jurisdicciones  ó fueros  espe- 
ciales, ya  por  razón  de  los  lugares  en  que  puede 
principiarse  una  cansa,  no  dejarán  de  ser  fre- 
cuentes entre  los  jueces  las  contiendas  ó dispu- 
. tas  sobre  cual  de  ellos  es  quien  debe  conocer  de 
tal  ó tal  delito  que  baya  ocurrido;  y como  con- 
tribuyen en  gran  manera  á dilatar  las  causas 
criminales  las  competencias  de  jurisdicción,  ma- 
liciosas muchas  veces  ó enteramente  volunta- 
rias por  capricho  de  parte  de  algunos  jueces,  se 
! halla  declarado  por  decreto  de  Córtes  de  11  de 
¡ Se  tiembre  de  1820,  restablecido  por  Real  decreto 
' de  30  de  Agosto  de  1836,  que  los  que  las  pro- 
muevan y sostengan  contra  ley  expresa  y termi- 
nante incurren  en  la  pena  señalada  por  el  ar- 
j tículo  7.°  de  la  ley  de  responsabilidad  de  24  de 
Marzo  de  1813,  y que  el  tribunal  que  dirima  la 
competencia  conforme  al  de  19  de  Abril  del  mis- 
mo año,  debe  imponer  al  tiempo  de  resolverla  y 
hacer  efectiva  esta  pena,  ejecutándola  irremisi- 
blemente desde  luego,  sin  perjuicio  de  que  des- 
pués se  oiga  al  juez  que  la  sufra  si  reclamase. 
La  pena  señalada  por  el  citado  art.  7.'  es  la  de 
pagar  todas  las  costas  y perjuicios  y ser  suspen- 
so ele  empleo  y sueldo  por  un  año  ; y en  caso  de 
reincidencia  sufrir  igual  pago  y ser  privado  de 
empleo  é inliabilitado  para  volver  á ejercer  la 
judicatura:  mas  como  no  ha  sido  restablecida 
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dicha  ley  de  responsabilidad,  se  cree  común- 
mente  que  el  tribunal  que  dirima  la  competen—  . 
cia  promovida  y sostenida  contra  ley  expresa  y 
terminante,  no  podrá  imponer  sino  la  pena  ar-  ■ 
bitraria  que  estime  mas  á propósito,  según  el 
grado  de  malicia  ó voluntariedad  del  juez. 

* La  ley  orgánica  del  poder  judicial  dispone 
en  su  art.  387.  que  el  Tribunal  Supremo  puede 
condenar  al  pago  de  las  costas  causadas  en  la  • 
inhibitoria  al  juez  ó tribunal  y á las  partes  que 
la  hubieren  sostenido  ó impugnado  con  notoria 
temeridad,  determinando  en  su  caso  la  propor- 
ción en  que  puedan  pagarlas.  Lo  mismo  pueden 
hacer  las  Audiencias  respecto  délos  jueces  y tri- 
bunales y de  las  partes  en  el  caso  expresado.  Y 
el  Código  penal,  en  su  art.  390,  dispone  que  el 
funcionario  público  que  legaímente  requerido  | 
de  inhibición,  continuare  procediendo  antes  que  i 
se  decida  la  contienda  jurisdiccional,  será  casti- 
gado con  la  multa  de  125  á 1,250  pesetas.  * 

IX.  Aunque  según  la  regla  que  se  acaba  de 
sentar,  cada  juez  de  partido  es  el  único  que  debe 
conocer  en  primera  instancia  de  las  causas  cri- 
minales correspondientes  á la  jurisdicción  ordi- 
naria que  ocurran  en  su  territorio,  sin  embargo, 
cuando  ocurre  algún  delito  de  tales  ramificado-  | 
nes  ó circunstancias  que  no  permitan  seguir 
bien  la  causa  sino  en  la  capital  de  la  provincia 
ó del  reino  ó en  otro  juzgado  diferente  del  del 
fuero  del  delito,  puede  cometer  el  Rey  su  cono- 
cimiento por  el  ministerio  de  Gracia  y Justicia 
al  juez  letrado  de  primera  instancia  que  le  pa- 
rezca mas  á propósito;  y esto  mismo  en  igual 
caso,  si  no  mediare  real  disposición,  pueden 
hacer  por  sí  las  Audiencias  á petición  de  su 
fiscal,  cada  uno  respecto  á su  territorio  , dando 
inmediatamente  cuenta  de  ello  al  gobierno:  ar- 
ticulo 38,  reglamento  de  26  de  Setiembre  de 
1835.  Así  e3  que  si  una  gavilla  de  salteadores  de 
caminos  hubiere  ejecutado  varios  robos  en  dis- 
tritos de  diferentes  jueces,  podrá  encargarse  á 
uu  solo  juez  el  conocimiento  de  todos  aquellos 
delitos,  aunque  todos  los  jueces  sean  competen- 
tes, á fin  de  evitar  la  involucracion,  confusión 
y lentitud  en  los  procedimientos,  y lograr  cotí 
mas  prontitud  el  descubrimiento  y castigo  de 
los  criminales.  Así  es  también  que  si  en  cual- 
quiera punto  del  reino  se  descubriere  una  cons- 
piración, cuyo  foco  principal,  cuyos  agentes  y 
cómplices,  se  hallen  en  otros  muchos  y diver- 
sos, puede  ser  muy  conveniente  cometer  el  co- 
nocimiento de  la  causa  á un  juez  que  se  estime 
á propósito , aunque  no  sea  el  que  por  las  reglas 
generales  debiera  conocer  de  ella.  Así  es  igual- 
mente que  si  contra  una  6 varias  'personas  se 
siguieren  procesos  diferentes  en  distintos  juz- 
gados por  crímenes  ó delitos  que,  ya  sean  se- 
mejantes ó distintos,  tengan  entre  sí  cierta  co- 


nexión, ora  por  presentarse  con  apariencias  de 
proceder  de  un  mismo  origen  ó de  dirigirse  á 
un  objeto  común  ó con  caractéres  que  marquen 
un  concierto  ó plan  combinado  anteriormente, 
ora  por  haberse  cometido  con  el  fin  de  readzar 
ó consumar  otro  crimen  ya  proyectado  ó incoa- 
do, ó para  encubrir  algún  crimen  ó delito  ante- 
rior y procurar  su  impunidad  ó aprovecharse  de 
sus  efectos  ó consecuencias,  puede  acordarse 
respectivamente  por  la  Audiencia  ó el  Rey  (se- 
gún que  los  juzgados  que  conocen  de  dichos 
delitos  dependan  de  una  ó de  dos  ó mas  Au- 
diencias) la  acumulación  de  todos  los  procesos 
en  el  juzgado  en  que  puedan  hacerse  las  justi- 
ficaciones con  mayor  facilidad  según  las  cir- 
cunstancias. Todavía  las  Audiencias,  en  virtud 
de  esta  autorización , han  comisionado  á veces, 
según  dice  un  escritor,  á alguno  de  los  jueces 
inmediatos  al  punto  de  otro  distrito  en  que  se 
ha  cometido  un  crimen  de  mucha  gravedad, 
para  pasar  al  lugar  de  su  perpetración  y ejercer 
allí  su  ministerio  sola  y exclusivamente  para 
aquel  caso,  separando  del  conocimiento  de  la. 
causa  al  juez  á quien  correspondiera  en  circuns- 
tancias comunes;  pero  no  creemos  que  puedan 
las  Audiencias  ejercer  tal  facultad  sino  cuando 
el  juez  del  partido  esté  ausente  ó enfermo  ó re- 
sulte inhabilitado  para  conocer  del  suceso,  y el 
crimen  sea  precisamente  algún  atentado  contra 
el  órden  público,  como  se  explicará  mas  abajo. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  faculta 
al  ministro  de  Gracia  y Justicia  y ¿ las  Salas  de 
gobierno  del  Tribunal  Supremo  y de  las  Audien- 
cias para  encomendar  á un  juez  de  instrucción 
especial  la  formación  de  los  sumarios  por  delitos 
cuyas  extraordinarias  circunstancias,  ó las  del 
lugar  ó del  tiempo  de  su  ejecución,  ó de  las  per- 
sonas que  en  ellos  hubieren  intervenido  como 
ofensores  ú ofendidos,  dieren  motivo  á conside- 
rar conveniente  el  nombramiento  de  aquel  para 
la  mas  acertada  investigación  ó para  la  mas  se- 
gura comprobación  de  los  hechos:  art.  190.  Véa- 
se el  artículo  de  esta  obra  Comisión,  donde  se 
exponen  los  demás. 

Según  dicha  ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
cuando  el  juez  de  instrucción  tuviere  noticia  de 
algún  delito  de  los  que  la  ley  castiga  con  las 
penas  de  muerte,  cadena,  reclusión,  relegación 
ó extrañamiento  perpétuos  ó temporales,  ó cu- 
ya comprobación  fuere  difícil  por  circunstan- 
cias especiales  ó que  hubiere  causado  extraordi- 
naria alarma , se  trasladará  inmediatamente  al 
lugar  del  delito,  no  obstante  el  deber  impuestoá 
los  jueces  municipales  por  el  art.  214  (que  expon- 
dremos en  la  adición  al  párrafo  X),  y procederá  á 
formar  el  sumario,  haciéndose  cargo  de  las  ac- 
tuaciones que  hubiere  practicado  el  juez  muni- 
cipal,  y recibiendo  las  averiguaciones  y datos 
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que  le  suministren  los  funcionarios  de  la  policía 
judicial;  y permanecerá  en  dicho  lugar  el  tiem- 
po necesario  para  practicar  todas  las  diligencias 
cuya  dilación  pudiera  ofrecer  inconvenientes: 
art,  229.  Véase  lo  que  exponemos  al  tratar  del 
Sumario. 

Por  último,  la  ley  orgánica  del  poder  judicial 
dispone  en  su  art.  328,  que  un  solo  juez  ó tribu- 
nal de  los  que  sean  competentes  conocerá  de  los 
delitos  que  tengan  conexión  entre  sí,  conside- 
rándose delitos  conexos  los  que  expresa  el  ar- 
tículo 331  que  hemos  expuesto  en  el  de  esta 
obra,  Competencia  en  materia,  criminal.  V.  Aso- 
nada. * 

X.  fiemos  dicho  que  los  jueces  de  primera 
instancia  son  los  únicos  que  pueden  conocer  de 
las  causas  que  ocurran  en  su  territorio , salvo  lo 
dispuesto  sobre  el  conocimiento  que  en  materias 
criminales  se  atribuye  á los  alcaldes. 

En  efecto,  los  alcaldes  de  los  pueblos  (hoy  los 
jueces  municipales)  donde  no  reside  juez  de  pri- 
mera instancia,  son  los  únicos  que  tienen  po- 
testad para  conocer  de  los  negocios  criminales 
sobre  injurias  y faltas  livianas  que  no  merezcan 
otra  pena,  que  alguna  reprensión  ó corrección 
ligera , debiendo  determinarlos  en  juicio  verbal; 
y los  de  los  pueblos  en  que  hay  juez  de  primera 
instancia,  están  autorizados  para  conocer  de 
dichos  negocios  en  igual  juicio  á prevención  con 
el  juez.  V.  Juicio  verbal  é lujuria,  especialmente 
desde  el  pár.  X. 

* En  el  dia  corresponde  á los  jueces  munici- 
pales conocer  en  primera  instancia  de  los  juicios 
de  las  faltas  previstas  en  el  libro  3.°  del  Código 
penal;  art.  271  de  la  ley  del  poder  judicial  y 935 
y 936  de  la  de  Enjuiciamiento  criminal.  * 

De  los  crímenes  y delitos  que  no  sean  injurias 
ó faltas  livianas,  no  pueden  conocer  y decidir 
los  alcaldes  (hoy  jueces  municipales);  pero  siem- 
pre que  dentro  de  sus  pueblos  ó en  sus  términos 
se  cometiere  alguno  de  ellos,  pueden  y deben 
proceder  , de  oficio  ó á instancia  de  parte , á for- 
mar las  primeras  diligencias  del  sumario  y arres- 
tar á los  reos,  con  tal  que  conste  que  lo  son,  ó 
haya  fundamento  suficiente  para  considerarlos 
ó presumirlos  tales  y merezcan  por  el  hecho, 
según  la  ley,  ser  castigados  con  pena  corporal; 
mas  deberán  dar  cuenta  inmediatamente  al  res- 
pectivo juez  letrado  de  primera  instancia,  y le 
remitirán  las  diligencias,  poniendo  á su  dispo- 
sición los  reos  que  hubieren  sido  capturados: 
art.  33  del  reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835, 
287  de  la  Constitución  de  1812,  y 200  de  la  ley 
de  3 de  Eebrero  de  1823.  Tiénense  por  primeras 
diligencias  del  sumario,  aquellas  indagaciones 
mas  urgentes  é interesantes  que  son  indispen- 
sables y no  pueden  diferirse  para  la  comproba- 
ción del  cuerpo  del  delito  por  el  medio  que  su 


naturaleza  exija  y para  el  descubrimiento  de  los 
criminales,  como  el  reconocimiento  del  cadáver 
en  el  caso  de  homicidio , de  la  persona  ofendida 
en  el  de  heridas,  de  la  casa  ó heredad  quemada 
en  el  de  incendio,  de  las  fracturas  ó rompimien- 
tos en  el  robo,  etc.,  la  declaración  del  ofendido 
si  lo  hay , el  eximen  de  los  testigos  presenciales, 
la  detención  ó arresto  de  las  personas  que  apa- 
rezcan sospechosas,  la  declaración  indagatoria 
de  estas,  si  no  pudiere  verificarse  su  remisión  al 
juez  antes  de  cumplirse  las  veinticuatro  horas 
de  haber  sido  arrestadas.  Son  también  primeras 
diligencias  las  que  interesan  á la  humanidad, 
á la  salud  pública,  ó á la  reparación  del  daño, 
como  la  curación  del  herido,  el  enterramiento 
del  cadáver,  las  medidas  para  cortar  el  incendio 
y para  recoger  y poner  en  depósito  las  cosas  ro- 
badas, etc. 

En  los  pueblos  donde  residan  los  jueces  letra- 
dos, pueden  y deben  igualmente  los  alcaldes 
(hoy  jueces  municipales)  tomar  á prevención 
con  ellos  este  primer  conocimiento  de  los  deli- 
tos, hasta  que  avisado  el  juez  sin  dilación  pueda 
continuar  por  sí  los  procedimientos : dicho  ar- 
tículo 33  del  reglamento.  Mas  como  en  los  pue- 
blos de  la  residencia  de  los  jueces  de  primera 
instancia  pueden  y deben  estos  encargarse  des- 
de luego  de  la  continuación  de  las  diligencias, 
no  deben  los  alcaldes  practicar  otras  que  las 
mas  urgentes  é indispensables  en  los  primeros 
momentos  de  haberse  perpetrado  el  delito,  pa- 
ra hacer  constar  el  hecho  y evitar  la  fuga  ú 
ocultación  de  los  delincuentes;  siendo  un  abuso 
la  práctica  que  se  ha  introducido  en  algunas 
partes  de  seguir  los  alcaldes  la  sumaria  por  dos, 
tres  y mas  dias  sin  pasarla  al  juzgado  con  ia 
brevedad  que  la  ley  recomienda,  para  que  el 
juez  que  se  supone  mas  instruido,  no  malogre  la 
mejor  oportunidad  de  averiguar  los  delitos  y sus 
perpetradores. 

* La  ley  del  poder  judicial  faculta  á los  jueces 
municipales  para  instruir  á prevención  las  pri- 
meras diligencias  en  las  causas  criminales.  En 
su  consecuencia,  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal dispone  que  dichos  jueces  en  los  casos  de 
delito  flagrante,  en  los  pueblos  que  no  sean  cabe- 
zas de  circunscripción  ó de  los  que  esté  acciden- 
talmente ausente  el  juez  de  instrucción,  forma- 
rán de  oficio  las  primeras  diligencias  del  suma- 
rio, siendo  público  el  delito,  y á requerimiento 
de  parte  legítima  si  fuere  privado,  dando  conoci- 
miento á dicho  juez  inmediatamente  ó tan  pron- 
to como  fuere  posible,  sin  perjuicio  de  conti- 
nuar practicando  los  actos  mas  urgentes  de  in- 
vestigación. Si  entretanto  el  juez  de  instrucción 
comunicase  alguna  órden  sobre  el  asunto  al  que 
estuviere  conociendo,  la  ejecutará  este  puntual- 
mente : art.  214.  Practicadas  todas  las  diligen- 
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cías  mas  urgentes  por  los  jueces  municipales  y 
las  que  el  juez  de  instrucción  les  hubiere  pre- 
venido, remitirán  á este  la  causa  no  pudiendo 
retenerla  en  ningun  caso  mas  de  tres  dias:  ar- 
tículo 215.  Los  jueces  de  instrucción  podrán  de- 
legar en  los  municipales  la  práctica  de  todos  los 
actos  y diligencias  que  la  ley  referida  no  reserva 
á los  primeros  exclusivamente:  art.  219.  Tendrán 
el  mismo  valor  que  las  diligencias  practicadas 
por  los  jueces  de  instrucción  las  que  se  practi- 
caren por  los  jueces  municipales  ante  los  secre- 
tarios de  su  juzgado,  y en  su  defecto  ante  un 
notario  ó dos  hombres  buenos  mayores  de  edad, 
que  sepan  leer  y escribir  y que  juren  guardar 
fidelidad  y secreto.  Podrán,  sin  embargo,  los 
jueces  de  instrucción  acordar  la  ratificación  de 
dichas  diligencias  si  lo  estimaren  conveniente: 
art.  220. 

Son  auxiliares  de  los  jueces  de  instrucción  y 
municipales  las  autoridades  é individuos  que 
constituyen  la  policía  judicial,  siendo  obliga- 
ción de  los  mismos  practicar  las  diligencias  ne- 
cesarias para  averiguar  y comprobar  los  delitos 
públicos  que  se  cometieren  en  su  territorio,  des- 
cubrir los  delincuentes  y recoger,  poniendo  á 
disposición  de  la  autoridad  judicial,  todos  los 
efectos,  instrumentos  ó pruebas  del  delito  de 
cuya  desaparición  hubiere  peligro:  art.  192.  Si 
el  delito  fuere  de  los  que  solo  pueden  perseguirse 
á instancia  de  parte  legítima,  tendrán  la  misma 
obligación  si  fueren  requeridos  al  efecto : ar- 
tículo 193.  En  ningún  caso,  salvo  el  de  fuerza 
mayor,  podrán  dichos  funcionarios  dejar  tras- 
currir mas  de  veinticuatro  horas  sin  dar  cono- 
cimiento á la  autoridad  judicial  de  las  averigua- 
ciones y diligencias  que  hubieren  hecho;  los 
que  sin  exceder  este  tiempo  dilatasen  mas  de  lo 
necesario  dar  dicho  conocimiento,  serán  corregi- 
dos disciplinariamente  con  multa  de  10  á 100  pe- 
setas: art.  209. 

La  autoridad  judicial  mencionada  será,  en 
caso  de  delito  flagrante,  el  juez  municipal  en 
los  pueblos  que  no  fueren  cabeza  de  circunscrip- 
ción, y también  en  esta  si  el  juez  de  instrucción 
se  hallare  ausente : en  los  demás  casos  lo  será 
este:  art.  195.  Las  demás  obligaciones  sobre  este 
punto  de  las  personas  que  constituyen  la  poli- 
cía judicial  se  exponen  en  el  presente  artículo, 
al  tratar  del  Sumario,  y en  el  de  esta  obra,  Poli- 
cía judicial.  * 

XI.  Aunque  los  jueces  de  primera  instancia 
deben  tener  su  residencia  y su  juzgado  en  las 
cabezas  de  partido  y recibir  y continuar  allí  las 
sumarias  que  les  remitan  los  alcaldes  (hoy 
jueces  municipales),  no  por  eso  están  priva- 
dos de  la  facultad  de  trasladarse  personalmen- 
te á cualquiera  pueblo  luego  que  reciban  avi- 
so de  haberse  cometido  en  él  un  delito  grave, 


á fin  de  instruir  por  sí  mismos  el  sumario, 
siempre  que  crean  exigirlo  así  la  calidad  y tras- 
cendencia y complicación  del  crimen  y las  cir- 
cunstancias de  las  personas  que  en  él  han  to- 
mado parte  ó las  del  alcalde  y demás  sugetos 
que  han  de  intervenir  en  las  primeras  diligen- 
cias. En  las  causas  de  atentado  contra  el  órden 
público,  está  expresamente  mandado,  que  no  se 
fien  los  primeros  procedimientos  á los  alcaldes 
mas  que  el  tiempo  necesario  paia  que  el  hecho 
pueda  llegar  á noticia  del  juez  del  partido,  6 
trasladarse  el  mismo  al  punto  en  donde  haya 
ocurrido  el  desorden ; y que  en  el  caso  de  no 
haber  juez  en  el  partido,  hallarse  ausente  ó en- 
fermo, ó bien  que  resulte  inhabilitado  para  co- 
nocer por  la  naturaleza  misma  de  los  sucesos, 
mas  bien  que  abandonar  los  procedimientos  á 
los  alcaldes,  la  Audiencia  del  distrito  nombre  al 
primer  aviso  un  letrado  de  reputación  conocida 
que  provisionalmente  se  encargue  déla  jurisdic- 
1 cion:  Reales  órdenes  de  30  de  Noviembre  de  1834, 
31  de  Marzo  y 14  de  Mayo  de  1837,  7 de  Enero  y 
20  de  Diciembre  de  1838,  y 11  de  Enero  de  1840. 
En  la  órden  de  20  de  Diciembre  de  1838,  se  halla 
también  prevenido,  que  en  los  casos  de  rebelión, 
asonada  ó motín,  si  hubiere  dos  ó mas  jueces  de 
I primera  instancia,  y se  dudare  por  el  pronto  en 
' qué  distrito  había  ocurrido  el  acontecimiento, 
todos  á prevención  deben  instruir  expediente 
informativo,  que  luego  pasarán  al  juez  que  sea 
competente  para  que  produzca  en  autos  los  efec- 
tos que  haya  lugar.  * V.  Asonada  y Órden  públi- 
co, donde  se  exponen  las  últimas  disposiciones 
sobre  estas  materias.  * 

XII.  Cuando  las  personas  ó las  cosas  sobre 
que  deben  recaer  las  diligencias  judiciales,  no  se 
hallan  en  el  mismo  pueblo  de  la  residencia  del 
juez,  es  necesario  que  este  dirija  exhortos,  ofi- 
cios ó requisitorias  á los  jueces  del  territorio  ó á 
los  jueces  municipales  de  los  pueblos  del  mismo 
partido  en  que  se  encontraren,  para  que  ejecu- 
ten las  gestiones  ó providencias  que  hubiere 
dictado  á fin  de  poder  llevar  á cabo  la  causa, 
como  la  prisión  de  un  reo,  la  declaración  ó rati- 
ficación de  un  testigo,  la  evacuación  de  una 
cita,  el  embargo  de  bieues  ú otras  diligencias 
semejantes.  Los  jueces  exhortados  ó requeridos 
deben  desempeñar  estas  comisiones  sin  pérdida 
de  momento  y con  preferencia  á todo , y devol- 
ver cumplimentados  los  despachos  ú oficios  ai 
requirenle,  quedando  responsables  de  toda  mo- 
rosidad ó negligencia.  En  el  caso  de  que  por 
circunstancias  particulares  creyese  eí  juez  de 
la  causa  que  no  es  conveniente  al  bien  público 
encargar  al  juez  municipal  del  respectivo  pue- 
o a evacuación  de  alguna  diligencia,  podrá 
1 e,^e  encari=°  á otra  persona  de  su  confianza; 
art.  34  del  reglamento  de  2C  de  Setiembre  de 
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1835,  y 7 y 9 del  decreto  restablecido  de  11  de 
Setiembre  de  1820.  V.  Exhorto.  Mas  los  j aeces 
municipales  de  los  pueblos,  no  solo  pueden  y de- 
ben proceder  al  arresto  del  reo  que  se  hallare  en 
su  distrito  cuando  es  reclamado  por  el  juez  de 
la  causa,  sino  también  cuando  por  notoriedad  ó 
por  manifestación  de  alguna  persona  fidedigna 
conste  su  delincuencia;  bien  que  en  el  segundo 
caso  habrán  de  practicar  información  sumaria 
por  la  que  se  acredite  la  perpetración  del  hecho 
y la  participación  del  arrestado , debiendo  remi- 
tir inmediatamente  al  juez  de  la  causa  el  reo  y 
las  diligencias,  art.  33  del  reglamento;  y lo  mis- 
mo deben  hacer  los  jueces  de  cualquiera  distri- 
to en  que  se  encontrare  una  persona  que  hubie- 
re cometido  en  otro  algún  delito  grave:  ley  18, 
tít.  l.“,  Part.  7.  V.  Arrestar. 

* Según  el  art.  233  de  la  ley  de  Enj  uiciamien- 
to  criminal,  las  diligencias  del  sumario  que  hu- 
bieren de  practicarse  fuera  de  la  circunscripción 
del  juez  de  instrucción  ó del  término  del  juez 
municipal  que  las  ordenare,  tendrán  lugar  en  la 
forma  que  determina  el  cap.  IV,  título  prelimi- 
nar de  dicha  ley,  siendo  reservadas  para  todos 
los  que  no  deban  intervenir  en  ellas.  V.  Exhorto , 
Mandamiento  y Suplicatorio.  Sin  embargo  de 
esta  disposición , cuando  el  lugar  en  que  se  hu- 
biere de  practicar  alguna  diligencia  del  suma- 
rio estuviere  fuera  de  la  jurisdicción  del  juez 
instructor,  pero  en  lugar  próximo  al  punto  en 
que  este  se  hallare  y hubiere  peligro  en  demo- 
rar aquella , podrá  ejecutarla  por  sí  mismo,  dan- 
do inmediatamente  aviso  al  juez  propio  del  ter- 
ritorio: art.  234. 

Acerca  del  arresto  del  procesado,  véase  lo  ex- 
puesto en  el  artículo  Arrestar  y en  el  presente 
al  tratar  mas  adelante  de  la  detención  del  reo.  * 

XIII.  Si  en  los  negocios  civiles  es  necesaria 
la  imparcialidad  de  los  jueces,  mucho  mas  de- 
berá serlo  en  los  criminales  en  que  suele  tratar- 
se de  la  vida,  del  honor  y de  la  existencia  social 
de  los  individuos.  Así  que,  si  alguna  de  las  par- 
tes tuviere  motivos  para  temer  que  el  juez  no 
será  imparcial,  puede  usar  del  remedio  de  la  re- 
cusación; pero  parece  que  según  la  práctica 
mas  autorizada  no  suele  admitirse  este  remedio 
durante  la  sustanciacion  del  sumario , á fin  de 
evitar  dilaciones  tal  vez  maliciosas  que  podrían 
impedir  el  descubrimiento  de  la  verdad.  V.  Re- 
cusación. 

XIV.  Todos  los  jueces  de  los  tribunales  infe- 
riores deben  dar  cuenta , á mas  tardar  dentro  de 
tercero  dia,  á su  respectiva  Audiencia  de  las 
causas  que  se  formen  por  delitos  cometidos  en 
su  territorio,  y continuar  después  dando  cuenta 
de  su  estado  en  las  épocas  que  la  Audiencia  les 
prescriba:  art.  276  de  la  Constitución  de  1812; 
que  regularmente  es  cada  quince  ó cada  ocho 


dias , y en  los  atentados  contra  el  órden  público 
de  tres  en  tres  dias:  art,  46  de  las  ordenanzas  de 
las  Audiencias,  y 4 de  la  Real  órden  de  20  de  Di- 
ciembre de  1838.  Deben  asimismo  remitir  á la  Au- 
diencia cada  tres  meses,  listas  generales  de  las 
causas  criminales  que  pendieren  en  sus  juzga- 
dos, con  expresión  de  su  estado:  art.  277  de  la 
Constitución  de  1812 ; y darle  además  los  infor- 
mes y noticias  que  para  promover  la  adminis- 
tración de  justicia  les  pidiere  respecto  á las 
causas  fenecidas  y al  estado  de  las  pendientes: 
arts.  53  y 59  del  reglamento  de  1835.  V.  Infor- 
me. La  Audiencia  en  su  vista  podrá  prevenirles 
lo  que  convenga  para  la  mejor  y mas  pronta 
expedición  de  las  causas;  y cuando  haya  jus- 
i to  motivo,  censurarlos,  reprenderlos,  aperci- 
birlos, multarlos,  y aun  formarles  causa,  de 
oficio  ó á instancia  de  parte,  por  los  retra- 
sos, descuidos  y abusos  graves  que  notare; 
bien  que  deberá  oirlos  en  justicia  siempre  que 
reclamen  contra  cualquiera  corrección  que  sin 
formarles  causase  les  imponga;  mas  fuera  de 
aquellas  facultades  legítimas  que  las  Audien- 
cias tienen  en  los  casos  de  apelación,  compe- 
tencia y recurso  de  fuerza,  de  protección  ó de 
nulidad,  no  pueden  de  manera  alguna  avocar 
causa  pendiente  ante  juez  inferior  en  primera 
instancia,  ni  intrometerse  en  el  fondo  de  ella, 
cuando  promuevan  su  curso  ó se  informen  de 
su  estado , ni  pedírsela  aun  ad  ejeetum  videndi, 
ni  retener  su  conocimiento  en  dicha  instancia 
cuando  haya  apelación  de  auto  interlocutorio, 
ni  embarazar  de  otro  modo  á dichos  jueces  en 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  les  compete 
de  lleno  en  la  instancia  expresada:  art.  59  del 
reglamento  de  1835. 

* Según  los  arts.  216  y 217  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  los  jueces  de  instrucción 
deben  dar  parte  de  la  formación  de  los  sumarios 
á los  presidentes  y fiscales  de  las  Audiencias  y 
del  tribunal  del  partido  en  los  dos  dias  siguien- 
tes al  en  que  hubieren  principiado  á conocer  de 
los  mismos,  expresando  en  el  parte  las  circuns- 
tancias especiales  del  hecho,  la  persona  contra 
quien  se  dirija  el  procedimiento  y si  está  ó no 
detenida  ó presa.  Si  la  persona  contra  quien  re- 
. sultaren  cargos  fuere  alguna  de  las  comprendi- 
das en  los  cuatro  últimos  párrafos  del  núm.  3.® 
del  art.  276  de  la  ley  del  poder  judicial  (esto  es, 
contra  los  funcionarios  públicos  que  en  ellos  se 
expresan  y que  se  han  expuesto  en  el  articulo 
Audiencia ),  ó en  los  arts.  281  y 284  de  dicha  ley 
(que  se  exponen  en  el  de  esta  obra  Tribunal  Su- 
premo), practicadas  las  primeras  diligencias  y 
antes  de  dirigir  el  procedimiento  contra  aquella, 
esperará  las  órdenes  del  tribunal  competente; 
si  este  fuere  el  Supremo,  le  dará  al  efecto  el  par- 
te á que  se  refiere  el  artículo  anterior.  Si  el  de- 
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lito  fuere  de  los  que  dan  motivo  á la  prisión 
preventiva,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  y el  presunto  cul- 
pable hubiera  sido  sorprendido  infmgantí,  po- 
drá ser  desde  luego  detenido  y preso  si  fuere 
necesario,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  anterior : art.  218. 

Los  jueces  de  instrucción  deben  remitir  men- 
sualmente al  presidente  del  tribunal  del  partido 
un  estado  de  los  sumarios  principiados,  pendien- 
tes y conclusos  durante  el  mes:  art.  143.  Los 
presidentes  de  los  tribunales  de  partido  remiti- 
rán al  de  la  Audiencia  cada  trimestre  un  estado 
resúmen  de  los  que  hubieren  recibido  mensual- 
mente de  los  jueces  de  instrucción  ; y asimismo 
á la  Audiencia  un  estado  de  las  causas  pendien- 
tes y terminadas  ante  su  tribunal  cada  tres  me- 
ses : arts.  144  y 145.  Las  Salas  de  lo  erimiual  de 
las  Audiencias  remitirán  asimismo  á los  presi- 
dentes de  estas  los  correspondientes  estados  de 
las  causas  también  pendientes  ó por  ellas  ter- 
minadas durante  el  trimestre:  art.  146.  V.  Juris- 
dicción disciplinaria.  * 

XV.  Si  del  sumario  aparecieren  complicados 
en  un  mismo  delito  dos  ó mas  reos  que  se  ha- 
llen sujetos  á diferentes  juzgados  ó tribunales, 
entre  los  que  ejercen  la  real  jurisdicción  ordi- 
naria (como  por  ejemplo,  cuando  habiendo  de- 
linquido en  unión  con  algunos  ciudadanos  par- 
ticulares un  juez  de  primera  instancia,  corres- 
ponda por  las  reglas  generales  conocer  de  la 
causa  respecto  de  los  particulares  al  que  ejerza 
la  jurisdicción  del  partido  en  que  se  cometió  el 
delito,  y respecto  del  juez  áotro  del  partido  mas 
inmediato ),  será  necesario  en  tal  caso  examinar 
si  para  la  recta  y mas  pronta  administración  de 
justicia,  podrá  ser  perjudicial  la  separación  del 
procedimiento  respecto  de  cada  uno  de  los  co- 
delincuentes ó cómplices  que  dependan  de  di- 
verso juzgado,  como  v.  gr.,  en  la  hipótesis  pro- 
puesta respecto  del  juez  inculpado  y de  los  otros 
que  se  presumen  sus  cómplices  ó compañeros 
en  el  delito.  Si  se  encuentra  inconveniente  muy 
grave  en  la  separación,  puede  la  Audiencia  del 
territorio,  á quien  debe  acudirse  en  su  caso,  de- 
terminar por  sí,  á petición  de  su  fiscal  y dando 
cuenta  al  Gobierno  conforme  al  art.  38  del  re- 
glamento, citado  en  el  pár.  IX,  que  se  encargue 
de  la  formación  y prosecución  de  la  causa  con- 
tratodos los  presuntos  delincuentes,  el  juez  letra- 
do de  primera  instancia  que  le  parezca,  mas  á 
propósito,  el  cual,  en  la  supuesta  hipótesis,  ha- 
bría de  ser  el  mismo  juez  del  partido  inmediato 
que  hubiera  de  seguirla  contra  el  juez  presunto 
criminal,  pues  que  él  seria  el  único  que  podría 
conocer  contra  el  juez  y de  consiguiente  contra 
todos.  No  habiendo  inconveniente  grave  en  la 
separación,  puede  cada  juez  seguir  por  separa- 


do la  causa  contra  el  respectivo  reo  que  esté  su- 
jeto á su  jurisdicción , sacándose  de  las  diligen- 
cias del  sumario  el  tanto  de  culpa  que  resulte 
contra  el  otro  reo,  y pasándose  mutuamente  los 
jueces,  de  oficio  ó á instancia  de  parte , testimo- 
nios oportunos  de  los  documentos  j comproban- 
tes que  el  curso  de  la  causa  vaya  produciendo, 
en  cada  proceso  á favor  ó en  contra  de  los  demás 
inculpados.  Mas  si  los  que  aparecen  complicados 
en  un  mismo  delito  pertenecen  unos  á la  juris- 
dicción ordinaria  y otros  á algunas  de  las  pri- 
vilegiadas ó especiales,  no  podrá  entonces  se- 
gún el  estado  presente  de  nuestra  legislación, 
prescindirse  de  la  separación  de  los  procedi- 
mientos, cualesquiera  que  sean  los  inconvenien- 
tes que  produzca,  y cada  reo  habrá  de  ser  pro- 
cesado y juzgado  por  el  tribunal  de  su  fuero,  en 
la  forma  que  acabamos  de  expresar,  respecto  de 
los  que  son  encausados  con  separación  por  di- 
versos juzgados  de  la  jurisdicción  ordinaria, 
Véase  Acumulación  de  autos.  Siempre  ó casi 
siempre  produce , en  efecto,  considerables  per- 
juicios á la  recta  administración  de  justicia  la 
separación  de  causas  contra  diferentes  reos  de 
un  mismo  delito,  para  que  se  sigan  por  diversos 
tribunales;  produce  la  diversidad  y aun  la  con- 
trariedad del  resultado  de  las  actuaciones,  aun- 
que los  cargos  sean  los  mismos;  produce,  por 
consiguiente,  la  diversidad  y aun  la  contrarie- 
dad de  las  sentencias,  aunque  todos  los  acusa- 
dos sean  igualmente  inocentes  ó igualmente  cri- 
minales; produce  mas  de  una  vez  la  condena- 
cion-del  reo  principal  en  una  pena  mucho  me- 
nor que  la  del  cómplice  secundario , y quizá  la 
absolución  de  aquel  y la  condenación  de  este. 
Seria , por  lo  tanto , muy  de  desear  que  se  fijase 
como  principio  por  la  ley,  que  siempre  que  hu- 
biese diferentes  reos  de  un  mismo  delito,  cual- 
quiera que  fuese  la  diversidad  de  fueros  ó juris- 
dicciones á que  cada  uno  de  ellos  pertenecía, 
fuesen  todos  procesados  y juzgados  por  un  mis- 
mo tribunal,  ora  por  el  ordinario,  ora  por  el  de 
mayor  gerarquía,  ora  por  el  que  tenga  potestad 
para  castigar  el  crimen  especial  que  se  persi- 
ga , según  la  clase  de  los  reos  y la  naturaleza 
de  los  casos,  debiendo  acumularse  en  él  todas 
las  diligencias  que  por  cualquiera  juez  se  hu- 
bieran incoado. 

* Actualmente  deberán  resolverse  las  dificul- 
tades que  opone  el  autor  en  este  párrafo , con 
arreglo  á lo  prescrito  en  los  arts.  327,  328,  330  y 
331  de  la  ley  del  poder  judicial  expuestos  en  el 
de  esta  obra  Competencia,  en  materia  criminal , y 
según  los  arts.  329  y 330  de  dicha  ley  que  dis- 
ponen que  la  jurisdicción  ordinaria  sea  la  com- 
petente, con  exclusión  de  toda  otra  para  juzgar 
á los  reos  de  delitos  conexos,  siempre  que  algu- 
no esté  sujeto  á ella,  aun  cuando  los  demás  sean 


JU 


— 569  — 


JU 


aforados;  que  esto  debe  entenderse  en  el  caso 
de  que  sea  competente  dicha  jurisdicción  ordi- 
naria para  juzgar  de  los  delitos  conexos;  y que 
si  alguno  de  ellos  fuere  por  su  índole  y natura- 
leza de  la  competencia  exclusiva  de  otra  juris- 
dicción , esta  deberá  conocer  de  la  causa  que  se 
forme  sobre  él,  sin  perjuicio  de  que  la  ordinaria 
conozca  de  la  que  se  instruya  sobre  los  demás. 
V.  Jurisdicción  ordinaria  ( en  lo  criminal).  * 

XVI.  Si  la  separación  de  causas  contra  di- 
ferentes reos  de  un  mismo  delito  para  que  co- 
nozcan de  ellas  diversos  tribunales  suele  siem- 
pre producir  gravísimos  inconvenientes,  no  deja 
de  producirlos  también,  aunque  quizá  no  tan 
graves,  la  separación  de  piezas  de  una  misma 
causa,  cuando  esta  se  sigue  por  un  mismo  tri- 
bunal ó juzgado.  Tiénese  que  ocupar  muchos 
dias  en  la  formación  de  los  ramos,  habiendo  que 
sacar  del  principal,  para  que  sirvan  en  cada  uno 
de  aquellos,  difusos  y multiplicados  testimonios: 
vénse  las  partes  respectivamente  á cada  paso  en 
la  necesidad  de  pedir  que  se  ponga  en  una  de 
las  piezas  testimonio  de  las  actuaciones  de  otra 
que  estiman  favorables:  otro  tanto  tiene  que  pe- 
dir el  ministerio  público  ó mandar  el  juez  con 
respecto  á los  documentos  y comprobantes  re- 
lativos á la  participación  que  cada  reo  haya  te- 
nido en  el  crimen:  es  necesario  ejecutar  en  cada 
una  de  las  piezas  la  ratificación  de  los  testigos 
del  sumario , pues  no  serviría  la  practicada  en 
otra,  sin  citación  de  los  interesados;  y puede  muy 
bien  suceder  que  los  testigos  se  ratifiquen  lla- 
namente y sin  alteración  en  una  de  las  piezas> 
y varien  en  otra  el  concepto  de  lo  que  hayan 
declarado,  por  las  reconvenciones  ó repregun- 
tas que  les  haga  el  inculpado  ó su  defensor.  De 
aquí  es  que  de  la  separación  de  piezas,  suele  se- 
guirse un  resultado  opuesto  al  que  se  apetecía; 
la  complicación  y la  confusión  en  lugar  de  la 
claridad , la  prolongación  en  lugar  de  la  breve- 
dad, y tal  vez  la  contradicción  y la  inconsecuen- 
cia de  los  fallos  y el  sacrificio  de  la  verdad  y de 
la  justicia.  Por  esto  á veces  los  tribunales,  des- 
pués de  tanto  trabajo  y tanto  tiempo  invertido 
.en  la  formación  y seguimiento  de  las  piezas, 
tienen  por  mas  acertado  decretar,  que  todas  las 
piezas  á la  vez  se  lleven  á la  vista  para  pronun- 
ciar con  conocimiento  del  resultado  de  todas 
ellas  la  sentencia  definitiva. 

Es,  pues  , regla  general,  que  cuando  un  juez 
ó tribunal  forme  causa  contra  diferentes  reos  de 
un  mismo  delito,  deba  seguirla  conjuntamente 
contra  todos  ellos  en  una  sola  pieza  ó sea  en  un 
mismo  proceso.  Así  en  efecto  está  ordenado  por 
la  ley  9.',  tít.  34,  lib.  12,  Nov.  Eecop.:  «Mandamos, 
dice,  que  los  jueces  pesquisidores  y de  comisión 
y ordinarios  en  una  causa  sobre  un  delito  que 
les  fuere  cometido  ó entendieren  en  ella , no  fa- 
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gan  mas  de  un  proceso,  aunque  sean  muchos 
los  delincuentes ; so  pena  que  sean  obligados, 
lo  contrario  haciendo,  á todas  las  costas , dere- 
chos y daños  que  á las  partes  se  siguieren,  y 
mas  el  dos  tanto  para  la  cámara.»  Pero  las  ter- 
cerías dótales  ó de  dominio  sobre  los  bienes  em- 
bargados ó aprehendidos  á los  reos , y las  averi- 
guaciones de  efectos  pertenecientes  á estos  cuan- 
do hay  embargo,  como  asimismo  cualesquiera 
otros  particulares  independientes  de  la  causa 
principal,  deben  tratarse,  hacerse  y seguirse  en 
piezas  separadas,  pues  que  estos  incidentes 
accesorios  ó secundarios,  no  deben  nunca  emba- 
razar el  curso  de  los  procedimientos  criminales, 
según  dispone  en  su  art.  14  la  ley  restablecida 
de  11  de  Setiembre  de  1820,  y según  debería 
practicarse  aunque  no  existiese  esta  ley. 

Sin  embargo  de  la  regla  general  que  se  acaba 
de  establecer,  no  deja  de  haber  casos  en  que  se 
considera  conveniente  ó necesaria  la  formación 
de  piezas  separadas.  Primero : En  las  causas  de 
cómplices  en  que  convenga  hacer  un  pronto  y 
saludable  escarmiento,  deben  los  jueces  prose- 
guirlas y determinarlas  rápidamente  con  res- 
pecto al  reo  ó reos  principales  que  se  hallen  con- 
vencidos, sin  perjuicio  de  continuar  las  actua- 
ciones en  pieza  separada  para  la  averiguación  y 
castigo  de  los  demás  culpados , como  se  previene 
en  el  art.  15  de  la  ley  de  11  de  Setiembre  de  1820. 
Segundo-.  En  las  causas  formadas  contra  reos 
ausentes  y presentes,  podría  resultar  inconve- 
niente grave  de  continuarlas  contra  unos  y otros 
á un  mismo  tiempo,  ya  porque  los  presentes 
tendrían  que  aguardar  al  llamamiento  de  los 
ausentes,  ya  porque  presentándose  ó siendo 
capturados  estos  durante  el  término  de  prueba 
ó después  de  ella,  se  habría  de  detener  la  prose- 
cución de  la  causa  respecto  de  aquellos  á fin  de 
oir  á los  últimos ; y así  es  lo  mas  acertado  y 
oportuno , para  no  entorpecer  la  acción  de  la 
justicia  respecto  de  los  presentes,  formar  desde 
luego  pieza  separada  contra  los  ausentes  con 
testimonio  de  las  actuaciones  del  sumario  que 
les  conciernan.  V.  Juicio  contra  reos  ausentes. 
Tercero-,  Cuando  uno  de  los  acusados  pidiere  el 
término  ultramarino  necesario  para  hacer  una 
prueba,  que  ni  directa  ni  indirectamente  pueda 
aprovechar  á ninguno  de  los  otros,  seria  perju- 
dicial á estos  y á la  causa  pública  detener  el 
procedimiento  respecto  de  ellos  todo  el  tiempo 
que  se  consuma  en  la  prueba  ultramarina;  y 
convendrá  por  lo  tanto  seguir  la  sustanciacion 
de  la  causa  en  la  pieza  principal  contra  los  de- 
más reos  y formar  pieza  separada  respecto  de 
aquel  ¿ quien  se  ha  concedido  término  tan  largo. 
Cuarto-.  Cuando  algunos  de  los  acusados  no  estén 
complicados  en  el  delito  principal  sino  solo  en 
algún  hecho  accesorio , ó no  hayan  tomado  par- 
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te  en  todos  los  delitos  de  que  se  trata,  podrá  ser 
útil  y conforme  á justicia  y carecer  de  todo  in- 
conveniente la  formación  de  pieza  separada,  para 
juzgarlos  independientemente  de  los  otros,  sin 
necesidad  de  esperar  á la  terminación  de  la  cau- 
sa general,  especialmente  si  esta  es  enmarañada 
y exige  mucho  tiempo. 

Medios  do  prevenir  ó dar  principio  á una  causa 
criminal. 

XVII.  El  procedimiento  en  las  causas  sobre 
delitos  públicos  puede  principiar:  1.”  por  excita- 
ción ó á instancia  del  ministerio  fiscal;  2.°  por 
querella  ó denuncia  de  la  parte  agraviada  ó de 
quien  pueda  ejercitar  sus  acciones;  3."  por  acu- 
sación de  cualquiera  persona  que  no  sea  inhá- 
bil para  entablarla;  4.°  por  denuncia  ó delación 
de  quien  pueda  hacerla;  yñ."  por  pesquisa  judi- 
cial ó de  oficio  decretada  por  el  juez  en  virtud 
de  aviso  confidencial  ó de  notoriedad  ó fama  pú- 
blica. V.  Delito  y Escándalo. 

* Los  mismos  medios  viene  á establecer  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  sus  artículos 
1.",  2.",  6.“,  155,  171  y siguientes,  189  y 191,  que 
se  expodrán  mas  adelante. 

1.”  Por  excitación  ó á instancia  del  ministerio 
fiscal.  El  promotor  fiscal  es  en  cada  partido  el 
defensor  y representante  de  la  sociedad  en  las 
causas  criminales  sobre  delitos  públicos,  y el 
encargado,  por  consiguiente,  de  inquirirlos,  de- 
nunciarlos y perseguirlos,  debiendo  emplear 
todo  el  celo  y energía  propia  de  su  oficio  á fin 
de  que  no  se  verifique  un  solo  caso  de  impuni- 
dad por  omisión  en  la  formación  de  causa  ó por 
falta  de  actividad  é inteligencia  en  su  continua- 
ción y pronta  terminación;  art.  101  del  Regla- 
mento de  justicia,  art.  5."  de  la  Real  órden  de  20 
de  Diciembre  de  1838  y Real  órden  de  11  de  Ene- 
ro de  1840.  Así,  pues,  en  el  momento  que  un 
promotor  fiscal  tenga  noticia  de  que  se  ha  co- 
metido un  delito  público  y de  que  no  se  han 
prevenido  las  primeras  actuaciones  para  su 
comprobación  y castigo  en  virtud  de  querella, 
acusación,  denuncia  ó pesquisa  judicial,  debe 
presentar  escrito  ante  el  juez  de  primera  instan- 
cia del  partido  haciéndole  la  denuncia  con  ex- 
presión de  todas  las  circunstancias  conducentes, 
y de  los  reos  y su  paradero  si  lo  supiere,  como 
asimismo  de  las  personas  que  presenciaron  la 
ejecución  del  hecho  ó tengan  noticia  exacta  ó 
puedan  dar  razón  de  ella,  y de  las  diligencias 
que  convendrá  practicar  para  la  averiguación 
legal  del  delito  y de  los  delincuentes  y su  deten- 
ción ó prisión  si  es  que  corresponde  por  merecer 
pena  corporal.  Después  de  hecha  la  excitación  ó 
denuncia,  debe  también  el  promotor  fiscal  poner 
mucho  cuidado  en  que  se  lleve  adelante  la  cau- 


sa con  toda  actividad  y en  que  no  se  omita  nin- 
guna de  aquellas  gestiones  que  sean  convenien- 
tes para  llenar  el  objeto  de  la  denuncia  y para 
la  mas  pronta  y cabal  administración  de  justi- 
cia haciendo  con  prudencia  y oportunidad  las 
peticiones  y reclamaciones  que  el  caso  exija, 
así  para  la  persecución  de  los  criminales  y la 
protección  de  las  personas  agraviadas  ó perjudi- 
cadas, eomo’para  que  se  respeten  los  legítimos 
derechos  de  los  procesados  y no  se  trate  nunca 
á estos  sino  conforme  á lo  que  la  verdad  y la 
justicia  requieran;  sin  que  por  eso  haya  de 
mezclarse,  como  algunos  pretenden,  en  todas 
las  actuaciones  fiel  sumario  ni  exigir  la  cónsul, 
ta  ó comunicación  de  todas  las  providencias  que 
el  juez  dictare,  pues  que  semejante  interven- 
ción, lejos  de  ser  útil  ó necesaria,  no  produciría 
otro  efecto  que  el  de  entorpecer  la  marcha  del 
procedimiento,  como  diariamente  acredita  la 
experiencia;  bien  que  se  le  habrán  de  dar  las 
noticias  que  pida,  y admitirle  á presenciar  cier- 
tos actos  interesantes,  como  el  reconocimiento 
de  un  herido  y la  aprehensión  de  los  instru- 
mentos del  delito;  artículos  51,  101,  105,  106  y 
107  del  Reglamento  de  justicia  y de  las  Reales 
órdenes  de  20  de  Diciembre  de  1838,  9 de  Mayo 
de  1839  y 11  de  Enero  de  1840.  Mas  no  solo  cuan- 
do él  provoca  la  formación  de  causa  por  medio 
de  la  denuncia,  sino  también  cuando  por  que- 
rella privada,  por  delación  pública  ó secreta  ó 
por  rumor  popular  se  hubiese  ya  dado  principio 
á los  procedimientos  indagatorios,  está  obligado 
el  promotor  fiscal  á sostener  la  acusación  en 
nombre  de  la  sociedad  y llenar  cumplidamente 


todos  los  deberes  de  su  oficio,  sea  que  el  acusa- 
dor ó querellante  particular  abandone  su  que- 
rella, sea  que  la  lleve  adelante  con  tesón;  re- 
gla 15. 1 del  art.  51  del  Reglamento  de  justicia. 
Véase  la  adición  de  la  pág,  572,  col. 2.a,  aparte  4." * 
* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  dispone 
en  su  art.  6.°,  que  los  funcionarios  del  ministe- 
Vio  fiscal  tienen  la  obligación  de  ejercitar,  con 
arreglo  á las  disposiciones  de  la  misma,  todas 
las  acciones  penales  que  consideren  procedentes, 
haya  ó no  acusador  particular  en  las  causas, 
menos  las  acciones  que  nacen  de  los  arts.  458, 
ib7  y 471  del  Código  penal  que  versan  sobre 
estupro,  calumnia  é injuria;  véanse  estos  ar- 
tículos, y las  procedentes  de  los  delitos  eom- 


f aris.  y de  dicho  ooaigo, 

ique  versan  sobre  adulterio  y amancebamiento; 
veanse  estos  artículos).  Sostendrán  también  las 
procedentes  de  los  delitos  definidos  en  los  ar- 
tículos 4o 3,  460,  461  y 462  del  Código  penal  que 
versan  sobre  violación  y rapto  de  una  mujer  en 
os  casos  expresados  en  los  párs.  2."  y 3.°  del  ar- 
icólo 463  de  dicho  Código.  V.  Violación  y Rapto. 

> egam  el  art.  838,  núm.  8.“  de  la  ley  orgánica 
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del  poder  judicial,  corresponde  al  ministerio  fis- 
cal ejercitar  la  acción  pública  en  todas  las  cau- 
sas criminales,  sin  mas  excepción  que  la  de 
aquellas,  que  segun  las  leyes  solo  pueden  ser 
promovidas  á instancia  de  parte  agraviada,  y 
según  el  núm.  7.°  de  dicho  artículo,  el  ministe- 
rio fiscal  debe  promover  la  formación  de  las 
causas  criminales  por  delitos  y faltas  cuando 
tengan  conocimiento  de  su  perpetración,  si  no 
las  hubieren  comenzado  de  oficio  aquellos  k 
quienes  corresponda. 

Los  funcionarios  del  ministerio  fiscal  han  de 
ejercitar  en  forma  de  querella  las  acciones  pe- 
nales en  los  casos  en  que  k ello  estuvieren  obli- 
gados con  arregdo  á lo  prescrito  en  el  art.  6.“ 
expuesto:  art.  173  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. 

Tienen  también  obligación  todos  los  que  for- 
man la  policía  judicial,  de  averiguar  lo.s  delitos 
públicos  que  se  cometieren  en  su  demarcación, 
é inmediatamente  que  tuvieren  conocimiento  de 
ellos  deben  participarlo  á la  autoridad  judicial: 
artículo  194.  V.  Policía  judicial  y lo  que  expo- 
nemos en  este  articulo  al  tratar  del  Sumario.  * 
2.°  Por  querella  ó denuncia  do  la  parle  agra- 
viada ó de  quien  pueda  ejercitar  sus  acciones. — 
Toda  persona  que  se  crea  ofendida  por  un  cri- 
men ó delito  público  ó bien  la  que  tenga  derecho 
de  ejercer  su  acción,  puede  acudir  al  juez  expo- 
niendo el  hecho  y sus  circunstancias  para  que 
sean  perseguidos  sus  autores  con  arreglo  á las 
leyes.  Si  el  delito  es  de  los  que  se  dicen  ó repu- 
tan in  fraganti , 6 de  los  que  no  dejan  señales 
de  rastro  permanente , ó de  los  que  no  dejan  sino 
señales  que  pueden  borrarse,  alterarse  ú ocul- 
tarse naturalmente  ó de  intento  si  se  demorase 
el  justificarlas,  de  modo  que  la  dilación  puede 
perjudicar  los  medios  de  prueba  ó la  captura  del 
delincuente,  podrá  acudir  el  agraviado  ó quien 
le  represente  al  juez,  alcalde  constitucional  ó 
alcalde  de  barrio  que  mas  pronto  se  encuentre, 
para  que  valiéndose  de  cualquier  escribano  pase 
en  el  momento  al  sitio  del  delito  á formar  las 
diligencias  mas  urgentes  del  sumario.  Pero  si 
el  delito  no  fuere  de  las  clases  expresadas,  nu 
debe  acudir  el  agraviado  ó su  representante  sino 
al  juez  de  primera  instancia  del  partido  en  caso 
de  que  quisiere  usar  del  medio  de  la  querella,  y 
puede  acudir  al  mismo  juez  ó al  promotor  fiscal 
en  caso  de  que  prefiriere  usar  del  medio  de  la 
denuncia,  para  que  el  primero  proceda  de  oficio 
á la  averiguación  del  delito  y de  su  autor,  ó el 
segundo  promueva  la  sumaria  y entable  y siga 
eu  nombre  de  la  sociedad  la  acción  criminal  que 
le  compete. 

La  querella  se  hace  por  medio  de  un  escrito 
qne  regularmente  ha  de  contener:  1.',  el  nom- 
bre del  querellante;  2.°,  el  nombre  ó designa- 


ción del  inculpado;  3.°,  la  relación  circunstan- 
ciada del  delito;  4.",  el  lugar,  mes  y año  en  que 
se  ha  cometido,  según  dice  la  ley,  y aun  los 
autores  añaden  que  también  el  dia,  y no  faltan 
quienes  exigen  igualmente  la  hora;  5.“,  la  pe- 
tición de  que  se  admita  sumaria  información  de 
los  testigos  qne  serán  presentados  ó de  que  se 
practique  tal  ó tal  diligencia  para  justificar  lo 
expuesto,  y de  que  si  después  de  hecha  resultan 
motivos  suficientes,  se  decrete  la  prisión  y em- 
bargo de  bienes  del  inculpado  y se  proceda  á lo 
demás  que  corresponda:  G.°.  la  protesta  de  for- 
malizar el  querellante  su  acusación  y pedir  lo 
que  le  convenga  cuando  se  le  entregue  el  su- 
mario después  de  instruido  y terminado;  7.“,  el 
juramento  de  que  no  procede  con  malicia;  8.°,  la 
firma  del  querellante  ó de  su  procurador  habi- 
litado con  poder  especial:  ley  14,  tít.  l.“,  Parti- 
da 7.a,  y leyes  7.a  y 8.a,  tít.  33,  lib.  12,  Nov.  Re- 
copilación. El  juez  admite  la  querella  y practica 
las  diligencias  que  se  le  piden  con  arreglo  al 
escrito,  haciendo  que  se  notifiquen  al  quere- 
llante los  autos  que  dictare  para  que  con  cono- 
cimiento de  lo  que  se  adelante  en  el  sumario 
pueda  exponer  y pedir  cnanto  crea  conveniente 
á la  justificación  del  hecho  y al  ejercido  de  su 
acción.  Pero  no  debe  exigirle  fianza  de  calum- 
nia, porque  ni  el  agraviado  ni  el  que  tiene  de- 
recho ú obligación  de  ejercitar  sus  acciones  in- 
curren en  la  pena  de  calumnia,  aunque  no  prue- 
ben la  acusación,  á no  ser  que  se  les  justifique 
haber  procedido  con  malicia;  bien  que  no  pro- 
bando la  acusación  habrán  de  pagar  al  acusado 
las  costas  y daños  que  por  razón  de  ella  se  le 
hubieren  seguido:  ley  5.a,  tít.  20,  lib.  4 del  Fue- 
ro Real,  y leyes  1.',  6.a,  21  y 26,  tít.  l.°,  Part.  7.a 
Véase  mas  arriba  pár.  VI,  y los  artículos  Acissa- 
cion . — Acusador.  — Calumnia  y Fianza  de  ca- 
lumnia. 

La  denuncia  puede  hacerse  por  escrito  ó de 
palabra,  personalmente  ó por  medio  de  procu- 
rador habilitado  con  poder  especial  al  intento. 
Si  se  hace  por  escrito,  ha  de  estar  firmada  por 
el  denunciante  ó por  persona  conocida  si  él  no 
pudiere  ó no  supiere;  y si  se  hace  de  palabra, 
debe  comparecer  el  denunciador  ante  el  juez  6 
el  ministro  fiscal.  Así  en  la  denuncia  escrita 
como  en  la  verbal,  debe  el  denunciante  referir 
bajo  juramento  el  delito  con  todas  sus  circuns- 
tancias y con  designación  de  los  autores  si  los 
conoce  ó de  sus  señas  y de  las  personas  que 
puedan  dar  razón , y puede  manifestar  al  mismo 
tiempo  si  quiere  usar  de  la  acción  civil  ú si  la 
renuncia  ó la  deja  al  prudente  arbitrio  de  los 
tribunales  ó se  reserva  ejercitarla  después  de  la 
terminación  del  proceso  criminal.  De  la  denun- 
cia verbal  ha  de  extenderse  acta  que  deben  fir- 
mar los  que  intervengan  en  ella  con  el  denun- 
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ciante.  Véase  mas  arriba  pár.  IV.  Si  ei  agraviado 
ó el  que  le  representa  no  está  obligado  á prestar 
fianza  de  calumnia  cuando  pone  querella  for- 
mal, es  claro  que  tampoco  lo  estará  cuando 
hace  la  denuncia. 

* En  la  actualidad  hánse  introducido  varias 
innovaciones  en  las  disposiciones  y prácticas 
anteriores  sobre  esta  materia,  que  expone  el 
autor,  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
de  1872. 

Según  esta  ley  ¡ que  en  su  art.  171  declara  que 
las  causas  criminales  cuya  instrucción  no  co- 
mience de  oficio,  empezarán  precisamente  por 
querella),  todos  los  ciudadanos  españoles,  ha- 
yau  sido  ó no  ofendidos  con  el  delito,  pueden 
querellarse  ejercitando  la  acción  popular  esta- 
blecida en  el  articulo  2.°  de  dicha  ley.  También 
pueden  querellarse  los  extranjeros  por  los  deli-  i 
tos  cometidos  contra  sus  personas  ó bienes,  ó ! 
las  personas  ó bienes  de  sus  representados,  pré- 
vio  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  184,  I 
si  no  estuvieren  comprendidos  en  el  último  pár-  I 
rafo  del  185  que  se  expone  mas  adelante : ar- 
tículo 172. 

La  querella  habrá  de  interponerse  ante  el  juez 
de  instrucción  competente.  Si  el  querellado  es- 
tuviere sometido  por  el  delito  que  fuese  objeto 
de  la  querella  á la  Audiencia  ó al  Tribunal  Su- 
premo, en  virtud  de  lo  prescrito  en  los  cuatro 
últimos  párrafos  del  mim.  3.”  del  art  276  y en 
los  281  y 284  de  la  ley  sobre  organización  del 
poder  judicial , habrá  de  interponerse  la  quere- 
lla ante  el  tribunal  que  por  dichos  artículos  fue- 
re competente  para  conocer  del  delito.  V.  Au- 
diencia y Tribunal  Supremo. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  fueren  varios  los 
querellados  por  un  mismo  delito  ó por  dos  ó mas 
conexos,  y alguno  de  aquellos  estuviese  some- 
tido á la  Audiencia  ó Tribunal  Supremo  con  ar- 
reglo á lo  dispuesto  en  los  artículos  menciona- 
dos en  el  párrafo  anterior:  art,  175. 

En  los  casos  de  delito  infraganti  ó de  los  qoe 
no  dejan  señales  permanentes  de  su  perpetra- 
ción , 6 en  que  fuere  de  temer  fundadamente  la 
ocultación  ó fuga  del  presunto  culpable,  el  par- 
ticular que  intentare  querellarse  del  delito  po- 
drá acudir  desde  luego  al  juez  de  instrucción  ó 
municipal  que  estuviere  mas  próximo  ó á cual- 
quier funcionario  de  policía,  á fin  de  que  se 
practiquen  las  primeras  diligencias  necesarias 
para  hacer  constar  la  verdad  de  los  hechos  y i 
para  detener  al  delincuente:  art.  176. 

Fd  particular  querellante,  cualquiera  que  sea 
su  fuero , quedará  sometido  para  todos  los  efec- 
tos del  juicio  por  él  promovido  al  juez  de  ins- 
trucción y al  tribunal  competentes  para  conocer 
del  delito  objeto  de  la  querella:  art.  177. 

El  mismo  podrá  apartarse  de  la  querella  en 


cualquier  tiempo,  quedando  sin  embargo  su- 
jeto á las  responsabilidades  que  pudieran  resul- 
tarle por  sus  actos  anteriores:  art,  178. 

Si  la  querella  fuese  por  delito  que  no  pueda 
ser  perseguido  sino  á instancia  de  parte,  se  en- 
tenderá haberla  abandonado  el  que  la  hubiere 
interpuesto  cuando  dejare  de  instar  el  procedi- 
miento dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á la 
notificación  del  auto  en  que  el  juez  ó el  tribunal 
así  lo  hubiese  acordado.  Al  efecto,  á los  cinco 
dias  de  haberse  practicado  las  últimas  diligen- 
cias pedidas  por  el  querellante , ó de  estar  para- 
lizada la  causa  por  falta  de  instancia  del  mis- 
mo, mandará  de  oficio  el  juez  ó el  tribunal  que 
conociere  de  los  autos  que  aquel  pida  lo  que 
convenga  á su  derecho  en  el  término  fijado  en 
el  párrafo  anterior.  Se  tendrá  también  por  aban- 
donada la  querella  cuando  por  muerte  ó por 
haberse  incapacitado  el  querellante  para  conti- 
nuar la  accien  no  compareciere  ninguno  de  shs 
herederos  ó representantes  legales  á sostenerla 
dentro  de  los  sesenta  dias  siguientes  al  en  que 
¡a  muerte  ó la  incapacidad  hubiesen  ocurrido: 
arts.  179  y 180. 

En  los  delitos  referidos  que  se  ex-presan  en  la 
adición  al  pár.  XVIII,  corresponde  solo  á los 
agraviados  la  promoción  y aun  la  continuación 
del  proceso,  el  cual  se  paraliza  ó termina  cuando 
aparece  ser.  esta  su  voluntad. 

La  querella  se  presentará  siempre  por  medio 
de  procurador  con  poder  bastante  y suscrita  por 
letrado.  Se  extenderá  en  papel  de  oficio,  yen 
ella  se  expresará:  1.a  El  juez  ó tribunal  á quien 
se  presente.  2.°  El  nombre,  apellido  y vecindad 
del  querellante.  3.°  El  nombre,  apellido  y ve- 
cindad del  querellado.  En  el  caso  de  ignorarse 
estas  circunstancias,  se  deberá  hacer  la  desig- 
nación del  querellado  por  las  señas  que  mejor 
pudieran  darla  á conocer,  á no  ser  que  fuesen 
también  estas  señas  ignoradas.  4.°  La  relación 
circunstanciada  del  hecho,  con  expresión  del 
lugar,  año,  mes,  diá  y hora  en  que  se  ejecutó, 
si  se  supieren.  5."  Expresión  de  las  diligencias 
que  se  deberán  practicar  para  la  comprobación 
del  hecho.  6."  La  petición  de  que  se  admita  la. 
querella , se  practiquen  las  diligencias  indica- 
das en  el  número  anterior,  se  proceda  á la  de- 
tención y prisión  del  presunto  culpable,  ó á 
exigirle  la  fianza  de  libertad  provisional,  y se 
acuerde  el  embargo  de  sus  bienes  en  la  canti- 
dad necesaria  en  los  casos  en  que  así  proceda. 
i-  La  firma  del  querellante  ó la  de  otra  persona 
á su  ruego,  si  no  supiere  ó no  pudiere  firmar,  y 

a e su  procurador  y la  del  letrado  que  le  de- 
fienda. 

Si  el  procurador  lo  fuese  en  virtud  de  poder  es- 
pecial uo  será  necesaria  la  firma  del  querellante 
m a de  otl'a  Persona  á su  ruego:  art.  181. 
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Cuando  la  querella  tenga  por  objeto  algún  de- 
lito de  los  que  solamente  pueden  perseguirse  á 
instancia  de  parte,  excepto  el  de  violación  ó 
rapto,  acompañará  también  la  certificación  que 
acredite  haberse  celebrado  ó intentado  el  acto 
de  conciliación  entre  el  querellante  y el  quere- 
llado. Podrán,  sin  embargo,  practicarse  desde 
luego  y sin  este  requisito  las  diligencias  de  ca- 
rácter urgente  para  la  comprobación  de  los  he- 
chos ó para  la  detención  del  delincuente , sus- 
pendiendo después  el  curso  de  los  autos  hasta 
que  se  acredite  el  cumplimiento  de  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  anterior:  art.  182. 

Si  el  delito  fuese  el  de  calumnia  ó injuria  cau- 
sadas en  juicio,  se  acompañará  la  licencia  del 
juez  ó tribunal  que  hubiese  conocido  de  aquel, 
con  arreglo  al  párrafo  primero  del  art.  482  del 
Código  penal:  art.  183. 

El  particular  querellante  habrá  de  prestar  la 
fianza  de  la  clase  y en  la  cuantía  que  fijare  el 
juez  ó tribunal  para  responder  de  las  resultas 
del  juicio.  Estarán,  sin  embargo,  exentos  de 
cumplir  lo  dispuesto  eu  el  articulo  anterior: 

1. °  El  ofendido  y sus  herederos  ó represen- 
tantes legales. 

2. °  Cuando  el  delito  fuere  el  de  asesinato  ó el 
de  homicidio,  el  viudo  ó viuda  de  la  víctima,  y 
los  ascendientes  y descendientes  consanguíneos 
ó afines,  y los  colaterales  consanguíneos  hasta 
el  cuarto  grado  y los  afines  hasta  el  segundo,  y 
los  herederos  también  de  la  víctima. 

Para  que  los  querellantes  comprendidos  en  los 
dos  números  anteriores  gocen  de  la  exención  de 
la  fianza,  será  necesario  que  sean  ciudadanos 
españoles,  ó siendo  extranjeros,  que  les  corres- 
ponda esta  exención  en  virtud  de  tratados  cele- 
brados con  el  Gobierno  de  su  uacion , ó por  la 
regla  de  la  reciprocidad;  arts.  184  y 185.  Véase 
Querella,  Acción  penal.  Acusador  y Denuncia.  * 

3. ”  Por  acusación  de  cualquiera  persona  que  no 
sea  inhábil  para  entablarla. — No  solamente  el 
agraviado  ó el  que  tenga  derecho  ú obligación 
de  ejercitar  sus  acciones  y el  ministerio  fiscal 
pueden  acusar  al  que  haya  cometido  alguno  de 
los  delitos  llamados  pfiblicos,  sino  también  cual- 
quiera español  que  no  se  halle  inhabilitado  al 
efecto  por  la  ley;  porque  como  todos  los  delitos 
públicos,  aunque  á veces  recaigan  especialmen- 
te en  perjuicio  directo  de  alguna  persona,  pro- 
ducen siempre  en  mayor  ó menor  grado  algún 
mal  físico  ó moral  á todos  los  miembros  del 
cuerpo  social,  se  ha  creído  justo  dar  acción  po- 
pular y cometer  el  ejercicio  de  ella  á todo  indi- 
viduo que  quiera  tomarlo  á su  cargo  para  perse- 
guir en  nombre  de  todos  al  que  á todos  ha  ofen- 
dido; bien  que  para  refrenar  el  abuso  que  algunos 
pudieran  hacer  de  esta  facultad,  se  ha  estable- 
cido ia  fianza  de  calumnia,  se  haD  señalado  pe- 


nas al  que  no  pruebe  su  acusación,  y se  ha  pro- 
hibido admitirla  de  quien,  por  sus  circunstan- 
cias personales,  no  presenta  garantías  de  inte- 
gridad y buena  fe,  ó de  quien  no  podría  hacerla 
sin  darnos  un  espectáculo  de  inmoralidad  ó cor- 
rupción. Pero  como  no  se  hallan  fácilmente  per- 
sonas que  por  ofensas  que  directamente  no  les 
atañen  quieran  arrostrar  los  disgustos,  los  peli- 
gros y la  responsabilidad  que  la  prosecución  de 
una  causa  de  esta  especie  habría  de  producirles, 
de  ahi  es  que  apenas  se  hace  uso  en  el  día  de  la 
acción  popular,  y que  casi  no  se  persiguen  los 
delitos  públicos  sino  á instancia  de  los  agravia- 
dos ó de  los  funcionarios  especiales  destinados 
al  efecto,  ó bien  de  oficio  por  los  jueces.  V.  Acu- 
sación, Acusado  y Acusador. 

* No  obstante  este  retraimiento  en  el  ejercicio 
de  la  acción  popular  que  se  advertía  ya  según 
la  legislación  anterior  en  la  nueva  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  se  ha  declarado  que  la  ac- 
ción penal  es  pública,  pudiendo  ejercitarla  to- 
! do  los  españoles  con  arreglo  á las  prescripcio- 
. nes  de  dicha  ley,  que  hemos  expuesto  en  los 
de  esta  obra  Acción  penal,  Acusación,  Acusado 
y Actos  ador,  y en  el  presente  artículo  al  tratar 
de  la  Querella.  * 

4.°  Por  denuncia  d delación  de  quien  pueda  ha- 
cerla.— Es  necesario  empezar  aquí  por  explicar 
las  acepciones  de  estas  dos  voces.  Ambas  á dos 
nos  presentan  una  idea  que  les  es  común;  así  la 
palabra  denuncia  como  la  palabra  delación,  sig- 
nifican el  descubrimiento  de  una  infracción  de 
ley,  de  un  crimen,  de  un  delito,  de  una  contra- 
vención, al  juez  ó autoridad  competente,  para 
que  pueda  proceder  en  su  consecuencia  á hacer 
constar  el  hecho  y á imponer  al  criminal,  delin- 
cuente ó contraventor  la  pena  en  que  hubiere 
incurrido;  pero  cada  una  de  ellas  tiene  además 
un  sentido  que  le  es  propio  y que  la  distingue 
de  la  otra.  La  denuncia  supone  un  objeto  en  que 
tiene  menos  parte  el  interés  personal  que  el  de- 
seo de  evitar  ó reparar  el  daño  y las  consecuen- 
cias del  delito,  y la  delación,  por  el  contrario, 

' supone  un  objeto  en  que  tiene  menos  parte  el 
deseo  de  la  justicia  que  el  interés  personal.  Por 
eso  se  dice  que  denuncia  una  conspiración  que 
descubre  un  buen  ciudadano  un  hombre  que 
desea  la  pública  tranquilidad,  y que  la  delata 
uno  de  los  cómplices  por  el  miedo  del  castigo,  ó 
por  lograr  un  premio,  ó por  vengarse  de  algún 
enemigo  suyo  que  ve  comprometido  en  ella,  que 
denuncia  una  mala  vecindad  el  que  desea  evitar 
í el  escándalo  á su  familia,  y que  delata  un  con- 
trabando el  que  espera  la  recompensa  que  á él 
le  toca;  que  denuncia  á un  delincuente  oculto  el 
ofendido  por  él  ó el  funcionario  público  encar- 
gado de  perseguirle,  y que  le  delata  uno  de  sus 
I cómplices  ó auxiliadores,  que  no  suelen  hacerlo 
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sino  por  el  aliciente  del  perdón,  por  lucro  ó por 
venganza.  De  aquí  nace  ese  carácter  de  odiosi- 
dad y esa  nota  de  infamia  que  lleva  impresa  so- 
bre su  frente  el  delator , mientras  que  el  nombre 
de  denunciante  se  oye  sin  aversión  ni  repugnan- 
cia. Ya  fué  conocida  entre  los  Romanos  esta  di-  j 
ferencia,  pues  que  llamaban  denuntia lores,  así  á 
los  ofendidos  que  ponian  en  noticia  de  los  jue- 
ces protegen-dea  sites  causa  gralia  los  agravios  que 
recibian,  como  á los  irenarcas  y estacionarios 
encargados  de  dar  parte  á los  magistrados  de  los 
delitos  graves,  para  que  por  falta  de  acusadores 
no  quedasen  impunes,  y no  designaban  con  el 
nombre  de  delatores  sino  á los  acusadores  ocul- 
tos, á los  que  se  movian  á descubrir  los  delin- 
cuentes por  envidia  ú otra  pasión  ruin,  á los  ca- 
lumniadores y á los  que  se  dedicaban  á indagar 
y descubrir  los  bienes  que  debían  confiscarse, 
por  el  interés  ó premio  que  se  les  daba  de  la 
cuarta  parte  de  los  bienes  que  delatasen,  por  lo 
cual  se  decian  también  quadruplatores.  Asi  tam- 
bién nuestras  leyes  tienen  cuidado  de  llamar 
denunciadores  y no  delatores  á los  fiscales  y pro- 
motores, á los  agraviados  que  se  querellan  ó dan 
parte  de  las  ofensas  que  han  recibido  contra  su 
persona,  honra  ó propiedad,  y á los  que  mani- 
fiestan al  juez  el  hallazgo  de  algún  hombre 
muerto  en  algún  sitio,  ó la  existencia  ó los  deli- 
tos de  los  ladrones  famosos,  salteadores  de  ca- 
minos y otros  perpetradores  de  crímenes  que 
producen  daño  común,  y cuya  denuncia  ó acu- 
sación pertenezca  á cualquiera  del  pueblo,  como 
es  de  ver  por  las  leyes  1.*  y 4.1,  tít.  33,  lib.  12, 
Nov.  Recop.,  y por  el  art.  3.°  del  reglamento  de 
justicia.  A veces,  sin  embargo,  se  tiene  la  pala- 
bra denuncia  por  sinónima  de  delación . 

Mas  cualquiera  que  sea  la  diferencia  que  hay 
entre  delación  y denuncia,  ambas  se  distinguen 
esencialmente  de  la  acusación.  El  denunciador  ó 
delator  no  hace  mas  que  manifestar  al  juez  el 
crimen  ó delito  y su  autor  si  lo  sabe,  para  que 
proceda  en  su  virtud  á lo  que  corresponda  y 
deba  practicar  por  razón  de  su  oficio ; y el  acu- 
sador, no  solo  denuncia  6 manifiesta  el  delito, 
sino  que  persigue  judicialmente  á su  autor,  so- 
licitando que  se  le  imponga  la  merecida  pena. 
El  denunciador  no  es  parte  en  el  juicio  ni  está 
obligado  á probar  su  denuncia,  ni  es  responsa- 
ble de  ella,  ni  incurre  en  pena  alguna,  aunque 
el  delito  no  se  pruebe,  á no  ser  que  se  hubiese 
ofrecido  á probarlo  ó que  resulte  haber  hecho 
maliciosa  y calumniosamente  la  denuncia  por 
odio  al  inculpado  ó por  reportar  algún  lucro. 
El  acusador,  por  el  contrario,  es  en  el  juicio  la 
parte  actora,  tiene  que  prestar  fianza  de  calum- 
nia, no  siendo  de  los  que  estáu  exentos  de  ella, 
está  obligado  á probar  su  acusación,  y basta  que 
no  la  pruebe  para  ser  condenado  en  todas  las 
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costas  del  proceso:  leyes  1.a  y 27,  tit  1.  , Part.  7." 
Las  leyes  recopiladas,  especialmente  la  2 y 3. 
del  tít  33  del  lib.  12,  parece  lian  confundido  al 
denunciador  ó delator  con  el  acusador , gravando 
al  primero  con  la  obligación  de  probar  el  hecho 
denunciado  ó delatado,  y sujetándole  á sufrir  la 
pena  de  la  calumnia  si  no  lo  prueba,  salvo  si 
tuviere  justa  causa  porque  de  derecho  deba  ser 
excusado;  y también  el  art,  3.°  del  reglamento 
de  justicia  de  1835  .toma  la  palabra  denunciador 
por  sinónimo  de  acusador,  pues  que  quiere  que 
al  que  denuncie  ó acuse  en  causa  propia  se  le 
defienda  sin  derechos  hasta  la  terminación  del 
juicio,  que  se  le  exija  fianza  por  ellos  no  siendo 
persona  abonada,  y que  se  le  condene  en  costas 
apareciendo  haberse  quejado  sin  fundamento. 
Pero  como  este  denunciador,  de  que  hablan  las 
leyes  recopiladas  y el  reglamento , es  un  verda- 
dero acusador,  k lo  menos  en  cuanto  á los  prin- 
cipales efectos,  no  hay  razón  para  que,  según 
dicen  algunos  autores,  se  consideren  derogadas 
por  dichas  leyes  las  disposiciones  del  derecho  de 
las  Partidas,  relativas  á los  que  propia  y riguro- 
samente hablando  son  y se  llaman  simples  de- 
nunciadores, k no  ser  que  se  pretenda  que  deba- 
mos optar  precisamente  entre  la  acusación  con 
con  todas  sus  consecuencias  y el  sufrimiento  si- 
lencioso de  todos  los  crímenes  que  se  cometan 
contra  nosotros  ó contra  la  sociedad.  Justo  es 
sin  duda  que  aun  el  simple  denunciador  respon- 
da de  su  denuncia  cuando  resultare  haberla 
hecho  de  mala  fe  y calumniosamente;  justo  es 
que  se  le  castigue  entonces  por  falso  delator  sin 
ninguna  dispensación  ni  moderación,  como  dice, 
y no  dice  otra  cosa,  la  ley  fi.’,  tít.  6.°,  lib.  12, 
Nov.  Recop.;  pero  ligarle  desde  el  principio  con- 
tra su  voluntad  á los  trámites  y peligros  del 
procedimiento,  ¿imponerle  la  carga  de  justifi- 
car su  aserto,  es  lo  mismo  que  sellar  los  labios 
á toda  persona  que  vea  cometer  ó que  se  está 
tramando  un  delito  grave  contra  los  particula- 
res ó contra  la  seguridad  interior  ó exterior  del 
Estado , es  lo  mismo  que  privarse  del  medio  mas 
pronto  y mas  seguro  de  averiguar  los  crímenes 
y sus  perpetradores,  es  por  consiguiente  lo  mis- 
mo que  establecer  un  modo  de  dejar  impunes 
los  delitos  mas  trascendentales.  Lo  mas  extraño 
es,  que  rechazando  algunos  autores  modernos 
la  denuncia  firma  l si  no  va  acompañada  de  fian- 
za de  calumnia  y de  obligación  de  probarla,  ad- 
mitan luego  la  denuncia  confidencial , la  denun- 
cia hecha  bajo  sigilo,  la  denuncia  secreta.  ¿No 
es  acaso  mas  franca,  mas  noble,  menos  expuesta 
a pe  igio  fie  la  calumnia  y de  la  alevosía,  la 
denuncia  que  uno  hace  dando  su  nombre  y fir- 
mando el  escrito  que  presenta  ó al  pié  del  acta 
que  se  extiende,  que  no  la  denuncia  que  uno 
i ce  sin  arse  á conocer,  sin  manifestar  su  nom- 
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bre  en  la  cabeza  del  proceso , y sin  quedar  sujeto 
á responsabilidad  alguna? 

Opinamos,  pues,  que  con  arreglo  á la  ley  27, 
tít.  1.°,  Part.  7.a,  puede  cualquiera  sin  consti- 
tuirse acusador  denunciar  por  escrito  ó de  pala- 
bra, en  la  forma  indicada  en  el  núm.  2.°  que  pre- 
cede, un  delito  público  al  juez  ó al  promotor  fis- 
cal ó á la  autoridad  que  corresponda,  para  que 
tome  la  providencia  conveniente;  que  no  tendrá 
responsabilidad  alguna  por  solo  el  hecho  de  no 
probarse  el  delito;  pero  que  incurrirá  en  la  pena 
de  calumnia  en  caso  de  que  resulte  haber  proce- 
dido con  malicia.  Cualquiera  persona,  sin  excep- 
ción, puede  denunciar,  seguu  algunos  autores, 
aunque  no  pueda  acusar;  pero  la  ley  rechaza  la 
denuncia  hecha  por  un  infame  ó por  un  enemigo 
del  denunciado  6 por  una  persona  no  conocida 
(ley  27,  tít.  l.°.  Part.  7.a,  y leyes  7.a  y 8.a,  tít.  33, 
lib.  12,  Nov.  Recop.);  y tampoco  puede  admitirse 
denuncia  de  ascendientes  contra  descendientes, 
ni  de  estos  contra  aquellos,  ni  de  marido  contra 
mujer,  ni  de  mujer  contra  marido,  ni  de  pa- 
riente colateral  contra  otro  hasta  el  grado  en  que 
no  puede  acusarle,  ni  de  criado  ó comensal  con- 
tra su  amo  ó principal;  porque  el  que  acallando 
la  voz  de  la  naturaleza  ó de  la  gratitud  es  capaz 
de  preseutarse  á delatar  á personas  tan  allega- 
das á la  suya,  que  no  le  perjudican  4 él  ni  ata- 
can sus  propios  derechos,  muestra  en  el  mismo 
hecho  que  no  es  un  hombre  de  mucha  honradez 
ó que  se  halla  pervertido  por  algún  interés  que 
no  es  el  de  la  sociedad  , ó por  alguna  pasión  que  ■ 
no  puede  ser  laudable,  honesta  ni  justa. 

Si  hay  personas  que  pueden  denunciar  ó de- 
jar de  denunciar  los  crímenes  de  que  tuvieren 
noticia,  excepto  el  de  traición  ó lesa  majestad, 
de  que  se  hablará  en  su  lugar,  hay  otras  que  no 
solo  pueden  sino  que  están  obligadas  á hacer 
denuncias,  aunque  no  puedan  .hacer  acusacio- 
nes. Toda  autoridad,  empleado  ó funcionario 
público,  agente  ó auxiliar  de  la  policía  judicial, 
ministro  de  Justicia,  guarda  de  monte  6 cam- 
po, etc.,  que  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
descubra  delincuente  ó halle  pruebas  ó indicios 
de  la  comisión  de  un  crimen  ó delito,  debe  dar 
inmediatamente  noticia  circunstanciada  de  todo 
al  juez  ó autoridad  á quien  competa  el  conoci- 
miento , trasmitiéndole  todos  los  comprobantes 
ó datos  que  tuviere,  sin  que  por  su  denuncia 
quede  sujeto  á responsabilidad  alguna,  no  ha- 
biendo procedido  con  malicia:  ley  5.a,  tít.  l.°, 
Part.  7.a  Igualmente  el  cirujano  ó facultativo 
que  fuere  llamado  á curar  á un  herido  de  mano 
violenta  ó de  casualidad , debe  dar  parte  á la 
justicia  luego  después  de  la  curación:  notas  1.a 
y 2.a,  tít.  11,  lib.  8.'',  Nov.  Recop.  V.  Cirujano, 
Médico  y Policía,  judicial.  * 

El  j uez  á quien  competa  el  conocimiento,  debe 


admitir  sin  excusa  la  denuncia  que  se  le  hiciere 
de  oficio  por  quien  tiene  obligación  de  hacerla, 
y en  su  virtud  ha  de  proceder  á practicar  las  di- 
ligencias que  sean  conducentes.  Mas  si  la  de- 
nuncia se  hiciere  por  una  persona  particular, 
no  está  obligado  el  juez  á recibirla  y proceder  á 
la  pesquisa  ó averiguación  del  delito  sino  en 
cuanto  entendiere  que  el  denunciador  es  hom- 
bre de  buena  reputación  y que  el  denunciado  no 
es  un  enemigo  suyo  á quien  trate  de  hacer  daño, 
como  asimismo  que  por  razón  de  la  fama  públi- 
ca es  probable  que  sea  cierto  el  hecho  que  se 
alega:  ley  27,  tít.  l.°,  Part.  7.a  Tampoco  puede 
dar  curso  el  juez  á una  denuncia  que  se  le  haga 
en  un  papel  anónimo , porque  este  es  el  medio 
que  suele  elegirse  para  asestar  alevosamente 
contra  alguno  los  tiros  de  la  calumnia:  leyes  7.a  y 
8.a,  tít.  33,  iib.  12,  Nov.  Recop.  Pero  si  la  denun- 
cia hecha  en  anónimo  ó por  persona  desconoci- 
da ó de  mala  fama  recayere  sobre  crimen  ó de- 
lito iib  fmganli  ó hecho  que  produzca  efectos 
permanentes,  debe  el  juez  hacer  las  averigua- 
ciones secretas  y extrajudiciales  que  le  parez- 
can mas  oportunas , y resultando  datos  que  le 
hagan  probable  la  existencia  del  delito , proce- 
der á la  formación  de  sumario.  Y.  Anónimo. 

+ La  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
contiene  en  el  tít.  l.°  del  lib.  l.°  importantes  dis- 
posiciones haciendo  ó no  obligatoria  la  denun- 
cia de  los  delitos  públicos,  según  la  clase  de 
personas  que  tuvieren  conocimiento  de  ellos  y 
las  circunstancias  que  concurrieren,  y estable- 
ciendo las  diversas  responsabilidades  en  que 
incurren.  Estas  disposiciones  se  han  expuesto 
en  el  artículo  de  esta  obra,  Denuncia,.  * 

G.”  Por  pesquisa  judicial  ó de  oficio  decretada 
por  el  juez  en  virtud  de  aviso  confidencial  ó de  no- 
toriedad ó fama  pública. — No  es  indispensable  la 
excitación  del  ministerio  fiscal,  ni  la  querella  ó 
denuncia  de  la  parte  agraviada,  ni  la  acusación, 
denuncia  ó delación  formal  de  persona  alguna 
para  que  el  j uez  pueda  proceder  á la  persecución 
de  los  delitos  públicos:  si  el  ministerio  fiscal 
guarda  silencio,  si  el  ofendido  no  se  queja,  sino 
se  levanta  voz  alguna  pidiendo  justicia,  todavía 
eljuezquepor  aviso  confidencial,  por  notorie- 
dad ó fama  pública  ó por  otro  cualquiera  medio 
llegare  á saber  que  en  su  distrito  se  está  come- 
tiendo ó se  ha  cometido  un  delito  grave  de  esta 
especie,  puede  y debe,  en  desempeño  de  la  obli- 
gación que  le  está  impuesta  de  velar  pur  la  se- 
guridad del  cuerpo  social  y de  sus  miembros, 
obrar  por  sí  mismo  de  oficio  y abrir  proceso, 
proveyendo  desde  luego  por  cabeza  de  él  un 
auto  en  que  se  refiera  el  hecho  acaecido  y el 
tiempo  en  que  ha  llegado  á su  noticia,  y se  man- 
de proceder  á su  averiguación,  al  examen  de  los 
testigos  presenciales  ó sabedores  del  suceso,  á 


JU 


JU 


— 576  — 


la  evacuación  de  las  citas  oportunas,  al  arresto 
de  los  presuntos  culpables  y embargo  de  sus 
bienes,  y á la  verificación  de  todas  aquellas  di- 
ligencias y gestiones  que  según  la  naturaleza  y 
circunstancias  del  crimen  sean  precisas  6 con- 
ducentes: leyes  1.*,  2.a  y 3.*,  tít.  17,  Part.  3.'; 
ley  28,  tít.  l.°,  Part.  7.a;  ley  4.a,  tít.  33;  leyes  2.a, 

4.'  y 7.a,  tít.  34,  lib.  12,  Nov.  Recop.;  art.  33  del 
reglamento  de  justicia,  y 200  de  la  ley  de  3 de 
Febrero  de  1823. 

* Estas  disposiciones  se  hallan  confirmadas 
por  varios  artículos  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  y de  la  de  Enjuiciamiento  criminal. 
Véase  el  tít.  6.°,  y el  art.  838,  núm.  7 de  la  pri- 
mera, y los  títs.  3.°  y 4.”  de  la  segunda.  Téngase 
presente,  sin  embargo,  que  en  el  día  háse  aboli- 
do el  modo  de  proceder  á la  averiguación  de  los 
delitos  y delincuentes  por  pesquisas  generales  y 
jueces  pesquisidores.  * 

XVIII.  Hemos  recorrido  los  medios  de  incoar 
ó dar  principio  al  procedimiento  sobre  delitos 
públicos , veamos  ahora  cuáles  son  los  que  pue- 
den dar  principio  al  procedimiento  sobre  delitos 
privados. 

En  los  delitos  privados,  es  decir,  en  aquellos 
que  ofenden  ó dañan  directamente  á los  par- 
ticulares, sin  producir  alarma  ni  peligro  común  : 
á los  demás  individuos  de  la  sociedad,  no  puede 
empezarse  el  procedimiento  por  excitación  del 
ministerio  fiscal,  á no  interesar  de  algún  modo 
á la  causa  pública,  ni  por  acusación  ó denuncia 
de  cualquiera  persona  extraña,  ni  por  pesquisa 
judicial  ó de  oficio,  sino  solamente  por  queja, 
aviso , denuncia  ó querella  del  agraviado  ó de 
quien  pueda  ejercitar  sus  acciones:  regla  15  del 
art.  51,  decreto  de  26  de  Setiembre  de  1835,  y 
leyes  del  tít.  25,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

Así  es,  que  sin  mediar  queja  del  agraviado  ó ¡ 
de  su  representante , no  puede  formarse  causa 
en  los  delitos  siguientes: 

1. °  En  las  injurias  ú ofensas  verbales,  aunque 
sean  graves,  ni  en  las  literales  hechas  por  medio 
de  papel  manuscrito  ni  impreso,  ni  en  las  reales 
ó de  hecho  que  no  sean  capaces  de  inutilizar  en 
todo  ó en  parte  al  ofendido,  ó de  producirle  de- 
trimento para  lo  futuro  en  su  salud,  á no  ir 
acompañadas  de  ciertas  circunstancias  alarman- 
tes ó trascendentales.  V.  Injuria,  especialmente 
desde  el  pár.  X,  donde  se  trata  esta  materia  con 
extensión. 

2. °  En  los  excesos  que  los  padres  cometieren 
castigando  por  via  de  corrección  á sus  hijos,  ó 
los  maestros  á sus  discípulos,  ó los  superiores  á 
los  inferiores  que  están  bajo  su  mando  y direc- 
ción , á no  rayar  en  crueldad  ó haber  heridas 
graves:  ley9.a,  tít.  8.°,  Part.  7.",  y común  opinión 
de  los  autores. 

3.  En  asuntos  de  disensiones  domésticas  in- 


teriores entre  padres  é hijos,  marido  y mujer  6 
amos  y criados,  no  siendo  tales  que  causen  gra- 
ve escándalo  ó exciten  la  pública  indignación: 


V.  Escándalo. 

4. °  En  los  hurtos  domésticos  de  hijos  de  fa- 
milias á sus  padres  ó de  mujeres  á sus  maridos. 
V.  Hurto,  pár.  I. 

5. °  En  los  hurtos  de  corta  cantidad  cometidos 


por  los  criados. 

6. °  En  el  delito  de  usura,  si  es  que  la  usura 
es  ahora  delito.  V.  Interés  del  dinero,  especial- 
mente en  el  pár.  XVI,  núm.  6. 

7. °  En  el  de  estupro,  aunque  se  haga  públi- 
co, no  habiendo  habido  rapto.  V.  Estupro,  pár- 
rafo IX,  y Rapto. 

8. *  En  el  incesto  (aunque-  este  es  delito  pú- 
blico), no  habiendo  difamación  ó escándalo  gra- 
ve. V.  Incesto. 

9. °  En  el  de  adulterio,  á no  ser  que  se  baya 
cometido  con  beneplácito  del  marido,  en  cuyo 
caso  podrá  seguirse  la  causa  de  oficio  por  el  de- 
lito de  lenocinio,  tocando  por  incidencia  el  de 
adulterio.  V.  Adulterio. 

10.  En  el  de  parto  fingido.  V.  Suposición  de 
parto. 

* Según  el  Código  penal  reformado  en  1870, 
nadie  puede  ser  penado  por  injuria  ó calumnia, 
sino  á querella  de  la  parte  ofendida,  pudiendo 
ejercitar  la  acción  de  calumnia  ó injuria  los  as- 
cendientes, descendientes,  cónyuge  y hermanos 
del  difunto  agraviado,  siempre  que  la  injuria 
trascendiera  á ellos,  y eu  todo  caso  el  heredero: 
arts.  480  y 482.  Véanse  las  excepciones  que  es- 
tablece este  último  artículo  expuesto  en  el  de 
esta  obra  Injuria,  y asimismo  lo  dicho  en  el  ar- 
tículo Calumnia.  En  su  consecuencia,  se  previe- 
ne en  el  art.  605  del  Código  penal,  que  versa 
sobre  faltas,  que  solo  pueden  ser  castigados  los 
que  injuriaren  á otro  livianamente  de  obra  ó de 
palabra,  si  reclamare  el  ofendido,  cuyo  perdón 
extinguirá  la  pena.  Tampoco  puede  ser  perse- 
guida mas  que  por  los  ofendidos  ó sus  represen- 
tantes legales,  según  el  art.  5.°  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  la  falta  que  comete  el  di- 
rector de  un  periódico  en  el  cual  se  hubiera  in- 
sertado hechos  falsos,  si  se  negare  á insertar 
gratis  dentro  del  término  de  tres  dias  la  contes- 
tación que  le  dirija  la  persona  ofendida  ó cual- 
quiera otra  autorizada  para  ello,  rectificándolos 
ó explicándolos,  teniendo,  en  caso  de  ausencia  ó 
muerte  del  ofendido , igual  derecho  sus  hijos, 
padres,  hermanos  ó herederos;  la  falta  cometida 
por  medio  de  la  imprenta,  litografía  ú otro  me- 
io  de  publicación,  divulgando  maliciosamente 
ec  os  íelativos  á la  vida  privada,  que  sin  ser 
injuriosos,  puedan  producir  perjuicios  ó graves 
ísgustos  en  la  familia  á que  la  noticia  se  refie- 
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ra  intime.  1 y 2 del  art.  584);  las  de  sevicia  y ' 
malos  tratamientos  entre  cónyuges,  y la  falta  de 
respeto  y sumisión  que  deben  los  hijos  á sus  pa- 
dres y los  pupilos  á sus  tutores:  núms.  2,  3,  7 y 
8 del  art.  603. 

Respecto  de  los  hurtos,  defraudaciones  y da- 
ños están  exentos  de  responsabilidad  criminal  y : 
sujetos  únicamente  á la  civil,  por  el  art.  580  por 
los  que  recíprocamente  se  causaren,  los  cónyu- 
ges, ascendientes  y descendientes,  ó afines  en  la 
misma  línea;  el  cónyuge  viudo  respecto  de  las 
cosas  de  la  pertenencia  de  su  difunto  cónyuge 
mientras  no  hayan  pasado  á poder  de  otro  y los 
hermanos  y cuñados  si  vivieren  juntos,  no  sien- 
do aplicable  dicha  exención  á los  extraños  que 
participaren  del  delito. 

Acerca  del  interés  del  dinero,  no  se  considera 
delito  desde  que  se  ha  establecido  la  libertad  de 
contratación  aboliéndose  la  tasa  sobre  el  interés  - 
del  capital  en  numerario  dado  en  préstamo,  por 
la  ley  de  14  de  Mayo  de  1856. 

Según  el  art.  463  del  Código  penal,  no  puede 
procederse  por  causa  de  estupro , sino  á instan- 
cia de  la  agraviada  ó de  sus  padres  ó abuelos  ó 
tutor:  mas  para  proceder  en  las  causas  de  viola- 
ción y en  las  de  rapto  ejecutado  con  miras  des- 
honestas bastará  la  denuncia  de  la  persona  in- 
teresada, de  sus  padres , abuelos  ó tutores,  aun- 
que no  formalicen  instancia;  á no  que  careciere 
de  dichas  personas  la  agraviada  y asimismo  de 
personalidad  para  comparecer  en  juicio,  pues 
entonces  puede  denunciar  el  procurador  síndico 
ó el  fiscal  por  fama  pública.  Estas  disposiciones 
son  aplicables  respecto  del  estupro  cometido  con 
una  hermana  ó descendiente,  en  cuyo  hecho  se 
entiende  comprendido  el  delito  de  incesto:  véa- 
se el  art.  5.”  de  la  ley  de  Enjuician!,  criminal. 

Respecto  del  adulterio,  dispone  el  art.  449  del  ! 
Código  penal  que  no  se  impondrá  pena  sino  en 
virtud  de  querella  del  marido  agraviado,  quien  ' 
en  tal  caso  no  podrá  deducirla  sino  contra  ambos 
culpables,  y nunca  si  hubiere  consentido  el  adul- 
terio. No  expresa,  pues,  el  Código  el  caso  del  ma-  . 
rido  que  consintió  el  adulterio  que  expone  el 
autor  con  arreglo  á la  ley  7.a,  tít.  17,  Part.  7.a, 
por  lo  que  es  opinión  que  á io  mas  deberá  ser 
castigado  el  marido  como  cómplice  de  tai  de- 
lito. La  prescripción  del  art.  449  es  aplicable,  se- 
gún el  452,  al  delito  de  amancebamiento  del 
marido,  de  suerte  que  solamente  podrá  impo- 
nerse pena  por  él , en  virtud  de  querella  de  la 
mujer  agraviada. 

Por  último,  respecto  del  caso  de  la  suposición 
de  parto,  que  según  la  ley  3.a,  tít.  7.°,  Part-,  7/ 
solo  puede  perseguirse  por  el  marido,  nada  di- 
cen el  Código  penal  ni  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  limitándose  el  primero  á penarlo  en 
el  art.  483. 

Tomo  iu. 


La  querella  por  los  delitos  referidos  deberá  de- 
ducirse conforme  á lo  prescrito  en  los  arts.  171 
al  185  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  ex- 
puestos en  la  adición  al  ruina.  3.”  del  párrafo  XVI 
de  este  artículo  * 

SUSTANCIAC10N  OEL  JUICIO  CRIMINA!.. 

XIX.  El  juicio  criminal  se  divide  en  dos  par- 
tes ó secciones  principales,  que  son  ; primera  el 
sumario,  y segunda  el  plenario.  lil  sumario  tiene 
por  primero  y principal  objeto  la  justificación 
del  delito  y de  sus  autores,  esto  es,  la  adquisi- 
ción de  todos  los  datos  posibles  para  acreditar 
que  se  ha  cometido  un  hecho  digno  de  castigo, 
y que  los  autores,  cómplices  y auxiliadores  del 
hecho  son  tales  ó tales  personas  determinadas; 
y el  plenario  se  dirige  á discutir  contradictoria- 
mente la  culpabilidad  ó la  inocencia  de  los  pro- 
cesados y á dar  la  sentencia  condenatoria  ó ab- 
solutoria, porque  puede  suceder  muy  bien  que 
una  acción  que  en  el  sumario  aparecía  criminal, 
se  demuestre  en  el  plenario  no  haber  tenido  tal 
carácter  ó haber  sido  disculpable.  El  sumario 
debe  contener:  1 ,°,  la  comprobación  de  un  hecho 
real  y efectivo  que  sea  punible,  porque  ella  es 
el  fundamento  cardinal  del  proceso , y sin  ella 
es  ilegítima  toda  actuación  ulterior;  2.°,  la  re- 
unión de  datos  que  descubran  ó indiquen  al  de- 
lincuente, y que  en  caso  de  duda  identifiquen 
su  persona;  3.°,  las  diligencias  practicadas  para 
su  detención,  arresto  ó prisión,  y para  asegurar 
las  resultas  del  juicio,  porque  debiendo  el  reo 
responder  del  hecho  con  su  persona  y bienes,  es 
muy  justo  que  ni  estos  ni  aquella  queden  á su 
libre  disposición;  4.°,  la  declaración  indagatoria 
del  inculpado,  esto  es,  la  interrogación  que  al 
mismo  se  hiciere  como  á testigo  citado  por  los 
hechos  ó por  las  personas,  para  que  manifieste 
lo  que  sepa  sobre  el  delito  y sus  autores;  5.°,  la 
confesión  con  cargos,  esto  es,  el  acto  en  que  el 
juez,  á presencia  del  escribano,  muestra  al  in- 
culpado todos  los  datos  que  del  sumario  apare- 
cen contra  él,  para  que  verbalmente  los  expli- 
que y desvanezca,  ó se  disculpe  ó confiese  el 
delito  que  se  le  imputa.  El  plenario , que  princi- 
pia cuando  acaba  el  sumario,  y que  se  asemeja 
al  ordinario  civil,  contiene:  i.",  la  acusación 
puesta  por  el  querellante  ó por  el  ministerio  fis- 
cal ó por  ambos  en  vista  de  los  datos  que  el  su- 
mario arroja  de  sí;  2.°.  la  defensa  que  el  acusado 
hace  de  su  inocencia  ó de  la  menor  culpabilidad 
que  la  que  se  le  atribuye;  3.°,  las  pruebas  que 
cada  una  de  las  partes  hace  de  sus  asertos; 
4.”,  la  sentencia.  El  sumario  es  reservado  por  su 
naturaleza,  y el  plenario  es  público:  el  primero 
no  es  mas  que  preparatorio  ó informativo , y los 
datos  que  en  él  se  acumulan  contra  las  personas 
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no  producen  pruebas  legales  hasta  su  discusión, 
sino  solamente  indicaciones  de  cierto  valor  para  ¡ 
legitimar  medidas  preventivas  y precauciona-  . 
les,  como  la  prisión  y el  embargo  de  bienes;  y 
el  segundo  es  contradictorio  ó contencioso  , y el 
único  que  pone  al  juez  eu  estado  de  saber  ple- 
namente la  verdad  y fallar  con  todo  conocimien- 
■ to  la  causa;  de  manera  que  el  plenario  y no  el 
sumario  es  el  que  propia  y rigurosamente  debe 
llamarse  juicio,  aunque  no  deja  de  serlo  tam- 
bién el  sumario  en  cierto  sentido,  pues  que  en 
él  se  hacen  pruebas,  eu  él  se  manifiestan  al  in- 
culpado, en  él  puede  ei  inculpado  desvirtuarlas 
con  sus  respuestas  y explicaciones,  en  él  puede 
aparecer  su  inocencia  ó su  falta  de  grave  culpa- 
bilidad , y en  él  puede  darse  en  ambos  casos  el 
fallo  definitivo,  como  veremos  inas  abajo. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
de  1872,  constituyen  el  sumario  todas  las  actua- 
ciones judiciales  practicadas  para  averiguar  y 
hacer  constar  la  perpetración  de  los  delitos,  con 
todas  las  circunstancias  que  pueden  influir  en 
su  calificación  y quienes  hubiesen  sido  los  de- 
lincuentes, asegurando  sus  personas  y su  res- 
ponsabilidad pecuniaria:  art.  186  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal. 

En  el  dia  no  constituye  la  conclusión  del  su- 
mario la  confesión  con  cargos,  puesto  que  fué 
abolida  por  el  Real  decreto  de  26  de  Mayo  de  1854.  1 
Tampoco  principia  actualmente  el  plenario  con 
los  escritos  de  acusación  y defensa,  pues  por  la 
ley  de  24  de  Mayo  de  1870,  que  ha  vuelto  á re- 
cobrar su  imperio  desde  que  se  suspendió  el  jui- 
cio oral  por  el  decreto  de  3 de  Enero  de  1875, 
quedan  aplazadas  la  acusación  y la  defensa  para 
después  de  las  pruebas,  según  expondremos 
mas  adelante.  * 

Juicio  sumario  ó informativo. 

XX.  Hemos  expuesto  ya  en  los  párrafos  XYII 
y XVIII  los  medios  de  dar  principio  al  procedi- 
miento criminal;  y por  lo  allí  dicho  se  ve,  que 
en  todos  casos  el  juez,  ora  se  mueva  k obrar  por  ■ 
excitación  del  ministerio  público,  ora  por  que- 
rella ó denuncia  del  agraviado  ó de  su  represen- 
tante, ora  por  acusación,  denuncia  ó delación 
de  cualquiera  persona  , ora  por  el  deber  que  le 
impone  su  cargo , tiene  siempre  que  proveer  un 
auto  ó decreto,  sea  al  pié  del  escrito  presentado, 
sea  de  oficio  como  cabeza  de  proceso  según  los 
casos,  ordenando  en  él  la  admisión  de  la  infor- 
mación ofrecida , la  evacuación  de  las  diligen- 
cias solicitadas,  y en  una  palabra,  la  práctica  ó 
verificación  de  todos  aquellos  medios  de  justifi- 
cación que  por  el  promotor  ó el  querellante  se  le 
propusieren,  ó él  en  caso  de  pesquisa  estimare  ■ 
conducentes  para  averiguar  la  verdad  de  los 
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hechos.  La  verdad  de  los  hechos,  la  existencia  ó 
realización  ó el  cuerpo  del  delito  como  suele  de- 
cirse, es  en  efecto  lo  primero  que  ha  de  averi- 
guarse por  el  juez,  quien  debe  aprovechar  los 
primeros  momentos  para  recoger  las  pruebas 
del  crimen  y no  dar  lugar  á que  desaparezcan  ó 
á que  los  delincuentes  huyan  ó se  oculten  ú se 
pongan  de  acuerdo  y forjen  declaraciones  que 
produzcan  su  impunidad.  Los  medios  de  justifi- 
cación son  tan  varios  como  diversa  es  la  natura- 
leza de  los  delitos  y distinta  la  forma  de  su  per- 
petración ; y así  el  querellante  ó el  promotor 
habrán  de  solicitar  y el  juez  en  su  caso  elegir 
con  su  tino,  su  práctica  y su  prudencia  los  que 
sean  mas  á propósito  y mas  directos  para  la 
comprobación  del  hecho  que  se  investiga:  mas 
hablando  en  general,  pueden  dividirse  en  dos 
clases,  esto  es,  en  medios  ó pruebas  reales  ó ma- 
teriales, y en  medios  ó pruebas  personales  ó mo- 
rales: á la  primera  clase  pertenecen  todos  aque- 
llos datos  que  se  fundan  en  objetos  subordina- 
dos á la  inspección  de  los  sentidos,  y á la  se- 
gunda los  datos  que  no  se  fundan  sino  en  el  tes- 
timonio de  las  personas.  Las  pruebas  materiales 
ó reales  son  pruebas  de  demostración;  y las  mo- 
rales ó personales  son  solo  pruebas  de  confianza; 
por  eso  las  primeras  deben  considerarse  como 
principales,  y las  segundas  como  accesorias  ó 
supletorias:  aquellas  deben  practicarse  preci- 
samente siempre  que  puedan  tener  lugar,  esto 
es,  siempre  que  los  delitos  dejan  rastro  perma- 
nente, como  los  de  homicidio,  heridas,  incen- 
dio y otros  que  se  pueden  conocer  por  señales 
físicas;  y estas  solo  deben  adoptarse  cuando  no 
son  posibles  aquellas,  esto  es,  cuando  los  delitos 
son  transitorios  y no  dejan  rastro,  como  los  hur- 
tos simples,  las  blasfemias  y las  injurias  de  pa- 
labra, y auo  entonces  no  ha  de  dárseles  otro  ca- 
rácter que  el  de  supletorias.  Este  órden  y este 
valor  respectivo  de  las  pruebas  no  puede  inver- 
tirse sin  grave  riesgo  de  caer  en  el  error  y en  el 
engaño:  pruébese,  por  ejemplo,  un  homicidio 
por  el  testimonio  de  personas  que  vieron  muer- 
to á un  individuo  con  señales  que  no  dejaban 
duda  de  ser  de  mano  airada,  por  la  falta  ó des- 
aparición de  este  individuo,  por  los  rastros  de 
sangre,  por  la  opinión  pública  pronunciada,  por 
antecedentes  que  fortifiquen  esta  creencia,  y 
todavía  no  podrá  negarse  la  posibilidad  del  er- 
ror, porque  la  suplantación,  la  falacia,  la  fasci- 
nación y la  credulidad  han  podido  dar  las  apa- 
riencias de  realidad  al  supuesto  hecho,  como  se 
ha  visto  mas  de  una  vez:  pero  si  se  justifica  con 
pruebas  materiales,  examinando  el  juez  por  sí 
mismo  el  cadáver  y asegurándose  de  que  se  le 
piivó  de  la  vida  por  mano  extraña  no  podrá  en- 
tonces equivocarse  en  cuanto  al  hecho,  porque 
la  inspección  del  cadáver  responde  por  toda  de- 
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mostración.  Si  en  un  hecho  concurrieren  varias 
circunstancias,  susceptibles  unas  de  la  prue-  , 
ba  material  ó real,  y otras  de  la  moral  ó perso- 
nal, debe  hacerse  la  justificación  de  cada  una 
por  el  medio  de  que  sea  susceptible;  y otro  tan- 
to ha  de  practicarse  cuando  parte  de  un  hecho 
ó de  una  circunstancia  se  pueda  acreditar  por 
la  comprobación  material  y la  otra  solo  por  la 
moral  ó supletoria.  V.  Cuerpo  del  delito. 

XXI.  Así,  pues,  en  todos  los  casos  de  delito 
grave  in  fraganti,  ó reputado  como  tal,  es  decir, 
siempre  que  el  delito  se  está,  cometiendo  actual-  ! 
mente  ó acaba  de  cometerse,  siempre  que  el  au- 
tor <'>  cómplice  es  perseguido  acto  continuo  y de-  ; 
signado  como  tal  por  la  voz  pública  de  los  que 
lo  presenciaron,  ó es  aprehendido  también  en 
acto  continuo  con  las  armas,  instrumentos  ú 
otros  efectos,  ó con  señales  en  su  persona  ó ves- 
tidura que  indiquen  su  delincuencia,  siempre 
que  el  delito,  aunque  esté  ya  cometido  y se  ig- 
nore su  autor,  haya  dejado  señales  en  persona, 
sitio  ó cosa  que  puedan  borrarse,  alterarse  ú 
ocultarse,  y aun  siempre  que  el  dueño  de  una 
casa  en  cuyo  interior  se  ha  cometido  el  delito, 
aunque  esté  ya  consumado,  solicita  que  el  juez 
ó el  alcalde  lo  justifiquen;  en  todos  estos  casos, 
repetimos,  debe  pasar  inmediatamente  el  juez 
competente  al  sitio  de  su  perpetración  con  el  es- 
cribano y el  alguacil  ó alguaciles  que  necesite, 
avisando  al  ministro-fiscal  para  que  tambieu 
concurra,  si  quiere,  á presenciar  las  diligencias 
y pedir  en  el  acto  la  práctica  de  las  que  crea 
conducentes,  pero  sin  esperar  su  llegada  para 
empezar  el  procedimiento. 

Si  para  la  calificación  del  delito  ó de  sus  cir- 
cunstancias fuere  necesario  reconocimiento  de 
facultativos  de  medicina,  cirujía  ó farmacia,  ó 
de  peritos  en  las  artes  ú oficios,  ha  de  llevar  con- 
sigo ó mandar  que  acudan  inmediatamente  dos 
de  ellos  aunque  sea  necesario  buscarlos  en  los 
pueblos  inmediatos  oficiando  al  efecto  á las  jus- 
ticias respectivas;  y si  absolutamente  no  pudie- 
ren reunirse  dos,  ora  por  no  haberlos , ora  por 
la  urgencia  del  caso,  preciso  será  valerse  del 
que  se  encuentre  mas  á mano,  quien  hará  el  re- 
conocimiento pericial  con  explicaciones  tan  cir- 
cunstanciadas que  pueda  someterse,  en  caso  ne- 
cesario, aljnicio  de  otros  facultativos.  Los  fa- 
cultativos y peritos  no  pueden  dejar  de  concur- 
rir inmediatamente  ai  llamamiento  del  juez;  y 
si  io  rehusaren  sin  tener  justa  causa  que  se  lo 
impida,  deberá  el  juez  multarlos  ó castigarlos 
de  otro  modo  según  las  circunstancias  y compe- 
lerlos á obedecer  lo  mandado. 

Añaden  algunos  autores  que  el  juez  debe  ha- 
cer concurrir  también  dos  personas,  por  lo  me- 
nos, en  calidad  de  testigos,  para  presenciar  la  ■ 
ejecución  de  las  pruebas  materiales  y declarar  | 


luego  que  los  instrumentos,  efectos  y demás  que 
se  les  presentan  son  precisamente  los  mismos 
que  se  encontraron;  pero  advierte  el  Sr.  Tapia, 
en  su  Febrero  Novísimo,  que  esta  práctica  no  se 
observa  ya  generalmente,  y que,  según  nues- 
tras leyes,  basta  la  asistencia  del  juez  y escri- 
bano, acompañados  de  peritos  cuando  es  nece- 
sario hacer  reconocimientos.  Parece,  no  obstan- 
te, que  la  asistencia  de  testigos  es  una  garantía 
que  no  siempre  conviene  despreciar. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  contiene 
disposiciones  análogas  á lo  expuesto  en  el  pár- 
ráfo  XXI  por  el  Sr.  Escriche. 

Después  de  prevenir  en  su  art.  194,  que  inme- 
diatamente que  los  funcionarios  de  policía  judi- 
cial tuvieren  conocimiento  de  un  delito  público 
ó fueren  requeridos  para  prevenirla  instrucción 
de  diligencias  por  razón  de  algún  delito  priva- 
do, deben  participarlo  ala  autoridad  judicial  s( 
pudieren  hacerlo,  sin  cesar  en  la  práctica  de  las 
diligencias  de  prevención  y que,  en  otro  caso,  lo 
hagan  cuando  las  hubieren  terminado,  y des- 
pués de  declarar  que  la  autoridad  judicial  men- 
cionada es,  en  caso  de  delito  flagrante,  la  que 
declara  el  artículo  que  hemos  expuesto  en  la  pá- 
gina, 566,  columna  1.*,  aparte  S.5,  advierte  en 
el  art.  1%  que  se  cousiderará  flagrante  el  delito 
que  se  acabare  de  cometer,  y asimismo  que  se 
reputará  delincuente  infragantí  aquel  que  fue- 
re sorprendido  en  el  acto  de  cometer  el  delito, 
ó detenido  ó perseguido  inmediatamente  des- 
pués de  cometerlo;  entendiéndose  esto  por  todo 
el  tiempo  que  durare  ó no  se  suspendiere  la  per- 
secución, mientras  que  el  delincuente  no  se 
ponga  fuera  del  inmediato  alcance  de  I03  que  le 
persiguieren. 

Se  reputará  también  delincuente  infragantí 
¡ aquel  á quien  se  sorprendiere  con  efectos  ó ins- 
trumentos de  un  delito  que  hicieren  presumir 
su  participación  en  él:  art.  196. 

Las  autoridades  ó funcionarios  á quienes  por 
dicha  ley  corresponde  la  instrucción  de  las  prime- 
ras diligencias  podrán  ordenar  que  Ies  acompa- 
ñen, en  caso  de  un  delito  flagrante  de  lesiones 
personales,  los  dos  primeros  médicos  que  fueren 
habidos  para  prestar  en  su  caso  los  oportunos 
auxilios  al  ofendido.  Los  médicos  que  siendo  por 
dichas  autoridades  ó funcionarios  requeridos, 
aun  verbalmente,  no  se  prestasen  á lo  expresado 
en  el  párrafo  anterior,  incurrirán  en  una  multa 
de  50  á 500  pesetas  á no  ser  que  hubiesen  incur- 
rido por  su  desobediencia  en  responsabilidad 
criminal:  art.  197. 

Los  funcionarios  de  policía  judicial  podrán 
impedir,  en  el  caso  del  art.  196,  que  se  aparten 
del  lugar  del  delito  las  personas  que  en  él  se  en- 
contraren. Podrán  también  secuestrar  los  efec- 
tos que  en  él  hubiere,  hasta  tanto  que  llegue  la 
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autoridad  judicial,  siempre  que  exista  peligro 
de  que  no  haciéndolo  pudieran  desaparecer  al- 
gunas pruebas  de  los  hechos  ocurridos.  Igual- 
mente podrán  en  el  mismo  caso  y con  igual  ra- 
zón hacer  comparecer  ó conducir  inmediata- 
mente ante  el  juez  municipal  ó instructor  á las 
personas  y efectos  indicados  en  el  párrafo  ante- 
rior: art.  198. 

Podrán  asimismo  las  autoridades  y agentes  á 
que  se  refieren  los  artículos  que  preceden,  re- 
querir el  auxilio  de  la  fuerza  pública  cuando 
fuere  necesario  para  el  desempeño  de  las  funcio- 
nes que  por  esta  ley  se  les  encomiendan.  El  re- 
querimiento se  liará  por  escrito,  si  lo  permitiere 
la  urgencia  del  caso,  al  jefe  que  tuviere  la  fuer- 
za en  el  lugar  en  que  esta  se  hallare:  art.  199. 

Cuando  concurriere  algún  funcionario  de  po- 
licía judicial  de  categoría  superior  á la  del  que 
estuviere  actuando,  deberá  este  darle  conoci- 
miento de  cuanto  hubiese  practicado,  poniéndo- 
se desde  luego  ásu  disposición:  art.  200. 

Cuando  el  juez  de  instrucción  ó el  municipal 
se  presentaren  á formar  el  sumario,  cesarán  las 
diligencias  de  prevención  que  estuviere  practi- 
cando cualquiera  autoridad  ó agente  de  policía; 
debiendo  estos  entregarlas  en  el  acto  á dicho 
juez,  así  como  los  efectos  relativos  al  delito  que 
se  hubiesen  adquirido,  y poniendo  á su  disposi- 
ción á los  detenidos  si  los  hubiere:  art.  201. 

Los  funcionarios  de  policía  judicial  practica- 
rán sin  dilación,  según  sus  atribuciones  respec- 
tivas y á pesar  de  que  esté  incoado  el  sumario, 
todas  las  diligencias  que  durante  el  curso  de  la 
causa  les  encargaren  los  jueces  de  instrucción  y 
municipales.  Practicarán  asimismo  las  diligen- 
cias que  los  funcionarios  del  ministerio  fiscal  les 
encomendaren  para  la  averiguación  y compro- 
bación de  los  delitos:  arts.  202  y 203.  Véase  el  ar- 
tículo 209  expuesto  en  la  pág.  566,  columna  2.’, 
aparte  3.°  Y.  Policio,  judicial. 

Además  de  estas  disposiciones,  comprende  la 
ley  citada  las  siguientes  respecto  de  la  instruc- 
ción de  sumarios: 

La  formación  de  estos  corresponde  á los  jueces 
de  instrucción  de  las  circunscripciones  en  que 
se  hubieren  cometido  los  delitos  que  dan  oca- 
sión á ellos,  con  la  inspección  de  los  fiscales  de 
los  tribunales  de  partido  respectivos,  y en  su  de- 
fecto, á los  de  las  demás  circunscripciones  de  la 
misma  ciudad  ó población  cuando  en  ella  hubie- 
re mas  de  uno,  y á prevención  con  ellos  ó por  su 
delegación,  á los  jueces  municipales.  Dichos  su- 
marios deben  formarse  ante  los  respectivos  se- 
cretarios, y en  su  defecto,  en  casos  urgentes  y 
extraordinarios,  con  la  intervención  de  dos  horri- 
bles buenos,  mayores  de  edad,  que  sepan  leer  y 
escribir  y qne  juren  guardar  fidelidad  y secreto: 
aitículos  189,  .213  y 232.  Véase,  no  obstante,  los 


casos  cu  que  puede  entender  de  la  formación  del 
sumario  un  juez  de  instrucción  especial,  según 
el  art.  190  expuesto  en  la  pág.  464,  col.  2.  , apar- 
te 2.",  ó bienios  jueces  municipales  según  el  ar- 
tículo 214  inserto  en  la  pág.  565,  col.  2.  , apar- 
te 3.°,  con  la  facultad  que  se  concede,  aun  en 
este  caso,  al  juez  de  instrucción  en  el  art.  229 
expuesto  en  la  pág.  565,  col.  2.',  aparte  3.°  Ac- 
tualmente, y mientras  no  se  establezcan  los  jue- 
ces de  instrucción,  corresponde  la  formación  de 
los  sumarios  á los  jueces  de  primera  instancia. 

Cada  delito  de  que  conociere  la  autoridad  ju- 
dicial, será  objeto  de  un  sumario.  Los  delitos 
conexos,  sin  embargo,  se  comprenderán  en  un 
solo  proceso:  art.  186. 

Las  diligencias  del  sumario  serán  secretas.  El 
abogado  ó procurador  de  cualquiera  de  las  par- 
tes que  revelare  indebidamente  el  secreto  del 
sumario,  será  corregido  con  multa  de  50  á 500 
pesetas.  En  la  misma  multa  incurrirá  cualquiera 
otra  persona  que  no  fuere  funcionario  público  y 
cometiere  la  misma  falta.  El  funcionario  públi- 
co, en  el  caso  de  los  párrafos  anteriores,  incur- 
rirá eu  las  penas  del  art.  378  del  Código  penal, 
que  son  las  de  arresto  mayor,  inhabilitación 
temporal  especial  y multa  de  125  á 1,250  pesetas: 
art.  188. 

El  juez  que  instruyere  el  sumario  practicará 
las  diligencias  que  le  propusieren  el  ministerio 
fiscal  ó el  particular  querellante , excepto  las 
que  considerase  innecesarias  ó perjudiciales. 
Contra  el  auto  denegatorio  de  las  diligencias 
pedidas,  podrá  interponerse  el  recurso  de  ape- 
lación, que  será  admitido  en  un  solo  efecto: 
art.  221 . 

Cuando  se  presentare  querella  en  la  foma  y 
con  los  requisitos  prevenidos  en  dicha  ley,  el 
juez  de  instrucción,  después  de  admitirla,  si 
fuere  procedente,  mandará  practicar  las  diligen- 
cias que  en  ella  se  propusieren , salvo  las  que 
considerare  contrarias  á las  leyes,  ó innecesarias 
ó perjudiciales  para  el  objeto  de  la  querella,  las 
cuales  denegará  en  resolución  motivada:  artícu- 
lo 222. 

Desestimará  en  la  misma  forma  la  querella 
cuando  los  hechos  en  que  se  fundase  no  consti- 
tuyan delito,  ó cuando  no  se  causiderare  com- 
petente para  instruir  el  sumario  objeto  de  la 
misma.  Contra  el  auto  á que  se  refiere  este  ar- 
tículo procederá  el  recurso  de  apelación , que 
será  admisible  en  ambos  efectos:  art.  223. 

Cuando  concurrieren  á un  sumario  el  fiscal  y 
uno  o varios  querellantes,  el  juez  instructor 
accederá  á las  pretensiones  en  que  todos  estu- 
viesen conformes,  en  cuanto  las  considere  pro- 
cedentes. Si  no  estuvieren  conformes,  dará  pre- 
ferencia también  en  cuanto  las  considere  pro- 
cedentes á las  del  fiscal,  y en  su  defecto  á las 
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del  querellante  ofendido -por  el  delito:  art.  221. 

Las  diligencias  pedidas  y denegadas  en  el  su-  ■ 
raario,  podrán  ser  propuestas  de  nuevo  en  el 
juicio  oral:  art.  225. 

El  juez  instructor  hará  constar  cuantas  dili- 
gencias se  practiquen  á instancia  de  parte.  De 
las  ordenadas  de  oficio  solamente  constarán  en 
el  sumario  aquellas  cuyo  resultado  fuere  con- 
ducente al  objeto  del  mismo:  art.  226. 

El  querellante  podrá  intervenir  en  todas  las 
diligencias  del  sumario:  art.  227,  pár.  1." 

Si  el  delito  fuere  público,  podrá  el  juez  de 
instrucción,  sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  anterior,  declarar,  á propuesta  fiscal  ó 
de  oficio,  secreto  el  sumario  para  el  querellante: 
art.  227,  pár.  2.” 

El  juez  municipal  tendrá  las  mismas  faculta- 
des que  el  de  instrucción  para  no  comunicar  al 
querellante  particular  las  actuaciones  que  prac- 
ticare: art.  228. 

El  actor  civil  tendrá  en  el  sumario  solamente 
la  intervención  necesaria  para  hacer  constar  la 
propiedad  de  la  cosa  que  reclamare  y los  daños 
<j  perjuicios  que  hubiere  sufrido  y su  importe,  y 
para  asegurar  la  restitución , la  reparación  ó la 
indemnización  correspondiente:  art.  232. 

Cuando  al  mes  de  haberse  incoado  un  suma-  ' 
rio  no  se  hubiere  terminado,  el  juez  instructor 
dará  parte  cada  semana  á los  mismos  á quienes 
lo  hubiere  dado  al  principiarse  aquel , de  las 
causas  que  hubieren  impedido  su  conclusión.  : 
Véanse  los  arts.  216  y 217,  expuestos  en  la  pági- 
na 567,  columna  2.a,  aparte  2.’  Con  vista  de  cada 
uno  de  estos  partes,  los  presidentes  á quienes  se 
hubieran  remitido  y el  tribunal  competente, 
acordarán,  según  sus  respectivas  atribuciones, 
lo  que  consideren  oportuno:  art.  235. 

De  las  faltas  de  celo  y de  actividad  en  la  for- 
mación de  los  sumarios,  serán  los  jueces  de  ins- 
trucción, y los  municipales  en  su  caso,  los  res- 
ponsables disciplinariamente , á no  ser  que  lo 
fueran  criminalmente  con  arreglo  á las  leyes: 
art.  236.  * 

XXII.  Luego  que  el  juez  llegue  al  sitio  del 
delito,  debe  practicar  lo  siguiente:  l.°,  procu- 
rar ante  todas  cosas  y con  la  mayor  eficacia 
prestar  á las  personas  perjudicadas  ó amena- 
zadas por  el  delito  los  socorros  , remedios  ó 
protección  que  pueda  y legalmente  deba  dar- 
les, segun  previene  el  reglamento  de  justicia  en 
la  regla  1.*  del  art.  51;  2,Q,  examinar  bajo  jura-  i 
mentó  al  agraviado  ó su  representante,  como 
también  al  que  hubiese  dado  aviso,  para  que  di- 
gan quién  , cómo,  cuándo,  dónde,  con  qué,  por  . 
qué  y ante  quién  cometió  el  delito;  á no  ser  que 
ya  estuviese  verificada  esta  diligencia  en  el  caso 
de  procederse  por  querella  ó denuncia;  3.°,  ha- 
cer que  el  escribano  extienda  en  su  presencia  ■ 


un  acta  ó diligencia  circunstanciada  de  todas  las 
señales  y rastros  que  en  persona,  cosa  ó sitio 
hayan  quedado  de  resultas  de  la  ejecución  ó co- 
nato del  delito,  como  también  de  las  armas, 
instrumentos  y cualesquiera  otros  efectos  que 
hubiesen  servido  ó estuviesen  preparados  para 
cometerlo  ; teniendo  muy  particular  cuidado  de 
que  entretanto  no  se  alteren,  borren  ni  oculten, 
siguiendo  los  rastros  desde  donde  principian 
hasta  donde  acaban  aunque  sea  necesario  en- 
trar en  distinto  partido,  y disponiendo  que  no 
salgan  de  la  casa  ni  se  ausenten  del  sitio  las 
personas  que  estime  oportuno  hasta  la  conclu- 
sión de  las  diligencias;  4.°,  disponer  que  los  fa- 
cultativos ó peritos  hagan  en  el  acto,  si  fuere 
posible  sin  inconveniente,  los  reconocimientos, 
ensayos  ó cotejos  que  estimen  necesarios,  decla- 
rando luego  bajo  j uramento  lo  que  hubieren  ad- 
vertido y el  juicio  que  hayan  formado  sobre  la 
caima,  esencia,  estado  y calidad  de  las  heridas, 
señales,  armas,  efectos  y demás  que  han  recono- 
cido , y relación  que  tengan  ó puedan  tener  con 
el  delito  de  que  se  trate;  sobre  todo  lo  cual  po- 
drán el  juez  y el  ministro  fiscal  hacerles  pregun- 
tas y pedirles  las  aclaraciones  que  tuviesen  por 
convenientes ; pero  si  para  mejor  fundar  su 
dictámeu  los  facultativos  ó peritos  necesitasen 
hacer  disección  anatómica  de  un  cadáver,  ó 
prolijos  reconocimientos  ó ensayos  de  algunos 
líquidos  ó materiales,  se  dispondrá  que  el  cadá- 
ver y demás  objetos  que  convenga  se  custodien 
de  modo  que  no  pueda  hacerse  en  ellos  ninguna 
alteración,  hasta  que  concluidas  las  primeras 
diligencias  se  ejecuten  en  debida  forma  los  re- 
conocimientos y demás  operaciones,  y declaren 
los  facultativos  ó peritos  acerca  de  su  resulta- 
do; 5.°,  recoger  y asegurar  todos  los  instrumen- 
tos y efectos  que  se  presuma  haber  servido  ó es- 
tar preparados  para  cometer  el  delito,  ó que 
puedan  reputarse  producto  del  mismo  ó servir 
para  su  averiguación  ó descubrimiento  del  reo, 
al  cual  se  pondrán  todos  de  manifiesto  si  estu- 
viese presente  para  que  los  reconozca  y declare 
acerca  de  su  pertenencia,  uso  y demás  que  fuese 
conveniente  preguntarle;  6.”,  examinar  bajo  de 
juramento  sobre  todo  lo  relativo  á la  justifica- 
ción del  delito,  sus  circunstancias,  autores  y 
cómplices  á cuantas  personas  hubiesen  presen- 
ciado el  hecho,  o vivan  en  la  inmediación  del 
sitio  de  su  perpetración  que  puedan  dar  noticias 
útiles  para  la  averiguación  de  la.  verdad  ó citar 
otras  personas  que  puedan  darlas;  7.  , trasladar- 
se inmediatamente  á la  casa  del  procesado  ó á 
cualquiera  otra  en  que  presumieren  con  algún 
fundamento  que  pueden  existir  papeles,  docu- 
mentos ú otros  efectos  que  sirvan  para  la  justi- 
ficación del  delito  ó sus  circunstancias;  recono- 
cer para  encontrarlos,  si  voluntariamente  no  se 
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los  pusiesen  de  manifiesto,  los  sitios,  innobles  y 
demás  en  que  pudieran  estar  escondidos,  con 
intervención  empero  del  procesado , o si  no  hu- 
biere sido  habido,  con  la  dé  su  mujer  ó de  algu- 
no de  sus  hijos  ó parientes  mas  próximos,  ó la 
de  su  apoderado,  y con  la  del  dueño  ó habitador 
de  la  casa  en  que  en  su  caso  se  hiciere  el  regis- 
tro; y recoger  ó asegurar  cuantos  papeles  y efec- 
tos tengan  conexión  con  el  delito  deque  se  tra- 
ta, sea  para  comprobación  ó para  descargo, 
haciendo  inventario  exacto  de  ellos  con  señas 
suficientes  para  que  nunca  puedan  ser  confun- 
didos con  otros  semejantes,  numerando  los  pa- 
peles que  convendrá  se  rubriquen  también  en  ' 
todas  sus  hojas  por  el  juez,  el  escribano  y el  reo  I 
ó su  representante,  ó bien  envolviéndolos  en 
una  cubierta  que  se  sellará  por  el  juez  y se  ru- 
bricará por  los  mismos,  y encerrando  los  demás 
efectos  eu  papel,  caja  ó saco  ó de  otro  modo  que 
impida  el  que  puedan  sacarse  ó sustituirse  por 
otros  sin  romper  el  papel  ó faja  que  se  colocará 
donde  sea  oportuno , rubricada  igualmente  por 
las  indicadas  personas,  ó bien  poniéndolos  ó de- 
jándolos en  cuarto  ó habitación  que  se  cerrará 
con  llave  y asegurará  de  manera  que  quede  in- 
violable el  depósito;  8.°,  pasar  oficio  al  adminis- 
trador dé  correos  del  pueblo , cuando  creyere 
que  la  correspondencia  del  inculpado  preso  ó 
arrestado  puede  contribuir  á la  averiguación  del 
delito  ó del  delincuente,  para  que  por  si  mismo 
ó por  medio  de  alguno  de  sus  oficiales  la  lleve  y 
entregue  al  reo  á presencia  del  juez  ó alcalde, 
quien  después  de  abierta  por  el  interesado  puede 
mandar  que  se  una  si  fuere  del  caso  á la  suma- 
ria para  los  efectos  convenientes,  según  lo  dicho 
en  el  articulo  Carta;  9.°,  mandar  detener  ó ar- 
restar á cualquiera  de  las  personas  presentes 
contra  quien  resultaren  indicios  bastantes  para 
presumir  que  es  autor  ó cómplice  del  delito,  con 
tal  que  por  él  merezca  según  la  ley  ser  castigarla 
con  pena  corporal;  y si  los  indicios  fuesen  con- 
tra personas  no  presentes,  lia  de  mandar  que  se 
las  conduzca  arrestadas  á su  presencia;  y en 
uno  y otro  caso  ha  de  recibirles  declaración  en 
el  momento,  siempre  que  no  haya  cosa  que  lo 
estorbe,  mas  habiéndola,  debe  hacer  que  se  las 
lleve  á la  cárcel  en  calidad  de  detenidas  y to- 
marles la  declaración  dentro  de  veinticuatro 
horas;  10,  proceder  al  embargo  de  lo3  bienes  del  1 
delincuente  para  evitar  su  ocultación  ó enaje- 
nación, cuando  el  delito  lleve  consigo  responsa-  ¡ 
bilidad  pecuniaria,  y solo  en  proporción  á la  > 
cantidad  á que  esta  pueda  extenderse;  11,  firmar 
todas  las  diligencias  y hacer  que  las  firmen  el 
promotor  fiscal  si  asistiere  y el  escribano;  como 
también  los  facultativos,  peritos,  testigos  y reos 
ó sus  apoderados  ó representantes  las  en  que 
respectivamente  hubiesen  intervenido,  hacién- 


dose expresión  de  los  que  no  supiesen  ó no  qui- 
siesen hacerlo;  12,  entregar  el  alcalde  del  pue- 
blo las  diligencias  que  estuviere  practicando  en 
su  caso  al  juez  de  partido  si  se  presentare  ó re- 
mitírselas después  de  concluidas,  con  los  efec- 
tos y comprobantes  para  que  las  reconozca  y 
rectifique  en  todo  ó en  parte  si  estuviesen  de- 
fectuosas y las  continúe  , sin  perjuicio  de  encar- 
gar á aquel  las  que  convengan  para  la  mas 
pronta  y fácil  expedición  del  asunto. 

Estas  son  en  resúmen , y hablando  en  gene- 
ral, las  primeras  diligencias  que  deben  practi- 
carse por  el  juez  ó alcalde  en  el  procedimiento 
por  delitos  in  fraganti  y reputados  como  tales;  y 
las  mismas  habrán  de  ponerse  en  ejecución  por 
el  juez  de  partido  en  cuanto  sean  aplicables  , se  . 
gun  la  calidad  y circunstancias  de  los  hechos, 
en  el  procedimiento  por  delitos  que  no  son  ni  se 
reputan  i%  fraganti.  Todas  ellas  son  reglas  ge- 
nerales, y el  modo  de  la  aplicaciou  de  algunas  y 
sus  variaciones,  se  especifican  mas  particular- 
mente en  los  artículos  relativos  á cada  especie 
de  delitos.  V.  Cadáver,  Ahogado,  Ahorcado,  En- 
venenamiento y Veneno,  A b ortos  y A bortivo,  In- 
fanticidio , Exposición  de  parto , Ocultación  de 
parto,  Suposición  departo,  Herida  y Herido,  Ar- 
mas prohibidas , Asonada,  Adulterio , Estupro, 
Fuerza  hecha  á mujeres.  Monedero  falso,  Pasquín, 
Robo,  Fractura,  Instrumento  público,  pár.  VI,  Co- 
tejo de  letras,  Juego , etc.  * Véanse  también  en 
dichos  artículos  las  últimas  disposiciones  sobre 
las  materias  á que  se  refieren  en  las  adiciones  á 
los  mismos,  como  igualmente  las  délos  párrafos 
siguientes  de  este  artículo.  * 

XXIII.  Hemos  enumerado  con  rapidez  las 
primeras  y mas  urgentes  diligencias  del  suma- 
rio , sin  detenernos  en  la  explicación  de  cada 
una  de  ellas,  por  presentarlas  bajo  un  punto  de 
vista  y no  cortar  el  hilo  de  su  narración.  Vamos, 
pues,  ahora  á explanar  las  que  lo  necesitan,  ma- 
nifestando el  modo  y tiempo  en  que  deben  prac- 
ticarse, y ú proseguir  las  demás  que  son  relati- 
vas al  juicio  informativo.  Lo  natural  es  hacer 
las  primeras  diligencias  por  el  órden  en  que  van 
colocadas;  pero  puede  convenir  á veces  antici- 
par algunas  de  ellas  á las  otras  por  razón  de  su 
mayor  urgencia,  como  por  ejemplo,  la  del  arres- 
to del  presunto  delincuente  y el  embargo  de  sns 
bienes,  á fin  de  que  sea  efectiva  la  ley  penal  y 
no  quede  eludido  el  juicio. 

XXIV.  Arresto  ó detención  del  presunto  reo. — 
En  efecto,  aunque  es  regla  general  establecida 
por  el  art.  287  de  la  Constitución  de  1812,  que 
ningún  español  pueda  ser  preso  sin  que  preceda 
información  sumaria  del  hecho,  y por  el  que 
merezca  según  la  ley  ser  castigado  eon  pena 
corporal,  y asimismo  un  mandamiento  del  juez 
por  escrito  que  se  le  notificará  en  el  acto  mismo 
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de  la  prisión;  sin  embargo,  son  muy  de  observar 
las  modificaciones  y excepciones  siguientes: 

1. %  que  puede  el  juez  proceder  á la  prisión  luego 
que  por  cualquier  medio  resulten  de  la  informa- 
ción sumaria  el  acaecimiento  de  un  hecho  que 
merezca  según  la  ley  ser  castigado  con  pena  cor- 
poral, y algún  motivo  ó indicio  suficiente  según 
las  leyes  para  creer  que  tal  ó tal  persona  ha  co- 
metido aquel  hecho,  sin  ser  necesario  esperar  á 
que  la  sumaria  produzca  una  prueba  plena  ni  se- 
miplena del  delito  ni  de  quien  sea  el  verdadero  de- 
lincuente-, decreto  de  Córtes  de  11  de  Setiembre 
de  1820,  restablecido  en  30  de  Agosto  de  183G: 

2. ’,  que  si  la  urgencia  ó la  complicación  de  cir- 
cunstancias impidieren  que  se  pueda  verificar 
la  información  sumaria  del  hecho  ó el  manda- 
miento por  escrito,  puede  el  juez  mandar  detener 
y custodiar  en  calidad  de  detenida  á cualquiera 
persona  que  le  parezca  sospechosa,  mientras  hace 
con  la  mayor  brevedad  posible  la  precisa  infor- 
mación sumaria,  sin  que  esta  detención  sea  pri- 
sión, ni  pueda  pasar  de  veinticuatro  horas,  ni  la 
persona  así  detenida  deba  ser  puesta  en  la  cár- 
cel hasta  que  se  cumplan  los  requisitos  que  exi- 
ge dicho  art.  287  de  la  Constitución  de  1812: 

3. *,  que  no  solamente  las  autoridades,  funciona- 
rios y ministros  de  justicia,  sino  todas  y cuales- 
quiera personas,  pueden  arrestar  y conducir  k 
la  presencia  del  juez  al  que  hallaren  delinquien- 
do in  fraganli;  ley  11,  tít.  38,  lib.  12,  Nov.  Reco- 
pilación; art.  292  de  la  Constitución  de  1812,  y 
arts.  28  y 29  del  decreto  de  21  de  Abril  de  1821), 
esto  es,  al  que  actualmente  está  cometiendo  el 
delito,  al  que  acaba  de  cometerlo,  al  que  acto 
continuo  es  perseguido  y designado  como  autor 
ó cómplice  por  la  voz  pública  de  los  que  presen- 
ciaron el  hecho,  y al  que  es  encontrado  también 
en  acto  continuo  con  las  armas,  instrumentos  ú 
otros  efectos,  ó con  señales  en  su  persona  6 ves- 
tidura que  indiquen  ser  el  autor  ó cómplice  del 
delito:  4.a,  que  los  ministros  de  justicia  y las 
partidas  destinadas  á la  persecución  de  malhe- 
chores, pueden  detener  k las  personas  que  les 
parezcan  sospechosas,  para  el  solo  efecto  de  pre- 
sentarlas á los  jueces;  art.  29  del  decreto  de  17 
de  Abril  de  1821:  5.a,  que  cuando  por  persona 
fidedigna  se  diere  parte  de  que  acaba  de  come- 
terse un  delito  y de  que  los  delincuentes  se  ha- 
llan ocultos  disponiéndose  para  la  fuga,  podrá 
con  mas  razón  el  juez  ordenar  su  arresto,  sin 
entrar  préviamente  en  la  averiguación  del  deli- 
to, á fin  de  evitar  la  impunidad,  pues  que  ya 
tiene  algún  motivo  racional,  según  el  art.  5.a  del 
reglamento  de  justicia,  para  creer  sospechosos  á 
aquellos  individuos,  y no  debe  gozar  de  menos 
facultades  que  un  alguacil  ó una  pal-tida  de  per- 
secución de  malhechores  para  detenerlos:  6.*,  que 
cualquiera  puede  arrestar  donde  quiera  que  lo 


hallare,  y presentar  al  juez  sin  su  mandato  pré- 
vio,  por  el  grande  interés  que  en  ello  tiene  la 
sociedad,  al  infamado  ó acusado  de  falsa  mone- 
da, al  desertor  del  ejército  en  campaña  ó guer- 
ra, al  ladrón  famoso,  al  incendiario  nocturno  de 
casa,  al  talador  de  viñas  ó árboles,  al  incendia- 
rio de  mieses,  y al  forzador  ó raptor  de  doncella 
ó religiosa,  según  dispone  la  ley  2.a,  tít.  29,  Par- 
tida 3.a. 

Dedúcese  de  estas  modificaciones  y especial- 
mente de  la  primera  y segunda,  que  si  para 
arrestar  ó detener  á un  español  y custodiarle  en 
calidad  de  detenido  por  espacio  de  veinticuatro 
horas  bastan  sospechas,  y sospechas  arbitrarias, 
pues  que  no  están  fijadas  por  la  ley,  tampoco 
parece  que  partí  prenderle  en  solemne  forma  ni 
para  dar  por  escrito  ese  mandamiento  motivado 
que  se  le  ha  de  notificar  en  el  acto  mismo  de  la 
prisión  se  requieren  ya  mas  que  sospechas,  y 
sospechas  igualmente  arbitrarias,  pues  que  tam- 
poco las  ha  fijado  la  ley  ; sospechas  solo  sobre  la 
existencia  del  crimen , sospechas  solo  sobre  la 
persona  del  criminal!!  « Para  proceder  á la  pri- 
sión de  cualquier  español , previa  siempre  la  infor- 
mación sumaria  del  hecho,  dice  el  decreto  de 
Córtes  de  11  de  Setiembre  de  1820,  restablecido 
en  30  de  Agosto  de  183G , no  se  necesita  que  esta 
produzca  una  prueba 'plena  ni  semiplena  del  delito 
ni  de  quien  sea  el  verdadero  delincuente .»  Si  se 
quita,  pues,  la  necesidad  de  una  prueba  semi- 
plena del  delito  y del  delincuente,  ¿qué  es  lo  que 
queda  debajo  de  ella  sino  solo  meras  sos-pechas 
sobre  ambos  puntos?  Tiénese  por  prueba  semi- 
plena la  declaración  de  un  testigo  fidedigno,  un 
indicio  vehemente,  la  confesión  extrajudicial, 
el  cotejo  <le  letras  y otras  de  este  jaez:  si  la  ley 
quiere  que  consideres  como  superabundante 
cualquiera  de  ellas , y que  te  contentes  con  me- 
nos para  creer  que  se  ha  cometido  un  crimen  y 
que  tal  ó tal  individuo  lo  ha  perpetrado,  ¿qué 
otra  cosa  es  la  que  quiere  sino  que  obres  por  in- 
dicios livianos  y que  procedas  á la  prisión  de  un 
hombre  en  virtud  de  un  testimonio,  aunque  sea 
poco  diguo  de  fe?  La  úuica  diferencia  que  esta- 
blece la  famosa  ley  entre  los  requisitos  para  la 
detención  y para  la  prisión , consiste  en  que  para 
la  primera  no  exige  como  para  la  segúndala 
información  sumaria  del  hecho-,  pero  por  lo  de- 
más, con  sospechas  ó indicios  leves  se  contenta 
en  realidad  respecto  de  la  segunda  así  como  de 
; la  primera,  con  tal  que  en  el  un  caso  resulten 
de  lo  escrito  y en  el  otro  por  cualquier  medio. 
¿Quién  creyera  que  por  un  decreto  se  habia  de 
desvirtuar  de  este  modo  uuo  de  los  principales 
| artículos  del  sagrado  Código;  artículo  en  que  se 
I pensaba  y todavía  se  piensa  que  se  halla  muy 
! bien  afianzada  la  libertad  individual  del  ciuda- 
dano? ¿Quién  imaginara  que  esta  libertad  tan 
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proclamada,  tan  cantada,  tau  exagerada  en  can- 
tos y proclamas , había  de  perecer  á manos  de  ■ 
sus  mismos  fundadores,  6 había  de  quedar  al 
menos  reducida  á tal  estado  de  nulidad  cual  no 
tenia  ya  en  los  últimos  tiempos  de  la  monarquía 
pura?  ¿Quién  por  fin  se  persuadiera  jamás  de  . 
que  en  Agosto  de  1836  los  mismos  hombres  que 
levantaban  el  Código  tantas  veces  muerto  y tan- 
tas resucitado  , el  Código  en  que  hacia  un  papel 
tan  principal  la  líber ¿ad  civil , liabian  de  poner 
á su  lado  ese  decreto  de  1820  que  con  sus  expli- 
caciones la  destruye?  Por  fortuna  el  buen  senti- 
do de  los  jueces  y magistrados  no  ha  querido 
ver  en  esa  ley  la  arbitrariedad  que  se  les  conce-  , 
de,  y creyendo  sin  duda  que  las  Córtes  dijeron 
en  ella  mas  de  lo  que  quisieron  y que  las  pala- 
bras no  estaban  en  armonía  con  su  verdadera 
intención,  no  suelen  proceder  á la  prisión,  sino 
cuando  la  información  sumaria  produce  una 
prueba  plena  ó casi  plena  del  delito  y una  prue- 
ba semiplena  de  la  persona  del  que  lo  ha  come-  ¡ 
tido,  conformándose  con  el  espíritu  de  nuestras 
antiguas  leyes  y con  la  opinifcn  mas  general- 
mente recibida  de  nuestros  criminalistas.  Véase 
Arrestar,  Alguacil,  Auxilio  contra.-  el  injusto 
agresor.  Fuerza  publica , prisión , y mas  abajo  el 
pár.  XXXII. 

* Las  últimas  disposiciones  de  la  Constitución 
de  1869,  del  Código  penal  de  1870  y de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  de  1872,  sobre  deten- 
ción de  los  presuntos  reos,  se  han  expuesto  en 
los  artículos  Arrestar,  Alcaide  y Detención.  * 

XXV.  Embargo  ele  bienes.  — Cuando  el  juez 
encuentra  ya  en  la  sumaria  motivos  suficientes 
para  proceder  á la  prisión  del  presunto  reo , ó 
por  mejor  decir  para  creerle  culpable , según  lo 
dicho  en  el  párrafo  que  precede,  debe  al  mismo 
tiempo  ó después , según  convenga,  en  los  de- 
litos que  lleven  consigo  responsabilidad  pecu- 
niaria, decretar  el  embargo  de  bienes,  especial- 
mente si  hay  razón  para  temer  la  ocultación  de 
ellos. 

El  embargo  ha  de  ejecutarse  únicamente  en 
la  cantidad  á que  la  responsabilidad  pecuniaria  • 
pueda  extenderse:  art.  294  de  la  Constitución 
de  1812.  Esta  cantidad  ha  de  fijarse  por  el  juez 
regulando  prudencialmente  lo  que  atendida  la 
calidad  y naturaleza  del  delito  ó culpa  podrán 
importar  todas  las  condenaciones  pecuniarias, 
las  cuales  pueden  reducirse:  l.°,  á la  satisfac- 
ción de  una  multa  ó de  una  suma  determinada 
en  favor  del  ofendido,  cuando  esta  sea  el  todo 
ó parte  de  la  pena  del  delito;  2.",  á la  restitución 
de  bienes  robados  ó de  su  valor;  3.°.  al  resarci- 
miento de  daños  y perjuicios  que  el  delito  hu-. 
uese  ocasionado  en  personas  ó bienes;  4.”,  ai 
pago  de  las  costas  procesales. 

Puede  hacerse  el  embarg-o:  l.°,  en  dinero,  y 


bienes  muebles  y semovientes,  que  se  deposi- 
tarán por  inventario  en  persona  llana  y abonada 
á satisfacción  del  juez  (ley  4.s,  tít.  33,  Lb.  5.“, 
Noy  Recop.);  2.“,  en  bienes  raíces,  que  aunque 
según  dicha'  ley  deben  igualmente  ponerse  en 
depósito  ó secuestro,  pues  que  ella  habla  de  toda 
clase  de  bienes  sin  distinción,  se  acostumbra  en 
algunas  partes  y conviene  dejar  al  libre  uso  y 
disfrute  del  reo  ó su  familia , tomándose  razón 
del  embargo  en  el  oficio  de  hipotecas;  3.  , en  la 
t.'ir^PT’íí  ó cuarta  uartc  ó en  la  mitad  de  las  "rentas 


que  por  su  destino  correspondiesen  al  reo,  según 
la  importancia  de  ellas  y la  clase  y familia  de 
este , cesando  la  retención  luego  que  se  complete 
la  cantidad  mandada  embargar. 

Aunque  los  bienes  que  están  exentos  de  em- 
bargo por  deuda  civil,  no  lo  están  por  deuda  ú 
obligación  que  nazca  de  delito  grave,  es  opinión 
generalmente  recibida  que  deben  ser  respeta- 
dos, á lo  menos  en  el  caso  de  que.  el  procesado 
tenga  otros  bienes  do  que  pueda  echarse  mano; 
y parece  que  la  equidad  y la  humanidad  reco- 
miendan que  nunca  se  sujeten  á embargo  las 
ropas  del  uso  cotidiano  del  reo  y su  familia,  las 
camas,  aperos  y ganados  indispensables  de  la- 
bor, las  armas,  libros,  instrumentos  ni  herra- 
mientas de  las  respectivas  profesiones , artes  ú 
oficios.  V.  Juicio  ejecutivo,  pár.  V. 

El  reo  ó su  representante  pueden  en  todo  caso 
hacer  el  señalamiento  de  bienes  para  el  embar- 
go, con  tal  que  cubran  la  cantidad  mandada 
asegurar ; y aun  evitar  el  embargo  en  el  prin- 
cipio, y solicitar  después  de  hecho  que  se  alce, 
depositando  una  cantidad  equivalente,  ó pre- 
sentando fianza  de  responder  de  ella,  pues  que 
no  siendo  otro  el  objeto  del  embargo  que  el  ase- 
gurar el  pago  de  las  condenaciones  pecunia- 
rias, no  debe  rechazarse  ninguno  de  los  medios 
que  se  propongan  y sean  suficientes  para  lle- 
narlo. 


Parala  admisión  de  la  fianza,  señalamiento 
de  su  cuantía  y declaración  de  ser  bastantes  los 
bienes  propuestos  ó los  embargados,  ha  de  oirse 
al  ministerio  fiscal  y á la  parte  ofendida,  como 
igualmente  en  el  caso  de  suscitarse  sobre  ellos 
tercería  de  dote  ó de  dominio  ó cualquiera  otra 
que  sea  admisible  , todo  en  pieza  separada,  para 
que  no  se  entorpezca  el  curso  de  la  causa.  Véase 
mas  arriba  pár.  XYT. 

El  auto  de  embargo  es  ejecutivo,  como  el  de 
prisión,  y no  admite  por  consiguiente  apelación 
ni  otro  recurso  sino  solo  en  un  efecto.  V.  Em- 
bargo. 

4 Las  últimas  disposiciones  vigentes  sobre 
esta  materia  se  han  expuesto  en  el  artículo  de 
esta  obra,  Embargo  en  los  juicios  criminales.  Véa- 
se también  el  artículo  Responsabilidad  civil, 
donde  se  exponen  las  últimas  prescripciones  del 
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Código  penal  que  determinan  los  puntos  que 
comprende.  * 

XXVI.  Reconocimientos,  ensayos  y cotejos  de 
objetos  materiales. — Cuando  habiéndose  encon- 
trado , recogido  y depositado  algunos  objetos  de 
prueba  material  del  delito,  se  hubiere  de  hacer 
ó repetir  el  reconocimiento,  ensayo  ó cotejo  de 
ellos,  que  deberá  ser  luego  que  lo  permitan  las 
diligencias  mas  urgentes  del  sumario,  se  prin- 
cipia el  acto  acreditando  que  el  depósito  no  ha 
sido  alterado  ni  quebrantado , á cuyo  efecto  se 
pone  de  manifiesto  á los  que  asistieron  á él  el 
pliego,  saco,  arca  ó lugar  en  que  se  hizo,  para 
que  reconozcan  las  cerraduras,  sellos  ó rúbri- 
cas, ó bien  el  objeto  para  que  vean  que  es  el 
mismo. 

Abierto  el  pliego,  el  juez  reconoce  por  sí  los 
papeles  , separa  los  que  no  tienen  conexión  con 
el  asunto  y los  entrega  al  interesado  ó su  repre- 
sentante; reserva  los  que  sean  útiles,  y hacién- 
dolos rubricar  por  el  mismo  interesado  ó su  re- 
presentante y por  los  demás  que  asistan  á la 
diligencia  y anotar  específicamente  los  que  sean 
con  expresión  de  su  principio  y fin,  y de  si  tie- 
nen ó no  enmiendas,  entrerrenglonados  ó tes- 
taduras,  manda  que  corran  unidos  á los  autos. 

Abiertos  igualmente  los  demás  depósitos  en 
su  caso  ó exibidas  las  cosas  depositadas,  se  hace 
por  los  facultativos  ó peritos  ya  nombrados  ó 
que  se  nombren,  á presencia  del  juez  y del  es- 
cribano , el  exámen , reconocimiento , ensayo  ó 
cotejo  que  corresponda  según  su  naturaleza  y 
la  especie  del  delito;  y si  el  punto  que  se  some- 
te á sus  observaciones  es  muy  árduo  ó delicado, 
ó bien  siendo  dos  como  á lo  menos  deben  ser  los 
peritos  ó facultativos  no  están  conformes  en  su 
opinión,  puede  el  j uez  nombrar  el  número  de 
ellos  que  estime  conveniente,  ó acudir  en  su 
caso  á la  Academia  de  medicina  y cirujia  ó al 
colegio  ó cuerpo  competente , á fin  de  adquirir 
toda  la  instrucción  posible  para  dictar  el  fallo 
con  acierto.  V,  Academia  médico-quirúrgica. 

Como  á veces  no  es  posible  fijar  incontesta- 
blemente con  un  solo  reconocimiento  la  calidad 
del  hecho  ó la  relación  que  tenga  con  este  la 
cosa  examinada,  conviene  mucho  tener  presen- 
te , que  cuando  para  practicar  el  reconocimiento 
pericial  sea  indispensable  ú oportuno  destruir 
el  objeto  sobre  que  lia  de  recaer,  debe  dividirse 
el  objeto  si  fuere  posible  y practicarse  el  reco- 
nocimiento en  una  parte,  depositándose  la  otra 
en  debida  forma  para  que  sobre  ella  pueda  re- 
petirse en  caso  necesario. 

Cuando  el  reconocimiento  de  un  objeto  mate- 
rial no  haya  de  hacerse  por  peritos,  sino  por 
cualquiera  persona,  cuyo  testimonio  circuns- 
tanciado se  crea  útil  para  acreditar  la  verdad  de 
un  hecho  ó la  identidad  del  mismo  objeto  ó de 
Tomo  ni. 


sus  circunstancias!,  es  muy  conveniente  que  se 
le  pongan  de  manifiesto  varios  objetos  semejan- 
tes ó de  la  misma  especie  que  el  que  da  márgen 
á la  celebración  del  acto , para  que  diga  cuál  es 
entre  todos  el  que  se  busca. 

Si  alguna  persona  hubiere  alterado,  sustraí- 
do, ocultado  ó hecho  desaparecer  los  compro- 
bantes materiales  del  delito  para  impedir  la 
i averiguación  de  la  verdad,  debe  procederse  con- 
tra ella  como  encubridora  del  delito,  sin  perjui- 
cio de  suplir  la  falta  de  aquellos  por  las  pruebas 
que  permita  la  naturaleza  del  hecho.  * V.  ins- 
pección ocular  y Registro  en  lugar  cerrado  y de  li- 
bros y papeles.  * 

XXVII.  Exámen  de  testigos. — El  juez  debe 
examinar  por  si  mismo  ante  solo  el  escribano  á 
las  personas  que  aparezcan  enunciadas  como 
sabedoras  del  delito  ó de  sus  autores  en  las  pri- 
meras diligencias  y en  la  denuneia  ó querella, 
á las  que  pida  el  promotor  fiscal,  y á todas  las 
demás  que  puedan  dar  razón  del  hecho,  sus  cir- 
cunstancias, reos,  cómplices  y auxiliadores,  re- 
cibiendo á cada  testigo  su  declaración  por  sepa- 
rado, y sin  usar  la  cautela  de  tomar  el  escribano 
á solas  las  deposiciones  de  los  testigos  y leerlas 
después  ante  el  juez,  so  pena  de  ser  castigados 
por  la  contravención  y de  nulidad  del  proceso: 
ley  26,  tit.  16,  Part.  3.!,  leyes  10  y 16,  tít.  32,  li- 
bro 12,  Nov.  Iiecop.,  y art.  8.°  clel  reglamento 
de  26  de  Setiembre  de  1835.  El  juez  que  contra- 
viniere á esta  disposición,  incurre  por  la  primera 
vez  en  la  multa  de  cinco  mil  maravedís,  y el  es- 
cribano en  la  de  dos  mil;  por  la  segunda  en  mul- 
ta doblada  respectivamente;  y por  la  tercera  eu 
privación  de  sus  oficios:  d,  ley  16,  tít.  32,  lib.  12, 
Nov.  Recop.  Es  claro  que  las  multas  deben  ser 
ahora  mucho  mayores  por  la  diferencia  de  los 
tiempos , y que  las  actuaciones  nulas  del  proceso 
han  de  reponerse  á costa  de  los  contraventores. 

XXVIII.  Toda  persona  de  cualquiera  clase, 
fuero  y condición  que  sea,  cuando  tenga  que 
declarar  como  testigo  en  una  causa  criminal, 
está  obligada  á comparecer  para  este  efecto  ante 
el  juez  que  conozca  de  ella  luego  que  sea  citada 
por  el  mismo,  sin  necesidad  de  prévio  permiso 
del  jefe  ó superior  respectivo;  teniendo  igual 
autoridad  para  este  fin  el  juez  ordinario  respec- 
to á las  personas  eclesiásticas  y militares,  que 
los  jueces  militares  y eclesiásticos  respecto  á las 
de  los  otros  fueros,  los  cuales  no  pueden  ni  de- 
ben considerarse  perjudicados  por  el  mero  acto 
de  decir  lo  que  se  sabe  como  testigo  ante  un 
juez  autorizado  por  la  ley;  y toda  persona  en 
estos  casos,  cualquiera  que  sea  su  clase,  debe 
dar  su  testimonio,  no  por  certificación  ó infor- 
me, sino  por  declaración  bajo  juramento  en 
forma,  que  deberá  prestar  según  su  estado  res- 
pectivo ante  el  juez  de  la  causa  ó el  autorizado 
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por  este:  arts.  2.’  y 3.°  del  decreto  de  Oórtes  de  11 
de  Setiembre  de  1820,  restablecido  en  30  de 
Ag-osto  de  1836,  ley  12,  tít.  8.°,  lib.  2.“  del  Fuero 
líeai,  y ley  31,  tít.  16,  Parí.  3.a 

Cuando  el  testigo  estuviese  físicamente  impe-’ 
dido,  debe  el  juez  pasar  con  el  escribano  á su 
casa'á  recibirle  la  declaración  (ley  35,  tít.  16, 
Part.  7."l;  y si  estuviere  confinado  en  presidio, 
ha  de  pasar  igualmente  el  juez  en  persona  con 
el  escribano  al  cuartel  en  que  se  halle  (líeai  or- 
den de  25  de  Octubre  de  1839),  debiendo  practi- 
carse lo  mismo  con  los  presos. 

El  testigo  que  constando  haber  sido  citado,  no 
compareciese  á declarar  en  el  término  que  se  le 
hubiere  asignado,  debe  ser  compelido  y apre- 
miado á.  ello  con  penas  pecuniarias,  y aun  con 
prisión  ó arresto:  ley  35,  tít.  16,  Part.  3.a,  y ley 
1.a,  tít.  11,  lib.  11,  Nov.  Recop.  Lo  natural  es  que 
el  juez  le  imponga  por  la  falta  de  comparecencia 
una  multa  proporcionada , haciéndole  citar  de 
nuevo;  que  si  tampoco  compareciere,  le  exija 
doble  multa,  y le  haga  conducir  arrestado  á su 
presencia  para  solo  el  efecto  de  recibirle  inme- 
diatamente su  declaración;  que  si  no  pudiere 
pagar  la  multa,  le  haga  sufrir  uno  ó inas  dias  de 
prisión  ó arresto  según  las  circunstancias;  y que 
si  compareciese  á la  segunda  citación,  y acredi- 
tase excusas  legítimas  de  su  primera  falta,  le 
pueda  alzar  la  multa  con  audiencia  del  ministro 
fiscal.  Mas  los  ascendientes  y descendientes,  los 
parientes  colaterales  hasta  el  cuarto  grado,  los 
cónyuges,  los  suegros,  suegras,  yernos  y nue- 
ras, los  padrastros,  madrastras  y entenados,  no 
pueden  ser  apremiados  á declarar  unos  contra 
otros:  ley  11,  tít.  16,  Part.  3.a.  y ley  9.a,  tit.  30, 
Part.  7.a 

XXIX.  Como  en  el  sumario  no  se  trata  pre- 
cisa y únicamente  de  probar,  sino  mas  bien  de 
inquirir,  debe  el  juez  admitir  aquí  á todo  testi- 
go, aunque  sea  menos  hábil  para  hacer  prueba, 
dejando  el  exámen  de  su  idoneidad  para  el  ple- 
nario,  según  dicen  los  autores,  y es  fácil  inferir 
de  la  ley  9.a,  tit.  16,  Part.  3.a,  y tampoco  se  cita 
por  ahora  al  reo,  aunque  se  sepa  quién  es,  para 
que  conozca  á los  testigos  y presencie  su  jura- 
mento. 

XXX.  Si  los  testigos  residieren  en  otro  pue- 
blo perteneciente  al  territorio  jurisdiccional  del 
juez  de  la  causa,  han  de  ser  examinados,  tam- 
bién ante  escribano,  por  el  alcalde  del  mismo 
pueblo  (hoy  juez  municipal),  ó por  quien  sus 
veces  h:iga,  6 bien  por  otra  persona  de  confian- 
za á quien  el  juez  creyere  mas  conveniente  al 
mejor  servicio  dar  esta  comisión,  art.  8.“  y 34 
del  reglamento  de  justicia  de  1835 ; y art.  9."  del 
decreto  de  11  de  Setiembre  de  1820;  y si  residie- 
ren fuera  del  territorio  jurisdiccional,  hau  de 
ser  examinados  por  medio  de  exhortes  que  se 


JÜ 

libren  á los  respectivos  jueces  de  partido,  los 
que  los  harán  comparecer  ó pasarán  á exami- 
narlos ó lo  encargarán  al  alcalde  según  los  ca- 
sos; á cuyo  fin  han  de  extenderse  en  la  órden  ó 
despacho  de  comisión  ó eu  el  exhorto  las  pre- 
guntas  que  deban  hacérseles,  para  que  el  alcal- 
de ó el  delegado  ó el  juez  de  partido  les  reciban 
al  tenor  de  ellas  sus  declaraciones  y las  remitan 
cerradas.  Pero  si  la  causa  fuere  tan  grave  que 
por  el  delito  (jue  Iel  motivo,  estuviere  impuestfi 
por  la  ley  la  pena  de  muerte  ó la  de  perdimien- 
to de  miembro  6 la  de  destierro,  6 si  los  testigos 
hubiesen  de  reconocer  algún  objete  material 
que  no  puede  remitirse  fácilmente  ó sin  peli- 
gro, debe  entonces  el  juez  de  la  causa  hacerlos 
comparecer  en  su  juzgado,  cualquiera  quesea 
el  distrito  ó provincia  en  que  se  hallen,  á no 
estar  imposibilitados,  y recibirles  por  sí  mismo 
sus  declaraciones:  ley  10,  tít.  8.",  lib.  2.°  del  Fue- 
ro Real,  y ley  27,  tít.  16,  Part,  3.a,  con  las  glosas 
de  Gregorio  López ; bien  que  si  el  reconocimien- 
to no  fuese  muy  esencial  ó conducente  parala 
averiguación  del  hecho,  y si  los  testigos  se  en- 
contraren á larga  distancia , habrán  de  ser  exa- 
minados por  exhorto , siempre  que  así  pueda 
hacerse  sin  perjuicio  de  la  justicia. 

XXXI.  Debe  empezar  el  juez,  acompañado 
del  escribano , el  exámen  de  cada  testigo  tomán- 
dole juramento  de  que  dirá  verdad  en  cuanto 
supiere  y fuere  preguntado,  de  que  no  dejará 
de  decirla  por  odio  6 afición  á persona  alguna, 
ni  por  temor  ó esperanza,  ni  por  seducción  ú 
otro  medio  reprobado,  y de  que  no  descubrirá 
su  dicho  á ninguna  de  las  partes  hasta  su  pu- 
blicación por  el  juez;  y luego,  mirándole  á la 
cara,  descubrir  la  impresión  que  cada  pregunta 
le  hace  y el  modo  con  que  satisface  k ella,  le 
preguntará  por  su  nombre , apellido,  edad , es- 
tado , oficio  ó profesión  y vecindad , y por  el  he- 
cho que  se  inquiere  y sus  circunstancias,  por  el 
lugar,  dia  y hora  en  que  fué  cometido,  por  el 
nombre  ó señas  del  que  lo  cometió  y de  sus 
cómplices , sin  manifestarle  quiénes  son , aun- 
que ya  se  sepa  , y por  las  personas  que  se  halla- 
ren presentes  al  acto  ó que  pueden  dar  noticia 
de  él,  como  asimismo  por  la  razón  que  tiene 
para  decir  lo  que  depone , si  es  por  haberlo  visto 
ó por  haberlo  oido  á otros  ó por  creerlo  así.  El 
escribano  extenderá  en  el  acto  las  preguntas  y 
respuestas  en  los  mismos  térmiuos  en  que  se  hi- 
cieren y dieren,  sin  añadir  ni  quitar  cosa  algu- 
na, concretándose  empero  á solo  el  asunto  de 
que  se  trate ; ó bien  el  mismo  testigo  escribirá 
por  su  mano,  si  quisiere,  ó dictará  su  deelara- 
cion;  y después  de  terminada,  se  le  leerá  ínte- 
gramente para  que  se  ratifique  en  ella,  ó la  en- 
miende y reforme,  y la  firmarán  el  juez,  escri- 
bano y testigo,  expresándose  si  este  no  sabe  ó 


— 586  — 


JU 


JU 


— 587 

no  puede  ó no  qjiiere  firmar;  sin  perjuicio  em- 
pero de  volver  á interrogarle  posteriormente 
cuando  el  juez  lo  crea  del  caso:  leyes  24,  25,  26, 

28  y 30,  tít,  16,  Part.  3.",  ley  3.*,  tlt.  30,  Part.  7.\ 
y ley  3/,  tít.  11,  lib.  11,  Nov.  Recop. 

lia  de  interrogar  el  juez  á los  testigos  con  pru- 
dencia y cordura,  ha  de  escucharlos  con  manse- 
dumbre, "no  ha  de  hacerlos  nunca  sino  pregun- 
tas directas,  y de  ningún  modo  capciosas  ni  su- 
gestivas: y será  estrechamente  responsable,  si 
para  hacerlos  declarar  á su  gusto  empleare  al- 
guna coacción  física  ó moral  ó alguna  promesa, 
dádiva,  engaño  ó impropio  artificio:  ley  26,  títu- 
16,  Part.  3.a,  y art.  8.°  del  Reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835.  V.  Pregunta  y Prevaricación. 

En  el  mismo  acto  de  la  declaración  se  verificará 
por  los  testigos  el  del  reconocimiento  de  las  ar- 
mas íi  otros  efectos  que  conviniere. 

Si  el  testigo  que  se  examina,  designare  otra  ú 
otras  personas  que  pueden  saber  algo  sobre  el 
hecho  criminal  ó su  autor,  se  evacuará  la  cita 
en  la  forma  que  luego  diremos  en  el  pár.«  XLIX; 
y si  dijere  que  vió  al  delincuente,  y que  no  sabe 
quién  es,  pero  que  le  conocería  si  le  volviese  á 
ver,  debe  entonces  procederse  al  reconocimiento 
ó confrontación  en  rueda  de  presos,  según  se  in- 
dicará mas  abajo  en  el  párrafo  LI. 

Si  el  testigo  se  explica  con  indecisión  ó per- 
plejidad, y preguntado  sobre  ella  no  da  razón 
que  la  justifique,  si  comete  desvarios  ó contra- 
dicciones 6 inconsecuencias,  si  se  esfuerza  en  co- 
honestar ciertos  hechos  de  mala  especie,  si  pre- 
senta intempestivamente  disculpas  que  no  se  le 
piden,  si  tergiversa  las  cosas,  si  al  oir  las  pre- 
guntas que  se  le  hacen  da  señales  de  sorpresa 
y turbación,  de  manera  que  uo  parece  sino  que 
la  conciencia  le  descubre,  puede  entonces  pre- 
sumirse, según  las  circunstancias,  ó que  falta  á 
sabiendas  á la  verdad,  ó que  es  participante  del 
delito;  y en  ambos  casos  habrá  de  tratársele  co- 
mo á presunto  reo  y proeederse  á su  detención  ó 
arresto,  á no  ser  que  haya  motivos  para  creer 
que  su  conducta  no  procede  sino  de  noticias  ó 
recelos  que  tenga  de  que  el  delincuente  que  se 
busca  es  una  de  aquellas  personas  contra  quie- 
nes no  puede  ser  apremiado  á declarar. 

* Las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal  y demás  vigentes  sobre  la  materia 
á que  se  refieren  los  párrafos  XXVII  al  XXXT  an- 
teriores, se  han  expuesto  en  el  artículo  de  esta 
obra  Declaración  testifical  en  lo  criminal.  Véase 
también  el  artículo  Testigo.  * 

XXXII.  Prisión  y declaración  indagatoria  del 
reo. — Luego  que  de  la  información  sumaria  re- 
sultan la  existencia  de  un  delito  grave  por  el 
que  la  ley  imponga  pena  corporal,  y algún  mo- 
tivo racional  bastante  para  creer  que  tal  ó tal 
persona  lo  ha  cometido,  con  arreglo  á lo  dicho 


en  el  pár.  XXIV,  debe  el  juez  proveer  contra 
ella  un  auto  motivado  de  prisión , así  en  el  caso 
de  que  ya  se  halle  en  calidad  de  detenida  en  la 
cárcel  ó en  cualquiera  otro  sitio  como  en  el  de 
que  todavía  se  encuentre  libre,  oyendo  al  mi- 
nistro fiscal,  si  lo  estimase  oportuno,  para  ca- 
lificar los  datos  del  sumario.  En  el  primer  caso 
basta  que  se  entregue  al  alcaide  copia  del  auto 
motivado  para  que  la  inserte  en  el  libro  de  pre- 
sos  > y que  se  notifique  el  auto  al  detenido  para 
que  sepa  que  se  le  pone  en  la  cárcel  ó permane- 
ce en  ella  con  la  calidad  de  preso;  y en  el  se- 
gundo caso  se  libra  mandamiento  de  prisión 
firmado  por  el  juez  y escribano,  en  que  se  ex- 
prese: l.°,  el  nombre  y apellido  y la  calidad  de 
juez  que  lo  expide;  2.°  la  persona  ó personas  á 
qnienes  se  comete,  que  regularmente  son  los 
ministros  , alguaciles  y dependientes  del  juzga- 
do; 3.“,  el  delito  porque  se  procede;  4.°,  el  nom- 
bre y apellido  del  reo,  con  alguna  seña  particu- 
lar, como  el  nombre  del  pueblo  de  su  naturaleza 
ó domicilio,  el  de  su  padre,  algún  sobrenombre 
ó apodo' con  que  sea  conocido,  úotra  que  lo  dis- 
tinga claramente  de  otro  cualquiera  de  su  mis- 
mo nombre  y apellido;  y si  estos  no  resultasen 
del  sumario,  la  designación  mas  clara  y distin- 
ta que  pueda  hacerse  de  él,  según  las  noticias 
que  sobre  su  persona  se  hubiesen  adquirido; 
5.”,  la  cárcel  á que  el  reo  ha  de  ser  conducido; 
y 6.°.  la  circunstancia  de  si  ha  de  estar  ó no 
privado  de  comunicación.  En  el  acto  de  la  pri- 
sión ha  de  notificarse  al  reo  el  mandamiento,  y 
dársele  copia  de  él  si  la  pidiese,  debiendo  asi- 
mismo aprehenderse  las  armas,  papeles  ú otros 
efectos  que  se  le  encuentren  y tengan  relación 
con  el  delito  que  la  motiva. 

XXXIII.  Si  residiere  el  reo  en  otro  pueblo 
- del  partido,  puede  encargarse  su  prisión  al  al- 
calde ú otro  delegado  en  quien  el  juez  tuviere 
mas  confianza,  dirigiéndole  al  efecto  el  man- 
damiento. Si  existiere  fuera  del  partido,  hade 
librarse  exhorto  ó requisitoria;  con  inserción 
del  auto  motivado,  al  juez  que  corresponda.  Si 
se  ignora  su  residencia  ó paradero,  se  despa- 
chan requisitorias  á los  pueblos  donde  se  pre- 
sume que  puede  estar,  ó bien  uua  sola  para 
todos  los  jueces  y alcaldes  que  se  anotan  al  már- 
gen , los  cuales  van  cumplimentándola  sucesi- 
vamente, esto  es,  quedándose  con  copia  del 
mandamiento  y requisitorio  para  hacerlo  eje- 
cutar luego  que  sea  posible;  y aun  suele  pasar- 
se oficio  al  jefe  político  de  la  provincia  para  que 
como  encargado  de  la  seguridad  publica  dis- 
ponga que  por  medio  de  las  autoridades  y agen- 
tes que  le  están  subordinados  se  verifique  la 
captura  del  reo  que  se  busca.  Finalmente,  si  se 
hubiese  refugiado  á pais  extranjero,  y tuviése- 
mos con  sn  Gobierno  algún  tratado  de  mútua 
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extradición  de  reos , como  lo  tenemos  con  el  de 
Francia,  Portugal,  Marruecos,  etc.,  debe  el  j uez  de 
la  cansa  remitir  á la  Audiencia  territorial  ó á su 
inmediato  superior  una  exposición  ó suplicato- 
ria,.acompañada  de  un  testimonio  en  que  cons- 
ten’la  naturaleza  del  delito,  la  gravedad  de  los 
cargos  y todas  las  demás  circunstancias  condu- 
centes; y el  tribunal,  hallando  completa  la  ins- 
trucción ó completándola  en  otro  caso,  y viendo 
que  el  delito  es  de  los  comprendidos  en  el  tra- 
tado. lo  dirige  todo  al  respectivo  ministerio  con 
su  informe  fundado  en  los  tratados  existentes 
y en  las  reglas  de  derecho  internacional , para 
que  pasándose  por  este  al  ministerio  de  Estado 
se  exija  al  Gobierno  extranjero  ia  entrega  del 
reo  refugiado:  Realórden  de  10  de  Setiembre  de 
1839.  * V.  en  'Exhorto  y Requisitoria , Asilo  terri- 
torial y Extradición  las  últimas  disposiciones.  * 

XXXIV.  Todos  sin  distinción  alguna  están 
obligados , en  cuanto  la  ley  no  los  exima,  á ayu- 
dar á las  autoridades  cuando  sean  interpelados 
por  ellas  para  el  descubrimiento,  persecución  y 
arresto  de  los  delincuentes:  art.  1.”  del  decreto 
de  11  de  Setiembre  de  1820,  Toda  persona  debe 
obedecer  los  mandamientos  de  prisión;  y cual- 
quiera resistencia  se  reputa  delito  grave:  ar- 
tículo 288  de  la  Constitución  de  1812.  Cuando 
hubiere  resistencia  ó se  temiere  la  fuga,  se  po- 
drá usar  de  la  fuerza  para  asegurar  la  persona: 
art.  289  de  id.  V.  Resistencia  d la  justicia  y Fuga, 
y mas  abajo  el  pár.  LVIII  sobre  allanamiento. 

Si  el  reo  mandado  prender  estuviere  grave- 
mente enfermo,  ó fuere  mujer  embarazada  ó re- 
cien parida,  no  lian  de  trasladarse  á la  cárcel 
hasta  que  el  facultativo  declare  que  puede  ha- 
cerse sin  peligro;  y entretanto  se  cuida  de  la 
seguridad  de  la  persona  por  medio  de  fianzas, 
guardas  ú otro  que  el  juez  estime  suficiente,  se- 
gún las  circunstancias  y calidad  del  procesado. 

Si  el  reo  se  hubiese  acogido  á lugar  sagrado, 
se  practican  las  diligencias  y procedimientos 
que  se  expresan  en  los  artículos  Asilo  é Inmuni- 
dad eclesiástica. 

XXXV.  El  auto  de  prisión  es  ejecutivo;  y así 
es  que  si  el  reo  interpone  apelación  de  él,  no  se 
le  debe  admitir  durante  el  sumario  sino  solo  en 
el  efecto  devolutivo,  porque  no  deben  quedar 
suspensas  las  actuaciones  mas  interesantes  del 
juicio  criminal  ni  perderse  los  momentos  mas 
preciosos  para  el  descubrimiento  de  los  hechos. 
En  el  caso,  pues,  de  haberse  interpuesto  este  re- 
curso, se  remite  testimonio  de  lo  actuado  al  tri- 
bunal superior  para  que  decida  brevemente,  v 
sin  comunicar  este  documento  al  reo,  sobre  su 
prisión  6 libertad. 

* Según  las  últimas  disposiciones  legales,  todo 
auto  de  prisión  será  motivado:  art.  8.°  de  la  Cons- 
titución de  1869,  ratificado  por  el  art.  394  de  la 


ley  de  Enjuiciamiento  criminal  que  dice,  la  re 
solución  elevando  la  detención  á prisión  6 de- 
jándola sin  efecto,  será  fundada. 

Asimismo,  según  dicho  art.  394,  dicha  reso- 
lución se  pondrá  en  conocimiento  del  ministe- 
rio fiscal,  y se  notificará  al  querellante  particu- 
lar, si  lo  hubiere,  y al  procesado.  Al  notificar  el 
auto  de  prisión  al  procesado , se  Le  hará  saber  el 
derecho  que  le  asiste  para  pedir  por  si  mismo, 
de  palabra  ó por  escrito  la  reposición  de  dicho 
auto,  consignándose  en  la  notificación  las  ma- 
nifestaciones que  hiciere:  art.  394. 

Mientras  que  la  causa  se  hallare  en  estado  de 
sumario,  solamente  podrá  decretar  la  prisión 
provisional  el  juez  de  instrucción  ó el  que  for- 
mare las  primeras  diligencias.  Cuando  se  en- 
trare en  el  período  del  juicio  oral,  la  prisión, 
como  la  libertad  provisional,  serán  decretadas 
solamente  por  el  tribunal  compotente:  art.  395. 

Para  decretar  la  prisión  provisional  serán  ne- 
cesarias las  circunstancias  siguientes:  1.'  Que 
conste  en  la  causa  la  existencia  de  un  hecho  que 
presente  los  caractéres  de  delito.  2.a  Que  este 
tenga  señalada  pena  superior  á la  de  prisión 
mayor,  según  la  escala  general  comprendida  en 
el  Código  penal,  ó bien  que,  aunque  tenga  se- 
ñalada pena  inferior,  considere  necesaria  el  juez 
la  prisión  provisional,  atendidas  las  circuns- 
tancias del  hecho  y los  antecedentes  del  proce- 
sado, hasta  que  presente  la  fianza  que  se  le  se- 
ñalare. 3.a  Que  aparezcan  en  la  causa  motivos 
bastantes  para  creer  responsable  criminalmente 
del  delito  á la  persona  contra  quien  se  haya  de 
dictar  el  auto  de  prisión:  art.  396. 

Procederá  también  la  prisión  provisional  cuan- 
do concurran  la  primera  y segunda  circunstan- 
cias del  articulo  anterior,  y el  procesado  no  hu- 
biese comparecido  al  primer  llamamiento  del  j uez 
ó tribunal  que  conociere  de  la  causa:  art.  397. 

ífingun  español  puede  ser  preso  sino  en  virtud 
de  mandamiento  de  juez  competente : art.  4.°  de 
la  Constitución. 

Para  llevar  á efecto  el  auto  de  prisión  se  espe- 
dirá un  mandamiento  cometido  á alguacil  del 
juzgado  ó portero  del  tribunal,  ó al  funcionario 
de  policía  judicial  que  hubiere  de  ejecutarlo,  y 
otro  al  aleante  de  la  cárcel  que  hubiere  de  reci- 
bir al  preso.  En  estos  mandamientos  se  insertará 
á la  letra  el  auto  de  prisión:  art.  398  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal. 

Si  el  reo  no  fuere  habido  en  su  domicilio  y Be 
ignorare  su  paradero,  se  expedirá  requisitoria  á 
los  jueces  de  instrucción  en  cuyo  territorio  hu- 
biere motivos  para  sospechar  que  aquel  se  halle, 
y en  todo  caso  se  publicará  aquella  en  la  Gaceta 
de  Madrid  y Boletín  oficial  de  la  Provincia  res- 
pectiva, y se  fijarán  también  copias  autorizadas 
en  forma  de  edicto  en  el  local  del  juzgado  ó trí- 
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bunal  que  conociere  de  la  causa  y de  los  jueces 
de  instrucción  á quienes  se  hubiere  requerido: 
art.  399. 

El  Juzgado  ó tribunal  que  conociere  de  la  cau- 
sa expresarán  en  la  requisitoria  el  nombre  y 
apellido  , si  constaren  , del  procesado  rebelde  y 
las  señas  porque  puede  ser  identificado,  el  delito  ! 
porque  se  le  procesa,  el  territorio  donde  sea  de 
presumir  que  se  encuentre  y la  cárcel  adonde  ■ 
deba  ser  conducido:  art.  400. 

Se  unirán  á los  autos  el  original  de  la  requisi- 
toria y un  ejemplar  de  cada  periódico  en  que  se 
hubiese  publicado:  art.  401. 

El  juez  ó tribunal  que  hubiese  acordado  la 
prisión  del  procesado  rebelde,  y los  jueces  de 
instrucción  á quienes  se  enviaren  las  requisito- 
rias, pondrán  en  conocimiento  de  las  autorida- 
des y agentes  de  policía  judicial  de  sus  respec- 
tivos territorios,  por  medio  de  oficio  ó carta- 
órden,  las  circunstancias  mencionadas  en  el  ar- 
tículo anterior:  art.  402. 

Los  autos  de  prisión  y de  libertad  provisiona-  .. 
les , son  reformables  de  oficio  ó á instancia  de 
parte,  durante  todo  el  curso  de  la  causa;  en  su 
consecuencia  el  procesado  puede  ser  preso  y 
puesto  en  libertad  cuantas  veces  se  considere 
procedente:  art.  422. 

El  auto  de  prisión  se  ratificará  en  todo  caso  ó 
repondrá  en  las  setenta  y dos  horas  siguientes  á 
la  en  que  se  hubiese  puesto  al  procesado  á dis- 
posición del  juez  ó tribunal  que  hubiere  dictado 
el  auto:  art.  403. 

El  auto  de  ratificación  del  de  prisión  y el  de 
soltura  del  preso  se  notificarán  á las  mismas 
personas  que  el  de  prisión.  Contra  ellos  podrá 
interponerse  el  recurso  de  apelación.  Inmedia- 
tamente después  de  dictados,  y dentro  de  las 
mismas  setenta  y dos  horas  , habrá  de  expedirse 
al  alcaide  de  la  cárcel  en  que  se  hallare  el  preso 
el  correspondiente  mandamiento  en  la  forma 
expresada  en  el  artículo  398:  art.  404. 

Los  jueces  municipales  están  autorizados  tam- 
bién para  decretar  autos  de  arresto  y de  prisión, 
con  sujeción  á las  disposiciones  legales,  debien- 
do el  juez  á quien  correspondiere  el  conocimien- 
to de  la  causa  examinar  si  hay  motivo  suficiente 
para  ello,  en  cuyo  caso  dictará  auto  motivado 
decretando  la  prisión.  Véase  el  art,  218  entre 
otros  de.  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Respecto  de  la  manera  como  debe  procederse 
para  decretar  la  detención  ó prisión  de  los  sena- 
dores y diputados  á Córtes.  Véanse  las  disposi- 
ciones legales  que  exponemos  mas  adelante  al 
tratar  del  modo  de  proceder  cuando  fuere  procesa- 
do un  Diputado  ci  Corles  ó Senador. 

Por  regla  general,  el  delincuente  contra  quien 
se  dicta  auto  de  prisión,  debe  ser  puesto  en  la 
cárcel  pública;  mas  esta  regla  tiene  sus  excep- 


ciones. Así  háse  mandado  respecto  délos  milita- 
res é individuos  de  los  cuerpos  auxiliares  del 
ejército  en  activo  servicio  que  sufran  la  deten-  * 
cion  ó prisión  preventiva  durante  el  proceso, 
aunque  este  se  siga  por  los  tribunales  ordinarios 
en  los  casos  de  su  exclusiva  competencia,  en  los 
castillos,  prisiones  militares  y calabozos  de  los 
cuarteles,  según  su  clase,  franqueándoselos  á 
los  jueces  para  la  práctica  de  todas  las  diligen- 
cias , y cumpliéndose  sus  autos  ó providencias 
de  prisión,  incomunicación  y demás  que  exijan 
los  procedimientos:  art.  l.°  de  la  Real  órden  de 
13  de  Febrero  de  .1875,  Respecto  de  los  eclesiás- 
ticos, hay  un  edificio  separado  para  que  sufran 
su  arresto  ó prisión;  y cuando  no  fuese  posible 
por  la  gravedad  del  delito  custodiarlos  en  él, 
deben  ser  puestos  en  los  parajes  mas  decorosos 
de  las  cárceles,  y tratados  con  toda  la  distinción 
posible:  art.  2.°  del  ReaL  decreto  de  17  de  Octu- 
bre de  1835. 

Respecto  de  las  penas  y responsabilidades  en 
que  incurren  los  que  no  observan  las  disposicio- 
nes legales  sobre  la  prisión  provisional  de  los 
presuntos  reos,  véanse  los  arts.  9.°  y 10  de  la 
Constitución  de  1869  y el  213  del  Código  penal, 
expuestos  en  el  artículo  A Icaide  de  esta  obra. 
Véanse  también  los  arts.  211  y 212  del  Código 
penal,  expuestos  en  el  artículo  Arrestar.  Según 
el  art.  214  del  mismo  Código,  incurrirá  en  la 
pena  de  suspensión,  en  sus  grados  mínimo  y 
medio,  la  autoridad  judicial:  l.°  Cuando  no  pu- 
siere en  libertad  ó no  constituyere  en  prisión  por 
auto  motivado  al  ciudadano  detenido  dentro  de 
las  setenta  y dos  horas  siguientes  á la  en  que 
hubiese  sido  puesto  á su  disposición,  además  de 
estar  obligado  á la  indemnización  establecida  en 
el  art.  8.“  de  la  Constitución,  según  se  prescribe 
en  el  art.  10  de  la  misma.  2.°  Cuando  no  ratifi- 
care el  auto  de  prisión  ó no  lo  dejare  sin  efecto 
dentro  de  las  setenta  y dos  horas  siguientes  á la 
en  que  aquel  hubiere  sido  dictado.  3.°  Cuando 
fuera  de  los  casos  expresados  en  los  dos  núme- 
ros anteriores,  retuviere  en  calidad  de  preso  ála 
persona  cuya  soltura  proceda. 

En  la  misma  responsabilidad  incurre  el  escri- 
bano ó secretario  de  juzgado  ó tribunal  que  de- 
jare trascurrir  el  término  fijado  en  el  núm,  l.° 
del  artículo  citado  sin  notificar  al  detenido  el 
auto  constituyéndote  en  prisión  ó dejando  sin 
efecto  la  detención,  ó que  dilatare  dar  cuenta  al 
tribunal  ó juzgado  de  cualquiera  solicitud  de  un 
detenido  ó preso  ó de  su  representante  relativa 
á su  libertad. 

Cuando  la  demora  á que  se  refieren  los  núme- 
ros anteriores  hubiere  durado  mas  de  un  mes  y 
no  hubiere  excedido  de  tres,  incurrirán  los  cul- 
pables en  sus  respectivos  casos,  en  la  pena  de 
suspensión  en  su  grado  máximo,  á inhabilita- 
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c¡on  absoluta  temporal  en  su  grado  medio,  y 
multa  de  120  á 1,250  pesetas;  y si  hubiere  exce- 
dido de  dicho  tiempo,  en  la  de  inhabilitación 
absoluta  temporal  en  su  grado  máximo,  á inha- 
bilitación absoluta  perpétua,  y multa  de  500  á 
5,000  pesetas.  Véanse  también  los  arts.  495  á 497 
imponiendo  penas  á los  particulares  por  excesos 
sobre  esta  materia , en  el  articulo  Detención 
ilegal.  * 

XXXVI.  No  se  puede  mortificar  al  preso  con 
hierros,  ataduras  ni  otras  vejaciones  que  no  sean 
necesarias  para  su  seguridad;  pero  si  por  su  ca- 
lidad ó la  del  delito  se  presumiere  que  puede 
intentar  su  fuga,  ó si  turbare  la  quietud  de  los 
demás  presos,  podrá  entonces  asegurársele,  me- 
diante órden  del  juez,  con  prisiones  ó grillos  li- 
geros que  basten  á impedir  el  efecto  de  sus  co- 
natos, pero  nunca  poniéndole  en  calabozos  sub- 
terráneos ni  mal  sanos;  y si  la  cárcel  donde  exis- 
ta no  fuere  segura,  será,  remitido  á la  mas  in- 
mediata que  lo  sea:  art.  7."  del  reglam.  de  26  de 
Setiembre,  art.  178  y siguientes  de  las  Ordenan-  ; 
zas  de  las  Audiencias  de  20  de  Diciembre  de  1835,  ; 
y art.  297  déla  Constitución  de  1812.  V.  Alcaide. 

* Téngase  presente  sobre  esta  materia  los  ar- 
tículos 19,  20,  21  y 22  del  reglamento  de  juzga- 
dos de  primera  instancia  de  l.“  de  Mayo  de  1844, 
expuestos  en  el  artículo  de  esta  obra  Alcaide, 
tomo  l.°,  pág.  407,  y el  art.  213,  núm.  6 del  Có- 
digo penal,  según  el  cual,  el  alcaide  de  cárcel  ó 
jefe  de  establecimiento  penal  que  impusiere  á 
los  presos  ó sentenciados  privaciones  indebidas, 
ó usare  con  ellos  de  un  rigor  innecesario,  incur- 
re en  las  penas  superiores  en  grado  á las  seña- 
ladas en  el  art.  210  que  se  ha  expuesto  en  el  ar- 
tículo citado  Alcaide,  tomo  l.°  de  esta  obra, 
pág.  409.  * 

XXXVIí.  Tampoco  puede  tenerse  al  preso  en 
incomuicación,  como  no  sea  con  especial  órden 
del  juez,  el  cual  no  lo  podrá  mandar  sino  cuan- 
do lo  exija  la  naturaleza  de  las  averiguaciones 
sumarías,  y por  solo  aquel  tiempo  que  sea  real- 
mente necesario:  art.  7.”  del  reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835.  La  incomunicación  suele  de- 
cretarse cuando  hay  peligro  de  que  el  reo  trate 
de  corromper  á los  testigos,  ó de  concertarse  con 
ellos,  ó de  borrar  ó hacer  desaparecer  los  vesti- 
gios y demás  pruebas  de  su  delito;  y así,  luego 
que  cese  este  peligro,  debe  cesar  también  la  in- 
comunicación, lo  cual  se  verifica,  no  solo  cuan-  : 
do  ya  se  está  en  el  caso  de  recibir  la  confesión 
al  procesado,  sino  también  en  muchos  casos  lue- 
go que  se  han  evacuado  las  declaraciones  y citas 
y se  ha  hecho  la  comprobación  material  del  cri- 
men. La  incomunicación  se  reduce  á privar  al 
reo  de  hablar  con  los  demás  presos  ú otras  per- 
sonas, pero  no  impide  que  se  le  faciliten  todos 
los  auxilios  compatibles  con  el  objeto  de  esta 


precaución,  y los  medios  de  recreo  y distracción 
que  no  la  hagan  ilusoria. 

* Las  últimas  disposiciones  sobre  incomuni- 
cación de  los  procesados,  son  las  de  los  arts.  299 
al  304  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y 
las  de  los  arts.  213  y 214  del  Código  penal,  todas 
las  cuales  se  han  expuesto  en  el  artículo  de  esta 
obra  Incomunicación. 

* Libertad  provisional  y sollura  del  reo.  La 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  dispone  que 
cuando  el  procesado  lo  fuere  por  delito  á que 
estuviere  señalada  pena  inferior  á la  de  presi- 
dio mayor  según  la  escala  general  de  penas  del 
Código  penal,  y no  estuviere  por  otra  parte  com- 
prendido en  el  número  3.“  del  art.  384  (esto  es, 
cuando  los  antecedentes  del  procesado  ó las  cir- 
cunstancias del  hecho  hicieren  presumir  que  no 
comparecerá  cuando  fuere  llamado  por  la  auto- 
ridad judicial:  véase  Policía  judicial),  ó en  el  ar- 
tículo 397  (que  hemos  expuesto  en  la  adición  al 
párrafo  XXXII  del  presente) , el  juez  instruc- 
tor ó el  tribunal  que  conociere  de  la  causa  de- 
cretará si  el  procesado  ha  de  dar  ó no  fianza 
para  continuar  en  libertad  provisional.  Y en  el 
artículo  423  previene  que  entretanto  que  el  pro- 
cesado no  presentare  ó ampliare  la  fianza  en  el 
término  que  se  le  señalare,  no  será  reducido  á 
prisión  provisional.  V.  Fianza  carcelera. 

Asimismo,  en  cualquier  estado  de  la  causa  en 
que  recibida  la  declaración  indagatoria  aparezca 
la  inocencia  del  detenido  ó preso,  debe  decretar- 
se su  libertad  de  oficio  y sin  exigírsele  costas.  * 

XXXVIII.  Declaración  indagatoria  del  proce- 
sado ó presunto  reo.  Dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  á la  prisión  ó arresto  del  presun- 
to reo,  si  ya  no  se  hubiese  verificado  inmediata- 
mente después  ó antes  del  arresto  ó prisión,  debe 
el  juez  tomarle  por  sí  mismo  la  primera  declara- 
ción indagatoria  lo  inquisitiva , sin  cometerla  en 
ningún  caso  al  escribano  (ley  10,  tít.  32,  lib.  12, 
Nov.  ltecop.,  y art.  290  de  la  Constitución  de  1812 
que  altera  la  2.a  parte  del  art.  6.”  del  reglamento 
de  justicia);  sin  exigirle  juramento,  que  á nadie 
ha  de  tomarse  en  materias  criminales  sobre  he- 
cho propio  (art.  291  de  dicha  Constitución);  sin 
compelerle  con  tormentos  ni  con  apremios,  ni 
emplear  para  hacerle  declarar  á su  gusto  coac- 
ción alguna  física  ó moral,  ó alguna  promesa, 
dádiva,  engaño  ó impropio  artificio  (Real  cédula 
de  25  de  Julio  de  1814,  arts.  7.°  y 8."  del  regla- 
mento,  y art.  303  de  la  Constitución);  abstenién- 
dose de  hacerle  preguntas  capciosas  ó sugetivas 
(art.  8.°  del  reglamento),  y manifestándole  la 
causa  de  su  prisión  y el  nombre  de  su  acusador 
si  lo  hubiere:  art.  300  de  la  Constitución.  Véase 
Apremio,  art.  4.° — Juramento. — Perdón  y Pre- 
gunta. 

* Las  disposiciones  que  ia  ley  de  Enjuicia- 
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miento  criminal  contiene  en  el  cap.  1.”,  tít.  7 
de  su  libro  l."  sobre  las  declaraciones  de  los 
procesados,  se  han  expuesto  en  el  artículo  de 
esta  obra  Declaración  indagatoria , inserto  en  el 
tomo  2.°,  pág.  606,  columna  2.\  aparte  9.  Las 
demás  disposiciones  vigentes  sobre  los  varios 
puntos  que  toca  el  autor  en  los  párrafos  si- 
guientes de  este  artículo,  y que  introducen  mo- 
dificaciones en  ellos , se  insertan  al  final  del 
pár.  XLYII  de  este  mismo  artículo.  * 

XXXIX.  Debe  el  juez  empezar  el  exámen  del 
reo  ante  el  escribano,  preguntándole  su  nombre 
y apellido,  sobrenombre  ó apodo  si  le  tuviere, 
edad,  estado,  profesión  ú oficio,  patriad  natura- 
leza, .vecindad  ó residencia,  y aun  según  quieren 
algunos,  los  nombres  de  sus  padres  y el  número 
de  hijos  que  tuviere,  como  asimismo  quién  le 
prendió,  en  qué  dia,  hora  y sitio,  y porqué  cau- 
sa, y si  sabe  el  nombre  de  su  acusador  en  caso 
de  haberlo.  Seguirá  luego  preguntándole  si  ha 
tenido  noticia  del  delito  de  que  se  trata,  á quién 
la  ha  oido,  en  qué  sitio  ó lugar  se  hallaba  él 
cuando  se  cometió,  pasos  que  dió  en  aquel  dia, 
con  qué  personas  se  acompañaba,  qué  conversa- 
ción tuvo  con  ellas,  si  sabe  quién  es  el  autor  del 
hecho  y sus  cómplices,  si  conoce  á aquel  ó á es- 
tos ó al  agraviado,  si  estuvo  junto  con  todos  ó 
algunos  de  ellos  antes  ó después  de  su  ejecución, 
de  qué  asuntos  trataron,  y en  fin,  todo  lo  demás 
que  pueda  conducir  á la  averiguación  del  delito 
y de  la  parte  que  él  hubiese  tenido,  concluyendo 
por  preguntarle  si  ha  sido  preso  ó procesado  en 
alguna  otra  ocasión,  y en  su  ca3o  por  qué  causa, 
en  qué  juzgado  y qué  sentencia  recayó,  y si  ha 
cumplido  la  pena  que  se  le  impuso.  El  escribano 
extenderá  en  el  acto  las  respuestas,  como  en  el 
exámen  de  testigos,  en  los  mismos  términos  que 
las  diere  el  reo,  sin  alterarlas  á pretexto  de  cor- 
regir el  lenguaje  ni  otro  alguno;  y después  de 
concluida  la  declaración,  ha  de  leerse  integra- 
mente aireo  para  que  manifieste  si  está  confor- 
me y se  ratifica  en  su  contenido,  ó si  tiene  algo 
que  añadir  ó enmendar;  lo  cual  verificado,  ha  de 
firmarla,  sí  sabe,  con  el  juez  y escribano,  pu- 
diendo  firmar  también  ó rubricar  si  quiere  cada 
uno  de  sus  fólios.  No  puede  impedirse  al  reo  que 
lea  por  si  mismo  su  declaración,  ni  tampoco  que 
la  dicte  ó escriba  si  lo  exigiere.  La  declaración 
del  reo,  como  tampoco  la  de  testigos , nunca 
queda  cerrada,  y así  puede  continuarse  ó am- 
pliarse cuando  convenga,  y siempre  que  aparez- 
can hechos  sustanciales  sobre  que  deba  interro- 
gársele, como  igualmente  siempre  que  el  mismo 
preso  ó arrestado  pida  ser  oido:  art.  18  del  regla- 
mento de  justicia. 

XL.  Está  obligado  el  reo  á contestar  á las  pre- 
guntas que  se  le  hicieren,  aunque  crea  que  el 
juez  que  se  las  hace  no  es  competente , sin  per- 


juicio de  protestar  en  el  acto  silo  estimare  opor- 
tuno ; pero  si  se  negare  á ello , creemos  que  no 
puede  el  juez  compelerle  á responder  multándo- 
le , poniéndole  grillos , cercenándole  la  ración, 
incomunicándole  ni  usando  de  otro  cualquiera 
medio  mas  ó menos  severo , como  se  hacia  anti- 
guamente y como  todavía  quieren  algunos  au- 
tores que  se  haga  á pesar  de  la  Eeal  cédula 
de  2.7  de  Julio  de  1814,  de  los  arts.  7.”  y 8.° 
del  reglamento  de  justicia,  y del  art.  303  de  la 
Constitución  de  1812  que  mas  arriba  se  han  ci- 
tado. Todos  estos  medios  son  en  realidad  verda- 
deros apremios , y tudos  los  apremios  están  pro- 
hibidos por  la  ley.  Se  pretende  que  los  apremios 
que  se  acaban  de  indicar  son  moderados  y pru- 
dentes, y que  hay  una  distancia  sin  límites  en- 
tro ellos  y las  antiguas  prácticas  inhumanas  é 
inicuas  con  que  se  martirizaba  á los  hombres 
para  arrancarles  sus  declaraciones  ó confesio- 
nes. Pero  ¿quién  será  el  que  tire  una  línea  divi- 
soria entre  los  apremios  inhumanos  y los  apre- 
mios prudentes?  Permítase  á los  jueces  usar  de 
los  que  les  parezcan  de  esta  última  clase;  y luego 
veremos  la  distancia  que  hay  de  la  prudencia 
de  los  unos  á la  de  los  otros ; veremos  á los  pre- 
sos, ora  cargados  de  hierro,  ora  escuálidos  del 
hambre , ora  sepultados  en  un  aislamiento  ínso- 

■ portable,  ora  despojados  gradualmente  de  sus 
bienes;  veremos  al  fin  con  sorpresa  nuestra  re- 
corrida toda  la  escala  de  los  apremios  suaves  y 
severos,  y subiendo  de  grada  en  grada,  volvere- 
mos á la  tortura.  La  ley  ha  desterrado  toda 
coacción  física  ó moral  para  las  declaraciones: 
no  quiere  los  grillos  ni  las  ataduras  ni  las  veja- 
ciones sino  cuando  sean  indispensables  para  la 
seguridad  de  la  persona;  no  quiere  la  incomu- 

■ nicacion  sino  cuando  la  exija  ia  naturaleza  de 
las  averiguaciones  sumarias.  Lo  único,  pues,  que 
el  juez  puede  hacer  para  obligar  al  reo  á pres- 
tar su  declaración,  es  manifestarle  que  su  silen- 
cio no  le  favorece , que  es  un  indicio  de  su  cri- 
minalidad, que  desde  luego  dará  lugar  á que  se 
le  trate  como  á culpable  para  todos  los  efectos 
legales  del  sumario,  y que  habrá  de  tenerse  pre- 
sente y acumularse  con  las  demás  pruebas  que 
resulten  contra  él  al  tiempo  de  dar  la  sentencia. 
Si  e'1  reo  persistiere  obstinadamente  en  su  ne- 
gativa á declarar  ó en  su  silencio,  se  habrá  de 
poner  por  diligencia,  que  firmará  con  el  juez  y 
escribano;  y no  sabiendo  ó no  queriendo  hacer- 
lo, será  conveniente  llamar  dos  testigos  que  lo 
ejecuten  después  de  haberse  ratificado  el  reo  á 
su  presencia  en  que  no  quiere  declarar, 

XLI.  Habiendo  cómpilices  en  el  delito,  debe 
recibirse  á cada  uno  de  ellos  la  declaración  en 
acto  continuo  de  la  del  otro,  á fin  de  evitar  el 
que  puedan  manifestarse  mutuamente  lo  que 
declararon. 
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XLII-  En  caso  de  no  entender  la  lengua  cas- 
tellana el  procesado,  será  examinado  por  medio 
de  los  intérpretes,  ú por  uno  solo  si  no  pudiese 
encontrarse  otro. 

XLIII.  En  caso  de  ser  sordo-mndo,  si  sabe  es-  j 
cribir,  hará  su  declaración  por  escrito;  si  no  su-  : 
piere,  se  le  examinará  por  el  alfabeto  manual;  y 
si  lo  ignorase,  habrá  de  declarar  por  medio  de 
dos  personas  acostumbradas  á entenderle  y ha- 
cerse entender  de  él;  sin  perjuicio  empero  de 
examinar  su  estado  intelectual  y moral  para  no 
imponerle  sino  una  pena  proporcionada  al  grado 
de  malicia  con  que  hubiese  obrado.  V.  Sordo- 
mudo. 

XLTV.  En  caso  de  decir  que  es  menor  de 
veinticinco  años,  no  se  suspende  su  declara-  j 
cion  en  algunos  juzgados,  como  antes  se  ha-  ¡ 
cia  gefieral mente  hasta  que  nombrase  ó se  le  ¡ 
nombrase  curador  ad  litem  que  presenciase  el 
juramento,  sino  que  se  va  adelante  en  el  exá- 
men  por  no  exigirse  ya  el  juramento  del  reo,  y 
se  reserva  el  nombramiento  de  curador  para 
cuando  se  le  haya  de  recibir  la  confesión  con 
cargos,  como  luego  veremos;  pero  parece  mas 
acertada  la  antigua  práctica , porque  el  oficio 
del  curador  no  ha  de  reducirse  á presenciar  el 
juramento,  sino  que  debe  extenderse  también 
á impedir  cualquiera  vejación  que  al  menor  se 
hiciere.  Dudándose  cuál  sea  la  edad  del  reo  que 
se  dice  menor , convendrá  pedir  al  respectivo 
cura  párroco  la  partida  de  su  bautismo,  y en 
caso  de  ignorarse  ó de  hallarse  en  pais  distante 
la  parroquia  donde  fné  bautizado,  recurrir  al 
testimonio  de  las  personas  que  puedan  saber  su 
edad  y hacer  que  se  le  reconozca  por  profesores 
de  medicina  que  calculen  y declaren  por  apro- 
ximación la  edad  que  podrá  tener.  Resultando 
no  haber  cumplido  los  diez  años  y medio  (hoy 
uueve  años)  debe  cesar  el  procedimiento  contra 
él,  pues  que  la  ley  no  le  considera  capaz  de 
delinquir  hasta  después  de  esta  época  de  su  vi-  I 
da,  pero  son  responsables  de  los  daños  y perjui- 
cios que  hubiere  causado  sus  tutores , curado- 
res ó guardadores  que  hubiesen  sido  negligen- 
tes en  su  custodia:  ley  8.a,  tít.  9.°,  y ley  9.’, 
tít.  l.°,  Part.  7.*;  y si  aparece  haber  cumplido 
los  diez  años  y medio,  y no  los  diez  y siete  (hoy 
los  nueve  y no  los  quince)  habrá  de  examinarse 
entonces  por  facultativos,  y por  los  demás  medios 
que  se  estimen  oportunos  el  mayor  ó menor  des- 
arrollo de  sus  facultades  intelectuales  y su  esta- 
do moral,  para  calcular  la  mayor  ó menor  ma- 
licia con  que  hubiere  obrado,  pues  que  la  pena 
que  se  le  imponga  ha  de  ser  proporcionada  á su 
grado  de  malicia  y nunca  la  señalada  por  el  deli- 
to, sin  que  por  eso  hayan  de  suspenderse  entre-  : 
tanto  los  procedimientos.  V.  Miad , párrafos  111 
y IV.  * Véase  lá  adición  al  final  del  pár.  XLV1I.  * 


XLV.  En  caso  de  que  el  procesado  aparezca 
privado  dol  uso  de  su  razón,  es  necesario  averia 
g-uar  ? ya  por  inform ación  de  personas  que  le 
hayan  tratado,  ya  por  reconocimientos  pericia-*- 
les  de  facultativos,  ya  por  medio  de  experimen- 
tos y observaciones,  si  esta  privación  era  ante- 
rior al  delito  ó ha  sobrevenido  á él,  si  forma  un 
estado  permanente  ó si  es  solo  eventual  y pasaje- 
ra, y si  es  cierta  y real  ó simulada;  á cuyo  efec- 
to habrá  de  nombrársele  curador  ad  liten  que  le 
represente  y le  defienda.  Resultando  que  la 
enajenación  mental  existia  ya  en  el  tiempo  de 
la  perpetración  del  delito,  ha  de  sobreseerse  en 
la  causa  con  respecto  al  procesado,  oyendo  pri- 
mero al  ministerio  fiscal;  pero  se  tomarán  pre- 
cauciones para  que  en  adelante  no  haga  mal  á 
nadie,  y se  procederá  por  los  daños  y perjuicios 
contra  sus  guardadores  6 contra  sus  parientes 
mas  próximos  que  debían  haberle  tenido  en  cus- 
todia; ley  8.*,  tít.  9.",  y ley  9.a,  tít.  l.%  Part.  7.1 
Si  se  acreditase  que  la  demencia  es  posterior  al 
delito,  pero  que  no  es  sino  eventual  y pasajera, 
ó que  siendo  anterior  se  cometió  el  delito  en  un 
lúcido  intervalo,  habrá  de  esperarse  á que  el 
reo  se  haya  restablecido  en  su  sano  juicio  para 
tomarle  declaración  y seguir  el  procedimiento 
contra  su  persona,  sin  que  por  eso  deje  de  lle- 
varse á efecto  el  embargo  de  sus  bienes  para  cu- 
brir con  ellos,  en  cuanto  sea  posible,  los  daños 
y perjuicios  que  hubiese  causado  al  ofendido.  Si 
la  demencia  posterior  al  delito  se  declarare  per- 
manente ó de  larga  duración,  ha  de  seguirse  el 
pleito  con  el  curador  ad  litem  sobre  los  daños  y 
perjuicios  y demás  penas  pecuniarias,  y nunca 
se  impondrá  ni  se  ejecutará  pena  alguna  corpo- 
ral en  el  reo  mientras  permanezca  en  el  estado 
de  locura.  Y por  fin,  si  se  descubre  ser  fingida  ó 
simulada  la  enajenación,  debe  llevarse  adelan- 
te la  causa,  tanto  para  la  imposición  de  la  pena 
corporal  que  corresponda  como  para  la  de  las  de- 
más en  que  hubiese  incurrido  el  reo.  * V.  Loco . * 
XLVI.  Si  el  reo  hubiese  manifestado  en  su 
declaración  ó se  supiere  por  otra  parte  que  ya 
otra  vez  ha  sido  procesado,  se  expide  manda- 
miento á los  escribanos  del  juzgado  ú oficio  ó 
exhorto  al  respectivo  juez  para  que  pasen  ó re- 
mitan una  relación  sucinta  del  resultado  de  la 
causa  y copia  á la  letra.de  la  sentencia  que  hu- 
biese recaído,  á fin  de  unirla  á la  sumaria;  y si 
dicha  causa  no  estuviese  todavía  finalizada,  ó se 
hubiese  fallado  eu  ausencia  y rebeldía,  debe  ha- 
cerse acumulación  de  la  una  á la  otra,  y por  lo 
regular,  de  la  mas  reciente  á la  mas  antigua, 
para  que  corran  juntos  ambos  procedimientos, 
ó habiendo  inconveniente  en  la  acumulación 
por  cualquiera  de  Las  razones  mas  arriba  expre- 
sadas, ha  de  pasarse  ó pedirse  el  tanto  de  culpa 
ó sea  testimonio  de  las  declaraciones,  diligen- 
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cías  y pruebas  adversas  ó favorables  al  roo  que 
ríe  la  una  causa  le  resulten,  para  que  reunidos 
en  la  otra  todos  los  cargos  y comprobantes  de 
uno  y otro  delito,  se  le  juzgue  á la  vez  por  ambos. 

Si  la  perpetración  de  crímenes  anteriores  pue- 
de aumentar  hasta  cierto  punto  las  sospechas  de 
delincuencia  que  resultan  del  sumario  contra  el 
presunto  reo,  y por  eso  se  le  pregunta  si  otra 
vez  ha  sido  procesado  y se  recogen  yreunen  en 
su  caso  la  relación  y sentencia  de  la  causa  que 
se  le  siguió,  también  por  el  contrario  el  haber 
sido  constantemente  buena  su  conducta  ante- 
rior debe  contribuir  á debilitar  el  valor  de  los  in-  : 
dicios  que  contra  él  surgieren;  y aunque,  por  ■ 
fin,  aparezca  probada  su  delincuencia,  el  ser 
empero  su  primer  delito  el  hecho  que  da  motivo 
á la  causa,  y haber  llevado  hasta  entonces  una 
vida  exenta  de  toda  tacha,  ó haber  prestado  ser- 
vicios importantes  al  Estado,  se  cuenta  por  los 
criminalistas,  y aun  por  los  Códigos,  entre  las 
circunstancias  que  disminuyen  el  grado  del  de- 
lito, como  puede  verse  en  la  palabra  Circunstan- 
ciasNo  es  de  extrañar,  por  lo  tanto,  la  práctica 
que  hay  en  algunas  partes  de  hacer  una  infor- 
mación de  la  vida  y costumbres  del  reo  por  me- 
dio de  testigos,  ó de  pedir  informe  al  cura  pár- 
roco, alcalde  de  barrio,  diputado  de  cuartel,  al- 
calde del  pueblo  á otra  autoridad  ó persona  que 
pueda  dar  uoticia  oficial  sobre  el  asunto;  y aun 
si  el  reo  solicitare  esta  gestión,  no  debe  el  juez 
negarla. 

XLYII.  Si  el  procesado  al  recibirle  su  decla- 
ración negare  su  nombre  y apellido,  su  natura- 
leza ó domicilio,  ó los  fiujiere  ó faltare  á la  ver- 
dad, debe  procederse  por  separado  k identificar 
la  persona  y á lo  demás  que  baya  lugar  según 
las  circunstancias;  y si  la  causa  se  terminare  sin 
haberse  aun  depurado  la  identidad  de  la  perso- 
na y lo  demás  que  fuere  objeto  de  la  investiga- 
cien,  no  por  eso  ha  de  suspenderse  la  ejecución 
de  la  pena  que  se  le  impusiere,  con  tal  que 
conste  que  él  es  quien  cometió  el  delito. 

XLYIII.  La  declaración  indagatoria  se  distin- 
guía de  la  confesión  (con  cargos  que  se  practi- 
caban anteriormente)  en  que  la  primera  se  dirije  '■ 
solo  á indagar  ó inquirir  el  delito  y el  delin- 
cuente con  maña  y cautela,  y la  segunda  tenia 
por  objeto  hacer  al  presunto  reo  los  cargos  y re- 
convenciones que  del  sumario  resultaban  contra 
él:  en  la  primera  se  considera  al  presunto  reo, 
no  precisamente  como  reo,  sino  como  testigo  ci- 
tado por  los  hechos  ó por  las  personas,  como  tes- 
tigo presencial  ó con  conocimiento  exacto  de  lo 
acaecido,  como  testigo  sospechoso  á quien  debe 
oirse,  pero  oirse  con  prevención;  y en  la  segun- 
da se  miraba  ya  de  frente  á un  hombre  contra 
quien  se  han  acumulado  indicios  de  criminali- 
dad, indicios  que  resultan  de  la  comprobación 
Tomo  in. 


material  del  hecho,  de  las  deposiciones  de  testi- 
gos y tal  vez  de  su  misma  declaración,  indicios 
por  tanto  que  era  preciso  manifestarle  para  que 
ó bieu  quedasen  desvanecidos  ó bien  confirmados 
con  sus  contestaciones.  Así  es  que,  si  bien  la  de- 
claración indagatoria  es  un  acto  ordinario  y re- 
gular del  juicio  informativo,  y como  tal  se  su- 
pone por  las  leyes,  especialmente  por  la  ley  10, 
tít.  32,  lib.  12,  Nov.  Hec. , por  los  artículos  6.°  y 
siguientes  del  Reglamento  de  1835,  y por  el  ar- 
tículo 291  de  la  Constitución  de  1812,  solia  omi- 
tirse, sin  embargo,  alguna  rara  vez,  ó por  mejor 
decir,  confundirse  con  la  confesión , tomándose 
lo  que  se  llamaba  declaración  con  cargos  en  la  for- 
ma que  luego  se  dirá  al  tratarse  de  la  confesión, 
cuando  el  reo  no  era  aprehendido  ó no  se  presen- 
taba hasta  después  de  estar  concluido  ó casi  con- 
cluido el  sumario  y de  constar  el  delito  y aun  el 
delincuente. 

* La  manera  cómo  debe  procederse  en  el  día 
k tomar  declaración  á los  procesados  que  se 
contiene  en  las  disposiciones  del  tít.  l.°,  lib.  l.° 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  se  há 
expuesto,  según  ya  hemos  dicho,  en  el  artículo 
de  esta  obra,  Declaración  indagatoria. 

Aquí  solo  expondremos  lo  referente  á las  de- 
más disposiciones  especiales  de  que  trata  el 
autor  en  este  artículo,  y que  se  contiene  en 
el  Código  penal  de  1870,  y mas  particularmente 
en  el  tít.  6.°  de  la  ley  citada  que  versa  sobre  la 
identidad  del  delincuente  y sus  circunstancias 
personales. 

Así , pues  , en  el  caso  de  que  el  procesado  fue- 
re menor  de  edad,  á que  se  refiere  el  autor  en 
el  párrafo  XLIV,  se  le  habilitará  desde  luego  de 
curador  ad  lilem  que  le  represente  y defienda 
en  el  proceso , no  teniendo  ya  lugar  la  reserva 
de  dicho  nombramiento  para  cuando  hubiera 
de  recibirse  la  confesión  con  cargos  , por  no  ve- 
rificarse ya  esta  en  la  actualidad,  según  hemos 
dicho.  Además,  para  acreditar  la  edad  del  pro- 
cesado. que  tanto  influye  actualmente  en  su 
grado  de  culpabilidad  y responsabilidad,  según 
que  fuere  mayor  de  nueve,  de  quince  ó de  diez 
y ocho  años,  se  traerá  al  sumario  certificación 
de  su  inscripción  de  nacimiento  en  el  Registro 
civil,  ó á falta  de  esta,  de  su  partida  de  bautis- 
mo. Cuando  no  fuere  posible  averiguar  el  Re- 
gistro civil  ó parroquia  en  que  deba  constar  el 
nacimiento  ó el  bautismo  del  procesado,  ó no 
existiere  su  inscripción  ó partida,  no  se  deten- 
drá la  instrucción  y se  suplirá  el  documento 
mencionado  por  informe  que  acerca  de  su  edad, 
y prévio  su  exámen  físico,  dieren  dos  médicos 
nombrados  por  el  juez  instructor.  En  las  actua- 
| ciones  succesivas  y en  el  juicio  oral,  en  su  caso, 

| el  procesado  será  desig-nado  cou  el  nombre  con 
que  fuere  conocido  ó con  el  que  dijere  tener: 
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arte.  269  y 270  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal. 

Tampoco  se  detendrá  el  curso  de  los  autos 
si  por  manifestar  el  procesado  haber  nacido  en 
punto  lejano,  hubiere  necesidad  de  emplear 
mucho  tiempo  en  traer  á la  causa  la  certifica- 
ción oportuna,  que  sin  embargo  de  esto  se  re- 
clamará á quien  corresponda:  art.  272. 

Si  no  tuviere  nueve  años  termina  el  procedi- 
miento, puesto  que  según  el  art.  8.",  núm.  2° 
del  Código  pena!,  está  exento  de  responsabili- 
dad criminal  el  menor  de  dicha  edad.  Si  títere 
mayor  de  nueve  años  y menor  de  quince,  como 
para,  ser  responsable  criminalmente  del  delito 
es  necesario  que  haya  obrado  con  discernimien- 
to, según  el  art.  8.’,  núm.  3.”  del  Código  penal, 
deberá  el  tribunal  entrar  en  el  eximen  de  este 
punto  haciendo  declaración  expresa  sobre  ello 
para  imponerle  pena  ó declararle  irresponsable. 

Con  este  objeto,  el  juez  recibirá  información 
acerca  del  criterio  del  procesado  y especialmen- 
te de  su  aptitud  para  apreciarla  criminalidad 
del  hecho  que  hubiere  dado  motivo  á la  causa. 
En  esta  información  serán  oídas  las  personas  ; 
que  puedan  deponer  con  acierto,  por  sus  cir- 
cunstancias personales  y por  las  relaciones  que 
hayan  tenido  con  el  procesado  antes  y después 
de  haberse  ejecutado  el  hecho.  En  su  defecto  se  , 
nombrarán  dos  profesores  de  instrucción  prima- 
ria para  que  examinando  al  procesado,  emitan 
su  dietámen:  art.  227  de  la  ley  citada.  Cuando 
del  examen  del  procesado  resultare  ser  irrespon- 
sable del  delito  por  no  haber  obrado  con.  discer-  : 
minien to,  será  entregado  á su  familia  con  encar- 
go de  vigilarlo  y educarlo;  á falta  de  persona 
que  se  encargue  de  su  vigilancia  y educación, 
será  llevado  á un  establecimiento  de  benefi- 
cencia destinado  á la  educación  de  huérfanos  y 
desamparados,  de  donde  no  saldrá  sino  al  tiem- 
po y con  las  condiciones  prescritas  para  los  aco- 
gidos. Lo  mismo  deberá  practicarse  cuando  fue- 
re menor  de  nueve  años:  número  3.°  del  art.  8.“ 
del  Código  penal.  Acerca  de  las  personas  que 
son  civilmente  responsables  por  los  hechos  que 
ejecutare  el  menor  de  nueve  años,  ó el  mayor 
de  esta  edad  y menor  de  quince  que  no  haya 
obrado  con  discernimiento,  véase  el  art.  19  del 
Código  penal  expuesto  en  el  de  esta  obra,  Perso- 
nas responsables  civilmente  de  los  delitos  y fallas. 

En  el  caso  de  que  el  juez  advirtiere  en  el  pro- 
cesado indicios  de  enajenación  mental  á que  se 
refiere  el  Sr.  Escriche  en  el  párrafo  XLV,  le  so- 
meterá inmediatamente  á la  observación  de  dos 
médicos  en  el  establecimiento  en  que  estuviere 
preso  6 en  otro  público  si  fuere  mas  á propósito 
ó estuviere  aquel  en  libertad.  Los  médicos  da-  . 
rán  en  tal  caso  su  informe  de  la  manera  que  se  ¡ 
expresa  al  tratar  del  informe  'pericial',  art.  278  de  ¡ 


la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  Sin  perjuicio 
de  esto  el  juez  recibirá  información  acerca  de  la 
enajenación  mental  del  procesado  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  277  que  hemos  expuesto  en 
el  párrafo  anterior:  art.  279.  Véase  lo  que  expo- 
nemos en  el  artículo  Loco , y en  el  presente  al 
tratar  del  Sobreseimiento.  En  la  actualidad  las 
personas  responsables  civilmente  por  los  hechos 
que  ejecutare  el  loco  ó imbécil  son  las  enuncia- 
das en  el  art.  19  del  Código  penal  que  se  expone 
en  el  de  esta  obra,  Personas  responsables  civil- 
mente de  los  delitos  y faltas. 

Aunque  por  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  de  19  de  Mayo  de  1871,  se 
ha  declarado  que  no  debe  considerarse  como 
circunstancia  atenuante  la  buena  conducta  an- 
terior del  procesado,  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal 'contiene  varias  disposiciones  prescri- 
biendo se  pidan  por  el  juez  informes  sobre  la 
moralidad  y conducta  del  procesado  con  el  ob- 
jeto de  que  puedan  inñuir  en  la  apreciación  de 
su  culpabilidad. 

Y en  efecto,  según  previene  el  art.  273,  se  pe- 
dirán informes  sobre  la  moralidad  del  procesado 
á los  alcaldes  de  barrio  ó á los  correspondientes 
funcionarios  de  policía  del  pueblo  ó pueblos  en 
que  hubiere  residido.  Estos  informes  serán  fun- 
dados, y si  no  fuere  posible  fundarlos,  se  ma- 
nifestará la  causa  que  lo  impidiere.  Los  que  los 
dieren  no  contraerán  responsabilidad  alguna 
sino  en  caso  de  malicia  probada.  Podrá  además 
el  juez  recibir  declaración  acerca  de  la  conduc- 
ta del  procesado  á todas  las  personas  que  por  el 
conocimiento  que  tuvieren  de  este  puedan  ilus- 
trarle sobre  ello:  art.  273. 

Se  harán  también  constar  los  antecedentes 
penales  del  mismo , y para  ello  se  reclamará 
de  los  tribunales  correspondientes  el  testimo- 
nio de  las  sentencias  firmes  que  se  sepa  haberse 
dictado  contra  él.  Al  efecto  se  pedirá  antes  cer- 
tificación de  lo  que  resultare  en  los  libros  de  los 
penados  de  las  circunscripciones  en  que  se  ten- 
ga noticia  de  haber  residido  el  procesado  y de  lo 
que  apareciere  en  el  Kegistro  civil:  art.  274. 
Véanse  los  arta.  275  y 276  que  se  exponen  en  el 
de  esta  obra,  Sentencia. 

Véase  también  el  art.  267  sobre  el  modo  de 
proceder  el  juez  á identificar  la  persona  del  pro- 
cesado después  de  manifestar  su  nombre  y de- 
más circunstancias  personales  en  su  declara- 
ción, en  la  adición  al  pár.  57  de  este  artículo 
sobre  Confrontación  del  procesado . + 

XL1X.  Evacuación  da  días. — Así  el  reo  como 
los  testigos,  suelen  citar  ó designar  en  sus  de- 
claraciones algunas  personas  que  se  hallaron 
presentes  al  hecho  en  cuestión,  ó que  pueden 
dar  noticias  conducentes  sobre  él  ó sus  circuns- 
tancias. El  juez  en  este  caso  debe  apresurarse  á 
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evacuar  las  citas,  con  tal  que  sean  necesarias  ó 
convenientes  para  el  descubrimiento  de  la  verdad, 
no  dando  lugar  á que  los  citados  se  oculten  ó 
sean  sobornados;  y para  dicha  evacuación  , des- 
pués de  tomar  juramento  ¿cada  uno  de  los  cita- 
dos. manda  que  se  le  lea,  no  por  cierto  toda  la 
declaración  del  citante,  si  es  que  no  conviene 
leérsela  toda,  sino  precisamente  aquella  parte 
en  que  se  le  cita,  y luego  procede  á examinarle 
como  á cualquiera  otro  testigo,  debiendo  exten- 
derse minuciosamente  su  contestación,  sin  con- 
tentarse con  la  práctica  abusiva  de  decir  que  es 
ó no  cierta  la  cita  en  todo  ó en  parte,  porque  to- 
das las  declaraciones  de  los  testigos  han  de  ex- 
tenderse, según  quiere  la  ley,  en  los  mismos 
términos  con  que  ellos  las  dieren. 

Se  lia  dicho  que  deben  evacuarse  las  citas, 
con  tal  que  sean  necesarias  é convenientes  para  el 
descubrimiento  de  la  verdad  que  se  busca,  pues 
que  si  son  de  todo  punto  superfinas,  inútiles  ó 
impertinentes,  lian  de  omitirse  por  no  prolongar 
el  sumario  ni  aumentar  el  importe  de  las  costas: 
art.  51,  disposición  3.'1  del  reglamento  de  1835,  y 
art.  8.”  del  decreto  de  11  de  Setiembre  de  1820. 


los  primeros;  si  después  en  el  plenario  se  retrac- 
ta alguno  de  los  testigos  examinados,  ó se  des- 
cubre que  tiene  taclia  legal,  ó algunos  de  los  no 
examinados  declaran  lo  contrario  que  aquellos, 
sea  por  soborno  , sea  por  una  mal  entendida 
compasión,  sea  por  otro  cualquier  motivo,  se 
verá  entonces,  aunque  tarde,  la  necesidad  que 
hubo  de  tomar  declaración  en  el  sumario  á to- 
dos o á casi  todos  los  testigos  presenciales,  y 
aparecerá  el  error  que  se  cometió  en  tener  por 
supérñuo  y redundante  lo  que  en  realidad  era 
necesario.  Asi,  pues,  creemos  con  el  Sr.  Bravo 
Murillo  en  sus  observaciones  al  reglamento,  que 
el  juez  debe  examinar  A todos  los  testigos  pre- 
sencíales de  los  hechos,  á no  ser  que  su  exámen 
produzca  dilación  considerable , y resulte  ade- 
más por  otros  medios  bien  acreditada  la  verdad 
que  se  busca.  En  todo  caso,  es  preciso  que  el 
juez  no  pierda  de  vista  que  serán  mucho  mas 
perjudiciales  y de  mayor  trascendencia  los  erro- 
res que  en  este  punto  cometa  por  defecto,  que 
no  los  que  cometa  por  exceso,  esto  es,  que  menos 
mal  resultará  de  practicar  una  cita  ó diligencia 
supérflua  y aun  inconducente,  que  de  omitir  la 


Pícense  citas  impertinentes  é inútiles,  las  que  no 
vienen  al  caso,  las  que  no  tienen  conexión  con 
el  delito  sobre  que  se  procede,  las  que  no  se 
proponen  por  objeto  la  demostración  del  hecho 
criminal  ó de  sus  circunstancias  esenciales  ni  el 
descubrimiento  del  reo,  las  que  después  de  eva- 
cuadas no  son  capaces  de  contribuir  k la  convic- 
ción del  acusado  ni  á la  ilustración  del  juez,  las 
que  no  recaen  sino  sobre  un  hecho  ó dicho  que 
no  interesa  ni  conduce  al  asunto  de  que  se  trata, 
las  que  son  tan  indeterminadas  ó genéricas  que 
nada  aprovechen  en  la  causa.  Re  llaman  citas 
superfinas  las  que,  si  bien  tienen  todas  las  cali- 
dades que  faltan  á las  impertinentes  ó in titiles, 
y pueden  por  lo  tanto  aumentar  los  medios  de 
comprobar  los  hechos  y la  parte  que  en  estos  han 
tenido  tales  ó tales  personas,  se  estiman  sin  em~- 
bargo  innecesarias,  sobrantes,  supernumerarias , 
como  dice  Juan  Cal  vino,  porque  lo  que  habían 
de  justificar  está  ya  justificado.  Mas  es  indispen- 
sable que  el  juez  ponga  mucho  cuidado  en  la 
calificación  de  las  citas,  que  no  confunda  jamás 
las  unas  con  las  otras,  que  rechace  siempre  las 
inútiles  é impertinentes,  pero  que  sea  muy  cauto 
y muy  parco  en  desechar  como  superfinas  las  j 
que,  si  en  el  sumario  aparecen  tales,  pueden  ■ 
después  en  el  plenario  echarse  menos  como  ne- 
cesarias. Supongamos,  por  ejemplo,  que  de  doce 
testigos  presenciales  de  un  hecho,  se  contenta 
el  juez  con  el  exámen  de  dos,  porqué  viéndoles 
contestes  y uniformes  sobre  el  delito  y la  perso- 
na del  delincuente,  y teniendo  ya  por  bien  com- 
probada la  verdad,  cree  supérñuo  y omite  por  lo 
tanto  el  exámen  de  los  otros  que  son  citados  por 


ejecución  de  la  que  sea  ó pueda  ser  Interesante; 
y así,  en  caso  de  duda,  debe  decidirse  mas  bien 
por  practicarla  que  por  omitirla.  En  este  sentido 
está  efectivamente  concebido- el  art.  8."  del  de- 
creto de  11  de  Setiembre  de  1820,  cuando  solo 
califica  de  abuso,  en  perjuicio  de  la  brevedad  de 
las  causas,  la  evacuación  de  las  citas  impertinen- 
tes é inútiles,  y no  la  de  las  supérjluas,  de  las 
cuales  no  hace  mención  como  el  reglamento, 
antes  bien,  declarando  por  regla  general  que 
deben  evacuarse  las  citas  necesarias  ó convenien- 
tes, parece  quiere  dar  á entender  que  no  han  de 
omitirse  las  que,  apareciendo  en  un  principio 
supérfluas  ó redundantes,  puedan  necesitarse  ó 
convenir  después  para  hacer  prueba. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  no  per- 
mite tampoco  que  se  evacúen  todas  las  citas  que 
hiciese  el  procesado  sino  lasque  el  jaez  estimare 
conducentes  para  la  comprobación  de  las  mani- 
festaciones efectuadas : art.  289.  \ . Declaración 
indagatoria.  * 

L.  Careo—  Las  personas  que  declaran  en  un 
proceso  pueden  faltar  á la  verdad  ó desfigurarla 
por  hallarse  animadas  de  encontrados  intereses; 
v si  en  efecto  dos  ó mas  de  ellas  afirman  hechos 
contradictorios,  de  modo  que  el  resultado  de  sus 
declaraciones  aparece  incompatible,  es  claro  que 
alguna  de  ellas  ha  faltado  á la  verdad  ó la  ha 
desfigurado.  ¿Qué-  liará  entonces  el  juez  para 
saber  cuáles  son  los  labios  que  han  pronunciado 
la  mentira?  Todo  hombre  que  se  presenta  sin 
taclia  tiene  igual  derecho  á ser  creído;  no  siem- 
pre abundan  los  medios  de  comprobación,  no 
siempre  hay  gran  copia  de  testimonios  para  po- 
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der  descartar  los  contradictorios  y fundar  el  jui- 
cio en  los  demás;  y aunque  fuesen  muchos  los 
testigos  y pudieran  retornarse  las  otras  pruebas, 
el  dicho  de  una  persona  es  siempre  atendible,  y 
mas  de  una  vez  pone  al  juez  en  conflicto,  porque 
no  siempre  dicen  verdad  los  muchos  y mentira 
los  pocos.  No  hay,  pues,  otro  arbitrio  en  seme- 
jante caso,  que  presentar  la  verdad  frente  á 
frente  de  1a.  mentira,  para,  que  ellas  mismas  lu- 
chen y controviertan  , y de  esta  lucha  salga 
triunfante  aquella,  porque  la  verdad  es  natural- 
mente enérgica,  valiente  y firme,  al  par  que  la 
mentira  es  débil,  cobarde  y vacilante.  Esta  espe- 
cie de  batalla  moral,  este  acto  en  que  dos  ó mas 
personas  procuran  convencerse  recíprocamente 
de  la  realidad  ó circunstancias  de  un  hecho  en 
que  hayan  discordado,  es  lo  que  se  llama  careo. 
el  cual  debe  practicarse  en  su  caso  entre  testi- 
gos y procesados , entre  testigos  ó procesados 
cutre  sí,  y entre  unos  y otros  con  el  ofendido.  En 
estos  términos  discurre  el  Sr.  Seijas  en  su  Teoría 
de  las  instilaciones  judiciarias , obra  que  merece 
ser  leida  por  los  hacedores  de  leyes,  por  los  ad- 
ministradores de  la  justicia  y por  los  juriscon- 
sultos. Mas  otros  escritores  rechazan  absoluta- 
mente toda  especie  de  careos,  considerándolos 
no  solamente  como  inútiles,  sino  como  perjudi- 
ciales, porque  á veces  no  es  la  verdad  sencilla  é. 
incauta,  sino  la  mentira  impudente  y astuta,  la 
que  obtiene  la  victoria.  Entre  estas  dos  opuestas 
opiniones  se  ha  levantado  una  tercera,  que  si- 
guiendo un  camino  medio,  desaprueba  los  careos 
del  inculpado  con  los  testigos  y con  el  ofendido 
ó acusador,  y admite,  solo  cuando  sean  indis- 
pensables, los  del  inculpado  con  sus  cómplices 
y los  de  los  testigos  entre  sí  mismos. 

LI,  En  España  se  halla  establecido  el  careo 
para  los  juicios  militares  por  el  art.  23,  tít.  5.°, 
trat.  8.”  de  la  Ordenanza;  y no  solamente  se  ca- 
rean y confrontan  con  el  reo  uno  por  uno  des- 
pués de  ratificados  todos  los  testigos  según  ella 
dispone,  sino  también  testigos  con  testigos,  reos 
con  reos,  y así  estos  como  aquellos  con  el  agra- 
viado. Adoptaron  esta  institución  los  tribunales 
ordinarios,  convencidos  de  los  buenos  efectos 
que  producia  para  la  aclaración  de  la  verdad, 
pero  la  limitaron  á los  testigos  entre  sí  cuando 
discuerdan,  y á los  reos  y cómplices  cuando  es-  ' 
tán  en  igual  situación,  mas  no  solian  carear  al 
testigo  con  el  reo  sino  en  algún  caso  particular 
que  así  lo  exigía.  Las  leyes  han  tolerado  nías 
bien  que  aprobado  el  uso  del  careo  en  los  juicios 
de  la  jurisdicción  ordinaria,  y aun  por  Real  ór- 
den  de  2G  de  Julio  de  1803  (que  forma  en  extrac- 
to la  nota  16,  tít.  17,  lib.  12,  Nov.  Recop.),  se 
mandó  por  punto  general,  que  ea  las  causas  y 
procesos  formados  por  la  jurisdicción  militar 
contra  malhechores  y contrabandistas,  no  se  . 


ejecuten  careos  sino  cuando  sean  conducentes, 
ó bien  por  la  discordancia  de  los  testigos  en  he- 
chos oue  recordados  mutuamente  puedan  acla- 
rar la  verdad,  ó por  otras  justas  causas  que  las 
mismas  circunstancias  de  los  procesos  pongan 
de  manifiesto,  á imitación  de  lo  que  se  practica 
j en  la  jurisdicción  ordinaria.  Por  decreto  de  Cór- 
j tes  de  11  de  Setiembre  de  1820  sobre  sustaacia- 
cion  de  causas  criminales,  restablecido  en  30  de 
Agosto  de  1836,  se  previene  en  su  art.  8.°,  que 
los  jueces  no  deben  practicar  mas  careos  que 
aquellos  que  sean  necesarios  ó convenientes  para 
la  averiguación  de  la  verdad  en  el  asunto  de 
que  se  trate;  y por  otro  decreto  de  Córtes  de  17 
de  Abril  de  1821  sobre  el  modo  de  proceder  en 
las  causas  de  conspiración,  restablecido  también 
en  30  de  Agosto  de  1836,  se  ordena  igualmente 
en  sn  art.  11,  que  en  todos  los  procesos  que  se 
formen  militarmente  sobre  dichas  causas,  á vir- 
tud de  lo  que  en  el  mismo  se  dispone,  se  excu- 
sen cuanto  sea  posible  los  careos,  con  arreglo  á 
la  Real  orden  mencionada  en  la  nota  16,  tít.  17, 
lib.  12,  Nov.  Recop.,  que  acabamos  de  ex- 
presar. 

LII.  Resulta,  pues,  de  todo  lo  expuesto,  que 
la  diligencia  del  careo  debe  practicarse  siempre 
que  se  crea  necesaria  ó conveniente  para  la 
j aclaración  de  la  verdad;  que  en  caso  contra- 
I rio  debe  omitirse  como  inútil,  supérflna  y dila- 
' toria;  y que  la  calificación  de  su  necesidad  ó 
conveniencia  queda  cometida  á la  prudencia  del 
juez,  quien  en  cada  caso  determinado  habrá  de 
oir  para  ello  al  ministerio  fiscal,  y tomar  en 
consideración  las  especiales  circunstancias  que 
concurran.  En  caso  de  duda,  deben  estar  mas 
bien  dispuestos  á la  verificación  de  esta  medida 
que  á su  omisión,,  porque  mediante  el  careo  se 
termina  á veces  un  proceso  por  descubrirse  eu 
él  la  inocencia  del  inculpado,  ó se  acredita  un 
crimen  que  sin  esta  diligencia  quédaria  impune 
por  falta  de  fundamentos  para  la  acusación.  En- 
tre testigos  discordes  ó contrarios  en  sus  dichos, 
rara  vez  dejará  de  ser  indispensable;  entre  cor- 
reos ó codelincuentes  que  se  encuentren  en  igual 
contrariedad  ó discordancia,  será  útil  ó necesa- 
rio casi  siempre,  y entre  el  testigo  y el  procesado 
no  podrá  excusarse  algunas  veces. 

LUI.  Sienta  un  escritor  moderno  de  procedi- 
mientos militares,  «que  la  luz  de  la  filosofía  que 
se  ha  ido  derramando  en  la  legislación,  y la  ex- 
periencia de  una  práctica  constante,  han  hecho 
conocer  las  fatales  consecuencias  del  careo,  el 
cual  debiera  absolutamente  aboln-se,  á pesar  de 
que  la  Ordenanza  lo  prevenga,  como  también 
prevenía  el  tormento;»  y añade  redondamente 
«que  jamas  aparece  la  verdad  en  el  careo.»  No 
pensaban  así  por  cierto  los  legisladores  antiguos; 
no  piensan  así  tampoco  los  legisladores  moder- 
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nos.  Entre  los  Romanos,  se  examinaba  á los  tes- 
tigos en  presencia  del  acusado,  quien  podía  res- 
ponderles y replicarles  y hacerles  preguntas  y 
repreguntas  por  sí  mismo  ó por  medio  de  un 
abogado,  y el  mismo  derecho  teuia  el  acusador 
para  con  los  testigos  presentados  por  el  reo.  La 
luz  de  la  filosofía  ha  sancionado  la  practica  ro- 
mana, ha  demostrado  que  ella  es  el  medio  mas 
seguro  de  descubrir  la  verdad  y la  mentira,  y la 
ha  hecho  adoptar  en  todas  las  legislaciones  mo- 
dernas, las  cuales  han  establecido  los  debates  en 
que  el  acusado  y el  acusador  ven,  oyen  y recon- 
vienen á su  vez  á cada  uno  de  los  testigos  de  su 
adversario:  de  manera  que  los  jaeces,  por  las 
explicaciones  reciprocas  de  unos  y otros,  llegan 
á conocer  mas  k fondo  la  verdad  ó falsedad  de 
los  hechos.  Es  claro  que  este  careo  y estos  deba- 
tes deben  de  producir  efectos  mas  ventajosos  en 
el  plenario,  cuando  ya  pueden  ir  acompañados 
de  la  publicidad,  y por  eso  las  legislaciones  mo- 
dernas los  han  alejado  del  sumario;  pero  no 
puede  negarse  su  necesidad  ó utilidad  en  esta 
parte  del  proceso  por  lo  que  ya  llevamos  dicho, 
tomándose  empero  la  precaución  de  no  leer  á los 
careados  sino  la  parte  de  las  declaraciones  en 
que  exista  la  contradicción,  para  evitar  que  se 
hagan  públicos  los  demás  resultados  de  las  ac- 
tuaciones. 

LIV.  Una  vez  decretado  el  careo,  hace  el  juez 
que  comparezcan  á su  presencia  las  personas 
que  hayan  de  carearse,  tómales  el  correspon- 
diente juramento  de  decir  verdad  no  siendo 
reos,  y después  de  leídas  por  el  escribano  las 
declaraciones  que  tengan  prestadas  y en  que 
discuerdan , les  pregunta  si  se  ratifican  en  ellas 
ó tienen  que  modificar  el  todo  ó parte  de  las 
mismas.  Si  alguno  de  las  careados  rectifica  su 
declaración  concordando  con  el  otro  en  los  he- 
chos, debe  exponer  la  razón  que  antes  tuvo  para 
ella  y la  que  ahora  le  asiste  para  modificarla  ó 
cambiarla.  Afirmándose  ambos  en  sus  respectivas 
declaraciones,  les  hace  ver  el  juez  la  diferencia 
que  existe  entre  uua  y otra,  y los  invita  á que  se 
reconvengan  mutuamente,  á que  procuren  con- 
vencerse ó darse  por  convencidos  según  la  segu- 
ridad que  tengan  de  sus  dichos,  y á que  acla- 
ren los  puntos  en  que  hay  coutradiccion  ó di- 
vergencia, sin  permitirles  extravío  alguno  de  la 
cuestión,  ni  faltas  de  decoro,  y sin  darles  mas 
ensanche  que  el  necesario  para  fijar  el  hecho  si 
fuere  posible  ó para  descubrir  si  hubo  falsedad 
voluntaria  de  parte  de  alguno.  El  acto  ó dili- 
gencia del  careo  ha  de  extenderse  con  toda  exac- 
titud y prolijidad,  expresando  las  preguntas, 
reconvenciones  y respuestas  que  recíprocamen- 
te se  hicieren  y dieren  los  careados,  como  igual- 
mente la  impresión  ó sentimientos  que  las  del 
uuo  causaren  al  otro , á fin  de  que  todo  conste 


por  escrito  y pueda  servir  para  formar  juicio  so- 
bre la  inocencia  ó culpabilidad  del  acusado. 
Como  el  careo  es  un  acto  importantísimo,  debe 
siempre  hacerse  por  el  juez  y no  fiarse  al  escri- 
bano ; y parece  supérfluo  advertir  que  cuando 
dos  ó mas  personas  han  de  ser  careadas  con 
otra,  cada  una  de  ellas  debe  serlo  por  separado 
y no  todas  á un  tiempo. 

* Las  últimas  disposiciones  que  rigen  sobre 
careo  contenidas  en  los  artículos  347  al 351  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  se  han  expuesto 
en  el  de  esta  obra,  Careo.  * 

LV.  Confrontación  ó reconocimiento  en  rueda 
(le  presos. — Así  los  testigos  como  el  acusador  <’> 
querellante  deben  designar  al  reo  de  un  modo 
claro  y distinto  que  no  deje  lugar  á la  duda  so- 
bre su  persona,  expresando  su  nombre,  apellido 
y demás  circunstancias  que  sean  necesarias  para 
que  no  pueda  ser  confundido  con  ningún  otro; 
pero  sucede  á veces  que  el  querellante  ó los  tes- 
tigos no  dan  sino  señales  vagas  é indetermina- 
das, ó bien  toman  una  persona  por  otra  incul- 
pando á un  inocente  por  atribuirle  el  nombre 
que  otro  lleva  ó por  haber  adoptado  el  criminal 
uno  supuesto  para  no  ser  conocido.  En  tales  ca- 
sos , si  el  ofendido  ó los  testigos  manifestaren, 
aunque  sea  en  duda,  que  conocerían  ó podrían 
conocer  al  reo  en  llegando  á verle , no  puede 
prescindirse  de  proceder  á la  identificación  de 
su  persona,  para  no  caer  en  un  error  trascen- 
dental y peligroso;  á cuyo  efecto  debe  practi- 
carse la  diligencia  que  en  el  foro  se  llama  con- 
i frontacion  ó reconocimiento  en  rueda  de  presos,  y 
acto  de  vistas  en  los  juicios  militares. 

Para  evitar  el  mal  éxito  de  esta  diligencia  y 
los  efectos  de  la  intriga  y de  la  mala  fe,  convie- 
ne mucho  que  el  juez,  cuando  presuma  que  ha- 
brá lugar  al  reconocimiento,  haga  tener  al  reo 
on  absoluta  incomunicación  hasta  que  se  haya 
verificado  , no  bastando  encargar  al  alcaide  que 
no  le  deje  ver  de  los  testigos. 

LVT.  Cuando  llegue  el  acto  del  reconoci- 
miento , ha  de  formarse  una  rueda  6 fila  de  ocho 
á doce  hombres,  incluso  el  reo  , bien  sean  de  ios 
presos,  bien  de  otros  á falta  de  estos,  observán- 
dose las  precauciones  siguientes:  1.*,  que  el  reo 
se  presente,  si  ser  pudiere , coa  la  misma  ropa 
que  tenia  cuando  ejecutó  el  delito,  sin  disfra- 
zarse ni  desfigurarse  para  borrar  las  impresio- 
nes recibidas  por  el  que  ha  de  reconocerle;  2.  , 
que  se  elijan  para  la  fila  los  mas  parecidos  al 
reo , principalmente  en  la  estatura  y color,  cla- 
se, modales  y demas  circunstancias  aparentes, 
3.a,  que  todos  lleven  trajes  análogos  ó semejan- 
tes aL  del  reo;  y aun  las  mismas  señales  marca- 
das que  este  tenga,  siendo  posible;  4.*,  que  todos 
aparezcan  con  igual  aseo  , pues  si  el  reo  tiene  la 
barba  larga  y descompuesto  el  cabello  y los  otros 
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van  limpios  y peinados,  será  fácil  distinguirle  de  ¡ 
estos;  5.a.  que  todos  sean  personas  desconocidas 
para  él  que  hade  hacer  el  reconocimiento;  0.', 
n „e  el  reo  pueda  elegir  el  punto  en  que  haya  de 
colocarse  entre  los  que  le  acompañen  al  acto, 
excluir  de  la  fila  al  que  le  parezca  sospechoso,  y 
reclamar  la  concurrencia  de  las  circunstancias 
que  estime  conducentes,  con  tal  que  no  sean 
exorbitantes,  maliciosas  ó puramente  dilatorias. 

Formada  ya  la  rueda  ó fila,  debe  interrogar- 
se, prévio  juramento , al  reconocedor  si  persiste 
en  su  anterior  declaración,  y si  después  de  ella 
ha  visto  á la  persona  á quien  atribuyó  el  hecho, 
en  qué  lugar,  por  qué  motivo  y con  qué  objeto; 
y se  le  introduce  luego  en  el  sitio  donde  está  la 
rueda  de  presos,  para  que  reconociéndola  diga 
si  entre  estos  se  encuentra  la  persona  á quien  se 
refiere  en  su  deposición.  151  reconocedor,  des- 
pués de  haber  examinado  la  rueda  cuantas  ve- 
ces tenga  por  conveniente , sacará  de  ella  al  j 
que  le  pareciere,  diciendo  este  es,  ó me  parece  ser  \ 
el  reo : y si  á ninguno  pudiere  sacar  , manifiesta-  1 
rá,  ó que  allí  no  existe,  ó que  no  puede  recono- 
cer al  reo.  En  el  caso  de  haberle  reconocido , ha 
de  designar  las  diferencias  y semejanzas  que  en- 
cuentre en  su  actual  estado , y el  que  tenia  | 
cuando  cometió  el  delito,  con  las  razones  que  le 
asistan  para  la  seguridad  de  su  aserción.  Esta 
operación  del  reconocimiento  se  suele  repetir  ó 
practicar  hasta  tres  veces,  variando  de  posición 
los  individuos  de  la  rueda  en  cada  una  de  ellas, 
y se  extiende  por  diligencia,  que  fauna  si  sabe 
el  reconocedor  con  el  juez  y el  escribano. 

Sí  dos  ó mas  personas  hubiesen  de  hacer  el 
reconocimiento,  deben  ejecutarlo  en  actos  dis- 
tintos, impidiéndose  toda  comunicación  entre 
las  que  lo  hubieren  hecho  y las  que  tengan  que 
hacerlo. 

EL  acto  del  reconocimiento  se  hace  regular- 
mente en  el  sumario  y antes  del  careo ; pero 
puede  también  hacerse  en  el  plenario. 

LYII.  No  faltan  prácticos  que  desechan  el  re- 
conocimiento en  rueda  de  presos  como  falible  y pe- 
ligroso, del  mismo  modo  que  el  careo,  ya  porque  ' 
puede  suceder  que  el  reconocedor  no  proceda  de 
buena  fe , ya  porque  es  muy  fácil  que  se  equivo- 
que tomando  á una  persona  por  otra  , principal- 
mente si  solo  vió  de  paso  y en  medio  de  la  tur- 
bación al  delincuente.  Cítanse  en  efecto,  mu- 
chos casos  en  que  lejos  de  servir  este  medio  para 
obtener  la  identidad  de  la  persona,  no  ha  servi- 
do sino  para  favorecer  la  malicia  y obscurecer  la 
verdad:  cítanse  también  otros  en  que  los  reco- 
nocedores han  sacado  hasta  tercera  vez  de  la 
rueda  de  presos  á personas  que  no  pudieron  ha- 
berse hallado  en  el  lugar  del  delito.  Pero  apeuas 
hay  medio  de  prueba  que  no  esté  sujeto  á la 
equivocación  y al  engaño:  y no  por  eso  hay  al- 


guno que  absolutamente  deba  rechazarse.  El  re- 
conocimiento es  á veces  indispensable,  porque 
no  hay  á veces  otro  medio  de  averiguar  sí  el  reo 
que  se  busca  es  precisamente  el  que  está  preso; 
v si  no  es  tan  seguro  que  en  algunas  ocasiones 
uo  falle  , produce  eu  otras  efectos  ventajosos  di- 
sipando errores  que  se  habían  padecido,  y siem-  ■ 
pre  aumenta  el  cúmulo  de  los  indicios  adversos 
ó favorables.  Ea  práctica  lo  tiene  admitido,  así 
en  los  juicios  de  la  jurisdicción  militar  como  en 
los  de  la  ordinaria  ; y la  ley  está  muy  lejos  de 
reprobarlo;  solo  quiere  que  no  se  abuse  de  este 
medio,  y que  no  se  ponga  en  ejecución  sino 
cuando  sea  necesario  ó conveniente,  como  el  de  la 
evacuación  de  citas  y el  del  careo  , según  es  de 
ver  por  el  art.  8.“  del  decreto  de  11  de  Setiembre 
de  1820.  Lo  que  importa  es  tomar  en  su  caso  to- 
das las  precauciones  posibles  para  impedir  las 
maniobras  y amaños  que  con  objeto  de  desvir- 
tuarlo suelen  emplearse  por  una  ú otra  parte. 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  contiene 
sobre  esta  materia  las  siguientes  disposiciones 
en  su  tít.  6.°,  lib.  l.°,  que  versa  sobre  la  identi- 
dad del  delincuente  y de  sus  circunstancias  perso- 
nales. 

Tan  pronto  como  resultare  en  cualquiera  dili- 
gencia algún  cargo  contra  determinada  perso- 
na, el  juez  instructor  mandará  que  sea  recono- 
cida por  el  que  se  lo  hubiere  dirigido.  Lo  mismo 
se  hará  aunque  el  querellante  ó un  testigo  no 
: hicieren  mas  que  afirmar  ó declarar  alguna  cir- 
| cunstancia  que  pudiera  servir  de  fundamento 
i para  el  cargo.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
los  dos  párrafos  anteriores,  no  se  acordará  el  re- 
conocimiento cuando  los  que  hubieren  de  ha- 
cerlo afirmaren  que  no  conocen  ni  reconocerían 
al  que  hubiere  de  ser  su  objeto,  dando  de  tal 
afirmación  una  razón  satisfactoria.  Pero  aun  en 
este  caso  habrá  de  hacerse  el  reconocimiento  si 
el  querellante  ó el  testigo  dijesen  que  habían 
visto  alguna  vez  al  que  hubiere  de  ser  reconoci- 
do: art.  2G2. 

La  diligencia  de  reconocimiento  se  practicará 
poniendo  ¿ la  vista  del  que  hubiere  de  ejecutar- 
lo la  persona  que  haya  de  ser  reconocida,  ha- 
ciéndola comparecer  en  unión  con  otras  de  cir- 
cunstancias exteriores  semejantes.  A presencia 
de  todas  ellas,  ó desde  un  punto  eu  que  no  pu- 
diere ser  visto,  según  al  juez  instructor  parecie- 
. re  mas  conveniente,  el  que  deba  practicar  el  re- 
conocimiento manifestará  si  se  encuentra  en  la 
rueda  ó grupo  la  persona  á quien  hubiese  hecho 
referencia  en  sus  declaraciones,  designándola 
en  caso  afirmativo  clara  y determinadamente. 

En  la  diligencia  que  se  extienda,  se  hará  cons- 
tar todas  las  circunstancias  del  acto,  así  como 
los  nombres  de  todos  los  que  hubiesen  formado 
la  rueda  ó grupo:  art.  263. 
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Cuando  fueren  varios  los  que  hubieren  de  re- 
conocer á una  persona,  la  diligencia  expresada 
en  el  artículo  anterior  deberá  practicarse  sepa- 
radamente con  cada  uno  de  ellos,  sin  que  pue- 
dan comunicarse  entre  sí  hasta  que  se  haya 
efectuado  el  último  reconocimiento.  Cuando  fue- 
ren vanos  los  que  hubieren  de  ser  reconocidos 
por  una  misma  persona,  podrá  hacerse  el  reco- 
nocimiento de  todos  en  un  solo  acto:  art.  264. 

El  que  detuviere  ó preudiere  íx  algún  presunto 
culpable  , tomará  las  precauciones  necesarias 
para  que  el  detenido  ó preso  no  haga  en  su  per- 
sona ó traje  alteración  alguna  que  pueda  difi- 
cultar su  reconocimiento  por  quien  corresponda: 
art.  265. 

Análogas  precauciones  deberán  tomar  los  al- 
caides de  las  cárceles  y los  jefes  de  los  depósitos 
de  detenidos;  y si  en  los  establecimientos  de  su 
cargo  hubiere  traje  reglamentario,  conservarán 
cuidadosamente  el  que  llevaren  los  presos  ó de- 
tenidos al  ingresar  en  el  establecimiento,  á fin 
de  que  puedan  vestirlo  cuantas  veces  fuere  con- 
veniente para  diligencias  de  reconocimiento: 
art.  266. 

Después  de  manifestar  el  procesado  su  nombre 
y demás  circunstancias  personales,  según  se 
dispone  en  el  art.  284  (sobre  declaración  indaga- 
toria del  procesado),  se  procederá  á identificar 
su  persona  por  medio  de  los  testigos  de  conoci- 
miento que  ofreciere  á satisfacción  del  juez  ins- 
tructor, y en  su  defecto  por  los  medios  que  pare- 
cieren oportunos  y que  pueda  suministrar  la  po- 
licía judicial:  art.  267. 

El  juez  instructor  hará  constar  con  la  minu- 
ciosidad posible  las  señas  personales  del  proce- 
sado, á fin  de  que  la  diligencia  pueda  servir  de 
prueba  de  su  identidad:  art.  268. 

Para  acreditar  la  edad  del  procesado  y com- 
probar la  identidad  de  su  persona,  se  practicará 
lo  que  previenen  los  arts.  269  y siguientes,  ex- 
puestos en  la  adición  al  final  del  par.  XLVJII  de 
este  artículo.  * 

LVIU.  Allanamiento  ó inspección  domicilia- 
ria.— No  puede  ser  allanada  la  casa  de  un  espa- 
ñol sino  en  los  casos  y en  la  forma  que  las  leyes 
prescriban:  art.  7.”  de  la  Constitución  de  1845. 
La  casa  es  el  asilo  inviolable  del  ciudadano  y de 
su  familia,  es  ei  velo  que  cubre  aquellos  actos 
que  fuera  de  ella  no  deben  salir  ni  publicarse, 
es  el  muro  que  segrega  á la  familia.de  las  otras 
familias  y de  la  ciudad,  y está  con  respecto  á ellas 
en  la  misma  relación  que  una  población  con  res- 
pecto á las  otras  poblaciones  y una  nación  con 
respecto  álas  demás  naciones.  Nadie,  pues,  tiene 
derecho  para  quebrantar  ese  muro,  para  peue- 
trar  en  ese  recinto  sagrado  , para  descorrer  ese 
velo  que  la  ley  misma  debe  respetar.  Mas  si  el 
hombre  abusa  de  la  seguridad  del  asilo  domés- 


tico para  herir  á la  sociedad  de  que  es  miembro 
y atacar  ios  elementos  que  constituyen  su  exis- 
tencia ó hacer  ilusorias  las  leyes,  puede  enton- 
ces la  autoridad  pública,  encargada  de  velar 
por  los  derechos  sociales,  allanar  el  albergue 
del  ciudadano  que  faltó  á sus  deberes,  á inspec- 
cionarlo en  cuanto  sea  preciso,  para  reprimir  los 
actos  dañosos  á las  demás  familias,  para  adqui- 
rir las  pruebas  materiales  del  delito  que  no  pue- 
dan hallarse  en  otra  parte,  y para  asegurar  la 
responsabilidad  del  delincuente,  observando  em- 
pero las  formas  que  la  ley  tenga  establecidas 
para  que  nunca  se  menosprecien  los  fueros  de 
aquel  lugar. 

L1X.  Podrá  por  lo  tanto  ser  allanada  la  casa 
de  un  español  en  los  casos  siguientes:  l.°,  para 
buscar  y aprehender  las  cosas  robadas,  armas, 
documentos  y otros  cualesquiera  efectos  ó com- 
probantes que  puedan  servir  para  la  justifica- 
ción del  hecho  ó su  autor,  según  lo  dicho  eu 
el  núin.  7.”  del  párrafo  XXII;  2.°,  para  aprehen- 
der efectos  prohibidos;  3.*,  para  prender  á un 
reo , contra  quien  se  ha  librado  mandamiento  en 
forma  por  juez  competente,  sea  eu  su  propia 
casa,  sea  en  cualquiera  otra  donde  resulte  ha- 
berse refugiado;  4.“,  para  prender,  arrestar  ó de- 
tener en  fraganti  á cualquier  reo  de  delito  que 
merezca  pena  corporal,  cualquiera  que  sea  la 
casa  en  que  se  refugie;  como  igualmente,  aun- 
que  no  sea  <¡u  fra/janH , á los  ladrones  ú otras 
delincuentes  famosos  y conocidos  notoriamente 
por  tales,  y ■&  los  que  conste  estar  mandados 
prender  ó haberse  fugado  de  la  cárcel  ú otro  es- 
tablecimiento de  corrección  ó castigo:  5.’,  para 
impedir  ó cerciorarse  de  un  delito  que  va  á co- 
meterse, ó se  está  cometiendo,  si  fuese  Llamado 
el  juez  ó alcalde  por  el  dueño  de  la  casa,  sus  fa- 
miliares ó vecinos,  ó de  ello  tuviese  noticias  fun- 
dadas; 6.".  para  hacer  embargo  de  bienes  y bus- 
carlos donde  se  justifique  haberse  ocultado  con 
objeto  de  hacer  ilusoria  esta  diligencia. 

LX.  Nadie  puede  allanar  por  sí,  ni  aun  los 
ministros  inferiores  de  justicia,  casa  alguna  ú 
otro  edificio  ni  sus  oficinas  ó cercados  adyacen- 
tes , no,  llevando  auto  de  juez  que  expresamente 
lo  mande:  nota  9.‘,  tít.  30,  lib.  4 ",  Noy.  Recopi- 
lación, á no  ser  que  lo  consieuta  el  dueño,  ó lo 
j autorice  y presencie  ei  alcalde;  y si  el  dueño  no 
| lo  consiente,  podrán  dejar  guardas  de  vísta  que 
• impidan  la  extracción  de  los  efectos  que  deben 
■ ser  aprehendidos  ó reconocidos,  entre  tanto  que 
j dan  cucuta  á quien  corresponda.  Mas  bien  pue- 
den entrar  en  casa  ó edificio  a detener  ó arres- 
tar á los  delincuentes  en  frai/iuili ; y á los  que, 
según  se  acabado  decir,  pueden  ser  presos  sin 
previo  mandato  del  juez,  habiendo  peligro  de 
fuga. 

LXI.  Xo  puede  procederse  al  allanamiento  ó 
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inspección  de  casos  particulares,  sin  que  pre 
viamente  se  forme  proceso  en  que  por  notorie- 
dad ó fama  pública,  por  hechos  que  induzcan 
presunción  vehemente  ó por  denuncia  ó deposi- 
ción de  sug-eto  fidedigno  resulte  la  existencia  de 
alguna  de  las  causas  legítimas  para  ello,  y se 
extienda  providencia  formal  por  escrito  en  que 
así  se  acuerde:  ley  4.a,  tít.  26,  ley  15,  arts.  114  y 
115  de  la  ley  de  3 de  Mayo  de  1838;  salvos  empe- 
ro los  casos  en  fraganii,  los  urgentísimos,  y ios 
de  requerimiento  de  parte  del  dueño  de  la  casa. 
Mas  para  el  allanamiento  de  lugares  públicos, 
como  tabernas,  botillerías,  posadas,  figones  y 
cafés,  bastan  noticias  ó recelos  fundados  de  la 
existencia  de  ia  causa  que  da  ocasión  á él:  ley  15, 
art.  13,  tít.  23,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

LX1I.  Cuando  el  juez  6 su  delegado  se  pre- 
sente á inspeccionar  ó reconocer  una  casa  ú otro 
edificio  para  adquirir  pruebas  materiales  de  un 
delito  6 del  que  lo  ha  perpetrado,  debe  requerir 
al  dueño  ó jefe  de  la  familia  para  que  exhiba  las 
cosas  que  se  buscan ; y solo  en  el  caso  de  negar 
que  las  tiene  ó de  no  prestarlas  todas,  habrá  de 
pasar  adelante  á practicar  el  reconocimiento  ó 
registro,  según  lo  dicho  en  el  núm.  1°  del  pár- 
rafo XXII.  Habiendo  reo  presunto,  debe  ser  lla- 
mado á presenciar  el  acto  siempre  que  se  halle 
en  el  lugar  en  que  este  haya  de  verificarse,  á fin 
de  que  pueda  producirle  perjuicio  y se  evite 
toda  sospecha  de  abuso;  y si  estuviere  detenido, 
arrestado  ó preso , se  le  conducirá  con  el  mismo 
objeto,  4 no  resistirlo  él  ó mediar  ibipqdimento 
grave;  en  cuyo  caso  se  le  intimará  que  nombre 
persona  que  le  represente  ; y no  queriendo  ó no 
pudiendo  asistir  y negándose  á nombrar  repre- 
sentante, debe  llamarse  á uno  de  sus  parientes 
mas  próximos  que  sea  capaz  de  parecer  enjui- 
cio , ó en  su  defecto  á dos  vecinos  honrados. 
También  parece  indispensable  la  asistencia  del 
jefe  de  la  casa  ó finca,  aunque  no  sea  reo  pre- 
sunto del  hecho  que  produzca  el  procedimiento, 
porque  el  es  dentro  de  su  casa  una  autoridad 
suprema,  sin  cuyo  conocimiento  nada  debe  prac- 
ticarse en  ella  por  otra  autoridad  que  lia  de  mos- 
trarle su  legitimidad  para  penetrar  en  su  re- 
cinto. 

Para  el  reconocimiento  de  un  real  palacio  ó 
sitio  en  que  resida  S.  M.,  es  indispensable  pré- 
via  licencia  real;  y para  el  de  un  palacio  ó sitio 
que  no  esté  habitado  por  S.  M.,  basta  la  citación 
y concurrencia  del  encargado  superior  del  pa- 
trimonio real  en  aquel  punto:  para  ei  de  alguno 
de  los  palacios  de  los  Cuerpos  colegisladores,  se 
necesita  expresa  licencia  del  respectivo  presi- 
dente hallándose  reunidos  los  Cuerpos;  y no  es- 
tando reunidos,  basta  la  citación  y concurren- 
cia del  jefe  político  de  la  provincia;  para  el  del 
edificio  de  algún  tribunal  ó de  una  secretaría 


del  despacho,  se  imparte  respectivamente  la 
venia  del  presidente  de  aquel  ó del  ministro  del 
ramo:  para  el  de  una  iglesia,  santuario  ú otro 
lugar  sagrado  ó religioso,  lia  de  darse  aviso  y 
citarse  al  vicario , cura,  prelado  ó eclesiástico 
de  quien  aquel  dependa : para  el  de  un  estable- 
cimiento militar,  se  da  conocimiento  al  jefe  ó 
autoridad  militar  local:  para  el  de  la  habitación, 
tienda  ó establecimiento  de  un  extranjero,  se 
requiere  aviso  al  cónsul  de  su  nación  si  le  hu- 
biere en  el  mismo  pueblo:  mas  las  casas  de  los 
embajadores,  ministros  plenipotenciarios  ó re- 
sidentes y cualesquiera  otros  representantes  de 
las.  potencias  extranjeras  en  el  reino,  no  pue- 
den ser  allanadas  ni  reconocidas;  bien  que  si  en 
ellas  se  traman  crímenes,  se  depositan  docu- 
mentos ó instrumentos  relativos  á ellos,  ó en 
cualquiera  otra  forma  se  procede  contra  las  le- 
yes ó en  riesgo  del  pais , 'debe  darse  cuenta  cir- 
cunstanciada al  ministro  de  Gracia  y Justicia 
para  que  el  Gobierno  obre  como  corresponda. 
Cualquiera  de  las  personas,  autoridades  ó jefes 
á quienes  se  avisa  ó cita  para  la  inspección  6 
reconocimiento  de  una  casa  ú otro  edificio,  pue- 
de concurrir  al  acto  por  sí  ó por  medio  de  otro 
sugeto  de  su  confianza.  Finalmente,  cuando  la 
autoridad  ó funcionario  que  ha  de  hacer  el  re- 
conocimiento no  ejerciere  la  jurisdicción  ordi- 
naria ó no  tuviere  su  residencia  en  el  pueblo  en 
que  aquel  ha  de  practicarse,  debe  dar  prévio 
aviso  al  alcalde  del  mismo  pueblo , para  que  asis- 
ta al  acto  por  sí  ó por  medio  de  un  alcalde  de 
barrio  ú otro  de  sus  subalternos:  Ind.  del  princ. 
general  y de  los  arts.  102  y siguientes  de  la  ley 
penal  de  3 de  Mayo  de  1830. 

LXIII.  Si  el  presunto  delincuente  ó su  fami- 
lia ó el  dueño  de  la  casa  ó las  personas  que  la 
habitan,  constando  que  están  dentro  de  ella,  no 
respondiesen  después  de  haber  llamado  á su 
puerta  por  tres  ó mas  veces  con  los  intervalos 
correspondientes  y anunciando  que  es  la  justi- 
cia, ó después  de  haber  respondido  diesen  lugar 
á iguales  llamamientos,  se  podrán  franquear  las 
puertas  para  proceder  al  reconocimiento  ó á la 
diligencia  que  se  llevare  por  objeto,  y aun  se 
podrá  imponer  alguna  pena  á quien  corresponda 
por  su  desobediencia.  Mas  si  en  la  casa  no  hu- 
biese persona  alguna,  deben  ponerse  guardas 
que  detengan  á cualquiera  que  se  presente  á 
abrirla,  hasta  que  concurra  el  juez,  á quien  se 
dará  aviso  en  el  momento;  y si  trascurriese  de- 
masiado tiempo  sin  que  nadie  se  presente,  po- 
drán entonces  franquearse  las  puertas  con  asis- 
tencia de  dos  vecinos  inmediatos  que  presencien 
y autoricen  con  su  firma,  si  supiesen  escribir, 
la  diligencia  del  franqueo  y las  demás  que  se 
practiquen:  ley  11,  tít.  29,  lib.  11,  Nov.  Recopi- 
lación. V.  Juicio  ejecutivo,  párrafo  XII. 
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LXI.V.  El  dueño  de  la  casa  que  va  4 recono- 
cerse , el  presunto  reo  ó su  representante  y cual- 
quiera otro  interesado  tienen  derecho  para  exi- 
gir del  juez  ó su  delegado  que  les  manifieste*  el 
objeto  del  allanamiento,  y que  no  permita  que 
las  personas  que  le  acompañan  entren  á hacer 
el  registro  sino  á cuerpo  descubierto,  4 fin  de 
evitar  que  puedan  llevar  ocultos  los  efectos  que 
se  buscan,  y hacerlos  luego  aparecer  como  en- 
contrados en  alguna  parte  de  la  casa.  Algunos 
ejemplos  escandalosos  que  pudieran  citarse,  es- 
pecialmente en  materias  políticas,  justifican  de- 
masiado esta  precaución.  Los  antig’uos  griegos 
y romanos  habrían  sin  duda  recibido  muchos 
escarmientos,  cuando  no  franqueaban  sus  habi- 
taciones á los  que  iban  á buscar  las  cosas  que 
que  les  habían  sido  hurtadas,  si  no  se  presen- 
taban desnudos,  sin  mas  vestidura  que  una  faja, 
jurando  además  k los  dioses  que  no  procedían 
de  mala  fe,  sino  con  la  esperanza  de  encontrar 
lo  que  buscaban. 

LXV.  El  reconocimiento  ó registro  debe  siem- 
pre dirigirse  y limitarse  á la  comprobación  del 
hecho  que  lo  motivó,  y de  ningún  modo  ha  de 
extenderse  á pesquisar  crímenes,  delitos  ó prue- 
bas en  general;  pero  si  de  la  inspección  domi- 
ciliaria resultare  la  invención  de  un  crimen  ó 
sus  pruebas,  auuque  no  hayan  sido  objeto  di- 
recto del  reconocimiento,  ha  de  procederse  á la 
instrucción  del  correspondiente  sumario  sobre 
él  siempre  que  no  sea  de  los  que  no  pueden  per- 
seguirse sin  el  consentimiento  ó querella  de  la 
parte  agraviada,  pues  con  respecto  á los  de  esta 
clase  no  puede  procederse  á cosa  alguna  ni  aun 
revelarse  el  descubrimiento,  como  dice  muy  bien 
el  Sr.  Seijas  en  su  'Teor  ía  de  las  instituciones  ju- 
ncianas. 

* Las  últimas,  disposiciones  que  rigen  sobre 
esta  materia  se  han  expuesto  en  el  artículo  de 
esta  obra  Allanamiento.  Véanse  también  los  ar- 
tículos Correspondencia,  y Registro  de  libros  y im- 
peles. * 

* Informe  pericial. — Cuando  fueran  necesa- 
rios ó convenientes  conocimientos  científicos  o j 
artísticos  para  conocer  ó apreciar  algún  hecho 

ó circunstancia  importante  en  el  sumario,  debe 
el  juez  ordenar  que  se  verifique  iniorme  peri- 
cial. 

Los  peritos  pueden  ser  ó no  titulares. 

Son  peritos  titulares  los  que  tienen  título  ofi- 
cial de  una  ciencia  ó arte  cuyo  ejercicio  esté  re- 
glamentado por  la  administración.  Son  peritos 
no  titulares  los  que,  careciendo  de  título  oficial, 
tienen  sin  embargo  conocimientos  ó práctica 
especiales  en  alguna  ciencia  ó arte;  art.  353. 

El  j uez  instructor  se  valdra  de  peritos  titulares 
con  preferencia  á los  que  no  tuvieren  título.  Po- 
drá, sin  embargo,  nombrar  á los  que  se  bailaren 
Tomo  Ul. 


en  este  último  caso,  no  solo  cuando  no  los  hu- 
biere titulares  en  el  lugar,  sino  también  cuando 
por  cualquiera  razón  creyere  que  aquellos  son 
mas  á propósito  para  la  mejor  apreciación  de  los 
hechos:  art.  354. 

Todo  reconocimiento  pericial  habrá  de  hacerse 
por  dos  peritos.  Se  exceptúa  el  caso  en  que  no 
hubiere  mas  de  uno  en  el  lugar  y no  fuere  posi- 
ble esperar  la  llegada  de  otro  sin  graves  incon- 
venientes para  el  curso  del  sumario  : artícu- 
lo 355. 

El  nombramiento  se  hará  saber  á los  peritos 
por  medio  de  oficio,  que  les  será  entregado  por 
alg’uacil  6 portero  del  juzgado  con  las  formali- 
dades  prevenidas  para  la  citación  de  los  testi- 
gos, reemplazándose  la  cédula  original  para  los 
efectos  del  art.  44  por  un  atestado  que  extenderá 
el  alguacil  ó portero  encargado  de  la  entrega: 
art.  356. 

Si  la  urgencia  del  caso  lo  exigiere,  podrá  ha- 
cerse el  llamamiento  verbalmente  de  úrden  del 
juez  instructor,  haciéndolo  constar  asi  en  los 
autos,  pero  extendiendo  siempre  el  atestado  pre- 
venido en  el  artículo  anterior  el  encargado  del 
cumplimiento  de  la  orden  de  llamamiento:  ar- 
tículo 357. 

Nadie  podrá  negarse  á acudir  al  llamamiento 
del  juez  instructor  para  desempeñar  un  servicio 
pericial  si  no  estuviere  legítimamente  impedido. 
En  este  caso  deberá  ponerlo  en  conocimiento  del 
juez  instructor  en  el  acto  de  recibir  el  nombra- 
miento para  que  se  provea  á lo  que  baya  lugar: 
j art.  358. 

El  perito  que  sin  alegar  excusa  fundada  deja- 
re de  acudir  al  llamamiento  del  juez  ó se  negare 
á prestar  el  informe,  incurrirá  en  las  responsa- 
bilidades señaladas  para  los  testigos  en  el  ar- 
tículo 312.  V.  Declaración  testifical  en  lo  cri- 
minal. 

No  podrán  prestar  informe  pericial  acerca  del 
delito,  cualquiera  que  sea  la  persona  ofendida, 
los  que  según  el  art.  311  no  estén  obligados  á 
declarar  como  testigos.  El  perito  que  hallándose 
comprendido  en  alguno  de  los  casos  de  dicho 
artículo  prestase  el  informe  sin  poner  antes  esta 
circunstancia  en  conocimiento  del  juez  instruc- 
tor que  lo  hubiese  nombrado,  incurrirá  en  ia 
inulta  de  25  á 250  pesetas,  á no  ser  que  el  hecho 
diese  lugar  á responsabilidad  criminal:  art.  360. 

Los  que  prestaren  informe  como  peritos  en 
virtud  de  órden  judicial,  tendrán  derecho  á re- 
clamar los  honorarios  ó indemnizaciones  que 
fueren  justas,  si  no  tuvieren  en  concepto  de  ta- 
les peritos  retribución  fija  satisfecha  por  el  Es- 
tado, por  la  provincia  ó por  el  municipio:  ar- 
tículo 361. 

Hecho  el  nombramiento  de  peritos,  se  notifi- 
cará inmediatamente,  así  al  actor  particular  si 
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lo  hubiere,  como  al  procesado  si  estuviere  á dis- 
posición del  juez  instructor:  art.  3(52. 

Si  el  reconocimiento  é informe  pericial  pudie- 
re tener  lugar  de  nuevo  en  el  juicio  oral,  los  pe- 
ritos nombrados  no  podrán  ser  recusados  por  las 
partes:  art.  363. 

Si  el  reconocimiento  no  pudiere  reproducirse 
por  cualquiera  causa  en  el  juicio  oral,  los  peri- 
tos nombrados  podrán  ser  recusados  por  las  par- 
tes: art.  364. 

Son  causa  de  recusación  de  peritos:  1.a  El  pa- 
rentesco de  consanguinidad  ó de  afinidad  den- 
tro del  cuarto  grado  cou  el  querellante  ó con  el 
reo.  2. 1 El  interés  directo  ó indirecto  en  la  causa 
ó en  otra  semejante.  3.a  La  amistad  íntima  6 
enemistad  manifiesta:  art.  365. 

El  actor  ó el  procesado  que  intentare  recusar 
al  perito  ó peritos  nombrados  por  el  juez  ins- 
tructor deberá  hacerlo  por  escrito  antes  de  em- 
pezar la  diligencia  pericial,  expresando  la  cau- 
sa de  la  recusación  y la  prueba  testifical  que 
ofreciere,  y acompañando  la  documental  que 
tuviere.  Para  la  presentación  de  este  escrito  no 
será  obligatorio  para  el  procesado  valerse  de 
procurador:  art.  366. 

El  juez  instructor,  sin  levantar  mano,  exami- 
nará los  documentos  que  produjere  el  recusan- 
te, y oirá  á los  testigos  que  presentare  en  el  ac- 
to, resolviendo  lo  que  estime  justo  respecto  de 
la  recusación.  Sí  hubiere  lugar  á ella,  suspen- 
derá el  acto  pericial  por  el  tiempo  estrictamente 
necesario  para  nombrar  el  perito  que  hubiere 
de  sustituir  al  recusado,  hacérselo  saber  y cons- 
tituirse el  nombrado  en  el  lugar  correspondien- 
te. Si  no  la  admitiere,  se  procederá  como  si  no 
se  hubiese  usado  de  la  facultad  de  recusar:  ar- 
tículo 367. 

En  el  caso  del  art.  364  (arriba  expuesto)  el 
querellante  tendrá  derecho  á nombrar  á su  costa 
un  perito  que  intervenga  en  el  acto  pericial.  El 
mismo  derecho  tendrá  el  procesado.  Si  los  que- 
rellantes ó los  procesados  fuesen  varios,  se  pon- 
drán respectivamente  de  acuerdo  entre  sí  para 
hacer  el  nombramiento.  Estos  peritos  deberán 
ser  titulares,  á no  ser  que  no  los  hubiere  de  esta 
clase  en  la  circunscripción,  en.  cuyo  caso  po- 
drán ser  nombrados  sin  título:  art.  368. 

Si  las  partes  hiciesen  uso  de  la  facultad  que 
se  les  concede  en  el  artículo  anterior,  manifes- 
tarán al  juez  instructor  el  nombre  del  perito  y 
ofrecerán,  al  liacer  esta  manifestación,  los  com- 
probantes de  tener  la  cualidad  de  tal  perito  la 
persona  designada.  En  ningún  caso  podrán  ha- 
cer nso  de  dicha  facultad  después  de  empezada 
la  operación  de  reconocimiento:  art.  369. 

El  juez  instructor  resolverá  sobre  la  admisión 
de  dichos  peritos  en  la  forma  determinada  en  el 
artículo  367  para  las  recusaciones:  art.  370. 


Antes  de  darse  principio  al  acto  pericial,  to- 
dos los  peritos,  así  los  nombrados  por  el  juez 
instructor  como  los  que  lo. hubieren  sido  por  las 
partes,  prestarán  juramento  en  nombre  de  Dios, 
y si  á esto  se  resistieren  por  razón  de  sus  creen- 
cias, lo  prestarán  por  su  honor.de  proceder  bien 
y fielmente  en  sus  operaciones,  y de  no  propo- 
nerse otro  fin  mas  que  el  de  descubrir  y decla- 
rar la  verdad:  art.  371. 

El  juez  instructor  manifestará  clara  y deter- 
minadamente á los  peritos  el  objeto  de  su  infor- 
me. Esta  manifestación  se  hará  verbalmente  ó 
por  escrito,  haciéndola  constar  en  el  sumario  en 
ambos  casos:  art.  372. 

Al  acto  pericial  podrán  concurrir  en  el  caso 
del  art.  364  , el  querellante , si  lo  hubiere,  con 
su  representación,  y el  procesado  con  la  suya, 
aua  cuando  estuviere  preso,  en  euyo  caso  adop- 
tará el  juez  instructor  las  precauciones  oportu- 
nas: art.  373. 

El  acto  pericial  será  presidido  por  el  juez  ins- 
tructor , ó en  virtud  de  su  delegación , por  el 
juez  municipal.  Podrá  también  delegarse  en  el 
caso  del  art.  255  (V.  Cuerpo  del  delito)  en  un 
funcionario  de  policía»  judicial,  Asistirá  siempre 
el  secretario  que  actuare  en  la  causa:  art.  374. 

El  informe  pericial  comprenderá , si  fuere  po- 
sible: l.°  Una  descripción  de  la  persona  ó cosa 
que  deba  ser  objeto  del  mismo,  en  el  estado  ó 
del  modo  en  que  se  hallare.  Esta  descripción 
será  redactada  por  el  secretario  al  dictado  de  los 
peritos  y suscrita  por  todos  los  concurrentes, 
2. 3 Una  relación  detallada  de  todas  las  operacio- 
nes practicadas  por  los  peritos  y de  su  resulta- 
do. Esta  relación  se  redactará  y autorizará  en  la 
misma  forma  que  la  descripción  á que  se  refiere 
el  número  anterior.  3.D  Las  conclusiones  que  en 
vista  de  tales  datos  formularen  los  peritos,  con- 
forme á los  principios  y reglas  de  su  ciencia  ó 
arte.  Para  esto  prescindirán  de  hipótesis  cientí- 
ficas y de  teorías  no  demostradas , concretándose 
á consignar  sus  conclusiones  con  arreglo  á ver- 
dades ineontrovertidas,  ó á lo  menos  general- 
mente aceptadas:  art.  375. 

Las  partes  que  asistieren  á las  operaciones  ó 
reconocimientos  podrán  hacer  á los  peritos  las 
observaciones  que  estimaren  convenientes,  ha- 
ciéndose constar  todas  en  la  diligencia:  art.  376. 

Hecho  el  reconocimiento,  podrán  los  peritos, 
si  lo  pidieren  , retirarse  por  el  tiempo  absoluta- 
mente preciso  al  sitio  que  el  juez  instructor  les 
señalara  para  deliberar  y redactar  las  conclu- 
siones: art.  377. 

Si  los  peritos  necesitaren  descanso,  el  juez  de 
instrucción  ó el  funcionario  que  lo  represente 
podrá  concederles  para  ello  el  tiempo  necesario. 
También  podra  suspender  la  diligencia  hasta 
otra  hora  ú.  otro  dia  cuando  lo  exigiere  su  na- 
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quien  lo  represente , adoptará  todas  las  precau  ' 
clones  convenientes  para  evitar  cualquiera  alte 
ración  en  la  materia-  de  la  diligencia  pericial: 
art.  378. 

El  juez  instructor  y las  partes  presentes  po- 
drán , cuando  los  peritos  produjeren  sus  conclu- 
siones, hacerles  las  preguntas  oportunas  y pe- 
dirles las  aclaraciones  necesarias.  Las  contesta-  ' 
clones  que  dieren  los  peritos  se  considerarán  * 
como  parte  de  su  informe:  art.  379. 

Si  los  peritos  estuvieren  discordes  y su  núme- 
ro fuere  par,  nombrará  otro  el  juez  de  instruc- 
ción. Con  intervención  del  nuevamente  nom- 
brado se  repetirán,  si  fuere  posible,  las  opera- 
ciones que  hubiesen  practicado  aquellos,  y se 
ejecutarán  las  demás  que  parecieren  oportunas. 

Si  no  fuere  posible  la  repetición  de  las  operacio- 
nes ni  la  práctica  de  otras  nuevas,  la  interven- 
ción del  perito  últimamente  nombrado  se  limi- 
tará á deliberar  con  los  demás  con  vista  de  las 
diligencias  de  reconocimiento  practicadas , y á 
formular  luego  con  aquel  con  quien  estuviere 
conforme,  ó separadamente  si  no  lo  estuviere 
con  ninguno,  sus  conclusiones  motivadas:  ar- 
tículo 380. 

El  juez  instructor  facilitará  á los  peritos  los 
medios  materiales  necesarios  para  practicar  la 
diligencia  que  les  encomendare,  reclamándolos 
de  la  Administración  pública,  ó dirigiendo  á la 
autoridad  correspondiente  un  aviso  por  escrito, 
si  existieren  preparados  para  tal  objeto : ar- 
tículo 381.  V.  Perito.  * 

* Responsabilidad  civil  de  terceras  personas. — 
Cuando  en  la  instrucción  del  sumario  apare-  i 
ciere  indicada  la  existencia  de  la  responsabi- 
lidad civil  de  un  tercero  con  arreglo  á los  ar- 
tículos 19,  20  y 21  del  Código  penal  (V.  Personas 
responsables  civilmente  de  los  delitos  y faltas),  ó 
por  haber  participado  alguno  por  título  lucra- 
tivo de  los  efectos  del  delito,  el  juez  instructor, 
á instancia  del  actor  civil,  exigirá  fianza  á la 
persona  contra  quien  resulte  la  responsabilidad, 
ó en  su  defecto  embargará,  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  el  tít.  11  dellib. lúdela  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  los  bienes  que  sea  necesa- 
rio para  cubrir  dicha  responsabilidad:  art.  530. 

La  persona  á quien  se  exigiere  la  fianza,  ó cu- 
yos bienes  fueren  embargados,  podrá,  durante 
el  sumario,  manifestar  por  escrito  las  razones 
que  tenga  para  que  no  se  la  considere  civilmen- 
te responsable,  y las  pruebas  que  pueda  ofiecei 
para  el  mismo  objeto:  art.  531. 

El  j uez  dará  vista  del  escrito  á la  parte,  á q uien 
interese,  y esta  lo  evacuará  en  el  término  de 
tres  dias.  proponiendo  también  las  pruebas  que 
deban  practicarse  en  apoyo  de  su  pretensión, 
art.  532. 
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Seguidamente,  el  juez  instructor  decretará  la 
práctica  de  las  pruebas  propuestas,  y resolverá 
sobre  las  pretensiones  formuladas,  siempre  que 
pudiere  hacerlo  sin  retraso  ni  perjuicio  del  ob- 
jeto principal  de  la  instrucción:  art.  533. 

Para  todo  lo  relativo  á la  responsabilidad  civil 
de  un  tercero  y á ios  incidentes  á que  diere  lu- 
gar la  ocupación,  y en  su  dia  la  restitución  de 
cosas  que  se  hallaren  en  su  poder,  se  formará 
pieza  separada:  art,  534. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  se  ob- 
servará también  respecto  á cualquiera  preten- 
sión que  tuviere  por  objeto  la  restitución  á su 
dueño  de  alguno  de  los  efectos  é instrumentos 
del  delito  que  se  hallaren  en  poder  de  un  terce- 
ro: art.  535. 

Los  autos  dictados  en  estos  incidentes  serán 
llevados  á efecto,  sin  perjuicio  de  que  las  partes 
á quienes  perjudiquen  puedan  reproducir  sus 
pretensiones  en  el  juicio  oral,  si  lo  hubiere,  ó 
de  la  acción  civil  correspondiente  que  podrán 
entablar  en  otro  caso:  art.  536.  * 

* Modo  de  proceder  en  el  sumario  cuando  fuere 
procesado  un  senador  ó diputado  á Cortes. — El  juez 
ó tribunal  que  encontrare  méritos  para  procesar 
á un  senador  ó diputado  á Cortes  por  cansa  de 
delito  se  abstendrá  de  dirigir  el  procedimiento 
contra  él,  si  las  Cortes  estuvieren  abiertas,  hasta 
obtener  la  correspondiente  autorización  del  euer- 
poco  legislador  á que  perteneciere:  art.  491  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  concordante 
con  el  párrafo  l.°  del  art.  56  de  la  Constitución. 

Cuando  el  senador  ó diputado  á Cortes  fuere 
delincuente  infrangati  podrá  ser  detenido  y pro- 
cesado sin  la  autorización  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo Anterior;  pero  en  las  veinticuatro  horas 
siguientes  á la  detención  ó procesamiento  habrá 
de  ponerse  lo  hecho  en  conocimiento  del  Cuerpo 
colegislador  á que  corresponda.  Se  pondrá  tam- 
bién eu  conocimiento  del  Cuerpo  colegislador 
respectivo  en  el  primer  día  de  sesión  la  causa 
que  existiere  pendiente  contra  el  que  estando 
procesado  hubiese  sido  elegido  senador  ó dipu- 
tado á Córles:  art,  492. 

Si  un  senador  ó diputado  á Córtes  fuere  pro- 
cesado durante  un  interregno  parlamentario, 
deberá  el  juez  ó tribunal  que  conociere  de  la 
causa  ponerla  en  conocimiento  del  respectivo 
Cuerpo  colegislador  en  el  primer  dia  de  reunirse 
ó de  constituirse  este.  Lo  mismo  se  observará 
cuando  hubiese  sido  procesado  un  senador  ó di- 
putado á Córtes  electo  antes  de  reunirse  estas: 
art.  493. 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  se  suspen- 
derá todo  procedimiento  desde  el  dia  en  que  se 
diere  conocimiento  á las  Córtes  , permaneciendo 
las  cosas  en  el  estado  en  que  entonces  se  halla- 
ren hasta  que  el  Cuerpo  colegislador  correspon- 
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iliento  resuelva  lo  que  tenga  por  conveniente: 
art.  494. 

Si  el  Senado  ó el  Congreso  negasen  la  autori- 
zación pedida,  se  sobreseerá  respecto  al  senador 
ó diputado  á Córtes : pero  continuará  la  causa 
contra  los  demás  procesados:  art.  495. 

La  automación  se  pedirá  en  forma  de  suplica- 
torio, remitiendo  con  este,  y con  carácter  de 
reservado,  el  testimonio  délos  cargos  que  re- 
sulten contra  el  procesado,  con  inclusión  de  los 
dictámenes  del  fiscal  y de  las  peticiones  parti- 
culares en  que  se  haya  solicitado  la  autoriza- 
ción. El  suplicatorio  se  remitirá  por  conducto 
del  ministro  de  Gracia  y Justicia:  arts.  496  y 497. 

Cuando  se  hubiere  dictado  sentencia  contra 
un  senador  ó diputado  en  proceso  seguido  sin  el 
permiso  referido  no  podrá  llevarse  á efecto  di- 
cha sentencia  hasta  que  autorice  su  ejecución  el 
cuerpo  á que  pertenezca  el  procesado:  art.  56  de 
la  Constitución  de  1869.  * 

* Del  sumario  por  delitos  de  injuria  y calumnia 
contra  particulares  y por  otros  delitos. — No  se  ad- 
mitirá ninguna  querella  por  injuria  ó calumnia 
inferidas  á particulares,  si  no  se  presentare  cer- 
tificación de  haber  celebrado  el  querellante  acto 
de  conciliación  con  el  querellado  sin  que  hu- 
biese resultado  avenencia:  art.  498. 

Si  la  querella  fuere  por  injuria  ó calumnia 
vertidas  enjuicio,  será  necesario  acreditar  ade- 
más la  autorización  del  juez  ó tribunal  ante 
quien  hubiesen  sido  inferidas:  art.  499. 

Si  la  injuria  ó calumnia  se  hubiesen  inferido 
por  escrito,  se  presentará,  siendo  posible , el  do- 
cumento que  las  contuviere:  art.  500. 

No  se  admitirán  testigos  de  referencia  cu  las 
causas  por  injuria  6 calumnia  vertidas  de  pala- 
bra: art.  491, 

Debe  también  tenerse  presente  que  el  culpa- 
ble de  injuria  ó de  calumnia  contra  particula- 
res quedará  relevado  de.  la  pena  impuesta  me- 
diando perdón  de  la  parte  ofendida:  pár.  4.°  del 
artículo  482  del  Código  penal  de  1870. 

Respecto  del  delito  deincendio , debe  verificarse 
el  reconocimiento  judicial  del  edificio,  arsenal, 
almacén  ó cualquier  otro  objeto  que  hubiera 
sido  incendiado,  consignándose  su  clase  para 
que  pueda  aplicarse  la  pena  al  tenor  de  los  ar- 
tículos 561  al  574  del  Código  penal,  y con  arre- 
glo á las  prescripciones  del  título  5."  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  para  comprobar  el 
cuerpo  del  delito,  Deberá  también  tenerse  pre- 
sente las  siguientes  prescripciones  de  la  Real 
orden  de  22  de  Octubre  de  1862  recordada  por  la 
de  16  de  Marzo  de  1868.  Los  jueces  de  primera 
instancia  y promotores  fiscales  en  el  momento 
en  que  se  dé  señal  de  incendio  en  el  interior  de 
ias  poblaciones  de  su  residencia  ó en  sus  respec- 
tivos cuarteles  ó distritos  donde  hubiere  mas  de 


un  juzgado,  se  presentaran  en  el  lugar  de  la 
ocurrencia  para  prevenir  la  formación  del  cor- 
respondiente proceso  en  averiguación  de  si 
aquel  ha  sido  meramente  casual  ó ejecutado  cou 
intención  de  perpetrar  un  delito:  art.  l.° 

Para  que  tan  importante  servicio  no  sufra  el 
menor  retraso,  los  jueces  establecerán  un  turno 
entre  los  respectivos  escribanos  á fin  de  que 
concurra  necesariamente  y sin  tardanza  uno  de 
estos  funcionarios  al  lugar  del  incendio,  sin  per- 
juicio de  que,  en  caso  de  demora,  se  supla  su 
falta  de  asistencia  en  la  forma  legal  y se  cons- 
tituya completo  el  juzgado:  art.  2." 

Los  jueces  y promotores  desplegarán  el  mayor 
celo  y actividad  en  el  descubrimiento  de  los  de- 
lincuentes, iudag'ando  siempre  si  la  finca  incen- 
diada y los  frutos  y efectos  en  ella  contenidos 
estaban  ó no  asegurados,  juzgando  en  el  primer 
caso  si  pudo  haber  complicidad  ó abandono  de 
parte  de  los  asegurados.  En  el  proceso  se  con- 
signarán además  aquellas  circunstancias  que  en 
sentir  del  juez  puedan  facilitar  á las  empresas 
aseguradoras  los  datos  necesarios  para  sus  re- 
clamaciones ulteriores:  art.  3.” 

La  cansa  se  ofrecerá  á las  empresas  asegura- 
doras por  si  quisieren  mostrarse  parte,  utilizan- 
do además  durante  la  investigación  todas  las 
noticias  que  las  mismas,  sus  representantes, 
empleados  y dependientes  suministren:  art.  4.° 
Cuando  el  incendio  ocurriere  en  las  poblaeio- 
. nes  ú otros  puntos  en  que  no  resida  el  juzgado 
¡ de  primera  instancia , los  encargados  de  la  ju- 
i risdiccion  real  ordinaria  cumplirán  las  disposi- 
ciones ordinarias  en  la  prevención  de  los  opor- 
tunos procesos.  Si  1a.  verdad  del  hecho  lo  exigie- 
re y las  circunstancias  lo  permitieren,  el  juzgado 
se  trasladará  por  el  tiempo  necesario  al  lugar 
del  incendio,  á cuyo  efecto  los  jueces  preventi- 
vos le  darán  parte  sin  dilación  alguna:  art.  5." 
V.  Incendio. 

Acerca  del  delito  de  envenenamiento,  debe  te- 
nerse presente  especialmente  las  disposiciones 
del  art.  257  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  citada; 
en  caso  de  lesiones,  la  del  art.  256;  en  el  de  ho- 
micidio, la  dei  251;  en  el  de  robo,  hurto  ó estafa, 
la  del  258,  todas  las  cuales  se  han  expuesto  en  el 
de  esta  obra  Cuerpo  del  delito , además  de  las  di- 
versas prescripciones  del  Código  penal  relativas 
á la  manera  de  perpetrar  dichos  delitos. 

Cuando  se  procediere  por  delito  de  que  sean 
responsables  criminalmente  los  jueces  ó magis- 
trados, deberá  promoverse  el  antejuicio  de  que 
trata  el  capítulo  4.”  tít.  12  de  la  ley  citada.  Véa- 
se Antijuicio.  * 

* Del  sumario  por  delitos  cometidos  por  medio  de 
la  imprenta,  el  grabarlo  ú otro  medio  mecánico  de 
publicación  y que  se  hallan  sujetos  á las  disposi- 
ciones del  Código  penal. — Cuando  hubiere  de  pro- 
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cederse  por  alguno  de  los  delitos  de  esta  clase 
que  no  se  hallan  comprendidos  en  el  decreto  de 
31  de  Diciembre  de  1875  y sujetos  en  su  conse- 
cuencia al  procedimiento  especial  que  en  61  se 
establece  y que  expondremos  en  el  artículo  Li- 
bertad de  imprenta,  se  siguen  las  siguientes  re- 
glas. 

Inmediatamente  que  se  diere  principio  á un 
sumario  por  delito  cometido  por  medio  de  la 
imprenta,  el  gTabado  ú otro  medio  mecánico  de 
publicación,  se  procederá  á secuestrar  los  ejem- 
plares del  impreso  ó de  la  estampa  donde  quie- 
ra que  se  hallaren.  También  se  secuestrará  el 
molde  de  aquella.  Se  procederá  asimismo  inme- 
diatamente á averiguar  quién  haya  sido  el  autor 
real  del  escrito  ó estampa  con  cuya  publicación 
se  hubiese  cometido  el  delito:  art.  502. 

Si  el  escrito  ó estampa  se  hubiese  publicado 
en  un  periódico,  se  tomará  declaración,  para 
averiguar  quién  baya  sido  el  autor,  al  director 
ó redactores  de  aquel,  y al  jefe  ó regente  del 
establecimiento  tipográfico  en  que  se  hubiese 
hecho  la  impresión  ó grabado. 

Para  ello  se  reclamará  el  original  de  cualquie- 
ra de  las  personas  que  lo  hubiesen  tenido  en  su 
poder;  la  cual  si  no  lo  pusiere  á disposición  del 
juez  de  instrucción,  manifestará  la  persona  á 
quien  se  lo  hubiese  entregado:  art.  503,  - i 

Si  el  delito  se  hubiese  cometido  por  medio  de 
la  publicación  de  un  escrito  ó de  una  estampa  j 
sueltos,  se  tomará  la  declaración  expresada  en  j 
el  artículo  anterior  al  jefe  y dependientes  del 
establecimiento  en  que  se  hubiere  hecho  la  im- 
presión ó estampación  : art.  504. 

Guando  no  pudiere  averiguarse  quién  hubiese 
sido  el  autor  real  del  escrito  ó estampa,  ó cuan- 
do resultare  hallarse  domiciliado  en  el  extran- 
jero ó exento  de  responsabilidad  criminal  al  co-  ] 
meterse  el  delito,  se  dirigirá  el  procedimiento  : 
contra  las  personas  subsidiariamente  responsa- 
bles por  el  órden  establecido  en  el  art.  14  del 
Código  penal : art.  505.  V.  Autor  de  delito. 

No  será  bastante  la  confesión  de  un  supuesto 
autor  para  que  se  le  tenga  como  tal  y para  que 
no  se  dirija  el  procedimiento  contra  otras  perso- 
nas, si  de  las  circunstancias  de  aquel  ó de  las 
del  delito  resultaren  indicios  bastantes  para  creer 
que  el  confeso  no  fué  el  autor  real  del  escrito  ó 
estampa  publicados.  Pero  una  vez  dictada  sen-  | 
ten  cía  firme  en  contra  de  los  subsidiariamente  ¡ 
responsables,  no  se  podrá  abrir  nuevo  proce- 
dimiento contra  el  responsable  principal,  si  lle- 
gare á ser  conocido:  art.  506. 

Si  durante  el  curso  de  la  causa  apareciere  al- 
guna persona  que  por  el  orden  establecido  en 
el  art.  14  del  Código  penal  deba  responder  cri- 
minalmente del  delito  antes  que  el  procesado, 
se  sobreseerá  en  la  cansa  respecto  á este,  diri-  • 


giéndose  el  procedimiento  contra  aquella:  ar- 
tículo 507. 

No  se  considerarán  como  instrumentos  ó efec- 
tos del  delito  mas  que  lqs  ejemplares  impresos 
del  escrito  ó estampa  y el  molde  de  esta:  ar- 
ticulo 508.  * 

* Be  la  suprimida  confesión  con  carpos. — El  au- 
tor pasa  aquí  á exponer  la  manera  cómo  se  re- 
cibía anteriormente  por  el  juez  al  procesado  la 
confesión  con  cargos,  la  cual,  á causa  de  los  in- 
convenientes que  ofrecía  por  la  lucha  de  saga- 
cidad y de  ardides  que  se  trababa  entre  el  juez 
y el  reo  , por  lo  común  desigual  para  este , y de 
la  inutilidad  de  este  acto  para  el  descubrimiento 
de  la  verdad  , fué  suprimida  por  Real  decreto 
de  26  de  Mayo  de  1854,  habiéndose  suplido  con 
ventaja  por  nuestras  leyes  posteriores,  y en  es- 
pecial por  la  de  24  de  Mayo  de  1870  por  medio 
del  escrito  del  ministerio  fiscal  y del  acusador 
privado  en  que  manifiestan  la  calificación  que 
merezca  el  delito  yla  participación  que  en  61  ha- 
ya tenido  el  procesado,  el  cual  sirve  de  base  á 
la  acusación  y para  que  el  procesado  pueda 
preparar  con  el  debido  tiempo  sus  pruebas  y su 
defensa,  según  expondremos  mas  adelante. 

El  autor  expone  asimismo  en  este  lugar  los 
efectos  y fuerza  probatoria  de  la  confesión  refe- 
rida , según  el  sistema  de  pruebas  taxativas  es- 
tablecido por  nuestras  leyes  de  Partida,  refor- 
madas en  su  esencia  en  el  día  y tan  distintas  en 
esta  parte  de  las  últimas  disposiciones  legales, 
entre  ellas  las  del  art.  12  de  la  ley  de  24  de  Mayo 
de  1870  y del  art.  653  de  la  de  Enjuiciamiento 
criminal  que  exponemos  al  tratar  de  las  prue- 
bas y de  su  apreciación.  Véase  sóbrelos  efectos  y 
eficacia  de  la  confesión  prestada  en  el  juicio 
criminal  las  disposiciones  de  los  arts.  506  al  610 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  expuestas 
en  el  articulo  de  esta  obra  Confesión , tomo  2.°, 
pág.  478,  columna  segunda,  al  fin,  y pág.  480, 
columna  segunda,  ídem;  las  de  los  arts.  718  y 719 
expuestas  al  tratar  del  juicio  oral  ante  los  tribu- 
nales de  derecho  y la  del  art.  261,  incluida  en 
el  artículo  Cuerpo  del  delito.  Téngase  también 
presente  que  por  el  art.  290  se  prohíbe  hacer  en 
caso  alguno  al  procesado  cargos  ni  reconvencio- 
nes, ni  leérsele  parte  alguna  del  sumario  mas 
que  sus  declaraciones  anteriores,  si  lo  pidiere. 
V.  Declaración  indagatoria. 

No  obstante  lo  dicho,  insertamos  á continua- 
ción los  párrafos  en  que  el  Sr.  Escriche  expone 
la  manera  cómo  se  procedía  anteriormente  á to- 
mar la  confesión  con  cargos  y la  fuerza  que  dan 
á esta  las  leyes  de  Partida,  como  quiera  que 
pueden  servir  de  ilustración  para  la  historia  de 
nuestras  instituciones  judiciales  y aun  para  for- 
mular los  cargos  de  la  acusación,  y hasta  cierto 
punto  para  la  apreciación  de  la  prueba.  * 
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LXYT.  Confesión  .—.Después  de  hecha  la  ave- 
riguación del  delito  y del  que  lo  lia  cometido, 
por  la  reunión  de  las  pruebas  materiales,  por  las 
deposiciones  de  los  testigos,  por  la  declaración 
indagatoria  del  inculpado,  por  la  evacuación  de 
citas  y por  las  demás  diligencias  que  se  hayan 
creido  conducentes  según  los  casos,  y después 
de  oirse  al  promotor  fiscal  por  si  todavía  estimase 
oportuna  la  ejecución  de  alguna  otra  diligencia 
para  completar  la  comprobación,  se  procede  á 
tomar  al  reo  la  confesión  con  cargos , que  es 
como  lo  ha  sido  siempre,  la  última  diligencia 
del  sumario  (según  se  deduce  del  art.  51  del 
reglamento  de  justicia,  en  su  disposición  3.% 
y se  declara  mas  especialmente  en  el  art.  10  del 
decreto  de  Córtes  de  11  de  Setiembre  de  1820}  y 
no  la  primera  del  plenario,  como  han  pretendido 
algunos  autores. 

Entiéndese  aquí  por  confesión  el  acto  en  que 
el  juez,  á presencia  del  escribano,  muestra  al 
nresunto  reo  todos  los  datos  que  del  sumario 
resultan  contra  él , haciéndole  cargos  y recon- 
venciones para  obligarle  á que  se  confiese 
culpado. 

Esta  diligencia  de  tomar  la  confesión  al  reo 
nunca  debe  omitirse  , aun  cuando  aparezca  que 
consta  plenamente  la  existencia  del  delito  y la 
persona  que  lo  ha  perpetrado,  ya  porque  impor- 
ta averiguar  los  motivos  que  esta  tuvo  para  co- 
meterlo, ya  porque  no  hay  prueba  mas  segura 
que  la  confesión  del  mismo  delincuente , ya 
porque  puede  suceder  que  el  inculpado  explique 
de  tal  manera  los  hechos,  que  queden  desvane- 
cidos en  todo  ó en  parte  los  cargos. 

Como  la  confesión  es  el  acto  mas  delicado  y 
peligroso  del  juicio , debe  el  juez,  prévio  auto, 
recibirla  por  si  mismo,  y no  fiarla  al  escribano, 
bajo  la  pena  de  nulidad , y de  ser  castigados  uno 
y otro  por  la  contravención : ley  9.'1,  cap.  II , nú- 
mero 2.°,  tít.  21,  lib.  3.”;  ley  10,  tít.  27,  lib.  4.°; 
ley  10,  tít.  32,  lib.  12,  Nov.  Recop.  Véase  el  pár- 
rafo XXVII.  No  siendo  letrado  el  juez,  convendrá 
que  se  acompañe  de  asesor  para  no  exponerse  á 
cometer  errores  trascendentales. 

LXVTI.  Principiase  el  acto , interrogando  al 
procesado  si  ofrece  decir  verdad  en  lo  que  su- 
piere y se  le  preguntare,  pero  no  tomándole  ju- 
ramento, porque  si  no  se  le  pudo  exigir  en  la 
declaración  indagatoria,  según  se  ha  dicho  en 
el  párrafo  XXXVIII,  es  claro  que  menos  todavía 
se  le  podrá  exigir  en  la  confesión , porque  en 
esta  mas  que  en  aquella  quedaría  expuesto  á los 
peligros  del  perjurio,  que  es  lo  que  ha  querido 
evitar  el  art.  291  de  la  Constitución  de  1812  man- 
dando que  á nadie  se  tome  juramento  en  mate- 
rias criminales  sobre  hecho  propio.  Amonésta- 
sele á continuación  que  confiese  llamarse  F.  de 
T.,  natural  y vecino  de  tal  parte,  soltero  ó casa- 


do con  M , de  tal  oficio  ó profesión,  de  edad 

de  tantos  años,  etc.,  según  hubiese  manifestado 
en  su  primera  declaración.  Lóensele  la  declara- 
ción ó declaraciones  que  él  mismo  hubiese  pres- 
tado, y se  le  pregunta  si  se  afirma  y ratifica  en 
su  contenido,  ó tiene  algo  que  enmendar,  aña- 
dir ó quitar,  expresándose  las  preguntas  y res- 
puestas en  el  acta  para  que  consten.  Lóensele, 
asimismo,  íntegramente  luego  después  todos  los 
documentos  y las  declaraciones  de  los  testigos, 
con  los  nombres  de  estos  , y si  por  ellos  no  los 
reconociere , se  le  dan  cuantas  noticias  pida  para 
venir  en  conocimiento  de  quiénes  son;  sin  que 
ya  se  le  pueda  reservar  pieza,  documento  ni 
actuación  alguna  del  proceso  (art.  301  de  la 
Constitución  de  1812,  y 9.°  y 10  del  reglamento 
dejust.};y  se  procede  acto  continuo  ú hacerle 
cargos  y reconvenciones  en  el  concepto  de  que 
no  se  podrán  hacer  otros  cargos  que  los  que 
efectivamente  resulten  del  sumario , y tales  cua- 
les resulten ; ni  otras  reconvenciones  que  las  que 
racionalmente  se  deduzcan  de  lo  que  responda 
el  confesante;  debiendo  siempre  el  juez  abste- 
nerse de  agravar  unos  y otras  con  calificaciones 
arbitrarias:  art.  9.°  del  regí,  de  just. 

LXVIII.  Para  poder  caminar  con  acierto  en 
tan  interesante  diligencia,  debe  el  juez  ente- 
rarse anticipadamente  con  la  mayor  escrupulo- 
sidad de  todo  lo  contenido  en  la  sumaria,  y to- 
mar á prevención  una  minuta  por  escrito  de  los 
cargos  ó datos  que  resultan  contra  el  procesado, 
anotándolos  por  su  órden  natural,  esto  es:  1.",  los 
relativos  á los  hechos  anteriores  al  delito,  que 
tengan  conexión  con  él ; 2.°,  los  que  recaen  sobre 
los  hechos  y circunstancias  que  ocurrieron  en 
el  acto  de  la  consumación  del  crimen;  y 3.”,  los 
que  pertenezcan  á los  hechos  y circunstancias 
posteriores  que  aparezcan  efectivamente  con  el 
carácter  de  indicios  consiguientes  del  delito  y 
de  su  autor.  Siguiendo  el  mismo  órden,  los  irá 
haciendo  uno  por  uno  al  procesado  con  precisión 
y claridad  para  que  no  se  confunda  ni  tome  una 
cosa  por  otra;  oirá  con  interés,  con  dulzura  y 
con  agrado  su  contestación,  y aun  le  invitará 
á que  manifieste  cuanto  crea  oportuno  para  vin- 
dicarse; impugnará  con  dignidad  y moderación 
y sin  asomo  de  acrimonia  sus  negaciones  ó dis- 
culpas que  no  sean  satisfactorias  y no  desvanez- 
can el  cargo , reconviniéndole  é insistiendo  en 
convencerle  de  su  criminalidad  pon  lo  resultivo 
de  la  declaración  ó documento  en  que  aquel  se 
aPoye , y por  la  improbabilidad  ó contradicción 
de  sus  respuestas ; permitirá  que  lea  él  mismo  y 
aun  hará  que  se  le  vuelva  á leer,  en  caso  nece- 
sario ó de  que  lo  pida,  el  documento  ó declara- 
ción que  le  perjudicare,  pero  no  le  concederá 
dilación  para  deliberar  sobre  lo  que  ha  de  res- 
ponder á sus  preguntas;  tendrá  mucho  cuidado 
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de  usar  de  veracidad , y de  abstenerse  de  toda 
falsa  suposición , presentándole  siempre  lo  cierto 
como  cierto  y lo  dudoso  como  dudoso,  pues  ni 
aun  para  arrancar  la  verdad  es  lícito  emplear  la 
mentira;  no  se  valdrá  nunca  de  apremios,  tor- 
mentos, amenazas,  sugestiones,  estratagemas, 
preguntas  capciosas,  promesas  de  libertad  ó de 
perdón,  ni  de  otro  ningún  medio  de  coacción 
física  ó moral,  pues  la  confesión  para  hacer 
prueba  ba  de  ser  libre,  franca  y espontánea: 
ley  5.*,  tít.  13;  ley  11,  tít.  17,  Part.  3.’;  ley  1.a,  tí- 
tulo 34,  lib.  12,  Nov.  Iíecop.;  Real  cédula  de  25 
de  Julio  de  1814  , arts.  7.°,  8.”  y 9."  del  regí.  de 
justicia,  y art.  303  de  la  Constitución  de  1812. 
Y.  Perdón  y Pregunta. 

El  escribano  irá  extendiendo  uno  por  uno  to- 
dos los  cargos  y reconvenciones  del  juez  y las 
respuestas  del  reo  en  los  mismos  términos  que 
se  hicieren  aquellos  y se  dieren  estas,  como  en 
la  declaración  indagatoria;  y después  de  con- 
cluida la  confesión,  la  leerá  íntegramente  aireo 
ó dejará  que  este  la  lea  si  quisiere,  para  que  ma- 
nifieste si  está  conforme  y se  ratifica  en  su  con- 
tenido, ó si  tiene  algo  que  enmendar,  añadir  ó 
quitar  por  haber  padecido  algún  error  ó equivo- 
cación, ó por  haber  recordado  con  mas  exacti- 
tud los  hechos  ó sus  circunstancias;  lo  cual  veri- 
ficado, ha  de  firmarla,  si  sabe,  con  el  juez  y es- 
cribano, pudiendo  también  firmar  ó rubricar 
todas  las  hojas. 

La  confesión  con  cargos  queda  siempre  abier- 
ta, como  la  declaración  indagatoria,  para  prose- 
guirla cuando  convenga  por  haberse  olvidado  ú 
omitido  alguna  pregunta,  cargo  ó reconvención 
importante,  6 por  resultar  después  algún  hecho, 
circunstancia  ó incidente  que  motive  nuevo 
cargo,  6 por  pedir  el  mismo  reo  que  se  le  oiga 
nuevamente;  y así  se  acostumbra  poner  al  fin, 
aunque  no  es  indispensable,  la  cláusula  de  que 
«En  este  estado  mandó  su  merced  suspender 
esta  confesión,  sin  perjuicio  de  ampliarla  en 
caso  necesario.»  Mas  no  por  eso  ha  de  suspen- 
derse arbitrariamente  para  continuarla  en  otro 
día  ó en  otra  hora,  sino  que  debe  empezarse  y 
concluirse  en  un  solo  acto,  aunque  sea  dilatada, 
pava  evitar  fraudes,  á no  ser  que  lo  impidan 
otras  ocupaciones  preferentes  del  juez;  eu  cuyo 
caso  se  expresará  así  para  que  conste,  y se  fir- 
mará sobre  todo  por  el  juez,  escribano  y confe- 
sante si  supiere. 

LXIX.  Nunca  evacuará  el  juez  las  citas  que 
se  bagan  en  la  confesión,  las  cuales  deben  que- 
dar para  que  el  tratado  como  reo  pruebe  des- 
pués lo  que  le  convenga;  regla  3.1,  art.  31  del 
reglamento  de  justicia;  es  decir,  que  si  el  proce- 
sado hiciere,  al  tiempo  de  1a-  confesión,  algunas 
citas  de  testigos  que  puedan  declarar  en  su  fa- 
vor, no  han  de  evacuarse,  desde  luego,  sino  que 


deben  reservarse  para  que  aquel  pida  á su  tiem- 
po que  se  evacúen  en  el  plenario,si  le  conviene, 
dentro  del  término  de  prueba.  Sin  duda  se  ha 
creido  al  dar  esta  disposición,  que  la  evacuación 
de  las  citas  hechas  en  la  confesión,  como  inte- 
. regante  al  reo,  debe  dejarse  exclusivamente  ásu 
cuidado,  y que  pudiendo  este  solicitarla  después 
no  había  razón  para  prolongar  el  sumario  con 
perjuicio  de  la  brevedad  de  la  causa  y del  mis- 
mo reo,  á quien  durante  la  práctica  de  estadili- 
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gencia  habría  de  mantenerse  incomunicado. 
Pero  la  pronta  evacuación  de  las  citas  á seguida 
de  la  confesión,  no  solamente  interesa  al  reo,  sino 
también  á la  causa  pública:  interesa  al  reo  por- 
que tal  puede  ser  la  importancia  y el  resultado 
de  ellas  que  se  patentice  la  inocencia  de  aquel, 
y sin  mas  progreso  deba  sobreseerse  en  el  pro- 
cedimiento, decretar  su  libertad  y restituirle  al 
pleno  goce  de  sus  derechos:  interesa  á la  cau- 
sa pública,  porque  si  las  citas  se  desmienten 
y aparece  acreditada  la  falsedad  de  los  hechos 
en  que  el  procesado  fundaba  sus  excepciones,  se 
agravan  y corroboran  mas  los  cargos  que  contra 
él  arroja  el  proceso,  y se  asegura  mas  el  triunfo 
de  la  justicia,  al  paso  que  la  diLacion  puede 
aventurar  el  descubrimiento  de  la  verdad,  pues 
que  el  reo  tendrá  tiempo  para  ponerse  de  acuer- 
do con  los  testigos  citados.  Además,  tan  intere- 
sada se  halla  la  causa  pública,  y aun  mas  toda- 
vía, en  que  no  se  haga  sufrir  al  inocente  como 
en  evitar  la  impunidad  del  que  ha  delinquido. 
Estas  consideraciones  son  de  mucho  mas  peso 
que  la  mayor  ó menor  prolongación  del  sumario 
y de  la  incomunicación  del  acusado,  porque  des- 
atender la  verdad  por  consultar  la  brevedad,  es 
lo  mismo  que  sacrificar  lo  principal  á lo  acceso- 
rio; y así  es  que  la  novedad  introducida  por  la 
regla  3.a  del  mencionado  art.  51  del  reglamento, 
de  relegar  al  plenario  la  evacuación  de  las  citas 
hechas  en  la  confesión,  aparece,  aun  á primera 
vista,  injusta  y perjudicial,  como  ha  demostrado 
extensamente  el  Sr.  Bravo  Murillo  en  sus  Obser- 


vaciones sobre  el  reglamento  provisional  de  jus- 


ticia. 

LXX.  Si  el  procesado  guardare  silencio  en  el 
acto  de  la  confesión,  ó se  negare  á contestar  á 


los  cargos  y reconvenciones  que  el  juez  le  hi- 
ciere, no  puede  compelérsele  como  en  lo  anti- 


guo, con  cárcel  mas  estrecha,  grillos,  cadenas, 
esposas  ú otros  apremios  semejantes,  ni  con 
multas,  incomunicación,  cercen  de  ración,  u 
■ otros  medios  suaves  de  esta  clase,  que  todavía 
: reputan  lícitos  algunos  escritores:  ni  tampoco 
parece  que  se  le  pueda  declarar  confeso  ni  te- 
nerle por  autor  del  crimen,  porque  si  bien  la 
obstinación  en  guardar  silencio  suele  ser  indi- 
cio de  delincuencia,  no  es  por  cierto  una  prueba 
tal  que  dispense  de  buscar  y acumular  otras 
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mas  concluyentes;  ademas  de  que  para  conde- 
nar á ud  reo  no  es  indispensable  que  condese  el 
delito  ó se  le  declare  confeso,  sino  que  se  le  con- 
venza de  haberlo  cometido.  Lo  único  que  habrá 
de  hacerse  en  el  propuesto  caso,  es  lo  que  mas 
arriba  se  ha  indicado  en  el  pár.  XL,  hablando  de 
la  negativa  ó resistencia  á la  prestación  de  la 
declaración  indagatoria , y llevar  adelante  la 
causa  segun  corresponda.  V.  Callar,  Apremio  y 
Confesión  en  sus  diferentes  artículos. 

LXXI.  No  debe  admitir  el  juez,  durante  la 
confesión,  excepción  alguna  dilatoria  que  sea 
capaz  de  suspenderla;  ni  declinatoria  de  fuero, 
que  no  se  funde  en  su  falta  absoluta  de  jurisdic- 
ción ó en  la  suspensión  de  ella,  ó en  su  incom- 
petencia notoria.  Para  separarse  el  juez  á su 
tiempo  del  conocimiento  de  la  causa  en  virtud 
de  la  oposición  de  declinatoria  ó de  competencia 
suscitada  por  otro,  debe  oír  al  promotor  fiscal 
del  juzgado,  y dar  cuenta  á la  Audiencia  ó tri- 
bunal superior  para  que  le  conste;  pero  si  hu- 
biese de  remitir  la  causa  á otra  jurisdicción  ex- 
traña, especial  ó privilegiada  ó á otro  juzgado 
(le  diverso  territorio,  debe  consultar  además  al 
tribunal  superior  ó Audieucia  á que  se  halla  su- 
bordinado, antes  de  llevar  á efecto  su  inhibición 
para  la  aprobación  de  una  medida  que  puede 
perjudicar  á la  jurisdicción  ordinaria  ó á la  que 
ya  ejerce  en  el  asunto  desde  que  se  le  dio  cuen- 
ta de  su  prevención.  * Y.  Declinatoria , Inhibito- 
ria y Cuestión  de  competencia,  donde  se  exponen 
las  últimas  disposiciones  vigentes  sobre  esta 
materia.  * 

LXXII,  Si  el  reo  fuere  menor  de  veinticinco 
años,  nombrará  antes  de  la  confesión  curador 
ad  litem , en  caso  de  no  haberle  nombrado  antes 
de  la  declaración  indagatoria;  y no  haciéndolo, 
se  le  nombrará  de  oficio,  y hará  saber  inmedia- 
tamente; y aceptado  el  nombramiento  por  ei  cu- 
rador, se  le  recibirá  juramento  de  hacer  bien  su 
oficio,  y se  ie  discernirá  el  cargo. 

El  curador,  según  costumbre  introducida  en 
algunos  j uzgados,  asiste  á la  lectura  que  se  hace 
al  menor  de  todas  las  deposiciones  y documen- 
tos del  sumario,  y á la  ratificación  que  e ste  hi- 
ciere de  la  declaración  ó declaraciones  que  hu- 
biese prestado;  retírase  luego,  hácense  al  menor 
los  cargos  y reconvenciones,  vuelve  después  á 
entrar,  y á su  presencia  se  lee  al  menor  su  con- 
fesión y se  ratifica  en  ella,  firmándola  ambos,  si 
saben,  con  el  juez  y escribano,  y rubricando  un 
márgen  de  cada  hoja,  ó expresándose  que  no 
saben  hacerlo;  mas  en  otros  juzgados  uo  asiste 
el  carador  sino  únicamente  á la  promesa  que  en 
lugar  de  juramento  hace  el  reo  de  decir  verdad, 
y cuando  mas  á la  lectura  y ratificación  de  lo 
confesado,  ó solo  al  acto  de  la  ratificación  y no  al 
de  la  lectura;  y en  otros,  por  fin,  asiste  á las  di- 


! lig-encias  anteriores  al  acto  de  los  cargos  y no  á 
! las  posteriores,  á no  ser  á la  manifestación  que 
: hace  el  menor  de  que  se  ratifica  en  ia  confesión 
que  ha  prestado  y que  se  le  ha  leido  á solas. 

No  se  ofrece,  por  cierto,  inconveniente  tras- 
cendental, según  discurren  algunos  escritores  y 
otros  que  no  lo  son,  en  que  el  curador  presencie 
todas  las  diligencias  que  acaban  de  expresarse, 
así  las  que  preceden  al  acto  preciso  de  la  confe- 
sión como  las  que  le  subsiguen;  porque  siendo 
público  el  proceso  desde  la  confesión  en  adelan- 
te, y no  pudiendo  ya  reservarse  á las  partes  nin- 
guna pieza,  documento  ni  actuación  que  en  él 
se  contenga,  ni  mantenerse  al  reo  en  incomuni- 
cación, la  cual  ya  no  es  necesaria,  pues  que  las 
citas  que  hubiere  hecho  quedan  para  el  plena- 
rio,  según  el  art.  302  de  la  Const.  de  1812,  y los 
7.°,  10 y 51  del  reglamento,  es  claro  que  ya  no 
tiene  interés  alguno  la  ley  en  impedir  las  reve- 
laciones que  el  curador  quisiere  hacer  de  cuanto 
resultare  del  sumario.  Todavía  pasan  otros  mas 
adelante,  queriendo  que  no  se  niegue  al  cura- 
dor el  derecho  de  asistir  al  acto  de  la  confesión 
del  menor,  porque  lejos  de  haber  razón  alguna, 
según  dicen,  que  hag'a  perjudicial  su  concur- 
rencia á los  cargos  y reconvenciones,  hay,  por 
el  contrario,  una  razón  muy  poderosa  que  hace 
necesaria  su  intervención  en  dicho  acto,  y es  la 
de  ayudar  al  menor  á calificar  la  fuerza  de  los 
documentos  y de  las  deposiciones  de  los  testigos 
que  le  son  contrarios,  á contestar  á los  cargos  y 
satisfacer  á las  reconvenciones,  y á impedir  los 
artificios  reprobados  que  tal  vez  quisiere  em- 
plear el  juez  para  arrancarle  una  confesión  que 
le  condene. 

Respetando  nosotros  estas  opiniones  de  juris- 
consultos distinguidos,  que  deslumbran  efecti- 
vamente á primera  vista,  no  nos  atrevemos  á 
adoptarlas,  ni  creemos  que  puedan  seguirse  en 
■ la  práctica,  siendo  por  el  contrario  de  parecer, 
! que  el  curador  no  debe  presenciar  la  confesión 
ni  la  lectura  de  ella.  En  efecto,  apenas  hay  pro- 
cesado que  en  la  declaración  indagatoria  mani- 
fieste toda  la  verdad;  su  interés  consiste  en  ocul- 
tarla ú oscurecerla,  todo  su  empeño  se  reduce  a 
disfrazar  los  hechos;  pero  cuando  por  los  cargos 
y reconvenciones  se  encuentra  descubierto,  ó 
quizá  inculpado  sin  razón  por  solas  apariencias 
que  puede  destruir  con  una  palabra,  entonces 
hace  revelaciones  importantes,  entonces  indica 
sus  cómplices,  ó tal  vez  los  reos  principales,  en- 
tonces, por  exculparse,  trata  de  hacer  ver  que 
no  ha  tenido  él  sino  una  participación  secun- 
daria en  el  delito,  ó que  ha  sido  inducido  ú 
obligado  á cometerlo  por  algún  sugeto  que 
; nombra,  entonces  designa  la  persona  en  cuyo 
poder  se  hallan  los  frutos  del  crimen  ó ios  ins- 
I trunientos  que  lo  comprueban,  entonces,  final- 
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mente,  puede  decir  tales  cosas  que  hagan  in- 
dispensables la  evacuación  de  ciertas  diligen- 
cias trascendentales  y la  prolongación  del  esta- 
do del  sumario.  ¿Qué  sucederá  en  tal  caso  si  el 
curador  oye  las  revelaciones  del  menor  ó se  leen 
en  su  presencia?  Se  quebranta  la  calidad  de  re- 
servado que  todavía  por  entonces  debe  conser- 
var el  proceso;  se  arriesga  el  éxito  de  las  dili- 
gencias que  hayan  de  practicarse  y se  aventura 
el  descubrimiento  de  la  verdad,  pues  que  no  por 
haber  oido  el  curador  lo  confesado  se  le  ha  de 
poner  en  arresto  é incomunicación,  Si  todos  con- 
vienen, pues,  en  que  no  puede  asistir  el  curador 
á la  declaración  indagatoria  por  la  necesidad  de 
la  reserva  con  que  esta  debe  tomarse,  preciso 
será  que  convengan  también  en  que  la  misma 
razón  hay  para  impedirle  que  presencie  la  con- 
fesión con  cargos.  Esta  es,  y no  puede  menos 
de  ser,  esencialmente  reservada  por  su  propia 
naturaleza,  porque  en  ella  puede  aparecer  al- 
gún nuevo  reo,  hecho  ó circunstancia  que  no 
se  descubrió  en  las  precedentes  actuaciones, 
y porque  puede  dar  lugar  á pesquisas  ulte- 
riores que  se  malogren  sin . la  reserva.  Está 
bien  que  al  hacerse  cargos  al  reo  se  le  pongan 
de  manifiesto  las  declaraciones  ó documentos 
en  que  se  fundan;  está  bien  que  nada  se  le 
oculte,  que  todo  lo  vea,  que  sepa  quiénes  son 
los  que  contra  él  deponen;  jamás  las  leyes  han 
permitido  lo  contrario;  pero  entre  esta  manifes- 
tación hecha  únicamente  al  procesado,  y aun  si 
se  quiere,  también  al  curador,  y la  concurrencia  ■ 
dejeste  á las  respuestas  y revelaciones  de  aquel, 
hay  una  diferencia  enorme,  diferencia  que  pue- 
de producir  los  mas  perjudiciales  resultados, 
pues  el  curador  naturalmente  ha  de  abusar  en 
beneficio  de  su  cliente  de  cuanto  le  hubiese  oido. 

Es  verdad  que  desde  la  confesión  en  adelante 
debe  ser  público  el  proceso,  según  los  artículos 
citados  de  la  Constitución  y del  reglamento  pro- 
visional de  1835  para  la  administración  de  justi- 
cia. Pero  en  primer  lugar,  no  se  sigue  de  aquí 
que  la  confesión  misma  haya  de  ser  pública  y 
que  deba  ejecutarse  á puerta  abierta  para  que 
concurran  á ella  Cuantos  quisieren;  esta  especie 
de  publicidad  no  alcanza  ni  puede  alcanzar  al  ac- 
to ó procedimiento  de  la  confesión,  el  cual  queda  . 
dentro  de  los  límites  de  la  reserva  y no  puede 
contarse  de  modo  alguno  entre  los  primeros  pa- 
sos del  plenario;  la  ley  establece  la  publicidad 
del  proceso  desde  la  confesión  en  adelante,  esto 
es,  desde  la  confesión  exclusive.  En  segundo  lu- 
gar, no  siempre  ni  absolutamente  jniede  ser  pú- 
blico el  proceso  desde  la  confesión  en  adelante, 
aunque  esta  se  entienda  como  debe  entenderse, 
excluida  de  la  publicidad;  es  además  indispen- 
sable para  ello  la  conclusión  del' sumario , la 
cual  no  siempre  se  verifica  con  la  confesión,  pues 
Tomo  iu. 
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si  en  virtud  de  las  manifestaciones  que  en  esta 
se  hubiesen  hecho,  se  tuviere  que  practicar  al- 
guna de  las  diligencias  que  mas  arriba  hemos 
indicado , habrá  de  continuarse  la  reserva  de  las 
actuaciones,  sin  que  todavía  pueda  pasarse  al 
plenario.  Así  que , tanto  el  art.  302  de  la  Consti- 
tución como  el  10  del  reglamento  que  se  ha  co- 
piado de  aquel,,  estarían  quizá  redactados  con 
mas  exactitud,  si  álas  palabra  & desde  h confesión 
en  adelante  será  público  el  proceso  se  hubiesen 
añadido  estas  otras  siempre  que  resulte  concluido 
el  sumario-,  mas  no  dejó  de  remediar  este  defec- 
to y fijar  el  sentido  del  artículo  constitucional 
la  ley  de  9 de  Octubre  de  1812,  la  cual  en  el  ar- 
tículo 16  del  capítulo  2.°,  prevenía  que  en  las 
causas  criminales,  después  de  concluido  el  suma- 
rio y rüicibida.  la  confesión  al  tratado  como  reo, 
todas  las  providencias  y demás  actos  que  se  ofrez- 
can serán  en  audiencia ■ pública  para  que  asistan 
las  partes  si  quisieren;  de  suerte  que  con  esta 
explicación  no  debe  ya  quedar  duda  alguna  de 
que  la  publicidad  no  empieza  sino  después  que 
se  haya  recibido  la  confesión  y se  haya  dado  fin 
al  sumario. 

La  confesión  del  menor  es  tan  válida  como  la 
del  mayor  de  edad  , y no  puede  aquel  excusarse 
de  pena  por  razón  de  su  menoría,  con  tal  que. 
sea  mayor  de  catorce  años  en  los  delitos  de 
lujuria  y de  diez  y medio  en  los  de  cualquie- 
ra otra  especie,  según  la  ley  4.a,  tit.  19,  Partida 
6.1  (hoy,  mayor  de  nueve  años,  aunque  no  tu- 
viere quince,  si  obró  con  discernimiento),  pero 
¿se  le  admitirá  restitución  contra  la  confesión 
en  que  se  declara  culpado?  Algunos  autores  res- 
ponden negativamente,  fundándose  para  ello 
en  la  misma  ley  que  acabamos  de  citar.  Sin  em- 
bargo, esta  ley  no  parece  tan  clara  en  este  sen- 
tido como  se  quiere  suponer,  antes  por  el  con- 
trario, no  deja  de  prestar  algún  argumento  A 
favor  de  la  opinión  afirmativa.  En  efecto,  des- 
pués de  sentar  que  el  menor  de  catorce  años  no 
puede  ser  acusado  de  adulterio,  porque  todavía 
es  incapaz  de  este  delito,  sigue  diciendo  queít 
él  ficiese  conoscencia  (confesión)  (leste  yerro  en 
juicio , no  serie  valedera  nin  /¿a  por  que  demandar 
restitución  por  razón  delta;  luego  si  fuese  mayor 
de  catorce  años  en  el  adulterio  y de  diez  y medio 
en  los  demás  delitos,  concluiremos  de  aquí  d 
contrario  sensv,  podrá  servirse  del  beneficio  res- 
titutorio  contra  su  confesión,  la  cual  solo  será 
válida  en  caso  de  que  el  menor  persevere  en 
ella  ó no  haga  uso  de  dicho  beneficio.  A esta 
opinión  se  inclina  Greg'orio  López  en  la  glosa  1. 
de  la  citada  ley. 

LXXJII.  Para  tomar  la  confesión  á la  mujer 
casada  no  se  necesita  licencia  ni  intervención 
de  su  marido,  pues  en  los  negocios  criminales, 
al  contrario  que  en  los  civiles,  puede  y debe 
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comparecer  en  juicio  sin  aquel  requisito,  y sa- 
tisfacer por  sí  á los  caraos,  como  que  su  respon- 
sabilidad es  puramente  personal,  y no  se  trata 
en  ellos  del  interés  del  marido,  sino  del  de  la 
sociedad  y de  las  personas  agraviadas. 

Siendo  el  delincuente  una  persona  mora!,  co-  ; 
mo  colegio,  comunidad,  pueblo,  concejo  6 ayun- 
tamiento que  hubiese  cometido  el  delito  como 
cuerpo,  se  le  manda  nombrar  dos  ó tres  diputa-  ■ 
dos  que  satisfagan  á los  cargos  que  resultaren 
contra  él;  y no  haciéndolo  dentro  del  término 
que  se  le  hubiere  señalado,  se  le  declara  contu- 
maz y rebelde,  y se  sigue  la  causa  en  ausencia  ¡ 
y rebeldia;  mas  en  caso  de  hacer  el  nombra- 
miento, tanto  la  confesión  de  los  diputados  como 
los  autos  y el  fallo  definitivo  producen  contra  el 
cuerpo  los  mismos  efectos  que  si  cada  uno  de 
sus  individuos  hubiese  intervenido  personal-  : 
mente  en  todas  las  diligencias  y actuaciones. 

LXX1V,  La  confesión  que  el  procesado  hicie- 
re de  haber  cometido  el  delito  que  se  le  imputa, 
hace  prueba  completa  contra  él  , ley  2.a,  título 
13,  Part.  3.a;  concurriendo  empero  las  circuns- 
tancias ó condiciones  siguientes:  1.a,  que  el  con- 
fesante sea  mayor  de  edad,  ley  1.a,  tít.  13,  Parti- 
da 3.a,  ó que  siendo  menor,  asista  su  curador  ad 
litem  á la  promesa  de  decir  verdad,  y aun  á la 
lectura  y ratificación  de  la  confesión , con  tal 
que  esta  no  cause  necesidad  de  evacuar  otras 
diligencias  reservadas,  pues  en  este  último  caso 
solo  podrá  asistir  á la  ratificación  y no  á la  lec- 
tura; 2.a,  que  haga  la  confesión  libre  y espon- 
táneamente, y no  por  fuerza,  ó amenaza  de 
muerte  ó de  infamia  ó de  tormento  ó apremio, 
ni  por  dolo  ó engaño  ó artificio  reprobado  por 
derecho,  ley  hecha  en  el  Concilio  X I II  de  Toledo 
el  año  4.°  de  D.  Ervigio,  nota  8.a  de  la  ley  1.a,  tí- 
tulo 1.°,  lib.  6.°  del  Fuero  Juzgo  de  la  edición  de 
la  Academia,  leyes  4.*  y 5.a,  tít.  13,  Part.  3.a,  y 
art.  8.°  del  reglamento  de  justicia;  3.a,  que  la 
huga  á sabiendas  ó con  cierta  ciencia,  y no  por 
ignorancia  ó error  de  hecho,  leyes  4.a  y 5.a,  tí- 
tulo 13,  Part.  3.a;  y así  es  que  si  uno  confiesa, 
por  ejemplo,  haber  muerto  de  un  golpe  á una 
persona,  y después  averigua  que  no  la  mató, 
sino  que  ella  fingió  quedar  sin  sentido  , y luego 
sobrevino  un  tercero  que  realmente  la  privó  de 
la  vida,  podrá  revocar  su  confesión  como  erró- 
nea, la  cual  quedará  por  consiguiente  sin  valor 
ni  efecto;  4.a,  que  la  haga  sobre  delito  cuya 
existencia  se  haya  justificado;  iud.  de  las  leyes 
2.a,  4.a,  5.a  y 6.a,  tít,  13,  Part.  3.",  y art.  287  de  la 
Constitución  de  1812;  y así  es  que  si  uno  lleva- 
do de  sus  remordimientos  se  delata  y confiesa 
un  delito  ignorado  que  no  liega  á probarse  por 
otros  medios,  será  preciso  abandonarle  al  casti- 
go continuo  que  lleva  en  su  conciencia,  pues  si 
la  confesión  sirve  para  descubrir  el  delincuente, 


no  basta  por  sí  sola  para  probar  el  cuerpo  del 
delito ; 5.a,  que  sea  capaz  de  cometer  el  delito 
que  confiesa:  pues  si  por  ejemplo,  un  acusado 
de  adulterio  confesase  haberlo  cometido  siendo 
menor  de  catorce  años,  no  le  perjudicaría  su 
confesión  porque  según  naturaleza  es  incapaz 
de  cometer  tal  delito,  leyes  4.a  y 0.a,  tít.  13,  Par- 
tida 6.a;  6.a,  que  se  le  tome  la  confesión  en  la 
forma  que  se  halla  prescrita  por  las  leyes  y que- 
da explicada  mas  arriba. 

Si  la  confesión  se  ha  hecho  con  las  circuns- 
tancias ó condiciones  que  la  ley  requiere,  puede 
imponerse  al  procesado  en  la  sentencia  definiti- 
va la  pena  que  mereciere  por  el  delito,  porque 
la  confesión  hecha  en  la  citada  forma  es  una 
prueba  tan  completa  como  la  de  testigos,  ó de 
verdaderos  instrumentos:  leyes  2.a  y 3.a,  tít.  13, 
Part.  3.a  Todavía  puede  decirse,  que  es  prueba 
mas  completa  y acabada  que  la  testimonial  é 
instrumental,  pues  que  por  cada  vez  que  haya 
sido  falsa  ó errónea  la  confesión  , cien  veces  á 
lo  menos  habrá  sido  errónea  ó mentirosa  la  de- 
posición de  testigos,  y cincuenta  veces  se  ha- 
brán supuesto  ó suplantado  instrumentos  de 
convicción.  El  interés  de  todo  hombre  es  negar 
los  delitos  que  se  le  imputan  y evitar  las  penas 
que  le  amenazan,  y no  es  natural  ni  puede  pre- 
sumirse que  se  equivoque  ó padezca  engaño  so- 
bre su  propio  hecho , y que  se  confiese  reo  cuan- 
do en  verdad  no  lo  sea;  mientras  que  los  testi- 
gos se  engañan  muchas  veces,  cualesquiera  que 
sean  su  número  y circunstancias,  ora  por  fasci- 
nación ó prevención,  ora  por  espíritu  de  parti- 
do, ora  por  fanatismo  político  ó religioso,  y 
muchas  veces  también  se  dejan  sobornar  ó lle- 
vados de  otros  motivos  mienten  á sabiendas.  Por 
eso  se  ha  desconfiado  y desconfiará  siempre  de 
los  fallos  judiciales  cuando  el  reo  ha  negado 
constantemente  el  delito;  por  eso  se  ha  dado 
siempre  la  preferencia  á la  confesión  sobre  las 
otras  pruebas,  por  eso  se  ha  tratado  universal- 
mente de  obtener  la  verdad  de  los  labios  del 
mismo  procesado,  hasta  el  extremo  de  emplear 
para  ello,  aunque  equivocadamente,  los  medios 
bárbaros  del  tormento;  y por  eso,  on  fin,  se 
acostumbra  ahora  en  algunas  partes  exhortar 
por  medio  de  los  sacerdotes  á los  inconfesos, 
después  de  condenados,  á que  manifiesten  la 
verdad  de  los  hechos  para  tranquilizar  la  con- 
ciencia de  ios  jueces  y hacer  ver  Ja  justicia  de 
ia  sentencia. 

Mas  aunque  tal  sea  la  fuerza  de  la  confesión, 
no  por  eso  se  condena  desde  luego  al  que  la  ha 
hecho,  sino  que  se  pasa  al  plenario  y se  le  ad- 
mite prueba  en  él , ya  para  contradecirla  ó im- 
pugnarla directamente  por  razón  de  nulidad  ó 
defecto  esencial  de  que  adolezca  y acreditar  su 
inocencia,  ya  para  oponerle  y justificar  causa- 
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les  ó circunstancias  que  disminuyan  ó quiten  I 
absolutamente  la  criminalidad  del  hecho  con-  ¡ 
tesado,  como  por  ejemplo,  la  circunstancia  de  ! 
haberlo  cometido  en  defensa  propia  ó á impul-  i 
sos  de  una  violenta  provocación  : ley  4.a,  tít,  30 
Part.  7.a  V.  Agresor. —Defensa  en  sus  dos'  ar - ! 
tículos,  Circunstancias  y Excusa. 

Si  la  confesión  fuese  nula  por  defecto  sustan-  ; 
cial . quedan  también  nulas  las  actuaciones  pos- 
teriores á ella , y debe  decretarse  la  reposición  ! 
del  proceso  al  estado  que  teuia  autes  de  la  nuli- 
dad, procediéndose  de  nuevo  desde  aquel  estado 
según  corresponda.  Se  reputan  nulas  para  el 
efecto  de  la  reposición,  las  confesiones  siguien- 
tes: 1.a,  la  que  ha  sido  tomada  por  el  juez  sin  el 
escribano  ó quien  sus  veces  haga,  ó por  el  es- 
cribano sin  el.  juez  ; 2.a,  la  recibida  por  juez  que 
por  notoriedad  es  incompetente,  ó no  tiene  ju- 
risdicción ó la  tiene  suspendida;  3.a,  la  tomada 
de  palabra  y no  por  escrito;  4.a,  la  recibida  al 
menor  de  veinticinco  años  sin  curador  ad  litem ; 
5.a,  la  que  ha  sido  arrancada  por  temor,  ame- 
nazas ó violencia,  ó por  dolo  ó medios  falaces,  ó 
en  virtud  de  cargos  que.  no  resultan  del  proce- 
so, Cur.  íílip.  part.  3.a,  pár.  13;  Antonio  Gómez, 
tomo  3.“,  Variar,  cap.  12;  Trillado  criminal  del 
Sr.  Tapia,  tít.  3.°,  cap.  4.",  mira.  36;  y las  leyes 
mas  arriba  citadas. 

La  ley  quiere  que  se  repute  válida  la  confe- 
sión falsa  que  uno  hiciere  á sabiendas  de  haber 
cometido  una  herida  ó muerte  que  otro  realmen- 
te cometió;  que  le  perjudique  como  si  él  efecti- 
vamente hubiese  perpetrado  el  delito,  aunque 
ninguna  parte  hubiese  tenido  en  él,  porque  se 
dió  á sabiendas  por  autor  del  mal  que  otro  hizo, 
amándole  mas  que  á sí  mismo;  y que  si  después 
quisiere  presentar  prueba  de  que  otro  y no  él  es 
el  culpable,  no  le  sea  admitida:  ley  5.a,  tít.  13, 
Part.  3.a  Los  autores  se  han  esforzado  en  atenuar 
la  fuerza  aparente  de  esta  disposición,  diciendo 
unos,  que  solo  ha  de  ceñirse  al  delito  de  heridas 
ó de  homicidio,  pues  que  solo  se  habla  de  él; 
otros,  que  si  bien  puede  extenderse  general- 
mente á toda  especie  de  delitos,  solo  debe  apli- 
carse cuando  se  trate  de  ellos  civilmente  en 
cuanto  al  resarcimiento  de  daños  y perjuicios,  y 
uo  cuaudo  se  proceda  criminalmente  en  cuanto 
á la  pena  corporal;  y otros  en  fin,  que  solo  ha 
de  tener  lugar  cuando  se  haga  la  faisa  confesión 
por  salvar  al  delincuente  y no  cuando  se  haga 
por  otras  razones.  No  suelen  verse,  por  cierto, 
ejemplos  de  que  uno  se  atribuya  el  delito  de 
otro,  sino  entre  marido  y mujer,  entre  padres  é 
hijos,  y aun  entre  hermanos;  pero  no  seria  ex- 
traño que  una  persona  sin  relaciones  de  paren- 
tesco con  el  delincuente  se  imputase  su  delito 
sin  mas  objeto  que  el  de  extraviar  y hacer  ilu- 
soria la  acción  de  ia  j usticia.  En  todos  los  casos 


el  falso  confesante  que  así  logra  salvar  al  ver- 
dadero reo,  se  hace  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  que  este  debiera  pagar;  mas  parece 
que  la  pena  corporal  ó cualquiera  otra  destina- 
da á.  satisfacer  á la  vindicta  pública  debe  reba- 
jarse y aun  reducirse  á la  nulidad  en  razón  in- 
versa de  los  vínculos  de  afección  con  que  el 
confesante  estuviere  ligado  al  delincuente. 

Hacen  por  ultimo  los  autores  dos  adverten- 
cias : 1 q ue  la  confesión  hecha  eu  un  juicio  uo 
debe  perjudicar  al  procesado  en  otro  juicio  di- 
verso; y 2.a,  que  la  confesión  de  un  delito  me- 
nor hecha  para  defenderse  de  la  acusación  de 
otro  mas  grave,  no  ha  de  tener  ninguna  fuerza 
si  habiendo  sido  absuelto  de  este  el  procesado, 
se  le  llamase  segunda  vez  á juicio  por  el  crimen 
confesado.  V.  Confesión  judicial. — Confesión  ex- 
trajudicial. — Confesión  expresa  y tácita. — Confe- 
sión simple  y cualificada  y Confesión  dividua  é 
individua. 

LXXV.  Terminación  del  sumario.  — Como  el 
único  objeto  de  los  sumarios  es  y debe  ser  la 
averiguación  de  la  verdad,  averiguada  que  sea 
esta  plenamente  por  la  comprobación  deí  cuerpo 
de  delito  y por  la  confesión  del  reo,  ó por  el  di- 
cho conteste  de  testigos  presenciales,  de  modo 
que  se  pueda  dar  cierta  sentencia,  debe  termi- 
narse el  sumario,  y procederse  al  pienario  desde 
luego;  y así  ui  debe  hacerse  información  suma- 
ria de  testigos  sino  eu  solo  lo  que  baste  para 
acreditar  legalmente  la  verdad  de  los  hechos, 
ni  verificarse  mas  citas  , careos,  reconocimien- 
tos ú otras  diligencias  de  instrucción  que  aque- 
llas que  sean  necesarias  ó convenientes,  ni  eva- 
cuación de  citas  que  se  hagan  en  la  confesión, 
las  cuales  lian  de  quedar  para  que  el  tratado 
como  reo  pruebe  después  lo  que  le  convenga; 
disposiciones  2.a  y 3.a  del  art.  51  del  Reglamen- 
to de  justicia,  y arta.  8.”  y 10  del  decreto  de  Cór- 
tes  de  11  de  Setiembre  de  1820.  Mas  como  du- 
rante el  sumario  pueden  aparecer  inútiles  ósu- 
pérfluas  algunas  diligencias  que  después  se 
echen  menos  como  necesarias  ó convenientes 
en  el  pienario,  es  indispensable  tener  aquí  pre- 
sente y aplicar  la  doctrina  que  mas  arriba  se  ha 
sentado  especialmeme  en  los  párrafos  XLIX  y 
LX1X.  De  todos  modos,  luego  que  el  juez  tiene 
por  concluido  el  sumario,  suele  pasarlo  al  promo- 
tor fiscal,  quien  examinándolo  y observando  en 
su  caso  que  todavía  puede  hacerse  alguna  otra 
diligencia  que  se  haya  escapado  á la  perspica- 
cia dei  juez,  la  propone  y pide  su  ejecución;  en 
cuya  vista  el  juez  la  decreta  ó la  desecha,  y des- 
pués de  practicada  si  la  hubiere  creido  conve- 
niente, se  da  por  terminado  el  sumario  y se  pasa 
al  pienario. 

* Actualmente,  desde  la  conclusión  del  su- 
mario principia  la  diferencia  del  procedimiento 
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en  el  juicio  escrito,  y el  juicio  oral  mandado 
suspender  por  el  decreto  de  3 de  Enero  de  1875, 
puesto  que  aquel  debe  ajustarse  á las  disposicio- 
nes anteriores  á la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, especialmente  á la  última  ley  de  24  de  Mayo 
de  1870,  sobre  reformas  en  el  procedimiento  para 
plantear  el  recurso  de  casación,  y que  el  juicio 
oral  ante  los  tribunales  de  derecho  debe  ajus- 
tarse á las  prescripciones  del  tít.  14,  del  lib.  l.° 
y del  tít.  1."  al  3.”  del  lib.  2.°  de  la  referida  ley- 
de  Enjuiciamiento  criminal,  todo  conforme  al 
citado  Real  decreto  de  3 de  Enero. 

En  su  consecuencia  vamos  á exponer  prime- 
ramente, según  ya  indicamos,  el  procedimiento 
que  se  sigue  en  el  juicio  criminal  ordinario  es- 
crito, desde  dicho  período,  que  es  el  que  se  ob- 
serva en  la  actualidad,  y posteriormente  expon- 
dremos el  procedimiento  oral  mandado  seguir 
por  la  ley  de  Enjuciamiento,  como  quiera  que 
puede  regir  en  lo  futuro,  si  se  alzase  su  sus- 
pensión, y que  de  todos  modos  sirve  de  ilustra- 
ción y de  datos  para  la  historia  de  nuestras  ins- 
tituciones judiciales. 

Así,  pues,  luego  que  se  hayan  practicado  to- 
das las  diligencias  del  sumario  acordadas  por  el 
juez  de  oñcio  {esto  es,  por  el  juez  por  sí  ó á so- 
licitud del  ministerio  fiscal)  ó á instancia  de 
parte,  si  el  mismo  juez  considera  terminado  el 
sumario,  lo  declarará  así:  art.  2.°  de  la  ley  de  24 
de  Mayo  citada  y 537  de  la  de  Enjuiciamiento 
crimiual.  Esta  providencia,  que  es  firme,  si  no 
encuentra  oposición,  no  impide,  sin  embargo, 
la  práctica  de  las  diligencias  convenientes  y po- 
sibles para  completar  el  sumario. 

Terminado  este  , se  pasa  por  lo  común  al  pe- 
ríodo del  plenario,  como  dice  el  autor,  pero  á 
veces  termina  el  proceso  en  aquel,  por  medio 
del  sobreseimiento , de  que  vamos  á tratar  á con- 
tinuación, exponiendo  au tes  el  derecho  anterior 
al  novísimo,  de  que  trata  el  Sr.  Escrichc.  * 

LXXVI.  Sobreseimiento  de  la  causa  y soltura 
del  procesado—  No  siempre  se  sigue  el  juicio  cri- 
minal por  todos  sus  trámites  basta  sentencia 
definitiva,  pues  algunas  veces  tiene  que  proveer 
el  juez  un  auto  en  que  manda  cesar  ó suspender 
los  procedimientos,  ora  para  no  continuarlos 
jamás,  ora  para  seguir  su  curso  cuando  sobre- 
venga algún  nuevo  motivo. 

Esta  cesación  ó suspensión,  que  se  llama  so- 
breseimiento, tiene  lugar  en  los  casos  siguientes: 
l.°,  cuando  principiada  la  sumaria,  no  resulta 
la  preexistencia  del  delito;  esto  es,  no  se  obtie- 
ne la  comprobación  del  hecho  criminal,  pues 
falta  eutouces  el  fundamento  en  que  debe  estri- 
var  todo  el  proceso;  2.°,  cuando  si  bien  el  delito 
resulta  comprobado,  no  aparece  quién  sea  el 
que  lo  ha  cometido;  3.“,  cuando  habiéndose  pro- 
cedido contra  alguna  persona  por  haber  contra 


ella  sospechas  ó indicios , se  desvanecen  aque- 
llas y estos  de  tal  modo,  que  se  hace  patente  su 
inocencia;  4.°,  cuando,  terminado  el  sumario, 
viere  el  juez,  que  no  hay  mérito  para  pasar  mas 
adelante,  ó que  el  procesado  no  resulta  acree- 
dor sino  á alguna  pena  leve  que  no  pase  de  re- 
prensión, arresto  ó multa. 

En  el  primer  caso,  no  puede  recaer  la  provi- 
dencia del  sobreseimiento  sino  después  de  apu- 
rados todos  los  medios  de  averiguación;  y ó bien 
resulta  con  evidencia  que  el  delito  no  lia  sido 
perpetrado,  como  cuando  se  presenta  viva  la 
persona  que  se  suponía  asesinada,  y entonces 
se  sobresee  y cierra  el  juicio  de  un  modo  abso- 
luto y definitivo ; ó bien  todos  los  datos  ó medios 
de  justificación  que  han  podido  acumularse  no 
son  suficientes  para  demostrar  la  perpetración 
del  delito,  como  cuando  encontrándose  á uu 
hombre  sin  vida  no  se  ha  podido  averiguar  si  él 
mismo  se  dió  la  muerte  ó si  la  recibió  de  mano 
extraña,  y entonces  se  sobresee  en  el  sumario 
con  la  calidad  de  por  añora  y sin  perjuicio,  con 
cuya  cláusula  el  juicio  queda  abierto  y debe 
continuarse  cuando  aparecieren  nuevos  datos 
■ para  llevarlo  adelante. 

En  el  segundo  caso,  se  sobresee  igualmente 
en  el  sumario  después  de  agotados  inútilmente 
todos  los  medios  de  indagación,  suspendiéndolo 
con  la  misma  cláusula  de  por  añora  y sin  per- 
juicio, para  continuarlo  cuando  se  presente  al- 
gún dato  que  descubra  al  que  cometió  el  delito. 

En  el  tercero  no  solamente  ha  de  sobreseerse 
en  el  procedimiento,  cualquiera  que  sea  el  es- 
tado de  la  causa,  siuo  que  además  se  debe  poner 
inmediatamente  en  libertad  al  arrestado  ó preso, 
sin  costas  algmnas  y declarándose  que  el  pro- 
cedimiento no  le  pare  ningún  perjuicio  en  su 
reputación:  art.  11  y dísp.  4.a  del  art.  51,  regla- 
mento de  justicia. 

En  el  cuartp,  finalmente,  se  sobresee  en  la 
causa,  se  aplica  al  mismo  tiempo  al  procesado 
la  pena  leve  á que  se  le  juzga  acreedor,  se  le 
cargan  las  costas , y se  le  pone  desde  luego  en 
libertad:  art.  11  y 51,  dispo.  4.’  del  reglamento 
de  justicia.  Y .Injuria,  pár.  X.  En  lo  antiguo 
necesitaba  este  sobreseimiento  la  conformidad 
; ó consentimiento  del  reo  condenado;  pero  poste- 
. riormente,  después  del  reglamento,  se  lleva  á 
; efecto  sin  oirle  ni  admitirle  apelación, porque  se 
tienen  por  bastantes  garantías  la  audiencia  que 
se  le  ha  prestado  y la  defensa  é exculpación  que 
ha  hecho  en  la  confesión  con  cargos,  y además 
. la  aprobación  del  tribunal  superior  á quien  debe 
consultarse, 

íío  se  debe  acordar  en  ningún  caso  el  sobre- 
seimiento de  la  cansa  y la  soltura  del  reo  sin 
que  previamente  se  comuniquen  los  autos  al 
promotor  fiscal  siendo  el  delito  público,  y aun 
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al^u.no&  quieren  que  se  comuniquen  ú ofrezcan 
también  á la  parte  agraviada,  así  en  los  delitos 
públicos,  como  en  los -privados,  á fin  de  que 
aquel  exponga  su  dictámen  y esta  pida  lo  que 
le  convenga;  pues  tal  vez  el  juez  con  lo  alegado 
por  el  uno  y el  otro  podrá  variar  su  opinión  y 
determinar  la  continuación  de  los  procedimien- 
tos; mas  como  el  juez  es  el  verdadero  responsa- 
ble del  cumplimiento  de  las  leyes  y de  la  conti- 
nuación del  reo  en  su  estado  do  preso  ó deteni- 
do, habrá  siempre  de  proceder  en  cualquiera 
divergencia  según  crea  que  corresponde  en  de- 
recho. 

LXXVII.  Todo  auto  de  sobreseimiento  debe 
ser  consultado  siempre  á la  Audiencia  del  terri- 
torio para  su  aprobación  ó desaprobación,  sin 
perjuicio  de  llevar  4 cabo  desde  luego  la  soltu- 
ra del  procesado  en  los  casos  de  resultar  inocen- 
te ó de  no  merecer  sino  alguna  pena  leve:  ar- 
tículos 11  y 51,  disp.  4.’  del  reglamento  de  justi- 
cia, y art.  290  de  la  Constitución  de  1812. 

Hácese  la  consulta  remitiendo  4 la  Audiencia 
los  autos  originales;  pero  siendo  varios  los  reos, 
y sobreseyéndose  únicamente  con  respecto  4 
algunos,  se  remite  solo  testimonio  de  lo  que  re- 
sulta contra  ellos,  y se  queda  el  proceso  original 
para  seguirlo  con  respecto  4 los  otros ; bien  que 
en  algunos  juzgados , cuando  son  muy  volumi- 
nosas las  actuaciones  y diligencias  que  habrían 
de  testimoniarse,  se  suspende  la  consulta  del 
sobreseimiento  hasta  que  después  de  la  senten- 
cia definitiva  pueda  remitirse  la  causa  original, 
cuya  última  práctica  tiene  el  grave  inconve- 
niente de  que  revocándose  el  sobreseimiento  se 
habría  de  proceder  de  nuevo  y aisladamente 
contra  los  inculpados  para  quienes  se  había  so- 
breseído. 

La  providencia  del  sobreseimiento  se  notifica 
en  algunos  juzgados  4 las  partes,  y en  otros  no 
se  notifica,  teniéndose  por  in  útil  esta  diligencia, 
como  en  efecto  lo  es,  ya  porque  el  sobreseimien- 
to no  causa  estado  hasta  la  aprobación,  ya  por- 
que las  partes  no  tienen  que  comparecer  ante  el 
tribunal  superior,  ni  en  él  son  admitidas  aun- 
que quieran  presentarse. 

Recibida  en  la  Audiencia  la  causa  original  ó 
el  testimonio  expresado  con  el  auto  de  sobresei- 
miento que  se  consulta,  se  oye  al  fiscal  de  S.  M., 
quien  da  su  dictámen  de  palabra  ó por  escrito, 
y sin  mas  trámites  ni  necesidad  de  vista  formal, 
seda  desde  luego  la  determinación  que  fuere 
del  caso,  de  la  cual  no  hay  lugar  á súplica:  ar- 
ticulo vi  del  regí,  de  just.  La  Audiencia,  ó sea 
la  Sala  á quien  corresponde,  puede  decretar,  por 
invitación  fiscal  ó sin  ella,  una  de  tres  cosas; 
esto  es,  ó que  se  practiquen  algunas  diligencias 
para  proveer  con  mas  conocimiento,  ó que  se 
lleve  á efecto  el  auto  consultado  por  creerlo  con- 
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forme  con  lo  resultivo  del  proceso,  ó que  se 
continúen  los  procedimientos  por  estimar  que 
se  pueden  hacer  mayores  indagaciones  para 
descubrir  el  crimen  6 su  autor,  6 que  los  cargos 
que  aparecen  contra  este  son  dignos  de  mayor 
pena ; y en  todos  los  casos  se  devuelven  los  autos 
al  juez  de  primera  instancia  para  los  efectos  que 
el  tribunal  haya  acordado,  con  la  diferencia  de 
' que  en  el  , es  decir , en  el  de  la  confir- 

mación del  sobreseimiento , se  pasan  antes  al 
tasador  para  la  regulación  de  las  costas. 

Aunque  no  hay  lugar  4 súplica,  como  se  aca- 
ba de  decir,  de  la  providencia  que  tomare  la 
Audiencia  en  consulta  de  sobreseimiento,  ocurre 
sin  embargo  algún  caso  en  que  es  indispensable 
la  admisión  de  aquel  recurso.  Así  es  que  si  el 
auto  de  confirmación  ó revocación  del  sobresei- 
miento contuviere  alguna  condena  contra  el 
juez,  escribano  ú otro  curial,  testigos,  acusador 
si  le  hubiere,  ó alguna  otra  persona  que  no  sea 
el  procesado,  puede  el  que  ha  recibido  el  agra- 
vio suplicar  por  medio  de  una  exposición  á la 
misma  Sala  para  que  sin  mas  trámites  lo  des- 
haga ó enmiende,  ó bien  interponer  la  súplica 
en  forma  y seguir  instancia  con  el  mismo  objeto, 
porque  á nadie  puede  imponerse  pena  alguna 
sin  defensa,  y á todos  debe  o irse  en  justicia 
| siempre  que  reclamen  contra  cualquiera  correc- 
I cion  que  sin  formarles  causa  se  les  imponga: 
véanse  los  párrafos  II  y XIY. 

LXXVIII.  Aunque  no  haya  lugar  al  sobresei- 
miento, y haya  de  llevarse  adelante  la  causa,  por 
resultar  acreedor  el  procesado  á una  pena  mayor 
que  la  de  reprensión,  arresto  por  pocos  días  ú 
multa  poco  importante;  sin  embargo,  si  ya  en 
el  sumario  ó en  cualquier  otro  estado  de  los  pro- 
| cedimientos  apareciere  que  si  bien  no  es  inocen- 
í te,  no  es  tampoco  reo,  según  las  leyes,  de  pena 
: corporal,  esto  es,  de  pena  capital,  azotes,  ver- 
güenza, bombas,  galeras,  minas,  arsenales, 
presidio,  obras  públicas,  destierro  del  reino  ó 
prisión  ó reclusión  por  mas  de  seis  meses,  debe- 
| rá  serle  concedida  la  libertad , pero  con  costas  y 
| bajo  fianza  ó caución  suficiente,  porque  ni  pue- 
I de  ser  llevado  á la  cárcel  ni  permanecer  en  ella 
: el  que  no  sea  digno  de  pena  corporal,  con  tal 
I que  diere  fianza  (arf?.  295  y 290  de  la  Constitu- 
ción de  1812,  y n,rt.  11  del  reglamento  de  justi- 
cia); mas  habrá  de  oirse  previamente  para  ello 
al  promotor  fiscal  y al  querellante.  — Las  costas 
que  deben  cargársele,  no  parece  son  aquí  otras 
que  las  causadas  por  las  actuaciones  en  que  se 
mande  y realice  la  soltura,  y por  razón  de  la 
fianza  ó caución  que  otorgue. —La  fianza  debe 
ser  ó de  seguridad  de  la  persona , 6 de  responder 

■ á las  resultas  del  juicio.  La  primera,  que  tam- 

■ bien  se  llama  fianza  carcelera,  contiene  la  obli- 
I gaeion  de  presentar  al  sugeto  fiado  siempre  que 
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sea  llamado  por  aquella  causa  : eu  cuyo  caso  ha 
de  buscar  el  fiador  á su  costa  á la  peisoua  liada 
eu  el  término  que  se  le  señale , y satisfacer  los 
g-astos  de  las  diligencias  que  se  practiquen  de 
oficio  para  su  prisión.  La  segunda  comprende 
la  obligación  de  satisfacer  todas  las  condena- 
ciones pecuniarias  que  por  sentencia  ejecutoria- 
da se  impongan  á la  persona  en  cuyo  favor  se  | 
otorgó.  El  juez  es  quien  ha  de  hacer  pruden  - 
cialmente , según  la  naturaleza  y calidad  del 
asunto  y sus  circunstancias,  la  regulación  apro- 
ximada de  la  cantidad  á que  puedan  ascender 
todas  las  condenaciones,  admitiendo  las  espo- 
siciones  que  las  partes  creyesen  convenirles. — 
Regularmente  no  se  concede  la  libertad  sino 
bajo  ambas  fianzas;  mas  si  se  hubiese  hecho 
embargo  de  bienes  que  sean  suficientes  para 
cubrir  toda  responsabilidad,  ó el  procesado  ex- 
pusiese que  por  su  pobreza  no  puede  encontrar 
quien  quiera  responder  á las  resultas  del  juicio, 
podrá,  accederse  á su  soltura  bajo  sola  la  fianza 
de  seguridad  de  la  persona ; y si  no  encontrase 
fiador  de  ninguna  clase,  bastará  exigirle  cau- 
ción juratoria.  V.  Arrestar,  párrafo  IV.  * Véase 
Fiama  de  estar  á derecho , Fiama  de  estar  á las 
resultas  del  juicio  y Fianza  carcelera,  donde  se 
exponen  las  últimas  disposiciones  sobre  esta  ma- 
teria, y la  adición  al  párrafo  XXXVII  de  este  ar- 
tículo sobre  cuándo  se  concede  la  libertad  pro- 
visional, página  590,  columna  segunda.  * 

* En  el  día,  según  dispone  la  ley  de  24  de 
Mayo  de  1870,  practicadas  todas  las  diligencias 
del  sumario,  se  mandará  por  el  juez  entregar  la 
causa  al  ministerio  fiscal  y al  acusador  privado, 
si  lo  hubiere,  para  que  manifiesten,  entre  otros 
particulares  que  mas  adelante  expondremos,  si  I 
procede  elevar  la  causa  á plenario  ó sobreseerla 
y en  qué  términos:  art.  2.a  de  dicha  ley. 

Actualmente  procede  el  sobreseimiento: 

1. “  Cuando  no  resulta  justificado  el  hecho  que 
hubiere  dado  motivo  á la  formación  de  causa. 

2. "  Cuando  el  hecho  no  constituyere  delito. 

8.°  Cuando  aparecieren  de  un  modo  induda- 
ble exentos  de  responsabilidad  criminal  los  pro- 
cesados como  autores,  cómplices  ó encubrido- 
res: art.  555  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

4.J  Cuando  resultare  del  sumario  haberse 
cometido  un  delito,  y no  haber  indicación  de 
sus  autores,  cómplices  ó encubridores:  art.  559 
de  dicha  ley. 

El  sobreseimiento  es  libre  ó provisional.  El 
libre  impide  que  se  abra  nuevamente  el  proceso: 
el  provisional  permite  su  continuación  apare- 
ciendo nuevos  méritos  para  ello.  En  los  tres  pri- 
meros casos  del  art.  555  procede  el  sobresei- 
miento libre.  En  el  4.“  que  marca  el  art.  559  pro- 
cede el  provisional. 

En  los  casos  l.°  y 2.“  del  art.  555  podrá  decla- 


rarse , al  decretar  el  sobreseimiento,  que  la  for- 
mación de  la  causa  no  perjudica  á la  reputación 
de  los  procesados  ó de  cualquiera  de  ellos.  Se 
podrá  también,  á instancia  del  procesado,  re- 
servar á este  su  derecho  para  perseguir  al  que- 
rellante como  calumniador.  El  juez  podrá  tam- 
bién mandar  proceder  de  oficio  contra  el  quere- 
llante con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo 3.°  del  art.  340  del  Código  penal:  art.  556. 
V.  Acusación  falsa. 

En  el  caso  2.°  del  art.  555,  si  resultare  que  el 
hecho  constituye  una  falta,  se  mandará  remitir 
la  causa  al  juez  municipal  competente  para  la 
celebración  del  juicio  que  corresponda:  art.  557. 

En  el  caso  3.°  del  artículo  citado,  se  limitará 
el  sobreseimiento  á los  autores , cómplices  ó en- 
cubridores que  aparecieren  indudablemente 
exentos  de  responsabilidad  criminal,  conti- 
nuándose la  causa  respecto  á los  demás  que  no 
se  hallaren  en  igual  caso:  art.  558. 

Eu  el  caso  4.°,  del  art.  559,  si  resultare  del  su- 
mario de  un  modo  indudable  la  exención  de  res- 
ponsabilidad criminal  de  los  procesados  ó de 
alguno  de  ellos , se  decretará  el  sobreseimiento 
libre  respecto  de  los  que  se  hallen  en  este  caso, 
declarándose , si  se  estimare  procedente , que  la 
causa  no  les  perjudicará  en  su  reputación:  ar- 
tículo 560. 

Há  lugar  asimismo  al  sobreseimiento  cuando 
ocurre  en  el  sumario  algún  obstáculo  ó excep- 
ción de  carácter  prejudicial  que  impida  la  perse- 
cución del  delito  ó el  castigo  del  culpable,  como 
si  se  declara  respecto  de  ellos  la  cosa  juzgada, 
la  prescripción,  la  amnistía  ó. el  indulto;  según 
se  determina  expresamente  en  el  art.  591  de 
la  ley  referida.  También  deben  suspenderse  los 
procedimientos,  respecto  de  los  delitos  privados 
perseguidos  por  querella  del  agraviado,  cuando 
este  perdonare  al  que  le  agravió , como  en  los 
delitos  de  adulterio,  amancebamiento,  injuria 
ó calumnia,  ó si  en  el  de  estupro,  violación  ó 
rapto  ejecutado  con  miras  deshonestas,  se  casare 
el  ofensor  con  la  ofendida:  véanse  los  arts.  449, 
452,  482  y 463  del  Código  penal  de  1870. 

Aunque  según  el  art.  4.D  de  la  ley  de  24  de 
Mayo  citada , el  auto  en  que  se  mande  elevar  la 
causa  á plenario  no  es  apelable , lo  es  el  en  que 
acordare  el  juez  el  sobreseimiento,  cuando  el 
promotor  fiscal  propusiere  que  se  eleve  la  causa 
á plenario. 

El  juez,  no  obstante,  deberá  consultar  con  la 
Audiencia  el  auto  en  que  hubiere  decretado  el 
sobreseimiento.  * 

Juicio  plenario. 

LXX1X.  Hecha  del  modo  posible  en  el  suma- 
rio la  comprobación  del  delito,  descubierto  el 
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delincuente  y oídas  sus  declaraciones  y sus  des- 
cargos ó disculpas,  liállanse  ya  reunidos  en  el 
proceso  todos  los  materiales  que  pueden  sarrir 
de  fundamento  para  exigir  la  imposición  de  la 
pena  merecida  y la  reparación  de  los  danos  y 
perjuicios  causados.  Este  es  ei  objeto  del  juicio 
plenario;  juicio  que  mas  arriba,  en  el  pár.  XIX, 
queda  definido  y explicado;  juicio  verdadero’ 
pues  que  es  contencioso  y contradictorio;  juicio 
en  que  las  providencias  y demás  actos  son  siem- 
pre en  audiencia  pública,  excepto  aquellas  cau- 
sas que  por  razón  de  la  decencia  no  han  de  ver- 
se sino  á puerta  cerrada  con  sola  la  asistencia 
de  los  interesados  y sus  defensores,  como  se  ha 
dicho  en  el  pár  VII;  juicio  muy  parecido  en  sus 
trámites  al  ordinario  civil,  pues  empieza  por 
demanda  y por  respuesta  ó contestación  (la  acu- 
sación y la  defensa}  admite  pruebas  de  una  y 
otra  parte,  y termina  por  la  sentencia  .que  con- 
dena ó absuelve. 

* En  la  actualidad,  no  principia  el  plenario 
por  los  escritos  de  acusación  y defensa  siguien- 
do á ellos  la  proposición  de  las  pruebas  como  se 
verificaba  anteriormente,  según  ya  hemos  dicho 
en  la  adición  al  párrafo  XIX ; sino  que  la  acusa- 
ción y defensa  quedan  aplazadas  para  después 
de  proponerse  las  pruebas  por  las  partes. 

Esta  innovación  efectuada  por  la  ley  de  24  de 
Mayo  de  1870.  se  halla  justificada  en  ei  preám- 
bulo de  la  misma  en  los  términos  siguientes: 
«La  primera  reforma  que  se  introduce  estaba 
indicada  ya  desde  que  se  suprimió  la  confesión 
con  cargos,  tormento  moral  A que  se  sujetaba  á 
los  procesados,  incompatible  con  las  ideas  do 
minantes  en  nuestro  siglo.  La  confesión,  verda- 
dera transición  del  sumario  al  plenario,  fijaba 
las  cuestiones  del  hecho-  sobre  las  cuales  debía 
girar  la  causa;  los  cargos  y los  descargos  llena- 
ban completamente  este  objeto.  Suprimida  la 
confesión,  la  acusación  y la  defensa,  que  son  la 
cabeza  del  plenario,  han  servido  para  encauzar 
las  pruebas  é impedir  que  la  causa  salga  de  sus 
límites  naturales.  Pero  razones  poderosas  exigen 
imperiosamente  que  la  acusación  y la  defensa 
no  precedan  á la  prueba.  Hasta  que  esta  se  veri- 
fique, no  existen  ó están  por  lo  menos  incom- 
pletos los  elementos  necesarios  para  formar 
juicio  exacto  de  los  hechos;  obligar  al  ministe- 
rio público  á que  sin  este  auxilio  formule  la 
acusación  es  exigir  demasiado,  es  comprome- 
terlo á pedir  penas  tal  vez  graves  y hasta  la  ca- 
pital, sin  el  lleno  de  datos  que  pueden  allegarse 
después  para  esclarecer  la  verdad  é ilustrar  su 
conciencia;  es  compelerle  á pedir  prematura- 
mente lo  que  cuando  llega  la  causa  al  tramite 
de  semencia  puede  ser  un  absurdo  incoherente 
con  lo  que  entonces  resulte  de  los  autos.  i res- 
pecto al  procesado,  equivale  á privarle  de  los 
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mas  poderosos  medios  de  defensa;  á obligarle  á 
exculparse  antes  de  que  sean  en  público  exami- 
nados los  testigos  del  sumario,  deque  puedan 
ser  contrapreguntadas,  de  que  aparezcan  los 
testigos  de  descargo,  y para  decirlo  de  una  vez, 
de  que  pueda  ser  demostrada  á la  luz  del  dia  su 
inocencia  y desvanecidos  los  cargos  que  en  el 
indispensable  secreto  y en  las  tinieblas  del  su- 
mario, puedan  hacerle  aparecer  como  delin- 
cuente. El  lugar  de  la  acusación  y de  la  defensa 
so  podía  explicar  satisfactoriamente  cuando  en 
las  causas  criminales  se  alegaba  de  bien  proba- 
do; desde  que  el  reglamento  provisional  para  la 
administración  de  justicia  suprimió  este  trámi- 
te, debió  haberse  hecho  la  alteración  que  ahora 
se  propone. 

»Bajo  este  supuesto,  no  puede  desconocerse 
la  necesidad  imprescindible  de  establecer  reglas 
para  que,  terminado  que  sea  el  sumario,  se  dé 
al  plenario  una  duración  fija  que  permita  á la 
acusación  y á la  defensa  preparar  los  medios 
adecuados  á que  triuufe  la  justicia.  Para  esto 
basta  que  el  ministerio  público  , y en  su  caso  el 
acusador  privado,  en  escritos  sencillos  y no  ra- 
zonados señalen  la  calificación  que  en  su  con- 
cepto debe  darse  álos  hechos , atendidos  los  mé- 
ritos que  aparecen  del  sumario , la  participación 
que  tengan  en  ellos  los  diferentes  procesados, 
los  datos  que  resulten  para  exigir  ia  responsa- 
bilidad subsidiaria  en  los  casos  en  que  la  haya; 
si  la  causa  debe  sobreseerse  ó continuarse ; si  se 
renuncia  la  prueba  y la  ratificación  de  los  testi- 
gos examinados  en  la  sumaria , proponiendo  al 
propio  tiempo , en  gracia  de  la  brevedad , la 
prueba  que  estime  conducente.  Así  entrará  el 
juicio  criminal  en  límites  circunscritos  y bien 
determinados.». 

Además,  los  escritos  del  ministerio  público  y 
del  acusador  privado  sobre  la  calificación  de  los 
hechos  y la  participación  que  tenga  en  ellos  el 
procesado,  sirven  para  poner  en  conocimiento 
de  este  los  cargos  que  contra  él  resultan  de  la 
causa,  con  el  tiempo  conveniente  para  que  pue- 
da preparar  su  prueba  y su  defensa,  viniendo  á 
suplir  eu  esto  con  ventaja,  la  noticia  que  de 
los  mismos  se  daba  anteriormente  al  presunto 
reo  por  medio  de  la  confesión  con  cargos,  según 
ya  indicamos  en  otro  lugar. 

De  todos  estos  particulares  y de  las  demás  dis- 
posiciones de  la  ley  sobre  el  procedimiento  que 
actualmente  constituye  el  plenario  trataremos 
después  de  insertarlos  párrafos  en  que  el  Sr.  Es- 
criche  se  hace  cargo  de  la  acusación  y defensa 
y de  la  proposición  de  las  pruebas  con  arreglo  á 
la  legislación  anterior.  * 

LXXX.  A'cusacion. — En  tal  estado,  pues,  se 
entrega  el  proceso  al  querellante,  si  le  hubiere, 
para  que  formalice  su  acusación  y haga  uso  de 
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las  acciones  que  le  competan,  con  arreglo  á lo 
dicho  mas  arriba  en  el  pár.  IV;  y siendo  público 
el  delito,  se  pasa  también  después  al  ministro 
fiscal  para  que  forme  igualmente  su  acusación, 
sea  adhiriéndose  en  todo  ó en  parte  á la  del 
querellante,  sea  siguiendo  otro  rumbo  y pidien- 
do distinta  pena.  Si  la  causa  se  hubiese  empe- 
zado de  oficio  ó á solicitud  del  ministerio  pú- 
blico, debe  requerirse  al  agraviado  ó su  repre- 
sentante para  que  manifieste  si  quiere  mostrar- 
se parte  y usar  de  alguna  acción  civil  ó crimi- 
nal, ó si  por  el  contrario  renuncia  sus  acciones 
ó deja  su  ejercicio  á la  justicia;  y cualquiera 
que  sea  su  contestación,  tendrá  cuidado  el  es- 
cribano de  consignarla  por  diligencia  y hacer 
que  esta  se  firme  por  el  interesado  ó por  un  tes- 
tigo en  su  defecto  para  que  siempre  conste  y 
nunca  pueda  negarse.  Mostrándose  parte  el  in- 
teresado, se  manda  que  so  le  entreguen  los  au- 
tos para  que  pida  lo  que  crea  convenirle;  y re- 
nunciando sus  acciones  ó dejando  su  ejercicio  á 
la  j usticia.  queda  entonces  único  acusador  el  mi- 
nistro fiscal,  quien  en  ei  primer  caso  no  puede 
ejercer  mas  acción  que  la  de  la  vindicta  públi- 
ca, y en  el  segundo  habrá  de  pedir  también,  se- 
gún es  corriente  en  la  práctica,  la  reparación  de 
los  daños  y perjuicios  ocasionados  al  ofendido. 
Véase  el  pár.  IV. 

LXXXJ.  Mas  si  el  ministro  fiscal,  después  de 
haber  examinado  los  autos,  creyere  que  no  hay 
lugar  á la  acusación  contra  el  procesado,  ya 
porque  este  no  es  acreedor  á pena  alguna  por 
los  hechos  que  se  le  imputan,  ya  porque  aquellos 
no  arrojan  datos  suficientes  para  perseguirle  ni 
restaya  que  practicar  otras  diligencias  que  le 
descubran,  puede  entonces  pedir  su  absolución, 
ó el  sobreseimiento  en  la  causa,  porque  si  bien 
por  una  parte  debe  emplear  todo  su  celo  y acti- 
vidad para  que  no  quede  impune  ningún  delito, 
tiene  oblig'acion  por  otra  de  defender  ó prestar 
su  apoyo  á la  inocencia  y de  hacer  que  nunca  se 
trate  al  procesado  sino  conforme  á lo  que  la  ver- 
dad y la  justicia  requieran.  Véase  el  pár.  XVII, 
numero  1,‘  y Fiscal.  Pero  ¿qué  se  hará  cuando 
no  hay  persona  particular  que  quiera  entablar 
la  acusación,  ni  el  ministerio  público  la  estima 
justa,  si  el  juez,  por  el  contrario,  considera  que 
es  indispensable  llevar  adelante  la  sustancia-  ; 
cion  de  la  causa  por  todos  sus  trámites  hasta  j 
el  pronunciamiento  de  la  sentencia  definiti- 
va? Si  atendemos  solo  á la  antigua  práctica,  pue- 
de el  juez  en  tal  caso  suplir  por  si  mismo  la  acu- 
sación proveyendo  un  auto  en  que  haga  al  reo 
cargo  de  la  culpa  que  del  proceso  resulta  contra 
el,  auto  que  llaman  de  cargo  y culpa , y que  se  no- 
tifica al  reo  con  traslado  ó comunicación  del  pro  • 
ceso  para  que  se  defienda;  y sigue  adelante  el 
juez  dictando  de  oficio  como  cumplidor  de  la 


ley  las  providencias  que  el  acusador  habia  de 
pedir:  mas  si  tomamos  en  cuenta  que  la  acción 
criminal  en  los  delitos  públicos  es  esencialmen- 
te pública  y popular;  que  la  jjotestad  de  acusar 
y la  de  juzgar  no  pueden  fácilmente  amalga- 
marse como  que  son  radicalmente  incompati- 
bles; que  el  juicio  es  propiamente  una  lucha  eu 
que  el  acusador  y el  acusado  se  ponen  de  frente 
y se  rebaten,  y en  que  el  juez  debe  ser  un  es- 
pectador imparcial , justo  é impasible  que  ha  de 
declarar  la  victoria  al  que  la  merezca;  que  eri- 
giéndose el  juez  en  acusador  desnaturaliza  su 
carácter,  se  despoja  de  su  impasibilidad  y se  re- 
viste de  la  pasión  del  que  acomete  y desea  ven- 
cer á su  enemigo , y se  hace  á un  mismo  tiempo 
juez  y parte  en  una  misma  causa;  que  por  evi- 
tar estos  males  y cu  fuerza  de  aquellas  conside- 
raciones se  ha  instituido  permanentemente  en 
todos  los  grados  el  oficio  de  defensor  de  la  causa 
pública  que  antes  era  transitorio  y accidental  eu 
algunos,  deslindando  las  funciones  del  represen- 
tante de  la  ley  de  las  del  que  debe  ejecutarla  ó 
aplicarla,  parece  ahora  muy  natural  por  estas  y 
otras  razones  que  pudieran  aducirse,  que  cuan- 
do el  ministro  fiscal  estima  que  la  ley  á quien 
representa  no  ha  sido  quebrantada,  que  la  so- 
ciedad cuyos  derechos  está  llamado  k defender 
no  ha  sido  ofendida,  que  no  hay  por  consiguien- 
te delito  ó que  no  está  comprobado  ó que  están 
desvanecidos  ó no  han  existido  nunca  los  cargos 
que  se  suponían  contra  el  procesado  , no  pueda 
el  juez  ó tribunal  que  cree  ver  en  el  proceso  lo 
contrario  de  lo  que  aquel  manifiesta,  formar  ni 
sostener  por  sí  ia  acusación  ni  llevar  adelante 
los  procedimientos;  y lo  único  que  debe  hacer 
en  tal  caso  es  mandar  que  se  requiera  de  nuevo 
ú la  parte  agraviada,  notificándole  el  dictámen 
fiscal , para  que  produzca  la  acusación  y ejerci- 
te sus  acciones  si  por  conveniente  lo  tuviere, 
pues  que  es  probable  que  así  lo  haga  no  tenien- 
do ya  otro  recurso  para  defender  su  interés  que 
va  unido  al  interés  del  cuerpo  social:  pero  si 
aun  entonces  la  parte  abandona  su  acción  , ha- 
brá de  cerrar  el  juez  para  siempre  la  causa,  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que  tal  vez 
hubiere  incurrido  el  ministro  fiscal  por  el  mal 
desempeño  de  su  oficio. 

LXXXII.  En  el  mismo  auto  en  que  manda  el 
juez  entregar  el  proceso  al  acusador  particular 
si  lo  hubiere,  y al  promotor  fiscal,  debe  seña- 
larles para  presentar  la  acusación  el  término 
preciso  que  sea  suficiente,  con  tal  que  no  pase 
de  nueve  dias:  art.  51,  disp,  5,%  reglamento  de 
justicia.  Mas  como  este  término  no  está  declara- 
do fatal  y perentorio,  podrá  el  juez  ampliarle  á 
solicitud  de  la  parte  fundada  en  justa  causa.  El 
acusador  particular  ha  de  presentar  su  acción  ó 
acusación  por  medio  de  procurador  y abogado; 
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y si  no  encontrare  personas  que  quieran  encar- 
garse de  su  representación  y defensa,  ha  de  pe- 
dir al  juez  que  le  nombre  uno  y otro  , en  cuyo 
caso  se  pasará  la  causa  al  procurador  y abogado 
que  estén  de  turno. 

LXXXIII.  La  acusación,  así  de  parte  del  agra- 
viado como  de  la  del  ministro  público,'  debe  pro- 
nerse  por  medio  de  un  escrito  en  que  se  exprese 
lo  siguiente:  l.°,  la  historia  del  hecho  que  ha 
dado  motivo  al  procedimiento ; 2.“,  la  descrip- 
ción del  hecho  y sus  circunstancias,  con  referen- 
cia de  sus  comprobantes;  3.°,  la  participación 
que  haya  tenido  en  el  hecho  cada  uno  de  las  in- 
culpados, y los  datos  en  que  se  funde,  debiendo 
proponerse  los  cargos  con  distinción  y citarse 
los  fólios  en  que  resultan:  4.“,  las  circunstancias 
agravantes  y atenuantes  que  aparezcan  en  con- 
tra y en  favor  de  los  acusados,  razonándolas 
igualmente:  5.",  las  disposiciones  legales  y doc- 
trinas de  derecho  ó de  jurisprudencia  que  defi- 
nan el  hecho  que  se  persig’ue , y las  penas  que 
señalen  á sus  autores  y participantes;  y C.°,  la 
pena  determinada  que  haya  de  imponerse  á cada 
uno  de  los  procesados  por  las  razones  que  se 
expongan.  En  el  mismo  escrito  de  acusación 
deben  necesariamente,  por  medio  de  otrosíes  ó 
adiciones,  el  querellante  ó acusador  particular 
y el  ministro  público  articular  toda  la  prueba 
que  les  conviniere  ó renunciar  h ella,  expresan- 
do en  uno  y otro  caso  si  se  conforman  ó no  con 
todas  las  declaraciones  de  los  testigos  examina- 
dos en  el  sumario,  ó coa  cuáles  de  ellas  están 
conformes  si  no  lo  estuvieren  con  algunas:  dis- 
posición 6.a,  art.  51,  reglamento  de  justicia.  Lo 
natural  es  que  el  acusador  particular  y el  mi- 
nistro fiscal  se  conformen  con  las  declaraciones 
de  aquellos  testigos  que  son  contrarios  al  reo,  y 
soliciten  la  ratificación  de  los  que  le  son  favo- 
rables. 

T.XXXiy,  Defensa—  Así  que  el  acusador  par- 
ticular ó el  ministro  fiscal  devuelve  los  autos 
con  el  escrito  de  acusación,  se  confiere  traslado 
al  reo  para  su  defensa  por  el  término  preciso  que 
el  juez  considere  suficiente,  con  tai  que  no  pase 
de  nueve  dias  (disp.  5.a,  art.  51  del  reglamento 
de  justicia),  y al  mismo  tiempo  se  le  suele  pre- 
venir que  nombre  procurador  y abogado,  y no 
haciéndolo  luego  por  su  pobreza  ú otra  razón,  se 
le  nombra  de  oficio,  para  que  no  carezca  de 
quien  le  represente  ni  de  quien  le  defienda, 
aunque  seria  mas  ventajoso  haberle  hecho  esta 
prevención  luego  después  de  la  confesión  con 
cargos,  para  que  ya  desde  entonces  tuviese  re- 
presentante que  pudiese  acusar  la  rebeldía  al 
acusador  moroso.  Véase  el  pár.  TI,  y Defensa. 

El  término  de  nueve  días  para  la  defensa,  no 
está  declarado  fatal,  como  tampoco  el  concedido 
para  la  acusación;  y así  es,  que  alegándose  justa 
Tono  u i. 


cansa  por  parte  del  reo,  podrá  el  juez  ampliarlo 
con  mas  razón  que  el  del  acusador,  porque  se 
supone  generalmente  mas  preparado  á este  para 
el  ataque  que  aquel  para  la  defensa. 

Habiendo  dos  ó mas  reos,  se  entiende  el  tér- 
mino de  los  nueve  dias  por  cada  uno  de  ellos  y 
no  por  todos,  cuando  no  concurren  circunstan- 
cías  cuya  gravedad  exija  la  pronta  terminación 
del  proceso,  ó cuando  hubiere  inconveniente  en 
que  todos  unidos  hagan  sus  defensas , por  ser 
estas  incompatibles,  como  por  ejemplo,  eu  el 
caso  de  que  para  vindicar  á uno  de  los  reos  sea 
necesario  inculpar  á otro.  Pero  si  todos  pudiesen 
sin  inconveniente  hacer  unidos  su  defensa,  dehe 
mandar  el  juez  que  así  lo  ejecuten,  señalándoles 
un  término,  que  podrá  extender  á quince  dias 
para  todos , cuando  lo  requiera  la  calidad  del 
caso.  Y si  no  pudiendo  defenderse  unidos,  exi- 
giere la  gravedad  de  las  circunstancias  que  se 
termine  con  toda  urgencia  el  proceso,  debe  dis- 
poner, que  en  vez  de  entregársele  al  defensor  de 
cada  uno,  se  ponga  de  manifiesto  á los  respecti- 
vos' defensores  en  el  oficio  del  escribano  sin  re- 
serva alguna,  por  un  término  que  no  pase  de 
quince  dias  y por  catorce  horas  en  cada  uno, 
permitiéndoseles  leerlo  todo  original  por  sí  mis- 
mos , y sacar  las  copias  ó apuntes  que  crean 
conducentes,  aunque  sin  dejarse  de  tomar  to- 
das las  precauciones  oportunas  para  evitar  abu- 
sos: disp.  5.a,  art.  51  del  reglamento  de  jus- 
ticia. 

r.X’XX  V.  El  defensor  de  cada  reo  debe,  al 
examinar  los  autos,  observar  con  todo  esmero  y 
atención  cuanto  de  ellos  resultare  en  favor  y en 
contra  de  su  cliente,  y ponerse  luego  en  comu- 
nicación con  él  para  recibir  sus  instrucciones  y 
ver  el  giro  mas  conveniente  que  podrá  dar  á su 
defensa.  Si  hubiere  excepciones  dilatorias  ó pre- 
liminares, como  de  incompetencia  del  juez,  de 
inhabilitación  ó ineptitud  legal  ó falta  de  acción 
ó derecho  en  el  acusador,  de  ilegitimidad  del 
juicio  promovido  por  deber  ser  v.  gr.  civil  y no 
criminal  ó por  no  ser  justiciable  el  hecho,  de 
nulidad  del  procedimiento,  de  litispendencia  ó 
existencia  de  otro  proceso  pendiente  por  el  pro- 
pio hecho  que  se  persigue,  de  procedencia  de  la 
acumulación  por  conexión  con  otro  proceso  ó 
inconducencia  de  la  acumulación  ya  decretada, 
de  cosa  ya  juzgada  y sentenciada,  y de  extin- 
ción ó de  prescripción  de  la  acción  , ha  de  pro- 
ponerlas desde  luego  antes  de  hacer  otro  acto  en 
el  proceso,  según  lo  explicado  en  otras  partes,  y 
especialmente  en  los  párrafos  IV,  XIII,  XV  y 
XYT,  y en  los  artículos  de  las  excepciones : induc. 
de  la  ley  6.a,  tít.  l.°,  Part,  7.a  Al  entrar  en  el  fon- 
do de  la  causa,  debe  esforzarse:  l.°,  en  descubrir 
y demostrar  la  falibilidad,  insuficiencia,  nulidad 
y tal  vez  falsedad  de  las  pruebas  materiales  ó 
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morales  que  se  hubiesen  practicado  para  hacer 
constar  el  hecho ; 2.",  en  combatir  los  datos  en 
que  se  funda  la  participación  que  se  atribuye  en 
el  delito  de  su  cliente,  desvaneciendo  y destru- 
vendo  un  indicio  con  otro  indicio,  una  declara- 
ción adversa  con  otra  declaración  favorable,  una 
prueba  acriminante  con  otra  inas  sólida  y con- 
vincente; 3.°,  en  anular  ó desvirtuar  la  confesión 
misma  que  de  su  criminalidad  hubiese  hecho  el 
acusado,  manifestando  que  no  la  prestó  sino  por 
ignorancia  ó error  de  hecho,  por  violencia  ó 
miedo  i't  otra  coacción  física  ó moral,  por  enga- 
ño ó artificio  reprobado , ó en  virtud  de  cargos 
apoyados  en  suposiciones  falsas,  imaginarias  ó 
fingidas;  4.°,  en  excusar  ó justificar  á su  cliente 
de  toda  criminalidad,  aunque  sea  cierta  su  par- 
ticipación en  el  delito,  ya  por  bailarse  en  un 
estado  en  que  no  podía  ser  responsable  de  sus 
acciones,  ya  por  no  haber  cometido  el  hecho  sino 
fortuitamente  y contra  su  voluntad,  ó en  virtud 
de  un  derecho  concedido  por  la  ley,  según  lo  di- 
cho en  las  palabras  Excusa , Homicidio  casual , 
Homicidio  necesario  y Harto,  pár.  VI;  5.°,  en  dis- 
minuir la  culpabilidad,  ya  que  no  pueda  excu- 
sarla, haciendo  valer  las  circunstancias  ate- 
nuantes que  aparecieren  á favor  del  reo,  con  ar- 
reglo á lo  expuesto  en  los  artículos  Excusa  y 
Circunstancias',  ti.”,  en  invocar  doctrinas  y cos- 
tumbres mas  suaves  adoptadas  por  la  práctica 
de  los  tribunales  en  oposición  á la  severidad  y 
rigor  de  las  disposiciones  legales  y doctrinas  in- 
vocadas por  el  acusador  ó fiscal;  7.°,  en  pedir  la 
declaración  de  la  inocencia  de  su  cliente,  ó al 
menos  que  no  se  le  imponga  sino  la  menor  pena 
posible,  por  las  consideraciones  que  liaya  desen- 
vuelto, En  el  mismo  escrito  de  defensa,  así  como 
el  adversario  en  el  de  acusación,  debe  el  defen- 
sor, por  medio  de  otrosíes,  proponer  y articular 
todas  las  diligencias  probatorias  que  le  conven- 
gan, ó renunciar  á toda  prueba,  expresando  en 
uno  y otro  caso  si  se  conforma  ó no  con  todas  las 
declaraciones  de  los  testigos  examinados  en  el 
sumario,  ó con  cuáles  de  ellas  está  conforme  si 
no  lo  estuviere  con  algunas:  disp.  0.a,  art.  51 
del  reglamento  de  justicia.  V.  Ahogado  al  fin  del 
pár.  V. 

LXXXVI.  Pruebas. — Si  el  acusador  y el  pro- 
motor fiscal  por  una  parte  y el  acusado  por  otra 
en  ios  otrosíes  de  sus  respectivos  escritos  de  acu- 
sación y defensa  renunciaren  de  consuno  la  prue- 
ba, y se  conformaren  con  todas  las  declaraciones 
del  sumario,  habrá  el  juez  por  conclusa  desde 
luego  la  causa  para  definitiva,  y dichas  decla- 
raciones aunque  no  ratificadas,  harán  plena  fe 
en  aquel  juicio  (disposición  7.a,  art.  51,  regí,  de 
justicia);  de  suerte  que  mostrando  las  partes  su 
conformidad  en  no  hacer  prueba  alguna,  se  ter- 
mina sin  mas  trámites  el  procedimiento  y se 


manda  traer  la  causa  á la  vista  con  citación  do 
las  partes  para  definitiva,  porque  se  supone  que 
todas  ellas  consideran  bastante  justificadas  res- 
pectivamente su  acusación  y su  defensa  con  lo 
resultivo  del  sumario  y de  sus  escritos. 

LXXXVIT.  Pero  si,  como  es  regular  , alguna 
de  las  partes  articulare  prueba  ó expusiese  que 
no  se  conforma  con  todas  las  declaraciones  dei 
sumario  ó con  algunas  ó alguna  de  ellas  , debe 
entonces  el  j uez  dar  traslado  á las  demás  partes, 
y proveer  después  un  auto  en  que  reciba  la  cau- 
sa á prueba  con  calidad  de  iodos  cargos  y por  un 
término  común  y proporcionado , dentro  del  cual 
y con  citación  contraria , se  proceda  á la  práctica 
de  las  diligencias  solicitadas,  á la  ratificación 
de  los  testigos  del  sumario  y al  abono  de  muer- 
tos y ausentes  en  la  forma  ordinaria , etc.:  dis- 
posición 7.a,  art.  51,  reglamento  de  justicia,  y 
art.  13  del  decreto  de  11  de  Setiembre  de  1820, 
restablecido  en  30  de  Agosto  de  1836. 

La  expresión  de  que  la  causa  se  recibe  á prue- 
ba con  calidad  de  todos  cargos,  quiere  decir,  que 
concluido  el  plazo  probatorio  y acreditado  así 
por  nota  del  escribano,  termina  el  procedimien- 
to para  definitiva,  sin  necesidad  de  hacerse  pu- 
blicación de  probanzas,  ni  alegatos,  ni  conclu- 
sión, ni  citación  de  las  partes. 

LXXXVIII.  No  puede  el  juez  admitir  á los 
reos  prueba  sobre  puntos  que  probados  no  pue- 
den aprovecharles,  y será  responsable  de  la  di- 
lación y de  las  costas  en  caso  contrario:  art.  11 
del  decreto  de  20  de  Setiembre  de  1820.  Aunque 
este  decreto  habla  solo  de  las  pruebas  que  los 
reos  propongan,  debe  extenderse  también  á los 
que  articulen  los  demás  interesados  en  el  juicio, 
pues  que  en  aquel  se  reencarga  la  observancia 
de  las  leyes  del  reino  acerca  de  este  asunto  ; y 
así  el  juez  está  obligado  á rechazar,  bajo  la  cita- 
da responsabilidad  , toda- prueba  impertinente  ó 
inútil,  cualquiera  que  sea  el  que  la  proponga; 
cuidando,  empero,  de  distinguirla  gran  dife- 
rencia que  hay  entre  pruebas  impertinentes  ó 
inútiles  y pruebas  superfinas,  j aplicando  aquí 
la  doctrina  que  mas  arriba  se  ha  sentado  sobre 
evacuación  de  citas  en  el  párrafo  XLIX. 

Pero  así  el  acusador  como  el  acusado  pueden 
proponer,  y el  juez  debe  admitir,  todos  aquellos 
medios  de  prueba  que  respectivamente  puedan 
convenirles  para  justificar  el  contenido  de  su 
acusación  ó de  su  defensa,  como  por  ejemplo, 
la  inspección  ocular,  reconocimientos,  ensayos 
ó cotejos  de  objetos  materiales  por  peritos  ó la 
repetición  de  estos  actos  ya  practicados  en  el 
sumario,  los  instrumentos  públicos  ó privados, 
la  confesión,  el  testimonio  de  sugetos  fidedig- 
nos, lqp  indicios  y las  presunciones;  teniéndose 
presente  que , según  el  art.  12  del  reglamento, 
á ningún  procesado  se  ie  puede  nunca  rehusar, 
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impedir  ni  coartar  ninguno  de  sus  legítimos 
medios  de  defensa.  Véanse  los  diferentes  artícu- 
los de  la  palabra  Prueba  y los  de  remisión  que  en 
ellos  se  hace, 

LXXXIX.  El  término  que  el  juez  puede  con- 
ceder para  la  prueba  es  el  mismo  que  está  seña- 
lado por  la  ley  para  igual  objeto  en  los  pleitos  . 
civiles;  pero  así  los  términos  de  ochenta  y ciento  '■ 
veinte  dias  como  el  ultramarino  no  son  sino  el  I 
máximum  de  los  que  pueden  conceder  los  jueces, 
quienes  están  facultados  y aun  obligados  con 
arreglo  á las  leyes  á reducirlos  tanto  como  pru- 
dentemente les  parezca,  según  la  calidad  de  las 
causas  y de  las  pruebas  que  se  propongan  , y 
según  las  personas  que  hayan  de  ser  examina- 
das y la  distancia  de  los  lugares , debiendo  ne- 
gar las  prórogas  que  maliciosamente  6 sin  ver- 
dadera necesidad  pidan  las  partes:  art.  12  del 
decreto  de  20  de  Setiembre  de  1820.  Así,  pues, 
debe  el  juez  señalar  en  el  auto  de  recibimiento 
á prueba  el  término  que  estime  necesario  para 
practicarla,  como  de  diez,  quince,  veinte  dias 
ó mas;  pero  las  partes  tienen  el  derecho  de  pe- 
dir su  prorogacion  cuando  el  señalado  no  sea 
bastante,  manifestando  la  causa  en  que  apoyan 
su  necesidad,  y pudiendo  apelar  en  caso  de  in- 
justa negativa.  Véase  Juicio  civil  ordinario,  pár- 
rafo XI. 

XC.  La  ratificación  de  aquellos  testigos  con 
cuyas  declaraciones  no  se  hubiese  conformado 
alguna  de  las  partes,  y las  demás  pruebas  que 
por  estas  se  hubieren  articulado  y no  se  hayan 
desechado  por  inconducentes,  han  de  ejecutarse 
dentro  del  término  probatorio,  con  citación  de 
todos  los  interesados;  los  cuales  pueden  asistir 
por  sí  6 por  medio  de  personas  que  diputen  , al 
cotejo  ó compulsa  de  documentos,  y al  exámen 
ó ratificación  de  los  testigos , y hacer  á estos  con 
la  debida  moderación  y regularidad  las  pregun- 
tas que  estimen,  debiendo  contestará  ellas  el 
preguntado,  á menos  que  el  juez  no  las  declare 
impertinentes  ó impropias:  disp.  8.  del  art.  51 
del  reglamento  de  justicia. 

En  efecto , las  declaraciones  de  los  testigos  del 
sumario,  como  que  se  han  prestado  sin  citación 
de  la  parte  contraria,  n-o  hacen  fe  ni  producen 
efecto  legal  para  condenar  al  encausado  por  lo 
que  de  ellas  resulte;  son  solamente  indicaciones 
de  cierto  valor  para  legitimar  el  procedimiento, 
para  tomar  ciertas  medidas  precaucionales  y 
para  preparar  y fundar  la  acusación;  y así  es, 
que  si  se  quiere  que  sirvan  de  prueba  para  el 
objeto  final  de  la  causa,  se  hace  indispensable, 
é que  la  parte  á quien  perjudican  las  apruebe  y 
se  conforme  con  ellas,  ó que  se  repitan  en  el 
plenario  con  prévia  citación  de  ella  ó de  su  re- 
presentante, no  ya  solo  para  que  pueda  conocer 
á los  testigos  y asistir  á su  juramento,  como  en 
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lo  antiguo,  sino  también  para  presenciar  sus 
declaraciones  ó ratificaciones  y hacerles  las  pre- 
guntas que  le  convinieren,  No  habiéndose  con- 
formado, pues,  el  reo,  el  acusador  particular  ó 
el  ministro  público  con  la  declaración  de  alguno 
de  los  testigos  del  sumario , y reunidos  todos  los 
interesados  en  el  sitio,  día  y hora  que  prévia- 
mente  se  les  ha  debido  hacer  saber,  se  lee  por 
el  esciibano  al  testigo  la  declaración  ú declara- 
ciones que  hubiere  prestado,  y se  le  pregunta 
bajo  juramento  por  el  juez  si  se  ratifica  en  ella 
ó tiene  algo  que  enmendar,  añadir  ú quitar;  y 
después  de  haber  dado  su  contestación,  puede 
cualquiera  de  los  interesados  ó su  defensor  res- 
pectivo hacerle  por  medio  del  juez  las  pregun- 
tas, repreguntas,  advertencias,  observaciones, 
recuerdos  y reconvenciones  que  le  parecieren 
oportunas,  no  solamente  de  palabra,  sino  tam- 
bién por  escrito,  llevándolas  ya  préviamente 
articuladas  en  esta  forma,  debiendo  el  testigo 
responder  á todas,  excepto  á las  que  el  juez  esti- 
mare impropias  ó impertinentes  por  no  tener 
conexión  con  el  delito  ó por  otra  justa  razón. 
Puede  el  testigo  ampliar  su  declaración  6 decla- 
raciones anteriores,  añadir  lo  que  en  ellas  se  le 
hubiere  olvidado,  rectificar  alguna  equivocación 
que  hubiere  padecido,  explicar  las  expresiones 
obscuras  de  que  hubiere  usado,  restringir  6 li- 
mitar la  inteligencia  demasiado  lata  que  pudie- 
ra darse  á algunas  de  sus  palabras;  pero  si  hi- 
ciere modificaciones  importantes  que  varíen  ó 
alteren  esencialmente  la  sustancia  ó el  sentido 
de  lo  que  antes  había  declarado,  sin  dar  alguna 
razón  satisfactoria  que  las  justifique,  se  hará 
entonces  sospechoso  de  soborno,  ó bien  podrá 
creerse  que  ha  sido  amenazado,  y dará  lugar  á 
que  se  proceda  contra  él  como  testigo  perjuro  y 
falso.  Si  el  testigo  que  hubiere  de  ratificarse  ha 
muerto  6 se  baila  ausente  sin  saberse  su  para- 
dero ú á tanta  distancia  que  no  sea  fácil  su  rati- 
ficación , debe  ejecutarse  la  información  de  abo- 
no, la  cual  no  es  otra  cosa  que  una  justificación 
de  dos  6 mas  personas  de  probidad,  que  asegu- 
ren la  idoneidad  y veracidad  del  testigo  muerto 
6 ausente;  y esta  información  hecha  con  cita- 
ción recíproca  equivale  á la  ratificación  del  mis- 
mo testigo:  real  orden  de  8 de  Marzo  de  1840. 
V.  Abono  de  lasligos. — Del  mismo  modo  y para 
los  mismos  efectos  que  á la  ratificación  de  ios 
testigos  del  sumario,  pueden  asistir  las  partes 
al  exámen  de  los  testigos  que  de  nuevo  se  pre- 
senten por  la  otra  para  liacer  prueba  en  el  ple- 
nario.  Si  alguno  de  los  testigos  que  han  de  seí 
ratificados  ú examinados  por  primera  vez  se  ha- 
llaren en  otro  territorio,  habrán  de  ser  exami- 
nados ó ratificados  por  exhorto  con  citación  de 
los  interesados  para  que  vayan  á presenciar  ó 
nombren  personas  que  presencien  el  acto,  se- 
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gun  los  principios  sentados  en  el  pár.  XXX,  en 
cuanto  sean  aplicables. 

XCI.  Tachas—  Si  alguna  de  las  partes  tuvie- 
se que  poner  taclias  á alguno  de  los  testigos 
nuevos  presentados  en  el  pleuario  por  la  con- 
traria, lo  liará  dentro  del  preciso  término  de  los 
tres  dias  siguientes  á aquel  en  que  el  testigo 
hubiere  prestado  su  declaración  ; y para  probar- 
las, si  estuviere  ya  fenecido  el  término  probato- 
rio, ó no  bastare  lo  que  reste  de  él,  se  ampliará 
ó señalará  de  nuevo  cual  fuere  suficiente,  con 
tai  que  en  ningún  caso  pueda  exceder  de  la  mi- 
tad del  concedido  para  la  prueba  principal.  La 
de  taclias  se  hará  con  igual  citación  de  las  par- 
tes , y con  igual  comunidad  del  término  respec- 
tivo: disp.  9.%  art.  51,  del  reglamento  de  justi- 
cia. Mas  á los  testigos  del  sumario  deben  poner- 
se las  taclias  al  tiempo  de  pedir  su  ratificación 
en  el  escrito  de  acusación  ó en  el  de  defensa,  y 
justificarse  dentro  del  término  concedido  para 
la  prueba  principal,  pues  que  tanto  el  acusarlo 
como  el  acusador  tenían  ya  conocimiento  de 
ellos  antes  de  extender  los  mencionados  escri- 
tos, al  paso  que  de  los  nuevos  del  plenario  no 
pudieron  tenerlo  hasta  el  momento  de  su  presen- 
tación á exámen.  V.  Tachas  y el  pár.  XYI  del 
Juicio  civil  ordinario , cuya  doctrina  debe  tenerse 
aquí  presente  en  cuanto  no  esté  modificada  para 
el  juicio  criminal  por  las  disposiciones  citarlas 
del  reglamento  de  justicia. 

* En  el  día,  con  arreglo  á la  ley  de  24  de  Mayo  . 
de  1870,  la  proposición  de  las  pruebas  precede  á j 
los  escritos  de  acusación  y defensa  en  el  plena-  ¡ 
rio,  según  hemos  expuesto,  con  los  motivos  del 
legislador  para  esta  variación,  en  la  adición  al 
pár.  LXXIX.  En  cuanto  á las  pruebas,  la  nueva 
ley  adopta  en  cierto  modo  la  reiteración  de  las 
del  sumario,  la  producción  y discusión  de  las 
que  fueren  pertinentes,  conforme  a la  legislación 
y práctica  anteriores,  ampliando  estos  medios  de 
defensa;  pero  ha  variado  esencialmente  el  órden 
y manera  de  procederse  respecto  de  ellas,  según 
se  expone  en  su  lugar. 

Mas  no  es  tampoco  la  proposición  de  las  prue- 
bas el  primer  trámite  que  tiene  lugar,  terminado 
el  sumario.  La  nueva  ley  ha  establecido  un  trá- 
mite que  puede  llamarse  de  transición  entre  el 
sumario  y el  plenario,  que  ha  hecho  preciso  la 
supresión  de  la  confesión  con  cargos,  el  [cual- 
tiene,  entre  otros  objetos,  el  de  formular  los  car- 
gos de  que  ha  de  entenderse  en  el  plenario. 

En  su  consecuencia,  dispone  el  art.  2.rj  de  la 
ley  citada,  que  luego  que  se  hayan  practicado 
las  diligencias  del  sumario  acordadas  por  el 
juez,  se  mandará  entregar  la  causa  al  ministe- 
rio fiscal  y al  acusador  privado,  si  lo  hubiere, 
para  que  dentro  del  término  que  les  señalará, 
según  el  volúmen  y complicación  del  proceso, 


manifiesten  por  escrito,  pero  sin  razonar  ni  fun- 
dar su  juicio:  l.°,  la  calificación  que  merezca  el 
delito,  según  los  hechos  que  resulten  del  suma- 
rio (esto  es,  la  clase  de  delito  que  constituyan,  y 
sus  circunstancias  atenuantes  ó agravantes); 
2.°,  la  participación  que  en  él  haya  tenido  el 
procesado  ó cada  uno  de  ellos  si  fueren  mas  de 
uno  (esto  es,  su  carácter  de  autor,  cómplice  ó 
encubridor);  3.",  si  resultan  méritos  para  exigir 
la  responsabilidad  civil  subsidiaria  contra  una 
ó mas  personas,  ó el  resarcimiento  por  el  que,  á 
título  lucrativo,  haya  participado  de  los  efectos 
del  delito;  4.",  si  procede  elevar  la  causa  á ple- 
nario ó sobreseerla,  y en  qué  términos;  5.°,  si 
renuncia  la  prueba  y la  ratificación  de  los  tes- 
tigos del  sumario,  ó por  el  contrario  conviene  á 
su  derecho  el  recibimiento  á prueba  y la  ratifi- 
cación de  todos  ó alg’imos  de  los  testigos.  En  este 
último  caso  propondrán  por  medio  de  otrosíes  la 
prueba  que  les  interese,  presentando  listas  de 
los  testigos  que  hayan  de  ser  examinados,  ex- 
presando su  nombre,  apellido,  apodo  si  lo  tu- 
viesen , y domicilio ; ó si  ignorasen  estas  cir- 
cunstancias, los  datos  que  sean  conducentes 
para  averiguar  su  paradero. 

Dicha  entrega  de  autos  establece,  cuando  no 
procede  el  sobreseimiento,  el  límite  entre  el  su- 
mario y el  plenario  y el  principio  de  este. 

Si  el  juez  creyere  procedente  elevar  la  causa  á 
plenario , dictará  auto  mandándolo  así  y comu- 
nicándolo á los  procesados  y personas  que  cual- 
quiera de  los  acusadores  hubiere  designado 
como  responsables  subsidiariamente , por  un 
término  igual  al  que  se  hubiere  concedido  á 
cada  uno  de  aquellos.  Este  término  podrá  ser 
ampliado  por  otro  igual  á la  mitad  del  concedi- 
do, si  se  pidiere  antes  de  concluir  este  y se  ale- 
gare justa  causa,  que  calificará  el  juez.  Tras- 
currido dicho  término,  ninguna  otra  próroga 
podrá  concederse:  art.  3.° 

El  auto  eu  que  se  mande  elevar  la  causa  á ple- 
nario no  es  apelable:  art.  4.°  que  tiene  por  obje- 
to no  retardar  la  administración  de  justicia,  sa- 
liendo al  encuentro  de  los  medios  áque  para 
alejar  el  castigo  ó para  evitarlo  acuden  algunos 
delincuentes.  La  providencia  del  juez  en  estos 
casos  tiene  toda  la  presunción  de  que  es  ajus- 
tada á la  ley,  y nunca  debe  negarse  á los  que 
juzgan  la  adopción  de  cuantos  medios  sean  con- 
ducentes para  que  aparezca  la  verdad  y se  cum- 
pla la  justicia, 

Al  devolver  la  causa,  los  procesados  y los  res- 
ponsables civilmente  presentarán  un  escrito 
firmado  por  su  abogado  y procurador,  en  que 
manifiesten:  l.°  Que  se  han  enterado  de  la  cali- 
ficación hecha  por  el  ministerio  fiscal  y acusa- 
dor privado  si  lo  hubiere.  2.°  Si  se  conforman 
con  las  declaraciones  de  los  testigos  del  sumario, 


- 621  - ju 


á efecto  de  omitir  su  ratificación,  y renuncian 
la  prueba;  ó si,  por  el  contrario,  piden  la  ratifi- 
cación de  todos  ó algunos  de  dichos  testigos  y 
el  recibimiento  de  la  causa  á prueba:  debiendo 
en  tal  caso  proponer  por  medio  de  otrosíes  la 
que  intenten  practicar , de  la  manera  prevenida 
en  el  art.  2.°:  art.  5.” 

Cuando  los  procesados  tuvieren  alguna  ex- 
cepción que  impida  el  progreso  del  juicio,  tem- 
poral'ó  perpétuamente,  tales  como  la  de  decli- 
natoria de  jurisdicción , cosa  juzgada,  prescrip- 
ción del  delito,  y de  amnistía  ó indulto,  podrán 
proponerla,  para  que  se  discuta  ante  todo  , que- 
dando en  suspenso  el  trámite  de  calificación  del 
delito.  Dicha  facultad  se  halla  reconocida  por 
nuestras  antiguas  leyes,  y expresamente  san- 
cionada en  el  art.  580  y siguientes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  al  disponer  que  tales 
cuestiones  pueden  proponerse  en  el  término  de 
tres  dias  á contar  desde  la  entrega  de  los  autos 
para  la  calificación  de  los  hechos.  V.  Articulo  de 
previo  y especial  pronunciamien  to . 

Cuando  alguna  de  las  partes  lo  solicite , el  juez 
recibirá  la  causa  á prueba  y mandará  praciícar 
las  que  se  hubieren  propuesto,  si  las  creyere 
útiles,  ó desestimará  las  que  á su  juicio  no  lo 
sean:  art.  6.°  Actualmente,  no  debe  entenderse 
el  recibimiento  á prueba  con  calidad  de  todos 
cargos,  según  requería  la  ley  de  l.°  de  Octubre 
de  1820  y expone  el  Sr.  Escriche  en  el  pár.  87, 
sino  que  no  deberá  tener  dicho  recibimiento 
cualificacion  alguna,  concretándose  su  término 
á la  producción  de  las  pruebas  solicitadas  y ad- 
mitidas. 

De  la  providencia  en  que  se  desestime  toda  ó 
parte  de  la  prueba  propuesta  6 se  niegue  la  am- 
pliación del  término  probatorio  concedido,  po- 
drá pedirse  reposición  dentro  del  término  de  se- 
gundo dia.  Si  el  juez  declarare  no  haber  lugar  á 
ella . se  admitirá  la  protesta  que  hiciere  el  inte- 
resado para  los  efectos  convenientes  en  la  se- 
gunda instancia:  art.  7.°  Para  salir  al  encuentro 
de  las  malas  artes  que  á veces  se  oponen  á la 
marcha  de  los  procedimientos  apelando  de  pro- 
videncias en  que  los  jueces  rechazan  una  prue- 
ba que  consideran  impertinente  ó la  proroga- 
cion  de  un  plazo  innecesario,  se  ha  limitado  por 
la  ley  el  derecho  de  los  procesados  á protestar,  en 
lo  que  no  sufren  perjuicio,  porque  el  tribunal 
superior  puede  hacer  valer  su  protesta  consi- 
guiendo la  reparación  del  agravio  que  se  les 
haya  inferido. 

Durante  el  término  probatorio  podrá  cualquie- 
ra de  las  partes  pedir  nueva  prueba  ó amplia- 
ción de  la  que  hubiere  propuesto,  siempre  que 
los  hechos  que  intente  justificar  hayan  ocurrido 
ó llegado  á su  noticia  después  de  haber  presen- 
tado el  escrito  proponiendo  su  prueba:  art.  8.” 


Tanto  en  el  caso  de  que  se  haya  renunciado  la 
prueba , como  en  el  de  haber  trascurrido  el  tér- 
mino probatorio,  el  juez  dictará  providencia 
mandando  entregar  el  proceso  al  acusador  pri- 
vado si  le  hubiere,  y al  ministerio  fiscal,  para 
que  formalicen  la  acusación  dentro  del  término 
que  señalara  según  el  volumen  y complicación 
de  ia  causa,  pero  que  no  podrá  exceder  de  ocho 
dias,  que  podrán  prorogarse  por  cinco  mas,  pi- 
diéndolo antes  de  espirar  el  concedido  y me- 
diando causa  justa.  Trascurrido  este  segundo 
término,  no  se  concederá  ningún  otro,  cualquie- 
ra que  sea  la  causa  que  se  alegue:  art.  9.°  Véa- 
se lo  expuesto  por  el  autor  en  el  párrafo  83  de 
este  artículo  y lo  prescrito  en  los  arts.  G43*y  G46 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  expuesto 
al  tratar  del  juicio  oral  y púbiieo. 

De  las  acusaciones  se  conferirá  traslado  á los 
procesados  y personas  responsables  civilmente, 
para  que  presenten  sus  defensas  dentro  del  tér- 
mino señalado  en  el  artículo  anterior:  art.  10. 
Véase  lo  expuesto  por  el  autor  en  el  párrafo  84. 

.Devuelto  el  proceso  por  la  última  de  las  per- 
sonas expresadas  en  el  artículo  anterior,  el  juez 
dictará  auto  declarando  conclusa  la  causa  y 
mandando  traerla  á la  vista  con  citación  de  las 
partes , señalando  para  ella  el  dia  mas  próximo 
que  sea  posible:  art.  11.  * 

XCII.  Vista,  apreciación  de  las  pruebas  y sen - 
tencia. — Finalizado  el  término  probatorio,  y acre- 
ditándolo así  por  nota  el  escribano,  se  tiene  por 
conclusa  la  causa,  y se  provee  auto  mandando 
que  las  pruebas  practicadas  se  unan  al  proceso, 
y se  pasa  todo  al  juez  para  la  vista. 

Sin  embargo,  si  el  juez  al  examinar  el  proce- 
so, hallare  en  él  defectos  sustanciales  que  sub- 
sanar, ó viere  que  faltan  algunas  diligencias 
precisas  para  el  cabal  conocimiento  de  la  ver- 
dad, puede  acordar,  para  mejor  proveer,  se  prac- 
tiquen sin  pérdida  de  momento  todas  las  que 
fueren  indispensables,  bajo  su  responsabilidad, 
en  el  caso  de  dar  con  esto  márgen  á innecesarias 
dilaciones:  disposición  12,  art.  51  del  reglamento. 

Después  de  practicadas  en  su  caso  estas  dili- 
gencias, ó sin  ellas  si  no  son  necesarias,  y aun 
sin  pruebas  si  se  hubieren  renunciado,  se  cele- 
bra públicamente  el  acto  de  la  vista;  y si  fuere 
costumbre  en  algún  juzgado,  como  lo  es  en  los 
de  Madrid,  ó si  no  siéndolo  pidiere  alguna  de 
las  partes  la  asistencia  de  los  letrados,  se  entre- 
ga la  causa  por  un  breve  término,  ¿ esto3  para 
que  se  instruyan  de  las  pruebas  en  su  caso  si 
quieren  hablar  en  estrados,  y se  señala  el  dia, 
hora  y lugar  del  acto;  al  cual  puede  concurrir 
también  con  la  seguridad  oportuna  el  reo  preso, 
si  no  hubiere  algún  grave  motivo  que  lo  estor- 
be, y ha  de  asistir  necesariamente  eí  escribano, 
como  se  supone.  El  acusador  ó ministro  fiscal 
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debe  hablar  antes  que  los  defensores  de  los  reos, 
según  previene  el  art,  13  del  Reglamento  de 
justicia. 

Xdir.  Tiene  el  juez  el  perentorio  término  de 
tres  días  para  dar  sus  providencias  interlocuto- 
rias,  y para  pronunciar  sentencia  definitiva  el 
de  ocho,  que  podrá  extenderse  á doce  dias  si  la 
cansa  pasare  de  quinientas  hojas:  art.  13  del  re- 
glamento de  justicia. 

Debe  el  juez  prepararse  para  dar  con  acierto 
la  sentencia,  examinando  por  sí  todo  el  pro- 
ceso , leyendo  cuidadosamente  todas  las  actua- 
ciones que  mas  iníiueucia  tengan  en  la  jus- 
tificación délos  hechos,  observando  atentamen- 
te los  cargos  que  resulten  contra  los  reos,  sus 
esculpaciones  y las  razones  que  hayan  alegado 
eu  su  defensa,  y pesando  especialmente  el  valor 
de  las  pruebas  que  de  una  y otra  parte  se  hubie- 
ren presentado.  Si  por  los  autos  se  convenciere 
de  que  así  la  existencia  del  delito  como  la  delin- 
cuencia ó participación  de  los  acusados  están 
plenamente  comprobadas,  ha  de  condenar  á es- 
tos á la  pena  señalada  por  la  ley  ó adoptada  por 
la  jurisprudencia,  tomando  en  consideración  las 
circunstancias  agravantes  ó atenuantes  que  hu- 
biesen concurrido.  Si  aunque  conste  plenamen- 
te la  existencia  del  delito,  apareciere,  por  el  con- 
trario, bien  justificada  la  inocencia  de  los  acusa- 
dos 6 la  facultad  legítima  que  estos  tenian  para 
la  ejecución  del  hecho  incriminado,  ha  de  ab- 
solverlos libre  y definitivamente  del  juicio.  Si 
ni  la  inocencia  ni  la  criminalidad  resultaren 
completamente  acreditadas,  de  modo  que  que- 
de lugar  á fundadas  dudas  sobre  la  una  y la 
otra,  debe  absolverlos  tan  solo  de  la  instancia, 
dejando  pendiente  el  juicio  definitivo  para  cuan- 
do se  presenten  6 reúnan  datos  mas  eficaces 
que  permitan  la  instauración  de  la  causa  y la 
libre  absolución  ó la  condenación  final  de  los 
inculpados.  Finalmente,  si  lejos  de  estar  igual 
la  balanza  entre  las  dudas  sobre  la  criminali- 
dad y las  dudas  sobre  la  inocencia,  se  inclinase 
tanto  hácia  el  lado  de  la  criminalidad  que  ape- 
nas pueda  concebirse  la  posibilidad  de  la  ino- 
cencia, y el  juez  llegare  á quedar  íntimamente 
convencido  de  la  existencia  de  la  criminalidad, 
sin  que  para  declararla  de  lleno  tenga  otro  obs- 
táculo que  alguna  ligera  sombra  en  esa  luz  de 
medio  dia  que  para  la  condenación  exige  la  ley 
en  las  pruebas,  se  ha  introducido  en  los  tribuna- 
les la  costumbre  de  imponer  al  reo,  no  precisa- 
mente la  pena  designada  por  la  ley,  en  especial 
cuando  es  irreparable,  sino  otra  pena  extraor- 
dinaria que  sea  menor,  y por  lo  común  la  inme- 
diata, áfin  de  evitar  la  impunidad  de  los  críme- 
nes que  de  otro  modo  habría  de  ser  muy  fre- 
cuente. Y.  Absolución,  Instancia, (absolución  de  la) 
Juez,  pár.  XI,  y Penas;  y sobre  el  valor  de  las 


1 pruebas,  pueden  verse  los  artículos  relativos  á 
esta  palabra,  y k las  de  Testigo , Instrumentos, 
Indicios,  Confesión,  Cotejo  de  letras,  etc. 

XCIY.  En  caso  de  imponerse  la  pena  ordina- 
ria del  delito,  debe  también  sufrir  el  reo  la  con- 
denación de  todas  las  costas,  y la  reparación  de 
los  daños  y perjuicios  cansados  al  agraviado;  y 
i por  el  principio  contrario,  en  caso  de  absolución 
j libre  y definitiva  del  acusado,  debe  su  acusa - 
! dor  pagar  todas  las  costas  del  proceso,  sin  per- 
juicio de  las  otras  reparaciones  y penas  que 
correspondan;  encaso  de  imposición  de  pena 
arbitraria  ó extraordinaria,  no  hay  duda  de  que 
el  reo  ha  de  soportar  la  condenación  de  costas, 
pues  es  claro  que  el  acusador  no  se  quejó  sin 
fundamento;  y en  el  de  absolución  de  la  instan- 
cia, parece  natural  que  cada  una  de  las  partes 
satisfágalas  costas  causadas  á su  solicitud,  no 
siendo  justo  cargarlas  todas  al  acusador,  pues 
que  no  era  infundada  su  queja,  ni  tampoco  al 
acusado,  pues  que  puede  ser  inocente.  Si  algu- 
na de  las  partes  condenadas  en  las  costas  se  ha- 
llare en  estado  de  insolvencia,  no  por  eso  de,be 
j la  otra  en  caso  alguno  satisfacer  las  suyas.  En 
este  sentido  se  entiende  comunmente  el  art.  3.° 
del  reglamento  de  justicia,  que  quiere  que  to- 
dos los  derechos  causados  por  el  ofendido  sean 
pagados  después  del  juicio  por  medio  de  la  con- 
denación de  costas  que  se  imponga  al  reo,  ó al 
acusador  ó denunciador,  el  cual  debe  sufrirla 
siempre  que  aparezca  haberse  quejado  sin  fun- 
damento. Véase  el  pár.  VI. 

XCV.  Pronunciada  la  sentencia  definitiva, 
debe  ser  notificada  inmediatamente  á las  partes; 
y apelen  ó no,  han  de  remitirse  desde  luego  los 
autos  originales  á la  Audiencia  del  territorio 
con  prévia  citación  y emplazamiento  de  las  mis- 
mas, siempre  que  la  causa  fuere  sobre  delito  á 
que  por  la  ley  esté  señalada  pena  corporal  ( pár- 
rafo LXXVII).  Pero  si  la  causa  fuere  sobre  deli- 
to liviano  á que  por  la  ley  no  se  imponga  pena 
de  esta  clase,  solo  se  remitirá  á la  Audiencia 
con  igual  formalidad  cuando  alguna  de  las  par- 
tes interponga  apelación  dentro  de  los  dos  dias 
siguientes  al  de  la  notificación  de  la  sentencia, 
la  cual  causará  ejecutoria,  y será  llevada  desde 
: luego  á debido  efecto  por  el  juez  si  no  se  apela- 
re en  dicho  término:  disposición  14,  art.  51  del 
reglamento  de  justicia  y disposición  1.a  del  Real 
decreto  de  4 de  Noviembre  de  1838. 

Es  obligación  del  escribano  que  notifique  la 
sentencia  definitiva  al  reo,  advertirle  que  si  en 
el  término  del  emplazamiento  no  eligiere  pro- 
curador y abogado  que  le  defiendan  en  el  tribu- 
nal superior  le  serán  nombrados  por  este  de  ofí- 
ció,  y con  el  procurador  se  entenderán  los  tras- 
lados y actuaciones  relativas  al  mismo  reo,  hasta 
que  recaiga  en  el  proceso  sentencia  ejecutoria. 
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El  mismo  escribano  escribirá  apud  acta  (esto  es 
á continuación  de  la  misma  diligencia)  el  nom- 
bramiento de  defensor  ó defensores  en  su  caso, 
y firmará  el  reo  esta  diligencia,  que  equivaldrá 
por  poder  en  forma:  Real  decreto  de  4 de  No- 
viembre de  1838,  disposición  1.* 

Resulta,  pues,  que  el  juez  podrá  llevar  ¿efec- 
to sin  consulta  la  sentencia  definitiva  cuando  la 
causa  versare  sobre  delito  que  según  la  ley  no 
merece  pena  corporal,  y alguna  de  las  partes 
no  apelare  dentro  del  término  de  dos  dias  con- 
tados desde  la  notificación;  pero  si  la  causa  ver- 
sare sobre  delito  á que  la  ley  impone  pena  cor- 
poral, como  v.  gr.,  sobre  un  homicidio  ó un 
robo,  aunque  el  juez  absuelva  al  procesado  ó le 
aplique  otra  pena  que  no  esté  en  la  clase  de  las 
corporales , como  v.  gr.,  destierro  del  pueblo, 
prisión  por  menos  de  seis  meses,  confinamiento, 
privación  de  oficio,  suspensión  de  los  derechos 
de  ciudadano,  nota  de  infamia,  apercibimiento, 
multa  mas  ó menos  grave  ó pago  de  costas,  no 
podrá  ejecutar  su  sentencia,  aunque  no  se  in- 
terponga apelación,  sino  que  do  todos  modos  ha 
de  consultarla  al  tribunal  superior  con  remisión 
de  los  autos  originales  y citación  y emplaza- 
miento de  las  partes  por  un  término  prudencial, 
para  que  la  confirme,  la  altere  ó la  revoque.  La 
diferencia  esencial  que  liay  por  consiguiente 
entre  las  causas  sobre  delitos  á que  la  ley  impo- 
ne pena  corporal  y las  de  los  delitos  á que  la  ley 
impone  pena  de  otra  clase,  consiste  únicamente 
en  que  las  primeras  deben  siempre  remitirse  á 
la  Audiencia  después  de  sentenciadas  para  la 
aprobación  6 revocación  en  todo  ó en  parte  del 
fallo  definitivo,  y las  segundas  solo  en  caso  de 
apelación. 

* Actualmente,  tiene  lugar  la  vista,  no  ya 
finalizado  el  término  probatorio , sino  después 
de  devolver  los  procesados  la  causa  que  se  les 
comunicó  para  su  defensa  y de  declararse  con- 
clusa por  el  juez,  puesto  que  en  el  dia  tienen 
lugar  las  pruebas  antes  que  la  acusación  y la 
defensa,  según  ya  hemos  dicho. 

El  acto  de  la  vista  debe  ser  público,  celebrán- 
dose en  el  sitio  que  tenga  el  juez  destinado  para 
su  audiencia,  con  señalamiento  del  dia  y hora 
en  que  ha  de  celebrarse,  que  debe  ser  el  mas 
inmediatamente  posible,  y con  citación  de  las 
partes:  artículo  11  de  la  ley  de  24  de  Mayo  de 
1870. 

También  puede  dictar  el  juez  autos  para  me- 
jor proveer  si  al  examinar  el  proceso  para  dictar 
sentencia  viere  que  faltan  algunas  diligencias 
para  el  completo  conocimiento  de  los  hechos. 

El  juez  único,  para  dictar  sentencia,  debe  ver 
* por  si  los  autos:  art.  672  de  la  ley  orgánica  del 
poder  j udieial. 

El  término  para  dictar  sentencia  definitiva  es 
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el  de  los  cinco  dias  siguientes  al  en  que  se  hubiere 
celebrado  la  vista  ó terminado  el  juicio : art.  73 
de  la  ley  de  enjuiciamiento  criminal.  De  no 
efectuarlo  así,  será  corregido  disciplinariamen- 
te, á no  mediar  justas  causas  que  hará  constar 
en  los  autos:  art.  672  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870. 

Respecto  de  la  apreciación  de  las  pruebas  para 
constituir  la  delincuencia,  en  la  ley  provisional 
que  acompañó  al  Código  penal  de  1848  y de  1850, 
dictando  reglas  para  su  aplicación,  se  dispuso' 
eu  su  regla  4o,  que  en  el  caso  de  que  examina- 
das las  pruebas  y graduado  su  valor,  adquirie- 
ran los  tribunales  el  convencimiento  de  la  cri- 
minalidad del  acusado,  según  las  reglas  ordi- 
narias de  la  crítica  racional,  pero  no  encontra- 
rán la  evidencia  moral  que  requiere  la  ley  12, 
tít.  14,  Part.  3.a,  impusieran  eu  su  grado  míni- 
mo la  pena  señalada  en  dicho  Código.  Y.  Abso- 
lución y condena.  Mas  esta  regla  ha  sido  derogada 
por  la  ley-decreto  de  24  de  Mayo  y 18  de  Junio 
de  1870,  por  las  consideraciones  siguientes  que 
se  leen  en  su  preámbulo:  «General  es  el  clamor 
que  se  levanta  contra  la  regla  45  de  la  ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código  penal;  no 
es  de  creer  que  aun  tenga  partidarios : las  frases 
critica  racional  y evidencia  moral , impropiamente 
aplicadas,  han  contribuido  grandemente  á las 
dificultades  que  en  la  práctica  han  aparecido. 
No  podía  hacerse  ninguna  alteración  en  el  pro- 
cedimiento sin  ocuparse  eu  la  reforma  de  la  ex- 
presada regla,  porque  es  lo  que  necesita  mas 
pronto  remedio.  Insostenible  es  el  sistema  de  la 
tasación  de  la  prueba,  proscrito  por  la  ciencia  y 
por  el  buen  sentido;  pero  mientras  no  se  esta- 
blezca el  juicio  oral  y público,  no  puede  el  le- 
gislador prudente  sustituirlo  con  otro  en  que  se 
dejara  al  libre  criterio  de  los  j uzgadores  la  apre- 
ciación de  las  pruebas.  Constituido  el  Gobierno 
en  este  conflicto,  ha  adoptado  un  término  medio, 
que  si  bien  no  perfecto,  es  el  único  posible  mien- 
tras no  llegue  el  dia  en  que  quede  hecha  la  re- 
forma radical  y definitiva  en  los  procedimientos 
criminales,  el  cual  producirá  sin  duda  favora- 
bles resultados  y es  muy  preferible  al  hoy  vi- 
gente.» 

La  Comisión  de  Códigos  que  redactó  dicha  ley, 
dijo  también  sobre  este  punto  lo  siguiente,  en 
■ su  Memoria  de  31  de  Diciembre  da  1871:  «En 
cuanto  á la  calificación  y clasificación  de  las 
pruebas,  adoptó  la  Comisión  el  sistema  hoy  ge- 
neralmente preferido  en  los  pueblos  mas  ilus- 
trados, que  consiste  en  enumerarlas  por  vía  de 
demostración  y exponer  las  circunstancias  que 
suelen  darles  fuerza,  pero  dejando  luego  su 
apreciación  al  criterio  racional  de  los  jueces. 
Una  sola  restricción  puso,  sin  embargo,  á esta 
libertad  de  criterio  en  cuanto  á los  indicios  exi- 
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giendo  que  tuvieran  ciertos  requisitos  los  que 
habían  de  tenerse  por  bastantes  para  autorizai 
una  condena  , fundándose  en  que  se  trataba  de 
un  juez  único  y del  j uicio  escrito,  y que  faltaban 
por  lo  tanto  , las  garantías  que  en  otro  caso  per- 
mitirían apreciarlos  también  libremente.» 

El  sistema  adoptado  por  el  Gobierno  en  la  ley 
referida  se  halla  expresado  en  los  términos  si- 
guientes, en  el  art.  12  de  la  misma.  Los  tribuna- 
les y jueces  aplicarán  las  penas  señaladas  en  el 
Código  cuando  resulte  probada  la  delincuencia 
por  cualquiera  de  los  medios  siguientes  aprecia- 
dos por  las  reglas  del  criterio  racional.  l.°  Ins- 
pección ocular.  2.°  Confesión  de  los  acusados. 
3.“  Testigos  fidedignos.  4.“  Juicio  pericial.  5.” 
Documentos  fehacientes.  6.”  Indicios  graves  y 
concluyentes.  Para  que  pueda  fundarse  la  con- 
denación solamente  en  indicios,  es  necesario. 
l.°  Que  haya  mas  de  uno.  2°  Que  resulte  proba- 
do el  hecho  de  que  se  deriva  el  indicio.  3.°  Que 
el  convencimiento  que  produzca  la  combinación 
de  los  indicios  sea  tal,  que  no  deje  lugar  á duda  ; 
racional  de  la  criminalidad  del  acusado,  según 
el  órden  natural  y ordinario  de  las  cosas. 

«De  la  Memoria  histórica  citada,  del  preámbu- 
lo de  la  ley  y del  contexto  de  su  art.  12,  se  infie- 
re, pues  (según  expresa  el  ilustrado  fiscal  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  Sr.  Ferrer  y Mínguet,  en 
su  excelente  Ensayo  teórico  práctico  sobre  los 
deberes  y obligaciones  de  los  promotores  fisca- 
les, cuyas  palabras  no  podemos  menos  de  tras- 
ladar en  este  sitio)  que  el  criterio  establecido 
para  discernir  lo  verdadero  de  lo  falso  en  mate- 
ria de  delincuencia,  es  de  carácter  mixto,  com- 
puesto del  legal  y del  racional.  Ni  la  prueba  ta- 
sada, ni  la  libertad  de  conciencia  jurídica.  La 
ley  determina  las  fuentes  de  la  certeza,  ó sea  los 
medios  de  prueba,  las  condiciones  de  credibili- 
dad de  estoá  medios , y aun  en  parte  el  número  * 
de  ellos  para  decidir  sobre  la  existencia  de  los 
hechos  probatorios;  pero  deja  enteramente  libre 
el  criterio  del  juez  para  la  apreciación  de  la  exis- 
tencia, de  las  condiciones,  del  número  y de  la 
credibilidad  que  en  sí  merezcan  estos  medios  en 
el  caso  concreto  del  proceso.  La  ley  no  impone 
su  criterio  al  juez,  obligándole  á creer  cuando 
ella  cree;  pero  tampoco  le  permite  creer  cuando 
ella  no  cree.  El  juez  puede  absolver  á pesar  del 
criterio  de  la  ley,  si  dentro  de  su  libre  aprecia- 
ción no  adquiere  la  certeza  de  la  delincuencia; 
pero  no  puede  condenar  cuando  no  existe  el  cri- 
terio de  la  ley.  Esta  es  la  teoría  de  aquel  art.  12 
que  atiende  y satisface  dos  intereses  opuestos, 
pero  igualmente  importantes.  — El  interés  so- 
cial.— El  individual. — Impedir  la  impunidad. — 
Impedir  la  iniquidad. — Que  el  culpable  sufra  el 
castigo. — Que  no  sea  castigado  el  inocente.— Ei 
primero  conduce  á dejar  al  juez  toda  la  libertad 


de  apreciación;  el  segundo  obliga  á rodear  de  las 
mayores  precauciones,  los  medios  de  prueba  ad- 
misibles y decisivos  en  justicia;  atiende  al  pri- 
mero determinando  los  medios  únicos  de  prueba 
de  donde  emana  la  certeza,  así  como  su  número 
y condiciones,  y al  segundo  erigiendo  el  criterio 
racional  en  piedra  de  toque  para  distinguir  lo 
verdadero  de  lo  falso  y obtener  por  este  medio 
aquella  certeza. 

»Lo  que  se  llama  criterio  racional  se  resume 
en  el  arte  de  pensar  bien,  en  el  arte  de  dirigir 
el  entendimiento  por  el  camino  de  la  verdad.  La 
investigación  de  la  verdad  de  los  hechos  subal- 
ternos y del  principal  dentro  de  los  medios  pro- 
batorios preestablecidos,  tomando  por  guia  el 
criterio  de  la  razón , las  reglas  de  la  lógica  y la 
prudencia  humana,  examinando,  contando,  pe- 
sando y midiéndolo  todo,  y depurándolo  todo  en 
el  crisol  de  la  experiencia , este  es  el  criterio 
que  acepta  y sanciona  la  ley  para  legitimar  una 
sentencia  condenatoria  y esta  es  la  propia  y ge- 
nuina  inteligencia  del  primer  párrafo  del  ar- 
ticulo 12.  Traducido  de  otro  modo  lo  que  en  él 
se  consigna,  equivale  á decir  que  los  jueces  y 
tribunales  no  pueden  dictar  sentencia  condena- 
toria sino  cuando  racionalmente  adquieran  la 
certeza  de  la  delincuencia,  tomando  por  base  ó 
punto  de  partida  el  criterio  legal,  el  cual  no  es 
ni  consiste  en  otra  cosa  que  en  los  medios  de 
prueba,  con  sus  especiales  condiciones  de  credi- 
bilidad en  aquel  propio  artículo  especificados.» 

Sin  embargo,  por  nuestra  parte  no  podemos 
menos  de  censurar,  que  se  haya  facultado  al 
juez  para  condenar  por  la  prueba  de  indicios, 
no  obstante  los  requisitos  que  en  ellos  requiere 
para  autorizar  una  condena,  pues  es  verdadera- 
mente lamentable  que  puedan  imponerse  las 
penas  mas  guaves  por  esta  prueba  tan  falible, 
repelida  en  general  por  nuestras  sabias  leyes  de 
Partida.  Yéase  la  ley  7.*,  tít.  32,  Part.  3J 

Establecido  el  juicio  oral  y público  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  de  22  de  Diciembre 
de  1872,  adoptóse  el  sistema  de  dejar  al  tribunal 
la  apreciación  de  las  pruebas  y demás  resultan- 
te de  autos,  no  ya  por  un  criterio  mixto  de  legal 
y judicial,  sino  por  la  convicción  íntima  del 
jnez,  por  su  conciencia,  según  se  consigna  en  el 
art.  653  que  expondremos  al  tratar  del  juicio 
oral  y público  ante  los  tribunales  de  derecho; 
sistema  que  no  tiene  aplicación  en  eldia,  por 
haber  quedado  en  suspenso  el  procedimiento 
oral  y público  con  arreglo  al  decreto  ya  expues- 
to de  3 de  Enero  de  1875. 

Por  lo  demás,  actualmente,  no  procede  la  ab- 
solución de  la  instancia,  puesto  que  según  el 
art.  89  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  la 
absolución  ha  de  entenderse  libre  en  todos  los 
casos.  Y.  Instancia  (absolución  de  la). 
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Acerca  del  modo  cómo  deben  redactarse  las 
sentencias  y de  los  particulares  que  deben  com- 
prender, véase  el  artículo  Sentencia  (en  materia 
criminal). 

Respecto  de  los  casos  en  que  procede  en  el  dia 
la  condenación  de  costas  á los  procesados,  véase 
el  artículo  Costas  (en  materia  penal),  donde  se 
exponen  los  arts.  118  al  127  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal.  Cuando  proceda  la  con- 
denación en  costas,  debe  hacerse  asimismo  de 
los  gastos  ocasionados  en  el  j uicio  á que  aque- 
llas se  refieren  según  el  art.  47  del  Código  penal, 
y que  se  comprenden  bajo  la  denominación  ge- 
neral de  costas  por  el  reformado  en  1870.  Res- 
pecto del  caso  que  indica  el  autor  en  el  párrafo 
XCIV,  de  que  no  pueda  satisfacer  las  costas  el 
sentenciado, por  carecer  de  bienes,  queda  sujeto 
en  el  dia  á una  responsabilidad  personal  subsi- 
diaria á razón  de  un  dia  por  cada  cinco  pesetas, 
con  sujeción  á las  regias  del  art.  50  del  Código 
penal,  que  se  exponen  en  el  de  esta  obra  Respon- 
sabilidad personal  subsidiaria . 

El  término  para  apelar,  según  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  es  el  de  cinco  dias  á contar 
desde  el  de  la  última  notificación  de  la  resolu- 
ción judicial  de  que  fuere  objeto.  La  apelación 
contra  sentencia  dictada  en  j uicio  sobre  faltas, 
debe  interponerse  en  el  primer  dia  siguiente  al 
en  que  se  hubiere  practicado  la  última  notifica- 
ción: arts.  82  y 947. 

Respecto  del  procedimiento  que  según  dice  el 
autor  en  el  pár.  XCV  de  este  artículo  s.e  seguía 
¡ulteriormente  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
Reglamento  provisional  para  la  administración 
de. justicia  cuando  la  causa  versaba  sobre  delito 
á que  no  imponía  la  ley  pena  corporal,  pudien- 
do  sobreseerse  en  sumario  y no  habiendo  lugar 
k consultarla  con  la  superioridad,  si  alguna  de 
las  partes  no  apelare  dentro  de  los  dos  dias  si- 
guientes al  de  la  notificación  de  la  sentencia, 
como  en  tal  caso  el  procesado  quedaba  comun- 
mente sin  defensa,  la  ley  provisional  para  la 
ejecución  del  Código  penal,  cou  el  objeto  de  evi- 
tar este  grave  perjuicio  estableció  reglas  espe- 
ciales parala  sustanciacion  de  los  delitos  de  pena 
correccional.  Dispuso,  pues,  que  cuando  al  pro- 
ponerse la  acusación  se  pidiere  la  imposición 
de  alguna  de  dichas  penas,  y el  procesado  se  con- 
formare con  ella,  la  aplicase  el  juez  sin  mas 
trámites,  conceptuándola  justa,  y consultase  el 
fallo  con  el  tribunal  superior,  remitiendo  origi- 
nal el  proceso.  Que  verificase  lo  propio  el  juez 
si  estimando  necesaria  alguna  variación  en  la 
pena  pedida,  que  no  alterase  esencialmente  su 
naturaleza  correccional,  la  parte  se  conformare 
con  ella;  regla  ‘38  de  la  ley  citada.  Que  si  el 
tribunal  superior  confirmare  la  sentencia  con- 
sultada, ó si  haciendo  en  ella  alguna  variación 
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no  esencial  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  regla 
anterior,  se  conformare  el  acusado,  se  llevase 
aquella  desde  luego  á ejecución  sin  ningún  otro 
trámite  ni  recurso,  y aun  sin  necesidad  de  for- 
marse apuntamiento,  sino  haciendo  relación  ver- 
bal el  relator:  regla  39  de  la  ley  citada  y Real  de- 
cieto  de  24  de  Mayo  de  1856.  Y por  último,  que  si 
el  tribunal  superior,  prévia  audiencia  y dictá- 
men.  por  escrito  del  fiscal  de  S.  M. , no  estuviere 
conforme  con  la  pena  impuesta  de  conformidad 
del  procesado,  se  volviera  la  causa  al  j uzgado  de 
primera  instancia  para  que  se  defendiera  el  reo 
y siguiera  el  procedimiento  por  los  trámites  or- 
dinarios: regla  40  de  la  ley  citada. 

Posteriormente,  por  Real  decreto  de  23  de  Ju- 
nio de  1854,  se  estableció  en  la  «Sala  cuarta  de  la 
Audiencia  de  Madrid  un  tribunal  correcional 
para  conocer  y fallar  en  primera  y única  instan- 
cia las  causas  sobre  delitos  menos  graves  á que 
se  refiere  el  pár.  2.°  del  art.  6.°  del  Código  penal, 
que  deben  ser  castigados  con  pena  correccional, 
publicándose  con  la  misma  fecha  el  reglamen- 
to que  marcaba  el  procedimiento  que  debia  se- 
guirse para  conocer  de  estos  delitos,  establecien- 
do para  ello  el  juicio  oral  y público;  mas  por  de- 
creto de  5 de  Marzo  de  1874  se  derogaron  dichas 
disposiciones  legales,  mandando  se  fallaran  las 
causas  de  pena  correccional  por  los  respectivos 
jueces  con  sujeción  á la  ley  de  18  de  Junio 
de  1870,  y teniendo  en  cuenta  las  disposiciones 
del  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1872  en 
que  se  planteó  la  nueva  ley  de  procedimiento 
criminal.  Respecto  de  esta  última,  no  debe  olvi- 
darse que  por  decreto  de  3 de  Enero  de  1875  se 
ha  mandado  suspender,  en  lo  relativo  al  Jurado 
; y al  juicio  oral  y público  ante  los  tribunales  de 
derecho,  disponiendo  se  sustancien  las  causas 
de  que  debiera  conocerse  en  tales  juicios,  con 
arreglo  á las  disposiciones  que  regían  al  publi- 
carse la  ley  provisional  mencionada,  entre  las 
que  ocupa  el  principal  lugar  la  de  18  de  Junio 
de  1870  á que  se  refiere  el  decreto  de  5 de  Marzo, 
y que  es  la  que  con  fecha  de  24  de  Mayo  de  1870 
vamos  exponiendo  en  este  artículo.  Yr.  Tribunal 
correccional.  * 

XCVI.  De  la  consulta  y de  la  apelación,  ó sea 
de  1(1  segunda  instancia. — La  consulta  de  senten- 
; cía  definitiva,  como  se  infiere  de  lo  dicho,  es 
siempre  inexcusable  ó forzosa  en  las  causas  que 
versan  sobre  delitos  á que  la  ley  impone  pena 
corporal,  aunque  el  juez  haya  impuesto  pena 
de  otra  clase;  y la  apelación  ó la  conformidad  de 
las  partes  en  las  causas  sobre  delitos  á que  la 
ley  no  prescribe  pena  corporal , son  puramente 
voluntarias  y surten  todos  sus  efectos,  no  pu- 
diendo  decirse  otro  tanto  de  la  conformidad  de 
las  partes  con  la  sentencia  dada  en  las  causas 
en  que  es  forzosa  la  consulta,  pues  aunque  no 
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haya  apelación  se  da  esta  por  interpuesta  en  r 
cierto  sentido  y se  pone  al  reo  en  la  necesidad 
do  soportar  los  gastos  y consecuencias  de  un 
nuevo  juicio. 

En  efecto,  asi  la  consulta  como  la  apelación 
en  su  caso  producen,  no  uu  mero  exámen  de  la 
sentencia  y de  sus  fundamentos,  sino  una  se- 
gunda instancia  en  que  se  siguen  ordinaria- 
mente los  mismos  trámites  que  en  la  primera;  y 
tanto  durante  la  apelación  como  la  consulta  ha- 
brá de  quedar  suspensa  la  sentencia  definitiva 
del  juez  inferior,  la  cual  no  es  ejecutiva  en  caso 
alguno,  pues  habiendo  apelación  debe  otorgar- 
se esta  en  ambos  efectos,  y habiendo  consulta 
tieue  que  esperarse  la  decisión  de  la  Audiencia 
para  ejecutar  la  que  sea. 

XGVJI.  De  toda  sentencia  definitiva  del  juez 
inferior  puede  apelar  el  que  por  ella  se  sintiere 
agraviado , sea  el  procesado  mismo , sea  el  actor 
ó acusador  particular,  sea  el  promotor  fiscal; 
pero  este  último  no  ha  de  presentarse  á sostener 
su  apelación  en  la  Audiencia,  aunque  puede  ha- 
cer al  fiscal  de  S.  M.  las  observaciones  que  crea 
convenientes  para  que  haga  de  ellas  el  uso  que 
tenga  á bien,  pues  el  fiscal  de  S.  M.  es  quien 
debe  pedir  en  ella  lo  que  crea  mas  conforme  á 
justicia,  sin  quedar  ligado  por  la  apelación  del 
promotor. 

El  término  para  apelar  es  por  regla  general  el 
de  cinco  dias;  pero  en  las  causas  sobre  delito  á 
que  la  ley  no  impone  pena  corporal  , está  redu- 
cido á dos  dias  solamente,  de  suerte  que  no  ape- 
lándose dentro  de  ellos  quedará  ejecutoriada  la 
sentencia,  como  se  ha  dicho  mas  arriba  con  ar- 
reglo á la  disposición  14  del  art.  51  del  regla- 
mento, y á la  1.a  del  Real  decreto  de  4 de  No- 
viembre de  1838. 

XCVIII,  Recibidos  en  la  Audiencia  los  autos 
originales,  si  vienen  por  vía  de  apelación  se  en- 
tregan primero  al  apelante  para  que  diga  de 
agravios,  luego  á la  parte  contraria  para  que 
conteste,  y en  su  caso  y lugar  al  fiscal  deS.  M., 
esto  es,  después  del  acusador  particular  si  lo 
hubiere,  ya  sea  este  el  apelante  ó el  apelado, 
para  que  ó bien  sostenga  la  apelación  beclia  por 
el  acusador  ó promotor  ó rebata  la  interpuesta 
por  el  reo,  ó bien  pida  lo  que  estime  mas  conve- 
niente á la  justicia  y á la  causa  pública;  pero  si 
los  autos  vienen  en  consulta, , se  pasan  primero 
ai  fiscal  de  S.  if.  para  que  proponga  y pida  la 
confirmación,  revocación  ó alteración  que  le  pa- 
rezca de  la  sentencia  consultada  , como  también 
al  actor  ó acusador  particular  si  lo  hubiere , y 
después  á las  demás  partes  ó sus  defensores. 

Así  en  el  caso  de  consulta  como  en  el  de  ape- 
lación, si  pasado  el  término  del  emplazamiento 
hecho  en  el  juzgado  inferior  no  hubiesen  com- 
parecido las  partes  ni  hubiesen  nombrado  de- 


fensores apud  acta,  se  les  nombra  de  oficio  de- 
fensor ó procurador,  con  quien  se  entenderán 
las  actuaciones  relativas  á la  no  compareciente, 
hasta  que  recaiga  ejecutoria  en  el  proceso:  dis- 
posición 2.a  del  Real  decreto  de  4 de  Noviembre 
de  1838. 

La  Sala  concede  á cada  uno  de  los  interesados 
en  el  juicio  un  término  que  no  pase  de  nueve 
dias  , sea  para  la  acusación,  sea  para  la  defensa, 
con  las  circunstancias  que  añade  la  regla  5.a  del 
art.  51  del  reglamento , del  mismo  modo  que 
en  la  primera  instancia:  disp.  2.a  del  decreto  de 
4 de  Noviembre  de  1838.  Véanse  mas  arriba  los 
párrafos  LXXXII  y LXXXTV. 

XCIX.  En  los  escritos  de  defensa  y acusación 
habrán  de  observarse,  en  cuanto  sean  aplicables, 
las  mismas  reglas  que  respectivamente  rigen  en 
laprimera  instancia,  según  los  párrafos  LXXXIII 
y LXXXV ; y bastará  un  escrito  de  cada  parte 
para  tener  la  causa  por  conclusa.  Pero  si  cual- 
quiera de  los  interesados  en  el  juicio  propusiere 
j ustificacion  en  su  respectivo  escrito  y solicitare 
nuevo  término  para  hacerla,  se  admitirá  efecti- 
vamente la  causa  á prueba  con  calidad  de  todos 
cargos  y por  el  mismo  término  que  en  la  prime- 
ra instancia,  aunque  reduciendo  el  legal  tanto 
como  prudentemente  se  pueda,  y sin  conce- 
der prórogas  maliciosas  ó innecesarias  (párra- 
fos LXXXVÍ  y sig.j;  con  tal  empero  que  los  he- 
chos sobre  que  se  articula  pruébala  exijan  real- 
mente, siendo  de  aquellos  que  sin  maliciase 
dejaron  de  proponer  en  la  primera  instancia  ó 
que  propuestos  no  fueron  admitidos:  arts.  12,  13 
y 17  dei  decreto  de  11  de  Setiembre  de  1820; 
pues  no  puede  recibirse  de  modo  alguno  sobre 
otros  diferentes , por  no  dar  lugar  á manejos  re- 
probados. 

Para  determinar  la  admisión  ó repulsa  de  la 
prueba  en  caso  de  haberse  propuesto,  se  pasan 
los  autos  al  fiscal  de  S.  M.  y al  adversario  del 
proponente,  para  que  digan  y aleguen  loque 
les  parezca  sobre  la  reunión  ó falta  de  reunión 
de  las  circunstancias  que  al  efecto  se  exigen  por 
la  ley.  Si  el  tribunal  no  estima  admisible  la 
prueba  propuesta,  señala  dia  para  la  vista  de 
la  causa  en  cuanto  al  fondo;  y si  la  declara  ad- 
misible, señala  término  para  practicarla,  según 
se  ha  dicho  mas  arriba,  en  cuyo  caso  compete 
al  ministro  semanero  tomar  las  declaraciones  á 
los  testigos  que  deban  ser  examinados,  y hacer 
todas  las  demás  diligencias  relativas  á la  sus- 
tanciacion,  autorizándolas  el  escribano  de  cá- 
mara que  entienda  en  la  causa. 

C.  Conclusas  las  pruebas  si  las  hubiere,  se 
unen  á la  causa  y se  entrega  esta  á las  partes 
por  su  órden,  no  para  que  aleguen  de  bien  pro- 
bado, pues  ya  no  se  admiten  mas  escritos,  sino 
solo  para  que  se  instruyan  el  fiscal  y ios  defen- 


JU 


— 627  — 


sores;  y en  seguida  se  cita  para  la  vista,  á la  ' 
cual  generalmente  concurren  estos,  y tiene  obli- 
gación de  asistir  aquel  cuando  el  tribunal  lo  es- 
time necesario,  é informar  de  palabra  en  es- 
trados, si  la  gravedad  del  asunto  lo  requiere, 
hablando  antes  que  los  defensores  de  los  reos 
cuando  lo  hiciere  como  actor  ó coadyuvante  de  1 
la  acción:  art,  13  del  reglamento  de  justicia. 

Celebrada  la  vista  , se  dicta  sentencia  dentro 
del  mismo  término  que  en  la  primera  instancia, 
y se  notifica  á las  partes  especialmente  al  reo  ó 
reos  en  persona,  para  que  puedan  usar  de  los 
recursos  legítimos  que  tuvieren;  pues  si  se- 
gún el  Real  decreto  de  4 de  Noviembre  de  1838, 
se  les  notifica  personalmente  la  sentencia  defi-  ’ 
nitiva  del  juez  inferior , con  mas  razón  habrá  de 
notificárseles  la  sentencia  de  vista  que  puede 
producir  efectos  mas  terribles,  no  bastando  que 
se  haga  saber  solo  á los  procuradores,  por  el  pe- 
ligro que  puede  haber  de  que  estos  no  la  pon- 
gan á tiempo  en  conocimiento  de  aquellos. 

* Las  principales  disposiciones  publicadas  con 
posterioridad  á las  expuestas  por  el  autor  en  los 
párrafos  anteriores,  son  las  siguientes: 

Respecto  de  la  apelación , las  de  los  arts.  82  y 
947  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sobre 
el  término  para  interponerla,  expuestos  en  la 
adición  anterior;  la  del  art.  634  de  los  arance- 
les judiciales,  según  el  cual,  recibida  la  cau- 
sa en  la  Audiencia,  se  pasa  al  relator  para  que 
forme  el  apuntamiento  , que  se  une  después  al 
proceso  basta  que  se  archiva  este;  la  de  los 
arts.  41  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación 
del  Código  penal,  y del  675  de  la  ley  orgánica  del  | 
poder  judicial  sobre  que  se  pase  la  causa  al  ma- 
gistrado ponente  para  hacer  la  confrontación  de 
ella  con  el  apuntamiento , y ver  si  está  exacto  y 
proponer  su  rectificación,  y para  que  celebrada 
la  vista  pueda  proponer  á la  Sala  los  puntos  de 
hecho  y de  derecho  sobre  que  haya  de  recaer  la 
votación  en  los  fallos,  redactándolos  conforme 
con  lo  acordado.  (V.  Magistrado  -ponente );  la  de  la 
regla  43  de  la  ley  provisional  para  la  aplicación 
del  Código  penal,  ampliando  á toda  clase  de 
procesos  á veinte  dias  el  término  para  dictar 
sentencia  señalado  á las  Audiencias  por  el  re- 
glamento provisional  para  la  administración  de 
justicia,  y la  del  art.  73  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  que  señala  en  general  para 
dictar  sentencias,  el  término  de  los  cinco  dias 
siguientes  al  en  que  se  hubiere  celebrado  la  vis- 
ta del  incidente  ó se  hubiere  terminado  el  jui- 
cio; la  del  art.  694  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  sobre  que  las  sentencias  definitivas  se 
leerán  en  audiencia  pública,  notificándose  á los 
procuradores  de  las  partes  el  mismo  dia  en  que 
se  publiquen  ó lo  mas  al  siguiente.  Véanse  los 
artículos  de  esta  obra  Providencia  y Sentencia 
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donde  se  exponen  los  arts.  667  al  695  de  la  ley 
orgánica  del  poder  j udicial  sobre  la  forma  de  dic- 
tarse providencias,  sentencias,  acuerdos  y au- 
tos,  y el  artículo  Sentencia  (en  lo  criminal)  don- 
de ae  exponen  el  art.  13  de  la  ley  de  24  de  Mayo 
de  1870,  y los  86  al  88  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  sobre  el  modo  de  redactar  las 
sentencias  en  los  juicios  de  esta  clase.  Véase 
también  el  articulo  Apelación. 

Respecto  de  la  consulta,  la  ley  provisional  so- 
bre la  aplicación  del  Código  penal,  dispuso  que 
se  remitiera  la  causa  en  consulta  al  Tribunal 
Superior,  en  cuanto  se  dictara  la  sentencia  y se 
notificase  á las  partes,  con  citación  y emplaza- 
miento de  estas  siempre  que  se  tratare  de  delito 
á que  por  la  ley  se  señalase  pena  aflictiva.  Mas 
cuando  se  pidiere  en  la  acusación  alguna  pena 
correccional  estableció  sobre  los  casos  en  que 
procedía  ó no  la  consulta  las  prescripciones  de 
sus  reglas  38  á la  40  que  hemos  expuesto  en  la 
adición  al  núm.  XCV  del  párrafo  anterior  rela- 
tivo á la  sentencia  del  j uicio  criminal. 

Mas  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870,  después  de 
exponer  en  su  art.  13  la  manera  cómo  deben  re- 
dactarse las  sentencias  por  el  juez  inferior  en 
las  causas  criminales,  según  fueran  condenato- 
rias ó absolutorias,  dispone  lo  siguiente:  En  to- 
dos casos  mandará  el  juez  elevarla  causa  en 
consulta  á la  Audiencia  y citar  y emplazar  á las 
partes  para  que  acudan  á usar  de  su  derecho 
dentro  del  término  que  se  les  señale. 

Recibida  la  causa  en  la  Audiencia,  se  mandará 
pasar  al  relator  para  formar  el  apuntamiento. 

Devuelta  por  el  relator , se  mandará  entregar 
la  causa  al  acusador  privado,  cuando  lo  hubiere, 
y al  ministerio  fiscal  aunque  haya  apelado  al- 
guna de  las  partes,  para  que  reproduzcan  ó mo- 
difiquen su  acusación. 

De  estos  escritos  se  conferirá  traslado  á los 
demás  interesados  para  que  formalicen  su  de- 
fensa. 

La  Sala  señalará  el  término  en  que  hayan  de 
evacuarse  las  alegaciones  expresadas,  atendida 
la  complicación  y volumen  del  proceso , pero  sin 
que  en  ningún  caso  pueda  exceder  de  quince 
dias  para  cada  una  de  las  partes. 

Presentado  el  último  escrito , se  señalará  in- 
mediatamente dia  para  la  vista:  art.  14. 

Cuando  vista  la  causa  entendiese  el  Tribunal 
Superior  que  debió  haberse  accedido  á la  prueba 
propuesta  ó ampliado  el  término  , y se  hubiere 
hecho  ante  el  juez  de  primera  instancia  la  pro- 
puesta indicada  en  el  art.  7.°,  dejará  sin  efecto 
la  sentencia  consultada  y mandará  devolver  la 
causa  al  juzgado  para  que,  reponiéndola  al  es- 
tado que  corresponda,  practique  la  prueba  ó 
amplíe  el  término  probatorio  y dicte  nueva  sen- 
tencia: art.  15. 
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La  sentencia  se  redactará  según  lo  dispuesto 
en  el  art.  13,  y se  pronunciará  dentro  de  los 
cinco  dias  siguientes  al  de  la  conclusión  de  la 
vista.  V.  Sentencia  (e n lo  criminal).  * 

* j)e  ¡a  súplica  ó sea  de  la  tercera  instancia. — 
Anteriormente  y conforme  á lo  dispuesto  por  el 
reglamento  provisional,  había  lugar  á dicha 
tercera  instancia  solamente  cuando  la  sentencia 
de  vista  pronunciada  por  la  Audiencia  era  con- 
forme de  toda  conformidad  á la  sentencia  dic- 
tada en  primera  instancia.  A esta  regla,  sin  em- 
bargo, se  marcaron  varias  excepciones  por  la 
regla  46  de  la  ley  provisional  para  la  ejecución 
del  Código  penal ; mas  en  la  actualidad  no  liá 
lugar  á la  súplica  como  tercera  instancia,  ha- 
biendo sido  suprimida  por  el  art.  17  de  la  ley 
citada  de  24  de  Mayo  de  1870.  La  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  en  su  art.  113,  admite  la 
súplica,  no  como  tercera,  sino  como  segunda 
instancia  contra  los  autos  de  los  tribunales  de 
partido,  de  las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Au- 
diencias y del  Tribunal  Supremo,  pudiendo  in- 
terponerse ante  el  que  hubiere  dictado  el  auto 
suplicado.  V.  Súplica. 

Según  el  art,  17  citado  de  la  ley  de  24  de  Mayo 
de  1870,  contra  las  sentencias  definitivas  que 
pronuncien  las  Audiencias  en  la  segunda  ins- 
tancia sobre  causas  criminales  no  se  da  otro  re- 
curso que  el  de  casación , el  cual  tendrá  lugar 
contra  la  ejecutoria  que  recaiga,  para  lo  cual 
los  tribunales  deben  redactar  las  sentencias  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  13  citado.  Véase 
Sen  tencia  en  lo  criminal. 

Ejecución  de  la  sentencia. — V.  Sentencia  en  lo 
criminal  (su  ejecución).  * 

CIE  Número  de  magistrados  que  deben  concur- 
rir á la  segunda  y tercera  instancia. — En  las  Au- 
diencias de  la  península  é islas  adyacentes  son 
necesarios  cinco  ministros  para  ver  y fallar  en 
vista  ó revista  las  causas  en  que  el  juez  de 
primera  instancia  haya  impuesto  ó pedido  el  fis- 
cal de  S.  M.  la  pena  de  muerte,  extrañamiento 
del  reino,  ó presidio,  reclusión  y servicio  de 
hospitales,  ó confinamiento  fuera  de  la  Penín-  ' 
sula  por  mas  de  ocho  años;  disposición  3.a  del 
Real  decreto  de  4 de  Nov.  de  1838. 

En  todas  las  demás  causas  en  que  la  pena  im- 
puesta por  el  juez  ó pedida  por  el  fiscal  de  S.*M. 
sea  por  menos  tiempo  que  de  ocho  años,  bastan 
tres  magistrados  para  verlas  y fallarlas  (excepto 
en  las  causas  de  que  las  Audiencias  conocen  en 
primera  instancia  contra  jueces  inferiores,  pues  ■ 
en  ella  son  necesarios  cinco);  pero  si  habiendo 
empezado  á verse  alguna  causa  de  esta  clase, 
opinare  cualquiera  de  los  ministros  que  la  preña 
que  corresponde  imponer  es  la  capital  ó alguna 
de  las  demás  corporales  por  naas  de  ocho  años,  y 
votada  la  sentencia  no  resultase  providencia  de 


otra  pena  menor,  se  tendrá  por  no  vísta  la  causa 
y se  volverá  á ver  con  asistencia  de  dos  magis- 
trados mas:  disposic.  3.a  y 4.a  de  dicho  decreto. 

Para  hacer  sentencia  en  las  cansas  en  que 
concurren  cinco  ministros,  bastan  tres  votos  en- 
teramente conformes;  y en  aquellas  en  que  bas- 
ta la  concurrencia  de  tres  ministros,  no  hay 
tampoco  sentencia  ni  resolución  sino  en  lo  que 
reúna  sus  tres  votos  absolutamente  conformes; 
cornbin.  de  la  disposición  5.a  del  decreto  de  4 de 
Noviembre  de  1838,  y del  final  del  art.  74  del 
Reglamento  de  justicia. 

* El  art.  42  de  la  ley  para  la  aplicación  del 
Código  penal,  requiere  cinco  magistrados  para 
fallar  los  procesos  en  que  se  pide  ó impone  la 
pena  de  muerte  ó alguna  perpétua. 

Por  el  artículo  673  de  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial  y por  el  86  de  la  de  Enjuiciamien- 
to criminal,  son  necesarios  únicamente  tres  ma- 
gistrados para  dictar  sentencias  en  los  juicios 
cuyo  conocimiento  corresponde  á la  Sala  de  lo 
criminal  en  las  Audiencias,  y según  lo  estable- 
cido en  el  art.  684  de  la  primera  de  dichas  leyes, 
se  requiere  la  mayoría  absoluta  de  votos  para 
dictar  sentencia  excepto  en  los  casos  en  que  la 
ley  exigiera  mayor  mimero  expresamente. 

Cuando  en  las  causas  criminales  no  hubiere 
mayoría  se  estará  á lo  que  ordena  la  ley  orgáni- 
ca del  poder  judicial  respecto  á las  discordias; 
art.  686  de  la  misma.  V.  Discordia. 

Habiéndose  consultado  al  Gobierno  sobre  si 
las  sentencias  dictadas  en  las  causas  crimina- 
les á cuya  vista  concurran  tres  magistrados 
son  ó no  válidas,  cuando  no  hay  conformidad  de 
votos,  y sobre  el  modo  de  dirimir  la  discordia 
que  por  este  motivo  ocurra,  el  Gobierno,  teniendo 
en  consideración  y resultando,  combinadas  las 
disposiciones  citadas,  que  cuando  á la  vista  de 
una  causa  concurren  tres  magistrados,  el  voto 
conforme  dedos  de  ellos  sobre  cualquiera  de  los 
pronunciamientos  de  hecho  ó derecho  que  de- 
ban hacerse,  constituye  la  mayoría  absoluta, 
de  votos,  y en  tal  caso,  por  consiguiente,  la  sen- 
tencia que  se  dicte  será  legal  sin  necesidad  de 
que  se  declare  la  discordia;  considerando  asi- 
mismo, que  siempre  que  no  resulte  la  expresa- 
da mayoría  de  votos  en  las  causas  criminales,  se 
ha  de  resolver  la  discordia  de  la  mauera-y  en  la 
forma  prescritas  en  los  artículos  696  y 706  de  la 
mencionada  ley  orgánica  de  tribunales,  ha  re- 
suelto, que  derogadas,  como  lo  fueron,  por  di- 
cha ley  y por  la  de  Enjuiciamiento  criminal  las 
disposiciones  anteriores  relativas  al  procedi- 
miento en  los  juicios  criminales,  desde  la  pro- 
mulgación de  dicha  ley,  deben  y han  debido 
observarse  y cumplirse  estrictamente  sus  pre- 
ceptos en  cuanto  á la  constitución  de  las  Salas 
de  justicia,  cómputo  de  votos,  resoluciones  de 
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discordias  y pronunciamientos  de  sentencias  en 
diclios  juicios:  Real  órden  de  l.°  de  Junio  de  1874. 
Véase  Discordia  y Empate.  * 

DEL  JUICIO  ORAL  Y PÚBLICO  ANTE  LOS  TRIBUNALES 
BE  DERECHO. 

* Expuesto  el  procedimiento  establecido  para  el 
juicio  escrito  sobre  delitos  comunes  con  arreglo 
á las  leyes  anteriores  á las  nuevas  reformas , en 
la  manera  trazada  por  el  Sr.  Escriche,  y con  las 
adiciones  de  las  principales  disposiciones  dicta- 
das  últimamente , vamos  á exponer  el  procedi- 
miento comprendido  en  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal  de  1872,  que  se  refiere  especialmen- 
te al  juicio  oral  y público  en  única  instancia 
ante  los  tribunales  de  derecho , con  arreglo  á la 
ley  orgánica  del  poder  judicial , no  obstante  ha- 
llarse suspendido  por  el  decreto  de  3 de  Enero 
de  1875,  puesto  que  hallándose  sujetas  dichas 
dos  leyes  actualmente  á una  nueva  revisión  y 
reforma  de  la  comisión  de  Códigos  (como  lo  es- 
tán asimismo  las  disposiciones  referentes  al  su- 
mario aplicables  al  procedimiento  escrito),  pu- 
diera regir  de  nuevo  en  lo  sucesivo  con  mas  ó 
menos  alteraciones,  y de  todos  modos  servir  las 
disposiciones  relativas  al  mismo  de  ilustración 
y complemento  respecto  del  juicio  por  escrito. 

En  el  artículo  Juicio  oral  hemos  indicado  ya 
las  ventajas  que  según  autores  de  crédito  ofrece 
el  procedimiento"  oral  moderno,  con  respecto  al 
escrito  anteriormente  observado,  ventajas  que  se 
cree  superan  á los  principales  inconvenientes 
apuntados  por  otros  escritores,  consistentes  en 
no  ofrecer  aquel  la  permanencia  que  este  para 
poder  consultar  el  proceso  en  caso  de  duda,  y el 
no  permitir  la  naturaleza  de  aquel  juicio  una 
segunda  instancia  (puesto  que  no  pueden  repro- 
ducirse los  actos  que  son  fundamento  de  la  pri- 
mera) y esto  en  materia  de  tan  grave  importan- 
cia como  la  criminal,  que  anteriormente  apenas 
se  creyó  suficientemente  protegida  por  medio 
de  tres  instancias.  Así,  pues,  solo  añadiremos 
en  apoyo  del  juicio  oral,  las  siguientes  conside- 
raciones que  expone  el  ilustrado  fiscal  de  la  Au- 
diencia de  Madrid  en  la  obra  anteriormente  ci- 
tada que  acaba  de  publicar.  «EL  sistema  oral  fia 
la  certeza  que  debe  dominar  en  el  entendimien- 
to del  tribunal  para  resolver  sobre  la  existencia 
del  delito  y la  delincuencia  á los  medios  de  com- 
probación moral  de  la  verdad  del  testimonio , y 
acepta  principalmente  como  tales  medios  la  pu- 
blicidad, y el  ver  al  hombre  que  le  emite  y oir 
al  hombre  que  le  emite;  ex  auditu  et  viste.  Te- 
niéndole ante  sí  y en  presencia  del  público, 
juzga  de  la  verdad  de  lo  que  dice  y de  la  sin- 
ceridad con  que  lo  dice  por  el  modo  con  que  lo 
hace,  comprendiéndose  dentro  del  modo  su  fiso- 


nomía, su  continente,  sn  seguridad,  su  voz,  su 
gesto,  su  serenidad  ó turbación,  sus  reticencias 
y hasta  su  silencio.  La  apreciación  de  la  verdad 
del  testimonio,  se  dice,  es  puramente  moral,  no 
puede  sujetarse  al  terminismo  de  las  reglas,  y 
es  poi  ello  indispensable  que  las  declaraciones 
se  presenten  bajo  la  forma  mas  verdadera , es 
i decir,  la  oral,  sin  ninguna  redacción  escrita.  La 
escritura,  se  añade,  alcanza  á todo  menos  á 
trasmitirnos  las  inflexiones  de  la  voz  que  reve- 
lan los  sentimientos  del  corazón , los  movimien- 
tos de  la  fisonomía  que  publican  el  estado  del 
alma  y el  estado  físico  y móral  del  testigo  en  el 
instante  de  su  declaración,  etc.,  y sin  embargo, 
todo  ello  es  preciso  verlo  y juzgarlo  para  pene- 
trar y apoderarse  del  secreto  de  su  conciencia, 
y precisa  y única  esta  manera  de  comprobación 
de  su  veracidad;  nada,  pues,  de  redacción,  nada 
de  lectura  de  lo  escrito,  declaración  puramente 
oral,  declaración  por  la  palabra  hablada  y de- 
claración directa  ante  el  juez  ó tribunal  que  ha 
de  dictar  la  sentencia.» 

La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sin  em- 
bargo, no  adoptó  en  toda  su  extensión  el  siste- 
ma del  juicio  oral  y público , sino  un  sistema 
mixto , compuesto  de  la  forma  escrita  y de  la 
oral,  y el  secreto  de  aquella  con  la  publicidad  de 
esta,  y admitiendo  los  dos  estados  ó períodos 
del  juicio  criminal,  conocidos  anteriormente 
con  los  nombres  de  sumario  y de  plenario.  Así, 
pues,  eran  aplicables  al  procedimiento  por  ella 
establecido  las  disposiciones  que  hemos  expues- 
to en  las  adiciones  á los  párrafos  del  Sr.  Escri- 
che relativas  al  sumario  de  las  causas  crimina- 
les , aunque  con  la  diferencia  de  confiar  las  di- 
ligencias constitutivas  de  dicho  período  á un 
juez  instructor,  cuya  misión  termina  al  decla- 
rarse concluido  el  sumario,  correspondiendo  á 
otro  tribunal  ó juez  distinto  el  conocimiento  del 
plenario  y el  dictar  sentencia  sobre  el  fondo  de 
la  causa,  si  bien  en  el  día  reúne  las  atribucio- 
nes del  juez  instructor  el  de  primera  instancia 
por  no  haberse  establecido  todavía  aquellos. 

Las  diferencias,  pues,  del  procedimiento  oral 
con  respecto  al  escrito  principian,  según  ya  he- 
mos indicado,  en  el  plenario,  si  bien  se  advier- 
ten asimismo  algunas  respecto  de  la  termina- 
ción del  sumario,  yen  su  consecuencia,  desde 
el  estado  del  juicio  en  que  el  juez  instructor 
cree  terminado  este  período  que  la  ley  califica 
con  el  dictado  de  conclusión  del  sumario. 

Desde  este  período,  pues,  vamos  á hacernos 
cargo  de  las  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  varias  de  las  cuales,  tales 
como  las  de  los  artículos  550  al  554  creemos  apli- 
cables respecto  de  la  conclusión  del  sumario  en 
el  juicio  escrito. 

De  la  conclusión  del  sumario. — Practicadas  to- 
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das  las  diligencias  decretadas  de  oficio  6 á ins- 
tancia de  parte,  por  el  juez  instructor,  si  este 
considerase  terminado  el  sumario,  lo  declarará 
así,  mandando  remitir  los  autos  y todas  las  pie- 
zas de  convicción  al  tribunal  que  tenga  por  com- 
petente para  conocer  del  delito,  dice  el  art.  537 
de  la  ley  citada  de  Enjuiciamiento  criminal. 
Y.  Jurado,  Juez  de  primera  instancia,  Tribunal 
de  Partido , Audiencia  y Tribunal  Supremo. 

Si  reputare  simple  falta  el  hecho  del  sumario, 
mandará  remitir  el  proceso  al  juez  muuicipal 
competente:  art.  538. 

Los  autos  dictados  con  arreglo  4 los  dos  ar- 
tículos anteriores  se  pondrán  en  conocimiento 
del  ministerio  fiscal  del  partido , si  el  delito  ó 
falta  fueren  públicos  ó alguno  de  los  compren- 
didos en  los  artículos  453,  460,  461  y 462  del  Có- 
digo penal  (esto  es  , los  de  violación  y rapto  de 
mujer  ejecutado  con  miras  deshonestas),  y se 
notificarán  así  al  querellante  particular  como  al 
procesado  y 4 las  demás  personas  contra  quie- 
nes resultase  responsabilidad  civil,  emplazán- 
dolas para  que  comparezcan  en  el  término  de 
quince  dias  si  fuere  ante  el  Tribunal  Supremo, 
de  diez  si  fuere  ante  la  Audiencia,  y de  cinco  si 
fuere  ante  el  tribunal  de  partido  ó el  juez  mu- 
nicipal: art.  530. 

Del  auto  mandando  remitir  la  causa  al  juez 
municipal  podrá  apelarse  para  ante  el  tribunal 
del  partido.  El  recurso  será  admisible  en  ambos 
efectos:  art.  540. 

El  emplazamiento  que  haya  de  practicarse  en 
cumplimiento  del  auto  mencionado  en  el  ar- 
tículo 538,  no  tendrá  lugar  hasta  que  aquel  sea 
firme  , y su  término  empezará  á correr  desde  el 
dia  siguiente  al  de  la  última  notificación.  Reci- 
bidos los  autos  por  el  juez  municipal,  se  sustan- 
ciará el  juicio  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
libro  3.”  de  dicha  ley:  art.  541. 

El  tribunal  que  recibiere  los  autos  y piezas  de 
convicción  mandará  pasarlos  al  ponente  por  el 
tiempo  que.faltare  para  cumplir  el  término  del 
emplazamiento,  abriendo  antes  los  pliegos  y de- 
más objetos  cerrados  y sellados  que  hubiese  re- 
mitido el  juez  de  instrucción.  De  la  apertura  de 
dichos  pliegos  y objetos  se  extenderá  por  el  se- 
cretario acta,  en  la  cual  se  hará  constar  el  esta- 
do en  que  se  hallasen:  art.  542. 

Trascurrido  dicho  término , se  pasarán  para 
instrucción  por  otro  que  no  bajará  de  tres  dias, 
ni  excederá  de  10  , según  el  volumen  del  proce- 
so al  Ministerio  fiscal , si  la  causa  fuere  por  de- 
lito púbiieo  ó por  alguno  de  los  comprendidos 
en  los  arts.  453,  460,  461  y 463  del  Código  penal 
(esto  es,  los  de  violación  ó rapto),  y al  procurador 
del  querellante  si  se  hubiese  personado.  Si  los 
autos  excedieren  de  2,000  fólio3,  podrá  proro- 
garse el  término  sin  que  en  ningún  caso  la  pró- 


' roga  pueda  exceder  de  otro  tanto  mas.  Al  ser 
: devueltos  , se  acompañará  escrito  conformándo- 
' se  con  el  auto  del  inferior  que  hubiese  declarado 
el  sumario  terminado  ó pidiendo  la  práctica  de 
nuevas  diligencias:  art.  543. 

Devueltos  los  autos  ó recogidos  de  poder  del 
último  que  los  hubiese  recibido,  se  pasarán  in- 
mediatamente, y por  término  de  tres  dias,  al 
ponente  con  los  escritos  presentados. 

El  tribunal,  al  mandar  entregar  los  autos  á 
las  partes , dispondrá  lo  que  considere  conve- 
niente para  que  estas  puedan  examinar  la  cor- 
respondencia, libros,  papeles  y demás  piezas  de 
convicción,  sin  peligro  de  alteración  en  su  es- 
tado: art.  545.  Véase  sobre  lo  que  entiende  la 
ley  por  piezas  de  convicción  ios  arts.  622  y 637 
expuestos  mas  adelante. 

Trascurrido  el  plazo  del  art,  544,  el  tribunal 
dictará  auto  confirmando  ó revocando  el  del 
juez  de  instrucción:  art.  546. 

Si  se  revocare  dicho  auto,  se  mandará  devol- 
ver ei  proceso  al  que  lo  hubiese  remitido , expre- 
sando las  diligencias  que  hayan  de  practicarse. 
Se  devolverán  también  las  piezas  de  convicción, 
si  el  tribunal  lo  considerase  necesario  para  la 
práctica  de  las  nuevas  diligencias:  art.  547. 

Si  fuere  confirmado  el  auto  declarando  termi- 
nado el  sumario,  se  mandará  traerla  causa  á la 
vista  para  resolver  si  se  ha  de  sobreseer  en  ella, 
ó si  ha  de  abrirse  el  juicio  oral.  Para  la  vista  se 
citará  al  ministerio  fiscal  si  fuere  publico  ei  de- 
lito ó alguno  de  los  comprendidos  en  los  artícu- 
los 453,  460,  461  y 462  del  Código  penal,  y al 
procurador  del  querellante  particular  si  lo  hu- 
biere: art.  548. 

El  tribunal  dictará  auto  en  los  cinco  dias  si- 
guientes al  de  la  vista,  mandando  abrir  el  juicio 
oral  ó sobreseyendo.  Si  se  decretare  ei  sobresei- 
miento, se  declarará  si  este  es  provisional  ó li- 
bre, y en  este  caso  si  es  total  ó parcial.  Si  se  de- 
cretare el  sobreseimiento  libre  parcial,  se  man- 
dará abrir  el  juicio  oral  respecto  de  los  procesa- 
dos á quienes  no  favoreciere:  art.  549, 

Decretado  el  sobreseimiento  total,  se  mandará 
que  se  archiven  los  autos  y las  piezas  de  con- 
vicción que  no  tuvieren  dueño  conocido,  des- 
pués de  haberse  practicado  las  diligencias  nece- 
sarias para  la  ejecución  de  lo  mandado:  art.  550. 

Las  piezas  de  convicción  cuyo  dueño  fuere 
conocido,  continuarán  retenidas  si  un  tercero 
lo  solicitare,  hasta  que  se  resuelva  la  acción  ci- 
vil que  se  propusiere  entablar.  En  este  caso,  si 
el  tribunal  accediese  á que  continúe  la  reteu- 
cion,  fijará  el  plazo  dentro  del  cual  habrá  de 
acreditarse  que  la  acción  se  ha  entablado:  ar- 
tículo 551. 

Trascurrido  el  plazo  fijado  en  el  artículo  ante- 
rior sin  haberse  acreditado  el  ejercicio  de  la  ac- 
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cion  civil  ó si  nadie  hubiere  reclamado  que  con- 
tinúe la  retención  de  las  piezas  de  convicción, 
serán  estas  devueltas  á su  dueño:  art.  552. 

Se  reputará  dueño  el  que  estuviere  poseyendo 
la  cosa  al  tiempo  de  incautarse  de  ella  el  juez 
de  instrucción:  art.  553. 

Contra  el  auto  de  sobreseimiento  no  proce- 
derá sino-el  recurso  de  casación  en  su  caso:  ar- 
ticulo 554. 

Respecto  de  Los  casos  en  que  procede  el  sobre- 
seimiento y de  los  modos  de  efectuarse  con  ar- 
reglo á lo  prescrito  en  los  artículos  555  al  560  de 
la  ley,  véanse  las  adiciones  al  pár.  LXXV  de 
este  articulo,  Juicio  criminal. 

Tales  son  las  disposiciones  que  se  contienen 
en  el  tit.  14,  lib.  1."  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  bajo  el  epígrafe  de  conclusión  del  su- 
mario. 

Terminado  dicho  título  sigue  el  libro  2.°  de  la, 
ley  referida,  que  versa,  sobre  el  juicio  oral  y en 
cuyo  tit.  l.°  se  exponen  los  preliminares  de  di- 
cho juicio,  esto  es,  las  disposiciones  concernien- 
tes á la  calificación  del  delito. 

De  la  calificación  del  delilo.  — Cuando  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  549,  se  mandare 
abrir  el  juicio  oral,  prescribe  el  art.  561,  que 
se  comunicará  el  sumario  al  fiscal , si  le  corres- 
pondiere intervenir  en  la  causa,  ó al  querellan- 
te particular , si  esta  fuere  por  delito  privado, 
para  que  en  el  término  de  cinco  dias  califique 
por  escrito  los  hechos.  Dictada  que  sea  esta  re- 
solución, serán  públicos  todos  los  actos  del  pro- 
ceso , salvo  la  excepción  comprendida  en  el  ar- 
tículo 790  (que  se  expone  mas  adelante). 

El  escrito  de  calificación , determinará  en  con- 
clusiones precisas  y numeradas:  l.°  Los  hechos 
punibles  que  á juicio  del  actor  resultaren  del 
sumario.  2.°  La  calificación  legal  de  los  mismos 
hechos,  determinando  el  delito  que  constitu- 
yan. 3.°  La  participación  que  en  ellos  hubiese 
tenido  el  procesado  6 cada  uno  de  los  procesa- 
dos si  fueren  varios.  4.°  Los  hechos  que  resulta- 
ren del  sumario  y que  constituyan  circunstan- 
cias atenuantes  ó agravantes  del  delito  ó exi- 
mentes de  responsabilidad  criminal:  art.  562. 
5.°  Las  penas  de  que  deberán  ser  responsables 
los  procesados:  art.  568. 

El  querellante  particular  por  delito  privado  y 
el  ministerio  fiscal  cuando  sostengan  la  acción 
civil,  expresarán  además:  l.°La  cantidad  en  que 
aprecien  los  daños  y perjuicios  causados  por  el 
delito,  ó la  cosa  que  haya  de  ser  restituida.  2.°  La 
persona  ó personas  que  aparezcan  responsables 
de  los  daños  y perjuicios  ó de  la  restitución  de 
la  cosa,  y el  hecho  en  virtud  del  cual  hubieren 
contraido  esta  responsabilidad : art.  562. 

Devuelta  la  causa  por  el  fiscal,  se  pasará  por 
igual  término  y con  el  mismo  objeto  al  quere- 
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| liante  particular , silo  hubiere,  quien  presen- 
tará el  escrito  de  calificación  en  la  forma  ante- 
riormente establecida.  Si  hubiere  actor  mera- 
mente civil,  se  le  pasará  la  causa  eu  cuanto  sea 
devuelta  por  el  fiscal  ó querellante  particular, 
para  que  á su  vez  en  un  término  igual  al  fijado 
eu  los  artículos  anteriores  presente  conclusio- 
nes numeradas  acerca  de  los  últimos  puntos 
comprendidos  en  los  números  l.°  y 2.°  del  último 
párrafo  del  art.  562:  art.  563. 

Pasará  seguidamente  la  causa  al  procurador 
ó procuradores  de  los  procesados  y de  las  terce- 
ras personas  civilmente  responsables,  para  que 
en  igual  término  manifiesten  también  por  con- 
clusiones numeradas  y correlativas  á las  de  la 
calificación  que  á ellos  se  refieran,  si  están  ó no 
conformes  con  cada  una,  ó en  otro  caso  los  pun- 
tos de  divergencia:  art.  564, 

Las  partes  podrán  presentar  sobre  cada  uno  de 
los  puntos  que  han  de  ser  objeto  de  la  califica- 
ción dos  ó mas  conclusiones  en  forma  alternati- 
va para  que,  si  no  resultare  del  juicio  la  proce- 
■ dencia  de  la  primera,  pueda  estimarse  cualquie- 
ra de  las  demás  en  la  sentencia:  art.  565. 

El  tribunal , al  mandar  que  se  entreguen  los 
autos  á las  partes  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  adoptará  las 
disposiciones  á que  se  refiere  el  artículo  545: 
| (esto  es,  las  convenientes  para  que  aquellas 
puedan  examinar  la  correspondencia,  libros, 
papeles  y demás  piezas  de  convicción  , sin  peli- 
gro de  alteración  en  su  estado):  art.  566. 

El  ministerio  fisca!  y las  partes  manifesta- 
rán además  en  sus  respectivos  escritos  de  califi- 
cación las  pruebas  de  que  intentaren  valerse, 
presentando  las  listas  de  peritos  y testigos  que 
hubieren  de  declarar  á su  instancia,  y podrán 
exponer  lo  que  estimen  oportuno  sobre  la  nece- 
sidad de  que  se  constituya  Sala  extraordinaria 
en  la  población  que  corresponda:  art.  568. 

En  las  listas  de  peritos  y testigos  se  expresa- 
rán sus  nombres  y apellidos,  el  apodo  si  por  él 
fueren  conocidos,  y su  domicilio  ó residencia, 
manifestando  además  la  parte  que  los  presen- 
tare si  los  peritos  y testigos  lian  de  ser  citados 
judicialmente  ó si  se  encarga  de  hacerlos  con- 
j currir:  art.  569. 

Cada  parte  presentará  tantas  copias  de  las  lis- 
tas de  peritos  y testigos  cuantas  sean  las  demás 
personadas  en  la  causa,  á cada  una  de  las  cua- 
les se  entregará  una  de  dichas  copias  en  el  mis- 
mo día  en  que  fueren  presentadas.  La  lista  ori- 
ginal se  unirá  á los  autos.  Pedirán  además  las 
partes  que  se  practiquen  desde  luego  aquellas 
diligencias  de  prueba  que  por  cualquiera  causa 
fuere  de  temer  que  no  se  puedan  practicar  en  el 
juicio  oral:  art.  570. 

El  tribunal  examinará  las  pruebas  propues- 
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tas,  admitiendo  las  que  considere  pertinentes  y 
rechazando  las  demás.  Para  rechazar  la  pro- 
puesta por  el  querellante  particular,  habrá  de 
ser  oido  el  fiscal,  si  interviniere  en  la  causa. 
Contra  la  parte  del  auto  admitiendo  las  pruebas 
"ó  mandando  practicar  la  que  se  hallare  en  el 
caso  del  párrafo  tercero  del  artículo  anterior  no 
procederá  recurso  alguno.  Contra  la  en  que  fue- 
ren rechazadas , ó denegada  la  práctica  de  las 
diligencias  que  se  hallaren  en  el  caso  anterior- 
mente mencionado,  podrá  interponerse  en  su 
dia  el  recurso  de  casación , si  se  preparare  opor- 
tunamente con  la  correspondiente  protesta:  ar- 
tículo 571. 

El  tribunal  mandará  expedir  los  exhortes  ó 
mandamientos  necesarios  para  la  citación  de 
los  peritos  y testigos  que  la  parte  hubiese  de- 
signado con  este  objeto:  art.  572. 

Los  exhortos  ó mandamientos  serán  remitidos 
de  oficio  para  su  cumplimiento  , á no  ser  que  la 
parte  pidiere  que  se  le  entreguen.  En  este  caso 
se  señalará  un  plazo,  dentro  del  cual  habrá  de 
devolverlos  cumplimentados : art.  573, 

has  citaciones  de  peritos  y testigos  se  harán 
en  la  forma  establecida  en  el  cap.  III  del  título 
preliminar  de  la  ley  que  exponemos.  (V.  Cita- 
ción y Emplazamiento). 

Los  peritos  y testigos  citados  que  no  compa- 
recieren sin  causa  legítima  que  se  lo  impida  in- 
currirán en  la  multa  señalada  en  el  núm.  5."  del 
art.  49  (esto  es,  en  la  de  5 á 50  pesetas.  V.  Cita- 
ción). Si  vueltos  ¿ citar,  dejaren  también  de 
comparecer,  serán  procesados  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  segundo  párrafo  del  art.  383  del 
Código  penal.  Dicho  artículo  impone  la  multa 
de  125  á 1,250  pesetas  al  testigo  ó perito  que 
voluntariamente  dejare  de  comparecer  cuando 
hubiere  sido  oportunamente  citado  ante  un  tri- 
bunal á prestar  declaración:  art.  574. 

Las  partes  podrán  recusar  á los  peritos  expre- 
sados en  las  listas  por  cualquiera  de  las  causas 
mencionadas  en  el  art,  365  (esto  es,  por  paren- 
tesco de  consanguinidad  ó de  afinidad  dentro 
del  cuarto  grado  con  el  querellante  ó con  el  reo; 
por  interés  directo  ó indirecto  en  la  causa  ó en 
otra  semejante;  y por  amistad  íntima  ó enemis- 
tad manifiesta). 

La  recusación  habrá  de  hacerse  en  los  tres 
dias  siguientes  á la  entrega  al  recusante  de  la 
lista  en  que  se  contenga  el  nombre  del  recusa- 
do. Interpuesta  la  recusación  , se  dará  traslado 
del  escrito  por  igual  término  á la  parte  que  in- 
tentare valerse  del  perito  recusado.  Trascurrido 
el  término  y devueltos  ó recogidos  los  autos,  se 
recibirán  á prueba  por  seis  días,  durante  ios 
cuales  cáaa  una  de  las  partes  practicará  la  que 
le  convenga , con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
cap.  11  del  tít.  III  del  libro  2.°  de  la  ley  (que  versa 


sobre  las  pruebas  y que  se  expone  mas  adelante). 
Trascurrido  este  término , se  señalará  dia  para 
la  vista,  á la  que  podrán  asistir  las  partes  y sus 
defensores,  y á los  tres  dias  de  celebrada,  el 
tribunal  resolverá  el  incidente.  Contra  este  auto 
no  se  dará  recurso  alguno  : art.  575. 

El  perito  que  no  fuere  recusado  en  el  término 
fijado  en  el  artículo  anterior,  no  podrá  serlo 
después  á no  ser  en  el  caso  de  incurrir  en  algu- 
na de  las  causas  de  recusación:  art.  576. 

El  tribunal  adoptará  á instancia  de  parte  las 
disposiciones  necesarias  para  que  pueda  practi- 
carse oportunamente  la  prueba  propuesta,  man- 
dando que  desde  luego  se  proceda  á ejecutar  los 
reconocimientos  é inspecciones  oculares  solici- 
tadas por  las  partes  y admitidas  por  el  tribunal, 
siempre  que  de  aguardarse  á la  práctica  de  las 
demás  pruebas  resultare  la  necesidad  de  sus- 
pender el  juicio.  Estas  diligencias  se  ejecutarán 
en  la  forma  establecida  en  el  cap.  II,  tít.  III  del 
libro  citado  (que  trata  de  las  pruebas  y que  se 
expone  mas  adelante ):  art.  577. 

Si  la  causa  fuere  por  delito  de  que  la  Audien- 
cia deba  conocer  sin  intervención  del  jurado,  la 
Sala  de  lo  criminal  podrá  determinar  que  se 
constituya  Sala  extraordinaria  de  audiencia  en 
la  población  cabeza  de  partido  judicial  que  cor- 
responda para  la  continuación  y fallo  de  la  cau- 
sa. Solamente  en  casos  extraordinarios  ó cuando 
por  la  dificultad  de  las  comunicaciones,  por  la 
distancia  de  los  pueblos  donde  residan  los  testi- 
gos ó los  procesados  ó por  la  clase  de  prueba 
propuesta  se  ofrezcan  graves  inconvenientes 
para  la  pronta  administración  de  justicia  de  que 
la  Sala  ordinaria  de  lo  criminal  continúe  cono- 
ciendo de  la  causa  expresada  en  el  párrafo  an- 
terior, podrá  determinar  que  se  constituya  la 
Sala  extraordinaria.  Contra  la  resolución  de  la 
Sala  de  lo  criminal  respecto  del  punto  en  que 
deba  continuarse  el  juicio,  no  se  dará  recurso 
alguno:  art.  578. 

Dispondrá  asimismo  el  tribunal  que  los  pro- 
cesados que  se  hallaren  presos  sean  inmediata- 
mente conducidos  á la  cárcel  de  la  población  en 
que  hubiere  de  continuarse  el  juicio,  citándolos 
para  el  mismo , asi  como  á los  q uc  estuvieren 
en  libertad  provisional , para  que  se  presenten 
en  el  dia  en  que  el  mismo  tribunal  señalare , y 
mandará  también  notificar  el  auto  á los  fiadores 
ó dueños  de  los  bienes  dados  en  fianza,  expi- 
diéndose para  todo  ello  los  exhortos  y manda- 
mientos necesarios.  La  falta  de  la  citación  expre- 
sada podrá  ser  causa  de  casación , si  la  parte 
que  no  hubiere  sido  citada  no  compareciere  en 
el  juicio:  art.  579. 

De  los  artículos  deprimo  pronunciamiento. — Las 
disposiciones  de  los  arts.  580  al  595  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  sobre  este  punto,  se 
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han  insertado  en  el  artículo  de  esta  obra  Articu- 
lo de  prévio  pronunciamiento. 

De  la  confesión  de  los  procesados  y personas  ci- 
vilmente responsables.— Aunque  desde  este  acto 
del  procedimiento  es  cuando  se  considera  que 
principia  propiamente  el  juicio  oral,  este,  en 
rigor , se  inicia  con  el  escrito  de  calificación  del 
delito  y proposición  de  prueba  que  presenta 
el  ministerio  fiscal  ó el  querellante  particular, 
y el  de  oposición  ó conformidad  y proposición 
de  prueba  que  presenta  el  procesado,  escritos 
con  que  Se  ejercita  la  acción  y la  excepción  y se 
determinan  los  medios  y fundamentos  de  deci- 
sión, y á los  que  siguen,  en  su  caso,  los  en  que 
se  promueven  los  artículos  de  prévio  pronun- 
ciamiento. 

Hecho  esto,  en  el  dia  señalado  para  dar  princi- 
pio á las  sesiones,  se  colocarán  en  el  local  de 
la  Audiencia  las  piezas  de  convicción  que  se 
hubiesen  recogido,  y el  presidente,  después  de 
exhortar  á los  procesados  á decir  verdad  , pre-  i 
guntará  á cada  uno  si  se  confiesa  reo  del  delito 
que  se  le  hubiese  imputado  en  el  escrito  de  ca- 
lificación y responsable  civilmente  á la  restitu- 
ción de  la  cosa,  ó por  la  cantidad  en  aquel  fija- 
da por  razón  de  daños  y perjuicios:  art.  596. 

Si  en  la  causa  hubiere  además  de  la  califica- 
ción fiscal  otra  del  querellante  particular  ó di- 
versas calificaciones  de  querellantes  de  esta  cla- 
se, se  preguntará  al  procesado  si  se  confiesa  reo 
del  delito,  según  la  calificación  mas  grave,  y ci- 
vilmente responsable  por  la  cantidad  mayor  que 
en  aquella  se  señalare:  art.  597. 

Si  fueren  varios  los  delitos  imputados  al  pro- 
cesado en  el  escrito  de  calificación , se  le  pre- 
guntará si  se  confiesa  reo  de  cada  uno  de  ellos: 
art.  598. 

Si  los  procesados  fueren  varios,  se  preguntará 
á cada  uno  sobre  la  participación  que  se  le  hu- 
biese atribuido:  art.  599. 

Imputándose  en  la  calificación  responsabili- 
dad civil  á cualquiera  otra  persona,  comparece- 
rá también  ante  el  tribunal,  y bajo  juramento 
declarará  si  se  conforma  con  las  conclusiones 
de  la  calificación  que  le  interesen:  art.  600. 

El  presidente  hará  las  preguntas  menciona- 
das en  los  artículos  anteriores  con  toda  claridad 
y precisión , exigiendo  contestación  categórica; 
pero  sin  que  por  ningún  concepto  pueda  hacer- 
les otras  distintas:  art.  601. 

Si  en  la  causa  no  hubiere  mas  que  un  proce- 
sado y contestase  afirmativamente , el  presiden- 
te del  tribunal  preguntará  al  defensor  si  consi- 
dera necesaria  la  continuación  del  juicio.  Si  este 
contestare  negativamente,  el  tribunal  procede- 
rá á dictar  sentencia.  Si  confesare  su  responsa- 
bilidad criminal,  pero  no  la  civil , ó aun  confe- 
sando esta  no  reconociese  la  cantidad  fijada  en 
Tomo  iil. 


la  calificación,  el  tribunal  mandará  que  conti- 
núe el  juicio.  No  se  permitirá  en  este  caso  dis- 
entir ni  presentar  pruebas  mas  que  sobre  el 
punto  de  la  responsabilidad  civil  que  el  procesa- 
do no  hubiese  confesado  , de  conformidad  con  la 
conclusión  de  la  calificación:  arts.  602  al  604. 

terminado  el  acto,  el  tribunal  dictará  sen- 
tencia: art.  605. 

Si  el  procesado  no  se  confesare  culpable  del 
delito  atribuido  en  la  calificación,  ó su  defensor 
considerare  necesaria  la  continuación  del  juicio, 
lo  acordará  así  el  tribunal:  art,  606. 

Cuando  fueren  mas  de  uuo  los  procesados  en 
una  misma  causa,  se  procederá  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  art.  602,  si  todos  se  confesaren 
reos  del  delito  ó delitos  que  les  hubiesen  sido 
atribuidos  en  el  escrito  de  calificación  y en  la 
participación  que  en  sus  conclusiones  se  les  hu- 
biese señalado,  y sus  defensores  no  considera- 
ren necesaria  la  continuación  del  juicio.  Si  cual- 
quiera de  los  procesados  no  se  confesare  reo  del 
delito  que  se  le  hubiese  imputado  en  la  califica- 
ción, se  procederá  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior:  art.  607. 

Se  continuará  también  el  juicio  cuando  el  pro- 
cesado ó procesados  no  quisieren  responder  á 
las  preguntas  que  les  hiciere  el  presidente:  ar- 
tículo 608. 

De  igual  modo  se  procederá  cuando  en  el  su- 
mario no  hubiese  sido  posible  hacer  constar  la 
existencia  del  cuerpo  del  delito , en  el  caso  de 
que,  si  este  se  hubiese  cometido,  no  liabria  po- 
dido menos  de  existir  aquel:  art.  609. 

Cuando  el  procesado  ó procesados  hubiesen 
confesado  su  responsabilidad,  de  acuerdo  con  las 
conclusiones  de  la  calificación,  y sus  defensoi'es 
no  consideraren  necesaria  la  continuación  del 
juicio,  pero  la  persona  á quien  solo  se  hubiere 
atribuido  responsabilidad  civil  no  hubiese  com- 
parecido ante  el  tribunal,  ó en  su  declaración 
no  se  hubiere  conformado  con  las  conclusiones 
del  escrito  de  calificación  á ellas  referentes,  se 
procederá  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 603  y 604.  Si  habiendo  comparecido,  se 
negare  á contestar  á la  pregunta  del  presidente, 
este  le  prevendrá  en  el  acto  que  si  no  contesta 
le  declarará  confeso.  Si  persistiere  en  su  negati- 
va, se  le  declarará  confeso,  y la  causa  será  fa- 
llada de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  602.  Lo  mismo  se  hará  cuando  el  procesado, 
después  de  haber  confesado  su  responsabilidad 
criminal,  se  negare  á contestar  sobre  la  civil: 
art.  610. 

De  las  pruebas. —-Cuando  el  juicio  hubiere  de 
continuar,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  an- 
teriores, se  procederá  del  modo  siguiente:  EL  pre- 
sidente ordenará  que  las  partes  presentes  y sus 
procuradores  y abogados  presten  atención  á la 

80 


JTJ  — 634  — JU 


relación  y lectura  que  hará  el  secretario.  Segui- 
damente este  dará  cuenta  del  hecho  que  hubiere 
motivado  la  formación  del  sumario  y del  dia  en 
que  hubiere  comenzado  á instruirse,  así  como 
de  si  el  procesado  está  en  prisión  ó en  libertad 
provisional  y de  si  lia  prestado  ó no  fianza.  Des- 
pués leerá  los  escritos  de  calificación,  las  prue- 
bas propuestas  y admitidas  por  el  tribunal  y las 
listas  de  testigos  y peritos  que  se  hubiesen  pre- 
sentado oportunamente.  Acto  continuo  se  pasará 
á la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba  y al 
exámen  de  los  testigos,  empezando  por  la  ofre- 
cida por  el  Ministerio  fiscal,  haciéndose  después 
la  de  los  demás  actores , y por  último  la  de  los 
procesados.  Las  pruebas  de  cada  parte  se  practi- 
carán según  el  órden  con  que  hayan  sido  pro- 
puestas en  el  escrito  correspondiente.  Los  testi- 
gos serán  examinados  también  por  el  órden  con 
que  figuren  sus  nombres  en  las  listas.  El  presi- 
dente, sin  embargo,  podrá  alterar  este  órden  ú 
instancia  de  parte.  Podrá  también  hacerlo  de 
oficio  cuando  así  lo  considere  conveniente  para 
el  mayor  esclarecimiento  de  los  hechos  ó para  el 
mas  seguro  descubrimiento  de  la  verdad:  art.  612. 

Todos  los  testigos  tendrán  obligación  de  con- 
currir á declarar  ante  el  tribunal,  sin  exceptuar 
las  personas  comprendidas  en  el  art.  307:  ar- 
tículo 612.  (El  artículo  307  se  ha  expuesto  en  el  de 
esta  obra,  Declaración  testifical  en  lo  criminal.) 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  si  las  personas  mencionadas  en  los  nú- 
meros 2.“,  3.“,  4."  y 5.”  de  dicho  art.  307  hubieren 
tenido  conocimiento  por  razón  de  su  cargo  de 
los  hechos  de  que  se  tratare,  podrán  consignar- 
los por  medio  de  informe  escrito:  art.  613. 

Los  testigos  que  hubieren  de  declarar  en  el 
juicio  oral  permanecerán  hasta  que  sean  llama- 
dos á prestar  sus  declaraciones  en  un  local  á 
propósito  sin  comunicarse  con  los  que  ya  hubie- 
sen declarado  ni  con  otras  personas:  art.  614. 

El  presidente  mandará  que  entren  á declarar 
uno  á uno  por  el  órden  mencionado  en  el  ar- 
tículo 611.  Hallándose  presente  el  testigo  ante  el 
tribunal,  el  presidente  le  recibirá  juramento  en 
la  forma  establecida  en  el  art.  327.  (V.  Declara- 
radon  testifical  en  lo  criminal.)  Después  le  inter- 
rogara sobre  si  es  pariente,  amig’o  ó enemigo  de 
alguna  de  las  partes,  si  tiene  ó ha  tenido  con 
cualquiera  de  ellas  relación  y de  qué  clase,  y si 
tiene  interés  directo  ó indirecto  en  la  causa  ó en 
otra  semejante.  No  se  exigirá  juramento  á los 
testigos  menores  de  catorce  años.  Todos  los  tes- 
tigos que  no  estuvieren  privados  del  uso  de  su 
razón , sean  cualesquiera  las  relaciones  de  pa- 
rentesco, .amistad,  enemistad  ó de  otra  clase  que 
tengan  con  las  partes  ó con  alguna  de  ellas,  es- 
tarán obligados  á declarar  io  que  supieren  sobre 
lo  que  les  fuese  preguntado,  excepto  el  cónyuge 


y los  ascendientes,  descendientes  y hermanos 
del  procesado,  los  cuales  no  tendrán  obligación 
de  deponer  contra  el  mismo:  arts.  615  al  618. 

El  presidente  preguntará  al  testigo  acerca  de 
las  circunstancias  expresadas  en  el  primer  par- 
ráfo  del  art.  329  (V.  Declaración  testifical  en  lo 
criminal);  después  de  lo  cual  la  parte  que  lo  hu- 
biese presentado  podrá  hacerle  las  preguntas 
que  tuviere  por  conveniente.  Las  demás  partes 
podrán,  en  vista  de  las  contestaciones  del  testi- 
go , dirigirle  las  preguntas  que  consideren  opor- 
tunas. Los  testigos  manifestarán  la  razón  de  su 
dicho,  y si  fueren  de  referencia,  precisarán  el 
origen  de  la  noticia,  designando  con  su  nombre 
y apellido  ó con  las  señas  con  que  fuere  conoci- 
da la  persona  que  se  la  hubiere  comuuicado:  ar- 
tículos 619  y 620. 

Los  testigos  que  fueren  sordo-mudos  ó que 
no  conocieren  el  idioma  español,  serán  exa- 
minados del  modo  prescrito  en  los  arts.  336,  337 
y 338  (expuestos  en  el  de  esta  obra,  Declaración 
testifical  en  lo  criminal ):  art.  621. 

Podrán  las  partes  pedir  que  el  testigo  reconoz- 
ca los  instrumentos  ó efectos  del  delito,  ó cual- 
quiera otra  pieza  de  convicción:  art.  622. 

En  los  careos  del  testigo  con  el  procesado  ó de 
los  testigos  entre  sí,  no  permitirá  el  presidente 
que  medien  insultos  ni  amenazas  , limitándose 
la  diligencia  á dirigirse  los  careados  los  cargos 
y á hacerse  las  observaciones  que  creyeren  con- 
venientes ¡para  ponerse  de  acuerdo  y llegar  á 
descubrir  la  verdad:  art.  623. 

El  presidente  no  permitirá  que  el  testigo  con- 
teste á preguntas  ó repreguntas  capciosas,  su- 
gestivas ó impertinentes.  Contra  la  resolución 
que  tomare  podrá  interponerse  en  su  dia  el  re- 
curso de  casación,  si  se  hiciere  en  el  acto  la 
correspondiente  protesta.  En  este  caso,  el  secre- 
tario consignará  á la  letra  en  el  acta  la  pregun- 
ta ó repregunta  á que  el  presidente  hubiere 
prohibido  contestar:  arts.  624  y 625. 

Cuando  la  declaración  del  testigo  en  juicio 
oral  no  sea  conforme  con  la  prestada  en  el  su- 
mario, podrá  pedirse  su  lectura  por  cualquiera 
de  las  partes.  Después  de  leida,  el  presidente 
invitará  al  testigo  á que  explique  la  diferencia 
ó la  contradicción  que  entre  sus  declaraciones 
se  observe:  art.  626. 

El  testigo  que  se  negare  á declarar,  incurrirá 
en  la  multa  de  25  á 250  pesetas,  que  se  le  im- 
pondrá en  el  acto.  Si  después  de  esto  aun  per- 
sistiere en  su  negativa,  será  procesado  por  el 
delito  definido  en  el  art.  265  del  Código  penal 
(esto  es,  do  desobediencia  á la  autoridad  en  el 
ejercicio  de  su  cargo,  penado  con  arresto  mayor 
y multa  de  125  á 1,250  pesetas). 

Las  declaraciones  de  las  autoridades  y funcio- 
narios de  policía  tendrán  el  valor  de  deelaracio- 
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nes  testificales,  á no  ser  que  recaigan  sobre  he- 
chos en  que  tengan  interés  personal:  art.  628. 

Cuando  el  testigo  se  hallare  imposibilitado  de 
concurrir  á la  sesión  y el  tribunal  considere  de 
importancia  su  declaración  para  el  éxito  del  jui- 
cio , el  presidente  designará  un  individuo  del 
tribunal  para  que,  constituyéndose  en  la  resi- 
dencia del  testigo,  si  la  tuviere  en  el  punto  del 
juicio,  las  partes  puedan  hacer  las  preguntas  y 
repreguntas  que  consideren  oportunas.  El  se- 
cretario extenderá  diligencia  haciendo  constar 
las  preguntas  y repreguntas  que  se  hubiesen 
hecho  al  testigo , las  contestaciones  de  este  y los 
incidentes  que  hubiesen  ocurrido  en  el  acto: 
art.  629. 

Si  el  testigo  imposibilitado  de  concurrir  á la 
sesión  no  residiere  en  el  punto  en  que  la  misma 
se  celebre,  se  librará  exhorto  ó mandamiento 
para  que  ante  el  j uez  ó tribunal  correspondiente 
sea  examinado  con  sujeción  á las  prescripciones 
contenidas  en  este  título.  Cuando  la  parte  ó las 
partes  prefieran  que  en  el  exhorto  ó manda- 
miento se  consignen  por  escrito  las  preguntas  ó 
repreguntas , el  presidente  accederá  á ello  si  no 
fueren  capciosas,  sugestivas  ó impertinentes: 
art.  630. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores 
tendrá  también  aplicación  al  caso  en  que  el  tri- 
bunal ordenare  que  el  testigo  declare  ó practi- 
que cualquier  reconocimiento  en  un  lugar  de- 
terminado fuera  del  de  la  Audiencia:  art.  631. 

Cuando  se  desestimare  cualquiera  pregunta 
por  capciosa,  sugestiva  ó impertinente  en  los 
casos  de  los  tres  artículos  anteriores,  podrá  pre- 
pararse el  recurso  de  casación  del  modo  pres- 
crito en  el  625:  art.  632. 

Los  testigos  que  comparezcan  á declarar  ante 
el  tribunal  tendrán  derecho  á una  indemniza- 
ción si  la  reclamaren.  El  tribunal  la  fijará,  te- 
niendo para  ello  en  cuéntalos  perjuicios  que  les 
hubiese  causado  la  comparecencia:  art.  633. 

Los  peritos  podrán  ser  recusados  por  las  cau- 
sas y en  la  forma  prescritas  en  los  artículos  365, 
366  y 367:  art.  634.  V.  Perito  y lo  dicho  sobre  el 
informe  pericial  en  la  adición  al  párrafo  LXV  de 
este  articulo  sobre  el  juicio  criminal. 

Los  que  no  lo  hubiesen  sido,  serán  examinados 
juntos  cuando  hayan  de  declarar  sobre  unos 
mismos  hechos,  y contestarán  á las  preguntas  y 
repreguntas  que  las  partes  les  dirigieren  , abs- 
teniéndose de  asentar  como  verdades  demostra- 
das ó admitidas  las  teorías  científicas  que  con- 
sistan en  meras  hipótesis:  art.  635. 

Si  para  contestar  á las  preguntas  ó repregun- 
tas consideraren  necesaria  la  práctica  de  cual- 
quier reconocimiento,  lo  harán  acto  continuo 
en  el  local  de  la  misma  Audiencia,  si  fuere  po- 
sible. En  otro  caso  se  suspenderá  la  sesión  por 


el  tiempo  necesario,  á no  ser  que  puedan  conti- 
nuar practicándose  otras  diligencias  de  prueba 
entretanto  que  los  peritos  verifiquen  el  recono- 
cimiento. El  presidente  del  tribunal  ó cualquie- 
ra  sus  individuos,  podrá  hacer  al  testigo  ó 
perito , después  que  hubiesen  sido  examinados 
por  las  partes , todas  las  preguntas  que  conside- 
leu  oportunas  para  el  mas  completo  esclareci- 
miento de  los  hechos  ó para  la  mas  segura  in- 
vestigación de  la  verdad:  art.  636. 

El  tribunal  examinará  por  sí  mismo  los  libros, 
documentos , papeles  y demás  piezas  de  convic- 
ción que  puedan  contribuir  á los  fines  mencio- 
nados en  el  artículo  anterior:  art.  637. 

Para  la  prueba  de  inspección  ocular,  si  el  lu- 
gar que  hubiere  de  ser  inspeccionado  se  hallare 
en  la  capital,  se  constituirá  en  él  el  tribunal  con 
las  partes , y el  secretario  extenderá  diligencia 
expresiva  del  lugar  ó cosa  inspeccionada,  ha- 
ciendo en  ella  las  observaciones  de  las  partes  y 
los  demás  incidentes  que  ocurran.  Si  el  lugar 
estuviere  fuera  de  la  capital,  se  constituirá  en 
él  con  las  partes  el  individuo  del  tribunal  que 
el  presidente  designare,  practicándose  la  dili- 
gencia en  la  forma  establecida  en  el  párrafo  an- 
terior : art.  638. 

No  podrán  practicarse  mas  diligencias  de 
prueba  que  las  propuestas  por  las  partes,  ni  ser 
1 examinados  otros  testigos  que  los  comprendidos 
en  las  listas  presentadas:  art.  639. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior. 

1. “  Los  careos  de  los  testigos  entre  sí  ó con 
los  procesados  que  el  presidente  acordare  de 
oficio  ó á propuesta  de  cualquiera  de  los  indivi- 
duos del  tribunal. 

2. °  Las  diligencias  de  prueba  no  propuestas 
por  ninguna  de  las  partes  que  el  tribunal  con- 
sidere necesarias  para  la  comprobación  de  cual- 
quiera de  los  hechos  que  hayan  sido  objeto  de 
ios  escritos  de  calificación. 

3. °  Las  diligencias  de  prueba  de  cualquiera 
clase  que  en  el  acta  ofrecieren  las  partes  para 
acreditar  cualquiera  circunstancia  que  pueda 
influir  en  el  valor  probatorio  de  la  declaración 
de  un  testigo  si  el  tribunal  las  considerare  ad- 
misibles: art.  640. 

Practicadas  todas  las  pruebas,  el  secretario 
leerá  las  diligencias  del  sumario  que  se  hubie- 
sen hecho  con  las  formalidades  prescritas  en  los 
artículos  344,  364  y siguientes:  art,  641.  V.  De- 
claración testifical  en  lo  criminal  é Informe  peri- 
cial en  la  adición  al  párrafo  LXV  ya  citado. 

Podrán  también  leerse  á instancia  de  cual- 
quiera de  las  partes  las  diligencias  practicadas 
en  el  sumario,  que  por  causas  independientes 
de  la  voluntad  de  aquellas  no  pudieren  ser  he- 
chas de  nuevo  en  el  juicio  oral:  art.  612. 
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Las  partes  serán  defendidas  durante  el  juicio 
por  uno  ó mas  abogados  aptos  para  el  ejercicio 
de  su  profesión  en  el  punto  en  que  aquel  tuviere 
lugar:  art.  043. 

j,;i  tribunal  adoptará  las  disposiciones  que  con- 
sidere convenientes  para  evitar  que  los  procesa- 
dos que  se  hallen  en  libertad  provisional  se  au- 
senten ó dejen  de  comparecer  en  las  sesiones 
desde  que  estas  den  principio  liasta  que  se  pro- 
nuncie sentencia:  art.  044. 

De  la  acusación,  de  la  defensa  y de  la  sentevr- 
cía. — Practicadas  todas  las  diligencias  de  prue- 
ba, el  presidente  concederá  la  palabra  para  sos- 
tener la  acusación  al  fiscal  si  fuere  parte  en  la 
causa,  y después  al  defensor  del  querellante 
particular,  si  lo  hubiere.  En  sus  informes  ex- 
pondrán estos  los  hechos  que  consideren  proba- 
dos en  el  juicio,  su  calificación  legal,  la  parti- 
cipación que  en  elLos  hubiesen  tenido  los  proce- 
sados, las  penas  en  que  hubiesen  incurrido,  y 
la  responsabilidad  civil  que  hubiesen  contraido 
ios  mismos  ú otras  personas,  y las  cosas  que 
fueren  su  objeto  6 la  cantidad  en  que  debiere 
ser  regulada  cuando  los  informantes  ó sus  re- 
presentados ejercitasen  también  la  acción  civil: 
art.  G45. 

El  presidente  concederá  después  la  palabra  al 
defensor  del  actor  civil,  si  lo  hubiere,  quien 
habrá  de  limitar  su  informe  á los  puntos  con- 
cernientes á ia  responsabilidad  civil:  art.  616. 

Usarán  en  seguida  de  la  palabra  los  defenso- 
res de  los  procesados,  y después  de  ellos  los  de 
las  personas  civilmente  responsables,  si  no  se 
defendieren  bajo  una  sola  representación  con 
aquellos.  En  sus  informes  habrán  de  contestar 
respectivamente  á los  de  la  acusación  y a los  de 
la  acción  civil:  art.  647. 

Las  partes  podrán  modificar  en  sus  informes 
las  conclusiones  que  hubiesen  hecho  en  los  es- 
critos de  calificación.  En  este  caso  formularán 
por  escrito  las  nuevas  conclusiones,  y las  entre- 
garán al  presidente  del  tribunal.  Las  conclusio- 
nes podrán  hacerse  en  forma  alternativa,  según 
lo  dispuesto  en  el  artículo  565:  arts.  648  y 649. 

No  se  permitirá  replicar,  pero  sí  rectificar  er- 
rores de  hecho:  art.  650, 

Terminada  la  acusación  y la  defensa,  el  pre- 
sidente preguntará  á los  procesados  si  tienen 
algo  que  manifestar  al  tribunal.  Al  que  contes- 
tare afirmativamente  le  será  concedida  la  pala- 
bra. El  presidente  cuidará  de  que  los  procesados 
al  usarla  no  ofendan  la  moral  ni  falten  ai  res- 
peto debido  al  tribunal,  ni  á las  consideraciones 
correspondientes  á todas  las  personas:  art.  651. 

Después  de  hablar  ios  defensores  de  las  partes 
ó los  procesados  en  su  caso,  el  presidente  decla- 
rará concluso  el  juicio  para  sentencia:  art.  652. 
El  tribunal,  apreciando  según  su  conciencia 


las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  las  razones 
expuestas  por  la  acusación  y la  defensa,  y lo 
manifestado  por  los  mismos  procesados,  dictará 
sentencia  dentro  del  término  fijado  en  esta  ley. 
(Véase  la  adición  al  pár.  XOV  de  este  articulo 
sobre  el  juicio  criminal,  pág.  623,  col,  2.s).En 
esta  se  resolverán  todas  las  cuestiones  que  hu- 
biesen sido  objeto  del  juicio,  condenando  ó ab- 
solviendo á I03  procesados,  no  solo  por  el  delito 
principal  y sus  conexos,  sino  también  por  las 
faltas  incidentales  de  que  se  hubiese  conocido 
en  la  causa.  También  se  resolverán  en  la  sen- 
tencia todas  las  cuestiones  referentes  á la  res- 
ponsabilidad civil  que  hubiesen  sido  objeto  del 
juicio:  art.  653. 

Se  reputan  faltas  incidentales  las  que  los  pro- 
cesados hubieren  cometido  antes,  al  tiempo  ó 
después  del  delito,  como  medio  de  perpetrarlo  ó 
de  encubrirlo.  Se  reputan  también  faltas  inci- 
dentales las  cometidas  por  los  procesados  du- 
rante la  ejecución  del  delito,  si  tuvieren  relación 
con  este  por  cualquier  concepto:  art.  654. 

El  tribunal  dictará  sente.ncia  absolviendo  ó 
condenando,  aunque  el  hecho  principal  que  hu- 
biere resultado  probado  en  el  juicio  fuere  de 
menor  gravedad  por  razón  de  la  pena  al  mismo 
señalada  que  los  delitos  propios  de  la  compe- 
tencia del  tribunal:  art.  655. 

Si  el  hecho  principal  que  resultare  probado 
fuese  de  mayor  gravedad  por  razón  de  la  pena 
correspondiente  al  mismo  que  los  delitos  pro- 
pios de  la  competencia  del  tribunal,  este  dictará 
sentencia  inhibiéndose  del  conocimiento  de  la 
causa  y mandando  remitirla  al  tribunal  compe- 
tente: art.  656. 

El  secretario  del  tribunal  extenderá  acta  dia- 
ria de  cada  sesión  que  se,  celebrare,  y en  ella 
hará  constar  sucintamente  cuanto  importante 
hubiese  ocurrido.  Al  terminar  la  sesión  se  leerá 
el  acta,  haciéndose  en  ella  las  rectificaciones 
que  las  partes  reclamaren  si  el  tribunal  en  el 
acto  las  estimare  procedentes.  Las  actas  se  fir- 
marán por  el  presidente  y magistrados,  por  el 
fiscal  y por  las  partes  con  sus  procuradores  y 
defensores:  art.  657. 

De  la  suspensión  del  juicio  oral. — Abierto  el 
juicio,  continuará  durante  todas  las  sesiones 
consecutivas  que  fueren  necesarias  hasta,  su 
conclusión.  Sin  embargo,  el  presidente  del  tribu- 
nal podrá  suspender  la  vista  de  una  causa  cuan- 
do las  partes  por  motivos  independientes  de  su 
voluntad  no  tuvieren  preparadas  las  pruebas 
ofrecidas  en  sus  respectivos  escritos:  art.  786. 

Las  sesiones  durarán  en  cada  dia  el  tiempo 
que  al  constituirse  el  tribunal  hubiese  determi- 
nado el  presidente:  art.  788. 

Procederá  la  suspensión  del  juicio  en  los  casos 
siguientes: 
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1. °  Cuando  el  tribunal  tuviere  que  resolver 
durante  los  debates  alguna  cuestión  incidental 
que  por  cualquiera  causa  fundada  no  pudiera 
resolverse  en  el  acto. 

2. °  Cuando  el  tribunal  ó alguno  de  sus  indi- 
viduos tuviere  que  hacer  alguna  diligencia  de 
inspección  ocular,  con  arreglo  ¿lo  dispuesto  en 
el  art-  t>38,  y no  pudiere  practicarse  en  el  tiem- 
po intermedio  entre  una  y otra  sesión. 

3.  Cuando  no  comparezcan  los  testigos  de 
cargo  y descargo  ofrecidos  por  las  partes,  y el 
tribunal  considere  necesaria  la  declaración  de 
los  mismos.  Podrá,  sin  embargo,  el  tribunal  en 
este  caso  acordar  la  continuación  del  juicio  y la 
práctica  do  las  demás  pruebas,  y después  que  se 
hayan  hecho,  suspenderlo  hasta  que  comparez- 
can los  testigos  ausentes. 

4. °  Cuando  algún  individuo  del  tribunal  de 
derecho  ó el  defensor  de  cualquiera  de  las  par- 
tes enfermare  repentinamente,  hasta  el  punto 
de  que  no  pueda  continuar  tomando  parle  en 
el  juicio,  ni  pueda  ser  reemplazado  el  último 
sin  grave  inconveniente  para  la  defensa  del  in- 
teresado. 

5. °  Cuando  alguno  de  los  procesados  se  ha- 
llare en  el  caso  del  número  anterior,  en  térmi- 
nos de  que  no  pueda  estar  presente  en  el  juicio. 

La  suspensión  no  se  acordará  sino  después  de 
haber  oido  álos  facultativos  nombrados  de  oficio 
para  el  reconocimiento  del  enfermo. 

6. '1  Cuando  revelaciones  ó retractaciones  in- 
esperadas produjeren  alteraciones  sustancia- 
les en  los  juicios,  haciendo  necesarios  nuevos 
elementos  de  prueba  ó alguna  sumaria  instruc- 
ción suplementaria:  art.  789. 

En  los  casos  l.°,  2.°,  4.°  y 5."  del  artículo  ante- 
rior, el  tribunal  podrá  decretar  de  oficio  la  sus- 
pensión; en  los  demás  se  decretará  á instancia 
de  parte:  art.  790. 

En  los  autos  de  suspensión  que  se  dictaren,  se 
fijará  el  tiempo  de  la  suspensión,  si  fuere  posi- 
ble, y se  determinará  lo  que  corresponda  para  la 
continuación  del  juicio.  Contra  estos  autos  no 
se  dará  recurso  alguno:  art.  791. 

De  las  facultades  discrecionales  del  presidente 
del  tribunal. — El  presidente  del  tribunal  tendrá 
todas  las  facultades  necesarias  para  conservar  ó 
establecer  el  órden  en  las  sesiones,  pudiendo 
corregir  en  el  acto  con  multa  de  25  á 250  pese- 
tas las  faltas  que  no  constituyan  delito  ó que  no 
tengan  señalada  en  la  ley  una  corrección  espe- 
cial: art.  792. 

Podrá  también  acordar  que  se  detenga  en  el 
acto  á cualquiera  que  delinquiere  en  la  sesión, 
poniéndolo  á disposición  del  juzgado  competen- 
te: art.  793. 

El  presidente  mandará  que  las  sesiones  se  ce- 
lebren á puerta  cerrada,  cuando  así  lo  exigieren 


tazones  de  moralidad  pública  ó el  respeto  debi- 
do á la  persona  ofendida  por  el  delito  ó á su  fa- 
milia: art.  794. 

Podrá  el  presidente , sin  contravenir  á las 
prescripciones  de  esta  ley.  adoptar  cuantas  re- 
soluciones estime  conveniente  para  el  mejor  ór- 
den en  el  juicio  y el  mayor  esclarecimiento  de 
los  hechos:  art.  795.  Yéase  Apelación  y Recursos 
de  Súplica,  de  Revisión  y de  Casación.  * 

JUICIO  CRIMINAL  CONTRA  REOS  AUSENTES.  Elór- 
den  de  proceder  contra  los  que  resultando  de  las 
diligencias  de  un  sumario  autores  ó cómplices 
de  algún  delito,  se  han  sustraído  maliciosamen- 
te á la  acción  de  la  justicia,  ó no  quieren  com- 
parecer en  el  juicio  á que  son  llamados. 

I.  En  el  artículo  que  antecede  sobre  el  juicio 
criminal  se  ha  supuesto  la  presencia  del  acusa- 
dor y el  acusado  y la  concurrencia  de  ambos  al 
palenque  judicial,  el  uno  atacando  y el  otro  pa- 
rando los  golpes  y defendiéndose ; pero  no  siem- 
pre comparece  el  reo,  no  siempre  se  le  coge  in- 
fraganti,  no  siempre  se  logra  prenderle  cuando 
se  le  busca  para  juzgarle;  lo  mas  común  es  que 
en  los  delitos  graves  se  sustraiga  con  la  oculta- 
ción ó la  fuga  de  la  acción  de  la  justicia,  y tam- 
bién puede  suceder  que  con  anterioridad,  al  tiem- 
po de  su  persecución  se  haya  ausentado  por 
otras  razones  ó que  se  entable  tal  vez  una  acu- 
sación maliciosa  ó de  buena  fe  contra  una  per- 
sona que  se  halla  en  otro  país.  Cualquiera  que 
sea  el  caso,  ¿habrá  de  reducirse  la  acción  de  la 
justicia  á procurar  la  comparecencia  ó la  captu- 
ra del  inculpado,  sin  llevar  el  juicio  adelante 
hasta  que  se  obtenga  la  una  ó la  otra?  Este  pa- 
rece haber  sido  el  sistema  de  los  romanos,  quie- 
nes no  se  atrevían  ¿juzgar  á un  ausente,  por- 
que decian  la  equidad  no  permitía  condenar  á 
uno  sin  oirle:  Divi  Severi  el  Antonini  May  ni  res- 
criptim  esl,  dice  la  ley  1.a,  tít.  17,  lib.  48  del  Di- 
gesto,  ne  quis  absens  punía  tur:  et  hoc  jure  uiimur 
ne  absens  damnelur;  ñeque  enim  inaudita  causa 
quemqnam  danmari  aqui  latís  vatio  patitur:  bien 
que  después  por  la  ley  5.a,  tít.  19  del  mismo  li- 
bro se  dispuso,  que  cuando  los  criminales  au- 
sentes eran  rebeldes  á los  llamamientos  judicia- 
les y á los  edictos  de  los  presidentes,  se  les  pu- 
diera imponer  pena  pecuniaria  y aun  la  de 
relegación  ó destierro;  pero  sin  que  por  eso 
fuese  permitido,  según  añaden  los  intérpretes, 
hacer  información  de  testigos  ad  perpetuara  reí 
memoriam  contra  el  contumaz  reo  de  algún  deli- 
to á que  correspondía  mayor  pena.  Exceptuá- 
banse, sin  embargo,  de  esta  regla  los  reos  de 
lesa  majestad,  los  oficiales  públicos  que  delin- 
quían en  sus  oficios , y tos  que  cometían  el  deli- 
to de  castración  ó de  hacer  espadón  á otro,  pues 
contra  ellos,  aunque  ausentes,  se  podía  formar 
causa  y dar  sentencia  condenatoria,  según  la 
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ley  21,  c.  de  pañis  y la  4.*,  D.  ad  legeni  Corne- 
lias de  sicariis. 

Nuestra  legislación  de  las  Partidas  adoptó  en 
lo  general  las  disposiciones  del  derecho  roma- 
no.  estableciendo  asimismo  que  no  se  pueda  ad- 
mitir probanza  ni  dar  sentencia  contra  el  au- 
sente en  pleito.de  justicia  en  que  pueda  venir 
muerte  ó perdimiento  de  miembro  ó echamiento 
de  la  tierra;  fueras  ende,  si  el  yerro  fuere  de 
traición  ó de  aleve  ú otro  alguno  de  aquellos 
sobre  que  pueden  acusar  al  borne  et  dañar  la 
fama  maguer  haya  finado:  comb.  de  la  ley  2.a, 
tít.  16,  y de  la  ley  7.a,  tít.  8.°,  Parí.  3.a  V.  Acusa-  ¡ 
don.  Solo  quiere  dicha  legislación  , que  se  apre-  | 
rnie  al  reo  contumaz  á comparecer  en  el  juicio,  : 
con  prisión  si  pudiere  ser  habido,  con  emplaza- 
mientos, edictos,  publicación  del  delito  que  se 
le  imputa,  embargo  de  bienes,  multas  ó penas 
pecuniarias  y confiscación:  ley  7.a,  tít.  8.°,  Par- 
tidas 3.",  leyes  17  y 18,  tít.  y ley  1.a,  tít.  29, 
Part.  7.a 

El  Fuero  Real , por  el  contrario,  en  la  ley  4.a, 
tít.  3.°,  lib.  2.°,  permite  formar  causa  contra  los 
reos  ausentes  de  delitos  capitales,  en  cuya  su- 
posición previene  que  si  al  tercer  plazo  no  com- 
pareciese el  acusado,  se  le  dé  y declare  por  autor 
del  delito  que  se  le  atribuye;  y en  este  concepto, 
y para  fijar  los  plazos  y notificaciones  y el  modo 
de  seguir  la  causa,  se  hallan  dictadas  las  le- 
yes 47,  48,  66,  119,  140  y MS  del  Estilo.  Es  cierto 
que  el  Fuero  Real  se  formó  en  tiempo  anterior 
al  Código  de  las  Partidas;  pero  como  este  último 
se  sancionó  por  el  Rey  D,  Alonso  XI  con  la  cali- 
dad de  cuerpo  supletorio  para  los  casos  que  no 
estaban  dispuestos  por  los  fueros  generales  y 
particulares  y por  el  ordenamiento  de  las  Cór- 
tes  de  Alcalá , y como  por  otra  parte  la  cita’da 
ley  4.a,  tít.  3.u,  lib.  2.a  del  Fuero  Real  se  insertó 
en  la  ley  9.a,  tít.  2.“,  lib.  3,°  del  ordenamiento 
real  posterior  á la  sanción  de  las  Partidas,  de 
ahí  es  que  aun  después  de  esta  sanción  se  siguió 
la  disposición  del  Fuero  Real  en  cuanto  á la  for- 
mación de  causa  y pronunciamiento  de  senten- 
cia contra  los  ausentes;  y en  consecuencia  y 
confirmación  de  esta  práctica,  formó  el  Rey 
D.  Juan  I en  las  Córtes  de  Briviesca  una  ley  que 
se  halla  en  la  15,  tít.  2.°,  lib.  3.°  del  Ordena- 
miento real,  por  la  cual  se  manda  que  si  el  con- 
denado en  rebeldía  á pena  capital  ó perdimiento  ¡ 
de  miembro  sin  preceder  información  por  la  que 
pudiera  ser  puesto  á cuestión  de  tormento , se 
presentase  ó fuese  preso , debían  oírle  los  alcal- 
des, así  como  si  no  hubiese  sido  dado  por  autor 
del  delito;  absolviéndole  si  le  hallaren  sin  culpa, 
ó dándole  mayor  pena  si  la  merecía. 

Por  fin,  los.  Reyes  Católicos  D.  Fernando  y 
doña  Isabel  en  las  ordenanzas  de  Alcalá  de  1503 
prescribieron  menuda  y prolijamente  el.método 


y forma  de  proceder  contra  los  reos  ausentes  en 
toda  clase  de  delitos,  previniendo  al  mismo  tiem- 
po, entre  otras  cosas,  que  si  del  proceso  resul- 
tare que  hay  prueba  bastante  para  condenarlos, 
ó que  además  de  la  fuga  Isay  tal  probanza  ó in- 
formación que  baste  para  ponerlos  á tormento, 
se  les  declare  autores  del  crimen  imputado  y se 
les  imponga  la  pena  que  por  él  merecieren,  con 
mas  las  costas  , sin  perjuicio  de  ser  oidos  sobre 
las  penas  pecuniarias  y corporales  si  se  presen- 
tasen ó fuesen  cogidos  dentro  del  año  de  la  sen- 
tencia, y solamente  sobre  las  corporales  si  la 
prisión  ó la  presentación  no  se  verificasen  sino 
después  de  dicho  año.  Estas  disposiciones,  que 
forman  la  ley  1.a,  tít.  37,  lib.  12  de  la  Nov.  Re- 
copilación , son  las  qne  desde  entonces  han  ser- 
vido y sirven  todavía  de  base  á dicho  procedi- 
miento , como  luego  veremos , aunque  con  las 
modificaciones  que  han  hecho  indispensables  en 
la  práctica  la  introducción  de  los  principios  y re- 
glas generales  adoptadas  por  las  leyes  modernas. 

II.  No  han  faltado  escritores  que  han  califi- 
cado de  bárbaro  y de  inútil  el  seguimiento  y fa- 
llo del  proceso  en  ausencia  y rebeldía:  de  bárba- 
ro , porque  este  sistema  tuvo  su  origen  entre  las 
naciones  bárbaras , y porque  es  contrario  á los 
imprescriptibles  derechos  de  la  justicia  y de  la 
razón,  que  prohíben  condenar  á una  persona  sin 
oiría:  de  inútil , porque  si  después  de  presenta- 
do ó cogido  en  cualquier  época  el  condenado,  no 
se  ha  de  ejecutar  con  él  inmediatamente  la  pena 
corporal  que  se  le  impuso,  sino  que  se  le  ha  de 
oir  sobre  ella  y admitirle  sus  disculpas  ó las 
pruebas  que  tal  vez  diere  de  su  inocencia,  no 
aparece  la  necesidad  ó conveniencia  de  una 
continuación  del  procedimiento  ni  de  una  con- 
denación que  no  han  de  surtir  sino  efectos  ilu- 
sorios. No  pondremos  ahora  á la  vista  los  dife- 
rentes vicios  de  que  han  adolecido  las  diversas  le- 
gislaciones de  Europa  sobre  el  modo  de  proceder 
contra  los  ausentes  y la  fuerza  que  han  dado  á las 
sentencias  pronunciadas  contra  ellos;  ni  deslin- 
daremos la  parte  de  las  declamaciones  de  los  filó- 
sofos que  no  debe  recaer  sino  sobre  ciertos  vicios 
que  no  han  sido  generales , y la  que  tiene  por 
objeto  combatir  en  su  fondo  el  sistema  de  la  con- 
denación en  rebeldía ; pero  no  podemos  menos 
de  extrañar,  que  los  filósofos,  al  paso  que  han 
tomado  con  tanto  calor  la  defensa  de  los  dere- 
chos de  los  acusados  que  huyen  y la  consi- 
guiente impunidad  de  los  delitos  que  se  les  im- 
putan, se  hayan  olvidado  enteramente  de  los 
derechos  de  las  familias  agraviadas  que  tal  vez 
han  quedado  por  el  delito  en  la  horfandad  ó en 
la  miseria,  y de  los  derechos  de  la  sociedad  que 
ve  ultrajadas  sus  leyes,  violada  ]a  seguridad  ó 
la  suerte  de  alguno  de  sus  individuos  y amena- 
zada la  de  los  demás  á quienes  debe  protección, 
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como  si  los  derechos  de  la  sociedad  y de  los 
ofendidos  no  fuesen  igualmente  imprescripti- 
bles y sagrados  que  los  de  las  personas  sobre 
quienes  pesa  una  acusación  mas  ó menos  fun- 
dada, como  si  se  hubiese  formado  un  empeño  de 
que  el  cuerpo  social  y sus  miembros  sean  presa 
de  los  malvados,  y como  si  después  de  haberse 
cometido  un  delito  grave,  no  se  tratase  ordina- 
riamente por  los  acusadores  y aun  por  los  jueces 
sino  de  aprovechar  la  ocasión  para  euvolver  eu 
las  persecuciones  a sugetos  que  en  él  no  hubie- 
sen tomado  parte.  Los  filósofos  en  sus  declama- 
ciones apasionadas  han  mirado  las  cosas  bajo  un 
solo  punto  de  vista;  han  exagerado  y combatido 
los  vicios  que  tenían  delante , sin  advertir  que 
abrían  la  puerta  á otros  mas  graves,  y han  tras- 
pasado los  límites  que  la  razón  y la  j nsticia  pres- 
cribían. No,  no  trae  su  origen  de  los  birlaros  el 
sistema  de  condenar  á los  contumaces  ó rebel- 
des, pues  que  los  Romanos  lo  usaban  ya,  según 
hemos  visto,  con  ciertas  clases  de  reos;  no,  no  es 
tampoco  bárbaro  considerado  en  sí  mismo,  pues 
que  si  aparecen  datos  para  prender  á un  hombre 
á quien  se  imputa  un  delito,  si  lejos  de  presen- 
tarse á disiparlos,  huye  ó se  oculta;  si  después 
de  llamado  una,  dos  y tres  veces  se  obstina  en 
no  comparecer,  .y  si  luego  se  acumulan  además  ■ 
en  el  curso  del  procedimiento  pruebas  bastantes 
para  condenarle,  no  hay  razón  para  dejarle  im- 
pune; si  se  le  condena,  no  es  porque  no  se  le 
quiere  oir,  sino  porque  él  da  lugar  á ello  no 
queriendo  dejarse  escuchar ; no  es  porque  está 
ausente  y rehúsa  presentarse,  como  dicen  los 
filósofos,  sino  porque  los  cargos  le  demuestran 
criminal,  y él  se  empeña  en  no  desvanecerlos, 
como  reo  convicto  que  cierra  sus  labios,  antes 
bien  los  aumenta  con  su  rebeldía,  que  si  no  es 
siempre  indicio  seguro  de  culpabilidad,  nunca 
por  cierto  es  señal  de  la  inocencia.  No  es  bárba- 
ro, pues,  perseguir  y condenar  de  esta  suerte  al 
rebelde,  y menos  cuando,  aun  después  de  con- 
denado, se  le  deja  abierta  la  puerta  de  la  defen- 
sa y se  le  oye  y se  le  quita  tal  vez  la  pena,  ni  por  | 
esto  puede  decirse  que,  si  no  bárbaro,  es  á lo  ■ 
menos  inútil  aquel  proceso,  c inútil  aquella  con- 
denación; no  es  inútil  para  la  sociedad  y la  par- 
te ofendida,  pues  así  se  recogen  á tiempo  los  ' 
datos  de  prueba  y de  convicción  que  después 
seria  difícil  ó quizá  imposible  reunir,  y así  se 
obtiene  alguna  vez,  en  cuanto  sea  posible,  la 
reparación  del  daño  causado  por  el  mal  hecho; 
no  es  inútil  para  el  mismo  prófugo,  antes  bien 
le  acarrea  conocidas  ventajas,  pues  así  puede 
saber  los  medios  de  prueba  que  se  han  acumu- 
lado contra  él,  y discurrir  el  modo  de  combatir-  ' 
los;  así  saldrá  por  fin  de  la  inceriidumbre  inde- 
finida y cruel  que  siempre  habría  de  atormen- 
tarle sobre  su  suerte ; así  verá  tal  vez  que  se  le  ' 


ha  impuesto  una  pena  menor  que  la  que  temía, 
si  es  que  no  se  le  ha  absuelto,  y podrá  librarse 
de  la  expatriación  perpétua  á que  tuvo  que  con- 
denarse él  mismo,  ó .salir  de  las  selvas  y los 
montes  donde  se  refugió,  para  llevar  entre  aza- 
res y peligros  una  tuda  peor  que  la  del  bruto,  ó 
quizá  para  correr  de  delito  en  delito  y hacerse  el 
terror  de  la  sociedad. 

III.  Vindicadas  ya  las  leyes  que  mandan  sus- 
tanciar y fallar  el  proceso  en  ausencia  y rebel- 
día del  acusado,  veamos  ahora  los  trámites  que 
debían  seguirse  en  este  juicio  * conforme  á 
nuestras  disposiciones  legales  anteriores  á,  las 
últimas  reformas  que  se  exponen  al  final  del 
párrafo  XIII  de  este  artículo.  * 

Todas  las  diligencias  del  sumario  relativas  á 
la  comprobación  de  la  existencia  del  delito,  á la 
averiguación  y prisión  de  sus  autores  y partici- 
pantes, y al  embargo  de  sus  bienes  cuando  haya 
lugar  á él,  deben  practicarse  contra  los  reos  au- 
sentes por  el  mismo  juez  y en  el  mismo  orden  y 
forma  que  contra  los  presentes;  pero  si  por  los 
pasos  dados  y gestiones  hechas  para  la  captura 
de  aquellos  con  arreglo  á los  párrafos  XXXII  y 
XXXIII  del  .Inicio  criminal  ordinario,  conociere 
el  juez  que  se  han  sustraído  maliciosamente  á 
la  acción  judicial,  y que  ya  no  se  aventura  por 
razón  de  la  publicidad  el  resultado  del  manda- 
miento de  prisión  y de  las  requisitorias,  ha  de 
proveer  desde  luego  (con  audiencia  del  promo- 
tor fiscal  ó sin  ella,  y sin  necesidad  de  esperará 
la  conclusión  del  sumario  en  caso  de  haber  otros 
reos  presentes)  un  auto  en  que  inande  llamar  y 
erqplazar  á los  ausentes  ó prófugos  por  medio  de 
edictos  y pregones  dados  en  tres  veces  y por 
tres  términos  de  nueve  en  nueve  dias,  para  que 
se  presenten  en  la  cárcel  del  juzgado  á respon- 
der á los  cargos  que  les  resultan,  bajo  apercibi- 
miento de  que  no  verificándolo,  se  seguirá  la 
causa  en  ausencia  y rebeldía , y les  parará  el 
perjuicio  que  haya  lugar:  ley  1.a,  tít.  37,  lib.  12, 
Noy.  Recop. 

Los  edictos  deben  contener : l.°,  el  nombre  y 
apellido  del  juez  que  emplaza,  con  expresión  del 
pueblo  ó partido  de  donde  lo  es;  2.°,  el  nombre, 
apellido  y oficio  ó profesión  del  emplazado  ó em- 
plazados, como  también  su  vecindad  si  La  tuvie- 
se, con  las  demás  señas  convenientes  á la  iden- 
tidad de  su  persona:  3.°,  el  delito  que  ha  dado 
motivo  al  procedimiento ; 4." , la  invitación  á 
comparecer  dentro  del  término  de  nueve  dias 
que  en  cada  edicto  se  le  señala;  5.“,  los  términos 
que  han  corrido  ya,  si  fuese  el  segundo  ó el  ter- 
cero; C.°,  el  apercibimiento  de  que,  no  presen- 
tándose, se  le  declarará  contumaz  y rebelde,  y 
sufrirá  el  perjuicio  que  haya  lugar;  y 7.",  la  fe- 
cha del  edicto,  pues  desde  ella  corre  el  término: 
ley  1.a,  tít.  37,  lib.  12,  Nov.  Recop. 
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Cada  uno  de  los  tres  edictos,  según  la  citada 
lev,  debe  notificarse  en  la  casa  del  emplazado  sí 
la" tuviere,  publicarse  luego  por  medio  del  pre- 
gonero, y fijarse  en  el  lugar  destinado  al  efecto; 
pero  según  la  práctica,  se  entiende  notificado  en 
forma  el  ausente,  fijándose  en  el  paraje  acos- 
tumbrado del  pueblo  del  juicio,  como  también 
en  el  de  aquel  donde  se  hubiese  cometido  el  he- 
cho, y publicándose  además  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia,  ó en  el  Diavio  de  avisos  ú otro 
periódico  si  lo  hubiere.  Anótase  en  el  proceso  la 
evacuación  de  estas  diligencias,  y al  fin  de  cada 
uno  de  los  tres  plazos,  se  requiere  por  el  escri- 
bano, en  virtud  de  próvio  auto,  al  alcaide  de  la 
cárcel  para  que  manifieste  si  se  le  ha  presentado 
el  reo,  y siendo  negativa  la  respuesta,  se  procede 
después  del  primer  término  al  señalamiento  del 
segundo,  como  igualmente  finalizado  el  segundo, 
al  señalamiento  del  tercero,  con  repetición  y 
fijación  en  ambos  casos  de  nuevos  edictos;  pero 
después  del  tercer  plazo,  se  comunican  los  autos 
al  ministro  fiscal  y acusador  si  le  hay  para  los 
efectos  que  luego  veremos,  no  siendo  necesaria 
esta  comunicación  al  finar  el  primer  plazo  y 
el  segundo  ni  aun  el  tercero  para  el  solo  efecto 
de  acusar  la  rebeldía,  como  se  hace  en  algu- 
nas partes,  pues  el  juez  puede  declarar  por  sí 
mismo  la  rebeldía  que  el  promotor  había  de  pe- 
dir, sin  necesidad  de  diligencias  inútiles  y dila- 
torias. 

IV,  No  compareciendo  el  reo  al  primer  plazo, 
se  le  condenaba  antiguamente,  según  dicha 
ley  1.'  en  la  pena  del  desprez,  que,  era  de  sesenta 
maravedís  y después  pasó  á ser  arbitraria,  por 
haber  despreciado  el  edicto  ó mandamiento  de 
venir  á juicio;  y no  compareciendo  en  el  se- 
gundo, si  era  reo  de  delito  digno  de  muerte,  se 
le  condenaba  en  la  pena  del  homecillo.  que' tam- 
bién vino  á ser  arbitraria,  aunque  antes  consis- 
tía en  seiscientos. maravedís.  Pero  la  imposición 
de  estas  penas  por  razón  de  la  rebeldía  quedó 
en  desuso  por  la  práctica,  subsistiendo  solo  la 
de  las  costas  causadas  por  las  diligencias  he- 
chas para  procurar  la  presentación  ó la  captura. 
En  el  caso  de  haberse  hecho  secuestro  de  bienes, 
si  el  reo  no  pareciere  dentro  de  treinta  dias,  se 
venden  en  pública  subasta  los  que  no  pudieren 
conservarse  sin  deterioro,  pregonándolos  de 
tres  en  tres  dias  y rematándolos  en  el  último 
pregón  á favor  de,  quien  mas  diere  por  ellos;  y 
el  dinero  que  la  venta  produjere  se  pone  en  el 
secuestro.  Ley  1.a,  tít.  37,  libro  12,  Nov.  Rec, 

Si  el  emplazado  estuviere  ausente  á tan  lar- 
ga distancia  que  no  pudiere  presentarse  dentro 
del  término,  ó se  hallare  en  una  imposibilidad 
absoluta  de  comparecer,  tienen  derecho  su  mu- 
jer é hijos,  aunque  sean  menores,  y sus  demás 
parientes  ó amigos,  para  alegar  y probar  esta 


' excusa  y solicitar  la  declaración  de  su  legitimi- 
dad ; y si  el  j uez  en  efecto  la  encontrare  j nsta  en 
vista  de  la  justificación  que  de  ella  se  hiciere, 
con  audiencia  del  promotor  fiscal,  debe  suspen- 
der el  curso  de  la  causa  por  el  término  limitado 
que  le  parezca  necesario,  atendida  la  naturale- 
za de  la  excusa  y la  distancia  de  los  lugares: 
ley  12,  tít.  5.“,  Part.  3.a  Pero  si  el  emplazado  se 
hubiese  sustraído  maliciosamente  á la  acción 
de  la  justicia  después  de  decretada  $u  prisión 
ó arresto,  no  parece  natural  admitir  entonces 
excusador  que  solicite  la  próroga  del  término 
para  la  presentación. 

V.  Mas  ya  que  se  admite  un  excusador  que 
alegue  y pruebe  el  impedimento  que  tiene  el 
emplazado  para  comparecer  á tiempo,  ¿podrá 
igualmente  ser  admitido  por  el  juez  'un  procu- 
rador ó defensor  voluntario  ó autorizado,  que 
tome  á su  cargo  la  causa  del  reo  ausente,  que 
responda  por  él,  que  desvanezca  los  cargos  que 
le  resultan,  ó al  menos  haga  valer  las  circuns- 
tancias que  atenúen  el  delito  imputado,  sin  ne- 
cesidad de  que  el  encausado  comparezca  perso- 
nalmente en  el  juicio?  La  citada  ley  12,  tít.  5.°, 
Partida  3.a,  dispone  que  en  las  causas  criminales 
en  que  pueda  recaer  sentencia  de  muerte  ó per- 
dimiento de  miembro  ó desterramiento  de  tierra 
para  siempre,  no  se  admita  personero  para  de- 
fender al  reo  ausente,  sino  solo  para  alegar  las 
excusas  legítimas  que  le  impidan  venir  al  plazo, 
porque  no  estando  presente  el  reo  no  se  podría 
ejecutar  en  su  persona  la  justicia.  Redúcese  de 
aquí:  l.°,  que  no  solo  en  las  causas  sobre  delito 
digno,  según  la  ley,  de  alguna  de  las  tres  cita- 
das penas  de  muerte,  mutilación  ó destierro  per- 
pétuo,  sino  también  en  todas  las  que  versen  so- 
bre delito  á que  la  ley  señala  otra  cualquiera 
pena  corporal,  como  bombas,  arsenales,  presi- 
dio, reclusión  ó servicio  á las  armas,  debe  des- 
echarse todo  defensor  ó personero  que  no  sea 
mero  excusador  del  ausente,  porque  si  en  aque- 
llas no  podría  hacerse  la  justicia  sin  la  presen- 
cia del  reo,  tampoco  podría  ejecutarse  en  estas; 
de  modo  que,  las  primeras  deben  considerarse 
designadas  por  via  de  ejemplo  y no  de  un  modo 
limitativo: — 2.°,  que  en  todas  las  demás  cansas 
en  que  no  haya  de  imponerse  pena  corporal,  ha- 
brá de  admitirse,  a contrario  sensu , así  el  mero 
excusador,  como  el  defensor  que  quiera  tomar 
á su  cargo  la  representación  de  la  persona  del 
ausente  inculpado.  Gregorio  López,  sin  embar- 
go, suponiendo  en  la  glosa  11  que  la  disposición 
de  esta  ley  no  ha  de  tomarse  aislada  sino  como 
ligada  que  está  y en  correlación  con  el  sistema 
adoptado  por  las  Partidas  de  no  seguir  ni  fallar 
el  proceso  contra  un  ausente,  dice  que  en  su 
tiempo  en  que  por  las  ulteriores  leyes  del  reino 
se  podía  ya  proceder  y dar  sentencia  contra  los 
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reos  contumaces,  era  opinión  común  de  los  doc- 
tores que  en  cualesquiera  causas  y cualesquie- 
ra que  fuesen  las  penas  que  pudieran  imponer- 
se, debían  admitirse  y en  la  práctica  se  admi- 
tían las  defensas  y justificaciones  que  para 
demostrar  la  inocencia  del  ausente  quería  pre- 
sentar cualquier  tercero.  En  efecto,  la  ley  1.* 
tantas  veces  citada,  título  37,  libro  12  de  la 
Novísima  Recopilación,  previene  de  un  modo 
expresivo  y claro,  que  en  el  término  de  prue- 
ba se  reciban  y examinen  los  testigos  que  hu- 
biere ó se  pudieren  haber  contra  el  delincuente 
contumaz,  informándose  asimismo  el  juez  de  su 
oficio,  por  cuantas  partes  pudiere,  de  la  inocen- 
cia del  tal  acusado ; y de  esta  y otras  sacan 
argumentos  poderosos  algunos  autores  moder-  ! 
nos , dignos  de  todo  respeto , y especialmente 
el  Sr.  Tapia  en  el  apéndice  4.“  de  su  Trata- 
do sobre  el  juicio  criminal,  á favor  de  la  opi- 
nión que  quiere  que  se  recíban  procuradores  y 
defensores  de  los  reos  prófugos,  porquemas  de 
una  vez  sucede  que  aun  los  mas  inocentes  hu- 
yen ó rehúsan  presentarse  en  el  juicio  á que 
son  llamados,  ya  por  temor  k las  vejaciones  del 
encarcelamiento  ó al  poder  de  sus  enemigos,  ya 
por  ver  amenazando  sobre  su  cabeza  un  aparato 
terrible  de  indicios  que  la  combinación  fortuita 
de  las  circunstancias  ó de  los  accidentes  de  la 
vida  social  ha  logrado  formar  y reunir  y que  no 
pueden  fácilmente  disipar  en  el  momento. 

A pesar  de  estas  leyes , de  estas  opiniones  y 
doctrinas,  y de  estas  consideraciones,  preva-  \ 
leeió  en  la  practica  de  los  tribunales  la  dispo- 
sición de  la  ley  8.*,  tít.  35,  líb.  12  de  la  Nov.  Re- 
copilación, la  cual  mandaba  «que  en  las  causas 
criminales  que  fueren  casos  de  Hermandad  no  . 
resciban  (los  jueces  y alcaldes  de  Hermandad) 
procuradores  ni  defensores  algunos,  salvo  si  es- 
tuvieren en  su  poder  presos  los  acusados,  ó pa- 
rescieren  personalmente,  y se  presentaren  en  la 
cárcel.»  Es  cierto  que  esta  ley  debía  reputarse  . 
limitada  á los  alcaldes  de  la  Santa  Hermandad,  y 
aun  derogada  por  la  citada  ley  1/  del  tít.  37  del 
mismo  libro,  pues  aquella  es  del  año  1486,  al 
paso  que  esta  última  fué  publicada  en  el  de 
1503  y confirmada  en  1566;  pero  las  leyes  su- 
cumben mas  de  una  vez  á la  fuerza  de  una  cos- 
tumbre, muy  arraigada  y al  raciocinio  de  los  co- 
mentadores, y mas  si  estos  son.  criminalistas. 

No  obstante,  ya  que  el  juez  no  pueda,  en  vir- 
tud de  la  costumbre  ó de  la  ley,  recibir  procu- 
rador ó defensor  autorizado  ó voluntario  que  en 
representación  del  reo  ausente  haga  parte  for- 
mal en  el  juicio,  estamos  firmemente  convenci- 
dos por  las  palabras  arriba  trascritas  de  la  ley  1.a 
del  tít.  37  de  que  no  debe  rechazar  las  indica- 
ciones, instrucciones  y datos  que  de  cualquier 
modo  se  le  dieren  á favor  de  dicho  reo  para  pro- 
Tomo  ni. 


ceder  de  oficio  en  sn  vista  á hacer  la  correspon- 
diente información  sobre  su  inocencia  y descu- 
brir la  verdad  de  los  hechos  y la  participación 
que  hubiere  ó no  tenido  el  acusado,  ya  porque 
la  ley  le  impone  esta  obligación,  ya  porque  po- 
drían desaparecer  con  el  trascurso  del  tiempo 
los  medios  de  justificación  que  por  de  pronto  se 
le  ofrecen.  Mas  volvamos  á atar  el  hilo  de  los 
procedimientos,  los  cuales  se  signen  por  los 
trámites  comunes  con  las  modificaciones  que- 
ahora  veremos. 

VI.  Después  de  haberse  concluido  el  término 
señalado  en  el  tercer  edicto,  como  también  el 
de  la  próroga  que  tal  vez  se  hubiese  concedido 
en  virtud  de  excusa  legítima,  y resultando  por 
el  requerimiento  hecho  al  alcaide  que  el  reo  em- 
plazado no  ha  comparecido  en  la  cárcel , le  de- 
clara el  juez  por  contumaz  y rebelde,  y manda 
que  se  continúe  la  causa  en  su  ausencia  y rebel- 
día , haciéndosele  las  notificaciones  en  los  estra - 
dos  del  juzgado,  y que  se  pasen  los  autos  al  pro- 
motor fiscal  y al  acusador  particular,  si  lo  hu- 
biere, como  ya  se  ha  indicado,  para  que  según 
su  estado  propongan  y pidan  lo  que  tengan  por 
conveniente  y arreglado  á derecho. 

Puede  el  promotor  fiscal  proponer  y pedir  el 
sobreseimiento  de  la  causa , del  mismo  modo  que 
cuando  se  trata  de  reos  presentes,  siempre  que 
viere  que  por  las  diligencias  posteriores  á la  pu- 
blicación de  los  edictos  ó hechas  durante  su 
curso,  quedan  desvanecidos  los  cargos  que  ios 
habían  motivado,  ó que  el  emplazado  no  es 
acreedor  sino  á una  pena  leve  que  no  pase  de 
reprensión,  arresto  de  corto  número  de  diasó 
multa  poco  importante;  en  cuyo  caso  habrá  de 
procederse  con  arreglo  á lo  explicado  en  los  pár- 
rafos LXXV  y LXXVI  del  Juicio  criminal  ordina- 
rio * y sus  adiciones  con  arreglo  á las  últimas 
disposiciones  legales.  Véase  las  del  pár.  XII.* 

Pero  si  creyere  que  el  emplazado  es  acreedor 
á una  pena  mayor  que  las  expresadas , ya  sea 
corporal,  como  la  de  muerte,  presidio,  destierro 
del  reino,  prisión  ó reclusión,  ya  sea  de  otra 
clase,  como  la  de  privación  de  oficio  ó empleo, 
pérdida  de  los  derechos  de  ciudadano,  infamia, 
multa  de  consideración,  ó resarcimiento  de  da- 
ños y perjuicios,  debe  ponerle  acusación  formal, 
así  como  puede  ponérsela  también  el  acusador 
particular,  si  lo  hubiere  del  modo  que- se  ha  ex- 
presado en  el  pár.  LXXXIII  del  Juicio  criminal 
ordinario,  con  la  única  diferencia  de  pedirse  la 
pena  en  su  ausencia  y rebeldía,  y sin  perjuicio 
de  que  se  le  oiga  si  fuere  habido  ó se  pre- 
sentare. * Véanse  las  adiciones  á dicho  párra- 
fo 83  y las  del  pár.  XII.  * 

Habiendo  en  la  misma  causa  reos  presentes  y 
reos  ausentes,  podrá  convenir  para  la  mas  pron- 
ta administración  de  justicia  respecto  de  aque- 
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líos,  formar  pieza  separada  respecto  de  los  últi- 
mos con  testimonio  de  las  actuaciones  del  su- 
mario que  les  conciernan;  pero  si  & la  conclu- 
sión del  sumario  con  respecto  _á  los  primeros 
hubiesen  trascurrido  ya  ó estuviesen  para  fina- 
lizar los  tres  plazos  concedidos  á los  segundos, 
deberá  formalizarse  la  acusación  y seguirse  los 
procedimientos  contra  unos  y otros  á un  mismo 
tiempo,  sin  necesidad  de  formar  piezas  separa- 
das. Véase  el  párrafo  XVI  del  Juicio  criminal  * y 
las  adiciones  al  mismo  y al  párrafo  XII.  * 

Del  escrito  de  acusación  se  confiere  traslado 
al  acusado  para  que  conteste  por  un  término  que 
no  pase  de  nueve  días  haciéndosele  la  notifica- 
ción del  auto  en  los  estrados,  como  si  allí  estu- 
viese presente ; bien  que  esta  notificación , así 
como  las  demás  que  en  el  curso  de  la  causa  se  le 
deben  hacer,  se  reducen  á la  fórmula  de  ano- 
tarse en  el  proceso,  como  si  efectivamente  se 
hicieran, 

VII.  Pasado  el  término  de  la  contestación,  se 
recibe  la  causa  ó.  prueba  por  el  término  que  el 
juez  estimare  necesario,  el  cual  es  coman  á las 
partes;  y dentro  de  él , y con  citación  de  todas 
ellas,  hecha  á las  presentes  en  su  persona , y al 
contumaz  en  estrados,  se  verifica  la  ratificación 
de  los  testigos  del  sumario  y el  abono  de  los 
muertos  y de  los  que  se  hubieren  ausentado, 
pudicndo  asistir  el  promotor  y el  acusador  par- 
ticular y hacer  á los  testigos  las  preguntas,  ob- 
servaciones y réplicas  que  creyeren  oportunas 
para  la  mayor  claridad  de  los  hechos  y manifes- 
tación de  la  verdad.  El  recibimiento  á prueba  se 
omite  cuando  estando  presentes  todas  las  partes 
la  renuncian  de  consuno  y se  conforman  con 
todas  las  declaraciones  de  los  testigos  del  suma- 
rio ; pero  en  este  juicio  contra  ausentes  no  puede 
suprimirse  de  ningún  modo,  pues  que  en  él  no 
cabe  la  renuncia  y la  conformidad  que  para  di- 
cha omisión  exige  la  ley. 

VIII.  Acabado  el  término  probatorio , se  lleva 
la  causa  á la  vista  con  citación  de  las  partes ; y 
no  hallando  el  juez  en  ella  defectos  sustanciales 
que  subsanar  ni  falta  ú omisión  de  alguna  dili- 
gencia precisa  para  el  cabal  conocimiento  de  la 
verdad , pronuncia  desde  luego  sentencia  defi- 
nitiva, que  se  notifica  á las  partes  presentes  en 
persona  y á las  ausentes  en  estrados , con  cita- 
ción y emplazamiento  en  la  forma  ordinaria;  y 
la  eleva  después  en  consulta,  ó en  apelación  si 
esta  se  hubiese  interpuesto  por  alguna  de  las 
partes  presentes,  al  tribunal  superior  del  terri- 
torio con  remisión  de  los  autos  originales.  En  él 
se  sustancia  igualmente  en  estrados  el  juicio  de 
segunda  instancia;  y pronunciado  y publicado 
el  fallo  definitivo,  se  devuelve  la  causa  al  juez 
inferior  para  la  ejecución  de  lo  determinado  en 
la  forma  que  vamos  á ver;  debiendo  tenerse  pre- 


? 

I 

i 


i 


i 


r 

i 

i 


sente  que  así  la  sentencia  de  primera  instancia, 
como  la  de  segunda,  siempre  que  por  ellas  se 
imponga  alguna  pena,  han  de  dictarse  ó se  en- 
tienden dictadas,  con  calidad  de  ser  oido  el  reo, 
si  se  presentare  ó fuere  aprehendido. 

IX.  Así  que , la  sentencia  dada  en  ausencia 
y rebeldía,  no  es  ejecutiva  desde  luego,  áno  ser 
de  absolución  ó de  sobreseimiento. 

La  de  sobreseimiento  produce  una  decisión 
irrevocable,  aunque  después  se  presente  el  en- 
causado y quiera  rechazar  la  pena  leve  que  tal 
vez  se  le  hubiere  impuesto,  porque  aun  estando 
presente  no  se  le  habría  oido ; y no  hay  por  cierto 
razón  bastante  fuerte  para  reputar  por  de  mejor 
condición  al  ausente  que  al  presente.  Se  dirá 
que  este  fué  oido  en  el  acto  de  la  confesión , y 
que  aquel  tiene  también  derecho  á dar  en  un 
acto  igual  sus  exculpaciones;  pero  tráigase  á la 
memoria  que  cuanto  dice  en  su  abono  el  confe- 
sante carece  de  toda  justificación,  pues  que  ni 
aun  se  evacúan  sus  citas,  y se  verá  desaparecer 
esta  diferencia. 

Si  la  sentencia  fuere  absolutoria,  debe  alzarse 
desde  luego  todo  mandamiento  de  prisión  que 
se  hubiese  dado  contra  el  procesado,  y puede 
exigirsele  también  desde  luego  el  importe  de  las 
costas  á que  hubiere  dado  lugar  por  su  ausencia 
y rebeldía,  como  se  infiere  de  la  ley  1.",  tít.  37, 
lib.  12,  Nov.  Recop. 

Siendo  condenatoria  la  sentencia , no  pueden 
exigirsele  las  penas  pecuniarias  que  se  le  hu- 
biesen impuesto  á favor  de  la  parte  contraria  ó 
del  fisco,  sino  después  de  un  año  contado  des- 
de la  publicación;  pues  si  se  presentase  ó fuere 
habido  dentro  de  este  término,  tiene  derecho  á 
ser  oido  sobre  ellas,  así  como  sobre  las  demás. 
Mas,  aunque  la  sentencia  sea  ejecutiva  en  cuan- 
to á las  penas  pecuniarias  después  de  pasado  el 
año,  no  lo  será  nunca  en  cuanto  á las  penas 
corporales  ó infamatorias  ni  cualesquiera  otras, 
las  cuales  no  pueden  ejecutarse  sino  después  de 
oir  personalmente  al  reo,  cualquiera  que  sea  la 
época  en  que  se  presente  ó sea  capturado:  ley  1.*, 
tít.  37,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

X.  Podrá  suceder  que  el  reo  se  presente  ó 
sea  capturado,  estando  todavía  pendiente  la 
causa,  ó después  de  terminada  esta  en  su  au- 
sencia. Si  todavía  se  hallare  pendiente  la  causa, 
debe  reponerse  el  juicio  al  estado  de  sumario  y 
tomarse  al  reo  la  declaración  á no  ser  que  el 
perseguido  se  hubiere  fugado  después  de  apre- 
hendido, pues  entonces  la  reposición  ha  de  ser 
al  estado  que  tenia  cuando  se  verificó  la  fuga. 
Si  la  causa  estuviera  ya  terminada,  podrá  el  reo 
conformarse  con  la  sentencia,  á no  ser  de  pena 
capital,  ó bien  oponerse  á ella  dentro  del  año  en 
cuanto  á [las  penas  pecuniarias,  y siempre  en 
cuanto  á las  demás,  corno  ya  se  ha  indicado;  en 
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caso  de  oposición,  lia  de  reponerse  asimismo  el 
proceso  respectivamente  al  estado  de  sumario  ó 
al  que  tenia  en  el  tiempo  de  la  fuga,  obrando 
empero  contra  él  las  probanzas  consignadas  en 
loa  autos  como  si  fuesen  hechas  enjuicio  ordi- 
nario segim  dice  la  ley,  sin  perjuicio  de  atacar- 
las y destruirlas  en  cuanto  pueda;  mas  en  caso 
de  conformidad , queda  ejecutoriada  la  senten- 
cia y debe  llevarse  á cumplido  efecto. 

XI.  No  faltan  escritores  dignos  de  aprecio 
que  reprueban  la  admisión  de  la  conformidad 
del  reo  con  la  sentencia  condenatoria  dada  en 
su  ausencia,  queriendo  que  siempre  se  abra 
nuevo  juicio  y se  le  oiga,  aunque  él  lo  rehúse, 
porque  suponen  que  la  pena  impuesta  en  rebel- 
día puede  ser  mucho  mayor  ó mucho  menor  que 
su  culpabilidad;  de  modo  que  de  admitirle  la 
conformidad , se  atentará  en  el  primer  caso  qui- 
zá contra  su  inocencia,  y en  el  segundo  contra 
la  causa  pública.  Pero  cu  primer  lugar,  por  lo 
que  hace  al  reo,  nadie  mejor  que  él  sabrá  apre- 
ciar su  verdadero  interés,  nadie  mejor  que  él 
estará  penetrado  de  la  verdad  de  los  hechos, 
nadie  mejor  que  él  conocerá  su  criminalidad  ó 
su  inocencia,  y cuando  él  acepta  y se  aviene  á 
sufrir  la  pena  que  se  le  ha  impuesto,  señal  es 
por  cierto  bastante  segura  de  que  se  cree  mere- 
cedor de  otra  mas  grave;  dejémosle,  pues,  que 
obre  como  guste  según  su  ciencia  y su  concien- 
cia, y no  pretendamos  hacerle  un  beneficio  con- 
tra su  voluntad,  un  beneficio  que  podría  traerle 
males  sin  cuento,  un  beneficio  que  quizá  no  le 
hacemos  sino  capciosamente  para  tenderle  una 
red,  conculcando  las  reglas  del  derecho,  In- 
vito beneficiara  non  dalur , Beneficium  legis  non 
delet  esse  captiosum.  En  segundo  lugar,  por  lo 
que  á la  causa  pública  interesa,  la  sociedad 
ha  tenido  ya  en  el  juicio  su  representante,  que 
ha  podido  y debido  valerse  de  todos  los  medios 
que  la  ley  pone  en  «su  mano  para  descubrir  el 
crimen  y hacer  castigar  al  reo ; que  no  ha  de- 
bido ni  podido  reservar  para  otro  juicio  futuro 
é incierto  el  ejercicio  de  los  derechos  de  su  re- 
presentado; y que  en  efecto  ha  ejercitado  ya 
su  acción  de  presente,  y ha  hecho  oir  su  voz  y 
seguir  los  procedimientos  por  todos  sus  trámites 
y todas  sus  instancias,  con  tanta  mas  ventaja 
suya  cuanto  que  él  solo  ha  sido  escuchado  sin 
haber  quien  le  contradijese.  El  representante 
de  la  causa  pública  ha  llenado  , pues,  la  misión 
que  se  le  habia  encomendado ; y no  es  él  por 
cierto  quien  tiene  derecho  de  reiterar  sus  ata- 
ques después  de  haberse  acabado  y decidido  la 
contienda,  á no  ser  que  se  le  provoque  de  nuevo 
por  su  adversario ; la  ley  en  efecto  no  se  lo  con- 
cede; la  ley  no  dice  que  si  después  de  termina- 
da la  causa  se  presenta  ó es  aprehendido  el  pro- 
cesado, ha  de  tener  el  ministerio  púbtico  el  de- 


j recho  de  iniciativa  para  repetir  su  acusación  y 
, hacer  abrir  otro  juicio  á fin  de  que  se  imponga 
¡ otra  pena  mas  grave;  la  ley  no  ha  dicho  ni  po- 
; día  decir  tal  cosa,  porque  considera  cerrado  ya 
el  proceso  para  el  acusador  público  ó privado; 
lo  que  la  ley  dice , y naturalmente  debía  decir, 
es  que  el  reo  juzgado  y condenado  en  ausencia 
y rebeldía,  si  se  viniese  d salvar  del  delito  que  le 
es  opuesto  ó si  fuere  preso , sea  oido,  pagando  las 
costas  y despreces  y homecillos;  de  suerte  que  el 
derecho  de  ser  oido  es  un  derecho  ó beneficio 
concedido  tan  solo  al  juzgado  y condenado,  y 
no  al  acusador  ni  al  juzgador,  para  repeler  la 
sentencia,  para  salvarse  de  la  pena,  para  de- 
mostrar su  inocencia,  un  derecho  facultativo  de 
que  puede  libremente  usar  ó no  usar,  un  dere- 
cho, pues,  á que  puede  renunciar  si  quisiere, 
conformándose  con  la  sentencia  y allanándose 
á sufrir  la  pena  impuesta,  sin  que  nadie  pueda 
forzarle  directa  ni  indirectamente  á hacer  uso 
de  él.  Y ¿cómo  se  le  habia  de  forzar  á ello?  Su- 
pongamos que  por  un  abuso  de  autoridad , así 
que  el  juez  ve  al  reo  en  su  poder,  empieza  por 
tomarle  declaración  y hacerle  cargos , despre- 
ciando el  consentimiento  que  presta  este  á la 
sentencia;  el  reo  entonces  podrá  protestar,  po- 
drá recurrir  al  tribunal  superior  contra  tal  pro- 
cedimiento, y de  todos  modos  podrá  sellar  sus 
labios  y guardar  un  silencio  profundo,  sin  que 
el  juez  pueda  emplear  medio  alguno  para  com- 
pelerle á responder,  según  se  ha  demostrado  en 
el  pár.  XL  del  Juicio  criminal  ordinario.  Y efec- 
tivamente el  procedimiento  seria  nulo,  arbitra- 
rio y atentatorio,  de  modo  que  el  tribunal  supe- 
rior no  podría  menos  de  reprobarlo;  seria  nulo, 
porque  en  el  mismo  hecho  de  obrar  el  juez  de 
esta  manera,  perseguía  dos  veces  á un  acusado 
por  un  mismo  delito;  seria  arbitrario,  porque 
no  se  fundaba  en  ley  alguna;  y seria  atentatorio, 
porque  anonadaba  un  proceso  que,  según  la 
ley,  queda  siempre  en  su  fuerza  y vigor,  y por- 
que anulaba  una  sentencia,  que  es  válida  y fir- 
me por  derecho  mientras  que  por  una  decisión 
contraria  no  sufra  alteración,  comojque  al  cabo 
de  un  año  causa  ejecutoria  en  cuanto  á las  pe- 
nas pecuniarias,  y como  que  nunca  queda  des- 
' truida,  ni  aun  en  cuanto  á las  penas  corporales, 
por  la  mera  presentación  ó captura  del  senten- 
ciado, sino  que  solo  puede  revocarse  ó modifi- 
carse por  su  oposición  y por  sus  excepciones  y 
defensas,  según  es  de  ver  por  la  ley  1.a,  tit.  37, 
lib.  12,  Nov.  Eeeop.  Otra  cosa  seria,  si  el  proceso 
sentenciado  con  imposición  de  pena  se  anulase 
ó extinguiese  de  pleno  derecho'por  la  presencia 
voluntaria  ó forzada  del  contumaz,  como  suce- 
de en  algunos  paise3  extranjeros;  pues  entonces 
seria  indispensable,  como  que  no  quedaban  en 
pie  las  probanzas  ni  la  sentencia,  volver  á co- 
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menzar  el  juicio  entre  presentes  desde  la  decla- 
ración ó confesión  con  cargos  6 desde  la  acusa- 
ción á Jo  menos,  cual  si  en  aquel  punto  hubiera 
quedado  suspendido. 

Xir.  Mas  cuando  por  la  sentencia  en  contu- 
macia se  hubiese  impuesto  al  procesado  la  pena 
de  muerte,  será  necesario  abrir  el  juicio  aun 
contra  la  voluntad  del  condenado,  luego  que 
este  se  presente  ó sea  aprehendido,  sin  que  sea 
admisible  su  conformidad  con  la  pena,  ya  por 
la  regla  general  de  que  Nemo  auditor  perire  vo- 
leas, ya  porque  no  se  le  expone  á correr  el  peli- 
gro de  sufrir  otra  pena  mayor , ya  porque  natu- 
ralmente se  le  tendrá,  que  remitir  esta  y conde- 
narle á otra  menor  en  razón  de  sus  excepciones 
y defensas  y de  quedar  desvanecido  con  su  pre- 
sencia el  indicio  que  resultaba  de  su  rebeldía  y 
que  quizá  se  tomó  en  cuenta  para  completar  las 
probanzas. 

XIII.  ¿Qué  diremos  de  los  bandidos  y saltea- 
dores que  andan  habitualmente  cometiendo  crí- 
menes y excesos  de  toda  especie,  y que  siendo 
llamados  dan  lugar  á que  sus  causas  se  sustan-  I 
cien  y sentencien  en  rebeldía,  sin  presentarse 
jamás  á purgarse  de  sus  delitos?  La  ley  l.%  titu- 
lo 17,  lib.  12  de  la  Nov.  Recop.,  mandaba  que 
en  cualquier  tiempo  en  que  fueran  capturados, 
se  ejecutasen  desde  luego  en  sus  personas  las 
penas  corporales  que  en  rebeldía  se  les  hubie- 
sen impuesto,  sin  necesidad  de  oirlos  ni  de  per- 
mitirles su  defensa;  pero  ahora,  cualquiera  que 
sea  la  gravedad  y el  número  de  sus  crímenes,  y 
el  de  las  sentencias  que  contra  ellos  hayan  re- 
caído, se  les  abre  nuevo  juicio  y se  Ies  oyen  sus 
excepciones  antes  de  llevar  á efecto  las  penas. 

V.  Bandido  y Proscripción , y el  artículo  que  si- 
gue del  Juicio  por  delitos  políticos  y por  robos  en 
cuadrilla. 

* Por  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870  se  introdujo 
la  reforma  sobre  el  procedimiento  en  rebeldía  de 
que  se  sustanciarán  las  causas  contra  reos  au- 
sentes hasta  la  conclusión  del  sumario  , archi- 
vándose, terminado  este,  hasta  que  fueren  habi- 
dos aquellos  ó se  presentaren  á disposición  del 
juzgado.  Dispuso  asimismo  que  las  causas  en  que 
hubiere  otros  procesados  presentes  continuarán 
sustanciándose  respecto  de  estos  tan  solo:  art.  19. 

Hé  aquí  cómo  se  justificó  en  los  motivos  de 
dicha  ley  la  primera  disposición  expuesta.  «Ni 
las  actuaciones  del  plenario , ni  las  sentencias 
dictadas  en  ausencia  de  los  reos  producen  nada 
que  sea  firme,  puesto  que  cuando  el  acusado  com- 
parece, se  abre  de  nuevo  la  causa  desde  la  con- 
clusión del  sumario,  y hay  que  repetir  las  mis- 
mas diligencias.  No  se  concibe  por  lo  tanto  la 
utilidad  de  procedimientos  que  necesariamente 
han  de  rehacerse.  Si  á esto  se  agrega  la  impor-  ¡ 
tantísima  consideración  de  que  en  la  práctica  1 


actual  las  causas  contra  reos  ausentes  se  hacen 
públicas  sin  limitación  ni  reserva  alguna  y á 
que  esta  publicidad  da  ocasión  á que  los  proce- 
sados se  preparen  para  contrariar  el  resultado 
conocido  de  antemano  , empleando  medios  que 
tan  fácilmente  á veces  encuentran  los  delin- 
cuentes para  obtener  la  impunidad  de  sus  deli- 
tos, se  concebirá  la  utilidad  de  que  concluido 
que  sea  el  sumario , se  archiven  las  causas  has- 
ta que  sean  habidos  ó se  presenten  los  reos.» 

La  ley  referida  nada  estableció,  sin  embargo, 
respecto  al  procedimiento  que  debía  seguirse 
hasta  llegar  á constituir  el  estado  de  ausencia 
de  los  procesados.  Mas  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  de  1872,  adoptando  asimismo  aquella 
reforma,  ha  prescrito  sobre  este  punto  las  dispo- 
siciones convenientes , que  son  los  que  rigen 
en  la  actualidad. 

Así , pues , según  lo  prescrito  en  el  cap.  9.°  de 
su  lib  i l.°,  el  juez  que  entendiere  de  la  causa 
mandará  expedir  requisitorias  para  el  llama- 
miento y busca: 

1. °  Del  procesado  que  al  ir  á notificársele 
cualquiera  resolución  judicial  no  fuere  hallado 
en  su  domicilio  por  estar  ausente  é ignorarse 
su  paradero.  El  que  practique  la  diligencia  in- 
terrogará sobre  el  punto  en  que  se  hallare  el 
procesado  á la  persona  con  quien  aquella  se 
entendiere,  con  arreglo  á lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 46,  esto  es , al  pariente,  familiar  ó criado 
mayor  de  catorce  años  que  se  hallare  en  aque- 
lla, y si  no  hubiere  nadie,  á uno  de  los  vecinos 
mas  próximos. 

2. °  Del  que  se  hubiere  fugado  del  estableci- 
miento en  que  se  hallare  detenido  ó preso. 

3. "  Del  que,  hallándose  en  libertad  provisio- 
nal, dejare  de  concurrir  á la  presencia  judicial 
el  dia  que  le  estuviere  señalado  ó cuando  fuere 
llamado:  arts.  129  y 130. 

La  requisitoria  expresará  «l  nombre  y apelli- 
do, si  constaren,  del  procesado  rebelde  y las  se- 
ñas, porque  pueda  ser  identificado;  el  delito  por 
que  se  le  procesa;  el  territorio  donde  sea  de  pre- 
sumir que  se  encuentre  y la  cárcel  adonde  deba 
ser  conducido.  Expresará  también,  la  circunstan- 
cia del  art.  129,  ya  expuesto,  que  diere  lugar  á la 
expedición  de  la  requisitoria;  el  término  dentro 
del  cual  el  procesado  ausente  deberá  presentar- 
se, bajo  apercibimiento  de  que  en  otro  caso  será 
declarado  rebelde  y le  parará  el  perjuicio  á que 
hubiere  lugar  con  arreglo  á dicha  ley:  art.  131. 

La  requisitoria  se  remitirá  á los  jueces,  se  pu- 
blicará en  los  periódicos,  y se  fijará  en  los  sitios 
públicos  siguientes:  en  el  local  del  juzgado  ó 
tribunal  que  conociere  de  la  causa  y de  los  jue- 
ces á quienes  se  hubiere  requerido,  uniéndose 
á los  autos  el  original  y un  ejemplar  de  cada 
periódico  en  que  se  hubiere  publicado:  art.  132. 
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Trascurrido  el  plazo  de  la  requisitoria  sin  ha- 
ber comparecido  ó sin  haber  sido  presentado  el 
ausente,  se  le  declarará  rebelde:  arts.  128  y 133. 

Los  efectos  de  esta  rebeldía  son  los  siguientes: 

1. "  Si  la  causa  estuviere  en  sumario,  se  con- 
tinuará hasta  que  se  declare  terminado  por  el 
tribunal  competente,  suspendiéndose  después 
su  curso  y archivándose  los  autos  y las  piezas 
de  convicción  que  pudieren  conservarse  y no 
fueren  de  un  tercero  irresponsable,  hasta  que  , 
se  presentare  ó fuere  habido  el  rebelde:  artícu- 
lo 134. 

2. °  Si  fueren  dos  ó mas  los  procesados  y no 
á todos  se  les  hubiese  declarado  en  rebeldía,  se 
suspenderá  el  curso  de  la  causa  respecto  á los 
rebeldes  hasta  que  fueren  hallados,  y se  conti- 
nuará respecto  á los  demás:  art.  136. 

3. °  En  el  auto  de  suspensión  se  reservará  á 
la  parte  ofendida  por  el  delito  la  acción  que  le 
corresponda  para  la  restitución  de  la  cosa,  la 
reparación  del  daño  y la  indemnización  de  per- 
juicios, á fin  de  que  pueda  ejercitarla  indepen- 
dientemente de  la  causa  por  la  via  civil  contra 
los  que  fueren  responsables;  al  efecto  no  se  al- 
zarán los  embargos  hechos  ni  se  cancelarán  las 
fianzas  prestadas  con  arreglo  al  tít.  XI,  lib.  I: 
art.  137. 

4. °  Cuando  la  causa  se  archivase  por  estar 
en  rebeldía  todos  los  procesados,  se  mandarán 
devolver  á los  dueños  que  no  fueren  civil  ni  cri- 
minalmente responsables  del  delito  los  efectos  ó 
instrumentos  del  mismo  ó las  demás  piezas  de 
convicción  que  hubiesen  sido  recogidas  duran- 
te la  causa;  pero  antes  de  hacerse  la  devolución 
el  secretario  extenderá  diligencia  consignando 
descripción  minuciosa  de  todo  lo  que  hubiere 
de  devolverse.  Asimismo  se  practicará,  en  la 
forma  prevenida  en  el  tít.  VIII  del  lib.  I,  el  re-  ¡ 
conocimiento  pericial  que  habría  de  practicarse 
si  la  causa  hubiera  continuado  su  curso  ordina- 
rio: art.  138. 

5. ”  Si  ei  reo  se  hubiese  fugado  ú ocultado 
después  de  haberle  sido  notificada  la  sentencia, 
y estando  pendiente  el  recurso  de  casación,  este 
se  sustanciará  hasta  definitiva,  nombrándose  al 
rebelde  abogado  y procurador  de  oficio.  La  sen- 
tencia que  recayere  será  firme.  Lo  mismo  suce- 
derá si  habiéndose  ausentado  ú ocultado  el  reo 
después  de  haberle  sido  notificada  la  sentencia, 
se  interpusiere  el  recurso  por  su  representación 
ó por  el  ministerio  fiscal  después  de  su  ausen- 
cia ó su  ocultación:  art.  139. 

6. °  Cuando  el  declarado  rebelde  en  sumario 
ó durante  el  juicio  oral  fuere  habido,  se  abrirá 
nuevamente  la  causa:  art.  140.  * 

* JUICIO  SOBRE  FALTAS. — El  procedimiento  es- 
pecial que  marca  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal para  la  averiguación  y castigo  de  las  in- 


fracciones á que  el  Código  penal  señala  pena 
leve. 

Este  procedimiento  se  verifica  en  j uicio  verbal. 
En  él  tienen  lugar  la  primera  y segunda  instan- 
cia; conociendo  de  aquella  el  juez  municipal,  y 
en  esta  el  tribunal  de  partido  cuando  se  esta- 
blezcan esta  clase  de  tribunales,  y entretanto, 
el  juez  de  primera  instancia.  Véanse  los  artícu- 
los 271  y 274  de  la  ley  orgánica  del  poder  judi- 
cial y los  935  y 950  y siguientes  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal. 

De  la  primera  instancia.— Luego  que  el  juez 
municipal  tuviere  noticia  de  haberse  cometido 
alguna  de  las  faltas  previstas  en  el  libro  III  del 
Código  penal  que  puedan  perseguirse  de  oficio, 
mandará  convocar  á juicio  verbal  al  fiscal  mu- 
nicipal, al , querellante,  si  lo  hubiere,  al  pre- 
sunto culpable  y á los  testigos  que  pudieran 
dar  razón  de  los  hechos,  señalando  dia  y hora 
para  la  celebración  del  juicio.  Del  mismo  modo 
dispondrá  la  celebración  del  juicio  verbal,  pero 
sin  invocar  al  fiscal  municipal,  cuando  la  falta 
solo  pudiere  perseguirse  á instaucia  de  parte 
legítima  y esta  solicitare  la  represión:  arts.  935 
y 636  de  dicha  ley. 

El  juicio  deberá  celebrarse  en  el  local  del  juz- 
gado municipal  dentro  de  los  tres  dias  siguien- 
tes al  de  la  fecha  del  en  que  tuviere  noticia  el 
juez  de  haberse  cometido  la  falta.  El  juez  muni- 
cipal podrá,  sin  embargo,  de  oficio  ó á instancia 
de  parte,  señalar  un  dia  mas  lejano  para  la  ce- 
lebración del  juicio  cuando  hubiere  para  ello 
causa  bastante,  que  hará  constar  en  el  expe- 
diente. Cuando  algún  testigo  importante  ó una 
de  las  partes  que  resida  dentro  del  término  mu- 
nicipal estuviese  físicamente  impedido  de  con- 
currir al  local  del  juzgado,  podrá  también  el 
juez  disponer  la  celebración  del  juicio  en  el 
punto  que  considere  conveniente,  fundando  su 
resolución:  arts.  936  y 937. 

A la  citación  que  se  haga  á los  presuntos  cul- 
pables acompañará  copia  de  la  querella  si  se 
hubiese  presentado,  y en  dicha  citación  se  ex- 
presará que  el  citado  debe  acudir  al  juicio  con 
las  pruebas  que  tenga.  Siempre  deberán  tras- 
currir, cuando  menos  veinticuatro  horas  entre 
el  acto  de  la  citación  del  presunto  culpable  y el 
de  la  celebración  del  juicio,  si  el  citado  residie- 
re dentro  del  término  municipal,  y un  dia  mas 
por  cada 30  kilómetros  de  distancia  si  residiere 
fuera  de  él:  art.  938. 

Cuando  los  citados  como  partes  y los  testigos 
no  comparecieren  ni  alegaren  justa  causa  para 
dejar  de  hacerlo,  podrán  ser  multados  con  la 
cantidad  que  determine  el  juez  municipal  hasta 
el  máximum  de  25  pesetas.  En  la  misma  multa 
incurrirán  los  peritos  que  no  acudieren  al  lla- 
mamiento del  juez  municipal:  art.  939, 
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A los  testigos  y á los  presuntos  culpables  que 
residieren  fuera  del  territorio  municipal  se  les 
recibirá  declaración  por  medio  de  exhorto  con 
citación  del  querellante  particular  si  lo  hubiere, 
y en  presencia  del  ministerio  fiscal  si  la  falta 
pudiere  perseguirse  de  oficio.  Dichas  declara- 
ciones se  recibirán  y redactarán  con  las  forma- 
lidades establecidas  respectivamente  en  el  ca- 
pítulo II  y en  el  I del  tít.  VII  del  libro  segundo 
de  la  ley  mencionada.  En  el  caso  de  que  por 
motivo  justo  no  pudiere  celebrarse  el  juicio  ver- 
bal en  el  dia  señalado,  ó de  que  no  pudiere  con- 
cluirse en  un  solo  acto,  el  juez  municipal  seña- 
lará el  dia  mas  inmediato  posible  para  su  cele- 
bración ó continuación,  haciéndolo  saber  á los 
interesados:  art.  940. 

El  juicio  será  público , dando  principio  por  la 
lectura  de  la  querella , si  la  hubiere,  siguiendo 
á esto  el  exámen  de  los  testigos  convocados,  y 
practicándose  las  demás  pruebas  que  el  quere- 
llante, denunciador  y fiscal  municipal,  si  asis- 
tiese, pidieren,  y el  juez  considerare  admisibles. 
Seguidamente  se  oirá  al  acusado,  se  examina- 
rán los  testigos  que  presentare  en  su  descargo,  y 
se  practicarán  las  demás  pruebas  que  pidiere  y 
el  juez  considerare  admisibles,  observándose  las 
prescripciones  del  cap.  II  del  tít.  III  del  libro  se- 
gundo de  la  ley  mencionada,  en  cuanto  sean 
aplicables.  Acto  continuo  expondrán  de  palabra 
las  partes  lo  que  creyeren  conveniente  en  apoyo 
de  sus  respectivas  pretensiones,  hablando  el 
primero  el  ministerio  fiscal,  si  asistiere,  después 
el  querellante  particular  (después  el  actor  civil], 
y por  último  el  acusado.  El  fiscal  municipal  asis- 
tirá á los  juicios  sobre  faltas,  siempre  que  á ellos 
fuese  citado  con  arreglo  al  artículo  935:  artícu- 
lo 942. 

Si  el  presunto  culpable  de  una  falta  residiere 
fuera  del  término  municipal,  no  tendrá  obliga- 
ción de  concurrir  al  acto  del  juicio,  y podrá  diri- 
gir al  juez  municipal  un  escrito  alegando  lo  que 
estimase  conveniente  en  su  defensa,  y apoderar 
persona  que  presente  en  aquel  acto  las  pruebas 
de  descargo  que  tuviere:  art.  943. 

La  ausencia  del  acusado  no  suspenderá  la  ce- 
lebración ni  la  resolución  del  juicio,  siempre 
que  conste  habérsele  citado  con  las  formalida- 
des del  cap.  III  del  título  preliminar  de  la  ley 
referida  (y  que  se  expone  en  el  artículo  de  esta 
obra,  Citación),  y con  los  requisitos  del  938,  á no 
ser  que  el  juez  municipal,  de  oficio  ó á instan- 
cia de  parte,  creyere  necesaria  la  declaración 
de  aquel:  art.  945. 

De  cada  juicio  se  extenderá  un  acta  diaria  ex- 
presando clara  y sucintamente  lo  actuado,  la 
cual  se  firmará  por  todos  los  concurrentes  al 
mismo  que  puedan  hacerlo,  ú cuyo  efecto  podrá 
el  juez  municipal  adoptar  todas  las  disposicio- 


nes necesarias  para  que  no  se  ausenten  aque- 
llos basta  que  dicha  acta  esté  extendida:  ar- 
tículo 945. 

Dentro  del  término  fijado  en  el  núm.  2.°  del 
art.  73  ( esto  es,  en  el  mismo  dia  en  que  se  cele- 
bra el  juicio  óá  lo  mas  al  siguiente),  el  juez  mu- 
nicipal dictará  sentencia  : art.  946. 

La  sentencia  se  llevará  á efecto  por  el  juez 
municipal  inmediatamente  de  trascurrido  el  tér- 
mino fijado  en  el  segundo  párrafo  del  art.  82 
(esto  es,  el  dia  siguiente  al  de  la  última  notifi- 
cación), si  no  hubiere  apelado  ninguna  de  las 
partes:  art.  947. 

Si  se  hubiere  apelado,  se  admitirá  en  ambos 
efectos  el  recurso  para  ante  el  tribunal  del  par- 
tido (hoy  el  juzgado  de  primera  instancia)  á que 
: corresponda  el  juzgado  municipal,  haciéndose 
constar  la  interposición  del  recurso  por  diligen- 
cia que  extenderá  el  secretario  municipal  y fir- 
mará el  apelante,  y si  no  supiere,  un  testigo  á 
su  ruego:  art.  948. 

Admitida  que  fuere  la  apelación,  se  remitirán 
los  autos  originales  por  el  juez  municipal  al 
presidente  del  tribunal  de  partido  (hoy  al  juez 
referido,  haciéndose  saber  la  remisión  , y empla- 
zándose al  fiscal  municipal  si  hubiere  sido  par- 
■ te  en  el  juicio,  y á los  demás  interesados,  para 
que  en  el  término  de  cinco  dias  acudan  á usar  de 
su  derecho  ante  dicho  tribunal  ó juez:  art.  949. 

De  la  segunda,  instancia.. — Recibidas  las  dili- 
gencias por  el  presidente  del  tribunal  de  par- 
tido (hoy  por  el  juez  de  primera  instancia  del 
partido),  y trascurrido  que  sea  el  término  del 
emplazamiento,  si  el  apelante  se  hubiese  perso- 
nado, señalará  aquel  dia  para  la  vista,  mandan- 
do que  se  pongan  de  manifiesto  á las  partes  en 
la  secretaría,  por  el  término  de  cuarenta  y ocho 
horas.  Si  el  apelante  no  se  hubiese  personado 
en  el  término  del  emplazamiento,  el  tribunal 
declarará  desierto  el  recurso,  y devolverá  los 
autos  al  juez  municipal  á costa  de  aquel:  ar- 
tículo 950. 

La  vista  será  pública,  y comenzará  por  la  lec- 
tura de  los  autos  remitidos.  Se  oirá  en  seguida 
al  fiscal  del  tribunal,  cuya  asistencia  será  pre- 
cisa si  la  falta  fuere  de  las  que  deben  perseguir- 
se de  oficio,  y á los  interesados  ó á sus  legítimos 
representantes  si  concurrieren , y acto  continuo 
se  dictará  senteneia,  la  cual  se  notificará  al  fis- 
cal y á los  interesados  presentes:  art.  951. 

No  se  admitirá  en  la  segunda  instancia  otra 
prueba  que  la  que  habiendo  sido  propuesta  en 
la  primera , no  hubiere  podido  practicarse  por 
causa  ajena  á la  voluntad  del  que  la  hubiese 
propuesto:  art.  952. 

Para  hacer  la  prueba  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  podrá  concederse  un  término 
que  no  pase  de  diez  dias,  expidiéndose  para  que 
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tenga  lagar  los  mandamientos  ó exhortes  que 
fuesen  necesarios:  art.  953. 

Contra  la  sentencia  que  se  dictare  en  segunda 
instancia  no  habrá  lugar  á mas  recurso  que  el 
de  casación  por  infracción  de  ley.  Si  trascurrido 
el  término  fijado  en  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 82  (esto  es,  el  dia  siguiente  al  de  la  última 
notificación)  no  se  hubiese  preparado  el  recurso 
mencionado,  el  tribunal  mandará  devolver  al 
juez  municipal  los  autos  originales  que  hubiese 
remitido,  acompañándolos  con  certificación  de 
la  sentencia  dictada,  para  que  aquel  proceda  á 
su  ejecución:  art,  954. 

Los  jueces  municipales  reunirán  todas  las  ac- 
tuaciones de  cada  juicio,  y al  fin  de  cada  año 
las  coleccionarán , formando  con  ellas  los  tomos 
necesarios  que,  después  de  convenientemente 
encuadernados,  se  conservarán  en  el  archivo  ¡ 
del  juzgado  respectivo:  art.  955.  * 

JUICIO  CRIMINAL  POR  DELITOS  POLÍTICOS  Y POR 
ROBOS  EN  CUADRILLA.  El  modo  especial  de  pro- 
ceder en  las  causas  por  ciertos  delitos  políticos 
y por  robos  en  cuadrilla,  con  mas  brevedad  y 
rapidez  que  en  las  demás,  prescrito  por  la  ley  de 
17  de  Abril  de  1821 , publicada  en  25  del  mismo,  ■ 
llamada  la  ley  marcial,  y restablecida  en  30  de 
Agosto  de  1836. 

* Publicada  la  ley  de  órden  público  de  23  de 
Abril  de  1870 , se  suscitaron  dudas  acerca  de  si 
la  ley  de  17  de  Abril  de  1821  citada,  sobre  el  co- 
nocimiento y modo  de  proceder  en  las  causas  de 
conspiración  y otros  delitos , estaba  absoluta- 
mente derogada  por  aquella,  por  lo  cual,  S.  M., 
teniendo  en  consideración  que  la  ley  de  órden 
público  tiene  por  único  objeto  prevenir  y casti- 
gar los  crímenes  contra  la  forma  de  Gobierno  y 
la  seguridad  interior  del  Estado,  al  paso  que  la  de 
17  de  Abril  contiene  disposiciones  para  la  repre- 
sión de  otros  delitos  graves  contra  las  personas  y 
las  propiedades,  ha  declarado  que  la  citada  ley 
de  17  de  Abril  de  1821  está  vigente  en  cuanto  á 
los  delitos  expresados  en  su  art.  8.°,  los  cuales 
deberán  ser  perseguidos  y juzgados  por  el  fuero 
y el  procedimiento  que  en  la  misma  ley  se  es- 
tablece: Real  órden  de  12  de  Marzo  de  1875. 

Los  delitos  á que  se  refiere  el  art.  8.°  que  se  i 
cita  son  los  cometidos  por  los  salteadores  de  ca- 
minos y los  ladrones  en  despoblado  y aun  en 
poblado,  siendo  en  cuadrilla  de  cuatro  ó mas, 
los  cuales  si  fueren  aprehendidos  por  la  tropa 
del  ejército  permanente  o de  la  milicia  provin- 
cial ó local  en  alguno  de  los  casos  de  que  hablan 
los  arts.  2."  y 3.°  de  dicha  ley,  que  se  exponen  en 
el  párrafo  IV de  este  artículo,  deben  ser  juzga- 
dos militarmente  como  en  ellos  se  previene,  am- 
pliándose á aquellos  las  disposiciones  de  la  ley  8.% 
tít.  17,  lib.  12  de  la  Nov.  Recop.,  referentes  á los 
salteadores  de  caminos  y sus  cómplices,  aprehen- 


didos por  la  tropa  en  las  poblaciones.  Véanse  los 
arts.  13  y 14  expuestos  en  el  párrafo  V del  pre- 
sente. 

Estos  son,  pues,  en  el  dia  los  delitos  de  que  se 
conoce  por  el  procedimiento  de  la  ley  de  17  de 
A.bril  citada,  debiendo  conocerse  de  los  delitos 
contra  la  forma  del  Gobierno  y la  seguridad  in- 
terior del  Estado  , con  arreglo  á la  ley  de  23  de 
Abril  de  1870  sobre  órden  público,  que  se  expo- 
ne en  el  artículo  de  esta  obra  Orden  público. 

Sin  embargo,  insertamos  á continuación  ín- 
tegro el  artículo  en  que  el  Sr  Escriche  expone 
las  disposiciones  de  la  ley  de  17  de  Abril , aun 
las  relativas  á los  delitos  de  conspiración . en 
consideración  á la  doctrina  que  respecto  de  ellas 
contiene  y que  puede  servir  de  ilustración  sobre 
esta  materia.  Y en  cuanto  á las  demás  que  son 
aplicables  á los  delitos  de  los  salteadores,  indi- 
camos las  disposiciones  legales  posteriores  que 
han  introducido  alguna  modificación  en  las  mis- 
mas. * 

I.  Eran  objeto  de  la  ley  de  17  de  Abril  y de 
su  procedimiento  especial:  las  causas  que  se  for- 
maban por  conspiración  ó maquinaciones  di- 
rectas contra  la  observancia  de  la  Constitución, 
ó contra  la  seguridad  interior  ó exterior  del  Es- 
tado, ó contra  la  sagrada  é inviolable  persona 
del  Rey  constitucional;  y lo  son  en  el  dia:  las 
que  se  formen  contra  cuadrillas  de  cuatro  ó mas 
salteadores  y ladrones  por  delitos  cometidos  en 
despoblado  y aun  en  poblado:  arts.  l.°y  8.°  de  la 
ley  de  25  de  Abril  de  1821 , y declaración  de  las 
Córtes  de  2 de  Mayo  de  1822. 

II.  Tío  estaban  sujetos,  pues,  á las  reglas  de 
I sustanciacion  establecidas  en  esta  ley  todos  ios 

procesos  por  cualesquiera  delitos  contra  la  obser- 
vancia de  la  Constitución,  ó contra  la  seguridad 
interior  ó exterior  del  Estado,  ó contra  la  sagra- 
da persona  del  Rey,  sino  solamente  los  procesos 
por  conspiraciones  ó maquinaciones  directas  ó de 
hecho  contra  cualquiera  de  estos  objetos.  Son 
conspiraciones  ó maquinaciones  directas  de  esta 
especie  las  siguientes:  l.4,  la  reunión  ó concierto 
de  gente  armada  para  derrocar  la  Constitución 
del  Estado  ó alguna  de  las  disposiciones  que 
contiene;  2.°,  la  reunión  de  gente  que  por  vías 
de  hecho  ó con  amenazas  impidiere  la  celebra- 
ción de  las  juntas  ó colegios  electorales  ó coar- 
tare la  libertad  de  los  electores;  3.”,  la  reunión 
de  gente  armada  ó concertada  para  impedir  la 
celebración  de  las  Córtes,  ó embarazar  sus  sesio- 
nes y deliberaciones,  ó violentar  alguno  de  los 
Cuerpos  colegisladores , ó coartar  su  libertad  ó) 
atacar  la  seguridad  de  sus  individuos;  4.°,  la 
organización  de  fuerza  armada  ó el  uso  de  ella 
contra  la  patria  y contra  el  Rey  ó su  Gobierno, 
negándole  la  obediencia  debida,  ó procurando 
sustraerse  de  ella,  que  es  lo  que  se  llama  rebe- 
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lion  ; 5.°,  la  reunión  sediciosa  que  con  plan  con- 
certado tenga  por  objeto,  no  sustraerse  de  la 
obediencia  del  Gobierno  supremo  , sino  de  exci- 
tar la  guerra  civil,  armando  ó iiaciendo  que  se 
armen  los  ciudadanos  unos  contra  otros  por  ma- 
terias religiosas  6 políticas,  de  oponerse  con  ar- 
nías  ó sin  ellas  á la  ejecución  de  alguna  ley, 
acto  de  justicia,  ó providencia  de  las  autorida- 
des, óá  la  exacción  de  algún  servicio  público 
que  se  debe  prestar  con  arreglo  á las  leyes,  ó de 
arrancar  alguna  órden  forzada,  ó de  bacer  daños 
á personas  ó á propiedades  públicas  ó particula- 
res; 6.°,  los  tumultos,  motines  y asonadas,  ó sean 
los  movimientos  y reuniones  insubordinadas  y 
turbulentas  de  toda  ó de  una  parte  considerable 
de  una  población  que  á la  fuerza  ó con  gritos, 
insultos  ó amenazas  exige  de  las  autoridades  el 
otorgamiento  de  alguna  cosa  justa  ó injusta,  ó 
se  opone  á las  providencias  legales,  ó amenaza 
de  algún  peligro  la  seguridad  de  las  personas  ó 
de  sus  domicilios  y propiedades ; 7.°,  todo  hecho, 
negociación,  inteligencia  ó correspondencia  ilí- 
cita que  se  dirija  á inducir  á una  potencia  ex- 
tranjera para  que  declare  la  guerra  ó cometa 
hostilidades  contra  España,  ó á facilitarle  la  en- 
trada en  el  reino,  ó en  sus  dependencias,  ó á 
procurarle  medios  para  el  progreso  de  sus  armas 
contra  las  del  Estado ; 8.°,  todo  hecho  ó maqui- 
nación que  tenga  por  objeto  inutilizar,  desvir- 
tuar ú obstruir  las  disposiciones  tomadas  por  el 
Gobierno  contra  sus  enemigos  exteriores;  9.°,  to- 
do hecho  ó tentativa  para  matar  al  Rey,  herirle, 
prenderle,  maltratarle  de  obra  ó injuriarle  en 
su  presencia,  forzar  su  voluntad,  destronarle, 
privarle  de  su  legítima  autoridad,  ó despojarle 
de  sus  prerogativas  y facultades  que  le  concede 
la  ley  fundamental  del  Estado;  10,  toda  unión, 
confederación  ó concierto  de  personas  que  se 
dirija  á la  realización  de  alguno  de  los  objetos 
comprendidos  en  los  casos  anteriores. 

III.  Las  conspiraciones  y maquinaciones  in- 
directas contraía  observancia  de  la  Constitución, 
ó contra  la  seguridad  interior  ó exterior  del  Es- 
tado ó contra  el  Rey,  no  estaban  subordinadas 
al  juicio  de  la  ley  excepcional  que  nos  ocupa, 
sino  á las  reglas  ordinarias  del  procedimiento 
común.  Son  conspiraciones  ó maquinaciones  in- 
directas: l.°,  los  discursos,  sátiras,  invectivas 
ú otras  cualesquiera  manifestaciones  subversi- 
vas que  de  palabra  6 en  escrito  no  impreso  se 
hiciesen  contra  la  Constitución  ó los  principios 
que  sanciona  6 las  disposiciones  que  contiene, 
contra  las  Córtes  ó la  libertad  política  y aun  con- 
tra el  Monarca  , á no  ser  que  se  pronuncien  ó se 
esparzan  en  el  acto  de  una  rebelión,  ó sedición 
6 alzamiento  popular  con  el  objeto  de  excitar  mas 
y mas  el  encono  de  los  ánimos ; pero  siendo  en 
papel  impreso  sujeto  á las  leyes  de  la  libertad 


de  imprenta,  ha  de  ser  juzgada  y castigada  con 
arreglo  4 ellas  exclusivamente  la  persona  res- 
ponsable, según  el  art.  9.  de  la  ley  de  26  de 
Abril  de  1821;  2.“,  la  omisión  de  las  autoridades 
poüticas  en  el  cumplimiento  de  la  obligación 
que  tienen  de  hacer  celebrar  á tiempo  las  juntas 
electorales  para  diputados  á Córtes,  aunque  sea 
geueral  y concertada  de  antemano  entre  ellas 
para  impedir  la  existencia  de  los  Cuerpos  cole- 
gisladores;  3.*,  los  atentados  cometidos  por  los 
jueces  ú otros  funcionarios  contra  la  libertad 
individual  de  los  españoles,  aunque  igualmente 
se  haya  adoptado  su  perpetración  por  sistema  y 
de  concierto;  4.°,  las  sociedades  secretas,  pues 
que  son  ó se  convierten  en  elementos  de  conspi- 
ración y de  partidos  contra  la  estabilidad  de  las 
instituciones  sociales;  pero  si  el  objeto  de  ellas 
ó el  fin  de  sus  reuniones  fuese  alguno  de  los  de- 
litos de  rebelión  ó subversión  del  Estado,  habrán 
de  contarse  entonces  entre  las  conspiraciones  y 
maquinaciones  directas. 

Tampoco  están  sujetos  á la  ley  excepcional  los 
robos  ó hurtos  por  solo  el  hecho  de  haberse  co- 
metido por  cuatro  ó mas  personas  en  poblado  ó 
despoblado,  pues  no  basta  que  estas  se  hayan 
reunido  y concertado  accidentalmente  para  su 
perpetración,  sino  que  además  es  necesario  que 
formen  banda  ó cuadrilla  habitual  de  salteado- 
res ó ladrones.  “ 

IV.  Los  reos  de  conspiración  ó maquinacio- 
nes directas  contra  la  observancia  de  la  Consti- 
tución , ó contra  la  seguridad  interior  ó exterior 
del  Estado,  ó contra  la  sagrada  persona  del  Rey, 
cualquiera  que  fuere  su  clase  ó graduación  (an- 
teriormente), como  asimismo  (en  la  actualidad) 
los  salteadores  de  camino  y los  ladrones  en  cua- 
drilla, siendo  aprehendidos  por  alguna  partida 
de  tropa,  así  del  ejército  permanente  como  de  la 
milicia  px-ovincial  ó local,  destinada  expresa- 
mente á su  persecución  por  el  Gobierno  ó por  los 
jefes  militares  comisionados  al  efecto  por  la 
competente  autoridad , ó haciendo  resistencia 
con  arma  de  fuego  ó blanca  ó con  cualquier  otro 
instrumento  ofensivo  á la  tropa  del  ejército,  ó 
de  la  milicia  provincial  ó local  que  los  aprehen- 
diere, aunque  la  aprehensión  proceda  de  órden, 
requerimiento  ó auxilio  prestado  á las  autorida- 
des civiles , deben  ser  juzgados  militarmente  en 
el  consejo  de  guerra  ordinario  , con  arreglo  á la 
ley  10,  tít.  10,  y á la  ley  8.a,  tít.  17,  lib.  12,  No- 
vísima Recop.;  arts.  2.°,  3.°  y 8.°  de  la  ley  de  25 
de  Abril  de  1821 , * y Real  órden  de  4 de  Junio 
de  1850.  4 

.En  cualquiera  de  estos  casos,  si  la  milicia  pro- 
vincial ó local  ejecutare  por  sí  sola  la  aprehen- 
sión, el  Consejo  ordinario  de  guerra  debe  com- 
ponerse de  oficiales  de  dicha  clase,  cou  arreglo 
á ordenanza;  pero  si  hubiese  concurrido  tam- 
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bien  tropa  permanente  á la  aprehensión,  han 
de  asistir  al  Consejo  de  guerra  oficiales  de  una 
y otra  clase  en  igual  número  y el  presidente, 
con  arreglo  á ordenanza:  art.  9.°  de  la  ley  de  25 
de  Abril  de  1821. 

Las  sentencias  del  Consejo  de  guerra  ordina- 
rio se  ejecutan  inmediatamente  si  las  aprueba  el 
capitán  general  con  acuerdo  de  su  auditor;  y en 
caso  de  no  conformarse,  remite  los  autos  origi- 
nales por  el  primer  correo  al  Tribunal  Supremo 
de  guerra  y marina  ( hoy  Consejo  Supremo  de 
guerra),  el  cual  debe  pronunciar  su  sentencia 
dentro  del  preciso  término  de  tres  dias  á lo  mas; 
y la  que  recayere  se  ejecuta  sin  necesidad  de 
consulta  : art.  10  de  dicha  ley. 

En  todos  estos  procesos  militares  deben  excu- 
sarse cuanto  sea  posible  los  careos  con  arreglo  á 
la  Real  órden  mencionada  en  la  nota  16,  tít.  17, 
lib.  12,  de  la  Nov.  Recop.,  y si  al  fiscal  parecie- 
re conveniente , según  la  gravedad  y circuns- 
tancias de  una  causa  en  que  haya  varios  reos, 
que  se  formen  piezas  separadas,  podrá  hacerlo 
del  modo  que  mas  conduzca  á la  brevedad  del 
proceso;  y siempre  deberá  practicarlo  respecto 
de  cualesquiera  reos  luego  que  resulten  confe- 
sos ó convictos,  á fin  de  que  no  se  demore  la 
sentencia  de  estos  y su  pronta  ejecución:  artícu- 
los 11  y 12  de  la  citada  ley  de  Abril. 

V.  En  caso  de  que  los  citados  reos  hayan  sido 
aprehendidos  por  los  dependientes  de  la  autori- 
dad civil,  ó por  la  tropa  del  ejército  ó milicia  en 
virtud  de  Arden  ó requerimiento  de  aquella  ó de 
auxilio  prestado  á la  misma , sin  hacer  resisten- 
cia con  armas  ofensivas  á la  tropa , deben  ser 
juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria  con  dero- 
gación de  todo  fuero;  no  habiendo  lugar  á com- 
petencia alguna,  fuera  de  las  que  pudieren  sus- 
citarse entre  las  jurisdicciones  ordinaria  y mili- 
tar según  los  límites  señalados , las  cuales  en 
su  caso  han  de  decidirse  por  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia  dentro  de  cuarenta  y ocho  dias  á 
lo  mas  después  de  su  recibo : arts.  13  y 14  de  di- 
cha ley,  * y Real  órden  de  30  de  Agosto  de  1855, 
derogatoria  de  las  de  25  de  Mayo  y 21  de  Julio 
de  1850,  y varias  decisiones  del  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia.  * 

VI.  Mas  los  capitanes  ó comandantes  gene- 
rales de  distrito  y aun  los  simples  comandantes 
de  armas , por  atraer  absolutamente  k la  j uris- 
diccion  militar  el  conocimiento  de  las  causas 
políticas,  y ejercer  por  punto  general  un  cruel 
despotismo  haciendo  ilusorias  las  garantías  con- 
signadas en  la  Constitución  del  Estado , como 
decia  el  señor  ministro  de  la  Gobernación,  don 
Manuel  Cortina,  suelen  declarar  en  estado  de  si- 
tio al  pueblo  en  que  se  verifica  algún  motín,  tu- 
multo ó asonada,  aunque  por  decreto  de  la  Re- 
gencia provisional  del  reino  de  14  de  Enero  de 
Tomo  iu. 


1841  está  prevenido:  1.°,  que  solo  en  los  casos 
en  que  real  y verdaderamente  se  halle  sitiado 
un  pueblo  por  enemigos  exteriores  ó interiores, 
podrán  las  autoridades  militares  declararle  en 
estado  de  sitio,  quedando  absolutamente  prohi- 
bido hacerlo  en  cualesquiera  otras  circunstan- 
cias bajo  las  penas  que  establecen  las  leyes;  y 
2.°,  que  en  los  casos  de  tumultos  ó asonadas  se 
observará  religiosamente  lo  dispuesto  en  la  ley 
5.1,  tít.  11,  lib.  12  de  la  Nov.  Recop.,  y en  las  de 
17  (25  y 26)  de  Abril  de  1821,  restablecidas  en  30 
de  Agosto  de  1836.  * V.  Asonada,  donde  se  ex- 
ponen las  últimas  disposiciones  sobre  esta  ma- 
teria. * 

«A  la  sombra  de  semejante  ficción,  según  pa- 
labras del  señor  ministro , ha  sido  violado  el 
, domicilio  de  los  ciudadanos ; se  han  impuesto 
penas  arbitrarias  é injustas;  los  hombres  hon- 
rados y virtuosos,  y que  acaso  mas  sacrificios 
han  hecho  por  la  causa  de  la  libertad,  han  sido 
cruelmente  perseguidos;  las  leyes  holladas,  y 
degradado  y envilecido  el  poder  supremo  del 
Estado Jamás  seria  tolerable  tan  escandalo- 

sa infracción  de  la  ley  fundamental;  pero  no 
puede  menos  de  admirarse  que  se  haya  hasta 
autorizado,  si  se  atiende  á que  para  nadaba 
sido  necesario,  yá  que  ios  mismos  resultados 
que  por  ello  se  han  querido  obtener  han  podido 
ser  efecto  de  la  aplicación  y observancia  de  nues- 
tras leyes , de  las  cuales  se  ha  prescindido  ab- 
solutamente. La  muy  conocida  pragmática  del 
Sr.  D.  Cárlos  III,  contenida  en  la  ley  5.';  tít.  11, 
lib.  12  de  la  Nov.  Recop.,  que  hace  honor  á la 
época  en  que  se  publicó  y al  Rey  su  autor,  y en 
la  cual  fueron  acatados  los  buenos  principios  de 
legislación  y respetados  los  derechos  de  los  es- 
pañoles, bien  entendida  y aplicada  con  oportu- 
nidad y energía,  da  fuerza  y poder  á las  autori- 
dades mas  que  suficiente  para  sofocar  cualquier 
tumulto  ó asonada  y para  hacer  sufrir  á sus  pro- 
movedores la  pena  que  en  justicia  debe  impo- 
nérseles. Las  de  17  de  Abril  de  1821,  restableci- 
das en  30  de  Agosto  de  1836  contienen  también 
reglas  y disposiciones  que  en  circunstancias 
bien  difíciles  por  cierto  han  bastado  para  conse- 
guir el  mismo  objeto.  ¿Y  por  qué  ha  de  prescin- 
dirse  de  ellas  y se  ha  de  recurrir  á un  medio 
anticonstitucional,  susceptible  de  tanto  abuso 
como  la  ficción  del  estado  de  sitio  de  que  tan  fu  - 
nestos  recuerdos  conservará  el  país  por  mucho 
tiempo*?  Cuando  la  misma  Constitución  en  su 
art.  8.°  declara  es  necesaria  una  ley  para  la  sus- 
pensión temporal  de  las  garantías  que  en  el  7. 
se  conceden  á los  españoles,  ¿cómo  ha  de  que- 
dar al  arbitrio  de  un  agente  del  Gobierno,  no 
ya  suspenderlas  temporalmente,  sino  anularlas 
á su  arbitrio  sin  mas  razón  que  su  capricho,  y 
sin  quedar  sujeto  á una  marcada  y legal  respou- 
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sabilidad  por  sus  actos?  Apenas  puede  concebir- 
se que  esto  haya  sucedido;  y ya  que  desgracia- 
damente se  observe  que  tan  lamentable  abuso 
tiene  aun  raíces,  menester  es  decidirse  á arran- 
carlas para  evitar  su  reproducción;  de  otro  modo 
la  Constitución  será  una  mentira,  y los  pueblos 
creerán  que  es  una  vana  teoría,  siempre  des- 
mentida en  la  práctica,  y no  estarán  tan  dis- 
puestos como  es  de  desear  lo  estén,  para  de- 
fenderla de  los  muchos  enemigos  que  ya  desca- 
radamente la  combaten,  ya  la  minan  sorda  y 
cobardemente,  si  bien  con  los  fines  mas  si- 
niestros.» 

Así  hablaba  y escribía  y tales  reflexiones  hacia 
el  señor  ministro  á la  Regencia  en  principio  de 
1841,  y así  podría  hablar  y escribir  y reflexionar 
ahora  con  mas  razón  en  principio  de  1843;  por- 
que si  bien  entonces  se  decretó  la  abolición  de 
los  fingidos  estados  de  sitio,  nunca  después  nos 
han  faltado  los  estados  de  sitio  fingidos  y los 
bandos  sangrientos  y los  fusilamientos  verdade- 
ros con  causa  ó sin  ella  cuando  algún  general 
los  ha  creído  necesarios  ó convenientes,  sin  que 
haya  habido  sitiadores  internos  ni  externos,  y 
sin  que  se  hayan  impuesto  á los  declaradores 
desemejante  ficción,  á los  usurpadores  de  los 
poderes  legislativo,  ejecutivo  y judicial,  y á los 
que  se  han  erigido  en  señores  de  vidas  y hacien- 
das, las  penas  que  establecen  las  leyes.  Agunt 
quod  arguebant,  f/uod  culpabant  adorant,  como 
decia  San  Agustín  de  los  sabios  paganos  que 
desmentían  sus  máximas  con  sus  costumbres; 
todavía  mas:  agunt,  quod  niinquarn  illiquos  cul- 
paban t fecernnt , occisarum  genlium  gloriosvni 
spelus,  como  decia  Séneca  de  los  que  habían  se- 
ñalado su  poder  con  el  hierro  y ei  fuego.  ¿Es 
que  la  Constitución  es  efectivamente  una  men- 
tira, como  decia  el  señor  ministro,  y las  garan- 
tías consignadas  en  ella  una  vana  teoría  des- 
mentida en  la  práctica,  y los  decretos  dados  para 
sostenerlas  una  verdadera  irrisión?  ¿O  es  que 
im  gobierno  representativo  no  tiene  mas  medios 
que  el  cañón  para  regir  el  Estado? 

* Actualmente,  la  Constitución  de  1860  pre- 
viene en  su  art.  31,  que  las  garantías  consigna- 
das en  los  arts.  2.°,  5.“,  6.°  y párrafos  primero, 
segundo  y tercero  del  17,  no  podrán  suspenderse 
en  toda  la  Monarquía  ni  en  parte  de  ella  sino 
temporalmente  y por  medio  de  una  ley  cuando 
así  lo  exija  la  seguridad  del  Estado  en  circuns- 
tancias extraordinarias.  Promulgada  aquella,  el 
territorio  á que  se  aplicare  se  regirá  durante  la 
suspensión  por  la  ley  de  órden  público  estable- 
cida de  antemano.  Pero  ni  en  una  ni  en  otra  ley 
se  podrán  suspender  mas  garantías  que  las  con- 
signadas en  el  primer  párrafo  de  dicho  articulo, 
ni  autorizar  al  Gobierno  para  extrañar  del  reino 
ni  deportar  á los  españoles,  ni  para  desterrarlos 


á distancia  de  mas  de  250  ^kilómetros  de  su  do- 
micilio. En  ningún  caso  los  jefes  militares  ó 
civiles  podrán  establecer  otra  penalidad  que  la 
prescrita  préviamente  por  la  ley.  V.  Orden  pú- 
blico y Estado  de  sitio.  * 

VII.  Medidas  de  la  autoridad,  política  — Como 
quiera  que  sea,  y á fin  de  dar  cumplimiento  á la 
ley  escrita,  y precaver  la  resistencia  y consi- 
guiente desafuero  de  los  reos  de  conspiración  y 
maquinaciones  directas  contra  la  Constitución, 
ó contra  la  seguridad  del  Estado  ó contra  la  per- 
sona del  Rey  (anteriormente);  luego  que  se  re- 
ciban noticias  ó avisos  de  la  existencia  de  algu- 
na cuadrilla  ó partida  de  facciosos  ó de  la  reunión 
tumultuaria  ó sediciosa  de  gentes  (en  la  actuali- 
dad), deben  las  autoridades  políticas  hacer  pu- 
blicar sin  la  menor  dilación,  bajo  su  mas  severa 
responsabilidad  , un  bando  con  expresión  de  la 
hora,  para  que  inmediatamente  se  dispersen  los 
facciosos,  restituyéndose  á sus  hogares  respecti- 
vos ó se  separen  las  gentes  que  hacen  el  bulli- 
cio: art.  4.°  de  la  ley  de  Abril  y 7.°  de  la  de  Cár- 
los  III. 

El  bando  se  publicará  y circulará  con  la  ma- 
yor rapidez  por  el  distrito,  y se  fijará  en  los 
sitios  públicos,  según  los  casos,  tomándose  las 
precauciones  que  las  circunstancias  exigieren; 
y las  tropas  se  retirarán  á sus  cuarteles  y pon- 
drán sobre  las  armas  para  estar  prontas  y pres- 
tar á la  autoridad  politiea  el  auxilio  que  necesi- 
tare: art.  5.°  de  la  ley  de  Abril,  y 8.°  y 11  de  la 
de  Cárlos  III. 

Los  que  luego  de  haberse  publicado  el  bando 
ó dentro  del  término  en  él  prefijado,  se  retiren 
pacíficamente  á sus  casas  obedeciendo  á la  au- 
toridad antes  de  ser  aprehendidos,  no  siendo  los 
principales  autores  de  la  conspiración,  y uo  te- 
niendo otro  delito  que  el  de  haberse  reunido  con 
los  facciosos  por  la  primera  vez  ó el  de  haber 
formado  parte  del  motín,  serán  indultados  de 
toda  pena:  art.  C.”  de  la  ley  de  Abril  y 12  de  la 
de  Cárlos  III. 

La  obligación  impuesta  á las  autoridades  po- 
líticas sobre  la  publicación  del  bando  no  les  im- 
pedirá tomar  inmediatamente  cuantas  medidas 
juzguen  convenientes  para  dispersar  cualquiera 
reunión  de  facciosos  ó amotinados,  prender  á 
los  delincuentes,  y atajar  el  mal  en  su  origen;  á 
cuyo  efecto  procederán  sin  pérdida  de  tiempo  á 
pedir  el  auxilio  necesario  de  la  tropa  ó dispon- 
drán de  la  milicia  local  del  pueblo  y aun  recla- 
marán en  caso  necesario  la  de  los  inmediatos: 
art.  7.°  de  la  ley  de  Abril,  14  de  la  de  Cárlos  III, 
y 68,  69  y 169  del  reglamento  de  la  Milicia  na- 
cional. 

Todo  jefe  de  fuerza  armada  que  fuere  requeri- 
do por  la  autoridad  civil  para  el  indicado  obje- 
to , debe  darle  auxilio  y mano  fuerte  sin  excusa 
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bí  demora,  bajo  su  mas  estrecha  responsabili- 
dad: ordenanza  del  ejército,  tratado  6.%  tít.  5.°, 
art.  24,  y trat.  8.°,  tít.  10,  art.  24;  Reales  órdenes 
de  16  de  Marzo  de  1753,  y 29  de  Euero  de  1755. 
V.  Fuerza  pública. 

El  magistrado  civil  que  llevare  la  tropa  en  su 
auxilio,  no  ha  de  mandar  á los  soldados  directa- 
mente por  sí  mismo , sino  que  debe  entenderse 
con  el  oficial  ó jefe  intimándole  la  operación  ó 
diligencia  que  ha  de  practicarse  para  que  este 
disponga  el  modo  de  hacerla  con  arreglo  á tác- 
tica y ordenanza:  reglamento  de  28  de  Mayo  de 
1761,  y Real  órden  de  19  de  Mayo  de  1778.  Véa- 
se Fuerz  pública,  párrafo  V. 

Luego  que  llegue  al  sitio  de  la  reunión  sedi- 
ciosa ó tumultuaria,  debe  intimársele  por  tres 
veces,  con  el  corto  intervalo  necesario  para  que 
no  pueda  alegarse  igmorancia,  que  se  deshaga  y 
disperse,  y se  retiren  á sus  casas  todos  los  con- 
currentes, bajo  la  pena  de  ser  tratados  como 
cómplices  todos  los  que  permanezcan  unidos  en 
número  de  diez  personas,  y como  inobedientes 
al  bando  los  que  hallándose  allí  por  curiosidad  ó 
casualidad  no  se  separen  al  instante:  arts.  7.°  y 
8.°  de  la  ley  de  Cárlos  III,  y l.°  del  decreto  de 
18  de  Julio  de  1834. 

Si  á pesar  de  la  intimación  no  se  dispersaren 
los  alborotados,  debe  requerir  el  magistrado  ci- 
vil al  jefe  de  la  tropa  para  que  flisipe  los  grupos 
á viva  fuerza , aunque  por  los  medios  mas  sua- 
ves que  dicte  la  prudencia,  y hará  prender  y 
conducir  á la  cárcel  á disposición  del  juez  de 
primera  instancia  á cuantas  personas  le  hubie- 
sen desobedecido:  arts.  14,  15  y 16  de  la  ley  de 
Cárlos  III,  y última  parte  del  art.  2.°  de  la  ley  de 
Abril. 

Si  los  amotinados  ó facciosos , antes  ó después 
ó al  tiempo  de  la  intimación,  hicieren  resisten- 
cia con  armas  de  fuego  ó blancas  ó con  cuales- 
quiera otros  instrumentos  ofensivos  á la  tropa 
del  ejército  ó de  la  milicia  que  los  aprehendie- 
re , puede  la  tropa  ó milicia  hacer  igualmente 
uso  de  sus  armas  hasta  reducirlos  á la  obedien- 
cia, y por  el  hecho  de  tal  resistencia  quedarán 
sujetos  á ser  juzgados  militarmente  en  consejo 
de  guerra  ordinario,  como  ya  llevamos  dicho 
mas  arriba:  art.  3.°  de  la  ley  de  Abril  y 15  de  la 
de  Cárlos  III.  Entiéndese  que  hacen  resistencia 
á la  tropa  para  el  efecto  de  ser  juzgados  militar- 
mente las  personas  siguientes:  1.',  las  que  des- 
pués del  término  del  bando  se  encuentren  reuni- 
das con  los  facciosos,  aunque  no  tengan  armas; 

2. °,  las  que  sea  aprehendidas  por  la  tropa  hu- 
yendo después  de  haber  estado  con  los  facciosos; 

3. ",  las  que  habiendo  estado  con  ellos  se  encuen- 
tren ocultas  y fuera  de  sus  casas  con  armas;  ar- 
tículo 5.°  de  la  ley  de  Abril.  * V.  Asonada  y Or- 
den público.  * 


Cuando  la  autoridad  política  entendiere  que 
se  trama  alguno  de  los  crímenes  ó delitos  que 
son  objeto  de  este  procedimiento,  debe  prevenir- 
lo siempre  que  pudiere  sin  esperar  á que  estalle, 
á cuyo  fin  podrá  verificar  las  inspecciones  domi- 
ciliarias que  se  crean  oportunas,  observándose 
lo  prevenido  en  el  Juicio  criminal  ordinario,  pár- 
rafo LVJII  y siguientes  sobre  allanamiento-,  y 
será  mas  conveniente  que  se  ponga  de  acuerdo 
con  el  juez  de  primera  instancia  á quien  corres- 
ponda para  que  formalizándose  desde  luego  la 
sumaria  con  los  datos  que  se  hubiesen  adquiri- 
do, se  proceda  judicialmeuteá  la  inspección  do- 
miciliaria, ocupación  de  los  papeles  é instru- 
mentos justificativos  de  la  trama,  y detención  ó 
prisión  de  los  reos. 

VIH,  Trámites  del  j uicio.— Siempre  que  los 
reos  de  las  conspiraciones  ó maquinaciones  di- 
rectas de  que  estamos  tratando,  hayan  de  ser 
juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria  con  arre- 
glo á lo  que  llevamos  sentado  , debe  el  juez  de 
primera  instancia  á quien  competa  el  conoci- 
miento de  estas  causas , darles  uua  preferencia 
exclusiva,  pudiendo  en  caso  necesario  pasar 
las  de  distinta  clase  al  otro  ú otro  jueces  que 
hubiese  en  el  mismo  pueblo,  y valerse  para  la 
actuación  del  sumario  de  cualquier  escribano 
real  ó numerario  del  partido:  art.  15  y 17  de  la 
ley  de  25  de  Abril  de  1821.  V.  Juicio  criminal, 
párrafos  IX,  XI  y XIV. 

Si  le  pareciese  conveniente,  según  la  grave- 
dad y circunstancias  de  una  causa  en  que  haya 
varios  reos  , que  se  formen  piezas  separadas,  po- 
drá hacerlo  del  modo  que  mas  conduzca  á la 
brevedad  del  proceso;  y siempre  lo  deberá  prac- 
ticar respecto  de  cualesquiera  reos  luego  que 
resulten  confesos  ó convictos,  á fin  de  que  no  se 
demore  la  sentencia  de  estos  y su  pronta  ejecu- 
ción: arts.  12  y 18.  Véase  el  párrafo  XVI  del  Jui- 
cio criminal  ordinario. 

Todas  las  diligencias  del  sumario,  como  la 
justificación  délos  hechos,  ó la  reunión  de  las 
pruebas  materiales  y morales,  la  detención  ó 
prisión  de  los  reos,  el  recibimiento  de  las  decla- 
raciones de  estos  y de  los  testigos,  la  evacua- 
ción de  citas,  las  confesiones  con  cargos,  etc.,  de- 
ben practicarse  conforme  á las  reglas  comunes 
que  se  observan  en  el  Juicio  criminal  ordinario, 
sin  otra  diferencia  que  la  de  haberse  de  dar 
cuenta  cada  tres  dias  á la  A udiencia  de  lo  que  se 
adelanta  en  el  procedimiento.  \ . Asonada. 

* Adviértase  respecto  de  la  confesión  con  car- 
gos, que  filé  abolida  por  el  decreto  de  26  deHayo 
de  1854:  art.  l.°  * 

Resultando  plenamente  acreditada  la  perpe- 
tración del  delito , podrá  darse  por  concluido  el 
sumario,  y elevarse  la  causa  al  estado  de  acusa- 
ción , aunque  el  procesado  no  esté  plenamente 


JU 


— 652  — 


JU 


convicto,  siempre  que  las  pruebas  ¿indicios  in- 
clinen prudentemente  el  ánimo  del  juez  á creer 
que  el  tratado  como  reo  es  culpable  ó inocente, 
y que  la  causa  presenta  fundados  motivos  de  po- 
derse adelantar  mas  en  el  sumario , ó los  ofrece 
de  que  podrá  hacerse  suficientemente  en  el  ple- 
nario:  art.  16  de  la  ley  de  Abril. 

IX.  Si  hubiere  méritos  y lugar  para  la  acu- 
sación , debe  formalizarla  el  promotor  fiscal  en 
el  término  de  tres  dias  á lo  mas  desde  la  entrega 
del  proceso:  se  da  después  traslado  al  reo  por 
igual  término  improrogable;  y en  este  mismo 
auto  se  recibe  la  causa  á prueba:  art.  19.  Habien- 
do dos  ó mas  reos , se  entiende  el  término  de  los 
tres  diaB , según  la  práctica  de  los  tribunales, 
por  cada  uno  de  los  que  se  defiendan  con  sepa- 
ración; de  modo  que  en  este  caso  correrá  el  pla- 
zo sucesivamente  para  cada  defensa  y no  simul- 
táneamente para  todas.  No  está  fijado  por  la  ley 
el  término  que  puede  concederse  para  la  prueba; 
y así  se  conviene  generalmente  en  que  debe  ser 
el  mismo  que  en  el  juicio  criminal  ordinario. 

Dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á 
la  notificación  del  auto  de  prueba  ha  de  nombrar 
el  reo  procurador  y abogado  que  residan  en  el 
partido,  ó se  hallen  á la  sazón  de  él;  y no  ha- 
ciéndolo, se  nombrarán  de  oficio  en  el  acto:  ar- 
tículo 20. 

Así  el  promotor  fiscal  como  el  procurador  del 
reo , sea  al  devolver  los  autos , sea  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes  á su  devolución, 
deben  presentar  la  lista  de  los  testigos  de  cargo 
y descargo  de  que  intenten  valerse  para  su  prue- 
ba respectiva,  expresando  sus  nombres,  vecin- 
dad, estado  y destino  ó modo  de  vivir;  y estas 
listas  se  comunican  recíprocamente  á las  partes 
para  la  oposición  de  tachas  en  el  dia  en  que  haya 
de  celebrarse  el  juicio  y para  los  demás  efectos 
convenientes:  arts.  21  y 22. 

X.  No  se  hace  aquí  la  prueba  como  en  los 
procesos  comunes,  sino  en  un  acto  solemne,  que 
se  llama  juicio  público;  para  cuya  celebración 
debe  señalar  el  juez  el  dia  mas  inmediato  posi- 
ble, disponiendo  con  la  oportuna  anticipación, 
por  medio  de  oficios  ó exhortos,  que  sean  com- 
pelidos  á comparecer  personalmente  para  pres-  ' 
tar  sus  primeras  declaraciones  ó ratificarse  en 
las  ya  prestadas  en  el  sumario  los  testigos  que 
se  hallaren  dentro  de  las  siete  leguas  6 una  jor-  ¡ 
nada  regular  de  la  residencia  del  juzgado,  y aun 
los  que  hallándose  á mayor  distancia  estimase 
indispensable  el  juez,  á reclamación  de  alguna 
de  las  partes,  qne  se  presenten  en  persona  para 
fundar  los  cargos  ó descargos;  y expidiendo  asi- 
mismo despachos  ó exhortos  para  que  los  testi- 
gos que  estuvieren  imposibilitados  ó se  hallaren 
á mayor  distancia  que  la  de  una  jornada  regu- 
lar y no  se  estimase  indispensable  su  compare- 


cencia personal  en  el  juzgado,  sufran  el  exá- 
men  ó la  ratificación  en  el  pueblo  de  su  resi- 
dencia; cuyas  diligencias  deben  ejecutarse  por 
el  juez  requerido  sin  pérdida  de  momento  y con 
preferencia  á todo  para  que  puedan  leerse  en  el 
acto  del  juicio  público:  arts.  22  y 33  de  dicha 
ley,  y art.  7.“  del  decreto  de  Córtes  de  11  de  Se- 
tiembre de  1820. 

XI.  Celébrase  el  juicio  público  á puerta  abier- 
ta en  el  dia  señalado,  bajo  la  presidencia  del 
juez  de  primera  instancia,  y con  asistencia  del 
promotor  fiscal  y del  escribano  de  la  causa,  como 
asimismo  de  los  reos  si  quisieren  y de  sus  abo- 
gados y procuradores.  En  él  se  procede  pública- 
mente al  exámen  6 ratificación  de  cada  uno  de 
los  testigos  por  separado  y no  de  todos  á la  vez, 
con  arreglo  al  interrogatorio  presentado  por  las 
partes,  y según  las  preguntas  que  á juicio  del 
juez  no  fueren  impertinentes:  y así  el  promotor 
como  los  reos  ó sus  defensores  pueden  hacer  ver- 
balmente á cada  testigo  por  medio  del  juez  las 
observaciones,  repreguntas,  réplicas  y recon- 
venciones que  quisieren,  con  tal  que  no  sean 
inoportunas.  Léense  luego  con  la  misma  solem- 
nidad las  declaraciones  y ratificaciones  de  los 
testigos  que  no  hayan  comparecido  personal- 
mente; y pueden  en  seguida,  tanto  el  promotor 
fiscal  como  los  reos  y sus  defensores,  presentar 
las  pruebas  instrumentales  que  crean  favorecer- 
les, y exponer  en  voz  cuanto  tengan  por  conve- 
niente. Todas  las  declaraciones,  ratificaciones, 
preguntas  ú observaciones  y las  respuestas  se 
redactan  por  el  escribano  y se  firman  por  los 
que  en  ella  han  tenido  parte;  y se  extiende  tam- 
bién un  acta  del  juicio  que  firma  el  mismo  es- 
cribano con  el  juez.  Si  por  la  abundancia  ó el 
número  de  las  diligencias  no  pudiere  concluirse 
en  un  solo  dia  el  juicio  público,  deberá  conti- 
nuarse en  los  siguientes  con  tal  que  sea  dentro 
dei  término  probatorio.  Ley  de  25  de  Abril  de 
1821  artículos  23  y 24. 

XII.  Después  de  la  conclusión  dei  juicio  pú- 
blico, y sin  mas  trámites  ni  escritos,  debe  el  juez 
pronunciar  la  sentencia  definitiva  dentro  de  tres 
dias  á lo  mas.  Esta  se  notifica  á las  partes  con 
emplazamiento  por  término  de  ocho  dias  para 
ante  la  Audiencia  territorial  á quien  se  remiten 
los  autos  originales,  haciendo  saber  á los  reos 
en  el  acto  que  nombren  procurador  y abogado 
para  la  segunda  instancia;  y si  pasado  este  tér- 
mino y dos  dias  mas  no  se  presentasen  procura- 
dor y abogado  nombrado  por  el  reo  ó reos,  y que 
residan  á la  sazón  en  la  capital,  los  nombra  de 
oficio  el  Tribunal  superior,  ó lo  que  es  lo  mis- 
mo, manda  que  la  causa  pase  al  reparto:  artícu- 
los 24  y 25. 

XIII.  Segunda  instancia. — Recibidos  en  la  Au- 
diencia territorial  los  autos  originales,  y nom- 
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brados  por  la  Sala  á quien  correaponda  procura- 
dor y abogado  al  reo  que  no  los  hubiese  nom- 
brado en  el  término  de  diez  dias  desde  el  men- 
cionado emplazamiento,  se  entrega  la  causa 
primeramente  al  fiscal  y luego  al  procurador 
del  reo  por  un  breve  término  que  no  exceda  de 
tres  dias  para  cada  uno:  art.  26.  Siendo  muchos 
los  procesados,  se  entiende  el  plazo  de  los  tres 
dias  para  cada  uno  de  ellos,  como  en  la  primera 
instancia. 

Hácese  el  recibimiento  á prueba  en  la  forma 
común  y con  calidad  de  todos  los  cargos,  si  al- 
guna de  las  partes  lo  solicita  y la  Sala  lo  estima 
justo,  por  solo  el  término  de  tres  dias,  según  la 
práctica;  y dentro  de  ellos  suministran  las  par- 
tes las  probanzas  que  les  convengan  y que  se 
les  deban  admitir  con  arreglo  á las  leyes,  se- 
gún el  art.  27,  es  decir,  las  que'  no  sean  imper- 
tinentes, ni  confirmatorias  ó directamente  con- 
trarias á lo  alegado  y justificado  en  la  instancia 
anterior,  verificándose  también  enjuicio  públi- 
co ante  el  semanero  (hoy  el  presidente  de  cada 
Sala)  con  la  concurrencia  del  fiscal,  del  escriba- 
no de  cámara,  de  los  procesados  si  quisieren,  y 
de  sus  abogados  y procuradores,  y observándo- 
se la  misma  solemnidad  y forma  que  eu  la  pri- 
mera instancia. 

Después  de  estos  plazos,  se  pasa  la  causa  al 
relator  por  el  término  de  tres  dias  para  formar 
el  apuntamiento;  y en  seguida,  prévia  citación 
y fijado  el  dia,  se  celebra  la  vista  solemne  en  es- 
trados á cuyo  acto  deben  asistir  seis  ministros, 
agregándose  por  antigüedad  los  de  otras  salas 
hasta  completar  este  número,  incluso  el  regen- 
te ó quien  sus  veces  haga,  cuya  concurrencia 
es  siempre  indispensable:  arts.  26  y 28. 

* Sobre  el  número  de  magistrados  que  re- 
quieren las  disposiciones  modernas  para  fallar 
las  causas  criminales,  véase  lo  expuesto  en  el 
artículo  Juicio  criminal,  pág.  628  de  este  tomo.  * 

En  los  tres  dias  siguientes  á la  vista  debe  pro- 
nunciarse la  sentencia,  la  cual  queda  formada 
por  la  mayoría  absoluta  de  votos.  En  los  casos 
de  empate  se  está  por  la  que  se  conforme  con  la 
del  juez  de  primera  instancia,  y no  habiendo 
absoluta  conformidad,  por  la  mas  favorable  al 
reo:  art.  29  y 31. 

* Por  Real  órden  de  18  de  Marzo  de  1850  se 
previno  que  tanto  el  término  de  veinte  dias  que 
para  dictar  sentencia  en  toda  clase  de  procesos 
se  señalé  á las  Audiencias  por  la  ley  provisional 
para  la  aplicación  del  Código  penal,  como  lo  que 
en  la  misma  se  previene  sobre  que  haya  un  juez 
ponente  en  cada  proceso,  comprenden  las  cau- 
sas que  se  sustancian  con  arreglo  á la  ley  de  17 
de  Abril  de  1821.  En  su  consecuencia,  deben  en- 
tenderse aplicables  á la  misma  las  disposiciones 
de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  y de  la  ley 


de  Enjuiciamiento  criminal  sobre  estos  particu- 
lares, las  cuales  se  han  expuesto  en  el  articulo 
Juicio  criminal  ordinario.  También  debe  enten- 
derse aplicable  á dichos  procedimientos  las  dis- 
posiciones modernas  sobre  que  deben  fundarse 
las  sentencias.  * 

La  sentencia  que  recayere  causa  ejecutoria: 
la  de  libertad  se  ejecuta  inmediatamente,  la  de 
pena  capital  dentro  de  cuarenta  y ocho  horas;  y 
las  demás  á la  mayor  brevedad  posible:  art.  32. 

No  procede,  pues,  el  recurso  de  súplica  contra 
la  sentencia  definitiva  de  vista,  ya  sea  revocato- 
ria ó confirmatoria  de  la  del  juez  inferior;  pe- 
ro se  admite  contra  los  autos  interlocutorios 
que  produzcan  gravámen  irreparable,  como  por 
ejemplo,  contra  la  providencia  que  denegare  el 
recibimiento  á prueba. 

XIV.  No  tiene  el  tribunal  para  estas  causas 
número  determinado  de  horas  de  despacho,  an- 
tes bien  debe  juntarse  de  dia  y de  noche  por 
todo  el  tiempo  que  convenga  según  la  urgencia: 
art.  30. 

Los  plazos  que  señala  la  ley  de  25  de  Abril  de 
1821  son  improrogables  y perentorios,  y no  pue- 
den alargarse  á título  de  suspensión,  restitución 
ni  otro  alguno:  art.  33. 

No  se  admiten  recursos  de  indulto  de  los  deli- 
tos que  son  objeto  de  este  procedimiento,  en  nin- 
guna de  las  instancias,  art.  33,  sin  perjuicio  de 
lo  dicho  mas  arriba  coa  arreglo  al  art.  6.";  pero 
si  se  concediere  indulto  por  el  Rey  ó por  algún 
jefe  militar  autorizado  al  efecto,  debe  aplicarlo 
el  juez  ó tribunal  en  su  caso,  teniéndose  empero 
presente  que  estas  gracias  concedidas  por  deli- 
tos políticos  no  son  extensivas  á los  delitos  co- 
metidos anteriormente  por  los  reos:  Reales  órde- 
nes de  6 de  Setiembre  de  1836  y de  20  de  Febrero 
de  1837.  V.  Indulto , párrafos  VIII  y IX. 

Los  cómplices  en  estos  delitos  de  conspiración 
deben  ser  juzgados,  como  los  reos  principales, 
con  arreglo  á la  misma  ley  de  25  de  Abril  de  1821, 
y por  el  mismo  juez:  art.  34.  Pero  si  los  delin- 
cuentes fueren  Arzobispos  ú Obispos,  han  de  ser 
juzgados  por  el  Supremo  Tribunal  de  justicia; 
y si  fueren  otros  prelados  ó jueces  eclesiásticos, 
por  la  Audiencia  territorial. 

Las  disposiciones  de  dicha  ley  se  entienden  li- 
mitadas á las  provincias  de  la  península  é islas 
adyacentes:  art.  37.  V.  Lesa  majestad. 

* Respecto  de  los  partes  que  deben  remitirse 
á la  superioridad  de  la  formación  de  esta  clase 
de  causas,  háse  prevenido  por  Real  órden  de  22 
de  Marzo  de  1868,  que  cuando  se  falle  alguna 
causa  relativa  á dichos  delitos  los  regentea  de 
las  Audiencias  remitan  ai  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  un  parte  circunstanciado,  el  cual  debe 
1 formarse  por  el  relator  de  la  causa,  compren- 
I diendo  en  él  una  relación  sucinta  del  hecho:  el 
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día  en  que  se  previno  la  sumaria,  la  pena  pedi- 
da por  el  promotor  fiscal  en  la  acusación,  la  pro- 
videncia definitiva  del  j uez  de  primera  instancia 
con  el  nombre  de  este,  el  dia  en  que  se  recibió 
la  causa  en  la  Audiencia,  la  pena  pedida  por  el 
fiscalde  S.  M.  y el  fallo  definitivo  de  la  segunda 
instancia  con  expresión  de  los  ministros  que  lo 
hubieren  dictado.  V.  Orden  público.  * 

JUICIO  POR  DELITOS  CONTRA  LA  HACIENDA  PÚBLI- 
CA . El  órden  ó modo  especial  de  proceder  en 
las  causas  que  se  forman  por  los  delitos  de  con- 
trabando y de  defraudación  de  los  derechos  ó 
impuestos  que  se  deben  al  erario. 

Según  la  ley  de  3 de  Mayo  de  1830,  el  ministro 
de  flacieuda,  como  superintendente  general  de 
ella,  era  el  juez  fínico  y privativo  en  primera 
instancia  para  conocer  de  todos  los  delitos  de 
contrabando  y defraudación  que  se  cometiesen 
en  el  reino,  yejercia  esta  jurisdicción  por  sí, 
y por  medio  de  sus  subdelegados,  en  los  parti- 
dos judiciales  de  rentas,  ó de  los  especiales  en 
que  tenia  á bien  delegarla  en  casos  particula- 
res; yen  segunda  y tercera  instancia  conocía 
privativa  y exclusivamente  de  ellos  el  Consejo 
Supremo  de  Hacienda,  cerrándose  irrevocable- 
mente el  juicio  con  sus  providencias  que  causa- 
ran ejecutoria. 

Posteriormente,  los  intendentes  y demás  sub- 
delegados de  rentas  ejercieron  las  funciones  de 
jueces  de  primera  instancia,  no  solo  en  las  cau- 
sas de  contrabando  y defraudación , sino  tam- 
bién en  todas  las  demás  cuyo  conocimiento  cor- 
respondía á los  juzgados  de  Hacienda,  con  las 
apelaciones  y consultas  á las  Audiencias  terri- 
toriales, en  donde  fenecían  unas  y otras  causas: 
Real  decreto  de  27  de  Noviembre  de  1835,  Reales 
órdenes  de  15  de  Marzo  de  1836  y 31  de  Diciem- 
bre de  1839,  y órden  de  la  reg.  provis.  de  20  de 
Febrero  de  1841. 

* Con  arreglo  á estas  disposiciones  y al  pro- 
cedimiento marcado  en  la  ley  de  3 de  Mayo  ci- 
tada, expone  el  autor,  Sr.  Escriche,  la  tramita- 
ción y demás  que  se  seguía  sobre  los  delitos 
contra  la  Hacienda  pública.- 

Mas  posteriormente  á dicha  ley  y decretos,  su- 
primióse el  Consejo  de  Hacienda  y la  jurisdicción 
contenciosa  que  ejercían  los  ministros  de  Hacien- 
da como  superintendentes  generales  de  la  misma 
auxiliados  por  sus  asesores,  habiéndose  alterado 
por  otra  parte,  en  virtud  de  las  reformas  intro- 
ducidas en  la  administración  de  justicia  , el  ór- 
den de  proceder  en  dichos  juicios,  faltando  en 
su  consecuencia  las  bases  en  que  descansaba 
la  mencionada  ley,  no  existiendo  un  sistema  ho- 
mogéneo en  este  importante  ramo  del  servicio 
público  y siendo  el  estado  en  que  por  ello  se  en- 
contraba anómalo,  y falto  de  armonía  con  los 
principios  constitucionales  y con  las  máximas 


fundamentales  de  la  ciencia  administrativa  y de 
la  legislación. 

Con  el  fin  de  ocurrir  á los  inconvenientes  que 
I de  este  estado  de  cosas  se  seguían;  de  fijar  de 
una  manera  clara  y precisa  los  actos  que  propia 
y exclusivamente  constituyen  los  delitos  de  con- 
trabando y defraudación ; de  establecer  un  ór- 
den de  procedimientos  sencillo  y limitado,  para 
conciliar  el  servicio  con  las  justas  exigencias  de 
los  encausados,  desapareciendo  la  especie  de 
confusión  que  existía  en  la  parte  penal  y de  en- 
juiciamiento, y de  hacer  mas  pronta  y expedita 
la  administración  de  justicia  y mas  eficaz  la  re- 
presión del  tráfico  ilícito,  se  publicó  el  Real  de- 
creto de  20  de  Junio  de  1852,  por  el  que  se  su- 
primieron los  juzgados  de  las  subdelegaciones 
de  rentas  de  la  península  é islas  adyacentes, 
disponiendo,  que  el  conocimiento  de  los  nego- 
cios judiciales  de  Hacienda  correspondiera  á ios 
jueces  del  fuero  común  ó á los  juzgados  espe- 
ciales que  estableciera  el  Gobierno,  y los  nego- 
cios que  tuvieran  el  carácter  de  contencioso-ad- 
ministrativos  á los  Consejos  provinciales  (hoy  á 
las  comisiones  provinciales). 

Acerca  del  procedimiento , ajustóse  á las  bases 
de  brevedad  y sencillez  que  hemos  expuesto, 
estableciéndose  además  una  innovación  de  gran 
importancia.  Tal  fué  la  de  un  procedimiento  ad- 
ministrativo para  la  declaración  del  comiso  de 
los  géneros  aprehendidos.  Tuvo  por  objeto  este 
procedimiento  el  poner  la  ley  en  consonancia 
con  lo  establecido  en  la  instrucción  yen  las  dis- 
posiciones generales  por  que  se  gobiernan  las 
Aduanas  del  reino , á fin  de  que , mediando  la 
afinidad  y cohesión  necesarias , existiera  un  todo 
homogéneo  que  produjera  en  favor  de  las  rentas 
públicas  los  resultados  que  el  Gobierno  se  pro- 
ponía, esto  es,  que,  en  la  forma  y para  los  casos 
en  que  se  estableció,  fuese  mas  pronta  la  distri- 
bución de  los  comisos,  se  evitaran  las  continuas 
reclamaciones  y quejas  á que  daba  lugar  el  sis- 
tema anterior  y hubiese  un  estímulo  poderoso 
para  que  los  encargados  de  perseguir  el  fraude 
procedieran  con  toda  actividad  y energía , lo 
cual , con  las  demás  disposiciones  de  la  ley,  ha- 
bía de  contribuir  eficacísimamenteá  la  represión 
del  contrabando  y al  aumento  consiguiente  de 
las  rentas  públicas. 

Este  Real  decreto  está  hoy  vigente.  Así  se  con- 
signa en  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868 
sobre  unificación  de  fueros;  en  el  cual,  después 
de  suprimir  en  el  art.  9.°  los  juzgados  especiales 
de  Hacienda  y de  prevenir  en  general  que  los 
negocios  judiciales  de  esta  clase  se  sustancien 
con  arreglo  á lo  que  disponen  las  leyes  comunes, 
previene  en  su  art,  9.°,  que  los  delitos  de  contra- 
bando y defraudación  se  perseguirán  conforme 
á lo  ordenado  en  el  decreto  de  1852,  aplicándose 
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las  penas  allí  establecidas  por  los  trámites  que 
el  mismo  previene  y conservándose  al  propio 
tiempo  el  procedimiento  administrativo.  Igual- 
mente, en  la  disposición  final  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  de  1872  se  exceptúa  de  la 
derogación  de  las  disposiciones  legales  posterio-  j 
res  á dicha  ley  que  hayan  dictado  reglas  de  en- 
juiciamiento criminal  páralos  jueces  y tribuna- 
les del  fuero  común,  el  Real  decreto  de  20  de 
Junio  de  1852  y las  demás  disposiciones  vigen- 
tes sobre  el  procedimiento  para  los  delitos  de 
contrabando  y defraudación. 

Sin  embargo,  según  los  arts.  16  y 114  del  ci- 
tado decreto  de  20  de  Junio  , en  el  conocimiento 
y sustanciacion  de  los  negocios  criminales  de 
Hacienda  , deben  observarse  las  disposiciones 
del  derecho  común  en  todo  lo  que  no  estuviere 
previsto  por  dicho  decreto  ó en  las  especiales  de 
Hacienda  é instrucciones  de  la  materia.  Asi- 
mismo, conforme  al  art.  20,  los  delitos  conexos 
y cualesquiera  otros  comunes  que  se  cometan 
para  ejecutar,  facilitar  6 encubrir  el  de  contra- 
bando ó defraudación,  se  consideran  como  de 
especie  distinta,  pero  son  juzgados  á la  vez  que 
estos  ante  los  mismos  tribunales  y en  el  mismo 
proceso.  Sin  embargo,  en  caso  de  seducción  ó 
resistencia  á individuos  del  cuerpo  de  carabine- 
ros del  ramo,  resguardo  marítimo,  guardia  civil 
ó tropa  del  ejército,  se  estará  á lo  determinado 
en  las  leyes  y disposiciones  militares,  juzgán- 
dose por  consiguiente  á los  reos  de  seducción  ó 
resistencia  independientemente  del  delito  de 
contrabando  ó defraudación  y demás  conexos 
que  no  sean  la  seducción  ó resistencia  á los  in- 
dividuos de  aquellos  cuerpos. 

La  parte  penal  de  dicho  decreto,  hállase  tam- 
bién comprendida  en  la  excepción  del  art.  7.” 
del  Código  reformado  en  1870,  según  el  cual 
no  quedan  sujetos  á las  disposiciones  del  mismo 
los  delitos  penados  por  leyes  especiales , y del 
art.  7.“  del  Código  penal  primitivo  y del  refor- 
mado en  1850,  en  que  se  expresaba,  entre  los 
delitos  exceptuados,  los  de  contrabando.  Mas  esta 
excepción  respecto  de  la  penalidad,  se  limita  á 
los  hechos  que  en  dicho  decreto  de  20  de  Junio 
se  califican  de  delitos  de  contrabando  y defrau- 
dación, mas  no  se  extiende  á los  conexos  ni  á 
cualquier  otro  que  sea  en  daño  de  la  Hacienda, 
como  el  robo  de  caudales,  ni  en  general  á los 
que  procedan  del  empleado  por  razón  de  su  em- 
pleo , los  cuales  deben  castigarse  con  arreglo  á 
las  disposiciones  del  Código  penal,  según  pre- 
viene el  art.  62  de  dicho  decreto;  y conforme  al 
art.  31  del  mismo , los  reos  de  los  delitos  co- 
nexos que  expresa  el  art.  17,  sufrirán  por  ellos 
las  penas  que  establecen  las  leyes  comunes  y las 
militares  en  los  casos  previstos  en  la  última 
parte  del  art.  20,  sin  perjuicio  de  las  que  merez- 


can por  los  delitos  de  contrabando  y defrau- 
dación. 

El  conocimiento  de  los  negocios  judiciales  de 
Hacienda  corresponde,  pues,  en  primera  ins- 
tancia, á los  jueces  de  partido  en  cuyo  término 
se  hubiere  cometido  el  delito,  y en  segunda  ins- 
tancia a las  Audiencias  respectivas,  sin  perjui- 
cio del  recurso  de  casación  de  que  conoce  el  Tri- 
bunal Supremo:  arts.  .2.°,  6.°  y 96  del  decreto  de 
20  de  Junio,  modificados  por  el  decreto  sobre 
unificación  de  fueros  de  6 de  Diciembre  de  1868. 

Ni  los  jueces  de  primera  instancia,  ni  los  ma- 
gistrados, ni  los  fiscales,  tienen  participación  al- 
guna en  los  comisos,  percibiendo  únicamente, 
en  remuneración  de  su  trabajo,  el  sueldo  y gra- 
tificación que  respectivamente  se  Ies  asigne  en 
la  ley  de  presupuestos:  arts.  7.°,  8.°  y 10  de  dicho 
decreto,  y 10  de  la  instrucción. 

Las  Salas  del  Tribunal  Supremo  y de  las  Au- 
diencias, y los  jueces  de  primera  instancia  que 
conozcan  de  estas  causas,  fundarán  las  senten- 
cias definitivas  por  el  método  de  considerandos, 
exponiendo  clara  y concisamente  el  hecho  con 
expresión  específica  de  los  artículos,  leyes  y de- 
más disposiciones  en  que  se  apoyen,  y citando 
la  disposición  penal  que  apliquen,  como  está 
prevenido  respecto  de  las  causas  criminales  del 
fuero  común:  art.  8.°  del  decreto  y 7."  de  la  ins- 
trucción. 

El  ministro  de  Hacienda  puede  pedir  á los  jue- 
ces y tribunales  que  conozcan  de  los  negocios  y 
causas  á que  se  refiere  dicho  decreto,  cuan- 
tos datos,  noticias  é informes  estime  conve- 
nientes para  la  pronta  y recta  administración 
de  justicia,  comunicando  con  el  propio  objeto 
las  órdenes  necesarias  á todos  los  agentes  del 
ministerio  fiscal:  párrafo  1.”  del  art.  16  del  de- 
creto citado. 

Las  actuaciones  y notificaciones  judiciales  se 
entenderán  siempre  con  los  promotores,  aboga- 
dos fiscales  y fiscales  en  sus  respectivos  casos, 
produciendo  responsabilidad  la  omisión  ó falta 
de  celo,  así  como  los  escribanos  y demás  subal- 
ternos incurrirán  en  ella  por  negligencia  ó des- 
cuido en  verificar  dichos  actos:  art,  15  de  la  ins- 
trucción. 

Por  el  art.  21  de  la  instrucción  se  previene, 
que  los  jueces  darán  cada  tres  meses  un  esta- 
do de  todas  las  cansas  pendientes  en  su  juz- 
gado. Estos  estados  deben  ser  intervenidos  y 
formados  por  el  promotor  fiscal  que  por  sepa- 
rado remitirá  á la  Dirección  de  lo  contencioso 
un  pliego  de  observaciones  sobre  aquel,  en  que 
exprese  todo  cuanto  considere  digno  de  llamar  la 
atención;  que  asimismo,  en  fin  de  cada  año,  deben 
remitir  los  jueces  dos  estados  generales,  el  uno 
comprensivo  de  todas  las  causas  ejecutoriadas 
durante  el  año,  con  expresión  de  los  reos,  deli- 
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tos,  penas  impuestas  y cumplimiento  de  ellas  por 
los  acusados;  y el  otro,  de  las  causas  principia- 
das también  durante  el  mismo  año,  siendo  am- 
bos estados  intervenidos  por  el  promotor  fiscal: 
que  tanto  los  promotores  como  los  fiscales  de 
las  Audiencias  y el  del  Tribunal  Supremo,  remi- 
tan á la  expresada  Dirección  copia  testimoniada 
de  la  sentencia  que  en  cada  causa  hubiese  re- 
caído en  la  instancia  respectiva  tan  luego  como 
fuere  notificada;  y que  la  Dirección  de  lo  con- 
tencioso forme  con  todos  estos  antecedentes  el 
estado  general  de  causas  de  la  península  é islas 
adyacentes,  y acompañado  de  una  Memoria 
apreciativa  de  la  estadística  criminal,  la  pase  al 
ministro  de  Hacienda  para  los  efectos  convenien- 
tes. Mas  respecto  de  la  Dirección  de  lo  conten- 
cioso hay  que  tener  presente  que  fué  suprimida 
por  el  Real  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1854, 
creando  una  asesoría  general  encargada  de  las 
mismas  funciones  que  aquella,  y que,  aunque 
suprimida  posteriormente,  ha  sido  restablecida 
de  nuevo.  V.  Jurisdicción  de  Hacienda  y Jurisdic- 
ción ordinaria. 

Últimamente  por  Real  órden  de  17  de  Diciem- 
bre de  1844  se  ha  prevenido,  que  si  durante  el 
procedimiento  ó después  de  fenecido,  pidiere  in- 
forme el  Gobierno  sobre  alguna  solicitud  de  in- 
dulto, la  Audiencia  debe  expresar  al  evacuarlo  la 
época  en  que  se  cometió  el  delito  y la  cantidad  y 
valor  del  género  aprehendido;  el  tiempo  que  lle- 
varen de  prisión  los  reos;  la  pena  que  se  les  hu- 
biere impuesto  en  la  sentencia,  y si  esta  fué  con- 
firmada por  la  superioridad,  y si  aparece  que  es-  i 
tos  sean  reincidentes  ó dedicados  habitualmente 
al  contrabando  ó de  mala  vida  y costumbres,  con 
lo  demás  que  se  le  ofreciere. 

Delitos  de  contralando  y defraudación  á que  se 
refiere  el  decreto  de  20  de  Junio  citado—  Son  ob- 
jeto peculiar  de  dicho  decreto,  como  delitos  di- 
rectos: 1.”  El  contrabando.  2.°  La  defraudación. 
Como  delitos  indirectos:  l.°  La  seducción  ó re- 
sistencia contra  la  autoridad  ó sus  agentes  que 
tenga  por  objeto  la  perpetración  de  los  delitos 
de  contrabando  ó defraudación.  2.°  La  falsifica- 
ción ó suplantación  de  documentos  públicos  ó 
privados,  de  marcas  ó sellos  de  oficio,  ó de  cual- 
quier otro  signo  peculiar  de  las  oficinas  de  Ha- 
cienda, ó adoptado  para  acreditar  la  fabricación 
nacional,  cometida  para  verificar,  encubrir  y 
excusar  los  delitos  de  contrabando  y defrauda- 
ción. 5.°  El  robo  ó hurto  de  efectos  estancados, 
existentes  en  los  criaderos,  fábricas,  almacenes 
y dependencias  de  la  Hacienda  pública.  6.°  Las 
omisiones  y abusos  de  los  empleados  públicos  y 
personas  de  cualquiera  condición  en  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  que  para  perseguir  ó 
impedir  dichos  delitos  de  contrabando  ó defrau- 
dación les  impongan  los  reglamentos  é instruc- 


ciones. 7.°  Cualesquiera  otros  delitos  comunes 
que  se  cometan  para  ejecutar,  facilitar  ó encu- 
brir el  contrabando  ó la  defraudación:  art.  17  del 
decreto  de  20  de  Junio  citado. 

Respecto  de  los  casos  en  que  se  incurre  en  de- 
lito de  contrabando  y de  defraudación  y de  las 
circunstancias  agravantes  y atenuantes  de  di- 
chos delitos  á que  se  refieren  lo3  arts.  18,  19,  22 
y 32  de  dicho  decreto  , como  también  de  las  pe- 
nas señaladas  en  los  arts.  24  al  36,  se  han  ex- 
puesto en  el  de  esta  obra  Contrabando  y De- 
fraudación. 

En  el  mismo  artículo  se  han  expuesto  las  dis- 
posiciones de  los  arts.  38  y 39  del  decreto  citado 
sobre  las  personas  obligadas  á perseguir  el  contra- 
bando y defraudación , limitándonos  aquí  á aña- 
dir, que  según  el  art.  40,  dichas  personas  están 
asimismo  obligadas  á trasmitir  á los  respectivos 
fiscales  las  noticias  que  adquieran  relativas  á 
aquellas  personas  que  por  sus  circunstancias  y 
método  de  vida  puedan  considerarse  habitual- 
mente ocupadas  en  aquel  ejercicio,  á fin  de  que 
estos  funcionarios  cumplan  con  el  deber  que  les 
impone  el  art.  65  de  denunciar  judicialmente 
dichos  delitos. 

Igualmente  se  exponen  en  el  artículo  Contra- 
bando y Defraudación  las  disposiciones  del  de- 
creto de  20  de  Junio  sobre  el  reconocimiento  de 
edificios,  caballerías,  carruajes  y embarcaciones. 

DE  LOS  PROCEDIMIENTOS  EN  MATERIA.  DE 
CONTRABANDO  Y DEFRAUDACION. 

Según  el  art.  53  del  decreto  de  20  de  Junio  los 
procedimientos  en  los  delitos  de  contrabando  y 
defraudación  son  administrativos  y judiciales. 
Los  primeros  tienen  exclusivamente  por  objeto 
la  declaración,  venta  y distribución  del  importe 
de  los  géneros  decomisados:  los  segundos  la  im- 
posición de  las  penas  señaladas  en  este  decreto 
á los  reos  de  los  expresados  delitos  y de  los  de- 
más conexos  con  ellos. 

Procedimiento  administrativo.  — El  procedi- 
miento administrativo  tiene  lugar  solo  en  el 
caso  de  aprehensión  de  géneros  de  contrabando 
ó defraudación ; exceptuándose  por  el  art.  54, 
sin  embargo,  lo  previsto  en  los  arts.  90,  91  y 97 
de  la  Instrucción  de  aduanas  de  3 de  Abril  de 
1851,  y actualmente,  en  el  tít.  4.°  de  las  orde- 
nanzas de  15  de  Junio  de  1870  sobre  el  procedi- 
miento administrativo  que  debe  seguirse  en  los 
casos  que  se  exponen  de  aprehensiones  que  se 
hacen  por  las  aduanas,  y que  se  ha  expuesto  en 
el  artículo  Contrabando  y defraudación. 

En  toda  aprehensión  de  géneros  de  contra- 
bando ó defraudación,  que  según  las  instruccio- 
nes deba  producir  actuaciones  judiciales,  se  ex- 
tenderá en  el  acto  una  diligencia  en  que  se  haga 
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constar:  1.®  La  clase  y número  de  los  aprehenso- 
res,  su  nombre,  destino  y graduación.  2.°  El  lu- 
gar, dia  Lora  en  que  se  verifique  la  aprehensión. 
3.°  Los  nombres  y vecindad  de  los  conductores  ó 
tenedores  de  los  géneros , si  se  hallaren  presen- 
tes, ó las  noticias  adquiridas  sobre  ellos  si  se 
hubieren  fugado.  4.”  La  designación  de  los  efec- 
tos aprehendidos  , con  expresión  del  número  de 
cargas , bultos  ó fardos  , de  sus  marcas,  y núme- 
ro de  piezas  contenidas  en  cada  uno  de  ellos. 
5.®  El  número,  clase  y señas  de  las  caballerías  y 
carruajes,  ó la  designación  del  buque  en  que  se 
hallaren  conducidos  los  efectos.  G.°  Las  circuns- 
tancias particulares  que  hubiesen  ocurrido  en  la 
aprehensión , y que  puedan  interesar  para  la  ca- 
lificación del  hecho.  Esta  diligencia  se  firmará 
por  el  jefe  de  la  aprehensión  , el  alcalde  del  ter- 
ritorio si  hubiere  concurrido  y dos  testigos  pre- 
senciales que,  á ser  posible,  no  sean  de  los  apre- 
hensores: art.  55. 

Los  procedimientos  administrativos  tienen  lu- 
gar en  las  administraciones  principales  de  los 
ramos  á que  correspondan  los  objetos  aprehen- 
didos , á cuyo  efecto  se  pasan  á las  mismas  el 
acta  de  que  trata  el  artículo  anterior,  y los  gé- 
neros aprehendidos  con  los  carruajes  y caballe- 
rías en  que  se  condujeren,  y las  personas  de  los 
reos.  En  cuanto  á los  buques  , quedan  embarga- 
dos , haciéndolos  custodiar  con  fuerza  suficiente: 
art.  56. 

Las  autoridades , jefes  y demás  encargados  de 
la  persecución  del  contrabando  cuidarán  muy 
particularmente  de  que  en  las  diligencias  de 
aprehensión  se  hagan  constar  con  precisión  y 
exactitud  las  circunstancias  prevenidas  en  dicho 
art.  56  y todas  las  demás  que  consideren  con- 
veniente para  el  conocimiento  y calificación  de 
los  hechos,  no  omitiendo  en  ningún  caso  la  au- 
torización de  que  trata  el  último  párrafo  del  ar- 
tículo referido:  art.  28  de  la  Instrucción  de  20 
de  Junio  de  1852. 

Deberá  practicarse  un  reconocimiento  pericial, 
que  se  consignará  por  escrito,  de  los  géneros 
aprehendidos,  debiendo  los  tribunales  estar  á la 
apreciación  y justiprecio  de  los  peritos,  y ejecu- 
tándose estas  actuaciones  y las  del  expediente 
administrativo  con  citación  y audiencia  de  los 
interesados:  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  de  27  de  Diciembre  de  1856. 

Una  Junta,  compuesta  del  administrador  del 
ramo  á que  pertenezcan  los  efectos  de  que  se 
trate,  del  inspector  primero,  de  uno  de  los  vis- 
tas de  la  aduana  donde  la  hubiere,  de  un  comer- 
ciante nombrado  por  los  interesados , y que 
acredite  haber  pagado  el  subsidio,  y del  promo- 
tor fiscal  de  Hacienda,  con  presencia  del  acta  ó 
diligenciado  aprehensión,  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  56,  y O3rendo  á los  interesados, 
Tomo  ui. 


declarará,  previo  el  reconocimiento  pericial  que 
se  consignará  por  escrito:  1.®  Si  há  lugar  ó no  al 
comiso  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  citado 
decreto,  instrucciones  y reglamentos  respecti- 
vos. 2.°  Si  los  reos  aprehendidos  han  podido  in- 
currir, según  lo  que  resulte  del  acta  y diligen- 
cias de  aprehensión,  en  pena  personal:  art.  57 
del  decreto  y Real  órden  de  18  de  Octubre  de 
1858  circulada  en  12  de  Noviembre  de  1860. 

En  las  aprehensiones  verificadas  dentro  de  las 
zonas  de  las  respectivas  aduanas  compondrán 
la  Junta  el  administrador  y vista  de  la  aduana 
y el  promotor  fiscal:  art.  58  del  decreto  de  20  de 
Junio. 

Los  promotores  fiscales  no  pueden  excusarse 
de  concurrir  á la  Junta  que  establece  este  ar- 
tículo, cuidando  de  que  en  las  calificaciones  se 
proceda  con  el  mayor  detenimiento  y sin  causar 
perjuicios  á la  Hacienda , en  cuyo  caso  no  omi- 
tirán el  hacer  uso  del  derecho  que  les  concede  el 
art.  60:  art.  58  del  decreto  y 29  de  la  Instrucción 
de  20  de  J unió.  A estos  actos  pueden  asistir  los 
jefes  de  los  carabineros  en  representación  de  los 
aprehensores  y para  defender  sus  derechos;  pero 
deben  retirarse  al  decidirse  sobre  la  legalidad 
de  la  aprehensión,  no  pudiendo  presenciar  el 
fallo  déla  Junta:  Reales  órdenes  de  8 de  Abril 
de  1854  y de  21  de  Agosto  de  1856. 

Cuando  los  interesados  se  conformen  con  la 
declaración  del  comiso,  se  llevará  á efecto  dicha 
declaración  sin  ulterior  recurso.  Si  no  se  confor- 
maren, podrán  acudir  algobierno  por  conducto  de 
la  Dirección  del  ramo  respectivo;  pero  solo  para 
el  efecto  de  la  declaración  del  comiso,  debiendo 
resolverse  la  instancia  en  el  término  preciso  de 
un  mes,  ejecutándose  lo  que  el  gobierno  resuel- 
va, y sin  que  la  queja  interpuesta  suspenda  el 
curso  de  los  procedimientos  judiciales  para  la 
imposición  de  las  penas.  Igual  recurso  podrá 
intentar  el  promotor  fiscal  cuando  creyere  que 
la  declaración  de  la  Junta  puede  irrogar  perjui- 
cios á la  Hacienda:  debiendo  en  ambos  casos 
presentarse  estas  reclamaciones  ante  la  J unta,  la 
cual  debe  .remitirlas  á la  Dirección  del  ramo, 
acompañando  el  procedimiento  administrativo 
en  que  haya  fundado  su  providencia:  art.  59  del 
decreto  29  de  la  Instrucción  y Real  órden  de  12 
de  Noviembre  de  1852. 

La  venta  y distribución  del  importe  de  los  gé- 
neros decomisados  se  verificarán  con  arreglo  á 
las  disposiciones  vigentes,  siendo  preferido  ei 
dueño  de  ellos  por  el  tanto  de  la  mayor  postura. 
Hácese,  pues,  la  venta  en  pública  subasta,  y si 
no  se  presentaren  licitadores  deben  entregarse 
todos  los  géneros  á los  aprehensores  por  el  pre- 
cio de  la  tasación , si  así  lo  pidieren  y aquellos 
son  de  lícito  comercio,  y no  siéndolo,  pueden 
adjudicárseles  eu  iguales  términos  hasta  el  va- 
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lor  de  150  pesetas  á cada  individuo:  art.  60  del 
decreto  y Reales  órdenes  de  15  de  Julio  de  1858 
y de  12  de  Noviembre  de  1852  reiterada  en  1860. 

Hecha  la  declaración  del  comiso  por  la  Junta, 
el  administrador  pasará  al  juzgado  que  corres- 
ponda copia  literal  autorizada  del  acta  de  apre- 
hensión y de  las  diligencias,  y también  de  los 
reos  detenidos  cuando  por  aquella  se  hubiere  de- 
clarado que  dichos  reos  han  podido  incurrir  en 
pena  personal.  Los  juzgados  y tribunales  sus- 
tancian y determinan  estas  causas  con  arreglo 
á lo  establecido  en  dicho  decreto  respecto  de  la 
imposición  de  las  penas  señaladas  en  el  mismo 
á los  delitos  de  contrabando  y defraudación,  y á 
los  conexos  con  ellas  al  tenor  de  lo  dispuesto  en 
el  Código  penal.  La  Hacienda  pública  responde 
del  valor  en  venta  de  los  géneros  decomisados, 
si  en  algún  caso  se  declarase  por  los  tribunales 
la  improcedencia  del  comiso:  arts.  61  al  63. 

Si  se  hiciere  alguna  aprehensión  de  caballe- 
rías de  ilícito  comercio  y no  hubiere  reos  cono- 
cidos, deben  venderse,  y depositarse  su  valor, 
como  asimismo  el  de  los  demás  efectos  que  se 
hallen  en  tal  caso,  para  cubrir  con  él  las  penas 
pecuniarias  que  impusiere  el  juez  competeute; 
si  pagadas  estas  hubiere  algún  sobrante  puede 
reclamarse  ante  el  juzgado  ordinario  para  que 
se  declare  como  mostrenco  y se  adjudique  al  Es- 
tado: Real  órden  de  4 de  Abril  de  1855. 

Procedimiento  judicial  en  ■primera  instancia. — 
fíl  procedimiento  judicial  tiene  lugar,  no  solo 
por  aprehensión  de  géneros  de  contrabando  y 
defraudación,  sino  á instancia  de  parte,  ó por 
denuncia  del  promotor  fiscal,  exceptuándose  los 
casos  previstos  en  los  arts.  90,  91  y 97  de  la  Ins- 
trucción de  aduanas  de  3 de  Abril  de  1851  y ac- 
tualmente en  el  título  4.°  de  las  Ordenanzas  de 
15  de  Junio  de  1870,  y que  se  han  expuesto  en 
el  de  esta  obra  Contrabando  y Defraudación',  ar- 
tículo 64  del  decreto  de  20  de  Junio  de  1850. 

Los  promotores  fiscales  están  obligados  bajo 
su  mas  estrecha  responsabilidad  á denunciar, 
no  solo  los  casos  de  contrabando  ó defraudación 
qne  les  sean  conocidos,  sino  á iniciar  el  corres- 
pondiente proceso  criminal  contra  los  que  por 
su  método  de  vida  infundieran  vehementes  sos- 
pechas de  ocuparse  habitnalmente  en  el  contra- 
bando: art.  65. 

Del  sumario  del  proceso. — Puede  este  princi- 
piar en  virtud  del  acta  de  aprehensión  de  los 
géneros  que  pasa  al  juez  el  jefe  de  la  Adminis- 
tración económica,  ó á instancia  de  parte,  ó por 
denuncia  del  promotor  fiscal,  si  no  hubo  apre- 
hensión ó no  se  trata  de  los  hechos  exceptuados 
en  las  Ordenanzas  de  aduanas  de  15  de  J unió  de 
1870:  arts.  201, 203, 204  y 233.  El  proceso  empie- 
za por  un  auto  de  oficio,  en  que  se  haga  expre- 
sión de  las  causas  que  impulsan  el  procedimien- 


to. Por  este  auto  se  manda  unir  al  proceso  el  acta 
de  aprehensión,  y el  expediente  administrativo 
seguido  por  la  Junta  que  entendió  en  la  decla- 
ración del  comiso,  en  el  caso  de  haber  habido 
aprehensión,  y la  querella  de  parte,  ó la  denun- 
cia del  promotor  fiscal,  en  el  caso  respectivo-,  ar- 
tículo 66  del  decreto  de  Junio.  El  juez  debe  dar 
conocimiento  del  proceso  al  fiscal  al  segundo 
dia  de  haberse  prevenido,  expresando  el  delito  y 
su  gravedad,  los  reos,  su  vecindad  y profesión,  si 
fueren  conocidos,  su  estado  de  prisión  ó libertad, 
las  circunstancias  del  hecho  que  hayan  motivado 
la  instrucción  de  las  primeras  diligencias  y la 
fecha  del  auto  que  forma  la  cabeza  dehproceso. 
El  fiscal  dará  iu mediatamente  parte  al  ministe- 
rio de  Hacienda:  art.  21  de  la  Instrucción  citada 
y Real  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1851. 

Por  el  mismo  auto  se  acuerda  recibir  declara- 
ción á los  reos,  lo  cual,  eu  el  caso  de  haber  sido 
arrestados,  se  verifica  dentro  de  las  veinticua- 
tro horas,  si  fuere  posible,  ó á mas  tardar,  en  las 
setenta  y dos  siguientes  á la  del  auto  de  oficio. 
También  se  procederá  en  los  caso3  de  aprehen- 
sión á tomar  declaración  á los  testigos  presen- 
ciales en  número  conveniente,  y por  el  órden  de 
preferencia  siguiente:  l.°  A los  que  no  pertenez- 
can á la  clase  de  aprehensores , ni  de  auxiliares 
accidentales,  y no  dependan  habitualmente  del 
jefe  de  la  aprehensión.  2.°  A los  aprehensores 
por  el, órden  inverso  de  su  graduación.  Estas  de- 
claraciones se  tomarán  personalmente  por  el 
juez,  y nunca  por  delegación  suya,  á menos  de 
estar  legítimamente  impedido,  en  cuyo  caso 
consignará  la  delegación  en  auto  formal,  con 
expresión  de.  las  causas  que  legitimen  su  im- 
pedimento, y solo  podrá  hacerla  en  eL  promotor 
fiscal,  ó en  otro  funcionario  público  de  los  que 
estén  autorizados  para  formar  sumarias:  art.  67. 

Proveerá  además  el  juez  la  evacuación  de  ci- 
tas, exámen  de  testigos,  expedición  de  exhortas, 
y cuantas  diligencias  sean  conducentes  á justi- 
ficar la  perpetración  del  delito  en  todas  sus  cir- 
cunstancias, y la  responsabilidad  de  los  culpa- 
bles en  todas  sus  incidencias,  así  como  también 
á procurar  la  captura  de  estos  si  procede  ; pero 
cuidará  de  omitir  diligencias  inútiles,  y de 
abreviar  el  sumario  , en  cuanto  sea  conciliable 
con  la  averiguación  de  la  verdad,  quedando  res- 
ponsable en  cada  causa  de  los  abusos  y dilacio- 
nes que  en  ella  se  notaren:  art.  68. 

Para  todas  las  diligencias  del  sumario,  será 
préviamente  citado  el  oficio  fiscal,  de  cuyo  car- 
go será  asistir  personalmente  á las  que  por  su 
gravedad  considere  que  hacen  interesante  su 
concurrencia.  No  podrá  esta  excusarse  en  las 
declaraciones  de  los  reos , testigos  y peritos , á 
: quienes  se  harán  por  el  mismo  oficio  fiscal , con 
permiso  y por  medio  del  juez,  cuantas  preguu- 
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taa  se  estimen  conducentes  para  la  mayor  exac- 
titud y claridad  de  los  hechos , extendiéndose 
fiel  y literalmente  por  el  escribano  las  que  se 
hicieren,  así  como  las  contestaciones  de  los  de- 
clarantes: art.  69. 

Sin  perjuicio  de  la  obligación  de  los  jueces  de 
mandar  practicar  todas  cuantas  diligencias  es- 
tén á su  alcance  para  la  averiguación  y prisión 
de  los  reos  y captura  de  los  prófugos,  los  pro- 
motores fiscales  deberán  por  su  parte  coadyu- 
var también  para  auxiliar  al  juzgado,  ya  prac- 
ticando averiguaciones  confidenciales,  ya  pi- 
diendo en  los  sumarios  aquellas  diligencias  que 
consideren  convenientes  á conseguir  aquel  ob- 
jeto: art.  23  de  la  Instrucción. 

En  estos  juicios  no  se  recibirá  confesión  á los 
reos,  y terminadas  que  sean  las  diligencias  pre- 
paratorias y de  indagación  que  quedan  preve- 
nidas, se  pasará  la  causa  al  promotor  fiscal,  Si 
el  promotor  fiscal  hallare  que  en  el  proceso 
falta  alguna  diligencia  interesante  para  com- 
plemento del  sumario,  lo  devolverá  dentro  del 
tercero  dia,  limitándose  á solicitar  que  se  prac- 
tique ; pero  cuando  no  mediare  esta  circuns- 
tancia, ó cuando  se  le  entregue  de  nuevo  la 
causa,  evacuada  la  diligencia,  formalizará  la 
acusación  que  corresponda  dentro  de  un  térmi- 
no que  no  exceda  de  diez  dias:  arts.  70  y 71  del 
decreto  de  20  de  Junio. 

Del  plenario. — En  el  escrito  de  acusación,  será 
obligación  precisa  del  promotor  fiscal  presentar 
articulados  por  orden  los  hechos  y el  derecho 
en  que  se  funda  su  petición,  demostrando  aque- 
llos , con  referencia  explícita  á los  méritos  del 
proceso,  y citando  las  disposiciones  legales  en 
que  se  apoya  la  calificación  que  haga  del  delito 
y La  pena  cuya  aplicación  solicite.  También  de- 
berá hacerse  cargo  con  la  debida  distinción  de 
todas  las  incidencias  del  caso , expresar  las  cir- 
cunstancias agravantes  ó atenuantes  del  delito 
que  en  su  sentir  determinen  la  graduación  de  la 
condena,  y clasificar  á los  reos  según  su  parti- 
cipación en  el  delito,  comprendiendo  en  su  acu- 
sación los  conexos , para  los  efectos  prevenidos 
en  los  arts.  20  y 29  de  dicho  decreto.  Del  escrito 
de  acusación  fiscal  se  conferirá  traslado  á los 
reos,  quienes  contestarán  dentro  de  un  término, 
que  no  podrá  exceder  de  diez  dias , para  cada 
uno  de  los  que  se  defiendan  separadamente,  ni 
de  veinte  si  la  defensa  se  hiciere  común.  Cuan- 
do los  acusados  intentaren  hacer  probanzas,  ias 
articularán  en  el  mismo  escrito  de  la  defensa 
por  medio  de  otrosíes.  Del  escrito  de  defensa  en- 
tregará copia  bajo  de  recibo  la  parte  del  acusa- 
do aL  oficio  fiscal,  y al  acusador  privado  si  le 
hubiere,  Trascurrido  el  término  prescrito  para 
contestar,  y no  habiéndose  devuelto  por  los  acu- 
sados el  proceso,  se  recogerá  de  oficio,  y solo 


por  causas  especiales  y graves  podrá  otorgarse 
un  nuevo  término  improrogable  de  tres  dias:  ar- 
tículos 72  y 74. 

Cuando  se  solicitaren  probanzas  por  los  reos, 
se  recibirá  la  causa  ¿ prueba  por  el  término  que 
el  juez  estime  suficiente,  según  sus  circunstan- 
cias, pudiéndolo  prorogar  solo  hasta  ochenta 
dias,  á instancia  de  parte  y por  causas  graves. 
El  promotor  fiscal  y el  acusador  privado,  si  le 
hubiere,  podrán  articular  pruebas,  debiendo 
hacerlo  en  el  término  de  seis  dias  desde  la  noti- 
ficación del  auto  de  recibimiento  á prueba,  por 
medio  de  escrito,  del  cual  darán  copia  bajo  de 
recibo  á la  parte  del  acusado.  La  ratificación  de 
los  testigos  del  sumario  no  será  diligencia  nece- 
saria en  estos  juicios,  y solo  tendrá  lugar  cuan- 
do respecto  de  algunos  lo  solicitare  el  procesado 
ó el  acusador  como  medio  de  prueba.  En  las 
causas  seguidas  en  rebeldía  se  excusará  absolu- 
tamente. Toda  prueba  de  testigos  se  hará  con 
citación  y asistencia  del  promotor  fiscal  y acu- 
sador privado,  si  lo  hubiere,  y del  defensor  del 
procesado,  los  cuales  podrán  en  el  acto  hacer 
preguntas  y poner  tachas  á los  testigos,  pudien- 
do  acreditarse  estas  dentro  del  misino  término 
de  prueba,  á cuyo  fin  se  dará  nota  escrita  á las 
partes  de  los  nombres  y vecindad  de  aquellos 
al  tiempo  de  citarlas.  También  deberán  ser  ci- 
tadas las  partes,  y usar  del  mismo  derecho  en 
toda  diligencia  de  reconocimiento,  inspección 
ocular  y clasificación  de  géneros  ó efectos  que 
tuviere  lugar  por  via  de  probanza.  Fenecido  el 
término  de  prueba,  se  unirán  de  oficio  al  proce- 
so las  practicadas,  y se  entregará  este  por  su 
órden  á las  partes  tan  solo  para  instrucción  y 
por  el  término  improrogable  de  tres  dias,  seña- 
lándose en  seguida  el  de  la  vista:  artículos 
75  al  79. 

Vista. — La  vista  de  estas  causas  será  pública  y 
se  celebrará  con  asistencia  del  oficio  fiscal  siem- 
pre que  concurran  los  defensores  de  las  partes. 
La  asistencia  del  ministerio  fiscal  y de  los  defen- 
sores que  hubieren  sido  nombrados  de  oficio, 
será  inexcusable  en  primera  instancia.  El  reo 
podrá  también  asistir  si  lo  pretende.  El  acusador 
será  el  primero  en  el  órden  de  usar  de  la  pala- 
bra. El  juez  podrá  dictar  de  oficio  providencia 
para  mejor  proveer,  si  lo  estimare  necesario, 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes  al  de  la  vista. 
Cuando  no  lo  hiciere,  ó después  de  evacuadas 
las  diligencias  que  haya  acordado,  pronunciará 
sentencia  en  el  término  preciso  de  diez  dias.  El 
juicio  sobre  la  certeza  de  Los  hechos  ha  de  for- 
marse en  esta  clase  de  procesos  por  las  reglas 
ordinarias  de  la  crítica  racional,  aplicada  á los 
indicios,  datos  y comprobantes  de  toda  especie 
que  aparezcan  en  la  causa.  Respecto  á la  califi- 
cación de  la  probanza  de  los  delitos  conexos,  se 
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observará  lo  que  dispone  ó dispusiere  el  derecho 
coruun:  arts.  80  al  82. 

Los  promotores  tendrán  en  consideración  para 
la  calificación  de  la  habitualidad  en  el  ejercicio 
del  contrabando,  los  antecedentes  del  denuncia- 
do, su  método  de  vida  ó medios  de  subsistencia  de 
las  personas  que  se  ocupan  en  este  tráfico  ilícito: 
art.  25  de  la  instrucción  de  20  de  Junio  de  1852. 

Las  sentencias  que  dicten  los  jueces  de  prime- 
ra instancia  y las  Audiencias,  se  fundarán  con 
arreglo  el  art.  8.°  del  citado  decreto,  por  el  mé- 
todo de  considerandos  y con  expresión  específi- 
ca de  los  artículos,  leyes  y demás  disposiciones  ¡ 
en  que  se  apoyen:  art.  7.°  de  la  instrucción  de  . 
20  de  Junio  de  1852. 

Si  en  la  sentencia  que  cause  ejecutoria  se  im- 
pusiere al  reola  pena  de  inhabilitación,  debe  el 
juez  remitir  al  ministerio  de  Hacienda  una  nota 
en  que  lo  haga  constar:  Real  órden  de  3 de  Fe- 
brero de  1856. 

Tanto  los  partes  y testimonios  de  la  formación 
de  causa  como  la  remisión  de  los  procesos  origi- 
nales en  apelación  ó consulta,  se  hace  en  la 
forma  y por  el  conducto  que  se  halla  establecido 
para  las  causas  del  fuero  ordinario,  sin  perjui- 
cio de  lo  que  se  halla  prevenido  sobre  el  parti- 
cular respecto  de  los  negocios  civiles  y de  las 
demás  providencias  que  las  Audiencias  respec- 
tivas consideren  convenientes:  art.  4."  de  la  ins- 
trucción de  20  de  Junio  de  1852. 

Sobreseimiento. — En  cualquier  estado  de  la 
causa  en  que  el  procesado  se  allanare  formal- 
mente á sufrir  la  pena  que  la  ley  señala  al  deli- 
to por  que  se  procede,  se  sobreseerá  en  los  autos, 
imponiendo  y haciendo  efectiva  dicha  pena; 
pero  en  todo  caso  de  esta  especie,  será  requisito 
indispensable  que  el  promotor  fiscal  califique  6 
haya  calificado  préviamente  el  delito  y la  pena 
legal  correspondiente  en  los  términos  que  pre- 
viene el  art.  72,  así  como  también  que  el  juez 
haga  en  el  auto  del  sobreseimiento  igual  califi- 
cación, considerando  este  auto  como  sentencia. 
No  habrá  lugar  k sobreseer  en  la  causa  por  el 
allanamiento  del  procesado,  cuando  con  el  con- 
trabando ó la  defraudación  concurriere  un  de- 
lito conexo,  ó hubiere  de  imponerse  pena  perso- 
nal: art.  83  del  decreto  citado. 

Procedimiento  en  rebeldici. — La  circunstancia 
de  hallarse  prófugos  los  reos,  no  detendrá  el 
curso  del  proceso,  que  seguirá  en  rebeldía  con 
citación  de  aquellos  en  estrados,  recayendo  á su 
tiempo  la  condena  que  corresponda.  Esta  se  eje- 
cutará en  cuanto  á las  penas  pecuniarias  si  hu- 
biere bienes,  sin  perjuicio  de  que  sobre  ellas  se 
abra  nuevamente  la  causa  á instancia  del  reo,  si 
lo  reclamare  dentro  de  un  año.  Con  respecto  á 
las  personales  se  oirá  á los  reos  siempre  que  se 
presentaren  ó fueren  habidos:  art.  84. 


Recursos  contra  las  providencias  y sentencias.— 
Contra  ellas  proceden  tres  recursos:  el  de  reposi- 
ción, el  de  apelación  y el  de  casación.  De  la  sen- 
tencia definitiva,  dictada  en  primera  instancia, 
podrán  las  partes  interponer  únicamente  el  re- 
curso de  apelación  para  ante  el  tribunal  supe- 
rior dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  al  de  la 
notificación:  art.  85. 

Cuando  no  apelare  alguna  de  las  partes,  ó 
cuando  en  el  caso  previsto  por  el  art.  83, {esto  es, 
el  de  sobreseimiento,  se  conformaren  todas,  el 
juez  llevará  á efecto  la  sentencia  y quedándose 
con  testimonio  literal  del  sumario,  de  la  censu- 
ra fiscal  y de  la  providencia  que  hubiere  dicta- 
do, remitirá  la  causa  original  por  conducto  del 
fiscal,  el  cual  en  su  vista  podrá  interponer  el  re- 
curso de  casación  ó el  de  responsabilidad  con- 
tra el  juez  ó promotor  fiscal:  art.  84  y Real  ór- 
den  de  30  de  Setiembre  de  1854. 

Si  el  fiscal  estimare  arreglada  la  sentencia, 
devolverá  los  autos  al  juez  para  que  se  archiven. 

En  el  caso  de  que  por  la  sentenciase  imponga 
la  pena  de  muerte  ó la  inmediata,  se  remitirá  la 
causa  al  tribunal  superior,  apelen  ó no  las  par- 
tes, para  que  tenga  lugar  la  segunda  instancia. 

De  los  autos  interlocutorios  dictados  en  pri- 
mera instancia  podrá  pedirse  reposición,  y la 
providencia  en  que  esta  se  deniegue  ó conceda 
será  motivada:  pár.  l.°  del  art.  87. 

De  las  providencias  motivadas  que  no  tengan 
fuerza  de  definitivas,  no  podrá  apelarse  por  se- 
parado de  las  de  esta  clase:  solo  podrá  reclamar- 
se en  la  segunda  instancia,  expresando  agravios 
en  el  mismo  escrito  é informando  juntamente 
en  el  acto  de  la  vista  sobre  ellas  y sobre  el  punto 
principal,  á fin  de  que  el  tribunal  superior,  se- 
gún lo  estime  procedente,  pueda  resolver  en 
el  fondo  ó mandar  que  se  repongan  los  autos  ó 
se  subsane  cualquiera  vicio  substancial  de  que 
adolezca  el  procedimiento. 

Admitida  la  apelación  de  las  sentencias  defi- 
nitivas ó con  fuerza  de  tales,  cuya  admisión 
tendrá  siempre  lugar  en  ambos  efectos,  ó cuan- 
do proceda  la  segunda  instancia  según  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  último  del  art.  85,  se  remi- 
tirán los  autos  originales  á la  Audiencia  territo- 
rial con  citación  y emplazamiento  de  las  partes, 
quedando  testimonio  literal  del  sumario,  de  la 
acusación  fiscal  y de  la  sentencia,  art.  88  del 
decreto  de  20  de  Junio  citado:  art.  4.”  de  la  Ins- 
trucción y Real  órden  de  30  de  Setiembre  de  1854. 

El  recurso  de  casaciou  tiene  lugar  en  los  casos 
expresados  en  los  arts.  96  y 97,  que  se  expon- 
drán en  el  artículo  Recurso  de  casación  en  las 
causas  por  delitos  contra  la  Hacienda  publica. 

Procedimiento  en  la  apelación  ó segunda  instan- 
cia. En  la  segunda  instancia  no  se  admitirán 
mas  escritos  que  el  de  expresión  de  agravios  y 
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el  de  su  contestación,  los  cuales  deberán  pre- 
sentarse en  el  término  de  diez  dias,  que  solo  po- 
drán  prorogarse  con  justa  causa  por  otros  dos 
mas.  En  el  mismo  término  podrá  el  apelante 
adherirse  al  recurso : art.  99. 

La  prueba  documental  podrá  tener  lugar  en 
la  segunda  instancia,  pero  la  testifical  solo  se 
admitirá  sobre  hechos  nuevos  no  alegados  en  la 
primera  y pertinentes,  á juicio  del  tribunal,  ó 
cuando  se  haya  negado  en  primera  instancia  la 
prueba  que  según  derecho  corresponda  admi- 
tirse: art.  90. 

Presentado  el  último  escrito,  ó vencido  el  tér- 
mino de  prueba  en  su  caso,  se  entregará  el  pro- 
ceso á las  partes  para  instrucción  y por  el  tér- 
mino preciso  de  seis  dias,  pasándose  en  seguida 
al  relator  y señalándose  dia  para  la  vista  con  la 
brevedad  posible:  art.  91. 

En  cada  causa  designará  la  Sala  el  ponente 
que  le  proponga  los  puntos  del  hecho  y del  de- 
recho sobre  que  debe  recaer  su  fallo,  y redactar 
las  sentencias  motivadas  que  dictare;  el  cargo 
de  ponente  lo  desempeñarán  por  turno  el  presi- 
dente y ministros  de  la  Sala:  art.  92. 

La  vista  de  dicha  instancia  será  también  pú- 
blica con  asistencia  de  las  partes  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  80,  sobre  la  vista  en  la  pri- 
mera instancia.  Si  el  tribunal  no- creyere  in- 
dispensable algunas  nuevas  diligencias  para 
mejor  proveer,  pronunciará  sentencia  dentro  de 
diez  días:  art.  93. 

Si  por  el  exámen  del  proceso  en  la  segunda 
instancia,  notare  el  ministerio  fiscal  que  en  las 
actuaciones  se  ha  contravenido  á la  ley  ó se  ha 
incurrido  en  omisión,  abuso  ú otro  cualquier 
caso  de  responsabilidad , ya  por  el  juez  ya  por 
el  promotor  fiscal,  estará  obligado  bajo  su  pro- 
pia responsabilidad  á promover  el  juicio  cor- 
respondiente contra  el  que  pareciere  culpable. 
Cuando  en  la  segunda  instancia  se  diere  lugar 
por  los  magistrados  que  de  ella  conocieren  á 
que  se  les  exija  la  responsabilidad  por  haber 
incurrido  en  los  casos  prevenidos  en  las  leyes, 
el  fiscal  dará  cuenta  al  ministerio  de  Hacienda 
con  la  competente  justificación , para  que  por 
este  se  acuerde  lo  conveniente  á fin  de  que  se  ■ 
promueva  en  su  caso  el  juicio  que  corresponda: 
art.  94  y Real  órden  de  18  de  Octubre  de  1858 
circulada  por  el  ministerio  de  Gracia  y Justicia 
en  12  de  Octubre  de  1860. 

De  la  sentencia  que  se  dicte  en  segunda  ins- 
tancia, no  puede  interponerse  mas  recurso  que 
el  de  casación  en  los  casos  que  se  exponen  en 
los  arts.  96  y 97  del  decreto  de  20  de  Junio  cita- 
do siguiéndose  el  procedimiento  que  se  expresa 
en  los  98  al  113,  todos  los  cuales  se  exponen  en 
el  artículo  de  esta  obra,  Recurso  de  casación  por 
delitos  contra  la  Hacienda  pública. 


Luego  que  fuere  la  causa  para  su  ejecución  al 
juez  de  primera  instancia,  debe  este,  dentro  de 
los  diez  dias  de  su  recibo,  remitir  certificación 
al  ministerio  de  Hacienda  de  la  sentencia,  y 
nota  de  las  sentencias  en  que  se  hubiere  impues- 
to la  pena  de  inhabilitación : Reales  órdenes  de 
6 de  Febrero  de  1856  y 20  de  Julio  de  1858.  * 

JUICIO  CRIMINAL  CONTRA  JUECES,  MAGISTRADOS  Y 
OTROS  FUNCIONARIOS  PÚBLICOS.  El  órden  de  pro- 
ceder en  las  causas  que  se  formen  á los  jueces, 
magistrados  y otros  funcionarios  por  las  culpas 
6 delitos  que  cometieren  como  particulares  ó 
como  funcionarios  públicos. 

I.  Los  jueces  y magistrados  y demás  funcio- 
narios públicos  pueden  delinquir  como  particu- 
lares, y como  magistrados  ó jueces,  ó funciona- 
rios ; esto  es , pueden  cometer , como  cuales- 
quiera otros  individuos  de  la  sociedad,  un  deli- 
to que  no  tenga  relación  con  su  ministerio,  y 
pueden  cometer  también  un  delito  en  el  ejercicio 
de  sus  atribuciones  ó con  riesgo  ú ocasión  de 
ellas:  aquel  podrá  llamarse  delito  común,  porque 
no  le  comete  el  funcionario  sino  el  hombre,  des- 
cendiendo el  funcionario  al  terreno  común  y 
desnudándose  de  su  investidura  pública;  y este 
será  delito  especial  ú oficial,  porque  le  comete  el 
funcionario  como  tal  y no  como  persona  privada. 

II.  Juicios  por  delitos  comunes. — Antes,  de  todo 
delito  común  que  cometía  un  alcalde  ó quien  sus 
veces  hiciera,  había  de  conocerse  por  el  juez  de 
primera  instancia  del  partido,  del  mismo  modo 
y en  la  misma  forma  que  del  cometido  por  cual- 
quiera ciudadano:  art.  46  del  reglamento  de  jus- 
ticia de  26  de  Setiembre  de  1835.  Todavía  mas:  aun 
las  causas  criminales  sobre  delitos  cometidos 
por  los  alcaldes  y demás  concejales  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  administrativas,  como  por 
ejemplo,  sobre  exacción  de  impuestos  abusivos, 
colusión,  malversación  ó peculado  respecto  de 
los  fondos  municipales  ó de  pósitos,  pertenecian 
igualmente  al  mismo  juez  de  primera  instancia, 

III.  La  causa  sobre  delito  común  cometido  por 
un  juez  letrado  de  primera  instancia  de  partido, 
había  de  empezarse  y seguirse  ante  cualquiera 
otro  de  los  del  mismo  pueblo  si  en  él  había  dos 
ó mas  jueces,  ó en  su  defecto  ante  el  juez  de 
partido  cuya  capital  estuviere  mas  inmediata: 
art.  46  del  reglamento  de  justicia.  Luego,  pues, 
que  un  juez  de  primera  instancia  cometía  un 
un  delito  común,  podía  el  agraviado,  y aun  sien- 
do público  el  delito,  cualquiera  persona  idónea 
y el  ministerio  fiscal,  entablar  la  querella  ó acu- 
sación ante  otro  juez  del  mismo  pueblo,  ó en  su 
defecto  ante  el  del  partido  cuya  capital  estuvie- 
ra mas  próxima;  y en  falta  de  acusación  ó que- 
rella, debía  procederse  de  oficio  por  el  juez  á 
quien  correspondiera  en  la  forma  explicada  en 
el  artículo  del  juicio  criminal  ordinario.  Los  irá- 
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mites  del  procedimiento,  así  cu  el  sumario  como 
en  el  plenarío,  eran  los  mismos  que  se  observa- 
ban en  el  juicio  criminal  ordinario  contra  cua-  | 
lesquiera  delincuentes.  En  caso  de  que  con  el 
juez  de  primera  instancia  se  hallasen  complica- 
das en  el  mismo  delito  algunas  personas  parti- 
culares que  debieran  ser  juzgadas  por  diferente 
tribunal,  habían  de  tenerse  presentes  las  obser- 
vaciones hechas  en  el  juicio  criminal  ordinario, 
párrafo  XV. 

IV.  El  Supremo  Tribunal  de  J usticia  era  quien 
debía  conocer  en  primera  y segunda  instancia 
de  las  causas  criminales  que  por  delitos  comunes 
ocurrieren  contra  vocales  del  suprimido  Consejo 
de  gobierno,  secretarios  y subsecretarios  de  Es- 
tado y del  despacho,  consejeros  de  Estado,  minis- 
tros del  extinguido  Consejo  Real,  embajadores  y 
ministros  plenipotenciarios  de  S.  M. , y magistra- 
dos del  mismo  Tribunal  Supremo,  del  de  las 
Órdenes  y de  las  Audiencias , como  asimismo 
contra  Arzobispos,  Obispos  ó eclesiásticos  de  los 
que  en  la  córte  ejercen  autoridad  ó dignidad 
eclesiástica  suprema  ó superior,  cuando  el  caso 
debía  ser  juzgado  por  la  jurisdicción  real:  ar  - 
tículo 90  del  reglamento  de  justicia,  261  de  la 
Constitución  de  1812,  y Real  órden  de  12  de  Ma- 
yo de  1837;  bien  que  en  los  delitos  contra  la 
Constitución  era  tribunal  competente  la  Audien- 
cia territorial  para  los  prelados  y jueces  eclesiás- 
ticos que  no  fueran  Arzobispos  ú Obispos:  art.  35 
de  la  ley  de  26  de  Abril  de  1821, 

Cuando  habia  que  formar  causa  criminal  por 
delito  común  á alguna  de  las  personas  que  se 
acaba  de  enumerar,  debía  instruirse  el  sumario 
por  el  magistrado  mas  antiguo  de  la  respectiva 
Sala  después  del  que  la  presidiera,  si  el  tratado 
como  reo  se  hallaba  en  la  córte,  y si  estaba  fuera 
de  ella,  por  el  regente  de  la  Audiencia  ó por  el 
jefe  político  de  la  provincia,  según  el  que  pri- 
mero prevenia  el  conocimiento,  pudiendo  el  úl- 
timo asesorarse  con  un  letrado  de  conocida  ins- 
trucción y probidad;  todo  sin  perjuicio  de  que 
si  el  delito  era  de  pena  corporal,  y no  se  ha- 
llaba próxima  ninguna  de  las  autoridades  sobre- 
dichas, pudiera  y debiera  el  juez  ordinario  dei 
pueblo,  en  cuanto  lo  requiriese  la  urgencia,  pro- 
ceder de  oficio  ó á instancia  de  parte  á formar 
las  primeras  diligencias  del  sumario,  y arrestar 
á los  reos,  siempre  que  hubiera  méritos  para 
ello,  dando  empero  cuenta  inmediatamente  ai 
regente  ó jefe  político,  remitiéndole  las  diligen- 
cias para  que  pudiera  proseguirlas,  y poniendo 
á su  disposición  los  reos.  Instruido  el  sumario, 
se  pasaba  á la  respectiva  Sala  del  Tribunal  Su- 
premo, quedando  á su  disposición  el  procesado; 
y todas  las  actuaciones  que  en  el  plenarío  hu- 
biera que  practicar  fuera  de  aquella,  habían  de 
cometerse  precisamente  á alguna  de  las  expre- 
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I sadas  autoridades.  La  sentencia  de  vista  en  es- 
tas causas  era  siempre  suplicable;  pero  la  de  re- 
vista causaba  ejecutoria  en  todos  los  casos:  re- 
glamento de  justicia,  art.  93  y ley  de  3 de  Fe- 
brero de  1823,  art.  274.  * Véasela  adición  que  si- 
gue al  párrafo  XV.  * 

V.  Juicio  por  delitos  oficiales. — Con  respecto 
á los  excesos , culpas  ó delitos  especiales  ú oficiales , 
esto  es,  ’á  los  cometidos  en  el  ejercicio  de  las 
atribuciones  del  ministerio  judicial  ó con  riesgo 
ú ocasión  de  ellas  , correspondía  á cada  Audien- 
cia conocer  en  primera  y segunda  instancia  de 
las  causas  que  por  tal  razón  se  formasen  contra 
jueces  inferiores  de  su  territorio.  Eran  jueces 
inferiores  del  territorio  de  cada  Audiencia,  y 
debían  por  consiguiente  ser  juzgados  por  ella 
en  razón  de  dichos  delitos:  l.°  Los  jueces  letra- 
dos de  primera  instancia  de  los  partidos  com- 
prendidos en  su  distrito:  art.  58  del  regí,  de  jus- 
ticia. 2.a  Los  alcaldes  de  pueblos,  cuando  obra- 
ban como  jueces  ordinarios  dependientes  de  ios 
mismos  tribunales;  arts.  31,  32  y 34  del  regí,  de 
justicia.  3.’ Los  subdelegados  de  Hacienda  pú- 
blica, aunque  fueran  intendentes,  y sus  aseso- 
res, pues  estaban  declarados  jueces  de  primera 
instancia  con  subordinación  á las  Audiencias: 
Reales  órdenes  de  27  de  Noviembre  de  1835 , 15 
de  Marzo  de- 1836,  6 de  Febrero  y 31  de  Diciem- 
bre de  1839  y 20  de  Febrero  de  1841.  4.°  Los  pro- 
visores , vicarios  generales  y demás  jueces  infe- 
riores eclesiásticos,  cuando  por  tales  delitos  hu- 
biese de  juzgarlos  la  jurisdicción  real:  art.  58 
del  regí.  5.”  Los  jueces  de  comercio  y otros  cua- 
lesquiera que  ejercían  jurisdicción  subordinada 
á las  Audiencias  ó conocían  en  primera  instan- 
cia de  determinados  negocios  con  apelación  á 
ellas:  art.  1180  del  Código  de  comercio,  58  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  y 6.”  del  decr.  restabl.  de 
19  de  Abril  de  1813.  V.  Juez,  pár.  XIII;  Juez  de 
primera  instancia  de  partido,  pár.  VII,  núms.  4.°, 
5.°,  6.”  y 7.°;  Juicios  por  delitos  contra  la  Hacien- 
da, pública,  pár.  II,  y Jurisdicción  en  sus  dife- 
rentes artículos. 

Los  diputados  provinciales  debían  ser  proce- 
sados y juzgados  por  delitos  que  cometieran  en 
el  ejercicio  de  sus  atribuciones,  por  los  juzgados 
ordinarios,  en  atención  á no  gozar  de  fuero  al- 
guno especial:  Real  órden  de  8 de  Mayo  de  1846. 

VI.  Competía  al  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia el  conocimiento  en  primera  y segunda  ins- 
tancia de  las  causas  criminales  que  por  excesos, 
culpas  ó delitos  especiales  ú oficiales , esto  es , por 
los  cometidos  en  ei  ejercicio  del  respectivo  cargo 
público,  hubiera  que  ¿formar  contra  ministros 
del  extinguido  Consejo  Real  de  España,  subse- 
cretarios de  Estado  y del  despacho,  magistrados 
del  tribunal  especial  de  Ordenes,  funcionarios 
superiores  de  la  córte  que  dependían  inmediata- 
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mente  del  Gobierno  y que  no  pertenecían  como 
tales  á jurisdicción  especial,  ministros  de  las 
Audiencias  del  reino,  intendentes  y jefes  polí- 
ticos; y asimismo  de  las  que  fuera  necesario  for- 
mar contra  Arzobispos,  Obispos  ó eclesiásticos 
que  en  la  córte  ejercían  autoridad  ó dignidad 
eclesiástica  suprema  ó superior,  por  delitos  ofi- 
ciales de  que  debiera  conocer  la  jurisdicción 
real;  como  igualmente  de  las  de  residencia  de 
vireyes,  capitanes  generales  y gobernadores  de 
Ultramar,  y de  todo  empleado  público  sujeto  á 
este  juicio:  regí,  de  just.,  art.  90,  fac.  3.*  y 4.%  y 
Constitución  de  1812,  art.  261,  pár.  6.“  También 
tocaba  afcTribunal  Supremo  de  Justicia,  según 
la  Constitución  de  1812,  art.  261,  pár.  2.°,  juzgar 
á los  secretarios  de  Estado  y del  despacho  por 
sus  excesos  ó delitos  oficiales,  cuando  las  Córtes 
decretasen  haber  lugar  á la  formación  de  causa: 
pero  según  el  art.  39  de  la  Constitución  de  1845, 
perten'ecia  á las  Córtes  la  facultad  de  hacer  efec- 
tiva la  responsabilidad  de  los  ministros,  los  cua- 
les debían  ser  acusados  por  el  Congreso  de  los 
Diputados,  y juzgados  por  el  Senado. 

VIL  Pertenecía  igualmente  al  Supremo  Tri- 
bunal conocer  de  todas  las  causas  de  separación 
y suspensión  de  los  consejeros  de  Estado  y de 
los  magistrados  de  las  Audiencias  (art.  261  de  la 
Constitución  de  1812,  pár.  3.°),  y á las  Audien- 
cias tocaba  conocer  de  las  mismas  causas  de 
suspensión  y separación  de  los  jueces  inferiores 
de  su  territorio,  dando  cuenta  al  Rey:  art.  263 
de  dicha  Constitución.  Véanse  los  artículos  de  la 
palabra  Jurisdicción, 

VIII.  Cuéntanse  entre  los  excesos,  culpas  ó 
delitos  oficiales:  l.°,  la  admisión  directa  ó indi- 
recta de  dones  ó regalos  por  hacer  una  cosa, 
aunque  sea  justa;  2.°,  la  concusión  ó extorsión; 
3.°,  la  colusión , como  por  ejemplo  la  que  se  hi-  j 
ciere  entre  un  acusado  y el  ministro  fiscal:  4.°,  el 
peculado  y la  sustracción  ó extravío  de  efectos, 
títulos  ó documentos  en  perjuicio  de  tercero  ó 
del  Estado;  5.°,  la  seducción  ó solicitación  de 
mujer,  litigante  ó procesada;  6.°,  todo  abuso 
grave  de  autoridad;  7.°,  la  prevaricación;  8.°,  la 
infracción  de  las  leyes  en  puntos  esenciales  del 
enjuiciamiento  ó en  las  sentencias.  V.  Abuso  de 
poder,  Baratería,  Cohecho , Colusión,  Jaez,  párra- 
fos III,  VI  y VIII,  Peculado , Prevaricación  y Res- 
ponsabilidad judicial. 

IX.  Podiau  comenzarse  los  procedimientos 
por  delitos  oficiales  ante  la  Audiencia  ó ante  el 
Tribunal  Supremo  respectivamente,  según  la 
clase  de  los  funcionarios:  l.°,  á instancia  de 
parte;  2.°,  por  interpelación  fiscal,  y 3.%  de  ofi- 
cio, cuando  de  cualquier  modo  se  viere  algún 
justo  motivo  para  ello:  arts.  73  y 94  del  regí,  de 
justicia. 

1.a  A instancia  de  parte. — Si  la  causa  empeza- 


ba por  acusación  ó por  querella  de  persona  par- 
ticular, no  se  debía  nunca  admitir  la  querella  ó la 
acusación  sin  que  la  acompañase  la  correspon- 
diente fianza  de  calumnia  y do  que  el  acusador 
ó querellante  no  desampararía  su  acción  hasta 
que  recayera  sentencia  que  causase  ejecutoria; 
y aunque  comenzara  la  causa  de  la  manera  so- 
bredicha , siempre  había  de  ser  parte  en  ella  el 
fiscal  de  la  Audiencia  ó del  Tribunal  Supremo: 
arts.  73  y 94  del  regí,  de  just.  La  cantidad  de  di- 
cha fianza  se  determinaba  por  el  tribunal,  según 
la  mayor  ó menor  entidad  y consecuencia  del 
asunto:  dichos  artículos.  El  ministerio  fiscal, 
ya  fuera  único  promovedor  del  proceso , ya  tan 
solo  coadyuvante , no  estaba  obligado  á prestar 
fianza,  pues  que  tenia  que  intervenir  necesaria- 
mente por  razón  de  su  ministerio  en  estos  jui- 
cios ; pero  lo  estaba  todo  acusador  ó querellante, 
aunque  fuere  pobre,  ya  porque  la  ley  deeia, 
como  hemos  visto , que  minea  debe  admitirse  la 
querella  ó acusación  particular  sin  dicho  requi- 
sito , ya  porque  el  ministerio  fiscal  debe  suplir 
la  aeusacion  que  competiría  á un  agraviado  in- 
digente , ya  porque  se  creyó  necesario  poner  al- 
gún freno  á las  calumniosas  imputaciones  y á 
las  intrigas  que  podía  impunemente  poner  en 
juego  el  espíritu  de  venganza  ó de  bandería 
contra  un  juez  recto,  valiéndose  para  ello  de  una 
persona  pobre  que  se  presentase  en  juicio  á 
ejercitar  una  acción  popular. 

2. a  Por  interpelación  fiscal. — Los  fiscales  del 
Tribunal  Supremo  están  particularmente  obli- 
gados, bajo  su  mas  estrecha  responsabilidad,  á 
denunciar  aL  tribunal  las  irregularidades,  abu- 
sos y dilaciones  que  por  las  listas  y causas  que 
las  Audiencias  remitan,  ó por  cualquier  otro 
medio,  notaren  en  la  administración  de  justicia, 
á proponer  sobre  ello  formal  acusación  cuando 
la  gravedad  dei  caso  lo  requiera;  y á acusar  los 
demás  delitos  oficiales  cuyo  conocimiento  cor- 
responde á dielio  tribunal,  según  lo  que  mas  ar- 
riba se  ha  sentado;  y del  mismo  modo  están 
obligados,  bajo  igual  responsabilidad,  los  fisca- 
les de  las  Audiencias  á denunciar,  y en  su  caso 
acusar  formalmente  las  faltas  que  contra  la  ad- 
ministración de  justicia  advirtieren  en  los  juz- 
gados inferiores,  y á acusar  también  los  demás 
delitos  cuyo  conocimiento  en  primera  instancia 
toca  á la  Audiencia  respectiva;  pudiendo  unos 
y otros  fiscales  pedir  y exigir  respectivamente  á 
los  de  ias  Audiencias,  á los  promotores  fiscales, 
y á cualesquiera  otros  funcionarios  públicos  los 
informes  y noticias  que  necesiten  para  el  mejor 
desempeño  de  sus  atribuciones:  arts.  104  y 105 
del  reglamento  de  justicia.  V.  Fiscal. 

3. "  De  oficio. — No  habiendo  instancia  de  par- 
te ui  interpelación  fiscal,  pueden  sin  embargo, 
las  Audiencias  y el  Tribunal  Supremo  en  su  res- 
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peetivo  caso  proceden  de  oficio  á la  formación  de 
causa  contra  los  magistrados  y jueces  que  apa- 
reciesen infractores  de  ley,  ora  adquieran  los  da- 
tos por  las  listas,  informes  y noticias  que  los 
jueces  inferiores  deben  remitir  á las  Audiencias, 
y las  Audiencias  al  Tribunal  Supremo,  ora  los 
adquieran  por  documentos  que  les  dirija  el  Go- 
bierno, ó bien  por  quejas  ú otro  medio  legal; 
pero  primeramente  así  los  datos  y quejas  que  el 
Tribunal  Supremo  tuviere  contra  uno  ó mas  ma- 
gistrados como  la  Audiencia  contra  un  juez,  de- 
ben comunicarse  á los  fiscales  para  que  exami- 
nen si  há  lugar  ó no  h la  formación  de  causa  y 
á la  suspensión  de  los  magistrados  ó del  juez,  y 
verse  después  con  el  dictámen  en  tribunal  pleno 
para  hacer  dicha  declaración;  y si  resultase  la 
afirmativa,  han  de  pasarse  á la  Sala  que  corres- 
ponda para  el  seguimiento  de  la  causa,  ponién- 
dose desde  luego  la  resolución  en  noticia  del 
Gobierno:  arts.  59  y 9.2  del  reglamento  de  justi- 
cia, Real  decreto  de  22  de  Marzo  de  1837,  y ór- 
den  de  las  Córtes  de  29  de  Junio  de  182.2  resta- 
blecido por  dicho  decreto, 

X.  No  podía  acordarse  en  la  Audiencia  ni  en 
el  Tribunal  Supremo  la  suspensión  del  juez,  ma- 
gistrado ó funcionario  procesado,  sino  cuando 
estando  señalada  por  la  ley  al  delito  pena  de 
privación  de  empleo  ú otra  mayor,  se  estimare 
necesaria  aquella  medida  después  de  formal- 
mente admitida  la  acusación  ó la  querella,  ó de 
resultar  méritos  bastantes  si  el  procedimiento 
fuere  de  oficio;  pero  podía  la  Sala  hacerle  com- 
parecer personalmente  ante  sí  siempre  que  con- 
siderare requerirlo  el  caso,  y aun  ponerle  en  ar- 
resto cuando  lo  exigiera  la  gravedad  del  delito 
sobre  que  se  procediere:  art.  73,  regla  3.',  y ar- 
tículo 94  del  reglamentó, 

XI.  Las  actuaciones  de  instrucción  en  el  su- 
mario y las  que  requería  el  plenario  debían  en- 
cargarse al  ministro  mas  antiguo  de  la  Sala 
respectiva  después  del  que  la  presidiere,  así  en 
la  Audiencia  como  en  el  Tribunal  Supremo,  y 
las  que  hubiere  que  practicar  fuera  de  la  resi- 
dencia del  tribunal,  y que  no  pudiere  evacuar 
por  sí  dicho  ministro,  habían  de  cometerse  siem- 
pre por  el  Tribunal  Supremo  al  regente  ó jefe 
político  respectivo,  y por  la  Audiencia  k la  pri- 
mera autoridad  ordinaria  del  pueblo  ó del  parti- 
do en  que  hubieran  de  ejecutarse:  arts.  73  y 94 
del  reglamento  de  justicia,  y art.  3.°  del  Real 
decreto  de  22  de  Marzo  de  1837. 

XII.  Durante  los  procedimientos,  no  puede  el 
acusado  ó procesado  estar  en  el  pueblo  donde  se 
practiquen  actuaciones  de  su  causa  ni  en  seis 
leguas  en  contorno,  k fin  de  evitar  que  su  pre- 
sencia coarte  la  libertad  é imparcialidad  del 
juez  encargado  de  las  diligencias  y de  los  testi- 

- gos:  regla  4.  del  art.  73,  y art.  94  del  reglamen- 


to. El  juez  procesado  dice  otra  Real  órden  pos- 
terior, debe  alejarse  k la  distancia  de  seis  leguas 
tan  solo  durante  las  actuaciones  del  sumario,  y 
siempre  que  no  se  requiera  para  ellas  precisa- 
mente su  presencia,  pero  no  durante  el  término 
probatorio ; y en  caso  de  no  estar  suspendido 
debe  abstenerse  del  ejercicio  de  su  cargo  en  el 
pueblo  donde  resida  mientras  se  practican  en  él 
actuaciones  de  su  causa:  órden  del  reglamento 
de  29  de  Enero  de  1843. 

XIII.  Por  lo  demás,  la  sustanciacion  de  este 
juicio  era  conforme  á las  reglas  que  deben  ob- 
servarse en  la  del  juicio  criminal  ordinario:  ar- 
tículos 73  y 94  del  reglamento  de  justicia.  Mas 
para  la  vista  y fallo  de  la  causa  habían  de  con- 
currir precisamente  cinco  ministros,  bastando 
para  hacer  sentencia  tres  votos  enteramente  con- 
formes: reglas  4.*  y 5.a  del  Real  decreto  de  4 de 
Noviembre  de  1 838  y 42  de  la  ley  provisional 
para  la  aplicación  del  Código  penal  *).  Si  se  pro- 
cedía en  cuerpo  contra  el  Consejo  de  Ordenes, 
contra  alguna  Audiencia  ó contra  alguna  .Sala 
de  estos  tribunales , eran  necesarios  nueve  jue- 
ces á lo  menos  para  ver  y fallar  la  cauife:  art.  97 
del  reglamento  de  justicia. 

XIV.  Cualquiera  que  fuere  la  decisión,  siem- 
pre había  lugar  á súplica  de  la  sentencia  de  vis- 
ta; pero  la  de  revista  causaba  ejecutoria,  fuere  ó 
no  conforme  k la  primera:  regla  5.‘  de  los  arts.  73 
y 94  del  reglamento;  debiendo  para  esta  última 
instancia,  después  de  admitida  la  súplica,  pa- 
sarse los  autos  á otra  Sala,  como  por  punto  ge- 
neral está  determinado,  aunque  uno  de  los  cin- 
co ministros  habla  de  ser  el  mas  antiguo  de  los 
que  hayan  asistido  á la  vista:  regla  4.‘  del  Real 
decreto  de  4 de  Noviembre  de  1838.  En  el  Supre- 
mo Tribunal  no  podian  verse  y determinarse  en 
revista  con  menos  de  siete  ministros  las  causas 
por  delitos  oficiales  ó comunes,  y si  se  procedia 
en  cuerpo  contra  el  Consejo  de  Ordenes  ó contra 
alguna  Audiencia,  ó contra  alguna  Sala  de  uno 
ú otra,  habla  de  concurrir  pleno  todo  el  Supremo 
Tribunal  para  dicho  objeto,  sin  que  pudieran  ser 
menos  de  once  los  jueces:  arts.  96  y 97  del  re- 
glamento de  justicia, 

XV.  Mas  no  siempre  son  tan  graves  los  abu- 
sos, excesos  ú omisiones  de  los  jueces,  que  den 
lugar  á formación  de  causa;  basta  muchas  veces 
censurar,  reprender  , apercibir  ó multar  á estos, 
si  por  las  quejas  de  las  partes  ó por  las  noticias 
ó los  informes  que  se  les  pidan  con  justificación 
(pues  nunca  se  les  pueden  pedir  los  autos  ni 
aun  ad  ejfectuni  viclendi ) se  viere  que  no  mere- 
cen mas  que  alguna  corrección  que  no  sea  de 
mucha  trascendencia,  aunque  se  les  deberá  oir 
en  justicia  siempre  que  reclamen  contra  cual- 
quiera corrección  que  se  les  imponga  sin  habér- 
seles formado  causa;  y aun  deben  abstenerse  los 
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tribunales  superiores  de  molestar  ó desautori- 
zar á loa  inferiores  con  apercibimientos,  repren- 
siones ú otras  condenas  por  leves  y excusables 
faltas , ó por  errores  de  opinión  en  casos  dudo- 
sos: arts.  20  y 59  del  reglamento  de  justicia. 
Y.  Responsabilidad  judicial. 

* Según  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  de 
1870,  las  Audiencias  tienen  facultad  de  conocer 
en  juicio  oral  y público  y en  única  instancia  de 
las  causas  contra  jueces  municipales,  y los  que 
en  los  juzgados  de  esta  jurisdicción  ejercieren 
el  ministerio  fiscal  por  delitos  cometidos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  de  las  causas  contra 
jueces  de  instrucción , los  de  los  tribunales  de 
partido  (á  que  boy  equivalen  los  jueces  de  pri- 
mera instancia)  y sus  fiscales  por  cualquiera  cla- 
se de  delitos;  de  las  causas  contra  los  jueces  ecle- 
siásticos, con  excepción  de  aquellos  que  deban 
ser  juzgados  por  el  Tribunal  Supremo;  délas  cau- 
sas contra  los  funcionarios  del  órden  adminis- 
trativo que  ejerzan  autoridad  por  delitos  come- 
tidos en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  en  los  casos 
en  que  no  están  atribuidos  al  Tribunal  Supremo: 
pár.  3.°  del  art.  276  de  dicha  ley,  art.  97  de  la 
ley  provincial  de  3 de  Junio  publicada  en  20  de 
Agosto  de  1870;  y arts.  163,  183,  189  y 190  de  la 
ley  municipal  de  la  misma  fecha  y sentencias 
de  22  de  Marzo  y 12  de  Julio  de  1873,  pro- 
nunciadas por  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, en  que  se  declaró  que  compete  á las  Au- 
diencias el  conocimiento  de  las  causas  contra 
los  alcaldes , regidores  y otros  funcionarios  de 
la  administración , habiéndose  modificado  el  ar- 
tículo 183  de  la  referida  ley  municipal  por  el 
276  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial.  Véase 
lo  expuesto  en  el  artículo  Juez  de  primera  ins- 
tancia, pág.  459  de  este  tomo  2.",  columna  2.a, 
aparte  4.° 

Según  el  art.  281,  conoce  el  Tribunal  Supre- 
mo en  juicio  oral  y público  y única  instancia: 
1."  De  las  causas  contra  los  Cardenales,  Obispos 
y auditores  de  la  Rota.  2.“  De  las  causas  contra 
los  consejeros  de  listado,  ministros  del  tribunal 
de  cuentas,  subsecretarios,  directores  jefes  de 
las  oficinas  generales  del  Estado , gobernadores 
de  provincia,  embajadores,  ministros  plenipo- 
tenciarios y encargados  de  negocios,  por  delitos 
cometidos  mientras  estuvieren  en  servicio  acti- 
vo, 3.°  De  las  causas  por  delitos  cometidos  por 
magistrados  de  Audiencia  ó del  Tribunal  Supre- 
mo, por  los  fiscales  de  las  Audiencias  y por  los 
tenientes  y abogados  fiscales  del  Tribunal  Su- 
premo y de  las  Audiencias.  4.°  De  las  causas  por 
delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes por  los  auxiliares  del  Tribunal  Supremo. 

También,  conforme  al  art.  284,  conoce  el  Tri- 
bunal Supremo  en  pleno  constituido  en  Saia  de 
justicia,  en  única  instancia  yen  juicio  oral  y 
Tomo  ui. 


público  de  las  causas:  l.°  Contra  los  príncipes 
de  la  familia  real.  2.°  Contra  los  ministros  de  la 
corona  por  los  delitos  cometidos  en  activo  ser- 
vicio cuando  no  deban  ser  juzgados  por  el  Se- 
nado. V.  Senado.  3.°  Contra  los  presidentes  del 
Congreso  de  los  diputados  y del  Senado.  4.°  Con- 
tra el  presidente  ó presidentes  de  Sala  ó el  fiscal 
del  Tribunal  Supremo.  5.°  Contra  los  magistra- 
dos de  una  Audiencia  ó del  Tribunal  Supremo 
cuando  sean  juzgados  todos,  ó al  menos  la  ma- 
yoría de  los  que.  constituyeren  una  Sala  de  jus- 
ticia por  actos  judiciales  en  que  hayan  tenido 
participación. 

Respecto  del  procedimiento  que  debe  seguirse 
en  dichas  causas  y para  exigir  la  responsabili- 
dad de  los  jueces  y magistrados  por  infracción  de 
ley,  puede  principiarse  á instancia  de  parte,  por 
interpelación  fiscal  ó de  oficio  ante  la  Audiencia 
ó ante  el  Tribunal  Supremo,  siguiéndose  con- 
forme á las  reglas  generales  ya  expuestas. 

El  sumario,  según  la  ley  referida,  debe  for- 
marse por  loa  jueces  de  instrucción  teniendo  en 
cuenta,  que  según  previene  ei  art.  218  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  si  la  persona  contra 
quien  resultaren  cargos  fuese  alguna  de  las 
comprendidas  en  los  cuatro  últimos  párrafos  del 
mím.  3.°,  del  art.  276  ó en  los  arts.  281  y 284  de  la 
ley  orgánica  del  poder  judicial,  practicadas  las 
primeras  diligencias  y antes  de  dirigir  el  proce- 
dimiento contra  aquella,  esperará  las  órdenes  del 
tribunal  competente;  si  este  fuere  el  Supremo,  le 
dará  al  efecto  parte  de  la  formación  del  sumario, 
expresando  las  circunstancias  principales  del 
hecho,  la  persona  contra  quien  se  dirija  el  pro- 
cedimiento, y si  está  ó no  detenida  ó presa.  Si  el 
delito  fuere  de  los  que  dan  motivo  á la  prisión 
preventiva,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  dicha 
ley  de  Enjuiciamiento,  y el  presunto  culpable 
hubiere  sido  sorprendido  infraganti , podrá  ser 
desde  luego  detenido  y preso,  si  fuere  necesario, 
sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior. Los  demás  procedimientos  sobre  la  califi- 
cación, pruebas,  acusación,  defensa  y senten- 
cia, son  conformes  á los  que  hemos  expuesto 
anteriormente  con  arreglo  á la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  dictándose  el  fallo  por  una  de 
las  Salas  del  tribunal.  Al  ejercicio  de  la  acción 
de  responsabilidad  precede  un  antejuicio.  Véa- 
se Ante  juicio. 

Mas,  por  decreto  de  8 de  Enero  de  1875,  háse 
suspendido  el  j uicio  oral  y público  , ante  los  tri- 
bunales de  derecho  conforme  á la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  debiendo  sustanciarse 
dichas  causas  con  arreglo  á las  disposiciones 
que  regían  al  publicarse  dicha  ley. 

Estas  disposiciones  son  las  expuestas  por  el 
autor,  eu  los  párrafos  anteriores,  de  este  ar- 
tículo , teniendo  sin  embargo  presentes  las  in- 
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novaciones  efectuadas  por  las  leyes  posterio- 
res expuestas  al  tratar  del  juicio  criminal.  Véa- 
se en  el  artículo  Juez  los  párrafos  referentes  á la 
Responsabilidad  y á la  Tnafflovilidad  judicial. 

Sobre  el  número  de  magistrados  para  ver  di- 
chas causas,  véase  el  artículo  Sentencia.  * 

juicio  DE  residencia.  V.  Residencia. 

JUICIO  POR  DELITOS  DE  IMPRENTA.  V.  Libertad 
de  imprenta. 

JUICIO  MIXTO.  El  juicio  en  que  se  trata  de  la 
acción  civil  y de  la  criminal  que  tiene  ó cree  te- 
ner el  actor;  esto  es,  de  la  reclamación  de  una 
cosa  ó del  resarcimiento  de  daños  y perjuicios, 
y al  mismo  tiempo  del  descubrimiento  y castigo 
de  la  persona  que  ha  cometido  el  hecho  de  que 
dimanan  las  dos  acciones.  V.  Juicio  criminal, 
párs.  III  y IV. 

JUICIO  SECULAR,  ECLESIÁSTICO,  MILITAR,  ETC.  Llá- 
mase juicio  secular , por  contraposición  k juicio 
eclesiástico,  el  que  se  sigue  sobre  asuntos  tem- 
porales ó profanos  ante  los  jueces  y tribunales 
que  ejercen  la  jurisdicción  secular  ó civil;  y se 
dice  juicio  eclesiástico  aquel  en  que  se  ventilan 
ante  un  juez  ó tribunal  eclesiástico  causas  me- 
ramente espirituales  que  por  su  naturaleza  es- 
tán sujetas  al  conocimiento  de  la  Iglesia  ó bien 
causas  temporales  de  los  clérigos  que  por  con- 
cesión ó privilegio  pertenecen  al  mismo  cono- 
cimiento. Denominas e juicio  de  filero  mixto,  mix- 
tifori,  aquel  en  que  conoce  de  la  causa  cual- 
quiera de  los  jueces  eclesiástico  ó secular  que 
la  previniere.  * V.  Jurisdicción  eclesiástica.  * 

Juicio  militar  se  dice  que  es  el  que  se  sigue 
en  los  juzgados  y tribunales  militares.  V.  Juris- 
dicción militar.  Véanse  también  las  demás  ju- 
risdicciones especiales. 

JUICIO  DE  PRIMERA,  SEGUNDA  Y TERCERA  INSTAN- 
CIA. El  juicio  de  primera  instancia  es  el  que  se 
sigue  en  primer  grado,  esto  es,  ante  el  juzgado 
6 tribunal  inferior ; el  de  la  segunda  es  el  que 
se  sustancia  en  segundo  grado  ante  el  tribunal 
que  ejerce  superioridad  sobre  el  que  ha  conoci- 
do en  la  primera;  y el  de  la  tercera  era  el  que  se 
seguía  en  ultimo  término  ó en  g'rado  de  revista 
ante  el  mismo  tribunal  superior,  pero  con  ma- 
gistrados diversos  de  los  que  fallaron  en  la  se- 
gunda, ó ante  otro  mas  elevado,  según  la  clase 
de  jurisdicciones.  * Actualmente  solo  se  cono- 
cen dos  instancias,  tanto  en  los  juicios  civiles 
como  eu  los  criminales,  pues  respecto  de  los 
primeros,  el  art.  76  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  previno,  que  contra  las  sentencias  defini- 
tivas de  las  Audiencias  no  se  diera  otro  recur- 
so que  el  de  casación,  y respecto  del  juicio 
criminal,  se  suprimió  la  tercera  instancia  por 
el  art.  17  de  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870  sobre 
reformas  en  el  procedimiento  para  plantear  el 
recurso  de  casación  en  dichos  juicios.  * V Ins- 


■ tanda,  y los  diferentes  artículos  de  la  palabra 

■ Jurisdicción. 

JUICIOS  DE  DIOS,  Ciertas  pruebas  á que  en 
épocas  de  ignorancia  y superstición  se  sujetaba 
á los  acusados  para  averiguar  su  iuocencia  ó 
culpabilidad.  Usáronse  mucho  en  los  siglos  íx, 
x y xi ; y aunque  eran  varias  sus  especies,  com- 
prendidas todas  bajo  el  nombre  de  ordalías  y el 
d e pruebas  vulgares , pueden  reducirse  á cuatro 
principales,  es  á saber,  á las  de  juramento, 
duelo,  fuego  y agua. 

I.  La  prueba  de  juramento,  que  se  llamaban 
también  purgación  canónica,  se  hacia  de  mu- 
chas maneras.  El  acusado  que  se  veia  obligado 
á prestar  el  juramento  y que  se  decía  jurator  ó 
sacramenlális , cogia  un  puñado  de  espigas  y las 
echaba  al  aire  tomando  al  cielo  por  testigo  de 
su  inocencia ; y ó veces  declaraba  con  una  lan- 
za en  la  mano  que  estaba  pronto  á sostener  por 
medio  de  la  prueba  del  duelo  lo  mismo  que  afir- 
maba con  juramento;  pero  el  uso  mas  común  y 
que  subsistió  por  mas  tiempo  fué  jurar  sobre  los 
sepulcros,  reliquias  ó altares  de  los  santos  para 
que  los  mismos  mártires  fuesen  testigos  de  La 
verdad  ó vengadores  del  perjurio.  Cuando  á pe- 
sar del  juramento  del  acusado  persistía  en  su 
acusación  el  adversario,  pedían  el  uno  ó el  otro 
ó entrambos  ¿ dos  el  duelo  ó combate  singu- 
lar, aquel  en  prueba  de  su  inocencia  y este  en 
prueba  de  la  verdad  que  decía;  y otorgado 
por  el  juez,  se  condenaba  al  que  quedaba  ven- 
cido. 

En  España  babia  ciertas  iglesias  llamadas  ju- 
r aderas,  adonde  se  solia  acudir  á prestar  solem- 
ne juramento,  ya  para  confirmar  algún  contra- 
to, yapara  purgarse  de  los  indicios  de  algún 
delito,  ya  también  para  justificar  algún  dere- 
cho, creyéndose  que  á quien  alli  juraba  en  falso 
se  le  secaba  poco  á poco  la  mano , basta  que  por 
cédula  de  los  Reyes  Católicos  de  1498  y ley  67 
de  Toro  se  dispuso,  que  ninguno  jure,  aunque 
el  juez  lo  mande  ó la  parte  lo  pida,  en  la  iglesia 
de  San  Vicente  de  Avila,  ni  en  el  cerrojo  de 
Santa  Agueda,  ni  sobre  altar  ó cuerpo  santo  ni 
en  otra  iglesia  juradera,  bajo  la  pena  de  diez 
mil  maravedís  (veinte  mil  de  los  actuales)  que 
se  exigirán  al  que  jure,  al  juez  que  lo  mande  y 
á la  parte  que  lo  pida,  aplicados  al  fisco:  ley  5.a, 
tít.  9.°,  lib.  11,  Nov.  Recop.  y el  doctor  Llamas 
en  el  ooment.  de  la  ley  67  de  Toro. 

II.  La  costumbre  de  apelar  al  duelo,  lid  ó 
singular  batalla  para  aprobar  el  demandante  su 
derecho  ó justificarse  el  acusado  del  delito  que 
se  le  imputaba  cuando  no  se  podía  averiguar  la 
verdad  por  las  pruebas  que  el  derecho  tenia  es- 
tablecidas, fué  general  entre  los  bárbaros  del 
Norte , se  propagó  rápidamente  entre  los  fran- 
cos, como  aparece  por  la  ley  Sálica  y Capitula- 
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res  de  Cario  Magno,  y después  se  hizo  común 
en  España,  según  es  de  ver  por  el  fuero  antiguo 
de  Sahagun  y por  los  de  Salamanca,  Yanguas, 
Oviedo,  Molina,  Nájera  y otros  muchos,  y aun 
por  el  Código  de  las  Partidas,  en  que  el  Rey  Sa- 
bio procuró  por  lo  menos  refrenarla,  sujetando 
los  duelos,  lides,  rieptos  y desafíos  á un  prolijo 
formulario,  y estableciendo  leyes  oportunas  para  ¡ 
precaver  la  facilidad  y licencia  y evitar  el  furor 
y crueldad  con  que  antes  se  practicaban. 

III.  La  prueba  del  fuego  se  hacia  con  una 
barra  de  hierro  ardiendo,  de  tres  libras  de  peso. 
El  acusado  ayunaba  tres  dias  k pan  y agua,  oia 
misa  el  tercero  , hacia  juramento  de  estar  ino- 
cente, recibía  luego  la  sagrada  Eucaristía,  era 
rociado  con  agua  bendita  y aun  bebía  de  ella; 
tomaba  en  seguida  el  hierro  encendido,  levan- 
tándole dos  ó tres  veceS,  ó llevándole  mas  ó 
menos  lejos  según  la  sentencia,  mientras  que 
los  sacerdotes  recitaban  las  oraciones  acostum- 
bradas, y por  ñn  metia  la  mano  en  un  saco  que 
se  cerraba  muy  bien  poniendo  en  él  sus  sellos 
el  juez  y el  adversario.  Al  cabo  de  tres  días  se 
quitaban  los  sellos  y abria  el  saco ; y si  entonces 
no  se  advertía  en  la  mano  señal  de  quemadura, 
se  pronunciaba  la  inocencia  del  acusado  que 
quedaba  absuelto.  Hacíase  también  la  misma 
prueba  metiendo  la  mano  en  una  manopla  de 
hierro  ardiendo,  ó andando  con  los  piés  desnu- 
dos sobre  nueve  ó doce  barras  de  hierro  en  el 
mismo  estado  , ó llevando  ascuas  en  los  vestidos, 
ó pasando  por  medio  de  una  hoguera. 

No  hay  noticia  ni  vestigio  de  la  prueba  de 
fuego  ó de  hierro  encendido  en  el  Fuero  Juzgo; 
pero  se  halla  autorizada  en  muchos  fueros  mu- 
nicipales. El  de  Salamanca  dice:  «Estas  son  las 
cosas  por  que  debe  el  juez  levar  novenas,  por 

home,  lidia  ó caye é por  home  que  entra  en 

ñerro  é se  quema.»  El  de  Plasencia:  «Mujer  que 
á sabiendas  fijo  abortare , quémenla  viva  si  ma- 
nifiesto fore,  sinon  sálvese  por  fierro.»  Los  de 
Oviedo  y Avilés : «El  pariente  que  aquel  haber 
demanda,  jure  et  lieve  ferro  caldo  eu  la  iglesia, 
et  lievelo  tres  pasadas  por  foro  de  la  villa  de 
Oviedo;  et  cuando  el  fierro  hobiere  levado,  sealli 
la  mano  sigillada  fasta  tercer  día,  et  quando  ve- 
nier  el  tercer  dia  desigíllenle  la  mano  illos  yu- 
garios  et  caténllila;  et  si  exir  quemada,  sea  per- 
jurado.» Los  antiguos  códices  litúrgicos  contie- 
nen oraciones  ordenadas  á santificar  y bendecir 
el  hierro;  y los  fueros,  especialmente  el  de  Cuen- 
ca, tratan  prolijamente  de  su  calidad  y figura, 
y de  las  formalidades  con  qne  se  debia  proceder 
en  este  género  de  prueba. 

IV.  lia  prueba  del  agua  se  verificaba  ó con  el 
agua  hirviendo  ó con  el  agua  fria.  La  del  agua 
hirviendo  ó prueba,  cuidaría,  que  iba  acompañada 
de  las  mismas  ceremonias  que  la  del  hierro,  con- 


sistía en  meter  la  mano  en  una  caldera  de  agua 
hirviendo  y coger  un  anillo  ó unas  piedras  que 
estaban  colgadas  á mayor  ó menor  profundidad. 
La  del  agua  fria , que  era  la  del  vulgo , se  prac- 
ticaba con  mucha  sencillez : después  de  algunas 
oraciones  recitadas  sobre  el  paciente , se  le  ata- 
ba la  mano  derecha  al  pié  izquierdo,  y en  este 
estado  se  le  echaba  al  agua;  si  sobrenadaba,  se 
le  trataba  como  criminal;  y si  se  sumergía,  se 
le  declaraba  inocente. 

Creyóse  por  algunos  que  los  Reyes  godos  fue- 
ron los  inventores  de  la  prueba  caldaria,  porque 
la  ley  32,  tít.  1.’,  lib.  2.”  del  Fuero  Juzgo  latino, 
ó la  ley  3.*,  tít.  l.°,  lib,  6.”  de  la  traducción  cas- 
tellana, supone  su  existencia;  pero  como  esta 
ley  no  se  encuentra  en  los  antiguos  códices  gó- 
ticos sino  solamente  en  el  vigilano  escrito  en 
tiempos  mas  modernos,  se  persuade  el  Kr.  Ma- 
rina que  pudo  haberse  introducido  en  el  último, 
porque  al  tiempo  en  que  se  escribió  se  había  he- 
cho común  esta  prueba  en  los  reinos  de  León, 
Castilla  y Navarra.  El  primer  instrumento  legal 
en  que  se  autorizó  la  prueba  caldaria  expresa- 
mente y con  cierta  solemnidad  fué  la  ley  Sálica; 
se  hizo  familiar  y común  en  Francia  en  tiempo 
de  los  reyes  de  la  segunda  raza ; se  extendió  por 
Navarra,  Cataluña  y señaladamente  por  Aragón 
desde  tiempos  muy  remotos,  y las  leyes  de  este 
país  arreglaron  el  difuso  ceremonial  con  que 
debia  practicarse , como  parece  del  antiguo  libro 
de  fueros  del  archivo  de  San  Juan  de  la  Peña. 
De  Navarra  y Aragón  se  propagó  k muchas  co- 
munidades de  Castilla,  y consta  por  repetidos 
instrumentos  su  existencia  y uso  en  estos  reinos 
desde  mediado  el  siglo  nono.  Fué  sancionada 
por  la  ley  19  de  las  Córtes  de  León  del  año  1020, 
en  que  se  manda  que:  Si  fado,  fuerii  querela 
ante  judices  de  suspeclione , Ule  quera  suspectum 
kabnermt , defendat  se  juramento  et  calida  aqua 
per  mauus  donoriVM  houimm:  se  otorgó,  aunque 
con  repugnancia , en  los  fueros  de  Baeza,Pla- 
sencia,  Alarcon,  Cuenca  y otros  muchos;  y pa- 
rece que  aun  en  el  siglo  xi.il  se  practicaba  en 
algunas  partes  del  reino  de  León , así  como  la 
del  agua  fria  y la  del  hierro  encendido,  según 
se  colige  de  un  sínodo  celebrado  en  esta  ciudad 
el  año  de  1288  que  las  prohibía. 

V.  Hacíase  asimismo  la  prueba  de  la  cruz,  la 
de  la  Eucaristía,  y la  del  pan  y queso.  En  la 
prueba  de  la  cruz,  se  ponían  delante  de  una 
cruz  el  acusado  y el  acusador  con  los  brazos 
levantados,  y el  primero  que  de  cansancio  los 
dejaba  caer,  perdía  la  causa.  La  prueba  de  la 
Eucaristía  se  ejecutaba  recibiendo  la  comunión, 
y daba  lugar  k muchos  perjurios  y sacrilegios. 
En  la  prueba  del  pan  y queso , se  daba  á los  acu- 
sados de  hurto  un  pedazo  de  pan  de  cebada  y 
otro  de  queso  de  oveja  benditos  en  la  misa;  y si 
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no  podían  tragar  este  último  pedazo,  se  reputa  - 
ban delincuentes. 

VI.  Llamábanse  juicios  de.  Dios  semejantes 
pruebas , porque  se  creía  que  no  podía  el  cielo 
dejar  de  manifestar  la  verdad  haciendo  un  mi- 
lagro en  favor  de  la  inocencia  ó abandonando  la 
suerte  del  culpado  al  rigor  del  órden  natural  de 
las  cosas  ; y no  se  sospechaban  los  artificios  de 
que  podían  valerse  los  malhechores  para  salir 
triunfantes.  Esta  práctica  se  observó  en  casi  toda 
la  Europa  por  espacio  de  algunos  siglos  con 
aprobación  de  varias  iglesias  y en  virtud  de 
mandamientos  de  los  Reyes  y Emperadores,  has- 
ta que  por  fin  llegó  á despreciarse  como  vana  y 
supersticiosa,  y quedó  enteramente  abolida  con 
el  estudio  de  las  ciencias  y la  proclamación  de 
las  leyes  romanas,  como  igualmente  por  la  ilus- 
tración de  los  Papas  que  empezaron  por  prohibir 
á los  clérigos  toda  intervención  en  las  ceremo- 
nias de  la  bendición  y de  las  preces , y conclu- 
yeron por  suprimir  absolutamente  unos  juicios 
en  que  se  tentaba  ¿Dios. 

Nuestros  monarcas,  que  no  tardaron  en  con- 
vencerse de  la  injusticia  y vanidad  de  las  prue- 
bas vulgares  , procuraron  irlas  desterrando  poco 
á poco.  Por  eso  dijo  Don  Alonso  VI  en  el  fuero 
que  dió  á Logroño,  Et  non  habeatis  forurn  de 
bella  facera,  nec  de  ferro  nec  de  calida,  y Don 
Alonso  VIII  en  el  fuero  de  Arganzon:  Et  non  ha-  . 
beatis  forum  de  facer  e,  judicium  in  ferro , nec  in 
itqm  calida , nec  in  batalla.  Y Don  Alonso  IX  de 
León  en  el  fuero  de  Sanabria:  «En  Sanabria  é en 
todos  sus  términos,  juicio  de  fierro  caliente,  é 
de  aqua  al  que  dicen  de  calda.....  non  sea  nom- 
brado nin  recibido  en  ninguna  manera.»  Así  es  de 
creer,  según  dice  el  Sr.  Marina,  que  si  nuestros 
Monarcas  adoptaron  aquellas  pruebas  eu  otros 
fueros  , seria  por  acomodarse  á las  costumbres 
generalmente  recibidas  en  todos  los  Gobiernos 
y no  chocar  con  las  inclinaciones  de  los  pueblos, 
y sin  duda  caminaría  de  acuerdo  con  los  reyes 
la  potestad  eclesiástica,  pues  que  el  Concilio  de 
León  del  año  1288  estableció  por  fin:  « que  nin- 
guno non  faga  salva  por  fierro  caliente , ó por 
agua  caliente  ó por  agua  fría,  nen  en  otra  ma- 
nera que  sea  defendida  en  derecho.» 

En  Aragón,  el  Rey  Don  Jaime  I abolió  absolu-  | 
lamente  todas  las  pruebas  vulgares  por  el  si-  ' 
guíente  estatuto  ó fuero  dado  en  Huesca  en  el 
año  de  1247:  Ad  honor em  ejus  qni  dixit , non  ten- 
táis dominum  deum  tuüm,  candentis  ferri  judi- 
cium, necnon,  et  aquceferventis,  et  smiiia  penitus 
in  omni  casa  et  quolibel  abolemus-,  ita  qtiod  ab  hac- 
hara in  antea  in  nullo  loco  jurisdictioni  nos  Ir  ce 
subdito,  reí  infra  térra  nostne  fines  alicubi  cons- 
tituto,  aliqualenus  talia  judicia  judicentur,  impo- 
naniur,  exerceantur,  nec  volúntate  ultrónea  su - 
lean  tur. 


* JUNTA  CALIFICADORA  DE  LOS  MAGISTRADOS  V JUE- 
CES. La  encargada  de  examinar  los  expedientes 
de  los  magistrados  y jueces  en  ejercicio  y cesan- 
tes, y de  proponer  al  Gobierno  los  magistrados  y 
jueces  que  considere  dotados  de  las  circunstan- 
cias necesarias,  con  arreglo  á la  disposición  6.1 
transitoria  de  la  ley  orgánica  de  tribunales,  para 
que  puedan  ser  declarados  inamovibles  en  eL 
ejercicio  de  sus  cargos. 

Según  dicha  regla  6.”  el  exárnen  de  las  condi- 
ciones de  los  jueces  y magistrados  se  limitará  á 
su  conducta  moral  por  actos  públicos;  á si  con- 
curren en  ellos  circunstancias  que  los  hagan 
desmerecer  en  el  concepto  público  ó que  los  in- 
habiliten para  el  ejercicio  de  las  funciones  ju- 
diciales con  arreglo  á lo  establecido  en  dicha 
ley  orgánica;  á las  correcciones  disciplinarias 
imposiciones  de  costás  ó de  multas  en  que 
hubieren  incurrido , á la  diligencia  y celo 
por  el  cumplimiento  de  sus  deberes  y á su 
aptitud  para  el  ejercicio  de  las  funciones  ju- 
diciales. 

La  Junta  pedirá  los  datos  que  estime  condu- 
centes á los  superiores  gerárquicos  del  territorio 
en  que  hubieren  desempeñado  sus  funciones,  y 
manifestará  al  Gobierno  su  opinión  sobre  si  con- 
curren en  ellos  las  circunstancias  necesarias 
para  gozar  desde  luego  de  las  garantías  estable- 
cidas en  dicha  ley.  EL  Gobierno,  en  vista  del 
dictámen  déla  Junta,  resolverá  lo  que  estime 
procedente.  En  el  caso  que  considerare  que  es 
conveniente  la  ampliación  de  ios  datos  reunidos, 
podrá  decretarlo  así,  oyendo  después  nuevamen- 
te á la  Junta  parala  resolución  definitiva.  Véa- 
se el  reglamento  interior  de  dicha  Junta,  publi- 
cado en  3 de  Octubre  de  1870. 

Según  la  disposición  5.a  transitoria  de  la  ley 
orgánica  de  tribunales,  componen  dicha  Junta: 
el  presidente  del  Tribunal  Supremo;  un  conse- 
jero de  Estado  en  la  sección  de  Gracia  y Justicia, 
elegido  por  La  misma  sección;  el  fiscal  del  Tribu- 
nal Supremo ; dos  diputados  á Córtes  nombrados 
por  el  Gobierno;  un  magistrado  del  Tribunal 
Supremo  nombrado  por  su  Sala  de  gobierno ; un 
magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid  nombra- 
do por  su  Sala  de  gobierno;  un  catedrático  de 
derecho  de  la  Universidad  central  nombrado  por 
el  Gobierno;  dos  abogados  del  Colegio  de  Ma- 
drid nombrados  por  la  Junta  de  gobierno  del 
mismo,  y un  oficial  del  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  nombrado  por  el  Gobierno  que  hace  de 
secretario  sin  voto.  * 

JUNTA  DEL  BUREO.  El  tribunal  especial  y pri- 
vativo que  antiguamente  se  hallaba  establecido 
en  el  Real  palacio  para  conocer  en  segunda 
instancia  de  los  negocios  civiles  y criminales  de 
la  real  servidumbre,  por  via  de  apelación  de  las 
sentencias  dadas  en  primera  por  el  juez  ó asesor 
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de  cada  ramo.  V.  Bureo  y Fuero  de  casa  real, 
párrafo  I. 

JUNTA  SUPREMA  PATRIMONIAL  DE  APELACIONES.  El 

Tribunal  Supremo  establecido  por  Real  decreto 
de  9 de  Agosto  de  1815  para  sustanciar  y fallar 
en  segunda  y tercera  instancia  los  negocios  re- 
lativos á la  Real  casa,  Capilla,  cámara,  caballe- 
rizas, patrimonio,  palacios,  sitios,  bosques,  jar- 
dines y alcázares,  y á los  individuos  que  goza- 
ban del  fuero  de.  casa  real.  Así  la  suprema  Junta 
patrimonial  de  apelaciones  como  el  juzgado  pri- 
vilegiado de  la  real  casa  quedaron  extinguidos 
por  Real  órden  de  29  de  Setiembre  de  1836;  y en 
su  consecuencia  se  resolvió  por  órden  del  Re- 
gente de  2 de  Setiembre  de  1841  con  motivo  de 
ciertas  consultas:  l.°,  que  lejos  de  restablecerse 
los  tribunales  patrimoniales  y de  la  Real  casa, 
por  el  contrario,  cesaran  desde  luego  los  que  to- 
davía existían  en  cualquiera  punto  del  reino, 
pasándose  los  negocios  que  en  ellos  pendiesen  á 
los  tribunales  y juzgados  áque  correspondieran 
con  arreglo  á la  órden  de  29  de  Setiembre  de  1836; 
2.°,  que  en  su  virtud  babian  cesado  igualmente  la 
jurisdicción  privativa  del  Soto  de  Roma  y todos 
los  tribunales  patrimoniales  existentes  todavía 
en  Cataluña;  y 3.°,  que  en  los  negocios  en  que  tu- 
viera interés  el  real  patrimonio  lo  representasen 
los  promotores  fiscales  en  los  juzgados  de  pri- 
mera instancia,  y los  fiscales  en  las  Audiencias, 
á no  ser  que  por  el  mismo  patrimonio  se  nombra- 
se persona  autorizada  legal  y debidamente  al 
efecto,  en  cuyo  caso  seria  esta  reconocida  en  los 
negocios  en  que  se  presentase  como  tal.  V.  Fuero 
de  casa  real,  párrafo  II. 

JUNTA  SUPREMA  DE  CORREOS  V CAMINOS.  El  Tri- 
bunal Supremo  establecido  en  la  córte  para  de- 
cidir los  negocios  relativos  á los  correos  y cami- 
nos del  reino  por  via  de  apelación , súplica, 
agravio  ó queja  de  los  autos  y sentencias  de  los 
jueces  subdelegados.  Por  decreto  del  Regente  de 
17  de  Octubre  de  1842  se  suprimió  el  juzgado 
de  correos  y caminos  de  la  córte  y la  Junta 
de  apelaciones  de  los  mismos,  mandándose  al 
propio  tiempo  que  los  negocios  de  correos  en  que 
entendía  dicho  juzgado  pasaran  á la  subdelega- 
cion  de  rentas  de  la  provincia  de  Madrid,  y los  de 
caminos  á los  juzgados  de  primera  instancia  de  la 
misma,  y que  las  Audiencias  territoriales  cono- 
cieran en  segunda  y tercera  instancia  délos  neg-o- 
cio3  contenciosos  de  ambas  ramos.  Como  la  Jun- 
ta suprema  de  correos  y caminos  conocía  tam- 
bién de  los  negocios  contenciosos  de  los  canales 
por  via  de  apelación  y súplica  de  los  fallos  de  los 
jueces  de  primera  instancia,  es  claro  que  á con- 
secuencia de  la  abolición  de  esta  Junta  debieron 
conocer  de  dichos  asuntos  en  segunda  y tercera 
instancia  las  Audiencias  territoriales  con  arre- 
glo al  art.  5.a  de  la  Real  órden  de  22  de  Noviem- 


bre de  1836.  V.  Canal,  Fuero  de  correos  y caminos. 
Fuero  de  canales,  y Jurisdicción  de  correos  y ca- 
minos. 

JUNTA  GENERAL  DE  COMERCIO  Y MONEDA.  V.  Jun- 
tas de  comercio  y Junta  de  moneda. 

JUNTAS  DE  GOMERCIO.  Ciertas  corporaciones  es- 
tablecidas para  promover  los  intereses  del  co- 
mercio, de  la  fabricación  y de  las  artes. 

1.  Por  Reales  cédalas  de  15  de  Marzo  de  1683, 
15  de  Mayo  de  1707 , 17  de  Febrero  de  1767,  24  de 
Junio  de  1770,  8 de  Enero  de  1777  y 19  de  Se- 
tiembre de  1783  (leyes  1.a,  2.a,  9.a,  10^11  y 12,  tí- 
tulo l.°,  lib.  9.a,  Noy.  Recop.)  se  creó  y organizó 
de  diferentes  maneras  una  Junta  general  de  co- 
mercio dándosele  las  facultades  siguientes:  1.a, 
que  tuviese  el  conocimiento  económico  y guber- 
nativo en  asuntos  de  comercio  , fábricas  y orde- 
nanzas de  artes  y manufacturas,  para  promover- 
los en  todos  sus  ramos,  consultando  á S.  M.  lo 
que  fuere  digno  de  su  noticia  y determinación; 
2.a,  que  en  su  consecuencia  examinase  y exten- 
diese todas  las  providencias  gubernativas  de  co- 
mercio y fábricas,  las  ordenanzas  que  miran  ála 
perfección  y progresos  del  mismo  comercio  y de 
las  artes  y maniobras  en  sus  materias  y artefac- 
tos, los  establecimientos  y renovaciones  de  fá- 
bricas, y los  proyectos  de  extensión  y adelanta- 
miento del  comercio,  con  los  favores  y gracias 
que  exigiere  la  necesidad  ó la  conveniencia  de 
los  casos;  3.a,  que  siendo  generales  las  ordenan  - 
zas  ó reglas  adoptadas  por  la  Junta  se  comuni- 
caran por  el  Rey  al  Consejo  para  su  publicación 
en  forma  de  ley  y sn  incorporación  al  cuerpo  del 
derecho  del  reino;  y siendo  particulares,  cuidase 
la  misma  Junta  de  dar  las  órdenes,  provisiones 
y cédulas  correspondientes  á los  tribunales  y 
justicias  del  respectivo  territorio,  pudiendo  usar 
de  su  jurisdicción  y autoridad  para  compeler  á 
cualesquiera  personas  al  cumplimiento  de  sus 
resoluciones  , y para  hacerse  dar  cuenta  por  las 
justicias  de  los  casos,  con  sus  autos  y procesos 
que  condujesen  á tomar  providencias  mas  efec- 
tivas en  los  asuntos  gubernativos  acordados  en 
la  misma  Junta , ó á declarar,  añadir,  revocar  ó 
modificar  las  reglas  ó providencias  dadas;  4.a, 
que  en  lo  puramente  contencioso,  no  pudiese  la 
Junta  proceder  de  modo  alguno  ni  embarazar  á 
las  justicias  ordinarias  el  conocimiento  de  las 
causas  entre  partes,  aunque  ocurriesen  entre 
fabricantes  y comerciantes  por  contrato  particu- 
lar y hecho  de  mercaderías , debiendo  interpo- 
nerse las  apelaciones  para  ante  el  tribunal  com- 
petente del  territorio;  5.a,  que  en  las  ordenanzas 
relativas  al  gobierno  y policía  de  los  colegios  ó 
gremios,  tanto  entre  sus  individuos  como  con 
respecto  á los  de  otros,  corriese  su  aprobación  y 
establecimiento  á cargo  del  Consejo  con  arreglo 
á las  leyes  del  reino:  6.a,  que  sin  embargo,  de 
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quedar  á las  justicias  ordinarias  y á los  tribuía- 
les superiores  de  las  provincias  el  conocimiento 
en  primera  y demás  instancias  de  los  pleitos  en- 
tre mercaderes  y fabricantes  u otras  perdonas, 
conociesen  los  consulados,  donde  los  hubiese  ó 
se  estableciesen  de  nuevo,  de  las  causas  de  mer- 
cader á mercader  procedentes  de  tratos  ó nego- 
ciaciones mercantiles;  7.*,  que  cesasen  los  fue- 
ros é inhibiciones  que  hasta  entonces  se  habían 
concedido  á los  individuos  de  cualesquiera  cuer- 
pos de  comercio,  consulados  ó fabricantes,  si- 
guiendo sus  causas  y apelaciones  el  curso  ordi- 
nario de  los  demás;  8.’,  que  la  Junta  conociese 
privativamente  en  segunda  instancia , y un  te- 
niente de  villa  en  primera  como  subdelegado 
suyo,  y de  todos  los  pleitos  y causas  civiles  y 
criminales  pertenecientes  directa  6 indirecta- 
mente á los  cinco  gremios  mayores  de  Madrid  y 
sus  individuos,  ya  por  negociación  de  mercader 
á mercader,  factor,  mancebo  íl  otra  persona, 
demanda  por  hecho  de  mercaderías  ó cosas  to- 
cantes á tráfico  y comercio,  ya  sobre  preferencia 
en  las  tiendas  de  sus  respectivas  demarcaciones, 
pero  no  de  las  causas  extrañas  é independientes 
del  tráfico,  comercio  y preferencia;  procediendo, 
sustanciando  y sentenciando  las  causas  breves  y 
sumariamente  á estilo  de  comercio  por  la  ver- 
dad sabida  y buena  fe  guardada. 

II.  La  Junta  general  de  comercio  se  agregó  á 
la  de  moneda,  encargándosele  también  los  ne- 
gocios de  minas , como  igualmente  las  depen- 
eias  de  extranjeros,  recibiendo  la  denominación 
de  Junta  general  de  comercio , de  moneda,  y minas ; 
y se  dividió  en  dos  Salas,  una  de  gobierno  con 
ministros  de  capa  y espada  para  entenderen  los 
negocios  gubernativos,  y otra  de  justicia  con 
cinco  togados  para  conocer  de  los  contenciosos, 
sin  perjuicio  de  reunirse  ambas  en  Junta  plena 
para  la  resolución  de  las  dudas;  leyes  4.a,  7.a,  8.a 
y 11,  tít.  l.°,  lib.  9,°,  Nov.  Recop.  Y.  Junta  de 
moneda.  Junta  de  extranjeros  y Jurisdicción  de 
minas. 

III.  En  Real  decreto  de  30  de  Abril  de  1800  se 
mandó  á los  consulados  presentar  anualmente 
las  cuentas  de  los  arbitrios  que  se  les  liabian 
concedido,  á la  Junta  generaí  de  comercio  y mo- 
neda para  su  exámen. 

Según  Real  cédula  de  17  de  Setiembre  de  1807 
y otras  declaraciones  posteriores  correspondía  á 
la  Junta  general  de  comercio  y moneda,  y á sus 
subdelegados  la  rectificación,  arreglo  y reforma 
de  todas  las  ordenanzas  gremiales,  no  solo  en  la 
parte  gubernativa  y facultativa,  sino  en  lo  po- 
lítico y económico,  y la  decisión  de  las  disputas 
que  se  moviesen  sobre  cualquiera  materia,  entre 
individuos  de  un  mismo  gremio  ó de  distintos, 
con  declaración  de  que  luego  que  estos  puntos 
se  hiciesen  contenciosos  conociese  la  jurisdic- 


ción ordinaria  con  las  apelaciones  á sus  respec- 
tivos tribunales,  y con  la  precisión  de  decidirlos 
por  las  ordenanzas  aprobadas  por  la  propia  Jun- 
ta general,  excepto  en  aquellos  pueblos  en  que 
hubiese  consulados  y les  tocase  el  conocimiento 
por  las  cédulas  de  su  erección. 

Por  Real  decreto  de  11  de  Agosto  de  1814  se 
ordenó  que  el  Consejo  de  Hacienda  conociese  en 
Sala  de  gobierno  de  todos  aquellos  negocios  en 
que  entendía  la  Junta  de  comercio  y moneda, 
la  cual  quedó  incorporada  en  el  Consejo. 

IV.  Con  arreglo  á la  Real  cédula  de  17  de  Se- 
tiembre de  1807  y á consulta  del  Consejo  de  Ha- 
cienda, en  junta  de  comercio  y moneda,  se  de- 
claró por  S.  M.  en  Real  órden  circulada  por  el 
ministerio  de  Hacienda  en  29  de  Abril  de  1818, 
que  á las  juntas  particulares  de  comercio  de  los 
pueblos  correspondía  el  conocimiento  en  todo  lo 
gubernativo,  político  y económico  de  los  cole- 
gios y gremios  artísticos  en  cuanto  tuviese  rela- 
ción con  el  fomento,  prosperidad,  adelantamien- 
to de  la  industria  y observancia  de  sus  respecti- 
vas ordenanzas,  sin  mas  intervención  que  la  de 
la  junta  general  de  comercio  y moneda;  y que  á 
fin  de  que  los  individuos  de  los  mismos  gremios, 
artes  y oficios  no  se  substrajesen  del  cumpli- 
miento de  sus  providencias  gubernativas  acu- 
diendo á los  juzgados  reales  ordinarios  con  el 
pretexto  de  hacer  contenciosos  los  asuntos,  que- 
ría S.  M.  que  dichas  providencias  se  llevasen  á 
debido  efecto,  no  obstante  de  que  se  hiciesen  li- 
tigiosas, y que  en  este  caso  solamente  debían 
entender  los  consulados  aunque  en  las  cédulas 
de  su  erección  no  estuviese  expresamente  con- 
tenida esta  facultad. 

V.  Establecido  el  Código  de  comercio  de  30 
de  Mayo  de  1829,  que  comenzó  á regir  cu  ,l.°  de 
Enero  de  1830,  se  declaró  por  Real  órden  de  16 
de  Enero  del  mismo  año  de  1829,  que  en  los  pun- 
tos de  la  Península  en  que  hubiese  consulados  á 
los  que  estaban  reunidas  las  juntas,  hubieran 
de  continuar  estas  á pesar  de  la  cesación  de 
aquellos;  y en  Reales  órdenes  de  23  de  Enero  de 
1831,  29  de  Febrero  de  1832  y otras  posteriores 
se  fijaron  reglas  para  las  juntas,  y se  mandó  que 
estas  y los  tribunales  de  comercio  guardasen 
entre  sí  la  mayor  armonía,  limitándose  las  pri- 
meras al  conocimiento  de  lo  puramente  guber- 
nativo, y los  segundos  á lo  meramente  conten- 
cioso; ampliando  además  el  número  de  vocales 


de  la  junta  de  la  córte  á doce  en  lugar  de  los 
diez  de  que  antes  se  componía. 

^1.  En  Real  órden  circulada  por  el  ministerio 
de  Hacienda  en  15  de  Diciembre  de  1831  y por  ei 
de  Gracia  y Justicia  en  10  de  Enero  de  1832,  con 
motivo  de  una  exposición  de  la  Real  junta  de 
comercio  de  Barcelona  en  solicitud  de  que  se 
previniese  á los  juzgados  reales  ordinarios  que 
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no  admitiesen  demandas  los  gremios  é indivi- 
duos de  comercio  sin  preceder  el  cumplimien- 
to de  las  providencias  gubernativas  acordadas 
con  respecto  4 los  mismos,  se  sirvió  S.  M.  resol- 
ver que  debía  preceder  el  conocimiento  de  la  • 
junta  en  los  asuntos  gremiales  de  su  atribución 
antes  que  ninguna  de  las  partes  pudiese  recur- 
rir 4 los  citados  juzgados  para  hacerlos  conten- 
ciosos, pudiendo  solo  hacerlos  después  que  la 
misma  hubiese  acordado  su  providencia  guber- 
nativa, y no  permitiéndose  4 aquellos  admitir 
demanda  sin  presentárseles  testimonio,  con  la 
prevención  de  que  4 pesar  de  las  provocaciones 
del  recurso  judicial,  la  junta  debía  llevar  4 efec- 
to la  providencia  que  hubiese  acordado. 

Por  Real  decreto  de  20  de  Enero  de  1834  se 
dispuso,  que  las  asociaciones  gremiales,  cual- 
quiera que  fuese  su  denominación  ó su  objeto,  no 
gozaran  fuero  privilegiado,  y dependieran  ex 
elusivamente  de  la  autoridad  municipal  de  cada  ¡ 
pueblo;  pero  que  de  las  obligaciones  mercanti-  i 
les  entre  partes  conocieran  con  arreglo  al  Código 
de  comercio  los  tribunales  del  ramo  donde  los 
hubiera.  V.  Gremio. 

VII.  La  junta  general  de  comercio,  moneda 
y minas,  refundida  en  la  Sala  de  gobierno  del 
Consejo  Supremo  de  Hacienda,  así  como  los  con- 
sulados y juntas  particulares  de  comercio,  que-  ; 
daron  sujetas  por  decreto  de  9 de  Noviembre  de 
1832  4 la  dependencia  del  ministerio  de  Fomento 
general  del  reino  (después,  de  la  Gobernación); 
pero  como  se  suprimió  el  Consejo  de  Hacienda, 
pereció  con  él  la  junta  general.  Sin  embargo,  en 
todas  las  capitales  y poblaciones  donde  habia  tri- 
bunales de  comercio,  continuaron  las  juntas  de 
este  ramo  con  atribuciones  económicas  y pura- 
mente consultivas.  Componíanse  de  diez  vocales 
de  Real  nombramiento,  que  se  renovaban  por 
mitad  en  cada  año,  así  como  de  cinco  suplen- 
tes, propuestos  unos  y otros  en  terna  por  el  jefe 
político,  su  presidente  nato,  y vicepresidente  el 
vocal  nombrado  anualmente  entre  los  anti- 
guos por  el  Gobierno:  Real  órden  de  21  de  Juuio 
de  1834.  El  parentesco  de  afinidad  entre  los  vo- 
cales no  era  impedimento  para  ejercer  este  cargo: 
Real  órden  de  8 de  Enero  de  1836.  Mas  cuando 
fueren  nombrados  para  oficios  de  república,  -de-  \ 
bian  servir  desde  luego. estos  oficios  y cesar  de 
hacer  parte  de  la  junta,  reemplazándoles  en  ella 
los  suplentes:  Real  órden  de  8 de  Marzo  de  1836. 

VIII.  Las  atribuciones  principales  de  las  jun- 
tas de  comercio  fueron:  l.1,  auxiliar  al  Gobierno 
con  sus  luces  y conocimientos  en  todo  cnanto 
este  les  consultase  sobre  puntos  relativos  al  co- 
mercio y fabricación;  2.*,  promover  por  cuantos 
medios  Ies  sugiriera  su  celo  la  prosperidad  de  la 
industria  mercantil  y fabril;  3.*,  informar  y expo- 
ner al  Gobierno  las  ventajas  é inconvenientes  que 


resultaren  del  sistema  de  aranceles  de  aduanas, 
reclamando  el  aumento  ó reducción  de  derechos 
de  exportación  é importación  ú otros  que  gra- 
ven al  tráfico,  y también  la  imposición,  recargo 
ó supresión  de  arbitrios,  cualquiera  que  fuese  su 
objeto,  4 fin  de  que  instruidos  oportunamente 
los  expedientes  en  el  ministerio  de  la  Goberna- 
ción, se  reclamase  del  de  Hacienda  la  resolución 
soberana;  4.",  formar  el  presupuesto  de  sus  gas- 
tos fijos  y eventuales,  y dirigirlo  para  su  apro- 
bación al  ministerio  de  la  Gobernación,  debién- 
dose recaudar  los  fondos  llamados  consulares 
por  las  oficinas  do  Hacienda  y entregárseles  por 
las  mismas  los  productos  líquidos  que  les  cor- 
respondan; 5.*,  hacerlos  repartimientos  del  sub- 
sidio industrial  y comercial  y de  cualesquiera 
contribuciones  que  se  impusieran  sobre  estos  ra- 
mos, y correr  con  la  recaudación  y reintegro  de 
los  capitales  forzosos  y de  los  réditos , enten- 
diéndose con  el  ministerio  de  Hacienda;  6.%  for- 
mar coa  arreglo  al  art.  11  del  Código  de  co- 
mercio la  matrícula  general  de  cuantos  ejercie- 
ran la  profesión  mercantil  dentro  del  respectivo 
distrito  consular;  7.’,  plantear  enseñanzas  de  las 
ciencias  y estudios  auxiliares  de  la  industria 
comercial  y fabril,  como  por  ejemplo,  de  len- 
guas, aritmética,  geometría,  mecánica,  física, 
química  y delineacion:  Reales  órdenes  de  24  de 
Noviembre  de  1833,  21  de  Junio  y 5 de  Octubre 
de  1834,  y 29  de  Octubre  de  1838. 

IX.  Aunque  según  el  citado  decreto  de  9 de 
Noviembre  de  1832  quedaron  sujetas  las  juntas 
de  comercio  al  ministerio  de  la  Gobernación,  de- 
pendieron posteriormente  del  de  Marina,  porque 
en  virtud  de  Reales  decretos  de  11  y 28  de  Se- 
tiembre de  1836  se  agregaron  4 este  último  mi" 
nisterio  los  ramos  de  comercio  en  general  y los 
que  comprendía  la  gobernación  de  Ultramar. 

* Por  el  Ministerio  de  comercio  se  dictó  con  fe- 
cha 7 de  Octubre  de  1847 un  decreto  reorganizando 
nuevamente  las  Juntas  mencionadas,  bajo  la  base 
de  que  no  debían  tener  parte  alguna  de  la  acción 
administrativa,  quedando  en  su  consecuencia  re- 
ducidas sus  propias  y naturales  obligaciones  4 
las  de  cuerpos  auxiliares  de  la  administración 
para  trasmitir  4 esta  sus  opiniones  cuando  se  les 
pidiere , y para  reclamar  las  mejoras  que  los  in- 
tereses y necesidades  comerciales  exigieran.  Las 
Juntas  de  comercio,  no  deben  ser  otra  cosa,  se 
lee  en  el  preámbulo  del  decreto  citado,  que  me- 
ros cuerpos  de  consulta  é ilustración  para  la 
acción  administrativa,  y un  conducto  por  el  que 
lleguen  4 noticia  del  Gobierno  las  trabas  y en- 
torpecimiento que  el  comercio  sufre  y que  para- 
lizan su  desarrollo. 

Dispúsose,  pues,  en  su  consecuencia  que  ade- 
más de  las  veinte  Juntas  de  comercio  que  exis- 
tían 4 la  sazón,  se  establecieran  desde  luego  en 
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los  puertos  habilitados  de  Cartagena,  Ferrol,  | 
( jijón  y Mahou,  y en  cualesquiera  otro3  puntos 
cuya  importancia  mercantil  lo  reclamara. 

Las  principales  atribuciones  que  por  este  de- 
creto se  confirieron  á las  Juntas  consistieron  eu 
evacuar  los  informes  que  les  pidiere  el  Gobierno  ó 
el  jefe  politico  y en  proponer  las  medidas  que  juz- 
garen oportunas  á favor  del  comercio ; debiendo 
ser  especialmente  consultadas:  I."  Sobre  las  alte- 
raciones ó reformas  que  se  proyectaren  eD  la  le- 
gislación mercantil.  2.“  Sobre  la  creación  de 
nuevas  Juntas.  3.°  Sobre  establecimiento  de  Bol- 
sas, agentes  de  cambio  y corredores.  4.°  Sobre  los 
aranceles  ó tarifas  de  corretaje  y de  cualquiera 
otro  servicio  mercantil  sujeto  á tarifa.  5.”  Sobre 
creación  de  Bancos  locales.  O."  Sobre  los  proyec- 
tos de  obras  públicas  locales  que  tuvieren  rela- 
ción con  el  comercio:  art.  13. 

Por  el  art.  14  se  confirió  á las  Juntas  estable- 
cidas en  puertos  habilitados,  la  atribución  pecu- 
liar de  aconsejar  cuanto  creyeren  conveniente  . 
respecto  á la  compra  y conservación  de  utensi- 
lios para  socorro  de  los  buques,  limpia  y repara- 
ción de  los  puertos,  y gastos  de  vigías  y faros, 
debiendo  las  autoridades  y demás  funcionarios 
á que  correspondieran,  proporcionarles  todos  los 
datos  que  necesitaren,  y permitiendo  á sus  co- 
misionados enterarse  del  estado  de  los  almace- 
nes, progresión  de  las  obras  y demás  relativo  al 
servicio  marítimo,  á fin  de  que  pudieran  dar 
acerca  de  él,  en  beneficio  dei  comercio,  los  in- 
formes que  el  Gobierno  les  pidiere,  ó presentar  á 
estelas  consideraciones  que  juzgaren  oportunas. 

Los  tribunales  de  comercio  fueron  suprimidos 
por  el  decreto  de  G de  Diciembre  de  1868,  atri- 
buyéndose á la  jurisdicción  ordinaria  los  asun- 
tos de  que  conocían  aquellos:  véase  el  art.  10  de 
dicho  decreto.  V.  Tribunales  de  comercio. 

* JUNTA  DE  GOBIERNO  DE  LOS  COLEGIOS  DE  COR- 
REDORES, La  que  está  al  frente  de  eada  uno  de 
estos  Colegios,  compuesta  de  un  síndico,  que  es 
el  presidente , y dos  adjuntos , si  no  pasa  de  diez 
el  número  de  la  corporación,  y de  dos  adjuntos 
mas  si  excediere  de  dicho  número:  art.  113  del 
Código  de  comercio. 

Estas  Juntas  deben  ser  oidas  necesariamente 
sobre  la  aptitud  y moralidad  del  dependiente 
que  el  corredor  que  se  imposibilitare  para  ejercer 
su  oficio  proponga  para  que  le  sustituya;  y para 
la  formación  del  arancel  de  loa  derechos  de  cor- 
retaje que  hayan  de  percibir  los  corredores  : ar- 
tículos 87  y 110  del  Código. 

Respecto  do  las  demás  atribuciones  que  les 
confiere  el  art.  115  de  dicho  Código,  y de  la  ma- 
nera de  verificarse  su  nombramiento,  según  lo 
prescrito  en  el  art.  112,  véanse  estas  disposicio- 
nes en  el  artículo  Corredor , tomo  2.a  de  esta 
obra,  pág.  571. 


Las  demás  atribuciones  que  se  les  conferian 
por  el  Código  de  comercio,  han  quedado  sin  efec- 
to en  virtud  del  decreto  de  30  de  Noviembre 
de  1868  que  declaró  libre  la  profesión  de  corre- 
dor, estableciendo  las  condiciones  con  que  se 
debe  ingresar  en  los  Colegios.  * 

JUNTAS  INSPECTORAS  PENALES.  Las  creadas  por 
el  Real  decreto  de  14  de  Diciembre  de  1855  com- 
puestas, en  general,  de  los  presidentes  de  Salas 
délas  Audiencias  y fiscales  de  las  mismas,  con 
la  principal  obligación  de  cuidar  del  cumpli- 
miento de  las  ejecutorias  penales,  en  la  forma 
que  se  determina  en  sus  numerosas  disposi- 
ciones. 

Habiéndose  consultado  al  Gobierno  por  el  pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  Madrid  sobre  si 
las  juntas  inspectoras  penales  creadas  por  el 
Real  decreto  de  14  de  Diciembre  de  1855  habían 
de  continuar  ó cesar  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones después  de  la  publicación  de  la  ley  pro- 
visional sobre  organización  del  poder  judicial,  y 
de  la  que  establece  reglas  para  la  aplicación  de 
la  gracia  de  indulto,  se  declaró  suprimidas  dichas 
juntas,  ordenando  que  las  Salas  de  gobierno  de 
las  Audiencias  cuiden  del  exacto  cumplimiento 
de  las  sentencias  ea  las  causas  criminales,  gi- 
rando al  efecto  las  oportunas  visitas  ordinarias 
y extraordinarias  álos  establecimientos  penales 
en  1.®  de  Mayo  y l.°  de  Octubre  según  venia  ha- 
ciándose  por  aquellas,  sin  perjuicio  de  las  nue- 
vas atribuciones  concedidas  por  la  nueva  'ley  al 
ministerio  fiscal:  órden  de  10  de  Noviembre 
de  1870. 

Por  el  art.  920  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal de  1872,  se  determina,  que  la  inspección  y 
facultades  de  los  tribunales  en  el  cumplimiento 
de  las  penas  cuya  ejecución  corresponde  á la 
autoridad  administrativa,  se  ejercerán  del  modo 
y en  la  forma  que  determinen  reglamentos  espe- 
ciales. Véase  el  articulo  Visita,  de  cárceles , la  adi- 
ción al  de  Jun  ta  de  gobierno  de  los  tribunales,  y 
el  artículo  Sentencia  criminal  (ejecución  de). 

Llámanse  también  Juntas  inspectoras  penales, 
las  que  existen  en  todo  establecimiento  penal, 
compuestas  del  gobernador  civil  de  la  provincia, 
el  alcalde  constitucional,  el  juez  decano  y el 
promotor  fiscal  mas  antiguo,  con  atribuciones 
gubernativas , administrativas  y económicas. 
Véase  el  decreto  de  20  de  Diciembre  de  1873,  or- 
ganizando el  personal  de  los  establecimientos 
penales,  y el  reglamento  sobre  el  mismo  de  23 
del  referido  mes  y año.  * 

JUNTA  DE  MONEDA.  Cierta  corporación  erigida 
para  entender  privativamente  en  los  negocios 
económicos  y judiciales  sobre  la  moneda. 

I.  Establecióse  por  Real  decreto  de  15  de  No- 
viembre de  1730  (ley  3.a,  tít.  1.“,  lib.  9.°,  Nov.  Re- 
copilación ) y se  componia  de  seis  ministros,  dos 
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ó mas  togados,  y los  restantes  de  capa  y espada, 
de  un  fiscal  también  togado  y de  un  secretario, 
bajo  la  presidencia  del  ministro  de  Hacienda, 
quien  desde  luego  fué  constituido  por  juez  con- 
servador y superintendente  general  de  todos  los 
reales  ingenios  y casas  de  moneda  con  jurisdic- 
ción privativa  para  todo  lo  peculiar  y guberna- 
tivo de  ellas. 

II.  Eran  atribuciones  de  la  junta:  1.*,  conocer 
y determinar  privativamente  en  todas  instancias 
los  negocios  contenciosos,  civiles  y criminales, 
sobre  materias  tocantes  á los  reales  ingenios  y 
casas  de  moneda,  y sobre  la  alteración  que  cua- 
lesquiera plateros  ó artífices  cometieren  de  la 
ley  de  veintidós  quilates  prescritos  para  las  va- 
jillas, alhajas  y demás  piezas  de  oro,  y de  once 
dineros  para  las  de  plata:  ley  3.a,  tít.  l.°,  lib.  9.“, 
Novísima  Recopilación;  2.a,  conocer  privativa- 
mente en  segunda  y tercera  instancia  de  las 
causas  formadas  en  primera  por  los  superinten- 
dentes de  las  casas  de  moneda  á los  oficiales, 
ministros  y operarios  de  ellas  en  razón  de  los 
delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  oficios  y 
empleos,  dicha  ley  3.a;  3.a,  conocer  asimismo 
privativamente,  en  apelación,  de  los  superinten- 
dentes de  las  casas  de  moneda,  de  todas  las  cau- 
sas civiles  y criminales  de  dichos  oficiales,  mi- 
nistros y operarios;  pero  no  de  los  juicios  que  se 
les  ofrecieren  sohre  cuentas,  particiones,  suce- 
sión de  mayorazgos  y litigios  de  bienes  raíces, 
ni  sobre  los  casos  y negocios  de  tratos  y comer- 
cios, pues  que  en  todos  estos  debían  entender 
los  juzgados  y tribunales  ante  quienes  se  hu- 
biesen empezado  ó perteneciesen,  leyes  5.a  y 6.a 
de  dicho  título  y libro;  4.a,  impedir  la  fabrica- 
ción de  moneda  falsa  en  todos  los  dominios  de 
España  é Indias  y su  introducción  de  fuera  del 
reino,  y proceder  al  castigo  de  los  fabricantes 
introductores  y expendedores,  no  privativamen- 
te, sino  á prevención  con  los  juzgados  y tribuna- 
les ordinarios,  dicha  ley  3.a 

III.  La  Junta  de  moneda  reunió  en  sí  el  cono- 
cimiento de  los  negocios  de  las  júntasele  comer- 
cio, minas  y extranjeros  por  Reales  decretos 
de  9 de  Diciembre  de  1730,  3 de  Abril  de  1747  y 
21  de  Diciembre  de  1748  (leyes  4.a,  7.a  y 8.a,  tít.  l.°, 
lib.  9.°,  Nov.  Recop.);  se  incorporó  en  el  Supremo 
Consejo  de  Hacienda  por  órdenes  posteriores  y 
por  decreto  de  11  de  Agosto  de  1814;  se  sujetó 
por  decreto  de  9 de  Noviembre  de  1832  á la  de- 
pendencia del  ministerio  de  Fomento,  ó sea  de 
la  Gobernación;  y quedó  implícitamente  supri- 
mida con  la  extinción  del  Consejo  de  Hacienda. 
Las  reales  casas  de  moneda  del  reino,  que  por 
dicho  decreto  de  9 de  Noviembre  de  1832  se  po- 
nían bajo  la  dependencia  del  ministerio  de  Fo- 
mento, volvieron  á la  del  ministerio  de  Hacien- 
da en  virtud  de  Real  órden  de  14  de  Enero 

Tomo  iii. 
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de  1834.  Véase  el  artículo  de  esta  obra,  Moneda. 

JUNTA  SUPREMA  DE  CABALLERÍA.  Cierta  corpora- 
ción establecida  con  el  objeto  de  promover  la 
cria  de  caballos. 

Creóse  por  Real  decreto  de  4 de  Marzo  de  1725 
y posterior  resolución  de  8 de  Mayo  de  1726,  á 
fin  de  que  cou  inhibición  de  todos  los  Consejos  y 
tribunales  hiciese  observar  lo  dispuesto  por  le- 
yes , pragmáticas  y ordenanzas  para  el  aumento 
de  la  cria  de  yeguas  y caballos , conservación  de 
sus  castas , beneficio  de  los  criadores , y preven- 
ción de  Iob  daños  y fraudes  que  pudieran  come- 
terse en  el  asunto;  y se  compuso  del  gobernador 
del  Consejo  Real,  caballerizo  mayor,  decano  del 
Consejo,  asesor  de  las  reales  caballerizas,  y de 
los  ministros  de  capa  y espada  del  Consejo  de 
guerra:  fué  extinguida  por  decreto  de  24  de 
Mayo  de  1746,  y se  encargó  de  sus  negocios  el 
ministerio  de  la  Guerra:  por  el  art.  22  de  la  Real 
ordenanza  de  9 de  Noviembre  de  1754  sobre  la 
cria,  casta,  conservación  y aumento  déla  caba- 
llería del  reino,  se  nombró  para  el  mas  fácil  y 
pronto  despacho  de  lo  determinado  en  ella  por 
jueces  ejecutores  y de  comisión  en  las  primeras 
instancias,  á los  corregidores  y justicias  ordi- 
narias, sin  mas  subordinación  que  á la  real  per- 
sona y al  delegado  inmediato  nombrado  por 
S.  M. , para  el  conocimiento  y determinación  en 
segunda  instancia  de  los  negocios  de  justicia 
pertenecientes  á esta  comisión:  por  cédula  de  4 
de  Noviembre  de  1773  se  suprimió  la  delegación 
de  caballería  del  reino  y se  incorporó  á la  Sala 
primera  del  Consejo  Supremo  de  la  Guerra  en 
cuanto  á las  providencias  gubernativas,  y á la 
Sala  segunda  en  cuanto  á las  causas  de  j usticia: 
por  decreto  de  13  de  Noviembre  de  1796  y Real 
órden  de  20  de  Mayo  de  1797  se  volvió  ó separar 
del  Consejo  de  la  Guerra  la  delegación  de  la  ca- 
ballería, cometiéndola  á una  Junta  Suprema, 
compuesta  de  un  teniente  general  presidente, 
de  otros  cuatro  individuos , entre  ellos  uno  del 
Consejo  Real  en  calidad  de  asesor  con  voto,  y 
un  fiscal  también  con  voto,  y concediéndole 
plena  facultad  y jurisdicción  para  expedir  las 
órdenes  convenientes  al  fomento  de  la  cria  de 
caballos,  para  dirigir  la  escuela  veterinaria,  y 
para  conocer  y decidir  en  justicia,  aun  contra 
los  que  gozasen  fuero  privilegiado  sin  excepción 
alguna,  de  las  causas  civiles  y criminales  per- 
tenecientes á este  ramo,  en  los  mismos  términos 
que  ia  tenia  el  Consejo;  y finalmente,  por  de- 
creto de  18  de  Noviembre  de  1802  se  reunió  la 
Junta  Suprema  de  caballería  al  Consejo  de  la 
Gnerra:  ley  7.a  en  sus  arts.  20  á 23,  ley  8.  en  su 
art.  11,  ley  9.a,  y notas  13,  14,  15,  20  y 21,  tic.  5.a, 
lib.  6.°,  Nov.  Recop. 

Mas  por  Real  decreto  de  17  de  Febrero  de  1834 
quedó  extinguida  la  Junta  Suprema  de  caballe- 
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ría  y todas  sus  dependencias,  las  subdelegacio- 
nes anejas  á los  corregidores  y alcaldes  mayores, 
las  visitad urías,  diputaciones  de  yeguas,  y de- 
más empleos  y comisiones  relativas  á la  gana- 
dería caballar.  V.  Caballos. 

JUNTA  DE  EXTRANJEROS.  Cierta  corporación  que 
conocía  de  las  dependencias  y negocios  de  los 
extranjeros  transeúntes  y domiciliados  en  Es- 
paña, Fué  suprimida  por  Real  decreto  de  21  de 
Diciembre  de  1748,  y sus  atribuciones  se  come- 
tieron á la  junta  general  de  comercio  y moneda, 
que  á su  vez  ha  quedado  también  extinguida. 

V.  Junta  de  comercio  y Extranjeros. 

JUNTAS  SUPERIORES  GUBERNATIVAS  DE  MEDICINA  Y 
CIRUJÍA  Y DE  FARMACIA.  Y.  Consejo  de  Sanidad. 

JUNTA  SUPREMA  DE  SANIDAD  DEL  REINO.  Corpora- 
ción que  dirigió  y gobernó  todos  los  ramos  de 
la  higiene  pública  hasta  el  17  de  Marzo  de  1847. 

V.  Consejo  de  Sanidad. 

JUNTA  GUBERNATIVA  DE  LOS  TRIBUNALES.  La  re- 
unión de  ciertos  magistrados  establecida  en  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  y en  cada  uno  de 
los  superiores  de  la  península  é islas  adyacentes 
para  cuidar  del  régimen  interior  de  estos  cuer- 
pos , dar  impulso  á la  administración  de  justicia 
y allanar  los  obstáculos  que  la  entorpezcan. 

I.  Fué  creada  esta  Junta  por  Real  decreto 
de.  5 de  Enero  de  1844,  componiéndola  el  presi- 
dente ó regente  respectivamente  de  dichos  tri- 
bunales, los  presidentes  de  Sala  instituidos  por 
decretos  de  9 de  Diciembre  de  1843  y los  fiscales: 
art.  1." 

II.  Por  dicho  decreto  se  atribuyó  á las  Juntas 
gubernativas  la  resolución  de  todos  los  negocios 
que  antes  eran  de  la  atribución  de  la  Audiencia 
plena  con  arreglo  al  reglamento  provisional  y 
ordenanzas,  quedando  no  obstante  en  su  fuerza 
y vigor  el  art.  48  del  reglamento  del  Tribunal 
Supremo  (sobre  el  nombramiento  de  relatores), 
los  capítulos  9.a  y 10  del  tít.  l.°,  y el  art,  16  del 
cap.  3.°  de  las  ordenanzas  de  las  Audiencias  (que 
tratan  de  las  visitas  generales  y semanales  de 
cárceles , de  la  admisión  y juramento  de  los  ma- 
gistrados y subalternos  de  las  Audiencias , así 
como  del  que  deben  prestar  en  ellas  los  jueces 
letrados  de  primera  instancia,  y de  las  recusa- 
ciones de  los  ministros):  art.  2.° 

IIT.  Entre  los  negocios  que  antes  eran  de  la 
atribución  de  la  Audiencia  plena,  y que  se  atri-  I 
huyeron  á la  Junta  gubernativa,  se  cuentan  los 
siguientes:  l.°  Remitir  con  toda  puntualidad  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  las  listas  de  las 
causas  pendientes  en  fin  de  cada  semestre,  y los 
estados  de  las  causas  empezadas  y de  las  feneci- 
das en  cada  año,  para  que  la  Junta  de  aquel  ¡ 
tribunal  haga  el  uso  que  corresponda  á fin  de  1 
promover  la  recta  y pronta  administración  de 
justicia,  y forme  y pase  al  ministerio  del  ramo 


los  estados  generales  con  las  noticias  y observa- 
ciones que  puedan  ser  útiles  para  que  el  Gobier- 
no emplee  su  acción  con  el  mismo  objeto:  ar- 
tículos 53,  59,  85  y 92  del  regí,  de  just.,  45  y 46 
de  las  ordenanzas,  270  de  la  Constitución  de  1812, 
7.uy8.°  de  la  Real  órden  de  20  de  Diciembre 
de  1838,  y l.°  y sig.  de  la  órden  de  la  Regencia 
provisional  de  .20  de  Enero  de  1841.  2.°  Consultar 
al  Rey  por  medio  del  Supremo  Tribunal  las  du- 
das que  ocurrieren  sobre  alguna  ley  ó cosa  rela- 
tiva á la  legislación,  con  inserción  del  dictámen 
: del  fiscal  ó fiscales,  y de  los  votos  particulares 
si  los  hubiere,  pero  sin  refutarlos:  arts.  86  y 
regla  14  del  90  del  regí,  de  just.,  y 21  de  las  or- 
denanzas. V.  Interpretación  auténtica  délas  leyes. 
3.°  Promover  la  administración  de  justicia,  y 
velar  muy  cuidadosamente  sobre  ella,  ejercien- 
do al  efecto  sobre  los  respectivos  jueces  inferio- 
' res  la  superior  inspección  que  es  consiguiente, 
y acordando  contra  ellos  la  formación  de  causa 
en  caso  de  encontrar  justo  motivo  por  los  abusos 
graves  que  cometieren  en  el  desempeño  de  sus 
funciones  : arts.  58,  59,  90  y 92  del  regí,  de  jus- 
ticia, art.  4.°  de  la  ley  de  22  de  Marzo  de  1837, 
y declaración  de  las  Córtes  de  29  de  Junio  de  1822 
restablecida  por  dicha  ley.  4.°  Instruir  y dirigir 
los  expedientes  sobre  dispensas  de  ley  y otras 
gracias  que  se  solicitaren:  ley  de  14  y Real  ór- 
den de  19  de  Abril  de  1838.  V.  Gracias  al  sacar. 

5. °  Correr  con  la  recaudación  de  las  penas  de 
cámara  impuestas  por  la  jurisdicción  ordinaria: 
Real  órden  de  18  de  Mayo  y Real  instrucción 
de  6 de  Setiembre  de  1838.  V.  Penas  de  cámara. 

6. °  Pedir  al  Gobierno  autorización  para  los  gas- 
tos precisos  que  no  estuvieren  señalados  en  el 
presupuesto , y aun  autorizar  por  sí  los  urgen- 
tes dando  cuenta : Real  órden  de  8 de  Octubre 
de  1838.  7.°  Cuidar  de  la  observancia  de  los 
aranceles  procesales , é informar  y hacer  obser- 
vaciones al  Gobierno  sobre  su  enmienda  ó recti- 
ficación: Reales  órdenes  de  29  de  Noviembre 
de  1837,  de  22  de  Febrero,  3 de  Mayo  y 12  de 
Diciembré  de  1838.  8.°  Oir  y hacer  cumplir  las 
órdenes  y oficios  que  se  comunicaren  á la  Au- 
diencia en  cuerpo:  art.  63  del  regí.  9.®  Recibir  y 
dirigir  al  Rey  con  su  informe  las  exposiciones 
documentadas  de  los  abogados  que  aspiraren  á 
las  plazas  de  promotores  fiscales:  Reales  órdenes 
de  31  de  Enero  de  1836  y 11  de  Mayo  de  1837. 
Y.  Promotor  fiscal.  10.  Cometer  al  juez  letrado 
de  primera  instancia  que  le  parezca  mas  á pro- 
pósito, dando  inmediatamente  cuenta  de  ello  al 
Gobierno,  el  conocimiento  de  algún  delito  que 
ocurriere  de  tales  ramificaciones  ó circunstancias 
que  no  permitan  seguir  bien  la  causa  sino  en  la 
capital  de  la  provincia  ó del  reino  ó en. otro  juz- 
gado diferente  del  fuero  del  delito:  art.  38  del 
regí,  de  just.  V.  Juicio  criminal , párrafo  IX. 
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11.  Nombrar  secretario  archivero  de  la  Audiencia 
á uno  de  los  escribanos  de  cámara,  poner  el  nom- 
bramiento de  noticia  del  Gobierno,  y comuni- 
carlo á todos  los  jueces  de  primera  instancia  del 
distrito:  art.  115  de  las  ordenanzas.  12.  Nom- 
brar tasador  repartidor,  porteros,  mozos  de  es- 
trados y alguaciles:  artículos  154,  168  y 175  de 
las  ordenanzas.  13.  Corregir  de  plano,  y cada 
Sala  en  su  caso , con  reprensión  apercibimien- 
to , multa  ó suspensión  temporal  de  oficio  á 
cualquiera  de  sus  subalternos  , ó á cualquie- 
ra abogado  ó procurador  de  los  que  actiíeu  en 
ella,  siempre  que  voluntariamente  faltaren  á 
alguno  de  sus  respectivos  deberes  prescritos 
por  las  ordenanzas , sin  perjuicio  de  oirlos  des- 
pués en  justicia  con  arreglo  á derecho  si  re- 
clamaren de  la  providencia,  y salvo  también  el 
mandar  que  se  forme  contra  ellos  la  correspon- 
diente causa  criminal  cuando  la  gravedad  del 
caso  lo  exigiere:  art.  227  de  las  ordenanzas. 

IY.  Atribuyóse  también  á las  Juntas,  por  el 
decreto  de  5 de  Enero  de  1844:  l.°  Consultar  al 
supremo  Gobierno  la  separación  de  los  subalter- 
nos de  real  nombramiento,  cuando  lo  creyeren 
justo  y conveniente.  2.°  Suspender  á los  mismos 
subalternos  habiendo  mérito  para  ello , salvas 
las  atribuciones  de  las  Salas  y de  sus  presi- 
dentes, sobre  este  punto  en  todo  su  vigor. 
3.°  Nombrar,  suspender  y separar  á los  subal- 
ternos del  tribunal  que  no  fueren  de  Real  nom- 
bramiento, salvas  también  las  atribuciones  de 
las  Salas  y sus  presidentes.  4.”  Consultar  al  Go- 
bierno la  suspensión  de  los  jueces  inferiores 
habiendo  motivo  fundado,  á los  fines  que  ex- 
presaba el  art.  66  de  la  Constitución.  5.°  Vigilar 
sobre  las  prácticas  de  las  diferentes  Salas  de  los 
tribunales,  dando  cuenta  al  ministro  de  Gracia 
y Justicia  cuando  fuere  conveniente  ó necesa- 
rio. 6.”  Velar  por  el  buen  comportamiento  de 
los  magistrados  y fiscales  de  las  Audiencias,  y 
la  de  las  Audiencias  por  el  de  los  jueces  y demás 
funcionarios  judiciales,  amonestándoles  y dan- 
do cuenta  al  Gobierno  cuando  las  faltas  fueren 
graves,  ó no  produjesen  efecto  los  medios  em- 
pleados para  reducirlos  ásus  deberes.  7.“  Desig- 
nar al  Gobierno  al  final  de  cada  año  los  cesantes 
de  la  clase  de  magistrados  y jueces,  y los  letra- 
dos de  marcada  reputación  y probidad  que  pu- 
dieren sustituir  en  ausencia  ó enfermedad  á los 
magistrados  y fiscales.  8.“  Nombrar  un  relator  y 
un  escribano  de  cámara  de  los  del  mismo  tribu- 
nal para  los  negocios  de  su  incumbencia.  9.°  Oir 
el  dictámen  de  la  audiencia  plena,  acerca  de 
los  negocios  que  juzgare  conveniente,  y para 
proponer  á su  exámen  y decisión  aquellos  en 
que  lo  creyere  necesario. 

V.  Atribuyóse  asimismo  á las  Juntas  guber- 
nativas de  las  Audiencias  el  deber  de  llevar  un 


libro  denominado,  Registro  de  informes,  y con 
distinción  de  provincias  y partidos  abrir  en  éi  ho- 
ja particular  á cada  uno  délos  ahogados,  jueces 
y demás  empleados  de  real  nombramiento  en  la 
administración  de  justicia  del  territorio  que  in- 
tervengan en  los  procesos  de  que  conozca  el  tri- 
bunal y estuviesen  sujetos  á su  inspección,  ar- 
tículo 10  del  Real  decreto  de  26  de  Enero  de  1844; 
debiendo  este  libro  estar  encuadernado,  forrado 
y foliado , y todas  sus  hojas  rubricadas  por  el 
regente  y el  secretario  de  la  junta;  y poniendo 
en  la  primera  de  ellas  con  fecha  una  nota  del 
número  de  las  que  el  libro  contuviere,  rubrica- 
da por  el  regente , y escrita  y firmada  por  el  se- 
cretario: art.  11  de  dicho  decreto.  En  el  órden 
de  llevar  el  libro-registro  prohibióse:  l.°,  alterar 
en  los  asientos  el  órden  progresivo  de  fechas; 
2.“,  dejar  huecos  entre  los  asientos,  pues  todos 
se  han  de  suceder  unos  á otros,  sin  que  entre 
ellos  quede  lugar  para  hacer  intercalaciones  ni 
adiciones;  3.“,  hacer  interlineaciones,  raspadu- 
■ ras  ni  enmiendas,  sino  que  todas  las  equivoca- 
! ciones  y omisiones  se  han  de  salvar  por  medio 
. de  un  nuevo  asiento  hecho  en  la  fecha  en  que 
se  advierta  la  omisión  ó el  error;  4.°,  tachar 
asiento  alguno,  ni  usar  de  abreviaturas  ni  gua- 
rismos; 5.",  mutilar  alguna  parte  del  libro,  ni 
aLterar  la  encuadernación  ni  foliación : artícu- 
lo 12  de  id. 

Dispúsose  que  en  dicho  libro  se  asentara  á la 
letra:  l.°,  las  providencias  gubernativas  ó judi- 
ciales en  que  se  les  hubiere  advertido,  eensura- 
: do,  apercibido,  multado  ó impuesto  otra  pena: 

! 2.°,  las  providencias  judiciales  ó gubernativas 
en  que  se  revoquen  ó modifiquen  las  anteriores, 
citando  el  fólio  en  que  estas  se  hallaren  exten- 
didas; 3.°,  las  censuras  fiscales  que  hubieren 
precedido  ó motivado  las  determinaciones  refe- 
ridas en  los  dos  números  anteriores;  4.%  las  pro- 
videncias gubernativas  ó judiciales  que  conten- 
gan alguna  demostración  honorífica  por  el  com- 
portamiento oficial;  5.°,  los  informes  que  acerca 
de  la  conducta  y circunstancias  de  los  funcio- 
narios expresados  hubiere  dirigido  la  junta  ai 
Gobierno  por  el  ministerio  de  Gracia  y Justicia: 
art.  13  id.  Dispúsose  asimismo  por  dicho  Real  de- 
creto que  ios  secretarios  de  las  juntas  extendie- 
ran por  sí  los  asientos  en  el  libro-registro,  salvo 
en  los  casos  en  que  aquellas  estimasen  oportuno 
cometerlo  á uno  de  sus  vocales,  que  el  libro-re- 
. gistro  se  custodiara  bajo  llave  que  tuviera  el  re- 
gente , art.  14  id.;  y que  los  escribanos  de  cáma- 
ra no  pudieran  notificar  providencia  alguna  de 
las  referidas  en  los  núms.  3. " y 4.  del  art.  13, 
sin  que  contuviese  una  nota  escrita  por  el  fiscal, 
y rubricada  por  este  y por  el  regente  de  la  Au- 
diencia, el  tenor  siguiente:  Tomóse  razón  en  el 
libro-registro,  fólior~,r  incurriendo  el  escribano 
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que  contraviniere  á esta  disposion  en  una  multa 
que  no  bajase  de  100  rs.  ni  excediera  de  200;  y 
los  reincidentes  en  doble  multa,  sin  perjuicio  de 
consultar  al  Gobierno  su  separación  y de  proce- 
derse en  justicia  á loque  hubiere  lugar:  ar- 
tículos 15  y 16. 

Prevínose  asimismo  por  el  art,  17,  que  la  Jun- 
ta gubernativa  del  Tribunal  Supremo  debia  lle- 
var un  libro-registro  semejante  al  prescrito  en 
el  art.  10  respecto  á los  sujetos  á la  superior  ins- 
pección del  tribunal , haciendo  guardar  las  dis- 
posiciones del  artículo  citado  y siguientes,  en 
cuanto  fueren  aplicables. 

* En  la  actualidad  corresponden  las  atribu- 
ciones de  la  antigua  Junta  gubernativa  de  los 
tribunales,  á las  Salas  de  gobierno  de  las  Au- 
diencias y del  Tribunal  Supremo,  las  cuales  se 
componen  del  presidente  del  tribunal , de  los 
presidentes  de  Sala  y del  fiscal,  siendo  sustitui- 
do el  que  no  pudiere  asistir  por  el  magistrado 
que  le  siga  en  órden:  arta.  42  y 63  de  la  ley  or- 
gánica del  poder  judicial. 

Sus  principales  atribuciones,  consignadas  en 
la  ley  referida,  art.  616,  se  han  expuesto  en  el  de 
esta  obra  Audiencia  (Salas  de  gobierno  para 
asuntos  gubernativos).  Son  igualmente  atribu- 
ciones suyas  la  inspección  y vigilancia  sobre  el 
cumplimiento  de  los  deberes  de  los  jueces  y ma- 
gistrados (art.  709,  véase  Tribunales  y Visitas  de 
inspección );  proponer  al  Gobierno  que  sean  tras- 
ladados de  una  á otra  Sala  de  las  de  justicia  los 
magistrados  de  ellas,  siempre  que  así  lo  acon- 
seje la  conveniencia  del  servicio  (art.  642  de  di- 
cha ley);  formar  propuesta  y remitirla  al  Go- 
bierno para  el  nombramiento  de  oficiales  de 
Sala  (art.  545);  ejercer  la  inspección  superior  que 
establece  sobre  todos  los  actos  relativos  á la  esta- 
dística judicial  el  Real  decreto  de  6 de  Mayo  de 
1858;  instruir  los  expedientes  para  las  reales 
gracias  sobre  dispensas  de  ley  (ley  de  14  de  Abril 
de  1858),  y otras  varías  análogas  á estas , de  las 
que  expone  el  Sr.  Escriche  en  este  artículo,  y en 
especial  las  expresadas  en  el  decreto  de  5 de 
Enero  de  1844.  Es  también  atribución  suya  lle- 
var el  libro  denominado  Registro  de  informes  á 
que  se  refiere  el  decreto  de  26  de  Enero  de  1844, 
expuesto  por  el  autor.  Acerca  de  sus  reuniones, 
constitución  y acuerdos,  véase  el  articulo  citado 
Audiencia',  y en  cuanto  al  modo  de  discutir  y de 
votar,  k los  libros  de  actas  y de  votos,  y k las 
funciones  del  secretario,  debiendo  arreglarse  las 
Salas  de  gobierno,  según  el  art.  619  de  la  ley  de 
tribunales,  á lo  prescrito  en  la  misma  sobre  las 
reuniones  del  Tribunal  Supremo,  háse  expuesto 
en  el  artículo  Audiencia,  (constitución  y atribu- 
ciones de  la  misma  en  pleno).  * 

* Juntas  de  los  tribunales  de  partido  para  asun- 
tos gubernativos. — Según  el  art,  623  de  la  ley  or- 
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; gánica  del  poder  judicial,  los  tribunales  de  par- 
' tido  se  reunirán  gubernativamente  con  asisten- 
cia del  fiscal:  l.%  para  Leer  las  órdenes  dirigidas 
al  tribunal  ó á su  presidencia  cuando  corres- 
ponda al  tribunal  acordar  su  cumplimiento; 
2.a,  para  evacuar  los  informes  que  el  Gobierno  ó 
sus  superiores  gerárquicos  les  pidan  relativos  k 
la  administración  de  justicia,  organización  y ré- 
gimen de  los  tribunales,  y á sus  asuntos  guber- 
nativos y económicos;  3.°,  para  ejercer  la  juris- 
dicción disciplinaria  en  los  casos  que  previene 
dicha  ley;  4.°,  para  desempeñar  los  demás  cargos 
que  les  confieran  las  leyes  cuando  no  tengan 
carácter  j udicial. 

A estasjuntas  concurrirán  todos  los  jueces  que 
no  estuvieren  ausentes  ó impedidos.  Cuando  el 
fiscal  por  estas  causas  no  pudiere  asistir,  no  será 
sustituido  por  el  suplente,  sino  por  el  juez  mas 
moderno:  art.  624. 

En  los  casos  en  que  las  Salas  de  gobierno  se 
reúnan  para  ejercer  la  jurisdicción  disciplina- 
ria, el  fiscal  se  limitará  á las  funciones  especia- 
les de  su  cargo:  art.  625. 

Los  asuntos  de  gobierno  deben  ser  despacha- 
dos, es  decir,  autorizados  los  acuerdos  que  sobre 
ellos  tomaren  los  tribunales  de  partido,  por  el 
secretario  de  justicia  que  eligiere  el  presidente: 
art.  512.  * ’ 

JUNT0RI0,  Cierta  especie  de  tributo. 

JURA.  El  acto  solemne  en  que  los  estados  y 
ciudades  de  un  reino  en  nombre  de  todo  él  re- 
conocen y juran  la  obediencia  á su  príncipe. 

JURA  DE  MANCUADRA.  El  juramento  de  calum- 
nia. Dícese  de  mancuadra,  según  la  ley  23,  títu- 
lo 11,  Part.  3.",  por  la  semejanza  metafórica  que 
debe  tener  con  la  mano , que  es  cuadrada  y aca- 
bada', y como  esta  se  compone  de  cinco  dedos, 
así  el  juramento  ha  de  contener  cinco  cosas  ó 
circunstancias,  debiendo  jurar  á su  vez  el  de- 
| mandante  y el  demandado:  l.°,  que  no  se  mue- 
ve maliciosamente  á hacer  ó contradecir  la  de- 
manda sino  por  obtener  ó defender  su  derecho; 
2.°,  que  cuantas  veces  fuere  preguntado  sobre 
el  negocio  del  pleito  , dirá  la  verdad  sin  mezcla 
de  mentira , falsedad  ni  engaño;  3.°,  que  no  dió 
ni  prometió,  dará  ni  prometerá  cosa  alguna  al 
juez  ni  al  escribano,  fuera  de  lo  debido  por  su 
trabajo;  4.”  que  no  se  valdrá  de  pruebas,  testi- 
gos ni  instrumentos  falsos;  y 5.°,  que  no  pedirá 
plazo  con  el  malicioso  fin  de  prolongar  el  pleito. 
V.  Juramento  de  calumnia . 

JURADO,  Decíase  así  antiguamente  el  sugeto 
elegido  en  alguna  república  ó concejo  por  los 
vecinos  de  los  barrios  ó parroquias  para  asistir  • 
á las  sesiones  del  Ayuntamiento  y atender  al 
bien  común,  particularmente  en  la  provisión 
de  víveres ; y el  perito  ó experto  que  se  nombra 
I para  examinar  las  obras  de  su  arte  ú oficio  cuan- 
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do  se  suscita  alguna  contestación  sobre  defectos 
de  ellas,  ó para  hacer  su  estimación,  y aprecio 
cuando  las  partes  no  están  de  acuerdo  sobre 
este  punto.  También  se  llamaban  jurados  en  al- 
gunas partes  los  alcaldes  y regidores,  como  ates- 
tiguan las  siguientes  palabras  de  un  decreto  de 
D.  Jaime  II , Rey  de  Mallorca;  Item,  quando  scn- 
betnus  consulibus  tel  juratis  alicujus  universitatis 

nobis  subditos , scribetur  sic;  Jacobvs fidelibus 

nostris  juratis  cimtatis  Majoricensis , vel  consuli- 
bus villm  nostrm  de  Perpiniano , salutem  et  gra- 
tiam. 

JURADO.  La  reunión  ó junta  de  cierto  número 
de  ciudadanos , que  sin  tener  carácter  público 
de  magistrados,  son  elegidos,  por  sorteo  y llama- 
dos ante  el  tribunal  ó juez  de  derecho  para  de- 
clarar según  su  conciencia  si  un  hecho  está  ó 
no  justificado , á fin  de  que  aquel  pronuncie  su 
sentencia  de  absolución  ó condenación  y apli- 
que en  este  caso  la  pena  con  arreglo  á las  leyes. 
Dícese  también  jurado  cada  uno  de  los  ciudada- 
nos que  componen  dicha  reunión;  los  cuales  se 
denominan  asímismo/Keces  de  hecho-,  porque  sus 
funciones  se  reducen  á decidir  únicamente  so- 
bre puntos  de  hecho  y no  sobre  cuestiones  que 
tengan  relación  con  puntos  de  derecho.  La  de- 
nominación de  jurado  se  deriva  del  juramento 
que  se  les  toma  de  que  se  habrán  bien  y fiel-  ' 
mente  en  el  cargo  que  se  les  confia,  haciendo  su 
declaración  con  imparcialidad  y justicia,  y se- 
gún su  conciencia. 

I.  Distlnguense  los  jurados  ó jueces  de  hecho 
de  los  tribunales  ó jueces  de  derecho:  l.°,  en  que 
estos  son  permanentes  y aquellos  transitorios; 
es  decir , en  que  estos  se  hallan  establecidos  de 
un  módo  perpétuo  para  entender  en  todo  género 
de  causas,  y aquellos  son  llamados  cada  vez  que 
ocurre  una  causa  en  que  es  necesaria  su  inter- 
vención, volviendo  luego  á la  clase  de  meros 
particulares,  sin  que  tal  vez  toque  ya  mas  á 
las  mismas  personas  la  suerte  de  desempeñar 
iguales  funciones;  2.",  en  que  los  jueces  de  de- 
recho reciben  del  Rey  su  nombramiento,  para 
cuya  obtención  han  de  haberse  habilitado  con  el 
estudio  y la  práctica  de  la  jurisprudencia,  y los 
de  hecho  son  elegidos  por  insaculación , esto  es, 
se  sacan  por  suerte,  como  los  números  de  la  lo- 
tería, de  una  urna  donde  se  guardan  en  cédu- 
las sueltas  los  nombres  de  los  ciudadanos  que 
reúnen  Las  circunstancias  exigidas  al  efecto  por 
la  ley,  las  cuales  no  son  por  cierto  las  de  la  ins- 
trucción, sino  las  de  cierto  grado  de  riqueza; 
3.°,  en  que  los  de  derecho  ejercen  jurisdicción  y 
pronuncian  sentencia  condenatoria  ó absoluto- 
ria, aplicando  en  su  caso  las  penas  que  la  ley 
prescribe ; y los  de  hecho  no  tienen  otra  facul- 
tad que  la  de  hacer  una  mera  declaración  sobre 
la  gravedad  de  las  presunciones  que  militan 
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contra  nno  para  seguir  la  acusación,  ó sobre  la 
certeza  ó falsedad,  existencia  ó inexistencia, 
justificación  ó falta  de  justificación  de  los  he- 
chos que  se  les  proponen,  y culpabilidad  ó ino- 
cencia del  acusado;  4.',  en  que  los  de  derecho, 
en  las  causas  que  exclusivamente  están  someti- 
das á su  juicio  en  cuanto  al  hecho  y al  derecho, 
tienen  que  ajustarse  para  la  calificación  ó esti- 
mación del  valor  de  las  pruebas  á las  reglas  que 
la  ley  les  ha  dictado  al  efecto;  y los  de  hecho, 
en  las  causas  en  que  intervienen,  no  están  obli- 
gados á guiarse  por  reglas  fijas  en  la  califica- 
ción ó estimación  de  las  pruebas , sino  por  su 
buen  sentido,  por  su  propia  convicción,  por  su 
conciencia,  por  la  impresión  que  las  mismas 
pruebas  les  causan;  5.",  en  que  los  jueces  de  de- 
recho son  responsables  de  las  injusticias  y erro- 
res que  cometan  por  ignorancia  ó por  malicia; 
pero  los  de  hecho  están  exentos  de  toda  respon- 
sabilidad , á no  ser  en  algún  caso  que  las  leyes 
exceptúen  , como  en  el  de  que  se  les  justifique 
plenamente  haber  procedido  en  la  calificación 
por  cohecho  ó soborno;  6.°,  en  que  las  sentencias 
de  los  jueces  de  derecho  están  sujetas  por  lo  ge- 
neral á la. apelación  ó á consulta  con  el  tribunal 
superior,  y las  declaraciones  de  los  jurados  ó 
jueces  de  hecho  no  suelen  admitir  revisión  ni 
otro  recurso  alguno,  por  mas  arbitrarias  é in- 
justas que  parezcan,  porque  se  reputan  verda- 
des judiciales  y juicios  de  la  razón  común  del 
pais,  llamándose  por  eso  veredictos. 

II.  No  siempre  tuvieron  limitadas  sus  atri- 
buciones los  jurados,  segun  dicen  algunos  au- 
tores, á decidir  sobre  puntos  de  hecho,  pues  por 
mucho  tiempo  fueron  jueces  de  las  contestacio- 
nes civiles  y de  las  acciones  criminales.  Los  ju- 
rados, prosiguen,  considerados  en  su  origen,  no 
eran  otra  cosa  que  los  prohombres  ú hombres 
buenos  que  cada  vez  que  ocurría  una  contienda 
ó queja  eran  elegidos  para  juzgarla,  en  cuanto 
al  hecho  y al  derecho;  y bajo  este  punto  de  vis- 
ta creen  que  esta  institución  se  remonta  á las 
primeras  edades  del  mundo,  porque  cuando  los 
hombres  no  formaban  todavía  un  estado  ó cuer- 
po de  nación  sino  que  vivian  en  hordas  ó adua- 
res sin  gobierno  ni  leyes  positivas,  era  muy  na- 
tural que  si  se  suscitaba  entre  algunos  de  ellos 
una  queja  ó contienda  la  sometiesen  al  juicio  de 
los  ancianos  ó convecinos;  y hé  aquí,  conclu- 
yen , el  juicio  por  jurados,  por  hombres  buenos, 
ó por  pares,  esto  es,  por  los  iguales  de  las  partes 
contendientes.  La  comisión  especial  nombrada 
por  las  Córtes  de  1821  para  formar  el  Código  de 
procedimiento  criminal,  nos  dejó  consignadas 
sus  ideas  sobre  la  historia  y conveniencia  del 
jurado  con  las  breves  cláusulas  del  discurso  pre- 
liminar de  3u  proyecto  que  á la  letra  siguen: 
«K1  origen  del  jurado,  establecimiento  amigo 
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del  hombre  y de  su  libertad , se  pierde  en  el 
caos  del  tiempo.  Quizá  nació  con  la  sociedad 
civil , y fué  anterior  á las  leyes  escritas.  La  his- 
torianos  le  ofrece  como  inseparable  de  los  pue- 
blos libres  y del  sistema  representativo.  Grecia 
y Roma,  y todos  los  pueblos  que  han  tenido  al- 
gún respeto  á sus  libertades,  lo  han  reconocido, 
y le  han  conservado  mas  ó menos  puro  en  razón 
del  mejor  ó peor  estado  de  su  libertad  política. 
Degenera  y se  vicia  con  el  poder  absoluto;  se 
perfecciona  y fructifica  con  la  fuerza  ó indepen- 
dencia del  poder  judicial.  En  Inglaterra  es  un 
árbol  frondoso,  que  arraigado  en  el  espíritu  pú- 
blico, no  tiene  que  temer  la  fuerza  y violencia 
de  los  huracanes  , y acaso  su  jurado  es  el  mejor 
sosten  del  equilibrio  de  sus  poderes  y de  la  ro- 
bustez de  sus  costumbres.  La  Francia  le  estable- 
ció en  medio  de  su  revolución;  pero  no  dió  fruto 
alguno,  porque  la  agitación  es  un  aíre  abrasa- 
dor que  acaba  con  la  fuerza  de  las  leyes,  y con- 
sume y aniquila  el  órden  y la  justicia.  La  tran- 
quilidad y una  administración  fuerte  y vigorosa 
por  la  ley  es  el  terreno  en  que  crece  derecha- 
mente esta  planta.  Si  el  jardinero  se  empeña  en 
dirigirla  á su  fantasía,  se  resientey  enerva.  Tal 
es  la  consecuencia  que  produce  actualmente  en 
Francia  el  sistema  de  jurados,  modificado  al 
gusto  de  Napoleón.» 

III.  Otros  escritores , mas  enamorados  toda- 
vía de  esta  institución,  han  subido  en  espíritu  á 
los  cielos  á buscar  un  origen  mas  sublime;  y ya 
que  eu  nuestro  paraíso  celestial  no  han  podido 
encontrar  que  la  rebelión  de  los  ángeles  ma- 
los se  llevase  á juicio  de  jurados,  han  ylado 
un  vuelo  al  olimpo , y allí  han  visto  cn'sus  ana- 
les escritos,  sin  duda  por  Apolo,  el  consejo  de 
las  doce  divinidades  que  formadas  en  jury  ab- 
solvieron á un  dios  acusado  de  homicidio.  Es 
elxaso  que  habiendo  cometido  este  delito  Mar- 
te, hijo  de  Juno,  en  la  persona  de  Haiirrothio, 
hijo  de  Neptuno,  se  hallaba  Júpiter  en  un  terri- 
blo  conflicto  con  su  hermano  que  pedia  vengan- 
za y su  esposa  que  quería  indulgencia:  sabia 
muy  bien  que  Themis  seria  inexorable  con  el 
homicida,  y que  no  podría  menos  de  serlo,  bajo 
el  inmenso  escándalo  de  faltar  la  justicia  hasta 
del  cielo;  pero  deseaba  con  todo  empeño  com- 
placer en  esto  á su  esposa  Juno,  porque  olvidase 
aquella  reina  de  las  celosas  ciertas  cuentas  que 
tenia  que  ajustar  á su  marido.  En  semejante 
apuro,  el  padre  de  los  dioses  y Rey  de  los  hom- 
bres, con  aquellos  tres  grandes  ojos  que.simultá- 
neamente  estaban  fijos  sobre  lo  pasado,  lo  pre- 
sente y lo  venidero,  atiabó  y examinó  la  inven- 
ción humana  con  que  había  de  eludirse  algún 
día  el  rigor  de  la  impasible  Themis.  Gozóse  el 
gran  dios  con  la  ingeniosa  idea , sonriósele  á 
Juno  con  aquel  semblante  con  que  serena  el 


cielo  y las  tempestades , vultu  quo  cútluwi  tC'fíipss- 
tatesque  serennt , mandó  formar  un  jurado  de 
doce  dioses  que  decidiese  por  su  buen  sentido  y 
sin  tener  que  responder  á la  diosa  de  la  justicia; 
presentóse  el  reo  en  el  tribunal;  acusábale  Nep- 
tuno, defendíale  Mercurio  con  aquel  discurso 
lleno  de  fuego  fosfórico  que  después  tradujo  del 
idioma  celeste  al  terreno  el  sofista  Libanio;  y el 
jurado,  que  no  quería  habérselas  con  el  dios  de 
la  guerra  ni  con  la  gran  reina  sn  madre,  siem- 
pre tan  iracunda  y vengativa,  tuvo  la  fortuna 
de  no  ver  las  pruebas  de  criminalidad  que  el 
dios  alado  habia  convertido  en  humo,  y pronun- 
ció en  conciencia  su  veredicto  absolviendo  á Mar- 
te. Treinta  mil  dioses,  que  estaban  esperando 
el  resultado  del  juicio,  soltaron  malignamente 
la  risa. 

Menos  Pintón,  que  dijo  con  espanto: 

í Mejor  juzga,  aquí  bajo,  Radatnanto.» 

IV.  Pero  dejemos  el  olimpo;  y sin  ir  con  el 
Obispo  Nicolson  trepando  montañas  de  hielo  á 
buscar  la  invención  del  jurado  en  el  cielo  de 
Woden  , dios  de  los  torbellinos  y de  las  tempes- 
tades , ni  bajar  tampoco  al  Tártaro  á ver  cómo  se 
tienen  allí  los  juicios,  pues  si  es  fácil  la  bajada 
no  parece  serlo  tanto  la  vuelta,  recorramos  la  faz 
de  la  tierra,  vayamos  á los  pueblos  mas  anti- 
guos, y luego  á Grecia,  á Roma,  ála  Gemianía, 
y por  fia  á Inglaterra  y á Francia,  y examine- 
mos con  la  posible  rapidez  cuál  fué  el  medio  pri- 
mitivo que  se  excojitó  para  administrar  la  jus- 
ticia, cuál  fué  la  primera  época  de  los  juicios 
populares  ó juicios  del  pais  representados  últi- 
mamente por  los  juicios  de  doce  hombres,  cuá- 
les las  naciones  que  los  adoptaron  y la  forma  en 
que  los  establecieron , y cuáles  los  frutos  que 
produjeron  y están  actualmente  produciendo. 
Ardua  tarea  es  esta,  y muy  superior  á nuestras 
fuerzas;  pero  cuando  vemos  que  las  Córtes  de 
1812  creyeron  que  con  el  tiempo  convendría  ha- 
cer distinción  entre  los  jueces  del  hecho  y del 
derecho  , que  la  comisión  especial  de  las  de  1821 
se  manifestaba  convencida  de  haber  llegado  ya 
la  época  de  hacerla,  que  las  de  1837  han  escrito 
en  su  Constitución  que  las  leyes  determinarán 
la  época  y el  modo  en  que  se  ha  de  establecer  el 
j uicio  por  jurados  para  toda  clase  de  delitos,  y 
que  un  partido  numeroso  quiere  ahora  que  des- 
de luego  quede  planteado  el  establecimiento  de 
dicho  juicio,  no  dudamos  de  la  oportunidad  y 
Conveniencia  de  cualquier  trabajo  mas  ó menos 
acertado  que  tenga  por  objeto  despejar  teorías 
aun  no  bien  desenvueltas,  rectificar  ideas  exa- 
geradas , desvanecer  ilusiones,  y poner  en  claro 
bajo  su  verdadero  puuto  de  vista  una  institución 
que  pudiera  ejercer  una  influencia  demasiado 
funesta  en  la  suerte  de  la  patria. 
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V.  Como  los  primeros  tiempos  del  mundo  se 
hallan  cubiertos  de  tinieblas,  la  misma  razón 
tenemos  para  asegurar  que  la  institución  del 
jurado  nació,  aunque  imperfecta,  con  la  socie- 
dad civil,  como  para  sentar  que  no  fué  conocida 
sino  muchos  siglos  después.  Sin  embargo,  si 
tomamos  en  consideración  los  datos  mas  anti- 
guos que  nos  suministra  la  historia,  si  atende- 
mos á la  naturaleza  de  los  hombres,  y si  con- 
templando  los  hechos  que  conocemos  queremos 
averiguar  por  inducción  los  que  ignoramos,  no 
será  desacertado  decir  que  la  Opinión  de  los  que 
dan  tanta  antigüedad  al  jurado  es  mucho  menos 
probable  que  la  de  los  que  se  la  niegan. 

En  efecto  , cuando  las  familias  vivían  aisladas 
é independientes  unas  de  otras,  el  padre  ó jefe 
de  cada  una  de  ellas  era  quien  ejercía  en  la  suya 
todos  los  derechos  y deberes  de  la  soberanía, 
quien  por  consiguiente  distribuía  entre  sus  in- 
dividuos los  oficios  y negocios  necesarios  para 
la  adquisición  de  la  subsistencia,  quien  daba 
leyes , arreglaba  las  diferencias  que  se  suscita- 
ban entre  ellos,  é imponía  penas  á los  que  de- 
linquían, quien  contraía  alianzas  con  otros, 
declaraba  la  guerra  y hacia  la  paz  con  sus  ene- 
migos. Así  Abraham,  reuniendo  sus  fuerzas  y 
las  de  otros  padres  de  familias  con  quienes  esta- 
ba confederado , hizo  la  guerra  y venció  á cuatro 
Reyes  que  se  habían  llevado  cautivo  á su  sobrino 
Lot  con  toda  su  familia:  Genes.,  cap.  XIV,  v,  14 
ysig.  Así  el  mismo  Abraham  contrajo  alianza 
con  Abimelech  , la  cual  fué  renovada  después 
por  Isaac:  Genes.,  cap.  XXI,  v.  22,  y cap.  XXVI, 
v.  26.  Así  los  hijos  de  Jacob  invadieron  la  ciu- 
dad de  Salem,  aunque  violando  un  sagrado 
pacto,  y pasaron  á cuchillo  á Hemor  príncipe 
de  aquel  pais  y á su  hijo  Sichem  y á todos  sus 
habitantes  varones  por  vengar  el  rapto  y estu- 
pro de  su  hermana  Dina:  Genes.,  cap.  XXXIV, 
v.  25.  Así  Jacob  mandó  á todos  los  individuos  de 
su  familia  arrojar  de  sí  los  ídolos  que  llevaban, 
purificarse  y mudar  de  vestidos:  Génes.  XXXV,  2. 
Así  finalmente , Judas  su  hijo  condenó  k su  nue- 
ra Thamar  á ser  quemada  viva  por  causa  de 
adulterio:  Génes.  XXXVIII,  24  y 25. 

VI.  Mas  cuando  por  la  succesiva  ó simultá- 
nea reunión  de  muchas  familias  resultaron  so- 
ciedades civiles  mas  ó menos  extensas , si  bien 
algunos  imaginan  que  los  jefes  respectivos  de 
aquellas  formaron  aunados  una  junta  que  diri- 
gía la  asociación  y le  administraba  justicia,  y 
que  así  el  primero  de  los  Gobiernos  fué  aristo- 
crático , parece  mucho  mas  natural  y mas  con- 
forme á los  documentos  históricos  y á las  tradi- 
ciones que  cada  una  de  las  nuevas  sociedades, 
tomando  por  modelo  la  autoridad  paterna , reco- 


nociese por  su  jefe  al  que  reunia  en  mas  alto 
grado  las  prendas  de  valor,  prudencia  y sabidu- 
ría para  mantenerla  en  paz  y defenderla  contra 
sus  enemigos.  Así  es  que  en  los  tiempos  mas  an- 
tiguos á que  alcanza  la  historia  , tanto  la  sagra- 
da como  la  profana,  vemos  toda  la  tierra  cono- 
cida entonces,  cubierta  de  pequeñas  monarquías 
que  fueron  engrandeciéndose  unas  y desapare- 
ciendo otras  con  las  conquistas:  Génes.,  cap.  X, 
v.  9,  10  y 11 ; XIV,  1;  Josué,  XII,  7;  Jud.  I,  7; 
S trabón , Geogr.  XVI.  Así  es  también  que  en  los 
países  descubiertos  en  los  últimos  tiempos  ape- 
nas se  han  encontrado  pueblos  errantes  é fijos 
que  no  prestasen  obediencia  á un  príncipe  con 
el  nombre  de  Kouqui , Cacique,  Sobá  ú otro  que 
denote  la  soberanía.  Por  eso  Aristóteles  llama  en 
su  política  el  primero  y el  mas  digno  de  los  go- 
biernos al  principado,  primus  et  dignissimus 
principatus,  añadiendo  que  casi  en  todas  partes 
había  sido  preferida  la  monarquía,  porque  era 
difícil  encontrar  muchos  hombres  dotados  de 
virtudes  eminentes  para  la  buena  dirección  de 
la  República.  Y por  eso  Cicerón,  en  el  libro  de 
las  leyes,  asegura,  que  todas  las  naciones  anti- 
g-uas  se  sometieron  primeramente  á Reyes:  om- 
nes  antiguos  gentes  regibus  prirnum  paruisse.  Aho- 
ra bien;  los  Reyes,  jefes  ó caudillos  de  los  pue- 
blos tenían  un  poder  omnímodo  y absoluto ; ellos 
reunian  en  sus  personas  las  funciones  legislati- 
vas, administrativas  y judiciales;  oian  las  que- 
jas de  sus  súbditos  y termiuaban  sus  diferencias 
por  las  inspiraciones  de  la  razón;  conocían  de 
las  causas  criminales  y castigaban  á los  delin- 
cuentes, según  Aristóteles  y los  historiadores 
nos  enseñan  , y según  aparece  del  libro  I de  los 
Reyes,  cap.  8.“,  v,  3.°,  donde  los  israelitas  se  pre- 
sentan á Samuel  pidiéndole  un  Rey  que  los  juz- 
gue, como  le  teniau  todas  las  naciones:  Constitue 
nobis  rege-m , ut  judice  nos , sicut  et  unuersce  ha- 
Itent  nationes. 

VII.  Pero  habiéndose  acrecentado  las  socie- 
dades, ó multiplicado  las  relaciones  de  sus  indi- 
viduos por  el  brío  que  iban  tomando  la  agricul- 
tura, las  artes  y el  comercio,  las  cuales  daban 
motivo  á controversias  y discusiones  sin  cuento, 
no  era  ya  posible  que  el  jefe  ó caudillo  de  cada 
Estado  llenase  por  si  mismo  las  funciones  de  le- 
gislador, de  administrador  y de  juez;  y así  hubo 
de  compartirla  y delegar  especialmente  las  ju- 
diciales á personas  de  confianza  y de  prestigio, 
reservándose  regularmente  el  conocimiento  de 
los  negocios  mas  graves  y el  de  las  apelaciones. 
Tal  es  la  conducta  que  siguió  Moisés  por  con- 
sejo de  su  suegro  Jethró,  sacerdote  de  Madian, 
pues  fatigado  ya  de  estar  oyendo  y determinan- 
do todos  los  dias  desde  la  mañana  hasta  la  tarde 
los  pleitos  y contiendas  de  los  israelitas,  eligió 
los  varones  mas  sabios  , mas  nobles,  mas  desin- 
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teresados  y temerosos  de  Dios,  bízolos  jefes  de 
las  tribus,  y les  confió  la  administración  déla 
justicia,  encargándoles  empero  que  le  consul- 
tasen ó remitiesen  las  causas  mas  árduas  ó im- 
portantes: Exod.,  cap.  XVin,  v.  13  y sig.;  Deu- 
teronomio,  cap.  I,  v.  10  y sig. 

VIH.  Todavía  para  asegurar  mas  y mas  la 
rectitud  é imparcialidad  en  los  juicios,  y para 
que  los  pueblos  recibiesen  los  fallos  de  la  justi- 
cia como  emanados  de  la  divinidad,  se  delegó 
la  jurisdicción  al  sacerdocio  en  todos  los  anti- 
guos estados , ó á lo  menos  se  consultaban  con 
él  los  negocios  y causas  rnas  graves.  El  sacerdo- 
cio, en  efecto,  ejercía  la  potestad  judicial  en  las 
naciones  orientales;  ejercióla  en  el  pueblo  de 
Israel , tanto  bajo  el  régimen  de  sus  caudillos, 
como  bajo  el  de  los  jaeces,  y aun  bajo  el  de  los 
Reyes  después  de  Samuel,  pues  se  hallaba  esta- 
blecido que  en  los  juicios  difíciles  y ambiguos, 
se  oyese  á los  sacerdotes  y se  ejecutase  lo  que 
ellos  y el  juez  decidiesen:  Deuteron.,  cap.  XVII, 
v.  8."  y sig.  También  la  desempeñó  en  las  Repú- 
públicas  griegas;  en  los  pueblos  de  la  Gemianía 
no  se  podía  imponer  sin  su  anuencia  la  pena  de 
muerte;  y entre  los  celtas  tenia  la  atribución  de 
juzgar  todos  los  negocios  públicos  y particula- 
res. En  Roma  no  hubo  cuerpo  sacerdotal ; y no 
se  pudo  por  lo  tanto  delegar  función  alguna  ju- 
dicial á.  una  clase  que  no  existia ; pero  abrazado 
el  Cristianismo  en  el  Imperio,  no  solamente  au- 
torizaron los  Emperadores  la  costumbre  que  en- 
tre los  fieles  se  había  introducido  de  llevar  vo- 
luntariamente á la  decisión  equitativa  de  los 
Obispos  las  causas  pecuniarias  , mandando  dios 
magistrados  ordinarios  ejecutar  sin  apelación 
sus  sentencias  arbitrales,  sino  que  persuadidos 
de  su  prudencia  y caridad,  les  concedieron  la 
inspección  y autoridad  sobre  varios  negocios  ci- 
viles. Cuando  por  la  destrucción  del  Imperio  de 
Occidente  se  erigieron  las  naciones  europeas, 
obtuvieron  los  Obispos  jurisdicción  verdadera, 
fueron  superintendentes  sobre  todos  los  tribu- 
nales, y llegaron  á entender  bajo  varios  pretex- 
tos, casi  en  todos  los  negocios  civiles  de  los  legos, 
hasta  que  por  fin  los  jueces  seculares  recobra- 
ron, no  sin  esfuerzo,  el  ejercicio  de  su  potestad 
oscurecida.  I)e  esta  unión  tan  antigua  de  las 
funciones  judiciales  al  sacerdocio,  ha  nacido 
quizá  la  idea  de  tenerlas  por  sacerdotales  y de 
dar  á los  jueces  la  denominación  de  sacerdotes 
de  la  justicia  y ministros  de  su  culto;  idea  por 
cierto  grandiosa  y de  gran  provecho,  pues  por 
una  parte  contribuyó  á que  los  pueblos  dispen- 
sasen á los  jueces  la  consideración  debida  á su 
augusto  carácter,  y por  otra  inspiró  á los  mismos 
jueces  cierta  elevación  de  alma  que  tantas  veces 
los  hizo  superiores  á la  humana  fragilidad  ó in- 
accesibles á todo  ataque  contra  el  derecho. 


GRECIA . 

IX.  Aunque  universalmente  los  Reyes  ó cau- 
dillos de  las  naciones  eran  los  que  administra- 
ban la  justicia  por  sí  ó sus  delegados,  la  historia, 
sin  embargo,  nos  presenta  algunos  pueblos  que 
en  ciertas  épocas  la  administraron  por  sí  mismos 
reuniéndose  al  efecto  en  la  plaza  pública.  Tal 
fué  la  República  de  Atenas.  Monarquía  absoluta 
en  su  principio;  fundada  por  Cecrope  con  una 
colonia  de  egipcios  en  el  año  2448  del  mundo, 
modificada  bajo  Teseo  por  el  influjo  de  los  Pa- 
lantidas;  convertida  en  arcontado  vitalicio  de 
uno  solo  á la  muerte  de  Codro  por  el  manejo  de 
los  ricos,  y después  en  arcontado  de  diez  años, 
y luego  en  arcontado  anual  de  nueve  ciudada- 
nos principales ; degenerada  á impulso  de  las 
facciones  en  una  desenfrenada  democracia;  me- 
jorada algún  tanto  por  las  famosas  leyes  de  Dra- 
con  y Solon,  juguete  de  los  proyectos  ambicio- 
sos de  los  intrigantes  que  sabían  tomar  ascen- 
diente sobre  la  opinión  de  la  multitud;  víctima 
unas  veces  de  la  tiranía  que  el  pueblo  mismo  se 
fabricaba  por  su  ignorancia  ó imprudencia  y 
, otras  de  la  anarquía  en  que  se  trasformaba  la 
libertad,  basta  que  por  fia  vino  á caer  bajo  el 
yugo  de  los  Reyes  de  Macedonia  y á sepultarse 
después  en  el  Occéano  del  vasto  Imperio  de 
Roma;  aquella  República,  pues,  la  culta,  sábia 
y liberal  Atenas,  vió,  cuando  era  libre,  estableci- 
dos en  su  seno  los  juicios  de  la  plaza,  vió  las 
asambleas  del  pueblo,  aquel  gran  jurado,  tanto 
mas  formidable  cuanto  mas  numeroso,  ejercien- 
do funciones  judiciales;  vió  los  fallos  lanzados 
por  la  conciencia  de  la  multitud  sin  responsa- 
bilidad de  persona  alguna  contra  la  vida  ó la 
honra  ó la  fortuna  de  sus  ciudadanos. 

Allí  un  populacho  supersticioso  y haragan, 
voluble  y desenfrenado,  disipador  y venal,  unas 
veces  oprimido  y otras  opresor , embaucado  por 
los  mas  osados  é inmorales  de  sus  oradores,  en 
medio  de  los  bandos  y parcialidades  que  le  te- 
nían en  perpétua  fluctuación,  ora  echaba  de  su 
seno  á un  Aristides,  porque  ciertos  malvados  no 
podían  tolerar  la  presencia  de  aquel  justo ; ora 
pagaba  con  el  ostracismo  las  victorias  y los 
grandes  servicios  de  Cimon ; ora  condenaba  in- 
justamente al  grande  orador,  al  valiente  capi- 
tán, al  mejor  de  sus  ciudadanos,  al  desintere- 
sado Focion,  imponiéndole  la  muerte  á la  edad 
de  ochenta  años,  muerte  que  quiso  reparar  des- 
pués con  una  estátua  y con  el  castigo  de  su  acu- 
sador Agnónides;  ora  calificaba  de  impío  y hacia 
morir  por  ello  envenenado  á Sócrates,  aunque 
toda  la  Grecia  le  tenia  por  el  hombre  mas  sabio 
y virtuoso  de  aquellos  tiempos;  de  suerte  que  los 
ciudadanos  que  descollaban  sobre  los  demás  por 
sus  prendas  personales  ó sus  servicios  á la  Re- 
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pública  ó sus  riquezas,  solian  ser  siempre  la 
presa  en  que  mas  se  cebaba  el  famoso  pueblo  de 
Atenas  extraviado  por  los  demagogos  que  le 
arengaban.  En  tanto  el  Areópago,  compuesto  de 
magistrados  vitalicios,  personas  recomendables 
por  su  nacimiento,  por  las  dignidades  que  ha- 
bían obtenido , y por  su  instrucción  y probidad, 
se  hacia  célebre  y lograba  la  estimación  uni- 
versal por  la  rectitud  de  sus  juicios. 

BOMA. 

X.  También  en  Boma  se  juzgó  en  las  asam- 
bleas populares  á los  ciudadanos  acusados  de 
ciertos  delitos.  Establecida  la  república  después 
de  la  expulsión  de  los  Reyes , conocían  sobera- 
namente los  cónsules  de  las  causas  capitales, 
pero  luego  se  prescribió  la  apelación  al  pueblo, 
y después  se  ordenó  que  ningún  ciudadano  ro- 
mano pudiera  ser  condenado  á muerte  sino  en 
los  comicios  por  centurias,  ni  á pena  pecuniaria 
sino  en  los  comicios  por  tribus.  No  tardó  á ma- 
nifestar la  experiencia  que  la  administración 
de  justicia  quedaba  de  este  modo  abandonada 
al  ciego  espíritu  de  partido  y á otras  pasiones 
menos  nobles.  Así  es,  que  Corialano,  celoso  pa- 
tricio y gran  capitán , que  viendo  al  pueblo  en- 
tregado á la  holgazanería  y á la  sedición,  quiso 
economizarle  las  distribuciones  del  trigo  de  Sici- 
lia para  obligarle  á dedicarse  á la  agricultura, 
fué  acusado  del  proyecto  de  aspirar  á la  tiranía 
y echado  de  Roma  en  virtud  de  las  intrigas  de 
una  facción  á pesar  de  los  grandes  servicios  que 
había  prestado  á la  república. 

Habiéndose  entretanto  engrandecido  el  Esta- 
do, siendo  mas  frecuentes  los  delitos,  presen- 
tando de  cada  dia  mas  inconvenientes  la  convo- 
cación de  los  comicios,  y yendo  en  aumento  los 
desórdenes  que  nacían  de  la  viciosa  reunión  de 
la  facultad  legislativa  y judicial,  se  vió  la  nece- 
sidad que  babia  de  tribunales  fijos  y permanen- 
tes para  los  negocios  criminales  como  los  había 
para  los  civiles;  y se  instituyeron  efectivamen- 
te con  el  nombre  de  cuestiones  perpéiuas.  En  cada 
tribunal  presidia  un  pretor  con  un  magistrado 
anual  que  se  llamaba  juez  de  la  cuestión;  am- 
bos dirigían  y preparaban  el  juicio;  y el  exámen 
del  hecho  estaba  reservado  á un  consejo  de  jue- 
ces ó jurados  adjuntos.  El  pretor  nombraba  cada 
año  cuatrocientos  cincuenta  ciudadanos  de  co- 
nocida probidad  para  que  ejerciesen  en  todos 
los  tribunales  las  funciones  de  jurados  ó jueces 
de  hecho,  y hacia  inscribir  sus  nombres  eu  un 
registro  público  llamado  álbum  judicum;  admi- 
tida legítimamente  una  acusación,  hacia  poner 
cédulas  con  dichos  nombres  en  una  urna,  y á 
presencia  de  las  partes  el  juez  de  la  cuestión  sa- 
caba por  suertes  el  número  de  jueces  que  la  ley 
Tomo  iii. 


señalaba  para  aquellas  especies  de  juicio.  El 
acusador  y el  acusado  recusaban  entonces  libre- 
mente á cuantos  tenían  por  sospechosos,  mien- 
tras no  se  había  agotado  el  número  de  los  cua- 
trocientos cincuenta,  con  tal  que  resultase  para 
el  juicio  el  número  competente.  Constituido  así 
el  tribunal,  presentaba  el  juez  de  la  cuestión  los 
materiales  recogidos  para  la  averiguación  del 
hecho , los  documentos  aducidos  por  las  partes 
para  fundar  su  intención,  y los  testigos  que  ha- 
bían de  ser  examinados;  desenvolvía  el  acusa- 
dor sus  pruebas;  respondían  en  seguida  los  abo- 
gados del  acusado , cuyas  defensas  duraban  á 
veces  muchos  dias;  los  jueces  oían  y se  entera- 
ban de  la  verdad  ó falsedad  del  hecho  y de  la 
delincuencia  del  acusado,  conferenciaban  luego 
entre  sí  por  mas  ó menos  tiempo,  y unas  ve- 
ces fallaban  de  viva  voz  en  audiencia  públiea,  y 
otras  veces  que  eran  las  mas,  daban  sus  votos 
por  cédulas  reservadas,  que  examinaba  el  pre- 
tor y publicaba  por  sentencia  la  opinión  de  la 
mayoría. 

Tal  era  entre  los  romanos  el  modo  de  proceder 
eu  las  causas  criminales,  hasta  que  en  tiempo 
de  los  Emperadores  se  trasladó  el  conocimiento 
y decisión  de  ellas  al  Senado  y á los  magistrados 
creados  por  el  príncipe.  Pero  en  la  institución 
del  jurado  romano  hay  que  observar  dos  cosas 
de  mucha  trascendencia,  que  aseguraban  la  ca- 
pacidad é imparcialidad  de  los  jueces  del  hecho 
y la  rectitud  de  sus  juicios:  1.a,  que  el  pretor 
era  quien  elegía  dichos  jueces;  y 2.a,  que  no  los 
tomaba  sino  del  órden  ecuestre  ó del  senatorio 
ó de  ambos,  prefiriendo  regularmente  á los  que, 
además  de  la  edad  y el  censo  que  exigia  la  ley, 
añadían  la  circunstancia  de  haber  obtenido  al- 
guna magistratura.  Así  es , que  en  las  causas 
que  defendió  Cicerón  vemos  sentados  en  el  ban- 
co de  los  jueces  á Catón,  á Hortensio,  á los  Ló- 
culos, Homicioa,  Scévolas,  y otros  hombres  de 
los  mas  distinguidos  de  Roma. 

GEBMANÍA. 

XI.  Entre  los  antiguos  germanos , según  re- 
fiere Tácito , se  ponían  asimismo  y decidían  las 
acusaciones  capitales  en  la  junta  ó asamblea  del 
pueblo;  presidíala  el  Rey,  príncipe  ó caudillo,  é 
indicaba  la  sentencia  que  ie  parecía  justa,  y el 
pueblo  la  aprobaba,  sacudiendo  todas  sus  jaba- 
linas ó picas;  ó bien  la  desaprobaba,  sin  otra 
señal  que  el  murmullo.  En  las  mismas  juntas 
se  elegían  principes  ó jefes,  que  asistidos  cada 
uno  de  cien  consejeros  sacados  de  la  plebe,  ad- 
ministraban justicia  en  los  aduares  y alquerías. 
Mas  esta  práctica,  cuyos  resultados  buenos  ó 
malos  se  ignoran , y que  debía  resentirse  de  los 
riesgos  de  la  precipitación  y de  la  ignorancia, 
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tío  pudo  tener  lugar  sino  en  la  infancia  y senci-  1 
Hez  de  aquellos  pueblos  guerreros  y solo  para 
castigar  á los  traidores,  á los  tránsfugas  y k los 
cobardes,  que  eran  los  únicos  que  incurrían  en 
la  pena  de  muerte;  de  modo  que  puede  decirse  , 
que  eran  aquellas  juntas  unos  grandes  consejos 
de  guerra,  como  que  no  tenían  otro  objeto  que 
el  de  mantener  y fortificar  la  subordinación  mi- 
litar. Cuando  derramándose  los  germanos  por 
la  Europa  formaron  grandes  estados  , fuéles  pre- 
ciso circunscribir  á menor  número  de  jueces  el 
derecho  que  antes  se  ejercia  por  todos;  hubieron  ; 
de  reformar  y variar  insensiblemente  sus  cos- 
tumbres con  el  trascurso  del  tiempo,  con  el  roce 
y las  relaciones  de  otros  pueblos,  y con  la  cul- 
tura y civilización  que  iban  adquiriendo;  y de 
todos  modos,  si  ellos  conservaban  sus  institu- 
ciones, dejaban  que  los  vencidos  ó conquistados 
continuasen  rigiéndose  por  las  que  hasta  enton- 
ces habían  tenido. 

INGLATERRA. 

XII.  En  Inglaterra  fué  donde  el  juicio  ger- 
mánico , 6 sea  el  jury  ( pues  así  se  le  llama  en 
aquel  pais)  introducido , como  algunos  preten- 
den, por  los  sajones  , sus  primeros  conquistado- 
res, recibió  mayor  extensión  y mejoras  sucesi- 
vas, y quedó  consagrado  en  la  gran  carta:  Nellv.s 
líber  homo,  se  dice  en  ella,  cajún,  tur , vel  impri- 
sionetur,  aut  exulet,  aut  aliquo  alio  modo  destrua- 
tur,  nisi  per  legale  judicium  pariwm  suorum. 
Establecióse  al  principio  solamente  para  los  se- 
ñores, los  cuales  teniendo  á menos  comparecer 
como  reos  ante  los  tribunales  y jueces  á quienes 
el  Rey  había  delegado  la  administración  de  la 
justicia,  obtuvieron  el  privilegio  de  no  ser  juz- 
gados sino  por  sus  iguales,  por  sus  pares,  es 
decir,  por  otros  señores  de  su  rango  (privilegio 
que  todavía  conservan  , pues  que  en  tal  caso  de 
crimen  no  son  juzgados  sino  por  la  cámara  de 
los  pares);  y por  fin,  los  individuos  del  estado 
general,  para  sustraerse  á la  jurisdicción  de  los 
jueces  de  señorío,  quisieron  también  lograr  ser 
juzgados  por  sus  iguales ; de  suerte  que  loque 
se  ha  preconizado  como  obra  de  la  libertad  y de 
la  sabiduría  no  fué  por  una  parte  mas  que  obra 
de  la  vanidad  y del  orgullo,  y por  otra  un  golpe 
de  política  con  que  Enrique  III  trató  de  dismi- 
nuir el  poder  de  los  barones. 

Este  juicio  se  mantiene  allí  todavía,  en  cier- 
tos casos  para  las  materias  civiles,  y en  todos 
para  las  criminales;  pero  los  jurados  se  limitan 
á pronunciar  sobre  los  hechos,  y los  magistra- 
dos permanentes  aplican  la  ley  como  conclusión 
de  ¡as  premisas  de  los  hechos  que  aquellos  de- 
claran comprobados. 

XIII.  Son  dos  las  especies  de  jurados  que 


existen  en  Inglaterra ; á saber , el  gr and  jury , ó 
jurado  mayor,  que  declara  haber  ó no  haber  lu- 
gar á proceder  criminalmente  contra  el  que 
aparece  reo;  y el petty  jury,  ó jurado  menor,  que 
califica  el  hecho  imputado  al  acusado  ; de  modo 
que  aquel  puede  llamarse  jurado  de  acusación, 
y este  jurado  de  calificación.  El  jurado  mayor 
se  compone  de  veintitrés  ciudadanos  de  los  mas 
distinguidos  por  su  fortuna  y por  la  considera- 
ción de  que  gozan  en  su  provincia;  y el  jurado 
menor  consta  de  doce  ciudadanos  tomados  de  la 
lista  de  los  que,  siendo  de  edad  de  veinte  y uno 
á sesenta  años,  tengan  mil  reales  de  renta  líqui- 
da al  año,  procedente  de  tierras,  ó de  derechos 
sobre  ellas  , ó disfruten  una  renta  líquida  anual 
de  dos  mil  reales,  producto  de  arrendamiento 
por  veinte  y un  años  ó mas,  ó paguen  tres  mil 
reales  por  inquilinato  en  Lóndres  y su  provin- 
cia ó dos  mil  en  otra , ú ocupen  una  casa  de 
quince  ó mas  ventanas.  Así  los  individuos  del 
jurado  mayor  como  los  del  menor  son  nombra- 
dos por  el  sherif,  que  es  el  magistrado  que  ele- 
gido anualmente  por  el  Rey  á propuesta  de  los 
doce  jueces  de  derecho  de  Inglatera  reunidos  al 
efecto , está  encargado  de  mantener  el  órden  en 
cada  condado,  de  presidir  en  él  á la  adminis- 
tración de  justicia,  y de  hacer  ejecutar  todas 
las  leyes  y sentencias. 

Trámites  del  juicio  por  jurados  en  Inglaterra. 

XIV.  Cuando  se  comete  un  crimen  , presenta 
su  queja  el  ofendido  k un  magistrado  inferior, 
llamado  juez  de  paz  , quien  después  de  tomarle 
juramento,  da  órden  á un  constable,  que  es  una 
especie  de  comisario  de  policía,  para  que  traiga 
al  presunto  reo  y se  apodere  de  todas  las  piezas 
ó instrumentos  que  puedan  servir  para  su  con- 
vicción. Trasládase  el  constable  al  domicilio  del 
acusado , le  arresta  si  puede  asegurarse  de  su 
persona,  y le  conduce  con  el  querellante  y los 
testigos  ante  el  magistrado.  Este  los  oye  á todos 
desde  luego  por  separado , deja  en  libertad  al 
acusado,  ó le  hace  poner  preso , según  las  cir- 
cunstancias, y designa  el  día  mas  próximo  para 
la  información.  Llegado  este  día,  se  presentan 
en  la  audiencia  del  juez  de  paz  los  testigos  y el 
querellante,  acompañado  de  su  altorney,  que  es 
una  especie  de  procurador  ó defensor,  y es  con- 
ducido también  á ella  el  presunto  reo  , asistido 
igualmente  de  un  altorney , si  tiene  medios  para 
ello.  El  juez  de  paz  consigna  por  escrito  las  con- 
fesiones ó reconocimientos  del  preso , así  como 
las  declaraciones  de  los  testigos  y del  querellan- 
te, tales  cuales  resultan  desús  deposiciones  y de 
las  preguntas  que  sucesivamente  se  les  dirigen, 
ora  por  el  attorney  del  último,  ora  por  el  del  pri- 
mero; pero  son  muy  escasas  las  preguntas  que 
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se  hacen  al  reo,  quien  da  cuenta  de  su  conducta 
del  mejor  modo  que  estima  convenirle,  sin  que 
el  juez  se  crea  obligado  á hacerle  conocer  las 
contradicciones  en  que  incurriere  con  los  testi- 
gos ó consigo  mismo;  tampoco  se  le  piden  expli- 
caciones sobre  los  cargos  que  le  resultan;  él  las 
da  si  quiere,  ó bien  guarda  silencio.  Después  de 
la  redacción  de  los  interrogatorios,  el  juez  de 
paz,  atendiendo  á la  naturaleza  del  crimen  y á 
la  gravedad  de  los  cargos,  ó pone  al  preso  en  li- 
bertad pura  y simple,  6 le  suelta  bajo  caución,  6 
expide  contra  él  un  nuevo  mandamiento  de  pri- 
sión, enviándole  á la  cárcel  del  condado,  y de- 
jando los  instrumentos  de  convicción  en  poder 
del  constable  ó del  mismo  querellante  ; examina 
en  seguida  cuál  es  el  tribunal  á quien  según  la 
calidad  del  negocio  debe  remitir  el  presunto  reo, 
es  decir,  si  debe  ser  ante  la  Córte  ó Audiencia  que 
en  cada  condado  tiene  sus  sesiones  generales  de 
tres  en  tres  meses  para  todas  las  causas  correc- 
cionales y aun  para  las  criminales  que  no  pre- 
sentan cierto  grado  de  gravedad,  ó bien  ante  la 
Córte  ó Audiencia  criminal  que  se  reúne  dos  ve- 
ces al  año  en  todos  los  condados  de  Inglaterra,  y 
ocho  veces  en  Lóndres  y Middlessex,  para  deci- 
dir sobre  las  acusaciones  capitales;  hace  luego 
que  el  querellante  y cada  uno  de  los  testigos 
firmen  un  pagaré,  que  suele  ser  de  cuarenta  li- 
bras esterlinas,  obligándose  á satisfacer  al  Rey 
esta  cantidad  en  caso  de  que  no  se  presenten  al 
tribunal  en  la  próxima  sesión,  el  uno  para  pro- 
seguir su  acción  contra  el  preso,  y los  otros  para 
deponer  sobre  los  hechos  de  que  tienen  conoci- 
miento, y envía  sin  dilación  á la  escribanía  del 
tribunal  los  pagarés  y la  sumaria. 

XV.  En  el  tiempo  que  trascurre  basta  la 
apertura  del  tribunal,  el  procurador  del  quere- 
llante, ó en  su  defecto,  y siendo  causa  de  homi- 
cidio, uno  de  los  oficiales  públicos  llamados  co- 
ronéis, que  equivalen  á nuestros  fiscales,  á quien 
se  pasa  copia  de  la  instrucción  ó proceso,  prepa- 
ra el  escrito  de  acusación  contra  el  presunto  reo, 
refiriendo  el  hecho  que  le  imputa,  y apoyándolo 
en  la  confesión  ó reconocimiento  que  el  mismo 
reo  baya  podido  hacer,  ó en  las  deposiciones  de 
los  testigos,  y lo  guarda  en  su  poder  para  pre- 
sentarlo en  su  tiempo  al  gran  jurado. 

XVI.  Abierto  en  la  acostumbrada  época  el 
tribunal,  sea  el  correccional  presidido  por  el  she- 
rif  ó su  diputado,  y compuesto  de  dos  ó mas  jue- 
ces de  paz,  sea  el  criminal  presidido  por  uno  de 
los  doce  jueces  de  Ingdaterra,  con  asistencia  per- 
sonal del  sberif,  se  llama  á los  individuos  del 
j urado  mayor,  los  cuales  no  están  sujetos  á re- 
cusación, y se  les  toma  j uramento  de  que  harán 
una  indagación  exacta  y rendirán  una  decisión 
conforme  á la  verdad  sobre  todos  los  artículos, 
materias  y cosas  que  se  les  presentaren  como 


' cargos,  ó que  por  cualquiera  otro  medio  llegaren 
á su  conocimiento  con  respecto  al  servicio  que  se 
les  confia;  de  que  guardarán  secreto  sobre  todas 
las  noticias  é indicaciones  que  recibieren  de 
parte  de  los  oficiales  del  Rey,  ó de  sus  propias 
relaciones,  ó de  las  de  sus  colegas;  de  que  no 
pondrán  á persona  alguna  en  acusación  por 
odio,  malicia  ó mala  voluntad,  ni  declararán 
tampoco  que  no  bá  lugar  á ella  por  temor,  favor 
ó afección,  ó por  esperanza  de  recompensa;  y de 
que  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  se  conduci- 
rán bien  y fielmente  , atendiendo  solo  á la  ver- 
dad, á toda  la  verdad,  y nada  mas  que  á la  ver- 
dad, según  su  leal  saber  y entender,  y con  toda 
la  sinceridad  de  su  convencimiento. 

XVII.  Los  individuos  del  jurado  mayor  deben 
ser  ordinariamente  veintitrés,  para  que  sus  de- 
cisiones, que  se  dan  á la  simple  mayoría,  se  den 
al  menos  á una  mayoría  compuesta  de  doce  vo- 
tos; pero  no  es  necesario  de  rigor  aquel  número, 
pues  que  pueden  proceder  al  ejercicio  de  sus 
funciones  en  habiendo  veintidós,  veinte,  y aun 
solamente  doce,  con  tal  que  en  este  último  caso 
estén  unánimes,  y en  los  otros  baya  á lo  menos 
doce  que  declaren  haber  lugar  á la  acusación. 
Esta  necesidad  proviene  del  principio  fundamen- 
tal de  la  ley  inglesa,  que  estabLece  que  no  pueda 
ser  condenada  una  persona  sino  por  el  asenti- 
miento de  veinticuatro  de  sus  conciudadanos;  y 
así  en  efecto  se  verifica  siempre,  pues  que  la  de- 
cisión del  jurado  mayor  debe  formarse  por  una 
mayoría  de  doce  votos  á lo  menos,  y la  de  los 
doce  miembros  del  menor  ha  de  darse  por  una- 
nimidad. 

XVIII.  Se  pasa  en  seguida  al  llamamiento  de 
los  ciudadanos  del  jurado  menor,  que  antes  eran 
veinticuatro,  y ahora  son  cuarenta  y ocho,  á fin 
¡ de  que  no  quede  agotado  por  las  recusaciones  el 
número  de  los  doce  que  se  necesita  para  juzgar 
las  causas. 

XIX.  Terminada  esta  operación,  dirige  el 
juez  un  corto  discurso  al  jurado  mayor,  recor- 
dándole sus  obligaciones  y los  principios  que 
deben  guiarle,  y le  invita  á pasar  á la  cámara  ó 
sala  que  le  está  destinada  para  ocuparse  de  los 
negocios  que  le  están  sometidos.  Fórmase  en  ella 
efectivamente  el  gran  jurado  en  una  especie  de 
tribunal,  bajo  la  presidencia  de  su  jefeó/o«- 
man,  que  es  siempre  uno  de  los  ciudadanos  mas 
eminentes  de  la  provincia  por  su  nacimiento, 
por  su  rango  y por  su  instrucción.  Presénianse 
ante  él  el  querellante  de  cada  causa  y sus  testi- 
gos; el  uno  expone  el  motivo  de  su  queja  y las 
circunstancias  del  crimen  de  que  ha  sido  vícti- 
ma, y los  otros  las  atestan  con  sus  deposiciones; 
los  individuos  del  jurado  deliberan  en  seguida 
sobre  las  presunciones  que  resultan  contra  eL 
' acusado,  y si  las  encuentran  bastante  graves. 
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pone  á su  nombre  el  foreman  al  pié  del  escrito 
de  acusación  las  palabras  true  Mil,  que  dan  á 
entender  que  la  acusación  está  bien  fundada; 
pero  en  caso  contrario,  manifiesta  con  las  pala- 
bras not  Mll  que  no  há  lugar  á seguir  los  proce- 
dimientos. 

XX.  Vuelve  el  gran  jurado  á la  sala  de  au- 
diencia con  su  decisión,  y compareciendo  el 
preso  á la  barra,  lee  el  escribano  en  voz  alta  el 
escrito  de  acusación,  anuncia  en  su  caso  que  el 
gran  jurado  la  ha  encontrado  fundada,  y pre- 
gunta al  reo  si  se  reconoce  culpable  ó si  quiere 
sostener  su  inocencia.  En  el  primer  caso  (que  no 
deja  de  ser  frecuente  por  la  certeza  que  tiene  el 
reo  de  la  conmutación  de  su  pena),  el  juez,  el 
escribano,  el  carcelero  y casi  todos  los  abogados, 
incluso  el  del  querellante,  le  exhortan  á que  se 
defienda  por  si  lograre  ser  absuelto;  pero  si  á 
pesar  de  tantas  solicitaciones  persiste  en  confe- 
sarse culpable,  se  le  condena  sin  juicio  en  virtud 
de  su  propia  confesión.  En  el  segundo  caso,  le 
pregunta  el  escribano  de  qué  modo  quiere  ser 
juzgado,  y el  preso  responde  ó se  entiende  res- 
ponder que  quiere  serlo  por  Dios  y 'por  su  país,  lo 
cual  es  ahora  una  mera  formalidad  alusiva  á la 
opcion  qne  tenia  en  lo  antiguo  el  acusado  de 
preferir  el  juicio  por  jurados,  ó el  de  la  prueba 
por  el  agua  ó el  fuego,  6 el  del  combate  ju- 
dicial. 

XXI.  Adviértele  después  el  mismo  escribano 
que  va  á proceder  á la  extracción  de  los  jurados 
que  han  de  juzgarle,  y que  podrá  recusarlos  á 
todos  ó á algunos  de  ellos  cuando  se  presenten 
á prestar  juramento  sobre  el  libro  del  Evange- 
lio. Aunque  la  extracción  de  los  jurados  deberia 
en  rigor  hacerse  por  sorteo,  pues  quiere  la  ley 
que  los  nombres  de  todos  ellos  se  escriban  en 
otras  tantas  papeletas  y se  pongan  en  una  urna, 
de  donde  sucesivamente  hayan  de  sacarse,  es 
costumbre , sin  embargo , que  el  escribano  to- 
me los  doce  primeros  nombres  de  la  lista,  ú 
otros  doce  cualesquiera  de  los  cuarenta  y ocho 
contenidos  en  ella.  Tiene  derecho  efectivamente 
cada  acusado,  así  como  también  el  querellante, 
de  recusar  todos  los  jurados  de  la  lista  cuando  le 
asisten  justas  causas  para  que  se  declare  por 
sospechoso  al  sherif  que  la  ha  formado,  en  cuyo 
caso  se  hace  otra  nueva  de  órden  del  juez  por 
dos  de  los  coromers  ó fiscales  que  se  hallen  pre- 
sentes. Puede  asimismo  recusar  individualmen- 
te por  causas  legítimas  á todos  aquellos  jura- 
dos que  carezcan  de  las  circunstancias  exigi- 
das por  la  ley,  ó que  tengan  relación  de  paren- 
tesco, de  amistad  ó de  sociedad  ó gremio  con  la 
otra  parte , ó enemistad  ó pleito  con  la  que  le 
recusa.  Puede  finalmente  el  acusado,  y no  el 
querellante,  usar  de  la  recusación  llamada  pe- 
rentoria; es  decir,  recusar  en  los  casos  de  felonía 


I ó de  traición,  sin  alegar  motivo  alguno,  cierto 
número  de  jurados  determinados,  á saber:  trein- 
ta y cinco  en  el  caso  de  traición,  y veinte  solo 
en  caso  de  homicidio  y de  felonía,  y ya  no  puede 
en  tales  casos  recusar  otros  sino  por  causas  le- 
gítimas. 

Ni  la  lista  de  los  jurados  ni  el  escrito  de  acu- 
sación se  comunican  legalmente  al  acusado  sino 
en  el  caso  de  traición,  en  el  cual  se  le  hace  en- 
trega de  uno  y otro  diez  dias  á lo  menos  antes 
de  su  comparecencia  en  el  tribunal.  Las  recusa- 
ciones deben  hacerse  á la  vista  del  jurado  llama- 
do para  prestar  su  juramento  y antes  de  que 
efectivamente  le  preste.  Pero  como  la  lista  de  los 
jurados  se  imprime  algunos  dias  antes  de  la  se- 
sión y se  comunica  á los  procuradores , tienen 
estos  mucho  cuidado  de  presentarla  á sus  res- 
pectivos presos,  quienes  lejos  de  agotar  su  dere- 
cho de  recusación  perentoria,  se  contentan  con 
indicar  entonces  los  jurados  que  desean  recusar, 
y haciéndolo  saber  el  procurador  al  escribano, 
llama  este  tan  solo  á los  que  el  reo  acepta , y no 
á los  que  desecha;  de  manera,  que  nunca  ó casi 
nunca  se  hace  recusación  alguna  en  la  Au- 
diencia. 

Cuando  el  reo  es  extranjero,  tiene  derecho  á 
pedir  que  la  mitad  de  los  jurados  sean  ingleses, 
y la  otra  mitad  extranjeros  de  su  misma  nación 
si  los  hay  en  la  ciudad,  ó de  otra  nación  cual- 
quiera, y no  es  necesario  que  los  últimos  tengan 
renta  determinada. 

XXII.  Así  que  están  ya  sorteados  ó escogidos 
doce  jurados  sin  que  ninguna  de  las  partes  Los 
recuse,  pronuncia  un  alguacil  á cada  uno  de 
ellos  la  fórmula  del  juramento,  concebida  en  es- 
tos términos:  «Vos  debeis  juzgar,  según  vuestra 
conciencia  y la  verdad,  la  contienda  que  hay 
entre  el  Rey  nuestro  soberano  y el  acusado  que 
teneis  delante,  y dar  un  justo  veredicto  conforme 
á la  evidencia.  Así  Dios  os  ayude.»  Cada  jurado 
responde  á su  vez  besando  el  libro  del  Evange- 
lio. Luego  el  alguacil,  volviéndose  al  auditorio, 
invita  á los  circunstantes  á que  den  á los  jueces, 
al  procurador  general  del  Rey  ó al  abogado  del 
querellante  las  noticias  ó datos  que  tengan  sobre 
los  crímenes  cometidos  por  el  preso,  é intima  á 
los  testigos  que  comparezcan  á rendir  sus  depo- 
siciones. En  seguida  el  escribano  dice  al  preso 
que  levante  la  mano,  y volviéndose  á los  jura- 
dos, les  dirige  estas  palabras:  «Vosotros,  señores 
jurados,  mirad  á este  hombre  preso , y prestad 
atención  á su  causa.  El  está  acusado  de  haber 
cometido  tal  crimen  ( y lee  el  escrito  de  acusa- 
ción). Sobre  esta  acusación  se  le  ha  preguntado 
si  era  ó no  culpable,  y habiendo  contestado  que 
no  lo  era,  se  ha  referido  sobre  la  verdad  de  este 
hecho  al  juicio  de  Dios  y de  su  país.  Ahora  bien; 
vosotros  sois  su  pais,  y es  por  lo  tanto  vuestro  de- 
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ber  el  de  indagar  si  es  ó no  culpable  del  crimen 
que  se  le  imputa.» 

XXIII.  El  abogado  del  querellante  presenta 
entonces  á los  j urados  una  sucinta  exposición  de 
los  hechos,  la  cual  no  es  otra  cosa  que  una  repe- 
tición mas  circunstanciada  de  la  acusación , sin 
permitirse  ninguna  especie  de  invectiva  contra 
el  preso,  ni  hacer  reflexión  alguna  sobre  su  per- 
versidad; deja  que  los  hechos  hablen,  y se  abs- 
tiene de  provocar  todo  sentimiento  de  indigna- 
ción que  debe  inspirar  el  delito.  Al  terminar  su 
discurso,  que  rara  vez  dura  mas  de  un  cuarto  de 
hora,  dice  que  va  á presentar  sus  testigos  en 
apoyo  de  los  hechos  que  atribuye  al  preso,  y 
efectivamente,  él  mismo  llama  al  primer  testigo 
y le  interroga. 

Cada  testigo,  antes  de  deponer,  presta  jura- 
mento de  decir  la  verdad,  toda  la  verdad  y nada 
mas  que  la  verdad. 

El  acusador  suele  tener  dos  ó tres  abogados;  el 
mas  antiguo  hace  la  exposición  de  los  hechos,  y 
luego  interrogan  los  tres  alternativamente  á los 
testigos. 

Después  del  interrogatorio  de  cada  testigo  por 
el  abogado  del  querellante,  procede  el  abogado 
del  preso,  cuando  este  le  tiene  (lo  cual  es  bas- 
tante general  en  las  provincias  y muy  raro  en 
Lóndres),  á interrogar  k su  vez  al  mismo  testigo, 
ya  para  hacerle  caer  en  contradicciones  que  de- 
biliten su  testimonio,  ya  para  establecer  otros 
hechos  que  puedan  ser  favorables  al  acusado;  y 
cuando  este  carece  de  medios  para  procurarse 
un  abogado,  desempeña  las  funciones  de  tal  el 
juez  mismo  en  este  contra-exámen. 

Durante  estos  debates,  el  juez,  que  casi  no 
toma  parte  en  ellos,  escribe  sumariamente  todas 
las  preguntas  que  se  hacen  k los  testigos  y sus 
respuestas.  Así  es,  que  cada  testigo  tiene  que 
hacer  pausadamente  su  deposición , deteniéndo- 
se al  fin  de  cada  frase , para  dar  lugar  á que  el 
juez  tome  sus  notas,  y solo  en  caso  necesario 
le  dirige  el  juez  algunas  preguntas,  que  tie- 
nen por  objeto  mas  bien  aclarar  lo  que  ha  de- 
puesto, que  no  asentar  nuevos  hechos  contra  el 
acusado. 

Al  fin  de  cada  deposición,  puede  el  acusado 
dirigir  al  testigo  todas  las  preguntas  que  tenga 
que  hacerle. 

Los  constables  ó comisarios  de  policía , los  mé- 
dicos, cirujanos  y demás  facultativos  que  hayan 
intervenido  ó tengan  que  intervenir  en  la  causa, 
Comparecen  personalmente  k rendir  sus  deposi- 
ciones sobre  los  hechos  cuya  verificación  les  cor- 
responda; y los  objetos  de  prueba  material  que 
se  hubiesen  ocupado,  se  exhiben  á los  jurados 
Pot  las  personas  k quienes  el  magistrado  confió 
su  custodia. 

El  abogado  del  reo  presenta  en  seguida  los 
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testigos  de  descargo,  á quienes  el  alguacil  hace 
prestar  el  mismo  juramento  que  á los  testigos 
de  cargo;  y después  de  examinarlos  aquel,  pue- 
de también  hacerles  repreguntas  el  abogado  del 
querellante. 

XXIV.  Terminado  el  exámen  y el  contra-exá- 
men de  los  testigos,  no  pueden  los  abogados  sa- 
car consecuencia  alguna  en  contra  ni  en  pro  del 
acusado,  de  cuanto  aquellos  hubieren  depuesto; 
pues  los  jurados  han  de  quedar  abandonados, 
digámoslo  así,  en  cuanto  á este  punto,  á su  sa- 
gacidad natural  y á la  impresión  que  hayan  he- 
cho en  su  espíritu  los  diferentes  testimonios.  No 
se  ve  por  lo  tanto  al  abogado  del  querellante 
pintar  al  acusado  como  un  mónstruo  de  que  es 
necesario  purgar  la  tierra,  ni  compararle  á todos 
los  grandes  malvados  que  han  llenado  de  espan- 
to al  mundo  con  sus  fechorías.  Tampoco  se  ve  al 
ahogado  del  preso  presentar  á los  jurados  mil 
suposiciones  absurdas  sobre  la  manera  con  que 
pudo  haberse  cometido  el  crimen,  ni  alarmarlos 
y ponerlos  en  el  caso  de  hacer  traición  ¿ su  con- 
ciencia, amenazándolos  con  los  juicios  de  Dios 
si  se  atreven  á condenar  al  reo.  Nadie  tiene  de- 
recho de  alterar  la  luz  de  la  evidencia , some- 
tiéndola al  prisma  de  su  propia  opinión  ó de  su 
imaginación;  ella  debe  llegar  á los  jurados  en 
toda  su  pureza , y tal  cual  ha  sido  producida 
en  los  debates,  y á los  jurados  solos  toca  apre- 
ciarla sin  el  auxilio  de  ninguna  influencia  ex- 
traña. 

El  juez  hace  entonces  á los  jurados  un  resú- 
men de  la  causa,  es  decir,  les  lee  simplemente 
las  notas  que  ha  tomado  durante  los  debates, 
sin  tratar  de  disimular  su  sequedad  con  reflexio- 
nes mas  ó menos  apropiadas  al  asunto  ; solo  al- 
guna vez,  cuando  lo  exige  el  caso,  les  hace  ob- 
servaciones sobre  los  testimonios  que  han  oido; 
pero  generalmente  se  limita  á presentar  el  ne- 
gocio á los  jurados  en  toda  su  desnudez,  espe- 
rando que  sus  palabras  producirán  el  debido 
efecto,  no  por  los  adornos  de  que  pudiera  re- 
vestirlas, sino  por  la  importancia  de  los  hechos 
por  ellas  puestos  en  claro,  de  que  pende  la  vida 
ó la  libertad  de  uno  de  sus  conciudadanos. 

XXV.  Después  de  la  recapitulación  hecha  por 
el  juez,  deben  dar  los  jurados  su  fallo  ó veredicto 
conforme  á la  evidencia.  Para  establecer  lo  que 
ellos  llaman  evidencia,  no  tienen  otras  reglas  que 
las  del  buen  sentido;  es  decir,  que  para  formar 
su  convicción,  no  necesitan  de  cierto  número  ó 
de  eierta  especie  de  pruebas , atestiguadas  por 
tal  ó tal  número  de  testigos;  pero  sin  poder  de- 
terminar exactamente  la  naturaleza  ó calidad  de 
las  pruebas  que  necesitan  los  jurados  ingleses 
para  condenar  á un  acusado,  puede  sentarse  en 
general  que  jamás  se  deciden  á la  condenación 
por  solo  el  convencimiento  íntimo  que  puedan 


JU 


JU 


— 686  — 


tener  de  la  culpabilidad,  si  este  convencimiento 
mismo  uo  está  corroborado  por  circunstancias 
exteriores  que  presenten  la  mayor  gravedad  y 
sean  independientes  de  los  cargos  resultantes  de 
las  contradicciones  ó inedias-confesiones  del  acu- 
sado. Mas  una  vez  que  estas  circunstancias  exis- 
tan, no  liay  consideración  humana  que  sea  ca- 
paz de  salvar  al  acusado,  sino  es  en  casos  que  en 
sumo  grado  le  favorezcan.  Los  jurados  han  he- 
cho juramento  de  juzgar  según  la  evidencia,  y 
le  observan  con  un  candor  y una  firmeza  incon- 
trastables. En  ninguna  parte  se  respeta  mas  que 
en  Inglaterra  la  religión  del  juramento;  por  eso 
están  allí  fundadas  en  él  todas  las  instituciones 
públicas  y todas  las  acciones  civiles;  y efectiva- 
mente saben  hacerle  los  ingleses  los  sacrificios 
que  exige.  ( Así  lo  dice  Mr.  Cottu  ; pero  Blacks- 
tone  y los  mas  cuerdos  de  entre  sus  paisanos  se 
plañen  de  las  piadosas  mentiras  y perjurios  del 
jury.) 

De  aquí  es  que  las  discusiones  de  los  j urados 
nunca  son  largas,  porque  nuuca  permiten  que 
se  levante  una  lucha  entre  su  humanidad  y su 
conciencia.  Si  les  parece  que  hay  evidencia,  la 
declaran  en  un  instante,  sin  examinar  las  con- 
secuencias de  esta  declaración,  sobre  las  cuales 
se  atienen  por  otra  parte  á la  indulgencia  no 
dudosa  del  juez;  y si  la  evidencia  no  consta  de 
un  modo  bastaute  claro,  el  juez  mismo  es  el  pri- 
mero que  les  insinúa  la  necesidad  de  dar  su  ve  - 
redicto á favor  del  preso.  Rara  vez  se  retirau  los 
jurados  á su  cámara  para  deliberar;  y cuando  lo 
hacen,  apenas  permanecen  en  ella  mas  de  me- 
dia liora.  Siempre  ó casi  siempre  se  contentan 
con  agruparse  al  derredor  de  su  foreman  ó pre- 
sidente, y al  cabo  de  dos  ó tres  minutos  dan  su 
veredicto  concibiéndole  ordinariamente  en  estos 
términos:  guilty  ó not  guilty  , culpable  ó no  cul- 
pable, que  por  medio  de  aquel  hacen  saber  al 
tribunal,  estando  presente  el  reo. 

XXVI.  El  veredicto  de  culpable  ó no  culpable 
se  llama  veredicto  general , porque  responde  á to- 
das las  cuestiones  que  presenta  la  acusación,  y 
está  concebido  en  términos  generales  sin  espe- 
cificar circunstancias  particulares.  Pero  cuando 
los  jurados  tienen  alguna  duda  sobre  el  punto 
de  derecho  criminal,  como  por  ejemplo,  cuando 
están  inciertos  sobre  si  el  hecho  imputado  al 
reo  es  verdaderamente  asesinato  premeditado  ó 
simple  homicidio,  ó tal  vez  no  es  crimen  previs- 
to por  la  ley , pueden  dejar  este  punto  á la  deci- 
sión dei  tribunal,  y entonces  dan  un  veredicto 
llamado  veredicto  especial,  porque  especifica  las 
circunstancias  particulares  dei  hecho,  cuya  ca- 
lificación abaudonan  al  cuidado  de  los  jueces. 
Para  emitir  este  especial  veredicto,  comienzan 
por  establecer  como  constantes  los  hechos  pro- 
bados contra  el  acusado , y después  continúan 


así:  «Y  si  los  hechos  establecidos  de  la  manera 
arriba  dicha  parece  á los  jueces  que  constituyen 
un  asesinato  premeditado,  entonces  el  jury  de- 
clara bajo  su  juramento  que  el  preso  es  culpa- 
ble de  asesinato  premeditado  ; pero  3Í  creen  los 
jueces  que  estos  mismos  hechos  no  constituyen 
un  asesinato  premeditado,  entonces  declara  el 
jury  que  el  acusado  no  es  culpable  de  asesina- 
to premeditado.» 

Los  jurados  menores  tienen  también  la  facul- 
' tad  de  hacer  en  sus  veredictos  las  mismas  dis- 
tinciones que  los  jurados  mayores;  pero  unos  y 
otros  usan  de  ella  muy  raras  veces.  Así  es  que 
según  la  ocasión  dan  un  veredicto  concebido  en 
estos  términos:  culpable,  no  de  felonía,  sino  de  un 
, simple  delito ; culpable,  no  de  robo  nocturno  con 
¡ fractura,  sino  de  felonía;  culpable,  no  de  asesina- 
to, sino  de  homicidio  sin  premeditación. 

Deben  los  jurados  dar  su  veredicto  por  unani- 
midad ; pero,  sea  que  á causa  de  la  sencillez  de 
la  instrucción  nunca  tengan  que  fallar  sino  so- 
bre crímenes  evidentes,  sea  que  uo  consientan 
en  declarar  la  culpabilidad  sino  cuando  las  acu- 
saciones se  apoyan  en  pruebas  incontestables, 
sea  finalmente  que  la  minoría  se  crea  en  el  de- 
ber de  unirse  á la  mayoría , lo  cierto  es  que  esta 
unanimidad  requerida  por  la  ley  no  es  un  obs- 
táculo para  la  prontitud  de  su  decisión.  Así  es  muy 
raro,  como  ya  se  ha  dicho,  que  se  retiren  á su 
cámara  para  deliberar  : mas  cuando  lo  estiman 
necesario,  el  escribano  hace  prestar  juramento 
á uno  de  los  dependientes  del  tribunal  de  que 
los  tendrá  encerrados  sin  fuego , sin  luz , y sin 
comer  ni  beber  hasta  que  entreguen  su  declara- 
ción ó veredicto.  El  juez,  sin  embargo, acostum- 
bra modificar  tan  excesivo  rigor  , permitiendo  á 
los  jurados  tomar  algún  ligero  alimento. 

XX VIL  Luego  que  los  jurados  presentan  su 
veredicto , si  en  él  se  declara  no  culpable  al  pre- 
so, pronuncia  el  juez  su  absolución,  y le  manda 
poner  inmediatamente  en  libertad; pero  si  se  le 
declara  culpable,  se  le  vuelve  á llevar  á la  pri- 
sión, pues  no  se  le  condena  por  entonces  á la 
pena  merecida,  sino  en  caso  de  homicidio.  Al 
fin  de  la  sesión  es  cuando  se  pronuncian  junta- 
mente todas  las  condenaciones,  quedando  com- 
prendidos y envueltos  en  una  sola  sentencia  to- 
dos los  condeuados  á la  misma  pena  por  las  di- 
ferentes acusaciones  que  se  han  ventilado.  El 
juez  eutouces  se  cubre  la  cabeza  con  un  velo  ne- 
gro, da  á su  semblante  una  expresión  de  triste- 
za augusta  y solemne,  dirige  á los  culpables 
reunidos  un  discurso  severo  en  que  les  hace  ver 
la  enormidad  de  sus  crímenes  y la  necesidad  en 
que  se  halla  de  poner  á la  sociedad  á cubierto  de 
tanta  perversidad  y malicia,  y concluye  pronun- 
ciando las  sentencias  condenatorias  que,  aun- 
que en  su  mayor  parte  son  de  muerte,  se  con- 
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mutan  en  seguida  por  el  mismo  juez,  como  co-  á quienes  comunica  las  notas  que  tomó  en  la 

misario  del  Rey , en  reclusión  ó deportación  por  Audiencia  sobre  las  deposiciones  de  los  testigos; 

siete  ó catorce  años  ó por  toda  la  vida , ó en  pri-  y si  los  doce  jueces  son  de  opinión  de  que  efecti- 
vo11 y azotes,  seguu  la  gravedad  de  los  casos,  vamente  el  veredicto  era  contrario  á la  eviden- 

bajo  la  condición  de  que  la  conmutación  ser k cia,  dirigen  su  informe  al  Rey  que  otorga  gra- 

ratificada  por  el  Rey , que  en  efecto  tiene  la  eos-  cia  entera  de  indulto  al  condenado.  Pero  estos 

tumbre  constante  de  hacerlo.  Así,  pues,  la  pena  casos  son  rarísimos;  el  primero,  porque  no  hay 

de  muerte  no  se  pronuncia  en  verdad  sino  por  juez  que  se  obstine  tan  vivamente  en  la  conde- 

satisfacer  á la  ley  que  la  prodiga  con  un  exceso  nación  de  un  acusado , aunque  le  crea  culpable; 

horroroso,  y apenas  deja  de  conmutarse,  sino  y el  segundo,  porque  es  todavía  mas  difícil  dé 

en  los  casos  de  asesinato,  y alguna  vez  de  vio-  suponer  que  los  jurados,  contra  la  opinión  del 

lencia  hecha  á mujeres,  ó de  falsificación  ó erni-  juez  y contra  las  consecuencias  naturales  que 

sion  de  billetes  de  Banco.  De  otro  modo  habrían  debían  sacar  de  los  debates,  persistan  en  encon- 
de derramarse  en  los  patíbulos  de  Inglaterra  trar  culpable  al  encausado  ; y porque  de  otra 

torrentes  de  sangre  que  llenarían  de  horror  á la  parte  sucede  con  frecuencia,  que  cuando  los 

nación  entera,  porque  cada  año  se  pronuncian  cargos  no  parecen  suficientes  al  juez,  invita  este 

allí  sobre  mil  y doscientas  condenaciones  capi-  al  abogado  del  querellante  á que  abandone  ó re- 

nuncie su  persecución,  en  lo  cual  no  deja  nunca 
de  consentir,  de  suerte  que  los  jurados,  después 
de  la  lectura  del  escrito  de  acusación , pronun- 
cian el  not  {/mita,  no  culpable  , por  falta  de  par- 
te que  prosiga  la  causa. 

XXTX.  En  cuanto  á las  causas  ó motivos  de 
nulidad,  casi  no  pueden  contarse  mas  de  cua- 
tro, que  se  derivan  de  la  esencia  misma  del  pro- 
cedimiento : la  primera  es  cuando  la  acusación 
se  halla  circunscrito  por  el  uso  á límites  bastan-  no  está,  concebida  en  los  términos  mismos  de  la 

te  estrechos,  y su  ejercicio  está  por  otra  parte  ley ; la  segunda,  cuando  el  crimen  imputado  al 

confiado  á magistrados  tan  indulgentes  como  preso  no  es  un  crimen  previsto  por  la  ley;  la  ter- 

respetables.  cera,  cuando  la  pena  pronunciada  por  el  juez  no 

XXVIII.  Cuando  el  veredicto  de  los  jurados  es  la  que  la  ley  ha  prescrito  al  crimen;  y la 

parece  al  tribunal  contrario  á la  evidencia,  es  cuarta,  cuando  en  la  Audiencia  ha  sucedido  al- 

necesarío  distinguir  si  se  ha  dado  en  pro  ó en  gun  hecho  ilegal,  como  por  ejemplo,  si  después 

contra  del  acusado.  En  el  primer  caso,  puede  el  del  juicio  se  echase  de  ver  que  todos  los  testigos, 

juez  hacer  á los  jurados  una  nueva  exposición  en  vez  de  jurar  sobre  la  Biblia,  habían  jurado 

de  la  causa,  é invitarlos  á examinarla  con  mas  casualmente  sobre  un  libro  de  comedias.  En  el 

atención  y á mudar  su  veredicto  ; pero  si  los  ju-  primer  caso , si  el  acusado  ^se  queja,  con  alguna 

rados  persisten  en  mantenerle , está  obligado  el 
juez  á absolver  al  acusado,  á no  ser  que  supon- 
ga mala  fe  ó corrupción  de  parte  de  algunos  ju- 
rados. En  esta  última  hipótesis,  puede  suspen- 
der la  absolución  y dar  cuenta  al  Rey,  quieu 
manda  proceder  contra  los  jurados  sospechosos; 
y si  en  virtud  de  estos  procedimientos  , que  se 
conducen  como  todos  los  demás,  se  encuentran 

culpables  todos  ó algunos  jurados , se  anula  el  , 

veredicto,  y se  constituye  un  nuevo  jury  para  men  por  la  ley,  como  por  ejemplo,  que  no  cons- 

juzgar  al  acusado.  Mas  fuera  de  estos  casos  ex-  tituye  traición  ó felonía.  Si  abraza  el  primer 

traordinarios,  no  se  puede  revocar  jamás  la  ab-  extremo,  es  decir,  si  forma  oposición  al  escrito 

solución  de  un  acusado  , según  el  principio  re-  acusatorio,  es  necesario  que  comience  por  con- 
conocido por  todos  los  pueblos:  Non  lis  in  ídem.  fosarse  culpable  del  hecho  que  se  le  imputa,  y 

En  el  segundo  caso,  después  se  haber  exhortado  ¡ que  sostenga  que  no  es  un  crimen  legal,  y en- 
-igualmente  á los  jurados  á mudar  su  veredicto,  tonces  el  juez  decide  el  punto  de  derecho,  y pro- 
está obligado  el  j uez  á condenar  al  preso  en  la  nuncia  la  sentencia.  Mas  si  adopta  el  segundo 

pena  prescrita  por  la  ley,  pero  tiene  el  derecho  partido,  no  queriendo  correr  el  riesgo  de  confe- 

de  suspender  la  ejecución  de  la  sentencia  ; y á sarse  autor  del  hecho  imputado,  deja  que  el  de- 

su  regreso  áLóndres,  da  cuenta  del  negocio  á bate  siga  su  curso  ordinario,  y después  de  la 

los  doce  grandes  jueces  de  Inglaterra  reunidos,  decisión  del  jury  sobre  el  punto  de  hecho,  hace 


apariencia  de  razón  ae  la  rorma  aei  escruu  acu- 
satorio, lo  retira  el  acusador  y redacta  otro  mas 
regular  que  va  inmediatamente  á presentar  al 
gran  jurado.  En  el  segundo  caso,  si  el  crimen 
imputado  no  está  previsto  por  la  ley,  puede  en- 
tonces el  reo  abrazar  uno  de  dos  partidos,  esto 
es , ó bien  oponerse  á la  acusación,  ó bien  sufrir 
el  juicio  sobre  el  hecho  que  se  le  atribuye  y sos- 
tener después  que  este  hecho  no  se  reputa  crí- 


tales,  de  las  cuales  con  el  benéfico  derecho  de  la 
conmutación  no  se  ejecutan  sino  una  de  cada 
doce  ó trece.  Resulta,  es  cierto,  que  los  jueces 
tienen  una  especie  de  derecho  de  vida  y muerte 
sobre  casi  todos  los  reos  declarados  culpables 
por  los  jurados , y que  llevando  suspendida  la 
espada  de  la  justicia  sobre  dichas  mil  y doscien- 
tas cabezas,  pueden  dejarla  caer  sobre  las  que 
meior  les  plazca ; pero  este  poder  exorbitante 
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litigar  ante  el  juez  la  cuestión  de  derecho.  El 
juez,  si  encuentra  delicada  esta  cuestión,  puede 
abstenerse  de  fallarla  por  sí  mismo  y someter 
su  decisión  á sus  doce  colegas  reunidos.  Pero  si 
estimándola  sencilla  se  cree  en  estado  de  juzgar- 
la por  sí  mismo  y la  juzga  contra  el  acusado;  ó 
si  en  el  tercer  caso  que  mas  arriba  se  acaba  de 
indicar,  aplicó  al  reo  una  pena  que  este  preten- 
de no  ser  la  que  corresponde  á su  delito,  el  abo- 
gado del  reo  se  presenta  entonces  con  uno  ó dos 
de  sus  compañeros  al  juez  después  de  la  audien- 
cia, le  hace  observaciones  sobre  su  decisión,  y 
le  anuncia  la  resolución  que  ha  tomado  de  ape- 
lar de  su  fallo  como  erróneo  al  banco  del  Rey, 
que  es  el  supremo  tribunal  criminal  de  Ingla- 
terra. El  juez  tiene  la  facultad,  ó de  suspender 
la  ejecución  de  su  sentencia  hasta  que  recaiga 
decisión  del  banco  del  Rey,  ó de  hacerla  llevar 
á efecto  bajo  su  propia  responsabilidad  sin  to- 
mar en  cuenta  las  observaciones  que  se  le  han 
hecho;  pero  regularmente  adopta  el  partido  de 
la  suspensión , por  no  cargar  con  uua  responsa- 
bilidad que  podría  serle  funesta.  En  el  cuarto 
caso  finalmente,  en  que  se  trata  de  nn  hecho 
ilegal  cometido  en  la  Audiencia,  el  tribunal  del 
banco  del  Rey  comienza  por  examinar  si  el  he- 
cho alegado  es  de  tal  naturaleza,  que  en  caso  de 
probarse,  sea  capaz  de  acarrear  la  nulidad  del 
procedimiento;  y si  así  es,  remite  la  contesta- 
ción ó averiguación  del  tal  hecho  ante  un  jury, 
siempre  elegido  en  el  condado,  y anula  después 
la  sentencia  si  el  hecho  se  declara  comprobado. 
Todas  las  causas  se  ventilan  ante  el  tribunal  del 
banco  del  Rey  por  los  abogados  de  las  dos  par- 
tes. Después  de  las  defensas,  el  juez  que  dió  el 
fallo  lee  sus  notas  á sus  compañeros  y les  expli- 
ca los  motivos  de  su  decisión;  los  jueces  resuel- 
ven en  seguida  la  cuestión  dando  sus  votos 
públicamente  y en  voz  alta;  y según  que  la  nu- 
lidad recae  sobre  el  veredicto,  como  cuando  re- 
sulta que  los  testigos  ó prestaron  mal  el  jura- 
mento ó absolutamente  no  le  prestaron,  ó que 
no  recae  la  nulidad  sino  sobre  la  pena  pronun- 
ciada por  el  juez,  anulan  en  aquel  caso  el  vere- 
dicto y remiten  el  preso  á otra  sesión  ó reunión 
de  la  Audiencia  ó corte  criminal  para  que  en 
ella  sea  juzgado,  ó en  el  último  caso  reforman 
la  pena  ilegalmente  impuesta  por  el  juez  y apli- 
can la  pena  determinada  por  la  ley. 

ANÁLISIS  DEL  JURADO  INGLÉS. 

XXX.  Tal  es  en  Inglaterra  el  curso  ordinario 
délos  procedimientos  criminales,  tal  es  allí  el 
juicio  por  jurados,  según  nos  lo  describe  con 
mas  extensión  y minuciosidad,  pintándole  con 
los  colores  mas  favorables,  un  magistrado  dis- 
tinguido que  fué  enviado  allá  por  el  gobierno 


francés  para  estudiar  el  sistema  y la  marcha  de 
esta  institución,  y que  el  año  de  1820  publicó 
en  París  el  resultado  de  sus  investigaciones. 
Veamos  ahora  los  motivos  de  la  invención  ó 
adopción  del  jurado  en  ese  pais  que  con  razón 
se  llama  su  verdadera  patria,  estudiemos  sus 
bases,  analicemos  sus  elementos , examinemos 
sus  ponderadas  ventajas,  yaque  en  Inglaterra 
es  donde,  según  dicen,  existe  real  y verdadera- 
mente esta  planta,  mientras  que  en  otros  países 
no  se  tiene  mas  que  su  sombra. 

Motivos  de  la  adopción  del  jurado,  y sus  condicio- 
nes ó elementos  esenciales. 

XXXI.  Era  un  siglo  de  ignorancia  y supers- 
tición, en  que  el  abuso  del  dogma  de  la  Provi- 
dencia hizo  creer  á los  hombres  que  Dios  estaba 
siempre  dispuesto  á trastornar  las  leyes  de  la 
naturaleza  para  sostener  en  este  mundo  el  triun- 
fo de  la  justicia ; en  que  se  tenia  por  seguro,  que 
cuando  no  bastaban  los  medios  ordinarios  para 
averiguar  la  verdad  ó la  falsedad  de  un  hecho 
en  cuestión,  no  podía  el  cielo  dejar  de  manifes- 
tarla haciendo  un  milagro  en  favor  de  la  vera- 
cidad ó de  la  inocencia  ó abandonando  la  suerte 
del  hombre  falso  ó culpado  al  rigor  del  orden 
natural  de  las  cosas;  en  que  se  cuidaba  mas  de 
tentar  á Dios  y buscarlo  todo  en  el  cielo,  que  de 
adelantar  con  el  trabajo  y el  estudio  la  ciencia 
de  las  leyes.  Pero  luego  que  se  conoció  que  Dios 
no  había  querido  poner  la  revelación  de  la  ver- 
dad en  la  punta  de  una  lanza  ni  en  el  agua  hir- 
viendo, ni  en  la  barra  encendida,  pues  que  el 
fuego  á nadie  perdonaba,  y en  el  combate  ju- 
dicial no  vencía  sino  el  mas  valiente  ó el  mas 
diestro,. forzoso  fué  buscar  entonces  por  otro  ca- 
mino la  fugitiva  verdad,  y adoptar  otros  medios 
para  la  investigación  de  los  hechos  criminales 
y de  sus  perpetradores.  Natural  era  entonces, 
aunque  absurdo,  recurrir,  como  se  recurrió,  á 
la  coacción  y por  fin  al  tormento,  ya  por  las  re- 
laciones y puntos  de  contacto  que  había  entre 
las  pruebas  del  fuego  y del  agua  y aquel  medio, 
ya  porque  creyéndose  indispensable  en  vista  de 
la  falibilidad  de  las  demás  pruebas  la  confesión 
del  mismo  reo  para  reputar  comprobado  el  he- 
cho, la  primera  idea  que  debía  de  ocurrir  era  la 
de  arrancarle  de  cualquier  modo  esta  coufesion. 
Entonces  fué  cuando  en  Inglaterra  se  organizó 
el  jurado  con  el  doble  objeto  de  disminuir  el 
poder  de  los  señores  y de  contener  los  crímenes 
que  asolaban  el  pais,  tratando  de  lograr  por 
medio  de  esta  especie  de  tribunal  arbitrario  el 
castigo  de  tantos  delincuentes  cuyo  descubri- 
miento era  difícil  en  extremo  por  razón  del  es- 
tado de  la  sociedad;  pero  si  bien  en  otras  partes 
se  aplicaba  la  tortura  á los  encausados  para  ar- 
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ranearles  la  confesión  de  sus  delitos,  aquí  se 
prescribía  eü  cierto  modo  contra  los  jueces  para 
arrancarles  la  sentencia.  No  habia  efectivamen- 
te en  aquella  época  institución  alguna  que  no 
se  resintiese  de  la  barbarie  de  los  tiempos.  Cre- 
yóse de  buena  fe  ó se  afectó  creer,  que  si  Dios 
no  manifestaba  la  verdad  de  los  hechos  por  me- 
dio del  fuego  ni  del  agua  ni  del  combate,  no 
podía  menos  de  revelarla  por  medio  de  la  con- 
ciencia, de  la  conciencia  pública,  de  la  concien- 
cia de  cierto  número  mas  ó menos  grande  de 
personas  dotadas  de  sentido  común;  que  el  ins- 
tinto de  muchos  hombres  reunidos,  cuando  no 
se  halla  oscurecido  por  ninguna  pasión  particu- 
lar, no  puede  jamás  engañarlos  á todos  juntos; 
y que  de  consiguiente  la  declaración  unánime  y 
espontánea  de  cierto  número  de  ciudadanos  igua- 
les al  acusado  sobre  la  existencia  de  un  hecho  en 
cuestión,  debía  tenerse  por  tan  infalible  y segu- 
ra como  si  el  mismo  Dios  bajase  de  los  cielos  y 
la  hiciese  paladinamente,  en  medio  de  los  hom- 
bres. Reputóse,  pues,  por  infalible  la  declara- 
ción de  los  jurados,  concurriendo  como  esencia- 
les las  cinco  circunstancias  ó condiciones  si- 
guientes: 1/,  que  los  jurados  fuesen  pares  ó 
iguales  al  acusado ; 2.a,  que  fuesen  sacados  por 
sorteo  entre  los  ciudadanos  que  gozasen  de  cier- 
ta renta  y de  sentido  común,  y que  después  de 
fallado  el  negocio  para  que  fueran  llamados 
volviesen  á su  clase  de  particulares;  3.a,  que  su 
declaración  ó sentencia  se  diese  por  unanimidad', 
4.a,  que  fuese  espontánea,  es  decir,  que  uo  la 
precediese  defensa  ni  deliberación;  y 5.',  que  no 
recayese  sino  tan  solamente  sobre  la  existencia 
del  hecho  atribuido  al  acusado. 

Primera  condición:  la  igualdad  de  los  jurados  con 
el  acusado. 

XXXII.  Estimóse  necesaria  en  primer  lugar  - 
la  circunstancia  de  la  igualdad , para  que  la  in- 
justa prevención  ó la  ciega  parcialidad  que  los 
jurados  pudieran  tener  contra,  la  clase  de  ciuda- 
danos en  que  se  cucontrase  el  acusado,  no  in- 
fluyese desfavorablemente  en  la  decisión  que 
habrían  de  dar  sobre  la  causa.  Suponíase  que 
los  lores  tratarían  con  dureza  y menosprecio  á 
los  ciudadanos  de  inferior  condición  cuya  suer- 
te cayese  en  sus  manos,  y que  estos  últimos  mi- 
rarían con  indignación  á los  primeros  en  igual 
caso,  pudiendo  resultar  de  estos  sentimientos 
peligrosos  el  que  no  se  juzgasen  con  equidad 
los  unos  á los  otros ; y por  eso  se  estableció  que 
los  lores  ó señores  fuesen  juzgados  por  otros  lo- 
res, y los  demás  ciudadanos  por  otros  ciudada- 
nos que  fuesen  iguales  á ellos  ante  la  ley.  Así 
también  en  Roma  los  patricios  eran  juzgados  por 
el  senado,  y los  plebeyos  por  ei  pueblo  ó sus 
'tono  ni . 


tribunos,  y la  misma  marcha  se  ha  seguido 
poco  mas  ó menos  en  las  repúblicas  de  Venecia 
y de  Génova ; pero  Brissot  de  Warville,  en  su 
Teoría  de  las  leyes  criminales,  califica  de  abuso 
esta  división  del  poder  de  juzgar  en  las  aristo- 
cracias y democracias  mixtas,  dando  por  razón 
que  rara  vez  hay  crimiuales  donde  los  jueces 
están  interesados  en  no  encontrarlos.  «El  Senado, 
dice,  queria  absolver  á los  Coriolanos  y á los 
Apios;  y el  pueblo  excusaba  á los  Gracos,  y á 
los  Saturninos.  Para  obviar  ¿este  inconveniente 
que  aceleró  la  ruina  de  Roma,  hubiera  sido  pre- 
ciso sujetar  á los  senadores  á ser  juzgados  por 
el  pueblo,  y al  pueblo  por  el  Senado:  la  balan- 
za habría  sido  igual , y el  crimen  hubiera  sido 
castigado  en  todos  los  órdenes;  no  teniendo  el 
culpable  relación  alguna  con  su  juez,  y siendo 
por  el  contrario  su  rival,  no  hubiese  podido  cor- 
romperle, pues  que  no  hay  prevaricación  ó im- 
punidad donde  la  ley  severa  levanta  un  muro 
de  separación  entre  el  juez  y el  acusado.»  Entre 
estos  dos  sistemas  tan  opuestos,  esto  es,  entre 
el  de  ser  juzgado  por  sus  pares  ó iguales  ó bien 
por  sus  rivales  ó contrarios,  ¿no  ocurre  natu- 
ralmente como  mas  ventajoso  para  la  recta  ad- 
ministración de  justicia  el  tercer  sistema  de  no 
ser  juzgado  por  los  unos  ni  por  los  otros,  sino 
por  tribunales  compuestos  de  personas  impar- 
ciales que  no  tengan  motivos  de  afecto  ni  de 
aversión  al  acusado  y que  no  estén  interesadas 
en  condenarle  ó absolverle?  El  mejor  juez  no  es 
por  cierto  el  que  está  poseído  de  alguna  preocu- 
pación para  absolver  ó condenar  á los  reos,  sino 
el  que  se  baila  dotado  de  integridad  y buena  fe 
para  no  condenar  á los  inocentes  ni  absolver  á 
los  crimiuales;  porque  en  absolver  á estos  cau- 
saría perjuicios  á la  sociedad,  y en  condenar  á 
aquellos  cometerla  un  atentado  contra  los  indi- 
viduos. 

Segunda  condición:  sorteo  de  los  jurados  para  cada 
causa. 

XXXIII.  Creyóse  indispensable,  en  segundo 
lug'ar,  que  los  jurados  se  sacasen  por  turno  ó 
por  sorteo  entre  los  ciudadanos  que  gozasen  de 
cierta  renta  y de  sentido  común,  y que  fallado 
el  negocio  para  que  fueran  llamados,  volviesen 
á su  clase  de  particulares;  porque  así  quedaban 
aseguradas  la  independencia  y la  imparcialidad 
de  los  que  babian  de  declarar  la  inocencia  ó la 
culpabilidad  de  los  acusados,  y sus  declaracio- 
nes podrían  ser  consideradas  como  efecto  de  la 
convicción  por  el  resultado  de  las  pruebas,  y no 
como  efecto  de  prevenciones  ó de  influencias 
extrañas.  Se  temió  que  los  jurados,  así  como  los 
jueces  permanentes,  nombrados  por  el  Gobierno 
estarían  siempre  sujetos  por  razón  de  su  origen 
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al  influjo  ministerial , y no  fallarían  Iaa  causa,1? 
fiino  sog’un  conviniese  al  interés  de  aquel . te- 
mióse igualmente,  que  tanto  los  unos  como  los 
oíros,  cualquiera  que  fuese  su  origen,  si  per-  i 
inanecian  largo  tiempo  en  el  ejercicio  de.su  en- 
cargo, se  volverían  en  fuerza  del  hábito  indife- 
rentes y aun  crueles  con  los  acusados,  creyendo 
ver  en  cada  uno  de  ellos  un  culpable  y adqui- 
riendo cierta  prevención  para  condenarlos  mas 
bien  que  para  absolverlos.  Pareció  por  eso  mu- 
cho mas  conveniente,  á fin  de  evitar  estos  esco-  i 
líos  del  hábito  y de  la  independencia,  sacar  los 
jurados  por  suerte  de  la  masa  de  los  ciudadanos 
para  cada  una  de  las  causas  que  ocurriesen,  con 
objeto  de  calificar  los  hechos;  y conservar  los 
jueces  permanentes  nombrados  por  el  Gobierno 
solo  para  dirigir  el  debate  y aplicar  la  pena.  Re- 
sultó, pues,  un  tribunal  criminal  compuesto  de 
dos  secciones : la  primera,  que  no  es  otra  cosa 
que  una  reunión  accidental  y pasajera  de  sim- 
ples ciudadanos , sabios  ó ignorantes , con  ins- 
trucción ó sin  ella,  y dedicados  á otras  profesio- 
nes diferentes  de  la  de  juzgar,  está,  encargada 
de  la  parte  mas  espinosa  y delicada  de  los  jui- 
cios, como  luego  veremos,  esto  es,  de  descubrir 
al  juez  por  solo  su  instinto  y sin  responsabilidad 
alguna  la  culpabilidad  ó inocencia  de  los  acusa-  1 
dos;  y la  segunda,  que  consta  de  un  solo  juez, 
preparado  con  largos  estudios  y dotado  de  gran- 
des prendas,  no  tiene  casi  otro  oficio  que  el  de 
aplicar  como  una  mera  máquina  las  penas  es- 
tablecidas, ó sea  el  de  proclamar  la  ley  como  ¡ 
un  simple  heraldo,  para  lo  cual  bastaba  solo  el 
saber  leer.  Mas  como  las  penas  son  durísimas 
por  haberse  establecido  en  tiempos  de  barbarie, 
puede  el  juez,  después  de  haberlas  pronun- 
ciado por  satisfacer  á la  ley,  conmutarlas  si 
quiere  en  otras  menos  repugnantes  á la  sua- 
vidad de  las  actuales  costumbres;  de  suerte  que 
si  por  una  parte  la  declaración  de  la  culpabili- 
dad ó de  la  inocencia  depende  del  capricho  del  ■ 
jury,  por  otra  la  aplicación  de  la  pena  es  un  acto 
tan  arbitrario  que  no  parece  sino  que  el  juez 
tiene  derecho  de  vida  y muerte  sobre  casi  todos 
los  reos  que  el  jury  ha  declarado  culpables ; y 
así  se  ve  que  unas  veces  se  envía  á la  horca  al 
que  ha  robado  un  cordero  ó una  cantidad  de 
cinco  reales,  y otras  se  pone  en  reclusión  ó se 
deporta,  si  es  que  no  se  absuelve,  á un  reo  de 
homicidio. 

¿No  se  podría  decir,  en  vista  de  una  organi- 
zación tan  bastarda  de  los  tribunales  criminales 
y de  sus  funestos  resultados , que  por  precaver 
dos  males  inciertos  y aun  improbables,  los  de  la 
dependencia  y del  habito,  se  habia  incurrido  en 
otros  males  mas  graves,  mas  ciertos  y seguros, 
los  de  cierta  especie  de  anarquía  por  una  parte 
y de  despotismo  por  otra  en  los  juicios?  ¿No  po- 


dría sentarse,  que  por  razan  del  sorteo  de  los 
jurados  se  ha  convertido  la  administración  de 
justicia  en  un  verdadero  juego  de  lotería,  y que 
por  razón  de  las  facultades  exorbitantes  que  la 
necesidad  ha  conferido  á los  jueces  no  hay  ga- 
rantías legales  para  la  igualdad  y proporción  en 
la  aplicación  de  las  penas? 

NXX1V.  Pero  veamos  la  importancia  de  esos 
males,  tan  ponderados  y temidos,  de  la  depen- 
dencia y del  hábito  de  los  jueces  permanentes 
nombrados  por  el  Gobierno.  Estos  jueces,  dicen 
los  juradistas,  estarán  siempre  adheridos  al  Go- 
bierno que  los  ba  nombrado,  pues  aunque  sean 
inamovibles  y no  puedan  temer  una  destitución 
arbitraria,  no  dejarán  de  abrigar  esperanzas  de 
ascensos  y de  favor  para  sí  mismos  ó para  sus 
familias;  y así,  encargándoseles  la  plenitud  de 
las  funciones  judiciales , esto  es,  tanto  el  cono- 
cimiento del  hecho  como  el  del  derecho,  no  las 
desempeñarán  ni  darán  sentencia  sino  en  el 
sentido  que  quieran  los  ministros,  de  modo  que 
de  la  voluntad  de  estos  precisamente  dependerá 
la  suerte  de  los  acusados.  ¡ Bellísima  razón  por 
cierto  para  crear  jurados  de  sorteo,  y no  dejar 
á los  jueces  nombrados  por  el  Gobierno  mas  fa- 
cultad que  la  de  aplicar  las  penas!  Distingamos 
los  delitos  en  comunes  y políticos,  y empecemos 
por  los  comunes.  ¿Supondremos  que  el  Gobierno 
tendrá  interés  en  que  se  absuelva  ó se  condene 
por  afecto  ó aversión  personal  á los  acusados  de 
homicidio  , de  robo  , de  falsedad  ó de  otro  delito 
ordinario?  ¿ Creeremos  que  entre  estos  reos  se 
encontrarán  los  amigos  y los  enemigos  perso- 
nales de  los  ministros?  Y si  alguna  persona  de 
valía  cometiese  uno  de  dichos  crímenes,  y un 
ministro  quisiese  influir  en  la  decisión  de  la 
causa  por  movimiento  propio  ó por  recomenda- 
ción, ¿no  lo  haría  mas  bien  en  pro  que  en  con- 
tra del  reo?  Confesemos,  pues,  que  la  dependen- 
cia de  los  jueces  permanentes  con  respecto  al 
ministerio  no  puede  ser  perjudicial  á los  acusa- 
dos de  delitos  comunes.  Mas  probable  es  que  los 
jurados,  tomados  entre  todas  las  clases  de  la 
sociedad,  por  honrados  y virtuosos  que  sean, 
tengan  algún  punto  de  contacto  en  bien  ó en 
mal  con  algunos  de  estos  delincuentes:  mas  fá- 
cil es  que  ellos , y no  los  ministros  ni  los  jueces, 
estén  apasionados  y sean  parciales  y tuerzan  la 
rectitud  de  sus  juicios  eu  pro  ó en  contra  por 
amistades  ó enemistades  ocultas,  por  rivalida- 
des que  no  se  sepan,  por  intereses  comunes  ó 
contrarios,  por  prevenciones  injustas,  por  opi- 
niones particulares,  por  espíritu  general  de 
cuerpo  ó de  partido:  mas  peligroso  es  que  los 
ciudadanos  particulares  no  rean  los  delitos  ni  á 
sus  perpetradores  sino  al  través  del  prisma  de 
sus  hábitos  y costumbres  y ventajas  personales. 
Lo  cierto  es,  que  si  el  crimen  hiere  los  intereses 
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de  los  jurados,  no  directamente,  pues  que  en 
tal  caso  no  podrían  serlo  en  la  causa,  sino  sus 
intereses  habituales,  su  manera  de  vivir,  sus 
usos  y costumbres,  se  muestran  entonces  dema- 
siado severos;  y si  por  el  contrario,  el  delito 
tiene  relación  con  sus  hábitos,  si  sienten  que 
habrían  podido  cometerlo  ellos  mismos,  si  anti- 
guos recuerdos  los  acusan  de  acciones  análogas, 
son  entonces  mas  indulgentes  y no  se  resuelven 
con  facilidad  á condenar  en  otro  aquello  mismo 
de  que  les  remuerde  su  conciencia.  Los  fabri- 
cantes y comerciantes  de  buena  fe  se  preocupan 
comunmente  por  meras  presunciones  contra  los 
acusados  de  fraude  ó contrabando,  á los  cuales 
por  el  contrario  favorecen  los  habitantes  de  las 
provincias  fronterizas  y todos  los  que  se  dedican 
al  comercio  ilícito,  ó han  tenido  con  ellos  rela- 
ciones de  amistad  ó de  negocios.  Cuando  los  ro- 
bos con  fractura,  los  incendios  ó ios  asesinatos 
son  frecuentes  en  un  pais,  el  terror  general  hace 
desplegar  á los  jurados  un  rigor  desmedido  con- 
tra los  acusados  de  estos  crímenes , porque  ce- 
gados los  ciudadanos  particulares  con  la  alarma 
y la  inminencia  del  peligro , creen  hallar  moti- 
vos de  convicción  donde  no  los  hay  mas  que  de 
recelos  y conjeturas,  y buscan  naturalmente  en 
sus  declaraciones  adversas  un  remedio  contra  el 
mal  que  temen.  Si  se  trata  de  hurtos  domésticos, 
los  jurados  son  también  mucho  mas  fáciles  que 
los  jueces  en  sus  fallos  condenatorios,  y vuelven 
del  tribunal  á sus  casas  con  tanta  prevención, 
que  suelen  despedir  á los  criados  y mudar  todas 
las  cerraduras.  Véase,  pues,  cómo  los  jurados,  si 
no  dependen  del  ministerio,  dependen  de  sus  pa- 
siones y de  sus  hábitos,  que  influyen  por  cierto 
en  sus  sentencias  mas  que  los  ministros  en  las 
délos  jueces. 

XXXV.  Pasemos  á los  delitos  políticos.  En  es- 
tos delitos,  sobre  todo,  dicen  los  juradistas,  en 
las  causas  en  que  el  Gobierno  puede  tener  algún 
interés,  cuando  alguna  fracción  proyecta  ó pro- 
voca la  desobediencia  á las  autoridades  consti- 
tuidas, la  subversión  del  órden  existente  ó el 
trastorno  del  Estado,  entonces  si  que  la  institu- 
ción del  jury  es  preciosa  y ostenta  todas  sus 
ventajas.  En  las  causas  sobre  delitos  ordinarios, 
tal  vez  el  acusado  no  tendrá  que  temer  de  un 
tribunal  enteramente  compuesto  de  jueces  sino 
el  rigor  que  se  supone  inseparable  de  la  profe- 
sión de  la  judicatura;  pero  en  aquellas  en  que 
el  Gobierno  ha  de  ser  de  algún  modo  parte,  pue- 
de el  acusado,  además  dei  rigor  de  los  jueces, 
temer  los  efectos  de  la  complacencia  que  natu- 
ralmente tendrán  estos  por  la  autoridad  que  los 
ha  nombrado,  y no  se  presentará  ante  ellos  sino 
con  inquietud  y turbación  , al  paso  que  ante  los 
jurados,  por  su  indulgencia  ordinaria  y su  ab- 
soluta independencia,  comparecerá  sereno  y lle- 


no de  confianza.  Tienen  razón  los  juradistas;  lo 
primero  es  librar  de  todo  temor  á los  delincuen- 
tes, lo  principal  es  asegurarles  á toda  cosíala 
impunidad;  lo  .que  importa  es  darles  jueces  que 
tomen  de  su  cuenta  el  absolverlos : la  perturba- 
ción del  sosiego  público  y las  víctimas  que  ella 
haya  podido  producir  son  objetos  de  un  órden 
muy  secundario.  Pero,  ó los  jurados  tienen  las 
mismas  ideas  que  el  Gobierno,  ó las  tienen  en- 
teramente contrarias;  en  este  último  caso , no 
hay  duda  de  que  darán  un  veredicto  favorable 
al  acusado , por  mas  evidente  que  sea  el  crimen; 
y en  el  primero  , serán  todavía  mucho  mas  rígi- 
dos que  lo  serian  los  jueces  permanentes,  de- 
clarando la  culpabilidad,  aunque  haya  razones 
poderosas  para  creer  en  la  inocencia.  Aun  puede 
avanzarse  mas;  en  épocas  de  parcialidades  y 
revueltas,  los  partidos  se  devorarán  mútuamen- 
te  por  medio  de  sus  jurados.  ¿No  se  ha  visto  en 
los  tiempos  de  la  reforma  y de  la  revolución  de 
Inglaterra  convertida  por  los  jurados  la  espada 
de  la  justicia  en  puñal  de  pasiones  políticas? 
¿No  se  ha  visto  allí  derramada  suecesivamente 
en  el  cadalso  por  el  ministerio  de  estos  hombres 
la  sangre  de  los  príncipes,  de  los  grandes  y de 
las  personas  mas  distinguidas  de  todos  los  par- 
tidos? ¿No  han  caido  allí  por  espacio  de  un  siglo 
millares  de  víctimas  inocentes,  sacrificadas  por 
esos  jurys,  tan  imparciales  y tan  humanos,  al 
fanatismo  religioso  y al  fanatismo  político,  no 
menos  cruel  y sanguinario  el  uno  que  el  otro? 

• ¿No  está  todavía  horrorizada  la  Francia  y la  Eu- 
ropa toda  de  haber  visto  rodar  sobre  la  guilloti- 
na quinientas  mil  cabezas  de  príncipes  y prin- 
cesas, aristócratas  y plebeyos,  sabios  é ignoran- 
tes , vírgenes  heróicas  y matronas  virtuosísimas, 
que  el  jury  jacobínico  envió  al  suplicio  solo  por 
opiniones  ó por  hechos  que  la  facción  revolucio- 
naría reputaba  criminales  y eran  tal  vez  rasgos 
de  virtud  , de  nobleza,  de  generosidad  y de  he- 
roísmo? Tiemble  la  nación,  donde  en  épocas  de 
convulsiones  politicas  se  establezca  el  jurado. 

Diráse  quizá  por  los  juradistas,  que  los  jueces 
letrados  habrían  obrado  del  mismo  modo  en 
iguales  circunstancias ; que  perteneciendo  á una 
ó á otra  de  las  facciones  se  habrían  conducido 
según  el  interés  de  la  suya;  y que  alucinados 
también  por  las  pasiones  políticas  habrian  der- 
ramado en  abundancia  la  sangre  de  los  inocen- 
tes. Responderemos  en  primer  lugar,  que  esto 
está  por  ver:  responderemos  en  segundo  lugar, 
que  esto  es  imposible.  Sí,  y mil  veces  si:  es  im- 
posible que  los  jueces  letrados  sean  en  tiempos 
de  turbulencias  tan  feroces  é inexorables  como 
los  jurados,  porque  el  estudio  de  las  letras  á que 
lian  tenido  que  dedicarse  desde  su  infancia,  les 
ha  debido  rectificar  la  razón , formarles  el  ca- 
rácter, inspirarles  sentimientos  de  humanidad, 


JU 


— 692  — 


JU 


y suavizar  sus  costumbres,  emollit  mores,  nec 
sinitesse foros:  es  imposible,  porque  el  estudio 
del  derecho  y el  ejercicio  de  la  judicatura  les 
lian  hecho  contraer  el  hábito  de-  buscar  la  ver- 
dad  y juzgar  según  ella,  y no  por  sus  pasiones; 
es  imposible,  porque  en  medio  de  las  frecuentes 
alternativas  de  los  partidos  tienen  un  interés 
muy  personal  en  administrar  con  rectitud  la 
justicia,  mientras  los  jurados,  como  quedado 
el  veredicto  desaparecen  confundiéndose  en  la 
multitud,  pueden  impunemente  satisfacer  en  el  ; 
juicio  sus  venganzas.  Es  imposible,  ó á lo  menos 
es  muy  difícil,  que  los  jueces  permanentes,  así 
en  tiempos  de  bonanza  como  en  tiempo  de  tor- 
menta, sean  tan  arbitrarios  y*parciales  en  las 
causas  políticas  como  los  jueces  improvisados 
del  jury:  l.%  porque  aquellos  están  subordina- 
dos á tribunales  superiores  y son  legal  y moral- 
mente responsables  ante  ellos  y ante  la  opinión 
pública,  y estos  no  tienen  que  responder  sino  á 
Dios  en  el  otro  mundo ; 2.°,  porque  aquellos,  una 
vez  reconocidos  como  parciales  y aceptadores 
de  personas,  pueden  ser  despojados  de  sus  des- 
tinos, perder  el  fruto  y los  gastos  de  su  larga 
carrera . y acabar  su  vida  en  la  indigencia  y en 
la  execración  universal , y estos  nada  van  á per-  , 
der  aunque  fallen  con  injusticia,  pues  que  su 
subsistencia  es  independiente  de  la  buena  ó 
mala  opinión  que  se  granjeen  como  jueces; 
3.°,  porque. los  primeros  adquieren  cierta  eleva- 
ción de  espíritu  que  los  acostumbra  á mirar  con  j 
igual  interés  la  seguridad  pública  y la  seguri- 
dad individual;  cierta  impasibilidad  y firmeza 
de  carácter  que  les  da  valor  para  condenar  al 
‘que  encuentran  verdaderamente  culpable;  y 
cierto  orgullo  laudable  y decoroso  de  clase  y de 
independencia  que  les  hace  formarse  una  gloria 
en  absolver  al  que  estiman  inocente,  aunque 
crean  que  desagradan  al  Ministerio,  pues  que 
saben  que  su  misión  no  es  otra  que  la  de  servir 
á la  ley;  al  paso  que  los  segundos  no  suelen 
llevar  sino  ideas  mezquinas  de  egoísmo  que  los 
hacen  cobardes  á la  vista  de  los  criminales  mas 
notorios,  por  miedo  á sus  parientes  ó cómplices 
ó partidarios,  y que  no  les  dejan  ver  los  grandes 
peligros  de  la  sociedad,  cuyo  interés  abandonan 
y cuya  tranquilidad  comprometen,  abriendo  las 
puertas,  sin  quererlo,  á los  desórdenes  y á los 
trastornos,  y tal  vez  á la  guerra  civil.  Así  es  que 
penetrados  de  estas  verdades  los  Gobiernos, 
cuando  en  circunstancias  extraordinarias  han 
creído  amenazada  la  existencia  -del  Estado;  ó 
bien  han  quitado  á los  jueces  ó tribunales  per- 
manentes el  conocimiento  de  las  causas  políti- 
cas dándolo  á comisiones  militares , como  en 
España,  ó bien  han  prescindido  del  jury  donde 
le  había,  y han  creado  para  estos  juicios  cáma- 
ras ardientes  ó estrelladas,  como  en  Inglaterra. 


XXXVI.  Réstanos  examinar  los  efectos  del 
hábito.  El  largo  ejercicio  de  las  funciones  judi- 
ciales, dicen  los  juradistas,  no  deja  al  hombre 
tal  cual  era  al  principiarla  carrera;  porque  el 
hábito  de  ver  y buscar  culpables  inspira  á los 
ministros  de  la  ley  una  prevención  general  con- 
tra los  acusados,  disponiéndolos  á condenar  por 
solo  presunciones  ó medias  pruebas,  con  una 
precipitación  que  siempre  causaría  sospechas, 
aunque  no  fuera  equivocada.  «Así  como  la  prác- 
tica es  útilísima  para  formar  un  buen  juez  en  lo 
civil  ( decía  Mr.  Thouret  á la  Asamblea  fran- 
cesa en  la  sesión  de  6 de  Abril  de  1790),  así  por 
el  contrario  la  costumbre  de  juzgar  en  lo  cri- 
minal inhabilita  cada  día  mas  al  que  la  ejer- 
ce, porque  destruye  las  calidades  morales  que 
son  necesarias  para  tan  delicado  ministerio.  En 
el  juicio  de  los  crímenes,  si  por  una  parte  la  so- 
ciedad pide  venganza  contra  un  reo  convicto, 
por  otra  la  seguridad  personal,  este  primer  de- 
recho de  la  humanidad,  este  primer  deber  de  la 
sociedad  para  con  todos  sus  miembros,  reclama 
en  favor  del  acusado  rectitud,  imparcialidad, 
protección  y ahinco  infatigable  en  buscar  la  ino- 
cencia, siempre  posible  antes  de  la  imperiosa 
convicción.  Examínese  á un  jóven  magistrado 
que  principia  su  carrera,  y se  le  verá  inquieto, 
indeciso,  lleno  de  escrúpulos,  y atemorizado  del 
ministerio  que  va  á ejercer  cuando  tiene  que 
pronunciar  sobre  la  vida  de  su  semejante:  ha 
visto  repetidas  veces  la  prueba,  y todavía  quiere 
asegurarse  nuevamente  de  su  existencia.  Véase- 
le diez  años  después,  mayormente  si  en  el  foro 
ha  adquirido  fama  de  gran  criminalista;  y se  ad- 
vertirá que  se  ha  vuelto  indiferente  y cruel,  que 
las  primeras  impresiones  le  deciden,  que  resuel- 
ve sin  exámen  las  dificultades  mas  graves,  que 
apenas  percibe  que  pueda  haber  distinción  en- 
tre un  acusado  y un  culpable,  y que  envía  al 
suplicio  á centenares  de  infelices , cuya  memo- 
ria tiene  que  ser  luego  rehabilitada  por  los  tri- 
bunales.» 

Esta  es  la  pintura  que  los  juradistas  nos  hacen 
de  los  jueces  permanentes.  ¿Quién  será  el  hom- 
bre de  buen  sentido  que  en  su  conciencíala  crea 
fiel,  verdadera  y exacta?  ¿Xo  verá  en  ella  el  re- 
trato dennos  mónstruos? Porque  ¿qué  otra  cosa 
que  mónstruos  habrían  de  ser  los  hombres  que 
condenasen  por  solo  presunciones  ó medias 
pruebas,  los  que  apenas  hiciesen  distinción  en- 
los  acusados  y delincuentes,  los  que  sin  exámen 
enviasen  al  patíbulo  inocentes  á centenares? 

Será  cierto  que  los  jueces  que  empiezan  á ejer- 
cer su  profesión  estarán  inquietos,  indecisos  y 
llenos  de  escrúpulos  cuando  tengan  que  pro- 
nunciar sobre  la  vida  de  un  hombre;  que  verán 
y reverán  una  y mil  veces  las  pruebas  de  cargo 
y de  descargo;  y que  no  se  decidirán  á conde- 
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narle  sino  después  de  liaber  empleado  mucho 
tiempo  en  exámenes  y calificaciones  comparati- 
vas hasta  quedar  bien  convencidos  de  la  crimi- 
nalidad del  acusado;  será  igualmente  cierto  que 
los  mismos  jueces,  al  cabo  de  dos,  de  cuatro  ó de 
diez  años  de  ejercicio  de  sus  funciones,  no  ten- 
drán las  mismas  dudas  ni  se  hallarán  en  la  misma 
indecisión  y perplegidad,  ni  invertirán  tanto 
tiempo  ni  tantas  meditaciones  para  convencerse 
déla  culpabilidad  ó de  la  inocencia.  Y ¿de  qué 
proviene  una  diferencia  tan  notable?  Es  claro  que 
proviene  de  que  los  jueces  en  el  principio  de  su 
carrera  son  por  lo  común  aprendices  y novicios, 
y no  saben  todavía  con  perfección  el  arte  de  sor- 
prender la  verdad  en  los  labios  de  los  acusados 
y de  los  testigos,  y aun,  por  falta  de  costumbre, 
se  hallan  también  á veces  embarazados  en  el 
mecanismo  de  los  procedimientos,  al  paso  que 
cuando  ya  son  veteranos  no  tropiezan  con  tan- 
tas dificultades,  conocen  mejor  el  corazón  hu- 
mano, y están  mas  familiarizados  con  todos  los 
efugios  de  crimen  y con  todas  las  maniobras  de 
la  calumnia:  de  suerte  que  las  operaciones,  tan- 
to materiales  como  intelectuales,  que  al  princi- 
pio de  su  carrera  debían  de  serles  tan  trabajo- 
sas, les  vienen  á ser  al  cabo  de  tiempo  mas  fáci- 
les y mas  prontas  y expeditivas  con  la  práctica 
y la  experiencia. 

Mas  es  falso  que  los  jueces  con  el  ejercicio  de 
sus  funciones  se  endurezcan  con  los  acusados  has- 
ta el  extremo  de  convertirse  en  mónstruos;y  es 
cierto,  que  en  mónstruos  se  han  convertido  mu- 
chísimas veces  los  jurados.  Es  falso  que  los  jue- 
ces condenen  precipitadamente  á los  acusados 
por  solo  presunciones  ó medias  pruebas,  cuando 
precisamente  están  encargados  por  la  ley  de  no 
condenar  á nadie  sino  por  pruebas  completas  y 
tan  claras  como  la  luz;  y es  cierto,  que  los  jura- 
dos pueden  condenarlos  y los  han  condenado 
efectivamente  mas  de  una  vez  á su  antojo,  no 
solamente  por  medías  pruebas,  sino  por  cuartos 
y octavos  y diez  y seisavos  de  prueba.  Es  falso, 
que  los  jueces  se  decidan  por  las  primeras  im- 
presiones, pues  que  deben  examinar  y analizar 
los  motivos  de  su  convicción  y tienen  que  dar 
cuenta  de  ellos  en  caso  de  queja;  y es  cierto, 
que  eso  lo  pueden  hacer  impunemente  los  jura- 
dos, pues  que  se  les  manda  que  solo  se  decidan 
por  impresiones,  y pues  que  á nadie  sino  solo  á 
Dios  tienen  que  responder  de  la  razón  ó sin  ra- 
zón de  sus  veredictos. 

Es  falso  que  resuelvan  sin  exámen  las  dificul- 
tades mas  graves  los  que  ni  aun  las  leves  resuel- 
ven sin  examinarlas  primero;  y es  cierto  que 
eso  lo  pueden  hacer  mejor  los  jurados,  que  no 
tienen  necesidad  sino  de  examinarse  á su  modo 
la  conciencia,  y aun  se  excusan  las  mas  veces 
de  este  trabajo  por  creerla  ellos  mismos  poco 


ilustrada  ó por  serles  mas  llano  juzgar  por  la 
ajena.  Es  falso  que  apenas  perciban  distinción 
entre  un  acusado  y un  culpable  los  que  eBtáu 
acostumbrados  á ver  y castigar  todos  los  dias 
acusaciones  calumniosas  y testimonios  falsos;  y 
es  cierto , que  pueden  mas  fácilmente  caer  en 
este  error  los  que  una  sola  vez  en  su  vida  serán 
llamados  á un  juicio.  Es  falso,  por  último , que 
envíen  al  suplicio  inocentes  á centenares  los 
que  mas  prácticos  están  en  la  ciencia  de  inda- 
gar la  verdad  y de  distinguir  al  inocente  del 
culpable , y los  que  serian  siempre  responsables 
de  tan  atroces  equivocaciones;  y es  cierto,  por 
el  contrario , que  están  mas  expuestos  á cometer 
tales  desmanes  los  que  han  dado  ya  muestras  de 
no  haber  sabido  ó no  haber  querido  salvar  á la 
inocencia , y que  en  efecto  han  hecho  subir  al 
patíbulo,  no  solo  centenares  de  inocentes,  sino 
millares  y aun  centenares  de  millares,  sin  otra 
responsabilidad  que  la  que  habrán  tenido  ante 
Dios,  en  quien  entonces  no  creían. 

Supongamos  empero,  con  el  gran  maestro 
Thouret,  que  los  jueces  permanentes  solo  usan 
de  rectitud,  imparcialidad  y protección  para  los 
acusados  en  los  primeros  dias  de  su  ministerio, 
porque  solo  entonces  ven  y reven  una  y mil  ve- 
ces las  pruebas  y están  inquietos  é indecisos  y 
llenos  de  escrúpulos  y atemorizados  cuando  tie- 
nen que  pronunciar  sobre  la  vida  de  sus  seme- 
jantes, y que  después  van  perdiendo  con  el  há- 
bito tan  preciosas  calidades  ¿Será  esta  una  razón 
para  no  adoptar  otro  remedio  que  precava  este 
mal,  sino  el  de  quitar  el  juicio  sobre  los  hechos 
á unos  hombres  instruidos,  por  el  temor  de  que 
con  el  tiempo  lleguen  á ser  hombres  prácticos,* 
y confiarlo  á otros  hombres  que  siempre  sean 
nuevos,  que  siempre  sean  ignorantes,  que  siem- 
pre tiemblen  á la  vista  de  los  reos  que  les  sean 
presentados?  ¿Es  que  estos  hombres  verán  y re- 
verán una  y mil  veces  las  pruebas,  y medita- 
rán horas  y dias  sobre  su  peso  y su  valor,  y 
compararán  detenidamente  las  alegadas  por  el 
acusador  con  las  dei  acusado,  basta  que  con- 
vencidos ya  plenamente  de  la  verdad , se  ha- 
yan puesto  en  estado  de  poder  dar  su  fallo 
con  acierto?  No:  estos  hombres,  según  los  ju- 
radistas,  han  de  fallar  de  pronto,  instantánea- 
mente, sin  tomarse  tiempo  para  meditar,  siu 
mas  que  haber  asistido  á los  debates ; y si  qui- 
sieren deliberar  entre  sí  mismos,  han  de  es- 
tar encerrados  en  una  estancia  oscura,  sin  fue- 
go aunque  se  hielen  , y sin  comer  ni  beber  aun- 
que se  mueran  de  hambre  y de  sed,  hasta  que 
Dios  les  alumbre  y se  pongan  de  acuerdo.  Muy 
bien  pensado ; muy  bien  hecho:  pero  ¿cuál  es 
entonces  la  ventaja  que  tienen  estos  jueces  mo- 
mentáneos sobre  los  jueces  permanentes?  Si 
ei  resultado  es  que  los  momentáneos  juzgan  con 
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la  misma  ligereza,  con  la  misma  precipitación, 
con  la  misma  falta  de  meditación  que  se  atribu- 
ye A los  permanentes  cuando  ya  juzgan  por  há- 
bito y costumbre , y no  con  el  detenimiento  y la 
escrupulosidad  que  estos  emplean  cuando  son 
novicios  en  sus  funciones,  ¿donde  está  entonces 
prácticamente  la  verdad  de  esa  razón  que  con 
tanto  énfasis  se  alega  para  sustituir  á los  unos 
por  los  otros  y quitar  á los  permanentes  las  fa- 
cultades que  se  conceden  á los  momentáneos?  Si 
se  rechaza  á los  jueces  permanentes  por  el  peli- 
gro que  hay  de  que  se  decidan  por  las  prime- 
ras impresiones,  á pesar  de  las  garantías  que 
presentan  de  su  ilustración  y responsabilidad, 
¿cómo  se  pone  en  su  lugar  á los  momentáneos 
que  no  han  de  juzgar  sino  precisamente  por  im- 
presiones y sin  esas  garantías  de  responsabili- 
dad ó ilustración  que  los  otros  tienen?  ¿No  va- 
liera mas  que  siguieran  aquellos  en  la  plenitud 
de  sus  atribuciones,  así  en  cuanto  al  hecho 
como  en  cuanto  al  derecho,  pues  que  al  cabo  se 
suponen  mas  instruidos  y pueden  tomarse  mas 
tiempo  para  sus  meditaciones  y sus  cálculos,  y 
no  dar  las  primeras  y mas  importantes  á estos 
hombres  inexpertos  que  sin  mas  antecedentes 
ni  noticias  que  las  adquiridas  al  aire  en  las  dos 
ó tres  horas  del  debate  olvidarán  ó no  entende- 
rán bien  lo  que  hayan  visto  y oido , ó se  confun- 
dirán con  los  sofismas  y capciosidades  que  ha- 
yan empleado  en  sus  interrogatorios  é interpe- 
laciones los  abogados  de  las  partes?  Mas  luego 
habremos  de  volver  sobre  este  punto,  conside- 
rándolo bajo  otros  aspectos. 

Tercera  condición : unanimidad,  de  todos  los  jura- 
dos en  su  declaración  ó sentencia. 

XXXVII.  Quísose  en  tercer  lugar  que  la  de- 
claración de  los  jurados  fuese  unánime , porque 
la  unanimidad  era  la  única  señal  de  que  los  ju- 
rados no  habían  escuchado  sino  la  voz  de  la  na- 
turaleza, la  voz  de  Dios,  y de  que  todo  el  pue- 
blo habría  pronunciado  como  ellos  si  hubiera 
estado  presente  y se  le  hubiese  interrogado  so- 
bre el  mismo  hecho.  La  unanimidad  debía  de 
ser  efectivamente  de  esencia  de  la  institución 
del  jurado,  porque  suponiéndose  que  los  doce 
individuos  de  esta  especie  de  tribunal  no  ha- 
bían de  ver  las  cosas  sino  como  las  vería  todo  el 
género  humano  allí  reunido,  es  claro  que  si  uno 
de  ellos  las  viese  de  un  modo  y los  once  de  otro, 
esto  es,  si  uno  viese  la  inocencia  donde  once 
vieran  la  culpabilidad,  ó al  contrario,  habría 
lugar  á sospechar  que  tal  vez  los  demás  hombres 
si  asistiesen  al  juicio  las  verian  como  el  uno  y 
no  como  los  once  colegas , quedando  por  consi- 
guiente destruido  el  principio  de  la  infalibilidad 


de  la  conciencia  pública  y de  su  representación 
por  la  conciencia  de  doce  hombres. 

Mas  esta  unanimidad,  ¿es  real  y verdadera  en 
la  práctica  ó es  solo  aparente?  ¿Es  obra  del  con- 
vencimiento íntimo  de  todos,  ó es  efecto  de  un 
influjo  extraño  sobre  la  conciencia  de  cada  uno? 
¿Resulta,  por  ventura,  de  que  todos  están  pe- 
netrados de  la  culpabilidad  ó de  la  inocencia 
del  acusado,  ó no  es  otra  cosa  que  la  sumisión 
forzada  de  la  minoría  á la  mayoría,  ó bien  el 
producto  del  tedio  ó cansancio  de  los  unos  y de 
la  preponderancia  de  los  otros?  No  podemos 
prescindir  de  detenernos  en  el  exámen  de  este 
punto.  Cuando  no  están  acordes  todos  los  jura- 
dos en  la  condenación  ó en  la  absolución , se  les 
apremia  con  encierro,  tinieblas,  frío,  hambre  y 
sed,  como  mas  arriba  hemos  visto,  hasta  que 
todos  convengan  en  declarar  una  misma  cosa  y 
no  haya  uno  solo  que  disienta.  ¿No  es  este  por 
cierto  un  bello  modo  de  hacerles  ver  la  verdad  de 
los  hechos?  ¿No  es  este  un  medio  bien  eficaz  de 
hacerles  oir  la  voz  de  la  naturaleza?  ¡Suprimídose 
há  el  tormento  para  los  reos,  y se  ha  reservado 
páralos  jueces!  No  es  extraño,  pues,  que  rara 
vez  entren  los  jurados  en  deliberación  ; y que  si 
alguna  vez  entran,  no  tarden  mas  que  dos  ó tres 
■ minutos  en  ponerse  de  acuerdo.  Si  hay  eviden- 
cia, la  declaran  al  golpe;  y ¿para  qué  se  necesi- 
taban entonces  los  jurados?  Y si  la  evidencia  no 
se  les  presenta  desde  luego  con  bastante  clari- 
dad, absuelven  también  sin  demora  ó con  una 
deliberación  instantánea,  aunque  haya  contra 
los  reos  gravísimos  cargos ; y ¡para  entonces 
precisamente  se  había  creído  necesario  que  los 
jurados  examinasen  bien  la  impresión  que  las 
pruebas  habían  hecho  en  su  conciencia!  Cuando 
uno  ó mas  jurados  toman  á pechos  el  interés  del 
acusado  ó por  el  contrario,  el  de  la  sociedad 
ofendida , es  preciso  entonces  que  los  unos  atrai- 
gan á los  otros,  El  que  siente  en  sí  la  superiori- 
dad de  la  inteligencia,  tiene  la  presunción  y 
quiere  avasallar  á los  demás;  pero  si  la  inteli- 
gencia es  una  fuerza,  la  ignorancia  lo  es  tam- 
bién; y el  espíritu  mas  cultivado  se  ve  muchas 
veces  forzado  á ceder  ante  la  pasión  mas  irrefle- 
xiva, ante  la  terquedad.  ¿Qué  es  ei  número,  qué 
es  la  inteligencia,  cuando  faltan  el  sufrimiento 
y la  constancia?  No  siempre  está  Dios  de  parte 
de  los  mas  numerosos  ni  de  los  mas  entendidos, 
pues  algunas  veces  se  pasa  á las  filas  de  los  mas 
ignorantes  ó tenaces  , y se  han  visto  frecuente- 
mente minorías  débiles,  pero  fogosas  ó de  ma- 
yor resistencia,  domeñar  mayorías  compactas, 
pero  inertes  ó flojas.  «Si  entre  los  doce  jurados, 
dice  Filangieri , se  halla  un  solo-  hombre  de  bien 
(esto  es,  un  hombre  que  quiera  favorecer  al  reo), 
el  inocente  no  tiene  que  temer  la  perfidia  de  los 
otros  once.»  Si  entre  los  doce  jurados,  puede  de- 
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cirse  coii  igual  razón , se  halla  un  solo  hombre  | 
terco,  un  solo  hombre  ganado,  un  solo  hombre  ' 
caprichoso , un  solo  hombre  que  se  haya  pro- 
puesto no  pronunciar  jamás  ninguna  condena- 
ción, no  tiene  que  temer  el  verdadero  delincnen-  ' 
te  la  integridad,  la  conciencia,  la  convicción  de 
los  otros  once.  Mas  la  posibilidad  de  cualquiera 
de  estos  dos  casos,  ¿no  echa  por  tierra,  en  su 
esencia,  uno  de  los  elementos  mas  importantes 
del  jury,  después  de  haberlo  ponderado  tanto? 
Suponer  que  un  solo  jurado  favorable  ó adverso 
al  acusado  puede  atraer  y hacer  adoptar  su  opi- 
nión á todos  los  demás  sin  mas  medio  que  sus 
reflexiones  ó su  mayor  disposición  á sufrir  por 
mas  largo  tiempo  el  hambre  y la  sed,  ¿no  es  ha- 
cer la  sátira  del  principio  de  la  unanimidad  que 
como  indispensable  se  requiere?  Y desgraciada- 
mente ¡no  es  ninguno  de  los  dos  casos  una  su- 
posición imaginaria!  ¡Ambos  pueden  verificarse, 
y ambos  se  han  verificado  mas  de  una  vez!  La 
necesidad  de  la  unanimidad  , cuando  hay  algu- 
no que  se  obstina  en  no  conformarse  con  la  opi- 
nión de  sus  colegas,  produce  entre  el  fuerte  y el 
débil  una  especie  de  lucha  en  que  la  victoria 
debe  quedar  siempre  á favor  del  hombre  mas 
habituado  á las  fatigas  del  cuerpo  y del  espíri- 
tu; y así  la  unanimidad  no  es  entonces  hija  de  la 
propia  convicción  de  cada  jurado,  no  es  mas  que 
un  perjurio  de  parte  de  cada  uno  de  los  que  ce- 
dan sin  quedar  convencidos,  no  es  mas  que  un 
velo  echado  sobre  disentimientos  invencibles, 
como  dice  Bentham.  Así  que,  la  vida,  la  hacien- 
da y ¡a  honra  de  los  ciudadanos  por  una  parte, 
y el  sosiego  y la  seguridad  y la  venganza  de  la 
sociedad  y la  reparación  de  los  males  causados 
por  los  crímenes  á sus  víctimas  por  otra  , se  ha- 
llan algunas  veces,  mediante  esa  mentirosa  una- 
nimidad y el  modo  de  obtenerla,  á merced  del 
hombre  mas  capcioso,  ó del  mas  fuerte,  ó del 
mas  terco,  ó quizá  de  un  ente  corrompido.  ¿No 
se  parece,  pues,  en  algo  el  juicio  por  jurados  al  I 
combate  judicial , á la  prueba  por  el  agua  y el 
fuego,  y á los  demás  juicios  de  Dios?  Concluya- 
mos por  lo  tanto,  que  si  la  unanimidad  es,  por 
una  parte,  de  esencia  del  jurado,  y por  otra  no 
es  siempre  positiva  y real  sino  solo  aparente  y 
quizá  forzada,  debe  tenerse  la  institución  del  ; 
jurado  por  tan  poco  propia  como  el  combate  ju- 
dicial para  la  recta  administración  de  la  jus- 
ticia. 

Cuarta  condición:  espontaneidad  de  la  declaración 
de  los  jurados. 

XXXVIII.  Establecióse  en  cuarto  lugar,  que 
la  declaración  de  los  jurados  fuese  espontánea, 
porque  debiendo  ser  precisamente  el  resaltado 
de  su  convicción  y no  de  su  razonamiento , no 


hahia  de  permitirse  que  se  alterase  por  reflexio- 
nes posteriores  á los  debates  ni  que  la  concien- 
cia de  un  jurado  pudiese  alarmarse  por  vanos 
terrores  infundidos  diestramente  en  su  alma  por 
un  hábil  abogado,  ni  que  su  inteligencia  que- 
dase sorprendida  con  discursos  capciosos.  Pero 
ya  se  ha  visto  por  la  experiencia:  l.°,  que  la  de- 
claración de  los  jurados  no  suele  ser  espontánea', 
y 2.",  que  casi  es  imposible  que  lo  sea.  Efectiva- 
mente, por  seco  y descarnado  que  sea  el  resú- 
men que  el  gran  juez  hace  de  los  debates,  por 
mas  cuidado  que  ponga  en  abstenerse  de  mani- 
festar su  opinión  particular  sobre  la  criminali- 
dad ó inocencia  del  acusado,  nunca  podrá  pres- 
cindir de  presentar  las  pruebas  favorables  ó 
adversas  con  aquel  colorido  individual  con  que 
las  baila  impresas  en  su  conciencia,  y por  el 
modo  de  apreciarlas  y graduarlas  hará  inclinar, 
aun  sin  advertirlo,  la  balanza  del  juicio  de  los 
jurados  del  lado  de  la  absolución  ó de  la  conde- 
nación. 

Los  jurados,  en  efecto,  que  cu  la  recapitula- 
ción del  gran  juez  ven  á un  golpe  de  vista  todos 
los  medios  de  la  acusación  y de  la  defensa,  todas 
las  circunstancias  de  la  causa,  todas  las  pruebas 
que  se  levantan  en  pro  ó en  contra  del  acusado, 
forman  su  convicción  mas  bien  por  la  impresión 
que  les  causa  el  análisis  metódico  y sucinto  del 
juicio  que  por  las  declaraciones  dadas  en  los  de- 
bates que  tal  vez  no  han  entendido  ó han  olvi- 
dado ya;  y pronuncian  su  fallo  ó veredicto  con 
arreglo  á las  ideas  que  acaban  de  recibir  de  un 
hombre  de  tan  alto  carácter  y de  tanta  instruc- 
ción y confianza.  Así  es  que  se  observan  dife- 
rencias notables  en  la  decisión  de  casos  seme- 
jantes entre  unas  sesiones  y otras,  según  que  el 
gran  juez  propende  á la  indulgencia  ó á la  seve- 
ridad. 

Ni  es  fácil,  ni  quizá  posible  , si  se  ha  de  pro- 
ceder con  rectitud,  que  otra  cosa  suceda;  y aun 
seria  una  desgracia  que  así  no  fuese:  la  verdad 
en  los  j uicios  está  encastillada ; y es  preciso  con- 
quistarla  á viva  fuerza  ó con  estratagemas.  ¿Qué 
hará,  pues,  el  que  no  conoce  este  género  de  lu- 
cha, sino  dejarse  guiar  del  ya  experimentado  y 
aguerrido?  Si  desesperado  ei  hombre  de  alcan- 
zar en  ella  la  victoria,  creyó  por  mucho  tiempo 
no  haber  otro  medio  que  recurrir  á la  divinidad, 
¿quó  adelantaría  con  sus  propias  fuerzas  el  débil? 
¿qué  veria  con  sus  ojos  el  ciego?  Si  alguna  vez 
los  jurados  se  emancipan,  si  oyen  con  descon- 
fianza la  voz  del  gran  juez,  si  este  ha  sabido  en- 
cubrir tan  absolutamente  su  opinión  que  no  ha- 
yan podido  penetrarla,  si  van  dominados  de 
alguna  pasión  ó de  sus  afecciones  naturafes , en 
fiu , si  obran  por  sí  solos  sin  quien  ios  guie , se 
encuentran  entonces  rodeados  de  tinieblas , se 
extravian  fácilmente  aun  sin  quererlo,  van  tras 
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la  luz,  y dan  con  un  fuego  fatuo,  buscan  la  ver-  | 
dad  y abrazan  el  error.  Dios  lia  revelado  alguna 
vez  á los  ignorantes  las  verdades  sobrenatura-  . 
les , ba  manifestado  á los  párvulos  y á los  necios 
los  arcanos  de  su  sabiduría;  pero  en  cuanto  al 
conocimiento  de  las  verdades  naturales,  délas 
verdades  morales,  de  la  existencia  ó inexisten- 
cia de  los  hechos  humanos , de  las  relaciones  de 
las  cosas  con  las  personas  y de  las  personas  con 
las  cosas,  ha  querido  abandonarlas  al  trabajo 
del  hombre,  á la  investigación  del  mas  laborío-  . 
•jo,  al  cálculo  del  que  mas  ha  cultivado  su  ra-  ¡ 
zon , al  tino , discreción  y tacto  formado  por  la 
experiencia.  Pero  insensiblemente  nos  íbamos 
engolfando  en  el  quinto  punto,  cuando  ahora 
solo  queríamos  demostrar  que  la  declaración  de 
los  jurados  no  es  espontánea,  nacida  solo  de  la 
impresión  que  en  su  ánimo  lian  causado  los  de- 
bates, sino  que  mas  bien  es  inspirada  por  el 
gran  juez,  y que  no  puede  ser  otra  cosa  sin  que- 
dar expuesta  al  error. 

Quinta  condición:  declaración  de  los  jurados  sobre 
el  hecho  y no  sobre  el  derecho. 

XXXIX.  Se  resolvió  en  quinto  lugar,  que  la 
declaración  de  los  jurados  no  recayese  sino  sobre 
la  existencia  del  hecho  imputado  al  acusado,  por- 
que este  punto  era  el  único  sobre  que  el  simple 
buen  sentido  les  bastaba  para  dar  una  decisión 
razonable.  ¡Error  funesto  y de  terrible  trascen- 
dencia! ¡Error  nacido,  como  otros  muchos,  en 
tiempos  de  ignorancia  y de  barbarie,  y sosteni- 
do hasta  ahora  por  no  sé  qué  especie  de  fascina- 
ción en  siglos  de  cultura  y de  filosofía!  No:  el 
simple  buen  sentido,  el  sentido  común,  ese  sen- 
tido que  se  halla  eu  la  generalidad  de  los  ciu- 
dadanos, no  basta,  no,  para  decidir  sobre  la 
existencia  de  un  hecho  criminal  que  se  contro- 
vierte; no  basta  para  reconocer  la  verdad  ó fal- 
sedad de  un  acontecimiento  sobre  que  se  aducen 
por  una  y otra  parte  datos  y testimonios  contra- 
rios; no  basta  para  discernir  la  fuerza  ó la  debi- 
lidad comparativa  entre  unos  y otros,  para  cali- 
ficar ó graduar  el  valor  de  las  pruebas  respecti- 
vas, para  distinguir  si  las  que  favorecen  al  reo 
destruyen  ó no  la  eficacia  de  las  que  le  acrimi- 
nan ó condenan;  ya  que  todas  estas  operaciones 
entran  bajo  Lo  que  se  ha  querido  llamar  cues- 
tión de  hecho. 

Entiéndese  aquí  en  efecto  por  la  palabra  he- 
cho, no  un  acontecimiento  simple  y aislado,  no 
un  acto  puramente  material,  sino  un  acto  físico 
y moral;  esto  es,  un  acto  complejo  que  abraza  la 
materialidad  en  que  consiste  y la  calificación 
que  debe  tener  en  sus  relaciones  con  la  ley.  Un 
homicidio,  por  ejemplo,  considerado  como  un 
hecho  criminal,  no  es  solo  el  acto  simple  de 


quitar  á otro  la  vida,  sino  el  acto  complejo  ríe 
quitársela  libre  y voluntariamente  y con  mali- 
cia. La  cuestión,  pues,  de  hecho  que  se  propo- 
ne y la  decisión  que  dan  los  jurados  ingleses 
declarando  al  acusado  culpable  ó no  culpa- 
ble [guilly  ó not  gnilly)  del  homicidio  que  se  le 
imputa,  envuelve  muchas  cuestiones  y declara- 
ciones; es  á saber,  la  de  haberse  verificado  un 
homicidio , la  ríe  haber  recaído  en  tal  persona 
determinada,  la  de  haber  sucedido  en  tal  lugar, 
tal  tiempo  y de  tal  modo,  la  de  haberla  cometi- 
do el  acusado  y no  otro,  la  de  haber  procedido 
el  homicida  voluntariamente  y con  entera  liber- 
tad sin  verse  forzado  por  alguna  violencia  ma- 
terial á que  no  pudiera  resistir  ó sin  hallarse  en 
la  necesidad  de  defender  su  propia  vida,  y en  fin, 
la  de  haber  obrado  con  pleno  conocimiento  de  lo 
que  hacia  y no  por  ignorancia  ó error,  demencia 
ó delirio.  Todas  estas  cuestiones  y decisiones  tan 
complejas  y complicadas,  que  envuelven  á veces 
el  hecho  con  el  derecho  haciendo  imposible  su 
separación,  como  se  han  visto  obligados  á con- 
fesar los  mismos  defensores  del  jurado,  todas 
ellas  se  confian  en  Inglaterra  y en  los  demás 
países  donde  esta  institución  se  halla  estableci- 
da, á cualesquiera  individuos  tomados  de  la 
masa  de  los  ciudadanos  que  tengan  cierta  renta 
y sentido  común,  aunque  carezcan  de  instruc- 
ción, considerándolos  todavía  mas  aptos  y ca- 
paces que  á los  jueces  y magistrados  permanen- 
tes con  toda  su  ilustración  y sus  estudios,  y sus 
conocimientos  y su  práctica,  para  alcanzar  me- 
jor la  verdad  y fallar  con  mas  acierto,  sin  otra 
condición  que  la  de  asistir  al  juicio  y ver  y oir 
á los  testigos  y presenciar  los  debates  entre 
ellos  y las  partes  interesadas. 

Pero  la  razón  y,  la  experiencia  nos  manifiestan 
la  ilusión  y el  engaño  que  se  han  padecido  en 
este  punto  , y las  grandes  ventajas  que  los  hom- 
bres instruidos  en  la  teoría  y en  la  práctica  lle- 
van para  el  indicado  objeto  sobre  los  que  no  pre- 
sentan otra  garantía  que  la  del  simple  buen  sen- 
tido. No  se  habla  del  caso  en  que  el  acusado  está 
confeso ; pues  entonces  ni  aun  se  nombra  el  ju- 
rado de  calificación , sino  que  en  vista  de  la  de- 
claración hecha  por  el  gran  jurado  de  haber 
lugar  á la  prosecución  de  la  causa,  y del  reco- 
nocimiento del  reo  sobre  su  culpabilidad,  se  le 
condena  desde  luego  sin  juicio  ulterior  á la  pena 
correspondiente,  como  se  ha  visto  mas  arriba. 
Tampoco  se  trata  del  caso  en  que  si  bien  el  reo 
está  negativo,  se  halla  sin  embargo  convicto 
por  notoriedad,  pues  entonces  nada  tiene  que 
hacer  ni  que  discurrir  el  jury  ni  aun  el  mismo 
juez  de  derecho  sino  aplicar  la  pena.  Nos  con- 
traemos tan  solo  al  caso  mas  frecuente,  en  que 
estando  negativo  el  reo,  hay  que  examinar  con 
cuidado  las  pruebas  presentadas  en  contra  ó en 
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favor  de  él,  para  no  equivocarse  sobre  su  ino- 
cencia ó culpabilidad,  pues  que  para  entonces 
precisamente  se  ha  creído  mas  seguro  el  acudir 
á la  conciencia  pública  representada  por  los  doce 
jurados  que  no  fiarse  de  la  conciencia  de  los 
jueces  y magistrados  de  oficio. 

En  este  caso  puntualmente,  laque  se  llama 
cuestión  de  hecho  (aunque  tal  vez  analizando 
podria  llamarse  con  mas  razón  cuestión  de  de- 
recho) es  la  mas  oscura  y dudosa,  la  mas  árdua 
y delicada;  en  este  caso  el  exámen  y aprecia- 
ción de  las  pruebas  es  la  operación  mas  difícil 
del  entendimiento  humano,  la  que  pide  mas 
instrucción,  mas  sagacidad,  mas  talento,  mas 
habilidad,  mas  experiencia  de  mundo,  mas  co- 
nocimiento del  corazón  humano,  mas  práctica 
de  casos  semejantes;  en  suma,  mas  grande  y 
omnímoda  capacidad;  porque  el  juicio  criminal 
es  una  lucha  en  que  concurren  á encubrir  ú os- 
curecer la  verdad  los  intereses  corruptores,  las 
seducciones,  las  amenazas,  las  esperanzas  y los 
temores , los  amaños  de  las  partes , los  embustes 
de  los  testigos  y mil  pasiones  diversas;  de  suer- 
te que  es  preciso  arrancarla  de  entre  los  brazos 
de  la  mentira,  combatiendo  y apartando  las  fic- 
ciones y falsedades  con  que  se  procura  extraviar 
la  razón , y librándose  de  caer  en  la  sima  de 
errores  que  hay  empeño  en  abrir.  ¿Quién  será, 
pues,  mas  competente  para  llevar  á cabo  una 
operación  tan  difícil  y trabajosa  del  entendi- 
miento humano,  para  fijar  el  grado  de  certeza 
moral  que  en  contra  ó en  pro  del  acusado  resul- 
ta de  los  indicios  que  arrojan  los  debates,  para 
resolver  nn  problema  de  los  mas  oscuros  y com- 
plicados que  puede  haber  en  el  tan  incierto 
cálculo  de  las  probabilidades?  ¿Quién  será  mas 
idóneo  y capaz  para  penetrar  la  realidad  de  las 
cosas  entre  las  tinieblas  con  que  se  la  envuelve, 
y distinguir  la  verdad  de  las  apariencias?  Si  el 
filósofo  que  ha  ilustrado  su  razón  y ha  buscado 
los  medios  de  arribar  al  conocimiento  de  la  ver- 
dad, duda  y vacila;  si  el  moralista  que  ha  he- 
cho un  estudio  del  corazón  humano,  se  pierde 
en  ese  laberinto  inextricable;  si  el  jurisconsulto 
que  en  las  leyes  y en  las  doctrinas  de  los  auto- 
res ha  aprendido  tantas  reglas  de  bueu  crite- 
rio, fluctúa,  flaquea  y desmaya  á la  vista  de 
tantos  escollos,  de  tantos  peligros  de  caer  en  el 
error,  ¿cómo  el  que  no  es  jurisconsulto,  ni  mo- 
ralista, ni  filósofo,  y carece  de  reglas  , de  prác- 
tica y de  conocimiento  del  corazón  humano  ha 
de  proceder  con  mas  seguridad,  con  mas  discre- 
ción , con  mas  tino  y mas  acierto?  ¿Bastará  la 
simple  y desnuda  razón  para  decidir  lo  que  la 
razón  ilustrada  y ejercitada  no  puede  resolver 
sino  con  inmenso  trabajo?  ¿Podrá  la  ignorancia 
penetrar  en  donde  no  logra  hacerlo  el  saber  sino 
á duras  penas? 

Tomo  ni. 


XL,  Pero  se  dice,  que  los  jueces  y magistra- 
dos permanentes  prestarán  menos  atención  á 
los  debates  que  los  jurados  ó jueces  momentá- 
neos, y dejarán  pasar  desapercibidas  muchas 
de  las  incidencias  que  podrían  conducirlos  al 
descubrimiento  de  la  verdad , porque  la  rutina 
de  asistir  diariamente  á todas  las  causas  crimi- 
nales los  liará  por  fin  indolentes  y distraídos, 
cansará  y embotará  so  perspicacia  y sensibili- 
dad, y los  sumergirán  en  la  indiferencia  y apa- 
tía; al  paso  que  los  jurados,  como  que  cada  jui- 
cio en  que  hayan  de  intervenir  ha  de  ser  para 
ellos  un  acto  extraordinario  y solemne  que  for- 
me época  en  su  vida,  naturalmente  fijarán  toda 
su  atención  y emplearán  todos  sus  sentidos  y 
potencias  en  las  cosas  mas  minuciosas  que  su- 
cedan en  los  debates;  nada  se  escapará  á su  pe- 
netración, ni  el  modo  de  presentarse  el  acusado, 
ni  su  actitud,  ni  su  aplomo,  ni  uno  solo  de  sus 
gestos,  ni  la  expresión  de  su  fisonomía,  ni  la 
mayor  ó menor  seguridad  con  que  se  produzca, 
ni  su  turbación  ó serenidad,  ni  el  sonido  tem- 
bloroso ó enérgico  de  su  voz;  y ora  por  su  modo 
de  interpelar  á los  testigos,  por  su  vivacidad  ó 
abatimiento,  por  la  impresión  que  le  causen  los 
cargos,  ora  por  el  debate  que  se  suscite  entre 
los  testigos  y las  partes,  por  el  efecto  de  una 
apóstrofe  inesperada,  de  una  pregunta  ó réplica 
que  se  dirijan  de  improviso,  verán  la  luz  en  me- 
dio de  las  tinieblas , descubrirán  el  fondo  de  los 
pensamientos,  y arrancarán  el  velo  con  que  se 
cúbranlos  mentirosos,  porque  ellos,  los  jura- 
dos, son  hombres  de  mundo,  viven  en  medio  de 
la  sociedad,  tienen  roce  con  todos,  conocen  prác- 
ticamente los  negocios  é incidentes  de  la  vida 
humana,  los  intereses  que  mas  nos  ciegan,  los 
resortes  mas  ocultos  de  nuestras  acciones,  y es- 
tán por  consiguiente  en  disposición  de  apreciar 
los  hechos  justos  ó injustos,  inocentes  ó crimi- 
nales, mucho  mejor  que  esos  jueces  y juriscon- 
sultos, que  están  siempre  velando  sobre  sus  li- 
bros ó sobre  sus  procesos,  que  no  saben  lo  que 
ordinariamente  ocurre  en  las  casas  del  labrador 
y del  comerciante,  en  los  mercados  públicos,  en 
los  cafés,  en  las  posadas , en  los  caminos,  que 
no  presencian  las  escenas  de  las  riñas,  de  las 
pendencias,  de  las  injurias,  de  las  heridas  , de 
las  muertes,  de  los  robos,  ni  tienen  conocimien- 
to de  las  razones  que  las  suscitan , ni  de  las  cau- 
sas que  contribuyen  á enardecerlas,  ni  de  las 
calidades  personales  de  la  clase  de  ciudadanos 
en  quien  son  mas  frecuentes. 

Así  hablan  los  juradistas,  así  exageran  la  ma- 
yor aptitud  de  los  jurados  para  graduar  los  he- 
chos y descubrir  la  culpabilidad  ó la  inocencia 
de  los  que  tienen  que  responder  de  sus  acciones 
antela  justicia.  ¿No  tomará  cualquier  hombre 
de  juicio  todas  estas  reflexiones  por  puro  eni- 
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baucamiento?  Pues  qué , ¿los  jurisconsultos  son 
hombres  caídos  de  las  nubes  ú sacados  del  lim- 
bo sin  conocimiento  alguno  de  este  mundo?  Pues 
qué  ¿los  jueces  y magistrados  han  estado  encer- 
rados desde  niños  en  los  monasterios  del  desier- 
to ó en  las  cuevas  de  los  anacoretas,  y han  sido 
arrancados  de  allí  con  toda  su  simplicidad  y su 
ignorancia  para  sentarse  bajo  el  dosel  de  Temis? 
¿No  han  sido  criados  y educados  en  medio  de  la 
sociedad  con  tantas  ó mas  relaciones  que  los  la- 
bradores, que  los  artesanos,  que  los  mercaderes 
y que  todos  los  demás  que  constituyen  el  jury? 
¿No  han  frecuentado,  quizá  mas  que  todos  estos, 
los  cafés,  las  plazas,  las  tertulias,  las  posadas  y 
los  caminos?  ¿No  han  tenido  ocasión  de  obser- 
var las  costumbres  populares,  y el  lado  de  que 
cada  clase  flaquea?  Pues  qué,  ¿ al  buen  sentido 
común  que  como  á hombres  les  corresponde,  no 
hay  que  añadir  esa  ilustración  que  como  litera- 
tos han  adquirido?  ¿No  han  de  contarse  para 
nada  con  ese  conocimiento  mas  profundo  que 
deben  tener  del  corazón  humano  los  hombres 
que  ven  y tratan -y  experimentan  á los  otros 
hombres  en  los  efectos  de  sus  miserias,  de  sus 
debilidades,  de  sus  pasiones,  de  sus  culpas  y de 
sus  crímenes?  ¿No  han  de  ser  mas  idóneos  para 
sondear  los  corazones  y sorprender  la  verdad 
los  que  se  dedican  habítualmeute  á este  ejerci- 
cio que  no  los  que  una  sola  vez  en  su  vida  reci- 
ben este  encargo?  ¿Por  qué  se  les  ha  de  suponer 
esa  indiferencia  y distracción  que  tan  gratuita- 
mente se  les  quiere  atribuir?  ¿Por  qué  se  ha  de 
pretender  que  en  razón  del  hábito  precisamen- 
te no  han  de  apercibirse,  tan  bien  como  los  ju- 
rados, de  esas  señales  exteriores  que  los  reos  y los 
testigos  manifiestan  en  los  debates  de  lo  que 
pasa  en  sus  conciencias?  Semejante  aserción  es 
una  paradoja:  es  siempre  una  verdad,  así  en  lo 
moral  como  en  lo  físico,  que  el  hábito  facilita  los 
actos:  el  médico  cura  mejor  cuanto  mas  cura, 
es  decir,  conoce  mejor  las  enfermedades  y ad- 
quiere mas  tino  para  sanarlas  cuantos  mas  años 
ha  invertido  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  y 
por  eso  aconseja  el  refrán  que  se  busque  al  mé- 
dico viejo;  los  artistas  sacan  tanto  mas  perfectas 
sus  obras,  cuanto  mas  se  han  entregado  á la 
práctica  de  sus  oficios;  todos,  todos  los  profeso- 
res, así  los  de  las  ciencias  como  los  de  las  artes, 
■hacen  mejor  las  cosas  de  su  arte  ó de  su  ciencia 
por  razón  del  hábito,  aun  sin  pensar  en  ello,  aun 
sin  prestar  atención,  que  los  que  quieren  hacer- 
las una  vez,  por  mucho  cuidado  que  pongan, 
¿á  solamente  los  jueces  serán  mas  ineptos  para 
juzgar  cuanto  mas  juzguen?  ¿Y  solamente  los  le- 
trados conocerán  menos  los  pliegues  y replie- 
gues del  corazón  humano  cuanto  mas  los  desen- 
vuelvan, cuanto  mas  los  estudien,  cuanto  mayor 
®ea  la  práctica  que  hayan  adquirido  en  cono- 


cerlos? Y ¿solamente  los  que  por  una  larga  ex- 
periencia están  familiarizados  con  todos  loa  efu- 
gios del  crimen  y con  todas  las  maniobras  que 
puede  emplearla  calumnia,  serán  precisamente 
los  mas  inhábiles  para  desenredar  estas  manio- 
bras y cortar  aquellos  efugios?  Y ¿habremos  de 
llamar  para  desempeñar  estas  funciones  augus- 
tas á los  zapateros  y á los  sastres  y á los  merca- 
deres, solo  porque  no  estando  habituados  á ellas 
suponemos  que  las  ejercerán  con  mas  atención 
y cuidado  ? ¿No  será  una  consecuencia  de  este 
sistema  llamar  á los  letrados  y á los  jueces  para 
cortar  los  vestidos  y hacer  los  zapatos  y tomar 
la  vara  de  medir?  ¡ Qué  trastorno  de  ideas  es  este! 

No  se  tema,  no,  que  los  jueces,  por  mas  prác- 
ticos, sean  mas  descuidados:  el  honor  de  la  toga 
que  visten,  el  decoro  de  que  hacen  gala,  el  amor 
que  su  carrera  les  infunde  naturalmente  á la 
justicia,  el  temor  de  la  responsabilidad  que  no 
siempre  es  ilusoria,  son  prendas  seguras  que 
deben  inspirar  confianza  en  su  actividad;  ade- 
más ds  que  cada  uno  de  los  casos  que  se  les  pre- 
sentan es  un  caso  nuevo,  las  causas  no  se  pare- 
cen unas  á otras,  los  hechos  de  un  mismo  géne- 
ro están  siempre  revestidos  en  su  especie  de  cir- 
cunstancias diferentes  que  excitan  poderosa- 
mente su  curiosidad,  y fijan  su  atención.  No  se 
tema,  pues,  su  falta  de  interés  en  los  debates,  no 
se  tema  su  falta  de  aplicación  á usar  de  todos 
los  medios  que  puedan  abrirles  camino  para 
averiguar  la  inocencia  ó la  criminalidad  de  los 
acusados.  Témanse  por  el  contrario  las  equivo- 
caciones tan  naturales  como  funestas  de  los  ju- 
rados: témanse  los  efectos  de  su  inexperiencia  y 
de  su  ignorancia  y del  poco  cultivo  de  su  razón: 
témanse  sus  preocupaciones  y la  resolución  que 
algunos  llevan  de  no  fallar  jamás  en  cierto  sen- 
tido; y témase  su  irresponsabilidad  absoluta. 

Eu  efecto,  preséntase  en  la  Audiencia  el  hom- 
bre mas  criminal  con  todas  las  apariencias  ex- 
teriores de  la  probidad  y de  la  inocencia;  oye 
con  aplomo  y serenidad  los  cargos  que  le  resul- 
tan, responde  con  despejo  y con  semblante  hi- 
pócrita y gracioso  á las  preguntas  que  se  le  ha- 
cen, interpela  con  aire  de  seguridad  á los  testi- 
gos que  contra  él  deponen,  los  confunde  tal  vez 
con  sus  sofismas  ó los  hace  caer  en  contradic- 
ciones; y los  incautos  y honradísimos  jurados, 
que  generalmente  reputan  por  incompatibles 
estas  cualidades  con  los  remordimientos  del  cri- 
men, que  confunden  la  calma  del  inocente  con 
la  calma  del  habituado  á los  delitos,  no  saben 
desconfiar  de  la  impresión  que  han  recibido  en 
su  ánimo  á favor  del  reo,  y naturalmente  se  in- 
clinan á declararle  no  culpable.  Otro  hombre, 
por  el  contrario,  á quien  un  error  de  la  autori- 
dad judicial  ó la  combinación  casual  de  ciertas 
incidencias  habrá  traído  al  banco  de  la  justicia. 
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y que  habrá,  tenido  siempre  una  conducta  exen- 
ta de  toda  mancha,  se  presentará  con  todas  las 
señales  que  indican  un  delincuente  y que  no 
son  en  verdad  sino  efecto  del  temor  de  sufrir 
una  condenación  no  merecida:  avergonzado  de 
aparecer  como  reo,  receloso  de  ser  víctima  de 
un  engaño,  perderá  su  serenidad,  responderá 
tartamudeando  con  voz  temblorosa  y semblante 
pálido  á las  cuestiones  mas  sencillas,  y en  cada 
una  de  sus  respuestas,  escapada  en  el  desórden 
de  su  espíritu  y en  la  confusión  de  sus  ideas, 
dará  lugar  á interpretaciones  funestas  sobre  el 
estado  de  su  conciencia.  ¿No  se  ve  todos  los  dias 
en  las  universidades  que  algunos  jóvenes  de  los 
mas  instruidos  y aprovechados  pierden  al  tiem- 
po de  los  exámenes  su  presencia  de  espíritu  y 
aun  la  facultad  de  expresarse  de  un  modo  inte- 
ligible, hasta  el  extremo  de  hacer  concebir  du- 
das muy  poco  lisonjeras  sobre  su  capacidad? 
¿Qué  extraño  será,  pues,  que  un  acusado  tími- 
do, aunque  inocente,  al  verse  sometido  á unos 
debates,  cuyo  resultado  puede  ser  la  pérdida  de 
su  libertad,  de  su  fortuna,  de  su  honor  ó de  su 
vida,  se  manifieste  con  todas  las  apariencias  de 
un  delincuente  poseído  de  un  profundo  terror? 
Y ¿sabrán  los  jurados  inexpertos,  los  jui'ados 
que  ban  de  juzgar  precisamente  por  impresio- 
nes , por  las  impresiones  que  les  cause  cuanto 
oigan  y vean,  sabrán,  repito,  librarse  de  la  im- 
presión desventajosa  que  les  produzca  un  hom- 
bre constituido  en  tal  estado?  ¿Sabrán  hacer  dis- 
tinción entre  la  confusión  que  nace  de  la  ino- 
cencia sonrojada  y la  confusión  que  nace  del 
crimen  descubierto;  entre  el  temblor  del  peligro 
y el  temblor  del  remordimiento?  Y ¿qué  será  si 
el  inocente  intimidado  añade  á su  turbación  un 
semblante  que  prevenga  contra  él , una  confor- 
mación que  cause  desagrado,  unos  modales, 
unos  gestos,  una  voz  que  inspiren  repugnancia; 
y si  además  incurre  en  alguna  mentira,  aunque 
poco  enlazada  con  el  hecho  principal,  pues  que 
la  inocencia  se  ha  valido  alguna  vez  de  este 
medio  peligroso  para  alejar  mas  y mas  de  sí 
toda  sospecha?  ¡ Ah ! si  el  magistrado  no  comu- 
nica en  el  resúmen  parte  de  su  ilustración  á los 
jurados,  si  no  combate  los  sentimientos  de  anti- 
patía que  los  defectos  ó vicios  del  acusado  pue- 
den provocar  contra  él,  si  no  desvanece  toda  pre- 
vención injusta,  si  no  da  su  verdadero  valor  á 
cada  uno  de  los  indicios  que  lian  resultado  de 
los  debates,  ¡qué  riesgos  tan  terribles  correrá  la 
inocencia!  Por  fortuna  los  jueces  ingleses  no 
siempre  olvidan  estos  buenos  oficios  de  huma- 
nidad; y por  fortuna  también  los  jurados,  per- 
suadidos de  su  poca  aptitud  para  sacar  fruto  de 
lo  que  ocurre  en  los  juicios,  y confiados  por  otra 
parte  en  los  jueces,  suelen  aguardar  á que  estos 
hagan  sus  relaciones  para  formar  su  convicción, 


y durante  los  debates  el  uno  piensa  en  su  la- 
branza, el  otro  en  su  tienda,  el  otro  en  la  quie- 
bra de  su  corresponsal , el  otro  en  alguna  espe- 
culación que  proyecta , y el  otro  en  la  alza  ó baja 
de  los  efectos  públicos  en  la  Bolsa. 

Resulta,  pues,  que  la  concurrencia  de  los  ju- 
rados., ó es  absolutamente  inútil  si  no  prestan 
atención  y quieren  ver  y oir  por  los  ojos  y oidos 
del  juez,  ó es  peligrosa  si  la  prestan  y quieren 
oir  y ver  y opinar  por  si  mismos.  En  el  primer 
caso,  queda  burlado  el  objeto  de  la  institución 
del  jury,  pues  que  el  acusado  no  es  ya  juzgado 
en  realidad  por  sus  pares;  y en  el  segundo  que- 
da expuesto  el  acusado  á la  prevención , 4 la 
ceguedad  y al  capricho  de  la  ignorancia  y de  la 
inexperiencia:  en  el  primer  caso,  se  vicia  la  ins- 
titución y se  convierte  en  una  verdadera  fantas- 
magoría, pues  que  deja  de  ser  la  garantía  que 
se  supone  para  la  sociedad  y para  el  encausado, 
siéndolo  tan  solo  para  el  juez  de  derecho  á quien 
pone  á cubierto  de  toda  responsabilidad;  y en 
el  segundo  proceden  los  jurados  á fallar  sin  in- 
fluencia del  juez,  sin  el  auxilio  de  sus  luces,  sin 
mas  que  haber  oido  in  voce  la  acusación  y la 
defensa  y haber  visto  las  caras  del  reo  y de  los 
testigos , y absuelven  ó condenan  porque  así  lo 
quieren,  sin  sujeción  á regla  alguna,  sin  tener 
que  dar  á nadie  ni  pedirse  á sí  mismos  cuenta 
de  la  razón  que  los  mueve,  sic  volo,  sic  jubeo, 
stat  pro  ratione  voluntas,  declarando  la  inocen- 
cia porque  se  les  antoja,  ó la  culpabilidad  por- 
que se  les  antoja  también,  sin  que  jamás  ten- 
gan que  responder  de  su  fallo  por  absurdo  y es- 
candaloso que  sea,  sin  que  jamás  puedan  ser 
reconvenidos  ni  castigados  por  haber  condenado 
á un  inocente  ni  por  haber  absuelto  á un  crimi- 
nal, ¿No  es  esto, pues,  venir  áserlos  jurados  ár- 
bitros y dueños  absolutos  de  la  vida,  de  la  hon- 
ra, de  la  libertad  y de  la  fortuna  de  sus  conciu- 
dadanos? ¿No  es  de  temer  que  para  la  condena- 
ción ó absolución  se  dejen  dominar  solo  de  algún 
motivo  secreto , de  sus  simpatías  ó antipatías, 
de  la  amistad  ó la  aversión , de  la  rivalidad  ó el 
interés,  del  espíritu  de  cuerpo  ó de  partido,  de 
sus  inclinaciones  particulares  ó de  su  carácter 
rígido  ó blando,  severo  ó indulgente?  Es  proba- 
ble que  absuelvan  mas  bien  que  condenen;  y 
así  lo  hacen  ó lo  deben  hacer  en  caso  de  duda 
los  jurados  ingleses  y todos  los  jurados  y jueces 
del  mundo;  pero  es  posible  que  condenen  cuan- 
do debían  absolver,  y de  esto  hay  ejemplos  la- 
mentables. Mas  ¿por  qué  ban  de  absolver  cuan- 
do debian  condenar?  ¿Por  qué  lian  de  negará 
veces  la  evidencia,  cuando  el  delito  está  patente? 
¿No  se  aumentará  el  número  de  malvados,  si  los 
delitos  quedan  impunes?  Aumentádose  liá  en 
efecto  de  un  modo  extraordinario  en  Inglaterra 
hasta  el  extremo  de  no  haber  en  el  mundo  una 
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nación  en  que  se  cometan  mas  robos  y mas  fre- 
cuentes y mas  horrorosos  asesinatos , y aun  se- 
gún Frañklin , se  cometen  allí  anualmente  mas 
robos  que  en  todas  las  demás  naciones  de  Eu- 
ropa juntas,  porque  no  hay  nación  en  que  que- 
den impunes  mayor  número  de  crímenes,  mer- 
ced á esa  profunda  atención  que  se  dice  que  los  ; 
jurados  prestan  en  los  debates,  y á ese  buen 
sentido  con  que  juzgan.  Solo  en  Lóndres  hay 
anualmente , según  datos  estadísticos  publica-  | 
dos  por  el  Journal  des  Reíais  en  el  mes  de  No- 
viembre de  1843,  la  enorme  suma  de  16,901  la- 
drones conocidos  que  ejercen  su  industria  á vis- 
ta y paciencia  de  la  policía.  Están  divididos  en 
tres  clases:  la  primera  cuenta  10,444,  la  segun- 
da 4,353  y la  tercera  2,104.  Las  casas  de  encu- 
bridores son  227,  y 276  las  en  que  se  reúnen  los 
ladrones. 

XLI.  Concluyamos  por  lo  tanto,  que  no  basta 
el  sentido  común  para  calificar  los  hechos  y la 
culpabilidad  ó la  inocencia  de  los  acusados.  De 
esta  verdad  se  han  convencido  ya  muchos  de  los 
mas  acérrimos  defensores  de  la  institución  del 
jury.  «Yo  no  pienso  como  otros  (dice  el  célebre 
Merlin  en  su  Repertorio  de  jurisprudencia);  yo  no  . 
pienso  que  para  desempeñar  bien  las  funciones 
de  jurado  baste  una  inteligencia  ordinaria  aun- 
que acompañada  de  probidad.  Si  el  acusado  com- 
pareciese solo  á los  debates  con  los  testigos , no 
seria  necesario  entonces  sino  buen  sentido  para 
reconocer  la  verdad  en  dechrraciones  y respues- 
tas dadas  con  sencillez  y desnudas  de  todo  razo- 
namiento; pero  el  hecho  es  que  se  presenta  casi 
siempre  asistido  de  uno  ó mas  defensores , quie- 
nes con  sus  interpelaciones  capciosas  embarazan 
ó extravian  á los  testigos ; y por  medio  de  una 
discusión  sutil,  frecuentemente  sofística,  y al- 
gunas veces  elocuente,  cubren  de  nubes  la  ver- 
dad , y hacen  problemática  la  evidencia  misma. 
Ciertamente  , se  necesita  más  que  buena  inten- 
ción y más  que  buen  sentido  para  no  dejarse 
llevar  de  esos  falsos  resplandores , para  preca- 
verse de  los  descarríos  de  la  sensibilidad , y para 
mantenerse  inmutable  en  la  línea  de  la  verdad 
cuando  uno  se  ve  combatido  por  esas  insidiosas  ¡ 
impulsiones  dadas  simultáneamente  al  espíritu 
y al  corazón.»  «Sepan  los  jurados  (exclaman  los 
abogados  de  la  real  Audiencia  de  París,  G uichard 
y Dubocliet,  y eso  que  llevan  su  entusiasmo 
basta  el  delirio  por  esta  institución ),  sepan  los 
jurados  que  las  luces  mas  necesarias  para  pro- 
nunciar una  sentenciada  que  jamás  tengan  que 
arrepentirse , no  se  adquieren  en  los  debates  por 
las  deposiciones  de  los  testigos  y las  respuestas 
del  acusado  , sino  que  resultan  de  sus  medita- 
ciones sobre  los  verdaderos  principios  de  la  le- 
gislación criminal  y de  la  solución  que  den  á 
Jas  cuestiones  que  nacen  de  la  relación  de  estos 


principios  con  las  disposiciones  de  la  ley  y el 
caso  particular  que  les  está  sometido.  Pero  si 
muchos  jurados  conocen  la  necesidad  que  tienen 
de  meditar  estos  principios  y estudiar  estas 
cuestiones,  ¡cuán  pocos  son  los  que  pueden  ha- 
cerlo! porque  otros  negocios  y otras  obligacio- 
nes vienen  á distraerlos  de  meditaciones  que 
piden  tiempo,  lugar  y sosiego  , yá  impedirles 
dedicarse  á un  estudio  que  exige  el  trabajo  de 
un  jurisconsulto.»  Mas  ¿quién  creerá  que  des- 
pués de  combatir  de  esta  manera  el  principal 
fundamento  de  esta  institución,  después  de  ha- 
cernos ver  además  la  ignorancia  y el  despotis- 
mo de  los  jurados  y el  empeño  que  á veces  toman 
de  burlarse  de  la  verdad  por  eludir  la  ley,  des- 
pués de  presentarnos  sentencias  contradictorias 
y escandalosas  pronunciadas  por  ellos;  ¿quién 
creerá,  repito,  que  estos  jurisconsultos,  en  vez 
de  pedir  la  abolición  de  una  especie  de  juicio 
que  tan  malos  resultados  produce,  se  contenta 
el  primero  con  excluir  del  jury  á los  artesanos 
y á los  labradores  no  muy  acomodados , admi- 
tiendo solo  á los  propietarios  ricos , ilustrados  y 
celosos;  y los  segundos  con  otros  muchos  com- 
ponen obras  de  legislación  criminal  para  que 
las  lean  los  que  quizá  no  saben  leer,  para  que 
las  estudien  los  que  según  ellos  mismos  no  pue- 
den estudiar , para  que  las  mediten  los  que  no 
tienen  tiempo,  ni  lugar,  ni  sosiego  para  meditar, 
para  que  apliquen  sus  doctrinas  los  que  en  caso 
de  babei-las  aprendido  deberían  olvidarlas  á fin 
de  no  fallar  sino  según  las  impresiones  de  su 
conciencia,  pues  que  según  ellos  dicen,  basta 
los  sabios  y jurisconsultos  tienen  que  echar  á un 
lado  su  ciencia  para  apreciar  bien  la  verdad  de 
un  hecho.  ¡En  qué  contradicciones!  ¡En  qué  ab- 
surdos se  incurre  cuando  se  defiende  una  mala 
causa! 

Resumen  y conclusión  del  examen  del  jury. 

XLII.  Creemos  haber  demostrado  hasta  la 
evidencia,  que  la  institución  del  j urado  inglés 
tuvo  su  origen  en  tiempos  de  barbarie  y de  ig- 
norancia y que  se  fundaba  en  la  creencia  que  se 
tenia  de  que  Dios  estaba  obligado  á manifestar 
la  verdad  de  los  hechos  por  medio  de  la  concien- 
cia pública,  ya  que  no  por  el  combate  judiciaL 
y demás  pruebas  vulgares  (XXXI);  que  son  muy 
deleznables  los  elementos  que  la  constituyen; 
que  no  es  la  igualdad  entre  los  jueces  y el  acu- 
sado la  que  asegura  la  rectitud  de  los  juicios, 
pues  lo  que  asegura  en  su  caso  es  la  impunidad 
de  los  crímenes  (XXXII);  que  con  los  jueces  sa- 
cados por  sorteo  entre  los  ciudadanos  que  solo 
tienen  cierta  renta  y sentido  común , se  convier- 
te la  administración  de  justicia  en  un  verdadero 
juego  de  lotería  (XXXIII);  que  no  es  natural  que 
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la  dependencia  que  los  jueces  permanentes  é 
inamovibles  puedan  tener  del  Gobierno  que  los 
ha  nombrado,  influya  de  modo  alguno  en  la 
decisión  de  las  causas  comunes  contra  los  acu- 
sados, y que  mas  probable  , mas  fácil  y mas  pe- 
ligroso es  que  perjudique  á estos  la  dependencia 
que  los  jurados  tienen  de  sus  pasiones,  de  sus 
intereses  , de  sus  relaciones  , y de  sus  hábitos  y 
costumbres  (XXXIV);  que  por  lo  que  hace  á los 
delitos  políticos,  los  jurados  absuelven  siempre 
6 casi  siempre  si  tienen  ideas  contrarias  á las 
del  Gobierno  por  mas  evidente  que  sea  el  crimen, 
y si  tienen  las  mismas  ideas  que  aquel  son  mu- 
cho mas  rígidos  que  los  jueces  permanentes; 
que  en  tiempos  de  revueltas  y vicisitudes  polí- 
ticas se  devoran  mutuamente  los  partidos  por 
medio  de  sus  jurados,  pues  no  hay  freno  que  los 
contenga  en  sus  venganzas  (XXXV);  que  el  há- 
bito de  juzgar  no  convierte  á los  jueces  en  ene- 
migos de  los  acusados,  ni  los  predispone  á con- 
denar por  solo  presunciones  ó medias  pruebas, 
ni  les  produce  indolencia  y distracción  corno  di- 
cen los  juradistas,  sino  que  los  hace  mas  hábi- 
les para  descubrir  la  verdad,  para  conocerlos 
efugios  del  crimen  y para  desenredar  las  ma- 
niobras de  la  calumnia,  al  paso  que  los  jurados, 
por  su  falta  de  hábito,  de  tiempo  y de  responsa- 
bilidad, por  su  ignorancia  en  estas  materias,  y 
por  los  negocios  y obligaciones  diferentes  que 
los  tienen  preocupados,  no  se  hallan  por  lo  co- 
mún en  estado  de  examinar  y resolver  las  gra- 
ves dificultades  que  ocurren  en  los  juicios,  ni 
de  meditar  sobre  el  valor  de  las  pruebas , ni  de 
prestar  una  atención  sostenida  en  los  debates, 
viéndose  por  lo  tanto  en  el  peligro  de  caer  en 
errores  lamentables  ó en  la  necesidad  de  obrar 
y decidirse  por  ideas  prestadas  ó inspiradas 
(XXXVI  y XL);  que  la  supuesta  infalibilidad  de 
la  declaración  del  jury,  fundada  en  la  unani- 
midad de  los  doce  jurados , es  un  principio  falso 
y aun  ridículo,  propio  solo  de  tiempos  de  misti- 
cismo, porque  esa  unanimidad  no  es  real  y ver- 
dadera, sino  solo  aparente,  no  es  efecto  de  la 
íntima  convicción  de  todos,  sino  de  la  terquedad 
de  algunos  y de  esa  especie  de  tortura  de  en- 
cierro, frió,  hambre  y sed  con  que  se  apremia  á 
los  otros  (XXXVII);  que  la  declaración  de  los  ju- 
rados no  suele  ser  espontánea,  como  se  quiere 
suponer,  sino  que  mas  bien  es  inspirada  por  el 
juez  real , y que  cuando  tiene  aquella  calidad, 
no  presenta  garantía  de  no  haber  sido  errónea 
(XXXVJII);  y finalmente,  que  es  una  ilusión, 
un  engaño,  un  error  funestísimo,  reconocido 
por  Los  hombres  sensatos  y comprobado  ya  por 
la  experiencia,  el  sentar  como  se  ha  sentado 
que  basta  el  buen  sentido  acompañado  de  la 
probidad  para  resolver  las  cuestiones  de  hecho 
y declarar  la  culpabilidad  ó inocencia  de  los 


acusados , cuando  apenas  alcanza  para  ello  la 
razón  ilustrada  y ejercitada  del  filósofo,  del  mo- 
ralista y del  jurisconsulto  (XXXIX). 

XLIII.  Síguese  de  todas  estas  verdades  que 
el  juicio  por  jurados,  aun  como  se  halla  estable- 
cido en  Inglaterra,  que  es  el  que  según  dicen, 
debe  servir  de  modelo  á las  naciones  que  quieran 
adoptarlo,  es  un  juicio  absurdo,  un  juicio  con 
que  ni  se  obtiene  ni  puede  obtenerse  el  fin  que 
el  legislador  debió  haberse  propuesto  en  su  es- 
tablecimiento, un  juicio  perjudicial  á la  buena 
administración  de  la  justicia.  ¿Pues  cómo,  se 
dirá,  una  nación  tan  sábia,  una  nación  que  está 
al  frente  de  la  civilización  europea , una  nación 
que  corre  siempre  tras  el  progreso,  cómo  es  que 
conserva  un  juicio  de  esta  clase?  ¿Y  cómo  es, 
podrá  responderse,  cómo  es  que  esa  nación  con- 
serva una  legislación  civil  y penal , la  mas  far- 
raginosa, indigesta  é incoherente  que  se  conoce 
en  las  naciones  civilizadas , según  confiesan  sus 
mismos  j urisconsultos  ? ¿ Cómo  es  que  esa  nación 
mantiene  todavía,  ó á io  menos  ha  mantenido 
hasta  hace  muy  pocos  años,  si  es  que  ya  lo  ha 
abolido , el  modo  mas  inmoral  y repugnante  que 
se  ha  conocido  en  el  mundo  de  disolver  los  ma- 
trimonios, permitiendo  á los  maridos  que  atan- 
do á sus  mujeres  una  soga  al  cuello  las  lleven  á 
los  mercados  públicos  y las  vendan  á sus  cóm- 
plices de  adulterio,  ó las  truequen  por  otra,  ó 
las  den  en  cambio  de  una  vaca  ó de  una  burra? 
¿Cómo  es,  para  contraernos  mas  al  asunto,  que 
esa  nación  tolera  en  la  actualidad  la  decisión  de 
las  causas  criminales  por  medio  del  duelo?  Por 
medio  del  duelo,  sí,  por  medio  del  combate  judi- 
cial, tan  usado  en  tiempos  de  ignorancia  y su- 
perstición , como  si  ahora  en  el  siglo  XIX  cre- 
yese la  nación  sábia , que  la  verdad  y el  triunfo 
de  la  inocencia  pueden  salir  de  la  boca  de  una 
pistola  ó de  una  buena  puñada  dada  en  el  bár- 
baro pugilato.  Un  suceso  reciente  que  tuvo  lu- 
gar en  estos  últimos  años,  viene  á confirmar 
nuestro  aserto.  Un  jóveu  inglés  que  violó  á la 
fuerza  y asesinó  en  seguida  á una  jóven  soltera, 
fué  acusado  de  este  doble  atentado  por  un  her- 
mano de  la  víctima;  formóse  la  sumaria,  declaró 
el  gran  jury  haber  lugar  á la  prosecución  de  la 
causa,  y habiéndose  hecho  al  reo  la  pregunta 
ordinaria  de  «cómo  quería  ser  juzgado,  si  por 
Dios  ó por  su  país,»  respondió  que  quería  serlo 
por  Dios,  y al  mismo  tiempo  arrojó  el  guante  á 
presencia  del  tribunal , dando  á entender  que 
elegía  el  medio  del  duelo.  Gran  sorpresa  y con- 
tienda acalorada  causó  esta  respuesta:  el  abo- 
gado del  acusador  manifestaba  que  el  duelo  no 
estaba  en  uso;  y el  del  acusado  sostenía  que 
estaba  autorizado  por  una  ley  no  derogada  y por 
la  misma  fórmula  de  la  pregunta.  El  tribunal 
cedió  á las  razones  de  este  último,  y preguntó 
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9.1  acusador  SI  aceptaba  Cl  desafío  . DO  S6  atrevió 
oste  á tanto  al  ver  los  puños  y las  trazas  de  su 
adversario;  y en  su  consecuencia  el  criminal 
quedó  declarado  r/io  culpable  , de  suerte  que  á 
estas  horas  se  paseará  quizá  impune  .y  libre- 
mente por  Lóndres  el  forzador  y el  asesino.  ¡ Tal 
es  en  Inglaterra  la  justicia! 

¿Qué  extraño  es,  pues,  que  se  conserve  allí  la 
institución  del  jury,  por  mas  irracional  y ab- 
surda que  sea?  Ella  está  consagrada  por  el  tras- 
curso de  los  siglos,  y esto  basta  para  que  se  la 
respete,  aunque  se  la  tenga  por  hija  de  la  pri- 
mitiva barbarie.  Los  ingleses  miran  con  religio- 
sa veneración  sus  instituciones  antiguas;  consi- 
deran la  ley  como  una  fortaleza  de  que  no  se 
puede  quitar  piedra  alguna  sin  debilitarla,  y 
llevan  el  sistema  de  no  hacer  variaciones  en  lo 
que  encuentran  establecido,  hasta  después  que 
la  opinión  pública  las  ha  estado  reclamando  con 
voz  unánime  por  espacio  de  muchos  años  ó de 
siglos,  y aun  entonces  proceden  con  paso  lento 
y no  adoptan  las  reformas  sino  cuando  ya  están 
Idea  convencidos  de  sus  ventajas  y de  que  la  vo- 
luntad general  las  apetece  con  ahinco.  Este  es 
puntualmente  el  caso  en  que  se  encuéntrala  fa- 
mosa institución  del  jury,  se  le  tienen  conside- 
raciones por  su  antigüedad,  pero  hace  ya  largo 
tiempo  que  la  opinión  comenzó  á declararse  con- 
tra ella,  descollando  entre  sus  impugnadores  los 
jurisconsultos  mas  distinguidos,  como  Blacksto- 
ne  y Bentham,  quienes  rechazan  á los  jurados, 
así  de  los  juicios  civiles  como  de  los  crimínales. 
«Pasemos,  dice  el  primero  ( Analysis  of  te  lares 
England),  de  los  objetos  privados  á los  que  inte-  ¡ 
resan  mas  al  órden  público.  Todo  ciudadano  que 
tiene  bienes  de  fortuna;  está  en  el  caso  de  ser 
llamado  á establecer  los  derechos,  á estimar  las 
injurias,  á pesar  las  acusaciones,  y á disponer 
de  la  vida  de  sus  conciudadanos,  teniendo  el 
cargo  de  jurado.  En  esta  situación  se  ve  muchas 
veces  precisado  á decidir,  y esto  bajo  juramento, 
en  cuestiones  tan  importantes  como  delicadas, 
particularmente  cuando  la  ley  y el  hecho  están  i 
intimamente  unidos  entre  sí  como  frecuente- 
mente sucede;  y la  incapacidad  general  de  nues- 
tros jurados  hace  que  cumplan  este  cargo  con 
tan  poco  acierto,  que  muchas  veces  se  ha  tenido 
que  despreciar  su  autoridad  y poner  inevitable- 
mente el  poder  en  las  manos  de  los  j ueces  para 
dirigir,  censurar  y aun  anular  sus  declaraciones 
ó veredictos  mas  allá  del  término  fijado  por  la 
Constitución.»  Es  probable,  por  lo  tanto,  que  ya 
estaria  suprimido  en  Inglaterra  el  jury,  por  ha- 
ber perdido  su  prestigio  como  institución  judi- 
cial, en  fuerza  de  sus  funestos  resultados  y de 
las  razones  con  que  se  le  ha  combatido  y diaria- 
mente se  le  combate  por  los  mas  célebres  escri- 
tores. 


XLIV.  Mas  hay  allí  otra  preocupación,  que 
no  está  todavía  bien  desarraigada , y que  natu- 
ralmente ha  hecho  y liará  durar  por  algunos 
años  tan  fatal  establecimiento.  Los  ingleses  mi- 
ran al  jury,  no  solo  como  institución  judicial, 
sino  también  como  institución  política;  y si  bien 
considerándole  bajo  el  primer  aspecto  convienen 
generalmente  en  desecharle,  hay  aun  no  pocos 
que  considerándole  bajo  el  segundo,  le  conser- 
van cierto  apego  y se  empeñan  en  sostenerle. 
Pero  esta  preocupación  se  acabará  también  de 
desvanecer  con  el  trascurso  del  tiempo;  porque 
si  se  ha  reconocido  ya  que  la  llamada  justicia 
del  país  no  es  mejor  que  la  justicia  del  Rey,  esto 
es,  que  los  hombres  á quienes  la  suerte  saca  de 
sus  talleres  ó de  sus  campos,  no  son  tan  ¿propó- 
sito para  ejercer  funciones  judiciales  como  los 
jueces  que  la  Corona  elige  entre  los  hombres 
que  se  han  preparado  con  largos  estudios  para 
el  buen  desempeño  de  tan  alto  destino,  se  reco- 
nocerá igualmente  por  todos,  como  ya  se  reco- 
noce por  muchos,  que  la  justicia  nada  tiene  que 
ver  con  lapolítiea;  que  aquella  es  independiente 
de  esta;  que  la  una  es  imparcial,  permanente, 
inmutable,  impasible;  la  otra  no  puede  dejar  de 
ser  apasionada  y variable  ; que  la  primera  se 
halla  colocada  á mayor  altura  y es  superior  á 
todos  los  partidos,  mientras  la  segunda  anda  en 
relaciones  con  todos  ellos;  que  una  misma  ins- 
titución no  puede  por  consiguiente  tener  el  do- 
ble carácter  de  judicial  y de  política  sin  que  for- 
me un  cuerpo  monstruoso  y horrendo,  y que  la 
libertad  política  de  los  ciudadanos  no  debe  bus- 
car sus  garantías  en  las  instituciones  judicia- 
rias,  sino  en  otras  instituciones  civiles  que  sean 
mas  apropiadas  al  objeto.  En  fuerza  del  recono- 
cimiento y de  la  persuasión  de  estas  verdades, 
que  no  tardará  en  hacerse  universal  entre  todas 
las  clases,  caerá  por  fin  en  Inglaterra  el  coloso 
del  jury,  que  ya  está  tambaleándose,  y tal  vez 
algún  otro  pueblo  que  no  le  conozca  bien  le  aco- 
gerá para  su  desgracia  eu  el  furor  y ceguedad 
de  las  pasiones  de  los  partidos,  como  ya  le  aco- 
gió la  Francia  en  su  revolución. 

FRANCIA. 

XLY.  El  juicio  por  jurados  que  desde  siglos 
tan  remotos  se  usaba  en  Inglaterra,  no  comenzó 
á ser  conocido  de  los  franceses  sino  poco  antes 
de  su  revolución  por  la  traducción  de  algunas 
obras  de  los  publicistas  de  aquel  país  que  habían 
desenvuelto  los  principios  de  este  modo  de  ad- 
ministrar la  justicia.  Reunida  la  Asamblea  cons- 
tituyente, se  presentó  y preconizó  en  ella  el  jury 
de  los  ingleses  como  la  institución  mas  benéfica, 
mas  liberal  y mas  filantrópica  que  había  existi- 
do en  parte  alguna,  y se  clamó  y se  pugnó  con 
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la  mayor  vehemencia  por  su  establecimiento  en 
Francia.  Recordáronse  entonces,  para  apoj-ar  este 
sistema,  todos  los  errores  que  se  habían  come- 
tido por  los  parlamentos  ó tribunales  de  justicia: 
errores  que  ciertos  escritores  se  habían  empeña- 
do en  atribuir  al  espíritu  de  dominación  de  que 
acusaban  á los  jueces:  pusiéronse  enjuego  todos 
los  recursos  de  la  elocuencia  para  pintar  con  los 
colores  mas  negros  aquellas  famosas  condena- 
ciones que  tanto  ruido  habían  hecho  en  los  años 
anteriores  á la  revolución:  se  invocaron  con  én- 
fasis las  sombras  de  Calás,  de  Labarre  y de  Lally: 
se  procuró  ridiculizar,  envilecer  y deprimir  del 
modo  mas  atroz  á los  magistrados,  presentándo- 
los como  mónstruos  que  sin  hacer  distinción  en- 
tre acusados  y delincuentes,  enviaban  sin  exá- 
men  al  patíbulo  4 centenares  de  infelices,  y se 
llevó  á un  punto  increíble  de  exageración  , se- 
gún es  de  ver  por  el  discurso  de  Mr.  Thouret,  de 
que  hemos  hablado  en  el  párrafo  XXXVI , la 
máxima  allí  sentada  de  que  el  largo  ejercicio  de 
las  funciones  judiciales  destruye  las  calidades 
morales  que  son  necesarias  para  tan  delicado 
ministerio. 

Bien  conocían  los  hombres  sabios  é instruidos 
de  la  Asamblea  que  tales  declaraciones  carecían 
de  solidez  y de  razón ; que  si  los  tribunales  ha- 
bían cometido  algunos  errores  en  tiempos  de 
ignorancia  y de  fanatismo,  no  habían  sido  sino 


como  la  tenia  en  su  formación;  y no  pocos  por 
el  oculto  designio  de  que  no  hubiese  quien  juz- 
gase los  crímenes  políticos  que  se  proyectaban 
sino  los  mismos  que  habían  de  cometerlos  para 
poder  ir  minando  y derribar  por  fin  el  trono, 
dieron  la  ley  de  16  de  Setiembre  de  1791  que  es- 
tableció los  juicios  por  jurados,  no  para  las  ma- 
terias civiles,  sino  solo  para  las  criminales,  y no 
para  todos  los  delitos,  sino  exclusivamente  para 
los  crímenes  que  fuesen  castigados  por  la  ley 
con  penas  aflictivas  ó infamantes,  como  si  el 
simple  buen  sentido  bastase  para  la  calificación 
de  los  hechos  graves  y se  tuviese  por  necesaria 
la  razón  ilustrada  para  la  calificación  de  los 
hechos  leves,  aunque  no  faltaban  quienes  que- 
rían el  jurado  lo  mismo  para  lo  civil  que  para 
lo  criminal,  lo  mismo  para  los  delitos  mas  lige- 
ros que  para  los  crímenes  mas  atroces,  y que 
en  el  caso  de  haber  de  optar  entre  uno  ú otro, 
hubiesen  preferido  abandonar  á la  discreción 
del  magistrado  mas  bien  lo  criminal  que  lo  ci- 
vil, mas  bien  los  crímenes  que  los  delitos. 

Estableciéronse,  como  en  Inglaterra,  jurados 
de  acusación  y j urados  de  calificación ; los  pri- 
meros, para  decidir  si  la  acusación  debía  ser 
admitida;  y los  segundos,  para  juzgar  si  estaba 
bien  fundada.  Pero  los  primeros,  que  apenas 
podían  llegar  á comprender  la  diferencia  que 
había  entre  sus  atribuciones  y las  de  los  segun- 


el  eco  de  la  Francia  entera  que  con  voz  deliran-  dos,  se  apartaban  muchas  veces  del  objeto  de 
te  les  gritaba  crncifige!  crncifige!)  que  si  él  jury  su  instituto,  usurpaban  las  facultades  que  no 

se  hubiese  hallado  establecido  en  aquella  época,  pertenecían  sino  á los  otros,  pesaban  las  prue- 

lejos  de  haber  evitado  ninguno  de  aquellos  ex-  has  como  si  tuviesen  que  condenar  ó absolver, 

cesos  sobre  que  recaían  las  quejas,  los  habría  y dando  una  declaración  negativa  sobre  una 

mas  bien  multiplicado,  porque  saldrían  los  jn-  instrucción  que  no  se  les  presentaba  ni  podía 

rados  de  las  clases  fanatizadas ; y que  de  todos  nunca  presentarse  completa  ante  ellos , resti- 

modos,  si  unos  magistrados  tan  sabios  no  ha-  tuian  á la  libertad  y dejaban  impunes  á hom- 

bian  podido  resistir  al  torrente  de  la  opinión  pú-  bres  sobre  quienes  la  solemnidad  de  los  debates 

blica,  menos  habrían  podido  oponerle  un  dique  hubiera  producido  verosímilmente  la  convicción 

saludable  los  hombres  que  por  su  condición  de-  plena  y entera  del  crimen;  estaban  ademas  de- 
bían de  ser  mucho  menos  ilustrados.  Pero  aque-  masiado  expuestos  á las  solicitaciones  de  los  pa- 
lios tiempos  de  entusiasmo  revolucionario  no  rientes  y amigos  de  los  acusados,  pues  que  de- 
eran por  cierto  los  mas  propios  para  que  los  di-  bian  ser  de  los  mismos  distritos  que  estos;  y so- 

putados  mas  cuerdos  pudieran  levantar  sn  voz  lian  por  otra  parte  abandonarse  fácilmente  al 

y hacer  mirar  las  cosas  bajo  su  verdadero  punto  influjo  de  sus  directores.  Por  ello  se  creyó  con- 
de vista;  las  declamaciones  de  sus  antagonistas,  veniente  suprimir  los  jurados  de  acusación  en 

como  Mr.  Thouret  y compañeros,  causaron  na-  el  Código  de  instrucción  criminal  de  1808,  de- 

turalmente  la  mas  viva  impresión  en  áu irnos  ya  legando  á los  tribunales  reales  el  poder  de  que 

prevenidos  de  cierta  especie  de  odio  secreto  con-  aquellos  habian  estado  revestidos;  y aun  se  pug- 

tra  los  parlamentos,  á los  cuales  se  miraba  como  nó  también,  aunque  inútilmente,  contra  los 

el  obstáculo  mas  temible  para  las  innovaciones  jurados  de  calificación,  por  no  haber  correspon- 

qne  se  meditaban;  y asi  es  que  movidos  unos  dido  á las  esperanzas  que  de  ellos  se  habían  con- 

por  la  deplorable  pintura  que  se  les  hacia  del  cebido,  distinguiéndose  entre  los  que  clamaban 

antiguo  método  de  administrar  la  justicia  y por  por  su  extinción  los  hombres  mas  respetables 

la  apariencia  seductora  y engañosa  del  nuevo  en  la  magistratura  y jurisprudencia,  como  or- 

que  se  les  proponía,  otros  por  la  consideración  talis,  Simeón,  Boulay , Bigot,  Préameneu,  Se- 
de que  en  un  gobierno  representativo  debía  el  gur  y otros  muchos. 

pueblo  tener  parte  en  la  aplicación  de  las  leyes  XLVI.  Xo  es  nuestro  ánimo  seguir  las  diver- 
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sas  fases  que  lia  tenido  el  jurado  francés  desde 
su  establecimiento  basta  el  dia,  contentándonos 
con  indicar  que  después  de  la  ley  de  16  de  Se- 
tiembre de  1791  se  han  hecho  machas  mudan- 
zas, reformas  y modificaciones,  ya  con  respecto 
al  modo  de  organizar , formar  y convocar  este 
cuerpo,  ya  en  órden  á los  crímenes  que  deben 
sometérsele,  ya  sobre  la  formación  de  los  tribu- 
nales criminales  y el  método  de  los  procedimien- 
tos, ya  acerca  de  las  funciones,  facultades  y de- 
claraciones de  los  jurados,  por  las  leyes  de  3 de 
brumario  y 22  de  nivoso  del  año  4,  de  12  y 13  de 
germinal  y 19  de  fructidor  del  año  5,  de  8 de 
friinario  del  año  6 , de  5 y 6 de  germinal  y 25 
de  brumario  del  año  8,  de  27  y 18  de  pluvioso 
del  año  9,  de  23  de  floreal  del  año  10,  de  16  de 
friinario  del  año  14,  de  16  de  Setiembre  de  1807, 
por  el  Código  de  instrucción  criminal  de  1808, 
por  las  leyes  y decretos  de  20  de  Abril  y 6 de  Ju- 
lio de  1810,  de  25  de  Diciembre  de  1813,  5 de 
Febrero  de  1817,  29  de  Junio  de  1820,  24  de  Mayo 
de  1821,  2 de  Mayo  de  1827,  2 y 30  de  Julio  de 
1828;  8 de  Octubre,  29  de  Noviembre  y 10  de  Di- 
ciembre de  1830,  4 de  Marzo,  8 y 19  de  Abril  de 
1831,  28  de  Abril  de  1832,  24  de  Mayo  de  1834,  9 
de  Setiembre  de  1835,  13  de  Mayo  de  1830,  23  de 
Febrero  y 1 de  Abril  de  1837. 

Tero  con  tanta  ley  y tanto  Código  y tanto  de- 
creto, con  tanto  toque  y retoque  y tanto  mano- 
seo, la  institución  del  jurado  en  Francia  es  to- 
davía detestable  como  lo  ha  sido  siempre  y lo 
será  en  lo  sucesivo,  no  porque  no  haya  sido 
trasplantada  de  Inglaterra  en  la  misma  forma 
que  allí  tiene,  como  hubieran  querido  algunos 
juradistas  franceses,  sino  porque  en  su  misma 
naturaleza  es  absurda  y monstruosa  y adolece 
de  vicios  esenciales  que  no  pueden  corregirse, 
porque  es  una  planta  venenosa  que  ni  en  Ingla- 
terra ni  en  Francia  ni  en  ninguna  otra  parte 
puede  producir  sino  frutos  amargos,  y porque 
si  en  tiempos  de  simplicidad  y de  barbarie  pudo 
ser  un  remedio  necesario  para  suplir  la  falta  de 
tribunales,  no  es  capaz  ahora  de  surtir  efectos 
provechosos,  cuando  el  refinamiento  de  la  civi- 
lización ha  multiplicado  prodigiosamente  las 
clases  ó especies  de  delitos  y los  modos  de  per- 
petrarlos y encubrirlos,  y cuando  así  por  esta 
causa  como  por  la  extensión  de  las  sociedades 
ha  sido  y es  indispensable  organizar  bajo  cierto 
pié  los  tribunales  y componerlos  de  personas 
dotadas  de  conocimientos  que  no  se  encuentran 
en  el  común  de  los  ciudadanos.  En  vano  la  co- 
misión de  nuestras  Córtes  de  1821  decía  en  el 
discurso  preliminar  de  que  hemos  hablado  en  el 
pár.  II,  que  si  la  planta  del  jurado  francés  esta- 
ba resentida  y enervada  y no  daba  fruto  alguno, 
era  porque  en  la  revolución  se  había  visto  agi- 
tada de  ese  aire  abrasador  que  consume  y ani- 


quila el  órden  y la  justicia,  y porque  después  se 
habla  empeñado  el  jardinero  en  dirigirla  según 
el  gusto  de  Napoleón.  No;  la  planta  del  jurado 
francés  ha  sido  cultivada  y dirigida  en  diferen- 
tes épocas  por  muchísimos  jardineros  unas  ve- 
ces al  gusto  del  poder,  otras  al  gusto  de  los  ene- 
migos del  poder,  ora  al  arbitrio  de  los  tiranos, 
ora  á placer  de  los  demócratas , ora  á voluntad 
de  los  hombres  mas  sensatos  y amantes  del  bien 
desupais,  como  es  fácil  calcular  solo  por  las 
fechas  de  esa  multitud  de  leyes  que  hemos  cita- 
do ; pero  ninguno  ha  logrado  hasta  ahora  ende- 
rezarla, ponerla  en  vigor  y lozanía  y hacerle  dar 
frutos  sanos,  no  por  causa  de  la  malignidad  de 
los  aires  ó de  la  violencia  de  la  mano  directora, 
sino  porque  no  hay  jardinero  en  el  mundo  que 
sea  capaz  de  hacer  que  produzca  peras  el  olmo 
ó que  pierdan  su  calidad  mortífera  las  plantas 
ponzoñosas.  Yo  no  sé  si  alguno  de  los  individuos 
que  viven  de  la  citada  comisión  conservará  to- 
davía sus  ideas  sobre  este  punto;’ mas  hemos  te- 
nido el  gusto  de  oírselas  retractar  precisamente 
al  digno  magistrado  que  extendió  el  menciona- 
do discurso. 

XLVII.  No  todas  las  cosas  del  jurado  inglés 
han  sido  admitidas  en  el  jurado  francés.  Dese- 
chada fuó  la  espontaneidad  de  la  declaración  ó 
veredicto,  de  que  hemos  hablado  mas  arriba  en 
el  pár.  XXXVIII.  Los  jurados  en  Inglaterra  es- 
tán reducidos  á oir  la  sencilla  exposición  de  los 
hechos,  á escuchar  las  declaraciones  verbales 
de  los  testigos  y á presenciar  los  debates  entre 
estos  y el  acusado,  sin  que  teng’an  que  fatigar- 
se oyendo  discursos  y alegatos  de  abogados  ni 
de  fiscales,  porque  deben  fallar  sobre  los  hechos 
por  el  simple  dictámen  de  su  conciencia,  por  la 
impresión  que  las  pruebas  hayan  producido  en 
su  ánimo,  por  la  apreciación  que  ellos  mismos 
hagan  de  los  diferentes  testigos , y no  por  de- 
mostraciones y reflexiones  de  personas  extrañas 
que  puedan  alterar  la  verdad  y desfigurar  el  re- 
sultado de  los  debates  (pár.  XXIV).  Pero  en 
Francia,  después  del  interrogatorio  del  acusado 
y de  los  testigos,  y de  los  debates  á que  se  hu- 
biese dado  lugar,  la  parte  civil  ó su  abogado  y 
el  procurador  general  suelen  pronunciar  virulen- 
tas filípicas  desenvolviendo  todos  los  medios  que 
pueden  servir  para  apoyar  la  acusación,  yen 
seguida  el  defensor  del  acusado  sostiene  la  ino- 
cencia de  su  cliente  negando  ó excusando  los 
crímenes  mas  ciaros,  pulverizando,  ó al  menos 
poniendo  en  duda,  las  pruebas  mas  irrecusa- 
bles, imaginando  las  suposiciones  mas  desnu- 
das de  verosimilitud,  estableciendo  máximas 
subversivas  de  toda  moral  y de  todo  órden  so- 
cial, y empleando  en  su  discurso  todos  los  pres- 
tigios de  la  elocuencia  para  fascinar  á los  jura- 
dos y tener  ia  gloría  de  librar  á un  malvado  de 
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la  pena  que  le  espera;  replica  tal  vez  el  procu- 
rador general,  y el  abogado  le  responde;  ambos  ' 
desfiguran,  tuercen  é interpretan  los  hechos  á 
su  modo,  ambos  deducen  del  mismo  dato  conse-  , 
cuencias  encontradas;  y la  Audiencia  se  con- 
vierte en  verdadera  liza,  donde  se  desplegan  sin 
freno  las  pasiones,  donde  se  lleva  la  exageración 
hasta  el  delirio,  donde  se  disputa  con  encarni- 
zamiento la  cabeza  del  acusado.  ¿Y  qué  hacen 
entretanto  los  pobres  é iliteratos  jurados?  Ellos 
pasan  alternativamente  de  la  incertidumbre  á 
la  convicción,  de  la  convicción  á la  incertidum- 
bre, dudan,  vacilan  y nunca  llegan  á fijar  sus 
ideas,  dejándose  arrastrar  ya  en  un  sentido  ya 
en  otro,  como  barquillos  sin  timón  abandona- 
dos á merced  de  las  opuestas  olas;  habla  el  pro- 
curador general,  y creen  culpable  al  reo;  habla 
el  defensor,  y le  creen  inocente,  ¿Qué  extraño  es 
esto  en  hombres  que  apenas  habrán  recibido 
los  primeros  elementos  de  la  mas  sencilla  edu- 
cación? ¿Cómo  podrán  ellos  desenmarañar  los 
estudiados  sofismas  de  los  oradores?  ¿Cómo  po- 
drán conocer  cuál  es  la  parte  débil  de  unos  ar- 
gumentos que  se  les  han  presentado  como  ir- 
resistibles demostraciones?  Si  en  estos  casos  los 
jueces  mas  sabios  y mas  ejercitados -en  el  foro 
se  ven  á veces  perplejos  y confundidos,  ¿qné 
será  del  sencillo  carpintero,  del  inocente  labra- 
dor, y aun  del  astuto  mercader? 

Pero  luego  el  presidente 'del  tribunal  hace  un 
resúmen  de  la  causa,  expone  á los  jurados  las 
principales  pruebas  que  hay  en  pro  ó en  contra 
del  acusado,  les  recuerda  sus  deberes;  y le3  en- 
trega por  escrito  una  série  de  cuestiones  que 
han  de  decidirse  por  ellos  y suelen  ser  las  si- 
guientes: 1.a,  si  el  acusado  es  culpable  de  haber 
cometido  tal  homicidio,  tal  robo  ó tal  crimen, 
con  todas  las  circunstancias  comprendidas  en  el 
resúmen  del  escrito  de  acusación;  2,",  si  el  acu- 
sado ha  cometido  el  crimen  con  tal  ó tal  cir- 
cunstancia agravante,  que  no  estando  menciona- 
da en  el  escrito  de  acusación,  resalta  de  los  de- 
bates; 3.*,  si  está  justificado  tal  hecho  que  el 
acusado  propuso  por  excusa  y que  está  admiti- 
do como  tal  por  la  ley;  4.a,  si  el  acusado,  siendo  : 
menor  de  diez  y seis  años,  obró  con  discerní-  ¡ 
miento;  5.*,  si  existen  circunstancias  atenuantes 
en  favor  del  acusado  tenido  por  culpable. 

Retíranse  los  jurados  á deliberar  en  su  Sala 
sobre  todos  estos  puntos,  llevando  al  mismo 
tiempo  el  escrito  de  acusación,  las  actas  ó su- 
marias eu  que  se  acredita  el  delito,  y las  piezas 
ó documentos  dei  proceso,  excepto  las  declara- 
ciones escritas  de  los  testigos.  Cargados  de  tan- 
tas piezas,  abrumada  su  imaginación  y ofusca- 
da su  razón  natural  con  las  contradicciones  de 
los  debates  y los  discursos  y alegatos  del  procu- 
rador general  y de  los  abogados,  y obligados  á 
Tomo  iii. 


fallar  sobre  tantas  cuestiones  delicadas  que  sue- 
len llevar  envuelto  el  derecho  con  el  hecho,  se 
encuentran  á veces  unos  hombres,  que  tienen 
poco  ejercitado  el  juicio,  metidos  en  un  laberin- 
to inextricable  sin  saber  por  donde  salir  ni  qué 
partido  tomar,  y como  generalmente  se  hallan 
animados  del  deseo  mas  vivo  del  acierto  y rece- 
losos del  peligro  de  extraviarse,  suelen  mirar 
como  á estrella  que  debe  guiarlos  en  la  oscuri- 
dad que  los  rodea,  al  presidente  del  tribunal, 
siguiendo  el  impulso  que  les  ha  dado  en  la  ex- 
posición de  los  debates  y de  las  pruebas,  y adop- 
tando y convirtiendo  en  sentencia  la  opinión 
que  este  magistrado  ha  emitido  ó á lo  menos  ha 
dejado  entrever.  Así  es  que  en  lugar  de  doce 
jueces  que  debia  tener  el  acusado,  no  tiene  mu- 
chas veces  mas  que  uno  solo;  y su  condenación 
puede  pender  únicamente  del  concepto  que  el 
carácter  mas  ó menos  severo  del  presidente,  su 
educación,  sus  preocupaciones  y la  disposición 
actual  de  su  espíritu  le  hayau  hecho  formar  so- 
bre la  causa  y sus  circunstancias.  ¡Qué  campo 
tan  vasto  de  reflexiones  para  el  filósofo  y para 
el  hombre  de  Estado  ! ¿No  valiera  mas  al  acusa- 
do ser  juzgado  por  el  presidente  y sus  compa- 
ñeros bajo  la  garantía  de  la  ciencia  y de  la  res- 
ponsabilidad, que  no  por  unos  hombres  nulos  é 
irresponsables,  que  no  hacen  al  fin  otra  cosa  que 
abrazar  como  fallo  la  opinión  que  un  solo  ma- 
gistrado emite,  quizá  sin  mucho  cuidado,  quizá 
sin  mucha  exactitud,  por  no  tener  tampoco  que 
responder  de  ella? 

XLVIií.  Mas  supongamos  que  los  jurados  no 
se  han  dejado  influir  de  las  ideas  manifestadas 
por  el  presidente  del  tribunal  en  la  recapitula- 
ción de  la  causa:  supongamos  que,  ó bien  porque 
este  magistrado  no  haya  sabido  ó no  haya  que- 
rido ganar  su  confianza,  ó bien  porque  ellos  se 
crean  bastante  instruidos,  ó porque  quieran  dar 
pruebas  de  independencia,  entran  en  delibera- 
ción sobre  todas  las  cuestiones  que  se  les  han 
propuesto  para  resolverlas  por  sus  propias  luces: 
entonces  se  consideran  obligados  á leer  las  di- 
ferentes piezas  del  proceso,  á comentarlas,  á 
sacar  inducciones,  á recordar  cuanto  han  visto 
y oido;  los  mas  habladores  se  ejercitan  en  dis- 
cutir, en  hacer  distinciones  y suposiciones,  y en 
llevar  la  exageración  mas  allá  que  los  aboga- 
dos; el  tiempo  corre,  las  impresiones  se  debili- 
tan, la  convicción  (si  es  que  la  tenían)  se  desva- 
nece, la  incertidumbre  se  apodera  de  L03  áni- 
mos; y sobre  las  cuestiones  mas  simples  y evi- 
dentes, y aun  á veces  sobre  la  confesión  misma 
de  los  acusados,  se  pasan  horas  enteras  en  dis- 
cusiones inútiles  que  suelen  producir  los  resul- 
tados mas  deplorables;  ó bien  el  colega  de  mas 
autoridad,  ó de  mas  saber,  ó de  mas  ingenio,  ó 
de  mas  fácil  elocución,  ó de  mas  obstinación  y 
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fogosidad,  gana,  persuade,  arrastra  y decide  á 
los  demás:  de  suerte,  que  si  este  hombre  tiene 
el  juicio  falso  ó el  corazón  corrompido,  será  ne- 
cesariamente funestada  deliberación;  y de  todos 
modos,  sea  que  lo3  jurados  sigan  al  presidente 
del  tribunal,  sea  que  se  conformen  con  la  opi- 
nión del  mas  dominante  de  entre  ellos  mismos, 
siempre  se  verifica  que  el  acusado  no  tiene  mas 
que  un  solo  juez  en  lugar  de  doce. 

Frecuentemente  acaece  también,  que  no  hay 
entre  los  jurados  quien  se  encuentre  en  estado 
de  formar  un  juicio  exacto  sobre  el  negocio  so- 
metido á su  decisión,  ó quien  tenga  la  paciencia 
necesaria  para  examinar  las  piezas  y buscar  en 
ellas  los  vestigios  tortuosos  del  crimen,  ó quien 
sea  capaz  de  comprender  con  claridad  el  verda- 
dero objeto  6 la  trascendencia  de  los  documen- 
tos aducidos,  y las  consecuencias  que  de  ellos 
pueden  sacarse  en  pro  ó en  contra  del  acusado. 
¿Qué  harán,  pues,  entonces  estos  simples  ciuda- 
danos constituidos  en  jueces?  Desalentados  á la 
vista  de  un  trabajo  de  tanta  complicación,  y 
desesperando  de  poder  sentar  su  juicio  sobre 
pruebas  evidentes,  suelen  desembarazarse  del 
peso  que  se  les  impone  absolviendo  al  acusado, 
sin  mas  razón  que  la  de  no  haber  podido  conce- 
bir una  idea  bien  clara  de  los  cargos  que  consti- 
tuyen su  culpabilidad:  y así  es  que,  según  con- 
fiesan los  mismos  juradístas  franceses,  casi  que- 
dan del  todo  impunes  ciertos  crímenes  en  aque- 
lla nación. 

XLIX.  Por  efecto  de  la  ignorancia  del  dere- 
cho, ó por  no  tener  el  espíritu  ejercitado  en  las 
ideas  metafísicas,  suelen  además  los  jurados  ha- 
llarse no  pocas  veces  hasta  en  la  incapacidad 
de  comprender  bien  las  cuestiones  que  se  les 
proponen  sobre  las  circunstancias  de  los  críme- 
nes, y caen  necesariamente  en  contradicciones 
que  chocan  á la  razón,  ó en  errores  lamentables, 
que  ora  perjudican  á la  sociedad  y á los  ofendi- 
dos, ora  son  terribles  para  los  acusados:  de  modo 
que  los  magistrados,  que  aunque  con  cabezas 
de  jueces  tienen  corazón  de  hombres,  no  han 
podido  prescindir  en  ciertos  casos,  por  el  interés 
de  la  humanidad  y de  la  justicia,  de  precaver  y 
aun  remediar  tan  funestos  resultados  por  medio 
de  advertencias  y explicaciones  francas  que  no 
les  permitía  la  ley,  ó por  medio  de  nuevas  deli- 
beraciones á que  remitían  á los  jurados,  los 
cuales  en  alguna  ocasión  han  tenido  la  senci- 
llez de  pedir  al  presidente  del  tribunal  que  les 
dictase  la  declaración  ó sentencia  que  ellos  de- 
bían pronunciar.  Muchos  infelices  han  debido 
efectivamente  la  vida  á tan  piadosas  instruccio- 
nes;  y no  han  faltado,  por  el  contrario,  quienes 
hayan  tenido  motivo  para  atribuir  las  condena- 
ciones excesivas  de  que  han  sido  víctimas,  á la 
ignorancia  del  jury  en  el  derecho  y al  respeto 
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escrupuloso  que  han  creído  deber  manifestar  al 
texto  de  la  ley  algunos  presidentes  de  los  tribu- 
nales. No  acabaríamos,  por  cierto,  si  quisiéra- 
mos presentar  ejemplos  que  confirmasen  estas 
verdades. 

L.  En  medio  de  esa  incapacidad  de  que  todos 
los  dias  están  dando  muestras  en  Francia  Iob 
jurados,  los  vemos  á la  par  ejercer  una  arbitra- 
riedad que  escandaliza,  usurpar  atribuciones 
que  no  les  competen,  hacerse  superiores  á las 
; leyes  y revestirse  de  una  omnipotencia  que  ex- 
tremece. 

Ora  en  efecto  se  manifiestan  convencidos  de 
la  criminalidad  del  acusado  por  solo  el  testimo- 
nio del  que  le  acusa,  y se  libran  del  hombre  á 
quien  temen  haciendo  una  declaración  cuyo 
efecto  sea  enviarle  á trabajos  perpétuos;  y ora, 
por  el  contrario,  desprecian  la  evidencia  de  la 
verdad  y aun  la  confesión  misma  del  acusado, 
dando  al  amigo  de  las  leyes  y de  la  justicia,  ya 
que  no  al  pueblo  que  los  aplaude,  el  escándalo 
espantoso  de  absolver  al  que  no  ha  podido  resis- 
tir á la  fuerza  de  las  pruebas  y de  los  testimo- 
nios que  se  levantaban  contra  él. 

Ora  en  vez  de  limitarse  á pronunciar  sobre  la 
existencia  de  los  hechos,  se  propasan  á calificar- 
los y j uzgarlos  de  una  manera  diferente  de  la 
ley,  no  viendo  ma3  que  una  acción  inocente 
donde  la  ley  les  dice  que  hay  un  crimen,  y por 
eludir  la  ley  no  temen  entonces  hurlarse  de  la 
verdad.  Cien  ejemplos  dice  haber  visto  el  jura- 
dista  Merlin  de  estas  usurpaciones  del  poder  y 
de  este  despotismo  de  los  jurados,  y se  contenta 
con  citarnos  uno  muy  reciente  en  que  después 
de  haber  declarado  los  jurados  que  un  testigo 
llamado  Pyrotte  estaba  convencido  de  haber  dado 
un  falso  testimonio  en  cierta  causa,  pero  que  no 
había  tenido  en  ello  mala  intención , como  si  la  in- 
tención criminal  no  fuese  inseparable  del  testi- 
monio falso,  no  tuvieron  empacho  de  declarar  en 
su  segunda  deliberación,  por  librar  al  reo  de  la 
pena,  que  no  estaba  justificado  que  Pyrotte  hu- 
biese dado  un  falso  testimonio ; y en  su  conse- 
cuencia tuvo  que  ponerle  en  libertad  el  presi- 
dente. 

Ora,  por  fin,  en  lugar  de  atender  los  jurados, 
como  deben,  únicamente  á las  pruebas  y á la 
impresión  que  estas  han  hecho  en  su  concien- 
cia, casi  no  atienden  sino  á la  especie  de  castigo 
que  debe  ser  la  consecuencia  necesaria  de  su 
declaración,  y tienen  mucho  cuidado  de  medir 
sus  respuestas,  no  por  la  convicción  mas  ó me- 
nos íntima  que  adquieren  realmente  del  crimen 
y de  la  culpabilidad,  sino  por  el  grado  de  rigor 
de  la  pena  prescrita;  de  modo  que  si  esta  les 
parece  demasiado  severa,  niegan  las  circuns- 
tancias agravantes,  y aun  en  caso  necesario, 
niegan  también  la  existencia  de  los  crímenes 
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mas  bien  probados,  prefiriendo  á un  exceso  de 
pena  la  impunidad  mas  escandalosa,  y creyen- 
do que  su  irresponsabilidad  legitima  la  mentira 
y el  perjurio.  Bien  ha  querido  el  legislador  evi- 
tar este  abuso  mandándoles  candorosamente  que 
no  piensen  en  las  disposiciones  de  las  leyes  penales, 
y haciendo  poner  este  precepto  con  letras  gordas 
en  el  lugar  mas  aparente  de  la  sala  de  sus  sesio- 
nes; mas  lo  primero  que  suelen  hacer  los  jura- 
dos luego  que  entran  en  ella,  es  sacar  del  bolsi- 
llo algún  codiguin  de  letras  muy  menudas  y 
consultarle  abiertamente  sobre  la  pena  del  de- 
lito ante  el  gran  cartelon  que  lo  prohíbe. 

Otro  remedio,  pues,  han  tenido  que  discurrir 
los  legisladores  franceses  para  quitar  á los  jura- 
dos todo  pretexto  de  ser  perjuros,  para  impedir- 
les que  cierren  los  ojos  y digan  que  no  hay  sol 
cuando  está  brillando  sobre  sus  cabezas,  para 
privarlos  de  esa  loca  omnipotencia  que  se  atri- 
buyen de  faltar  á la  verdad,  á la  razón  y á la 
justicia  y de  negar  lo  que  están  viendo:  ellos, 
los  legisladores , han  suprimido  para  muchos 
casos  la  pena  de  muerte  por  ley  de  28  de  Abril 
de  1832,  y han  concedido  á los  jurados  la  facul- 
tad de  declarar  en  todos  los  casos  la  existencia 
de  circunstancias  atenuantes,  dando  á esta  de- 
claración el  efecto  necesario  de  rebajar  un  gra- 
do de  la  pena  legal  del  crimen,  y pudiendo  el 
tribunal  rebajar  además  otro.  Pero  si  bien  pare- 
ce que  esta  disposición  debe  de  influir  natural- 
mente en  la  diminución  de  esa  tendencia  de- 
plorable de  los  jurados  á dejar  impunes  los  deli- 
tos, no  corta  de  raíz  el  abuso  que  hacen  de  sus 
funciones,  ni  la  arbitrariedad  con  que  califican 
los  hechos  y se  constituyen  jueces  de  las  leyes, 
ni  la  creencia  en  que  están  de  que  porque  pue- 
den hacerlo  todo  impunemente,  tienen  con  efec- 
to el  derecho  de  hacerlo;  antes  por  el  contrario, 
lejos  de  quitarles  las  armas  de  que  han  hecho  y 
de  que  siempre  pueden  hacer  un  mal  uso,  pone 
en  sus  manos  otras  nuevas , otras  no  menos  pe- 
ligrosas , y los  hace  todavía  mas  omnipotentes. 
«Asi,  con  esta  innovación  (dice  un  escritor  fran- 
cés) el  jurado  y solo  el  jurado  está  revestido  del 
poder  inmenso  de  dejar  subsistir  ó de  abolir,  se- 
gún le  plazca,  la  pena  capital:  así  la  ley  ha  ab- 
dicado su  poder,  pues  aunque  pronuncia  la 
pena,  queda  inerte  en  su  aplicación:  ella  ha  de- 
positado en  las  manos  del  jurado  la  cuchilla 
sangrienta  del  verdugo.  Seguramente  puedo  en- 
gañarme (prosigue  el  escritor);  pero  no  temo  ! 
decir  que  hubiera  valido  mas  la  supresión  fran- 
ca y absoluta  de  la  pena  de  muerte , que  esta 
transacción  entre  el  hecho  y el  derecho,  entre 
la  teoría  y la  aplicación.  Las  penas  deben  ser 
iguales  para  todos:  ¿y  podrá  haber  esta  igual- 
dad cuando  se  deja  la  elección  de  ellas  á la  va- 
riable y caprichosa  voluntad  de  doce  hombres 


sacados,  á la  suerte,  de  la  sociedad  , que  vuel- 
ven á ella  en  el  momento  de  haber  pronunciado 
su  fallo,  sin  dejar  tras  sí  el  menor  rastro,  sin  es- 
tar sujetos  á responsabilidad  de  ninguna  espe- 
cie, y sin  ligar  con  la  decisión  á sus  sucesores? 
Reflexiónese  además,  que  no  se  trata  aquí  de 
optar  entre  dos  penas  de  la  misma  naturaleza, 
mas  ó menos  largas,  ufas  ó menos  rigorosas, 
sino  de  escoger  entre  la  detención  y la  muerte, 
es  decir,  entre  dos  penas  separadas  por  un  abis- 
mo:  ¿Y  dónde  están  las  garantías  del  acusado 
contra  el  abuso  que  de  este  exorbitante  poder 
haga  tal  vez  el  jurado?  ¿Quién  podrá  asegurar 
que  los  odios  de  partido  y las  pasiones  políticas 
no  se  mezclarán  en  lo  arbitrario  de  la  pena?»  De 
este  modo  se  explica  el  escritor  francés  contra  la 
innovación  hecha  por  la  ley  de  28  de  Abril  de 
1832;  y aun  pudiera  haber  añadido,  que  por  ella 
se  ha  trasladado  realmente  al  jurado  el  derecho 
de  hacer  gracia  y de  conmutar  las  penas,  que 
según  el  artículo  58  de  la  Carta  no  compete  sino 
al  Rey,  el  cual  en  efecto  era  el  único  que  podía 
ejercerlo  con  mas  tino,  con  mas  acierto,  con 
mas  imparcialidad , y con  mas  provecho  del  Es- 
tado. Es  cierto  que  todavía  pueden  ocurrir  casos 
en  que  haya  lugar  la  gracia  del  Rey ; pero  no 
deja  de  haber  quedado  muy  oscurecida  con  di- 
cha innovación  la  mas  bella  prerogativa  de  la 
corona,  no  deja  de  haber  perdido  el  poder  ejecu- 
tivo uno  de  los  grandes  resortes  de  los  gobier- 
nos moderados,  y no  deja  tampoco  de  verse  de- 
gradado el  poder  judicial,  que  no  tiene  ya  parte 
en  la  decisión  de  las  cuestiones  de  derecho  que 
dependen  del  proceso;  de  modo  que  los  minis- 
tros de  la  justicia  con  su  sabiduría  y su  expe- 
riencia han  llegado  á ser  extraños  en  el  templo 
de  su  diosa,  y I03  jurados,  los  jurados  con  la 
cortedad  de  sus  conocimientos,  con  la  poca  ele- 
vación de  su  espíritu,  con  su  pusilanimidad, 
con  su  irresponsabilidad,  con  su  arbitrariedad 
y sus  caprichos,  son' los  únicos  y soberanos  ár- 
bitros de  la  suerte  de  los  acusados  y de  cuanto 
en  materias  de  justicia  concierne  al  interés  y 
conveniencia  del  cuerpo  social.  Tales  son  los 
efectos  del  empeño  formado  por  asegurar  la  ad- 
ministración de  justicia  con  una  institución  que 
lleva  en  sus  entrañas  vicios  esenciales  que  la 
hacen  incapaz  de  arreglo  y de  mejora. 

LII.  Otra  de  las  bases  principales  del  jury 
que  ha  sido  desechada  en  Francia,  es  la  de  la 
unanimidad  de  los  jurados,  deque  hemos  habla- 
do mas  arriba,  párrafo  XXXYH;  unanimidad  mi- 
rada en  Inglaterra  como  tan  esencial  al  jury, 
que  á ella  sola  le  atribuyen  sus  mas  sabios  ju- 
radistas  todas  las  ventajas  que  dicen  tener  esta 
especie  de  juicio.  Bien  fué  establecida  igual- 
mente por  los  legisladores  franceses  en  la  ley  de 
19  de  fructidor  del  año  5 de  la  república,  y con- 
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tinuó  en  efecto  exigiéndose  por  espacio  de  cer- 
ca de  doce  años,  aunque  con  la  modificación  de 
que  si  después  de  veinticuatro  horas  de  deli- 
beración no  se  convenían  los  jurados  en  una  . 
misma  opinión,  habían  de  emitir  entonces  su 
fallo  á pluralidad  absoluta  de  votos.  Mas  luego 
acreditó  la  experiencia  que  el  sistema  déla  una- 
nimidad no  podía  aconfodarse  con  las  costum- 
bres francesas;  que  no  producía  otro  efecto  que 
el  de  una  bicha  entre  el  fuerte  y el  débil,  en  la 
cual  vencía  siempre  el  hombre  mas  habituado  á 
las  fatigas  del  cuerpo  y del  espíritu;  y que  los 
pusilánimes  y los  obstinados  encontraban  en  la 
desgraciada  alternativa  de  las  veinticuatro  ho- 
ras un  refugio  para  no  concurrir  al  auxilio  de  i 
la  sociedad,  ó un  medio  para  evadir  la  respon- 
sabilidad moral  del  veredicto  que  les  dictaba  su 
conciencia.  Creyóse,  pues,  que  debía  suprimirse 
la  unanimidad , y en  efecto  fué  suprimida  por  el 
Código  de  instrucción  criminal  de  1808 , en  el 
cual  se  ordenó  que  la  decisión  del  jury  en  pro  ó 
en  contra  del  acusado  se  formase  á la  mayoría, 
y que  en  caso  de  empate,  prevaleciese  la  opinión  . 
que  á este  le  fuese  favorable:  de  suerte  que  con  , 
tal  disposición  quedó  desnaturalizado  el  jury, 
despojado  de  la  calidad  ó circunstancia  que 
tanto  se  habia  preconizado  como  la  principal  y 
mas  sublime  belleza  de  su  primitiva  institución, 
y convertido  en  un  tribunal  ordinario,  que  en 
lugar  de  componerse  de  sabios  magistrados,  no 
consta  sino  de  simples  ciudadanos  que  no  son 
ya  las  escuchas , digámoslo  así,  de  la  voz  de  la 
naturaleza,  ni  obran  por  instinto  ó inspiración 
de  su  conciencia,  como  se  quería,  ni  presentan 
mas  garantías,  que  cualesquiera  otros  jueces,  de 
la  solidez  de  sus  conjeturas  y de  sus  juicios, 
pues  que  proeeden,  razonan,  oyen  acusaciones 
y defensas,  discurren  , pesan,  comparan  y deci- 
den como  los  demás,  sin  tantos  motivos  para  el 
acierto,  antes  por  el  contrario , con  muchísimos 
para  el  error , como  arriba  se  ha  demostrado. 
Resulta  de  aquí  que  el  sistema  del  juicio  por  ju- 
rados , ora  con  la  condición  de  la  unanimidad 
ora  sin  ella,  siempre  es  absurdo  y peligroso  : en 
el  primer  caso,  porque  la  unanimidad  es  ilusoria 
y mentirosa;  y en  el  segundo,  porque  la  igno- 
rancia y la  inexperiencia  no  pueden  ocupar 
dignamente  el  lugar  de  la  ilustración  y del  co- 
nocimiento práctico  de  las  cosas. 

Lili.  Los  mismos  legisladores  franceses  que 
con  tanto  entusiasmo  proclamaban  la  mayor  ap- 
titud de  los  simples  ciudadanos  sobre  los  jueces 
letrados  para  la  decisión  de  los  puntos  de  hecho, 
no  pudieron  menos  de  caer  en  una  extraña  con- 
tradicción y de  desmentir  prácticamente  su  doc- 
trina, pues  para  el  caso  de  que  el  acusado  no 
fuese  declarado  culpable  del  hecho  principal 
por  el  jury  sino  á una  simple  mayoría  de  siete 
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votos  sobre  doce,  quisieron  y establecieron  por 
el  art.  351  del  Código  de  instrucción  criminal  y 
la  ley  de  24  de  Mayo  de  1821,  que  los  magistra- 
dos entonces  deliberasen  entre  ellos  sobre  el 
mismo  punto,  y que  si  la  opinión  de  la  minoría 
de  los  jurados  era  adoptada  por  la  mayoría  de  los 
jueces,  se  pronunciase  en  este  sentido  la  sen- 
tencia y se  absolviese  al  acusado.  Así  la  acción 
del  jury  quedaba  muchas  veces  anulada,  y su 
declaración  á la  mayoría  de  siete  contra  cinco 
no  producía  otro  resultado  que  el  de  remitir  la 
decisión  á los  magistrados  del  tribunal,  los  cua- 
les eran  entonces  únicos  árbitros  de  la  suerte 
del  acusado,  pues  se  convertían  en  jurados  para 
decidir  sobre  el  hecho  y sus  circunstancias,  y 
luego  como  jueces  aplicaban  la  ley.  ¿No  indica 
bastante  tal  disposición  que  los  legisladores  no 
estaban  bien  seguros  de  la  bondad  de  sus  prin- 
cipios? Si  la  declaración  de  los  jurados  debe  con- 
siderarse como  la  manifestación  mas  cierta  déla 
verdad,  ¿por  qué  no  se  confió  siempre  y en  to- 
dos los  casos  á los  jurados  y á los. jurados  solos 
la  decisión  de  los  puntos  de  hecho?  Si  el  magis- 
trado mas  íntegro  y mas  ilustrado  es  menos  apto 
que  un  simple  ciudadano  para  esta  función,  ¿por 
qué  los  legisladores  crearon  casos  en  que  des- 
preciando á los  jurados  la  confe.  rian  á los  jueces? 
¿Cuál  es  la  mayor  garantía  que  en  estos  casos 
mas  bien  que  en  otros  presentaban  los  jueces  de 
que  sabrían  resistir  esa  pretendida  influencia 
de  sus  hábitos  y prevenciones?  Conceder  ó su- 
poner que  hay  en  los  hechos  combinaciones  tan 
complicadas  que  deba  considerarse  á los  jueces 
por  mas  idóneos  que  á los  jurados  para  calificar- 
las, ¿uo  es  dar  lugar  á que  se  diga  que  también 
serian  mas  hábiles  para  calificar  los  hechos  or- 
dinarios? ¿No  es  hacernos  dudar  de  esa  suficien- 
cia tan  decantada  de  las  luces  del  jury%  ¿No  es 
debilitar  la  confianza  qué  se  ha  querido  inspirar 
por  sus  declaraciones? 

LIV.  Los  escritores  juradistas  advirtieron  la 
contradicción  de  los  legisladores , y clamaron 
unánimes,  porque  una  vez  establecido  ei  prin- 
cipio de  la  mayor  aptitud  de  los  simples  ciuda- 
danos sobre  los  jueces  letrados  para  la  decisión 
de  los  puntos  de  hecho,  se  tuviese  valor  para  se- 
guirlo en  todas  sus  consecuencias,  y no  se  au- 
torizase jamás  á los  jueces  para  las  funciones  de 
los  jurados,  si  es  que  se  quería  acabar  de  orga- 
nizar un  sistema  regular  y bien  coordinado  en 
todas  sus  partes.  Entretanto,  loa  jueces  letrados, 
por  un  lado , en  el  ejercicio  délas  facultades  que 
les  estaban  atribuidas  por  el  art.  351  del  Código 
y la  ley  de  24  de  Mayo  de  1821,  daban  pruebas 
diarias,  no  solamente  de  la  superioridad  de  su 
aptitud  y de  sus  luces  sobre  las  del  jury  para 
calificar  los  hechos,  sino  también  de  su  inde- 
pendencia y de  la  sinrazón  con  que  se  les  habían 
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imputado  prevenciones  habituales  contra  los 
acusados;  en  términos  que  los  mismos  juradis- 
tas  llegaron  á confesar  al  cabo  de  muchos  años 
que  la  aplicación  del  art.  351  había  producido 
constantemente  los  resultados  mas  felices,  y que 
sinose  pudiese  obtener  una  organización  mucho 
mas  acertada  del  jury,  seria  de  desear  que  se 
conservase  la  disposiciou  del  mencionado  ar- 
tículo, por  mas  contraria  que  fuese  á los  verda- 
deros principios  de  la  institución.  ¡ Confesión 
preciosa,  que  en  momentos  de  buena  fe  no  pudo 
menos  de  arrancar  á los  juradistas  la  fuerza  de 
la  verdad!  ¡Confesión  de  suma  trascendencia, 
que  acredita  la  falsedad  del  fundamento  princi- 
pal en  que  se  apoya  el  jwry  \ Los  j urados,  por  otro 
lado,  parece  haberse  empeñado  en  manifestar, 
y aun  en  confesar  su  ineptitud.  Eu  vez  de  aspi- 
rar á obtener  en  sus  votaciones  la  unanimidad  ó 
una  mayoría  superior  á la  mayoría  simple,  para 
no  dar  lugar  á la  participación  de  los  jueces  en 
la  calificación  de  los  hechos,  se  convenían,  por  el  | 
contrario,  en  añadir  á su  declaración  la  cir- 
cunstancia de  no  haberla  pronunciado  sino  á la 
simple  mayoría,  aunque  en  realidad  se  hubie- 
sen reunido  todos  ó ca3i  todos  los  votos  contra  el 
acusado.  Por  librarse  de  la  responsabilidad  mo- 
ral de  una  declaración  de  culpabilidad,  tomaban 
el  partido  de  hacer  traición  á la  verdad,  de  men- 
tir á su  conciencia,  y de  dejar. indecisa  la  cues- 
tión para  que  la  resolviesen  los  jueces.  «Nos- 
otros, decian  ellos,  no  entendemos  estas  mate- 
rias; los  jueces  que  las  han  estudiado,  los  jueces 
que  tienen  además  la  experiencia,  decidirán 
estas  cuestiones  mejor  que  nosotros;  dejémose- 
las, pues,  á los  jueces  y que  allá  se  las  hayan.» 
En  vano  los  juradistas  alzaban  el  grito  contra  la 
conducta  de  los  jurados ; y los  llamaban  cobar- 
des y negligentes  y perezosos  y poco  ilustrados: 
en  vano  los  acusados  de  no  saber  apreciar  la  mi- 
sión honrosa  que  se  les  había  confiado,  y de  fal- 
tar á sus  promesas  y á sus  deberes , y de  inuti- 
lizar una  de  las  mas  preciosas  garantíás  sociales, 
y de  dar  armas  á los  enemigos  de  la  institución 
para  que  la  combatiesen  , en  vano  se  esforzaban 
por  inculcarles  que  ellos  simples  ciudadanos, 
salidos  del  seno  de  la  sociedad  para  volver  á él 
un  instante  después,  tenian  mas  buen  sentido 
que  los  jueces  para  conocer  la  inocencia  ó la 
culpabilidad  de  los  acusados.  Los  jurados  oían 
con  extrañeza  semejantes  paradojas,  admirán- 
dose como  el  hidalgo  de  Moliere  de  encontrarse 
tan  sabios  sin  saberlo  ellos;  pero  no  por  eso  de- 
sistían del  sistema  que  habian  abrazado  de  evi- 
tarse todo  comprometimiento,  y de  mirar  con 
indiferencia  y frialdad,  y aun  con  cierta  especie 
de  horror,  tanto  favor  corno  se  les  hacia,  tanta 
Confianza  como  se  ponia  eu  sus  pretendidas  lu- 
ces naturales.  «¡Qué!  (se  decian  entre  ellos}, 


¡nosotros  hombres  pacíficos  y extraños  á los  ne- 
gocios de  la  justicia , hemos  de  abandonar  nues- 
tros talleres , nuestras  fábricas , nuestros  cam- 
pos, nuestro  sosiego,  y meternos  en  la  bara- 
hunda  del  foro  á juzgar  á nuestros  convecinos, 
á condenarlos  á muerte,  á deportación , á traba- 
jos forzados,  á la  prisión  y á la  infamia!  ¡Nos- 
otros hemos  de  tomar  á nuestro  cargo  la  ven- 
ganza de  la  sociedad , y liemos  de  sofocar  los 
sentimientos  de  nuestro  corazón  , y cerrar  nues- 
tros oídos  á los  sollozos  de  una  esposa  afiijida, 
al  llanto  de  unos  hijos  tiernos  y á los  ruegos  de 
los  amigos , que  nos  pedirán  por  la  vida  del  que 
debemos  declarar  culpable!  Y ¿cuál  es  el  premio 
que  nos  espera  por  sacrificios  tan  dolorosos  y 
terribles?  ¡ Perder  la  afección  de  ciertas  personas 
y familias,  quedar  expuestos  á su  enemistad,  y 
á sus  venganzas,  crearnos  numerosos  adversa- 
rios y comprometer  nuestros  intereses  privados!» 

Alarmados  los  juradistas  con  la  aversión  ge- 
neral que  mostraban  los  jurados  al  ejercicio  de 
sus  funciones  y con  el  empeño  que  ponían  en 
buscar  excusas  para  eximirse  de  ellas,  imagi- 
naban medios  que  les  hiciesen  perder  sus  hábi- 
tos de  egoísmo  y despertasen  3U  amor  y solicitud 
por  una  institución  tan  sublime,  proponiendo 
unos  que  se  formase  de  ellos  un  cuerpo  distin- 
guido y privilegiado  y se  les  colmase  de  honores 
y consideraciones,  sin  acordarse  que  vivian  en 
el  sistema  de  la  igualdad , y manifestando  otros 
la  necesidad  que  habia  de  obligarlos  con  penas 
al  cumplimiento  de  sus  deberes,  como  si  las 
penas  fuesen  capaces  de  inspirar  adhesión  mas 
bien  que  de  aumentar  el  odio.  Los  legisladores, 
adoptando  este  último  partido,  impusieron  álos 
jurados  que  no  acudan  puntualmente  á las  se- 
siones ó que  se.  retiren  de  ellas  antes  de  tiempo, 
la  multa  de  quinientos  francos  por  la  primera 
vez,  la  de  mil  por  la  segunda,  y la  de  mil  qui- 
nientos por  la  tercera  (ley  de  2 de  Mayo  de  1827): 
á los  que  aleguen  excusas  falsas,  la  prisión  de 
; seis  dias  á dos  meses,  sin  perjuicio  de  la  multa; 

! y si  extienden  ó hacen  extender  bajo  el  nombre 
de  algún  médico  ó cirujano  certificaciones  de 
enfermedad,  la  prisión  de  dos  á cinco  años  (ar- 
tículos 159  y 236  del  Código  penal);  y finalmente 
por  las  leyes  de  4 de  Marzo  de  1831  y 9 de  Se- 
tiembre de  1835  abolieron  el  art.  351  del  Código 
de  íustruccion  criminal,  y ordenaron  que  cuan- 
do el  acusado  no  sea  declarado  culpable  sino  á 
la  simple  mayoría,  debe  sobreseerse  en  el  juicio, 
conviniendo  eu  ello  la  mayoría  de  los  jueces,  y 
remitirse  el  negocio  á la  siguiente  sesión  para 
que  lo  decidan  nuevos  jurados. 

Con  estas  medidas  han  salvado  los  legislado- 
res franceses  la  contradicción  en  que  habiau 
incurrido,  han  quitado  álos  jueces  toda  Inter- 
vención en  la  calificación  de  los  hechos,  han 
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fijado  con  todas  sus  consecuencias  el  falso  prin- 
cipio de  la  mayor  aptitud  de  los  simples  ciuda- 
danos para  tau  delicada  operación,  y lian  puesto 
h ios  jurados  en  la  necesidad  de  llenar  sus  fun- 
ciones calificadoras  siempre  y en  todos  los  casosj 
privándolos  del  recurso  de  abandonarlas  alguna 
vez  á la  mayor  ciencia  y experiencia  de  los  ma- 
gistrados. ¡Sálvense  los  principios  del  sistema 
del  jury,  y mas  que  se  pierda  la  justicial  Tantee 
violis  eral  juratam  cerniere  gentem.  Los  jurados, 
pues,  por  temor  á las  multas  exorbitantes  y al 
encarcelamiento  con  que  se  les  amenaza,  tienen 
que’ presentarse  sin  excusa  en  el  foro  á ejercer 
un  oficio  que  no  han  aprendido , un  oficio  que 
no  han  de  ejercer  sino  mientras  lo  ignoren,  un 
oficio  que  rehuyen ; y lo  desempeñan,  por  cierto, 
casi  con  aquella  gracia,  con  aquella  complacen- 
cia, con  aquel  celo  y aquella  solicitud,  con  que 
se  trabaja  en  los  ingenios  y cafetales.  Forzados  á 
decir  que  si  ó á decir  que  no,  dicen  lo  que  me- 
jor les  place  inclinándose  naturalmente  al  no, 
pues  que  por  lo  general  son  hombres  negativos. 
El  país  queda  frecuentemente  escandalizado  de 
sus  extravíos  y desaciertos;  y si  bien  suele  atri- 
buirlos casi  siempre  ásu  falta  de  luces,  no  deja 
de  sospechar  alguna  vez  que  pueden  ser  efecto 
de  causas  menos  excusables,  porque  la  expe- 
riencia tiene  acreditado  que  las  precauciones 
tomadas  por  la  ley  para  poner  á los  jurados  á 
cubierto  de  ia  seducción  y de  toda  influencia 
que  pueda  venirles  de  afuera,  son  vanas,  qui- 
méricas, ilusorias  é impracticables. 

ESPAÑA. 

LV.  No  faltan  quienes  pretendan  que  la  Es- 
paña conoció  antiguamente  la  institución  del 
jurado  en  los  tiempos  de  su  mayor  gloria,  en  los 
tiempos  de  su  libertad,  fundándose  para  ello  en 
las  leyes  13  y 16,  tít.  l.°  lib.  2.“  del  Fuero  Juzgo,  ¡ 
y en  cierta  cláusula  que  contienen  algunas  de 
las  cartas  forales  dadas  á las  ciudades  de  Casti- 
lla en  el  siglo  XIII  y aun  después. 

Mas  abramos  esas  dos  leyes  del  Fuero  Juzgo; 
y¿quéesloque  encontramos  en  ellas?  no  por  . 
cierto  los  j urados , sino  los  j ueces  nombrados  por  ¡ 
el  Rey  , los  jueces  árbitros  ó compromisarios,  y \ 
los  jueces  delegados:  «Ninguno  non  debe  iud- 
gar  el  pleito,  dice  la  primera,  si  non  á quien  es 
mandado  del  príncipe,  ó quien  es  cogido  por 
juez  de  voluntad  de  las  partes  con  testimonias 
de  dos  onines  buenos  ó con  tres.  E si  aquel  á 
quien  es  dado  el  poder  de  iudgar  de  mandado 
del  Rey,  ó de  mandado  del  sennor  de  la  cibdad, 
ó de  otros  jueces,  dieren  sus  veces  á otros,  que 
entiendan  el  pleito , puédenlo  fazer,  é aquel  mis- 
mo poder,  que  avien  los  mayores  é los  otros  jue- 
ces de  terminar  el  pleito , aquel  mismo  poder 
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hayan  los  otros  de  terminar  el  pleito.»  La  segun- 
da no  hace  mas  que  señalar  las  penas  en  que 
incurren  los  que  se  entrometieren  á juzgar  sin 
ser  jueces  reales,  ó árbitros  ó delegados.  Si  entre 
ellos  cree  alguno  ver  los  jurados,  no  tiene  que 
ir  á buscarlos  en  tiempos  antiguos,  pues  los  en- 
contrará también  en  los  modernos  y en  toáoslos 
códigos  legales. 

La  cláusula  contenida  en  algunas  cartas  fora- 
les, como  por  ejemplo  en  el  fuero  municipal  de 
Toledo  confirmado  por  el  santo  Rey  D.  Fernando 
■ en  16  de  Enero  de  1222,  está  concebida  en  los 
! términos  siguientes:  «Todos  sus  juicios  dellos 
sean  juzgados,  según  el  Fuero  Juzgo,  ante  diez 
de  sus  mejores,  é mas  nobles,  é mas  sabios  de- 
llos que  sean  siempre  con  el  alcalde  de  la  cibdad, 
é que  á todos  ante  anden  en  testimoniauzas  en 
todo  su  regno.»  Pero  ¿puede  llamarse  j urados  á 
esos  diez  hombres  que  eran  elegidos  entre  los 
I mejores,  mas  nobles  y mas  sabios  para  asistir 
¡ con  el  alcalde  á los  juicios?  ¿Tenían  acaso  algún 
punto  de  semejanza  ó de  contacto  con  aquellos? 
¿No  eran  mas  bien  unos  asesores  ó consejeros,  ó 
acompañados  ó adjuutos  del  alcalde?  Recorra- 
mos los  anales  de  aquellos  tiempos,  de  aquellos 
tiempos  de  fueros  municipales,  de  aquellos  tiem- 
pos de  libertad  y de  gloria,  como  se  los  quiere 
llamar;  y allí  veremos  cuál  era  el  motivo  que 
obligó  á crear  eses  pretendidos  jurados,  y cuál 
es  el  verdadero  concepto  que  debemos  formar  de 
ellos. 

Tiempos  eran  aquellos  en  que  el  derecho  de 
administrar  la  justicia  estaba  depositado  en  los 
Concejos  de  los  pueblos,  quienes  en  virtud  de 
concesiones  de  la  Corona,  nombraban  anualmen- 
te alcaldes  ordinarios  que  ejerciesen  la  jurisdic- 
ción civil  y criminal;  y estos  alcaldes,  ya  por 
la  dificultad  de  sacar  y adquirir  copias  del  Fuero 
Juzgo,  que  era  el  código  general,  ya  por  falta 
de  fueros  municipales  ó por  ser  demasiado  di- 
minutos los  que  á sus  pueblos  se  habían  otorga- 
do, ya  por  la  ignorancia  y la  arbitrariedad  que 
reinaban  entonces,  no  pronunciaban  sino  sen- 
tencias caprichosas,  ridiculas  y muchas  veces 
injustas,  ateniéndose  á fazañas  y albedríos,  y 
admitiendo  las  pruebas  vulgares  del  fuego,  del 
agua  y del  duelo.  Los  fueros  municipales  por 
otra  parte  despedazaban  el  cuerpo  político  del 
Estado,  introducían  la  desunión , la  emulación 
y la  envidia  entre  los  pueblos , y fomentaban 
indirectamente  la  impunidad  de  los  delitos:  cada 
villa,  cada  alfoz  y comunidad  era  una  pequeña 
república  independiente  con  diferentes  leyes, 
opuestos  intereses  y distintas  costumbres:  los 
miembros  de  una  municipalidad  miraban  como 
extraños  y á las  veces  como  enemigos  á los  de 
las  otras,  y aun  con  motivo  de  la  reunión  de 
todos  los  vecinos  de  una  misma  municipalidad 
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en  concejo,  se  suscitaban  disensiones,  disturbios 
y parcialidades  entre  las  familias,  que  no  podían 
menos  de  producir  fatales  resultados:  los  facine- 
rosos bailaban  asilo  y seguridad  en  todas  partes, 
y se  evadían  de  las  penas  en  que  habían  incur- 
rido con  solo  mudarse  de  pueblo.  Las  grandes 
alteraciones  políticas  y discordias  civiles  que 
además  ocurrian  en  el  reino,  presentaban  un 
cuadro  tan  horrible  de  la  situación  de  la  monar- 
quía, que  no  deja  de  causar  admiración  el  que 
por  fin  saliese  la  nave  del  Estado  de  aquellas 
bravas  y furiosas  tormentas  que  parecía  iban  á 
tragarla  para  siempre:  todo  era  confusión  y 
desasosiego,  todo  desórden  y anarquía ; en  las 
ciudades,  villas  y lugares,  en  poblado  así  como 
en  desierto,  se  cometían  y fraguaban  mil  ini- 
quidades, violencias,  robos,  latrocinios  y asesi- 
natos: cada  paso  era  un  peligro ; y los  enemigos 
del  reposo  público  se  multiplicaban  de  dia  en 
dia  y obraban  á su  salvo.  Subió  al  trono  en  tales 
circunstancias  el  santo  Rey  D.  Fernando,  quien 
habiendo  reunido  en  sus  sienes  las  dos  coronas 
de  Castilla  y de  León  y extendido  su  poder  del 
uno  al  otro  mar,  trató  de  introducir  el  órden  y 
la  debida  subordinación  entre  los  miembros  del 
Estado,  de  restablecer  la  paz,  de  organizaría 
administración  de  justicia,  de  evitar  las  preva- 
ricaciones, de  formar  un  solo  Código,  común  y 
general  á todo  el  reino. 

Mas  en  tanto  que  se  realizaban  y surtían  el 
deseado  efecto  sus  graneles  empresas,  iba  to- 
mando aquellas  medidas  parciales  que  le  pare- 
cían acomodadas  alas  circunstancias  en  que  se 
hallaban  los  pueblos.  Una  de  ellas  fué  dar  vigor 
á los  juzgadores  populares,  suplir  su  falta  de 
ciencia,  reprimir  su  arbitrariedad,  prestar  mas 
solemnidad  y aparato  á los  juicios,  asegurar  el 
acierto  de  las  sentencias,  ó inspirar  á los  pueblos 
mas  confianza  en  ellas.  Para  obtener  estos  re- 
sultados, confirmaba  oportunamente  los  mejores 
fueros  municipales,  extendiéndolos  después  á 
otras  poblaciones ; recordaba  en  ellos  la  obser- 
vancia del  Fuero  Juzgo,  ya  como  código  princi- 
pal, ya  como  suplemento,  y hacia  poner  esa  fa- 
mosa cláusula  en  que  mandaba  que  asistiesen  á 
los  juicios  con  el  alcalde  diez  de  los  sugetos  me- 
jores y mas  nobles  y mas  sabios  [ex  optimis  et 
nobilissimis,  et  soplen tissimis) ■ Así  que  no  exigía 
la  intervención  de  estos  conjueces  ó asesores 
para  que  los  acusados  y los  litigantes  fuesen 
juzgados  por  sus  iguales,  pues  que  pertenecían 
á las  clases  mas  distinguidas  de  la  sociedad  por 
su  nobleza,  ilustración  y sabiduría;  ni  para  evi- 
tar los  efectos  del  hábito  y de  la  dependencia  de 
los  alcaldes,  pues  estos  ejercían  su  oficio  solo  por 
un  año,  y dependían  tan  solamente  del  concejo 
y no  del  gobierno;  ni  para  seguir  en  la  decisión 
de  los  negocios  sus  instintos  de  caprichos,  sin 


: deliberación  ni  razonamiento,  sino  para  arre- 
glarse á los  fueros  municipales  y al  Fuero  Juzgo 
en  que  se  les  suponía  mas  instruidos  que  los  al- 
caldes; ni  para  conocer  solamente  de  los  puntos 
de  hecho,  pues  que  entendían  igualmente  en  las 
cuestiones  de  derecho ; ni  para  obrar  como  re- 
presentantes de  la  conciencia  pública,  sino  como 
i representantes  de  la  ciencia  y de  la  sabiduría, 
dotes  que  en  los  alcaldes  rara  vez  se  encontra- 
ban; de  manera,  que  si  á tales  juzgadores  se  les 
quiere  dar  todavía  la  denominación  de  jurados, 
habremos  de  convenir  en  que  con  igual  razón  y 
no  menos  propiedad,  puede  darse  también  á los 
magistrados  de  las  Audiencias.  Como  quiera  que 
fuese,  la  experiencia  acreditó  con  el  tiempo  la 
insuficiencia  de  este  medio  para  asegurar  la  rec- 
titud de  los  juicios;  ni  los  alcaldes,  ni  los  adjun- 
tos podían  dejar  de  resentirse  de  la  influencia 
de  los  odios  y afecciones  de  las  personas  ó fami- 
■ lias  con  quienes  por  vínculos  de  naturaleza,  ve- 
' ciudad  6 bandería  estaban  relacionados,  y ya  en 
' el  siglo  XV  se  creían  frecuentemente  los  pueblos 
' en  la  necesidad  de  pedir  al  monarca  jueces  im- 
parciales que  les  administrasen  justicia  sin  acep- 
ción de  personas;  de  lo  cual  procedió  la  costum- 
bre de  enviar  la  Corona  jueces  asalariados,  que 
después  fueron  conocidos  con  el  nombre  de  cor- 
regidores y alcaldes  mayores,  para  que  ejer- 
ciesen la  jurisdicción  civil  y criminal  en  su 
nombre. 

Han  creido  asimismo  algunos  escritores  en- 
contrar la  institución  del  jurado  en  la  concur- 
rencia que  se  exigía  antiguamente  de  ciertas 
personas  para  algunos  juicios  en  la  antigua  mo- 
narquía aragonesa;  pero  las  personas  á quienes 
se  pretende  ahora  calificar  con  la  denominación 
de  jurados,  ó bien  eran  unos  meros  peritos  ó ex- 
pertos que  eran  llamados  solo  con  el  objeto  de 
dar  su  parecer  sobre  las  materias  propias  de  sus 
especiales  conocimientos,  ó bien  unos  inspecto- 
res, consejeros  ó conjueces,  ó bien  unos  árbitros 
ú hombres  buenos  en  quienes  las  partes  ponían 
su  confianza  para  la  decisión  de  sus  negocios, 
Si  hasta  un  punto  semejante  llevamos  el  abuso, 
dando  tal  extensión  á la  significación  ó acepción 
de  las  palabras,  no  hay  duda  de  que  también  en 
el  dia  tropezaremos  en  todas  partes  con  esta- 
blecimientos ó prácticas  que  tendrán  algo  del 
jury. 

LVI.  El  jurado,  en  su  acepción  propia  y ver- 
dadera, en  cuanto  supone  distinción  entre  los 
' jueces  del  hecho  y los  del  derecho,  no  ha  sido 
' planteado  jamás  ni  aun  conocido  en  España 
1 hasta  el  presente  siglo.  La  comisión  encargada 
por  las  Córtes  constituyentes  de  Cádiz  de  exten- 
der un  proyecto  de  Constitución  para  la  nación 
española,  fué  la  primera  que  en  el  discurso  pre- 
liminar con  que  presentó  el  fruto  de  su  trabajo, 
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insinuó  la  conveniencia  que  según  su  opinión 
resultaría  de  perfeccionar  la  administración  de 
justicia  separando  las  funciones  que  ejercen  los 
jueces  en  fallar  á un  mismo  tiempo  sobre  el  he-  i 
cho  y el  derecho;  mas  haciéndose  cargo  de  que 
el  hacer  una  revolución  total  en  el  punto  mas 
difícil,  mas  trascendental  y arriesgado  de  una 
legislación,  no  era  obra  que  pudiera  empren- 
derse entre  los  apuros  y agitaciones  de  una  con- 
vulsión política,  y de  que  ni  el  espíritu  público 
ni  la  opinión  general  de  la  nación  podian  estar 
dispuestos  para  recibir  sin  violencia  una  nove- 
dad tan  sustancial,  hasta  que  la  libertad  de  la 
imprenta,  la  libre  discusión  sobre  materias  de 
gobierno,  la  circulación  de  obras  y tratados  de 
derecho  público  y jurisprudencia  fuesen  el  ver-, 
dadero  y proporcionado  vehículo  que  llevase  á ( 
todas  las  partes  del  cuerpo  político  el  alimento  ; 
de  la  ilustración,  no  pudo  menos  de  manifestar 
francamente  que  reconocía  la  imposibilidad  de 
plantear  por  entonces,  el  método  conocido  con  el 
nombre  de  juicio  de  jurados;  que  debía  dejarse 
al  progreso  natural  de  las  luces  el  estableci- 
miento de  un  sistema  que  no  podía  ser  útil  sino 
cuando  fuese  fruto  de  la  demostración  y del  con- 
vencimiento, y que  solo  en  el  caso  de  que  las 
Córtes  creyesen  con  el  tiempo  que  convenia  ha- 
cer distinción  entre  los  jueces  del  hecho  y del 
derecho,  habrían  de  establecerla  en  la  forma  que 
mejor  estimasen.  Conformáronse  las  Córtes  con 
las  ideas  de  su  comisión,  y pareciéndoles  tam- 
bién inoportuno  llevar  la  reforma  de  la  adminis- 
tración de  justicia  hasta  el  extremo  de  instituir 
inmediatamente  el  jurado,  se  contentaron  con 
anunciar  por  el  art.  307  de  la  Constitución  de 
1812,  que  lo  instituirían  en  lo  sucesivo  cuando  ¡ 
lo  tuviesen  por  conveniente. 

LYII.  Reuniéronse  las  Córtes  de  1820;  y como 
si  en  el  trascurso  de  los  nueve  años  que  habian 
mediado  casi  por  entero  bajo  el  gobierno  abso- 
luto, hubiese  reinado  la  libertad  de  imprenta,  y 
se  hubiesen  discutido  libremente  las  materias  de 
gobierno,  y la  circulación  de  obras  y tratados  de 
derecho  público  hubiese  derramado  ya  la  ilus- 
tración entre  todas  las  clases  de  la  sociedad,  se 
expuso  desde  las  primeras  sesiones,  y se  sostuvo 
con  ahinco,  la  necesidad  y urgencia  de  dar  al 
pueblo  español  la  henifica  institución  del  jura- 
do, que  según  decían  ios  j uradistas  del  Congre- 
so, es  baluarte  de  la,  inocencia  y el  terror  del  cri- 
men, y que  es  por  si  sola  bastante  para  ilustrar  y 
dar  moralidad  d las  naciones.  Alegábase,  entre 
algunas  de  las  razones  mas  arriba  combatidas, 
que  si  nos  faltaban  luces,  el  establecimiento  del 
jurado  las  proporcionaría  sin  duda  y las  aumenta- 
rla, pues  que  un  largo  ejercicio  de  comparar  y de 
instruirse,  proporciona  exactitud,  juicio  é ideas!! 
Hacíase  presente , que  si  nos  faltaban  costum- 


bres..., la  larga  costumbre  de  tratar  (los  jurados) 
de  lo  justo  y de  lo  injusto,  y de  llevar  por  la  mano 
al  criminal  al  castigo  que  merece,  y al  inocente  al 
puerto  de  su  seguridad , engendra  por  necesidad 
amor  d la  virtud  y horror  al  vicio  !!'  Proclamába- 
se que  el  decir  que  la  nación  no  estaba  prepara- 
da para  recibir  una  institución  en  que  fundan 
su  libertad  los  pueblos  felices  que  la  han  adop- 
tado, seria  una  injuria  atroz,  un  insulto  imperdo- 
nable á la  moralidad  y buen  juicio  de  los  españo- 
les!!!! Añadíase  que  los  jurados,  impuestos  de 
las  circunstancias  locales  de  sus  respectivos 
pueblos,  carácter , índole,  inclinaciones  y cos- 
tumbres del  acusado,  é instruidos  por  el  juez  de 
letras  de  las  disposiciones  legales  que  determinan 
el  valor  de  las  pruebas,  y por  consiguiente  la  exis- 
tencia del  crimen,  declararían  con  tanta  é mas  se- 
guridad que  él  si  el  acusado  habia  ó no  cometi- 
do el  crimen  que  se  le  imputaba !!!!!  Asi  los  ju- 
radistas  españoles  creían  que  el  jurado  es  el  ter- 
ror del  crimen  y el  baluarte  de  la  inocencia,  cuan- 
do, por  el  contrarío,  en  todos  los  países  donde 
está  ó ha  estado  en  planta,  se  le  ha  hecho  con 
demasiada  verdad,  aun  por  sus  amigos,  el  gra- 
vísimo cargo  de  ser  mas  bien  la  garantía  y el 
instrumento  de  la  impunidad  mas  escandalosa, 
y cuando  los  jueces  del  derecho  tienen  que  sa- 
lirse muchas  veces  de  sus  atribuciones  y tras- 
pasar las  leyes  para  impedir  en  lo  posible  que  los 
acusados  sean  víctimas  de  la  ignorancia,  de  la 
ceguedad  de  las  pasiones  y de  la  irresponsabili- 
dad de  los  de  hecho.  Así  suponían  que  el  largo 
ejercicio  que  tendrían  los  jurados  en  comparar  é 
instruirse,  y en  tratar  de  lo  justo  y de  lo  injusto, 
y en  condenar  á los  criminales  y absolver  á los 
inocentes,  les  proporcionarla  luces,  exactitud, 
juicio  y virtudes,  cuando  precisamente  los  ami- 
gos del  jury  rechazan  el  juicio  de  los  magistrados 
porque  ese  estudio  y ese  largo  ejercicio  de  juzgar 
los  hace,  según  dicen  ellos,  mas  inhábiles  al  efec- 
to, y les  embota  la  sensibilidad  y los  previene 
contra  los  acusados,  y cuando  no  admiten  el  de  los 
simples  ciudadanos,  sino  bajo  la  condición  de  que 
han  de  juzgar  por  instinto  y no  por  estudio,  y de 
que  han  de  ser  diferentes  para  cada  causa,  con  el 
objeto  de  que  nunca  lleguen  á tener  práctica  ni 
ejercicio,  como  hemos  visto  en  su  lugar!  Así  que- 
rían finalmente  que  el  juez  de  letras  instruyese 
á los  jurados  de  las  disposiciones  legales  que 
determinan  el  valor  de  las  pruebas  para  que 
pudiesen  hacer  sus  declaraciones  con  tanta  ó 
mas  seguridad  que  él,  sin  reparar  en  lo  inopor- 
tuno, inútil  y ridículo  que  seria  el  que  el  juez 
hiciese  á los  jurados  en  cada  causa  un  curso  de 
jurisprudencia  criminal,  y sin  acordarse  de  que 
los  jurados  no  han  de  atenerse  al  valor  que  se 
da  por  la  ley  á las  pruebas , sino  á la  impresión 
que  las  pruebas  les  causen  en  su  conciencia!  De 
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esta  manera  los  juradistas  del  congreso  comba- 
tían realmente  la  institución  del  j%vy  cuando 
creían  apoyarla,  pues  que  asentaban  principios 
que  están  en  oposición  con  los  principios  que  la 
constituyen ; pero  si  el  contexto  de  sus  discur- 
sos es  por  una  parte  un  indicio  de  las  nociones 
imperfectas  que  tenían  sobre  la  verdadera  esen- 
cia del  jurado  que  todavía  en  aquella  época  no 
era  bien  conocido  de  nuestros  literatos  y políti- 
cos, es  por  otra  una  prueba  de  la  rectitud  de  su 
razón,  de  su  buena  fe.  y del  celo  que  los  anima- 
ba por  la  buena  administración  de  justicia,  y da 
lugar  á creer  que  si  hubiesen  estado  entonces 
bien  enterados  de  la  naturaleza  y de  los  efec- 
tos de  tal  institución,  no  se  hubieran  levanta- 
do en  su  defensa  como  se  levantaron  por  razón 
de  sus  ideas  erróneas , sino  que  por  el  contra- 
rio la  hubieran  rechazado  con  valentía,  como 
nos  cousta  que  la  rechazan  ahora  alg'unos  de 
ellos. 

LVIII.  Antes  de  acceder  las  Córtes  á la  admi- 
sión definitiva  del  jurado  para  todos  los  delitos, 
quisieron  hacer  un  ensayo  de  esta  especie  de 
juicio  en  los  abusos  de  la  libertad  de  imprenta, 
y nos  dieron  al  efecto  la  ley  de  22  de  Octubre  de 
1820  á que  siguió  la  adicional  de  12  de  Febrero 
de  1822.  Nombróse  entretanto  uua  comisión  es- 
pecial de  su  seno  para  la  formación  de  un  pro- 
yecto de  Código  de  procedimiento  criminal,  y 
creyendo  esta  corporación  que  había  llegado  ya 
el  tiempo  de  hacer  distinción  éntrelos  jueces 
del  hecho  y del  derecho,  introdujo  esta  impor- 
tante novedad  en  su  trabajo,  que  fué  presenta- 
do á las  Córtes  hácia  fines  de  1821,  y circulado 
á las  Audiencias  en  principio  de  1822  para  que 
hicieran  sobre  él  las  observaciones  que  tuvieran 
por  conveniente.  Manifestaron  las  Audiencias, 
ó álo  menos  algunas  de  ellas,  la  inoportunidad 
é inconveniencia  de  establecer  en  aquella  época 
el  jurado  con  respecto  á todos  los  delitos,  indi- 
cando los  tristes  efectos  que  producía  el  ensayo 
que  se  estaba  haciendo  en  los  abusos  de  la  li- 
bertad de  imprenta.  Efectivamente,  como  la 
nación  estaba  dividida  en  parcialidades,  se  veia 
oprimir  y tiranizar  los  jueces  de  hecho  sacados 
de  un  partido  á los  escritores  que  presentaban 
ideas  contrarias  á las  suyas;  no  había  escrito 
culpable,  si  el  autor  tenia  las  mismas  opiniones 
que  los  jurados;  no  había  escrito  inocente,  si  el 
autor  era  de  otra  bandería;  aun  en  los  juicios 
por  libelos  que  contenían  injurias  y calumnias 
Contra  personas  públicas  ó particulares  sin  re- 
lación con  la  política , no  se  absolvía  ó conde- 
naba á los  infamadores,  sino  tomando  en  cuenta 
la  parcialidad  á que  ellos  ó los  infamados  esta- 
ban adheridos;  en  fin,  todo  era  pasión  , iniqui- 
dad y tiranía;  de  suerte  que  el  jury  por  su  con- 
ducta hubo,  sin  duda,  de  contribuir  al  acrecen- 
Touo  iu. 


tamiento  de  los  enemigos  de  las  instituciones 
liberales  y al  retorno  del  absolutismo. 

LIX.  Restablecióse  en  el  año  de  1836  la  Cons- 
titución de  1812,  y con  ella  renació  la  libertad 
de  la  prensa,  y tras  esta  libertad  vino  el  jurado 
ú moralizarla  con  sus  leyes  de  Octubre  de  1820 
y lebrero  de  1822;  pero  vino  también  acompa- 
ñado del  ciego  espíritu  de  partido,  y así,  lejos  de 
poner  coto  á sus  desmanes,  se  le  ba  visto  san- 
cionar la  mas  escandalosa  licencia,  patriotizar 
los  escritos  mas  subversivos  y sediciosos  y auto- 
rizar los  crímenes  mas  atroces.  Por  fortuna  las 
Córtes  de  1837,  si  bien  dejaron  exclusivamente  á 
los  jurados  por  el  art.  2.°  de  la  Constitución  del 
mismo  año  la  calificación  de  los  delitos  de  im- 
prenta, porque  no  podían  presumir  que  á tan 
alto  punto  se  llevase  el  encono  de  las  pasiones 
políticas,  tuvieron  la  misma  prudencia  que  las 
Córtes  de  1812,  dilatando  hasta  una  época  inde- 
finida el  establecimiento  del  juicio  por  jurados 
para  toda  clase  de  delitos,  porque  previeron  en 
su  alta  sabiduría  que  durante  las  discordias  ci- 
viles, mientras  no  volviese  la  paz  y fraternidad 
entre  todos  los  españoles,  podría  ser  esta  insti- 
tución una  de  las  mayores  calamidades  que  nos 
afligiesen,  y reproducir  en  nuestro  pais  las  san- 
grientas escenas  que  presentó  en  las  revolucio- 
nes de  Inglaterra  y de  Francia. 

LX.  Podemos  seguramente  esperar  con  toda 
confianza,  que  con  un  gobierno  fuerte , sabio  y 
humano  bajo  el  suave  cetro  de  Isabel  desapa- 
rezca pronto  la  lucha  de  los  partidos  y se  extin- 
gan los  odios,  y todos  reunidos  en  derredor  del 
trono,  disfrutemos  tranquilamente  los  benefi- 
cios de  la  verdadera  libertad.  Mas  cualquiera 
que  sea  la  suerte  que  la  Providencia  nos  tiene 
reservada,  ora  estemos  condenados  á sufrir  la 
prolongación  de  los  tiempos  de  tormenta,  ora 
gocemos  luego  de  los  tiempos  de  bonanza,  nun- 
ca, nunca  quisiéramos,  por  el  interés  de  la  na- 
ción española , que  se  llegase  á ver  establecido 
el  jury  para  todas  las  materias  criminales;  por- 
que en  los  primeros  seria,  como  lo  lia  sido  en 
las  revueltas  de  todos  los  países,  un  tribunal  de 
sangre  y de  venganzas,  un  tribunal  de  perse- 
cución frenética  y de  terror  y consternación  para 
los  hombres  de  bien  de  todas  las  opiniones  , y 
en  los  segundos  no  es  ni  ha  sido  ni  será  ni  pue- 
de ser  otra  cosa  que  un  tribunal  absurdo  y pe- 
ligroso, un  tribunal  basado  en  principios  falsos, 
un  tribunal  arbitrario  c irresponsable,  sin  regla 
que  le  guie  ni  freno  que  le  contenga,  un  tribu- 
nal de  lotería,  donde  se  juega  al  primer  extrac- 
to la  fortuna,  la  libertad , la  vida,  y la  reputa- 
ción y la  honra  de  los  ciudadanos. 

LXI.  Tal  es  y ha  sido  siempre  el  jury  en  In- 
glaterra y en  Francia,  como  dejamos  mas  arriba 
largamente  demostrado;  y tal  será  en  cualquie- 
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ra  otro  país  donde  se  plantifique,  porque  es  tal 
por  su  misma  naturaleza.  La  única  garantía  que 
puede  ofrecer,  si  es  que  puede  llamarse  garan- 
tía, pues  que  no  seria  sino  garantía  casual,  es 
la  instrucción,  la  moralidad  y la  firmeza  que 
puedan  tener  los  jurados.  Mas  ¿ podríamos  espe- 
rar que  en  España  sea  mayor  esta  garantía 
que  en  Francia  y que  en  Inglaterra?  ¿Nos  glo- 
riaríamos acaso  de  que  la  ilustración  ha  pene- 
trado mas  en  la  masa  de  nuestro  pueblo,  cuan- 
do vemos  que  muchos  de  los  llamados  al  jury 
de  imprenta  para  calificar  los  escritos  no  saben 
ni  aun  leerlos?  ¿ Confiaríamos  en  que  la  sanción 
moral  y la  sanción  religiosa,  habían  de  obrar 
con  mas  eficacia  en  el  ánimo  de  nuestros  jura- 
dos, cuando  tantos  motivos  están  conspirando  ¡ 
hace  ya  tiempo  para  debilitar  el  respeto  á la 
opinión  y amortiguar  ó extinguir  el  temor  al 
juramento,  que  ha  quedado  ya  reducido  á una 
vana  fórmula  en  que  casi  no  se  piensa?  ¿Creería- 
mos de  buena  fe  que  nuestros  jurados  tendrían 
mas  valor  y abnegación  que  los  de  aquellas  na- 
ciones para  comprometer  y arriesgar  la  seguri- 
dad de  sus  personas  y haciendas  declarando  la 
culpabilidad  de  un  acusado,  por  notoria  que 
fuese,  cuando  aquí  rara  vez  se  logra  que  los  tes- 
tigos depongan  la  verdad  en  contra  de  los  cri- 
minales, bien  sea  por  temor,  por  corrupción  ó 
por  una  piedad  mal  entendida,  y cuando  suele 
llegar  á tal  punto  el  terror  inspirado  por  los 
malhechores,  que  los  dueños  de  grandes  hacien- 
das en  algunas  provincias  y aun  los  habitantes 
de  las  poblaciones  cortas  los  protejen  abierta- 
mente, ó para  decirlo  mejor,  se  ponen  bajo  su 
protección,  les  suministran  en  cambio  cuanto 
han  menester  mientras  saltean,  y en  vez  de  en- 
tregarlos á la  justicia  les  dan  avisos  y los  ocul- 
tan y cobijan  para  que  no  caigan  en  sus  manos? 

Si  pues  no  podríamos  contar  con  la  seguridad 
de  que  en  España  tendrían  los  jurados  mas  fir- 
meza, mas  moralidad,  ni  mas  ilustración  que 
los  de  Inglaterra  y los  de  Francia;  ya  que  en 
estas  naciones  ha  caído  la  institución  del  jury 
tan  en  descrédito  por  la  insuficiencia  ó debili- 
dad de  tales  garantías  y por  los  demás  vicios  de 
que  adolece,  que  no  se  conserva  en  la  primera 
sino  por  el  respeto  con  que  se  mira  su  antigüe- 
dad de  tantos  siglos,  así  por  su  arraigo  en  las 
costumbres  y su  enlace  con  el  mecanismo  de 
aquella  sociedad,  y no  se  sostiene  en  la  segunda 
sino  á fuerza  de  apuntalamientos  y remiendos 
cual  edificio  que  se  desploma,  no  hagamos  nos- 
otros para  introducirla,  una  revolución  total  en 
el  punto  mas  difícil,  mas  trascendental  y arries- 
gado de  una  legislación,  como  decía  muy  bien 
la  comisión  de  las  Córtes  de  Cádiz:  miremos  con 
desconfianza  una  institución  que  no  nació  sino 
en  la  infancia  y simplicidad,  por  no  decir  bar- 


! barie,  de  ciertos  pueblos,  que  no  fué  acogida  en 
el  pais  que  ahora  se  llama  su  patria  sino  á im- 
pulso principalmente  de  creencias  supersticio- 
sas y falsas,  y que  no  ha  sido  abrazada  en  otros 
sino  por  espíritu  de  imitación,  por  cierta  especie 
de  manía,  por  derribar  el  poder,  en  el  tumulto 
y ceguedad  de  las  pasiones  y en  medio  de  las 
fermentaciones  públicas;  desechemos  una  teoría 
que  el  éxito  ha  desmentido,  que  la  experiencia 
ha  desacreditado,  que  nuestras  costumbres  no 
reclaman,  que  ni  el  espíritu  público  ni  la  opi- 
nión general  están  dispuestos  á recibir  sin  vio- 
lencia, que  los  hombres  mas  sensatos  de  todos 
los  partidos  consideran  perniciosa  y funesta; 
rechacemos,  por  fin,  ese  juicio  del  sentido  co- 
mún, que  tan  malamente  ha  sido  llamado  sal- 
vaguardia de  la  justicia  y de  la  libertad,  como 
si  tal  pudiera  ser  el  juicio  de  la  arbitrariedad  y 
la  ignorancia;  y ya  que  la  sabiduría  de  todas 
nuestras  Córtes  no  se  atrevió  jamás  á plantear- 
lo, dejándolo  siempre  para  mejor  ocasión,  vayá- 
moslo  también  dilatándolo  nosotros  hasta  la 
consumación  de  I03  siglos,  y contentémonos 
con  organizar  de  tal  manera  los  tribunales  de 
jueces  letrados  que  quede  bien  asegurada,  en 
cuanto  sea  posible  en  lo  humano,  la  recta  ad- 
ministración de  la  justicia. 

* El  jurado,  sin  embargo,  contra  los  deseos  del 
autor,  fué  establecido  finalmente  á impulsos  de 
la  Revolución  de  1868.  La  Constitución  democrá- 
tica de  1869  previno,  en  su  art.  93,  que  se  esta- 
bleciera el  juicio  por  jurados  para  todos  los  deli- 
tos políticos  y para  los  comunes  que  señalara 
la  ley,  la  cual  habría  de  determinar  asimismo 
las  condiciones  necesarias  para  desempeñar  el 
cargo  de  jurado. 

En  su  consecuencia,  por  la  ley  de  23  de  ^Junio 
de  1870  se  concedió  autorización  al  Gobierno 
para  plantear  como  ley  la  provisional  sobre  or- 
ganización del  poder  judicial  que.  hizo  publicar 
el  ministro  de  Gracia  y Justicia  y se  mandó  ob- 
servar por  decreto  de  15  de  Setiembre  del  mismo 
año.  En  las  disposiciones  transitorias  de  dicha 
ley,  se  dice  que  el  Gobierno  procederá  «á  hacer 
y á plantear  la  división  territorial  en  lo  judicial, 
con  arreglo  á lo  establecido  en  el  cap.  l.°,  tít.  1." 
de  la  misma,  y á reformar  los  procedimientos 
criminales  con  sujeción  á las  regias  que  allí  se 
determinan,  una  de  las  cuales  es  «reglamentar  el 
procedimiento  para  el  castigo  de  los  delitos  en 
que  haya  de  intervenir  el  jurado  con  las  Audien- 
cias;» y otra  de  dichas  reglas,  es  «organizar  el 
jurado  de  modo  que  por  su  capacidad  ó impar- 
cialidad asegurada  por  el  derecho  de  recusa- 
ción , satisfaga  las  exigencias  de  la  justicia: 
disposiciones  l.11  y 3.',  letras  /,  i.  En  el  cap.  l.° 
arriba  citado,  se  tuvo  en  cuenta  el  estableci- 
miento del  jurado  para  la  planta  y organización 
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de  los  tribunales:  arts.  13  y 14.  Tin  el  cap.  5.°  del  ' 
tít.  5.”,  se  determinaron  los  delitos  de  que  de- 
bían conocer  las  Audiencias  en  juicio  oral  y pú- 
blico y en  única  instancia,  con  intervención  del 
jurado. 

En  virtud  de  las  disposiciones  enunciadas,  se 
formó  una  Comisión  para  llevarlas  completa- 
mente á efecto,  siendo  fruto  de  sus  meditaciones  ■ 
la  ley  provisional  de  Enjuiciamiento  criminal, 
publicada  en  22  de  Diciembre  de  1872,  en  la  que 
se  determinó  la  competencia  del  tribunal  del 
jurado  mas  ampliamente  que  en  la  ley  orgánica 
de  tribunales , las  circunstancias  necesarias 
para  ser  jurado,  la  organización  de  este  tribu- 
nal y los  trámites  constitutivos  del  juicio  oral 
y público  ante  el  mismo,  asi  como  los  recursos 
de  reforma  de  su  veredicto,  de  revista  de  la  cau- 
sa por  nuevo  jurado  y de  casación. 

Mas  apenas  trascurridos  dos  años  desde  el  es- 
tablecimiento de  este  tribunal  en  España  para 
conocer  de  los  delitos  mas  graves,  se  pusieron 
tan  en  relieve  en  este  breve  período,  los  incon- 
venientes de  esta  innovación,  la  mayor  parte  de 
ellos  indicados  por  el  Sr.  Escriche , que  no  fué 
posible  que  continuara  en  vigor  por  mas  tiempo. 
Del  expediente  instruido  en  el  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia  para  apreciar  los  resultados  que 
produjo  aquella  institución  resultó,  que  los  ma- 
gistrados que  habían  tenido  que  abandonar  su 
ordinaria  residencia  para  presidir  el  jurado  y 
dictar  sentencia  según  su  veredicto  , hablan  de- 
jado en  las  Audiencias  un  vacío  imposible  de 
llenar,  originándose  de  su  ausencia  considera- 
ble retraso  en  el  despacho  de  los  negocios  some- 
tidos á la  jurisdicción  de  estos  tribunales;  que 
el  ser  juez  de  hecho  se  miraba,  no  como  honrosa 
función  pública,  sino  como  pesada  carga,  de  la 
cual  procuraban  librarse  cuantos  tenian  excusa 
legal  que  oponer , llegando  muchos  al  extremo 
de  consentir  en  ser  procesados  por  no  desempe- 
ñar funciones  judiciales,  prefiriendo  el  papel 
de  reos  al  de  j ueees,  y que  cada  dia  crecía  la  difi- 
cultad de  conseguir  que  comparecieran  en  di- 
chos juicios,  jurados  y testigos;  naciendo  de 
aquí  perjudicialísimas  dilaciones  en  la  adminis- 
tración de  justicia,  que  solo  podrian  remediarse 
en  parte  indemnizando  pecuniariamente  á cuan- 
tos por  necesidad  tenian  que  estar  presentes  en 
el  procedimiento;  gravámen  que  era  insopor- 
table para  el  Tesoro  público,  cuando  ya  le  era 
penoso  fatisfacer  el  sobresueldo  asignado  á los 
magistrados  y fiscales  durante  los  viajes  á que 
les  obligaba  esta  forma  de  sustanciacion.  Estos 
datos  no  era  posible  recusarlos,  por  estar  toma- 
dos de  documentos  oficiales  que  comprobaban 
la  verdad  de  lo  expuesto.  Ascendieron  á algunos 
millones  las  dietas  devengadas  en  aquel  breve 
período  de  tiempo,  por  los  expresados  fuuciona- 


rios  de  las  carreras  judicial  y fiscal;  milesde  cau- 
sas se  siguieron  contra  jurados  por  injustificadas 
faltas  de  asistencia;  gran  número  de  procesos 
estaban  detenidos  por  no  haberse  podido  consti- 
tuir el  tribunal  de  hecho;  y en  muchos  de  ellos 
había  reos  que  estaban  sufriendo  indebidamen- 
te la  privación  de  la  libertad  durante  esta  pro- 
longación del  proceso , cuando  acaso  debieran 
ser  al  fin  declarados  inocentes;  y la  forzosa  au- 
sencia de  los  magistrados  tenia  paralizada  la 
sustanciacion  de  millares  de  juicios,  criminales 
también  en  su  mayor  parte. 

Teniendo  en  cuenta,  pues,  estas  considera- 
ciones, los  cortsejos  de  la  experiencia,  los  cla- 
mores de  la  opinión,  aun  sin  entrar  en  el  exa- 
men científico  de  la  institución  del  Jurado,  se 
lee  en  el  preámbulo  del  decreto  de  3 de  Enero 
de  1875,  y las  dificultades  que  ofrecia  en  la  prác- 
tica fueron  motivos  bastantes  para  decretar  su 
suspensión.  En  su  consecuencia,  se  dispuso  en 
dicho  decreto,  que  se  suspendiera  en  la  parte  re- 
lativa al  Jurado  la  ley  provisional  de  Enjuicia- 
miento criminal  establecida  por  Real  decreto  de 
22  de  Diciembre  de  1872  respecto  de  las  causas 
en  que  no  se  hubiera  celebrado  la  vista,  debien- 
do remitirse  las  que  á la  publicación  de  dicho 
decreto  hubieran  estado  para  ser  sometidas  al 
conocimiento  del  Jurado,  á los  jueces  de  prime- 
ra instancia  de  que  procedieran  para  su  sustan- 
ciacion con  arreglo  á las  disposiciones  que  re- 
gían al  publicarse  la  ley  provisional,  y debiendo 
tramitarse  con  arreglo  á las  mismas  disposicio- 
nes desde  que  se  elevaran  á plenario  las  que  á la 
sazón  estuvieran  en  sumario  y las  que  se  incoa- 
sen en  lo  sucesivo:  arts.  1,°,  2."  y 3.°  de  dicho 
decreto. 

Tal  ha  sido  el  resultado  del  ensayo  que  acaba 
de  practicarse  del  planteamiento  del  tribunal 
del  jurado  en  nuestra  patria,  institución  que 
entraña  elementos  opuestos  al  carácter  y á los 
hábitos  del  pueblo  español.  Los  juradistas,  sin 
embargo,  han  atribuido  tan  lamentable  resul- 
tado á defectos  en  su  organización  y en  los 
procedimientos.  Con  el  objeto,  pues,  de  que 
nuestros  lectores  conozcan  las  disposiciones  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  sobre  estos 
particulares  y teniendo  también  en  cuenta  que 
aquellas  solo  se  hallan  en  suspenso,  y que  aun 
en  el  caso  de  su  abolición  absoluta,  pueden  ser- 
vir de  ilustración  sobre  esta  materia,  creemos 
deber  nuestro  exponerlas  á continuación. 

DEL  JUICIO  OUAL  Y PÚBLICO  ANTE  EL  JURADO. 

Composición  del  tribunal  del  jurado. — El  tribu- 
nal del  jurado  se  compondrá  de  doce  jueces  y de 
tres  magistrados.  Los  jurados  declararán  la  cul- 
pabilidad ó inculpabilidad  del  procesado  respec- 
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to  de  los  delitos  que  fueren  objeto  de  la  acusa- 
ción y de  la  defensa.  Podrán  declarar  también  la 
culpabilidad  del  procesado  por  un  delito  menos 
grave  que  el  que  hubiere  sido  objeto  de  la  acu- 
sación: arts.  658  y 659. 

Los  magistrados  impondrán  á los  procesados 
las  penas  correspondientes  á los  delitos  de  que 
se  les  hubiere  declarado  culpables  (por  el  vere- 
dicto del  jurado),  y determinarán  la  responsabi- 
lidad civil  que  los  mismos  ó terceras  personas 
hubieren  contraido  (pues  esto  no  es  de  la  incum- 
bencia de  los  jurados):  art.  660. 

Competencia  del  tribunal  del  jurado. — lil  tribu- 
nal del  jurado  conocerá:  1.*  De  las  causas  por 
delitos  á que  las  leyes  señalen  penas  superiores 
en  cualquiera  de  sus  grados  á la  de  presidio  ma- 
yor, según  la  escala  general  contenida  en  el  ar- 
tículo 26  del  Código  penal  (esto  es,  las  penas  de  . 
muerte,  cadena,  reclusión,  relegación  y extra-  : 
ñamiento,  tanto  temporales  como  perpétuas). 
2."  De  las  causas  por  delitos  comprendidos  en  el  ■ 
tít.  2.°  y en  los  capítulos  l.%  2°  y 3.°  del  tít.  3.°, 
lib.  2.”  del  Código  penal.  (El  tít.  2.<l  del  lib.  2.a  del 
Código  penal,  que  contiene  los  arts.  157  al  242,  ¡ 
versa  sobre  los  delitos  contra  la  Constitución,  y 
comprende  los  de  lesa  Majestad,  contra  las  Cór- 
tes  y sus  individuos,  contra  el  Consejo  de  minis- 
tros y contra  la  forma  de  gobierno,  y de  los  par- 
ticulares ó funcionarios  públicos  con  ocasión  del 
ejercicio  de  los  derechos  individuales  y del  libre 
ejercicio  de  los  cultos.  Los  capítulos  l.°,  2.°  y 3.” 
del  tít.  3.“,  que  comprenden  los  arts.  243  al  262, 
versan  sobre  la  rebelión  y la  sedición).  3.°  De  las 
causas  por  delitos  definidos  y penados  en  la  ley 
electoral  (tales  son  los  expresados  en  los  arts.  166 
al  171  de  la  ley  electoral  de  1870,  expuestos  en 
el  de  esta  obra  alecciones).  4,“  De  las  causas  por 
delitos  cometidos  por  medio  de  la  imprenta, 
grabado  ú otro  medio  mecánico  de  publicación. 
Se  exceptúan  los  delitos  de  injuria  y calumnia 
cometidos  por  estos  medios  contra  particulares. 
Se  considerarán  para  este  efecto  particulares  los 
funcionarios  públicos  que  hubiesen  sido  inju- 
riados ó calumniados  por  sus  actos  privados: 
art.  661. 

Será  también  competente  el  tribunal  del  jura- 
do para  conocer  de  los  delitos  conexos  con  algu- 
no de  los  mencionados  en  el  artículo  anterior,  y 
de  la  complicidad  y encubrimiento  de  los  unos 
y de  los  otros:  art.  662. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
mencionados,  los  delitos  cometidos  por  personas 
que  estuvieren  sometidas  á la  jurisdicción  del 
Tribunal  Supremo,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
los  arts.  281  y 284  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  (que  se  han  expuesto  en  el  artículo  Jui- 
cio criminal  contra  jueces,  magistrados  y otros 
funcionarios  públicos):  art.  663. 


Circunstancias  necesarias  para  ser  jurado. — Para 
ser  jurado  se  requiere:  l.“,  ser  español;  2.°,  ser 
mayor  de  treinta  años;  3.°,  estar  en  el  pleno  goce 
de  los  derechos  políticos  y civiles;  4.°,  saber  leer 
y escribir;  5.°,  tener  la  cualidad  de  vecino  en  el 
término  municipal  respectivo;  6.°,  hallarse  in- 
cluido como  cabeza  de  familia  con  casa  abierta 
en  las  listas  que  deberán  formarse  en  cada  uno 
de  los  términos  municipales. 

Podrán  también  ser  jurados  los  españoles  ma- 
yores de  edad,  que  estando  en  el  pleno  goce  de 
los  derechos  políticos  y civiles,  aunque  no  sean 
cabezas  de  familia  con  casa  abierta,  se  hallen 
incluidos  en  la  lista  de  capacidades  que  se  for- 
mará en  cada  término  municipal.  Se  considerará 
como  capacidad  el  que  tuviere  un  titulo  profe- 
sional ó hubiere  desempeñado  algún  cargo  con 
la  categoría  de  jefe  de  negociado  de  administra- 
ción: art.  665. 

No  tienen  capacidad  para  ser  jurados:  1.",  los 
impedidos  física  é intelectualmente;  2.“,  los  que 
se  hallen  procesados  criminalmente,  si  contra 
ellos  se  hubiese  dictado  auto  de  prisión;  3.°,  los 
sentenciados  á penas  aflictivas  ó correccionales, 
mientras  no  hubiesen  extinguido  la  condena; 
4.°,  los  quebrados  no  rehabilitados;  5.",  los  con- 
cursados que  no  hubiesen  sido  declarados  incul- 
pables; 6.°,  los  deudores  á fondos  públicos  como 
segundos  contribuyentes:  art.  665. 

El  cargo  de  jurado  es  incompatible:  l.°,  con 
cualquier  otro  del  poder  judicial  ó del  ministerio 
fiscal;  2.°,  con  el  servicio  militar;  3.",  con  todo 
empleo  civil  ó administrativo  dotado  por  el  Esta- 
do, las  Córtes,  la  Casa  real,  las  provincias  ó los 
municipios:  se  exceptúan  de  esta  regla  los  em- 
pleados activos  de  carácter  profesional;  4.°,  con 
el  de  maestro  de  escuela  y médico  titular  del 
municipio:  art.  667. 

Tampoco  podrán  ser  jurados  en  una  causa: 

1. °  Los  que  hubiesen  intervenido  en  ella  co- 
mo secretarios,  oficiales  ó agentes  de  la  policía 
judicial,  testigos,  intérpretes,  peritos  ú otro  con- 
cepto análogo. 

2. °  Las  partes  interesadas  y sus  procuradores 
ó representantes  y abogados. 

3. °  Los  ascendientes  y descendientes  en  línea 
recta,  el  cónyuge  y los  colaterales  hasta  el  cuar- 
to grado  de  consanguinidad  y segundo  de  afini- 
dad de  las  partes  interesadas:  art.  668. 

Los  que  estando  incluidos  en  las  listas  de  par- 
tido para  jurados,  se  hallaren  comprendidos  en 
alguno  de  los  casos  de  los  tres  artículos  anterio- 
res, serán  excluidos  de  oficio  al  hacerse  los  sor- 
teos prevenidos  en  el  art.  703;  art.  669. 

Pueden  excusarse  de  ser  jurados:  l.°,  los  ma- 
yores de  sesenta  años;  2.°,  los  que  necesiten  del 
trabajo  manual  diario  para  atender  á su  subsis- 
tencia ; 3.’,  los  ministros  de  cualquier  culto; 
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4.%  los  que  hubiesen  ejercido  el  cargo  de  jurado. 
Esta  excusa  podrá  utilizarse  solamente  durante 
el  año  siguiente  al  en  que  se  hubiese  ejercido  el 
cargo:  art.  670. 

Formación  de,  las  listas  del  jurado. — Constitui- 
rán la  Junta  municipal  encargada  de  formar  las 
primeras  listas  para  el  jurado  el  juez  y fiscal 
municipales , y el  alcalde  ó un  teniente  y tres 
concejales  designados  por  el  Ayuntamiento.  El 
secretario  del  juzgado  municipal  ejercerá  las 
funciones  de  tal,  pero  sin  voto.  El  juez  munici- 
pal, y en  su  defecto  el  alcalde  ó teniente,  presi- 
dirá la  Junta.  Esta  se  reunirá  por  primera  vez  en 
el  plazo  que  oportunamente  se  fijará  para  for- 
mar la  lista  general  de  jefes  de  familia  con  casa 
abierta  y la  de  capacidades,  teniendo  preséntelo 
dispuesto  en  los  arts.  664,  665,  666  y 667  de  dicha 
ley  que  acaban  de  exponerse:  art.  671. 

En  las  poblaciones  en  que  hubiere  un  solo 
Ayuntamiento  y varios  jueces  municipales,  se 
constituirán  tantas  juntas  cuantos  fueren  estos, 
componiéndose  cada  una  del  juez  y fiscal  y te- 
niente alcalde  respectivo,  y de  tres  concejales 
designados  por  el  Ayuntamiento.  Cada  una  de 
estas  juntas  formará  las  dos  listas  correspon- 
dientes á su  distrito:  art.  672. 

Todos  los  años,  en  la  primera  quincena  de 
Mayo,  se  reunirá  la  junta  para  hacer  en  las  dos 
listas  las  rectificaciones  necesarias,  incluyendo 
á los  que  debieren  figurar  en  ellas,  con  arreglo 
á lo  dispuesto  en  los  arts.  664  y 665  arriba  ex- 
puestos, y excluyendo  á los  que  se  haliai'eu  en 
alguno  de  los  casos  comprendidos  en  los  arts.  666 
y 667  de  dicha  ley:  art.  673. 

El  cabeza  de  familia  que  teng’alas  condiciones 
de  capacidad,  será  incluido  en  la  lista  de  estas: 
art.  674. 

El  fiscal  cuidará  de  que  no  sean  incluidas  en 
las  listas  otras  personas  que  las  que  en  ellas 
deba  haber  con  arreglo  á las  disposiciones  de 
dicha  ley,  apelando  para  ante  el  tribunal  depar- 
tido de  las  resoluciones  que  no  considere  lega-  . 
les.  Las  apelaciones  quedarán  en  suspenso  hasta  ¡ 
que  se  resuelvan  por  la  Junta  las  reclamaciones 
que  se  expresan  en  el  artículo  siguiente;  y lle- 
gado este  caso,  serán  sustanciadas,  si  no  se  hu- 
biese reformado  la  resolución  apelada,  en  la  for- 
ma que  se  establece  en  los  arts.  681,  682,  683  y 
684  que  se  exponen  mas  adelante:  art.  675. 

El  dia  l.°  de  Junio  se  expondrán  las  listas  al 
público  por  término  de  quince  dias,  durante  los 
cuales  todos  los  vecinos  mayores  de  edad  del  tér- 
mino municipal  podrán  reclamar  las  inclusiones 
y exclusiones  que  creyeren  procedentes.  Los 
comprendidos  en  algunos  de  los  casos  del  ar- 
tículo 670  arriba  expuesto,  podrán  pedir  su  pro- 
pia exclusión  de  las  listas:  art.  676. 

Las  reclamaciones  podrán  hacerse  de  palabra 


ó por  escrito  ante  el  juez  municipal,  quien  ex- 
pedirá al.  reclamante,  si  lo  solicitare , el  docu- 
mento necesario  para  poder  acreditar  que  ha  he- 
cho la  reclamación:  art.  677. 

El  reclamante  expresará  la  causa  en  que  fun- 
dare la  inclusión  ó exclusión  que  solicite,  y po- 
drá presentar  además  las  pruebas  ]que  tuviere 
por  conveniente:  art.  678. 

En  los  quince  dias  siguientes  al  plazo  otorga- 
do para  las  reclamaciones  resolverá  la  Junta  des- 
pués de  oir  á los  interesados  y de  haber  practi- 
cado de  oficio,  ó á instancia  de  estos  las  justifi- 
caciones necesarias  sobre  la  inclusión  ó exclusión 
reclamada,  consignando  los  fundamentos  de  su 
resolución  , la  cual  se  notificará  al  fiscal  y á los 
interesados:  art.  679. 

En  la  notificación  se  hará  saber  á quien  se  hi- 
ciere que  puede  alzarse  de  la  resolución  notifi- 
cada para  ante  el  tribunal  del  partido:  art.  680. 

Si  en  la  diligencia  de  la  notificación  no  se 
interpusiere  el  recurso,  se  reputará  firme  la  re- 
solución. Si  se  interpusiere,  el  juez  municipal 
remitirá  al  tribunal  del  partido  todos  los  ante- 
cedentes que  tuviere,  emplazando  á los  intere- 
sados para  que  puedan  concurrir  ante  aquel  en 
el  término  de  cinco  dias  á usar  de  su  derecho: 
art.  681. 

Trascurrido  este  término  sin  haberse  persona- 
do el  apelante,  el  tribunal  del  partido  dará  vis- 
ta al  fiscal , y si  este  no  estimare  procedente  el 
recurso , se  declarará  de  oficio  firme  la  resolu- 
ción de  la  Junta,  mandando  devolver  á la  mis- 
ma los  antecedentes  que  hubiese  remitido.  Si 
por  el  contrario,  el  fiscal  sostuviere  el  recurso, 
se  sustanciará  como  si  el  apelante  se  hubiese 
personado  aunque  con  citación  solamente  del 
fiscal:  art.  682. 

Cuando  el  apelante  se  hubiese  personado,  el 
tribunal  señalará  inmediatamente  dia  para  la 
vista  dentro  de  un  término  que  no  podrá  exce- 
der de  cinco  dias,  citándosele  lo  mismo  que  al 
fiscal.  Durante  el  término  señalado  se  pondrán 
de  manifiesto  al  apelante  en  la  secretaría  del 
tribunal  los  antecedentes  que  hubiese  remitido 
la  Junta  hasta  el  dia  inmediato  al  de  la  vista,  en 
que  se  pasarán  al  fiscal:  art.  683. 

En  la  vista  podrán  informar  de  palabra  el 
fiscal  y los  interesados  ó sus  defensores  lo  que 
tuvieren  por  conveniente  á su  derecho,  y termi- 
nado el  acto,  el  tribunal  resolverá  lo  que  estime 
procedente  , mandando  devolver  los  anteceden- 
tes á la  Junta,  con  certificación  de  la  resolución 
que  dictare.  Contra  esta  no  se  dará  recurso  al- 
guno: art.  684. 

El  tribunal  de  partido  remitirá  antes  de  1.°  de 
Agosto  á los  jueces  municipales  respectivos  las 
certificaciones  y antecedentes  expresados  en  el 
artículo  anterior.  Recibidas  dichas  certificado- 
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ues  y antecedentes  el  juez  municipal  convocará 
á la  Junta,  la  cual,  con  vista  de  aquellas,  hará 
las  rectificaciones  correspondientes.  Las  resolu- 
ciones de  la  Junta  se  tomarán  por  mayoría  ab- 
soluta de  votos,  decidiendo  el  empate,  si  lo  hu- 
biere, el  juez  municipal:  arts.  685,  686  y 687. 

Ultimadas  definitivamente  las  listas,  se  saca- 
rán copias  certificadas  por  el  secretario,  con  el 
visto  bueno  del  juez  municipal,  archivándose 
en  el  del  juzgado  los  originales  con  todos  los  an- 
tecedentes. El  juez  municipal  remitirá  en  los 
10  primeros  dias  de  Agosto  al  de  instrucción  de 
la  circunscripción  respectiva  las  copias  mencio- 
nadas en  el  párrafo  anterior:  art.  688. 

Luego  que  el  juez  de  instrucción  recibiere  las 
copias  correspondientes  á la  circunscripción, 
señalará  un  día  de  la  segunda  decena  de  Agosto 
para  formar  la  segunda  lista , convocando  para 
ello  á los  jueces  de  todos  los  términos  munici- 
pales. En  dicho  dia  el  juez  de  instrucción  se 
constituirá  en  Junta  con  los  jueces  menciona- 
dos, procediendo  á elegir  en  cada  lista  un  nú- 
mero de  individuos  igual  á la  décima  parte  del 
total  que  contuviese.  Aunque  la  lista  de  capaci- 
dades no  llegase  á 10,  se  elegirá  una.  Lo  mismo 
3e  hará  por  cada  fracción  menor  de  10  que  re- 
sultare en  cada  lista.  Las  resoluciones  de  la  Jun- 
ta se  tomarán  por  mayoría  absoluta  de  votos, 
decidiendo  el  empate,  silo  hubiere,  el  juez  de 
instrucción:  art.  689. 

El  número  de  capacidades  elegidas  para  for- 
mar la  segunda  lista  de  su  clase  no  podrá  bajar 
de  la  tercera  parte  del  total  de  la  segunda  lista  | 
de  cabezas  de  familia.  Si  no  resultare  número 
bastante  de  capacidades  en  el  término  ó distrito 
municipal,  se  completará  con  los  que  fueren 
necesarios  de  los  incluidos  en  la  primera  lista: 
art.  690. 

Las  segundas  listas  originales  se  archivarán 
en  el  juzgado  de  instrucción,  remitiéndose  al 
tribunal  de  partido,  dentro  de  la  misma  según-  ■ 
da  decena  de  Agosto , una  copia  certificada  por  ' 
el  secretario  de  gobierno,  y visada  por  el  juez 
mencionado:  art.  691. 

Recibidas  las  segundas  listas,  se  constituirá 
inmediatamente  en  Junta  el  tribunal  con  el  fis- 
cal y los  jueces  de  instrucción  del  partido.  Esta 
Junta  elegirá  de  las  segundas  listas  100  capaci- 
dades y 200  cabezas  de  familia , y procurará  que 
los  elegidos  correspondan  , en  cuanto  fuere  po- 
sible, á todos  los  términos  municipales  del  par- 
tido, si  bien  dando  mayor  participación  al  de  la 
capital.  Si  no  hubiere  100  capacidades  en  las  lis- 
tas de  su  clase , se  completará  el  número  con 
cabezas  de  familia:  art.  692. 

Los  acuerdos  de  la  Junta  se  tomarán  por  ma- 
yoría absoluta  de  votos  , decidiendo  en  caso  de 
empate  el  del  presidente  del  tribunal , y se  ha-  | 


rán  constar  en  el  acta  que  rubricará  dicho  pre 
sidente  y autorizará  el  secretario  de  gobierno. 

Formada  la  lista  de  jurados  á que  se  refiere 
el  art.  692,  el  presidente  del  tribunal  remitirá 
antes  de. l.°  de  Setiembre  una  copia  certificada 
al  presidente  de  la  Audiencia  del  distrito,  archi- 
vándose el  original  con  la  copia  de  las  segundas 
listas  remitidas  por  los  jueces  municipales:  ar- 
tículo 694. 

En  el  mismo  término  el  presidente  del  tribu- 
nal remitirá  también  á cada  uno  de  los  jueces 
municipales  una  lista  de  los  vecinos  de  sus  res- 
pectivos términos  que  hubiereu  sido  elegidos 
jurados.  Los  jueces  municipales  mandarán  in- 
mediatamente que  los  elegidos  sean  notificados. 
Si  alguno  estuviere  ausente  , se  hará  la  notifica- 
ción al  individuo  de  su  familia  ó criado  mayor 
de  edad  que  se  hallare  en  su  casa,  y en  su  de- 
fecto el  vecino  mas  próximo.  Se  observará  respec- 
to á estas  notificaciones  lo  dispuesto  en  el  capítu- 
lo 3.°  del  título  preliminar  de  dicha  ley:  art.  695. 

Remitirá  asimismo  el  presidente  del  tribunal 
de  partido  antes  del  dia  expresado  en  el  art.  694 
al  gobernador  de  la  provincia  una  copia  certi- 
ficada de  la  lista  de  jurados  elegidos,  para  su 
inserción  en  el  Boletín  oficial',  art.  696. 

El  presidente  de  la  Audiencia  formará  la  lista 
general  de  jurados  del  distrito,  reuniendo  con 
las  correspondientes  distinciones  las  listas  par- 
ciales de  todos  los  partidos,  y remitirá  una  co- 
pia autorizada  por  el  secretario  de  la  Sala  de 
gobierno  al  ministerio  de  Gracia  y Justicia.  Los 
jueces  municipales  tendrán  obligación  de  poner 
en  conocimiento  de  los  tribunales  de  partido , y 
estos  en  el  del  presidente  de  la  Audiencia,  para 
que  este  á su  vez  lo  comunique  á la  Sala  de  lo 
criminal,  los  individuos  de  las  terceras  listas 
que  se  hallaren  en  cualquiera  de  los  casos  de 
los  arts.  666  y 667. 

Después  de  hecho  el  sorteo  que  se  expresa 
en  el  art.  703,  el  parte  á que  se  refiere  el  párrafo 
anterior  lo  darán  los  jueces  municipales  á la 
sección  respectiva  de  magistrados  antes  de  cons- 
tituirse el  jurado  en  cada  trimestre:  art.  697. 

Diligencias  preparatorias  para  la  constitución 
del  tribunal  del  Jurado. — El  tribunal  del  jura- 
do se  reunirá  cada  trimestre  en  las  poblaciones 
que  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  acor- 
dare (para  conocer  de  las  causas  que  en  virtud 
de  la  calificación  del  delito  que  ha  debido  ha- 
cerse, conforme  al  tít.  l.°  del  lib.  2.°  de  dicha 
ley  de  Enjuiciamiento,  se  hayan  remitido  al  Ju- 
rado por  corresponderle  su  conocimiento).  Tén- 
gase presente,  que  el  escrito  de  calificación  del 
delito , que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 561  debe  presentarse  por, el  fiscal,  al  co- 
municársele el  sumario,  debe  limitarse,  cuando 
la  causa  hubiere  de  ser  remitida  al  eonocimien- 
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to  dél jurado  á determinar  en  conclusiones  pre- 
cisas y numeradas  los  particulares  designa- 
dos en  los  núms.  l.°  al  4.°  que  expresa  el  art.  562 
expuesto  en  el  articulo  de  esta  obra  Juicio  oval 
y público  ante  los  tribunales  de  derecho,  pág.  631, 
col.  1.a,  pár.  8.“  Véase  dicho  artículo. 

Los  trimestres  serán  de  l.°  de  Octubre  á 31  de 
Diciembre;  de  1.a  de  Enero  á 31  de  Marzo;  de  l.° 
de  Abril  4 30  de  Junio,  y de  l.°  de  Julio  á 30  de 
Setiembre:  art.  698. 

En  cada  trimestre  se  constituirán  tantos  tri- 
bunales de  jurado  cuantos  permitiere  el  núme- 
ro de  magistrados  que  compongan  la  Sala  de  lo 
criminal  de  la  Audiencia:  art.  699. 

Para  llevar  á efecto  lo  dispuesto  en  el  artículo 
antérior,  la  Sala  de  lo  criminal  de  cada  Audien- 
cia liará  en  los  dias  16  de  Setiembre,  Diciembre, 
Marzo  y Junio  un  alarde  general  de  las  causas 
que  debau  de  hallarse  en  el  trimestre  próximo 
en  estado  de  someterse  al  jurado  con  arreglo  al 
art.  567  (en  el  cual  se  previene,  que  presentados 
los  escritos  de  calificación  del  delito,  ó recogi- 
dos los  autos  de  poder  de  quien  los  tuviere,  des- 
pués de  trascurrido  el  término  de  cinco  dias  se- 
ñalados para  dicha  calificación , la  Sala  dictará 
auto  declarando  hecha  la  calificación,  y si  la 
causa  correspondiere  al  jurado,  mandará  remi- 
tir las  diligencias  y piezas  de  convicción  al  mis- 
mo, disponiendo  se  haga  saber  4 las  partes  que 
preparen  los  elementos  de  prueba  de  que  opor- 
tunamente hubieren  de  aprovecharse). 

Con  vista  del  alarde  referido , la  Sala  procede- 
rá acto  continuo  4 dividirse  en  secciones  de  tres 
magistrados  cada  una , distribuyendo  entre  las 
que  se  formen  todos  los  partidos  judiciales  4 que 
correspondieren  las  causas  que  han  de  someter- 
se al  jurado  en  el  trimestre  próximo;  pero  cui- 
dará de  que  siempre  quede  en  la  capital  del  dis- 
trito uno  ó mas  magistrados  que  con  el  auxilio 
de  los  de  la  Sala  civil  atiendan  al  despacho  or- 
dinario de  las  causas  criminales.  El  presidente 
de  la  Sala  presidirá  la  sección  de  la  capital  ó 
cualquiera  de  las  otras  que  hayan  de  reunirse 
en  el  distrito,  según  lo  considerase  conveniente 
para  el  mejor  servicio:  art.  700. 

Hecha  la  distribución  conforme  al  artículo 
anterior,  procederá  la  Sala  4 designar  la  pobla- 
ción ó poblaciones  en  que  cada  sección  haya  de 
reunirse  en  el  trimestre  próximo  dentro  de  los 
partidos  que  la  hubiesen  sido  señalados. 

Para  hacer  esta  designación  la  Sala  observará 
las  reglas  siguientes; 

1.a  Señalará  la  capital  de  la  Audiencia  para 
la  vista  de  las  causas  de  los  partidos  próximos 
cuando  por  la  facilidad  de  las  comunicaciones 
entre  ellos  y dicha  capital  puedan  concurrir  4 
esta  pronta  y fácilmente  los  jurados , partes  in- 
teresadas y testigos. 


2. *  ge  dará  igual  preferencia  á las  capitales 
de  provincia  y ciudades  importantes  para  la  vis- 
ta de  las  causas  de  los  partidos  próximos  á cada 
una  de  ellas,  si  también  pudiese  ser  fácil  y 
pronta  la  concurrencia  de  los  jurados,  partes 
interesadas  y testigos. 

3. a  En  defecto  de  las  capitales  de  distrito,  de 
las  capitales  de  provincias  y de  ciudades  impor- 
tantes que  deban  preferirse  según  lo  dispuesto 
en  las  dos  reglas  anteriores,  se  señalará  la  ca- 
pital del  partido  á que  correspondieren  la  cau- 
sa ó causas  que  hayan  de  someterse  al  jurado. 

4. a  Lo  dispuesto  en  las  reglas  anteriores  se 
subordinará  á lo  que  se  establezca  en  la  ley  de 
división  territorial  respecto  á las  poblaciones  de 
cada  distrito  de  Audiencia  en  que  pueda  reunir- 
se el  jurado:  art,  701. 

Hecha  la  designación  á tenor  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  procederá  la  Sala  á de- 
■ terminar  el  órden  sucesivo  en  que  se  ha  de  cons- 
tituir cada  Sección  de  magistrados  con  el  jura- 
do en  las  poblaciones  asignadas  á ella  para  el 
trimestre : art.  702. 

Acto  continuo  uno  de  los  secretarios  de  la  Sala 
sacará  á la  suerte  cuarenta  y ocho  jurados  de  la 
lista,  que  se  formará  con  las  de  los  partidos  ju- 
diciales á que  correspondan  todas  las  causas  que 
hayan  de  verse  en  cada  población.  A medida 
que  vaya  sacando  cada  una  de  las  cuarenta  y 
ocho  papeletas  la  entregará  al  presidente,  quien 
la  leerá  en  alta  voz.  Terminada  esta  operación, 
la  Sala  fijará  el  dia  en  que  los  cuarenta  y ocho 
designados  deban  presentarse  en  el  punto  en 
que  se  haya  de  constituir  el  tribunal  del  jurado. 
Antes  de  hacer  el  sorteo  se  excluirán  de  las  lis- 
tas las  personas  que  los  tribunales  de  partido, 
en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo  del  art.  697,  hubiesen  participado  al 
presidente  de  la  Audiencia  estar  comprendidos 
en  algunos  de  los  casos  expresados  en  los  ar- 
tículos 666  y 667,  y los  que  hubiesen  acreditado 
ante  la  misma  Sala  hallarse  en  idénticos  casos: 
art.  703. 

Todos  los  actos  mencionados  en  los  cuatro  ar- 
tículos anteriores  serán  públicos,  y se  harán 
constar  por  diligencia  que  extenderá  y firmará 
uno  de  los  secretarios  de  la  Sala  en  un  libro  cu- 
yas hojas  serán  de  papel  de  oficio,  y estarán  se- 
lladas y rubricadas  por  el  presidente  , el  cual 
también  rubricará  la  diligencia:  art.  704. 

Al  siguiente  dia  de  haberse  practicado  los  ac- 
tos y diligencias  mencionadas  en  los  artículos 
precedentes,  el  presidente  de  la  Sala  expedirá 
los  despachos  necesarios  álos  tribunales  de  par- 
tido para  que  por  medio  de  los  jueces  munici- 
pales respectivos  hagan  saber  á los  cuarenta  y 
ocho  j urados  designados  por  la  suerte , que  con- 
curran, bajo  ia  responsabilidad  establecida  en 
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6l  párrafo  segundo  del  art.  383  del  Código  pe 
nal  en  el  día  y sitio  que  la  Sala  háblese  seña—  > 
lado  (esto  es,  la  de  incurrir  en  ia  multa  de  150 
á 1,500  pesetas  el  jurado  que  voluntariamente 
dejare  de  desempeñar  su  cargo , sin  excusa  ad- 
mitida): art.  705. 

El  presidente  remitirá  también  con  la  antici- 
pación necesaria  al  tribunal  del  partido  á que 
corresponda  la  población  en  que  el  jurado  haya 
de  constituirse,  las  causas  que  ante  este  deban 
verse,  y dispondrá  que  los  procesados  presos 
sean  trasladados  oportunamente  á la  cárcel  de 
dicha  población,  y que  se  les  cite  para  el  acto 
del  juicio,  lo  mismo  que  á los  que  se  hallaren 
en  libertad  provisional  y á sus  fiadores  y á las 
personas  civilmente  responsables.  Igual  citación 
se  hará  al  ministerio  fiscal,  al  querellante  par- 
ticular y al  actor  civil  en  su  caso.  La  falta  de 
esta  citación  será  causa  de  casación  si  el  que 
debiere  ser  citado  no  compareciese  en  el  juicio: 
art.  706. 

El  presidente  comunicará  asimismo  con  la 
anticipación  necesaria  á los  tribunales  de  parti- 
do el  órden  con  que  habrán  de  verse  por  el  ju- 
rado Tas  causas  correspondientes  á cada  uno  de 
aquellos  en  la  población  que  hubiese  sido  seña- 
lada: art.  707. 

Durante  la  segunda  quincena  de  los  meses  de 
Setiembre,  Diciembre,  Marzo  y Junio,  se  anun- 
ciarán en  los  respectivos  Boletines  oficiales  de 
las  provincias  del  distrito  las  poblaciones  en  que 
haya  de  constituirse  el  jurado  en  el  trimestre 
próximo,  los  jurados  que  hubiesen  sido  desig- 
nados por  la  suerte,  el  sitio  y el  dia  en  que  deban 
presentarse,  y las  causas  que  habrán  de  verse: 
art.  708. 

Los  magistrados  concurrirán  con  toda  pun- 
tualidad á la  población  en  que  hubiere  de  cons- 
tituirse la  sección  á que  correspondiesen : ar- 
tículo 709. 

El  fiscal  de  ia  Audiencia  señalará  al  teniente 
y abogados  fiscales  las  poblaciones  en  que  haya 
de  constituirse  el  jurado  en  el  próximo  trimes- 
tre para  que  cada  uno  de  ellos  concurra  oportu- 
namente á la  que  se  le  designe.  El  fiscal  asistirá 
á la  sección  donde  crea  poder  prestar  mejor  ser- 
vicio. El  fiscal  del  tribunal  del  partido  de  la  po- 
blación en  que  el  jurado  se  reúna,  auxiliará  al 
fiscal,  teniente  ó abogado  fiscal  de  la  Audiencia, 
y tomará  á su  cargo  las  funciones  fiscales  que 
le  encomendaren:  art.  710. 

Los  tribunales  de  partido , tan  pronto  como 
reciban  los  despachos  en  que  se  les  comunique 
el  resultado  del  sorteo  de  jurados,  expedirán  los 
mandamientos  necesarios  á los  jueces  munici- 
pales á cuyos  términos  correspondan  los  desig- 
nados por  la  suerte,  para  que  sean  desde  luego 
citados:  art.  711. 


Los  jueces  municipales  acordarán  sin  demora 
la  práctica  de  las  citaciones,  observándose  las  for- 
malidades prescritas  en  el  cap.  3."  del  título  pre- 
liminar de  dicha  ley  para  las  citaciones:  art.  712. 

Si  al  practicarse  las  citaciones  resultare  ha- 
ber fallecido  alguno  de  los  designados  ó hallarse 
físicamente  impedido  de  concurrir  á la  convo- 
catoria, ó estar  ausente  sin  que  se  espere  su  re- 
greso con  la  oportuna  anticipación,  se  hará  cons- 
tar por  el  juez  municipal,  acreditando  la  defun- 
ción por  certificación  del  Registro,  el  impedi- 
mento físico  por  reconocimiento  facultativo , y 
la  ausencia  por  manifestación  de  la  persona  á 
quien  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  46  se 
hubiese  hecho  la  notificación.  Los  justificantes 
mencionados  en  el  párrafo  anterior  se  remitirán 
con  el  mandamiento  al  tribunal  del  partido: 
art.  713. 

Tan  luego  como  el  tribunal  del  partido  reciba 
cumplimentados  los  mandamientos  dirigidos  á 
los  jueces  municipales , remitirá  á la  sección  de 
magistrados  respectiva  una  nota  de  los  designa- 
dos por  la  suerte  que  hubiesen  fallecido  ó estu- 
viesen físicamente  impedidos  ó ausentes:  ar- 
tículo 714. 

La  apertura  de  las  sesiones  no  se  suspenderá 
por  la  falta  de  alguno  de  los  cuarenta  y ocho 
designados , con  tal  que  concurran  á lo  menos 
treinta  y seis.  Cuando  no  se  reúna  este  número, 
se  suspenderá  la  apertura  de  las  sesiones  por  el 
tiempo  absolutamente  preciso  para  completar 
aquel  con  otras  personas  que  ante  la  sección  de 
magistrados  se  sortearán  de  la  lista  correspon- 
diente al  partido  á que  pertenezca  la  población. 
La  sección  acordará  al  mismo  tiempo  lo  que  pro- 
ceda para  exigir  la  responsabilidad  señalada  en 
el  art.  705  á los  que  hubiesen  dejado  de  concur- 
rir sin  causa  legítima:  art.  715. 

Confesión  de  los  acusados  y modo  de  proponer  y 
preparar  las  pruebas.  La  sección  de  Magistrados 
I se  constituirá  en  la  población  y en  el  dia  que  se 
hubiesen  señalado  por  la  Sala  de  lo  criminal: 
art.  716. 

Las  sesiones  que  se  celebren  ante  la  sección 
de  magistrados  y ante  el  tribunal  del  jurado 
serán  públicas:  art.  717. 

La  sección  nombrará  ó mandará  nombrar 
procuradores  y abogados  defensores  á los  proce- 
sados que  no  los  tuvieren.  Después  de  esto  dis- 
pondrá que  comparezcan  los  procesados  y demás 
personas  civilmente  responsables  para  ser  inter- 
rogados por  el  presidente  á presencia  de  sus  de- 
fensores, al  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 596  y siguientes  hasta  el  601  inclusive  de  esta 
ley  (que  se  hau  expuesto  en  el  artículo  Con- 
fesión): art.  718. 

Con  vista  de  las  confesiones  de  los  procesados 
y de  las  demás  personas  civilmente  responsa- 
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bles,  si  las  hubiere,  y de  las  manifestaciones  de 
los  defensores  de  aquellos,  se  procederá  del  modo 
previsto,  según  los  casos,  en  los  artículos  602  y 
siguientes  hasta  el  610  inclusive  (expuestos  al 
tratar  del  Juicio  oral  ante  los  tribunales  de  derecho 
con  la  sola  excepción  de  que  antes  de  dictar 
sentencia  la  seccicjn , oirá  al  fiscal  y á los  defen- 
sores de  los  demás  actores  y de  los  procesados 
sobre  la  pena  que  corresponda  imponer:  art.  719. 

Cuando  los  procesados  no  confesaren  su  res- 
ponsabilidad según  las  conclusiones  de  la  cali- 
ficación, se  reservará  la  cansa  al  conocimiento 
del  Jurado  y se  comunicará  inmediatamente  al 
fiscal  para  que  con  urgencia  manifieste  las  prue- 
bas que  haya  de  utilizar  en  el  j uicio  oral , pre- 
sentando en  su  caso  la  lista  de  los  testigos  de 
cargo:  art.  720. 

Si  en  las  conclusiones  de  calificación  se  com- 
prendiesen é imputasen  á una  misma  persona 
ó á distintas,  delitos  diversos  que  no  fueren  co- 
nexos, el  fiscal  manifestará  por  separado  las 
pruebas  y presentará  las  listas  de  testigos  de 
que  intentare  valerse  acerca  de  cada  uno  de  los 
delitos.  La  sección , al  mandar  pasar  los  autos 
al  fiscal,  resolverá  sobre  este  punto  lo  que  con- 
sidere procedente  con  arreglo  á lo  que  dispone 
el  art.  735  que  se  expondrá  mas  adelante:  ar- 
tículo 721. 

El  fiscal  despachará  las  causas  por  el  órden 
de  las  mas  sencillas  á las  mas  complicadas  á fin 
de  que  se  tarde  el  menos  tiempo  posible  en  so- 
meter al  jurado  las  que  le  competan:  art.  722. 

Según  el  fiscal  las  fuere  despachando  se  pasa- 
rán á los  procuradores  de  los  querellantes  par- 
ticulares, de  los  actores  civiles,  de  los  procesa- 
dos y de  las  demás  personas  civilmente  respon- 
sables, para  que  cada  uno  de  ellos  manifieste 
las  pruebas  de  que  intente  valerse  ante  el  jura- 
do, y presente  la  nota  de  los  peritos  y testigos 
que  bayan  de  declarar  á su  instancia.  Se  obser- 
vará, respecto  de  las  pruebas,  lo  dispuesto  en 
los  arts.  569  hasta  el  577  inclusive,  que  se  han 
expuesto  en  el  artículo  Juicio  oral  y público  ante 
los  tribunales  de  derecho,  pág.  631:  art.  723. 

Recusación  de  los  Jurados. — Tan  pronto  como 
se  halle  una  causa  en  estado  de  ser  vista  por  el 
tribunal  del  Jurado,  se  constituirá  la  sección 
con  todos  los  jurados  que  se  hubiesen  reunido: 
artículo  724. 

El  presidente  abrirá  la  sesión  mandando  leer 
los  capítulos  I y II  del  título  4.°  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal  que  tratan  de  la  compo- 
sición y competencia  deL  tribunal  del  Jurado,  y 
que  ya  hemos  expuesto,  y el  auto  dictado  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  art.  567  (esto 
es,  el  en  que,  calificado  el  delito,  se  mandó  re- 
mitir el  proceso  al  Jurado).  Después  se  leerá  la 
lista  de  loa  jurados  presentes,  menos  los  que  de 
Tomo  iii. 


oficio  hubiese  excluido  la  sección  en  virtud  del 
parte  mencionado  en  el  párrafo  2.”  del  artícu- 
lo 697;  llamándoles  uno  á uno,  é interrogándo- 
les si  están  comprendidos  en  algunos  de  los  ca- 
sos expresados  en  los  artículos  666,  667  y 668: 
artículo  725. 

Acto  seguido  el  presidente  depositará  en  una 
urna,  leyéndolas  préviamsnte  en  alta  voz,  tan- 
tas papeletas  cuantos  fuesen  los  jurados  presen- 
sentes,  conteniendo  cada  una  el  nombre  y ape- 
llido de  cada  jurado.  Después  manifestará  á las 
partes  que  se  va  á proceder  al  sorteo  de  los  doce 
jurados  que  con  la  sección  han  de  formar  el  tri- 
bunal, advirtiéndoles  que  tienen  derecho  á re- 
cusar libremente  á los  que  fueren  designados 
por  la  suerte,  hasta  que  no  queden  en  la  urna 
mas  nombres  que  los  necesarios  para  componer 
con  los  no  recusados  el  número  de  doce:  art.  726. 

El  presidente  irá  sacando  en  seguida  una  á 
una  las  papeletas  de  la  urna,  leyendo  en  alta 
voz  los  nombres  que  contuvieren,  y no  pasará  á 
sacar  otra  hasta  que  cada  una  de  las  partes  ma- 
nifieste si  acepta  ó recusa  al  comprendido  en  la 
sacada  anteriormente,  y así  sucesivamente  bas- 
ta doce  jurados  no  recusados,  contando  al  efec- 
to las  últimas  papeletas  que  baya  todavía  en  la 
urna:  art.  727. 

Si  hubiere  actores  particulares  se  pondrán  de 
acuerdo  con  el  fiscal  para  hacer  la  recusación. 
Los  procesados  y las  personas  responsables  ci- 
vilmente se  pondrán  de  acuerdo  entre  sí  para  el 
mismo  objeto:  art.  728. 

Los  acusadores  y los  procesados  ejercerán  al- 
ternativamente el  derecho  de  recusación.  Si  el 
número  de  jurados  que  pudiere  recusarse  fuere 
impar,  los  procesados  podrán  ejercer  el  derecho 
una  vez  mas  que  los  actores.  JNTo  podrá  expresar- 
se causa  alguna  para  fundar  la  recusación  ar- 
tículos 729  y 730. 

Ei  derecho  de  recusación  es  renunciable.  Pero 
si  uno  de  los  actores  ó procesados  lo  renunciare, 
acrecerá  á sus  consortes  en  la  parte  que  á él  le 
correspondiere:  art.  731. 

En  el  momento  en  que  haya  doce  jurados  no 
recusados,  ó los  bastantes  para  formar  el  mismo 
número  de  doce,  con  los  de  las  últimas  papele- 
tas que  quedaren  en  la  urna  conforme  al  artí- 
culo 727,  el  presidente  declarará  terminado  el 
sorteo.  Acto  continuo  los  doce  jurados  tomarán 
asiento  á derecha  é izquierda  de  la  sección  de 
magistrados,  prévia  íuvitacion  del  presidente, 
quien  declarará  constituido  el  tribunal  y abier- 
ta la  sesión,  ordenando  que  se  proceda  á recibir- 
les juramento:  art.  732. 

Juramento  de  los  jurados. — Puestos  en  pié  los 
doce  jurados,  el  presidente  pronunciará  las  si- 
guientes frases:  «¿Juráis  por  Dios  desempeñar 
bien  y fielmente  vuestro  cargo,  examinando  con 
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rectitud  los  hechos  en  que  se  funde  la  acusación 
contra  los  procesados  M.  N. , apreciando  sin  odio 
ni  afecto  las  pruebas  que  se  os  dieren,  y resol- 
viendo con  imparcialidad,  si  son  ó no  responsa- 
bles por  los  delitos  de  que  se  les  acusa?» 

Los  jurados,  acercándose  de  dos  en  dos  á la 
mesa  del  presidente,  sobre  la  que  estará  eoloca- 
cado  un  Crucifijo,  y delante  de  él  abiertos  los 
Evangelios,  se  arrodillarán,  y después  de  poner 
sobre  estos  la  mano  derecha,  contestarán  en  alta 
y clara  voz:  Si  juro. 

Si  alguno  de  los  jurados  manifestare  que  por 
razón  desús  creencias  no  puede  prestar  juramen- 
to con  las  solemnidades  del  párrafo  anterior,  se 
colocará  de  pié  delante  del  presidente,  yen  vez 
de  decir:  Si  juro,  pronunciará  las  siguientes  fra- 
ses: Lo  juro  'por  mi  honor.  Después  que  todos 
hayan  prestado  el  juramento,  y vuelto  á ocupar 
sus  puestos,  permaneciendo  de  pié,  les  dirá  el 
presidente:  «Si  así  lo  hiciereis,  Dios  y vuestros 
conciudadanos  os  lo  premien,  y si  no,  os  lo  de- 
manden. Seguidamente  ocuparán  sus  asientos: 
art.  733. 

El  jurado  que  se  negare  á prestar  juramento 
en  una  de  las  formas  designadas  en  el  artículo 
anterior,  será  conminado  con  la  multa  de  25  á 
250  pesetas  que  la  sección  le  impondrá  en  el 
acto,  si  á pesar  de  la  conminación  continuare 
negándose  á prestar  el  juramento.  Cuando  des- 
pués de  esto,  todavía  persistiese  en  su  resisten- 
cia, entrará  á desempeñar  el  cargo  sin  la  so- 
lemnidad del  juramento;  pero  concluido  el  jui- 
cio, se  le  procesará  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
el  art,  265  del  Código  penal,  que  previene  se  im- 
pongan las  penas  de  arresto  mayor  y multa  de 
125  á 1,250  pesetas  al  que  resistiere  obedecer  á 
la  autoridad:  art.  734. 

Pruebas,  acusación  y defensa. — No  podrán  ser 
objeto  de  cada  juicio  mas  que  un  solo  delito  y 
los  que  eon  él  fueren  conexos.  El  presidente,  al 
declarar  abierto  el  periodo  de  las  pruebas,  lo 
manifestará  así  en  alta  voz,  expresando  en  su 
caso  las  resoluciones  que  la  sección  de  magis- 
trados hubiese  dictado,  con  arreglo  á lo  dispues- 
to en  el  art.  721  arriba  expuesto:  art.  735. 

Seguidamente  se  procederá  del  modo  estable- 
cido en  el  cap.  II,  tít,  III  del  libro  2.”  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  (que  versa  sobre  las 
pruebas  del  juicio  oral,  comprendiéndolos  ar- 
tículos 611  al  644  que  se  han  expuesto  al  tratado 
del  Juicio  oral  ante  los  tribunales  de  derecho). 

Los  jurados  teudrán  las  mismas  facultades  y 
deberes  que  en  dicho  capítulo  se  conceden  é im- 
ponen á los  individuos  dei  tribunal:  art.  736. 

Practicadas  todas  las  pruebas,  usarán  de  la 
palabra  para  sostener  la  acusación  el  Ministerio 
fiscal  y el  defensor  del  querellante  particular,  si 
le  hubiere.  En  sus  informes  se  limitarán  á apre- 


ciar las  pruebas  practicadas,  á calificar  jurídi- 
camente los  hechos  que  resultaren  probados  y á 
determinar  la  participación  que  en  ellos  hubiese 
tenido  cada  uno  de  los  procesados,  así  como  las 
circunstancias  eximentes,  atenuantes  ó agra- 
vantes de  la  responsabilidad  de  estos  cuando  las 
haya.  No  podrán  los  informantes  ocuparse  de  la 
pena  correspondiente  al  delito  de  que  concep- 
tuaren responsables  á los  procesados.  Hablarán 
después  los  defensores  de  estos  sobre  lo  mismo 
que  hubiere  sido  objeto  de  la  acusación  y sobre 
todos  los  hechosy  circunstancias  que  puedan  con- 
tribuir á demostrar  la  irresponsabilidad  criminal 
de  los  procesados  ó la  atenuación  de  su  delin- 
cuencia, sin  que  puedan  ocuparse  tampoco  de  la 
pena  correspondiente  al  delito  que  fuere  objeto 
del  juicio.  Así  el  fiscal  y la  representación  de  las 
demás  partes  actoras  como  la  de  los  procesados, 
concluirán  los  informes , formulando  en  conclu- 
siones concretas  y precisas  sus  respectivas  pre- 
tensiones. Al  efecto  el  fiscal  y la  representación 
de  las  demás  partes  actoras' podrán  reformar  al 
sostener  la  acusación  , la  calificación  que  hubie- 
sen hecho  en  las  conclusiones  presentadas  en  el 
tiempo  marcado  en  el  art.  561,  con  tal  que  la  re- 
forma no  tenga  por  objeto  calificar  los  hechos 
como  constitutivos  de  un  delito  mas  grave  que 
eL  que  hubiese  sido  determinado  en  la  primera 
calificación.  La  representación  de  los  procesados 
podrá  reformar  á su  vez  en  el  informe  de  defensa 
la  calificación  de  sus  anteriores  conclusiones  en 
cualquier  sentido  que  creyere  conveniente.  Las 
conclusiones  podrán  presentarse  en  forma  alter- 
nativa, con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  565. 
Los  informantes,  al  terminar  sus  discursos,  en- 
■ tregarán  escritas  sus  conclusiones  al  presidente 
del  tribunal  cuando  hubiesen  reformado  las  an- 
teriores: art.  737. 

Terminados  los  informes,  el  presidente  pre- 
guntará á los  procesados  si  tienen  algo  que  ma- 
nifestar por  sí  mismos  al  tribunal.  Si  contestaren 
afirmativamente  les  concederá  la  palabra,  per- 
mitiéndoles decir  todo  cuanto  creyeren  conve- 
niente para  su  defensa,  pero  sin  consentir  que 
ofendan  con  sus  palabras  la  moral,  falten  al 
respeto  al  tribunal  ó á las  consideraciones  debi- 
das á las  demás  personas:  art.  738, 

Después  de  esto  el  presidente  preguntará  á los 
jurados  si  consideran  necesaria  alguna  mayor 
instrucción  sobre  cualquiera  de  los  puntos  que 
sean  objeto  del  juicio,  acordando  la  que  recla- 
maren, si  fuere  posible:  art.  739. 

Eu  seguida  hará  el  presidente  el  resúmen  de 
las  pruebas  é informes  del  Ministerio  fiscal  y de 
los  defensores  de  las  partes,  asi  como  de  lo  ma- 
nifestado por  los  procesados , presentando  los 
hechos  con  la  mayor  precisión  y claridad,  y abs- 
teniéndose con  todo  esmero  de  revelar  su  propia 
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opinión.  Expondrá  detenidamente  á los  jurados 
la  naturaleza  jurídica  de  los  hechos  sobre  que 
haya  recaído  la  discusión,  determinando  las  cir- 
cunstancias constitutivas  del  delito  sobre  que 
esta  hubiese  versado.  Expondrá  asimismo  la  doc- 
trina jurídica  relativa  á las  circunstancias  exi- 
mentes, atenuantes  y agravantes  que  hayan  sido 
objeto  de  prueba  y discusión,  y en  suma,  todo 
lo  que  pueda  contribuir  á que  los  jurados  apre- 
cien con  exactitud  el  carácter  criminal  de  los 
hechos,  si  lo  tuvieren,  y la  participación  que  en 
ellos  haya  tenido  cada  uno  de  los  procesados.  Al 
hacer  este  resumen  procurará  inspirarse  en  los 
deberes  de  la  mas  estricta  imparcialidad  ; y de- 
mostrando sentimientos  de  humanitaria  bene- 
volencia hácia  los  procesados,  no  faltará  por 
esto  á la  necesaria  severidad  de  la  justicia:  ar- 
tículo 740. 

Preguntas  que  han  de  ser  contestadas  en  el  vere- 
dicto y deliberaciones  y decisiones  del  jurado  y del 
tribunal  de  derecho. — Concluido  el  resúmen  á que 
se  refiere  el  artículo  anterior,  el  presidente  for- 
mulará las  preguntas  que  el  jurado  haya  de  re- 
solver con  arreglo  á las  conclusiones  definitivas 
de  la  acusación  y de  la  defensa:  art.  741. 

Cuando  las  conclusiones  de  la  acusación  y de 
la  defensa  sean  contradictorias  de  tal  suerte 
que,  resuelta  la  una  en  sentido  afirmativo,  no 
pueda  menos  de  quedar  resuelta  la  otra  en  el  ne- 
gativo ó viceversa,  se  formulará  una  sola  pre- 
gunta: art.  742. 

Por  cada  circunstancia  eximente,  atenuante  ó 
agravante  de  responsabilidad  que  se  compren- 
diere en  las  conclusiones  de  la  acusación  y de  la 
defensa,  se  formulará  también  una  pregunta: 
art.  743. 

Si  el  reo  fuere  mayor  de  nueve  años  y menor 
de  quince,  se  formulará  una  preguuta  especial 
para  que  el  jurado  resuelva  si  ha  obrado  ó no 
con  discernimiento:  art.  744. 

Si  fueren  dos  ó mas  los  procesados  en  el  jui- 
cio, se  formularán  preguntas  separadas  para 
cada  uno:  art.  745. 

Cuando  hubiesen  sido  objeto  del  juicio  dos  ó 
mas  delitos,  con  arreglo  4 lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 735,  se  formularán  también  respecto  á 
cada  uno  las  preguntas  correspondientes:  ar- 
tículo 746. 

El  presidente  formulará  además  las  preguntas 
que  resultaren  de  las  pruebas , aunque  no  hu- 
biesen sido  comprendidas  en  las  conclusiones  de 
la  acusación  y de  la  defensa.  Sin  embargo  de  lo 
expuesto  en  el  párrafo  anterior,  el  presidente  no 
podrá  formular  preguntas  que  tengan  por  objeto 
la  culpabilidad  del  procesado  ó procesados  por 
un  delito  de  mayor  gravedad,  que  el  que  hubie- 
se sido  objeto  de  la  acusación:  art.  747. 

Formulará  también  el  presidente  las  pregun- 


tas correspondientes  á las  faltas  incidentales  que 
hubiesen  sido  objeto  del  juicio.  Se  entenderán 
faltas  incidentales  las  definidas  en  el  art.  654 
(esto  es,  las  que  los  procesados  hubieren  come- 
tido antes,  ai  tiempo  ó después  del  delito  como 
medio  de  perpetrarlo  ó de  encubrirlo  , y las  que 
cometieron  durante  la  ejecución  del  delito,  si  tu- 
vieren relación  con  este  por  cualquier  concepto). 
No  se  formularán  preguntas  sobre  la  responsa- 
bilidad civil  de  los  procesados  ni  de  otras  perso- 
nas: arts.  748  y 749. 

La  fórmula  de  las  preguntas  será  la  siguiente: 

¿M.  N,  es  culpable  del  delito  de?....  (aquí  la 
descripción  del  hecho). 

¿M.  N.  es  culpable  del  delito  frustrado  de?.... 

¿M.  N.  es  culpable  de  la  tentativa  del  deli- 
to de?.... 

¿M.  N.  es  culpable  de  complicidad  en  el  de- 
lito de?.... 

¿M.  N.  es  culpable  del  encubrimiento  del  de- 
lito de?.... 

¿M.  N.  es  culpable  de  conspiración  para  come- 
ter el  delito  de'?.... 

¿M.  N.  es  culpable  de  proposición  para  cometer 
el  delito  de?.... 

En  la  ejecución  del  delito,  ¿ha  concurrido  la 
circunstancia  agravante  de?.,.. 

En  la  ejecución  dei  delito,  ¿ha  concurrido  la 
circunstancia  atenuante  de? 

¿M.  N.  obró  con  discernimiento  al  ejecutar  el 
hecho  de?.... 

¿M.  N.  es  culpable  de  la  falta  incidental  de?.... 

¿M.  N.  está  exento  de  responsabilidad  crimi- 
nal por?....  (aquí  la  circunstancia  eximente  ex- 
puesta con  las  mismas  palabras  empleadas  en  el 
Código  penal):  art.  750. 

El  presidente  redactará  por  escrito  las  pre- 
guntas, leyéndolas  después  en  alta  voz.  Si  al- 
guna de  las  partes  reclamase  contra  alguna  de 
las  preguntas  formuladas,  ó por  no  haberse  com- 
prendido todas  las  que  procediesen,  la  sección 
resolverá  en  el  acto  la  reclamación , oyendo  an- 
tes al  fiscal  y á los  defensores  de  las  partes.  Con- 
tra esta  resolución  no  procederá  otro  recurso  mas 
que  el  de  casación,  si  se  preparare,  por  medio  de 
la  correspondiente  protesta  hecha  en  el  acto: 
arts.  751  y 752. 

Las  preguntas  serán  entregadas  á los  jurados, 
quienes  también  podrán  enterarse  de  la  causa 
y de  las  piezas  de  convicción  que  hubiere,  si  lo 
solicitaren:  art.  753. 

Acto  continuo  se  retirarán  losjuradosálaSala 
destinada  para  sus  deliberaciones.  El  primero  de 
ellos,  por  el  órden  con  que  sus  nombres  hubie- 
sen salido  en  el  sorteo,  desempeñará  las  funcio- 
nes de  presidente,  á no  ser  que  la  mayoría  acor- 
dare encomendarlas  á otro.  La  deliberación  ten- 
drá lugar  á puerta  cerrada,  no  permitiendo  el 
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presidente  del  tribunal  la  comunicación  de  los 
jurados  con  ninguna  persona  extraña,  4 cuyo 
efecto  adoptará,  las  disposiciones  que  considere 
convenientes.  No  se  interrumpirá  la  deliberación 
hasta  que  hayan  sido  contestadas  todas  las  pre- 
guntas. Se  exceptúa  el  caso  en  que  la  delibera- 
ción se  prolongue  por  tanto  tiempo  que  no  sea 
posible  á los  jurados  continuarla,  El  presidente 
del  tribunal  les  permitirá  que  las  suspendan; 
pero  nada  mas  que  por  el  tiempo  que  considere 
indispensable  para  el  descanso,  sin  que  durante 
él  pueda  faltarse  á la  incomunicación  prevenida 
en  el  artículo  anterior.  Si  cualquiera  de  los  ju- 
rados tuviere  duda  sobre  la  inteligencia  de  al- 
guna de  las  preguntas  , podrá  pedir  por  escrito 
y por  conducto  de  su  presidente,  que  el  tribunal 
aclare  también  por  escrito  la  pregunta  dudosa: 
arts.  754  al  758. 

Terminada  la  deliberación,  se  procederá  á la 
votación  de  cada  una  de  las  preguntas  por  el 
órden  con  que  se  hubiesen  formulado  por  el  pre- 
sidente del  tribunal.  La  votación  será  nominal 
y en  alta  voz,  contestando  cada  uno  de  los  ju- 
rados según  su  conciencia  y bajo  el  juramento 
prestado  á cada  una  de  las  preguntas  Si  ó No. 
La  mayoría  absoluta  de  votos  formará  veredicto. 
En  caso  de  empate  lo  resolverá  el  que  desempe- 
ñase las  funciones  de  presidente  con  arreglo  al 
art.  755:  arts.  759  al  761. 

Ninguno  de  los  jurados  podrá  abstenerse  de 
votar.  El  que  lo  hiciere  después  de  requerido 
tres  veces  por  el  presidente,  incurrirá  en  la  pena 
señalada  en  el  segundo  párrafo  del  art.  383  del 
Código  penal  ( esto  es,  en  la  multa  de  150  á 1,500 
pesetas).  La  abstención,  sin  embargo,  se  re- 
putará voto  á favor  de  la  inculpabilidad : ar- 
tículo 762. 

Concluida  la  votación  se  extenderá  un  acta, 
en  la  forma  siguiente:  «Los  jurados  han  delibe- 
rado sobre  las  preguntas  que  se  han  sometido  á 
su  resolución  y bajo  el  juramento  que  presta- 
ron, declaran  solemnemente  lo  siguiente:  A la 
pregunta  (aquí  la  pregunta  copiada)  Si  ó No.  Y 
así  todas  las  preguntas  por  el  órden  con  que  hu- 
bieren sido  resueltas.»  En  el  acta  no  podrá  ha- 
cerse constar  si  el  acuerdo  se  tomó  por  mayoría 
ó por  unanimidad , y será  firmada  por  todos  los 
jurados.  El  que  no  lo  hiciere  después  de  reque- 
rido tres  veces,  incurrirá  en  la  responsabilidad 
señalada  en  el  art.  734 : art.  763. 

El  jurado  que  revelare  el  voto  que  hubiese 
emitido,  ó el  que  hubiese  dado  cualquiera  de 
sus  colegas,  salvo  lo  que  se  dispone  en  el  artícu- 
lo 781,  será  considerado  como  funcionario  pú- 
blico para  los  efectos  del  art.  378  del  Código  pe- 
nal (esto  es,  para  el  de  incurrir  en  el  delito  de 
violación  de  secretos  y en  las  penas  de  suspen- 
sión en  su  grado  mínimo  y medio  y multa  de 


125  á 1,250  pesetas;  y si  de  la  revelación  resul- 
tare grave  daño  para  la  causa  pública,  en  las 
penas  de  inhabilitación  especial  temporal  en  su 
grado  máximo , á inhabilitación  especial  perpé- 
tua  y prisión  correccional  en  sus  grados  medio 
y mínimo):  art.  764. 

Escrita  y firmada  el  acta,  volverán  los  jurados 
á la  Sala  del  tribunal,  y ocupando  sus  respecti- 
vos asientos,  el  que  hubiese  desempeñado  las 
funciones  de  presidente  leerá  el  acta  en  alta  voz, 
entregándola  después  al  presidente  dei  tribunal: 
art.  765. 

Pronunciado  .el  veredicto,  si  hubiere  sido  de 
culpabilidad,  el  presidente  del  tribunal  conce- 
derá la  palabra  al  fiscal  y á la  representación  de 
los  actores  particulares  para  que  informen  lo 
que  tengan  por  conveniente,  así  sobre  la  pena 
que  deba  imponerse  á cada  uno  de  los  declara- 
dos culpables,  como  sobre  la  responsabilidad 
civil  y su  cuantía.  Después  del  fiscal  y de  la  re- 
presentación de  los  actores  particulares,  infor- 
marán la  de  los  procesados,  y la  de  las  demás 
personas  civilmente  responsables.  No  se  permi- 
tirán rectificaciones  sino  de  hechos:  art.  766. 

Terminados  estos  informes,  ó inmediatamen- 
te después  de  pronunciado  el  veredicto,  si  este 
hubiese  sido  de  inculpabilidad,  la  Sección  se 
retirará  á deliberar  y á dictar  la  sentencia  que 
proceda  en  cada  caso : art.  767. 

En  la  sentencia  se  habrá  de  absolver  ó conde- 
nar á los  procesados.  Si  fuese  absolutoria  se 
mandará  poner  inmediatamente  en  libertad  á los 
presos  que  hubiesen  sido  declarados  inculpa- 
bles, á no  ser  que  estuvieren  también  presos  por 
otros  delitos : art.  768. 

Se  fijará  además  en  la  sentencia  la  cuantía  de 
la  responsabilidad  civil  si  procediere  su  decla- 
ración, ó se  reservará  al  juicio  civil  correspon- 
diente la  apreciación  de  los  daños  ó perjuicios 
sufridos,  si  no  se  hubiesen  ofrecido  en  el  juicio 
datos  bastantes  para  poder  ser  exactamente 
apreciados:  art.  769. 

Los  magistrados  no  podrán  suspender  la  deli- 
beración hasta  que  hayan  votado  la  sentencia, 
á no  ser  en  el  caso  y del  modo  prescrito  en  eL 
art.  757:  art.  770. 

Redactada  y firmada  la  sentencia  volverán  los 
magistrados  á la  Sala  del  tribunal,  y después  de 
ocupar  sus  asientos,  el  presidente  la  leerá  en 
alta  voz,  entregándola  acto  seguido  al  secreta- 
rio. Este  leerá  en  seguida  los  artículos  del  Códi- 
go penal  que  en  la  sentencia  se  citaren:  art.  771. 

El  jurado  y la  sección  no  podrán  abstenerse 
de  pronunciar  veredicto  y sentencia,  por  mas 
que  en  ellos  se  declaren  y castiguen  delitos  que 
no  sean  de  la  competencia  del  jurado:  art.  772. 

El  veredicto  y la  sentencia  se  unirán  origina- 
les á la  causa  y se  notificarán  á las  partea  inme- 
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diatamente  que  esta  fuere  pronunciada:  artícu- 
los 773  y 774. 

Leída  que  fuere  la  sentencia,  declarará  el 
presidente  del  tribunal  terminado  el  juicio,  sin 
que  contra  el  veredicto  del  jurado  baya  mas  re- 
curso que  el  de  reforma  por  el  mismo  jurado , ó 
el  de  revista  de  la  causa  por  otro  distinto:  ar- 
tículos 775  y 776. 

El  secretario  del  tribunal  extenderá  un  acta 
por  cada  sesión  diaria  que  se  hubiese  celebrado, 
haciendo  constar  sucintamente  todo  lo  impor- 
tante que  hubiese  ocurrido.  En  las  actas  se  in- 
sertarán á la  letra  las  pretensiones  incidentales 
y las  resoluciones  del  presidente  ó de  la  sección 
que  hubieren  de  ser  objeto  del  recurso  de  casa- 
ción. En  el  acta  de  la  última  sesión  se  inserta- 
rán asimismo  á la  letra  las  conclusiones  de  la 
acusación  y de  la  defensa:  art.  777. 

Las  actas  se  leerán  al  terminar  cada  sesión, 
haciéndose  en  ellas  las  rectificaciones  que  las 
partes  reclamaren  y la  sección  acordare  en  el 
acto.  El  presidente,  los  demás  magistrados,  los 
jurados,  el  fiscal,  las  partes  y sus  representan- 
tes y defensores  firmarán  las  actas : art.  778. 

Recursos  de  reforma  del  veredicto  y de  revista 
de  la  causa  por  nuevo  jurado. — El  veredicto  po- 
drá ser  devuelto  al  jurado  para  que  lo  reforme  ó 
lo  confirme  en  los  casos  siguientes:  l.“  Cuando 
se  hubiese  dejado  de  contestar  categóricamente 
á alguna  de  las  preguntas.  2.°  Cuando  hubiere 
contradicción  en  las  contestaciones  ó no  hubie- 
re entre  ellas  la  necesaria  congruencia.  3.°  Cuan- 
do el  veredicto  contuviere  alguna  declaración  ó 
resolución  que  exceda  los  límites  de  la  contes- 
tación categórica  á las  preguntas  formuladas  y 
sometidas  al  jurado.  4.°  Cuando  en  la  delibera- 
ción y votación  se  hubiese  infringido  lo  dispues- 
to en  los  arts.  756,  757,  758,  759,  760,  762  y 763: 
art.  779. 

Cuando  el  veredicto  fuese  devuelto  al  jurado 
por  no  haber  sido  categóricamente  contestada 
alguna  de  las  preguntas,  la  sección  le  ordenará 
de  oficio  ó á instancia  de  parle  que,  retirándose 
de  nuevo  á la  Sala  de  deliberaciones,  vuelva  á 
resolver  sobre  la  pregunta.  Si  el  veredicto  se 
hubiese  devuelto  por  haber  contradicción  ó por 
no  haber  congruencia  entre  las  contestaciones, 
la  sección  ordenará  de  oficio  ó á instancia  de 
parte  al  jurado  que  conteste  nuevamente  á las 
preguntas,  haciéndole  notar  los  defectos  de  que 
adolezcan  las  primeras  contestaciones:  art.  780. 

Si  después  de  la  segunda  deliberación,  el  ve- 
redicto adoleciere  todavía  de  alguno  de  los  de- 
fectos mencionados  en  los  dos  artículos  anterio- 
res, la  sección  acordará  también  de  oficio  óá 
instancia  de  parte  que  vuelva  el  jurado  á deli- 
berar y á contestar  á las  preguntas.  Si  en  esta 
tercera  deliberación  tampoco  resultare  veredicto 


por  la  misma  causa,  el  presidente  del  jurado, 
antes  de  volver  á la  Sala  del  tribunal,  hará  cons- 
tar el  voto  emitido  por  cada  uno  de  los  jurados 
en  esta  tercera  deliberación  en  un  acta  especial 
que  habrán  de  firmar  todos  los  presentes.  Vuel- 
tos los  jurados  á la  Sala  de  Audiencia , el  presi- 
dente de  aquellos  entregará  el  acta  al  de  la  sec- 
ción. Si  esta  después  de  examinar  el  acta  creyere 
que  no  hay  veredicto,  lo  declarará  así  en  alta 
voz  el  presidente , y remitirá  la  causa  á nuevo 
jurarlo.  El  acta  especial  se  enviará  al  juez  de 
instrucción  competente  para  que  proceda  contra 
. los  jurados  responsables  con  arreglo  al  párrafo 
segundo  del  art.  383  del  Código  penal  (ya  ex- 
puesto): art..  781. 

Si  la  sección  desestimase  la  petición  de  cual- 
quiera de  Jas  partes  para  que  vuelva  el  veredic- 
j to  al  jurado  ó se  remita  la  causa  á uno  nuevo, 
podrá  prepararse  el  recurso  de  casación,  hacien- 
do en  el  acto  la  correspondiente  protesta:  ar- 
tículo 782. 

Acordará  también  la  sección  someter  la  causa 
al  conocimiento  de  un  nuevo  jurado  cuando  por 
unanimidad  declarase  que  el  jurado  había  in- 
currido en  error  grave  y manifiesto  al  pronun- 
ciar el  veredicto.  La  sección  solo  podrá  hacer 
; esta  declaración  en  los  casos  siguientes: 

l.°  Cuando  siendo  manifiesta  por  el  resultado 
del  juicio,  sin  que  pueda  ofrecerse  duda  racio- 
nal en  contrario,  la  culpabilidad  del  procesado, 
el  jurado  lo  hubiese  declarado  culpable.  2.°  Cuan- 
do siendo  manifiesta  por  el  resultado  del  juicio, 
sin  que  pueda  ofrecerse  duda  racional  en  con- 
trario, la  culpabilidad  del  procesado,  el  jurado 
lo  hubiese  declarado  inculpable.  3.’  Cuando  sien- 
do manifiesto  por  el  resultado  del  juicio,  sin  que 
pueda  ofrecerse  duda  racional  en  contrario,  el 
delito  de  que  fuese  culpable  el  procesado,  el  ju- 
rado lo  hubiese  declarado  culpable  de  otro  di- 
verso: art,  783. 

En  los  casos  de  los  artículos  anteriores  habrá 
de  reproducirse  el  juicio  ante  el  nuevo  jurado, 
con  los  mismos  trámites  y solemnidades  con  que 
hubiese  sido  celebrado  ante  el  primero:  artícu- 
lo 784. 

Para  la  formación  del  nuevo  jurado  procederá 
inmediatamente  la  sección  á sacar  por  suerte  de 
la  lista  del  partido  á que  corresponda  la  pobla- 
ción en  que  el  tribunal  estuviere  constituido  los 
nombres  de  las  cuarenta  y ocho  personas  de  que 
se  hace  expresión  en  el  art.  703,  y practicará  las 
demás  operaciones  establecidas  en  la  ley  para 
que  pueda  celebrarse  el  juicio  y pronunciarse 
el  veredicto  y la  sentencia:  art.  785. 

Suspensión  del  juicio . — Son  aplicables  á los  jui- 
cios del  jurado  las  disposiciones  de  los  arts.  786 
al  791  sobre  los  casos  en  que  procede  la  suspen- 
sión del  juicio,  disposiciones  que  se  han  ex- 
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puesto  al  tratar  del  juicio  oral  ante  los  tribu- 
nales de  derecho. 

Facultades  discrecionales  del  presidente  del  tri- 
bunal.— Es  asimismo  aplicable  á dicho  juicio 
lo  prescrito  en  ios  arts.  792  al  795,  pár.  l.°  sobre 
las  facultades  discrecionales  del  presidente  del 
tribunal,  expuestas  al  tratar  del  Juicio  oral  ante 
los  tribunales  de  derecho  debiendo  tener  presen- 
te, que  según  el  párrafo  2.°  del  art.  795 , el  presi- 
dente debe  cuidar  de  dirigir  con  acierto  á los 
jurados  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  sin 
invadir  las  atribuciones  que  les  correspondan. 

Recurso  de  casación  contra  las  sentencias  del  tri- 
bunal del  jurado. — Habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  contra  las  senten- 
cias definitivas  del  tribunal  del  jurado,  licuan- 
do en  ellas  se  pene  como  delito  un  hecho  que  no 
lo  sea  por  su  naturaleza.  2.“  Cuando  en  ellas  se 
absuelva  de  un  delito  á un  procesado  cuya  cul- 
pabilidad se  baya  declarado  en  el  veredicto , ó 
cuando  se  le  condene  en  el  caso  de  haberse  de- 
clarado en  el  veredicto  su  inculpabilidad.  3.° 
Cuando  en  ellas  no  se  impongan  á ios  procesa- 
dos las  penas  que  correspondan,  coa  arreglo  á 
la  ley,  á los  delitos  y circunstancias  declarados 
en  el  veredicto:  art.  806. 

Después  de  haberse  pronunciado  sentencia  de- 
finitiva por  el  tribunal  del  jurado , podrá  inter- 
ponerse recurso  de  casación  por  quebrantamien- 
to de  forma  cuando  durante  la  sustanciacion  de 
la  causa  se  hubiese  cometido  alguna  de  las  fal- 
tas de  las  que  dan  lugar  al  recurso  de  casación 
con  arreglo  al  art.  571  en  relación  con  el  723 , á 
los  625  y 632  en  relación  con  el  736,  y á los  ar- 
ticulos  706,  752  y 782:  art.  809, 

Podrá  también  interponerse  el  recurso  de  ca- 
sación por  la  misma  causa:  1.”  Guando  la  sen- 
tencia ó el  veredicto  hayan  sido  dictados  por 
menor  número  de  magistrados  ó de  jurados  que 
el  exigido  por  esta  ley.  2.“  Cuando  haya  concur- 
rido k dictar  la  sentencia  ó el  veredicto  algún 
magistrado  6 jurado,  cuya  recusación  intentada 
en  tiempo  y forma,  se  hubiere  desestimado.  3.° 
Cuando  se  pene  en  la  sentencia  un  delito  mas 
grave,  que  el  que  haya  sido  objeto  de  la  acusa- 
ción: art,  808. 

No  será  admisible  el  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma,  si  la  parte  que  intentare  in- 
terponerlo no  hubiese  reclamado  la  subsanacion 
de  la  falta  si  fuere  posible , y hecha  la  oportuna 
protesta  con  sujeción  á lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos mencionados  eu  el  803:  art.  809. 

Podrán  interponer  el  recurso  de  casación:  l.° 
El  Ministerio  fiscal.  2.“  Los  que  hubiesen  sido 
parte  en  el  juicio.  3.“  Los  que  sin  haberlo  3Ído, 
resultaren  condenados  en  la  sentencia.  4,°  Lob 
herederos  de  los  comprendidos  en  los  dos  núme- 
ros anteriores:  art.  810, 


Los  actores  puramente  civiles  no  podrán  in- 
terponer el  recurso  mas  que  en  cuanto  pueda 
afectar  á las  restituciones,  reparaciones  é in- 
demnizaciones que  hubiesen  reclamado:  art.  811. 
Y.  Recurso  de  casación  (eu  lo  criminal).  * 

JURAMENTAR.  Tomar  juramento  á alguno.  Se- 
gún las  leyes  de  Partida,  al  católico  secular 
se  le  juramenta  por  Dios  nuestro  Señor  y por  la 
señal  de  la  cruz,  formándola  al  mismo  tiempo 
con  los  dedos  pólice  é índice  de  la  mano  de- 
recha ; al  eclesiástico  secular  in  verbo  sacerdo- 
tis  ó por  las  sagradas  órdenes  que  ha  recibido  y 
según  su-  estado,  haciendo  que  al  mismo  tiem- 
po ponga  la  mano  derecha  sobre  su  pecho;  al 
religioso  sacerdote  en  la  misma  forma  y por  el 
habito  que  viste ; al  Arzobispo  ú Obispo,  del 
mismo  modo  que  á cualquier  otro  sacerdote, 
pero  teniendo  delante  los  Evangelios;  al  caba- 
llero de  una  órden  militar,  por  Dios  y por  la  cruz 
de  su  habito  que  trae  al  pecho,  haciendo  que  La 
toque  al  mismo  tiempo  con  la  mano  derecha;  á 
todo  oficial  del  ejército  y armada,  bajo  su  pala- 
bra de  honor,  y teniendo  la  mauo  derecha  tendi- 
da sobre  el  puño  de  la  espada;  bien  que  esta  ce- 
remonia solo  se  acostumbra  en  las  causas  mili- 
tares, pues  en  las  demás  se  le  juramenta  como  á 
cualquier  otro,  con  la  diferencia  de  que  siempre 
ha  de  poner  la  mano  sobre  el  puño  de  la  espada; 
al  cismático  y al  hereje,  por  Dios  Todopoderoso , 
por  los  santos  Evangelios  y por  lo  que  cree  del  An- 
tiguo y Nuevo  Testamento ; al  judío,  por  un  solo 
Dios  Todopoderoso  que  crió  el  cielo  y la  tierra,  y 
sacó  d su  pueblo  de  la  esclavitud  de  Egipto  lleván- 
dole á la  tierra  de  promisión,  por  la  ley  de  Moisés 
que  profesa,  y por  todo  lo  que  cree  de  la  flagrada, 
Biblia-,  al  moro,  por  Alaquivir  que  dice  ser  su 
gran  Dios,  por  Malcoma  que  llama  gran  profeta , 
y por  el  Alcorán,  haciéndole  al  mismo  tiempo 
levantar  el  brazo  y mirar  liácia  el  Mediodía;  al 
¡ idólatra  ó gentil,  por  el  Dios  ó Dioses  que  adora, 
haciéndole  practicar  al  mismo  tiempo  las  cere- 
monias que  eu  igual  caso  se  acostumbra  entre 
los  suyos;  al  ateísta,  por  aquello  á que  le  obliga 
el  juramento,  según  sus  opiniones:  leyes  19,  20, 
21  y 21,  tít.  11,  y ley  24,  tít.  16,  Part.  3.* 

El  juramento  se  presta  con  la  fórmula  y so- 
lemnidad siguiente:  el  juez  pregunta  á la  per- 
sona que  ha  de  jurar:  «¿Juráis  á Dios  nuestro 
Señor  y á esta  santa  cruz  (cuya  figura  se  hace 
¡ con  los  dedos,  ó bien  usando  de  alguna  otra  de 
las  fórmulas  expresadas  según  la  clase  ó creen- 
cia del  que  jura)  decir  verdad  eu  lo  que  se  os 
preguntare?  (ó  cumplir  tal  ó tal  cosa,  ó haberos 
bien  y fielmente  en  el  desempeño  del  cargo  que 
se  os  ha  confiado,  etc.:  sigue  el  objeto  del  jura- 
mento.)» La  persona  á quien  se  hace  la  pregun- 
ta responde:  «Sí  juro;»  y el  juez  añade:  «Si  así 
lo  hiciéreis,  Dios  os  lo  premie,  y si  no  os  lo  de- 
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mande;»  á lo  cual  contesta  el  que  jura:  «Amen, 
ó así  sea.» 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872, 
en  su  art.  827,  dispone,  respecto  del  juramento 
de  los  testigos,  que  se  preste  en  nombre  de  Dios; 
mas  á.  causa  de  haberse  autorizado  por  la  Cons- 
titución de  1869  la  libertad  de  cultos,  previene 
á continuación,  que  si  se  resistieren  los  testigos 
por  razón  de  sus  creencias  á jurar  en  la  forma 
indicada,  prestarán  el  juramento  por  su  honor. 
Una  disposición  análoga  se  contiene  respecto  de 
los  jurados  en  el  art.  733  de  dicha  ley,  expues- 
to al  tratar  del  Juicio  oral  ante  el  Jurado.  Véa- 
se Juramento  político  y Juramento  de  los  funcio- 
narios judiciales.  * 

JURAMENTARSE,  Obligarse  con  juramento. 

JURAMENTO,  Según  el  dicionario  de  la  Acade- 
mia española  es  «la  afirmación  ó negación  de 
alguna  cosa  poniendo  por  testigo  á Dios  ó en  sí 
mismo  ó en  sus  criaturas ;»  y según  la  ley  1.*,  tí- 
tulo 11,  Part.  3.',  es  «el  averiguamiento  que  se 
face  nombrando  á Dios  ó á alguna  otra  cosa  san- 
ta sobre  lo  que  alguno  afirma  que  es  así  ó lo 
niega,»  no  entendiéndose  por  cosa  santa  el  cielo 
ni  la  tierra  ni  otra  criatura,  sino  Dios  primera- 
mente y después  la  Virgen  su  Madre  y los  otros 
Santos,  ó los  Evangelios,  ó la  cruz,  ó el  altar,  ó 
la  Iglesia.  Los  autores  dicen  comunmente  que 
es  la  «invocación  tácita  ó expresa  del  nombre  de 
Dios,  como  verdad  primera  é infalible,  ponién- 
dole por  testigo  de  la  certeza  de  lo  que  se  decla- 
ra.» Pero  con  mas  generalidad  y exactitud  pue- 
de decirse  que  es  «el  acto  eu  que  se  invoca  por 
un  signo  externo  al  Supremo  Hacedor  como  tes- 
tigo de  la  verdad  de  lo  que  se  asevera  ó se  pro- 
mete.» 

I.  El  juramento  es  el  mas  fuerte  vínculo  con 
que  puede  ligarse  el  hombre  á decir  verdad  ó á 
cumplir  su  palabra;  porque  quien  lo  quebranta, 
no  solamente  falta  á la  persona  á quien  se  obli- 
gó, sino  también  al  mismo  Dios  á quien  se  invo- 
có por  testigo  de  la  sinceridad  de  su  promesa  ó 
aserto:  Nullum  vinculum,  dice  Cicerón  (lib.  3.” 
de  oflciis),  ad  astringendam  f ídem , majares  noslri 
jurejurando  arctius  esse  voluerunt:  id  indicant 
Uges  in  duodecim  tatmlis,  indicant  sacra,  indicant 
f redera  guibus  etiam  cum  hoste  devincitur  fides, 
indicant  notationes , animadversionesque  censorum, 
qui  nulla  de  re  dilágentius  quam  de  re  jurejuran- 
do jtidicabant. 

II.  Es  el  juramento  un  acto  civil  y religioso, 
y para  ser  licito  debe  ir  acompañado  de  tre3  cir- 
cunstancias ó condiciones;  esto  es,  verdad,  juicio 
y justicia.  Requiérese  la  verdad,  es  decir,  que 
sea  cierto  ó que  de  buena  fe  y con  grave  funda- 
mento se  repute  tal  lo  que  se  afirma  ó niega,  ó 
que  lo  que  se  promete  se  cumpla  á 9u  tiempo; 
se  requiere  la  justicia,  á saber,  que  el  juramento 
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recaiga  sobre  lo  que  es  lícito  y honesto,  porque 
no  es  obligatorio  ni  puede  cumplirse  cuando  se 
opone  á las  buenas  costumbres,  ó al  derecho  de 
tercero,  ó las  leyes  á que  no  pueda  renunciarse; 
y se  requiere,  en  fin,  el  juicio,  esto  es,  que  se 
jure  con  prudencia  y discreción  solo  cuando  la 
necesidad  lo  exija  y por  cosa  no  leve:  leyes  11, 
27,  28  y 29,  tít.  11,  Part.  3.*,  ley  8.*,  tít.  1>,  Par- 
tida 4.*,  y ley  28,  tít.  11,  Part.  5.*  Y fase  Jura- 
mentos y por  vidas. 

III.  Divídese  el  juramento  en  asertorio  y pro- 
misorio. Juramento  asertorio  ó afirmativo,  es 
aquel  con  que  se  afirma  ó niega  la  verdad  de  al- 
guna cosa  pasada  ó presente;  y promisorio , el 
que  se  hace  para  asegurar,  confirmaré  corrobo- 
rar algún  acto,  contrato  ó promesa,  El  juramen- 
to asertorio  se  diferencia  del  promisorio  en  que 
aquel  recae  sobre  hechos  presentes  ó pasados 
certificando  su  existencia  ó sn  falta  de  existen- 
cia; y este  recae  sobre  hechos  futuros  aseguran- 
do su  realización  ó cumplimiento;  el  primero 
tiene  lugar  en  los  juicios  y ó bien  se  presta  so- 
bre hechos  propios,  sea  por  voluntad  de  las  par- 
tes para  relevarse  de  otra  prueba,  sea  por  oficio 
del  juez  para  hacer  constar  la  estimación  cierta 
de  una  cosa  á corroborar  ó completar  la  prueba 
ya  hecha,  ó bien  se  presta  sobre  hechos  ajenos, 
como  el  juramento  de  los  testigos;  y el  segundo 
tiene  lugar  en  los  contratos  y en  otros  actos  por 
voluntad  de  las  partes  ó por  disposicon  de  la 
ley.  El  asertorio,  como  que  se  refiere  á cosas 
presentes  ó pasadas,  constituye  prueba,  y su  fal- 
sedad produce  á veces  la  sujeción  á la  pena  del 
perjurio;  pero  el  promisorio  no  constituye  prue- 
ba ni  produce  obligación  distinta  del  acto  sobre 
que  recae,  aunque  agrava  la  trasgresion  para  la 
imposición  de  pena  si  se  faltó  á lo  prometido: 
ley  11,  tít,  11,  Part.  3.* 

El  juramento  promisorio  no  es  obligatorio  ni 
da  valor  alguno  al  contrato,  cuando  este  adole- 
ciere de  nulidad  ó se  celebrare  por  fuerza,  mie- 
do ó engaño,  porque  no  siendo  válido  ó no  pu~ 
diendo  subsistir  lo  principal,  tampoco  debe  va- 
ler ni  subsistir  lo  accesorio:  ley  8J,  tít.  l.°,  Par- 
tida 4.*,  ley  56,  tít.  5.°,  ley  28,  tít.  11,  Part.  5.‘, 
ley  2.*,  tít.  12,  lib.  2.°  del  Fuero  Real,  y leyes  2." 
y 17,  tít.  l.“,  lib.  10,  N ov.  Recop.  V.  Perjurio. 

IV.  El  juramento,  tanto  el  asertorio  como  el 
promisorio,  puede  ser  simple  ó solemne.  Es  sim- 
ple el  que  se  hace  por  sola  la  invocación  dei 
nombre  de  Dios  para  confirmación  de  la  cosa 
que  se  asevera  ó promete;  y es  solemne  el  que  se 
hace  ante  el  legítimo  superior  con  cierta  fórmu- 
la de  palabras  ó con  ciertas  ceremonias  para 
que  tenga  mas  valor  y autoridad,  cual  suele  ha- 
cerse en  los  juicios  y en  la  prestación  de  obe- 
diencia y fidelidad.  Puede  ser  también  judicial 
d extrajudicial:  es  judicial  el  que  se  hace  en  jui- 
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ció;  y extrajudicial  el  que  se  hace  fuera  de  jui 
cío.  El  extrajudicial.,  no  siendo  solemne,  no  tie- 
ne la  fuerza  que  el  judicial,  pues  queda  reduci- 
do á un  simple  hecho  que  es  preciso  justificar 
en  caso  necesario  para  que  haga  prueba. 

V.  El  juramento  que  se  presta  en  las  causas 
6 con  motivo  de  ellas,  puede  considerarse  con 
respecto  á las  personas  de  los  litigantes,  ó con 
respecto  á la  decisión  de  las  causas;  considerado 
por  lo  que  mira  á los  litigantes,  se  divide  en  ju- 
ramento de  calumnia,  juramento  de  malicia  y ju- 
ramento de  decir  verdad-,  y considerado  en  cuan- 
to á la  decisión  de  las  causas,  se  divide  en  jura- 
mento decisorio  del  pleito,  juramento  eslimatorio 
ó decisorio  en  el  pleito  y juramento  supletorio . 

La  ley  2.”,  tít.  11,  Parí.  3.’,  divide  el  juramen- 
to, en  cuanto  á la  decisión  de  las  causas,  en  vo- 
luntario , necesario  y judicial,  llamando  volunta- 
rio, al  convencional  que  extraj udialmente  defiere 
una  parte  á la  otra;  necesario , al  supletorio,  que 
es  el  que  se  defiere  por  el  juez  á una  de  las 
partes  para  adquirir  mayor  convicción,  ó suplir 
la  falta  de  prueba,  y judicial,  específicamente, 
tomado  al  que  una  parte  defiei’e  á la  otra  en 
juicio  con  aprobación  del  juez;  pero  como  el  ju- 
ramento voluntario  y el  judicial  son  un  mismo 
juramento  con  los  mismos  efectos,  casi  sin  otra 
diferencia  que  la  de  hacerse  enjuicio  ó extraj  u- 
dicialmente,  y como  el  judicial,  en  el  sentido  en 
que  se  toma,  puede  también  decirse  voluntario, 
hemos  preferido  abrazarlos  ambos  bajo  la  deno- 
minación de  juramento  decisorio  del  pleito.  El  ju- 
ramento eslimatorio  ó decisorio  en  el  pleito  está 
comprendido  por  dicha  ley  en  el  juramento  ne- 
cesario ó supletorio ; pero  siendo  conocido  en  el 
derecho  romano  y entre  los  autores  con  la  deno- 
minación de  jurayienlum  in  litem,  esto  es , jura- 
mento en  el  pleito,  ó juramento  decisorio  de  algún 
incidente  ó artículo  del  pleito,  y recayendo  sobre 
un  objeto  diferente  que  el  juramento  propiamen- 
te necesario,  hemos  creido  mas  conveniente  para 
evitar  toda,  confusión  en  las  ideas  tratar  de  él 
en  artículo  separado.  Véanse  los  artículos  si- 
guientes: 

JURAMENTO  PROMISORIO  Ó CONFIRMATORIO, — El  que 

se  hace  para  asegurar  , confirmar  ó corroborar? 
algún  acto  , contrato  ó promesa. 

T.  Se  han  notado  ya  en  el  artículo  que  ante- 
cede las  diferencias  que  hay  entre  el  juramento 
asertorio  y el  promisorio;  pero  como  al  tratar  de 
este  último  se  suscitan  no  pocas  cuestiones  en- 
tre los  autores , no  podemos  prescindir  de  fijar 
aquí  con  mas  extensión  las  disposiciones  de  las 
leyes  sobre  esta  materia , pues  que  á ellas  y no 
á doctrinas  extrañas  debemos  atenernos  para 
resolver  los  casos  que  ocurran. 

II.  Muchas  veces  las  partes  contratantes  como 
si  desconfiasen  ellas  mismas  de  su  constancia  y 


de  su  buena  fe , invocan  al  Ser  Supremo  en  sus 
convenciones,  haciéndole  depositario  y protec- 
tor de  las  obligaciones  que  contraen  y vengador 
de  su  falta  de  cumplimiento,  como  si  esta  fuese 
un  ultraje  hecho  á la  Divinidad.  La  ley  acoje  y 
sanciona  el  juramento,  y aun  á veces  da  fuerza 
obligatoria  al  contrato  que  sin  él  no  la  tendría; 
y no  contenta  con  la  pena  que  Dios  quiera  im- 
poner al  que  lo  quebrante,  le  asigna  por  su 
parte  la  confiscación  de  todos  sus  bienes:  ley  2.a, 
tít.  6.“,  lib.  12,  Noy.  Recop.  Pero  tan  grave  pena 
quizá  no  fué  aplicada  jamás  por  la  falta  de  cum- 
plimiento de  un  contrato  jurado;  y estando  aho- 
ra absolutamente  abolida  la  confiscación , es 
claro  que  por  dicha  falta  no  podrá  imponerse 
mas  pena  que  alguna  multa  que  no  sea  grave, 
ó algunos  días  de  prisión  en  caso  de  insol- 
vencia. * v.  Perjurio.  * 

III.  Como  antiguamente  los  pleitos  y causas 
que  ocurrían  sobre  los  actos  y contratos  en  que 
había  intervenido  juramento  estaban  sujetos  á 
la  jurisdicción  eclesiástica  en  perjuicio  de  la 
secular,  se  prohibió  á los  legos  por  las  leyes 
contraer  obligaciones  con  juramento  sobre  cosas 
profanas;  pero  habiéndose  revocado  por  una 
parte  dicha  prohibición , y no  teniendo  ya  por 
otra  los  jueces  eclesiásticos  la  pretensión  de  co- 
nocer de  los  perjurios  en  materias  civiles  que  no 
Ies  pertenecen,  pueden  cualesquiera  personas 
emplear  el  juramento  para  asegmrar  el  cumpli- 
miento futuro  de  sus  promesas , y los  tribunales 
y juzgados  seculares  entienden  sobre  las  contro- 
versias que  se  suscitan  acerca  de  las  obligacio- 
nes juradas  y castigan  el  perjurio  en  caso  de 
haberlo:  ley  58,  tít.  6.°,  Part.  1.*,  ley  <3.‘,  tít.  l.“, 
lib.  2.“,  del  Ordenara.,  leyes  6.a  y 7.a,  tít.  l.°,  li- 
bro 10,  y ley  8.a,  tít.  5.°,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

IV.  En  todo  juramento  promisorio,  aunque 
hecho  absolutamente  se  sobrentienden  tácita- 
mente las  condiciones  que  siguen: 

1. *  Que  el  j urante  no  quede  reducido  á la  im- 
posibilidad de  cumplir  lo  que  prometió;  pues  si 
le  sobreviniese  algún  obstáculo,  como  de  prisión 
ó enfermedad , de  aguas  ó nieves , de  fuerza  ó 
miedo  de  enemigos,  de  pérdida  inculpable  de  la 
cosa  prometida,  ú otro  semejante  que  se  lo  im- 
pidiese, no  estaría  obligado  á cumplir  la  pro- 
mesa, á lo  menos  mientras  durase  el  obstáculo 
ó peligro:  ley  27,  tít.  11,  Part.  3.a,  JSemo  polest  ad 
imposiMle  oMigari. 

2. a  Que  quede  salvo  el  derecho  y autoridad 
del  superior  á quien  está  sujeto  ó tiene  que  obe- 
decer el  jurante;  «caen  toda  jura  se  entiende 
sacado  mandamiento  de  señor  ó de  mayoral  á 
quien  debe  obedecer ; et  esto , porque  mas  son 
en  poder  destos  sobredichos  que  en  el  suyo,  et 
el  su  mandamiento  esles  como  fuerza:»  ley  27, 
tít.  11,  Part.  3.a  Así  es  que  el  superior  puede 
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irritar  y anular  las  convenciones  juradas  de  su 
súbdito,  el  padre  las  de  su  liijo  que  está  bajo  su 
potestad,  el  curador  las  que  haya  celebrado  el 
menor  sin  su  otorgamiento,  el  señor  las  de  su 
siervo,  el  marido  las  de  su  mujer,  y también  la 
mujer  las  de  su  marido,  con  tal  que  los  jura- 
mentos les  perjudiquen  á ellos  ó recaigan  sobre 
materia  que  les  esté  sujeta:  Ferraris,  veri).  Jura- 
mentum,  art.  3.°,  miras.  28,  29,  30,  31  y 32. 

3. "  Que  la  persona  en  cuyo  favor  se  prestó  el 
juramento,  pueda  remitirlo  al  jurante  y librarle 
de  la  obligación  contraida,  cum  lilerum  sit  uni- 
cniqnejuri  suo  renun liare.  Así  es  que  habiendo 
jurado  alguno  «de  dar  ó de  facer  alguna  cosa  á 
plazo  señalado,  si  aquel  á quien  lo  ba  de  cum- 
plir le  soltase  de  aquel  plazo,  o gelo  alongare 
antes  que  sea  pasado,  non  cae  en  perjurio:  ley  27, 
tit.  11,  Part.  3.a 

4. ”  Que  las  cosas  permanezcan  en  el  mismo 
estado ; es  decir , que  no  se  hayan  mudado  nota- 
blemente, porque  no  es  verosímil  que  el  jurante 
tuviese  intención  de  obligarse  á una  cosa  muy 
difícil,  ó peligrosa  ó no  conveniente,  cual  podria 
resultar  de  la  mudanza;  y por  eso  el  juramento 
se  debe  interpretar  de  manera  que  no  se  extien- 
da á un  caso  imprevisto  é impensado.  Esta  doc- 
trina se  halla  expresa  en  la  ley  38,  tít.  3.°,  li- 
bro 46  del  Digesto:  Tácito  enirn  hac  conveniio 
inesse  stipulationi  videtur,  si  in  eadem  causa  ma- 
nent.  Así  también  dispone  la  ley  27,  tít.  11,  Par- 
tida 3.’,  en  conformidad  á este  principio,  «que 
si  á alguno  diesen  en  condesijo  (depósito)  armas 
de  qual  manera  quier  que  fuesen  et  le  ficiesen 
jurar,  que  cuando  quier  que  gelas  mandasen 
que  gelas  tornasen,  que  non  es  tenudo  aquel 
que  juró  de  gelas  tornar,  si  vee  que  las  quiere 
para  ir  contra  el  Rey  ó contra  el  reino,  ó si  es 
salido  de  seso  et  vee  que  farie  con  ellas  daño.» 

5. "  Que  la  otra  parte  este  también  ¿lo  prome- 
tido; pues  no  hay  obligación  de  guardar  al  pér- 
fido la  fe  jurada.  Frustra  sili  fidem  quis  postulat 
al?  eo  servari,  cui  fidem  a se  prcestitam  servare  re- 
cúsate regla  73,  tít.  12,  lib.  5.°,  sexti  clccret.  Nec 
tu  ei  etiamsi  promissum  luum  juramento,  vel  Jidei 
oblig  alione,  interposila  condicione  firmasses,  ali - ! 
quatcnus  teneris,  si  conté!  eum  conditioni  minime 
paruisse-,  cap.  3.",  tít.  24,  lib.  2.°,  Decret.  Greg. 
Juramentum  auieni , quod  Joannes  se  asserit 
parstitisse , si  de  assensu  factual  est  u Idus  que, 
eum  non  ligat , qui  prcestitit , dumille,  cui  prmsli- 
tum  fuerit,  servare  negligil , quod  promisit;  ca- 
pítulo 29,  d,  tít.  y lib.  «Qualquier  que  ponga 
pleito  con  otro  por  jura,  dice  la  ley  23,  tít.  11, 
Part.  3.a,  si  aquel  con  quien  lo  puso  lo  quebran- 
tare primero  que  él,  excusado  es  de  nou  caer  en 
perjuro  maguer  non  la  guarde ; ca  non  es  dere- 
cho que  sea  guardado  pleito  nin  jura  á aquel 
que  primeramente  la  quebrantó.»  Exceptúanse,  [ 

Tomo  iii. 


w 

sin  embargo , de  esta  disposición  por  la  misma 
ley:  1.”,  el  matrimonio,  pues  aunque  el  uno  de 
los  cónyuges  cometa  adulterio,  no  por  eso  el  otro 
puede  faltar  á la  fidelidad  jurada;  2.°,  la  tregua, 
pues  sí  uno  la  da  al  otro  con  juramento  y la 
quebranta  cualquiera  de  eilos,  no  por  eso  puede 
el  otro  quebrantarla  igualmente,  á no  ser  que  se 
hubiese  pactado  otra  cosa,  ó que  el  daño  hecho 
por  el  primero  que  faltó  á su  promesa  recaye- 
se sobre  personas  y no  precisamente  sobre  los 
bienes. 

V.  No  es  válido  ni  obligatorio  el  juramento 
en  los  casos  siguientes: 

1. ”  Cuando  se  oponed  la  moral  ó álasbuenas 
costumbres,  como  si  tiene,  v.  gr.,  por  objeto  an- 
dar desnudo  en  público  ó no  socorrer  al  necesi  - 
tado; ó no  respetar  á los  demás  hombres  como  es 
debido  ó hacer  alguna  cosa  ilícita;  ley  28,  tít.  11, 
Part.  5.  Non  est  oMigatoriv/m  contra  l?onos  mores 
prcesiitimjuramentim : in  malis  promissis  fidem, 
non  expedit  observad : reglas  58  y 59,  tít.  12,  li- 
bro 5.°,  Site  {i  Decret. 

De  aquí  es  que  no  se  confirma  con  el  juramen- 
to la  venta  ó cesión  que  uno  hiciere  de  la  espe- 
ranza de  heredar  por  testamento  ó abintestato  á 
cierta  persona  viva,  por  el  peligro  de  inspirar  al 
comprador  ó cesionario  el  deseo  de  procurar  su 
muerte;  ley  13,  tít.  5.“,  Part.  5.”;  ni  tampoco  la 
renuncia  ó remisión  del  dolo  futuro,  porque  se- 
ria una  invitación  al  delito:  ley  29,  tít.  11,  Par- 
tida 5.‘ 

2. "  Cuando  se  opone  á los  deberes  naturales 
ó civiles  que  uno  tiene;  como  por  ejemplo,  el  jura- 
mento de  abandonar  k su  mujer,  de  desheredar 
á sus  padres  ó á sus  hijos,  ó de  no  darles  los 
alimentos  que  se  les  deben;  ley  27,  tít.  11,  Par- 
tidas/; cap.  12  y 23,  tít.  24,  lib.  2.°,  Decret.  Greg. 

3. °  Cuando  es  contrario  á la  ley  que  reprue- 
ba. y castiga  el  hecho  sobre  que  se  jura,  como 
por  ejemplo,  el  juramento  de  cometer  un  homi- 

■ cidío,  robo,  adulterio,  violencia  ú otro  delito  ó 
de  entregarse  al  contrabando  ó al  juego,  ó dar 
dinero  para  alguno  de  estos  objetos:  «ca  el  jura- 
mento que  es  cosa  santa  non  fue  establecido  para 
mal  facer,  mas  por  las  cosas  derechas  facer  é 
guardar:»  ley  7.a,  tít.  5.°,  lib.  2.",  del  Fuero  Juz- 
go, ley  2.a,  tít.  12,  lib.  2/,  del  Fuero  Real,  ley  2.a, 
tít.  10,  ley  38,  tít.  11,  ley  25,  tít.  12,  Part.  5/,  Ju- 
ramenlum  non  debel  esse  vinculum  i?úquitafá$\  ca  - 
pitulo  18,  tít.  24,  lib.  2 a,  Decret.  Greg. 

4/  Cuando  es  contra  la  ley  que  prohibe  aun- 
que no  castigue,  el  contrato  ó disposición  sobre 
que  recae;  porque  quedando  nula  la  disposición 
ó promesa  por  el  hecho  de  prohibirla  la  ley,  es 
consiguiente  que  el  juramento  como  accesorio 
quede  también  nulo  sin  producir  obligación  al- 
guna: de  otra  manera  no  habría  una  ley  buena 
que  no  pudiera  hacerse  ilusoria  á favor  del  jura- 
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ment'i , y la  invocación  del  nombre  de  Dios  ven- 
dría á ser  el  escudo  de  la  malicia  humana  y a 
destruir  la  obra  de  los  legisladores.  En  efecto,  la 
leyó.",  tít.  12,  lib.  L",  del  Código,  establece  que 
se  tenga  por  inexistente  el  contrato  celebrado 
contra  la  prohibición  de  la  ley  y que  no  se  ad- 
mita el  juramento  para  confirmarlo:  Nallim  enint 
paclum,  ntillam  conventionem;  nullum  con tractum 
Ínter  eos  videri  volumus  subsecutum , qui  contra - 
kunt  lege  conlrahere  prohibenle:....  ea  quee  lege 
fieri  prokibeniw,  sifuerint  facía , non  solum  inu- 
ülia  sed  pro  vafee  lis  eliam  habeantivr.....  secundan 
i laque  pr  tedie  tañí  regulam,  qua  iibicumr/ue  non 
servari  factum  lege  prohibente  censuimus , certani 
est  nec  s típula  tionem,  hujusmodi  tenere , nec  man- 
daiwai  ullius  esse  rnornenii,  nec  sacramrntum  ad- 
mil ti.  La  ley  28,  tít.  11,  Parí.  5.",  sienta  como 
principio  «que  todo  pleito  (contrato)  que  es  fecho 
contra  nuestra  ley  ó contra  las  buenas  costum- 
bres que  non  debe  seer  guardado,  maguer  pena 
ó juramento  fuese  puesto  en  él;»  y de  aquí  de- 
duce Gregorio  López  en  la  glosa  7.a  que  la  ley 
prohibitiva,  aun  cuando  habla  simplemente , se 
entiende  que  contiene  siempre  cláusula  deroga- 
toria y anulativa  del  acto.  La  ley  56,  tít.  5.”, 
Part.  5.a,  dispone  igualmente  como  regia  gene- 
ral, que  cuando  el  contrato  que  es  lo  principal 
no  vale,  no  deben  valer  tampoco  las  cosas  acce- 
sorias, como  la  fianza,  la  hipoteca,  ia  prenda,  la 
pena  ni  ci  juramento.  La  ley  32,  tít.  9.°,  Part.  6.’, 
manda  que  el  testador  no  haga  testamento  ni 
disponga  en  él  cosa  alguna  que  sea  contra  las 
leyes,  y anula  y deja  sin  efecto  lo  que  en  con- 
trario hiciere,  porque  según  añade  Gregorio  Ló- 
pez en  su  glosa  1.a,  uadie  puede  derogar  en  tes- 
tamento ni  en  contrato  á las  leyes  prohibitivas 
ni  á las  que  arreglan  la  forma  ó la  sustancia  de 
uno  ú otro.  Por  último,  la  ley  17,  tít.  1.“,  lib.  10, 
Nov.  Recop.,  después  de  prohibir  bajo  varias  pe- 
nas todo  préstamo  ó venta  al  fiado  de  alhajas  ó 
géneros  que  se  intentare  hacer  á hijos  de  fami- 
lia ó á menores  sin  licencia  de  sus  padres,  tuto- 
res ó curadores,  ó bien  á cualesquiera  otras 
personas  mayores  ó menores  que  no  tengan  tu- 
tor ó curador,  á pagar  cuando  se  casen  ó hereden 
ó tengan  mayor  renta,  declara  que  dichos  con- 
tratos son  nulos  y que  no  quedan  confirmados 
con  el  juramento,  por  ser  contratos  prohibidos 
por  esta  nuestra  ley ; de  que  se  infiere  que  la  ley 
supone  como  regla  general  que  es  nulo  todo 
contrato  prohibido  y nulo  el  juramento  con  que 
piensan  confirmarlo  los  contrayentes. 

5.”  Cuando  se  presta  en  confirmación  de  la 
renuncia  que  uno  hace  de  un  derecho  que  no  le 
es  puramente  personal,  sino  qne  es  común  á to- 
dos los  individuos  de  un  cuerpo,  clase  ó-  estado, 
porque  tal  renuncia  se  considera  nula.  Así  es, 
que  según  el  derecho  canónico,  no  puede  ser 


demandado  el  clérigo  ante  juez  seglar,  por  mas 
que  haya  renunciado  á su  fuero  con  juramento. 
Así  es  también,  que  según  la  opinión  común  de 
los  autores,  no  podia  el  noble  ser  encarcelado 
por  deudas,  aunque  hubiera  renunciado  conju- 
ramento á su  privilegio,  porque  este  había  sido 
concedido  á toda  la  clase. 

Sin  embargo,  la  ley  16,  tít.  11;  las  59  y 60,  tí- 
tulo 18,  Part.  3.a;  la  56,  tít.  5.°,  Part.  5.a,  y la  6.", 
tit.  19,  Part,  6.",  quieren  que  sea  válida  y tenga 
cumplido  efecto  ia  renuncia  jurada  que  un  me- 
nor de  veinticinco  años  y mayor  de  catorce  hi- 
ciere en  cualquiera  contrato  del  beneficio  legal 
de. la  restitución  in  integnm,  aunque  este  bene- 
ficio es  común  á toda  la  clase  ó estado  de  los 
menores.  Mas,  en  primer  lugar,  esta  dispoaiciou 
sobre  la  fuerza  del  juramento  del  menor,  debe 
entenderse  tan  solo  del  menor  que  no  tiene  cu- 
rador, como  se  advierte  en  la  ley  39,  tít.  18,  Par- 
tida 3.",  ó del  que  teniéndole  se  obliga  con  su 
otorgamiento,  pero  no  del  menor  que  teniendo 
curador  se  obliga  sin  intervención  de  este,  pues 
tal  obligación  es  nula  en  cuanto  sea  perjudicial 
al  menor,  segun  lo  dispuesto  por  las  leyes  4."  y 
5.a,  tít.  11,  Part.  5.*,  y de  consiguiente,  según  la 
ley  56,  tít.  5.”  de  la  misma  Partida  5.a,  no  puede 
surtir  en  ella  efecto  alguno  el  juramento.  En 
segundo  lugar,  se  ha  declamado  tanto  por  los 
jurisconsultos  contra  los  efectos  civiles  dados  al 
juramento  con  que  el  menor  renuncia  su  privi- 
legio (porque  efectivamente,  el  que  le  induzca  á 
hacer  un  contrato  que  le  sea  perjudicial,  le  in- 
ducirá con  la  misma  facilidad  á confirmarlo  con 
dicho  juramento),  que  ya  el  doctor  D.  Juan  Sala 
decía  en  su  Ilustración  del  Derecho  real  de  Espa- 
ña, que  veia  con  gusto  su  inobservancia,  V.  Mu- 
jer casada. 

6 0 Cuando  se  hace  en  perjuicio  del  derecho 
de  un  tercero:  ley  8.a,  tít.  l.°,  Part.  4.*  Así  es,  que 
si  habiendo  alguno  contraido  esponsales  con 
una  mujer,  los  contrajere  después  con  otra,  con- 
firmándolos con  juramento,  no  valdrán  los  se- 
gundos, aunque  jurados,  sino  solamente  los  pri- 
meros, porque  el  juramento  no  es  capaz  de  ex- 
tinguir ó anular  el  derecho  que  la  primera  mu- 
jer había  adquirido:  dicha  ley  8.a  Así  es  también, 
que  el  que  tiene  hijo,  nieto  ú otro  descendiente 
legítimo,  no  puede  confirmar  con  el  juramento 
la  disposición  que  hiciere  á favor  de  otras  per- 
sonas en  mas  de  la  quinta  parte  de  sus  bienes, 
porque  las  cuatro  quintas  forman  la  legítima  á 
que  aquellos  tienen  derecho:  ley  1.a,  tít.  4.°,  li- 
bro 4.”  del  Fuero  Juzgo;  ley  7.a,  tít.  12,  y ley  10, 
tít.  5.°,  lib.  3.°  del  Fuero  Real.  Es  igualmente 
nulo  el  juramento  que  uno  hiciere  contra  las 
disposiciones  de  la  ley  que  tienen  por  objeto 
asegurar  los  intereses  de  terceras  personas;  y 
así  seria  inútil  la  convención  jurada  que  alguno 
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hiciese  de  que  valiera  contra  cualquier  tercero 
una  hipoteca  sin  tomarse  razón  de  ella  en  el  ofi- 
cio del  ramo. 

7.°  Cuando  fuere  arrancado  por  fuerza  ó mie- 
do ó engaño:  ley  11,  tít.  5.°,  lib.  2°  del  Fuero 
Juzgo;  ley  2.’,  tít.  12,  lib.  2.°  del  Fuero  lteal; 
ley  56,  tít.  5.",  y ley  28,  tít.  11,  Part.  5.a  «Otrosí 
mandamos,  dice  la  ley  del  Fuero  Real,  que  nin- 
gún juramento  que  orne  fíciere  sobre  cual  cosa 
quier  por  fuerza, , ó por  miedo  de  su  cuerpo  ó de 
su  aver  perder,  non  vala.»  «Por  miedo  ó por 
fuerza , comprando  ó vendiendo  algún  home  cosa 
de  otro,  dice  la  citada  ley  56,  non  debe  valer, 
ante  decimos  que  debe  seer  desfecha  la  compra, 
si  fuere  probado  que  la  fuerza  et  el  miedo  fue 
atal  que  lo  hobo  de  facer  maguer  le  pesase.  Et 
como  quier  que  tal  véndida  como  esta  fuese  fir- 
mada por  jura  ó por  peños,  ó por  fiadura  ó por 
pena  que  fuese  lii  puesta,  non  debe  valer;  ca 
pues  que  la  compra  ó la  véndida,  que  es  el  prin- 
cipal, non  vale,  non  deben  seer  valederas  las 
otras  cosas  que  fueron  puestas  por  razón  della. 
Por  miedo,  ó por  fuerza  6 por  engaño  quel  fecie- 
sen  prometiendo  un  home  á otro  de  dar  ó de  fa- 
cer alguna  cosa,  añade  la  dicha  ley  28,  maguer 
se  obligue  so  cierta  pena  jurando  de  complir  lo 
que  promete,  decimos  que  non  es  tenudo  de 
complir  la  promisión  uin  de  pechar  la  pena.» 

Es  cierto  que  la  ley  29,  tít.  11,  Part.  3.a,  dice: 
«que  el  que  jura  cosa  guisada  (justa  ó razona- 
ble), non  se  puede  excusar  de  non  la  guardar, 
maguer  diga  que  la  fizo  por  fuerza;»  pero  Gre- 
gorio López  la  explica  de  varias  maneras  para 
concordarla  con  las  otras  que  hemos  citado,  y 
asienta  que  el  juez  secular  puede  obligará  la 
parte  contraria  k que  relaje  el  juramento.  Hugo 
Celso,  en  su  Repertorio,  la  considera  corregida 
por  la  ley  2.a,  tít.  12,  lib.  2.°  del  Fuero  Real,  la 
cual  tiene  mas  vigor  que  la  de  las  Partidas,  por 
no  ser  este  código  sino  subsidiario,  y también 
puede  decirse  que  se  halla  reformada  por  las 
referidas  leyes  de  la  Partida  5.a,  que  son  poste- 
riores. 

Algunos  escritores  de  teología  y de  derecho 
natural,  quieren,  con  Santo  Tomás,  que  se  cum- 
pla la  promesa  jurada  por  respeto  al  juramento, 
y que  después  de  cumplida,  pueda  denunciarse 
á la  justicia  la  violencia  ó el  fraude  para  la  de- 
bida reparación  ; porque  si  la  una  parte  está 
obligada  á cumplir  su  juramento  por  la  razón 
de  que  no  debe  jurarse  el  santo  nombre  de  Dios 
en  vano,  la  otra  está  también  obligada  á resarcir 
los  daños  y perjuicios  que  con  su  fuerza  ó dolo 
hubiere  causado.  Pero,  en  primer  lugar,  seme- 
jante modo  de  ejecutar  el  juramento,  es  una 
verdadera  irrisión;  en  segundo  lugar,  para  que 
un  juramento  sea  obligatorio,  es  necesario  que 
Dios  lo  acepte;  ¿y  podremos  imaginar  que  Dios 


sea  capaz  de  aceptar  un  juramento  que  yo  hago 
á la  fuerza  ó por  el  engaño?  esto  seria  suponer 
que  Dios  sanciona  la  mentira  y la  violencia.  No; 
una  promesa  forzada  ó sacada  por  dolo,  no  pue- 
de producir  obligación  alguna,  y esta  regla  eter- 
na no  es  menos  cierta  ante  Dios  que  ante  los 
hombres.  El  Papa  Celestino  III  (cap.  15,  tít.  24, 
lib.  2.°,  Decret.  Greg.),  hablando  de  los  que  pres- 
tan juramento  contra  su  voluntad  por  conservar 
su  vida  ó sus  bienes,  encarga  que  no  se  les  diga 
expresamente  que  no  lo  observen;  pero  que  si  lo 
despreciaren,  no  por  eso  se  les  ha  de  castigar 
como  reos  de  pecado  mortal.  Efectivamente,  ma- 
yor pecado  cometieron  los  que  usaron  de  la  vio- 
lencia ó el  fraude. 

Aunque  según  se  acaba  de  sentar,  no  es  obli- 
gatorio el  juramento  hecho  por  fuerza,  miedo  ó 
engaño,  sin  embargo,  si  después  el  jurante  cum- 
pliese voluntariamente  y sin  coacción  alguna  su 
promesa,  uo  podría  reclamar  lo  que  en  su  vir- 
tud hubiera  dado  ó hecho:  ley  28,  tít.  11,  y ley 
49,  tít.  14,  Part.  5.a 

8.°  Cuando  se  hubiere  prestado  por  error  que 
boga  nula  la  convención,  porque  no  teniendo 
esta  efecto  alguno,  no  produce  obligación  que  el 
juramento  pueda  confirmar.  V.  Error. 

VI.  El  juramento  en  caso  de  duda  se  hade 
interpretar  estrechamente,  ya  por  la  gravedad 
de  la  obligación  religiosa  que  en  sí  contiene,  ya 
por  el  peligro  de  perjurio;  y de  consiguiente  lo 
que  no  se  ha  expresado  con  claridad  se  entiende 
omitido:  Q uidquid  astringendee  obligationis  es¿, 
id  ni  si  palam  ver  bis  exprimatur , omissum  esse  in- 
telhgendmn  est,  ac  fere  secund-um  vromissorem 
interpretativa",  ley  99,  tít.  l.°,  lib.  45  del  Digesto. 
La  razón  es  que  toda  obligación  se  considera 
odiosa  y que  por  eso  debe  restringirse  mas  bien 
que  ampliarse,  según  la  regla;  Odia  restringí, 
favores  convenit  ampian. 

El  juramento  prestado  generalmente  de  bue- 
na fe  debe  interpretarse  según  la  intención  del 
que  le  hizo,  y uo  ha  de  extenderse  á las  cosas 
en  que  no  pensó,  y que  si  le  hubiesen  ocurrido 
las  habría  exceptuado;  porque  en  una  promesa 
general  no  se  comprenden  aquellas  cosas  espe- 
ciales que  probablemente  no  habrías  prometido 
ó no  habrías  podido  prometer;  in  generali  con- 
cessione  non  venimt  ea,  qnee  quis  non  essel  verisi- 
militer  in  specie  concessurus;  regla  81,  tít.  12,  li- 
bro 5.°,  Sexti.  Decret. 

La  ley  27,  ti t . 12,  Part.  3.a,  dice  expresamente 
que  no  está  uno  obligado  á cumplir  su  juramen- 
to, «si  le  mandasen  tal  cosaque  si  le  fuese  ante 
fecha  entender,  en  ninguna  guisa  non  la  jura- 
ra;» non  enim  extendí  tur  juramentum  ad  incogi- 
laM,  como  añade  Gregorio  López  en  su  glosa. 

Mas  si  el  jurante  prestó  dolosamente  el  jura- 
| mentó  usando  de  palabras  equívocas  ó dudosas 
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con  objeto  de  engañar  á la  otra  parte,  debe  en- 
tonces entenderse  é interpretarse  el  juramento 
seo-un  la  intención  y sana  inteligencia  de  la 
parte  A cuyo  favor  fué  prestado:  Qmcumque  arte, 
verbornm  quisquís  juret,  JDeus,  lamen,  qui  cons- 
cienlice  leslis,  est,  ita  hoe  acipit,  sicut  Ule,  cui 
jwalur,  intelliffit.  Dupliciler  autem  reusfit,  quid 
el  Dei  nomcu  i?i  vanum  assumit,  et  proximum 
dolo  capit ; cap.  9.°,  qua'st.  5,  causa  22,  Decr.  sec. 
pars.  «Si  el  que  da  la  jura  ó el  que  la  face,  dice 
la  ley  29,  tít.  11,  Part.  3.",  metiere  palabra  en- 
gañosa 6 dubdosa,  non  se  debe  entender  fueras 
déla  manera  que  la  entendió  aquel  que  non 
ñzo  el  engaño;  et  de  tal  jura  como  esta  decimos 
que  si  el  engaño  podiere  probar,  que  non  debe 
valer  nin  aprovecharse  della  aquel  que  fizo  ó 
dijo  el  engaño,  nin  se  puede  excusar  que  non 
sea  por  ende  perjuro.»  V.  Interpretación  de  las 
convenciones. 

Vil.  La  obligación  que  nace  del  juramento 
es  absolutamente  personal,  y no  pasa  por  lo  tan- 
to á los  herederos,  aunque  pase  la  obligación 
que  nace  del  contrato  ó promesa.  Así  es,  que  si 
bien  los  herederos  están  obligados  á cumplir  los 
contratos  trasmisibles  de  sus  causantes,  no  in- 
curren sin  embargo  en  perjurio,  aunque  no  los 
cumplan. 

JURAMENTO  DE  CALUMNIA.  El  juramento  que 
hacen  en  el  juicio  tanto  el  actor  como  el  reo,  el 
uno  de  que  no  entabla  la  acción  y el  otro  de  que 
no  opone  la  excepción  por  calumniar  ó vejar  á 
su  adversario  sino  por  la  confianza  que  tiene  en 
la  razón,  derecho  ó justicia  que  le  asiste.  Dícese 
juramento  de  calumnia , esto  es,  juramento  que 
se  presta  para  evitar  la  calumnia,  porque  calum- 
niar en  las  causas  civiles  no  es  otra  cosa  que  ve-  . 
jar  ó molestar  k otros  con  pleitos  infundados,  i 
cavilaciones  ó dilataciones  injustas,  y en  las 
criminales  con  imputación  de  delitos  supuestos: 
ley  233,  D.  de  veri),  signif.,  y ley  1.a;  pár.  I D. 
Ad  A'.  C.  Turpiliamm. 

I.  En  el  juramento  de  calumnia  se  contienen 
cinco  puntos  ó capítulos:  l.%  que  el  uno  y el 
otro  de  los  litigantes  creen  tener  justicia  ó bue- 
na causa;  2.°,  que  cuantas  veces  sean  pregun- 
tados sobre  lo  concerniente  al  pleito,  dirán  la 
verdad;  3.",  que  no  lian  sobornado  ni  soborna-  ! 
rán  al  juez  ni  al  escribano;  4.°,  que  no  se  val- 
drán de  falsas  pruebas  ni  excepciones  fraudu- 
lentas: 5.°,  que  no  pedirán  plazo  maliciosamen- 
te por  prolongar  el  pleito  en  perjuicio  de  su 
contrario : ley  23,  lít.  11,  Part.  3. 4 Estas  cinco 
circunstancias  se  encierran  en  los  versos  si- 
guientes: 

IUwl  jvrelur , quod  lis  sibi  justa  •üidelnr: 

B¿  si  qwxrelur , nerv.m  non  í'rificietur , 

Nil  promütelur ; nec  falsa  probado  delnr ; 

Ut  lis  tardelur , dilatio  milla  petetur. 


Se  ve , pues,  que  el  juramento  de  calumnia  es 
á un  mismo  tiempo  asertorio  y promisorio.  Pero 
rara  vez  se  pide  ni  se  hace  con  especificación  de 
las  cinco  circunstancias  mencionadas;  y aunque 
la  citada  ley  quiere  que  se  preste  después  de  co- 
menzado el  pleito  por  demanda  y por  respuesta, 
se  entiende  hecho  por  el  actor  con  las  palabras 
juro  lo  necesario,  etc.,  que  pone  al  fin  de  su  de- 
manda, y por  el  reo  con  iguales  palabras  que 
pone  al  fin  de  su  contestación;  de  suerte  que  ha 
quedado  reducido  á una  vana  fórmula,  en  que 
no  se  fija  el  interés  ni  aun  el  pensamiento  de  los 
litigantes. 

II.  El  juramento  de  calumnia  debe  prestarse 
una  vez  en  todo  género  de  juicios,  sean  civiles, 
criminales  ó mixtos,  eclesiásticos  ó profanos, 
sumarios  ó plenarios,  y en  cualquiera  de  las 
instancias,  ley  8.a,  tít.  10,  y ley  23,  tít.  11,  Par- 
tida 3.a;  bien  que  ahora  no  puede  exigirse  al  reo 
en  los  criminales,  por  la  misma  razón  que  no  se 
le  toma  al  prestar  sus  declaraciones,  guia  ex 
parte  reí  queelibet  est  honesta  ratio  expediendee  sa- 
lutis.  Sin  embargo,  la  falta  ú omisión  del  jura- 
mento de  calumnia  no  anula  el  proceso,  á no 
ser  que  alguna  de  las  partes  pida  por  dos  veces 
que  la  otra  lo  preste  y esta  no  quisiere  hacerlo; 
pues  en  tal  caso,  no  solo  seria  nulo  el  proceso  y 
la  sentencia  que  eu  él  recayese,  sino  que  el  juez 
incurriría  por  la  prosecución  del  pleito  en  con- 
denación de  costas:  ley  2.a,  tít.  16,  lib.  11,  Noví- 
sima Beeop. 

III.  Deben  prestar  este  juramento  los  liti- 
gantes mismos  en  caso  de  haber  principiado 
ellos  el  pleito;  yen  otro  caso  pueden  prestarle 
sus  apoderados , procuradores  ó defensores  por 
sí  y en  nombre  de  aquellos , con  tal  que  tengau 
al  efecto  poder  especial  y no  de  otra  suerte.  De- 
ben hacerle  asimismo  los  guardadores  de  los 
huérfanos ; y si  estos,  habiendo  entrado  en  la 

! edad  de  la  pubertad,  siendo  de  claro  entendi- 

i miento  y estando  bien  enterados  de  sus  nego- 
cios , hubieren  comenzado  el  pleito  con  otorga- 
miento de  sus  guardadores,  ellos  son  y no  los 
guardadores  los  que  deben  prestarle:  leyes  23  y 
24,  tít.  11,  Part.  3.a 

IV.  El  juramento  de  calumnia  se  introdujo 
con  objeto  de  reprimir  la  temeridad  de  los  liti- 
gantes; y según  la  ley  8.a,  tít.  22,  Part.  3.a,  pro- 
duce el  efecto  de  que  quien  lo  prestó  no  debe  ser 
condenado,  siendo  vencido,  en  las  costas  hechas 
por  el  vencedor,  porque  presume  la  ley  que  por 
el  hecho  de  prestarlo  tenia  buena  fe  y estaba 
persuadido  de  su  justicia  , no  siendo  creíble  que 
de  otro  modo  olvidase  la  salud  de  su  alma.  Pero 
advierte  Gregorio  López  en  la  glosa  2.a  de  dicha 
ley,  que  estóñlebe  entenderse  cuando  no  apa- 
rezca temeridad  en  el  litigante  vencido,  ni  cons- 
te por  otra  parte  su  calumnia;  pues  en  tal  caso 
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la  presunción  de  la  ley  debe  ceder  á otra  mayor 
prueba. 

* En  la  instrucción  para  el  procedimiento  ci- 
vil de  30  de  Setiembre  de  1855,  se  prescribió  que 
en  ninguna  demanda  ni  escrito  se  prestase  jura- 
mento alguno.  La  nueva  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  no  expresa,  en  su  art.  124,  sobre  los  requi- 
sitos que  ha  de  contener  la  demanda,  ni  en  nin- 
gún otro  artículo,  que  se  preste  en  ella  el  ju- 
ramento de  calumnia;  por  lo  que  es  opinión  de 
casi  todos  los  intérpretes,  que  en  el  dia  puede 
omitirse  dicho  juramento;  pues  si  aparece  en  el 
juicio  la  buena  fe  del  litigante,  no  es  necesario 
que  se  asegure  con  una  fórmula  que  muchas 
veces  suele  ser  un  perjurio.  * 

JURAMENTO  DE  MALICIA.  El  juramento  que  uno 
de  los  litigantes  debe  prestar  siempre  que  lo 
pide  su  adversario  por  sospechar  que  obra  con 
malicia  ó engaño  en  alguno  de  los  puntos  ó ar- 
tículos que  ocurren  durante  el  curso  del  pleito. 

El  juramento  de  maliciase  diferencia  del  de 
calumnia:  l.“,  en  que  el  de  malicia  se  puede  pe- 
dir antes  y después  de  contestado  el  pleito,  y el 
de  calumnia  solo  después;  2.“,  en  que  el  de  mali- 
cia se  puede  exig-ir  tantas  veces  cuantas  se  pre- 
sume que  el  colitigante  propone,  dice  ó hace 
maliciosamente  alguna  cosa,  y el  de  calumnia 
no  debe  prestarse  por  una  misma  persona  y en 
una  misma  instancia  sino  una  sola  vez;  3.°,  en 
que  el  de  malicia  se  exig’e  solo  sobre  algunos  ar- 
tículos particulares,  como  cuando  se  teme  que 
el  colitigante  propone  maliciosamente  una  ex- 
cepción ó pide  un  plazo  por  alargar  el  pleito;  y 
el  de  calumnia  se  exige  y hace  sobre  toda  la  cau- 
sa ó negocio  que  se  controvierte.  El  juflámento 
de  malicia  se  acostumbra  poner  en  las  deman- 
das, sus  contestaciones  y en  otros  pedimentos 
que  se  dan  en  el  discurso  del  pleito;  y el  de  ca- 
lumnia solo  en  las  demandas  y contestaciones. 
A.mbos  tienen,  pues,  por  objeto  asegurar  que  no 
se  procede  con  fraude  ó dolo;  pero  el  de  calum- 
nia es  general,  y el  de  malicia  es  especial. 

JURAMENTO  DE  DECIR  VERDAD.  El  juramento  en 
que  uno  se  obliga  á manifestar  lo  que  sabe  por 
percepción  de  los  sentidos  corporales  sobre  el 
punto  ó negocio  de  que  se  le  pregunta. 

I.  Este  es  el  juramento  que  prestan  los  liti- 
gantes cuando  juran  posiciones  ó antes  de  la 
contestación  del  pleito  en  los  casos  prescritos 
por  derecho.  V.  Detnanda  y Posiciones.  Préstanle 
igualmente  los  peritos  ó expertos  cuando  de 
mandamiento  judicial  son  llamados  para  reco- 
nocer una  cosa  litigiosa,  un  daño  ó estrago,  una 
herida,  un  rompimiento  ó fractura,  ó la  especie, 
calidad  y propiedades  de  un  instrumento  ú otro 
objeto  cualquiera,  bien  que  á veces  el  juramen- 
to de  los  peritos  no  es  mas  que  de  creencia.  Véa- 
se Inspección  ocular,  Peritos  y Juicio  criminal- 


párrafos  XX,  XXI  y XXII,  y LXV,  con  su  adi- 
ción, pág.  602,  col.  2.“  Préstanle  asimismo  los 
testigos  que  son  presentados  ó llamados  á de- 
clarar en  las  causas  civiles  ó criminales;  los 
cuales  no  están  obligados  ni  deben  responder 
ni  afirmar  sino  lo  que  real  y verdaderamente 
vieron,  oyeron,  conocieron  y percibieron  por 
sus  propios  sentidos.  V.  Testigos  y Juicio  crimi- 
nal: párrafo  XXXI. 

II.  También  se  hallaba  establecido  que  un 
acusado  á quien  se  iba  átomar  su  confesión,  pres- 
tase juramento  de  decir  verdad  sobre  todo  cuan- 
to se  le  preguntase.  Mas  no  dejando  de  ser  una 
grande  contradicción  entre  las  leyes  y senti- 
mientos naturales  el  exigir  de  un  acusado  el 
terrible  juramento  de  decidir  la  verdad  cuando 
está  mas  interesado  en  ocultarla,  y acreditando 
la  experiencia  que  la  voz  del  interés  sofoca  casi 
siempre  en  el  corazón  humano  la  de  la  religión, 
se  resolvió  por  fin  que  á nadie  se  tome  juramen- 
to en  materias  criminales  sobre  hecho  propio, 
á fin  de  no  colocar  al  hombre  en  la  horrible  al- 
ternativa de  ofender  á DÍ03  ó de  perderse  á sí 
mismo,  de  ser  mal  cristiano  ó mártir  del  jura- 
mento. Ya  lo  habia  determinado  Benedicto  XIII 
en  el  Concilio  romano:  título  13  de  Jurejuran- 
do,  capítulo  2.°  Véase  Juicio  criminal,  párrafos 
XXXVIII  y LXVII. 

JURAMENTO  DECISORIO  DEL  PLEITO.  El  que  la  una 

parte  defiere  ri  ofrece  á la  otra,  obligándose  á 
pasar  por  lo  que  esta  jure,  á fin  de  determinar 
así  sus  diferencias:  ley  9.*,  tít.  11,  Part.  3.a  Llá- 
mase decisorio  del pleito  porque  la  parte  que  lo 
defiere  ó convida  con  él,  consiente  en  que  este 
juramento  decida  la  contestación  tomando  á su 
adversario  por  juez  de  ella  y sometiéndose  4 te- 
ner por  cierto  lo  que  con  juramento  afirme  ó 
declare. 

I.  El  juramento  decisorio  del  pleito  se  divide 
en  voluntario  y judicial:  es  voluntario  ó conven- 
cional el  que  una  de  las  partes  presta  fuera  de 
juicio  y sin  intervención  del  juez  por  pacto  ó 
convenio  con  la  otra;  y es  específicamente  Judi- 
cial el  que  presta  una  parte  en  el  juicio  y con 
aprobación  del  juez  á invitación  de  la  otra.  Llá- 
mase voluntario  ó convencional  el  que  se  presta 
extrajudicial  mente,  porque  depende  de  la  vo- 
luntad de  ambas  partes  y no  de  la  de  una  sola, 
pues  ni  la  parte  á quien  se  defiere  está  obligada 
á prestarle  si  no  quisiere,  ni  la  parte  á quien 
se  devuelve  está  tampoco  obligada  á prestarle 
contra  su  voluntad;  y se  llama  judicial  el  que 
se  presta  en  juicio,  porque  la  intervención  del 
juez  es  de  tal  eficacia  que  la  parte  á quien  se 
defiere  está  obligada  á prestarle  ó á devolverle  á 
la  que  se  lo  defirió  para  que  esta  le  preste,  bajo 
la  pena  de  perder  su  derecho  la  que  se  niegue  á 
ello:  ley  2.a,  tít.  11,  Part.  3.* 
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El  juramento  judicial  puede  decirse  volunta- 
rio en  cuanto  á que  la  parte  á quien  se  defiere 
goza  de  la  libre  facultad  de  prestarle  ó no  pres- 
tarle; pero  se  dice  necesario,  y así  efectivamente 
le  llama  Heinecio,  en  cuanto  á que  si  no  le  pres- 
ta tiene  que  tornarle  ó devolverle  á la  que  se  lo 
defirió,  y esta  no  puede  en  tal  caso  excusarse  de 
su  prestación.  El  juramento  extrajudicial  ó vo- 
luntario, si  bien  es  voluntario  porque  no  puede 
deferirse  ni  devolverse  á ninguna  de  las  partes  . 
contra  su  voluntad,  sin  embargo,  una  vez  acep- 
tado poruña  de  ellas  ó hecho  préviamente  con- 
venio entre  ambas  sobre  su  prestación  se  con- 
vierte en  necesario;  quid  quod  a principio  est  vo- 
luntatis  expost  fado  fit  necesitatis , de  modo  que 
la  aceptante  ó convenida  en  la  aceptación  no 
puede  ya  dejar  de  prestarle,  sin  derecho  á de- 
volverle, según  la  ley  17,  tít.  2.°,  lib.  12,  Dig. 
Jusjwandum  quod  ex  conventione  extra  judiciim 
defertvr,  referri  non  potest. 

El  juramento  extrajudicial  tiene  la  misma 
fuerza  y produce  los  mismos  efectos  que  una 
transacción.  Así  es,  que  si  pidiéndote  yo  una 
cosa  que  me  debes,  convengo  contigo  extraju- 
dicialmentc  en  que  si  juras  que  no  me  la  debes, 
renuncio  desde  luego  á toda  pretensión  sobre 
este  negocio,  y tú  en  efecto  prestas  el  juramen- 
to con  arreglo  á la  convención,  no  hay  duda  nin- 
guna de  que  adquieres  una  excepción  perento- 
ria que  podrás  oponer  á la  demanda  que  yo  in- 
tentase después  por  la  misma  cosa,  aunque  la 
fundara  en  las  pruebas  mas  positivas.  Si  no  es- 
tuviésemos de  acuerdo  sobre  el  hecho  de  la  con- 
vención, ó sobre  el  de  la  prestación  del  jura- 
mento en  los  términos  estipulados,  habría  de 
hacerse  la  prueba  de  uno  y otro  según  las  reglas 
ordinarias,  y el  juez  no  conocerla  en  el  princi- 
pio sino  sobre  la  existencia  del  hecho  en  cues- 
tión; y resultando  comprobada  la  prestación  del 
juramento  en  la  forma  convenida,  tendría  que 
pronunciar  sentencia  definitiva  conforme  al  ju- 
ramento; ley  9,s,  tít.  2.°,  lib.  12,  Dig.,  y ley  2.\ 
tít.  11,  Part.  3.a  Mas  sí  aunque  se  justificase  la 
convención , no  se  acreditase  la  prestación  del 
juramento,  es  claro  que  no  podría  el  juez  deci- 
dir el  litigio  con  arreglo  á un  juramento  qne  no 
se  había  prestado. 

II.  Puede  deferirse  el  juramento  decisorio, 
así  el  judicial  como  el  extrajudicial,  en  cual- 
quiera especie  de  controversia,  tanto  en  las  ac- 
ciones reales  como  en  las  personales,  así  sobre 
las  demandas,  como  sobre  las  excepciones,  y no 
solo  en  los  pleitos  civiles  sino  también  en  aque- 
llas causas  criminales  en  que  cabe  avenencia 
de  las  partes,  porque  este  juramento  surte  los 
mismos  efectos  que  una  transacción:  leyes  10, 12, 

13  y 18,  tít.  11,  Part.  3.';  bien  que  como  eu  el  dia  ¡ 
á nadie  puede  tomarse  juramento  en  materias 


criminales  sobre  hecho  propio,  parece  que  tam- 
poco podrá  convidarse  con  él  á un  acusado  po- 
niéndole en  la  necesidad  de  prestarle  6 devol- 
verle. 

Por  general  que  sea  el  principio  de  que  el  ju- 
ramento decisorio  tiene  lugar  en  cualesquiera 
controversias,  no  deja  por  eso  de  estar  sujeto  á 
algunas  limitaciones.  Así  que,  en  las  causas  de 
divorcio  no  puede  deferirse  este  juramento  por 
el  marido  á la  mujer  ni  por  la  mujer  al  marido 
sobre  los  hechos  alegados,  porque  esto  podria 
dar  lugar  á que  la  separación  se  hiciese  por  mu- 
tuo consentimiento,  lo  cual  está  prohibido,  como 
puede  verse  en  la  palabra  Divorcio.  Tampoco 
puede  deferirse  sobre  una  demanda  de  pago  de 
alguna  de  aquellas  deudas  procedente  de  juego 
que  según  la  ley  no  son  exigibles;  porque  aun- 
que sea  reconocida  la  deuda  con  juramento,  no 
por  eso  el  acreedor  adquiere  derecho  al  pago;  ni 
sobre  los  actos  y convenciones  en  que  se  hubie- 
sen omitido  las  formalidades  que  para  su  vali- 
dez ó prueba  estuvieren  prescritas  por  las  leyes; 
porque  el  juramento  de  su  celebración  no  puede 
darles  el  valor  de  que  carecen;  ni  al  que  invoca 
uDa  excepción  perentoria  que  destruye  la  ac- 
ción y acaba  el  litigio,  como  por  ejemplo,  al 
que  tiene  á su  favor  una  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada;  porque  entonces  el 
juramento  seria,  además  de  inútil,  puramente 
vejatorio ; ni  al  que  hace  una  prueba  completa 
de  su  derecho. 

III.  No  puede  deferirse  el  juramento  sino  so- 
bre un  hecho  que  sea  personal  ó concerniente  á 
la  parte  á quien  se  defiere:  leyes  10,  12  y 13,  tí- 
tulo llfPart.  3.’,  y leyes  1.*  y4A,  tít.  12,  lib.  2.°, 
del  Fuero  Real.  Bien  puede,  sin  embargo,  defe- 
rirse á uno  el  juramento  sobre  un  hecho  ajeno 
de  que  él  debe  responder,  como  por  ejemplo,  á 
un  heredero  sobre  una  deuda  ó pago  ú otro  he- 
cho del  difunto,  no  precisamente  sobre  el  hecho 
en  sí  mismo,  sino  sobre  la  noticia  ó conocimiento 
que  de  él  tuviese;  porque  este  conocimiento  es 
una  cosa  que  le  es  personal  ó le  concierne,  pues 
que  en  el  caso  propuesto  pudo  saber  el  hecho  ó 
la  deuda  6 el  pago  de  boca  de  su  causante,  ó 
haber  encontrado  después  entre  sus  papeles  al- 
guna nota,  asiento  ó apunte  que  lo  mencione. 
Defiriéndole  el  j uramento  judicial  en  estos  tér- 
minos, está  obligado  á prestarle  ó á devolverle; 
si  le  presta  afirmando  que  no  sabe,  ni  cree,  ni 
oyó  decir  al  difunto,  ni  encontró  entre  sus  pape- 
les cosa  alguna  relativa  á lo  que  se  le  pregunta, 
debe  dársele  por  quito;  y si  en  caso  de  duda  ó 
incertidumbre  le  presta  según  lo  que  sepa  ó le 
resulte,  no  por  eso  suministrará á su  adversario 
una  excepción  contra  sí  mismo:  ley  II,  tít.  11, 
Part,  3.’,  y ley  1.',  tít.  12,  lib.  2.°  del  Fuero  Real. 

IV.  No  puede  deferir  ni  aceptar  el  juramento 
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decisorio,  enjuicio  ni  fuera  de  juicio,  el  menor 
de  veinticinco  años , ni  el  hijo  de  familias  en 
cuanto  al  peculio  profecticio,  ni  el  loco  ó des- 
memoriado, ni  el  pródigo  á quien  se  hubiere 
prohibido  la  administración  de  sus  bienes,  á no 
ser  con  autorización  de  la  persona  en  cuya  po- 
testad ó guarda  se  hallaren  constituidos.  Si  á 
pesar  de  la  prohibición  de  la  ley,  defiere  alguno 
de  estos  el  juramento  sin  la  expresada  autoriza- 
ción , no  valdrá  la  sentencia  que  á virtud  de  tal 
juramento  se  diere  en  perjuicio  suyo;  pero  si  el 
adversario  se  lo  defiere  á ellos,  valdrá  lo  que  es- 
tos juraren  en  su  propia  utilidad,  pues  que  el 
adversario  se  allanó  á pasar  por  esta  prueba: 
leyes  3.*  y '7.a,  tit.  11,  Part.  3/  V.  Menor. 

Los  tutores  y demás  que  administran  cosas  de 
otro  con  autoridad  de  la  ley,  no  pueden  deferir 
el  juramento  sino  solo  en  el  caso  de  que  no  pue- 
dan haber  prueba  de  testigos  ni  de  instrumen- 
tos y de  que  el  pleito  sea  dudoso:  ley  9.a,  tít.  11,  i 
Part.  3.'  V.  Tutor. 

El  procurador  ó mandatario  no  puede  deferir 
el  juramento  sin  poder  especial,  ó sin  poder  li- 
bre y cumplido  que  le  confiera  facultad  para 
hacer  todo  lo  que  en  el  negocio  podría  hacer  el 
poderdante,  ó á no  ser  que  la  causa  pertenezca  ■ 
al  mismo  mandatario  por  haber  sido  nombrado 
procurator  in  re?n  suam  á virtud  de  venta,  cesión 
ó subrogación  que  se  le  hubiere  hecho;  de  modo 
que  fuera  de  estos  tres  casos  no  aprovecharía  el 
juramento  al  adversario  que  lo  hiciese,  ni  per- 
judicaría al  dueño  del  pleito:  ley  4.a,  tít.  11, 
Part.  3.* 

V.  El  juramento  decisorio  tiene  lugar  en 
cualquier  estado  de  la  causa,  antes  de  pronun- 
ciarse la  sentencia  (ley  22,  al  fin,  tit.  11,  Parti- 
da 3.a);  y no  solamente  en  el  juicio  de  primera 
instanciat  sino  también  en  el  de  apelación,  pues 
que  si  en  uno  y otro  pueden  transigir  los  liti- 
gantes, es  claro  que  en  ambos  podrán  igual- 
mente deferirse  un  juramento  que  equivale  á 
una  transacción. 

* Conforme  á esta  doctrina,  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  en  su  art.  292,  dispone  que  todo 
litigante  está  obligado  á declarar  bajo  juramen- 
to en  cualquier  estado  del  juicio,  contestada  que 
sea  !a  demanda,  hasta  la  citación  para  definiti- 
va, cuando  así  lo  exigiere  el  contrarío.  Y.  Co?i- 
fesion.  * 

VI.  Como  nadie  mejor  que  la  parte  interesa- 
da puede  saber  la  certeza  de  los  hechos  sobre 
que  ha  de  recaer  el  juramento  que  se  le  defiere, 
y como  la  delación  de  este  viene  á ser  una  espe- 
cie de  transacción,  según  se  ha  indicado,  ella  es 
la  que  en  rigor  debe  prestarle  personalmente, 
aunque  tenga  quien  la  represente  en  el  juicio,  á 
no  ser  que  haya  dado  á su  representante  poder 
especial  ó cumplido  para  prestarle. 


El  auto  en  que  se  apruebe  la  delación  del  ju- 
ramento en  juicio,  ha  de  enunciar  los  hechos  so- 
bre que  este  ha  de  recaer.  El  juramento  ha  de 
prestarse  personalmente  por  la  parte  ante  el  juez 
ó tribunal  de  la  causa;  yen  caso  de  impedimen- 
to legítimo,  podrá  prestarse  ante  el  juez  que  el 
tribunal  comisionare  al  efecto,  y que  deberá  pa- 
sar con  el  escribano  á la  casa  del  que  haya  de 
prestarle.  Si  el  litigante  á quien  se  ha  deferido 
el  juramento  se  hallare  á larga  distancia,  podrá 
disponer  el  juez  ó tribunal  que  lo  preste  ante  el 
j uez  del  lugar  de  su  residencia,  remitiendo  á este 
para  ello  el  competente  exhorto.  En  todos  los 
casos  debe  hacerse  el  juramento  con  citación  de 
la  otra  parte:  ind.  de  la  ley  23  al  fin,  tít.  11, 
Part.  3.a 

* La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  requiere 
esta  citación:  véanse  los  arts.  293  al  298.  * 

La  prestación  del  juramento  debe  hacerse  con 
la  fórmula  y solemnidad  que  se  ha  expresado  en 
la  palabra  Juramentar,  según  la  clase,  estado  ó 
creencia  de  la  persona  que  haya  de  hacerla. 

VII.  La  parte  á quien  se  defiere  el  juramento 
con  aprobación  del  juez,  debe  prestarle  ó devol- 
verle á la  que  lo  defirió  para  que  esta  le  preste; 
esto  es,  debe  hacerle  por  sí  para  que  la  otra  ten- 
ga que  pasar  por  él,  ó consentir  en  que  la  otra 
lo  haga  y acomodarse  4 lo  que  esta  jure,  sin  que 
pueda  prescindir  de  una  de  las  dos  cosas;  pues 
en  caso  de  rehusarlas  ambas  , se  le  tendrá  por 
confeso  y perderá  su  derecho,  porque  manifiesta 
con  su  resistencia  la  injusticia  de  su  demanda  ó 
excepción,  á no  ser  que  tenga  justa  causa  para 
rehusar  uno  y otro  partido:  ley  2.a,  tít.  11,  Par- 
tida 3.a,  con  la  glosa  9.a  de  Gregorio  López,  y 
ley  5.a,  tít.  12,  lib.  2.°  del  Fuero  Real. 

De  la  misma  manera,  si  la  parte  á quien  se 
defiere  el  juramento  le  devuelve  á ia  que  se  lo 
defirió,  tendrá  esta  la  obligación  de  prestarle, 
por  ser  ella  la  primera  que  eligió  el  medio  de 
terminar  el  pleito  por  juramento,  y no  ser  justo 
que  pueda  rehusar  lo  mismo  que  ella  había  pro- 
puesto; y si  se  negare  á ello,  debe  dársela  por 
vencida:  ley  2.a,  tít.  11,  Part.  3.a 

Luego  que  la  parte  á quien  se  ha  deferido  el 
juramento,  le  acepta  ó declara  que  se  halla  dis- 
puesta á prestarle,  no  puede  ya  deferirle  ó de- 
volverle, porque  con  el  hecho  de  la  aceptación 
queda  perfeccionado  el  pacto;  y así,  ó presta  el 
juramento,  ó sucumbe  en  su  demanda  ó excep- 
ción: ley  8.a,  tít.  11,  Part.  3.a 

No  puede  deferirse  ó devolverse  el  juramento, 
cuando  el  hecho  sobre  que  recae  no  es  común  á 
las  dos  partes,  sino  puramente  personal  á aque- 
lla á quien  el  juramento  se  habia  deferido.  Así 
es  que  si  habiendo  yo  heredado  á mi  tio,  y pre- 
tendiendo que  tú  le  debías  1,000  rs.  que  te  habia 
prestado,  te  defiero  el  juramento  sobre  este  he- 
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cho,  no  podrás  tú  devolvérmele,  porque  es  posi- 
ble que  yo  tenga  conocimiento  de  este  hecho,  y 
que,  sin  embargo,  no  pueda  afirmarlo  bajo  jura- 
mento, por  no  serme  personal. 

Así  la  parte  que  ha  deferido  el  juramento,  como 
la  que  le  devuelve,  no  puede  ya  retractarse  lue- 
go que  la  contraria  ha  declarado  que  se  halla 
pronta  á prestarle  (ley  8.\  tít.  11,  Part.  3.a);  por- 
que desde  el  momento  de  la  aceptación,  como 
que  se  verifica  el  concurso  de  la  voluntad  de 
ambas  partes,  queda  formado  un  contrato  que 
no  puede  revocarse  por  la  voluntad  de  una  sola. 
Mas  antes  de  la  aceptación  de  la  parte  á quien 
se  defirió  el  juramento,  puede  arrepentirse  y re- 
tractarse la  que  se  le  deferió,  y ya  no  podrá  en 
tal  caso  deferírsele  después:  dicha  ley  8.a  Por  la 
misma  razón,  si  el  que  ha  devuelto  el  juramento 
se  retractare  antes  que  el  adversario  que  se  le 
habia  deferido  declare  que  está  pronto  á hacer- 
le, puede  prestarle  él  mismo,  con  tal  que  notifi- 
que su  arrepentimiento  antes  de  declarar  el  ad- 
versario su  aceptación. 

YIII.  Una  vez  hecho  por  cualquiera  de  las 
partes,  judicial  ó extrajudiciaiinente,  el  jura- 
mento deferido  ó devuelto,  queda  decidida  la 
cuestión,  se  da  fin  al  pleito,  y se  cierra  la  puerta 
á todo  recurso;  ni  aun  cabe  prueba  de  falsedad 
del  juramento,  aunque  después  se  hallaren  ins- 
trumentos que  la  demuestren ; porque  quien 
consintió  en  deferir  ó devolver  el  juramento  á su 
adversario,  contrajo  la  obligación  de  pasar  irre- 
vocablemente por  lo  que  este  afirmase,  aun 
cuando  su  afirmación  jurada  fuese  falsa,  que- 
dando reservado  á solo  Dios  el  castigo  de  la  men- 
tira y del  perjurio:  leyes  12,  14,  16,  25  y 26,  títu- 
lo 11,  Part.  3.a,  y ley  9.a,  tít.  14,  Part.  5.a  Efecti- 
vamente, el  juramento  decisorio  tiene  fuerza  de 
transacción  y sentencia  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada:  Jusjurandum  spccicm  transactionis 
confine t ; ley  2.a,  tít.  2.°,  lib.  12  del  Digesto.  Jus- 
jurandum vicem  reijudicata  oliineí,  non  inmé- 
rito, cum  ipse  quis  judicem  adversarium  suuu  de 
causa  sua  fecerit,  deferendo  ei  jusjurandum ; ley 
1.a,  tít,  G.°,  lib.  44  del  Digesto. 

* Las  declaraciones  que  se  prestaren  por  el 
litigante  bajo  juramento  decisorio,  se  dice  en  el 
art.  294  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  harán 
prueba  plena,  no  obstante  cualesquiera  otras. 
V.  Confesión ..  * 

Todavía  tiene  mas  fuerza  el  juramento  deciso- 
rio que  la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada:  Jusjurandum...  majorera  halet  auctori- 
tatem  quam  res  judicata:  ley  2.a,  tít.  2.',  lib.  12, 
D.  Así  es  que  si  la  parte  que  en  virtud  de  su  fal- 
so juramento  quedó  libre  de  una  deuda,  la  pa- 
gase después  por  olvido  de  lo  que  habia  jurado, 
podría  recobrarla  por  haber  pagado  lo  que  ya 
legalmente  no  debía;  pero  si  habiendo  quedado 


absuelta  de  ella  por  sentencia  judicial  á resultas 
de  no  haberla  probado  el  acreedor,  la  satisfa- 
ciese posteriormente  por  olvido  de  la  sentencia 
ú otra  razón,  no  podría  ya  repetirla  de  modo  al- 
guno, aunque  alegase  que  habia  pagado  por 
error  cosa  que  no  debía,  «porque  en  tal  caso 
como  este  la  verdad  liá  mayor  fuerza  que  el  jui- 
cio, de  manera  que  aquel  que  es  debdor  de  otri 
verdaderamente,  maguer  sea  ende  quito  por 
sentencia,  siempre  finca  segunt  derecho  natural 
debdor  de  lo  que  debie:»  ley  16,  tít.  11,  Part.  3.a 

Y no  solamente  el  j uramento  prestado  por  la 
parle  á quien  se  defirió  ó se  devolvió  produce 
prueba  completa  en  favor  de  lo  que  se  juró,  sin 
que  se  admita  prueba  en  contrario,  sino  que 
también  la  resistencia  de  cualquiera  de  las  par- 
tes á prestar  el  juramento  en  los  casos  en  que 
debe  hacerlo , según  lo  que  mas  arriba  queda 
explicado,  produce  igualmente  prueba  completa 
en  favor  de  la  otra  parte , sin  que  tampoco  se 
admita  prueba  en  contrario  acerca  del  hecho 
que  se  ventila  (leyes  2.a  y 8.a,  tít.  11,  Part.  3.a); 
que  según  dice  la  ley  38,  tít.  2.°,  lib.  12,  del  Di- 
gesto, Manifesté  turpitudinis , et  confesionis  est, 
nolle  nec  jurare , nec  jusjurandum  referre. 

* Si  el  litigante  se  negare  á declarar,  el  juez 
le  apercibirá  en  el  acto  de  tenerle  por  confeso  si 
persistiere  en  su  negativa,  según  se  previene  en 
el  art.  295  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y si 
rehusare  declarar  ó persistiere  en  no  responder 
afirmativa  ó negativamente,  á pesar  del  aperci- 
bimiento que  se  le  haya  hecho,  podrá  ser  tenido 
por  confeso,  si  se  pidiere  inmediatamente  y sin 
esperar  á la  sentencia  definitiva:  art.  297.  * 

IX.  El  juramento  decisorio,  sea  judicial  ó ex- 
trajudicial, aprovecha  á la  parte  que  le  presta  y 
á sus  sucesores , ya  sean  generales  ó universa- 
les por  razón  de  testamento  ó abiutestato,  ya 
particulares  ó singulares  por  razón  de  legado, 
donación,  compra  ú otro  título  semejante;  y 
perjudica  á la  parte  contra  quien  se  presta,  é 
igualmente  á sus  sucesores  de  las  mencionadas 
clases:  ley  17,  tít.  11,  Part.  3.a 

El  j uramento  hecho  ó deferido  por  uno  de  dos 
ó mas  deudores  solidarios  sobre  la  deuda  ú obli- 
gación mancomunada,  aprovecha  ó perjudica  á 
los  condeudores  ó socios  en  la  obligación ; y del 
mismo  modo,  el  juramento  hecho  ó deferido  por 
uno  de  dos  ó mas  acreedores  solidarios  sobre  la 
deuda  ú obligación  á que  todos  tienen  un  dere- 
cho común , aprovecha  ó daña  á los  co-acreedo- 
res  ó compañeros  en  el  derecho:  d.  ley  17. 

El  juramento  hecho  por  el  deudor  principal 
aprovecha  á su  fiador,  y el  del  fiador  al  deudor, 
con  tal  que  recaiga  sobre  la  deuda ; pues  si  el 
juramento  del  fiador  no  recae  sino  sobre  ¡a  fian- 
za, solo  aprovechará  al  mismo  fiador  y no  al 
deudor  principal:  d.  ley  17. 
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X.  En  la  práctica  no  se  presenta  sino  rara 
vez  el  caso  del  juramento  decisorio  en  juicio  ni 
fuera  de  juicio,  porque  no  siendo  tan  pura  la 
moral  ni  tan  fuertes  las  creencias  como  en  lo 
antiguo,  nadie  quiere  abandonar  la  decisión  de 
sus  intereses  á la  conciencia  de  su  adversario; 
y así  lo  mas  común  y casi  constante  es  que  los 
litigantes,  aun  cuando  exigen  que  jure  su  ad- 
versario al  tiempo  de  declarar  sobre  las  posicio- 
nes que  presentan , lo  hacen  con  la  cláusula  de 
que  sea  bajo  de  juramento  no  deferido , á que  pro- 
testan estar  solo  en  lo  favorable , y con  reserva  de 
otra  prueba-,  cláusula  que  ha  llegado  á hacerse 
formularia.  V.  Posiciones  y Perjurio. 

JURAMENTO  ESTIMATORIO  DECISORIO  EN  EL  PLEI- 
TO. Este  j uramento,  que  en  el  derecho  romano 
se  llama  juramentum  m liten,  es  el  que  por  falta 
de  otra  prueba  exige  el  juez  al  actor  sobre  el  va- 
lor ó estimación  de  la  cosa  que  demanda,  para 
determinar  la  cantidad  en  que  ha  de  condenar 
al  reo. 

I.  Diferénciase  este  juramento  del  decisorio 
del  pleito,  en  que  por  este  último  se  decide  el 
negocio  principal  que  se  ventila,  y por  aquel 
solo  el  incidente  ó circunstancia  de  la  estima- 
ción de  lo  demandado. 

El  decisorio  del  pleito  recae  sobre  la  existencia 
ó inexistencia  de  la  deuda;  y el  decisorio  en  el 
pleito  sobre  la  cantidad  de  ella. 

Está  también  comprendido  el  juramento  in 
litem  bajo  la  denominación  de  juramento  suple- 
torio, y es  en  efecto  una  especie  de  este  último, 
pues  que  ambos  se  defieren  por  el  juez  por  via 
de  prueba;  pero  el  juramento  in  litem  puede  de- 
ferirse por  falta  absoluta  de  prueba  y recae  so- 
lamente sobre  un  incidente  del  pleito,  al  paso 
que  el  supletorio  estrictamente  tomado  no  puede 
deferirse  sino  por  insuficiencia  de  la  probanza 
hedía,  y recae  regularmente  sobre  lo  principal, 
y rara  vez  sobre  un  incidente  ó circunstancia 
especial  que  ocurra , además  de  que  el  primero 
se  defiere  solo  al  actor  y el  segundo  á cualquie- 
ra de  los  litigantes. 

II.  El  juramento  estimatorio  ó decisorio  en 
el  pleito  se  subdivide  en  juramento  sobre  la  esti- 
mación real  de  la  cosa  , juramento  sobre  la  afec- 
ción , y juramento  sobre  el  perjuicio. 

III.  El  j uramento  sobre  la  estimación  real  de 
la  cosa,  es  el  que  se  defiere  por  el  juez  y se  pres- 
ta por  el  actor  sobre  la  verdadera  estimación  ó 
valor  común  de  una  cosa  que  el  reo  debe  resti- 
tuir ó presentar  y deja  de  hacerlo  por  culpa  6 
malicia.  Supongamos,  por  ejemplo,  que  has 
prestado  á Pedro  un  caballo , ó le  has  entregado 
en  depósito  un  cofre  cerrado  con  varias  cosas 
dentro,  y que  el  uno  ó el  otro  ha  perecido  ó se 
ha  perdido  por  su  culpa  ó dolo,  si  no  es  posible 
averiguar  de  otro  modo  el  valor  del  depósito  ó 
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del  caballo,  habrá  el  juez  de  pedirte  que  afirmes 
con  juraménte  cuánto  valia  justamente  el  pri- 
mero ó el  segundo  y condenar  á Pedro  á su  sa- 
tisfacción. Lo  mismo  será  si  Pablo  te  ha  sacado 
á la  fuerza  ó con  engaño  alguna  cosa  que  des- 
pués no  aparece,  ó te  ha  causado  algún  daño  en 
tus  bienes,  y no  hay  otro  medio  de  acreditar  su 
importe:  ley  5.%  tít.  11,  Part.  3.*,  leyes  del  títu- 
lo 3.°,  lib.  12,  Dig.  y ley  9.*,  tít.  4.°,  lib.  8.”,  del 
Código. 

IX.  Juramento  sobre  la  afección  de  la  cosa  es 
el  que  se  defiere  por  el  juez  y se  presta  por  el 
actor,  no  solo  sobre  la  verdadera  estimación  ó 
justo  valor  de  la  cosa  que  se  le  ha  quitado  ó des- 
truido á la  fuerza  ó con  dolo,  sino  también  sobre 
el  valor  correspondiente  al  aprecio  que  hacia  de 
ella  por  alguna  razón  ó circunstancia  particular 
que  le  movi a á conservarla.  Si  uno,  por  ejemplo, 
se  te  lleva  ó te  destruye  á la  fuerza  ó con  dolo 
un  retrato  que  apreciabas  mucho  por  ser  de  tu 
madre  ú otra  persona  querida,  ó un  libro  que 
conservabas  con  mucho  cuidudo  por  haberle 
puesto  tú  mismo  notas  y observaciones  manus- 
critas que  te  habían  costado  no  poco  trabajo, 
justo  será  que  te  satisfaga,  no  solo  el  valor  del 
retrato  ó del  libro  sino  también  el  precio  de  la 
afección  particular  que  tú  le  tenias;  y como 
nadie  es  capaz  de  determinar  el  precio  de  esta 
afección  sino  tú  mismo , habrá  de  disponer  el 
juez  que  lo  regules  con  juramento  afirmando 
que  por  tanta  ó tanta  cantidad  no  querrías  haber 
menos  la  cosa  que  demandas : ley  5.*,  tít.  11,  Par- 
tida 3.",  y ley  I.1,  tít.  3.°,  lib.  12.,  Dig. 

V.  Juramento  sobre  el  perjuicio,  ó sobre  el 
interés  singular,  como  dicen  los  prácticos,  es  el 
que  se  defiere  por  el  juez  y se  presta  por  el  actor, 
no  solo  ó no  precisamente  sobre  el  valor  real  de 
la  cosa  de  que  este  ha  sido  privado  ó que  no  se 
le  ha  devuelto  á su  tiempo  por  dolo  ó culpa  del 
reo , sino  también  ó especialmente  según  el  caso 
sobre  los  daños  y perjuicios  que  la  pérdida  ó la 
retención  de  la  tal  cosa  haya  podido  ocasionarle. 
Así  que,  si  tú  privas  dolosamente  á un  arriero 
ó porteador  de  las  caballerías  con  que  hacia  el 
tragin,  podrá  el  juez  deferirle  el  juramento,  no 
solo  sobre  el  valor  de  las  caballerías,  sino  tam- 
bién sobre  los  perjuicios  que  por  tal  privación 
se  le  siguieron  , esto  es , sobre  el  importe  de  las 
ganancias  que  dejó  de  hacer.  Así  es,  igualmen- 
te , que  si  tú  hubieses  depositado  en  mi  poder 
una  cantidad  de  dinero  por  cierto  tiempo  deter- 
minado y dejando  yo  de  hacerte  por  culpa  ó dolo 
su  restitución  al  plazo  asignado,  sufres  tú  á ins- 
tancia de  un  acreedor  tuyo  alguna  pena  pecu- 
niaria ó la  venta  de  tus  bienes  ó te  ves  en  la 
necesidad  de  comprar  después  á precio  mas  alto 
tus  provisiones,  podrá  asimismo  el  juez  pedirte 
que  fijes  bajo  de  juramento  el  tanto  á que  su- 
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ben  los  indicados  daños  y perjuicios  que  rui  cul- 
pable dilación  ó morosidad  te  ha  ocasionado:  ley 
5.a.  tít.  11,  Part.  3.*,  y ley  3.*,  tít.  3.%  lib.  12  del 
Digesto.  V.  Daños  y perjuicios. 

V.  El  juramento  decisorio  en  el  pleito,  de  cual-  ■ 
quiera  especie  que  sea,  tiene  lugar  en  los  plei-  . 
tos  en  que  se  trata  de  restitución  de  cosaque  no 
aparece  y cuyo  valor  se  ignora  ; no  puede  ser 
deferido  sino  cuando  no  hay  otro  medio  de  pro- 
bar la  estimación  de  la  cosa,  ó del  daño  padeci- 
do ó de  los  perjuicios  ocasionados;  pues  nunca 
es  justo  sino  en  caso  de  necesidad  abandonar  la 
prueba  al  arbitrio  ó conciencia  del  interesado; 
ha  de  ser  deferido  por  el  juez  al  actor  precisa- 
mente y no  al  reo ; y siendo  aquel  menor  de  ca- 
torce años,  loco,  desmemoriado  ó pródigo,  á su 
tutor,  curador  ó guardador;  y ha  de  hacerse 
ante  el  juez  con  citación  del  reo  ó demandado: 
leyes  citadas. 

VII.  Como  el  actor  podria  hacer  una  regula- 
ción exagerada  del  objeto  del  litigio  si  esta  que- 
dase absolutamente  abandonada  á lo  que  qui- 
siere afirmar  aquel  en  su  juramento,  se  halla 
establecido  por  la  ley,  ne  juretin  inmensunipe- 
tiior , que  el  juez,  atendiendo  al  grado  de  con- 
fianza que  merece , á su  estado  y calidad  y á la 
naturaleza  y circunstancias  del  negocio,  le  pres- 
criba y determine  la  cantidad  hasta  cuya  con- 
currencia pueda  ser  creído,  y luego  le  exija  el 
juramento,  al  cual  habrá  de  conformarse  en  la 
sentencia,  no  siendo  la  valuación  hecha  en  él 
superior  á la  tasa  ó á los  limites  que  le  hubiere 
puesto:  ley  5.',  tít.  11,  Part.  3.a,  ley  4.a,  tít.  3.a, 
lib.  12,  Dig.  y ley  9.*,  tít.  4.”,  lib.  8.a  del  Cód. 

VIII.  Resistiéndose  el  tutor  ó curador  á dar 
cuentas  de  su  tutela  ó curaduría,  después  de 
acabada,  ó á entregar  los  bienes  ó los  títulos  de 
pertenencia,  ó á manifestar  el  inventario,  ó á 
resarcir  los  daños  y perjuicios  que  por  su  dolo  ó 
culpa  se  bubiesen  ocasionado  en  dichos  bienes, 
puede  el  menor  que  sea  adulto  prestar  contra  él 
juramento  in  litan,  aunque  sea  sobre  la  afección 
ó sobre  el  perjuicio,  prévia  la  tasa  del  juez,  en 
la  forma  expresada  en  el  párrafo  antecedente; 
pero  no  podrá  prestarle  contra  los  herederos  sino 
por  hechos  propios  de  ellos,  ó en  caso  de  haber 
contestado  el  tutor  ó curador  la  demanda  antes 
de  su  fallecimiento:  ley  6.a,  tít.  11,  Part.  3.* 

JURAMENTO  SUPLETORIO  Ó NECESARIO.  El  jura- 
mento que  el  juez  defiere  de  oficio  ó manda  ha- 
cer á una  de  las  partes  para  completar  la  prue- 
ba: ley  2.*,  tít.  11,  Part.  3.a 

I.  Se  llama  supletorio  este  juramento  porque 
es  un  suplemento  de  prueba  para  acabar  el  juez 
de  formar  su  convicción , y así  es  qué  solo  se  de- 
fiere ó manda  hacer  cuando  el  pleito  está  dudo- 
so por  no  haber  justificado  plenamente  su  acción 
ó excepción  los  litigantes.  Llámase  necesario,  ya 


porque  el  juez  se  ve  á veces  en  la  necesidad  de 
deferirle,  ya  porque  la  parte  á quien  se  defiere 
no  puede  rehusar  sin  causa  legítima,  ni  convi- 
dar á la  contraria  para  que  le  haga ; de  modo 
que  en  caso  de  resistencia,  se  la  da  por  vencida 
en  el  pleito,  como  si  la  contraria  hubiera  proba- 
do plenamente  su  intención:  ley  2.a,  tít.  11,  Par- 
tida 3.a 

II.  El  principio  ú origen  de  este  juramento  se 
encuentra  en  la  ley  31,  tít.  2.°,  lib.  12,  del  Diges- 
to , en  que  se  dice:  Solent  judices  in  dubiis  causis, 
exacto  jurejurando ; secundum  eum  judicare  qui 
juraverit ; y en  la  ley  3.a,  tít.  l.°,  lib.  4.”,  del  Có- 
dig-o  que  dice  también : In  Iones,  fidei  contracti- 
bus,  nec  non  in  ccet&ris  causis,  inopia  probaiiomm, 
per  judicem  jurejurando , causa  cognita,  rem  decidí 
oportet. 

Resulta  de  aquí,  que  para  que  pueda  deferirse 
legalmente  el  juramento  supletorio,  sea  sobre  la 
demanda,  sea  sobre  la  excepción,  se  requiere 
la  concurrencia  de  las  tres  circunstancias  si- 
guientes: 

1. a  Que  la  demanda  ó la  excepción  no  esté 
plenamente  justificada;  pues  esto  es  lo  que  quie- 
ren decir  las  palabras  inopia  probationum,  las 
cuales  no  significan  falta  absoluta  de  pruebas 
en  apoyo  de  la  demanda  ó excepción,  sino  esca- 
sez ó insuficiencia  de  pruebas,  incompletas,  que 
hacen  dudosa  la  causa,  %%  dubiis  caváis.  Si  la  de- 
manda estuviese  plenamente  justificada,  habría 
de  condenarse  al  reo  ó demandado;  y el  jura- 
mento supletorio  seria  entonces  inútil. 

2. a  Que  la  demanda  ó la  excepción  no  esté 
totalmente  desnuda  de  pruebas;  pues  este  es  el 
sentido  de  las  palabras;  in  dubiis  causis,  es  decir, 
en  las  causas  dudosas,  in  quibus  causis  judex  est 
dubius  et  anceps,  ob  minus  plenas  probationes  dila- 
tas. Si  la  demanda  está  absolutamente  desnuda 
de  pruebas,  debe  ser  absuelto  el  demandado,  sin 
que  sea  necesario  su  juramento,  aunque  no  pre- 
sente justificación  alguna. 

3. a  Que  el  juez  no  defiera  el  juramento  al 
principio  del  pleito,  sino  después  de  haber  exa- 
minado las  pruebas  hechas  por  una  y otra  par- 
te, causa  cognita,  á fin  de  estimar  si  conviene  ó 
no  deferirle,  y á cuál  de  las  dos  partes  haya  de 
deferirse  en  su  caso. 

Toda  esta  doctrina  se  contiene  expresa  ó táci- 
tamente en  la  ley  2.a,  tít.  11,  Part.  3.a,  y está  por 
consiguiente  adoptada  en  la  práctica. 

* Según  el  párrafo  2.°  del  art.  48  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  los  jueces  y tribunales 
pueden,  para  mejor  proveer,  exigir  confesión 
judicial  á cualquiera  de  los  litigantes  sobre  he- 
chos que  estimen  de  influencia  en  la  cuestión  y 
no  resulten  probados.  * 

III.  El  j uramento  supletorio  se  diferencia  mu- 
cho, en  su  principio  y en  sus  efectos,  del  jura- 
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mentó  decisorio  del  pleito,  ó sea  del  que  una  de 
las  partes  puede  deferir  á la  otra.  Efectivamente 
es  de  observar:  l.%  que  el  juramento  decisorio 
puede  ser  deferido  por  una  de  las  partes,  aun- 
que no  haya  prueba  alguna  de  la  demanda  ó de 
la  excepción  sobre  la  cual  es  provocado,  y el  su- 
pletorio no  puede  ser  deferido  por  el  juez  sino 
cuando  existen  otras  pruebas,  pues  que  no  tiene 
fuerza  alguna  sino  reunido  con  ellas;  2.°,  que  ei 
decisorio  tiene  lugar  en  cualquiera  estado  de  la 
causa  y aun  extrajudicialmente,  y el  supletorio 
le  tiene  solo  enjuicio  después  délas  pruebas 
hasta  la  sentencia;  3.°,  que  el  decisorio  puede  ser 
devuelto  á la  parte  que  le  defirió  para  que  ella 
le  preste,  y el  supletorio  ha  de  prestarse  precisa- 
mente por  la  parte  á quien  se  defiere;  4.°,  que  el 
decisorio,  como  que  equivale  á transacción  entre 
las  partes,  acaba  el  pleito  y cierra  la  puerta  á 
todo  recurso,  aun  al  de  falsedad,  y el  supletorio, 
como  que  no  es  mas  que  complemento  de  prue- 
ba, puede  ser  atacado  de  falsedad,  y la  sentencia 
dada  en  su  yirtud,  no  solo  está  sujeta  al  recurso 
de  apelación,  sino  que  puede  revocarse  por  ins- 
trumentos hallados  de  nuevo  que  prueben  lo 
contrario:  leyes  2.1,  15  y 25,  tít.  11,  y leyes  13  y 
19,  tít.  22,  Part.  3.a  Y.  A brir  el  juicio,  núme- 
ro 3.° 

IV.  Debe  el  juez  deferir  el  juramento  suple- 
torio, no  á cualquiera  de  las  partes , sino  á la 
mas  fidedigna,  «á  la  que  entendiese  quel  dirá 
mas  en  cierto  la  verdad,»  y decidir  el  pleito  con 
arreglo  á lo  que  se  afirmare  por  ella  en  el  jura- 
mento: ley  2.a,  tit.  11,  Part.  3.a  Mas  como  este 
juramento  puede  ser  deferido,  así  sobre  la  de- 
manda como  sobre  la  excepción,  puede  estable- 
cerse también  como  regla  general,  que  debe  con 
preferencia  deferirse  al  demandante  cuando  se 
defiere  sobre  la  demanda,  y al  demandado  cuan- 
do recae  sobre  la  excepción.  Así  que,  si  el  de- 
mandante presenta  una  prueba  semiplena,  como 
por  ejemplo,  la  declaración  de  un  testigo  sin 
sospecha  y de  buena  fama,  y el  demandado  por 
su  parte  no  presenta  ninguna,  siendo  ambos 
igualmente  fidedignos,  ha  de  deferirse  entonces 
el  juramento  al  primero  y no  al  segundo  (ley  2.a, 
tít.  11,  Part.  3.a];  y sí  por  el  contrario,  las  prue- 
bas semiplenas  del  demandado  son  mas  fuertes 
que  las  del  demandante,  habrá  de  deferirse  el 
juramento  á aquel  y no  á este:  custeris  paribus . 

Cuando  la  prueba  semiplena  del  demandante 
es  de  una  fuerza  igual  á la  prueba  semiplena 
del  demandado,  de  suerte  que  estando  ambas  en 
equilibrio  se  neutralizan  y anulan  mutuamente 
la  una  por  la  otra,  debe  deferirse  el' juramento 
mas  bien  al  demandado  que  al  demandante, 
siendo  igual  la  legalidad  de  ambos,  según  la  de- 
cantada regla  del  derecho  favorahiliorcs  rei  po- 
tius,  qmm  actores  l iabentur ; y aun  en  tal  caso, 


parece  que  sin  necesidad  de  deferir  el  juramen- 
to, debe  el  juez  absolver  al  demandado.  Supon- 
gamos, por  ejemplo,  que  Pedro  pone  demanda 
contra  tí  reclamando  el  pago  de  200  rs.  que  dice 
haberte  prestado  tal  dia  y con  tal  motivo;  niegas 
tu  el  préstamo,  y ól  presenta  dos  testigos  que 
declaran  haber  visto  á Pedro  entregarte  presta- 
dos en  el  citado  dia  los  200  rs.  Mas  tú  por  tu 
parte  presentas  igualmente  otros  dos  testigos 
que  deponen  por  el  contrario,  que  algunos  días 
después  de  aquel  en  que  habria  debido  verifi- 
carse el  pretendido  préstamo,  te  dijo  Pedro  á 
presencia  de  ellos,  en  una  conversación  en  que 
te  quejabas  de  no  haber  querido  prestarte  la 
mencionada  cantidad,  que  si  no  te  la  había  pres- 
tado era  precisamente  porque  no  la  tenia;  y tus 
testigos  son  tan  dignos  de  fe  y en  tanto  número, 
y se  contraen  tan  perfectamente  á la  cuestión 
como  los  de  Pedro.  Siendo,  pues,  de  igual  fuerza 
estos  diversos  testimonios,  se  neutralizan  y des- 
truyen recíprocamente  los  unos  por  los  otros,  y 
la  demanda  por  lo  tanto  queda  tan  desnuda  de 
pruebas  como  si  ninguna  hubiese  por  una  ni  por 
otra  parte.  ¿Qué  hará  ei  juez  en  semejante  caso? 
No  tiene  necesidad  de  deferir  el  juramento  ni 
aun  al  demandado , sino  que  debe  absolverle 
pura  y simplemente ; bien  que  el  demandante 
podrá  deferir  á este  ei  juramento  decisorio,  pues 
que  tiene  el  derecho  de  deferírselo  en  cualquier 
estado  de  la  causa,  aunque  su  demanda  no  se 
apoye  en  prueba  alguna  que  no  esté  neutraliza- 
da por  una  prueba  contraria  de  igual  fuerza. 

Pero  cuando  las  pruebas , siu  ser  completas 
por  una  ni  por  otra  parte,  no  son,  sin  embargo, 
iguales  las  de  la  una  á las  de  la  otra,  sea  por 
razón  de  la  diferencia  en  ei  número  de  los  testi- 
gos, sea  por  causa  de  la  mayor  gravedad  del 
testimonio  de  los  unos  sobre  ei  de  los  otros,  debe 
el  juez  en  tal  caso,  por  regla  general,  deferir  ei 
juramento  á la  parte  que  tenga  en  su  favor 
pruebas  mas  fuertes,  á no  haber  razones  parti- 
culares para  tener  mas  confianza  en  la  parte 
contraria. 

Y.  No  puede  deferirse  el  juramento  supleto- 
rio: l.°,  á la  persona  que  sea  vil  ó infame  ó sos- 
pechosa de  perjurio;  2.a,  ni  á la  que  no  3epa  por 
si  misma  la  verdad  del  hecho  en  cuestión,  y por 
consiguiente  no  suele  deferirse  al  heredero  sino 
por  lo  que  hace  á las  noticias  que  hubiese  ad- 
quirido de  boca  del  difunto  ó de  sus  apuntes, 
asientos  y demás  papeles;  3.“,  ni  á la  parte  que 
por  su  edad  ó estado  mental,  ó por  falta  de  po- 
der, sea  incapaz  de  prestar  juramento  válido, 
según  lo  dicho  en  el  pár.  IV  del  Juramento  deci- 
sorio del  pleito-,  4.°,  ni  á persona  alguna  en  las 
causas  árduas  ó de  mucha  entidad,  en  que  por 
la  avaricia  de  los  hombres  hay  grave  peligro  de 
perjurio,  á no  ser  sobre  algún  incidente  ó en 
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caso  de  haber  vehementes  presunciones  á favor 
del  actor,  reputándose  causas  de  mucha  entidad, 
según  la  ley  2.*,  tít.  11,  Part.  3.*,  las  que  versan 
sobre  negocios  que  pasen  de  diez  maravedís, 
esto  es,  de  diez  maravedís  de  oro,  que  en  tiempo 
tje  Gregorio  López  se  llamaban  castellanos , y 
que  correspondiendo  ahora  si  corriesen,  á 61 
reales  y 18  maravedises  vellón  cada  uno  según 
el  valor  monetario  actual,  y á unos  150  rs.  según 
el  valor  comercial  de  los  objetos  que  en  su  tiem- 
po se  trocaban  por  esta  moneda,  comparado  con 
el  que  ahora  tienen  los  mismos  objetos,  forma- 
rían los  10  maravedís,  al  primer  respecto,  la  su- 
ma de  615  rs.,  y al  segundo  la  de  1,500;  bien  que 
el  juez  es  quien  debe  decidir  abora  cuál  sea 
causa  grave,  atendiendo  á la  calidad  y circuns- 
tancias de  las  personas;  5.“,  ni  tampoco  en  las 
causas  criminales,  aun  al  mismo  reo  para  pur- 
garse de  los  indicios  que  resultan  contra  él, 
como  antes  se  hacia,  pues  que  ahora  no  puede 
tomarse  juramento  á persona  alguna  en  materias 
criminales  sobre  hecho  propio.  Y.  Juicios  de  Dios , 
pár.  1. 

YI.  El  juramento  supletorio  debe  hacerse  en 
su  caso  por  la  parte  á quien  se  defiere,  á presen- 
cia de  la  contraria,  ó á lo  menos  con  su  citación: 
Gregorio  López  en  la  glosa  7. 1 de  dicha  ley  2.a, 
título  11,  Part.  3.a  Y como  solo  tiene  la  calidad 
de  prueba  semiplena,  y ñola  de  transacción, 
por  deferirse  por  el  juez  y no  por  la  parte  con- 
traria, es  claro  y consiguiente  que  la  sentencia 
dada  en  su  virtud  quedará  sujeta  á la  apelación, 
y aun  á revocación  por  falsedad,  según  lo  dicho 
mas  arriba  en  el  párrafo  III,  núm.  4.  Y.  Jura- 
mento estimatorio  ó decisorio  en  el  pleito. 

YII.  Heineccio,  en  sus  Elementos  del  dere- 
cho según  el  órden  de  las  Pandectas,  adhirién- 
dose á la  división  y nomenclatura  adoptada  por 
los  griegos,  después  de  llamar  necesario  al  jura- 
mento decisorio  del  pleito  que  se  presta  con  apro- 
bación del  juez,  porque  la  parte  ¿ quien  se  de- 
fiere se  ve  obligada  á prestarle  ó á devolverle  á 
la  que  se  lo  defirió,  llama  juramento  judicial  al 
necesario  ó supletoria  de  que  estamos  tratando, 
porque  efectivamente  lo  defiere  de  oficio  el  juez, 
sin  que  las  partes  lo  pidan,  cuando  el  hecho  so- 
bre que  tiene  que  decidir  se  le  presenta  dudoso; 
ie  divide  luego  en  supletorio  y purgatorio, -de- 
nominando supletorio  al  que  el  juez  defiere  á la 
parte  por  quien  milita  una  prueba  semiplena,  y 
purgatorio  al  que  defiere  á la  parte  contra  quien 
militan  presunciones  ó indicios  que  no  están 
bastante  probados;  y explicando  después  su  res- 
pectiva íudole  ó naturaleza  sienta  las  proposi- 
ciones siguientes:  1.a,  que  el  juramento  supleto- 
rio no  se  defiere'  sino  á la  parte  que  tiene  á su 
favor  una  prueba  semiplena  que  no  haya  queda- 
do destruida  por  el  adversario;  2.a,  que  se  puede 


deferir  al  actor  por  razón  de  la  acción,  y al  reo 
por  razón  de  la  excepción;  3.",  que  solo  tiene  lu- 
gar en  las  causas  civiles  y no  en  las  criminales, 
pues  en  estas  nada  se  adelanta  con  el  juramento 
del  acusador;  4.a,  que  el  juramento  purgatorio 
puede  deferirse  en  las  causas  civiles  y también 
en  las  criminales,  si  en  estas  no  bastan  los  indi- 
cios para  el  tormento;  5.a,  que  el  que  rehúsa  ju- 
rar debe  ser  habido  por  confeso;  6.a,  que  presta- 
do el  juramento  purgatorio  y el  supletorio  en 
sus  respectivos  casos,  se  debe  pronunciar  el  fallo 
á favor  del  jurante;  y 7.a,  que  como  ni  el  uno  ni 
el  otro  juramento  se  defiere  por  vía  de  conven- 
ción sino  de  oficio  por  el  juez,  hay  lugar  á la 
querella  de  perjurio,  á la  rescisión  de  la  senten- 
cia por  instrumentos  nuevos  que  se  presenten 
contra  ella,  y á la  interposición  de  apelación. 

4 JURAMENTO  POLÍTICO.  El  que  se  presta  obli- 
gándose á guardar  la  Constitución  ó leyes  polí- 
ticas del  Estado. 

Publicada  la  Constitución  dé  1869,  se  dictaron 
varias  disposiciones  con  el  indicado  objeto,  esta- 
bleciendo diversas  fórmulas  para  ello,  según  la 
clase  de  personas  á que  se  referían. 

Así,  para  el  ejército  y armada  se  prescribió  la 
fórmula  siguiente:  «¿Juráis  guardar  y defender 
fiel  y lealmenle  la  Constitución  de  la  Monarquía 
española  decretada  y sancionada  por  las  Córtes 
Constituyentes  en  1869?»  Los  jefes,  oficiales  y 
soldados  debían  responder  todos  á la  vez:  «Sí 
juramos,»  y dicha  autoridad  superior  decir:  « Si 
así  lo  hiciéreis,  Dios  y la  patria  os  lo  premien,  y 
si  no  os  lo  demanden.»  Decreto  de  9 y circular 
de  10  de  Junio  de  1869.  Yóase  sobre  este  jura- 
mento el  decreto  de  16  de  Febrero  de  1873. 

Respecto  de  los  jueces  y magistrados,  se  adop- 
tó la  siguiente:  «¿Juráis  guardar  la  Constitución 
de  la  Monarquía  española?  ¿Juráis  haberos  bien 
y fielmente  en  el  cargo  que  la  nación  os  ha  en- 
comendado, mirando  en  todo  por  el  bien  de  la 
misma?» — «Sí  juro.» — «Si  así  lo  hiciéreis , Dios 
y la  patria  os  lo  premien,  y si  no  os  lo  deman- 
den, además  de  exigiros  la  responsabilidad  con 
arreglo  á las  leyes:»  dec.  de  9 de  Junio  de  1869. 

Cuando  falleciere  el  Rey,  el  nuevo  Rey  jurará 
guardar  y hacer  guardar  la  Constitución  y las 
leyes  del  modo  y en  los  mismos  términos  que 
las  Córtes  decreten  para  el  primero  que  ocupe 
el  trono,  conforme  á la  Constitución.  Igual  ju- 
ramento prestará  el  Príncipe  de  Asturias  cuando 
cumpla  diez  y ocho  años:  art.  79  de  la  Constitu- 
ción de  1869.  * 

* JURAMENTO  DE  LOS  FUNCIONARIOS  JUDICIALES. 

La  ley  orgánica  del  poder  judicial  prescribió: 
1."  Que  todos  los  jueces  y magistrados  y funcio- 
narios del  ministerio  fiscal  prestasen  juramento 
al  tomar  posesión  de  sus  cargos , con  la  fórmula 
siguiente  sin  distinción  alguna : Guardar  y ha- 
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eer  guardar  la  Constitución  de  la  Monarquía. 
Ser  fieles  al  Rey,  Administrar  recta,  cumplida  é 
imparcial  justicia.  Cumplir  todas  las  leyes  y 
disposiciones  que  se  refieran  al  ejercicio  de  su 
cargo:  arts.  188  y 798.  Respecto  de  las  autorida- 
des judiciales  ante  quien  debe  prestarse  el  ju- 
ramento, término  en  que  debe  prestarse  y de- 
más particularidades,  véanse  los  arts.  181  al 
195  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  que  se 
ban  expuesto  en  el  de,  esta  obra  Juez,  pág.  441, 
Yéase  también  Magistrado  y Ministerio  fiscal. 

2. " Que  los  secretarios  judiciales  prestasen  jura- 
mento de  guardar  la  Constitución  del  Estado,  de 
ser  fieles  al  Rey  y de  cumplir  con  diligencia  las 
leyes  que  se  refirieran  al  ejercicio  de  su  cargo: 
art.  478.  Y.  A uxiliares  de  los  juzgados  y tribunales. 

3. °  Que  la  fórmula  del  j uramento  que  prestaran 
los  oficiales  de  Sala  fuere  la  de  guardar  la  Cons- 
titución y las  leyes  y cumplir  bien  las  obliga- 
ciones de  su  cargo:  art.  552.  Y.  Oficiales  de  Sala. 
4 1 Que  los  procuradores  y abogados,  antes  de  em- 
pezar á ejercer  su  profesión,  jurarán  guardar  la 
Constitución  de  la  Monarquía,  ser  fieles  al  Rey 
y cumplir  bien  y lealmente  todas  las  obligacio- 
nes, que  las  leyes  y las  disposiciones  reglamen- 
tarias les  impusieran:  art.  870.  El  juramento  se- 
ñalado en  el  artículo  anterior  lo  prestarán ; en 
Madrid,  ante  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal 
Supremo ; en  las  poblaciones  en  que  haya  Au- 
diencia, en  las  Salas  de  gobierno  de  las  mismas; 
donde  no  hubiere  Audiencia,  pero  sí  tribunal  de 
partido,  ante  el  juez  de  instrucción,  si  lo  hubie- 
re , y en  otro  caso , ante  un  j uez  municipal : ar- 
tículo 871.  V.  Procurador. 

Por  decreto  de  12  de  Marzo  de  1873  se  dispuso, 
que  no  se  exigiera  en  adelante  á los  funciona- 
rios del  poder  judicial  juramento  alguno  por  ra- 
zón de  su  cargo,  y que  aquellos  que  por  no  ha- 
ber prestado  juramento  hubiesen  cesado  en  sus 
destinos  ó en  la  percepción  del  haber  pasivo  que 
les  correspondiere,  tuvieran  derecho  á él  desde 
el  12  de  Febrero  anterior  y de  volver  á la  carre- 
ra con  arreglo  á las  disposiciones  vigentes.  Para 
la  ejecución  de  este  decreto  se  dictaron  varias 
disposiciones. 

Mas  por  otro  decreto  de  27  de  Marzo  de  1875  se 
dispuso,  que  los  jueces,  magistrados,  funciona- 
rios del  ministerio  fiscal  y abogados  y procura- 
dores, al  tomar  posesión  de  sus  cargos,  presta- 
sen juramento  de  fidelidad  ai  Rey,  y de  guardar 
y hacer  guardar  las  leyes  fundamentales  de  la 
Monarquía , con  arreglo  á lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 188 , 478 , 552,  798  y 870  de  la  ley  provi- 
sional sobre  organización  del  poder  judicial; 
quedando  derogados  , en  cuanto  se  opusieran  á 
lo  prescrito  anteriormente , el  decreto  de  12  de 
Marzo  de  1873  y las  disposiciones  dictadas  para 
su  ejecución. 


Habiéndose  introducido  en  los  tribunales  di- 
versa práctica  respecto  de  los  funcionarios  de  la 
carrera  judicial  ó fiscal  que  son  trasladados  de 
otros  distritos,  y que  prestaron  ya  juramento, 
obligándose  eu  unos  tribunales  á prestarle  de 
nuevo,  y omitiéndose  en  otros  este  requisito,  se 
dispuso  por  Real  órden  de  14  de  Abril  de  1875 
la  observancia  de  las  disposiciones  siguientes: 

1. a  Todos  los  que  en  virtud  de  nombramien- 
to, promoción  ó traslación  obtuvieren  cargos  de 
la  carrera  judicial  ó fiscal,  ó de  auxiliares  de 
tribunales  ó j uzgados , deberán,  antes  de  tomar 
posesión,  prestar  juramento  en  los  términos 
prescritos  en  ei  Real  decreto  de  27  de  Marzo 
último. 

2. !l  Una  vez  prestado  juramento,  con  arreglo 
á lo  ordenado  en  el  citado  Real  decreto,  no  se 
exigirá  otro  nuevo  mientras  no  se  obtenga  cargo 
de  funciones  distintas  de  aquellas,  cuyo  bueu 
desempeño  se  hubiere  jurado  anteriormente. 

3. *  Cuando  según  lo  prevenido  en  la  dispo- 
sición anterior,  no  haya  necesidad  de  prestar 
juramento,  lo  expresará  así,  al  trasladar  el  nom- 
bramiento , la  autoridad  ante  la  cual  en  otro  caso 
deberia  prestarse. 

4.1  Los  jueces  de  primera  instancia  y los  pro- 
motores fiscales  que  no  tuvieren  que  prestar  ju- 
ramento se  presentarán  á recibir  órdenes  del 
presidente  ó fiscal  de  la  Audiencia  en  cuyo  ter- 
ritorio hayan  de  ejercer  su  cargo,  si  para  cum- 
plir con  aquella  formalidad  no  les  fuere  preciso 
desviarse  dei  camino  que  conduzca  mas  breve- 
mente al  punto  de  su  destino.  Cuando  por  esta 
causa  dejen  de  presentarse  á sus  superiores  in- 
mediatos, lo  expresarán  al  dar  cuenta  de  haber 
tomado  posesión.  * 

JURAMENTO  FALSO.  El  que  se  hace  con  menti- 
ra. V.  Perjurio. 

JURAMENTOS  Y POR  VIDAS.  Las  blasfemias,  im- 
precaciones ó amenazas  que  se  dicen  ó hacen  ju- 
rando por  la  vida  de  Dios  ó de  sus  Santos.  Yéase 
Blasfemia  y escándalo. 

' Por  pragmática  de  12  de  Abril  de  1639  (ley  8.‘, 
título5,°,  lib.  12,  Nov.  Recop.)  mandó  Felipe  IV: 
que  ninguna  persona  jure  el  nombre  de  Dios  en 
vano  en  ninguna  ocasión  ni  para  ningún  efecto; 
que  se  tenga  por  juramento  en  vano  el  que  se 
hiciese  sin  necesidad;  que  solo  se  permitan  los 
juramentos  que  se  hacen  enjuicio,  ó para  valor 
de  algún  contrato  ú otra  disposición,  quedando 
absoluta  y generalmente  prohibidos  todos  los 
demás;  que  la  persona  que  lo  contrario  hiciere, 
por  la  primera  vez  incurra  en  pena  de  diez  días 
de  cárcel  y veinte  mil  maravedís,  por  la  segun- 
da en  la  de  treinta  dias  de  cárcel  y cuarenta  mil 
maravedís,  y por  la  tercera,  además  de  la  dicha 
pena,  en  cuatro  años  de  destierro  del  pueblo  de 
su  domicilio  y cinco  leguas;  que  la  pena  de  des- 
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tierro  se  pueda  conmutar  en  servicio  de  presidio  , 
por  el  mismo  tiempo,  ó de  galeras  según  la  ca- 
lidad de  la  persona  y circunstancias  del  caso;  y i 
que  cuando  el  reo  no  tuviese  bienes  para  pagar 
la  pena  pecuniaria  que  se  aplica  por  tercias  par- 
tes á la  cámara,  juez  y denunciador,  se  conmute  ¡ 
en  otra  pena  correspondiente  al  delito;  que  á las  ' 
personas  en  quienes  no  puedan  ejecutarse  estas  ! 
penas,  Ies  impongan  otras  las  justicias,  con  tal 
que  no  sean  menores;  que  se  proceda  de  oficio 
ó por  querella  en  estas  cansas  por  la  jurisdicción 
ordinaria,  con  inhibición  de  todo  fuero,  por  pri- 
vilegiado que  sea;  y que  las  personas  notadas 
del  vicio  de  hacer  estos  juramentos  no  sean  ad- 
mitidas en  Consejos,  Órdenes,  Colegios  y demás 
comunidades  de  estatuto,  tribunales,  empleos  ú 
oficios  políticos  ó militares,  ni  en  la  servidum- 
bre de  la  Real  casa. 

Según  las  ordenanzas  del  ejército,  el  que  con 
reparable  frecuencia  jurare  execrablemente  será 
correjido  con  tres  dias  de  prisión;  y si  reinci- 
diere sufrirá  la  nota  de  ponerle  una.  mordaza 
dentro  del  cuartel,  y el  castigo  de  prisión  ó cor- 
poral que  parezca  conveniente  basta  su  correc- 
ción: trat.  8.“,  tít.  11,  art.  2.”;  mas  el  que  blasfe- 
mare el  santo  nombre  de  Dios,  de  la  Virgen  ó de 
los  Santos,  será  inmediatamente  preso  y casti- 
gado por  la  primera  vez  con  la  afrenta  de  poner- 
le una  mordaza  dentro  del  cuartel  por  el  térmi- 
no de  dos  horas  por  la  mañana  y dos  por  la  tarde 
durante  ocho  dias  seguidos,  atándole  á un  poste; 
y si  reincidiere  en  esta  culpa  se  le  atravesará 
irremisiblemente  la  lengua  con  un  hierro  ca- 
liente por  mano  del  verdugo,  y se  le  arrojará 
ignominiosamente  del  regimiento,  precediendo 
Consejo  de  guerra:  art.  l.° 

Las  penas  atroces  se  han  suprimido  en  la 
práctica,  y las  demasiado  severas  se  han  modi- 
ficado. De  todos  modos,  los  juramentos  y por  vi- 
das que  se  profirieren  por  hábito,  mala  educación 
ó arrebatos  de  cólera,  no  deben  confundirse  con 
los  que  tienen  por  objeto  hacer  ludibrio  ó escar- 
nio de  la  Divinidad. 

JURATORIA.  En  Aragón  es  la  lámina  de  plata 
en  que  está  escrito  el  Evangelio,  y sobre  la  cual 
ponen  la  mano  los  magistrados  para  hacer  el 
juramento. 

JURATORIO.  El  instrumento  en  que  se  hacia 
constar  el  juramento  prestado  por  los  magistra- 
dos de  Aragón. 

JURERIA,  Cierto  tributo  que  en  lo  antiguo  de- 
bía satisfacerse  por  los  judíos,  y consistía  en 
treinta  dineros  de  oro  que  se  imponía  á cada 
uno  de  ellos  en  pena  y memoria  de  la  pasión  y 
muerte  de  Jesucristo. 

JURIDICAMENTE.  En  forma  de  j uicio  ó derecho. 

JURIDICO.  Lo  que  está  ó se  hace  según  forma 
de  juicio  ó de  derecho.  Entre  los  romanos  se  lla- 


maban jurídicos  a,  dicundo  jure,  los  prefectos  de 
Italia;  jurídico , el  dia  en  que  se  podía  adminis- 
trar justicia jurídica,  la  acción  que  se  intenta- 
ba con  arreglo  á derecho;  y convento  jurídico  el 
tribunal  compuesto  de  varios  jueces,  uM  plures 
de  causa  deliberantes,  tunden  tam  per  sententiam 
decidentes  conveniunt. 

JURISCONSULTO.  La  persona  versada  en  la  cien- 
cia de  las  leyes,  que  hace  profesión  de  explicar- 
las ó de  dar  respuesta  sobre  las  cuestiones  de 
derecho  á los  que  le  consultan. 

Si  queeretur  (dice  Calderón  en  el  libro  primero 
de  Or atore)  quisnam  jurisconsullus  vere  nominare- 
tur,  eum  dicerem,  qui  legum  et  consuetudinis  ejus 
qua  privali  in  civüale  uterentur,  et  ad  responden- 
dum,  et  ad  agendum,  et  ad  cavendum  peritus  esset. 

Los  antiguos  daban  á sus  jurisconsultos  el 
nombre  de  sabios  y de  filósofos,  porque  la  filoso- 
fía eucierra  los  primeros  elementos  del  derecho, 
prohibiéndonos  todo  lo  que  es  contra  las  leyes 
. de  la  naturaleza,  y porque  así  la  filosofía  y la  ju- 
, risprudencia  tienen  igualmente  por  objeto  el 
1 amor  y la  práctica  de  la  justicia. 

La  institución  del  patronato  de  los  patricios 
dió  origen  en  Roma  á la  profesión  de  juriscon- 
sulto, pues  uno  de  los  deberes  del  patrono  era 
explicar  la  ley  á sus  clientes  y defenderlos  en 
sus  litigios.  Tito  Caruncanio,  gran  Pontífice, 
fué  el  primero  que  dió  consejo  acerca  de  los  ne- 
gocios forenses  á todos  los  que  le  consultaban,  y 
su  ejemplo  fué  seguido  por  otros  como  Manlio, 
Mucio  Scevola,  Trebacio  y Sulpício.  Los  juris- 
consultos acostumbraban  pasearse  por  el  Foro, 
adonde  acudían  las  gentes  á buscarlos  para  pe- 
dirles sus  dictámenes,  siendo  considerados  como 
oráculos.  Daban  respuestas  desde  un  asiento 
elevado , ex  solio,  tamquam  ex  trípode-,  acercábase 
el  cliente , diciendo,  licet  consulere ? el  j uriscon- 
to  respondía:  consule'.  entonces  aquel  refería  su 
asunto,  y este  concebía  en  una  breve  fórmula 
verbalmente  ó por  escrito  su  respuesta,  casi 
siempre  sin  dar  las  razones:  secumdum  ea  quee 
proponnntur  existimo,  placel,  puto,  etc. 

Cuando  se  ofrecían  casos  árduos  y cuestiona- 
bles, solían  reunirse  muchos  j urisconsultos  en  el 
Foro,  junto  al  templo  de  Apolo,  y después  de 
haber  discutido  el  punto , lo  cual  se  decía  dis- 
putatio  fori,  manifestaban  á la  parte  el  dictámen 
que  se  había  adoptado. 

No  solo  interpretaban  las  leyes  los  juriscon- 
sultos, sino  que  sacaban  de  ellas  por  vía  de  in- 
ducción decisiones  nuevas  que  no  siempre  re- 
sultaban del  texto , y guiados  por  las  luces  de 
la  razón  y de  la  equidad  suplían  los  vacíos  y las 
omisiones  que  eran  naturales  en  leyes  escritas 
con  demasiada  concisión  , que  si  decían  mucho 
en  pocas' palabras  no  lo  decían  todo;  y de  aquí 
proviene  que  no  solamente  se  les  llamaba  intér- 
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pretes,  sino  autores  del  derecho,  legisladores, 
sacerdotes  de  la  justicia  y doctores  de  la  verda- 
dera filosofía. 

Después  que  la  jurisprudencia  dejó  de  ser  pa- 
trimonio especial  de  los  patricios  por  la  ense- 
ñanza publica  que  de  ella  hizo  Caruncanio, 
cualquiera  podía  ser  jurisconsulto,  y desde  en- 
tonces pudo  decirse  con  verdad: 

Turnen  ima  plebe  quiriíem  ' 
Facuwium  intunies,  solé  i hic  defeniere  causas 
N oh  ilis  indocti:  veniel  de  plebe  tagala, 

Qui  juris  modos  ac  legum  cenigmata  solvat. 

Mas  Augusto  restringió  el  ejercicio  de  la  profe- 
sión y concedió  tan  solo  ¿ cierto  número  de  ju- 
risconsultos el  derecho  exclusivo  de  interpretar 
las  leyes  y dar  decisiones , mandando  que  los 
jueces  se  conformasen  con  ellas.  Calígula  quiso 
abolirlos;  pero  Adriano  les  confirmó  los  privile- 
gios que  les  había  otorgado  Augusto.  Teodosio 
el  jóven  y "Valentiniano  III,  deseosos  de  hacer 
desaparecer  la  incertidumbre  que  nacía  de  las 
diferentes  opiniones  de  los  jurisconsultos  que 
tenían  autoridad  en  el  foro  y que  habían  hecho 
de  la  jurisprudencia  un  laberinto  inextricable, 
creyeron  poner  remedio  4 este  mal,  establecien- 
do que  no  tuviesen  fuerza  de  ley  sino  las  obras 
de  Papiniano,  Cayo,  Paulo,  Ulpiano  y Modestino, 
que  cuando  estos  jurisconsultos  se  hallasen  di- 
vididos prevaleciese  la  opinión  del  mayor  nú- 
mero , y que  en  caso  de  empate  ó igualdad  de 
autoridades  en  pro  y en  contra,  se  estuviese  á la 
de  Papiniano. 

Sin  embargo,  los  que  bajo  las  órdenes  de  Jus- 
tiniano  trabajaron  en  la  formación  del  Digesto, 
hicieron  uso,  no  solamente  de  las  citadas  obras, 
sino  también  de  las  délos  otros  jurisconsultos 
(las  cuales  se  habían  multiplicado  hasta  el  nú- 
mero de  mas  de  dos  mil  volúmenes),  expresando 
úla  cabeza  de  cada  ley  el  nombre  de  su  autor  y 
el  título  de  la  obra  de  donde  se  había  sacado. 
Créese  que  después  de  la  formación  del  Digesto 
hizo  suprimir  Justiniano  todos  los  libros  de  los 
jurisconsultos;  y como  quiera  que  sea,  no  nos 
quedan  de  ellos  mas  que  algunos  fragmentos; 
que  algunos  autores  han  procurado  reunir. 

Así,  pues,  las  opiniones,  dictámenes  ó sen- 
tencias de  los  jurisconsultos  romanos  componen 
en  gran  parte  el  cuerpo  del  derecho  civil,  y tie- 
nen todavía  fuerza  en  toda  la  tierra  por  su  razón 
después  de  haber  cesado  de  tenerla  por  su  auto- 
ridad. «No  parece  sino  que  la  justicia  solo  á 
ellos  ha  revelado  plenamente  sus  misterios,  como 
dice  D’Aguessau.  Legisladores  todavía  masque 
jurisconsultos,  unos  simples  particulares  en  la 
oscuridad  de  una  vida  privada  merecieron  por 
la  superioridad  de  sus  luces  dar  leyes  ó toda  la 


posteridad.  Leyes  tan  extendidas  como  durables, 
todas  las  naciones  las  consultan  aun  al  presente, 
y todas  reciben  de  ellas  respuestas  de  eterna 
verdad.  No  les  bastaba  4 los  jurisconsultos  ro- 
manos haber  interpretado  la  ley  de  las  Doce  Ta- 
blas y el  edicto  del  pretor:  ellos  son  ahora  los 
mas  seguros  intérpretes  de  nuestras  actuales 
leyes ; ellos  acomodan , por  decirlo  así,  su  genio 
¿nuestros  usos,  su  razón  á nuestras  costum- 
bres, y por  los  principios  que  nos  dan,  nos  sir- 
ven de  guias,  auu  cuando  caminamos  por  una 
senda  desconocida  para  ellos.» 

JURISDICCION,  El  poder  ó autoridad  que  tiene 
alguno  para  gobernar  y poner  en  ejecución  las 
leyes,  y especialmente  la  potestad  de  que  se 
hallan  revestidos  los  jueces  para  administrar  jus- 
ticia, ó sea  para  conocer  de  los  asuntos  civiles  ó 
■ criminales  ó así  de  unos  como  de  otros,  y deci- 
dirlos ó sentenciarlos  con  arreglo  á las  leyes. 
También  se  toma  esta  palabra  por  el  distrito  ó 
territorio  á que  se  extiende  el  poder  de  un  juez; 
y por  el  término  de  algún  lugar  ó provincia; 
como  igualmente  por  el  tribunal  en  que  se  ad- 
ministra la  justicia. 

I.  La  palabra  jurisdicción  se  deriva  de  la  ex- 
presión latina  jas  dicere,  ó jurisdictione,  no  de 
juris  düione  como  algunos  han  pretendido;  y así 
no  envuelve  ni  lleva  consigo  la  potestad  de  for- 
mar ó establecer  el  derecho,  sino  tan  solo  la  de 
declararlo  ó aplicarlo  á los  casos  particulares: 
juris  dic  lio  non  intelligitur  dilio  sive  potes  las  juris 
condendi,  sed  juris  dicendi. 

II.  A la  j urisdiccion  va  anejo  el  imperio,  es 
decir,  la  facultad  de  mandar,  y de  usar  de  la 
coacción  y coerción , como  que  sin  esta  facultad 
no  podría  ejercerse  la  jurisdicción:  Cui  jurisdic- 
tio  data  est,  ea  qmque  concessa  esse  mdenlur,  sine 
quibus  jurisdictio  explican  non  potnit:  ley  2.',  Di- 
gesto de  jurisdict.  Sine  módica  coercitione  nulla 
est  jurisdictio, Tey  últ.  de  off.  judie.  No  solo  tienen 
los  jueces  el  imperio  ó mando  que  les  es  indis- 
pensable para  ejercer  la  facultad  de  conocer  y 
decidir  sobre  los  asuntos  de  su  incumbencia, 
sino  que  tienen  también , hablando  general- 
mente, todo  el  que  necesitan  para  ejecutar  y 
llevar  á efecto  sus  decisiones  ó sentencias  en  la 
forma  que  prescriben  las  leyes;  y por  eso  dice  la 
ley  1.a,  tít.  4,°,  Part.  3.*,  que  los  jueces  son  pues- 
tos para  mandar  et  facer  derecho.» 

El  imperio  se  divide  en  mero  y mixto.  El  mero 
imperio,  según  los  romanos,  era  la  potestad  de 
la  espada  para  castigar  á los  facinerosos;  y se- 
gún la  ley  13,  tit,  4.°,  Part.  3.a,  es  el  poder  de 
administrar  y cumplir  la  justicia  en  las  causas 
en  que  puede  imponerse  pena  de  muerte,  per- 
dimiento de  miembro  ó echamiento  de  la  tierra. 

; Imperio  mixto  es,  según  la  misma  ley,  la  facul- 
; tad  que  compete  á los  jueces  para  decidir  las 
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causas  civiles  y llevar  á efecto  sus  sentencias, 
como  igualmente  para  determinar  las  causas 
criminales  cuya  pena  es  menor  que  las  indica- 
das. La  jurisdicción  y el  imperio  están  unidos 
en  nuestra  magistratura. 

III.  Toda  jurisdicción  dimana  del  Rey,  fuente 
del  poder  judicial  y de  la  justicia.  Así  es  que  se 
ejerce,  ó lo  que  es  lo  mismo,  la  justicia  se  admi- 
nistra en  su  nombre  (art.  71,  Const.  de  1845), 
que  en  su  nombre  se  encabezan  también  las  eje- 
cutorias y provisiones  de  los  tribunales  superio- 
res (art.  257  de  la  Const.  de  1812);  que  le  corres- 
ponde cuidar  de  que  en  todo  el  reino  se  admi- 
nistre pronta  y cumplidamente  la  justicia  (ar- 
tículo 45  de  la  Const.  de  1845);  que  tiene  la  pre- 
rogativa  de  indultar  á los  delincuentes  ( d.  ar- 
tículo 47);  que  nombra  los  jueces  y magistra- 
dos (idem);  que  puede  suspenderlos  y mándanos 
juzgar  por  los  tribunales  competentes  (art.  69), 
y que  se  designa  con  el  epíteto  de  Real  la  juris- 
dicción ordinaria:  Reglamento  de  justicia  de  26 
de  Setiembre  de  1835. 

* La  Constitución  de  1869  lia  consignado  tam- 
bién que  la  justicia  se  administre  en  nombre 
del  Rey  (art.  91);  qne  al  Rey  corresponde  cuidar 
de  que  se  administre  pronto  y cumplidamente  y 
el  indultar  á los  delincuentes  con  arreglo  á las 
leyes,  siendo  necesario,  respecto  á los  ministros 
condenados  por  el  Senado,  que  preceda  petición 
de  uno  de  los  Cuerpos  colegí  si  adores  (artículos 
73  y 90);  que  el  Rey  nombra  á los  magistrados  y 
jueces  k propuesta  del  Consejo  de  Estado  y con 
arreglo  á la  ley  orgánica  de  tribunales.  Puede, 
sin  embargo,  nombrar  hasta  la  cuarta  parte  de 
magistrados  de  las  Audiencias  y del  Tribunal 
Supremo  sin  sujeción  á lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo anterior  ni  á las  reglas  generales  de  la  ley 
orgánica  citada,  pero  siempre  con  audiencia  del 
Consejo  de  Estado  y dentro  de  las  categorías  le- 
gales. Los  magistrados  y jueces  no  pueden  ser 
depuestos  sino  por  sentencia  ejecutoria  ó por 
Real  decreto  acordado  en  Consejo  de  ministros, 
prévia  consulta  del  Consejo  dejEstado  y al  tenor 
de  lo  que  se  dispone  en  dicha  ley  orgánica:  ar- 
tículos 94  y 95;  y en  el  art.  670  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  se  previene  que  las  ejecuto- 
rias se  encabezarán  en  nombre  del  Rey.  * 

IV.  Declinar  jurisdicción , es  alegar  alguno 
que  no  debe  comparecer  ni  contestar  á la  de- 
manda ante  el  juez  que  le  ha  emplazado,  por  no 
ser  competente  para  él.  V.  Excepción  declinato- 
ria.— Prorogar  la  jurisdicción , es  sujetarse  al 
juez  incompetente  por  consentimiento  expreso 
6 por  algún  acto  de  contestación.  Y.  Incompeten- 
cia, Juez  incompetente  y Jurisdicción  prorogada. — 
Reasumir  la  jurisdicción , es  suspender  el  supe- 
rior ó quitar  por  algún  tiempo  la  jurisdicción 
que  otro  tenia,  tomándola  en  sí  para  conocer  y 


proceder  en  algún  negocio , con  todas  las  cir- 
cunstancias y solemnidades  que  se  necesitan. 
En  el  día  no  puede  el  superior  quitar  al  inferior 
ni  tomar  en  si  el  conocimiento  de  las  causas  que 
corresponden  á este  por  la  ley.  V.  Juez  superior. — 
Refundir  ó refundirse  la  jurisdicción , es  recaer  ó 
reunirse  en  una  sola  persona  ó en  pocas  la  ju- 
risdicción que  residía  en  muchas  mas. 

V.  La  jurisdicción  se  divide:  1.”,  en  conten- 
ciosa y voluntaria;  2.°,  en  ordinaria  ó propia, 
delegada  y prorogada;  3.°,  en  real,  ordinaria  ó 
común  y especial  ó privilegiada ; 4.°,  en  acumu- 
lativa y privativa.  Véanse  los  artículos  siguien- 
tes : 

JURISOICOION  CONTENCIOSA,  Llámase  asi , por 
oposición  á la  jurisdicción  voluntaria,  la  que  se 
ejerce  por  el  juez  sobre  las  pretensiones  opues- 
tas de  dos  ó mas  partes,  y que  las  termina  por 
medio  de  una  sentencia  en  favor  de  la  una  y 
perjuicio  de  la  otra.  V.  Jurisdicción  voluntaria. 

JURISDICCION  VOLUNTARIA.  Llámase  así  por  opo- 
sición á da  jurisdicción  contenciosa,  la  que  se 
ejerce  por  el  juez  en  las  demandas  que  ya  por 
su  naturaleza,  ya  por  razón  del  estado  de  las 
cosas  no  admiten  contradicción. 

* Según  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  su 
artículo  1207,  son  actos  de  jurisdicción  volunta- 
ría todos  aquellos  en  que  sea  necesario  ó se  soli- 
cite la  intervención  del  juez,  sin  estar  empeñada 
ni  promoverse  cuestión  alguna  entre  partes  co- 
nocidas y determinadas. 

1.  La  jurisdicción  contenciosa  se  ejerce  in ier 
imitas  é por  mejor  decir  in  invitos,  esto  es,  entre 
ó sobre  los  que  no  estando  de  acuerdo  tienen 
que  acudir  al  juicio  á pesar  suyo  ó contra  su 
voluntad  á instancia  ó solicitud  de  alguno  de 
ellos,  y por  eso  se  llama  contenciosa,  tomando 
su  nombre  de  la  contención  ó disputa  que  siguen 
ante  el  juez  sobre  derechos  ó delitos  las  partes 
contrarias.  Mas  aunque  los  intereses  y las  vo- 
luntades de  las  partes  se  encuentren  acciden- 
talmente en  armonía,  no  por  eso  deja  de  perte- 
necer á la  jurisdicción  contenciosa  la  sentencia 
ó decisión  dada  en  una  materia  sujeta  á litigio, 
porque  hay  necesariamente  jurisdicción  conten- 
ciosa, siempre  que  hay  poder  de  mandar  á una 
de  las  partes  lo  que  la  otra  exige  de  ella.  Esto  se 
halla  muy  bien  explicado  por  Voet  (sobre  el  Di- 
gesto, tít.  de  jurisdictione.  rn'im.  3),  quien  des- 
pués de  sentar  que  la  jurisdicción  contenciosa 
es  aquella  qiue  ínter  invitos,  causee  cognitione 
intercedente  exerceri  potest,  añada  en  seguida: 
etiamsi  non  semper  re  ipsa  ínter  invitos,  sed  subin- 
de  e liara  iMttítí.  voluntes  locuminveniat,  in  judiáis 
prmsertim  divisoriis,  dv.m  quisque  communionis 
pprtcesus,  simul  cuín  adversario  ad  judicem  festi- 
nat,  ad  separationem  contendit,  acpost,  sententiam 
avide  divisionis  adjudicaiionisve  ejfectxm  exoptat 


JU 


— 745  — 


JU 


et  execitiionem ; ut  proinde  svfñáat  (arg.  LL.  13 
y 14  D.  de  judiáis)  adesse  cogendi  poteslatem,  casu 
quo  quis  reluctari  velil  et  refractarius  esse. 

II.  La  jurisdicción  voluntaria^  ejerce,  por 
el  contrario,  no  in  invitos,  sino  solo  Ínter  volantes 
ó in  volentes,  esto  es,  á solicitud  ó por  consenti- 
miento de  las  dos  partes  que  estáu  de  acuerdo, 
ó en  virtud  de  la  demanda  de  una  sola  parte 
mientras  no  deba  ó no  pueda  comunicarse  por 
el  juez  á la  otra  que  tenga  interés  en  contrade- 
cirla. 

Ejércese  ínter  volentes:  l.°,  en  la  adopción; 
2.“,  en  la  legitimación  real  de  los  hijos  ilegíti- 
mos; 3.°,  en  la  emancipación;  4.°,  en  la  insinua- 
ción de  donaciones;  5.°,  en  cualesquiera  otros 
actos  en  que  interviniendo  dos  partes  no  hay 
contradicción  de  ninguna  de  ellas.  V.  Adopáon, 
Hmanápacion,  Hijo  legitimo , Gracias  al  sacaré  In- 
sinuación. Ejércese  in  volentes:  1.“,  en  la  apertura 
de  los  testamentos  cerrados,  y su  reducción  á 
escritura  pública  y traslado  en  el  protocolo; 
2.°,  en  los  interdictos  para  poner  en  posesión  de 
los  bieues  de  un  difunto  á sus  herederos  testa- 
mentarlos ó legítimos , y generalmente  en  todos 
los  interdictos,  mientras  no  se  presenta  contra- 
dictor y llega  el  caso  de  oirle;  3.°,  en  la  dación 
ó nombramiento  de  tutor  ó curador,  y discerni- 
miento del  cargo;  4.°,  en  ios  expedientes  que  se 
forman  para  permitir  y autorizar  la  venta  de 
bienes  raíces  y alhajas  preciosas  y otro3  contra- 
tos y transacciones  de  menores ; 5.°,  en  el  depó- 
sito de  los  hijos  menores  que  pretendan  casarse 
contra  la  voluntad  de  sus  padres  ó curadores;  y 
de  una  mujer  casada  que  pone  demanda  de  di- 
vorcio; 6.°,  en  la  habilitación  de  la  mujer  casada 
para  poder  contraer  ó comparecer  en  juicio 
cuando  su  marido  por  ausencia  ó demencia  ú 
otra  razón  no  puede  darle  permiso  para  ello; 
7.°,  en  la  formación  de  expedientes  sobre  dis- 
pensas de  ley;  8.°,  en  las  informaciones  ad  per- 
petuam.  Véase  respectivamente  Apertura  de  tes- 
tamento , Interdicto , Tutor.  Menor,  Matrimonio , 
Divoráo,  Mujer  casada , Gracias  al  sacar  é Infor- 
mación. 

III.  Los  negocios  en  que  entiende  un  juez 
usando  de  la  jurisdicción  voluntaria,  pueden 
pasar  al  dominio  de  la  jurisdicción  contenciosa 
por  el  hecho  de  presentarse  á intervenir  en  ellos 
un  adversario  legítimo:  voluntaria  jurisdictio, 
dice  Argentreo , transil  in  cojitentiosam  interven- 
ía jusli  adversara.  Así  es  que  por  la  oposición 
que  hace  el  heredero  abintestato  al  decreto  en 
que  manda  el  juez  poner  en  posesión  de  los  bie- 
nes de  un  difunto  al  que  los  reclama  en  virtud 
de  un  testamento,  la  jurisdicción  contenciosa 
entra  en  lugar  de  la  jurisdicción  voluntaria.  Asi 
es  también  que  si  habiendo  sido  uno  adoptado, 
ó por  mejor  decir  arrogado,  antes  de  la  puber- 
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tad,  reclamase  en  llegando  á esta  edad  contra 
su  adopción,  deberia  el  juez  revistiéndose  de  las 
funciones  pertenecientes  k la  jurisdicción  con- 
tenciosa tomar  conocimiento  de  su  reclamación, 
y disponer  que  el  padre  adoptivo  le  emancipase, 
si  hubiese  lugar  á ello:  Nonnunquam  auten  im- 
pubes qui  adoptatus  est,  audiendus  erit  si  pubes 
J'actus  e diancipari  desidéret.  Idque  causa  cognita 
per  judicem  statuendum  erit : ley  32,  D.  de  adop- 
tionibus. 

IV.  El  ministerio  del  juez,  que  ejerce  la  ju- 
risdicción voluntaria,  es  unas  veces  puramente 
pasivo,  y otras  exige  conocimiento  de  causa.  Es 
puramente  pasivo  cuando  el  juez  no  tiene  que 
hacer  indagaciones  sobre  lo  bien  ó mal  fundada 
que  está  la  demanda  que  se  le  dirige,  como  por 
ejemplo  , cuando  se  le  pide  la  apertura  de  un 
testamento  cerrado  y su  reducción  á escritura 
pública  y traslado  en  el  protocolo ; y es  claro  que 
entonces  no  puede  negar  el  juez  la  Interposición 
de  su  autoridad , así  como  un  notario  no  puede 
rehusarse  al  otorgamiento  de  una  escritura  para 
que  se  le  requiere.  Exige,  por  el  contrario,  cono- 
cimiento de  causa  cuando  el  juez  no  puede  in- 
terponer su  autoridad  ni  decidir  la  demanda  sin 
examinar  previamente  los  fundamentos  en  que 
esta  se  apoya,  como  sucede  por  ejemplo  en  los 
expedientes  de  adopción,  legitimación,  eman- 
cipación, habilitación  de  los  menores  para  tran- 
sigir, y en  los  demás  actos  en  que  es  necesario 
averiguar  la  concurrencia  de  las  condiciones  ó 
circunstancias  prescritas  por  la  ley. 

V.  Bien  parece  á primera  vista  que  se  opone 
á esta  doctrina  la  definición  que  Heinecio  y otros 
autores  nos  dan  de  la  jurisdicción  voluntaria, 
diciendo  ser  esta  la  que  se  ejerce  sin  conocimien- 
to de  causa,  que  exercelur  sine  cognilione  cause. 
Pero  deben  distinguirse  dos  especies  de  conoci- 
mientos de  causa : una  que  puede  llamarse  in- 
forma toriaü  informativa,  porque  resulta  de  todos 
los  medios  propios  para  ilustrar  la  conciencia 
del  juez;  y la  otra  que  se  llama  legitima,  porque 
no  puede  resultar  sino  de  las  pruebas  recogidas 
por  las  vías  legales.  La  primera  especie  de  cono- 
cimiento se  aplica  á los  actos  de  jurisdicción 
voluntaria,  y la  segunda  á los  actos  de  juris- 
dicción contenciosa:  en  los  primeros  puede  el 
j uez  decidirse  por  los  datos  y noticias  personales 
que  tenga  ó juzgue  oportuno  procurarse;  y en 

■ los  segundos  está  obligado  á juzgar  secundum 
altegata  et  probata'.  en  aquellos  puede  tomar  por 
base  de  su  resolución  los  hechos  articulados  por 
el  demandante,  ó dejar  de  darles  crédito  por 
motivos  que  le  sean  personales;  y en  estos  por 
el  contrario,  cuando  un  hecho  esencial  es  ne- 
gado por  una  de  las  partes,  no  puede  tenerlo  ó 
. darlo  por  cierto,  cualquiera  que  sea  el  conoei- 
| miento  particular  que  de  él  tenga,  sino  que  debe 
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ordenar  su  prueba:  de  manera  que  en  los  actos 
de  j urisdiecion  voluntaria  tiene  el  juez  un  poder 
discrecional,  mas  ó menos  extenso  según  la  es- 
pecie ó naturaleza  de  los  casos,  y en  los  de  ju- 
risdicción contenciosa  ha  de  atenerse  precisa- 
mente á ¡o  que  los  interesados  le  demuestren. 

+ V.  Actos  de  jurisdicción  voluntaria.  * 

VI.  Llámase  también  por  los  autores  jurisdic- 
ción voluntaria,  la  jurisdicción  prorogada,  porque 
la  prorogacion  depende  de  la  voluntad  de  las  par- 
tes que,  expresad  tácitamente,  se  someten  á una 
jurisdicción  que  para  ellas  es  extraña  ó incom- 
petente; y por  contraposición  á la  jurisdicción 
voluntaria  así  entendida  se  denomina  forzosa  la 
que  se  ejerce  aun  con  los  que  no  quieren , esto 
es,  la  que  tiene  un  tribunal  ó juzgado  respecto 
de  las  personas  y negocios  sujetos  á su  poder 
por  disposición  de  las  leyes.  Así  que,  la  juris- 
dicción voluntaria  se  opone  á la  contenciosa  en 
un  sentido  y á la  forzosa  en  otro.  Y.  Jurisdicción 
prorogada. 

JURISDICCION  ORDINARIA  Ó PROPIA.  La  que  re- 
side con  toda  amplitud  en  los  jueces  y tribuna- 
les establecidos  por  las  leyes  para  administrar 
justicia;  ó sea,  la  que  por  derecho  ó ley  ejerce 
universal  y perpétuamente  el  juez  ó el  tribunal 
con  las  personas  que  le  están  sometidas:  ley  1.*, 
tít,  4.°,  Part.  3.a 

Llámase  ordinaria  porque  compete  por  dere- 
cho ordinario  al  tribunal  ó juez  que  tiene  la  po- 
testad de  administrar  justicia  en  cierto  distrito; 
y se  dice  propia,  porque  va  inherente  al  oficio 
ó cargo  sin  que  pueda'separarse  de  él.  Denomí- 
nase ordinaria  y propia  por  contraposición  á la 
delegada  ó mandada  que  proviene  de  comisión,  ■ 
encargo  ó mandato  del  que  la  tiene  propia , y 
también  en  cierto  sentido  por  contraposición  á 
la  prorogada  que  se  ejerce  por  voluntad  de  las 
partes;  pero  no  por  oposición  á la  especial  ó pri- 
vilegiada, á lo  menos  en  la  acepción  que  aquí  le 
damos,  pues  que  también  los  jueces  especiales 
y privilegiados  tienen  jurisdicción  propia  y or- 
dinaria. Es  verdad  que  también  se  ha  introdu- 
cido por  el  uso  la  apelación  de  ordinaria  para 
designar  la  jurisdicción  común  áque  están  suje- 
tos todos  los  que  no  gozan  de  fuero  privilegiado; 
pero  entonces  se  le  suele  añadir  el  epíteto  de 
para  distinguirla  de  las  especiales.  V.  Ju- 
risdicción real  ordinaria,  Jurisdicción  delegada  y 
Juez  ordinario. 

JURISDICCION  DELEGADA  Ó MANDADA.  La  que  se 

ejerce  por  comisión  ó encargo  del  que  la  tiene 
propia:  ley  1.a,  tít.  4.%  Part.  3.a 

I.  La  jurisdicción  ordinaria  es  de  suyo  per- 
pétua  y favorable , al  paso  que  la  delegada  es 
temporal  y odiosa.  De  aquí  es  que  la  primera 
contiene  la  plenitud  de  poder  necesario  para 
administrar  j usticia  en  todos  los  negocios  pro- 


pios del  oficio  público  á que  va  inherente,  como 
asimismo  para  hacer  ejecutar  lo  juzgado;  y la 
segunda  se  ciñe  únicamente  al  cumplimiento 
de  la  comisión  encargada  por  el  tribunal , juez 
ó autoridad  delegante,  y fenece  ó se  extingue 
casi  del  mismo  modo  que  el  mandato.  De  aquí 
es  también  que  si  á un  juez  ordinario  se  le  da 
comisión  para  alguna  causa  sobre  la  cual  tenia 
jurisdicción  ordinaria,  se  entiende  que  ejerce 
esta;  y por  la  propia  razón  , concurriendo  en  un 
juez  ambas  jurisdicciones,  se  entiende  ejercer 
la  ordinaria:  Cur.  Filíp.,  parte  primera,  núme- 
ros 4 y 5. 

II.  Los  jueces  reales  ordinarios  podian  (se- 
gún la  ley  2.a,  tít.  1.",  lib.  11,  Nov.  Iiecop.)  dele- 
gar su  jurisdicción  poniendo  sustitutos  que  la 
desempeñasen  en  casos  de  ausencia,  enferme- 
dad ú otro  impedimento  legitimo;  pero  después 
fueron  sustituidos  por  el  alcalde  del  pueblo  de 
su  residencia,  y habiendo  dos  ó mas  alcaldes  ó 
tenientes  de  alcaldes  de  los  cuales  alguno  fuese 
letrado,  habían  de  ser  sustituidos  por  este  con 
preferencia  al  alcalde  lego ; art.  54  del  regla- 
mento de  26  de  Setiembre  de  1853;  bien  que 
cuando  en  un  mismo  pueblo  y partido  habia  dos. 
6 mas  jueces  de  primera  instancia,  debía  ser 
sustituido  un  j uez  por  otro : Real  órden  de  7 de 
Marzo  de  1840. 

* Posteriormente  fueron  sustituidos  los  jueces 
de  primera  instancia  por  los  jueces  de  paz,  y 
donde  había  mas  de  un  juzgado  de  primera  ins- 
tancia, sustituía  á cada  uno  el  juez  de  paz  del 
distrito  correspondiente  al  suplido.  Por  incom- 
patibilidad de  dichos  jueces  de  paz,  por  haber 
intervenido  en  el  asunto,  suplían  al  juez  de  pri- 
mera instancia  los  suplentes  de  los  juecesde  paz: 
Reales  decretos  de  28  de  Noviembre  de  1856  y de 
22  de  Octubre  de  18G8. 

La  ley  orgánica  de  tribunales  ha  establecido 
los  jueces  municipales  en  lugar  de  los  de  paz. 
Asimismo,  ha  instituido  los  tribunales  de  parti- 
do en  lugar  de  los  jueces  de  primera  instancia. 
De  los  suplentes  de  los  jueces  municipales  se  lia 
tratado  en  el  artículo  Juez , pág.  454.  De  los  su- 
plentes de  los  tribunales  de  partido  se  trata  en 
el  artículo  Tribunal  de  partido.  * 

III.  Cuando  la  comisión  ó delegación  se  die- 
re á una  persona  por  razón  del  oficio  ó cargo 
público  que  ejerce,  puede  desempeñarla  el  su- 
cesor en  el  mismo  oficio;  pero  cuando  se  le  con- 

¡ fiere , no  por  razón  del  oficio  sino  por  su  habili- 
dad ó mérito  personal,  no  podrá  entonces  dicho 
sucesor  proseguirla  ni  llevarla  á cabo.  Se  en- 
tiende dada  la  comisión  por  razón  de  oficio , si 
este  solo  es  el  que  se  expresa  y no  el  nombre  del 
delegado;  y se  supone  dada  por  consideración  á 
la  persona,  si  se  la  designa  por  su  nombre  y no 
por  el  cargo;  también  se  entiende  dada  por  ra- 


JU 


JU 


— 747  — 


zon  del  oficio,  ya  se  exprese  solo  el  nombre,  ya 
las  dos  cosas,  si  legalmente  no  puede  conferir- 
se sino  ai  que  lo  ejerce. 

IV.  La  jurisdicción  delegada  podía  conferir- 
se en  lo  antiguo  para  la  decisión  de  algún  liti- 
gio ó causa  determinada  , y aun  para  la  aplica- 
ción de  las  penas;  pero  en  el  dia  solo  puede 
concederse  para  actuaciones  judiciales  ó dili- 
gencias de  sustanciacion,  y no  para  la  resolu- 
ción de  contienda  alguna  jurídica,  porque  el 
art.  247  de  la  Constitución  de  1812  y el  9.°  de  la 
de  1845  establecen  que  ningún  español  sea  juz- 
gado en  causas  civiles  ni  criminales  por  ningu- 
na comisión,  sino  por  el  tribunal  competente, 
determinado  con  anterioridad  por  la  ley.  Solo 
admite  excepción  esta  regla  respecto  de  algunas 
jurisdicciones  especiales  ó privilegiadas,  las 
cuales  delegan  omnímodamente  sus  facultades 
para  toda  clase  de  causas  y aun  para  su  deci- 
sión definitiva. 

* La  Constitución  de  1869  prohíbe  también 
crear  tribunales  extraordinarios  ni  comisiones’ 
especiales  para  conocer  de  ningún  delito:  articu- 
lo 11.  Sin  embargo,  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  permite  encomendar  á un  juez  de  ins- 
trucción especial  la  formación  de  los  sumarios 
de  ciertos  delitos.  Véase  el  art.  190  y los  de  esta 
obra,  Comisión  y Juez  delegado.  * 

V.  La  jurisdicción  ordinaria  ha  de  ejercerse 
aute  los  escribanos  que  estuvieren  asignados 
para  autorizar  los  actos  del  juzgado;  y la  dele- 
gada se  puede  desempeñar  ante  cualquiera  otro. 
V.  Juez  delegado , Comisión,  A Icalde  y Juicio  cri- 
minal, párs.  IX,  XI,  XII  y XV. 

JURISDICCION  PROROGADA.  La  que  siendo  in- 
competente se  hace  competente  por  voluntad  de 
los  litigantes:  ley  32,  tít.  2°,  Part.  3.*,  y ley  7.’, 
tit.  29,  lib.  11,  Nov,  Reeop. 

De  aquí  es  que  algunos  autores  la  distinguen 
también  con  la  denominación  de  jurisdicción 
voluntaria,  porque  ningún  juez  puede  ejercer 
jurisdicción  entre  personas  que  no  pertenecen 
á su  distrito  si  no  se  le  someten  por  su  propio 
hecho.  V.  Jurisdicción  voluntaria,  pár.  VI. 

I.  Para  que  se  verifique  la  prorogacion  son 
necesarias  dos  cosas:  1.*,  que  tenga  legítima  ju- ' 
risdiccion  aquel  en  quien  se  proroga;  y 2.'  que  ; 
intervenga  el  consentimiento  de  las  partes. 

1.*  Es  necesario  en  primer  lugar  que  tengan 
i legitima  juridiecion  aquel  en  quien  se  proroga, 
porque  no  puede  prorogarse  la  jurisdicción  que 
no  existe:  C¿uod  non  est,  non  polest  prorogari,  como 
dice  Gregorio  López  en  la  glosa  2.’  de  la  ley  7.a, 
tít.  7.°,  Part.  3.a  Pueden  con  efecto  los  particula- 
res extender  mas  allá  de  sus  límites  una  juris-  : 
dicción  de  que  por  la  ley  se  halla  revestida  una 
persona;  pero  no  pueden  conferirle  una  juris- 
dicción que  la  ley  uo  le  ha  dado,  porque  es  de 


derecho  público  y no  es  lícito  á los  particulares 
derogar  el  derecho  público  por  medio  de  sus 
convenciones:  Privatorum  consensúe  judicem  non 
J'acit  eum  qni  nulli  pr<eest  judicia;  nec  quod  is  sta- 
tuit  rei judicatce  continet  auctoritatem .(ley  3.a,  G. 
de  jnrisdictione  omnium  judicum):  Qui  ñeque  ju- 
risditioni  prceest  ñeque  á principe  potestate  aliqua 
preeditus , ñeque  ab  eo  qui  jus  dandornm  judicum 
habet , datus  est,  nec  ex  compromisso  sumptus,  reí 
ex  aliqua  lege  confirmatus  est,  jvdex  esse  non  po- 
tuit  (ley  81,  D.  de  judiáis):  Privatorum  pactis 
juri  publico  derogari  nonpotest,  ley  45  (párrafo 
primero  D.  de  regulis  juris).  Los  mismos  princi- 
pios están  adoptados  por  nuestras  leyes,  las  cua- 
les no  permiten  que  nadie  juzgue  los  pleitos 
sino  los  jueces  nombrados  por  el  Rey  ó por  quien 
tal  derecho  tuviere,  y los  árbitros  ó compromi- 
sarios: leyes  13  y 16,  lib.  2.°,  tít.  1.*  del  Fuero 
Juzgo,  y ley  2.a,  tít.  7.°,  lib.  1.°  del  Fuero  Real. 

2.°  Se  requiere  en  segundo  lugar  el  consenti- 
miento de  las  partes , las  cuales  en  efecto  pueden 
someterse  á un  juez  incompetente:  Si  se  subji- 
ciant  aliqui  jurisdictioni  et  consentiant,  Ínter  con- 
sentientes  cujusvis  judiéis , qui  tribunali  prcest, 
vel  aliam  jurisdictionem  habel,  est  jurisdictio: 
ley  1.a,  Dig.  de  judiáis.  Igual  disposición  se  en- 
cuentra en  la  ley  7.a,  tít.  1.a,  lib.  l.“  del  Fuero 
Real,  en  la  ley  32,  tít.  2.a,  Part.  3.%  yen  la  ley  7.a, 
tit.  29,  lib.  11,  Nov.  Recop.  El  consentimiento 
debe  ser  libre  y no  forzado;  dado  á sabiendas  ó 
con  conocimiento,  y no  por  error  de  hecho  6 de 
derecho.  Asi  es  que  si  uno  se  ve  apremiado  á 
responder  ante  un  juez  incompetente,  ó se  so- 
mete á él  creyéndole  competente,  no  queda  pro- 
rogada la  j urisdiccion,  ni  la  sentencia  será  váli- 
da, ano  ser  que  la  fuerza  ó el  error  cesen  y se 
subsanen  por  la  conformidad  ó por  la  ciencia 
posterior  de  las  partes:  Consenssisse  autem  viden- 
tur  qui  sciant  se  non  esse  subjectos  jurisdictioni 
ejus  et  in  eum  consentiant:  ernterura,  si  pntent  ejus 
jurisdictionem  esse.  non  erit  ejus  jurisdictio;  error 
enim  litigatorum  non  iiabet  consensum:  aut  si 
putaverunt  alium  esse prcetorem,  pro  alio,  mque  er- 
ror non  dedil  jurisdictionem : aut  si  cum  restitis- 
set  quivis  ex  lüigatoribus , viribus  pratuue  com- 
pulsuset,  mella  jurisdictio  est ; (ley  2.a,  D.  de  ju- 
diáis). «Apremian  á las  vegadas  los  juzgadores 
á los  demandados  que  respondan  ante  ellos,  dice 
la  ley  15,  tít.  22,  Part.  3.a,  maguer  sean  de  otra 
jurisdicción,  sobre  que  non  hayan  poderío  de 
judgar;  et  en  tal  caso  como  este  decimos  que  todo 
juicio  que  fueredado  en  tal  manera,  que  non  se- 
ria valedero.  Eso  mismo  seria  cuaudo  las  partes 
yerran  tomando  algún  juzgador  que  nou  ha  po- 
derío sobre  ellos  de  juzgar,  cuidando  que  lo 
puede  facer:  ca  el  juicio  que  fuese  dado  en  esta 
razón,  non  valdría.» 

El  consentimiento  de  las  partes  puede  ser  ex- 
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preso  ó tácito;  es  decir,  que  los  litigantes  pue- 
den prorogar  la  jurisdicción  de  dos  maneras, 
expresa  ó tácitamente.  La  prorogan  expresamen- 
te, cuando  renunciando  su  propio  fuero  se  con- 
vienen de  palabra  ó por  escrito  en  someter  la 
decisión  de  un  negocio  á un  juez  á quien  no 
correspondía  (ley  7.a,  tít.  29,  lib.  11.  Nov.  Reco- 
pilación); y la  prorogan  tácitamente,  cuando 
compareciendo  de  hecho  el  demandado  ante  un 
juez  incompetente,  no  declina  su  jurisdicción 
antes  de  proponer  las  demás  excepciones  ó de- 
fensas , ó en  caso  de  proponer  alguna  excepción 
dilatoria,  no  hace  la  protesta  de  que  no  por  eso 
se  entienda  que  le  proroga  lo  jurisdicción,  como 
asimismo  cuando  compareciendo  ante  el  juez 
que  es  competente  para  la  demanda,  hace  al  de- 
mandante después  de  la  litis-contestacion  algu- 
na reconvención  ó mutua  petición  para  la  cual 
el  mismo  juez  no  tenia  competencia.  En  el  pri- 
mer caso  de  la  tácita  pro  rogación,  está  obligado 
el  demandado  á ir  afolante  por  el  pleito  como  si 
estuviese  sujeto  al  poderío  de  aquel  juez;  y en  el 
segundo  no  puede  excusarse  el  demandante  de 
responder  á la  reconvención  del  demandado, 
porque  «bien  así  como  al  demandador  plugo  de 
alcanzar  derecho  ante  aquel  juzgador,  así  le  es 
tenudo  de  responder  antél.»  Ley  32,  tít.  2.°,  Par- 
tida 3.a  y doctrina  común  de  los  autores.  V.  Re- 
convención. 

* La  ley  orgánica  del  poder  judicial,  previene 
en  su  art.  303,  que  el  juzgado  ó tribunal  á que 
los  litigantes  se  sometieren  expresa  ó tácita- 
mente será  el  competente  para  conocer  de  los 
pleitos  y actos  á que  dé  origen  el  ejercicio  de 
las  acciones  civiles,  siempre  que  la  sumisión  se 
haga  en  quien  tenga  jurisdicción  para  conocer 
de  la  misma  clase  de  negocios,  y en  el  mismo 
grado.  En  el  art.  2.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  se  expresa  también  la  facultad  de  los  liti- 
gantes de  someterse  á un  juez  tácita  ó expresa- 
mente. 

Se  entiende  por  sumisión  expresa  la  hecha  por 
los  interesados,  renunciando  clara  y terminan- 
temente á su  fuero  propio,  y designando  con 
toda  precisión  aquel  á que  se  sometieren:  ar- 
tículo 304  de  la  ley  del  poder  judicial.  Esta  su- 
misión no  puede  hacerse  sino  á juez  que  ejerza 
jurisdicción  ordinaria:  pár  2.°  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

Be  entiende  hecha  la  sumisión  tácita:  l.°  Por 
el  demandante,  en  el  hecho  de  acudir  al  juez  in- 
terponiendo la  demanda.  2.°  Por  el  demandado, 
en  el  hecho  de  hacer,  después  de  personado  en 
juicio,  cualquiera  gestión  que  no  sea  la  de  pro- 
poner la  declinatoria:  art.  306  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  ei  pár.  2.° 
de  su  art.  4.°,  previene  que  esta  sumisión  no  pue- 


de hacerse  á juez  que  no  ejerza  jurisdicción 
ordinaria,  salvo  el  caso  en  que  por  tener  el  de- 
mandado fuero  especial  hubiera  de  acudir  nece- 
sariamente al  actor.  Adviértase  que  en  el  dia 
se  ha  derogado  el  fuero  personal  especial  por  el 
decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868  sobre  unifi- 
cación de  fueros. 

Se  entiende  que  hay  sumisión,  aun  cuando  el 
juez  no  provea  desde  luego  ó se  reserve  proveer 
para  cuando  el  actor  pida  en  forma:  sent.  de  30 
de  Mayo  de  1860. 

El  acto  de  obedecerá  un  llamamiento  judicial 
no  es  bastante  para  indican- la  voluntad  de  so- 
meterse á determinada  jurisdicción.  La  preten- 
sión de  alzamiento  de  un  embargo  preventivo 
no  puede  conceptuarse  como  una  sumisión  ver- 
dadera respecto  al  punto  principal  del  litigio: 
sent.  de  10  de  Julio  de  1862. 

La  sumisión  expresa  ó tácita  á un  juzgado 
municipal  en  primera  instancia  se  considerará 
hecha  para  la  segunda  al  tribunal  de  parti- 
‘do  (hoy  al  juez  de  primera  instancia)  á que  el 
juzgado  municipal  corresponda.  La  que  se  hi- 
ciere á un  tribunal  de  partido  en  la  primera 
instancia  se  entenderá  hecha  para  la  seg’unda 
á la  Audiencia  á que  el  partido  corresponda:  ar- 
tículo 306  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial. 

En  ningún  caso  podrá  hacerse  sumisión  ex- 
presa 6 tácita  á una  Audiencia  á cuyo  distrito 
no  pertenezca  el  tribunal  de  partido  que  haya 
conocido  en  primera  instancia:  art.  307.  * 

II.  Mas  ¿basta  para  la  prorogacion  el  consen- 
timiento de  las  partes , ó es  necesario  también 
el  del  juez  á quien  estas  se  someten?  ¿Estará 
obligado  el  juez  á conocer  de  un  negocio  entre 
personas  no  sujetas  á su  jurisdicción,  solo  por 
el  hecho  de  que  ellas  quieren  pleitear  ante  él;  ó 
podrá  abstenerse  del  juicio  remitiéndolas  á su 
j uez  natural?  Parece  á primera  vista  que  esta 
cuestión  se  halla  formalmente  decidida  por  la 
ley  2.a,  pár.  l.°,  tít.  l.°,  lib.  5.°  del  Dig.  Pregun- 
ta en  ella  Uipiano  si  basta  que  los  particulares 
hayan  consentido  en  someterse  á la  jurisdicción 
de  un  juez  incompetente , ó si  es  necesario  tam- 
bién el  consentimiento  del  juez.  La  ley  Julia- , 
responde  el  jurisconsulto , dice:  ámenos  que  las 
parles  se  convengan : luego  basta  el  consentimien- 
to de  las  partes;  y si  ellas  consienten  sin  saberlo 
el  pretor,  (quien  se  cree  competente,  soy  de  opiuion 
que  podrá  sostenerse  que  en  efecto  adquiere 
competencia:  Convenir e antem  uirnm  ínter  pri- 
vatos  su/ficit , an  vero  etiam  ipsius  pr tutor is  con- 
seu-sus  necessarius  es  ti-  Lex  Julia  judiciorum  ait. 
Quominus  inte  a piuvatos  conventat;  su/ficit  ergo 
priva  tora  oí  consensúe ; proinde,  si  privati  consen- 
tiaut,  pr actor  autem  ignorat  consentiré,  et  putai 
suam  jnrisdictionem ; an  legi  satis/actum  si  i,  vi- 
denduni  es  i ? et  puto  posse  defendí  ejns  essejuris- 
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dictionem.  Pero  ¿puede  concluirse  de  aquí  que 
el  juez  está  obligado  á pronunciar  entre  los  liti- 
gantes que  lian  acudido  á su  tribunal  sin  estar 
sujetos  k él;  y que  debe  pronunciar  por  solo  el 
hecho  de  que  tal  es  la  voluntad  de  los  litigantes? 
Es  bien  constante,  á la  verdad,  que  el  consenti- 
miento formal  ó tácito  del  juez  no  es  necesario 
para  la  validez  de  la  sentencia;  y que  aun  cuan- 
do él  se  haya  creido  competente,  no  por  eso  la 
prorogacion  dejará  de  sufrir  todo  su  efecto  entre 
las  partes.  Mas  esta  es  la  única  consecuencia 
que  puede  sacarse  de  la  precitada  ley  y de  nin- 
gún modo  se  induce  de  ella  como  principio,  que 
para  obligar  al  juez  á decidir  una  contienda  que 
no  es  de  su  competencia,  basta  que  las  partes  lo 
pidan. 

La  ley  ha  fijado  á todos  los  jueces  los  limites 
de  su  jurisdicción;  y si  por  una  parte  no-  les  es 
lícito  traspasarlos  sin  el  consentimiento  de  los 
litigantes,  ni  dejar  de  tomar  en  consideración  la 
excepción  declinatoria  que  el  demandado  pro- 
pone antes  de  la  contestación  á la  demanda,  pa- 
rece que  por  otra  deben  tener  la  libertad  de  en- 
cerrarse dentro  de  los  límites  de  sus  atribuciQ- 
nes,  aun  cuando  las  partes  quieran  lo  contrario. 
Estas  pueden  hacer  la  convención  de  llevar  sus 
negocios  ante  un  juez  incompetente,  y pueden 
también  los  demandados  ante  él  renunciar  á sus 
excepciones  declinatorias;  pero  ni  las  conven- 
ciones, que  por  regla  general  solamente  obligan 
á los  que  las  contraen  , ni  las  renuncias  de  las 
excepciones  declinatorias,  son  capaces  de  impo- 
ner á los  jueces  la  obligación  de  salir  del  círculo 
de  su  jurisdicción,  pues  que  solo  les  dan  la/«- 
cultad  de  conocer  de  los  asuntos  que  por  dichas 
convenciones  ó renuncias  les  someten  los  inte- 
resados; de  suerte,  que  pueden  los  jueces,  si 
quieren,  inhibirse  de  tal  conocimiento.  Consen- 
súe judiéis  expresas  ad  prorogationem  necessarius 
non  est  [dice  Lauterbach,  collegiv.ru  P&ndeckiru-m,, 
ad  tit.  de  jíirisdict. , pár.  21),  sed  svfficit  si  non 
contradicit ; invitas  vero  compelli  non  potest , nt 
sibi  non  subjeclis  jus  dicat. 

* La  doctrina  expuesta  debe  entenderse  mo- 
dificada por  el  art.  3."  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  y por  el  303  de  la  del  poder  judicial.  Se- 
gún aquel,  «es  juez  competente  para  conocer  de 
los  pleitos  á que  dé  origen  el  ejercicio  de  las 
acciones  de  toda  clase,  aquel  á quien  los  litigan- 
tes se  hubieren  sometido  expresa  ó tácitamente;» 
y el  art.  303  declara  serlo  dicho  juez,  siempre 
que  la  sumisión  se  haga  en  quien  tenga  juris- 
dicción para  conocer  de  la  misma  clase  de  nego- 
cios y cu  el  mismo  grado. 

Estas  disposiciones  no  expresan  únicamente 
que  las  partes  pueden  prorogar  la  jurisdicción 
del  juez,  sino  que  declaran  ser  juez  competente 
aquel  á quien  las  partes  se  someten.  En  su  con- 


secuencia, dicho  juez  tiene  el  deber  de  adminis- 
trar justicia  á las  partes  que  se  le  sometieron, 
puesto  que  todo  juez  que  se  halla  con  la  autori- 
dad que  le  confiere  la  ley  para  conocer  de  un 
asunto,  tiene  obligación  de  entender  de  él  y de 
decidirlo,  y que  de  lo  contrario,  será  responsable 
de  denegación  de  administrar  justicia.  * 

III.  La  prorogacion  de  jurisdicción  se  puede 
hacer,  según  exponen  los  autores:  l.°,  de  perso- 
na á persona;  2,",  de  cantidad  á cantidad,  ó de 
cosa  á cosa;  3.°,  de  tiempo  á tiempo,  ó de  causa 
á causa;  y 4.°,  de  lugar  á lugar. 

* La  jurisdicción  civil,  dice  el  art.  299  de  la 
ley  orgánica  del  poder  judicial,  podrá  prorogar- 
se á juez  ó tribunal  que  por  razón  de  la  materia, 
de  la  cantidad  objeto  del  litigio,  y de  la  gerar- 
quía  que  tenga  en  el  órden  judicial,  pueda  co- 
nocer del  negocio  que  ante  él  se  proponga.  * 

IV.  Hácese  la  prorogacion  de  persona  á per- 
sona, cuando  el  avecindado  en  un  distrito  judi- 
cial, ó el  suj  eto  á un  j uzgado  especial  ó privati- 
vo, se  somete  para  la  decisión  de  un  negocio  á 
la  jurisdicción  del  juez  de  otro  distrito  ó del  fuero 
ordinario  y común. 

Las  personas  que  celebran  algún  contrato 
pueden  establecer  en  él,  que  las  dudas,  dificul- 
tades ó resistencia  que  alguna  de  ellas  opusiere 
á su  cumplimiento,  se  ventilen  y decidan  ante 
un  juez  extraño,  renunciando  espontáneamente 
el  derecho  de  ser  demandadas  en  su  propio  fue- 
ro, ya  porque  esta  renuncia  no  tiene  nada  que 
sea  contrario  al  órden  público,  ya  porque  la  ne- 
cesidad de  seguir  el  juicio  en  dicho  fuero  podría 
perjudicar  á una  de  las  partes.  Así  es,  que  si  tú, 
por  ejemplo,  que  estás  domiciliado  en  Madrid, 
haces  un  contrato  con  Pedro  que  lo  está  en  Va- 
lencia, y previendo  que  podrán  sobrevenir  algu- 
nas dificultades  ó disensiones,  le  exiges  que  á 
fin  de  no  verte  obligado  á seguir  un  pleito  en 
dicha  ciudad,  se  someta  para  el  cumplimiento 
de  la  obligación  que  ha  contraido  á la  jurisdic- 
ción del  juzgado  de  Madrid  ó á la  del  de  Alba- 
cete, y él  en  efecto  consiente  y hace^al  sumi- 
sión, podrás  demandarle  en  caso  necesario  ante 
el  juez  á que  se  hubiere  sometido-;  y como  se 
supone  que  Pedro  ha  renunciado  su  derecho  en 
beneficio  tuyo,  mientras  no  conste  que  lo  ha 
hecho  en  el  suyo,  podrás  usar  ó no  usar  de  la 
facultad  que  te  ha  concedido,  y ponerle  la  de- 
manda, si  mas  te  conviniere,  ante  el  juez  de  su 
domiciíio.  Esta  doctrina  es  muy  conforme  á las 
leyes  1.*  y 2.*,  tít.  l.°,  lib.  5.°,  y á la  ley  18,  títu- 
lo l.“,  lib.  2.°  del  Digesto,  como  asimismo  á la 
ley  32,  tit.  2.°,  Part.  3.‘,  con  las  glosas  10  y 11  de 
Gregorio  López. 

Mas  la  sumisión  hecha  á un  juez  extraño  para 
el  cumplimiento  de  un  contrato,  no  se  entiende 
hecha  igualmente  para  la  ejecución  de  las  sen- 
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tencias  pronunciadas  con  ocasión  del  mismo 
contrato;  y asi  no  podrá,  el  juez  á quien  se  so- 
metieron las  partes  con  renuncia  de  su  fuero, 
proceder  en  virtud  de  dicha  sumisión  á la  vin 
ejecutiva,  «no  hallándose  la  persona  ó bienes 
del  deudor  dentro  de  su  jurisdicción,  excepto  si 
el  tal  reo  que  así  se  sometió,  ó por  razón  del  i 
contrato  que  allí  hizo,  ó por  razón  de  la  paga 
que  en  tal  lugar  habia  de  hacer,  ó por  otra  cau- 
sa, hubiese  surtido  el  fuero  del  tal  juez  á quien 
así  se  sometió,  que  en  tal  caso  puede  proceder  á 
la  ejecución,  aunque  no  se  halle  la  persona  y 
bienes  dentro  de  su  jurisdicción,  haciéndolo  por 
requisitoria:»  ley  7.*,  tít.  29,  lib.  11,  Nov.  líeeop. 
lista  misma  ley  dispone,  «que  en  virtud  de  las 
sumisiones  generales  que  se  suelen  hacer,  so- 
metiéndose á cualquier  fuero  , jurisdicción  y 
juez  ante  quien  fueren  demandados,  aunque  i 
haya  renunciación  de  fuero  y cualesquier  otras 
cláusulas,  no  se  pueda  proceder,  sino  tan  sola- 
mente hallándose  la  persona  ó bienes  en  la  ju- 
risdicción del  juez  ante  quien  se  pidiere  la  tal 
ejecución.» 

* Debe  tenerse  presente  sobre  esta  materia, 
que  según  eL  art.  302  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial,  los  jueces  y tribunales  que  tengan 
competencia  para  conocer  de  un  pleito  ó de  una 
causa  determinada,  la  tienen  también  para  las 
excepciones  que  en  ella  se  propongan,  para  la 
reconvención  en  los  casos  en  que  proceda,  para 
todas  sus  incidencias,  para  llevar  á efecto  las 
providencias  de  tramitación,  y para  la  ejecución 
de  la  sentencia.  V.  Sentencia  (ejecución  de  la).  * 

No  pueden  someterse  expresa  ni  tácitamen- 
te, no  siendo  por  via  de  reconvención  , á la  ju- 
risdicción de  un  juez  extraño:  l.°,  los  menores 
de  edad,  á no  ser  con  autoridad  de  su  curador 
(ley  17,  tít.  16,  Part.  6.a);  2.°,  los  procuradores, 
no  mediando  especial  mandato  de  sus  comi- 
tentes; 3.°,  y (antes)  los  labradores,  quienes  no 
podían  renunciar  el  fuero  común  del  juzgado 
de  primera  instancia  de  su  partido  por  las  deu- 
das que  contraían:  leyes  6.a  y 7.a,  tít.  11,  lib.  10, 
Novísima  Recopilación. 

La  jurisdicciou  especial  que  tiene  un  juez  con 
respecto  solamente  á cierta  clase  de  personas', 


no  puede  extenderse  á personas  de  otra  clase, 
ni  aun  con  el  consentimiento  de  estas,  aunque 
el  juez  especial  tenga  autoridad  para  conocer  en- 
tre sus  propios  subordinados,  del  asunto  litigio- 
so que  los  extraños  tratasen  de  someter  á su  de- 
cisión; y así  es  que  los  particulares  sujetos  al 
fuero  común  no  pueden  llevar  sus  pleitos  priva- 
dos ante  los  jueces  militares,  ni  ante  los  de  ha- 
cienda, y mucho  menos  ante  los  eclesiásticos, 
pues  está  prevenido  en  las  leyes  que  ningún  se- 


glar pueda  mandar,  citar  ni  emplazar  áotro  lego 
ante  el  juez  eclesiástico,  ni  otorgar  obligación  1 


sometiéndose  á la  jurisdicción  eclesiástica  sobre 
cosas  no  pertenecientes  á la  Iglesia,  bajo  la  pena 
do  perder  su  acción  como  también  el  oficio  si  le 
tuviere,  y de  no  poder  obtener  otro,  y de  nuli- 
dad de  la  escritura:  ley  7.a,  tít.  1.®,  lib.  4.°,  y 
ley  6.a,  tít.  l.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.  Por  el  con- 
trario, las  personas  que  gozan  de  fuero  especial 
ó privilegiado,  pueden  prorogar  la  jurisdicción 
de  los  jueces  ordinarios,  con  tal  que  dicho  fuero 
no  sea  de  aquellos  que  no  pueden  renunciarse 
por  haberse  concedido  á la  clase  y no  á la  per- 
sona como  el  de  los  clérigos  y el  de  los  milita- 
res, quienes  por  esta  razón  no  pueden  someterse 
al  fuero  ordinario.  No  puede,  sin  embargo,  apli- 
carse esta  doctrina  respecto  de  la  reconvención; 
pues  por  medio  de  esta  todos  pueden  someterse 
á un  juez  extraño,  con  tal  que  la  causa  de  la  re- 
convención sea  de  tal  naturaleza  que  pueda  tra- 
tarse ante  él.  V.  Reconvención. 

* Ya  hemos  dicho  que  según  los  arts.  3.”  y 4.° 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sumisión 
expresa  ó tácita  solo  puede  hacerse  á juez  que 
ejerza  jurisdicción  ordinaria,  y que  en  el  dia  se 
ha  derogado  el  fuero  especial  personal  por  el 
decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868.  Téngase  tam- 
bién presente  lo  expuesto  sobre  la  reconvención 
en  la  adición  al  aparte  tercero  del  párrafo  IY  de 
este  artículo.  V.  Reconvención.  * 

V.  Prorógase  la  jurisdicción  de  cantidad  á 
cantidad , cuando  teniendo  un  juez  facultad  para 
conocer  solamente  de  negocios  que  no  pasen  de 
una  cantidad  determinada,  convienen  los  inte- 
resados en  que  conozca  del  suyo,  á pesar  de  ser 
de  mayor  importancia.  En  efecto,  el  juez  que 
tiene  autoridad  para  conocer  hasta  cierta  suma, 
puede  juzgar  también  de  un  negocio  de  mas  va- 
lor, si  en  ello  convienen  los  litigantes  Index  gui 
usqué  ad  certam  summam  judicare  jussus  estetiam 
de  re  majori  judicare  potes t si  ínter  Utig atores  con- 
venía i:  ley  74,  tít.  l.“,lib,  5."  del  Digesto.  * Sígue- 
se de  aquí  que  los  jueces  municipales  á quienes 
según  el  art.  270  de  la  ley  del  poder  judicial 
compete  el  conocimiento  de  las  demandas  ci- 
viles cuya  entidad  no  pasase  de  250  pesetas  en 
la  Península  é Islas  adyacentes  y de  400  escudos 
en  Ultramar,  podrán  conocer  también  de  ne- 
gocios de  mayor  cuantía,  si  sabiendo  las  partes 
que  son  incompetentes  para  estos,  los  sometie- 
ran sin  embargo  voluntariamente  á su  jurisdic- 
ción. * La  misma  consecuencia  sacaron  de  di- 
cha ley  los  romanos,  aplicándola  igualmente 
por  otra  ley  expresa  á sus  jueces  municipales, 
los  cuales  estaban  instituidos  como  los  nuestros 
para  conocer  de  negocios  de  corto  valor,  y á 
pesar  de  ello,  consintiendo  los  interesados,  po- 
dían admitir  y decidir  acciones  sobre  cosas  mas 
importantes : Inter  convenientes  dice  la  ley  28, 
título  l.°,  lib.  50  del  Digesto,  etdere  majori apud 
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magislratus  municipales  agetur.  La  misma  re- 
gla se  observa  hoy  en  Francia , habiendo  deci- 
dido el  Supremo  Tribunal  de  casación,  espe- 
cialmente por  sentencias  de  10  de  Enero  de  1809 
y 12  de  Marzo  de  1829,  que  la  jurisdicción  de 
los  jueces  de  paz,  limitada  por  la  ley  hasta  cier- 
ta cantidad,  puede  prorogarse  por  voluntad  de 
las  partes  á cantidades  superiores.  Sin  embar-  i 
go,  en  el  Febrero  que  ha  salido  á luz  el  año 
de  1842  con  los  nombres  de  los  señores  Goye- 
na  y Aguirre  se  dice  bajo  el  art.  4648,  «que  la 
prorogacion  de  cosa  á cosa  (ó  de  cantidad  á can- 
tidad) tampoco  es  posible  por  las  razones  expues- 
tas ( esto  es , porque  á ninguno  es  permitido 
exceder  los  límites  déla  jurisdicción  que  le  ha 
sido  cometida  por  el  poder  ejecutivo);  y que  así 
es  que  si  un  alcalde  á quien  compete  conocer 
como  juez  exclusivo  (y  á prevención  donde  hay 
juez  de  primera  instancia)  por  cantidades  que 
no  pasen  de  500  rs.  (200)  se  entrometiese  á cono- 
cer de  asuntos  de  mayor  cuantía,  cometería  un 
exceso,  no  obstante  el  consentimiento  de  las 
partes.»  Mas  si  la  expresada  razón  fuese  valede- 
ra, no  tendría  lugar  entonces  ninguna  especie 
de  prorogacion,  porque  toda  jurisdicción  está 
ceñida  por  la  ley  ó á ciertas  personas,  ó á ciertas 
causas,  ó á cierto  territorio,  ó 4 cierto  tiempo. 

De  estas  limitaciones  puestas  por  la  ley  solo  se 
sigue  que  los  jueces  no  pueden  traspasar  por  su 
sola  voluntad  la  jurisdicción  que  se  les  ha  con- 
ferido; pero  no  se  sig-ue  que  no  puedan  exten- 
derla si  los  litigantes  voluntariamente  se  les  so- 
meten de  hecho  ó por  prévio  convenio.  La  difi- 
cultad está  en  examinar  y decidir  cuáles  son  los 
casos  en  que  la  jurisdicción  de  un  juez,  aunque 
siempre  limitada  por  la  ley,  puede  ó no  proro- 
garse ó extenderse  por  voluntad  de  las  partes. 
Todo  juez  es  incompetente  y comete  un  exceso 
de  poder  cuando  traspasa  los  limites  de  su  juris- 
dicción ejerciendo  las  funciones  judiciales  entre 
personas  que  no  le  están  sometidas,  ó sobre  cau- 
sas que  pertenecen  áotro  juez;  mas  el  vicio  de 
la  incompetencia  puede  unas  veces  cubrirse  ó 
subsanarse  y otras  no,  según  su  naturaleza,  por 
la  sumisión  expresa  ó tácita  de  los  mismos  liti- 
gantes. El  juez  que  tiene  autoridad  para  conocer 
de  negocios  de  cierto  valor  determinado , no  la 
tiene  para  conocer  de  otros  de  mas  importancia; 
y de  consiguiente,  si  estando  reducido  por  la  ley 
4 la  facultad  de  entender  en  asuntos  de  200  rs., 
tomare  conocimiento  por  su  propia  voluntad  de 
una  demanda  de  400,  cometerá  sin  duda  un  ex- 
ceso de  poder ; pero  una  vez  revestido  por  la  ley 
de  la  potestad  de  juzgar  hasta  la  concurrencia 
de  la  mitad  de  esta  suma,  tiene  por  sus  atribu- 
ciones legales  el  germen  ó principio  de  la  auto- 
ridad que  ie  es  necesaria  para  dar  sentencia  so- 
bre la  totalidad;  de  manera  que  para  habilitarle 


á darla,  no  es  preciso  conferirle  una  jurisdic- 
ción nueva,  sino  que  basta  extender  ó desarro- 
llar un  principio  que  ya  existe , basta  prorogar 
una  jurisdicción  legalmente  establecida,  y la 
ley  en  efecto  permite  esta  prorogacion  á los  in- 
teresados, al  paso  que  les  prohíbe  la  creación 
de  una  nueva  jurisdicción , prestándose  mas  fá- 
cilmente á la  extensión  de  un  poder  que  es  obra 
suya,  que  no  á la  creación  de  uno  en  que  no 
tendría  parte.  Si  no  se  presenta,  pues,  otra  ra- 
zón que  la  de  incompetencia  del  juez  para  cono- 
cer de  mayor  suma  que  la  que  le  prefija  la  ley, 
no  creemos  que  esta  sea  suficiente  para  negar 
la  prorogacion  de  cantidad  á cantidad,  pues  que 
tal  incompetencia  ha  existido  siempre,  y sin 
embargo  siempre  se  ha  cubierto  ó subsanado 
este  defecto  por  voluntad  de  las  partes. 

* La  ley- orgánica  del  poder  judicial  dispone 
en  su  art.  299,  que  pueda  prorogarse  la  jurisdic- 
ción á juez  que  por  razón  de  la  cantidad  objeto 
del  litigio  pueda  conocer  del  negocio  que  ante 
él  se  proponga..  En  su  consecuencia,  no  puede 
verificarse  en  el  dia  la  prorogacion  de  cantidad 
á cantidad,  sobre  que  contendían  los  autores 
anteriormente. 

Esta  prohibición  se  funda  en  que  dicha  pro- 
rogacion afecta  al  órden  público  que  se  ha  teni- 
do en  consideración  al  establecer  y demarcar  la 
diversidad  de  los  grados  jurisdiccionales.  * 

VI.  Por  el  contrario,  la  jurisdicción  especial 
y privativa,  la  jurisdicción  de  un  juez  que  está 
deputado  para  cierto  género  de  causas  ó nego- 
cios, ad  cerlum  gemís  causcirum,  no  puede  proro- 
garse á negocios  ó causas  de  otro  género.  Así  es, 
que  antes  no  podía  llevarse  á un  tribunal  de  co- 
mercio, por  ejemplo,  un  negocio  puramente  ci- 
vil, cualesquiera  que  fuesen  los  litigantes, aun- 
que perteneciesen  á la  clase  de  mercaderes;  la 
sumisión  de  estos  á dicho  tribunal  por  un  nego- 
cio que  no  fuese  de  su  incumbencia,  era  abso- 
lutamente nula,  y la  sentencia  habría  adoleci- 
do de  vicio  de  exceso  de  poder.  La  razón  es  que 
cuando  un  juez  está  reducido  á conocer  de  cier- 
to género  de  negocios,  todos  ios  negocios  de 
otro  género  le  son  absolutamente  extraños;  y el 
someterlos  á su  conocimiento  no  seria  extender 
ó prorogar  su  jurisdicción , sino  crear  una  nue- 
va y conferírsela.  La  facultad  de  someterse  á la 
jurisdicción  de  otro  juez,  no  encierra  la  de  re- 
vestirle de  una  jurisdicción  que  no  tiene,  por- 
que la  prorogacion  de  la  jurisdicción  presupone 
necesariamente  la  existencia  de  la  misma  juris- 
dicción, no  bastando  la  existencia  de  otra  de 
distinta  clase. 

VIL  Se  proroga  la  jurisdicción  de  tiempo  á 
tiempo  y de  causa  á causa  cuando  teniendo  el  juez 
limitada  su  jurisdicción  á cierto  tiempo  ó á cier- 
ta causa,  se  convienen  las  partes  en  que  finado 
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el  término  prosiga  en  el  conocimiento  del  nego- 
cio hasta  su  decisión , ó en  que  conozca  también 
de  otro  pleito  diferente  de  aquel  que  le  estaba 
encargado.  Si  etjudex  (id  tiempus  dalas,  el  omnes 
litigatores  consenliant  (dice  la  ley  2.‘,  pár.  2.\ 
tít.  l-%  lib.  5."  del  Dig.)  nisi  specialiler  principan 
jusione  pror ogalio  faerit  inhibita , possunt  témpo- 
ra, mira  qum  jussus  esl  litem  dirimere,  prorogari. 
«Otrosí  decimos  (dice  la  ley  20,  tít.  4.°,  Part,  3.a) 
que  el  delegado  non  se  debe  trabajar  en  otro 
pleito  entre  ellos  (los  litigantes)  si  non  en  aquel 
que  señaladamente  le  fué  encomendado  que  li- 
brase; fueras  ende  por  avenencia  de  ambas  las 
partes,  ca  estonce  bien  lo  podría  facer.»  Pero,  ó 
el  juez  es  ordinario,  ó es  delegado.  Si  es  ordina- 
rio, como  un  juez  de  primera  instancia  ó muni- 
cipal, no  podrá  entender  en  causa  alguna,  ni 
aun  mediante  el  consentimiento  de  las  partes, 
luego  que  haya  cesado  en  el  ejercicio  de  su  ju- 
risdicción, sea  por  haber  sido  exonerado  de  su 
cargo , sea  por  haber  hecho  entrega  de  él  al  su- 
cesor, porque  no  puede  usarse  ni  prorogarse 
una  jurisdicción  que  ya  no  existe  en  su  persona, 
ni  seguir  revestido  de  autoridad  pública  el  que 
lia  pasado  á la  clase  de  mero  particular.  Si  es 
delegado,  no  solamente  no  podrá  entender  en 
otra  causa  diferente  de  aquella  en  que  tiene 
parte,  sino  que  ni  aun  podrá  decidir  en  el  dia  la 
que  se  le  hubiese  encomendado,  porque  ya  no 
se  delega  ni  puede  delegarse  la  jurisdicción 
para  la  decisión  de  causas  civiles  ni  criminales, 
sino  solo  para  la  práctica  de  algunas  diligencias 
relativas  á ios  procedimientos,  como  se  ha  expli- 
cado en  el  artículo  Jurisdicción  delegada ; y así 
no  pueden  verificarse  los  casos  de  que  hablan 
las  citadas  leyes  del  Digesto  y de  las  Partidas. 

VIII.  Por  último,  se  hace  la  prorogacion  de 
lugar  á lugar,  cuando  el  j uez  de  un  territorio 
conoce  en  otro  de  alguna  causa  con  consenti- 
miento de  los  litigantes  y permiso  expreso  ó tá- 
cito del  juez  del  distrito.  «Ningún  alcalde  (dice  la 
ley  7.*,  tít.  7.°,  lib.  l.°  del  Duero  Real)  non  sea 
osado  de  judgar  en  otra  tierra  que  non  es  de  su 
alcaldía,  nin  costreñir,  nin  prendar,  nin  usar  de 
oficio  ninguno  de  alcaldía  si  non  fuere  por  ave- 
nencia de  las  partes:  et  si  alguno  contra  esto  lucie- 
re, el  juicio  que  diere  non  val  a.  Et  si  alguna 
cosa  entregare  ó prendare,  por  sí  ó por  su  man- 
dado, tórnelo  todo  doblado  á aquel  á quien  lo 
tomó,  é por  la  osadía  que  fizo,  peche  veinte  ma- 
ravedís, los  diez  al  Rey  é los  diez  al  alcalde  de 
la  tierra  en  que  lo  fizo.»  Resulta,  pues,  de  esta 
ley  que  por  mas  incompetente  que  sea  un  juez 
para  conocer  de  una  causa  en  el  territorio  de 
otro,  pueden  las  partes  habilitarle  para  ello  por 
mútuo  consentimiento;  y para  que  no  se  diga 
que  atropella  la  jurisdicción  ajena,  será  indis- 
pensable el  consentimiento  del  juez  territorial. 
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Muchos  autores,  sin  embargo,  repugnan  esta 
prorogacion  de  lugar  á lugar,  diciendo  que  el 
juez  fuera  de  su  distrito  no  es  mas  que  un  par- 
ticular sin  jurisdicción  alguna.  Es  cierto  que  el 
juez  de  un  distrito  no  puede  ejercer  jurisdicción 
en  otro;  mas  él,  absolutamente  hablando,  tiene 
jurisdicción,  al  contrario  que  el  que  habiéndola 
tenido  ha  cesado  en  ella;  y como  el  requisito 
esencial  para  que  una  jurisdicción  pueda  pro- 
rogarse por  voluntad  de  los  interesados,  es  que 
la  jurisdicción  que  so  proroga  tenga  real  y ac- 
tual existencia,  parece  consiguiente  que  sea  ad- 
misible la  prorogacion  de  lugar  á lugar,  aunque 
no  lo  sea  la  de  tiempo  á tiempo.  Además,  la  ley 
que  acabamos  de  trascribir,  y de  que  ninguno 
de  cuantos  autores  hemos  visto  hace  mención 
alguna,  decide  claramente  la  cuestión. 

IX.  La  jurisdicción  de  los  tribunales  de  apela- 
ción ¿puede  convertirse,  por  la  vía  de  la  proro- 
gacion, en  jurisdicción  de  primera  instancia?  ó 
lo  que  es  lo  mismo,  ¿pueden  los  litigantes  por 
consentimiento  recíproco  llevar  sus  negocios  al 
tribunal  superior  del  distrito,  como  por  ejemplo, 
á la  Audiencia  territorial,  para  que  conozca  de 
ellos  en  primera  y última  instancia,  renuncian- 
do el  derecho  de  entablarlos  ante  el  juzgado  in- 
ferior ? Esta  cuestión  puede  decidirse  en  sentido 
negativo  por  los  principios  que  hemos  sentado. 
Para  que  una  jurisdicción  pueda  prorogarse  por 
voluntad  de  las  partes,  es  necesario  que  exista 
en  la  actualidad,  no  bastando  que  haya  existi- 
do en  tiempo  anterior  ó que  haya  de  existir  en 
en  lo  sucesivo;  porque  así  como  las  partes  no 
pueden  resucitar  una  jurisdicción  que  se  ha  ex- 
tinguido, tampoco  pueden  poner  desde  luego  en 
actividad  una  jurisdicción  que  no  ha  nacido  to- 
davía. 

Ahora  bien,  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
de  apelación  no  tiene  principio  sino  cuando  la 
apelación  se  presenta:  la  materia  sobre  que  debe 
ejercerse,  no  se  compone  sino  de  las  causas  que 
han  sido  ya  préviamente  juzgadas  por  un  tribu- 
nal de  primera  instancia;  y mientras  una  causa 
no  se  halle  en  este  estado,  no  puede  someterse  á 
un  tribunal  que  es  incompetente  para  conocer 
de  ella  por  razón  de  la  materia.  Es  cierto  que  los 
tribunales  de  apelación  tienen  la  plenitud  de  la 
autoridad  judicial,  y que  su  jurisdicción  es  uni- 
versal; pero  esta  jurisdicción  no  es  inmediata  ni 
. directa,  sino  que  está  reducida  á los  negocios 
¡ cayo  conocimiento  se  le  defiere  por  la  via  de  la 
alzada  ó apelación.  La  gradación  de  las  juris- 
dicciones es  además  de  órden  público;  se  halla 
establecida  por  el  interés  general  y para  asegu- 
rar la  mas  perfecta  administración  de  justicia, 
y no  pueden,  por  lo  tanto,  renunciarla  los  parti- 
culares. No  es  susceptible,  pues,  de  convertirse 
por  la  prorogacion  en  jurisdicción  de  primera 
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instancia  la  jurisdicción  de  los  jueces  de  apela- 
ciones. 

Diráse  tal  vez,  que  .ya  que  el  consentimiento 
de  las  partes  puede  erigir  á un  juez  de  primera 
instancia  en  juez  único  y supremo,  pactando 
estar  á su  decisión  y renunciando  el  derecho  de 
apelar,  conforme  á la  ley  13,  tít.  23,  Part.  3.*, 
podrá  también  hacer  de  un  juez  ó tribunal  de 
apelación,  un  tribunal  6 juez  de  primera  y últi- 
ma instancia.  Pero  hay  una  diferencia  esencial  ! 
entre  lo  primero  y lo  segundo.  Las  partes  que 
ambas  á dos  consienten  en  pasar  por  la  decisión 
de  un  juez  de  primera  instancia,  no  confieren  á 
este  juez  una  jurisdicción  que  le  falte;  extien- 
den solamente  la  jurisdicción  de  que  se  halla 
revestido;  renuncian  solo  la  facultad  de  apelar 
de  la  sentencia  que  dieren,  y tienen  con  efecto 
el  derecho  de  hacer  ó no  hacer  tal  renuncia; 
mientras  que  las  partes  que  convienen  en  ser 
juzgadas  en  primera  y última  instancia  por  un 
tribunal  de  apelación,  le  confieren  una  jurisdic- 
ción que  no  tiene  de  presente  y que  no  puede  1 
adquirir  sino  por  medio  de  una  alzada,  prorogan 
una  jurisdicción  que  no  existe,  y hacen  de  con-  | 
siguiente  una  cosa  que  se  halla  fuera  del  alean-  i 
ce  de  su  poder.  El  texto  de  la  segunda  parte  del 
art.  59  del  reglamento  de  26  de  Setiembre  de 
1835,  parece  muy  conforme  á esta  doctrina:  «bfo 
podrán  de  manera,  alguna,  dice  hablando  de  las 
Audiencias,  avocar  cansa  pendiente  ante  juez 
inferior  en  primera  instancia,  ni  entremeterse 
en  el  fondo  de  ellas  cuando  promuevan  su  curso 
ó se  informen  de  su  estado,  ni  pedírsela  aun  ad 
ejfectum  videndi,  ni  retener  su  conocimiento  en 
dicha  instancia  cuando  haya  apelación  de  auto 
interlocutorio,  ni  embarazar  de  otro  modo  á di- 
chos jueces  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que 
les  compete  de  lleno  en  la  instancia  expresada.» 
Cierto  es  que  el  artículo  no  se  contrae  directa- 
mente á la  cuestión  que  nos  ocupa,  pues  que  no 
dice  que  las  Audiencias  no  puedan  conocer  en  1 
primera  instancia,  ni  aun  mediando  el  consen- 
timiento de  las  partes,  de  los  negocios  que  per-  ¡ 
tenecen  á los  juzgados  inferiores;  pero  al  ver  las 
expresiones  tan  terminantes  de  que  se  vale  para 
excluir  á las  Audiencias  de  toda  intervención  en 
el  fondo  de  dichos  negocios  mientras  se  hallan 
en  primera  instancia,  y al  ver  igualmente  la  in- 
sistencia que  hace  manifestando  que.  esta  ins- 
tancia corresponde  de  lleno  á los  jueces  inferio- 
res, no  podemos  menos  de  concebir  la  idea  de 
que  la  voluntad  de  la  ley  es  la  de  establecer  de 
parte  de  las  Audiencias  una  incompetencia  ab- 
soluta para  conocer  en  primer  grado  de  las  cau- 
sas que  no  les  está  expresamente  asignadas; 
incompetencia  por  razón  de  la  materia',  incompe-  . 
tencia,  por  consiguiente,  que  no  puede  salvar-  ¡ 
se , vencerse  ó subsanarse  aunque  mediare  el 
Tomo  m. 


mútuo  consentimiento  de  todos  los  litigantes. 

* El  art.  299  ya  citado  de  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial,  prescribe  para  que  pueda  proro- 
garse la  jurisdicción  á un  juez  ó tribunal,  que 
este,  por  razón  de  la  gerarquia  que  tenga  en  el 
órden  judicial , pueda  conocer  del  negocio  que 
ante  él  se  proponga.  En  su  consecuencia,  prohí- 
be someter  á un  tribunal  competente  para  cono- 
cer en  segunda  instancia  un  negocio  para  que 
conozca  de  él  en  primera,  y vice-versa. 

Según  el  art.  307  de  la  ley  del  poder  judi- 
cial, tampoco  podrá  hacerse  sumisión  expresa  ó 
tácita  á Audiencia  á cuyo  distrito  no  pertenezca 
el  tribunal  de  partido  que  haya  conocido  en  pri- 
mera instancia.  * 

X.  Es  regla  general  que  en  materias  crimina- 
les no  puede  prorogarse  la  jurisdicción  de  un 
juez  incompetente;  porque  respecto  de  ellas  se 
halla  establecida  la  competencia  de  los  jueces, 
no  solo  por  el  interés  de  los  ofensores  y de  los 
ofendidos,  sino  también  por  el  de  la  sociedad. 
Sin  embargo,  la  ley  15,  tít.  l.°,  Part.  7.\  después 
de  señalar  por  jueces  competentes  para  lo  crimi- 
nal al  juez  del  lugar  donde  se  cometió  el  delito, 
al  del  domicilio  del  reo,  al  del  lugar  donde  este 
tuviere  la  mayor  parte  de  sus  bienes  {si  en  él 
fuere  hallado,  como  añade  Gregorio  López),  y 
al  del  lugar  donde  fuere  encontrado  siendo  pró- 
fugo ó vagabundo,  establece  luego,  que  si  el 
que  delinquió  en  un  lugar,  fuese  acusado  en 
otro  donde  le  encontrasen , y respondiese  ante 
el  juez  de  este  último  sin  declinar  su  jurisdic- 
ción, quedaría  obligado  á seguir  el  juicio  ante 
él  hasta  sentencia  definitiva:  «Si  por  aventura 
el  que  habie  fecho  el  yerro  en  un  lugar  , fuese 
fallado  después  en  otro  et  lo  acusasen  hi  del 
yerro  delante  del  juzgador  do  lo  fallasen,  si  res- 
pondiese antél  á la  acusación,  non  poniendo 
ante  sí  defensión  ninguna  si  la  habie,  dende 
adelante  tenudo  es  de  seguir  el  pleyto  antél  fasta 
que  sea  acabado,  maguer  el  fuese  de  otro  lugar 
et  se  pudiera  excusar  con  derecho  de  non  res- 
ponder antél  ante  que  respondiese  á la  acusa- 
ción.» Pueden  por  lo  tanto  el  ofensor  y el  ofen- 
dido prorogar  la  jurisdicción  de  un  juez  que  sea 
incompetente  por  razón  del  territorio:  el  ofen- 
dido poniendo  la  acusación  ante  el  juez  del  dis- 
trito en  que  encontrare  al  ofensor,  aunque  el 
distrito  no  sea  el  lugar  del  delito,  ni  el  del  do- 
micilio, ni  el  de  la  mayor  parte  de  los  bienes 
del  reo,  ni  este  sea  prófugo  ó vagabundo;  y el 
ofensor  respondiendo  á ia  acusación  sin  propo- 
ner la  excepción  declinatoria:  ambos  en  efecto 
son  árbitros  según  esta  ley  en  consentir  de  he- 
cho que  la  causa  sea  juzgada  por  .un  juez  que 
de  otro  modo  no  podría  entender  en  ella.  Pero 
parece  que  esta  disposición  legal  no  debe  apli- 
carse sino  á los  delitos  privados,  cuando  soia- 
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mente  las  partes  tengan  interés  en  la  eausa, 
¿Qué  será  si  el  delito  es  púilico,  si  la  sociedad 
está  interesada  en  su  castigo,  si  puede  empe- 
zarse el  procedimiento  por  excitación  del  minis- 
terio fiscal  ó por  pesquisa  de  oficio,  sin  necesi- 
dad de  querella  ó denuncia  de  parte  agraviada? 
No  debe  entonces  el  juzgado  del  lugar  en  que 
se  cometió  el  delito,  pasar  por  la  prorogacion 
que  hicieren  las  partes  de  la  jurisdicción  de  un 
juez  incompetente,  antes  por  el  contrario,  estará 
obligado  á formar  causa  y reclamar  la  entrega 
ó remisión  del  reo  y de  las  diligencias  practica- 
das contra  él ; pues  no  siendo  el  acusador  y el 
acusado  los  únicos  interesados  en  la  causa,  no 
son  dueños  de  llevarla  al  tribunal  que  mas  les 
acomode,  ni  pueden  por  su  hecho  impedir  ó 
embarazar  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  la 
ley  ha  encargado  al  juez  del  lugar  del  delito. 
Y.  Juicio  criminal,  párrafos  VITI  y siguientes 
hasta  el  XVIII  inclusive. 

* La  ley  orgánica  del  poder  judicial  prescribe 
terminantemente  que  la  jurisdicción  criminal 
es  siempre  improrogable:  art.  299.  * 

JURISDICCION  FORZOSA.  La  que  ejerce  un  juez 
respecto  de  las  personas  y causas  que  por  dis- 
posición de  las  leyes  están  sujetas  á su  potestad 
judicial;  y se  dice  forzosa,  por  contraposición  á 
la  jurisdicción  prorogada,  ■ que  tiene  un  juez 
cuando  los  litigantes  de  otro  distrito  ó fuero  se 
le  someten  voluntariamente.  Es  forzosa  respecto 
del  juez  y respecto  de  los  litigantes:  respecto 
del  juez , porque  este  no  puede  negarse  á ejer- 
cerla cuando  las  partes  acuden  á su  tribunal ; y 
respecto  de  los  litigantes,  porque  cuando  uno 
de  estos  pide  justicia,  no  puede  el  otro  decli- 
narla. La  jurisdicción  prorogada,  por  el  contra- 
rio , es  voluntaria , así  de  parte  de  los  litigantes, 
como  de  la  del  juez:  de  parte  de  los  litigantes, 
porque  sin  el  consentimiento  de  ambos  no  puede 
el  juez  ejercerla;  y de  parte  del  juez,  porque  es 
árbitro  de  negarse  ó prestarse  al  conocimiento 
de  una  causa  entre  personas  que  no  le  están  su- 
bordinadas. V.  Jurisdicción  prorogada,  párra- 
fos I y II. 

JURISDICCION  ACUMULATIVA.  Aquella  por  la  cual 
puede  un  juez  conocer  á prevención  de  las  mis- 
mas causas  que  otro;  esto  es,  la  que  reside  á un 
mismo  tiempo  en  dos  ó mas  jueces  que  pueden 
anticiparse  á tomar  conocimiento  de  una  misma 
causa,  debiendo  seguirla  el  primero  que  la  hu- 
biere empezado.  Llámase  también  por  esta  razón 
jurisdicción  preventiva.  Tal  era,  por  ejemplo,  la 
que  tenían  los  alcaldes  y tenientes  de  alcalde 
para  conocer,  á prevención  con  el  juez  letrado 
de  primera  instancia,  donde  le  bahía,  de  las  de- 
mandas civiles  cuya  entidad  no  pasase  de  diez 
duros  en  la  Península  é Islas  adyacentes,  y de 
treinta  en  Ultramar,  y de  los  negocios  crimina- 


les sobre  injurias  y faltas  livianas  que  no  me- 
recieran otra  pena  que  alguna  reprensión  ó cor- 
rección ligera,  determinando  unas  y otros  en 
juicio  verbal:  art.  31,  reglamento  de  26  de  Se- 
tiembre de  1835.  Véase,  sin  embargo,  el  articulo 
Jurisdicción  real  ordinaria,  pár.  II,  núm.  2.°  Tal 
es  también  la  que  reside  en  los  dos  ó mas  jueces 
de  primera  instancia  que  hay  en  las  cabezas  de 
algunos  distritos,  pues  cualquiera  de  ellos  pue- 
de anticiparse  á tomar  conocimiento  de  las  cau- 
sas que  ocurran;  bien  que  á cada  uno  debe  se- 
ñalarse para  lo  criminal  su  departamento  ó cuar- 
tel, y repartirse  entre  todos  por  turno  los  nego- 
cios civiles. 

JURISDICCION  PRIVATIVA.  La  que  se  confiere  á 
aquellos  á quienes  se  comete  una  causa  ó cierto 
género  de  causas  inhibiendo  á todos  los  demás 
jueces  de  cualquiera  clase  que  sean.  Se  dice 
privativa,  porque  priva  á otros  jueces  del  cono- 
cimiento de  la  causa.  Véase  Juez  privativo. 

JURISDICCION  ALFONSINA,  La  jurisdicción  civil 
y criminal  que  el  Rey  D.  Alfonso  II  de  Aragón 
concedió  á los  Prelados  y ricos  hombres  y sus 
succesores  sobre  los  pueblos  que  fundasen  y 
constasen  al  menos  de  quince  vecinos.  Véase  á 
Crespí,  olserv.  5.‘  y á Maten  de  Regim.  Reg.  Va- 
lent.,  cap.  5.°,  pár.  4.° 

Después  de  haber  abolido  Felipe  V los  fueros 
de  Aragón,  declaró  en  5 de  Noviembre  de  1708  á 
consulta  del  Consejo,  que  no  estaban  ni  podian 
estar  comprendidas  en  dicha  abolición  las  juris- 
dicciones alfonsinas,  porque  se  hablan  adquiri- 
do en  fuerza  de  un  contrato  oneroso  celebrado 
entre  los  prelados  y ricos  hombres  de  aquel  rei- 
no y el  Rey  D.  Alfonso  , concediéndoles  este  la 
jurisdicción  de  todos  los  lugares  que  fundaren 
de  quince  vecinos,  y porque  habiendo  en  aque- 
lla buena  fe  y promesa  gastado  aquellos  natu- 
rales sus  caudales  en  fundaciones  de  lugares, 
no  se  les  podía  quitar  la  jurisdicción,  aunque 
después  por  la  ley  general  se  hubiesen  revocado 
los  fueros:  ley  3.*,  tít.  3.°,  lib.  3.°,  Nov.  Reeop. 

En  las  reglas  establecidas  para  la  situación  y 
construcción  de  pueblos  en  el  camino  de  Madrid 
por  la  provincia  de  Extremadura,  dispuso  el  se- 
ñor D.  Carlos  III,  por  cédula  de  23  de  Diciembre 
de  1778,  que  llegando  á veinte  vecinos,  gozaran 
estos  lugares  de  la  jurisdicción  alfonsina,  para 
quese  pudiesen  defenderde  toda  vejación:  ley  6.a, 
tít.  22,  lib.  7.°,  Nov.  Recop. 

Por  decreto  de  6 de  Agosto  de  1811,  restable- 
cido en  2 de  Febrero  de  1837,  quedaron  incor- 
porados á la  nación  todos  los  señoríos  jurisdic- 
cionales de  cualquiera  clase  y condición,  y de 
consiguiente  cesaron  las  jurisdicciones  alfonsi- 
nas. V.  Señorío. 

JURISDICCION  REAL  ORDINARIA.  La  jurisdicción 
común  y general  que  extiende  su  poder  á todas 
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las  personas  y ¿todas  las  causas  civiles  y crimi- 
nales,menos  á ciertas  causas  y personas  que  es- 
tán expresamente  sometidas  por  la  ley  ¿jurisdic- 
ciones especiales  ó privilegiadas.  Así  que  la  j uris- 
diccion  real  ordinaria  es  la  regla  general;  y las 
especiales  ó privilegiadas  no  son  mas  que  excep- 
ciones de  esta  regla,  concesiones  hechas  á cier- 
tas clases  de  individuos  por  razón  de  su  profesión 
ó de  su  estado;  ó instituciones  excéntricas  crea- 
das por  razón  de  ciertas  materias  que  exigen  en 
los  jueces  conocimientos  particulares.  V.  Jim 
ordinario. 

* Según  el  art.  267  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  compe- 
tente en  materia  civil  para  conocer  de  los  nego- 
cios civiles  que  se  susciten  en  territorio  español 
entre  españoles,  entre  extranjeros  y entre  ex- 
tranjeros y españoles. 

En  esta  disposición  se  hallan  comprendidas 
las  del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868,  so- 
metiendo ¿ la  jurisdicción  ordinaria  los  negocios 
comunes  civiles  de  los  eclesiásticos;  de  los  afo- 
rados de  g’uerra  y marina  de  todas  clases;  reti- 
rados del  servicio,  y de  los  de  sus  mujeres,  hijos 
y criados,  aunque  estuvieren  en  el  activo ; los 
negocios  de  Hacienda  y los  mercantiles. 

Conforme  al  art.  268  de  la  ley  de  tribunales 
exceptúanse  únicamente  de  lo  prescrito  en  el 
art.  267,1a  prevención  de  los  juicios  de 'testa- 
mentaría y abintestato  de  los  militares  y mari- 
nos muertos  en  campaña  ó navegación,  para 
lo  cual  son  competentes  los  jefes  y autorida- 
des de  guerra  y marina.  Esta  prevención  debe 
limitarse  á las  diligencias  necesarias  para  que 
se  dé  sepultura  á los  restos  mortales  del  fina- 
do, á la  formación  de  inventario  y depósito  de 
sus  bienes  y á su  entrega  ¿ los  instituidos  he- 
rederos ó á los  que  lo  sean  abintestato  den- 
tro del  tercer  grado  civil,  nó  habiendo  quien 
lo  contradiga,  lo  cual  debe  practicarse  con 
acuerdo  de  asesor,  si  fuere  posible.  Cuando  no  se 
presente  el  heredero  instituido,  ó en  su  defecto 
el  legítimo  dentro  del  tercer  grado,  ó se  suscita- 
re oposición  á que  se  entregue  la  herencia  ¿ 
quien  lo  reclamar^,  deben  suspenderlas  auto- 
ridades referidas  su  intervención,  pasando  todo 
lo  que  hubieren  practicado  al  juzgado  á que, 
con  arreglo  ¿ dicha  ley,  corresponda  el  conoci- 
miento de  la  testamentaría  ó del  abintestato: 
art.  268  de  dicha  ley. 

Asimismo,  corresponde  á la  jurisdicción  mi- 
litar el  conocimiento  de  los  asuntos  civiles  de 
las  personas  residentes  en  las  plazas  de  Africa: 
Real  órden  de  16  de  Octubre  de  1815,  y art.  2.° 
del  decreto  de  31  de  Diciembre  de  1868.  V.  Juris- 
dicción de  g tierra. 

También  deben  entenderse  exceptuados  del  co- 
nocimiento de  la  jurisdicción  ordinaria,  los  plei- 


tos sobre  beneficios,  cuyo  conocimiento  compete 
¿ la  jurisdicción  eclesiástica  y demás  á que  se 
refiere  el  decreto  de  6 de  Diciembre  citado;  los 
negocios  contencioso-administrativos  cuyo  co- 
• nocimiento  corresponde  en  el  dia  á las  Coinisio- 
; nes  provinciales  y al  Consejo  Real,  según  el 
decreto  de  20  de  Enero  de  1875,  y los  negocios 
que  corresponden  al  Tribunal  de  cuentas.  Véan- 
se los  artículos  correspondientes  á estas  jurisdic- 
ciones. 

En  materia  criminal,  corresponde  á la  juris- 
dicción ordinaria  el  conocimiento  de  las  causas 
criminales,  cualquiera  que  sea  la  penalidad  se- 
ñalada por  las  leyes,  sin  mas  excepciones  que 
las  que  se  establecen  en  la  citada  del  poder  ju- 
dicial: art.  269  de  la  ley  orgánica  de  tribunales. 

Dicha  ley  exceptúa  únicamente  del  conoci- 
miento de  la  jurisdicción  ordinaria  en  su  articulo 
321,  con  arreglo  á lo  prescrito  en  el  269  que  aca- 
bamos de  exponer,  las  causas  que  estuvieren  re- 
servadas al  Senado  (véase  Jurisdicción  del  Sena- 
do) y las  que  expresamente  se  atribuyen  á las 
jurisdicciones  de  guerra  y marina  en  el  titu- 
lo 7.°  de  la  misma  que  se  exponen  en  el  artículo 
Jurisdicción  militar  de  guerra  y marina. 

Aquí,  sin  embargo,  expondremos,  para  que 
sirva  de  regla  sobre  los  casos  en  que  corresponde 
conocer  á la  jurisdicción  ordinaria  sobre  esta  ma- 
teria, el  párrafo  séptimo  del  preámbulo  del  decre- 
to de  6 de  Diciembre,  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 
«Todos  los  aforados  de  Guerra  y Harina,  excepto 
aquellos  que  estén  en  activo  servicio,  quedarán 
sujetos  en  ios  negocios  comunes,  civiles  y crimi- 
nales á la  jurisdicción  ordinaria;  y la  militar 
solo  será  competente  para  conocer  de  los  delitos 
meramente  militares,  y de  los  comunes  y faltas 
que  expresa  la  ley,  cuando  sean  cometidos  por 
individuos  del  ejército  y la  marina  que  se  ha- 
llen en  activo  servicio.» 

También  corresponde  á la  jurisdicción  ordina- 
ria el  conocimiento  de  las  causas  por  delitos  co- 
munes cometidos  por  militares  y marinos  en 
servicio  activo,  exceptuados  en  los  núms.  3.”  al 
13  del  art.  349  de  la  ley  orgánica  del  poder  judi- 
cial, y ei  de  las  causas  criminales  por  delitos 
comunes  cometidos  por  las  mujeres , hijos  y 
criados  de  ios  militares  activos  y pasivos,  según 
se  previene  en  los  núms.  l.°  y 2. 11  del  artículo 
citado.  Respecto  de  las  faltas  castigadas  en  el 
lib.  3.°  del  Código  penal,  conoce  la  jurisdicción 
ordinaria,  excepto  de  las  expresadas  en  el  nu- 
mero 14  del  art.  349  citado. 

Mas  téngase  presente,  que  según  el  Real  de- 
creto de  19  de  Octubre  de  1875,  y la  Real  órden 
de  16  de  Octubre  del  mismo  año,  la  jurisdicción 
militar  conoce  de  las  causas  por  delitos  cometi- 
dos por  personas  residentes  en  las  plazas  fuertes 
de  África,  excepto  las  formadas  por  delitos  que 
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causen  desafuero,  cometidos  por  individuos  que 
dependen  de  la  jurisdicción  militar,  según  se 
expondrá  en  el  artículo  Jurisdicción  de  guerra. 

Corresponde,  pues,  á la  jurisdicción  ordinaria, 
por  no  hallarse  entre  las  excepciones  á que  se 
refiere  el  art.  321  citado,  el  conocimiento  de  las 
causas  criminales  por  delitos  comunes  de  los 
eclesiásticos,  sin  perjuicio  de  que  el  Gobierno 
español  concuerde  en  su  dia  con  la  Santa  Sede 
lo  que  ambas  potestades  crean  conveniente  so- 
bre el  particular,  y las  demás  causas  á que  se 
refirió  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1808,  en 
su  art.  l.°,  reiterado  y adicionado  en  los  arts.  348 
y 349  de  la  ley  del  poder  j udicial  sobre  los  casos 
en  que  pierden  su  fuero  los  militares,  que  se  ex- 
pondrán en  el  de  Jurisdicción  militar  de  guerra  y 
marina. 

Respecto  de  los  delitos  por  que  pierden  los 
paisanos  su  fuero,  quedando  sometidos  á las 
jurisdicciones  de  guerra  y marina,  se  hallan 
enumerados  en  el  art.  350  de  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial,  que  se  expone  en  el  articulo  cor- 
respondiente á la  misma , que  es  donde  la  ley 
trata  de  ellos. 

ñegun  el  art.  322  de  la  ley  orgánica  de  tribu- 
nales, el  conocimiento  de  las  causas  por  delitos 
en  que  aparezcan  culpables  personas  sujetas  á 
la  jurisdicción  ordinaria  y otras  aforadas,  corres- 
ponde exclusivamente  á la  ordinaria,  la  cual  es 
competente  para  juzgar  á todas  aquellas  en  los 
casos  en  que  el  castigo  no  esté  reservado  espe- 
cialmente por  laley,  al  conocimiento  de  otra  ju- 
risdicción. 

No  obstante  carecer  la  jurisdicción  ordinaria 
de  autoridad  para  conocer  de  los  delitos  de  los 
aforados,  á no  que  pertenecieran  á los  que  pro- 
ducen desafuero,  el  art.  323  de  la  ley  citada  la 
autoriza,  con  el  fin  de  que  no  se  entorpezca  la 
administración  de  justicia,  para  prevenir  las 
causas  por  aquellos  delitos.  Esta  competencia 
se  limita  á instruir  las  primeras  diligencias, 
concluidas  las  cuales,  la  jurisdicción  ordinaria 
remitirá  las  actuaciones  al  juez  que  debiere  co- 
nocer de  la  causa  con  arreglo  á las  leyes,  po- 
niendo á su  disposición  los  detenidos  y los  efec- 
tos ocupados,  y cesando  en  las  primeras  diligen- 
cias tan  luego  como  conste  que  la  especial  com- 
petente forma  causa  sobre  el  mismo  delito.  Con- 
sidérense como  primeras  diligencias  las  de  dar 
protección  á los  perjudicados  , consignar  las 
pruebas  del  delito  que  puedan  desaparecer,  re- 
coger y poner  en  custodia  cuanto  conduzca  á su 
comprobación  y á la  identificación  del  delin- 
cuente, y detener  en  su  caso  á los  reos  presun- 
tos: art.  324. 

La  jurisdicción  ordinaria  es  tan  solo  la  com- 
petente, para  juzgar  á los  reos  de  delitos  co- 
nexos, siempre  que  alguno  esté  sujeto  á ella; 


aun  cuando  los  demás  sean  aforados:  art.  329. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  y del  328  y 
siguientes,  tratan  de  la  co-delincuencia  de  un 
tercero  por  su  participación  en  el  delito  que 
surte  fuero,  y no  de  delitos  conexos,  aunque  dife- 
rentes, cometidos  por  una  misma  persona,  pues 
son  cosas  enteramente  distintas  la  complicidad 
en  la  ejecución  de  un  delito  y la  conexidad  de 
este:  sentencia  de  21  de  Agosto  1871.  Véaselas  de 
10  de  Febrero  de  1873  y 28  de  Febrero  de  1874. 

Lo  establecido  en  el  artículo  anterior  se  en- 
tiende en  el  caso  de  que  sea  competente  la  juris- 
dicción ordinaria  para  juzgar  de  los  delitos  co- 
nexos. Si  alguno  de  estos  fuere  por  su  índole  y 
naturaleza  de  la  competencia  exclusiva  de  otra 
jurisdicción,  esta  deberá  conocer  de  la  causa 
que  se  forme  sobre  él,  sin  perjuicio  de  que  la 
ordinaria  conozca  de  la  que  se  instruya  sobre 
los  demás:  art.  330.  Respecto  4 los  delitos  que 
deben  considerarse  conexos,  véase  el  art.  331 
expuesto  en  el  de  esta  obra  Competencia  en  ma- 
teria criminal. 

El  juez  ó tribunal  á quien  corresponde  la  per- 
secución y castigo  de  los  delitos  cometidos  por 
determinadas  personas  (que  en  caso  de  duda,  se 
entiende  ser  de  los  de  la  jurisdicción  ordinaria), 
es  el  competente  para  declarar  si  existe  ó no  de- 
lito por  virtud  de  hechos  ejecutados  exclusiva- 
mente por  las  mismas  y que  por  su  naturaleza 
no  produzca  desafuero;  debiendo  atenderse  para 
determinar  la  jurisdicción  competente,  á la  na- 
turaleza del  delito,  y no  á los  méritos  probato- 
rios que  de  su  existencia  ofrezca  el  sumario: 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  l.°  de  Octu- 
bre de  1859, 24  de  Febrero  de  1860  y l.°  de  Octu- 
bre de  1857. 

Acerca  de  los  delitos  y faltas  cometidas  por 
los  extranjeros,  ya  sea  en  España  ó fuera  de 
ella,  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  prescri- 
be lo  siguiente. 

Los  extranjeros  que  cometieren  faltas  ó delin- 
quieren en  España,  serán  juzgados  por  los  que 
tengan  competencia  para  ello  por  razón  de  las 
personas  ó del  territorio:  art.  333. 

Exceptúanse  de  lo  ordenado  en  el  artículo  an- 
terior, los  Príncipes  de  las  familias  reinantes, 
los  presidentes  ó jefes  de  otros  Estados,  los  em- 
bajadores, los  ministros  plenipotenciarios,  y los 
ministros  residentes,  ios  encargados  de  nego- 
cios y los  extranjeros  empleados  de  planta  en 
las  legaciones,  los  cuales,  cuando  delinquieren, 
serán  puestos  4 disposición  de  sus  Gobiernos 
respectivos:  art.  334. 

El  conocimiento  de  los  delitos  comenzados  á 
cometer  en  España  y consumados  ó frustrados 
en  países  extranjeros,  corresponderá  á los  tri- 
bunales y jueces  españoles,  en  el  caso  de  que 
los  actos  perpetrados  en  España  constituyan  por 
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sí  delito,  y solo  respecto  á estos:  artículo  335. 

Serán  juzgados  por  los  jueces  y tribunales  del 
reino,  según  el  órden  prescrito  en  el  art.  326 
(expuesto  en  el  de  esta  obra  Competencia  en  lo 
criminal),  los  españoles  ó extranjeros  que  fuera 
del  territorio  de  la  Nación  hubiesen  cometido 
alguno  de  los  delitos  siguientes : Contra  la  se- 
guridad exterior  del  Estado.  Lesa  majestad.  Re- 
belión. Falsificación  de  la  firma,  de  la  estampi- 
lla real  ó del  regente.  Falsificación  de  la  firma, 
de  los  ministros.  Falsificación  de  otros  sellos 
públicos.  Falsificaciones  que  perjudiquen  direc- 
tamente al  crédito  ó intereses  del  Estado , y la 
introducción  ó expendieron  de  lo  falsificado. 
Falsificación  de  billetes  de  Banco , cuya  emisión 
esté  autorizada  por  la  ley,  y la  introducción  ó 
expendicion  de  los  falsificados.  Los  delitos  co- 
metidos en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  em- 
pleados públicos  residentes  en  territorio  extran- 
jero: artículo  336. 

Si  los  reos  de  los  delitos  comprendidos  en  el 
artículo  anterior  hubiesen  sido  absueltos  ó pe- 
nados en  el-  extranjero,  siempre  que  en  este  úl- 
timo caso  se  hubiese  cumplido  la  condena,  no 
se  abrirá  de  nuevo  la  causa.  Lo  mismo  sucederá 
si  hubiesen  sido  indultados,  á excepción  de  los 
delitos  de  traición  y lesa  majestad.  Si  hubieren 
cumplido  parte  de  la  pena,  se  tendrá  en  cuenta 
para  rebajar  proporcionalmente  la  que  en  otro 
caso  les  correspondería:  art.  337. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  que  antece- 
den es  aplicable  á los  extranjeros  que  hubiesen 
cometido  alguno  de  los  delitos  comprendidos  en 
ellos,  cuando  fueren  aprehendidos  en  territorio 
español  ó se  obtuviera  la  extradición : art,  338. 

El  español  que  cometiere  un  delito  en  pais 
extranjero  contra  otro  español,  será  juzgado  en 
España  por  los  j uzgados  ó tribunales  designados 
en  el  art.  326,  y por  el  mismo  órden  con  que  se 
designan  si  concurrieren  las  circunstancias  si- 
guientes: 1.*  Que  se  querelle  el  ofendido  ó cual- 
quiera de  las  personas  que  puedan  hacerlo  con 
arreglo  á las  leyes.  2.*  Que  el  delincuente  se  halle 
en  territorio  español.  3.*  Que  el  delincuente  no 
haya  sido  absuelto,  indultado , ó penado  en  el 
extranjero,  y en  este  último  caso  haya  cumplido 
su  condena.  Si  hubiere  cumplido  parte  de  la 
pena,  se  observará  lo  que  para  igual  caso  pre- 
viene el  art.  337  ( esto  es,  se  tendrá  en  cuenta 
para  rebajar  proporcionalmente  lo  que  en  otro 
caso  le  corresponderia}:  art.  339. 

El  español  que  cometiere  en  pais  extranjero 
un  delito  de  los  que  el  Código  penal  español  ca- 
lifica de  graves,  contra  un  extranjero,  será  juz- 
gado en  España  si  concurren  las  tres  circuns- 
tancias señaladas  en  el  artículo  que  precede,  y 
pur  los  mismos  jueces  que  en  él  se  desigman: 
art.  340. 


No  podrá  procederse  criminalmente  en  el  caso 
del  artículo  anterior,  cuando  el  hecho  de  que  se 
trate  no  sea  delito  en  el  pais  en  que  se  perpetró, 
aunque  lo  sea  según  las  leyes  de  España:  ar- 
tículo 341. 

Los  españoles  que  delincan  en  pais  extranjero 
y sean  entregados  á los  cónsules  de  España,  se- 
rán juzgados  con  sujeción  á esta  ley,  en  cuanto 
lo  permitan  las  circunstancias  locales.  Instruirá 
el  proceso  en  primera  instancia  el  cónsul  ó el 
que  le  reemplace;  si  no  fuere  letrado,  con  el  au- 
xilio de  un  asesor , y en  su  defecto  con  el  de  dos 
adjuntos,  elegidos  entre  los  súbditos  españoles, 
los  cuales  serán  nombrados  por  él  al  principio 
de  cada  año  y actuarán  en  todas  las  causas  pen- 
dientes ó incoadas  durante  el  mismo.  Terminada 
la  instrucción  de  la  causa,  y ratificadas  á pre- 
sencia del  reo  ó reos  presuntos  las  diligencias 
practicadas,  se  remitirán  los  autos  al  tribunal 
español  que,  atendida  la  naturaleza  del  delito, 
tenga  competencia  para  conocer  de  él , y sea  el 
mas  próximo  al  consulado  en  que  se  haya  segui- 
do la  causa,  á no  ser  que  por  fuero  personal  de- 
biera ser  juzgado  el  reo  por  distinta  jurisdicción 
que  la  ordinaria  si  hubiera  delinquido  en  Espa- 
ña, en  cuyo  caso  lo  será  por  el  tribunal  superior 
correspondiente  al  fuero  que  disfrute:  art.  342. 

Respecto  de  las  faltas  cometidas  en  España, 
es  competente  la  jurisdicción  ordinaria  para  co- 
nocer de  ellas,  sin  mas  excepciones  que  las  que 
señala  la  ley  de  tribunales  respecto  á los  milita- 
res y marinos,  que  se  exponen  en  el  artículo 
Jurisdicción  militar  de  guerra  y marino, : artícu- 
lo 343.  Para  conocer  de  ellas  es  competente  el 
juez  municipal  del  lugar  en  que  se  cometió: 
art.  344. 

En  las  faltas  cometidas  en  pais  extranjero  en 
que  sean  entregados  los  que  las  cometan  á los 
cónsules  españoles,  juzgará  en  primera  instan- 
cia el  vicecónsul  si  lo  hubiere,  y en  apelación 
el  cónsul  con  su  asesor,  si  no  fuere  letrado:  á 
falta  de  asesor,  con  los  adjuntos  de  que  habla  el 
art.  342  (esto  es,  con  dos  adjuntos  elegidos  entre 
los  súbditos  españoles).  Si  no  hubiere  vicecónsul, 
hará  sus  veces  un  súbdito  español , elegido  del 
mismo  modo  que  los  adjuntos  al  principio  de 
cada  año.  Estos  juicios  se  seguirán  en  conformi- 
dad á las  leyes  del  reino:  art.  345. 

Lo  prescrito  respecto  á delitos  cometidos  en  el 
extranjero,  se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  tra- 
tados vigentes  ó que  en  adelante  se  celebren  con 
potencias  extranjeras:  art.  346. 

Los  casos  y materias  determinadas  de  que 
corresponde  conocerá  la  jurisdicción  ordinaria, 
con  arreglo  á las  disposiciones  contenidas  en 
este  artículo,  se  exponen  en  los  de  esta  obra 
Juez  de  primera  instancia  departido,  Orden  publi- 
co , Elecciones , Ferro-carriles,  Ayuntamientos 
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Montes  y Servicio  militar.  Véanse  también  los 
relativos  4 las  jurisdicciones  especiales. 

La  jurisdicción  ordinaria  reside:  l.°,  en  los 
jueces  municipales;  2.°,  en  los  jueces  de  primera 
instancia  de  partido  (mientras  no  se  establezcan 
los  tribunales  de  partido  y los  de  jueces  de  ins- 
trucción creados  por  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  con  las  atribuciones  que  se  exponen  en 
los  artículos  referentes  4 los  mismos);  3.°,  en  las 
Audiencias,  y 4.°,  en  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia.  Los  requisitos  necesarios  para  determi- 
nar la  competencia  de  los  j ueces  y tribunales  en 
general,  se  han  expuesto  en  los  artículos  de  esta 
obra  Competencia  y Juez  competente-,  las  prescrip- 
ciones que  determinan  el  juez  competente  para 
conocer  de  los  diversos  negocios,  según  la  clase 
de  acción  civil  que  se  ejercite  se  han  expuesto 
en  el  de  Competencia  en  material  civil-,  y según  la 
clase  de  aecion  criminal  que  se  entable  ó el  lugar 
donde  se  cometiere  el  delito,  en  Acción  crimi- 
nal y en  Competencia  en  materia  criminal-,  y las 
atribuciones  de  cada  juez  ó tribunal  de  los  men- 
cionados , en  los  artículos  relativos  4 cada  uno 
de  estos. 

Debe  advertirse , respecto  de  las  atribuciones 
de  las  Audiencias,  que  las  relativas  al  conoci- 
miento de  ciertos  delitos  en  juicio  oral  y públi- 
co, con  intervención  del  jurado  ó sin  ella,  á que 
se  refieren  la  ley  orgánica  de  tribunales  y la  de 
Enjuiciamiento  criminal , no  tienen  lugar  en  el 
dia  por  haberse  suspendido  por  el  decreto  de  3 
de  Enero  de  1875  la  observancia  de  las  disposi- 
ciones sobre  esto,  debiendo  sustanciarse  las  cau- 
sas á que  dieren  lugar  dichos  delitos  con  arre- 
glo 4 las  disposiciones  que  regían  al  publicarse 
la  referida  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Debe  asimismo  advertirse,  que  las  atribucio- 
nes conferidas  4 las  Audiencias  y al  Tribunal 
Supremo  por  el  decreto  de  13  de  Octubre  de  1868 
(que  suprimió  la  jurisdicción  eontencioso-admi- 
nistrativa  que  ejercianel  Consejo  real  y los  Con- 
sejos provinciales)  sobre  el  conocimiento  de  los 
negocios  contencioso-administrativos  en  primera 
y segunda  instancia  respectivamente,  no  tienen 
tampoco  lugar  actualmente  por  haberse  deroga- 
do dicho  decreto  por  el  de  20  de  Enero  de  1875, 
que  ha  restablecido  la  sección  de  lo  eontencioso- 
administrati  vo  del  Consejo  de  Estado  y dispuesto 
que  conozcan  de  esta  clase  de  negocios  dicha 
sección  en  segunda  instancia,  y las  Comisiones 
provinciales  en  primera.  * 

JURISDICCION  ESPECIAL  Ó PRIVILEGIADA.  La  que 
esta  limitada  4 ciertas  especies  de  causas,  ó 4 
ciertas  clases  de  personas  con  inhibición  de  la 
jurisdicción  ordinaria  ó común.  Tales  son,  por 
ejemplo  , la  jurisdicción  eclesiástica  y la  militar 
de  Guerra  y Marina. 

JURISDICCION  ECLESIASTICA.  La  potestad  que 


tiene  la  Iglesia  para  el  conocimiento  y decisión 
de  los  negocios  civiles  y criminales  que,  ya  por 
su  derecho  propio,  ya  por  concesión  ó privilegio 
de  los  príncipes,  son  de  su  competencia. 

I.  La  jurisdicción  eclesiástica  puede  dividirse 
en  j urisdiccion  propia  y esencial  de  la  Iglesia,  y 
en  jurisdicción  accidental  ó adquirida  por  privi- 
legio. La  primera  es  meramente  espiritual',  di- 
mana del  Divino  Fundador  de  la  sociedad  cris- 
tiana ; recae  solamente  sobre  las  controversias 
relativas  4 la  fe,  4 las  costumbres  y 4 la  disci- 
plina eclesiástica;  se  ejerce  en  el  fuero  interno  y 
en  el  externo,  es  decir,  así  en  el  tribunal  de  la 
penitencia  ó confesión  sacramental,  como  en  los 
tribunales  de  los  Prelados  establecidos  por  la 
misma  Iglesia;  comprende  4 todos  los  cristianos, 
cualesquiera  que  sean  su  clase  ó gerarquia,  me- 
nos al  Soberano,  según  la  antigua  disciplina  de 
España,  porque  nunca  debe  exponerse  al  peligro 
de  turbar  la  paz  del  Estado;  y no  puede  imponer 
sino  penas  espirituales,  qne  miran  solo  al  alma 
y contienen  la  privación  de  alguna  comodidad  ó 
ventaja  espiritual,  como  la  privación- de  la  par- 
ticipación de  los  Sacramentos , de  la  comunión 
de  los  fieles,  del  órden,  del  oficio  ó beneficio  que 
en  la  Iglesia  se  desempeña,  pero  no  penas  civi- 
les, como  la  pérdida  de  la  vida,  de  los  bienes  en 
todo  ó en  parte,  de  la  honra  y de  los  derechos 
civiles  ó políticos,  la  fustigación,  la  encarcela- 
ción, el  encierro,  el  extrañamiento,  etc. 

Mas  la  segunda,  esto.es,  la  jurisdicción  acci- 
dental ó privilegiada,  es  puramente  temporal; 
emana  de  la  misma  fuente  que  la  real,  ordinaria 
ó común,  es  decir,  de  la  Corona;  fué  otorgada 
por  los  príncipes  4 la  Iglesia,  no  solamente  para 
imponer  penas  civiles  4 los  clérigos  y legos  por 
los  delitos  eclesiásticos  ó religiosos,  sino  tam- 
bién para  entender  en  los  delitos  comunes  que 
los  clérigos  cometen  como  ciudadanos,  y en  los 
pleitos  que  por  negocios  temporales  tienen  entre 
sí  los  mismos  clérigos,  ó en  que  son  demandados 
por  los  legos,  y por  consiguiente  puede  ser  limi- 
tada, modificada  ó abolida  por  el  Soberano  cuan- 
do y como  le  parezca  mas  conveniente  al  mejor 
régimen  del  Estado.  Jesucristo,  en  efecto,  no 
fundó  sino  un  reino  puramente  espiritual,  y le- 
jos de  disminuir  la  autoridad  de  las  potestades 
seculares,  se  sujetó  á ella  en  todas  ocasiones, 
enseñó  4 respetarla  y obedecerla  con  sus  pala- 
bras y su  ejemplo;  y en  su  vista  los  Apóstoles, 
así  como  sus  primeros  succesores  los  Papas  y los 
Obispos,  y todas  las  personas  dedicadas  al  culto 
divino,  no  rehusaron  jamás  presentarse  en  los 
tribunales  de  los  legos  como  demandantes  ó de- 
mandados, sin  que  pusiesen  en  duda  su  poder. 
Pero  cuando  ya  el  cristianismo  reinaba  en  el  im- 
perio, tuvieron  4 bien  los  príncipes  eximir  de  la 
jurisdicción  de  los  magistrados  4 los  clérigos  y 
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religiosos  en  sus  causas  civiles  y criminales, 
con  mas  ó menos  excepciones,  concediéndoles 
lo  que  se  llama  el  privilegio  del  fuero,  para  que, 
apartados  del  estrépito  del  foro  secular,  pudie- 
ran dedicarse  con  mas  esmero  al  servicio  divino 
y no  fuesen  juzgados  sino  por  sus  Obispos.  Lar-  j 
go  seria  escribir  aquí  minuciosamente  la  histo- 
ria de  la  jurisdicción  privilegiada  de  la  Iglesia, 
y así  nos  remitimos  á las  obras  de  los  canonistas 
que  han  tratado  con  difusión  esta  materia,  es- 
pecialmente á las  Instituciones  del  Derecho  canó- 
nico por  Cavalario , y á las  de  Derecho  público 
eclesiástico  por  Sigismundo  Lackics,  contentán- 
donos con  presentar  el  cuadro  del  estado  que 
tiene  actualmente  entre  nosotros  la  jurisdicción 
de  la  Iglesia,  ya  que  en  el  reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835  , art.  36 , y en  el  tit.  5.°  (que 
rige  como  decreto)  de  la  Constitución  de  1812, 
art.  249,  se  quiere  que  los  eclesiásticos  continúen 
gozando  del  fuero  de  su  estado  en  los  términos 
que  prescriben  las  leyes  ó que  en  adelante  pres- 
cribieren. 

* En  eldia  ha  quedado  derogado  el  fuero  per- 
sonal eclesiástico.  Véase  sobre  esta  materia  el 
decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868  sobre  unifi- 
cacioñ  de  fueros,  y los  artículos  Censuras  y Casos 
reservados.  * 

TI.  Corresponde  á la  jurisdicción  propia  de  la 
Iglesia  el  conocimiento  de  las  causas  espiritua- 
les y sus  anejas  , así  entre  legos  ó seculares 
como  entre  eclesiásticos,  sin  que  ninguna  otra 
potestad  pueda  entrometerse  en  él  mas  que  por 
via  de  protección,  para  que  se  cumpla  lo  que 
aquella  decida  y se  guarden  sus  leyes;  de  tal 
naturaleza  son  los  negocios  siguientes: 

1.*  Las  causas  sacramentales,  y especial- 
mente las  relativas  á la  validez  del  matrimonio 
y los  esponsales,  á los  impedimentos,  ai  divorcio 
y á la  legitimidad  de  los  hijos  {leyes  56  y 58,  ti- 
tulo 6.°,  Part.  1.*,  y ley  7.',  tit.  10,  Part.  4.a);  pero 
sin  mezclarse  el  juez  eclesiástico  con  pretexto 
alguno  en  las  causas  profanas  y temporales  so- 
bre asignación  de  alimentos,  litis  expensas  6 
restitución  de  dotes,  pues  deben  dejarlas  á los 
magistrados  seculares  (ley  20,  tít.  l.%  lib.  2.“, 
Nov.  Recop.),  ni  tampoco  en  las  cuestiones  de 
filiación  legítima,  cuando  la  duda  procede  de 
hecho,  pues  su  decisión  toca  en  España  por  cos- 
tumbre á los  jueces  civiles.  V.  Divorcio,  Espon- 
sales, Impedimentos,  Hijo  ilegitimo  y Matri- 
monio. 

* El  decreto  de  6 dé  Diciembre  de  1868,  y el 
de  18  de  Febrero  de  1875,  han  ratificado  estas 
disposiciones. 

El  primero,  en  su  art.  2.°,  ha  declarado  que 
los  tribunales  eclesiásticos  continuarán  cono- 
ciendo de  las  causas  sacramentales  y beneficía- 
les, con  arreglo  á lo  que  disponen  los  sagrados 


cánones,  siendo  también  de  su  competencia  el 
conocer  de  las  causas  de  divorcio  y nulidad  del 
matrimonio  , según  lo  prevenido  en  el  santo 
Concilio  de  Trento;  pero  correspondiendo  al  co- 
nocimiento de  la  jurisdicción  ordinaria  las  inci- 
dencias respecto  del  depósito  de  la  mujer  casa- 
da, alimentos,  litis  expensas  y demás  asuntos 
temporales. 

La  ley  provisional  de  Matrimonio  civil  de  18 
de  Junio  de  1870  dispuso,  que  el  matrimonio  que 
no  se  celebrase  con  arreglo  á las  disposiciones 
de  la  misma , no  produjera  efectos  civiles  con 
respecto  á las  personas  y bienes  de  los  cónyuges 
y de  sus  descendientes,  y que  el  conocimieuto 
y decisión  de  todas  las  cuestiones  sobre  la  diso- 
lución , nulidad  y divorcio  de  los  matrimonios 
celebrados  en  otra  forma  que  la  establecida  en 
dicha  ley,  correspondiera  á la  jurisdicción  ordi- 
naria, reservando  á la  eclesiástica, únicamente 
ei  de  las  demandas  con  sus  incidencias  sobre 
nulidad  de  los  canónicos  celebrados  con  ante- 
rioridad á su  promulgación : art.  2.a  y disposi- 
ción general  y primera  transitoria  de  dicha  ley. 
Mas  por  el  Real  decreto  de  9 de  Febrero  de  1875, 
se  ha  dispuesto,  que  el  matrimonio  contraído  ó 
que  se  contrajere  con  arreglo  á los  sagrados 
cánones,  producirá  en  España  todos  los  efectos 
civiles  que  le  reconocían  las  leyes  vigentes  has- 
ta la  promulgación  de  la  provisional  de  18  de 
Junio  citada;  y que  las  causas  pendientes  de 
nulidad  ó divorcio  de  matrimonio  canónico,  y 
las  demás  que  según  los  sagrados  cánones  y las 
leyes  antiguas  de  España  sou  de  la  competencia 
de  los  tribunales  eclesiásticos,  se  remitiesen  á 
estos  desde  luego,  en  el  estado  y en  la  instancia 
en  que  se  encontraren  por  los  jueces  y tribuna- 
les civiles  que  de  ellas  se  hallaren  conociendo: 
arts.  l.o  y 7.»  de  dicho  decreto. 

Las  demandas  de  divorcio  en  el  Matrimonio 
civil  pertenecen  á la  jurisdicción  ordinaria  en 
juicio  ordinario,  3egun  la  ley  provisional  de  18 
de  Junio  de  1870  y Real  órden  de  23  de  Noviem- 
bre de  1872.  * 

2."  Las  demandas  concernientes  á beneficios 
eclesiásticos  y al  derecho  de  patronato  (ley  56, 
tit.  6.",  Part.  1.*  V.  Patronato );  pero  no  las  que 
recaigan  sobre  amparo  en  la  posesión  de  los  be- 
neficios ó patronatos,  pues  según  el  art.  44  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835,  «toda 
persona  que  en  cualquiera  provincia  de  la  Mo- 
narquía fuere  despojada  ó perturbada  en  la  po- 
sesión de  alguna  cosa  profana  é espiritual,  sea 
lego  , eclesiástico  ó militar  el  despojante  ó pertur- 
bador, podrá  acudir  al  juez  letrado  de  primera 
instancia  del  partido  ó distrito  para  que  le  resti- 
tuya ó ampare;  y dicho  juez  conocerá  de  estos 
recursos  por  medio  del  juicio  sumarísimo  que 
corresponda,  y aun  por  el  plenario  de  posesión, 
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si  las  partes  lo  promovieren,  con  las  apelaciones 
á las  Audiencias  respectivas,  reservándose  el  jui- 
cio de  propiedad  á los  jueces  competentes,  siem-  , 
pre  que  se  trate  de  cosa  ó persona  que  goce  de 
fuero  privilegiado.» 

* El  art.  092  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
declara  también  competer  á la  jurisdicción  ordi- 
naria exclusivamente,  lo  relativo  al  amparo  de 
posesión  , así  como  los  demás  interdictos.  * 

3. ®  Las  causas  sobre  propiedad  de  diezmos 
que  no  estén  secularizados,  mas  no  las  relativas 
á su  posesión  ó á su  pago,  pues  estas  pertenecen 
á los  tribunales  seculares.  Y.  Diezmo.  En  el  dia 
están  abolidos  los  diezmos. 

4. °  Las  causas  de  fe  y demás  de  que  conocía 
el  extinguido  tribunal  de  la  Inquisición,  debien- 
do arreglarse  los  Prelados  diocesanos  y sus  vica- 
rios á la  ley  2.a.  tít.  26,  Part.  7.’,  á los  sagrados 
cánones  y al  derecho  común:  Real  órden  de  l.° 
de  Julio  de  1835.  V.  Fe  y Religión. 

5. °  Las  de  simonía:  ley  58,  tít.  6.°,  Part.  1.* 

V.  Simonía. 

6. °  Las  de  sacrilegio  (dicha  ley  58);  bien  que 
también  puede  entender  en  ellas  el  juez  secular, 
porque  este  delito  es  de  fuero  mixto.  V.  Sacri- 
legio. 

7. “  Las  de  adulterio,  cuando  se  introducen 
para  anular  un  matrimonio  ó para  el  divorcio; 
pero  no  cuando  se  intentan  para  el  castigo  del 
delito:  dicha  ley  58.  V.  Divorcio,  Impedimento 
dirimente  y Matrimonio  civil. 

8. “  Las  de  perjurio  cometido  en  negocios  se- 
guidos ante  el  mismo  juez  eclesiástico;  pues  si 
este  delito  se  cometiere  en  litigios  seguidos  ante 
el  juez  secular,  corresponde  á este  su  castigo: 
dicha  ley  58,  tít.  6.°,  Part.  1.a,  y leyes  del  tít,  6.®, 
lib.  12,  Nov.  Recop. 

* Actualmente,  según  se  prescribe  en  el  ar- 
tículo 2.°  del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868, 
se  declara  la  competencia  de  los  tribunales  ecle- 
siásticos solamente  para  conocer  de  los  delitos 
eclesiásticos,  esto  es,  de  los  de  apoetasía,  here- 
jía, simonía,  profanación  de  los  Santos  Sacra- 
mentos, quebrantamiento  del  sigilo  sacramen- 
tal y otros  de  la  misma  clase),  con  arreglo  á lo 
que  disponen  los  Sagrados  Cánones.  * 

III.  Correspondían  á la  jurisdicción  privile- 
giada de  la  Iglesia  los  negocios  siguientes: 

Primero.  Los  pleitos  civiles  que  los  clérigos 
suscitaban  entre  sí  unos  contra  otros,  y los  que 
promovían  contra  ellos  los  legos,  sea  por  acción 
real,  sea  por  acción  personal:  ley  57,  tít.  6.°, 
Part.  1.*,  y ley  3.*,  tít.  l.°,  lib.  2.a,  Nov.  Recopila- 
ción. Exceptuábanse  de  esta  regla:  l.°,  el  juicio 
de  reconvención  , pues  si  el  clérigo  demandaba 
al  lego  ante  el  juez  secular,  y el  lego  después 
de  la  contestación  hacia  al  clérigo  reconvención 
Ó sea  otra  demanda,  estaba  obligado  el  clérigo 


á responder  á ella  ante  el  mismo  juez  secular, 
sin  poder  excusarse  por  razón  de  su  privilegio; 
salvo  si  la  reconvención  recaia  3obre  cosa  espi- 
ritual ó aneja  (dicha  ley  57};  2.a,  el  pleito  empe- 
zado por  cualquiera  contra  un  lego  á quien  un 
clérigo  succedia'en  los  bienes;  pues  tenia  que 
soportarlo  el  clérigo  ante  el  juez  secular,  sin 
poder  atraerlo  al  eclesiástico  (dicha  ley  57); 
3.°,  el  pleito  sobre  saneamiento  de  cosa  mueble 
ó raíz  que  el  clérigo  hubiese  vendido  al  lego , y 
sobre  que  alguno  moviese  litigio  de  eviccion 
ante  el  juez  seglar  (dicha  ley  57);  4.a,  las  nego- 
ciaciones comerciales  á que  se  dedicare  el  cléri- 
go (leyes  46  y 49,  tit.  6.°,  Part.  1.*);  5.°,  las  de- 
mandas sobre  cuentas  de  cualquiera  adminis- 
tración pública  que  el  clérigo  tuviere,  y sobre 
depósitos  que  el  juez  secular  hubiere  hecho  en 
su  poder  (leyes  23  y 24,  tít.  6.a,  Part.  1.a);  6.a  el 
discernimiento  de  la  tutela  ó curaduría  de  me- 
nores legos  que  se  diere  al  clérigo  , y las  cuen- 
tas que  este  debe  rendir  de  su  cargo  (ley  4.a,  tí- 
tulo 16,  Part.  1.*);  7.a,  la  insinuación  de  dona- 
ciones hechas  por  el  clérigo  al  lego  ó al  revés; 
8.o,  los  juicios  de  testamentaría  ó abintestato, 
inventarios,  división  y partición  de  bienes,  se- 
cuestro y administración  de  ellos;  aunqlie  los 
testamentos  se  hubiesen  otorgado  por  personas 
eclesiásticas  y algunos  de  los  herederos  ó lega- 
tarios fuesen  comunidad,  ó persona  eclesiástica 
ú obras  pias;  porque  en  dichos  juicios  todas  las 
partes  son  actores  al  todo  ó parte  de  la  herencia 
que  siempre  se,  compone  de  bienes  corporales  y 
profanos,  y porque  la  testamentifaccion  es  acto 
civil  sujeto  á las  leyes  Reales  sin  diferencia  de 
testadores,  y el  testamento  un  instrumento  pú- 
blico que  tiene  en  las  leyes  prescrita  la  forma 
de  su  otorgamiento  (ley  6.*,  tít.  18,  y ley  16,  tí- 
tulo 20,  lib.  10,  Nov.  Recop.  V.  Aliácea)',  9.a,  los 
juicios  de  mayorazgos  ó vinculaciones,  los  de 
concurso  de  acreedores  y los  juicios  dobles; 
10,  los  asuntos  relativos  á inquilinatos  de  casas 
(Reales  órdenes  de  23  de  Junio  y 29  de  Julio 
de  1815  y 10  de  Octubre  de  1817);  11,  los  juicios 
posesorios,  sean  sumarios  ó plenarios,  como  se 
expresa  en  la  palabra  Interdicto,  pár.  Y1II; 
12,  las  demandas  ya  contestadas  por  el  clérigo, 
antes  de  pertenecer  á esta  clase  y adquirir  su 
privilegio:  ley  23,  tít.  6.°,  Part.  1.a 

El  conocimiento  de  todos  estos  negocios  ex- 
ceptuados de  la  j urisdiccion  eclesiástica  perte- 
necía al  de  los  tribunales  seculares. 

* Hoy  ha  cesado  la  jurisdicción  privilegiada 
de  la  Iglesia  en  los  negocios  civiles,  por  el  de- 
creto de  6 de  Diciembre  de  1868  según  ya  hemos 
expuesto.  * 

Segundo.  Los  delitos  comunes  ó civiles  de  los 
clérigos,  esto  es,  los  delitos  que  los  clérigos  co- 
metían como  ciudadanos;  de  suerte  que  la  Igle- 
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sia,  no  solo  conocía  de  los  delitos  eclesiásticos  en 
virtud  de  su  propia  jurisdicción,  sino  también 
de  los  delitos  comunes  de  los  clérigos  en  virtud 
déla  jurisdicción  que  se  le  había  concedido  por 
privilegio:  leyes  del  tít.  6.°,  Part.  1.*,  y ley  3.', 
título  l.%  lib.  2.°,  Noy.  Recop.  Se  exceptuaban 
de  esta  regla:  l.%  las  contravenciones  á los  ban- 
dos de  policía  urbana  ó rural,  á las  ordenanzas 
relativas  á la  seguridad  de  montes,  prados  y he- 
redades, á las  leyes  sobre  caza  y pesca,  á la 
Real  pragmática  de  juegos  prohibidos  y otras  se- 
mejantes, pues  debía  entender  en  ellas  el  juez 
ó autoridad  secular,  y después  de  hacer  efec- 
tivas las  penas  pecuniarias  en  las  temporali- 
dades del  clérigo,  pasar  en  caso  necesario  tes- 
timonio de  lo  que  resultare  contra  el  mismo  reo 
á su  respectivo  Prelado  para  que  le  corrijiese 
conforme  á los  cánones:  ley  4.’,  tít.  9.°,  lib.  l.°, 
ley  11,  tít.  30,  lib.  7.a,  nota  1.*,  tít.  29,  lib.  7.°, 
ley  3.%  tít.  19,  lib.  7,",  ley  4.a,  tit.  7.°,  lib.  9.°, 
ley  12,  tít.  3.”,  libro  7.“  y cap.  14,  ley  15,  tit.  23, 
libro  12,  Nov.  Recop.;  2.°,  el  delito  que  come- 
tiere el  clérigo  por  el  hecho  de  auxiliar,  encu- 
brir ó protejer  á los  gitanos,  vagos  y otros  cua- 
lesquiera que  anduvieren  por  despoblado  en 
cuadrilla,  con  riesgo  ó presunción  de  ser  saltea- 
dores ó contrabandistas:  ley  8.a,  tít.  18,  lib.  12, 
Novísima  Recopilación  ( véase  Encubrimiento)-, 
3.°,  los  delitos  atroces  ó graves,  cuales  son  los 
que  por  las  leyes  del  reino  ó decretos  vigentes 
se  castigaban  con  pena  capital , extrañamiento 
perpétuo,  minas,  galeras,  bombas  ó arsenales, 
debiendo  formarse  las  causas  desde  el  principio, 
sustanciarse  y fallarse  en  todo  el  reino,  sin  in- 
tervención alguna  de  la  autoridad  eclesiástica, 
del  mismo  modo  que  contra  los  demás  ciudada- 
nos, por  los  jueces  y tribunales  reales  á quienes 
competan  en  razón  de  la  gerarquía  del  acusado 
6 de  la  naturaleza  y carácter  del  delito;  pasán- 
dose testimonio  literal  de  la  sentencia  ejecutoria 
en  que  se  imponga  al  reo  alguna  de  las  penas 
referidas  al  Prelado  diocesano  para  que  se  pro- 
ceda en  su  caso  á la  degradación  correspondien- 
te del  reo,  y aplicándose  por  el  mismo  juez  6 
tribunal  que  hubiere  conocido  del  proceso,  cual- 
quiera otra  pena  inferior  y la  condenación  de 
costas  que  se  hubiere  impuesto  al  reo  por  no  re- 
sultar méritos  bastantes  para  la  imposición  de 
ninguna  de  dichas  penas:  Real  decreto  de  17  de 
Octubre  de  1835  (véase  Juez  de  primera  instancia 
da  partido , párrafo  VII,  núin.  7.a;  Juicio  criminal 
contra  jueces,  etc,  párrafos  IV,  V y VI,  y la  pala- 
bra Degradación );  4.°,  las  blasfemias  é injurias 
contra  el  Rey  ó personas  Reales:  ley  2.a,  tít.  1.a, 
libro  3.a,  Nov.  Recop. ; 5.a,  los  delitos  de  contra- 
bando y defraudación  (véase  Juicio  por  delitos 
contra  la  Hacienda  pública,  página  554  de  este 
tomo;  6.a,  los  delitos  de  traición  ó lesa  majes- 
Tomo  iii. 


tad  y contra  la  Constitución  del  Estado,  pues  en 
estas  causas  es  tribunal  competente  para  los  Ar- 
zobispos y Obispos,  el  Supremo  de  justicia;  para 
los  demás  Prelados  y jueces  eclesiásticos,  la  Au- 
diencia del  territorio,  y para  los  demás  clérigos 
el  juzgado  de  primera  instancia  del  partido  ó 
distrito  (véase  Lesa  majestad,  Traición , Religión, 
Juicio  criminal  por  delitos  políticos );  7.°,  las  acu- 
saciones calumniosas  que  en  tribunal  secular, 
siguiere  el  clérigo  contra  el  lego;  las  faltas,  cul- 
pas y delitos  que  el  clérigo  siendo  abogado,  pro- 
curador ó escribano  cometiere  en  el  ejercicio  de 
estos  oficios  ante  tribunales  seculares;  y la  re- 
sistencia ú obstáculos  que  oponga  el  clérigo  por 
vias  de  hecho,  á la  jurisdicción  de  dichos  tribu- 
nales; pues  en  estos  casos  pueden  los  jueces  or- 
dinarios imponerles  y hacer  efectivas  en  sus 
bienes  las  penas  pecuniarias  que  correspondan: 
opinión  común  de  los  autores. 

Es  aquí  de  advertir,  que  puede  también  el 
juez  secular  en  algunos  casos,  aunque  no  le 
competa  el  conocimiento  del  delito,  como  por 
ejemplo  cogiendo  al  clérigo  en  fragante,  hacer 
asegurar  á su  persona  y enviarla  con  prontitud 
y decoro  al  juez  eclesiástico  para  su  castigo;  y 
aun  formar  sumaria  de  las  culpas  y excesos  de 
un  clérigo,  siempre  que  no  se  repriman  por  su 
inmediato  superior,  para  exhibirla  al  juez  ecle- 
siástico con  el  objeto  de  que  tome  la  providen- 
cia conveniente , ó bien  para  proceder  en  su 
vista  á lo  que  corresponda  según  derecho. 

* También  ha  sido  privada  la  Iglesia  de  la  ju- 
risdicción privilegiada  criminal,  por  el  decreto 
de  6 de  Diciembre  de  1868,  en  cuyo  art.  I.®  se 
dispone  conozca  la  jurisdicción  ordinaria  de  las 
causas  criminales  por  delitos  comunes  de  los 
eclesiásticos. 

Sin  embargo,  no  deben  por  esto  entenderse 
despojadas  las  autoridades  eclesiásticas  del  mero 
imperio  en  los  negocios  de  su  competencia,  in- 
separable del  ejercicio  de  toda  potestad,  ni  de 
la  facultad  de  corregir  disciplinariamente  las 
faltas  de  subordinación,  respeto  y obediencia  á 
las  mismas  de  sus  subordinados,  ó como  se  lee 
en  el  párrafo  6.°  del  preámbulo  del  decreto  de  6 de 
Diciembre  citado,  «las  faltas  cometidas  por  los 
clérigos  en  el  desempeño  de  su  ministerio.»  * 

IV.  Los  eclesiásticos  que  gozaban  del  privi- 
legio del  fuero,  esto  es,  que  debían  ser  juzgados 
por  la  jurisdicción  privilegiada  de  la  Iglesia  en 
sus  causas  civiles  y criminales  eran  los  siguien- 
tes : ].",  los  ordenados  in  sacris ; 2.a,  los  clérigos 
de  órdenes  menores,  con  tal  que  trajesen  corona 
abierta  y vistiesen  hábito  clerical,  no  solo  en  la 
época  de  la  causa  ó litigio  sino  seis  meses  antes, 
y con  tal  que  tuviesen  beneficio  eclesiástico,  ó 
en  su  defecto  sirviesen  en  alguna  iglesia,  con 
autoridad  y mandato  del  Prelado,  algún  miuis- 
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ferio  ú oficio  ordinario  y necesario  en  ella; 

,‘i  0 los  tonsurados  que  estaban  en  estudio  pu- 
blico aprobado  con  licencia  del  Obispo  para  ser 
promovidos  h.  órdenes  mayores  usando  hábito  y 
corona  clerical  ; 4.°,  los  clérigos  de  menores,  ca- 
sados una  sola  vez  y' con  doncella,  mientras 
sirviesen  algún  ministerio  en  una  iglesia  por 
encargo  ó nombramiento  del  Prelado  y usasen 
de  tonsura  y hábito  clerical.  Pero  el  fuero  de 
estos  clérigos  de  tonsura  y órdenes  menores  solo 
se  entendía  en  lo  criminal  y no  en  lo  civil.  Con- 
cilio de  Trento,  tit.  23,  cap.  6.°  de  Ref orinal.)  ca- 
pítulo único  de  dericis  conjugatis,  y leyes  6."  y 
7.',  tít.  10,  lib.  I.0,  Nov.  Recop. 

Así  la  adscripción  á una  iglesia  como  la  licen- 
cia para  estudios  han  de  acreditarse  con  el  titu- 
lo expedido  al  efecto  por  el  Prelado,  y presen- 
tando ante  el  alcalde  de  la  cabeza  del  partido;  la 
asistencia  al  culto  por  información  del  deán  y 
dos  capitulares  si  es  en  catedral  ó colegiata,  del 
cura  y dos  parroquianos  si  es  en  parroquia;  ó 
del  superior  con  dos  religiosos  si  es  en  monaste-  | 
rio;  y la  circunstancia  de  estar  estudiando  , con 
información  de  los  profesores  y estudiantes : di- 
cha ley  6.*,  tít.  10,  lib.  l.°,  Nov.  Recop.  En  los 
oficios  ó despachos  de  inhibición  que  pasaren 
los  jueces  eclesiásticos  k los  seglares  respecto 
las  causas  formadas  contra  los  clérigos  de  ton- 
sura y primeras  órdenes,  habían  de  insertarse 
auténticamente  los  títulos,  licencias  é iuforma- 
cion  que  parala  averiguación  de  él  fueren  nece- 
sarios, si  el  aforado  pretendía  gozar  del  privile- 
gio por  tener  beneficio  eclesiástico:  dicha  ley 
6."  y la  Instrucción  que  la  subsigue. 

Cuando  hubiere  duda  sobre  si  una  persona 
pertenece  al  estado  clerical,  y debe  ó no  gozar 
del  fuero , corresponde  decidirla  al  j uez  eelesiás-  1 
tico;  aunque  con  sujeción  al  recurso  llamado  de 
fuerza. 

No  pueden  los  clérigos  hacer  renuncia  de  su 
fuero;  porque  este  privilegio  está  concedido  al 
estado  ó profesión  á que  pertenecen , y no  á per- 
sonas determinadas. 

V.  La  jurisdicción  eclesiástica  se  ejerce  en 
primera  instancia  por  los  Obispos  y Arzobispos 
en  sus  respectivas  diócesis,  en  segunda  por  los 
Metropolitanos  respecto  de  sus  Sufragáneos;  y 
en  tercera  por  la  Nunciatura  apostólica. 

Los  Obispos  y Arzobispos  no  ejercen  por  sí  la 
jurisdicción,  sino  por  medio  de  sus  provisores  ó 
vicarios.  Los  provisores  y vicarios  ó bien  son  ge- 
nerales ó bien  foráneos.  Dícese  provisor  ó vica- 
rio general , el  que  ejerce  la  jurisdicción  ordina- 
ria eclesiástica  en  todo  el  territorio  de  la  dióce- 
sis, y reside  en  la  misma  ciudad  episcopal;  y 
foráneos  los  demás  que  se  establecen  como  dele- 
gados en  algunos  puntos  de  la  diócesis,  á fin  de  1 
facilitar  la  administración  de  justicia.  Unos  y 


otros  han  de  tener  las  circunstancias  y calida- 
des que  las  leyes  del  reino  exigen  para  ejercer 
judicaturas;  y no  puede  llevarse  á efecto  el 
nombramiento  que  de  ellos  hagan  los  Diocesa- 
nos sin  que  primero  recaiga  la  Real  aprobación: 
ley  14,  tít.  l.°,  lib.  2.°,  Nov.  Recop.,  y Real  de- 
creto de  8 de  Junio  de  1834.  Suponiendo  sin  duda 
la  existencia  de  los  foráneos  , está  mandado  por 
la  ley  5.a,  tít.  l.°,  lib.  2.°,  N.  R.  que  «ningún 
juez  eclesiástico,  por  fatigar  á los  legos,  los 
pueda  citar  ni  cite  en  la  cabeza  del  obispado  ó 
arzobispado;  pues  tienen  otros  jueces  inferiores 
ante  quien  en  los  casos  permitidos  de  derecho 
los  pueden  demandar;  excepto  en  las  causas  cri- 
minales, beneficíales,  decimales  y matrimonia- 
les, que  en  estos  casos  pueden  ser  citados  y de- 
mandados en  las  dichas  cabezas.»  La  autoridad 
de  los  provisores  y vicarios  cesa  por  muerte  del 
Prelado  de  quien  .obtuvieron  el  nombramiento, 
y queda  resumida  en  el  cabildo  ó capítulo  Sede 
vacante,  que  elige  quienes  los  sustituyan  mien- 
tras se  provee  la  mitra  en  otro  Diocesano. 

* En  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868  ci- 
tado se  previene,  que  los  Ordinarios  y Metropo- 
litanos nombrarán  libremente,  con  arreglo  á los 
cánones,  los  provisores  y oficiales  que  hayan  de 
ejercer  su  jurisdicción , y los  agraciados  entra- 
rán en  el  desempeño  de  sus  funciones  sin  nece- 
sidad de  cédula  auxiliatoria.  No  obstante  esto, 
los  referidos  Prelados  comunicarán  al  ministerio 
de  Gracia  y Justicia  los  nombramientos,  expre- 
sando las  circunstancias  y méritos  litex-arios  que 
concurran  en  los  nombrados:  art.  3.°  4 

Hemos  dicho  que  en  segunda  instancia  cono- 
cen de  las  causas  pertenecientes  al  fuero  ecle- 
siástico los  Metropolitanos,  á quienes  va  en  efee- 
to  para  su  revisión,  las  causas  decididas  por  los 
Obispos  sufragáneos.  Los  Metropolitanos,  pues, 
son  jueces  ordinarios  de  primera  instancia  res- 
pecto de  su  arzobispado  y al  mismo  tiempo  jue- 
ces de  apelación  de  los  sufragáneos ; y por  eso 
suelen  nombrar  además  de  sus  provisores  ó vi- 
carios ordinarios  que  desempeñen  la  judicatura 
de  primera  instancia,  otros  vicarios  ó proviso- 
res generales  para  los  negocios  de  apelaciones. 
Como  los  Obispos  exentos  no  están  sujetos  á 
ningún  Metropolitano,  sino  directamente  á la 
Santa  Sede,  van  los  recursos  de  apelación  de 
sus  decisiones  á la  Nunciatura  apostólica,  que 
suele  cometerlos  á los  jueces  sinodales,  con  re- 
serva de  revisión  al  tribunal  de  la  misma  Nun- 
ciatura, para  no  extraer  de  sus  respectivas  pro- 
vincias los  pleitos  y litigantes:  ley  1.*,  tít.  5.“, 
lib,  2f,  Nov.  Recop. 

En  tercera  y última  instancia  conoce  de  láa 
causas  que  van  por  apelación  de  los  Metropoli- 
tanos y otros  jueces  eclesiásticos  el  tribunal  lla- 
mado la  Rola  de  la  Nunciatura  apostólica,  el 


JU 


JU 


— 765 

cual  se  compone  del  Nuncio  de  su  Santidad  y í 
do  los  auditores  eclesiásticos  nombrados  por  la 
Corona.  V.  Auditor  da  la  Nunciatura  y Rota. 

VI.  Los  jueces  y tribunales  eclesiásticos  no 
pueden,  para  la  ejecución  de  sus  sentencias, 
proceder  por  su  propia  autoridad  á la  prisión  dé 
los  legos  ni  al  embargo  y venta  de  sus  bienes, 
sin  implorar  el  auxilio  del  brazo  secular  en  los 
casos  justos  y necesarios.  «Los  jueces  eclesiásti- 
cos, dice  la  ley  9.a,  tít.  l.°,  lib.  2.°,  Nov.  Recopi- 
lación, no  pueden  ni  deben  usar  para  ejecución 
de  la  justicia  eclesiástica,  ni  aprovecharse  de 
las  armas  temporales....,  porque  cualquier  cosa 
que  conviniere  para  defensión  de  la  Ig-lesia,  sus  ! 
bienes  y jurisdicciones,  queriendo  ayuda  del  ' 
nuestro  brazo  seg-lar,  en  lo  justamente  pedido  se  les 

está  mandado  dar y pidiendo  el  dicho  brazo 

seglar,  podrán  sin  escándalo  ejecutar  lo’que  por 
ellos  justamente  fuese  determinado .»  «Porque  así 
como  Nos,  dice  en  términos  mas  expresivos  la 
ley  4.a  del  mismo  título  y libro,  q ueremos  guar- 
dar su  jurisdicción  á la  Iglesia  y á los  jueces  ecle- 
siásticos , así  es  razón  y derecho  que  ia  Iglesia  y 
jueces  de  ella  no  se  entremetan  en  perturbar  la 
nuestra  j urisdiccion  Real;  por  ende  defendemos 
que  no  sean  osados  de  hacer  ejecución  en  los 
bienes  de  los  legos , ni  prender , ni  encarcelar 
sus  personas;  pues  que  el  derecho  pone  remedio 
contra  los  legos  que  son  rebeldes  en  no  cumplir 
lo  que  por  la  Iglesia  justamente  les  es  mandado 
y enseñado;  conviene  á saber,  que  la  Iglesia 
invoque  la  ayuda  del  brazo  seglar.»  La  misma 
disposición  se  renueva  en  la  ley  1.2,  repitiendo 
que  los  jueces  eclesiásticos,  fiscales  y alguaci- 
les no  prendan  á personas  legas  ni  hagan  ejecu- 
ción en  ellas  ni  en  sus  bienes,  por  ninguna  causa 
que  sea,  é imponiendo  á los  provisores  vicarios  y 
jueces  eclesiásticos  que  contravinieren,  la  pena 
de  perder  la  naturaleza  y temporalidades  que 
tengan  en  estos  reinos  y de  ser  habidos  por  aje- 
nos y extraños  de  ellos , y á los  fiscales  y algua- 
ciles y otros  ejecutores  y escribanos  y notarios; 
la  confiscación  de  todos  sus  bienes  y destierro 
perpétuo  del  reino;  salvo  que  cuando  los  dichos 
jueces  eclesiásticos  quisieren  hacer  las  tales  pri- 
siones y ejecuciones,  pidan  y demanden  auxilio 
del  brazo  Real  á las  justicias  seglares,  las  cuales 
lo  impartan  cuanto  con  derecho  deban.  Como  los 
jueces  seglares  han  de  impartir  á los  eclesiásti- 
cos el  auxilio  del  brazo  Real  en  lo  justamente  pe- 
dido, en  lo  justamente  determinado,  en  cnanto  con 
derecho  deban , según  expresión  eje  dichas  leyes, 
es  claro  que  no  deben  darlo  ó impartirlo  sin  que 
primero  se  instruyan  por  el  proceso  ó por  los  in- 
sertos de  la  requisitoria  de  que  el  encarcela- 
miento del  lego  y el  embargo  de  sus  bienes  son 
efectivamente  justos,  así  por  corresponder  al 
eclesiástico  el  conocimiento  de  la  causa,  como  ! 


por  haber  guardado  en  ella  el  órden  que  la  de- 
fensa natural  exige ; y aun  si  impartiesen  el 
auxilio  sin  esta  prévia  instrucción  darían  justa 
causa  al  interesado  para  apelar  al  tribunal  su- 
perior del  juez  que  á ciegas  lo  impartiese. 

VIL  Los  jueces  y tribunales  eclesiásticos  no 
pueden  proceder  por  sí,  ni  lanzar  censuras  ecle- 
siásticas contra  los  jueces  seculares  ú.  otras  per- 
sonas que  les  perturben  , impidan  ó usurpen  la 
jurisdicción;  pero  pueden  acudir  á los  tribuna- 
les que  ejercen  la  real  jurisdicción  ordinaria  ó 
á S.  M.  por  la  vía  reservada,  según  los  casos 
para  que  se  provea  de  remedio:  leyes  1.a,  2.”  y 
■La,  tít.  l.°,  ley  24,  tít.  2.“,  lib.  2.°,  Nov.  Recop.,  y 
Real  cédula  de  19  de  Noviembre  de  1771.  V.  Re- 
curso de  fuerza. 

VIII.  No  podían  los  legos  pro  rogar  la  juris- 
dicción eclesiástica  , sometiéndose  á ella  volun- 
tariamente. El  seglar  que  mandaba  citar  ó em- 
plazar á otro  lego  ante  el  juez  eclesiástico,  ó ha- 
cia ú otorgaba  oblig'acion  en  que  se  sometia  á la 
jurisdicción  eclesiástica  sobre  deudas  ó cosas 
profanas  á la  Iglesia  no  pertenecientes,  perdía 
por  el  mismo  hecho  la  acción  y la  adquiría  el 
reo,  se  hacia  inhábil  para  obtener  oficio  públi- 
co , y caía  además  en  la  pena  de  diez  mil  mara- 
vedís: ley'7.a,  tít.  l.°,  lib.  4.°,  Nov.  Recop.,  y el 
escribano  que  signaba  escritura  de  obligación  ó 
juramento  en  los  términos  prohibidos  en  dicha 
ley  7.a,  perdia  el  oficio  y la  mitad  de  sus  bienes, 
y además  no  hacia  fe  ni  prueba  la  escritura: 
ley  6.a,  tít.  l.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.  El  lego  que 
maliciosamente  por  vejar  á su  contrario  con 
quien  litigaba,  poma  excepciones  ante  el  juez 
seglar  para  que  se  abstuviera  del  conocimiento 
de  la  causa  y la  remitiese  al  juez  eclesiástico, 
perdia  por  el  mismo,  hecho  los  oficios,  raciones, 
mercedes  y exenciones  que  hubiera  recibido  del 
Rey  é incurría  en  confiscación  de  todos  sus  bie- 
nes: ley  8.a,  tit.  l.“,  lib.  4.”,  Nov.  Recop. 

* En  el  Concordato  celebrado  entre  Su  Santi- 
dad y S.  M.  Católica,  firmado  en  Madrid  el  16  de 
Marzo  de  1851,  y ratificado  por-S.  M.  en  1."  de 
Abril  y por  Su  Santidad  en  23  del  mismo,  se  hi- 
zo una  nueva  división  de  diócesis  y se  supri- 
mieron las  jurisdicciones  especiales  y exen- 
tas, estableciéndose  las  reglas  siguientes:  En 
todas  las  cosas  que  pertenecen  al  derecho  y ejer- 
cicio déla  autoridad  eclesiástica  y al  ministerio 
de  los  Ordenes  sagrados,  los  Obispos  y el  clero 
dependiente  de  ellos  gozarán  de  la  plena  liber- 
tad que  establecen  los  Sagrados  Cánones : ar- 
ticulo 4.“  de  dicho  Concordato. 

En  atención  á las  poderosas  razones  de  nece- 
sidad y conveniencia  que  así  lo  persuaden,  para 
la  mayor  comodidad  y utilidad  espiritual  de  los 
fieles,  se  hará  una  nueva  división  y circunscrip- 
ción de  diócesis  en  toda  la  Península  é Islas  ad- 
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yacentes.  Y al  efecto  se  conservarán  las  actuales 
sillas  metropolitanas  de  Toledo,  Burgos,  Grana- 
da, Santiago,  Sevilla,  Tarragona,  Valencia  y 
Zaragoza,  y se  elevará  á esta  clase  la  sufragánea 
de  Valladolid.  Asimismo,  se  conservarán  las  dió- 
cesis sufragáneas  de  Almería,  Astorga,  Avila, 
Badajoz,  Barcelona,  Cádiz,  Calahorra,  Cana- 
rias, Cartagena,  Córdoba,  Coria,  Cuenca,  Ge- 
rona, Guadix,  Huesca,  Jaén,  Jaca,  León,  Lérida, 
Lugo,  Málaga,  Mallorca,  Menorca,  Mondoñedo, 
Orense,  Orihuela,  Osma,  Oviedo,  Palencia,  Pam- 
plona , Piasencia,  Salamanca,  Santander,  Segor- 
be, Segovia,  Sigüenza,  Tarazona,  Teruel,  Tor- 
tosa,  Tuy,  Urgel,  Vieli  y Zamora.  La  diócesis 
de  Albarracin  quedará  unida  á la  de  Teruel;  la 
de  Barbastro  á la  de  Huesca;  la  de  Ceuta  á la  de 
Cádiz;  la  de  Ciudad-Rodrigo  á la  de  Salamanca; 
¡a  de  Ibiza  á la  de  Mallorca;  la  de  Solsona  á la 
de  Vich;  la  de  Tenerife  á la  de  Canarias,  y la 
de  Tudela  á la  de  Pamplona.  Los  Prelados  délas 
sillas  á que  se  reúnen  otras,  añadirán  al  título 
de  Obispos  de  la  iglesia  que  presiden  el  de 
aquella  que  se  les  une.  Se  erigirán  nuevas  dió- 
cesis sufragáneas  en  Ciudad-Real,  Madrid  y Vi- 
toria. La  silla  episcopal  de  Calahorra  y la  Calza- 
da se  trasladará  á Logroño ; la  de  Orihuela  á 
Alicante , y la  de  Segorbe  á Castellón  de  la  Pla- 
na, cuando  en  estas  ciudades  se  halle  todo  dis- 
puesto al  efecto  y se  estime  oportuno , oidos  los 
respectivos  Prelados  y cabildos.  En  los  casos  en 
que  para  el  mejor  servicio  de  alguna  diócesis 
sea  necesario  un  Obispo  auxiliar,  se  proveerá 
á esta  necesidad  en  la  forma  canónica  acostum- 
brada. De  la  misma  manera  se  establecerán 
Vicarios  generales  en  los  puntos  en  que  con  mo- 
tivo de  la  agregación  de  diócesis  prevenida  en 
este  artículo  ó por  justa  causa  se  creyeren  ne- 
cesarios, oyendo  á los  respectivos  Prelados.  En 
Ceuta  y Tenerife  se  establecerán  desde  luego 
Obispos  auxiliares;  art.  5.° 

La  distribución  de  las  diócesis  referidas,  en 
cuanto  á la  dependencia  de  sus  respectivas  me- 
tropolitanas , se  hará  como  sigue  : Serán  sufra- 
gáneas de  la  Iglesia  metropolitana  de  Burgos, 
la  de  Calahorra  ó Logroño,  León,  Osma,  PaLeu- 
cia,  Santander  y Vitoria;  de  la  de  Granada,  las 
de  Almería,  Cartagena  ó Murcia,  Guadix,  Jaén 
y Málaga ; de  la  de  Santiag-o , las  de  Lugo,  Mon- 
doñedo , Orense , Oviedo  y Tuy ; de  la  de  Sevilla, 
las  de  Badajoz,  Cádiz,  Córdoba  é Islas  Canarias; 
de  la  de  Tarragona,  las  de  Barcelona,  Gerona, 
Lérida,  Tortosa,  Urgel  y Vich ; de  la  de  Toledo, 
las  de  Ciudad-Real,  Coria,  Cuenca,  Madrid,  Pla- 
seucia  y Sigüenza;  déla  de  Valencia,  las  de  Ma- 
llorca, Menorca,  Orihuela  ó Alicante,  y Segorbe 
ó Castellón  de  la  Plana;  de  la  de  Valladolid,  las 
de  Astorga,  Avila,  Salamanca,  Segovia  y Zamo- 
ra; de  la  de  Zaragoza,  las  de  Huesca,  Jaca,  Pam- 


plona, Tarazona  y Teruel;  art.  6.°  (Véase  la  Real 
orden  de  22  de  Agosto  de  1867  acordando  la  dis- 
tribución de  las  sillas  sufragáneas,  entre  las  si- 
llas metropolitanas.) 

Los  nuevos  límites  y demarcación  particular 
de  las  mencionadas  diócesis  se  determinarán 
con  la  posible  brevedad  y del  modo  debido  (ser- 
va  lis  sarmndis)  por  la  Santa  Sede,  á cuyo  efecto 
delegará  en  elNuncio  apostólico  en  estos  reinos, 
las  facultades  necesarias  para  llevar  á cabo  la 
expresada  demarcación,  entendiéndose  para  ello 
(colatis  consiliis ) con  el  Gobierno  de  S.  M.;  ar- 
tículo 7.° 

Todos  los  RR,  Obispos  y sus  Iglesias  reconoce- 
rán la  dependencia  canónica  de  los  respectivos 
metropolitanos,  y en  su  virtud  cesarán  las  exen- 
ciones de  los  obispados  de  León  y Oviedo.  Sien- 
do por  una  parte  necesario  y urgente  acudir  con 
el  oportuno  remedio  á los  graves  inconvenientes 
que  produce  en  la  administración  eclesiástica  el 
territorio  diseminado  de  las  cuatro  Ordenes  mi- 
litares de  Santiago , Calatrava,  Alcántara  y Mon- 
tesa,  y debiendo  por  otra  parte  conservarse  cui- 
dadosamente los  gloriosos  recuerdos  de  una  ins- 
titución que  tantos  servicios  ha  hecho  á la  Iglesia 
y al  Estado , y las  prerogativas  de  los  Reyes  de 
España  como  grandes  maestres  de  las  expresa- 
das órdenes  con  concesión  apostólica,  se  desig- 
nará en  la  nueva  demarcación  eclesiástica  un 
determinado  número  de  pueblos  que  formen 
coto  redondo  para  que  ejerza  en  él,  como  hasta 
aquí,  el  gran  maestre,  la  jurisdicción  eclesiásti- 
ca con  entero  arreglo  á la  expresada  concesión 
y Bulas  pontificias.  El  nuevo  territorio  se  titu- 
lará Priorato  de  las  Ordenes  militares,  y el  Prior 
tendrá  el  carácter  episcopal  con  título  de  Iglesia 
in  partitms.  Los  pueblos  que  actualmente  perte- 
necen á dichas  Ordenes  militares,  y no  se  in- 
cluyan en  su  nuevo  territorio  , se  incorporarán 
á las  diócesis  respectivas:  arts.  8.°  y 9.°  (V.  Ju- 
risdicción de  las  Ordenes  militares.) 

Los  M.  RR.  Arzobispos  y RR.  Obispos  extende- 
rán el  ejercicio  de  su  autoridad  y jurisdicción 
ordinaria  á todo  el  territorio  que  en  la  nueva 
circunscripción  quede  comprendido  en  sus  res- 
pectivas diócesis;  y por  consiguiente,  los  que 
basta  ahora  por  cualquier  título  la  ejercían  en 
distritos  enclavados  en  otras  diócesis,  cesarán 
en  ella:  art.  10. 

Cesarán  también  todas  las  jurisdicciones  pri- 
vilegiadas y exentas , cualesquiera  que  sean  su 
clase  y denominación  , inclusa  la  de  San  Juan 
de  Jerusalen.  Sus  actuales  territorios  se  reuni- 
rán á las  respectivas  diócesis  en  la  nueva  de- 
marcación que  se  hará  de  ellas,  según  el  art.  7.°, 
salvas  las  exenciones  sig'uientes:  1.a  La  del  pro- 
capellan  mayor  de  S.  M.  2.*  La  Castrense.  3/  La 
de  las  cuatro  órdenes  militares  de  Santiago,  Ca- 
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latrava , Alcántara  y Montesa,  en  los  términos 
prefijados  en  el  art.  9."  de  este  Concordato.  4.‘  La 
de  los  Prelados  regulares.  5.’  La  del  Nuncio 
Apostólico  pro  temporé,  en  la  Iglesia  y hospital 
de  Italianos  de  esta  córte.  Se  conservarán  tam- 
bién las  facultades  especiales  que  corresponden 
¿ la  Comisaría  general  de  cruzada  en  cosas  de 
su  cargo,  en  virtud  del  breve  de  delegación  y 
otras  disposiciones  apostólicas:  art.  11.  (Lacomi-  ¡ 
saría  general  de  Cruzada  fué  suprimida  por  de- 
creto de  6 de  Abril  de  1851,  encargándose  al 
M.  R.  Cardenal  Arzobispo  de  Toledo  la  juris- 
dicción superior  de  dicha  comisaría.) 

Se  suprime  la  Colecturía  general  de  espolios, 
vacantes  y anualidades,  quedando  por  ahora  ; 
unida  á la  Comisaría  general  de  cruzada,  la  Co- 
misión para  administrar  los  efectos  vacantes, 
recaudar  los  atrasos  y sustanciar  y determinar 
los  negocios  pendientes.  Queda  asimismo  supri- 
mido el  tribunal  apostólico  y real  de  la  gracia 
dei  excusado:  art.  12.  (V.  Jurisdicción  de  espo- 
lios y meantes.) 

Todo  lo  demás  perteneciente  á personas  ó co- 
sas eclesiásticas , sobre  lo  que  no  se  provee  en 
los  artículos  anteriores,  será  dirigido  y admi- 
nistrado según  la  disciplina  de  la  Iglesia,  cañó' 
nicamente  vigente:  art.  43. 

El  Santo  Padre  y S.  M.  Católica  declararon 
quedar  salvas  é ilesas  las  reales  prerogativas  de 
la  corona  de  España  en  conformidad  á los  con- 
venios anteriormente  celebrados  entre  ambas 
potestades.  Y por  tanto,  los  referidos  convenios, 
y en  especialidad  el  que  se  celebró  entre  el  Sumo 
Pontífice  Benedicto  XIY  y el  Rey  católico  Fer- 
nando YI  en  el  año  1753,  se  declaran  confirma-  : 
dos  y seguirán  en  su  pleno  vigor  en  todo  lo  que  • 
no  se  altere  ó modifique  por  el  presente:  art.  44. 

En  virtud  de  este  Concordato  se  tendrán  por 
revocadas,  en  cuanto  á él  se  oponen,  las  leyes, 
órdenes  y decretos  publicados  hasta  ahora,  de 
cualquier  modo  y forma,  en  los  dominios  de  Es- 
paña, y el  mismo  Concordato  regirá  siempre  en 
lo  succesivo  como  ley  del  Estado  en  los  propios 
dominios.  Y por  tanto  una  y otra  de  las  partes 
contratantes  prometen  por  si  y sus  sucesores, 
la  fiel  observancia  de  todos  y cada  uno  de  los 
artículos  de  que  consta.  Si  en  lo  succesivo  ocur- 
riese alguna  dificultad , el  Santo  Padre  y S.  M. 
Católica  se  pondrán  de  acuerdo  para  resolverla 
amigablemente:  art.  45.  V.  Concordato.  * 

JURISDICCION  ECLESIÁSTICA  CASTRENSE,  La  po- 
testad que  compete  al  Vicario  general  de  los 
ejércitos  de  mar  y tierra  y á sus  subdelegados 
para  el  conocimiento  y decisión  de  las  causas 
civiles  y criminales  del  fuero  eclesiástico  que  se 
suscitaren  entre  ó contra  personas  que  gozan 
del  fuero  de  guerra. 

I.  «Aunque  no  es  necesario  acordar,  decía  en 


edicto  de  3 de  Febrero  de  1779  el  Patriarca  vica- 
rio general,  todas  las  justas  causas  que  concur- 
rieron y motivaron  la  exención  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  (de  los  Obispos  y Arzobispos)  que 
obtuvieron  de  la  Silla  apostólica  nuestros  cató- 
licos Monarcas  para  sus  ejércitos  de  mar  y tier- 
ra, no  debemos  omitir  la  principal,  que  da  luz 
y gobierno  para  decidir  muchos  puntos  perte- 
necientes á este  asunto.  El  destino  á las  opera- 
ciones vagas  de  la  guerra  y á la  guarnición  de 
las  plazas  y puertos  de  esta  Monarquía,  obliga 
á las  tropas  de  S.  M.  á vivir  sin  domicilio  fijo  y 
permanente,  y á mudar  con  frecuencia  su  resi- 
dencia; de  lo  que  forzosamente  resultaba  la  va- 
riación de  Prelados  eclesiásticos,  y el  dejar  pen- 
dientes en  sus  tribunales  varios  recursos  de  con- 
sideración, así  civiles  como  criminales,  que  no 
podían  seguirse  ni  decidirse  por  la  ausencia  de 
las  partes  interesadas  , de  lo  que  regularmente 
se  originaban  muchos  perjuicios  y gravísimos 
inconvenientes , que  ni  el  Estado  ni  la  Iglesia 
podian  mirar  con  indiferencia.  Para  evitarlos  se 
estableció  la  jurisdicción  castrense,  que  bajo  la 
jurisdicción  de  un  Prelado  se  ejerciese  en  cual- 
¡ quiera  parte  del  mundo,  siguiendo  á las  perso- 
nas sin  división  de  territorio  ni  distinción  de 
Prelados.» 

II.  La  jurisdicción  eclesiástica  castrense  abra- 
za cuatro  clases  de  personas : I.*,  por  razón  del 
fuero , la  de  los  que  gozan  del  fuero  militar  inte- 
gro en  lo  civil  y criminal ; 2.*,  por  razón  del  ser- 
vicio, la  de  los  que  siguen  los  ejércitos  y sirven 
en  ellos;  3.*,  por  razón  de  lugar , la  de  los  que 
vivan  en  pueblos  ó parajes  sujetos  al  gobierno 
militar,  y 4.”,  por  razón  del  oficio,  la  de  los  que 
ejercen  empleos  en  el  Vicariato. 

Están  comprendidos  en  la  primera  ciase,  por 
razón  del  fuero , así  los  que  gozan  del  fuero  mi- 
litar ó político  de  guerra  ó de  marina,  contal 
que  le  gocen  íntegro,  esto  es,  civil  y criminal; 
como  también  sus  familias  y todas  las  personas 
destinadas  á su  servicio,  con  tal  que  igual- 
mente estas  familias  y personas  gocen  de  dicho 
fuero  total  é íntegro;  pero  no  las  familias  y per- 
sonas que  no  gocen  de  este  fuero,  ó aunque 
le  gocen,  no  le  gocen  íntegro.  Están  exceptua- 
dos ó excluidos  de  esta  primera  clase:  1.*,  los 
oficiales  y demás  individuos  de  las  tropas  lla- 
madas milicias,  siempre  que  no  estén  sobre  las 
armas  con  motivo  de  hacer  algún  servicio  al  Rey; 
en  cuyo  caso  estarán  sujetos  á la  jurisdicción 
castrense;  mas  no  sus  familias  ni  sus  criados , á 
no  ser  que  aquellas  ó estos  sigan  ó acompanen 
á los  oficiales  ó individuos  de  las  milicias,  y go- 
cen del  fuero  íntegro ; 2.°,  los  militares  que.se 
hallen  exentos  del  Real  servicio,  aun  cuando 
perciban  algún  estipendio  ó sueldo;  3.°,  las 
viudas  de  los  militares  ó soldados,  y sus  familias 
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y criados,  marineros , pilotos  y artífices  matri- 
culados, como  destinados  al  servicio  de  los  arse- 
nales y reales  naves  ; los  cuales,  aunque  gocen 
del  íntegro  fuero  de  marina,  con  todo,  entonces 
solo  estarán  bajo  la  jurisdicción  castrense,  cuan- 
do siendo  llamados  para  los  trabajos  y servicios 
en  que  se  ocupan  , empiecen  á percibir  los  esti- 
pendios ó sueldos  acostumbrados;  en  cuyo  caso 
sin  embargo,  sus  famiLias  y criados  no  pertene- 
cerán á la  jurisdicción  castrense,  á no  ser  que 
moren  en  la  ciudad  capital  de  la  provincia  ó en 
el  pueblo  adonde  se  les  haya  mandado  acudir  á 
ejercer  las  artes  propias  de  cada  uno  , y gocen 
del  referido  fuero  íntegro;  4.°,  los  condenados  al 
trabajo,  que  no  están  dentro  de  las  fortalezas  ó 
alcázares  y presidio;  como  quiera  que  estos  de- 
penden de  gobierno  militar  por  razón  de  custo- 
dia solamente,  pero  no  pertenecen  á la  milicia. 
Breve  de  S.  S.  Pió  VII  de  28  de  Julio  de  1815. 
* Véase  también  el  reglamento  orgánico  para  el 
cuerpo  eclesiástico  de  la  armada  aprobado  en 
Real  órden  de  3 de  Octubre  de  1856.  Además,  se- 
gún Real  órden  de  16  de  Octubre  de  1850,  no  es- 
tán sujetos  á la  jurisdicción  eclesiástica  cas- 
trense los  entenados  de  los  militares,  aunque 
vivieren  en  compañía  de  estos.  * 

Están  comprendidas  en  la  segunda  clase  por 
razón  del  servicio , todas  las  personas  que  siguen 
los  ejércitos,  y con  cualquier  denominación  ó 
título,  bien  que  con  aprobación  de  los  Generales 
ú otros  superiores  militares,  sirven  á los  mismos 
ejércitos,  aun  cuando  no  gocen  del  fuero  mili- 
tar ; y esto  se  observará  en  el  caso  de  cualquiera 
expediciou  militar,  aunque  las  tropas  sean  au- 
xiliares; pero  con  tal  que  su  gobierno  espiritual 
no  esté  arreglado  en  otra  forma  que  sea  diversa 
de  la  presente  disposición;  cuyo  gobierno  y sus 
peculiares  ordenanzas  ó reglamentos  no  han  de 
ser  perjudicados  de  modo  alguno.  Dicho  Breve 
de  1815  * y reglamento  citado  de  3 de  Octubre.  + 
Están  comprendidos  en  la  tercera  clase  por  ra- 
zón del  lugar’-  l.°,  todas  las  personas  que  existan 
en  las  naves  de  la  real  armada,  aun  cuando  no 
estén  alistadas  en  la  milicia,  ó pertenezcan  á 
cualquiera  otro  fuero  ó jurisdicción;  como  igual- 
mente y del  mismo  modo  las  que  existan  en  los 
navios  mercantiles  que  de  cuenta  del  Real  Era- 
rio y escoltados  por  otros  de  la  armada,  viajen 
por  alguna  causa  ó expedición  , aun  cuando  loa 
navios  de  guerra  que  los  escoltan  sean  auxilia- 
res; en  cuyo  caso  se  entiende  repetido  lo  que 
mas  arriba  se  ha  dicho  acerca  de  las  tropas  auxi- 
liares; 2.°,  todos  los  que  moraren  en  cualesquie- 
ra alcázares,  fortalezas,  castillos,  atrinchera- 
mientos ó campamentos  de  larga  duración,  esto 
es,  en  aquellos  lugares  construidos  ó cercados 
de  murallas  y fortificados  cuyo  ámbito  no  con- 
tenga ó forme  alguna  aldea,  lugar  corto , villa, 


ciudad  ú otra  población  de  esta  especie;  como 
también  en  arsenales , hospitales  militares,  fá- 
bricas destinados  aL  uso  militar  y naval  del  Es- 
tado y colegios  militares  en  que  haya  párrocos 
castrenses;  debiendo  incluirse  aun  cuantas  per- 
sonas estuvieren  en  dichos  lugares  y estableci- 
mientos detenidas  por  castigo,  los  condenados  á 
trabajos , los  enfermos  y demás  que  por  cual- 
quiera causa  deban  residir  en  ellos;  y excep- 
tuándose, sin  embargo,  la  plaza  de  Ceuta  y los 
presidios  menores  de  África,  en  los  cuales  gozan 
sus  Prelados  ordinarios  de  la  plena  jurisdicción 
eclesiástica,  y solo  están  'sujetos  á la  castrense 
aquellas  personas  que  se  hallan  comprendidas 
bajo  otras  reglas  generales  por  el  Papa  esta- 
blecidas. Dicho  Breve  de  1815  * y reglamento 
citado.  * 

Están  comprendidos  en  la  cuarta  clase,  por 
razón  de  oficio,  los  sugetos  eclesiásticos  que  nom- 
brados legítimamente  obtengan  algún  empleo 
respectivo  á la  administración  de  justicia,  ó al 
despacho  de  los  negocios  de  la  misma  jurisdic- 
ción , ó á la  cura  de  almas,  junto  con  sus  fami- 
lias y demás  personas  destinadas  á su  servicio; 
como  igualmente  los  seglares  que  ejerzan  legí- 
timamente algún  empleo  en  el  vicariato  por  las 
mismas  causas  de  la  administración  de  justicia 
y del  despacho  de  negocios  del  mismo,  inclusas 
sus  mujeres,  sus  hijos  no  emancipados  que  vi- 
ven en  compañía  de  sus  padres,  y también  sus 
criados.  Dicbo  Breve  de  1815  * y reglamento  ci- 
tado de  3 de  Octubre  de  1856.  * 

La  decisión  de  las  dudas  que  ocurrieren  sobre 
si  algunas  personas  están  ó no  comprendidas  en 
estas  cuatro  clases,  y sujetas  por  consiguiente 
á la  jurisdicción  castrense,  corresponde  al  Rey, 
según  se  declara  en  el  citado  Breve. 

III.  Si  deseamos  saber  cuáles  son  los  nego- 
cios que  están  cometidos  á la  jurisdicción  ecle- 
siástica castrense,  lo  encontraremos  en  el  Breve 
de  Pió  VII  de  16  de  Diciembre  de  1803,  en  el  cual 
se  concede  al  Vicario  general  de  los  ejércitos 
«qu  epueda  por  si  mismo,  ó por  otro  ú otros  sacer- 
dotes de  probidad  é idóneos,  que  fueren  por 
él  subdelegados  y estén  versados  en  las  materias 
del  fuero  eclesiástico  ( constándole  esto  por  cer- 
tificación é informe  de  su  respectivo  Ordinario 
y de  otras  personas  fidedignas),  ejercer  cual- 
quiera jurisdicción  eclesiástica  sobre  los  que  en 
cualquier  tiempo  estuvieren  empleados  en  di- 
chos ejércitos  para  la  administración  de  los  sa- 
cramentos y para  el  cuidado  y dirección  espiri- 
tual de  las  almas,  ya  sean  clérigos  ó presbíte- 
ros, seculares  ó regulares,  aunque  sean  délas 
órdenes  mendicantes,  del  mismo  modo  qüe  si 
fuesen  verdaderos  prelados  y pastores  de  los 
enunciados  clérigos  seculares,  y superiores  ge- 
nerales de  los  insinuados  religiosos;  y conocer 
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de  todas  las  causas  eclesiásticas  y no  cclesiásti-  I 
cas,  civiles,  criminales  y mixtas  que  se  susci- 
taren entre  ó contra  las  sobredichas  ú otras  per- 
sonas que  residan  en  dichos  ejércitos,  y sean  de 
cualquier  modo  pertenecientes  al  fuero  eclesiás- 
tico, aunque  sea  sumaria  y simplemente,  de 
plano  y sin  estrépito  ni  figura  de  juicio,  aten- 
diendo solo  4 la  verdad  del  hecho,  y terminar- 
las definitivamente  como  es  debido,  y proceder 
también  contra  cualesquiera  inobedientes  por 
censuras  y penas  eclesiásticas,  y agravarlas  y 
reagravarlas  una  ó mas  veces , é.  implorar  el  au- 
xilio del  brazo  seglar.»  Resulta,  pues,  que  las 
mismas  atribuciones  que  ejerce  la  jurisdicción 
eclesiástica  ordinaria  con  respecto  á las  perso- 
nas y causas  que  le  estáu  sujetas,  competen  á 
la  castrense  cuando  los  interesados  en  causas  ó 
pleitos  semejantes  del  fuero  eclesiástico  disfru- 
tan fuero  de  guerra;  debiendo  tenerse  presente 
que  las  excepciones  puestas  á la  primera  son 
aplicables  también  á la  segunda.  V.  Jurisdicción 
eclesiástica,  Cabellan  de  ejército  y Capellán  de 
marina . 

* En  efecto,  actualmente  deberán  aplicarse 
respecto  de  la  jurisdicción  castrense,  las  dispo- 
siciones del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868, 
que  atribuye  á la  jurisdicción  ordinaria  el  cono- 
cimiento de  los  negocios  civiles  y causas  crimi- 
nales por  delitos  de  los  eclesiásticos,  correspon- 
diendo solo  á la  jurisdicción  castrense  entender  : 
de  los  negocios  y delitos  eclesiásticos  á que  se 
refiere  el  art.  2.°  de  dicho  decreto,  que  se  ha  ex- 
puesto en  el  de  esta  obra  Jurisdicción  eclesiás- 
tica. * 

IV.  La  jurisdicción  eclesiástica  castrense  re- 
side en  el  Vicario  general  de  los  ejércitos  de  mar 
y tierra,  cuyo  empleo  va  unido  al  de  Patriarca  de 
las  Indias  y Capellán  mayor  de  S.  MI,  quien 
tiene  en  Madrid  un  auditor  general,  y nombra 
para  ejercerla  en  las  provincias  como  sus  subde- 
legados ó tenientes  de  vicario,  á personas  ecle- 
siásticas condecoradas  , y en  U ltramar  suele 
nombrar  á los  Obispos  y Arzobispos. 

Los  subdelegados  ó tenientes  vicarios  genera- 
les de  las  provincias , conocen  en  primera  ins-  ¡ 
taucia  de  los  negocios  pertenecientes  á la  juris- 
dicción castrense  que  ocurren  en  ellas. 

El  auditor  general,  que  es  respecto  del  Vicario 
general  patriarca,  lo  que  son  los  provisores  res- 
pecto de  los  Obispos,  conoce  en  segunda  instan- 
cia de  las  apelaciones  y recursos  de  quejas  y 
agravios  de  los  subdelegados.  Este  auditor  ge- 
neral es  el  capellán  de  honor  á quien,  á pro- 
puesta del  Patriarca,  nombra  el  Rey  juez  de  su 
Real  capilla  y territorio  separado  de  Madrid  y 
sitios  reales;  ejerce  además  en  primera  instancia 
la  jurisdicción  castrense  en  el  arzobispado  de 
Toledo;  y en  las  vacantes  del  patriarcado  y vi- 


cariato general,  desempeña  las  funciones  de  la 
jurisdicción  castrense  con  la  generalidad  de  su 
comisión,  mandando  el  Rey  pasar  los  oficios  cor- 
respondientes á los  tribunales,  Capitanes  gene- 
rales y jefes  de  los  cuerpos  para  su  gobierno. 

* Además,  en  cada  uno  de  los  departamentos 
de  Cádiz,  Ferrol  y Cartagena , hay  un  teniente 
vicario,  nombrado  por  el  Monarca  á propuesta 
del  \ icario  general  castrense , el  cual  conoce  de 
las  causas  espirituales  y sacramentales,  y de  los 
negocios  de  justicia  propios  de  dicho  fuero  cas- 
trense. Véase  el  reglamento  citado  de  3 de  Octu- 
bre de  1856.  * 

En  tercera  instancia  conoce  de  los  asuntos  de 
la  jurisdicción  castrense  el  tribunal  de  la  Rota: 
ley  4.%  tít.  5.°,  lib.  2.°,  Nov.  Recop.  V.  Ilota. 

JURISDICCION  ECLESIÁSTICA  DE  LAS  ÓRDENES  MILI- 
TARES. V.  órdenes  militares. 

JURISDICCION  ECLESIÁSTICA  DE  CRUZADA.  Véase 

Fuero  de  cruzada. 

JURISDICCION  DE  ESPOLIOS  V VAGANTE8,  La  po- 
testad eclesiástica  y real  que  tiene  por  objeto, 
no  solo  recaudar  los  bienes  que  los  Arzobispos  y 
Obispos  dejan  al  tiempo  de  su  muerte  y las  ren- 
tas que  correspondan  á las  mitras'durante  la  va- 
cancia de  las  Sillas  episcopales,  sino  decidir 
también  los  litigios  que  con  este  motivo  se  sus- 
citaren. 

Es,  pues,  gubernativa  y contenciosa  esta  ju- 
risdicción para  inventariar  é intervenir  cuantos 
bienes,  frutos  y caudales  se  encuentren  en  los 
palacios  episcopales  y sus  dependencias  á la 
muerte  de  los  Prelados;  formar  concurso  de 
acreedores,  hacerles  pago  de  sus  créditos,  recla- 
mar la  satisfacción  de  los  derechos  y rentas  que 
se  debieren  á la  mitra,  apremiando  en  caso  nece- 
sario á los  deudores,  proceder  con  todo  rigor  de 
justicia  al  reintegro  de  los  caudales  que  faltaren 
y castigo  de  los  culpados,  y aun  traer  á sí  el  co- 
nocimiento de  todos  los  litigios  en  que  tengan 
algún  interés  los  espolios  basta  que  este  quede 
cubierto;  bien  que  el  juez  de  primera  instancia 
del  distrito  habrá  de  autorizar  con  su  presencia 
la  ocupación,  inventario,  tasación  y venta  de 
los  bienes  de  los  espolios,  sin  mezclarse  en  nin- 
guna otra  cosa:  leyes  del  tít.  13,  lib.  2.°,  Novísi- 
ma Recopilación,  y Real  órden  de  17  de  Noviem- 
bre de  1798. 

La  jurisdicción  de  espolios  y vacantes  se  ejer- 
cía en  la  córte  por  el  colector  general  que  nom- 
braba la  Corona,  y en  los  arzobispados  y obispa- 
dos del  reino,  por  las  personas  eclesiásticas  que 
cou  real  aprobación  elegía  el  colector  general, 
como  subcolectores  ó delegados.  De  los  pleitos  y 
causas  que  ocurrían  en  el  ramo  de  espolios  y va- 
cantes conocían  en  primer  grado  los  subcolecto- 
res  ó subdelegados;  y el  colector  general  conoeia 
en  último  de  las  apelaciones  y recursos  de  agra- 
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vics  que  se  interpusieren,  sin  que  hubiera  lugar 
á recursos  de  fuerza:  léyes  del  tít.  13,  libro  2.°, 
Nov.  Recop. , y conde  de  la  Cañada  en  sus  ob- 
servaciones sobre  los  recursos  de  fuerza,  Parte 
2.*,  cap.  12,  núm.  51  y siguientes. 

Correspondía  también  á la  misma  jurisdicción 
del  colector  general  de  espolios  y vacantes  y de 
sus  subdelegados  en  las  diócesis,  la  recaudación 
de  las  anualidades  y medias  anatas  de  las  cape- 
llanías vacantes,  canonicatos,  prebendas  y otras 
piezas  eclesiásticas  de  esta  clase.  V.  Espolios  y 
vacantes. 

* Por  el  art.  12  del  Concordato  de  1851  se  su- 
primió la  Colecturía  general  de  espolios , va- 
cantes y anualidades , y asimismo  el  Tribunal 
Apostólico  y Real  de  la  gracia  del  excusado,  lia 
su  consecuencia,  se  dispuso  cesaran  en  sus  fun- 
ciones ios  ministros  de  dicho  tribunal  y que  los 
negocios  judiciales  pendientes  se  continuaran 
sustanciando  con  arreglo  á derecho  por  el  muy 
reverendo  Cardenal  Arzobispo  de  Toledo.  El  co- 
nocimiento de  la  materia  de  espolios  y vacantes 
de  las  mitras  y de  lo  relativo  á la  recaudación 
de  las  anualidades  y vacantes  eclesiásticas,  cor- 
responde á la  jurisdicción  especial  que  para  ello 
ejercen  los  Prelados  diocesanos.  Véanse  los  Rea- 
les decretos  de  6 de  Abril  y 21  de  Octubre  de  1851; 
véase  también  el  artículo  de  esta  obra  Espolios.  * 

JURISDICCION  DE  LA  REAL  CAPILLA.  V.  Capilla, 
real  y Jurisdicción  castrense. 

JURISDICCION  TEMPORAL  Ó SECULAR.  La  juris- 
prudencia ordinaria  ó común,  llamada  así  por 
contraposición  á la  espiritual  ó eclesiástica,  por- 
que aquella  tiene  por  objeto  las  causas  tempora- 
les ó profanas,  y esta  las  espirituales. 

JURISDICCION  MILITAR.  La  potestad  que  tienen 
los  jueces  militares  para  conocer  de  los  negocios 
de  las  personas  que  sirven  en  los  ejércitos  ó de- 
penden de  ellos,  como  asimismo  de  los  que  in- 
teresan al  servicio  de  los  mismos  ejércitos.  La 
jurisdicción  militar  es  ordinaria,  ó común,  y pri- 
vilegiada ó especial.  Dícese  ordinaria  ó común  la 
que  por  regla  general  se  halla  establecida  para 
todos  los  individuos  y cuerpos  del  ejército  que 
no  están  exceptuados  de  ella , ó la  que  es  co- 
mún y comprende  á todos  los  militares  y demás 
que  disfrutan  fuero  de  guerra,  con  tal  que  no 
estén  sujetos  á ninguno  de  los  fueros  especiales 
del  ramo.  * Calificase  con  la  denominación  ge- 
neral de  Jurisdicción  de  guerra  y marina.  * Llá- 
mase privilegiada  ó especial  la  que  solo  está 
concedida  en  favor  de  ciertos  ramos  ó cuerpos, 
como  la  de  artillería,  la  de  ingenieros , la  de  la 
guardia  real , y demás  que  se  conocian  ante- 
riormente. Véanse  los  artículos  referentes  á estas 
diversas  jurisdicciones. 

Véase  el  decreto  de  19  de  Julio  de  1875,  en  el 
artículo  J urisdiccion  de  guerra  y marina  (Dispo- 


siciones relativas  á la  jurisdicción  de  guerra.! 

* JURISDICCION  MILITAR  DE  GUERRA  Y MARINA.  La 
que  se  ejerce  por  los  consejos,  tribunales  y au- 
toridades de  guerra  ó del  ejército  y la  armada 
sobre  los  negocios  y causas  que  les  atribuyen 
las  leyes. 

Anteriormente  esta  jurisdicción  era  muy  ex- 
tensa , recayendo  sobre  los  individuos  que  en 
gran  número  gozaban  del  fuero  de  guerra  ó de 
marina.  En  la  actualidad,  se  han  restringido 
extraordinariamente  dichas  jurisdicciones  por 
el  decreto  sobre  refundición  de  fueros  de  6 de 
Diciembre  de  1868,  el  de  31  del  mismo  mes  y año, 
el  de  8 de  Febrero  de  1869,  y por  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870, 
tít.  7.®,  caps.  2.°  y 3.",  limitándola  á los  negocios 
y causas  que  vamos  á exponer. 

Respecto  de  la  jurisdicción  de  guerra,  ha  que- 
dado reducida,  en  materia  civil,  á la  prevención 
de  los  juicios  de  testamentaría  y abintestato  de 
los  militares  muertos  en  campaña  con  las  limi- 
taciones que  se  marcan  en  el  art.  268  de  la  ley 
orgánica  citada,  expuesto  en  el  artículo  Juris- 
dicción ordinaria,  y al  conocimiento  de  los  asun- 
tos civiles  de  las  personas  residentes  en  las 
plazas  de  Africa:  Real  órden  de  16  de  Octubre 
de  1875. 

DISPOSICIONES  REFERENTES  A LA  JURISDICCION  DE 
GUKRKA  Y A LA  DE  MARINA. 

En  materia  criminal , la  jurisdicción  de  guer- 
ra conoce  de  los  asuntos  ó causas  criminales  de 
las  personas  residentes  en  las  plazas  de  Africa, 
según  previene  la  Real  órden  de  16  de  Octubre 
citada  que  se  expone  mas  adelante  en  este  ar- 
tículo al  tratar  de  las  autoridades  que  ejercen  la 
jurisdicción  de  guerra. 

Según  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  la  ju- 
risdicción de  Guerra  y la  de  Marina  serán  las  úni- 
cas competentes  para  conocer  respectivamente, 
con  arreglo  á las  ordenanzas  militares  del  ejér- 
cito y de  la  armada,  de  las  causas  militares  por 
delitos  cometidos  por  militares  y marinos  de  to- 
das clases  en  servicio  activo  del  ejército  ó de  la 
armada:  art.  347.  Véase  las  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  13  de  Agosto  y 13  de  Octubre 
de  1874. 

Bajo  la  denominación  de  servicio  militar  ac- 
tivo , para  los  efectos  de  la  ley  referida , se  com- 
prende el  que  presta  el  ejército  permanente  y la 
marina,  el  que  se  hace  por  los  cuerpos  de  Guar- 
dia civil , ios  resguardos  de  Hacienda  y cual- 
quiera fuerza  permanente  organizada  militar- 
mente que  dependa  en  este  concepto  del  minis- 
terio de  laGuerra  ó de  Marina,  y esté  mandada  por 
jefes  militares  y sujeta  á la  ordenanza  del  ejér- 
cito ó de  la  armada  en  lo  que  se  refiera  al  cum- 
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plimiento  (le  sus  deberes  militares,  aunque  ten- 
ga por  objeto  principal  auxiliar  á la  Administra- 


ción y al  poder  judicial:  pár.  l.°del  art.  348. 

Los  soldados  del  ejército  destinados  á la  pri- 
mera reserva,  aunque  se  hallen  con  licencia  y 
esta  sea  prorogada,  conservau  su  fuero  militar 
por  no  ser  baja  definitiva  de  los  cuerpos  respec- 
tivos, antes  se  estiman  en  activo  servicio  con  ar- 
reglo al  art.  2.°  del  decreto  de  24  de  Enero  de 
1867,  y se  deduce  del  art.  7."  del  reglamento  de 

11  de  Marzo  del  mismo  año:  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  12  de  Julio  y 13  de  Setiembre 
de  1861),  de  8 de  Febrero  y 21  de  Julio  de  1870,  y 

12  de  Noviembre  de  1872.  Gozan,  por  lo  tanto,  de 
fuero  y están  sujetos  á la  jurisdicción  militar, 
aunque  estén  disfrutando  licencia  semestral,  ó 
temporal  prolongada:  sentencias  de  13  de  Setiem- 
bre de  1869  y de  21  de  Julio  de  1870.  Mas  los  mili- 
tares ó soldados  de  la  segunda  reserva  quedan 
sujetos  á la  jurisdicción  ordinaria  según  lo  pres- 
crito en  el  art.  3.°  del  decreto  citado  de  1867  y 
en  el  4.”  de  la  ley  de  reemplazos  de  26  de  Junio 
del  mismo  año:  sentencias  de  12  de  Julio,  13  I 
de  Setiembre  y 10  de  Diciembre  de  1869. 

Los  individuos  adscritos  á la  reserva,  pero 
que  no  han  ingresado  en  el  depósito  de  quintos,  ’ 
quedan  sujetos  por  los  delitos  que  cometan  á la 
jurisdicción  ordinaria  por  no  haber  empezado  á 
disfrutar  del  fuero  de  guerra:  sentencia  de  7 de 
Febrero  de  1874. 

Los  soldados  de  las  milicias  provinciales  de 
Canarias  tienen  la  consideración  de  soldados 
veterauos  mientras  estén  alistados  ; deben  estar 
enterados  de  la  Ordenanza  general  del  ejército 
y sujetos  á observar  las  leyes  penales,  gozando, 
durante  el  servicio,  del  fuero  de  Guerra,  y en 
tal  concepto  se  hallan  comprendidos  en  la  decla- 
ración que  hace  al  efecto  el  citado  art.  348  de 
la  ley  de  tribunales:  sentencia  de  25  de  Abril 
de  1871. 

Los  oficiales  del  ejército  que  se  hallen  de  reem- 
plazo no  deben  considerarse  como  habiendo  per- 
dido su  fuero  militar,  ni  fuera  del  servicio  acti- 
vo, puesto  que  no  se  les  ha  dado  de  baja  en  el 
ejército;  antes  por  el  contrario  disfrutan  sueldo 
que  perciben  por  el  ramo  de  Guerra  y no  por  el 
de  Hacienda  como  los  retirados;  dependiendo 
en  tal  situación  de  la  autoridad  militar  a la  que 
se  encuentran  subordinados,  sin  poder  variar 
de  domicilio  sin  permiso  de  la  misma,  estando 
obligados  á desempeñar  los  actos  del  servicio 
que  se  les  encomienden,  á pasar  revista  en  pe- 
riodos determinados  y sujetos  a las  disposiciones 
de  las  Ordenanzas  del  ejército:  sentencia  de  19 

de  Enero  de  1871. 

Son  también  considerados  como  militares  en 
activo  servicio  , para  los  efectos  del  art.  34 1 , los 
capellanes  castrenses,  puesto  que  en  tal  calidad 
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forman  parte  integrante  del  ejército  activo  , con 
los  derechos,  preeminencias  y consideraciones 
propias  de  tales  cargos:  sentencia  de  19  de  No- 
viembre de  1872. 

El  desempeño  de  las  funciones  propias  de  la 
Guardia  civil  se  reputa  como  servicio  ■'perma- 
nente  equiparado  al  que  presta  la  tropa  del  ejér- 
cito, según  lo  prescrito  en  Real  órden  de  8 de 
.Mayo  de  1846  y lo  repetidamente  declarado  en 
varias  resoluciones  del  Tribunal  Supremo  dicta- 
das en  cuestiones  de  competencia:  sent.  de  17 
de  Enero  y 6 de  Junio  de  1871. 

Si  desacatan  á La  autoridad  ó atenían  contra 
sus  agentes,  quedan  sujetos  á la  jurisdicción 
ordinaria : sentencias  de  7 de  Setiembre  y 7 de 
Octubre  de  1871. 

Siendo  una  de  las  obligaciones  propias  de  la 
Guardia  civil,  según  el  núm.  2.°  del  art.  32  de 
su  reglamento  especial,  eL  recoger  á los  fugados 
de  las  cárceles  ó presidios  que  anden  por  los  ca- 
minos ó despoblados,  cuando  cumplen  con  esta 
obligación  obran  dentro  de  sus  atribuciones 
propias  militares,  y no  como  meros  agentes  de 
ninguna  autoridad  judicial  determinada,  cor- 
respondiendo á la  jurisdicción  especial  el  cono- 
cimiento y represión  de  los  delitos  que  pueden 
haber  cometido:  sent.  de  13  de  Agosto  de  1871. 

Bajo  la  denominación  de  fuerza  armada  se  ha- 
llan comprendidos,  conforme  al  art.  348,  los  res- 
guardos de  Hacienda,  á cuyo  cuerpo  organiza- 
do militarmente  pertenece  el  de  carabineros  de 
costas  y fronteras:  sent.  de  18  de  Abril  de  1873. 
Dicha  fuerza  se  considera  militar  cuando  está 
prestando  el  servicio  de  su  instituto:  sent.  de  31 
de  Julio  de  1870  y de  7 de  Febrero  de  1871. 

Se  eutiende  que  se  refiere  al  cumplimiento  de 
deberes  y atribuciones  militares,  no  obstante 
tener  por  objeto  principa!,  auxiliar  á la  admi- 
nistración y al  poder  judicial,  el  hecho  de  re- 
clamar un  carabinero  la  matrícula  de  subsidio 
á un  tendero  ambulante  para  impedir  toda  de- 
fraudación: sent.  de  31  de  Julio  de  1871. 

Pero  los  aforados  de  Guerra  ó Marina,  esto  es, 
los  individuos  de  los  cuerpos  mencionados  en  el 
párrafo  1.a  del  art.  348,  en  lo  que  tenga  por  prin- 
cipal objeto  auxiliar  á la  administración  y al 
poder  judicial,  no  son  responsables  ó no  que- 
dan sometidos  á la  jurisdicción  militar  por  los 
delitos  ó faltas  que  cometieren  como  agentes  de 
las  autoridades  administrativas  ó judiciales,  res- 
j pecio  á las  cuales  serán  juzgados  por  la  juris- 
: dicción  ordinaria:  pár.  2.°  del  art.  348  y sent.  de 
31  de  Mayo  de  1870,  7 y 23  de  Setiembre  de  1871 
y 6 de  Noviembre  de  1872. 

En  consecuencia  de  esta  disposición  ha  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo,  que  el  Guardia  civil 
que  en  el  acto  de  auxiliar  á la  autoridad  admi- 
nistrativa para  poner  término  á un  alboroto  ó 
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escándalo , cansa  lesión,  á un  paisano,  queda 
desaforado  respecto  de  este  delito  y sugeto  á la 
jurisdicción  ordinaria:  sent.  de  fi  de  Setiembre 
de  1872. 

Háse  declarado  asimismo,  que  del  hecho  de 
fracturar  un  brazo  á un  paisano  jm  carabinero 
que  se  hallaba  prestando  auxilio  á la  autoridad 
local  de  un  pueblo,  con  motivo  de  un  tumulto 
y amenazas  contra  aquella  y los  carabineros, 
debe  conocer  la  jurisdicción  ordinaria:  sent.  de 
23  de  Setiembre  de  1871. 

Según  el  art.  349  de  la  ley  del  poder  judicial, 
no  están  comprendidos  en  el  pár.  l.°  del  art.  348 
(que  determina  las  personas  y casos  en  que  se 
goza  del  fuero  de  guerra  ó marina),  y serán  por 
io  tanto  juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria; 

1. d  Los  retirados  del  servicio,  sus  mujeres, 
hijos  y criados  (no  obstante  gozar  del  fuero  de 
guerra  anteriormente). 

2. °  Las  mujeres,  hijos  y criados  de  los  que 
estén  en  servicio  activo. 

3. °  La  gente  de  mar,  por  delitos  comunes  co- 
metidos en  tierra. 

Por  geute  de  mar  se  entienden  los  matricula- 
dos y marineros ; y por  los  robos  que  cometa  en 
tierra  ha  de  ser  juzgada  por  la  jurisdicción  or- 
dinaria: sentencia  de  4 de  Febrero  de  1873. 

Igualmente  corresponde  á esta  conocer  de  los 
daños  causados  en  una  finca,  arrancando  árbo- 
les por  varios  matriculados  de  mar,  no  obstante 
haberse  valido  de  lanchas  y otra  clase  de  naves, 
puesto  que  tales  hechos  no  tuvieron  lugar  á 
bordo,  sino  en  tierra:  sentencia  de  15  de  Junio 
de  1870. 

4. °  Los  operarios  de  arsenales,  astilleros,  fun-  : 
diciones,  fábricas  y parques  de  marina,  artille- 
ría é ingenieros,  por  delitos  cometidos  fuera  de 
sus  respectivos  establecimientos. 

5. "  Los  reos  de  delitos  contra  la  seguridad 
interior  del  Estado  y el  órden  público  cuando  la 
rebelión  ó sedición  no  tenga  carácter  |militar 
(pues  si  lo  tuviere,  deben  ser  juzgados  por  la  ju- 
risdicción de  guerra). 

Seguu  declaraciones  del  Tribunal  Supremo,  á 
la  rebelión  que  no  ha  sido  organizada  ni  manda- 
da  por  jefes  militares  del  ejército  ó armada  ni  ha 
sustraído  de  la  obediencia  del  Gobierno  cuerpo 
alguno  militar  de  mar  ó tierra  ni  ha  sido  soste- 
nida por  fuerzas  de  la  milicia  popular,  no  puede 
atribuírsele  el  carácter  militar  que  el  art.  349, 
núin,  5.°,  de  la  ley  del  poder  judicial  requiere 
como  circunstancia  precisa  para  surtir  fuero  á 
favor  de  la  jurisdicción  de  gmerra:  sent.  de  28  de 
Agosto  de  1871. 

Asimismo,  en  decisión  de  3 de  Julio  de  1872  ha 
declarado,  que  no  puede  atribuirse  carácter  mi- 
litar á la  sublevación  de  un  grupo  de  paisanos 
sin  ninguna  especie  de  organización  militar,  le- 


vantados con  un  fin  meramente  politico  y sin 
tendencia  á relajar  la  disciplina  de  la  milicia 
por  mas  que  estuvieran  mandados  por  un  oficial 
del  ejército  en  situación  de  reemplazo. 

Según  el  art.  27  de  la  ley  de  órden  público, 
tiene  carácter  militar  la  rebelión  cuando  apareec 
que  los  rebeldes  están  mandados 'por  jefes  mi- 
litares, y cuando  el  movimiento  se  inicie  ó sos- 
tenga por  fuerzas  armadas  del  ejército  ó de  la 
milicia  popular. 

No  obstante  estas  prescripciones  dictadas  con 
arreglo  á los  verdaderos  principios  sobre  lo  que 
constituye  el  carácter  militar  de  los  actos  de  re- 
belión, y que  regulan  los  límites  entre  la  juris- 
dicción militar  y la  ordinaria,  báse  expedido  por 
el  ministerio  de  Gracia  y Justicia  una  circular 
con  fecha  17  de  F.nero  de  1873  en  que  se  dispone, 
se  consideren  como  delitos  de  rebelión  con  ca- 
rácter militar:  l.°  Los  hechos  comprendidos  en 
el  art.  243  del  Código  penal  que  se  cometan  por 
fuerzas  armadas  y legalmente  organizadas,  2." 
Los  que  se  cometan  por  paisanos  armados  y or- 
ganizados á las  órdenes  de  jefes  militares.  3.°  Los 
que  se  cometan  por  la  iniciativa  ó bajo  la  pro- 
tección de  las  fuerzas  á que  se  refiere  el  núme- 
ro l.°  4.”  Los  que  se  cometieren  en  despoblado  por 
paisanos  en  número  mayor  de  doce  individuos, 
si  por  razón  de  la  clase  de  obediencia  que  pres- 
ten á sus  jefes,  de  la  organización  que  tengan, 
de  los  medios  que  empleen  y del  género  de  vida 
■que  hagan,  pueden  ser  considerados  como  fuer- 
za rebelde  militarmente  organizada.  Aunque 
esté  formada  por  menos  de  doce  individuos,  se 
considerará  como  militarmente  organizada,  si 
reúne  las  demás  circunstancias  mencionadas  en 
el  párrafo  anterior,  y hay  en  el  país  otras  fuer- 
zas rebeldes  que  se  propongan  el  mismo  fin;  por 
mas  que  no  pueda  probarse  la  existencia  de  re- 
laciones de  carácter  gerárquico  entre  eLlas. 

Estas  disposiciones  se  separan,  pues,  de  la3 
consignadas  en  la  ley  de  órden  público  y de  las 
declaraciones  del  Tribunal  Supremo  de  justicia. 

Sin  embargo , este  mismo  tribunal  ha  dictado 
posteriormente  varias  sentencias,  haciendo  apli- 
cación de  la  circular  referida  de  17  de  Enero, 
y fundándose  en  sus  disposiciones. 

Así , por  sentencia  de  3 de  Diciembre  de  1873, 
declaró  ser  el  hecho  ó sublevación  de  que  se  tra- 
taba de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria por  «no  hallarse  comprendida  en  ninguno 
de  los  casos  determinados  y concretos  de  la  pre- 
citada circular  con  referencia  al  art.  243  del  Có- 
digo penal. » En  otra  de  4 de  Febrero  de  1874 
declaró  considerarse  como  delitos  de  rebelión  de 
carácter  militar  los  que  se  cometen  por  paisanos 
armados  y organizados  á las  órdenes  de  jefes  mi- 
litares (aun  en  situación  de  reemplazo,  pues  que 
como  tales,  se  consideran  vivos  y activos  de 
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ejército),  conforme  á la  Real  órden  circular  de  17 
de  Enero  de  1873.  En  sentencia  de  3 de  Diciem- 
bre de  1873  se  cousignó,  que  la  Real  órden  circu- 
lar de  17  de  Enero  de  1873,  declara  de  un  modo 
expreso  y terminante  cuáles  delitos  de  rebelión 
son  los  que  deben  ser  reputados  como  de  rebe- 
lión militar  para  el  efecto  de  que  no  queden  so- 
metidos á la  jurisdicción  ordinaria.  Véase  lo  que 
hemos  expuesto,  censurando  la  circular  enun- 
ciada, en  los  artículos  de  esta  obra  Asonada  y 
Es  lado  de  guerra. 

6. ”  Los  reos  de  atentado  y desacato  contra  las 
autoridades  políticas,  administrativas  y judi- 
ciales. 

La  agresión  á mano  armada  contra  indivi- 
duos de  la  Guardia  civil,  así  como  la  resistencia 
opuesta  á las  reiteradas  intimaciones  de  un  al- 
calde para  que  no  maltraten  á personas  que  au- 
xilian su  autoridad,  son  hechos  que  por  su  na- 
turaleza no  pueden  menos  de  ser  calificados 
como  delitos  de  atentado  previsto  en  el  núm.  2.” 
del  art.  189  del  Código  penal. 

La  resistencia  violenta  contra  los  guardias 
civiles  cuando  obran  como  agentes  y auxiliares 
de  un  alcalde,  se  entiende  siempre  hecha  á la 
misma  autoridad  cuyas  órdenes  reciben  , obran- 
do en  su  representación. 

Corresponde,  pues,  á la  jurisdicción  ordinaria 
el  conocimiento  de  los  tales  delitos  de  atentado 
y desacato:  sentencia  de  14  de  Setiembre  de 
1870.  Véanse  las  sentencias  de  3 de  Febrero  y 16 
de  Marzo  de  1870,  y de  27  de  Noviembre  de  1871. 

7. °  Los  reos  por  delitos  de  tumulto , desórde- 
nes públicos,  y por  pertenecer  á sociedades  ilí- 
citas. Véase  el  artículo  de  esta  obra  Desorden 
público. 

8. °  Los  reos  de  falsificación  de  sellos,  marcas, 
monedas  y documentos  públicos.  V.  Falsedad. 

9. °  Los  reos  de  robo  en  cuadrilla. 

Téngase  presente  sobre  este  punto,  que  por 

Eteal  órden  de  20  de  Febrero  de  1875  se  ha  de- 
clarado vigente  la  de  16  de  Abril  de  1821,  sobre 
los  casos  en  que  debe  conocer  la  jurisdicción 
ordinaria  ó la  militar  de  los  delitos  cometidos 
por  salteadores  de  caminos  y ladrones  en  despo- 
blado y aun  en  poblado,  siendo  en  cuadrilla  de 
cuatro  ó mas.  Véase  el  artículo  de  esta  obra 
Juicio  criminal  por  robos  en  cuadrilla , núme- 
ros IV  y V. 

No  puede  considerarse  robo  en  cuadrilla,  cuyo 
conocimiento  corresponde  á la  autoridad  militar, 
el  perpetrado  por  solo  tres  ladrones,  pues  la  ley 
de  17  de  Abril  requiere  para  que  merezca  dicha 
calificación,  que  se  haya  cometido  por  cuatro  ó 
mas  personas : decisión  de  3 de  Noviembre  de 
1853.  Véase  la  sentencia  de  29  de  Marzo  de  18  >1. 

10.  Los  reos  de  adulterio,  estupro  ó de  vio- 
lación. 


11.  Los  reos  militares  por  injuria  ó calumnia 
á personas  que  no  sean  militares. 

12.  Los  reos  por  defraudación  ó contrabando 
y delitos  conexos  cometidos  en  tierra,  á no  ha- 
berse hecho  resistencia  armada  á la  fuerza  pú- 
blica. 

biendo  el  servicio  que  prestan  los  carabineros 
Custodiando  cargas  de  contrabando  propio  de  las 
funciones  peculiares  de  su  instituto  militar,  y 
no  un  servicio  rentístico  de  agentes  de  la  auto- 
ridad administrativa,  corresponde  á la  autoridad 
militar  conocer  del  hecho  de  haber  atacado  un 
grupo  de  paisanos  á pedradas  á dichos  carabi- 
neros: sentencia  de  18  de  Abril  de  1873. 

No  puede  calificarse  de  resistencia  armada  el 
hecho  de  verificar  los  conductores  de  contra- 
bando varios  actos  para  evadirse  con  las  cargas, 
sin  llevar  armas  ni  hacer  uso  de  ellas;  ni  tam- 
poco el  hecho  de  presentarse  grupos  de  paisanos 
provistos  de  herramientas  de  labor  con  que  se 
hallaban  cultivando  los  campos;  pero  sin  aco- 
meter con  armas  ni  empeñar  lucha  alguna  con 
la  fuerza  de  carabineros:  sentencia  de  28  de 
Enero  de  1871. 

13.  Los  que  habiendo  delinquido  antes  de 
pertenecer  k la  milicia,  ó estando  dados  de  baja 
ó desempeñando  algún  empleo  ó cargo  público 
que  no  sea  militar,  ó habiendo  desertado. 

Para  que  se  considere  desertor  á un  soldado 
que  se  halla  usando  de  licencia,  debe  haber  tras- 
. currido  un  mes  después  de  terminado  el  tiempo 
¡ por  que  se  le  concedió:  art.  15  del  tít.  3.°,  trat.  8.° 
de  las  ordenanzas  del  ejército,  y sentencia  de  29 
de  Julio  de  1858. 

14.  Los  que  incurrieren  en  faltas  castigadas 
en  el  libro  3.”  del  Código  penal,  excepto  aquellas 
á que  las  ordenanzas,  reglamentos  y bandos  mi- 
litares del  ejército  y armada  señalen  pena  ma- 
yor, cuando  fueren  cometidas  por  militares,  las 
cuales  serán  de  la  competencia  de  la  jurisdic- 
ción de  Guerra  ó de  Marina. 

Produce  también  desafuero  y sujeción  á la 
jurisdicción  ordinaria,  respecto  de  los  militares, 
el  cometer  delitos  contra  el  órden  público  en  los 
casos  determinados  en  la  ley  de  23  de  Abril  de 
1870  que  se  expone  en  el  artículo  de  esta  obra 
Orden  público.  Y finalmente,  el  cometer  delitos 
■ conexos  cuyo  conocimiento  corresponda  á dicha 
: jurisdicción  ordinaria,  según  las  prescripciones 
de  ios  artículos  329  y 330  de  la  ley  de  tribunales 
expuestos  en  el  de  Jurisdicción  ordinaria.  Véase 
las  sentencias  de  10  de  Enero  de  1870;  29  de  Marzo 
y 11  de  Setiembre  de  1871;  3 de  Mayo  de  1872;  5 
y 10  de  Febrero  de  1873  y 28  de  Febrero  de  1874. 

Según  el  art.  350  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial,  que  versa  asimismo  sobre  los  ca- 
sos en  que  los  paisanos  pierden  su  fuero , que- 
dando sometidos  á la  j urisdiccion  de  Guerra  ó 
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de  Marina,  estas  jurisdicciones  son  las  únicas 
competentes  para  conocer , en  sus  casos  respec- 
tivos , de  los  delitos  siguientes: 

1. °  De  las  causas  criminales  por  delitos  co- 
metidos por  militares  ó marinos  de  todas  clases, 
en  servicio  activo  á excepción  de  los  expresados 
en  el  art.  349,  los  cuales  producen  desafuero, 
debiendo  conocer  de  ellos  la  jurisdicción  ordi- 
naria. 

2. °  De  los  delitos  de  traición  que  tengan  por 
objeto  la  entrega  de  una  escuadra,  plaza,  pues- 
to militar  , buque  del  Estado,  arsenal  ó almace- 
nes de  pertrechos  navales  ó de  municiones  de 
boca  ó guerra. 

3. °  De  los  delitos  de  seducción  de  tropa  de 
tierra  ó de  mar,  ya  se  refieran  á militares  ó ma- 
rineros, españoles  ó extranjeros  que  se  hallen 
al  servicio  de  España,  para  que  deserten  de  sus 
banderas  ó buques  en  tiempo  de  guerra,  ó se 
pasen  al  enemigo. 

4. °  De  los  delitos  de  espionaje,  insulto á cen- 
tinelas , á salvaguardias  y tropa  armada  de  tier- 
ra ó de  mar  y de  atentado  ó desacato  á la  auto- 
ridad militar. 

Los  iusultos  y ataques  inferidos  directa  y ex- 
clusivamente á individuos  de  la  Guardia  civil 
en  el  acto  de  prestar  un  servicio  propio  de  su 
instituto  causan  desafuero,  y su  conocimiento 
corresponde  k la  jurisdicción  militar,  aun  cuan- 
do el  servicio  haya  sido  dispuesto  por  un  alcal- 
de, siempre  que  este  no  se  halle  presente:  deci- 
sión de  19  de  Diciembre  de  1860. 

Los  Guardias  civiles,  en  los  actos  peculiares  de 
su  instituto  tienen  ei  carácter  de  centinelas  en 
servicio  permanente;  de  manera  que  los  insultos 
y ataques  que  se  les  dirijan  directamente  pro- 
ducen desafuero  á favor  de  la  jurisdicción  de 
guerra:  sent.  de  13  de  Agosto  de  1874. 

La  resistencia  que  se  oponga  á la  Guardia  ci- 
vil al  hacer  retirar  á Las  personas  que  se  hallan 
entre  barreras  en  la  plaza  de  toros,  obrando  por 
mandato  del  alcalde  que  presida  la  función; 
como  que  en  tales  circunstancias  no  tiene  dicha 
fuerza  mas  representación  que  la  de  auxiliar  de 
la  misma  autoridad,  se  entiende  que  aquella  fuá 
hecha  á esta,  y consiguientemente  corresponde 
el  conocimiento  de  dicha  causa  á la  jurisdicción 
ordinaria:  sent.  de  2 de  Diciembre  de  1860, 

Pierde  su  fuero  quedando  sometido  á la  juris- 
dicción de  guerra,  un  paisano  por  insulto  y agre- 
sión á uu  teniente  de  la  Guardia  civil  que  se  ha- 
llaba vigilando  la  observancia  de  un  bando  de 
un  alcalde:  sent.  de  14  de  .1  unió  de  1871. 

Bajo  La  denominación  de  insulto  se  compren- 
den, no  solólas  palabras,  sino  también  las  obras; 
porque  repug-naal  buen  sentido  dar  esta  califi- 
cación á las  primeras  y no  á las  segundas.  En  su 
consecuencia,  debe  considerarse  como  tal  el  ape- 


dreamiento de  una  casa  cuartel  de  la  Guardia 
civil  y teniendo  los  individuos  de  esta,  cuando 
desempeñan  funciones  propias  de  sn  instituto, 
ei  carácter  de  tropa  armada,  de  centinelas  per- 
manentes y salvaguardias  del  órden  público, 
corresponde  á la  jurisdicción  militar  el  cono- 
cimiento de  esta  causa:  sent.  de  7 de  Enero 
de  1870. 

El  delito  de  acometer  un  paisano  á un  guardia 
civil  intentando  desarmarle,  á la  sazón  que  se 
retiraba  á su  cuartel  después  de  haber  acompa- 
ñado al  alcalde  del  pueblo  en  el  servicio  de  pa- 
trulla, produce  desafuero  respecto  del  paisano, 
quedando  este  sujeto  á la  jurisdicción  de  guerra; 
puesto  que  la  Guardia  civil,  desde  que  sale  de 
parejas  del  cuartel  hasta  que  regresa  al  mismo 
se  considera  en  servicio  permanente;  sin  que 
obste  que  se  retirase  después  de  haber  dejado 
eu  su  casa  al  alcalde:  sent.  de  7 de  Marzo 
de  1871. 

Las  simples  injurias  á la  Guardia  civil  no  cau- 
san desafuero.  Las  palabras  proferidas  por  los 
tratados  como  reos  de  que  «ios  guardias  no  los 
hubieran  preso  si  las  espadas  hubieran  sido 
iguales»  no  constituyen  amenaza ; porque  la 
esencia  de  esta  es  el  amago  de  un  mal  del  mo- 
mento ó futuro.  Entre  los  insultos  y las  injurias 
media  la  notable  diferencia  de  que  los  prime- 
ros envuelven  hostilidad  ó agresión  á aquel 
contra  quien  se  dirigen,  y las  segundas  se  limi- 
tan á lastimar  la  estimación  ó menospreciar  al 
que  es  objeto  de  ellas,  sin  ofenderle  material- 
mente: sent.  de  8 de  Mayo  de  1866. 

No  causa  desafuero  la  resistencia  que  hacen 
los  paisanos  á militares  que  tratan  de  capturar- 
los como  reos,  cuando  la  concurrencia  ó inter- 
vención de  estos  fué  casual  y voluntaria,  sin 
estar  de  servicio  ni  ejercer  actos  de  su  instituto: 
sent.  de  27  de  Marzo  de  1867. 

No  pudiendo  reputarse  actos  de  servicio  los 
que  ejecutan  los  individuos  de  la  fuerza  armada 
en  estado  de  embriaguez,  la  resistencia  de  un 
paisano  á un  militar  que  se  halla  en  tal  estado 
no  causa  desafuero:  decisión  de  31  de  Agosto 
de  1859. 

No  es  aplicable  respecto  de  los  que  abusan  de 
su  autoridad  el  desafuero:  decisión  de  14  de  Ju- 
nio de  1861.  Asi,  los  abusos  de  autoridad  de  los 
alcaldes  y tenientes  contra  la  Guardia  civil  no 
causan  desafuero,  pero  sí  el  atropello:  decisión 
de  15  de  Octubre  de  1853  y de  16  de  Setiembre 
de  1857. 

5. °  De  los  delitos  de  seducción  y auxilio  k 
la  deserción  en  tiempos  de  paz, 

6. "  De  los  delitos  de  robo  de  armas,  pertre- 
chos de  boca  y guerra  ó efectos  pertenecientes  á 
la  Hacienda  militar  ó de  marina  en  los  almace- 
nes, cuarteles,  establecimientos  militares,  arse- 
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nales  y buques  del  Estado,  y de  incendio  come-  i 
tido  en  los  mismos  parajes. 

El  robo  de  efectos  pertenecientes  á carabine- 
ros, aunque  tenga  lugar  en  los  sitios  que  dicho 
artículo  determina,  no  produce  desafuero,  cor- 
respondiendo su  conocimiento  á la  jurisdicción 
ordinaria:  sentencia  de  27  de  Octubre  de  1870. 

Cuando  el  robo  se  ejecuta  por  un  militar  y 
varios  paisanos,  debe  conocer  de  él  ]a  jurisdic- 
ción ordinaria,  con  arreglo  á los  artículos  322 
y 329  de  la  ley  del  poder  judicial,  por  ser  el  de- 
lito común  y ejecutado  simultáneamente  por 
paisanos  sujetos  á la  jurisdicción  ordinaria  y un 
aforado  de  guerra  : sentencia  de  10  de  Febrero 
de  1873. 

El  delito  de  hurto  de  los  efectos  mencionados 
en  el  núm.  6.°  del  art.  350  no  se  halla  compren- 
dido en  el  mismo:  sentencias  de  3 de  Octubre 
de  1865  y de  20  de  Febrero  de  1871. 

Corresponde  también  á la  jurisdicción  ordina- 
ria el  conocimiento  de  las  causas  sobre  el  delito 
común  de  incendio  que  no  se  verifica  en  los 
puntos  marcados  en  el  núm.  6.”  del  art.  350: 
sentencia  de  17  de  Diciembre  de  1857. 

7. °  De  los  delitos  cometidos  en  plazas  sitia  - 
das  por  el  enemigo,  que  tiendan  á alterar  el  ór- 
den  público  ó á comprometer  la  seguridad  de 
las  mismas. 

8. °  De  los  delitos  que  se  cometan  en  los  arse- 
nales del  Estado  contra  el  régimen  interior,  con- 
servación y seguridad  de  estos  establecimientos. 

9. °  De  los  delitos  y faltas  comprendidos  en 
los  bandos  que  con  arreglo  á ordenanza  pueden 
dictar  los  generales  en  jefe  délos  ejércitos,  y 
los  almirantes  de  las  escuadras. 

10.  De  los  delitos  cometidos  por  los  prisione- 
ros de  guerra  y personas  de  cualquier  clase, 
condición  y sexo  que  sigan  al  ejército  en  cam- 
paña, ó que  conduzcan  los  buques  del  Estado. 

11.  De  los  delitos  de  los  asentistas  del  ejérci- 
eito  ó de  la  marina,  que  tengan  relación  con 
sus  asientos  y contratas. 

12.  De  las  causas  por  delitos  de  cualquiera 
clase  cometidos  á bordo  de  las  embarcaciones, 
así  nacionales  como  extranjeras,  cuando  no  sean 
de  guerra,  y se  cometan  los  delitos  en  puerto, 
bahías,  radas  ó cualquier  otro  punto  de  la  zona 
marítima  del  reino,  y por  piratas  apresados  en 
alta  mar,  cualquiera  que  sea  el  pais  á que  per- 
tenezcan; y de  las  represalias  y contrabando 
marítimo,  naufragios,  abordajes  y arribadas. 

Eg  obstante  lo  prevenido  en  este  número, 
cuando  los  delitos  comunes  cometidos  en  buques 
mercantes  extranjeros,  en  la  zona  marítima  es- 
pañola, lo  fueren  por  los  individuos  de  las  tri- 
pulaciones contra  otros  individuos  de  las  mis- 
mas, serán  entregados  los  delincuentes  que  no 
sean  españoles,  á los  agentes  consulares  ó diplo- 


máticos de  la  nación  cuyo  pabellón  llevase  el  bu- 
que en  que  se  cometió  el  delito,  si  fueren  recla- 
mados oficialmente,  á no  disponer  otra  cosa  los 
tratados. 

Hállase  comprendido  en  la  disposición  de 
este  núm.  12  el  delito  de  hurto  de  hierro  proce- 
dente de  un  vapor,  correspondiendo  en  su  con- 
secuencia el  conocimiento  del  mismo  á la  juris- 
dicción de  marina:  sentencia  de  21  de  Julio  de 
1870.  Lo  mismo  debe  entenderse  respecto  de  la 
formación  de  causa  por  aprehensión  de  un  bu- 
que con  géneros  de  ilícito  comercio,  puesto  que 
constituye  un  contrabando  marítimo,  compren- 
dido en  la  letra  y en  el  espíritu  de  dicho  núme- 
ro 12;  sin  que  se  desvirtúe  esto,  antes  bien  se 
confirma  por  el  pár,  12  del  art.  349  que  atribuye 
á la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  délos 
delitos  de  defraudación  ó contrabando  y delitos 
conexos  cometidos  en  tierra,  á no  haberse  hecho 
resistencia  armada  á la  fuerza  pública.  Yéase  la 
sentencia  de  27  de  Abril  de  1870. 

La  sumersión  de  unos  baños  flotantes  en  la 
dársena  de  un  puerto  constituye,  con  las  des- 
gracias ocurridas,  jurídicamente  un  naufragio; 
por  lo  que  corresponde  su  conocimiento  á la  ju- 
risdicción de  marina:  sentencia  de  29  de  Se- 
tiembre de  1869. 

Correspondiendo  á dicha  jurisdicción  de  rna 
riña  entender  en  los  naufragios  y sus  inciden- 
cias (véase  la  sentencia  de  23  de  Diciembre  de 
1862),  debe  la  misma  con  intervención  de  la  Ha- 
cienda pública,  providenciar  lo  necesario  para 
salvar,  recoger  y custodiar  los  efectos  proceden- 
tes de  aquellos,  depositando  todo  lo  recogido  por 
inventario,  y haciendo  la  publicación  del  nau- 
fragio por  edictos,  para  que  pueda  llegar  á co- 
nocimiento de  los  interesados.  Si  en  el  primer 
mes  no  aparecieren  los  dueños  de  los  efectos 
salvados,  podrá  dicha  jurisdicción  vender  en 
almoneda  los  mas  expuestos  á deteriorarse,  y si 
cumplidos  tres  meses  desde  que  se  hiciese  la 
publicación,  no  se  presentase  dueño,  debe  dicha 
jurisdicción  pasar  al  juzgado  de  primera  ins- 
tancia respectivo,  copia  testimoniada  de  las  di- 
ligencias practicadas  y del  inventario  de  los 
efectos  salvados  poniéndolos  á su  disposición, 
con  reserva  de  los  gastos  hechos,  para  que  re- 
suelva si  corresponden  á mostrencos:  decisión 
de  14  de  Febrero  de  1854. 

El  conocimiento  de  las  diligencias  de  naufra- 
gio ó encalle,  en  cnanto  no  tiene  relación  con 
los  intereses  mercantiles  de  los  particulares, 
corresponde  á la  jurisdicción  de  marina:  sen- 
tencia de  27  de  Junio  de  1857.  Mas  el  conoci- 
miento de  los  autos  sobre  arribadas  y averías  de 
buques,  con  sus  incidencias,  como  comprendidas 
en  el  Código  de  comercio,  corresponde  á los 
tribunales  de  comercio  (hoy  á los  á la  jurisdic- 
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cion  ordinaria,  según  el  núm.  8.° del  art.  l.°del 
decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868):  decisión  de 
7 de  Enero  de  1854. 

13.  De  las  faltas  especiales  que  se  cometan 
por  los  militares  ó por  individuos  de  la  armada 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó que  afecten 
inmediatamente  al  desempeño  de  las  mismas. 

14.  De  las  infracciones  de  las  reglas  de  poli- 
cía en  las  naves,  puertos,  playas  y zonas  maríti- 
mas. de  las  ordenanzas  de  marina  y reglamen- 
tos de  pesca  en  las  aguas  saladas  del  mar. 

Quedan  sometidos  los  paisanos  á los  Consejos 
de  guerra  que  determina  la  ley  de  órden  públi- 
co de  23  de  Abril  de  1870  por  los  delitos  de  esta 
clase  que  cometieren,  en  los  casos  que  en  la 
misma  se  expresan. 

También  están  los  paisanos  sometidos  á la  ju- 
risdicción de  guerra  ó marina  respectivamente, 
por  los  delitos  en  que  quedan  desaforados. 

Según  el  art.  351  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  en  todos  los  casos  del  artículo  anterior, 
los  militares  y marinos  en  servicio  activo  serán 
penados  con  arreglo  á las  ordenanzas  militares 
del  ejército  y de  la  armada,  y los  demás  solo 
estarán  sujetos  á esta  penalidad  cuando  el  deli- 
to cometido  no  estuviere  castigado  en  el  Código 
penal,  que  es  la  ley  que  debe  aplicárseles. 

Por  órden  de  22  de  Noviembre  de  1870,  se  ha 
dispuesto,  que  el  Código  penal  rija  como  ley  pro- 
visional, aplicándose  en  los  juzgados  y tribuna- 
les del  ramo  de  Guerra  cuando  conozcan  de  las 
causas  criminales  por  delitos  comunes  que  no 
sean  de  los  exceptuados  en  el  artículo  9 del  de- 
creto de  6 de  Diciembre  de  1868,  y fueren  come- 
tidos por  militares  é individuos  de  los  cuerpos 
auxiliadores  de  ejército  en  activo  servicio,  se- 
gún previene  el  párrafo  segundo  del  artícu- 
lo l.°  del  decreto  de  31  del  mismo  mes  y año:  re- 
gla 1.* 

No  se  entiende  por  delito  común  para  los  mi- 
litares en  activo  servicio  el  que  tenga  pena  se- 
ñalada en  la  ordenanza  ó ley'  militar  ú otras 
disposiciones  del  ministerio  de  la  Guerra,  ó que 
deba  castigarse  con  arreglo  á las  mismas,  aun- 
que se  halle  previsto  en  el  Código  penal  ordina- 
rio: regla  2.* 

Aparte  de  la  excepción  contenida  en  los  ar-  ■ 
tículos  2.°  y 625  del  Código  en  cuanto  á faltas 
especiales , que  seguirán  corrigiéndose  con  ar- 
reglo á ordenanza  y demás  disposiciones  milita- 
res, teniendo  en  cuenta  lo  mandado  en  el  párra- 
fo 13  del  art.  l.°  del  decreto  de  31  de  Diciembre 
de  1868,  se  entiende  que  también  corresponde 
á los  jefes  militares  la  corrección  de  las  faltas 
de  disciplina,  aunque  no  afecten  inmediata- 
mente al  desempeño  de  las  funciones  militares:  ' 
regla  3.‘ 

Las  faltas  consideradas  como  de  disciplina  se 


especifican  en  la  regla  4.a  que  se  lia  expuesto  en 
el  artículo  de  esta  obra , Falta. 

Corregidas  las  faltas  de  disciplina  por  los  jefes 
militares,  no  podrá  intentarse  demanda  para 
corregirlas  en  otra  forma:  regla  5.* 

Ningún  militar  que  estuviere  de  marcha  ó 
próximo  á marchar  fuera  de  la  población  para 
asuntos  del  servicio,  podrá  ser  detenido  por  de- 
manda ó motivo  de  falta,  sea  de  la  clase  que 
fuere,  la  cual  siempre  será  corregida  por  el  jefe 
respectivo , bastando  para  la  excepción  de  estar 
de  marcha , el  aserto  del  jefe  por  cuyo  conducto 
se  haya  hecho  la  citación : regla  6.1 

Conforme  á lo  dispuesto  en  el  art.  3.°  del  de- 
creto de  31  de  Diciembre  de  1868,  cuando  un 
paisano  sea  j uzgado  por  la  j urisdiccion  de  Guer- 
ra, por  delitos  que  se  hallen  castigados  en  el 
Código  penal,  la  pena  que  este  señale  será  la 
aplicable  en  su  caso : regla  7.a 

Por  ley  de  16  de  Setiembre  de  1873  se  dis- 
puso se  aplicaran  con  todo  rigor  las  Ordenanzas 
generales  del  Ejército  y Armada  en  los  delitos 
militares,  derogando  y modificando  algunos  de 
sus  artículos;  mas  conteniéndose  en  ella  varias 
disposiciones  cuya  letra  no  correspondía  á su 
espíritu,  con  el  fin  de  poner  ano  y otro  en  armo- 
nía, se  publicó  el  Real  decreto  de  5 de  Abril  de 
1875,  comprensivo  de  las  siguientes  disposicio- 
nes, que  substituyeron  á las  de  la  ley  referida. 

Se  aplicarán  en  todo  su  rigor  las  penas  mili- 
tares vigentes , sin  excepción  alguna  en  todos 
los  delitos  á que  las  mismas  sé  refieren:  art.  l.° 

Quedan  derogados  los  arts.  l.°  al  6.°,  36  al  40, 
83,  84  y 85  del  tít.  10,  trat.  8.°  'de  las  ordenanzas 
generales  del  ejército;  debiendo  ser  castigados 
los  delitos  de  que  tratan  por  las  leyes  generales 
del  reino:  art.  2.° 

En  los  arts.  7.°  al  15  del  mismo  título  y trata- 
do quedará  consignada  la  pena  de  cadena  per- 
pétua  en  substitución  de  la  de  muerte , conti- 
nuando vigente,  sin  embargo,  cuando  la  inobe- 
diencia se  haya  cometido  en  servicio  de  armas, 
de  campaña  ó función  de  guerra.  El  artículo  69 
también  del  mismo  título  y tratado  continuará 
vigente  cuando  el  reo  no  pruebe  que  dio  muerte 
ó causó  la  inutilización  en  propia  defensa:  ar- 
tículo 3.° 

En  todos  los  demás  casos  en  que  las  disposi- 
ciones penales  militares  marcan  taxativamente 
la  pena  de  muerte,  se  entenderá  pena  de  muer- 
te ó de  cadena  perpétua  que  aplicarán  los  Con- 
sejos de  guerra  según  las  circunstancias  que 
en  cada  caso  ocurran : art.  4° 

Como  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos anteriores,  la  pena  inmediata  á la  de 
muerte  será  la  de  cadena  perpétua  en  lugar  de 
la  de  diez  años  de  presidio  con  retención:  art.  5.”  * 
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AUTORIDADES  QUE  EJERCEN  LA  JURISDICCION  DE 

GUERRA , A PROCEDIMIENTO  QUE  HOY  SE  SIGUE 

VII.  La  jurisdicción  militar  ordinaria  se  ejer- 
cía: l.°,  por  los  capitanes  ó comandantes  gene- 
rales de  provincia  con  sus  auditores  , k los  cua- 
les competía  el  conocimiento  de  todos  los  ne- 
gocios contenciosos  civiles  y criminales  de  las 
personas  del  fuero  de  guerra  comprendidas  en 
sus  respectivos  distritos,  y de  los  delitos  sujetos 
4 la  jurisdicción  militar,  aunque  fueran  paisanos 
los  delincuentes,  exceptuando  las  causas  que 
según  ordenanza  debían  juzgarse  en  los  Conse- 
jos de  guerra  ( véase  Capitán  ó comandante  gene- 
ral de  provincia,  y Auditores  de  guerra  de  provin- 
cia ó asesores  militares );  2.°,  por  los  generales  en 
jefe  de  los  ejércitos,  también  con  sus  auditores, 
á quienes  competía  el  conocimiento  de  las  con- 
travenciones á las  leyes  y bandos  que  tienen 
relación  con  la  disciplina  y policía  del  ejército 
en  campaña  y de  los  delitos  cometidos  por  cua- 
lesquiera personas  extrañas  sobre  estos  obje- 
tos (véase  Capitán  general  de  ejército , y Audi- 
tor de  ejército);  3.°,  por  los  gobernadores  mili- 
tares, que  debían  juzgar  igualmente  ciertas 
causas  con  dictamen  de  asesor  (véase  Goberna- 
dor militar',)  4.a,  por  los  Consejos  de  guerra  or- 
dinarios, que  conocían  de  los  delitos  militares 
y de  los  comunes  no  exceptuados  en  que  incur- 
rían los  sargentos,  cabos,  cadetes,  soldados  ó 
tambores  (véase  Consejo  de  guerra  ordinario)', 
5.°,  por  los  Consejos  de  oficiales  generales,  que 
conocían  de  los  crímenes  y faltas  graves  que 
en  materias  relativas  al  servicio  militar  come- 
tían los  oficiales  de  cualquier  grado  (véase 
Consejo  de  guerra  de  oficiales  generales)’,  G.°,  por 
el  Supremo  Tribunal  de  guerra  y marina,  que 
conocía  en  grado  de  apelación  ó revisión  de  los 
procesos  militares , y de  los  negocios  conten- 
ciosos del  fuero  de  guerra  y marina  y de  ex- 
tranjería (véase  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y 
marina). 

* El  ejercicio  de  la  jurisdicción  de  guerra  ha 
sufrido  posteriormente  importantes  reformas. 

Por  decreto  de  19  de  Julio  de  187o  se  ha  dis- 
puesto que  los  Consejos  de  guerra  ordinario,  ex- 
traordinario y de  oficiales  generales,  se  reduzca 
4 uno  solo,  que  será  el  único  tribunal  militar  de 
primera  instancia,  habiéndose  dictado  otras  dis- 
posiciones no  menos  notables. 

La  claridad  que  arrojan  para  su  inteligencia 

las  razones  en  que  se  fundé  para  adoptarlas  el 
Gobierno  y que  expresó  en  el  preámbulo  á dicho 
decreto,  nos  impulsa  á exponer  aquí  los  siguien- 
tes párrafos  del  mismo. 

«Por  los  decretos  de  6 y 31  de  Diciembre  de  1868 
quedó  reducido  el  fuero  militar  á lo  que  pura- 
mente exige  la  índole  de  la  institución.  Mas 


5 — 

dentro  de  la  jurisdicción  de  guerra  subsisten 
las  mismas  diferencias  y excepciones  de  los 
principios  generales  de  las  Ordenanzas  del  ejér- 
cito, que  contrarían  los  de  igualdad  ante  la  ley 
y consiguiente  uniformidad  de  los  juicios,  así 
como  la  pronta  terminación  de  todas  las  cau- 
sas militares.  La  junta  de  Ordenanzas  era  la  lla- 
mada á proponer  las  reformas  que  la  opinión  y 
la  conveniencia  del  servicio  reclaman;  pero  fué 
disuelta  en  1873  antes  de  terminar  sus  trabajos. 

La  guerra  actual  de  la  Península,  y muy  par- 
ticularmente la  de  la  isla  de  Cuba,  han  hecho 
comprender  que  es  indispensable  de  todo  punto 
simplificar  la  administración  de  justicia  militar, 
dictando  medidas  que  pueden  resolver  dentro 
de  las  referidas  Ordenanzas  con  solo  aplicar  á 
los  menos  los  preceptos  que  rigen  para  los  mas. 

Por  los  arts.  l.°  y 2.°  del  tít.  5.’,  tratado  8.’,  los 
individuos  de  las  clases  de  tropa  y I03  cadetes 
han  de  ser  juzgados  en  Consejo  de  guerra  por 
todo  delito  que  no  sea  de  los  exceptuados,  en 
que  no  vale  el  fuero  militar;  y por  el  art.  l.°  del 
tit.  4.”  los  oficiales  son  juzgados  en  los  delitos 
comunes  que  no  tengan  conexión  con  el  servi- 
cio, por  el  capitán  general  con  su  auditor,  quien 
sustanciaba  las  causas  con  las  reglas  de  proce- 
dimiento que  marcan  el  expresado  título  y el  8.” 
del  mismo  tratado. 

Desde  la  publicación  de  las  ordenanzas  del 
ejército  se  ha  querido  definir  por  innumerables 
órdenes  qué  delitos  tienen  ó no  relación  con  el 
servicio  y corresponden  al  Consejo  de  guerra  de 
oficiales  generales  ó á la  jurisdicción  ordinaria 
militar;  y sin  embargo,  son  hoy  día  frecuentes 
los  casos  de  incompetencia  del  tribunal.  El  Con- 
sejo Supremo  de  la  Guerra,  en  acordada  de  8 de 
Octubre  último,  propone  una  definición  ámplia; 
pero  que  no  evitará  las  dudas  en  lo  succesivo,  si 
no  se  aceptan  por  completo  las  consideraciones 
expuestas  por  los  fiscales  en  sus  censuras,  admi- 
tidas implícitamente  por  dicho  alto  Cuerpo,  para 
demostrar  que  debe  ensancharse  la  jurisdicción 
extraordinaria  de  guerra;  porque  está  en  la  con- 
ciencia de  todos  la  supresión  de  la  ordinaria. 

En  efecto,  observando  en  el  dia  los  juzgados 
de  guerra  las  mismas  reglas  de  procedimiento 
que  los  tribunales  ordinarios,  ni  aquellos  están 
organizados  como  estos,  porque  la  Sala  de  Jus- 
ticia del  Consejo  Supremo  es  á la  vez  Audiencia 
y Tribunal  Supremo  de  Justicia,  ni  dada  la  ex- 
tensión de  territorio  que  comprenden  los  distri- 
tos de  la  Península,  y muy  particularmente  los 
de  las  islas  de  Cuba  y Filipinas,  pueden  los  au- 
ditores sustanciar  todas  las  cansas  por  delitos 
comunes  de  los  oficiales  del  ejército  y por  todos 
los  cometidos  por  los  individuos  de  los  cuerpos 
político-militares,  lo  que  además  es  perjudicial 
á los  mismos  individuos  que  carecen  de  los  re- 


JU 


- 776 


JÜ 


cursos  de  los  demás  ciudadanos,  participando 
de  todos  los  inconvenientes,  sin  contar  la  lenti- 
tud del  procedimiento;  perjudicial  al  Estado  que 
se  priva  de  sus  servicios  por  largo  tiempo,  y al 
sostenimiento  de  la  disciplina  y subordinación 
que  exige  el  pronto  castigo.  La  jurisdicción  or- 
dinaria de  guerra  no  puede  subsistir:  ni  es  la 
ordinaria  y común,  ni  la  especial  ó propiamente 
militar.  Los  oficiales  y sus  asimilados  de  los 
cuerpos  político-militares,  sometidos  á la  misma 
jurisdicción  y participando  de  iguales  ventajas, 
consideraciones  y derechos,  van,  como  los  indi- 
viduos de  tropa,  con  los  regimientos  ó con  el 
ejército,  y pueden  cometer  los  mismos  delitos 
en  los  alojamientos,  en  las  poblaciones,  en  las 
marchas  y campamentos,  siendo  necesario  que 
vayan  juntos  fiscal,  acusado,  testigos  y jueces, 
para  que  los  procesos  se  terminen  brevemente. 

La  junta  de  ordenanzas  y la  comisión  de  re- 
organización del  ejército,  creada  en  1873  con  ge- 
nerales, jefes  y oficiales  de  todas  las  armas, 
cuerpos  é institutos  del  ejército,  inclusos  los  ad- 
ministrativo, jurídico  y de  sanidad  militar,  acep- 
tando en  esta  parte  los  Códigos  extranjeros,  pro- 
pusieron, como  único  tribunal  de  primera  ins- 
tancia, un  Consejo  de  guerra  en  que  la  categoría 
de  los  vocales  se  regule  por  la  del  acusado,  y 
del  que  formen  parte  dos  individuos  del  cuerpo 
político-militar  á que  pertenezca  el  reo.  Ningún 
inconveniente  ofrece,  antes  es  muy  ventajoso, 
que  el  empleo  de  los  vocales  sea  únicamente  su- 
perior al  del  acusado,  para  facilitar  la  celebra- 
ción del  Consejo  en  las  capitales  de  las  provin- 
cias ó distritos  y en  los  campamentos  de  tropas, 
en  lugar  de  la  elevada  graduación  que  hoy'  se 
les  exige  en  el  de  oficiales  generales.  Este  Con-  : 
sejo  de  guerra,  único,  conocerá,  de  todos  los 
delitos,  salvo  de  los  de  desafuero,  cometidos  por 
todos  los  individuos  que  dependen  de  la  juris- 
dicción militar,  y de  los  que  las  leyes  vigentes 
atribuyen  á dicha  jurisdicción,  aunque  cometi- 
dos por  individuos  sujetos  ai  fuero  común,  cum- 
pliéndose así  el  objeto  para  que  aquella  fué  es-  ■ 
tablecida. 

En  el  dia  las  sentencias  de  los  Consejos  de 
guerra  de  oficiales  generales  son  por  sí  ejecuto- 
rias, excepto  cuando  condenan  á penas  de  muer- 
te, degradación  ó privación  de  empleo;  y para 
dar  la  misma  garantía  al  oficial  que  al  soldado 
se  exigirá  en  todos  los  casos  la  aprobación  de  la 
autoridad  militar  competente,  con  acuerdo  de 
su  auditor;  á fin  de  que  el  oficial  no  sea  conde- 
nado por  un  solo  voto  á penas  de  presidio  cor- 
reccional ó de  prisión  mayor,  siendo  así  que  la 
pena  mas  leve  impuesta  por  el  Consejo  de  guer- 
ra á un  individuo  de  tropa  no  puede  ejecutarse 
sin  aquella  aprobación. 

Los  gobernadores  de  las  plazas  sitiadas,  res- 


ponsables de  la  defensa  é incomunicados  con  la 
autoridad  militar,  y los  capitanes  generales  de  los 
dominios  de  Ultramar,  necesitan  la  facultad  de 
mandar  ejecutar  los  fallos  en  la  mayor  parte  de 
los  casos,  y merece  estudiarse  la  conveniencia 
de  reunir  Consejos  de  revisión  compuestos  de 
oficiales  generales  ó jefes,  con  asistencia  de  ase- 
sor letrado,  cuando  aquellas  autoridades  no 
aprueben  las  sentencias  del  Consejo  de  guerra, 
para  que  las  confirmen  ó se  consulten  en  otro 
caso  como  en  el  dia.» 

En  virtud  de  estas  consideraciones , se  dicta- 
ron las  disposiciones  siguientes: 

Los  Consejos  de  guerra  ordinario,  extraordi- 
nario y de  oficiales  generales  3e  reducirán  á uno 
solo  , que  se  llamará  Consejo  de  guerra,  y será  el 
único  tribunal  militar  de  primera  instancia. 
Este  Consejo  de  guerra  se  compondrá  de  vocales 
de  los  empleos  que  determina  el  cuadro  si- 
guiente: 

ETvrPTíEO  EMH1EO  EMPT.EOS 

del  acusado.  del  iiresiduute.  de  los  vocales. 


Individuo  de  tro- 
pa  y oficial  su- 
balterno  

Capitán  y co- 
mandante  


ÍCoroneldjefe  ) 

principal  del  [Capitanes. 
Cuerpo ) 


Coronel. . . 


i Tenientes  corone- 
f les. 


Teniente  coro- 
nel. . ■ L J 

Coronel 


Brigadier 

Mariscal  de  cam- 
po  


Coroneles. 


ieres. 


Oficial  general. 


Capitán  general 
ó teniente  gene- 
ral.   


Tenientes  genera- 
les ó mariscales 
de  campo. 


El  presidente  y los  vocales  del  Consejo  de 
guerra  de  las  armas  é institutos  militares  serán 
del  regimiento  del  acusado;  en  su  defecto  de  la 
misma  arma  ó instituto,  por  lo  menos  dos  de  los 
vocales,  substituyéndose  los  demás  por  los  de  las 
otras  armas:  art.  2.° 

El  presidente  y los  vocales  del  Consejo  de 
guerra  de  las  plazas,  divisiones  y cuerpos  de 
tropas,  serán  nombrados  de  los  empleos  que 
correspondan  entre  todas  las  armas  por  el  turno 
general  que  se  lleve  en  la  plaza,  división  ó cuer- 
po de  tropas:  art.  3.° 

En  defecto  de  vocales  de  los  empleos  que  cor- 
respondan, serán  reemplazados  los  capitanes  por 
tenientes  y los  jefes  por  otros,  sin  que  entre  en 
el  Consejo  ningún  vocal  de  empleo  inferior  al 
del  acusado.  El  presidente  será  siempre  de  em- 
pleo superior  al  del  vocal  que  lo  tenga  mafe  ele- 
vado, á no  ser  este  teniente  general:  art.  4.<» 

EL  presidente  y los  vocales  del  Consejo  de 
guerra  que  deba  juzgar  á un  oficial  general, 
serán  nombrados  por  el  general  en  jefe  ó capitán 
general  del  distrito  respectivo:  art.  5,° 
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Para  juzgar  á los  individuos  de  los  Cuernos 
político-militares,  el  Consejo  de  guerra  3e  com- 
pondrá según  corresponda  por  el  art.  l.°,  al  em- 
pleo á que  estén  asimilados,  siendo  dos  de  los 
vocales  del  mismo  Cuerpo  del  acusado:  art  6 0 
El  Consejo  de  guerra  que  deba  juzg-ar  un  pri- 
sionero de  guerra,  se  compondrá,  como  para  el 
juicio  de  militares  españoles,  según  la  asimila- 
ción de  empleo:  art.  7.° 

Los  individuos  no  militares  ni  asimilados  á 
militares,  serán  juzgados  por  el  Consejo  de  guer- 
ra que  determina  el  art.  l.°  para  los  inviduos  de 
tropa  y oficiales  subalternos:  art.  8.° 

Si  hay  varios  acusados  de  diferentes  empleos, 
la  composición  del  Consejo  la  determina  el  em- 
pleo mas  elevado:  art.  9.° 

El  Consejo  de  guerra  se  celebrará  en  el  paraje 
en  que  se  siga  el  proceso,  en  el  mas  próximo  ó 
en  ia  capital  de  distrito,  si  en  aquellos  puntos  no 
hubiere  oficiales  bastantes.  En  el  caso  de  que 
tampoco  los  hubiere  en  la  capital  del  distrito,  el 
capitán  general  ó jefe  que  ejerza  la  jurisdicción 
hará  venir  los  que  se  necesiten  si  los  tiene  á sus 
órdenes,  ó los  pedirá  al  del  distrito  inmediato: 
art.  10. 

El  Consejo  de  guerra  conocerá  de  todos  los  de- 
litos, salvo  los  de  desafuero,  cometidos  por  todos 
los  individuos  que  dependen  de  la  jurisdicción 
militar  y de  los  que  las  leyes  vigentes  atribuyen 
á dicha  jurisdicción,  aunque  cometidos  por  in- 
dividuos sujetos  al  fuero  común.  Serán  juzgados 
por  el  Consejo  de  guerra  de  la  plaza,  división  ó 
cuerpo  de  tropa,  los  individuos  de  los  cuerpos 
político-militares  y paisanos,  cuando  por  las 
ordenanzas  y disposiciones  militares  vigentes, 
no  corresponda  el  conocimiento  del  delito  de 
que  se  trate  al  Consejo  de  guerra  de  los  regi- 
mientos ó armas  del  ejército:  art.  11. 

Los  tribunales  militares  no  conocerán  sino  de 
la  acción  pública  ó criminal.  Podrán,  sin  embar- 
go, ordenar  la  restitución  á favor  de  los  dueños 
ó perjudicados  de  los  objetos  cogidos  6 instru- 
mento de  convicción  ó prueba  cuando  no  deban 
ser  decomisados:  art.  12. 

La  acción  civil  solo  puede  ejercitarse  ante  los 
tribunales  ordinarios,  después  que  se  haya  deci- 
dido definitivamente  sobre  la  acción  criminal, 
intentada  antes  ó durante  el  seguimiento  de  la 
acción  civil:  art.  13. 

Los  fallos  del  Consejo  de  guerra  serán  ejecu- 
torios, si  los  aprueba  la  autoridad  militar  compe- 
tente, con  acuerdo  de  su  auditor,  teniente  audi- 
tor ó asesor  letrado.  Se  consultarán  como  hasta 
el  dia,  las  sentencias  que  conforme  á este  artícu- 
lo no  sean  ejecutorias,  con  el  Consejo  Supremo 
de  la  Guerra:  art.  14. 

Será  autoridad  competente  para  entender  en 
las  causas  y aprobar  los  fallos  del  Consejo  de 
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guerra:  l.“  En  el  estado  de  paz,  la  superior  mili- 
tar del  distrito  ó división  territorial.  2.°  En  los 
ejércitos  en  campaña,  los  generales  en  jefe,  y 
en  su  caso,  los  comandantes  generales  de  cuer- 
pos de  ejército  ó de  división  que  operen  aislada- 
mente, si  así  se  determinase  por  Real  órden. 
■1°  Ln  las  plazas  de  guerra  sitiadas  ó bloquea- 
das, el  gobernador  de  la  plaza:  art.  15. 

En  consecuencia  de  lo  prevenido  en  el  art.  11 
de  este  Real  decreto,  queda  suprimida  la  llama- 
da jurisdicción  ordinaria  de  guerra.  Por  el  mi- 
nisterio del  ramo,  oyendo  al  Consejo  Supremo 
de  la  Guerra  y otros  centros  que  juzgue  oportu- 
no , se  determinará  sobre  la  conveniencia  de 
reunir  consejos  de  revisión  en  las  plazas  sitia- 
das y en  los  dominios  de  Ultramar,  y lo  demás 
que  proceda  para  el  cumplimiento  de  este  Real 
decreto,  en  tanto  se  prepara  la  publicación  de 
un  código  de  justicia  militar.  Sin  embargo,  ex- 
cepto en  los  delitos  comprendidos  por  regla  ge- 
neral en  el  referido  art.  11,  las  personas  residen- 
tes en  las  plazas  fuertes  de  Africa,  continuarán 
dependiendo,  como  en  el  dia,  de  la  jurisdicción 
ordinaria  militar,  hasta  que  por  los  ministerios 
de  Gracia  y Justicia  y de  la  Guerra  se  dicten  las 
instrucciones  oportunas  para  hacer  extensivo  á 
dichas  plazas  lo  que  dispone  la  primera  parte 
del  párrafo  precedente:  art.  16. 

Como  consecuencia  de  la  anterior  disposi- 
ción, se  ha  prescrito  que  por  ahora  siga  co- 
nociendo la  jurisdicción  militar  de  los  asuntos 
civiles  y criminales  de  las  personas  residen- 
tes en  las  plazas  de  África,  bajo  las  reglas  si- 
guientes: 1.a  Las  plazas  de  África  se  considera- 
rán como  en  constante  estado  de  guerra,  y en 
tal  concepto,  los  consejos  de  guerra  conocerán 
de  todos  los  delitos  contra  el  orden  público  y se- 
guridad de  las  mismas  plazas  y de  los  conexos 
con  estos,  sea  cualquiera  la  persona  delincuen- 
te. 2.”  Serán  también  juzgados  por  los  consejos 
de  guerra,  en  toda  clase  de  delitos,  los  depen- 
dientes del  ministerio,  los  presidiarios  y em- 
pleados en  los  presidios,  así  como  las  demás 
personas  complicadas  en  el  mismo  hecho  crimi- 
nal. 3.s  De  los  asuntos  civiles  y criminales  no 
comprendidos  en  las  reglas  anteriores  seguirán 
entendiendo  los  juzgados  ordinarios  militares  de 
Granada  y Ceuta,  y en  segunda  instancia  el 
Consejo  de  la  Guerra,  con  el  procedimiento  que 
determina  el  art.  5.°  del  Real  decreto  de  24  de 
Julio  de  1875:  Real  órden  de  16  de  Octubre 

de  1875.  . 

El  art.  5.°  del  decreto  de  24  de  Julio  á que  se 
refiere  el  anterior  previene,  que  la  Sala  del  Con- 
sejo Supremo  de  la  Guerra  de  que  formen  parte 
dos  ó los  tres  ministros  togados,  conocerá  de  las 
causas  falladas  en  Consejo  de  guerra,  haciendo 
aplicación  de  las  leyes  penales  ordinarias,  y en 
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segunda  instancia,  pero  en  ¡a  misma  forma,  de 
los  negocios  de  las  personas  residentes  en  las 
planas  fuertes  de  África,  en  que  signen  enten- 
diendo provisionalmente  ios  juzgados  militares 
de  Granada  y Ceuta,  según  el  art.  16,  pár.  2.° 
del  decreto  de  19  de  Julio. 

El  Consejo  Supremo  de  la  Guerra  4 que  se  re- 
fiere el  art.  14  del  decreto  de  19  de  Julio  expues- 
to, ha  substituido  al  Tribunal  Supremo  de  Guerra 
y Marina,  suprimido  por  decreto  de  16  de  Abril 
de  1869,  correspondiéndole  la  misma  competen- 
cia y atribuciones  que  tenia  dicho  Tribunal  Su- 
premo, con  las  modificaciones  introducidas  pol- 
los decretos  del  Gobierno  provisional  de  6 y 
11  de  Diciembre  de  1868-  Ultimamente  se  ha 
determinado  de  nuevo  su  organización  y atri- 
buciones por  Real  decreto  de  24  de  Julio  de 
1875 , habiéndose  suprimido  la  Sala  de  j usticia, 

4 consecuencia  de  la  supresión  de 'la  jurisdic- 
ción ordinaria  de  guerra,  efectuada  por  el  ar- 
ticulo 16  del  decreto  citado  de  19  de  Julio.  Entre 
sus  atribuciones  actuales  se  cuentan  la  de  co- 
nocer de  las  causas  falladas  en  Consejo  de  guer- 
ra, que  se  le  remitan  en  consulta,  la  de  acordar 
los  sobreseimientos  de  las  sumarias  instruidas 
contra  oficiales  del  ejército  y sus  asimilados,  en 
la  misma  forma  que  en  eldia;  y la  de  conocer  en 
pleno:  l.°,  de  las  causas  por  delitos  cometidos 
por  los  ministros  de  la  Corona  que  pertenezcan 
al  ejército  activo  cuando  no  deban  ser  juzg-ados  , 
por  el  Senado;  2.°,  de  las  causas  contra  los  capi- 
tanes generales  del  ejército;  3.",  de  las  causas 
contra  uno  ó mas  ministros  del  mismo  Consejo 
y auditores  de  guerra  en  ejercicio;  4.’,  délas 
causas  por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  por  los  jefes  de  negociado  del  mi- 
nisterio de  la  Guerra  y por  los  empleados  subal- 
ternos del  mismo  Consejo. 

Como  consecuencia  de  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 14  del  Real  decreto  de  19  de  Julio  de  1875, 
y en  el  núm.  3.”  del  art.  6.°  del  de  24  de  la  mis- 
ma fecha,  se  ha  dispuesto  que  en  las  causas 
contra  oficiales  y sus  asimilados  de  los  cuerpos 
políticos  militares  se  observen  las  reglas  si- 
guientes: 1.*  Cuando  los  fallos  del  Consejo  de 
guerra  sean  ejecutorios  por  la  aprobación  del 
capitau  general  ó autoridad  militar  respectiva 
que  ejerza  la  jurisdicción,  con  acuerdo  de  su 
auditor,  no  se  remitirán  los  procesos  al  Consejo 
Supremo  de  la  Guerra,  sino  únicamente  testi- 
monios literales  de  la  conclusión  fiscal,  defensa, 
sentencia,  dictámen  del  auditor  y decreto  de  la 
autoridad  militar,  y al  ministerio  de  la  Guerra 
y á la  Dirección  general  del  arma  ó cuerpo  res- 
pectivo se  enviará  testimonio  sencillo  de  la  sen-  i 
tencia , en  el  que  se  haga  constar  ia  aprobación. 

Si  dicho  Consejo  encontrase  en  el  fallo  injusticia 
notoria  ó mala  aplicación  de  la  ley,  reclamará  el 


proceso,  si  lo  considera  necesario,  para  exigir  la 
responsabilidad  á que  haya  lugar.  2.a  Si  por  di- 
sentimiento con  el  Consejo  jde  guerrase  consul- 
tan con  el  Supremo  de  la  Guerra,  los  devolverá 
este  ála  autoridad  militar  correspondiente,  dan  - 
do  cuenta  á dicho  ministerio  de  la  providencia 
definitiva  que  hubiere  dictado.  3."  Cuando  el 
mencionado  Consejo  Supremo  acuerde  el  sobre- 
seimiento, devolverá  la  causa,  como  en  el  caso 
anterior,  dando  también  cuenta  á dicho  minis- 
terio de  la  Guerra.  4/  La  autoridad  militar  res- 
pectiva, cuando  obre  en  su  poder  la  causa  con 
ejecutoria,  dispondrá  su  cumplimiento  y publi- 
' cacion  por  órden  general  en  el  ejército  ó distrito 
de  su  mando:  real  órden  de  26  de  Julio  de  1875. 

Cu  nitro  Juiúnico-MiLiTAR. — El  formado  con  el 
objeto  de  promover  la  buena  administración  de 
justicia  en  lo  militar,  de  personas  que  reunien- 
do ilustración  y práctica  4 la  vez  en  la  extensa 
y varia  legislación  militar,  se  consagre  exclusi- 
vamente ó aplicarla  y se  identifique  con  los  sen- 
timientos y aspiraciones  que  caracterizan  la  Ín- 
dole de  la  carrera  de  las  armas. 

Las  últimas  disposiciones  sobre  la  organiza- 
ción y facultades  de  este  cuerpo  son  las  del  de- 
creto orgánico  de  7 de  Abril  de  1874  y el  regla- 
mento para  su  aplicación  publicado  por  Real 
órden  de  5 de  Julio  de  1875. 

La  organización  que  se  ha  dado  últimamente 
4 dicho  cuerpo  está  reducida  ála  que  tienen  los 
demás  cuerpos  auxiliares  del  ejército  y cuyos 
principios  capitales  son  la  asimilación  militar,  la 
absoluta  escala  cerrada,  el  ingreso  por  oposición 
y el  ascenso  de  grado  en  grado  por  rigurosa  an- 
tigüedad. 

Organización  del  cuerpo. — El  cuerpo  jurídico- 
militar  consta  de  las  categorías  siguientes:  3.a 
De  ministros  y el  fiscal  togados  del  Consejo  Su- 
premo de  la  Guerra,  con  asimilación  á los  ma- 
riscales de  campo.  2.*  De  auditores  generales 
de  ejército,  con  asimilación  á brigadieres.  3.* 
De  auditores  de  guerra  de  distrito , asimila- 
dos á los  coroneles.  4.a  De  tenientes  auditores  de 
primera  clase , asimilados  á los  tenientes  coro- 
neles. 5.a  De  tenientes  auditores  de  seguuda  cla- 
se, con  la  asimilación  á comandantes.  6.a  Dete- 
nientes auditores  de  tercera  clase,  con  asimila- 
ción á capitanes.  Y 7.a  De  auxiliares  del  cuerpo, 
con  asimilación  á tenientes. 

La  planta  que  determine  el  número  y destino 
de  los  funcionarios  de  cada  categoría  se  arregla- 
rá á la  división  militar  de  España  y posesiones 
de  Ultramar  ; y una  vez  fijada  por  el  ministerio 
de  la  Guerra,  se  publicará  en  los  escalafones 
anuales:  arts.  l.°  y 6.°  del  decreto  orgánico  y l.° 
del  reglamento  citado: 

Además  de  la  planta  orgánica  á que  se  refiere 
el  artículo  anterior , podrá  aumentarse  el  persa- 
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nal  de  todas  ó algunas  de  las  clases  respectivas 
con  los  individuos  que  se  nombren  para  cubrir 
las  necesidades  de  la  guerra  ú otras  muy  im- 
portantes del  servicio , y con  los  que  resulten 
excedentes  por  su  vuelta  de  Ultramar  después 
de  haber  permauecido  allí  eL  tiempo  señalado  en 
las  disposiciones  vigentes.  Los  excedentes  desde 
la  clase  de  ministros  togados  á la  de  auxiliares 
estarán  en  situación  de  reemplazo,  percibiendo 
la  mitad  del  sueldo  señalado  á su  respectivo 
empleo , y tendrán  precisamente  colocación  por 
rigurosa  autigüedad , según  la  fecha  de  su  in- 
greso en  el  cuerpo , en  las  vacantes  de  su  cate- 
goría que  ocurran  hasta  quedar  reducido  el  nú- 
mero al  reglamentario:  art.  2.°  del  reglamento. 

Se  considerarán  como  aspirantes  al  cuerpo, 
con  derecho  á ingresar  en  él  por  las  plazas  que 
vaquen  de  la  última  categoría,  los  individuos 
que  sean  aprobados  en  los  ejercicios  de  oposi- 
ción, según  el  reglamento  especial  vigente, 
hasta  que  cumplan  la  edad  de  cincuenta  años, 
quedando  después  de  ella  privados  de  tal  dere- 
cho: art.  3.°  de  id. 

Ninguna  plaza  reglamentaria  de  las  destina- 
das al  servicio  de  la  administración  de  justicia 
en  el  ejército  podrá  ser  desempeñada  mas  que 
por  individuos  pertenecientes  al  cuerpo  j urídico- 
militar.  Se  exceptúan  los  casos  de  substitución 
accidental  y urgente  , en  que  por  falta  de  indi-  j 
viduos  presentes  de  dicho  cuerpo  haya  necesidad 
de  recurrir  al  asesoramiento  de  letrados  de  re- 
conocida reputación:  art.  4.°  de  id. 

Los  sueldos  que  disfruten  ios  individuos  de 
este  cuerpo  serán  los  mismos  que  tienen  ó ten- 
gan en  lo  succesivo  las  clases  del  ejército  á que 
respectivamente  están  asimilados,  á excepción 
de  los  auxiliares,  que  disfrutarán  el  de  2,500  pe- 
setas anuales  cuando  menos:  art.  5.°  de  id. 

Ningún  individuo  del  cuerpo  podrá  servir 
bajo  el  concepto  de  comisión  ú otro,  plaza  supe- 
rior á la  que  corresponda  á la  categoría  efectiva 
que  en  él  ocupe , fuera  de  las  substituciones  in-  ; 
terinas  de  que  habla  el  capítulo  11  de  este  re- 
glamento , pero  sí  inferior  los  de  Ultramar,  con 
arreglo  al  art.  33,  y en  forma  análoga  los  abo- 
gados fiscales  y relatores  del  Consejo  Supremo 
de  la  Guerra:  art.  6.°  de  id. 

Para  la  provisión  del  destino  de  fiscal  togado 
del  Consejo  Supremo  , se  reserva  el  Gobierno  la 
facultad  de  elegir  entre  los  auditores  generales 
de  ejército  ó de  distrito  que  cuenten  mas  de  , 
veinte  años  de  servicios  en  el  cuerpo  jurídico- 
militar  , y de  estos,  dos  cuando  menos  en  dicho 
empleo  y que  considere  con  disposiciones  espe- 
ciales para  el  desempeño  de  aquel  alto  ministe- 
rio: art.  5.°  del  decreto  orgánico. 

Los  individuos  del  cuerpo  jurídico-militar,  en 
todo  lo  que  se  refiere  al  ejercicio  de  funciones  de 
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justicia,  gozarán  de  absoluta  independencia  y 
libertad  de  opinión:  art.  10  del  decreto  orgánico. 

Objeto  y atribuciones  respectivas  del  cuerpo . — 
El  cuerpo  jurídico-militar  tiene  por  objeto  la 
buena  , recta  y pronta  administración  de  justi- 
cia,  y la  exacta  aplicación  de  las  leyes  del  ejér- 
cito, que  son  la  base  de  su  unidad,  su  discipli- 
na , su  fuerza  y su  existencia;  art.  7.°  del  regla- 
mento. 

Las  atribuciones  del  mismo  cuerpo  consisten, 
según  los  especiales  cargos  de  los  individuos 
que  le  componen,  en  fallar  como  jueces  sobre 
los  negocios  y casos  de  su  exclusiva  competen- 
cia; en  asesorar,  bajo  su  sola  responsabilidad,  á 
los  jefes  superiores  de  la  milicia,  cuando  estos 
ejerzan  , según  ordenanza,  verdadera  jurisdic- 
ción, y en  ilustrar  á los  mismos  jefes  cuando 
consulten  sobre  cualquiera  materia  de  derecho 
constituido:  art.  8.a  de  id. 

Los  individuos  del  cuerpo  en  el  ejercicio  de 
todas  las  atribuciones  de  justicia  que  respecti- 
vamente les  corresponden  serán  considerados, 
respetados  y acatados  en  el  ejército  y fuera  de 
él  como  tales  autoridades  judiciales  , del  mismo 
modo  que  el  derecho  común  establece  para  los 
funcionarios  de  sus  clases  en  la  judicatura  y 
Ministerio  fiscal:  art.  9.°  de  id. 

A los  auditores  de  guerra,  así  generales  de 
ejército  como  de  distrito,  les  toca: 

1. "  Ejercer  en  los  juzgados  ordinarios  mili- 
tares la  jurisdicción  que  es  propia  del  capitán 
general  ó comandante  general  de  quien  depen- 
dan, con  cuyo  objeto  los  mismos  auditores  irán 
á casa  de  aquella  autoridad  militar  para  acordar 
ios  autos  de  sustanciacion  de  las  causas;  emitir 
su  juicio  por  escrito  en  las  que  se  formen  en 
su  distrito  por  la  jurisdicción  extraordinaria  de 
guerra , siendo  los  únicos  responsables  de  las 
consecuencias  de  sus  pareceres,  si  con  ellos  se 
conformaren  los  capitanes  generales  ó coman- 
dantes generales,  y asistir  á los  Consejos  de 
guerra  de  oficiales  generales,  todo  conforme  á 
lo  que  previenen  las  Ordenanzas  del  ejército  y 
disposiciones  vigentes: 

2. °  Asesorar  del  mismo  modo  á los  capitanes 
generales  y comandantes  generales  á cuyas  ór- 
denes se  bailen  en  cuantas  consultas  estimen 
hacerles  en  todo  género  de  expedientes  sobre 
materias  generales  de  derecho  y aplicación  de 
las  leyes  á casos  concretos ; siempre  bajo  su  res- 
ponsabilidad en  las  resoluciones  que  propongan. 

3. ”  Llevar  registros  de  todos  los  negocios  de 
la  jurisdicción  extraordinaria  de  guerra  y gu- 
bernativos que  se  despachen  en  la  auditoría; 
conservar  archivadas  y con  índices  cuantas  le- 
yes y órdenes  superiores  seles  comuniquen;  in- 
tervenir en  la  remisión  de  datos  estadisticos, 
atemperándose  á las  disposiciones  del  Gobierno 


JCJ 


— 780  — 


JU 


y á las  instrucciones  y formularios  que  para  la 
debida  uniformidad  les  dirija  la  Junta  ins- 
pectora. 

y 4/  Entenderse  de  oficio  con  el  presidente 
de  esta  Junta  en  cuanto  concierna  á las  atribu- 
ciones de  ella,  al  personal  del  Cuerpo  y á las 
comisiones  que  les  confiera:  art.  10  del  regla- 
mento. 

Los  tenientes  auditores  reemplazarán  en  las 
enfermedades,  ausencias  y vacantes  á los  audi- 
tores de  sus  distritos,  con  los  mismos  deberes  y 
atribuciones,  en  tal  caso,  que  á estos  competen. 

Por  propio  derecho  además. 

1. °  Ejercerán  en  los  juzgados  ordinarios  de 
guerra  de  las  capitanías  generales  y comandan- 
cias generales  á que  estén  asignados  el  cargo  de  ¡ 
fiscales , atemperándose  para  el  desempeño  del 
mismo  á las  reglas  que  marca  ó marque  la  ley 
común,  con  las  modificaciones  especiales  esta- 
blecidas en  la  Ordenanza  del  ejército  y órdenes 
vigentes  respecto  á la  jurisdicción  de  guerra. 

2. °  Concurrirán  como  asesores,  pero  sin  voto, 
á los  Consejos  de  guerra  ordinarios,  á que,  se- 
gún la  ley,  deban  asistir  asesores  letrados,  pre- 
cediendo siempre  la  órden  del  capitán  general 
ó comandante  general;  acomodándose  por  ana- 
logía á las  prescripciones  relativas  á los  audito- 
res que  asisten  á los  de  oficiales  generales,  y 
quedando  después  incapacitados  para  interve- 
nir con  funciones  de  auditor , en  las  causas  en 
que  como  asesores  conocieron;  así  como  lo  están 
en  que  todas  aquellas  en  que  hubiesen  interve- 
nido funcionando  como  fiscales. 

3. °  Auxiliarán  á los  auditores  de  guerra  en 
el  despacho  de  los  negocios  de  la  jurisdicción 
extraordinaria  que  les  cometan , si  el  excesivo 
número  de  ellos  que  se  acumulen  y la  urgencia 
así  lo  exigieren ; siempre  con  conocimiento  del 
capitán  general  ó comandante  g-eneral  respec- 
tivo, y bajo  la  responsabilidad  del  auditor,  que 
firmará  los  dictámenes  emitidos:  art.  11  de  id. 

El  teniente  fiscal  togado  y los  abogados  fisca- 
les son  los  auxiliares  del  fiscal  togado  en  todos 
los  trabajos  de  su  dependencia  por  el  órden  y en 
la  forma  que  tengan  á bien  encargarles , con- 
sultando las  resoluciones  con  el  jefe  que  habrá 
de  autorizarlas,  y respondiendo  solo  á este  del 
buen  desempeño.  Tanto  el  teniente  fiscal,  como 
los  abogados  fiscales  podrán  firmar  también  los 
dictámenes  cuya  redacción  se  les  confie:  art.  12 
de  id. 

Los  relatores  del  Consejo  Supremo  ejercerán 
en  las  Salas,  así  de  generales  como  de  justicia 
de  este  alto  Cuerpo,  las  funciones  de  su  cargo, 
según  las  leyes,  y además  todas  las  que  les  im- 
pone ó imponga  el  reglamento  especial  del  mis- 
mo Cuerpo:  art.  13  de  id, 

Los  auxiliares  del  Cuerpo,  asignados  como  I 


tales  á las  auditorías,  desempeñarán  todos  los 
trabajos  que  les  encarguen  los  auditores  bajo  su 
dirección,  dependencia  y responsabilidad.  Tam- 
bién evacuarán  directamente  las  comisiones  de 
asesores  de  Consejos  de  guerra  ordinarios  que 
expresamente  les  cometan  los  capitanes  gene- 
rales del  distrito  en  que  sirvan,  y desempeña- 
rán las  interinidades  que  les  correspondan,  se- 
gún lo  determinado  en  el  cap.  11  de  este  re- 
glamento: art.  14  de  id. 

El  auxiliar  que  desempeñe  la  asesoría  del  go- 
bierno militar  de  Melilla,  además  de  dar  bajo 
su  responsabilidad  y por  escrito  los  dictámenes 
que  en  materias  de  derecho  le  pida  el  goberna- 
dor de  aquella  plaza,  con  la  órden  de  proceder 
del  mismo  jefe,  dirigirá  bajo  su  dependencia,  y 
según  las  leyes  como  juez  instructor  con  juris- 
dicción delegada,  la  formación  de  todas  las  su- 
marias por  delitos  que  en  dicha  plaza  y su  de- 
marcación se  cometan  y deban  ser  sometidos  al 
juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Granada,  de 
quien  depende  ; é intervendrá  con  igual  respon- 
sabilidad en  el  cumplimiento  de  las  órdenes, 
despachos  y comisiones  que  dirija  á Melilla  el 
mismo  juzgado,  así  en  materia  criminal  como 
eu  la  civil ; pero  firmando  siempre  los  autos  en 
lugar  preferente,  y las  comunicaciones  todas  el 
gobernador,  á la  manera  que  lo  hacen  los  capi- 
tanes generales  con  sus  auditores.  Bajo  el  único 
concepto  de  asesor,  concurrirá  con  el  goberna- 
dor de  aquella  plaza  á todos  los  juicios  verbales 
y actos  de  voluntaria  jurisdicción  que  se  verifi- 
quen ; y caso  de  disentir  de  su  parecer  dicho  jefe 
en  las  providencias,  no  se  llevarán  estas  á cabo 
y se  consultará  al  juzgado  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Granada;  art.  15  de  id. 

Los  auxiliares  que  se  encarguen  délas  aboga- 
cías de  pobres  de  Ceuta,  ejercerán  este  cometido 
sin  devengar  honorarios  y atemperándose  pava 
ello  á las  leyes  comunes  y militares,  según  los 
casos.  También  desempeñarán  las  interinidades 
que  les  correspondan,  de  conformidad  á lo  pres- 
crito en  el  cap.  11  de  este  reglamento:  art.  1G 
de  id. 

Los  individuos  de  este  cuerpo  no  concurrirán 
á paradas,  simulacros,  ejercicios  ni  otras  funcio- 
nes de  armas.  En  los  casos  de  visita  general  de 
cárceles  ú otros  en  que  actúe  el  juzgado,  el  au- 
ditor ocupará  el  primer  puesto  después  del  ca- 
pitán general  ó comaudaute  general,  y el  segun- 
do el  teniente  auditor  que  ejerza  las  funciones 
de  fiscal:  art.  17  de  id. 

De  la  junta  inspectora. — El  cuerpo  jurídico- 
militar  tendrá  una  juuta  inspectora,  compuesta 
del  ministro  togado  decano,  en  calidad  de  pre- 
sidente ordinario;  de  otro  de  los  ministros  toga- 
dos mas  antiguo,  y del  fiscal  togado;  ejerciendo 
las  funciones  de  secretario  uno  de  los  abogados 
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fiscales  del  Consejo.  El  presidente  del  Consejo  lo 
será  también  nato  de  la  junta:  art.  11  del  decreto 
orgánico,  y 18  del  reglamento. 

Corresponde  á la  junta  inspectora; 

1. °  Formar  todos  los  años  los  escalafones  del 

cuerpo  jurídico-militar  y escribanos  de  guerra, 
y en  su  caso,  proponer  las  reformas  á que  dieren 
lugar  las  reclamaciones  de  los  interesados. 

2.  Hacer  las  propuestas  reglamentarias  y 
unipersonales  para  todas  las  plazas  que  vacaren 
en  los  destinos  del  cuerpo  y en  el  de  escribanos 
de  guerra. 

3. °  Proponer  las  recompensas  á que  se  hagan 
acreedores  los  individuos  del  cuerpo,  atempe-  ' 
rándose  á las  reglas  que  se  establezcan  en  el  re- 
glamento del  mismo. 

4. °  Acordar  los  ejercicios  de  oposición  que 
deben  practicar  los  aspirantes  á ingreso;  consti- 
tuir ella  misma,  asociada  de  otros  dos  ministros 
togados  cuando  menos,  el  tribunal  de  censuras, 
y hacer  al  Gobierno  las  propuestas  correspon- 
dientes. 

5. "  Despachar  todos  los  espedientes  relativos 
al  personal  del  cuerpo  jurídico-militar  ó del  de 
escribanos  de  guerra,  evacuando  cuantas  con- 
sultas le  dirija  el  miuistro  de  la  Guerra:  art.  12 
del  decreto  orgánico.  Véanse  los  arts.  18  al  22 
del  reglamento. 

Respecto  de  la  manera  de  ingresar  y ascender 
en  el  cuerpo,  véanse  los  arts.  23  al  27  de  dicho 
reglamento. 

Sobre  el  servicio  en  Ultramar,  véanse  los  ar- 
tículos 28  al  38  del  mismo. 

Personal  'para  campaña  y sus  atribuciones.— Si 
las  necesidades  del  servicio  reclamasen  el  des- 
tino de  uno  ó mas  auditores  ó tenientes  de  audi- 
tor para  cubrir  estas  plazas  de  ejército  en  cam- 
paña, serán  nombrados  ai  efecto  individuos  de 
las  respectivas  clases  que  se  hallen  en  situación 
de  reemplazo  por  órden  de  antigüedad:  art.  39 
del  reglamento. 

Si  no  los  hubiese  de  reemplazo,  serán  ascen- 
didos para  llenarlas  los  mas  antiguos  de  la  clase 
inferior  inmediatos;  y cuando  al  que.  le  corres- 
ponda se  encontrase  imposibilitado  para  desem- 
peñar el  servicio  de  campaña  por  edad  ó padeci- 
mientos físicos,  únicas  causas  de  excepción;  á 
su  solicitud,  y con  la  debida  justificación  , se  le 
eximirá  de  él,  dándose  la  colocación  ó el  ascenso 
al  que  le  siga  en  el  escalafón,  y quedando  pos- 
tergado el  que  se  exima,  quien  vendrá  á tomar 
el  número  y puesto  que  tenia  el  que  le  reenxpla- 
ce:  art.  40  de  id. 

Disuelto  que  sea  el  ejército  en  campaña,  el  j 
auditor  y tenientes  que  sirvan  en  él,  serán  colo-  j 
Cados  en  las  plazas  ordinarias  de  su  clase  que  se 
hallen  vacantes;  y de  no  haberlas,  quedarán  en  ^ 
situación  de  reemplazo  hastaque  por  antigüedad 


les  corresponda  colocación:  artículo  41  de  id. 

Cuando  el  personal  jurídico-militar  de  uno  ó 
varios  distritos  sea  suficiente  para  prestar  el 
Servicio  del  ejército  en  campaña  que  opere  den- 
tro de  los  mismos  distritos,  no  se  hará  nombra- 
miento de  personal  especial  de  campaña  para 
dicho  ejército,  sino  que  se  encomendará  el  ser- 
vicio jurídico  al  personal  del  distrito  en  que  re- 
sida eL  jefe  del  ejército:  art.  42  de  id. 

Todo  individuo  del  cuerpo  que  sirva  su  puesto 
en  campaña,  será  tenido  por  plaza  montada,  y 
disfrutará  de  los  mismos  derechos  de  alojamien- 
to, raciones,  asistentes,  gratificaciones  y pluses 
que  los  jefes  ú oficiales  de  los  demás  cuerpos 
auxiliares  del  ejército,  con  arreglo  á la  categoría 
con  que  figure  en  el  suyo:  art.  43  de  id. 

Las  funciones  y atribuciones  del  auditor  en 
campaña,  serán  las  mismas  que  se  marcan  en  el 
art.  10  de  este  reglamento  para  los  demás  audi- 
tores, solo  en  cuanto  hacen  relación  á la  juris- 
dicción extraordinaria  de  guerra  y á la  parte 
gubernativa.  La  dependencia  será  del  general 
en  jefe,  con  sujeción  á las  prescripciones  que  la 
ordenanza  establece  para  estos  casos.  También 
tendrá  el  auditor  misión  especial  de  hacer  se 
cumplan  los  bandos  que  el  general  en  jefe  pro- 
mulgue eu  virtud  de  sus  facultades,  y se  atendrá 
á las  penas  que  establezcan  para  el  juicio  de  los 
reos  contraventores.  Si  al  formarse  los  cuerpos 
de  ejército,  por  las  circunstancias  de  puntos  en 
que  hayan  de  operar,  creyese  oportuno  el  Go- 
bierno investir  al  general  en  jefe  también  de  la 
jurisdicción  ordinaria  de  guerra,  nombrando  al 
efecto  teniente  auditor  con  funciones  fiscales  y 
escribano,  entonces  el  auditor  ejercerá  esa  mis- 
ma jurisdicción,  en  representación  del  general 
en  jefe,  según  y en  los  términos  determinados 
en  el  tít.  8.’,  trat.  8."  de  las  ordenanzas  del  ejér- 
cito: art.  44  de  id. 

(Téngase  presente,  que  aun  cuando  en  este 
articulo  se  supone  existente  la  jurisdicción  ordi- 
naria de  guerra,  fué  suprimida  por  el  decreto  de 
19  de  Julio  que  trascribimos  poco  antes;  sirva 
esto  de  demostración  de  la  falta  de  plan  y de 
unidad  en  los  trabajos  legislativos,  puesto  queá 
los  catorce,  dias  de  publicado  este  reglamento, 
queda  derogado  en  una  de  sus  disposiciones  mas 
importantes.) 

Los  tenientes  auditores  en  campaña,  si  hubie- 
ren de  funcionar  en  divisiones  aisladas,  ejerce- 
rán en  ellas  relativamente  y á las  órdenes  del 
general  de  su  división,  las  mismas  atribuciones 
que  quedan  prescritas  al  auditor  en  el  artículo 
que  antecede;  pero  sujetándose  á las  facultades 
ó limitaciones  especiales  que  se  les  impongan  por 
el  general  en  jefe,  y con  dependencia  del  audi  - 
tor general  del  mismo.  En  otro  caso  los  tenien- 
tes auditores  tendrán  en  el  cuerpo  de  ejército  la 
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misión  y facultades  que  se  marcan  á los  de  su 
clase  en  el  art.  11  de  este  reglamento:  art.  4o 
de.  id. 

De  la  responsabilidad  de  los  individuos  del  cuer- 
po.—Los  individuos  del  Cuerpo  jurídico-militar 
que  ejerzan  funciones  judiciales,  ya  por  propio 
derecho,  ya  aconsejando  con  su  asesoramiento 
y dictámenes  á los  jefes  militares  en  quienes 
resida  la  jurisdicción,  incurrirán  en  responsa- 
bilidad criminal  ó civil,  que  podrá  exigírseles 
con  arreglo  á las  leyes  militares , y en  su  defec-  . 
to  las  comunes:  art.  46  del  reglamento. 

Inamovilidad , suspensión , retiro,  separación  y ' 
destitución  del  cuerpo . — Los  individuos  del  Cuer- 
po jurídico-militar  serán  inamovibles,  consis- 
tiendo este  derecho  en  no  poder  ser  suspensos,  i 
retirados,  separados  ni  destituidos,  si  no  es  por 
las  causas  y con  las  formalidades  que  se  marcan  ¡ 
en  las  leyes  y este  reglamento:  art.  47  del  regla-  , 
mentó. 

La  suspensión  de  cualquier  funcionario  del 
cuerpo  se  realizará  necesariamente  y desde  lue- 
go cuando  la  Sala  de  justicia  del  Consejo  Supre- 
mo declare  que  hay  lugar  á proceder  contra  él 
por  delito  cometido  en  el  ejercicio  de  sus  fun-  ; 
ciones,  ó cuando  por  otro  cualquier  delito  se  j 
hubiere  dictado  también  contra  él  auto  de  pri- 
sión ó fianza  equivalente,  ó pedido  por  el  mi- 
nisterio fiscal  una  pena  aflictiva  ó correccional. 
Esta  suspensión  producirá  siempre  el  efecto  de 
que  el  interesado  quede  en  la  situación  y con 
el  goce  de  sueldo  señalado  á los  oficiales  del 
ejército  procesados,  y durará  hasta  que  en  la  i 
causa  recaiga  por  ejecutoria,  absolución  libre,  ó 
si  fuere  solo  de  la  instancia,  se  convierta  en  li-  ; 
bre  por  el  trascurso  del  tiempo  que  el  derecho 
establece : art.  48  de  id. 

(La  absolución  de  la  instancia  quedó  abolida 
por  el  art.  89  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal de  1872,  que  establece  : «que  la  absolución 
se  entenderá  libre  en  todos  los  casos.») 

Podrá  también  acordarse  la  suspensión  de 
cualquier  funcionario  del  cuerpo  por  las  Salas 
del  Consejo  Supremo  de  la  guerra  cuando  á pe- 
sar de  las  correcciones  disciplinarias  que  cada 
una  de  ellas  se  hubiese  anteriormente  impuesto, 
incurriere  de  nuevo  en  falta  grave  que , sin 
constituir  delito  ni  acto  de  responsabilidad  cri- 
minal, comprometa  sin  embargo  la  dignidad 
del  individuo,  ó le  haga  desmerecedor  del  buen 
concepto  que  debe  siempre  conservar : art.  49. 

La  junta  inspectora  del  cuerpo,  obrando  den- 
tro de  las  funciones  disciplinarias  consignadas 
en  el  cap.  X de  este  reglamento,  podrá  también 
proponer  al  Gobierno  la  suspensión  temporal  de 
un  individuo:  art.  50. 

En  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores, 
la  suspensión  que  se  acuerde  no  puede  exceder 


de  seis  meses;  no  separará  al  suspenso  del  des- 
tino que  ocupe,  privándole  solo  del  ejercicio  de 
sus  funciones,  con  sujeción  en  todo  á lo  que 
está  determinado  para  los  oficiales  del  ejército  en 
igual  situación  de  suspensos;  y antes  de  llevar- 
se á cabo  L abrá  de  formarse  expediente,  si  ya 
no  estuviese  instruido,  en  el  que  se  oiga  por  es- 
crito ú oralmente,  si  así  lo  pidiere,  al  Interesa- 
do, sobre  los  cargos  que  le  resulten:  art.  51  de  id. 

Se  expedirá  el  retiro  ó la  licencia  absoluta, 
con  opcion  á los  derechos  y haber  que  relativa- 
mente establecen  ó establezcan  las  leyes  para 
el  ejército,  según  los  años  que  cuenten  de  ser- 
vicio: - 

1. °  A los  que  lo  soliciten  en  cualquier  tiem- 
po por  escrito,  y sujetándose  á la  forma  y trá- 
mites marcados  al  efecto. 

2. °  A todos  los  individuos  que  se  hayan  inu- 
tilizado física  ó intelectualmente  para  el  servicio 
del  cuerpo,  cuya  circunstancia  se  acreditará 
cumplidamente  en  expediente  que,  instruido 
por  la  junta  inspectora  con  audiencia  del  inte- 
resado , se  curse  al  ministerio  de  la  Guerra  con 
informe  del  Consejo  Supremo. 

Si  la  inutilización  hubiera  sido  causada  en 
actos  del  servicio  ó procediese  de  lesiones  reci- 
bidas en  ellos,  disfrutarán  los  interesados  las 
mismas  ventajas  que  están  declaradas  para  el 
ejército  en  tales  casos. 

3. °  A los  que  cumplan  la  edad  prescrita  para 
los  demás  cuerpos  auxiliares  del  ejército,  la 
cual  podrá  prorogarse  en  los  mismos  términos 
y con  iguales  formalidades,  que  se  verifica  en 
aquellos. 

Se  exceptúan  los  ministros  y fiscal  togados 
del  Consejo  Supremo  á quienes  se  dará  el  retiro 
por  edad,  á la  marcada  para  los  generales  con- 
sejeros; y á falta  de  reglas  sobre  el  particular, 
podrán  ser  retirados  por  resolución  del  Gobier- 
no cuando  hayan  cumplido  setenta  años,  con- 
forme á los  arts.  239  y 832  de  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial. 

4. °  A los  que  al  ser  destinados  ó trasladados 
reglamentariamente  á un  puesto  excusen  ocu- 
parlo sin  causa  ni  enfermedad  debidamente  jus- 
tificada, y pidan  quedar  de  reemplazo  por  pro- 
pia conveniencia. 

5. ”  A los  que  habiendo  quedado  de  reempla- 
zo para  restablecer  su  salud  quebrantada  deja- 
sen trascurrir  un  año  ó el  tiempo  marcado  para 
estos  casos  á los  oficiales  del  ejército,  y no  se 
presentasen  á desempeñar  todo  el  servicio  que 
les  corresponda,  acreditando  suficientemente 
que  se  hailau  aptos  para  ello;  art.  52. 

Se  acordará  la  separación  del  cuerpo  con  pér- 
dida de  los  derechos  asignados  á los  individuos 
que  le  contituyen,  incluso  el  de  uso  de  unifor- 
me y distintivos,  reservando  solo  al  separado  el 
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utilizar  para  haberes  pasivos  el  tiempo  efectivo 
que  haya  servido: 

1. °  A los  que  acepten  y pasen  á desempeñar  , 
destinos  en  otras  carreras  del  Estado  fuera  del 
cuerpo  jurídico-militar,  bajo  las  mismas  reglas 
que  estén  determinadas  para  los  oficiales  del 
ejército. 

2. °  A ios  que  la  junta  inspectora,  conforme  á 
las  presciipciones  del  cap.  X de  este  reglamen- 
to, proponga  para  dicha  separación  por  su  con- 
ducta viciosa  ó inmoral,  por  su  comportamiento 
poco  honroso  ó indigno  del  cuerpo,  por  su  in- 
corregible negligencia  ó abandono,  ó por  otra 
causa  que  según  derecho  les  incapacite  para  el 
ejercicio  de  las  funciones  judiciales:  art.  53. 

La  destitución  ó privación  de  empleo  solo  po-  ■ 
drá  acordarse  por  sentencia  firme  de  tribunal 
competente  en  que  así  lo  declare:  art.  54. 

IX.  Recompensas. — Siendo  deber  de  todos  los 
individuos  del  cuerpo  jurídico-militar  el  dedi-  1 
carse  en  cualquier  tiempo  y circunstancias  con 
la  mayor  asiduidad  y celo  al  desempeño  de  las 
importantes  funciones  de  justicia  que  respecti- 
vamente están  encomendadas  á los  cargos  que 
ejerzan,  no  se  harán  acreedores  por  los  trabajos, 
aunque  penosos,  que  presten  en  los  mismos  car- 
gos, á mas  recompensa  que  la  del  buen  concep- 
to y notas  que  se  estampen  en  sus  hojas  de  ser- 
vicio: art.  55  del  reglamento. 

No  se  otorgarán,  pues,  gracias  sino  por  los 
trabajos  muy  distinguidos;  por  los  intachables 
servicios  muy  continuados  en  el  ejercicio  de  nn 
cargo;  por  concesiones  generales  al  ejército,  ó 
por  hechos  heróicos  que  se  lleven  á cabo  en 
campaña  ó funciones  de  armas:  art.  50. 

Las  gracias  que  pueden  concederse  en  el  cuer- 
po gradualmente,  son: 

1. *  Cruz  de  Mérito  militar  por  servicios  es- 
peciales. 

2. *  El  grado  superior  inmediato  sin  anti- 
güedad. 

3. *  El  empleo  personal  sin  antigüedad,  inme- 
diatamente superior  al  que  reglamentariamente 
disfrute  el  agraciado,  y no  mas. 

4, 5 Las  cruces  de  San  Fernando  ó del  Mérito 
militar  roja,  á que  se  hagan  acreedores  según 
los  reglamentos  de  estas  Ordenes:  art.  57. 

Los  que  escriban  y publiquen  obras  origina- 
les sobre  derecho  militar,  de  provechosa  aplica- 
ción y reconocido  mérito,  que  calificará  ia  junta 
inspectora,  podrán  ser  propuestos  por  esta  para 
una  ó dos  recompensas  graduales,  según  sus  cir- 
cunstancias y conforme  á las  reglas  generales 
que  se  observen  en  los  otros  cuerpos  de  ejército, 
art.  58. 

Los  que  contraigan  servicios  distinguidos  j 
de  reconocida  importancia,  desempeñando  en 
comisión,  por  orden  superior,  funciones  que  no 
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están  asignadas  directamente  ni  por  substitución 
de  cargos  al  destino  del  cuerpo  que  ejerzan,  op- 
tarán, á propuesta  también  de  la  junta  inspec- 
tora, á recompensa  en  un  grado:  art.  59. 

Para  designar  las  recompensas  se  tendrá  pre- 
sente que  ha  de  principiarse  por  la  primera  del 
artículo  n7,  y que  al  que  la  tenga  ya  recibida 
anteriormente  con  otro  motivo,  le  corresponderá 
la  segunda  ó la  tercera,  que  no  se  computará  si 
el  agraciado  ó el  empleo  á que  se  refiere  se  han 
convertido  ya  en  efectivos  por  ascensos  del  in- 
teresado: art.  60. 

La  cuarta  recompensa,  ó sean  las  cruces  por 
valor  y hechos  distinguidos  en  acciones  de  guer- 
ra, solo  so  otorgará  indistintamente  y como  á 
cualquier  jefe  ú oficial  del  ejército,  por  los  trá- 
mites y cou  estricta  sujeción  á los  reglamentos 
especiales  de  las  Ordenes:  artículo  61. 

En  las  gracias  generales  concedidas  al  ejérci- 
to participarán  los  individuos  dei  Cuerpo  jurídi- 
co-militar en  la  forma  y proporción  que  les  cor- 
responda, atendido  el  carácter  y asimilación  que 
disfruten  en  él:  art.  62. 

Para  la  concesión  de  gracias  deberá  preceder 
la  formación  de  un  expediente  informativo  en 
que  se  acredite  la  exactitud  de  los  méritos  en 
que  aquella  se  funde,  cuyo  expediente  deberá 
ser  instruido  por  la  junta  inspectora,  poniendo 
al  final  su  informe:  art.  63. 

No  producirán  efecto  en  el  cuerpo,  cualesquie- 
ra otras  gracias  otorgadas  á sus  individuos  por 
motivos  ajenos  al  servicio  y misión  que  dentro 
de  su  instituto  ejercen  en  el  ejército:  art.  64. 

Respecto  de  la  jurisdicción  disciplinaria  y cor- 
reccional, véase  el  artículo  de  esta  obra  Juris- 
dicción disciplinaria,  donde  se  exponen  las  pres- 
cripciones del  reglamento  sobre  esta  materia. 

En  el  mismo  reglamento  se  trata  de  las  substi- 
tuciones interinas  de  los  cargos,  de  la  formación 
de  hojas  de  servicio,  de  los  subalternos  y de- 
pendientes del  cuerpo,  y asignaciones  para  ma- 
terial y del  uniforme  y distintivos.  * 

DISPOSICIONES  REFERENTES  Á LA  JURISDICCION 
. DE  MARINA, 

*Los  negocios  civiles  y criminales  cuyo  cono- 
cimiento correspondía  á la  jurisdicción  de  ma- 
rina, se  consignaban  en  las  leyes  2.“,  7.a,  9.",  10 
y 11,  tít.  7.”,  lib.  6.°,  Nov.  Recop.,  art.  356, 
tít.  9.°,  Ordenanzas  de  arsenales;  arts.  I.’y2,‘, 
tít.  5.°,  y art.  24,  tít.  6.”  de  la  Ordenanza  de  ma- 
trículas  de  1802,  y tratado  5.°,  tít.  4."  de  las  Orde- 
nanzas de  Marina. 

La  ley  de  unificación  de  fueros  de  6 de  Di- 
ciembre de  1868,  derogó  ó modificó  todas  aque- 
llas disposiciones  estableciendo  otras  diferentes 
en  su  tít.  3.“:  art.  4.°,  y asimismo,  el  decreto  de 
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8 de  Febrero  de  1869  y la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870,  derogando 
el  privilegio  del  fuero  personal  en  lo  civil  y li- 
mitando sumamente  en  lo  criminal  esta  jurisdic- 
ción. 

y en  efecto,  en  materia  civil  ha  quedado  re- 
ducida la  competencia  de  la  jurisdicción  de  ma- 
rina á la  prevención  de  los  juicios  de  testamen- 
taría y abintestato  de  los  marinos  muertos  en 
navegación,  con  las  limitaciones  que  se  marcan 
en  el  art.  268  de  la  ley  orgánica  del  poder  judi- 
cial, expuesto  en  el  artículo  de  esta  obra  Juris- 
dicción ordinaria. 

En  materia  criminal,  solo  alcanza  dicha  ju- 
risdicción al  conocimiento  de  las  causas  crimi- 
nales por  delitos  cometidos  por  marinos  de  todas 
clases  en  servicio  activo  de  la  Armada,  según 
se  expresa  y se  especifica  en  los  arts.  347  al  351 
de  la  ley  citada,  expuestos,  con  la  jurispruden- 
cia relativa  á los  mismos,  en  el  presente  artícu- 
lo al  tratar  de  las  disposiciones  referentes  á la 
jurisdicción  de  guerra  y á la  de  marina.  En  el  349 
se  hallan  comprendidos  los  casos  de  desafuero 
de  los  marinos,  quedando  sujetos  á la  jurisdic- 
ción ordinaria,  y en  el  350  los  casos  en  que  pier- 
den su  fuero  los  paisanos,  quedando  sometidos 
á la  jurisdicción,  de  marina. 

Autoridades  que  ejercen  la  jurisdicción  de  mari- 
na y procedimiento  que  se  sigue. — Antes  ejercían 
esta  jurisdicción , en  primera  instancia,  las  co- 
mandancias de  las  provincias  litorales  con  su 
asesor  letrado;  en  segunda,  los  comandantes 
generales  de  los  departamentos  de  Cádiz,  el  Fer- 
rol y Cartagena  con  sus  fiscales,  y en  tercera  y 
última,  el  Tribunal  Supremo  de  guerra  y mari- 
na. Mas  en  el  dia,  por  Real  decreto  de  30  de  No- 
viembre de  1872  é Instrucción  de  4 de  Junio  de 
1873,  se  han  dictado  reglas  para  el  procedimien- 
to en  las  causas  criminales  reservadas  á la  j u- 
risdieciou  de  marina  y sobre  las  autoridades  q ue 
deben  conocer  de  él  en  los  términos  siguientes: 

Las  causas  y sumarias  por  delitos  de  que  an- 
tes conocian  los  juzgados  de  las  capitanías  ó 
comandancias  generales  de  los  departamentos 
y apostaderos,  se  substanciarán  y terminarán 
por  los  Consejos  de  guerra  ordinarios,  extraor- 
dinarios y de  oficiales  generales  establecidos  en 
los  títs.  3.°  y 5.°,  trat.  5.°  de  las  ordenauzas  de 
1748  y Real  decreto  de  18  de  Abril  de  1799  que 
correspondan  según  la  clase  á que  pertenezcan 
los  procesados,  interviniendo  como  fiscal  en  es- 
tas causas  y sumarias  el  fiscal  deL  departamento 
ó apostadero  y como  secretario  un  teniente  de 
navio  de  primera  ó segunda  clase,  ó un  capitán 
ó un  comandante  de  infantería  ó artillería  de 
marina  de  la  escala  de  reserva,  cuyo  destino  se 
servirá  cuando  menos  por  seis  años:  art.  1.”  del 
Real  decreto. 


Los  comandantes  de  marina  de  las  provincias 
y ayudantes  de  distrito,  al  tener  noticia  de  cual- 
quier delito  de  la  competencia  de  los  Consejos 
de  guerra,  según  lo  determinado  en  el  artículo 
anterior,  cometido  en  su  respectivo  distrito,  pro- 
cederán con  el  carácter  de  fiscales  á la  averi- 
guación del  hecho , dando  cuenta  dentro  de  las 
primeras  veinticuatro  horas  al  capitán  ó co- 
mandante general  del  departamento  ó apostade- 
ro de  que  dependan:  art.  l.°  de  la  Instrucción 
del  1873  y 19  y 35  de  la  Ordenanza  de  1802. 

Los  comandantes  de  marina  de  las  provincias 
ó ayudantes  de  distrito  con  sus  asesores  instrui- 
rán las  sumarias  en  sus  respectivos  distritos,  y 
terminadas,  las  remitirán  al  capitán  ó coman- 
dante general  del  departamento  ó apostadero 
que  corresponda.  Será  secretario  en  estas  suma- 
rias un  condestable  sargento,  ó prohombre;  á 
falta  de  estos  un  cabo  ó soldado,  ó cabo  de  ma- 
trículas ó un  matriculado  que  sepa  leer  y escri- 
bir nombrado  por  el  comandante  de  marina  de  la 
provincia  ó ayudante  de  distrito.  Recibida  la 
sumaria  por  el  capitán  ó comandante  general 
del  departamento,  sí  este  acordase  después  de 
informar  el  fiscal  y auditor  del  departamento  ó 
apostadero,  que  se  proceda  al  plenario,  se  remi- 
tirá la  causa  al  comandante  de  marina  de  la 
provincia  ó ayudante  del  distrito  que  corres- 
ponda para  continuarla  hasta  el  estado  de  acu- 
sación ; y llegando  este  caso,  la  devolverá  al  ca- 
pitán 6 comandante  general  del  departamento 
ó apostadero  para  que  por  el  fiscal  del  mismo  se 
produzca  la  acusación  y se  practiquen  los  demás 
trámites  hasta  ser  vista  y fallada  la  causa  en 
Consejo  de  guerra.  Para  las  actuaciones  suma- 
rias ó del  plenario,  podrán  los  comandantes  de 
marina  de  las  provincias  delegar  en  el  segundo 
comandante,  ayudante  ú otro  oficial  del  cuerpo 
militar:  art.  2.°  del  Real  decreto. 

Los  capitanes  ó comandantes  generales  de  los 
departamentos  ó apostaderos,  al  tener  noticia  de 
la  comisión  de  un  delito  de  la  competencia  de 
los  Consejos  de  guerra,  según  lo  determinado 
en  el  art.  l.°  del  decreto  á que  se  refiere  esta 
Instrucción  , si  por  su  gravedad  ú otras  circuns- 
tancias lo  estimaren  conveniente,  podrán  comi- 
sionar un  jefe  ú oficial  que  como  fiscal  instruya 
la  sumaria;  en  cuyo  caso,  el  comandante  de  la 
provincia  ó ayudante  del  distrito  entregará  las 
actuaciones  que  hubiese  practicado  al  fiscal  co- 
misionado: art.  2.”  de  la  Instrucción  y 9.°,  título 
3.°  del  trat.  5."  de  la  Ordenanza  de  1748. 

El  fiscal  en  los  delitos  que  dejen  señales  físi- 
cas ó vestigios  permanentes  de  su  comisión,  se 
constituirá  con  el  secretario  en  el  lugar  del  su- 
ceso y deberá  en  sus  respectivos  casos: 

l.°  Procurar  con  la  mayor  eficacia  prestar  á 
las  personas  perjudicadas  ó amenazadas  por  el 
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delito,  los  socorros,  remedios  ó protección  o ue 
pueda  darles.  H 

2. °  Examinar  bajo  juramento  al  denunciante 
y al  ofendido  para  que  digan  quién,  cómo, 
cuándo,  dónde,  con  qué,  porqué  y ante  quién 
ae  cometió  el  delito. 

3. ”  Hacer  que  el  secretario  extienda  en  su 
presencia  acta  ó diligencia  circunstanciada  de 
todas  las  señales  y huellas  ó vestigios  que  en 
persona,  cosa  ó sitio  hayan  quedado  de  resultas 
de  la  ejecución  ó conato  del  delito,  como  tam- 
bién de  las  armas  , instrumentos  y cualesquiera 
otros  efectos  que  hubiesen  servido  ó estuviesen 
preparados  para  cometerlo,  cuidando  de  que 
entretanto  no  se  alteren  ni  oculten,  siguiendo 
los  rastros  desde  donde  principien  hasta  donde 
acaben,  y disponiendo  que  no  salgan  de  la  casa, 
ni  se  ausenten  del  sitio  las  personas  que  esti- 
mare oportuno  hasta  la  conclusión  de  las  pri- 
meras diligencias. 

4. '*  Disponer  que  dos  facultativos  ó peritos 
hagan  en  el  acto,  si  fuese  posible  sin  inconve- 
niente, los  reconocimientos,  ensayos  ó cotejos 
que  estimen  necesarios,  declarando  luego  bajo 
juramento  lo  que  hubieren  advertido  y el  juicio 
que  hayan  formado  sobre  la  causa,  esencia,  es- 
tado y calidad  de  las  heridas,  señales,  armas, 
efectos  y demás  que  hubiesen  reconocido  y re- 
lación que  tengan  ó puedan  tener  con  el  delito. 

Si  para  mejor  fundar  sus  dictámenes  los  facul- 
tativos ó peritos  necesitasen  hacer  disección 
anatómica  de  un  cadáver  ó prolijos  reconoci- 
mientos ó ensayos  de  líquidos  ó materiales,  dis- 
pondrá que  el  cadáver  y demás  objetos  que  con- 
venga se  custodien  de  modo  que  no  pueda  ha- 
cerse en  ellos  ninguna  alteración,  hasta  que 
concluidas  las  primeras  diligencias  se  ejecuten 
en  debida  forma  los  reconocimientos  y demás 
operaciones,  y declaren  los  facultativos  ó peri-  . 
tos  acerca  de  su  resultado. 

5. °  Recoger,  asegurar  y describir  todos  los 
instrumentos  y efectos  que  se  presuma  haber 
servido  ó estar  preparados  para  cometer  el  deli 
to  ó que  puedan  reputarse  producto  del  mismo  ó 
servir  para  su  averiguación  ó descubrimiento 
del  reo , al  cual , así  como  á los  testigos,  se  pon- 
drán todos  de  manifiesto  oportunamente  para 
que  los  reconozcan  y declaren  acerca  de  su  iden- 
tidad, pertenencia,  uso  y demás  que  fuere  con- 
veniente preguntarles. 

6 o Examinar  sobre  todo  lo  relativo  á la  jus- 
tificación del  delito,  sus  circunstancias,  autores 
y cómplices,  á cuantas  personas  hubieren  pre- 
senciado el  hecho  ó tuvieran  noticias  de  él  por 
ser  parientes , criados  ó vecinos,  ó que  de  algún 
modo  puedan  contribuir  al  esclarecimiento  de 
sus  circunstancias  y antecedentes. 

7,°  Proceder  al  reconocimiento  de  la  persona 
Tomo  ih. 
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que  sea  sospechosa,  sí  fuere  necesario , ó de  al- 
gún edificio,  habitación,  papeles,  efectos  ó equi- 
pajes que  tengan  conexión  con  el  delito;  ocu- 
pando, reseñando  é inventariando  aquellos  ob- 
jetos que  se  consideren  convenientes  para  evitar 
que  se  sustraigan  ó alteren. 

Estas  diligencias  se  practicarán  4 presencia 
del  presunto  reo  ó individuo  de  su  familia,  ó en 
su  defecto  de  los  testigos  vecinos,  prévias  las 
formalidades  establecidas  ó que  establezcan  las 
i leyes  comunes  para  la  observancia  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  5.°  de  la  Constitución: 

8. °  Oficiar  al  administrador  de  comunicacio- 
nes del  pueblo  cuando  creyere  que  la  corres- 
pondencia del  sumariado  puede  contribuir  á la 
averiguación  del  delito  ó del  delincuente  para 
que  por  sí  mismo  ó por  medio  de  alguno  de  sus 
oficiales  la  lleve  y entregue  al  fiscal,  quien  la 

I abrirá  á presencia  del  sumariado,  y si  estuviere 
i presente  dispondrá,  si  fuere  necesario , que  se 
■ una  4 la  causa  4 los  efectos  convenientes. 

9. °  Detener  4 cualquiera  persona  infraganti 
delito,  y fuera  de  este  caso  decretarla  detención 
ó prisión  de  aquellas  que  deban  ser  juzgadas  por 
la  jurisdicción  de  marina,  por  la  clase  4 que  per- 
tenezcan ó naturaleza  del  delito,  y contra  quie- 
nes resulten  indicios  bastantes  para  presumir 
que  son  autores,  cómplices  ó encubridores  de 
aquel. 

Si  el  indicado  como  reo  fuere  aforado  de  ma- 
rina, para  proceder  4 su  detención  ó prisión  en 
el  caso  2.°  del  párrafo  anterior , el  fiscal  dará 
conocimiento  al  jefe  de  quien  inmediatamente 
dependa,  4 fin  de  que  disponga  sea  puesto  en  se- 
guridad y relevado  del  destino,  comisión  ó ser- 
vicio que  desempeñe.  Si  no  fuese  aforado  de 
marina  el  presunto  reo,  se  requerirá  el  auxilio 
4 su  juez  natural  para  que  la  detención  tenga 
desde  luego  efeeto,  y el  fiscal , sin  perjuicio  de 
poder  recibirle  declaración,  reclamará  formal- 
mente con  j ustificacion  del  desafuero,  la  consig- 
nación del  detenido:  art.  3.“  de  la  instrucción; 
16,  tít.  5.°,  trat.  8.°  de  las  ordenanzas  del  ejérci- 
to; 8.°  y 51  del  reglamento  provisional  de  26  de 
Setiembre  de  1835,  y 10,  11,  15,  18  y 19,  tít.  3.  , 
trat.  5.°  de  las  ordenanzas  de  1748. 

Si  para  la  detención  del  presunto  reo  ó para  la 
averiguación  del  delito  fuere  necesario  entrar 
en  algún  establecimiento  civil  ó militar,  el  fiscal 
requerirá  para  ello  á la  autoridad  ^ocal  compe- 
tente: art.  4.°  de  la  Instrucción;  16,  tít.  5.“,  tra- 
tado 8.°  de  las  ordenanzas  del  ejército;  8.°  y 51 
del  reglamento  provisional  de  26  de  Setiembre 
de  1835,  y 10,  11,  15,  18  y 19,  tit.  3.°,  trat.  5.”  de 
las  ordenanzas  de  1748. 

Todo  auto  ó providencia  de  registro  de  mo- 
rada ó de  detención  de  la  correspondencia  es- 
crita ó telegráfica  será  motivada : art.  5.°  de 
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la  Instrucción,  y 8.a  de  la  Constitución  de  1869. 

Practicadas  las  diligencias  mas  urgentes  del 
sumario,  se  procederá  á los  reconocimientos, 
ensayos  y cotejos  de  objetos  que  se  hubiesen  en- 
contrado, recogido  y depositado  como  prueba 
material  del  delito , observándose  las  reglas  si- 
guientes: 1.*  Se  acreditará  por  diligencia  si  ha 
sido  alterado  ó quebrantado  el  depósito,  ponien- 
do de  manifiesto  á los  que  asistieron  ai  acto  el 
pliego,  saco,  arca  ó lugar  en  que  se  hizo,  para 
que  reconozcan  las  cerraduras,  precintos,  sellos 
ó rúbricas.  2."  Abierto  el  pliego,  el  fiscal  recono- 
cerá por  sí  los  papeles;  separará  los  que  no  ten- 
gan conexión  con  el  delito,  que  devolverá  al  in- 
teresado; unirá  á la  causa  los  que  sean  útiles, 
rubricándolos  y haciéndolos  rubricar  por  el  se- 
cretario y sumariando  si  supiere,  y anotará  espe- 
cíficamente los  quesean,  con  expresión  de  su 
principio  y fin  y de  si  tienen  ó no  enmiendas, 
entrerenglonados  ó testaduras.  3.a  Abiertas  con- 
la  misma  formalidad  las  demás  cosas  cerradas, 
precintadas , selladas  ó rubricadas,  se  hará  por 
los  facultativos  ó peritos,  á presencia  del  fiscal 
y secretario  cuando  sea  posible , el  exáinen,  re- 
conocimiento, ensayo  ó cotejo  que  corresponda, 
según  su  naturaleza  y la  especie  del  delito;  y si 
el  asunto  que  se  someta  á sus  observaciones  es 
muy  árduo  ó delicado,  podrá  nombrar  el  fiscal 
mayor  número  de  facultativos  ó peritos , y es- 
tando estos  discordes  ó suscitando  sus  parece- 
res alguna  duda  grave  sobre  la  doctrina  ó ma- 
teria del  dictámen,  podrá  acudir  en  dichos  ca- 
sos arduos  á la  academia,  colegio  ó corporación 
competente  á fin  de  adquirir  toda  la  instrucción 
posible.  4.“  Si  para  practicarse  el  reconocimiento 
pericial  fuese  indispensable  destruir  el  objeto  so- 
bre que  debe  recaer,  se  dividirá  si  fuera  posi- 
ble y se  practicará  el  reconocimiento  en  una 
parte,  depositándose  la  otra  en  debida  forma, 
para  que  sobre  ella  pueda  repetirse  caso  nece- 
sario: art.  6.°  de  la  Instrucción;  leyes  118  y 119, 
tít.  18,  Part.  3.*  y 56,  tí t.  6.°,  Part.  5.a;  regla- 
mento de  15  de  Enero  de  1831 ; arts.  18  y 19, 
tít.  3.°,  trat.  5.“  de  las  ordenanzas  de  1748,  y ar- 
tículo 51  del  reglamento  de  26  de  Setiembre  de 
1835. 

El  fiscal  hará  constar  por  acta  ó diligencia 
cuanto  practicase  en  averiguación  de  los  hechos, 
expiieando  las  circunstancias  con  la  mayor  cla- 
ridad, para  evitar  toda  duda  ó interpretación. 
Guardará  y hírá  guardar  reserva  del  resultado 
de  las  actuaciones  que  firmará  con  el  secretario 
y las  demás  personas  que  intervengan  en  ellas. 
Cuidará  de  que  en  cada  declaración,  acta  ó di- 
ligencia se  consigne  la  fecha  en  que  se  practi- 
que, sin  referirse  nunca  á las  de  otras  anteriores, 
aunque  hayan  sido  practicadas  en  el  mismo  dia; 
ocupando  todas  en  la  causa,  correlativamente  y 


sin  interrupción,  el  lugar  que  les  corresponda; 
aspándose  por  el  secretario  las  hojas  que  para 
conservar  dicho  órden  cronológico  hayan  de 
quedar  en  blanco,  foliándose  solamente  las  es- 
critas; y cuando  sea  necesario  alterar  ó rectifi- 
car la  numeración,  se  consignará  por  diligencia 
la  causa  que  lo  motiva:  art.  7.°  de  la  Instrucción; 
11,  17  y 22,  tít.  3.°,  trat.  5.“  de  las  ordenanzas 
de  1748,  y 10  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 

Si  el  delito  fuese  de  lesiones,  además  de  prac- 
ticarse las  diligencias  que  correspondan  de  las 
enumeradas  en  el  art.  3.°,  deberá  el  fiscal: 

1. °  Disponer  que  por  el  secretario  se  extien- 
da acta  acerca  del  estado  en  que  se  hallare  el 
herido  y el  de  las  ropas  que  tenga  puestas. 

2. °  Hacer  que  el  secretario  acredite  por  cer- 
tificación las  lesiones  que  resulten,  expresando 
su  situación,  extensión  y circunstancias,  com- 
prendiendo en  la  misma  diligencia  las  señales 
que  se  adviertan  en  ropas  y otros  objetos  rela- 
cionados con  el  delito. 

3. °  Informarse  por  I03  facultativos  ó practi- 
cantes, ó por  las  preguntas  que  hiciese  al  herido 
antes  de  recibirle  declaración,  si  se  hallan  des- 
pejadas sus  facultades  intelectuales  y en  estado 
de  poder  declarar;  haciendo  constar  por  diligen- 
cia lo  que  resultare,  y si  no  pudiese  declarar,  se 
informará  frecuentemente  del  estado  de  su  sa- 
lud, haciéndolo  constar,  y aprovechando  el  pri- 
mer momento  lúcido  ó favorable  para  recibirle 
declaración. 

4. °  Prevenir  al  lesionado  que  se  sujete  al  plan 
curativo  que  se  le  desigue. 

5. c  Disponer  que  la  asistencia  y curación  de 
las  lesiones  se  haga  por  dos  ó mas  facultativos 
en  medicina  y cirujía,  siendo  posible,  los  cuales 
declararán  describiendo  minuciosamente  cuan- 
tas lesiones  advirtieren,  expresando  su  situa- 
ción, dimensiones  especiales  que  denoten  la  ma- 
nera, arma  ó instrumento  con  que  se  hubiesen 
causado;  si  son  peligrosas,  graves  ó leves,  con 
indicación  del  pronóstico;  siendo  posible.  Decla- 
rarán periódicamente,  según  se  les  prevenga, 
sobre  el  estado  y adelanto  de  la  curación,  ó an- 
tes de  cualquier  novedad  notable  que  advirtie- 
ren; y luego  que  resulte  haber  desaparecido  el 
peligro  ó la  sanidad,  comparecerán  á declarar  lo 
conveniente  en  sus  respectivos  casos,  expresan- 
do el  tiempo  en  que  el  ofendido  haya  estado  in- 
utilizado para  el  trabajo  ó necesitado  de  la  asis- 
tencia facultativa;  si  de  resultas  de  las  lesiones 
ha  quedado  demente,  inútil  para  el  trabajo,  im- 
potente, impedido  de  alguu  miembro  ó notable- 
mente deforme. 

6. “  Prevenir  al  secretario, -ei  lo  considera  ne- 
cesario, luego  que  los  facultativos  declaren  la 
sanidad  del  ofendido,  acredite  por  certificación 
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el  estado  exterior  á que  hayan  quedado  reduci- 
das las  lesiones. 

7.'  Nombrar  un  tercero  que  dirima  la  discor- 
dia, si  los  facultativos  no  estuviesen  conformes 
en  algún  particular  sobre  la  apreciación  de  las 
lesiones  ó sobre  el  régimen  de  curación. 

S.’  Disponer  que  por  dos  peritos,  siendo  posi- 
ble, sean  reconocidas  las  armas  ó instrumentos 
con  que  se  presuma  que  se  causaron  las  lesio- 
nes; así  como  las  ropas  que  contengan  cortes, 
roturas  6 señales  relacionadas  con  las  heridas,  y 
que  dichos  peritos,  así  como  los  médico-ciruja- 
nos, declaren  si  con  tales  armas  ó instrumentos 
pudieron  causarse  las  lesiones  y las  roturas,  cor- 
tes ó señales  de  las  ropas;  para  cuya  comproba- 
ción .deberá  hacerse  que  las  vista  el  ofendido 
cuando  su  estado  lo  permita,  acreditándose  si 
coinciden  dichas  señales  con  las  lesiones. 

9. 3  Describir  y diseñar  en  la  causa,  siendo 
posible,  las  armas  ó instrumentos  con  que  se  ha- 
yan causado  ó con  que  se  presuma  que  se  cau- 
saron las  lesiones,  conservándolas  el  fiscal  en  su 
poder  hasta  la  terminación  de  la  causa. 

10.  Recibir  declaración  á los  facultativos,  si 
falleciere  el  herido,  sobre  si  la  muerte  provino 
de  las  heridas,  y estando  discordes,  nombrará  un 
tercero,  disponiendo,  caso  necesario,  que  prac- 
tique préviamente  la  autopsia  del  cadáver. 

Además  se  acreditará  en  la  causa  el  falleci- 
miento por  certificación  del  secretario,  así  como 
la  diligencia  de  autopsia:  art.  8. 3 de  la  Instruc- 
ción ; 18 , tít.  3.°,  trat.  5. 3 de  las  ordenanzas 
de  1748;  13,  14  y 16,  tít.  5.°,  trat.  8.°  de  las  orde- 
nanzas del  ejército;  Real  órden  de  14  de  Marzo 
de  1808;  art.  51  del  reglamento  de  26  de  Setiem- 
bre de  1835;  Reales  órdenes  de  7 de  Julio  de  1787, 
y de  12  de  Noviembre  de  1799;  arta.  431  y 433  del 
Código  penal,  y Real  decreto  de  30  de  Setiembre 
de  1853. 

Si  el  delito  fuese  de  homicidio , además  de 
practicarse  las  diligencias  que  correspondan  de 
las  enumeradas  en  el  art.  3.°,  y de  las  relativas 
al  reconocimiento  y descripción  de  las  lesiones 
de  que  trata  el  artículo  anterior , deberá  el 
fiscal: 

1. °  Constituirse  con  el  secretario  y dos  facul- 
tativos, siendo  posible,  ó cuando  menos  uno,  en 
el  sitio  en  que  se  halle  el  cadáver,  y extender 
diligencias  que  expresen  la  invención  de  aquel, 
la  postura  en  que  está,  sus  señas  personales,  el 
vestido  que  lleve,  el  número  y situación  de  las 
heridas,  si  hay  algún  arma  en  el  suelo  ó sangre 
esparcida,  lo  que  se  encuentre  en  los  bolsillos, 
con  todas  las  demás  circunstancias  que  sean 
dignas  de  apreciar. 

2. °  Si  al  difunto  se  encuentra  ó halla  á su3 
inmediaciones  algún  papel,  arma  ó instrumento, 
ropa  ú otro  objeto  que  pueda  servir  á la  instruc- 


ción del  sumario,  se  ocuparán  y describirán  to- 
dos, diseñándose  los  que  sean  susceptibles  de 
hacerlo,  uniéndose  á la  causa  los  papeles  rubri- 
cados por  el  fiscal  y secretario. 

3. 3 Si  el  cadáver  es  de  persona  desconocida, 

! se  expondrá  al  público,  custodiado  conveniente- 
mente; y si  otras  atenciones  mas  urgentes  de  la 
misma  causa  no  les  permitiesen  al  fiscal  y alse- 

. cretario  permanecer  al  lado  del  cadáver  durante 
la  exposición,  comisionará  persona  que  le  avise 
inmediatamente  que  se  presente  alguna  que 
pueda  dar  razón  de  quién  sea,  á la  que,  como  á 
las  demás  que  se  hallen  en  igual  caso,  les  reci- 
birá declaración. 

4. °  Si  los  facultativos  expresasen  que  puede 
ser  nocivo  á la  salud  pública  la  continuación  de 
la  exposición  del  cadáver;  sin  haberse  logrado 

. identificarlo,  será  conducido  al  sitio  designado 
para  las  disecciones  anatómicas,  y ocupará  y 
conservará  el  fiscal  todas  las  ropas  con  que  es- 
tuviese vestido  el  cadáver,  extendiendo  diligen- 
cia descriptiva  de  las  mismas,  con  expresión  de 
las  marcas,  manchas,  cortes,  roturas  y demás 
señales  que  puedan  influir  para  identificar  la 
persona. 

5. "  La  inspección  anatómica  se  practicará  por 
dos  médicos-cirujanos,  siendo  posible,  á presen- 
cia del  fiscal  y secretario  , extendiéndose  dili- 
gencia que  lo  acredite,  y declarando  los  faculta- 
tivos, ya  en  el  acto,  ya  después,  si  se  reservaran 
hacerlo  con  mas  detenimiento,  el  número  de  he- 
ridas que  hubieren  hallado,  su  situación,  longi- 
tud y profundidad , con  todas  las  circunstancias 
que  puedan  contribuir  á caracterizarlas  para 
apreciar  el  arma  con  que  pudieron  ser  causadas; 
si  son  mortales  por  necesidad  ó por  accidente  ó 
falta  de  socorro;  si  hubo  ó no  pelea  ó defensa  por 
parte  del  ofendido,  y si  pudieron  ó no  causarse 
con  alevosía. 

6.3  Practicada  la  autopsia,  si  no  fuesen  nece- 
sarias otras  diligencias  para  la  identificación  de 
la  persona  ó indagar  las  causas  de  la  muerte, 
poniéndose  de  acuerdo  el  fiscal  con  la  autoridad 
local  competente,  se  procederá  á la  inhumación, 
tomándose  marcaciones  sobre  el  punto  de  la  se- 
pultura, y extendiendo  de  todo  diligencia. 

7.”  Si  por  cualquier  motivo  fuese  necesario 
proceder  á la  exhumación  del  cadáver,  se  pasará 
oficio  á la  autoridad  local  competente,  partici- 
pándole la  necesidad  de  aquella  diligencia,  y se 
constituirá  el  fiscal  en  el  cementerio  acompaña- 
do del  secretario,  de  los  médicos-cirujanos  y de 
algunas  personas  de  las  que  asistieron  al  enter- 
ramiento; y comprobado  por  las  marcaciones  y 
manifestaciones  de  los  últimos  el  sitio  donde  fué 
sepultado  ei  cadáver,  se  procederá  á su  exhuma- 
ción, practicándose  seguidamente  las  operacio- 
nes ó pruebas  que  dieran  motivo  á estas  dili- 
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gencias,  que  se  acreditarán  en  la  causa  del  pro 
pió  modo  que  la  nueva  inhumación. 

8. °  Si  teniéndose  noticia  de  una  muerte  vio- 
lenta, fuese  necesario  proceder  á la  exhumación 
de  un  cadáver  que  no  se  hubiese  sepultado  por 
órden  judicial,  el  fiscal  recibirá  declaraciones  á 
los  sacerdotes,  sacristanes,  sepultureros  ú otras 
personas  que  asistieran  al  enterramiento,  para  ■ 
acreditar  la  identidad  del  paraje  en  que  se  le  dió  ■ 
sepultura;  cuyos  testigos  asistirán  á las  diligen- 
cias de  exhumación  para  designar  el  sitio  y am- 
pliar sus  declaraciones,  comprobando  sus  aser-  ¡ 
tos  sobre  la  identidad  del  cadáver  con  sus  ropas  ' 
y demás  señales  que  recuerden  ó adviertan. 

9. "  Si  no  estando  acreditada  la  identidad  de  ¡ 
la  ¡persona,  se  adquiriesen  después  noticias  de 
alguua  ó algunas  con  que  pudiera  justificarse,  y 
el  tiempo  trascurrido  hiciese  presumir  por  dic- 
támen  de  los  facultativos  que  el  cadáver  no  po- 
dría ser  reconocido,  se  leerá  á los  testigos  la  di- 
ligencia de  invención  y de  descripción  del  ca- 
dáver, y se  les  presentará  para  que  los  reconoz- 
can, los  efectos  y ropas  depositadas  que  pertene- 
cieron al  difunto. 

10.  Adquiridas  algunas  noticias  sobre  la  iden- 
tidad de  la  persona,  é indagado  quiénes  fuesen 
los  individuos  de  su  familia,  se  les  recibirá  de- 
claración, presentándoles  del  propio  modo  las 
ropas  y demás  objetos  que  puedan  servir  para 
comprobar  la  identidad:  art.  9.”  de  la  Instruc- 
ción; 18,  tít.  3.“,  trat.  5.°,  ordenanzas  de  1748;  13, 

14  y 16,  tít.  5.°,  trat.  8.°,  ordenanzas  del  ejército; 
Real  órden  de  14  de  Marzo  de  1808 ; art.  51  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835;  Real  ór- 
den de  7 de  Julio  de  1787,  y Real  órden  de  12  de 
Noviembre  de  1799. 

En  los  delitos  de  robo,  hurto,  estafa  ó cual- 
quiera otro  contra  la  propiedad,  practicará  el 
fiscal  las  diligencias  siguientes  que  correspon- 
dan según  los  casos: 

1. ‘  Si  hubiera  fractura,  escalamiento,  ó se  ha- 
llasen llaves,  ganzúas  ú otro  instrumento  que 
hubiese  servido  para  cometer  el  delito,  el  fiscal, 
acompañado  del  secretario  y de  peritos,  hará  ex- 
tender diligencia  expresiva  de  cuanto  notare  ó 
hallare;  recibirá  declaración  á los  peritos,  y con- 
servará en  su  poder  los  instrumentos  ú objetos 
que  se  ocupen,  después  de  diseñarlos  en  la  causa, 
si  fuese  posible. 

2. *  Las  fracturas  ó cosas  forzadas  no  se  com- 
pondrán hasta  practicar  el  reconocimiento;  y si 
por  inadvertencia  ó descuido  se  hubiesen  com- 
puesto antes,  se  recibirá  declaración  á los  artis- 
tas ú operarios  que  las  compusieron  ó repararon, 
para  acreditar  el  estado  que  tenían  antes  de  la 
compostura. 

3.1  En  el  caso  de  rompimiento  ó fractura,  de- 
clararán los  peritos  en  qué  época  creen  se  hicie- 


ra, con  qué  instrumentos,  cuánto  tiempo  y qué 
número  de  personas  debieron  emplearse,  de  qué 
lugar  y en  qué  dirección  trabajaron  los  agre- 
sores. 

4. ’  Se  justificará  la  preexistencia  de  la  cosa 
robada,  hurtada,  estafada,  perdida  ó perjudi- 
cada en  poder  del  que  la  tenia,  con  cuyo  fin 
designará  este  los  testigos  para  la  justificación. 

5. '  Las  cosas  robadas,  hurtadas,  estafadas  ó 
perjudicadas  se  describirán  por  diligencia  que 
extenderá  el  secretario;  se  justipreciarán  por 
peritos , y conservará  el  fiscal  en  su  poder  ó en 
el  de  la  persona  que  designe,  los  objetos  que  sean 
susceptibles  de  depósito. 

6. "  Si  no  fuesen  halladas  las  cosas  robadas, 
hurtadas  ó estafadas,  el  justiprecio  se  hará  apro- 
ximadamente, teniendo  presente  los  peritos, 
siendo  posible , otras  iguales,  y siempre  las  cir- 
cunstancias con  que  el  perjudicado  y testigos 
describan  los  objetos  del  delito. 

7. ‘  Luego  que  no  sean  necesarias  á los  obje- 
tos de  la  causa  las  cosas  robadas , hurtadas  ó es- 
tafadas, se  entregarán  á su  dueño,  encargándo- 
le las  conserve  en  su  poder  hasta  que  se  dicte 
sentencia  ejecutoria.  Si  fuere  semoviente,  y des- 
conocido el  dueño,  luego  que  se  haya  descrito, 
reconocido  y valuado,  podrá  venderse  en  ramo 
separado,  en  pública  subasta  por  ocho  dias, 
fijándose  edictos  en  los  sitios  públicos  y perió- 
dicos oficiales,  y del  pueblo  en  que  se  siga  la 
causa,  si  los  hubiere,  con  señalamiento  del  dia, 
hora  y sitio  del  remate , y haciéndose  saber  que 
el  comprador  se  obliga  á no  enajenarla  sin  li- 
cencia del  tribunal  ó jefe  que  corresponda.  El 
producto  de  la  venta  se  constituirá  en  depósito: 
art.  10  de  la  Instrucción ; 19,  tít.  3.“,  trat.  5.°  de 
la  ordenanza  de  1748;  15  y 16,  tít.  5.°  trat.  8.’  de 
la  ordenanza  del  ejército,  y 51  del  reglamento 
provisional  de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Nadie  podrá  eximirse,  á título  de  exención  ó 
de  fuero , de  comparecer  á declarar  como  testigo, 
pudieudo  ser  conminados  con  formación  de  cau- 
sa por  desobediencia  los  que  se  negaren  infun- 
dadamente á ello:  art.  11  de  la  Instrucción; 
ley  35,  tít.  16,  Part.  3.*  ley  1.",  tít.  11,  lib.  11 
de  la  Nov.  Recop.;  arts.  7.°  y 30,  tít.  2.°  de  las 
ordenanzas  de  1748,  y decreto  de  11  de  Setiembre 
de  1820,  restablecido  en  31  de  Agosto  de  1836. 

Los  testigos  que  tengan  á su  cargo  el  desem- 
peño de  algún  destino,  comisión  ó servicio  pú- 
blico, serán  citados  á declarar  por  el  fiscal,  diri- 
giendo oficio  al  jefe  de  quien  inmediatamente 
dependan  , á fin  de  que  disponga  lo  conveniente 
para  que  no  quede  desatendido  el  servicio  que 
prestaren , y concurran  á casa  del  fiscal  en  el 
dia  y hora  que  este  hubiere  designado : art.  12 
de  la  Instrucción,  y Reales  órdenes  de  18  de  Se- 
tiembre de  1854  y 3 de  Febrero  de  1857. 
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Los  testigos  desde  teniente  de  navio  de  prime- 
ra clase  inclusive  y sus  asimilados,  declararán 
en  la  casa  de  la  autoridad  superior  de  marina 
que  haya  en  la  población:  art,  13  de  la  Instruc. 

Si  hubiere  de  declarar  la  esposa  de  algún  ofi- 
cial general  6 sus  asimilados , el  fiscal  pasará 
con  el  secretario  á su  casa  á recibirle  declara- 
ción. 

Lo  mismo  se  practicará  siempre  que  un  testi- 
go, cualquiera  que  sea  su  clase  ó condición,  se 
halle  físicamente  impedido  ó confinado  en  pre- 
sidio ú otro  establecimiento  análogo:  art.  14  de 
la  Instrucción ; Reales  órdenes  de  11  de  Marzo 
de  1800,  19  de  Abril  de  1833,  8 de  Julio  de  1843, 
30  de  Marzo  de  1863,  y ley  35,  tít.  16,  Part.  7.'; 
Reales  órdenes  de  8 de  Agosto  de  1828  y 10  de 
Setiembre  de  1839. 

El  fiscal  no  podrá  compeler  á los  testigos  pa- 
rientes del  acusado  dentro  del  cuarto  grado  ca- 
nónico de  consanguinidad  ó segmndo  de  afini- 
dad, á declarar  contra  su  voluntad:  art.  15  de  la 
Instrucción,  y ley  11,  tít.  16,  Part.  3.’,  y 9.‘,  títu- 
lo 3.°,  Part.  7.* 

A los  testigos  se  les  recibirá  juramento  de  de- 
cir verdad  en  cuanto  supieren  y fueren  pregun- 
tados, ó simple  promesa  de  decir  verdad  si  no 
profesasen  religión  alguna. 

A los  oficiales , á los  que  tengan  el  carácter  de 
tal  y á los  guardias  marinas  se  les  recibirá  de- 
claración bajo  su  palabra  de  honor,  poniendo 
la  mano  derecha  sobre  la  cruz  de  la  empuñadura 
de  sn  espada. 

A los  impúberes  no  se  les  recibirá  juramento, 
concretándose  el  fiscal  á hacerles  algunas  pre- 
guntas religiosas  ó morales  bastantes  á apreciar 
sn  desarrollo  intelectual,  y si  distinguen  lo  justo 
de  lo  íd justo  y la  verdad  de  la  mentira:  art.  16 
de  la  Instrucción;  art.  10,  tít.  3.°,  tratado  5.°  de 
las  ordenanzas  de  1748;  art.  17,  tít.  5.°,  trat,.  8.° 
de  la  ordenanza  del  ejército,  y Reales  órdenes 
de  30  de  Marzo  de  1757,  29  de  Febrero  de  1760, 
22  de  Agosto  de  1761  y l.°  de  Agosto  de  1763. 

Cada  testigo  será  examinado  secreta  y sepa- 
radamente, interrogándole  el  fiscal  por  su  nom- 
bre, apellidos,  edad,  estado,  naturaleza,  domi- 
cilio, profesión  tí  oficio;  extendiendo  en  ei  acto 
con  claridad  y distinción,  lo  que  deponga  sobre 
los  hechos  por  que  haya  sido  interrogado;  de 
manera  que  no  quede  duda  del  concepto  en  que 
se  exprese  el  testigo. 

Las  preguntas  deben  ser  directas  y de  ningún 
modo  capciosas  ni  sugestivas,  sin  emplearse 
coacción  física  ni  moral,  permitiéndose  ai  testi- 
go que  escriba  por  su  mano  si  quiere,  ó dicte  su 
declaración  , que  después  de  terminada  se  le 
leerá  íntegramente  para  que  se  ratifique  en  ella 
ó la  enmiende  y reforme,  firmándola  el  fiscal, 
secretario  y el  testigo , expresándose  si  este  no 


sabe  ó no  puede  ó no  quiere  firmar:  art.  17  de  la 
Instrucción;  leyes  24,  25,26,  28  y 30,  tít.  16, 
Part.  3.*;  ley  3.\  tít.  30,  Part.  7.';  ley  3.'  tít.  11, 
lib.  11  de  la  Noy.  Recop.,  y art.  8.°  del  reglamen- 
to de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Si  ai  extenderse  la  declaración  se  cometiere 
algún  error  ó el  testigo  quisiere  aclarar  algún 
concepto,  se  consignará  todo  á continuación  de 
la  declaración , sin  que  en  ningún  caso  se  pue- 
dan hacer  en  ella  enmiendas  ni  entrerenglona- 
duras: art.  18  de  la  Instrucción. 

Si  fuese  extranjero  el  testigo  y no  conociese 
el  idioma  español,  será  examinado,  siendo  posi- 
ble, por  medio  de  dos  intérpretes  ó de  uno,  cuan- 
do menos,  recibiéndoles  el  juramento  prevenido 
en  el  art.  16,  por  el  que  deberán  ofrecer  que 
traducirán  fielmente  al  idioma  español  las  con- 
testaciones que  diera  el  testigo. 

El  nombramiento  de  intérprete  recaerá  preci- 
samente en  los  que  tengan  título  de  tales,  si  los 
hubiere  en  el  pueblo,  y en  su  defecto  en  un 
maestro  de  la  respectiva  lengua;  y si  tampoco 
lo  hubiere,  en  cualquier  persoua  que  sepa  el 
idioma  del  testigo:  art.  19  de  la  Instrucción  y 
art.  13  de  la  Ordenanza  de  corso  de  20  de  Junio 
de  1801. 

Si  fuere  sordo-mudo  el  testigo  y sabe  leer  y 
escribir,  se  le  ^cribirán  las  preguntas  que  ha- 
yan de  hacérsele  para  que  conteste  también  por 
escrito.  Si  no  supiere  leer  ni  escribir,  se  le  exa- 
minará por  el  alfabeto  manual , y si  lo  ignorase 
declarará  por  medio  de  dos  personas  acostum- 
bradas á entenderle  y hacerse  entender  de  él; 
recibiendo  á estas  el  juramento,  según  el  ar- 
tículo 16,  por  ei  que  se  obligarán  á explicar 
fielmente  los  conceptos  que  signifique  el  testigo: 
art.  20  de  la  Instrucción. 

Si  los  testigos  estuviesen  ausentes  á seis  le- 
guas de  distancia,  se  examinarán  por  exhorto 
dirigido  á la  autoridad  que  corresponda  por  con- 
ducto del  capitán  ó comandante  general  del  de- 
partamento ó apostadero  respectivo. 

En  el  exhorto  se  insertarán  las  preguntas  que 
hayan  de  hacerse  al  testigo:  art.  21  de  la  Ins- 
trucción; art.  8.”  del  reglamento  provisional  de 
26  de  Setiembre  de  1835,  y Reales  órdenes  de  4 
de  Abril  de  1839,  24  de  Diciembre  de  1841  y 24 
de  Agosto  de  1842. 

Si  los  testigos  se  hallasen  en  el  extranjero,  el 
exhorto  á la  autoridad  que  haya  de  cumplimen- 
tarlo, lo  remitirá  el  fiscal  acompañado  de  oficio 
suplicatorio  ai  capitán  ó comandante  general 
del  departamento  ó apostadero  respectivo,  el  que 
lo  elevará  al  ministro  de  Marina  á fin  de  que  sea 
cursado  por  el  de  Estado  en  la  via  diplomática: 
artículo  22  de  la  Instrucción,  y Reales  órdenes 
de  12  de  Febrero  de  1853,  5 de  Agosto  de  1854, 
25  de  Marzo  de  1857  y 12  de  Enero  de  1861. 
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Si  el  tratado  como  reo  ó los  testigos  designa- 
sen otra  ú otras  personas  que  puedan  saber  algo 
sobre  el  hecho  criminal,  se  apresurará  el  fiscal 
á evacuar  las  citas,  siempre  que  sean  necesarias 
ó convenientes,  recibiendo  declaración  ai  testi- 
go citado,  bajo  el  juramento  de  decir  verdad  del 
art.  16,  haciéndole  las  preguntas  consiguientes 
á la  cita  sin  leerle  la  declaración  que  la  conten- 
ga, extendiéndose  minuciosamente  cuanto  con- 
testase, sin  concretarse  solo  á decir  que  es  ó no 
cierta  la  cita  en  todo  ó en  parte:  art.  23  de  la 
Instrucción;  art.  51  del  reglamento  de  26  de  Se- 
tiembre de  1835,  y art.  8.’  del  decreto  de  11  de 
Setiembre  de  1820. 

Se  evacuarán  las  citas  que  se  hiciesen  referen- 
tes á testigos  presenciales,  y se  omitirán  las  im- 
pertinentes ó inútiles;  estimándose  como  tales 
las  que  no  tienen  conexión  con  el  delito,  las  que 
no  aprovechen  para  la  prueba  del  hecho  crimi- 
nal ó de  sus  circunstancias  esenciales,  ni  al  des- 
cubrimiento del  reo,  y las  que  después  de  eva- 
cuadas no  puedan  contribuir  á la  convicción  ó 
exculpación  del  acusado,  ni  á la  ilustración  del 
tribunal:  art.  24  de  la  Instrucción;  art.  51  del  re- 
glamento de  26  de  Setiembre  de  1835,  y art.  8.°  ¡ 
del  decreto  de  11  de  Setiembre  de  1820. 

Todo  el  que  detuviere  á una  persona  tiene  la 
obligación  de  conducirla  ó hacera  conducir  in- 
mediatamente á las  prisiones  militares  ó á la 
cárcel,  entregando  al  jefe  del  local  una  cédula 
firmada  en  que  exprese  el  motivo  de  la  deten- 
ción. 

Si  no  supiere  escribir,  firmará  la  cédula  el  jefe 
del  establecimiento  en  que  se  deposite  el  pre- 
sunto reo,  con  dos  testigos. 

En  caso  de  suma  urgencia  bastará  que  las  au- 
toridades ó sus  agentes  cumplan  con  la  men- 
cionada obligación  en  el  preciso  término  de  dos 
dias:  art.  25  de  la  Instrucción;  regla  28  de  la  ley 
provisional  para  la  aplicación  del  Código  penal, 
y art.  1.”  de  la  ley  provisional  sobre  reformas  en 
el  procedimiento  criminal  de  18  de  Junio  de  1870. 

Toda  detención  se  dejará  sin  efecto  ó elevará 
á prisión  y se  notificará  á mas  tardar  á las  se- 
tenta y dos  horas  de  haber  quedado  el  detenido 
á disposición  del  fiscal. 

La  providencia  en  que  se  haya  mandado  la 
prisión  se  ratificará  ó repondrá,  oido  el  presunto 
reo,  si  reclamase  dentro  de  las  setenta  y dos  ho- 
ras siguientes  al  acto  de  la  prisión:  art.  26  de  la 
Instrucción  y art.  3.a  de  la  Constitución  de  1869. 

Se  reducirá  á prisión  todo  presunto  reo  de  un 
delito  á que  esté  señalada  por  las  ordenanzas  de 
la  armada  ó del  ejército  pena  de  presidio,  prisión, 
destierro  ó arsenales  desde  seis  años  eu  adelante 
ú otra  mas  grave,  ó presidio  y prisión  mayores 
ó confinamiento  ú oti’a  superior,  según  el  órden 
establecido  en  el  art.  29  del  Código  penal,  en  el 


caso  de  ser  este  aplicable:  art.  27  de  la  Instruc- 
ción y Real  decreto  de  30  de  Setiembre  de  1853. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  los  delitos  de  falsificación,  de  que  tratan 
los  arts.  314  y 315  del  Código  penal,  cualquiera 
que  sea  la  pena  que  corresponda,  con  tal  que  el 
hecho  no  haya  tenido  un  objeto  de  lucro  ni  oca- 
sionado perjuicio  á tercero:  art.  28  de  la  Instruc- 
ción y Real  decreto  de  30  de  Setiembre  de  1853. 

En  las  causas  á que  esté  señalada  en  las  orde- 
nanzas de  la  armada  ó del  ejército  pena  inferior 
á la  de  seis  años  de  presidio,  prisión,  destierro  ó 
arsenales,  y superior  á seis  meses  de  prisión  ó 
arresto;  ó en  el  Código  penal,  en  el  caso  de  ser 
este  aplicable,  pena  inferior  á las  de  presidio  ó 
prisión  mayores  ó confinamiento,  y superior  á 
arresto  mayor,  permanecerá  el  presunto  reo  en 
libertad,  si  su  calidad  ó circunstancias  notoria- 
mente sospechosas  no  hicieran  temer  su  fuga, 
en  cuyo  caso  se  le  constituirá  ó no  en  prisión  al 
prudente  arbitrio  del  fiscal. 

Si  solo  motivare  la  sospecha,  el  dudarse  de  la 
identidad  de  la  persona;  mientras  no  resulte 
identificada  permanecerá  en  prisión:  art.  29  de 
la  Instrucción  y Real  decreto  de  30  de  Setiem- 
bre de  1853. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  y serán  desde  luego  constituidos  en 
prisión  los  tratados  como  reos  por  delitos  de  ro- 
bo, hurto,  estafa,  atentado  de  cualquiera  clase 
contra  la  autoridad,  desacato  grave  á la  misma, 
desobediencia,  insulto,  maltrato  á superiores 
y lesiones  calificadas  de  peligrosas,  ínterin  no 
desaparezca  completamente  el  peligro:  art.  30  de 
la  Instrucción  y Real  decreto  de  30  de  Setiembre 
de  1853. 

En  las  causas  sobre  delitos  á que  esté  señala- 
da en  las  ordenanzas  de  la  armada  ó del  ejército 
seis-meses  de  prisión  ó arresto  ú otra  inferior,  ó 
en  el  Código  penal  arresto  mayor  ú otra  infe- 
rior, cometidos  por  personas  sospechosas  ó sin 
arraigo  y familia  ni  establecimiento  fijo;  podrá 
exigir  el  fiscal  que  los  presuntos  reos  se  presen- 
ten periódicamente,  ó decretar  cualquier  otro 
género  de  medidas  de  inspección  y vigilancia 
para  evitar  su  ausencia. 

Cualquiera  infracción  de  dichas  medidas  de 
parte  del  procesado  hará  procedente  la  provi- 
dencia de  prisión:  art.  31  de  la  Instrucción  y 
Real  decreto  de  30  de  Setiembre  de  1853. 

Todo  auto  de  prisión  será  motivado.  El  fiscal, 
apreciando  el  mérito  de  las  actuaciones,  consig- 
nará en  su  providencia,  que  existe  motivo  racio- 
nal bastante  para  presumir  que  el  sumariado  es 
autor,  cómplice  ó encubridor  del  delito  por  que 
se  procede,  y además  el  fundamentó  que  corres- 
ponda según  los  casos  siguientes: 

L*  Si  la  prisión  se  funda,  con  arreglo  al  ar- 
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tículo  27,  en  la  clase  ó duración  de  la  pena  se- 
ñalada al  delito,  citará  el  artículo  de  la  orde- 
nanza ó ley  en  que  aquella  esté  impuesta. 

2. °  Si  se  fundase  en  ser  el  delito  por  que  se 
procede  de  los  exceptuados  en  el  art.  30,  se  refe- 
rirá á esta  disposición,  citándola. 

3. "  Y si  la  prisión  procede,  no  por  razón  del 
delito  ni  de  la  pena  al  mismo  señalada,  sino  por 
alguna  de  las  causas  designadas  en  los  artícu- 
los 29  y 31,  hará  mención  en  el  auto,  de  la  que 
motive  la  prisión:  art.  32  de  la  Instrucción,  y ar- 
tículo 8.°  de  la  Constitución  de  1869. 

Si  el  presunto  reo  no  estuviese  ya  detenido, 
para  su  prisión  se  expedirá  mandamiento  por 
escrito  firmado  por  el  fiscal  y el  secretario,  de 
que  en  el  acto  de  ella  se  dará  al  primero  copia 
si  la  pidiere,  y siempre  ai  alcaide  de  la  cárcel, 
oficial  de  guardia  ó persona  responsable  encar- 
gada inmediatamente  de  la  seguridad  del  preso. 

El  mandamiento  firmado  por  el  fiscal  y secre- 
tario contendrá:  l.°  El  nombre,  apellido,  empleo 
y destino  del  fiscal.  2.°  La  persona  á quien  se 
comete  la  prisión.  3.°  El  delito  por  que  se  proce- 
de. 4.°  El  nombre,  apellidos  ó sobrenombres  del 
presunto  reo,  su  empleo,  profesión  6 clase,  na- 
turaleza ó domicilio,  y demás  señas  generales  ó 
particulares  que  consten  ó se  hubieran  adquiri- 
do de  su  persona  para  designarla  clara  y distin- 
tamente. 5.”  La  cárcel  ó prisión  militar  donde  se 
haya  de  conducir  al  presunto  reo.  6.°  Si  ha  de 
estar  ó no  incomunicado:  art.  33  de  la  Instruc- 
ción, y regla  31  de  la  ley  provisional  para  la 
aplicación  de  las  disposiciones  del  Código  penal. 
La  incomunicación  de  un  preso,  solo  se  decre- 
tará por  el  fiscal  cuando  para  ello  exista  j usta 
causa,  que  se  expresará  eu  la  providencia,  y no 
podrá  pasar  de  veinte  dias  continuados,  sin  per- 
juicio de  decretarla  de  nuevo  en  la  misma  for- 
ma cuando  convenga:  art.  34  de  la  Instrucción 
y regla  33  de  la  ley  provisional  para  la  aplica- 
ción de  las  disposiciones  del  Código  penal. 

No  podrá  mortificarse  al  preso  con  hierros, 
ataduras  ni  otras  vejaciones  que  no  sean  necesa- 
rias para  su  seguridad,  sino  solo  cuando  se  pre- 
suma que  pueda  intentar  su  fuga,  ó si  turbase 
la  quietud  de  los  demás  presos  ó el  órden  del 
establecimiento:  art,  35  de  la  Instrucción,  y ar- 
ticulo 7.°  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 

Si  el  sumariado  residiere  en  otro  pueblo  ó se 
hubiese  ausentado  del  en  que  tuvo  lugar  el  he- 
cho donde  no  alcance  la  jurisdicción  del  fiscal, 
librará  exhorto  ó requisitoria  á la  autoridad  que 
corresponda,  por  conducto  del  capitán  ú cóman- 
te general  del  departamento  ó apostadero  res- 
pectivo, para  que  se  practique  la  detención  ó 
prisión  é incomunicación  en  su  caso;  insertán- 
dose en  el  exhorto  la  providencia  en  que  se  hu- 


biere dispuesto  la  detención  ó prisión  é incomu- 
nicación: art.  36  de  la  Instrucción;  art.  8.“  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835,  y Reales 
órdenes  de  4 de  Abril  de  1839,  24  de  Diciembre 
de  1841  y 24  de  Agosto  de  1845? 

Si  el  procesado  se  encontrase  en  pais  extran- 
jero , y por  razón  de  la  naturaleza  ó gravedad 
del  delito  procediera  la  extradición;  bien  por 
hallarse  ajustada  con  la  Nación  en  que  aquel  se 
haya  refugiado,  bien  porque  la  misma  la  tenga 
consignada  en  principio  en  sus  leyes  ó aceptada 
en  la  practica  por  razón  de  reciprocidad;  el  fis- 
cal elevará  suplicatorio  al  ministro  de  Marina 
por  conducto  del  capitán  ó comandante  general 
del  departamento  ó apostadero,  acompañando 
certificación  ó testimonio  que  acredite  la  natu- 
raleza del  delito,  la  gravedad  de  los  cargos  y 
demás  circunstancias  requeridas  por  los  trata- 
dos en  que  se  funde  la  demanda  de  extradición. 
Si  el  presunto  reo  estuviese  refugiado  en  los  do- 
minios de  Portugal  podrá  solicitar  el  fiscal  su 
captura  á la  autoridad  que  corresponda  de  aque- 
lla Nación  y que  se  le  reciba  declaración,  ejecu- 
tándolo por  el  conducto  que  queda  expresado  y 
por  medio  de  requisitoria  en  que  se  explique 
con  la  exactitud  posible,  la  residencia  del  reo  y 
demás  circunstancias  que  contribuyan  á facili- 
tar su  cumplimiento;  á reserva  de  reclamar  for- 
malmente la  extradición  acompañando  los  do- 
cumentos necesarios:  art.  37  de  la  Instrucción, 
y Reales  órdenes  de  10  de  Setiembre  de  1839  y 
12  de  Abril  de  1845. 

Los  senadores  ó diputados,  aunque  no  estén 
todavía  admitidos,  no  podrán  ser  procesados  ni 
detenidos,  cuando  estén  abiertas  las  Córtes,  sin 
permiso  del  respectivo  Cuerpo  colegislador,  á no 
ser  hallados  infrag'anti.  Así  en  este  caso  como  el 
de  ser  procesados  ó arrestados,  mientras  estu- 
viesen cerradas  las  Córtes,  se  dará  cuenta  al 
Cuerpo  eolegislador  á que  pertenezcan  tan  lue- 
go como  se  reúnan : art.  38  de  la  Instrucción,  y 
art.  56  de  la  Constitución  de  1869. 

Detenido  ó preso  el  presunto  reo,  el  fiscal  le 
recibirá  declaración  indagatoria  sin  juramento 
ni  promesa  de  decir  verdad,  dentro  de  las  pri- 
meras veinticuatro  horas,  contadas  desde  que 
le  haya  sido  entregado  ó puesto  á su  disposi- 
ción ; á no  impedirlo  algún  grave  motivo  que  se 
consignará  en  la  causa,  en  cuyo  caso  lo  verifi- 
cará lo  mas  pronto  posible.  La  declaración  la 
recibirá  en  la  forma  siguiente:  empezará  el  exá- 
men  preguntándole  por  su  nombre  y apellidos, 
sobrenombre  ó apodos,  si  los  tuviere;  edad,  es- 
tado, profesión  ú oficio;  patria,  naturaleza,  ve- 
cindad ó residencia;  nombres  de  los-padres  y 
de  la  mujer,  número  de  hijos,  quién  le  prendió, 
en  qué  dia,  hora  y sitio  y por  qué  causa.  Se- 
guirá luego  preguntándole,  si  ha  tenido  noticia 
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del  delito  de  que  se  trata,  por  qué  conducto,  en 
qué  sitio  ó lugar  se  hallaba  él  cuando  se  come- 
tió, pasos  que  dió  en  aquel  dia,  con  qué  perso- 
nas se  acompañaba,  qué  conversaciones  tuvo 
con  ellas,  si  sabe  quién  es  el  autor  del  hecho  y 
sus  cómplices,  si  estuvo  reunido  con  todos  ó al- 
guno de  ellos  antes  ó después  de  su  ejecución, 
de  qué  asuntos  trataron,  y todo  lo  demás  que 
pueda  conducirá  la  averiguación  del  delito  y 
de  la  parte  que  en  él  hubiere  tenido.  Concluirá 
preguntándole,  si  ha  sido  preso  ó procesado  en 
alguna  otra  ocasión,  y en  su  caso,  por  qué  cau- 
sa, en  qué  juzgado,  qué  sentencia  recayó  y si 
ha  cumplido  la  pena  que  se  le  impuso.  El  secre- 
tario extenderá  en  el  acto  las  respuestas,  con- 
signando con  rigurosa  exactitud  los  conceptos 
y manifestaciones  que  expresare  el  sumariado. 
Concluida  la  declaración  se  la  leerá  íntegra- 
mente para  que  manifieste  si  está  conforme  y 
se  ratifica  en  su  contenido  ó si  tiene  algo  que 
añadir  ó enmendar;  lo  cual  verificado,  lo  firma- 
rá si  sabe  con  el  fiscal  y secretario.  Si  el  inda- 
gado quisiere,  podrá  rubricar  cada  uno  délos 
fólios  de  su  declaración  así  como  escribirla,  dic- 
tarla ó leerla  por  sí  mismo.  La  declaración  del 
sumario  nunca  quedará  cerrada  y podrá  conti- 
nuarse ó ampliarse  siempre  que  convenga  á la 
instrucción  de  la  causa,  lo  mismo,  que  si  el  su- 
mariado pidiera  se  le  oyese:  art.  39  de  la  Ins- 
trucción; ley  10,  tít.  32,  lib.  12  de  la  Nov.  Re- 
copilación; art.  290  de  la  Constitución  de  1812,  y 
artículo  18  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 

El  sumariado  está  obligado  á contestar  las  pre- 
guntas que  se  le  hicieren,  aunque  considere  in- 
competente al  fiscal,  sin  perjuicio  de  protestar 
en  el  acto  si  lo  estimase  oportuno;  pero  no  se  le 
compelerá  á declarar  con  apremios  ni  coacción 
física  ó moral.  Si  se  negare  á declarar  ó á con- 
testar á alguna  pregunta,  el  fiscal  le  excitará  á 
que  conteste  haciéndole  reflexiones  por  ias  que 
comprenda  que  su  silencio  no  le  favorecerá,  y 
que  por  el  contrario  podrá  estimarse  como  indi- 
cio de  su  criminalidad , dando  lugar  á que  se  le 
trate  como  culpable  para  todos  los  efectos  lega- 
les del  sumario  , y habrá  de  tenerse  presente  y 
acumularse  á las  demás  pruebas  que  resulten 
contra  él  al  tiempo  de  dar  la  sentencia.  Si,  no 
obstante,  persistiese  en  su  negativa  ó en  su  si- 
lencio, se  acreditará  todo  por  diligencia,  que 
firmará  con  el  fiscal  y secretario , y no  sabiendo 
ó no  queriendo  hacerlo , se  llamarán  dos  testi- 
gos que  lo  ejecuten,  después  de  haberse  ratifi- 
cado el  reo  á presencia  de  los  mismos  en  que  no 
quiere  declarar:  art,  40  de  la  Instrucción;  Real 
cédula  de  25  de  Julio  de  1814,  y art.  303  de  la 
Constitución  de  1812. 

Si  no  entendiese  el  sumariado  el  idioma  cas- 


tellano ó fuese  sordo-mudo,  se  le  recibirá  decla- 
ración como  queda  expresado  para  estos  casos 
respecto  á los  testigos,  en  los  artículos  19  y 20: 
art.  41  de  la  Instrucción. 

Si  apareciese  privado  del  uso  de  razón,  se  ave- 
riguará por  información  de  personas  que  le  ha- 
yan tratado,  por  reconocimientos  de  facultativos 
y por  medio  de  pruebas  y observaciones,  si  esta 
privación  era  anterior  al  delito  ó ha  sobreve- 
nido á él;  si  forma  un  estado  permanente,  ó si 
es  solo  eventual  ó pasajero,  y si  es  cierta  ó si- 
mulada: art.  42  de  la  Instrucción,  y art.  8.°  del 
Código  penal. 

Si  el  presunto  reo,  al  recibirle  su  declaración 
negase  su  nombre  y apeilidos,  su  naturaleza  ó 
domicilio  ó los  fingiere,  se  procederá  á identifi- 
car su  persona  y á formarle  el  cargo  correspon- 
diente por  la  suposición  de  nombre  si  este  nue- 
vo delito  corresponde  sea  juzgado  en  el  mismo 
procedimiento.  En  otro  caso  se  contraerá  al  tan- 
to de  culpa,  que  se  remitirá  al  tribunal  compe- 
tente para  conocer  del  expresado  hecho : art.  43 
de  la  Instrucción. 

El  fiscal  podrá  carear  á los  testigos  discordes 
en  hechos  esenciales,  en  cuyo  acto,  después 
de  juramentados,  se  les  leerán  los  particulares 
de  sus  respectivas  declaraciones  en  que  apa- 
■ rezcan  en  contradicción , advirtiéndoles  las  di- 
ferencias observadas  para  que  las  expliquen, 
permitiéndoles  hacerse  los  recuerdos  y refle- 
xiones que  estimen  oportunas , todo  lo  que  se 
acreditará  por  diligencia.  Si  se  hallase  ausen- 
te algún  testigo  que  deba  carearse  con  otro 
que  estuviese  presente,  se  leerá  á este  su  de- 
¡ claracion  y los  particulares  de  la  del  ausente 
en  que  desacuerde;  y las  explicaciones  que  dé 
ú observaciones  que  hiciese  para  confirmar,  va- 
riar ó modificar  sus  anteriores  asertos,  se  con- 
signarán en  la  diligencia.  Subsistiendo  la  incon- 
formidad, el  fiscal  librará  exhorto  á la  autoridad 
que  corresponda,  insertando  á la  letra  la  decla- 
; ración  del  testigo  ausente  y solo  en  la  parte  que 
baste  la  del  presente  y el  medio  careo,  á fin  de 
que  se  complete  esta  diligencia  con  el  testigo 
ausente  en  la  misma  forma  establecida  para  el 
presente:  art.  44  de  la  Instrucción;  nota  16  del 
tít.  17,  lib.  12,  Nov.  Recop.;  decretos  de  11  de 
Setiembre  de  1820,  y de  17  de  Abril  de  1821,  res- 
tablecidos en  30  de  Agosto  de  1836,  y Reales  ór- 
denes de  4 de  Abril  de  1839,  24  de  Diciembre  de 
1841  y 24  de  Agosto  de  1842. 

También  podrán  carearse  los  presuntos  reos 
sobre  los  particulares  en  que  estuviesen  discor- 
des, verificándose  la  diligencia  en  la  misma 
forma  determinada  para  los  testigos  en  el  ar- 
tículo anterior;  pero  sin  recibirles  juramento  ni 
promesa  de  decir  verdad.  Estos  careos  solo  los 
acordará  y practicará  el  fiscal  cuando  apreciase 
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que  su  resultado  pudiera  influir  para  las  prue- 
bas del  delito  y de  la  delincuencia;  y en  estado 
del  sumario  en  que  las  mútuas  revelaciones  de 
los  correos  no  comprometan  el  éxito  de  pruebas 
ulteriores:  art.  45  de  la  Instrucción,  y nota  16 
del  tít.  17,  lib.  12,  Nov.  Recop.;  decretos  de  11  de 
Setiembre  de  1820  y 17  de  Abril  de  1821,  restable- 
cidos en  30  de  Agosto  de  1836,  y Reales  órdenes 
de  4 de  Abril  de  1830,  24  de  Diciembre  de  1841 
y 24  de  Agosto  de  1842. 

Se  practicará  reconocimiento  en  rueda  de  pre- 
sos cuando  los  testigos  no  designen  distinta- 
mente al  sumariado;  si  bien  expresando  que  le 
conocen  de  vista  ó lo  reconocerían  si  le  viesen. 
Esta  diligencia  deberá  practicarse  observando 
las  reglas  siguientes:  1.*  Se  colocará  al  sumaria- 
do en  una  rueda  ó fila  compuesta  de  ochoá  doce 
soldados,  marineros  ó paisanos;  según  la  clase  á 
que  aquel  pertenezca , para  que  resulte  en  los 
testigos  la  semejanza  posible.  2.a  Se  presentará 
el  sumariado  si  pudiera  ser  con  la  misma  ropa 
que  tenia  cuando  se  ejecutó  el  delito;  y si  en  tal 
acto  siendo  militar  vestia  de  paisano,  los  compo- 
nentes de  la  fila  ó rueda  vestirán  también  de 
paisano.  3."  Los  que  formen  la  fila  ó rueda  se  pro- 
curará sean  personas  desconocidas  para  el  que  ha 
de  hacer  el  reconocimiento.  4.a  Elegirá  el  suma- 
riado el  lugar  en  que  haya  de  colocarse  entre  los 
que  le  acompañen  al  acto,  y podrá  reclamar  con 
justo  motivo,  no  forme  parte  de  la  rueda  al  que 
tenga  por  sospechoso  ú otra  precaución  que  no 
sea  maliciosa  ó dilatoria.  5.a  Recibido  juramento 
al  reconocedor,  examinará  á los  que  compongan 
la  rueda  cuantas  veces  tenga  por  conveniente, 
y manifestará  y designará  al  fiscal  al  que  le  pa- 
reciese ser  el  reo.  Si  no  lo  reconociere,  se  hará 
constar  siempre  su  contestación  en  la  diligencia. 
6.a  Be  interrogará  además  al  testigo  sobre  las  di- 
ferencias y semejanzas  que  encuentre  en  el  in- 
dividuo que  haya  designado  con  el  estado  que  el 
mismo  tenia  cuando  se  cometió  el  delito,  y acerca 
de  los  motivos  de  seguridad  ó de  duda  con  que 
haya  procedido  á su  designación.  7.a  Se  repetirá 
el  reconocimiento  dos  ó tres  veces,  variando  de 
posición  en  cada  una  de  ellas  los  individuos  de 
la  rueda  ó fila.  8.*  Se  extenderá  diligencia  de 
todo  lo  que  se  practique  y resulte  en  los  reco- 
nocimientos de  cada  testigo.  9.a  Si  dos  ó mas 
personas  hubieren  de  hacer  el  reconocimiento, 
deberán  ejecutarlo  en  actos  distintos,  y siendo 
posible  correlativos,  impidiéndose  toda  comu- 
nicación entre  las  que  le  hubieren  hecho  y las 
que  tengan  que  hacerlo:  art.  46  de  la  Instruc- 
ción, y art.  8.°- del  decreto  de  11  de  Setiembre  de 
1820,  restablecido  en  30  de  Agosto  de  1836. 

Los  comandantes  de  las  provincias  y ayudan- 
tes de  distrito,  luego  que  consideren  terminado 
el  sumario,  lo  remitirán  al  capitán  ó comandante 
Tomo  iu. 


general  del  departamento  ó apostadero  propo- 
niendo el  sobreseimiento:  l.°  Si  apuradas  las  di- 
ligencias de  averiguación  no  hubiere  prueba  de 
la  existencia  del  delito.  2.°  Si  resultase  probada 
desde  luego  la  inocencia  del  sumariado  ó que 
este  se  baila  exento  de  responsabilidad  crimi- 
nal. 3.”  Si  resultase  haberse  cometido  un  delito 
y no  hubiere  indicación  de  sus  autores,  cómpli- 
ces ó encubridores.  4.°  Si  el  hecho  no  debiera 
calificarse  de  delito  ó de  falta  militar  grave 
contra  el  servicio , ó si  la  pena  á que  resulte  me- 
recedor el  sumariado  fuese  de  las  que  por  las 
ordenanzas,  leyes , reglamentos  á órdenes  vi- 
gentes están  autorizados  para  imponer  por  si 
los  capitanes  ó comandantes  generales  de  depar- 
tamento ó apostadero,  comandantes  de  arsena- 
les ó de  provincia,  inspectores  y jefes  de  cuer- 
pos militares , ó la  de  prisión  ó arresto  basta 
seis  meses,  ú otra  inferior  á estas,  en  cuyos  ca- 
sos se  solicitará  la  aplicación  de  la  que  corres- 
ponda: art,  47  de  la  Instrucción;  art.  11  y dispo- 
sición 4.a  del  51  del  reglamento  provisional  de 
26  de  Setiembre  de  1835,  y art.  3.“.  tít.  5.°,  trata- 
do 5.’  ordenanzas  de  1748. 

El  capitán  ó comandante  general  del  depar- 
tamento ó apostadero . luego  que  reciba  la  su- 
maria, la  mandará  pasar  para  su  dictámen  al 
fiscal  del  departamento  ó apostadero:  art.  48  de 
la  Instrucción. 

El  fiscal  del  departamento  ó apostadero,  si 
considerase  que  debe  ampliarse  el  sumario, 
propondrá  al  capitán  ó comandante  general  las 
diligencias  que  deban  practicarse;  y si  juzgase 
completo  el  sumario,  consignará  su  dictámen 
aceptando  ó modificando  el  del  fiscal  de  la  pro- 
vincia ó distrito,  y ateniéndose  á lo  dispuesto 
en  el  art.  47:  art,  49  de  la  Instrucción;  art.  11  y 
disposición  4.a  del  51  del  reglamento  provisional 
de  26  de  Setiembre  de  1835  y Real  decreto  de  6 
de  Enero  de  1868. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero  pasará  la  sumaria  á consul- 
ta de  su  auditor. 

El  auditor  examinará  todas  las  actuaciones 
del  sumario  con  la  atención  que  requieren  ia 
ordenanza  y responsabilidad  de  sus  funciones, 
devolviéndola  á los  jefes  expresados  en  el  térmi- 
no mas  breve  que  le  sea  posible,  con  su  dictá- 
men , que  comprenderá  los  extremos  siguientes: 
l.°  La  justificación  de  la  existencia  del  delito,  si 
se  comprobó  en  tiempo  y en  debida  forma,  ó 
se  omitieron  algunas  diligencias  esenciales,  ne- 
cesarias ó útiles.  2.°  La  averiguación  para  el 
descubrimiento  de  los  culpables,  ó si  pudieron  y 
deben  hacerse  mayores  indagaciones.  3.°  Las 
formalidades  que  hayan  dejado  de  practicarse  y 
las  infracciones  de  ley  que  se  hubiesen  cometi- 
do en  la  detención,  prisión  ó incomunicación  de 
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los  presuntos  reos.  4.°  Las  prisiones  indebidas,  y 
las  que  procediendo  hayan  dejado  de  hacerse. 
5/  El  tiempo  invertido  en  la  formación  de  la  su- 
maria. 6.°  El  sobreseimiento  ó la  elevación  á ple- 
nario. 

Propuesto  el  sobreseimiento,  lo  consultará  en 
el  primero  y segundo  caso  del  art.  47.  En  el 
tercero,  el  sobreseimiento  con  la  cualidad  de  sin 
perjuicio  de  ampliar  las  actuaciones,  si  en  lo 
sucesivo  hubiere  méritos  para  ello.  Y en  el 
cuarto,  el  sobreseimiento  con  imposición  de  la 
pena  que  corresponda. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento 6 apostadero,  salvo  el  caso  de  disenti- 
miento, providenciará,  la  ampliación  de  las  ac- 
tuaciones, la  subsanacion  del  defecto,  el  sobre- 
seimiento ó el  plenario  consultado  por  el  audi- 
tor: art.  50  de  la  Instrucción;  art.  11  y disposi- 
ción 4.’  del  51  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835,  y decreto  de  6 de  Enero  de  1868. 

Las  providencias  de  sobreseimiento  son  ejecu- 
torias, á excepción  de  los  casos  siguientes:  l.° 
Si  se  utilizare  el  recurso  de  apelación.  2."  Si  el 
capitán  ó comaudante  general  del  departamen- 
to ó apostadero  disintiere  del  dictámen  de  su 
auditor.  3.”  Si  el  sumariado  fuese  oficial.  4.°  Si 
el  sumariado  tuviere  graduación  de  oficial  y 
se  impusiere  la  pena  de  privación  de  empleo 
ó de  presidio:  art.  51  de  la  Instrucción,  y Reales 
órdenes  de  20  de  Agosto  de  1771,  25  de  Octubre 
de  1842  y 19  de  Marzo  de  1852. 

En  el  caso  l.°  del  artículo  anterior,  los  que  se 
consideren  agraviados  presentarán  al  capitán  ó 
comandante  general  del  departamento  ó aposta- 
dero, ó al  comandante  de  la  provincia  ó distrito, 
el  escrito  de  apelación  en  el  término  señalado 
en  el  art.  3.°  del  decreto  de  30  de  Noviembre  úl- 
timo, contado  desde  el  dia  siguiente  al  en  que 
Les  fuere  notificada  la  providencia  de  sobresei- 
miento. EL  capitán  ó comandante  general  del 
departamento  ó apostadero,  prévio  dictámen  de 
su  auditor,  remitirá  la  sumaria  con  el  escrito  de 
apelación  al  Tribunal  de  Almirantazgo:  art.  52 
de  la  Instrucción. 

En  el  caso  2."  del  art.  51,  el  capitán  ó coman- 
dante general  del  departamento  ó apostadero 
razonará  la  providencia  de  disentimiento  con  el 
auditor,  y consultará  al  Tribunal  de  Almirantaz- 
go, con  remisión  de  las  actuaciones  originales. 
Lo  mismo  se  practicará  en  cualquier  otro  caso 
de  disenso  con  el  auditor:  art.  53  de  la  instruc- 
ción; Real  cédula  de  12  de  Febrero  de  1816,  y 
Reales  órdenes  de  14  de  Abril  de  1837  y 2 de 
Marzo  de  1842. 

En  los  casos  3.”  y 4.°  del  art.  51,  el  capitán  ó 
comandante  general  del  departamento  ó aposta- 
dero consultará  al  jefe  del  Estado  la  providencia 
de  sobreseimiento  para  su  aprobación  ó reforma. 


con  remesa  de  la  sumaria  original  por  conducto 
del  Tribunal  de  Almirantazgo:  art.  54  de  la  Ins- 
trucción; Real  cédula  de  12  de  Febrero  de  1816, 
y Reales  órdenes  de  3 de  Noviembre  de  1849  y 
10  de  Noviembre  de  1850. 

Si  á juicio  del  fiscal  debiera  ser  juzgado  el  de- 
lito en  Consejo  de  guerra,  formará  el  pliego  de 
cargos,  que  contendrá:  l.°  La  enumeración  de 
los  que  resulten  contra  el  sumariado  con  distin- 
ción de  los  hechos  que  constituyan  ó tengan 
conexión  con  cada  delito  ó falta,  si  estos  fuesen 
varios  é independientes  entre  sí,  y de  las  cir- 
cunstancias agravantes  y atenuantes  que  apre- 
cie hayan  concurrido  en  la  comisión  de  cada 
delito  ó falta.  2.”  Las  citas  de  las  disposiciones 
penales  que  tengan  previsto  cada  delito  ó falta. 
Si  fueren  varios  los  sumariados  y distintos  los 
cargos  que  respectivamente  les  resulten,  el  fis- 
cal formará  para  cada  uno  un  pliego  de  cargo 
en  la  misma  forma  determinada  en  este  artículo: 
art.  55  de  la  Instrucción;  art.  10,  tít.  5.°,  trata- 
do 5.“,  ordenanza  de  1748;  Reales  órdenes  de  4 
de  Junio  y 24  de  Junio  de  1799  y 10  de  Mayo  de 
1801;  y art.  2.a  de  la  ley  provisional  de  18  de  Ju- 
nio de  1870  sobre  reforma  en  el  procedimiento 
criminal. 

A continuación  del  pliego  de  cargos,  el  fiscal 
designará  los  testigos  del  sumario  con  cuyos 
asertos  no  estuviese  conforme;  consignará  su 
dictámen,  proponiendo  al  capitán  ó comaudante 
general  del  departamento  ó apostadero  que  la 
sumaria  se  eleve  á plenario,  y la  remitirá  á di- 
cho jefe:  art.  56  de  la  Instrucción,  y art.  51  del 
reglamento  provisional  de  26  de  Octubre  de  1835, 
y Real  órden  de  19  de  Marzo  de  1852. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero,  luego  que  reciba  la  suma- 
ria, la  pasará  al  fiscal  del  departamento  ó apos- 
tadero para  su  dictámen:  art.  57  de  la  Instruc- 
ción. 

El  fiscal  del  departamento  ó apostadero  podrá 
aceptar  ó modificar  el  pliego  de  cargos  formado 
por  el  fiscal  de  la  provincia  ó distrito,  ó la  desig- 
nación de  testigos  con  cuyos  asertos  no  estuvie- 
se conforme,  y consignará  su  dictámen,  propo- 
niendo al  capitán  ó comandante  general  del 
departamento  ó apostadero  que  la  sumaria  se 
eleve  á plenario;  haciendo  entrega  de  ella  al  se- 
cretario para  que  dé  cuenta  al  capitán  ó coman- 
dante general:  art.  58  de  la  Instrucción;  art.  10, 
título  5.°,  tratado  5.°,  ordenanza  de  1748;  ley  pro- 
visional de  18  de  Junio  de  1870,  sobre  reforma  en 
el  procedimiento  criminal;  art.  5.1  del  reglamen- 
to provisional  de  26  de  Febrero  de  1835;  Real 
órden  de  19  de  Marzo  de  1852,  y Real  decreto 
de  6 de  Enero  de  1868. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero  decretará  lo  que  correspon- 
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da,  según  lo  determinado  en  el  art,  50,  ó recti- 
ficando, si  procediere,  la  enumeración  de  los 
cargos  hechos,  y modificando  ó adicionando  las 
circunstancias  atenuantes  y agravantes  apre- 
ciadas por  el  fiscal:  art.  59  de  la  Instrucción;  y 
art.  9,°,  tít  3.°,  tratado  5.°,  ordenanza  de  1748,  y : 
Real  órden  de  19  de  Marzo  de  1852. 

Acordado  por  el  capitán  6 comandante  general 
que  se  proceda  al  plenario,  dispondrá  que  para 
su  ejecución  se  remita  el  proceso  al  comandante 
de  la  provincia  ó ayudante  del  distrito  de  mari-  ! 
na  á que  corresponda:  art.  00  de  la  Instrucción. 

El  fiscal  de  la  provincia  ó distrito  hará  saber 
al  procesado  que  va  á ser  juzgado  en  Consejo  de 
guerra,  y le  prevendrá  que  elija  defensor,  aper- 
cibiéndole de  que  no  haciéndolo,  se  le  nombrará 
de  oficio.  Este  cargo  podrá  recaer  en  oficial  de 
cualquier  cuerpo  de  la  armada,  piloto,  tenga  ó no 
graduación  de  oficial,  ó patrón,  residentes  en  el 
distrito:  art.  61  de  la  Instrucción;  arts.  13  y 14, 
título  3.“,  tratado  5.“,  Ordenanza  de  1748;  Reales 
órdenes  de  1 1 de  Octubre  de  1723  y 30  de  Diciem- 
bre de  1839;  ley  13,  tít.  22,  libro  5.°  de  la  No- 
vísima Recopilación,  y Real  órden  de28  de  Abril 
de  1857. 

Al  propio  tiempo,  el  fiscal  de  la  provincia  ó dis- 
trito hará  saber  al  procesado,  que  puede  elegir 
otro  defensor  entre  las  clases  designadas  en  el 
artículo  anterior  para  que  le  represente  en  las 
actuaciones  que  tengan  lugar  en  la  capital  del 
departamento,  si  en  ella  no  se  presentare  el  pri- 
mer defensor  nombrado:  art.  62  de  la  instruc- 
ción, y Real  decreto  de  4 de  Noviembre  de  1838. 

Si  el  procesado  no  eligiere  defensor,  lo  desig- 
nará de  oficio  el  fiscal  entre  las  clases  expresa-  ¡ 
das  en  el  artículo  61:  art.  63  de  la  Instrucción,  y 
Reales  órdenes  de  11  de  Octubre  de  1723  y 30  de 
Diciembre  de  1839. 

Elegido  ó designado  de  oficio  el  defensor,  el 
fiscal  lo  noticiará  al  que  lo  fuere,  por  conducto 
del  secretario;  previniéndole  se  le  presente,  pu~ 
dieudo  el  defensor  tan  luego  cumpla  con  esta 
formalidad,  comunicar  con  su  cliente.  Si  el  de- 
fensor nombrado  fuese  de  la  clase  de  oficial,  el 
fiscal  solicitará  del  capitán  ó comandante  gene- 
ral del  'departamento,  del  comandante  de  la 
provincia  ó ayudante  del  distrito,  le  haga  saber 
el  nombramiento:  art.  64  de  la  Instrucción,  y 
artículos  13  y 14,  tít.  3.°,  tratado  5."  Ordenanza 
de  1748. 

Presentado  al  fiscal  el  defensor,  al  aceptar  el 
cargo,  jurará  desempeñarlo  con  arreglo  á justi- 
cia y al  interés  de  su  patrocinado,  de  lo  que  se 
extenderá  acta:  art.  65  de  la  Instrucción,  y ar- 
tículo 20,  tít.  5.°,  tratado  8.a  Ordenanza  dei  ejér- 
cito. 

El  defensor  que  hubiese  aceptado  el  cargo,  no 
podrá  ser  relevado  sino  á su  solicitud  por  ausen- 


cia, enfermedad  ú otro  motivo  grave  á juicio 
del  fiscal  de  la  causa:  art.  66  de  la  Instrucción, 
y Real  órden  de  21  de  Julio  de  1801. 

Luego  que  el  defensor  haya  aceptado  su  car- 
go , el  fiscal  le  entregará  el  proceso  por  un  breve 
término  y copia  autorizada  por  el  secretario,  del 
pliego  de  cargos  de  que  trata  el  art.  55’,  y de  la 
rectificación,  modificaciones  y adiciones  hechas 
en  los  términos  que  prescribe  el  art.  59:  art.  67 
de  la  Instrucción,  y Reales  órdenes  de  13  de  Ju- 
nio de  1836  y 4 de  Julio  de  1842. 

Siendo  varios  los  defensores,  el  fiscal  entre- 
gará á cada  uno  de  ellos  copia  del  pliego  de 
cargos  de  su  defendido,  y ei  proceso  se  pondrá 
de  manifiesto  en  la  casa  del  fiscal,  donde  con- 
currirán para  examinarlo  los  defensores  eu  las 
horas  que  se  les  designe,  pudíeudo  tomar  las 
notas  que  consideren  convenientes:  art.  68  de  la 
Instrucción,  y regla  5.s  del  art.  51  del  reglamen- 
to provisional  de  26  de  Setiembre  de  1835. 

El  defensor  devolverá  el  proceso  con  un  breve 
escrito,  y en  el  mismo  y á un  mismo  tiempo 
podrá:  l.°  Alegar  incompetencia  de  jurisdicción 
en  el  Consejo.  2.°  Pedir  la  subsanacion  de  algún 
defecto,  la  práctica  de  alguna  diligencia  esen- 
cial , la  evacuación  de  citas  útiles  que  se  hubie- 
sen omitido  en  el  sumario,  ó la  unión  de  algún 
documento  que  pueda  servir  de  descargo.  3,°  Se- 
ñalar distintamente  los  hechos  y circunstan- 
cias que  le  convenga  probar  y los  nombres,  ape- 
llidos , clase  ó cuerpo  y morada  de  los  testigos 
que  hayan  de  declarar  sobre  cada  uno  de  dichos 
hechos  y circunstancias.  4.°  Presentar  relación 
de  los  testigos  cou  cuyos  asertos  no  estuviese 
conforme:  art.  69  de  la  Instrucción,  y reglas  5.1 
y 6.'’  del  art.  51  del  reglamento  de  26  de  Setiem- 
bre de  1835. 

Si  algunos  de  los  testigos  designados  por  el 
defensor,  cou  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo tercero  del  artículo  anterior,  se  encontrare 
ausente  y su  diebo  sobre  hecho  ó circunstancia 
esencial  para  la  defensa  no  pudiera  ser  substi- 
tuido cou  otro  testimonio  6 medio  de  prueba,  el 
defensor  formulará  y acompañará,  con  la  contes- 
tación al  pliego  de  cargos,  el  interrogatorio  á 
cuyo  tenor  haya  de  ser  examinado  el  testigo  au- 
sente: art.  70  de  la  Instrucción,  y regla  6.‘  del 
artículo  51  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 

No  se  admitirá  prueba  sobre  hechos  que  pro- 
bados por  inútiles  ó impertinentes,  no  aprove- 
chen á la  defensa:  art.  71  de  la  Instrucción; 
decreto  de  11  de  Setiembre  de  1820,  y art.  C.“  de 
la  ley  provisional  de  18  de  Junio  de  1875,  sobre 
reformas  en  el  procedimiento  criminal. 

Devuelta  la  causa  por  el  defensor,  si  este,  en 
su  contestación  al  pliego  de  cargos,  alegare  in- 
competencia de  j urisdicción  del  Consejo,  el  fiscal 
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coudictámen  razonado,  elevará  la  causa  al  capi- 
tán ó comandante  general  del  departamento  ó 
apostadero  para  la  decisión  de  este  incidente, 
prévia  consulta  del  fiscal  y auditor  del  mismo. 
Si  además  el  fiscal  juzgase  que  no  existe  el  de- 
fecto notado  ó no  lo  considerase  esencial,  ni 
tampoco  necesaria  la  diligencia  ó evacuación  de 
citas  propuestas,  ni  pertinente  en  todo  ó en  par- 
te la  prueba  articulada  en  la  contestación  al 
pliego  de  cargo , ni  los  interrogatorios  para  tes- 
tigos ausentes  que  á la  misma  se  acompañe;  con 
exposición  de  las  razones  en  que  funde  su  jui- 
cio, consultará  al  mismo  tiempo  la  decisión  del 
propio  jefe.  Igual  consulta  elevará,  y en  los  mis- 
mos casos,  aunque  por  el  defensor  no  se  recla- 
me la  incompetencia  del  Consejo:  art.  72  de  la 
Instrucción,  y art.  51  del  reglamento  de  26  de 
Setiembre  de  1835. 

Negada  la  petición  de  incompetencia,  y cuan- 
do esta  no  se  alegase , el  fiscal,  si  considera  que 
procede  la  subsanaciou  del  defecto,  la  práctica 
de  la  diligencia  ó la  evacuación  de  citas  que  el 
defensor  baya  podido  solicitar,  y pertinente  tam- 
bién la  prueba  testifical  articulada  en  la  contes- 
tación al  pliego  de  cargos  y los  interrogatorios 
para  testigos  ausentes  que  á la  misma  se  acom- 
pañen, señalará  desde  luego  dia  y hora  para  la 
prueba,  y dispondrá  se  cite  al  defensor  y á los 
testigos:  art.  73  de  la  Instrucción,  y art.  51  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Al  propio  tiempo  adicionará  cada  uno  de  los 
interrogatorios  que  para  el  exámen  de  testigos 
ausentes  hubiere  presentado  el  defensor,  con  las 
repreguntas  que  considere  oportunas,  y con  in- 
serción literal  de  dichos  interrogatorios  y re- 
preguntas librará  desde  luego  el  exhorto  ó ex- 
hortes á los  jaeces  ó autoridades  que  corres- 
pondan, EL  juez  ó autoridad  requerida  reci- 
birá ó dispondrá  que  se  reciba  declaración  al 
testigo,  al  tenor  del  interrogatorio  y repregun- 
tas que  Le  sean  respectivas,  y devolverá  el  ex- 
horto con  las  diligencias  de  su  cumplimiento 
por  el  mismo  conducto  que  lo  hubiere  recibido: 
art.  74  de  la  Instrucción,  y art.  51  del  regla- 
mento de  26  de  Setiembre  de  1835. 

El  dia  señalado  para  la  prueba,  y con  asis- 
tencia del  defensor  y del  procesado,  se  ratifica- 
rán los  testigos  del  sumario  con  cuyas  declara- 
ciones no  se  hubiesen  conformado  el  fiscal  ó el 
procesado.  Se  acreditará  por  diligencia  la  cita- 
ción del  defensor  y del  procesado  para  que  asis- 
tan á toda  diligencia  de  prueba  , que  se  practi- 
cará aunque  no  asistieren:  art.  75  de  la  Instruc- 
ción, y 51  del  reglamento  de  26  de  Setiembre 
de  1835. 

Comparecido  el  testigo  que  haya  de  ratificar- 
se, el  fiscal,  después  de  recibirle  juramento,  le 
preguntará  si  conoce  al  procesado,  si  es  el  que 


está  presente;  y no  estándolo,  si  sabe  dónde  se 
halla,  si  es  el  mismo  por  quien  ha  declarado,  si 
es  pariente  y en  qué  grado,  ó amigo  íntimo  ó 
enemigo  capital  del  agraviado  ó del  procesado, 
ó si  se  tiene  algún  interés  en  la  causa.  Contes- 
tadas por  el  testigo  estas  preguntas  , el  secreta- 
rio le  leerá  su  declaración  ó declaraciones,  ó la 
leerá  aquel  por  sí  mismo  si  pudiere  ó quisiere 
hacerlo,  y manifestará  si  son  las  mismas  que 
prestó,  si  se  ratifica  ó tiene  algo  que  añadir, 
quitar,  enmendar  6 explicar  en  ellas;  y además, 
estando  por  éL  firmadas , si  reconoce  ser  de  su 
puño  y letra  las  firmas  y rúbricas  puestas  al  pié 
de  las  mismas:  art.  76  de  la  Instrucción,  y ar- 
tículo 17,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748. 

Si  el  testigo  que  debiera  ratificarse  estuviere 
ausente,  pero  dentro  de  la  Península  ó Islas  ad- 
yacentes , y en  Ultramar  dentro  del  territorio  en 
que  se  siga  la  causa,  el  secretario  leerá  su  de- 
claración ó declaraciones  al  procesado  y defen- 
sor, los  cuales  expresarán  las  preguntas,  re- 
cuerdos , advertencias  y observaciones  que  esti- 
men deban  hacerse  al  testigo.  El  fiscal  dispondrá 
que  se  consignen  en  el  acta  las  que  estime  pro- 
pias ó pertinentes  y las  demás  que  considere 
deba  contestar  el  propio  testigo , y sin  dilación 
librará  exhorto  al  juez  ó autoridad  que  corres- 
ponda , con  inserción  á la  letra  de  la  declaración 
ó declaraciones  del  testigo  ausente  y del  acta  de 
que  se  hace  mérito  en  el  párrafo  anterior.  La  au- 
toridad ó juez  requerido  recibirá  ó dispondrá 
que  se  reciba,  como  queda  establecido  en  el  ar- 
tículo 74,  su  ratificación  al  testigo,  á quien  se- 
guidamente se  harán  las  preguntas,  recuerdos, 
advertencias  y observaciones  solicitadas  por  el 
procesado  ó defensor  estimadas  como  pertinen- 
tes y las  formuladas  por  el  fiscal,  consignando 
las  contestaciones  que  diere  el  testigo,  y devol- 
viéndose el  exhorto  con  las  diligencias  de  su 
cumplimiento,  á la  autoridad  de  quien  lo  hubie- 
re recibido:  art.  77  de  la  Instrucción;  arts.  16  y 
17,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748,  y Rea- 
les órdenes  de  10  de  Octubre  de  1790,  de  4 de 
Abril  de  1839,  de  24  de  Diciembre  de  1841,  y 24 
de  Agosto  de  1842. 

Las  declaraciones  de  los  testigos  que  hubieren 
fallecido,  ó estuvieren  ausentes  en  ignorado 
paradero  ó fuera  de  la  Península  é Islas  adya- 
centes, y en  Ultramar  del  territorio  en  que  se 
siga  el  juicio,  se  ratificarán  por  medio  de  testi- 
gos de  abono:  art.  78  de  la  Instrucción,  y Real 
órden  de  8 de  Marzo  de  1840. 

La  ratificación  por  testigos  de  abono  se  prac- 
ticará á presencia  del  procesado  y su  defensor, 
recibiendo  el  fiscal  declaración  á dos  personas 
que  conocieran  de  vista,  trato  6 comunicación  ai 
testigo,  y que  puedan  deponer  si  le  tuvieron,  ó 
no  siempre  por  hombre  ingénuo  y fidedigno;  si 
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por  tal  estuvo  ó uo  reputado ; si  tienen  ó no  por 
cierto  que  declararía  con  verdad ; si  á su  dicho 
se  deberá  dar  ó no  entera  fe  y crédito,  y que  les 
consta  que  falleció  en  tal  dia  ó que  se  ausentó 
en  tal  tiempo,  ignorando  su  paradero,  ó que  se 
halla  en  tal  pueblo;  art.  79  de  la  Instrucción,  y 
Real  órden  de  8 de  Marzo  de  1840. 

Consignada  la  ratificación,  adiciones,  supre- 
siones, enmiendas  ó explicaciones  de  que  trata 
el  art.  76,  el  fiscal,  ó por  medio  de  este  el  proce- 
sado ó el  defensor,  podrán  respectivamente  ha- 
cer las  preguntas,  repreguntas,  recuerdos,  ad- 
vertencias y observaciones  oportunas;  debiendo 
el  testigo  responder  á todas,  excepto  á las  que  el 
fiscal  estimare  'impropias  ó impertinentes,  por 
no  tener  conexión  con  el  delito , ó porque  aun 
contestadas  afirmativamente,  no  puedan  produ- 
cir resultado  útil:  art.  80  de  la  Instrucción; 
art.  17,  tít.  3.“,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748  y dis- 
posición 8.a  del  art.  51  del  reglamento  provisio- 
nal de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Al  final  de  cada  ratificación,  el  procesado,  ó el 
defensor  en  su  nombre,  podrá  tachar  á los  testi- 
gos de  cargo  en  quienes  concurra  cualquiera  de 
las  circunstancias  de  falta  de  edad,  de  conoci- 
miento, de  probidad  ó de  imparcialidad,  desig- 
nadas al  efecto  en  el  derecho  común  vigente  á la. 
sazón  del  juicio;  expresando  la  causa  y señalan- 
do con  la  misma  distinción  que  establece  el  nú- 
mero 3.°  del  art.  69,  las  personas  que  hayan  de 
declarar  sobre  su  certeza:  art.  81  de  la  Instruc- 
ción, y disposición  9.a  del  art.  51  del  reglamento 
provisional  de  26  de  Setiembre  de  1835. 

El  fiscal  á su  vez  podrá  justificar  las  tachas  de 
los  testigos  en  quienes  concurra  cualquiera  de 
las  circunstancias  expresadas  en  el  artículo  an- 
terior; pasando  préviamente  al  defensor  lista  de 
los  testigos  que  hayan  de  ser  examinados  sobre 
la  certeza  de  dichas  tachas:  art.  82  de  la  Instruc- 
ción, y disposición  9.a  del  art.  51  del  reglamento 
de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Terminada  la  ratificación  de  los  testigos,  tam- 
bién á presencia  del  procesado  y del  defensor, 
recibirá  el  fiscal  declaración  individualmente  á 
los  testigos  de  defensa,  preguntándoles  después 
de  juramentados,  si  conocen  al  procesado,  si  es 
el  que  está  presente,  y no  estándolo,  si  saben 
dónde  se  halla,  si  son  parientes  y en  qué  grado, 
ó amigos  íntimos  ó enemigos  capitales  del  ofen- 
dido, ó tienen  algún  interés  en  la  causa.  Con- 
signadas las  contestaciones,  el  procesado  y el 
defensor,  por  medio  de  fiscal , podrán  dirigir  á 
cada  testigo  las  preguntas  que  consideren  opor- 
tunas, que  las  contestará  si  el  fiscal  las  estimase 
pertinentes.  En  el  mismo  acto,  el  fiscal  podrá 
dirigir  al  testigo  las  repreguntas  que  juzgue 
convenientes  sobre  los  hechos  que  hubiese  con- 
testado á instancia  dei  defensor  ó del  procesado: 


art.  83  de  la  Instrucción,  y disposición  8.a  del 
art.  51  del  reglamento  provisional  de  26  de  Se- 
tiembre de  1835. 

El  fiscal  sin  dilación,  á presencia  también  del 
procesado  y del  defensor,  recibirá  declaración  á 
los  testigos  presentados  por  el  último  y á los  ci- 
tados de  oficio  para  prueba  de  tachas,  y pedirá  y 
unirá  á la  causa  los  documentos  que  fueren  ne- 
cesarias, y los  que  presente  el  defensor  para  la 
misma  prueba,  si  la  naturaleza  de  las  tachas 
exigiese  esta  clase  de  comprobación  : art.  84  de 
la  Instrucción,  y disposición  9.a  del  art.  51  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835. 

Toda  la  prueba  será  pública , y se  practicará 
en  un  mismo  dia  siendo  posible,  y no  siéndolo, 
en  el  inmediato  y siguientes  3in  interrupción 
hasta  terminarla;  consignándose  separadamente 
cada  rectificación,  declaración  ó diligencia,  que 
firmará  el  fiscal,  el  defensor,  el  procesado,  el 
testigo  y el  secretario:  art.  85  de  la  Instrucción, 
y arts.  9.”  y 17,  tít.  8.°,  trat.  5.°,  ordenanzas 
de  1748. 

Terminada  la  prueba,  el  fiscal  de  la  provincia 
ó distrito  remitirá  la  causa  al  capitán  ó coman- 
dante general  del  departamento  ó apostadero, 
haciéndolo  constar  en  la  misma  por  diligencia: 
art.  86  de  la  Instrucción,  y Real  decreto  de  6 de 
Enero  de  1868. 

Comunicada  la  causa  al  fiscal  del  departamen- 
to 6 apostadero,  si  notase  defectos  graves  ú omi- 
siones esenciales  en  la  sustan ci ación,  propondrá 
al  capitán  ó comandante  general  que  se  subsa- 
nen, cuyos  jefes,  con  acuerdo  de  su  auditor,  pro- 
videnciarán lo  que  estimen  conveniente:  art.  87 
de  la  Instrucción,  y Reales  órdenes  de  12  de 
Mayo  de  1810  y 22  de  Julio  de  1827. 

Cuando  en  la  sustanciacion  uo  se  observasen 
defectos  graves  ni  omisiones  esenciales,  ó des- 
pués que  se  subsanen  los  unos  y las  otras,  el 
fiscal  del  departamento  ó apostadero  propondrá 
á su  capitán  ó comandante  general  la  continua- 
ción del  procedimiento  basta  ser  visto  y fallado 
en  Consejo  de  guerra:  art.  88  de  la  Instrucción, 
y Reales  órdenes  de  12  de  Mayo  de  1810  y 22  de 
Julio  de  1827. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero,  cuando  en  la  sustanciacion 
no  se  observasen  defectos  graves  ni  omisiones 
esenciales,  ó después  que  se  subsanen  los  unos 
y las  otras,  decretará,  con  acuerdo  de  auditor, 
la  continuación  del  procedimiento  hasta  ser  vis- 
to y fallado  en  Consejo  de  guerra:  art.  89  de  la 
Instrucción,  y Reales  órdenes  de  12  de  Mayo  de 
1810  y 22  de  Julio  de  1827. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero,  nombrará  directamente  los 
jueces  que  hayan  de  componer  el  Consejo  si  el 
procesado  fuese  oficial,  y remitirá  la  causa  al 
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fiscal  del  departamento,  acompañando  relación 
de  los  jueces  nombrados  y de  los  suplentes.  Si 
en  la  causa  no  estuviese  comprendido  el  oficial, 
el  capitán  ó comandante  del  departamento  ó 
apostadero  dará  la  órden  al  mayor  general  del 
mismo  para  la  designación  de  los  jueces  del 
Consejo;  cuya  órden,  cumplimentada  y firmada 
por  los  propios  jueces,  se  remitirá  unida  con  la 
causa  al  fiscal  del  departamento  ó apostadero: 
art.  90  de  la  Instrucción,  y art.  4.”,  tít.  5.°,  y ar- 
tículos 25  y 26,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza 
de  1748. 

El  número  y clase  de  jueces  de  que  se  com- 
pondrá el  Consejo,  será  el  que  se  designa  en  las 
ordenanzas  generales  de  la  armada  y demás  ór- 
denes posteriores  que  las  adicionan.  Uno  de  di- 
chos jueces  será  del  cuerpo  á que  pertenezca  el 
procesado,  á excepción  del  eclesiástico.  Se  nom- 
brarán además  dos  jueces  con  el  carácter  de  su- 
plentes. En  el  Consejo  de  guerra  ordinario,  y en 
el  extraordinario,  el  presidente  será  capitán  de 
navio  de  primera  clase  ó brigadier:  art.  91  de  la 
Instrucción;  art.  9.°  de  la  ley  de  4 de  Febrero 
de  1869,  y órden  del  almirantazgo  de  4 de  No- 
viembre de  1869. 

Recibida  la  causa  por  el  fiscal  del  departa- 
mento ó apostadero,  consignará  en  ella  su  acu- 
sación, exponiendo  con  la  debida  separación, 
claridad  y sencillez:  1.”  Relación  sustancial  y 
exacta  de  los  hechos  y circunstancias  que  cons- 
tituyan  ó tengan  conexión  con  el  delito,  según 
el  resultado  del  proceso.  2.”  La  apreciación  de  la 
prueba  de  la  existencia  del  delito  y de  sus  cir- 
cunstancias. 3.°  La  inocencia  ó culpa  y partici- 
pación que  en  el  delito  hayan  tenido  cada,  uno  de 
los  acusados;  si  son  autores,  cómplices  ó encu- 
bridores, y el  mérito  de  la  prueba  que  contra 
cada  uno  resulte.  4."  La  apreciación  de  las  cir- 
cunstancias que  eximan,  atenúen  ó agraven  la 
responsabilidad  de  cada  uno  de  los  acusados.  5." 
Las  citas  de  las  prescripciones  legales  que  ten- 
gan previsto  y penado  el  delito.  6.“  La  pena 
principal  y accesorias  que  á cada  acusado  cor- 
responda imponer,  ó la  absolución,  fundándola 
en  falta  de  prueba  de  los  hechos,  ó en  que  estos 
no  constituyan  delito  ó falta  militar  grave  con- 
tra el  servicio,  ó en  que  no  está  justificada  la 
participación  en  ellos  del  procesado,  ó en  estar 
exento  de  responsabilidad:  art.  92  de  la  Instruc- 
ción; art.  24,  tít.  3.°,  trat.  5.”,  ordenanza  de  1748, 
y art.  26,  tít.  5.°,  trat.  8.°,  Ordenanza  del  ejército. 

La  acusación  se  unirá  á la  causa  y se  remitirá 
al  fiscal  de  la  provincia  ó distrito  que  correspon- 
da: art.  9"3  de  la  Instrucción. 

El  fiscal  de  la  provincia  ó distrito  entregará 
la  causa  al  defensor  por  un  breve  término,  á pre- 
sencia del  secretario,  que  extenderá  acta  de  la 
entrega,  expresando  el  punto,  día  y hora  en  que 


se  verifique,  y el  número  de  fólios  que  contenga 
el  proceso,  cuyo  documento  quedará  en  poder 
del  fiscal.  Si  los  procesados  fueren  varios,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  el  art.  247:  art.  94  de  la 
Instrucción;  Reales  órdenes  de  11  de  Octubre  de 
1821,  13  de  Julio  de  1836  y 4 de  Julio  de  1842,  y 
Real  órden  de  20  de  Abril  de  1837. 

Los  defensores  razonarán  sus  defensas  por  es- 
crito, y podrán  fundarlas:  l.°,  en  la  ratificación 
■ de  los  hechos  relacionados  por  el  fiscal ; 2.°,  en 
la  falta  de  prueba  sobre  la  existencia  del  delito; 
3.°,  en  la  prueba  que  acredite  la  inocencia  del 
acusado;  4.°,  en  la  insuficiencia  de  la  prueba  so- 
bre la  culpabilidad  del  acusado;  5.°,  en  la  false- 
dad de  las  pruebas ; 6.°,  en  la  nulidad  esencial 
del  procedimiento;  7.°,  en  la  prescripción  de  la 
acción  penal;  8.°,  en  haber  sido  ya  juzgado  el 
hecho,  ó haber  pendiente  sobre  el  mismo  otro 
procedimiento;  9.°,  en  la  existencia  de  circuns- 
tancias que  eximan  ó atenúen  la  responsabilidad 
del  acusado;  10,  en  exceso  de  la  pena  pedida  por 
el  fiscal,  ó impropia  clasificación  del  delito  ó 
aplicación  de  la  pena:  art.  95  de  la  Instrucción; 
art.  31,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748;  ar- 
tículo 39,  tít.  5.9,  trat.  8.°,  Ordenanza  del  ejérci- 
to; Real  órden  de  8 de  Octubre  de  1847,  y ley  16, 
tít.  l.°,  Part.  7.a 

Presentada  la  defensa,  el  fiscal  citará  al  pro- 
cesado para  su  asistencia  personal  ante  el  con- 
sejo de  guerra,  expresando  en  el  acto  y acredi- 
tándose por  diligencia,  si  renuncia  á este  dere- 
cho: art.  96  de  la  Instrucción,  y Real  decreto  de 
4 de  Noviembre  de  1838. 

Si  el  procesado  estuviere  preso,  le  preguntará 
el  fiscal  si  desea  concurrir  al  acto  del  consejo, 
acreditándose  por  diligencia  su  contestación.  Si 
esta  fuese  afirmativa,  el  capitán  ó comandante 
general  resolverá  sobre  la  conducción  del  proce- 
sado, impetrando  en  su  caso  el  auxilio  de  las  au- 
toridades que  correspondan : art.  97  de  la  Ins- 
trucción, y .art.  33,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza 
. de  1748. 

Unida  la  defensa  á la  causa,  la  remitirá  el  fis- 
cal de  la  provincia  ó distrito  al  capitán  ó coman- 
dante general  del  departamento  ó apostadero, 
quien  la  mandará  pasar  á su  auditor,  cuyo  ma- 
gistrado; no  habiendo  faltas  que  subsanar,  ni 
proponiéndose  recusación  ó incompatibilidad  en 
los  jueces,  consultará  al  capitán  ó comandante 
general  que  se  celebre  el  Consejo : art.  98  de 
la  Instrucción,  y Real  decreto  de  6 de  Enero 
de  1868. 

No  existiendo  falta  que  subsanar,  ni  propo- 
niéndose causa  alguna  de  recusación  ó incom- 
patibilidad, ó resueltas  las  propuestas,  el  capitán 
ó comandante  general  del  departamento  ó apos- 
tadero dará  por  escrito  la  órden  para  celebrar  el 
Consejo,  señalando  el  sitio , día  y hora  en  que 
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deba  reunirse,  y avisando  á los  jueces  para  su 
asistencia  en  la  forma  establecida  en  el  art.  90. 
El  fiscal  del  departamento  unirá,  esta  órden  á la 
causa , y por  medio  del  secretario  citará  á los 
jueces  y al  defensor  del  acusado,  dand  o á la  vez 
la  órden  de  citación  á los  testigos  presentes  de 
cargo  y de  descargo : art,  99  déla  Instrucción; 
art.  25,  tít.  3.°,  y 11,  tít.  trat.  5.°,  Ordenanza 
de  1748,  y arts.  27  y 28,  tít.  5.°,  trat.  8.°,  Orde- 
nanzas del  ejército. 

Al  propio  tiempo  el  capitán  ó comandante  ge- 
neral del  departamento  ó apostadero  ordenará  al 
auditor  que  asista  al  Consejo:  art.  100  de  la  Ins- 
trucción; art.  2.°,  tít,  6.a,  trat.  8.",  Ordenanza  del 
ejército,  y Real  órden  de  14  de  Febrero  de  1833. 

Reunido  el  Consejo  después  de  oir  la  misa  del 
Espíritu  Santo,  ocupará  el  presidente  su  asiento 
delante,  de  una  mesa  en  que  estarán  las  Ordenan- 
zas de  la  armada  y del  ejército,  el  Código  penal 
y esta  Instrucción.  A la  derecha  del  presidente 
se  sentarán  los  demás  jueces  en  el  órden  de  su- 
perioridad de  empleos  efectivos  y mayor  anti- 
güedad. El  auditor  ocupará  el  primer  asiento  á 
la  izquierda  del  presidente.  El  fiscal  del  departa- 
mento se  sentará  dando  frente  al  presidente,  y á 
la  derecha  de  aquel  el  secretario.  Si  concurrieran 
al  Consejo  jueces  de  cuerpos  políticos  militares, 
se  sentarán  á la  izquierda  del  presidente,  des- 
pués del  auditor,  por  el  órden  establecido  res- 
pecto de  los  demás  jueces.  Si-  hubieren  concur- 
rido los  siete  jueces  nombrados  para  componer 
el  Consejo,  los  suplentes  ocuparán  el  lugar  que 
les  corresponda  á su  empleo  efectivo  y antigüe- 
dad; pero  no  tomarán  parte  en  las  discusiones  y 
votaciones  mientras  no  substituyan  á alguno  de 
los  jueces  que  se  retirase  del  Consejo.  Sentados 
los  jueces,  el  auditor,  fiscal  y secretario  en  dicho 
órden,  se  cubrirán:  art.  101  de  la  Instrucción; 
art.  29,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748;  ar- 
tículos 28  y 36,  tít.  5.°,  y 12,  tít.  6.°,  trat.  8.°,  Or- 
denanza del  ejército;  art.  12,  tít.  3.",  trat.  2.a,  Or- 
denanza de  1793,  y Real  órden  de  8 de  Marzo 
de  1850. 

La  audiencia  será  pública ; pero  si  de  la  pu- 
blicidad pudiera  turbarse  el  órden,  ó los  hechos 
criminales  ofendieren  al  pudor  ó á las  buenas 
costumbres,  el  presidente  dispondrá  la  celebra- 
ción del  acto  en  audiencia  secreta.  Cuando  la 
audiencia  sea  pública,  los  circunstantes  se  man- 
tendrán en  pié,  descubiertos,  guardando  silen- 
cio y la  compostura  y respeto  debidos:  art,  102 
de  la  Instrucción;  art.  9.°  del  reglamento  de  1 / 
de  Octubre  de  1835,  y art.  29,  tít.  3.°,  trat.  5.  , 
Ordenanza  de  1748. 

Fuera  del  local  en  que  se  celebre  el  Consejo, 
pero  á sn  inmediación,  estarán  los  testigos  que 
hubiere  citado  el  fiscal,  según  lo  dispuesto  en  el 
art.  99;  bailándose  prontos  á comparecer  ante  el 
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Consejo  siempre  que  se  ofreciere  duda  y pare- 
ciere conveniente  hacer  alguna  pregunta  que 
conduzca  á resolverla:  art.  103  de  la  Instrucción, 
y art.  32,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748. 

La  dirección  del  debate  corresponde  al  presi- 
dente, cuyas  providencias  en  este  sentido  y á 
cuanto  conduzca  á mantener  el  órden , serán 
cumplidas  en  el  acto , sin  réplica  ni  recurso  al- 
guno. A sus  órdenes  estará  una  guardia  y los 
ayudantes  ó subalternos  necesarios:  art.  104  de 
la  Instrucción,  y arts.  30,  35  y 36,  tít.  3.°,  trata- 
do 5.u,  Ordenanza  de  1748. 

El  presidente  leerá  la  órden  de  convocación 
del  Consejo.  El  defensor  asistirá  y ocupará  asien- 
to en  el  costado  derecho  de  la  Sala  de  audiencia. 
También  podrá  asistir  el  acusado  si  lo  solicitare, 
y se  sentará  en  un  banco  ó silla  frente  á la  mesa 
del  Consejo:  art.  105  de  la  Instrucción,  y arts.  30, 
31  y 33,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748. 

El  secretario,  prévia  la  vénia  del  presidente, 
hará  lectura  de  todo  el  proceso,  con  excepción 
de  las  diligencias  de  mera  sustanciacion,  que 
bastará  relacione,  á no  ser  que  el  defensor  so- 
licite la  lectura  de  alguna  de  ellas.  Si  cualquie- 
ra de  los  jueces  pidiere  que  se  lea  alguna  de  las 
actuaciones  relacionadas,  ó que  se  repita  la  lec- 
tura de  otra  diligencia  ó pieza,  el  presidente  lo 
dispondrá  así.  Concluida  la  lectura  del  proceso, 
el  fiscal  leerá  su  acusación,  y sucesivamente  el 
defensor  su  defensa,  uniéndose  uno  y otro  es- 
crito á la  causa  antes  del  acto  de  la  celebración 
del  Consejo.  Si  el  procesado  ó su  defensor  no  hu- 
i biesen  comparecido  ante  el  Consejo,  á virtud  de 
lo  dispuesto  en  los  arts.  62  y 97,  leerá  la  defensa 
el  secretario:  art.  106  de  la  Instrucción,  y artícu- 
los 30  y 31,  tít.  3.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1748. 

Terminada  la  lectura  de  la  defensa,  si  el  acu- 
sado se  hallare  en  la  capital  y cualquiera  de  los 
jueces  lo  exigiere,  se  le  hará  comparecer  para 
interrogarle.  También  podrán  dirigir  á los  tes- 
tigos presentes  las  preguntas  que  consideren 
convenientes  sobre  el  hecho  sometido  al  Conse- 
jo. A continuación  el  fiscal  primero,  y después 
el  defensor,  podrán  exponer  de  palabra  las  ob- 
servaciones que  estimen  oportunas  para  la  ilus- 
tración del  debate;  pero  permitiéndoles  hablar 
una  sola  vez,  y otra  para  rectificar  algún  hecho: 
art.  107  de  la  Instrucción;  arts.  32  y 33,  tít.  3.“, 
tratado  5.°,  Ordenanza  de  1748,  y Reales  órdenes 
de  II  de  Octubre  de  1821,  13  de  Junio  de  1836  y 
4 de  Julio  de  1842. 

Terminada  la  vista,  quedará  el  Consejo  en  se- 
sión secreta  con  el  auditor,  fiscal  y secretario; 
art.  108  de  la  Instrucción,  y art.  17,  tít.  6.°,  tra- 
tado 8.”,  Ordenanza  del  ejército. 

Cada  uno  de  los  jueces  podrá  consultar  di- 
rectamente con  el  auditor  cuantos  particulares 
estime  convenientes.  Este  magistrado!,  no  solo 
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contestará  á las  preguntas  que  se  le  hicieren  en 
el  acto,  sino  que  expondrá  los  defectos  esencia- 
les de  forma  que  notare  en  el  proceso  desde  su 
última  revisión  y en  el  acto  de  la  vista;  todo  lo 
que  se  hará  constar  en  el  acta:  art.  109  de  la  Ins- 
trucción; art.  2.",  tít.  6.“,  tratado  8.",  Ordenanza 
del  ejército,  y Reales  órdenes  de  14  de  Febrero 
de  1833  y de  7 de  Febrero  de  1846. 

El  presidente,  resumiendo  brevemente  el  de- 
bate, propondrá  las  cuestiones  siguientes:  1 ¿Es 
F.  reo  de  tal  delito?  2,"  ¿Concurre  tal  circuns- 
tancia agravante  en  el  acusado?  3.*  ¿Concurre 
tal  circunstancia  atenuante  en  favor  del  acusa- 
do? Sobre  cada  delito  y sobre  cada  una  de  sus 
circunstancias  atenuantes  ó agravantes  se  for- 
mulará por  el  presidente  especial  pregunta:  ar- 
tículo 110  de  la  Instrucción;  arts.  35  y 36  tít.  3.“, 
tratado  5.°,  Ordenanza  de  1748,  y art.  44;  tít.  5.°, 
tratado  8.a,  Ordenanza  del  ejército. 

Cuando  el  acusado  alegare  en  su  defensa  cir- 
cunstancias quele  eximan  de  responsabilidad,  la 
segunda  cuestión  será:  ¿Es  el  acusado  criminal- 
mente responsable  del  delito  que  se  le  imputa? 
Si  el  acusado  fuere  menor  de  quince  años,  se 
propondrá  después  de  la  primera  del  artículo 
anterior,  esta  otra  cuestión  prévia:  ¿Obró  el  acu- 
sado con  discernimiento?  art.  111  de  la  Instruc- 
ción; arts.  35  y 36,  tít.  3.°,  tratado  5.“,  Ordenan- 
za de  1748,  art.  44,  tít  5.°,  tratado  8.°,  Ordenanza 
del  ejército  y art.  8.°  del  Código  penal. 

Sucesivamente  y sobre  cada  una  de  las  cues- 
tiones de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores, 
el  presidente  abrirá  discusión:  art.  112  de  la 
Instrucción,  y art.  31,  tít.  3.°,  tratado  5.“,  Orde- 
nanza de  1748. 

Resuelta  favorablemente  para  el  acusado  la 
primera  cuestión  del  art.  110,  y en  sus  respecti- 
vos casos  las  dos  prévias  del  111,  no  se  propon- 
drán las  restantes.  Resueltas  que  fueren  en  con- 
tra dichas  cuestiones  se  procederá  á la  discu- 
sión y votación  de  la  segunda  del  art.  110  y su- 
cesivamente de  la  tercera.  El  fiscal  tomará  nota 
de  las  votaciones  que  serán  resueltas  por  mayo- 
ría de  votos,  empezando  por  el  del  mas  moderno 
y terminando  por  el  del  presidente:  art.  113  de 
la  Instrucción,  arts.  35  y 36,  tít.  3.°,  tratado  5.°, 
Ordenanza  de  1748,  art.  44,  tít.  5.°,  tratado  8.°, 
Ordenanza  del  ejército  y art.  8.°  del  Código  penal. 

Si  el  Consejo  hallare  en  la  causa  defectos  sus- 
tanciales que  subsanar  ó faltaren  algunas  dili- 
gencias precisas  para  el  cabal  conocimiento  de 
la  verdad,  podrá  acordar  que  se  subsanen  aque- 
llas ó se  practiquen  estas,  designando  precisa- 
mente las  que  fuesen,  y así  se  ejecutará  sin  di- 
lación por  el  fiscal  si  la  diligencia  pudiera  prac- 
ticarse en  el  acto  ó en  el  mismo  dia  antes  de  di- 
solverse el  Consejo.  En  otro  caso  el  presidente 
remitirá  la  causa  ai  capitán  ó comandante  ge- 


neral .del  departamento  ó apostadero  con  el 
acuerdo  del  Consejo  para  su  resolución:  art.  114 
de  la  Instrucción;  art.  39,  título  3.“,  Ordenanza 
de  1748  y art.  51,  reglamento  de  26  de  Setiem- 
bre de  1 835. 

Acordada  la  culpabilidad  del  acusado,  y si 
existen  circunstancias  atenuantes  ó agravantes 
se  procederá  á la  votación  de  la  pena  y el  tiempo 
de  su  duración,  observándose  las  reglas  siguien- 
tes: 1.*  Para  que  el  Consejo  condene  á muerte 
deben  reunirse  al  menos  cinco  votos  de  los  siete 
jueces.  2.a  Cuando  unos  jueces  votasen  á muerte 
y los  demás  á otra  pena,  el  voto  del  presidente 
se  contará  por  dos,  agregándose  ambos  á los  que 
votasen  otra  pena  que  no  sea  la  de  muerte,  si 
este  fué  el  voto  del  presidente,  y solo  uno  si  votó 
á muerte.  3.’  Para  que  el  Consejo  condene  á 
cualquiera  pena  que  no  sea  la  de  muerte  bastará 
que  haya  mayoría,  sin  que  el  presidente  en  es- 
. tos  casos  tenga  voto  de  preferencia.  4.*  Si  el 
¡ Consejo  se  fraccionase  en  tres  opiniones,  una 
votando  á muerte,  otra  votando  á otra  pena,  y 
otra  votando  la  absolución,  se  seguirá  la  mas  fa- 
vorable al  reo;  pero  si  los  votos  de  absolución 
fueren  menos  que  los  de  muerte  y de  otra  pena 
inferior,  sufrirá  esta  última  si  no  se  reúnen  cin- 
co votos  á muerte:  art.  115  de  la  Instrucion,  y 
arts.  42  y 43,  tít.  3P,  tratado  5.°,  Ordenanza 
de  1748. 

El  Consejo  no  ppdrá  declararse  incompetente 
ni  juzgar  á personas  que  no  hayan  sido  com- 
prendidas en  la  causa:  art.  116  de  la  Instruc- 
ción; acuerdo  del  Tribunal  Supremo  de  Guer- 
ra y Marina  de  23  de  Junio  de  1842,  y Reales  ór- 
denes de  8 de  Enero  de  1841,  22  de  Febrero  de 
1844,  31  de  Mayo  de  1866,  3 de  Abril  y 15  de 
Marzo  de  1852. 

EL  secretario,  á continuación  del  escrito  de 
defensa,  extenderá  acto  de  la  celebración  del 
Consejo,  que  contendrá:  1."  La  fecha  en  que  se 
celebre.  2.°  Haberse  oido  la  misa  del  Espíritu 
Santo,  ó en  su  caso  la  causa  que  lo  impidiera. 
3."  Sitio  en  que  se  reunió  el  Consejo.  4.°  Nom- 
bres, apellidos  y empleos  del  presidente  y demás 
jueces.  5.°  La  asistencia  del  procesado  en  su  caso. 

6. °  Haberse  hecho  relación  de  todo  el  proceso. 

7. °  Preguntas  que  se  hicieran  al  procesado  y 
testigos,  y las  contestaciones  que  dieren.  8.“  Ha- 
berse leído  la  acusación  y defensa,  con  expresión 
del  nombre , apellido  y empleo  del  defensor. 
9.”  Haberse  retirado  al  procesado  á su  prisión, 
y que  el  Consejo  quedó  eu  sesión  secreta  para 
conferenciar  y votar:  art.  117  de  la  Instrucción, 
y art.  34,  tít.  3.",  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1748. 

Acto  seguido  se  redactará  la  sentencia,  que 
deberá  expresar:  l.°  Los  nombres,  apellidos, 
edad,  naturaleza,  domicilio,  profesión  ú oficio 
del  reo.  2.°  Delito  ó delitos  por  que  se  le  juzga. 
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3.”  Circunstancias  agravantes  ó atenuantes  oue 
se  apreciaron.  4.”  Penas  principales  y accesorias 
impuestas,  o.  Citas  de  las  disposiciones  legales 
que  clasifiquen  y penen  el  delito  y en  que  se 
hayan  fundado  los  votos:  art.  118  de  la  Instruc- 
ción y arta.  42  y 44,  tít.  3.*,  tratado  5.",  Orde- 
nanza de  1748. 


Leida  la  sentencia,  se  firmará  por  el  presi- 
dente y jueces  por  el  órden  en  que  se  sentaron, 
y últimamente  por  el  secretario:  art.  Ilúdela 
Instrucción,  y art.  44,  tít.  3.°  tratado  5.°,  Orde- 
nanza de  1748. 

Si  el  Consejo  hubiere  acordado  la  subsanacion 
de  defectos  esenciales  ó la  práctica  de  algunas 
diligencias  precisas , según  lo  dispuesto  en  el 
art.  114,  que  no  pudieran  practicarse  en  el  acto; 
el  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero  decretará  la  ejecución  del 
acuerdo  del  Consejo  por  el  fiscal  de  la  causa;  y 
subsanado  el  defecto  ó practicadas  las  diligen- 
cias, si  no  hubiere  otras  que  practicar,  dispon- 
drá, de  acuerdo  con  su  auditor,  que  vuelva  á 
juntarse  el  Consejo  para  dictar  sentencia : ar- 
tículo 120  de  la  Instrucción;  art.  3.°,  tratado  5.°, 
Ordenanza  de  1748,  y art.  51  del  reglamento  de 
26  de  Setiembre  de  1835. 

Dictada  sentencia , el  secretario  entregará  se- 
guidamente la  causa  al  capitán  ó comandante 
general  del  departamento  ó apostadero,  y por 
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tít.  3.°,  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1748;  art.  58, 
tít.  5.°,  tratado  8.°,  Ordenanza  del  ejército;  ar- 
tículo 10  de  la  ley  de  26  de  Abril  de  1821;  Real 
órden  de  14  de  Abril  de  1837;  art.  33,  tít.  l.°,  Or- 
denanza de  3802,  y art.  10  de  la  ley  de  4 de  Fe- 
brero de  1869. 

bi  el  procesado  tuviere  graduación  de  oficial 
y le  hubiere  impuesto  el  Consejo  la  pena  de  pri- 
vación de  empleo , degradación,  presidio  ó muer- 
te, el  auditor  consultará  al  capitán  ó comandan- 
te general  del  departamento  ó apostadero  que 
se  abstenga  de  aprobar  la  sentencia  y de  dispo- 
ner su  ejecución,  y la  consultará  al  jefe  del  Esta- 
do con  remesa  de  la  causa  original,  por  conducto 
del  tribunal  del  Almirantazgo , y así  lo  acorda- 
rán aquellos  jefes:  art.  124  de  la  Instrucción  y 
Reales  órdenes  de  18  de  Abril  de  1799,  24  de  No- 
viembre de  1845  y 21  de  Mayo  de  1849. 

No  imponiéndose  por  el  Consejo  al  procesado 
graduado  de  oficial  la  pena  de  privación  de  em- 
pleo, degradación,  presidio  ó muerte,  se  proce- 
derá según  lo  determinado  en  los  ’arts.  121,  122 
y 123:  art.  125  de  la  Instrucción,  y Reales  órde- 
nes de  18  de  Abril  de  1799,  24  de  Noviembre  de 
1845  y 21  de  Mayo  de  1849. 

En  causa  contra  oficial,  si  el  Consejo  absuelve 
al  procesado,  ó aunque  le  condene,  si  la  pena 
impuesta  no  fuere  de  privación  de  empleo,  de- 
gradación ó muerte,  el  auditor  se  limitará  en  su 


estos  jefes  se  pasará  en  consulta  al  auditor,  cuyo 
magistrado,  no  hallando  defecto  esencial  de  for- 
ma que  deba  subsanarse;  en  cuyo  caso  propon- 
drá que  préviamente  se  subsane,  expondrá  en 
su  dictámen  si  estima  ó no  justa  la  sentencia, 
citando  las  disposiciones  legales  que  apoyen  su 
opinión:  art.  121  de  la  Instrucción  y art.  45 , tí- 
tulo 3.°,  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1748. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero  en  las  causas  en  que  el  acu- 
sado no  sea  ó tenga  graduación  de  oficial,  esti- 
mando, de  acuerdo  con  su  auditor,  justa  la  sen- 
tencia del  Consejo  de  guerra,  dispondrá  su  eje- 
cución: art.  122  de  la  Instrucción  y arts.  45  y 46, 
tít.  3.°,  tratado  3.°,  Ordenanza  de  1748. 

El  capitán  ó comandante  general  del  depar- 
tamento ó apostadero  suspenderá  la  ejecución 
de  la  sentencia  del  Consejo  en  las  causas  de  que 
trata  el  artículo  anterior:  1.®  Si  el  auditor  disin- 
tiese de  la  sentencia  del  Consejo.  2.°  Si  disintiese 
del  dictámen  del  auditor  ó de  la  sentencia  del 
Consejo.  3.°  Si  en  la  sentencia  se  hubiere  im- 
puesto cualquiera  de  las  penas  que  se  expresan 
en  el  párrafo  tercero  del  art.  3.°  del  Real  decreto 
de  30  de  Noviembre  último.  4."  Si  se  utilizase  en 
su  tiempo  y caso  el  recurso  de  apelación.  En 
cualquiera  de  estos  casos,  el  capitán  ó coman- 
dante general  remitirá  el  proceso  al  tribunal  de 
Almirantazgo:  art.  123  de  la  Instrucción,  art.  46, 
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dictámen  á proponer  que  se  publique  y ejecute 
la  sentencia,  y que  después  de  ejecutada  se  re- 
mita el  proceso  al  jefe  del  Estado  por  conducto 
del  tribunal  de  Almirantazgo:  art.  126  de  la  Ins- 
trucción; art.  14,  tít.  5.°,  tratado  5.°,  Ordenanza 
de  1748;  art.  21,  tít.  6.°,  tratado  8.°,  Ordenanza 
del  ejército,  y Reales  órdenes  de  31  de  Octubre 
y 29  de  Diciembre  de  1845,  10  de  Noviembre  de 
1846,  31  de  Marzo  de  1847  y 31  de  Mayo  de  1848. 

En  causa  contra  oficial,  si  el  Consejo  impusie- 
se la  pena  de  muerte  ú otra  que  comprenda  la 
privación  de  empleo  ó degradación , el  auditor 
expondrá  en  su  dictámen  si  la  considera  ó no 
justa  con  arreglo  á los  méritos  del  proceso,  ci- 
tando las  disposiciones  leg’ales  en  que  se  apoye 
su  opinión,  y concluirá  proponiendo  que  para  la 
aprobación  ó desaprobación  de  la  sentencia  se 
remita  el  proceso  al  jefe  del  Estado  por  conducto 
del  tribunal  de  Almirantazgo:  art.  127  de  la  Ins- 
trucción: art.  14,  tít.  5.°,  tratado  5.°,  Ordenanza 
de  1748;  art.  22,  tít.  6.°,  tratado  8.°,  Ordenanza 
del  ejército,  y Real  órden  de  24  de  Setiembre 
de  1848. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero,  en  el  caso  del  art.  126,  si 
considerase  como  el  auditor  ejecutoria  la  sen- 
tencia, la  mandará  publicar  y ejecutar,  y des- 
pués de  ejecutada  remitirá  el  proceso  al  jefe  del 
Estado  por  conducto  del  tribunal  de  Almirantaz- 
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go.  Si  dichos  jefes  no  estimasen  ejecutoria  la 
sentencia,  ó en  el  caso  del  artículo  anterior,  sus- 
penderán su  ejecución  y remitirán  el  proceso  al 
jefe  del  Estado  por  conducto  del  tribunal  de  Al- 
mirantazgo: art,  128  de  la  Instrucción;  art.  14, 
tft.  5.°,  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1748;  art.  21, 
tít.  6.°,  tratado  8.°,  Ordenanza  del  ejército,  y Real 
órden  de  24  de  Setiembre  de  1818. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  art.  125  y 
párrafo  primero  del  artículo  anterior,  el  caso  en 
que  se  interpusiere  el  recurso  de  apelación,  con- 
forme á lo  dispuesto  en  el  art.  3.u  del  Real  decre- 
to de  30  de  Noviembre  de  1872:  art.  129  de  la  Ins- 
trucción , 

Si  en  causa  contra  oficial  estuviesen  compren- 
didos individuos  que  debieran  estar  sometidos 
al  Consejo  de  guerra  ordinario  ó extraordinario, 
se  procederá,  respecto  á la  ejecución  de  la  sen- 
tencia, según  queda  prevenido  en  los  respecti- 
vos casos  en  los  arts.  122,  123,  124,  125,  126,  127, 
128  y 129:  art.  130  de  la  Instrucción. 

Si  el  procesado  estuviese  en  la  capital  del  de- 
partamento, se  le  notificará  en  persona  la  sen- 
tencia seguidamente  por  el  secretario  á presen- 
cia del  defensor.  Si  se  hallase  fuera  de  la  capital, 
se  librará  por  dicho  secretario  copia  literal  cer- 
tificada de  la  sentencia,  y se  remitirá  por  el  ca- 
pitán ó comandante  general  del  departamento 
ó apostadero  al  fiscal  de  la  provincia  ó distrito 
donde  se  hubiese  instruido  la  causa,  para  la  no- 
tificación personal  de  la  sentencia  al  procesado; 
cuyo  acto  se  verificará  por  el  secretario  de  la 
provincia  ó distrito  con  asistencia  del  defensor 
nombrado  ú otro  que  se  designe,  extendiendo 
de  todo  la  correspondiente  diligencia,  que  fir- 
marán los  que  quedan  nombrados  y sepan  ha- 
cerlo: art.  131  de  la  Instrucción  art.  51  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835,  y dispo- 
sición 1.a  del  decreto  de  4 de  Noviembre  de  1838. 

El  procesado  ó su  defensor  podrán  interponer 
el  recurso  de  apelación  contra  las  sentencias  de 
los  Consejos  de  guerra  para  ante  el  tribunal  de 
Almirantazgo,  en  el  término  de  cinco  dias,  con- 
tados desde  el  siguiente  al  en  que  se  notifique  la 
sentencia.  El  fiscal  podrá  también  utilizar  este 
recurso  en  el  propio  término , contado  desde  el 
siguiente  dia  al  en  que  se  dictare  la  sentencia. 
El  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  será 
fundado,  en  el  concepto  de  que,  sin  mas  audien- 
cia resolverá  el  tribunal  de  Almirantazgo:  ar- 
tículo 132  de  la  Instrucción. 

Si  el  procesado  reside  en  el  distrito  capital  del 
departamento  6 apostadero,  el  recurso  de  que 
trata  el  articulo  anterior  lo  entregará  aqueL  ó 
su  defensor  al  secretario,  el  cual  anotará  en  el 
acto  el  dia  de  la  entrega,  y sin  dilación  dará 
cuenta  al  capitán  ó comandante  general  del  de- 
partamento ó apostadero,  cuyo  jefe,  con  dictá- 


men  de  su  auditor,  admitirá  siempre  el  recurso 
cuando  se  interponga  en  el  término  que  queda 
prefijado,  y dispondrá  se  haga  saber  al  procesa- 
do su  admisión.  El  secretario  lo  acreditará  así  á 
continuación  del  decreto  de  dicho  jefe:  art.  133 
de  la  Instrucción;  art.  51  del  reg-lamento  de  26 
de  Setiembre  de  1836,  y regla  l.'1  del  decreto  de 
4 de  Noviembre  de  1838. 

Si  el  procesado  no  residiese  en  el  distrito  ca- 
pital del  departamento  ó apostadero,  entregará 
el  recurso  de  que  trata  el  art.  132  al  secretario 
de  la  provincia  ó distrito,  el  cual  anotará  en  el 
acto  el  dia  de  la  entrega;  y siu  dilación  dará 
cuenta  al  fiscal  de  la  provincia  ó distrito,  por  el 
que  se  remitirá  al  capitán  ó comandante  gene- 
ral del  departamento  6 apostadero.  Este  jefe,  con 
dictámen  de  su  auditor,  admitirá  siempre  el  re- 
curso, si  resultare  haberse  utilizado  en  el  tér- 
mino que  se  señala  en  el  art.  132,  y dispondrá 
se  haga  saber  al  procesado  su  admisión,  diri- 
giendo oficio,  insertando  el  decreto  de  admi- 
sión del  recurso,  al  fiscal  de  la  provincia  ó dis- 
trito en  que  resida  el  procesado;  y notificado 
este  por  el  secretario,  se  devolverá  el  oficio  cum- 
plimentado al  capitán  ó comandante  general 
por  conducto  del  secretario,  para  su  unión  á la 
causa,  y se  remitirá  esta  original  al  tribunal  de 
Almirantazgo ; art.  134  de  la  Instrucción  y ar- 
tículo 51  del  reglamento  de  26  de  Setiembre  de 
1835,  y regla  1.a  del  decreto  de  4 de  Noviembre 
de  1838. 

En  las  causas  en  que  proceda  siempre  la  con- 
sulta al  tribunal  de  Almirantazgo,  conforme  álo 
dispuesto  en  el  art.  3."  del  Real  decreto  de  30  de 
Noviembre  de  1872,  notificado  el  procesado  se- 
gún queda  dispuesto  en  el  art.  131,  se  remitirá 
la  causa  original  ai  tribunal  de  Almirantazgo: 
art.  135  de  la  Instrucción. 

Causas  contra  reos  ausentes. — Las  causas  con- 
tra reos  ausentes  se  sustanciarán  hasta  la  con- 
clusión del  sumario.  Terminado  este,  el  fiscal 
que  lo  hubiere  instruido,  lo  entregará  ó remitirá 
al  capitán  ó comandante  general  dei  departa- 
mento ó apostadero,  con  dictámen  en  que  pro- 
ponga el  sobreseimiento  y archivo  sin  perjuicio 
de  abrir  nuevamente  el  sumario  si  el  procesado 
fuere  habido  ó se  presentare:  art.  136  de  la  Ins- 
trucción y art.  19  de  la  ley  dejl8  de  Junio  de  1870, 
sobre  reforma  en  el  procedimiento  criminal. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero  pasará  la  causa  en  consulta 
á su  auditor.  Este  magistrado,  si  hallare  alguna 
falta  esencial  en  el  sumario,  propondrá  que  se 
subsane,  y no  habiéndola,  absteniéndose  de  ca- 
lificar los  méritos  de  la  causa,  consultará  la 
aprobación  del  sobreseimiento  propuesto  por  el 
fiscal,  y a3Í  lo  acordará  aquel  jefe,  disponiendo 
además  el  archivo  de  la  causa ; art.  137  de  la 
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Instrucción  y art.  19  de  la  ley  de  18  d<¡  Jun¡0  de 

1870,  sobre  reformas  en  ei  procedimiento  cri- 
ininal. 


Si  la  causa  se  siguiere  contra  oficial  el  audi- 
tor propondrá,  además,  que  la  providencia  del 
sobreseimiento  se  consulte  ai  jefe  del  Estado  por 
conducto  del  tribunal  de  Almirantazgo,  y así  se 
acordará  por  los  respectivos  jefes  que  se  expre- 
san en  el  artículo  anterior.  El  tribunal  de  Almi- 
rantazgo , si  bailare  alguna  falta  esencial  en  el 
sumario,  acordará  que  se  subsane,  y no  babién- 
¿ola,  absteniéndose  de  calificar  los  méritos  de  la 
causa,  consultará  la  aprobación  del  sobresei- 
miento en  la  misma  y la  devolución  para  su 
archivo:  art.  138  de  la  Instrucción,  y art.  19  de 
la  ley  de  18  de  .Junio  de  1870  sobre  reformas  en 
el  procedimiento  criminal,  y Reales  órdenes  de 
3 de  Noviembre  de  1849  y 10  de  Noviembre 
de  1850. 


Las  causas  en  que  haya,  además  de  los  au- 
sentes, otros  procesados  presentes,  continuarán 
sustanciándose  respecto  á estos  solamente:  ar- 
tículo 139  de  la  Instrucción,  y art.  19  de  la  ley  de 
18  de  Junio  de  1870,  sobre  reformas  en  el  proce- 
dimiento criminal. 

Recusaciones  de  los  jueces , fiscales  y secreta- 
rios.— En  los  escritos  de  acusación  y de  defensa, 
podrá  el  fiscal  ó el  defensor  recusar,  con  expre- 
sión de  la  causa,  á los  jueces  nombrados.  No  se 
admitirán  otras  causas  de  incompatibilidad  ó 
recusación,  que  las  establecidas  ó que  se  esta- 
blecieren por  las  Ordenanzas  de  la  armada  ó del 
ejército  y órdenes  que  las  adicionen,  ó por  las 
leyes  civiles:  art.  140  de  la  instrucción,  y Real 
órdeu  de  16  de  Abril  de  1847. 

El  fiscal  dará  conocimiento  al  capitán  ó co- 
mandante general  del  departamento  ó apostade- 
ro, de  la  recusación  propuesta  y de  la  causa  en 
que  se  funde;  informando  al  propio  tiempo,  si 
esta  resulta  ó no  justificada  en  el  proceso:  ar- 
tículo 141  de  la  Instrucción. 

El  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero,  con  acuerdo  del  auditor, 
resolverá  sobre  la  recusación  que  se  alegue , y 
nombrará  otro  para  su  reemplazo.  Si  la  causa 
de  incompatibilidad  ó recusación  no  constase 
en  el  proceso  ó por  notoriedad,  podrá  aquel  jefe 
disponer  que  se  justifique  señalando  para  ella 
un  breve  término:  art.  142  de  la  instrucción,  y 
Real  órden  de  16  de  Abril  de  1847. 

8c  instruirá  al  procesado  á presencia  de  su 
defensor  del  nombramiento  del  juez  que  reem- 
place al  recusado,  señalándole  un  breve  térmi- 
no para  recusarle  á su  vez,  pasado  el  cual  se 
entenderá  renunciado  este  derecho  ; y sí  se  hi- 
ciese uso  de  él , se  procederá  según  se  determi- 
na en  el  artículo  anterior:  art.  142  de  la  Inst. 

El  procesado  ó su  defensor,  desde  la  contesta- 


ción al  pliego  de  cargos  inclusive,  en  adelante, 
podrán  recusar  al  fiscal  ó al  secretario  si  para 
ello  alegasen  algunas  de  las  causas  establecidas 
ó que  se  establecieren  en  las  Ordenanzas  de  la 
armada  ó del  ejército  y demás  disposiciones  que 
las  adicionen  ó en  las  leyes  civiles:  art.  144  de 
la  Instrucción. 

Ei  fiscal,  luego  que  se  hubiese  consignado  su 
recusación  por  el  procesado  ó defensor,  remitirá 
la  causa  al  capitán  ó comandante  general  del 
departamento  ó apostadero  , el  cual  resolverá  lo 
que  corresponda ; y si  estimase  la  recusación, 
nombrará  otro  fiscal,  al  que  remitirá  el  proceso 
para  su  continuación:  art.  145  de  id. 

Si  la  recusación  fuese  del  secretario  el  fiscal 
; remitirá  la  causa  al  capitán  ó comandante  ge- 
neral del  departamento  ó apostadero,  el  cual 
resolverá  lo  que  corresponda;  y si  estimase  la 
recusación  nombrará  otro  secretario,  partici- 
pándolo al  fiscal  al  devolvérsele  la  causa,  y 
previniendo  al  secretario  nuevamente  nombra- 
do que  se  presente  á disposición  del  fiscal:  ar- 
tículo 146. 

No  dice  la  ley  si  en  las  recusaciones  de  fiscal 
y secretarios  tiene  el  reo  la  facultad  de  recusar 
el  nuevamente  nombrado , como  lo  expresa  al 
tratar  de  los  jueces,  de  donde  debe  inferirse 
que  no. 

Procedimiento  ante  el  tribunal  de  Almirantaz- 
go.— Procedimiento  en  primera  instancia. — El  tri- 
bunal de  Almirantazgo,  en  su  Sala  segunda,  co- 
nocerá definitivamente  en  las  causas  de  la  com- 
petencia en  primera  instancia  del  mismo  tribu- 
nal: art.  147  de  la  Instrucción. 

Para  ver  y fallar  definitivamente  una  causa 
serán  necesarios,  cuando  menos,  cinco  jueces, 
uno  ministro  togado.  Para  las  demás  providen- 
cias bastarán  tres  jueces,  uno  de  ellos  togado: 
art.  148  de  id. 

El  fiscal  militar  instruirá  ias  causas  que  por 
, delitos  militares  ó por  los  cometidos  en  el  des- 
' empeño  de  sus  mandos,  destinos  ó comisiones 
se  formen:  contra  el  presidente,  vice-presidente, 
ministros  militares,  fiscal  militar  y secretario 
del  tribunal:  contra  el  vice-presidente,  comisa- 
sarios  y secretarios  del  almirantazgo:  contra  ofi- 
ciales de  la  clase  de  almirantes:  art.  149  de  id. 

La  sustancíacion  de  las  causas  de  que  trata  el 
artículo  anterior  hasta  el  estado  de  dictarse  sen- 
tencia se  acomodará  á lo  establecido  para  las  de 
los  Consejos  de  guerra  de  oficiales  generales.  El 
tribunal,  en  su  Sala  segunda,  dictará  todas  las 
providencias  que  corresponde  determinar  al  ca- 
pitán ó comandante  general  de  departamento  ó 
apostadero  en  las  causas  que  deben  fallarse  en 
Consejo  de  guerra  de  oficíales  generales:  art.  150 
de  id. 

El  fiscal  togado  instruirá  las  causas  por  deli- 
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tos  comunes  que,  no  siendo  de  los  exceptuados 
en  la  ley  de  15  de  Setiembre  de  1870  sobre  orga- 
nización del  poder  judicial,  se  formen:  contra 
el  presidente,  vice-presidente , ministros,  fisca- 
les y secretario  del  tribunal;  contra  el  vice- 
presidente, comisarios  de  la  clase  de  almirantes 
y secretario  del  Almirantazgo;  contra  oficiales 
de  la  clase  de  almirantes:  art.  151. 

El  mismo  fiscal  togado  instruirá  las  causas 
que  por  delitos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  se 
formen : contra  los  ministros  y fiscal  togados  y 
los  auditores  de  los  departamentos,  apostaderos 
y escuadras:  art.  152. 

También  instruirá  el  fiscal  togado  las  causas 
que  por  delitos  comunes  cometidos  en  Madrid  6 
dentro  de  un  radio  de  100  kilómetros , no  siendo 
de  los  exceptuados  en  la  ley  de  15  de  Setiembre 
de  1870  sobre  organización  del  poder  judicial,  se 
formen:  contra  oficiales  de  todas  clases  y cuer- 
pos de  la  armada;  contra  los  individuos  de  ma- 
rina de  todas  clases  que  no  pertenezcan  á cuer- 
pos militares:  art.  153. 

En  las  cansas  de  que  trata  el  artículo  anterior 
el  fiscal  togado  practicará  las  actuaciones  que 
están  cometidas  por  el  decreto  de  30  de  Noviem- 
bre de  1872  al  fiscal  de  departamento  ó aposta- 
dero, y el  auditor  de  marina  de  Madrid  las  que 
en  el  propio  decreto  se  confieren  á los  coman- 
dantes de  provincia  ó ayudantes  de  distrito  con 
sus  asesores:  art.  154. 

La  sustanciacion  de  las  causas  de  que  tratan 
los  arts.  151,  152  y 153  hasta  el  estado  de  senten- 
cia , se  acomodará,  á lo  establecido  en  esta  ins- 
trucción para  los  Consejos  de  guerra  de  que  en 
la  misma  se  trata.  El  tribunal,  en  su  Sala  se- 
gunda, dictará  todas  las  providencias  y resolve- 
rá los  incidentes  que  corresponda  determinar  á 
los  capitanes  ó comandantes  generales  de  los 
departamentos  ó apostaderos  en  las  causas  que 
deben  fallarse  en  los  Consejos  de  guerra  de  que 
se  hace  mérito  en  el  párrafo  anterior:  art.  155. 

Contra  las  sentencias  que  se  dicten  por  la  Sala 
segunda  en  las  causas  de  que  tratan  los  artícu- 
los 151,  152  y 153,  podrá  interponerse  el  recurso 
de  apelación:  art.  156. 

Las  sentencias  de  la  Sala  segunda  en  las  cau- 
sas de  que  trata  el  art.  153,  y en  que  el  procesado 
no  sea  ó no  tenga  graduación  de  oficial,  se  con- 
sultarán al  mismo  tribunal  en  su  Sala  primera 
si  se  impusiere  alguna.de  las  penas  establecidas 
en  el  párrafo  tercero  del  art.  3.°  del  decreto  de 
30  de  Noviembre  de  1872:  art.  157. 

Procedimiento  en  los  casos  de  apelación,  consulta 
ó disenso. — El  tribunal  de  Almirantazgo,  en  su 
Sala  primera,  fallará  definitivamente:  l.°Los  re- 
cursos de  apelación  contra  las  sentencias  defini- 
tivas dictadas  en  primera  instancia  por  la  Sala 
segunda  en  causas  en  que  el  procesado  no  sea 
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oficial.  2.°  Los  recursos  de  apelación  según  lo 
determinado  en  los  arts.  51 , 123  y 132  en  causas 
en  que  el  procesado  no  sea  oficial.  3."  Las  con- 
sultas que  se  prescriben  en  los  arta.  123  y 157. 

4 ° Los  disensos  entre  el  vicepresidente  del  Al- 
mirantazgo , el  capitán  ó comandante  general 
del  departamento , apostadero  ó escuadra  ó co- 
mandante de  división  con  su  auditor  los  tres 
primeros , y los  dos  últimos  con  su  auditor  ó 
asesor  en  su  caso:  art.  158  de  la  Instrucción. 

La  misma  Sala  consultará  al  jefe  del  Estado  la 
decisión:  1."  De  los  recursos  de  apelación  contra 
las  sentencias  definitivas  dictadas  en  primera 
instancia  por  la  Sala  segunda  en  causas  en  que 
alguno  de  los  procesados  sea  oficial.  2.'  De  las 
consultas  sobre  sentencias  que  se  dicten  por  la 
Sala  segunda  en  las  causas  de  que  trata  el  ar- 
tículo 149.  3.°  De  los  recursos  de  apelación  según 
lo  determinado  en  los  arts.  51,  123  y 132  en  cau- 
sas en  que  alguno  de  los  procesados  sea  oficial, 
4.a  De  las  consultas  que  se  prefijan  en  los  ar- 
tículos 54,  1.24,  128,  129  y 138.  5.°  De  las  suma- 
rias y causas  contra  oficiales  efectivos  ó gradua- 
dos que  remitan  los  capitanes  ó comandantes 
generales  de  los  departamentos,  apostaderos, 
escuadras  ó comandantes  de  división  ó de  esta- 
ción naval:  art.  159  de  id. 

Para  fallar  definitivamente  ó consultar  en  los 
casos  de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores, 
serán  necesarios  cuando  menos  siete  jueces,  uno 
de  ellos  ministro  togado.  Se  exceptúa  de  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  anterior,  y bastarán  tres 
jueces,  uno  de  ellos  togado:  1.”  En  las  decisiones 
de  disensos  sobre  incidentes  del  procedimiento. 
2.°  En  las  resoluciones  ó consultas  de  sobresei- 
mientos. 3.°  En  las  providencias  de  sustancia- 
eion:  art.  160  de  id. 

Las  causas  y sumarias  que  se  remitan  á virtud 
de  apelación  ó consulta,  según  lo  dispuesto  en 
los  párrafos  primero  y tercero  del  art.  3.°  del  de- 
creto de  30  de  Noviembre  de  1872,  se  pasarán  al 
secretario  relator  para  formar  el  apuntamiento: 
art.  161. 

Formado  el  apuntamiento,  se  pasará  la  causa 
al  fiscal  togado  para  su  dictámen,  y evacuado, 
señalará  el  tribunal  dia  para  la  vista:  art.  162 
de  id. 

Reunido  el  tribunal,  dictará  la  sentencia  ó la 
acordada  que  corresponda,  observándose  en  la 
vista  y votaciones  lo  dispuesto  ó que  se  dispu- 
siere en  el  reglamento  para  su  gobierno  inte- 
rior: art.  163. 

En  las  causas  que  se  remitan  en  consulta  por 
disenso  entre  el  vice-presideute  del  Almirantaz- 
go, capitanes  ó comandantes  generales  de  los 
departamentos,  apostaderos,  escuadras  ó divi- 
siones con  sus  auditores,  ó por  considerar  estos 
ó aquellos  injustas  las  sentencias  de  los  Conse- 
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jos  de  guerra  en  sus  casos  respectivos  se  forma, 
rá  apuntamiento  por  el  secretario  relator  y sé 
dará  vista  á los  fiscales.  Lo  mismo  se  practicará 
en  las  causas  que  se  remitan  al  tribunal  para 
consultar  al  jefe  del  Estado:  avt.  164. 

Los  fiscales  consignarán  por  escrito  su  dictá- 
men,  y sin  mas  trámites  se  señalará  dia  para  la 
vista,  dictándose  la  acordada  que  corresponda: 
art.  165. 

Con  certificación  de  la  acordada  del  tribunal 
se  remitirá  la  causa  ó sumaria  al  ministro  de 
Marina  para  la  resolución  del  jefe  del  Estado  si 
el  procesado  ó sumariado  fuere  ó tuviere  o-ra_ 
duacion  de  oficial:  art.  166. 

Las  causas  ó sumarias  en  que  el  procesado  ó 
sumariado  no  fuere  6 no  tuviere  graduación  de 
oficial,  remitidas  por  apelación  ó consulta,  se 
devolverán  con  la  acordada  del  tribunal  para  su 
cumplimiento  al  capitán  ó comandante  general 
del  departamento  ó apostadero  que  corresponda: 
art.  167. 

Las  causas  que  se  remitan  por  disenso  se  de- 
volverán con  la  acordada  del  tribunal  para  su 
cumplimiento  al  vice-presidente  del  Almiran- 
tazgo, capitán  ó comandante  general  del  de- 
partamento, apostadero,  escuadra  ó división:  ar- 
tículo 168. 

Procedimiento  en  las  sumarias  y causas  sobre 
naufragios. — Con  noticia  de  haber  naufragado  al- 
guna embarcación,  el  comandante  de  marina, 
ayudante  del  distrito  ó capitán  del  puerto,  dando 
conocimiento  inmediatamente  del  suceso  al  di- 
rector de  sanidad,  se  constituirá  eu  el  lugar  del 
fracaso  para  dar  sin  dilación  las  disposiciones 
que  permítanlas  circunstancias,  en  primer  lugar 
para  el  socorro  de  los  náufragos,  y después  para 
el  del  buque  y su  cargamento,  procediendo  de 
acuerdo  con  el  director  de  sanidad  ó su  delega- 
do y con  sujeción  á las  leyes  y órdenes  que  á la 
sazón  rijan  ó la  misma  sanidad  adopte  en  el  acto 
sobre  precauciones  para  comunicar,  ó prohibi- 
ción de  roce  con  personas  ó efectos:  art.  169;  ar- 
tículos 3.°,  10,  11,  12,  14,  15,  16  y 17,  tít.  6.a,  Or- 
denanzas de  1802,  y Reales  órdenes  de  24  de  Oc- 
tubre de  1818  y 30  de  Agosto  de  1833. 

El  comandante  de  marina,  ayudante  del  dis- 
trito ó capitán  del  puerto,  para  recoger  y custo- 
diar los  efectos  procedentes  de  un  naufragio, 
podrá  embargar  los  barcos  y ocupar  la  gente  de 
mar  que  fuese  menester,  y requerir  de  las  de- 
más autoridades  y jefes  militares  todos  los  au- 
xilios necesarios:  art.  170  de  la  Iust.  y art.  11, 
tít.  6.“,  Ordenanza  de  matrículas  de  mar. 

Los  comandantes  de  las  provincias  marítimas, 
capitanes  de  puerto,  dispondrán  que  por  uno  de 
sus  ayudantes  se  instruya  sumaria  en  averigua- 
ción de  las  causas  que  hayan  dado  lugar  á los 
naufragios  de  buques  mercantes  españoles,  en 


navegación  de  cabotaje,  de  alta  mar  ó á puertos 
extranjeros,  que  ocurran  en  puerto  ó mar  litoral 
del  distrito  de  la  capital  respectiva:  art.  171  de 
la  Inst.;  arta.  10  y 16,  tít.  fi.“,  Ordenanzas  de  1802, 
y Reales  órdenes  de  6 de  Marzo  de  1852  y 24  de 
Octubre  de  1856. 

En  el  sumario  se  hará  constar  las  circunstan- 
cias de  local  y viento,  maniobras  y demás  que 
sean  necesarias  en  cada  caso  para  apreciar  la 
conducta  marinera  y el  concepto  de  culpa  ó ir- 
responsabilidad por  malicia,  ignorancia,  des- 
cuido ó temeridad  del  capitán,  piloto,  patrón, 
práctico  ó tripulantes,  y si  el  buque  y su  carga- 
mento estaban  ó no  asegurados,  por  quiénes  y 
en  qué  cantidad:  art.  172  de  la  Inst.  y arts.  118, 
119,  120  y 121,  tít.  1°,  tratado  5.°,  Ordenanza 
de  1793. 

Terminadas  las  actuaciones,  el  fiscal  las  en- 
tregará con  su  informe  al  comandante  de  la  pro- 
vincia, y si  este  no  estimase  necesaria  su  am- 
pliación , nombrará  cuatro  pilotos,  que  presidi- 
dos por  el  comandante  y haciendo  de  secretario 
con  voto  uno  de  ellos,  declararán  por  mayoría 
de  votos  si  há  lugar  ó no  á la  formación  de  cau- 
sa contra  el  capitán,  piloto,  patrón,  práctico  ó 
tripulantes  del  buque  náufrago,  extendiéndose 
acta  de  este  acuerdo,  que  se  firmará  por  todos: 
art.  173  de  la  Inst.;  118  al  121,  tít.  7.°,  trat.  8.°, 
Ordenanza  de  1793,  y arts.  11,  16  y 17,  tít.  6.“, 
Ordenanza  de  1802. 

Si  se  declarase  haber  lugar  á la  formación  de 
causa,  se  instruirá  esta  en  la  forma  establecida 
para  el  Consejo  de  guerra  ordinario:  art.  174, 
de  la  Inst.  y art.  16,  tít.  6.°,  Ordenanza  de  1802. 

Cuando  se  declarase  por  mayoría  no  haber  lu- 
gar á la  formación  de  causa  será  ejecutoria  esta 
declaración,  si  el  voto  del  comandante  es  con- 
forme con  este  acuerdo;  pero  si  no  lo  fuese,  lo 
hará  constar  en  el  acta,  y remitirá  el  sumario  al 
capitán  ó comandante  general  del  departamento 
ó apostadero:  art.  175  de  la  Inst.  y arts.  120  y 
121,  tít.  7.°,  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

El  capitán  ó comandante  general,  parecién- 
dole  el  caso  dudoso  ó grave,  antes  de  su  resolu- 
ción, podrá  consultar  el  parecer  de  uua  junta  de 
jefes:  art.  176  de  la  Inst.  y Real  órdende  17  de  Ju- 
nio de  1805. 

Si  el  capitán  ó comandante  general  confirma- 
re el  acuerdo,  quedará  firme  6 irrevocable,  y si 
lo  desaprobase,  dispondrá  al  mismo  tiempo  que 
se  instruya  la  causa  en  la  forma  establecida 
para  el  Consejo  de  guerra  ordinario:  art.  177  de 
la  Inst.;  arts.  120  y 121,  tít.  7.°,  tratado  5.“,  Or- 
denanza de  1793;  arts.  10  y 16,  tít.  6.a,  Ordenan- 
za de  1802,  y Real  órden  de  17  de  Junio  de  1805. 

De  toda  resolución  definitiva  que  se  dicte  so- 
bre los  naufragios  de  buques  mercantes  españo- 
les se  dará  copia  al  interesado  que  la  solicite: 
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art.  178  (le  la  lnst.;  arts.  118  y 121,  tít.  7.°,  tra- 
tado 5J,  Ordenanza  de  1793,  y art.  16,  tít.  6.°, 
Ordenanza  de  1802, 

Cuando  al  puerto  6 litoral  del  distrito  capital 
de  una  provincia  lleguen  tripulantes  de  buques 
náufragos  ó abandonados  en  alta  mar,  el  co- 
mandante de  marina , capitán  del  puerto,  dis- 
pondrá la  formación  del  sumario  y demás  dili- 
gencias que  preceptúan  los  arts.  169,  170,  171  y 
172,  resolviéndose  en  la  propia  forma  que  en  los 
arts.  173,  174,  175,  176  y 177  se  establece;  pero 
la  declaración  de  irresponsabilidad  ó de  no  ha- 
ber lugar  á la  formación  de  causa  será  en  este 
caso  revocable  y se  dictará  siempre  con  la  cua- 
lidad de  sin  perjuicio  del  resultado  de  otras 
pruebas,  motivos  6 antecedentes  que  en  lo  su- 
cesivo se  adquiera:  art.  179  de  la  Tnst.,  art.  16, 
tít.  6.°,  Ordenanza  de  1802,  y Real  órden  de  17 
de  Junio  de  1805. 

Si  el  naufragio  ó la  arribada  tuviere  lugar  en 
un  distrito,  el  ayudante  del  mismo  instruirá  las 
averiguaciones  sumarias  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 169,  170,  171  y 172,  y terminadas,  las  re- 
mitirá con  su  informe  al  comandante  de  marina 
de  la  provincia  á los  fines  que  en  los  arts.  173, 
174,  175,  176, 177, 178  y 179  se  previene:  art.  180 
de  la  Instrucción. 

Si  el  naufragio  fuese  de  embarcación  de  pes- 
ca ó de  tráfico  interior  de  puerto,  ya  ocurra  en 
el  litoral  ó en  alta  mar,  el  comandante  de  mari- 
na, ayudante  ó capitán  de  puerto,  asociados 
respectivamente  de  cuatro  pilotos,  ó patrones  en 
su  defecto,  y tomando  las  informaciones  verba- 
les convenientes  para  la  justificación  del  hecho, 
decidirán  si  há  ó no  lugar  á la  formación  de 
causa,  extendiendo  de  todo  la  debida  acta:  ar- 
tículo 181  de  la  lnst.;  arts.  121  y 125,  tít.  7.", 
tratado  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

Si  acordasen  por  mayoría  la  formación  de  cau- 
sa, y siempre  que  sea  este  el  voto  del  coman- 
dante, ayudante  del  distrito  ó capitán  del  puer- 
to, se  instruirá  formal  sumaria,  que  terminada 
se  remitirá  al  capitán  ó comandante  general  del 
departamento  ó apostadero  á los  fines  que  que- 
dan determinados  en  los  arts.  176  y 177:  art.  182 
de  la  lnst.;  arts.  121  y 125,  tít.  7.",  tratado  5.°, 
Ordenanza  de  1793,  y Real  órden  de  17  de  Junio 
de  1805. 

Si  el  buque  mercante  español  naufragase  en 
litoral  ó puerto  extranjero  ó en  alta  mar,  y los 
náufragos  arribasen  á puerto  ó litoral  extranje- 
ro, el  cónsul  de  España,  si  los  tratados  interna- 
cionales lo  permiten,  instruirá  la  sumaria  de 
que  tratan  los  arts.  171  y 172,  y terminada,  re- 
mitirá los  náufragos  al  comandante  de  la  pro- 
vincia de  matrícula  del  buque,  ó al  de  la  que 
inmediatamente  procediese,  si  siendo  del  domi- 
nio de  España,  sospechase  el  cónsul  que  pudo 


ser  preparado  el  naufragio  en  el  puerto  de  la  sa- 
lida. La  sumaria  la  remitirá  al  ministerio  de 
Estado,  este  al  de  Marina,  y este  al  comandante 
de  marina  de  la  provincia  que  corresponda: 
art.  183  de  la  lnst.;  Real  decreto  de  29  de  Setiem- 
bre de  1848,  y arts.  90  y 91  del  reglamento  para 
la  carrera  consular  de  31  de  Mayo  de  1870. 

Si  el  naufragio  en  arribada  tuviese  lagar  en 
paraje  donde  no  exista  cónsul  de  España,  el  ca- 
pitán ó patrón  se  presentará  á la  autoridad  local 
del  territorio  mas  inmediato,  y hará  relación  ju- 
rada del  suceso,  que  se  comprobará  por  las  de- 
claraciones que,  mediante  juramento,  darán  los 
individuos  de  la  tripulación  y pasajeros  que  se 
hubiesen  salvado:  art.  184  de  la  lnst.;  Real  de- 
creto de  29  de  Setiembre  de  1848,  y art.  652  del 
Código  de  comercio. 

El  capitán  ó patrón  solicitará  se  le  entregue  el 
expediente  original  para  presentarlo  á su  regre- 
so á puerto  español  al  comandante  de  marina  de 
la  provincia:  art.  185,  de  la  lnst.;  Real  decreto  de 
29  de  Setiembre  de  1848,  y art.  652  del  Códi- 
go de  comercio. 

El  comandante  de  marina  que  reciba  el  suma- 
rio de  que  trata  el  art.  183,  ó el  expediente  á 
que  se  refiere  el  artículo  anterior,  procederá  á 
lo  que  corresponda  según  lo  determinado  en  los 
arts.  406,  174  y 175:  art.  186  de  la  Instrucción. 

Si  con  ocasión  ó por  resultas  del  naufragio  se 
cometiera  delito,  el  comandante  de  marina  ó 
ayudante  del  distrito  que  instruya  la  sumaria, 
librará  certificación  del  tanto  de  culpa  que  re- 
sulte, y sirviendo  de  cabeza  á nueva  sumaria,  la 
remitirá  al  tribunal  ó jefe  que  corresponda.  Por 
si  el  naufragio  hubiese  sido  medio  necesario 
para  cometer  otro  delito,  conocerá  en  el  mismo 
proceso  de  ambos  hechos  el  Consejo  de  guerra,  é 
impondrá  la  pena  correspondiente  al  delito  mas 
grave:  art.  187. 

Siempre  que  con  ocasión  ó por  resultas  del 
naufragio  falleciese  alguna  persona,  se  instruirá 
separadamente  sumaria  información  para  averi- 
guar si  la  muerte  filó  inevitable,  procediéndose 
en  otro  caso  contra  los  que  de  cualquier  manera 
resultasen  culpables  en  la  forma  determinada 
en  el  primer  párrafo  del  artículo  anterior:  ar- 
tículo 188. 

Procedimiento  en  los  expedientes  de  salvamen- 
to. — Separadamente  del  sumario  sobre  todo  nau- 
fragio de  buque  mercante  español,  el  coman- 
dante de  marina,  ayudante  del  distrito  ó capitán 
del  puerto,  instruirá  expediente  administrativo 
respecto  a-1  salvamento,  que  contendrá:  l.°,  in- 
ventario de  los  documentos  y efectos  salvados; 
2.°,  diligencia  de  depósito,  y en  su  caso  de  la 
valoración  de  los  mismos  efectos;  3.°,  cuenta 
justificada  de  los  gastos  de  salvamento;  4.°,  las 
diligencias  practicadas  para  instruir  al  capitán 
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ó patrón,  naceros,  cargadores  ó aseguradores 
de  los  efectos  que  salvasen  y de  la  cuenta  de  los 
gastos  ocasionados  por  el  salvamento,  y las  con- 
testaciones ó reclamaciones  que  los  mismos  hu- 
biesen dado  ó promovido:  art.  189  de  la  Inst.  10 
11,  14,  16  y 17,  tít.  6.'1,  Ordenanzas  de  1802. 

Si  los  efectos  salvados  pudieran  adeudar  á la 
Hacienda  derechos  por  su  introducción,  ó fueren 
de  ilíeito  comercio  y se  depositasen  en  almace- 
nes de  la  marina  ó proporcionados  por  esta,  el 
depósito  se  verificará  cou  intervención  del  re- 
presentante de  la  Hacienda,  al  cual  se  entregará 
copia  del  inventario  valorado  de  los  efectos  que 
hayan  de  almacenarse;  y si  el  depósito  se  cons- 
tituye en  almacenes  de  la  Hacienda,  la  autoridad 
de  marina  conservará  una  de  las  llaves  de  aquel, 
que  deberá  entregarle  el  administrador  de  la 
aduana:  art.  190  de  la  Inst.;  Real  Orden  de  31  de 
Agosto  de  1854,  y art.  195  Ordenanza  de  adua- 
nas de  15  de  Julio  de  1870. 

Habiendo  conformidad  en  el  capitán,  navie- 
ros, cargadores  ó aseguradores  en  cuanto  A los 
efectos  salvados  y gastos  de  salvamento,  prévio 
el  pago  de  estos,  el  comandante  ó ayudante,  de 
acuerdo  con  su  asesor,  decretará  su  entrega  á 
los  interesados  ó á sus  representantes  legítimos 
por  inventario  y bajo  recibo  que  se  unirá  al  ex- 
pediente: art.  191  de  la  Inst.;  arts.  del  10  al  17, 
tít.  6.”,  Ordenanza  de  1802,  y decisión  de  com- 
petencia de  14  de  Febrero  de  1854. 

Si  instruidos  el  capitán,  navieros,  cargadores 
ó aseguradores  'no  se  presentasen  á recibir  los 
efectos  salvados  que  respectivamente  les  corres- 
pondan, ó presentándose  sin  impugnar  la  cuen- 
ta de  k>3  gastos  de  salvamento,  no  los  abonasen, 
se  procederá  á la  venta  en  público  remate  de  los 
que  basten  para  cubrir  los  gastos  de  salvamen- 
to, de  depósito  y derecho  de  introducción:  ar- 
tículo 192  de  la  Inst.  ; art.  198 , Ordenanza  de 
aduanas  de  15  de  Julio  de  1870. 

Si  el  capitán,  navieros,  cargadores  ó asegura- 
dores impugnaren  la  exactitud  del  inventario  ó 
la  cuenta  de  gastos,  la  autoridad  de  marina, 
oyendo  á su  asesor,  les  recibirá  las  j ustificacio- 
nes que  ofrecieren,  y con  su  dictámen  remitirá 
el  expediente  al  capitán  ó comandante  general 
del  departamento  ó apostadero,  cuyo  jefe  deci- 
dirá lo  que  corresponda  con  acuerdo  de  su  audi- 
tor: art.  193  de  la  Inst.  y art.  4.°,  tít  l.°,  Orde- 


nanza de  1802. 

Si  el  importe  de  la  cuenta  total  de  los  efectos 
salvados  no  alcanzase  á cubrir  todos  los  gastos,  se 
Satisfarán  porelórden  siguiente:  l.°  LosjornaLes 
de  los  operarios  empleados  en  el  salvamento. 
2.°  El  importe  de  los  efectos  inutilizados  en  aquel 
servicio.  3.“  Los  gastos  de  depósito.  4.u  Los  de- 
rechos de  la  Hacienda.  5."  Las  dietas  de  los  em- 
pleados de  marina  que  asistierou  al  salvamento. 
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artículo  194  de  la  Inst.,  y Real  órden  de  28  de 
Agosto  de  1852. 

Siempre  que  la  Hacienda  deba  percibir  sus 
derechos  por  la  introducción  de  efectos  salva- 
dos, y cuando  haya  de  procederse  á su  venta,  se 
practicará  esta  con  intervención  del  adminis- 
trador de  la  aduana  que  corresponda:  art.  195 
de  la  Inst.,  y art.  198,  Ordenanza  de  aduanas 
de  15  de  Julio  de  1870. 

Terminado  el  expediente,  la  autoridad  de  ma- 
rina que  lo  instruya  lo  remitirá  con  su  informe 
al  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero,  cuyo  jefe,  si  no  estimase 
necesario  ampliarlo  ó que  se  subsanase  algún 
defecto,  lo  aprobará  con  acuerdo  de  su  auditor, 
y dispondrá  se  instruya  de  su  resolución  á los 
interesados:  art.  196  de  la  Inst.,  y art.  4.°,  títu- 
lo l.°,  Ordenanza  de  1802. 

De  la  resolución  del  capitán  ó comandante  ge- 
neral podrán  recurrir  los  interesados  al  Gobier- 
no, el  cual,  oyendo  al  tribunal  de  Almirantazgo, 
decidirá  definitivamente.  Los  términos  para  uti- 
lizar este  recurso  serán:  veinte  dias  para  los  ca- 
sos en  que  los  interesados  residan  en  la  Penín- 
sula, islas  Baleares  y posesiones  de  Africa;  cua- 
renta dias  si  residieren  en  las  islas  Canarias; 
sesenta  dias  si  residen  en  las  Antillas  ó en  las 
islas  del  Golfo  de  Guinea;  cien  dias  si  residen 
en  el  Archipiélago  filipino  é islas  Marianas:  ar- 
tículo 197  de  la  Inst.,  y art.  100  de  la  ley  de  4 de 
Febrero  de  1869. 

Cualquiera  de  los  interesados  podrá  solicitar 
que  á su  costa  se  le  facilite  copia  del  todo  ó parte 
del  expediente,  y que  se  desglosen  del  mismo  y 
entreguen  los  documentos  originales  de  su  par- 
ticular exclusivo  interés,  dejando  en  sn  lugar 
copia  literal  debidamente  autorizada : artícu- 
lo 198  de  la  Inst.,  y art.  16,  tít.  6.’,  Ordenanza  de 
1802. 

Si  la  embarcación  náufraga  fuere  extranjera  y 
trajere  á su  bordo  toda  ó parte  de  su  tripulación, 
el  comandante  de  la  provincia,  ayudante  del 
distrito  ó capitán  del  puerto,  dando  conocimien- 
to del  suceso  al  cónsul  ó agente  consular  mas 
inmediato  de  la  nación  á que  pertenezca,  pro- 
veerá sin  dilación  á todo  cuanto  fuera  necesario 
para  el  salvamento  de  las  personas  del  buque  y 
de  su  carga,  procediendo  en  todo  de  acuerdo 
cou  el  capitán  mientras  no  se  presente  el  cónsul 
ó la  persona  á quien  este  confiera  poder  bastan- 
te: art.  199,  de  la  Inst.;  Real  órden  de  17  de  Se- 
tiembre de  1857  y concordancias  citadas  en  el 
art.  17  de  este  reglamento. 

Presentado  el  cónsul  ó la  persona  que  apode- 
re , se  dejará  á su  cuidado  que  practique  todo  lo 
que  tuviere  por  mas  conveniente,  limitándose  la 
autoridad  de  marina  á íacilitar  los  auxilios  que 
le  pidiere  para  el  salvamento,  para  evitar  desór- 
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denes  y para  legalizar  los  actos  de  inventarios,  ! 
depósitos  de  efectos  salvados  y otros  cualesquie- 
ra incidentes  que  requieran  la  intervención  de  su  . 
autoridad:  art.  200;  Real  órden  de  17  de  Setiem- 
bre de  1857  y concordancias  citadas  en  el  art.  17 
de  este  reglamento. 

Si  la  embarcación  náufraga,  cualquiera  sea  ó 
pueda  ser  su  nacionalidad,  arribase  á nuestras 
costas  ó se  encontrare  en  la  mar  sin  geDte,  el 
comandante  de  marina,  ayudante  del  distrito  ó 
capitán  del  puerto,  acompañados  del  secretario, 
instruirán  el  expediente  de  salvamento  como  se 
prescribe  en  los  arts.  189  y 190.  poniéndose  sin 
dilación  la  debida  custodia  en  el  buque  para  su 
seguridad  y la  del  cargamento,  y ocuparán  los 
libros  y papeles  que  se  bailaren  á su  bordo,  for- 
malizándose inventario  de  todo  : art.  201  de  la 
Inst.  y art.  40,  tít.  8.°,  trat.  6.*,  Ordenanza  de 
1748  y art.  12,  tít.  6.°,  Ordenanza  de  1802. 

fíi  en  la  embarcación  perdida  no  se  hubieren 
hallado  documentos  que  faciliten  noticias  de  su 
dueño  ó de  los  del  cargamento,  se  depositará 
todo  por  inventario , y se  hará  la  publicación 
del  naufragio  por  edictos  con  las  señales  mas 
precisas  para  que  puedan  venir  en  conocimiento 
los  interesados,  que  se  fijarán  en  los  parajes 
mas  convenientes,  insertándose  en  la  Península 
é Islas  adyacentes  en  la  Gacela,  de  Madrid  y en 
el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  y en  Ultramar, 
en  los  periódicos  oficiales  de  la  capital  del  apos- 
tadero y de  la  provincia  respectiva,  si  los  hubie- 
re, y si  no  los  hay,  en  los  que  se  publiquen  en 
las  mismas  localidades  y tengan  mayor  circula- 
ción: art.  202  de  la  Inst.  y art.  12,  tít.  6.°,  Orde- 
nanza de  1802. 

Presentándose  los  interesados  con  citación  de 
los  mismos,  se  remitirá  el  expediente  al  capitán 
ó comandante  general  del  departamento  ó apos- 
tadero, donde  con  audiencia  instructiva  de  aque- 
llos , del  fiscal  del  departamento  y de  los  halla- 
dores, se  sustanciará  y decidirá  por  la  Junta 
económica  del  departamento  eu  la  forma  esta-  ¡ 
blecida  ó que  se  estableciere  para  los  juicios  de 
presas:  art.  203  de  la  Inst.  y art.  7.°,  tít.  6.5,  Or- 
denanza de  1802. 

No  pareciendo  los  dueños  del  buque  ó carga- 
mento dentro  del  primer  mes  desde  la  publica- 
ción del  naufragio,  podrán  venderse  en  pública 
subasta  los  mas  expuestos  á deteriorarse  que 
sean  bastantes  á cubrir  los  gastos  causados:  ar- 
tículo 204  de  la  Tnst.  y art.  12,  tít.  6.°,  Ordenan- 
za de  1802. 

Cumplidos  los  tres  meses  después  de  la  publi- 
cación del  naufragio,  y no  presentándose  dueño 
del  buq.ue  y cargamento,  el  ayudante  del  distri- 
to ó capitán  del  puerto,  en  sus  casos  respectivos, 
remitirán  el  expediente  al  comandante  de  ma- 
rina de  la  provincia , el  cual  lo  elevará  á el  ca- 


pitán ó comandante  general  del  departamento  ó 
apostadero,  donde  con  audiencia  instructiva  del 
fiscal  del  departamento  y de  los  halladores  se 
continuará  la  sustanciacion  del  expediente  por 
la  Junta  económica  del  departamento  en  la  for- 
ma establecida  ó que  se  establezca  para  los  jui- 
cios de  presas:  art.  205  de  la  Inst.  y arts.  7.“  y 13, 
tít.  6.'’,  Ordenanza  de  1748. 

Cuando  se  encontraren  sobre  el  mar  ó se  ex- 
trajeren de  su  fondo  pertrechos  ó efectos  de  ba- 
jeles naufragados  desde  mucho  tiempo,  ó cual- 
quiera otra  cosa  que  no  sea  producto  de  la  misma 
mar,  el  hallador  dará  inmediatamente  conoci- 
miento al.  comandante  de  marina  de  la  provincia, 
ayudante  del  distrito  ó capitán  del  puerto,  por 
los  que  y cada  uno  en  su  caso  se  formará  expe- 
diente con  inventario  de  los  efectos  hallados, 
publicando  el  hallazgo  por  edictos  con  las  se- 
ñales mas  precisas  para  que  puedan  venir  en 
conocimiento  los  interesados,  que  se  fijarán  en 
los  parajes  convenientes,  insertándose  en  la  Pe- 
nínsula é Islas  adyacentes  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia  y en  Ultramar  en  los  periódicos 
de  la  provincia  respectiva,  si  los  hubiere,  y si  no 
los  hay  en  los  que  se  publiquen  en  las  mismas 
localidades  y tengan  mayor  circulación,  seña- 
lándose en  dichos  edictos  el  término  de  un  mes 
para  que  los  que  se  consideren  dueños  de  los 
efectos  hallados  se  presenten  á deducir  su  dere- 
cho: art.  206  de  la  Inst.  y art.  18,  tít.  6.°,  Or- 
denanza de  1802. 

Si  se  presentase  alguno  y justificare  ser  el 
dueño,  después  de  oir  instructivamente  al  ha- 
llador, el  comandante,  ayudante  ó capitán  del 
puerto,  prévio  dictámen  de  su  asesor  si  lo  hu- 
biere, y hallando  bien  justificado  el  derecho  del 
que  se  considere  dueño,  dispondrá  que  abonan- 
do este  al  hallador  la  tercera  parte  de  los  efectos 
salvados,  se  le  entreguen  bajo  inventario  y re- 
cibo: art.  207  de  La  Inst.,  y art.  18,  tít.  6.°,  Or- 
denanza de  1802. 

Trascurrido  el  mes  contado  desde  la  publica- 
ción del  hallazgo,  y no  presentándose  el  dueño, 
el  comandante  de  la  provincia,  el  ayudante  del 
distrito  ó capitán  del  puerto  en  sus  respectivos 
casos,  prévio  dictámen  de  asesor,  si  lo  hubiere, 
dispondrá  se  adjudiquen  y entreguen  los  efectos 
salvados  al  hallador  bajo  inventario  y recibo: 
art.  208  de  la  Inst.,  y art.  18,  trat.  6.°,  Ordenan- 
za de  1802. 

De  las  resoluciones  del  comandante  de  la  pro- 
vincia, ayudante  del  distrito  ó capitán  del  puer- 
to en  estos  expedientes,  podrán  recurrir  los  in- 
teresados en  el  término  de  cinco  dias  al  capitán 
ó comandante  general  del  departamento  ó apos_ 
tadero,  cuyos  jefes,  con  acuerdo  de  sus  audito- 
res, resolverán  definitivamente,  consultando  solo 
en  caso  de  disenso  ai  tribunal  de  Almirantazgo: 
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art.  209  de  la  Inst.,  y art.  4.°,  tít.  l.°,  Ordenan- 
za de  1802. 

Cuando  el  mar  arroje  á la  costa  anclas  perdi- 
das, pertrechos  ó efectos  de  bajeles  náufragos  ó 
cualquiera  otra  cosa  que  no  se1?!  producto  do  la 
misma  mar,  el  hallador  dará  inmediatamente 
conocimiento  al  comandante  de  marina  de  la 
provincia,  ayudante  del  distrito  ó capitán  del 
puerto,  por  los  que,  y cada  uno  en  su  caso,  se 
formará  expediente  con  inventario  de  los  efectos, 
y publicará  el  hallazgo  en  la  forma  determinada 
en  el  art.  206;  pero  expresándose  en  los  edictos, 
que  los  que  se  consideren  con  derecho  á los  efec- 
tos hallados,  se  presenten  á deducirlos  por  sí  ó 
por  medio  de  apoderado  ante  el  capitán  ó coman- 
dante general  del  departamento  ó apostadero,  al 
que  con  este  fin  se  remitirá  el  expediente:  ar- 
tículo 210  de  la  Inst.,  y arts.  18,  tít.  6.°,  y 4.°, 
tít.  l.°,  Ordenanza  de  1802. 

Si  se  presentare  alguno  y justificare  ser  el 
dueño,  prévio  dictámen  del  fiscal  del  departa- 
mento , determinará  el  capitán  ó comandante 
general,  con  acuerdo  de  su  auditor,  que  los 
efectos  salvados  se  entreguen  á aquel  por  inven- 
tario y bajo  recibo,  abonando  al  hallador  prévia- 
inente  la  tercera  parte  del  valor  de  ellos:  art.  211 
de  la  Instrucción,  y art.  18,  tít.  6.°,  y 4.°,  tít.  l.°, 
Ordenanza  de  1802. 

Si  el  que  se  presentare  no  justifica  debida- 
mente su  derecho  á la  propiedad  de  los  efectos 
hallados,  oyendo  al  fiscal  del  departamento  y á 
su  auditor , el  capitán  ó comandante  general 
dispondrá  que  los  efectos  salvados,  bajo  inven- 
tario y justiprecio,  se  entreguen  al  representan- 
te de  la  Hacienda,  quedando  esta  responsable  á 
las  reclamaciones  de  tercero,  al  pago  de  la  ter- 
cera parte  del  valor  de  dichos  efectos,  y á los 
gastos  de  salvamento:  art.  212  de  la  Instrucción 
18,  tít.  6.°,  Ordenanza  de  1802,  y art.  6.°,  ley  de 
aguas  de  3 de  Agosto  de  1866. 

Lo  mismo  se  practicará  si  trascurrido  el  mes 
desde  la  publicación  ' de  los  edictos,  no  se  pre- 
sentare nadie  á reclamar  la  propiedad  de  los 
efectos  bailados:  art.  213  de  la  Instrucción,  y ar- 
ticulo 18,  tít.  6.“,  Ordenanza  de  1802,  y art.  6.“, 
ley  de  aguas  de  3 de  Agosto  de  186G. 

La  decisión  del  capitán  ó comandante  general 
del  departamento  ó apostadero,  siendo  conforme 
con  el  dictámen  de  su  auditor,  será  ejecutoria; 
en  caso  de  disenso  antes  de  su  ejecución,  la 
consultará,  exponiendo  los  motivos  en  que  la 
funde,  al  tribunal  de  Almirantazgo:  art.  214  de 
la  Instrucción. 

Expedientes  de  a bordajes . — L o s comandantes 
de  las  provincias  marítimas,  capitanes  de  puer- 
to, dispondrán  que  por  uno  de  sus  ayudantes  se 
instruya  sumario  sobre  todo  abordaje  entre  bu- 
ques mercantes  españoles  de  navegación  de  ca- 
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botaje  en  alta  mar  ó á puertos  extranjeros,  ó 
entre  estos  con  los  de  pesca  ó tráfico  interior  de 
puerto,  ó con  otros  buques  extranjeros  que  ocur- 
ran en  puerto  ó mar  litoral  del  distrito  de  la 
capital  respectiva  ó fuera  de  los  mismos  puntos, 
si  arriban  á cualquier  puerto  ó paraje  de  la  cos- 
ta del  propio  distrito:  art.  215  de  la  Instrucción 
y art.  118,  tít.  7.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

lín  el  sumario  deberá  hacerse  constar  breve  y 
sustancialmente  las  circunstancias  de  situación 
de  los  dos  buques,  fracaso  ó maniobra  del  daña- 
dor , y omisión  ó imposibilidad  del  abordado 
para  evitarlo,  recibiendo  al  objeto  declaración  á 
tres  ó cuatro  individuos  principales  de  ambas 
tripulaciones,  y acreditando  las  averias  ó daños 
causados  : art.  216  de  la  Instrucción,  y art.  118, 
tít.  7.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

Terminadas  las  actuaciones,  las  entregará  con 
su  informe  al  comandante  de  la  provincia ; y si 
este  no  estimase  necesaria  su  ampliación,  nom- 
brará cuatro  pilotos,  ó en  su  defecto,  patrones, 
que  presididos  por  el  comandante  y haciendo  de 
secretario  con  voto  uno  de  ellos,  con  presencia 
de  las  circunstancias  marineras  de  local  y vien- 
to , consignarán  su  concepto  de  responsabilidad 
ó absolución  de  las  averías  ai  dañador;  y al  pro- 
pio tiempo  dispondrá  el  comandante  que  se  en- 
tregue al  interesado  que  lo  solicite  copia  del 
acuerdo  facultativo  y de  los  demás  documentos 
que  se  pretendieren:  art.  217  de  la  Instrucción 
V art.  118,  tít.  1.a,  tratado  5.°  de  la  Ordenanza 
de  1793. 

Si  el  abordaje  ó la  arribada  tuviere  lugar  en 
puerto  ó litoral  de  otro  distrito,  el  ayudante  de 
marina  del  mismo  ó el  capitán  del  puerto  ins- 
truirá las  averiguaciones  sumarias  de  que  tra- 
tan los  artículos  anteriores , y las  remitirá  con 
su  informe  al  comandante  de  marina  de  la  pro- 
vincia á los  fines  prevenidos  en  dichos  artículos: 
art.  218  de  la  Instrucción  y art.  118,  tít.  7.°,  tra- 
tado 5.°,  Ordenanza  de  1793. 

Si  el  abordaje  tiene  lugar,  6 los  buques  abor- 
dados arribasen  á radas  en  despoblado,  el  piloto, 
capitán  ó patrón  de  mayor  antigüedad,  asociado 
de  otro  piloto  ó patrón  en  su  defecto,  se  consti- 
tuirá á bordo  de  los  buques  abordados ; y averi  - 
guando  las  circunstancias  del  suceso,  las  con- 
signarán por  escrito  y su  respectivo  concepto  de 
culpa  ó irresponsabilidad;  cuyo  documento,  fir- 
mado por  ambos,  lo  remitirá  sin  dilación  al 
comandante  de  la  provincia:  art.  219  de  la  Ins- 
trucción y art.  118,  tít.  7.°,  tratado  5.°  y art.  191, 
tít.  7.°,  Ordenanza  de  1793. 

Si  este  jefe  no  estimare  bastantes  los  datos 
consignados  para  el  juicio  facultativo  que  se 
determina  en  el  art.  217,  dispondrá  que  por  uno 
de  sus  ayudantes  ó por  el  del  distrito  de  la  arri- 
bada se  instruya  la  sumaria  averiguación  de 
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que  tratan  los  arts.  215  y 216,  y por  el  resultado 
de  ella  procederá  á lo  demás  que  en  el  art.  217 
se  determina:  art.  220  de  la  Instrucción;  art.  118, 
tit.  13,  trat.  ñ.%  y art,  191,  tít.  7.’,  trat.  5.°,  Orde- 
nanza de  1793. 

En  abordajes  entre  buques  de  pesca  ó tráfico 
interior  de  puerto,  luego  que  el  perjudicado  pro- 
duzca su  queja,  el  comandante  de  marina,  ayu- 
dante del  distrito  ó capitán  del  puerto  hará  las 
averiguaciones  verbales  sobre  el  hecho  que  es- 
time convenientes,  y decidirá  por  escrito  si  hay 
ó no  culpa  en  el  abordaje,  y la  responsabilidad 
ó solvencia  de  los  daños  en  él  causados ; dispo- 
niendo á la  vez  que  se  entregue  copia  de  su  re- 
solución al  interesado  que  la  solicite:  art.  221  y 
art.  125,  tít.  7.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

Expedientes  de  averias  en  los  buques  mercan- 
tes.— Los  comandantes  de  marina  de  las  provin- 
cias, capitanes  de  puerto,  dispondrán  que  por  uno 
de  sus  ayudantes  se  instruya  sumaria  en  averi- 
guación de  las  causas  que  hayan  dado  lugar  á 
averías  en  los  buques  mercantes  españoles  de 
navegación  de  alta  mar  ó cabotaje  conduciendo 
efectos  que  fuesen  propios  del  Estado,  que  ocur- 
ran en  mar,  litoral  ó puerto  del  distrito  de  la 
capital  respectiva  ó arribasen  á él:  art.  222  déla 
Instrucción  y Real  órden  de  3 de  Enero  de  1870. 

Estas  sumarias  solo  se  formarán  en  los  casos 
siguientes:  l.°  De  echazón  ó trasbordo  de  carga- 
mento ó de  efectos  del  buque  para  aligerarlo  , y 
de  daño  en  la  carga  que  se  conserve  por  efecto 
de  la  echazón  ó trasbordo  en  riesgo  de  mar  ó 
fuerza  mayor.  2.°  De  desarbolo , corte  de  cables 
y anclas  que  se  pierdan  ó abandonen  para  sal- 
var la  nave  de  riesgo  de  mar  ó fuerza  mayor. 

3. °  De  varada  ó arribada  por  los  mismos  riesgos. 

4. °  De  desfondo  de  cubierta  ó casco  para  des- 
aguarlo , preservarlo  de  zozobrar  ó salvar  el  car- 
gamento por  los  mismos  riesgos:  art.  223  de  la 
Instrucción  y Real  órden  de  3 de  Enero  de  1870. 

No  siendo  de  propiedad  del  Estado  la  carga 
que  se  conduzca,  solo  se  instruirá  la  sumaria  de 
que  tratan  los  artículos  anteriores  á solicitud 
del  capitán,  sobrecargo,  navieros,  cargadores 
ó aseguradores:  art.  224  de  la  Iust.  y art.  936 
del  Código  de  Comercio. 

En  la  sumaria  se  hará  constar  las  circunstan- 
cias de  local  y viento,  maniobras  y demás  que 
sean  necesarias  en  cada  caso  para  apreciar  la 
conducta  marinera  y el  concepto  de  culpa  ó 
irresponsabilidad,  por  malicia,  ignorancia,  des- 
cuido ó temeridad  del  capitán,  piloto,  patrón, 
práctico  ó tripulantes:  art.  225  de  la  Inst.  y ar- 
tículo 118,  tít.  7.°,  trat.  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

Terminadas  las  actuaciones,  el  fiscal  las  en- 
tregará, con  su  informe,  al  comandante  de  la 
provincia;  y si  este  no  estimare  necesaria  su 
aplicación,  nombrará  cuatro  pilotos  que,  presi- 


didos por  el  comandante  y haciendo  de  secreta- 
rio con  voto  uno  de  ellos,  declararán  por  mayo- 
ría si  há  lugar  6 no  á la  formación  de  causa 
contra  el  capitán,  piloto,  patrón , práctico  ó tri- 
pulantes del  buifue , extendiendo  acta  de  este 
acuerdo,  que  se  firmará  por  todos:  art.  226  de 
la  Inst.  y art.  118,  tít.  7.°,  trat.  5.°,  Ordenanza 
de  1793. 

Si  se  declarase  haber  lugar  á la  formación  de 
causa,  se  instruirá  esta  en  la  forma  establecida 
para  el  Consejo  de  guerra  ordinario:  art.  227  de 
la  Inst.  y art.  118,  tít.  7.°,  tratado  8.“,  Ordenan- 
za de  1793,  y art.  Ifi,  tít.  6.°,  Ordenanza  de  1802. 

Cuando  se  declare  por  mayoría  no  haber  lu- 
gar á la  formación  de  causa,  será  ejecutoria  esta 
declaración  si  el  voto  del  comandante  es  confor- 
me con  este  acuerdo;  pero  si  no  lo  fuere,  lo  hará 
constar  en  el  acta  y remitirá  el  sumario  al  capi- 
tán ó comandante  general  del  departamento  ó 
apostadero:  art.  228  de  la  Inst.  y art.  120,  título 
7.®,  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

El  capitán  ó comandante  general,  parecién- 
dole  el  caso  dudoso  ó grave , antes  de  su  resolu- 
ción, podrá  consultar  el  parecer  de  una  junta  de 
jefes:  art.  229  de  la  Inst.  y Real  órden  de  17 
de  Junio  de  1805. 

Si  el  capitán  ó comandante  general  confirma- 
re el  acuerdo,  quedará  firme  é irrevocable;  y si 
lo  desaprobare,  dispondrá  al  mismo  tiempo  que 
se  instruya  la  causa  en  la  forma  establecida  para 
el  Consejo  de  guerra  ordinario:  art.  230  de  la 
Instrucción  y art.  120,  tít.  7.°,  tratado  5.°,  Orde- 
nanza de  1793. 

De  toda  resolución  definitiva  que  se  dicte  so- 
bre averías  en  buques  mercantes  españoles  se 
dará  copia  al  interesado  que  la  solicite ; y si  se 
condujeren  efectos  pertenecientes  al  Estado,  se 
remitirá  copia  de  la  resolución  al  ministerio  de 
Marina  y por  este  se  pasará  al  de  Hacienda:  ar- 
tículo 231  déla  Instrucción  y órden  de  3 de  Ene- 
ro de  1870. 

Si  la  avería  tuviere  luga*  en  el  mar,  litoral  ó 
puerto  de  un  distrito,  ó el  buque  arribase  á él, 
el  ayudante  del  mismo  instruirá  las  averiguacio- 
nes sumarias  de  que  tratan  los  arts.  222,  223  y 
225,  y terminadas,  las  remitirá  con  su  informe 
al  comandante  de  marina  de  la  provincia  á los 
fines  que  en  los  arts.  226,  227,  228,  229  , 230  y 
231  se  expresan:  art.  232  de  la  Instrucción. 

Si  la  avería  tuviese  lugar  en  alta  mar  y el  bu- 
que arribase  á puerto  ó litoral  extraujero,  el 
cónsul  de  España,  si  los  tratados  internaciona- 
cionales  lo  permiten,  instnlirá  la  sumaria  de 
que  tratan  los  arts.  222,  223,  224  y 225,  y termi- 
nada, la  remitirá  al  ministerio  de  Estado,  este  al 
de  Marina  y este  al  comandante  de  la  provincia 
de  la  matrícula  del  buque : art.  233  de  la  Ins- 
trucción, Real  decreto  de  29  de  Setiembre  de 
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1848,  y arte.  90  y 91  del  reglamento  para  la  car- 
rera consular  de  31  de  Mayo  de  1870. 

No  habiendo  cónsul  de  España  en  el  puerto 
de  arribada,  el  capitán  ó patrón  se  presentará  á 
la  autoridad  local  del  territorio  mas  inmediato, 
y hará  relación  jurada  del  suceso,  que  se  com- 
probará por  las  declaraciones  que  mediante  ju- 
ramento darán  los  tripulantes  y pasajeros:  ar- 
tículo 234  de  la  Instrucción  y art.  652  del  Códi- 
go de  comercio. 

El  capitán  ó patrón , en  el  caso  del  artículo 
anterior,  solicitará  se  le  entregue  el  expediente 
original  para  presentarlo  á su  regreso  á puerto 
español  al  comandante  de  marina  de  la  provin- 
cia: art.  236  de  la  Instrucción  y art.  052  del  Có- 
digo de  comercio. 

El  comandante  de  marina  que  reciba  el  su- 
mario de  que  trata  el  art.  233  ó el  expediente  á 
que  se  refiere  el  artículo  anterior,  procederá  á 
lo  que  corresponda  según  lo  determinado  en  los 
arts.  226,  227  y 228:  art.  236  de  la  Instrucción. 

Si  la  averia  tuviese  lugar  en  buques  del  tráfi- 
co interior  de  puerto,  el  comandante  de  marina, 
ayudante  ó capitán  de  puerto , asociados  respec- 
tivamente de  cuatro  pilotos  ó patrones  en  su 
defecto  y tomando  las  informaciones  verbales 
convenientes  para  la  justificación  dei  hecho, 
decidirán  si  liá  ó no  lugar  á la  formación  de 
causa,  extendiéndose  de  todo  la  debida  acta:' 
art.  237  de  la  Instrucción,  y arts.  121  y 125, título 
7.°,  tratado  5.°,  Ordenanza  de  1793. 

Si  acordaren  por  mayoría  la  formación  de  cau- 
sa, y siempre  que  sea  este  el  voto  del  coman- 
dante, ayudante  ó capitán  de  puerto,  se  instrui- 
rá formal  sumaria,  que  terminada,  se  remitirá 
al  capitán  ó comandante  general  del  departa- 
mento ó apostadero  á los  fines  que  quedan  de- 
terminados en  los  arts.  229,  230  y 231:  art.  238 
de  la  Instrucción,  y arts.  121  y 125 , tít.  7.°,  tra- 
tado 5.°,  Ordenanza  de  1793;  id.  id. 

En  el  apostadero  de  Filipinas  se  desempeñará 
el  ministerio  fiscal  por  los  capitanes  de  puerto 
y demás  autoridades  que  ejerzan  la  jurisdicción 
de  marina,  delegado  del  comandante  general 
en  todos  los  casos  en  que  por  esta  instrucción 
se  confiere  el  cargo  de  fiscales  á los  comandan- 
tes de  las  provincias  y ayudantes  de  los  distri- 
tos: artículo  adicional. 

Tal  es  la  complicada  máquina  de  los  proce- 
dimientos de  la  jurisdicción  de  marina,  que 
necesita  reforma  radical. 

Por  decreto  de  24  de  Noviembre  de  1868  se  re- 
formó la  organización  del  cuerpo  de  la  armada, 
suprimiéndose  por  el  art.  4.°  el  empleo  de  briga- 
dier y variando  las  denominaciones  de  capitán 
general  y jefe  de  escuadra,  por  las  de  almiran- 
te, vice  almirante  y contra  almirante,  y en  15 
de  Diciembre  de  1868  se  expidió  la  ley  de  ascen- 


sos dividiéndolos  en  ascensos  por  antigüedad  y 
por  elección  y estableciendo  las  exenciones  de 
servicio  y retiros  forzosos;  fijándose  el  órden  de 
ascensos  en  la  escala  activa  por  decreto  de  5 de 
Diciembre  de  1872.  En  decreto  de  14  de  Setiem- 
bre de  1869  y 15  de  Julio  de  1870,  se  aprobó  el 
reglamento  para  la  escala  de  reserva  del  cuerpo 
general  de  la  armada.  En  6 de  Julio  de  1872  se 
modificó  la  organización  del  cuerpo  administra- 
tivo de  la  armada,  y por  decreto  de  l.°  de  Mayo 
de  1873  el  reglamento  de  la  escuela  de  cabos  de 

■ cañón  y condestables. 

Con  motivo  do  la  sublevación  cantonal  de  Car- 
tagena, se  decretó  en  20  de  Julio  de  1873  que  se 
considerase  como  piratas  las  tripulaciones  de  los 
buques  de  guerra  que  habían  tomado  parte  en 
ella  con  arreglo  á los  arts.  4.°,  5.°  y 6.°,  art.  5.“, 
tratado  6."  de  las  Ordenanzas  generales  de  la  ar- 
mada, autorizando  álos  comandantes  de  los  bu- 
ques de  guerra  de  las  potencias  amigas  para  de- 
tener los  buques  y juzgar  á los  que  los  tripulen ; 
medida  que  dictada  por  la  necesidad,  no  puede 
aprobarse  como  principio;  ceder  la  jurisdicción 
á extranjeros  nos  parece  inusitado  é ilegal. 

Por  decreto  de  19  de  Mayo  de  1874  se  organizó 
el  sistema  de  reemplazos  de  la  armada  por  me- 
dio de  alistamiento  voluntario , en  cumplimien- 
to de  la  ley  de  22  de  Marzo  de  1873  que  abolió 
las  matrículas  de  mar  y declaró  el  servicio  vo- 
luntario y fijó  en  tres  años  el  término  de  una 
campaña.  * 

JURISDICCION  DE  ARTILLERIA.  V.  Artillería,  In- 
genieros y Jurisdicción  de  Guerra  y Marina,  que 
1 es  la  que  boy  ejerce  aquella. 

JURISDICCION  DE  INGENIEROS.  Y.  Ingenieros  y 
Jurisdicción  de  Guerra  y Marina,  en  que  se  ha 
refundido  aquella. 

JURISDICCION  DE  LA  GUARDIA  REAL.  V.  Guardia 
Real. 

JURISDICCION  DE  ALABARDEROS.  V.  Alabarderos 
y Guardia  real. 

JURISDICCION  DE  MILICIAS  PROVINCIALES.  V.  Mi- 
licias provinciales. 

JURISDICCION  DE  EXTRANJERÍA.  V.  Extranjero, 
par.  V y VI,  Francés,  Inglés,  Sardo,  Extradición, 

1 Asilo  territorial  y Juicio  criminal,  pár.  Y. 

JURISDICCION  DE  MAESTRANZAS.  El  fuero  militar 
' de  que  gozaban  los  maestrantes  en  virtud  de 
Real  órden  de  10  de  Noviembre  de  1839.  Ha  sido 
suprimido  por  Real  decreto  de  24  de  Mayo  de 
1842,  el  cual  mandó  pasar  á los  respectivos  tri- 
bunales ordinarios  los  negocios  civiles  y crimi- 
nales pendientes  por  razón  de  dicho  fuero  en 
los  juzgados  militares. 

JURISDICCION  DE  CASA  REAL.  V.  Fuero  de  casa 
real  y Junta  suprema  patrimonial  de  apelaciones. 

JURISDICCION  DE  LOS  CUERPOS  DE  CASA  REAL.  Véa- 

■ se  Fuero  de  los  cuerpos  de  casa  real  y Guardia  real. 
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JURISDICCION  DEL  REAL  PATRIMONIO.  V.  Fuero  de  ¡ 
casa-  real  y Junta  suprema  patrimonial  de  apela- 

CZ071&S  • 

JURISDICCION  DE  CORREOS  Y CAMINOS,  V.  Fuero  ¡ 
de  correos  y caminos,  Junta  suprema  de  córreos  y 
caminos , Carta,  Correos  y postas  y Camino. 

JURISDICCION  DE  CANALES.  V.  Canales  y Fuero 
de  canales. 

JURISDICCION  DE  HACIENDA  PÚBLICA.  La  facultad 

de  que  estaban  revestidoslosjuec.es  de  Hacien- 
da pública  ó de  rentas  del  Estado  para  entender 
en  todos  los  negocios  civiles  y criminales  en  qne 
tenían  interés  ó podía  padecer  perjuicios  el  Era- 
rio público:  ley  7.a,  tít.  10,  lib.  6.°,  Nov.  Recop.; 
y Real  orden  de  24  de  Agosto  de  1840. 

I.  Pertenecían  á la  jurisdicción  de  Hacienda 
los  negocios  siguientes:  l.°,  los  asuntos  de  con- 
tribuciones y derechos  que  se  debian  ai  Erario, 
cuando  se  hacían  contenciosos,  con  derogación 
de  todo  fuero:  Reales  órdenes  de  29  de  Octubre 
de  1814,  de  2 de  Agosto  de  1819,  de  31  de  Julio 
de  1828  y de  3 de  Agosto  de  1831;  2.°,  los  de  lo-  ¡ 
terias,  como  los  de  cualquiera  otra  de  las  rentas 
del  Estado:  ley  6.a,  tít.  9,°,  lib.  6.°,  Nov.  Recop,, 
y Real  órden  de  29  de  Octubre  de  1814;  3.°,  los 
del  ramo  de  amortización:  Reai  órden  de  25  de 
Noviembre  de  1839;  4.°,  los  de  contrabando  y 
defraudación,  falsificación,  infidelidad  y desfal- 
co de  los  caudales  públicos  (véase  Juiciopor  de- 
litos contra  la  Hacienda  pública)-,  5.°,  los  delitos 
que,  además  de  los  de  contrabando  y defrauda- 
ción, se  cometían  contra  la  Hacienda  pública, 
como  el  de  robo  en  sus  almacenes,  en  sus  fábri- 
cas y en  cualesquiera  otros  establecimientos  que 
le  pertenecían;  6.°,  los  delitos,  excesos,  culpas, 
omisiones  ó faltas  que  cometían  los  empleados 
de  cualquiera  de  los  ramos  y establecimientos 
de  Hacienda  en  el  desempeño  de  sus  cargos  res- 
pectivos, como  igualmente  los  pleitos  civiles  que 
k los  mismos  empleados  ocurrían  por  razón  ó 
consecuencia  de  dichos  cargos;  pero  no  sus  de- 
litos comunes  ni  sus  negocios  particulares  que  1 
no  tenían  conexión  con  el  oficio:  ley  6.a,  tít.  9.°, 
libro  6.°,  Nov.  Recop. , y Reales  órdenes  de  29 
de  Octubre  de  1814,  2 de  Agosto  de  1819,  31  de 
Julio  de  1828  y 3 de  Agosto  de  1831;  7.°,  final- 
mente, los  negocios  en  que  el  Erario  público  te- 
nia algún  interés  presente  ó futuro,  ó en  que 
podía  experimentar  algún  daño  ó perjuicio  en 
sus  rentas,  acciones  ó derechos,  y en  todas  las 
incidencias  y conexidades  que  de  los  mismos 
títulos  provenían,  sin  que  acerca  de  su  jurisdic- 
ción pudiera  admitirse  competencia:  ley  7.a,  tí- 
tulo 10,  lib.  6.°,  Nov.  Recop.,  Reales  órdenes  de 
2 de  Agosto  de  1819,  30  de  Noviembre  de  1839  y 
24  de  Agosto  de  1840. 

II.  Sin  embargo,  no  podía  conocer  la  juris- 
dicción de  Hacienda  pública,  aunque  en  ello  tu- 


viera iuterós,  de  los  negocios  siguientes:  l.°,  de 
los  juicios  universales  de  concurso  de  acreedores 
ó de  testamentaría  ó abintestato  de  los  inten- 
dentes, administradores,  contadores  y demás 
empleados  de  Hacienda,  y mucho  menos  de  los 
de  individuos  de  otras  clases,  contra  quienes  re- 
sultaba algún  débito,  alcance  ú obligación  en 
favor  del  fisco;  pues  si  bien  por  la  ley  8.a,  tít.  21, 
libro  10,  Nov.  Recop. , y Real  Cédula  de  2 de  Ju- 
lio de  1807,  debía  la  jurisdicción  de  Hacienda 
entender  en  ellos,  hasta  su  reintegro  total,  en- 
tregando después  los  autos  al  juez  ordinario 
para  la  división  y adjudicación  de  los  efectos 
restantes  entre  los  herederos  y demás  acreedo- 
res, se  hallaba  dispuesto  posteriormente  por 
Reales  órdenes  de  31  de  Diciembre  de  1849,  9 de 
Abril,  19  de  junio  y 9 de  Diciembre  de  1836,  que 
cuando  la  Hacienda  pública  tuviera  descubier- 
tos que  reclamar,  no  debian  conocer  sus  tribu- 
nales de  las  testamentarias  ó abintestatos , sino 
que  habían  de  pasar  estos  negocios  á los  j ueees 
de  primera  instancia  á que  correspondían,  para 
que  los  sustanciaran  y determinaran  con  arreglo 
á derecho,  admitiendo  las  apelaciones  que  las 
partes  iuterpusieran  en  tiempo  y forma,  para 
ante  las  respectivas  Audiencias  territoriales;  2.°, 
de  los  juicios  sobre  bienes  mostrencos,  vacantes 
y abintestatos  que  corresponden  al  Estado,  pues 
que  son  de  la  atribución  y conocimiento  de  la 
jurisdicción  real  ordinaria , y las  acciones  han 
de  intentarse  ante  el  juez  de  primera  instancia 
del  partido  donde  se  hallaren  los  bienes  que  se 
reclamen,  debiendo  los  promotores  fiscales  en 
primera  instancia  de  las  Audiencias  y del  Tribu- 
nal Supremo  en  las  ulteriores,  de  acuerdo  con 
el  director  ó administrador  de  los  ramos  de  amor- 
tización ó sus  delegados,  sostener  las  adquisi- 
ciones hechas  á nombre  del  Estado,  y también  in- 
coar y proseguir  las  demandas  de  reivindicación 
de  los  bienes  de  dicha  clase:  ley  de  16  de  Mayo  de 
1835  (véase  Estado , en  el  primer  artículo  de  esta 
palabra,  Bienes  abintes tatos , Bienes  mostrencos  y 
Bienes  vacantes)-.  3.“,  de  los  juicios  sobre  reversión 
ó incorporación  á la  corona  de  los  bienes  de  se- 
ñorío, cuyo  conocimiento  pertenecía  por  la  ley  16, 
tít.  10,  lib.  6,  Nov.  Recop.,  al  Supremo  Consejo  de 
Hacienda,  y quedó  reservado  por  el  art.  90  del 
reglamento  de  26  de  Setiembre  de  1835  al  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  y después  corres- 
pondió á ios  juzgados  de  primera  instancia  (véa- 
se Señorío). 

Ilí.  Ejercíase  la  jurisdicción  de  Hacienda  en 
primera  instancia  por  -los  intendentes  y demás 
subdelegados  de  rentas  con  un  asesor,  de  nom- 
bramiento dei  Rey  y en  segunda  y tercera  por 
las  Audiencias  territoriales , á las  cuales  iban  las 
apelaciones  y consultas  de  estos  juzgados,  del 
mismo  modo  que  las  de  los  jueces  ordinarios  de 
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primera  instancia.  Y.  Juicio  por  delitos  contra  la 
Hacienda  pública,  especialmente  en  los  párra- 
fos I,  II,  III,  X y XVI,  y Juicio  criminal , párs.  XCV 
y siguiente  hasta  el  fin. 

Parte  de  la  j urisdiccion  de  Hacienda  pública  se 
ejercía  también  por  el  Tribunal  mayor  de  Cuen- 
tas, que  se  halla  establecido  en  Madrid,  el  cual 
ejercía  las  facultades  que  le  coucedió  la  Real  cé- 
dula de  Noviembre  de  1828,  y conocía  de  las 
apelaciones  en  negocios  de  cuentas  ó sus  inci- 
dentes, de  que  según  la  propia  cédula  le  tocaba 
entender:  Real  óeden  de  28  de  Enero  do  1839. 

IV.  En  cuanto  á la  hipoteca  legal  y á la  pre- 
ferencia de  la  Hacienda  pública  cuando  en  un 
juicio  concurren  otros  acreedores,  pueden  verse 
las  palabras  Fisco  é Hipoteca. 

* Actualmente  por  el  decreto  de  6 de  Diciem- 
bre sobre  unificación  de  fueros,  se  ha  atribuido 
á la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  de 
los  negocios  de  la  Hacienda  y de  los  delitos  de 
contrabando  y defraudación  y sus  conexos , ex- 
cepto el  de  resistencia  armada  á los  guardas  de 
costas:  art.  l.°,  núm.  7.° 

En  su  consecuencia,  hánse  suprimido  los 
juzgados  especiales  de  Hacienda,  debiendo  sus- 
tanciarse los  negocios  de  esta  clase  con  arreglo 
á lo  que  determinen  las  leyes  comunes:  art.  8." 
de  dicho  decreto. 

Mas  no  obstante  esta  disposición,  los  tribuna- 
les no  admitirán  demandas  contra  la  Hacienda 
pública  sin  que  se  acredite  haber  precedido  la 
reclamación  de  los  derechos  litigiosos  en  la  via 
gubernativa.  Por  lo  cual,  se  han  declarado  eu 
su  fuerza  y vigor  el  Real  decreto  de  20  de  Se- 
tiembre de  1851,  el  art.  173  de  la  Instrucción  de 
31  de  Mayo  de  1851,  la  ley  orgánica  del  tribunal 
de  cuentas,  el  reglamento  para  su  ejecución  y 
demás  disposiciones  dictadas  sobre  el  particu- 
lar: art.  1.°  del  decreto  de  9 de  Julio  de  1869. 

El  ministerio  fiscal  del  fuero  ordinario , en  to- 
dos sus  grados,  queda  encargado  de  representar 
á la  Hacienda  pública  en  los  negocios  judiciales 
de  la  misma  ante  los  jueces  y tribunales  de  la 
nación;  pero  estará  obligado  á consultar  con  el 
ministerio  de  Hacienda  en  todos  los  casos  que 
crea  graves  en  la  forma  que  previene  la  Instruc- 
ción de  25  de  Junio  de  1852.  Es,  sin  embargo, 
obligatoria  dicha  consulta  para  el  ministerio 
público  antes  de  entablar  ó contestar  demanda 
alguna  á nombre  de  la  Hacienda,  salvo  cuando 
ya  hubiere  recibido  instrucciones  al  efecto,  y en 
los  casos  de  calificada  urgencia,  en  los  cuaLes 
deberá  proceder  según  corresponda  en  derecho, 
dando  parte  inmediatamente  á dicho  ministerio: 
art.  2.°  de  dicho  decreto. 

Serán  nulas  y de  ningún  valor  ni  efecto  las 
sentencias  que  se  dicten  en  pleitos  de  interés  de 
la  Hacienda  cuando  en  ellas  no  se  hayan  dado 


al  ministerio  público  las  instrucciones  corres- 
pondientes. Se  exceptúa  el  caso,  en  que,  solici- 
tadas estas  instrucciones  por  el  fiscal,  las  demo- 
re el  ministerio  de  Hacienda  por  mas  de  dos 
meses.  Esta  demora  se  justificará  en  autos  con 
certificación  del  mismo : art.  3.° 

Reiterando  lo  dispuesto  en  el  art.  9.°  de  la 
Í lcy  de  20  de  febrero  de  1850,  los  jueces  y tribu- 
nales no  despacharán  mandamiento  de  ejecu- 
ción ni  dictarán  providencia  de  embargo  contra 
las  rentas  y caudales  del  Estado:  art.  4E  de  di- 
cho decreto.  V.  Jurisdicción  ordinaria. 

Acerca  de  la  competencia  del  Tribunal  de  cuen- 
tas en  la  actualidad,  le  corresponde  especial  y 
privativamente,  según  la  ley  de  25  de  Junio  de 
.1870,  el  conocimiento  y resolución  final  de  las 
cuentas  del  Estado,  las  cuales  deben  someterse  á 
su  calificación  y revisión,  pudiendo  compeler  á 
los  morosos  en  presentarlas  por  los  medios  de 
requerimiento  y demás  que  se  establecen  en  di- 
cha ley,  y dictando  la  absolución  ó condenación 
correspondiente.  Conoce  asimismo  de  los  expe- 
dientes de  reintegro  á la  Hacienda  por  alcances 
ó malversación  de  fondos  públicos  descubiertos, 
fuera  del  exámen  de  las  cuentas.  Mas  el  conoci- 
miento de  falsificación  ó malversación,  y cua- 
lesquiera otros  que  puedan  cometerse  por  los 
I empleados  en  el  manejo  de  fondos  públicos,  cor- 
responde á los  tribunales  ordinarios,  á quienes 
el  de  cuentas  debe  remitir  el  tanto  de  culpa  que 
aparezca,  cuando  en  las  cuentas  6 expedientes 
de  alcances  hallare  indicios  de  aquellos  delitos 
y no  constare  que  se  había  ya  pasado  el  tanto  de 
culpa  por  las  dependencias  interventoras  de  la 
administración  activa.  Este  trámite  se  entiende 
sin  perjuicio  de  los  procedimientos  que  corres- 
pondan administrativamente  para  el  reintegro 
de  los  descubiertos:  arts.  l.°,  16  y 20  de  la  ley 
citada. 

También  corresponde  á los  tribunales  ordina- 
rios el  conocimiento  de  las  tercerías  de  dominio 
ó de  preiacion  de  créditos  que  se  promuevan  en 
los  expedientes  sobre  alcances  y descubiertos 
que  instruya  la  Dirección  de  contabilidad  pú- 
blica ó sus  delegados,  y el  de  las  contiendas  so- 
bre la  legitimidad  de  las  escrituras  de  fianza, 
sobre  la  extensión  de  las  obligaciones  generales 
contraidas  por  los  fiadores  además  de  la  hipote- 
caria, sobre  la  calidad  de  herederos  de  los  res- 
ponsables, y en  general,  sobre  todas  las  cuestio- 
nes que  puedan  suscitarse  en  los  expedientes  de 
alcances  ó de  cuentas,  aunque  haya  de  hacerse 
la  declaración  de  un  derecho  civil:  art.  21. 

La  jurisdicción  del  Tribunal  de  cuentas  en  los 
asuntos  especificados,  alcanza , con  derogación 
de  todo  fuero,  á todos  los  que  por  su  empleo,  ó 
por  comisión  temporal  y especial,  administren, 
recauden  ó custodien  efectos,  caudales  ó perte- 
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nencias  del  Estado;  á los  ordenadores,  interven- 
tores y pagadores,  y á los  herederos  y causa- 
habientes  de  todos  ellos:  art.  19  de  dicha  ley. 

V.  Tribunal  de  cuentas.  * 

JURISDICCION  DE  CARABINEROS  DEL  REINO.  Véase 
juicio  -por  delitos  contra  la  Hacienda  pública,  pár- 
rafo XXV. 

JURISDICCION  ACADÉMICA  Ó ESCOLAR.  V.  Fuero 

académico. 

JURISDICCION  DE  COMERCIO.  La  que  ejercian  so- 
bre negocios  y causas  de  comercio  los  Consula- 
dos en  primera  instancia  y las  Audiencias,  en  se- 
gunda. Por  el  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868 
se  han  suprimido  los  tribunales  especiales  de 
comercio,  confiriéndose  ¿la  jurisdicción  ordina- 
ria el  conocimiento  de  los  negocios  mercantiles. 

V.  Tribunal  de  comercio. 

JURISDICCION  DE  MINAS.  V.  Minas. 

JURISDICCION  DE  CONSERVADURÍA  Ó PROTECCION. 

V.  Juez  conservador  ó protector. 

JURISDICCION  DE  LA  HERMANDAD.  V.  Herman- 
dad ó Santa  Hermandad. 

JURISDICCION  DE  La  MESTA.  V.  A Icaldés  de  U 
mesta , Asociación  general  de  ganaderos,  Concejo 
de  la  mesta  y Mesta. 

JURISDICCION  DE  MOSTRENCOS.  V.  Bienes  mos- 
trencos y Estado. 

JURISDICCION  DE  PÓSITOS.  V.  Pósitos . 

JURISDICCION  DE  PROPIOS  Y ARBITRIOS.  V.  Pro-  ' 

pios  y arbitros. 

JURISDICCION  DE  MONTES  Y PLANTÍOS.  V.  Montes. 

JURISDICCION  COMPETENTE  Y JURISDICCION  INCOM- 
PETENTE. V.  Juez  competente  y Juez  incompetente. 

* JURISDICCION  DEL  SENADO.  La  que  correspon- 
de al  Senado  para  juzgar  á los  ministros  con  ar- 
reglo á las  leyés  por  los  delitos  que  cometan  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

La  Constitución  de  1869  previene  que  corres- 
ponde á las  Córtcs  hacer  efectiva  la  responsabi- 
lidad de  los  ministros,  por  los  delitos  que  come- 
tan en  el  ejercicio  de  sus  funciones;  debiendo 
acusarlos  el  Congreso  y juzgarlos  el  Senado:  ar- 
tículo 58,  pár.  4."  y art.  89.  Esta  competencia  del 
Senado  se  halla  reconocida  también  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  de  1872  en  su  ar- 
tículo 325. 

Limítase,  pues,  la  jurisdicción  del  Senado  al 
conocimiento  de  los  delitos  que  cometan  los  mi- 
nistros en  el  ejercicio  de  sus  funciones;  esto  es, 
como  tales  ministros  y no  como  particulares. 

Respecto  de  los  delitos  comunes  que  cometan 
en  activo  servicio  cuando  no  deban  ser  juzgados 
por  el  Senado , conoce  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  en  pleno,  en  Sala  de  justicia:  pár.  2.° 
del  art,  284  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial. 

Y en  cuanto  á los  comunes  que  cometan  los  mi- 
nistros no  estando  en  activo  servicio,  conocen 
los  tribunales  de  partido  (hoy  jueces  de  primera 


instancia),  en  esta,  y las  Audiencias  en  segun- 
da instancia. 

En  el  pár.  3.°  del  art.  89  de  la  Constitución  se 
previene,  que  las  leyes  determinarán  los  casos 
de  responsabilidad  de  los  ministros,  las  penas  á 
que  estén  sujetos  y el  modo  de  proceder  contra 
ellos. 

No  se  han  publicado  todavía  las  leyes  deter- 
minando estos  casos,  á que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  existiendo  únicamente  la  de  11  de 
Mayo  de  1849  sobre  la  organización  del  Senado 
como  tribunal,  que  exponemos  á continuación; 
advirtiendo,  que  los  primeros  artículos  se  re- 
fieren á la  jurisdicción  que  atribuia  al  Senado  la 
Constitución  de  1845,  mas  ámplia  que  la  de  1869, 
puesto  que  le  facultaba  en  su  art.  19  para  cono- 
cer de  los  delitos  graves  contra  la  persona  ó 
dignidad  del  Rey,  ó contra  la  seguridad  del  Es- 
tado, y para  juzgar  á los  individuos  de  su  seno 
en  los  casos  y en  la  forma  que  determinaren  las 
leyes,  esto  es,  por  los  delitos  comunes  que  co- 
metieren, mas  no  por  los  excesos  ó por  sus  opi- 
niones y votos  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  según 
se  consignaba  en  el  artículo  40  de  aquella  Cons- 
titución y en  el  57  de  la  actual. 

La  Constitución  actual  no  ha  expresado  estos 
ca303,  habiéndose  conferido  por  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  de  1872,  art.  .284,  pár.  4.°,  al 
Tribunal  Supremo  en  pleno  el  conocimiento  de 
las  causas  contra  los  presidentes  del  Congreso 
de  Diputados  y del  Senado. 

Jurisdicción  del  Senado  (según  la  ley  de  11 
de  Mayo  de  1849,  con  referencia  á la  Constitu- 
ción de  1845). 

Corresponderá  al  Senado  como  tribunal:  l.° 
Juzgar  á los  ministros  cuando,  para  hacer  efec- 
tiva su  responsabilidad,  sean  acusados  por  el 
Congreso  de  los  Diputados.  2.°  Conocer  en  vir- 
tud de  Real  decreto,  acordado  en  Consejo  de  Mi- 
nistros, de  las  causas  sobre  delitos  graves  con- 
tra la  persona  ó dignidad  del  Rey,  ó contra  la 
seguridad  interior  ó exterior  del  Estado.  3.°  Co- 
nocer también  de  todos  los  delitos  que  cometan 
los  senadores  que  hayan  jurado  su  cargo:  art.  l.° 

El  Senado  conocerá,  así  del  delito  principal 
como  de  los  conexos  con  él,  que  aparezcan  du- 
rante el  proceso:  art.  2.° 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  pár.  3.°  del  ar- 
tículo ].°,  cuando  en  virtud  de  lo  que  ordena  el 
art.  41  de  la  Constitución  del  reino  se  pidiese 
autorización  para  procesar  á un  senador,  si  este 
fuese  militar  y hubiese  delinquido  en  campaña, 
podrá  el  Senado  permitir,  si  lo  estimare  condu- 
cente al  bien  del  Estado,  que  conozca  de  la  cau- 
sa el  tribunal  que  sea  coxnpeteute,  con  arreglo 
á lo  prescrito  ó- que  en  adelante  prescribieren 
las  leyes  y ordenanzas  militares.  Igualmente  los 
■senadores  eclesiásticos,  por  las  faltas  y delitos 


— 815  — JIJ 


puramente  eclesiásticos,  serán  juzgados  por  los 
tribunales  de  su  fuero , con  arreglo  á los  cáno- 
nes de  la  Iglesia  y 4 las  leyes  del  reino : art  3 0 
Organización  del  Sencido  como  tribunal. El  Se- 

nado como  tribunal  se  compondrá  de  los  sena- 
dores del  estado  seglar  que  hayan  jurado  su 
cargo.  Será  presidente  el  que  lo  fuere  del  Sena- 
do, y hallándose  cerradas  las  Córtes,  el  que  lo 
hubiese  sido  en  la  última  legislatura;  y en  su 
defecto , en  uno  y otro  caso  , el  vicepresidente  á 
quien  corresponda;  art.  4.a 

Incumbirá  al  presidente  del  tribunal:  l.°  Man- 
tener el  órden  y el  decoro  en  los  estrados.  2.°  Di- 
rigir la  actuación  del  proceso  y decretar  las  di- 
ligencias que  estime  conducentes  para  la  averi- 
guación de  la  verdad.  3.°  Firmar  las  sentencias 
definitivas  é interlocutorias  que  dicte  el  tribu- 
nal: art.  5.° 

Ei  presidente  será  auxiliado  en  el  ejercicio  de 
su  cargo  por  los  comisarios  que  el  tribunal  crea 
conveniente  elegir  entre  los  individuos  de  su 
seno  para  cada  causa.  Cada  uno  de  los  comisa- 
rios desempeñará  las  atribuciones  que  el  presi- 
dente le  delegare:  art.  6.° 

El  presidente  nombrará  en  cada  caso  el  secre- 
tario del  tribunal:  art.  7.° 

En  cada  proceso  desempeñará  el  cargo  de  fis- 
cal un  comisario  nombrado  por  el  Gobierno  por 
medio  de  Real  decreto  acordado  en  Consejo  de 
Ministros.  Le  asistirán  en  calidad  de  abogados 
fiscales  los  letrados  que  el  fiscal  nombre : ar- 
tículo 8.° 

Los  porteros  del  Senado  ejercerán  el  oficio  de 
porteros  de  estrados  del  tribunal  á las  órdenes 
del  presidente:  art.  9.° 

Forma,  de  constituirse  el  Senado  en  tribunal.— 
Para  constituirse  el  Senado  y celebrar  sus  sesio- 
nes como  tribunal  ha  de  preceder  real  convoca- 
toria acordada  en  Consejo  de  Ministros , y han 
de  concurrir  sesenta  senadores  cuando  menos: 
art.  10. 

Todos  los  senadores  del  estado  seglar  estarán 
obligados  á concurrir.  Los  que  tengan  motivos 
justos  para  excusarse  los  expondrán  por  escrito 
al  Senado , y este  resolverá  lo  que  estime:  ar- 
ticulo 11. 

No  podían  ser  jueces  los  senadores  que  hu- 
bieren sido  nombrados  con  posterioridad  a la 
perpetración  del  hecho  que  motive  el  procedi- 
miento: art.  12. 

Orden  de  proceder  en  el  sumario  y en  el  juicio 
público — Orden  de  proceder  en  el  sumario.  En  el 
sumario  podrán  emplearse  todos  los  medios  de 
investigación  admitidos  en  el  derecho  común, 
excepto  la  confesión:  art.  13. 

A excepción  de  las  personas  de  ia  real  familia, 
ninguna  otra  podrá  excusarse  de  comparecer  á 
prestar  declaración  como  testigo  á título  de 


exención  ó de  fuero.  La  que  se  resistiere,  sin 
asistirle  impedimento  justo,  podrá  ser  competi- 
da por  todos  los  medios  legítimos  de  apremio,  y 
hasta  por  el  de  hacerla  conducir  á la  audiencia 
por  la  fuerza  pública:  art.  14. 

Cuando  el  comisario  ó comisarios  no  pudieren 
por  la  distancia  ú otro  motivo  igualmente  fun- 
dado, instruir  por  si  alguna  diligencia,  el  pre- 
sidente delegará  el  encargo  en  el  juez  local  que 
le  parezca  mas  á propósito:  art.  15. 

EL  arresto  de  los  culpables,  el  embargo  de  bie- 
nes y la  concesión  de  libertad  conforme  á dere- 
cho se  acordarán  por  el  presidente  y los  comisa- 
rios á pluralidad  de  votos.  En  caso  de  empate, 
el  voto  del  presidente  será  decisivo.  Cuando  ha- 
biendo de  proceder  como  tribunal  no  estuviere 
reunido  el  Senado , el  presidente  designará  se- 
nadores que  en  calidad  de  jueces  adjuntos  le 
asistan  interinamente,  hasta  que  constituido 
aquel  se  nombren  los  comisarios:  art.  16. 

A la  posible  brevedad,  desde  que  á juicio  del 
presidente  estuviere  completo  el  sumario,  el  co- 
misario que  aquel  designe  dará  cuenta  al  Sena- 
do , por  medio  de  informe , del  resultado  de  las 
actuacioaes.  Con  igual  brevedad  el  tribunal  de- 
clarará concluso  el  sumario , ó decretará  las  di- 
ligencias que  estime  indispensables:  art.  17. 

Instruida  información  sumaria  ante  cualquier 
otro  juzgado  ó tribunal,  si  resultare  que  el  deli- 
to es  por  su  naturaleza,  de  los  atribuidos  á la  ju- 
: risdiccion  del  Senado , el  j uez  remitirá  el  proceso 
¡ al  ministerio  de  Gracia  y Justicia  para  los  efec- 
tos del  art.  l.°  de  esta  ley:  art.  18. 

Cuando  se  dé  cuenta  del  resultado  del  suma- 
rio, si  se  dudare  de  la  competencia  del  tribunal 
el  presidente  someterá  á la  decisión  de  este  la 
cuestión  preliminar  de  competencia:  art.  19. 

En  el  término  de  tres  á ocho  dias  después  de 
concluso  el  sumario,  ó resuelta  en  su  caso  la 
cuestión  de  competencia,  el  tribunal,  á puerta 
cerrada  y por  votación  secreta,  declarará  si  há  ó 
no  lugar  á la  acusación:  art.  20. 

Para  que  se  declare  haber  lugar  á la  acusación 
será  necesaria  la  mayoría  absoluta  de  los  sena- 
dores presentes:  art..  21. 

Orden  de  proceder  en  el  juicio  público.— Luego 
que  se  declare  concluso  el  sumario  se  requerirá 
al  procesado  para  que  nombre  el  defensor  ó de- 
fensores que  le  hayan  de  asistir  y defender  en 
el  progreso  de  la  causa.  Si  no  los  nombrare,  el 
presidente  lo  hará  de  oficio:  art.  22. 

En  el  término  mas  breve  posible  ei  secretario 
entregará  al  fiscal  una  copia  del  sumario,  y otra 
á cada  uno  de  los  acusados:  art.  23. 

El  fiscal,  dentro  del  término  que  le  señale  el 
tribunal  á propuesta  del  presidente,  desde  que 
haya  recibido  la  copia  del  sumario,  presentará 
el  escrito  de  acusación  y lista  de  los  testigos  de 
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carg-o  que  hayan  de  ser  á su  instancia  examina- 
dos: art.  24. 

Al  fin  del  escrito  de  acusación  y antes  de  la 
petición  correspondiente,  hará  el  fiscal  un  resú- 
men en  párrafos  numerados  en  que  se  exprese: 
l.°  Ei  delito  cometido  y sus  circunstancias  agra-  , 
vantes  ó atenuantes.  2.°  La  participación  que  en 
él  hubieren  tenido  los  acusados  como  autores, 
cómplices  ó encubridores.  3.°  La  pena  legal  que 
deba  imponérseles:  art.  25. 

Para  que  prepare  su  defensa  se  le  concederá 
al  acusado  el  término  que  el  tribunal  estime 
bastante,  no  podiendo  bajar  de  diez  dias.  Al 
efecto,  se  le  comunicará  al  acusado  copia  del 
escrito  de  acusación  j lista  de  los  testigos  de 
cargo  y de  los  senadores  que  hayan  de  juzgarle. 
Dentro  de  aquel  término  presentará  el  acusado 
lista  de  los  testigos  de  descargo  , la  cual  se  co- 
municará al  acusador  veinticuatro  horas  antes 
por  lo  menos  del  dia  que  se  señale  para  la  au- 
diencia pública : art.  26. 

No  podrá  ser  examinado  en  el  juicio  público 
ningún  testigo  cuyo  nombre  no  haya  sido  co- 
municado al  acusador  ó al  acusado  con  la  anti- 
cipación prevenida  en  el  artículo  anterior : ar- 
tículo 27. 

Sin  expresar  causa  podrán  recusar  respectiva- 
mente el  acusador  y el  acusado  ó acusados  la 
décima  parte  de  los  senadores:  art.  28. 

Trascurridos  ios  términos  de  que  habla  el  ar- 
ticulo 26,  el  presidente  señalará  dia  para  la 
vísta  pública.  A esta  concurrirán  el  acusado  y 
sus  defensores,  y en  ella  leerá  el  secretario  todo 
el  proceso , el  escrito  de  acusación  y las  listas  de 
los  testigos  de  cargo  y descargo:  art.  29. 

Los  testigos  serán  colocados  en  Sala  separada 
de  la  de  audiencia,  y entrarán  en  esta  cuando 
sean  llamados  á declarar.  Adoptará  el  presidente  : 
las  demás  precauciones  que  le  aconseje  su  pru- 
dencia para  evitar  confabulación  entre  los  testi- 
gos: art.  30. 

En  cada  uno  de  los  dias  de  la  audiencia  pú- 
blica , se  leerá  por  el  secretario  del  tribunal  la 
lista  de  los  senadores  presentes,  haciéndose  cons- 
tar así  en  el  proceso.  No  podrá  tomar  parte  en 
votaciones  ulteriores  el  senador  que  deje  de  asis- 
tir á cualquiera  de  las. sesiones  de  la  vista  pú- 
blica: art.  31. 

El  testigo  no  podrá  ser  interrumpido  mientras 
no  concluya  su  declaración:  art.  32. 

Terminada  que  sea  la  declaración  del  testigo, 
las  partes  podrán  dirigirle  preguntas  y repre- 
guntas acerca  de  ella,  por  medio  del  presidente, 
á menos  que  este  no  las  deseche  por  inoportu- 
nas: art.  33. 

Así  el  presidente  como  los  senadores  harán  al 
acusado  |y  á los  testigos  las  preguntas  que  se 
les  ofrezcan  en  vista  de  las  declaraciones  dadas 


en  la  audiencia  pública,  de  los  documentos  que 
se  produzcan , ó de  los  otros  medios  de  cargo  y 
descargo  que  se  hayan  suministrado:  art.  34. 

El  secretario  irá  extendiendo  un  acta  de  cada 
sesión  del  tribunal  á medida  que  esta  se  celebre: 
art.  35. 

Empezada  la  vista  en  audiencia  pública,  se 
continuará  diariamente  y sin  otras  interrupcio- 
nes que  las  que  á juicio  del  tribunal  sean  nece- 
sarias: art.  36. 

Concluido  el  exámen  de  los  testigos  , el  acusa- 
dor sostendrá  de  palabra  la  acusación  con  las 
modificaciones  á que  hayan  dado  lugar  los  [de- 
bates, y le  contestará  el  defensor  del  acusado, 
replicando  el  primero  y contrareplicando  el  se- 
gundo si  lo  estimaren  conveniente.  Cuantas  ve- 
ces pida  la  palabra  el  acusado,  le  será  concedida: 
art.  37. 

El  presidente  .6  el  comisario  que  él  designe, 
hará  en  sesión  secreta  el  resúmen  del  debate, 
exponiendo  antes  los  méritos  de  la  causa,  y en 
seguida  propondrá  la  cuestión  en  esta  forma: 
¿Es  culpable  el  acusado  del  delito  que  se  le  irn  - 
puta ? art.  38. 

En  el  caso  de  resolverse  afirmativamente  esta 
pregunta  se  hará  la  siguiente:  ¿Es  culpable  el 
acusado  con  las  circunstancias  expresadas  en  el 
resumen  del  escrito  de  acusación ? art.  39. 

Si  de  la  vista  pública  hubiere  aparecido  algu- 
na circunstancia  agravante  ó atenuante  omitida 
en  el  escrito  de  acusación , se  preguntará  al  tri- 
bunal si  el  acusado  ha  cometido  el  delito  'con 
aquella  circunstancia:  art.  40. 

Si  el  acusado  hubiere  alegado  en  su  defensa 
alguna  de  las  circunstancias  que  según  las  le- 
yes eximen  de  responsabilidad,  el  presidente 
preguntará  antes  de  la  pregunta  prevenida  en 
el  art.  38,  si  tal  circunstancia  está  probada:  ar- 
: tículo  41. 

En  las  votaciones  sobre  la  calificación  del  he- 
cho, se  atendrán  los  senadores  á lo  que  les  dicte 
su  conciencia:  art.  42, 

La  declaración  de  culpabilidad  se  votará  siem- 
pre separadamente  de  la  imposición  de  la  pena: 
art.  43. 

Para  la  declaración  de  culpabilidad  y de  sus 
circunstancias  agravantes  se  necesitarán  las  dos 
terceras  parles  de  votos:  art.  44. 

Cuando  la  declaración  de  culpabilidad  y de 
sus  circunstancias  se  hubiere  hecho  en  confor- 
midad de  la  acusación  , se  pondrá  á discusión  la 
pena  que  en  esta  se  pida.  Cerrada  la  discusión 
se  hará  la  votación  por  bolas:  art.  45. 

Si  no  se  aprobare  la  pena  pedida  en  la  acusa- 
ción , ó si  la  declaración  de  culpabilidad  se  hu- 
biere hecho  con  circunstancias  diferentes  de  las 
expresadas  en  el  resúmen  de  la  acusación , se 
nombrará  por  el  tribunal  una  comisión  de  indi- 
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viduos,  la  cual  propondrá  la  nueva  pena  que 
crea  procedente.  El  dictámen  de  esta  comisión 
se  discutirá  y votará  por  bolas:  art.  46. 

Si  no  resultare  sentencia,  la  comisión  propon- 
drá una  nueva  pena,  y su  dictámen  se  discutirá 
y votará  como  ei  anterior.  En  el  caso  de  ser 
aquel  desaprobado  propondrá  la  comisión  nue- 
vos dictámenes  basta  que  resulte  sentencia:  ar- 
tículo 47. 

Para  la  imposición  de  la  pena  de  muerte  se 
necesitarán  las  tres  cuartas  partes  de  votos  de 
los  senadores  presentes;  para  las  demás  bastarán 
la  mayoría  absoluta:  art.  48. 

La  sentencia  será  siempre  motivada.  No  po- 
drán imponerse  en  ella  mas  penas  que  las  seña- 
ladas por  la  ley  graduándolas  según  esta  pre- 
venga. Constituido  el  tribunal  para  dictar  sen- 
tencia, no  podrá  separarse  sin  haberla  dictado: 
art.  49. 

Cuando  el  tribunal  condenare  á la  reparación 
de  daños  ó indemnización  de  perjuicios,  sin 
determinar  la  cantidad,  corresponderá  á los  tri- 
bunales ordinarios  la  acción  civil  sobre  la  re- 
clamación del  importe:  art.  50. 

En  sesión  pública  y sin  estar  presente  el  pro- 
cesado publicará  el  presidente  la  sentencia , la 
cual  causará  siempre  ejecutoria  y será  inme- 
diatamente notificada  al  acusado.  De  ella  se 
pasará  copia  al  Gobierno  para  su  ejecución:  ar- 
tículo 51. 

Cuando  el  acusado  no  esté  presente  y á dispo- 
sición del  tribunal , se  sustanciará  la  causa  en 
rebeldía:  art.  52. 

El  tribunal  observará  las  leyes  del  derecho 
común  del  reino  en  lo  que  no  se  opongan  á la 
presente:  art-.  53. 

Disposiciones  particulares  relativas  á los  procesos 
de  los  ministros. — En  las  causas  que  se  formen  á 
los  ministros  de  la  Corona  para  exigirles  la  res- 
ponsabilidad se  guardarán  las  disposiciones  an- 
teriores, salvo  las  modificaciones  que  establecen 
los  artículos  siguientes:  art.  54. 

Para  la  acusación  de  los  ministros  se  formulará 
en  el  Congreso  de  los  Diputados  una  proposición, 
que  seguirá  los  mismos  trámites  que  una  de  ley, 
basta  que  recaiga  resolución  del  mismo  Congre- 
so: art.  55. 

Si  el  Congreso  acordare  haber  lugar  á la  acu- 
sación, nombrará  una  comisión  de  individuos 
de  su  seno  para  que  la  sostenga  ante  el  Senado: 
art.  56. 

Para  decidir  sóbrela  proposición  de  acusación 
se  necesitará  el  mismo  número  de  diputados  que 
para  votar  las  leyes,  y ba  de  bailarse  el  Congreso 
definitivamente  constituido:  art.  57. 

La  discusión  para  declarar  haber  ó no  lugar  á 
la  acusación  será  pública  y siempre  ordinaria: 
art.  58. 


Todas  las  votaciones  relativas  á la  acusación 
de  los  ministros  serán  secretas:  art.  59. 

Si  los  individuos  de  cuya  responsabilidad  se 
trate  pretendieren  coucurrir  á defenderse,  po- 
drán hacerlo,  ocupando  el  lugar  que  á este  fia 
les  señale  el  presidente , si  no  tuvieren  asiento 
en  el  Congreso:  art.  00. 

Los  discursos  que  los  mismos  pronuncien  en 
su  defensa  no  consumen  turno  en  la  discusión. 

Si  en  vez  de  concurrir  personalmente  remitie- 
ren escritos  ó documentos  para  su  defensa , les 
serán  admitidos  y leídos  en  la  sesión:  art.  61. 

Los  ministros  de  cuya  acusación  se  trate,  es- 
tarán bajo  la  salvaguardia  del  Congreso  hasta 
que  se  haya  declarado  haber  ó no  lugar  á la 
acusación  ante  el  Senado:  art.  62. 

Sin  necesidad  de  real  convocatoria  se  consti- 
tuirá en  tribunal  el  Senado  luego  que  reciba  el 
mensaje  de  acusación  que  le  dirija  el  Congreso: 
art.  63. 

La  comisión  nombrada  por  el  Congreso  sos- 
tendrá la  acusación  ante  el  Senado.  EL  ministro 
acusado  podrá  nombrarlos  defensores  que  tenga 
por  conveniente.  Acusadores  y defensores  guar- 
darán lo  prescrito  en  el  art.  37  de  dicha  ley:  ar- 
tículo 64. 

En  procesos  contra  ministros  no  se  procederá 
por  el  Senado  á la  declaración  de  si  há  ó no 
lugar  á la  acusación:  art.  65. 

Cuando  por  cualquiera  causa  cese  de  ejercer 
sus  funciones  el  Congreso , la  comisión  nombra- 
da por  este  para  sostener  la  acusación,  conti- 
nuará desempeñado  las  suyas  hasta  la  termi- 
nación del  juicio:  art.  66.  * 

* JURISDICCION  ADMINISTRATIVA . La  jurisdicción 
administrativa  es  la  potestad  que  reside  en  la 
administración  ó en  los  funcionarios  ó cuerpos 
que  representan  esta  parte  del  poder  ejecutivo, 
para  asegurar  la  aplicación  de  las  leyes  de  inte- 
rés general  ó local  de  los  administrados  por  me- 
dio de  reglamentos  y otras  disposiciones  análo- 
gas; para  cuidar  de  las  personas  y propiedades 
en  relación  con  el  Estado,  y para  conocer  y sen- 
tenciar en  forma  de  juicio  los  asuntos  conten- 
cioso-adminístrativos,  esto  es,  las  reclamaciones 
ú oposiciones  de  los  que  se  creyeren  perjudica- 
dos por  la  Administración  en  sus  derechos  ad- 
quiridos. Según  se  ve  por  esta  definición,  la  ju- 
risdicción administrativa  se  divide  en  jurisdic- 
ción voluntaria  y en  jurisdicción  contenciosa, 
La  primera  se  ejerce  por  medio  de  actos  de  man- 
do generales  ó particulares,  ya  sea  que  se  expi- 
dau  órdenes  y reglamentos,  ya  que  se  haga  la 
aplicación  de  las  leyes  y de  los  reglamentos.  La 
segunda  se  ejerce,  por  medio  de  decisiones  en 
forma  de  j uicio,  oyendo  las  reclamaciones  de  las 
partes,  y dirimiendo  intereses  opuestos,  que  son 
el  público  y el  privado.  Por  la  primera  se  ejercen 
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actos  de  mero  imperio;  por  la  segunda  de  impe- 
rio mixto,  que  es  al  que  va  unida  lo  que  se  llama 
propiamente  jurisdicción.  Por  la  primera,  la  Ad- 
ministración obra  para  ilustrarse  y para  deter- 
minar lo  que  juzga  mas  conforme  cou  los  inte- 
reses generales,  ya  sea  por  medio  de  órdenes  y 
reglamentos  que  no  se  refieren  directamente  á 
los  individuos,  ya  por  actos  que  tienen  siempre 
por  objeto  aplicar  el  interés  general  á casos  es- 
peciales, en  oposición  con  una  acción  individual. 
Por  la  seguuda,  instruye,  juzga  y decide,  para 
armonizar  el  interés  general  con  el  derecho,  ó 
para  sacrificar  el  derecho  privado  al  público,  si 
hay  una  indispensable  necesidad  de  ello.  Pero 
mas  adelante  explicaremos  la  naturaleza  respec- 
tiva de  la  jurisdicción  administrativa  voluntaria 
y de  la  jurisdicción  contenciosa.  La  jurisdicción 
administrativa  voluntaria  se  llama  también  ac- 
tiva, en  cuanto  que  ejerce  actos  de  mando,  esto 
es,  en  cuanto  que  obra  y se  mueve  dentro  de  sus 
atribuciones  para  ejecutar  sus  órdenes  ó regla- 
mentos; llámase  activa , en  contraposición  á la  : 
calificación  que  también  se  le  da  de  reglamenta- 
ria, en  cuanto  que  obra  reglando  la  ejecución  de 
las  leyes.  También  se  toma  la  calificación  de  ac- 
tiva en  contraposición  á los  actos  de  administra- 
ción puramente  consultiva  ó deliberante.  Califí- 
case también  la  jurisdicción  voluntaria  de  dis- 
crecional, en  cuanto  que  sus  actos  de  mando  no 
se  hallan  trazados  por  la  ley,  sino  que  dimanan 
de  su  potestad  discrecional,  la  cual  ejerce  "bajo 
su  responsabilidad  en  vista  de  la  utilidad  y con- 
veniencia públicas,  para  la  ejecución  de  las  le-  : 
yes.  Finalmente,  llámase  también  pura  y gra - ■ 
ciosa , en  cuanto  que  se  ejerce  sin  que  intervenga 
instancia  ni  reclamación  de  parte,  por  actos  de 
puro  mando. 

El  poder  ó la  jurisdicción  administrativa  resi- 
de en  el  Rey,  como  un  verdadero  atributo  de  la 
soberanía,  puesto  que  según  la  Constitución  del 
Estado,  el  poder  ejecutivo  reside  en  el  Rey,  y 
dado  que  la  jurisdicción  administrativa  es  una 
de  las  ramas  principales  del  poder  ejecutivo. 
Pero  la  jurisdicción  administrativa  reside  en  el 
Rey  directamente,  y su  ejercicio  se  halla  subor- 
dinado al  mismo  de  un  modo  mas  completo  que 
la  rama  del  poder  ejecutivo  á que  se  llama  órden 
judicial.  Para  comprender,  pues,  bieu  esta  doc- 
trina y las  diferencias  que  existen  entre  las  ra- 
mas que  constituyen  el  poder  ejecutivo,  creemos 
oportuno  explicar  brevemente  los  caractéres  y la 
naturaleza  que  distinguen  á cada  una  de  ellas, 
puesto  que  descomponiendo  el  poder  ejecutivo, 
será  mas  fácil  distinguir  en  qué  consiste  el  ad- 
ministrativo propiamente  dicho. 

EL  poder  ejecutivo  comprende  tres  ramas  prin- 
cipales. La  primera  consiste  en  el  poder  ejecutí-  : 
vo  de  las  cosas  que  depende  del  derecho  de  gen-  ¡ 


tes,  que  es  el  qúe  establece  las  relaciones  de  la 
nación  con  las  naciones  extranjeras,  y á ól  per- 
tenece larecepcion  de  embajadores,  la  formación 
de  los  tratados  que  reclaman  los  intereses  polí- 
ticos y comerciales,  la  declaración  de  guerra,  y 
cuanto  exige  el  mantenimiento  de  las  relaciones 
de  un  pueblo  con  sus  vecinos;  nada  de  lo  cual 
constituye  el  poder  administrativo  propiamente 
dicho;  de  manera,  que  no  se  llaman  actos  admi- 
nistrativos, sino  actos  de  gobierno^  el  ejercicio 
de  esta  parte  del  poder  ejecutivo.  La  segunda 
rama  de  este  poder  constituye  el  poder  ejecutivo- 
de  las  cosas  que  dependen  del  derecho  político, 
que  es  el  que  comprende  las  relaciones  de  los 
gobernantes  y gobernados.  El  ejercicio  de  los 
derechos  y el  cumplimiento  de  los  deberes  de 
esta  clase,  constituyen  el  objeto  del  poder  ad- 
ministrativo. Para  ello,  el  Soberano  ó la  Admi- 
nistración obra  corno  agente  de  la  potestad  legis- 
lativa, disponiendo  la  ejecución  de  las  leyes  por 
reglamentos  que  las  completan  sin  alterarlas, 
dando  á aquellas  la  publicidad  necesaria,  eli- 
giendo los  órganos  que  velen  por  su  cumpli- 
miento, destituyendo  á los  que  son  revocables,  y 
haciendo  ejecutar  las  leyes  de  interés  general, 
como  las  relativas  á elecciones,  al  alistamiento 
de  tropas,  etc.  Como  depositario  de  la  fuerza  pú- 
blica, la  emplea,  siempre  que  es  necesario,  para 
desviar  los  obstáculos  que  pudieran  oponerse  á 
la  ejecución  de  los  juicios;  la  distribuye  de  un 
modo  que,  siempre  activa  y presente  en  los  sitios 
públicos,  tenga  el  brazo  levantado  sobre  ios  que. 
amenacen  la  tranquilidad  del  Estado;  y como 
obra  bajo  este  aspecto  en  virtud  del  poder  eje- 
cutivo, es  árbitro  de  las  medidas  que  deben  to- 
marse y juez  de  su  aplicación;  puede,  pues, 
mandar  la  detención  de  los  prevenidos,  pero  de- 
be ponerlos  en  libertad  ó á disposición  del  tribu- 
nal competente  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  á la  detención,  á no  que  no  pudiese 
verificarlo  por  una  causa  irremediable,  en  cuyo 
caso  la  manifestará  al  juez  ó tribunal  por  escri- 
to, siu  que  pueda  jamás  el  detenido  permanecer 
por  mas  de  tres  dias  á disposición  de  dicha  au- 
toridad, bajo  pena  de  incurrir  eu  responsabili- 
dad. La  Administración,  obrando  como  conserva- 
dora del  dominio  público  y ordenadora  de  las  me- 
didas que  exige  la  seguridad  general,  fortifica  las 
plazas  que  cree  convenientes,  señala  la  extensión 
ó terreno  que  han  de  ocupar  las  murallas  y fosos, 
compra  las  municiones  de  guerra,  etc.  etc.  Como 
guarda  y man  tenedora  de  las  propiedades  públicas 
en  sus  relaciones  con  el  Estado,  vigila  por  la  se- 
guridad de  las  personas,  por  la  inviolabilidad  de 
las  propiedades;  administra  los  bienes  que  for- 
man el  patrimonio  del  Estado;  reprime  las  usur- 
paciones cometidas  en  el  dominio  público;  ejerce 
funciones  de  tutela  para  con  las  personas  mora- 


JU 


JU 


— 819  — 


les,  tales  como  los  establecimientos  públicos 
Ayuntamientos,  etc.;  prescribe  las  medidas  ne- 
cesarias en  caso  de  calamidades  públicas  ó de  ac- 
cidentes imprevistos,  y abre  asilos  y asegura  so- 
corros á los  enfermos  indigentes.  Como  reguladora 
de  todos  los  movimientos  ele  la  sociedad,  favorece  el 
desarrollo  de  la  agricultura,  industria  y comercio 
conservando  y multiplicando  los  canales  y ca- 
minos; provee  los  servicios  públicos,  dirigiendo 
sus  agentes , celebrando  contratos  con  los  em- 
presarios de  obras  públicas,  repartiendo  y per- 
cibiendo las  contribuciones,  y satisface  las  ne- 
cesidades intelectuales  y morales  de  la  sociedad 
por  medio  de  la  creación  de  escuelas  y estable- 
cimientos religiosos;  de  suerte,  que  la  sociedad, 
segnn  dice  el  Sr.  Burgos,  recibe,  por  medio  de 
la  Administración,  al  hombre  en  sus  brazos  desde 
el  instante  de  su  nacimiento,  le  acompaña  en 
todos  los  períodos  de  su  vida,  le  ilustra,  auxilia  | 
y protege  durante  ella,  asiste  á su  muerte,  honra 
su  memoria  si  se  ha  distinguido,  y proporciona  1 
á sus  restos  el  reposo  que  todos  los  pueblos  civi- 
lizados han  concedido  á los  difuntos.  La  tercera 
rama  del  poder  ejecutivo,  consiste  en  el  poder 
ejecutivo  de  las  cosas  que  dependen  del  derecho 
civil  en  su  sentido  lato;  es  decir,  de  un  derecho 
que  arregla  los  intereses  respectivos  de  los  ciu- 
dadanos entre  sí,  ó de  los  intereses  privados  sin 
relación  con  el  listado.  A esta  rama  del  poder 
ejecutivo  pertenece  el  poder  judicial;  él  resuel- 
ve, por  la  aplicación  de  las  leyes  de  derecho  pri- 
vado, los  pleitos  que  se  suscitan  entre  particu- 
lares, y reprime  por  la  aplicación  de  las  leyes 
de  derecho  penal  á los  individuos  que  las  han 
violado.  Algunos  publicistas  han  considerado  la 
autoridad  judicial  como  un  poder  tercero  y prin- 
cipal, extraño  y en  cierto  modo  superior  al  eje- 
cutivo; pero  el  órden  judicial  no  es  mas  que  una 
rama,  una  desmembración  de  este  poder,-  aun 
cuando  forme  un  órden  separado  del  mismo.  No 
cabe  duda  alguna  sobre  esto,  si  se  considera 
que,  según  la  Constitución,  toda  justicia  emana 
del  Rey  y se  administra  en  su  nombre  por  jueces 
que  él  nombra  ¿instituye;  de  suerte,  que  sus 
funciones  se  reducen  á aplicar  la  ley  á cierto  ■ 
órden  de  hechos,  ó mejor  á concurrirá  su  ejecu-  > 
cion,  y toda  ejecución  de  la  ley  entra  esencial- 
mente en  las  atribuciones  del  poder  ejecutivo. 

Es  verdad  que  el  ejercicio  de  la  justicia  se  atri- 
buye á funcionarios  independientes,  y el  ejerci- 
cio de  la  Administración  á funcionarios  ó adnii- 
nistradores  que  son  amovibles  ; pero  el  poder  de 
ejecutar  las  leyes  encierra  virtualmente  el  de 
aplicarlas,  y esta  aplicación  no  deja  de  ser  una 
parte  del  poder  ejecutivo  porque  esté  delegada  á 
jueces  inamovibles.  Para  evitar  sin  duda  estas  _ 
dificultades,  la  Constitución  de  1845  llamó  órden  \ 
judicial  al  de  los  magistrados  y jueces  encarga- 


■ dos  de  la  aplicación  de  las  leyes,  corrigiendo  k 

; !as  Constituciones  de  1812  y de  1837,  que  le  de- 
nominaban poder  judicial.  Distínguese,  pues,  el 
poder  judicial  de  las  otras  dos  ramas  del  poder 
ejecutivo,  en  que  el  poder  gubernamental  ó de 

■ derecho  de  gentes  se  ejerce  por  el  jefe  del  Estado 
y por  los  ministros  solos,  y el  administrativo 
bajo  la  dirección  de  estos  altos  funcionarios,  por 
agentes  responsables  y removibles  ó revocables, 
y el  judicial  es  delegado  á magistrados  inamo- 
vibles. Diferénciase  también  la  jurisdicción  ad- 
ministrativa de  la  ordinaria,  en  que  las  senten- 
cias de  los  tribunales  ordinarios,  luego  que  han 
pasado  en  autoridad  de  cosa  juzg'ada,  son  irre- 
vocables, sin  que  se  puedan  reformar  ni  ordenar 
por  ninguno;  pero  las  decisiones  de  los  tribuna- 
les administrativos  pueden  ser  atacadas  por  los 
particulares  agraviados  en  ellas  acudiendo  álos 
cuerpos  colegisladores  para  exigir  la  responsa- 
bilidad de  los  ministros.  Asimismo,  las  decisio- 
nes de  los  tribunales  administrativos  carecen  de 
autoridad  propia  ó de  la  fuerza  definitiva  que 
tienen  las  de  aquellos , limitándose  á simples 
consultas  que  no  obligan  mientras  no  las  aprue- 
be el  Monarca  y no  se  publican  con  esta  aproba- 
ción, al  paso  que  las  de  los  tribunales  ordinarios 
adquieren  toda  su  fuerza  desde  que  estos  las  han 
pronunciado.  Y de  aquí  proviene  el  llamarse  la 
jurisdicción  administrativa  retenida , por  hallar- 
se reservada  su  autoridad  y fuerza  en  el  Sobera- 
no, así  como  se  llama  delegada  la  del  órden  ju- 
dicial, porque  habiéndosele  conferido  por  el  Mo- 
narca y por  la  ley,  la  ejerce  en  toda  su  fuerza  y 
autoridad,  como  jurisdicción  propia-,  sin  hallarse 
sujeta  h la  aprobación  del  Soberano  ni  de  otro 
poder  alguno.  Asi,  pues,  el  Soberano  es  quien 
ejerce  la  jurisdicción  administrativa  como  con- 
secuencia del  poder  ejecutivo  que  le  confiere  la 
Constitución,  según  hemos  dicho.  Ejércela  en  lo 
relativo  a lo  contencioso  en  su  Consejo  de  Estado 
juzgando  en  última  instancia  las  diferencias  que 
vienen  á parar  á él  de  todos  los  demás  cuerpos 
y funcionarios  administrativos,  ó por  medio  de 
estos  funcionarios  en  lo  relativo  ó ¡¿jurisdicción 
voluntaria.  Véase  el  articulo  de  esta  obra  Consejo 
de  Estado. 

Pero  esta  calificación  de  retenida  que  se  ha 
dado  á la  jurisdicción  administrativa,  ha  sufrido 
violentos  ataques,  de  que  creemos  deber  hacer- 
nos cargo.  M.  Macarel,  en  su  C'ovrs  ele  droit  ad- 
ministran/, que  es  quien  la  lia  atacado  con  mas 
fuerza,  seexpresa  en  estos  términos:  «Si  por  jus- 
ticia retenida  debe  entenderse  que  las  leyes  han 
reservado  en  el  supremo  grado  de  la  gerarquía 
administrativa  al  Rey  con  la  asistencia  del  Con- 
sejo de  Estado  el  poder  de  establecer  sobre  lo 
contencioso-administrativo,  nada  es  tan  positivo; 
pero  si  debe  entenderse  que  se  ha  retenido  toda 
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la  justicia  administrativa  por  el  poder  real,  quien 
podría  ejercerla  en  su  totalidad , con  exclusión 
de  toda  otra  autoridad,  esto  seria  un  error  nota- 
ble que  He  caria  á otros  muchos  errores.  La  jus- 
ticia administrativa  solo  puede  llamarse  retenida 
en  el  supremo  grado  de  la  gerarquía;  en  todos 
los  grados  inferiores  es  necesariamente  delega- 
da, no  bajo  el  mismo  título  que  en  manos  de  los 
magistrados  investidos  de  la  autoridad  judicial, 
pues  que  estos  son  inamovibles  y las  funciones 
administrativas  son  por  su  esencia  revocables, 
sino  porque  es  materialmente  y constitucional- 
mente  imposible  que  el  Soberano  administre  por 
sí  mismo  esta  justicia.  La  jurisdicción  adminis- 
trativa es  delegada  necesariamente ; esta  delega- 
ción es  uno  de  sus  caractéres  esenciales,  pues  la 
Constitución  exige  la  responsabilidad  délos  mi- 
nistros, y esta  responsabilidad  seria  ilusoria,  y 
se  destruirían  aun  las  bases  de  nuestro  gobierno, 
si  pudiera  depender  de  la  voluntad  del  Rey 
ejercer  por  sí  misino  todos  los  actos  de  la  ad- 
ministración , atrayendo  á sí  todas  sus  ramas 
que  pudiera  confiar  á ciertos  administradores. 
Las  funciones  administrativas,  las  administra- 
ciones, los  administradores  no  son  cosas  que  pue- 
da suprimir  á placer  el  poder  ejecutivo,  puesto 
que  en  su  mayor  parte  los  han  establecido  leyes 
y que  por  consiguiente  deben  destruirse  tam- 
bién por  otras  leyes.  Entre  nosotros,  en  nuestra 
organización  administrativa,  la  gerarquía,  los 
instrumentos,  las  ruedas,  son  en  su  mayor  par- 
te cosas  legales  y solo  dependen  de  la  determi- 
nación del  legislador;  sus  mismas  atribuciones 
son  regladas  con  frecuencia  por  la  ley;  la  ley 
determina  sus  caractéres,  y traza  sus  límites; 
los  agentes  administrativos  son , pues , otras 
tantas  ruedas  é instrumentos  necesarios,  á título 
de  depositarios  del  poder  ejecutivo.  La  mano 
real  tiene  solo  el  derecho  de  ponerlos  en  movi- 
miento, de  darles  el  impulso,  de  trazarles  su  di- 
rección, de  mostrarles  su  objeto;  pero  el  poder 
real  está  obligado  á adoptarlos  por  intermedia- 
rios entre  él  y el  pueblo , al  cual  se  dirige  sin 
cesar  la  acción  que  se  encamina  á la  ejecución 
de  las  leyes  y por  ellas  al  órden , al  progreso 
social,  á la  felicidad  pública,  etc.  Esto  mismo 
se  aplica  á los  consejos  administrativos  siempre 
que  estos  cuerpos  consultivos  no  son  la  creación 
del  mismo  poder  ejecutivo,  sino  instituciones 
legales:  con  mayor  razón  debe  decirse  esto  de 
las  autoridades  que  en  la  esfera  administrativa 
han  sido  investidas  por  las  leyes  del  poder  de 
establecer  sobre  lo  contencioso  administrativo. 
Llámense  ó no  tribunales  estas  autoridades,  no 
por  eso  llenan  menos  el  cargo  de  jueces,  puesto 
que  deben  aplicar , en  virtud  de  contradicción 
del  interés  privado,  la  disposición  de  la  ley  á los 
hechos  probados.  Es  bien  seguro  que  no  basta- 


ría para  suprimirlos  una  ordenanza  real,  y para 
atraer  al  Rey  y hacerle  ejercer  por  sí  mismo, 
ya  la  jurisdicción  administrativa  que  han  atri- 
buido leyes  vigentes,  á los  Consejos  provincia- 
les, ya  la  jurisdicción  personal  con  que  las  leyes 
han  investido  en  ciertos  casos  á los  jefes  políti- 
cos y á los  ministros.  Siendo,  pues,  todas  estas 
jurisdicciones  personales  ó colectivas  legalmen- 
te delegadas,  es  inexacto  decir  en  términos  ge- 
nerales que  la  justicia  administrativa  es  reteni- 
da. No  puede,  pues , aceptarse  las  denominacio- 
nes de  justicia  delegada  y de  justicia  retenida 
como  expresión  de  una  distinción  fundamental 
entre  la  justicia  llamada  ordinaria  que  yo  llamo 
de  interés  privado,  y la  justicia  administrativa 
que  yo  llamo  de  interés  público.  Ambas  son  de- 
legadas: la  única  diferencia  consiste  en  que  la 
delegación  de  la  justicia  de  interés  privado  es 
mandada  por  la  Constitución  misma , es  decir, 
por  la  ley  fundamental , y la  delegación  de  la 
justicia  de  interés  público  solo  se  efectúa  por 
leyes  orgánicas  y relativamente  secundarias. 
Estas  leyes  están  por  lo  menos  en  el  espíritu  de 
la  Constitución;  así,  pues,  solo  en  el  grado  su- 
premo de  la  gerarquía  emana  la  justicia  admi- 
nistrativa directamente  del  Rey,  y solamente  en 
este  grado  puede  decirse  que  esta  justicia  es  re- 
servada ó retenida;  pues  en  los  demás  grados 
inferiores,  es  necesariamente  delegada,  por  otro 
título  y por  otros  motivos  que  la  justicia  dicha 
ordinaria,  pero  tomados  en  la  misma  fuente, 
es  decir,  en  el  espíritu,  sino  en  los  términos  de 
la  Constitución  que  rige  el  país,  y que  preside 
en  silencio  sus  destinos.» 

Estas  consideraciones  de  Mr.  Macarel  que  he- 
mos trasladado  en  los  mismos  términos  en  que 
están  expuestas,  para  no  disminuir  en  nada  su 
fuerza,  nos  parecen  poco  sólidas  y aun  contra- 
dictorias. Desde  el  momento  en  que  se  reconoce 
la  existencia  de  la  jurisdicción  administrativa 
retenida  en  el  grado  supremo  de  la  administra- 
ción, es  preciso  reconocerla  en  los  grados  infe- 
riores, á no  atribuir  mayores  facultades  y auto- 
ridad á los  agentes  ó funcionarios  iaferiores  que 
á los  cuerpos  y funcionarios  supremos  de  la  ad- 
: ministracion , lo  que  seria  absurdo  y contradic- 
torio. Es  verdad  que  el  Consejo  provincial  oye  y 
falla  sin  necesidad  de  consultar  sus  providen- 
cias piara  llevarlas  á debida  ejecución,  á diferen- 
cia del  Consejo  de  Estado  que  no  puede  llevarlas 
á efecto,  sin  que  se  hayan  aprobado  por  el  So- 
berano, y bajo  este  concepto  se  puede  decir  que 
el  Consejo  provincial  actúa  como  tribunal,  pero 
la  fuerza  de  las  sentencias  de  este  cuerpo  no 
proviene  de  que  ejerza  autoridad  propia  que  no 
se  halle  sujeta  á la  aprobación  de  superior  al- 
guno, puesto  que  de  todas  las  sentencias  del 
Consejo  provincial  puede  apelarse  para  ante  el 
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Consejo  de  Estado,  y por  con siguiente  quedan 
sujetas  sus  decisiones  á la  aprobación  del  Mo- 
narca, sino  que  aquella  fuerza  proviene  única 
mente  de  la  voluntad  de  las  partes  en  confor- 
marse con  sus  decisiones,  esto  es,  del  contrato 
tácito  que  resulta  del  mero  silencio  de  las  mis- 
mas, las  cuales  pueden  dejar  de  interponer  ape- 
lación como  pudieron  dejar  de  interponer  la  de- 
manda. La  consideración  de  que  no  es  el  Mo- 
narca quien  confiere  las  atribuciones  correspon- 
dientes ó-  los  funcionarios  de  la  Administración, 
sino  las  leyes,  pierde  de  su  fuerza  si  se  atiende 
á que  estas  atribuciones  se  les  confieren , deján- 
doles siempre  dependientes  de  la  autoridad  su- 
prema administrativa  que  reside  en  el  Rey. 

Lo  mismo  puede  decirse  acerca  de  los  minis- 
tros, no  obstante  que  se  les  exige  la  responsabi- 
lidad ministerial,  puesto  que  en  el  artificio  de  la 
máquina  de  los  Gobiernos  representativos,  los 
ministros  son  los  responsables  de  los  actos  obra- 
dos con  acuerdo  6 á excitación  del  Monarca, 
responsabilidad  que  no  puede  tacharse  de  in- 
justa, porque  los  ministros  tienen  en  su  mano 
la  dimisión  de  su  cargo  cuando  no  se  bailan  de 
acuerdo  con  la  voluntad  de  aquel.  No  hay  duda 
que  el  Soberano  no  ejerce  por  sí  la  acción  admi- 
nistrativa siempre,  sino  que  encarga  su  ejerci- 
cio á funcionarios  públicos,  pero  como  estos  son 
amovibles,  y como  la  acción  que  ejercen  puede 
enmendarse  por  el  Soberano  en  último  resulta- 
do, no  puede  decirse  que  ejerzan  jurisdicción 
propia  sino  que  esta  jurisdicción  es  retenida  por 
el  Rey. 

Expuestas  las  diferencias  que  existen  entre 
el  órden  administrativo  y ei  judicial,  atendien- 
do á su  diversa  naturaleza,  anotaremos  breve- 
mente las  que  existen  con  relación  al  ejercicio 
desús  atribuciones  ó de  su  competencia  y ju- 
risdicción. La  Administración  ordena  y dispone; 
los  juicios  de  los  tribunales  no  son  mas  que  de- 
clarativos de  la  existencia  de  un  hecho , de  la 
pertenencia  de  un  derecho,  etc.  El  órden  admi- 
nistrativo establece  sobre  las  relaciones  de  los 
ciudadanos  con  el  Estado  , sobre  las  dificultades 
que  se  deciden  por  la  ley  política  ó que  intere- 
san al  Gobierno  como  gobierno;  la  autoridad 
judicial  sobre  las  relaciones  de  los  ciudadanos 
entre  si . sobre  asuntos  que  interesan  al  Estado 
como  particular,  sobre  los  negocios  cuya  solu- 
ción depende  del  derecho  civil.  La  autoridad  ju- 
dicial solo  dispone  acerca  de  las  contestaciones 
que  existen  á la  sazón  sobre  los  pleitos  que  na- 
cen de  un  derecho  que  se  halla  en  litigio,  ó de 
un  hecho  que  perjudica  & un  individuo  deter- 
minado y que  solo  interesa  á la  sociedad  secun- 
dariamente , y por  su  influencia  al  órden  públi- 
co: la  Administración  tiene  una  esfera  de  acción 
mas  extensa;  puede  disponer  para  el  porvenir, 


puede  obrar  siu  ser  provocada;  puede  dar  reso- 
luciones que  no  se  le  pidan  y tomar  medidas 
de  conservación  y de  previsión  sobre  objetos  que 
por  su  naturaleza , por  su  destino  y por  el  hábito 
y la  necesidad  de  usarlos  interesan  á la  univer- 
salidad de  los  ciudadanos.  La  autoridad  judicial 
no  tiene  acción  sino  sobre  los  individuos  que  se 
presentan  ó que  soa  citados  ante  ella;  no  puede 
dejar  de  conceder  ó negar  lo  que  se  le  pide,  no 
puede  dar  decisiones  en  forma  de  reglamentos, 
es  decir,  disponiendo  para  el  porvenir,  y fuera 
del  círculo  de  la  contestación  que  se  le  somete, 
pues  si  lo  hiciera,  cometerla  un  verdadero  abu- 
so de  autoridad.  Todo  lo  que  es  ejecución  perte- 
nece á la  Administración,  y en  su  consecuencia, 
ordena  los  trabajos  que  juzga  indicar  ó reclamar 
el  bien  público,  puede  obrar  sobre  los  ciudada- 
nos considerados  colectivamente  y decretar  que 
en  casos  urgentes  y á falta  de  otros  medios,  se 
haga,  por  ejemplo,  una  obra  por  un  Ayunta- 
miento. 

Acerca  de  si  deben  existir  en  esta  jurisdicción 
¡ corporaciones  especiales  que  conozcan  en  juicio 
de  los  negocios  administrativos  que  lleguen  á 
hacerse  contenciosos , ó si  deberán  entender  en 
ellos  los  tribunales  ordinarios,  báse  controver- 
tido largamente  por  los  autores,  llegando  á 
adoptarse  prácticamente  por  el  legislador  suce- 
sivamente sus  encontradas  opiniones.  Así  en  el 
año  1845.  al  establecerse  ei  recurso  contencioso- 
administrativo,  se  atribuyó  su  conocimiento,  en 
primera  instancia  á los  Consejos  provinciales,  y 
1 en  segunda  y ulterior  al  Consejo  Real , después 
Consejo  de  Estado.  Cuando  en  1854  subió  al  po- 
der ei  partido  contrario  al  que  había  dictado  es- 
tas disposiciones,  al  propio  tiempo  que  supri- 
mió el  Consejo  Real,  reconoció  la  necesidad  de 
crear  un  tribunal  especial  que  entendiera  en 
lugar  suyo  de  las  demandas  contra  las  provi- 
dencias gubernativas.  Restablecido  en  1856  aquel 
alto  cuerpo,  que  después  recibió  la  denomina- 
ción de  Consejo  de  Estado,  volvió  á conferírsele 
el  conocimiento  de  los  asuntos  contencioso- 
administrativo3.  Mas  en  13  de  Octubre  de  1868 
se  suprimió  la  jurisdicción  retenida  de  que  co- 
nocían los  Consejos  provinciales  y el  real,  aun- 
que no  lo  contencioso- administrativo,  ni  la  es- 
pecialidad en  lo  relativo  á las  atribuciones  y 
' procedimiento,  y se  sometió  aquellas  á las  Salas 
primeras  de  las  Audiencias  respectivas  en  sus- 
titución de.  los  Consejos  provinciales,  y á la  Sala 
cuarta  del  Tribunal  Supremo  en  sustitución  de 
la  sección  de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Es- 
tado. Este  encareció,  en  una  consulta,  la  necesi- 
dad de  que  se  le  encomendara  de  nuevo  ei  cono- 
cimiento de  aquellos  asuntos.  En  su  consecuen- 
¡ cia,  volvió  á conferírsele  la  jurisdicción  conten- 
' cioso-administrativa  en  segunda  instancia  por 
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decreto  de  20  de  Enero  de  1875,  y respecto  de  la 
primera  instancia,  no  existiendo  á la  sazón  los 
Consejos  provinciales  á quienes  se  habían  confe- 
rido anteriormente,  se  dió  esta  atribución,  aun- 
que con  eL  carácter  de  interina,  á las  comisiones 
provinciales,  que  son  las  corporaciones  que  mas 
analogía  tienen  con  aquellos  Consejos. 

En  virtud,  pues,  de  estas  disposiciones  reside 
actualmente  en  la  Administración  la  facultad  ó 
poder  de  remover  los  obstáculos  que  pudieran 
oponerse  á la  ejecución  de  sus  actos,  y de  decidir 
sobre  la  oposición  ó reclamaciones  que  opongan 
los  particulares  que  se  creyesen  perjudicados 
en  sus  intereses  6 en  sus  derechos  adquiridos, 
lié  aquí  las  razones  en  que  se  funda  el  atribuir- 
se dicha  facultad  á la  Administración.  Si  esta  fa- 
cultad se  confiriese  á los  tribunales  ordinarios, 
se  atentaría  contra  la  independencia  y la  liber- 
tad de  la  Administración,  y seria  subordinar  la 
primera  autoridad  á una  autoridad  secundaria, 
dándose  h la  Corona  un  superior  que  juzgase 
sus  actos  ó los  de  sus  agentes,  con  mengua  de 
su  prestigio.  Además,  nadie  mejor  que  la  Admi- 
nistración, que  es  la  que  ha  dictado  las  provi- 
dencias que  trata  de  llevar  á efecto,  conoce  la 
naturaleza  y extensión  de  los  perjuicios  que 
pueden  irrogarse  con  ellas  en  casos  determina- 
dos, para  saber  si  conviene  ó no  reformarlas, 
y los  límites  de  las  atribuciones  de  sus  agen- 
tes , para  conocer  si  ha  habido  exceso  por  su 
parte;  y finalmente,  siendo  los  trámites  délos 
procedimientos  de  los  tribunales  ordinarios  de- 
masiado lentos  y prolijos , enervarían  la  ener- 
gía y eficacia  que  tanto  convienen  á la  acción 
administrativa.  La  utilidad  y aun  necesidad  de 
lo  contencioso-ariministrativo  ha  sido  conocida 
y defendida  por  los  autores  de  mas  nota.  Mr.  Lo- 
cré,  en  su  obra  I)u  conseil  d'Elat,  se  expresa  en 
estos  términos.  Se  ha  debido  hacer  una  excep- 
ción al  derecho  común  á favor  de  los  negocios 
donde  se  mezcla  mas  ó menos  el  interés  general, 
porque  conviene  mantener  el  órden  publico  y 
el  órden  privado.  Ha  sido,  pues,  necesario  erear 
una  j usíicia  administrativa , que  teniendo  mas 
latitud,  pudiese  equilibrarlo  todo,  formar  un 
derecho  mixto  de  las  reglas  del  derecho  público 
y de  las  del  derecho  privado,  y hacer  prevalecer,  > 
si  fuese  necesario,  la  equidad  y el  interés  del 
Estado,  que  es  el  interés  de  todos,  sobre  las  dis- 
posiciones inflexibles  y mas  estrictas  de  la  le- 
gislación positiva, 

Henrion  de  Pansey,  De  l' áutovité  judiciaire  en 
France,  vol.  2.°,  cap.  43,  dice:  suponiendo  que 
no  hubiese  contencioso-administrativo , cuando 
el  Soberano , en  virtud  del  poder  que  le  confiere 
la  Constitución  de  hacer  los  reglamentos  nece- 
sarios para  la  seguridad  del  Estado , hubiera  to- 
mado una  medida  que  perjudicara  á los  intere- 


ses particulares . seria  necesario  prohibir  toda 
clase  de  reclamaciones  á los  particulares  perju- 
dicados, lo  que  fuera  injusto,  ó someter  estos 
actos  á los  tribunales,  lo  que  podría  tener  con- 
secuencias mas  desastrosas , puesto  que  en  tal 
caso,  hombres  extraños  á La  Administración  pú- 
blica que  apenas  conocen  sus  primeros  elemen- 
tos y de  miras  tan  estrechas  á veces  que  no  se 
extendieran  mas  allá  de  ios  límites  de  su  juris- 
dicción , podrían  detener  la  ejecución  de  una 
medida  de  la  cual  dependiera  la  salud  del  Es- 
tado. Asi , cuando  el  Monarca  en  su  solicitud, 
hubiera  juzgado  conveniente  á la  seguridad  del 
Estado  dar  órden  para  fortificar  un  pueblo  abier- 
to, si  los  propietarios  de  los  terrenos  que  debían 
ocupar  las  nuevas  fortificaciones,  se  opusiesen 
á la  ejecución  de  la  obra,  el  Gobierno  se  vería 
en  la  precisión  de  defenderla  ante  los  tribuna- 
les, y como  nadie  puede  ser  expropiado  en  ellos, 
sino  por  causa  de  utilidad  pública,  debería  ven- 
tilarse la  cuestión  de  si  las  relaciones  de  amis- 
tad que  existen  entre  nosotros  y los  Estados  ve- 
cinos hacían  ó no  supérflua  semejante  precau- 
ción. Otro  ejemplo:  pone  el  Gobierno  en  acción 
La  fuerza  del  Estado;  una  compañía  mercantil 
se  obliga  á dar  todos  los  suministros  al  ejército, 
pero  cumple  tan  mal  esta  obligación  que  carece 
ia  tropa  de  lo  mas  necesario,  no  quedando  otro 
remedio  para  salvar  al  Estado  que  anular  la  con- 
trata hecha  con  esta  compañía.  Pero  como  esta 
contrata  es  una  convención  sinalagmática,  y to- 
das las  convenciones  se  hallan  bajo  la  salvaguar- 
dia de  las  leyes  y de  los  magistrados  que  son 
sus  órganos,  si  se  sometiese  este  asunto  á los 
tribunales  y se  arreglara  á las  formas  de  un  pro- 
cedimiento ordinario , todo  se  perdería , porque 
dejaría  de  existir  el  ejército  mucho  antes  que  se 
resolviese  definitivamente  el  juicio.  La  ley  su- 
prema, la  ley  ante  la  cual  deben  callar  todas  las 
demás,  salus  populi,  autoriza,  pues,  al  Gobierno 
para  constituirse  juez  eu  su  propia  causa  y anu- 
lar él  mismo  el  contrato  que  celebró,  y á substi- 
tuir sin  forma  de  procedimiento  á esta  compa- 
ñía infiel  ó negligente  abastecedores  mas  vigi- 
lantes y de  mejor  fe.  Ahora  pregunto  yo  á los 
que  rechazan  ia  idea  de  lo  contencioso-adminis- 
trativo: en  los  casos  expuestos,  ¿seria  racional 
obligar  al  Gobierno  á dirigirse  á los  tribunales? 
¿Se  podría  sin  gran  peligro  para  la  cosa  pública 
sujetarse  á las  formas  lentas  y solemnes  de  la 
jurisdicción  ordinaria?  No:  en  tales  circunstan- 
cias y en  otras  muchas  semejantes  es  necesario 
para  la  instrucción  y exámen  de  esta  ciase  de 
asuntos  un  modo  de  proceder  especial  y particu- 
lar, una  especie  de  tribunal  que,  como  el  Con- 
sejo de  Estado,  se  halle,  digámoslo  así,  en  el  Go- 
bierno, que  posea  su  espíritu,  y á las  veces  su 
secreto,  y cuya  marcha  rápida  esté  siempre  de 


JU 


— 823  — 

acuerdo  con  lo  que  exige  la  seguridad  del  Esta- 
do y la  marclia  de  la  sociedad. 


Divídese  también  la  jurisdicción  administra- 
tiva en  jurisdicción  común  y en  jurisdicción  ex- 
cepcional. La  común  es  la  que  ejercen  las  autori- 
dades ó funcionarios  administrativos,  ya  sean 
unipersonales,  ó corporaciones  que  tienen  el  ca- 
rácter de  tribunales,  y á los  cuales  corresponde 
de  ordinario  el  conocimiento  de  los  asuntos  de 
la  Administración.  La  excepcional  es  la  que  se 
ejerce  por  funcionarios  ó jueces  especiales  á 
quienes  se  les  encarga  la  decisión  de  asuntos 
determinados.  Son  funcionarios  y jueces  de  la 
Administración  respectivamente,  el  Soberano  y 
los  ministros  y el  Consejo  Real,  en  el  centro  de 
la  nación;  y los  Gobernadores  de  provincia,  en  ■ 
las  provincias,  auxiliados  por  los  alcaldes  y de- 
más funcionarios  administrativos,  y el  Consejo 
provincial.  Como  jueces  ó tribunales  de  excep-  i 
ciou  pueden  enumerarse  especialmente  el  Tri- 
bunal mayor  de  Cuentas,  los  juzgados  privativos 
de  marina  y otros  privilegiados,  pues  también  ■ 
los  ministros,  jefes  políticos  y alcaldes  obran  á 1 
veces  como  jueces  de  excepción. 

La  jurisdicción  voluntaria  se  ejerce  por  los 
agentes  ó funcionarios  administrativos  cuando 
verifican  actos  de  administración  activa  en  pri  - 
mer  grado.  Los  actos  de  la  jurisdicción  volunta- 
ria producen  derechos  adquiridos  que  no  exis- 
ten completos  hasta  que  termina  esta  jurisdic- 
ción, Consecuencias  incontestables  de  ella  son 
las  tres  reglas  siguientes:  1.*  Que  los  actos  de  . 
jurisdicción  voluntaria  pueden  ser  retractados 
mientras  no  produzcan  un  derecho  adquirido. 
2.*  Que  las  formas  que  preceden  al  ejercicio  de 
esta  jurisdicción,  cuando  no  se  hailau  marcadas 
por  la  ley  son  discrecionales  de  los  agentes  de 
la  Administración.  3.a  Que  se  puede  pedir  siem- 
pre al  agente  superior  la  retractación  de  los  ac- 
tos ó mandatos  del  agente  inferior,  porque  esta 
jurisdicción  es  mas  bien  gerárquica  que  jurídi- 
ca. Así,  pues,  cuando  al  hacer  uso  un  agente  in- 
ferior de  la  Administración,  de  su  potestad  de 
puro  mando,  se  le  oponen  reclamaciones  parti- 
culares sobre  intereses  ó derechos  k que  aquella 
afecta  ó vulnera,  si  son  claras  y patentes  estas 
reclamaciones  y claro  el  interés  cuya  contesta- 
ción se  reclama,  no  se  recurre  á la  via  conten- 
ciosa sino  al  superior  gerárquico,  ya  sea  al  in- 
mediato ó al  Supremo  Gobierno  que  es  el  juez 
de  todos  los  funcionarios,  el  cual  repone  las  co- 
sas al  estado  que  tenían  antes  de  inferirse  el 
perjuicio.  Se  recurre  en  este  caso  k la  adminis- 
tración activa  y uo  á la  contenciosa;  porque  po- 
dría muy  bien  suceder  que  la  Administración 
estuviera  de  acuerdo- con  el  particular,  y en- 
mendase el  procedimiento  que  infirió  el  perjui- 
cio no  habiendo,  por  consiguiente,  motivo  para 


pleito.  Solo  habrá  en  tal  caso  lugar  á la  via  con- 
tenciosa, cuando  la  Administración  sostenga  su 
acto  negándose  á reparar  el  agravio,  pues  en- 
tonces solo  los  tribunales  ó el  poder  administra- 
tivo contencioso  puede  desatar  esta  cuestión. 
Pueden  dar,  pues,  lugar  á litigio  administra- 
tivo, según  dice  un  escritor  contemporáneo,  to- 
dos los  actos  de  la  Administración  que  habiendo 
creado  entre  el  Estado  ó una  corporación  ó indi- 
viduos derechos  recíprocos  fundados  en  el  de- 
recho común,  promuevan  contestaciones  que  no 
puedan  resolverse  por  la  via  de  la  interpreta- 
ción de  aquel  acto. 

Para  que  haya,  pues,  lugar  al  ejercicio  de  la 
jurisdicción  contenciosa  administrativa,  ó para 
que  haya  contencioso  administrativo,  es  nece- 
sario que  concurran  los  siguientes  requisitos: 
l.°  Que  haya  un  acto  ó providencia  administra- 
tiva, que  cause  estado.  2 Que  la  reclamación 
contra  este  acto  se  funde  en  un  derecho  ofendi- 
do y menoscabado  con  anterioridad  á aquel  acto. 
3.°  Que  la  reclamación  se  refiera  á un  interés 
del  órden  administrativo.  El  primer  requisito 
enumerado  es  que  haya  un  acto  administrativo. 
Por  actos  administrativos  se  entienden  las  dis- 
posiciones, ya  sean  de  órden  ó de  ejecución  de 
los  funcionarios  administrativos  encargados  por 
las  leyes  de  ejecutar  las  de  interés  general. 
Acerca  de  los  actos  de  estos  funcionarios  que 
constituyen  providencia  administrativa,  véase 
el  artículo  Providencia  administrativa. 

No  lodos  los  actos  de  la  Administración  dan 
lugar  á lo  contencioso  administrativo.  Los  actos 
de  puro  mando  ó de  mero  imperio,  esto  es,  de 
jurisdicción  graciosa,  que  tienen  por  objeto  pro- 
curar la  ejecución  de  las  leyes  por  medio  de 
instrucciones  y reglamentos  de  aplicación  ge- 
neral, ó adoptar  disposiciones  generales  para  el 
fomento  de  los  intereses  colectivos  de  la  socie- 
dad, uo  dan  lugar  á lo  contencioso,  sino  que  en 
caso  de  perjudicar  intereses  ó de  vulnerar  dere- 
chos privados,  se  acude  á la  administración  ac- 
tiva gubernativamente  para  que  disponga  que 
deje  de  regir  la  instrucción  ú ordenanza  relati- 
vamente ai  interés  á que  perjudica  ó al  derecho 
á que  hiere.  No  há  lugar  al  juicio  contencioso 
administrativo  en  este  caso,  porque  no  pueden 
entenderse  menoscabados  los  derechos  particu- 
lares para  este  efecto  por  dichas  ordenanzas  ó 
reglamentos,  puesto  que  tales  derechos  no  exis- 
ten generalmente,  si  no  ha  precedido  un  título 
especial  otorgado  por  razones  de  justicia  ó de 
conveniencia  pública,  y contra  los  títulos  perpe- 
tuos inenajeuables  é intrínsecos  que  dau  al  po- 
der social  el  derecho  de  hacer  la  feheidad  común, 
solo  un  motivo  de  interés  público  puede  permi- 
tir la  concesión  de  derechos  fijos  y determina- 
dos, que  alguua  vez  puede  limitar  el  uso  del 


JU 


— 824  — 


JU 


primero,  ó mejor  dicho,  modificarlo.  Sin  embar- 
go, debe  admitirse  h la  regla  arriba  dada  una 
excepción  restrictiva:  siempre  que  un  regla- 
mento general,  que  no  es  resultado  inmediato  de 
una  delegación  legislativa,  contiene  una  dispo- 
sición que  perjudica  especialmente  un  interés 
privado  ó que  hiere  un  derecho;  ó siempre  que 
hay  marcados  requisitos  para  efectuar  actos  de 
ejecución  y no  se  cumplen  aquellos,  pues  en- 
tonces pueden  reclamar  las  partes  por  la  vía 
graciosa  ó contenciosa.  No  son  lo  mismo  las  dis- 
posiciones de  los  reglamentos  é instrucciones 
generales  que  los  actos  de  los  funcionarios  ad- 
ministrativos para  ejecutar  dichas  disposiciones; 
aquellos  no  pueden  atacarse  por  la  vía  conten- 
ciosa; pero  estos  actos  de  ejecución  pueden  ata- 
carse por  la  via  graciosa  ó contenciosa  en  su 
caso  respectivo. 

No  pertenecen  tampoco  á lo  contencioso  ad- 
ministrativo los  actos  diplomáticos  6 políticos 
ó de  alto  gobierno,  así  es,  que  las  cuestiones 
sobre  interpretación  ó aplicación  de  los  tratados 
y convenciones  diplomáticas  no  quedan  sujetas 
al  conocimiento  de  la  administración  contencio- 
sa. Si,  pues,  por  estos  tratados  se  vulneran  in- 
tereses ó derechos  privados  prexistentes,  no  há 
lugar  á la  via  contenciosa  ni  á otro  medio  de 
limitar  aquellos  actos  que  el  de  la  responsabili- 
dad ministerial  que  debe  pedirse  ante  los  Cuer- 
pos Colegísladores,  porque  la  razón  de  Estado 
exige  á veces  que  se  menoscabe  el  interés  parti- 
cular en  favor  del  general.  Estos  actos  son  de 
muy  alta  importancia  para  que  puedan  ser  ob- 
jeto de  una  reclamación  particular;  así  es  que  se 
hallan  colocados  en  la  misma  línea  que  los  actos 
legislativos.  La  Administración,  obrando  en  la 
comunicación  internacional,  dice  un  escritor 
contemporáneo,  es  la  personificación  del  país 
que  ocupa  su  puesto  en  una  concurrencia  de 
iguales,  donde  no  se  reconoce  juez  sobre  la  tier- 
ra, si  ya  no  sirve  de  tal  la  razón.  Pertenece  á la 
administración  activa  el  cargo  exclusivo  de 
apreciar  la  validez  de  las  convenciones  diplo- 
máticas y aun  de  interpretarlas , cuando  esta 
interpretación  no  vulnera  derechos;  pues  si  los 
vulnerase,  puede  dar  lugar  la  ejecución  del  tra- 
tado á una  discusión  que  se  somete  á los  tribu- 
nales competentes.  No  deben  confundirse  las 
disposiciones  mismas  de  estos  tratados  con  la 
ejecución  de  elLos  por  agentes  de  la  Administra- 
ción, la  cual  puede  originar  actos  susceptibles 
de  ser  atacados  por  la  via  graciosa  6 por  la  via 
contenciosa. 

No  dan  tampoco  lugar  á lo  contencioso-admi- 
nistrativo  los  actos  discrecionales  y de  gracia 
que  la  Administración  ejerce  bajo  su  responsa- 
bilidad, guiada  de  la  conveniencia  y utilidad 
del  servicio  público,  sin  que  emanen  de  dispo- 


sición expresa  y directa  de  ley  alguna:  á estos 
actos  pertenecen  el  nombramiento,  separación, 
y suspensión  de  funcionarios  inferiores  por  sus 
superiores.  El  nombramiento  de  funcionarius 
públicos  está  reservado  á la  Administración  que 
debe  en  ciertos  límites  y bajo  ciertas  condicio- 
nes, ser  completamente  libre  en  su  elección.  Es- 
tá prohibido,  pues,  á los  Cuerpos  tales  como  los 
tribunales  judiciales  ó administrativos  oponerse 
á la  instalación  del  funcionario  nombrado  por  el 
Soberano,  pues  esto  seria  inconstitucional.  A la 
Administración  corresponde  establecer  los  re- 
quisitos y formalidades  de  aptitud  para  los  des- 
tinos, pero  si  determina  formas  especiales,  estas 
formas  pueden  dar  origen  á derechos  adquiridos 
cuya  violación  producirá  lo  contencioso  admi- 
nistrativo. 

Del  principio  que  el  derecho  de  nombramien- 
to de  empleados  pertenece  libremente  ála  admi- 
nistración activa,  no  debe  deducirse  que  tenga 
esta  igualmente  el  derecho  absoluto  de  destitu- 
ción ó suspensión  de  los  funcionarios  públicos. 
Para  determinar  el  derecho  absoluto  ó relativo 
respecto  de  la  destitución,  debe  distinguirse: 
l.°,  los  empleos  amovibles;  2.°,  los  empleos  á que 
está  unido  el  carácter  de  inamovible;  3.°,  los 
empleos  de  que  resultan  derechos  adquiridos. 
Los  empleos  amovibles  son  administrativos,  y 
la  suspensión  ó destitución  de  los  funcionarios 
que  los  desempeñan  puede  hacerse  discrecio- 
nalmente por  el  ministro,  cuando  lo  juzgue  con- 
veniente, sin  que  le  quede  al  funcionario  otro 
recurso  que  el  de  súplica  para  que  se  reforme 
el  acto  por  el  mismo  jefe,  pero  no  da  lugar  á 
juicio,  porque  siendo'  amovible  este  funcionario", 
no  tiene  derecho  á permanecer  en  el  destino  sino 
mientras  no  se  le  separe  de  él  por  la  autoridad 
competente.  Los  funcionarios  inamovibles  no 
pueden  ser  destituidos,  suspendidos  ni  declara- 
dos cesantes  sino  en  las  formas  indicadas  en  la 
ley.  El  mismo  principio  se  aplica  á los  funcio- 
narios á quienes  el  nombramiento  ha  hecho  ad- 
quirir un  derecho  de  propiedad  que  no  puede 
quitárseles  sino  en  los  casos  expresados  por  los 
reglamentos;  pues  de  verificarse  la  destitución 
contra  estas  reglas  ó fuera  de  aquellos  casos, 
tendrá  lugar  el  recurso  contencioso,  porque  se 
vulnera  un  derecho  adquirido. 

Tampoco  dan  lugar  á lo  contencioso  adminis- 
trativo los  actos  de  tutela  que  la  ley  ha  puesto 
en  los  funcionarios  activos  de  la  administración. 
Véase  el  artículo  Actos  de  tutela.  El  recurso  con- 
tencioso repugnaría  á estos  actos  que  siendo  de 
pura  protección  no  se  ejercen  jurídicamente  ó 
en  forma  de  juieio.  Hay,  no  obstante,  lugar  á la 
via  contenciosa  cuando  hubiera  exceso  de  poder 
de  parte  de  la  autoridad  tutelar.  Como  la  nega- 
tiva de  la  autorización  para  litigar  puede  privar 
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á un  establecimiento  público  de  la  propiedad  de 
un  derecho,  tiene  recurso  para  ante  el  Consejo 
de  Estado.  Respecto  á los  terceros  interesados, 
los  actos  de  tutela  entran  en  los  actos  ordinarios 
de  la  vida.  Si  contrataron  con  personas  morales 
sometidas  á la  tutela  de  la  administración,  deben 
saber  que  no  es  perfecto  el  coutrato  sino  después 
de  la  homologación  superior.  La  negativa  de  esta 
homologación  hiere  sus  intereses,  pero  no  sus 
derechos,  por  lo  que  no  tiene  lugar  el  recurso 
contencioso. 

El  segundo  requisito  para  que  exista  conten- 
cioso administrativo  es  que  la  reclamación  con- 
tra el  acto  de  la  Administración  se  funde  en  un 
derecho.  Este  es  uno  de  los  principales  caractéres 
que  distinguen  la  jurisdicción  contenciosa  de 
la  graciosa  ó voluntaria.  La  jurisdicción  volun- 
taria está  abierta  para  atacarlos  actos  emanados 
del  poder  discrecional  de  la  administración  que 
hieren,  no  derechos,  sino  solamente  los  intereses 
de  los  reclamantes;  la  contenciosa,  siempre  que 
se  trata  de  hacer  valer  una  reclamación  fundada 
en  un  verdadero  derecho  que  resulta  de  una  ley 
ó de  un  contrato,  para  entender  en  la  cual  el 
poder  contencioso  está  autorizado  formalmente 
por  un  texto  formal.  Es,  pues,  necesario  explicar 
lo  que  se  enti&nde  por  interés  y lo  que  se  entien- 
de por  derecho  según  el  lenguaje  administrati- 
vo para  apreciar  debidamente  los  caractéres  que 
distinguen  la  jurisdicción  voluntaria  de  la  ju- 
risdicción contenciosa. 

No  se  entiende  lo  mismo  por  interés  en  mate- 
ria administrativa  que  en  materia  civil.  Según 
esta,  se  dice  que  hay  interés  cu  una  empresa,  'el 
interés  de  una  cantidad,  tener  interés  en  que  se 
ejercite  tal  acción.  En  estas  diversas  proposicio- 
nes la  palabra  interés  expresa  un  derecho  que 
pueden  hacer  valer  los  individuos  ante  los  tri- 
bunales civiles.  De  la  negación  del  derecho  nace 
para  ellos  el  recurso  contencioso.  En  derecho 
administrativo  , al  contrario,  el  interés  es  la  fal- 
ta del  derecho.  El  interés  nace  de  la  ventaja 
que  puede  sacar  tal  individuo  de  una  medida 
administrativa  ó del  deseo  de  obtener  una  gra- 
tificación, un  favor  especial,  de  una  desmem- 
bración de  la  utilidad  general  en  favor  de  la 
utilidad  particular;  en  tales  casos  se  debe  com- 
prender que  la  Administración  puede  perjudi- 
car este  interés  y rehusar  lo  que  se  pide  sin  que 
esta  negativa  ocasione  un  debate  contencioso. 

El  significado  de  la  palabra  derecho  debe  con- 
siderarse bajo  dos  aspectos,  como  un  derecho 
propiamente  dicho,  y como  un  derecho  adquiri- 
do. TJn  derecho  propiamente  dicho  es  el  inhe- 
rente á la  cualidad  de  propietario  de  una  cosa 
mueble  ó inmueble,  corporal  ó incorporal,  á la 
cualidad  de  ciudadano.  En  todo  gobierno  civili- 
zado está  prohibido  tocar  á los  derechos  de  un 
Tomo  iu. 


regnícola  por  la  via  discrecional;  si  se  toca  á 
ellos  por  el  bien  general,  debe  concederse  el 
recurso  contencioso.  Así,  todo  acto  administra- 
tivo que  destruya,  molifique,  deteriore,  ó alte- 
re este  derecho  es  un  acto  de  la  administración 
activa  en  segundo  grado,  que  da  lugar  á la  via 
contenciosa. 

El  derecho  adquirido  nace  de  los  actos  admi- 
nistrativos puramente  discrecionales,  pero  del 
principio  que  dar  y retener  nóvale,  se  sigue,  que 
la  Administración  podía  rehusar  el  favor  que  se 
solicitaba  de  ella;  pero  concedido  este  favor,  el 
objeto  otorgado  se  hacia  propiedad  del  recla- 
mante. La  concesión  creó  este  derecho  nuevo,  el 
cual  es  tan  respetable  como  todo  derecho  pri- 
mitivo. 

Es  también  necesario  para  que  haya  conten- 
cioso administrativo  que  el  derecho  adquirido 
sea  del  órden  administrativo,  y pertenezca  el 
conocimiento  de  su  vulneración  á los  tribuna- 
les administrativos.  Son  cuestiones  puramente 
del  órden  administrativo,  las  relativas  al  uso  y 
distribución  de  los  bienes  y aprovechamientos 
provinciales  y comunales,  al  repartimiento  y 
exacción  individual  de  toda  especie  de  cargas 
municipales  y provinciales,  cuya  cobranza  no 
vaya  unida  á la  de  contribuciones  del  Estado;  al 
cumplimiento,  inteligencia,  rescisión  y efectos 
de  los  contratos  y remates  celebrados  con  la  ad- 
ministración civil  y con  las  provinciales  y mu- 
nicipales para  toda  especie  de  servicios  y obras 
públicas,  al  resarcimiento  de  daños  y perjui- 
cios ocasionados  por  la  ejecución  de  obras  pú- 
blicas; á la  incomodidad  é insalubridad  de  las 
fábricas,  establecimientos,  talleres  ú oficinas  y 
su  remoción  á otros  puntos;  al  deslinde  de  tér- 
minos correspondientes  á pueblos  y Ayuntamien- 
tos, cuando  estas  cuestiones  procedan  de  dispo- 
sición administrativa ; al  curso,  navegación  y 
flote  de  los  rios  y canales,  obras  hechas  en  sus 
cauces  y márgenes,  y primera  distribución  de 
sus  aguas  para  riegos  y otros  usos,  y las  demás 
que  se  expresan  en  los  artículos  Administración 
pública,  Consejo  Real  y Consejo  provincial.  Véan- 
se también  los  artículos  Competencia,  Contratos 
con  la  Administración,  Oír  as  públicas,  Ríos,  Des- 
lindes de  términos  de  pueblos. 

No  constituyen  contencioso  administrativo, 
por  no  referirse  á derechos  del  órden  adminis- 
trativo, las  cuestiones  sobre  derechos  reales  ó 
sobre  propiedad  ó posesión.  Estas  cuestiones 
pertenecen  a!  órden  judicial,  aun  cuando  sea  el 
Estado  quien  dé  lugar  á ellas  ó la3  promueva 
como  simple  particular;  pero  no,  si  obrase  como 
gobierno  y por  el  interés  social.  Siempre  que  se 
trata  de  una  cuestión  de  propiedad  hallándose 
los  propietarios  particulares  bajo  la  misma  sal- 
vaguardia que  los  propietarios  públicos,  deben 
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ser  iguales  lo3  riesgos  para  unos  y para  otros. 
Además,  en  tales  casos,  el  gobierno  no  puede 
oponerá  su  adversario  mas  que  sus  títulos  ó su 
posesión,  es  decir,  los  derechos  que  tiene  de  la 
ley  civil,  y todos  los  pleitos  que  nacen  de  esta 
acción  civil  son  del  domiuio  de  la  autoridad  ju- 
dicial, y corresponde  su  conocimiento  á los  tri- 
bunales ordinarios. 

Aunque  las  contestaciones  sobre  derechos  rea- 
les son  de  competencia  de  la  autoridad  judicial, 
se  exceptúan  las  cuestiones  sobre  servidumbres 
de  utilidad  pública  cuya  existencia  y ejercicio 
tiene  por  objeto  el  interés  común  condado  á la 
vigilancia  exclusiva  de  la  Administración,  pues 
el  conocimiento  de  estas  cuestiones  pertenece  al 
órden  administrativo.  El  conocimiento  de  las 
cuestiones  sobre  posesión  pertenece  al  órden  ju- 
dicial ordinario,  aun  cuaudo  el  terreno  sobre 
que  se  pide  la  posesión  pertenezca  al  Estado  ó 
á un  Ayuntamiento,  pues  para  este  efecto  se  en- 
tiende que  litigan  como  particulares.  Pero  no 
pertenecerá  al  órden  judicial  el  conocimiento 
del  acto  que  ocasiona  aquellas  cuestiones  proce- 
dente del  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  ó de  otra 
autoridad  administrativa  dentro  del  círculo  de 
sus  atribuciones.  Las  cuestiones  sobre  succesion 
pertenecen  á los  tribunales  civiles,  aunque  se 
trate  de  succesiones  del  Estado  á título  de  bienes 
mostrencos,  porque  en  estas  cuestiones,  el  Esta- 
do figura  como  una  persona  jurídica  ó parti- 
cular. 

Acerca  de  la  autoridad  á que  corresponde  el 
conocimiento  de  las  cuestiones  sobre  deslindes 
de  términos  y sobre  contratos  con  la  Administra- 
ción, véanse  ios  artículos  Amojonamiento,  Bes- 
linde  y Contratos  con  la  Administración. 

Las  cuestiones  relativas  á las  adquisiciones 
de  los  bienes  nacionales  pertenecen  en  un  esta- 
do á la  Administración  y en  otro  á la  autoridad 
judicial.  La  competencia  de  la  Administración 
para  entender  en  esta  clase  de  cuestiones  se 
funda  en  que  estos  intereses  y derechos  han  sido 
creados  por  las  circunstancias  políticas  de  la 
revolución,  pues  es  de  interés  político  y nacio- 
nal que  la  Administración  cubra  con  su  acción 
protectora  los  vicios  de  que  puedan  adolecer  las 
adquisiciones  hechas  por  el  Estado  en  medio  de 
las  turbulencias  políticas.  La  severidad  de  la 
justicia  ordinaria  no  seria  conveniente  en  oca- 
siones en  que  apareciese  cuestión  entre  ei  inte- 
rés privado  y el  público;  por  esto  se  atribuye  el 
conocimiento  de  estas  cuestiones  á la  Adminis- 
tración hasta  que  desaparece  el  interés  público 
por  no  afectar  á las  rentas  ni  al  dominio  del  Es- 
tado, en  cuyo  caso  pertenece  su  conocimiento  á 
la  autoridad  judicial.  Pertenece,  pues,  á los  go- 
bernadores el  conocimiento  de  las  cuestiones  re- 
lativas á los  bienes  nacionales  que  se  refieren  al 


cumplimiento  de  las  cargas  que  pesan  sobre 
ellos,  á las  reclamaciones  que  se  promuevan  so- 
bre la  naturaleza  de  dichos  bienes,  cabida  y lí- 
mite de  los  mismos  y cuanto  afecta  al  derecho 
que  tiene  el  Estado  sobre  ellos  antes  de  que  se 
adjudiquen  á los  particulares,  pero  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  después  de  su  adjudicación 
á estos,  sobre  propiedad,  servidumbre  ó hecho 
cuya  j ustificacion  estriba  en  el  título  de  venta  y 
otros  mas  antiguos  ó en  costumbres  locales,  son 
de  competencia  de  la  autoridad  judicial  ordina- 
ria. Según  decisiones  del  Consejo  Piñal  de  10  de 
Mayo  y 31  de  Julio  de  1847  y de  10  de  Agosto 
de  1818  y 19  de  Diciembre  de  1849,  los  expedien- 
tes sobre  subastas  de  bienes  nacionales  son  pu- 
ramente gubernativos,  mientras  los  comprado- 
res no  estén  en  pacífica  y efectiva  posesión  de 
ellos  y no  se  terminen  todas  las  incidencias  del 
remate,  hasta  cuya  época  no  entran  los  adqui- 
rentea  en  el  ejercicio  del  dominio  pleno,  ni  pa- 
san las  fincas  á la  clase  de  bienes  particulares, 
por  cuya  razón  no  pueden  los  jueces  ordinarios 
de  primera  instancia  admitir  hasta  entonces 
recursos  ni  demandas  relativas  á dichos  bieneg 
y á las  obligaciones,  servidumbres  ó derechos  á 
que  puedan  estar  sujetos. 

De  las  acciones  en  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  conoce  ia  autoridad  judicial  sise  di- 
rigen contra  el  Estado  como  particular,  y la  Ad- 
ministración si  como  representante  del  interés 
general.  Las  demandas  en  indemnización  de 
daños  y perjuicios  provenientes  de  obras  públi- 
cas son  de  competencia  de  la  Administración, 
pero  no  si  versan  sobre  daños  reales  causados  á 
particulares;  por  ejemplo,  por  el  establecimiento 
de  una  fábrica  insalubre,  aunque  se  halle  esta- 
blecida esta  con  autorización  de  la  administra- 
ción, sino  á los  tribunales  ordinarios  porque  en 
este  caso  la  autorización  administrativa,  que  es 
una  simple  medida  de  policía,  no  se  concede 
sino  con  la  reserva  expresa  ó siempre  sobreen- 
tendida de  quedar  salvos  los  derechos  de  tercero, 
y no  puede  presumirse  que  la  Administración 
permitió  ia  violación  de  estos  derechos;  de  suer- 
te que  la  acción  de  la  reparación  del  daño  cau- 
sado no  puede  considerarse  como  consecuencia 
directa  del  acto  administrativo  que  autorizó  la 
fábrica.  Véase  el  artículo  de  esta  obra  Adminis- 
tración pública. 

En  cuanto  á lo  criminal,  pertenece  al  órden 
judicial  la  policía  represiva,  esto  es,  la  que  tie- 
ne por  objeto  castigar  las  infracciones  de  las  le- 
yes, y al  órden  administrativo  la  preventiva  que 
se  limita  á aprehender  á los  infractores.  Sin 
embargo,  la  Administración  ejerce  también  la 
policía  represiva  en  los  casos  en  que  las  leyes 
ó reglamentos  le  confieren  la  aplicación  de  cier- 
tas penas  leves,  pecuniarias  ó corporales  en  usq 
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de  su  potestad  disciplinal.  VéaDse  los  artículos 
Falta,  Competencia  entre  las  autoridades  adminis- 
trativas y judiciales,  Corrección  gubernativa  y 
disciplinaria  y Jurisdicción  disciplinaria. 

Respecto  del  órden  á que  corresponde  enten- 
der sobre  los  delitos  de  los  funcionarios  admi- 
nistrativos, es  necesario  distinguir  la  naturaleza 
de  estas  infracciones.  Los  agentes  de  la  autori- 
dad pública  no  deben  obedecer  sino  á sus  supe- 
riores, que  son  responsables  de  sus  actos,  sino 
al  jefe  del  Estado,  en  cuanto  estos  actos  no  vul- 
neran el  interés  privado  de  los  particulares.  Pero 
si  por  exceso  de  poder  ó por  ejecutar  ciegamen- 
te una  órden  ilegal  y arbitraria  un  funcionario 
de  la  Administración  atenta  contra  la  vida,  la 
libertad  ó la  fortuna  de  un  ciudadano , debe  res- 
ponder ante  los  tribunales  ordinarios  del  delito 
ó cuasi  delito  que  lia  podido  cometer  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  porque  en  este  concepto 
no  es  ageute  de  la  autoridad,  sino  un  delincuen- 
te, tanto  mas  digno  de  castigo , cuanto  que  co- 
noce mejor  las  leyes  que  uo  teme  infringir,  y 
vuelve  contra  los  ciudadanos  un  poder  que  se  puso 
en  sus  manos  para  protegerlos.  Esta  responsa- 
bilidad de  los  agentes  secundarios  de  la  Admi- 
nistración es  una  de  las  principales  garantías 
que  la  sociedad  debe  esperar  de  un  Gobierno 
bien  constituido:  mas  al  lado  de  esta  seguridad 
que  tan  preciosa  garantía  ofrece  á los  ciudada- 
nos , se  halla  el  peligro  de  ver  la  marcha  de  la 
Administración  paralizada  por  multitud  de  recla- 
maciones indiscretas  ó de  quejas  que  no  tengan 
otro  fundamento  que  la  malquerencia  y el  odio 
que  suscita  frecuentemente  contra  un  funciona- 
rio público  el  cumplimiento  de  sus  deberes  mas 
imperiosos.  Este  temor  hizo  modificar  el  princi- 
pio de  la  responsabilidad  de  los  agentes  de  la 
Administración,  estableciéndose  que  no  pudiesen 
ser  procesados  sin  la  competente  autorización 
que  daba  la  autoridad  administrativa ; pero  esta 
disposición  fué  derogada  por  el  art.  30  de  la 
Constitución  de  1869.  V.  Empleados  públicos, 
Licencia  para  procesar . 

Acerca  de  los  procedimientos  que  sigue  la  Ad- 
ministración, tanto  en  lo  relativo  á los  actos  de 
administración  activa,  como  á los  de  adminis- 
tración contenciosa,  ó á lo  contencioso-adminis- 
trativo,  véanse  los  artículos  de  esta  obra  Proce- 
dimiento administrativo  y Procedimiento  conlen- 
cioso-adminis ¿raimo.  * 

^JURISDICCION  SOBRE  AGUAS  Y RIEGOS.  En  gene- 
ral, es  laque  se  ejerce  en  asuntos  gubernativos 
ó contenciosos  sobre  esta  materia;  pero  en  sen- 
tido mas  propio  y estricto,  se  da  esta  denomina- 
ción á la  que  ejercen  sin  apelación  los  juzgados 
privativos  de  riego  ó sindicatos  establecidos  en 
varias  poblaciones,  sobre  la  policía  do  las  aguas  , 
y el  conocimiento  de  las  cuestiones  de  hecho 


entre  los  inmediatamente  interesados  en  el 
riego. 

Suprimidos  en  general  los  juzgados  privativos 
de  aguas,  y correspondiendo,  á consecuencia  de 
las  últimas  disposiciones  legales,  la  jurisdicción 
meramente  contenciosa  sobre  riegos  á los  tribu- 
nales ordinarios , la  contenciosa-administrativa 
k los  Consejos  de  provincia  (boy  álas  Comisiones 
provinciales  y al  Consejo  de  Estado),  y las  cues- 
tiones puramente  administrativas  k las  autori- 
dades de  esta  clase,  dudóse  si  debían  conside- 
rarse subsistentes  aquellos  juzgados;  mas  por 
disposiciones  posteriores  Muse  declarado  sub- 
sistentes el  tribunal  de  los  síndicos  acequieros 
de  la  vega  de  Valencia,  ios  sindicatos  de  Mur- 
cia, ios  de  aguas  de  las  villas  de  Arquieda  y Val- 
tierra,  el  de  Tíldela  y Corella,  el  de  la  vega  de 
Almería,  el  de  riegos  de  Lorca,  el  de  la  acequia 
y canal  de  Tauste,  el  del  rio  Queilez,  y otros 
varios.  Véanse  Reales  órdenes  de  26  de  Abril, 
de  1841  y 27  de  Abril  de  1853;  Real  decreto  de  27 
de  Octubre  de  1848;  Reales  órdenes  de  20  de 
Marzo  de  1851  y 15  de  Marzo  de  1848,  y regla- 
mento de  19  de  Diciembre  d%1851;  reglamento 
de  2 de  Febrero  de  1859;  Real  decreto  de  15  de 
Junio  de  1848,  y Real  orden  de  22  de  Diciembre 
de  1850. 

Y en  efecto,  por  el  Real  decreto  de  27  de  Octu- 
bre de  1848,  se  declaró,  que  no  deben  entenderse 
suprimidos  los  juzgados  privativos  de  riego  de 
Valencia  y Murcia  y de  cualesquier  otros  puntos 
donde  se  hubieren  establecido  ó se  establecieren, 
los  cuales  deberán  continuar  como  hasta  aquí, 
limitados  á conocer  de  lo  relativo  k la  policía  de 
aguas  y de  las  cuestiones  de  hecho  entre  los  in- 
mediatamente interesados  en  el  riego. 

En  el  reglamento  del  sindicato  de  riegos  del 
rio  Queilez,  aprobado  por  Real  órden  de  27  de 
Diciembre  de  1851,  se  dictaron  las  siguientes 
disposiciones: 

Las  cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  pro- 
piedad ó posesión  del  disfrute  de  las  aguas,  se- 
rán de  la  competencia  de  los  tribunales  civiles. 
Las  que  versen  sobre  el  cumplimiento  de  las  or- 
denanzas ó reglamentos,  repartimientos,  pago 
de  cuentas;  las  que  se  susciten  con  empresarios, 
y cualesquiera  otras  que  emanen  de  algún  acto 
administrativo  ó con  ocasión  de  él,  corresponde- 
rán al  Consejo  provincial:  art.  29. 

Para  decidir  las  cuestiones  de  hecho  sobre 
aprovechamiento  de  las  aguas,  habrá  una  junta 
que  se  denominará  tribunal  de  aguas,  compues- 
ta del  director  y dos  síndicos  sorteados  entre  los 
regantes.  No  deberán  entrar  en  suerte  los  síndi- 
cos de  los  pueblos  damnificante  y damnificado: 
art.  30. 

La  jurisdicción  del  tribunal  de  aguas,  no  se 
extiende  k mas  personas  que  á los  regantes,  y k 
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estos  sobre  cuestiones  de  hecho  en  que  por  los 
interesados  no  se  alegue  fundamento  en  derecho 
ninguno,  ó que  versen  sobre  la  policía  de  las 
aguas:  sus  decisiones  en  este  punto  son  inape- 
lables: art.  31. 

El  tribunal  se  reunirá  para  los  juicios  en  el 
pueblo  damnificado  en  los  riegos,  haciendo  de 
secretario  el  que  lo  fuese  de  su  Ayuntamiento: 
este  secretario  exigirá  cuatro  reales  vellón  por 
cada  juicio  condenatorio,  pagados  por  el  contra- 
ventor: art.  32. 

Cuando  los  oficiales  de  aguas  del  pueblo  á 
quien  pertenezcan  las  que  conduzcan,  advirtie- 
ran cualquiera  clase  de  usurpación  y no  pudie-  ' 
sen  conseguir  el  remedio  en  el  acto , reclamarán 
el  auxilio  de  la  autoridad  local  mas  inmediata, 
quien  lo  deberá  dar  inmediatamente  bajo  su 
mas  estrecha  responsabilidad:  art.  33. 

Los  citados  oficiales,  en  el  momento  que  en- 
contraren regada  cualquiera  heredad , ó inter- 
rumpido el  derecho,  deberán  presentarse  ante  el 
alcalde  en  cuyo  territorio  ocurriere , ó en  su  de- 
fecto, á cualquiera  individuo  de  Ayuntamiento 
para  que  mande  que  el  hombre  bueno  nombrado 
con  ese  carácter  reconozca  si  están  6 no  re- 
gadas las  heredades , ó en  otra  forma  causada  la 
contravención,  y declaren  quiénes  son  los  due- 
ños de  los  terrenos:  art.  34. 

Si  en  el  acto  del  reconocimiento  el  hombre 
bueno  entendiere  que  no  se  ha  contravenido,  ó 
que  la  trasgresion  no  es  de  la  entidad  que  afir- 
men los  denunciantes,  expondrá  á estos  las  ra- 
zones oportunas  para  su  convencimiento,  y ave- 
nidos , entregará  el  hombre  bueno  á aquellos 
razón  especifica  formada  por  el  alcalde  ó un  re- 
gidor de  las  heredades  regadas  ó de  cualquiera 
otra  contravención,  cabidas  y demás  circuns- 
tancias y los  dueños  á quienes  pertenezcan : ar- 
tículo 35. 

Resultando  discordia  en  su  reconocimiento, 
se  dará  igualmente  por  dicho  hombre  bueno  en 
el  acto  la  razón  de  los  regados  y de  los  interesa- 
dos ó dueños;  pero  en  ella  se  expresará  la  ma- 
nifestación del  perito , para  que  con  su  noticia 
proceda  el  tribunal  de  aguas  á celebrar  la  au- 
diencia, condenando  ó absolviendo  según  cre- 
yere justo:  art.  36. 

Las  relaciones  de  las  contravenciones  se  pre- 
sentarán por  los  alamines  á los  respectivos 
Ayuntamientos  de  los  pueblos  damnificantes, 
quienes  las  pasarán  al  tribunal  de  aguas:  ar- 
tículo 37. 

Ningún  alcalde  ni  regidor  ante  quien  se  pre- 
sentaren los  oficiales  de  aguas  á pedir  el  auxilio 
del  hombre  bueno,  se  excusará  á darlo  bajo 
ningún  pretexto : de  lo  contrario,  podrá  el  tri- 
bunal de  aguas  proceder  en  el  juicio  contra  los 
que  se  excusaren,  que  serán  responsables  de  las 


penas , según  se  ha  practicado  hasta  aquí:  ar- 
tículo 38. 

El  tribunal  celebrará  audiencia  una  vez  al  mes 
si  hubiere  denunciados,  reuniéndose  al  efecto 
en  el  pueblo  damnificado.  La  citación  se  hará 
con  ocho  dias  de  anticipación  por  medio  de  le- 
tras requisitorias  firmadas  por  el  presidente  del 
tribunal  y secretario  del  sindicato,  y dirigidas  á 
los  pueblos  de  la  residencia  de  los  contravento- 
res, que  por  ningún  pretexto  y bajo  su  respon- 
sabilidad se  excusarán  de  cumplimentarlas.  Las 
audiencias  seráu  públicas:  art.  39. 

El  secretario  del  sindicato  pondrá  testimonio, 
á continuación  de  las  relaciones  de  denuncias, 
de  haberse  dirigido  los  exhortos  á los  pueblos, 
entregando  las  diligencias  al  presidente  del  tri- 
bunal: art.  40. 

Los  denunciantes  deberán  comparecer  perso- 
nalmente á los  juicios  para  sostener  las  denun- 
cias: art.  41. 

Los  denunciados  que  quisieren  comparecer,  lo 
harán  también  personalmente  ó por  medio  de 
procurador  legítimamente  autorizado:  art.  42. 

Las  denuncias  de  riegos  prescribirán  á los 
cuatro  meses  siguientes  del  dia  en  que  fueren 
reconocidas  las  contravenciones,  á no  ser  que 
el  tribunal  acordase  la  suspensión  del  juicio  por 
circunstancias  particulares:  art.  43. 

El  órden  de  proceder  en  los  juicios  de  riegos 
será  oyendo  verbalmente  el  tribunal  á los  de- 
nunciantes y denunciados,  y las  pruebas  que 
dieren  en  el  acto,  tomando  extracto  de  todo  y 
pronunciándose  en  seguida  la  sentencia,  que 
causará  ejecutoria  con  dos  votos  de  los  tres.  Si 
ofreciere  dudas  el  juicio,  ó no  pudiere  presen- 
tarse la  j ustificacion  por  causa  razonable,  podrá 
prorogarse  la  determinación  hasta  la  primera 
audiencia:  art.  44. 

Los  oficiales  de  aguas  estarán  jurados  y serán 
creídos,  á no  ser  que  el  denunciado  justifique 
lo  contrario  con  prueba  plena  conforme  á lo 
que  exige  el  derecho.  En  todo  caso  dudoso  pre- 
valecerá el  dicho  del  denunciante : art.  45. 

Respecto  de  las  penas  y daños,  los  contraven- 
tores serán  castigados  con  el  resarcimiento  del 
daño,  y la  represión  con  arreglo  al  Código  pe- 
nal y á las  Ordenanzas  y reglamentos  dictados 
ó que  se  dictaren  con  vista  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  505  del  mismo:  art.  46. 

Para  la  apreciación  del  daño  se  nombrarán 
apreciadores  por  los  pueblos  damnificado  y dam- 
nificante, y en  caso  de  discordia  un  tercero  por 
los  mismos:  art.  47. 

Tanto  los  gastos  que  origine  esta  operación 
como  el  de  los  hombres  buenos,  se  abonarán 
por  el  damnificante:  art.  48. 

A la  reparación  del  daño,  en  caso  de  no  verifi- 
carle desde  luego  el  colono,  se  entenderán  espe-* 
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cialmente  hipotecados  los  frutos  de  la  heredad 
eu  cuanto  le  pertenezcan:  art.  49. 

La  represión  de  las  demás  faltas  y delitos  que 
no  se  hallen  comprobados  en  el  art.  30,  corres- 
ponden, con  arreglo  al  Código  penal,  y según 
su  naturaleza,  al  alcalde  ó al  juzgado  de  prime- 
ra instancia : art.  50. 

En  el  reglamento  para  el  sindicato  de  riegos 
de  las  vegas  de  Almería,  publicado  en  19  de  Di- 
ciembre de  1851  se  dispone  lo  siguiente: 

EL  gobernador  de  la  provincia,  por  razón  de  su 
dignidad  , presidirá  las  Juntas  del  sindicato,  si 
asistiera  á ellas,  y si  no,  serán  presididas  por  el 
Director  nombrado  por  el  Gobierno:  art.  3.° 

Habrá  una  Junta  que  se  denominará  tribunal 
de  aguas,  compuesta  del  director  y de  los  dos 
síndicos,  que  alternarán  según  el  turno  que  fije 
el  sindicato:  art.  l.° 

Las  decisiones  de  este  tribunal,  que  serán  de 
plano  y sin  apelación,  recaerán  únicamente  so- 
bre cuestiones  de  hecho  que  se  susciten  entre 
los  interesados  en  los  riegos.  Estas  providencias 
comprenderán  la  decisión  del  hecho  , el  resarci- 
miento del  daño  y la  represión , con  arreglo  á 
las  ordenanzas  y reglamentos  que  se  dictaren 
con  vista  de  lo  dispuesto  en  el  art.  505  del  Có- 
digo penal:  art.  11. 

Las  cuestiones  de  derecho , ya  se  refieran  á la 
propiedad  ó á la  posesión  competen  á los  tribuna- 
les ordinarios.  Las  que  versen  sobre  el  cumpli- 
miento de  los  reglamentos,  repartimientos,  pago 
de  cuentas,  cuestiones  con  empresarios , y las 
que  se  susciten  á consecuencia  de  algún  acto 
administrativo  corresponden  al  Consejo  provin- 
cial: art.  12. 

Finalmente,  por  el  reglamento  del  sindicato  de 
aguas  de  Lorca,  publicado  en  2 de  Febrero  de 
1859  se  ha  dispuesto: 

El  sindicato  se  compone  de  un  Director  de 
nombramiento  de  S.  M.  que  reúne  el  carácter  de 
juez  de  aguas  y de  nueve  interesados. 

EL  juzgado  de  aguas  está  á cargo  del  director 
quien,  con  este  carácter,  conocerá  de  todas  las 
cuestiones  que  se  susciteu  entre  los  interesados 
en  los  riegos  sobre  cumplimiento  de  las  disposi- 
ciones de  la  Ordenanza  y de  las  faltas  cometidas 
en  los  mismos  penadas  por  aquellas.  Su  fallo,  que 
deberá  fundarse  en  un  artículo  expreso  déla  Or- 
denanza, no  tendrá  apelación,  pero  sí  el  recurso 
de  queja  para  ante  el  gobernador  de  la  provin- 
cia siempre  que  los  interesados  crean  haberse 
faltado  á la  ley:  art.  l.° 

En  los  casos  que  puedan  ocurrir  que  no  estén 
previstos  en  la  Ordenanza,  el  Director  convocará 
á cuatro  individuos  del  sindicato  conocedores  de 
la  materia  de  que  se  ha  de  tratar,  y oyendo  á los 
interesados  y en  vista  del  dictámen  de  dichos 
síndicos  que  hará  constar,  resolverá  lo  que  esti- 


me justo,  cuyo  fallo  se  ejecutará,  reservando  á 
los  interesados  el  derecho  de  acudir  ante  el  go- 
bernador de  la  provincia:  art.  2.° 

Creemos  suficientes  las  disposiciones  expues- 
tas sobre  esta  clase  de  juzgados  para  dar  una 
idea  suficiente  acerca  de  su  constitución , atri- 
buciones y modo  de  proceder  , pudiendo  además 
consultarse  lo  prescrito  por  las  demás  Reales  ór- 
denes y decretos  citados.  * 

* JURISDICCION  DISCIPLINARIA.  Laque  tienen  los 
respectivos  superiores  para  corregir  eu  sus  in- 
feriores las  faltas  de  buen  comportamiento  ú 
omisiones  en  el  cumplimiento  del  deber,  que 
afectando  al  servicio  público  ó al  buen  concepto 
y decoro  del  cuerpo  de  funcionarios  á que  per- 
tenecen, no  llegue  á constituir  por  sí  delito  ni 
caso  de  responsabilidad,  que  tenga  que  exigir- 
seles  según  las  leyes. 

Respecto  de  la  jurisdicción  disciplinaria  que 
se  ejerce  en  lo  judicial , véase  el  artículo  de  esta 
obra  Corrección  disciplinaria,  (en  lo  judicial),  y 
en  cuanto  á la  que  se  ejerce  en  lo  gubernativo, 
véase  el  de  Corrección  disciplinaria  (en  lo  gu- 
bernativo). 

La  jurisdicción  disciplinaria  que  tiene  el  Cuer- 
po jurídico-mililar,  la  ejerce  en  el  órden  judicial 
ó en  el  gubernativo. 

Tienen  jurisdicción  disciplinaria  en  el  órden 
judicial,  y la  ejercen  por  acordadas  ó autos 
que  dicten  conforme  á derecho  en  los  mismos 
procedimientos  en  que  aparezca  la  falta:  l.°  El 
Consejo  Supremo  de  la  Guerra,  en  todas  y cada 
una  de  sus  Salas , cuando  en  ellas  conoce  con 
plena  y propia  autoridad  de  causas  y negocios 
de  justicia,  ya  sea  ordinaria,  ya  extraordinaria 
de  guerra.  2.°  Los  juzgados  de  las  capitanías 
generales  y comandancias  generales  en  iguales 
casos:  art.  l.“  del  reglamento  de  dicho  cuerpo  de 
29  de  Marzo  de  1874. 

Compete  jurisdicción  disciplinaria  en  el  órden 
gubernativo  respecto  al  cuerpo  j uridico-militar: 
l.°  Al  Gobierno  de  la  nación  por  medio  del  mi- 
nisterio de  la  Guerra.  2.°  A la  Junta  inspectora 
del  mismo  cuerpo.  3.°  Al  fiscal  togado  del  Con- 
sejo Supremo  de  la  Guerra,  respecto  á todos  los 
individuos  de  dicho  cuerpo  jurídico  que  ejerzan 
funciones  fiscales  ó las  auxilien,  pero  solo  en 
cuanto  concierne  al  desempeño  de  esas  funcio- 
nes y al  cumplimiento  de  las  órdenes  y circula- 
res que  les  comunique  para  el  mismo  efecto. 
4.°  A los  capitanes  generales  ó comandantes  ge- 
nerales de  los  distritos,  oyendo  préviamente  á 
su  auditor,  si  de  él  no  se  tratase,  sobre  ios  indi- 
viduos del  cuerpo  que  residan  dentro  del  distri- 
to, y por  lo  que  afecte  al  buen  comportamiento 
y decoro  da  sus  personas:  art.  67  de  id. 

Las  correcciones  disciplinarias  consistirán  por 
órden  gradual  en  las  siguientes:  1.*  Advertencia. 
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2 J Reprensión  privada,  verbal  ó por  escrito,  di- 
rigida al  interesado.  3.a  Apercibimiento  consig- 
nado por  escrito  y notificado  siempre  al  aperci- 
bido. 4.”  Multa  de  25  á 500  pesetas.  5.*  Suspen- 
sión de  empleo  y sueldo  desde  quince  dias  á dos 
meses  á lo  mas.  6."  Retiro  forzoso  del  servicio. 

7.‘  Separación  completa  del  cuerpo : art.  68 
de  id. 

Para  la  aplicación  de  dichas  correcciones,  se 
atenderá:  l.°  A la  importancia  del  hecho  que  las 
motive,  á la  categoría  de  la  persona  corregida, 
y á los  antecedentes  de  ella  que  en  su  caso  cons- 
ten del  registro  prescrito  en  el  pár.  7.°  del  art.  21 
de  dicho  reglamento.  2.°  No  se  duplicarán  ni  agra- 
varán por  un  mismo  hecho  ó error  de  derecho, 
aunque  sea  cometido  en  diferentes  procedimien- 
tos, mientras  no  conste  que  el  anterior  se  hizo 
saber  al  interesado,  y á pesar  de  ello  reincidió 
en  la  falta.  Y 3.°,  en  la  forma  de  la  publicación 
de  las  mismas  se  procurará  que,  á la  vez  que 
produzcan  eficazmente  el  saludable  objeto  á que  , 
tienden  las  1.*,  2.a,  3.a,  4.a  y 5.a,  no  rebajen  in- 
necesariamente la  consideración  publica  del 
funcionario  que  las  merezca,  con  cuyo  objeto 
no  se  insertarán  en  ningún  documento  que  ¡ 
haya  de  tener  publicidad:  art.  69  de  id. 

Por  lo  que  toca  á las  correcciones  que  se  hagan 
en  el  órden  judicial,  se  seguirán  estas  reglas: 

1.a  Las  Salas  del  Consejo  Supremo  de  la  Guerra 
podrán  imponer  las  correcciones  1.a,  2.a,  3.a  y 4.a 
en  toda  su  extensión,  designadas  en  el  art.  68, 
usando  de  propia  autoridad  en  los  negocios  ju- 
diciales de  su  plena  jurisdicción,  ó aconseján- 
dolas al  Gobierno  en  los  que  solo  intervenga  di- 
cho alto  cuerpo  como  consultivo.  2.a  Los  juzga- 
dos de  las  capitanías  generales  y comandancias 
generales  solo  están  facultados  para  imponerlas 
correcciones  de  advertencia,  reprensión,  aper- 
cibimiento y multa  que  no  exceda  de  250  pese- 
tas. 3.a  Aquellas  correcciones  que  se  refieran  á 
abogados,  procuradores  y escribanos,  por  lo  que 
toca  á faltas  cometidas  en  el  ejercicio  de  sus  ' 
cargos,  habrán  de  sujetarse  á lo  establecido  por 
la  legislación  común  para  la  jurisdicción  ordi- 
naria, concediéndoseles  relativamente  á los  in- 
teresados los  recursos,  apelaciones  y súplicas  en 
armonía  con  la  organización  y atribuciones  de 
los  tribunales  militares.  4.a  Cuando  las  correc- 
ciones se  impongan  á individuos  del  cuerpo  ju- 
rídico-militar,  y consistan  en  apercibimiento  y 
multa  que  causen  nota,  si  las  decretasen  los  juz- 
gados de  las  capitanías  ó comandancias  genera- 
les, los  interesados  podrán  apelar  de  ellas  para 
ante  la  Sala  de  justicia  del  Consejo  Supremo  ; y 
si  las  dictan  las  Salas  de  dicho  alto  cuerpo,  no 
se  dará  otro  recurso  que  el  de  una  súplica  reve- 
rente y razonada  que  pueden  los  corregidos  ele- 
var á la  misma  Sala  que  las  impuso,  exponiendo 


los  motivos  justificados  de  exculpación  que  en 
su  favor  crean  tener,  y pidiendo  el  alzamiento  ó 
modificación  de  la  corrección.  De  esta  súplica  se 
dará  vista  al  ministerio  fiscal,  y con  lo  que  este 
exponga,  la  Sala  dictará  acuerdo,  sin  ulterior 
recurso.  5.a  Para  acordar  cualquiera  de  las  Salas 
del  Consejo,  ó proponer  en  su  caso  al  Gobierno 
la  suspensión  de  empleo  y sueldo  de  un  indivi- 
duo del  mismo  cuerpo  jurídico,  dispondrán  pré- 
viamente  se  forme  expediente,  en  el  que  se  con- 
signen, por  sucinto  testimonio  ó certificado,  los 
fundamentos  de  los  cargos  que  graven  al  inte- 
resado, y se  remita  á éste  pliego  de  los  mismos 
para  que  en  un  breve  plazo  los  conteste  con  jus- 
tificación, si  la  tiene;  con  lo  que,  y dada  vista  al 
ministerio  fiscal , dictará  la  Sala  la  resolución 
que  proceda,  contra  la  cual  no  habrá  ulterior 
recurso,  ó consultará  en  su  caso  la  que  estime 
justa:  art.  70. 

Para  las  correcciones  en  el  órden  gubernativo, 
habrán  de  observarse  las  reglas  siguientes: 
1.a  Al  Gobierno,  por  medio  del  ministerio  de  la 
Guerra,  corresponde  decretar  lia  separación  del 
cuerpo,  el  retiro  forzoso  ó la  suspensión  de  em- 
pleo de  todo  individuo  que  pertenezca  al  cuerpo 
jurídico-militar,  á propuesta  de  la  Junta  inspec- 
tora y prévio  expediente  que  esta  instruirá,  ya 
sea  por  órden  del  mismo  Gobierno,  ya  por  acuer- 
do de  ella,  según  los  antecedentes  que  tenga  ó 
se  la  remitan.  2.a  También  el  Gobierno  aplicará 
discrecionalmente  las  primeras  cuatro  correc- 
ciones que  determina  el  art.  68,  oyendo  al  Con- 
sejo Supremo  en  su  caso,  ó á la  Junta  inspectora 
si  lo  estimase  así.  3.a  Las  Salas  de  dicho  Consejo 
Supremo,  por  cualquier  falta  que  aparezca  en 
los  expedientes  de  que  conozca  que  afecte  á in- 
dividuos del  cuerpo  j urídico-militar , y pueda 
dar  motivo  á que  se  les  expida  el  retiro  forzoso  ó 
se  les  separe,  según  las  prescripciones  del  capí- 
tulo 8.°  de  este  reglamento,  están  en  el  deber  de 
participarlo  á la  Junta  inspectora,  con  los  datos 
necesarios  para  que  esta  forme  expediente  y 
cumpia  su  cometido.  4.a  La  misma  Junta  inspec- 
tora podrá  corregir  á los  individuos  del  cuerpo, 
i solo  desde  la  segunda  á la  sétima  categoría  de 
él,  en  las  faltas  que  cometan,  que  sin  constituir 
delito  ni  acto  de  responsabilidad  criminal,  afec- 
ten, sin  embargo,  el  puro  comportamiento  del 
funcionario,  á su  aplicación  y celo  en  el  servicio, 
á la  rectitud  de  su  conducta,  al  profundo  respeto 
con  que  debe  mirar  los  derechos  que  las  leyes  y 
■ este  reglamento  conceden  á sus  compañeros,  y 
I al  concepto  moral,  en  fin,  que  deben  conservar 
sin  mancha.  5.a  Dicha  Junta  inspectora,  dentro 
de  sus  facultades  propias,  solo  podrá  imponer 
las  correcciones  1.a,  2.a  y 3.a  de  las  expresadas  en 
el  art.  68;  y si  estas  no  bastasen  para  mejorar  la 
conducta  del  funcionario  después  del  segundo 
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apercibimiento  que  se  le  haya  hecho  por  actos  I 
diversos , siendo  de  la  misma  Indole,  entonces  ' 
deberá  instruir  el  oportuno  expediente  para  pro- 
poner al  Gobierno  la  corrección  que  proceda. 
6.‘  La  referida  Junta,  si  creyere  llegado  el  caso 
de  que  corresponda  ipaponer  á un  individuo  la 
suspensión  de  empleo,  expedirle  el  retiro  forzoso 
ó acordar  su  separación  del  Cuerpo,  según  los 
arts.  49  y siguientes  de  este  reglamento,  ins- 
truirá por  sí  misma  expediente  dirigido  á justi- 
ficar la  causa  ó causas  que  motiven  la  correc- 
ción, pudiendo  delegar  en  los  juzgados  de  las 
capitanías  generales  ó comandancias  generales, 
ó en  funcionario  de  superior  categoría  que  la  que 
tenga  el  que  haya  de  ser  corregido,  aquellas 
informaciones  y diligencias  que  por  sí  no  pueda 
practicar  la  J unta,  y pedir  á todas  las  autorida- 
des los  informes  que  crea  necesarios.  A esos  ex- 
pedientes se  unirán  necesariamente  copia  de  la 
hoja  de  servicios  del  interesado,  y certificación 
de  cuanto  respecto  á él  conste  en  el  registro  de 
correcciones,  de  que  habla  el  pár.  7.°  del  art.  21 
de  dicho  reglamento;  y en  ellos  se  oirá  al 
funcionario  contra  quien  se  dirijan,  el  que  por 
las  preguntas  y cargos  que  se  le  formen  contes- 
tará en  el  breve  plazo  que  se  le  marque,  y por 
escrito  cou  justificación,  si  la  tiene,  lo  que  crea 
convenir  á su  mejor  defensa;  visto  todo  lo  que, 
la  Junta  consignará  su  informe  razonado  y 
elevará  el  expediente  al  ministerio  de  la  Guer- 
ra por  conducto  del  Consejo  Supremo,  el  cual 
emitirá  su  informe.  7.*  EL  fiscal  togado  del  Con- 
sejo podrá  imponer  discrecionalmente,  y en  los 
casos  á que  se  contrae  el  párrafo  tercero  del  ar- 
tículo 67,  las  correcciones  1.*,  2.a  y 3."  del  ar- 
tículo 68;  y si  juzgare  el  hecho  digno  de  mayor 
reprensión,  dará  cuenta  de  élá  la  Junta  inspec- 
tora; art.  72  de  id. 

Respecto  de  la  jurisdicción  disciplinaria  del 
Consejo  de  Estado , se  halla  prevenido  en  el  re- 
glamento para  el  régimen  interior  del  Consejo 
real,  publicado  en  23  de  Mayo  de  1858,  que  la 
inspección  general  que  corresponde  al  vice-pre- 
sidente  del  Consejo  sobre  todos  los  auxiliares, 
empleados  y dependientes  del  mismo , y la  par- 
ticular que  compete  á cada  uno  de  los  vice-pre- 
sidentes  de  sección  sobre  los  auxiliares  y depen- 
dientes de  la  suya,  se  extienden  basta  la  facul- 
tad de  amonestar,  reprender  y apercibir  á los 
auxiliares,  empleados  y dependientes  respecti- 
vos que  incurran  en  falta  ó cometan  abuso.  En 
el  caso  de  reincidencia,  y en  el  de  merecer  des- 
de luego  la  falta  ó abuso  eu  que  incurran  uua 
demostración  mas  severa,  se  impone  por  el  vice- 
presidente del  Consejo,  pudiendo  aplicar  hasta 
un  mes  de  suspensión,  dando  cueuta  de  esta 
corrección  y sus  motivos  al  Gobierno:  art.  100  al 
103  del  reglamento  citado.  La  reincidencia  de 


los  auxiliares  en  falta  ó abuso  leve,  ó la  falta  ó 
abuso  de  los  mismos  que  deban  considerarse 
mas  ó menos  graves,  se  juzgan  y corrigen  hasta 
con  un  mes  de  suspensión  por  el  Consejo  de  dis- 
ciplina: art.  104.  El  Consejo  de  disciplina  se.  com- 
pone de  los  vice-presidentes  de  sección,  titulares 
ó accidentales  bajo  la  presidencia  del  Consejo. 
Para  que  pueda  deliberar  han  de  concurrir,  ade- 
más del  vice-presidente  del  Consejo,  la  mayor 
parte  de  los  vice-presidentes  de  las  secciones, 
autorizando  las  deliberaciones  como  secretario 
el  secretario  general  del  Consejo.  El  Consejo  de- 
be oir  al  auxiliar  denunciado,  permitiéndole,  si 
lo  pidiese,  que  esponga  por  escrito  lo  que  esti- 
me oportuno  á su  defensa.  La  mayoría  absoluta 
de  votos  forma  resolución  irrevocable ; si  no  hay 
mayoría,  dehe  prevalecer  el  voto  absolutorio,  y 
en  su  defecto,  el  mas  benigno  entre  los  que 
condenen:  art.  10G  y 107  del  reglamento  citado. 
Si  á juicio  del  Consejo  de  disciplina,  no  bastare 
la  suspensión  de  un  mes  para  corregir  suficien- 
temente el  abuso  ó falta  del  auxiliar,  debe  so- 
meterse al  exámen  del  Consejo  pleno  su  califi- 
cación, y aprobada  por  este,  propone  el  mismo 
al  Gobierno  lo  que  cree  justo:  en  el  caso  contra- 
rio, devuelve  el  expediente  al  Consejo  de  disci- 
plina para  que  imponga  al  auxiliar  el  máxi- 
mum de  corrección  que  está  en  sus  atribucio- 
nes. Siempre  que  el  Consejo  de  disciplina,  sus- 
penda á un  auxiliar,  conforme  á lo  que  llevamos 
expuesto,  debe  su  presidente  dar  cuenta  desde 
luego  al  Gobierno,  manifestando  el  motivo  ó 
motivos  de  esta  corrección:  art.  108  y 109.  Véase 
Procedimiento  contencioso -administrativo.  * 

JURISPERITO,  El  profesor  de  jurisprudencia  y 
el  jurisconsulto;  pero  mas  propiamente  es  el  que 
sabe  las  leyes  y las  interpreta,  y se  distingue 
del  jurisconsulto  en  que  este  no  solo  las  sabe  y 
las  interpreta,  sino  que  las  aplica  también  eu  la 
práctica  respondiendo  á los  que  le  consultan  so- 
bre los  casos  que  ocurren. 

JURISPRUDENCIA.  La  ciencia  del  derecha.  Jus- 
tiniano  la  definió:  Divinarvm  atque  humamnm 
rentm  notitia , justi  injustique  scientia;  el  cono- 
cimiento de  las  cosas  divinas  y humanas,  la 
ciencia  de  lo  justo  y de  lo  injusto.  Las  primeras 
palabras  de  esta  definición  pertenecen  á la  defi- 
nición de  la  filosofía,  de  manera  que  el  sentidu 
es  que  fa  jurisprudencia  es  la  filosofía  que  con- 
siste en  la  ciencia  de  lo  justo  y de  lo  injusto. 
Así,  pues,  la  jurisprudencia  no  consiste  sola- 
mente en  el  conocimiento  de  las  leyes,  usos  y 
costumbres , sino  que  exige  también  una  noticia 
general  de  todas  las  cosas  sagradas  y profanas 
á que  pueden  aplicarse  las  reglas  de  la  justicia. 
Otros  definen  la  jurisprudencia,  diciendo  ser  el 
hábito  práctico  de  interpretar  rectamente  las 
leyes  y de  aplicarlas  oportunamente  á los  casos 
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que  ocurren.  También  se  llaman  jurisprudencia 
los  principios  que  en  materia  de  derecho  se  si- 
guen en  cada  pais  ó en  cada  tribunal ; el  hábito 
que  se  tiene  de  juzgar  de  tal  ó tal  manera  una 
misma  cuestión  ; y la  sórie  de  juicios  ó senten- 
cias uniformes  que  forman  uso  6 costumbre  so- 
bre un  mismo  punto  de  derecho.  Dícese  también 
Jurisprudencia  militar , jurisprudencia  eclesiás- 
tica, etc.:  aquella  no  es  otra  cosa  que  la  ciencia 
de  las  leyes  de  la  guerra  y de  los  principios  de 
derecho  que  tienen  relación  con  ella:  esta  es  la 
ciencia  del  derecho  canónico. 

* La  jurisprudencia,  en  cuanto  significa  la 
série  de  sentencias  uniformes  sobre  un  mismo 
punto  de  derecho,  se  forma  y lija  actualmente  en 
los  puntos  en  que  hubiere  discordancia  de  parte 
de  los  tribunales,  por  el  Supremo  de  Justicia  al 
providenciar  sobre  los  recursos  de  casación,  se- 
gún se  expresa  en  el  art.  1101  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y en  el  46  de  la  ley  sobre  la 
reforma  de  la  casación  civil,  publicada  en  22  de 
Junio  de  1870. 

Las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  son  au- 
torizados é indispensables  precedentes  para  la 
uniformidad  de  la  jurisprudencia,  según  se  de- 
clara en  la  dictada  en  11  de  Diciembre  de  1865; 
pero  sus  determinaciones  no  pueden  imponerse 
como  preceptos  legales  infringibles  para  el  efec- 
to de  la  casación,  á los  que  por  razón  de  oficio 
tienen  el  deber  de  consultarlos  y estudiarlos. 

Sin  embargo,  dichas  sentencias,  cuando  for- 
man jurisprudencia  por  su  repetición  en  el  mis-, 
mo  sentido  en  casos  idénticos,  tienen  grande 
autoridad. 

Respecto  del  número  de  fallos  que  son  nece- 
sarios para  formar  jurisprudencia  sobre  un  punto 
determinado,  creen  algunos  intérpretes  que  de- 
ben llegar  al  número  de  veinte,  que  es  el  que  se 
requiere  en  la  edición  de  las  Partidas  hecha 
por  la  Academia,  para  probar  la  costumbre  con 
fuerza  contra  la  ley;  mas  otros  intérpretes  opi- 
nan que  bastan  dos  fallos,  por  ser  el  número  que 
se  exige  en  la  edición  de  las  Partidas  de  Grego- 
rio López  para  que  adquiera  la  costumbre  la 
fuerza  expresada;  opinión  que  tiene  á favor  suyo 
el  haberse  declarado  por  el  Tribunal  Supremo 
que,  en  caso  de  divergencia  entre  aquellas  edi- 
ciones, debe  optarse  por  el  texto  de  la  de  Gre- 
gorio López;  sentencia  de  27  de  Marzo  de  1860.* 
JURISTA,  El  que  estudia  ó profesa  la  ciencia 
del  derecho;  y el  que  tiene  juro  ó derecho  á co- 
brar pensión  perpétua  sobre  las  rentas  públicas. 

JURO.  Cierta  especie  de  consignación  ó pen- 
sión perpétua , concedida  por  el  Rey , sobre  las 
rentas  públicas , especialmente  sobre  las  salinas, 
ya  sea  por  merced  graciosa,  ya  por  recompensa 
de  méritos  y servicios,  ya  por  via  de  réditos  del 
Capital  que  alguno  ha  entregado  con  este  objeto, 


ya  por  indemnización  de  cesiones  forzosas  he- 
chas á favor  del  Estado.  El  juro , que  viene  de  la 
voz  latina  jme,  es  decir,  derecho,  es  tenido  por 
una  especie  de  censo  consignativo;  y así  es  que 
tiene  lugar  en  los  juros  cuanto  se  halla  dispues- 
to acerca  de  los  censos,  con  la  diferencia  de  que 
en  la  venta  de  los  censos  se  paga  alcabala  y no 
en  la  de  los  juros.  Divídese  el  juro  en  juro  de 
heredad  y juro  de  por  vida:  el  primero  se  dis- 
fruta por  el  concesionario  y sus  descendientes; 
y el  segundo  no  pasaba  de  la  vida  del  primer 
poseedor.  De  aquí  es  que  cuando  se  dice  que  se 
dona  ó concede  una  cosa  por  juro  de  heredad , se 
quiere  dar  á entender  que  se  concede  ó dona 
para  siempre  que  pase  de  padres  á hijos,  en  for- 
ma de  renta  perpétua  y hereditaria. 

* En  20  de  Octubre  y 5 de  Diciembre  de  1836 
se  dispuso  que  por  los  capitales  de  juros  se  die- 
sen láminas  provisionales  con  expresión  del  in- 
terés que  disfrutaban;  que  se  dieran  asimismo 
iguales  láminas,  pero  con  denominación  par- 
ticular, por  juros  sin  cabimiento,  por  los  com- 
puestos de  medias  anatas,  y láminas  sin  interés 
por  los  intereses  liquidados.  Acerca  de  los  juros 
pertenecientes  á vinculaciones,  se  mandó  lo  mis- 
mo que  por  el  art.  56  del  reglamento  de  17  de 
Octubre  de  1851  (para  la  ejecución  de  la  ley  de 
l.°  de  Agosto  del  mismo  año  estableciendo  el 
arreglo  de  la  deuda  del  Estado)  se  previno  res- 
pecto de  toda  clase  de  créditos  contra  el  Estado. 
Véase  dicho  artículo,  los  16,  17,  sobre  la  deuda 
amortizable , y los  35  y siguientes  sobre  caduci- 
dad y prescripción  de  créditos,  liquidación,  etc,, 
que  no  se  insertan  aquí  por  su  sobrada  ex- 
tensión. 

Por  órden  del  Poder  Ejecutivo  de  11  de  Marzo 
de  1869,  se  declaró  que  deben  considerarse  in- 
coadas en  tiempo  hábil  las  reclamaciones  que 
se  hubieran  presentado  dentro  del  término  que 
señaló  el  art.  39  del  reglamento  de  17  de  Octubre 
para  la  capitalización  y liquidación  de  juros. 
Por  ley  de  19  de  J ulio  de  1869  se  declararon  cadu- 
cados y extinguidos  los  créditos,  cualquiera  que 
fuese  su  origen,  cuyo  reconocimiento  no  se  hu- 
biera solicitado  dentro  de  los  plazos  establecidos 
por  las  disposiciones  legales  vigentes;  y por  últi- 
mo, por  órden  de  2 de  Junio  de  1870  se  ha  decla- 
rado, que  para  la  prescripción  de  los  créditos  de 
juros  se  esté  á lo  resuelto  por  la  órden  del  Poder 
Ejecutivo  de  11  de  Marzo  de  1869,  ley  de  caduci- 
dad de  19  de  Julio  del  mismo  año  y reglamento 
para  su  ejecución  de  8 de  Diciembre  siguiente.* 

JURO  MOROSO.  La  pensión  perpétua  sobre  ren- 
tas públicas  que  se  ha  dejado  de  cobrar  durante 
cierto  número  de  años,  ó por  no  estar  justificado 
el  derecho  á ella,  ó por  ausencia  del  dueño,  ó 
por  otro  impedimento,  y porque  el  dinero  no 
esté  ocioso  se  vale  el  Estado  de  él  con  la  calidad 
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de  satisfacerle  á la  parte  siempre  que  acredite 
su  pertenencia. 

JUSTICIA.  La  voluntad  firme  y constante  de 
dar  á cada  uno  lo  que  le  pertenece;  el  conjunto 
de  todas  las  virtudes  que  constituye  bueno  al 
que  las  tiene;  lo  que  debe  hacerse  según  dere- 
cho ó razón ; la  pena  ó castigo  público  ; el  poder 
de  hacer  que  á cada  cual  se  dé  su  derecho , y la 
administración  de  este  poder;  el  tribunal  ó mi- 
nistro que  oye  y juzga  & las  partes.  La  justicia 
considerada  como  la  verdad  constante  y perpé- 
tua  de  dar  á cada  uno  su  derecho,  se  suele  divi- 
dir en  moral  y civil , en  universal  y particular, 
en  conmutativa  y distributiva , en  espletiva  y 
atributiva. 

Justicia  'moral  es  el  hábito  del  ánimo  de  dar  á 
cada  uno  lo  que  es  suyo;  y justicia  civil  el  hábi- 
to de  confirmar  nuestras  acciones  con  la  ley.  La 
justicia  moral  es  una  virtud,  pues  consiste  en  la 
voluntad  firme  y constante;  mas  la  justicia  civil 
puede  no  serlo,  pues  pasa  y es  tenido  por  justo 
el  que  se  arregla  en  sus  acciones  externas  á la 
ley,  aunque  no  tenga  la  voluntad  constante  de 
hacerlo  así:  hay  en  el  hombre  justicia  civil 
siempre  que  pueda  decirse  que  su  conducta  no 
es  contraria  á lo  que  disponen  las  leyes,  cual- 
quiera que  sea  el  motivo  que  le  hace  obrar  con 
rectitud , pues  en  el  foro  externo  nadie  es  casti- 
gado por  sus  pensamientos:  Cogitalionis  peenam 
in  foro  nenio  patitur. 

Oderv.ntpecca.re  boni  viriuiis  amore, 

Oderunt  peccare  malí  formidine  pee nw. 

Justicia  universal  es  la  que  abraza  todas  las 
virtudes,  y justicia  particular  la  que  no  da  á uno 
mas  utilidad,  ni  á otro  mas  carga  que  laque 
conviene.  Esta  división,  inventada  por  Aristóte- 
les, ha  sido  desechada  de  muchos,  porque  la  se- 
gunda especie  se  halla  incluida  en  la  primera,  y 
tiene  además  el  defecto  de  ser  mas  bien  filosófica 
que  jurídica. 

Justicia  conmutativa  es  la  que  guarda  una  en- 
tera igualdad  en  los  contratos,  observando  la 
proporción  aritmética;  y justicia  distributiva  la 
que  reparte  los  premios  y las  penas  en  razón  del 
mérito  y calidad  de  las  personas,  guardando  la 
proporción  geométrica. 

Justicia  espletiva  es  la  que  da  á cada  uno  lo 
que  se  le  debe  en  fuerza  de  la  ley;  y justicia  atri- 
butiva la  que  da  á cada  uno  lo  que  se  le  debe  por 
obsequio,  gratitud,  humanidad  ú otra  razón  se- 
mejante. La  primera,  pues,  abraza  todas  las  ac- 
ciones que  están  mandadas  ó prohibidas  por  la 
ley;  y la  segunda  las  acciones  en  Que  la  ley  no 
lia  intervenido,  pero  que  reclama  la  moral  ó la 
virtud. 

La  justicia  considerada  como  el  poder  de  hacer 
Tomo  m, 


que  se  ejecute  lo  que  es  justo,  era  representada 
entre  los  antiguos  bajo  la  figura  de  una  matrona 
con  ojos  vivos  y penetrantes,  para  manifestar 
que  los  jueces  deben  examinar  con  toda  exacti- 
tud los  negocios  que  se  les  someten  antes  de 
pronunciar  su  sentencia;  mas  hoy  se  la  repre- 
senta con  una  venda  en  los  ojos,  una  balanza  en 
una  mano  y una  espada  ea  la  otra,  para  denotar 
que  obra  sin  acepción  de  personas,  que  examina 
y pesa  el  derecho  de  las  partes,  y que  tiene  la 
fuerza  para  llevar  á efecto  sus  decisiones  y hacer 
reinar  el  órden. 

Nadie  puede  hacerse  justicia  por  si  mismo  ni 
tomársela  por  su  mano,  como  suele  decirse,  sino 
que  debe  acudir  al  juez  para  que  se  la  haga,  bajo 
la  pena  de  perder  su  derecho  y de  ser  tenido  por 
i forzador:  Vis  est  tune,  quoties  quis,  id  quod  deíeri 
sibi  putat,  non  per  judicem  reposcit.  Hay,  sin  em- 
bargo, algunos  casos  en  que  uno  puede  hacerse 
justicia  por  sí  mismo,  como  cuando  se  ve  ataca- 
do injustamente  por  otro  que  intenta  quitarle  la 
vida  ó la  posesión  de  alguna  cosa,  y no  le  es  po- 
sible acudir  á la  autoridad  para  que  reprima  la 
violencia.  V.  Despojo,  Homicidio  voluntario  y Ho- 
micidio necesario. 

La  justicia,  considerada  como  la  administra- 
ción del  poder  judicial,  se  divide  en  justicia  or- 
dinaria, justicia  militar,  justicia  eclesiástica,  y 
por  fin,  en  tantas  cuantos  son  ¡os  fueros  ó juris- 
dicciones privilegiadas  que  hay  establecidas; 
bien  que  no  todas  conservan  la  denominación 
de  justicia,  pues  se  dice,  por  ejemplo,  jurisdic- 
ción eclesiástica  y no  justicia  eclesiástica,  etc., 
porque  jurisdicción  y justicia  tomada  en  este 
sentido  significan  lo  mismo. — Justicia  ordinaria 
\ es  la  que  tiene  por  si  derecho  de  conocer  de  to- 
| das  las  causas  que  ocurren , no  estando  excep- 
; tuadas,  y reside  en  los  jueces  municipales,  jue- 
ces de  primera  instancia,  Audiencias  y Tribunal 
Supremo,  etc.,  aunque  en  uu  sentido  mas  estre- 
cho, se  suele  llamar  justicia  ordinaria  la  que 
reside  en  los  jueces  de  primera  instancia. — Jus- 
ticia militar  es  la  que  tiene  derecho  de  conocer 
* de  las  causas  por  delitos  de  los  militares  de  to- 
¡ das  clases  en  servicio  activo  del  ejercito,  etc.  * 
V.  Juez  y Jurisdicción. 

JUSTIGIA  REALENGA.  La  autoridad  puesta  por  el 
Rey  en  cada  pueblo  para  administrar  la  justicia, 
á distinción  de  la  señorial,  que  era  la  autoridad 
que  nombraban  los  señores  en  sus  pueblos  para 
el  mismo  objeto. 

JUSTICIA  SEÑORIAL.  V . Justicia  realenga. 

JUSTICIA  DE  ARAGON.  El  magistrado  supremo 
i de  aquel  reino,  que  con  el  consejo  de  cinco  lu- 
gartenientes togados,  hacia  justicia  entre  el  Re}- 
y los  súbditos,  y entre  los  eclesiásticos  y secula- 
res. Hacia  en  nombre  del  Rey  sus  provisiones 
é inhibiciones,  cuidaba  de  que  se  observasen 
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loa  fueros,  y quitaba  las  fuerzas.  Véase  Cor  ¿es. 

JUSTICIA  MAYOR  DE  CASTILLA.  Dignidad  délas 
primeras  de  España.  El  que  se  hallaba  condeco- 
rado con  ella,  que  era  un  ricohombre,  firmaba 
los  privilegios  y tenia  poder  para  averiguar  los 
delitos  y castigar  á los  delincuentes,  para  lo  cual 
nombraba  alguaciles  mayores  y otros  ministros 
de  justicia  en  las  Chancillerías , Audiencias  y 
ciudades.  Desde  el  siglo  décimo  cuarto,  se  hizo 
esta  dignidad  iiereditaria  en  la  casa  de  los  du- 
ques de  Déjar,  en  donde  permanece,  aunque  sin 
ejercicio. 

JUSTICIERO.  El  que  observa  y hace  observar 
rigurosamente  la  justicia,  y el  que  castiga  con 
rigor  los  delitos. 

JUSTIFICACION.  La  prueba  que  se  hace  de  al- 
guna cosa  con  instrumentos  ó testigos,  y espe- 
cialmente la  probanza  que  hace  el  reo  de  su  ino- 
cencia ó j nsticia  desvaneciendo  los  cargos  que  se 
le  lian  hecho. 

JUSTIFICATIVO.  Lo  que  sirve  para  probar  ó 
acreditar  alguna  cosa;  como  instrumento  justi- 
ficativo con  que  se  acredita  la  verdad  de  lo  que 
se  ha  deducido;  hecho  justificativo,  que  sirve 
para  probar  la  inocencia  de  un  acusado. 

JUSTIPRECIO.  El  justo  valor  de  una  cosa,  ó la 
estimación  hecha  por  peritos  nombrados  por  las 
partes,  ó de  oficio  por  el  juez,  en  caso  de  contes- 
tación ó disputa  sobre  el  verdadero  precio. 

JUSTO.  El  que  obra  según  justicia  y razón,  y 
Jo  que  es  arreglado  á las  leyes  y á la  equidad 
natural, 

JUVENTUD.  La  parte  de  vida  que  media  entre 


la  niñez  ó infancia  y la  edad  viril;  y según  otros. 
. laque  media  entre  la  adolescencia  y la  virilidad. 

I V.  Joven,  Adolescencia  y Edad,  pár.  II,  núm.  VI, 
y pár.  IV,  núm.  V y VI. 

JUZGADO.  La  junta  de  jueces  que  concurren  á 
dar  sentencia,  y mas  particularmente  el  tribunal 
de  un  solo  juez;  el  lugar  donde  se  juzga;  el  ter- 
ritorio á que  se  extiende  la  jurisdicción  de  un 
juez,  y la  judicatura,  esto  es,  ei  empleo  ú oficio 
de  juez. — Estar  (i  juzgado  y sentenciado,  es  que- 
dar obligado  á oir  y consentir  la  sentencia  que 
se  diere.  Véanse  los  diferentes  artículos  de  las 
palabras  Fuero  y Jurisdicción. 

JUZGADO  DE  ARRIBADAS.  V.  Marina. 

JUZGADO  DE  IGLESIAS  DE  LAS  ÓRDENES  MILITARES. 
V.  Ordenes  militares. 

JUZGADO  DE  PRESAS.  V.  Presas. 

JUZGADO  DE  PROVINCIA.  El  juzgado  que  forma- 
ba cada  uno  de  los  alcaides  de  casa  y córte  en 
Madrid  y de  los  alcaldes  del  crimen  en  las  po- 
blaciones donde  había  Chancilleria  ó Audiencia, 
para  conocer  en  primera  instancia  de  los  nego- 
cios civiles  y criminales  de  su  respectivo  cuar- 
tel, á prevención  con  los  corregidores,  tenientes 
de  villa  y alcaldes  mayores.  Fueron  suprimidos 
estos  juzgados  por  Reales  decretos  de  9 de  Fe- 
brero y 19  de  Noviembre  de  1834.  V.  Alcaldes  de 
casa  y córte  y A icaldes  de  cuartel. 

JUZGADO  DE  REMATADOS.  V.  Juez  de  primera 
instancia  de  partido,  pár.  VII,  uúm.  II. 

JUZGAR.  Dar  el  juez  su  sentencia;  y antigua- 
mente, condenar  á alguno  por  justicia  en  la  pér- 
dida de  alguna  cosa. 
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Esta  letra,  que  se  ha  contado  hasta  ahora 
como  perteneciente  á nuestro  abecedario,  solo  se 
usa  en  algunas  voces  tomadas  de  otros  idiomas, 
según  dice  el  Diccionario  de  la  Academia  españo- 
la, y aun  en  estas  se  puede  suplir  con  la  C antes 
de  las  vocales  A,  O,  U,  y con  la  Q,  interponién- 
dose la  U antes  de  la  E,  I.  Entre  los  latinos  la  K 
significaba  Kalendas.  Como  letra  numeral  valia 
doscientos  y cincuenta;  y poniéndole  una  rayita 
encima,  valia  doscientos  y cincuenta  mil.  La  ley 


¡ líemmia  quiso  que  á todo  calumniador  se  le  im- 
primiese en  la  frente  con  un  hierro  ardiendo  la 
letra  K para  perpetuar  su  infamia  y que  todos  se 
guardasen  de  él.  Véanse  en  la  C algunas  de  las 
palabras  jurídicas  que  antes  se  escribían  con  K 
, y ahora  se  escriben  con  C,  como  Calendas,  Cu- 
1 lendario,  Calumnia,  etc. 

* Modernamente  se  usan  algunas  compuestas 
con  la  palabra  hilos,  que  significa  mil,  como  ki- 
lómetro , kilógramu.  V.  Pesos  y medidas.  * 


L 


LABOR.  Lo  que  uno  hace  ó trabaja  y lo  que  ha 
hecho  ó trabajado.  La  ley  5.‘,  tít.  20,  Part.  2.a, 
pone  diferencia  entre  labor  y obra;  «labor,  se- 
gún ella,  es  dicha  aquella  cosa  que  los  humes  fa- 
cen trabajando  en  dos  maneras;  la  una  por  razón 
de  la  fechura,  la  otra  por  razón  del  tiempo,  así 
como  aquellos  que  labran  por  pan  ó por  vino  et 
guardan  sus  ganados,  ó que  facen  otras  cosas 
semejantes  destas  en  que  resciben  trabajo  et 
andan  fuera  por  los  montes  ó por  los  campos  do 
han  por  fuerza  k sufrir  frío  ó calentura,  según  el 
tiempo  que  face.  Et  obras  son  aquellas  que  los 
homes  facen  estando  en  casas  ó en  logares  co- 
biertos , así  como  los  que  labran  oro  et  plata,  et 
facen  monedas,  ó armas  ó armaduras,  ó los  otros 
meesteres  que  son  de  muchas  maneras  que  se 
obrau  desta  guisa;  ca  maguer  ellos  trabajan  por 
sus  cuerpos,  non  se  apodera  el  tiempo  tanto  de- 
llos  para  facerles  daño  como  á ios  otros  que  an- 
dan de  fuera:  et  por  ende  á estos  llaman  menes- 


trales, et  á los  otros  labrador  es. » El  nombre,  pues, 
de  labor  se  aplica  propia  y estrictamente  á toda 
operación  rural  y cultura  de  los  campos ; y el  de 
obra  k lo  que.  trabajan  los  artífices  y artesanos. 

Sin  embargo , las  leyes  16  y 75,  tít.  18,  y las 
del  tít.  32,  Part.  3.',  llaman  labor  á la  fabrica- 
ción de  castillos,  puentes,  navios  ú otras  cua- 
lesquiera cosas,  á toda  edificación  ú obra  que  se 
hace  sobre  cimientos  nuevos  ó antiguos,  y á la 
copia  que  uno  promete  hacer  á otro  de  un  libro 
impreso  ó manuscrito.  V.  Obra. 

LABOR  NUEVA.  Toda  obra  ó construcción  que 
se  hace  enteramente  de  nuevo  desde  sus  ci- 
mientos , y la  que  se  hace  sobre  cimientos  o edi- 
ficios antiguos,  añadiéndoles  ó quitándoles  y 
mudándoles  su  anterior  forma:  ley  1.‘,  tít.  32, 
Part.  3.  ' V.  Obra  nueva , Denuncia  de  obra  nueva, 
Arquitecto , Edificio  á Interdicto. 

LABOREO.  El  trabajo  que  se  hace  en  las  minas 
para  descubrir  y extraer  metales.  V.  Minas. 


LABRADOR.  El  que  por  sí  mismo  ó por  sil  fami- 
lia y criados  se  dedica  al  cultivo  de  la  tierra.  El 
estado  de  labrador,  como  que  es  el  que  asegu-  ■ 
ra  los  medios  de  subsistencia  de  la  sociedad, 
debe  ser  considerado  como  el  primero  de  todos; 
y seria  de  desear  que  los  gobiernos  cuidasen  de 
no  conceder  á los  demás  estados  exenciones  y 
privilegios  que  cedieren,  como  suele  decirse,  en 
perjuicio  de  esta  clase  tan  necesaria. 

J.  Ei  labrador  no  puede  ser  ejecutado  en  sus 
bueyes,  ínulas  ni  otras  bestias  de  arar,  ni  en  los 
aperos,  aparejos  ó instrumentos  destinados  á la 
labranza,  ni  en  sus  sembrados  ni  barbechos,  ni 
en  sus  granos  que  todavía  no  estuviesen  entro- 
jados, excepto  por  las  contribuciones  debidas  al 
Estado,  por  rentas  de  las  heredades,  ó por  lo  que 
el  dueño  de  estas  le  dió  para  el  cultivo ; y aun  en 
en  estos  tres  casos  ha  de  carecer  de  otros  bienes; 
y si  no  tiene  mas  que  un  par  de  bueyes  ú otras 
bestias  de  labranza,  no  puede  ser  ejecutado  en 
él  ni  aun  por  los  tres  casos  mencionados.  Tam- 
poco puede  ser  ejecutado  en  cien  cabezas  de  ga- 
nado lanar,  que  le  han  de  quedar  siempre  re- 
servadas sino  es  por  deuda  del  diezmo,  ó del 
sustento  del  mismo  ganado.  Goza  igualmente 
del  beneficio  de  no  poder  ser  preso  por  deuda 
que  no  proceda  de  delito  6 cuasi  delito.  El  juez  ó 
ejecutor  que  contraviniere  á estas  disposiciones, 
incurre  en  suspensión  de  oficio  por  un  año;  y el 
acreedor  que  lo  pidiere,  pierde  la  deuda,  que- 
dando el  labrador  libre  de  ella:  leyes  lo,  10  y 17, 
tí t.  31,  lib.  11,  Noy.  Recop.,  y art.  10  del  decreto 
de  Córtes  de  8 de  Junio  de  1813,  restablecido  en 
6 de  Setiembre  de  1836.  V.  Juicio  ejecutivo,  pár- 
rafo V. 

11.  No  puede  renunciar  su  fuero , ni  ser  re- 
convenido por  razón  de  sus  deudas  siuo  en  el  de 
su  domicilio;  habiendo  quedado  derogada  la 
ley  que  le  permitía  someterse  al  corregidor  rea- 
lengo mas  cercano,  y en  losf  lugares  eximidos 
al  de  la  cabeza  de  jurisdicción  de  donde  se  exi- 
mieron; de  suerte  que  boy  no  puede  renunciar 
expresa  ni  tácitamente  el  fuero  común  del  juz- 
gado del  juez  de  primera  instancia  de  su  parti- 
do: leyes  6.*  y 7.*,  tít.  11.  lib.  10,  Nov.  Recop. 

No  se  le  han  de  tomar  sus  carros  , carretas,  ni 
bestias  sino  en  caso  de  necesidad  pública,  y 
entonces  pagándole  primero*  de  contado  el  al- 
quiler que  pareciere  justo  á la  justicia  seguulas 
circunstancias. 

No  está  obligado  á volver  los  granos  que  se  le 
prestan  para  sembrar  ú otras  necesidades,  en  la 
misma  especie,  pues  cumple  con  satisfacerlos 
en  dinero  según  la  tasa;  á no  ser  que  al  tiempo 
de  la  paga  él  mismo  de  su  voluntad  escoja  pa- 
garlos en  especie:  ley  5.a,  tít.  8.°,  y ley  7,  tít.  11, 
lib.  10,  Nov,  Recop,  V.  Interés,  pár.  XV  liáeia 
el  fin. 


No  puede  obligarse  como  principal  ni  como 
fiador  á favor  dei  señor  del  lugar  en  cuya  juris- 
dicción viviere;  ni  puede  ser  fiador  por  persona 
alguna,  sino  solo  por  las  de  su  estado  y clase, 
como  también  para  la  seguridad  de  los  intereses 
de  la  Hacienda  pública  y del  manejo  y adminis- 
tración de  los  dependientes  de  ella:  leyes  6.a, 
7.a  y 8.a,  tít.  11,  lib.  10,  Nov.  Recop. 

Estos  son  los  principales  privilegios  que  están 
concedidos  al  labrador,  quien  no  puede  renun- 
ciarlos ni  otorgar  escrituras  en  contrario,  las 
cuales  en  su  caso  serian  nulas  , y el  escribano 
incurriría  en  la  pérdida  de  su  oficio,  sin  poder 
usar  mas  de  él  en  adelante:  dichas  leyes. 

III.  Aunque  los  efectos  de  las  leyes  alcanzan 
á todos  los  individuos  del  Estado,  los  cuales  no 
pueden  excusarse  de  ellas  ni  de  sus  penas,  di- 
ciendo que  no  las  saben  (ley  20,  tít.  1.”,  Part.  1.a) 
sin  embargo,  los  aldeanos  que  labran  la  tierra 
y moran  en  los  lugares  doude  no  hay  poblado, 
y los  pastores  que  andan  con  los  ganados  en  los 
montes  ó en  los  yermos , quedan  por  razón  de 
su  ignorancia  excusados  de  las  mismas  en  ma- 
teria civil  para  el  efecto  de  evitar  su  propio 
daño  en  juicios  , contratos  y prescripciones,  así 
como  las  mujeres  que  morasen  en  tales  lugares 
como  estos , y los  militares  que  están  en  cam- 
paña, según  dispone  la  ley  21  dei  mismo  título 
y libro.  V.  Ley . 

* Tal  era  la  legislación  antigua  solícita  en 
protejer  á los  labradores,  mas  en  la  actualidad 
han  desaparecido  todos  ó casi  todos  esos  privi- 
legios. 

I.  Respecto  á los  casos  en  que  no  pueden  ser 
ejecutados,  se  reducen  á su  lecho  cotidiano,  de 
su  mujer  é hijos,  ropas  é instrumentos  de  la- 
branza: art.  951  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 
Dudoso  seria  si  podrá  ser  ejecutado  en  el  único 
par  de  bueyes  ó bestias  de  labranza  que  tenga; 
en  la  práctica  no  hemos  visto  que  se  exceptua- 
se, pero  nos  inclinamos  á que  en  ellos  no  pue- 
den ser  ejecutados,  porque  en  realidad,  los 
bueyes  ó caballerías  de  labor  son  instrumentos 
del  arte;  sin  ellos  inútil  es  el  arado,  y en  últi- 
mo resultado  equivalía  á embargarle  aquel, 
puesto  que  se  le  impedia  hacer  de  él  el  debido 
uso.  El  objeto  de  la  ley  al  concederle  el  privile- 
gio fué  que  no  se  le  impidiese  el  ejercicio  de  la 
labranza  por  la  traba  de  los  instrumentos,  y lo 
mismo  se  le  impedia  embargándole  el  arado  que 
embargándole  el  mulo  ó buey,  sin  el  que  no 
puede  usar  el  arado. 

El  beneficio  de  no  poder  ser  preso  por  deuda 
que  no  proceda  de  delito,  es  hoy  común  á todos 
los  españoles. 

II.  Tampoco  existe  hoy  la  prohibición  de  re- 
nunciar su  fuero;  la  ley  del  poder  judicial  de  15 
de  Setiembre  de  1870,  conforme  con  el  art.  2.°  de 
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la  ley  de  Enjuiciamiento,  permite  la  sumisión 
expresa  ó tácita  de  los  litigantes  en  juez  com- 
petente para  conocer  de  aquella  clase  de  nego- 
cios, y como  no  exceptúa  á persona  alguna,  to- 
dos han  de  considerarse  comprendidos  en  aque- 
lla disposición. 

En  lo  de  no  tomarles  sus  carros,  carretas  y 
bestias  sino  en  caso  de  necesidad,  se  les  lia  equi-  ' 
parado  á los  demás  y sufren  este  gravamen  como 
el  resto  de  los  vecinos  en  las  prestaciones  veci- 
nales. V.  Bagajes-Caminos . 

Han  de  volver  los  granos  que  se  les  prestan 
para  sus  necesidades,  según  lo  hayan  pactado, 
y subsiste  su  privilegio  de  no  poder  obligarse 
como  fiador  sino  en  ciertos  casos. 

III.  Aunque  la  ley  de  Partida  excusaba  del 
conocimiento  del  derecho  á los  labradores  en 
materia  civil  para  evitar  su  propio  daño,  este 
privilegio  se  lia  entendido  derogado  por  las  le- 
yes 1.'  y 2.'.  tít.  2.°,  libro  3.°,  de  la  Nov.  Recop. 
Véase  Ley.  * 

LABRANZA.  El  trabajo  y el  arte  de  cultivar  las 
tierras,  ó sea  la  agricultura.  V.  Abandono , pár- 
rafo II  sobre  abandono  de  cosas,  Abejar , Abejas, 
Abigeo,  Abrevadero,  Accesión-  en  sus  diferentes 
artículos,  Acequia,  Acotamiento,  Agua,  Alu-vion, 
Amojonamiento , Animales,  Árboles,  Arrenda- 
miento de  cosas,  Arrendador,  Arrendatario,  Avul- 
sión, Baldío,  Caballa  real  de  carreteros,  Canal, 
Cañada,  Caza  y Pesca,  Frutos,  Ganado,  Granos, 
Hermandad  de  viñeros,  Mesta , Montes  y Plantíos, 
Pastos,  Pósito  , Posturas , Riego , Servidumbres 
rústicas  y Vendimia. 

LACTANCIA.  Propiamente  es  el  tiempo  en  que 
mama  la  criatura;  pero  suele  entenderse  bajo 
este  nombre  todo  el  tiempo  que  media  desde  el 
nacimiento  hasta  los  tres  años.  La  madre  tiene 
obligación  de  criar  á los  hijos  en  el  tiempo  de 
la  lactancia,  esto  es,  mientras  sean  menores  de 
tres  años,  á.  no  ser  que  no  pueda  hacerlo  por  ser 
pobre;  en  cuyo  caso,  y en  el  de  pasar  de  dicha 
edad,  ha  de  criarlos  el  padre.  Pero  sean  mayo- 
res ó menores  de  tres  años,  si  el  matrimonio  se 
separa  por  alguna  justa  causa,  el  culpado  debe  , 
costear  su-  crianza,  y correr  esta  al  cuidado  y 
bajo  la  tutela  del  otro  cónyuge;  y en  tal  caso, 
si  la  tuviera  la  madre  y se  casare,  debe  pasar  al 
padre  su  tutela  y crianza.  No  obstaute.  si  el  cul- 
pado en  la  separación  del  matrimonio  fuese  po- 
bre y el  otro  rico,  este  debe  costear  la  crianza 
de  los  hijos;  y siendo  ambos  pobres,  será  obliga- 
do á hacerlo  cualquiera  de  los  abuelos  ó bis- 
abuelos que  sea  rico,  por  la  misma  razón  que  á 
estos  si  viniesen  á pobreza,  deben  proveerles  sus 
nietos  y biznietos:  leyes  3.a  y 4.a,  tít.  19,  Part  4.a 
Yéase  Alimentos. 

LADRON.  El  que  comete  algún  hurto  ó robo. 

Viene  de  la  palabra  latina  la-tro,  que  antigua- 


¡ mente  tuvo  varias  significaciones.  Llamáronse 
latrones,  como  si  dijéramos  laterones,  de  la  voz 
lalus,  laleris,  lado  ó costado,  los  militares  que 
acompañaban  á los  Emperadores,  á los  Reyes  v 
á otros  señores,  porque  iban  armados  á su  lado", 
circum  latera,  y los  defendían  de  todo  peligro. 
Dieron  también  este  nombre  los  antiguos  poetas 
á todos  los  soldados,  porque  se  esconden,  latent, 
y hacen  emboscadas  para  sorprender  á los  ene- 
migos. Fueron  igualmente  apellidados  así  los 
pueblos  que.hacian  la  guerra  al  pueblo  romano 
sin  habérsela  declarado  é intimado  antes  con 
las  solemnidades  acostumbradas,  y los  que  en 
guerra  injusta  talaban  y causaban  estragos  en 
sus  tierras.  Virgilio,  en  el  libro  12  de  la  Eneida, 
denomina  latrones  á los  cazadores,  sin  duda  por- 
que se  ocultan  á veces  y están  á la  espera  de  la 
caza.  Y por  fin  3e  aplicó  el  nombre  de  ladrón  ex- 
clusivamente á los  salteadores  de  caminos  y á 
todos  los  demás  que  roban  á la  fuerza  y arman- 
do asechanzas;  de  suerte  que  este  vocablo  es  del 
número  de  aquellos  que  siendo  de  un  origen 
honesto  pasaron  después  á ser  odiosos,  como  los 
de  tirano  y sofista.  V.  Hurto  y robo. 

LADRONICIO  Ó LATROCINIO.  El  hurto  ó robo  fre- 
cuente y continuado,  ó la  costumbre  de  hurtar 
ó defraudar  á,  los  otros  en  sus  intereses.  Pero 
propiamente  y atendido  el  origen  de  esta  pala- 
bra, es  el  robo,  esto  es,  el  acto  ó quizá  el  hábito 
de  quitar  á otros  lo  suyo  abiertamente  y á la 
fuerza;  y en  este  sentido  se  distingue  del  hurto, 
el  cual  no  es  otra  cosa  que  la  sustracción  frau- 
dulenta y clandestina  de  lo  ajeno.  Así  es,  que  la 
ley  52,  tít.  2.°,  lib.  17  del  Digesto,  haciendo  dis- 
tinción entre  el  ganado  raptum  h fuiubus  y el 
raptum  ó latronibus,  impone  al  pastor  por  re- 
gla general  la  obligación  de  responder  de  la 
pérdida  de  aquel  y no  de  la  de  este.  V.  Hurto  y 
Robo. 

LAGAR.  El  estanque  ó alberca  pequeña  en  que 
se  pisa  la  uva  para  esprimir  el  mosto;  tiene  una 
canalita  por  donde  corre  este  á la  tina  ó vasija 
en  que  se  recoje  para  echarle  después  en  las  cu- 
bas ó tinajas.  El  lagar  que  hubiese  en  una  viña, 
no  se  entiende  comprendido  en  la  venta  que  se 
hiciere  de  ella,  á no  ser  que  así  se  exprese  en 
el  contrato,  ó que  se  haya  construido#señalada- 
mente  para  el  fruto  de  la  misma  viña:  ley  31, 
tít.  5.",  Part.  5.a 

LAGO  Ó LAGUNA.  Concavidad  grande  y profun- 
da en  la  tierra  donde  se  juntan  y mantienen 
muchas  aguas,  ya  vengan  estas  de  manantia- 
les, ya  procedan  de  arroyos  que  concurran  en 
aquel  sitio.  Cuando  se  forma  una  laguna  en 
tierras  do  propiedad  particular,  el  dueño  con- 
serva siempre  el  dominio  del  terreno  que  cu- 
bren las  aguas;  y así  es  que  luego  que  estas  se 
retiran  recobra  la  posesión  sin  que  ningún  otro 
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tenga  derecho  á apoderarse  de  ella.  Mas  el  ter- 
reno no  apropiado  donde  se  formó  una  laguna 
que  después  desaparece,  debe  darse  á los  due- 
ños en  las  tierras  contiguas  según  su  extensión 
á lo  largo  de  la  orilla,  en  la  misma  forma  que 
el  cauce  abandonado  por  un  rio;  japorque  ellos 
solos  pueden  ocuparlo  sin  tocar  á la  propiedad 
de  otro,  ya  porque  ellos  solos  habrán  formado 
alguna  esperanza,  ya  porque  la  suerte  de  ganar 
por  la  retirada  de  las  aguas  no  es  mas  que  una 
indemnización  de  la  suerte  de  perder  por  su  in- 
vasión, ya  porque  así  se  estimularán  los  dueños 
de  tierras  contiguas  á desecar  las  lagunas:  in- 
ducción de  las  leyes  26,  27,  28,  31  y 32,  tít.  28, 
Part,  3.a 

El  derecho  de  aluvión  no  tiene  lugar  con  res- 
pecto á los  lagos  y estanques;  pues  el  propieta- 
rio conserva  siempre  todo  el  terreno  contenido 
dentro  de  los  límites  señalados  aun  cuando  dis- 
minuyan las  aguas,  y no  adquiere  derecho  al- 
guno sobre  las  tierras  contiguas  que  llega  4 
cubrir  el  agua  en  las  crecidas  extraordinarias. 
V.  Estanque. — Aguas  y Pesca. 

* Según  el  art.  75  de  la  ley  sobre  el  dominio 
de  las  aguas,  de  3 de  Agosto  de  1866,  correspon- 
den á los  dueños  de  las  ñucas  colindantes  los 
álveos  de  los  lagos,  lagunas  ó charcas  que  no 
pertenezcan  al  Estado , ó por  título  especial  de 
dominio  ¿ algún  particular:  art.  75. 

Los  terrenos  que  fueren  accidentalmente  inun- 
dados por  las  aguas  de  los  lagos  ó por  los  arro- 
yos, ríos  y demás  corrientes  continuarán  siendo 
propiedad  de  sus  dueños  respectivos:  art.  76. 

Pertenece  á los  dueños  de  los  terrenos  confi- 
nantes con  arroyos,  torrentes,  rios  y lagos  el 
acrecentamiento  que  recíban  paulatinamente  por 
la  accesión  ó sedimentación  de  las  aguas.  Los 
sedimentos  minerales  quedan  sujetos,  en  cuanto 
4 su  explotación,  4 lo  dispuesto  en  la  ley  de  mi- 
nas: art.  84.  * 

LANZAS.  Cierto  servicio  de  dinero  que  paga- 
ban al  Rey  los  Grandes  y Títulos  en  lugar 
de  los  soldados  con  que  debian  asistirle  en 
campaña. 

Cuando  sobre  las  reliquias  del  Gobierno  feu- 
dal levantaron  su  poder  ios  Monarcas  de  España 
estableciendo  un  sistema  regular  de  milicias 
con  arreglo  al  que  ya  habian  adoptado  las  de- 
más naciones  de  Europa  y aboliendo  el  de  las 
tropas  colecticias,  se  eximió  4 la  Nobleza  déla 
obligación  que  tenia  de  concurrir  personalmen- 
te 4 los  ejércitos  con  un  cierto  número  de  solda- 
dos mantenidos  A su  costa;  y regulando  en 
veinte  lanzas  ó soldados  los  que  debia  mantener 
cada  duque,  se  fijó  en  7,000  rs.  el  derecho  pecu- 
niario que  había  de  pagar  cada  año,  y en  3,000 
el  de  los  condes  y marqueses,. con  aplicación  de 
sus  rendimientos  4 sostener  ios  presidios. 


Sobre  lanzas  y medias  anatas,  con  fecha  de  12 
de  Diciembre  de  1846  se  sirvió  fe.  M.  expedir  el 

Real  decreto  siguiente:  0 

Artículo  l.°  Se  suprime  desde  1.  de  Enero 
de  1847  el  impuesto  conocido  con  el  nombre  de 
servicio  de  lanzas. 

Los  actuales  Grandes  de  España  y Títulos  de 
Castilla  satisfarán  no  obstante  dicho  impuesto 
hasta  fin  del  presente  año. 

Art  2.°  Se  suprime  también  desde  la  expre- 
sada  fecha  el  derecho  de  media  anata  4 que  es- 
+ £r-.  cniftfna  pn  1 H.  H etualidad  los  mismos  grandes 


y títulos. 

Art.  3."  En  su  lugar  se  establece  un  derecho 
con  el  nombre  de  «Impuesto  especial  sobre  gran- 
dezas y títulos,»  que  se  devengará  en  las  suce- 
siones y creación  de  toda  grandeza  y título  es- 
pañol ó extranjero  reconocido  en  España. 

Art.  4.°  El  impuesto  especial  establecido  por 
el  artículo  anterior,  se  fija  para  las  sucesiones 
lineales  de,  cada  grandeza  ó título  en  las  canti- 
dades y proporción  siguientes: 

En  40,000  rs.  por  cada  grandeza  de  España 
con  título  de  marqués  ó conde. 

En  36,000  rs.  por  cada  grandeza  con  título  de 


vizconde. 

En  32,000  rs.  por  cada  grandeza  con  título  de 
barón  ó señor. 

En  24,000  rs.  por  cada  grandeza  sin  título. 

En  28,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria 
con  título  de  marqués  ó conde. 

En  24,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria 
con  titulo  de  vizconde. 

En  20,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria 
con  título  de  barón  ó señor. 

En  12,000  rs.  por  cada  grandeza  honoraria 
sin  título. 

En  16,000  rs.  por  cada  título  de  marqués  ó 
conde  sin  grandeza. 

En  12,000  rs.  por  cada  uno  de  los  de  vizconde, 
también  sin  grandeza. 

En  8,000  rs.  por  cada  uno  ele  los  de  barón  ó 
señor,  asimismo  sin  grandeza. 

Art.  5,°  En  la  crencion  de  grandezas  y títu- 
los, en  las  succesiones  trasversales  y.en  las  au- 
torizaciones para  hacer  uso  en  España  de  títulos 
extranjeros,  será  el  derecho  que  se  devengue 
un  duplo  del  que  para  las  concesiones  en  línea 
recta  queda  señalado  por  el  articulo  anterior. 

Art.  6.°  Cuando  una  misma  persona  suceda 
en  dos  ó mas  grandezas  ó títulos,  el  derecho  que 
le  corresponderá  pagar  por  los  que  excedan  de 
uno  será : 

Por  la  segunda  grandeza  y su  título,  ó este,  si 
fuese  solo,  las  dos  terceras  partes  de  la  cantidad 
que  queda  establecida,  según  los  casos  expresa- 
dos en  los  dos  artículos  precedentes. 

Por  la  tercera  ó mas  grandezas  y títulos,  la  mi- 
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tad  de  la  fijada  para  uno  solo  y por  cada  uno 
de  ellos,  quedando  acumulados  en  la  misma 
persona. 

Art.  7.°  Los  grandes  y títulos  existentes  de- 
berán obtener  en  todas  las  succesiones  la  corres- 
pondiente carta  de  confirmación,  y los  que  en 
lo  succesivo  se  crearen  sus  respectivos  despa- 
chos, sin  cuyo  esencial  requisito  no  podrán  ser 
considerados  como  tales  unos  ni  otros. 

Así  las  cartas  de  confirmación  como  los  reales 
despachos,  no  les  serán  expedidos  sin  que  pré- 
viamente  acrediten  haber  verificado  el  pago  del 
impuesto  especial  sobre  grandezas  y títulos. 

Los  que  hicieren  uso  de  grandezas  ó títulos 
en  contravención  á lo  que  se  establece,  sufrirán 
una  multa  equivalente  al  duplo  del  derecho  que 
hubieren  dejado  de  pagar , además  del  importe 
de  este  derecho. 

Art.  8.°  Se  concede  la  facultad  de  renunciar 
las  grandezas  y títulos  ; pero  quedarán  sin  su- 
primirse durante  dos  succesiones  directas  6 
trasversales,  por  si  los  quisieren  admitir  sus 
herederos  legítimos,  en  cuyo  defecto  tendrán 
lugar  la  supresión  de  la  grandeza  ó título  sin 
derecho  á restablecerlo. 

Art.  9.*  Todo  succesor  de  grandeza  ó título 
que  á los  seis  meses  de  haberlo  heredado  estu- 
viese sin  pag-ar el  derecho  establecido  por  este 
impuesto  especial,  y sin  sacar  la  correspondien- 
te carta  de  confirmación,  se  entiende  que  lia  re-  ¡ 
nunciado  por  sí  su  derecho  á la  grandeza  ó tí- 
tulo, quedando  por  consiguiente  sujeto  este  para 
los  efectos  de  su  supresión  á lo  dispuesto  en  ei 
artículo  anterior,  rigiendo  el  mismo  plazo' de 
seis  meses  para  cada  uno  de  sus  dos  inmediatos 
succesores. 

En  las  grandezas  y títulos  de  nueva  creación 
deberá  sacarse  el  real  despacho  á los  dos  meses 
de  haberse  hecho  saber  la  concesión  al  agracia- 
do, so  pena  de  caducidad. 

Art.  10.  El  pago  del  impuesto  especial  sobre 
grandezas  y títulos  solo  puede  dispensarse  por 
medio  de  una  ley , salvo  el  caso  de  concederse 
por  el  Gobierno  una  grandeza  ó título  por  rele- 
vantes servicios  prestados  al  Estado , aunque  á 
reserva  de  dar  cuenta  á las  Cortes  en  la  primera 
reunión , si  á la  sazón  no  estuviesen  abiertas. 

Esta  relevación  se  entenderá  personal,  quedan- 
do de  consiguiente  sujeto  al  pago  del  derecho  el 
succesor  del  agraciado  con  la  grandeza  ó título. 

* Tor  órden  de  la  Regencia  de  28  de  Febrero 
de  1870  se  dictaron  varias  disposiciones  para  que 
tuviera  efecto  el  impuesto  referido. 

Aunque  por  la  prohibición  de  expedir  car- 
tas de  succesion  de  los  títulos  existentes  y crear 
títulos  nuevos , acordada  por  el  decreto  de  25  de 
Mayo  de  1873,  implícitamente  quedó  abolido  el 
impuesto  especial  sobre  grandezas  y títulos,  fué 
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derogada  aquella  disposición  por  el  decreto  de 
2fi  de  Junio  de  1874  presuponiendo  los  gastos  é 
ingresos  para  el  ejercicio  del  año  económico  de 
1874  á 1873,  apéndice  letra  F,  declarándose  sub- 
sistente en  su  fuerza  y vigor  la  legislación  que 
regia  á la  publicación  de  aquel  decreto.  En  su 
consecuencia  se  dispuso:  1."  Que  los  poseedo- 
doresde  títulos  y grandezas  que  no  hubieran 
satisfecho  ála  Hacienda  el  impuesto  debido  por 
trasmisión  ó nueva  concesión  están  obligados  al 
pago  de  las  cuotas  señaladas  en  el  Real  decreto 
de  28  de  Diciembre  de  1846,  y además  al  de  un 
33  por  100  de  recargo  con  arreglo  al  apéndice 
letra  E de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Fe- 
brero de  1873.  2.°  Que  los  que  dejaren  de  satis- 
facer á la  Hacienda  los  derechos  correspondien- 
tes en  los  plazos  debidos  no  podrán  usar  de  sus 
títulos  ni  figurarán  entre  los  demás  en  la  Guia 
de  forasteros , entendiéndose  caducados  aquellos 
para  todos  los  efectos  legales.  Las  órdenes  de  ca- 
ducidad se  publicarán  precisamente  en  la  Ga- 
cela de  Madrid  y en  los  Boletines  oficiales  de  las 
provincias.  Los  términos  señalados  en  el  Real 
decreto  citado  de  28  de  Diciembre  de  1846  se 
contarán  para  los  poseedores  á quienes  se  refie- 
re esta  disposición  desde  la  publicación  del  pre- 
sente decreto  en  la  Gacela  de  Madrid  (que.  fué  en 
28  de  Junio  de  1874).  4.°  Que  los  súbditos  espa- 
ñoles que  obtuvieren  ó hubieren  obtenido  títu- 
los extranjeros , están  obligados  á pedir  autori- 
zación para  usarlos  cumpliendo  y satisfaciendo 
para  los  efectos  fiscales  lo  dispuesto  en  las  leyes, 
bajo  igual  pena  de  nulidad  ó caducidad. 

En  la  segunda  parte  del  art.  1.”  de  este  decreto 
de  25  de  Junio  se  reservó  á las  Cortes  la  conce- 
sión de  nuevos  títulos  y grandezas;  mas  por  de- 
creto de  6 de  Enero  de  1875 , se  restableció  ¡a 
real  prerogativa  de  conceder  grandezas  de  Es- 
paña y títulos  del  Reino  , declarando  derogados 
el  decreto  de  24  de  Mayo  de  1873  y la  segunda 
parte  del  art.  l.°  del  de  25  de  Junio  de  1874,  de- 
biendo hacerse  la  concesión  de  dichas  grande- 
zas y títulos  con  arreglo  á las  disposiciones  vi- 
gentes en  la  época  en  que  se  abolieron  estas  dis- 
tinciones. V.  Anata.  * 

LANZAMIENTO.  El  despojo  de  alguna  posesión 
por  fuerza  judicial;  y lanzar , despojar  de  la  po- 
sesión á alguno. 

LAPSO.  El  curso  de  algún  espacio  de  tiempo; 
y antiguamente  se  llamaba  lapso  el  que  caia  en 
algún  delito  ó error. 

LASTAR.  Suplir  lo  que  otro  debe  pagar,  con  el 
derecho  de  reintegrarse. 

LASTO,  El  recibo  ó carta  de  pago  que  se  da  al 
que  lasta  ó paga  por  otro  para  que  pueda  cobrar 
de  él;  ó bien  un  poder  ó cesión  de  acciones  para 
cobrar  la  deuda  satisfecha  por  otro.  Sucede  á 
veces  que  se  obligan  dos  personas  al  pago  de 
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una  deuda,  bien  como  deudores  principales  y ! 
mancomún  ados,  ó bien  como  fiadores  de  un  ter- 
cero; y llegando  el  plazo,  acude  el  acreedor  á 
la  una  de  ellas  reclamando  la  satisfacción  de  su 
crédito.  El  que  paga,  pues,  la  deuda  en  este  caso 
debe  hacer  que  el  acreedor  le  dé  lasto  para  re- 
petir contra  el  otro  deudor  ó fiador  y cobrar  de 
él  la  parte  que  le  corresponda  con  las  costas,  ■ 
gastos  y daños  que  se  le  hayan  originado  y ori- 
ginen hasta  el  reintegro  efectivo  de  todo,  cons- 
tituyéndole á este  fin  en  su  propio  lugar  , grado 
y apelación  con  absoluta  cesión  de  acciones. 

V.  Beneficio  de  cesión  de  acciones. — Cesión  de  ac- 
ciones—Fianza,  pár.  III,  núm.  1.",  ypár.  IV,  nú- 
meros I,  II  y 111. 

LATERAL.  Lo  que  no  viene  por  línea  recta, 
sino  por  la  trasversal  ó de  los  costados;  como  su- 
cesión lateral. 

LATENTE.  Lo  que  está  oculto  y no  se  descubre 
á primera  vista;  como  vicios  latentes,  servidum- 
bres latentes.  Se  llaman  vicios  latentes  el  Lucí- 
fugo, el  muermo  y el  borborigmo,  que  son  las 
tres  enfermedades  de  los  caballos  que  pueden 
ocultarse  por  algún  tiempo.  Servidumbres  la- 
tentes son  las  que  no  están  en  evidencia.  Véase 
Ven  ta  y Servidumbres. 

LATO.  Suele  aplicarse  á las  palabras  para  dar 
á entender  que  no  deben  tomarse  en  su  sentido 
riguroso,  sino  en  otro  mas  dilatado  y extendido;  ( 
y así  se  dice:  esto  debe  entenderse  en  un  senti- 
do lato. 

LATROCINIO.  El  hurto  ó robo  frecuente  y con- 
tinuado. V.  Ladronicio. 

LAUDEMIO.  El  derecho  que  se  paga  al  señor 
del  dominio  directo  cuando  se  enajenan  las  tier- 
ras y posesiones  dadas  á censo  perpétuo  ó enfi- 
téusis.  Este  derecho  , que  también  se  llama  luis- 
vio,  consiste  en  la  quincuagésima  parte  del  pre- 
cio por  que  se  vende,  ó de  la  estimación  si  se 
diere , y debe  pagarlo  el  nuevo  poseedor.  En  al- 
gunas partes  consiste  en  la  décima  parte  del 
precio  ó estimación.  Es  sin  duda  un  gravámen 
muy  pesado  para  los  enfiteutas,  y tanto  mas 
cuanto  que  se  saca,  no  del  precio  que  tenía  la 
cosa  censida  cuando  se  concedió  en  enfitéusis, 
sino  del  que  tiene  cuando  se  enajena,  inclusas 
las  mejoras  hechas  por  el  enfiteuta.  Sucede,  pues, 
con  frecuencia,  que  un  pedazo  de  tierra  que  al 
tiempo  del  eufitéusis  solo  valia,  por  ejemplo,  diez 
pesos  á causa  de  estar  inculto  y entre  peñascos, 
ó bien  cubierto  de  aguas  estancadas , vale  dos- 
cientos ó mas  cuando  se  enajena  por  los  sudores 
del  enfiteuta  y sus  hijos  sin  influencia  ni  gasto 
del  dueño  directo;  y sin  embargo,  cobra  este  su 
laudemio  por  el  valor  actual  de  la  finca  tantas 
veces  cuantas  se  enajena,  por  muchas  que  se 
verifique  en  pocos  años.  En  cuanto  á casas  es  to- 
davía mayor  la  enormidad;  pues  valiendo  á ve- 


ces el  solar  desnudo  cuando  se  concede  quince  ó 
veinte  pesos,  vale  dos  mil  la  casa  que  en  él  se 
edifica;  y este  es  el  precio  no  obstante  sobre  que 
se  paga  el  luismo.  Véase,  pues,  si  bay  razón  para 
reclamar  la  abolición  de  tan  injustas  y exorbi- 
tantes exacciones.  La  voz  laudemio  viene  sin 
duda  del  verbo  anticuado  laudar , alabar  ó apro- 
bar, porque  siempre  que  el  enfiteuta  trata  de 
vender  la  finca,  tiene  que  dar  aviso  al  dueño  di- 
recto, ya  por  si  la  quisiere  tomar  por  el  tanto, 
ya  para  que  reciba  al  nuevo  comprador  y le  otor- 
gue nueva  carta,  de  modo  que  puede  decirse 
que  media  en  algún  sentido  la  anuencia  deL 
dueño  directo  , y que  el  derecho  de  laudemio  es 
derecho  de  aprobación.  Si  el  dueño  directo  se 
queda  con  la  finca  en  venta,  usando  del  derecho 
de  tanteo  , fádiga  ó preferencia,  no  puede  exigir 
el  derecho  de  laudemio,  porque  en  semejante 
caso  se  consolidan  ambos  dominios  directo  y útil, 
y espiran  el  censo  y la  obligación  del  enfiteuta: 
lo  cual  se  advierte,  porque  eu  algunos  países  es 
costumbre  que  el  laudemio  sea  pagado  por  el 
vendedor.  El  laudemio  se  paga  en  los  mismos 
casos  que  la  alcabala.  Y.  Enfile  asis. 

LAUDO  0M0L0GAD0.  Suelen  llamarse  así  por  los 
intérpretes  las  sentencias  de  los  árbitros  y arbi- 
tradores  consentidas  tácitamente  por  las  partes 
mediante  el  silencio  de  diez  dias  , bien  que  al- 
gunos solo  aplican  este  nombre  á las  de  los  ar- 
bitradores.  Laudo  es  una  voz  anticuada  que  sig- 
nifica convenio,  juicio  ó sentencia',  y antologado  es 
lo  mismo  que  consentido.  V.  Arbitrio. 

LAZO.  La  trampa  ó armadijo  que  se  hace  de 
hilo,  cuerda,  cerda,  alambre  ó cosa  semejante 
con  nudos  corredizos  para  coger  la  caza.  Véa- 
se Caza. 

LECHO.  En  las  ejecuciones  están  exentos  de 
trabas  ó embargos  ios  lechos  ó camas  que  son 
indispensables  para  el  deudor  y su  familia.  Véa- 
se Juicio  ejecutivo. 

LECHO  MATRIMONIAL.  Cuando  muere  una  per- 
sonada casada , corresponde  el  lecho  matrimo- 
nial cotidiano  al  consorte  que  sobrevive,  quien, 
si  volviere  á casarse,  deberá  restituirle  á los  he- 
rederos del  difunto  en  el  estado  en  que  entonces 
se  halle , sin  abonar  su  deterioro , porque  le 
usufructuó  legítimamente:  ley  6.*,  tít.  G.°,  lib.  3.", 
Fuero  Real.  Por  lecho  matrimonial  ordinario  se 
entiende,  el  catre  ó tarima  en  que  dormían  los 
consortes,  los  colchones  y jergón,  cuatro  sába- 
nas, cuatro  almohadas,  colcha,  manta  y colga- 
dura si  la  usaban,  debiendo  atenderse  á las  fa- 
cultades y calidad  de  las  personas  y á la  cos- 
tumbre del  pueblo:  las  cuales  cosas  han  de 
inventariarse  y apreciarse  para  adjudicárselas 
al  viudo  ó viuda,  y no  dinero  en  lugar  de  ellas. 

El  importe  del  lecho  cotidiano  se  ha  de  dedu- 
cir , si  hubiere  gananciales,  del  conjunto  de  ellos 
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antes  de  repartidos,  ó del  caudal  común,  que  es 
lo  mismo;  pero  no  del  privado  del  difunto,  ex- 
cepto si  no  hubiere  gananciales,  y fuere  cos- 
tumbre en  el  pueblo  de  que  aun  en  este  caso  se 
lleve  el  lecho  el  consorte  sobreviviente.  Si  este 
votviere  á casarse , restituirá  solo  el  importe  de 
la  mitad  del  lecho  cuando  se  dedujo  de  los  ga- 
nanciales, y el  total  si  la  deducción  se  hizo  de 
los  bienes  propios  del  difunto. 

No  existiendo  gananciales,  sino  por  el  contra- 
rio, deudas  contraidas  durante  el  matrimonio  ó 
antes  por  el  marido,  ¿tendrá  la  viuda  derecho  á 
la  cama  cotidiana  con  preferencia  á los  acreedo- 
res? Si  la  cama  fuere  la  misma  que  llevó  la  mu- 
jer al  matrimonio,  debe  ser  preferida  esta  á todos 
los  acreedores,  porque  pertenece  entonces  aque- 
lla á sus  bienes  dótales  que  no  están  sujetos  á 
responsabilidad  alguna;  pero  si  se  hubiese  cos- 
teado de  los  bienes  propios  del  marido,  y los 
acreedores  tuvieren  en  prenda  los  objetos  de 
que  se  compone  el  lecho,  serán  preferidos  á la 
viuda,  porque  esta  pretende  por  causa  lucrati- 
va, y aquellos  por  causa  onerosa.  Si  el  lecho 
se  hubiere  adquirido  durante  el  matrimonio, 
esto  es,  si  perteneciere  á los  bienes  ganados 
en  dicho  tiempo,  también  serán  preferidos  los 
acreedores  á la  mujer,  porque  la  obligación 
comprende  á esta;  pero  si  el  marido  hubiese 
contraido  las  deudas  antes  de  casarse,  sacará  la 
mujer  la  mitad  del  lecho  con  la  de  los  ganan- 
ciales , porque  no  está  obligado  á satisfacerlas 
deudas  de  aquel:  ley  9.a,  tít.  4.°,  lib.  10,  Novísi- 
ma Recop.,  leyes  10,  tít.  20,  lib.  3.°,  del  Fuero 
Real,  y 207  del  Estilo. 

LECTOR  DE  LETRA  ANTIGUA.  El  que  se  halla  au- 
torizado con  titulo  competente  para  leer  y des- 
cifrar los  escritos  antiguos,  haciéndose  cargo 
del  valor  de  los  caractéres , á fin  de  que  puedan 
presentarse  en  juicio  como  documentos  feha- 
cientes. 

La  importancia  de  las  funciones  que  ejercen 
los  lectores  de  letra  antigua,  cuya  intervención 
en  litigios  de  gran  cuantía  puede  influir  consi- 
derablemente en  la  suerte  de  las  familias,  hacia 
indispensable  que  se  fijasen  reglas  para  que  la 
concesión  de  los  títulos  recayese  en  personas 
adornadas  con  todas  las  cualidades  de  probidad 
é instrucción  que  para  el  caso  se  requieren.  En 
su  consecuencia,  S.  M.  la  Reina  Gobernadora, 
después  de  haber  oido  sobre  el  particular  los 
informes  que  tuvo  por  conveniente,  se  sirvió 
disponer  en  21  de  Julio  de  1838:  l.°,  que  los  que 
soliciten  títulos  de  lectores  de  letra  antigua, 
unan  á su  exposición  al  jefe  político  de  la  pro- 
vincia los  documentos  que  tenga  por  oportunos, 
entre  ellos  la  fe  de  bautismo  que  acredite  edad 
mayor  de  veinticinco  años  y el  certificado  de 
buena  vida  y costumbres  dado  por  la  autoridad 
Tomo  ui. 
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local  de  la  residencia  del  pretendiente;  2.a,  que 
una  comisión  de  revisores  titulares  nombrada 
por  el  jefe  político  examine  rigurosamente  al 
interesado  sobre  las  materias  siguientes:  idioma 
latino,  y con  especialidad  el  que  se  usaba  en 
los  escritos  y documentos  de  la  Edad  media;  ro- 
mance antiguo  castellano;  lemosin  en  las  pro- 
vincias de  la  antigua  corona  de  Aragón  ; paleo- 
grafía; historia  y cronología  de  iispaña;  y por 
último,  de  práctica  sobre  documentos  de  todas 
épocas  existentes  en  los  archivos;  sin  olvidar  las 
correspondientes  preguntas  sobre  las  diversas 
materias  que  se  han  usado  para  escribir,  y las 
alteraciones  que  sufren  con  el  tiempo;  3.°,  que 
el  jefe  político  eleve  á la  resolución  de  S.  M.  el 
expediente  con  el  acta  de  exámen  y la  censura 
■ de  la  junta  de  examinadores. 

* No  reconociendo  la  ley  de  9 de  Setiembre 
de  1857  la  enseñanza  de  revisores  de  letra  anti- 
gua, y habiendo  substituido  á esta  la  que  con 
mayor  extensión  y con  mayores  conocimientos 
se  da  en  la  escuela  superior  de  diplomática,  se 
declaró  por  Real  órden  de  9 de  Mayo  de  1805 
que  el  título  de  aptitud  para  archivero-bibliote- 
cario obtenido  en  la  escuela  superior  de  diplo- 
mática era  profesional,  y por  ello  que  cuando 
los  tribunales,  la  Administración  ó los  particula- 
res necesitaren  pruebas  periciales  en  cualquie- 
ra de  los  ramos  que  abraza  la  enseñanza  de  di- 
cha escuela,  habrán  de  valerse  de  personas  que 
i posean  el  indicado  titulo,  como  competentes, 
¡ según  la  regla  2.a  del  art.  303  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento, salvos  los  derechos  que  en  mate- 
rias paieográficas  pudieran  asistir  á los  reviso- 
res y lectores  de  letra  antigua  hasta  la  extinción 
de  la  clase. 

Suscitándose  dudas  de  si  los  archiveros  bi- 
bliotecarios tenían  aptitud  pericial  para  exami- 
nar documentos  modernos,  se  resolvió  por  Real 
órden  de  13  de  Febrero  de  1871  que  los  bibliote- 
carios, archiveros  y anticuarios  que  en  virtud 
de  la  Real  órden  de  9 de  Mayo  de  1865  habían 
substituido  á los  revisores  de  letra  antigua  tie- 
nen en  su  consecuencia  la  misma  aptitud  legal 
que  á estos  concedía  la  ley  6.a,  tít.  l.°,  lib.  8." 
de  la  Nov.  Recop.,  para  informar  y declarar  en 
ios  tribunales  como  peritos  no  solo  en  letras 
antiguas  sino  en  las  modernas  y corrientes,  con 
mas  competencia  que  los  maestros  de  primera 
enseñanza  por  la  mayor  extensión  y profundi- 
dad de  los  conocimientos  que  adquieren  y aca- 
démicamente han  probado.  V.  A r chiveros-biblio- 
tecarios. * 

LEGADO.  El  sugeto  que  alguna  suprema  po- 
testad eclesiástica  ó civil  envía  á otra  para  tratar 
algún  negocio  con  el  Príncipe  ó Presidente  del 
listado : el  presidente  de  cada  una  de  Jas  provin- 
cias inmediatamente  sujetas  ó reservadas  á los 
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Emperadores  romanos;  cada  uno  de  los  socios 
que  los  procónsules  llevaban  en  su  compañía  á 
las  provincias  como  por  una  especie  de  asesores 
y consejeros,  los  cuales  en  caso  de  necesidad 
hacían  sus  veces;  en  la  milicia  de  los  antig  uos 
Romanos,  el  jefe  ó cabeza  de  cada  legión;  el  ciu- 
dano  romano,  por  lo  común  del  órden  senatorio, 
enviado  á una  provincia  recien  conquistada 
para  arreglar  su  gobierno;  la  persona  eclesiás- 
tica que  por  disposición  del  Papa  hace  sus  veces 
en  algún  Concilio  ó ejerce  sus  facultades  apos- 
tólicas en  algún  reino  ó estado  de  la  cristian- 
dad; el  Prelado  elegido  por  el  Sumo  Pontífice 
X>ara  el  gobierno  de  alguna  de  las  provincias 
eclesiásticas,  como  Bolonia  ó Ferrara;  y se  llama 
por  fin  legado  a lalere  un  Cardenal  enviado  ex- 
traordinariamente por  el  Papa  con  amplísimas 
facultades  cerca  de  algún  Príncipe  cristiano,  por 
lo  común  para  tratar  de  algún  gravísimo  ne- 
gocio. 

LEGADO.  Esta  palabra,  que  entre  nosotros  es 
igual  á la  de  manda,  designaba  antiguamente 
todas  las  especies  de  disposiciones  testamenta- 
rias, como  que  tomada  gramaticalmente  según 
su  etimología  derivada  k lego,  era  todo  lo  que  el 
testador,  como  dueño  y legislador  de  sus  cosas, 
mandaba  que  se  hiciese  de  ellas  después  de  su 
muerte,  pues  su  última  voluntad  se  consideraba 
como  ley.  Así  es  que  la  ley  de  las  Doce  tablas 
que  permitía  á los  padres  de  familia  legar  su 
patrimonio;  pater  familias  %ti  super  familia pe- 
cuniave  sita  legassil,  ita  jas  esto ; encerraba  en 
este  permiso  la  facultad  de  instituir  herederos, 
de  nombrar  legatarios,  de  dar  libertad  á los  es- 
clavos, y de  establecer  tutores,  según  decla- 
ración de  la  ley  120,  D.  de  verborum  signijica- 
lione. 

I.  Definición  del  legado. — Mas  en  el  último 
estado  de  la  jurisprudencia  romana,  como  en  el 
de  la  nuestra , la  voz  legado  está  reducida  á cier- 
tas especies  de  donaciones  que  se  hacen  en  testa- 
mento ó en  otro  acto  de  última  voluntad;  y suele 
tomarse  en  dos  acepciones,  4 saber,  ó bien  por  el 
acto  ó disposición  en  que  se  lega  alguna  cosa,  ó 
bien  por  la  misma  cosa  que  se  lega.  El  legado 
en  el  primer  sentido,  es  cierta  especie  de  dona- 
ción que  dejó  el  difunto  y ha  de  dar  el  heredero; 
y en  el  segundo  sentido  es  la  cosa  particular  y 
determinada  que  se  deja  ai  legatario  por  el  di- 
funto. No  todos  convienen  en  que  el  legado  sea 
donación  ó especie  de  donación,  porque  la  dona- 
ción es  un  pacto  que  requiere  el  consentimiento 
del  donante  y del  donatario,  y el  legado  es  una 
liberalidad  unilateral  que  se  deja  al  legatario, 
aunque  no  tenga  noticia  de  ella;  y así  quieren 
que  sea  una  porción  de  bienes  que  el  difunto 
separó  de  la  masa  hereditaria  h favor  de  una  ó 
mas  personas  y que  debe  ser  entregada  por  el 


heredero.  Sin  embargo,  la  ley  1."  tít.  9.”,  Parti- 
da 6.*,  adopta  la  primera  definición  diciendo  que: 
«manda  ó legado  es  una  manera  de  donación 
que  deja  el  testador  en  su  testamento  ó en  cob- 
dicillo  á alguno  por  amor  de  Dios  et  de  su  alma, 
ó por  facer  algo  á aquel  á quien  deja  la  manda.» 
No  parece,  con  efecto,  en  primer  lugar  que  pue- 
da negarse  al  legado  la  calidad  de  donación, 
pues  si  esta  exige  el  consentimiento  del  donata- 
rio, tampoco  aquel  puede  subsistir  si  el  legata- 
rio no  lo  acepta  expresa  ó tácitamente ; y en  se- 
gundo lugar,  la  definición  que  se  quiere  susti- 
tuir á la  que  se  rechaza,  no  puede  aplicarse  á la 
disposición  ó acto  en  que  se  lega  alguna  cosa, 
sino  solo  á la  cosa  legada. 

II.  División  de  los  legados.— Los  legados  se 
dividen  en  forzosos  y voluntarios.  Forzosos  son 
los  que  los  testadores  tienen  obligación  de  dejar 
en  sus  testamentos  para  la  redención  de  cristia- 
nos cautivos  , conservación  de  los  Santos  Luga- 
res de  Jertisalen,  y para  casar  huérfanas:  ley  7.’, 
tít.  3.°,  lib.  10,  Nov.  Recop.;  los  cuales  no  han  de 
bajar  de  treinta  y seis  maravedís:  los  que  por 
los  que  otorgan  testamento  en  esta  córte  ó en 
odio  leguas  al  contorno  deben  dejarse  también 
para  sus  hospitales  generales,"  no  debiendo  ser 
menos  de  cuarenta  y ocho  maravedís:  Real  ór- 
den de  1 1 de  Diciembre  de  1750  y 17  de  Octubre 
de  1751 ; y los  de  doce  reales  en  la  Península  é 
islas  adyacentes  y sesenta  en  Ultramar  que  se 
deben  dejar  á favor  de  las  viudas  é hijos  de  los 
que  murieron  en  la  guerra  de  la  Independencia: 
Reales  decretos  de  16  de  Setiembre  de  1813  y 25 
de  Setiembre  de  1825.  * Actualmente  no  tienen 
lugar  estas  mandas  forzosas.  Véase  la  Real  órden 
de  22  de  Julio  1855  en  que  se  declaró  que  la 
manda  en  favor  de  los  Santos  Lugares  quedó 
derogada  como  forzosa  en  virtud  de  la  ley  de 
presupuestos  de  23  de  Mayo  de  1845.  * 

Legados  voluntarios  son  los  que  dependen  en- 
teramente de  la  voluntad  del  testador,  y los  ha- 
ce á favor  de  quien  quiere  y del  modo  que  le 
parece  mas  conveniente.  De  esta  clase  de  legra- 
dos, y de  sus  divisiones  nacidas  unas  de  las 
cosas  que  pueden  legarse  , y otras  del  modo  con 
que  pueden  legarse,  se  tratará  mas  adelante  en 
su  correspondiente  lugar, 

TIL  En  qué  instrumentos  y con  qué  palabras 
puede  hacerse  el  legado. — El  legado  puede  hacer- 
se, así  en  testamento  como  en  codicilo,  con  cua- 
lesquiera palabras  que  expresen  la  voluntad  del 
testador,  bien  sean  directas  ó suplicatorias, 
como  si  dijese:  «mando  ó quiero  que  fulano 
haya  tal  cosa,  ó pláceme  ó tengo  por  bien  que 
la  haya,  ó creo  que  mi  heredero  se  la  dará,  ó lo 
dejo  en  su  fe  que  lo  cumpla  , ó pido  que  mi  he- 
redero haga  tal  cosa;»  pues  con  cualquiera  de 
estas  expresiones  ú otras  semejantes  de  que  use 
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el  testador  será  válido  y habrá  de  ejecutarse  la 
manda:  ley  28,  tít.  9.”,  Part.  6.* 

IV.  Quién  puede  legar,  quién  ser  legatario  y 
cómo  ha  de  hacerse  la  designación  de  este—  Pue- 
den hacer  legados  ó mandas  todos  los  que  pue- 
den hacer  testamento;  y pueden  recibirlos  ó ser 
legatarios  todos  los  que  pueden  ser  herederos, 
bastándoles  la  capacidad  al  tiempo  de  la  muerte 
del  testador,  aunque  no  la  tuviesen  al  tiempo 
del  testamento  ó codicilo  en  que  se  les  dejó  el 
legado:  ley  1.a,  tít.  9.a,  Part.  fu’  Véase  Heredero, 
pár.  IV  y siguientes  y Testamento. 

V.  Puede  el  testador  dejar  una  manda  espe- 
cial á cualquiera  de  los  varios  herederos  que 
nombrare ; y este  tendrá  derecho  á reclamarla 
y recibirla,  aunque  renuncie  la  parte  que  se  le 
hubiese  dejado  de  la  herencia,  á no  ser  que  se 
le  hubiese  prohibido  en  el  testamento  haber  la 
una  sin  la  otra:  ley  2.*.  tít.  9.°,  Part,  6.a 

VI.  Así  á los  herederos  testamentarios  y á los 
legítimos  ó abintestato , como  á ios  legatarios  y 
á cualesquiera  otros  á quienes  el  testador  dejare 
alguna  cosa,  puede  imponerles  la  obligación  de 
satisfacer  los  legados  que  estimare  á favor  de 
terceras  personas,  siempre  que  no  queden  gra- 
vados en  mas  de  lo  que  reciban,  ni  los  herederos 
forzosos  padezcan  lesión  en  sus  legítimas:  ley  3/ 
del  mismo  título. 

VIL  El  testador  debe  designar  la  persona  del 
legatario  por  su  nombre  y apellido  ó por  señales 
que  no  dejen  lugar  á la  duda;  pues  si  uo  pudie- 
re discernirse  quién  es  aquel  a quien  quiso 
hacer  beneficio,  será  nulo  el  legado  y no  estará 
obligado  el  heredero  á satisfacerlo:  ley  9.*,  títu- 
lo 9.°,  Part.  6.a  Supongamos , por  ejemplo , que 
teniendo  el  testador  dos  amigos  con  el  nombre 
ambos  de  Pedro  , deja  un  legado  á Pedro  su  ami- 
go, sin  añadir  circunstancias  que  le  distingan, 
y sin  que  por  razón  alguna  pueda  venirse  en 
conocimiento  de  cuál  es  el  verdadero  legatario; 
ninguno  de  los  dos  Pedros  podrá  probar  que  es 
él  y no  el  otro,  y el  legado,  por  consiguiente,  que- 
dará nulo  por  vicio  de  oscuridad,  sin  que  ni  aun 
haya  el  recurso  de  repartirlo  entre  ambos:  dicha 
ley  9."  V.  Interpretación  de  los  testamentos , re- 
gla 11. 

VIII.  Por  la  misma  razón,  si  el  testador  hu- 
biese hecho  un  legado  á cada  uno  de  estos  dos 
Pedros,  y luego  en  otro  testamento  ó codicilo 
revocase  uno  de  estos  legados  diciendo  que  re- 
vocaba el  legado  que  habia  hecho  á su  amigo 
Pedro,  no  tendrá  efecto  ning-uno  de  los  dos  lega- 
dos, aunque  el  testador  solo  haya  querido  revo- 
car uno  de  ellos;  porque  siendo  absolutamente 
incierto  cuál  de  los  dos  queda  revocado,  ningu- 
no de  los  dos  Pedros  puede  probar  que  el  es  el 
Pedro  á quien  el  testador  ha  querido  perseve- 
rantemente  dejar  el  legado:  lo  cual  era  necesa- 
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rio  para  fundar  la  demanda:  ley  10,  Dig.  derelms 
dubiis. 

IX.  Mas  si  hay  algunas  circunstancias  que 
hagan  presumir  haber  querido  el  testador  legar 
mas  bien  al  uno  que  al  otro , como  si  uno  de 
ellos  le  ha  hecho  servicios  mas  importantes,  ó 
es  su  pariente  mas  inmediato,  etc.,  habrá  de 
aplicarse  el  legado  á este:  Si  sit  controversia  de 
nomine  ínter  piares , qui  probaverit  seusisse  de  se 
de/unettm,  admiüetur : ley  33,  pár.  l.°,  Dig.  de 
condit.  el  demost. 

X.  Una  vez  que  por  señales  ó de  cualquier 
modo  indudable  pueda  conocerse  cuál  es  la  per- 
sona á quien  se  ha  querido  agraciar,  no  es  ne- 
cesario para  la  validez  del  legado  designarla  con 
su  nombre  y apellido;  y ni  aun  viciará  la  manda 
el  error  que  el  testador  hubiere  padecido  en  el 
apellido  ó en  el  nombre  ó en  ambas  cosas:  le- 
yes 9.a  y 28,  tít,  9.°,  Part.  6.a  Así  es,  que  si  un 
testador  que  no  tiene  mas  que  una  sobrina  ó 
una  criada  que  se  llama  Juana,  lia  dejado  una 
manda  á su  sobrina  María  ó á su  criada  Teresa, 
será  válido  el  legado  y podrá  pedirlo  Juana, 
aunque  el  testador  la  haya  llamado  María  ó Te- 
resa; porque  no  habiendo  otra  sobrina  ú otra 
criada  que  Juana,  no  puede  dudarse  que  ha 
querido  dejarle  á ella  el  legado,  llamándola  Ma- 
ría ó Teresa  por  equivocación.  V.  Heredero  extra- 
ño, párrafos  III  y V,  é Interpretación  de  los  testa- 
mentos, reglas  11  y 12. 

XI.  Si  las  señales  ó demostraciones  con  que 
■ el  testador  designa  al  legatario  consisten  en  in- 
jurias ó dicterios  especiales  de  tal  naturaleza 
que  mas  parezca  que  se  propone  deshonrarlo  é 
infamarlo  que  no  dejarle  el  legado,  como  si  le 
llamase  traidor  ó hereje  ó jefe  de  bandidos,  se 
tendrá  el  legado  por  no  escrito : turpia  legata, 
ques  denotandi  magis  legatarii  gratia  scnbtmlur 
odio  scríbentis , pro  non  scriptis  habeniur:  ley  54, 
Dig.  de  legatis  l.°  Otra  seria  la  decisión  si  un 
padre  legase  á su  hijo  diciendo  que  legaba  tal  ó 
tal  cosa  á fulano  su  hijo  ingrato,  su  hijo  perverso-, 
pues  este  legado  seria  válido,  entendiéndose 
que  el  testador  no  dió  este  epíteto  á su  hijo  por 
denigrarle,  sino  para  hacerle  sentir  la  grandeza 
de  la  piedad  paterna  que  le  conserva  todavía  el 
testador  á pesar  de  todas  sus  malas  cualidades: 
ley  10,  tít.  3.“,  Part.  6.a  lila  inslitutio  valel:  Fi- 
lms meas  impiissimus,  mate  de  me  -¡neritas , hieres 
esto:  ley  4S,  pár.  l.u,  D.  de  /uered  instit. 

XII.  Si  el  error  en  el  nombre  y apellido  del 
legatario  no  vicia  el  legado,  menos  lo  viciará  el 
error  en  su  calidad,  profesión,  lugar  de  naci- 
miento ó de  domicilio,  cuaudo  por  otra  parte  no 
hay  incertidumbre  sobre  la  persona:  Error  hu- 
■jusrnodi  nihil  ojficit  'ceritati',  pár.  30,  Inst.  de  le- 
gatis-, leyes  17,  33  y 49,  pár.  4.°,  D.  de  conditioni- 
bus  el  demonstrationibus-,  ley  75,  pár.  1 fD.de 
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le fj (itis  l.°;  ley  76,  pár.  3.°,  D ■ de  legatis  2.  ; ley  25, 
¡),  de  libe, 'atiene  légala',  y ley  2.a,  C.  de  falsa  cau- 
sa adjecla  legato.  Así  es,  que  si  dice  el  testador 
«lego  tal  cosa  á Pedro  López,  hijo  de  Juan,  ó abo- 
gado, ó natural  de  Dar  oca,  ó vecino  de  Zaragoza,» 
no  dejará  de  ser  válida  la  disposición,  aunque 
Pedro  López  no  sea  hijo  de  Juan,  ni  abogado,  ni 
natural,  ni  vecino  de  dichos  pueblos:  Si  in paire, 
vel  patria,  vel  alia  simile  adsumptione  falsum 
scriptum  esl ; chm  de  eo,  qui  demostmtus  sil,  cons- 
let,  inslitutio  mlei:  ley  48,  tít.  5.°,  lib.  28  del 
Digesto. 

Por  la  misma  razón,  si  el  testador  llama  Lijo, 
hermano  6 pariente  al  legatario,  no  debe  impe- 
dir la  falsedad  de  esta  calificación  que  tenga  el 
legado  todo  su  efecto:  Falsa  demonstmfáo  ñeque 
legatario,  ñeque  fideicomisario  nocet,  ñeque  haredi 
instituto , veluti  si  fratrem  discerit,  vel  sororem, 
velnepotem,  vel  qnodlibet  aliud : ley  33,  tít.  l.°, 
lib.  35,  D.  Qui  frater  non  est,  si  fraterna  chántate 
diligilur , rede  cum  nomine  suo  sub  apellalione 
fratris,  Imres  instituitur:  ley  58,  tít.  5.",  lib.  28 
del  Digesto. 

XIII.  Mas  aunque  por  regla  general  no  se  vi- 
cie el  legado  por  el  error  en  la  calidad  del  lega- 
tario, sin  embargo,  si  pudiera  presumirse  que 
esta  calidad  que  el  testador  creía  verdadera,  es 
la  que  le  ha  determinado  á hacer  la  disposición, 
habría  de  declararse  nulo  el  legado,  como  hecho 
por  causa  falsa:  Ñeque  professio,  ñeque  asseveratio 
nuncupantium  felios  qui  non  sunt,  veriíati  prceju- 
dicat;et  quee  nt  filiis  testamento  reliquuntur,  junta 
ca  quee  d principibus  s fatuta  sunt,  non  deíieri  certi 
juris  esl:  ley  5.*,  tít.  23,  lib.  6.°,  C.  Si  pater  tuus 
eum  quasi  filium  suum,  lieredem  instiiuit,  quera 
falsa  opinionc  ductus  suum  esse  credebat,  non  ins - 
tihiturus  si  alienara  nosset,  isque  postea  subditas 
esse  os  tensas  est:  auferendam  ei  succcsionem,  Bi- 
vorum  Severi  el  Antonini  placitis  conlineiur . Ley 
4.“,  tít.  24,  lib.  G.°  C. 

XIV.  Dedúcese,  pues,  que  si  el  testador  deja 
un  legado  á algún  sugeto  llamándole  hijo  ó her- 
mano, no  por  creer  que  lo  es,  sino  porque  le  tie- 
ne tanta  amistad  ó cariño  como  si  realmente  lo 
fuera,  deberá  llevarse  á efecto  la  disposición, 
aunque  no  sea  hijo  ni  hermano  el  legatario; 
pero  si  engañado  por  falsas  apariencias,  le  ha 
creído  realmente  hijo  ó hermano  suyo  sin  serlo, 
habrá  de  quedar  sin  efecto  el  legado.  Y.  Herede- 
ro extraño,  pár.  5.° 

XV.  Si  se  dejare  el  legado  de  un  modo  alter- 
nativo á una  persona  ó á otra,  como  si  dijese  el 
testador  «lego  tal  viña  á Pedro  ó á Juan;»  ambos 
deben  ser  admitidos  igualmente  á la  partición 
del  legado,  pues  la  partícula  disyuntiva  ó,  se 
toma  aquí  por  la  conjunción  copulativa  y;  de 
modo,  que  debe  reputarse  lo  mismo  Juan  ó Pedro 
que  Juan  y Pedro.  Aunque  no  es  regular  que  se 


haga  jamás  un  legado  en  esta  forma,  pudiera 
suceder,  no  obstante,  que  se  padeciese  una  equi- 
vocación al  tiempo  de  escribirlo,  usando  de  una 
partícula  en  vez  de  otra.  Si  la  cosa  no  pudiera 
dividirse,  como  la  libertad,  habría  de  admitirse 
á cada  uno  en  el  todo;  y así,  diciendo  el  testador 
que  legaba  la  libertad  á Pedro  ó á Juan,  ambos 
quedarían  libres:  Gómez,  en  la  ley  40  de  Toro, 
núin.  68,  cerca  del  fin. 

XVI.  Si  el  legatario  hubiese  ya  muerto  cuan- 
do el  testador,  creyéndole  vivo,  le  hizo  el  lega- 
do, no  valdrá  la  disposición,  ni  podrá  reclamarla 
el  heredero  del  mismo  legatario;  y lo  mismo  su- 
cederá si  viviendo  al  tiempo  de  la  manda,  mu- 
riere después  ó fuere  desterrado  perpétuamente 
antes  de  la  muerte  del  testador:  ley  35,  tít.  9.°, 
Part.  6.a 

XVII.  El  legatario  á quien  se  han  dejado  va- 
rios legados,  puede  aceptar  el  uno  y dejar  los 
otros;  pero  si  el  uno  tuviese  gravámen  y el  otro 
fuese  libre , no  podrá  desechar  el  primero  y 
aceptar  el  segundo,  pues  debe  tomarlos  ambos  ó 
dejarlos;  y siendo  uno  solo,  no  puede  aceptar 
una  parte  y repudiar  la  otra:  ley  36,  tít.  9.°,  Par- 
tida 6.*  V.  Aceptación  de  legado. 

XV1IL  Qué  cosas  pueden  legarse. — Puede  legar 
el  testador  toda  la  parte  de  bienes  de  que  le  es 
permitido  disponer  libremente  si  tiene  herederos 
forzosos;  pero  si  no  los  tuviere , podrá  distribuir 
en  legados  todos  cuantos  bienes  posea:  ley  1.a, 
tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Recop.  Si  el  testador  deja 
descendientes  ó ascendientes  legítimos,  no  pue- 
de legar  á extraños,  sino  la  quinta  parte  de  sus 
bienes  en  el  primer  caso,  y la  tercera  en  el  se- 
gundo. Cuando  sucede,  pues,  que  los  legados 
que  manda  exceden  el  valor  del  quinto  ó tercio, 
se  dice  que  son  inoficiosos,  y se  revocan  en  cuan- 
to al  exceso,  rebajándose  á cada  legatario  la 
parte  proporcional  que  le  corresponda;  porque 
no  puede  ser  gravada  la  legítima  de  los  herede- 
ros forzosos. 

Podrá,  pues,  legar  bajo  estas  bases  una  ó mas 
cosas  de  su  patrimonio;  no  solo  las  existentes, 
sino  también  las  futuras;  no  solo  las  corporales, 
sino  también  las  incorporales,  v.  gr.,  las  servi- 
dumbres, deudas,  créditos,  derechos  y acciones> 
el  derecho  de  elegir  entre  dos  ó mas  cosas,  los 
alimentos  y pensiones  vitalicias ; no  solamente 
las  cosas,  sino  también  los  hechos,  imponiendo 
al  heredero  la  obligación  de  hacer  algo  á favor 
del  legatario;  no  solo  las  cosas  que  posee  actual- 
mente, sino  también  las  de  su  heredero  y aun 
las  ajenas,  obligando  al  heredero  á que  dé  las 
suyas  ó compre  las  de  otro  para  el  legatario,  ó le 
entregue  su  estimación;  y por  fin,  las  que  tu- 
viere empeñadas;  de  manera,  que  según  las  co- 
sas, toma  el  nombre  de  legado  genérico,  legado 
específico,  legado  de  hecho,  legado  de  cosa  aje- 


LE 


LE 


— 845  — 


na,  legado  de  cosa  empeñada,  legado  de  libera- 
ción, legado  de  crédito,  legado  de  deuda,  legado 
de  dote,  legado  de  alimentos,  legado  vitalicio, 
legado  de  cantidad,  legado  repetido,  legado  de 
opcion  ó elección,  legado  de  usufructo,  legado 
anual,  legado  de  cosa  principal  y de  cosa  acce- 
soria, de  todos  los  cuales  vamos  á hablar  s necesi- 
ta mente:  leyes  10,  11,  12,  15,  etc.,  tít.  9.°,  Par- 
tida 6.' 

XIX.  Pero  no  puede  legar  el  testador  por  es- 
tar fuera  del  comercio  de  los  hombres  ó del  le- 
gatario: l.°  Las  cosas  sagradas,  ni  los  bienes  per- 
tenecientes á las  Iglesias.  2.°  Las  cosas  que  son 
propias  de  los  Reyes,  si  no  se  obtiene  antes  su 
real  permiso.  3.°  Las  cosas'  comunes  de  las  ciu- 
dades, villas  y lugares,  como  las  plazas,  egi- 
dos,  etc.  4.°  Los  mármoles,  pilares,  puertas  y 
demás  cosas  puestas  en  los  edificios  para  su 
adorno  y seguridad:  ley  13,  tít.  9.!>,  Part.  6.’ 

5.°  El  castillo,  villa,  aldea,  ni  el  heredamiento 
que  el  Rey  le  dió  por  haberle  hecho  algún  ser- 
vicio militar,  al  que  es  inepto  para  hacerlo;  pero 
si  sabiendo  su  ineptitud  le  hace  tal  manda,  dehe 
su  heredero  darle  su  estimación , é ignorando  si 
es  ó no  idóneo,  nada  debe  entregarle:  ley  14, 
tít.  9.°,  Part.  G.*  G.“  Tampoco  vale  la  manda  de 
cosa  que,  aunque  pudo  ser  legada  cuando  se 
legó,  mudó  después  de  estado  ó condición,  como 
la  laical  que  pasó  luego  á poder  de  la  Iglesia  sin 
culpa  del  heredero,  el  cual,  por  consiguiente, 
no  tendrá  obligación  de  entregar  la  misma  cosa 
ni  su  valor:  dicha  ley  13. 

XX.  Legado  genérico  es  el  que  se  hace  de  co- 
sas de  cierto  género  ó clase,  con  su  nombre  ape- 
lativo ó común,  sin  individualizarlas  ni  distin- 
guidlas por  alguna  señal  característica,  como 
cuando  se  manda  en  geueral  un  caballo,  una 
casa,  un  vestido,  un  libro,  sin  designar  cuáles. 

El  dominio  del  legado  genérico  no  se  traslada 
al  legatario  hasta  la  entrega  de  la  cosa  legada;  y 
así  es  que  no  le  compete  la  acción  reivindicato- 
ría, sino  la  personal  é hipotecaria. 

En  este  legado  no  se  deben  los  frutos  al  lega- 
tario desde  la  muerte  del  testador,  sino  desdé  el 
Aia  en  que  el  heredero  deba  entregar  la  cosa  y 
se  constituya  moroso. 

Como  ni  el  género  ni  la  cantidad  se  entiende 
que  perecen,  si  se  ha  mandado  generalmente  un 
caballo  p.  e.,  ó bien  1,000  rs.,  y un  ladrón  roba 
el  caballo  ó los  dineros  destinados  para  este  fin., 
no  por  eso  el  heredero  quedará  exento  de  cum- 
plir con  el  legado;  porque  no  se  dejó  precisa- 
mente este  caballo  ó estos  1,000  rs. 

La  cosa  genérica  que  se  lega,  puede  tener  sus 
límites  por  la  misma  naturaleza,  como  v.  gr.,  un 
caballo,  ó por  obra  de  los  hombres,  como  una 
casa  ú otro  edificio:  en  el  primer  caso,  corres- 
ponde al  legatario  el  derecho  de  escoger  si  tu-  , 


viese  varios  caballos  el  testador,  aunque  no  el 
mejor  de  ellos;  y no  teniéndolos  este,  deberá  el 
heredero  comprar  uno  que  se  repute  comun- 
mente bueno  para  entregarlo  al  legatario;  mas 
j eü  el  segundo  caso,  esto  es,  cuando  la  cosa  ge- 
nérica no  tiene  sus  límites  sino  por  obra  de  los 
hombres,  como  una  casa,  cumple  el  heredero 
dándole  cualquiera  de  las  que  dejó  el  testador, 
sin  estar  obligado  á comprarla  no  habiéndola  en 
la  herencia:  ley  23,  tít.  9.’,  Part.  6.‘  No  obstante, 
á pesar  de  esta  disposición  de  la  ley,  tomada  del 
derecho  romano,  parece  muy  justo,  que  si  el 
testador  tenia  la  intención  seria , como  es  de 
suponer,  de  dejar  casa  al  legatario,  se  la  compre 
el  heredero,  buscando  una  que  corresponda  álas 
fuerzas  de  la  herencia  y á las  relaciones  que  hu- 
biere habido  entre  el  legatario  y el  testador,  no 
siendo  de  presumir  que  este  haya  dejado  la  casa, 
como  quiere  la  ley,  mas  por  escarnio  que  por  otra 
razón.  * V.  Anotación  preventiva.  * 

XXL  Entiéndese  por  legado  especifico  el  que 
se  designa  con  alguna  denominación  particular 
ó con  ciertas  señales  características,  como  p.  e. 
una  casa  sita  en  tal  parte , con  tal  número  ó ta- 
les linderos;  un  caballo  de  tal  pelo,  edad  y al- 
tura, etc.  4 V.  Anotación  'preventiva.  * 

El  dominio  del  legado  específico  hecho  pura  y 
simplemente  ó hasta  cierto  dia  se  trasfíere  al  le- 
gatario y sus  herederos,  luego  que  muere  el  tes- 
tador, sin  necesidad  de  entrega;  y así  es,  que  el 
legatario  y los  suyos  pueden  pedirlo  por  la  ac- 
ción de  reivindicación  como  cosa  suya;  y si  pe- 
rece se  pierde  para  el  legatario  y no  para  el  he- 
redero, á no  ser  que  haya  mediado  culpa  ó mora 
de  este:  leyes  34  y 41,  tít.  9.“.  Part.  6.*  Pero  el 
legado  que  el  testador  hiciere  del  aprovecha- 
miento de  una  mina  ó cantera  que  tuviere  en 
heredad  suya,  no  se  trasmite  á loa  herederos  del 
legatario,  á no  ser  que  el  testador  lo  hubiese 
dejado  expresamente  al  legatario  y sus  herede- 
ros: ley  27,  tít.  9.“,  Part.  6.‘ 

El  heredero  ha  de  entregar  al  legatario,  no 
solo  la  cosa  específica  que  le  fué  legada,  sino 
también  todo  lo  perteneciente  á ella  y el  aumen- 
to que  haya  tenido  desde  que  se  legó  hasta  el 
día  en  que  se  le  entregue,  ya  provenga  dicho, 
aumento  de  causa  accidental,  ya  de  hecho  dei 
mismo  testador;  como  si  mandado  un  solar,  edi- 
ficase después  una  casa  en  él  el  testador,  ó 
mandado  un  campo  se  plantase  viña  ó se  le 
agregase  alguna  cosa  por  avenidas  de  rio:  ley 
37,  tít.  9.c,  Part.  6.* 

También  debe  haber  el  legatario  los  frutos  de 
la  cosa  mandada  propia  del  testador,  desde  el  dia 
del  fallecimiento  de  este,  y no  desde  que  el  he- 
redero entró  en  la  herencia;  pues  aunque  la  ley 
37,  tít.  9.°,  Part.  6.*,  quiere  que  los  perciba  desde 
la  aceptación  de  la  herencia  por  el  heredero  y 
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no  desde  la  muerte  del  testador  , se  halla  corre- 
gida su  disposición  por  las  doctrinas  que  esta- 
blece la  ley  1.‘,  tít.  18,  lib.  10,  Nov.  Recop.;  mas 
siendo  ajena,  debe  el  heredero  comprarla  y dar-  * 
la  á aqnel , ó bien  su  estimación,  con  los  frutos 
que  pudo  producir  desde  el  tiempo  en  que  el  le- 
gatario pidiere  que  la  comprase,  por  no  querer 
hacerlo:  dicha  ley  37. 

Es  muy  justo  asimismo,  que  el  menoscabo  ó 
disminución  de  la  cosa  legada  pertenezca  al  le- 
gatario ; y por  consiguiente,  si  el  testador  des- 
'pues  de  haberle  legado  una  casa  p.  e.,  enajena- 
re parte  de  ella,  solo  llevará  el  legatario  la  res- 
tante, y si  se  arruinare  la  casa,  solo  le  pertene- 
cerá el  área  ó solar;  pero  ni  á este  ni  á la  casa 
tendrá  derecho,  según  la  opinión  de  algunos, 
si  el  testador  la  reedificare  ó levantare  otra  de 
nuevo;  porque  la  casa  es  entonces  distinta  de  la  „ 
primera,  y el  área  se  constituye  parte  de  la  se- 
gunda; de  suerte  que  por  el  hecho  de  la  reedi- 
ficación quieren  que  se  entienda  revocada  la 
primera  manda,  y que  solo  en  el  caso  de  quedar 
alguna  parte  del  solar  donde  no  se  reedifique, 
corresponda  al  legatario  esta  porción  de  terreno. 
Mas  no  deja  de  parecer  mas  fuerte  la  opinión  de  ■ 
los  que  atribuyen  al  legatario  la  nueva  casa,  ya 
porque  habiendo  de  ser  suyo  el  solar  debe  cor- 
responderle  lo  edificado  sobre  él,  ya  porque  es 
evidente  que  edificando  de  nuevo  el  testador  so- 
bre dicho  solar  quiere  que  pertenezca  al  legata- 
rio el  edificio,  mayormente  cuando  de  lo  contra- 
rio hubiera  revocado  la  manda;  ya  porque  la 
citada  ley  37,  tít.  9.u,  Part.  6,‘,  ordena  expresa- 
mente que  sea  del  legatario  lo  que  se  edificare 
sobre  ei  solar  que  se  le  hubiese  legado;  ya  por- 
que si,  como  convienen  los  contrarios,  se  debe 
al  legatario,  no  solo  el  área,  sino  también  el  edi- 
ficio cuando  la  casa  se  filé  cayendo  poco  á poco 
y el  testador  la  fué  levantando  ó reedificando, 
del  mismo  modo,  no  parece  puede  haber  una 
razón  sólida  para  negarle  uno  y otro,  cuando  la 
ruina  se  verifica  de  una  vez  y la  sigue  la  reedi- 
ficación total. 

Si  el  testador  legase  á uno  cierta  cosa  deter- 
minada ó específica,  y á otro  cierta  cantidad  de 
dinero,  y solamente  se  encuentra  en  la  heren- 
cia la  cosa  determinada  ó específica,  ni  será  pre- 
ferido el  legatario  de  esta,  porque  en  él  se  consi- 
dere mas  derecho  por  razón  del  dominio  de  ella 
que  se  le  trasfirió  por  la  muerte  del  testador,  ni 
el  nombrado  primero  por  creerse  mas  querido 
del  testador,  sino  que  la  dividirán  á prorata  de 
lo  que  la  misma  cosa  y la  cantidad  legada  im- 
porten; pues  la  volundad  del  testador,  que  qui- 
so beneficiar  á ambos  legatarios , se  debe  cum- 
plir en  todo  lo  posible.  Gómez,  lib.  12,  variar, 
núm.  31;  Ayllon,  núm.  37;  Castillo,  lib.  4.°, 
controvers.  cap.  51. 


XXIÍ.  Legado  de  hecho  es  la  obligación  ó car- 
ga que  el  testador  impone  al  heredero  de  hacer 
tal  ó tal  cosa  á favor  de  tal  ó tal  persona ; como 
por  ejemplo,  de  levantar  á sus  expensas  una  ta- 
pia para  cerrar  el  jardin  de  Felipe.  Los  hechos, 
en  efecto,  pueden  legarse  del  mismo  modo  que 
las  cosas , con  tal  que  sean  posibles  y lícitos, 
pues  que  pueden  dar  utilidad  al  legatario.  Asi 
es,  que  Justiniano  decide  en  sus  Instituciones, 
par.  21  de  legatis,  que  se  debe  tener  por  válido 
el  legado  que  estuviese  concebido  en  estos  tér- 
minos : «condeno  á mi  hermano  á reedificar  la 
casa  de  Fulano  ó á pagar  sus  deudas.»  Así  tam- 
bién la  ley  11,  pár.  23  D.  de  legatis  3.’,  dice,  que 
si  un  testador  ha  dejado  alguna  cosa  para  la' 
construcción  de  una  obra  pública,  está  obligado 
solidariamente  cada  uno  de  los  herederos  á eje- 
cutarla; el  pár.  24  añade  que  el  Emperador  Mar- 
co decidió  lo  mismo  con  respecto  á una  estátua, 
que  el  heredero  estuviese  obligado  á levantar;  y 
el  pár.  25  decide  que  si  el  heredero  á quien  el 
testador  impuso  la  obligación  de  hacer  alguna 
obra  para  el  público,  ofreciese  á los  oficiales 
municipales  el  dinero  necesario  para  que  ellos 
mismos  se  encargasen  de  su  construcción , no 
debía  ser  oido,  si  el  testador  quiso  que  el  mismo 
heredero  la  hiciese  por  sí. 

Vender  y comprar  es  un  hecho ; y así  puede  el 
testador  legar  á un  tercero  el  derecho  de  obligar 
á su  heredero  á que  le  venda  una  cosa  que  le 
conviene  de  la  herencia,  ó á que  le  compre  una 
cosa  que  desea  enajenar.  «Es  útil,  dice  la  ley  66, 
D.  de  legatis  l.°,  el  legado  en  que  el  testador  or- 
dena á su  heredero  que  compre  ó venda  por  su 
justo  precio;  ¿no  puede  suceder  efectivamente 
que  el  legatario  á quien  el  heredero  tiene  que 
comprar  un  campo  por  razón  del  legado,  se  vea 
obligado  á venderlo  por  el  mal  estado  de  su  for- 
tuna, y que  sin  embargo  uo  encuentre  ningún 
comprador?  O por  el  contrarío,  ¿uo  puede  tener 
grande  interés  el  legatario  en  adquirir  una  he- 
redad que  el  difunto  le  ha  dado  el  derecho  de 
comprar?  y en  este  caso  ¿no  le  es  ventajoso  que 
el  heredero  no  pueda  negarse  á vendérsela?» 

Mas  el  heredero  condenado  simplemente  á 
vender,  no  está  obligado  á hacerlo  gratuitamen- 
te, sino  que  tiene  derecho  á exigir  el  verdadero 
precio  de  su  heredad,  pues  que  no  hay  venta 
sin  precio:  si  el  testador  no  ha  expresado  el  pre- 
cio de  la  venta  ó de  Ja  compra  que  quiso  hiciese 
su  heredero,  se  presume  siempre  que  queria  ha- 
blar de  su  precio  justo  y razonable;  y si  los  in- 
teresados no  se  convienen,  ha  de  fijarse  por  me- 
dio de  peritos;  mas  si  el  precio  se  fijó  ya  en  el 
testamento,  debe  atenerse  á él  el  heredero:  ley 
49,  párs.  8.°  y 9.”  D.  de  legatis  1.” 

La  ley  50,  pár.  3.°,  I).  de  UgaMs  3,°,  decide  la 
cuestión  que  puede  presentarse  con  frecuencia 
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en  esta  especie  de  legados:  «Si  tú,  dice,  has  sido 
condenado  por  el  testador  á venderme  una  he- 
redad por  un  precio  que  fijó  el  mismo,  no  po- 
drás sacar  nada  de  los  frutos  que  estaban  pen- 
dientes al  tiempo  de  su  fallecimiento;  porque 
este  precio  es  relativo,  no  solo  al  cuerpo  de  la 
heredad,  sino  también  á todo  lo  que  le  es  inhe- 
rente.» 

Cuando  hay  dos  personas  colegatarias  del  de- 
recho de  comprar  una  heredad  del  testador  ó 
del  heredero,  aunque  la  una  se  niegue  á ejer- 
cer este  derecho , no  por  eso  queda  privada  de 
él  la  otra;  pues  siempre  puede  pedir  la  mitad 
del  fundo,  como  establece  la  ley  41,  pár.  9.u, 
I).  de  legatis  3.° 

XXIII.  Legado  de  cosa  ajena  es  el  que  recae 
sobre  bienes  que  no  pertenecen  al  testador,  sino 
á un  tercero.  Si  el  testador  hubiese  legado  una 
cosa  que  no  es  suya,  debe  comprarla  el  herede- 
ro para  entregarla  al  legatario;  y no  queriendo 
venderla  su  dueño , ó pidiendo  mas  de  lo  justo, 
cumplirá  el  heredero  con  entregar  al  legatario 
la  estimación  ó precio  de  ella  á juicio  de  peritos: 
ley  10,  tít.  9.°,  Part.  6.*  La  decisión  de  la  ley  so- 
bre la  validez  de  este  legado  parece  contraria  al 
principio  de  que  nadie  puede  disponer  sino  de 
sus  bienes:  Nenio  plus  juris  vi  alium  trans  forre 
potest  quam  ipse  habel;  pero  la  facultad  que  se 
concede  á los  testadores  de  legar  la  cosa  ajena, 
no  causa  perjuicio  alguno  ásu  dueño,  pues  que 
no  liga  sino  á los  herederos  por  la  obligación 
que  les  impone  de  satisfacer  el  legado  en  espe- 
cie ó en  estimación ; y de  cualquier  modo  que 
estos  hagan  el  pago,  siempre  resulta  que  toman 
el  precio  del  patrimonio  del  difunto;  de  suerte 
que  aun  cuando  el  testador  lega  las  cosas  ajenas, 
no  dispone  en  realidad  sino  de  lo  suyo.  El  lega- 
do, pues,  de  cosa  ajena  es  en  el  fondo  la  impo- 
sición de  una  obligación  alternativa,  como  que 
equivale  á decir  el  testador  que  manda  á su  he- 
redero hacerse  con  la  casa  de  Juan,  v.  gr.,  para 
su  sobrino  Felipe,  y que  en  caso  de  no  poderlo 
lograr  entregue  á este  último  cien  mil  reales;  o 
bien,  que  sabiendo  que  su  sobrino  Felipe  tiene 
necesidad  de  tal  cosa  que  está  en  venta,  encar- 
ga á su  heredero  que  le  entregue  la  cantidad 
suficiente  para  comprarla  con  las  mejores  con  - 
diciones que  le  sea  posible;  ó bien  inas  sencilla- 
mente, que  lega  á su  sobrino  Felipe  la  casa  de 
Juan  ó cien  mil  reales. 

Para  que  valg'a  el  legado  de  cosa  ajena  es  ne- 
cesario que  el  testador  sepa  cuando  la  lega  que 
no  es  suya,  porque  si  la  lega  por  creer  que  le 
pertenece,  es  nulo  el  legado:  y el  legatario  eo 
quien  en  caso  de  duda  debe  probar  la  ciencia, 

ya  porque  la  prueba  incumbe  al  actor,  ya  poi- 
que el  heredero  tiene  á su  favor  la  presunción 
de  que  el  testador  no  quiso  gravarle  con  la  ad- 


quisición de  una  cosa  que  no  estaba  en  la  he- 
rencia. No  obstante,  si  el  legatario  fuere  perso- 
na enlazada  con  el  testador  por  parentesco  ú 
otro  vínculo  estrecho,  no  tendrá  que  probar  que 
. este  sabia  que  la  cosa  era  ajena;  pues  se  presu- 
me que  en  caso  de  saberlo,  mandarla  dar  ó com- 
prar de  sus  bienes  propios  tanto  cuanto  se  esti- 
mase que  aquella  cosa  ajeua  podria  valer:  ley 
10,  tít.  9.°,  Part.  6.*  • 

Comprando  el  legatario  ó adquiriendo  por  otro 
título  oneroso  eu  vida  del  testador  ó después  do 
muerto  la  cosa  ajena,  que  este  le  legó,  sea  del 
verdadero  dueño  ó de  uu  tercero , sea  con  igno  - 
rancia ó ciencia  de  que  se  la  había  legado  y era 
ajena,  no  pierde  por  eso  la  manda;  y así  puede 
pedir  su  estimación,  háyasele  dejado  pura  ó con- 
dicionalmeute:  ley  43,  tít.  9.°,  Part.  G.“,  y ley  34, 
pár.  7.a,  D.  de  legatis  1.a:  bien  que  si  la  compra 
á su  heredero , no  podrá  exigir  su  valor,  porque 
se  supone  que  renuncia  el  legado. 

Mas  si  el  legatario  se  hace  dueño  de  la  cosa 
legada,  no  por  título  oneroso,  sino  por  título  lu- 
crativo, recibiéndola  por  donación,  ora  del  mis- 
mo testador  que  se  la  habia  mandado,  ora  de 
cualquiera  persona  extraña  que  la  tuviese,  no 
puede  pedirla  después  por  razón  del  testamento 
en  que  se  le  dejó  {ley  43,  tit.  9.°,  Par  . 6.*):  y si 
el  legatario  era  ya  dueño  de  la  cosa  antes  del 
testamento,  seria  nulo  el  legado;  aun  cuando 
después  de  hecha  la  manda  dejase  aquella  de 
pertenecerle ; por  la  famosa  regla  de  Catón  de 
que  quod  ab  initio  nullum  est,  irada  Lemporis  con - 
| valescere  non,  potest. 

Esta  regla  de  que  no  es  válido  el  legado  de  la 
cosa  que  pertenecía  ya  al  legatario,  no  tiene  lu- 
gar sino  cuando  le  pertenecía  con  pleno  dominio 
y á título  lucrativo ; pues^i  no  tuviese  mas  que 
la  nuda  propiedad  ó el  usufructo  ú otro  derecho 
imperfecto,  valdria  el  legado  y estaría  obligado 
el  heredero  á adquirir  lo  que  faltase  para  com- 
pletar el  dominio  pleno  del  legatario,  ó bien 
á pagarle  la  estimación  del  derecho  que  no  pu- 
diese adquirir. 

Si  el  legatario,  que  era  dueño  de  la  cosa  que 
le  ha  sido  legada,  la  hubiese  dado  en  prenda  ó 
hipoteca,  estará  obligado  el  heredero  á redimirla 
para  entregar  al  legatario  la  posesión  quelefal- 
i taba:  ley  68,  Dig.  de  legatis  1.a  Asimismo  si  el 
legatario  tenia  solo  una  propiedad  sujeta  á evic- 
cion,  devolución  ó substitución,  debe  el  heredero 
hacerle  dueño  absoluto  de  ella  cuando  llegue  el 
caso  de  la  restitución,  redimiendo  el  derecho  del 
substituido  ó de  la  persona  á quien  haya  de  de- 
volverse, ó bien  á pagar  la  estimación  al  legata- 
rio: ley  39,  pár.  2.a,  y ley  82,  pár.  1.a,  Dig.  de  h- 
gaiis  l.° 

Si  el  legatario  de  cosa  que  le  fué  maudada  por 
dos  testadores  diferentes  la  recibiere  del  here- 
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dero  de  uno  en  posesión  y propiedad,  no  podrá  l 
después  pedir  su  estimación  al  heredero  del  otro; 
pero  recibiendo  del  primero  solo  la  estimación, 
Píen  puede  después  demandar  la  cosa  al  segun- 
do: ley  44,  tít.  9.°,  Part.  fi.‘ 

XXI V.  Ya  que  el  testador  puede  legar  las 
cosas  ajenas  sabiendo  que  no  son  suyas , y con 
respecto  á ciertos  legatarios  aunque  lo  ignore, 
según  hemos  insinuado,  es  claro  que  con  mayor 
razón  podrá  legar  las  cosas  de  su  heredero,  sepa 
6 no  que  pertenecen  á este,  como  lo  establece  la 
lev  10,  tít.  9.“,  Part.  0.’;  y no  podrá  el  heredero 
en  su  caso  dispensarse  de  entregar  la  cosa  lega- 
da al  legatario  ofreciéndole  su  estimación  , á no 
ser  que  este  la  prefiera  ó se  contente  con  ella: 
lev  67,  pár.  8.°,  Dig.  de  legcitis2.°  Si  los  herederos 
fuesen  dos  ó mas,  y todos  estuviesen  gravados 
con  la  entrega  de  la  cosa  legada  que  perteneciese 
á uno  de  ellos , queda  este  obligado  tan  solo  á 
prestar  la  cosa  ó su  estimación  á proporción  de 
su  parte  hereditaria:  Gómez  en  sus  varias  reso- 
luciones, cap.  12,  núm.  14,  y Gregorio  López  en 
la  ley  10,  tít.  9.°,  Part.  6.1 

XXV.  Pues  que  puede  legarse  la  cosa  ajena, 
síguese  que  el  testador  que  es  propietario  de 
una  cosa  en  común  con  otra  persona,  puede  le- 
gar no  solamente  su  parte,  sino  también  la  de 
su  condueño  ó comunero;  pero  en  caso  de  duda 
debe  presumirse  mas  bien  que  ha  querido  legar 
solo  su  parte  y no  la  cosa  entera.  Si  se  sirve  del 
pronombre  mi,  está  fuera  de  duda  que  no  ha  le- 
gado mas  que  su  parte;  como  cuando  dice:  lego 
á fulano  mi  casa  de  la  Cruz-Blanca;  porque  el 
pronombre  mi  limita  oí  legado  á la  parte  que 
tenia  en  esta  casa:  leyó.*,  pár.  2°,  D.  de  lega- 
lis  l.°  Todavía  mas:  si  el  testador  era  dueño  de 
toda  la  casa,  pero  delga  á un  tercero  la  restitu- 
ción de  una  parte,  se  entendería  que  solo  habia 
legado  la  parte  que  podia  conservar:  ley  30, 
pár.  4.°,  D.  de  legatis  3.n  ¿Qué  será  si  se  hubiese 
expresado  de  este  modo:  lego  á fulano  la  casa 
de  la  Cruz-blanca?  ¿Debe  presumirse  que  lega 
toda  la  casa,  ó solamente  la  parte  que  tenia  en 
ella?  La  razón  para  pretender  que  lega  toda  la 
casa  es  que  no  ha  limitado  el  legado  á sola  su 
parte  sirviéndose  del  pronombre  mi,  y que  ordi- 
nariamente la  apelación  indefinida  de  una  cosa 
designa  la  cosa  entera;  y la  razón  para  decidir 
por  el  contrario,  que  no  lega  sino  su  parte,  se 
saca  del  principio  arriba  sentado,  de  que  en  caso 
de  duda  se  presume  que  el  testador  no  quiso  le- 
gar sino  lo  que  le  pertenecía. 

Cuando  la  cosa  legada  no  pertenecía  sino  im- 
perfectamente al  testador , se  entiende  haber 
legado  solamente  el  derecho  que  en  ella  dis- 
frutaba; de  suerte  que  si  no  tenia  mas  que 
el  dominio  útil,  se  entiende  haber  legado  so- 
lo el  dominio  útil  de  la  cosa  legada  y no 


el  directo:  ley  71,  párrafo  l.°,  D.  de  legatis  1." 

XXVI.  El  legado  de  cosa  empeñadas  el  que 
hace  el  testador  de  una  cosa  suya  que  ha  dado 
eu  prenda,  ó de  una  cosa  ajena  que  ha  recibido 
con  la  misma  calidad  para  seguridad  de  alguna 
deuda. 

Si  el  testador  legase  alguna  cosa  suya  empe- 
ñada por  el  tanto  ó mas  de  su  valor,  debe  redi- 
mirla el  heredero  para  entregarla  al  legatario, 
ya  supiese  el  testador  que  estaba  empeñada,  ya 
lo  ignorase ; pero  si  estuviese  en  prenda  por  me- 
nos de  su  valor , solo  en  el  caso  de  saberlo  el 
testador,  estará  obligado  el  heredero  á redimir- 
la; pues  ignorándolo,  tendrá  que  luirla  ó desem- 
peñarla el  legatario  , siendo  visto  que  solo  se  le 
legó  el  exceso  (ley  11,  tít.  9.°,  Part.  6.*}:  bien  que 
si  el  legatario  estuviese  enlazado  con  el  testador 
por  matrimonio  ó estrecho  parentesco , de  modo 
que  siempre  se  la  hubiera  legado,  debe  el  here- 
dero redimirla  y entregársela  libremente. 

Si  la  cosa  que  legó  el  testador  estuviese  em- 
peñada á su  favor  por  dinero  que  el  mismo  hu- 
biese prestado  sobre  ella , y la  legase  al  que  la 
empeñó , valdrá  la  manda  y se  considerará  solo 
como  legado  del  derecho  de  prenda , mas  no  de 
la  deuda ; de  modo  que  el  heredero,  aunque  debe 
devolver  la  alhaja,  conserva  el  derecho  de  repe- 
tir el  pago  del  préstamo , á menos  que  otra  sea 
la  voluntad  del  testador,  la  cual  no  se  presume, 
sino  que  ha  de  probarse  por  el  legatario:  ley  16, 
tit.  9.°,  Part.  6.*  Cuando  el  legatario  probase  que 
el  testador  habia  querido  legarle  la  prenda  y 
remitirle  la  deuda,  estará  obligado  el  heredero 
á entregarle  aquella  y los  documentos  con  que 
se  acredita  esta. 

XXVII.  Legado  de  liberación  es  el  que  el  tes- 
tador hace  á sus  deudores  de  lo  que  le  deben.  Se 
dice  de  liberación,  porque  los  liberta  del  pago  de 
sus  deudas;  y no  solo  aprovecha  á los  deudores 
y sus  herederos,  sino  también  á sus  fiadores; 
aunque,  por  el  contrario,  siendo  el  legado  de 
liberación  de  fianza,  solo  aprovecha  á los  fiado- 
res y no  á los  deudores.  Puede  hacerse  de  varias 
maneras,  como  v.  gr.,  diciendo  el  testador:  «per- 
dono á Juan  lo  que  me  dehe:  lego  ó dejo  á Juan 
lo  que  me  debe:  mando  á mi  heredero  que  no 
pida  á Juan  lo  que  me  debe:  lego  á Juan  el  ins- 
trumento, vale  ó escritura  que  formalizó  para 
seguridad  de  lo  que  me  debe , ete.:»  ley  3.*,  pár- 
rafo l.°,  Dig.  de  líber  légala. 

Jin  el  legado  de  liberación  está  obligado  el  he- 
redero á devolver  al  legatario  la  escritura,  vale, 
recibo  ó papel  que  este  habia  dado  al  acreedor, 
como  asimismo  la  prenda  ó caución  que  le  habia 
entregado  para  seguridad  de  la  deuda  , á fin  de 
dejarle  absolutamente  libre  y seguro  de  toda  re- 
clamación: ind.  de  las  leyes  15  y 47,  tít.  9.“, 
Part.  6." 
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Si  el  testador , después  de  haber  legado  á su 
deudor  la  cantidad  que  este  le  debía,  6e  la  pidió 
luego  sin  necesidad  urgente  que  le  obligase  á 
ello,  se  entiende  haber  mudado  su  voluntad  y 
revocado  la  manda;  pero  si  se  la  pidió  en  fuerza 
de  alguna  urgente  necesidad  que  tenia  que  cu- 
brir, ó si  el  mismo  deudor  se  la  pagó  volunta- 
riamente, no  por  eso  se  extingue  el  legado,  ni 
dejará  el  heredero  de  estar  obligado  á devolver- 
le la  cantidad  cobrada  por  el  difunto:  ley  15 
tít.  9.°,  Part.  6.1 

Por  el  legado  de  liberación  queda  remitido  el 
débito  puro,  vencido  y de  presente,  no  el  condi- 
cional ó á dia  cierto,  á no  ser  que  se  exprese  otra 
cosa;  y en  la  remisión  ó liberación  general  solo 
se  comprenden  las  deudas  personales  á favor  del 
difunto,  no  las  reales  ó hipotecarias;  de  modo 
que  si  uno  posee  alguna  cosa  de  este  sobre  la 
cual  podria  ser  reconvenido  por  la  reivindica- 
ción ó por  otra  acción  real , no  se  entiende  com- 
prendida en  el  legado  de  remisión,  y por  consi- 
guiente puede  el  heredero  repetirla  del  poseedor: 
Gómez,  Variar,  cap.  12,  núm,  82. 

XXVIII.  El  legado  de  crédito  es  el  que  deja  el 
testador  al  legatario  de  lo  que  le  debe  un  terce- 
ro, como  si  lega  á Juan  lo  que  le  debe  Pedro,  ya 
sea  expresamente,  ya  sea  mandándole  el  instru- 
mento del  crédito. 

El  heredero  en  tal  caso  está  obligado  á ceder 
al  legatario  sus  derechos  y acciones  para  que 
pueda  ejercerlos  contra  el  deudor  del  difuuto; 
mas  si  el  deudor  es  insolvente,  no  tiene  el  here- 
dero responsabilidad  alguna;  y si  resultare  que 
el  supuesto  deudor  nada  debía  al  testador,  seria 
nulo  el  legado  como  de  cosa  no  existente. 

Si  después  de  legado  el  crédito , reconviniese 
el  testador  ai  deudor  y cobrare  la  deuda,  se  en- 
tiende revocada  la  manda , y por  consiguiente 
nada  tendrá  que  entregar  el  heredero  al  legata- 
rio; pero  si  el  deudor  pagase  voluntariamente 
sin  haber  sido  demandado , deberá  el  heredero 
dar  al  legatario  la  cosa  ó el  precio  que  recibió 
el  testador,  por  presumirse  que  lo  guardó  ó tuvo 
en  depósito  con  este  objeto:  leyes  15  y 47,  tít.  9.°, 
Part.  6.* 

XXIX.  Legado  de  deuda  es  el  que  el  testador 
hace  á am acreedor  de  lo  que  le  debe;  como  si 
dijese:  lego  ó mando  á Pedro  veinte  mil  reales 
que  le  debo:  ley  19,  tit.  9.°,  Part.  6.‘ 

Aunque  á primera  vista  parece  ridículo  que  el 
testador  legue  lo  que  él  mismo  debe,  puede  no 
obstante  ser  útil  este  legado:  l.°  porque  aunque 
el  testador  deba  bajo  condición  ó desde  cierto 
dia,  el  heredero  estará  obligado  al  pago  déla 
deuda  inmediatamente,  como  si  hubiera  lLegado 
el  dia,  ó estuviese  cumplida  la  condición, 
2.°,  porque  si  el  débito  fuese  solamente  quiro- 
grafario, adquiere  hipoteca  el  legatario  en  los 

Tomo  ui. 


bienes  del  difunto . ( * La  nueva  ley  Hipotecaria 
uo  reconoce  esta  clase  de  hipotecas.*)  3.°,  porque 
se  hace  líquida  la  deuda  que  antes  no  lo  era; 
y 4.°,  porque  el  acreedor,  aunque  le  falten  prue- 
bas puede  pedir  la  cosa  en  virtud  del  testamen- 
to: pár.  14,  inst.  H.  de  legatis;  ley  14,  D.  de  lega- 
tis\  leyes  13  y 28,  D.  de  legatis. 

Pero  es  menester  advertir  que  la  deuda  dejada 
en  testamento  ó codicilo  no  tiene  fuerza  de  deu- 
da sino  solo  de  legado,  á no  ser  que  el  acreedor 
la  pruebe  por  otro3  medios  legales;  pues  se  su- 
pone que  el  difunto  pretextó  el  débito  para  dejar 
el  legado;  y así  es  que  el  sugeto  á cuyo  favor 
hizo  el  testador  la  confesión  de  deuda,  no  puede 
reconvenir  á este  por  ella,  ni  usar  de  acción  al- 
guna reclamándola  como  débito,  sino  solamente 
como  manda. 

El  heredero  debe  pagar  la  cantidad  que  deja 
el  testador  como  deuda,  aunque  esta  no  sea  cier- 
ta, porque  la  causa  falsa  no  vicia  el  legado  (le- 
yes 19  y 20,  tít.  9.°,  Part.  O.1);  pero  no  obstante 
parece  muy  justo  que  se  le  admita  á probar  que 
el  testador  dejó  este  legado,  porque  creía  verda- 
deramente que  debía  su  importe  al  legatario , y 
que  de  otra  suerte  no  se  lo  hubiera  dejado.  V.  Le- 
gado causal. 

XXX.  El  legado  de  la  dote  no  es  aquí  precisa- 
mente el  que  se  hace  á una  mujer  por  cualquie- 
ra persona  para  que  se  case , sino  el  que  hace  el 
marido  á la  mujer  de  lo  que  confiesa  haber  traí- 
do esta  por  dote  al  matrimonio.  Este  legado  vie- 
ne á ser  de  la  misma  naturaleza  que  el  de  deuda; 
yes  útil  á la  mujer,  porque  asi  puede  pedir 
desde  luego  esta  dote  confesada,  cuando  de  otro 
modo  teudria  que  esperar  un  año  si  consistiese 
en  muebles,  y por  otra  parte  no  está  obligada  & 
probar  haber  traído  realmente  al  matrimonio  lo 
que  se  le  deja  de  esta  manera;  pues  el  heredero 
tiene  que  hacerle  su  entrega  aunque  no  hubiese 
traído  ni  un  maravedí,  por  ia  razón  de  que  la 
causa  falsa  no  vicia  el  legado. 

Mas  es  indispensable  tener  presente  que  si  no 
se  aducen  otras  pruebas  de  la  dote,  no  puede 
perjudicar  semejante  legado  álos  acreedores  del 
marido , ni  tampoco  á los  herederos  forzosos,  en 
sus  legítimas.  Véase  Dote,  en  ¡a  parte  que  trata 
de  su  restitución: 

XXXI. '  Es  legado  de  alimentos  el  que  tiene  por 
objeto  la  subsistencia  del  legatario. 

Se  comprenden  bajo  el  nombre  de  alimentos 
la  comida,  la  bebida,  el  vestido,  el  calzado,  la 
habitación  y las  demás  cosas  que  son  necesarias 
para  vivir:  ley  2.*,  tit.  19,  Part.  4.‘ 

Cuando  el  testador  lega  los  alimentos  á algu- 
na persona  sin  señalamiento  de  cuota,  debe  dar 
el  heredero  al  legatario  lo  que  el  difunto  solia 
darle  con  este  objeto  en  el  tiempo  anterior  á su 
fallecimiento,  y por  falta  de  esta  noticia  ó eir- 
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cunstancia,  lo  que  necesite  para  vivir  según  su 
condición  y las  facultades  de  la  herencia:  ley  24, 
tít.  í).\  Part.  6."  • 

Los  alimentos  han  de  darse  por  todo  el  tiempo 
que  hubiere  señalado  el  testador;  do  habiéndolo 
señalado,  por  toda  la  vida  del  legatario. 

Cuando  se  legan  á los  menores  los  alimentos 
hasta  la  pubertad , ha  de  ampliarse  esta,  en  los 
varones  hasta  los  diez  y ocho  anos  y en  las  hem- 
bras hasta  los  catorce , ya  por  piedad,  ya  porque  ¡ 
hasta  dicha  edad  no  pueden  regularmente  ad-  ! 
quirjr  con  su  industria  lo  necesario  para  vivir;  , 
á no  ser  que  el  testador  hubiere  prefijado  la  épo-  | 
ca.  Así  se  observa  entre  nosotros  con  arreglo  á ¡ 
la  ley  14,  Dig.  de  alimentis  legatis.  V.  Alimentos 
y Juicio  de  alimentos. 

XXXII.-  Legado  vitalicio  es  el  que  hace  el  tes- 
tador de  una  renta  fija  á favor  de  alguna  perso- 
na para  que  lo  disfrute  durante  su  vida. 

Los  herederos  pueden  convenirse  con  el  lega- 
tario sobre  el  modo  de  que  tenga  efecto  este  le- 
gado. Puede  sacarse  de  la  herencia  el  importe 
de  diez,  quince,  veinte  ó mas  anatas  en  consi- 
deración á lo  que  según  su  edad  y robustez  pue- 
da  vivir  el  legatario , y entregárselas  para  que  1 
disponga  de  ellas  como  mejor  le  parezca;  puede 
también  bajarse  de  la  herencia  el  capital  corres- 
pondiente al  legado  anual  regulado  k un  tres 
por  ciento,  é imponerle  para  que  el  legatario 
perciba  los' réditos  durante  su  vida,  debiendo 
después  de  su  muerte  repartirle  entre  si  los  he- 
rederos; y por  fin,  puede  adoptarse  el  medio  de 
consignar  para  el  propio  fin  el  legado  en  una 
finca  que  igualmente  se  dividirán  aquellos  cuan- 
tío llegue  á morir  el  legatario.  Y.  Alimentos, 
pár.  1Y,  núm.  IX,  dienta  vitalicia,  y vida. 

XXXIII.  Legado  de  usufructo.  Y.  Usufructo. 

XXXIV.  Legado  del  quinto.  V.  Quinto. 

XXXY.  Legado  yio.  Y.  Patronato  de  legos. 

XXXVI.  Legado  anual  es  el-  legado  de  cierta 
cantidad  que  se  deja  para  cada  año,  como  si  dice 
el  testador  que  deja  tal  cantidad  á María  hasta 
que  se  case.  El  legado  anual  no  es  uno.  sino  mu- 
chos. El  legado  del  primer  año  es  puro , y el  de 
los  años  siguientes  es  condicional,  como  que 
lleva  inherente  la  condición  tácita,  si  viviere. 
Siendo  puro  el  legado  del  primer  año  y condi- 
cional el  de  los  siguientes,  se  sigue : l.°,  que  el 
día  del  legado  del  primer  año  cede  desde  la 
muerte  del  testador,  y el  de  los  siguientes  desde 
el  principio  de  cada  año;  2.”,  que  si  el  legatario 
muere  al  principio  del  año  trasmite  á sus  liere- 
. deros  el  legado  de  aquel  año;  3.°,  que  espira  el 
legado,  no  solo  por  el  trascurso  del  tiempo  para 
que  se  dejó,  sino  también  por  la  muerte  del  le- 
gatario. 

XXXVII.  Legado  de  cantidad  es  el  que  se  deja 
á uno  de  cosas  de  cierto  género,  clase  ó especie 


con  designación  de  su  número,  peso  ó medida, 
como  v.  g.,  de  seis  caballos,  de  cien  fanegas  de 
trigo , de  diez  toneles  de  vino , de  veinte  arrobas 
de  arroz,  de  12,000  rs.  vn.,  etc. 

Es  claro  que  el  legado  de  animales,  el  legado 
de  granos,  el  legado  de  vino,  el  legado  de  dine- 
ro, sin  designar  la  especie,  ni  el  número,  ni  el 
peso , medida  ó cantidad,  seria  nulo  é irrisorio, 
porque  el  heredero  podría  cumplir  con  la  man- 
da entregando  un  gato  y un  ratón , dos  granos 
de  trigo,  dos  gotas  de  vino,  dos  ó tres  marave- 
dís. Pero  no  es  indispensable  que  en  el  mismo 
acto  del  legado  se  fije  la  cantidad  que  se  deja, 
con  tal  que  por  un  cálculo  seguro  ó aproximado 
pueda  determinarse  y fijarse  en  lo  succesivo.  Así 
es,  que  el  legado  de  los  granos  ó del  vino  ó del 
dinero  ó de  otra  cosa  que  el  legatario  necesitare 
anualmente  para  su  subsistencia  y la  de  su  fa- 
milia, seria  muy  válido,  porque  podría  determi- 
narse fácilmente  la  cantidad  legada,  según  la 
calidad  y número  de  las  personas  y las  fuerzas 
de  la  herencia. 

Ko  es  menos  válido  el  legado,  aunque  el  tes- 
tador no  haya  dejado  entre  sus  bienes  ninguna 
de  las  cantidades  que  lega;  pues  no  es  sino  una 
carga  que  le  impone  de  hacerse  con  ellas  para 
entregarlas  al  legatario,  á no  ser  que  expresa- 
mente mande  que  se-han  de  tomarle  alguno  de 
sus  fundos,  como  si  legase  p.  e.  cien  cántaros 
de  vino  de  la  viña  tal  ó cual,  ó cien  pesos  de 
las  rentas  de  tal  casa;  pues  si  la  viña  nada  pro- 
dujese y la  casa  estuviese  desalquilada  no  ten- 
dría obligación  el  heredero  de  darle  los  cien  pe- 
sos, ni  los  cien  cántaros  de  vino. 

Si  el  testador  legare  dos  ú mas  veces  en  un 
testamento  cierta  cantidad  de  dinero  ú otra  cosa 
de  las  que  están  sujetas  á numero,  peso  ó medi- 
da, debe  darla  el  heredero  tantas  veces  cuantas 
fué  mandada,  con  tal  que  pruebe  el  legatario 
que  tal  fué  la  voluntad  del  testador;  y si  la  mis- 
ma cantidad  mandada  en  un  testamento  se  re- 
pitiese en  otro  posterior  ó en  codieilo,  se  en- 
tiende que  el  testador  quiso  mandarla  dos  veces, 
salvo  si  el  heredero  prueba  lo  contrario:  ley  45, 
tít.  9.°,  Part.  6.’  Lo  mismo  será  si  se  la  legó 
segunda  vez  por  alguna  cansa  especial,  ó si  las 
cantidades  son  diversas  y desiguales  el  nú- 
mero, ó si  le  legó  la  una  puramente' y la  otra 
con  condición,  pues  parece  que  el  testador  qui- 
so multiplicar  el  legado  por  la  nueva  y distinta 
calidad  añadida;  pero  si  el  testador  legase  dos 
ó mas  veces  en  un  mismo  testamento,  á un  mis- 
mo legatario,  una  C03a  específica  y determinada 
como  p.  e.  una  casa  ó una  viña,  debe  darse  una 
sola  vez , y no  la  casa  ó viña  y luego  su  estima- 
ción: ley  45,  tít.  9.°,  Part.  6.* 

Si  el  testador  legare  cierta  cantidad,  p.  o.  mil 
pesos  que  dijo  tener  en  un  cofre  ú otra  parte,  y 
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efectivamente  se  encontrasen  allí,  deberá  entre- 
garlos el  heredero;  pero  si  se  hallasen  menos 
cumplirá  con  dar  los  que  resultan;  y si  hubiere 
mas,  no  estará  obligado  á entregar  sino  los  mil: 
ley  18,  tít.  9.  , Part,  6.a  Mas  en  el  presente  caso 
puede  decirse  que  el  legado  de  cantidad  corres- 
ponde & la  clase  de  los  legados  específicos,  pues 
se  designa  cierta  cantidad  que  existe  en  cierto 
paraje  y no  la  suma  en  general.  Y.  Legado  ' ge- 
nérico. 

XXXVIII.  Legado  repetido  es  el  que  se  hace 
dos  ó mas  veces  de  una  misma  cosa  ó cantidad. 
V.  Legado  de  cantidad. 

XXXIX.  Legado  de  opcion  ó elección  se  dice 
aquel  en  que  el  testador  quiere  que  el  legatario 
elija  entre  dos  ó mas  cosas  de  un  mismo  género 
la  que.mejor  le  pareciere;  como  si,  por  ejemplo, 
le  diese  facultad  para  elegir  el  caballo  que  mas 
le  acomodase  de  cuantos  tiene  en  la  cuadra. 

En  este  legado  puede  el  legatario  elegir  el 
mejor  caballo  que  dejó  el  testador,  lo  que  no 
podía  hacer  en  el  legado  genérico,  según  hemos 
visto;  pero  una  vez  hecha  la  elección,  no  puede 
arrepentirse  dejando  la  cosa  elegida  y tomando 
la  otra:  ley  25,  tít.  9.°,  Part.  6.* 

Si  el  testador  dejó  la  elección  al  arbitrio  de 
un  tercero , y este  no  la  hace  dentro  del  término 
de  un  año  por  no  poder  ó no  querer,  podrá  des- 
pués hacerla  el  mismo  legatario;  d.  ley  25. 

Si  después  de  la  elección  le  fuere  quitada  en 
juicio  la  cosa  elegida  por  ser  ajena,  podrá  pedir 
y tomar  la  otra,  como  si  no  hubiera  hecho  la 
elección:  Rojas-,  de  incompalib.,  Part.  o.‘;  cap.  6.°, 
núm,  87  y siguientes. 

Cuando  habiendo  dejado  el  testador  á dos  per- 
sonas junta  ó separadamente  una  de  sus  cosas, 
diciendo  que  elijan  la  que  quisieren,  no  se  con- 
formare el  uno  con  la  elección  del  otro,  deben 
echar  suertes,  y ha  de  elegir  y haberla  aquel  á 
quien  tocare,  el  cual  quedará  oblig’ado  á pagar 
al  otro  la  parte  que  le  corresponda  del  valor  de 
la  cosa,  á justa  tasación  de  hombres  buenos:  ley 
26,  tít,  9.°,  Part.  6.* 

Si  muriere  el  legatario  sin  haber  hecho  la 
elección , podrán  verificarla  sus  herederos;  y si 
discordaren,  corresponderá  igualmente  hacerla 
á quien  le  tocare  por  suerte  en  la  misma  forma 
y con  la  indicada  obligación;  el.  ley  26. 

En  los  legados  genéricos  en  que  no  se  ha  dado 
á nadie  derecho  de  elección,  si  teniendo  el  tes- 
tador muchas  cosas  de  un  mismo  género  ó es- 
pecie, pero  de  diverso  valor,  como  muchos  ca- 
ballos ó muías,  legare  una  de  ellas  á un  sugeto 
y otra  á otro  sin  distinción,  tocará  la  elección 
al  legatario  que  fué  nombrado  primero,  por 
presumirse  haber  sido  el  mas  querido  del  difun- 
to; Gómez,  Variar,  cap.  12,  núm.  18.  Pero  si 
fuese  uno  solo  el  legatario,  podrá  escoger  entre 


las  que  hubiere,  aunque  ñola  mejor:  ley  23, 
tít.  9.°,  Part,  6.a 

XL.  Legado  de  cosa  principal  y cosa  accesoria. 
Si  se  legan  dos  cosas  copulativamente,  se  ha  de 
mirar  si  las  dos  son  principales,  ó si  la  una  es 
principal  y la  otra  accesoria.  En  el  primer  caso, 
pereciendo  la  una,  aun  se  dehe  la  otra;  y en  el 
segundo,  pereciendo  la  principal  no  se  debe  la 
accesoria.  Me  dejó,  por  ejemplo,  Pablo,  un  caba- 
llo y un  buey ; entonces  pereciendo  el  caballo, 
todavía  se  me  debe  el  buey,  Por  el  contrario,  si 
Pablo  me  dejó  un  caballo  con  su  silla  y sus  jae- 
ces, muerto  el  caballo  no  se  me  deben  los  jaeces 
ni  la  silla,  porque  lo  accesorio  sigue  á su  prin- 
cipal. Mas  esta  regla  de  que  lo  accesorio  sigue  á 
lo  principal,  solo  tiene  lugar  cuando  lo  princi- 
pal pereció  en  vida  del  testador;  pues  si  lo  prin- 
. cipal  pereció  después  de  su  muerte , como  ya  el 
legatario  tenia'  entonces  derecho  á toda  la  cosa 
; legada,  deberán  entregársele  los  restos,  por  la 

I regla  de  que  mewm  est,  quod  ex  re  mea  superest. 
V.  Accesorio  y mas  abajo  De  la  extinción  de  los 
legados. 

XLI.  De  qué  manera  puede  legarse. — Pueden 
dejarse  de  varios  modos  los  legados;  á saber: 

: 1.°,  pura  y simplemente  , puré;  2.a,  con  condi- 
ción , sillo  conditione ; 3.°,  desde  cierto  tiempo  ó 
ha9ta  cierto  tiempo,  ex  die  vcl  in  diem ; 4.°,  á tí- 
tulo remuneratorio,  ó sea  indicando  la  causa 
porque  se  hacen,  sub  causa-,  5.",  con  carga  ó 
graváinen,  ó sea  con  expresión  del  fin  para  que 
se  hacen , sub  modo;  6, 0 con  demostración , esto 
es,  designando  la  cosa  legada  con  alguna  señal 
ó circunstancia  que  la  haga  conocer  con  mas 
certeza,  sub  demonslralione.  De  la  forma  en  que 
se  deja  el  legado  viene  su  denominación  de  le- 
' gado  simple  ó puro,  legado  condicional,  legado 
á dia  ó desde  cierto  dia  ó hasta  cierto  día,  lega- 
do causal  ó remuneratorio,  legado  modal  ú one-  - 
roso,  y legado  con  demostración. 

XLII.  Legado  simple  ó puro  es  el  que  se  dejó 
sin  prefijar  tiempo,  dia,  condición  ni  calidad  ó 
circunstancia  alguna  que  lo  modifique  ó sus- 
penda su  entrega;  como  si  dijese  el  testador; 
lego  á fulano  tal  cosa  ó tantos  mil  pesos:  ley  31, 
tít.  9.u,  Part.  7.”  Al  que  alega  no  haberse  dejado 
puramente,  incumbe  la  obligación  de  probar  la 
condición , día  ó calidad  que  en  61  se  hubieren 

puesto.  . 

En  todo  legado  de  cosa  específica  que  se  deja 

absoluta  y puramente  ó sin  condición,  pasa  el 

dominio  de  la  cosa  al  legatario  luego  que  falle- 
ce el  testador:  de  manera  que  aun  cuando  mu- 
riese aquel  antes  de  entrar  el  heredero  en  la 
herencia,  ó de  tomar  él  mismo  posesión  déla 
cosa  legada,  pertenece  esta  al  heredero  de  dicho 
legatario , pudiendo  de  consiguiente,  así  el  le- 
gatario como  su  heredero,  hacer  uso  de  la  acción 
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reivindicatoría  y pedir  la  cosa  como  soya:  ley  . 
34  tít.  0°,  Part.  6.*  Pero  siendo  genérico  ó de  > 
cantidad  el  legado,  no  se  trasfiere  su  dominio 
en  el  legatario  sino  después  de  la  entrega;  y así 
no  le  competen  mas  acciones  que  la  personal  é 
hipotecaria.  V.  Legada  especifico  y Legado  ge- 
nérico. * Véase  sobre  la  acción  que  corresponde 
al  legatario,  lo  que  se  dice  en  el  artículo  Anota- 
ción 'preventiva.  * 

XIJll.  Es  condicional  el  legado  cuando  el  tes- 
tador hace  pender  su  validez  y sus  efectos  de  un 
acontecimiento  futuro  é incierto , sea  suspen- 
diéndolos hasta  que  el  acontecimiento  se  verifi- 
que, sea  revocándolos  según  que  se  cumpla  ó 
no  se  cumpla  el  acontecimiento. 

Puede  en  efecto  dejarse  un  legado  bajo  condi- 
ción resolutoria , ú bajo  condición  suspensiva:  se 
deja  bajo  condición  resolutoria  cuando  dice,  por 
ejemplo,  el  testador,  que  te  lega  su  casa  hasta  que  ! 
venga  la  familia  de  su  hermano  que  está  en  Mé- 
jico, ó con  la  condición  de  que  si  viene  la  fami- 
lia de  su  hermano  que  está  en  Méjico,  se  invali- 
dará el  legado;  y se  deja  bajo  condición  suspen- 
siva cuando  dice,  por  ejemplo,  el  testador,  que 
te  lega  su  viña  si  hicieres  esto,  ó si  sucediere  tal 
cosa.  En  el  primer  caso  se  conferirá  al  legatario 
la  propiedad  de  la  cosa  legada  con  la  condición 
puesta  en  el  legado , el  cual  se  asimilaría,  en 
cuanto  á la  época  de  su  adquisición  y de  su  en- 
trega, al  legado  puro  y simple;  y solamente  si  se 
cumplía  la  condición  resolutoria  volvería  al  deu- 
dor del  legado  la  cosa  legada,  libre  y franca  de  i 
todas  las  cargas  impuestas  par  el  legatario,  como  | 
en  'el  caso  de  una  donación  que  se  hiciese  con  el  : 
derecho  de  reversión  ó retorno  ; ni  aun  deberia 
prestar  caución  el  legatario , á no  ser  que  el  tes- 
tador le  hubiese  impuesto  la  obligación  de  pres- 
tarla, lo  que  habría  de  colegirse  de  los  términos 
en  que  estuviese  concebido  el  legado  en  el  tes- 
tamento, como  asimismo  de  las  circunstancias 
de  la  causa;  y ganaría  los  frutos  que  hubiese 
percibido  hasta  la  resolución  ó extinción  de  su 
derecho,  sin  que  por  eso  se  le  debiese  confundir 
con  un  simple  usufructuario;  pues  que  seria 
verdadero  dueño  aunque  con  un  derecho  sujeto 
á resolución. 

En  el  segundo  caso , esto  es , cuando  el  legado 
se  deja  bajo  condición  suspensiva,  no  adquiere 
derecho  á la  cosa  legada,  el  legatario,  sino  con 
tal  que  sobreviva  al  testador  y no  muera  antes 
del  cumplimiento  de  la  condición;  pues  sola- 
mente desde  el  momento  en  que  esta  llega  ó se 
cumple  (después  de  la  muerte  del  testador)  ad- 
quiere derecho  al  legado  el  legatario  y lo  tras- 
mite á sus  herederos:  leyes  7,‘,  8.*  y 9.*,  tít.  4.°, 
y ley  34,  tít.  9.°,  Part.  6.*  Si  muere  el  legatario 
antes  que  se  cumpla  ó exista  la  condición,  se 
extingue  ó caduca  el  legado , y queda  el  domi- 


nio de  la  cosa  legada  en  el  heredero  del  testa- 
dor: bien  que  si  el  legatario  tuviese  substituto  ó 
compañero  k quien  juntamente  con  élse  hubiese 
legado  la  misma  cosa,  verificada  la  condición, 
pertenecerá  el  legado  al  compañero  ó substituto: 
dicha  ley  34.  * V.  La  resol,  de  20  de  Feb.  de  1875.  * 

La  materia  de  condiciones  es  tan  inmensa  que 
seria  imposible  prever  los  innumerables  casos 
que  pueden  ofrecerse,  pues  que  varían  estos  se- 
gún las  circunstancias  en  que  se  encuentran  los 
testadores,  y aun  muchas  veces  según  sus  ca- 
prichos. En  los  diversos  artículos  de  la  palabra 
Condición  se  han  exp'uesto  ya  las  reglas  princi- 
pales que  rijen  en  este  asunto,  y así  es  muy  poco 
lo  que  ahora  tenemos  que  añadir. 

Para  que  haya  condición  propiamente  tal,  es 
necesario  que  el  acontecimiento  que  forma  su 
objeto  sen  futuro  ; pues  si  ya  se  hubiese  verifi- 
cado al  tiempo  del  testamento , no  haría  condi- 
cional el  legado , de  modo  que  aun  cuando  el 
legatario  muriese  antes  de  que  se  tuviese  noti- 
cia de  haberse  cumplido,  no  dejaría  por  eso  de 
trasmitir  su  derecho  á sus  herederos , con  tai 
que  por  otra  parte  hubiera  sobrevivido  al  testa- 
dor, que  es  un  requisito  esencial  en  todos  los 
casos:  ley  10,  pár.  l.°,  y ley  11,  D.  de  condit.  et 
demonst.:  ley  2.°,  tít.  4.“,  Part.  6L 

El  legado  de  los  frutos  que  no  han  nacido  to- 
davía, pero  que  pueden  nacer,  como  si  dijese  el 
testador,  que  legaba  los  frutos  que  produjere  su 
viña  ó las  crias  que  tuvieren  sus  ganados  en  el 
año  siguiente  al  de  su  muerte,  no  es  tampoco 
legado  condicional;  de  suerte  que  la  muerte  del 
legatario  acaecida  antes  .del  nacimiento  de  los 
frutos  de  la  viña  ó de  las  crías  de  los  animales  y 
después  del  fallecimiento  del  testador , no  impe- 
dirla que  el  legatario  hubiese  tenido  un  derecho 
adquirido  y trasmisible  á sus  herederos;  porque 
la  condición  sobreentendida,  si  nacieren  los  fru- 
tos ó las  crias , es  extrínseca  y no  resulta  de  la 
voluntad  del  testador:  ley  12,  tít.  9.°,  Part.  (».*, 
ley  20,  tít,  11,  Part.  5.‘,  y ley  99,  de  condit.  et 
demonst. 

Es  necesario  también,  para  qué  el  legado  sea 
condicional,  que  el  acontecimiento  sea  incierto. 
Así  es  que  si  yo  dejo  un  legado  á Pablo  para 
cuando  él  muera,  este  legado  no  será  condicional 
sino  4 plazo,  porque  es  cierto  que  Pablo  ha  de 
morir ; y efectivamente  cuando  muera  Pablóse 
trasmitirá  el  legado  á sus  herederos : mas  si  el 
acontecimiento  de  la  muerte  se  refiere  á un  ter- 
cero y no  al  legatario,  como  si  yo  dejo  el  legado 
á Pablo  para  cuando  mi  heredero  fallezca,  el  lega- 
do entonces  será  condicional;  porque  si  bien  es 
cierto  que  morirá  el  heredero , es  incierto  si  en 
aquella  época  vivirá  "el  legatario:  Si  cum  h.®res 
morietur,  legelur,  conditionale  legatum  est;  deni- 
que  vivo  heerede  de  fuñe  tus  legatarios  ad  hceredem 
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non  transferí.  Si  vero  cum  ipse  lugatmuus  mo- 
bibtüb,  legetur  ei:  certum  esé,  legatum  ad  h ueredem 
transmitti:  ley  4.*,  tít.  2.°,  lib.  36.  Dig.  Del  mis- 
mo modo , si  manda  el  testador  que  den  á Pedro 
mil  ra.  vn.  cuando  cumpla  catorce  años,  el  le- 
gado están  condicional  como  si  el  testador  hu- 
biera puesto  literalmente  la  condición  de  si  cum- 
pliere catorce  años-,  porque  no  se  sabe  si  Pedro 
■ cumplirá  dicha  edad  ó morirá  antes  de  llegar  á 
ella:  de  manera  que  muriendo  antes,  no  adqui- 
rirá derecho  ál  legado,  ni  por  consiguiente  po- 
drá trasmitirlo  á su  heredero:  ley  31,  tít  9 0 
Part.  6.* 

Cuando  el  testador  pone  dos  ó mas  condiciones 
conjuntiva  ó cumulativamente,  deben  cumplirse 
todas  para  poder  percibir  el  legado;  pero  si  las 
pone  disyuntiva  ó separadamente,  bastará  que 
se  cumpla  una  sola.  Se  entienden  puestas  cu- 
mulativamente las  condiciones  cuaudo  lo  están 
con  la  conjunción  copulativa  y ó é , como  si  dice 
el  testador  que  lega  á Pedro  tal  cosa  si  diere 
tanto  á los  pobres,  si  fuere  en  romería  á tal  san- 
tuario, y si  construyere  tal  Iglesia;  y se  entien- 
den puestas  disyuntivamente,  cuando  lo  están 
con  la  conjunción  alternativa  ó,  ó ú,  como  di-  ¡ 
ciendo  el  testador  que  lega  á Pedro  tal  cosa  si 
diere  tanto  á ios  pobres,  si  fuere  en  romería  á 
tal  santuario  ó si  construyere  tal  Iglesia:  ley  13, 
tít.  4.°,  Part.  6. ‘ Algunas  excepciones  tiene  esta 
regla , pero  son  raras  y no  resultan  sino  de  la 
intención  presunta  del  testador. 

Si  aunque  las  condiciones  estén  puestas  copu- 
lativa ó cumulativamente,  van  dirigidas  á un 
solo  fin,  basta  también  que  se  cumpla  cual- 
quiera de  ellas  para  que  se  pueda  pedir  el  lega- 
do. Así  es  que  diciendo  el  testádor  que  si  Pedro  ¡ 
muriese  sin  hijos  y friere  presbítero , sea  Juan  ■ 
su  substituto,  bastará  que  Pedro  sea  presbítero 
para  que  Juan  pueda  llevar  el  legado. 

Imponiendo  el  testador  una  condición  que 
comprende  á muchos , hasta  que  cualquiera  de 
ellos  la  cumpla  ó que  se  verifique  eu  uno  para 
que  sea  válido  el  legado.  Eu  ei  caso , pues,  de 
decir  eL  testador  que  lega  tal  ó tal  cosa  á Pedro, 
Juan  y Diego  sus  criados,  si  estuvieren  en.  su  casa 
y servicio  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  percibirá 
la  cosa  legada  cualquiera  de  los  criados  nom- 
brados que  subsistiere  en  el  servicio  del  testador 
al  tiempo  de  su  muerte,  aunque  los  demás  le 
hubiesen  abandonado:  ley  13,  título  4.°,  Par-  ¡ 
tida  6.a 

Legando  ei  testador  una  misma  cosa  á dos  o 
mas  legatarios,  á unos  con  condición  y á otros 
sin  ella,  percibirán  estos  á la  muerte  del  testa- 
dor la  parte  que  les  corresponda , y aquellos  ha- 
brán de  aguardar  al  cumplimiento  déla  condi- 
ción para  tomar  la  suya,  ó á lo  menos  á la  prác- 
tica de  las  diligencias  convenientes  al  cumpti- 
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miento  sin  poder  conseguirlo:  leyes  12  y 14,  tí- 
tulo 4.“,  y ley  22,  tít.  9.°,  Part.  6.* 

Las  condiciones  deben  cumplirse  según  la  in- 
tención probable  del  testador;  y para  conocer 
esta  intención  han  de  tomarse  en  cuenta  los  mo- 
tivos que  pudo  tener  aquel  para  imponerlas;  lo' 
cual  hará  que  muchas  veces  los  tribunales  no 
vean  sino  una  simple  carga  en  la  cláusula  que  á 
primera  vista  parecía  contener  una  condición. 
El  legado  que  hiciere  el  testador  dejándolo  al 
juicio  ó arbitrio  de  su  heredero  , como  si  dijera 
p.  e.  que  dejaba  tal  viña  á Pedro,  si  su  heredero 
lo  tuviere  por  bueno  y razonable,  será  válido  y de- 
berá entregarse,  no  mostrando  el  heredero  razón 
justa  para  no  dárselo;  mas  si  lo  hiciese  dejando 
absolutamente  su  cumplimiento  á la  voluntad 
del  heredero,  si  lo  tuviere  á bien,  podrá  este  cum- 
plirlo 6 revocarlo  como  puesto  en  su  voluntad, 
aunque  no  manifieste  razón  alguna  para  lo  uno 
ni  para  lo  otro.  Si  lo  hiciere  dejándolo  en  el  ar- 
bitrio de  un  tercero,  como  si  dejase  uua  casa  á 
Pedro,  si  gimiere  Juan,  será  nulo  el  legado,  aun- 
que Juan  se  declare  por  su  validez;  pero  si  lo 
hiciere  bajo  una  condición  que  dependiese  de  la 
voluntad  de  un  tercero,  como  diciendo,  p,  e.que 
lega  á Pablo  tal  cosa,  con  tal  que  Diego  vaya  á Cá- 
diz, valdrá  el  legado  verificándose  el  viaje  de 
Diego;  pues  auuque  dependa  también  en  este 
caso  de  la  voluntad  de  Diego  el  hacer  que  se 
desvanezca  el  legado  no  yendo  á Cádiz,  sin  em- 
bargo, como  no  depende  absolutamente  de  su 
libre  arbitrio;  pues  que  no  caducaría  sino  en 
cuanto  Diego  se  abstuviese  del  viaje  que  era 
objeto  de  la  condición,  se  miraría  este  legado 
como  válido,  si  esta  condición  se  cumplía  efecti- 
vamente: ley  29,  tít.  9.°,  Part.  6.*  * 

Expresando  el  testador  que  haya  la  manda  el 
legatario  cuando  quisiere  su  heredero , si  muriese 
este  siu  pagar  ni  señalar  dia  á su  heredero  para 
cumplirla,  estará  obligado  á satisfacerla  este 
último  sin  demora  luego  que  entre  en  la  heren- 
cia del  heredero  del  testador,  porque  aquel  cuyos 
bienes  hereda  no  la  contradijo  durante  su  vida: 
mas  si  se  dejare  la  manda  con  la  expresión  de 
si  la  quisiere  el  legatario,  y este  muriese  sin  ha- 
berla aceptado,  no  podrá  demandarla  después 
su  heredero:  ley  30,  tít.  9.°,  Part.  6.1 

Mientras  que  en  los  legados  hechos  bajo  con- 
dición suspensiva  no  esté  todavía  cumplida  la 
condición , se  consideran  propietarios  de  la  cosa 
legada  los  herederos  encargados  de  su  entrega, 
y pueden  por  consiguiente  hacer  su  partición, 
como  de  los  otros  bienes  de  la  herencia,  adjudi- 
cándola con  su  carga  ógravámen:  ley  12,  tít.  2.°, 
lib.  10,  Dig.  A ellos  pertenece  la  acción  reivindi- 
catoría contra  cualquier  tercero  que  la  detenga: 
ley  06,  tít.  l.%  lib.  6.1',  Dig.  Elios  prescriben  en 
caso  necesario,  y tienen  derecho  á los  frutos  y á 
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las  accesiones:  de  manera  que  si  de  hecho  el 
legatario  se  encontrase  á la  muerte  del  testador 
en  posesión  de  la  cosa  legada,  podrían  recla- 
marla los  herederos;  así  como  la  restitución  de 
los  frutos  percibidos  por  él,  en  los  casos  en  que 
pudieran  hacérselos  restituir  por  otro  poseedor:  : 
leyes  32  y 42,  tít.  31,  Dig.  de  legatis  2.°  Mas  tiene  ; 
facultad  el  legatario  para  ejercer  los  actos  con- 
servatorios de  su  derecho;  y si  la  condición 
llegare  á cumplirse,  los  actos  hechos  por  los 
herederos  sohre  los  bienes  legados  no  tendrán 
efecto  alguno  con  respecto  al  legatario;  porque 
la  propiedad  de  los  herederos  estaba  sujeta  á 
una  condición  resolutoria , ianquam  sub  contra- 
ria conditione ; y los  actos  ó contratos  hechos  por 
el  que  no  tenia  sino  una  propiedad  de  esta  clase, 
están  sujetos  igualmente  por  regla  general  al 
mismo  peligro  de  resolución  ó extinción:  ley  12, 
tít.  2.'*,  lib.  10,  ley  11,  tít.  6.°,  lib.  8.°,  y ley  105, 
tít.  l.°,  lib.  35,  Dig.  Si  no  era,  pues,  el  difunto 
mas  que  un  simple  poseedor  de  la  cdsa  legada, 
la  prescripción  habrá  corrido  y se  habrá  cum- 
plido pendente  conditione  k favor  del  legatario; 
porque  los  herederos  como  gravados  del  legado 
poseían  también  eventualmerite  en  el  interés 
del  legatario,  por  virtud  de  la  voluntad  de  su  , 
causante. 

XLIV.  Legado  d dia,  es  el  que  se  hace  seña- 
lando el  dia  ó tiempo  en  que  ha  de  entregarse. 

Si  el  dia  es  cierto,  como  cuando  dice  el  testador 
que  lega  á Pedro  cien  pesos  para  el  dia  de  la  pró- 
xima Navidad,  nacen  la  acción  de  pedir  y la 
obligación  de  pagar  el  legado  (aunque  no  de 
hacer  la  entrega)  antes  que  llegue  el  dia;  esto 
es,  adquiere  el  legatario  desde  la  muerte  del 
testadbr  un  derecho  irrevocable  k la  cosa  lega- 
da; y así  pasa  dicha  acción  al  heredero  del  le- 
gatario, si  este  muriese  antes  de  dicho  tiempo. 
Pero  si  el  dia  fuere  incierto,  v,  gr.,  diciendo  el 
testador  que  lega  á Pedro  cien  pesos  para  cuando 
se  gradúe  de  doctor  ó para  cuando  cumpla  veinti- 
cinco años,  ninguna  acción  ni  obligación  nace 
hasta  que  llegue  el  dia  de  cumplir  Pedro  los 
veinticinco  años  ó de  graduarse  de  doctor,  por- 
que pudiera  morir  antes  de  llegar  k dicha  edad 
óá  la  obtención  del  grado,  ó porque,  aun  vivien- 
do, podría  abandonar  la  carrera  de  los  estudios: 
leyes  31  y 34,  tít.  9.°,  Part.  6.“  En  uno  y -otro 
caso  no  hay  obligación  de  entregar  la  cosa  le- 
gada hasta  que  llegue  el  dia , sea  cierto  ó in- 
cierto ; y aun  el  dia  incierto  se  tiene  por  condi- 
ción, debiendo  por  consiguiente  observarse  en 
este  legado  lo  que  en  el  condicional,  como  se  ha 
indicado  mas  arriba:  Pies  incertus  conditionem 
in  testamento  facit:  ley  75,  tít.  l.“,  lib.  35,  Dig. 

V.  Heredero  extraño,  pár.  VIH. 

XLY.  Legado  causal  d remuneratorio  es  aquel 
en  que  el  testador  expresa  el  motivo  de  cosa  pa- 


sada que  ha  tenido  para  legar,  como  si  dijese: 
lego  á Pedro  cien  pesos,  porque  cuidó  de  mis  nego- 
cios, ó por  tal  servicio  que  me  hizo,  ó porque  me 
salvó  de  un  gran  peligro.  Este  legado  tiene  su 
motivo  en  lo  pasado , mientras  que  el  legado 
oneroso  ó modal  lo  tiene  en  lo  futuro',  y se  dife- 
rencia del  legado  condicional,  en  que  sil  efecto 
no  pende  de  la  realidad  del  motivo  que  ha  tenido 
el  testador  para  hacerlo;  en  vez  de  que  el  efecto  < 
del  legado  condicional  pende  del  acontecimiento 
de  que  el  testador  ha  formado  el  objeto  de  la 
condición.  Así  que:  yo  lego  cien  pesos  á Pablo 
si  es  que  ha  cuidado  de  mis  negocios,  es  un  legado 
condicional:  ley  17,  pár.  3.°,  tít.  l.°,  lib.  “35  del 
Digesto.  Yo  lego  cien  pesos  á Pablo,  porque  ha 
cuidado  de  mis  negocios,  es  un  legado  remunera- 
torio ó causal,  ó con  expresión  de  causa.  Yo  lego 
cien  pesos  á Pablo,  para  que  cuide  de  la  ejecución 
de  mi  testamento,  es  un  legado  oneroso  ó modal. 

La  falsedad  de  la  causa  ó del  motivo  expresa- 
do por  el  testador,  no  vicia  ni  anula  el  legado,  y 
así  está  obligado  el  heredero  á entregarlo  desde 
luego  al  legatario,  aunque  resulte  que  no  es 
verdadera  la  causa  ó razón  que  se  dedujo  para 
hacerlo;  porque  como  dicen  los  jurisconsultos 
romanos,  vatio  legandi  legato  non  cohceret : ley  72, 
pár.  6.“,  tít.  I.6,  lib.  35,  Dig:,  y leyes  20  y 21, 
tít.  9.°,  Part.  6.1  La  verdadera  causa  del  legado 
está  en  el  sentimiento  de  beneficencia  del  testa- 
dor hácia  el  legatario,  y es  posible  que  no  haya 
expresado  un  motivo  sino  por  contemplación  á 
su  heredero,  con  el  objeto  de  no  descontentarle 
ó por  otras  razones,  además  de  que  el  testador 
es  una  especie  de  legislador  con  respecto  k la 
disposición  de  sus  cosas,  y debe  prestarse  obe- 
diencia k la  ley,  aunque  el  legislador  alegue 
una  causa  falsa. 

Sin  embargo,  sí  prueba  el  heredero  que  el  tes- 
tador no  hubiera  legado  á saber  que  la  causa  no 
era  cierta,  podrá  rechazar  la  demanda  del  lega- 
tario, como  lo  decide  la  citada  ley  72,  pár.  6.°, 
tít.  1.*,  lib.  35,  Dig.:  Sed  plerumque,  dice,  doli 
exceptio  locum  hale  bit,  si  pr  obelar  alias  legaturus 
non/uisse ; y aun  si  pagase  el  legado  por  ignorar 
la  falsedad  de  la  causa,  podrá  repetirlo  como  in- 
debidamente pagado:  ley  40,  tít.  6.°,  lib.  12,  Dig. 
Igualmente,  si  la  causa  ó razón  se  expresase  en  * 
términos  condicionales,  su  falsedad  haría  nulo 
el  legado;  de  suerte,  que  si  en  lagar  de  decir  el 
testador  que  lega  á Pablo  cien  pesos  por  haber 
cuidado  de  sus  negocios,  dijese  que  se  los  lega  si 
ha  cuidado  de  sus  negocios,  no  podrá  tener  efecto 
su  disposición  sino  en  el  caso  de  que  Pablo  le 
haya-prestado  realmente  el  servicio  que  pone  por 
condición:  Si  condilionaliter  concepta  sit  causa, 
ve  tu  ti  hoc  modo,  Titio  , si  negotia  mea  cukavit, 
FUNDI™  DO;  TrriUS  FILIUS  MEUS,  SI  FRATEIt  EJ.US 
CENTUM  EX  ARCA  SUMPSIT,  FUNDUM  PRECIPITO;  Ua 
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utile  ént  legatum , si  et  ille  negolia  curavil  el 
hitjus frater  cenlum  ex  arca  sumpsit:  ley  IV  títu- 
lo l.°,  lib.  35,  Dig. 

XLVI.  Legado  modal  ú oneroso  es  aquel  en 
que  se  expresa  el  fin  ú objeto  para  que  se  bace; 
esto  es,  el  que  se  deja  al  legatario  para  que  dé 
ó baga  algo,  corno -si  el  testador  dijere:  lego  á 
Ledro  cien  pesos,  para  que  me  haga  un  sepulcro, 

6 lego  mil  pesos  á Julia,  para  que  se  case  con 
Diego. 

Tiene  derecho  el  legatario  á que  se  le  entre- 
gue desde  luego  el  legado  que  se  le  hizo  de  esta 
manera,  dando  fiador  de  que  procurará  cumplir 
•lo  mandado  por  el  difunto,  y adquiere  su  domi- 
nio luego  que  cumpliere  ó hiciere  cuanto  está 
de  su  parte  para  cumplir  el  fin,  aunque  no  se 
cumpliese:  ley  21,  tít.  9.°,  Parí.  6.a  Mas  si  el  tes- 
tador hubiese  dispuesto  que  lo  cumpla  antes  de 
verificarse  la  entrega,  no  bastará  la  fianza ; y si 
habiendo  recibido  la  cosa  legada,  no  llevare  ó 
procurare  llevar  á cabo  el  precepto  del  testador, 
habrá  de  restituirla  con  frutos:  Gregorio  López, 
en  las  glosas  de  dicha  ley. 

El  legado  modal  ú oneroso,  llamado  así  porque 
lleva  inherente  una  carga,  gravamen  ú obliga- 
ción que  lo  modifica,  no  debe  confundirse  cou  el 
legado  condicional.  Bien  se  parecen  ambos  en 
que  así  la  carga  como  la  condición  debe  cum- 
plirse por  regla  general,  so  pena  de  revocación 
del  legado;  pero  la  carga  se  diferencia  de  la.con- 
dicion  suspensiva,  en  que  ella  no  suspende  como 
esta  el  efecto  de  la  disposición.  De  lo  cual  se  si- 
gue, que  la  muerte  del  legatario  sobrevenida 
antes  del  cumplimiento  de  la  carga  no  hace  que 
se  desvanezca  el  legado  oneroso,  al  paso  que  cau- 
sarla la  extinción  del  legado  condicional.  Tam-  I 
poco  impide  la  carga  que  el  legatario  demande  . 
desde  luego  la  entrega  del  legado,  dando  caución  ; 
¿fianza;  en  vez  de  que  la  condición,  mientras  no 
está  cumplida,  suspende  necesariamente  su  eje- 
cución, pues  que  suspende  hasta  su  efecto;  y por 
eso  importa  mucho  distinguir  bien  estas  diver- 
sas especies  de  legados,  debiendo  tenerse  antes 
por  modales  que  por  condicionales  , cuando 
las  expresiones  del  testador  ofrecieren  alguna 
duda. 

Si  yo  lego  mi  casa  á Juan  con  la  carga  ú obli- 
gación de  dar  mil  pesos  á su  madre,  hago  un  le- 
gado modal  ú oneroso,  y no  un  legado  condicio- 
nal, aun  cuando  yo  hubiera  dicho  que  se  la  lego 
cou  la  condición  de  dar  mil  pesos  á su  madre.  Si 
la  madre  de  Juau  muere  antes  que  yo,  queda  ca- 
ducada ó extinguida  la  disposición  hecha  en  su 
favor;  pero  la  caducidad  aprovecha  á Juan,  quien 
gozará  por  entero  de  los  productos  de  la  casa, 
como  si  no  se  le  hubiese  impuesto  tal  carga,  3 
no  al  heredero  ó á la  persona  que  se  aprovecha- 
ría de  la  caducidad  del  legado  principal:  &W 
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1 quem  sequuntur  incommoda,  eumdem  deben  t sequi 
commoda:  ley  17,  Dig.  de  legatis  2.°,  y ley  única, 
pár.  7.“,  tít.  51,  lib.  6.°,  Cód.  Si  es  Juan,  legatario 
directo,  quien  muere  antes  que  yo,  y su  madre 
me  sobrevive,  deberán  pagársele  á esta  los  mil 
pesos  por  la  persona  que  se  aprovechare  de  la 
caducidad  del  legado  de  la  casa,  en  virtud  del 
mismo  principio  quem  sequuntur  incommoda,  etc.; 
pues  la  casa  queda  con  su  gravamen  en  poder 
de  la  persona  que  debia  entregarla  á Juan:  ley 
única,  pár.  4.°,  tít.  51,  lib.  f>.°,  Cód.  Sin  embargo, 
si  la  carga  impuesta  á este  último  consistiese  en 
un  hecho  personal,  como  v.  gi\,  en  hacer  por  si 
mismo  un  retrato  para  su  madre,  no  pasaría  en- 
tonces la  obligación  de  hacerlo  á la  persona  que 
recogiese  el  legado  principal  en  defecto  de  Juan, 
sino  que  caducaría  y quedaría  extinguida:  dicha 
ley  única,  pár.  9.° 

Si  el  tercero  á cuyo  favor  se  impuso  la  carga 
ú obligación  sobrevive  al  testador,  puede  tras- 
mitir su  derecho  á sus  propios  herederos;  pero  si 
la  carga  impuesta  eu  beneficio  suyo  lo  hubiera 
sido  bajo  condición,  seña  necesario  entonces, 
para  que  el  derecho  pasase  á sus  herederos,  que 
la  condición  se  cumpliese  además  antes  de  su 
muerte.  El  tercero,  en  efecto,  seria  considerado 
como  un  legatario,  y se  le  aplicarían  por  consi- 
guiente las  reglas  relativas  á los  legados;  porque 
realmente  en  el  caso  que  acabamos  dé  proponer, 
es  absolutamente  lo  mismo  que  si  yo  hubiese 
legado  mi  casa  á Juan,  meno3  mil  pesos  que  este 
había  de  dar  á mis  herederos  para  q'ue  los  entre- 
gasen á su  madre;  y estos  mil  pesos,  aunque  no 
sacados  en  especie  de  mi  bolsillo'  no  llegarían 
menos  á la  madre  de  Juan  por  efecto  de  mi  vo- 
luntad; de  suerte,  que  yo  sería  precisamente 
quien  le  haría  el  beneficio. 

Si  á una  misma  persona  se  hubiesen  hecho 
dos  legados,  el  uno  con  carga  y el  otro  sin  ella, 
no  podría  el  legatario,  por  regla  general , pedir 
la  entrega  del  legado  hecho  sin  carga,  y repu- 
diar el  otro  para  dispensarse  de  ejecutar  la  vo- 
luntad del  difunto  (ley  5/,  princip.  et  pár.  l.°, 
D.  legat.  2.°j;  á no  ser  que  de  las  circunstancias 
de  la  causa  apareciese  que  el  testador  quiso  ha- 
cer los  dos  legados  sin  relación  el  uno  con  el 
otro,  lo  que  se  presumiría  fácilmente  en  el  caso 
de  que  las  disposiciones  se  hiciesen  en  actos  di- 
versos, como  p.  e.,  si  en  un  primer  testamento 
legase  á Pablo  su  casa,  y en  otro  segundo  ó en 
codicilo,  le  legase  una  viña  con  la  obligación  de 
dar  mil  pesos  á una  tercera  persona;  pues  enton- 
ces no  debería  creerse  haber  querido  el  testador 
que  el  efecto  del  primer  legado  estuviese  necesa- 
riamente subordinado  á la  aceptación  del  otro. 
V.  Aceptación  de  legado. 

Cuando  no  puede  entregarse  al  legatario  toda 
la  cosa  legada  por  haber  perecido  alguna  parte 


en  manos  del  testador,  debe  rebajarse  propor- 
cionalmente la  carga  en  caso  de  que  sea  divisi- 
ble; y lo  mismo  debe  hacerse  si  el  testador  hu- 
biese reducido  el  legado  por  medio  de  enajena- 
ciones ú otra  especie  de  revocaciones:  ley  44, 
pár.  9.°,  tit.  l.°,  lib.  35,  Dig. 

Cuando  el  legado  hecho  con  carg-a  se  trasüere 
á otra  persona,  como  p.  e.,  si  dice  el  testador  que 
la  casa  que  había  legado  á Juan  la  lega  é Pablo, 
pasa  el  legado  al  segundo  legatario  con  la  car- 
ga. á no  haber  declaración  coutraria  de  parte 
del  testador;  porque  respecto  de  la  cosa  y del 
gravámen,  es  el  mismo  legado,  aunque  hecho 
en  beneficio  de  otra  persona.  Sin  embargo,  si  en 
la  segunda  disposición  se  revocase  el  legado  he- 
cho á Juan,  y luego  se  legase  á Pablo  la  misma 
cosa  sin  hacer  mención  de  la  carga,  no  estaría 
obligado  Pablo  á satisfacerla;  porque  seria  otro 
legado  y se  consideraría  hecho  sin  gravámen. 
Con  arreglo  á esta  distinción,  si  el  primer  legado 
es  condicional,  la  condición  pasará  ó no  paSará 
á la  segunda  disposición ; y no  pasaria  en  nin- 
gún caso,  si  fuese  del  número  de  aquellas  que  no 
pueden  cumplirse  sino  por  la  persona  k quien  se 
han  impuesto:  ley  95,  tít.  l.°,  lib.  35,  y ley  24, 
tít.  4.°,  lib.  34,  Dig. 

Cuando  lo  que  se  prescribe  al  legatario  es  con- 
trario á las  leyes  ó á las  buenas  costumbres,  se 
reputa  no  escrita  la,  carga  ni  la  condición;  de 
modo  que  el  legatario  percibirá  el  legado  como 
si  se  le  hubiese  dejado  pura  y simplemente,  se- 
gún las  leyes  3.a,  4."  y 5.a,  tít.  4.°,  Part.  6.a  Tam- 
bién se  considerarla  no  escrita,  si  no  pendía  del 
legatario  el  ejecutarla,  como  en  el  caso  de  que 
habiéndosele  encargado  la  entrega  de  cierto  ca- 
ballo á Pablo,  hubiese  llegado  á perecer  este  ca- 
ballo sin  culpa  suya  y antes  de  haberse  consti- 
tuido en  mora,  y como  en  el  caso  de  que  el  tes- 
tador le  hubiera  hecho  el  legado  con  la  carga  ú 
obligación  de  casarse  con  tal  mujer  y esta  no 
quisiere  consentir  en  el  matrimonio:  ley  37,  Dig. 
decondit.  eldemonsl.;  ley  92,  pár.  l.°,  y ley  1.a, 
Cód.  de  his  qum  sub  modo.  Otra  cosa  seria  si  la 
imposibilidad  de  ejecutar  la  carga  ú obligación 
fuese  relativa  solamente  á la  persona  del  legata- 
rio que  no  tuviese  los  medios  de  cumplir  con  lo 
prescrito  por  el  difunto;  pues  no  quedaria  por 
eso  libre  de  la  carga:  ley  4.a,  pár.  l.°,  tít.  7.°, 
lib.  40,  Dig.  Mas  esta  imposibilidad  podría  con- 
siderarse á veces  como  absoluta;  y así  es  que  si 
p.  e.,  se  hubiese  hecho  un  legado  á un  sugeto 
con  la  carga  ú obligación  de  casarse  con  la  so- 
brina del  testador,  y al  fallecimiento  de  este,  el 
legatario,  que  ignoraba  la  disposición,  se  encon- 
trase ordenado  insacris,  le  seria  remitida  la  obli- 
gación ó carga  por  no  ser  posible  su  ejecución, 
y no  por  eso  seria  menos  válido  el  legado  en  té- 
gis  general,  á no  ser  que  el  testador  lo  hubiese 


hecho  condicionalmente  , sin  proponerse  otro 
objeto  que  la  realización  del  matrimonio,  lo  que 
se  habría  de  estimar  por  las  circunstancias. 

Cuando  el  testador  al  poner  modo  al  legado, 
es  decir,  al  expresar  el  fin  para  que  deja  el  le- 
gado , atendió  tan  solamente  á la  comodidad  é 
interés  del  legatario , no  hay  verdaderamente 
carga  ni  gravámen,  ni  por  consiguiente  obliga- 
ción alguna  de  parte  del  legatario,  quien  puede 
por  lo  tanto  pedir  la  entrega  del  legado  sin  ne- 
cesidad de  dar  cauciop  : ley  71,  tít.  l.“,  lib.  35, 
Dig.  Tal  seria  el  caso  en  que  el  testador  legase 
p.  e.  á Juan  mil  pesos  para  comprar  un  fundo, 
ó para  reedificar  su  casa  destruida  por  un  in- 
cendio, ó para  hacerse  con  una  librería,  ó á En- 
gracia igual  cantidad  para  casarse.  Pero  seria 
otra  cosa,  si  legase  á su  hermano-  Pedro  miL  pe- 
sos para  facilitarle  los  medios  de  hacer  apren- 
der un  oficio  á su  sobrino,  ó para  levantar  un 
sepulcro  á su  padre:  dicha  ley  71.  En  una  pala- 
bra, siempre  que  la  intención  del  testador  se  di- 
rija á que  la  cosa  que  prescribe  deba  ejecutarse 
por  tener  en  ello  interés  alguna  otra  persona, 
quedará  impuesta  una  verdadera  carga,  que 
habrá  de  cumplirse  bajo  pena  de  revocación  del 
legado;  y el  legatario,  para  obtener  su  entrega, 
.ha  de  dar  generalmente  fianza  para  seguridad 
del  cumplimiento  de  la  voluntad  del  difunto,  si 
del  testamento  ó de  las  circunstancias  particu- 
lares de  la  causa  no  resulta  que  el  testador  ha 
querido  dispensarle  de  prestarla. 

XLYII.  Legado  con  demostración  se  dice  aquel 
en  que  el  testador  pone  á la  cosa  legada  alguna 
señal,  circunstancia  ó aditamento  que  la  designa 
ó la  hace  conocer  con  mas  certeza,  como  si  dije- 
se: lego  á Pedro  tal  cosa  que  compré  d Juan  6 que 
me  donaron. 

En  el  lenguaje  de  los  jurisconsultos  sobre  esta 
materia,  hay  dos  especies  de  demostraciones: 
una  que  concierne  á la  persona  del  legatario,  y 
otra  que  se  refiere  á la  cosa  legada.  De  la  pri- 
mera se  habló  ya  en  los  párrafos  Vil  y siguientes 
de  este  mismo  artículo,  y ahora  se  hablará  de  la 
segunda. 

Si  ia  demostración  relativa  á la  cosa  legada  es 
verdadera,  es  claro  que  valdrá  el  legado;  y 
lar mente  valdrá  también  este,  aunque  aquella 
sea  falsa;  de  modo,  que  en  el  ejemplo  propuesto, 
aunque  la  cosa  legada  á Pedro  no  hubiese  sido 
comprada  ni  donada,  sino  adquirida  de  otra 
suerte,  no  por  eso  dejaría  de  haberla  el  legata- 
rio; porque  la  demostración  no  es  necesaria,  y 
lo  que  interviene  en  algún  acto  sin  que  se  re- 
quiera para  su  validación,  no  le  vicia.  Díjose,  no 
obstante,  que  regularmente  valdrá  el  legado,  aun- 
que la  demostración  sea  falsa;  porque  esta  regla 
no  deja  de  padecer  excepciones,  sino  por  causa 
de  la  demostración  misma,  á lo  menos  por  razón 


LE 


LE 


— 857  — 


(le  algún  otro  aditamento  ó circunstancia;  y así, 
en  todo  legado  hecho  con  demostración,  debe 
examinarse  atentamente  la  voluntad  del  testador 
que  habrá  de  observarse. 

Por  consecuencia  de  estos  principios,  las  falsas 
denominaciones  ó indicaciones  relativas  á la 
cosa  legada,  no  vician  el  legado;  y así  es,  que  si 
legando  una  heredad  la  designase  yo  con  otro 
nombre  que  el  que  tiene,  no  por  eso  seria  menos 
válido  el  leg-ado:  Si  quis  in  funii  vocabulo  erra- 
vil,  et  cornelianuvi  pro  semproniano  nominavil, 
de  bebí  lar  semproniamis:  ley  4.*,  Dig.  de  legatis  1" 
Con  mucha  mas  razón,  si  yo  mismo  hubiese  mu- 
dado el  nombre  de  esta  heredad,  aunque  hiciese 
poco  tiempo,  se  debería  el  legado;  porque  enton- 
ces ni  aun  habría  error. 

Por  los  mismos  motivos , las  falsas  indicacio- 
nes con  respecto  á los  límites  ó linderos  de  las 
heredades  legadas  ó al  nombre  del  pueblo  en 
que  están  situadas,  no  causan  tampoco  perjui- 
cios á la  validez  del  legado;  porque  lo  eseucial 
es  que  pueda  distinguirse  bien  lo  que  el  testa- 
dor ha  querido  legar,  y las  circunstancias  del 
hecho  pueden  fácilmente  conducirnos  á este  re- 
sultado. 

Pero  seria  nulo  el  legado  si  el  testador  hubiese 
padecido  error  en  la  denominación  que  general- 
mente tienen  las  cosas  para  designar  su  esencia; 
como  si  dijese  latón  queriendo  legar  oro  (ley  28, 
tit.  9.",  Part.  6.‘):  Sed  si  in  corpore  email,  nonde- 
bebilur;  et  si  in  re  quis  erraverit,  utputa  dum  vnll 
Ictncem  relinquere , veslem  legat , neutrum  debebit-, 
hoc  sive  ipse  scripsil,  sive  scribendnm  dictaverit: 
ley  4.‘,  Dig.  de  legatis  l.°,  y ley  9.a.  pár.  1.“,  Dig. 
de  liar  edil),  insiit. 

En  efecto,  el  que  lega  otra  cosa  diferente  de  i 
aquella  que  quería  legar,  no  lega  realmente 
ninguna;  no  puede  decirse  que  lega  la  cosa  que 
no  ha  nombrado,  pues  que  no  se  encuentra  ex- 
presada su  intención  con  respecto  á ella;  ni  tam- 
poco que  lega  la  cosa  que  ha  nombrado,  pues 
que  en  verdad  no  quería  legarla,  y todo  legado 
tiene  su  principio  en  la  voluntad  del  testador; 
ley  3.*,  Dig.  de  rebus  dubiis.  Mas  al  heredero  in- 
cumbe probar  que  la  intención  del  difunto  no 
era  legar  la  cosa  que  fué  nombrada  en  el  testa- 
mento, lo  que  comunmente  no  será  por  cierto 
muy  fácil.  Por  lo  demás,  en  caso  de  que  el  testa- 
dor tuviese  dos  ó mas  cosas  de  la  misma  especie, 
como  dos  heredades  del  mismo  nombre,  dos  va- 
sijas, dos  cuadros,  etc.,  y no  hubiese  querido  le- 
gar sino  una  sola  particularmente,  sin  que  se 
pudiera  conocer  la  que  en  efecto  quería  legar, 
tendría  que  admitirse  la  validez  del  legado,  pero 
la  elección  pertenecería  al  heredero;  ley  32,  pár- 
rafo l.°;  ley  37,  pár.  l.\  y ley  39,  pár.  6.°,  Dig.  de 
legatis  1.“ 

Hay  falsa  demostración  cuando  yo  lego,  por  | 
Tomo  iii. 


| ejemplo,  mi  casa,  diciendo  que  me  viene  de  la 
succesion  de  mi  padre,  siendo  así  que  la  he  reci- 
bido de  Pablo  por  donación  6 por  venta.  Pero  esta 
falsa  indicación  del  origen  de  mi  propiedad  no 
vicia  de  modo  alguno  el  legado,  siempre  que  por 
otra  parte  conste  con  certeza  que  es  esta  casa  la 
que  yo  he  querido  legar:  ley  17,  Diq.  de  condit.  et 
d emolís. , y ley  28,  Dig.  de  rebus  dubiis.  Si  hubiese 
incertidumbre  porque  yo  poseía  muchas  casas, 
de  las  cuales  ninguna  me  había  venido  de  la 
succesion  de  mi.  padre,  y porque  yo  no  había 
designado  ninguna  especialmente,  habiéndome 
limitado  á decir  que  legaba  la  casa  procedente 
de  la  succesion  de  mi  padre,  podría  pretenderse 
que  el  legado  es  absolutamente  nulo  por  falta  de 
cosa  suficientemente  indicada.  Este  caso  se  di- 
ferencia en  efecto  de  aquel  en  que,  teniendo  dos 
ó mas  cosas  de  una  misma  clase,  he  legado  una 
de  ellas,  aunque  sin  indicarla  bastante  para  dar- 
la á conocer;  entonces  es  válido  el  legado,  por- 
que no  he  excluido  ninguna  de  las  cosas  com- 
prendidas en  esta  clase,  solo  que  el  heredero 
tiene  la  elección;  mientras  que  en  el  caso  deque 
se  trata,  he  restringido  el  legado  á la  casa  que 
he  recibido  de  la  succesion  de  mi  padre,  y por 
consiguiente,  á una  cosa  que  no  existe;  de  ma- 
nera, que  he  excluido  del  legado  todas  las  casas 
que  no  me  hayan  venido  de  aquella  succesion. 
Sin  esta  cortapisa,  que  es  por  cierto  una  cosa 
distinta  de  una  demostración  falsa,  hubiera  sido 
válido  el  legado,  como  legado  de  una  cosa  gené- 
rica; pero  la  elección  hubiese  pertenecido  al  he- 
redero, segun  lo  que  se  ha  dicho  mas  arriba  en 
el  legado  de  opcion  ó elección. 

Es  una  especie  de  legado  con  demostración, 
aquel  en  que  se  expresa  la  cantidad  con  relación 
á otra.  Si  el  testador  lega,  pues,  á una  persona 
tanto  cuanto  perciban  los  herederos  que  institu- 
ye, llevará  el  legatario  la  mitad  de  la  herencia, 
y los  herederos  la  otra  mitad , porque  la  propo- 
sición indefinida  equivale  á la  universal;  y si  le 
deja  tanto  cuanto  corresponde  á uno  de  sus  he- 
rederos, se  le  debe  solamente  una  parte  igual  á 
la  menor  en  que  uno  de  estos  sea  instituido; 
pues  en  la  duda  se  entienden  gravados  en  lo  me- 
nos que  sea  posible:  Castillo,  lib.  4,°,  controvers. 
cap.  33  y 34,  y Covarrubias,  lib.  1.",  variar.,  ca- 
pítulo 13,  núm.  9. 

XLYIII.  Puede  hacerse  también  el  legado 
con  asignación  simplemente  demostrativa,  ó 
con  asignación  limitativa.  Hácese  del  primer 
modo  cuando  el  testador  designa  la  cosa  que 
debe  servir  para  su  satisfacción  ó pago,  sin  que 
por  eso  haya  querido  subordinar  necesariamen- 
te el  efecto  del  legrado  á la  existencia  de  dicha 
cosa,  sino  indicar  tan  solamente  lo  que  con  pre- 
ferencia debía  facilitarlos  medios  para  pagarlo. 
unde polius  solveretur.  Tal  es  el  caso  en  que  ha- 
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biéndole  becJio  á Pablo  un  préstamo  con  interés, 
ieo-o  á Juan  una  cantidad  anual  de  1,000  rs., 
añadiendo  q ue  podrá  tomarse  de  los  réditos  que 
vayan  cayendo  del  préstamo  hecho  ú Pablo;  pues 
entonces,  aun  cuando  Pablo  llegare  al  estado  de 
insolvencia,  no  por  eso  mi  heredero  quedará 
exento  de  pagarla  pensión  á Juan  sobre  mis  de- 
más bienes;  á no  ser  que  de  alguna  cláusula  par- 
ticular del  testamento  resulte  que  mi  intención 
fué  restringir  el  efecto  del  legado  solo  á los  ré- 
ditos del  préstamo.  Fuera  de  este  caso  habría  de 
presumirse,  por  el  contrario,  que  yo  he  querido 
designar  los  réditos  de  mi  préstamo  solo  para 
facilitar  al  legatario  el  cobro  de  su  legado;  y so- 
bre todo  no  habría  duda  alguna  si  yo  hubiese 
expresado  que  la  pensión  legada  debía  pagarse 
con  preferencia  de  dichos  réditos.  Esta  doctrina 
está  confirmada  por  la  ley  12,  tít.  1.’,  lib.  34  del 
Digesto,  en  la  cual,  habiéndose  dejado  á ciertas 
personas  una  cantidad  anual  por  alimentos,  con 
la  facultad  de  poder  tomarla  los  legatarios  de 
los  productos  de  cierta  heredad  designada  al 
efecto,  y dudándose  de.  si  en  el  caso  de  ser  insu- 
ficientes los  productos  deberían  los  herederos 
completar  lo  que  faltase  para  cubrirla,  se  re- 
suelve por  el  jurisconsulto  Paulo:  que  en  efecto 
los  herederos  deben  pagarla  íntegramente,  y no 
mas  ni  menos,  aunque  el  valor  de  los  productos 
de  la  heredad  sea  mayor  ó menor  que  el  impor- 
te de  los  alimentos. 

Encuéntranse  también  en  las  leyes  13,  Dig.  de 
Irilico,  vino  ct  oleo  legato , y 17,  pár.  l.°  Dig,  de 
annuis  legalis , ejemplos  de  legados  hechos  con 
asignación  demostrativa,  aunque  de  un  modo 
monos  lato  y ventajoso  para  los  legatarios  que 
en  el  caso  precedente.  Supónese  en  ellas  un  le-  : 
gado  anual  de  cierta  cantidad  de  cántaros  de 
vino  que  deben  tomarse  anualmente  de  cierta 
viña  determinada,  y se  decide  que  si  la  cosecha 
de  un  año  no  basta  para  cubrir  la  cantidad  fija- 
da por  el  testador,  se  tomará  lo  que  falte  sobre 
los  productos  de  los  años  siguientes;  de  modo 
que  el  heredero  no  estará  obligado  á tomarla  de 
otra  viña,  y bajo  este  aspecto  es  limitativa  la 
asignación. 

Hácese,  finalmente,  del  segundo  modo,  esto  es, 
con  asignación  enteramente  limitativa,  cuando 
el  testador  designa  de  una  manera  precisa  la 
cosa  de  que  debe  sacarse  el  legado.  Así  es,  que 
si  se  lega  cierto  número  de  cántaros  de  vino  del 
que  se  coja  en  una  viña  determinada,  no  estará 
obligado  el  heredero  á dar  mas  de  lo  que  la  viña  '■ 
produzca,  y si  nada  se  coje,  nada  deberá  dar, 
porque  las  palabras  «de  lo  que  se  coja  en  tal 
viña,»  tienen  un  sentido  restrictivo  y excluyen 
lo  que  se  cogiere  de  otras:  ley  o.",  Dig.  de  vino, 
íntico  e¿  oleo  legato. 

XLIX.  Del  derecho  de  acrecer, — Así  como  en 


las  herencias,  tiene  también  lugar  en  los  lega- 
dos el  derecho  de  acrecer.  Cuando  lega,  pues,  el 
testador  en  el  mismo  testamento  una  co3a  ínte- 
gra á dos  ó mas  personas,  ó bien  juntamente  en 
una  misma  proposición,  v.  gr.,  «mando  á Pedro 
y Juan  la  viña  tal,»  ó bien  separadamente  en 
dos  proposiciones,  v.  gr.,  «mando  á Pedro  la 
viña  tal,  mando  á Juan  la  viña  tal;»  si  uno  de 
los  dos  falta,  ó por  no  haber  existido  jamás,  6 
por  haber  fallecido  antes  que  el  tostador  ó por 
renunciar  su  parte  viviendo  este,  ó por  haberse 
hecho  incapaz  de  otro  modo,  ó por  no  verificar- 
se la  condición  que  tal  vez  se  le  hubiere  impues- 
to, acrece  entonces  ó se  agrega  la  parte  caduca 
ó vacante,  al  otro  ú otros  colegatarios ; á menos 
que  alguno  de  estos  fuese  admitido  al  legado 
por  un  derecho  especial,  pues  entonces  no  le 
competerá  el  derecho  de  acrecer;  á no  ser  que 
conste  haber  sido  esta  la  voluntad  del  testador: 
ley  33,  tít.  9.°,  Part.  6/  V.  Acrecencia  ó Acreci- 
miento. 

L.  De  la  extinción  de  los  legados. — La  extin- 
ción de  los  legados  puede  provenir:  1.“,  de  par- 
te del  testador ; 2.°,  de  parte  del  legatario;  3.°,  de 
parte  de  la  cosa  legada. 

l.°  Proviene  de  parte  del  testador  cuando 
este  los  revoca  expresa  ó tácitamente.  Los  revo- 
ca expresamente:  l.°,  cuando  en  un  testamento 
posterior  ó en  codicilo  declara,  que  ya  no  deja 
los  legados  que  había  dejado  en  sus  testamentos 
ó codicilos  anteriores;  2.°,  cuando  anula  ente- 
ramente ó solo  en  cuanto  á ellos  la  disposición 
de  última  voluntad  en  que  los  hizo;  3.°,  cuando 
cancela  ó inutiliza  por  sí  propio  6 por  mano  de 
otro  á quien  lo  manda,  la  disposición  en  que  es- 
tán escritos ; pero  si  la  cancelase  ó inutilizase 
un  tercero  sin  mandato  ni  noticia  del  testador, 
valdrán  los  legados,  con  tal  que  puedan  leerse 
ó se  pueda  probar  con  el  número  de  testigos  ne- 
cesarios para  un  testamento  abierto,  que  efecti- 
vamente habían  sido  hechos:  ley  39,  tít.  9.°, 
Part.  6.’  Se  entiende  que  los  revoca  tácitamente, 
siempre  que  pueda  presumirse  asi  por  algún 
hecho  suyo  ó por  algún  acontecimiento  que 
indique  su  cambio  de  voluntad,  como  en  los 
casos  siguientes:  l.°  cuando  por  contrato  lu- 
crativo, como  donación,  enajenó  del  todo  la 
cosa  legada,  sea  á favor  del  mismo  legata- 
rio, sea  á favor  de  otra  persona,  ley  2.%  tí- 
tulo 5.°  del  Fuero  Real , y leyes  17  y 40,  tít.  9.°, 
Partida  6.";  2.®,  cuando  la  enajenó  por  contrato 
oneroso  sin  necesidad  y por  mera  voluntad: 
leyes  15,  17  y 40,  tít.  9.°,  Part.  6.a,  y ley  2.a,  tí- 
tulo 5.°,  Fuero  Real.  3.”  Cuando  la  convierte  en 
una  nueva  especie  que  no  pueda  reducirse  al 
antiguo  estado  de  la  materia,  comop.  e.,  si  ha- 
biendo legado  lana,  madera  ó cosa  semejante 
hace  luego  de  ella  paño,  casa,  nave  ú otro  edi~ 
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ficio:  ley  42,  dichos  tít.  y Part.  4.°  Cuando  empe- 
ña ó hipoteca  la  cosa  legada  por  tanto  como  vale 
y no  hay  esperanza  de  redimirla  ó pagarla,  pero 
no  cuando  la  cosa  legada  puede  redimirse  ó pa- 
garse: Jj-oraez,  lib.  12  de  las  Resoluciones  ■varias 
núm.  56.  5.°  Cuando  después  de  hecho  el  legado, 
se  originó  enemistad  capital  entre  el  testador  y 
el  legatario,  á uo  ser  que  posteriormente  se  hu- 
biesen reconciliado:  ley  3.“,  par.  último  y ley  4.\ 
tit.  4.°,  lib.  34,  Dig.  6.°  Cuando  pidió  y cobró  la 
deuda  que  había  legado  al  deudor,  á no  ser  que 
se  la  hubiese  pedido  en  fuerza  de  alguna  nece- 
sidad urgente  que  tenia  que  cubrir,  ó que  el 
deudor  la  pagase  de  su  grado  sin  haberle  sido 
pedida:  ley  15,  tít.  9.°,  Part.  tí.a  7.°  Cuando  en  un 
segundo  testamento  ó codicilo  legare  á una  per- 
sona una  parte,  v.  gr.,  la  mitad,  de  lo  que  le 
había  legado  en  un  testamento  anterior;  pues 
se  reputa  haber  revocado  el  legado  en  cuanto  á 
la  parte  restante:  así  es  que  si  habiéndole  lega- 
do una  viña  eti  el  primero,  le  lega  después  en  el 
segundo  la  mitad  de  la  misma  viña,  se  entiende 
haber  reducido  á la  mitad  el  legado  dé  ia  viña 
entera  hecho  eu  la  primera  disposición ; y si  ha- 
biéndole remitido  al  principio  todas  sus  deudas, 
declara  en  acto  posterior  que  le  remite  los  inte- 
reses que  le  debiese  al  tiempo  de  su  muerte,  es 
evidente  que  por  esta  segunda  disposición  revo- 
ca el  legado  de  la  remisión  de  los  capitales: 
ley  20,  tít.  7.°,  lib.  33,  y ley  28,  pár.  5.°,  tít.  3.", 
lib.  34,  Dig.;  así  es  también  que  si  habiendo  le- 
gado á Pablo  en  un  primer  testamento  cierta 
casa  determinada , le  lega  eu  otro  segundo,  solo 
el  usufructo  de  ella,  se  supondrá  haber  revoca- 
do el  legado  de  la  propiedad  de  1a  casa,  por  la 
contrariedad  que  envuelven  estas  dos  disposi- 
ciones. 8.°  Cuando  en  un  segundo  testamento 
lega  á una  persona  la  misma  cosa,  v.  gr.,  la 
misma  casa  ó viña  que  en  el  primero  había  le- 
gado á otra , pues  se  presumirá  fácilmente  que 
por  el  segundo  legado  ha  revocado  el  primero, 
especialmente  si  concurre  alguna  otra  circuns- 
tancia que  lo  dé  á entender  así,  como  si  en  el 
segundo  testamento  deja  al  primer  legatario  al- 
guna otra  cosa  en  lugar  de  la  primera;  pero  si 
no  hay  circunstancia  particular  que  concurra 
para  establecer  esta  presunción,  no  quedará  re- 
vocado el  legado  hecho  en  el  primer  testamento 
por  el  legado  de  la  misma  cosa  hecho  á otra 
persona  en  el  segundo , antes  bien  podrán  ser 
admitidos  á la  participación  de  la  cosa  legada 
ambos  legatarios  como  conjuntos,  según  quie- 
ren algunos,  con  arregio  álas  leyes  33  y 34,  pár- 
rafo 10,  Dig.  de  legalis  1.":  bien  que  parece  mas 
probable  que  si  el  testador  deja  en  su  primer 
testamento  una  casa  á Pedro,  y después  en  el 
segundo  deja  la  misma  casa  á Pablo  sin  hacer 
mención  de  Pedro,  deberá  quedar  revocado  el 


legado  hecho  á este,  ya  por  ser  incompatible  los 
dos  legados  , ya  por  haber  manifestado  bastante 
su  voluntad  el  testador  sobre  la  revocación  del 
primer  legado  con  no  haber  mencionado  al  pri- 
mer legatario,  ya  por  no  haber  conjunción  sino 
cuando  se  hace  en  un  mismo  testamento;  ade- 
más de  que  esta  cuestión  está  decidida  del  modo 
mas  terminante  por  la  ley  2.*,  tít.  5.°,  lib.  3.°  del 
Fuero  Real,  la  cual  establece,  que  si  una  misma 
cosa  se  mandare,  primero  en  un  testamento  y 
después  en  otro  á favor  de  distinta  persona,  vala 
la  postremera  manda.  9.°  Cuando  cesa  el  único 
motivo  que  tuvo  el  testador  para  hacer  el  lega- 
■ do,  pues  entonces  se  presume  la  revocación.  Así 
es  que  si  habiendo  legado  el  testador  una  here- 
dad á uno  de  sus  dos  herederos,  y ordenado  que 
el  otro  tome  sobre  cierto  crédito  una  cantidad 
igual  al  valor  de  dicha  heredad,  enajenare  des- 
pués voluntariamente  la  heredad  legada  que- 
dando por  lo  tanto  revocado  el  legado  hecho  al 
primer  heredero,  se  entenderá  que  revocó  tam- 
bién el  segundo  legado;  porque  es  evidente  que 
el  testador  no  tuvo  otra  mira  al  hacerlo  que  la 
de  establecer  una  perfecta  igualdad  entre  sus 
dos  herederos:  ley  25,  Dig.  de  alimenüs  legalis. 
Así  es  también  que  si  el  testador  hace  un  legado 
á una  persona  para  recompensarla  del' encargo 
que  le  da  de  conducir  su  cuerpo  á cierto  lugar 
que  había  escogido  para  su  sepultura,  y declara 
después  en  una  disposición  posterior  que  ya  no 
quiere  ser  enterrado  en  dicho  lugar,  se  enten- 
derá que  queda  revocado  el  legado  que  le  hizo 
con  aquel  motivo:  ley  39,  pár.  2o,  dicho  tit.  del 
Dig-.  Así  es  por  último,  que  habrá  igualmente 
lugar  para  presumir  la  revocación  del  legado 
que  hubiere  hecho  el  testador  á su  albacea  ó 
ejecutor  testamentario,  si  después  por  otra  dis- 
posición le  releva  del  cargo  ó nombra  en  su  lu- 
gar á otra  persona.  Del  mismo  modo  podrá  in- 
ferirse la  revocación  del  legado  de  alimentos 
hechos  á cierta  persona  por  considerarla  en  es- 
tado de  pobreza,  si  después  se  hiciere  rica. 

2.”  Proviene  la  extinción  del  legado  de  parte 
del  legatario  en  los  casos  siguientes:  1.',  cuando 
el  legatario  muere  antes  que  el  testador:  ley  35, 
tít.  9.°,  Part.  6.*;  siendo  de  advertir  que  á los  que 
reclaman  el  legado  como  habientes  derecho  del 
legatario  toca  probar  que  este  es  quien  ha  so- 
I brevivido:  2.°,  cuando  el  legatario  hubiese  muer- 
! to  antes  que  el  testador,  creyéndole  vivo,  le  hi- 
ciese el  legado,  bien  que  este  seria  nulo  en  tal 
caso:  dicha  ley  35;  3.°,  cuando  el  legatario  mue- 
re antes  del  cumplimiento  de  la  condición , de 
que  el  testador  había  hecho  depender  el  efecto 
del  legado:  leyes  7.a,  8.a  y 9.a,  tít.  4.',  y ley  34, 

¡ tít.  9.",  Part.  6.a:  4.°,  cuando  el  legatario  no  quic- 
re  cumplir  la  condición  que  se  le  impuso,  siendo 
potestativa  ó mixta,  ó no  hace  las  diligencias 
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necesarias  para  su  cumplimiento:  ley  14,  tí t.  4.  , 
y ley  22,  tít.  9.°,  Part.  6.3;  5,°,  cuando  el  legata- 
rio  repudia  el  legado:  ley  30,  tít.  9.°,  Part.  6.*; 
6.°,  cuando  el  legatario  no  cumpliere  ó no  hicie- 
re cuanto  estuviese  de  su  parte  para  cumplir 
la  carga  que  se  te  impuso  al  hacerle  el  legado: 
ley  21.  tlt.  9.°,  Part.  6.a;  7.°,  cuando  el  legatario 
fuese  incapaz  de  percibir  el  legado  al  tiempo 
de  la  muerte  del  testador,  siendo  puro  y sim- 
ple, ó al  tiempo  del  cumplimiento  de  la  condi- 
ción, siendo  condicional:  ley  1.",  tít.  9.°,  Parti- 
da 6.”  y doctrina  común-,  8.°,  cuando  el  legatario 
hubiese  adquirido  ya  por  título  lucrativo  la  cosa 
legada,  sea  del  mismo  legante,  sea  de  un  tercero 
poseedor;  mas  si  la  hubiese  obtenido  por  tí- 
tulo oneroso  podrá  recibir  de  otro  testador  úni- 
camente su  estimación:  leyes  43  y 44,  tít.  9.“, 
Part.  6.*;  9.°,  cuando  el  legatario  se  hiciere  in- 
digno de  la  manda  que  se  le  habia  dejado, 
como  si  hubiese  tenido  parte  en  la  muerte  del 
testador  por  obra,,  consejo  ó culpa,  ó hubiese 
usado  con  él  de  sevicia,  ó injuriado  gravemen- 
te su  memoria,  ó hubiese  cometido  adulterio 
con  su  mujer,  ó le  hubiese  impedido  mudar  el 
testamento  ya  hecho,  usando  de  violencias  ó , 
amenazas:  ley  4.a,  tit.  9.°,  lib.  4.°  del  Fuero 
Real,  ley.  13,  tít.  7.°,  Part.  6.’:  leyes  26  y 27,  tí- 
tulo l.°,  Part.  6.a  V.  Heredero  párrafos  VI,  VII, 
Vilí,  IX  y X. 

3.°  Proviene  la  extinción  de  los  legados  de 
parte  de  la  cosa  legada,  en  los  casos  siguientes: 
l.°,  cuando  la  cosa  legada,  siendo  específica, 
esto  es,  determinada  y cierta,  perece  totalmente 
durante  la  vida  del  testador;  pero  no  cuando  es 
genérica  ó de  cantidad,  porque  ni  el  género  ni 
la  cantidad  se  entiende  que  perecen;  2.°,  cuando 
durante  la  vida  del  testador  se  muda  esencial- 
mente la  forma  que  constituía  la  sustancia  de  la 
cosalegada,  aunque  subsista  la  materia ; por- 
que  lo  que  constituye  la  sustancia  de  cada  cosa, 
no  es  tanto  la  materia  de  que  se  compone,  como 
la  forma  que  le  es  propia,  que  la  caracteriza  de 
un  modo  esencial , y que  la  diferencia  de  las 
demás  cosas;  3.%  cuando  después  de  la  muerte 
del  testador  perece  asimismo  totalmente  la  cosa 
legada,  siendo  específica,  sin  culpa  del  herede- 
ro y sin  hecho  alguno  de  este  que  diere  motivo 
á la  pérdida ; 4.°,  cuando  la  cosa  legada  sale  del 
comercio  de  los  hombres  viviendo  el  testador  ó 
después  de  su  muerte  sin  culpa  del  heredero. 

Síguese  de  la  regla  establecida  en  el  primer 
caso:  1,°  Que  el  legado  de  la  cosa  específica  se 
extingue  por  la  extinción  de  la  cosa,  ora  sea  esta 
corporal,  como  un  buey  ó un  caballo,  ora  sea 
incorporal  como  un  crédito:  de  modo  que  si  el 
caballo  ó el  buey  muere , ó el  crédito  se  extingue 
por  haberlo  pedido  y cobrado  el  testador,  no 
quedará  obligado  á nada  el  heredero:  ley  21, 


Dig,  de  lib.  leg y ley  15,  tít.  9.°,  Part.  6.";  2.°  Que 
el  legado  de  una  cosa  indeterminada,  como  de 
uno  de  los  caballos  del  testador  sin  haber  desig- 
nado cuál , no  se  ext¡Dg-ue  por  la  muerte  de  uno, 
dos  ó mas  de  dichos  caballos,  á no  ser  que  todos 
hubiesen  perecido.  V.  Legado  genérico.  3.°  Que 
el  legado  de  cierta  cantidad  de  dinero,  como  de 
mil,  dos  mil  ó diez  mil  reales , no  queda  tampoco 
extinguido  por  la  pérdida  de  esta  cantidad;  por- 
que no  es  precisamente  la  cantidad  que  existe 
en  las  gabetas  del  testador  la  que  se  lega,  sino 
una  suma  de  dinero  en  abstracto.  4.°  Que  el  le- 
gado alternativo  de  dos  cosas  ciertas,  como  de  un 
caballo  ó de  na  buey,  no  se  extingue  sino  por  la 
pérdida  de  las  dos  cosas,  de  suerte  que  perecien- 
do solamente  la  una,  subsistirá  el  legado  en  la 
otra;  pero  si  el  heredero  ofreciese  una  de  ellas 
al  legatario,  constituyéndole  en  mora  de  reci- 
birla, la  pérdida  de  la  cosa  ofrecida  causarla  en- 
tonces la  extinción  del  legado ; porque  de  alter- 
nativo que  era  pasó  por  la  oferta  y la  demora  á 
ser  determinado  á la  cosa  ofrecida.  5.°  Que  como 
parala  extinción  del  legado,  es  necesario  que 
perezca  totalmente  la  cosa  legada,  subsiste  aquel 
en  cuanto  á la  parte  que  restare  de  ella;  de  ma- 
nera que  si  me  legó  un  rebaño  de  mil  ove- 
jas, v.  gr.,  y á la  muerte  del  testador  no  se  en- 
cuentra mas  que  una  oveja  por  haber  perecido 
las  demás,  se  me  deberá  entregar  esta  oveja  que 
queda;  porque  aunque  una  sola  no  pueda  for- 
mar un  rebaño,  sin  embargo,  cuando  queda 
una  res  de  las  que  lo  componían , puede  decirse 
con  verdad  que  el  rebaño  no  se  ha  destruido 
entera  y totalmente,  y que  la  res  que  subsiste 
es  una  parte  del  rebaño  legado:  ley  22,  Dig.  de 
legalis  l.°ypár.  18,  Instit.  de  legatis;y  por  la 
misma  razón,  si  me  legó  una  casa  que  después 
se  destruyó  por  un  incendio  ó por  otra  causa,  se 
me  deberá  dar  el  área  ó solar,  por  ser  una  parte 
de  la  casa,  la  cual  no  quedó  de  consiguiente 
destruida  por  entero,  debiéndoseme  entregar 
también  por  accesoria  del  área  ó solar  la  casa 
que  de  nuevo  hubiese  levantado  sobre  ella  el 
testador:  dicha  ley  22.  ley  44,  pár.  4.°  Dig.  de 
legalis  l.°,  y ley  37,  tít.  9.°,  Part.  6.a  6.°  Que  pe- 
reciendo totalmente  la  cosa  legada  durante  la 
vida  del  testador , no  tiene  derecho  el  legatario 
á lo  que  resta  de  ella,  ni  tampoco  á los  acceso- 
rios; y así,  muerto  el  buey  que  se  te  habia  le- 
gado, no  puedes  pedir  la  piel  ni  la  carne:  Mor- 
luo  love  (jui  legatus  est,  ñeque  corium,  ñeque  caro 
debelur  ( ley  49,  Dig.  de  legalis  2.°);  igualmente 
deshecha  la  nave  que  se  te  dejó  en  el  testamen- 
to, no  puedes  pedir  las  tablas:  Nave  legata  diso- 
luta, nec  materia  debetur  (ley  88,  pár.  2.°  Dig.  de 
legatis  3.“);  porque  un  buey  perece  totalmente 
cuando  muere  y la  nave  queda  totalmente  des- 
truida cuando  se  deshace,  sin  que  pueda  decirse 
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que  el  buey  legado  subsiste  en  parte  por  el  ca- 
dáver que  queda,  ni  la  nave  por  las  tablas  de 
que  se  compoma,  pues  que  no  son  mas  que  res- 
tos de  cosas  que  han  existido  y ya  no  existen ; y 
lo  mismo  debe  decirse  de  ios  accesorios  de  la 
cosalegada,  pues  que  no  siendo  comprendidos 
en  el  legado  por  sí  mismos  sino  solo  como  acce- 
sorios deda  cosa  principal,  dejan  de  ser  acceso- 
rios cuando  esta  no  subsiste:  quts  acccsionum  lo- 
cum  obtinent,  extingunlur  cum  principales  res  pe- 
remptcc  fuerint ; de  modo  que  si  habiéndose  he- 
cho la  manda  de  una  carreta  6 carro  , muriesen 
en  vida  del  testador  las  bestias  que  lo  solian 
traer,  se  extingue  totalmente  la  manda  (áno 
ser  que  aquel  hubiese  puesto  otras  bestias  en 
lugar  de  las  muertas),  sin  que  pueda  el  legata- 
rio pedir  la  carreta,  por  considerarse  aquellas 
en  el  derecho  romano  como  principales  y esta 
como  accesoria:  ley  42,  tít.  9.°,  Part.  6.a 

De  la  regla  sentada  en  el  caso  segundo  resulta: 
l.°,  que  si  habiendo  legado  el  testador  una  can- 
tidad de  lana  que  tenia  en  su  poder,  la  convierte 
después  en  tela  ó en  vestidos,  quedará  extingui- 
do el  legado  por  la  mudanza  de  forma  y de  con- 
siguiente por  la  extinción  de  la  cosa  legada: 
lana  légala,  vestem  quce  ex  ea  facía  sil  deber-i  non 
placel  { ley  88,  JJig.  de  legatis  3.°);  porque  aunque 
la  materia  no  se  haya  destruido,  sino  que  se  en- 
cuentre en  la  tela  ó vestidos  que  se  han  hecho 
de  ella;  sin  embargo,  como  no  subsiste  ya  en  la 
forma  de  lana,  puede  decirse  con  verdad  que  no 
subsiste  la  cosa  Legada,  sino  otra  diferente  de 
ella.  2.®  Que  no  se  entiende  haber  perecido  la 
cosa  legada  mientras  subsiste  la  forma  que  cons- 
tituye su  sustancia,  aunque  no  quede  ya  nada 
de  la  antigua  materia  de  que  estaba  compuesta.; 
y así  es  que  si  un  edificio,  un  molino  ó un  buque 
han  sido  reparados  tantas  veces  después  del  tes- 
tamento que  no  resta  ya  nada  ó casi  nada  de  las 
diferentes  partes  de  que  al  principio  se  compo- 
nía; sin  embargo , por  el  hecho  de  mantener 
siempre  su  forma  de  edificio,  molino  ó buque, 
se  considera  que  la  cosa  es  la  misma  que  fué  le- 
gada, y el  legado  por  consiguiente  no  se  extin- 
gue: ley  65,  pár.  2.°,  Dig.  de  legatis  2.°,  y ley  24, 
pár.  4.°,  Dig.  de  legatis  Í.°  3."  Que  por  la  misma 
razón,  cuando  se  ha  legado  un  rebaño  ó el  sur- 
tido de  una  tienda,  aunque  no  quede  ya  ninguna 
de  las  cabezas  que  formaban  el  rebaño  ni  nin- 
guna de  las  mercancías  que  abastecían  ¡atienda 
en  la  época  del  testamento,  por  haberlas  subro- 
gado con  otras  reses  y otras  mercancías;  sin  em- 
bargo, habiendo  permanecido  siempre  en  su  es- 
tado el  rebaño  y la  tienda,  no  se  extingue  el  le- 
gado, y puede  pedir  el  legatario  la  entrega  del 
rebaño  y del  surtido  de  la  tienda  que  se  encuen- 
tren á la  muerte  del  testador.  4.°  Que  no  toda 
mudanza  en  la  forma  déla  cosa  legada,  produce 


su  destrucción  ni  tampoco  la  extinción  del  lega- 
do, sino  solo  la  mudanza  ó variación  de  aquella 
forma  que  constituía  su  sustancia;  y así  es,  que 
si  el  testador  legó  un  pedazo  de  tierra,  y después 
del  testamento  construyó  en  él  un  edificio,  la 
mudanza  que  ha  habido  en  la  forma  del  pedazo 
de  tierra  desnuda,  por  la  construcción  del  edifi- 
cio, no  produce  la  extinción  del  legado  de  la 
tierra;  porque  la  forma  que  constituye  su  sus- 
tancia no  se  ha  destruido,  y la  del  edificio  que  le 
lia  sobrevenido  es  solo  accidental;  de  modo,  que 
el  legatario  podrá  pedir  ia  entrega  del  pedazo  de 
tierra  con  el  edificio  que  está  inherente  á él  y 
hace  parte  del  mismo : si  arete  legatce  domus  sil 
imposita  debebitur  legatario,  nisi  teslator  mutavit 
volunta tem  (lo  que  habría  de  probar  el  heredero): 
ley  44,  pár.  4.°,  Dig.  de  legatis  l.°,  y ley  37,  títu- 
lo 9.°,  Part.  6.a 

De  la  regla  que  se  establece  en  el  caso  tercero, 
se  sigue:  l.°  Que  si  la  cosa  legada  se  ha  destrui- 
do totaimente  después  de  la  muerte  del  testador, 
debe  pertenecer  al  legatario  todo  lo  que  resta  de 
ella;  de  modo,  que  si  el  legado  es  de  un  buey, 
p.  e.,  deberán  darse  al  legatario  la  piel  y la  car- 
ne, porque  habiendo  adquirido  ya  el  dominio  de 
la  cosa  legada,  no  puede  menos  de  ser  suyo  todo 
io  que  de  ella  quedare,  por  la  regla  de  -meuni  est 
quod  ex  re  mea  superesi ; y también  deberán  dár- 
sele por  ia  misma  razón  los  accesorios  de  la  cosa 
legada,  como  las  jarcias  de  la  nave  destruida, 
los  jaeces  y guarniciones  del  caballo  muerto  y 
los  utensilios  del  molino  arruinado.  2.°  Que  si  la 
cosa  legada  ha  perecido  por  culpa  ó hecho  del 
heredero,  deberá  este  pagar  su  estimación  al  le- 
gatario ó resarcirle  los  perjuicios;  y se  entiende 
que  hay  culpa  del  heredero,  si  no  guarda  la  cosa 
ó no  la  hace  guardar  como  las  suyas  propias,  ó 
retardó  su  entrega  á sabiendas  por  no  querer 
hacerla  ó por  negligencia:  ley  41,  tít.  9.“,  Parti- 
da 6.a  3.°  Que  no  estaría  obligado  el  heredero  á 
indemnización  alguna  si  hubiese  hecho  perecer 
la  cosa  legada  por  un  acto  obligatorio  sin  culpa 
alguna  de  su  parte;  como  p.  e.,  si  hubiese  dado 
muerte  á un  caballo  que  padecía  muermo,  por 
obedecer  á una  ordenanza  de  policía,  ó si  en  el 
caso  de  un  incendio  derriba  la  casa  por  cortar  la 
comunicación  del  fuego.  4.®  Que  siendo  varios 
los  herederos  que  debían  entregar  la  cosa  lega- 
da, debe  ser  responsable  solo  aquel  que  hubiese 
sido  culpable  de  su  pérdida  ó de  la  tardanza  en 
su  entrega,  quedando  libres  los  demás:  ley  48, 
pár.  1 fDig.de  legatis 

FinaLmente,  de  la  regla  del  caso  cuarto  se  si- 
gue: l.°Que  si  la  cosa  legada  en  testamento  ó 
codicilo  se  hizo  después  incapaz  de  legado,  por 
pasar  á sagrada  ó publica  ó por  otra  razón,  que- 
dará extinguido  ei  legado  y no  deberá  dar  el  he- 
redero su  estimación  ni  hacer  resarcimiento  al 
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legatario,  á no  haber  mediado  culpa  ó hecho  vo- 
luntario de  parte  de  aquel:  lej  13,  tí t.  9.°,  Par- 
tida 6.”  2."  Que  si  se  tomó  por  el  Gobierno  la  cosa 
legada  después  de  muerto  el  testador  para  algún 
objeto  de  utilidad  pública  con  la  carga  de  pa- 
garla ó dar  una  indemnización  á los  propieta- 
rios; no  hay  duda  de  que  el  legatario  debe  per- 
cibir la  indemnización  ó paga,  pues  que  ya  ha- 
bia  adquirido  la  cosa  por  la  muerte  de  aquel  y 
se  habia  hecho  dueño  de  ella;  pero  si  había  sali- 
do ya  á pública  viviendo  el  testador,  nada  debe- 
rla el  heredero,  ni  el  legatario  percibiría  la  paga 
ó indemnización  ofrecida. 

LI.  De  la  aceptación  de  los  legados. — Como 
k nadie  se  puede  hacer  beneficio  contra  su  vo- 
luntad, son  libres  los  legatarios  en  aceptar  ó re- 
pudiar los  legados  que  se  les  hacen.  V.  Acepta- 
ción de  legados. 

LII.  Acciones  que  competerá  los  legatarios  para 
pedir  sus  legados. — Si  los  legados  fueren  especí- 
ficos y hechos  absolutamente  ó sin  condición, 
puede  el  legatario  reclamarlos  por  la  acción  rei- 
vindicatoría, pues  se  le  trasíiere  el  dominio  de 
ellos  luego  que  fallece  el  testador  sin  necesidad 
de  la  entrega;  y el  heredero  debe  entregarlos , ó 
en  el  pueblo  de  su  domicilio,  ó en  aquel  donde 
se  halle  la  cosa  legada,  ó donde  exista  la  mayor 
parte  de  los  bienes  del  testador:  á no  ser  que  este 
h ubiese  designado  el  lug'ar  donde  haya  de  ha- 
cerse ia  entrega.  Mas  si  el  legado  fuere  genérico, 
no  compete  al  legatario  la  reivindicación,  por 
cuanto  no  se  traslada  el  dominio  hasta  la  entre- 
ga del  legado;  y lo  puede  pedir  al  heredero  en 
el  lugar  donde  este  habita  ó empieza  á pagarlas 
mandas,  ó en  el  designado  por  el  testador , ó 
donde  exista  la  mayor  parte  de  los  bienes  de  la 
herencia:  ley  48,  tít.  9.°,  Parí.  6.'  * V.  Anotación 
preventiva.  * 

Lili.  Si  el  testador  legó  alguna  cosa  que  es- 
taba en  otro  lugar,  dudando  si  estaba  ó no  viva, 
debe  el  heredero  dar  caución  y seguridad  al  le- 
gatario de  que  la  buscará,  y de  que  hallada,  se 
la  entregará,  practicando  á su  costa  las  compe- 
tentes diligencias,  de  suerte  que  el  legatario 
nada  tenga  que  expender:  ley  12,  tít.  9.°,  Parti- 
da 6.*  Y lo  mismo  procede  cuando  el  testador 
sabe  que  existe,  aunque  en  paraje  remoto,  pues 
el  heredero  ha  de  buscarla  á sus  expensas  y en- 
tregarla al  legatario:  Gregorio  López,  en  dicha 
ley  12,  glosa  2.* 

LIY.  Si  en  las  cosas  legadas  hay  frutos  pen- 
dientes y manifiestos  al  tiempo  de  la  muerte  del 
testador,  y no  dispuso  de  ellos,  tocan  al  legata- 
rio, porque  son  parte  del  fundo  y se  consideran 
una  cosa  con  él;  pero  no  puede  decirse  lo  mismo 
de  los  frutos  separados:  Castillo,  de  usufructo, 
lib.  1.  , cap.  42.  Mas  no  se  deben  al  legatario  los 
frutos  de  la  cosa  genérica  ó ajena , sino  desde 


que  se  constituye  en  mora  el  heredero,  y se  le 
interpela  en  juicio  para  su  entrega,  que  es  desde 
la  contestación  del  pleito;  porque  no  adquiere 
dominio  en  lo  legado,  como  cuando  la  cosa  es 
específica  y propia  del  testador.  Y lo  mismo  pro- 
cede por  la  propia  razón,  cuando  el  legado  es 
del  quinto  ó de  otra  parte  ó cuota  de  bienes  del 
testador,  sin  asignación  de  los  que  se  han  de  dar 
en  pago  al  legatario;  como  también  en  todos  los 
casos  en  que  no  se  traspase  al  legatario  el  domi- 
nio de  la  cosa  legada,  pues  en  ellos  no  se  le  de- 
berán los  frutos  hasta  que  se  le  trasfiera. 

Por  lo  demás,  en  cada  especie  de  legados,  se 
ha  tratado  ya  de  los  derechos  que  en  ellos  com- 
peten al  legatario. 

LY.  Si  no  hay  heredero  instituido  ni  legíti- 
mo, puede  dirigirse  el  legatario  al  albacea  ó 
ejecutor  testamentario,  y en  su  defecto,  pedir 
que  se  nombre  curador  de  los  bienes  yacentes 
con  quien  se  practiquen  las  diligencias  nece- 
sarias para  que  tenga  efecto  la  voluntad  del  tes- 
tador. 

LVI.  De  la  cuarta  Falcidia. — A.  veces  los  tes- 
tadores reparten  todos  sus  bienes  en  legados,  de 
suerte  que  nada  queda  al  heredero.  Los  Roma- 
nos, para  asegurar  la  admisión  de  la  herencia, 
dieron  la  famosa  ley  Falcidia,  según  la  cual  po- 
día el  heredero  extraño,  no  el  forzoso,  porque 
este  tenia  siempre  su  legítima,  detraer  de  cada 
legado  la  parte  que  fuese  bastante  para  comple- 
tar la  cuarta  de  la  herencia  que  siempre  le  debia 
quedar  salva;  y á su  imitación  las  leyes  del  títu- 
lo 11,  Part.  6.”,  adoptaron  igual  disposición, 
basta  que  viniendo  la  ley  1.a,  tit.  18,  lib.  10, 
Uíov.  Recop.,  en  que  se  ordena  que  valgan  las 
mandas  y todo  lo  demás  contenido  en  el  testa- 
mento, aun  sin  la  adición  del  heredero  institui- 
do, ha  empezado  á dudarse  si  todavía  debe  tener 
lugar  la  cuarta  Falcidia,  ó si  debe  considerarse 
suprimida  respecto  de  haber  cesado  la  razón  que 
la  introdujo.  Y.  Cuarta  Falcidia. 

* Esta  razón,  que  alegan  como  única  los  sos- 
tenedores de  la  supresión  de  la  cuarta  Falcidia 
era  estimular  al  heredero  con  el  beneficio  que 
esta  le  reportaba  para  que  adiera  la  herencia, 
y no  quedaran  destituidas  y sin  validez  las  man- 
das y lo  demás  contenido  en  el  testamento  y 
sin  quien  representara  ai  testador  después  de  su 
muerte , io  cual  era  vergonzoso  entre  los  Ro  - 
manos. 

Pero  no  es  la  expuesta  la  única  razón  que  tu- 
vieron las  leyes  de  Partida  respecto  de  la  cuarta 
Falcidia,  porque,  además  de  la  relativa  al  interés 
del  testador  por  su  fama  póstuma  y demás,  hay 
otra  que  se  refiere  al  mismo  heredero,  indicada 
en  el  preámbulo  del  tit.  11,  Part.  6.a,  cuando 
para  tratar  de  la  cuarta  Falcidia  principia  di- 
ciendo: «Convenible  cosa  es,  e con  razón,  que 
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el  heredero  de  cada  un  orne  haya  los  bienes 
de  aquel  á quien  debe  heredar,  6 cierta  parte  de 
ellos,  ca  desaguisado  seria  de  haber  neme  de 
heredero  é non  le  venir  ende  pró  ninguno.» 
Glosando  Gregorio  López  la  palabra  «ninguno» 
que  se  lee  en  dicho  preámbulo,  dice:  «Hé  aquí 
una  razón  fuera  de  otras  por  la  cual  se  introdu- 
jó  la  cuarta  Falcidia;  el  ser  justo  que  el  heredero 
instituido  hubiera  la  parte  que  le  correspondía 
por  derecho;  porque  injusto  seria  llevar  nombre 
de  heredero  sin  provecho  alguno;  y como  decían 
los  jurisconsultos,  la  cuarta  Falcidia  se  introdujo 
nevacmmet  inane  foret  nomen  kmredis.  Y es  de 
notar  aquí,  que  el  preámbulo  de  aquella  Partida 
fundando  el  derecho  del  heredero  á sacar  su 
cuarta  parte  de  los  legados,  únicamente  habla 
de  la  justicia  de  este  derecho  con  relación  al  in- 
terés del  mismo  heredero,  y no  hace  mérito  del 
que  pudiera  tener  el  testador  en  que  no  le  falta- 
se quien  le  succediera  en  sus  bienes  para  conser- 
var su  buen  nombre  después  de  muerto;  es  decir, 
que  para  D.  Alfonso  el  Sabio  la  razón  potísima 
de  la  cuarta  falcidia  era  la  que  se  referia  al  he- 
redero y no  la  relativa  al  testador.  Como  quiera 
que  fuese,  cuando  la  existencia  de  un  derecho 
se  funda  en  dos  ó mas  Tazones , bastando  una 
sola,  el  derecho  existe  cuando  una  de  ellas  no 
falta,  aun  cuando  falten  las  demás;  y existiendo 
la  de  ser  justo  que  el  heredero  no  tenga  un  nom- 
bre vano  lo  mismo  hoy  que  cuando  se  dió  la  ley 
Falcidia,  lógicamente  se  demuestra  que  ese  de- 
recho existe  en  la  actualidad,  porque  la  ley  re- 
copilada nada  estableció  para  derogarlo. 

Además  la  doctrina  expuesta  hállase  confir- 
mada por  varias  sentencias  de  Audiencias  y del 
Tribunal  Supremo.  Y en  efecto,  por  la  que  pro- 
nunció la  Audiencia  de  Madrid  en  16  de  Ju- 
lio de  1866,  se  declaró  estar  subsistente  en  el 
dia  la  deducción  de  la  cuarta  Falcidia,  conside- 
rando: l.°,  que  la  ley  1.*,  tít.  11,  Part.  6.a  al  con- 
ceder al  heredero  dicha  cuarta  para  el  caso  en 
que  el  testador  mandare  todos  sus  bienes  de 
modo  que  pagando  el  heredero  las  mandas,  no 
le  quedase  aquella  á salvo,  tiene  por  objeto  evi- 
tar que  al  instituido  heredero  y que  llevaba  el 
nombre  de  tal  uo  se  le  privase  de  los  bienes  de 
aquel  á quien  debe  heredar  ó de  cierta  parte  de 
ellos:  «ca  desaguisado  seria  de  aver  nome  de 
heredero  e non  le  venir  ende  pró  ninguno.»  se- 
gún se  expresa  en  el  preámbulo  de  dicha  ley, 
2.°,  que  la  ley  1.a,  tit.  18,  lib.  10  de  la  Nov.  Re- 
copilación, al  tratar  de  los  testigos  necesarios 
para  la  validez  del  testamento  nuncupativo,  asi 
como  de  las  mandas  y otras  cosas  en  el  misino 
contenidas,  aunque  el  testador  no  haya  insti- 
tuido heredero,  no  deroga  de  modo  alguno  a 
anterior  de  Partida  citada. 

También  el  Tribunal  Supremo  ha  reconoci- 
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do  indirectamente  el  derecho  del  heredero  á 
la  detracción  de  la  cuarta  Falcidia,  declarando 
por  sentencia  de  7 de  Diciembre  de  1860,  que  no 
puede  decirse  infringida  la  ley  3.*,  tít.  11,  Par- 
tida 3.  , no  habiéndose  propuesto  demanda  en 
forma  sobre  la  detracción  de  la  cuarta  Falcidia, 
si  la  sentencia  nada  decide  sobre  este  punto.  De 
lo  que  se  infiere,  que  si  sobre  el  punto  de  la 
cuarta  Falcidia  se  hubiera  propuesto  demanda, 
pudiera  haberse  infringido  dicha  ley  de  Partida 
por  la  Sala  de  la  Audiencia;  y esta  es  una  im- 
plícita declaración  de  hallarse  vigente  el  dere- 
cho de  la  cuarta  Faicidia,  toda  vez  que  supone 
la  posibilidad  de  poder  infringirse  el  derecho 
que  lo  estableció. 

Finalmente,  por  sentencia  de  29  de  Diciembre 
de  1866,  ha  declarado  dicho  Tribunal  Supremo, 
que  la  ley  3.',  tít.  11,  Part.  6.*,  tiene  solo  por 
objeto  determinar  el  tiempo  á que  debe  atender- 
se para  conocer  la  cuantía  de  los  bienes  del  tes- 
tador , á fin  de  que  al  heredero  le  quede  siempre 
salva  su  parte  legítima , ó sea  la  cuarta  Falcidia, 
y establecer  á quién  pertenece  el  daño  ó pró  que 
en  la  herencia  sobreviniere  después. 

LVIT.  Be  la  interpretación  de  los  legados. — En 
los  legados  hay  á veces  cosas  dudosas  ú oscuras; 
de  suerte,  que  es  indispensable  acudir  á las  re- 
glas de  la  buena  interpretación.  V.  Interpretación 
de  los  testamentos. 

LEGAL.  Lo  que  está  prescrito  por  ley  ó es  con- 
forme á ella.  Así  se  llaman  penas  legales  las 
que  están  prescritas  por  las  leyes  para  tales  ó 
tales  crímenes  ó delitos,  á diferencia  de  las  pe- 
nas arbitrarias  que  dependen  de  la  opinión  de  los 
jueces. 

LEGALIZACION.  La  declaración  que  un  oficial 
público  da  por  escrito  al  pié  de  un  instrumento 
atestando  la  verdad  de  las  Íirma3  puestas  en  él, 
así  como  las  calidades  de  las  personas  que  le  han 
hecho  y autorizado,  para  que  se  le  dé  crédito  en 
todas  partes.  Así  es,  que  cuando  se  tiene  que 
presentar  una  escritura  en  un  tribunal  donde  no 
es  conocido  el  escribano  que  la  recibió,  se  debe 
legalizar  con  tres  escribanos  que  certifiquen  de 
la  firma,  signo  y legitimidad  de  aquel.  Cuando 
el  documento  se  ha  de  presentar  en  pais  extran- 
jero, ha  de  ir  legalizado  por  el  magistrado  supe- 
rior de  la  provincia  y el  cónsul  de  aquel  pais  si 
le  hubiere;  y á veces  se  exige  la  legalización  del 
Ministro  de  justicia  ó del  despacho  de  que  de- 
penda el  empleado  público  que  hubiere  exten- 
dido el  instrumento,  la  del  de  Estado  ó Negocios 
extranjeros,  y ia  del  embajador  de  la  nación  en 
que  hubiere  de  presentarse. 

* De  la  legalización  de  los  instrumentos  pú- 
blicos con  arreglo  á la  ley  del  Notariado  de  28 
de  Mayo  de  1862  y al  reglamento  para  su  ejecu- 
ción de  6 de  Noviembre  de  1874 , y asimismo, 
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de  la  legalización  de  los  documentos  públicos 
otorgados  en  España  y en  el  extranjero,  se  lia 
tratado  en  los  artículos  de  esta  obra  Instrumento 
público  y Cónsul. 

Por  circular  de  la  Dirección  general  del  Re- 
gistro de  la  propiedad  de  10  de  Febrero  de  1863, 
se  declaró  que  el  art.  96  del  reglamento  del  No- 
tariado (hoy  86),  en  que  se  explica  lo  que  se  en- 
tiende por  legalización , no  limita  esta  á los 
instrumentos  en  que  intervenga  notario,  y que 
según  el  mismo,  pueden  los  notarios  continuar 
legalizando  toda  clase  de  documentos  auténti- 
cos y privados  como  hasta  aquí  se  practicaba. 
De  toda  legalización  debe  levantarse  acta  no- 
tarial. 

Por  circular  de  23  de  Setiembre  de  1863,  se 
declaró  que  solo  son  competentes  para  las  lega- 
lizaciones los  notarios  colegiados,  no  los  de  la 
curia  eclesiástica,  ni  aun  tratándose  de  partidas 
sacramentales. 

Los  documentos  que  han  de  servir  para  la  ex- 
tensión de  una  partida  en  el  registro  civil,  de- 
ben estar  legalizados,  si  proceden  de  punto  si- 
tuado fuera  de  la  respectiva  demarcación  del 
tribunal  de  partido.  Esta  legalización  se  hará 
por  el  tribunal  de  partido  de  cuya  demarcación 
procedan.  Si  procediesen  del  extranjero,  se  eje- 
cutará de  la  manera  que  prescriban  las  leyes  res- 
pecto á los  documentos  de  igual  procedencia. 

Este  precepto  del  art,  27  de  la  ley  del  Registro 
civil  de  17  de  Junio  de  1870,  dió  márgen  á varias 
dudas,  y por  Reales  órdenes  de  21  de  Marzo  y 14 
de  Mayo  de  1872  se  declaró:  que  los  jueces  de 
primera  instancia  deben  legalizar  todos  los  do- 
cumentos expedidos  por  cualquiera  autoridad  ó 
funcionario  en  ejercicio  dentro  del  partido  judi- 
cial, usando  la  fórmula  prevenida  en  el  art.  26 
del  reglamento  de  13  de  Diciembre  de  1870. 
«Visto  y legalizado  por  el  tribunal,»  y añadien- 
do «para  que  pueda  surtir  efecto  en  las  oficinas 
del  Registro  civil.»  Cualquier  persona  que  pre- 
sente un  documento  para  su  legalización  en  el 
juzgado,  deberá  manifestar  verbalmente  ante 
el  mismo,  que  hade  surtir  efecto  en  oficinas  del 
Registro  civil;  no  siendo  preciso  que  se  haga 
constar  por  escrito  esta  manifestación. 

Si  el  juez  de  primera  instancia  dudase  de  la 
identidad  de  la  firma  y sello,  deberá  remitir  el 
documento  al  juez  municipal  del  término  en  que 
aparezca  fechado,  para  que  con  devolución  in- 
forme acerca  de  su  identidad;  si  el  documento 
apareciere  fechado  en  la  misma  población  en 
que  esté  situado  el  juzgado  de  primera  instan- 
cia y el  juez  dudare  de  la  identidad  del  sello  ó 
firma  del  documento,  no  remitirá  este  á infor- 
me del  juez  municipal,  sino  que  se  dirigirá  de 
oficio  al  funcionario  que  lo  haya  expedido,  para 
cerciorarse  de  aquel  estremo. 


Bajo  ningún  concepto  se  exigirán  por  la  lega- 
lización, ni  por  las  diligencias  que  se  practi- 
quen, derechos  á los  interesados.  * 

LEGALIZAR.  Autorizar  un  instrumento  certifi- 
cando en  forma  auténtica  acerca  de  su  verdad  y 
legalidad.  Y.  Legalización. 

LEGAR.  Dejar  una  persona  á otra  alguna 
manda  en  su  testamento  ó codicilo,  y enviar  al- 
guno de  legado  ó con  alguna  legacía.  Véase 
Legado. 

LEGATARIO.  La  persona  á quien  se  deja  alguna 
manda  en  testamento  ó codicilo.  V.  Legado,  pár- 
rafos IV,  V,  VI,  VII,  VIII,  IX,  X,  XI,  XII,  XIII, 
XIV,  XV,  XVI  y XVII. 

LEGISLACION.  La  ciencia  de  las  leyes,  y el  cuer- 
po ó conjunto  de  leyes  por  las  cuales  se  gobierna 
un  estado. 

LEGISLADOR.  El  que  da  6 establece  leyes:  Le- 
gislatoris  boni  officinm  in  Ais  dúo  bus  poüssimum 
versa-tur:  primum,  ut  statuta  sua  loco,  tempori, 
personisac  rebus  accommodet;  deinde  ut  aporta  sint, 
et  si  dubitatio  incidat,  ab  ipso  auctore  interpreten- 
tur,  non  ab  aliis  pro  suo  ajfectu.'  V.  Interpre- 
tación. 

LEGISLAR.  Dar  6 establecer  leyes. 

LEGISLATIVO.  Se  aplica  al  cuerpo  ó código  de 
leyes,  y al  derecho  ó potestad  de  hacerlas. 

LEGISLATURA.  El  cuerpo  legislativo  en  activi- 
dad, y el  tiempo  de  su  duración. 

LEGISTA.  El  letrado  ó profesor  de  leyes  ó de 
jurisprudencia,  y el  que  las  estudia. 

LEGÍTIIYIA.  La  parte  de  herencia  que  se  debe 
por  disposición  de  la  ley  á los  herederos  forzosos; 
ó bien,  una  porción  que  la  ley  confiere  á ciertos 
herederos  presuntivos  en  los  bienes  que  hubieran 
recogido  en  totalidad  sin  las  disposiciones  que  el 
difunto  ha  hecho  de  ellos  en  perjuicio  suyo.  Es 
un  remedio  introducido  contra  las  liberalidades 
indiscretas  de  los  que  naturalmente  deben  pro- 
veer á la  subsistencia  de  sus  succesores  ab  intes- 
tato;  un  socorro  mandado  por  la  naturaleza  y 
arreglado  por  la  ley. 

1.  El  propietario  que  no  tiene  herederos  natu- 
rales, esto  es,  descendientes  ó ascendientes  pue- 
de dejar  sus  bienes  á quien  le  parezca;  mas  para 
el  caso  de  tenerlos  se  ha  establecido  la  legítima, 
de  la  cual  no  podrá  el  padre  privar  á los  hijos, 
ni  el  hijo  á los  padres,  sino  por  causas  señaladas 
en  la  ley  y probadas  judicialmente.  No  deja  de 
haber  razones  poderosas  para  dejar  á todos  los 
individuos  una  libertad  ilimitada  de  disponer 
de  sus  bienes  en  la  forma  que  mas  les  acomode, 
aun  cuando  tengan  descendientes.  Revestido  un 
padre  de  este  poder  seria  mirado  como  un  ma- 
gistrado establecido  para  fomentar  la  virtud  y 
reprimir  el  vicio  en  eL  pequeño  estado  que  se 
llama  familia,  haría  mas  respetable  la  autori- 
dad paterna  y aseguraría  la  sumisión  de  los  hi- 
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jos,  se  acomodaría  en  la  distribución  de  sus  bie- 
nes, no  solo  á la  diversidad  de  las  méritos  sino 
también  á la  de  los  caso3  y circunstancias  \ to- 
maría en  consideración  las  necesidades  qúe  ha- 
brían de  tener  respectivamente  después  de  su 
muerte  las  personas  que  dependen  de  él.  Pero 
como  la  historia  nos  presenta  algunos  padres 
que  se  convierten  en  tiranos,  padres  que  sedu- 
cido» por  los  falsos  halag’os  de  una  persona  in- 
teresada le  sacrificau  las  mas  dulces  afecciones 
de  la  naturaleza,  padres  que  sacrifican  los  fru- 
tos de  su  antigua  ternura ; ha  sido  preciso  que 
la  lej  limitase  nua  facultad  que  podía  ser  perni- 
ciosa, y se  entrometiese  en  el  arreglo  de  los 
derechos  y obligaciones  entre  ascendientes  y 
descendientes,  fijando  por  una  parte  la  cuota 
de  bienes  que  mutuamente  deben  dejarse,  y se- 
ñalando por  otra  las  causas  que  los  hacen  indig- 
nos de  la  reclamación  de  sus  derechos,  á fin  de 
evitar  de  un  lado  la  tiranía  y el  abandono , y 
del  otro  la  ingratitud  y falta  de  sumisión. 

II.  Legitima  de,  los  descendientes. — La  ley  que 
concede  la  legítima  k los  hijos,  puede  llamarse 
non  scripta  sed  nata  leer, ; ha  nacido,  por  decirlo 
así,  con  la  especie  humana , ha  precedido  á to- 
das las  Constituciones  civiles  y políticas , y la 
naturaleza  misma  la  ha  grabado  eu  el  corazón 
de  todos  los  padres.  Tenemos  en  efecto  dentro 
de  nosotros  mismos  la  idea  de  que  criar  al  hijo 
k quien  hemos  dado  la  existencia,  y dejarle  coa 
que  procurarse  alimentos  cuando  ya  no  podre- 
mos proveérselos,  son  dos  deberes  ligados  ínti- 
mamente entre  sí  y de  los  cuales  el  uno  es  la 
consecuencia  necesaria  del  otro. 

III.  Hubo,  sin  embargo , un  tiempo  en  que 
los  Romanos  desconocieron  tan  sagrados  deberes: 
su  primer  legislador  Rómulo  les  habia  dado  un 
poder  absoluto  de  vida  y de  muerte  ¿sobre  sus  hi- 
jos: soberanos  en  sus  familias,  y mas  déspotas 
que  padres,  no  escuchaban  sino  el  furor  del  ruan- 
do y de  la  guerra  que  formaba  su  carácter  domi- 
nante,’ y no  contentos  con  entregarse  á estas 
impresiones  durante  su  vida,  encontraron  toda- 
vía  el  medio  de  reinar  después  de  su  muerte 
sobre  toda  su  posteridad.  La  ley  de  las  Doce 
Tablas  Ies  permitió  díspouer  por  testamento  de 
todo  su  patrimonio  y preferir  así  los  extraños  á 
su  propia  sangre.  Ri  este  permiso  era  injusto,  á 
lómenos  era  consiguiente;  pues  que  teniendo 
entonces  los  padres  el  derecho  de  quitar  la  vida 
á sus  hijos,  debian  tener  con  mas  razón  el  de 
excluirlos  de  su  succesion  sin  causa  y sin  motivo. 

IV.  Pero  bien  pronto  la  ferocidad  romana 
quedó  suavizada  por  los  pueblos  mismos  que 
habían  sido  sus  víctimas,  y aquellos  excesos  de 
autoridad  fueron  contenidos  dentro  de  los  limi- 
tes de  la  razón  y de  la  justicia.  El  derecho  de 
vida  y de  muerte  quedó  reducido  á una  simple 
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corrección , á un  castigo  moderado  , y se  some- 
tió k un  tribunal  .superior  el  uso  que  el  padre 
hacia  de  su  facultad  de  testar.  Cuando  habia 
abusado  de  ella,  cuando  habia  lanzado  temera- 
riamente el  rayo  de  la  desheredación,  se  miraba 
su  testamento  como  efecto  de  una  pasión  ciega, 
ó como  obra  de  uu  espíritu  desarreglado;  y se 
permitía  á ios  hijos,  atacarlo  por  la  querella  de 
iuo /icios  idad. 

V.  Habiendo  llegado  á ser  demasiado  fre- 
cuentes estas  quejas,  se  buscó  el  medio  de  ha- 
cerlas mas  raras;  y así  como  se  había  concedido 
á los  herederos  extraños  el  beneficio  de  la  falci- 
dia  y de  la  trebeliánica , se  tuvo  también  por 
conveniente  dar  á los  hijos  cierta  porción  de  los 
bienes  de  su  padre,  que  se  llamó  legitima,  por- 
que era  indepeudiente  de  su  voluntad,  y se  de- 
feria únicamente  por  ministerio  de  la  ley.  Al 
principio,  por  mas  de  doce  siglos,  la  legítima 
de  los  hijos,  fuese  cualquiera  su  número , así 
como  la  de  los  ascendientes  y la  de  los  herma- 
nos, no  pasó  de  la  cuarta  parte  de  Los  bienes  que 

' hubieran  recibido  al)  intestato,  como  resulta  de 
la  ley  8.a,  pár.  8 o,  D.  de  inojicioso  testamento , y 
de  la  ley  6. C.  del  mismo  título;  y solo  en  la 
decadencia  de  aquel  graude  imperio  la  aumentó 
Justiuiano  por  su  Novela  18,  cap.  1®,  hasta  la 
tercera  parte,  cuando  los  hijos  ó hermanos  erau 
cuatro  ó menos,  y hasta  la  mitad,  cuando  eran 
mas  de  cuatro. 

VI.  La  ley  de  Justiuiano  fué  adoptada  sin 
contradicción  en  la  mayor  parte  de  los  pueblos 
civilizados.  Sin  embargo,  hay  algunos,  como 
por  ejemplo,  ei  antiguo  reino  de  Aragón,  donde 
los  padres  tienen  para  la  disposición  de  sus  bie- 
nes y la  desheredación  de  sus  hijos  el  mismo 
poder  que  la  ley  de  las  Doce  Tablas  concedía  á 
ios  antiguos  Romanos,  y los  hijos  son  por  cierto 
los  mas  sumisos  y obedientes  á sus  padres,  y las 
familias  son  precisamente  las  mas  morales  y 
compactas.  Lo  mismo  sucede  en  una  gran  parte 
de  fnglaterra;  no  se  admite  en  este  pais  la  de- 
tracción de  la  legítima  en  ciertos  bienes  de  que 
el  poseedor  ha  dispuesto  por  testamento;  pero 
hay  parajes  donde  ios  demás  bienes  se  dividen 
en  tres  porciones,  de  las  cuales  la  una  es  para  la 
viuda,  la  segunda  para  los  hijos , y de  ia  terce- 
ra puede  disponer  el  padre  como  quisiere. 

VIL  Natural  era  que  las  Partidas,  que  apenas 
se  apartaron  dei  derecho  romano,  abrazasen 
páralos  reinos  de  Castilla  la  disposición  de  la 
Novela  de  Justiniano;  y así  es  en  efecto  que  se- 
gún la  ley  17,  tít.  l.°,  Parí.  6.a,  da  legítima  par- 
te que  deben  haber  los  hijos,  es  esta:  que  si 
fueren  cuatro,  ó donde  ayuso,  deben  aver  de 
lastres  partes  la  una,  de  todos  los  bienes  de 
aquel  á quien  heredan;  et  si  fueren  cinco  ó mas, 
deben  aver  la  rneytad.» 
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VIH.  Pero  ya  antes  de  las  Partidas  estaba  ar- 
reglada por  la  ley  1.a,  tlt.  ;>.°  y 7.°,  tít.  12,  lib.  3. 
del  Fuero  Real,  la  legítima  de  los  hijos,  cual- 
quiera que  fuese  su  numero,  á las  cuatro  quin- 
tas partes  de  la  herencia,  de  suerte  que  no  po- 
dían disponer  libremente  los  padres  sino  del 
quinto  de  sus  bienes ; y las  leyes  de  Toro,  espe- 
cialmente la  ley  28,  confirmaron  las  citadas  le- 
yes del  Fuero  Real , prohibiendo  á los  que  tu- 
viesen hijos  ó descendientes  legítimos  el  dejar 
á ninguno  de  ellos  por  via  de  mejora,  en  perjui- 
cio de  los  otros,  ni  á los  extraños,  mas  del  quinto 
de  sus  bienes  en  vida  ó en  muerte,  y dejando 
así  sin  efecto,  sobre  legítimas,  las  leyes  de  las 
Partidas. 

IX.  Además,  para  que  los  padres  puedan 
atender  á los  méritos  y necesidades  de  cada  uno 
de  sus  hijos,  tienen  facultad  para  dejar  á cual- 
quiera de  ellos,  fuera  de  lo  que  les  corresponda 
por  su  legítima , la  quinta  ó la  tercera  parte  de 
sus  bienes,  ó una  y otra  juntamente;  lo  cual  se 
llama  mejorar,  y produce  una  diminución  pro- 
porcional en  las  legítimas:  ley  l.°,  tít.  5.",  lib.  4.° 
del  Fuero  Juzgo,  y ley  9.a,  tít.  5.°,  lib.  3.°  del 
Fuero  Real.  Y.  Mejora  de  ¿erci-o  y quinto. 

* El  Tribunal  Supremo  ha  declarado,  que  para 
fijar  las  legítimas  de  los  hijos  debe  atenderse 
al  valor  que  teniau  los  bienes  dei  padre  en  el 
dia  de  su  muerte,  deduciéndose  préviamente  el 
importe  de  las  deudas  y demas  responsabilida- 
des á que  los  mismos  estuviesen  afectos:  sen- 
tencia de  20  de  Junio  de  1868.  * 

X.  Puede  el  padre,  mientras  vive,  hacer  par- 
tición de  sus  bienes,  y entregar  á sus  hijos  las 
legitimas  que  después  de  su  muerte  les  habían 
de  tocar;  y hay  quien  opina  que  estos  están 
obligados  á recibirlas,  á no  ser  que  pudiera  per- 
judicarles dicha  entrega,  por  ser,  v.  gr.,  menores 
ó pródigos ; pero  no  puede  obligarse  al  padre  á 
que  las  anticipe,  porque  no  las  debe  hasta  su 
fallecimiento. 

Aunque  el  padre  haya  entregado  en  vida  á sus 
hijos  los  bienes  divididos,  puede  revocar  la  par- 
tición; pues  no  se  tiene  por  una  donación  sim- 
ple, sino;por  una  disposición  últimaque  es  revo- 
cable hasta  la  muerte;  á no  ser  que  la  hubiese 
declarado  irrevocable  y los  hijos  estuviesen  fue- 
ra de  la  patria  potestad  por  casamiento  ó eman- 
cipación, pues  en  tal  caso  se  les  traspasa  ir- 
revocablemente el  dominio  de  los  bienes  por  el 
hecho  de  la  tradición. 

Suponiendo  que  el  padre  haya  entregado  en 
vida  las  legítimas,  si  después  se  aumentaren  sus 
bienes,  ¿tendrán  los  hijos  derecho  á reclamar 
un  aumento  de  aquella?  Es  necesario  distinguir. 
Si  los  hijos  siendo  mayores  de  edad  las  recibie- 
ron con  cláusula  y juramento  de  que  nada  mas 
pretenderían  aunque  se  aumentasen  los  bienes, 


renunciándolos  expresamente,  no  tendrían  de- 
recho á hacer  reclamación  alguna,  porque  el 
juramento  afirma  y consolida  los  pactos;  pero 
si  este  no  interviniere  ó los  hijos  fueren  meno- 
res de  edad,  podrían  hacer  dicha  reclamación,  y 
el  juez  deberá  acceder  á ella. 

XI.  En  la  legítima  de  los  hijos  tiene  lugar  el 
derecho  de  acrecer  en  la  forma  siguiente.  Si 
solamente  los  hijos  son  instituidos , la  parte  que 
el  uno  repudie  se  acrece  igualmente  á los  de- 
más. Si  son  instituidos  juntamente  con  algunos 
extraños,  y todos  los  hijos  repudian  sus  partes  ó 
faltan  por  algún  motivo  , se  acrecen  estas  á los 
extraños.  Cuando  siendo  instituidos  juntamente 
con  extraños  repudia  alguno  de  los  hijos  su  le- 
gítima, ó no  la  percibe  por  otra  causa,  se  acre- 
cerá solamente  á 103  hijos.  Cuando  uno  de  los 
hijos  es  desheredado  justamente,  se  acrece  su 
parte  á los  demás  hijos.  De  todo  se  deduce  que 
la  legítima  de  los  descendientes  no  se  acrece  á 
los  extraños  sino  cuando  estos  quedan  solos ; y 
lo  mismo  debe  decirse  de  la  legítima  de  los  as- 
cendientes. Y.  Descendientes,  Herederos  forzosos 
é Hijos,  en  sus  diferentes  artículos. 

XII.  Legitima  de  los  ascendientes. — La  legíti- 
ma de  los  padres  y demás  ascendientes  legíti- 

! mos  paternos  y maternos  en  línea  recta,  consiste 
en  las  dos  terceras  partes  de  los  bienes  de  cual- 
quiera calidad  quesean,  delos.liijos  que  mueren 
sin  descendientes  legítimos;  de  suerte  que  solo 
podrán  disponer  los  hijos  de  la  tercera  parte  de 
sus  bienes  entre  extraños  ó por  su  alma;  lo  cual 
debe  observarse  generalmente;  salvo  en  las  ciu- 
dades, villas  y lugares  donde  según  el  fuero 
de  la  tierra  se  acostumbra  tornar  los  bienes  al 
tronco  ó la  raíz  á la  raíz:  ley  6.a  de  Toro.  Y.  Bie- 
nes troncales. 

XIII.  Sin  embargo,  el  padre  que  no  tenien- 
do descendientes  legítimos  los  tuviere  natura- 
les, podrá  dejar  á estos  justamente  de  sus  bie- 
nes, todo  lo  que  quisiere;  aun  en  el  caso  de  tener 
ascendientes  legítimos:  ley  10  de  Toro;  y estan- 
do legitimados  por  el  Rey,  deben  ser  nombrados 
herederos  en  las  cuatro  quintas  partes  con  pre- 
ferencia á los  ascendientes.  La  madre  tendrá  la 
misma  obligación  respecto  de  los  naturales,  es- 
purios y demás  ilegítimos,  á no  ser  que  sean 
adulterinos  ó habidos  de  clérigo  ó fraile,  ó que 
sea  ella  monja;  si  bien  la  madre  aun  en  estos 

■ casos  podrá  dejarles  el  quinto:  leyes  1/  y 2.*, 
tít.  13,  Part.  4.\;  ley  2.*,  tít.  G.”,  lib  3.°  del  Fuero 
Real,  y leyes  10  y 12  de  Toro. 

XIY.  Pudiendo  disponer  por  regla  general 
del  tercio  de  sus  bienes  á favor  de  extraños  ó de 
su  alma,  los  hijos  que  mueren  sin  descendientes; 
! porque  los  dos  tercios  restantes  son  legítima  de 
j sus  ascendientes  paternos  y maternos;  se  duda, 
j con  alguna  razón,  si  los  hijos  que  están  bajo  la 
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patria  potestad  pueden,  igualmente  que  los  que 
ya  están  fuera  de  ella,  disponer  del  tercio  délos 
bienes  adventicios;  así  en  cuanto  al  usufructo, 
como  en  cuanto  á la  propiedad,  ó si  ha  de  quedar 
reservado  el  usufructo  al  padre  durante  su  vida. 
Nosotros  somos  de  opinión  que  el  hijo  de  familia 
puede  disponer  como  quiera  de  dicho  tercio  en 
usufructo  y propiedad:  l.°,  porque  según  la  ley 
de  Toro , « el  hijo  ó hija  que  está  en  poder  de  su 
padre , siendo  de  edad  legítima  para  hacer  tes- 
tamento (de  catorce  y doce  años  respectivamen- 
te), puede  hacer  testamento  como  si  estuviese 
fuera  de  su  poder ;»  de  lo  que  se  infiere  que  el 
hijo  de  familias  queda  igualado  en  todo  al  hijo 
emancipado  para  el  hecho  de  testar  libremente; 
2.°,  porque  la  ley  6.'  de  Toro  concede  indistin- 
tamente la  facultad  de  disponer  de  la  tercera 
parte  de  sus  bienes  á todos  los  hijos,  sin  excep- 
ción; 3.°,  porque  el  testamento  no  tiene  fuerza 
hasta  la  muerte  del  testador , en  cuyo  tiempo  se 
consolida  el  usufructo  con  la  propiedad;  4.°,  por- 
que no  tiene  el  padre  el  usufructo,  sino  con  la 
Obligación  de  alimentar  y educar  al  hijo,  y ce- 
sando esta  debe  también  cesar  aquel;  o.0,  por- 
que la  ley  5.a,  tít.  17,  Part.  4.a,  que  concedía  el 
padre  el  usufructo  de  los  bienes  adventicios  del 
hijo,  fue  establecida  en  un  tiempo  en  que  los 
hijos  no  salían  del  poder  de  sus  padres,  aun  es- 
tando casados  y velados,  según  el  derecho  co- 
mún que  la  ley  -47  de  Toro  ha  derogado;  y por- 
que entonces  no  podian  testar,  como  pueden 
hacerlo  ahora  en  virtud  de  la  ley  5.*  de  Toro; 
6.°,  porque  pudiendo  disponer  de  esta  tercera 
parte  en  favor  de  su  alma,  si  esta  disposición 
no  se  entendiese  tanto  del  usufructo  como  de  la 
propiedad,  debería  diferirse  su  ejecución  hasta 
la  muerte  del  padre  usufructuario;  lo  que  es 
contrario  no  solamente  al  derecho  canónico  en 
el  cap.  3.°  de  t estmnentis  que  señala  el  término 
de  un  año  para  la  ejecución  de  las  últimas  vo- 
luntades, sino  también  á la  ley  C.“,  tít.  10,  Par- 
tida 6.*,  que  señala  el  mismo  término  contado 
desde  la  muerte  del  testador,  y á la  ley  36  de 
Toro. 

XV.  Hemos  dicho  que  son  legítima  de  los 
ascendientes  los  dos  tercios  de  los  bienes,  de 
cualquiera  calidad  que  sean , que  dejaren  los  hi- 
jos que  murieren  sin  posteridad ; y parece  que 
algunos  autores  suscitan  dudas  con  respecto  á 
los  bienes  castrenses  y cuasi  castrenses;  porque 
según  las  leyes  6.a  y 7.',  tít.  17,  Part.  4.a,  podia 
el  hijo  de  familias  testar  libremente  de  ellos,  al 
paso  que  no  podía  hacerlo  en  los  adventicios. 
Pero  esta  distinción  quedó  abolida  por  la  ley  5. 
de  Toro,  la  cual  concedió  indistintamente  á los 
hijos  de  familia  de  edad  legítima,  la  facultad  de 
testar,  y por  la  6.a  también  de  Toro,  que  hizo  á 
los  ascendientes  herederos  legítimos  y forzosos 


de  sus  descendientes  en  todos  sus  bienes  de  cual- 
quiera calidad  que  sean,  esto  es,  tanto  en  los  cas- 
trenses y cuasi  castrenses,  como  en  los  adventi- 
cios. Así  es,  que  siguiendo  esta  disposición  las 
Ordenanzas  militares  del  año  1768,  tomo  3.°,  ar- 
tículo 17,  trat.  8.°,  tit.  11,  mandan  que:  «Todo 
militar  podrá  testar  sin  licencia  de  su  padre  de 
todos  los  bienes  castrenses,  no  solo  estando  en 
campaña , sino  fuera  de  ella  y aun  en  la  casa  de 
su  padre  al  tiempo  do  otorgar  el  testamento, 
con  advertencia  de  que  nunca  pueda  perjudicar 
al  heredero  forzoso  dejando  á otro  los  bienes 
castrenses,  excepto  el  tercio  de  ellos,  de  que 
puede  disponer  á favor  de  quien  quisiere  en  per- 
juicio de  sus  padres  y demás  ascendientes.* 
V.  Ascendientes.  —A  buelos.  — Tercio. —Herederos 
forzosos. 

* El  Tribunal  Supremo  ha  declarado  no  ser 
válida  la  renuncia  que  hace  un  ascendiente  de 
la  legítima  que  por  derecho  le  corresponde,  si 
tiene  descendientes  ; pues  cede  en  perjuicio  de 
la  que  en  su  caso  pueda  corresponder  á estos, 
contraviniéndose  así  á lo  prescrito  en  las  leyes 
6."  y 28  do  Toro  ó sea  1.a  y 8.a.  tít.  20  de  la  Noví- 
sima Recop.:  sentencia  de  18  de  Abril  de  1865. 
Ha  declarado  asimismo,  que  la  autorización 
dada  á un  testador  por  sus  herederos  forzosos 
para  disponer  libremente  de  la  legítima  que  les 
corresponde  es  nula  y no  tiene  eficacia  legal; 
porque  las  leyes  fundamentales  que  regulan  la 
succesion  y derechos  de  la  familia,  en  que  tanto 
se  interesa  el  órden  público,  no  pueden  derogar- 
se por  convenios  particulares:  sentencia  de  21 
de  Octubre  de  1865.  * 

XVI.  Legitima  de  los  hermanos.— Fuera  de  los 
descendie.ntes  y ascendientes,  no  tiene  obliga- 
ción el  testador  de  dejar  legítima  á ninguna  otra 
persona,  ni  á los  parientes  colaterales,  ni  aun 
á los  hermanos,  á los  cuales  puede  desheredar 
con  razón  ó sin  ella:  y aun  cuando  no  haga 
mención  de  ellos  en  su  testamento,  puede  dejar 
lo  suyo  á quien  quisiere,  cuando  no  tuviere  hi- 
jos ni  otros  que  desciendan  de  él  por  la  línea 
derecha,  ni  padres  ni  abuelos:  ley  12,  tit.  7.°, 
Part.  6.* 

En  efecto,  según  el  rigor  de  los  principios 
uada  debe  un  hombre  á sus  hermanas;  él  no  les 
ha  dado  la  existencia,  ni  tampoco  la  ha  recibi- 
do de  ellos;  y así  es,  que  no  hay  motivo  alguno 
que  le  obligue  á asegurarles  la  subsistencia,  ni 
por  consiguiente  á reservarles  cierta  porción  de 
bienes. 

XVII.  Sin  embargo,  la  moral  publica  está 
interesada  en  que  nadie  haga  un  mal  uso  de  su 
patrimonio,  y cuando  hay  un  testador  bastante 
ciego  para  privar  de  él  á sus  hermanos  y her- 
manas, dejándolo  á gentes  indignas  de  sus  be- 
neficios, nos  inclinamos  naturalmente  á creer 
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que  una  pasión  violenta  le  lia  quitado  el  uso  de 
la  razón,  y que  su  testamento  no  es  la  expresión 
de  una  voluntad  libre.  Por  esta  consideración 
concedia  el  Derecho  Romano  á los  hermanos  y 
hermanas  la  querella  de  inoficiosidad  en  todos 
los  casos  en  que,  sin  dejarles  una  porción  legíti- 
ma, les  habla  preferido  el  difunto  personas  no- 
tadas de  infamia.  La  misma  disposición  se  con- 
tiene en  la  ley  12,  tít.  7.”,  Part.  6.a,  en  la  cual  se 
dice,  que  si  el  testador  que  no  tuviese  descen- 
dientes ni  ascendientes  pero  sí  hermanas,  nom- 
brase por  su  heredero  á lid  orne  que  fuese  de 
mala  vida  ó enfunado,  no  valdría  el  estableci- 
miento de  tal  heredero  , antes  bien  podrian  los 
hermanos  quebrantar  el  testamento  y adquirir 
la  herencia  del  difunto  hermano,  presentando 
ante  el  juez  la  debida  prueba  de  la  infamia, 

V.  Querella-  de  testamento  inoficioso. 

XVIII.  Las  personas  de  mala  vida  ó infames 
de  hecho  ó de  derecho,  que  no  pueden  ser  pre- 
feridas íi  los  hermanos,  son  según  dicen  algu- 
nos escritores,  las  mujeres  mundanas,  ladro- 
nes, falsarios,  espurios,  clérigos  continuamente 
amancebados,  borrachos,  jugadores,  y otros 
que  refieren  los  autores  (como  Gómez , ley  9.’ 
de  Toro.  núrn.  21,  y Castilla , libro  2.°,  cap.  19, 
números  l.°,  18  y siguientes)  y cuya  decisión  se 
deja  al  arbitrio  del  juez  por  no  encontrarse  en 
nuestras  leyes,  como  dicen,  la  correspondiente. 
Sin  embargo,  léase  el  artículo  de  la  palabra  In- 
famia, y se  verá  como  hay  leyes  que  declaran  : 
quiénes  son  las  personas  de  mala  vida  6 infames  " 
de  hecho  o de  derecho,  sin  dejar  nada  al  arbitrio 
del  juez. 

XIX.  Cuando  un  testador  instituye  á la  vez  ' 
una  persona  infame  de  hecho  ó de  derecho,  y otra 
persona  á quien  nada  hay  que  reprochar,  ¿podrá 
el  hermano  ejercer  su  querella  de  inoüeiosidad 
y quebrantar  el  testamento?  No  hay  duda  que 
la  querella  de  inoficiosidad  puede  tener  lugar 
en  este  caso  por  la  parte  en  que  fué  instituida  la 
persona  infame:  circo,  inofficiosi  querelarn  (dice 
la  ley  24  del  Digesto  de  inojfic.  testara.)  evenire 
plenmque  solet  ul  in  una  eademque  causa  diversos 
sen  ten  lite  proferaniur.  Quid  enim  si,  fratre  agente, 
hceredes  scripti  diver  si  juris  fuerinl?  Mas,  ¿qué 
será  si  la  persona  infame  que  ha  sido  instituida 
con  la  persona  irreprehensible,  renuncia  la  suc- 
cesion  y hace  por  este  medio  acrecer  su  parte  á 
su  coheredero?  En  este  caso  la  querella  de  inofi- 
ciosidad  podría  intentarse  contra  este,  ora  sea 
gratuita  la  renuncia  del  otro,  ora  hubiese  sido 
comprada;  porque  el  que  adquiere  por  derecho 
de  acrecimiento  la  parte  del  que  fué  instituido 
juntamente  con  él,  está  obligado  á todas  las 
cargas  y gravámenes  que  la  ley  imponia  á este 
último,  como  dispone  expresamente  la  ley  1.”, 
pár.  4.°,  C.  de  caducis  tollendis:  es  asi  que  la  ley 


somete  la  parte  del  heredero  infame  á la  quere- 
lla de  inoficiosidad;  luego  esta  acción  debe  se- 
guir la  parte  del  heredero  infame  hasta  en  las 
manos  del  heredero  sin  tacha. 

XX.  El  arrepentimiento  ó la  mudanza  de  vida 
del  heredero  instituido,  ¿será  un  obstáculo  para 
que  los  hermanos  se  prevalgan  de  la  infamia  en. 
que  había  vivido  anteriormente,  y hagan  de  ella 
la  base  de  una  querella  de  inoficiosidad?  Para 
resolver  esta  cuestión  es  necesario  distinguir 
entre  el  caso  eu  que  la  mudanza  de  vida  fué  an- 
terior á la  muerte  del  testador,  y aquel  en  que 
no  fué  sino  posterior. 

Eu  el  primer  caso,  si  la  mudanza  de  vida  bor- 
ró la  mancha  de  que  estaba  notado  el  instituido, 
no  es  dudoso  que  la  querella  de  inoficíosidad 
deba  cesar  enteramente;  y si  por  el  contrario  la 
mancha  subsiste  á pesar  del  arrepentimiento,  el 
derecho  que  tienen  los  hermanos  para  atacar  el 
testamento  conserva  toda  su  fuerza.  Así  es,  que 
cuando  un  quebrado,  habiendo  satisfecho  á to- 
dos sus  acreedores,  obtiene  una  sentencia  de 
rehabilitación , no  hay  nada  que  pueda  impedir 
su  restitución  en  su  primer  estado,  con  perjuicio 
de  la  legítima  de  los  hermanos  dél  difunto.  Pero 
un  hombre  sobre  quien  hubiese  recaído  una 
condenación  infamante,  bien  podría  arrepentir- 
se y mudar  de  conducta,  que  no  por  eso  se  bor- 
raría la  mancha  que  le  hubiese  causado  la  sen- 
tencia, y de  consiguiente  no  quedaría  menos  su- 
jeta á la  querella  de  inoficiosidad  la  institución 
que  en  lo  succesivo  podría  atraerse  de  parte  del 
testador.  Lo  mismo  habría  de  decirse  de  una 
mujer  que  después  de  haber  vivido  en  la  prosti- 
tución llevase  luego  una  vida  regular ; pues  esta 
mudanza  no  la  sacaría  de  la  clase  de  las  perso- 
nas infames,  como  declara  expresamente  la  ley 
47,  D.  de  ritu  n-uptianm , la  cual  dice:  Non  so - 
lum  antera  ea  qme  facit  queslum  corpore,  verum  ea 
coque  quee  fecit,  etsi  f acere  desit,  lege  notatur ; ñe- 
que enim  aboletur  turpitudo  quas  postea  intermis- 
sa  est. 

En  el  segundo  caso,  esto  es,  cuando  el  herede- 
ro instituido  no  muda  de  conducta,  sino  después 
de  la  muerte  del  testador,  pueden  indistinta- 
mente los  hermanos  de  este  intentar  la  querella 
de  inoficiosidad ; porque  desde  que  se  abre  la 
succesion  tienen  un  derecho  adquirido  á esta  ac- 
ción ; y lo  que  una  vez  llega  á pertenecemos,  no 
se  nos  puede  quitar  á pesar  nuestro:  Id  quod 
nostrum  est,  sino  fact-o  noslro  ai  aliuvi  transferri 
uonpotest : ley,  11,  D.  de  regulis  juris. 

Mas  quedarían  sin  acción  los  hermanos,  si  la 
infamia  ó nota  de  que  quisieran  prevalerse,  no 
hubiera  sobrevenido  al  instituido,  sino  después 
de  la  muerte  de  su  hermano.  En  efecto,  no  pue- 
den quejarse,  sino  en  el  caso  eu  que  este  les  ha 
hecho  una  injuria.por  la  preferencia  que  ha  da- 
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do  sobre  ellos  á una  persona  notada  de  infamia' 
yen  el  caso  propuesto  es  claro  que  el  testador 
no  los  ha  injuriado;  pues  que  la  persona  que  ha  ' 
llamado  á su  succesion  no  ha  perdido  el  honor 
sino  después  de  su  muerte,  y no  hay  jamás  in- 
juria cuando  la  intención  no  concurre  con  el 
hecho:  Injurian  potest /acere  nemo,  nisi  qvi  scü 
se  injuriam  /acere:  ley  3.*,  pár.  2.°,  D.  de  inju- 
riis. 

XXI.  M la  persona  infame  es  hermano  ó her- 
mana del  difunto,  ¿dará  lugar  su  institución  á 
la  querella  de  inoficiosidad?  Vázquez,  Gómez, 
Peregrini  y otros  han  abrazado  la  negativa;  pero 
la  opinión  contraria  parece  á la  vez  mas  jurídi- 
ca y mas  conforme  á la  decencia  de  las  costum- 
bres. Las  leyes  no  distinguen  este  caso  de  los 
otros,  y la  moral  pública  exige  que  sea  confundi- 
do en  la  regla  general.  Sin  embargo , no  dejaría 
de  ser  escandaloso , que  un  hermano  atacase  el 
testamento  de  su  hermano  difunto  en  que  habia 
sido  instituida  una  hermana  de  mala  vida,  pues 
tendría  que  probar  que  habia  vivido  en  la  pros- 
titución ; y no  parece  podría  tolerarse  este  ata- 
que en  el  caso  de  que  el  hermano  le  hubiese  de- 
jado los  bienes  para  que  mudara  de  conducta  y 
pudiera  sostenerse  sin  dedicarse  á tan  infame  1 
tráfico. 

XXII.  ¿Hay  lugar  á la  querella  de  inofíciosi-  < 
dad  cuando  los  hermanos  que  quieren  intentar- 
la están  ellos  mismos  cubiertos  de  la  misma 
infamia  ó nota  que  pretenden  encontrar  en  el 
heredero  instituido?  Barbosa,  Vázquez  y otros 
autores  responden  que  no.  La  igualdad  de  con- 
dición entre  el  heredero  instituido  y ios  herma- 
nos cierra  la  puerta  á la  querella  de  que  se  tra- 
ta , y asi  como  estos  no  serian  admitidos  á que- 
rellarse si  el  primero  estuviese  á cubierto  de 
toda  tacha,  deben  asimismo  abstenerse  de  toda 
persecución,  cuando  personalmente  tienen  que 
avergonzarse  de  los  rasgos  de  infamia  que  des- 
cubren en  el  heredero  nombrado  en  el  testa- 
mento. Asíes,  que  aunque  una  madre  pueda 
regularmente  desheredar  á su  hija  para  casti-  i 
garla  por  haberse  entregado  al  libertinaje,  sin 
embargo,  no  puede  hacerlo  cuando  ella  misma 
lleva  una  vida  desarreglada.  Así  es,  que  un  gla-  , 
diador  de  profesión  no  podía  en  Roma  usar  del 
derecho  que  las  leyes  daban  á los  padres  de  des- 
heredar á los  hijos  que  espontáneamente  abra- 
zaban este  estado:  ley  11 , €■  (le  ino/ic.  testara. 

XXIII.  ¿Cuáles  son  los  hermanos  á quienes  se 
concede  el  derecho  de  atacar  el  testamento  del 
hermano  difunto  en  que  ha  sido  instituida  una 
persona  infame , sin  dejarles  nada  á ellos  ó sin 
mencionarlos?  En  el  antiguo  derecho  romano, 
todos  los  hermanos  y hermanas  eran  admitidos 
en  concurrencia  á la  querella  de  inoficiosidad, 
cuando  podía  tener  lugar ; no  se  hacia  entonces 


distinción  entre  los  hermanos  uterinos , los  her- 
manos consanguíneos  y los  hermanos  carnales; 
todos  tenían  el  mismo  derecho,  porque  en  el 
órden  natural , todos  estaban  igualmente  ofen- 
didos por  la  injusta  disposición  de  su  hermano: 
ind.  de  la  ley  1.',  D.  de  inofic.  testam.  Pero  esta 
jurisprudencia  fué  modificada  primeramente 
por  el  Emperador  Constantino  y después  por  Jus- 
tiniano:  ley  1."  en  el  Cod.  Theodosiano,  y ley  27 
C.  dcino/ic.  testam.)  que  excluyeron  á los  her- 
manos uterinos  y admitieron  solo  á los  consan- 
guíneos y á los  enteros  ó carnales  á la  mencio- 
nada querella. 

XXIV.  Posteriormente  á la  promulgación  de 
esta  ley,  hizo  Justiuiano  una  Novela  para  llamar 
á los  hijos  de  los  hermanos  carnales  á la  succe- 
siou  ai  inlestato  de  sus  tios,  en  concurrencia  con 
los  hermanos  vivos  , y tomar  en  ella  la  misma 
parte  que  hubiera  tomado  su  padre  si  hubiese 
vivido:  Novela  118,  cap.  33,  y Novela  127,  cap.  2.° 
Pero  como  no  les  ha  concedido  expresamente  la 
querella  de  inoficiosidad,  es  una  cuestión  si  son 
ó no  son  hábiles  para  ejercerla.  Todos  los  auto- 
res se  deciden  por  la  negativa,  sobre  el  funda- 
mento de  que  la  querella  de  inoficiosidad  no 
pertenece  á todos  los  succesores  ab  inlestato,  sino 
solamente  á los  que  la  ley  la  concede.  Apoyan 
esta  razón  con  un  ejemplo:  es  constante,  dicen, 
según  los  términos  de  la  Novela  118,  cap,  3.°,  y 
también  según  nuestra  ley  4.*,  tit.  13,  Parí.  6.*, 
que  los  hermanos  camales  concurren  con  su  pa- 
dre y su  madre  en  la  succesion  intestada  de  su 
hermano  difunto;  y sin  embargo  se  conviene 
generalmente  en  que  el  padre  y la  madre  son 
los  únicos  que  en  este  caso  tienen  un  derecho 
absoluto  á la  querella  de  inoficiosidad,  y que  el 
de  los  hermanos  está  subordinado  á la  calidad 
de  los  herederos  instituidos:  de  suerte  que  los 
hermanos  están  privados  de  toda  acción,  cuando 
su  hermano  ha  dispuesto  en  favor  de  personas 
intachables.  ¿Por  qué,  pues,  el  derecho  conce- 
dido á los  sobrinos  de  concurrir  ab  inieslato  con 
sus  tíos,  llevaría  consigo  el  de  intentar  ia  que- 
rella de  inoficiosidad?  A estos  medios  se  añade 
una  consideración  perentoria.  La  razón  por  la 
cual  se  ha  concedido  á los  hermanos  un  derecho 
de  legítima  en  la  succesion  de  su  hermano  que 
instituye  una  persona  infame,  está  vínicamente 
fundada  en  la  gravedad  de  la  injuria  que  les  ha 
hecho ; porque  esta  injuria  es  tanto  mayor,  cuan- 
to el  parentesco  que  los  une  á él  es  mas  estrecho. 
Los  sobrinos  no  son  mas  próximos  parientes  de 
los  difuntos  cuando  concurren  con  sus  tios  por 
el  beneficio  de  la  representación  que  cuando  se 
encuentran  solos  para  succeder  ab  inieslato : no 
tienen,  pues,  mas  derecho  á la  querella  de  in- 
oficiosidad en  el  primer  caso  que  en  el  segundo, 
pues  que  ni  en  el  uno  ni  en  el  otro  no  los  ha  iu- 
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junado  el  difunto  hasta  el  punto  que  requiere  la 
I y para  fundar  una  acción  de  esta  naturaleza, 
porque  querer  que  la  injuria  de  la  preterición 
tenga  tanto  valor  en  su  persona  como  si  se  hu- 
biese hecho  á su  padre  que  ellos  representan, 
seria  una  pretensión  ridicula  en  si  misma  y ab- 
surda en  sus  consecuencias. 

XXV.  Mas  al  menos  ¿no  podrán  los  sobrinos 
aprovecharse  de  la  rescisión  del  testamento  in- 
oficioso obtenida  por  sus  tios  igualmente  des- 
heredados ó preteridos?  La  razón  de  dudar  es 
que,  según  las  leyes  romanas  y aun  las  de  las 
Partidas,  como  quieren  algunos,  la  rescisión  de 
un  testamento  por  la  querella  de  inoficiosidad, 
llevaba  consigo  la  nulidad  de  la  institución , y 
reducía  las  cosas  al  estado  de  succesion  intesta- 
da. Ya,  pues,  que  los  sobrinos  succeden  at>  in- 
féstalo con  sus  tios,  parece  justo  que  recojan  in- 
directamente el  fruto  de  la  aecion  intentada  por 
estos;  porque  en  efecto  las  leyes  17,  18  y 19  D., 
de  inope.  testam.,  comunican  á todos  los  here- 
deros del  mismo  grado  el  provecho  de  la  quere- 
lla de  inoficiosidad  intentada  con  buen  éxito 
por  uno  de  ellos.  Pero  en  primer  lugar,  después 
de  la  ley  24  de  Toro,  no  se  anula  ya  el  testamen- 
to absolutamente  por  la  querella  de  inoficiosi- 
dad, pues  deben  subsistir  el  tercio  y el  quinto, 
y las  demás  mandas,  y solo  caduca  la  institución 
de  heredero.  En  segundo  lugar,  es  un  principio 
que  las  sentencias  no  perjudican  ni  aprovechan 
sino  á las  personas  que  han  litigado ; y por  con- 
siguiente parece  que  no  pueden  los  sobrinos 
participar  del  fruto  de  una  acción  que  ellos  no 
han  ejercido  ni  podido  ejercer.  Si  la  succesion  se 
abre  ab  intestato  en  favor  de  todos  los  herederos 
legítimos  por  solo  el  efecto  de  la  demanda  de 
uno  de  ellos,  es  que  todos  están  en  el  mismo 
grado , y por  consiguiente  todos  son  hábiles  para 
intentar  por  sí  mismos  la  acción  de  que  se  apro- 
vechan. Pero  la  posición  de  los  sobrinos  es  muy 
diferente,  151  difunto  no  les  debía  nada,  ni  aun. 
instituyendo  una  persona  infame;  ellos  no  tie- 
nen ni  derecho  para  pedir  la  legítima , ni  cali- 
dad para  atacar  el  testamento  como  inoficioso; 
no  pueden,  pues,  aplicarse  textos  que  exigen  lo 
uno  y lo  otro  en  las  personas  que  llaman  á la 
succesion  por  la  querella  de  una  sola  de  ellas. 
Inútilmente  opondrían  los  sobrinos  que  su  con- 
dición debe  ser  la  misma  cuando  el  difunto  mu- 
rió intestado  que  cuando  su  testamento  ha  sido 
rescindido  por  la  querella  de  inoficiosidad ; y 
que  si  en  el  primer  caso  estaban  obligados  in- 
contestablemente süs  tios  á admitirlos  y darles 
parte  en  la  succesion , deberían  también  hacer 
lo  mismo  en  el  segundo.  Pero  los  hermanos, 
usando  de  su  acción  de  inoficiosidad , no  hacen 
juzgar  otra  cosa  sino  que  el  heredero  instituido 
es  incapaz  de  recibir  la  herencia  cuando  ellos 


se  cruzan  de  por  medio ; lo  que  no  aprovecha  á 
los  sobrinos,  respecto  de  los  cuales  el  mismo  he- 
redero tiene  toda  la  capacidad  necesaria.  Absur- 
do seria,  añade  Voet,  que  los  que  lícitamente 
han  sido  preteridos  ú omitidos  en  un  testamen- 
to, y que  por  consiguiente  no  han  recibido  del 
difunto  ninguna  especie  de  injuria,  fuesen  de 
la  misma  condición  que  aquellos  cuya  preteri- 
ción forma  un  atentado  á las  prohibiciones  de 
las  leyes  y una  especie  de  afrenta  que  la  quere- 
lla de  inoficiosidad  tiene  por  objeto  único  el  re- 
parar. En  una  palabra,  dice  el  mismo  autor, 
los  Emperadores  Constantino  y Justiniano  pro- 
hibieron estrictamente  admitir  los  sobrinos  á la 
querella  de  inoficiosidad : no  se  debe , pues , co- 
municarles indirectamente  su  efecto;  porque  de 
otro  modo  se  reduciría  á nada  la  prohibición;  y 
jamás  han  merecido  los  sufragios  de  los  legisla- 
dores las  tergiversaciones  y subterfugios  inven- 
tados para  lograr  igual  fin  y eludir  las  leyes. 

XXVI.  Dedúcese  de  todo  que  para  el  caso  de 
ser  instituida  una  persona  de  mala  vida  ó infa- 
me de  hecho  ó de  derecho,  el  hermano  debe 
considerarse  como  heredero  forzoso,  y bajo  este 
concepto  debe  tener  una  legítima.  Pero  ¿cuál 
será  esta?  En  el  antiguo  derecho  romano  la  le- 
gítima de  los  descendientes,  délos  ascendientes 
y de  los  hermanos  se  habia  fijado  indistintamen- 
te en  la  cuarta  parte  de  los  bienes  que  habrian 
recibido  ab  intestato,  como  ya  dejamos  dicho  ma3 
arriba;  y después  se  aumentó  por  Justiniano 
hasta  la  tercera  parte  cuando  eran  cuatro  ó me- 
nos , y hasta  la  mitad  cuando  eran  cuatro  ó mas. 
Ya,  pues,  que  por  las  leyes  del  Fuero  Juzgo,  y 
por  las  del  Fuero  Real,  y por  las  de  Toro  se  ex- 
tendió la  legítima  de  los  hijos  á las  cuatro  quin- 
tas partes  de  los  bienes  de  los  padres , y la  de 
los  ascendientes  á las  dos  terceras  partes  de  los 
bienes  de  los  hijos,  sin  hacer  mención  de  la  de 
los  hermanos;  parece  quiso  dejarse  la  legítima 
de  estos,  cuando  tuviera  lugar,  en  el  mismo  es- 
tado en  que  se  hallaba  por  el  derecho  romano; 
y que  á lo  mas  no  podrá  consistir  sino  en  los  dos 
tercios  de  los  bienes  del  hermano  que  instituyó 
á la  persona  infame,  no  pudiendo  ser  mas  favo- 
recidos que  los  ascendientes  legítimos.  Así  que, 
la  persona  infame  conservará  el  tercio  por  lo 
menos  y los  dos  restantes  pasarán  cuando  mas, 
á los  hermanos,  en  caso  de  que  intenten  con 
éxito  feliz  la  querella  de  inoficiosidad.  Si  el  her- 
mano difunto  hubiese  dejado  alguna  cosa  á sus 
hermanos , aunque  no  llegase  á cubrir  la  legí- 
tima debida,  no  podrían  entonces  usar  del  re- 
curso de  la  inoficiosidad , sino  pedir  tan  solo  el 
suplemento  de  lo  que  faltase , como  es  opinión 
común  y está  mandado  expresamente  con  res- 
pecto á los  hijos  por  la  ley  5.a,  tít.  8.°,  Part.  6.a 
Y.  Hermanos  y Herederos  forzosos. 
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XXVII.  Reglas  comunes  d todos  los  legitima— 

' ios  o ¡ f ue  gozan  legitima,  y de  la  desheredación. 

Las  legítimas  no  pueden  gravarse  con  legados, 
fideicomisos,  substituciones,  condiciones  ni  otras 
cargas  (ley  17,  tít.  l.“,  Part.  6.*  );  y para  deter- 
minar su  importe  se  debe  hacer  una  masa , no 
solo  de  los  bienes  dejados  por  el  difunto  al  tiem- 
po de  su  muerte,  bajadas  las  deudas,  sino  tam- 
bién de  las  dotes,  donaciones  propter  nuptias  v 
otras  dádivas  hechas  en  vida  por  aquel.  Véase 
Colación  de  bienes  y Quinto.  En  la  suceesion  del 
padre  quedan  disminuidas  las  legítimas  de  los 
hijos  cuando  corresponde  á la  madre  la  cuarta 
marital,  la  cual  se  considera  como  una  deuda, 
y debe  por  consiguiente  rebajarse  del  cuerpo  de 
la  hacienda. 

Los  padres  no  pueden  privar  á sus  hijos  de  la 
legítima  sino  por  alguna  de  las  causas  compren- 
didas en  los  ocho  versos  siguientes: 

Bis  septem  ex  causis  exhares Jilius  esto: 

Si  pairean  feriat  (1)  vel  maiedicat  ei  (2); 

Carccre  conclusum  si  negligal  ¡3)  aut  furiosum  (4); 

Criwinis  accusel  i&),  vel  paret  insidias  (6); 

Si  dederit  damnum  grave  (7);  si  nec  al  hoste  redem.it  (8); 

Testarive  retel  (9),  se  socielque  malis  [10); 

Si  mimos  sequüur  (11);  vicietve  cubile  palernum  (12); 

Non  orthodoxus  ( 13};  filia  si  meretriz  (14). 

Ni  los  hijos  pueden  privar  á sus  padres  de  la 
legítima  que  les  pertenece  sino  por  las  causas 
4.a,  5.a,  6.’,  8.*,  9.*,  12  y 13  de  las  contenidas  en 
los  mismos  versos.  Los  hermanos  que  solo  tienen 
derecho  á legitima  cuando  se  vean  pospuestos  á 
personas  infames  de  hecho  y de  derecho,  pueden 
perderla  aun  en  este  caso  por  las  causas  5.‘,  6.a 
y 7."  de  los  versos  mencionados.  Véase  Deshere- 
dación, Heredero,  é Hijo. 

LEGITIMACION,  Un  acto  que  constituye  en  el 
estado  de  hijo  legítimo  al  que  ha  nacido  fuera 
de  matrimonio  ; ó una  ficción  legal  por  la  cual 
un  hijo  nacido  fuera  de  matrimonio  es  asimila- 
do á un  hijo  legítimo. 

I.  La  legitimación  puede  hacerse  de  dos  ma- 
neras, á saber;  por  el  subsiguiente  matrimonio 
y por  concesión  real. 

Se  ha  hablado  ya  con  extensión  en  el  articulo 
Hijo  legitimado  de  estos  dos  modos  de  legitimar. 
Mas  para  dar  á esta  materia  toda  la  claridad  ape- 
tecible, y poder  comprender  el  estado  presente  de 
nuestra  legislación  sobre  este  importante  asun- 
to, creemos  necesario  añadir -el  origen,  pro- 
gresos y último  estado  que  tuvo  por  las  leyes 
romanas , adoptadas  en  último  resultado  por  las 
Partidas,  la  legitimación  de  los  hijos  por  el  sub- 
siguiente matrimonio  , con  las  variaciones  que 
posteriormente  se  hicieron  por  nuestras  leyes 
(párrafos  I hasta  el  XVIil);  así  como  de  la  legi- 
timación per  oblationem  curie  (par.  XIX). 


II.  Ni  en  todo  el  tiempo  de  la  República  ro- 
mana, ni  en  los  tres  primeros  siglos  en  que  que- 
dó convertido  en  monárquico  el  Gobierno  repu- 
blicano, se  encuentra  el  menor  vestigio  de  la 
legitimación  de  los  hijos  por  el  subsiguiente 
matrimonio  , y así  regia  constantemente  la  re- 
gla de  que  solo  fueran  legítimos  aquellos  hijos 
qué  habían  sido  concebidos  de  legítimo  matri- 
monio. Pruebas  son  de  esta  verdad  la  ley  11,  Di- 
gesto  de  statu  homimm,  la  65,  pár.  10  de  ritu 
nuptiarum,  y la  6.’,  cap.  de  nuptiis:  las  dos  prime- 
ras del  jurisconsulto  Paulo  y la  tercera  del  Em- 
perador Gordiano,  todas  tres  del  siglo  III  del 
Imperio;  pues  aunque  Ulpiano,  en  el  tít.  5.°, 
pár.  11  en  sus  fragmentos  fué  de  dictámeu  de 
que  bastaba  para  que  el  hijo  fuera  legítimo  que 
al  tiempo  del  parto  fuese  legítimo  el  matrimo- 
nio, sin  atender  al  tiempo  de  la  concepción,  sin 
embargo,  prevaleció  la  opinión  del  jurisconsulto 
Paulo,  que  exigía  los  dos  tiempos  de  ia  concep- 
ción y del  nacimiento  para  la  legitimidad  de  los 
hijos. 

III.  De  este  principio  se  suscitó  otra  duda  en- 
tre los  jurisconsultos,  reducida  á si  el  hijo  que  ha- 
bía nacido  de  concubina  en  el  séptimo  mes  de  ha- 
ber contraído  el  matrimonio  con  el  padre,  se 
debía  presumir  engendrado  después  de  contraí- 
do el  matrimonio;  y se  resolvió,  fundándose  en 
la  autoridad  de  Hipócrates,  que  el  hijo  se  presu- 
miera engendrado  después  de  contraido  el  ma- 
trimonio, según  se  deciara  en  la  ley  1.2,  D.  de 
statu  hominum,  que  es  del  mismo  jurisconsulto 
Paulo;  cuya  duda  habría  sido  inútil  y vana,  si 
en  aquel  tiempo  se  hubiera  conocido  la  legi- 
timación por  el  subsiguiente  matrimonio,  en 
virtud  de  la  cual  se  hacen  legítimos  los  hijos 
nacidos  mucho  tiempo  antes  de  que  este  se  ve- 
rifique. 

IV.  El  Emperador  Constantino,  que  subió  al 
trono  del  imperio  á principios  del  siglo  iv,  fué 
el  primero  que  alterando  la  antigua  jurispru- 
dencia en  este  punto,  dispuso  que  103  hijos  na- 
cidos de  concubina  que  fuese  ingénua  ó libre, 
se  hiciesen  legítimos  si  el  padre  de  ellos  contraía 
matrimonio  con  la  madre,  según  afirma  el  em- 
perador Zenon  en  la  ley  5.a,  cap.  de  naluralibus 
liberis.  Propúsose  Constantino  abolir  del  todo  ó 
disminuir  en  mucha  parte  el  concubinato,  tan 
contrario  á la  religión  que  profesaba;  y así  es 
que  únicamente  se  dirigía  al  tiempo  pasado, 
esto  es,  á los  hijos  que  ya  habían  nacido,  y á los 
padres  que  viviendo  actualmente  en  concubina- 
to se  casasen  inmediatamente  con  sus  madres; 
pero  sin  extender  esta  gracia  á los  que  conti- 
nuando en  el  concubinato  tuvieran  posterior- 
mente otros  hijos;  porque  entonces  mas  bien 
tendría  por  objeto  la  ley  fomentar  el  concubina- 
to que  destruirlo  por  este  medio  indirecto. 
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V.  Posteriormente  el  Emperador  Anastasio 
en  el  año  508  extendió  por  primera  vez  la  legiti- 
mación por  subsiguiente  matrimonio  al  tiempo 
venidero  ó futuro,  como  consta  de  la  ley  6.% 
Cod.  de  naluralibus  liberis ; pero  once  años  des- 
pués el  Emperador  Justino  en  el  de  519  revocó  la 
ley  de  Anastasio  mandando  que  en  lo  succesivo 
quedase  abolida  enteramente  la  legitimación 
por  subsiguiente  matrimonio,  á ñu  de  obligar  á 
sus  súbditos  á casarse  si  querían  tener  hijos  que 
pudiesen  perpetuar  su  nombre:  ley  7.a,  Cod.  de 
naluralibus  liberis , cuyas  palabras  son  las  si- 
guientes: Jn  poslerumvero  sáanl  omnes  legilimAs 
malrimoniis  legiiimam  siU  posteritatem  quasren- 
dam;  injusta  namque  libidiuum  desideria  milla  de 
costero  vatio  defendit. 

VI.  Diez  años  después,  en  el  de  520,  publicó 
el  Emperador  Justiniano  la  ley  que  se  inserta  ert 
la  18  del  mismo  título,  por  la  cual  ó no  teniendo 
presente  el  fin  qne  se  habían  propuesto  sus  ante- 
cesores de  extinguir  ó disminuir  el  concubinato, 
ó menos  enemigo  de  él,  estableció  por  punto  ge- 
neral que  cualquiera  que  tuviese  hijos  de  con- 
cubina que  fuese  libre  y le  estuviera  permitido 
casarse  con  ella,  pudiera  legitimar  los  hijos 
antes  procreados  contrayendo  matrimonio  con 
la  misma,  y que  tanto  los  hijos  nacidos  antes 
del  matrimonio  como  los  procreados  después 
fueran  iguales  en  la  división  de  la  herencia  de 
sus  padres,  por  cuya  ley  perpetuó  para  lo  succe- 
sivo la  legitimación  por  el  subsiguiente  matri- 
monio, y se  consideró  desde  entonces  como  uno 
de  los  medios  de  adquirir  la  patria  potestad. 

VII.  Mas  esta  ley  llegó  á ser  un  manantial 
de  pleitos.  Pretendían  unos  que  no  daba  al  sub- 
siguiente matrimonio  la  virtud  de  legitimar  ios 
hijos  naturales  sino  en  el  caso  en  que  naciesen 
del  mismo  matrimonio  hijos  legítimos;  y otros 
mas  rigorosos  todavía  sostenían  que  el  solo  na- 
cimiento de  hijos  legítimos  no  bastaba  para  pro- 
ducir la  legitimación  de  sus  hermanos  natura- 
les, sino  que  era  necesario  que  sobreviviesen 
además  á su  padre  y k su  madre.  Justiniano  re- 
solvió estas  dificultades  por  la  ley  11  del  mismo 
título,  en  la  cual  se  dice  que,  tanto  en  el  caso 
de  que  no  haya  hijos  del  matrimonio  como  en 
el  de  que  los  haya,  los  legitimados  por  este  ma- 
trimonio gozarán  de  todas  las  ventajas  de  la  le- 
gitimidad, añadiendo  que  lo  mismo  será,  y con 
mas  razón,  respecto  del  hijo  concebido  antes  de 
la  celebración  del  matrimonio,  pero  nacido  des- 
pués de  esta  celebración. 

VIII.  Justiniano  extendió  todavía  esta  juris- 
prudencia en  dos  puntos  notables: 

l-°  Según  el  derecho  establecido  por  Cons- 
tantino y Zenon,  no  podían  los  hijos  naturales 
ser  legitimados  por  el  matrimonio  subsiguiente 
de  su  padre  con  su  madre,  sino  en  el  caso  que  su 


padre  no  tuviera  entonces  hijos  legítimos,  pero 
el  cap.  4.°  de  la  Nov.  12  dice,  que  aunque  haya 
hijos  legítimos  de  un  matrimonio  anterior,  se 
puede,  no  obstante,  legitimar  álos  hijos  natura- 
les casándose  con  su  madre,  con  tal  que  nazcan 
después  de  la  disolución  del  matrimonio  de  que 
provienen  los  legítimos. 

2.°  Por  las  leyes  de  Constantino  y de  Zenon, 
solamente  los  hijos  nacidos  de  una  concubina 
ingenua  podian  ser  legitimados  por  el  matrimo- 
nio subsiguiente  de  los  autores  de  sus  dias.  Pero 
la  Novela  18,  cap.  11,  quiere  que  gocen  de  la 
misma  ventaja  los  hijos  nacidos  de  una  concu- 
bina 'manumitida,  y todavía  va  mas  lejos,  pues 
declara  que  cuando  un  hombre  ha  tenido  por 
concubina  á su  esclava,  puede  después  de  ha- 
berle dado  la  libertad,  así  como  á los  hijos  que 
ha  tenido  de  ella,  y de  haberles  obtenido  del 
Principe  el  derecho  de  ingenuidad , contraer 
matrimonio  con  esta  mujer  y legitimar  por  tal 
medio  los  hijos  naturales  que  le  ha  dado;  mas 
según  añade  la  misma  ley  no  puede  tener  lugar 
esta  legitimación  sino  cuando  el  padre  no  tiene 
hijo  legítimo  de  otra  mujer. 

IX.  La  Nov.  78,  capítulos  3.°  y 4.°,  dispensa 
al  padre  de  obtener  del  Principe  ios  derechos  de 
ingenuidad  páralos  hijos  nacidos  de  su  esclava, 
y quiere  que  sin  acto  expreso  de  manumisión  se 
hagan  libres  y legítimos  por  el  solo  efecto  del 
matrimonio  contraído  entre  su  padre  y su  ma- 
dre; y aun  parece  por  los  términos  generales  en 
que  está  concebida  esta  Novela,  que  ya  no  exige 
para  la  legitimación  de  los  hijos  nacidos  en  la 
esclavitud,  que  su  padre  no  tenga  hijo  legítimo 
de  otra  mujer. 

X.  Por  fin,  la  Nov.  89,  capítulo  8.°,  ha  dado 
la  última  mano  á la  legitimación  por  el  matri- 
monio subsiguiente  y ha  permitido  legitimar 
de  este  modo  á todos  los  hijos  naturales  nacidos 
de  mujeres  con  quienes  se  podía  vivir  lícita- 
mente en  concubinato. 

XI.  Todas  estas  leyes,  tomadas  á la  letra  en 
último  resultado  han  sido  adoptadas  por  las 
nuestras  de  las  Partidas,  y especialmente  por  la 
ley  1.a,  tít.  13,  Part,  4.*,  la  cual  está  concebida 
en  estos  términos:  «Otrosí  son  legítimos  los  fijos 
que  órne  ha  en  la  mujer  que  tiene  por  barra- 
gana, si  después  deso  se  casa  con  ella;  ca  ma- 
guer estos  fijos  atales  no  son  legítimos  cuando 
nascen,  tan  grand  fuerza  ha  el  matrimonio,  que 
luego  que  el  padre  é la  madre  son  casados,  se 
facen  por  ende  los  fijos  legítimos.  Esso  mismo 
seria  si  alguno  oviese  fijo  de  su  sierva  é después 
desso  se  casase  con  ella;  ca  tan  grand  fuerza  ha 
el  matrimonio,  que  luego  que  es  fecho,  es  la 
madre  por  ende  libre,  é los  fijos  legítimos.» 

XII.  En  efecto,  así  como  entre  los  Romanos 
era  ei  concubinato,  no  precisamente  un  enlace 
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vag-o,  indeterminado  y arbitrario,  sino  una  es- 
pecie de  matrimonio,  impropiamente  dicho,  que 
sin  estar  autorizado  formalmente,  no  dejaba  de  1 
estar  tolerado,  y que  en  la  ley  5.a,  Cód.  acl  sem- 
tus  consultim  Orjilianum,  era  llamado  comercio 
licito,  licita  consuetudo,  así  también  entre  nos- 
otros era  permitido  entre  soltero  y soltera,  por 
precaver  mayores  males,  aunque  la  Iglesia  pro- 
hibió siempre  á todos  los  cristianos  el  vivir  en 
tal  desórden,  y aun  las  leyes  del  tít.  14,  Part.  4.a, 
nos  explicaron  quiénes  podían  ser  recibidas 
por  concubinas  ó barraganas,  quiénes  las  po- 
dían recibir,  y en  qué  manera  se  hacia  tal 
ayuntamiento  como  este.  V.  Barragana  y Con- 
cubina. 

XIII.  Segun  el  derecho  romano,  únicamente 
se  llamaban  hijos  naturales,  y por  consiguiente 
solo  podían  ser  legitimados,  los  que  eran  naci- 
dos de  concubina  que  fuese  única  y sola,  y ha- 
bitase como  tal  en  la  misma  casa  del  padre, 
como  se  previene  en  la  Novela  18,  cap.  5.°,  y en 
la  Sí) , cap.  12,  |>&r.  4.°,  requiriéndose  además 
que  tanto  el  padre  como  la  madre  estuviesen 
hábiles  para  contraer  matrimonio  entre  sí,  ó lo 
que  es  lo  mismo,  que  estuviesen  libres  de  todo 
impedimento,  como  de  parentesco  ó matrimo- 
nio, etc.,  según  se  dispone  en  las  leyes  10  y 11, 
Cód.  de  naturalibus  libcris,  en  el  concepto  de  que 
uo  todas  las  mujeres  que  estaban  hábiles  para 
contraer  matrimonio  podían  ser  concubinas, 
pues  se  excluían  las  vírgenes  y viudas  que  vi-  , 
vian  honestamente,  como  disponía  la  ley  1/, 
pár.  l.°,  D.  de  concuMnis.  Nuestro  derecho  de  las 
Partidas  siguió  casi  en  todo  la  disposición  del 
derecho  romano  en  este  punto,  porque  la  barra- 
gana ó concubina  había  de  ser  una  sola  y en 
disposición  de  poderse  casar  con  ella  el  conca- 
binario, sin  que  pudiese  ser  virgen  ó viuda  que 
viviese  honestamente,  según  todo  se  comprende 
en  la  ley  2.a,  tít.  14,  Part.  4.a;  y en  la  ley  1.a,  tí- 
tulo 15  de  la  misma  Partida,  se  establece  por  re-  , 
gla  que  hijos  naturales  se  llaman  aquellos  que 
no  nacen  de  casamiento,  sino  de  barragana;  y 1 
en  la  8.a,  tít.  13,  Part.  G.a,  se  requiere  como  cosa  , 
necesaria  para  que  el  hijo  sea  natural,  que  haya 
sido  engendrado  de  mujer  que  uo  había  duda 
que  el  padre  la  tenia  por  suya,  con  tal  que 
ni  él  tuviese  entonces  mujer  legítima,  ni  ella 
marido. 

XIV.  Mas  hoy  en  que  el  concubinato  no  es 
como  en  lo  antiguo  un  comercio  licito,  sino  un 
libertinaje  contrario  á la  pureza  de  las  costum- 
bres, un  amancebamiento  que  las  justicias  de- 
ben castigar  con  penas  pecuniarias,  reclusión 
en  hospicios  ó casas  de  corrección,  aplicación  al 
servicio  de  las  armas,  destierro  del  pueblo  en 
que  residan  los  amancebados,  y separación  de 
los  empleos  y honores  que  obtengan,  según  se 
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ha  dicho  en  la  palabra  t Escándalo , parece  que 
los  bastardos  nacidos  del  concubinato  no  de- 
bían considerarse  ya  como  hijos  naturales,  en 
el  sentido  que  las  leyes  romanas  y las  de  las 
Partidas  daban  á estas  palabras,  ni  ser  legi- 
timados, por  lo  tanto,  por  subsiguiente  matri- 
monio. 

* Las  penas  que  se  imponen  actualmente  por 
el  Código  penal  á ios  concabinarios,  distintas 
de  las  anteriores  á que  aquí  se  refiere  el  autor, 
se  han  expuesto  en  la  adición  al  artículo  Concu- 
bina. * 

XV.  Mas  el  derecho  canónico  lo  ha  decidido 
de  otro  modo.  El  capítulo  tanta,  en  ias  Decreta- 
les, qui  jilii  sint  legitimi,  dice  expresamente  que 
tanta  estvis  malrimonii,  ut  qui  antea  sunt  genili, 
post  con  trae tum  matrimonium  legitimi  habeaniur. 
Esta  decisión  no  puede  referirse,  como  las  leyes 
romanas,  á los  hijos  nacidos  de  un  concubinato 
inocente  y permitido,  pues  que  no  hay  concubi- 
nato que  no  sea  ilícito;  y por  consiguiente,  es 
necesario  que  comprenda  á todos  los  hijos  cuyo 
nacimiento  ha  precedido  al  matrimonio  de  su 
padre  y de  su  madre.  Esta  exteusion  se  funda 
en  las  consideraciones  mas  sabias  y mas  equita- 
tivas. Cuando  una  jóven  ha  tenido  la  desgracia 
de  abandonarse  á un  hombre,  interesa  mucho  al 
órden  público  y al  bien  general  de  la  sociedad 
que  quede  cubierta  su  falta  y reparado  su  honor 
por  el  matrimonio;  pero  como  sucede  con  fre- 
cuencia que  el  hombre  se  disguste  de  la  mujer 
de  que  ha  abusado,  ó que  continúen  viviendo 
juntos  en  el  desórden,  lia  sido  necesario  que  las 
leyes  les  ofreciesen  en  una  unión  respetable,  ven- 
tajas bastante  preciosas  para  empeñarles  á con- 
traería. Esto  es  lo.  que  lia  hecho  el  derecho  canó- 
nico dando  al  matrimonio  el  efecto  de  legitimar 
los  frutos  del  libertinaje  ó de  la  seducción,  no 
habiendo  cosa  mas  natural  para  la  ternura  de  un 
padre,  que  es  aprovecharse  ansiosamente  del 
medio  que  se  le  ofrece  de  procurar  á su  hijo  el 
título  mas  ventajoso  y los  derechos  mas  extensos 
que  sea  posible. 

XVI.  Estas  razones  hicierou  adoptar  en  nues- 
tra jurisprudencia  los  principios  introducidos 
sobre  esta  materia  por  el  derecho  canónico.  La 
ley  11  de  Toro  derogó  todas  las  cualidades  que 
exigía  el  derecho  romano  para  que  los  hijos 
fueran  naturales;  porque  según  ella,  ni  era  ne- 
cesario que  el  hijo  naciese  de  concubina,  ni  que 
esta  viviese  en  la  misma  casa  con  el  padre,  con 
tal  que  el  padre  reconociese  á los  hijos,  ni  que 
fuese  única  y sola,  ni  aun  exigió  que  los  pa- 
dres al  tiempo  de  la  concepción  fuesen  hábiles  y 
capaces  para  contraer  matrimonio,  sino  que  se 
contentó  cou  que  tuviesen  esta  aptitud  y capa- 
cidad al  tiempo  de  la  concepción  ó del  parto. 

XVII.  Se  legitiman,  pues,  por  el  subsignien- 
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te  matrimonio  de  su  pariré  con  su  madre,  los  hi- 
jos que  tuvieron  entre  ambos  anteriormente  ¿ 
su  casamiento,  con  tal  que  careciesen  de  impe- 
dimento dirimente  al  tiempo  de  la  concepción. 
Así  que  no  pueden  ser  legitimados  por  este  me- 
dio: l.°,  el  hijo  adulterino,  ya  proceda  de  padre 
casado  y madre  soltera,  ya  de  madre  casada  y 
padre  soltero,  ya  de  ambos  casados  con  otras 
personas,  aunque  al  tiempo  del  nacimiento  es- 
tuviesen hábiles  para  casarse  entre  sí  por  haber 
muerto  sus  respectivos  cónyuges;  2.°,  el  hijo  in- 
cestuoso ó habido  entre  parientes,  á no  ser  que 
el  matrimonio  se  verifique  con  la  correspon- 
diente dispensa  del  parentesco;  3.°,  el  hijo  sacri- 
lego ó habido  de  personas  que  al.  tiempo  de  la 
concepción  estaban  ligadas,  á lo  menos  una,  con 
profesión  religiosa  ó con  orden  sacro;  4.°,  el  hijo 
maneer,  esto  es.  el  nacido  de  ramera  y de  padre 
ignorado.  V.  Hijo  adulterino,  núm.  711  y sig.; 
Hijo  incestuoso,  núm.  III  y sig.;  Hijo  s&crilego, 
núm.  VIII;  Hijo  maneer,  núm.  III,  é Hijo  legiti- 
mado. 

XVIII.  Esta  legitimación  tiene  lugar  aun 
cuando  se  casen  el  padre  ó la  madre  ó ambos  en 
el  artículo  de  la  muerte,  ó en  edad  tan  avanzada 
que  ya  no  haya  esperanza  de  tener  hijos,  y aun-  i 
que  la  mujer  sea  de  circunstancias  muy  inferió-  ■ 
res  á las  de  su  marido.  Hay  quien  afirma,  que 
cuando  el  matrimonio  se  verifica  con  la  reunión 
de  dos  ó tres  de  estas  circunstancias,  y por  otra 
parte  hay  substituto  ó fideicomisario  llamado  á la 
succesion  á falta  de  prole  legítima,  se  entiende 
contraido  en  fraude  de  dicho  fideicomisario  ó 
substituto,  y que  por  consiguiente,  aunque  sea 
válido,  no  debe  el  substituto  ser  excluido  de  la 
herencia.  Pero  la  ley  es  absoluta;  no  exige  para 
la  validez  de  la  legitimación  sino  la  realización 
del  matrimonio,  sin  fijar  época  ni  edad,  y tan 
lejos  está  de  pedir  en  la  mujer  circunstancias 
iguales  á las  del  hombre,  que  por  el  contrario, 
pone  el  ejemplo  en  una  barragana  que  sea  su 
sierva,  la  cual  dice  queda  libre  por  casarse  con 
su  señor,  al  mismo  tiempo  que  se  legitima  el 
hijo  que  antes  tuvieron:  ley  1,',  tít.  13,  Parí.  4.a 

Podrá  suceder  que  se  case  un  hombre  con  una 
mujer  de  quien  tuvo  un  hijo  natural,  mas  bien 
en  perjuicio  de  un  heredero  legítimo  á quien 
aborrece  que  por  amor  al  tal  hijo;  pero  seme- 
jante intención  no  es  fácil  de  probar,  y de  todos 
modos  el  hijo  natural  es  por  fin  hijo  verdadero, 
á quien,  aun  fuera  de  este  caso,  debe  siempre  fa- 
vorecerse en  lo  posible  por  no  ser  culpa  suya  el 
haber  nacido  fuera  de  matrimonio.  Solo,  pues, 
en  el  caso  de  que  se  pruebe  plenamente  que  el 
supuesto  hijo  natural  no  puede  pertenecer  al 
sugeto  á quien  se  atribuye,  habrá  lugar  á de- 
clarar el  matrimonio  hecho  en  fraude  del  substi- 
tuto ó fideicomisario  ó del  heredero  ab  intestato. 


Por  lo  demás,  debe  considerarse  como  regla  ge- 
neral que  la  legitimación  por  el  subsiguiente 
matrimonio  se  ha  introducido  principalmente 
en  favor  de  los  hijos.  ¿Sufrirá  la  equidad,  como 
decía  Mr.  Portalis  en  una  sesión  del  cuerpo  le- 
gislativo, que  se  condene  á la  desesperación  á 
un  padre  moribundo  que  teniendo  el  corazón 
despedazado  por  los  remordimientos  quisiera  al 
dejar  la  vida  asegurar  la  suerte  de  una  compa- 
ñera que  no  le  abandonó  jamás , ó la  de  una 
posteridad  inocente  que  quedará  en  la  miseria  y 
en  la  desgracia?  ¿Por  qué  unos  hijos  que  han 
fijado  su  ternura,  y una  compañera  que  ha 
merecido  su  reconocimiento  no  podrian  antes  de 
recoger  sus  últimos  suspiros  apelar  por  última 
vez  á su  justicia?  ¿Por  qué  se  le  habia  de  forzar 
á ser  infiexible  en  un  momento  en  que  él  mismo 
tiene  necesidad  de  apelar  á la  misericordia?  Al 
contemplar  la  miserable  situación  de  este  pa- 
dre, no  puede  ni  debe  la  ley  ahogar  tan  cruel- 
mente la  naturaleza,  prohibiendo  ádos  personas 
que  han  vivido  en  el  concubinato  contraer  ma- 
trimonio en  los  últimos  momentos  de  su  vida  y 
legitimar  así  los  hijos  naturales  que  hubieran 
tenido. 

XIX.  Réstanos  hablar  de  la  legitimación  per 
oblationem  Curice,  establecida  al  principio  del  si- 
glo V por  Teodosio  el  jóven,  como  se  advierte  en 
la  ley  3.a,  Cód.  4.  Disponía  esta  Constitución  que 
si  alguno  ofrecia  á la  curia  su  hijo  ó hija  natu- 
ral para  que  aquel  fuese  recibido  en  el  órden  de 
los  decuriones,  ó esta  se  casase  con  alguno  de 
ellos,  por  el  mismo  hecho  dejasen  de  ser  natu- 
rales y se  tuvieran  por  legítimos,  aun  cuando  el 
padre  tuviese  hijos  legítimos  nacidos  de  legíti- 
mo matrimonio : ley  9.a,  pár.  último,  C.  de  naiu- 
ralíbus  libeñs. 

Entran  á examinar  los  autores  cuál  fué  la  cau- 
sa que  movió  á Teodosio  á conceder  este  privile- 
gio á los  curiales  ó decuriones.  Tomasio,  citado 
por  Iíeinecio,  es  de  sentir  que  la  ambición  y 
avaricia  inclinaba  mas  á los  hombres  á las  dig- 
nidades y milicia  de  palacio , que  á los  cargos 
laboriosos  y gravatorios,  cual  era  el  de  los  cu- 
riales, por  las  obligaciones  que  contraían  estos  y 
por  las  expensas  que  habiau  de  hacer  en  los  es- 
pectáculos que  daban  al  pueblo.  Heineeio,  aun- 
que no  refuta  esta  opinión  , antes  bien  en  cierto 
modo  la  aprueba,  es  de  sentir  que  la  razón  mas 
inmediata  se  ha  de  tomar  de  la  misma  condición 
de  los  curiales.  No  se  hacían  decuriones  estos 
inmediatamente  que  se  ofrecían  á la  curia,  sino 
que  se  adscribían  á ella  y la  servían  á costa  de 
sus  propias  facultades,  como  lo  manifiesta  la 
ley  4.a,  codera  tit.  y la  50,  55  y 64,  Cód.  de  Decu- 
rionibus.  De  aquí  era  que  ni  podían  servir  en  la 
milicia,  ni  aun  vivir  en  el  campo  fuera  del  mu- 
nicipio, por  estar  adscritos  á la  curia,  como  los 
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que  lo  estaban  al  fundo  ó predio.  Siendo,  pues, 
los  oblatos  á la  curia  en  cierto  modo  de  condi- 
ción adscripticia,  y no  teniendo  otra  esperanza 
de  honor  que  el  del  decurionato,  que  á la  ver- 
dad era  poco  lucrativo,  no  es  de  maravillar,  se- 
gún dice  Heinecio,  que  fuesen  tan  pocos  los  que 
se  moviesen  á solicitar  la  expléndida  miseria  de 
los  curiales,  que  no  se  hiciese  necesario  estimu- 
lar con  un  privilegio  á los  hijos  ilegítimos  para 
recibir  en  algún  tiempo  el  decurionato. 

Las  leyes  de  Partida,  que  por  lo  común  no  se 
separan  del  dereeho  romano,  no  solo  adoptaron 
la  legitimación  per  oblalionem  curios , sino  que  la 
extendieron  á los  que  se  empleaban  en  los  car- 
gos de  palacio:  ley  5.a,  tit.  lo,  Part.  4.a;  por  lo 
que  vino  la  legitimación,  no  solo  á ser  un  ali- 
ciente para  los  que  se  empleaban  en  cargos  gra- 
vosos, sino  también  para  los  que  estaban  dedi- 
cados á los  empleos  honoríficos  de  la  córte  y del 
servicio  del  Príncipe,  sin  embargo,  de  que  por 
las  costumbres  de  España  no  se  acredita  que  los 
empleados  en  el  servicio  de  algún  concejo  de 
lugar,  villa  ó ciudad  tuviesen  como  los  curiales 
de  los  Romanos  que  costearlos  espectáculos  pú- 
blicos. 

Dos  sou  los  modos  que  las  leyes  de  Partida 
proponían  para  hacer  la  legitimación  per  obla- 
tionem  curia.  Unp  cuando  el  padre  ofreeia  el 
hijo,  y el  otro  cuando  el  hijo  se  ofrecía  él  mismo. 
En  el  primero  bastaba  que  el  hijo  no  contradije- 
se para  que  la  legitimación  fuese  válida,  aun- 
que el  padre  tuviese  hijos  de  mujer  legítima, 
con  tal  que  la  madre  del  legitimado  no  fuese 
sierva:  ley  5.*,  tít.  15,  Part.  4.a  En  el  segundo 
era  necesario  que  el  padre  no  tuviese  hijos  legíti- 
mos para  que  fuera  válida  la  legitimación  del  que 
por  sí  mismo  se  ofreeia:  ley  8.a,  tít.  15,  Part.  4.* 

Añade  esta  ley  ¡que  si  una  hija  natural  que 
alguno  hubiese  habido  de  amiga  ó concubina 
contrajese  matrimonio  con  el  que  ejerce  em- 
pleo honorífico  de  los  principales  de  alguna  ciu- 
dad ó villa  quedará  por  este  mero  hecho  legi- 
timada; y de  aquí  es  que  sienta  un  autor  moder- 
no hay  en  el  día  tres  modos  de  legitimación;  uno 
por  subsiguiente  matrimonio,  otro  por  rescripto 
del  Príncipe,  y otro  por  casamiento  de  la  hija 
natural  con  un  regidor  de  la  villa:  sin  embar- 
go, Gregorio  López  decía  ya  en  su  tiempo  que 
este  modo  de  legitimar  inventado  por  Teodosio 
el  jóven  á principio  del  siglo  V,  no  estaba  ya  en 
uso:  hodie  iste  modas  legitimandi  non  est  in  usu, 
como  que  no  viene  á propósito  con  la  organiza- 
ción y las  facultades  de  nuestros  ayuntamien- 
tos. Solo  quedan,  pues,  la  legitimación  por  sub- 
siguiente matrimonio,  y la  legitimación  por 
concesión  real.  Y.  Gracias  al  sacar  ó Hijo  legiti- 
mado. 

* Actualmente  se  requiere  que  se  anoten  las 
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legitimaciones  sucintamente  al  márgen  de  las 
partidas  de  nacimiento  en  los  libros  del  Registro 
civil,  según  los  art.  60  de  la  ley  del  registro  de 
*7  de  Junio  de  1870,  y 35  del  Reglamento  para  la 
ejecución  de  la  ley  referida  de  13  de  Diciembre 
del  mismo  año,  que  se  exponen  en  el  artículo 
de  esta  obra  Registro  civil.  * 

LEGITIMAR.  Hacer  legítimo  al  hijo  que  no  lo 
es , ó por  subsiguiente  matrimonio  ó por  gracia 
del  Príncipe; — probar  ó justificar  la  verdad  do 
alguna  cosa  ó la  calidad  de  alguna  persona  ó 
cosa  conforme  á las  leyes;— y habilitar  á alguna 
persona  de  suyo  inhábil  para  algún  oficio  ó 
empleo. 

LEGITIMIDAD.  El  estado  ó calidad  de  un  hijo 
legítimo  ó legitimado.  Se  ha  de  tener  cuidado  do 
no  confundir  la  filiación  con  la  legitimidad : la 
filiación  es  la  calidad  de  hijo;  y esta  calidad  pue- 
de ser  legitima  para  los  hijos  nacidos  de  matri- 
monio, é ilegítima  para  los  nacidos  fuera  de  ma- 
trimonio: la  legitimidad,  pues,  no  es  mas  que  un 
atributo  de  la  filiación.  Un  hijo  prueba  su  legi- 
timidad presentando  la  partida  de  matrimonio 
de  sus  padres  y la  de  su  nacimiento;  y aun  en 
caso  de  que  estos  hubiesen  muerto,  ó de  que  el 
sobreviviente  se  hallase  en  estado  de  demencia, 
furor  , imbecilidad,  ó de  ausencia  en  lugar  des- 
conocido, podria  probarla  justificando  la  pose- 
sión en  que  estaban  de  su  estado  de  esposos  le- 
gítimos , y la  suya  propia  como  hijo  legítimo  de 
tales  padres  corroborada  ó no  contradicha.  Véa- 
se Hijo  legitimo  é Hijo  natural,  pár.  Til. 

LEGÍTIMO.  Lo  que  es  conforme  á las  leyes;  lo 
que  está  introducido,  instituido,  confirmado  ó 
comprobado  por  alguna  ley;  y lo  que  es  cierto 
y verdadero  en  cualquier  línea.  Dícese  del  hijo 
del  matrimonio  que  ha  sido  legalmente  celebra- 
do. V.  Hijo  legitimo. 

LEGO,  El  que  no  tiene  órdenes  clericales.  Llá- 
mase así  cualquier  persona  del  siglo,  por  con- 
traposición á las  que  están  ligadas  en  el  órden 
eclesiástico  ó religioso.  Dícese  que  el  fiador  ó 
depositario  debe  ser  lego , llano  y abonado , para 
dar  á entender  que  lia  de  ser  persona  que  no 
goce  fuero  eclesiástico  ni  de  nobleza  y que  ten- 
ga hacienda. 

LEGUA.  Medida  de  tierra,  cuya  longitud  es 
varia  entre  las  naciones.  Según  la  ley  25,  tít.  26, 
Part.  2.*,  tenia  cada  legua  tres  mil  pasos;  mas 
la  Real  órden  de  26  de  Enero,  inserta  en  circular 
del  Consejo  de  20  de  Febrero  de  1801 , que  es  la 
ley  5.*,  tít.  D.°,  lib.  9.°,  Nov.  Recop.,  dice  que 
para  que  la  legua  corresponda  próximamente  á 
lo  que  en  toda  España  se  ha  llamado  y llama 
legua,  que  es  el  camino  que  regularmente  se 
anda  en  una  hora,  será  dicha  legua  de  veinte 
mil  pies;  la  que  se  usará  en  todos  los  casos  en 
que  se  trate  de  ella,  sea  en  caminos  reales,  en 
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los  tribunales  y fuera  de  ellos.  E!  pié,  que  según  incurren  en  las  penas  siguientes : el  lanon  ó ru- 


la misma  ley,  es  la  raíz  de  todas  las  medidas  de 
intervalos  ó de  longitud,  se  dividirá,  según  se 
acostumbra,  en  diez  y seis  dedos,  y el  dedo  en 
mitad,  cuarta,  ochava,  y diez  y seisava  parte, 

6 igualmente  se  dividirá  el  pié  en  doce  pulga- 
das, y la  pulgada  en  doce  líneas.  De  esta  clase 
de  leguas  entran  veinte  en  el  grado;  y la  jor- 
nada regular  es  de  ocho  leguas.  V.  Jornada.  Sin 
embargo,  dispone  el  Código  de  comercio,  que 
siempre  que  tratándose  de  distancia  en  los  con- 
tratos, se  hable  genéricamente  de  leguas  ú ho- 
ras, se  entenderán  las  que  estén  en  uso  en  el 
pais  á que  haga  referencia  el  contrato. 

LEGULEYO.  El  que  sin  penetrar  en  el  fondo  del 
derecho  sabe  solo  enredar  y eternizar  los  pleitos 
con  las  sutilezas  de  las  fórmulas.  Es  entre  los 
jurisconsultos  lo  mismo  que  son  los  charlatanes 
entre  los  médicos.  leguleius  (dice  Cicerón,  li- 
bro 1.",  de  oratore ) quídam  caulas  el  aculas,  proseo 
aciiomm,  cantor  formular  um.  aveeps  syUabarum. 
Francisco  Poleti,  en  su  historia  del  foro  romano, 
llama  á los  leguleyos  charlatanes,  harpías,  san- 
guijuelas del  género  humano,  y maulas  consu- 
mados que  meten  á sus  clientes  en  laberintos  de 
pleitos  que  nunca  se  acaban. 

LEMAN.  El  piloto  de  puerto  ó costa , que  tam- 
bién se  llama  práctico.  Su  oficio  es  entrar  en  el 
puerto  los  navios  que  se  presentan  hasta  poner- 
los en  el  surgidero  acostumbrado,  y después 
cuando  han  de  salir  al  mar,  sacarlos  hasta  fuera 
de  barra. 

LEMANAGE  Ó LIMAN  AGE.  El  salario  ó emolumen- 
tos del  lemán  ó práctico  por  su  trabajo  de  diri- 
gir los  navios  en  la  entrada  y salida  de  los  puer- 
tos, abras  ó ríos.  Se  comprende  en  los  gastos 
menudos  que  corresponden  á la  clase  de  avería 
ordinaria. 

LENOCINIO.  El  infame  comercio  de  prostitución 
de  mujeres.  La  ley  1.a,  tít. , 22,  Part.  7.',  divide 
en  cinco  .clases  las  personas  que  se  dedican  á 
este  oficio:  1.*,  de  los  bellacos  que  guardan  las 
rameras  públicas  en  el  burdel,  tomando  parte 
de  su  ganancia;  2.a,  de  los  que  como  chalanes, 
corredores  ó medianeros  andan  solicitando  á las 
mujeres  que  están  en  sus  propias  habitaciones, 
para  los  hombres  que  les  dan  algún  interés  en 
premio  de  su  vileza;  3.a,  de  los  que  tienen  en  su 
casa  mozas  que  se  prostituyen,  con  el  objeto  de 
percibir  la  ganancia  que  ellas  hacen  po'r  este 
medio;  4.a,  de  los  viles  maridos  que  sirven  de 
alcahuetes  á sus  mujeres;  5.a,  de  los  que  por 
algún  lucro  consienten  en  su  casa  la  concurren- 
cia de  mujer  casada  ú otra  de  buen  lugar  para 
hacer  fornicio,  si ri  ser  sus  medianeros  ni  sus 
cómplices.  Todas  estas  personas  se  llaman  leno- 
nes , rufianes  ó alcahuetes;  pueden  ser  acusadas 
por  cualquiera  del  pueblo , y probado  el  delito, 


fian  de  la  1.a  clase,  será  desterrado  del  pueblo  con 
las  rameras  que  guardaba;  el  de  la  2.a,  perderá  la 
casa  para  el  fisco  y pagará  diez  libras  de  oro; 
el  de  la  3.a,  ha  casar  y dotar  la  mujer , ó haber 
la  pena  de  muerte ; y en  esta  incurren  también 
los  de  la  4.a  y 5.a:  bajo  el  concepto  de  que  lo 
dicho  tiene  lugar  igualmente  respecto  de  las 
mujeres  alcahuetas:  ley  2.a,  tít.  22,  Part.  7.a 

Las  leyes  de  la  Recopilación , sin  hacer  clases 
ni  diferencias  de  rufianes , les  imponen  por  la 
primera  vez  que  se  les  aprehenda,  como  tengan 
ya  diez  y siete  años , las  penas  de  vergüenza  pú- 
blica y diez  años  de  galeras:  por  la  segunda  vez 
las  de  cien  azotes  y galeras  perpétuas;  por  la  ter- 
cera la  de  muerte  de  horca,  habiendo  de  perder 
siempre  las  a"rmas  y ropas  que  llevaren  consigo 
al  tiempo  de  la  aprehensión,  con  destino  ai  juez 
y acusador  , por  mitad;  y cualquiera  persona 
puede  por  su  propia  autoridad  prender  á los  ru- 
fianes donde  quiera  que  los  halle,  y presentar- 
los sin  dilación  á las  justicias ; bajo  el  concepto 
que  por  el  delito  de  lenocinio  quedan  desafora- 
dos los  militares,  y su  jurisdicción  ha  de  proce- 
der á la  averiguación  del  delito,  y probado  que 
sea,  declarará  ser  caso  de  desafuero , y entrega- 
rá los  reos  con  los  autos  á la  justicia  ordinaria: 
leyes  1.a,  2.a,  4.a  y 5.a,  tít.  27,  y ley  2.a,  tít.  14, 
lib.  12,  Nov.  Recop. 

Mas  ni  las  penas  de  las  Partidas,  ni  las  de  la 
Recopilación  están  ya  en  observancia;  y el  su- 
plicio capital  se  conmutó  por  costumbre  general 
de  los  tribunales  con  la  pena  de  azotes,  con  la 
de  sacar  á los  alcahuetes  emplumados , ó bien 
con  una  coroza  en  que  se  ven  pintadas  varias 
figuras  alusivas  á sus  delitos,  y con  el  destino 
de  los  hombres  á presidio  y de  las  mujeres  á la 
galera;  y á los  maridos  consentidores  se  les  em- 
plumaba, se  les  ponía  pendiente  del  cuello  una 
sarta  de  astas  de  carnero,  y luego  se  les  enviaba 
á presidio.  Pero  habiendo  caducado  algunas  de 
estas  penas,  no  podian  aplicarse  otras  que  las 
de  destierro,  ó presidio  y galera.  Y.  Burdel,  Al- 
cahuete, Mujer  pública  y Bros  litación. 

* Actualmente,  se  castiga  el  delito  de  lenoci- 
nio, con  las  penas  marcadas  en  el  Código  penal, 
expuestas  en  el  artículo  de  esta  obra  Corrupción 
de  menores.  * 

LENON.  El  alcahuete  ó rufián.  Y.  Lenocinio. 

LEONINO.  Por  alusión  á la  fábula  del  león,  se 
aplica  el  epíteto  de  leonina  á la  sociedad  en  que 
se  pacta  toda  la  ganaucia  para  un  socio  y toda 
la  pérdida  para  otro , ó en  que  se  pacta  para  un 
socio  parte  en  la  g-anancia  y uinguna  en  la  pér- 
dida, ó al  contrario. 

LEPROSO.  El  que  padece  la  lepra,  que  es  una 
enfermedad  cutánea  y contagiosa  que  consiste 
en  unas  pústulas  hediondas , arracimadas  y es- 
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carnosas,  que  se -van  extendiendo  por  todo  el 
cuerpo,  y termina  en  una  fiebre  lenta.  Hace  ya 
mucho  tiempo  que  no  se  conoce  semejante  en- 
fermedad ; y por  ello  es  inútil  detenernos  en  las 
disposiciones  tomadas  con  respecto  á los  lepro- 
sos. V.  Injuria- , pár.  VIL 

* En  la  actualidad  hay  casos  frecuentes  en  la 
provincia  de  Castellón,  sin  que  se  hayan  adop- 
tado medidas  especiales,  aunque  sí  varias  higié- 
nicas y las  ordinarias  para  evitar  la  propagación 
de  las  enfermedades  comunes  contagiosas.  * 

LESA  MAJESTAD.  Majestad  agraviada  ú ofen- 
dida. Hay  crimen  de  lesa  majestad  divina  y cri- 
men de  lesa  majestad  humana.  K1  crimen  de 
lesa  majestad  divina,  es  una  ofensa  cometida 
contra  Dios , como  la  apostasía , heregáa,  blasfe- 
mia, sacrilegio,  sortilegio  y simonía.  El  crimen 
de  lesa  majestad  humana,  es  el  atentado  come- 
tido contra  el  Soberano  ó contra  el  Estado.  Véase 
Traición. 

* Respecto  de  las  disposiciones  de  la  potestad 
civil  que  rigen  actualmente  sobre  los  delitos  de 
lesa  majestad  divina,  véanse  los  artículos  de  esta 
obra  Apostasía- , Ileregia,  Blasfemia , Sacrilegio, 
Sortilegio  y Simonía. 

El  Código  penal  castiga  en  la  sección  prime- 
ra, cap.  l.%  tít.  2.a  del  libro  2.“,  los  delitos  de 
lesa  majestad  humana,  consistentes  en  atentar 
contra  la  persona,  la  honra,  la  libertad  y la 
seguridad  del  Rey  ó del  jefe  del  Estado  , del  in- 
mediato succesor  á la  Corona  y del  Regente  del 
Reino. 

Dispone,  pues,  en  su  art.  157,  que  al  que  ma-  ' 
tare  al  Rey  se  le  impondrá  la  pena  de  reclusión 
perpótua  á muerte.  El  delito  frustrado  y la  ten- 
tativa de  este  delito  se  castigará  con  la  pena  de 
reclusión  temporal  en  su  grado  máximo  á muer- 
te: art.  158. 

En  el  Código  penal  de  1848  y en  su  reforma 
de  1850,  no  se  penaba  expresamente  el  regicidio 
consumado  ni  el  frustrado;  mas  imponiéndose 
la  pena  de  muerte  por  la  tentativa,  se  deducía 
naturalmente  que  debía  imponerse  la  misma 
pena  por  aquellos  delitos.  En  la  reforma  de  1870 
se  ha  mitigado  la  pena  respecto  del  regicidio 
frustrado  y de  la  tentativa  de  regicidio,  guardan- 
do la  debida  graduación  entre  estos  diferentes 
actos  de  criminalidad;  si  bien  no  se  siguen,  res- 
pecto de  ellos,  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 66  y siguientes  sobre  el  descenso  de  uno  ó 
dos  grados  en  la  escala  de  la  pena  impuesta  al 
delito  consumado  cuando  se  trata  del  regicidio 
frustrado  ó de  su  tentativa,  puesto  que  se  ha 
señalado  aquí  una  pena  especial  para  estos 
actos. 

Es  de  lamentar,  no  obstante,  que  se  hayan 
igualado  en  la  penalidad  los  .actos  de  frustración 
y de  tentativa  en  este  delito;  porque  sobre  no 


ser  esto  arreglado  á justicia,  puede  retraerá  los 
culpables  de  retroceder  en  la  senda  de  este 
crimen. 

La  conspiración  de  este  delito  se  castiga  con. 
la  pena  de  reclusión  temporal , y la  proposición 
con  la  de  prisión  mayor:  párrafos  2."  y 3.“  del 
art.  1.58.  Este  es  uno  de  los  casos  áque  se  refiere 
la  disposición  del  art.  4.n  del  Código  sobre  que 
la  conspiración  y la  proposición  solo  son  puni- 
bles en  los  casos  en  que  la  ley  las  pena  espe- 
cialmente. Véanse  los  artículos  de  esta  obra 
Conspiración  y Proposición  ele  delito. 

Se  castigará  con  la  pena  de  reclusión  tempo- 
ral á reclusión  perpétua:  l.°  Al  que  privare  al 
Rey  de  su  libertad  personal.  2.°  Al  que  con  vio- 
lencia ó intimidación  graves,  le  obligare  á eje- 
cutar un  acto  contra  su  voluntad.  Creemos  apli- 
cable la  pe.na  de  este  artículo,  aun  cuando  el 
acto  que  se  le  obligare  á ejecutar  fuere  justo; 
puesto  que  así  se  declara  en  el  art.  510  del  Có- 
digo con  respecto  á los  actos  que  se  obligare  á 
ejecutar  á un  particular.  3."  Al  que  le  causare 
lesiones  graves,  no  estando  comprendidas  en  el 
párrafo  l.°  del  art.  158;  esto  es,  no  resultando 
del  proceso  que  la  intención  del  delincuente  fué 
atentar  contra  la  vida  del  Monarca;  pues  enton- 
ces se  castigarán  las  lesiones  inferidas  como  ten- 
tativa de  regicidio  ó como  regicidio  frustrado, 
con  la  pena  señalada  en  dicho  artículo  158. 

En  los  casos  de  los  números  2.°  y 3.°  del  ar- 
tículo anterior,  si  la  violencia,  la  intimidación, 
ó las  lesiones  no  fueren  graves , se  impondrá  al 
culpable  la  pena  de  reclusión  temporal:  ar- 
ticulo 160. 

Se  aplicará,  pues,  la  pena  de  este  artículo,  si 
las  lesiones  causadas  fueran  menos  graves  ó le- 
ves. Para  determinar  si  las  lesiones  son  graves 
ó menos  graves,  deben  tenerse  presentes  las  dis- 
posiciones de  los  arts.  431  y 433  del  Código  pe- 
nal, en  que  se  califican,  y que  se  han  expuesto 
en  el  de  esta  obra,  Herida. 

Se  impondrá  también  la  pena  de  reclusión 
temporal:  l.°  Al  que  injuriare  ó amenazare  al 
Iíey  en  su  presencia.  No  distingue  aquí  la  ley 
, entre  inj  urias  graves  y no  graves;  porque  el  acto 
i de  inferirlas  ante  el  mismo  Soberano,  contiene 
un  ultraje  grave  á la  majestad  real,  y asimismo 
la  osadía  del  ofensor.  2.”  Al  que  invadiere  vio- 
lentamente la  morada  del  Rey.  La  invasión  vio- 
lenta de  que  aquí  se  trata,  ha  de  ser  con  un  ob- 
jeto criminal,  pero  no  tan  grave  que  constituya 
un  atentado  contra  la  vida  ó la  persona  del  Rey; 
pues  entonces  se  impondrían  las  penas  designa- 
das en  los  artículos  anteriores. 

! Incurrirá  en  las  penas  de  prisión  mayor  y 
j multa  de  500  á 5,000  pesetas,  el  que  injuriare  ó 
! amenazare  al  Rey  por  escrito  y con  publicidad 
j fuera  de  su  presencia.  Las  injurias  y amenazas 
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inferidas  en  cualquiera  otra  forma,  serán  casti- 
gadas con  la  pena  de  prisión  correccional  en  su 
grado  mínimo  si  fueren  graves,  y con  la  de  ar- 
resto mayor  en  su  grado  medio,  á prisión  correc- 
cional en  su  grado  mínimo,  si  fueren  leves:  ar- 
ticulo 162. 

Según  el  art.  477  del  Código  penal,  que  cree- 
mos aplicable  á este  caso,  se  reputa  hecha  por 
escrito  y con  publicidad  la  injuria,  cuando  se 
propagare  por  medio  de  papeles  impresos,  lito- 
grafiados ó grabados,  por  carteles  ó pasquines 
fijados  en  los  sitios  públicos,  ó por  papeles  ma- 
nuscritos comunicados  á mas  de  diez  personas. 

El  que  matare  al  inmediato  succesor  á la  Co- 
rona ó al  Regente  del  reino,  será  castigado  con 
la  pena  de  reclusión  temporal  en  su  grado  máxi- 
mo á muerte.  El  delito  frustrado  y la  tentativa, 
se  castigarán  con  la  pena  de  reclusión  temporal 
á muerte.  La  conspiración,  con  la  de  prisión 
mayor  en  sus  grados  medio  y máximo,  Y la  pro- 
posición, con  la  de  prisión  correccional  en  su 
grado  máximo,  á prisión  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo: art.  163.  La  muerte  del  succesor  á la  Co- 
rona y del  Regente  del  reino,  puede  producir  1 
consecuencias  de  casi  tanta  gravedad  como  la 
del  Monarca  reinante.  Por  eso  el  Código  de  1850 
imponía  la  pena  de  muerte  por  la  tentativa  con- 
tra alguna  de  estas  personas.  En  la  reforma  de 
1870,  se  ha  creído  justamente  que  debía  impo- 
nerse pena  menor  que  por  la  muerte  del  So- 
berano. 

Los  delitos  de  que  se  trata  en  los  artículos  pre- 
cedentes, con  exclusión  de  los  comprendidos  en 
el  articulo  anterior,  cometidos  contra  el  inrne-  . 
diato  succesor  á la  Corona,  el  consorte  del  Rey  ó 
el  Regente  del  reino,  serán  castigados  con  las 
penas  inferiores  en  un  grado  á las  señaladas  en 
ellos:  art.  164.  Para  saber,  pues,  las  penas  que 
corresponden  por  los  diversos  delitos  perpetrados 
contra  las  personas  aquí  enunciadas,  véanse  las 
escalas  graduales  de  penas  que  establece  el  Có- 
digo, en  el  artículo  de  esta  obra  Pena.  * 

LESION.  El  daño  ó perjuicio  que  se  causa  en 
los  contratos  onerosos,  y especialmente  en  las 
compras  y ventas  por  no  hacerlas  en  su  justo 
precio.  Hay  lesión  enorme  y lesión  enormísima. 
Lesión  enorme  es  el  perjuicio  ó agravio  que  al- 
guno experimenta  por  haber  sido  engañado  en 
algo  mas  de  la  mitad  del  justo  precio.  Lesión 
enormísima  es  el  perjuicio  ó agravio  que  alguno 
experimenta  por  haber  sido  engañado  en  mucho 
mas  de  la  mitad  del  justo  precio. 

La  lesión  enorme  es  causa  de  rescisión  del 
contrato.  Si  después  de  celebrada  la  venta,  aun- 
que sea  en  pública  subasta,  alega  alguno  de  los 
contrayentes  que  fué  engañado  en  algo  mas  de 
la  mitad  del  justo  precio;  v.  gr.,que  lo  que  jus- 
tamente valia  diez  , se  había  vendido  por  mas 


de  quince,  ó comprado  por  menos  de  cinco;  y 
justifica  la  lesión  y engaño  que  hubo  entonces, 
puede  usar  de  la  alternativa  de  que  se  vuelva  el 
exceso  del  precio  justo  que  la  cosa  tenia  al  tiem- 
po de  la  venta,  ó se  dé  lo  que  falta  hasta  este,  ó 
de  que  se  rescinda  y anule  el  contrato,  llevando 
cada  uno  lo  que  dió  al  otro:  ley  3.‘,  tít.  l.°,  libro 
10,  Nov.  Recop.  Es  decir,  si  el  vendedor  dió  en 
menos  de  cinco  lo  que  valia  diez,  puede  recla- 
mar lo  que  resta  hasta  cubrir  el  justo  precio,  ó 
bien  deshacer  el  contrato;  y si  el  comprador  dió 
mas  de  quince  por  lo  que  solo  valia  diez,  puede 
pedir  la  restitución  de  los  cinco  del  exceso  ó 
bien  deshacer  el  contrato  del  mismo  modo:  ley 
56,  tít.  5.°,  Parí.  5.' 

El  comprador  no  está  obligado  á volver  los 
frutos , ya  porque  la  ley  no  habla  de  ellos , ya 
porque  tiene  justo  titulo  y buena  fe  para  rete- 
nerlos, ya  porque  no  cae  en  mora  mientras  el 
vendedor  no  pide  la  rescisión,  y ya  porque  no 
es  justo  que  este  tenga  el  precio  y luego  perciba 
los  frutos. 

No  pueden  hacerse  estas  demandas,  si  la  cosa 
se  perdió,  murió  ó desmejoró  mucho. 

La  acción  para  poner  la  demanda,  dura  solo 
cuatro  años,  contados  desde  el  dia  del  contrato, 
ó bien  desde  el  dia  del  remate  si  la  cosa  se  ven- 
dió en  almoneda  pública,  ley  2.\  tít.  l.°,  lib,  10, 
Nov.  Recop.;  y se  niega  á todos  los  peritos  que 
ajustan  obras,  aunque  sufran  lesión  en  los  tér- 
minos mencionados:  ley  4.*,  tít.  1 lib.  10,  No- 
vísima Recop. 

Este  remedio  de  rescisión  por  lesión  enorme 
no  solo  tiene  lugar  en  la  compras  y ventas,  sino 
también  en  las  rentas,  cambios  y otros  contra- 
tos semejantes ; pero  no  lo  tiene  cuando  la  cosa 
se  vende  en  almoneda  contra  la  voluntad  de  su 
dueño  y el  comprador  es  apremiado  á comprar- 
la, ni  en  los  arrendamientos  reales,  ni  en  las 
transacciones  ó concordias. 

El  remedio  de  rescisión  por  lesión  enormísima 
tiene  lugar  en  los  casos  en  que  no  le  tiene  el  de 
la  de  lesión  enorme,  y se  prescribe  ó extingue 
por  el  trascurso  de  veinte  años,  según  dicen  los 
autores. 

Cuando  la  lesión  no  pasa  de  la  mitad  del  justo 
precio,  no  há  lugar  á la  rescisión,  con  tal  que 
no  haya  dolo  ni  mala  fe  en  el  contrato.  Véase 
Dolo  y Destitución  in  integrum. 

LETRA.  La  forma  y modo  particular  que  cada 
uno  tiene  de  escribir;  y el  sentido  gramatical 
de  una  frase,  sentencia  ó discurso.  V.  Instru- 
mento privado. — Cotejo  de  letras  é Interpretación. 

LETRA  ABIERTA.  La  carta  de  crédito  y órden 
que  se  da  á favor  de  alguno  para  que  se  le  fran- 
quee el  dinero  que  pida,  sin  limitación  de  canti- 
dad. V.  Carla  de  crédito. 

LETRA  ANTIGUA.  V.  Lector. 


LE 


LE 


— 879  — 


LETRA  DE  CAMBIO.  Una  especie  de  mandato  por 
el  que  una  persona  ordena  á su  corresponsal  en 
otro  pueblo  que  entregue  á otra  persona  6 á su 
órden  cierta  cantidad  de  dinero  en  cambio  de 
otra  cantidad  ó de  un  valor  que  lia  recibido  en 
el  pueblo  en  que  se  libra  la  letra,  sea  realmente 
ó bien  en  cuenta. 

I.  No  se  ha  averiguado  todavía  el  origen  de 
las  letras  de  cambio:  unos  atribuyen  su  inven- 
ción á los  Judíos,  quienes  echados  de  Francia 
en  tiempo  de  Dagoberto  y refugiados  en  la  Lom- 
bardía,  enviaban  á sus  amigos  cartas  ó billetes 
lacónicos  para  retirar  el  dinero  que  no  habian 
podido  llevarse;  otros  pretenden  que  la  debemos 
á los  Florentinos,  que  arrojados  de  su  patria  por 
la  facción  de  los  Gibelinos  fueron  á establecerse  ! 
en  Lyon  y otras  ciudades  de  Francia,  y se  sir- 
vieron de  este  medio  para  sacar  los  bienes  que 
por  precisión  habian  abandonado  en  Italia;  mas 
como  estas  opiniones  no  se  apoyan  sino  en  con- 
jeturas, quizá  es  mas  probable  la  de  los  que  no 
refieren  el  origen  de  las  letras  de  cambio , sino 
simplemente  á la  extensión  de  las  relaciones  co- 
merciales. De  cualquier  modo  que  sea,  lo  cierto 
es  que  las  letras  de  cambio  han  dado  al  comer- 
cio una  actividad  que  antes  era  desconocida, 
pues  por  su  medio  se  puede  recibir  dinero  sin 
riesgo  ni  dilación  en  cualquiera  punto  en  que 
se  necesita. 

II.  La  palabra  cambio  se  toma  en  dos  acep- 
ciones, pues  no  solo  significa  la  ganancia  ó pro- 
vecho que  se  saca  de  la  operación,  sino  también  . 
la  operación  misma.  Esta  operación  es  de  dos 
especies;  la  una  consiste  en  la  permuta  de  unas 
monedas  por  otras,  como  cuando  un  viajero  da 
las  monedas  que  trac  de  su  pais  por  las  del  pais 
adonde  viene;  la  otra  constituye  el  contrato  de 
cambio  propiamente  tal,  y puede  definirse;  una 
convención  por  la  que  una  persona  que  recibe 
en  uu  lugar  cierta  cantidad  de  dinero,  se  obliga 

á hacer  pagar  á la  persona  que  se  la  entrega , ó 
á su  órden , una  suma  igual  en  otro  lugar.  Este 
contrato  se  ejecuta  mediante  la  letra  de  cambio. 

Es  necesario,  pues,  no  confundir  el  contrato  de 
cambio  con  la  letra  de  cambio ; el  primero  es 
una  convención  que,  como  todas  las  convencio- 
nes, se  forma  por  el  concurso  del  consentimien- 
to de  dos  ó mas  individuos;  la  letra  de  cambio 
es  á un  mismo  tiempo  la  prueba  del  contrato,  y 
el  medio  de  llegar  á su  ejecución. 

III.  El  derecho  de  cambio  no  es  propiamente 
una  ganancia , sino  una  especie  de  vuelta  que 
resulta  de  la  diferencia  que  hay  cuando  se  da  la 
letra,  según  el  curso  de  la  plaza,  entre  el  valor 
del  dinero  y el  de  la  letra  de  cambio  sobre  el  lu- 
gar en  que  ha.de  pagarse;  si  los  negociantes  de 
Cádiz,  por  ejemplo,  deben  mucho  dinero  á los 
de  Madrid,  y liay  pocas  letras  de  cambio  sobre 


Cádiz,  el  negociante  de  Madrid  á quien  se  ofre- 
ce dinero  para  que  libre  una  letra  de  cambio  so- 
bre Cádiz,  pagará  una  diferencia,  puesto  que 
logra  una  ventaja,  y se  dice  entonces  que  el 
cambio  de  Madrid  sobre  Cádiz  está  bajo',  si  su- 
cede lo  contrario,  se  dice  que  el  cambio  está 
alio'  si  cada  una  de  las  dos  ciudades  debe  poco 
mas  ó menos  la  misma  cantidad  de  dinero,  de 
suerte  que  nadie  pague  diferencia,  como  si  para 
lograr  una  letra  de  mil  pesos  no  doy  sino  mil 
pesos,  se  dice  que  el  cambio  está  a la  par. 

IV.  En  la  letra  de  cambio  intervienen  tres 
especies  de  personas;  el  librador , que  es  el  que 
gira  la  letra  mandando  á un  tercero  domiciliado 
en  otro  pueblo  que  satisfaga  su  importe;  el  to- 
mador, que  es  el  que  recibe  la  letra  dando  su 
valor  al  librador ; y aquel  á cuyo  cargo  se  gira 
la  letra,  el  cual  se  llama  aceptante  luego  que  se 
compromete  á pagarla.  Si  hay  negociación,  in- 
tervienen otras  dos  especies  de  personas.  El  to- 
mador puede  trasmitir  todos  sus  derechos  a uu 
tercero  por  la  vía  del  endoso;  y desde  entonces 
se  hace  endosante  con  respecto  al  tercero  á quien 
trasmite  sus  derechos,  el  cual  se  llama  portador: 
este  último  puede  á su  vez  endosar  la  letra  á 
Otro,  y así  suecesivamente;  de  manera  que  el 
nombre  de  portador  o'  tenedor  pertenece  en  defi- 
nitiva á la  última  persona  á quien  se  ha  trasmi- 
tido la  letra  de  cambio;  siendo  de  notar  que 
cada  endosante  contrae  con  respecto  al  portador 
ó tenedor  las  mismas  obligaciones  que  el  libra- 
dor liabia  contraído  en  favor  del  tomador. 

V.  De  la  forma  de  las  letras  de  cambio. — «Para 
que  las  letras  de  cambio  surtau  en  juicio  los 
efectos  que  el  derecho  mercantil  les  atribuye, 
han  de  contener  todas  las  circunstancias  siguien- 
tes: l.'1,  la  fecha,  esto  es,  la  designación  de  lu- 
gar, dia , mes  y aüo  en  que  se  libra  la  letra:  2.a, 
la  época  en  que  debe  ser  pagada;  3.a,  el  nombre 
y apellido  de  la  persona  á cuya  órden  se  manda 
hacer  el  pago;  4.a,  la  cantidad  que  el  librador 
manda  pagar,  detallándola  en  moneda  real  y 
efectiva,  ó en  las  monedas  nominales  que  el  co- 
mercio tiene  adoptadas  para  el  cambio;  5.a,  el 
valor  de  la  letra , ó sea,  la  forma  en  que  el  libra- 
dor se  da  por  satisfecho  de  él , distinguiendo  si 
lo  recibió  en  numerario  ó en  mercaderías,  ó si 
es  valor  entendido  ó en  cuenta  con  el  tomador 
de  la  letra;  6.a,  el  nombre  y apellido  de  la  per- 
sona de  quien  se  recibe  el  valor  de  la  letra,  ó a 
cuya  cuenta  se  carga;  7.a,  el  nombre  y domicilio 
de  la  persona  á cuyo  cargo  se  libra;  8.a,  la  firma 
del  librador  hecha  de  su  propio  puño,  6 de  la 
persona  que  firme  en  su  nombre  con  poder  su- 
ficiente al  efecto:»  art.  426,  Código  de  comercio. 

=T)ebe  ponerse  la  fecha , para  que  pueda  sa- 
berse si  el  librador  era  capaz  de  girar  la  letra  en 
aquella  época,  ó si  estando  para  quebrar  perju- 
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dicaba  á sus  acreedores ; como  también  para  sa- 
ber si  la  letra  estaba  girada  de  un  lugar  á otro, 
ó si  era  pagadera  en  el  mismo  pueblo  de  su 
fecha. 

La  cantidad  que  se  manda  pagar  ha  de  ser  en 
moneda  real  y efectiva,  ó en  las  monedas  no- 
minales que  el  comercio  tiene  adoptadas  para  el 
cambio,  y no  en  mercancías  que,  como  suscep- 
tibles de  deterioro,  no  son  objeto  de  este  contra- 
to. La  suma  puede  expresarse  en  cifras  ó gua- 
rismos; pero  la  prudencia  aconseja  que  se  ex- 
prese con  todas  sus  letras , como  se  practica, 
para  evitar  los  efectos  de  un  error  involuntario 
é impedir  falsedades. 

Se  enuncia  que  el  valor  de  la  letra  se  lia  reci- 
bido en  numerario  ó mercancías  ó si  es  valor 
entendido  ó en  cuenta;  porque  toda  obligación 
ha  de  tener  una  causa,  y porque  sin  esta  mani- 
festación no  habría  contrato  de  cambio  , sino  un 
verdadero  préstamo , y el  cambio  percibido  por 
el  librador  no  seria  otra  cosa  que  el  interés  de  la 
suma  prestada.  La  infinita  variedad  de  las  ope- 
raciones mercantiles  ha  obligado  á dar  una  gran 
latitud  á la  enunciación  de  estos  valores;  pero 
cada  uno  tiene  diferentes  efectos.  Así  es  que  la 
cláusula  de  haberlo  recibido  en  numerario  ó 
mercaderías , acredita,  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrario,  que  el  librador  ha  recibido  efectiva- 
mente el  valor  de  la  letra ; y por  el  contrario,  la 
cláusula  de  valor  entendido  ó en  cuenta,  acre- 
dita que  no  lo  ha  recibido , y el  tomador,  mien- 
tras no  destruya  esta  presunción,  será  responsa- 
ble de  su  importe  en  favor  del  librador. 

El  domicilio  de  la  persona  á cuyo  cargo  se  li- 
bra, tiene  que  manifestarse  no  solo  para  que 
sepa  el  portador  á donde  debe  dirigirse,  sino 
también  para  que  se  vea  que  la  letra  se  gira  dé 
una  plaza  sobre  otra;  pues  sin  esta  circunstan- 
cia no  habría  contrato  de  cambio,  el  cual  no 
existe  sino  á causa  de  los  riesgos  que  toma  so- 
bre sí  el  que  se  obliga  á hacer  pagar  en  otro  lu- 
gar la  suma  que  se  le  ha  entregado. 

VI.  «Puede  intervenir  un  notario  público  en 
la  redacción  de  la  letra  de  cambio,  y dar  fe  de 
la  autenticidad  de  la  firma  del  librador:»  ar- 
tículo 427,  Código  de  comercio. 

—Comunmente  se  redacta  la  letra  de  cambio 
por  medio  de  escrito  privado;  pero  puede  tam- 
bién intervenir  escribano  público  para  que  la 
persona  á cuyo  cargo  va  girada  y el  portador  no  ¡ 
duden  de  la  firma  del  librador. 

VII.  «Las  cláusulas  de  valor  en  cuenta  y 
valor  entendido  hacen  responsable  al  tomador 
de  la  letra  del  importe  de  ella  en  favor  del  li- 
brador, para  exigirlo  ó compensarlo  en  la  forma 
y tiempo  que  ambos  hayan  convenido  al  hacer 
el  contrato  de  cambio:»  art.  428. 

—Estas  cláusulas  pueden  dar  lugar  á muchos 


fraudes,  y hacen  presumir  que  el  librador  lia 
dado  la  letra  sin  recibir  su  valor.  Así  es  que  el 
tomador  tiene  que  pagarlo  mientras  no  destruya 
esta  presunción.  Mas  he  aquí  un  caso  en  que  hay 
verdadero  valor  en  cuenta.  Yo  debo,  por  ejemplo, 
diez  mil  reales  á Pablo  que  necesita  de  cinco 
mil  para  hacer  un  viaje  á Valencia,  donde  tengo 
un  corresponsal  con  fondos  míos;  doy  una  letra 
de  cambio  á Pablo  y expreso  en  ella  que  es  va- 
lor en  cuenta-,  esto  equivale  á poner  valor  recibi- 
do en  efectivo:  porque  efectivamente  he  recibido 
su  valor  por  via  de  compensación , que  equivale 
al  pago.  Por  otra  parte,  no  puede  cometerse 
fraude,  pues  que  por  la  inspección  de  los  libros 
podrá  probarse  si  en  efecto  el  tomador  era  acree- 
dor del  librador;  y si  el  tomador  no  es  nego- 
ciante , no  había  razón  alguna  para  impedirle 
expresar  el  valor  en  cuenta;  pues  que  si  esta 
enunciación  es  falsa,  hubiera  podido  asimismo 
enunciar  falsamente  el  valor  recibido. 

YIII.  «Se  prohíbe  girar  letras  de  cambio  pa- 
gaderas en  el  mismo  pueblo  de  su  fecha.  Las 
que  se  giren  en  esta  forma  se  entenderán  sim- 
ples pagarés  de  parte  del  librador  en  favor  del 
tomador.  Las  aceptaciones  que  en  ellas  se  pon- 
gan equivaldrán  á un  afianzamiento  ordinario 
para  garantir  la  responsabilidad  del  librador, 
sin  otro  efecto:»  art.  429. 

zzLa  necesidad  de  que  se  libre  de  un  pueblo  á 
otro  es  tan  indispensable , que  se  ha  dudado  si 
debía  tenerse  por  regular  la  letra  librada  de  una 
aldea  al  pueblo  de  que  depende;  pues  que,  como 
ya  se  ha  dicho,  no  hay  contrato  de  cambio,  sino 
á causa  de  los  riesgos  que  toma  sobre  sí  el  que 
se  obliga  á hacer  pagar  en  otro  lugar  la  canti- 
dad que  se  ha  entregado.  Mas  ¿cuál  es  la  dis- 
tancia que  debe  haber  de  un  lugar  á otro?  La 
ley  no  la  ha  determinado , ni  ha  querido  deter- 
minaría, dejando  á los  tribunales  el  examinar 
si  ha  habido  fraude,  y si  la  distancia  es  tal  que 
el  librador  haya  debido  necesariamente  hacer 
una  remesa  y exponerse  á riesgos. 

IX.  «EL  librador  puede  girar  la  letra  de  cam- 
á su  propia  órden,  expresando  retener  en  sí 
mismo  el  valor  de  ella:»  art.  430. 

=Esto  se  hace  poniendo  después  de  la  canti- 
dad las  palabras  valor  en  mí  mismo:  cuya  expre- 
sión no  sigmifica  que  el  librador  ha  percibido  el 
valor  de  la  letra,  sino  qne  es  acreedor  de  la  per- 
sona contra  quien  la  gira,  y que  luego  que  esta 
la  satisfaga  al  sugeto  á cuyo  favor  se  da  la  ór- 
den, quedará  este  valor  en  el  librador  mismo 
para  descontarlo  al  deudor  de  la  mayor  canti- 
dad que  le  debe,  ó para  quedar  solventes  de 
ig'uai  cantidad;  de  manera  que  aquí  el  sugeto  á 
quien  se  paga  la  letra  no  hace  mas  que  el  oficio 
de  amigo  ó comisionado  para  el  cobro.  Mas  como 
para  que  haya  letra  de  cambio  se  requiere  que 


LE 


LE 


— 881  — 


haya  un  tomador  que  entregue  al  girante  la 
cantidad  que  este  último  se  obliga  á hacerle  pa- 
gar en  otra  plaza,  puede  decirse  que  la  letra  á 
la  Arden  del  mismo  librador,  no  toma  verdadera- 
mente el  carácter  de  letra  de  cambio,  sino  en  el 
caso  do  que  el  librador  la  endose  á favor  de  un 
tercero  que  le  dé  su  valor,  expresándolo  así  en 
el  endoso. 

X.  «Igualmente  es  permitido  librar  á cargo 
de  una  persona  para  que  haga  el  pag-o  al  domi- 
cilio de  un  tercero:»  art.  431. 

—Puede  objetarse  contra  esta  disposición,  que 
parece  que  dispensa,  para  el  caso  que  prevee,  de 
la  condición  de  hacer  la  provisión  en  el  lugar 
donde  debe  pagarse  la  letra  de  cambio,  y podría 
insistirse  en  que  no  puede  haber  letra  de  cambio 
si  no  hay  remesa.  Es  cierto  que  en  el  caso  del 
artículo,  como  en  todos  los  demás,  debe  hacer 
provisión  el  librador  en  manos  del  aceptante, 
pues  que  este  se  encarga  de  pagar,  y la  acepta- 
ción supone  la  provisión.  Es  cierto  también  que 
en  la  hipótesis  en  que  estamos,  no  hace  el  libra- 
dor la  provisión  en  el  lugar  del  pago;  pues  que 
la  letra  debe  pagarse  en  otro  domicilio  que  el 
del  aceptante.  Mas  no  se  sigue  de  aquí  que  no 
haya  remesa  en  el  lugar  del  pago;  porque  el 
aceptante  queda  obligado  á remitir  allí  la  can- 
tidad que  se  manda  entregar. 

XI.  «También  puede  librarse  en  nombre  pro- 
pio por  Arden  y cuenta  de  un  tercero,  y expre- 
sarse así  en  la  letra;  pero  la  responsabilidad  del 
librador  siempre  es  la  misma,  y el  tenedor  no 
adquiere  derecho  alguno  contra  el  tercero  por 
cuya  cuenta  se  hizo  el  giro:»  art.  432. 

— A.sí  es  que  un  negociante  de  Pamplona  que 
tiene  crédito  abierto  sobre  un  banquero  de  Ma- 
drid, puede  encargar  á un  negociante  de  Zara- 
goza que  libre  por  su  cuenta  sobre  el  banquero 
de  Madrid.  Mas  es  necesario  que  el  tercero  haya 
dado  mandato  al  librador,  ó que  ratifique  luego 
la  operación;  porque  seria  absurdo  que  una  per- 
sona pudiese  obligar  á otra,  á pesar  suyo  y sin  su 
conocimiento.  Pero  de  todos  modos,  el  tomador 
nunca  puede  dirigirse  sino  contra  el  librador, 
que  es  el  único  con  quien  lia  tratado. 

XIT,  «Ni  el  librador  ni  el  tomador  de  la  letra 
de  cambio  tienen  derecho  á exigirse  después  de 
entregada  esta,  que  se  haga  variación  en  la  can- 
tidad librada,  el  lugar  del  pago,  la  designación 
del  pagador  ni  otra  circunstancia  alguna;  y solo 
podrá  tener  lugar  cualquiera  de  estas  alteracio- 
nes de  consentimiento  de  ambos:»  art.  433. 

—La  ley  ha  querido  prevenir  las  contestacio- 
nes que  podría  haber  sobre  cualquiera  de  estos 
puntos  entre  el  librador  y el  tomador:  después 
de  entregada  y recibida  la  letra,  queda  perfecto 
el  contrato, " y ninguno  de  los  contrayentes  pue- 
de obligar  al  otro  á perder  las  ventajas  que  eu 
Tomo  iü. 


el  se  ha  propuesto , teniendo  que  sufrir  cada 
cual  á su  vez  las  consecuencias  de  su  ligereza 
ó imprudencia,  y pagar  los  daños  y perjuicios. 

XIII.  «No  siendo  comerciantes  los  libradores 
ó aceptantes  de  las  letras  de  cambio,  se  conside- 
rarán estas,  en  cuanto  á los  que  no  tengan  aque- 
lla cualidad,  simples  pagarés,  sobre  cuyos  efec- 
tos serán  juzgados  por  las  leyes  comunes  en  los 
tribunales  de  su  fuero  respectivo,  sin  perjuicio 
del  derecho  de  los  tenedores  á exigir  el  importe 
de  estas  letras,  conforme  á las  reglas  de  la  juris- 
prudencia mercantil,  de  cualquiera  comerciante 
que  haya  intervenido  en  ellos. 

»Pero  si  dichas  personas  no  comerciantes  hu- 
bieren librado  ó aceptado  las  letras  por  conse- 
cuencia de  una  operación  mercantil,  probando 
el  tenedor  esta  circunstancia,  quedarán  sujetas 
en  cuanto  á la  responsabilidad  contraída  en 
ellas,  á las  leyes  y jurisdicción  del  comercio. 
* Suprimidos  los  tribunales  especiales  de  co- 
mercio, lioy  conocen  de  las  contestaciones  sobre 
negocios  mercantiles  los  tribunales  ordinarios.* 

»El  endoso,  sea  ó no  comerciante  el  que  lo 
ponga,  produce  garantía  del  valor  de  la  letra 
endosada,  salva  la  reserva  de  su  fuero  respectivo 
á los  endosantes  que  no  sean  comerciantes:»  ar- 
tículo 434. 

— Véase  Pagará. 

XIV.  «Todos  los  que  pongan  sus  firmas  ñ 
nombre  de  otro  en  las  letras  de  cambio  corno  li- 
bradores, aceptantes  ó endosantes,  deben  ba- 
ilarse autorizados  para  ello  con  poder  especial 
de  ias  personas  eu  cuya  representación  obren,  y 
expresarlo  así  en  la  antefirma.  Los  tomadores  y 
tenedores  de  las  letras,  tienen  derecho  á exigir 
del  firmante  la  exhibición  del  poder:»  artícu- 
lo 435. 

XV.  «Los  libradores  no  pueden  rehusar  á los 
tomadores  de  las  letras  la  expedición  de  segun- 
das, terceras  y cuantas  pidan  de  un  mismo  te- 
nor que  las  primeras,  siempre  que  hagan  esta 

■ demanda  antes  del  vencimiento  de  las  letras. 
Desde  la  segunda  inclusive  en  adelante,  todas 
llevarán  la  expresión  de  que  no  se  considerarán 
válidas  sino  en  defecto  de  haberse  hecho  el  pago 
en  virtud  de  la  primera,  ó de  otra  de  las  expedi- 
das anteriormente:»  art.  436. 

— Este  uso  de  dar  muchos  ejemplares,  tiene 
por  objeto  procurar  un  nuevo  título  al  portador 
para  el  caso  de  que  se  le  extravíe  el  primer  ejem- 
plar, y facilitar  al  mismo  tiempo  las  negociacio- 
! nes;  pues  mientras  se  cavia  un  ejemplar  á la 
aceptación,  puede  negociarse  ia  letra  con  el 
otro,  teniendo  cuidado  en  tal  caso  de  expresar 
en  este  último  que  el  aceptado  estará  á disposi- 
ción del  portador  del  negociado  en  un  domicilio 
indicado  en  el  lugar  del  pago.  Pero  es  necesario 
expresar  sobre  cada  una  de  ¡as  letras,  que  es 
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primera,  secunda  ó tercera,  y que  no  seiá  valida  j 
si  el  pago  se  lia  hecho  en  virtud  de  la  que  pri- 
mero se  haya  recibido;  pues  no  haciéndose  así, 
pasarían  todas  por  originales,  y el  librador  ten- 
dría que  sufrir  las  consecuencias  de  su  impru- 
dencia; salva  su  acción  para  repetir  el  pago  de 
lo  indebido  contra  quien  hubiere  lugar. 

Debe  también  tener  cuidado  el  librador  de  en- 
viar carta  de  aviso  ii  la  persona  contra  quien  va 
girada  la  letra,  para  que  no  la  rehúse  ni  ponga 
inconvenientes  en  su  aceptación  ó pago  cuando  . 
le  sea  presentada ; y aun  en  algunos  países  es  i 
costumbre  entregar  ó remitir  esta  carta  de  aviso 
al  mismo  tenedor  de  la  letra,  para  que  pueda 
presentar  á un  mismo  tiempo  una  y otra  á dicha 
persona. 

XVI.  «En  defecto  de  ejemplares  duplicados 
de  las  letras  expedidas  por  el  mismo  librador, 
puede  cualquiera  tenedor  de  una  letra  dar  á su 
tomador  una  copia  de  la  primera,  en  que  nece- 
sariamente se  incluirán  literalmente  todos  los 
endosos  que  contenga,  y se  expresará  que  se  ex- 
pide á falta  de  segunda  letra:»  art.  437. 

XVII.  «Si  en  la  forma  de  la  letra  de  cambio 
faltare  alguna  formalidad  legal,  se  considerará 
como  pagaré  á cargo  del  librador  y en  favor  del 
tomador:»  art.  438. 

— Véase  Payaré. 

XVIII.  Además,  toda  letra  de  cambio,  libran- 
za á la  orden,  pagaré  6 carta  órden  de  crédito 
por  cantidad  fija  que  se  gire,  negocie  ó circule, 
ha  de  estar  extendida  en  el  correspondiente  pa- 
pel sellado  que  haya  establecido  al  efecto,  consi- 
deráudose  en  caso  contrario  ilegal  y sin  fuerza 
alguna  si  no  es  purgada  de  su  vicio,  uniendo  á 
ella  otra  del  sello  correspondiente,  y acreditando 
haber  satisfecho  la  pena  impuesta  por  el  fraude. 

V.  Papel  sellado  para  documentos  de  giro. 

* Véase  la  pena  que  se  impone  en  los  arts.  314, 
315  y 330  del  Código  penal  al  que  falsificare  al- 
guna letra  de  cambio,  en  el  artículo  de  esta  obra 
Falsificación  de  documentos.  * 

XIX.  De  los  términos  de  las  letras  y de  su  ven- 
cimiento. — «La  letra  de  cambio  puede  girarse: 

I.1'  A la  vista  ó presentación,  y debe  pagarse 
luego  que  fuere  presentada.  2.°  A uno  ó muchos 
dias,  uuo  ó muchos  meses  vista;  y entonces  cor- 
re el  término  desde  el  día  siguiente  á su  acepta- 
ciou  ó protesto,  sacado  por  falta  de  haberla  acep- 
tado. 3.°  A uno  ó muchos  dias,  á uno  ó muchos 
meses  fecha;  y el  término  se  cuenta  desde  el  día 
inmediato  siguiente  al  de  su  giro.  4.°  A uno  ó 
muchos  usos;  y el  término  principia  á correr 
desde  ei  día  siguiente  al  del  giro,  bajo  el  con- 
cepto de  que  el  uso  de  las  letras  giradas  de  pla- 
za á plaza  en  lo  interior  del  reino  es  de  dos  me- 
ses; el  de  las  letras-giradas  en  el  extranjero  so- 
bre cualquiera  plaza  de  España  será  á saber:  en 


las  de  Francia,  treinta  dias;  en  las  de  Inglaterra, 
Holanda  y Alemania,  dos  mes;  en  las  de  Italia  y 
cualquiera  puerto  extranjero  del  Mediterráneo 
y Adriático,  tres  meses;  y con  respecto  á las  pla- 
zas que  no  se  han  comprendido  en  este  señala- 
miento, se  graduará  el  uso  según  la  forma  en 
que  se  cuente  en  la  plaza  donde  se  giró  la  letra. 
5.°  A dia  fijo  y determinado;  y ha  de  pagarse  en 
el  que  está  marcado  para  su  vencimiento.  6.°  A 
una  feria,  y se  tiene  por  vencida  el  último  dia 
de  ella.  Los  meses  para  ei  cómputo  de  los  térmi- 
nos de  las  letras  giradas  á meses  ó á usos,  se  con- 
tarán de  fecha  á fecha.  Todas  las  letras  á térmi- 
no, deben  satisfacerse  en  el  dia  de  su  vencimien- 
to antes  de  ponerse  el  sol,  cesando  todas  las 
costumbres  locales  sobre  términos  de  gracia  ó 
cortesía:»  arts.  439,  440,  441,  442,  443,  444,  445, 
446  y 447. 

XX.  De  las  obligaciones  del  librador. — El  li- 
brador está  obiigado  á hacer  provisión  de  fon- 
dos en  poder  de  la  persona  á cuyo  cargo  hubiere 
girado  la  letra:»  art.  448. 

—Llámase  provisión,  la  prevención  ó remesa 
de  fondos  que  se  ponen  en  poder  de  la  persona 
á cuyo  cargo  se  ha  girado  una  letra  de  cambio, 
para  que  pueda  pagarla  á su  tiempo;  y esta  pro- 
visión debe  hacerla  el  librador,  no  porque  sea 
una  especie  de  vendedor,  como  han  querido  al- 
gunos, sino  porque  este  es  efectivamente  el  ob- 
jeto del  contrato  de  cambio  que  ha  consentido. 

XXI.  «Si  la  letra  estuviese  girada  por  cuenta 
do  un  tercero,  será  de  cargo  de  este  hacer  la 
provisión  de  fondos;  salva  siempre  la  responsa- 
bilidad directa  del  librador  hácia  el  tenedor  de 
la  letra:»  art,.  449. 

~El  tercero  estará  obligado  á hacer  la  provi- 
sión de  fondos,  solo  en  el  caso  de  que  él  haya 
mandado  librar  la  letra  ó de  que  haya  ratificado; 
porque  su  mandato  ó ratificación  le  hacen  ver- 
daderamente librador;  mas  si  el  librador  no  ha 
recibido  ningún  mandato  del  tercero,  por  cuya 
cuenta  ha  girado  la  letra  ó si  este  desaprueba  la 
operación,  es  claro  que  el  librador  debe  quedar 
obligado  á la  provisión.  Pero  cualquiera  que  sea 
el  resultado  de  la  obligación  que  el  tercero  tie- 
ne de  hacer  la  provisión  de  fondos  al  que  haya 
de  pagar  la  letra,  siempre  el  librador  debe  res- 
ponder al  tenedor  de  ella;  aunque  no  tenga  que 
hacerlo  al  aceptante, 

XXII.  «Se  considerará  hecha  la  provisión  de 
fondos  cuando  al  vencimiento  de  la  letra,  aquel 
contra  quien  se  libró,  sea  deudor  del  librador  ó 
del  tercero,  por  cuya  cuenta  se  hizo  el  giro,  de 
una  cantidad  igual  al  importe  de  la  misma  le- 
tra:» art.  450. 

— Eñ  la  época  del  vencimiento  es  precisamen- 
te cuando  el  tomador  tiene  interés  en  que  la 
provisión  se  halle  en  manos  del  aceptante;  y 
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queda  por  consiguiente  cumplida  la  obligación 
del  librador,  si  hay  provisión  en  dicha  época. 
Pero  si  aquel  contra  quien  se  hizo  el  giro  de- 
bia,  por  ejemplo,  diez  mil  reales  al  librador,  y 
este  la  misma  cantidad  al  primero,  habría  com- 
pensación de  una  suma  por  otra,  y por  consi- 
guiente no  se  consideraría  hecha  la  provisión. 

El  art.  450  explica  cómo  existe  la  provisión 
en  poder  de  la  persona  á cuyo  cargo  se  hubiere 
girado  la  letra,  Pero  ¿cesa  de  existir  cuando 
aquel  en  cuyo  poder  se  ha  hecho  se  constituye 
en  quiebra  antes  del  vencimiento  de  la  letra  de 
cambio? 

Se  pretende  que  causando  la  quiebra  el  des- 
apropio del  quebrado,  y quitándole  así  la  facul- 
tad de  disponer  de  su  activo,  le  impide  aplicar 
al  pago  de  la  letra  de  cambio  la  provisión  que  j 
se  halla  en  su  poder.  Esto  es  suponer  que  la 
provisión  pertenece  al  quebrado  y hace  parte  ! 
de  su  activo.  Si  esto  es  así,  si  la  provisión  hecha  1 
al  quebrado  es  propiedad  suya,  si  cuando  dispo- 
ne de  ella  para  pagar  la  letra  que  se  lia  girado 
k su  cargo,  dispone  de  su  propia  cosa,  no  hay 
duda  que  la  provisión  se  encuentra  aniquilada  I 
por  la  quiebra.  Mas  si  la  provisión  es  propiedad 
del  librador,  si  ei  girado  cuando  la  aplica  al 
pago  de  la  letra  no  la  emplea,  sino  con  la  cali- 
dad de  mandatario  del  librador,  si  por  consi- 
guiente no  es  él  quien  en  tal  caso  dispone  de  su 
propia  cosa,  sino  ei  librador  que  dispone  de  la 
suya  por  intermedio  del  girado,  ciertamente  la 
circunstancia  de  hallarse  privado  este  de  la  ad- 
ministración de  sus  bienes  y despojado  de  la  fa- 
cultad de  disponer  de  ellos,  no  deberá  tomarse 
en  consideración,  y subsistirá  la  provisión  á pe- 
sar de  su  quiebra. 

Sin  embargo,  puede  presentarse  esta  cuestión 
en  muchas  hipótesis  que  es  necesario  distinguir. 

Uua  casa  de  comercio  libra  á cargo  de  uno  <le 
sus  corresponsales  y le  envía  valores  que  le 
manda  realizar  para  formar  la  provisión.  Idealí- 
zalos, en  efecto,  los  guarda  para  pagar  la  letra 
á su  vencimiento,  y antes  que  la  letra  se  le  pre- 
sente para  su  aceptación,  viene  á caer  en  quie- 
bra. Es  evidente  que  entonces  no  se  ha  formado 
entre  el  librador  y él  el  contrato  de  cambio;  que 
no  conserva  sino  á título  de  depósito  la  cantidad  ■ 
que  ha  recibido,  y que  cuando  la  entrega  al 
portador  de  la  letra,  no  paga  sino  como  manda- 
tario del  librador.  Su  quiebra,  pues,  viene  á ser 
en  esta  primera  hipótesis  una  circunstancia  muy 
indiferente;  porque  jamás  puede  ser  envuelto 
un  depósito  en  el  activo  del  depositario. 

¿Será  lo  mismo  si  habiéndose  hecho  la  provi- 
sión del  modo  que  se  acaba  de  decir,  había  for- 
mado el  corresponsal  por  medio  de  su  acepta- 
ción el  contrato  de  cambio?  Seria  necesario  de- 
cir , para  sostener  la  negativa,  que  la  aceptación 


trasñere  la  propiedad  de  la  provisión  al  aceptan- 
te. Sin  embargo,  este  contrato  no  produce  se- 
mejante efecto;  pues  entre  el  librador  y el  acep- 
tante no  es  otra  cosa  el  contrato  de  cambio  que 
un  contrato  de  mandato,  y por  consiguiente  es 
también  entonces  la  provisión , como  en  la  pri- 
mera hipótesis,  un  simple  depósito  hecho  al 
aceptante;  de  manera  que  tampoco  puede  ex- 
tinguirla la  quiebra  en  que  este  se  constituya. 

Queda  la  última  hipótesis,  esto  es,  aquella  en 
que  la  provisión  consiste  en  la  cantidad  debida 
por  el  corresponsal  á cuyo  cargo  está  girada  la 
letra.  Podria  alegarse  para  establecer  la  extin- 
ción ó inexistencia  de  la  provisión , que  el  li- 
brador no  es  mas  que  un  simple  acreedor  y que 
debe  sufrir  la  misma  suerte  que  todos  los  demás. 
Esto  seria  verdad  sino  hubiese  habido  acepta- 
ción, porque  en  este  caso  la  cantidad  debida  por 
el  corresponsal,  habría  quedado  en  su  activo,  no 
siendo  mas  que  una  simple  indicación  de  pago 
el  destino  que  librándola  le  daba  el  acreedor: 
mas  desde  que  interviene  la  aceptación,  por  su- 
puesto antes  de  la  quiebra  y aun  antes  de  los 
diez  dias  que  la  preceden,  se  supone  que  el  deu- 
dor, accediendo  á la  intención  de  hacer  salir  de 
su  activo  la  cantidad  debida  que  el  acreedor  lia 
expresado  por  el  hecho  de  librar  á su  cargo , la 
lia  puesto  fuera  realmente,  y el  concurso  de 
estas  dos  voluntades  debe  tener  absolutamente 
el  mismo  efecto,  que  si  el  acreedor  se  hubiere 
hecho  entregar  desde  luego  esta  cantidad  y la 
hubiere  devuelto  en  seguida  al  deudor  de  quien 
la  habia  recibido;  de  suerte  que  de  todos  modos, 
no  es  otra  cosa  el  deudor  que  un  depositario  de 
los  fondos,  que  han  dejado  de  pertenecerle  y 
que  conserva  solo  para  ejecutar  el  mandato  de 
que  se  ha  encargado  al  aceptar  la  letra.  Entién- 
dese, sin  embargo,  que  al  tiempo  de  la  acepta- 
ción era  exigibie  ó al  menos  que  llegó  4 serlo 
antes  de  la  quiebra,  la  deuda  que  constituía  la 
provisión;  porque  si  no  era  exigibie  sino  poste- 
riormente, la  hubiera  sorprendido  la  quiebra  en 
el  activo  del  quebrado,  y la  aceptación  dada  por 
este  último  no  hubiera  podido  distraerla  de  su 
estado. 

XXIII.  «Los  gastos  que  se  causen  por  no  ha- 
berse aceptado  ó pag'ado  la  letra,  serán  de  car- 
go del  librador,  ó del  tercero  de  cuya  cuenta  se 
libró  aquella,  á menos  que  no  pruebe  que  habia 
hecho  oportunamente  la  provisión  de  fondos  ó 
que  estaba  expresamente  autorizado  por  la  per- 
sona que  habia  de  aceptar  ó pagar  para  librar 
la  cantidad  de  que  dispuso.  Eu  cualquiera  de 
ambos  casos  podrá  exigir  el  librador,  uel  que 
dejó  de  aceptar  ó pagar,  la  indemnización  de 
los  gastos  que  por  esta  causa  hubiere  reembol- 
sado al  tenedor  de  la  letra:»  art.  451. 

XXIV.  «El  librador  es  responsable  de  las  re- 
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saltas  de  su  letra  á todas  las  personas  que  la 
fueren  succesivamente  adquiriendo  y cediendo 
hasta  el  último  tenedor.  Los  efectos  de  esta  res- 
ponsabilidad en  los  respectivos  casos  de  falta  de 
aceptación  ó de  pago,  se  establecen  en  los  ar- 
tículos 405  y 534:»  art.  452.  V.  Aceptación  y Por- 
tador de  letra  de  cambio. 

XXV.  «Cesa  la  responsabilidad  del  librador 
cuando  el  tenedor  de  la  letra  no  la  hubiere  pre- 
sentado, ó hubiere  omitido  protestarla  en  tiem- 
po y forma;  con  tai  que  pruebe  que  al  venci- 
miento de  la  letra  tenia  hecha  provisión  de  fon- 
dos para  su  pago  en  poder  de  la  persona  á cuyo 
cargo  estaba  girada:»  art.  453. 

XXVI.  «En  defecto  de  probarse  la  provisión 
de  fondos,  como  previene  el  artículo  anterior, 
estará  obligado  el  librador  al  reembolso  de  la  le- 
tra no  pagada,  mientras  esta  no  esté  prescrita, 
aunque  el  protesto  se  saque  fuera  del  tiempo 
marcado  por  la  ley :»  art.  454. 

“Todas  las  acciones  que  proceden  de  las  le- 
tras de  cambio,  quedan  extinguidas  á los  cuatro 
años  de  su  vencimiento;  si  antes  no  se  lian  in- 
tentado en  justicia , háyanse  ó no  protestado  las 
letras:  art.  557.  La  acción  es  el  derecho  de  per- 
seguir ante  los  tribunales  á una  persona  para 
que  nos  restituya  lo  que  creemos  que  nos  debe 
ó que  nos  pertenece;  y ei  ejercicio  de  este  dere- 
cho se  llama  demanda.  La  ley  no  exceptúa  nin- 
guna acción ; y así  la  prescripción  se  extiende 
aun  á la  acción  que  tiene  el  aceptante  que  ha 
pagado  contra  el  librador  que  no  le  ha  hecho 
provisión. 

La  prescripción  ordinaria  de  las  acciones  civi- 
les es  de  veinte  años;  pero  el  favor  que  se  debe 
al  comercio  ha  hecho  introducir  la  prescripción 
cuadrienal  para  las  acciones  que  proceden  de 
letras  de  cambio,  pues  no  se  creyó  conveniente 
que  los  banqueros  y los  negociantes  estuviesen 
sumidos  en  la  incertidumbre  por  espacio  de 
veinte  años,  con  respecto  á los  negocios  de  letras 
que  deben  presumir  arreglados  por  medio  de 
algún  convenio  entre  el  portador  y el  librador 
ó alguno  de  los  endosantes. 

Mas  si  las  acciones  que  proceden  de  las  letras 
de  cambio  se  lian  intentado  en  justicia  antes  del 
trascurso  de  los  cuatro  años,  no  es  ya  en  virtud 
del  título  primitivo,  sino  en  virtud  de  la  senten- 
cia condenatoria  por  lo  que  puede  exigirse  la 
deuda;  y la  nueva  acción  dura  entonces  todo  el 
tiempo  que  duran  las  demás  acciones  que  pro- 
ceden de  las  sentencias. 

¿Qué  será  si  la  deuda  ha  sido  reconocida  en 
acto  separado?  Entonces  habrá  una  verdadera 
novación  de  contrato.  Pero,  ¿cuánto  durará  la 
acción  que  resulte  de  este  nuevo  acto?  Si  las 
partes  no  lian  querido  otra  cosa  que  hacer  revi- 
vir el  acto  primitivo,  la  acción  quedará  prescri- 


ta por  el  trascurso  de  cuatro  años;  y si  su  inten- 
ción ha  sido  substituir  al  acto  primitivo  una  ac- 
ción civil,  no  se  prescribirá  esta  sino  por  la 
prescripción  ordinaria. 

De  la  aceptación  y sus  efectos. — V.  Aceptación 
de  letra  de  cambio. 

Del  endoso  y sus  efectos.— V.  Endoso. 

Del  aval  y sus  efectos. — V.  Aval. 

De  la  presentación  de  las  letras  y efectos  de  la 
omisión  del  tenedor. — V.  Portador  de  letra  de 
i cambio. 

Del  pago. — V.  Pago  de  letra  de  cambio. 

De  los  protestos. — Véase  Protesto  de  letras  de 
cambio. 

De  la  intervención  en  la  aceptación  y pago. — 
Véase  Aceptación  por  intervención  é Intervención 
en  la  aceptación  y pmgo  de  letra. 

De  las  acciones  que  competen  al  portador  de  una 
letra  de  cambio.— V . Parlador  de  letra  de  cambio. 
Del  recambio  y resaca. — V.  Recambio  y Resaca. 
LETRA  DOMICILIADA.  La  letra  de  cambio  que  se 
gira  contra  un  sugeto  de  cierta  plaza ; v.  gr.,  de 
Madrid , para  que  la  pague  en  otra,  v.  gr.,  Sevi- 
lla. Letra  no  domiciliada  es  la  que  se  gira  con- 
tra un  sugeto  de  una  plaza  para  que  la  sa- 
tisfaga en  el  propio  lugar  de  su  residencia.  La 
letra  domiciliada  debe  contener  la  indicación  del 
domicilio  en  que  se  haya  de  efectuar  el  pago. 
Así  es  que  si  una  letra  girada  á cargo  de  un  ne- 
gociante de  Madrid  fuese  pagadera  en  Sevilla, 
el  aceptante  debería  necesariamente  indicar  el 
domicilio  á que  el  portador  habría  de  presen- 
tarse en  Sevilla;  pues  que  de  otro  modo  no  po- 
dria  este  hacerse  pagar , á no  ser  que  ya  estu- 
viese indicado  por  el  librador. 

LETRA  PERJUDICADA,  La  letra  que  no  se  presen- 
ta para  cobrarla  el  dia  de  su  vencimiento , y en 
defecto  de  pago  no  se  protesta  en  el  siguiente: 
art.  489  del  Código  de  comercio. 

I.  Quedando  la  letra  perjudicada,  caduca  el 
derecho  del  portador  contra  los  ‘endosantes , y 
cesa  la  responsabilidad  de  estos  álas  resultas  de 
su  cobranza;  y también  caduca  del  mismo  modo 
contra  el  librador,  con  tal  que  pruebe  este  que 
al  vencimiento  de  la  letra  tenia  hecha  provisión 
de  fondos  para  su  pago  en  poder  de  la  persona 
á cuyo  cargo  estaba  girada,  mas  no  en  caso  de 
no  probarlo:  arts.  490,  453  y 454. 

“Así  el  portador  de  la  letra  de  cambio,  como 
pena  de  su  negligencia  en  llenar  las  formalida- 
des prescritas,  toma  sobre  sí  mismo  la  insolven- 
cia de  la  persona  á cuyo  cargo  se  había  girado 
la  letra,  y libra  de  responsabilidad  á los  endo- 
santes; no  quedándole  mas  recurso  que  contra 
el  librador  en  caso  de  no  haber  hecho  provisión 
de  fondos;  pero  el  librador  que  lleva  por  su  par- 
te á debida  ejecución  el  contrato  de  cambio,  pro- 
bando haber  hecho  provisión , no  puede  tampo- 
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co  ser  víctima  de  la  negligencia  del  portador, 
cuya  falta  en  darle  los  avisos  oportunos  es  causa 
de  que  no  haya  podido  tomar  sus  medidas  ni 
evitar  una  pérdida  ya  quizá  irreparable. 

II.  La  caducidad  de  la  letra  perjudicada  por 
defecto  de  presentación  , protesto  y su  notifica- 
ción en  los  plazos  determinados,  no  tiene  efecto 
para  con  el  librador  ó endosante  que  después  de 
trascurridos  estos  mismos  plazos,  se  halla  cubier- 
to del  valor  de  la  letra  en  sus  cuentas  con  el 
deudor  ó con  valores  ó efectos  de  su  pertenencia: 
art.  541. 

= Es  claro  que  en  estos  casos  el  librador  ó en- 
dosante que  reciben  en  cuenta,  compensación  ó 
de  otro  modo  los  fondos  destinados  al  pago  de  la 
letra,  no  experimentan  perjuicio  por  la  negli- 
gencia Ael  portador,  quien  puede  por  tanto  exi- 
gir la  responsabilidad  de  la  letra  del  librador  ó 
endosante  respectivamente , debiendo  cesarlos 
efectos  de  la  caducidad. 

En  ias  letras  que  se  remiten  de  una  plaza  á 
otra  fuera  de  tiempo  para  poderlas  presentar  y 
protestar  oportunamente,  recae  el  perjuicio  de 
ellas  sobre  los  remitentes,  reputándose  los  en- 
dosos por  meras  comisiones  para  hacer  la  co- 
branza: art.  492. 

Para  que  el  que  toma  por  su  cuenta  una  letra 
que  ya  no  deja  tiempo  para  presentarla  al  pago 
en  el  día  de  su  vencimiento , ó á la  aceptación 
dentro  dei  término  prefijado  por  ia  ley,  conserve 
íntregro  su  derecho  contra  el  cedente,  ha  de 
exigir  de  este  una  obligación  especial  de  res- 
ponder del  pago  de  la  letra , aun  cuando  se  pre- 
sente y proteste  fuera  de  tiempo:  art,  493. 

Los  endosos  de  una  letra  perjudicada  no  tie- 
nen mas  valor  ni  producen  otro  efecto  que  el  de 
una  cesión  ordinaria,  salvas  las  convenciones 
que  en  punto  á sus  respectivos  intereses  esta- 
blezcan por  escrito  el  cedente  y cesionario,  sin 
perjuicio  de  derecho  de  tercero:  art.  474. — Véase 
Portador  de  letra  de  cambio. 

LETRAS.  La  carrera  y profesión  de  las  ciencias, 
como  la  de  jurista,  la  de  médico,  la  de  teólogo: 
la  órden,  provisión  ó rescripto,  especialmente 
en  materias  eclesiásticas;  y la  certificación  ó '■ 
testimonio. 

* En  materias  eclesiásticas  se  usa  mucho  esta  j 
palabra  en  el  sentido  segundo,  así  como  letras 
apostólicas,  letras  comunicatorias  ó testimonia- 
les; letras  de  ordenación,  en  cuya  virtud  se  con- 
fiere algún  órden  y que  tienen  el  carácter  de 
escritura  pública;  letras  de  vicariato,  por  las 
que  se  nombran  Vicarios;  letras  de  penitencia- 
ría, que  son  las  que  se  obtienen  de  este  tribunal, 
para  las  dispensas  matrimoniales,  absolución 
de  censuras,  etc.;  letras  firmadas  canónicas,  de 
comunión,  de  paz,  que  eran  atestados  que  se 
daban  á los  fieles  que  viajaban  para  que  se  les  au- 


xiliare por  los  fieles;  letras  encíclicas,  las  circu- 
lares del  Pontífice  á los  Arzobispos  y Obispos  de 
la  cristiandad,  ó de  una  Iglesia  particular.  Le- 
tras de  gracia,  letras  de  justicia,  equivalentes  á 
rescriptos  de  gracia  ó de  justicia.  V.  Letras 
apostólicas.  * 

* LETRAS  APOSTOLICAS.  Se  entienden  por  le- 
tras apostólicas  las  disposiciones  que  emanan 
de  Roma,  sea  cualquiera  la  forma  bajo  que  se 
expidan  y la  materia  de  que  traten.  General- 
mente se  les  llama  rescriptos,  tomada  esta  pa- 
labra en  su  sentido  lato. 

Son  letras  apostólicas,  son  rescriptos,  los  Bre- 
ves y las  Bulas,  y en  la  práctica  se  entiende  por 
Rescripto  las  respuestas  del  Papa  al  que  solicite 
de  él  alguna  cosa.  Rescripta  quasi  rede  scripla: 
bis  scripla. 

Los  rescriptos  unos  son  de  gracia  cuando  el 
Papa  concede  alguna  cosa  de  plano,  por  pura 
bondad  y liberalidad  de  ánimo,  que  según  la 
naturaleza  y objeto  de  la  concesión  se  llama  pri- 
vilegio, exención,  gracia,  etc.;  otros  son  de  jus- 
ticia , que  se  refieren  á la  administración  de  ella 
y en  que  el  Papa  resuelve  como  juez  por  medio 
de  sus  delegados;  otros  mirtos,  que  aunque  pol- 
la naturaleza  de  su  objeto  son  de  gracia,  exigen 
para  la  concesión  procedimientos  contenciosos. 

Muchas  son  las  diferencias  que  los  canonistas 
marcan  entre  los  rescriptos  de  g-racia  y de  justi- 
cia, tanto  en  su  forma  como  en  su  esencia,  como 
en  sus  efectos. 

Por  la  forma  se  distinguen  en  que  la  asigna- 
tura de  gracia  la  firma  el  Papa  con  la  palabra 
fíat  y el  Vicecanciller  con  la  de  concessum,  mien- 
tras en  los  de  justicia  se  usa  la  fórmula  placel; 
los  rescriptos  de  gracia  llevan  pendiente  un  cor- 
don  de  seda,  los  de  justicia  uno  de  cáñamo;  los 
rescriptos  de  gracia  se  registran  , los  de  justicia 
no;  en  estos  se  inserta  ó se  sobreentiende  la 
cláusula,  si  prceces  ceñíate  nitantur;  en  los  de 
gracia  no  suele  ponerse;  Sin  embargo,  algunas 
veces  se  inserta  ó la  de  vocatis  vocandis  ó la  de 
non  obstan tibus:  las  letras  de  gracia  se  dirigen  á 
los  mismos  impetrantes,  las  de  justicia  á las 
dignidades  ó canónigos. 

En  la  esencia  se  diferencian  principalmente 
eu  que  la  subrepción  aun  por  ignorancia,  y aun 
consentida  la  ejecución  por  el  adversario  dei 
impetrante,  anula  el  Rescripto  de  gracia,  mas  no 
el  de  justicia.  El  Rescripto  de  gracia  puede  pe- 
dirse por  un  tercero,  sin  poder  especial;  debe 
hacer  mención  de  los  privilegios  á que  se  opo- 
ne y pasa  sin  contradicción , pero  no  sin  exá- 
j men;  mientras  que  ios  de  justicia  exigen  poder 
I especial;  no  necesitan  hacer  mención  de  ningún 
¡ privilegio  y pasan  sin  examen,  pero  no  sin  con- 
tradicción. * 

LETRAS  ESPECTATIVAS.  Los  despachos  reales  ó 
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Bulas  pon  tificias  que  contienen  la  gracia  de  la  fu- 
tura de  oficio,  empleo  ó dignidad,  prebenda,  ca- 
nong-ia  ó beneficio,  etc.,  á favor  de  algún  sugelo. 

Antes  se  daban  con  frecuencia  semejantes  le- 
tras, pero  ahora  se  halla  man  dado  q ue  uo  se  haga  ; 
merced  ni  se  dó  espeelativa  de  oficio  ó empleo  ¡ 
eclesiástico,  ni  de  alcaldías,  regimientos,  escri- 
banías ni  de  otros  cualesquiera  oficios  que  estén  ! 
por  vacar,  hasta  que  mueran  las  personas  que 
los  tienen,  por  evitar  los  grandes  peligros  que 
de  ello  podrian  nacer;  de  modo,  que  deben  re- 
putarse nulas  y no  cumplirse  las  mercedes  de 
futura  que  tal  vez  se  concedieren,  excepto  las  de 
padre  á hijo,  aunque  haya  segunda  yusión: 
Cono.  Trid.,  sess.  24,  dec.  2.°,  cap.  19,  y ley  14, 
tít.  5.°,  lib.  3.°,  Nbv.  Recop. 

LETRAS  PATENTES.  El  edicto  público  ó manda- 
miento del  Príncipe,  que  se  despacha  sellado  con 
el  sello  principal  sobre  alguna  materia  impor- 
tante, para  que  conste  su  contenido. 

LETRAS  COflrtUNICATORIAS  Ó TESTIMONÍALES.  El 
instrumento  auténtico  que  asegura  y hace  fe  de 
lo  contenido  en  él,  y especialmente  el  testimo- 
nio que  dan  los  Obispos  de  la  buena  vida,  cos- 
tumbres y libertad  de  algún  subdito  que  pasa  á 
otras  diócesis. 

LETRADO.  El  abogado.  V.  Abogado. 

LETRADO  CONSULTOR.  El  abogado  que  asiste  á 
un  tribunal  de  comercio  para  resolver  las  dudas 
de  derecho  que  le  ocurran  en  el  órden  de  sus- 
tauciaeion  ó en  iá  decisión  de  los  negocios  de  su 
competencia:  art.  1197,  Código  de  comercio. 

* Abolidos  los  tribunales  de  corpercio  por  el 
art.  10  del  decreto  de  6 de  Diciembre  de  1868, 
quedaron  suprimidos  sus  letrados  consultores, 
de  los  que  se  trataba  en  los  artículos  del  51  al 
58,  76,  106,  107,  1196  y 1197  del  Código  citado.  * 

* LETRADO  Ó ABOGADO  DE  BENEFICENCIA.  Por  la 
instrucción  de  27  de  Abril  de  1875  para  el  ejer- 
cicio del  protectorado  del  Gobierno  en  la  Bene- 
ficencia, se  ha  dispuesto  que  haya  todos  los  abo- 
gados del  ramo  que  las  necesidades  del  servicio 
exijan:  art.  24. 

Los  abogados  de  Beneficencia  serán  nombra- 
dos por  el  ministro  de  la  Gobernación.  Para  ser 
nombrado  es  indispensable  tener,  además  de  los 
títulos  académicos  y requisitos  administrativos 
necesarios  , algunas  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 1,*  Haber  ejercido  la  profesión  con  es- 
tudio abierto  durante  seis  años,  y pagado  en  tros 
por  lo  menos,  la  cuota  media  de  la  contribución 
de  subsidio  en  la  localidad  respectiva.  2.a  Haber 
desempeñado  cargos  de  la  carrera  judicial  ó fis- 
cal durante  cuatro  años.  3."  Haber  desempeñado 
cátedra  de  derecho  ó de  administración  durante 
dos  años.  4.'  Haber  pertenecido  á Juntas  de  Be- 
neficencia ó de  patronatos  durante  dos  años. 

5."  Ser  autor  de  alguna  obra  de  derecho  ó de  ad- 


ministración reputada  útil.  Estas  circunstancias 
constarán  por  las  certificaciones  correspondien- 
tes en  el  expediente  que  ocasione  el  nombra- 
miento, y serán  citadas  en  la  órden  que  lo  otor- 
gue: art.  26. 

Serán  obligaciones  gratuitas  de  los  abogados 
de  Beneficencia:  1.*  ilustrar  á las  Juntas  de  Be- 
neficencia y de  patronatos  en  todos  aquellos 
asuntos  que,  por  ofrecer  dudas  jurídicas,  recla- 
men su  dictámen.  2.'1  Defender  á las  mismas 
Juntas  en  todos  los  pleitos  y negocios  que  con  la 
competente  autorización  sostengan,  y en  que  sea 
necesaria  la  intervención  de  letrado , siempre 
que  hayan  de  ventilarse  dentro  del  territorio  á 
que  se  refiera  su  nombramiento:  art.  27. 

Los  representantes  particulares  de  fundacio- 
nes benéficas,  podrán  valerse  de  abogados  del 
ramo;  y si  lo  hicieren,  gozarán  de  las  ventajas 
consiguientes  á lo  prevenido  en  el  artículo  an- 
terior. Para  valerse  de  abogado  que  no  sea  de 
Beneficencia,  necesitarán  autorización  especial 
del  ministro  de  la  Gobernación,  si  no  la  tuviesen 
por  título  de  fundación:  art.  28. 

Los  abogados  de  Beneficencia  tendrán,  res- 
pecto de  las  partes  que  litiguen,  las  mismas 
obligaciones  y los  mismos  derechos  que  los  re- 
presentantes jurídicos  de  quienes  gozan  de  ia 
defensa  de  pobres:  art.  29.  Y.  Abogado  de  Bene- 
I Jicencia,  y Beneficencia.  * 

LEVA,  Recluta  ó enganche  de  gente  para  el 
servicio  de  un  estado,  y la  recolección  de  ociosos 
y vagos  que  solia  hacerse  para  destinarlos  á las 
armas  en  el  servicio  de  mar  ó de  tierra. 

LEVANTAMIENTO.  La  sedición  ó rebelión  con 
que  se  turba  la  quietud  pública,  ya  alzándose 
contra  el  Rey  ó contra  el  Gobierno  supremo  de 
la  nación,  negándole  la  obediencia  debida  ó pro- 
curando sustraerse  de  ella,  ya  oponiéndose  con 
armas  ó sin  ellas  á la  ejecución  de  alguna  ley, 
acto  de  justicia,  servicio  legítimo  ó providencia 
de  las  autoridades,  ya  atacando  ó resistiendo 
■ violentamente  á estas  ó á sus  ministros,  ya  em- 
peñándose en  hacer  daños  á propiedades  públi- 
cas ó particulares,  ya  exigiendo  á la  fuerza  ó con 
gritos,  insultos  ó amenazas,  que  los  funcionarios 
públicos,  como  tales,  otorguen  ó hagan  ó dejen 
hacer  alguna  cosa  justa  ó injusta,  ya  extrayendo 
violentamente  los  reos  de  las  cárceles,  ya  to- 
mando por  propia  autoridad  conocimiento  de  sus 
causas,  ya  impidiendo  á los  magistrados  el  ejer- 
cicio de  sus  empleos,  ya  obligando  á las  justicias 
ó Ayuntamientos  á que  hagan  bajas  en  los  abas- 
tos públicos,  etc. 

Se  ve,  pues,  que  la  palabra  levantamiento  es 
I muy  extensa,  que  puede  abrazar  muchos  géne- 
ros de  delitos,  que  unos  serán  mas  graves  y tras- 
cendentales que  otros,  según  el  objeto  de  los  de- 
lincuentes y el  daño  que  causen  y el  grado  de 
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alarma  que  inspiren,  y que  no  todos  podrán  ser 
castigados  con  las  mismas  penas.  V.  Asonada, 
Fuerza,  Resistencia  d la  justicia,  Traición  y Juicio 
criminal  por  delitos  políticos . 

LEVANTAMIENTO,  En  algunas  partes  es  el  ajus- 
te, eonclusion  y finiquito  de  cuentas. 

LEY.  Una  regla  de  conducta  ó acción  estable- 
cida por  una  autoridad  á la  cual  debemos  obe- 
decer; ó bien  la  regla  dada  por  el  legislador,  ¡T 
la  cual  debemos  acomodar  nuestras  acciones  li- 
bres; ó bien  una  declaración  solemne  del  poder 
legislativo,  que  tiene  por  objeto  el  régimen  in- 
terior de  la  nación  y el  interés  común;  ó sea  i a 
voluntad  general  de  todos  los  Españoles,  expre- 
sada por  medio  de  sus  legítimos  representantes, 
y corroborada  por  la  sanción  del  Rey  con  arre- 
glo á la  Constitución ; ó como  dice  la  ley  4.', 
tít.  l.°,  «ley  tanto  quiere  decir  como  leyenda  en 
que  yace  enseñamiento  e castigo  scripto,  que 
liga  e apremia  la  vida  del  orne  que  non  faga  mal, 
e muestra  e enseña  el  bien  que  el  orne  debe  fa- 
cer e usar.» 

I.  Caracteres  generales  de  la  ley  y sus  diversas 
especies. — La  palabra  ley  viene  del  verbo  latino 
légere,  en  cuanto  significa  escoger,  según  unos, 
y en  cuanto  significa  leer,  según  otros,  porque  la 
ley  escoge  mandando  unas  cosas  y prohibiendo 
otras  para  la  utilidad  pública,  y se  leia  al  pueblo 
para  que  todos  la  supiesen. 

La  ley  es  una  invención  y un  presente  del 
cielo,  como  dice  Demóstenes,  pues  por  ella  rei- 
nan la  justicia  y tranquilidad  entre  los  hombres: 
Omnis  lex  inven  tum  ac  mumis  Dei  esl.  Un  célebre 
jurisconsulto  dice,  por  el  contrario,  que  toda  ley 
es  un  mal,  porque  toda  ley  ataca  y disminuye  la 
libertad  que  es  un  bien;  y efectivamente,  la  ley 
solo  puede  justificarse  en  cuanto  asegura  á los 
ciudadanos  la  porción  de  libertad  que  les  queda; 
si  hallamos  ventajosa  nuestra  sumisión  á la  ley, 
haciéndole  el  sacrificio  de  una  parte  de  nuestra 
libertad,  es  porque  de  este  modo  conservamos  el 
resto  poniéndolo  al  abrigo  de  los  ataques  de 
nuestros  semejantes:  Serví  enirn  legum  sumus  ut 
magis  liberi  simas. 

II.  La  ley  debe  ser  justa  en  su  principio  y ge- 
neral en  su  objeto. 

Para  ser  justa,  debe  ser  igual  para  todos  los 
miembros  del  cuerpo  social.  Su  aplicación  de- 
be ser  independiente  de  los  títulos  de  las  per- 
sonas. 

Debe  ser  general  en  su  objeto,  ya  sea  que  pro- 
teja, ya  sea  que  castigue,  pues  de  otro  modo  de- 
generaría en  privilegio.  No  excluye  esta  doctri- 
na las  leyes  que  determinan  derechos  singula- 
res ó beneficios  de  ley  á toda  una  clase  por  ra- 
zones de  justicia,  como  son  los  otorgados  & los  ¡ 
menores  y á mujeres,  impropiamente  llamados 
privilegios  por  algunos;  sino  solólas  exenciones 
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de  la  ley  común  hechas  en  gracia  ó en  odio  de 
las  personas. 

Es  una  regla  uniforme  y permanente,  que  si 
considera  las  acciones  en  sí  mismas,  toma  por 
abstracción  los  individuos  en  común.  Esta  per- 
manencia, que  produce  la  confianza  y la  seguri- 
dad en  los  derechos  que  declara,  no  siguifica, 
que  la  ley  deba  ser  perpétua,  pues  que  puede  y 
debe  ser  reformada  cuando  los  intereses  públi- 
cos lo  exijan:  leyes  17  y 18,  tít.  L",  Part.  1.» 

La  ley  por  su  generalidad  se  diferencia  del 
( contrato,  el  cual  no  hace  vez  de  ley  sino  para 
aquellos  que  lo  han  formado,  y que  interviene 
entre  dos  personas  independientes;  mientras  que 
la  ley  interviene  eutre  una  autoridad  superior  y 
los  que  están  obligados  á obedecerla. 

TTI.  Como  el  fin  de  la  ley  es  modificar  ó 
extender  las  facultades  naturales  del  hombre 
imponiéndole  deberes  ó confiriéndole  derechos, 
importa  mucho  al  órden  social  que  ninguno  pue- 
da sustraerse  á su  imperio.  Sin  embargo,  no 
hay  nada  que  se  oponga  á que  pueda  uno  re- 
nunciar un  derecho  introducido  especialmente 
en  su  favor. 

De  aquí  resulta  la  primera  distinción  de  las 
leyes  en  imperativas,  prohibitivas  y facultativas. 

Si  la  ley  manda  una  acción,  se  llama  impera- 
tiva: tales  son  las  leyes  relativas  ai  pago  de  los 
impuestos,  al  servicio  militar,  etc. 

Si  la  ley  prohíbe  una  acción  se  llama  prohibi- 
tiva: tales  son  las  leyes  que  prohíben  al  hombre 
casarse  antes  de  los  catorce  años,  y á la  mujer 
antes  de  los  doce;  como  también  las  que  prohí- 
ben á la  mujer  obligarse  sin  estar  autorizada 
por  su  marido,  etc. 

Por  fin,  si  la  ley  sin  mandar  ni  prohibir,  se 
reduce  á introducir  un  derecho  6 facultad  de 
que  cada  uno  puede  libremente  usar,  ó no  usar, 
es  facultativa:  tales  son  las  leyes  que  autorizan 
el  matrimonio  bajo  las  condiciones  que  prescri- 
ben; tales  son  también  las  que  autorizan  en 
ciertos  casos  el  divorcio  ó la  separación  de  coha- 
bitación; tales  las  que  rigen  los  contratos,  etc. 

IV.  A estas  tres  especies  de  ley  podría  tal  vez 
añadirse  una  cuarta,  es  decir,  las  leyes  que  tie- 
nen por  objeto  reprimir  los  hechos  que  turban 
el  órden  público , y bajo  este  aspecto  podría  de- 
cirse con  la  ley  7.a  Dig.  de  legibus:  legis  bac  oir- 
ías esl  imperare,  vetare,  permiten,  puniré.  Pero 
en  lugar  de  poner  en  una  clase  particular  las 
leyes  penales,  parece  mas  exacto  considerarlas 
mas  bien  como  sanción  de  las  imperativas  y pro- 
hibitivas; porque  la  ley  no  puede  jamás  castigar 
sino  un  hecho  que  había  prohibido,  ó la  ineje- 
cución del  que  liabia  mandado  , aunque  alguna 
vez  la  pena  se  limita  á ia  nulidad  del  contrato 
en  que  se  ha  violado  lo  prescrito  por  la  ley. 

La  ley  en  efecto  lleva  inherente  á sn  obser- 
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vancia  ó violación  una  recompensa  ó una  pena 
que  se  llama  sanción.,  porque  la  hace  santa  é in- 
violable en  cierto  modo.  La  pena  de  muerte,  por 
ejemplo,  es  la  sanción  de  la  ley  que  prohíbe  el 
asesinato.  La  nulidad  del  matrimonio  contraído 
entre  parientes  dentro  de  los  grados  prohibidos, 
es  la  sanción  de  la  ley  que  prohíbe  tales  matri- 
monios; y por  el  contrario,  los  derechos  de  los 
esposos  y la  legitimidad  de  los  hijos,  forman  la 
recompensa  ó la  sanción  de  un  enlace  contraído 
con  arreglo  á la  ley. 

V.  Divídanse  también  las  leyes  en  personales 
y reales',  las  personales  son  las  que  solo  hacen 
relación  al  estado  y calidad  de  las  personas;  y 
las  reales,  lasque  se  aplican  solamente  á los 
bienes;  pero  luego  volveremos  sobre  esta  impor- 
tante distinción. 

YJ.  Formación  de  la  ley . — Desde  el  principio 
de  la  monarquía  ha  residido  de  hecho  en  el  Rey, 
con  muy  cortos  intervalos,  la  facultad  de  hacer 
las  leyes  sin  exceptuar  las  pragmáticas  sanciones 
que  llamaban  declaraciones,  en  que  el  Rey  res- 
pondía á las  peticiones  del  reino  en  Córtes;  pero 
ahora  reside  en  las  Córtes  con  el  Rey;  de  suerte 
que  para  formar  una  ley  se  requiere:  l.°  Su  pro- 
posición por  el  Rey . por  el  Senado,  ó por  el  Con- 
greso  de  los  diputados,  que  es  lo  que  se  llama  ! 
iniciativa-,  2.°,  su  adopción  por  cada  uno  de  los 
dos  cuerpos  colegisladores;  3.°,  su  sanción  por 
el  Rey  que  la  adopta  en  definitiva  y le  da  la  exis- 
tencia: arts.  12,  35,  37  y 44  de  la  Constitución 
de  1845. 

* Según  la  Constitución  de  1869,  la  potestad 
de  hacer  las  leyes  reside  en  las  Córtes:  art.  12. 
La  iniciativa  de  las  leyes  corresponde  al  Rey  y 
á cada  uno  de  los  Cuerpos  colegisladores:  art.  54. 
Ningún  proyecto  puede  llegar  á ser  ley  sin  que 
antes  sea  votado  en  los  dos  Cuerpos  colegislado- 
res. Si  no  hubiere  absoluta  conformidad,  se  pro- 
cederá con  arreglo  á la  ley  que  fija  sus  relacio- 
nes: art.  49.  Los  proyectos  de  ley  sobre  contri- 
buciones, crédito  público  y fuerza  militar  se  pre- 
sentarán al  Congreso  antes  que  al  Senado;  y si 
este  hiciere  en  elios  alguna  alteración  que  aquel 
no  admita,  prevalecerá  la  resolución  del  Congre- 
so: art.  50.  Las  resoluciones  de  las  Córtes  se  toma- 
rán á pluralidad  de  votos.  Para  votar  las  leyes  se 
requiere  en  cada  uno  de  los  Cuerpos  colegisla- 
dores la  presencia  de  la  mitad  mas  uno  del  nú- 
mero total  de  los  individuos  que  tengan  aproba- 
das sus  actas:  art.  51.  Ningún  proyecto  de  ley 
podrá  aprobarse  por  las  Córtes,  sino  después  de 
haber  sido  votado,  artículo  por  artículo,  en  cada  - 
uno  de  los  Cuerpos  colegisladores.  Exceptúanse 
los  Códigos  ó leyes  que  por  su  mucha  extensión 
no  se  presten  á la  discusión  por  artículos;  pero 
aúnen  este  caso,  los  respectivos  proyectos  se 
someterán  íntegros  á las  Córtes:  art.  52.  El  Rey 


sanciona,  promulga  y hace  ejecutar  las  leyes, 
para  lo  cual  expide  los  decretos,  reglamentos  é 
instrucciones  convenientes  para  el  cumplimien- 
to y aplicación  de  aquellas;  si  bien,  como  su 
persona  es  inviolable  y solo  son  responsables 
los  ministros,  todo  lo  que  el  Rey  mandare  ó dis- 
pusiere en  el  ejercicio  de  su  autoridad  debe  ser 
firmado  por  el  ministro  á que  corresponda;  pues 
sin  este  requisito  ningún  funcionario  público  le 
dará  cumplimiento:  art.  12,  69,  75  y 87.  * 

La  palabra  sanción,  aplicada  á las  leyes,  tiene 
dos  significaciones  : en  primer  lugar,  es  aquella 
parte  de  la  ley  en  que  se  establece  una  pena 
contra  los  infractores;  y en  segundo,  es  la  apro- 
bación real  dada  á la  ley  para  hacerla  ejecutiva. 

Vil.  Promulgación  de  la  ley.— Pero  la  sanción 
de  la  ley , aun  tomada  en  este  último  sentido, 
no  es  la  promulgación , como  algunos  han  creí- 
do. La  sanción  precede  necesariamente  ála  pro- 
mulgación : aquella  es  la  aprobación  Real  dada 
á la  ley  como  se  acaba  de  decir;  y esta  es  el 
modo  de  hacer  conocer  la  ley  á los  pueblos  y de 
hacerla  obligatoria  para  ellos;  porque  nadie 
puede  conformar  sus  acciones  á una  regla  que 
no  se  conoce. 

El  acto  legislativo  , aunque  revestido  de  toda 
la  fuerza  de  que  es  capaz  por  la  sanción , no  es, 
sin  embargo,  ley  ejecutiva,  mientras  no  esté 
promulgada;  de  donde  puede  sacarse  la  conse- 
cuencia que  solo  la  promulgación  puede  impe- 
dir la  revocación  de  la  ley  por  propio  movimien- 
to del  Gobierno;  y que  los  particulares  que  tu- 
vieren noticia  de  la  sanción  que  se  ha  dado  á 
una  ley,  no  podrían  aprovecharse  de  sus  dispo- 
siciones antes  de  su  promulgación ; como  tam- 
bién que  los  actos  hechos  antes  de  esta  época 
deberían  estar  revestidos  de  las  formalidades 
exigidas  por  la  ley  todavía  vigente.  Así  es  que 
si  una  ley  nueva  muda  las  formas  prescritas 
para  la  validez  de  las  hipotecas  convencionales, 
y dos  individuos  que  tienen  conocimiento  de  la 
ley  por  la  discusión  pública  que  se  ha  hecho,  de 
ella,  y saben  privadamente  por  sus  relaciones 
con  los  agentes  del  Gobierno  que  ha  recibido  la 
sanción  real , hacen  una  convención  de  hipoteca 
con  arreglo  á la  misma  ley  antes  de  estar  pro- 
mulgada, podrán  pedir  los  terceros  interesados 
la  nulidad  de  esta  convención.  En  vano  se  dirá 
que  la  promulgación  no  tiene  mas  objeto  que  el 
de  hacer  conocer  la  ley  á los  individuos,  y que 
desde  el  momento  en  que  tienen  noticia  de  ella 
por  otra  via,  cualquiera  que  ella  sea,  el  objeto 
de  la  promulgación  está  cumplido;  porque  no 
se  hace  la  promulgación  solamente  para  hacer 
la  ley  obligatoria  para  los  ciudadanos,  sino  tam- 
bién para  hacerla  ejecutiva,  esto  es,  para  que 
produzca  todo  su  efecto  con  respecto  á ellos.  No 
seria,  en  efecto,  conforme  á los  principios  que 


LE 


le  _ m 

pudiera  uno  aprovecharse  del  beneficio  de  la 
ley  en  un  momento  en  que  todavía  no  estuviese 
sujeto  á sus  disposiciones,  y nadie  está  sujeto  á 
las  disposiciones  de  una  ley  sancionada  y no 
promulgada;  pues  que  si  se  tratase  de  una  ley 
penal,  no  podría  seguramente  imponerse  á uno 
la  p^na  por  haber  cometido  el  hecho  reprimido 
por  esta  ley,  aunque  se  le  probase  que  tenia  co- 
nocimiento de  la  sanción. 

\ II T,  La  promulgación  , pues,  debe  preceder 
para  que  las  leyes  obliguen  y puedan  ser  ejecu- 
tadas: ley  12,  tít.  2.0,lib.  3.“,  Nov.  Recop.  La 
promulgación  es  el  acto  por  el  que  las  leyes  se 
notifican  á la  sociedad , es  la  voz  viva  del  legis- 
lador, y corresponde  al  poder  ejecutivo  que  dis- 
pone se  haga  en  todos  los  pueblos  por  edictos  ó 
pregones  según  la  práctica  en  cada  uno  de  ellos 
introducida.  Tanto  la  leyes  como  las  disposicio- 
nes generales  del  Gobierno  son  obligatorias  para 
cada  capital  de  provincia  desde  que  se  publican 
oficialmente  en  ella , y desde  cuatro  dias  después 
para  los  demás  pueblos  de  la  misma  provincia: 
ley  de  28  de  Noviembre  de  1837.  Sin  embargo, 
por  Real  órden  de  22  de  Setiembre  de  1830  repe- 
tida en  la  de  4 de  Mayo  de  1838,  expedidas  am- 
bas por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  de  la 
Península , deseando  evitar  todo  motivo  que  re- 
tarde ei  pronto  y puntual  cumplimiento  de  las 
disposiciones  del  Gobierno,  y teniendo  presente 
que  una  de  las  causas  que  producen  este  retardo 
es  el  haber  de  esperar  cada  autoridad  que  se  le 
comuniquen  por  su  respectivo  ministerio , pre- 
vino S.  M.,  de  conformidad  con  el  Consejo  de 
Ministros,  que  todos  los  decretos,  órdenes  é ins- 
trucciones del  Gobierno  que  se  publiquen  en  la 
Gaceta  de  esta  córte  bajo  el  título  oficial,  sean 
obligatorios  desde  el  momento  de  sil  publicación 
para  toda  clase  de  personas  en  la  Península  é 
islas  adyacentes,  debiendo  las  autoridades  y je- 
fes de  todas  clases,  sea  ei  que  fuere  el  Ministe- 
rio á que  pertenezcan , apresurarse  á darlas  cum- 
plimiento en  la  parte  que  les  corresponda.  Véase 
Promulgación. 

* Por  Real  órden  de  15  de  Julio  de  1850  se 
dispuso,  en  vista  del  retraso  con  que  se  inser- 
taban en  los  Boletines  oficiales  las  leyes  y reales 
disposiciones,  con  lo  que  quedaba  frustrado  el 
fin  del  legislador  de  dar  á aquellas  la  mas  conve- 
niente y mayor  publicidad  , que  los  regentes  y 
fiscales  en  el  punto  de  su  residencia  y los  jueces 
de  primera  instancia  y promotores  fiscales  en 
las  demás  capitales  de  provincia,  poniéndose  de 
acuerdo  con  los  jefes  políticos,  y dirigiéndoles 
en  caso  necesario  las  reclamaciones  oportunas, 
procuren  con  especial  esmero  que  á su  tiempo 
ó con  la  menor  dilación  posible , se  inserten  en 
los  Boletines  oficiales  de  las  provincias  respecti- 
vas las  leyes  y disposiciones  que  se  publicaren 
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en  la  Gaceta  del  Gobierno,  como  también  los 
anuncios  y notas  de  gracia  ó de  publicidad  hon- 
rosa de  servicios  notables  en  la  administración 
de  justicia  que  aparecieren  en  la  parte  oficial  de 
la  misma. 

Por  Real  decreto  de  0 de  Marzo  de  1851,  te- 
niendo en  cuenta  que  la  inserción  en  la  Gacela 

■ de  todas  las  disposiciones  generales,  ya  ema- 

■ nen  de  los  diferentes  ministerios,  ya  de  las  di- 
recciones y demás  dependencias  centrales,  so- 
bre ser  conforme  con  el  sistema  de  publicidad 
que  exige  el  Gobierno  representativo,  produce 
ventajas  de  mucha  importancia  paralaadminis- 
traciou  pública;  con  esta  mira  y con  la  de  evitar 
los  inconvenientes  que  lleva  consigo  el  método 
de  comunicar  á cada  autoridad  y dependencia 
todas  las  órdenes  y disposiciones  de  cualquiera 
ciase  y naturaleza  que  sean,  se  ha  resuelto  lo 
siguiente:  todas  las  leyes,  Reales  decretos  y 
otras  disposiciones  generales  que  por  su  índole 
no  sean  reservadas,  ya  emanen  de  loa  diferentes 
ministerios,  ya  de  las  direcciones  y demás  depen- 
dencias centrales  se  publicarán  en  la  parte  ofi- 
cial de  la  Gacetcf.  art.  l.°  Las  disposiciones  ge- 
nerales que  se  publiquen  en  ia  Gacela  no  se 
comunicarán  particularmbnte.  Con  solo  la  in- 
serción en  ella  de  las  expresadas  disposiciones 
será  obligatorio  su  cumplimiento  para  los  tribu- 
nales y para  todas  ias  autoridades  civiles,  mili- 
tares y eclesiásticas  en  cuanto  dependan  de  ios 
respectivos  ministerios  y para  los  demás  funcio- 
narios: art.  2.°  Las  respectivas  autoridades  y 
funcionarios  á quienes  incumba,  cuidarán  de 
que  las  disposiciones  publicadas  en  la  Gacela 
se  inserten  en  los  Boletines  oficiales  cuando  por 
su  naturaleza  deba  así  hacerse,  y expedirán 
desde  luego  las  órdenes  convenientes  para  su 
mas  pronto  y exacto  cumplimiento,  como  si  di- 
chas disposiciones  les  hubiesen  sido  comunica- 
das directamente : art.  3.°  En  las  respectivas  ofi- 
cinas se  formarán  colecciones  encuadernadas  de 
la  Gaceta  y se  llevará  un  libro  copiador  con  su 
índice  por  órden  de  materias  de  lo  tocante  á su 
ramo:  art.  4.°  La  suscricion  á la  Gacela  es  obli- 
gatoria para  todas  las  autoridades,  funcionarios 
y dependencias  que  reciben  directamente  las 
disposiciones  generales  del  Gobierno,  de  las  di- 
recciones y de  ias  oficinas  centrales,  cargándo- 
se el  importe  de  ella  á la  consignación  de  gastos 
señalada  á las  dependencias  respectivas:  ar- 
tículos 5.°  y 6.“  V.  Boletín  oficial. 

Por  ley  de  25  de  Setiembre  de  18(13 , titulo 
2.°,  capítulo  2.",  artículo  10,  se  deciaró , que 
corresponde  al  gobernador  de  la  provincia  pu- 
blicar, circular,  ejecutar  y hacer  que  se  ejecu- 
ten en  la  provincia  de  su  mando  las  leyes,  de- 
cretos, órdenes  y disposiciones  que  al  efecto  le 
comunique  el  Gobierno,  y las  de  observancia 
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general  que  se  publiquen  en  la  Cíaceia,  de  Ma- 
drid.. 

Pero  téngase  presente  que  según  ha  declara- 
do el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  aunque  las 
reglas  contenidas  en  las  anteriores  disposiciones 
son  de  aplicación  general,  se  hallan  subordina- 
das á lo  que  en  casos  especiales  suelen  prevenir 
las  mismas  leyes,  relativamente  al  día  en  que 
han  de  principiar  á regir:  sentencia  de  17  de 
Julio  de  1860. 

Por  el  art.  14  del  Real  decreto  de  22  de  Setiem- 
bre de  1845,  que  completó  la  organización  del 
Consejo  Real,  se  dispuso  que  la  sección,  de  Gra- 
cia y Justicia  de  dicho  Consejo  tuviera  á su  car- 
go la  colección  y clasificación  de  leyes,  decretos, 
Reales  órdenes  y reglamentos  vigentes;  y por 
Real  órden  de  6 de  Marzo  de  1846,  se  dictaron 
las  siguientes  disposiciones  para  llevar  cumpli- 
damente A efecto  dicha  colección  legislativa.  , 
Según  su  art.  l.°,  cada  uno  de  los  ministerios 
debe  pasar  al  de  Gracia  y Justicia  inmediata- 
mente después  de  su  expedición,  copia  por  sepa- 
rado de  todas  las  leyes,  reglamentos  é instruc- 
ciones, decretos  y Reales  órdenes  de  interés  ge- 
neral, provincial  y municipal  correspondientes 
A sus  ramos  respectivos.  Lo  mismo  observarán 
con  sus  circulares  cada  una  de  las  autoridades 
y cuerpos  centrales  facultados  para  expedirlas, 
y también  el  Consejo  Real  y el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia  con  las  decisiones  y sentencias 
motivadas  sobre  asuntos  de  su  competencia.  El 
ministerio  de  Gracia  y Justicia  llevará  un  re- 
gistro en  el  cual  se  copiarán  íntegramente  los 
documentos  de  que  trata  el  artículo  anterior  y 
los  de  igual  especie  que  correspondan  á dicho 
ministerio,  ordenándolos  y numerándolos  si  fue- 
se posible  por  folios.  Se  foliarán  los  libros  que 
se  destinen  á este  registro,  y por  el  ministerio 
de  Gracia  y Justicia  se  rubricarán  los  folios  pri- 
mero y último  de  cada  uno  de  ellos,  y todos  los 
intermedios  por  el  subsecretario  del  mismo  mi- 
nisterio, adoptándose  además  las  formalidades 
que  se  estimen  oportunas  para  que  se  consiga 
su  exclusivo  objeto,  y asegurar  la  integridad  y 
autenticidad  de  los  documentos  expresados.  De 
todos  ios  que  se  reúnan  cada  semana,  el  minis- 
terio de  Gracia  y Justicia  pasará  á la  sección  un 
ejemplar  autorizado  con  el  sello  del  ministerio. 
Esta  colección  se  declara  propiedad  del  Estado, 
oficial  y única  auténtica,  y se  prohíbe  la  publi- 
cación de  otra  cualquiera.  Ningún  periódico  po- 
dra conservar  ni  tomar  el  carácter  ni  la  denomi- 
nación de  oficial,  excepto  la  Gaceta  del  Gobierno 
y los  Boletines  oficiales  de  las  provincias.  Por 
Real  órden  de  8 de  Setiembre  de  1849,  se  ha  au- 
torizado al  jefe  de  la  sección  legislativa  del  mi- 
nisterio de  Gracia  y Justicia  para  recibir  y pe- 
dir directamente  de  ios  demás  ministerios  y sus 


dependencias  los  documentos  y datos  necesarios 
para  formar  la  colección  legislativa. 

Estando  terminantemente  declarado  que  las 
leyes,  decretos  y Reales  órdenes  son  una  propie- 
dad del  Estado,  y que  ninguna  persona  ni  cor- 
poración puede  publicarlas  sin  la  debida  autori- 
zación del  Gobierno,  ó en  la  forma  prevenida  pol- 
las mismas  leyes,  y observándose  sin  embargo 
que  se  faltaba  á lo  mandado,  ya  publicando  las 
mencionadas  disposiciones  en  colección,  ya  in- 
sertándolas en  los  periódicos  fuera  del  artículo 
de  oficio,  de  modo  que  la  compilación  pudiera 
formarse,  y de  otras  maneras  diferentes;  no  sien- 
do menos  cierto  el  perjuicio  del  Estado  y la  in- 
fracción de  la  ley  porque  estén  bien  disimula- 
das, en  esta  atención  se  ha  dispuesto,  que  los 
promotores  fiscales,  sin  necesidad  de  otra  exci- 
tación que  el  cumplimiento  del  deber  que  en 
estaparteles  incumbe,  y teniendo  presente  lo 
dispuesto  por  la  ley  de  10  de  Junio  de  1847,  per- 
sigan ante  los  tribunales  cualquiera  contraven- 
ción ála  misma,  y que  los  fiscales  de  S.  M.  en 
las  Audiencias,  dicten  á los  promotores  dcL  dis- 
trito respectivo  instrucciones  terminantes  y pre- 
cisas sobre  dicho  objeto,  de  las  que  remitirán 
copia  al  ministerio  de  Gracia  y Justicia,  dando 
cuenta  además  de  las  reclamaciones  ó deman- 
das que  se  entablen:  Real  órdeu  de  18  de  Agosto 
de  1850,  * 

IX.  Obligación  de  observar  la  ley,  sin  que  excuse, 
su  ignorancia. — Nadie  puede  excusarse  de  la  ob- 
servancia de  las  leyes  por  decir  que  no  las  sabe, 
pues  leges estidem  scire,  autdebmsse,  aut potuisse-. 
«la  razón  que  nos  movió  á hacer  leyes,  dice  la 
ley  2.*,  tít.  2.°,  lib.  3.°,  Nov.  Recop. , filé  porque 
por  ellas  la  maldad  de  los  hombres  sea  refrenada 
y la  vida  de  los  buenos  sea  segura,  y por  miedo 
de  la  pena  los  malos  se  excusen  de  hacer  mal ; y 
establescemos  que  ninguno  piense  de  mal  hacer, 
porque  diga  que  non  sabe  las  lejrns  ni  el  dere- 
cho; casi  hiciere  contra  ley,  que  no  se  pueda 
excusar  de  culpa,  por  uo  la  saber.»  Sin  embar- 
go, en  materia  civil  y para  el  efecto  de  evitar  su 
daño,  excusa  á los  militares  en  servicio  activo, 
á los  aldeauos  ó labradores  simples,  á los  meno- 
res de  veinticinco  años,  y á las  mujeres  que  mo- 
rasen en  las  aldeas  ó lugares  despoblados:  leyes 
29  y 31,  tít.  14,  Part.  5.%  ley  6.a,  tít.  14,  Part.  3.a, 
y ley  21,  tít.  1.°,  Part.  1.*  Véase  Ignorancia  y 
Error , Aldeanos,  Labradores,  Menores  y Retri- 
bución. 

* Acerca  de  la  ignorancia  de  derecho,  rige  la 
máxima  de  que  nadie  se  presume  que  ignora  las 
leyes;  máxima  que  viene  á ser  una  ficción,  pero 
que  es  de  absoluta  necesidad  para  la  conserva- 
ción del  órden  social.  No  puede  admitirse  que  se 
eluda  la  ley  á pretexto  de  iguoraucia.  Este  ca- 
rácter de  necesidad  ha  sido  perfectamente  ex- 
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piteado  por  Mr.  Guizot  y asimismo  la  imposibi- 
lidad de  remediarlo  enteramente.  «Los  hombres, 
dice  este  autor,  nacen  bajo  el  imperio  de  leyes  que 
no  conocen,  de  que  no  tienen  idea;  bajo  el  im- 
perio, no  solo  de  leyes  y de  obligaciones  actua- 
les, sino  de  otras  machas  eventuales,  posibles,  á 
enya  constitución  no  concurren  y que  no  cono- 
cen antes  del  momento  en  que  tienen  que  expe- 
rimentar sus  efectos.»  Así,  pues,  á pesar  de  esta 
ignorancia  parcial  y del  carácter  ficticio  de 
aquella  reg'la,  se  lia  considerado  siempre  cou 
razón , como  uua  de  las  mas  necesarias  y legíti- 
mas, aun  respecto  de  aquellos  cuya  ignorancia 
es  inherente  á su  posición  ó estado  personal; 
porque  pueden  salvarla,  hasta  cierto  punto,  con- 
sultando á personas  hábiles  en  el  derecho.  (Véa- 
se Cujacio,  (paces  ¿iones,  lib.  19,  tít.  4.°)  Icges  es¿ 
idemscire  au¿  deóuisse  anl  potuisse,  dice  el  dere- 
cho romano.  Porque  razón  los  ornes  non  se  pueden 
excusar  del  juicio  de  las  leyes  por  decir  que  las 
non  saben,  dice  el  epígrafe  de  la  ley  20,  tit.  1.°, 
Part.  1 .*  Por  ignorar  la  ley  ó el  derecho  nadie  se 
excusa  ie  la  pena,  dice  la  ley  20  citada. 

Y en  efecto,  fundándose  la  penalidad  gene- 
ralmente en  la  inmoralidad  de  las  acciones,  na- 
die pueda  excusarse  alegando  su  ignorancia; 
porque  su  existencia  se  conoce  por  la  voz  de  la 
conciencia,  ya  que  no  lo  sea  por  la  disposición 
soberana  que  las  promulga.  De  suerte,  que  res- 
pecto de  las  leyes  positivas  que  se  derivan  inme- 
diatamente del  derecho  natural,  ó que  son  una 
deducción  ó una  aplicación  del  mismo  á un  caso 
dado,  no  puede  admitirse  la  excusa  de  su  igno- 
rancia, porque  se  supone  conocido  el  fondo  de 
sus  disposiciones  por  la  voz  interior  de  la  con- 
ciencia y por  la  recta  razón. 

Sin  embargo , háse  admitido  la  excusa  de  la 
ignorancia  de  derecho  en  algunos  casos  respec- 
to de  las  leyes  positivas  que  no  tienen  por  base 
principio  alguno  del  derecho  natural,  sino  que 
se  fundan  en  circunstancias  especiales  que  acon- 
sejan su  promulgación,  y que  en  su  consecuen- 
cia, es  necesario  saber  que  existen  estas  circuns- 
tancias para  poder  conocer  aquellas  disposicio- 
nes: suponiéndose  en  tales  casos  que  se  supieron 
por  la  promulgación  soberana,  si  bien  no  se  ha 
admitido  la  excusa  de  su  ignorancia  á quien  se 
hallaba  bajo  el  imperio  de  la  ley,  y en  lugar 
donde  podía  saber  su  promulgación,  hánse  ad- 
mitido algunas  excepciones  respecto  de  aquellas 
personas  que  se  encontraban  donde  no  podían 
tener  conocimiento  de  la  ley.  Así  la  21,  tít.  L", 
Part.  1.*.  siguiendo  al  Derecho  Romano,  admitió 
la  ignorancia  de  derecho  en  aquellas  cosas  que  no 
conciernen  á la  moralidad  natural  de  las  accio- 
nes, y para  el  efecto  de  evitar  su  daño  á los  mi- 
litares ocupados  en  el  servicio  de  las  armas , al 
labrador,  y á las  mujeres  que  viven  en  despo- 


blado y á los  pastores  que  andan  con  ganados 
por  los  montes.  Yéase  el  final  de  esta  ley  donde 
se  dice,  que  al  militar  en  campaña  no  ie  excusa 
la  ignorancia  de  las  leyes  para  librarse  de  la 
pena  en  el  delito  de  traición,  falsedad  ó aleve, 
ó yerro  que  otro  orne  debiesse  entender  nalnral- 
111671  le  que  mal  era;  doctrina  que  se  aplica  á las  de- 
más personas  arriba  mencionadas,  y de  la  que  se 
deduce  lógicamente,  que  les  excúsala  ignorancia 
de  las  leyes  penales  sobre  hechos  cuya  culpabi- 
lidad no  se  puede  conocer  por  la  recta  razón. 

Mas  acerca  de  la  subsistencia  de  esta  ley,  se 
hallan  discordes  los  autores.  Los  señores  Luser- 
na,  Montalvau,  Rodrigue/.  Cepeda  y otros  auto- 
res de  crédito,  sientan  que  esta  ley  se  halla  de- 
rogada por  la  2.1  del  tít.  2.a,  lib.  3.fl  de  la  Novísi- 
ma Kecop.,  que  dice,  que  «la  ley  es  común  así 
para  varones  como  para  mujeres  de  cualquier 
estado  que  seau , y es  también  para  los  sabios 
como  para  los  simples,  y es  para  poblados  como 
para  yermos.»  Mas  otros  escritores  defienden  la 
subsistencia  de  la  ley  de  Partida  que  establece 
aquel  privilegio  respecto  de  las  personas  men- 
cionadas, y se  fundan  en  las  razones  expuestas 
en  el  articulo  de  esta  obra  Ignorancia.  Como 
quiera  que  sea,  si  ocurriera  el  caso  de  que  se 
dictara  una  disposición  legal  que  no  se  fundara 
en  los  principios  de  la  moral  ó del  derecho  na- 
tural, que  se  conocen  por  la  ¡uz  de  la  razón,  en 
tiempo  en  que  se  hallase  uua  persona  ausente 
en  despoblado  ó en  sitio  adonde  no  pudo  tener 
conocimiento  de  ella,  y la  infringiera,  no  eremos 
que  le  fuera  admitida  la  excusa  de  su  ignoran- 
cia como  privilegio  de  cíase,  sino  como  razón  de 
equidad;  no  por  ser  soldado,  menor  ó mujer,  sino 
porque  la  ignoraba  cou  ignorancia  invencible 
y no  podía  castigársele  por  hechos  en  que  no  le 
era  posible  tener  conciencia  de  que  estaba  pro- 
hibido el  acto  que  ejecutaba. 

Que  la  ignorancia  de  la  ley  no  excusa  de  su 
cumplimiento  en  materias  civiles  á las  mujeres, 
se  baila  sancionado  por  la  sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  8 de  Octubre  de  1862,  recaída 
en  el  pleito  sostenido  por  doña  Juliana  Jover 
contra  doña  Concepción  Laborday  sus  hijas,  so- 
bre devolución  de  una  finca  de  menores  que  lia- 
bian  comprado  estas  sin  subasta  publica;  y a la 
que  las  condenó  el  tribunal  considerando,  entre 
otras  cosas,  «que  no  habían  podido  adquirir  el 
dominio  de  los  bienes  en  cuestión,  puesto  que 
les  constaba  ó debiau  saber  que  pertenecían  á 
una  menor,  no  pudiendo  aprovecharles  la  igno- 
rancia del  derecho. » 

La  derogación  de  las  leyes  debe  hacerse  por 
otras  leyes  y no  por  Reales  órdenes,  porque  las 
disposiciones  legislativas  no  pueden  alterarse 
por  la  Administración;  y asi,  cuando  se  expide 
alguna  de  estas,  deben  entenderse  sin  perjuicio 
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de  Jo  prescrito  cu  aquellas,  y resolverse  en  con 
secuencia  cualquiera  duda  que  ofiezca  su  con- 
texto: resoluciones  de  competencias  del  Tribu- 
nal tíupremo  de  3 de  Noviembre  de  1853  y 18  de 
Setiembre  de  1870;  sentencias  del  Consejo  lleal 
de  20  de  Febrero  de  1850  y 23  de  Junio  de  1863. 

Las  Reales  órdenes  expedidas  en  tiempo  del 
Gobierno  absoluto,  tienen  fuerza  do  ley:  resolu-  , 
cion  de  competencia  de  27  de  Mayo  de  1858.  * 

X.  Principio  de  la  no  re  Inactividad  de  la 
ley.— Pues  que  la  ley  es  una  reg-la  que  se  esta- 
blece para  dirigir  nuestras  acciones,  y que  no 
tiene  fuerza  obligatoria  sino  desde  su  promul- 
gación, es  consiguiente  que  no  pueda  aplicarse 
á los  tiempos  pasados,  sino  solo  k los  venideros. 
Por  eso  se  dice  que  la  ley  mira  solo  al  porvenir, 
y que  no  tiene  efecto  retroactivo,  á no  ser  que 
el  legislador  haya  atribuido  formalmente  este 
efecto  á ciertas  disposiciones  legales:  ley  12,  tí- 
tulo 2.'\  y ley  8.a,  tít.  4.°,  lib.  2.°,  ley  1.*,  tít.  3.", 
libro  3.",  y ley  6.a,  tít.  5.°,  lib.  4.°  del  Fuero  Juz- 
go; ley  200  del  Estilo,  ley  15,  tít.  14,  Part.  3.a;  y 
ley  13,  tít.  17,  lib.  10,  Nov.  Recop.  Esta  es  una 
máxima  consagrada  en  todos  los  Códigos  y que 
puede  considerarse  como  un  principio  de  moral 
legislativa,  pues  que  sin  ella  no  habría  libertad, 
ni  seguridad,  ni  propiedad,  respecto  de  que  una  - 
ley  nueva  podría  venir  á quitar  á los  ciudada- 
nos tan  sagrados  derechos.  Así  es  que  si  muere 
un  propietario  bajo  el  imperio  de  una  ley  que 
llamaba  á tal  pariente  para  succederle,  este  pa- 
riente recogerá  la  herencia,  aunque  una  ley  nue- 
va promulgada  poco  tiempo  después  del  falleci- 
miento llame  á otro  pariente  distinto.  Así  es 
también  que  si  se  establece  una  ley  erigiendo 
en  delito  una  aceion  que  antes  no  lo  era,  no  debe 
ser  castigado  el  que  la  cometió  antes  de  publi- 
carse La  nueva  ley.  Asimismo  debe  decidirse  pol- 
la antigua  ley  y no  por  la  nueva  el  contrato  que 
se  celebró  cuando  aquella  regía,  aunque  se  pon- 
ga la  demanda  en  tiempo  de  la  seg-unda.  * La 
no  retroactividad  de  la  ley  se  halla  confirmada 
por  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  22 
de  Enero  de  1849  y 13  de  Abril  de  1863,  aunque 
esta  última  consigna  la  limitación  de  que,  la 
misma  ley,  por  circunstancias  especiales  lo  pre- 
venga expresamente.  * 

AL.  Siguiendo  estos  principios,  se  halla  dis- 
puesto por  el  art.  9.°  de  la  Constitución  de  1845 
(y  11  de  la  de  1869),  que  ningún  Español  puede 
ser  procesado  ni  sentenciado,  sino  por  el  juez  ó 
tribunal  competente,  en  virtud  de  leyes  ante- 
riores al  delito  y en  la  forma  que  estas  pres- 
criban. 

De  aquí  deducen  algunos  que  la  competen- 
cia del  j uez,  la  pena  del  delito  y la  forma  del 
proceso  ó enjuiciamiento  se  han  de  arreglar  pol- 
las leyes  que  estaban  vigentes  cuando  se  come- 


tió el  delito;  pero  corno  el  objeto  del  artículo 
constitucional  es  solo  cerrar  la  puerta  á.  la  crea- 
ción de  tribunales  especiales  después  de  come- 
tidos los  delitos  y poner  una  barrera  k la  arbi- 
trariedad y á los  abusos  de  los  gobernantes  y de 
los  jueces,  parece  natural  que  si  después  del  de- 
lito y antes  del  juicio  se  ha  variado  por  nuevas 
leyes  la  forma  de  enjuiciar,  y la  pena  de  delito 
en  otra  mas  suave,  y la  competencia  del  tribu- 
nal, se  arreglen  la  competencia,  la  pena  y los 
procedimientos  por  las  nuevas  leyes  y no  por 
las  antiguas;  pues  seria  absurdo  que  se  resuci- 
tase una  pena,  ya  abolida  y mas  cruel,  para  cas- 
tigar al  delincuente  que  cayese  en  manos  de  la 
justicia  al  cabo  de  muchos  años;  que  se  resta- 
bleciese un  modo  de  proceder  que  podría  ya  es- 
tar olvidado,  y que  se  diese  vida  á un  tribunal 
ya  muerto. 

* Esta  doctrina  ha  sido  erig-ida  en  ley  respec- 
to de  la  penalidad  de  los  delitos,  por  el  art.  23 
del  Código  penal  de  1870  y el  decreto  de  17  de 
Setiembre  del  mismo  año,  expuestos  en  el  artícu- 
lo de  esta,  obra  Efecto  retroactivo]  respecto  del 
procedimiento  civil,  por  los  artículos  3.°  y 4.“ 
del  decreto  de  5 de  Octubre  de  1855  aprobaudo 
el  proyecto  de  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y en 
cuanto  al  procedimiento  criminal,  por  la  regla  4.a 
del  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1872  mandan- 
do publicar  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  * 

XII.  No  hacen  excepción  á la  regla  general 
que  niega  á la  ley  todo  efecto  retroactivo,  ni 
aun  las  leyes  interpretativas,  esto  es,  las  que  ex- 
plican una  ley  cuyo  sentido  es  dudoso;  porque 
se  identifican  con  la  ley  interpretada,  y se  en- 
tiende que  tienen  la  misma  fecha  ó data  que 
ella;  sin  perjuicio  de  que  las  sentencias  pasadas 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  las  decisiones  ar- 
bitrales consentidas,  y las  transacciones  hechas 
durante  la  oscuridad  de  la  ley,  conserven  todos 
sus  efectos:  ley  15,  tít.  14,  Part.  3.1 

Véase  Efecto  retroactivo,  donde  se  desenvuel- 
ven con  mas  extensión  las  consecuencias  del 
principio  establecido,  tan  sencillo  en  la  aparien- 
cia y tan  complicado  en  su  aplicación. 

XIII.  Efecto  de  la  ley  en  cuanto  á las  personas 
y en  cuanto  á los  bienes. — Siendo  objetos  princi- 
pales del  derecho  las  personas  y los  bienes,  ha 
nacido  de  aquí  una  división  de  las  leyes  en  leyes 
personales  y leyes  reales. 

Existe  también  otra  tercera  clase,  que  en  sen- 
tido muy  extenso  se  ilaman  leyes  de  policía  y se- 
guridad, las  cuales  tienen  por  objeto  protejer  la 
seguridad  del  estado  en  g-eneral  y de  los  ciuda- 
danos en  particular,  y obligan  á todos  los  que 
habitan  el  territorio  español , comprendidos  los 
extranjeros  que  no  están  sino  transitoriamente 
en  España;  porque  es  muy  justo  que  el  que  re- 
cibe la  hospitalidad  entre  nosotros,  no  .abuse 
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impunemente  de  este  beneficio  turbando  el  ór-  1 
den  social : ley  8.\  tít.  36,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

En  cuanto  á los  crímenes  cometidos  por  Espa- 
ñoles en  país  extranjero  contra  la  seguridad  de 
España,  pueden  sus  autores  ser  perseguidos, 
juzgados  y castigados  en  España  con  arreglo  á. 
las  leyes  españolas;  y aun  pueden  serlo  también 
los  extranjeros  autores  ó cómplices  de  los  mis- 
mos delitos,  si  fueren  presos  eu  ella  ó se  logra- 
se su  extradición;  como  igualmente  el  Español 
(jue  en  territorio  extranjero  cometiere  un  delito 
grave  contra  otro  Español,  si  vuelve  á España 
voluntariamente  y el  ofendido  ó sus  represen- 
tantes entablan  querella  contra  él,  con  tal  que 
no  haya  sido  juzgado  por  el  mismo  delito  fuera 
del  territorio  español.  Y.  Juicio  criminal,  pár.  o.° 

* y Jurisdicción  ordinaria  donde  se  han  expues- 
to los  arts.  333  y siguientes  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial , que  versan  sobre  el  conteni- 
do de  este  párrafo  y los  siguientes.  * 

Están  asimismo  sujetos  los  extranjeros  á las 
leyes  y á los  tribunales  de  España  por  los  con- 
tratos celebrados  en  ella , como  también  por  los 
crímenes  y delitos  que  cometan  dentro  de  la 
misma,  no  habiendo  tratados  especiales  sobre 
este  punto  con  las  naciones  á que  pertenezcan, 
como  los  hay  en  efecto  con  el  gobierno  de  Mar- 
ruecos y otros.  V.  Extranjero.— Juicio  criminal. 
—Jurisdicción  criminal  y Cónsules. 

XIV.  Las  leyes  relativas  al  estado  y la  capa- 
cidad de  las  personas,  son  las  que  establecen  los 
derechos  de  los  Españoles  y de  los  extranjeros, 
las  que  distinguen  los  mayores  de  los  menores, 
las  que  consagran  la  patria  potestad,  las  que 
fijan  la  edad  para  el  matrimonio,  etc.,  etc.,  yen 
fin,  las  que  tienen  por  objeto  directo  é inmedia- 
to las  personas,  aunque  produzcan  alguna  vez 
su  efecto  indirectamente  y por  consecuencia  so- 
bre los  bienes. 

Ei  Español  está  sometido  á estas  leyes,  aunque 
resida  en  pais  extranjero;  ellas  le  siguen  ¿todas 
partes,  y en  ninguna  puede  sustraerse  á su  im- 
perio mientras  sea  Español.  Asi  es  que  podrá  ca- 
sarse á los  catorce  años  en  un  pais  en  que  un 
hombre  no  pueda  hacerlo  á esta  edad,  y podrá 
casarse  con  una  Española  de  doce  años,  aunque 
sea  otra  la  edad  que  se  requiera  para  la  mujer 
en  el  pais  donde  contrae  el  matrimonio.  Así  es 
igualmente  que  uu  hijo  de  familias  no  podrá 
eludir  nuestras  leyes  relativas  a la  necesidad  del 
consentimiento  paterno  en  materia  de  matrimo- 
nio, por  ir  á contraerlo  en  otro  pais  donde  no  la 
haya.  Así  es,  por  último,  que  el  Español  incapaz 
de  testar  en  España  según  nuestras  leyes,  no 
podrá  tampoco  hacer  testamento  válido  en  el 
extranjero.  * V.  Estatuto  personal,  real  y formal , 
donde  se  exponen  las  últimas  disposiciones  so- 
bre esta  materia.  * 


XV.  Las  leyes  que  establecen  la  distinción 
de  los  bienes,  las  que  arreglan  el  modo  de  em- 
bargarlos y hacerlos  vender  judicialmente,  las 
de  hipotecarlos  y las  de  disponer  de  ellos  por 
testamento,  etc.,  son  leyes  reales,  leyes  que  ri- 
gen directamente  los  bienes,  sin  ocuparse  del 
estado  y de  la  capacidad  de  sus  poseedores;  y 
así  los  bienes  raíces,  aun  los  poseídos  por  ex- 
tranjeros, están  sujetos  á las  leyes  españolas.  En 
principio  riguroso,  parece  que  debia  ser  regido 
el  patrimonio  por  las  leyes  que  arreglan  el  esta- 
do y la  capacidad  de  la  persona  á que  pertenece. 
Ko  se  concibe  en  efecto  un  patrimonio,  si  se 
hace  abstracción  de  la  persona  que  le  posee;  ó 
en  otros  términos,  los  bienes  de  un  individuo  no 
forman  ese  todo  ideal  que  se  llama  patrimonio, 
sino  por  consecuencia  de  la  relación  jurídica 
establecida  entre  estos  bienes  y el  poseedor.  El 
patrimonio,  pues,  que  no  es  un  objeto  exterior, 
se  confunde  en  alguna  manera  con  el  propieta- 
rio,'resultando  de  aquí  que  la  succesion  abin- 
testato  ó testamentaría  de  un  extranjero,  debe- 
ría ser  regida  por  las  leyes  de  su  pais;  pero  la 
jurisprudencia  no  ha  admitido  esta  ilación, 
sino  con  respecto  á la  succesion  de  los  muebles. 

Deben,  pues,  observarse  las  leyes  reales,  aun 
por  los  extranjeros,  relativamente  á los  bienes 
raíces  situados  en  España;  pero  no  es  lo  mismo 
con  respecto  á los  muebles.  Los  muebles  se  en- 
tiende que  no  tienen  situación  particular;  son 
ambulatorios  como  la  persona , y por  consi- 
guiente, deben  ser  regidos,  en  cuanto  á la  dis- 
posición que  se  haga  de  ellos  ó eu  cuanto  á su 
adjudicación,  por  la  ley  del  domicilio.  Mas  en 
cuanto  á la  ocupación  y embargo  de  los  muebles 
poseídos  por  un  extranjero  en  España,  tendría 
que  verificarse  según  las  formalidades  prescri- 
tas por  la  ley  española,  pues  las  formalidades 
extranjeras  no  pueden  observarse  entre  nos- 
otros. * V.  Estatuto  personal,  real  y formal.  * 

XVI.  La  distinción  entre  las  leyes  reales  y las 
leyes  personales,  es  todavía  muy  importante  bajo 
algunos  otros  aspectos. 

Desde  luego,  si  se  trata  de  la  forma  de  un  acto 
ó instrumento,  se  debe  observar  generalmente 
la  ley  del  pais  en  que  se  ha  hecho,  según  la  regla 
establecida  por  el  derecho  internacional,  loáis 
regit  actum,  regla  consagrada  por  la  necesidad  y 
por  la  j urisprudencia  de  todas  las  naciones.  Pero 
es  preciso  no  equivocarse  y no  tomar  la  forma 
privada,  que  en  algunos  países  es  admitida  y da 
valor  á los  actos,  por  la  forma  auténtica  que  en 
los  mismos  países  rige  para  los  mismos  actos,  y 
que  es  la  única  que  puede  dar  valor  jurídico  á 
los  actos  que  los  extranjeros  quieren  que  lo  ten- 
gan en  su  pais.  Así  es,  que  el  testamento  priva? 
do  ú ológrafo  hecho  en  Francia  por  un  Español, 
no  tiene  autenticidad  ni  valor  alguno  con  res- 
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pecto  ¿lo»  bienes  que  posea  en  España,  donde 
no  se  admite  tal  forma  de  testar;  y debe  hacerlo 
por  consiguiente,  si  quiere  darle  valor,'  en  la 
forma  auténtica  de  Francia,  esto  es,  ante  un  no- 
tario y cuatro  testigos,  ó ante  dos  notarios  y dos 
testigos;  siendo  un  error  notable  el  afirmar  que 
tiene  también  valor  en  España  el  testamento 
ológrafo , ¿no  haberlo  otorgado  un  militar,  como 
demostraremos  con  extensión  en  la  palabra  Tes- 
tamento. 

Cuando  se  trata  de  la  ejecución  de  los  actos  ó 
sentencias,  se  sigue  la  ley  del  pais  donde  lia  de 
verificarse  la  ejecución. 

Finalmente,  la  capacidad  de  los  contrayentes 
se  arregla,  como  ya  hemos  dicho,  por  la  ley  per- 
sonal de  cada  una  de  las  partes ; de  suerte,  que 
si  la  convención  es  sinalagmática  ó bilateral,  es 
de  rigor  la  observancia  de  una  y otra  ley;  y si  la 
obligación  es  unilateral,  basta  que  se  observe  la 
ley  que  rige  á la  parte  obligada.  Supongamos 
que  en  Alemania  es  nula  la  obligación  contraí- 
da por  un  menor  sin  la  intervención  de  su  cura- 
dor, séale  beneficiosa,  séale  gravosa,  y que  un 
menor  aleman  ha  estipulado  con  un  Español 
hábil  y capaz  de  obligarse;  no  podrá  ciertamen- 
te este  último,  invocando  la  ley  alemana,  dis- 
pensarse de  cumplir  la  obligación  que  ha  con- 
traído; la  ley  que  habrá  de  observar  es  la  ley- 
española,  que  declara  que  la  persona  capaz  de 
obligarse,  no  puede  prevalerse  de  la  incapacidad 
de  aquel  con  quien  ha  contratado.  Este  principio 
justo  entre  los  nacionales,  lo  es  igualmente  en- 
tre el  Español  y el  extranjero.  Mas  si  fuese  el 
Aleman  quien  se  hubiese  obligado,  aun  cuando 
residiere  en  España,  podría  pedir  la  nulidad  de 
su  obligación  con  arreglo  á su  ley  personal,  por- 
que esta  sigue  siempre  al  individuo,  tanto  al 
aleman  como  al  español.  V.  Estatuto  personal, 
real  y formal. 

XVII.  Los  tribunales  españoles  deben  juzgar 
por  las  leyes  patrias,  y no  por  las  de  otra  na- 
ción, salvo  si  siendo  de  ella  los  litigantes,  dis- 
putasen sobre  cosa  mueble  ó raíz  que  tuviesen 
allí,  ó sobre  contrato  celebrado  en  su  pais,  pues 
en  estos  casos  puede  el  juez  recibir  la  prueba  de 
la  ley  extranjera,  y decidir  el  pleito  con  arreglo 
álo  que  ella  dispone:  ley  15,  tít.  14,  Part.  3.a 
Aunque  esta  ley  habla  solo  de  extranjeros  que 
litigaren  en  nuestros  tribunales , parece  que 
también  los  contratos  celebrados  por  Españoles 
en  el  extranjero  y los  bienes  raíces  que  allí  tu- 
vieren deben  regirse  por  las  leyes  de  aquella 
tierra  donde  aquellos  se  otorgaron  y estos  se  ha- 
llan situados. 

Mas  esta  ley  15,  tít.  14,  Part.  3.a,  que  confiere 
¿ los  tribunales  españoles  la  facultad  de  juzgar 
los  pleitos  civiles  de  los  extranjeros  por  las  leyes 
de  su  pais,  solo  puede  tener  lugar  cuando  con- 


sienten ambos  litigantes  en  ser  juzgados  por  los 
tribunales  españoles;  los  cuales  en  tal  caso  co- 
nocerían del  pleito,  mas  bien  como  árbitros  que 
como  jueces;  pues  no  tienen  jurisdicción  forzosa 
sobre  los  extranjeros  transeúntes,  como  hemos 
demostrado  en  el  artículo  Asilo  territorial  ó de 
hospitalidad. 

La  misma  jurisprudencia  vemos  adoptada 
en  Francia,  como  se  ve  por  el  caso  siguiente: 
D.  José  Ruiz  Luzuriaga,  so  pretexto  de  que  don 
Cárlos  se  había  obligado  personalmente  á pa- 
garle 42,722  francos,  á cuya  cuenta  solo  ha- 
bia  recibido  25,500,  hizo  citar  al  príncipe  en  1842 
ante  el  tribunal  civil  do  primera  instancia  de 
Bourges  para  el  pago  de  la  diferencia.  D.  Cárlos 
opuso  excepción  de  incompetencia , fundada  en 
la  circunstancia  de  ser  extranjeros  ambos  liti- 
gantes, y el  tribunal  se  declaró  en  efecto  incom- 
petente, por  cuanto  el  art.  14  del  Código  civil  no 
concede  á los  tribunales  franceses  jurisdicción 
necesaria  en  las  diferencias  que  pueden  ocurrir 
entre  extranjeros.  Apeló  Luzuriaga;  M.  Servan, 
abogado  de  D.  Cárlos,  responde  que  de  hecho 
D.  Cárlos  tiene  siempre  su  domicilio  en  España, 
aunque  no  la  residencia,  y que  el  decreto  de 
Córtes  de  6 de  Noviembre  de  1834  que  le  des- 
terró, no  había  podido  privarle  de  dicho  domici- 
lio, á no  ser  que  el  destierro  en  España  tenga 
consecuencias  mas  rigurosas  que  en  Francia, 
donde  no  hace  perder  los  derechos  civiles  y po- 
líticos. ¿Será  juzgado  D.  Cárlos,  dice  Servan,  pol- 
las leyes  españolas?  Los  jueces  franceses  no 
pueden  aplicarlas.  ¿Será  juzgado  por  las  leyes 
francesas?  Esto  seria  violar  la  libertad  de  los 
contratos  y dar  lugar  á consecuencias  enormes, 
ya  en  cuanto  á las  pruebas  y forma  de  los  con- 
tratos, ya  en  cuanto  al  juramento,  en  cuanto  á 
la  prisión  por  deudas,  en  cuanto  al  interrogato- 
rio, á las  costas  procesales  , y sobre  todo , en 
cuanto- á la  dificultad  de  la  defensa.  El  abogado 
general  concluyó  en  el  mismo  sentido.  El  tribu- 
nal dió  la  siguiente  sentencia:  «Considerando 
que  en  la  causa  sometida  á los  primeros  jueces 
se  trataba  de  la  ejecución  de  una  obligación  or- 
dinaria puramente  civil  entre  dos  extranjeros — 
que  las  leyes  francesas  no  conceden  á los  tribu- 
nales de  Francia  ninguna  jurisdicción  forzosa 
en  tales  circunstancias; — que  si  la  jurispruden- 
cia ha  admitido  que  puedan  prestarse  ó no  á 
juzgar  entre  extranjeros,  es  cuando  estos  se  so- 
meten voluntariamente,  y de  ningún  modo 
cuando  se  declina  su  jurisdicción,  como  aquí  se 
ha  declinado. — Por  estas  razones,  el  tribunal 
confirma,  etc.» 

XVIII.  Los  tribunales  y funcionarios  espa- 
ñoles son  los  únicos  que  tienen  en  España  juris- 
dicción é imperio;  y de  este  principio  dimanan 
las  consecuencias  siguientes:  1.a  IJna  acción  in- 
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trodueida  ante  un  tribunal  español  no  podría 
rechazarse  bajo  el  pretexto  de  que  el  mismo  ne- 
gocio está  ya  pendiente  ante  un  tribunal  ex- 
tranjero ( exceptione  lilis  pendentis).  2."  Las  sen- 
tencias dadas  en  materia  civil  por  una  jurisdic- 
ción extranjera,  no  son  ejecutivas  en  España,  y 
no  pueden  invocarse  aquí  como  si  produjesen 
por  sí  mismas  excepción  de  cosa  juzgada;  pues 
no  adquieren  autoridad  sino  en  caso  de  haber 
sido  declaradas  ejecutivas  por  un  tribunal  es- 
pañol. Esta  declaración , que  no  puede  asimilar- 
se á un  simple  execuatur , no  puede  resultar  sino 
de  un  nuevo  juicio;  y cualquiera  de  las  partes, 
ora  sea  española,  ora  sea  extranjera,  tanto  la 
demandante  como  la  demandada  en  el  pleito 
decidido  en  el  extranjero,  puede  pedir  que  el 
negocio  sea  de  nuevo  debatido  y juzgado  como 
si  todavía  no  lo  hubiera  sido;  á no  ser  que  por 
algún  tratado  especial  ó por  costumbre  recípro- 
ca entre  la  España  y alguna  otra  nación  se  ha- 
gan ejecutivas  las  sentencias  dadas  en  cualquie- 
ra de  los  dos  países  por  sus  respectivos  tribuna- 
les. Sin  embargo,  las  decisiones  dadas  en  última 
instancia  por  tribunales  extranjeros,  no  debe- 
rían someterse  á la  revisión  de  los  tribunales 
españoles,  cuando  no  han  tenido  por  objeto  sino 
la  ejecución  de  sentencias  emanadas  de  estos 
últimos,  ó cuando  han  sido  voluntariamente 
ejecutadas  por  las  partes.  La  misma  excepción 
se  aplica  á las  sentencias  arbitrales  dadas  en  el 
extranjero.  V.  Estatuto  personal  real  y formal 
* y Sentencia  extranjera  (ejecución  de  ella  en 
España),  donde  se  exponen  las  últimas  disposi- 
ciones sobre  esta  materia.  * 

XIX.  Aplicación  de  la  ley. — No  es  bastante  á 
la  sociedad  que  la  ley  sea  obligatoria  para  to- 
dos, sino  que  es  necesario  además  que  los  ma- 
gistrados encargados  de  aplicar  sus  disposicio- 
nes á los  casos  que  ocurran,  no  puedan  jamás 
substraerse  al  cumplimiento  del  mandato  que 
les  está  confiado,  y que  en  ningún  caso  puedan 
paralizar  la  administración  de  la  justicia  ni  re- 
husar ó dilatar  la  decisión  de  un  pleito  que  se 
les  presenta,  á pretexto  del  silencio,  oscuridad 
ó insuficiencia  de  la  ley,  haciéndose  en  caso  con- 
trario culpables  de  denegación  de  justicia. 

XX.  En  el  Febrero  que  corre  cou  los  nombres 
de  los  Sres.  Goyena  y Aguirre,  se  dice  no  obs- 
tante bajo  el  núm.  16,  que  esta  doctrina,  que 
ellos  llaman  opinión  de  algunos , tiene  cierto  gus- 
tillo de  extranjería,  y ha  podido  ser  tomada  del 
Código  francés;  pero  que  uo  está  en  armonía  ni 
con  nuestras  leyes  ni  con  la  práctica  de  los  tri- 
bunales. 

Pero  en  primer  lugar , se  halla  declarado  por 
la  ley  11,  tít.  22,  Part.  3.%  que  el  juez  que  con- 
sultare al  Rey  por  excusarse  de  trabajo,  ó por 
alargar  el  pleito,  ó por  miedo,  amor  ú odio  á 


alguna  de  las  partes,  debe  por  ende  rescebir  pena 
según  entendiere  el  Rey  que  la  meresce.  En  segun- 
do lugar , si  bien  se  prescribe  al  juez  en  alguna 
de  las  leyes  de  las  Partidas,  consultar  al  Sobera- 
no cuando  no  puede  salir  del  estado  de  perple- 
jidad en  que  puede  encontrarse,  no  es  ya,  com- 
patible la  observancia  de  esta  disposición  con 
el  estado  actual  de  nuestra  legislación  sobre 
procedimientos,  ni  con  la  actual  división  é in- 
dependencia de  los  poderes  legislativo,  ejecuti- 
vo y judicial,  ni  con  la  jerarquía  y atribuciones 
de  los  tribunales.  En  tercer  lugar,  se  halla  esta- 
blecido por  el  art.  246  de  la  Constitución  de  1812, 
j tlt.  5.°,  que  rije  como  decreto,  que  los  tribuna- 
les no  podrán  suspender  la  ejecución  de  las  le- 
yes; de  que  se  infiere  que  no  podrán  tampoco 
hacerlo,  aunque  sean  oscuras  ó ambiguas. 

No  es  ya  el  Rey  quien  puede  interpretar,  de- 
clarar y suplir  las  leyes,  ni  administrar  justicia 
por  si  mismo  solo  ó acompañado , como  en  tiem- 
pos antiguos;  ni  pueden  tampoco  las  Córtes  ha- 
cer otra  cosa  que  dar  reglas  generales  unifor- 
mes para  lo  succesivo.  ¿Qué  hará,  pues,  el  Rey 
con  las  consultas  que  le  pasen  los  tribunales? 
Solo  puede  expedir  los  decretos,  reglamentos  é 
instrucciones  que  crea  conducentes  para  la  eje- 
cución de  las  leyes,  y cuidar  de  que  en  todo  el 
reino  se  administre  pronta  y cumplidamente  la 
justicia;  pero  si  se  consultan  casos  que  no  pue- 
den resolver  los  tribunales  por  estar  entera- 
mente muda  sobre  ellos  la  ley,  ó presentar  am- 
bigüedades difíciles  de  aclarar  ó ser  esta  tan 
incompleta  que  no  los  abraza  (y  seguramente 
habrán  de  ser  todos  ó casi  todos  de  esta  clase, 
como  es  fácil  conocer  por  el  hecho  de  la  necesi- 
dad de  hacer  la  consulta),  entonces  habrá  de 
pasarlas  á las  Córtes  para  que  hagan  una  nueva 
ley,  ó interpreten  y declaren  la  antigua,  ó la 
suplan  y hagan  tan  completa  y redonda  como 
se  necesita.  Y ¿habrá  de  estar  entretanto,  quizá 
durante  el  trascurso  de  muchos  años,  detenido 
i y paralizado  el  pleito?  ¿Y  podrá  la  prepotencia 
ó intriga  de  una  de  las  partes  burlar  asi  ó eludir 
ó dilatar  la  declaración  (le  los  derechos  de  la 
otra?  Antiguamente,  como  que  el  Rey  reunía 
en  su  persona  la  soberanía  plena,  podían  los 
tribunales  obtener  la  respuesta  en  breve  tiempo; 
pero  ahora  tal  vez  desaparecerán  primero  to- 
das las  partes  interesadas.  Y dado  que  se  obten- 
ga la  declaración  ó ley  que  se  solicita,  ¿habrá 
• de  decidirse  por  ella  un  negocio  ya  pasado,  con- 
tra el  principio  de  que  las  leyes  no  pueden  te- 
ner efecto  retroactivo?  Esto  equivaldría  á des- 
cender  el  poder  legislativo  á tornar  couocimien- 
to  de  los  asuntos  que  ofreciesen  dificultad  y á 
juzgarlos  según  su  arbitrio,  invadiendo  de  este 
modo  las  atribuciones  judiciales  y haciendo  Jas 
veces  de  un  gran  Jurado, 
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Pero  el  reglamento  provisional  de  2G  de  Se- 
tiembre de  1833,  replicarán  los  redactores  del 
Febrero,  previno  en  sus  arts.  86  y 90,  que  cuan- 
do á las  Audiencias  les  ocurriere  alguna  duda  , 
de  ley  ó alguna  otra  cosa  que  exponer  relativa 
á la  legislación , acordaran  sobre  ello  en  tribu- 
nal pleno  después  de  oir  á su  fiscal  ó fiscales,  y 
con  inserción  del  dictámen  de  estos  y de  los  vo- 
tos particulares  si  los  hubiere , consultasen  á 
S.  M.  por  medio  del  Tribunal  Supremo,  el  cual 
debía  dirigir  á S.  M.  con  su  dictámen  estas  con- 
sultas^ hacer  también  por  sí  mismo  y en  la  pro- 
pia forma  las  que  considerase  necesarias  ó con-  . 
venientes  en  igual  caso  para  la  mejor  adminis- 
tración de  justicia ; pero  creemos  que  la  inten- 
ción del  reglamento  fué  que  solo  en  abstracto  y 
en  general,  sin  contraerse  á negocios  pendien- 
tes entre  partes,  puedan  hacer  consultas  las 
Audiencias  y el  Tribunal  Supremo,  exponiendo 
la  necesidad  de  aclarar  ciertas  leyes  que  les  pa- 
rezcan ambiguas  ó de  dar  otras  nuevas  que  com- 
pleten las  que  ya  existen. 

Tampoco  los  jueces  inferiores  pueden  hacer 
consultas  á las  Audiencias  ni  al  Tribunal  Su- 
premo para  decidir  en  primera  instancia,  por 
las  respuestas  que  les  den,  las  causas  que  pen- 
den ante  ellos;  pues  competiendo  de  lleno  la 
primera  instancia  á los  inferiores,  y la  segunda 
y demás  á los  superiores,  ni  estos  pueden  entrar  ; 
en  el  fondo  de  las  causas  pendientes  ante  los 
primeros,  ni  remitírselas  los  primeros  aun  acl 
efectumvidendi.  Además,  si  las  Audiencias  hu- 
biesen de  contestar  á las  consultas  de  los  in- 
feriores sobre  la  decisión  de  las  causas,  se 
habrian  de  convertir  en  asesores  natos  de  sus 
súbditos,  y comprometerían  y anticiparían  sus 
fallos  en  causas  de  que  luego  habrian  de  cono- 
cer en  la  instancia  que  les  compete,  privando 
de  una  de  ellas  á los  litigantes. 

No  es,  pues,  el  gustillo  de  extranjería , sino  la 
diferencia  entre  las  instituciones  nuevas  y las 
antiguas,  la  que  ha  hecho  necesaria  esa  nueva 
doctrina  de  que  nunca  debe  abstenerse  de  fallar 
el  juez  por  el  silencio,  oscuridad  ó insuficiencia 
de  la  ley ; pues  en  defecto  de  expresión  literal 
de  esta  ó en  caso  de  oscuridad  ó de  duda  ha  de 
atenerse  á la  costumbre  legítimamente  introdu- 
cida, á la  analogía,  á la  equivalencia  de  razón, 
á la  opinión  general  y fundada  de  los  autores,  á 
la  equidad  natural  y á las  reglas  de  la  interpre- 
tación judicial.  V.  Arbitrio  de  juez-,  Autor,  hacia 
el  fin,  Autoridad.— Costumbre. — Equidad. — In- 
terpretación de  las  leyes.— Juez,  pár.  12,  Juez  lego, 
pár.  III , Juez  inferior  y Juez  superior. 

* Téngase  presente  sobre  las  doctrinas  con- 
tenidas en  los  párrafos  anteriores,  que  el  Código 
penal  de  18*70,  en  su  art.  368,  previene,  que  eljuez 
que  se  negare  á juzgar  so  pretexto  de  oscuridad, 
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insuficiencia  ó silencio  de  la  ley,  será  castigado 
con  la  pena  de  suspensión;  y en  su  art.  2.°  dispo- 
ne, que  en  el  caso  en  que  un  tribunal  tenga  co- 
nocimiento de  algún  hecho  que  estime  digno  de 
represión  y no  se  halle  penado  por  la  ley,  se 
abstendrá  de  todo  procedimiento  sobre  él  y ex- 
pondrá al  Gobierno  las  razones  que  le  asistan 
para  creer  que  debiera  ser  objeto  de  sanción  pe- 
nal. Del  mismo  modo,  acudirá  al  Gobierno  ex- 
poniendo lo  conveniente,  sin  perjuicio  de  eje- 
tar  desde  luego  la  sentencia,  cuando  déla  ri- 
gurosa aplicación  de  las  disposiciones  del  Código, 
resultare  notablemente  excesiva  la  pena,  aten- 
didos el  grado  de  malicia  y él  daño  causado  por 
el  delito. 

Respecto  de  las  opiniones  y doctrinas  de  los 
autores  y jurisconsultos,  á que  se  refiere  el  au- 
tor en  el  último  párrafo  de  este  artículo,  debe 
tenerse  presente,  que  por  autorizadas  que  sean 
no  pueden  tomarse  en  cuenta  si  no  están  funda- 
das en  la  ley  ó en  la  jurisprudencia  admitida 
por  los  tribunales:  sentencias  de  14  de  Marzo  y 
14  de  Diciembre  de  1861;  3 de  Febrero  de  1862; 
30  de  Junio  de  1866  y 30  de  Diciembre  de  1867  y 
otras;  y que  solamente  á falta  de  ley  se  puede 
alegar  la  doctrina  legal  recibida  por  los  tribu- 
nales: sent.  de  30  de  Diciembre  de  1867.  Y en 
cuanto  á la  jurisprudencia,  que  si  bien  las  de- 
cisiones del  Tribunal  Supremo  componen  un 
cuerpo  de  doctrina  con  fuerza  obligatoria,  se- 
gún se  desprende  de  lo  dispuesto  por  el  art.  1102 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y de  las  sen- 
tencias de  21  de  Febrero  en  que  se  previno  á un 
abogado,  que  en  lo  succesivo  se  abstuviera  de 
patrocinar  recursos  en  contra  de  la  j urispruden- 
cia  reiteradamente  establecida;  y de  28  de  No- 
viembre de  1861  en  que  se  declaró,  que  al  re- 
solver el  Tribunal  Supremo  varias  contiendas 
de  la  especie  que  se  trataba,  fijó  de  una  manera 
preceptiva  la  inteligencia  y aplicación  de  la  ley, 
sin  que  á ningún  juzgado  fuera  lícito  ya  insistir 
en  sus  apreciaciones  particulares  para  provocar 
ó sostener  cuestiones  improcedentes , háse  con- 
signado, que  no  puede  asegurarse  que  hay  doc- 
trina de  jurisprudencia  cuando  esté  fundada  en 
una  sola  sentencia  de  un  tribunal , pues  la  ju- 
risprudencia por  su  misma  naturaleza,  supone 
reiteradas  resoluciones  de  idéntica  especie:  sen- 
tencia de  21  de  Junio  de  1864,  y de  3 y 30  de  Ju- 
nio de  1866.  Véase  el  Real  dec.  de  22  de  Set.  1848.* 

XXI.  Dispensa  de  la  ley.'- — La  dispensa  no  es 
otra  cosa  que  la  exención  ó libertad  de  lo  orde- 
nado por  alguna  ley , concedida  en  favor  de  al- 
guna persona  por  consideraciones  particulares. 

La  facultad  de  dispensar  corresponde  al  legis- 
lador: ley  9.%  tít.  2.°,  lib.  3.°,  Nov.  Recop.  Pero 
el  Rey  puede,  por  motivos  razonables  debida- 
mente justificados,  resolver  las  instancias  que 
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se  presenten  sobre  dispensas  de  ciertas  leves 

Y.  Gradas  al  sacar.  * 

XXII.  A brog  ación  y derogación  de  la  ley,  y re- 
nuncia que  las  partes  pueden  hacer  del  beneficio  de 
sus  disposiciones . La  abrogación  de  la  ley  se  dife- 
rencia de  la  derogación,  en  que  aquella  consiste 
en  la  abolición  ó anulación  total  de  la  ley,  y esta 
en  la  abolición  ó anulación  de  solo  una  parte  de 
ella:  A brogatur  legi  cum  prñrsus  tollitv/r,  deroga- 
tur  legi  cum  pars  detrahitur.  Mas  aunque  la  de- 
rogación no  es  mas  que  una  abolición  parcial, 
se  usa,  sin  embargo,  de  esta  palabra  para  de- 
notar también  la  abolición  entera  y total  de 
una  ley. 

La  ley  tiene  fuerza  perpétua  mientras  no  se 
derogue:  ley  11,  tít.  2.°,  lib.  3.°,  Nov.  Reeop.  Pue- 
de derogarse  expresa  ó tácitamente:  se  deroga 
expresamente , cuando  es  abolida  ó revocada  por 
otra  ley  en  términos  formales:  se  deroga  tácita- 
mente, cuando  se  establece  una  nueva  ley  que 
sin  revocar  ó anular  textualmente  la  antigua, 
contiene  disposiciones  incompatibles  con  ella: 
siendo  de  observar  que  en  este  caso  no  quedan 
abrogadas  otras  disposiciones  que  las  que  son  po- 
sitivamente incompatibles  con  la  nueva  ley,  se- 
gún el  principio : Posteriores  leges  ad  priores  per- 
tinent,  nisi  contrarice  sint:  ley  28,  Dig.  de  legibus. 
También  se  deroga  tácitamente,  cuando  en  la 
generalidad  del  Estado  tiene  lugar  un  uso  con- 
trario, ó ei  no  uso  de  la  ley , según  el  principio 
del  derecho  romano:  liectissime  etiam  illud  re- 
ceptnm  est,  ut  leges  non  solnm  suffragio  legislato- 
ris,  sed  etiam  tácito  consensu  omniwn  per  desuetu- 
dinem  abrogentur : ley  32,  pár.  1.”,  Dig.  de  legi- 
bus. V.  Costumbre. 

Es  cierto  que  la  ley  11,  tít.  2.°,  lib.  3.°,  Noví- 
sima Recop.  ordena  que  todas  las  leyes  del  rei- 
no, que  expresamente  no  se  bailan  derogadas 
por  otras  posteriores,  se  deben  observar  literal- 
mente sin  que  pueda  admitirse  la  excusa  de  de- 
cir que  no  están  en  uso;  pero  tenemos  leyes  que 
sin  haber  sido  expresamente  derogadas,  lian 
perdido  del  todo  su  antigua  autoridad!;  y estas 
leyes  ni  pueden  ni  deben  observarse,  ni  tampo- 
co lograrían  su  objeto  los  esfuerzos'que  el  Sobe- 
rano y los  jueces  hiciesen  para  volverlas  á la 
vida;  porque  no  está  en  sn  potestad  el  mudar  la 
opinión  coman  de  los  hombres,  las  costumbres 
generales  y las  circunstancias  de  los  tiempos;  : 
como  ya  lo  reconoció  Felipe  II  en  la  pragmática 
declaratoria  de  la  autoridad  de  las  leyes  de  la 
Recopilación,  que  está  al  frente  de  esta.  Mas  no 
basta  decir  ó creer  que  tal  ó cual  ley  no  está  vi- 
gente: preciso  es  que  su  uso  hubiera  de  ser  con- 
trario á las  costumbres  ; sin  cuya  circunstancia 
debe  la  ley  conservar  su  autoridad  y ejercer  to- 
davía su  imperio. 

XXIII.  Las  leyes  que  regulan  el  órden  públi- 
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co , las  que  apoyan  la  moralidad  de  las  acciones, 
las  que  garantizan  los  intereses  de  terceras  per- 
sonas, y las  que  protegen  los  derechos  de  los 
individuos  en  razón  de  su  edad , sexo  ú otra 
consideración  general,  no  pueden  dejarse  sin 
vigor  por  renuncias  ó convenios:  Privatorum 
conventio  juri  publico  non  derogat:  art.  6.°, .ley  45, 
Dig.  de  regulis  juris,  y ley  38,  Dig.  de  pclctis.  Así 
es  que  un  padre,  por  ejemplo,  no  puede  renun- 
ciar la  patria  potestad , y serian  nulas  cuales- 
quiera estipulaciones  que  se  hicieran  con  re- 
nuncias de  esta  naturaleza.  Así  es  que  tampoco 
seria  válida  la  estipulación  que  se  hiciese  por 
los  interesados  de  que  no  liabia  de  tomarse  ra- 
zón en  el  oficio  de  hipotecas  de  un  instrumento 
en  que  hubiese  traslación  de  propiedad.  Así  es, 
por  último,  que  también  seria  nula  la  renuncia 
que  hiciese  un  menor,  del  beneficio  de  restitu- 
ción in  inlegrum  .Pero  bien  puedo  derogarse  ó re- 
nunciarse la  ley  que  no  tiene  por  objeto  sino  in- 
tereses privados;  como  por  ejemplo,  áuna  succe- 
sion,  ó una  prescripción  adquirida,  según  el 
principio:  est  regula  juris  antiqui  ames  licen- 
tiam  habere  Ms  quw  pro  se  introducta  sunt,  renun- 
fiare-,  ley  29,  Cód.  de  paclis. 

Son  nulos  los  actos  contrarios  á la  ley;  salvo  si 
esta  se  limita  á la  imposición  de  cierta  pena,  ó 
á dar  derecho  de  enmienda , reforma  ó suple- 
mento. V.  Nulidad. 

XXIV.  Orden  que  dele  seguirse  en  la  aplica- 
ción de  núes  Ir  os  Códigos.— Los  pleitos  y causas, 
así  civiles  como  criminales,  se  han  de  decidir  y 
determinar , por  el  órden  de  autoridad  y prefe- 
rencia entre  los  Códigos,  del  modo  siguiente: 

1. °  Por  las  leyes  y decretos  expedidos  desde 
el  año  de  1805  y publicados  por  el  Gobierno,  ya 
reuniéndolos  por  tomos , ya  comunicándolos  di- 
rectamente á los  tribunales. 

2. °  Por  las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación, 
en  las  que  están  comprendidas  las  del  Ordena- 
namiento  de  Alcalá  y las  de  Toro. 

3. °  Por  las  del  Fuero  Real , las  del  Fuero  J uz- 
go  y las  de  los  Fueros  Municipales. 

4. °  Por  las  de  las  siete  Partidas. 

* Debe  advertirse  sobre  el  Código  de  las  Par- 
tidas, que  cuando  hay  divergencia  esencial  en  el 
texto  entre  la  edición  de  este  Código  hecha  por 
Gregorio  López  y la  efectuada  por  la  Academia 
de  la  Historia , debe  prevalecer  el  texto  de  la 
primera  al  texto  déla  segunda,  no  obstante  ser 
esta  edición  la  última.  Así  se  ha  declarado  por 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Marzo 
de  1860.  * 

Añádese  que  las  leyes  de  la  Novísima  Recopi- 
lación han  de  observarse,  mientras  no  estén  de- 
rogadas expresamente  por  otras;  las  de  las  siete 
Partidas,  aunque  no  sean  usadas  ni  guardadas; 
y las  del  Fuero  Real,  Fuero  Juzgo  y Fueros  Mu- 
lla 
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nicipales,  en  lo  que  fueren  usadas  y guardadas. 
Pero  véase  lo  que  liemos  dicho  mas  arriba  párra- 
fo XXII,  y lo  que  se  explica  en  los  artículos 
Fuero  Juzgo,  Fuero  de  Castilla , Fuero  municipal, 
Fuero  lleal,  Fueros  de  Aragón,  Recopilación  y 
Partidas. 

LEY  NATURAL.  El  dictamen  de  la  razón  que 
prescribe  lo  que  se  debe  hacer  ú omitir;  ó todo 
sentimiento  y principio  de  equidad  grabado  por 
naturaleza  en  el  corazón  de  todos  los  hombres; 
ó bien  toda  regla  de  conducta  que  Dios  lia  pro- 
mulgado al  linaje  humano  por  medio  de  la  recta 
razón.  V.  Derecho  natural. 

LEY  POSITIVA.  La  formada  por  los  hombres. 
Llámase  así,  por  contraposición  á la  ley  natural. 
Las  leyes  positivas,  añadidas  por  los  hombres  á 
las  leyes  naturales,  arreglan  las  nuevas  rela- 
ciones nacidas  de  su  reunión  en  sociedad;  y como 
obra  de  los  hombres  pueden  ser  abolidas  por 
ellos,  á no  ser  que  eslén  íntimamente  ligadas 
con  alguna  ley  natural;  pues  en  este  caso  no 
podrán  mudarse,  por  hallarse  ideutiñcadas  con 
otras  leyes  que  por  su  naturaleza  dicen  son  in- 
variables. También  se  llaman  positivas  las  leyes 
que  Dios  ha  promulgado  por  la  revelación.  Véa- 
se el  artículo  anterior. 

La  ley  positiva  puede  ser  civil  ó penal,  priva- 
da ó política,  g-eneral  ó particular,  coercitiva  ó 
remuneratoria,  directa  ó indirecta,  permanente 
ó pasajera. 

LEY  CIVIL  Y LEY  PENAL.  Ley  civil  es  la  que  arre- 
gla alguno  de  los  derechos  de  que  los  hombres 
gozan  entre  ellos,  y la  que  determina  la  forma 
y efectos  de  sus  convenciones  civiles;  y \&y pe- 
nal es  la  que  tiene  por  objeto  algún  delito  y la 
pena  con  que  ha  de  castigarse.  La  ley  civil  esta- 
blece un  derecho;  y la  ley  penal,  á consecuen- 
cia del  derecho  establecido  por  la  ley  civil,  or- 
dena que  se  castigue  de  tal  ó tal  modo  al  que  la 
haya  violado.  Seg'un  esto,  la  ley  que  se  limitara 
á prohibir  el  homicidio  no  seria  mas  que  una 
ley  civil;  la  ley  que  impone  la  pena  de  muerte 
al  homicida,  es  la  ley  penal ; de  suerte  que  una 
ley  penal  es  la  continuación  y el  complemento 
de  una  ley  civil.  La  civil  puede  estar  sujeta  á 
extensión ; pero  la  ley  penal  debe  siempre  res- 
tringirse y limitarse  á los  casos  que  expresa  for- 
malmente. Odia,  restringí,  favores  convenit  am- 
plían. 

También  se  da  el  nombre  de  leyes  civiles  á las 
leyes  civiles  y penales  que  son  comunes  á la  ge- 
neralidad de  los  individuos  de  la  nación,  por 
contraposición  á las  leyes  militares  y á las  ecle- 
siásticas, que  solo  abrazan  ciertas  clases  de  indi- 
viduos ; como  igualmente  á las  leyes  privadas 
por  contraposición  á las  políticas. 

LEY  PRIVADA  Y LEY  POLÍTICA.  Ley  privada  es  la 
que  tiene  por  objeto  el  arreglo  de  los  intereses 


respectivos  de  los  particulares,  entre  ellos  en 
todo  lo  que  concierne  á los  negocios  relativos  á 
sus  personas,  bienes  y convenciones.  Ley  po- 
lítica es  la  que  arregla  las  relaciones  é intereses 
que  hay  entre  una  nación  y los  individuos  que 
la  componen. 

LEY  GENERAL  Y LEY  PARTICULAR.  Aquella  es  la 
que  interesa  á todos  igualmente;  y esta  la  que 
solo  interesa  á alguna  clase  de  ciudadanos. 

LEY  COERCITIVA  Y LEY  REMUNERATORIA.  La  pri- 
mera se  apoya  sobre  penas , la  segunda  sobre 
premios:  la  primera  tiene  por  objeto  reprimir 
las  acciones  perniciosas,  y la  segunda  promover 
las  que  son  útiles  4 la  sociedad.  Las  leyes  remu- 
neratorias son  débiles  y costosas ; las  coercitivas 
son  mas  fuertes.  No  es  tan  fácil  aplicar  la  ley 
una  recompensa,  como  una  pena,  pues  el  legis- 
lador no  tiene  tantos  medios  para  premiar  las 
acciones  conformes  á la  ley , como  para  castigar 
las  que  son  contrarias  ¿ ella.  Las  recompensas 
suelen  usarse  cuando  se  trata  de  excitar  á los 
' hombres  á practicar  algún  acto  ordenado  por  la 
■ ley;  cuando  se  quiere  promover  servicios  muy 
extraordinarios  y acciones  de  grande  utilidad 
que  no  pueden  ejecutarse  sin  riesgo,  y cuando 
se  propone  el  objeto  de  fomentar  los  progresos 
de  las  artes  y de  las  ciencias.  A veces  una  misma 
ley,  es  coercitiva  ó punitiva  en  caso  de  desobe- 
diencia, y remunerativa  en  caso  de  sumisión; 
como  cuando  se  amenaza  con  una  pena  al  que 
oculta  un  delito  que  se  manda  revelar  al  magis- 
trado, y se  promete  una  recompensa  al  que  lo 
descubre. 

LEY  DIRECTA  Y LEY  INDIRECTA.  Llámase  directa 
la  ley  que  mandad  prohíbe  el  acto  mismo  que 
se  quiere  producir  ó prevenir ; é indirecta  la  que 
manda  ó prohíbe  otros  actos  que  tienen  una  co- 
; nexion  mas  ó menos  inmediata  con  el  principal. 

: La  prohibición  del  homicidio  es  nna  ley  directa; 

1 y la  prohibición  del  uso  de  armas  ofensivas  es 
' una  ley  indirecta. 

LEY  PERMANENTE  Y LEY  PASAJERA.  Ley  perma- 
nente es  la  que  obliga  mientras  no  se  derogue 
por  una  nueva  ley  ó por  el  no  uso  ó por  un  uso 
contrario;  y ley  pasajera  ó transitoria,  la  que  fe- 
nece por  sí  misma  cuando  cesa  la  circunstancia 
que  le  ba  dado  motivo. 

LEY  AGRARIA,  Entre  Ios-Romanos  se  llamaba 
así,  la  que  ordenaba  el  repartimiento  entre  los 
ciudadanos  de  las  tierras  conquistadas  á los  ene- 
mig°s,  y la  que  arreglaba  el  máximum  de  las 
yugadas  de  tierra  que  podía  poseer  cada  ciudada- 
no. También  se  llamaría  ley  agraria,  la  que  tu- 
viese por  objeto  poner  en  común  las  propiedades 
individuales  para  repartirlas  entre  todos  los  ciu- 
dadanos de  un  Estado.  Tomada  en  esta  última 
acepción  la  ley  agraria,  se  pronunció  en  Francia 
ia  pena  de  muerte  el  año  de  1793,  contra  el  que 
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propusiese  una  ley  agraria  ó cualquiera  otra 
que  fuere  subversiva  de  los  dereclios  de  propie- 
dad territorial,  comercial  6 industrial.  Se  da  por 
último  el  nombre  de  ley  agraria,  á la  que  ordena 
y determina  todo  lo  que  tiene  relación  con  la 
agricultura;  sobre  cuyo  punto  es  muy  digno  de 
leerse  el  sábio  informe  de  Jovellanos  en  el  ex- 
pediente de  ley  agraria. 

LEY  CALDAR1A.  La  que  ordenaba  en  lo  antiguo 
la  prueba  del  agua  caliente,  que  se  Lacia  me- 
tiendo el  acusado  la  mano  y brazo  desnudo  en 
una  caldera  de  agua  hirviendo  para  comprobar 
su  inocencia  si  salla  ileso.  V.  Juicios  de  Dios, 
pár.  IY. 

* La  ley  caldaria  fué  aceptada  en  la  legisla- 
ción visigoda.  Algunos  autores  lo  niegan,  y en- 
tre ellos  el  diligente  y erudito  escritor  D.  Manuel 
Colmeiro,  en  su  obra  de  la  Constitución  y Go- 
bierno de  los  Reyes  de  León  y Castilla,.  Al  tratar 
de  las  pruebas  judiciales  dice : « Masdeu  supone 
que  los  Wisigodos  admitieron  la  prueba  del  agua 
caliente,  fundado  en  la  ley  3.a,  tít.  l.°,  lib.  6,", 
For.  jud.;  mas  esta  ley  no  fué  incluida  en  la 
edición  publicada  por  la  Academia  en  1815;  por- 
que no  se  encontró  en  ninguno  de  los  Códigos 
antiguos  que  aquel  cuerpo  literario  tuvo  á la 
vista  para  enmendar  el  texto : de  donde  resulta, 
como  cosa  averiguada,  que  ha  sido  ingerida  en 
la  compilación,  en  tiempos  posteriores.» 

Casi  en  iguales  términos , y es  posible  que  el 
Sr.  Colmeiro  lo  haya  tomado  de  él , lo  niega  el 
Sr.  D.  Tomás  Muñoz  en  su  Colección  de  fueros 
municipales,  tomo  l.°,  pág.  22,  nota  34,  á la  «Do- 
nación de  varias  Iglesias , monasterios , villas  y 
heredades  hecha  por  el  Rey  D.  Ordoño  I,  en  20 
de  Abril  de  857  á la  santa  Iglesia  de  Oviedo  y 
privilegios  de  sus  pobladores.» 

Tres  son  los  errores  en  que  inciden  el  uno  y 
el  otro  escritor:  asegurar  que  los  Wisigodos  no 
conocieron  la  ley  caldaria;  dar  por  prueba  de 
ello  el  que  la  Academia  de  la  lengua  no  la  in- 
cluyó en  su  edición  del  año  1815,  y afirmar  que 
no  la  incluyó,  porque  no  la  encontró  en  ningu- 
no de  los  Códigos  antiguos. 

El  primer  error  es  disculpable:  Masdeu  cita  la 
ley  3.',  tít.  l.°  lib.  6.°,  como  la  que  prescribe  la 
prueba  caldaria;  y efectivamente,  en  el  texto  ro- 
manceado por  San  Fernando,  se  encuentra  exac- 
ta la  cita;  pero  no  contentos  con  esto  sin  duda 
Muñoz  y Colmeiro,  quisieron  asegmrarse  de  la 
fidelidad  de  la  traducción,  y al  buscar  en  el  tex- 
to latino  encontraron  que  la  ley  3.",  tít.  l.°,  li- 
bro 6.°  nada  decía  de  la  prueba  del  agua  calien- 
te; de  aquí  el  negar  que  la  prescribiere  la  legis- 
lación visigoda,  sospechando  que  hubiese  sido 
ingerida  en  compilaciones  posteriores.  Pero  este 
juicio  era  equivocado  y Masdeu  tenia  razón:  la 
ley  caldaria  se  encuentra  en  el  texto  latino  aun- 


que en  distinto  sitio,  siendo  la  32,  tít  1°  del  li- 
bro 2.° 

Y esta  diferencia  tiene  también  explicación. 
En  el  códice  latino  que  aceptó  la  Academia  para 
el  texto,  la  ley  caldaria  es  la  32,  tít.  l.“,  del  li- 
bro 2.°;  pero  en  otros  muchos  códices,  entre  ellos 
el  Toledano  gótico,  el  de  Cardona,  y el  de  San 
Juan  de  los  Reyes,  la  ley  caldaria  latina  es  la 
3.a,  tít.  l.°,  lib.  6.°  La  traducción  de  San  Fer- 
nando probablemente  se  hizo  de  alguno  de  estos 
códices  citados  ó de  alguna  copia  de  ellos  y dió 
á la  ley  caldaria  la  misma  colocación  que  tenia 
en  el  códice  latino. 

El  segundo  error  consiste  en  decir  que  la  Aca- 
demia no  incluyó  la  ley  caldaria  en  su  edición 
de  1815.  En  la  página  16  se  encuentra  la  ley  cal- 
daria en  latín  y en  la  202  la  misma  traducida  al 
castellano. 

El  tercer  error  es  atribuir  la  no  inclusión,  á 
que  la  Academia  no  encontró  la  ley  en  ninguno 
de  los  códices  antiguos;  aunque  probado  que  la 
incluyó,  ha  de  ser  falsa  la  causa  que  se  supone 
hubo  para  no  haberse  incluido;  seria  también 
falsa,  aun  cuando  realmente  la  Academia  la  hu- 
biese omitido.  Textualmente  dice  en  la  nota  16 
déla  pág.  16  antes  citada:  que  esta  ley  en  los  có- 
dices mencionados  y en  la  edición  de  Lindem- 
brogio  ocupa  distinto  lugar  que  en  el  códice  que 
sigue;  luego  en  este  y en  aquellos  se  hacia  men- 
ción de  la  ley  caldaria.  * 

LEY  COMISORIA.  Véase  Pacto  déla  ley  comi- 
soria. 

LEY  FALCIDIA.  Véase  Cuarta  falcidia. 

LEY  ESCRITA  Y LEY  NO  ESCRITA.  Aquella  es  la 

que  subsiste  bajo  la  forma  de  estatuto  ó decreto-, 
y esta  la  que  subsiste  bajo  la  forma  do  costumbre, 
esto  es,  una  ley  conjetural  que  se  saca  por  in- 
ducción de  las  decisiones  que  anteriormente 
han  dado  los  jueces  en  casos  semejantes.  Véase 
Costumbre. 

LEY  DE  LAS  DOCE  TABLAS.  El  antiguo  derecho 
romano,  que  se  publicó  primero  en  diez  tablas 
de  bronce  á que  después  se  añadieron  otras  dos. 
Véase  Derecho  romano,  época  de  los  Cónsules. 

LEY  MARCIAL.  Llamábase  así  en  Francia  una 
publicada  en  1789,  que  arreglaba  las  formalida- 
des que  debía  cumplir  la  autoridad  municipal 
en  caso  de  turbulencias  sediciosas  y reuniones 
armadas,  que  obligaban  á desplegar  la  fuerza 
militar;  y de  aquí  vino  el  darse  también  este 
nombre  á la  ley  de  25  de  Abril  de  1821  que  tiene 
entre  nosotros  igual  objeto.  V.  Juicio  criminal 
por  delitos  políticos,  Estado  de  prevención  y de 
guerra  y Orden  público. 

LEY  SUNTUARIA.  La  que  pone  modo  y tasa  en 
los  gastos  de  los  particulares,  con  el  objeto  de 
destruir  el  lujo.  Las  leyes  suntuarias,  dice  Hel- 
vecio, anuncian  la  impericia  del  legislador,  si  es 
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Monarca,  y Ia  envidia  si  es  el  pueblo.  Estas 
leyes  qué  pudieron  ser  convenientes  en  otros 
tiempos,  serian  ruinosas  en  nuestros  dias;  pues 
no  servirían  sino  para  hacer  irrevocable  la  dis- 
tribución demasiado  desigual  de  los  bienes, 
para  quitar  á la  indigencia  los  recursos  de  la 
industria,  para  perpetuar  la  miseria  donde  se 
encuentra  y amortizar  las  riquezas  en  las  ma- 
nos que  las  poseen. 

LEY  SÁLICA.  Un  antiguo  Código  de  leyes  for- 
mado por  los  Francos  cuando  salieron  de  los 
bosques  de  la  Germania,  en  el  cual  se  hallaba 
dispuesto  el  principio  de  la  succesion  de  la  Co- 
rona de  Francia  de  varón  en  varón,  con  exclusión 
de  todas  las  hembras.  Esta  ley  se  hizo  famosa 
entre  nosotros  por  haberse  introducido  en  Espa- 
ña casi  la  misma  regla  sobre  la  succesion  á la 
Corona  después  del  establecimiento  de  la  casa 
de  Borbon;  pero  en  el  dia  se  halla  derogada. 

* Sobre  la  validez  de  esta  derogación,  exis- 
tiendo derechos  creados,  suscitóse  cuestión  que 
como  todas  las  dinásticas,  dió  origen  á la  encar- 
nizada lucha  civil  de  siete  años  que  concluyó 
en  los  campos  de  Vergara,  y á la  promovida  pos- 
teriormente. * 

LEYES  DEL  ESTILO.  Ciertas  leye3  llamadas  así 
que  en  número  de  252  se  publicaron  á fines  del 
siglo  xm  ó principios  del  xiv,  para  declarar  las 
del  Fuero  Real  según  se  cree  comunmente.  No 
consta  si  son  propiamente  leyes  ordenadas  por 
legítima  potestad,  ó si  solo  se  deben  al  trabajo 
particular  de  algún  jurisconsulto.  Algunas  de 
ellas  se  hallan  insertas  en  la  Nov,  Recopilación, 
y en  cuanto  á estas,  no  se  duda  que  son  verda- 
deras leyes. 

LEYES  DE  TORO.  Las  ochenta  y tres  leyes  que 
se  compusieron  y ordenaron  bajo  los  auspicios 
de  D.  Fernando  y doña  Isabel  en  las  Córtes  de 
Toledo  del  año  1502,  y que  no  habiendo  podido 
publicarse  en  ellas  por  la  ausencia  de  D.  Fer- 
nando y después  por  la  muerte  de  doña  Isabel, 
se  publicaron  por  fin  en  las  Córtes  celebradas 
el  año  de  1505  en  ia  ciudad  de  Toro,  en  que  se 
juró  por  reina  á doña  Juana  y se  nombró  por 
gobernador  á D.  Fernando,  su  padre.  No  forman 
un  Código  completo,  ordenado  y metódico,  á 
semejanza  del  Fuero  Juzgo,  Fuero  Real  y siete 
Partidas.  Su  objeto  filé  dirimir  las  contiendas 
que  se  suscitaban  á cada  paso  sobre  la  inteli- 
gencia de  los  diferentes  Códigos  y suplir  el  vacío 
que  se  notaba  en  nuestra  legislación.  Fijaron  el 
órden  de  prelacion  entre  los  diferentes  cuerpos 
legales  y quitaron  la  fuerza  obligatoria  que  en 
ciertos  casos  se  había  concedido  á las  opiniones 
de  varios  jurisconsultos.  Adoptaron  la  institu- 
ción de  las  mejoras,  y la  de  las  vinculaciones,  á 
la  cual  dieron  un  grande  impulso;  restablecie- 
ron ia  facultad  de  testar  por  comisario,  y esta- 


blecieron los  retractos;  extendieron  el  numero 
de  los  hijos  naturales  que  antes  eran  solamente 
los  habidos  entre  solteros  y según  ellas  podían 
ser  también  hasta  los  adulterinos,  y finalmente 
introdujeron  otras  novedades  muy  importantes, 
que  complicaron  en  vez  de  simplificar  la  juris- 
prudencia, dando  abundante  materia  á muchos 
comentaristas,  siendo  los  principales.  Palacios 
Rubios,  Avendaño,  Cifuentes,  Gómez,  Llamas, 
y Molina.  Estas  leyes  se  incorporaron  en  la  Re- 
copilación, y están  distribuidas  en  los  respecti- 
vos títulos  de  ella,  según  las  materias. 

* LEY  DE  ENJUICIAMIENTO  CIVIL.  La  que  com- 
prende los  procedimientos  y actuaciones  que 
tienen  lugar  en  los  juicios  y en  los  actos  de  ju- 
risdicción voluntaria  en  materia  eivil.  La  que 
hoy  rige  se  publicó  en  5 de  Octubre  de  1855. 

Sus  principales  objetos  fueron,  según  las  ba- 
ses de  la  ley  de  13  de  Mayo  de  dicho  año,  orde- 
nar y compilar  las  leyes  y reglas  del  Enjuicia- 
miento civil,  restableciendo  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  las  reglas  cardinales  de  los  juicios  consig- 
nadas en  nuestras  leyes,  introduciendo  las  re- 
formas que  la  ciencia  y la  experiencia  aconse- 
jaban y desterrando  todos  los  abusos  introduci- 
dos en  la  práctica;  adopdar  las  medidas  mas  ri- 
gurosas para  que  en  la  sustanciacion  de  los 
juicios  no  hubiera  dilaciones  que  no  fueran  ab- 
solutamente necesarias  para  la  defensa  de  los 
litigantes  y el  acierto  en  los  fallos;  procurar  la 
mayor  economía  posible;  hacer  pública  la  prue- 
ba para  los  litigantes;  determinar  que  las  sen- 
tencias fuesen  fundadas;  suprimir  la  tercera 
instancia;  facilitar  el  recurso  de  nulidad  cuanto 
fuera  necesario  para  que  alcanzaran  cumplida 
justicia  todos  los  litigantes  y se  uniformara  la 
jurisprudencia  en  todos  los  tribunales,  consul- 
tando siempre  el  órden  gerárquico  de  estos,  y 
hacer  extensiva  la  observancia  de  la  nueva  ley 
á todos  los  tribunales  y juzgados  que  no  la  tu- 
viesen especial  para  sus  procedimientos,  cual- 
quiera que  fuese  su  fuero. 

lia  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  divide  en 
dos  partes:  la  primera  trata  de  lo  relativo  á la 
jurisdicción  contenciosa  y la  segunda  de  lo  con- 
veniente á la  jurisdicción  voluntaria. 

En  su  disposición  final,  contenida  en  el  ar- 
tículo 1415,  se  declara  quedar  derogadas  todas 
las  leyes,  Reales  decretos,  reglamentos,  órdenes 
I y fueros  en  que  se  hayan  dictado  reglas  para  el 
■ enjuiciamiento  civil. 

A consecuencia  de  esta  disposición  han  queda- 
do derogadas  las  leyes  del  Fuero  Juzg’o  y Fuero- 
Real,  de  ias  Partidas,  de  la  Novísima  Recopilación, 
del  Reglamento  provisional  para  la  administra- 
ción de  justicia  y cualesquiera  otras  leyes,  Rea- 
les decretos,  órdenes,  fueros  y demás  sobre  pro- 
cedimientos judiciales  en  materia  civil.  El  Tri- 
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bunal  Supremo  de  J ustieia  ha  declarado  asimis- 
mo, por  sentencia  de  21  de  Mayo  de  1870,  en  re- 
curso que  recala  sobre  términos  para  alzarse  de 
las  providencias  para  ante  el  superior,  que  el 
derecho  constituido  en  materia  de  procedimien- 
tos es  la  ley  novísima  de  Enjuiciamiento  civil, 
habiendo  sido  derogadas  por  su  artículo  1415 
todas  las  anteriores,  sin  exceptuar  alguna. 

Respecto  de  los  fueros  que  deben  entenderse 
derogados  por  el  art.  1415,  no  hay  duda  en  que 
lo  están  los  fueros  municipales  de  pueblos  ó lo- 
calidades acerca  de  los  cuales  se  probase  hallar- 
se usados  y guardados  con  arreglo  á la  ley  3.a, 
título  2.°,  lib.  3.“  de  laNov.  Recop.  Mas  en  cuan- 
to á los  fueros  generales  de  las  provincias  y rei- 
nos de  Aragón,  Navarra  y Principado  de  Cata- 
luña, pudiera  haberse  suscitado  legítimamente 
la  dixda  de  si  podían  ó debian  entenderse  dero- 
gados por  una  cláusula  general  como  la  del  ar- 
tículo 1415,  puesto  que  aun  cuando  se  halla  in- 
serta en  una  ley  que  comprende  un  sistema 
completo  de  enjuiciamiento,  solamente  mencio- 
na los  fueros,  sin  especificar  ninguno  de  aque- 
llos que  por  su  importancia  y extensión , y 
por  referirse  á un  sistema  especial  de  institu- 
ciones civiles  á que  se  hallaban  adaptados  los 
procedimientos  establecidos  en  ellos , parecía 
ser  necesario  para  que  se  considerasen  deroga- 
dos, que  lo  fueran  por  una  ley  que  tuviera  este 
objeto,  ó por  lo  menos  por  una  cláusula  especial 
en  que  se  especificaran  debidamente  dichos  fue- 
ros, si  se  había  de  atender  á los  rectos  princi- 
pios y aun  á las  prescripciones  de  derecho  so- 
bre la  abolición  ó derogación  de  las  disposicio- 
nes legislativas.  Sin  embargo,  liánse  entendido 
derogados  estos  fueros  generales  respecto  de 
las  disposiciones  que  contienen  sobre  procedi- 
mientos civiles. 

Pero  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento,  no  solo 
ha  derogado  las  disposiciones  referentes  á los 
juicios  civiles,  sino  también  otras  que  emanan 
de  instituciones  civiles  y se  fundan  en  ellas, 
aun  cuando  se  hallen  consignadas  en  los  fueros 
provinciales.  Y en  efecto,  el  Tribunal  Supremo 
ha  declarado  derogadas  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento las  disposiciones  torales  sobre  términos 
para  retraer,  por  sentencia  de  20  de  Octubre 
de  1858,  dictada  admitiendo  un  recurso  de  casa- 
ción de  una  providencia  por  la  que  se  admitió 
una  demanda  de  retracto  interpuesto  conforme 
á los  fueros  de  Navarra,  pasado  el  término, de 
los  nueve  dias  que  marca  la  ley  de  Enjuicia- 
miento. El  demandante  se  fundaba  en  que  la 
ley  1.a,  tít.  3.°,  lib.  3.°,  de  la  Nov.  Recop.  con- 
cede un  año  y un  día  para  ejercitar  el  derecho 
de  retracto  gentilicio;  en,  que  esta  ley  como  de 
fondo  ó declaratoria  de  derechos , solo  podía  ser 
derogada  por  otra  de  igual  clase,  cuando  se 


realizara  el  arreglo  ó modificación  de  los  fueros 
de  la  provincia1,  y que  no  teniendo  tal  carácter 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  podía  apli- 
carse á aquel  caso-  su  art.  674.  El  Tribunal  Su- 
premo , no  obstante,  decidió  por  la  afirmativa 
considerando:  l.°  Que  según  el  art.  1414  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  todos  los  tribunales 
del  reino  deben  arreglar  su  procedimiento  á las 
disposiciones  de  la  misma,  sin.  que  esté  en  su 
arbitrio  exceptuar  provincia  alguna , pues  que 
la  ley  no  la  exceptúa.  2.°  Que  todas  las  dis- 
posiciones contenidas  en  la  referida  ley,  las 
miró  el  legislador  como  formularias  del  juicio, 
por  el  hecho  mismo  de  haberlas  incluido  en  ella, 
sin  reservarlas  para  el  Código  civil  ú otras  de- 
clarativas de  derechos ; por  lo  cual  tampoco  pue- 
den los  tribunales  atribuirles  este  carácter,  cual- 
quiera que  sea  su  propia  opinión.  3.'  Que  según 
la  ley  de  16  de  Agosto  de  1841,  en  Navarra  como 
en  las  demás  provincias  exentas , la  administra- 
ción de  justicia  debe  sujetarse  en  cuanto  al  pro- 
cedimiento , á lo  establecido  ó que  en  adelante 
se  estableciere  para  la  nación.  4.°  Que  al  esti- 
marse por  la  Audiencia  una  demanda  de  retrac- 
to, á la  cual  ni  aun  debió  darse  curso  por  ha- 
berse presentado  fuera  de  los  nueve  dias,  con- 
tados desde  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta,  se  infringió  el  art.  ,674  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Véase  el  artículo  de  esta  obra 
Retracto. 

Acerca  de  las  derogaciones  de  leyes  pertene- 
cientes á instituciones  civiles  del  derecho  co- 
mún, pueden  servir  de  ejemplo  las  efectuadas 
respecto  del  nombramiento  de  tutores  y curado- 
res, y del  discernimiento  de  estos  cargos,  pues 
como  dice  el  Sr.  Gómez  de  Laserna  en  sus  Motivos 
de  dicha  ley,  «mas  que  en  las  fórmulas  que  ha- 
bían precedido  para  aquellos  actos,  hizo  la  Comi- 
sión innovaciones  importantes  en  las  leyes  sus- 
tantivas que  á ellos  se  referian.  No  puede  negarse 
que  así  en  cierto  punto  extralimitaba  la  línea 
fijada  para  sus  tareas,  pero  creyó  que  dejaría 
incompleta  la  obra,  si  no  descendía  á algunos 
puntos  que  en  rigor  corresponden  al  derecho 
civil.»  Y sigue  exponiendo  las  disposiciones  á 
que  se  refiere,  las  cuales  se  insertan  en  el  ar- 
tículo de  esta  obra,  Tutor, 

Mas  las  leyes,  Reales  decretos  y Reales  órde- 
nes, reglamentos  y fueros  anteriores  á la  nueva 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y á que  se  refiere 
su  art.  1415,  ¿deberán  entenderse  derogadas 
hasta  el  punto  de  que  no  pueda  atenderse  á sus 
disposiciones  para  suplir  las  omisiones  que.  se 
advierten  en  la  nueva  ley,  no  solo  con  relación 
á trámites  y procedimientos  necesarios,  según 
el  espíritu  de  sus  prescripciones,  sino  también 
á las  referentes  á reglas,  actuaciones  y recursos 
prescritos  de  un  modo  expreso  y terminante  en 


RUS  artículos,  pero  sin  que  se  halle  ninguno  en 
que  se  ordene  el  modo  de  llevarlos  á efecto? 

■ A.  qué  habrá  que  atenerse  en  tales  casos? 

Uno  de  los  ilustrados  redactores  de  esta  ley,  el 
Sr.  Gómez  de  Laserna,  dice  en  sus  Motivos  de  la 
misma  sobre  este  particular  lo  siguiente:  «Es 
verdad  que  casos  hay  prescritos  por  nuestro  an- 
tiguo derecho  que  no  han  tenido  cabida  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil;  pero  no  es  menos 
cierto  que  la  Comisión  creyó  que  no  debia  des- 
cender á muchos  de  ellos,  ya  porque  quería  evi-  . 
tar  que  la  ley  degenerase  en  casuista,  ya  porque 
no  aceptaba  las  antiguas  decisiones,  ya  porque 
no  cabían  dentro  de  su  sistema.  Pero  partiendo 
del  supuesto  de  que  en  efecto  haya  en  las  anti- 
guas leyes  disposiciones  generales  no  contrarias 
á la  reforma  y que  hubiera  sido  útil  incluir  en 
la  ley,  porque  seria  una  tenacidad  el  negarlo, 
no  hay  que  recelar  que  de  ello  se  origine  el  mas 
leve  perjuicio.  La  jurisprudencia,  complemento 
necesario  del  derecho  escrito,  su  mejor  intér- 
prete y encargada  de  suplirlo , dará  ia  vida  de 
costumbre  á lo  que  en  virtud  del  último  artícu- 
lo de  la  ley  ha  dejado  de  ser  la  voluntad  expresa 
del  legislador.» 

Pero  estas  consideraciones  no  resuelven  la  di- 
ficultad propuesta,  sino  en  cuanto  se  halle  for- 
mada jurisprudencia  sobre  los  casos  omitidos  en 
la  ley  y que  supla  estas  omisiones,  y entonces 
no  existirá  ya  aquella  dificultad;  puesto  que 
una  de  las  fuentes  del  derecho  la  constituye  la 
jurisprudencia,  á la  cual  hay  que  atenerse  á fal-  : 
ta  de  disposición  legislativa,  según  se  recordó 
por  el  Real  decreto  de  22  de  Setiembre  de  1848, 
diciendo,  que  á falta  de  ley  debia  estarse  á la 
jurisprudencia  general,  y aun  á la  costumbre, 
conforme  á lo  prevenido  en  la  ley  6.",  tít.  l.°, 
Part.  1.a  La  dificultad  propuesta  se  refiere  á los 
casos  ú omisiones  sobre  que  no  haya  formada 
todavía  jurisprudencia. 

Sobre  este  punto  suministra  suficiente  luz  la 
disposición  de  la  nota  segunda  de  la  ley  11,  tí- 
tulo 12  de  la  Nov.  Recop.,  la  cual  tiene  fuerza  y 
vigor  en  el  dia  por  haberse  reiterado  como  regla 
general  por  el  Real  decreto  de  22  de  Setiembre  : 
de  1848  dando  aclaraciones  sobre  el  derecho  pe-  ¡ 
nal,  En  ella  se  dice:  «Con  ignorancia  y malicia 
de  lo  dispuesto  en  las  leyes,  sucede  regular- 
mente, que  cuando  hay  ley  clara  y terminante, 
si  no  está  nuevamente  recopilada , se  persuaden 
muchos  sin  fundamento  á que  uo  está  en  obser-  ■ 
vancia  ni  debe  ser  guardada,  y si  en  la  recopi-  ■ 
lacion  se  encuentra  alguna  ley  ó pragmática 
suspendida  ó revocada,  aunque  no  haya  ley  al-  ! 
guna  que  decida  la  duda  y la  revocada  ó suspen- 
dida pueda  decidirla  ó aclararla,  tampoco  se  usa 
de  ella.» 

En  su  consecuencia,  cuando  la  letra  ó el  espíri- 


tu de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  no  deja  duda 
acerca  de  la  conservación,  observancia  ó no  de- 
rogación de  un  trámite,  diligencia,  procedi- 
miento ó recurso  sobre  que  no  contiene  disposi- 
ción expresa;  sino  se  encuentran  en  la  misma 
otras  disposiciones  que  se  refieran  á él  mas  ó 
menos  directamente,  ó que  sean  análogas  al 
mismo,  y con  que  pueda  suplirse  esta  omisión, 
deberá  estarse  álas  disposiciones  anteriores;  pero 
solo  en  aquello  que  no  sea  opuesto  al  espíritu  de 
la  nueva  ley,  porque  de  lo  contrario  , pudiera 
suceder,  que  con  arreglo  á la  ley  antigua  fuere 
mas  favorecido  un  procedimiento  ó recurso  de 
poca  importancia,  que  otro  mas  esencial  que  se 
rigiera  por  la  ley  nueva  y vice-versa.  Cuando  el 
procedimiento,  diligencia  ó recurso  que  omite  la 
nueva  ley  y á que  se  refieren  sus  disposiciones, 
puede  suplirse  por  otros  análogos  de  la  misma, 
no  deberá  recurrirse  á las  leyes  anteriores,  aun- 
que establezcan  reglas  determinadas  y aplicables 
directamente  á dichas  actuaciones,  sino  suplirse 
su  omisión  por  las  análogas. 

Respecto  de  las  diligencias  ó prácticas  útiles  ó 
necesarias  que  se  contienen  en  las  ordenanzas  y 
reglamentos  de  las  Audiencias  y juzgados,  sobre 
que  guarda  silencio  la  ley  por  ser  mas  propias 
de  estos  reglamentos  como  pertenecientes  al 
régimen  interior  de  aquellos  tribunales,  deberá 
estarse,  con  mayor  razón , á lo  que  en  ellos  se 
dispone  para  suplir  las  omisiones  de  la  nueva 
ley  y de  las  posteriores  que  tienen  relación  con 
esta  y con  dichos  reglamentos,  como  la  ley  de 
organización  del  poder  judicial  de  15  de  Setiem- 
bre de  1870 , en  la  cual  se  prescriben  muchas 
disposiciones  de  aquella  clase  y á las  que  deberá 
estarse  con  preferencia  á las  de  las  ordenanzas 
y reglamentos  citados,  como  que  han  sido  dero- 
gados por  estas  últimas. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  sufrido  im- 
portantes alteraciones  y reformas  en  su  texto. 

Primeramente  fueron  notablemente  alteradas 
y adicionadas  sus  disposiciones  sobre  el  juicio  de 
deshaucio  por  ia  ley  de  25  de  Junio  de  1867. 

Con  motivo  de  la  supresión  de  los  tribunales  y 
juzgados  especiales,  y especialmente  con  la  de 
los  tribunales  de  comercio,  y de  las  reformas  del 
procedimiento  que  se  observaba  ante  ellos  en  los 
juicios  que  pasaron  á ser  de  competencia  de  los 
juzgados  y tribunales  ordinarios;  innovaciones 
efectuadas  por  ei  decreto  de  unificación  de  fue- 
ros de  6 de  Diciembre  de  1868;  ha  sido  adiciona- 
da ia  primera  parte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civiL  en  su  íluai  con  ei  tít.  5.°  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento sobre  negocios  y causas  de  comercio, 
reiormado  conforme  á dicho  decreto  (que  versa 
sobre  el  órden  de  proceder  en  las  quiebras),  y 
con  ei  tít.  8.°  (que  versa  sobre  el  procedimiento 
especial  de  apremio  para  determinados  asuntos 
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de  comercio,  que  es  distinto  del  procedimiento 
de  apremio  del  juicio  ejecutivo),  á excepciou  del 
art.  352  que  quedó  suprimido;  y la  segunda  parte 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  también  en  su  final 
ha  sido  adicionada  con  las  disposiciones  del  ar- 
tículo l(i  y siguientes  del  decreto  de  6 de  Diciem- 
bre citado,  que  se  refiere  al  procedimiento  para 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  negocios 
de  comercio. 

Hánse  reformado  por  el  art.  23  del  mismo  de- 
creto de  6 de  Diciembre,  los  arts.  931,  941,  943 
963  y 979  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (com- 
prendidos en  los  títulos  sobre  embargos  preven- 
tivos y sobre  el  juicio  ejecutivo),  déla  manera 
que  se  expone  en  los  artículos  de  esta  obra  á que 
aquellos  corresponden. 

El  tít.  11  sobre  recursos  de  casación,  ha  sufri- 
do importantes  reformas  por  la  ley  de  24  de 
Mayo  de  1870,  promulgada  eu  18  de  Junio  del 
mismo  año. 

Finalmente,  por  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial de  15  de  Setiembre  de  1870,  se  han  efec- 
tuado numerosas  é importantes  alteraciones  en 
las  disposiciones  generales  que  comprende  el 
tít.  l.°  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  el  tít.  2.° 
de  esta  ley,  sobre  cuestiones  de  competencia,  ha 
sido  reformado  por  el  cap.  4.°,  tít.  7.°  de  aquella; 
el  tít.  3.°,  sobre  recusaciones,  por  el  cap.  4.°  del 
tít.  9.°;  el  tít.  4.°,  sobre  acumulación  de  autos, 
por  la  regla  20  del  art.  309;  y el  tít.  22,  sobre  re- 
cursos de  fuerza  en  conocer,  por  el  cap.  5.°  del 
tít.  7.° 

La  importancia  y utilidad  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  impulsaron  al  Gobierno  á ha- 
cerla extensiva  á las  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico, 
disponiendo  su  promulgación  en  ellas  por  de- 
creto de  9 de  Diciembre  .de  1865,  para  que  co- 
menzara á regir  desde  l.°  de  Julio  de  1866,  y 
publicando  con  igual  fecha  la  siguiente  Instruc- 
ción para  su  aplicación  en  dichas  islas. 

Las  cantidades  designadas  para  la  Península 
en  diversos  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  reducidas  k escudos,  se  computarán  en 
las  islas  de  Cuba  y Puerto-Rico  al  respecto  de 
dos  escudos  cincuenta  céntimos  por  uno:  ar- 
tículo l.° 

Se  exceptúan  de  la  disposición  anterior:  l.°  Las 
cantidades  que  determinan  el  máximum  de  los 
j uicios  verbales  y de  menor  cuantía,  que  conti- 
nuarán siendo  respectivamente  las  de  400  y 2,000 
escudos,  según  está  prevenido  por  los  reglamen- 
tos de  21  de  Febrero  de  1853.  2.°  El  depósito  que 
en  su  caso  ha  de  preceder  á la  remisión  de  los 
autos  al  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  cuando 
se  hubiese  admitido  el  recurso  de  casación  fun- 
dado eu  infracción  de  la  ley  ó doctrina  admitida 
por  la  jurisprudencia,  y que  se  entenderá  en 
2,000  escudos  eu  metálico,  conforme  á lo  actual- 


mente establecido  por  la  Real  cédula  de  30  de 
Enero  de  1855.  Si  el  recurso  es  por  una  de  las 
causas  expresadas  en  el  art.  1013  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  el  depósito  consistirá  en 
1,000  escudos.  Conforme  á la  proporción  que  re- 
sulta, comparado  el  art.  1027  con  el  1029  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  la  cantidad 
objeto  del  litigio  sea  inferior  á 6,000  escudos,  no 
podrá  exceder  el  depósito  que  se  exija  de  la  sexta 
parte  de  ella  si  el  recurso  se  funda  en  infracciou 
de  ley  ó de  doctrina,  ni  de  la  dozava  parte,  cuan- 
do se  funde  en  cualquiera  de  las  causas  expre- 
sadas en  el  art.  1013:  art.  2.° 

El  depósito  de  que  anteriormente  se  trata,  se 
constituirá  en  las  tesorerías  generales  de  Ha- 
cienda pública:  art.  3.° 

La  publicación  de  edictos  y otros  actos  judi- 
ciales que  según  la  ley  debe  tener  lugar  en  los 
Boletines  oficiales  de  las  provincias,  se  verificará 
en  la  Gaceta  del  Gobierno  superior  civil  de  la 
respectiva  isla:  art.  4.° 

En  la  misma  Gaceta  tendrá  lugar  la  inserción 
á que  se  refieren  los  arts.  231  y pár.  2.”  del  368, 
como  también  la  que  previene  el  pár.  4.°  del  ar- 
tículo 556,  y el  3.°  del  591:  art.  5.° 

La  tasación  de  costas  se  hará  por  los  tasado- 
res, donde  los  hubiere,  por  bailarse  enajenado 
este  oficio.  En  caso  contrario,  la  tasación  se  hará 
eu  los  términos  prevenidos  por  el  art.  78  de  la 
ley:  art.  6." 

Conforme  á lo  actualmente  establecido  por  el 
art.  51,  pár.  4.“  de  la  Real  cédula  de  30  de  Enero 
de  1855,  las  Reales  Audiencias  de  la  Habana  y 
de  Puerto-Rico  decidirán  las  cuestiones  de  com- 
petencia. que  se  susciten  entre  los  diferentes 
jueces  y tribunales  de  su  territorio  respectivo, 
bien  sean  ordinarios  ó privilegiados  entre  sí,  ó 
con  otros  del  mismo  ó diverso  fuero,  remitién- 
dose á dichas  Audiencias  los  autos  para  la  deci- 
sión de  la  contienda:  art.  7.“ 

La  Real  Audiencia  de  la  Habana  decidirá  las 
competencias  que  se  susciten  entre  los  mencio- 
nados jueces  ó tribunales  cuando  cualquiera  de 
ios  contendientes  desempeñe  su  cargo  en  el  ter- 
ritorio de  la  de  Puerto-Rico,  remitiéndose  los 
autos  á la  primera.  Cuando  la  cuestión  de  com- 
petencia se  suscite  entre  jueces  ó tribunales  de 
la  isla  de  Cuba  y de  Puerto-Rico  y los  de  la  Pe- 
nínsula, la  decisión  del  conflicto  corresponderá 
al  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  y se  remitirán 
al  mismo  los  autos:  art.  8.° 

Conforme  á lo  prevenido  en  el  art.  262  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  el  término  ordinario  de 
prueba  no  podrá  exceder  de  sesenta  dias  cuando 
hubiere  de  hacerse  dentro  de  cada  isla  y sus 
agregadas:  art.  9.° 

El  término  extraordinario  de  prueba  se  otor- 
gará si  hubiere  de  ejecutarse  alguna  fuera  de 
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cada  isla  y sus  agregadas.  El  término  extraordi- 
nario será:  De  cuatro  meses,  si  hubiere  de  eje- 
cutarse la  prueba  en  la  isla  de  Cuba  y de  Puerto* 
Kico  recíprocamente  ó en  las  demás  Antillas.  De 
seis  meses,  si  en  Europa  ó en  las  islas  Canarias. 
De  ocho,  si  en  los  continentes-de  América,  Africa 
ó escalas  de  Levante.  De  un  ano,  si  en  Filipinas 
ó en  cualquier  otra  parte  del  mundo  de  que  no 
se  haya  hecho  expresión.  También  deberá  otor- 
garse el  término  extraordinario,  aunque  los  he- 
chos hayan  tenido  lugar  dentro  de  cada  isla  y 
sus  agregadas,  cuando  los  testigos  que  sobre 
ellos  deban  declarar  se  hallaren  en  cualquiera  j 
de  los  puntos  designados:  art.  10. 

Cuando  no  haya  conformidad  entre  las  partes 
acerca  de  la  inteligencia  de  algún  documento 
otorgado  en  país  extranjero,  se  remitirá  por  el 
juez  al  intérprete  del  Gobierno  superior  civil 
para  su  traducción,  sin  que  esta  pueda  hacerse 
en  ninguna  otra  forma:  art.  11. 

Los  esclavos  ó libertos  por  título  gratuito  del 
que  los  presentare  como  testigos  en  juicio,  se 
entenderán  comprendidos  entre  los  dependien- 
tes ó criados  á que  se  refiere  la  disposición  2.a 
del  artículo  320  de  la  ley:  art.  12. 

En  los  juzgados  de  la  isla  de  Cuba  donde  aun 
existen  contadores  judiciales  por  hallarse  ena- 
jenado este  oficio,  corresponderá  á los  mismos  : 
hacer  las  cuentas  y particiones  en  el  juicio 
voluntario  de  testamentaría,  sujetándose  á lo 
que  previenen  los  arts.  476  y siguientes  de  la 
ley.  Estos  contadores  serán  recusables  por  las 
mismas  causas  y en  igual  forma  que  los  peritos. 
Donde  no  los  hubiere,  el  período  de  división 
principiará  y continuará  de  la  manera  expresa- 
da en  los  arts.  467  y siguientes  de  la  ley:  art.  13. 

Se  entenderá  suprimido  el  artículo  582  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  y ocupará  su  lugar  el 
párrafo  segundo  del  581:  art.  14. 

La  citación  y emplazamiento  de  las  .partes 
cuando  se  hubiere  admitido  el  recurso  de  casa- 
ción ó de  apelación  por  negativa  de  este,  para 
que  se  personen  en  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia  á usar  de  su  derecho,  se  entenderá  por 
término  de  seis  meses,  conforme  se  halla  esta- 
blecido por  lleal  cédula  de  30  de  Enero  de  1855: 
artículo  15. 

Para  evitar  los  peligros  consiguientes  á toda 
navegación  dilatada,  la  remisión  de  autos  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  cuando  en  ellos 
se  hubiere  admitido  el  recurso  de  casación,  ó 
cuando  denegado  este  se  hubiere  interpuesto 
apelación  para  ante  el  mismo  Tribunal  Supre- 
mo, se  verificará  siempre  en  testimonio  literal, 
quedando  los  autos  originales  en  la  Audiencia 
respectiva.  En  igual  forma  se  hará  la  remisión 
de  autos  al  Tribunal  Supremo  en  los  casos  de 
competencia:  art.  16. 


Siempre  que  las  disposiciones  de  l a ley  de  En- 
juiciamiento se  refieren  al  territorio  de  la  Pe- 
nínsula, se  entenderá  que  habla  del  de  cada 
una  de  las  islas  de  Duba  y Puerto-Rico  y sus 
agregadas  respectivas:  art.  17. 

Las  Audiencias  de  la  Habana  y de  Puerto-Rico 
resolverán  prudencialmente  las  dudas  ó difi- 
cultades accidentales  que  pueda  ofrecer  la  apli- 
cación y cumplimiento  exactos  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  dando  cuenta  de  la  manera 
que  pi-oceda  según  las  leyes:  art.  18. 

Disposiciones  transí  lorias. — L*  En  tanto  que 
se  dispone  la  aplicación  á las  provincias  de  Ul- 
tramar del  Código  penal  de  la  Península,  y 
mientras  no  esté  vigente  en  ellas,  se  entenderá 
que  la  conminación  á que  se  refiere  el  art.  lllO 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  con  las  pe- 
nas señaladas  por  la  legislación  criminal  que 
actualmente  rige  en  dichas  provincias.  2."  Si 
para  el  dia  l.°  de  Julio  de  1866  no  se  hubiere 
llevado  á cabo  la  reforma  del  sistema  econó- 
mico en  las  islas  de  Cuba  y de  Puerto-Rico  es- 
tableciendo el  impuesto  directo , en  tanto  que 
no  se  realiza,  se  entenderán  en  suspenso  la  de- 
claración cuarta  del  art.  182  y la  segunda  del 
200  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

Además,  por  Real  órden  de  9 de  Diciembre 
de  1865  se  mandó  que  desde  eL  dia  l-.°  de  Julio 
de  1866  dejase  de  cobrarse  la  décima  en  las  eje- 
cuciones, que  se  exigía  en  Cuba.  * 

* LEY  DE  ENJUICIAMIENTO  MERCANTIL.  La  com- 
prensiva de  las  actuaciones  judiciales  sobre  ne- 
gocios y causas  de  comercio.  Publicóse  en  24  de 
Mayo  de  1830. 

Por  el  art.  12  del  decreto  sobre  unificación  de 
fueros  de  6 de  Diciembre  de  1868  se  derogó , al 
mismo  tiempo  que  el  art.  325  y el  libro  5.°  del 
Código  de  comercio,  la  ley  mencionada  y todas 
las  leyes  y disposiciones,  cualquiera  que  fuera 
su  clase,  que  se  hubieren  publicado  para  su  in- 
teligencia, complemento  y aplicación. 

Sin  embargo , por  el  art.  13  del  referido  decre- 
to se  exceptuaron  de  la  derogación  prescrita  en 
el  artículo  anterior:  l.°  El  procedimiento  en  los 
juicios  de  quiebra , ios  cuales  debeu  continuar 
arreglándose  á las  prescripciones  del  lib.  4.°  del 
Código  de  comercio  y al  tít.  5.”  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento mencionada,  con  las  modificacio- 
nes que  se  expresan  en  dicho  decreto  y que  se 
exponen  en  el  artículo  de  esta  obra  (¿uiebra. 
2.°  El  procedimiento  de  apremio  en  los  casos  y 
en  la  forma  que  prescribe  el  tít.  8.”  de  la  ley  re- 
ferida (sobre  ejecución  de  sentencias)  á excep- 
ción del  art,  352  que  quedó  derogado. 

Habiéndose  atribuido  por  los  arts.  10  y 11  del 
decreto  de  6 de  Diciembre  el  conocimiento  de 
los  negocios  y causas  de  comercio  á la  jurisdic- 
ción ordinaria,  debiendo  arreglarse  á las  pres- 
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cripciones  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  los 
procedimientos  en  toda  clase  de  juicios,  con  in- 
clusión de  los  de  árbitros  y amigables  compo- 
nedores y de  los  actos  de  jurisdicción  volunta- 
ria que  versen  sobre  dichos  negocios  y que  no 
tuvieren  tramitación  especialmente  señalada  en 
dicho  decreto,  los  mencionados  títs.  5.”  y de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  han  sido 
adicionados  por  el  art.  28  de  aquel  decreto  á los 
finales  de  la  primera  y de  la  segunda  parte  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  se  ha  ex- 
puesto en  el  articulo  de  esta  obra  referente  á la  j 
misma.  * 

* LEY  OE  ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL.  La  que 

compréndelas  actuaciones  judiciales  sóbrelas 
causas  criminales  por  delitos  y faltas. 

La  actual  vigente  se  publicó  en  22  de  Diciem- 
bre de  1872,  en  laque  se  sancionó  la  institución 
del  Jurado  y del  juicio  oral  y público.  Y.  Jura- 
do y Juicio  oral. 

Consta  de  un  título  preliminar  comprensivo 
de  las  disposiciones  generales,  y de  tres  libros; 
el  primero  versa  sobre  el  sumario  de  las  causas 
criminales  por  delito;  el  segundo,  sobre  el  jui- 
cio oral  respecto  de  las  mismas , y el  tercero  so-  I 
bre  el  procedimiento  para  el  juicio  de  faltas. 

El  juicio  oral  es  de  dos  clases;  ante  los  tribu- 
nales de  derecho  y ante  el  Jurado. 

El  sumario  se  encarga  á un  juez  de  instruc- 
ción, concluyendo  con  un  acto  de  este,  mandan- 
do remitir  el  proceso  ante  el  tribunal  compe- 
tente. 

Entre  el  sumario  y el  juicio  oral  se  verifica  un 
período  en  que  se  resuelve  si  debe  pasarse  del 
sumario  al  plenario;  periodo  que  se  califica  de 
transición  del  sumario  al  juicio,  y que  la  ley  lo 
comprende  en  lo  que  llama  «conclusión  del  su- 
mario,» y que  termina  mandando  el  tribunal 
abrir  el  juicio  oral  ó sobreseyendo. 

El  juicio  oral  principia  por  la  calificación  del 
delito;  continúa  por  los  artículos  de  prévio  pro-  ■ 
nunciamiento ; sigue  por  la  confesión  de  los 
procesados  y personas  responsables  civilmente; 
se  procede  á la  elección,  recusación  y juramento 
de  ios  jurados;  se  practican  las  pruebas,  y con- 
tinúan en  el  juicio  oral  ante  los  tribunales  de 
derecho  la  acusación,  la  defensa  y la  sentencia, 
y en  el  juicio  oral  ante  el  Jurado  la  acusación, 
la  defensa,  el  veredicto  del  J lirado  y la  sentencia 
de  los  magistrados,  siguiendo  en  su  caso,  los 
recursos  de  reforma  del  veredicto  ó el  de  revista 
de  la  causa  por  un  nuevo  Jurddo.  El  libro  se- 
gundo termina  ¡con  el  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  ó por  quebrantamiento  de  las 
formas  esenciales  del  juicio,  y con  el  recurso  de 
revisión.  V.  Juicio  criminal,  y los  artículos  cor- 
respondientes á los  recursos  mencionados. 

La  ley  termina  con  un  titulo  adicional  sobre 

Tomo  iii. 


el  procedimiento  para  la  extradición  de  los  pro- 
cesados ó condenados  por  sentencia  firme  que 
se  hallen  refugiados  en  pais  extranjero. 

Por  la  disposición  final  de  dicha  ley  se  dero- 
garon todas  las  leyes,  Reales  decretos,  regla- 
mentos, órdenes  y fueros  en  que  se  hubieren 
dictado  reglas  de  Enjuiciamiento  criminal  para 
los  jueces  y tribunales  del  fuero  común.  Mas  se 
exceptuó  de  esta  disposición  el  Real  decreto  de 
20  de  Junio  de  1852  y las  demás  disposiciones 
vigentes  sobre  el  procedimiento  por  delitos  de 
contrabando  y defraudación,  que  quedaron  vi- 
gentes. 

Inútil  parece  advertir  que  esta  disposición 
derogatoria  no  se  refiere  á las  disposiciones  so- 
bre procedimientos  especiales  de  los  tribunales 
privilegiados,  tales  como  los  eclesiásticos,  mili- 
tares y demás  que  hoy  se  conocen. 

Por  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1872  se  dis- 
puso que  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  co- 
menzase á regir  desde  15  de  Enero  de  1873  en 
la  Península  é islas  Raleares  y Canarias,  habién- 
dose dictado  varias  reglas  para  su  inmediata 
aplicación,  de  las  cuales  las  mas  importantes 
son  las  siguientes: 

l.1  Las  causas  por  delitos  cometidos  con  an- 
terioridad al  15  de  Setiembre  de  1870  se  sustan- 
ciarán con  arreglo  al  procedimiento  vigente  en 
la  actualidad  (esto  es,  el  vigente  cuando  se  co- 
metieron dichos  delitos). 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  ante- 
rior, las  causas  en  él  mencionadas  se  sustancia- 
rán con  arreglo  al  nuevo  procedimiento,  cuan- 
do concurrieren  las  circunstancias  siguientes: 
1.a  Que  fueren  por  delitos  mas  graves  que  los 
correspondientes  al  conocimiento  de  los  tribu- 
nales ríe  partido,  según  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 3.“  del  art.  274  de  la  ley  provisional  sobre 
organización  del  poder  judicial.  (Los  delitos  á 
que  se  refiere  el  núm.  3.°  del  art.  274  citado  son 
aquellos  á que  la  ley  señala  en  su  grado  máxi- 
mo una  pena  correccional,  según  la  escala  ge- 
neral del  art.  20  del  Código  penal,  sin  mas  ex- 
cepciones que  las  que  establece  la  ley  del  poder 
judicial  al  señalar  las  atribuciones  de  las  Au- 
diencias y del  Tribunal  Supremo).  2.a  Que  estén 
en  sumario  el  15  de  Enero  de  1873.  3."  Que  todos 
los  procesados  opten  por  el  nuevo  procedimien- 
to. Para  ello  el  juez  ó tribunal  que  estuvieren 
conociendo  del  sumario  el  15  de  Enero  referido, 
liarán  comparecer  á su  presencia  á todos  los  pro- 
cesados, acompañados  de  sus  defensores.  Si  aun 
no  los  tuvieren,  se  les  nombrarán  de  ofieio  para 
la  comparecencia.  Esta  se  hará  constar  en  la 
causa  por  medio  de  acta. 

Aunque  esta  disposición  se  refiere  para  su 
aplicación  solamente  al  tiempo  anterior  al  15  de 
Enero  de  1873,  hemos  juzgado  conveniente  ex- 
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ponerla  aquí , por  si  se  hiciere  extensiva  al  tiem- 
po posterior,  como  creemos  seria  arreglado  á ' 
justicia  y equidad  y conforme  á los  principios 
sobre  la  retroactividad  de  las  leyes  penales;  se- 
gún los  cuales  , cuando  se  introduce  reforma  en 
este  derecho,  debe  concederse  á los  que  delin- 
quieron anteriormente , la  opción  por  la  ley  que 
consideren  serles  mas  favorable. 

2. *  Continuarán  sustanciándose  con  arreglo  al  1 
procedimiento  vigente  en  la  actualidad  (1872)  las 
causas  en  que  se  hubiere  presentado  el  15  de 
Muero  de  1873  el  escrito  de  calificación  á que  se 
refiere  el  art.  2.°  de  la  ley  provisional  sobre  re-  ( 
formas  en  el  procedimiento  para  plantear  el  re- 
curso de  casación  en  los  juicios  criminales, 
cualquiera  que  sea  la  fecha  en  que  se  haya  co- 
metido el  delito  objeto  de  dichas  causas.  (Mi  ar- 
tículo 2.°  de  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870  que 
aquí  se  cita,  dispone:  que  luego  que  se  hayan 
practicado  todas  las  diligencias  del  sumario 
acordadas  por  el  juez,  se  mandará  entregar  la 
causa  al  ministerio  fiscal  y al  acusador  privado, 
si  le  hubiere,  para  que  dentro  del  término  que 
se  les  señalará , según  el  volúmen  y complica-  | 
cion  del  proceso , manifiesten  por  escrito,  pero 
sin  razonar  ni  fundar  su  juicio  , la  calificación  1 
que  merezca  el  delito,  según  los  hechos  que 
resulten  del  sumario.) 

Reproducimos  aquí  el  párrafo  anterior  sobre 
la  regla  primera. 

3. *  Las  causas  por  delitos  cuyo  conocimiento 
haya  de  corresponder  á los  tribunales  de  parti- 
do conlinuarán  sustanciándose  basta  que  estos 
se  establezcan  con  arreglo  al  procedimiento  ac- 
tualmente vigente  ( y por  los  jueces  de  primera 
instancia  con  las  apelaciones  y recursos  á las 
Audiencias  y Tribunal  Supremo). 

No  obstante  lo  dispuesto  en  las  reglas  anterio-  i 
res , se  observará  en  las  causas  á que  las  mismas 
se  refieren , en  cuanto  sea  aplicable  , según  el 
estado  en  que  se  hallaren  , lo  dispuesto  en  el  tí-  . 
tulo  preliminar  (de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal),  excepto  su  cap.  7.°,  y en  el  lib.  l.°, 
excepto  su  tít.  14  de  la  nueva  ley.  (El  título  pre- 
liminar citado  comprende  las  disposiciones  ge- 
nerales, sobre  las  personas  ¿quienes  correspon- 
de el  ejercicio  de  las  acciones  que  nacen  de  los 
delitos  y faltas,  el  derecho  de  defensa  y el  bene- 
ficio de  pobreza;  sobre  las  notificaciones,  citacio- 
nes, emplazamientos,  suplicatorios,  exhortes  y 
mandamientos,  términos  judiciales,  modo  de 
redactar  las  sentencias , costas  procesales  y de- 
claración de  rebeldía  del  procesado.  El  cap,  7.° 
del  título  preliminar,  que  exceptúa  de  obser- 
vancia la  regla  4." , trata  de  los  recursos  contra 
las  resoluciones  de  los  tribunales  y jueces  de 
instrucción.  La  excepción  se  funda  en  que  ac-  | 
tualmente  no  existen  los  tribunales  de  partido 


ante  quienes  deben  ir  en  ciertos  casos  ^apela- 
ciones interpuestas.  El  tit,  14  del  li  • ■ ‘ a a e 

la  conclusión  de  los  sumarios  y del  sobreser- 
miento.  La  excepción  de  su  observancia  en  el 
dia  se  funda  en  idéntica  razón  que  la  anterior.) 

5.*  Mientras  no  se  establezca  la  organización 
judicial  de  la  ley  vigente  , lo  que  en  la  de  En- 
juiciamiento criminal  se  refiere  á los  jueces  de 
instrucción,  habrá  de  observarse  por  los  de  pri- 
mera instancia ; y los  recursos  contra  las  reso- 
luciones judiciales  de  aquellos,  se  sustanciarán 
ante  las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Audiencias. 
Las  obligaciones  que  en  la  mencionada  ley  se 
imponen  á los  secretarios  de  los  juzgado^  y tri- 
bunales, se  cumplirán  por  los  escribanos  de  ac- 
tuaciones y de  cámara  y per  los  relatores,  según 
corresponda. 

Las  dos  últimas  reglas  6."  y 7.1  se  refieren  ála 
formación  de  las  listas  de  jurados. 

Mns  if>.  ipv  de  En  i niciamiento  criminal  ha  sido 


suspendida,  en  la  parte  que  se  refiere  al  jurado 
y al  juicio  oral  y público  ante  los  tribunales  de 
derecho,  por  decreto  de  3 de  Enero  de.  1875,  ar- 
tículo l.°;  disponiéndose  en  el  art.  2.°,  que  las 
cansas  que  á la  publicación  de  dicho  decreto  tu- 
vieran estado  para  ser  sometidas  al  conocimiento 
del  jurado,  ó para  celebrarse  juicio  oral  y públi- 
co ante  los  tribunales  de  derecho,  se  remitieran 
á los  juzgados  de  primera  instancia  de  que  pro- 
cedieran para  su  sustaneiacion,  con  arreglo  á las 
disposiciones  que  regían  al  publicarse  la  ley  de 
Enjuiciamiento,  debiendo  tramitarse  conforme  á 
las  mismas  disposiciones,  desde  que  se  elevasen 
á plenario,  las  que  á.  la  sazón  estuvieran  en  su- 
mario, y las  que  en  lo  sucesivo  se  incoaren.  * 

* LEY  HIPOTECARIA.  La  que  tiene  por  objeto 
asentar  la  propiedad  territorial  y todas  sus  des- 
membraciones y modificaciones  en  bases  que  la 
den  seguridad,  por  medio  de  las  inscripciones 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  de  las  traslaciones 
de  dominio  de  los  bienes  inmuebles  y de  todos 
sus  gravámenes. 

La  ley  Hipotecaria  se  publicó  en  8 de  Febrero 


de  1861,  y el  reglamento  general  para  su  ejecu- 
ción en  12  de  Junio  del  mismo  año.  La  nueva 
ley  Hipotecaria  «ha  cambiado,  según  decía  la 
Comisión  codificadora  en  la  exposición  de  mo- 
tivos de  la  misma,  profunda  y radicalmente  en 
sus  principios  cardinales,  la  antigua  legislación 
de  hipotecas:  casi  todas  las  disposiciones  que 
hasta  aquí  han  regido  respecto  á ellas,  han  su- 
frido en  mayor  ó menor  escala  cambios  impor- 
tantes, el  derecho  civil  ha  experimentado  no- 
tables alteraciones:  apenas  hay  una  de  sus  ins- 
tituciones á que  no  afecte  la  innovación;  en 
e óiden  de  la  familia,  la  sociedad  conyugal  y la 
potestad  paterna;  en  el  de  tutelas  y curadurías, 
las  relaciones  entre  el  menor  ó incapacitado  y 
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loa  que  están  encargados  de  su  guarda-  en  el  de 
la  propiedad  y de  los  demás  derechos  en  la  cosa, 
su  adquisición,  su  conservación,  su  trasmisión 
y sus  modificaciones;  en  el  de  las  succesiones 
el  respeto  á la  voluntad  del  testador  ó á la  dis- 
posición de  las  leyes;  en  el  de  contratos,  la  se- 
guridad del  cumplimiento  de  muchos  importan- 
tísimos. Todo  esto  está  íntimamente  ligado  con 
la  ley  de  hipotecas ; todo  afecta  gravemente  al 
nuevo  sistema;  todo  ha  sido  sujetado  á revisión; 
todo  ha  sufrido  g-randes  modificaciones.» 

En  la  exposición  con  que  el  Ministro  de  Gracia 
y Justicia,  D.  Santiago  Fernandez  Negrete,  re- 
mitió á las  Córtes  el  texto  de  la  ley,  manifiesta: 
que  como  dato  importante  para  ilustrar  la  dis- 
cusión , acompaña  la  exposición  de  motivos  que 
estima  como  el  mejor  preámbulo  y mas  autori- 
zado comentario  de  la  ley:  en  efecto,  á ella  ha  de 
acudiese  para  comprender  los  fundamentos  en 
que  apoyó  la  Comisión  codificadora,  compuesta 
de  los  Sres.  D.  Manuel  Cortina,  D.  Pedro  Gómez 
de  la  Serna,  D.  Manuel  García  Gallardo,  don 
Francisco  de  Cárdenas,  D.  Pascual  Bayarri  y 
D.  José  Ibarra , las  reformas  é innovaciones  del 
derecho  que  adopta  en  varios  artículos  de  la  ley. 

Al  publicarse  se  previno  expresamente  que 
empezaría  á regir  dentro  del  año  siguiente  á su 
promulgación , en  el  dia  que  señalare  el  Go- 
bierno. 

Las  dificultades  naturales  que  se  presentaron 
en  el  tránsito  del  sistema  antiguo  al  moderno, 
fueron  causa  de  que  no  pudiera  plantearse  la 
ley  dentro  del  año  marcado  , y de  que  eL  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia  propusiese  á las  Córtes 
el  oportuno  proyecto  de  ley , prorogando  el  plazo 
señalado  para  el  planteamiento  de  la  ley  Hipo- 
tecaria. 

Suspendidas  las  Córtes  sin  discutir  el  proyecto, 
pero  aceptado  el  pensamiento  por  la  comisión 
nombrada,  se  expidió  el  decreto  de  17  de  Julio 
de  1862  señalando  el  dia  l.°  de  Enero  de  1863, 
para  que  la  ley  Hipotecaria  y el  reg-lamento  em- 
pezasen á regir  en  la  Península  é islas  adya- 
centes. 

El  art.  34  de  la  ley  prevenia  que  solamente  en 
virtud  de  un  título  inscrito  podía  invalidarse,  en 
perjuicio  de  tercero , otro  título  posterior  tam- 
bién inscrito ; y que  ios  actos  ó contratos  que  se 
ejecutasen  ú otorgasen  por  persona  que  en  el 
Registro  apareciera  con  derecho  para  ello , no 
se  invalidarían  en  cuanto  á tercero , una  vez 
inscritos,  aunque  después  se  anulase  ó resolvie- 
se el  derecho  del  otorgante  en  virtud  de  título 
anterior  no  inscrito  ó de  cansas  que  no  resulta-  • 
ren  claramente  del  mismo  Registro : para  evitar 
los  perjuicios  que  podrian  seguirse  á los  que  no 
tuvieran  inscritos  á la  sazón  sus  derecho» , se 
determinó  en  el  mismo  artículo , que  sus  dispo-  , 
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siciones  no  produjeran  efecto  hasta  un  año  des- 
pués que  empezase  á regir  la  ley.  Igualmente 
se  concedía  nn  año  en  el  art.  389  para  inscribir 
los  bienes  ó derechos  que  según  la  ley  debieran 
sujetarse  á esta  formalidad  y no  estuvieran  ins- 
critos. 

Al  prorogarse  el  planteamiento  de  la  ley,  pro- 
rogóse por  consiguiente  el  plazo  para  inscribir 
con  las  ventajas  concedidas  en  el  art.  34,  los  tí- 
tulos antiguos  no  inscritos. 

Aglomeráronse  estos  en  unos  Registros , y no 
pudieron  inscribirse  en  el  tiempo  concedido;  por 
el  contrario,  en  otros  siguieron  los  propietarios 
en  su  inercia,  las  Córtes  no  tomaron  acuerdo 
definitivo  acerca  del  proyecto  de  ley  presentado 
por  el  Ministro  en  el  año  anterior  para  prorogar 
el  plazo , que  de  hecho  se  habia  prorogado  por 
el  Poder  Ejecutivo;  por  todas  cuyas  causas  en  29 
de  Diciembre  de  1863  promulgóse  otro  decreto, 
prorogando  por  dos  años  mas , que  concluirían 
en  31  de  Diciembre  de  1865,  los  plazos  señalados 
por  los  arts.  34,  389,  390 , 391 , 392,  393  y los  de- 
más de  la  ley  y reglamento  que  se  refiriesen  á 
la  inscripción  de  títulos  y derechos  anteriores 
al  l.°  de  Enero  de  1863. 

Tampoco  las  Córtes  resolvieron  sobre  el  pro- 
yecto de  próroga,  y terminando  ya  el  plazo  de 
los  dos  años  en  19  de  Diciembre  de  1865,  se  ex- 
pidió un  nuevo  decreto;  pero  amaestrado  el  Mi- 
nistro por  los  anteriores  sucesos,  convirtió  la 
próroga  limitada  en  otra  indefinida.  Los  plazos 
señalados  por  los  arts.  34,  389  y demás  antes  ci- 
tados', se  prorogaron  hasta  tanto  que  se  dictase 
la  disposición  legislativa  correspondiente. 

Apenas  se  habia  publicado  la  ley  en  1861,  sur- 
gieron reiteradas  quejas  de  parte  de  los  propie- 
tarios, por  las  molestias  y gastos  de  la  inscrip- 
ción. Instruyóse  un  expediente  sobre  reforma  de 
la  ley ; se  oyó  á los  Regentes  de  las  Audiencias; 
ia  Comisión  codificadora  propuso  en  11  de  Abril 
de  1864  un  proyecto  adicional  á la  misma;  oyóse 
de  nuevo  á los  Regentes  sobre  estas  adiciones, 
sin  que  llegara  á presentarse  á la  deliberación 
de  las  Córtes,  ni  por  ellas  se  discutiese  otro  pro- 
yecto que  eL  Gobierno  presentó  en  7 de  Abril 
de  1866  y que  retiró  en  4 de  Abril  de  1867. 

Asi  las  cosas , por  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1868 
las  Córtes  autorizaron  al  Gobierno  para  plantear 
la  institución  del  crédito  territorial,  modifican- 
do al  efecto  en  la  parte  que  fuera  indispensable 
las  leyes  de  Enjuiciamiento  civil  y la  Hipoteca- 
ria. Publicóse  esta  ley  por  el  Ministro  de  Hacien- 
da y por  el  mismo  en  5 de  Febrero  de  1868  (no  5 
de  Enero  como  se  lee  en  algunas  colecciones  le- 
gislativas particulares),  se  publicó  un  decreto 
consignando  las  bases  generales  á que  debían 
ajustarse  las  instituciones  de  crédito  que  tuvie- 
ren por  objeto  operaciones  de  préstamos  hipóte- 
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Carlos  ó de  crédito  territorial.  lhetextando  la  de- 
fectuosa constitución  que  tiene  la  propiedad  en 
España,  ei  Ministro  de  Hacienda  reformó  varios 
artículos  de  la  ley  Hipotecaria;  cosa  mas  propia 
seprun  los  antecedentes,  del  Ministro  de  Gracia 
y Justicia.  Este,  por  fin,  de  acuerdo  con  la  Co- 
misión de  Códigos,  presentó  un  proyecto  nuevo 
que  las  Córtes  aprobaron  con  leves  modifica- 
ciones. 

Habiéndose  publicado  la  nueva  reforma  en 
21  de  Diciembre  de  1869,  y aprobádose  por  el 
Gobierno  el  reglamento  general  para  su  ejecu- 
ción, por  decreto  de  29  de  Octubre  de  1870,  se 
dispuso  en  el  mismo,  que  una  y otro  princi- 
piaran á regir  en  la  Península  é Islas  adyacen- 
tes desde  l.°  de  Enero  de  1871. 

En  dicha  ley  se  fijó  el  plazo  de  ciento  ochenta 
dias  para  la  inscripción  de  títulos  sobre  bienes 
ó derechos  reales,  anteriores  al  1."  de  Enero  de 
1863,  contado  desde  la  fecha  de  l.°  de  Enero  de 
1871  en  que  principió  su  observancia.  * 

LEZDA.  Cierta  especie  de  tributo  que  se  paga- 
ba antiguamente,  con  especialidad  por  las  mer- 
cancías. El  ministro  que  lo  recaudaba  se  llama- 
ba lezdero. 

LIBELAR.  Hacer  peticiones,  ó extender  una 
demanda  en  justicia,  explicando  las  razones  en 
que  se  apoya. 

LIBELO.  La  petición,  demanda  ó memorial. 
V.  Demanda. 

LIBELO  FAMOSO  Ó INFAMATORIO.  Libro,  papel  ó 
escrito  satírico  y denigrativo  de  la  honra  ó 
fama  de  alguna  persona.  Como  la  injuria  que 
resulta  de  un  libelo  es  mucho  mas  grave  que  la 
verdad,  pues  esta  suele  ser  efecto  de  un  primer 
movimiento  de  cólera,  y aquella  lleva  el  sello  de 
la  meditación  y de  la  malevolencia , siendo  al 
mismo  tiempo  un  monumento  satírico,  mas  cau- 
sa un  daño  incalculable  á la  persona  contra  quien 
se  dirige , impone  la  ley  penas  mas  severas,  no 
solo  contra  los  autores  de  escritos  de  esta  especie, 
sino  también  contra  los  que  los  copian,  impri 
men  ó propagan.  V.  Injuria,  párrafo  VIII. 

LIBELO  DE  REPUDIO,  El  instrumento  ó escritura 
con  que  el  marido  antiguamente  repudiaba  á la 
mujer  y dirimía  el  matrimonio.  Los  judíos  te- 
nían esta  facultad  que  les  concedía  su  ley  prop- 
ter  duriliem  coráis ; pero  entre  nosotros  es  indi- 
soluble el  vínculo  matrimonial.  V.  Divorcio. 
También  entre  los  Romanos  podían  los  maridos 
repudiar  á sus  mujeres,  como  igualmente  las 
mujeres  á sus  maridos,  y el  libelo  que  el  deman- 
dante del  divorcio  presentaba  á su  consorte, 
estaba  concebido  en  estos  términos:  Tuas  res 
Ubi  habeto,  6 Tuas  res  Ubi  agito. 

LIBERACION.  El  pacto  de  no  demandar  al  deu- 
dor en  tiempo  alguno  su  deuda;  ó la  remisión 
que  el  acreedor  hace  al  deudor  de  lo  que  es- 


908  — 

te  le  debe.  V.  legado , párrafo  XXVII,  y Pago. 

* LIBERACIÓN  DE  LAS  HIPOTECAS  LEGALES  Y OTROS 
GRAVÁMENES,  La  declaración  que  hace  el  juez 
de  quedar  libres  los  bienes  objeto  del  procedi- 
miento, de  toda  carga  no  inscrita  é hipoteca  le- 
gal en  cuanto  á tercero  que  después  adquiera 
dominio  ó derecho  real  en  los  mismos  bienes. 

Aun  cuando  según  la  ley  Hipotecaria,  hipoteca 
no  inscrita  no  produce  efecto;  existiendo  muchas 
antiguas,  cuya  caducidad  no  aparece  clara;  otras 
defectuosas,  que  es  dudoso  si  recaen  sobre  fincas 
determinadas;  antiguas  hipotecas  legales,  que 
según  el  art.  355  subsisten  con  arreglo  á la  le- 
gislación anterior  á 1.“  de  Enero  de  1873,  y sobre 
todo  compradores  de  fincas  que  al  ver  que  en  la 
certificación  de  libertad  aparecen  hipotecas  ge- 
nerales, y que  temen  surja  alguna  legal,  rehúsan 
comprarlas;  tratóse  de  un  medio  por  el  cual  ex- 
plícitamente se  declarasen  caducados  todos  los 
gravámenes,  que  mas  ó menos  pudieren  afectar 
á las  fincas,  sin  constar  explícitamente  en  el  re- 
gistro. 

Decretóse,  pues,  que  los  que  á la  publicación 
de  la  ley  tuviesen  á su  favor  alguna  de  las  hi- 
potecas legales,  no  siendo  las  que  corresponden 
á las  mujeres  casadas  por  dotes,  parafernales  y 
arras,  ó á los  hijos  por  bienes  reservables  ó pe- 
culiares, podían  dentro  de  noventa  dias  exigir 
una  especial,  resolviéndose  las  cuestiones  que 
surgieran  sobre  cuantía  de  la  obligación  ó sufi- 
ciencia de  la  hipoteca,  de  común  acuerdo,  ó en  su 
defecto,  por  resolución  judicial,  con  el  procedi- 
miento marcado  para  la  constitución  y amplia- 
ción de  hipotecas,  y que  trascurrido  ei  plazo  de 
los  noventa  dias,  no  pudiese  exigirse  ya  hipoteca 
especial,  ni  la  general  perjudicara  á tercero: 
artículos  347  aL  351  y 354  de  la  ley  Hipote- 
caria. 

También  se  concedió  el  derecho  de  exigir  hi- 
poteca especial  á los  que  tuvieren  á su  favor  al- 
guna acción  rescisoria  ó resolutoria;  pero  ha- 
brán de  reclamarle  dentro  de  los  sesenta  dias,  y 
trascurridos,  no  se  podrán  ejercitar  las  acciones 
correspondientes  en  perjuicio  de  tercero;  diri- 
miéndose las  diferencias  en  igual  forma,  que  las 
de  las  hipotecas  legales:  arts.  358,  360  y 361. 

Para  concluir  con  ios  gravámenes  ocultos  de 
un  modo  absoluto,  además  de  estas  disposiciones 
acordó  ia  ley  el  procedimiento  de  liberación. 

Pero  no  todos  los  bienes  pueden  liberarse:  tie- 
nen incapacidad  legal  para  ello,  ios  no  inscritos 
en  dominio  ó posesión  h favor  del  que  pretende 
liberarlos,  ó inscritos  en  los  libros  dei  registro 
anteriores  á l.°  de  Enero  de  1863;  los  bienes 
acensuados  ó hipotecados  que  dividido  el  capi- 
tal entre  ellos  no  basten  con  su  valor  á cubrir 
el  triplo  del  censo  ó deuda:  los  que  proceden 
de  herencia  ó legado,  mientras  no  hayan  tras- 
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currido  cinco  años  desde  la  fecha  de  la  inscrip-  i 
Cion:  arts.  365,  380,  381  y 385.  1 

Se  exceptúan  de  esta  prohibición  los  bienes 
de  herencias  adquiridos  por  herederos  necesa- 
rios, siempre  que  la  declaración  de  herederos 
ab  intestato  se  hubiere  hecho  judicialmente  con 
arreglo  á lo  establecido  en  los  arts.  368  al  375  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  de  los  here- 
deros testamentarios  habiéndose  llamado  por 
edictos  á los  ausentes,  en  la  forma  prescrita  en 
el  art.  417  de  la  misma:  art.  382. 

No  es  fundada  la  prohibición  de  liberar  los 
herederos  ó legatarios  hasta  después  de  cinco 
años  de  la  inscripción;  pues,  aun  cuando  ese 
tiempo  se  necesita  para  que  puedan  enajenar,  el 
caso  es  enteramente  distinto.  La  enajenación 
anterior  seria  en  perjuicio  de  un  legatario  ó he- 
redero desconocido  que  pueda  'aparecer  con  un 
testamento  posterior;  mas  la  liberación  favorece 
lo  mismo  al  poseedor  actual,  que  al  que  después, 
en  virtud  de  una  disposición  testamentaria,  pue- 
da declararse  dueño,  y si  se  permite  que  el  sim- 
ple poseedor , que  disfruta  la  cosa  sin  título  ins- 
crito libere,  mas  habia  de  permitirse  al  poseedor 
en  virtud  de  un  título  verdadero  é inscrito , y 
cuya  irrevocabilidad  es  eventual  y hasta  un 
tiempo  determinado. 

Los  bienes  procedentes  de  capellanías  colati  - 
vas  adquiridas  por  conmutación  , cuya  ejecuto- 
ria; si  se  ha  seguido  pleito  para  la  declaración 
del  derecho  de  las  familias  interesadas,  ó para 
el  señalamiento  de  la  parte  alícuota  de  bienes 
y de  la  renta  que  haya  de  convertirse  en  ins- 
cripciones intrasferibles;  no  se  haya  presentado 
en  el  registro;  tampoco  podrán  liberarse  hasta 
pasados  cinco  años  de  la  inscripción:  art.  2.”  del 
reglamento  Hipotecario. 

Los  que  hubieren  inscrito  á su  favor  el  domi- 
nio de  inmuebles  ó derechos  reales  podrán  libe- 
rarlos en  cuanto  á tercero:  l.°,  de  cualesquiera 
hipotecas  legales  ó derechos  no  inscritos  á que 
estuvieren  ó pudieren  estar  afectos;  2.°,  de  las 
cargas  no  inscritas  ni  aseguradas  con  hipoteca 
inscrita,  procedentes  de  acciones  resolutorias  ó 
rescisorias;  3.°,  de  los  derechos  que,  si  bien  hu- 
bieren sido  registrados  en  los  libros  que  lleva- 
ban los  antiguos  contadores  de  hipotecas,  no 
hubiere  podido  determinar  el  Registrador  los 
bienes  k que  afectan,  por  ser  defectuosas  las  ins- 
cripciones; 4.°,  de  todas  las  acciones  rescisorias  ó 
resolutorias  que  pudieran  ejercitarse,  con  inclu- 
sión de  las  que  tuvieren  ios  que  anteriormente 
hubieran  registrado  sus  títulos  relativos  á las 
mismas  fincas  ó derechos,  por  no  habérseles 
hecho  la  notificación  marcada  en  ei  art.  34:  ar 
tículo  365  de  la  ley. 

Compete  exclusivamente  declarar  la  libera- 
ción al  tribunal  de  partido  donde  radiquen  loa 


bienes;  y si  radicasen  en  partidos  distintos,  á 
aquel  en  que  esté  situada  la  casa  habitación  del 
dueño,  en  su  defecto  la  casa  de  labor,  y si  no 
la  hubiere,  la  parte  de  mayor  cabida ; á no  ser 
que  fuera  ferro-carril  ú otra  obra  de  igual  natu- 
raleza, en  cuyo  caso  se  considerará  parte  princi- 
pal la  en  que  esté  situada  la  cabecera  ó arran- 
que de  la  obra:  art.  366  id. 

Los  Registradores  estarán  encargados  de  ins- 
truir los  expedientes  de  liberación:  en  uno  solo 
pueden  comprender  todos  los  bienes  liberables 
que  radiquen  en  su  territorio,  siempre  que  cor- 
responda á un  partido : si  correspondiera  á dos 
ó mas,  se  instruirá  un  expediente  por  cada  uuo 
de  los  en  que  radiquen  bienes  que  se  preten- 
dan liberar:  art.  367  id. 

Para  la  instrucción  de  estos  expedientes  se  han 
fijado  reglas  especiales.  El  interesado,  sin  nece- 
sidad de  abogado  ni  procurador,  según  el  ar- 
tículo 376,  presentará  al  Registrador  un  escrito 
en  papel  del  sello  ü.°  que  contenga:  l.°  Descrip- 
ción de  los  bienes  ó derechos  reales  cuya  libe- 
ración se  solicite.  2.°  Expresión  de  las  cargas  á 
que  estén  afectos  y deban  quedar  subsistentes, 
no  obstante  la  liberación.  3.°  Las  hipotecas  le- 
gales y derechos  no  inscritos.  4.°  Las  acciones 
rescisorias  6 resolutorias  que  pudieran  ejerci- 
tarse contra  los  bienes,  si  los  hubiere  y fueran 
conocidos.  5.°  Los  nombres  de  las  personas  inte- 
resadas en  las  expresadas  hipotecas,  derechos  y 
acciones  y sus  domicilios,  si  se  supieren.  6.“  Los 
nombres  de  la  mujer  é hijos  del  demandante  si 
los  tuviere,  determinando  su  edad,  estado  y do- 
micilio. 7.°  Los  nombres  de  los  que  en  los  veinte 
años  anteriores  hubieren  tenido,  según  el  regis- 
tro, aquellos  bienes  ó derechos.  8.°  Petición  de 
que  se  señale  á las  referidas  personas  ó á cua- 
: lesquiera  otras,  el  plazo  de  noventa  dias  para 
solicitar  la  constitución  de  una  hipoteca  especial 
en  substitución  de  la  general  ó para  ejercer  los 
derechos  y acciones  que  tuvieren;  bajo  aperci- 
bimiento de  que  no  haciéndolo  dentro  de  dicho 
plazo,  se  tendrán  por  extinguidas  las  expresadas 
hipotecas  legales,  derechos  y acciones  en  cuan- 
to á tercero,  que  después  adquiera  dominio  ú 
derecho  real  sobre  cualesquiera  de  ios  bienes 
que  se  liberen;  reglas  1."  y 2.",  art.  368  de  la  ley. 

Presentada  esta  solicitud,  eí  registrador  certi- 
ficará á continuación  la  conformidad  de  su  con- 
tenido con  el  resultado  de  los  libros , ó las  dife- 
rencias que  hubiere,  y si  fueren  accidentales 
ó se  rectificaren  las  esenciales,  acordará  que  se 
practiquen  las  diligencias  pedidas,  dando  cuen- 
ta al  presidente  del  tribunal  del  partido,  y si 
fueren  esenciales,  devolverá  el  escrito  ai  inte- 
resado para  que  lo  rectifique  ó use  de  su  dere- 
cho: regla  3.a  del  art.  308, 

Los  Registradores  considerarán  esenciales  las 
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diferencias  que  hallen  entre  los  escritos  y los  | 
libros  del  Registro,  cuando  notaren  diferencia 
considerable  en  la  medida  de  la  finca,  en  su 
número  de  plantas , en  la  cuantía  del  derecho  ( 
real,  en  el  período  que  haya  poseido  cada  per- 
sona; ó si  en  el  escrito  se  omitiere  algún  gravá- 
men  que  constare  sin  cancelar  en  el  Registro. 

Si  el  interesado  quisiera  rectificar  el  error,  se- 
guirá el  expediente  su  tramitación  ordinaria; 
pero  si  se  sintiere  agraviado  puede  utilizar  el 
recurso  gubernativo  ó la  vía  judicial,  á su  vo- 
luntad: art.  316  del  reglamento. 

No  vemos  la  necesidad  de  que  se  conside- 
re diferencia  esencial,  la  que  haya  entre  las 
plantas  que  se  supongan  existir  en  la  finca,  ni 
la  omisión  de  algún  gravámen  que  conste  sin 
cancelar  en  el  Registro.  Aquella  no  impide  la 
identificación  de  la  finca,  objeto  de  esta  descrip- 
ción, y esta  no  perjudica  á nadie;  además  de 
que  ya  consta  en  el  expediente  por  la  certifica- 
ción del  Registrador:  como  aquel  gravámen  no 
manifestado  no  es  objeto  de  la  liberación  que- 
dará siempre  subsistente;  y el  Registrador,  al  ex- 
pedir certificación  de  libertad  de  la  finca , ates-  ¡ 
tiguara  estar  libre  de  todo  gravámen  oculto,  en 
virtud  de  la  liberación  ; pero  no  de  aquel  gravá- 
men omitido,  que  en  realidad  no  podía  ser  obje-  ' 
to  del  juicio  de  liberación;  pues  en  el  hecho  de  . 
constar  en  el  registro  ya  no  es  ignorado  , ni  no 
inscrito,  únicos  gravámenes  objeto  de  la  libera- 
ción. Si  la  ley  tiende  á algún  otro  propósito,  no 
lo  alcanzamos. 

En  el  caso  de  pretenderse  la  liberación  de  una 
finca  situada  en  el  territorio  de  varios  registros,  ■ 
el  Registrador  que  instruya  el  expediente,  ofi- 
ciará á los  de  los  demás  territorios  á fin  de  que 
libren  la  certificación  prevenida,  cada  uno -por  ■ 
la  parte  de  finca  que  corresponda,  para  lo  cual 
acompañarán  copia  substancial  de  la  demanda 
en  lo  que  fuese  necesario : regla  4."  del  art.  368 
de  la  ley. 

Serán  notificadas  personalmente  6 por  cédula  ' 
en  forma  legal,  las  personas  marcadas  en  los 
párrafos  5.°,  6.°  y 7.”  de  ¡a  solicitud,  ó sus  legí- 
timos representantes,  entregándoseles  una  cé- 
dula firmada  por  el  Registrador,  que  contenga  ¡ 
el  nombre,  apellido,  domicilio,  estado  y pro  fe-  ¡ 
sion  del  actor;  los  bienes  descritos  en  la  deman-  : 
da  de  liberación;  la  designación  de  los  que  pre- 
tenda liberar,  si  no  fuesen  todos;  la  especie  de 
hipoteca  legal,  derecho  ó acción  en  que  pueda 
estar  interesado  el  notificado;  el  término  de  los 
noventa  dias  para  reclamar,  y el  tribunal  donde 
deba  proponerse  la  reclamación:  reglas  5.a  y 6." 
del  art.  368  de  la  ley. 

Para  llevar  á efecto  las  notificaciones,  se  for- 
malizarán las  diligencias  marcadas  en  el  art.  308 
del  reglamento,  insertas  en  el  artículo  Inscrip- 


ción, al  tratar  de  su  nulidad ; en  lo  que  deroga 
la  regla  7.a  del  art.  368  de  la  ley,  que  precep- 
tuaba distintas  diligencias:  art.  316  del  regla- 
mento. 

Los  que  pretendieren  la  liberación  de  sus  bie- 
nes sin  haber  inscrito  el  dominio  de  ellos,  sino 
simplemente  la  posesión,  han  de  expresar  en  el 
escrito . además  de  los  requisitos  menciona- 
dos, la  fecha  de  la  inscripción  de  posesión;  que 
también  se  expresará  en  las  cédulas  que  deben 
entregarse  á los  notificados  y en  los  edictos;  la 
demanda  se  ha  de  notificar  necesariamente  al 
alcalde  del  pueblo  en  cuyo  término  radiquen  los 
bienes  que  se  pretenda  liberar,  y el  plazo  de  los 
noventa  dias  que  se  concede  á los  que  tengan 
interés  en  oponerse,  se  extiende  á ciento  ochen- 
ta dias:  art.  377  de  la  ley. 

Los  que  no  tuviesen  inscrito  el  dominio  ni  la 
posesión,  no  pueden  instaurar  el  juicio  de  libe- 
ración hasta  que  inscriban  aquel  ó esta:  art.  380. 
Si  trataran  de  inscribir  el  dominio  de  bienes 
inmuebles  6 derechos  reales,  por  los  medios  que 
permite  el  art.  404  á los  propietarios  que  ca- 
recen de  título  inscrito,  podrán  al  mismo  tiem- 
po solicitar  la  liberación,  y el  tribunal  de  par- 
tido instruirá  el  expediente  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  dicho  artículo  y los  368  al  373  in- 
clusives de  la  ley  Hipotecaria,  con  las  alteracio- 
nes indispensables  por  la  diferencia  de  casos: 
art.  378  id. 

Cuando  la  finca  que  se  trate  de  liberar  estu- 
viese hipotecada  en  favor  de  la  Hacienda  públi- 
ca, se  liará  la  notificación  al  gobernador  de  la 
provincia  ó al  director  general  á quien  corres- 
ponda el  negocio  que  haya  dado  lugar  á la  hi- 
poteca: regla  8."  del  art.  368. 

La  notificación  á todos  los  demás  que  pudie- 
ren ser  interesados  se  hará  por  edictos  insertos 
en  los  periódicos  oficiales  de  la  provincia  y fija- 
dos en  los  sitios  de  costumbre  de  los  pueblos 
donde  radique  el  Registro,  y del  que  fuere  cabe- 
za de  partido,  caso  de  ser  distintos. 

En  dichos  edictos  se  expresará  el  nombre, 
apellidos,  domicilio,  estado  y profesión  del  ac- 
tor; la  relación  de  los  bienes  que  este  pretenda 
liberar,  indicando  su  situación,  nombre,  núme- 
ro, cabida  y linderos  del  título  de  su  última  ad- 
quisición, y el  nombre  de  su  anterior  propieta- 
rio; los  gravámenes  que  tuviesen  dichos  bienes 
y hayan  de  quedar  subsistentes,  no  obstante  de- 
clararse la  liberación  (requisito  que  creemos  in- 
necesario); las  hipotecas  legales,  derechos  ó ac- 
ciones á que  estuviesen  ó pudieren  estar  afec- 
tos los  mismos  bienes,  según  el  escrito  del  actor, 
y hubiesen  de  quedar  extinguidos  por  la  libera- 
ción si  no  se  reclaman;  el  término  de  los  no- 
venta días  para  deducir  las  reclamaciones  en  el 
tribunal  del  partido,  con  el  apercibimiento  cor* 
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respondiente,  contados  desde  la  fecha  del  Boletín  I 
oficial  en  que  se  publique  el  edicto,  ó de  la  últi-  • 
nía  notificación  si  fuese  posterior  á la  fecha  del 
Boletín:  reg-las  9/  y 10  del  art.  368  de  la  ley. 

Si  los  edictos  han  de  fijarse  ó publicarse  en  la 
misma  localidad  ó en  cualquiera  otra  de  las  del 
partido,  el  Registrador  remitirá  al  juez  munici- 
pal los  edictos;  si  fuera  de  él , la  remisión  será 
al  presidente  del  tribunal  respectivo,  para  que 
ordene  la  publicación : artículo  316  del  regla- 
mento. 

Por  estas  diligencias  en  que  el  registrador 
actúa  como  secretario,  llevará  los  derechos  que 
los  aranceles  judiciales  señalan  á los  secretarios 
de  partido:  art.  376  de  la  ley. 

Durante  el  término  de  los  noventa  dias  el  ex- 
pediente de  liberación  estará  de  manifiesto  en 
la  oficina  del  registrador,  á fin  de  que  puedan 
examinarlo  todos  los  que  tengan  en  ello  algún 
interés:  regla  11  del  art.  368.  Aum  cuando  no 
lo  expresa,  creemos  que  el  Registrador  no  está 
obligado  á tener  de  manifiesto  el  expediente  si- 
no las  horas  de  oficina,  y que  podrán  examinar-  : 
lo,  no  solo  los  interesados,  sino  cualquiera  otra 
persona  que  en  su  nombre  y con  su  autorización 
se  encargue  de  ello. 

Concluido  el  término  de  los  noventa  dias  y 
unidas  al  expediente  todas  las  diligencias  que 
acrediten  las  notificaciones  y fijación  de  edictos 
y un  ejemplar  de  los  periódicos  oficiales  en  que 
los  últimos  se  hayan  publicado,  el  Registrador 
io  remitirá  al  presidente  del  tribunal  del  parti- 
do que  corresponda : regla  12  del  art.  368. 

Las  reclamaciones  que  se  hayan  deducido 
ante  el  tribunal  á consecuencia  de  la  demanda 
de  liberación  no  tendrán  curso  hasta  que  el  Re- 
gistrador haya  remitido  el  expediente;  pero  an- 
tes de  ello  podrán  sustanciarse  los  incidentes 
sobre  declaración  de  pobreza,  libranza  de  tes- 
timonios, ó copias  de  documentos  públicos  que 
hayan  de  servir  de  fundamento  de  las  reclama- 
ciones, y cualesquiera  otros  de  reconocida  ur- 
gencia á juicio  del  presidente  del  tribunal  de 
partido:  art.  369  de  la  ley. 

Si  alguno  solicitare  la  constitución  de  hipote- 
ca especial,  se  dará  traslado  al  actor  procedién- 
dose en  la  forma  establecida  en  el  art.  165  de  la 
ley,  para  la  constitución  ó ampliación  de  hipo- 
tecas; siguiéndose  un  solo  juicio,  aunque  fue- 
ran varios  los  que  solicitaren  tales  hipotecas. 

También  se  seguirán  en  un  soto  juicio  los  de- 
rechos y acciones  ejercitadas  que  afectaren  á la 
totalidad  de  los  bienes  que  se  pretenden  liberar, 
siendo  esto  compatible  con  la  naturaleza  y obje- 
to de  las  reclamaciones;  mas  si  no  lo  fuere  ó las 
acciones  ejercitadas  afectaren  solamente  á de- 
terminados bienes,  se  sustanciarán  separada- 
mente; siguiéndose  en  ambos  casos  los  juicios 
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procedentes  según  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil : art.  370. 

Si  no  se  hubiere  hecho  reclamación  alguna 

contra  los  bienes  objeto  de  la  liberación,  ó los 
que  tuvieren  derecho  á pedir  la  constitución  de 
la  hipoteca  especial  lo  renunciaren  respecto  de 
dichos  bienes,  ó se  hubieren  terminado  los  jui- 
cios promovidos  contra  la  totalidad  de  los  mis- 
mos bienes,  ó hubiere  alguno  de  estos  á los  cua- 
les no  afectaren  las  reclamaciones  propuestas; 
el  presidente  del  tribunal  del  partido  comunica- 
rá el  expediente  de  liberación  al  fiscal,  á fin  de 
que  manifieste  si  se  han  guardado  las  formali- 
dades antedichas,  determinando  los  bienes  ó de- 
rechos que  puedan  ser  liberados,  subsanándose 
los  defectos  que  este  ó el  tribunal  encontraren 
en  el  expediente:  art.  371. 

Perfecto  ya,  se  sentenciará  por  el  juez  expre- 
sándose en  el  fallo:  l.°  El  nombre,  situación, 
número,  cabida,  linderos  y pertenencia  de  cada 
una  de  las  fincas  que  se  liberen.  2.°  La  circuns- 
tancia de  haberse  dictado  la  sentencia  después 
de  sustanciarse  ó no  otros  juicios,  indicándose 
euáles  hayan  sido.  3.°  La  de  haberse  constitui- 
do hipoteca  ó hipotecas  especiales  en  seguridad 
de  derechos  que  antes  estuvieron  garantizados 
con  hipotecas  legales  ó gravámenes  no  inscri- 
tos, ó la  de  no  haberse  constituido  tales  hipote- 
cas por  renuncia  de  los  interesados,  ó por  no 
haberse  reclamado , ó por  no  haberlas.  4.°  Los 
gravámenes  á que  quedan  afectos  los  bienes,  no 
obstante  ia  liberación.  5.°  La  de  quedar  libres 
dichos  bienes  de  toda  carga  no  inscrita  é hipo- 
teca legal  en  cuanto  á tercero  que  después  ad- 
quiera dominio  ó derecho  real  en  los  mismos 
bienes : art.  372  de  la  ley. 

Publicada  la  sentencia  se  hará  notoria  á todos 
en  la  forma  que  se  les  notificó  la  demanda  de 
liberación.  A.  primera  vista  parece  que  esta  sen- 
tencia es  ejecutoria,  atendido  á que  el  art.  373 
. solo  consigna  el  derecho  de  apelar  para  ante  la 
Audiencia  en  los  diez  dias  siguientes  á la  publi- 
cación del  edicto  en  el  Boletín  oficial  de  la  pro- 
vincia é interponer  el  recurso  de  casación  que 
corresponda,  respecto  «á  los  que  hubieren  sido 
perjudicados  por  la  sentencia  y acreditaren  que 
por  fuerza  mayor  ó por  otra  causa  les  hubiere 
sido  materialmente  imposible  reclamar  su  dere- 
cho en  el  término  de  los  noventa  días»  que  se  les 
concediera  para  comparecer;  sin  que  mencione 
á los  que  han  comparecido  y seguido  el  juicio. 
Pero  no  denegándose  expresamente  la  apela- 
ción , ni  estando  admitida  la  instancia  única 
en  nuestro  procedimiento,  salvas  contadas  ex- 
cepciones en  los  tribunales  supremos,  debién- 
dose seguir  los  juicios  de  constitución  de  hipo- 
tecas por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes, según  el  art.  165  de  esta  ley;  y los  de 
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otras  reclamaciones  por  el  procedimiento  que 
corresponda  según  la  de  Enjuiciamiento  civil,  es 
indudable  que  todos  pueden  apelar  y recurrir 
en  casación  del  fallo  de  la  Audiencia. 

Declarada  ejecutoria  la  sentencia,  no  puede 
interponerse  contra  ella  recurso  alguno  en  per- 
juicio de  tercero,  ni  aun  por  el  beneficio  de  la 
restitución:  art.  373. 

De  la  sentencia  se  entrega  testimonio  al  inte- 
resado ó testimonios  si  la  finca  liberada  estuviera 
enclavada  en  los  territorios  de  varios  registros, 
y lo  presentarán  al  Registrador  competente  que 
pondrá  nota  en  el  asiento  mas  moderno  de  pro- 
piedad de  la  finca  ó derecho  liberado  en  la  for- 
ma prescrita  en  el  art.  316  del  Reglamento;  sin 
que  pueda  exigir  por  cada  nota  mas  de  cuatro 
reales;  otra  nota  marginal  de  cancelación  en  los 
libros  antiguos,  y archivará  el  testimonio  de  la 
sentencia  de  cancelación:  arts.  374,  375,  376  y 
414  de  la  ley  y 316  del  Reglamento. 

Este  es  el  procedimiento  inventado  para  con- 
cluir con  las  cargas  reales  ocultas  é hipotecas  le- 
gales no  inscritas:  por  mas  que  ha  querido  hacer- 
se rápido  y económico,  la  naturaleza  de  los  de- 
rechos que  en  el  juicio  han  de  ventilarse,  lo  ím-  | 
pide.  La  acumulación  de  acciones  de  varias 
personas  fundadas  en  motivos  distintos,  en  de- 
rechos diferentes,  lejos  de  contribuir  al  pronto 
despacho,  ha  de  ser  manantial  de  demoras  sin 
cuento,  No  pueden  pleitear  unidos  los  reclaman- 
tes, porque  no  hay  unidad  de  acciones;  no  se 
previene  que  el  término  carra  para  todos  los 
interesados  simultáneamente,  ni  lo  compadece 
tampoco  la  buena  defensa  de  los  derechos  ata  - 
cados por  la  liberación,  y si  cada  incidente  ha  de 
ser  conocido,  discutido, defendido  ó impugnado 
por  cada  una  de  las  partes,  los  términos  adquieren 
una  dilación  prodigiosa,  semejándose  á un  con- 
curso de  acreedores,  cuya  conclusión,  si  no  hay 
aveneucia,  es  siempre  una  cosa  que  no  traspasa 
loslímites  de  una  remota  posibilidad.  La  aglome- 
ración de  facultades  y obligaciones  en  elRegistra- 
dor  al  desempeñar  el  triple  papel  de  tal,  de  juez 
instructor  y de  secretario,  poniendo  certificacio- 
nes, exhortando  á otros  jueces  y notificando  á 
los  interesados,  repugna  á los  principios  que 
rigen  en  materia  de  procedimientos,  mas  estra- 
ña  en  tiempos  en  que  hasta  el  dar  fe  de  un  con- 
trato y de  un  procedimiento  judicial  se  ha  creí- 
do incompatible,  separándose  absolutamente  las 
atribuciones  de  notarios  y escribanos. 

El  permitir  simultáneamente  la  actuación  de 
incidentes  ante  el  tribunal  y la  formación  de  las 
diligencias  prévias  ante  el  Registrador;  el  no  re- 
solverse cuándo  y en  qué  forma  ha  de  acudirse 
para  enmendar  las  faltas  que  este  ó los  jueces 
municipales  cometan  en  las  notificaciones,  ni 
que  se  hace  cuando  interpuesta  la  pobreza  por 


algunos,  se  prefiérala  suspensión  del  pleito  ó su 
continuación  si  el  juicio  se  sigue  por  muchas 
personas,  ha  de  dar  rnárgen  en  la  práctica,  á di- 
ficultades que  solo  se  vencerán  con  el  tiempo  y 
con  el  prudente  arbitrio  judicial. 

Señala  también  la  ley  dos  procedimientos  dis- 
tintos: cuando  la  reclamación  fuese  de  constitu- 
ción de  hipoteca,  el  especial  señalado  para  es- 
tos casos;  si  se  ejercitasen  otros  derechos  y ac- 
ciones, el  juicio  que  proceda;  mas  no  dice  qué 
debe  hacerse  cuando  concurran  peticiones  de 
ambas  clases.  Por  fuerza  habrían  de  formarse 
dos  ó mas  ramos  y darle,  á cada  uno  la  tramita- 
ción que  exigiera  su  naturaleza.  Y.  .inscripción.  * 

LIBERALIDAD.  Cualquier  dádiva  ó beneficio  que 
se  hace  á otro.  A ninguno  se  puede  hacer  bene- 
ficio contra  su  voluntad,  dice  la  ley:  Non  potest 
liberalitas  nolenti  adquirí.  Invito  beneficium  non 
dalur.  Se  puede,  sin  embargo,  pagar  una  deuda 
por  otro,  aunque  el  deudor  lo  ignore  y aunque 
lo  sepa  y lo  contradiga.  La  liberalidad  ó benefi- 
cio no  ha  de  ser  dañoso  al  que  lo  recibe,  adjuva- 
ri  quippe  nos,  non  decipi  beneficio  oportet.  El  be- 
neficio concedido  especialmente  á una  persona, 
es  decir,  el  beneficio  puramente  personal , se 
extingue  con  ella:  Jn  ómnibus  causis  id  observa- 
tur,  ubi  persona  conditio  locum  fácil  beneficio,  ibi 
deficiente  ea,  leneficiuni  quoque  defeiat.  Véase 
Payo. 

LIBERTAD.  Unos  dicen  que  la  libertad  consiste 
en  el  poder  de  hacer  todo  lo  que  no  daña  (i  otro,  de 
modo  que  el  ejercicio  de  los  derechos  naturales 
de  cada  hombre  no  tiene  otros  límites  que  los 
que  aseguran  á los  demás  miembros  de  la  socie- 
dad el  goce  de  los  mismos  derechos;  límites  que 
no  pueden  determinarse  sino  por  la  ley.  Los 
enemigos  de  esta  definición,  la  impugnan  di- 
ciendo que  si  la  libertad  fuese  el  poder  de  hacer 
todo  lo  que  no  daña  á otro,  ni  el  juez  podría 
castigar  al  ladrou,  ni  nadie  podría  hacer  aun  lo 
que  la  ley  le  permite  ü ordena,  sin  examinar 
antes  sus  consecuencias,  ni  disfrutar,  por  ejem- 
plo, el  derecho  de  entrar  en  su  campo  por  el  del 
vecino,  á quien  se  causa  perjuicio  al  atravesar- 
lo. Otros  la  definen:  el  derecho  de  hacer  todo  lo 
que  las  leyes  permiten-,  si  un  ciudadano,  dicen, 
pudiese  hacer  lo  que  prohíben  las  leyes,  no 
tendría  libertad,  porque  los  otros  tendrían  igual-, 
mente  el  mismo  poder.  La  103%  por  fin,  la  define 
diciendo  ser  la  facultad  natural  que  tiene  el 
hombre  para  hacer  lo  que  quisiere,  si  no  se  lo 
impide  la  fuerza  ó el  derecho:  Na  tur  alis  facultas 
ejus  quod  caique  facer e libet,  nisi  si  quid  vi  aut 
jure  pro kibe tur.  Libertad  es,  dice  la  ley  l.“,  títu- 
lo 22,  Part.  4.',  poderío  que  á todo  orne  natural- 
mente de  facer  lo  que  quisiere;  solo  que  fuerza 
ó derecho  de  ley  ó de  fuero  non  gelo  embargue. 
Las  tres  definiciones  coinciden  si  atendemos  á 
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la  explicación  que  hacen  sus  respectivos  deten-  , 
sores. 

La  libertad  en  su  sentido  natural  y verdadero 
es  la  facultad  que  tiene  el  hombre  de  obrar  ó no 
obrar  en  todo  como  crea  convenirle-,  y así  es  que 
toda  ley  le  es  contraria,  porque  toda  ley  la  ata- 
ca y disminuye,  pero  xa  ley  que  nos  quita  una 
parte  de  nuestra  libertad,  nos  asegura  la  porción 
que  nos  queda,  confiriéndonos  los  derechos  de 
seguridad  personal,  de  protección  para  el  honor, 
y de  propiedad,  de  modo  que  el  sacrificio  qué 
hacemos  para  adquirir  tan  preciosos  bienes  es 
mucho  mas  pequeño  que  la  adquisición.  La  li- 
bertad, pues,  de  los  ciudadanos  será  mayor  ó 
menor,  según  la  mayor  ó menor  gravedad  de  los 
obstáculos  que  la  ley  oponga  á sus  acciones;  y 
tales  pueden  ser  las  leyes  de  un  Estado,  que  ab- 
sorban casi  enteramente  la  libertad  de  los  in- 
dividuos que  le  componen. 

La  libertad  es  una  cosa  inestimable,  y el  pri- 
mero de  todos  los  bienes:  Libertas  inceslimaUlis 
res  est.  Todas  las  criaturas  la  aman  y desean 
naturalmente;  pero  mas  los  hombres,  y de  estos 
los  que  son  de  noble  corazón,  como  dice  la 
ley  1.a,  tit.  22,  Part.  4.a,  añadiendo  que  todos  los  ' 
jueces  deben  favorecerla.  De  aquí  es  que  no 
debe  establecerse  ley  alguna  sino  cuando  ei 
bien  que  haya  de  producir  sea  superior  al  mal 
que  causa  por  la  diminución  de  la  libertad. 

Antiguamente  podía  un  hombre  mayor  de 
veinte  años  vender  su  libertad,  esto  es,  poner  su 
persona  y facultades  á disposición  de  otro: 
ley  1.a,  tit.  21,  Part.  4/  Pero  la  venta  supone  un 
precio;  y por  el  hecho  de  venderse  un  hombre 
entraban  todos  sus  bienes  en  la  propiedad  del 
dueño,  de  modo  que  el  dueño  en  rigor  no  daba 
nada,  y el  esclavo  nada  recibia.  Es  cierto  que  el 
esclavo  podia  tener  un  peculio,  pero  el  peculio 
era  accesorio  á la  persona  y estaba  también  su- 
jeto á la  disposición  del  dueño  ó señor.  No  ha- 
bía, por  tanto,  verdadera  venta,  y semejante 
contrato  era  seguramente  un  contrato  absurdo 
que  contenia  la  mas  enorme  de  todas  las  lesio- 
nes. Véase  Esclavitud,  Esclavo  y Liberto. 

* LIBERTAD  DE  ASOCIACION.  V.  Asociación  y De- 
rechos individuales.  * 

* LIBERTAD  DE  CULTOS.  V.  Culto  y Religión.  * 

* LIBERTAD  DE  ENSEÑANZA.  Con  posterioridad 
á las  disposiciones  expuestas  sobre  esta  materia 
en  el  artículo  de  esta  obra  Instrucción  pública,  se 
han  publicado  las  siguientes: 

Con  el  objeto  de  prevenir  las  dudas  que  pu- 
dieran ocurrir  en  la  aplicación  del  decreto  de  29 
de  Setiembre  do  1874,  sobre  inscripción  y tras- 
lación de  matrículas  y exámenes,  se  han  dictado 
por  Real  órden  de  25  de  Setiembre  de  1875  las 
siguientes  disposiciones: 

1.a  No  se  verificará  la  matrícula  en  niDguna 

Tomo  m. 


de  las  asignaturas  que  componen  la  segunda 
enseñanza  y las  facultades  universitarias  sin  que 
consten  académicamente  ganadas  y probadas 
las  que  les  preceden  en  el  órden  establecido  por 
dicho  decreto. 

2.  Los  alumnos  que  se  hubieren  examinado 
de  ingreso  por  tribunales  que  no  sean  compues- 
tos de  catedráticos  del  Instituto  y trasladasen  la 
matrícula  á otro  establecimiento  público  ó pri- 
vado, se  sujetarán  en  el  mismo  á nuevo  exámen 
de  primera  enseñanza. 

3. "  El  estudio  de  la  lengua  griega  se  hará  en 
dos  cursos  que  abrazarán  : el  primero  su  conoci- 
miento analógico,  y el  segundo  el  exámen  de 
sus  formas  y elegancias  sintáxicas  y bellezas 
oratorias  y poéticas  , conforme  á lo  dispuesto  en 
la  Real  órden  de  l.°  de  Mayo  de  1875.  Estos  estu- 
dios precederán  al  de  la  literatura  clásica  grie- 
ga y latina. 

4. a  Los  dos  años  de  prolegómenos  del  derecho 
y derecho  romano,  que  se  estudiarán  succesi va- 
mente,  precederán  á los  elementos  de  derecho 
civil  español , común  y foral  y á las  instituciones 
de  derecho  canónico. 

5. a  La  matrícula  de  elementos  de  derecho 
mercantil  y penal  y teoría  y práctica  de  proce- 
dimientos judiciales,  se  verificará  únicamente 
después  de  realizados  los  estudios  á que  se  re- 
fiere la  disposición  anterior. 

6. n  La  Disciplina  eclesiástica  sucederá  á las 
Instituciones  de  derecho  canónico;  la  Ampliación 
de  derecho  civil  y penal  español,  á los  Elemen- 
tos de  estas  materias,  y la  Práctica  forense,  á la 
Teoría  y práctica  de  los  procedimientos. 

7. a  Precederá  á la  matricula  de  Hacienda 
pública  la  de  Economía  política,  y la  de  derecho 
político  y administrativo,  y nociones  de  derecho 
civil,  penal  y mercantil  de  España,  ála  de  dere- 
cho político  de  los  principales  estados,  y derecho 
mercantil  y legislación  de  aduanas  de  los  pue- 
blos con  quienes  España  tiene  mas  frecuentes 
relaciones  comerciales. 

8. a  Las  matrículas  de  Fisiología,  Higiene  pri- 
vada, Patología  general  y Terapéutica,  se  harán 
después  que  las  de  los  primeros  cursos  de  ana- 
tomía descriptiva  y disección. 

9. a  Las  matrículas  en  Patología  médica  qui- 
rúrgica, Patología  especial  de  la  mujer  y de  los 
niños,  y Medicina  operatoria,  serán  posteriores 
á las  de  los  dos  cursos  de  Anatomía  y á las  de 
Fisiología,  Higiene  privada.  Patología  general 
y Terapéutica. 

10.  Los  dos  cursos  de  Materia  farmacéutica, 
precederán  á todos  los  estudios  de  la  íacultad. 

11.  La  enseñanza  de  ejercicios  prácticos  po- 
drá simultanearse  únicamente  con  la  de  prácti- 
ca de  operaciones  farmacéuticas. 

12.  La  de  farmacia  químico-inorgánica  pre- 
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ceileró  á la  de  farmacia  químico-orgánica,  y 
esta  á la  de  práctica  de  las  operaciones  fariña-  ¡ 
céuticas. 

Con  el  objeto  de  dar  complemento  al  decreto 
de  4 de  Junio  de  1875  que  trazó  reglas  para  dar 
validez  académica  á los  estudios  privados,  y con 
el  de  facilitar  su  ejecución,  se  han  dictado  por 
fíeal  decreto  de  27  de  Octubre  del  mismo  año  las 
siguientes  disposiciones: 

El  Gobierno  designará  todos  los  años  y antes 
de  Noviembre  los  jueces  de  los  tribunales  que 
lian  de  funcionar  en  dicho  mes  y en  el  de  Abril 
con  las  condiciones  marcadas  en  los  arts.  4.° 
al  6.°  del  decreto  de  4 de  Junio:  art.  1.a 

Ei  aspirante  á grado  académico  ó título  profe-  . 
sional,  presentará  antes  del  citado  mes  de  No-  ¡ 
viembre  ó del  (le  Abril,  instancia  al  secretario 
de  la  Universidad  ó establecimiento  correspon- 
diente, quien  después  de  cumplir  lo  prevenido 
en  el  art.  20  (del  decreto  de  4 de  Junio,  que  ver- 
sa sobre  formación  del  expediente  de  identifica-  ¡ 
cion  del  aspirante)  publicará,  de  acuerdo  con  el  ; 
tribunal  y con  cuarenta  y ocho  horas  de  antici- 
pación el  nombre  del  candidato,  así  como  el 
local,  (lia  y hora  en  que  ha  de  verificarse  el  exi- 
men: art.  3J 

Con  anticipación  dará  conocimiento  á los  can- 
didatos de  los  programas  correspondientes  á las 
asignaturas  comprendidas  en  cada  grupo,  y 
cuando  en  estos  hubiere  mas  de  un  programa 
en  la  respectiva  Universidad  ó Instituto,  servirá 
el  del  catedrático  oficial  que  tenga  mayor  anti- 
güedad en  la  enseñanza:  art.  4.° 

El  número  de  grupos  de  asignaturas  para  op- 
tará los  ejercicios  del  grado  de  bachiller  será  el 
expresado  en  el  art.  12  del  decreto  de  4 de  Junio, 
y el  de  facultades  el  expresado  en  el  art.  7.°  del' 
decreto  de  27  de  Octubre:  art.  7.c 

El  Gobierno  designará  el  tiempo  oportuno,  y 
caso  de  ser  necesario  los  grupos  de  asignatu- 
ras que  han  de  probar  los  que  aspiran  á títulos 
periciales,  profesionales  ó de  escuelas  superio- 
res: art.  8.° 

Los  ejercicios  4 que  se  refiere  el  art.  13  del  de- 
creto de  4 de  Junio  se  verificarán  con  el  mismo 
tribunal  ó tribunales  ante  los  cuales  se  hayan 
efectuado  los  exámenes  de  asignaturas  ó por  ’ 
grupos:  art.  9.° 

Los  aspirantes  á grados  ó títulos,  según  el  de- 
creto de  enseñanza  libre  completarán  en  cada 
convocatoria  los  exámenes  respectivos  á todos  ó 
cada  uno  de  los  grupos  de  estudios  asignados  á 
facultad  ó escuela.  Exceptúanse  los  de  la  segun- 
da enseñanza,  que  deberán  probarse  en  una  sola 
convocatoria.  Podrán,  sin  embargo,  los  candida- 
tos, si  lo  creen  conveniente,  sufrir  en  una  con- 
vocatoria ios  exámenes  de  todas  las  asignaturas 
del  grado  ó título  en  ambos  órdenes  de  enseñan- 


' za,  y dejar  para  la  siguiente  los  que  correspon- 
dan á los  ejercicios  prevenidos  en  el  art.  13: 
art.  12. 

La  aprobación  en  los  grupos  no  da,  conforme 
al  art.  17,  validez  académica  para  las  asignatu- 
ras respectivas  de  la  enseñanza  oficial,  ni  tam- 
poco son  incorporales  los  estudios  de  esta  para 
los  que  por  libre  quieran  optar  á grados  y títu- 
los académicos:  art.  11, 

Las  prescripciones  del  Real  decreto  de  4 de 
Junio  no  son  aplicables  á los  estudios  del  docto- 
rado, los  cuales  se  harán  siempre  en  los  esta- 
blecimientos oficiales  de  la  Nación:  art.  12. 

La  expedición  de  títulos  se  hará  en  la  misma 
forma  que  la  de  los  oficiales,  consignándose  eu 
ellos  el  decreto  por  el  cual  el  interesado  ha  he- 
cho válidos  sus  estudios:  art.  15. 

Por  Real  órden  de  21  de  Noviembre  de  1875  se 
ha  resuelto  , que  los  profesores  de  la  enseñanza 
pública  sujeta  á cursos  académicos  necesitan 
autorización  especial  para  el  ejercicio  de  la  pri- 
vada: disp.  1.a 

Corresponde  á los  rectores,  como  delegados 
del  ministro  de  Fomento,  conceder  autorización, 
á solicitud  de  los  interesados  y consultando  el 
buen  servicio  de  la  enseñanza  oficial:  disp.  2.a 

No  se  autorizará  á los  profesores  de  estable- 
cimiento público  para  dirigir  colegios  ó estable- 
cimientos privados  ni  para  lecciones  ó repasos 
particulares  de  las  asignaturas  que  desempeñan 
con  carácter  oficial:  disp.  3.a 

No  podrán  formar  parte  de  los  tribunales  de 
examen  ni  en  su  asignatura,  ni  en  ninguna 
otra,  aunque  sea  de  distinta  facultad  ó escuela, 
los  profesores  autorizados  parala  enseñanza  pri- 
vada: disp.  4.a 

Estas  disposiciones  no  son  aplicables  á la  en- 
señanza primaria , á las  clases  de  idiomas,  ni  á 
los  estudios  de  aplicación  que  se  dan  en  los  Ins- 
titutos: disp.  5.’  * 

LIBERTAD  INDIVIDUAL,  Véase  Arrestar , Derechos 
individuales  y Juicio  criminal,  pár,  XXIV. 

LIBERTAD  DE  INDUSTRIA,  Véase  Industria , Abas- 
tos, Gremios  y Granos. 

LIBERTADES.  Las  franquezas,  prerogativas,  pri- 
vilegios, concesiones  ó derechos  de  que  goza  al- 
guu  pueblo. 

LIBERTINO.  El  que  mediante  la  manumisión 
ha  salido  de  la  esclavitud  ó servidumbre  en  que 
se  hallaba.  Llámase  libertino  en  razón  de  su  es- 
tado, y liberto  por  relación  á su  patrono.  Mas  al 
principio,  liberto  era  el  manumitido  ó libertado 
de  la  esclavitud,  y libertino  el  hijo  de  liberto. 
El  libertino  pasa  de  siervo  á libre,  y de  cosa  á 
persona. 

* LIBERTAD  DE  IMPRENTA.  El  derecho  que  tienen 
todos  los  Españoles,  y del  que  no  pueden  ser  pri- 
vados, según  el  art.  17  de  la  Constitución  de  18t>9, 
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de  emitir  libremente  sus  ideas  y opiniones  va- 
liéndose de  la  imprenta  ó de  otro  procedimiento 
semejante. 

Nada  podia  imprimirse , según  las  antiguas 
leyes,  sin  prévia  censura;  después,  en  la  Consti- 
tución de  1837,  se  consignó  que  todos  los  Espa- 
ñoles podían  imprimir  y publicar  libremente  sus 
ideas  sin  prévia  censura,  con  sujeción  á las  le- 
yes; precepto  que  repitió  la  de  1845;  sin  embar- 
go, los  escritos  se  censuraban,  y además  se  exi- 
gía á las  empresas  periodísticas  editor  responsa- 
ble y depósito  que  garantizase  la  cobranza  de 
multas  que  se  impusieran  á los  periódicos.  Dije- 
ron que  todo  esto  cabía  en  la  libertad  de  im- 
prenta, en  virtud  de  las  palabras  «con  arreglo  á 
las  leyes.»  La  Constitución  de  1809,  mas  franca 
y mas  consecuente  con  los  principios  proclama- 
dos, borró  la  legislación  especial  de  imprenta, 
mandando  en  .su  art.  22,  que  no  se  podia  esta- 
blecer por  leyes  ni  por  autoridades  disposición 
alguna  preventiva  que  se  refiriese  ai  ejercicio 
del  derecho  de  emitir  ideas  y opiniones  por  me- 
dio de  la  imprenta,  añadiendo  como  mayor  pre- 
caución para  la  inviolabilidad  del  derecho,  que 
tampoco  podia  establecerse  la  censura,  el  depó- 
sito ni  el  editor  responsable  para  los  periódicos. 
En  su  consecuencia,  las  trasgresiones  que  se 
cometan  por  los  escritores,  han  de  juzgarse  por 
las  leyes  comunes. 

Qué  sistema,  si  el  preventivo  de  la  escuela 
conservadora,  ó el  represivo  de  la  escuela  liberal, 
responde  mejor  á la  naturaleza  especialísima  de 
los  delitos  que  se  cometen  por  medio  de  la  im- 
prenta, motivo  ha  sido  de  largas  discusiones. 
Para  nosotros  no  es  dudoso:  no  hay  legislación 
eficaz  y equitativa  mas  que  en  el  sistema  pre- 
ventivo. Permitir  que  se  cometa  un  delito  que 
puede  evitarse,  es  inicuo,  y mas  cuando  ese  de- 
lito la  mayor  parte  de  las  veces  es  de  circuns- 
tancias, es  de  apreciación  y nace  del  criterio  del 
mismo  que  ha  de  juzgarlo. 

No  es  nuestro  objeto  el  engolfarnos  en  estas 
cuestiones  de  derecho  constituyente,  y por  ello, 
expuesta  nuestra  opinión,  nos  ceñiremos  á con- 
signar el  derecho  constituido. 

La  Comisión  de  codificación  que  cesó  en  1869, 
encontró  graves  dificultades  para  comprender 
los  delitos  de  imprenta  en  el  Código  penal,  por 
temor  de  que,  aplicando  los  principios  de  este 
derecho  tales  como  estaban  consignados  en  el 
Código,  resultase  una  represión  excesivamente 
grave  ó una  impunidad  alarmante,  fein  embaí 
go,  prevaleció  la  opinión  diferente,  y se  com- 
prendieron en  el  Código  los  delitos  cometidos 
por  medio  de  la  imprenta.  Mas  para  evitar  los 
inconvenientes  expuestos,  al  paso  que  se  toma 
ron  por  guia  las  disposiciones  mas  importantes 
y aplicables  al  nuevo  sistema  de  las  diversa»  e 


i. 


yes  especiales  en  lo  respectivo  á las  personas 
responsables  de  aquellos  delitos,  se  introduje- 
ron reglas  excepcionales  y ficciones  de  ley  rela- 
tivas á los  mismos.  ¿Pero  satisfacen  entera- 
mente estas  ficciones  y excepciones  á lo  que 
reclama  la  justicia,  atendido  el  carácter  y natu- 
raleza de  estos  delitos,  y lleva  ventaja  esta  le- 
gislación penal  sobre  los  mismos  á la  de  las  le- 
yes especiales  anteriores? 

En  la  sesión  de  31  de  Mayo  de  1870,  así  lo  ase- 
guró el  señor  ministro  de  Gracia  y Justicia, 
contestando  á varias  dudas  que  expuso  un  señor 
diputado:  «Teng’o  vanagloria  en  confesar,  decia 
el  señor  ministro,  que  si  hubiéramos  de  someter 
la  imprenta  á la  ley  común,  al  Código  penal,  la 
libertad  de  imprenta  desaparecería  entre  nos- 
otros. Para  evitarlo,  he  tenido  necesidad  de  es- 
tablecer dentro  del  Código  penal  algunas  dispo- 
siciones relativas  á los  abusos  que  pueda  come- 
ter la  imprenta;  he  necesitado  crear  para  ello 
privilegios,  pero  privilegios  favorables  á la  im- 
prenta, á fin  de  salvarla  de  las  durísimas  conse- 
cuencias de  un  peligro  de  muerte,  si  hubiera  de 
aplicársele  la  legislación  común  del  Código.» 

Examinemos,  pues,  las  nuevas  reglas,  excep- 
ciones ó privilegios  establecidos  y creados  en 
favor  de  los  delitos  de  imprenta  sobre  las  reglas 
generales  á que  están  sujetos  los  delitos  co- 
munes. 

Primeramente,  en  los  delitos  de  imprenta  no 
hay  cómplices  ni  encubridores,  puesto  que  según 
se  previene  en  el  art.  12  del  Código  penal  de  1870, 
se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior (11,  que  declara  ser  responsables  criminal- 
mente de  los  delitos,  los  autores,  cómplices  y los 
encubridores)  los  delitos  y faltas  que  se  cometan 
por  medio  de  la  imprenta,  grabado  ú otro  me- 
dio mecánico  de  publicación,  y que  de  dichos 
delitos  responderán  criminalmente  solo  los  au- 
tores; y aun  respecto  de  estos,  no  todos  los  que 
se  consideran  tales  en  general  por  el  Código,  lo 
son  en  aquellos  delitos. 

Así,  pues,  según  lo  px-escrito  en  el  art.  14,  sin 
embargo  de  lo  expuesto  en  el  anterior  (12,  sobre 
que  se  consideran  autores:  l.°,  los  que  toman 
parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho;  2.°,  los 
que  fuerzan  ó inducen  á otros  á ejecutarlo,  y 
3.°,  los  que  cooperan  á su  ejecución  por  un  acto 
sin  el  cual  no  se  hubiera  ejecutado),  solamente 
se  reputarán  autores  de  los  delitos  mencionados 
en  el  art,  12,  los  que  realmente  lo  hayan  sido  del 
escrito  ó estampa  publicados.  Si  estos  no  fueren 
conocidos,  ó no  estuvieren  domiciliados  en  Es- 
paña, ó estuvieren  exentos  de  responsabilidad 
cidminal,  con  arreglo  al  art.  8.  de  dicho  Código, 
se  reputarán  autores  los  directores  de  la  publi- 
cación que  tampoco  se  hallen  en  ninguno  de  los 
tres  casos  mencionados.  En  defecto  de  estos,  se 
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reputarán  autores  los  editores  también  conoci- 
dos y domiciliados  en  España  y no  exentos  de 
responsabilidad  criminal,  según  el  artículo  an- 
teriormente citado,  y en  defecto  de  ellos,  los  im- 
presores. 

Acerca  de  esta  disposición,  debemos  observar 
primeramente,  que  no  se  castiga  por  el  Código, 
respecto  de  los  delitos  de  imprenta,  á los  que  in- 
ducen directamente  á otros  á ejecutarlos,  con  la 
misma  pena  señalada  para  los  delitos  comunes. 

Sobre  este  punto  hay  en  el  Código  dos  disposi- 
ciones que  se  lian  considerado  y son  verdadera- 
mente de  suma  importancia. 

Nos  referimos  h las  de  los  arts.  532  y 583  del 
Código  de  1870,  según  los  cuales,  los  que  provo- 
caren directamente  por  medio  de  la  imprenta,  el 
grabado  ú otro  medio  mecánico  de  publicación, 
á la  perpetración  de  los  delitos  comprendidos  eu 
dicho  Código,  incurrirán  en  la  pena  inferior  en 
dos  grados  á la  señalada  al  delito;  y si  á la  pro- 
vocación hubiere  seguido  la  perpetración  del 
delito,  la  pena  de  la  provocación  será  la  inme- 
diatamente inferior  en  grado  á la  que  para  aquel 
esté  señalada. 

En  la  sesión  de  31  de  Mayo  de  1870,  en  que 
principió  á discutirse  en  su  totalidad  el  proyecto 
del  Código  penal  reformado  en  el  mismo  año, 
dijo  el  señor  ministro  de  Gracia  y Justicia  en 
apoyo  de  estas  dos  disposiciones:  «Debo  llamar 
la  atención  de  las  Córtes  sobre  un  punto,  que  es 
el  principal  que  se  reñere  ála  imprenta,  dejando 
anulados  todos  los  especialísimos  é importantí- 
simos preceptos  que  se  establecen  en  el  12.  Me 
refiero  á los  dos  artículos  del  tít.  16,  lib.  2.°  del  \ 
Código,  que  trata  de  las  disposiciones  generales. 
¿Qué  se  castiga  en  estas  disposiciones?  No  se 
castigan,  como  se  castigaban  por  las  leyes  ante- 
riores, todas  las  provocaciones  que  por  la  im- 
prenta se  hacían  para  la  perpetración  de  los  de-  ¡ 
litos,  sino  las  provocaciones  directas.  La  mino- 
ración de  pena  que  se  establece  en  las  dos  dis- 
posiciones mencionadas  respecto  de  los  delitos 
de  imprenta  es  indubitable;  puesto  que  en  lugar 
de  imponerse  la  pena  del  delito  consumado  al 
que  induce  á otro  á cometerlo,  como  se  establece 
respecto  de  los  delitos  comunes,  se  ie  impone  tan 
solo,  aun  en  el  caso  de  que  hubiere  seguido  la 
perpetración  del  delito  á la  provocación,  la  pena 
inmediatamente  inferior  en  grado  de  las  corres- 
pondientes escalas  penales,  y si  no  hubiera  se- 
guido dicha  perpetración,  la  inferior  en  dos 
grados.  Esta  minoración  de  penalidad,  es  tanto 
mas  atendible,  cuanto  que  la  mayor  parte  de  los 
delitos  que  se  cometen  por  medio  de  la  imprenta 
se  refieren  á provocaciones  ó excitaciones  á uno 
ó varios  delitos,  ya  que  no  es  exacto,  como  se 
sostuvo  en  Francia,  que  todos  ellos  estaban  re- 
ducidos á provocaciones , excepto  los  de  calum- 


nia ó injuria,  cuando  se  redactó  la  ley  de  17  de 
Mayo  de  1819.» 

Téngase  presente  que  las  disposiciones  de  los 
arts.  582  y 583  enumeradas  no  son  aplicables 
respecto  de  las  provocaciones  á delitos  determi- 
nados, á que  se  han  impuesto  en  el  Código  penas 
especíales. 

Tampoco  lo  son  respecto  de  las  faltas  de  im- 
prenta, pues  se  castigan  especialmente  por  el 
art.  584  del  Código. 

El  art.  14  que  llevamos  expuesto  dispone  se 
considere  como  responsable  de  los  delitos  de 
imprenta , en  primer  lugar  al  autor  del  escrito 
ó estampa  publicado,  disposición  adoptada  en 
nuestras  leyes  especiales  sobre  los  delitos  de  im- 
prenta , y que  se  funda  en  ser  tal  agente  quien 
verifica  el  acto  principal  é inmediato  que  cons- 
tituye el  delito , ó quien  toma  la  parte  mas  di- 
recta en  la  ejecución  del  hecho.  Esto  se  entien- 
de cuando  la  publicación  se  hubiere  efectuado 
con  su  plena  voluntad  y conocimiento,  mas  no 
si  probare  lo  contrario. 

Es  responsable  en  segundo  lugar,  el  director 
del  periódico  en  que  salió  á luz  dicho  escrito  ó 
estampa,  porque  él  es  quien  mandó,  ó por  lo 
menos  toleró  la  publicación  de  aquellos.  En  el 
caso  de  que  probare  haberse  verificado  la  publi- 
cación sin  su  noticia  ni  consentimiento  , queda- 
rá relevado  de  dicha  responsabilidad.  Mas  esto 
solo  tiene  lugar  en  los  casos  en  que  el  autor  del 
escrito  ó estampa  publicados  no  fuere  conocido 
ó no  estuviere  domiciliado  en  España,  ó estuvie- 
re exento  de  responsabilidad  criminal  con  arre- 
glo al  art.  8.°  del  Código  penal;  porque  si  en  el 
primer  caso  no  fuera  responsable  el  director, 
podría  fácilmente  eludirse  el  castigo,  negándose 
este  á revelar  el  nombre  de  aquel ; en  los  demás 
casos , no  siendo  posible  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad criminal  en  el  autor  del  escrito,  ha 
de  recaer  esta  en  el  inmediato  responsable.  Tie- 
ne también  por  objeto  la  ley,  al  fijar  esta  exen- 
ción , que  no  se  finja  por  el  director  que  fué  el 
autor  del  escrito  quien  se  hallaba  comprendido 
en  ella.  Es  consecuencia  lógica  de  esta  disposi- 
ción, que  tampoco  pueda  exigirse  la  responsa- 
bilidad expresada  á los  directores  cuando  estos 
se  encontraren  en  alguno  de  los  casos  mencio- 
nados. Las  leyes  especiales  de  imprenta  conte- 
nían también  disposiciones  análogas  á las  ante- 
riores. 

Son  responsables  en  tercer  lugar,  el  editor 
también  conocido  y domiciliado  en  España  y no 
exeuto  de  responsabilidad  criminal,  según  el  ar- 
tículo anteriormente  citado.  No  se  trata  aquí  de 
los  editores  responsables  ó de  las  personas  que 
firman  un  periódico  asumiendo  sobre  sí  la  res- 
ponsabilidad de  los  delitos  cometidos  por  medio 
de  este,  pues  tal  clase  de  editores  ha  desaparecido 
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de  nuestras  leyes  de  imprenta,  sino  de  las  perso- 
nas que  toman  á su  cargo  ó ásu  cuenta  y ries-o  la 
publicación  de  un  periódico  ó de  una  obra- balo 
este  concepto  no  pueden  considerarse  exentos  de 
responsabilidad,  puesto  que  han  aceptado  el 
pensamiento  constitutivo  de  la  obra  y hasta  la 
manera  de  exponerlo.  Solamente  probando  su 
ignorancia  respecto  de  la  exposición  de  aquel 
pensamiento  que  perpetró  el  delito  podrian  re- 
levarse de. la  pena. 

En  defecto  de  editores , son  responsables  los 
impresores,  entendiéndose  portales,  para  el  efec- 
to del  art.  14,  los  directores  ó jefes  del  estableci- 
miento en  que  se  lia  impreso,  grabado  ó publi- 
cado por  cualquier  otro  medio  el  escrito  ó es- 
tampa criminal. 

Aunque  es  libre  la  imprenta  y por  consi- 
guiente potestativo  en  todos  escribir  su  pensa- 
miento, dice  un  acreditado  comentarista,  no  es- 
tando á merced  de  los  impresores  la  caliñcacion 
de  los  actos  justiciables,  en  ninguna  pena  pue- 
den estos  incurrir  por  la  publicación  de  pensa- 
mientos ajenos,  de  cuya  criminalidad  no  tienen 
conciencia;  pero  como,  sin  embargo,  pudiera 
ocurrir  que  diesen  publicidad  á esos  pensamien- 
tos maliciosamente,  y para  ocultar  á su  autor,  ó 
á sabiendas  de  que  el  espíritu  de  ellos  era  cri- 
minoso, el  art.  14  designa  los  casos  en  (que  gra- 
vita sobre  ellos  la  responsabilidad. 

Igual  graduación  de  personas  responsables  se 
designa  en  el  art.  203  del  Código  respecto  de  las 
publicaciones  clandestinas  ó que  no  llevan  pié 
de  imprenta  ó lo  llevan  supuesto. 

Según  dicho  artículo,  incurren  en  la  pena  de 
arresto  mayor:  l.°  Los  autores,  directores,  edi- 
tores ó impresores  en  sus  respectivos  casos  (esto 
es,  en  los  del  art.  14)  de  publicaciones  clandes- 
tinas. Se  entienden  por  tales  las  que  no  llevan 
pié  de  imprenta  ó le  llevan  supuesto.  2.°  Los 
directores,  editores  ó impresores  (también  en 
sus  respectivos  casos),  de  publicaciones  periódi- 
cas que  no  hayan  puesto  en  conocimiento  de  la 
autoridad  local  el  nombre  del  director,  antes  de 
salir  aquella  á luz.  En  la  misma  pena  incurrirán 
los  mencionados  en  este  artículo,  cuando  no  pu- 
sieren en  conocimiento  de  la  autoridad  local 
antes  de  salir  á luz  ia  publicación  periódica  el 
nombre  del  editor,  si  aquella  lo  tuviere. 

También  nuestras  leyes  especiales  de  impren- 
ta venian  á designar  las  mismas  personas  res- 
ponsables. Además  alguna  de  ellas,  en  el  caso 
de  que  los  folletos  ó papeles  salieran  sin  el  nom- 
bre de  la  imprenta  ó del  impresor,  mando  pro- 
ceder contra  los  expendedores  y los  que  los  die- 
ran para  venderlos;  y la  ley  de  13  de  Julio  de 
1857  declaró  que  en  los  impresos  clandestinos 
era  siempre  cómplice  del  delito  cometido,  el  im- 
presor. 


Es  digno  de  aplauso  que  en  el  Código  penal 
no  se  haya  extendido  hasta  dichas  personas  la 
responsabilidad  criminal. 

Tales  son  las  disposiciones  generales  prescri- 
tas en  el  Código  penal  de  1870  sobre  los  delitos 
de  libertad  de  imprenta , al  sujetarlos  á la  pe- 
nalidad y á los  procedimientos  de  la  ley  coman. 

El  Gobierno,  sin  embargo,  no  debió  quedar 
suficientemente  satisfecho  de  su  obra,  puesto 
que  fué  introduciendo  variaciones  en  ella  hasta 
que  publicó  el  decreto  de  31  de  Diciembre  de 
1875,  sometiendo  gran  número  de  los  delitos  de 
imprenta  á una  penalidad  y á uu  procedimiento 
especial. 

Lo  notable  de  las  razones  en  que  se  fundan 
estas  disposiciones  en  el  preámbulo  de  dicho 
decreto  y el  trazarse  en  él  la  reseña  histórica  de 
las  anteriores,  nos  impulsa  á insertar  aquí  sus 
párrafos  mas  notables,  que  son  los  siguientes. 

«Abandonar  á la  ley  penal  común  y al  juicio 
criminal  ordinario  la  represión  de  todos  los  abu- 
sos que  por  la  imprenta  pueden  cometerse,  es 
uu  sistema  que  á primera  vista  seduce  por  su 
sencillez,  pero  que  no  resiste  á un  exámen  dete- 
nido; pues  si  hay  algunos  que,  como  las  inju- 
rias, calumnias  y amenazas  á particulares,  las 
provocaciones  al  crimen  y contados  excesos, 
susceptibles  de  apreciación  material,  constitu- 
yen delitos  y faltas  comunes,  y otros  que,  cual 
las  ofensas  comprendidas  en  el  art.  162  del  Có- 
digo penal , son  verdaderos  atentados,  los  demás 
salen  de  esta  esfera  , y sin  dejar  ciertamente  de 
presentar  los  caracteres  necesarios  para  hacerlos 
merecedores  de  corrección,  ni  se  amoldan  bien  á 
las  doctrinas  y definiciones  del  Código  penal,  ni 
se  prestan  á la  aplicación  de  la  crítica  ordinaria 
; en  los  juicios,  ni  á sus  trámites  y dilaciones,  ni 
admiten  tampoco  la  penalidad  común,  á no  tras- 
pasar evidentemente  los  límites  de  la  razón  y la 
justicia.» 

El  art.  162  aquí  citado,  se  refiere  álas  injurias 
y amenazas  inferidas  al  Rey. 
i «Bien  patente  se  ofreció  esta  verdad  en  1873, 
cuando  los  mas  ardientes  partidarios  de  aquel 
sistema  se  vieron  obligados  á reemplazar  las 
prescripciones  del  Código  con  las  penas  nuevas 
de  amonestación  ó advertencia,  multa  á la  em- 
presa y suspensión,  que  obedecen  á la  doctrina 
opuesta,  y precisados  á substituir  á la  jurisdic- 
ción de  los  tribunales  ejercida  con  toda  la  so- 
lemnidad de  las  formas  procesales,  la  autoridad 
de  los  gobernadores  civiles  procediendo  admi- 
nistrativa y sumarísimamente , porque  no  en- 
contraron otro  medio  de  defender  á la  sociedad 
y al  Gobierno  en  circunstancias  graves  de  los 
rudos  y diarios  ataques  de  una  prensa  des- 
bordada. 

»E1  Ministerio-regencia,  que  ejerció  el  poder  en 
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nombre  de  V.  AI.  desde  su  universal  proclama- 
ción basta  el  feliz  instante  en  que  ocupó  el  tro- 
no ile  sus  mayores,  sacó,  por  el  decreto  de  22  de 
Enero,  la  prensa  periódica  del  dominio  del  libér- 
rimo arbitrio  administrativo,  enumerando  y pre- 
cisando los  únicos  delitos  ó abusos  por  los  que 
podían  ser  suspendidos  ó suprimidos  los  perió- 
dicos, y graduando  racionalmente  estas  penas 
con  relación  á aquellos. 

«Al  proponer  boy  el  Gobierno  á V.  M.  un  paso 
mas  en  el  camino  de  la  libertad,  mantiene  sin 
embargo,  con  profunda  convicción  la  misma 
clase  de  penalidad  para  la  prensa  periódica, 
completándola  con  la  adición  de  dos  ó tres  casos 
en  que  también  ha  de  aplicarse  en  debido  com- 
plemento del  sistema  adoptado,  no  solo  porque 
á ello  le  obligan  los  altísimos  deberes  que  so- 
bre él  pesan  por  ia  muy  honrosa  confianza  de 
V.  AL,  atendidas  las  circunstancias  que  todavía 
atraviesa  el  pais,  en  medio  de  dos  guerras  civi- 
les, y no  bien  calmadas  aun  las  pasiones,  que  se 
desencadenaron  en  los  pasados  dias  de  anarquía, 
sino  también  porque  considera  preferible  aque- 
lla penalidad  á las  anteriormente  ensayadas. 

«Nuestras  leyes  ó decretos  del  período  consti- 
tucional fluctuaron  entre  las  penas  corporales  y 
las  pecuniarias,  habiendo  ofrecido'  aquellas  el 
triste  cuadro  de  los  editores  responsables , hom- 
bres desgraciados , que  por  precio  vivían  (nuevo 
género  de  esclavitud)  bajo  el  peso  de  una  série 
interminable  de  condenas,  por  delitos  que  no 
habían  cometido  ni  podido  cometer,  y estas  el  ¡ 
poco  edificante  ejemplo  de  una  guerra  entabla-  j 
(la  entre  el  dinero  al  servicio  de  empresas  perio- 
dísticas privilegiadas  y el  Gobierno  de  la  na- 
ción, bastardeándose  la  opinión  pública,  no  re- 
cayendo tampoco  las  penas  sobre  los  autores  de 
los  escritos  condenados,  y burlándose  al  fin  la 
ley  con  la  fácil  devolución  de  las  multas.  ¿No  es 
mas  justo  que  la  represión  de  las  extralimita-  ‘l 
clones  cometidas  por  una  entidad  anónima,  como 
lo  es  el  periódico,  recaigan  sobre  esta  misma 
entidad  afectándole  por  medio  de  la  suspensión 
ó destruyéndole,  si  á tanto  diere  motivo  con  la 
reincidencia  en  los  delitos  mas  graves,  por  la 
supresión  después  de  dos  ó tres  suspensiones? 

«Pero  al  abrirse  el  período  electoral  con  la  so- 
lemne convocatoria  de  las  Córtes,  el  Gobierno 
desea  garantizar  á los  partidos  legales  el  noble 
palenque  de  la  imprenta,  para  que  en  él  com- 
batan en  lucha  pacífica  de  opiniones,  doctrinas 
y aspiraciones  patrióticas,  ilustrando  á los  co- 
micios; y al  efecto  tiene  el  honor  de  proponer  á 
V.  AL,  en  el  adjunto  proyecto  de  decreto,  la  subs- 
titución del  libre  arbitrio  de  la  autoridad  gu- 
bernativa, para  la  aplicación  de  las  penas  de 
suspensión  y supresión;  por  el  criterio  jurídico, 
sereno  é imparcial  de  tribunales  colegiados,  que, 


en  virtud  de  denuncia  de  los  fiscales  de  impren- 
ta, administren  cumplida  justicia  á los  periódi- 
cos en  todas  las  capitales  de  distrito  judicial. 

»La  índole  de  las  cuestiones  internacionales, 
especialmente  en  el  estado  actual  de  España  y 
de  Europa,  exige  que  sobre  este  punto,  y solo 
sobre  él,  continúe  la  prensa  sometida  á la  auto- 
ridad del  Gobierno,  único  modo  de  que  este 
cumpla  sus  altos  y delicados  deberes  en  tales 
materias,  evitando  que-  durante  el  curso  de  una 
negociación  diplomática,  revelaciones  ó apre- 
ciaciones indiscretas  , puedan  comprometer  el 
interés,  el  derecho  ó la  dignidad  del  país.  El 
Gobierno,  responsable  de  todos  sus  actos  ante 
las  Córtes,  dará  en  ellas  cuenta,  en  el  momento 
que  considere  oportuno ; como  es  de  universal, 
costumbre  respecto  á los  asuntos  exteriores;  del 
uso  que  baya  hecho  de  sus  facultades. 

«Exige  la  especialidad  de  la  materia  en  que  los 
tribunales  de  imprenta  lian  de  ejercer  su  im- 
portante ministerio  que,  al  menos  por  ahora,  se 
elijan  para  su  formación  los  tres  Magistrados 
que  por  sus  antecedentes  y estudios  parezcan 
mas  competentes,  entre  los  que  componen  la' 
respectiva  audiencia,  todos  dignos,  rectos  é ilus- 
trados. 

»E1  exceso  considerable  de  trabajo  que  proba- 
blemente ha  de  pesar  sobre  el  tribunal  de  im- 
prenta de)  Madrid,'  reclama  una  remuneración 
especial  para  sus  individuos,  la  cual  no  puede  ser 
extensiva  á los  de  otras  audiencias  por  la  razón 
contraria  á la  que  en  esta  capital  la  justifica. 

«Por  idéntico  motivo  se  hace  indispensable  el 
nombramiento  de  un  fiscal  especial  de  imprenta 
en  Madrid,  mientras  que  en  las  restantes  capi- 
tales de  distrito  judicial  basta  que  se  designe, 
para  ejercer  este  cargo,  uno  de  los  funcionarios 
del  ministerio  público  adscritos  á aquellos  tri- 
bunales superiores. 

«Claro  es  que,  así  como  los  magistrados  queen 
cada  Audiencia  han  de  formar  el  tribunal  de 
imprenta  deben  de  ser  designados  por  el  minis- 
terio de  Gracia  y Justicia,  al  cual  competen  la 
organización  y gobierno  de  todos  los  del  reino, 
con  arreglo  á las  leyes;  al  de  la  Gobernación 
corresponde  nombrar  ó designar  los  fiscales, 
como  encargado  de  velar  por  los  intereses  públi- 
cos , cuya  representación  y defensa  se  les  enco- 
mienda. 

«Así  organizados  los  tribunales  de  imprenta, 
sus  procedimientos  contendrán  todas  las  garan- 
tías que  la  prensa  puede  apetecer,  y que  el  Go- 
bierno de  V.  Al.  desea  darle  de  un  modo  sério  y 
positivo.  No  habiendo  necesidad  de  identificar 
la  persona  dei  autor  del  hecho  que  se  persigue, 
pues  que  solo  se  trata  de  castigar  al  periódico, 
representado  en  el  juicio  por  su  director,  las 
diligencias  prévias  al  juicio  oral  se  simplifican 
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considerablemente,  reduciéndose  al  secuestro 
del  número  que  es  objeto  de  la  denuncia  en 
conformidad  con  la  misma  ley  ordinaria  de  En- 
juiciamiento criminal , y á la  citación  y empla- 
zamiento del  director.  En  dicho  juicio  pueden 
los  periódicos  tener  legítima  representación  y 
defensa,  ai  igual  del  ministerio  público;  y si  el 
fallo  les  fuere  desfavorable,  les  queda  expedito 
el  recurso  de  casación  para  ante  el  Tribunal  Su-  i 
premo. 

»Tal  es  la  importante  innovación  que  el  Go- 
bierno cree  conveniente  hacer  en  el  régimen 
actual  de  la  prensa.  Los  espíritus  menos  impar- 
ciales reconocerán  que  es  un  progreso  en  la 
senda  de  la  libertad , que  confirma  su  sincero  y 
constante  deseo  de  restablecer,  secundando  los 
altos  designios  de  Y.  M.,  las  condiciones  norma- 
les del  sistema  constitucional  á medida  que  las 
circunstancias  generales  del  pais  lo  van  hacien- 
do posible,  como  también  de  que  á las  próximas 
elecciones  presida  un  alto  espíritu  de  imparcia- 
lidad , facilitando  á todas  las  opiniones  legítimas 
los  medios  de  hacer  sentir  su  influencia  sobre  el 
cuerpo  electoral,  para  que  las  próximas  Córtes, 
llamadas  á afianzar  el  Gobierno  representativo 
sobre  el  cimiento  del  trono  augusto  de  V.  M., 
sean  expresión  fiel  y verdadera  de  la  voluntad 
de  la  nación. 

»E1  Gobierno,  al  proponer  á V.  M.  la  aproba- 
ción del  adjunto  proyecto  de  decreto,  no  preten- 
de establecer  el  régimen  definitivo  de  la  prensa 
periódica,  y sí  únicamente  proveer,  de  un  modo 
provisional  y transitorio  , á la  necesidad  del  pe- 
ríodo político  que  comienza  con  el  llamamiento 
de  las  Córtes.  A estas  con  V.  M.  corresponde  re- 
visar después  la  obra  actual  del  Gobierno,  y dar 
la  solución  permanente  que  mas  convenga  en 
tan  delicada  é importante  materia.  » 

Teniendo  en  cuenta  las  anteriores  considera- 
ciones, se  dictaron  las  disposiciones  siguientes: 

Serán  reprimidos  por  los  medios  que  se  esta- 
blecen en  el  presente  decreto  los  abusos  que  en 
el  ejercicio  de  la  libertad  de  imprenta  cometan 
los  periódicos  y estén  comprendidos  en  los  pár- 
rafos siguientes: 

1. °  Hacer  alusiones  ofensivas  ó irrespetuo- 
sas , ya  sea  directa , ya  indirectamente,  á los 
actos  ó á las  opiniones  de  la  inviolable  persona 
del  Rey,  ó proferir  expresiones  depresivas  para 
cualquiera  otro  individuo  de  la  Real  familia. 

2. °  Atacar  directa  ó indirectamente  el  siste- 
ma monárquico-  constitucional. 

3. °  Injuriar  á alguno  de  los  Cuerpos  Core- 
gisladores  ó á sus  Comisiones,  ó á cualquier  se- 
nador  ó diputado  en  particular,  por  las  opinio- 
nes manifestadas  ó por  los  votos  emitidos  en  el 
Senado  ó en  el  Congreso,  ó amenazarlos  para 
coartar  el  libre  ejercicio  de  las  atribuciones  que  j 


les  competen  como  Representantes  de  la  nación. 

4.n  Dar  noticias  ó promover  discusiones  que 
puedan  producir  discordia  ó antagonismo  entre 
los  distintos  cuerpos  ó institutos  del  ejército  y 
la  armada,  ó entre  sus  generales,  jefes,  oficiales 
ó individuos  de  tropa,  ó en  cualquier  forma  y 
por  cualquier  medio  inducir  al  quebrantamien- 
to de  la  disciplina  militar. 

o.n  Publicar  noticias  de  guerra  que  puedan 
favorecer  las  operaciones  del  enemigo,  ó descu- 
brir las  que  hayan  de  ejecutar  las  fuerzas  del 
ejército  ó la  armada. 

(5.  Publicar  noticias  falsas  de  las  que  pueda 
resultar  algún  peligro  para  el  órden  público,  ó 
daño  á los  intereses  ó al  crédito  del  Estado. 

7."  Provocar  á la  desobediencia  de  las  leyes 
ó de  las  autoridades  constituidas,  aunque  la 
provocación  no  haya  sido  seguida  del  acto  cri- 
minal aconsejado;  ó hacer  la  apología  de  accio- 
nes calificadas  de  delitos  ó faltas  por  las  leyes. 

Inferir  insultos  á personas  ó cosas  reli- 
giosas. 

9. °  . Ofender  á los  Soberanos  reinantes,  ó á los 
poderes  constituidos  en  otras  naciones,  asi  como 
á sus  Representantes  acreditados  en  esta  córte; 
siempre  que  este  delito  esté  penado  en  la  Ración 
respectiva. 

10.  Injuriar  á personas  constituidas  en  auto- 
ridad: art.  l.° 

Entiéndese  por  periódico,  para  los  efectos  de 
este  decreto,  toda  publicación  que  salga  á luz 
en  períodos  ya  determinados,  ya  inciertos,  ya 
con  el  mismo  título,  ya  con  diverso,  con  tal  que 
no  exceda  de  diez  pliegos  de  impresión  del  ta- 
maño del  papel  sellado:  art.  2.° 

Por  ahora  continuará  prohibida  la  publicación 
de  todo  periódico  nuevo  sin  prévia  Real  licencia 
á la  cual  habrá  de  preceder  informe  favorable 
del  gobernador  de  la  provincia  donde  haya  de 
publicarse.  Al  solicitar  dicha  licencia,  se  desig- 
nará la  persona  que  haya  de  encargarse  de  la 
dirección  del  periódico  y el  domicilio  de  la  mis- 
ma. Los  periódicos  que  no  tengan  hecha  esta  de- 
signación, lo  verificarán  dentro  de  los  tres  dias 
siguientes  á aquel  en  que  se  reciba  en  la  pobla- 
ción donde  salgan  á luz  el  número  de  la  Gaceta 
de  Madrid  en  que  se  publique  el  decreto  de  im- 
prenta. Los  autores,  directores,  editores  é impre- 
sores de  publicaciones  periódicas  que  faltaren  á 
lo  que  en  este  artículo  se  previene,  incurrirán 
en  la  pena  señalada  en  el  art.  203  (que  ya  hemos 
expuesto)  del  Código  penal,  que  será  aplicada  por 
los  tribunales  ordinarios:  art.  3.° 

Al  periódico  que  incurra  en  alguno  de  los  cin- 
co primeros  casos  previstos  en  el  art.  1.  , se  le 
suspenderá  por  un  plazo  que  no  baje  de  veinte 
dias  ni  exceda  de  dos  meses;  si  reincidiere  en  el 
mismo  abuso  ó hubiere  sufrido  ya  dos  condenas 
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por  actos  comprendidos  en  dichos  cinco  casos* 
la  suspensión  será  de  uno  á tres  meses;  y en 
caso  de  segunda  reincidencia  en  el  propio  abuso 
6 de  haber  sufrido  tres  condenaciones  por  los 
comprendidos  en  el  mismo  grupo,  será  suprimi- 
do. Los  abusos  previstos  en  los  cinco  últimos 
párrafos  del  mismo  artículo  serán  castigados 
con  la  pena  de  suspensión  por  término  de  siete 
á veintiún  dias,  y por  doble  tiempo  la  reinci- 
dencia én  el  mismo  caso  ó el  incurrir  por  terce- 
ra vez  en  abusos  expresados  en  este  segundo 
grupo:  art.  4.° 

A consecuencia , pues,  de  las  disposiciones 
expuestas  del  decreto  de  31  de  Diciembre  y del 
Código  penal,  hay  en  el  dia  dos  penalidades  y 
dos  procedimientos  distintos  respecto  de  los  de- 
litos de  imprenta.  El  castigo  de  los  delitos  ex  - 
presados en  el  citado  decreto  se  aplica  cod  forme 
al  procedimiento  especial  determinado  en  el 
mismo;  el  castigo  de  los  demás  delitos  que  no 
hallándose  penados  en  aquel  decreto  lo  están  en 
el  Código  penal,  se  aplica  según  las  disposicio- 
nes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Procedimiento  para  el  castigo  de  los  delitos  ex- 
presados en  el  decreto  de  31  de  Diciembre.— las 
penas  señaladas  en  el  art.  4.°  de  dicho  decreto 
serán  aplicadas  por  un  tribunal  compuesto  de 
tres  magistrados  de  la  Audiencia  en  cuyo  terri- 
torio se  publique  el  periódico,  designados  por 
el  ministro  de  Gracia  y Justicia.  Los  magistra- 
dos de  la  Audiencia  de  Madrid  que  formen  el 
tribunal  de  imprenta  tendrán  sobre  su  sueldo 
la  gratificación  anual  de  2.500  pesetas:  art.  5.° 
del  decreto  citado. 

Habrá  en  la  Audiencia  de  Madrid  un  fiscal  es- 
pecial de  imprenta  con  los  auxiliares  necesarios 
para  el  desempeño  de  este  servicio,  nombrados 
uno  y otros  por  el  ministerio  de  la  Gobernación; 
en  las  demás  Audiencias  desempeñará  este  car- 
go el  teniente  fiscal  ó un  abogado  fiscal  desig- 
nado por  el  mismo  ministerio.  El  fiscal  de  im- 
prenta de  Madrid  tendrá  igual  sueldo  y catego- 
ría que  el  teniente  fiscal  de  la  misma  Audien- 
cia: art.  6.° 

Si  el  periódico  sale  á luz  en  Madrid,  se  pre- 
sentará en  el  momento  de  la  publicación  de  cada 
número  un  ejemplar  en  la  fiscalía  de  imprenta, 
otro  en  la  presidencia  del  Consejo  de  ministros, 
otro  en  el  ministerio  de  la  Gobernación  y otro 
en  el  gobierno  de  la  provincia;  en  las  otras 
poblaciones  donde  hay  Audiencia  se  presentará 
un  ejemplar  en  la  fiscalía  de  imprenta  y otro  en 
el  gobierno  de  la  provincia;  en  las  demás  capi- 
tales uno  solo  en  el  gobierno  civil,  y en  los  res- 
tantes pueblos  en  la  primera  alcaldía.  Todos  los 
ejemplares  referidos  deberán  estar  firmados  por 
el  director  del  periódico,  á quien  se  dará  recibo 
de  la  presentación.  El  periódico  que  dejare  de 


presentar  alguno  de  los  ejemplares  de  que  queda 
hecho  mérito,  incurrirá  en  la  pena  de  suspensión 
de  ocho  á quince  dias,  aplicable  por  el  tribunal 
de  imprenta  en  virtud  de  denuncia  fiscal,  y sin 
otra  prueba  que  la  exhibición  del  número  pu- 
blicado y la  falta  del  recibo  de  la  autoridad:  ar- 
tículo 7.° 

El  fiscal  de  imprenta  ordenará  por  sí,  ó en 
virtud  de  mandato  del  gobierno,  y llevará  á 
efecto  el  secuestro  de  la  edición  del  número  en 
que  aparezca  haberse  cometido  alguno  de  los 
abusos  comprendidos  en  el  art.  l.°;  y esta  me- 
dida se  ejecutará,  en  cuanto  á los  ejemplares 
expedidos  para  otras  poblaciones,  por  órdenes 
escritas  ó telegráficas  á las  respectivas  autori- 
dades: art.  8.° 

En  el  término  de  veinticuatro  horas  después 
de  verificado  el  secuestro,  presentará  el  fiscal  la 
denuncia  al  tribunal  de  imprenta,  el  cual  seña- 
lará desde  luego  dia  para  la  vista,  que  no  podrá 
ser  anterior  al  tercero  ni  posterior  al  sexto,  á 
contar  desde  la  presentación  de  la  denuncia.  En 
la  misma  providencia  ordenará  la  citación,  em- 
plazamiento y notificación  del  señalamiento  al 
director  del  periódico,  en  el  domicilio  que  este 
hubiere  designado  conforme  al  art.  3.°,  cuya  di- 
ligencia se  verificará  con  entrega  de  copia  de  la 
denuncia,  y por  cédula  en  el  caso  de  no  ser  ha- 
bido el  director  en  dicho  domicilio:  art.  9.° 

El  emplazado  podrá  comparecer  por  sí  ó por 
medio  de  procurador  con  poder  bastante,  y asis- 
tido ó no  de  letrado,  según  su  voluntad:  art.  10. 

El  tribunal  de  imprenta  se  reunirá  en  el  dia 
señalado  para  celebrar  vista;  este  acto  será  pú- 
blico, á no  ser  que  el  tribunal  decida  lo  contra- 
rio por  exigirlo  así  la  decencia:  art.  11. 

En  el  acto  de  la  vista  dará  cuenta  el  secreta- 
rio de  Sala  ó relator  de  las  actuaciones  practica- 
das, acusará  el  fiscal  y defenderá  el  periódico 
un  letrado  en  ejercicio  del  respectivo  Colegio,  ó 
de  fuera,  con  tal  que  se  halle  habilitado  en  la 
forma  prescrita  por  las  disposiciones  vigentes. 
La  vista  se  verificará  aunque  no  asista  el  defen- 
sor del  periódico:  art.  12. 

Terminada  la  vista,  el  tribunal  dictará  el  fa- 
llo, que  se  publicará  en  la  audiencia  inmediata; 
si  fuese  condenatorio,  se  impondrán  las  costas 
al  periódico;  si  absolutorio,  se  declararán  de 
oficio:  art.  13. 

Formará  sentencia  el  voto  de  la  majaría;  si 
sobre  la  aplicación  de  la  pena  ú otro  punto  en 
que  quepa  diversidad  de  pareceres  no  hubiere 
mayoría,  se  estará  al  voto  mas  favorable  al  pe- 
riódico denunciado. 

Cuando  del  proceso  resultare  que  se  ha  come- 
tido alguno  de  los  delitos  no  comprendidos  en 
este  decreto  y sí  en  el  Código  penal  vigente,  el 
tribunal  de  imprenta  mandará  pasar  el  oportu- 


LI 


LI 


— 921  — 


no  tanto  de  culpa  al  competente  juez  de  prime- 
ra instancia  para  su  persecución  y castigo  con- 
forme á las  leyes  comunes:  art.  15. 

Si  el  periódico  fuese  condenado,  se  inutilizará 
la  edición  secuestrada;  si  absuelto,  se  devolverá 
al  director:  art.  16. 

Contra  el  fallo  del  tribunal  de  imprenta,  no  se 
dará  otro  recurso  que  el  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  en  la  sustanciacion  del 
proceso,  ó por  infracción  de  este  decreto  en  la 
aplicación  de  la  pena:  podrán  utilizar  este  re- 
curso tanto  el  fiscal  como  el  director  del  perió- 
dico: art.  17. 

El  recurso  de  casación  se  interpondrá,  en  el 
término  improrogabie  de  tres  dias,  ante  el  pre- 
sidente del  tribunal  sentenciador  para  ante  la 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo:  al  deducir- 
lo el  director  del  periódico,  acreditará  haber 
consignado  en  la  Caja  general  de  Depósitos  ó en 
una  de  sus  sucursales  la  cantidad  de  1.000  pe- 
setas: art.  18. 

Interpuesto  el  recurso  en  tiempo  y forma,  el 
presidente  del  tribunal  de  imprenta  remitirá  los 
autos  al  Supremo,  citando  y emplazando  á las 
partes  para  que  comparezcan  en  el  término  de 
ocho  dias,  si  el  proceso  se  hubiese  instruido  en 
la  Península,  de  doce  si  en  las  islas  Baleares,  y 
de  un  mes  si  en  las  islas  Canarias:  art.  19. 

El  Tribunal  Supremo  comunicará  los  autos  á 
las  partes  por  su  órden,  para  instrucción  por 
término  de  tres  dias  á cada  una:  art.  20. 

Instruidas  las  partes,  se  señalará  dia  para  la 
vista,  que  se  verificará  en  la  forma  prescrita  en 
los  arts.  11  y 12;  y terminado  este  acto,  se  dictará 
la  sentencia  declarando  haber  ó no  lugar  al  re- 
curso; la  sentencia  se  publicará  en  la  audiencia 
inmediata:  art.  21. 

Si  se  estimare  el  recurso  de  casaciou  por  que- 
brantamiento de  forma,  el  Tribunal  Supremo 
determinará  al  propio  tiempo  el  estado  á que 
han  de  reponerse  los  autos.  Si  se  casare  la  sen- 
tencia por  infracción  de  este  decreto  en  la  apli- 
cación de  la  pena,  se  impondrá  en  el  fallo  de  ca- 
sación la  que  sea  procedente:  art.  22. 

La  declaraciou  de  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación,  lleva  consigo  la  condena  en  las 
costas  al  recurrente  y la  pérdida  del  depósito. 
Si  el  recurso  que  se  desestime  hubiere  sido  in- 
terpuesto por  el  fiscal,  se  satisfarán  las  costas 
con  cargo  al  fondo  que  tiene  este  objeto  especial, 
artículo  23. 

La  publicación  de  las  defensas  pronunciadas 
en  los  juicios  de  imprenta,  se  considerará  como 
un  número  del  periódico  denunciado,  y estará 
sujeta,  por  tanto , á las  prescripciones  de  este 
decreto:  art  24. 

En  las  poblaciones  donde  no  baya  Audiencia, 
podrán  el  gobernador  y el  alcalde,  en  su  caso, 
Tomo  ni. 


proceder  al  secuestro  de  los  números  en  que  á 
su  juicio  se  baya  cometido  alguno  de  los  abusos 
previstos  en  el  art.  l.°;  pero  deberán  dar  cuenta 
por  el  primer  correo  al  fiscal  de  imprenta  del  ter- 
ritorio, remitiéndole  el  ejemplar  autorizado  para 
que  pueda  denunciarlo.  Eu  estos  casos,  el  tér- 
mino para  formalizar  la  denuncia  comenzará  á 
correr  desde  que  el  fiscal  reciba  el  ejemplar  del 
número  secuestrado,  y el  del  emplazamiento  se 
prolongará  un  dia  por  cada  50  kilómetros  de 
distancia  que  medien  entre  el  lugar  donde  se 
publique  el  periódico  y la  residencia  del  tribu- 
nal de  imprenta:  art.  25. 

Las  gratificaciones  de  los  magistrados  de  la 
Audiencia  de  Madrid  que  compongan  el  tribu- 
nal de  imprenta,  los  sueldos  del  fiscal  y sus  au- 
xiliares y la  cantidad  que  se  fije  para  material 
de  la  fiscalía,  se  satisfarán  con  cargo  al  presu- 
puesto del  ministerio  de  la  Gobernación:  art.  26. 

En  las  cuestiones  de  recusación,  competencia 
y demás  incidentes  y actuaciones  sobre  que  no 
contiene  disposición  especial  el  presente  decre- 
to, se  estará  á lo  prescrito  en  las  leyes  comunes 
de  procedimientos:  art.  27. 

Teniendo  en  cuenta  la  importancia  de  las  re- 
laciones internacionales,  el  Gobierno  queda,  por 
ahora,  facultado  para  que,  prévia  una  adverten- 
cia especial  sobre  la  inconveniencia  de  tratar 
determinadas  cuestiones  de  esa  clase,  pueda 
suspender  por  primera  y segunda  vez  y supri- 
mir por  la  tercera,  en  los  términos  del  art.  4.°  de 
este  decreto,  los  periódicos  que  continúen  escri- 
biendo sobre  tales  asuntos,  desentendiéndose  de 
la  advertencia:  art.  28. 

Quedan  derogadas  las  disposiciones  relativas 
al  ejercicio  de  la  libertad  de  imprenta  en  cuanto 
se  opongan  á lo  ordenado  en  el  presente  decre- 
to, del  cual  se  dará  cuenta  á las  üórtcs  en  la 
próxima  legislatura:  art.  29. 

Procedimiento  para  la  averiguación  y castigo  de 
los  delitos  de  imprenta  penados  por  las  leyes  comu- 
nc$, — ei  conocimiento  de  esta  clase  de  delitos 
correspondía  al  Jurado  y se  efectuaba  enjuicio 
oral  y público , según  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal.  Mas  suspendido  el  juicio  del  Jurado, 
corresponde  hoy  á los  jueces  de  primera  instan- 
cia y á las  Audiencias. 

La  averiguación  del  autor  real  del  delito  es  el 
objeto  principal  del  sumario:  sí  el  escrito  ó es- 
tampa se  hubiera  publicado  en  un  periódico, 
además  de  tomar  declaración  al  director,  redac- 
tores y jefe  del  establecimiento  tipográfico,  se 
reclamará  el  original  de  cualquiera  que  lo  hu- 
biere tenido  en  su  poder,  el  cual  en  caso  de  no 
conservarlo  ha  de  decir  á quién  se  lo  ha  entre- 
gado: debiendo  tomarse  esta  declaración  al  jefe 
y dependientes  del  establecimiento  en  que  se 
hubiere  becbo  ia  impresión  ó estampación,  si  la 
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publicación  perseguida  fuere  de  un  esciito  ó 
estampa  suelta. 

Hay  en  las  leyes  que  penan  las  infracciones 
que  se  cometen  por  medio  de  la  imprenta  algu- 
nas particularidades  que  han  de  tenerse  presen- 
tes para  el  recto  procedimiento.  kSegun  el  art.  11 
del  Código  penal,  han  de  responder  criminal- 
mente de  los  delitos  los  autores,  cómplices  y 
encubridores;  pero  el  art.  12  exceptúa  de  esa 
regla  los  delitos  y faltas  que  se  cometan  por  j 
medio  de  la  imprenta,  grabado  ú otro  medio 
mecánico  de  publicación , de  los  que  solo  res- 
ponden los  autores.  Y no  es  esta  la  única  ano- 
malía: el  art.  13  determina  que  se  consideren 
autores  de  los  delitos,  no  solo  los  que  toman 
parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho , sino  los 
que  fuerzan  ó inducen  directamente  á otros  á 
ejecutarlo  ó cooperan  á su  ejecución  por  un  acto 
sin  el  cual  no  se  hubiera  efectuado;  sin  embar- 
go , el  art.  14  dispone  que  en  los  delitos  de  im- 
prenta solo  han  de  reputarse  autores  los  que 
realmente  lo  hayan  sido  del  escrito  ó estampa 
publicados. 

Y también  contra  las  reglas  de  derecho  que 
hacen  presumir  autor  de  un  delito  al  que  se 
confiesa  por  tal,  salvo  prueba  del  mismo,  para 
desvirtuar  su  confesión  si  fuera  falsa,  dispone 
la  ley , que  no  sea  bastante  la  confesión  de  un 
supuesto  autor  para  que  se  le  tenga  como  tal  y 
para  que  no  se  dirija  el  procedimiento  contra 
otras  personas,  si  de  las  circunstancias  del  con- 
feso ó de  las  del  delito  resaltaren  indicios  bas- 
tantes para  creer  que  no  fué  el  autor  real  del 
escrito  ó estampa  publicado : art.  506  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  de  22  de  Diciembre 
de  1872. 

Si  el  autor  real  del  escrito  ó estampa  no  fuese 
conocido  ó no  estuviese  domiciliado  en  España 
ó estuviese  exento  de  responsabilidad  criminal  . 
con  arreglo  al  art.  8.°  del  Código,  se  reputarán 
autores  los  directores  de  la  publicación  que  tam- 
poco se  hallen  en  ninguno  de  los  tres  casos  men- 
cionados. En  defecto  de  estos,  se  reputarán  au- 
tores, los  editores  también  conocidos  y domici- 
liados en  España  y no  exentos  de  responsabiii-  I 
dad  criminal,  y en  defecto  de  estos  los  impreso- 
res, entendiéndose  por  tales,  los  directores  ó 
jefes  del  establecimiento  en  que  se  haya  impre- 
so, grabado  ó publicado  por  cualquier  otro  me- 
dio el  escrito  ó estampa  criminal:  art.  14  del  Có- 
digo penal,  y 502  al  505  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal. 

De  la  combinación  de  estas  disposiciones  re- 
sulta que  puede  suceder  que  con  arreglo  á la  ley 
de  procedimiento,  el  juez  crea  que  el  que  con- 
fiesa el  delito  no  es  el  verdadero  autor,  y no  sa- 
biendo quién  sea,  encause  al  director,  editor  ó 
impresor  de  la  publicación , y se  absuelva  al  que 


ha  confesado  el  delito  , porque  se  presume  que 
no  es  verdadero  autor,  y se  condene  al  editor 
ó impresor  que  niegan  el  delito  y que  (especial- 
mente el  último)  se  sabe  ó hay  igual  presunción 
de  que  tampoco  lo  ha  cometido. 

Parece,  pues,  mas  arreglado  á los  principios  de 
derecho  penal  que  ya  que  la  ley  permite  al  juez 
que  aprecie  los  indicios  de  la  persona  ó del  delito 
para  negar  fuerza  á la  confesión  del  procesado 
y dirigir  contra  un  tercero  el  procedimiento, 
tuviese  lugar  esto  tan  solo  cuando  ese  tercero 
estuviera  indiciado  de  ser  el  autor  real  del  de- 
lito, no  cuando  ignorándose  por  completo  , hu- 
biera de  encausarse  á uno  de  los  responsables 
subsidiarios;  puesto  que  no  se  cumple  el  objeto 
de  la  ley  procesando  á uno  que  no  ha  cometido 
el  delito ; porque  se  presume  que  el  procesado 
tampoco  lo  ha  cometido,  y al  fin  contra  este 
milita  su  confesión  por  la  que  él  mismo  se  con- 
dena. 

Duda  surge,  y no  pequeña,  respecto  al  giro 
que  ha  de  darse  á tan  anómalo  procedimiento: 
no  dice  la  ley  que  cuando  el  juez  no  crea  que  el 
confeso  es  el  verdadero  reo,  sobresea  respecto  á 
este  y dirija  el  procedimiento  contra  otro;  dice 
tan  solo,  que  la  confesión  en  tal  caso  no  será 
bastante  para  que  se  tenga  por  autor  al  confeso 
y no  se  dirija  el  procedimiento  contra  otras  per- 
sonas; de  lo  que  parece  inferirse  que  sigue  el 
procedimiento  al  mismo'tiempo  contra  el  con- 
feso y contra  otras  personas;  que  no  pueden  ser 
mas  que  las  que  se  presuma  son  autores  ó las 
que  la  ley  designe  subsidiariamente  como  tales. 
¿Qué  se  hace  entonces  de  la  causa  del  confeso? 
¿Se  sobresee?  ¿Se  sigue  el  procedimiento?  Pero 
seguirlo  es  inútil ; puesto  que  en  los  delitos  de 
imprenta  solo  se  castiga  al  autor  real  ó legal , y 
el  confeso  á quien  el  juez  no  tiene  por  tal , ni  es 
autor  real  ante  la  ley;  porque  así  se  declara  con 
el  hecho  de  dirigir  el  procedimiento  contra  otro; 
ni  lo  es  legal,  porque  no  es  ni  director,  ni  editor, 
ni  impresor.  Nos  inclmamos  á que  deberá  so- 
breseerse la  causa  contra  el  confeso , por  ana- 
logía á lo  que  dispone  el  art.  507  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  que  después  trascri- 
bimos. 

Para  que  el  juez  pueda  dirigir  el  procedimiento 
contra  otra  persona  que  el  confesado,  se  necesita 
que  forme  la  convicción  de  que  este  no  es  el  ver- 
dadero autor  del  delito,  precisamente  por  las  cir- 
cunstancias del  autor  ó del  delito,  no  por  ningu- 
na otra  prueba  que  resulte  de  la  causa;  porque 
estas  no  varían  el  curso  natural  del  proceso.  Ase- 
gura un  aguador  ignorante  que  éi  es  el  autor  de 
un  artículo  en  que  mágistralmente  se  desen- 
vuelve una  cuestión  político-teológica;  conviene 
el  confeso  en  que  no  ha  estudiado,  en  quejio 
conoce  siquiera  los  rudimentos  de  las  ciencias 
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objeto  del  artículo;  este  indicio,  basado  en  las 
circunstancias  del  procesado,  que  es  incapaz 
absolutamente  de  hacer  lo  que  supone,  será  in- 
dicio bastante  para  proceder  contra  otras  per- 
sonas: en  virtud  de  declaraciones  ó notas,  ó 
por  cualquier  otro  medio  que  no  recae  sobre  las 
circunstancias  personales,  se  presume  que  no 
sea  el  autor  del  artículo  el  procesado  confeso- 
entonces  el  procedimiento  hade  seguirse  contra 
él  hasta  que  se  le  absuelva  ó condene  en  definiti- 
va, sin  que  mientras  tanto,  por  la  presunción  ó 
los  indicios  que  no  recaen  sobre  las  circunstan- 
cias del  reo  ó del  delito , pueda  dirigirse  el  pro- 
cedimiento contra  otra  persona. 

Según  la  antigua  legislación , ó al  menos  se- 
gún práctica  inconcusa,  las  injurias  que  se  in- 
ferian en  las  polémicas  los  periódicos  , sin  refe- 
rirse individualmente  al  director  ni  á los  redac- 
tores, no  se  castigaban:  el  periódico  injuriado 
contestaba  con  mas  ó menos  templanza,  y la 
cuestión  no  tenia  ulteriores  resultados.  En  la 
actualidad  ha  variado  esto:  las  injurias  dirigi- 
das á un  periódico,  pueden  ser  perseg'uidas  por 
su  director  que  tiene  la  personalidad  mas  natu- 
ral y legal  de  su  publicación : y en  ningún  caso 
desvirtúa  lo  manifiesto  de  la  injuria  el  no  nom- 
brar al  sugeto  á quien  se  dirige  el  artículo, 
cuando  se  nombra  al  periódico  del  que  era  co- 
nocido director.  Esta  doctrina  ha  sentado  el  Tri- 
bunal Supremo  en  su  sentencia  de  14  de  Marzo 
de  1871 , doctrina  que  si  se  aplicara  con  rigor, 
matarla  en  breve  tiempo  las  publicaciones  pe- 
riódicas. 

Si  durante  el  curso  de  la  causa  apareciese  al- 
guna persona  que  por  el  órden  establecido  en  el 
art.  14  del  Código  penal,  debe  responder  crimi- 
nalmente del  delito  , antes  que  el  procesado ; se 
sobreseerá  en  la  causa  respecto  á este  dirigién- 
dose el  procedimiento  contra  aquella:  art.  507 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

La  responsabilidad  del  autor  no  es  perpétua: 
en  los  delitos  comunes,  aun  cuando  se  castigase 
como  reo  á un  inocente,  si  después  se  descu- 
briese el  autor  verdadero,  el  castigo  de  aquel  no 
impediría  el  de  este ; no  así  en  los  delitos  de 
imprenta:  dictada  sentencia  firme  en  contra  de 
los  subsidiariamente  responsables,  no  se  podrá 
abrir  nuevo  procedimiento  contra  el  responsa- 
ble principal,  esto  es,  contra  el  verdadero  autor, 
si  llegase  después  á ser  conocido:  art.  500  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Guando  se  principiase  un  sumario  por  esta 
clase  de  delitos,  se  procederá  inmediatamente  á 
secuestrar  los  ejemplares  del  impreso  ó de  la 
estampa  donde  quiera  que  se  bailaren  y el  mol- 
de, únicos  objetos  que  se  consideran  efectos  é 
instrumentos  del  delito:  arta.  503  y 508  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal. 


Respecto  á la  competencia  del  juez  para  cono- 
cer en  los  delitos  de  imprenta,  ha  de  tenerse  muy 
presente  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
6 de  Junio  de  1873, 

Suscitada  competencia  sobre  conocimiento  de 
una  querella  por  injurias  y calumnia  inferidas 
en  un  comunicado  fechado  en  Santa  Cruz  de 
Tenerife  é inserto  en  un  periódico  de  Madrid;  el 
Tribunal  Supremo:  considerando  que  según  los 
arts.  325  y 326  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial, las  bases  para  determinar  la  competencia 
en  materia  penal  proceden  según  el  órden  suc- 
cesivo  : 1.",  del  lugar  en  que  se  comete  el  delito; 
2.°,  del  en  que  aparezcan  vestigios  y pruebas  ma- 
teriales del  mismo;  3.°,  del  eu  que  el  presunto 
reo  fuese  aprehendido ; 4.°,  del  de  la  residencia 
ó domicilio  de  aquel;  y 5.°,  del  punto  en  que  se 
hubiere  tenido  primero  noticias  de  la  perpetra- 
ción del  delito:  considerando  que  los  delitos 
cometidos  por  medio  de  la  imprenta,  si  bien  de 
carácter  especial,  no  por  ello  y conforme  á la 
nueva  legislación  criminal  dejan  de  ser  infrac- 
ciones legales  penables  y sujetas  á las  disposi- 
ción comunes  del  derecho:  considerando  que 
siendo  de  igual  índole  excepcional  los  que  ca- 
reciendo de  acción  pública  para  poderse  perse- 
guir, solo  es  dado  ejercitar  esta  á la  parte  agra- 
viada (entre  los  cuales  se  comprenden  los  de 
calumnia  é injuria),  al  usar  esta  de  su  derecho 
tiene  que  verificarlo  atemperándose  en  un  todo 
á la  forma  que  determinan  las  leyes:  conside- 
rando con  aplicación  de  los  anteriores  principios 
al  caso  concreto,  origen  de  esta  contienda  juris- 
diccional, que  ya  se  atienda  al  lugar  en  que 
primero  se  imprimió  el  impreso  denunciado,  ya 
al  de  la  residencia  y domicilio  de  los  acusados, 
ya  al  del  eu  que  se  preparó  la  acción  por  medio 
del  prévio  é indispensable  juicio  la  competencia 
del  tribunal,  al  mismo  pertenece  su  prosecución 
y determinación  conforme  á las  leyes; 

Se  resuelve  la  competencia  á favor  del  juzgado 
de  Santa  Cruz  de  Tenerife. 

A graves  dudas  da  lugar  este  fallo  : ¿se  ha  re- 
suelto por  él  que  en  delitos  de  imprenta  es  juez 
competente  el  del  lugar  en  que  se  fecha  un  co- 
municado, no  el  en  que  se  publica?  Creemos  que 
no,  porque  en  el  caso  en  cuestión,  se  trataba  al 
parecer,  no  de  un  comunicado  con  fecha  de 
Santa  Cruz  de  Tenerife,  sino  impreso  primera- 
mente en  esta  ciudad  y reimpreso  en  Madrid. 
Pero  entonces  surgen  nuevas  dudas:  si  se  im- 
primió en  Santa  Cruz  de  ienerife  y se  reimpri- 
mió en  Madrid,  hubo  dos  actos  distintos;  ¿lian 
de  considerarse  dos  delitos  ó uno  solo?  Si  uno 
solo,  ¿cuál  es  el  acto  criminoso?  Si  es  el  prime- 
ro, la  resolución  de  la  competencia  debió  fun- 
darse principalmente  en  qne  no  siendo  la  reim- 
presión delito , correspondía  el  conocimiento  de 


la  causa  al  juez  del  punto  de  la  impresión  , al 
juez  de  Santa  Cruz  de  Tenerife;  debiéndose  so- 
breseer las  diligencias  entabladas  en  el  juzgado 
de  Madrid.  Si  se  resolvía  que  ambos  actos  eran 
delitos,  habían  de  considerarse  como  delitos  in- 
dependientes, y declararse  que  cada  juez  era 
competente  para  conocer  de  uno  de  ellos;  como 
eu  una  injuria  real,  si  uno  diese  4 otro  de  bofe- 
tadas en  Santa  Cruz  de  Tenerife  y en  Madrid, 
ambos  jueces  formarían  causa  y conocerían  com- 
petentemente de  la  injuria. 

Faltas  comalidas  por  medio  de  la,  imprenta.— Se- 
gún el  art.  584  del  Código  penal,  incurren  en  la 
pena  de  25  4 125  pesetas  de  multa: 

1. °  El  director  de  un  periódico  en  el  cual  se 
hubieran  anunciado  hechos  falsos,  si  se  negare  i 
á insertar  gratis  dentro  del  término  de  tres  dias 
la  contestación  que  le  dirija  la  persona  ofendida 

ó cualquiera  otra  autorizada  para  ello,  rectifi- 
cándolos ó explicándolos,  con  tal  que  la  rectifi- 
cación no  excediere  en  extensión  del  doble  del 
suelto  ó noticia  falsa.  En  el  caso  de  ausencia  ó 
muerte  del  ofendido,  tendrán  igual  derecho  sus 
hijos,  padres,  hermanos  y herederos. 

2. °  Los  que  por  medio  de  la  imprenta,  lito- 
grafía ú otro  medio  de  publicación  divulgaren 
maliciosamente  hechos  relativos  á la  vida  priva- 
da que  sin  ser  injuriosos,  puedan  producir  per- 
juicios ó graves  disgustos  en  la  familia  á que  la 
noticia  se  refiera. 

Las  faltas  comprendidas  en  estos  dos  números 
solo  pueden  ser  perseguidas  por  los  ofendidos  ó 
por  sus  representantes  legales,  según  lo  pres- 
crito en  el  núm.  2.°  del  art.  5.°  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  debiendo  responder  de 
la  falta  prevista  en  el  núm.  l.°,  solamente  el  di- 
rector del  periódico,  y de  la  definida  en  el  nú- 
mero 2.“,  el  que  baya  sido  realmente  autor  del 
suelto  ofendido  ó perjudicial,  siguiéndose  la 
graduación  marcada  en  el  art.  14  ya  expuesto. 

3. °  Los  que  por  los  mismos  medios  indicados 
en  el  núm.  2.°  publicaren  maliciosamente  noti- 
cias falsas,  de  las  que  pueda  resultar  algún  pe- 
ligro para  el  órden  público  ó daño  4 los  intere- 
ses ó ai  crédito  del  Estado. 

4. °  Los  que  en  igual  forma,  sin  cometer  de- 
lito , provocaren  á la  desobediencia  de  las  leyes 
y de  las  autoridades  constituidas,  hicieren  la 
apología  de  acciones  calificadas  por  la  ley  de 
delito,  ú ofendieren  4 la  moral,  4 las  buenas 
costumbres  ó 4 la  decencia  pública.  Yéase  el  ar- 
tículo 2.°  de  la  Real  órden  de  6 de  Febrero  de 
1876  expuesta  mas  adelante. 

5. °  Los  que  publicaren  maliciosamente  dis- 
posiciones, acuerdos  ó documentos  oficiales  sin 
la  debida  autorización,  antes  que  hayan  tenido 
publicidad  oficial. 

Las  faltas  4 que  se  refieren  los  núms.  3.°,  4.° 


j y 5.°,  deben  ser  perseguidas  de  oficio.  El  procedi- 
miento que  se  seguía  antes  para  su  castigo,  era 
el  señalado  en  los  títs.  l.°  y 2."  del  lib.  3."  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  Mas  habiéndo- 
se atribuido  por  el  art.  1.”  del  decreto  de  6 de  Fe- 
brero de  1876,  que  exponemos,  á continuación,  4 
los  Gobernadores  y Subgobernadores  de  provin- 
cia el  castigo  de  dichas  faltas,  es  consiguiente, 
se  efectúe  por  el  procedimiento  gubernativo. 

El  decreto  de  31  de  Diciembre  estableció  las 
penas  y el  procedimiento  4 que  en  la  persecu- 
ción de  los  delitos  de  imprenta  deben  atenerse 
los  tribunales  especiales  creados  exclusivamen- 
te para  entender  en  ellos;  pero  el  Gobierno  juz- 
gó que  era  preciso  aun  dictar  algunas  disposi- 
ciones relativas  4 las  faltas  que  puedan  come- 
terse por  medio  de  los  periódicos  y establecer 
además  reglas  de  simple  policía,  en  todo  tiempo 
indispensables,  con  que  completar  el  sistema. 
Estas  disposiciones  se  dictaron  por  la  Real  ór- 
den de  6 de  Febrero  de  1876. 

«No  puede  negarse,  se  lee  en  el  preámbulo  de 
la  misma,  que  los  periódicos  ofrecen  garantías 
de  responsabilidad  y moralidad  que  no  suelen 
ofrecer  jamás  los  folletos,  carteles  y hojas  suel- 
tas, y es  evidente  que  representan  también  in- 
tereses materiales  y políticos  mucho  mas  respe- 
tables; por  lo  cual,  todas  nuestras  leyes  consti- 
tucionales los  han  excluido  de  prévia  censura. 
Ninguna  legislación  en  cambio  ha  considerado 
aquellos  otros  impresos  de  igual  condición  que 
los  periódicos,  ni  les  ha  aplicado  idénticos  pro- 
cedimientos. 

»Lejos  de  esto  la  publicación  de  los  folletos, 
carteles  y hojas  sueltas  ha  estado  sometida 
siempre,  aunque  con  mas  ó menos  rigor,  á reglas 
de  policía,  de  todo  punto  necesarias  tratándose 
de  impresos  sin  garantía  propia,  sin  ningún  ca- 
rácter de  responsabilidad,  que  no  pueden  servir 
4 fines  permanentes  y graves  del  órden  político, 
quedando  por  lo  común  sujetos  4 la  prévia  au- 
torización de  las  autoridades  gubernativas,  las 
cuales  naturalmente,  dejan  correr  todo  docu- 
mento de  esa  especie  que  se  refiere  4 la  indus- 
tria, la  agricultura,  el  comercio , las  artes  y las 
ciencias,  impidiendo  solo  las  manifestaciones 
inmorales  ó subversivas  que  se  han  solido  por 
este  medio  realizar  ó intentar. 

»No  otra  cosa  es  lo  que  ahora  se  establece  y 
formaliza,  garantizándolo  con  la  sanción  penal 
necesaria  para  su  exacto  cumplimiento.  Sin  ella, 
la  condición  de  los  periódicos  destinados  por 
su  naturaleza  4 propagar  las  ideas  políticas  y 4 
discutir  libremente  los  actos  de  los  ministros 
responsables  seria  mucho  menos  favorable  que 
la  de  cualquier  papel  impreso  falto  de  g'arantí|is 
de  toda  especie.  También  reclaman  imperiosa- 
¡ mente  las  reglas  de  buen  gobierno  y de  policía 
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urbana  que  se  regularice,  sujetándolos  á prévia 
autorización , el  repartimiento  y venta  de  toda 
clase  de  hojas  sueltas , y aun  de  los  periódicos 
en  las  vías  públicas  y en  los  establecimientos 
públicos;  garantía  de  moralidad  ú órden  mucho 
tiempo  hace  establecida  en  la  vecina  nación , y 
muy  recientemente  confirmada  bajo  el  Gobier- 
no republicano  que  hoy  rige. 

«Notorios  son  los  abusos  ocasionados  por  la 
facilidad  con  que  se  ha  solido  permitir  en  tiem- 
pos anteriores  el  repartimiento  de  impresos  por 
las  calles  y establecimientos  públicos,  propa- 
gando por  este  medio  escritos  contrarios  á ia 
moral,  la  religión  y las  buenas  costumbres,  ó 
ideas  esencialmente  hostiles  al  órden  social.  Por 
esa  razón , lo  propio  los  Gobiernos  republicanos 
que  los  mas  de  los  Gobiernos  monárquicos  de 
Europa  han  tenido  necesidad  de  dictar  disposi- 
ciones de  policía  que  corten  semejantes  atenta- 
dos; y para  lograrlo  se  hace  indispensable  ó que 
ningún  impreso  se  venda  sobre  la  via  piíblica  y 
en  lugares  públicos  sin  prévia  autorización, 
como  acontece  en  Francia,  ó que  ¿ninguna  per- 
sona le  sea  lícito  repartir  de  ese  modo  impresos, 
sin  ciertas  garantías  personales  ó expresa  auto- 
rización también  de  la  autoridad  gubernativa. 

»Por  último  , los  reglamentos  de  policía  sue- 
len tener  limitada  la  facultad  de  vender  á voces 
por  las  calles  las  mercancías;  y mayor  razón 
hay  para  limitarla  también  por  lo  que  hace  á 
los  impresos,  otorgándose  únicamente  dicha  fa- 
cultad respecto  de  aquellos  que  por  sus  títulos  y 
condiciones  no  sean  ofensivos  á la  moral  ni  pro- 
duzcan alarma  pública.  Así  y todo,  se  hará  mas 
en  este  punto  de  lo  que  suele  consentirse  en  las 
demás  naciones  civilizadas,  donde  á nadie  se 
concede  el  derecho  de  perturbar,  bajo  ningún 
pretexto,  el  sosiego  público.» 

Teniendo  presentes  estas  consideraciones,  se 
ha  dispuesto  lo  siguiente : 

Las  faltas  definidas  y penadas  en  el  cap.  l.° 
del  tít.  1.°,  lib,  3.°  del  Código  penal  vigente, 
que  expresamente  trata  de  las  que  se  cometen 
por  medio  de  la  imprenta,  serán  penadas  con 
arreglo  al  mismo  Código  por  los  gobernadores 
de  provincia  ó por  los  subg'obernadores  y alcal- 
des de  los  puntos  en  que  no  residan  aquellos 
funcionarios:  art.  l.° 

Se  considerarán  comprendidos  en  el  caso  4.° 
del  art.  584  del  referido  Código  ios  impresos,  pe- 
riódicos ó no , que  falten  al  debido  respeto  á la 
cosa  juzgada,  impugnando  ó desautorizando 
cualquier  fallo  concreto  de  los  tribunales  de  jus- 
ticia. Esta  disposición  no  se  opone  á la  discusión 
abstracta,  razonada  y científica  de  la  doctrina 
legal  contenida  en  los  fundamentos  de  las  sen- 
tencias judiciales  : art.  2.“ 

Se  prohíbe  la  publicación  de  todo  impreso  que 


no  sea  libro  ó periódico,  sin  prévia  autorización 
de  la  autoridad  superior  gubernativa  de  la  loca- 
lidad de  que  se  trate.  Para  ser  reputado  libro, 
necesitará  el  impreso  tener  200  ó mas  páginas 
en  un  solo  volumen:  art.  3.° 

De  toda  trasgresion  á esta  regla  general  serán 
responsables  los  impresores.  Las  imprentas  en 
que  sin  permiso  escrito  de  la  autoridad  se  im- 
priman folletos,  carteles  ú hojas  sueltas  que  ha- 
yan de  tener  publicidad, serán  cerradas  por  es- 
pacio de  dos  meses  cuando  el  impreso  no  sea 
clandestino,  y de  seis  si  lo  fuere:  art.  4." 

Nadie  podrá  vender  por  las  calles  y plazas,  en 
las  estaciones  de  los  ferro-carriles,  ni  en  ios  es- 
tablecimientos públicos,  impresos  de  ninguna 
especie  sin  licencia  de  las  autoridades  guberna- 
tivas. Los  que  contravengan  de  algún  modo  á 
este  precepto , serán  castigados  con  la  pena  de 
arresto  de  uno  á diez  dias  y multa  de  5 á 50  pe- 
setas, que  señala  el  caso  2.”  del  art.  58G  del  Có- 
digo penal:  art.  5.” 

Los  repartidores  de  los  periódicos  que  sirven 
las  suscriciones  de  los  mismos  por  las  casas, 
deberán  llevar  siempre  consigo  un  documento 
firmado  por  los  directores,  en  que  se  haga  cons- 
tar que  están  autorizados  para  la  repartición. 
Estos  documentos  se  expedirán  cada  semana,  y 
no  servirán  para  la  siguiente.  Los  que  contra- 
vengan de  cualquier  modo  á este  precepto,  se- 
rán castigados  con  multa  de  5 á 25  pesetas  y re- 
prensión , con  arreglo  al  art.  589  del  Código  pe- 
nal: art.  6.° 

Serán  igualmente  castigados  con  la  multa  que 
señala  el  art.  589  del  Código,  los  que  vendan  á 
voces  en  lugares  públicos  ó sobre  la  via  públi- 
ca impresos  cuya  venta  no  esté  permitida  espe- 
cialmente; así  como  los  que  de  cualquier  modo 
alteren  el  titulo  del  impreso  bajo  el  cual  esté 
autorizada  su  venta:  art.  7.° 

Los  insolventes  quedarán  sujetos  á la  respon- 
sabilidad personal  subsidiaria  que  establece  el 
art.  50  del  Código  penal:  art.  8.°  V.  Responsabi- 
lidad-personal subsidiaria. 

Habrá  en  los  Gobiernos  de  provincia  ó en  ios 
subgobiernos  y alcaldías  un  registro  donde  cons- 
ten con  toda  exactitud  las  licencias  concedidas 
para  repartir  impresos,  y el  nombre,  profesión 
y domicilio  de  las  personas,  de  cualquier  edad 
y sexo,  á quienes  se  concedan.  A los  menores, 
irresponsables  según  el  Código  penal,  no  se  Ies 
concederá  semejante  permiso  sino  á solicitud  de 
persona  mayor  de  edad,  que  quedará  eu  tal  caso 
responsable  de  las  trasgresiones  que  aquellos 
cometan:  art.  9.° 

Toda  trasgresion  dará  derecho  para  retirar 
temporal  ó definitivamente  las  licencias. 

Los  gobernadores  de  provincia  ó los  subgo- 
bernadores y alcaldes  de  los  pueblos  donde  no 
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residan  aquellos  funcionarios  quedan  exclusi- 
vamente encargados  de  la  ejecución  de  estas 
disposiciones:  art.  10. 

Finalmente,  por  Real  órden  de  19  de  Febrero 
de  1876,  se  lia  declarado,  no  ser  lícito  á los  perió- 
dicos servir  las  suscriciones  de  otros  suspendi- 
dos, en  virtud  de  sentencia,  haciendo  tiradas 
especiales  en  la  misma  forma  y papel  que  estos. 
Los  diarios  que  se  publiquen  con  las  condicio- 
nes indicadas,  se  considerarán  como  lrojas  suel- 
tas para  los  efectos  de  los  arts.  2.°  y 4.°  de  la  Real 
órden  de  6 de  dicho  mes.  Ig-ualmente  se  consi- 
derará como  nuevo  para  los  efectos  del  Real  de- 
creto de  31  de  Diciembre  de  1875,  todo  periódico 
que  varíe  en  forma  ó tamaño  del  que  tenia  al 
autorizarse  su  publicación.  * 

LIBERTO.  El  que  habiendo  sido  esclavo  con- 
siguió su  libertad.  Se  llama  liberto  con  rela- 
ción á su  patrono , y libertino  en  razón  de  su 
estado , según  se  ha  dicho  en  el  artículo  an- 
terior. 

El  liberto  adquiere  la  facultad  de  disponer  de 
su  persona  y de  sus  facultades  como  los  demás 
hombres  libres;  pero  en  reconocimiento  del  be- 
neficio que  le  hizo  su  patrono  dándole  libertad, 
queda  obligado  á corresponder  á este  con  los 
servicios  siguientes:  1.“,  honrarle  y respetarle 
como  ásu  libertador;  2.°,  socorrerle  con  alimen- 
to y vestido,  según  sus  facultades  en  caso  de  ne- 
cesitarlo por  haber  venido  á pobreza;  3.’,  cuidar 
de  sus  cosas  en  caso  de  ausencia  como  si  fuesen 
propias,  cuando  las  viese  en  mal  estado  ó en  pe- 
ligro de  perderse;  4.°,  abstenerse  de  traerle  á jui- 
cio sin  licencia  del  juez;  5.a,  dejarle  en  testamento 
la  tercera  parte  de  sus  bienes  si  valieren  cien  ma- 
ravedís de  oro  ó mas,  en  caso  de  morir  sin  pa- 
dres, hijos  ni  hermanos;  bajo  el  concepto  de  que 
si  muriese  intestado  sin  ninguno  de  dichos  pa- 
rientes, será  su  heredero  el  patrono:  leyes  8.1, 
9."  y 10,  tít.  22,  Part.  4.a 

Pierde  el  patrono  su  mencionado  derecho  en 
los  bienes  del  liberto  por  varios  modos:  l.°,  si 
hallándose  este  oprimido  del  hambre,  no  le  so- 
corre aquel  con  alimento  podiendo  hacerlo;  2.“, 
cuando  el  patrono  le  apremie  ó haga  jurar  que 
no  se  casará  ni  tendrá  hijos;  3.°,  si  el  liberto  hu- 
biese obtenido  la  libertad  por  su  propio  mérito  y 
bondad;  4.°,  si  hubiere  recibido  la  libertad  del 
Rey  con  mandato  expreso  de  que  sea  libre  como 
si  nunca  hubiese  sido  siervo;  5.°,  cuando  el  pa- 
trono fuese  desterrado  para  siempre;  6.°,  cuando 
reciba  del  liberto  alguna  cosa  por  la  parte  que 
debía  haber  en  sus  bienes  después  de  muerto,  ó 
se  diere  por  pagado  de  ella  aunque  no  la  reciba; 
T.a,  cuando  le  haga  obligarse  á hacer  algunas 
labores  después  de  libre,  y las  reciba  ó tome 
algún  precio  en  su  razón,  á no  ser  para  alimen- 
tarse en  caso  de  hambre;  8.°,  si  renunciare  su 


derecho  á los  bienes  del  liberto:  ley  11,  tít.  22, 
Part.  4."  Y.  Esclavitud. 

LIBRADOR  DE  LETRA  DE  CAMBIO.  El  que  libra  ó 
gira  una  letra  mandando  á un  tercero  domici- 
liado en  otro  pueblo  que  satisfaga  su  importe. 
V.  Letra  de  cambio,  párrafo  XX,  donde  se  trata 
de  las  obligaciones  del  librador. 

LIBRAMIENTO.  La  órden  que  se  da  por  escrito 
para  que  el  tesorero , mayordomo,  etc.,  pague 
alguua  cantidad  de  dinero  ú otro  género. 

LIBRANCISTA.  El  que  expide  libranzas;  y tam- 
bién el  que  tiene  libranzas  á su  favor. 

LIBRANZA.  La  órden  que  se  da  por  escrito  para 
que  un  apersona  pague  cierta  cantidad  al  sugeto 
á cuyo  favor  se  expide. 

Puede  ser  á la  órden  ó sin  este  requisito.  La 
que  no  es  á la  órden  no  se  considera  contrato  de 
comercio,  sino  simple  promesa  de  pago  sujeta á 
las  leyes  comunes  sobre  préstamos.  La  que  es  á 
la  órden  entre  comerciantes  y procede  de  ope- 
raciones de  comercio  produce  las  mismas  obli- 
gaciones y efectos  que  la  letra  de  cambio,  me- 
nos en  cuanto  á la  aceptación  y guardándose  la 
restricción  que  previene  el  art.  567  del  Código 
de  que  luego  hablaremos ; y debe  contener  la 
expresión  de  ser  libranza,  la  fecha,  la  cantidad, 
la  época  de  su  pago,  la  persona  á cuya  órden  se 
ha  de  hacer  el  pago,  el  lugar  donde  este  ha  de 
hacerse,  el  origen  y especie  del  valor  que  re- 
presenta, el  nombre  y domicilio  de  la  persona 
sobro  quien  esté  librada,  y la  firma  del  libran- 
cista: arts.  570,  558  y 563  del  Código  de  comercio. 

La  libranza  se  entiende  siempre  pagadera  á 
su  presentación,  aunque  no  lo  exprese,  ámenos 
que  no  tenga  plazo  prefijado,  en  cuyo  caso  lo 
será  al  vencimiento  del  que  en  ella  esté  marca- 
do; pero  el  tenedor  no  tiene  derecho  á exigir  la 
aceptación  de  la  libranza  á plazo,  ni  puede  ejer- 
cer repetición  alguna  contra  el  librador  y endo- 
santes, hasta  que  se  proteste  por  falta  de  pago: 
arts.  559  y 560. 

Las  mismas  formalidades  impuestas  al  tenedor 
de  la  letra  de  cambio  para  usar  de  la  acción  de 
reembolso  contra  el  pagador  y endosantes,  se 
entienden  prescritas  á los  tenedores  de  las  li- 
branzas: art.  562. 

Los  endosos  de  las  libranzas  deben  extenderse 
con  la  misma  expresión  que  los  de  las  letras  de 
cambio:  art.  563.  * Según  ha  declarado  el  Tri- 
bunal Supremo,  los  endosantes  de  un  pagaré  se 
consideran  deudores  solidarios,  siendo  necesario 
para  que  queden  libres  que  se  consignen  total  y 
oportunamente  las  deudas  reclamadas.  Cuando 
se  reclama  una  cantidad  determinada,  los  inte- 
reses y las  costas,  no  se  libra  el  endosante  por 
consignar  el  firmante  el  pago  después  de  la  sen- 
tencia definitiva:  sent.  de  20  de  Octubre  de  1857 
recaída  en  recurso  de  casación.  * 
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La  acción  ejecutiva  de  las  libranzas  no  puede 
ejercerse  sino  después  de  haber  reconocido  ju  ' 
dicialmente  su  firma  la  persona  contra  quien  se 
dirige  el  procedimiento  : art.  566.  Lo  cual  es  con- 
forme á los  principios  del  derecho  común  que 
no  conceden  esta  acción  en  los  documentos  pri- 
vados , sino  cuando  el  deudor  ha  reconocido  su  * 
firma  en  juicio  ; de  suerte  que  no  mediando  este  ! 
reconocimiento,  tendrá  que  usar  de  la  acción  j 
ordinaria  el  acreedor,  no  bastando  la  declara- 
ción de  testigos  que  digan  haberle  visto  firmar 
el  documento  ó haberlo  hecho  ó firmado  ellos 
de  su  órden  á su  ruego  y aseguren  al  mismo 
tiempo  la  certeza  de  su  contenido,  ni  tampoco 
el  cotejo  ó comparación  de  letras;  pues  todas 
estas  circunstancias  son  buenas  para  proceder  á 
la  condenación  del  deudor  en  juicio  ordinario, 
mas  no  para  despachar  mandamiento  de  ejecu- 
ción. V.  Instrumento  ejecutivo,  núm.  8.' 

El  tenedor  de  la  libranza  protestada  por  falta 
de  pago  debe  ejercer  su  repetición  contra  el  da- 
dor y endosantes  en  el  término  de  dos  meses 
contados  desde  la  lecha  del  protesto,  si  la  libran- 
za fuese  pagadera  eu  territorio  español ; y si  lo 
fuese  en  el  extranjero,  se  contará,  este  plazo  des- 
de que  siu  pérdida  de  correo  pudo  llegar  el  pro- 
testo al  domicilio  del  librador  ó endosante  contra 
quien  se  repite.  Pasado  dicho  plazo,  cesa  toda 
responsabilidad  en  los  endosantes,  y también 
en  el  librador  que  pruebe  que  al  vencimiento  de 
la  libranza  tenia  hecha  la  provisión  de  fondos 
en  poder  de  la  persona  que  debía  pagarla:  ar- 
tículo 567. 

Ninguna  acción  es  admisible  enjuicio  para  el 
pago  ó reembolso  de  las  libranzas  de  comercio, 
después  de  haber  pasado  cuatro  años  desde  su 
vencimiento:  art.  569. 

LIBRAR.  Expedir  ó dar  alguna  órden,  libran- 
za ó decreto ; determinar , sentenciar  ó decidir; 
dar  ó entregar  alguna  cosa;  poner  al  cargo  y 
confianza  de  otro  la  ejecución  ó desempeño  de 
algún  negocio  ó encargo;  y preservar  á alguno 
de  algún  mal  ó peligro,  ó sacarie  de  algún  em- 
peño ó comprometimiento. 

LIBRE.  El  que  no  es  esclavo,  esto  es,  el  que 
puede  obrar  ó no  obrar  en  todo  según  crea  con- 
venirle sin  sujeción  á un  dueño  que  disponga 
de  su  persona  y facultades-;  princ.  del  tí t.  23, 
Part.  4.*  El  hombre  puede  ser  libre  por  nacimien- 
to, ó por  adquisición  de  la  libertad  que  no  tenia.  ■ 

Es  libre  por  nacimiento  el  que  nace  de  una  ma- 
dre que  fué  libre  al  tiempo  de  la  concepción , ó 
al  del  parto,  ó en  el  intermedio,  aunque  solo  fue- 
se uu  instante , siendo  accidental  que  el  padre 
sea  libre  ó esclavo:  ley  2.',  tít.  21,  Part.  4.  Es 
libre  por  adquisición  de  la  libertad  el  que  me- 
diante la  manumisión  sale  de  la  esclavitud  en 
que  se  hallaba:  ley  11,  tít.  22,  Part.  4.  El  libre 


por  nacimiento  se  llama  ingenuo,  y el  que  lo  es 
por  manumisión  se  dice  libertino.  El  que  nace 
de  ambos  padres  libres,  síguela  condición  del 
padre  en  cuanto  k los  honores;  y el  que  nace  de 
uno  libre  y otro  siervo,  sigue  la  condición  de 
la  madre  eu  cuanto  á la  libertad  ó servidumbre; 
d.  ley  2.a,  tít.  21.  El  hombre  libre  puede  ser  in- 
dependiente en  el  estado  de  familia,  ó bien  es- 
tar sujeto  ó la  potestad  de  otro,  esto  es,  de  su 
padre  ó de  su  tutor  ó curador.  Los  hombres  li- 
bres, además  de  su  división  en  ingenuos  y li- 
bertinos, se  dividen  también  en  nobles  y del 
estado  general,  eclesiásticos  y legos,  vecinos  y 
transeúntes,  naturales  y extranjeros. 
libreros,  v.  libertad  de  imprenta. 

LIBROS  DE  COMERCIO.  Los  libros  que  está  obli- 
gado á tener  todo  comerciante  para  llevar  cuen- 
ta y razón  de  sus  operaciones;  y son  el  libro 
diario,  el  libro  mayor  ó de  cuentas  corrientes,  y 
el  libro  de  inventarios:  art.  32  del  Código  de 
comercio.  Estos  tres  libros  deben  estar  encua- 
dernados, forrados  y foliados,  en  cuya  forma  los 
presentará  cada  comerciante  en  el  juzgado  de 
primera  instancia  del  partido  de  su  domicilio, 
en  las  poblaciones  en  que  hubiere  mas  de  uno, 
para  que  eu  la  primera  hoja  se  ponga  una  nota 
en  que  se  haga  expresión  del  número  de  las  que 
tenga  el  libro  y de  la  fecha  de  la  presentación 
de  este,  firmada  por  el  juez  y un  escribano  de 
actuaciones,  poniéndose  en  todas  sus  hojas  el 
sello  del  juzgado.  No  se  exigirán  derechos  algu- 
nos por  esta  diligencia:  art.  40  del  Código  de  co- 
mercio, modificado  por  el  art.  22  del  decreto  de 
6 de  Diciembre  de  1868. 

* Cuando  estos  libros  pertenecieren  á compa- 
ñías por  acciones  regidas  por  la  ley  de  28  de 
Enero  de  1848,  deben  ir  también  rubricados  por 
el  gobernador  civil  ó delegado,  y ser  anotados 
expresándose  estar  sellado  el  libro  diario:  ar- 
tículo 6.”  de  la  Real  órden  de  12  de  Diciembre 
de  1857.  * 

No  se  puede  alterar  en  los  asientos  el  órden 
progresivo  de  fechas  y operaciones;  ni  dejar 
blancos  ó huecos;  ni  hacer  interlineaciones,  ras- 
paduras ó enmiendas,  sino  que  cualquiera  equi- 
vocación ú omisión  se  ha  de  salvar  por  medio 
de  un  nuevo  asiento;  ni  tachar  asiento  alguno; 
ni  mutilar  alguna  parte  del  libro,  ó arrancar 
alguna  hoja,  y alterar  la  encuadernación  y fo- 
liación: art.  41. 

Los  libros  que  carezcan  de  alguna  de  dichas 
formalidades,  ó tengan  alguno  de  los  defectos 
y vicios  que  se  han  notado,  no  tienen  valor  cu 
juicio  con  respecto  al  comerciante  á quien  per- 
tenezcan : debiendo  estarse  eu  las  diferencias 
que  le  ocurran  con  otro  comerciante,  cuyos  li- 
bros estén  arreglados  y sin  tacha,  á lo  que  de 
estos  resulte;  y además  incurrirá  aquel  en  una 
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multa  prudencial  que  no  baje  de  mil  reales  ni  | 
pase  de  veinte  mil,  en  caso  de  ocupación  ó reco-  : 
nocimiento  judicial;  sin  perjuicio  de  que  en  el 
caso  de  suplantación  de  alguna  partida  falsa  se 
proceda  criminalmente  contra  el  autor  de  la  fal- 
sificación: arts.  42,  43  y 44. 

No  se  puede  hacer  pesquisa  de  oficio  para  ' 
averiguar  si  un  comerciante  lleva  sus  libros 
arreglados;  pero  si  en  el  caso  de  que  se  le  mande 
su  exhibición  los  oculta  ó le  falta  alguno,  ade- 
más de  incurrir  por  cada  libro  que  dejare  de  lle- 
var en  una  multa  que  no  baje  de  seis  mil  reales 
ni  pase  de  treinta  mil,  ha  de  ser  juzgado  en  sus 
controversias  por  los  libros  de  su  adversario, 
siempre  que  se  encuentren  arreglados,  sin  ad- 
mitirle prueba  en  contrario:  arts.  45  y 49.  Tam- 
poco puede  decretarse  á instancia  de  parte  la 
comunicación  , entrega  ni  reconocimiento  gene- 
ral de  los  libros  sino  en  los  juicios  de  succesion 
universal , liquidación  de  compañía  ó de  quie- 
bra: art.  50.  Fuera  de  estos  casos , solo  se  provee 
á instancia  de  parte  ó de  oficio  la  exhibición  de 
los  libros  , siendo  necesario  para  esto  que  la  per- 
sona á quien  pertenezcan  tenga  interés  ó res- 
ponsabilidad en  la  causa;  y entonces  se  hace  el 
reconocimiento  de  los  libros  exhibidos  á presen- 
cia del  dueño  ó su  comisionado,  debiendo  con- 
traerse á los  artículos  que  tengan  relación  con 
la  cuestión  que  se  ventila:  art.  51.  Si  los  libros 
se  hallaren  fuera  de  la  residencia  del  tribunal 
que  decretó  su  exhibición,  se  verificará  esta  en 
el  lugar  donde  existan , sin  exigirse  su  trasla- 
ción al  del  juicio:  art.  52. 

Los  libros  de  comercio  que  no  se  hallen  infor- 
males ni  defectuosos,  son  admitidos  como  medios 
de  prueba  en  las  contestaciones  judiciales  que 
ocurran  sobre  asuntos  mercantiles  entre  comer- 
ciantes: art.  53.  Sus  asientos  probarán  contra  los 
comerciantes  á quienes  pertenezcan  los  libros 
sin  admitírseles  prueba  en  contrario;  pero  el 
adversario  no  podrá  aceptar  los  asientos  que  le  j 
sean  favorables  y desechar  los  que  le  perjudi-  i 
quen,  sino  que  habiendo  adoptado  este  medio 
de  prueba,  ha  de  estar  por  las  resultas  combina- 
das que  presenten  todos  los  asientos  relativos  á 
la  disputa:  art.  53.  También  hacen  prueba  los 
libros  de  comercio  en  favor  de  sus  dueños,  cuan- 
do su  adversario  no  presenta  asientos  en  con- 
trario hechos  en  libros  arreglados,  ú otra  prue- 
ba plena  y concluyente:  art.  53.  Cuando  resulta 
prueba  contradictoria  de  los  libros  de  los  liti- 
gantes y unos  y otros  se  hallen  con  las  formali- 
dades prescritas  y sin  vicio  alguno,  el  tribunal 
prescinde  de  este  medio  de  prueba,  y procede 
por  los  méritos  de  las  demás  probanzas  que  se 
presenten:  art.  53.  Los  comerciantes  y sus  he- 
rederos deben  conservar  sus  libros  y papeles  por 
todo  el  tiempo  que  dure  su  giro,  y basta  que  se 


concluya  la  liquidación  de  todos  sus  negocios: 
art.  55. 

Los  libros  de  comercio  deben  llevarse  en  idio- 
ma español;  y el  que  los  lleve  en  otro  idioma, 
sea  extranjero  ó dialecto  especial  de  alguna  pro- 
vincia del  reino,  incurre  en  una  multa  que  no 
baje  de  mil  reales,  ni  exceda  de  seis  mil;  de- 
biendo hacerse  á sus  expensas  la  traducción  al 
idioma  español  de  los  asientos  del  libro  que  se 
mande  reconocer  ó compulsar,  y compeliéndo- 
sele por  los  medios  de  derecho  á que  en  un  tér- 
mino que  se  le  señale  trascriba  en  dicho  idioma 
los  libros  que  hubiere  llevado  en  otro:  art.  54. 

El  comerciante  que  no  tiene  la  aptitud  nece- 
saria para  llevar  sus  libros  y firmar  los  docu- 
mentos de  su  giro , debe  nombrar  y autorizar 
con  poder  suficiente  la  persona  que  se  encargue 
de  su  contabilidad;  y de  este  poder  se  ha  de  to- 
mar razón  en  el  registro  general  de  comercio  de 
la  provincia:  art.  47. 

Además  de  los  libros  indicados,  puede  el  co- 
merciante llevar  todos  los  auxiliares  que  estime 
conducentes  para  el  mejor  órden  y claridad  de 
sus  operaciones;  pero  para  que  puedan  aprove- 
charle en  juicio  , han  de  reunir  todos  los  requi- 
sitos que  se  prescriben  con  respecto  á los  libros 
necesarios:  art.  48.  Entre  estos  puede  contarse 
también  el  libro  copiador,  aunque  no  requiere 
las  mismas  formalidades  que  los  otros.  Y.  Carta, 
al  fin. 

LIBRO  DIARIO.  El  libro  en  que  el  comerciante 
sienta  dia  por  dia,  y en  orden  progresivo,  todas 
las  operaciones  que  hace  en  su  tráfico,  desig- 
nando el  carácter  y circunstancias  de  cada  ope- 
ración, y el  resultado  que  produce  á su  cargo  ó 
descarg’o;  de  modo,  que  cada  partida  manifiesta 
quiéu  es  el  acreedor  y quién  el  deudor  en  la  ne- 
gociación á que  se  refiere:  art.  33  del  Código  de 
comercio.  También  se  hacen  constar  en  él  todas 
las  partidas  que  el  comerciante  consume  en  sus 
gastos  domésticos,  haciendo  los  asientos  en  las 
fechas  en  que  las  extrae  de  su  caja  con  este  des- 
tino: art.  35.  El  comerciante  por  menor  no  está 
obligado  á sentar  en  el  libro  diario  sus  ventas 
individualmente,  sino  que  es  suficiente  que 
haga  cada  dia  el  asiento  del  producto  de  las  que 
en  todo  él  haya  hecho  al  contado,  y pase  al  libro 
mayor  las  que  haga  al  fiado:  art.  39. 

* Debe  también  contener  el  libro  diario  á lo 
menos  cien  hojas  ó cincuenta,  según  se  ejerza 
el  comercio  al  por  mayor  ó al  por  menor,  y debe 
llevar  unido  el  papel  de  pagos  al  Estado  que 
corresponda,  á razón  de  60  milésimas  de  escudo 
por  cada  hoja  que  contenga:  Real  decreto  de  12 
de  Diciembre  de  1861,  y órden  de  31  de  Diciem- 
bre de  1857,  * 

LIBRO  MAYOR.  El  libro  en  que  el  comerciante 
abre  por  debe  y ha  de  haber  las  cuentas  corrien- 
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tes  con  cada  objeto  ó persona  en  particular  tras- 
ladando á cada  cuenta,  por  órden  riguroso  de 
fechas,  los  asientos  del  diario:  art.  34  del  Código 
de  comercio.  En  este  lihro  debe  abrirse  también 
una  cuenta  particular,  á que  deben  trasladarse 
todas  las  cantidades  que  el  comerciante  tomare 
de  su  caja  para  sus  gastos  domésticos,  con  el 
objeto  de  que  en  caso  de  quiebra  se  pueda  co- 
nocer si  estos  han  sido  excesivos  y descompasa- 
dos con  relación  á su  haber  líquido,  atendidas 
las  circunstancias  de  su  rango  y familia,  en  cuyo 
caso  seria  perseguido  como  quebrado  culpable: 
arts.  34  y 31.  El  libro  mayor  no  se  diferencia  del 
diario  sino  en  el  órden,  pues  su  contenido  es  el 
mismo.  Y.  Libros  de  comercio. 

LIBRO  DE  INVENTARIOS.  El  registro  de  los  bie- 
nes, créditos  y deudas  de  un  negociante.  Este 
libro  empieza  con  la  descripción  exacta  del  di- 
nero, bienes  muebies  é inmuebles,  créditos  y 
otra  cualquiera  especie  de  valores  que  formen  el 
capital  del  comerciante  al  tiempo  de  comenzar 
su  giro:  art.  36.  Después  forma  el  comerciante 
anualmente,  y extiende  en  el  mismo  libro,  el 
balance  general  de  su  giro,  comprendiendo  en 
él  todos  sus  bienes,  créditos  y acciones,  así  como 
también  todas  sus  deudas  y obligaciones  pen- 
dientes en  la  fecha  del  balance,  sin  reserva  ni 
omisión  alguna:  art.  36.  Todos  los  inventarios  y 
balances  generales  deben  firmarse  por  todos  loa 
interesados  en  el  establecimiento  mercantil  que 
se  hallen  presentes  á su  formación:  art.  36,  En 
los  inventarios  y balances  generales  de  una  so- 
ciedad, es  suficiente  que  se  haga  expresión  de 
las  pertenencias  y obligaciones  comunes  de  la 
masa  social,  sin  extenderse  á las  peculiares  de 
cada  socio  en  particular : art,  37.  Los  comer- 
ciantes por  menor  no  están  obligados  á hacer  el 
balance  general  sino  cada  tres  años:  art.  38. 
V.  Libros  de  comercio. 

LIBRO  COPIADOR,  Un  libro  encuadernado  y fo- 
liado en  que  el  comerciante  traslada  íntegra- 
mente y á la  letra  todas  las  cartas  que  escribe 
sobre  su  tráfico:  art.  57,  Código  de  comercio.  Las 
cartas  se  han  de  poner  por  el  órden  de  sus  fe- 
chas, y sin  dejar  huecos  en  blanco  ni  interme- 
dios: art.  58.  Las  erratas  se  salvarán  á continua- 
ción de  la  misma  carta  por  nota  escrita  dentro 
de  las  márgenes  del  libro,  y no  fuera  de  ellas;  y 
las  posdatas  ó adiciones  que  se  hagan  después 
que  se  hubieren  registrado  las  cartas,  se  inser- 
tan á continuación  de  la  última  carta  copiada, 
con  la  conveniente  referencia:  art.  58.  &e  prohí- 
be trasladar  las  cartas  al  copiador  por  traduc- 
ción, sino  que  se  copiarán  en  el  idioma  en  que 
hayan  escrito  los  originales:  art.  59.  La  falta  del 
libro  copiador,  su  informalidad,  ó los  defectos 
que  en  él  se  adviertan  en  contravención  de  la 
ley,  se  corrigen  con  las  penas  pecuniarias  que 
Tomo  ir*. 


j están  prescritas  para  casos  iguales  con  respecto 
: á los  libros  de  comercio:  art.  60.  El  tribunal 
puede  decretar  de  oficio,  ó á instancia  de  parte 
legítima,  que  se  presenten  en  el  juicio  las  cartas 
que  tengan  relación  con  el  litigio,  así  como  que 
se  extraigan  del  registro  copias  de  las  de  igual 
clase  que  se  hayan  escrito  por  los  litigantes,  de- 
signándose determinadamente  de  antemano  las 
que  hayan  de  copiarse  por  la  parte  que  lo  solici- 
te: art.  61. 

LIBRO  PENADOR,  El  registro  que  en  algunos 
pueblos  tiene  la  justicia  para  sentar  las  penas 
en  que  condena  á los  que  rompen  con  el  gana- 
do los  cotos  y límites  de  las  heredades  y sitios 
prohibidos. 

LIBROS  PARROQUIALES,  Los  libros  ó registros 
que  por  disposición  del  Concilio  de  Trenío  hay 
en  cada  parroquia  para  hacer  constar  todos  los 
nacimientos,  matrimonios  y muertes  que  suce- 
den en  ella. 

I.  No  se  puede  usar  de  guarismos  ni  de  abre- 
viaturas en  la  extensión  de  las  actas. 

Las  palabras  horradas,  interlineadas  ó enmen- 
dadas deben  salvarse  al  fin  de  cada  acta  con  ex- 
presión individual  y de  la  misma  letra. 

Las  actas  de  partidas  de  nacimiento , matri- 
monio y muerte,  deben  extenderse  una  en  pos 
de  otra,  sin  claros  ni  huecos  algunos;  lo  cual 
se  entiende  con  las  de  cada  especie. 

II.  En  Real  órden  de  l.°  de  Diciembre  de  1837, 
con  el  objeto  de  establecer  reglas  fijas  y unifor- 
mes en  este  asunto,  se  dispuso: 

l.°  Que  los  Arzobispos,  Obispos  , Vicario  ge- 
I neral  castrense  y todos  los  que  ejercen  una  supe- 
rior jurisdicción  eclesiástica,  comunicasen  la 
competente  órden  á los  párrocos  de  sus  respec- 
tivas jurisdicciones  y superiores  de  los  conven- 
tos no  suprimidos,  así  como  los  jefes  políticos  á 
los  directores,  rectores  ó administradores  de 
hospicios,  hospitales,  casas  de  expósitos  y de- 
más establecimientos  de  beneficencia,  para  que 
en  ios  formularios  de  sus  respectivos  libros  do 
nacidos , casados  y muertos  se  expresen  las  cir- 
cunstancias que  se  creyeren  oportunas,  las  cua- 
les se  anotan  en  los  artículos  Bautismo,  Matri- 
monio y Muerte. 

2 Que  para  que  estas  circunstancias  se  ex- 
presen en  dichas  partidas , se  coloque  por  pri- 
mera hoja  en  cada  libro  de  nacidos,  y casados  y 
, muertos,  el  respectivo  formulario  que  se  remi- 
' tia,  firmado  por  el  alcalde  del  Ayuntamiento  á 
que  corresponda  la  parroquia , convento  ó casa 
de  beneficencia,  cuyos  huecos  en  blanco  son  los 
¡ sitios  en  que  han  de  colocarse  los  nombres  y 
1 circunstancias  de  las  personas  que  intervienen 
en  estos  actos;  debiendo  servir  de  modelo  los 
formularios  para  en  un  todo  imitarlos  en  las 
partidas  que  á continuación  se  extiendan. 
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QUe  los  mismos  párrocos  y superiores  de 
casas  de  beneficencia  pasen  á sus  respectivos 
-vy untamientos  los  estados  numéricos  por  tri- 
mestres, contados  desde  Lu  de  Enero  del  año  si- 
guiente, de  los  nacidos,  casados  y muertos  que 
haya  habido  en  su  feligresía  ó establecimientos, 
arreglados  dichos  estados  álos  modelos  que  iban 
adjuntos,  y remitiéndolos  siempre  en  el  mes  in- 
mediato á la  conclusión  de  cada  trimestre. 

4."  Que  los  Arzobispos  y Obispos  conminen 
del  modo  que  su  prudencia  les  dicte  á dichos 
párrocos  y demás  superiores  que  ejercen  juris- 
dicción eclesiástica,  así  como  los  jefes  políticos 
álos  directores,  rectores  ó administradores  de 
casas  de  beneficencia,  por  las  faltas  ú omisiones 
que  cometan  en  lo  prevenido  en  los  tres  artícu- 
los precedentes,  según  queja  presentada  por  el 
Ayuntamiento  que  haya  notado  la  falta  al  jefe 
político,  que  debe  trasladar  este  al  respectivo 
Arzobispo  ú Obispo , si  se  tratase  de  persona  su- 
jeta á su  jurisdicción. 

o.0  Que  los  Ayuntamientos  cuiden  bajo  su 
responsabilidad  de  la  puntual  remisión  que  les 
han  de  hacer  los  párrocos  y superiores  de  casas 
de  beneficencia  de  los  mencionados  estados,  é 
igualmente  de  su  exárnen  , con  facultad  de  ven- 
tilar las  dudas  que  les  ocurran,  comisionando  a! 
intento  á un  individuo  de  su  seno;  y si  por  parte 
de  dichos  párrocos  ó superiores  se  faltase  á esta 
puntualidad  , se  la  deben  recordar  de  oficio  los 
Ayuntamientos  antes  de  dar  cuenta  á su  respec- 
tivo jefe  político. 

6. °  Que  los  Ayuntamientos  compendien  los 
estados  de  los  trimestres  en  resumen  con  arreglo 
á los  modelos  que  se  les  envian;  los  cuales  de- 
ben remitir  precisamente  en  el  mes  siguiente 
de  su  recibo  á la  Diputación  provincial  á que 
correspondan  ; estas  corporaciones  deben  casti- 
gar las  faltas  ú omisiones  que  aquellos  cometau 
con  la  multa  que  juzguen  prudente. 

7. °  Que  las  Diputaciones  provinciales  formen 
un  estado  compuesto  de  los  totales  de  los  parti- 
dos, y los  remitan  al  ministro  de  la  Gobernación 
en  el  mes  siguiente  de  haberlos  recibido. 

ITT.  Los  extractos  ó traslados  de  una  acta  ó 
partida  expedidos  por  el  cura  párroco,  ó sacados 
por  ua  escribano  á quien  el  registro  parroquial 
se  baya  puesto  de  manifiesto,  hacen  fe  en  juicio, 
estando  legalizados  en  debida  forma. 

Si  los,  actos  de  matrimonio , nacimiento  y 
muerte  pasaren  fuera  del  territorio  español, 
pueden  las  partes  interesadas  acreditar  su  exis- 
tencia en  forma  legal,  y presentar  el  documen- 
to justificativo  al  agente  diplomático  español 
mas  cercano. 

En  los  casos  de  omisión , ó pérdida  por  incen- 
dio, inundación,  robo  ú otra  causa,  se  puede 
suplir  la  identidad  de  los  actos  por  prueba  ins- 


trumental ó de  testigos;  y la  calidad  de  hijo  de 
persona  determinada  se  prueba  también  en  este 
r caso  acreditando  ia  posesión  de  los  siguientes 
I extremos:  l.°,  la  de  haber  sido  reputado  como 
; tal  hijo  por  el  padre,  la  familia,  y el  común  de 
vecinos;  2.“,  la  de  haber  usado  constantemente 
y sin  contradicción  el  apellido  del  padre;  3.°,  la 
1 de  haber  recibido  de  él  como  tal,  alimentos  y 
| educación. 

* Establecido  el  Registro  civil  por  la  ley  de  17 
j de  Junio  de  1870,  según  la  cual,  los  jueces  muni- 
j cipales  deben  anotar  en  él,  los  actos  concernien- 
' tes  al  estado  civil  de  las  personas,  probándose 
estos  con  las  partidas  de  dicho  Registro,  han  de- 
jado de  tener  el  valor  y la  fuerza  que  en  este  ar- 
tículo se  expresa  las  partidas  de  los  libros  par- 
roquiales. Y.  Registro  civil. 

Sin  embargo,  habiéndose  reconocido  por  el 
Real  decreto  de  9 de  Febrero  de  1875  al  matri- 
monio contraido  según  los  sagrados  cánones,  to- 
dos los  efectos  civiles  que  le  reconocían  las  leyes 
vigentes  hasta  la  provisional  del  matrimonio 
civil  de  18  de  Junio  de  1870,  han  recobrado  su 
antiguo  valor  é importancia  los  libros  parroquia- 
les en  que  se  consigna  la  celebración  de  dicho 
matrimonio.  Así  es  que,  según  el  art.  4.°  dei 
decreto  de  9 de  Febrero  citado,  la  partida  sacra- 
mental del  matrimonio  canónico  hará  plena 
prueba  del  mismo,  después  que  haya  sido  ins- 
crito en  el  Registro  civil;  no  habiendo  sido  ins- 
crito, debe  la  partida  someterse  á Las  comproba- 
| ciones  y diligencias  que  disponen  los  reglamen- 
¡ tos,  y á las  que  los  tribunales  estimen  necesarias 
j para  calificar  su  autenticidad.  Estas  diligencias 
¡ se  determinan  en  el  art.  21  de  la  Instrucción 
: de  19  de  Febrero  de  1875  para  verificar  la  ins- 
cripción de  los  matrimonios  canónicos  celebra- 
dos desde  1870  en  adelante.  Véanse  Matrimonio 
. canónico  y Registro  civil.  Asimismo  tienen  su 
I antigua  fuerza  legal  las  partidas  ó fes  de  bau- 
tismo de  los  hijos  nacidos  de  matrimonio  canó- 
nico á que  se  refiere  el  decreto  de  22  de  Enero 
de  1875,  pues  según  su  art.  5.°,  no  es  necesaria 
la  presentación  de  aquellos  al  Registro,  cuando 
la  persona  llamada  por  la  ley  á hacer  su  presen- 
tación exhibiere  dicha  partida.  V.  Matrimonio 
canónico  y Registro  civil.  * 

LICENCIA  ABSOLUTA.  La  separación  total  del 
i servicio  público  hecha  siempre  de  Real  órden, 

■ unas  veces  con  el  uso  de  uniforme,  fuero  ó 
sueldo,  y otras  sin  ventaja  alguna  y aun  con 
I prohibición  de  servir  en  lo  succesivo.  La  causa 
I del  licénciamiento  varía  sus  términos  en  cada 
caso  individual. 

LICENCIA  TEMPORAL.  Permiso  real  ó de  las  au- 
toridades competentes  para  dejar  por  algún 
tiempo  el  servicio  activo  ó diferir  la  toma  de 
posesión  de  un  destino. 


* f ”"  a los  Meados  del  ministerio  de 
Estado. —Ro  se  concederá  licencia  alguna  á ll 
empleados  en  la  carrera  diplomática  "ino  en  o 
licitud  por  escrito  del  empleado,  justificada  de- 
bidamente, si  se  fundase  en  motivos  de  salud  y 
cursada  por  su  inmediato  jefe,  que  informará  si 
de  la  concesión  se  sigme  al -un  daño  al  servicio 
cuando  se  pidiere  por  asuntos  propios:  art  56  del 
Reglamento  orgánico  de  31  de  Mayo  de  1870 

El  máximum  de  las  licencias  y prórogas  será 
el  siguiente:  De  dos  meses  para  los  que  sirven 
en  Europa,  en  Marruecos  y en  la  Regencia  de 
Túnez.  De  tres  meses  para  los  que  sirven  en 
Turquía  y en  la  parte  del  Asia  bañada  por  los 
mares  Mediterráneo  y Negro.  De  cuatro  meses 
para  los  que  sirven  en  los  Estados-Unidos,  en 
Méjico  y Venezuela.  De  seis  meses  para  los  que 
sirven  en  los  demás  Estados  de  la  América  del 
Sur  bañados  por  el  Atlántico  y el  Pacífico.  De' 
diez  meses  para  los  que  sirven  en  cualquier 
punto  del  Asia. 

A todos  puede  concedérseles  primera  y segun- 
da próroga. 

Las  licencias  concedidas  por  motivos  de  salud 
son  con  el  sueldo  entero  regulador;  la  primera 
próroga  con  medio  sueldo  y sin  él  la  segunda. 
Las  concedidas  por  asuntos  propios  lo  son  con  la 


1845,  de  14  de  Julio  de  1849  y 15  de  Julio  de  1850, 
se  dictaron  varias  reglas  para  la  concesión  de 
licencias  temporales  á los  empleados  del  órden 
judicial,  reglas  que  todas  han  caducado  en  vir- 
tud de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  de  30 
de  ¡setiembre  de  1870,  que  las  dicta  minuciosas, 
según  las  diversas  categorías  de  aquellos,  en  los 
artículos  906  si  932,  extractados  en  el  articulo 
de  esta  obra,  Ausente:  tomo  I,  pág.  780. 

Por  lo  tanto,  únicamente  añadiremos  aquí  que 
los  jueces  municipales  no  pueden  ausentarse  del 
territorio  municipal  en  que  ejerzan  sus  funcio- 
nes, aunque  se  les  haya  concedido  licencia, 
hasta  que  el  suplente  respectivo  quede  encar- 
gado de  la  jurisdicción:  art.  088  de  la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial  de  30  de  Agosto,  publi- 
cada en  15  de  Setiembre  de  1870.  Que  cuando  se 
dieren  licencias  sin  guardar  los  requisitos  mar- 
cados en  el  art.  911,  el  presidente  de  la  Audien- 
cia suspenderá  su  cumplimiento  y lo  pondrá  en 
conocimiento  del  presidente  del  Tribunal  Su- 
premo, y que  el  traslado  de  la  órden  concediendo 
ó negando  la  licencia  pedida  ha  de  comunicar- 
se al  interesado  por  el  presidente  que  hubiere 
dado  curso  á la  solicitud:  art.  912.  Que  el  presi- 
dente del  Tribunal  Supremo  ha  de  dar  cuenta  al 
ministro  de  Gracia  y Justicia  de  todas  las  licen- 


mitad  del  sueldo  regulador  y las  prórogas  sin 
sueldo:  arts.  57,  58  y 59. 

Las  licencias  y prórogas  serán  concedidas  por 
órdenes  ministeriales  en  los  términos  prescritos. 
Cuando  los  empleados  en  el  extranjero  soliciten 
autorización  para  ausentarse  de  su  puesto  por 
un  término  que  no  exceda  de  quince  dias,  podrá 
concederse  por  el  jefe  de  la  legación  de  quien 
dependa,  dando  este  cuenta  inmediata  al  mi- 
nisterio de  las  autorizaciones  que  conceda:  ar-  | 
tículo  61. 

Caducarán  las  Ucencias  de  que  no  se  hubiese 
hecho  uso  al  mes  de  haber  sido  concedidas  á | 
los  interesados,  é igualmente  concluirán  al  mes 
las  que  los  empleados  estén  disfrutando  cuando 
sean  trasladados  á otro  destino:  art.  60. 

Quedará  cesante  el  empleado  que  se  ausentase  j 
sin  licencia  ó autorización  competente  y el  que 
no  hubiese  regresado  al  terminar  el  plazo  que 
se  le  hubiese  concedido;  sin  perjuicio  de  lo  de- 
más á que  haya  lugar,  con  arreglo  á lo  que  j 
dispone  el  Código  penal.  Los  jefes  de  legación  j 
darán  desde  luego  de  baja  á los  empleados  que 
se  hallaren  en  los  casos  anteriores  y parte  á.  la  ; 
superioridad  para  la  resolución  conveniente,  ai- 
tículo  62  del  Reglamento  orgánico  de  31  deMa-  ¡ 
yo  de  1870.  V.  Ministros  de  la  Corona.  ¡ 

Licencias  á ¿os  funcionarios  dependientes  del 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia.— Fai  Reales  or- 
denes de  28  de  Febrero  de  1838  recordadas  por 
la  de  26  de  Mayo  de  1844,  y de  30  de  Mayo  de 


cias  que  conceda,  dentro  de  los  ocho  ideas  si- 
guientes al  de  su  otorgamiento:  art.  913.  Que 
los  jueces  y magistrados  que  disfruten  licencia 
por  falta  de  salud , perciben  íntegro  su  sueldo, 
y si  por  otra  causa,  solo  la  mitad : art.  920. 

Los  registradores  tienen  obligación  de  perma- 
necer en  la  cabeza  del  juzgado  donde  se  encuen- 
tre establecido  el  Registro  y no  pueden  por  con- 
siguiente ausentarse  sin  licencia. 

El  delegado  puede  concedérsela  por  cinco  dias. 

Los  presidentes,  por  justa  causa  y prévio  in- 
forme si  lo  estima  necesario  del  delegado  sobre 
la  certeza  de  la  causa  alegada  y la  aptitud  del 
substituto  para  reemplazar  al  propietario;  lo 
mas,  por  dos  meses. 

La  Dirección  general  de  los  Registros  civil  y 
de  la  propiedad  podrá  conceder  próroga  en  di- 
cha licencia , prévio  informe  del  presidente  de 
la  Audiencia  cuando  lo  crea  oportuno.  V.  Regis- 
trador y Substituto  del  registrador. 

Los  notarios  podrán  ausentarse  de  su  notaría 
no  teniendo  reclamado  su  ministerio,  por  cinco 
dias  los  residentes  en  punto  donde  haya  uno  so- 
lamente; por  diez  los  residentes  donde  haya  dos; 
y por  quince  los  demás.  Siempre  que  hagan  uso 
de  esta  facultad,  lo  pondrán  en  conocimiento 
del  decano  del  Colegio  ó del  delegado  ó subde- 
legado. 

Si  alguno  do  estos  ó las  autoridades  locales 
observaran  por  parte  de  algún  notario  abuso  de 
esta  autorización,  podrán  dar  cuenta  á la  Junta 


L1 


952 


LI 


directiva  del  Colegio,  la  cual  impondrá  la  cor- 
rección disciplinaria  que  corresponda,  ponién- 
dolo, en  conocimiento  de  la  Dirección  general. 
Kn  los  demás  casos  los  notarios  no  podrán  au- 
sentarse sin  licencia  prévia  que  concederán,  ha- 
biendo justa  causa,  la  Junta  del  Colegio  nota- 
rial, sino  excediese  de  dos  meses,  y la  Dirección 
general  si  excediese,  previo  el  informe  de  la 
Junta.  En  el  primer  caso  se  dirigirá  la  solicitud 
de  licencia  por  conducto  del  delegado  ó del  de- 
cano, á la  Junta;  y en  el  segundo  por  conducto 
de  esta,  á la  Dirección. 

Todo  notario  que  use  de  licencia  está  obliga- 
do á dar  al  decano  parte  de  'haber  vuelto  á en- 
cargarse de  la  Notaría  en  el  mismo  dia  que  lo 
verifique.  Las  juntas  de  los  Colegios  cuidarán 
de  que  ningún  notario  use  de  licencia  por  mas 
tiempo  que  el  concedido;  y si  alguno  se  extrali- 
mitase, lo  pondrán  en  conocimiento  de  la  Direc- 
ción general : art.  38  del  reglamento  del  Nota- 
riado de  9 de  Noviembre  de  1874. 

Si  concluido  el  término  de  la  licencia  con- 
cedida no  se  hubiere  presentado  el  notario  á ¡ 
desempeñar  de  nuevo  su  cargo,  ni  alegare  cau- 
sa justa  que  lo  haya  impedido,  se  entenderá 
que  renuncia,  y el  decano  del  Colegio  lo  pondrá 
en  conocimiento  de  la  Dirección  general:  art.  39. 

Y.  Elecciones. — Notario.  * 

Para  Ultramar  está  mandado  por  punto  gene- 
ral, en  Real  orden  de  12  de  Diciembre  de  1834, 
que  todas  las  solicitudes  de  licencia  para  la  Pe- 
nínsula, vengan  por  conducto  de  los  jefes  res- 
pectivos y con  informe  de  estos;  y á fin  de  que  el 
liso  intempestivo  de  las  que  se  concedieran  en 
el  ramo  judicial  no  perjudicase  al  servicio  pú- 
blico, se  dispuso  en  Real  órden  circular  de  15  de 
Octubre  de  1845:  l.°  Que  toda  licencia  temporal 
quede  sin  valor  alguno  siempre  que  el  intere- 
sado no  haya  comenzado  á usarla  dentro  de  los 
tres  meses  siguientes  al  recibo  de  la  Real  órden 
de  su  concesión.  2."  Que  toda  licencia  temporal 
se  tenga  por  consumida  cuando,  habiendo  co- 
menzado á usarla  el  interesado,  vuelva  á servir 
su  destino  sin  haber  corrido  todo  el  plazo  del 
real  permiso.  De  esta  regla  .general  quedaron 
exceptuados  después  los  dependientes  del  minis- 
terio de  Gracia  y Justicia  en  Filipinas,  en  virtud 
de  Real  órden  de  14  de  Junio  de  1846,  que  auto- 
rizó al  capitán  general,  presidente  de  la  Real 
Audiencia  de  Manila,  para  ampliar  el  término 
de  los  tres  meses  según  las  circunstancias  parti- 
culares de  cada  caso. 

Los  eclesiásticos  necesitan  de  Real  licencia 
expresa  para  trasladarse  á la  córte , y el  Vicario 
eclesiástico  de  esta  debe  cuidar  de  que,  conclui- 
do el  permiso,  vuelvan  á.  sus  iglesias,  dando 
cuenta  al  Gobierno  si  no  lo  hicieren:  ley  8.a, 
tít.  11,  lib,  1.",  Noy.  Iíecop.  Las  solicitudes  de 


esta  clase  están  comprendidas  en  lo  dispuesto  en 
Real  órden  expedida  por  Gracia  y Justicia  en  13 
de  Enero  de  1844,  que  dice  lo  siguiente:  «l.°  Todos 
los  eclesiásticos,  de  cualquier  categoría  ó digni- 
dad, al  dirigúr  sus  exposiciones  á la  Reina,  lo  ha- 
rán por  conducto  de  su  respectivo  Diocesano, 
quien  al  remitirlas  á este  ministerio  informará 
acerca  de  ellas  cuanto  se  le  ofrezca.  2.°  Las  solici- 
tudes que  no  veng'an  por  el  expresado  conducto, 
quedarán  siu  curso,  á no  ser  que  versen  sobre  que- 
ja contra  el  Diocesano.  V.  Ministros  de  la  Corona. 

Licencias  á mi li tares . — Todos  los  que  depen- 
den del  ministerio  de  la  Guerra  por  regla  gene- 
ral, jefes,  oficiales,  autoridades,  consejeros,  mi- 
nistros togados  y demás  jefes  y oficiales  desti- 
nados á las  dependencias  generales , necesitan 
licencia  para  ausentarse  de  los  puntos  donde  re- 
siden ó ejercen  sus  funciones,  y se  hallan  suje- 
tos á las  reglas  establecidas  para  obtenerlas. 

Se  exceptúan  los  oficiaLes  generales  en  situa- 
ción de  cuartel  ó exentos  de  servicio,  que  no  ne- 
cesitan Real  licencia  para  viajar  por  la  Península 
é islas  adyacentes;  aunque  habrán  de  solicitar 
del  capitán  general  del  distrito  en  que  tengan 
fijada  su  residencia,  el  correspondiente  pasapor- 
te, especificando  el  punto  ó puntos  donde  deseen 
trasladarse,  y el  tiempo  que  hayan  de  estar  au- 
sentes; y los  capitanes  generales,  al  concederlo, 
darán  aviso  al  intendente  militar  del  distrito  y á 
los  capitanes  generales  de  los  á que  pertenezcan 
los  puntos  para  donde  se  hayan  expedido  los 
pasaportes,  quienes  darán  conocimiento  al  mi- 
nisterio de  la  Guerra  de  las  fechas  en  que  entren 
y salgau  de  sus  respectivos  distritos.  Si  los  ofi- 
ciales generales  hubiesen  de  pasar  á Ultramaro 
al  extranjero,  necesitan  obtener  antes  la  corres- 
pondiente Real  licencia;  así  lo  dispone  la  Real 
órden  de  18  de  Diciembre  de  1871. 

Los  jefes  y oficiales  que  deban  cambiar  de  re- 
sidencia por  ascenso  ó por  causa  del  servicio,  no 
podrán  solicitar  licencia  ínterin  no  hayan  toma- 
do posesión  de  su  destino  y pasado  de  presente 
una  revista  administrativa. 

Las  autoridades  militares  y los  jefes  principa- 
les de  los  cuerpos  de  todas  armas  é institutos, 
no  podrán  solicitar  licencia  sin  el  consentimien- 
to prévio  de  los  capitanes  generales,  ni  tampoco 
los  jefes  y oficiales  que  sirvan  cu  distritos  mili- 
tares declarados  en  estado  de  guerra,  que  habrán 
de  inquirirlo  por  conducto  de  sus  jefes. 

En  las  instancias  de  licencia  lian  de  expresar- 
se las  poblaciones  , puntos  y provincias  en  que 
los  interesados  deseen  disfrutarla,  y al  conce- 
derlas se  ha  de  tener  presente  que  no  pueden 
estar  ausentes  de  los  cuerpos  de  infantería  mas 
de  un  jefe,  tres  capitanes  y seis  subalternos  por 
regimiento;  en  los  batallones  de  cazadores,  y 
en  los  regimientos  de  caballería  y artillería 
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montada,  un  jefe  un  capitán  y tres  subalternos 
y eu  los  de  ai'tilleria  á Pié  é ingenieros,  un  jefe’ 
dos  capitanes  y cuatro  subalternos. 

Las  solicitudes  de  licencia  que  promuevan  los 
jefes  y oficiales  del  ejército  se  cursarán  al  mi- 
nisterio de  la  Guerra  por  medio  de  los  directo- 
res é inspectores  de  las  armas,  6 á los  capitanes 
generales  cuando  sean  estos  los  que  hayan  de 
concederlas. 

El  director  general  de  la  Guardia  civil  y el 
inspector  de  Carabineros  cursarán  al  ministerio 
de  la  Guerra  las  solicitudes  de  los  jefes  y oficia- 
les que,  dada  la  especialidad  del  servicio  á que 
están  dedicados,  puedan  sin  grave  perjuicio  de  ! 
este,  disfrutar  licencias  temporales. 

Los  capitanes  generales  podrán  conceder  li-  : 
cencías  por  un  mes  dentro  de  ios  distritos  de  : 
sumando  á los  jefes  y oficiales  que  sirvan  en 
ellos.  El  art.  6.°  de  la  órden  de  22  de  ilayo  de  ! 
1869  autoriza  al  capitán  general  de  Canarias 
para  que  conceda  licencias  para  ,1a  Península  á 
los  jefes  y oficiales  que  las  necesiten  con  urgen- 
cia, hasta  el  plazo  máximo  de  tres  meses;  pero 
como  la  de  25  de  Junio  de  1870,  sin  distinción 
ninguna,  limita  el  plazo  á dos  meses,  cuando 
son  para  asuntos  particulares,  debe  entenderse 
comprendidos  los  capitanes  generales  de  Ca- 
narias en  esta  disposición. 

Los  capitanes  generales  están  autorizados  para 
conceder  cuantas  licencias  y prórogas  estimen 
bastantes  á los  jefes  y oficiales  de  reemplazo, 
por  enfermedad  ó para  asuntos  propios,  aunque 
limitados  á la  Península  é Islas  adyacentes,  de- 
biendo dar  conocimiento  al  intendente  militar 
del  distrito  de  su  mando,  al  director  general  del 
arma  á que  el  interesado  pertenezca  y á los  ca- 
pitanes generales  de  los  distritos  para  donde  se 
concedan  las  licencias:  Real  órden  de  18  de  Di- 
ciembre de  1871. 

Con  las  mismas  formalidades  pueden  conce- 
der los  capitanes  generales  licencia  para  el  cam- 
bio de  residencia  á los  jefes  y oficiales  de  reem- 
plazo: Real  órden  de  18  de  Noviembre  de  1871. 

Las  licencias  se  conceden  ó para  asuntos  par- 
ticulares , ó para  baños  y enfermedades  ó para 
curarse  heridas  recibidas  en  campaña. 

Las  licencias  para  asuntos  particulares  que-  ¡ 
dan  limitadas  al  tiempo  máximo  de  dos  meses, 
sean  para  la  Península  ó para  el  extranjero;  no 
pueden  concederse  prórogas  y solo  gozarán  los 
interesados  de  medio  sueldo:  pero  esto  se  en- 
tiende respecto  á los  que  están  en  servicio  acti- 
vo, pues  á los  jefes  y oficiales  de  reemplazo  o 
excedentes,  como  hemos  dicho  antes,  podrá  con- 
cedérseles licencias  y prórogas  sin  limitación 
de  tiempo  ; aunque  se  entenderán  caducadas 
unas  y otras  desde  el  momento  en  que  obtuvie- 
ren colocación:  órden  de  25  de  Junio  de  Ib /O. 


Las  licencias  por  enfermedad  justificada  ó 
para  tomar  baños,  siempre  que  se  acredite  su 
necesidad , se  conceden  por  dos  meses,  y próro- 
gas que  no  pueden  exceder  de  un  mes;  pero  con 
el  sueldo  entero. 

Quedan  exceptuados  de  las  anteriores  reglas 
los  que  se  hallen  curándose  de  heridas  recibidas 
en  campaña,  los  cuales  disfrutarán  con  todo  el 
sueldo  las  licencias  y prórogas  que  necesiten 
hasta  restablecer  su  salud  ó ser  declarados 
inútiles:  las  prórogas  para  este  caso  se  conce- 
derán de  dos  en  dos  meses,  siempre  que  los  in- 
teresados justifiquen  su  necesidad. 

Los  capellanes  y oficiales  de  Sanidad  militar 
que  obtengan  licencia,  quedarán  sujetos,  en 
cuanto  al  goce  del  sueldo , á lo  que  previenen 
sus  respectivos  reglamentos  y el  art.  G1  del  de 
revistas  administrativas:  órden  de  22  de  Mayo 
de  1869. 

Ucencias  á los  empleados  de  Hacienda— $ olo  se 
concederá  licencia  á los  empleados  del  ministe- 
rio de  Hacienda,  una  sola  vez  en  cada  año,  por 
treinta  dias  por  causas  debidamente  justificadas 
y sin  sueldo,  á no  ser  por  enfe.rmedad  en  que  por 
veinte  dias  se  les  concederá  con  sueldo,  proro- 
gables  hasta  cuarenta  y cinco  sin  sueldo. 

Si  las  licencias  fueren  para  el  extranjero,  no 
excederán  de  cuarenta  y cinco  dias  y sin  suel- 
do, sean  cualesquiera  las  razones  en  que  se 
funden. 

Caducarán  las  licencias  concedidas:  l.°  Tan 
pronto  como  se  declare  oficialmente  que  existe 
enfermedad  epidémica  ó contagiosa  en  los  pun- 
tos donde  deben  residir ; declarándose  cesante  y 
poniéndose  nota  en  la  hoja  de  servicios  del  em- 
pleado que  no  se  presente  en  su  puesto  á los 
' ocho  dias  después  de  la  declaración  oficial. 
2.°  Cuando  las  licencias  no  hayan  empezado  á 
usarse  dentro  de  un  plazo  de  veinte  dias,  conta- 
dos desde  la  fecha  en  que  se  comuniquen  á los 
interesados. 

No  se  dará  curso  á ninguna  solicitud  ni  se 
concederá  licencia  á ios  empleados  de  la  admi- 
nistración provincial  sino  van  informadas  y cur- 
sadas por  el  jefe  de  la  administración  económi- 
ca á la  Dirección  correspondiente  ó por  los  jefes 
superiores  iumeuiatos  cuando  no  residan  en  las 
| capitales;  ni  á las  de  los  del  personal  central 
si  no  van  informadas  y cursadas  porlos  jefes  su- 
periores inmediatos. 

151  subsecretario  de  Hacienda,  los  directores 
generales  y el  presidente  del  t-ribiinal  de  prime- 
| ra  instancia  de  clases  pasivas  están  autorizados 
por  la  Instrucción  de  l.°  de  Agosto  de  1871  para 
conceder  licencias  y prórogas  á los  funcionarios 
que  dependan  ó estén  asignados  á sus  centros, 
con  arreglo  á las  disposiciones  vigentes,  excep- 
tuados los  jefes  de  administración  que  han  de 
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obtenerla  del  ministro  por  conducto  de  su  jefe 
superior  inmediato. 

Los  gobernadores  ó los  jefes  inmediatos  en  su 
caso  darán  cuenta  al  Ministerio  de  la  fecha  en 
que  los  interesados  empiecen  á usar  de  la  licen- 
cia y de  los  empleados  que,  concluida,  no  se 
presenten  á desempeñar  sus  destinos,  por  cuyo 
hecho  se  les  declarará  cesantes  con  nota  en  sn 
expediente:  Real  órden  de  15  de  J unió  de  1868;  y . 
art.  81  del  Reglamento  de  8 de  Diciembre  de  1869.  ¡ 
Empleados  dependientes  del  Ministerio  de  la  Go-  \ 
bernacion. — Solo  se  les  conceden  licencias  tempo-  ! 
rales  por  treinta  días  sin  sueldo  alguno  y por 
causas  debidamente  justificadas:  en  los  casos  de 
enfermedad,  que  igualmente  deberá  justificar-  ¡ 
se,  se  concederán  licencias  por  veinte  dias  con  | 
todo  el  sueldo,  que  podrán  prorogarse  hasta  ¡ 
cuarenta  y cinco  sin  sueldo.  I 

Esto  está  limitado  á las  licencias  para  la  Pe-  | 
níusula,  pues  para  el  extranjero,  el  término  iná-  ! 
ximo  es  de  cuarenta  y cinco  dias,  que  es  el  que  j 
puede  concedérseles,  siempre  sin  sueldo,  sean  j 
cuales  fueran  ¡as  razones  en  que  se  funden  los  ¡ 
interesados  para  solicitarlas.  j 

No  se  concederá  licencia  mas  que  una  sola  vez 
cu  cada  año  á un  mismo  empleado,  caducando  j 
cuando  no  haya  empezado  á usarse  dentro  de  ! 
veinte  dias  contados  desde  la  fecha  en  que  se  co-  i 
muniquen  las  concesiones  á los  interesados,  ó se 
declare  oficialmente  que  existe  enfermedad  epi- 
démica ó contagiosa  en  los  puntos  donde  radi- 
quen los  empleos  de  los  concesionarios. 

El  alcalde  y los  tenientes  necesitan  licencia  del 
Ayuntamiento  para  ausentarse  de  su  término 
por  mas  de  ocho  dias.  En  ningún  caso  dejarán 
de  dar  aviso  prévio  al  que  haya  de  reemplazar- 
los, y además  lo  comunicarán  por  escrito  al 
Ayuntamiento  cuando  la  ausencia  exceda  de  dos 
dias.  Esto  mismo  tendrá  lugar  respecto  al  alcal- 
de cuando  por  asunto  urgente  tuviere  precisión 
de  ausentarse  antes  de  poder  obtener  la  licencia 
del  Ayuntamiento,  pudiendo  ios  alcaldes  auto- 
rizar para  estos  casos  la,  ausencia  de  los  tenien- 
tes, comunicándose  al  Gobernador  la  licencia 
concedida  y el  nombre  del  reemplazante:  ar-  ; 
ticulo  110  de  la  ley  municipal  de  20  de  Agosto  ■ 
de  1870. 

Los  alcaldes  de  barrio  no  pueden  ausentarse  ■ 
nunca  del  de  su  cargo  por  inas  de  veinticuatro  , 
horas  sin  licencia  del  teniente  de  alcalde  de  su 
distrito,  que  designará  persona  que  les  reempla- 
ce durante  la  ausencia  y dará  además  cuenta  al 
alcalde  y Ayuntamiento:  art.  111  idem. 

Los  tenientes  reemplazarán  al  alcalde  en  to- 
das sus  atribuciones,  y los  regidores  á los  tenien- 
tes por  el  órden  establecido  en  el  art.  46  en  casos 
de  ausencias,  enfermedades  ó vacantes  interi- 
nas: art.  112. 


No  pueden  los  concejales  sin  licencia  del 
Ayuntamiento  ausentarse  en  dia  de  sesión  ordi- 
naria ó extraordinaria,  ni  por  mas  tiempo  que 
el  que  medie  entre  dos  ordinarias,  ni  concederse 
licencia  á la  par  sino  á la  cuarta  parte  del  nú- 
mero total  de  concejales:  art.  113. 

Los  diputados  provinciales  que  tuvieren  nece- 
sidad de  ausentarse  lo  pondrán  en  conocimien- 
to de  la  Diputación  provincial,  sin  cuyo  requisi- 
to incurrirán  en  una  multa  de  25  pesetas,  sién- 
doles además  imputados  los  perjuicios  á que  su 
ausencia  pudiera  dar  lugar.  Durante  las  sesio- 
nes necesitan  para  ausentarse  obtener  licencia 
de  la  Diputación,  la  cual  solamente  podrá  con- 
cederla en  cuanto  quede  para  deliberar  la  ma- 
yoría absoluta  del  número  total  de  diputados: 
art.  41  de  la  ley  provincial  de  20  de  Agosto 
de  1870.  V.  Diputación. 

Empleados  dependientes  del  Ministerio  de  Fo- 
mento.— Los  que  solicitaren  licencia  por  enfer- 
medad deben  acompañar  á la  instancia  una  cer- 
tificación del  facultativo  en  la  que  conste  la 
necesidad  de  hacer  uso  de  aquella  para  restable- 
cer su  salud;  pudiendo  concedérseles  hasta  por 
cuarenta  y cinco  dias  con  el  sueldo  entero,  y 
otros  cuarenta  y cinco  de  próroga  con  medio 
sueldo. 

Si  la  licencia  fuere  por  cualquier  otro  motivo 
se  les  concederá  con  medio  sueldo  y la  próroga 
sin  sueldo. 

Si  excedieren  de  tres  meses  y cuarenta  y cinco 
dias  respectivamente  las  licencias  que  se  les 
concedieren,  no  se  contará  este  exceso  por  tiem- 
po de  servicio  para  cesantías  y jubilaciones. 

Dentro  de  un  año  no  se  concederán  licencias 
por  mas  plazos  de  tres  meses,  la  mitad  de  pri- 
mera concesión  y la  otra  mitad  de  próroga  á no 
ser  por  causa  de  salud,  entendiéndose  caducada 
la  licencia  que  no  se  hubiera  empezado  á usar 
antes  de  los  quince  dias  siguientes  á su  conce- 
sión. 

No  pueden  hacer  uso  á la  vez  de  su  licencia 
mas  de  dos  empleados  de  un  mismo  negociado, 
y los  que  la  hubieren  obtenido  han  de  pasar  dos 
comunicaciones,  una  al  negociado  central  y 
otra  al  Ordenador  participándoles  la  fecha  en 
que  empiezan  á usarla:  Reglamento  interior  del 
Ministerio  de  Fomento  de  12  de  Mayo  de  1871, 
artículos  109  ai  113. 

Los  Rectores  de  universidades  solo  concederán 
licencias  á los  catedráticos  en  caso  de  enferme- 
dad plenamente  justiSeada,  ó por  otro  motivo 
igualmente  atendible  y urgente,  por  escrito,  por 
solo  el  tiempo  que  fijen  los  reglamentos  en  las 
atribuciones  de  los  jefes  de  los  establecimientos 
de  enseñanza  y dada  cuenta  á la  Dirección  ge- 
neral de  Instrucción  pública:  Real  órden  de  6 de 
Febrero  de  1871. 
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Los  empleados  que  no  se  presenten  en  sus 
puestos  ocho  dias  después  de  acordada  oficiad 
mente  la  caducidad  de  las  licencias  serán  decla- 
rados cesantes  y puesta  nota  en  las  hojas  de 
servicio,  lo  mismo  que  á todos  los  que  no  se  pre- 
senten en  sus  puestos  al  terminar  las  licencias 
concedidas. 

Las  peticiones  de  licencia  han  de  cursarse 
por  el  conducto  y con  informe  de  los  goberna- 
dores ó jefe  superior  inmediato,  quienes  parti- 
ciparán al  Ministerio  la  fecha  en  que  los  intere- 
sados empiecen  á usar  de  la  Ucencia  y noticia 
de  los  que,  trascurrido  el  plazo  de  ella,  uo  se 
hayan  presentado  en  sus  puestos.  Las  Direcciones 
generales  y demás  dependencias  del  ministerio 
de  la  Gobernación  han  de  atenerse  precisamente 
para  la  concesión  de  licencias  áíos  empleados  cu- 
yojnombramiento  proceda  de  sus  atribuciones,  á 
las  antedichas  reglas:  Real  orden  de  29  do  Junio 
de  1868.  V.  Ministros  de  la  Corona.  * 

* LICENCIA  PASA  EL  USO  SIMPLE  DE  ARMAS,  Ó GON 
DERECHO  AL  EJERCICIO  DE  CAZA.  El  reglamento 
provisional  de  22  de  Enero  de  18*73  para  la  admi- 
nistración y cobranza  del  impuesto  sobre  licen- 
cias de  armas  y de  caza  contiene,  en  su  cap.  5.°, 
las  siguientes  disposiciones: 

Las  licencias  para  uso  simple  de  armas  costa- 
rán á razón  de  cinco  pesetas  cada  una.  La  licen- 
cia de  armas  con  derecho  al  ejercicio  de  la  caza, 
veinte  pesetas.  Las  armas  á que  se  hace  referen- 
cia en  los  dos  párrafos  anteriores  son  aquellas 
cuyo  uso  esté  permitido  por  las  leyes  y regla- 
mentos de  policía:  art.  40. 

Las  Ucencias  para  uso  simple  de  armas  y de 
caza,  se  expenderán  impresas  según  los  mode- 
los que  formule  la  Dirección  general  de  Contri- 
buciones. La  duración  de  las  mismas  será  solo 
para  el  año  solar  ó común  en  que  se  hallen  fe- 
chadas: art.  41. 

Están  exceptuados  de  adquirir  licencia  para 
uso  de  armas:  l.°  Los  individuos  pertenecientes 
al  ejército  y cuerpo  general  de  la  armada,  guar- 
dia civil,  carabineros,  voluntarios  de  la  libertad 
y demás  fuerza  pública  que  tenga  por  objeto  la 
la  seguridad  personal  6 de  la  propiedad,  pero 
limitado  el  uso  á las  armas  y á los  actos  propios 
de  sn  instituto.  2.°  Los  agentes  de  la  recauda- 
ción de  las  contribuciones  é impuestos  del  Es- 
tado, conductores  de  caudales  públicos  y guar- 
dias rurales  y municipales,  y 3.°  Los  habitantes 
ó moradores  en  las  colonias  agrícolas,  al  tenot 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  5.°  de  la  ley  de  3 de 
Junio  de  1868  y dentro  precisamente  de  la  cir- 
cunscripción de  las  mismas:  art.  43. 

Los  individuos  comprendidos  en  las  excepcio 
nes  de  los  párrafos  2.°  y 3/'  del  artículo  anterioi 
irán  provistos,  cuando  lleven  armas,  de  los  do- 
cumentos oficiales  que  acrediten  las  funciones 


ó cualidades  que  les  den  derecho  á la  exención 
art.  44,  (Véanse  las  demás  disposiciones  que 
permiten  el  uso  de  armas  sin  licencia  á deter- 
minadas personas  ó clases,  en  los  artieulos  de 
esta  obra  Armas  prohibidas,  tomo  I,  pág.  683, 
y Armas  permitidas,  pág.  686.) 

Los  Ayuntamientos  podrán  imponer  sobre  las 
dos  clases  de  licencias  antedichas,  en  concepto 
i de  arbitrio  municipal  hasta  el  25  por  ciento  del 
valor  de  las  mismas.  Al  dorso  de  las  licencias 
ira  impresa  una  nota  que  sirva  para  determinar 
breve  y sencillamente  dicha  imposición.  Pon- 
drán-, en  conocimiento  de  las  administraciones 
económicas  los  Ayuntamientos  el  acuerdo  en 
virtud  del  cual  hayan  establecido  el  tanto  por 
ciento  del  recargo  ó arbitrio,  ó fe  negativa  de' 
haber  renunciado  á su  imposición:  art.  45. 

El  que  sin  licencia  usare  armas  ó se  dedicare 
al  ejercicio  de  la  caza,  y el  que  facilitare  la3  li- 
cencias expedidas  á su  favor  á otra  persona,  pa- 
gará cada  uno,  en  conformidad  á lo  dispuesto  eu 
: el  art.  6."  de  la  ley  de  8 de  Junio  de  1870,  que 
! rige  en  esta  parte  según  la  base  10  de  la  de  pre- 
; supuestos  vigente,  una  multa  del  cuádtuplo  del 
' valor  de  cada  licencia,  quedando  privados  por 
, un  año  en  absoluto  del  derecho  á obtener  nin  - 
guna otra:  art.  57. 

I Las  multas  que  se  impongan  por  virtud  de  lo 
! prescrito  en  el  artículo  anterior  serán  satisfechas 
| en  papel  de  pagos  al  Estado,  debiendo  hacerse 
I efectivas,  caso  necesario,  por  la  via  administra- 
j tiva  de  apremio:  art.  58. 

Las  providencias  administrativas  por  las  cua- 
¡ les  se  declare  la  inhabilitación  para  el  uso  de 
licencias  de  armas  y de  caza  durante  un  año, 
i serán  comunicadas  á los  gobernadores  civiles 
I respectivos  para  el  efecto  prevenido  en  la  ley 
de  8 de  Junio  de  1870,  citada  en  el  art.  57. 

Por  Real  órden  de  25  de  Marzo  de  1856,  se  dis- 
puso que  los  gobernadores  civiles  no  deben  ex- 
pedir licencias  de  uso  de  armas  á personas  que 
i no  estén  domiciliadas  en  sus  respectivas  provin- 
cias, cualesquiera  que  sean  las  fianzas  y seguri- 
dades que  presten.  Alas  que  otorgaren  áindivi- 
: dúos  que  se  hallen  avecindados  en  el  territorio 
de  su  mando,  precederá  siempre  ei  informe  de  la 
autoridad  local,  haciéndose  constar  expresa  y 
terminantemente  la  circunstancia  de  que  el  in- 
teresado no  se  dedica  al  tráfico  legal  del  con- 
: trabando. 

También  se  requiere  para  la  concesión  de  li- 
'■  cencías  para  el  uso  de  armas,  informe  de  las 
autoridades  locales  acerca  de  la  edad,  oficio, 
conducta  y antecedentes  del  que  solicita  la  li- 
cencia. V.  Armas  prohibidas  y Armas  permi- 
! istias . 

í Por  decreto  de  6 de  Octubre  de  1873,  se  auto- 
I rizó  á los  gobernadores  para  conceder  licencias 


de  armas  de  caz?:  1."  A loa  que  se  dedicasen  ai 
ejercicio  de  esta  industria  y exhibieren  la  pa- 
tente que  les  haya  sido  expedida  por  los  admi- 
nistradores económicos,  con  arreglo  41o  que  por 
el  ministerio  de  Hacienda  se  determine.  2.°  A los 
que  desearen  dedicarse  á este  ejercicio  en  otro 
concepto  que  el  de  industriales:  art.  l.° 

Por  las  licencias  expedidas  según  el  p4r.  l.° 
del  artículo  anterior,  no  se  satisfará  cantidad  I 
alguna.  Su  adquisición  es,  sin  embargo,  impres- 
cindible, no  bastando  para  el  nso  de  las  armas 
que  ella  autoriza  la  matrícula  industrial.  Por  las 
expedidas  con  arreglo  al  pár.  2.°  del  mismo  ar- 
tículo, se  satisfará  la  cantidad  de  80  pesetas: 
art.  2.° 

Las  personas  que  hicieren  uso  de  dichas  licen- 
cias, estarán  obligadas  á exhibirlas  siempre  que 
lo  reclamen  los  agentes  de  la  autoridad : ar- 
tículo 3.° 

Los  gobernadores  civiles  podrán  además  auto- 
rizar el  uso  de  armas  de  todas  clases  4 los  que 
vivieren  en  el  campo,  ó por  las  tareas  a que  se 
dedicasen  les  fueren  necesarias  para  protejer  su  ¡ 
seguridad  personal  ó la  de  sus  intereses.  Por  estas 
licencias  se  devengará  la  cantidad  de  15  pesetas: 
art.  4.° 

Ninguna  persona  podrá  hacer  uso  de  las  ar- 
mas que  estuviere  autorizado  á emplear  para  . 
otros  fines  que  para  aquellos  que  se  hallaren  ex- 
plícitamente determinados  en  las  licencias  que 
se  le  hubiere  expedido.  El  que  contraviniere  á 
esta  prescripción , pagará  la  multa  de  50  á 500 
pesetas:  art.  5.” 

El  que  usare  de  armas  sin  licencia  será  consi- 
derado como  perturbador  del  órden  público : ar- 
tículo 6.° 

Las  licencias  concedidas  en  virtud  de  este  de- 
creto serán  valederas  por  un  año,  á contar  desde 
la  fecha  en  que  hayan  sido  expedidas:  art.  7.° 

Los  gobernadores  civiles  en  sus  respectivas 
provincias  cuidarán  del  puntual  cumplimiento 
de  las  anteriores  disposiciones:  art.  8.“ 

Por  circular  de  la  misma  fecha  , indicándose 
h los  gobernadores  el  pensamiento  del  Gobierno 
al  dictar  el  decreto  anterior,  se  les  prevenia: 
l.°  Que  las  conducciones  de  armas  que  se  hicie-  i 
ran,  bien  dentro  del  territorio  de  la  provincia, 
bien  de  una  á otra  del  Reino,  no  pudieran  veri- 
ficarse no  estando  autorizados  para  ello  el  remi- 
tente y el  consignatario  y no  probando,  ya  con 
su  calidad  de  comerciantes  de  armas,  ya  con  i a 
de  cazadores  de  oficio,  ya  con  la  de  cazadores 
autorizados  debidamente  para,  este  ejercicio, 
que  la  conducción  solicitada  se  halla  justifica- 
da de  una  manera  completa.  2.°  Que  las  con- 
ducciones de  armas  de  una  provincia  á otra  se- 
rian otorgadas  por  el  Gobierno;  y 3.°  y último, 
que  el  pensamiento  de  este  se  reducía  á que 


cesara  por  completo  el  espectáculo  que  se  venia 
dando  hacia  mucho  tiempo  de  que  los  enemigos 
del  órden  y los  adversarios  de  la  paz  pública, 
usaran  toda  clase  de  armas  y tuvieran  la  mayor 
facilidad  para  trasportarlas  de  un  punto  á otro, 
muchas  veces  hasta  sin  conocimiento  de  las  au- 
toridades. 

Por  decreto  de  20  de  Setiembre  de  1873  se  de- 
clararon caducadas  todas  las  licencias  de  uso  de 
armas  concedidas  hasta  la  publicación  del  mis- 
mo, siendo  únicamente  permitidas  á los  indivi- 
duos del  ejército,  armada  y milicia  nacional  el 
uso  de  toda  clase  de  armas  con  arreglo  á los  pre- 
ceptos de  sn  instituto.  Las  demás  personas  que 
usaren  armas  satisfarán  una  multa  que  no  baja- 
rá de  50  pesetas  por  primera  vez  , y en  caso  de 
reincidencia,  serán  sometidos  á la  acción  de  los 
tribunales. 

Habiéndose  sujetado  por  decreto  de  11  de  Oc- 
tubre de  1873  al  pago  de  la  contribución  indus- 
trial á los  cazadores  que  por  oficio  se  dedicaren 
á la  caza  con  armas  de  fuego , siendo  la  cuota 
de  la  patente  que  han  de  satisfacer  en  todos  los 
pueblos  de  la  Península  é islas  adyacentes  la  de 
20  pesetas,  se  dispuso  en  el  mismo,  que  en  lo  su- 
cesivo no  se  expidiera  licencia  de  caza  4 los  ci- 
tados industriales  sin  exhibir  el  certificado  talo- 
nario que  acredite  el  pago  de  la  patente:  art.  4.°* 

LICENCIADO.  El  que  ha  obtenido  el  grado  de 
licenciado  en  alguna  facultad.  Y.  Alogado. 

LICITACION.  La  venta  que  se  hace  á pública 
subasta  por  los  comuneros  ó copropietarios  de 
una  cosa  común  que  no  puede  dividirse  cómo- 
damente. Si  una  cosa  que  pertenece  á muchos 
dueños  no  puede  partirse  sin  pérdida  ó deterioro, 
y no  hay  entre  ellos  quien  quiera  ó pueda  to- 
marla por  su  justo  precio,  dando  á los  demás  la 
parte  que  les  corresponda ; se  saca  á pública  su- 
basta y se  adjudica  al  comprador  que  más  ofrez- 
ca, y el  precio  se  reparte  entre  los  varios  due- 
ños. La  licitación  tiene  logar  principalmente  en 
las  particiones  de  herencias  , y puede  conside- 
rarse no  tanto  una  venta,  como  un  modo  de  ha- 
cer la  división  de  una  cosa  común , siendo  uno 
de  los  efectos  de  la  acción  familias  erciscundos  ó 
comnmni  dimdundo.  La  licitación  se  suele  hacer 
entre  los  mismos  propietarios , y queda  la  cosa 
común  en  favor  de  aquel  de  entre  ellos  que  ofre- 
ce un  precio  mas  alto;  mas  también  se  admite  á 
los  extraños  cuando  se  cree  que  así  se  conse- 
guirán mayores  ventajas.  V.  Bienes  individuos  y 
Subasta  pública. 

LICITADÓr  Ó LICITANTE.  El  que  vende  al  mayor 
postor  ó hace  almoneda  de  la  finca  ó alhaja  que 
no  puede  partirse  entre  los  varios  dueños ; y mas 
comunmente  el  que  ofrece  precio  ó hace  postura 
á ella,  ó puja  la  cantidad  ofrecida  por  otro.  Li- 
citar, tiene  las  mismas  acepciones. 
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Ucno.  Lo  que  no  está  prohibido  por  las  leyes- 
U omne  hcilum  est,  quod  non  est  legibus  prohü \¿ 
tum;  quamobrem,  quod  lego  permitiente  ñl  vaenam 
non.  mereíur.  Pero  no  todo  lo  que  es  lícito  es  lio 
nesto : Non  omne  quod  licet , honestum  est  ■ ley  144 
Dig.  de  reguhs  juris.  Hay  cosas  que  no  conviene 
hacerlas  aunque  sean  licitas.  Est  aliquid  quod 
non  oportecit , eliamsi  licet  (Cicero,  pro  Balbo) 

LIGTOR.  Cierto  ministro  de  justicia  entre  los 
Romanos,  que  precedía  con  las  fasces  á los  Cón- 
sules y otros  magistrados. 

LID.  Una  especie  de  prueba  usada  antigua- 
mente por  los  que  querían  defenderse  con  armas 
del  delito  por  que  eran  retados.  Los  hidalgos  pe- 
leaban á caballo  y los  plebeyos  á pió.  Si  el  reta- 
dor ó acusador  moría  en  el  campo,  quedaba  el 
retado  ó acusado  libre  del  reto  ó acusación ; y si 
por  el  contrario,  moria  el  retado,  quedaba  igual- 
mente libre  del  yerro,  puesto  que  perdía  la  vida 
por  defender  su  inocencia.  Los  hombres  tenían 
entonces  por  mas  conveniente  defender  su  dere- 
cho y lealtad  con  las  armas,  que  exponer  el  uno 
y la  otra  á ios  riesgos  de  una  pesquisa  ó de  unos 
falsos  testigos.  V.  Juicios  de  Dios. 

LID  FERfDA  DE  PALABRAS.  Expresión  anticuada 
que  significa  demanda  ó pleito  contestado. 

LIGA.  La  confederación  que  hacen  entre  sí 
algunas  personas  para  defenderse  de  sus  ene- 
migos ó para  ofenderlos ; ó bien  para  impedir  el 
arriendo  de  las  rentas  reales. 

Está  prohibida  toda  liga,  cofradía  ó ayunta- 
miento en  que  se  obliguen  los  confederados  ó 
cofrades  á g’uardarse  unos  á otros  contra  otros, 
bajo  las  penas  corporales  y pecuniarias  á que  se 
hagan  acreedores:  ley  1.a,  tít.  12,  lib.  12,  Noví- 
sima Recop.  Pero  por  la  ley  12  del  mismo  título 
y libro  se  manda,  que  las  personas  que  formen 
ligas  ó cofradías  para  hacer  daño  á otras,  ó por 
satisfacer  su  venganza  ó el  odio  que  profesan  á 
algunos  sugetos,  contribuyendo  para  ello  con 
cantidades  de  dinero ; aunque  para  ocultar  sus 
perversos  fines  las  hagan  bajo  la  advocación  de 
algún  santo  ; incurran  en  las  penas  de  muerte  y 
confiscación  de  sus  bienes,  si  requeridas  no  las 
revocan  y deshacen  ; pudiendo  las  justicias  ha- 
cer pesquisa  sobre  dicho  delito  sin  preceder  de- 
nuncia ni  mandato. 

Los  Obispos,  Abades  ú otras  personas  eclesiás- 
ticas que  escandalicen  los  pueblos  mostrando 
ser  de  algún  bando  ó parcialidad,  íormando  li- 
gas ó contribuyendo  á ellas  con  su  consejo  , fa- 
vor ó ayuda , bien  por  sus  mismas  personas,  bien 
por  medio  de  los  suyos,  deben  ser  expatriados  y 
perder  las  temporalidades:  ley  3.a,  tít.  12,  Noví- 
sima Recop. 

Los  que  hicieren  liga  para  que  no  se  arrienden 
las  rentas  reales  , son  castigados  con  la  pérdida 
de  todos  sus  bienes;  y ios  oti*os  conciertos,  ligas 
Tomo  iii. 


y monopolios  en  perjuicio  de  las  mismas,  con  la 
pérdida  de  la  mitad  : ley  11 , tít.  12,  lib.  12,  No- 
vísima Recop. 

Como  hoy  se  halla  abolida  la  confiscación,  ha- 
bría do  recurrirse  á otra  pena  pecuniaria,  que 
por  el  abuso  podría  llegar  á ser  una  confiscación 
indirecta. 

* Los  que  se  coligaren  con  el  fin  de  encarecer 
ó abaratar  abusivamente  el  precio  del  trabajo  ó 
regular  sus  condiciones,  serán  castigados  siem- 
pre que  la  coligación  hubiese  comenzado  á eje- 
cutarse, con  la  pena  de  arresto  mayor:  art.  556 
del  Código  reformado  en  1870, 

El  de  1850  imponía  además  la  multa  de  10  á 100 
duros,  siempre  que  la  población  llegase  á 10,000 
almas;  si  la  coligación  se  hubiere  formado  en 
población  menor  de  10,000  almas,  las  penas  eran 
solo  de  arresto  menor  y multa  de  5 á 50  duros. 

La  pena  de  arresto  mayor  se  impondrá  en  su 
grado  máximo  á los  jefes  y promovedores  de  la 
coligación,  y á los  que  para  asegurar  su  éxito 
empleasen  violencia  ó amenazas;  á no  ser  que 
por  ellas  mereciesen  mayor  pena:  art.  556. 

Los  que  esparciendo  falsos  rumores  ó usando 
de  cualquier  otro  artificio,  consiguiesen  alterar 
los  precios  naturales  que  resultarían  de  la  libre 
concurrencia  en  las  mercancías,  acciones,  rentas 
públicas  ó privadas,  ó cualesquiera  otras  cosas 
que  fueren  objeto  de  contratación,  serán  casti- 
gados con  las  penas  de  arresto  mayor  y multa 
de  500  á 5,000  pesetas;  y si  el  fraude  mencionado 
recayese  sobre  cosas  alimenticias  ú otros  objetos 
de  primera  necesidad,  la  pena  se  impondrá  en  su 
grado  máximo:  arts.  557  y 558. 

Para  que  las  penas  marcadas  en  estos  dos  ar- 
tículos puedan  imponerse,  parece  necesario  que 
los  falsos  rumores  que  se  esparzan,  ó los  artifi- 
cios que  se  usen  para  alterar  los  artículos  vendi- 
bles, lo  sean  á consecuencia  de  un  convenio  pré- 
vio,  de  una  coligación  de  varias  personas ; de 
manera,  que  si  esos  rumores  los  esparce,  ó esos 
artificios  los  usa  una  persona  sola,  ó varias  sin 
previo  acuerdo,  no  incurren  en  la  pena  de  la  ley. 

Persuade  lo  dicho , además  de  la  colocación 
del  artículo  inmediatamente  después  del  556, 
que  habla  de  los  que  se  coligasen  para  encarecer 
el  precio  del  trabajo,  y por  lo  tanto  que  parece 
que  se  halla  comprendido  en  la  idea  capital  de 
la  coligación,  el  que  el  pár.  2.”  del  art.  558  pre- 
viene que,  cuando  se  consiguiese  alterar  por 
medio  de  falsos  rumores  ú otros  artificios  los 
precios  naturales  de  las  cosas  alimenticias  ó 
de  primera  necesidad,  bastará  para  la  imposi- 
ción de  la  pena  que  la  coligación  haya  comenzado 
á ejecutarse;  de  donde  se  infiere,  que  si  no  ha 
habido  coligación,  no  son  penables  los  actos  eje- 
cutados á fin  de  conseguir  la  alza  de  los  precios 
de  las  cosas. 
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Téngase  presente,  que  por  el  art.  593,  núm,  l.° 
del  Código  penal,  se  castiga  como  reos  de  falta 
á los  que  esparcieren  falsos  rumores  ó usaren 
cualquier  otro  artificio  ilícito  para  alterar  el  pre- 
cio natural  de  las  cosas,  si  el  heciio  no  constitu- 
yere delito  , con  las  penas  de  cinco  á quince  di  as 
de  arresto  y multa  de  25  á 75  pesetas.  Los  tribu- 
nales, pues,  impondrán  esta  pena  ó la  del  ar- 
tículo 557,  según  la  extensión  y efectos  del  he- 
cho, con  arreglo  á lo  prescrito  en  el  decreto  de 
22  de  Setiembre  de  1848. 

Ocasionando  por  lo  común  la  coligación  para 
alterar  el  precio  del  trabajo  cierta  perturbación 
y alarma  pública,  hánse  suscitado  conflictos 
entre  la  jurisdicción  ordinaria  y las  autoridades 
militares  sobre  á cuál  de  eiias  correspondía  el 
conocimiento  de  este  delito  en  el  caso  de  haberse 
cometido  en  un  distrito  que  se  Labia  declarado 
en  estado  de  guerra,  y también  en  el  de  haber- 
se perpetrado  después  de  la  publicación  de  un 
decreto  en  que  se  sujetaban  al  conocimiento  de 
la  jurisdicción  militar  todos  los  delitos  de  cons- 
piración, rebelión,  sedición  y cuantos  propen- 
dieran á auxiliar  á los  rebeldes  ó á alterar  el 
órden  público. 

El  primer  caso  tuvo  lugar  en  Mayo  de  1874  con 
ocasión  de  haberse  dado  algunas  voces  pidiendo 
aumento  de  jornal  por  varios  jornaleros  que  se 
hallaban  reunidos  en  la  plaza  de  un  pueblo,  ó 
incitado  ¿ los  concurrentes  á que  no  aceptasen 
trabajo  que  no  fuera  retribuido  por  8 rs.  diarios, 
promoviéndose,  ¿consecuencia  de  esto,  excita- 
ción, y habiendo  alguno  que  amenazó  con  cortar 
el  cuello  á los  que  trabajaren  por  menor  jornal, 
así  como  ú los  forasteros  que  se  presentaren  en 
demanda  de  trabajo;  mientras  que  otro  trabaja- 
dor armado  con  escopeta,  recorria  la  campiña 
acaudillando  un  grupo  que  se  opuso  á que  con- 
tinuaran trabajando  las  cuadrillas  que  estaban 
en  la  siega,  intimando  ¿estas  la  órden  de  retirar- 
se, como  lo  efectuaron , y entrando  todos  á la 
caída  de  la  tarde  en  la  población  en  número 
de  200.  en  ademan  sedicioso  y amenazador,  des- 
oyendo las  amonestaciones  de  la  autoridad  gu- 
bernativa. Apaciguado  el  tumulto,  formaron  ac- 
tuaciones la  jurisdicción  ordinaria  y la  militar 
para  averiguar  y castigar  los  hechos,  fundándo- 
se la  última  en  que  por  bando  que  La  misma  ha- 
bía publicado  en  Enero  del  mismo  año  se  habia 
declarado  el  distrito  militar  en  estado  de  guerra 
y ordenádose  que  las  autoridades  civiles  y judi- 
ciales ejerciesen  sus  cargos  en  los  demás  asun- 
tos propios  de  sus  atribuciones,  reservándose  la 
miLitar  el  conocimiento  de  I03  que  versaren  so- 
bre el  órden  público.  En  su  consecuencia  requi- 
rió de  inhibición  el  capitán  general  al  juez  ordi- 
nario; mas  como  este  se  negase  á ella  porque 
consideraba  que  el  hecho  que  se  perseguía  cons- 


tituía un  delito  común  sobre  maquinación  para 
alterar  el  precio  de  los  jornales,  que  no  habia  lle- 
: gado  á tener  el  carácter  de  sedición  , y que  por 
consiguiente  no  atacó  el  órden  público,  se  hubo 
por  instruida  la  competencia,  que  resolvió  el 
Tribunal  Supremo  ¿ favor  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, fundándose  en  los  siguientes  conside- 
randos: 1.*  Que  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
art.  321,  en  relación  con  el  267  de  la  ley  orgáni- 
- ca  del  poder  judicial,  la  jurisdicción  ordinaria 
debe  instruir  y conocer  de  todas  las  causas  cri- 
minales, á excepción  de  las  que  expresamente 
se  atribuyen  en  el  tít.  7.”  á la  jurisdicción  de 
guerra  y marina.  2.”  Que  los  hechos  expuestos 
no  se  hallaban  comprendidos  en  ninguno  de  los 
arts.  317, 348,  350  y 351  de  la  misma  ley,  que  son 
los  que  designan  los  casos  en  que  corresponde 
entender  en  los  procedimientos  criminales  á la 
expresada  jurisdicción.  3.”  Que  si  bien  era  cierto 
que  el  territorio  militar  á que  correspondía  la 
población  en  que  se  habia  cometido  el  delito  re- 
ferido, se  hallaba  declarado  en  estado  de  guerra 
desde  Enero  de  1874,  y que  el  art.  25  de  la  ley 
de  órden  público  de  23  de  Abril  de  1870,  dispone 
que,  hecha  aquella  declaración,  las  autoridades 
civiles  continúen  funcionando  en  todos  los  asun- 
tos propios  de  sus  atribuciones  que  no  se  refie- 
ran al  órden  público , limitándose  en  cuanto  á 
este  á las  facultades  que  la  militar  les  delegare 
ó deje  expeditas,  esta  disposición  se  halla  subor- 
dinada á las  prescripciones  contenidas  en  los 
arts.  27, 28  y 29,  en  que  de  una  manera  concreta 
y clara  se  designan  los  únicos  casos  en  que  los 
procesados  quedan  sometidos  á los  consejos  de 
guerra.  4.°  Que  dichas  prescripciones  se  refieren 
á los  procesados  por  rebelión  ó sedición,  porque 
solo  de  estos  delitos  y de  rebeldes  y sediciosos  se 
habla  constantemente  en  ellos,  y que  por  lo 
mismo  no  tienen  aplicación  á los  que  tomaron 
parte  en  los  sucesos  referidos  en  Mayo  de  1874, 
por  no  haber  hecho,  ni  indicio  que  revele  que  se 
promovieran  con  alguno  de  los  fines  expresados 
en  los  capítulos  l.°,  2.°  y 3.°,  tít,  3.°  del  lib.  2.° 
del  Código  penal,  en  que  se  definen  y penan  los 
delitos  de  rebelión  y sedición,  ni  que  tuvieran  la 
gravedad  de  estos;  antes  por  el  contrario,  habia 
motivos  para  creer  que  el  delito  podía  estar 
comprendido  en  el  cap.  5.°,  tít.  13  del  mismo  li- 
bro. 5.°  Que  aun  en  el  supuesto  de  que  los  sucesos 
tuvieran  el  carácter  de  una  verdadera  rebelión 
ó sedición,  siempre  resultaría  no  bailarse  sus 
autores  comprendidos  en  ninguno  de  los  artícu- 
los 27,  28  y 29  citados,  y sí  mas  bien  en  el  30, 
que  determina  que  todos  los  demás  que  se  consi- 
deren responsables  en  cualquier  concepto  délos 
mencionados  delitos  de  rebelión  y sedición,  sean 
juzgados  y sentenciados  por  la  jurisdicción  co- 
mún, y conforme  al  procedimiento  á que  por  di- 
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cha  ley  ha  de  ajustarse,  siendo  en  su  consecuen- 
cia evidente  que  cualquiera  que  fuese  el  as- 
pecto bajo  el  cual  se  analizasen  los  hechos  la 
jurisdicción  ordinaria  era  la  llamada  á conocer 
de  ellos,  sentencia  de  30  de  Setiembre  de  1874 
EL  segundo  caso  tuvo  lugar  con  ocasión  de 
haberse  coligado,  con  posterioridad  al  18  de  Ju- 
lio de  1874,  los  trabajadores  de  curtidos  de  la  ciu- 
dad de  Re us  para  regular  las  condiciones  del 
trabajo,  habiendo  sido  herido  un  guardia  movi- 
lizado de  dicha  ciudad.  En  su  consecuencia  ins- 
truyeron diligencias  sobre  este  acontecimiento 
la  autoridad  miLílar  y el  juez  ordinario.  Este 
se  declaró  competente  para  conocer  de  la  causa 
por  delito  de  maquinación  para  alterar  el  precio 
de  las  cosas,  é incompetente  para  conocer  del 
delito  de  insulto  y resistencia  al  guardia  movi- 
lizado por  pertenecer  á un  cuerpo  que  estaba 
organizado  militarmente,  mandado  por  jefes 


militares  y sujeto  k las  ordenanzas  del  ejército. 
Habiéndose  declarado  la  autoridad  militar  com- 
petente para  conocer  también  del  delito  de  coli- 
gación mencionado,  se  promovió  conflicto  de 
jurisdicción  que  resolvió  el  Tribunal  Supremo  á 
favor  de  la  autoridad  miLitar,  fundándose  en  los 
siguientes  considerandos:  1.®  Que  al  declararse 
en  estado  de  sitio  todas  las  provincias  de  la  Pe- 
nínsula por  decreto  de  18  de  Julio  de  1874  se 
dispuso  en  su  art.  3.°  quedar  sujetos  al  conoci- 
miento de  la  jurisdicción  militar  todos  los  delitos 
de  conspiración,  rebelión,  sedición  y cuantos 
propendieran  á ayudar  á los  rebeldes,  ó á alterar 
el  órden  público.  2.°  Que  dicho  decreto,  publi- 
cado y vigente  ya  al  ocurrir  los  sucesos  que  mo- 
tivaban la  referida  competencia,  era  el  que  de- 
bía consultarse  para  resolverla,  según  que  el 
delito  fuese  ó no  de  los  taxativamente  enume- 
rados en  el  art.  3.°  3.°  Que  las  diligencias  ins- 
truidas por  la  jurisdicción  ordinaria  y por  la 
militar  no  se  limitaban  al  hecho  aislado  de  la 
agresión  al  guardia  movilizado,  sino  también  á 
las  que  dieron  ocasión  al  mismo,  consistentes 
en  las  amenazas  de  muerte  dirigidas  á varios 
trabajadores  que  no  querían  someterse  ;i  la 
huelga  que  por  una  asociación  se  había  acorda- 
do y trataba  de  imponérseles.  4.°  Que  las  refe- 
ridas amenazas  no  estaban  bajo  ning'un  concep- 
to en  el  caso  de  ser  apreciadas  solo  como  una 
pacífica  aunque  punible  maquinación  para  al- 
terar el  precio  délas  cosas,  sino  que  por  la  ma- 
nera con  que  se  verificó  esta,  por  la  coacción  que 
se  intentó  ejercer  por  medio  de  ellas  sobre  los 
trabajadores,  que  en  su  consecuencia  se  vieron 
precisados  á reclamar  se  les  protegiera  en  el  uso 
legítimo  de  su  derecho  á seguir  trabajando 
como  mejor  les  conviniera,  por  las  medidas  que 
las  autoridades  se  creyeron  en  la  necesidad  de 
adoptar  contra  dichas  asociaciones  que  así  pre- 
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tendían  salirse  de  la  esfera  de  lo  lícito,  y por  las 
circunstancias  especiales  del  país  en  que  tuvie- 
ron lugar  tales  hechos,  eran  un  ataque  al  órden 
publico,  que  ponían  en  peligro  y podían  llegar  ó 
comprometerle  política  y personalmente.  5.”  Que 
la  agresión  y lesiones  al  guardia  movilizado  fue- 
ron una  consecuencia  incidental  de  las  amena- 
zas y coacciones  hechas á un  cuñado  suyo,  lo 
mismo  que  á otros  trabajadores  de  su  clase;  0.°,  y 
que  de  dicho  delito,  como  conexo  con  aquel  otro 
en  cuanto  tendía  á facilitar  su  perpetración,  im- 
pidiendo que  se  protegiese  á los  amenazados, 
debía  conocer  el  juez  ó tribunal  que  para  este 
fuera  competente  conforme  á,  lo  dispuesto  en  el 
art.  328  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial. 
V.  Maquinaciones  para  alterar  el  precio  de  las  co- 
sas y Orden pvMico.  * 

LIMITES  DE  LAS  HEREDADES.  V . Amojonamientos. 

LIMPIEZA  DE  SANGRE.  La  caLidad  de  no  tener 
mezcla  ni  raza  de  moros,  judíos,  herejes  ni  pe- 
nitenciados. 

Cuando  algún  sugeto  quería  incorporarse  en 
algún  colegio,  gremio  ó instituto  para  ejercer 
su  profesión,  arte  ú oficio,  debia  sujetarse  á la 
prueba  que  se  hacia  de  su  limpieza  de  sangre;  y 
si  resultaba  que  descendía  de  alguna  de  dichas 
clases,  era  desechado  y tenido  por  indigno  de 
ser  miembro  del  cuerpo  en  que  pretendía  entrar, 
y por  consiguiente,  quedaba  privado  del  ejerci- 
cio de  su  industria;  á pesar  de  las  leyes  que  te- 
niendo por  objeto  promover  la  conversión  de  los 
que  no  siguen  la  religión  católica,  concedían  á 
los  convertidos  y sus  descendientes  los  mismos 
derechos  que  á los  cristianos  viejos.  Pero  por 
Real  órdeu  de  31  de  Enero  de  1835,  se  mandó 
que  no  se  exija  la  prueba  de  limpieza  de  sangre 
en  ninguno  de  los  casos  en  que  hasta  entonces 
se  babia  exigido  eu  todos  los  establecimientos  ó 
profesiones  dependientes  del  ministerio  de  la 
Gobernación,  bastando  en  su  lugar  la  partida  de 
bautismo  que  acredite  ser  hijos  de  legítimo  ma- 
trimonio , y la  justificación  de  buena  moral  y 
conducta,  del  modo  que  está  prevenido  por  las 
leyes  ó por  las  constituciones  ó reglamentos  de 
los  mismos  establecimientos. 

Además,  por  Real  decreto  de  21  de  Setiembre 
de  1830,  se  restableció  en  su  fuerza  y vigor  el 
promulgado  en  Cádiz  por  las  Córtes  á 19  de 
Agosto  de  1811  sobre  abolición  de  las  pruebas  de 
nobleza  én  la  parte  que  concierne  á la  armada 
nacional;  y por  el  art.  5.°  de  la  Constitución  de 
1837,  se  declaró  que  todos  los  Españoles  son  ad- 
misibles á los  empleos  y cargos  públicos  según 
su  mérito  y capacidad.  V.  Manuscrito  y Arte- 
sanos. 

* En  28  de  Setiembre  de  1830,  se  hizo  exten- 
siva & los  diferentes  establecimientos  de  las  ar- 
mas y cuerpos  del  ejército,  lo  mandado  en  21  de 
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Setiembre  de  1836  para  la  armada  nacional.  La 
ley  de  16  de  Mayo  de  1865,  dictó  una  medida  ge- 
neral suprimiendo  las  informaciones  de  limpieza 
de  sangre  que  todavía  se  exigían  á determina- 
das clases  y personas,  ya  para  contraer  matri- 
monio, ya  para  ingresar  en  algunas  de  las  car- 
reras del  Estado;  por  fin,  la  Constitución  ele  186!) 
sancionó  definitivamente  en  el  art.  27  el  princi- 
pio consignado  en  la  de  1837  de  que  todos  los 
Españoles  son  admisibles  á los  empleos  y cargos 
públicos,  según  su  mérito  y capacidad,  conclu- 
yendo por  lo  tanto  todas  las  informaciones  y lim- 
pieza de  sangre.  * 

LINAJE.  La  descendencia  ó línea  de  cualquier 
familia.  En  algunas  partes  se  llaman  linajes  los 
vecinos  nobles  reconocidos  por  tales  é incorpo- 
rados en  el  cuerpo  de  la  nobleza. 

LINEA.  La  série  ú órden  de  las  personas  que 
descienden  de  una  raíz  ó troneo.  Es  directa  ó co- 
lateral. La  directa  es  ia  série  de  las  personas  que 
descienden  una  de  otra,  y abraza  por  tanto  los 
ascendientes  y descendientes:  la  colateral  ó tras- 
versal es  la  série  de  las  personas  que  no  descien- 
den unas  de  otras,  pero  descienden  de  un  autor 
común,  y comprende  por  consiguiente  los  her- 
manos, tios,  primos,  sobrinos,  etc.  La  línea  recta 
se  divide  en  descendente  y ascendente;  la  prime- 
ra es  la  que  liga  ai  jefe  con  los  que  descienden 
de  él,  y la  segunda  ia  que  liga  ó enlaza  una  per- 
sona con  aquellos  de  quienes  desciende;  la  pri- 
mera contiene  los  hijos,  nietos,  viznietos,  tata- 
ranietos, etc.,  y la  segunda  los  padres,  abuelos, 
bisabuelos  y demás  que  suben  hasta  la  raíz  ó 
tronco.  La  linea  colateral  se  divide  en  línea 
igual  y linea  desigual;  la  igual  es  la  que  abraza 
los  parientes  que  se  hallan  igualmente  distantes 
del  jefe  común,  como  dos  hermanos,  etc.;  la  des- 
igual es  la  que  contiene  los  parientes  de  los  cua- 
les el  uno  se  halla  mas  próximo  y el  otro  mas 
remoto  de  la  raíz,  como  el  tio  y el  sobrino,  el 
primo  hermano  y el  primo  segundo,  etc.  Llámase 
además  línea  paterna  la  que  abraza  los  parientes 
de  parte  de  padre,  y materna  la  que  comprende 
los  parientes  de  parte  de  madre.  Los  parientes, 
asi  en  la  línea  recta  como  en  la  trasversal,  están 
mas  ó menos  distantes  unos  de  otros;  y estas 
distancias  se  llaman  grados,  los  cuales  se  com- 
putan según  el  número  de  generaciones:  Gradas 
est  distantia  unius  cognati  ah  alio , qum  ex  número 
generalionum  compntalur.  En  la  línea  recta  se 
cuentan  tantos  grados  como  son  las  generacio- 
nes; así  es  que  el  hijo  está  en  primer  grado  con 
respecto  a.1  padre,  y el  nieto  en  segundo.  En  la 
línea  colateral  se  cuentan  los  grados  por  el  nú- 
mero de  generaciones,  desde  el  uno  de  los  pa- 
rientes hasta  el  autor  común,  y desde  este  hasta 
el  otro  pariente,  excluyendo  el  tronco;  así  es,  que 
dos  hermanos  están  en  segundo  grado,  el  tio  y 


el  sobrino  en  tercero,  los  primos  hermanos  en 
cuarto,  y así  en  adelante:  loy  l.1  y sig.,  tít.  6.°, 
Part.  4.a  Y.  Afinidad,  Consanguinidad  y Grado. 

Aunque  en  rigor  no  hay  mas  que  dos  líneas,  á 
saber,  recta  y trasversal,  sin  embargo,  los  auto- 
res que  tratan  de  loa  mayorazgos,  dan  diversos 
nombres  á las  que  contemplan  mas  esenciales  en 
ellos,  y son  ias  siguientes:  1.a  Paterna  y efectiva, 
que  es  la  que  tiene  por  cabeza  y principio  al  pa- 
dre, en  la  cual  se  comprenden  solo  los  descen- 
dientes de  este;  y llamados  los  de  ella  ó la  misma 
línea,  no  succeden  los  de  la  hembra  provenientes 
del  mismo  padre;  porque  por  la  hembra  se  rom- 
pe la  línea  paterna  de  la  que  trae  su  órden  la 
agnación,  y la  hembra  es  el  fin  de  la  propia 
familia:  ley  Jurisconsult.,  §.  Agnationis,  B.  de 
gradib.; ley  Pronunlialio . §.  fin.  D.  de  verbor.  sig- 
nijicat.  2.a  Materna,  porque  su  tronco,  cabeza  6 
raíz  es  la  madre:  ley  fin.  Cod.  comrnun.  de  success., 
leyes  1.a,  2.a  y 3.a,  Cód.  de  Bonis  quee  líber.,  y ley 
Qjuidquid,  Cód.  deBon.  matern.  3.a  Masculina,  por- 
que su  origen  proviene  de  varón.  4.a  Femenina, 
porque  principia  y dimanade  hembra  que  consti- 
tuye línea,  la  cual  se  divide  en  dos  clases  ó es- 
pecies, de  las  cuales  la  primera  se  llama  incep - 
tica,  porque  tiene  su  principio  en  hembra,  y así 
todos  los  que  descienden  de  ella,  aunque  sean 
varones,  se  llaman  de  línea  femenina,  porque 
proceden  de  aquella  primera  hembra  que  es  su 
tronco;  y la  segunda  se  llama  incentiva  y conti- 
nuativa, porque  se  compone  solo  de  hembras  sin 
mezcla  de  varón  alguno,  al  modo  que  la  de  va- 
rones sin  interpolación  de  hembra  en  la  succe- 
sion,  la  cual  tiene  lugar  cuando  por  extinción 
de  la  línea  masculina  entra  la  femenina,  ó cuan- 
do son  llamadas  las  hembras  á la  succesion  con 
exclusión  expresa  de  los  varones,  pues  en  el 
llamamiento  de  aquellas  de  ningún  modo  se  in- 
cluyen varones;  lo  que  sucede  al  contrario  en  el 
de  estos:  y así  en  la  succesion  de  este  mayorazgo 
se  deben  observar  las  mismas  reglas  que  en  el 
de  los  varones  solos,  porque  versa  identidad  de 
razón:  cap.  3.®  y fin.  de  consangmnit.  et  aflnit.; 
§ Cceterum,  Instituí,  de  legitim.  agnat.  success.; 
ley  Si  tía  sit  scriptum,  45,  D.  legat , .2;  ley  I MHg. 
de  his  qui  simt  sui  ved  alicni,  y ley  iilt.,  § fin., 
Dig.  de  legat.  3.°  5.a  Actual  á posesoria,  y es  la  que 
constituye  el  actual  poseedor,  que  como  legítimo 
succesor  la  ocupa  verdaderay  realmente,  6.a  Con- 
tentiva ó comprensiva,  y es  laque  tiene  principio 
eu  el  superior  que  hace  la  agnación  y generación 
del  padre;  por  lo  que,  no  solo  comprende  á e3te 
sino  á sus  ascendientes,  descendientes  y trasver- 
sales, y á los  del  fundador  y último  poseedor  en 
lo  que  toca  á la  parte  del  mismo  fundador;  pues 
para  que  sea  contentiva  ha  de  tener  parentesco 
con  ambos,  y no  basta  que  le  tenga  con  el  últi- 
mo poseedor  solamente.  7.a  De  sustancia,  y es  la 
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que  comprende  á los  ascendientes,  descendientes  I 
y trasversales  sm  distinción  de  varones  ni  hem-  ■ 
bras,  mediando  entre  ellos  la  preferencia  solo 
por  atención  y respeto  á la  línea,  grado,  sexo  v 
edad;  cuya  linea,  como  irregular,  y por  su  va- 
riedad de  difícil  comprensión,  se  encuentra  en 
los  mayorazgos  en  que  no  se  observa  el  órden 
regular  de  llamar  y succeder.  8.»  De  cualidad , y 
es  la  que  se  compone  de  las  personas  que  tienen 
las  cualidades  naturales  ó accidentales  que  ape-  j 
teció  el  fundador,  vr.  gr. , si  quiso  que  los  suc- 
cesores  fuesen  agnados  ó de  simple  masculini- 
dad,  nobles,  doctores,  licenciados,  hembras,  etc. 
9."  De  agnación , la  cual  es  de  tres  maneras,  esto 
es,  rigorosa  ó absoluta , limitada,  y artificiosa  ó 


LÍQUIDO.  Aplícase  á las  cosas  que  son  claras, 
ciertas  en  su  cantidad  ó valor,  y sin  contesta- 
ción , de  suerte  que  baste  pronunciar  el  nombre 
para  saber  en  qué  consisten  y cuál  es  su  exten- 
sión: Certum  est  quod  ex  ipsa  pronunáatione  ap- 
paret  quid,  quale,  qmntumqne  sil.  Así  cuando  se 
dice  que  la  compensación  no  se  hace  sino  de 
cosas  líquidas,  se  quiere  dar  á entender  que  no 
puede  pedirse  aquella  sino  cuando  las  deudas 
son  ciertas  y exigibles  /de  et  mine  tanto  de  una 
parte  como  de  otra:  lo  que  no  podría  decirse  de 
una  deuda  que  pendiese  de  una  condición,  de  la 
discusión  de  una  cuenta , del  éxito  de  un  proce- 
so, 6 de  la  llegada  de  cierto  dia.  V.  Compen- 
sación. 


fingida,  entendiéndose  por  la  primera  y la  últi- 
ma la  que  se  explica  en  las  palabras  Agnación 
y Mayorazgo,  y por  la  limitada  cuando  el  rigor 
de  la  masculinidad  no  se  amplía  ni  extiende  á 
todos  los  llamados,  sino  solamente  á algunos 
determinados,  ó á ciertas  líneas,  grados  y tiem- 
pos; porque  el  fundador  no  fundó  el  mayorazgo 
simple  y absolutamente  por  conservar  perpétua- 
niente  la  agnación  entre  todos  sus  succesores. 
10.  Masculina,  ó de  simple , pura  ó nuda  masen- 
Unidad,  de  la  cual  se  tratará  en  la  palabra  Ma- 
yorazgo. 11.  Habitual  de  primogenitura,  y es  la 
que  cualquier  primogénito  constituye  para  si  y 
para  sus  descendientes  al  instante  que  nace,  cou 
exclusión  del  segundo  hijo;  aunque  muera  en 
vida  del  poseedor,  ó después  de  la  institución 
del  mayorazgo.  12.  Electiva,  y es  la  que  com- 
prende á las  personas  que  eligen  aquellos  á 
quienes  el  fundador  dió  facultad  para  elegiré 
nombrar  succesores  en  el  mayorazgo.  13.  Poster- 
gada, y es  cuando  una  carece  de  varón,  y por 
esto  pasa  el  mayorazgo  á otra,  y faltando  varón 
en  esta,  vuelve  á la  atrasada  que  por  no  tener 
varón  lo  perdió  entonces.  14.  Defectiva,  y es 
cuando  se  llama  á alguno  porque  se  extinguió  ó 
faltó  la  de  otro,  pues  la  de  aquel  entra  á la  suc- 
cesion  del  mayorazgo  y ocupa  por  defecto  el  lu- 
gar de  la  de  esta:  Simón  de  Petris,  interpretat. 
ultim.  volnnt. , lib.  3.°,  interpretat.  2,  dnb;  Casti- 
llo, lib.  5.“,  controv.  cap.  93;  Card.  Ant.  de  Lúea, 
de  linea  legali,  tomo  l.°,  artículo  14;  Rojas,  de 
incompat.,  parte  1.a,  cap.  6.°;  Aramburu,  de  vera 
identüale  legali,  cap.  3.° 

LINEAL.  Lo  perteneciente  á la  línea;  como  in- 
compatibilidad lineal,  contrapuesta  á la  personal 
en  los  mayorazgos. 

LIQUIDACION.  La  aclaración  y desenredo  de 
algunas  cuentas  , como  de  las  de  alguna  succe- 
sion  ó sociedad  de  comercio.  En  materia  de  suc- 
cesiones  puede  definirse : la  cuenta  que  se  for- 
ma para  averiguar  ia  suma  ó cuota  que  coiren- 
ponde  por  sus  respectivos  derechos  á cada  uno 
de  los  interesados  en  la  herencia. 


LITE,  LITIS,  LITIGIO.  EL  pleito,  la  altercación 

en  juicio. 

LITIGANTE.  El  que  disputa  en  juicio  con  otro 
sohre  alguna  cosa,  ya  sea  como  actor  6 deman  • 
dante,  ya  como  reo  ó demandado. 

Todo  litigante  que  no  tiene  justa  causa  para 
litigar  se  llama  litigante  temerario , y es  conde- 
nado en  las  costas  que  causó  á su  contrario, 
pidiéndolas  este. 

Se  reputa  no  tener  causa  justa  para  litigar  el 
que  pone  una  demanda  inepta,  el  que  no  prueba 
su  acción  ó excepción,  el  que  presenta  alguna 
acción  ó excepción  maliciosamente,  el  contumaz 
y otros. 

No  se  cree  sin  justa  causa  para  litigar  el  que 
j ustifiea  su  intenciou  con  dos  testigos  á lo  menos, 
aunque  estos  sean  luego  tachados,  á no  ser  que 
hubieran  sido  subordinados;  ni  el  que  al  prin- 
cipio del  pleito  hizo  el  juramento  de  calumnia, 
pues  con  él  se  excluye  la  presunción  de  haber 
litigado  maliciosamente , á menos  que  resulte  lo 
contrario  del  proceso. 

Si  el  litigante  temerario  es  pobre , no  se  le 
debe  prender,  ni  tomarle  sus  vestidos,  ni  obli- 
garle á dar  fiador  por  el  importe  de  las  costas, 
ni  por  el  de  los  derechos  que  devengue  en  de- 
fenderse. V.  Información  de  pobreza  y Defensa 
por  pobre. 

LITIGIOSO.  Lo  que  se  disputa  en  juicio.  La 
cosa  litigiosa  no  puede  enajenarse  durante  el 
pleito,  á no  ser  por  razón  de  dote  ó donación  por 
casamiento  ó de  transacción,  ó de  división  de 
cosas  hereditarias , ó por  legado  ó fideicomiso, 
ó en  los  juicios  universales  en  que  mediante 
! auto  del  juez  se  enajena  alguna  cosa  para  el  fu- 
neral del  deudor,  pago  de  ciertos  débitos  y ali- 
mentos de  su  familia;  de  suerte  que  fuera  de 
estos  casos  es  nula  cualquiera  enajenación,  y la 
cosa  enajenada  vuelve  á su  antiguo  estado,  ó no 
podiendo  verificarse  se  subroga  otra  en  su  lu- 
char: leyes  13  y sig-,  tit.  7.u,  Part,  3.  , y 64,  tí- 
tulo 17,  Part.  3.a  Mas  es  preciso  advertir  que 
mientras  dura  el  pleito  continúa  el  demandado 
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en  la  posesión  de  la  cosa  litigiosa  y en  la  per- 
cepción de  sus  frutos;  pues  tiene  á su  favor  la 
presunción  de  ser  verdadero  dueño  hasta  que  se 
le  venza  en  juicio.  V.  Innovación  y venia. 

LITISCONSORTE.  El  que  litiga  por  la  misma 
causa  ó interés  que  otro,  formando  con  él  una 
sola  parte  ya  sea  de  actor  ó de  reo  demandado 
eu  el  pleito. 

LITIS  CONTESTACION.  La  respuesta  que  da  el  reo 
demandado  á la  demanda  judicial  del  actor.  La 
litiscontestacion  es  el  principio  del  juicio.  Véa-  ¡ 
se  Contestación. 

LITISEXPENSAS.  Las  costas  ó gastos  causados 
en  el  seguimiento  de  un  pleito.  Generalmente 
hablando , la  parte  que  sucumbe  debe  pagarlas 
¿laque  ha  quedado  vencedora,  á no  ser  que 
haya  tenido  justa  causa  para  litigar  (no  bas- 
tando haber  prestado  el  j uramento  de  calumnia), 
como  se  ha  dicho  en  la  palabra  litigante-,  pues  ' 
entonces  cada  parte  paga  sus  gastos  respectivos: 
ley  8.’,  tít.  22,  Part.  3.“,  y Gregorio  López  en  la 
glosa  2."  Si  debiendo  el  juez  condenar  en  las 
costas  á la  parte  vencida  , no  lo  hizo  en  la  sen- 
tencia definitiva,  ó bien  la  condenó  en  mas  ó en 
menos  de  lo  que  debía,  puede  enmendar  la 
sentencia  dentro  del  dia  en  que  la  dió  y no  des- 
pués, haciendo  la  condenación  de  costas  ó re- 
formando la  ya  hecha  en  los  términos  que  cor- 
responda: ley  3.a,  tít.  22,  Part.  3.a  Si  el  juez  no 
hace  condenación  de  costas  habiéndose  solicita- 
do y el  vencido  apeló,  no  es  necesario  que  el 
vencedor  apele  de  semejante  omisión;  pues  ad- 
hiriéndose ¿ la  apelación,  para  lo  cual  no  hay 
termino  señalado,  puede  conseguir  que  en  la 
segunda  instancia  se  le  condene  en  ellas;  pero 
si  el  vencido  no  apeló,  puede  el  vencedor  apelar 
de  dicha  omisión,  ó de  aquello  á que  el  juez  no 
hubiese  diferido.  V.  Costas  y Juicio  criminal, 
párrafo  VI  y XCIV. 

UTISPENDENGIA,  El  estado  del  pleito  que  se 
halla  pendiente  en  el  tribunal;  ó el  tiempo  que  ' 
pende  en  justicia  un  proceso. 

Para  que  haya  litispendencia,  esto  es,  para 
que  pueda  decirse  que  un  asunto  pende  en  un 
tribunal,  es  necesario  que  el  juez  sea  compe- 
tente, y que  el  reo  haya  sido  citado  é instruido 
plenamente  de  la  demanda  en  tiempo  y forma, 
ó que  si  no  lo  está,  sea  por  su  dolo  y malicia. 

La  litispendencia  produce  dos  efectos:  1.°,  la 
imposibilidad  legal  para  enajenar  la  cosa  liti- 
giosa, como  se  ha  dicho  en  el  artículo  Litigioso', 
y 2.°,  la  acumulación  de  autos  ó procesos  que 
sobre  una  misma  cosa  se  siguen  ante  diversos 
jueces  ó ante  un  jaez  y distintos  escribanos. 

La  acumulación  de  autos  por  razón  de  litis- 
pendencia  se  puede  pretender  en  cualquier  parte 
de  la  causa  ante  el  juez  que  tomó  primero  cono- 
miento  del  asunto,  ó ante  el  juez  de  un  concurso 


voluntario,  no  solo  para  evitar  ¿ los  litigantes 
los  mayores  gastos  y vejaciones  que  se  les  ha- 
brían de  ocasionar  de  seguirse  el  pleito  en  dos  ó 
mas  tribunales,  sino  también  para  precaver  el 
peligro  de  que  sobre  un  mismo  asunto  se  den 
dos  sentencias  contrarias  , de  suerte  que  la  dada 
en  un  juicio  pueda  oponerse  como  excepción  en 
el  otro,  y últimamente  porque  no  se  divida  la 
■ continencia  de  la  causa.  V.  Acumulación  de  au- 
tos y Juicio  criminal,  párrafo  VIII,  hasta  el  XVI, 
inclusive. 

LOCACION  Y CONDUCCION.  Estas  palabras  cor- 
relativas significan  el  contrato  de  arrendamien- 
to , por  el  cual  uno  de  los  contrayentes  se 
obliga  á conceder  al  otro  el  uso  de  alguna  cosa, 
como  casa  ó viña , ó bien  á prestarle  algún 
servicio  en  obras  iliberales , y el  otro  ¿ pagarle 
cierto  precio.  Be  llama  locación  de  parte  del  que 
da  el  uso  de  la  cosa  ó su  trabajo  ; y conducción 
de  parte  del  que  paga  el  precio  ó alquiler;  así 
como  el  contrato  de  compra  y venta  se  llama 
venta  con  respecto  al  que  da  la  cosa , y compra 
con  respecto  al  que  da  el  precio  convenido. 
Y.  Arrendamiento. 

LOCAL.  Lo  que  pertenece  especialmente  ¿ un 
lugar.  Así  se  llama  costumbre  local  nna  cos- 
tumbre que  se  observa  solo  en  un  distrito , en 
una  ciudad  , ó en  un  pueblo , sin  ser  conforme 
á la  costumbre  ó ley  g'eneral  de  la  provincia  ó 
de  la  nación. 

LOCO.  El  que  ha  perdido  el  juicio  hasta  el 
punto  de  no  saber  distinguir  lo  bueno  de  lo 
malo. 

I.  Como  el  loco  es  incapaz  de  consentimien- 
to, no  puede  celebrar  contratos,  ni  casarse,  ni 
hacer  testamento , ni  ejercer  ninguno  otro  acto 
de  la  vida  civil,  ni  cometer  verdaderos  delitos, 
á no  ser  que  tenga  lúcidos  intervalos;  y por  ello 
se  le  debe  nombrar  curador  que  cuide  de  su 
persona  y de  sus  negocios:  ley  final,  tít.  I.°, 
Part.  1.a;  ley  2.a,  tít.  29,  Part.  3.a;  leyes  6.a  y 17, 
tít.  2.a,  Part.  4.a;  ley  1.a,  tít.  4.°,  Part.  5.a;  ley  3.a, 
tít.  8.°,  Part.  7.a;  regia  4.a,  tít.  34,  Part.  7.a;  ley  11, 
tít.  5.°,  Part.  6.a;  ley  9.a,  tít.  l.°,  Part.  7.a;  ley  89, 
tít.  9.a,  Part.  7.a;  ley  10.  tít.  10,  Part.  7.a:  ley  9.a, 
tít.  l.°,  y ley  17,  tít.  14,  Part.  7.a  V.  Lúcidos  in- 
tervalos. 

II.  Es  válido  el  testamento  que  hizo  el  loco 
antes  de  la  locura,  y el  que  formaliza  durante 
sus  lúcidos  intervalos,  con  tal  que  lo  perfeccio- 
ne dentro  de  ellos,  pues  no  valdría  si  antes  déla 
conclusión  volviese  ¿su  fatal  estado:  ley  13,  tí- 
tulo l.°,  Part.  6.a  Para  evitar  dudas  y controver- 
sias sobre  este  punto,  suele  practicarse  lo  si- 
guiente. Acuden  los  parientes  al  juez  manifes- 
tándole que  el  paciente  se  halla  algunas  veces 
en  su  acuerdo,  y solicitando  se  autorice  ai  es- 
cribano para  que  con  asistencia  de  médico  y 
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cirujano  vea  si  se  halla  en  estado  de  otorgar 
testamento  y proceda  en  su  caso  á examinaran 
voluntad.  Obtenida  la  facultad  judicial,  decla- 
ran con  juramento  los  facultativos  si  el  loco  está 
ó no  en  su  juicio,  extiende  el  escribano  la  de- 
claración á continuación  de  la  providencia  del 
juez,  y á presencia  de  aquellos  y de  los  testigos 
prevenidos  por  la  ley  hace  al  testador  las  pre- 
guntas concernientes  á su  última  disposición, 
extiende  el  testamento,  que  deberán  firmar  el 
testador  y todos  los  concurrentes  que  supieren 
y evacuado  todo,  lo  presenta  al  juez,  á fin  de  que 
lo  apruebe  para  su  mayor  validación,  precedien- 
do el  exárnen  de  todos  los  que  asistieron  al 
acto. 


III-  Hemos  dicho  que  el  loco  no  comete  ver- 
dadero delito,  porque  le  falta  el  conocimiento  y 
la  voluntad;  y así  es  que  si  comete  algún  acto 
perjudicial,  no  incurre  en  las  penas  establecidas 
por  las  leyes;  pero  se  deben  tomar  precaucio- 
nes para  que  no  haga  daño  á nadie,  y quedan 
responsables  las  personas  encargadas  de  su  cus- 
todia: ley  9.*,  tít.  l.°,  y ley  10,  tít.  10,  Part.  7.a 
Y no  solo  no  ha  de  castigarse  al  loco  por  los  de- 
litos cometidos  durante  su  locura,  sino  que  ni 
aun  se  le  debía  imponer  pena  extraordinaria, 
como  algunos  quieren,  por  los  cometidos  estan- 
do en  su  razón;  pues  ni  puede  tratarse  de  cor- 
regirle, ni  su  impunidad  causa  mal  ejemplo, 
respecto  de  que  nadie  formará  el  proyecto  de 
delinquir  con  la  esperanza  de  volverse  loco  des- 
pués. V.  Lardizabcd , Discurso  sobre  las  penas, 
página  116. 

* Según  el  Código  penal  reformado  en  1870, 
no  delinquen  y por  consiguiente,  están  exen- 
tos de  responsabilidad  criminal,  el  imbécil  y 
el  loco , á no  ser  que  este  haya  obrado  en  un 
intervalo  de  razón:  pár.  l.°  del  art.  8.° 

En  el  Código  penal  de  1848  y en  su  reforma  de 
1850,  se  bailaba  redactada  esta  disposición  en 
los  términos  siguientes:  «El  loco  ó demente,  á no 
ser  que  haya  obrado  en  un  intervalo  de  razón.» 
Esta  disposición  era  censurable  bajo  dos  concep- 
tos: l.°  En  cuanto  con  las  palabras  loco  y de- 
mente se  expresaba  una  misma  idea  ó afección 
mental,  al  paso  que  no  se  contenía  la  incapaci- 
dad mental  absoluta  consistente  en  el  idiotismo. 
2.°  En  cuanto  que  la  excepción  á favor  de  la  cul- 
pabilidad, en  el  caso  de  haber  obrado  el  procesa- 
do en  un  intervalo  de  razón,  refiriéndose  tanto 
al  loco  como  al  demente,  y entendiéndose  por  al- 
gunos que  en  la  palabra  demencia  se  comprendía 
la  imbecilidad,  daba  ocasión  á errores;  pues- 
to que  la  inculpación  referida  podía  aplicarse 
respecto  del  imbécil,  siendo  así  que  este  nunca 
puede  ser  responsable  criminalmente  de  sus  ac- 
tos, porque,  hallándose  en  él  extinguida  la  ra- 
zón, no  puede  tener  lúcidos  intervalos. 
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Por  la  disposición  contenida  en  la  reforma  de 
18/0  lian  desaparecido  los  inconvenientes  enun- 
ciados, puesto  que  en  ella  se  comprende  la  ena- 
jenación mental  consistente  en  la  imbecilidad, 
y que  el  caso  de  incurrirse  en  responsabilidad 
criminal  consistente  en  haber  obrado  el  proce- 
sado en  un  intervalo  de  razón,  se  refiere  única- 
mente ai  loco , según  demuestra  el  pronombre 
demostrativo  este. 

Ciertamente  que  la  ciencia  médica  ha  en- 
contrado dificultades  para  determinar  las  diver- 
sas afecciones  mentales  que  padece  la  especie 
humana  y para  precisar  los  distintos  hechos  que 
las  constituyen;  pero,  según  sientan  autores 
respetables,  la  cieucia  médica  distingue  en  ge- 
neral entre  las  enfermedades  mentales  los  dos 
grados  principales  á que  se  refiere  nuestro  Có- 
digo penal  reformado  en  1870,  esto  es,  el  idio- 
tismo ó imbecilidad  y la  locura. 

La  imbecilidad  ó idiotismo  es  una  especie  de 
estupidez  consistente  en  la  carencia  completa 
de  la  razón  que,  privando  de  la  conciencia  del 
bien  y del  mal,  produce  una  incapacidad  mental 
absoluta.  La  locura  comprende  los  individuos 
cuya  inteligencia,  después  de  haberse  desen- 
vuelto, se  turba,  debilita  ó extingue  accidental- 
mente. Se  divide  en  demencia  propiamente  di- 
cha, en  manía  con  delirio  y en  -manía  sin  delirio 
ó monomanía.  La  demencia  es  una  debilidad  par- 
ticular de  las  operaciones  del  entendimiento  y 
de  ios  actos  de  la  voluntad.  Esta  especie  de  lo- 
cura se  caracteriza  por  la  pérdida  de  la  memo- 
ria y por  la  extinción  del  pensamiento.  La  ma- 
nía con  delirio  es  un  delirio  general , variable, 
que  se  aplica  á toda  clase  de  objetos.  El  que  la 
sufre,  no  puede  fijarse  en  ninguna  idea  ni  en- 
lazar sus  pensamientos;  una  actividad  prodi- 
giosa sobrexcita  las  operaciones  delirantes  del 
entendimiento  ; el  maniático  está  dominado  por 
ideas  falsas  é incoherentes,  por  ilusiones  de  los 
sentidos  y por  rápidas  alucinaciones.  La  mono- 
manía es  un  delirio  compuesto  de  una  idea  ex- 
clusiva á cuyo  alrededor  se  agrupan  todas  las 
ideas  desordenadas  del  paciente,  ó un  delirio 
mas  general,  en  que  aparece  una  série  de  ideas 
dominantes  sobre  un  mismo  objeto;  una  pasión 
pronunciada  que  fija  la  atención  del  enfermo  y 
de  los  que  le  observan. 

Definidas  las  diferentes  clases  de  locura,  resta 
determinar  los  efectos  del  principio  de  irrespon- 
sabilidad de  la  ley  penal  relativamente  á cada 
una  de  ellas.  Respecto  del  idiotismo , cuando  es 
completo,  le  es  aplicable  de  lleno  la  exención. 
El  idiota  no  percibe  las  ideas  mas  comunes,  su 
vida  puramente  vegetativa  no  conoce  otras  sen- 
saciones que  las  que  le  hacen  experimentar  sus 
necesidades  materiales , y no  puede  ser  respon- 
sable de  sus  actos.  Además,  la  apreciación  dej 
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idiotismo  está  sujeta  a. pocos  errores,  pues  cons- 
tituyendo un  estado  que  asciende  casi  siempre 
hasta  la  infancia,  es  fácil  seguir  sus  diversas 
fases.  La  manía  y la  demencia  que  se  manifies- 
tan , la  una  por  un  delirio  general  y continuo,  y 
la  otra  por  la  nulidad  completa  de  las  facultades 
morales,  no  ofrecen  tanta  dificultad  en  la  prác- 
tica. El  carácter  de  estas  dos  enfermedades  se 
reconoce  fácilmente,  pues  apareciendo  por  una 
sórie  de  actos  succesivos,  puede  seguir  la  ciencia 
sus  progresos,  observar  sus  fases  y fijar  su  exis- 
tencia. De  suerte,  que  probándose  que  el  agen- 
te estaba  demente  ó delirante  cuando  delinquió, 
debe  desecharse  la  pena,  porque  su  aplicación 
seria  injusta  é ineficaz.  Pero  cuando  se  comete  el 
delito  eu  un  lúcido  intervalo,  prescribe  el  Código 
penal  que  no  sirva  de  excusa  la  locura.  Esta  dis- 
posición, que  es  conforme  álo  que  disponían  el 
Derecho  Romano  y nuestras  leyes  dePartida  que  ' 
no  admiten  tampoco  la  acusación  contra  el  loco  de 
cosa  que  fíciese  mientras  le  dura  la  locura,  se  fun- 
da en  que  en  los  lúcidos  intervalos  desaparece 
la  perturbación  mental , y se  restablece , aunque 
momentáneamente,  el  imperio  de  la  razón.  Mas 
para  que  se  imponga  pena  en  este  caso,  es  ne- 
cesario que  aparezca  claramente  que  el  loco  se 
hallaba  al  tiempo  del  delito  en  un  lúcido  inter- 
valo; que  la  demencia  no  haya  podido  ejercer 
influencia  alguna  en  aquel  acto;  que  el  agente 
no  se  encuentre  en  un  estado  de  debilidad  tal, 
que  pueda  temerse  que  hubo  reacción  á la  de- 
mencia en  el  momento  que  se  juzga  lúcido;  por 
eso,  en  caso  de  duda,  se  presume  que  el  delito  ! 
se  cometió  en  estado  de  demencia;  y asimismo,  ■ 
milita  esta  presunción  cuando  siendo  el  estado 
de  demencia  anterior  al  delito,  no  se  prueba 
que  este  se  cometió  en  un  lúcido  intervalo. 

Respecto  de  la  monomanía , se  han  sostenido 
reñidas  controversias;  unos,  demasiado  preocu- 
pados de  los  motivos  de  impulsión  al  crimen, 
quieren  cubrir  con  la  excusa  de  la  demencia 
todos  los  hechos  que  se  cometen  sin  que  apa- 
rezca ninguna  de  las  causas  que  explican  por 
lo  común,  sin  justificarla,  la  acción  criminal; 
otros  niegan  hasta  la  existencia  de  una  de- 
mencia parcial,  suponiendo  que  ha  sido  creada 
por  una  filantropía  mal  ilustrada  para  arrancar 
áalgunos  culpables  ála justicia  severa  delaley. 
Pero  los  prog-resos  hechos  últimamente  en  las 
ciencias  físicas  no  dejan  ya  lugar  á duda  de 
que  existe  la  demencia  parcial;  de  que  hay 
quien  ejecuta  varios  actos  en  un  momento  de 
frenesí,  bailándose  falto  de  razón  respecto  de 
ellos,  y conservando,  sin  embargo,  el  ejercicio 
de  la  inteligencia  en  todos  los  demás ; de  otra 
suerte,  no  podrían  explicarse  esas  agresiones 
que  son  contrarias  á los  afectos,  á las  pasiones 
y á los  propios  intereses  del  que  las  produce. 


Para  conocer,  pues,  si  el  delito  se  cometió  en 
estado  de  monomania,  es  necesario  atendpr 
á si  se  perpetró  á influjo  de  una  idea  fija  y ex- 
clusiva, que  es  la  que.  produjo  aquella  enferme- 
dad, pues  solo  la  existencia  de  esta  idea  puede 
excusar  el  delito;  puesto  que  fuera  de  este  pun- 
to único , el  agente  comprende,  razona  y usa  de 
toda  su  inteligencia:  es,  pues,  esencial  recono- 
cer la  idea  exclusiva  en  que  se  fija  la  demen- 
cia, y examinar  las  relaciones  de  esta  idea  con 
las  causas  aparentes  del  crimen,  para  hacer  res- 
ponsable al  agente  de  los  actos  que  no  se  refie- 
ran á la  idea  referida.  Debe  también  atenderse 
á si  el  delincuente  no  tiene  interés  alguno  en 
cometer  el  delito  y á si  se  muestra  indiferente  á 
la  pena  impuesta  contra  este ; si  bien  tales  sig- 
nos pueden  encontrarse  en  hombres  depravados 
por  el  vicio,  por  lo  que  solo  ofrecerán  útiles 
apreciaciones  refiriéndose  á personas  de  buena 
conducta. 

Cuestiónase  sobre  si  la  excepción  de  la  demen- 
cia puede  extenderse  á ciertas  perturbaciones 
de  la  inteligencia,  que  aunque  no  provienen  de 
la  locura  propiamente  dicha,  ofrecen  muchos 
earactéres  de  esta  enfermedad  : tales  son  las  pa- 
siones, la  impetuosidad  y la  cólera,  el  somnam- 
bulismo, la  embriaguez  y la  sordo-mudez. 

Respecto  de  las  pasiones,  los  anales  de  la  me- 
dicina no  señalan  una  locura  temporal  que  naz- 
ca y cese  con  ana  pasión  dominante:  las  pasio- 
nes pueden  ser  el  origen  de  un  afecto  persistente 
y aun  causas  ocasionales  de  locura;  pero  no  cons- 
tituyen esta  enfermedad:  son  perturbaciones  que 
veíanla  inteligencia  con  una  nube,  pero  que 
desaparecen  con  su  causa.  Si  se  asimilaran  las 
pasiones  á la  enajenación  mental,  se  justificaría 
la  inmoralidad  colocándola  en  la  misma  línea 
que  la  desgracia  y se  la  alentaría  con  el  estímu- 
lo de  la  impunidad.  El  desgraciado  cuya  inteli- 
gencia ha  sido  alterada  por  la  enfermedad,  obe- 
dece como  uua  máquina  á una  fuerza  motora 
cuyo  poderío  no  puede  combatir:  mas  el  hombre 
que  obra  bajo  el  imperio  de  una  pasión  ha  deja- 
do viciar  su  voluntad,  la  cual,  arrastrada  por 
aquella,  se  ha  precipitado  en  el  crimen:  el  pri- 
mero sufre  una  fuerza  irresistible;  el  segundo 
ha  podido  y no  ha  querido  resistir  á esta  fuerza. 
Aun  en  la  fiebre  de  la  pasión  mas  delirante,  no 
deja  el  hombre  de  distinguir  el  bien  del  mal  y 
de  conocer  la  naturaleza  de  los  actos  á que  se 
entrega:  pueden  subyugarle  el  amor,  los  celos, 
la  venganza:  puede  ceder  al  impulso  de  los  de- 
seos; pero  dentro  de  sí  mismo  tiene  fuerza  sufi- 
ciente para  combatirlos;  las  pasiones  violentas 
anuolan  su  juicio,  pero  no  lo  destruyen;  arras- 
tran su  espíritu  á resoluciones  extremas,  pero 
no  le  fascinan  con  alucinaciones  ni  con  quime- 
ras; excitan  momentáneamente  sentimientos  de 
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crueldad  , pero  no  causan  esa  perversión  moral 
que  induce  al  demente  á inmolar  sin  motiVo 
al  sár  a quien  mas  ama;  en  una.  palabra  no 
hay  suspensión  temporal  de  las  facultades  de  la 
inteligencia:  el  hombre  obra  bajo  el  imperio  de 
un  sentimiento  que  le  domina;  pero  habiendo 
aceptado  esta  dominación , obra  voluntariamen- 
te. Asi , pues,  la  condición  necesaria  para  la  ex- 
cusa ó exención  de  responsabilidad  es  que  haya 
enfermedad,  lesión  completa  ó parcial  de  las 
facultades  de  la  inteligencia:  las  perturbaciones 
producidas  por  el  frenesí  ó ia  corrupción  de  la 
voluntad  no  pueden  servir  de  excusa.  Pero  como 
las  pasiones  oscurecen  el  entendimiento,  y aun 
arrastran  la  voluntad  , aininora.n  la  respousabi— 
lidad  criminal  y pueden  ser  alegadas  como  cir- 
cunstancias de  atenuación.  Véase  el  artículo  de 
esta  obra  Circunstancias  atenuantes. 

Acerca  de  la  imputahilidad  de  los  actos  come- 
tidos eu  estado  de  somnambulismo,  se  hallan  dis- 
cordes los  intérpretes.  Rossi  opina  por  la  no  im- 
putubilidad : dormiens  f urioso  cequiparalar , de- 
■ cian  los  antig-uos;la  voluntad  del  somnámbulo, 
anadian  , es  demasiado  incierta  para  que  pueda 
exigirse  á este  la  responsabilidad  de  sus  actos; 
por  lo  menos  hay  duda  sobre  la  culpabilidad  , y 
habiendo  duda,  el  agente  debe  ser  absuelto. 
Sin  embargo , si  bien  es  cierto  que  no  es  fácil 
apreciar  el  misterioso  trabajo  de  la  inteligencia 
durante  el  sueño,  se  han  establecido  reglas  para 
fijar  los  casos  en  que  aquellos  actos  deben  ser 
imputables.  Tales  son:  1.a  Cuando  conociendo 
su  enfermedad  el  agente , no  hubiese  tomado 


culpabilidad,  puesto  que  el  delito  solo  puede 
formarse  por  el  concurso  simultáneo  y no  succe- 
sivo  del  hecho  y de  la’ voluntad?  La  ley  5.a,  ti- 
tulo S.“,  Partida  7.a.  sancionaba  la  imputahilidad 
en  el  caso  l.°:  «el  que  tuviese  costumbre  de  le- 
vantarse en  dormiendo,  decia,  et  de  tomar  cu- 
chillo o armas  para  ferir,  é sabiendo  su  cos- 
tumbre mala,  non  apercibiese  della  á aquellos 
con  quienes  durmiese  en  un  lugar,  que  se 
guardasen,  si  matase  á alguno  dellos,  debe  su- 
frir pena.» 

La  embriaguez  no  se  menciona  por  nuestro 
Código  entre  las  circunstancias  que  eximen  de 
responsabilidad,  pero  debe  comprenderse  en 
ellas  si  es  involuntaria.  Véase  el  artículo  de  esta 
obra  Embriaguez, 

Respecto  de  la  sordo-mudez , el  Tribunal  Su- 
premo ha  declarado  no  eximir  de  responsabili- 
dad criminal , fundándose  en  que  la  sordo- 
mudez, por  su  naturaleza,  no  puede  equiparar- 
se en  sus  efectos  ni  á la  Imbecilidad  ni  á la  lo- 
cura; por  cuauto  la  experiencia  demuéstralos 
grados  diversos  de  capacidad  intelectual  y mo- 
ral que  alcanzan  la  generalidad  de  los  sordo- 
mudos, y menos  si  el  sordo-mudo  sabe  leer  y 
escribir,  y demuestra  en  sus  actos  que  tiene  la 
conciencia  de  su  deber:  sentencia  de  12  de  Abril 
de  1873. 

Sin  embargo  , creemos  por  nuestra  parte  que 
el  sordo-mudo  que  careciere  de  educación  y de 
instrucción  podrá  alegar  su  deplorable  estado 
como  una  circunstancia  atenuante  de  su  delito; 
fundándose  en  el  núin.  8.°  del  art.  9.°  del  Código 


las  precauciones  que  exige  la  prudencia  para 
evitar  sus  efectos  : en  este  caso  seria  culpable  de 
imprudencia  ó de  negligencia.  2.a  Cuando  el  som- 
námbulo hubiese  ratificado  al  dispertarla  acción 
que  cometió  en  estado  de  somnambulismo.  Mas  si 
bien  esta  ratificación  revela  una  voluntad  cri- 
minal preexistente  al  crimen,  é indica  que  el 
somnámbulo  no  ha  hecho  mas  que  ejecutar  uu 
designio  concebido  anteriormente  y cuyo  pen- 
samiento le  ocupaba  hasta  en  su  sueño , sin  em- 
bargo. ¡cuán  insuficientes  son  estas  presuncio- 
nes! ¿Quién  puede  decir  si  esta  voluntad,  sin  ¡ 
guia  , se  hubiera  detenido  antes  de  la  ejecución  j 
del  hecho;  puesto  que  hay  una  larga  distancia 
entre  el  deseo  ó aceptación  del  pensamiento  cri-  ¡ 
minal  y su  ejecución?  3.a  Cuando  existiese  entre 
elsomnámbuloy  la  víctima  de  su  delito  una  ene- 
mistad capital.  Pero  eu  tal  caso , ¡ en  qué  base 
tan  frágil  se  apoyaría  semejante  criminalidad! 
¿Cómo  llegar  á una  intención  que  cubre  el  mis- 
terio del  sueño?  ¿Por  medio  de  qué  escala  de  j 
presunciones  se  había  de  llegar  á castigar  una 
intención  presunta?  Y aun  suponiendo  probada 
la  voluntad  criminal  preexistente  á la  peí  pe 
traeion  del  delito,  ¿no  seria  todavía  incierta  la 


penal  que  previene  deber  considerarse  como 
circunstancia  atenuante  cualquiera  otra  de  igual 
entidad  y análoga  á las  anteriormente  expresa- 
das en  dicho  artículo. 

Aunque  la  ley  debe  dispensar  del  castigo  al 
demente,  porque  no  teniendo  el  conocimiento 
de  la  inmoralidad  ó moralidad  de  sus  acciones, 
ni  dirigiéndose  estas  por  la  recta  razón  no  con- 
curren en  ellas  la  libertad  y la  inteligencia  que 
constituyen  la  voluntad  necesaria  para  que  ha- 
ya delito,  no  debe  dejársele  en  libertad;  puesto 
que  debeprotejerseá  la  sociedad  contra  el  peligro 
del  demente  que  ha  dado  prueoas  de  su  propen- 
sión á causar  daño,  y al  mismo  demente  contra 
el  riesgo  á que  se  expone  con  su  conducta,  de 
recibir  daño  de  quien  use  del  derecho  de  legíti- 
ma defensa.  El  derecho  romano  disponía  que  en 
tal  caso  fuese  entregado  el  loco  á sus  parientes, 
Y si  estos  no  podían  contenerle,  se  le  encerrase 
en  una  cárcel.  Véase  la  ley  13,  Dig.  de  of.  pras. 
La  ley  8.",  tít.  9.°,  Part.  7.a,  exigía  de  sus  parien- 
tes que  lo  guardasen  bajo  su  responsabilidad.  En 
Rusiayen  Austria  la  suerte  del  demente  se  deja 
á disposición  de  la  policía,  y en  Inglaterra  puede 
mandar  el  tribunal  quede  en  la  cárcel  hasta  que 

119 


Tomo  m. 


planea  a]  Itey.  Estas  tl¡s|KJ!si<‘ion<í»  prueban  la 
incontestable  necesidad  de  tomar  medidas  de 
precaución  respecto  del  loco.  Pero  estas  precau- 
ciones deben  ser  proporcionadas  al  peligro,  do 
suerte  que  no  surtan  los  efectos  de  una  pena. 
Por  eso  las  legislaciones  mas  modernas  lian  des- 
cebado la  reclusión  en  las  cárceles;  por  eso  dis  • 
pone  nuestro  código  en  el  párrafo  3."  del  arf.  8.° 
que  cuando  el  imbécil  6 el  loco  hubiere  ejecuta- 
do un  hecho  que  la  ley  calificare  de  delito  gra- 
ve, el  tribunal  decretará,  su  reclusión  en  uno  do 
los  hospitales  destinados  á los  enfermos  de  aque- 
lla clase,  del  que  no  podrá  salir  sin  previa  au- 
torización del  mismo  tribunal.  jSÍ  la  ley  califi- 
care de  delito  menos  grave  el  hecho  ejecutado 
por  el  imbécil  ó el  loco,  el  tribunal,  según  las 
circunstancias  del  hecho,  practicará  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  anterior,  ó entregará  el  imbécil  á 
su  familia,  si  esta  diere  suficiente  fianza  de  cus- 
todia. En  el  primer  caso,  el  peligro  á que  se  ex- 
pone la  sociedad,  es  sobrado  inminente  para  que 
se  acalle  su  alarma-  con  una  caución  y con  el 
celo  y vigilancia  de  particulares:  es  necesario 
asegurar  á la  sociedad  de  la  imposibilidad  de 
que  aquel  demente  pueda  causarle  daño,  por  . 
medio  de  una  reclusión  pública,  que  por  otra 
parte  no  es  una  pena , sino  una  detención  preven-  , 
t-iva,  que  al  paso  que  priva  al  loco  de  los  medios 
de  dañar,  le  procura  un  régimen  sanitario  que  - 
puede  hacerle  recobrar  la  razón;  en  el  segundo 
caso,  siendo  el  peligro  leve,  basta  confiar  la  se-  ' 
guridad  del  demente  á la  reclusión  doméstica. 
Nada  dice  la  ley  acerca  de  los  parientes  á quie- 
nes debe  entregarse  el  loco,  por  lo  que  parece 
que  deberá  ser  á los  próximos,  esto  es,  primero 
á los  padres  y así  suecesiv ámente ; puesto  que 
es  natural  y lógico  seguir  las  reglas  que  es- 
tablece el  derecho  civil  en  el  caso  análogo  de 
las  curadurías  de  loa  dementes.  Pero  los  parien- 
tes no  tienen  obligación  de  guardar  al  loco,  sino  i 
que  pueden  dispensarse  de  ello  no  dando  fianza, 
y aunque  la  dieran,  puede  disponer  el  tribunal 
que  se  recluya  al  demente  en  un  hospital.  La 
reclusión  deberá  durar  mientras  existiere  la  de- 
mencia ó no  desapareciere  la  alarma  y el  peli- 
gro social  respecto  del  demente,  como  podría 
suceder  si  se  hubiese  aplacado  su  locura. 

La  exención  do  la  responsabilidad  criminal 
declarada  en  einúm.  1."  deL  art.  <S.°  no  compren- 
de la  de  la  responsabilidad  civil,  la  cual,  res- 
pecto de  los  imbéciles  y locos,  se  hará  efectiva 
en  los  que  los  tuvieren  bajo  su  potestad  ó guar- 
da legal,  á no  hacer  constar  que  no  hubo  por  su 
parte  culpa  ni  negligencia.  No  habiendo  perso- 
na que  los  tenga  bajo  su  potestad  ó guarda  le- 
gal, ó siendo  aquella  insolvente,  responderán 
con  sus  bienes  los  mismos  locos  ó imbéciles, 
salvo  el  beneficio  de  competencia  en  la  forma 


que  establezca  la  ley  civil:  art.  19  del  Código 
pemil.  Y.  Responsabilidad,  civil. 

Cuando  el  delincuente  cayere  en  imbecilidad 
ó locura  después  do  cometido  el  delito,  durante 
la  suslanciacion  de  la  causa,  debe  el  juez  que 
instruya  esta  someterle  inmediatamente  á la  ob- 
servación de  dos  médicos  en  el  establecimiento 
en  que  estuviere  preso  ó en  otro  público  si  fuere 
mas  á propósito  ó estuviere  aquel  en  libertad. 
Los  médicos  darán  su  informe  en  tal  caso  del 
modo  que  se  lia  expuesto  al  tratar  del  informe 
pericial  en  el  artículo  de  esta  obra,  Juicio  cri- 
minal. Pin  perjuicio  de  esto,  el  juez  instructor 
recibirá  información  acerca  de  la  enajenación 
mental  del  procesado  oyendo  á las  personas  que 
puedan  deponer  con  acierto,  por  sus  circuns- 
tancias personales  y por  las  relaciones  que  ha- 
yan tenido  con  él  antes  y después  de  haberse 
ejecutado  el  hecho:  arts.  278  y 279  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal. 

En  este  caso,  resultando  que  el  procesado  está 
demente,  debe  suspenderse  el  procedimiento, 
porque,  ¿cómo  poner  enfrente  de  la  justicia  á.  un 
hombre  afectado  de  locura?  ¿Cómo  lia  de  pro- 
nunciarse una  condena  contra  un  hombre  que 
no  puede  defenderse  ni  comprenderla?  ¿Cuál 
seria  el  efecto  moral  y el  objeto  de  semejante 
juicio?  En  tal  caso  debe  suponerse  que  la  ena- 
jenación, aunque  se  revele  por  medio  de  signos 
exteriores  posteriormente  á la  perpetración  del 
delito , existia  ya  cuando  este  se  cometió  y 
pudo  determinar  á su  ejecución.  Tal  era  tam- 
bién la  opinión  de  los  antiguos  criminalistas, 
los  cuales  sostenían  que  eu  el  caso  supuesto, 
no  debía  ser  condenado  el  procesado  á una 
pena  pecuniaria,  porque  llo  debe  imponerse 
pena  alguna  á quien  no  puede  defenderse.  Véa- 
se Julio  Claro,  qtíícsl.  00,  niun.  77J,  y Farinacio, 
qv.msl.  94,  nüm.  22.  Las  leyes  de  Inglaterra  y de 
la  Luisiana  lian  consignado  la  misma  res- 
tricción. 

Pero  si  la  demencia,  fuera  temporal,  ¿deberán 
continuarse  los  procedimientos?  La  solución  de 
esta  cuestión  depende  enteramente  del  hecho. 
Sí  la  curación  fuese  perfecta,  es  indudable  que 
puede  seguirse  el  procedimiento;  puesto  que  el 
único  obstáculo  que  á eüo  se  oponía  era  la  im- 
posibilidad que  resultaba  de  la  enfermedad; 
pero  si  solo  se  presentase  un  lúcido  intervalo, 
esta  intermitencia  de  la  enajenación  no  justifi- 
caría la  continuación  del  procedimiento;  puesto 
que  se  expondría  la  justicia  á que  en  el  curso 
de  este  fuere  atacado  el  procesado  de  un  acceso 
de  locura;  siendo  además  difícil  conocer  basta 
qué  punto  tenia  aquel  la  plenitud  de  su  juicio, 
y Por  consiguiente,  la  libertad  de  su  defensa. 

Cuando  el  delincuente  cayere  en  imbecilidad 
ó locura  después  de  pronunciada  sentencia  íir- 
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me,  se  suspenderá  la  ejecución  tan  solo  en  cuan- 
to a la  pena  personal,  observándose  en  su*  casos 
respectivos  lo  establecido  en  los  párrafos' Vo 
y 3.°  del  art.  8.’  que  se  lian  expuesto:  párrafos 
1."  y 2.a  del  art.  101  del  Código  penal  del  870 

Suspéndele  en  el  caso  expuesto  la  ejecución 
de  las  penas  corporales,  porque  seria  Inhumano 
y absurdo  hacer  que  un  demente  subiera  al  ca- 
dalso o sufriera  el  presidio.  Dt/Jer/m'  excculio, 
decían  los  jurisconsultos , usque  ad  superveuieu- 
tia'M  sauce  mentís  (Julio  Claro,  qn,est.  00,  n lune- 
ro 8.°;  Baldo,  en  la  ley  /timan.,  pár.  46,  Cód.  de 
impute.).  No  lian  faltado , sin  embargo , j uriscon- 
sultos  que  han  opinado  por  que,  aun  en  esto  caso, 
debe  ejecutarse  la  sentencia,,  iundanduse  en  que 
la  ejecución  de  las  penas  tiene  por  principal  ob- 
jeto el  servir  de  ejemplo  y escarmiento.  Pero  el 
ejemplo  ó la  intimidación  es  uno  de  los  efectos 
legítimos  de  la  pena , mas  no  su  objeto  princi- 
pal; y además,  en  tal  caso,  ¿seria  el  terror  de  la 
peua  el  único  efecto  moral  de  semejante  ejecu- 
ción? ¿No  excitaría  también  la  piedad  en  favor 
de  la  víctima  y aun  la  indignación  de  semejante 
espectáculo?  ¿No  se  sublevaría  la  conciencia 
pública  contra  semejante  pena  sufrida  por  iul 
ser  que  carece  ya  de  la  conciencia  de  que  la  ha 
merecido?  Tales  opiniones  respiran  enteramente 
el  espíritu  de  la  antigua  jurisprudencia. 

Pero,  ¿bastaría  para  que  pudiera  ejecutarse 
ia  pena,  que  el  condenado  se  hallase  en  un  lú- 
cido intervalo?  Muchos  criminalistas  no  vacilan 


en  pronunciarse  por  la  afirmativa.  Mas  ¿deberá 
arrostrar  ia  justicia  la  horrible  eventualidad  de 
ejecutar  á un  maniático? ¿Lis  propio  de  su  digni- 
dad espiar  la  lu/.  de  una  razón  vacilante  para 
herir  con  su  espada?  Lo  mas  digno  y mas  justo 
es  que  solo  una  curación  completa  restituya  al 
culpable  á la  pena  pronunciada  contra  él. 

Respecto  de  las  penas  pecuniarias,  no  existe 
duda  alguna:  desde  el  momento  eu  que  la  con- 
de na  á la  multa  es  definitiva,  la  ha  adquirido 
ya  el  Estado;  es  ya  una  deuda  que  afecta  a los 
bienes  del  sentenciado,  sin  que  su  demencia 
posterior  pueda  servir  de  obstáculo  a su  ejecu- 
ción , lo  mismo  que  si  esta  deuda  proviniera  do 
una  obligación  pecuniaria. 

En  cualquier  tiempo  en  que  el  delincuente 
recobrare  el  juicio  cumplirá  La  sentencia,  a no 
ser  que  la  pena  hubiera  prescrito  con  arreglo 
á lo  que  se  establece  eu  el  Código:  párrafo  3. 
del  art.  101  del  Código  de  1870:  disposición  que 
creemos  puede  degenerar  en  dura,  especialmen- 
te si  la  demencia  fué  larga  y penosa. 

Cuando  la  locura  ó imbecilidad  sobreviniera 
hallándose  el  sentenciado  cumpliendo  la  sen- 
tencia, se  observarán  también  las  disposiciones 
enunciadas:  párrafo  3.”  del  art.  101;  esto  es,  se 
suspenderá  el.  cumplimiento  de  la  pena  persona, 
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y se  decretará  la  reclusión  del  loco  en  el  hospi- 
tal de  los  de  su  clase,  ó la  entrega  & la  familia 
bajo  fianza  de  custodia  en  los  casos  respec- 
tivos. 

Acerca  de  las  formalidades  que  deben  prece- 
der á la  declaración  de  la  demencia  de  los  pena- 
dos ó confinados,  báse  dispuesto  por  Real  orden 
de  l.i  de  Enero  de  1864:  l.°  Que  los  confinados 
que  se  suponga  en  estado  de  dementes,  serán 
constituidos  en  observación  , instruyéndose  al 
efecto  por  la  comandancia  del  presidio  en  que 
aquellos  se  encuentren,  un  expediente  informa- 
tivo de  los  hechos  y motivos  que  hayan  dado 
lugar  a ia  sospecha  de  la  demencia,  en  el  que  se 
consigue  el  primer  juicio  ó la  certificación  de 
dos  facultativos  por  lo  menos  que- los  hayan 
examinado  y observado.  2.u  Que  consignada  así 
la  gravedad  de  la  sospecha,  el  comandante  del 
presidio  dó  cuenta  inmediatamente,  con  copia 
literal  del  expediente  instruido,  al  Regente  de  la 
Audiencia  de  que  procedan  los  confinados.  3.’’Que 
este  pasará  dicho  expediente  á la  Sala  de  justicia 
sentenciadora,  y esta,  con  preferencia,  oirá  al 
fiscal  y al  acusador  particular  de  la  causa  si  lo 
hubiere  hasta  la  última  instancia,  y dándose  in- 
tervención y audiencia  al  defensor  del  penado, 
ó nombrándosele  de  oficio  para  este  caso  si  no  le 
tuviere,  acordará  la  instrucción  mas  ámpliay 
formal  de  los  hechos,  y el  estado  físico  y moral 
de  los  pacientes,  por  los  mismos  medios  legales 
de  prueba  que  so  hubieran  empleado  si  el  inci- 
dente ocurriera  durante  el  seguimiento  de  la 
causa,  comisionando  al  efecto  al  juez  de  primera 
instancia  del  partido  en  que  so  hallen  los  confi- 
nados, por  conducto  del  Regente  del  territorio  de 
la  Audiencia,  para  que  puedau  vigilar  el  cum- 
plimiento. 4.°  Que  sustanciado  este  incidente  en 
juicio  contradictorio  si  hubiere  oposición,  y en 
forma  ordinaria  si  no  la  hubiere,  y después  de 
oir  las  declaraciones  juradas  de  los  peritos  en  el 
arte  de  curar,  y en  su  caso  de  la  Academia  de 
Medicina  y Cirujía,  se  diciará  el  fallo  que  proce- 
da de  si  liá  ó no  lugar  á declarar  la  demencia, 
el  cual  se  comunicará  ai  comandante  del  presi- 
dio para  la  traslación  del  penado  demente  al  es- 
tablecimiento de  beneficencia  que  corresponda, 
ó su  entrega  á la  familia  bajo  fianza  de  custodia; 
todo  súi  perjuicio  de  cumplir  con  lo  que  se  dis- 
pone en  el  art.  88  (hoy  101)  fiel  Código  penal,  si 
en  cualquiera  tiempo  recobrare  el  demente  su 

juicio.  * , . 

IV.  Los  hijos  ó descendientes  legítimos  que 
abandonan  al  loco  sin  cuidar  de  suministrarte 
lo  necesario,  pueden  ser  desheredados  por  e 
mismo,  en  caso  de  que  antes  de  morir  vuelva  a 
su  juicio;  y si  un  extraño  ic  recoge  en  su  casa  y 
le  cuida  movido  á compasión,  después  de  habei 
advertido  inútilmente  á sus  parientes  para  que 
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se  encarguen  de  su  cuidado , se  Lace  heredero 
legítimo  de  todos  sus  bienes  en  el  caso  de  que  el 
loco  muera  bajo  la  protección  del  extraño,  con 
perjuicio  de  los  hijos  ú otros  parientes  que  le 
desampararon:  aun  cuando  hubieran  sido  insti- 
tuidos herederos  en  testamento  formalizado  an- 
tes de  la  locura,  el  cual  seria  nulo  en  cuanto  á 
la  institución,  y solo  válido  en  cuanto  á las  man-  ■ 
das.  También  el  hijo  puede  desheredar  al  padre 
que  le  abandonó  en  la  locura.  V.  Heredero,  pár- 
rafo VII,  núm.  8. 

LOGAR.  Alquilar  ó dar  en  arrendamiento.  Lo- 
garse es  obligarse  á algún  trabajo  personal  por 
cierto  precio  ó salario,  que  es  lo  mismo  que  al- 
quilarse ó prestar  sus  servicios  ó trabajo  por  un 
precio  convenido.  Esta  palabra  logar  viene  de  la 
latina  locare.  El  que  se  loga  debe  procurar  el 
provecho  y utilidad  del  que  le  paga  su  trabajo, 
y resarcirle  los  daños  y perjuicios  que  se  le  ori- 
ginaren por  su  negligencia  ó impericia.  V.  Ar-  ! 
rendimiento  de  trabajo  personal. 

LOGRERO.  El  que  da  dinero  á logro  ó interés. 

V.  Usurero. 

LOGRO.  La  ganancia  que  se  saca  del  dinero 
ó de  otra  cosa.  Dar  á logro  es  prestar  ó dar  al- 
guna cosa  con  interés  y usura.  V.  Interés  y 
Usura. 

LOGUER  Ó LOGUERO.  El  salario,  premio  ó alqui- 
ler, y el  jornal  de  un  día  que  g’ana  un  peón.  Hon 
palabras  anticuadas. 

LONJA  Ó BOLSA  DE  COMERCIO.  La  reunión  que 

tienen  bajo  la  autoridad  del  Gobierno  los  co- 
merciantes, capitanes  de  navio,  agentes  y cor- 
redores para  sus  contratos  y negociaciones,  y 1 
también  el  sitio  público  donde  se  verifica  la  re- 
unión. Las  lonjas  de  comercio  facilitan  las  ope- 
raciones y negocios  que  no  podrían  ejecutarse 
siuo  por  la  via  lenta  de  los  anuncios,  periódicos 
y otros  medios  semejantes;  ponen  en  presencia 
los  compradores  y vendedores;  sujetan  á la  vi- 
gilancia inmediata  de  la  autoridad  las  operacio- 
nes que  interesan  ai  público;  sirven  para  hacer 
constar  el  curso  de.  las  mercancías  y efectos,  y. 
ofrecen  á los  negociantes  la  ocasión  de  conocer 
el  crédito  que  merecen  tales  ó tales  casas  de  co- 
mercio por  la  naturaleza  y extensión  de  las  ope- 
raciones que  emprenden.  El  resultado  de  las  ne- 
gociaciones y contratos  que  se  verifican  en  la 
lonja,  determina  el  curso  de  los  cambios,  mer- 
cancías, seguros,  íletes,  precio  de  los  trasportes 
por  tierra  ó agua,  efectos  públicos  y demás;  y ai 
síndico  y adjuntos  de  corredores  ó agentes  toca 
fijar  estos  diferentes  cursos,  y extender  la  nota 
general,  después  de  haber  examinado  las  notas 
de  todos  los  agentes  corredores  de  la  plaza.  Las 
lonjas  es'.áu  abiertas,  no  solo  á los  comerciantes 
y sus  agentes,  sino  también  á todos  los  ciuda- 
danos, y aun  á los  extranjeros,  sin  que  sea  ne- 


cesario presentar  carta  ó boletín  de  entrada. 
V.  Bolsa. 

LOTE.  Una  de  las  varias  porciones  en  que  se 
divide  una  cosa  para  distribuirlas  entre  muchas 
personas.  Esta  voz  viene  de  la  flamenca  lot,  que 
significa  suerte. 

LOTERIA.  Una  especie  de  rifa  que  se  hace  con 
mercaderías,  billetes,  dineros  ú otras  cosas  con 
autoridad  pública,  y una  especie  de  banca  te- 
nida y administrada  por  el  Estado  ó algún  es- 
tablecimiento público,  en  la  cual  se  sacan  á 
la  aventura  lotes  ó números  sobre  que  los  ac- 
cionistas han  puesto  cantidades  mas  ó menos 
fuertes. 

El  uso  de  las  loterías  fué  conocido  ya  entre  los 
Romanos,  y su  establecimiento  entre  nosotros,' 
que  parece  ser  del  año  de  1763,  ha  tenido  por 
objeto  el  atender  á las  necesidades  del  Estado  y 
á ciertas  obras  pias  ó fundaciones. 

Están  prohibidas  las  loterías  particulares  en 
los  cafés  y casas  públicas,  sin  que  pueda  darse 
licencia  con  motivo  alguno  para  su  uso  bajo  las 
penas  de  la  Real  pragmática  sobre  Juegos  prohi- 
bidos: ley  17,  tít.  .23,  lib.  12,  Nov.  Recop.;  Real 
órden  de  28  de  Noviembre  de  1791,  y auto  del 
Consejo  de  1.2  de  Febrero  de  1709. 

También  están  prohibidas  las  loterías  extran- 
jeras, y los  que  beneficien  billetes  para  ellas, 
incurren,  por  la  primera  vez,  en  la  multa  de 
quinientos  ducados  para  el  denunciador,  juez  y 
fisco  por  iguales  partes;  por  !a  segunda,  eu  do- 
ble pena,  y por  la  tercera,  en  cuatro  años  de 
presidio,  además  de  mil  ducados  de  multa:  ley 
28,  tít.  23,  lib.  12,  Nov.  Recop. 

* La  lotería  antigua  ó primitiva  creada  por 
Real  órden  de  Setiembre  de  1863,  fué  suspendi- 
da en  9 de  Febrero  de  1862  y suprimida  por  el 
art.  7.°  de  la  ley  de  Presupuestos  de  4 de  Hayo 
del  mismo  año. 

La  moderna  fué  introducida  en  virtud  de  or- 
den de  las  Córtes  de  13  de  Noviembre  de  1811,  y 
se  destina  para  premios  á los  jugadores  el  75  por 
100  del  valor  de  los  billetes:  Real  órdeu  de  12  de 
Noviembre  de  1868, 

Establecido  un  premio  en  favor  de  huérfanas 
de  militares,  nacionales  y paisanos  muertos  en 
la  guerra  civil  necesitan  presentar  las  aspiran- 
tes, fe  de  bautismo  por  la  que  conste  no  haber 
cumplido  veinticinco  años,  fe  del  casamiento 
de  los  padres,  fe  de  soltería  y certificado  ó in- 
formación de  haber  sido  muerto  el  padre  en  la 
guerra  civil  contra  D.  Carlos:  Real  órden  de  11 
de  Diciembre  de  1835. 

Con  estos  requisitos  pueden  percibir  el  premio 
que  les  corresponda,  aunque  esto  acontezca 
cuando  ya  no  sean  solteras:  sentencia  del  Cous. 
de  12  de  Octubre  de  1859, 

Después  de  esta  sentencia  se  lian  publicado 
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Reales  órdenes  disponiendo  que  sea  necesario 
para  percibir  el  premio  , que  permanezcan  sol- 
teras y por  ello,  según  disposición  de  4 de  Enero 
de  1864  para  acreditar  el  derecho  y pedir  las 
agraciadas  el  abono  en  la  Administración  de  lo- 
terías, donde  deseen  recibirlo,  han  de  remitir  á 
la  Dirección  general  de  loterías  una  solicitud 
acompañada  de  la  partida  de  bautismo,  la  fe 
de  existencia  y la  de  soltería,  y si  el  derecho  es 
adquirido  por  defunción,  los  documentos  que  lo 
acrediten. 

Si  la  agraciada  con  el  premio  hubiere  muerto 
antes  del  sorteo  en  que  le  hubiere  cabido,  no 
adquieren  derecho  á él  sus  herederos  y el  premio 
vuelve  á sortearse  por  sorteo  extraordinario  en- 
tre las  demás  huérfanas:  Real  órden  de  5 de 
Febrero  de  1867. 

La  prohibición  de  loterías  extranjeras  se  iteró 
en  el  art.  57  de  la  Instrucción  de  14  de  Febrero 
de  1870;  á la  par  que  el  juego  de  lotería  por  car- 
tones en  los  cafés  y casas  públicas,  ya  prohibi- 
do por  Reales  órdenes  de  6 de  Abril  de  1800  y 
2 de  Enero  de  1819. 

Los  empresarios  y expendedores  de  billetes  de 
loterías  ó rifas  no  autorizadas,  serán  castigados 
con  las  penas  de  arresto  mayor  en  sus  grados 
mínimo  y medio  y multa  de  125  á 1,250  pesetas: 
art.  359  del  Código  penal  de  1870. 

El  Código  penal  de  1850  disminuía  la  pena 
pecuniaria  que  era  de  20  á 200  duros,  y aumen- 
taba la  personal  al  arresto  mayor,  hasta  el  gra- 
do máximo.  * 

La  lotería  pública  se  ha  suprimido  en  al- 
gunos Estados,  Como  un  juego  inmoral  y con- 
tribución injusta,  que  absorbe  los  ahorros  de 
la  clase  mas  necesitada,  seduciéndola  con  el 
cebo  engañoso  de  una  ganancia  exhorbitante 
que  nunca  ó casi  nunca  se  verifica.  V.  Rifa. 

LÚCIDOS  INTERVALOS.  El  espacio  de  tiempo  en 
que  el  loco  ó furioso  habla  y obra  con  juicio. 
V,  Loco  é Intervalos  lúcidos. 

LUCRATIVO.  Lo  que  produce  utilidad  y ganan- 
cia ; y así  llamamos  título  lucrativo  á la  causa 
que  nos  hace  adquirir  una  cosa  sin  que  nos 
cueste  nada,  como  la  donación  y el  legado. 

LUCRO.  La  ganancia  ó provecho  que  se  saca 
de  alguna  cosa , especialmente  del  dinero.  Hay 
lucro  cesante  y lucro  naciente.  Lucro  cesante,  es 
la  ganancia  ó utilidad  que  se  regula  podría  pro- 
ducir el  dinero  en  el  tiempo  que  ha  estado  dado 
en  empréstito  ó mutuo.  Lucro  naciente , es  la  ga- 
nancia ó utilidad  que  produce  el  dinero  en  ma 
nos  del  que  le  ha  tomado  en  empréstito  ó mutuo. 
El  lucro  cesante  es  cesante  con  respecto  al  pres- 
tamista, el  cual  se  priva  de  una  ganancia  por 
desprenderse  de  su  dinero;  y el  lucro  naciente 
es  naciente  con  respecto  al  tomador  ó mutuata- 
rio, que  emplea  el  dinero  prestado  en  alguu 


ramo  de  industria  ó de  comercio.  Siempre  que 
. se  verifica  alguno  de  estos  casos , es  decir,  siem- 
pre que  hay  lucro  cesante  ó lucro  naciente, 
puede  el  prestamista  exigir  del  mutuatario  al- 
gún interés  por  el  uso  del  dinero  que  le  prestó. 
V.  Interés  y Usura. 

LUCTUOSA,  Cierto  derecho  antiguo  que  se  pa- 
gaba en  algunas  provincias  á los  señores  y Pre- 
lados cuando  morían  sus  súbditos,  y consistía 
en  una  alhaja  del  difunto,  la  que  él  señalaba  en 
su  testamento , ó la  que  el  señor  ó Prelado  ele- 
gía. V.  Abadía  y Usura. 

LUGAR.  Generalmente  significa  cualquier  si- 
tio ó paraje,  y cualquiera  ciudad,  villa  ó aldea; 
pero  rigorosamente  se  entiende  por  lugar  la 
población  pequeña  menor  que  villa  y mayor  que 
aldea. 

En  los  instrumentos  públicos,  además  del  día, 
mes  y año,  debe  expresarse  el  lugar  en  que  se 
otorgan,  para  saber  si  el  escribano  se  hallaba 
autorizado  para  extenderlos , pues  no  puede  ejer- 
cer su  oficio  sino  dentro  de  ios  limites  del  dis- 
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trito  que  le  está  señalado;  y así  es  que  el  instru- 
mento extendido  por  el  escribano  fuera  de  su 
territorio  no  podrá  considerarse  sino  como  ins- 
trumento privado.  Lo  propio  debe  decirse  de  las 
providencias,  mandatos,  sentencias  y demás 
actos  de  los  jueces -y  magistrados,  qui  extra 
jurisdiclionis  fines  jas  iicere  non  possnnt , y por 
consiguiente  fuera  de  su  distrito  son  reputados 
como  personas  particulares.  V.  Instrumenta  y 
Jurisdicción  prorogada. 

En  los  contratos  el  que  lia  prometido  pagaren 
tal  lugar  no  puede  pagar  en  otra  parte,  ni  aun 
en  ei  lugar  en  que  se  hizo  el  contrato;  á no  ser 
que  no  le  sea  posible  cumplir  la  obligación  en 
el  lugar  convenido,  en  cuyo  caso  tendrá  que 
satisfacerla  del  mejor  modo  indemnizando  ade- 
más al  acreedor  de  los  perjuicios  que  se  le  sigan, 
según  el  arbitrio  del  juez.  Si  se  estipuló  que  se 
liabia  de  pagar  en  Zaragoza  y en  Madrid,  se  ha 
de  hacer  parte  del  pago  en  Madrid  y parte  en 
Zaragoza.  Si  se  prometió  pagar  en  Pamplona  ó 
en  Bilbao  , el  promitente  tiene  la  elección  de 
pagar  en  el  lugar  que  mas  le  convenga,  mien- 
tras el  acreedor  no  le  pida;  pero  si  el  promitente 
no  se  adelanta  á ofrecer  el  pago  en  alguno  de 
los  dichos  lugares,  el  acreedor  tiene  derecho  de 
elegir  el  pueblo,  en  que  quiere  se  le  pague: 
Pelilor  elec lionera  habei  ubi  petat,  reus  ubi  solvat, 
scilicet  ante  pelitionem.  Aunque  yo  haya  estipu- 
lado que  se  me  ha  de  dar  la  cosa  en  tal  lugar, 
puedo  no  obstante  pretender  según  las  circuns- 
tancias que  se  me  entregue  en  otro;  y el  juez  en 
tai  caso  debe  atender  á los  intereses  respectivos 


del  demandante  y demandado,  tomando  en  con- 
sideración el  perjuicio  que  Ies  causa  respectiva- 
mente la  mudanza  del  lugar  del  pago.  V.  Pago. 
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LUGAR.  El  tiempo,  ocasión,  oportunidad, 
causa  ó motivo  para  hacer  ó no  hacer  alguna 
cosa. — Como  mejor  haya  lugar  en  derecho,  es  una 
expresión  que  se  usa  en  todo  pedimento  para 
manifestar  la  parte  que,  además  de  lo  que  expo- 
ne, quiere  se  ie  favorezca  lo  que  permite  el  de- 
recho.— A'O  ha  lugar  es  también  una  locución 
forense  con  que  se  declara  que  no  se  condescien- 
de á lo  que  se  pide. 

* LUGAR  HABITADO,  Con  motivo  de  castigarse  en 
el  Código  penal  de  1848,  reformado  en  1850,  el  | 
robo  cometido  en  lugar  habitado,  se  suscitó  la 
duda  sobre  qué  ciase  de  lugares  debian  consi- 
derarse por  habitados  ó no  habitados,  y cuáles 
debian  entenderse  como  dependencias  de  los 
mismos.  El  Gobierno,  teniendo  en  consideración, 
que  lo  que  generalmente  se  entiende  por  lugar 
habitado  es  aquel  que  tiene  habitantes  6 mora- 
dores, ora  se  hallen  estos  en  su  albergue,  ora 
en  la  calle,  y no  habitado  cuando  aquellos  le- 
vantan la  casa,  y que  una  vez  definido  qué  es 
lugar  habitado,  no  pueda  ofrecer  dificultades  al 
juzgador  la  calificación  de  los  robos  cometidos 
en  dependencias  que  forman  cuerpos  en  el  edi- 
ficio que  habite  una  persona  ó familia,  6 en 
mansiones  de  puro  recreo,  fuera  de  la  época  en 
que  residan  en  ellas  sus  dueños  ó en  otras  cir- 
cunstancias excepcionales;  resolvió  por  liealór- 
den  de  13  de  Enero  de  1864,  que  es  y se  entien- 
de lugar  habitado  aquel  que  sirve  de  morada 
á una  persona,  aun  cuando  el  morador  falle  de 
él  accidental  y momentáneamente. 

En  conformidad  con  esta  resolución,  al  verifi- 
carse la  reforma  del  Código  penal  en  1870,  se  ha 
añadido  un  articulo,  el  523,  en  que  se  contiene 
una  declaración  análoga,  diciéndose,  que  se 
considera  casa  habitada,  todo  albergue  que 
constituyere  la  morada  de  una  o mas  personas, 
aunque  se  encontraren  accidentalmente  ausen- 
tes de  ella  cuando  el  robo  tuviere  lugar;  y que 
se  considerarán  dependencias  de  casa  habitada 
ó de  edificio  público  ó destinado  al  culto,  sus 
patios  y corrales,  bodegas,  graneros,  pajares, 
cocheras,  cuadras  y demás  departamentos  ó si- 
tios cercados  y contiguos  al  edificio  y en  comu- 
nicación interior  con  el  mismo,  y con  el  cual 
formen  un  solo  todo;  pero  sin  que  se  entiendan 
comprendidos  en  el  párrafo  anterior,  las  huertas 
y demás  terrenos  destinados  al  cultivo  ó á la 
producción , aunque  estén  cercados , contiguos 
al  edificio  y en  comunicación  interior  con  el 
mismo.  Véase  la  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  18  de  Enero  de  1875 , expuesta  en  el  ar- 
tículo Rolo.  * 

LUGAR  PROFANO  Ó PURO.  El  que  no  es  sagrado, 
santo  ni  religioso,  Y.  Cosas. 

LUGARES  PÚBLICOS.  Los  que  en  cuanto  á la 
propiedad  pertenecen  al  pueblo,  y en  cuanto  al 


uso  ó todos  y cada  uno  de  sus  individuos,  como 
por  ejemplo,  los  caminos  públicos,  egidos,  puer- 
tos, riberas  , etc.  Los  lugares  públicos  son  para 
el  uso  de  los  particulares,  no  por  derecho  de 
propiedad  sino  por  derecho  de  ciudadanía:  Loca 
pv.blica  uiique  privatormn  usibus  deserm-uul , sci- 
licel  jure  civUatis , non  qnasi  propria  cujusque. 
Cada  particular  tiene  derecho  para  quejarse , si 
en  un  lugar  público  se  hace  alguna  cosa  que  le 
perjudica.  V.  Bienes  '¡milicos. 

LUGARTENIENTE.  La  persona  que  tiene  autori- 
dad y poder  para  ejercer  las  veces  y funciones 
de  otro  en  algún  ministerio  ó empleo.  Es  pala- 
bra compuesta  de  lugar  y de  teniente,  partici- 
pio activo  del  verbo  tener. 

LUICION.  La  redención  de  censos.  Viene  de 
luir , que  significa  redimir  ó quitar  censos.  Véa- 
se Censo  consignalivo. 

LUISMO.  Lo  mismo  que  laudemio , que  podrá 
verse  en  su  lugar. 

LUJO,  El  exceso  y demasía  de  gastos  en  ves- 
tidos, muebles,  equipajes,  mesa,  etc.  V.  Leyes 
suntuarias. 

LUJURIA.  Todo  lo  que  concierne  á los  vicios  y 
delitos  que  nacen  del  uso  ilícito  de  los  placeres 
sensuales.  V.  Incontinencia. 

LUSTRO.  Entre  los  Romanos  el  espacio  de  cin- 
co años,  al  fin  de  los  cuales  se  hacia  un  nuevo 
empadronamiento  de  los  ciudadanos.  Esta  pa- 
. labra  viene  seg un  algunos,  de  luo,  que  signi- 
fica pagar,  porque  ai  principio  de  cada  cinco 
años  se  pagaba  el  tributo  impuesto  p^or  los  Cen- 
sores, cuyo  cargo  duraba  cinco  años  por  su 
primera  institución , bien  que  después  se  hizo 
anual. 

LUTO.  El  vestido  negro  que  se  trae  por  la 
muerte  de  alguno.  El  luto  de  la  viuda  se  paga 
del  caudal  privativo  del  difunto  como  deuda 
contra  éi , y no  del  cuerpo  de  bienes  de  la  he- 
rencia, porque  entonces  pagaría  la  mitad  la 
viuda;  ni  tampoco  del  quinto  de  los  bienes,  pues 
el  quinto  solo  puede  gravarse  con  los  gastos  de 
funeral , misas  y legados , según  la  le,y  30  de 
Toro;  á no  ser  que  el  testador  hubiere  dispuesto 
otra  cosa,  ó haya  tal  costumbre  en  el  pueblo. 
El  mando  no  tiene  derecho  á que  se'le  pague  ei 
■ luto  por  la  muerte  de  su  mujer,  porque  no  debe 
ser  alimentado  de  los  bienes  de  ella;  y así  solo 
se  le  abortará  en  los  pueblos  donde  hubiere  tai 
costumbre.  El  luto  de  los  herederos  ha  de  cos- 
> tearse  por  ellos  mismos,  y no  del  caudaL  cumuu, 
porque  entonces  la  viuda  pagaría  indebidamen- 
te la  mitad  de  su  importe;  ni  tampoco  del  quin- 
to, porque  este  gasto  no  se  halla  comprendido 
entre  las  deducciones  que  deben  hacerse  de  él; 
fuera  de  que  el  luto  redunda  eu  utilidad  de  los 
mismos  herederos , ahorrándoles  otros  vestidos 
mientras  lo  gastan . 
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LLAMAMIENTO.  El  acto  de  nombrar  pe\onas  | 
ó familias  para  alguna  herencia  ó suecesfcm. 
Véase  Heredero,  Herencia , Insiilucio'A  de  herts 
dero.  \ 

LLANO,  Se  aplica  á la  persona  que  esVechera 
6 que  no  goza,  de  fuero  privilegiado;  y Itbl, nu- 
do de  fianzas,  depósitos,  etc.,  se  dice  de  y per- 
sona que  no  puede  declinar  la  jurisdicción  del 
juez  á quien  pertenece  el  conocimiento  detgtos 
actos.  \ 

LLAVE.  El  instrumento  que  sirve  para  abiV  y 
cerrar  moviendo  el  pestillo  de  la  cerradura,  Vi 
materia  civil,  la  entrega  que  el  vendedor  liu\ 
al  comprador  de  las  llaves  de  un  edificio  ó de  inri 
almacén  en  que  se  bailan  las  mercancías  ven- 
didas , produce  la  tradición  ó entrega  y la  tras- 
lación de  posesión  del  edificio  ú objetos  vendi- 
dos. En  materia  criminal,  la  fabricación  y el 
uso  de  llaves  falsas  constituye  un  delito.  Por 
llave  falsa  se  entiende  la  que  se  hace  furtiva- 
mente para  falsear  una  cerradura.  Por  llaves  de 
la  Iglesia , se  designa  la  potestad  espiritual  para 
el  gobierno  y dirección  de  los  fieles.  V.  Entrega 
y Falsedad. 

LLUVIA.  El  agua  que  cae  de  las  nubes.  El  que 
terne  venga  daño  á sus  bienes  por  razón  del 
agua  de  las  lluvias  & causa  de  alguna  obra  que 
lia  hecho  su  vecino,  tiene  derecho  para  pedir  la 
demolición  de  la  obra  y el  resarcimiento  de  los 
perjuicios  que  se  le  hubieren  seguido:  ley  13, 
tít.  32,  Part.  3.a  Puede  venir  daño  á nuestros 
bienes  por  razón  de  la  lluvia,  cuando  nuestro 
veciuo  liace  una  obra  en  que  se  recoge  el  agua 


de  las  lluvias  por  canales  que  la  echan  sobre 
nuestras  paredes  ó tejados;  cuando  levanta  pa- 
red ó hace  estacada,  valladar  ú otra  labor  en  su 
heredad,  que  impide  el  curso  acostumbrado  de 
las  aguas,  las  cuales  por  tanto  forman  algún 
estanque;  cuando  en  el  sitio  por  donde  el  ngua 
solia  venir,  alza  alguna  obra  de  manera  que  se 
muda  su  curso , y cae  tan  alta  que  forma  hoyos 
ó caños  en  nuestra  heredad,  ó bien  nos  la  em- 
barga y detiene  de  modo  que  no  podemos  regar 
con  ella  nuestras  heredades  como  solíamos: 
ley  13,  tít.  32,  Part.  3.a,  y ley  1.a,  pár.  I.’,  Iib.  30, 
!)lg.  de  oper.  nov.  nunciat.  En  cada  uno  de  estos 
casos  y otros  semejantes,  se  debe  derribar  la 
obra  á costa  del  que  la  hizo,  tornando  la  cosa 
al  primer  estado , y pagar  además  el  daño  que 
hubiere  causado;  pues  aunque  todo  hombre 
puede  hacer  en  lo  suyo  lo  que  le  parezca,  se  debe 
entender  esto  de  suerte  que  no  haga  daño  al 
otro:  d.  ley  13,  tít.  32,  Part.  3.a  Mas  no, podremos 
quejarnos  del  vecino,  en  caso  de  que  el  daño 
nos  venga  sin  culpa  suya,  como  cuando  estando 
nuestro  campo  mas  bajo  que  el  suyo,  nos  viene 
el  agua  . no  por  obra  de  los  hombres,  sino  por 
la  razón  natural  de  que  el  agua  corre  de  lo  mas 
alto  á lognfis  bajo:  cuando  la  obra  que  nos  oca- 
siona el  tilo,  lia  sido  tolerado  por  nosotros  du- 
rante el  i acío  de  diez  años  estando  presentes, 
ó de  veinll  estaudo  ausentes;  y en  fin  cuando 
hay  servidVibre  constituida  sobre  nuestro  fun- 
do : leyes  li.5,  lf>  y 17,  tít.  32,  Part.  3.a  V.  De- 
nuncia de  oZW hrnva,  Interdicto , párrafos  X y XI, 

¡ y Agua.  V 


PIN  DEL  TOMO  TliR-CERO. 


